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	Fecha	de	Publicación	de	Normas
Constitución	Política
Constitución	de	1993	 Octubre	31,	1993
Código	de	Comercio
	 Febrero	15,	1902
Código	Penal
D.	Leg.	635 Abril	04,	1991
Código	Civil
D.	Leg.	295 Julio	25,	1984
TUO	del	Código	Procesal	Civil
D.	Leg.	768
R.	M.	010-93-JUS Marzo	04,	1992
Código	Tributario
TUO	-	D.	Leg.	816 Abril	24,	1996
AÑO	1976
D.	L.	21621 Setiembre	15,	1976
AÑO	1984
D.	Leg.	299 Julio	7,	1984
AÑO	1994
D.	Leg.	788 Diciembre	31,	1994
D.	S.	20-94-ITINCI Octubre	10,	1994
AÑO	1996
Ley	26639 Junio	27,	1996
Ley	26662 Setiembre	05,	1996
Ley	26702 Diciembre	09,	1996
D.	Leg.	807 Abril	18,	1996
D.	Leg.	821 Abril	23,	1996
D.	Leg.	822 Abril	24,	1996
AÑO	1997
Ley	26842 Julio	20,	1997
Ley	26887 Diciembre	09,	1997
Ley	26889 Diciembre	09,	1997
D.	S.	010-97-ITINCI Junio	06,	1997
AÑO	1998
Ley	27008 Mayo	12,	1998
R.	089-98-SBS Enero	15,	1998
R.	1133-98-SBS Noviembre	11,	1998
R.	0121-1998/ODA-Indecopi Julio	17,	1998
R.	CNC.	013-98-EF/93.01 Julio	23,	1998
AÑO	1999
Ley	27075 Marzo	26,	1999
Ley	27102 Mayo	06,	1999
Ley	27144 Junio	06,	1999
Ley	27146 Junio	24,	1999
R.	031-99-EF/94.10-Conasev Marzo	05,	1999
AÑO	2000
Decisión	486 Septiembre,	2000
Ley	27261 Mayo	10,	2000
Ley	27269 Mayo	26,	2000
Ley	27287 Junio	19,	2000
Ley	27291 Junio	24,	2000
Ley	27295 Junio	29,	2000
Ley	27310 Julio	17,	2000
Ley	27331 Julio	28,	2000
Ley	27394 Diciembre	30,	2000
R.	026-2000-EF/94.10 Mayo	04,	2000
AÑO	2001
Ley	27444 Abril	11,	2001
Ley	27489 Junio	28,	2001
Ley	27584 Diciembre	07,	2001
Ley	27603 Diciembre	21,	2001
D.	Leg.	915 Abril	12,	2001
R.	019-2001-SBS Enero	17,	2001
R.	021-2001-SBS Enero	17,	2001
R.	200-2001-Sunarp-SN Julio	27,	2001
R.	55-2001-EF/94.10-Conasev Octubre	23,	2001
AÑO	2002
Ley	27640 Enero	19,	2002
Ley	27673 Febrero	21,	2002
Ley	27693 Abril	12,	2002
Ley	27729 Mayo	24,	2002
Ley	27768 Junio	27,	2002
Ley	27804 Agosto	2,	2002
Ley	27809 Agosto	8,	2002
Ley	27811 Agosto	10,	2002
Ley	27851 Octubre	22,	2002
Ley	27861 Noviembre	12,	2002
Ley	27863 Noviembre	13,	2002
Ley	28131 Diciembre	19,	2002
R.	057-2002-Sunarp/SN Febrero	14,	2002
R.	076-2002-Sunarp/SN Febrero	28,	2002
R.	078-2002-Sunarp/SN Marzo	01,	2002
Dir.	002-2002-CRP-Indecopi Setiembre	04,	2002
Dir.	004-2002/CCO-Indecopi Noviembre	20,	2002
AÑO	2003
Ley	27964 Mayo	18,	2003
D.	Leg.	945 Diciembre	23,	2003
R.	J.	0276-2003-ODA-Indecopi Diciembre	31,	2003
Circ.	AFP-27-2003 Marzo	16,	2003
AÑO	2004
Ley	28184 Marzo	02,	2004
Ley	28203 Abril	13,	2004
Ley	28233 Mayo	28,	2004
Ley	28278 Julio	16,	2004
Ley	28289 Julio	20,	2004
Ley	28306 Julio	29,	2004
Ley	28439 Diciembre	28,	2004
D.	Leg.	957 Julio	29,	2004
D.	S.	559-84-EFC Diciembre	30,	2004
Ac.	002-2004/008-Fonafe Junio	15,	2004
AÑO	2005
Ley	28571 Julio	06,	2005
Ley	28579 Julio	09,	2005
Ley	28580 Julio	12,	2005
Ley	28587 Julio	21,	2005
Ley	28618 Octubre	29,	2005
R.	935-2005-SBS Junio	20,	2005
R.	090-2005-EF/94.10 Diciembre	23,	2005
Ac.	002-2005/015-Fonafe Octubre	14,	2005
AÑO	2006
Ley	28677 Marzo	01,	2006
Ley	28681 Marzo	05,	2006
Ley	28705 Abril	06,	2006
Ley	28709 Abril	12,	2006
Ley	28755 Junio	06,	2006
Ley	28846 Julio	26,	2006
R.	472-2006-SBS Abril	06,	2006
R.	007-2006-EF/94.10 Febrero	14,	2006
R.	024-2006-EF/94.10 Mayo	23,	2006
Ac.	013-2006/004-Fonafe Febrero	04,	2006
Ac.	004-2006/025-Fonafe Octubre	04,	2006
AÑO	2007
Ley	28971 Enero	27,	2007
Ley	29073 Julio	25,	2007
R.	685-2007-SBS Mayo	31,	2007
R.	1163-2007-SBS Agosto	21,	2007
R.	1183-2007-SBS Agosto	27,	2007
AÑO	2008
Ley	29263 Octubre	02,	2008
Ley	29307 Diciembre	31,	2008
D.	Leg.	1028 Junio	22,	2008
D.	Leg.	1033 Junio	25,	2008
D.	Leg.	1034 Junio	25,	2008
D.	Leg.	1044 Junio	26,	2008
D.	Leg.	1050 Junio	27,	2008
D.	Leg.	1052 Junio	27,	2008
D.	Leg.	1061 Junio	28,	2008
D.	Leg.	1070 Junio	28,	2008
D.	Leg.	1071 Junio	28,	2008
D.	Leg.	1075 Junio	28,	2008
D.	Leg.	1076 Junio	28,	2008
D.	S.	052-2008-PCM Julio	19,	2008
AÑO	2009
Ley	29316 Enero	14,	2009
Ley	29440 Noviembre	19,	2009
Ley	29489 Diciembre	23,	2009
D.	S.	012-2009-SA Julio	11,	2009
D.	U.	061-2009 Mayo	28,	2009
R.	075-2009-Sunarp-SN Marzo	26,	2009
R.	172-2009-Sunarp-SN Junio	23,	2009
R.	188-2009-Sunarp-SN Julio	07,	2009
AÑO	2010
Ley	29504 Enero	31,	2010
Ley	29517 Abril	06,	2010
Ley	29560 Julio	16,	2010
Ley	29566 Julio	28,	2010
Ley	29571 Setiembre	02,	2010
Ley	29623 Diciembre	07,	2010
D.	S.	012-2010-ED Junio	04,	2010
D.	S.	168-2010-EF Agosto	10,	2010
R.	159-2010-Indecopi/COD Noviembre	15,	2010
R.	071-2010-EF/94.01.1 Julio	22,	2010
AÑO	2011
Ley	29654 Enero	18,	2011
Ley	29782 Agosto	01,	2011
Ley	29720 Junio	25,	2011
D.	S.	011-2011-PCM Febrero	19,	2011
D.	S.	029-2011-PCM Abril	14,	2011
D.	S.	030-2011-PCM Abril	14,	2011
D.	S.	031-2011-PCM Abril	14,	2011
D.	S.	032-2011-PCM Abril	14,	2011
D.	S.	037-2011-PCM Abril	21,	2011
D.	S.	046-2011-PCM Abril	24,	2011
D.	S.	047-2011-PCM Marzo	27,	2011
D.	S.	070-2011-PCM Julio	27,	2011
R.	013-2011/Sunat Enero	29,	2011
AÑO	2012
Ley	29850 Abril	06,	2012
Ley	29878 Junio	05,	2012
Ley	29888 Junio	24,	2012
D.	S.	021-2012-PCM Marzo	04,	2012
D.	S.	105-2012-PCM Octubre	21,	2012
D.	S.	289-2012-EF Diciembre	23,	2012
R.	049-2012-Sunarp/SN Marzo	21,	2012
AÑO	2013
Ley	29985 Enero	17,	2013
Ley	30046 Junio	20,	2013
Ley	30050 Junio	26,	2013
Ley	30056 Julio	02,	2013
D.	Leg.	1170 Diciembre	07,	2013
R.	025-2013-Indecopi/COD Febrero	09,	2013
R.	028-2013-Indecopi/COD Febrero	10,	2013
R.	298-2013-Indecopi/COD Diciembre	06,	2013
R.	9342-1-2013-Indecopi/COD Julio	03,	2013
R.	101-2013-CNB-Indecopi Diciembre	15,	2013
AÑO	2014
Ley	30200 Mayo	28,	2014
Ley	30224 Julio	11,	2014
Ley	30276 Diciembre	03,	2014
D.	S.	006-2014-PCM Enero	23,	2014
R.	108-2014-Indecopi/COD Julio	03,	2014
Dir.	001-2014/TRI-Indecopi Julio	05,	2014
R.	119-2014-Indecopi/COD Agosto	07,	2014
Dir.	004-2014/DIR-COD-Indecopi. Agosto	07,	2014
AÑO	2015
Ley	30308 Marzo	12,	2015
Ley	30354 Noviembre	04,	2015
D.	Leg.	1178 Julio	24,	2015
D.	Leg.	1189 Agosto	21,	2015
D.	Leg.	1196 Setiembre	09,	2015
D.	Leg.	1205 Setiembre	23,	2015
D.	S.	208-2015-EF Julio	26,	2015
R.	024-2015-Indecopi/COD Febrero	11,	2015
R.	025-Indecopi/COD Febrero	11,	2015
AÑO	2016
D.	S.	100-2016-EF Abril	24,	2016
	
	COMPENDIO	COMERCIAL	Y
SOCIETARIO	PERUANO
PRIMERA	PARTE
SOCIEDADES
LEY	26887
LEY	GENERAL	DE	SOCIEDADES
LIBRO	PRIMERO
REGLAS	APLICABLES	A	TODAS	LAS	SOCIEDADES
Ley	26887.
ART.	 1°.—La	 sociedad.	 Quienes	 constituyen	 la	 sociedad	 convienen	 en
aportar	 bienes	 o	 servicios	 para	 el	 ejercicio	 en	 común	 de	 actividades
económicas.
Ley	26702.
ART.	 12.—Constitución	 de	 empresas.	 Las	 empresas	 deben	 constituirse
bajo	 la	 forma	 de	 sociedad	 anónima,	 salvo	 aquéllas	 cuya	 naturaleza	 no	 lo
permita.	 Para	 iniciar	 sus	 operaciones,	 sus	 organizadores	 deben	 recabar
previamente	 de	 la	 Superintendencia,	 las	 autorizaciones	 de	 organización	 y
funcionamiento,	 ciñéndose	 al	 procedimiento	 que	 dicte	 la	 misma	 con
carácter	general.
Tratándose	 de	 las	 empresas	 que	 soliciten	 su	 transformación,	 conversión,
fusión	o	escisión,	éstas	deberán	solicitar	las	autorizaciones	de	organización
y	de	funcionamiento	respecto	del	nuevo	tipo	de	actividad.
JURISPRUDENCIA.—Calificación	 jurídica	de	 la	sociedad.	“El	mero	hecho
de	 que	 un	 grupo	 de	 personas	 naturales	 trabajen	 colectivamente	 en	 una
actividad	empresarial	 y	para	 lo	que	han	aportado	determinadas	 sumas	de
dinero	no	puede	calificar	como	una	sociedad	anónima	porque	no	ha	existido
el	 acto	 constitutivo	 de	 la	 misma,	 pudiendo	 en	 todo	 caso	 reputarse	 tales
acciones	 como	 tratativas	 tendientes	 a	 la	 celebración	 del	 contrato	 social”.
(Cas.	970-1996-Lima,	set.	11.1997)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	asociación	es	individual	y	su	ejercicio
efectivo	 es	 fundamentalmente	 colectivo.	 “(…)	 sobre	 los	 alcances	 del
derecho	constitucional	de	asociación	(…)	puede	ser	concebido	como	aquel
derecho	por	el	cual	toda	persona	puede	integrarse	con	otras,	 libremente	y
de	modo	permanente,	en	 función	de	determinados	objetivos	o	 finalidades,
las	 mismas	 que,	 aunque	 pueden	 ser	 de	 diversa	 orientación,	 tienen	 como
necesario	 correlato	 su	 conformidad	 con	 la	 ley	 (…)	 queda	 claro	 que	 el
derecho	en	mención	es,	en	primer	término,	una	facultad	que,	aunque	puede
invocarse	 por	 cualquier	 persona	 a	 título	 individual,	 sólo	 se	 concretiza	 en
tanto	aquella	se	integra	juntamente	con	otras	personas	que,	al	igual	que	la
interesada,	 aspiran	 a	 ejercer	 dicha	 libertad.	 Su	 titularidad,	 en	 otros
términos,	 es	 individual;	 su	 ejercicio	 efectivo,	 fundamentalmente	 colectivo
(…)	un	derecho	que	no	sólo	 implica	 la	 libertad	de	 integración	 (libertad	de
asociarse	 en	 sentido	 estricto)	 sino	 que,	 por	 correlato,	 también	 supone	 la
facultad	 de	 no	 aceptar	 compulsivamente	 dicha	 situación	 (libertad	 de	 no
asociarse)	o,	simplemente,	de	renunciar	en	cualquier	momento	a	la	misma,
pese	 a	 haberla	 aceptado	 en	 algún	 momento	 o	 circunstancia	 (libertad	 de
desvincularse	 asociativamente)	 (…)	 el	 derecho	 de	 asociación	 no	 requiere
ningún	tipo	de	autorización	administrativa	a	efectos	de	configurarse	como
tal.	 Que,	 en	 todo	 caso,	 presuponga	 para	 los	 fines	 de	 su	 formalización	 el
cumplimiento	 de	 determinados	 y	 específicos	 requisitos,	 no	 se	 debe
interpretar	 como	 que	 la	 autoridad	 sea	 quien	 prima	 facie	 autoriza	 su
funcionamiento,	 sino	 únicamente	 en	 el	 sentido	 de	 que	 ella	 supervisa	 su
correcto	desempeño	de	acuerdo	a	ley.	(…)	es	pertinente	puntualizar	que	no
es	lo	mismo	ejercer	el	derecho	de	asociación	(para	lo	cual,	y	como	dijo,	no	se
requiere	 autorización)	 que	 desplegar	 determinado	 tipo	 de	 actividades	 (lo
que,	 en	 ciertos	 casos,	 sí	 supone	autorización	de	por	medio)	 (…)	en	 cuarto
lugar,	 la	 facultad	asociativa	un	derecho	que	 supone	una	 concretización	de
cierta	permanencia	o	continuidad	en	el	tiempo.	Se	distingue	en	ello	(…)	del
derecho	 de	 reunión,	 que	 aunque	 igual	 de	 relevante,	 es	 lo	 contrario	 del
atributo	(…).	La	voluntad	de	asociarse	busca,	por	así	decirlo,	una	cierta	dosis
de	duración	o	estabilidad	en	el	tiempo.	(…)”.	(TC,	Exp.	04938-2006-AA/TC,
jul.	28/2007.	Pres.	García	Toma)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	asociación	no	requiere	ningún	tipo	de
autorización	 administrativa.	 “(…)	 el	 derecho	 de	 asociación	 no	 requiere
ningún	 tipo	 de	 autorización	 administrativa	 a	 los	 efectos	 de	 configurarse
como	 tal.	 El	 hecho	 que,	 en	 todo	 caso,	 presuponga	 para	 los	 efectos	 de	 su
formalización	el	cumplimiento	de	determinados	y	específicos	requisitos	no
debe	interpretarse	como	que	la	autoridad	sea	quien	prima	facie	autoriza	su
funcionamiento,	 sino	únicamente	 la	que	 supervisa	 su	 correcto	desempeño
de	acuerdo	a	ley.	Y	es	que	no	es	lo	mismo	ejercer	el	derecho	de	asociación
(para	 lo	 cual	 y	 como	 se	 dijo,	 no	 se	 requiere	 autorización)	 que	 desplegar
determinado	 tipo	 de	 actividades	 (lo	 que	 en	 ciertos	 casos	 sí	 supone
autorización	 de	 por	 medio).	 (…).”	 (TC,	 Exp.	 00429-2007-PA/TC,	 dic.
04/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—El	 Estado	 tiene	 como	 función	 primordial	 la
protección	y	seguridad	de	la	sociedad	y	puede	legítimamente	tomar	las
medidas	 necesarias	 para	 ello.	 “(…)	 este	 tribunal	 estableció	 que	 los
derechos	alegados	por	la	empresa	demandante	 ‘(…)	no	son	absolutos,	sino
que	 deben	 ser	 compatibilizados	 con	 otros	 derechos	 y	 bienes
constitucionalmente	 legítimos,	 como	 la	 protección	 de	 los	 daños	 al	 medio
ambiente	y	a	la	salud	pública	(…)”.
13.	(...)	la	medida	no	sólo	resultaba	idónea	y	necesaria	para	la	salvaguarda
de	los	derechos	a	la	vida,	a	la	salud	y	a	un	medio	ambiente	equilibrado,	sino
además	proporcionada	en	atención	a	las	circunstancias	concretas,	toda	vez
que	por	un	 lado	 la	medida	no	 restringía	 absolutamente	 la	 importación	de
vehículos	usados,	sino	sólo	selectivamente;	y	por	otro,	porque	la	restricción
practicada,	 al	 estar	 referida	 sólo	 a	 aquellas	 fuentes	 contaminantes	 que	 se
había	 mostrado	 como	 más	 nocivas	 para	 el	 aire,	 potenciaba	 los	 efectos
benéficos	de	 la	medida,	de	tal	suerte	que	 la	medida	tenía	 la	virtualidad	de
lograr	una	 importante	reducción	de	 la	contaminación	de	 la	contaminación
del	 aire	en	el	 tiempo,	 con	una	mínima	 restricción	de	 las	 importaciones;	o,
dicho	de	otra	manera,	el	mayor	beneficio	de	derechos	colectivos	posible	con
la	menor	limitación	de	derechos	individuales	posible.
(...).
15.	(...)	el	Estado	tiene	como	función	primordial	 la	protección	y	seguridad
de	 la	 sociedad,	 por	 lo	 que	 puede	 legítimamente	 tomar	 las	 medidas
necesarias	para	ello.	En	esa	medida,	corresponde	tener	presente	que	en	el
caso	de	autos,	no	sólo	se	discute	un	tema	de	importación	de	vehículos,	sino
que	además,	resultan	involucrados	el	derecho	a	la	vida	y	la	seguridad	de	la
sociedad	en	su	conjunto	(…).”.	(TC,	Exp.	05961-2009-PA/TC,	 jun.	04/2010.
S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Municipalidades	 no	 pueden	 imponer	 a	 locales
comerciales	horarios	de	funcionamiento	irrazonables.	“(…)	38.	Y	es	que
debe	 tenerse	 presente	 que	 las	 municipalidades	 distritales	 tienen	 un	 rol
importante	 en	 la	 regulación	 y	 control	 sobre	 los	 humos,	 ruidos	 y	 demás
elementos	contaminantes	(Art.	80,	inciso	3	de	la	LOM)	además	de	fiscalizar
ello.	Debe	reiterarse	que	el	artículo	79	de	la	LOM	establece	en	su	punto	3.6	y
3.6.4	 que	 las	 municipalidades	 norman	 y	 otorgan	 licencias	 y	 realizan	 la
fiscalización	 de	 los	 establecimientos	 comerciales,	 industriales	 y	 de
actividades	profesionales	de	acuerdo	a	la	zonificación.	Evidentemente	todo
ello	debe	ser	realizado	de	conformidad	con	 lo	establecido	en	 la	Ley	Marco
de	Licencia	de	Funcionamiento	(Ley	N°	28976).	En	tal	sentido,	al	margen	de
la	inconstitucionalidad	de	la	ordenanza	cuestionada,	la	municipalidad	debe
proceder	 a	 aplicar	 las	 sanciones	 pertinentes	 a	 aquellos	 locales	 que	 no
cuenten	con	 licencia	de	 funcionamiento,	que	generen	 ruidos	molestos	a	 la
población,	que	permitan	el	ingreso	de	menores	o	que	permitan	la	venta	de
alcohol	 a	 los	 menores.	 Respecto	 a	 estos	 dos	 puntos	 la	 Ley	 Regula	 la
Comercialización,	 Consumo	 y	 Publicidad	 de	 Bebidas	 Alcohólicas	 (Ley	 N°
28681)	 claramente	 establece	 una	 serie	 de	 prohibiciones	 dirigidas	 a	 la
protección	 de	 los	menores.	 En	 virtud	 de	 ello,	 las	municipalidades	 tiene	 la
obligación	de	aplicar	las	más	drásticas	medidas	para	tutela	los	intereses	de
los	menores	de	edad.	Por	lo	tanto,	si	bien	es	comprensible	la	preocupación
que	 puede	 generar	 determinados	 sucesos,	 no	 es	 constitucionalmente
legítimo,	 por	 existir	 varias	 otras	 alternativas,	 que	 se	 pretenda	 afectar
desproporcionadamente	libertades	básicas	de	las	personas.”	(T.	C.,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	00016-2009-PI/TC,	set.	21/10.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 contrato	 de	 sociedad	 se	 rige
supletoriamente	 por	 las	 disposiciones	 del	 Código	 Civil.	 “En	 cuanto	 a	 la
primera	cuestión	controvertida,	se	tiene	que	el	artículo	1°	de	la	Ley	General
de	 Sociedades	 (LGS)	 establece	 (...)	 La	 utilización	 del	 verbo	 convenir
(concordar,	 acordar,	 coincidir,	 ser	 de	 un	 mismo	 parecer,	 según	 el
Diccionario	de	la	Lengua	Española)	revela	el	origen	o	naturaleza	contractual
de	la	sociedad,	criterio	asumido	por	la	doctrina	nacional	como	comparada.
Por	tanto,	en	aplicación	del	artículo	IX	del	Título	Preliminar	(TP)	del	Código
Civil	 (CC),	 el	 contrato	 de	 sociedad	 se	 rige	 supletoriamente	 por	 las
disposiciones	del	Código	Civil,	 ‘siempre	que	no	 sean	 incompatibles	 con	 su
naturaleza’.	 En	 materia	 específicamente	 contractual,	 esa	 supletoriedad	 es
reiterada	 por	 el	 artículo	 1353	 del	 CC,	 en	 cuanto	 dispone	 que	 ‘todos	 los
contratos	 de	 derecho	 privado	 (no	 sólo	 los	 civiles),	 inclusive	 los
innominados,	 quedan	 sometidos	 a	 las	 reglas	 generales	 contenidas	 en	 (la)
sección	 (referida	 al	 contrato	 en	 general),	 salvo	 en	 cuanto	 resulten
incompatibles	 con	 las	 reglas	 particulares	 de	 cada	 contrato’.”	 (Sunarp,	 R.
064-2009-Sunarp-TR-T,	feb.	13/2009.	V.	P.	Rolando	A.	Acosta	Sánchez)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Los	 socios	 no	 gozan	 de	 una	 especie	 de
“inmunidad	societaria”.	“El	contrato	de	sociedad	genera	obligaciones	para
los	 socios,	 en	 aplicación	 del	 artículo	 1402	 del	 CC.	 De	 conformidad	 con	 el
artículo	1°	de	la	LGS,	 la	principal	obligación	del	socio	es	efectuar	el	aporte
convenido,	 pero	 no	 es	 la	 única	 obligación	 o	 deber	 que	 asume	para	 con	 la
sociedad	 y	 los	 demás	 socios,	 pues	 de	 lo	 contrario	 se	 debería	 admitir	 que
cumplida	la	obligación	de	pagar	el	aporte,	el	socio	adquiere	una	especie	de
‘inmunidad	 societaria’	 que	 le	 permitiría	 actuar	 sin	 freno	 perjudicando	 a
aquellos,	 lo	 que	 configuraría	 un	 claro	 ejercicio	 abusivo	 del	 derecho	 de
accionista,	prohibido	por	el	artículo	11	del	TP	del	CC.
3.	Por	ello	este	tribunal	entiende	que	existe	un	deber	u	obligación	general
del	 socio	 derivado	 del	 artículo	 1362	 del	 CC	 (aplicable	 supletoriamente,
como	 se	 señaló	 en	 el	 fundamento	 5),	 consistente	 en	 ejecutar	 el	 contrato
según	las	reglas	de	la	buena	fe	y	común	intención	de	las	partes.	La	buena	fe,
en	una	de	sus	manifestaciones	societarias,	se	traduce	en	un	deber	de	lealtad
para	con	 la	sociedad	y	 los	socios.	 (...)”.	 (Sunarp,	R.	064-2009-Sunarp-TR-T,
feb.	13/2009.	V.	P.	Rolando	A.	Acosta	Sánchez)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Diferencias	entre	las	sociedades	de	capitales
y	 las	 sociedades	 de	 personas.	 “Tradicionalmente	 se	 ha	 clasificado	 a	 las
sociedades	 en	 sociedades	 de	 capitales	 y	 sociedades	 de	 personas,	 estando
caracterizadas	 las	sociedades	de	capitales	(entre	 las	que	se	encuentran	las
sociedades	 anónimas)	 por	 su	 carácter	 esencialmente	 intuito	 pecuniae,	 en
donde	no	importan	los	aspectos	personales	y	actividades	de	los	socios	sino
su	aportación	patrimonial	a	la	sociedad,	de	tal	modo	que	los	accionistas	no
necesariamente	se	conocen	y	lo	único	decisivo	es	el	valor	y	naturaleza	de	la
aportación	al	capital	social;	en	cambio,	en	las	sociedades	de	personas	prima
el	 carácter	 intuito	personae,	 sustentado	en	 las	 calidades	personales	de	 los
socios”	(R.	120-2000-ORLC/TR.	25.04.2000.	Voto	en	discordia)
DOCTRINA.—La	persona	jurídica	más	que	una	sociedad	de	personas	es
una	sociedad	de	capitales.	 “(...)	Las	personas	 jurídicas	que	tienen	 interés
de	 lucro	 destinan	 sus	 actividades	 en	 función	 de	 los	 capitales	 que	 aportan
sus	integrantes	con	la	expectativa	de	obtener	utilidades	que	se	destinarán	al
fin	de	cuentas	a	estas	personas	naturales.	Por	esto	se	afirma	en	el	lenguaje
mercantil	que	la	persona	jurídica	más	que	una	sociedad	de	personas	es	una
sociedad	 de	 capitales,	 entonces	 cuando	 estas	 personas	 jurídicas
denominadas	 empresas	 consideran	 que	 se	 les	 ha	 vulnerado	 un	 derecho
fundamental	 directamente	 vinculado	 a	 sus	 intereses	 patrimoniales,	 deben
de	buscar	un	mecanismo	idóneo	para	la	solución	del	conflicto,	teniendo	en
cuenta	prima	facie	que	los	jueces	ordinarios	son	los	encargados	de	velar	por
la	defensa	y	protección	de	estos	derechos,	también	protegidos	por	el	amplio
manto	de	 la	 Constitución	Política	 del	 Estado.	 (...).”	 (T.	 C.,	 Exp.	 5939-2007-
PA/TC,	feb.	11/2009.	Voto	Singular.	Vergara	Gotelli)
DOCTRINA.—Definición	 de	 “sociedades”.	 “La	 sociedad	 viene	 a	 ser	 una
asociación	 de	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 reunidas	 por	 un	 contrato
plurilateral,	 en	 virtud	 del	 cual	 nace	 un	 sujeto	 de	 derecho	 distinto	 a	 sus
conformantes,	con	el	objeto	de	que	a	través	de	su	actuación	colectiva,	dicha
entelequia	 provista	 de	 personalidad	 jurídica	 realice	 determinadas
actividades	 económicas.”	 (HUNDSKOPF	 EXEBIO,	 Oswaldo.	 Las	 personas
jurídicas	con	fin	económico.	En:	Revista	Ius	et	veritas,	Año	XI,	N°	22,	Lima,
junio	2001)
Ley	26887.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación	 de	 la	 ley.	 Toda	 sociedad	 debe	 adoptar
alguna	 de	 las	 formas	 previstas	 en	 esta	 ley.	 Las	 sociedades	 sujetas	 a	 un
régimen	legal	especial	son	reguladas	supletoriamente	por	las	disposiciones
de	la	presente	ley.
La	 comunidad	 de	 bienes,	 en	 cualquiera	 de	 sus	 formas,	 se	 regula	 por	 las
disposiciones	pertinentes	del	Código	Civil.	(,	0349,	1454,	1417,	1570,	1592,
1618,	1651)
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 14.—Autorizaciones	 previas.	 La	 inscripción	 de	 sociedades,
sucursales	 y	 acuerdos	 societarios	 que	 requieran	 la	 previa	 autorización,
permiso	 o	 licencia	 de	 un	 organismo,	 dependencia	 o	 entidad	 pública	 sólo
procederá	si	en	la	escritura	pública	respectiva	se	inserta	el	documento	que
la	 contenga,	 y	 en	 los	 casos	 en	 que	 la	 ley	 no	 requiera	 tal	 inserción,
acompañando	copia	certificada	de	la	autorización,	permiso	o	licencia.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Naturaleza	 jurídica	 de	 las	 normas
societarias.	“La	Ley	General	de	Sociedades	contiene	normas	imperativas,	a
las	 que	 necesariamente	 debe	 ceñirse	 la	 sociedad,	 y	 normas	 dispositivas
contra	las	que	se	puede	pactar	en	el	estatuto;	en	algunos	casos	la	propia	ley
señala	 que	 se	 está	 ante	 una	 norma	 contra	 la	 que	 se	 puede	 pactar,	 como
ocurre	con	el	artículo	21	que	señala	‘salvo	estipulación	expresa	en	contrario
del	pacto	social	o	del	estatuto	(...)’;	en	otros,	la	norma	establece	que	contra
lo	dispuesto	en	ella	no	se	puede	pactar,	 como	el	artículo	200	que	dispone
que	es	nulo	todo	pacto	que	excluya	el	derecho	de	separación;	asimismo,	en
ocasiones	la	norma	está	redactada	en	términos	mandatarios	o	prohibitivos
de	modo	 que	 queda	 claro	 su	 carácter	 imperativo,	 mientras	 en	 otros	 está
redactada	 en	 términos	 permisivos,	 dejando	 ver	 que	 se	 trata	 de	 normas
dispositivas;	 en	 otros	 supuestos,	 en	 cambio,	 el	 carácter	 imperativo	 o
dispositivo	 de	 la	 norma	 no	 puede	 establecerse	 literalmente	 de	 la	 misma,
debiendo	examinarse	–en	el	supuesto	concreto	de	 las	normas	societarias–,
si	 está	 regulado	 un	 aspecto	 esencial	 de	 las	 sociedades”.	 (R.	 067-2001-
ORLC/TR.	13.02.2001)
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	 Constitucional	 explica	 el	 contenido	 de	 la
libertad	de	comercio.	“(...)	Este	tribunal	precisa	que	si	bien	la	demandante
ha	argumentado	que	 se	 estaría	 vulnerando	 su	derecho	a	 la	 empresa	al	no
permitírsele	desempeñar	su	actividad	comercial,	debe	precisarse	que	en	el
presente	caso	lo	que	presuntamente	se	estaría	vulnerando	es	la	libertad	de
comercio.	 Este	 derecho,	 recogido	 en	 el	 artículo	 59	 de	 la	 Carta	 Magna,
consiste	 ‘en	 la	 facultad	 de	 elegir	 la	 organización	 y	 llevar	 a	 cabo	 una
actividad	ligada	al	intercambio	de	mercaderías	o	servicios,	para	satisfacer	la
demanda	de	los	consumidores	o	usuarios.	Tal	libertad	presupone	el	atributo
de	poder	participar	 en	 el	 tráfico	de	bienes	 lícitos,	 así	 como	dedicarse	 a	 la
prestación	de	servicios	al	público	no	sujetos	a	dependencia	o	que	impliquen
el	 ejercicio	 de	 una	 profesión	 liberal’.	 (TC,	 Exp.	 01803-2011-PA/TC,	 mar.
10/2011.	S.	S.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—Libertad	 de	 empresa	 implica	 hasta	 cuatro	 formas
de	libertades.	“(...)	Ahora	bien,	el	contenido	de	la	libertad	de	empresa	está
determinado	 por	 cuatro	 tipo	 de	 libertades,	 las	 cuales	 terminan
configurando	el	ámbito	de	irradiación	de	la	protección	de	tal	derecho.
-	 En	 primer	 lugar,	 la	 libertad	 de	 creación	 de	 empresa	 y	 de	 acceso	 al
mercado	 significa	 libertad	 para	 emprender	 actividades	 económicas,	 en	 el
sentido	 de	 libre	 fundación	 de	 empresas	 y	 concurrencia	 al	 mercado,	 tema
que	será	materia	de	un	mayor	análisis	infra.
-	En	segundo	término,	la	libertad	de	organización	contiene	la	libre	elección
del	 objeto,	 nombre,	 domicilio,	 tipo	 de	 empresa	 o	 de	 sociedad	 mercantil,
facultades	 a	 los	 administradores,	 políticas	 de	 precios,	 créditos	 y	 seguros,
contratación	de	personal	y	política	publicitaria,	entre	otros).
-	En	tercer	lugar,	está	la	libertad	de	competencia.
-	En	último	término,	la	libertad	para	cesar	las	actividades	es	libertad,	para
quien	 haya	 creado	 una	 empresa,	 de	 disponer	 el	 cierre	 o	 cesación	 de	 las
actividades	de	la	misma	cuando	lo	considere	más	oportuno.
De	otro	lado,	la	libertad	de	empresa	está	íntimamente	relacionada	con	las
libertades	de	comercio	y	de	industria.	La	primera	consiste	en	la	facultad	de
elegir	la	organización	y	llevar	a	cabo	una	actividad	ligada	al	intercambio	de
mercaderías	o	servicios,	para	satisfacer	la	demanda	de	los	consumidores	o
usuarios.	Tal	libertad	presupone	el	atributo	de	poder	participar	en	el	tráfico
de	bienes	lícitos,	así	como	dedicarse	a	la	prestación	de	servicios	al	público
no	 sujetos	 a	 dependencia	 o	 que	 impliquen	 el	 ejercicio	 de	 una	 profesión
liberal.	Por	su	parte,	la	libertad	de	industria	se	manifiesta	en	la	facultad	de
elegir	 y	 obrar,	 según	 propia	 determinación,	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 actividad
económica	cuyo	objeto	es	la	realización	de	un	conjunto	de	operaciones	para
la	obtención	y/o	transformación	de	uno	o	varios	productos.”	(TC,	Exp.	3330-
2004-AA/TC,	ago.	18/05.	Pres.	Alva	Orlandini)
Ley	26887.
ART.	 3°.—Modalidades	 de	 constitución.	 La	 sociedad	 anónima	 se
constituye	simultáneamente	en	un	solo	acto	por	los	socios	fundadores	o	en
forma	 sucesiva	 mediante	 oferta	 a	 terceros	 contenida	 en	 el	 programa	 de
fundación	otorgado	por	los	fundadores.
La	sociedad	colectiva,	 las	sociedades	en	comandita,	 la	 sociedad	comercial
de	responsabilidad	limitada	y	las	sociedades	civiles	sólo	pueden	constituirse
simultáneamente	en	un	solo	acto.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	13.—Contenido	general	de	los	asientos	de	inscripción.	Al	inscribir
acuerdos	o	decisiones	societarias,	el	registrador	consignará	en	el	asiento	de
inscripción:
a)	El	nombre	del	acto	a	inscribir;
b)	El	órgano	social	que	adoptó	el	acuerdo	o	tomó	la	decisión	y	su	fecha;
c)	Lo	que	sea	relevante	para	el	conocimiento	de	los	terceros,	según	el	acto
inscribible,	siempre	que	aparezca	del	título;
d)	El	título	que	da	mérito	a	la	inscripción,	su	fecha,	el	nombre	del	notario
que	 autorizó	 la	 escritura	 pública	 o	 certificó	 las	 copias	 de	 las	 actas	 y	 la
provincia	donde	ejerce	su	función
e)	El	número	de	orden	y	la	fecha	de	legalización	del	libro	u	hojas	sueltas	de
actas,	 el	 nombre	 del	 juez	 o	 notario	 que	 lo	 legalizó	 y	 la	 provincia	 donde
ejerce	su	función;
f)	El	número	del	título	que	da	mérito	a	la	inscripción,	la	fecha,	hora,	minuto
y	segundo	de	su	ingreso	al	diario	del	registro,	el	número	del	libro	diario,	los
derechos	pagados,	el	número	de	recibo	y	la	fecha	de	extensión	del	asiento.
Ley	26887.
ART.	4°.—Pluralidad	de	socios.	La	sociedad	se	constituye	cuando	menos
por	dos	socios,	que	pueden	ser	personas	naturales	o	jurídicas.	Si	la	sociedad
pierde	la	pluralidad	mínima	de	socios	y	ella	no	se	reconstituye	en	un	plazo
de	seis	meses,	se	disuelve	de	pleno	derecho	al	término	de	ese	plazo.
No	es	exigible	pluralidad	de	socios	cuando	el	único	socio	es	el	Estado	o	en
otros	casos	señalados	expresamente	por	ley.
Ley	26702.
ART.	 36.—Reglas	 para	 la	 constitución	 de	 subsidiarias.	 Para	 la
constitución	 de	 subsidiarias	 por	 parte	 de	 las	 empresas	 del	 sistema
financiero	y	de	seguros,	rigen	las	siguientes	reglas:
(...).
3.	No	es	exigible	la	pluralidad	de	accionistas.	(...).
Ley	26702.
ART.	50.—Número	mínimo	de	accionistas.	Las	empresas	de	los	sistemas
financiero	y	de	seguros	organizadas	como	sociedades	anónimas	deben	tener
en	 todo	momento,	 el	 número	mínimo	 de	 accionistas	 que	 establece	 la	 Ley
General	de	Sociedades.
Toda	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 adquiera	 acciones	 en	 una	 empresa,
directa	o	indirectamente,	por	un	monto	del	uno	por	ciento	(1%)	del	capital
social	 en	 el	 curso	 de	 doce	 meses,	 o	 que	 con	 esas	 compras	 alcance	 una
participación	 de	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 o	 más,	 tiene	 la	 obligación	 de
proporcionar	 a	 la	 Superintendencia	 la	 información	 que	 este	 organismo	 le
solicite,	para	la	identificación	de	sus	principales	actividades	económicas	y	la
estructura	 de	 sus	 activos.	 Esto	 incluye	 proporcionar	 el	 nombre	 de	 los
accionistas	en	el	caso	de	sociedades	que	emiten	acciones	al	portador.
JURISPRUDENCIA.—Calificación	 jurídica	 del	 socio.	 “Si	 bien	 de	 autos	 se
aprecia	 que	 el	 accionante	 aportó	 una	 determinada	 suma	de	 dinero	 con	 la
intención	 de	 ser	 socio	 de	 la	 demandada,	 éste	 no	 cumplió	 con	 cancelar	 el
íntegro	del	aporte	requerido,	por	lo	que	no	existió	acuerdo	de	junta	general
de	accionistas	de	incorporarlo	como	socio	y	los	documentos	obrantes	a	fojas
5	 y	 6	 suscritos	 por	 los	 directores	 de	 la	 empresa	 Edegas	 S.A.	 no	 pueden
conferirle	 la	 calidad	de	 socio,	 sino	ha	 existido	un	previo	 acuerdo	de	 junta
general	de	accionistas,	quedando	a	 salvo	el	derecho	del	actor	de	 reclamar
las	sumas	de	dinero	que	entregó	con	la	finalidad	de	convertirse	en	socio	de
la	demandada”.	(Cas.	970-1996-Lima,	set.	07/97)
JURISPRUDENCIA.—CS:	 “el	 reproche	 a	 los	 socios	 –por	 no	 haber
recompuesto	la	pluralidad–	no	puede	ser	retroactiva	a	la	fecha	de	inicio
de	la	unión	de	hecho”.	“En	cuanto	a	la	infracción	normativa	de	los	artículos
4°,	407,	inciso	6,	423	y	426	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	Ley	26887,	la
impugnante	 sostiene,	 entre	 otros	 argumentos,	 que	 la	 sala	 superior	 ha
optado	por	aplicar	el	artículo	4°	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	que	hace
referencia	 a	 una	 disolución	 de	 pleno	 derecho,	 en	 lugar	 del	 artículo	 407,
inciso	6,	de	la	precitada	ley	que	sólo	hace	referencia	a	una	simple	disolución
que	permite	optar	por	el	camino	de	la	regularización;	agrega	que	el	artículo
4°	de	 la	Ley	Societaria	es	una	norma	general	que	resulta	aplicable	a	 todas
las	 sociedades,	 más	 no	 regula	 en	 sí,	 específicamente,	 el	 supuesto	 o	 los
supuestos	de	la	disolución	de	una	sociedad,	regulación	que	sí	se	encuentra
en	forma	expresa	en	el	artículo	407,	inciso	6,	de	la	citada	ley	societaria;	por
tal	 motivo,	 y	 en	 virtud	 del	 principio	 de	 especialidad,	 resulta	 aplicable	 la
norma	contenida	en	el	precitado	artículo	407.	9.	(...)	En	virtud	de	ello,	queda
claro	 que	 la	 unión	 de	 hecho	 genera	 una	 comunidad	 de	 bienes	 sujeta	 al
régimen	 de	 sociedad	 de	 gananciales	 y,	 por	 lo	 tanto,	 es	 una	 institución
merecedora	de	protección.	10.	Ahora	bien,	es	un	asunto	controvertido	y,	que
tiene	relación	con	el	caso	concreto,	los	efectos	de	la	sentencia	que	reconoce
la	unión	de	hecho,	esto	es,	si	ésta	tiene	efectos	ex	nunc	(hacia	delante)	o	ex
tunc	(desde	siempre);	sin	embargo,	aquí	debemos	indicar	que	este	supremo
tribunal	 comparte	 la	 posición	 jurídica	 asumida	 por	 la	 sala	 superior	 al
considerar	que	constituye	una	solución	irrazonable	el	hecho	de	exigir	a	los
socios	una	conducta	antes	de	que	se	hubiera	producido	la	declaración	de	su
unión	 de	 hecho,	 toda	 vez	 que	 la	 exigibilidad	 de	 dicha	 conducta	 se	 ha
configurado	 posteriormente	 mediante	 la	 sentencia	 que	 declaró	 su
convivencia.	En	tal	sentido,	se	advierte	que	la	retroactividad	sería	contraria
al	 interés	 de	 ambos	 convivientes,	 y	 en	 virtud	 de	 ello,	 se	 aprecia	 que	 el
reproche	a	los	socios	–al	no	haber	recompuesto	la	pluralidad	de	los	socios–
no	puede	ser	retroactiva	a	la	fecha	de	inicio	de	la	unión	de	hecho,	sino	que
debe	 tomarse	como	referencia	 la	 fecha	desde	 la	cual	 tenían	posibilidad	de
conocer	la	existencia	de	la	declaración	de	su	unión	de	hecho,	esto	es,	a	partir
de	 la	 sentencia	de	vista	de	 fecha	veintidós	de	noviembre	de	dos	mil	 siete,
dictada	en	el	proceso	de	reconocimiento	de	unión	de	hecho,	momento	desde
el	 cual	 puede	 realizarse	 el	 cómputo	 de	 los	 seis	meses	 concedidos	 por	 ley
para	la	recomposición	de	la	pluralidad	de	socios”.	(CS,	Cas.	1039-2013-Lima,
nov.	05/2013.	V.	P.	Almenara	Bryson)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	sucesión	 indivisa	no	 califica	 como	 socio.
“Si	bien	la	comunidad	de	bienes	es	sujeto	de	derecho,	ello	no	implica	que	sea
una	persona	natural	o	jurídica	(...),	razón	por	la	que	no	podría	considerarse
a	la	sucesión	como	un	nuevo	socio	de	la	sociedad,	no	configurándose	en	el
presente	caso	el	supuesto	previsto	en	el	artículo	287	de	 la	Ley	General	de
Sociedades	 derogada	 y	 290	 de	 la	 actual	 ley”.	 (R.	 345-2001-ORLC/TR.
18.06.98)
COMENTARIO.—La	 sociedad	 implica,	 por	 definición,	 la	 reunión	 de	 dos	 o
más	 personas,	 porque	 si	 sólo	 habría	 un	 titular	 mal	 podría	 hablarse	 de
sociedad	y,	por	ende,	de	socio.	De	ahí	que	las	alternativas	típicas	(aunque	no
las	únicas)	en	el	mundo	para	la	organización	empresarial,	sean	la	sociedad
(en	el	modelo	colectivo)	y	la	empresa	individual	(en	el	modelo	precisamente
individual).	La	legislación	peruana	se	inscribe	en	dicha	tendencia	y	regula	a
la	 sociedad	 en	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 aprobada	 mediante	 Ley	 N°
26887,	y	a	la	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada	en	la	Ley	de	la
E.I.R.L.,	 aprobada	 a	 través	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 21621.	 Respecto	 a	 aquélla
prescribe:	 “La	 sociedad	 se	 constituye	 cuando	 menos	 por	 dos	 socios”
(artículo	4°	de	la	Ley	General	de	Sociedades).
El	 postulado	 transcripto	 constituye	 la	 regla	 general	 y,	 por	 consiguiente,
admite	algunas	excepciones.	Ello	 sucede,	por	ejemplo,	 con	 las	 subsidiarias
de	las	empresas	del	sistema	financiero,	las	sociedades	agentes	de	bolsa	y	las
empresas	 del	 Estado	 que,	 de	 acuerdo	 a	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	y	Seguros,	aprobada	mediante	Ley	N°	26702	(artículo	36	inciso	3),	el
Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del	Mercado	de	Valores,	aprobada	a	través
del	 Decreto	 Supremo	 N°	 93-2002	 (artículo	 201)	 y	 la	 Ley	 de	 la	 Actividad
Empresarial	 del	 Estado,	 aprobada	 mediante	 Ley	 N°	 24948	 (artículo	 7°)
respectivamente,	se	constituyen	como	sociedades	anónimas	sin	exigírseles
la	pluralidad	de	socios.	Por	lo	demás,	son	estos	los	casos	que,	atendiendo	al
artículo	 363	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 podrán	 generar	 una	 fusión
simple	si	es	que	la	matriz	decide	fusionarse	con	su	filial,	cuyo	único	titular
es	dicha	matriz.
Pero,	 aparte	 de	 estos	 supuestos	 ciertamente	 excepcionales,	 cabe
preguntarse	 si	 es	 posible	 o,	 en	 todo	 caso,	 pertinente	 la	 existencia	 de
sociedades	que	cuenten	con	un	solo	titular.	Esta	inquietud	adquiere	mayor
relevancia	 desde	 que	 varias	 legislaciones	 admiten	 expresamente	 a	 la
denominada	 “sociedad	 unipersonal”,	 es	 decir,	 una	 sociedad	 con	 un	 solo
socio	que,	estructurada	sobre	el	esquema	de	organización	individual,	asume
la	 regulación	 societaria.	 Son	 ejemplos	 de	 lo	 anterior	 la	 sociedad	 de
fundación	 unipersonal,	 de	 Alemania;	 la	 sociedad	 de	 responsabilidad
limitada	 unipersonal,	 de	 Italia;	 la	 empresa	 unipersonal,	 de	 Colombia;	 y	 la
sociedad	 unipersonal	 de	 responsabilidad	 limitada,	 de	 Francia,	 España,
Dinamarca,	Holanda,	Portugal,	Bélgica	y	Luxemburgo.
En	principio,	 en	el	Perú,	no	es	posible	 la	existencia	de	sociedades	con	un
solo	 socio,	 a	menos	que	estemos	en	 los	 casos	excepcionales	ya	 reseñados.
Ello	encuentra	justificativo,	por	un	lado,	en	la	exigencia	de	la	pluralidad	de
socios,	 estipulada	en	 el	 artículo	4°	de	 la	Ley	General	de	 Sociedades	y,	 por
otro	 lado,	 en	 el	 efecto	 jurídico	 que	 se	 le	 atribuye	 a	 la	 pérdida	 de	 dicha
pluralidad,	 esto	 es,	 la	 disolución	 de	 la	 sociedad	 si	 es	 que	 no	 recompone
aquella	pluralidad	en	el	plazo	de	6	meses,	 según	prescribe	el	 artículo	407
inciso	 6	 de	 la	 norma	 antes	 citada.	 Sin	 embargo,	 ello	 no	 impide	 conseguir
fácticamente	(es	decir,	en	los	hechos)	la	existencia	de	una	sociedad	con	un
solo	 titular,	 circunstancia	 apreciada	 muy	 especialmente,	 por	 ejemplo,
tratándose	de	multinacionales	que	ingresan	al	mercado	peruano.
En	 efecto,	 nada	 obsta	 para	 que	 una	 sociedad	 tenga	 dos	 socios	 con	 la
siguiente	distribución	porcentual:	el	mayoritario	99%;	y,	el	minoritario	1%.
Si	esto	parece	exagerado,	 la	propia	realidad	nos	ofrece	una	casuística	más
extrema,	si	no	veamos	que	el	socio	controlador	de	(...),	filial	del	Grupo	(...),	es
Compañía	 (...)	 con	 el	 99,91%;	de	 (...),	 empresa	miembro	del	Grupo	 (...),	 es
también	su	subsidiaria	(...)	con	el	99,98%;	de	(...),	integrante	del	Grupo	(...),
es	(...)	con	el	99,99%;	y	de	(...),	filial	del	Grupo	(...),	es	su	empresa	de	bandera
(...)	 con	 similar	 99,99%.	 En	 la	 práctica,	 éstas	 son	 sociedades	 con	 un	 solo
socio,	 mas	 aún	 cuando	 el	 receptor	 de	 aquella	 reducida	 participación
accionaria,	 entregada	 en	 ciertas	 ocasiones	 hasta	 gratuitamente	 por	 la
matriz,	 suele	 ser	 el	 gerente	 general,	 el	 abogado	 o	 alguna	 otra	 persona	 de
confianza	vinculada	a	ella.
Y	puede	llegarse	inclusive	a	situaciones	más	extremas,	aunque	legales.	Así,
una	 persona	 natural	 podría	 constituir	 una	 empresa	 individual	 de
responsabilidad	 limitada	de	 la	 cual	 es,	 obviamente,	 su	 único	 titular	 y,	 con
dicha	 persona	 jurídica,	 podría	 posteriormente	 constituir	 una	 sociedad,
puesto	 que	 “la	 sociedad	 se	 constituye	 cuando	menos	 por	 dos	 socios,	 que
pueden	ser	personas	naturales	o	jurídicas”,	atendiendo	a	lo	que	dispone	el
artículo	4°	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	y	sabemos	que,	jurídicamente,	la
persona	natural	difiere	de	la	persona	jurídica,	aún	en	el	supuesto	en	que	el
titular	de	ésta	sea	aquella;	para	ello,	basta	recurrir	al	artículo	78	del	Código
Civil.	Nuevamente	estaremos,	 en	 la	práctica,	 ante	una	 sociedad	de	un	solo
socio.
Entonces,	ante	 la	 interrogante	de	si	es	posible	en	el	Perú	 la	existencia	de
sociedades	 que	 cuenten	 con	 un	 solo	 socio,	 nuestra	 respuesta	 debe	 ser	 en
este	sentido:	formalmente,	no;	realmente,	sí.	Definitivamente,	ése	no	fue	el
propósito	 del	 legislador	 cuando	 elaboró	 el	 texto	 de	 nuestra	 vigente	 Ley
General	 de	 Sociedades,	 pero	 es	 incuestionable	 que	 la	 realidad	 supera
muchas	 veces	 la	 previsión	 legislativa	 y	 ocurren	 situaciones	 como	 las
descritas	 anteriormente,	 ciertamente	 legales,	 aunque	 cuestionables
atendiendo	 al	 espíritu	 de	 la	 ley.	 Preguntémonos,	 en	 consecuencia,	 si	 es
pertinente	 la	 existencia	 de	 sociedades	 que	 tengan	 un	 solo	 titular.	 De	 ser
negativa	 la	 respuesta	 habría	 que	 reformar	 el	 texto	 normativo	 para	 evitar
esos	vacíos	legales,	pero	de	ser	afirmativa	sería	adecuado	sincerar	nuestra
legislación	y	contemplar	el	modelo	de	la	sociedad	unipersonal.
Defendemos	la	autonomía	del	derecho	empresarial	como	aquella	disciplina
jurídica	que	regula	la	actividad	empresarial	y	que,	en	tal	sentido,	basándose
en	la	importantísima	costumbre	mercantil,	procura	ser	una	lex	mercatoria;
de	 ahí	 que	 se	 haya	 legislado	 el	 cheque	 de	 pago	 diferido,	 las	 acciones	 sin
derecho	 a	 voto	 o	 las	 escisiones	 societarias,	 atendiendo	 precisamente	 a	 su
practicidad.	Por	ello	mismo,	el	postulado	esencial	del	derecho	empresarial
es	ofrecer	un	abanico	de	alternativas	para	que	sea	el	empresario	quien	elija
la	 que	 más	 le	 conviene:	 un	 abanico	 de	 contratos,	 un	 abanico	 de	 títulos
valores	 o	 un	 abanico	 de	 modalidades	 empresariales.	 Si	 esto	 es	 así,	 como
firmemente	 lo	 creemos,	 es	menester	 contar	 también	 con	 el	 modelo	 de	 la
sociedad	 unipersonal,	 aunque	 preferiríamos	 utilizar	 la	 denominación	 de
“empresa	unipersonal”	para	ser	más	rigurosos	en	cuanto	a	su	concepto.	En
última	 instancia,	 será	 el	 propio	 empresario	 quien	 optará	 o	 no	 por	 dicha
empresa	 unipersonal,	 si	 es	 que	 desea	 acceder	 a	 los	 beneficios	 societarios
(como	 la	 emisión	 de	 acciones)	 a	 través	 de	 un	 esquema	 de	 organización
individual.
Ley	26887.
ART.	5°.—Contenido	y	formalidades	del	acto	constitutivo.	La	sociedad
se	constituye	por	escritura	pública,	en	la	que	está	contenido	el	pacto	social,
que	incluye	el	estatuto.	Para	cualquier	modificación	de	éstos	se	requiere	la
misma	formalidad.	En	 la	escritura	pública	de	constitución	se	nombra	a	 los
primeros	administradores,	de	acuerdo	con	las	características	de	cada	forma
societaria.
Los	actos	referidos	en	el	párrafo	anterior	se	inscriben	obligatoriamente	en
el	registro	del	domicilio	de	la	sociedad.
Cuando	el	pacto	social	no	se	hubiese	elevado	a	escritura	pública,	cualquier
socio	puede	demandar	su	otorgamiento	por	el	proceso	sumarísimo.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 III.—Principio	 de	 especialidad.	 Por	 cada	 sociedad	 o	 sucursal	 se
abrirá	una	partida	registral	en	 la	que	se	extenderá	su	primera	 inscripción,
que	 será	 la	 del	 pacto	 social	 o	 la	 decisión	 de	 establecer	 una	 sucursal,
respectivamente,	así	como	los	actos	inscribibles	posteriores	relativos	a	cada
una.
Para	la	inscripción	del	primer	poder	otorgado	por	una	sociedad	constituida
o	sucursal	establecida	en	el	extranjero	se	abrirá	una	partida	registral,	en	la
que	 se	 inscribirán	 todos	 los	 poderes	 y	 demás	 actos	 que	 los	modifiquen	 o
extingan.
JURISPRUDENCIA.—Formalidad	 legal	 para	 la	 constitución	 de	 la
sociedad.	 “Acerca	 de	 la	 constitución	 de	 las	 sociedades	 anónimas,	 Joaquín
Garrigues	señala	que	la	escritura	es	el	acto	generador	de	la	sociedad,	es	el
documento	 del	 negocio	 de	 constitución	 (...)	 (Garrigues,	 Joaquín.	 ‘Curso	 de
Derecho	Mercantil’.	México,	Editorial	Porrúa,	1979,	sétima	edición,	p.	422)”.
(Cas.	2373-1999-Lima	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—Carácter	 constitutivo	 de	 la	 inscripción	 registral.
“Toda	 sociedad	 anónima,	 como	 persona	 jurídica,	 tiene	 como	 acto
constitutivo	 la	 inscripción	 en	 Registros	 Públicos	 del	 contrato	 social	 que
debe	constar	en	escritura	pública”.	(Cas.	970-1996-Lima,	07.11.97)
JURISPRUDENCIA.—Formalidad	legal	para	la	modificación	del	estatuto
social.	 “El	 artículo	 5°	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 dispone	 que	 para
cualquier	modificación	de	los	estatutos,	que	viene	a	hacer	la	carta	magna	de
una	sociedad,	se	requiere	obligatoriamente	de	la	forma	ad-solemnitatem	de
escritura	 pública	 que	 debe	 ser	 inscrita	 registralmente	 para	 su	 publicidad,
pasando	por	 la	 revisión	notarial	 para	 efectos	de	 forma	plena	 y	 legalidad”.
(Cas.	1924-2002.	10.12.2002)
JURISPRUDENCIA.—El	estatuto	de	una	asociación	no	constituye	norma
jurídica	 que	 dé	 lugar	 o	 genere	 incompatibilidad	 alguna	 entre	 sus
estipulaciones	 y	 el	 ordenamiento	 jurídico	 vigente.	 “Que,	 en	 su	 primera
denuncia	por	infracción	de	normas	procesales	–acápite	c)–,	los	recurrentes
sostienen	que	se	infringe	el	inciso	6	del	artículo	50	del	Código	Procesal	Civil,
pues	 cuando	 en	 un	 proceso	 judicial	 se	 presenta	 un	 conflicto	 de
incompatibilidad	 o	 antinomia	 entre	 normas	 jurídicas	 de	 cualquier	 rango
jerárquico	 sobre	 determinado	 asunto,	 supuesto	 o	 hipótesis	 jurídica,	 los
jueces	 tienen	 el	 deber	 constitucional	 y	 legal	 de	 solucionar	 dicha
incompatibilidad	o	antinomia	aplicando	el	principio	de	jerarquía	normativa
antes	 que	 cualquier	 otro	 criterio.	 Sobre	 este	 argumento	 casatorio	 cabe
realizar	ciertas	precisiones:	En	primer	lugar,	es	necesario	dejar	establecido
que	 las	 estipulaciones	 contractuales	 o	 pactos	 privados	 no	 constituyen
normas	jurídicas,	como	erradamente	entiende	el	denunciante.	Es	cierto	que
un	 contrato	 o	 incluso	 un	 pacto	 social	 vincula	 a	 las	 partes	 que	 lo	 han
celebrado	y	refleja	 la	voluntad	de	 las	mismas,	pero	ello	no	 lo	convierte	en
una	 norma	 jurídica	 de	 alcance	 general	 (...).	 En	 tal	 cometido,	 no	 podemos
referirnos	a	la	infracción	del	principio	de	jerarquía	normativa	regulado	en	el
inciso	6	del	artículo	51	del	Código	Procesal	Civil,	que	se	denuncia	en	sede
casatoria,	 porque	 los	 estatutos	 no	 constituyen	 normas	 jurídicas	 que,	 en
contraposición	con	el	Código	Civil,	pueda	plantear	al	juzgador	la	necesidad
de	superar	la	incompatibilidad	del	ordenamiento	jurídico,	recurriendo	a	los
criterios	 establecidos	 en	 la	 doctrina	 para	 superar	 tales	 contradicciones,
como	 son	 precisamente	 los	 criterios	 (o	 principios)	 de	 especialidad	 (lex
specialis	 derogat	 legi	 generali),	 de	 jerarquía	 (lex	 superior	 derogat	 legi
inferiori)	y	cronológico	(lex	posterior	derogat	legi	anteriori)”.	(C.	S.,	Cas.	74-
2014-La	Libertad,	may.	14/2014.	V.	P.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Derecho	 de	 acceso	 a	 la	 información	 pública	 no
permite	 solicitar	 copias	 fedateadas	 del	 estatuto	 de	 una	 empresa	 de
transporte	 público	 de	 pasajeros.	 “A	 juicio	 de	 este	 tribunal,	 el	 pedido	 de
entrega	de	copias	 fedateadas	del	estatuto	de	 la	empresa	no	 tiene	respaldo
en	el	derecho	 fundamental	de	acceso	a	 la	 información	pública,	pues	no	 se
refiere	a	características	de	los	servicios	públicos	prestados	por	la	empresa
demandada,	 ni	 a	 sus	 tarifas	 ni	 a	 las	 funciones	 administrativas	 que	 ejerce.
Ahora	bien,	ello	sin	perjuicio	de	que	la	información	solicitada	(estatuto	de	la
empresa)	 pueda	 encontrarse	 registrada	 en	 la	 Sunarp,	 y	 que	 sea	 posible
acceder	 a	 ella	 por	 cuestiones	 de	 seguridad	 en	 el	 tráfico	 jurídico	 (y	 como
ejercicio	del	derecho	de	acceso	a	la	información	pública),	previo	pago	de	las
tasas	que	correspondan	y	a	través	de	la	vía	administrativa	pertinente.
12.	De	 igual	manera,	el	pedido	de	copias	 fedateadas	del	 reglamento	de	 la
demandada	 no	 guarda	 relación	 directa	 con	 las	 características	 del	 servicio
público	que	esta	brinda,	con	sus	tarifas	ni	con	las	funciones	administrativas
que	 ejerce”.	 (T.	 C.,	 Exp.	 07880-2013-PHD/TC,	 jul.	 18/2013.	 S.	 S.	 Miranda
Canales)
Ley	26887.
ART.	 6°.—Personalidad	 jurídica.	 La	 sociedad	 adquiere	 personalidad
jurídica	 desde	 su	 inscripción	 en	 el	 registro	 y	 la	 mantiene	 hasta	 que	 se
inscribe	su	extinción.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 3°.—Actos	 inscribibles.	 De	 conformidad	 con	 las	 normas	 de	 este
reglamento	 y	 con	 la	 naturaleza	 jurídica	 que	 corresponda	 a	 cada	 forma	de
sociedad	y	a	las	sucursales,	son	actos	inscribibles	en	el	registro:
(...).
h)	 La	 disolución,	 los	 acuerdos	 de	 los	 liquidadores	 que	 por	 su	 naturaleza
sean	inscribibles	y	la	extinción	de	las	sociedades;	(...).
JURISPRUDENCIA.—La	falta	de	inscripción	no	determina	la	inexistencia
de	 una	 sociedad	 comercial.	 “(…)	 el	 artículo	 seis	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	dispone	que	la	sociedad	adquiere	personalidad	jurídica	desde	su
inscripción	en	el	registro	y	 la	mantiene	hasta	que	se	 inscribe	su	extinción.
Por	personalidad	jurídica	se	entiende	a	aquella	característica	o	cualidad	que
permite	distinguir	al	ente	abstracto	de	las	personas	que	lo	han	conformado,
y	en	el	caso	de	una	sociedad,	ello	sólo	se	adquiere	desde	su	inscripción,	 lo
que	no	significa	que	la	falta	de	inscripción	determine	la	inexistencia	de	una
sociedad,	de	allí	que	la	doctrina	y	la	legislación	han	visto	necesario	clasificar
a	 las	sociedades	en	 ‘regulares’	e	 ‘irregulares’,	 siendo	 las	primeras	aquellas
que	 han	 cumplido	 con	 otorgar	 la	 escritura	 pública	 de	 constitución
respectiva	 inscribiéndola	en	 los	registros	públicos,	y	 las	segundas	aquellas
que	 pese	 a	 actuar	 como	 sociedades	 no	 han	 cumplido	 con	 constituirla
formalmente	 y	 menos	 con	 inscribirlas.	 (…).”	 (C.	 S.,	 Cas.	 466-2007-Callao,
04.02.2009.	V.	P.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—La	 no	 inscripción	 de	 la	 sociedad	 no	 implica	 la
negación	 de	 los	 actos	 celebrados	 en	 nombre	 de	 ella.	 “(…)	 la	 doctrina
clásica	o	tradicional	negaba	validez	a	los	actos	celebrados	por	una	sociedad
irregular	 por	 el	 sólo	 hecho	 de	 carecer	 del	 atributo	 de	 la	 personalidad
jurídica,	 derivando	 toda	 responsabilidad	 a	 quienes	 hubieren	 actuado	 en
nombre	 de	 ella	 (administradores	 o	 representantes);	 sin	 embargo,	 la
doctrina	moderna,	con	la	finalidad	de	proteger	a	los	acreedores	sociales,	ha
reconocido	que	la	falta	de	inscripción	de	la	sociedad	no	implica	la	negación
de	 los	 actos	 celebrados	 en	 nombre	 de	 ella	 sino	 que	 únicamente	 afecta	 el
nacimiento	de	la	personalidad	jurídica	plena	correspondiente	al	tipo	social
elegido	 por	 los	 socios.	 Así,	 Gonzalo	 Mercado	 Neumann	 señala:	 ‘El
incumplimiento	 de	 la	 inscripción	 hace	 que	 no	 se	 produzcan	 los	 efectos
típicos	de	 forma	y	estructura	previstos	en	 la	 ley	para	cada	 tipo	societario,
pero	ese	 incumplimiento	no	quita	ni	añade	al	hecho	de	que	existe	un	ente
despersonalizado	 que	 actúa	 real	 y	 efectivamente	 en	 el	 tráfico	 con	 un
patrimonio	 propio	 (...)	 Si	 los	 socios	 voluntariamente,	 en	 uso	 de	 su
autonomía	privada,	deciden	incumplir	los	requisitos	de	forma	y	publicidad	y
actuar	 al	margen	 del	 orden	 societario,	 el	 derecho	 cuidará	 que	 los	 efectos
externos	 de	 dicha	 actuación	 no	 lesionen	 a	 los	 terceros	 de	 buena	 fe,
incrementando	 al	 efecto	 los	 costos	 de	 la	 responsabilidad	 libremente
asumida	 por	 los	 socios	 con	 un	 régimen	 riguroso	 y	 exigente.’	 (Sociedades
Irregulares.	En:	Tratado	de	Derecho	Mercantil;	Tomo	I,	Derecho	Societario.
Segunda	edición,	Gaceta	Jurídica,	Lima,	dos	mil	cinco;	pagina	mil	trescientos
diecisiete)	 (…).”	 (C.	 S.,	 Cas.	 466-2007-Callao,	 04.02.2009.	 V.	 P.	 Ticona
Postigo)
JURISPRUDENCIA.—El	 heredero	 es	 propietario	 de	 las	 participaciones
sociales	 de	 su	 causante,	 pero	 no	 es	 copropietario	 del	 bien	 inscrito	 a
nombre	de	la	persona	jurídica.	“La	propiedad	que	se	pretende	usucapir	se
encuentra	 registrada	 a	 nombre	 de	 Sociedad	 (...).	 Ella	 es,	 por	 tanto,	 la
propietaria	 del	 bien,	 no	 pudiéndose	 confundir	 a	 dicha	 sociedad	 con	 las
socias	 que	 la	 integran,	 dado	 que	 una	 cosa	 es	 la	 persona	 jurídica	 y	 otra	 la
persona	 natural.	 En	 efecto,	 si	 bien	 en	 ambos	 casos	 se	 trata	 de	 sujetos	 de
derecho,	 la	 regulación	normativa	de	 sus	 actos	 es	distinta	pues	 se	 trata	de
comportamientos	 que	 aluden	 al	 actuar	 humano	 en	 forma	 conjunta	 o	 en
forma	 individual.	 Es	 por	 ello	 que	 el	 artículo	 78	 del	 Código	 Civil
expresamente	menciona	que	la	persona	jurídica	tiene	existencia	distinta	de
sus	miembros	y,	en	el	caso	de	las	sociedades,	la	Ley	General	de	Sociedades
prescribe	que	el	aporte	de	bienes	y	servicios	es	para	la	sociedad	que	se	crea
(artículo	 1°);	 que	 ésta	 tiene	 personalidad	 jurídica	 desde	 su	 inscripción
(artículo	6°)	y	que	el	patrimonio	social	responde	por	las	obligaciones	de	la
sociedad	 (artículo	 31).	 2.	 Que,	 siendo	 ello	 así,	 la	 sala	 superior	 incurre	 en
error	 cuando	 señala	 que	 siendo	 el	 demandante	 heredero	 de	 (...)	 es
copropietario	del	bien;	tal	afirmación	es	inexacta,	pues	lo	que	adquiriría	el
demandante	como	heredero	de	su	causante	son	las	participaciones	sociales
de	la	Sociedad	(...),	pero	no	la	propiedad	del	bien,	al	extremo	que	no	podría
ejercer	a	 título	personal	 los	 atributos	que	el	 referido	derecho	otorga,	 esto
es:	 poseer,	 disfrutar,	 disponer	 o	 reivindicar	 el	 bien,	 pues	 tales	 facultades
sólo	le	corresponderían	a	la	alegada	sociedad”.	(C.	S.,	Cas.	4831-2013-Santa,
jun.	05/2014.	V.	P.	Calderón	Puertas)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 declaratoria	 de	 invalidez	 de	 asientos
registrales	 es	 facultad	 exclusiva	 del	 órgano	 jurisdiccional.	 “La
declaración	 de	 invalidez	 de	 los	 asientos	 registrales	 corresponde
exclusivamente	al	órgano	jurisdiccional,	por	lo	que	no	existe	posibilidad	de
revisión	de	 la	validez	del	contenido	de	 las	 inscripciones	en	sede	registral”.
(Sunarp,	 R.	 178-2008-Sunarp-TR-A,	 nov.	 28/2008.	 Pres.	 Luis	 Tapia
Palacios)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Títulos	 inscritos	 no	 pueden	 ser	 objeto	 de
nueva	 calificación	 registral.	 “Los	 títulos	 que	 han	 sido	 calificados
positivamente	 e	 inscritos	 no	 pueden	 ser	 objeto	 de	 una	 nueva	 calificación
registral	 y	 los	 asientos	 extendidos	 en	 su	 mérito	 se	 presumen	 exactos	 y
válidos	de	conformidad	con	el	Art.	2013	del	Código	Civil”.	(Sunarp,	R.	155-
2008-Sunarp-TR-A,	nov.	28/2008.	Pres.	Luis	Tapia	Palacios)
Ley	26887.
ART.	 7°.—Actos	 anteriores	 a	 la	 inscripción.	 La	 validez	 de	 los	 actos
celebrados	en	nombre	de	la	sociedad	antes	de	su	inscripción	en	el	registro
está	condicionada	a	 la	 inscripción	y	a	que	sean	ratificados	por	 la	sociedad
dentro	de	 los	 tres	meses	siguientes.	Si	se	omite	o	retarda	el	cumplimiento
de	 estos	 requisitos,	 quienes	 hayan	 celebrado	 actos	 en	 nombre	 de	 la
sociedad	 responden	personal,	 ilimitada	 y	 solidariamente	 frente	 a	 aquéllos
con	quienes	hayan	contratado	y	frente	a	terceros.
JURISPRUDENCIA.—Validez	de	actos	celebrados	en	nombre	de	sociedad
no	 inscrita	 está	 condicionada	 a	 la	 inscripción	 de	 la	 sociedad	 y	 a	 su
ratificación.	“(...)	el	artículo	siete	de	la	Ley	General	de	Sociedades	establece
que	la	validez	de	los	actos	celebrados	en	nombre	de	la	sociedad	antes	de	su
inscripción	 en	 el	 registro	 está	 condicionada	 a	 la	 inscripción	 y	 a	 que	 sean
ratificados	por	la	sociedad	dentro	de	los	tres	meses	siguientes.	Si	se	omite	o
retarda	el	cumplimiento	de	estos	requisitos,	quienes	hayan	celebrado	actos
en	nombre	 de	 la	 sociedad	 responden	personal,	 ilimitada	 y	 solidariamente
frente	a	aquéllos	con	quienes	hayan	contratado	y	frente	a	terceros.	(…)	en	el
caso	 concreto	 (…)	 la	 ejecutada	 no	 invoca	 como	 argumento	 de	 su
contradicción	 la	ausencia	de	alguna	de	 las	 formalidades	para	 la	validez	de
las	letras	de	cambio	previstas	en	el	artículo	ciento	diecinueve	punto	uno	de
la	Ley	de	Títulos	Valores,	sino	un	cuestionamiento	que	incide	en	la	validez
sustancial	 del	 acto	 jurídico,	 cuya	 subsistencia	 incluso	 garantiza	 nuestro
ordenamiento	 jurídico	 siempre	 que	 la	 empresa	 llegue	 a	 inscribirse	 y
ratifique	 el	 acto	 cuestionado,	 supuestos	 todos	 cuya	 configuración	 no	 cabe
ser	 merituada	 en	 este	 proceso	 por	 no	 estar	 destinada	 la	 actividad
probatoria	a	tal	fin	(es	decir,	establecer	la	nulidad	sustancial	del	título	valor,
sino	únicamente	su	nulidad	 formal),	más	aún	si	 la	empresa	demandada	se
venía	 desempeñando	 como	 una	 sociedad	 irregular	 y	 luego	 formalizó	 su
inscripción;	 en	 consecuencia,	 resulta	 impertinente	 la	 aplicación	 de	 los
artículos	seis	y	siete	de	la	Ley	General	de	Sociedades	para	decidir	la	materia
controvertida	 (…)	 con	 este	 mismo	 razonamiento,	 se	 tiene	 que	 tampoco
resultan	 aplicables	 los	 artículos	 trece	 de	 la	 Ley	 número	 veintiséis	 mil
ochocientos	ochentisiete	y	siete	de	la	Ley	número	veintisiete	mil	doscientos
ochentisiete,	a	que	se	refieren	la	primera	parte	de	los	acápites	a)	y	c)	de	la
causal	 material,	 tanto	 más	 si	 las	 normas	 estatutarias	 que	 se	 pretenden
aplicar	 corresponden	 al	 pacto	 social	 acordado	 con	 posterioridad	 a	 la
suscripción	 de	 las	 letras	 de	 cambio,	 siendo	 que	 aquellos	 títulos	 fueron
suscritos	 cuando	 la	 demandada	 aún	 se	 desempeñaba	 como	 sociedad
irregular,	por	 lo	que	no	puede	pretender	otorgarse	a	 los	 estatutos	efectos
retroactivos	 para	 establecer	 si	 el	 gerente	 general	 contaba	 o	 no	 con
facultades	 suficientes	 para	 adquirir	 obligaciones	 o	 suscribir	 actos	 en
nombre	de	dicha	sociedad.	(…).”	(Cas.	466-2007-Callao,	 feb.	04/2009.	V.	P.
Ticona	Postigo)
Ley	26887.
ART.	8°.—Convenios	entre	socios	o	entre	éstos	y	terceros.	Son	válidos
ante	 la	 sociedad	y	 le	 son	exigibles	 en	 todo	 cuanto	 le	 sea	 concerniente,	 los
convenios	entre	socios	o	entre	éstos	y	terceros,	a	partir	del	momento	en	que
le	sean	debidamente	comunicados.
Si	hubiera	contradicción	entre	alguna	estipulación	de	dichos	convenios	y	el
pacto	 social	 o	 el	 estatuto,	 prevalecerán	 estos	 últimos,	 sin	 perjuicio	 de	 la
relación	que	pudiera	establecer	el	convenio	entre	quienes	lo	celebraron.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 3°.—Actos	 inscribibles.	 De	 conformidad	 con	 las	 normas	 de	 este
reglamento	 y	 con	 la	 naturaleza	 jurídica	 que	 corresponda	 a	 cada	 forma	de
sociedad	y	a	las	sucursales,	son	actos	inscribibles	en	el	registro:
(...).
i)	Los	 convenios	 societarios	entre	 socios	que	 los	obliguen	entre	 sí	 y	para
con	la	sociedad,	siempre	que	no	versen	sobre	las	acciones	y	no	tengan	por
objeto	el	ejercicio	de	los	derechos	inherentes	a	ellas;	(...).
JURISPRUDENCIA.—La	 denominada	 flexibilización	 del	 derecho	 a
contratar	 en	 el	 ámbito	 societario	 genera	 la	 existencia	 de	 un	 “orden
público	 interno”	y	un	“orden	público	externo”.	“(...)	 el	 contrato	moderno
busca	 el	 equilibrio	 entre	 las	 partes	 contratantes,	 presuponiendo	 la
existencia	 de	 la	 llamada	 ‘paridad	 jurídica’	 que	 en	 doctrina	 significa	 que
ambos	contratantes	gocen	de	 igual	 intensidad	por	parte	de	 la	 ley;	 esto	es,
que	ninguno	de	ellos	pueda	apelar	sin	la	libre	determinación	del	otro	para
que	 estipule	 el	 contrato,	 dicho	 de	 otro	modo,	 es	 el	 derecho	 de	 vincularse
contractualmente	 (libertad	 de	 contratar)	 y	 que	 ninguno	 de	 ellos	 pueda
imponer	 unilateralmente	 el	 contenido	 del	 mismo;	 o	 sea	 la	 facultad	 que
tienen	 las	 partes	 a	 establecer	 los	 términos	 y	 condiciones	 del	 contrato,
siempre	que	no	se	vulnere	una	de	norma	de	carácter	 imperativo	 (libertad
contractual	 o	 libertad	 de	 configuración	 interna	 del	 acto);	 en	 sentido	 cabe
precisar	 que	 las	 libertades	 aludidas	 configuran	 las	 manifestaciones	 del
principio	de	la	autonomía	de	la	voluntad	mediante	la	cual,	las	partes	en	un
contrato	 son	 libres	 de	 crear,	 regular,	 modificar	 o	 extinguir	 una	 relación
obligatoria.	 No	 obstante,	 es	 innegable	 que	 los	 acuerdos	 contractuales,
incluso	 aquellos	 suscritos	 sobre	 la	 base	 de	 la	 autonomía	 privada	 de	 las
partes,	 no	 pueden	 contravenir	 otros	 derechos	 fundamentales,	 puesto,	 que
por	 un	 lado,	 el	 ejercicio	 de	 la	 libertad	 contractual	 no	 puede	 considerarse
como	un	derecho	absoluto	y,	de	otro	lado,	se	debe	tener	siempre	presente
que	todos	los	derechos	fundamentales,	en	su	conjunto,	constituyen	todo	el
ordenamiento	 jurídico.-	 (...)	 en	 el	 ámbito	 societario	 la	 denominada
flexibilización	 de	 este	 derecho	 ha	 generado	 la	 existencia	 de	 un	 ‘orden
público	interno’	orientado	a	tutelar	a	los	socios	y	un	‘orden	público	extremo’
orientado	 a	 garantizar	 el	 derecho	 de	 terceros,	 dentro	 de	 este	 contexto
reposa	el	artículo	8°	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	 (...).”	 (CS,	Cas.	4625-
2009-Lima,	ago.	12/2010.	V.	P.	León	Pinedo)
COMENTARIO.—Los	 convenios	 o	 acuerdos	 parasocietarios	 son	 aquellos
celebrados	entre	socios	o	entre	éstos	y	terceros	respecto	a	asuntos	que,	en
cierta	medida,	conciernen	a	la	sociedad.	El	ejemplo	típico	lo	encontramos	en
la	 sindicación	 de	 acciones,	 que	 es	 el	 acuerdo	 que	 procura	 lograr	 la
concertación	 de	 las	 voluntades	 de	 los	 socios	 para	 votar	 o	 bloquear	 en
similar	 sentido,	 distinguiéndose	 así	 entre	 los	 sindicatos	 de	 voto	 y	 los
sindicatos	 de	 bloqueo,	 respectivamente;	 consideramos	 plausible	 la
existencia	de	los	primeros	porque	materializan	el	aforismo	“la	unión	hace	la
fuerza”	 al	 permitir	 la	 vinculación	 entre	 inversionistas	 minoritarios,
mientras	 que	 discrepamos	 de	 los	 segundos	 ya	 que	 denotan	 una	 actitud
meramente	obstruccionista	e	 insensata	que,	 sin	más	y	per	 se,	dificultan	 la
marcha	societaria.
Inferimos,	entonces,	que	el	convenio	parasocietario	de	sindicación	de	voto
influye	en	la	junta	general	de	socios	porque	éstos	asistirán	con	una	voluntad
preconcebida,	 gracias	al	 acuerdo	celebrado	 con	anterioridad	a	dicha	 junta
general.	Nos	preguntamos	si	aquí	se	desnaturaliza	su	esencia	jurídica,	si	 la
junta	general	de	socios	se	torna	simplemente	en	algo	formal	y	ficticio,	si	la
voluntad	de	 los	 socios	 es	 suplida	por	un	 acuerdo	que	 la	 trasciende	y	 si	 la
sociedad	 debe	 conocerlos,	 reconocerlos	 o	 desconocerlos.	 Pues	 bien,
nuestras	 respuestas	ante	 tales	 interrogantes	apuntan	en	dos	 sentidos:	por
un	 lado,	 sostenemos	 que	 dicho	 convenio	 parasocietario	 de	 sindicación	 de
voto	no	afecta	la	voluntad	de	los	socios	ya	que	son	ellos	quienes	lo	celebran
libre	 y	 voluntariamente,	 precisamente	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 autonomía
privada	 y,	 por	 otro	 lado,	 la	 sociedad	 que	 conoce	 aquel	 acuerdo	 debe
acatarlo,	 siéndole	 perfectamente	 exigible;	 podemos	 afirmar	 que	 éste	 es	 el
criterio	seguido	por	nuestra	Ley	General	de	Sociedades.
Ley	26887.
ART.	 9°.—Denominación	 o	 razón	 social.	 La	 sociedad	 tiene	 una
denominación	o	una	razón	social,	según	corresponda	a	su	forma	societaria.
En	el	primer	caso	puede	utilizar,	además,	un	nombre	abreviado.
No	se	puede	adoptar	una	denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón
social	igual	o	semejante	a	la	de	otra	sociedad	preexistente,	salvo	cuando	se
demuestre	legitimidad	para	ello.
Esta	prohibición	no	tiene	en	cuenta	la	forma	social.
No	se	puede	adoptar	una	denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón
social	 que	 contenga	 nombres	 de	 organismos	 o	 instituciones	 públicas	 o
signos	 distintivos	 protegidos	 por	 derechos	 de	 propiedad	 industrial	 o
elementos	protegidos	por	derechos	de	autor,	salvo	que	se	demuestre	estar
legitimado	para	ello.
El	 registro	 no	 inscribe	 a	 la	 sociedad	 que	 adopta	 una	 denominación
completa	 o	 abreviada	 o	 una	 razón	 social	 igual	 a	 la	 de	 otra	 sociedad
preexistente.	 En	 los	 demás	 casos	 previstos	 en	 los	 párrafos	 anteriores	 los
afectados	tienen	derecho	a	demandar	la	modificación	de	la	denominación	o
razón	 social	 por	 el	 proceso	 sumarísimo	 ante	 el	 juez	 del	 domicilio	 de	 la
sociedad	que	haya	infringido	la	prohibición.
La	razón	social	puede	conservar	el	nombre	del	socio	separado	o	fallecido,
si	el	socio	separado	o	los	sucesores	del	socio	fallecido	consienten	en	ello.	En
este	último	caso,	la	razón	social	debe	indicar	esta	circunstancia.	Los	que	no
perteneciendo	 a	 la	 sociedad	 consienten	 la	 inclusión	 de	 su	 nombre	 en	 la
razón	social	quedan	sujetos	a	responsabilidad	solidaria,	sin	perjuicio	de	 la
responsabilidad	penal	si	a	ello	hubiere	lugar.
NOTA:	La	Resolución	N°	218-2011-Sunarp/PT,	publicada	el	28	de	octubre	del	2011	en	el	Diario
Oficial	“El	Peruano”,	deja	sin	efecto	el	precedente	aprobado	en	el	XXI	Pleno,	sesión	ordinaria	realizada
los	días	13	y	16	de	octubre	del	2006,	publicado	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	04	de	diciembre	del
2006	 que	 establecía	 “[a]	 efectos	 de	 determinar	 si	 la	 denominación	 completa	 o	 abreviada	 o	 razón
social	de	una	sociedad	que	se	constituye	o	que	modifica	su	estatuto	puede	acceder	al	registro,	debe
revisarse	 sólo	el	 índice	de	 sociedades	existentes	en	 la	 respectiva	 zona	 registral	 y	no	 los	 índices	de
otras	 personas	 jurídicas,	 en	 tanto	 no	 se	 implemente	 de	 manera	 oficial	 el	 Índice	 Nacional	 de
Sociedades	y	en	última	instancia,	el	Índice	Nacional	de	Personas	Jurídicas,	que	garantizarán	el	pleno
acceso	a	toda	la	información	existente”.	Criterio	sustentado	en	la	Resolución	N°	666-2006-Sunarp-TR-
L	del	25	de	octubre	del	2006.	“El	fundamento	del	acuerdo	adoptado	es	precedente	dejado	sin	efecto
por	la	directiva	que	regula	el	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas	Jurídicas,	aprobada	Mediante
Resolución	N°	075-2009-Sunarp/SN.	El	funcionamiento	del	Índice	Nacional	se	inició	el	01	de	octubre
del	2009”.
JURISPRUDENCIA.—Una	 sociedad	 no	 puede	 tener	 un	 nombre	 igual	 o
semejante	 a	 otra	 pues	 induce	 al	 público	 a	 confusión.	 “(...)	 el	 segundo
párrafo	 del	 artículo	 9°	 de	 la	 Ley	 número	 26887	 –Ley	 General	 de
Sociedades–,	debe	interpretarse	literalmente,	es	decir	en	el	sentido	que	ésta
determina	 la	 ilicitud	 de	 la	 adopción	 de	 nombres	 que	 por	 su	 igualdad	 o
semejanza	 con	 las	 otras	 sociedades	 pueda	 inducir	 al	 público	 a	 confusión.
Este	 numeral	 regula	 la	 existencia	 de	 dos	 supuestos	 fácticos	 para	 su
aplicación,	esto	es:	a)	 la	semejanza	entre	una	denominación	o	razón	social
de	 dos	 o	más	 sociedades;	 b)	 la	 igualdad	 entre	 una	 denominación	 o	 razón
social	 de	 dos	 o	 más	 sociedades.	 (...)	 para	 los	 efectos	 de	 los	 mencionados
supuestos	 fácticos,	 se	 debe	 entender	 por	 el	 término	 ‘semejante’	 lo	 que
semeja	o	 se	parece	a	alguien	o	algo;	y	en	cuanto	al	 término	 ‘igual’	 cuando
algo	 es	 de	 la	 misma	 naturaleza,	 cantidad	 o	 calidad	 de	 otra	 cosa.	 (...)
debiéndose	agregar	que	el	 tercer	párrafo	del	artículo	9°	de	 la	Ley	número
26887	–Ley	General	de	Sociedades–,	establece	que	esta	prohibición	no	tiene
en	cuenta	 la	 forma	social”.	 (C.	S.,	Cas.	1085-2010-Lima,	dic.	10/2010.	V.	P.
Valdivia	Cano)
Ley	26702.
ART.	 15.—Denominación	 social.	 En	 la	 denominación	 social	 de	 las
empresas	debe	incluirse	específica	referencia	a	la	actividad	para	que	se	las
constituye,	 aun	 cuando	 para	 ello	 se	 utilice	 apócopes,	 siglas	 o	 idioma
extranjero.	Les	es	prohibido	utilizar	la	palabra	“central”,	así	como	cualquier
otra	denominación	que	confunda	su	naturaleza.	En	 la	denominación	social
es	 obligatorio	 se	 consigne	 expresamente	 la	 expresión	 que	 refleje	 la
naturaleza	de	la	empresa,	según	corresponda.
No	es	necesario	que	 figure	el	 término	 sociedad	anónima	o	 la	 abreviatura
correspondiente.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	15.—Denominación	y	razón	social.	No	es	 inscribible	 la	sociedad	que
adopte	una	denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón	social	igual	a	la
de	otra	preexistente	en	el	índice.
Tampoco	 es	 inscribible	 la	 sociedad	 que	 adopte	 una	 denominación
abreviada	que	no	esté	compuesta	por	palabras,	primeras	letras	o	sílabas	de
la	denominación	completa.	No	es	exigible	la	inclusión	de	siglas	de	la	forma
societaria	en	la	denominación	abreviada,	salvo	mandato	legal	en	contrario.
ÍNDICE	NACIONAL	DEL	REGISTRO	DE	PERSONAS	JURÍDICAS
R.	075-2009-Sunarp-SN.
ART.	 1°.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 002-2009-Sunarp-SN,	 que	 regula	 el
Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas,	 la	 cual	 forma	 parte
integrante	de	la	presente	resolución.
Directiva	002-2009-Sunarp-SN.
Directiva	N°	002-2009-Sunarp-SN
Normas	que	regulan	el	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas
Jurídicas
1.	Antecedentes	y	consideraciones
Por	 Ley	 N°	 26364	 se	 modificó	 el	 artículo	 4°	 del	 Título	 Preliminar	 de	 la
derogada	Ley	General	de	Sociedades,	el	artículo	2028	del	Código	Civil,	y	se
incorporó	 el	 artículo	 7°-A	 al	 Decreto	 Ley	 N°	 21621	 (Ley	 de	 la	 Empresa
Individual	 de	 Responsabilidad	 Limitada),	 a	 efectos	 de	 consignar	 en	 ellas
cláusulas	expresas	de	protección	del	nombre,	razón	social	o	denominación,
completa	 o	 abreviada,	 de	 las	 personas	 jurídicas	 inscritas	 o	 que	 gocen	 del
derecho	de	reserva	de	preferencia	registral.
Según	 la	 cláusula	 expresa	 en	mención,	 no	 se	 puede	 adoptar	 un	 nombre,
denominación	o	razón	social,	igual	al	de	una	persona	jurídica	en	formación
que	 goce	 del	 derecho	 de	 reserva,	 o	 que	 ya	 se	 encuentre	 inscrita	 en	 el
Registro	de	Personas	Jurídicas.
Por	Decreto	Supremo	N°	002-96-JUS,	modificado	por	Decreto	Supremo	N°
004-2009-JUS,	se	reglamentó	la	norma	citada	en	el	primer	considerando,	en
la	parte	referida	a	la	reserva	de	preferencia	registral,	para	lo	cual	se	creó	el
Índice	 Nacional	 de	 Reserva	 de	 Preferencia	 Registral	 de	 Nombre,
Denominación	 o	 Razón	 Social,	 que	 comprende	 a	 las	 personas	 jurídicas
distintas	a	las	sociedades	mercantiles,	consignándose	en	su	artículo	2°	que
el	 citado	 índice	 se	 integrará	 al	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas
Jurídicas.
Por	otro	lado,	en	el	artículo	9°	de	la	vigente	Ley	General	de	Sociedades,	Ley
N°	 26887,	 se	 contempla,	 para	 el	 caso	 de	 las	 sociedades	 reguladas	 por
aquella,	las	siguientes	cláusulas	de	protección	del	nombre,	denominación	o
razón	social:
-	No	se	puede	adoptar	una	denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón
social	igual	o	semejante	a	la	de	otra	sociedad	preexistente,	salvo	cuando	se
demuestre	legitimidad	para	ello.
-	Esta	prohibición	no	tiene	en	cuenta	la	forma	social.
-	No	se	puede	adoptar	una	denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón
social	 que	 contenga	 nombres	 de	 organismos	 o	 instituciones	 públicas	 o
signos	 distintivos	 protegidos	 por	 derechos	 de	 propiedad	 industrial	 o
elementos	protegidos	por	derechos	de	autor,	salvo	que	se	demuestre	estar
legitimado	para	ello.
En	el	mismo	artículo	citado,	se	efectúa	la	siguiente	precisión	“El	registro	no
inscribe	a	la	sociedad	que	adopta	una	denominación	completa	o	abreviada	o
una	razón	social	igual	a	la	de	otra	sociedad	preexistente.	En	los	demás	casos
previstos	 en	 los	 párrafos	 anteriores	 los	 afectados	 tienen	 derecho	 a
demandar	la	modificación	de	la	denominación	o	razón	social	por	el	proceso
sumarísimo	ante	el	juez	del	domicilio	de	la	sociedad	que	haya	infringido	la
prohibición”.
La	precisión	de	que	la	protección	del	nombre,	denominación	o	razón	social,
de	 las	 personas	 jurídicas,	 opera	 en	 sede	 registral	 exclusivamente	 ante
supuestos	 de	 igualdad,	 es	 recogida	 en	 el	 artículo	 15	 del	 Reglamento	 del
Registro	de	Sociedades,	aprobado	por	Resolución	N°	200-2001-Sunarp-SN;
reglamento	en	el	que	 también	se	desarrollan	 los	aspectos	registrales	de	 la
reserva	de	preferencia	registral	contemplada	en	el	artículo	10	de	la	Ley	N°
26887.
De	 otro	 lado,	 si	 bien	 se	 ha	 regulado	 los	 aspectos	 registrales	 del	 Índice
Nacional	de	Reserva	de	Preferencia	Registral	de	Nombre,	Denominación	o
Razón	 Social,	 y	 en	 cierto	 modo	 la	 conformación	 del	 Índice	 Nacional	 de
Sociedades,	no	ha	sucedido	lo	mismo	con	el	Índice	Nacional	del	Registro	de
Personas	Jurídicas,	falta	de	regulación	que	ha	dado	lugar	a	interpretaciones
como	 las	 del	 Tribunal	 Registral	 (precedente	 de	 observancia	 obligatoria
aprobado	por	el	Vigésimo	Primer	Pleno	de	dicho	órgano,	realizado	los	días
13	y	16.10.2006,	publicado	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	el	04.12.2006),	en
el	 sentido	 que	 en	 tanto	 no	 se	 implemente	 el	 Índice	Nacional	 de	 Personas
Jurídicas”,	la	protección	del	nombre,	denominación	completa	o	abreviada	o
razón	 social	 de	 las	 sociedades,	 solo	 opera	 en	 el	 ámbito	 de	 los	 índices	 de
sociedades	llevados	por	cada	zona	registral.
Lo	antes	señalado	torna	urgente	la	regulación	y	puesta	en	funcionamiento
del	 Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas	 Jurídicas,	pues	ello	permitirá
precisar	que	la	incorporación	en	el	índice	de	las	denominaciones,	completas
y	abreviadas,	y	razones	sociales	de	 las	personas	 jurídicas,	 impedirá	que	se
adopten	otras	iguales,	sin	tomar	en	cuenta	para	ello	la	forma	social	ni	el	tipo
de	persona	jurídica.
En	ese	sentido,	siendo	el	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas	Jurídicas,
como	 su	 propio	 nombre	 lo	 indica,	 uno	 de	 ámbito	 nacional,	 sus	 efectos
también	 tendrán	 tal	 ámbito;	 con	 los	 beneficios	 adicionales	 de	 poder
prestarse	determinados	servicios	registrales	con	competencia	nacional,	y	de
encaminarse	a	una	mejor	interacción	con	entidades	como	la	Sunat	y	demás
entidades	 comprendidas	 en	 el	 Sistema	 Integrado	 de	 Servicios	 Públicos
Virtuales	-	Sisev.
La	implementación	del	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas	Jurídicas,
sin	embargo,	conlleva	la	realización	de	una	serie	de	actuaciones	técnicas,	así
como	la	emisión	de	los	correspondientes	lineamientos	internos,	razón	por	la
que	se	contempla	en	la	directiva	un	plazo	prudente	entre	la	aprobación	de	la
misma	y	la	entrada	en	funcionamiento	del	citado	índice.
2.	Objeto
Dictar	las	normas	que	regulan	el	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas
Jurídicas.
3.	Alcance
La	Sunarp,	sus	órganos	desconcentrados,	así	como	 las	oficinas	registrales
que	las	conforman.
4.	Base	legal
-	Código	Civil.
-	Ley	N°	26364.
-	 D.	 S.	 N°	 002-96-JUS,	modificado	 por	D.	 S.	 N°	 004-2009-JUS,	 que	 crea	 el
Índice	 Nacional	 de	 Reserva	 de	 Preferencia	 Registral	 de	 Nombre,
Denominación	o	Razón	Social.
-	Ley	N°	26887,	Ley	General	de	Sociedades.
-	Reglamento	del	Registro	de	Sociedades,	aprobado	por	Resolución	N°	200-
2001-Sunarp-SN.
-	TUO	del	Reglamento	General	de	 los	Registros	Públicos,	aprobado	por	 la
Resolución	N°	079-2005-Sunarp/SN.
5.	Contenido
5.1.	Conformación	del	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas	Jurídicas
5.1.1.	 El	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 está
conformado	por	 los	nombres,	denominaciones	 (completas	y	abreviadas)	y
razones	 sociales	 inscritas,	 reservadas	 y	 en	 trámite,	 de	 cualquier	 tipo	 de
persona	jurídica.
5.1.2.	 Conforman,	 asimismo,	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas
Jurídicas,	los	nombres,	denominaciones	(completas	y	abreviadas)	y	razones
sociales	de	 las	personas	 jurídicas	 (empresas	de	derecho	público,	personas
jurídicas	creadas	por	ley)	que,	sin	haber	inscrito	su	constitución	o	creación,
han	inscrito	poderes	en	el	Registro	de	Personas	Jurídicas.
5.1.3.	 Conforman	 también	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas
Jurídicas,	las	denominaciones	completas	o	abreviadas	y	razones	sociales	de
las	personas	jurídicas	constituidas	en	el	extranjero	cuyo	reconocimiento	ha
sido	 inscrito,	 o	 que	 han	 otorgado	 poderes	 y	 éstos	 constan	 inscritos	 en	 el
registro,	 así	 como	 las	 denominaciones	 de	 las	 sucursales	 de	 personas
jurídicas	 constituidas	 en	 el	 extranjero.	 Al	 incorporarse	 la	 denominación	 o
razón	 social	 de	 las	 personas	 jurídicas	 constituidas	 en	 el	 extranjero,	 en	 el
Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas	 Jurídicas,	debe	precisarse	el	país
de	origen.
5.1.4.	El	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas	Jurídicas	integra	al	Índice
Nacional	de	Reserva	de	Preferencia	Registral	de	Nombre,	Denominación	o
Razón	 Social,	 al	 Índice	 Nacional	 de	 Sociedades,	 así	 como	 a	 los	 índices	 de
denominaciones	o	razones	sociales	de	las	demás	personas	jurídicas.
5.2.	Efectos
No	se	puede	adoptar	una	denominación	completa	o	abreviada,	o	una	razón
social	 igual	 a	 otra	 ya	 ingresada	 en	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de
Personas	 Jurídicas.	Para	determinar	 la	 igualdad	no	se	 tomará	en	cuenta	 la
forma	social	ni	el	tipo	de	persona	jurídica.
Se	entiende	que	también	existe	 igualdad	en	 las	variaciones	de	matices	de
escasa	significación,	tales	como	el	uso	de	las	mismas	palabras	con	la	adición
o	 supresión	 de	 artículos,	 espacios,	 preposiciones,	 conjunciones,	 acentos,
guiones	o	signos	de	puntuación;	el	uso	de	las	mismas	palabras	en	diferente
orden,	así	como	del	singular	o	plural.
Lo	 señalado	 en	 los	 párrafos	 anteriores	 no	 es	 aplicable	 a	 los	 supuestos
señalados	 en	 el	 numeral	 5.1.3	 de	 la	 presente	 directiva,	 en	 que	 la
incorporación	 en	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 es
sólo	 informativa.	 En	 ese	 mismo	 sentido,	 el	 reconocimiento,	 sucursal	 u
otorgamiento	 de	 poderes	 de	 personas	 jurídicas	 constituidas	 en	 el
extranjero,	 se	 inscribirá	 aun	 cuando	 en	 el	 Índice	Nacional	 del	Registro	 de
Personas	 Jurídicas	 existan	 denominaciones	 completas	 o	 abreviadas	 y
razones	sociales	iguales	a	las	de	aquellas.
5.3.	Alcance	territorial
El	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 y	 los	 efectos	 de	 la
información	consignada	en	él,	son	de	alcance	nacional.
5.4.	Alcance	temporal:
Las	 denominaciones	 (completas	 y	 abreviadas)	 y	 razones	 sociales
incorporadas	 en	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 se
mantienen	en	él,	según	el	estado	en	que	se	encuentren:
•	Inscritas:
i)	hasta	que	se	inscriba	la	modificación	de	la	denominación	o	razón	social,	o
ii)	hasta	que	se	inscriba	la	extinción	de	la	persona	jurídica.
•	Reservadas:
i)	Hasta	que	caduque	el	plazo	de	vigencia	de	la	reserva	concedida.
•	En	trámite:
i)	Hasta	que	caduque	el	plazo	de	vigencia	de	su	asiento	de	presentación.
5.5.	Inicio	de	funcionamiento	del	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas
Jurídicas:
El	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 entrará	 en
funcionamiento	a	los	90	días	de	la	aprobación	de	la	presente	directiva.
5.6.	Reglas	especiales:
A	 fin	 de	 asegurar	 la	 plena	 eficacia	 del	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de
Personas	Jurídicas,	se	establecen	las	siguientes	reglas	especiales:
5.6.1.	Duplicidad	de	nombres	en	el	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas
Jurídicas:	 De	 advertir	 el	 registrador,	 en	 la	 calificación	 registral,	 al	 expedir
publicidad	 registral,	 o	 por	 comunicación	 presentada	 por	 el	 interesado,	 la
existencia	 en	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 de
denominaciones	(completas	y	abreviadas)	o	razones	sociales,	adoptadas	por
dos	o	más	personas	jurídicas	antes	del	 inicio	de	funcionamiento	del	citado
índice,	deberá	proceder	a	consignar	en	él,	como	dato	adicional,	el	domicilio
de	cada	una	de	tales	personas	jurídicas.
5.6.2.	 Competencia	 nacional	 para	 conceder	 reservas:	 Una	 vez	 en
funcionamiento	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas,	 las
solicitudes	de	reserva	de	preferencia	registral	de	nombre,	denominación	o
razón	 social,	 podrán	 ser	 presentadas	 y	 concedidas	 en	 cualquier	 Oficina
Registral,	a	nivel	nacional,	sin	tener	en	consideración	para	ello	el	domicilio
de	la	persona	jurídica.
5.6.3.	 Supuesto	 especial	 de	 suspensión:	 No	 se	 puede	 adoptar	 una
denominación	 completa	 o	 abreviada,	 o	 una	 razón	 social	 igual	 a	 otra
contenida	 en	 una	 solicitud	 de	 reserva,	 constitución	 o	 modificación	 en
trámite,	 debiendo	 suspenderse	 el	 plazo	 de	 vigencia	 del	 asiento	 de
presentación	del	título	ulterior,	hasta	que	el	presentado	en	primer	lugar	sea
inscrito	o	tachado.
5.6.4.	Excepción	al	artículo	III	del	Título	Preliminar	del	Reglamento	General
de	 los	 Registros	 Públicos:	 Cuando	 se	 solicite	 la	 inscripción	 de	 una
modificación	de	estatutos	o	pacto	social	que	 importe	 la	modificación	de	 la
denominación	 o	 razón	 social	 de	 la	 persona	 jurídica	 inscrita,	 deberá
consignarse	expresamente	tal	circunstancia	en	la	solicitud	de	inscripción.
5.6.5.	Competencia	 nacional	 para	 expedir	 publicidad	 registral:	 Una	 vez	 en
funcionamiento	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas,	 las
solicitudes	 de	 búsqueda,	 de	 copia	 literal,	 y	 de	 certificados	 positivos	 o
negativos	 de	 inscripción	 de	 personas	 jurídicas,	 podrán	 ser	 presentadas	 y
expedidas	 en	 cualquier	 oficina	 registral,	 a	 nivel	 nacional,	 sin	 tener	 en
consideración	para	ello	el	domicilio	de	la	persona	jurídica.
5.6.6.	 Tasas	 registrales:	 Las	 tasas	 registrales	 pagadas	 por	 los	 servicios
contemplados	 en	 los	 numerales	 5.6.2	 y	 5.6.5,	 constituyen	 ingreso	 de	 la
oficinas	 registrales	 en	 que	 fueron	 presentadas	 las	 correspondientes
solicitudes.
5.7.	Disposición	transitoria:
5.7.1.	En	tanto	entre	en	funcionamiento	el	Índice	Nacional	del	Registro	de
Personas	 Jurídicas,	 no	 se	 puede	 adoptar	 una	 denominación	 completa	 o
abreviada,	o	una	razón	social	igual	a	otra	ya	ingresada	en	el	Índice	Nacional
de	 Reserva	 de	 Preferencia	 Registral,	 en	 el	 Índice	 de	 Sociedades,	 o	 en	 el
Índice	de	Personas	Jurídicas	de	la	respectiva	zona	registral.	Para	determinar
la	 igualdad	 no	 se	 tomará	 en	 cuenta	 la	 forma	 social	 ni	 el	 tipo	 de	 persona
jurídica.
6.	Responsabilidad
Son	responsables	del	cumplimiento	de	la	presente	directiva,	los	jefes,
gerentes	registrales,	y	registradores	de	los	órganos	desconcentrados	de	la
Sunarp,	así	como	los	vocales	del	tribunal	registral.
R.	075-2009-Sunarp-SN.
ART.	2°.—La	directiva	citada	en	el	artículo	precedente	entrará	en	vigencia
al	día	siguiente	de	publicada	la	presente	resolución	en	el	Diario	Oficial	El
Peruano.
EXTIENDEN	PLAZO	PARA	EL	INICIO	DEL	ÍNDICE	NACIONAL	DE	REGISTRO
DE	PERSONAS	JURÍDICAS
R.	0172-2009-Sunarp-SN.
Artículo	Único.—Prorrogar	hasta	el	01	de	octubre	del	año	en	curso,	el
inicio	de	funcionamiento	del	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas
Jurídicas	a	que	se	refiere	el	numeral	5.5	de	la	Directiva	N°	002-2009-
Sunarp/SN.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	16.—Igualdad	de	denominación	o	de	razón	social.	Se	entiende	que
existe	igualdad	cuando	hay	total	coincidencia	entre	una	denominación	o	una
razón	 social	 con	 otra	 preexistente	 en	 el	 índice,	 cualquiera	 sea	 la	 forma
societaria	adoptada.
También	 existe	 igualdad,	 en	 las	 variaciones	 de	 matices	 de	 escasa
significación	 tales	 como	 el	 uso	 de	 las	 mismas	 palabras	 con	 la	 adición	 o
supresión	 de	 artículos,	 espacios,	 preposiciones,	 conjunciones,	 acentos,
guiones	o	signos	de	puntuación;	el	uso	de	las	mismas	palabras	en	diferente
orden,	así	como	del	singular	y	plural.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	17.—Razón	social.	Cuando	en	la	razón	social	aparezca	el	nombre	de
una	persona	que	no	es	socia,	ésta	o	sus	sucesores	deberán	comparecer	en	la
correspondiente	escritura	pública	brindando	su	consentimiento	al	uso	de	su
nombre.
La	separación	o	exclusión	de	un	socio	sólo	se	 inscribirá	si	en	 la	escritura
pública	 respectiva	 comparece	 el	 socio	 separado	 o	 excluido,	 dando	 su
consentimiento	 para	 que	 su	 nombre	 continúe	 apareciendo	 en	 la	 razón
social,	salvo	que	previa	o	simultáneamente	se	inscriba	la	modificación	de	la
razón	social.
JURISPRUDENCIA.—Los	 nombres	 genéricos	 no	 pueden	 integrar	 una
denominación	 social.	 “El	 término	 ‘maquinarias’	 es	 un	 término	 genérico,
utilizado	para	designar	tanto	objetos	como	actividades,	sin	que	por	si	solo
represente	 productos	 o	 servicios,	 o	 identifique	 a	 determinada	 persona
jurídica;	 por	 lo	mismo,	 no	 puede	 ser	 considerado	 como	 nombre	 propio	 y
que	 su	 inscripción	 como	parte	 integrante	de	una	denominación	 específica
genere	 derechos	 exclusivos	 a	 su	 titular	 con	 respecto	 al	 uso	 a	 dicha
denominación	 genérica	 (maquinarias)”.	 (Cas.	 N°	 1890-2001-Lima,
15.10.2001)
JURISPRUDENCIA.—Alcances	 de	 la	 prohibición	 respecto	 a
denominaciones	o	razones	sociales	iguales	o	semejantes.	“La	prohibición
contenida	 en	 el	 artículo	9°	 citado	 alcanza	 a	 sociedades	de	 la	misma	 clase,
sociedades	de	diferente	clase	o	régimen	anteriormente	inscrita	e,	incluso,	a
la	de	una	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada	porque	cualquier
sociedad	 o	 empresa	 individual	 de	 responsabilidad	 limitada	 puede,	 en	 el
futuro,	 adoptar	 el	 régimen	 de	 otra	 por	 transformación”.	 (Cas.	 1890-2001-
Lima,	15.10.2001)
JURISPRUDENCIA.—La	 finalidad	 de	 la	marca	 es	 la	 identificación	 en	 el
mercado.	“A	diferencia	de	las	sociedades	mercantiles	que	se	forman	por	la
concurrencia	 de	 dos	 o	 más	 personas	 que	 se	 obligan	 a	 poner	 en	 común
dinero	o	bienes,	con	el	propósito	de	desarrollar	una	actividad	con	fines	de
lucro,	 la	marca	es	un	 signo	distintivo	que	es	un	elemento	de	 la	propiedad
industrial	manifestado	de	forma	material,	destinada	a	diferenciar	productos
de	 la	 industria,	 del	 comercio,	 del	 trabajo	 y	 servicios,	 asimilándose	 este
último	 caso	 a	 los	 nombres	 comerciales	 con	 el	 propósito	 de	 que	 los
productos	o	servicios	sobre	los	que	se	recae	la	marca	gocen	de	la	ventaja	de
no	confundirse	con	otros	similares”.	(Cas.	1890-2001-Lima,	15.10.2001)
JURISPRUDENCIA.—Las	 denominaciones	 genéricas	 pueden	 ser
utilizadas	tanto	en	denominaciones	sociales	como	en	marcas.	“Tanto	en
el	derecho	societario	como	en	el	derecho	marcario	existen	denominaciones
que	pueden	ser	utilizadas	indistintamente	para	identificar	tanto	a	personas
jurídicas	como	a	productos	o	servicios,	siempre	que	no	se	cause	confusión
en	 el	 consumidor	 o	 genere	 una	 competencia	 desleal	 entre	 las	 empresas,
siendo	 dichas	 denominaciones	 las	 que	 tienen	 un	 alcance	 genérico”.(Cas.
1890-2001-Lima,	15.10.2001)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	marca	trata	de	proteger	a	su	 titular
en	 la	 publicidad	 que	 haga	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 elabora
distribuye	o	vende.	“(…)	el	 segundo	párrafo	del	artículo	noveno	de	 la	Ley
General	 de	 Sociedades	 establece	 que	 no	 se	 puede	 adoptar	 una
denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón	social	igual	o	semejante	a
la	 de	 otra	 sociedad	 preexistente,	 salvo	 cuando	 se	 demuestre	 legitimidad
para	ello	(…)	a	diferencia	de	las	sociedades	mercantiles	que	se	forman	por	la
concurrencia	 de	 dos	 o	 más	 personas	 que	 se	 obligan	 a	 poner	 en	 común
dinero	o	bienes,	con	el	propósito	de	desarrollar	una	actividad	con	fines	de
lucro,	 la	marca	es	un	signo	distintivo,	que	es	un	elemento	de	 la	propiedad
industrial	manifestado	de	forma	material,	destinada	a	diferenciar	productos
de	 la	 industria,	 del	 comercio	 del	 trabajo,	 y	 servicios,	 asimilándose	 éste
último	 caso	 a	 los	 nombres	 comerciales	 con	 el	 propósito	 de	 que	 los
productos	o	servicios	sobre	los	que	recae	la	marca	gocen	de	la	ventaja	de	no
confundirse	con	otros	similares	(…)	en	ese	sentido,	mientras	la	prohibición
contenida	 en	 el	 artículo	 noveno	 citado,	 alcanza	 a	 sociedades	 de	 la	misma
clase,	 sociedades	 de	 diferente	 clase	 o	 régimen	 anteriormente	 inscrita	 e
incluso	a	la	de	una	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada,	porque
cualquier	 sociedad	 o	 empresa	 individual	 de	 responsabilidad	 limitada,
puede,	 en	 el	 futuro,	 adoptar	 el	 régimen	 de	 otra	 por	 transformación;	 del
mismo	 modo,	 el	 derecho	 de	 marca	 trata	 de	 proteger	 a	 su	 titular	 en	 la
publicidad	que	haga	de	 los	productos	o	 servicios	que	elabora	distribuye	o
vende,	permitiéndole	la	identificación	de	los	mismos	por	medio	de	la	marca
registrada,	 pero	 al	 mismo	 tiempo	 el	 derecho	 de	 marca	 garantiza	 al
consumidor	la	esperada	calidad	del	producto.”	(C.S.,	Cas.	1890-01-Lima,	oct.
15/2001.	S.	S.	Echevarría	A)
JURISPRUDENCIA.—En	 el	 derecho	 societario	 como	 en	 el	 derecho
marcario	 existen	 denominaciones	 que	 pueden	 ser	 utilizados
indistintamente,	 siempre	 que	 no	 causen	 confusión	 en	 el	 consumidor	 o
generen	 competencia	 desleal.	 “(…)	 sin	 embargo,	 tanto	 en	 el	 derecho
societario	 como	 en	 el	 derecho	 marcario,	 existen	 denominaciones	 que
pueden	 ser	 utilizados	 indistintamente	 para	 identificar	 tanto	 a	 personas
jurídicas	como	a	productos	o	servicios,	siempre	que	no	se	cause	confusión
en	 el	 consumidor	 o	 genere	 una	 competencia	 desleal	 entre	 las	 empresas,
siendo	 dichas	 denominaciones	 las	 que	 tienen	 un	 alcance	 genérico	 (…)	 en
efecto	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	los	artículos	ochentidós	inciso	e)
y	 ciento	 ventiocho	 de	 la	 Decisión	 número	 trescientos	 cuarentidós	 y	 del
artículo	 ciento	 veintinueve	 inciso	 e)	 del	 Decreto	 Legislativo	 ochocientos
veintitrés,	se	encuentra	proscrito	el	registro	de	los	signos	que	en	el	lenguaje
corriente	o	en	el	uso	comercial	del	país,	sea	una	designación	común	o	usual
de	 los	productos	o	servicios	de	que	se	 trate	 (…)”	 (C.S.,	Cas.	1890-01-Lima,
oct.	15/2001.	S.	S.	Echevarría	A)
JURISPRUDENCIA.—No	 es	 posible	 registrar	 signos	 del	 lenguaje	 común
como	 denominaciones	 comerciales.	 “(…)	 en	 ese	 sentido	 se	 tiene	 que	 el
término	maquinarias	es	un	término	genérico,	utilizado	para	designar	tanto
objetos	 como	 actividades,	 sin	 que	 por	 sí	 sola	 represente	 productos	 o
servicios,	 o	 identifique	 a	 determinada	 persona	 jurídica,	 por	 lo	mismo,	 no
puede	 ser	 considerada	 como	 nombre	 propio	 y	 que	 su	 inscripción	 como
parte	 integrante	 de	 una	 denominación	 específica	 genere	 derechos
exclusivos	a	su	titular,	con	respecto	al	uso	de	dicha	denominación	genérica
(maquinarias)	 (…)	 en	 consecuencia,	 si	 bien	 las	 instancias	 de	 mérito
concluyen,	 de	 que	 existen	 semejanza	 entre	 la	 denominación	 social	 de	 la
demandante	 con	 la	 de	 la	 recurrente,	 sin	 embargo	 ha	 efectuado	 una
interpretación	errónea	del	artículo	noveno	de	la	Ley	General	de	Sociedades,
al	 hacer	 una	 interpretación	 restrictiva	 y	 asistemática	 de	 la	 norma,	 sin
considerar	que	 la	 salvedad	a	que	alude	 la	misma	norma,	 con	 relación	a	 la
legitimidad,	 deriva	 de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 ochentidós	 inciso	 e)	 y
ciento	veintiocho	de	 la	Decisión	número	 trescientos	cuarentidós,	así	 como
también,	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 ciento	 veintinueve	 inciso	 e)	 del
Decreto	Legislativo	ochocientos	veintitrés,	normas	que	han	sido	inaplicadas
en	la	recurrida.”	(C.S.,	Cas.	1890-01-Lima,	oct.	15/2001.	S.	S.	Echevarría	A)
JURISPRUDENCIA.—La	ley	no	permite	la	coexistencia	de	dos	sociedades
mercantiles	 con	 similitud	 o	 identidad	 de	 denominación	 o	 razón	 social
que	 pueda	 inducir	 a	 confusión	 al	 público.	 “(...)	 la	 empresa	 demandante
Suarpack	Sociedad	Anónima	ha	señalado	en	su	demanda	que	se	modifique
la	 razón	 social	 de	 la	 demandada	 Cartonplast	 Perú	 Sociedad	 Anónima
Cerrada	 toda	 vez	 que	 aquella	 es	 objetivamente	 similar	 (gráfica	 y
fonéticamente)	 con	 su	 marca	 “Kartonplast”	 y	 logotipo	 que	 se	 encuentra
reconocida	 y	 protegida	 por	 el	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	y	de	 la	Protección	de	 la	Propiedad	Intelectual	 -	 Indecopi,	con
registro	 del	 año	 mil	 novecientos	 noventa	 y	 uno	 ante	 el	 Instituto	 de
Investigación	 Tecnológica	 y	 Normas	 Técnicas	 -	 Itintec	 que	 distingue
materiales	de	polipropileno	y	cartón	corrugado	en	planchas,	láminas	y	otros
de	 la	 clase	 diecisiete	 de	 la	 clasificación	 internacional	 (...)	 este	 supremo
tribunal	 entiende	 que	 la	 referida	 norma	 contenida	 en	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 es	 una	 regla	 general,	 que	 tiene	 por	 finalidad	 no	 permitir	 la
coexistencia	de	dos	sociedades	mercantiles	con	tal	similitud	o	identidad	de
denominación	 o	 razón	 social	 que	 pueda	 inducir	 a	 confusión	 al	 público,
asimismo,	se	advierte	que	tal	disposición	contiene	una	regla	de	excepción,	la
cual	es	 la	de	permitir	 la	coexistencia	de	una	sociedad	con	denominación	o
razón	social	similar	a	otra	anterior,	o	en	su	caso	que	haya	obtenido	marca
registrada	 similar	 a	 la	 denominación	 social,	 siempre	 que	 se	 acredite	 el
derecho	 de	 la	 pretencionante	 que	 le	 vincule	 con	 dicha	 denominación	 o
razón	 social,	 pero	 respetándose	 siempre	 la	 referencia	 de	 la	 no	 igualdad
entre	 ambas	 denominaciones,	 puesto	 que	 una	 total	 identidad	 implicaría
desnaturalizar	 la	 ratio	 legis	 de	 la	 norma”	 (C.	 S,	 Cas.	 4764-2009-Lima,	 oct.
18/2010.	V.	P.	Miranda	Molina)
JURISPRUDENCIA.—La	razón	social	puede	conservar	el	nombre	del	socio
separado	o	 fallecido.	“(…)	 la	 razón	 social	puede	 conservar	 el	nombre	del
socio	 separado	 o	 fallecido,	 si	 el	 socio	 separado	 o	 los	 sucesores	 del	 socio
fallecido	consienten	en	ello.	En	este	último	caso,	la	razón	social	debe	indicar
esta	 circunstancia.	 Los	 que	 no	 perteneciendo	 a	 la	 sociedad	 consienten	 la
inclusión	de	su	nombre	en	la	razón	social	quedan	sujetos	a	responsabilidad
solidaria,	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	si	a	ello	hubiere	lugar”	(C.
S,	Cas.	4764-2009-Lima,	oct.	18/2010.	V.	P.	Miranda	Molina)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Acceso	 registral	 de	 la	 denominación
completa	o	abreviada	o	razón	social	de	una	sociedad	sólo	debe	verificar
antecedentes	 de	 la	 zona	 registral.	 “(…)	 A	 efectos	 de	 determinar	 si	 la
denominación	completa	o	abreviada	o	razón	social	de	una	sociedad	que	se
constituye	 o	 que	 modifica	 su	 estatuto	 puede	 acceder	 al	 registro,	 debe
revisarse	 sólo	 el	 índice	 de	 sociedades	 existente	 en	 la	 respectiva	 zona
registral	 y	 no	 los	 índices	 de	 otras	 personas	 jurídicas,	 en	 tanto	 no	 se
implemente	de	manera	oficial	el	Índice	Nacional	de	Sociedades	y	en	última
instancia,	el	Índice	Nacional	de	Personas	Jurídicas,	que	garantizarán	el	pleno
acceso	 a	 toda	 la	 información	 existente	 (…)”.	 (Sunarp.	 R.	 110-2006-
Sunarp/PT,	dic.	06/2006.	Pres.	Silva	Villajuán	F.)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	 inscripción	 de	 cambio	 de	 denominación
empresarial	 que	 resulta	 idéntica	 a	 una	 ya	 existente	 es	 improcedente.
“(...)	El	 registrador	público	observa	el	 título	 en	el	 sentido	que	 realizada	 la
búsqueda	 se	 advierte	 que	 en	 la	 partida	 electrónica	 (...)	 del	 Registro	 de
Personas	 Jurídicas	 de	 Lima,	 corre	 inscrita	 una	 empresa	 con	 igual
denominación.	(...).
No	se	puede	adoptar	una	denominación	completa	o	abreviada,	o	una	razón
social	 igual	 a	 otra	 ya	 ingresada	 en	 el	 Índice	 Nacional	 del	 Registro	 de
Personas	 Jurídicas.	Para	determinar	 la	 igualdad	no	se	 tomará	en	cuenta	 la
forma	social	ni	el	tipo	de	persona	jurídica.
Se	entiende	que	también	existe	 igualdad	en	 las	variaciones	de	matices	de
escasa	significación,	tales	como	el	uso	de	las	mismas	palabras	con	la	adición
o	 supresión	 de	 artículos,	 espacios,	 preposiciones,	 conjunciones,	 acentos,
guiones	o	signos	de	puntuación;	el	uso	de	las	mismas	palabras	en	diferente
orden,	así	como	del	singular	o	plural	(el	resaltado	es	nuestro).	(...)	En	el	caso
bajo	análisis,	el	cambio	de	denominación	que	se	pretende	inscribir	(Autocon
E.I.R.L.),	resulta	idéntica	a	una	denominación	abreviada	que	ya	se	encuentra
registrada	en	el	Registro	de	Personas	Jurídicas	de	Lima	(Autocon	E.I.R.L.)
En	 tal	 sentido,	 se	 presenta	 el	 supuesto	 de	 igualdad	 entre	 ambas
denominaciones,	por	lo	que	no	es	procedente	admitir	la	inscripción	de	dicha
modificación	 de	 denominación.”	 (TR,	 R.	 1931-2011-Sunarp-TR-L,	 oct.
14/2011.	Pres.	Fernando	Tarazona	Alvarado)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	reserva	de	una	denominación	societaria
no	 puede	 negarse	 si	 existen	 varias	 diferencias	 de	matices	 con	 una	 ya
inscrita.	 “5.	 El	 artículo	 9°	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 al	 regular	 la
denominación	 o	 razón	 social	 prescribe	 que	 no	 se	 puede	 adoptar	 una
denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón	social	igual	o	semejante	a
la	 de	 otra	 sociedad	 preexistente,	 salvo	 cuando	 se	 demuestre	 legitimidad
para	ello.	La	norma	agrega	que	esta	prohibición	no	tiene	en	cuenta	la	forma
social.
La	 norma	 en	 mención	 también	 señala	 que	 el	 registro	 no	 inscribe	 a	 la
sociedad	que	adopta	una	denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón
social	igual	a	la	de	otra	sociedad	preexistente.	En	los	demás	casos	previstos
en	 los	 párrafos	 anteriores	 los	 afectados	 tienen	 derecho	 a	 demandar	 la
modificación	de	la	denominación	o	razón	social	por	el	proceso	sumarísimo
ante:	el	juez	del	domicilio	de	la	sociedad	que	haya	infringido	la	prohibición.
6.	 Desarrollando	 la	 norma	 sustantiva,	 el	 artículo	 15	 del	 Reglamento	 del
Registro	 de	 Sociedades	 establece	 que	 no	 es	 inscribible	 la	 sociedad	 que
adopte	una	denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón	social	igual	a	la
de	otra	preexistente	en	el	índice.
El	artículo	16	precisa	que	se	entiende	que	existe	igualdad	cuando	hay	total
coincidencia	 entre	 una	 denominación	 o	 una	 razón	 social	 con	 otra
preexistente	en	el	Índice,	cualquiera	sea	la	forma	societaria	adoptada.
Esta	norma	puntualiza	que	 también	existe	 igualdad,	en	 las	variaciones	de
matices	de	escasa	significación	tales	como	el	uso	de	las	mismas	palabras	con
la	 adición	 o	 supresión	 de	 artículos,	 espacios,	 preposiciones,	 conjunciones,
acentos,	guiones	o	signos	de	puntuación;	el	uso	de	las	mismas	palabras	en
diferente	orden,	así	como	del	singular	y	plural.	(...).
Si	 bien	 es	 cierto,	 que	 en	 ambas	 expresiones	 contienen	 diferencias	 que
podría	considerarse	matices	de	escasa	significación,	como	la	variación	en	el
orden	de	las	palabras:	‘servicios	generales’,	o	la	variación	en	el	artículo	‘de’
por	 ‘del’;	 también	 es	 cierto	 que	 cuando	 existe	 más	 de	 una	 matiz,	 ya	 no
podría	 afirmarse	 que	 estamos	propiamente	 ante	 un	 supuesto	de	matiz	 de
escasa	significación”.	 (Sunarp,	R.	1847-2014-Sunarp-TR-L,	set.	30/2014.	V.
P.	Rosario	del	Carmen	Guerra	Macedo)
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—Mutatis	 mutandi:	 discrepancias	 en	 el	 nombre
de	una	persona	 jurídica	 se	 salvan	con	el	mismo	criterio	aplicado	para
superar	 las	diferencias	 en	 la	denominación	de	 las	personas	naturales.
“En	 los	 casos	 de	 discrepancia	 en	 la	 denominación	 de	 la	 persona	 jurídica
resulta	 de	 aplicación	 el	 precedente	 vinculante	 relativo	 al	 nombre	 de
persona	 natural.	 En	 ese	 sentido,	 las	 discrepancias	 en	 la	 denominación
únicamente	 impedirán	 la	 inscripción	de	un	 título	 cuando	no	 existan	 otros
elementos	que	permitan	concluir	de	manera	 indubitable	que	se	trata	de	 la
misma	 persona	 jurídica.	 (...)	 El	 nombre	 no	 constituye	 sino	 una	 de	 las
vertientes	de	la	identidad	personal,	la	que	se	refiere	a	los	signos	distintivos
que	permiten	 individualizar	a	 la	persona	y	que	se	complementa	con	otros
elementos,	siendo	que	la	evaluación	de	las	discrepancias	en	el	nombre	debe
fundamentarse	en	una	apreciación	conjunta	de	los	elementos	obrantes	en	el
registro	 y	 los	 instrumentos	 públicos	 aportados	 por	 los	 solicitantes,	 que	 a
través	 de	 distintos	 factores	 de	 conexión	 permitan	 colegir	 en	 forma
indubitable	 que	 se	 trata	 de	 la	 misma	 persona”.	 (Sunarp,	 R.	 1809-2014-
Sunarp-TR-L,	set.	26/2014.	V.	P.	Rocío	Zulema	Peña	Fuentes)
COMENTARIO.—La	 antigua	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 prescribía,	 en	 su
artículo	273	segundo	párrafo:	“No	se	puede	adoptar	una	denominación	o
razón	social	idéntica	a	la	de	otra	sociedad	preexistente”	(el	resaltado	es
nuestro).	A	pesar	de	su	rigurosidad	al	exigir	 la	“identidad”,	era	común	que
los	 Registros	 Públicos	 sustentaran	 sus	 observaciones	 ampliando	 los
alcances	 de	 tal	 vocablo	 a	 los	 conceptos	 de	 “igualdad”	 y	 “similitud”.	 Como
ejemplo,	 apréciese	 el	 siguiente	 supuesto	 realmente	ocurrido:	 se	denegó	 la
solicitud	 de	 inscripción	 de	 “Loren	 Sociedad	 de	 Responsabilidad	 Limitada”
por	existir	“identidad	fonética”	con	“Loren´s	S.R.Ltda.”	(Resolución	010/92-
ONARP-JV);	 aquí	 está	 diferenciándose	 entre	 “identidad	 fonética”	 e
“identidad	 gramatical”	 cuando	 ni	 la	 anterior	 ni	 la	 actual	 norma	 societaria
efectúan	tal	distingo.	Empero,	por	lo	demás,	 la	supuesta	identidad	fonética
sólo	existiría	en	la	primera	parte,	más	no	en	la	segunda.
Debido	 a	 esta	 problemática,	 el	 nuevo	 texto	 legal	 societario	 se	 refiere
acertadamente	 a	 la	 denominación	 “igual”	 o	 “semejante”.	 Este	 aspecto	 es
resaltado	 por	 Enrique	 Normand	 Sparks	 como	 una	 de	 las	 principales
innovaciones,	 cuando	 sostiene:	 “Se	 ha	 ampliado	 la	 protección	 al	 nombre
tanto	 de	 la	 razón	 social	 como	 de	 la	 denominación.	 La	 ley	 anterior	 sólo
otorgaba	 protección	 a	 un	 nombre	 prácticamente	 igual.	 La	 actual	 ley	 ha
establecido	 la	 posibilidad	 que	 se	 pueda	 oponer	 alguien	 con	 un	 nombre
similar”	(Acta	de	 la	sesión	de	 la	Comisión	Revisora	del	Anteproyecto	de	 la
Ley	General	de	Sociedades,	de	fecha	11	de	marzo	de	1997).
Sin	embargo,	hubieron	quienes	creyeron	encontrar	una	incongruencia	en	el
tenor	del	artículo	9°,	puesto	que	mientras	en	su	segundo	párrafo	manifiesta
que	no	se	puede	adoptar	una	denominación	“igual	o	semejante”,	en	el	quinto
párrafo	señala	que	el	registro	no	inscribe	una	denominación	“igual”	a	la	de
otra	 sociedad	 preexistente.	 Pero	 una	 correcta	 interpretación	 jurídica
permite	 apreciar	 que	 la	 redacción	 es	 impecable	 y	 no	 hay	 ninguna
incongruencia.	 En	 efecto,	 cuando	 la	 denominación	 sea	 “igual”	 a	 la	 de	 una
sociedad	preexistente,	 la	 inscripción	será	rechazada,	empero	en	 los	demás
casos	 (entre	 otros,	 denominación	 “semejante”)	 la	 inscripción	 no	 es
rechazada,	quedando	a	salvo	el	derecho	de	los	afectados	para	demandar	la
modificación,	según	estipula	este	artículo	en	su	quinto	párrafo	in	fine.
La	 razón	 de	 ser	 de	 lo	 sostenido	 está	 en	 haber	 ordenado	 las	 facultades
conferidas	 al	 registrador	por	 el	Decreto	Supremo	N°	002-96-JUS,	de	 fecha
10	 de	 junio	 de	 1996,	 de	 acuerdo	 al	 cual	 procedía	 denegar	 la	 solicitud	 de
reserva	de	preferencia	 registral	 cuando	haya	 “identidad”	o	 “similitud”	 con
otro	nombre,	denominación	o	razón	social	(artículo	9°	inciso	a);	esta	norma
legal	contravenía	abiertamente	el	sentido	del	artículo	273,	segundo	párrafo
de	la	anterior	Ley	General	de	Sociedades.
Finalmente,	 existen	 otras	 prohibiciones	 implícitas.	 Así	 tenemos	 que,
atendiendo	 al	 artículo	 V	 del	 Título	 Preliminar	 del	 Código	 Civil,	 la
denominación	 no	 puede	 ser	 contraria	 al	 orden	 público	 y	 las	 buenas
costumbres,	 principio	 general	 del	 derecho	de	observancia	 obligatoria.	 Por
otro	lado,	la	Ley	General	del	Sistema	Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y
Orgánica	de	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros,	aprobada	a	través	de
la	 Ley	 N°	 26702,	 prohíbe	 que	 se	 utilice	 una	 denominación	 alusiva	 a
empresas	 comprendidas	 en	 este	 dispositivo	 jurídico	 sin	 la	 autorización
previa	de	la	mencionada	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	(artículo	11
inciso	4).	También	debe	considerarse	el	 supuesto	en	que	 la	denominación
genere	confusión	respecto	a	 la	naturaleza	de	 la	sociedad,	debiendo	traer	a
colación	el	caso	muy	ilustrativo	de	la	Sociedad	Anónima	del	Norte	S.R.Ltda.
(Gonzáles	Barrón,	Gunther	Hernán.	En:	La	nueva	Ley	General	de	Sociedades
y	su	aplicación	registral.	Lima,	Editorial	Rhodas,	junio	de	1998,	pág.	176).
Ley	26887.
ART.	10.—Reserva	de	preferencia	registral.	Cualquiera	que	participe	en
la	constitución	 de	 una	 sociedad,	 o	 la	 sociedad	 cuando	modifique	 su	 pacto
social	o	estatuto	para	cambiar	su	denominación,	completa	o	abreviada,	o	su
razón	 social,	 tiene	 derecho	 a	 protegerlos	 con	 reserva	 de	 preferencia
registral	por	un	plazo	de	treinta	días,	vencido	el	cual	ésta	caduca	de	pleno
derecho.
No	 se	 puede	 adoptar	 una	 razón	 social	 o	 una	 denominación,	 completa	 o
abreviada,	 igual	 o	 semejante	 a	 aquella	 que	 esté	 gozando	 del	 derecho	 de
reserva	de	preferencia	registral.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 18.—Reserva	 de	 preferencia	 registral.	 La	 reserva	 de	 preferencia
registral	 salvaguarda	 una	 denominación	 completa	 y,	 en	 caso	 de	 ser
solicitada,	 su	 denominación	 abreviada,	 o	 una	 razón	 social,	 durante	 el
proceso	de	constitución	de	una	sociedad	o	de	modificación	del	pacto	social.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	19.—Personas	 legitimadas	 para	 solicitar	 la	 reserva.	 La	 solicitud
de	 reserva	puede	 ser	 presentada	por	 uno	o	 varios	 socios,	 el	 abogado	o	 el
notario	interviniente	en	la	constitución	de	una	sociedad	o	en	la	modificación
del	pacto	social,	o	por	la	persona	autorizada	por	la	propia	sociedad,	si	ésta
estuviera	constituida.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	20.—Requisitos	de	la	solicitud	de	reserva.	La	solicitud	de	reserva
deberá	presentarse	por	escrito,	conteniendo	los	siguientes	datos:
a)	 Nombres	 y	 apellidos,	 documentos	 de	 identidad	 y	 domicilio	 de	 los
solicitantes,	 con	 la	 indicación	 de	 estar	 participando	 en	 el	 proceso	 de
constitución;
b)	 Denominación	 completa,	 y	 en	 su	 caso	 abreviada,	 o	 razón	 social	 de	 la
sociedad;
c)	Forma	de	la	sociedad;
d)	Derogado.	R.	188-2009-Sunarp-SN,	Art.	2°.
e)	Nombres	de	los	socios	intervinientes;	y,
f)	Fecha	de	la	solicitud.
Cuando	 se	 trate	 de	 la	 modificación	 del	 pacto	 social,	 la	 solicitud	 debe
contener	los	datos	consignados	en	los	literales	b)	y	f)	y	será	presentada	por
quien	se	encuentra	autorizado	por	la	sociedad.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 21.—Modificado.	 R.	 188-2009-Sunarp-SN,	 Art.	 1°.	 La	 solicitud	 de
reserva	se	presenta	al	diario	de	cualquier	oficina	registral	del	país,	para	ser
protegida,	 a	 nivel	 nacional,	 por	 el	 principio	 de	 prioridad	 registral.	 Al
concederse	la	reserva	se	ingresará	la	denominación	completa	y,	en	su	caso,
la	abreviada,	o	razón	social	al	índice,	lo	que	se	comunicará	al	interesado,	con
indicación	del	plazo	de	vigencia	de	la	reserva.
NOTA:	Según	el	 artículo	3°	de	 la	R.	188-2009-Sunarp-SN,	 la	modificación	del	 artículo	21	entró	en
vigencia	conjuntamente	con	el	inicio	de	funcionamiento	del	Índice	Nacional	del	Registro	de	Personas
Jurídicas.	El	índice	se	publicó	el	07	de	julio	del	2009.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	22.—Vigencia	de	la	reserva.	El	plazo	de	vigencia	de	la	reserva	es	de
treinta	días	naturales,	contados	a	partir	del	día	siguiente	al	de	su	concesión.
Vencido	 el	 plazo,	 la	 reserva	 caduca	 de	 pleno	 derecho.	 La	 caducidad	 se
produce,	 antes	 de	 este	 plazo,	 a	 solicitud	 de	 quien	 la	 pidió	 o	 por	 haberse
extendido	 la	 inscripción	de	 la	 constitución	o	modificación	del	 pacto	 social
materia	de	la	reserva.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 reserva	 de	 preferencia	 registral	 tiene
una	 finalidad	 tuitiva.	“La	 figura	 de	 la	 reserva	 de	 preferencia	 registral	 ha
sido	creada	para	proteger	el	nombre,	denominación	o	razón	social	elegida
(o)	durante	el	proceso	de	constitución	de	la	persona	jurídica	o	modificación
de	su	estatuto,	durante	el	plazo	de	30	días,	vencido	el	cual	caduca	de	pleno
derecho,	 tema	 que	 fue	 inicialmente	 regulado	 por	 la	 Ley	 N°	 26364	 y
reglamentada	por	Decreto	Supremo	N°	002-96-JUS	del	11	de	junio	de	1996,
siendo	posteriormente	regulado	por	el	artículo	10	de	la	nueva	Ley	General
de	Sociedades”.	(R.	064-2001-ORLC/TR.	12.02.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Los	 errores	 del	 Tribunal	 Registral	 pueden
ser	rectificados	de	oficio.	“(...)	 Pueden	 rectificarse	 de	 oficio,	 o	 a	 instancia
del	 administrado,	 los	 errores	 materiales	 o	 aritméticos	 incurridos	 en	 los
actos	administrativos,	siempre	que	no	se	altere	en	lo	sustancial	el	contenido
ni	el	sentido	de	la	decisión	(…)”.	(Sunarp.	R.	0806-2006-Sunarp-TR-L,	mar.
05/2006.	Pres.	Rosario	del	Carmen	Guerra	Macedo)
COMENTARIO.—El	origen	del	derecho	de	reserva	de	preferencia	registral
lo	hallamos	en	la	Ley	N°	26364,	de	fecha	2	de	octubre	de	1994,	mediante	la
cual	se	añadió	dos	párrafos	al	artículo	4°	de	la	entonces	vigente	Ley	General
de	 Sociedades.	 Posteriormente,	 fue	 reglamentado	 a	 través	 del	 Decreto
Supremo	N°	002-96-JUS,	de	fecha	10	de	junio	de	1996,	con	el	cual	se	creó	el
“Índice	 Nacional	 de	 Reserva	 de	 Preferencia	 Registral”.	 La	 reserva	 de
preferencia	registral	consiste	en	una	anotación	provisional	con	una	vigencia
de	 30	 días,	 plazo	 para	 el	 desarrollo	 del	 proceso	 de	 constitución	 social	 o
modificación	 de	 la	 denominación,	 cumplido	 el	 cual	 caduca	 ipso	 jure	 el
derecho.	 Cabe	 anotar	 que	 el	 distingo	 entre	 la	 anterior	 y	 la	 actual	 norma
societaria	 es	 que	 ahora	 la	 protección	 legal	 alcanza	 también	 a	 la
denominación	abreviada.
Ley	26887.
ART.	11.—Objeto	social.	La	sociedad	circunscribe	sus	actividades	a
aquellos	negocios	u	operaciones	lícitos	cuya	descripción	detallada
constituye	su	objeto	social.	Se	entienden	incluidos	en	el	objeto	social	los
actos	relacionados	con	el	mismo	que	coadyuven	a	la	realización	de	sus	fines,
aunque	no	estén	expresamente	indicados	en	el	pacto	social	o	en	el	estatuto.
La	sociedad	no	puede	tener	por	objeto	desarrollar	actividades	que	la	ley
atribuye	con	carácter	exclusivo	a	otras	entidades	o	personas.
Ley	26702.
ART.	 11.—Actividades	 que	 requieren	 autorización	 de	 la
Superintendencia.	Toda	persona	que	 opere	 bajo	 el	marco	 de	 la	 presente
ley	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia	de	acuerdo	con
las	 normas	 establecidas	 en	 la	 presente	 ley.	 En	 consecuencia,	 aquélla	 que
carezca	de	esta	autorización,	se	encuentra	prohibida	de:
1.	 Dedicarse	 al	 giro	 propio	 de	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero,	 y	 en
especial,	 a	 captar	 o	 recibir	 en	 forma	 habitual	 dinero	 de	 terceros,	 en
depósito,	 mutuo	 o	 cualquier	 otra	 forma,	 y	 colocar	 habitualmente	 tales
recursos	 en	 forma	de	 créditos,	 inversión	o	de	habilitación	de	 fondos,	 bajo
cualquier	modalidad	contractual.
2.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Dedicarse	 al	 giro	 propio	 de	 las
empresas	del	 sistema	de	seguros	y,	en	especial,	otorgar	por	cuenta	propia
coberturas	de	seguro,	así	como	intermediar	en	la	contratación	de	seguros;	y
otras	actividades	complementarias	a	éstas.
3.	 Efectuar	 anuncios	 o	 publicaciones	 en	 los	 que	 se	 afirme	 o	 sugiera	 que
practica	 operaciones	 y	 servicios	 que	 le	 están	 prohibidos	 conforme	 a	 los
numerales	anteriores.
4.	Usar	en	su	razón	social,	en	formularios	y	en	general	en	cualquier	medio,
términos	que	 induzcan	 a	 pensar	 que	 su	 actividad	 comprende	operaciones
que	sólo	pueden	realizarse	con	autorización	de	 la	Superintendencia	y	bajo
su	fiscalización,	conforme	a	 lo	previsto	en	el	artículo	87	de	la	Constitución
Política.
Se	presume	que	una	persona	natural	o	jurídica	incurre	en	las	infracciones
reseñadas	cuando,	no	teniendo	autorización	de	la	Superintendencia,	cuenta
con	un	local	en	el	que,	de	cualquier	manera:
a)	Se	invite	al	público	a	entregar	dinero	bajo	cualquier	título,	o	a	conceder
créditos	o	financiamientos	dinerarios;	o
b)	Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Se	 invite	 al	 público	 a	 contratar
coberturas	de	seguros,	directa	o	indirectamente,	o	se	invite	a	las	empresas
de	seguros	a	aceptar	su	intermediación;	y,
c)	 En	 general,	 se	 haga	 publicidad	 por	 cualquier	medio	 con	 los	 indicados
propósitos.
Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Quienes	 infrinjan	 las	 prohibiciones
antes	 señaladas	 serán	 sancionadas	 con	 arreglo	 a	 los	 artículos	 pertinentes
del	Código	Penal.
La	Superintendencia	está	obligada	a	disponer	la	intervención	de	los	locales
en	los	que	presuma	la	realización	de	las	actividades	indicadas	en	el	presente
artículo,	sin	la	correspondiente	autorización.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	26.—Objeto	social.	No	se	inscribirá	el	pacto	social	ni	sus
modificaciones,	cuando	el	objeto	social	o	parte	del	mismo	contenga
expresiones	genéricas	que	no	lo	identifique	inequívocamente.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	celebración	del	contrato	de
arrendamiento	financiero	se	entiende	incluida	dentro	del	objeto	social.
“Usualmente,	las	sociedades	precisan	para	el	desarrollo	de	sus	actividades
la	celebración	de	diversas	operaciones,	como	ocurre	con	los	contratos	de
arrendamiento	financiero;	éste	será	por	lo	tanto	uno	de	los	actos
relacionados	con	el	objeto	social	que	coadyuvará	a	la	realización	de	los	fines
de	la	sociedad	y	que	no	requiere	estar	expresamente	indicado.”	(R.	021-
2002-ORLC/TR.	18.01.2002)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 registrador	 no	 debe	 calificar	 los	 actos
relacionados	al	objeto	social.	“Los	actos	relacionados	con	el	objeto	social
que	coadyuvan	a	la	realización	de	sus	fines	son	innumerables;	dado	que	no
se	requiere	que	se	encuentren	expresamente	indicados,	no	será	posible	que
el	registrador	público	califique	si	estos	actos	efectivamente	coadyuvarán	a
la	realización	de	los	fines	de	la	sociedad,	puesto	que	ello	implicaría	evaluar
si	las	decisiones	del	directorio	son	adecuadas	para	la	gestión	de	la	sociedad,
evaluación	 que	 no	 sólo	 no	 le	 compete,	 sino	 que	 además	 no	 cuenta	 con	 la
información	necesaria	para	poder	pronunciarse	al	respecto.”	(R.	021-2002-
ORLC/TR.	18.01.2002)
COMENTARIO.—El	 funcionamiento	 y	 desarrollo	 de	 las	 empresas	 incide
directamente	 en	 la	 economía	 nacional	 ya	 sea	 fomentando	 su	 despegue	 o,
por	el	contrario,	determinando	el	entorpecimiento	de	la	misma,	razón	por	la
cual	 las	 actuales	 legislaciones	 han	 optado	 por	 introducir	 determinados
parámetros	tendientes	a	flexibilizar	el	funcionamiento	de	dichas	empresas,
buscando	 otorgar	 mayor	 seguridad	 jurídica	 a	 las	 transacciones	 que	 éstas
realicen.	Entre	otros	mecanismos,	el	derecho	comparado	(y	en	esa	línea	se
apunta	 a	 la	 normatividad	 peruana)	 permite	 que	 la	 sociedad	 realice
cualquier	 negocio	 lícito,	 aunque	 el	 mismo	 no	 conste	 expresamente	 en	 su
estatuto.
Es	 relevante,	 entonces,	 precisar	 el	 concepto	 y	 alcance	 del	 denominado
“objeto	 social”,	 a	 efectos	 de	 comprender	 el	 rol	 y	 función	 primordial	 que
ocupa	 dentro	 de	 la	 marcha	 social	 de	 una	 sociedad,	 haciendo	 viable	 su
organización	y	correcto	su	funcionamiento.	El	objeto	social	puede	definirse
como	 una	 de	 las	 cláusulas	 esenciales	 del	 pacto	 social	 debido	 a	 que	 las
actividades	que	la	sociedad	desarrollará	constituyen	la	razón	de	su	creación
y	 el	 sentido	 de	 su	 existencia;	 por	 lo	 demás,	 sirve	 para	 caracterizar	 a	 la
sociedad,	identificarla	en	el	mercado,	conocer	con	exactitud	a	qué	se	dedica
y	determinar	el	radio	de	acción	dentro	del	cual	deben	actuar	sus	respectivos
órganos	sociales.
Resulta	 importante	 no	 perder	 de	 vista	 la	 estrecha	 vinculación	 que	 existe
entre	el	objeto	social	y	el	consentimiento	que	presta	cada	uno	de	los	socios,
ya	 sea	 al	 momento	 de	 constituir	 la	 sociedad	 (en	 calidad	 de	 fundador)	 o,
posteriormente,	al	adherirse	a	ella.	En	efecto,	la	finalidad	que	persigue	cada
socio	 cuando	expresa	 su	 consentimiento	hacia	 el	 objeto	 social	 consiste	 en
que	 no	 se	 expandan	 las	 actividades	 hacia	 áreas	 no	 consentidas,	 o	 que
demanden	mayor	 esfuerzo	 financiero	o	 reinversión	que	 las	 consentidas,	 o
que	impliquen	un	riesgo	inicialmente	no	convenido.
Por	 lo	 expuesto,	 consideramos	 que	 la	 importancia	 del	 objeto	 social	 se
refleja	diariamente	en	la	marcha	societaria	porque	delimita	la	actividad	de
la	 sociedad,	 es	 decir,	 constituye	 el	 negocio	 económico	 hacia	 el	 cual	 la
sociedad	 enfocará	 sus	 esfuerzos	 e	 invertirá	 su	 capital;	 ayuda	 en	 la
determinación	 de	 lo	 que	 es	 el	 “interés	 social”,	 definido	 como	 aquella
motivación	 superior	 que	 persigue	 la	 sociedad	 en	 tanto	 organización,
independientemente	 del	 interés	 de	 la	 mayoría	 y	 de	 los	 socios
individualmente	 considerados;	 delimita	 la	 competencia	 de	 los	 órganos
sociales,	 siendo	 incluso	 un	 freno	 para	 los	 actos	 de	 la	 junta	 general	 de
accionistas;	 establece	 los	 límites	 de	 las	 facultades	 de	 los	 representantes,
puesto	que	constituye	un	parámetro	dentro	del	cual	 los	directores	pueden
actuar	en	nombre	de	la	sociedad,	sin	excederse	en	sus	atribuciones;	y	define
la	 esfera	 de	 actividades	 en	 las	 que	 se	 invertirá	 el	 patrimonio	 social,
constituyendo	 una	 garantía	 a	 favor	 de	 los	 socios	 para	 que	 el	 patrimonio
social	no	sea	desviado	a	otros	negocios	ajenos	al	objeto	social.
Ley	26887.
ART.	12.—Alcances	de	la	representación.	La	sociedad	está	obligada	hacia
aquellos	con	quienes	ha	contratado	y	frente	a	terceros	de	buena	fe	por	los
actos	 de	 sus	 representantes	 celebrados	 dentro	 de	 los	 límites	 de	 las
facultades	 que	 les	 haya	 conferido	 aunque	 tales	 actos	 comprometan	 a	 la
sociedad	 a	 negocios	 u	 operaciones	 no	 comprendidos	 dentro	 de	 su	 objeto
social.
Los	 socios	 o	 administradores,	 según	 sea	 el	 caso,	 responden	 frente	 a	 la
sociedad	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 ésta	 haya	 experimentado	 como
consecuencia	de	acuerdos	adoptados	con	su	voto	y	en	virtud	de	los	cuales	se
pudiera	haber	autorizado	la	celebración	de	actos	que	extralimitan	su	objeto
social	 y	 que	 la	 obligan	 frente	 a	 cocontratantes	 y	 terceros	 de	 buena	 fe,	 sin
perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	que	pudiese	corresponderles.
La	buena	fe	del	tercero	no	se	perjudica	por	la	inscripción	del	pacto	social.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 31.—Nombramientos	 y	 poderes.	 El	 nombramiento	 de	 gerentes,
administradores,	 liquidadores	 y	 demás	 representantes	 de	 sociedades	 y
sucursales,	 su	 revocación,	 renuncia,	 modificación	 o	 sustitución,	 la
declaración	 de	 vacancia	 o	 de	 suspensión	 en	 el	 cargo;	 sus	 poderes	 y
facultades,	 la	 ampliación	 o	 revocatoria	 de	 los	 mismos,	 la	 sustitución,
delegación	y	reasunción	de	éstos,	se	inscribirán	en	mérito	del	parte	notarial
de	 la	 escritura	 pública	 o	 de	 la	 copia	 certificada	 notarial	 de	 la	 parte
pertinente	 del	 acta	 que	 contenga	 el	 acuerdo	 válidamente	 adoptado	 por	 el
órgano	social	competente.
No	se	requiere	acreditar	la	aceptación	del	cargo	o	del	poder.
En	el	 asiento	de	 inscripción	de	 los	actos	a	que	se	 refiere	este	artículo,	 se
consignará	 el	 nombre	 completo	 del	 administrador,	 liquidador	 o
representante	y	el	número	de	su	documento	de	identidad.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 32.—Lugar	 de	 inscripción.	 La	 inscripción	 de	 los	 actos	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	anterior	se	efectuará	en	la	partida	registral	de	la	sociedad
o	sucursal.	Tales	actos	no	son	inscribibles	en	otra	oficina	registral.
JURISPRUDENCIA.—El	 incumplimiento	 como	 socio	 o	 accionista	 no
impacta	 o	 repercute	 en	 la	 esfera	 personal.	 “Que	 el	 Decreto	 Supremo
número	074-90-TR	establece	que	los	derechos	y	obligaciones	de	los	socios	o
asociados	 serán	 establecidos	 por	 el	 estatuto,	 según	 la	 naturaleza	 y	 fines
específicos	de	la	respectiva	organización	cooperativa,	a	su	vez	precisa	que	la
inscripción	de	un	socio	será	cancelada	entre	otros	casos	por	la	exclusión.	Sin
embargo	no	debe	confundirse	 la	participación	de	una	persona	como	socio
y/o	accionista	de	una	persona	jurídica,	con	los	actos	que	ésta	realiza	como
persona	 natural,	 las	 consecuencias	 directas	 que	 genere	 el	 incumplimiento
de	 las	obligaciones	que	se	puedan	 tener	como	socio	y/o	accionista	de	una
persona	 jurídica,	 no	 puede	 transferir	 dicha	 esfera,	 no	 tiene	 repercusión
sobre	 los	 derechos	 patrimoniales,	 ni	 personales	 del	 socio	 como	 persona
natural,	 salvo	 los	 casos	 en	 que	medie	mandato	 judicial”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 2724-
2014-Lima,	ago.	19/2015.	V.	P.	Cabello	Matamala)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Teoría	de	 los	actos	ultra	vires	vs.	 teoría	de
los	 actos	 propios.	 “El	 directorio	 (...)	 tiene	 las	 facultades	 de	 gestión	 y
representación	 legal	 necesarias	 para	 la	 administración	 de	 la	 sociedad
dentro	de	 su	objeto,	 con	 excepción	de	 los	 asuntos	que	 la	 ley	o	 el	 estatuto
atribuyan	 a	 la	 junta	 general,	 según	 lo	 establece	 el	 artículo	 12	 de	 la	 Ley
General	 de	 Sociedades,	 en	 el	 sentido	 que	 ‘la	 sociedad	 está	 obligada	 hacia
aquellos	con	quienes	ha	contratado	y	frente	a	terceros	de	buena	fe	por	los
actos	 de	 sus	 representantes	 celebrados	 dentro	 de	 los	 límites	 de	 las
facultades	 que	 les	 haya	 conferido	 aunque	 tales	 actos	 comprometan	 a	 la
sociedad	 a	 negocios	 u	 operaciones	 no	 comprendidas	 dentro	 de	 su	 objeto
social”	(R.	041-1999-ORLC/TR.	15.02.99)
COMENTARIO.—El	 nombre	 de	 la	 doctrina	 de	 los	 actos	 ultra	 vires	 se
encuentra	 formada	por	dos	palabras	de	origen	 latino:	 “ultra”	 y	 “vires”,	 las
cuales	significan	“más	allá”	(ultra)	y	“fuerza”	o	“competencia”	(vires).	En	el
mundo	jurídico,	dicha	terminología	ha	sido	empleada	para	hacer	referencia
a	los	actos	de	entes	públicos	o	privados	que	sobrepasan	el	mandato	de	la	ley
y,	bajo	esa	premisa,	se	consideran	nulos	los	actos	de	las	entidades	públicas	o
privadas	que	exceden	los	límites	legalmente	impuestos.	Así,	dicho	principio
deviene	en	aplicable	a	todas	las	ramas	del	derecho;	y,	específicamente,	en	el
derecho	 societario	 se	 considera	 ultra	 vires	 la	 actuación	de	 los	 órganos	 de
administración	de	una	sociedad	(directorio	y	gerencia)	que	excede	el	objeto
social	enunciado	en	el	estatuto	social.
La	aplicación	de	la	doctrina	de	los	actos	ultra	vires	determina	el	campo	de
acción	 dentro	 del	 cual	 la	 sociedad	 puede	 desarrollar	 sus	 actividades.	 Por
ende,	 se	 le	 considera	 como	 un	 mecanismo	 destinado	 a	 prevenir	 que	 la
sociedad	debidamente	 registrada	 realice	 alguna	 transacción	que	exceda	el
límite	de	su	capacidad	contractual,	la	cual	ha	sido	previamente	determinada
en	el	pacto	social	dentro	de	la	cláusula	que	señala	el	objeto	social.
La	 doctrina	 de	 los	 actos	 ultra	 vires	 es	 de	 origen	 anglosajón	 y	 fue
recepcionada	 por	 el	 derecho	 comercial	 por	 primera	 vez	 en	 1875,	 a
propósito	 del	 fallo	 relativo	 al	 caso	 Ashbury	 Railway	 Carriage	 e	 Iron	 C.Co.
Lid.	vs.	Riche,	presentado	ante	la	Cámara	de	Lores	del	Reino	Unido.	En	esta
sentencia	se	estableció	que	la	actuación	de	una	sociedad	fuera	de	los	límites
de	su	objeto	social	se	consideraba	prohibida	y,	por	tanto,	 ilegal;	el	criterio
subyacente	era	que,	al	mantenerse	un	control	sobre	los	actos	realizados	por
los	órganos	representativos	de	 las	sociedades,	se	confería	protección	a	 los
socios	 y	 a	 los	 terceros	 contratantes	 por	 las	 siguientes	 razones:	 los	 socios
mantenían	pleno	conocimiento	de	las	actividades	que	realizaba	la	sociedad
en	la	cual	participaban;	constituía	un	mecanismo	de	garantía	para	los	socios,
dado	que	su	inversión	no	se	aplicaría	en	actividades	distintas	a	las	que	ellos
habían	 decidido	 invertir;	 y	 los	 terceros	 contratantes	 y	 acreedores	 podían
evaluar	 si	 las	 actividades	 que	 desarrollaba	 la	 sociedad	 al	 momento	 de	 la
contratación	 eran	 productivas,	 bajo	 la	 certeza	 que	 las	 mismas	 no	 iban	 a
variar,	 pudiendo	 determinar	 si	 las	 condiciones	 de	 la	 contratación	 o	 el
otorgamiento	del	crédito	eran	favorables.
La	 jurisprudencia	 norteamericana	 ha	 considerado	 que	 cuando	 una
sociedad	comercial	realiza	un	acto	que	rebasa	su	ámbito	de	actuación,	dicho
acto	 debe	 considerarse	 ultra	 vires,	 el	 mismo	 que	 adolece	 de	 nulidad,
teniendo	 como	 principales	 consecuencias	 las	 siguientes:	 la	 sociedad	 no
podrá	demandar	para	reclamar	los	derechos	que	le	pudieran	corresponder
por	 motivo	 del	 acto	 ultra	 vires;	 ninguna	 persona	 podrá	 demandar	 a	 la
sociedad	 para	 reclamar	 los	 derechos	 que	 le	 puedan	 corresponder	 como
consecuencia	 de	 dicho	 acto	 ultra	 vires;	 y	 los	 directores	 de	 la	 sociedad
asumen	la	responsabilidad	del	acto	ultra	vires.
A	modo	de	nota	 informativa,	 sostendremos	que	 la	 legislación	colombiana
consagra	 la	 doctrina	 de	 los	 actos	 ultra	 vires,	 puesto	 que	 el	 artículo	 110
inciso	4	de	su	Código	de	Comercio	exige	que	en	la	escritura	de	constitución
de	sociedades	comerciales	se	haga	una	“enunciación	clara	y	completa	de	las
actividades	principales”,	calificando	de	nula	toda	“estipulación	en	virtud	de
la	 cual	 el	 objeto	 social	 se	 extienda	 a	 actividades	 enunciadas	 en	 forma
indeterminada”.	 Por	 su	 parte,	 el	 artículo	 5°	 inciso	 4	 del	 Texto	 Único
Concordado	de	 la	 Ley	General	 de	 Sociedades,	 aprobado	mediante	Decreto
Supremo	N°	003-85-JUS	(actualmente	derogado),	establecía	que	el	contrato
social	debía	expresar,	sin	perjuicio	de	las	disposiciones	legales	imperativas,
el	 fin	 u	 objeto	 social,	 señalándose	 clara	 y	 precisamente	 los	 negocios	 y
operaciones	que	lo	constituyen.	Finalmente,	es	dable	precisar	que	el	artículo
11	de	nuestra	vigente	Ley	General	de	Sociedades,	 aprobada	a	 través	de	 la
Ley	 N°	 26887,	 prescribe	 que	 “la	 sociedad	 circunscribe	 sus	 actividades	 a
aquellos	 negocios	 u	 operaciones	 lícitos	 cuya	 descripción	 detallada
constituye	 su	 objeto	 social”,	 precisando	 que	 “se	 entienden	 incluidos	 en	 el
objeto	 social	 los	 actos	 relacionados	 con	 el	 mismo	 que	 coadyuven	 a	 la
realización	 de	 sus	 fines,	 aunque	 no	 estén	 expresamente	 indicados	 en	 el
pacto	social	o	el	estatuto”.
Ley	26887.
ART.	 13.—Actos	 que	 no	 obligan	 a	 la	 sociedad.	 Quienes	 no	 están
autorizados	para	ejercer	la	representación	de	la	sociedad	no	la	obligan	con
sus	actos,	aunque	los	celebren	en	nombre	de	ella.
La	responsabilidad	civil	o	penal	por	tales	actos	recae	exclusivamente	sobre
sus	autores.
JURISPRUDENCIA.—Ineficacia	 de	 acto	 jurídico	 celebrado	 por
representante	 legal	 excediendo	 sus	 facultades.	 “Octavo.-	Que,	 para	 las
sociedades	mercantiles	 existe	 un	 régimen	 especial	 respecto	 de	 los	 plazos
para	poder	accionar	frente	a	actos	celebrados	por	las	mismas,	estableciendo
el	artículo	43	de	la	Ley	General	de	Sociedades	que	las	pretensiones	del	socio
o	de	cualquier	tercero	contra	la	sociedad,	o	viceversa,	por	actos	u	omisiones
relacionados	con	derechos	otorgados	por	esta	ley,	respecto	de	los	cuales	no
se	haya	establecido	expresamente	un	plazo,	caducan	a	los	dos	años	a	partir
de	la	fecha	correspondiente	al	acto	que	motiva	la	pretensión.	(...).	Décimo.-
Que,	en	el	caso	sub-materia,	Empresa	de	Transportes	(...)	Sociedad	Anónima
Cerrada	 ha	 solicitado	 la	 ineficacia	 del	 acto	 jurídico	 contenido	 en	 los
documentos	sobre	resolución	de	contrato	celebrados	por	su	gerente	general
con	la	Empresa	(...)	Sociedad	Anónima	Cerrada,	para	lo	cual	ha	invocado	los
alcances	 del	 artículo	 161	 del	 Código	 Civil	 y	 13	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades.	Undécimo.-	Que,	 la	 actora	 ha	 solicitado	 la	 ineficacia	 del	 acto
jurídico	celebrado	por	su	gerente	general,	quien	–según	señala–	se	excedió
en	su	 representación,	dirigiendo	su	demanda	contra	el	 citado	gerente	y	 la
empresa	contratante;	rigiendo	en	este	caso	lo	dispuesto	en	el	artículo	49	de
la	Ley	General	de	Sociedades,	que	establece	un	plazo	de	caducidad	de	dos
años	a	partir	de	la	fecha	de	los	actos	que	motivan	la	pretensión”	(Cas.	3777-
2006-Lambayeque,	dic.	05/2006)
NOTA:	La	presente	resolución	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	1	de	febrero	de	2007.
C.	P.
ART.	211.—Modificado.	Ley	27295,	Primera	Disposición	Transitoria	y
Final.	Suspensión	fraudulenta.	El	que	en	un	procedimiento	de	insolvencia,
procedimiento	simplificado,	concurso	preventivo,	procedimiento	transitorio
u	otro	procedimiento	de	reprogramación	de	obligaciones	cualesquiera	fuera
su	denominación,	lograre	la	suspensión	de	la	exigibilidad	de	las	obligaciones
del	deudor,	mediante	el	uso	de	información,	documentación	o	contabilidad
falsas	 o	 la	 simulación	 de	 obligaciones	 o	 pasivos,	 será	 reprimido	 con	 pena
privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 cuatro	 ni	 mayor	 de	 seis	 años	 e
inhabilitación	de	cuatro	a	cinco	años,	conforme	al	artículo	36	incisos	2)	y	4).
Ley	26887.
ART.	14.—Nombramientos,	poderes	 e	 inscripciones.	 El	 nombramiento
de	 administradores,	 de	 liquidadores	 o	 de	 cualquier	 representante	 de	 la
sociedad	así	como	el	otorgamiento	de	poderes	por	ésta	surten	efecto	desde
su	 aceptación	 expresa	 o	 desde	 que	 las	 referidas	 personas	 desempeñan	 la
función	o	ejercen	tales	poderes.
Estos	actos	o	cualquier	revocación,	renuncia,	modificación	o	sustitución	de
las	 personas	mencionadas	 en	 el	 párrafo	 anterior	 o	 de	 sus	 poderes,	 deben
inscribirse	 dejando	 constancia	 del	 nombre	 y	 documento	 de	 identidad	 del
designado	o	del	representante,	según	el	caso.
Las	 inscripciones	 se	 realizan	 en	 el	 registro	 del	 lugar	 del	 domicilio	 de	 la
sociedad	por	el	mérito	de	 copia	 certificada	de	 la	parte	pertinente	del	 acta
donde	 conste	 el	 acuerdo	 válidamente	 adoptado	 por	 el	 órgano	 social
competente.	No	se	requiere	inscripción	adicional	para	el	ejercicio	del	cargo
o	de	la	representación	en	cualquier	otro	lugar.
Modificado.	D.	Leg.	1071,	Tercera	Disposición	Modificatoria.	El	gerente
general	o	los	administradores	de	la	sociedad,	según	sea	el	caso,	gozan	de	las
facultades	generales	y	especiales	de	representación	procesal	señaladas	en	el
Código	Procesal	Civil	y	de	 las	 facultades	de	representación	previstas	en	 la
Ley	de	Arbitraje,	por	el	solo	mérito	de	su	nombramiento,	salvo	estipulación
en	contrario.
NOTA:	 Con	 fecha	 10	 de	 julio	 de	 2008	 se	 publicó	 una	 Fe	 de	 Erratas	 de	 la	 Tercera	 Disposición
Modificatoria	del	D.	Leg.	1071.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	2°.—Oficina	 registral	 competente.	 Las	 inscripciones	 previstas	 por
este	 reglamento,	 se	 efectuarán	 en	 el	 registro	 de	 la	 oficina	 registral
correspondiente	al	domicilio	de	la	respectiva	sociedad	o	sucursal.
Los	 poderes	 otorgados	 por	 sociedades	 constituidas	 o	 sucursales
establecidas	 en	 el	 extranjero,	 se	 inscribirán	 en	 el	 registro	 de	 la	 oficina
registral	 correspondiente	 al	 lugar	 indicado	 en	 el	 poder.	 Cuando	 no	 se
hubiere	indicado	el	lugar,	se	inscribirán	en	la	Oficina	Registral	de	Lima.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	165.—Requisitos	para	la	inscripción.	Para	la	inscripción	de	poderes
otorgados	por	sociedades	constituidas	en	el	extranjero,	debe	acompañarse
un	 certificado	 de	 vigencia	 de	 la	 sociedad	 otorgante	 u	 otro	 instrumento
equivalente	expedido	por	autoridad	competente	en	su	país	de	origen.
No	se	requiere	de	aceptación	del	poder	para	su	inscripción.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 166.—Requisitos	 adicionales.	 Adicionalmente,	 deberá	 presentarse
alguno	de	los	siguientes	documentos:
a)	Declaración	 jurada	o	 certificación	expedida	por	un	representante	 legal
de	 la	 sociedad	 extranjera	 que	 cumpla	 las	 funciones	 de	 fedatario	 o
equivalente,	 en	 el	 sentido	 de	 que	 el	 otorgante	 del	 poder	 se	 encuentra
debidamente	facultado,	de	acuerdo	con	el	estatuto	de	la	sociedad	y	las	leyes
del	 país	 en	 que	 dicha	 sociedad	 fue	 constituida,	 para	 actuar	 como
representante	 de	 ésta	 y	 otorgar	 poderes	 a	 su	 nombre	 en	 los	 términos
establecidos	en	el	título	materia	de	inscripción;
b)	 Certificación	 de	 la	 autoridad	 o	 funcionario	 extranjero	 competente,	 de
que	el	otorgante	del	poder	se	encuentra	debidamente	facultado,	de	acuerdo
con	 el	 estatuto	 de	 la	 sociedad	 extranjera	 y	 leyes	 del	 país	 en	 que	 dicha
sociedad	fue	constituida,	para	actuar	como	representante	de	ésta	y	otorgar
poderes	a	 su	nombre,	 en	 los	 términos	establecidos	en	el	 título	materia	de
inscripción;
c)	 Otro	 documento	 con	 validez	 jurídica	 que	 acredite	 el	 contenido	 de
algunas	de	las	declaraciones	señaladas	en	los	literales	anteriores.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 169.—Poderes	 otorgados	 por	 sucursales	 establecidas	 en	 el
extranjero.	 Para	 la	 inscripción	 de	 poderes	 otorgados	 por	 sucursales
establecidas	en	el	extranjero,	se	aplicarán	las	normas	del	presente	capítulo,
en	cuanto	resulten	pertinentes.
JURISPRUDENCIA.—Naturaleza	 jurídica	 del	 artículo	 14	 de	 la	 LGS.
“Artículo	 14	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 (...)	 es	 una	 norma	 de
connotación	netamente	procesal	en	cuanto	se	refiere	a	la	forma	de	conferir
poderes	 para	 intervenir	 en	 los	 procesos	 judiciales”.	 (Cas.	 2327-2000-
Lambayeque,	02.05.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—En	 los	 poderes	 deben	 indicarse	 los	 datos
personales	 del	 representante.	 “Si	 los	 poderes	 son	 otorgados	 a	 personas
determinadas,	deberá	indicarse	sus	generales	de	ley	conforme	al	artículo	14
de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 salvo	 que	 tales	 datos	 obren	 de	 los
antecedentes	registrales”.	(R.	041-1999-ORLC/TR.	15.02.99)
JURISPRUDENCIA.—El	gerente	debe	presentar	una	copia	notarialmente
certificada	 del	 documento	 donde	 conste	 su	 nombramiento	 inscrito.	 “Si
bien	es	cierto	que	(...)	tiene	la	condición	de	gerente	de	la	Empresa	(...)	y	goza
de	las	facultades	generales	y	especiales	de	representación	procesal	señalada
en	los	artículos	74	y	75	del	Código	Procesal	Civil;	sin	embargo,	para	ejercer
tal	 representación	debió	 de	 presentar	 una	 copia	 notarialmente	 certificada
del	 documento	 donde	 conste	 su	 nombramiento	 debidamente	 inscrito,
conforme	lo	establecen	el	artículo	2°	de	la	Ley	N°	26539	y	el	artículo	14	de
la	Ley	N°	26887”.	(Exp.1298-2000-AA/TC,	Sent.	s/n,	28.03.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 inscripción	 registral	 de	 nombramiento
de	 representantes	 tiene	 carácter	 declarativo.	 “Si	 bien,	 conforme	 al
artículo	 14	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 el	 nombramiento	 de
administradores	 o	 de	 cualquier	 representante	 de	 la	 sociedad	 debe
inscribirse,	 éste	no	 requerirá	de	 la	 inscripción	para	 surtir	 efectos,	 pues	 la
misma	 norma	 dispone	 que	 el	 nombramiento	 surte	 efecto	 desde	 su
aceptación	expresa	o	desde	que	la	persona	nombrada	desempeña	la	función.
Por	lo	tanto,	la	persona	nombrada	como	gerente	podrá	desempeñar	el	cargo
de	secretario	de	la	junta	antes	de	la	inscripción	de	su	designación”.	(R.	137-
2002-ORLC/TR.	08.03.2002)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—No	 se	 requiere	 escritura	 pública	 para	 la
inscripción	 del	 nombramiento	 de	 representantes.	 “La	 inscripción	 del
nombramiento	de	representantes,	mandatarios	y	otorgamientos	de	poderes
de	 una	 persona	 jurídica	 no	 requiere	 de	 escritura	 pública,	 bastando	 la
presentación	de	 copia	notarialmente	 certificada	de	 la	parte	pertinente	del
acta	 en	 que	 consta	 el	 respectivo	 acuerdo”.	 (Cas.	 2327-2000-Lambayeque,
02.05.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Directores	 y	 suplentes	 pueden	 ser
ratificados	 sin	 necesidad	 de	 nominarlos	 nuevamente:	 declaración	 de
voluntad	“per	relationem”.	“(…)	El	apelante	manifiesta	que	tratándose	de
ratificación	 de	 los	 directores,	 sus	 nombres	 y	 documentos	 de	 identidad
constan	 en	 el	 asiento	 de	 inscripción,	 por	 lo	 que	 no	 puede	 solicitar
información	con	la	que	ya	cuenta	la	entidad	de	conformidad	con	el	Art.	32-h
del	Reglamento	General	de	los	Registros	Públicos	(…).
2.	La	registradora	se	opone	a	 la	 inscripción	porque	en	 la	 junta	general	se
acordó	 la	 ratificación	 del	 resto	 de	 directores	 titulares	 y	 suplentes,	 sin
mencionar	 el	 nombre	 y	 documento	 de	 identidad	 de	 los	 directores	 en
mención.
(…).
4.	 El	 debate	 surge	 porque	 la	misma	 junta	 general	 de	 accionistas	 acuerda
‘ratificar	 en	 el	 cargo	 al	 resto	 de	 los	 directores	 titulares	 y	 suplentes’,	 sin
mencionar	sus	nombres	y	documentos	conforme	lo	exige	el	Art.	14	de	la	Ley
General	 de	 Sociedades.	 Sin	 embargo,	 si	 tenemos	 en	 cuenta	 que	 una
ratificación	 implica	 la	 voluntad	 de	 renovar	 o	 reiterar	 un	 enunciado
lingüístico,	entonces	se	concluye	que	los	socios	han	repetido	los	nombres	y
documentos	 de	 identidad	 ya	 consignados	 en	 el	 asiento	 B-1	 de	 la	 partida
registral,	por	 lo	que	 la	exigencia	de	nominarlos	nuevamente	constituye	un
pedido	 ciertamente	 innecesario.	 Recuérdese	 que	 una	 declaración	 de
voluntad	puede	hacerse	en	forma	directa,	expresando	una	idea	o	intención;
o	también	puede	hacerse	‘per	relationem’	cuando	se	limita	a	referirse	a	una
manifestación	expresada	ya	en	otro	texto,	con	lo	cual	se	evita	el	circuito	de
la	repetición.	(…).
6.	 En	 tal	 sentido,	 de	 la	 declaración	 ‘per	 relationem’	 se	 infiere	 que	 los
directores	 ratificados	 son	 los	 siguientes	 (…)	 conforme	aparece	del	 asiento
B-1	de	 la	partida	electrónica	11020440	del	Registro	de	Personas	 Jurídicas
de	 Lima.	 Ahora	 bien,	 como	 esta	 ratificación	 no	 altera	 la	 información	 ya
contenida	en	la	propia	partida	registral,	entonces	no	resulta	necesario	que
conste	como	una	inscripción	específica,	por	lo	que	el	asiento	de	inscripción
que	 se	 extienda	 solo	 mencionará	 a	 los	 directores	 revocados	 y	 sus
reemplazantes.	 (Sunarp,	 R.	 763-2009-Sunarp-TR-L,	 jun.	 09/2009.	 Pres.
Gunther	Hernán	Gonzáles	Barrón)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 revocatoria	 de	 un	 subgerente	 resulta
perfectamente	inscribible	en	el	registro.	“(...)	Como	puede	apreciarse,	 las
normas	citadas	establecen	expresamente	que	constituye	acto	inscribible	en
el	 Registro	 de	 Sociedades,	 el	 nombramiento	 de	 los	 representantes	 o
apoderados	de	las	sociedades	pues	se	considera	trascendente	la	publicidad
de	los	nombramientos	de	los	apoderados	así	como	de	las	facultades	que	se
les	 otorguen.	 Como	 correlato	 de	 ello,	 también	 resulta	 trascendente
publicitar	 el	 cese,	 la	 revocación,	 vacancia	 o	 extinción	 de	 dichos
nombramientos.	Por	lo	tanto,	conforme	a	las	normas	citadas,	la	revocatoria
de	 la	 designación	 del	 subgerente	 de	 una	 sociedad	 sí	 constituye	 acto
inscribible.	(...).
Es	 decir,	 el	 título	 que	dará	mérito	 a	 la	 inscripción	de	 la	 revocación	de	 la
designación	 de	 un	 gerente,	 administrador,	 liquidador	 o	 cualquier
representante	 de	 una	 sociedad	 o	 sucursal	 está	 constituido	 por	 el	 parte
notarial	de	la	escritura	pública	o	la	copia	certificada	de	la	parte	pertinente
que	 contenga	 el	 acuerdo	 válidamente	 adoptado	 por	 el	 órgano	 social
competente.	(…)”	(Sunarp,	R.	1914-2011-Sunarp-TR-L,	oct.	/14/2011.	V.	P.
Fredy	Luis	Silva	Villajuán)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 Código	 Civil	 no	 exige	 que	 de	 manera
literal	se	señalen	los	actos	para	los	que	se	ha	facultado	al	representante,
sino	que	no	existan	dudas	sobre	el	encargo.	“Conforme	a	le	previsto	por	el
primer	párrafo	del	artículo	2011	del	Código	Civil,	los	registradores	califican
la	 legalidad	de	 los	documentos	 en	 cuya	virtud	 se	 solicita	 la	 inscripción,	 la
capacidad	de	los	otorgantes	y	la	validez	del	acto,	por	lo	que	resulta	de	ellos,
de	sus	antecedentes	y	de	los	asientos	de	los	registros	públicos.	(...).
Por	lo	antes	expuesto,	cuando	en	un	título	interviene	el	titular	del	derecho
representado	 por	 su	 representante,	 la	 calificación	 registral	 implica	 la
verificación	de	 la	suficiencia	de	 los	poderes	para	 la	realización	del	acto	de
que	se	trate.	(...).
(...)	 la	mencionada	 norma	 no	 exige	 que	 de	manera	 literal	 o	 específica	 se
señalen	 los	 actos	 para	 los	 que	 se	 le	 ha	 facultado	 al	 representante	 o	 los
bienes	respecto	de	los	cuales	se	otorgan	las	facultades,	sino	únicamente	que
no	 existan	 dudas	 respecto	 del	 encargo	 conferido.	 Así,	 queda	 claro	 que	 el
representante	está	 facultado	para	disponer	de	 los	bienes	del	representado
si	de	los	términos	del	apoderamiento	se	desprende	que	es	ésta	la	voluntad
del	poderdante.	(...).
Al	 respecto,	 toda	 persona	 jurídica	 es	 una	 entidad	 abstracta	 que	 para
manifestar	su	voluntad	requiere	ineludiblemente	de	representantes.	En	las
sociedades	 mercantiles	 regidas	 por	 la	 Ley	 N°	 26887,	 Ley	 General	 de
Sociedades,	estos	representantes	son	los	órganos	sociales	y	los	apoderados
elegidos	 por	 aquéllos.	 Los	 órganos	 sociales	 están	 formados	 por	 la	 junta
general	de	socios	y	la	administración	de	la	sociedad.	La	junta	general	es	el
órgano	 supremo	 de	 la	 sociedad,	 tiene	 como	 características	 la	 de	 ser
necesaria	y	no	permanente.	En	efecto,	la	junta	general	es	necesaria	porque
es	 la	 rectora	de	 la	política	 a	 seguir	por	 la	 sociedad,	 es	decir,	 establece	 los
lineamientos	 globales	 de	 trabajo	 para	 lograr	 el	 mayor	 beneficio	 en	 la
obtención	 de	 utilidades;	 y,	 es	 no	 permanente	 porque	 se	 reúne	 sólo	 en
ciertas	ocasiones	y	para	tratar	temas	puntuales.
6.	 Con	 relación	 a	 los	 apoderados	 de	 la	 sociedad,	 su	 representación	no	 es
orgánica,	toda	vez	que	propiamente	no	constituyen	órganos	de	la	sociedad.
Son	 nombrados	 por	 la	 junta	 general,	 por	 el	 directorio	 o	 por	 la	 gerencia,
salvo	que	el	estatuto	haya	negado	esta	posibilidad	a	los	dos	últimos	órganos
mencionados.	La	representación,	en	estos	casos,	se	sujeta	a	las	normas	de	la
representación	voluntaria,	 la	cual	se	aplica	supletoriamente	a	 lo	dispuesto
por	la	Ley	General	de	Sociedades”.	(Sunarp,	R.	1040-2013-Sunarp-TR-L,	jun.
21/2013.	V.	P.	Vocal	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
Ley	26887.
ART.	 15.—Derecho	 a	 solicitar	 inscripciones.	 Cualquier	 socio	 o	 tercero
con	 legítimo	 interés	 puede	 demandar	 judicialmente,	 por	 el	 proceso
sumarísimo,	el	otorgamiento	de	la	escritura	pública	o	solicitar	la	inscripción
de	aquellos	 acuerdos	que	 requieran	estas	 formalidades	y	 cuya	 inscripción
no	hubiese	 sido	 solicitada	al	 registro	dentro	de	 los	plazos	 señalados	en	el
artículo	siguiente.
Toda	persona	cuyo	nombramiento	ha	sido	 inscrito	tiene	derecho	a	que	el
registro	 inscriba	 su	 renuncia	 mediante	 solicitud	 con	 firma	 notarialmente
legalizada,	 acompañada	 de	 copia	 de	 la	 carta	 de	 renuncia	 con	 constancia
notarial	de	haber	sido	entregada	a	la	sociedad.	(,	0070,	0072,	0073,	0074)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 inscripción	 de	 la	 renuncia	 de	 un
representante	no	necesita	probar	que	la	sociedad	conoce	de	la	dimisión.
“(...)	la	inclusión	de	la	norma	contenida	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	15
antes	 citado	 tiene	 por	 finalidad	 permitir	 que	 los	 administradores	 de	 la
sociedad	puedan	recurrir	directamente	al	registro	a	efectos	de	publicitar	la
extinción	de	su	condición	de	representantes	de	la	sociedad;	no	obstante	no
contar	con	la	aceptación	de	su	renuncia,	por	los	efectos	que	la	misma	puede
tener	en	la	responsabilidad	de	los	representantes.
Al	 respecto,	 Elías	 Laroza	 señala	 que	 ‘de	 esta	 forma	 queda	 resuelto	 el
problema	 ocasionado	 por	 la	 negligencia	 o	 eventual	 dolo	 de	 la
administración	de	 la	 sociedad	que	no	 cumple	 con	 inscribir	 la	 renuncia	 de
sus	funcionarios,	pese	a	que	ésta	les	ha	sido	comunicada’.
La	 función	 principal	 de	 este	mecanismo	 es	 la	 de	 cautelar	 el	 derecho	 del
administrador	o	directivo	a	que	se	publicite	su	alejamiento	de	 la	sociedad.
En	este	 sentido,	 la	 opinión	de	Beaumont	Callirgos:	 el	 segundo	párrafo	del
artículo	 15	 ‘está	 dirigido	 al	 derecho	 que	 tiene	 toda	 persona	 cuyo
nombramiento	ha	sido	inscrito,	para	dirigirse	de	manera	directa	al	registro
mediante	 solicitud	 con	 firma	notarialmente	 legalizada,	 pidiéndole	 se	 sirva
inscribir	su	renuncia	a	un	cargo,	por	ejemplo,	de	director	o	gerente,	a	cuyo
efecto	 debe	 acompañar	 copia	 de	 la	 carta	 de	 renuncia	 con	 constancia
también	notarial,	de	haber	sido	entregada	a	la	sociedad’.	Añade	que	‘este	es
un	derecho	fundamental	de	protección	a	la	persona;	es	notoriamente	injusto
que	continúe	anotado	el	nombre	de	una	persona	en	el	directorio	o	gerencia
general	de	una	sociedad	a	la	que	ya	no	desea	pertenecer	y	con	la	cual	tiene
la	 firme	 voluntad	 de	 tomar	 distancia,	 y	 sin	 embargo	 por	 razones	 de
negligencia,	 dolo	 o	mala	 fe,	 la	 sociedad	 se	 demora,	 se	 resiste	 o	 se	 niega	 a
inscribir	tal	renuncia’.	(...).
En	 consecuencia,	 en	 la	 calificación	 del	 título	 que	 contiene	 la	 solicitud	 de
inscripción	de	la	renuncia	formulada	por	alguno	de	los	representantes	de	la
sociedad,	 debe	 atenderse	 prioritariamente	 a	 la	 finalidad	 de	 la	 norma	 tal
como	se	ha	sustentado	con	amplitud	en	los	párrafos	precedentes.	(...).
8.	El	artículo	15	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	cuando	se	refiere	a	que	la
carta	 notarial	 deba	 ser	 entregada	 a	 la	 sociedad,	 debe	 entenderse	 que	 las
actuaciones	encaminadas	a	tener	efecto	para	la	sociedad	se	verificará	en	el
domicilio	que	para	tal	efecto	tiene	identificado.	La	imposibilidad	de	atención
personal	de	la	sociedad	en	su	domicilio	societario	no	puede	entenderse	que
la	sociedad	no	pueda	ser	vinculada	bajo	los	alcances	de	la	entrega	notarial	a
que	se	refiere	 la	norma	precitada,	pues	resultan	aplicables	 las	normas	que
rigen	la	entrega	de	cartas	notariales”.	(Sunarp,	R.	1348-2013-Sunarp-TR-L,
ago.	20/2013.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
Ley	26887.
ART.	 16.—Plazos	 para	 solicitar	 las	 inscripciones.	 El	 pacto	 social	 y	 el
estatuto	deben	ser	presentados	al	registro	para	su	inscripción	en	un	plazo
de	treinta	días	contados	a	partir	de	la	fecha	de	otorgamiento	de	la	escritura
pública.
La	 inscripción	 de	 los	 demás	 actos	 o	 acuerdos	 de	 la	 sociedad,	 sea	 que
requieran	 o	 no	 el	 otorgamiento	 de	 escritura	 pública,	 debe	 solicitarse	 al
registro	 en	 un	 plazo	 de	 treinta	 días	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de
realización	 del	 acto	 o	 de	 aprobación	 del	 acta	 en	 la	 que	 conste	 el	 acuerdo
respectivo.
Toda	 persona	 puede	 ampararse	 en	 los	 actos	 y	 acuerdos	 a	 que	 se	 refiere
este	artículo	para	todo	lo	que	le	favorezca,	aun	cuando	no	se	haya	producido
su	inscripción.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	12.—Inscripciones	solicitadas	fuera	del	plazo	legal.	No	se	requiere
mandato	judicial	para	efectuar	inscripciones	después	de	vencidos	los	plazos
previstos	en	la	ley.
Ley	26887.
ART.	17.—Ejercicio	de	poderes	no	inscritos.	Cuando	un	acto	 inscribible
se	 celebra	mediante	 representación	 basta	 para	 su	 inscripción	 que	 se	 deje
constancia	o	se	inserte	el	poder	en	virtud	del	cual	se	actúa.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	34.—Representación	no	inscrita.	Para	 la	 inscripción	de	 los	actos	a
que	se	refiere	el	artículo	17	de	la	ley,	el	mismo	registrador	que	califica	estos
actos,	 calificará	 previamente	 la	 representación	 sin	 que	 se	 requiera	 su
inscripción.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Tribunal	 Registral:	 inscripción	 de	 un
negocio	jurídico	celebrado	por	representante	de	una	persona	jurídica	no
exige	inscripción	previa	del	apoderamiento.	“(…)	El	caso	es	que	ninguna
disposición	 legal	 vigente	 establece	 que	 el	 otorgamiento	 o	 delegación	 de
facultades	 de	 representación	 otorgado	 por	 una	 persona	 natural	 o	 jurídica
debe	 ser	 inscrito	 como	 condición	 previa	 para	 que	 el	 representante	 ejerza
dichas	facultades,	o	para	que	se	inscriba	en	el	registro	los	negocios	jurídicos
celebrados	por	dicho	representante.
(…)	5.	El	 sentido	normativo	de	dicho	artículo	17,	aunque	previsto	en	una
disposición	 de	 derecho	 societario,	 es	 igualmente	 aplicable	 a	 las	 personas
jurídicas	 no	 societarias,	 por	 cuanto	 la	 única	 distinción	 con	 las	 personas
jurídicas	societarias	es	el	carácter	lucrativa	de	estas,	el	mismo	que	no	puede
justificar	 un	 trato	 distinto	 en	 lo	 referente	 al	 ejercicio	 de	 las	 facultades	 de
representación.
6.	Así	mismo,	y	en	 lo	que	 toca	a	 las	personas	naturales,	 el	XVII	Pleno	del
Tribunal	 Registral	 ha	 interpretado	 con	 carácter	 general,	 el	 ordenamiento
legal	 vinculado	 con	 el	 ejercicio	 de	 las	 facultades	 de	 representación,
aprobando	 como	 criterio	 vinculante	 que	 ‘(a)	 efectos	 de	 calificar	 los	 actos
celebrados	 por	 el	 representante	 de	 personas	 naturales,	 no	 es	 exigible	 la
inscripción	 del	 poder.	 Será	 suficiente	 que	 se	 inserte	 o	 adjunte	 el	 traslado
instrumental	 de	 la	 escritura	 pública	 donde	 conste	 el	 referido	 poder’
(criterio	 sustentado	 en	 la	 Resolución	N°	 025-2000-ORRLL/TRN	 del	 24	 de
agosto	del	2000	y	N°	444-2004-Sunarp-TR-L	del	23	de	julio	del	2004).
7.	En	el	presente	caso,	la	apelante	presentó	la	fotocopia	legalizada	del	acta
donde	 consta	 el	 apoderamiento	 conferido	 por	 el	 directorio	 (…)	 para
celebrar	y	formalizar	la	compraventa	del	predio	en	cuestión,	lo	que	permitía
calificar	la	existencia	y	suficiencia	de	la	representación	invocada.	(…)
8.	 En	 ese	 orden	 de	 ideas,	 este	 tribunal	 encuentra	 que	 para	 inscribir	 un
negocio	jurídico	celebrado	por	el	representante	de	una	persona	jurídica	no
societaria,	 es	 suficiente	 que	 en	 el	 título	 se	 inserte	 o	 se	 acompañe	 el
documento	que	contiene	el	apoderamiento,	acompañado	de	los	documentos
que	permitan	al	registrador	calificar	 la	validez	del	apoderamiento.”	(TR,	R.
480-2010-Sunarp-TR-T,	nov.	11/2010.	Pres.	Walter	Morgan	Plaza)
Ley	26887.
ART.	 18.—Responsabilidad	 por	 la	 no	 inscripción.	 Los	 otorgantes	 o
administradores,	según	sea	el	caso,	responden	solidariamente	por	los	daños
y	perjuicios	que	ocasionen	como	consecuencia	de	la	mora	en	que	incurran
en	 el	 otorgamiento	 de	 las	 escrituras	 públicas	 u	 otros	 instrumentos
requeridos	o	en	las	gestiones	necesarias	para	la	inscripción	oportuna	de	los
actos	y	acuerdos	mencionados	en	el	artículo	16.
Ley	26887.
ART.	19.—Duración	de	la	sociedad.	La	duración	de	la	sociedad	puede	ser
por	plazo	determinado	o	indeterminado.
Salvo	que	sea	prorrogado	con	anterioridad,	vencido	el	plazo	determinado
la	sociedad	se	disuelve	de	pleno	derecho.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	27.—Duración	de	la	sociedad.	En	el	asiento	de	inscripción	del	pacto
social,	 de	 sus	 modificaciones	 o	 del	 establecimiento	 de	 sucursal,	 deberá
indicarse	si	el	plazo	es	determinado	o	indeterminado	y	la	fecha	de	inicio	de
sus	actividades.
Cuando	el	plazo	de	duración	de	la	sociedad	o	sucursal	sea	determinado,	se
indicará	 la	 fecha	de	vencimiento,	si	éste	hubiese	sido	señalado.	En	caso	se
fije	en	días,	meses	o	años,	el	registrador	determinará	e	indicará	en	el	asiento
la	fecha	en	que	opera	la	causal	de	disolución	de	pleno	derecho,	prevista	en
el	artículo	19	de	la	ley,	aplicando	para	el	cómputo	las	reglas	del	artículo	183
del	Código	Civil.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 28.—Actos	 posteriores	 al	 vencimiento	 del	 plazo	 determinado.
Vencido	el	plazo	determinado	de	duración	de	la	sociedad	o	de	la	sucursal,	el
registrador	 no	 inscribirá	 ningún	 acto,	 salvo	 aquellos	 referidos	 a	 la
disolución,	liquidación,	extinción	o	cancelación	o	los	necesarios	para	dichos
actos.
Ley	26887.
ART.	20.—Domicilio.	El	domicilio	de	la	sociedad	es	el	lugar,	señalado	en	el
estatuto,	 donde	 desarrolla	 alguna	 de	 sus	 actividades	 principales	 o	 donde
instala	su	administración.
En	caso	de	discordancia	entre	el	domicilio	de	la	sociedad	que	aparece	en	el
registro	y	el	que	efectivamente	ha	fijado,	se	puede	considerar	cualquiera	de
ellos.
La	sociedad	constituida	en	el	Perú	tiene	su	domicilio	en	territorio	peruano,
salvo	 cuando	 su	 objeto	 social	 se	 desarrolle	 en	 el	 extranjero	 y	 fije	 su
domicilio	fuera	del	país.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 29.—Domicilio.	 En	 el	 asiento	 de	 inscripción	 del	 pacto	 social,	 del
establecimiento	 de	 sucursal,	 o	 de	 sus	modificaciones,	 deberá	 consignarse
como	domicilio	una	 ciudad	ubicada	en	 territorio	peruano,	precisándose	 la
provincia	y	departamento	a	que	dicha	ciudad	corresponde.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	30.—Cambio	de	domicilio.	Para	inscribir	el	cambio	de	domicilio	en
el	registro	de	una	oficina	registral	distinta	a	aquella	donde	está	 inscrita	 la
sociedad	 o	 sucursal,	 se	 presentará	 al	 registrador	 del	 nuevo	 domicilio,
además	de	 la	escritura	de	modificación	del	estatuto,	 copia	 literal	de	 todos
los	asientos	de	inscripción	de	la	partida	registral,	que	incluya	el	del	cambio
de	 domicilio,	 salvo	 que	 el	 sistema	 informático	 permita	 la	 remisión	 por
medio	electrónico	autorizado	de	dichos	asientos.
El	 registrador	 abrirá	 una	 partida	 registral	 y	 reproducirá	 literalmente	 los
asientos	de	inscripción	referidos,	dejando	constancia	de	la	certificación,	de
su	 fecha	 y	 del	 registrador	 que	 lo	 expidió,	 cuando	 corresponda.	 Luego
extenderá	el	asiento	de	cambio	de	domicilio	y	lo	hará	conocer	al	registrador
originario,	quien	procederá	a	cerrar	la	partida	registral	de	la	sociedad.
JURISPRUDENCIA.—Personas	 jurídicas	 gozan	 del	 derecho	 a	 la
inviolabilidad	 de	 domicilio.	 “(...)	 para	 la	 tutela	 del	 derecho	 a	 la
inviolabilidad	 del	 domicilio	 se	 requiere	 una	 identificación	 de	 los	 alcances
del	 término	domicilio.	Aunque	no	debe	entenderse	como	el	objeto	de	este
derecho,	 es	 cierto	 que	 el	 derecho	 a	 la	 intimidad	 personal	 y	 familiar	 son
situaciones	 jurídicas	 vinculadas	 con	 la	 tutela	 del	 domicilio	 en	 el	 plano
constitucional.,	 De	 ahí	 la	 importancia	 de	 adoptar	 un	 concepto	 dinámico,
amplio	 y	 flexible	 del	 concepto.	 Al	 respecto,	 el	 Tribunal	 Constitucional	 ha
señalado	que	la	institución	del	domicilio	en	términos	constitucionales	debe
ser	 entendida	 de	 manera	 amplia;	 por	 ejemplo,	 la	 habitación	 de	 un	 hotel
constituye	 domicilio,	 la	 oficina	 particular	 donde	 una	 persona	 ejerce	 su
profesión	debe	ser	entendida	como	domicilio	(...)	tanto	al	Estado	como	a	los
particulares	 se	 les	 impone	 el	 mandato	 de	 no	 penetrar	 en	 el	 espacio
destinado	 a	 servir	 como	 domicilio,	 ya	 sea	 temporal	 o	 permanente.	 Este
colegiado	 se	 ha	 referido	 a	 los	 elementos	 que	 permiten	 identificar	 qué
espacios	 pueden	 ser	 considerados	 como	 domicilio,	 y,	 por	 lo	 tanto,	 estar
protegidos	por	este	derecho	fundamental.
(...)	 Ya	 el	 Tribunal	 Constitucional	 ha	 expresado	que	 el	 reconocimiento	de
los	derechos	fundamentales	de	las	personas	jurídicas	encuentra	sustento	en
la	protección	de	la	participación	de	la	persona	humana	en	la	vida	pública	y
en	la	necesidad	de	un	reconocimiento,	en	el	marco	del	Estado	democrático	y
de	la	dignidad,	de	la	tutela	constitucional	de	las	personas	jurídicas.	(...)”	(TC,
Exp.	02792-2010-PHC/TC,	mar.	31/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Inscripción	 del	 cambio	 de	 domicilio	 en	 el
registro	 del	 nuevo	 domicilio	 exige	 inscripción	 previa	 en	 la	 oficina
registral	del	domicilio	original.	“(…)	para	que	pueda	inscribirse	el	cambio
de	domicilio	en	la	oficina	registral	del	nuevo	domicilio	social,	primero	debe
inscribirse	 dicho	 acto	 en	 la	 oficina	 registral	 del	 domicilio	 originario	 (…).
Según	 el	 artículo	 V	 del	 Título	 Preliminar	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de
Sociedades,	 “Salvo	 las	 excepciones	 previstas	 en	 las	 leyes	 o	 en	 este
reglamento,	para	extender	una	inscripción	se	requiere	que	esté	inscrito	o	se
inscriba	el	acto	previo	necesario	o	adecuado	para	su	extensión”,	se	tiene	que
se	encuentra	pendiente	 la	 inscripción	del	acto	previo	al	que	es	materia	de
rogatoria.
Aplicado	 lo	 anterior	 al	 caso	 submateria,	 debe	 presentarse	 ante	 la	 oficina
registral	 de	 Ilo	 el	 título	 que	 contiene	 el	 traslado	 notarial	 de	 la	 escritura
pública	de	modificación	de	estatuto	(…),	además	de	otros	documentos	que
correspondan	y	una	vez	inscrito	dicho	acto	recién	proceder	a	la	inscripción
del	 mismo	 ante	 la	 oficina	 registral	 de	 Lima,	 adjuntando	 los	 documentos
señalados	 en	 el	 artículo	 30	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de	 Sociedades
anteriormente	glosado.
Siendo	ello	así,	no	resulta	procedente	inscribir	el	acto	materia	de	rogatoria,
en	la	medida	que	el	Registrador	Público	de	Lima	no	es	competente	para	la
calificación	 del	 título	 presentado,	 debiendo	 previamente	 inscribirse	 en	 la
oficina	 registral	 de	 Ilo.	 (…)”.	 (Sunarp,	 R.	 189-2012-Sunarp-TR-L,	 feb.
03/2012.	Pres.	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	SUNARP.—El	establecimiento	de	un	domicilio	origina	que
se	genere	una	vinculación	de	relevancia	jurídica	entre	una	persona	y	un
lugar	determinado.	“A	nivel	normativo,	el	artículo	20	de	la	LGS	señala	que
(...)	 Asimismo,	 el	 artículo	 29	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de	 Sociedades,
precisando	 aún	 más	 el	 concepto,	 señala	 que	 (...)	 Enrique	 Elías	 Laroza
sostiene	que,	‘El	establecimiento	de	un	domicilio	origina	que	se	genere	una
vinculación	 de	 relevancia	 jurídica	 entre	 una	 persona	 y	 un	 lugar
determinado.	 Dicho	 lugar	 determina,	 entre	 otros	 efectos,	 la	 jurisdicción
aplicable	a	la	persona,	las	dependencias	en	las	que	tendrá	que	cumplir	con
obligaciones	 de	 índole	 fiscal	 o	 administrativa	 y	 el	 hecho	 de	 que	 una
notificación	produzca	efectos	jurídicos.	El	estatuto	debe	establecer	cuál	es	el
domicilio	 de	 la	 sociedad’”.	 (Sunarp,	 R.	 1344-2015-Sunarp-TR-L,	 jul.
09/2015.	V.	P.	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
Ley	26887.
ART.	21.—Sucursales	 y	otras	dependencias.	Salvo	 estipulación	 expresa
en	 contrario	 del	 pacto	 social	 o	 del	 estatuto,	 la	 sociedad	 constituida	 en	 el
Perú,	cualquiera	fuese	el	lugar	de	su	domicilio,	puede	establecer	sucursales
u	oficinas	en	otros	lugares	del	país	o	en	el	extranjero.
La	 sociedad	 constituida	 y	 con	 domicilio	 en	 el	 extranjero	 que	 desarrolle
habitualmente	 actividades	 en	 el	Perú	puede	establecer	 sucursal	 u	oficinas
en	el	país	y	fijar	domicilio	en	territorio	peruano	para	los	actos	que	practique
en	el	país.	De	no	hacerlo,	se	le	presume	domiciliada	en	Lima.	(,	1978,	)
Ley	26887.
ART.	 21-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1061,	 Cuarta	 Disposición	 Final	 y
Complementaria.	Voto	por	medio	electrónico	o	postal.	Los	accionistas	o
socios	podrán	para	efectos	de	la	determinación	del	quórum,	así	como	para
la	 respectiva	 votación	 y	 adopción	de	 acuerdos,	 ejercer	 el	 derecho	de	 voto
por	 medio	 electrónico	 siempre	 que	 éste	 cuente	 con	 firma	 digital	 o	 por
medio	postal	a	cuyo	efecto	se	requiere	contar	con	firmas	legalizadas.
Cuando	 se	 utilice	 firma	 digital,	 para	 ejercer	 el	 voto	 electrónico	 en	 la
adopción	de	acuerdos,	el	acta	electrónica	resultante	deberá	ser	almacenada
mediante	microforma	digital,	conforme	a	ley.
Cuando	 la	 sociedad	 aplique	 estas	 formas	 de	 voto	 deberá	 garantizar	 el
respeto	 al	 derecho	 de	 intervención	 de	 cada	 accionista	 o	 socio,	 siendo
responsabilidad	del	presidente	de	 la	 junta	 el	 cumplimiento	de	 la	presente
disposición.
La	 instalación	 de	 una	 junta	 o	 asamblea	 universal	 así	 como	 la	 voluntad
social	 formada	 a	 través	 del	 voto	 electrónico	 o	 postal	 tiene	 los	 mismos
efectos	que	una	junta	o	asamblea	realizada	de	manera	presencial.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	147.—Sucursal	de	sociedad	constituida	en	el	Perú.	El	acuerdo	de
establecer	 una	 sucursal	 por	 una	 sociedad	 constituida	 en	 el	 Perú,	 se
inscribirá	 en	 la	 partida	 de	 la	 sociedad	 y	 en	 el	 registro	 del	 lugar	 de	 su
funcionamiento.
Para	 la	 inscripción	 de	 la	 sucursal	 en	 el	 registro	 del	 lugar	 de	 su
funcionamiento,	además	de	los	documentos	exigidos	por	el	artículo	398	de
la	 ley,	 deberá	 presentarse	 copia	 literal	 del	 asiento	 de	 inscripción	 del
acuerdo	en	la	partida	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	22.—Los	aportes.	Cada	socio	está	obligado	frente	a	la	sociedad	por	lo
que	 se	haya	 comprometido	 a	 aportar	 al	 capital.	 Contra	 el	 socio	moroso	 la
sociedad	puede	exigir	el	cumplimiento	de	la	obligación	mediante	el	proceso
ejecutivo	o	excluir	a	dicho	socio	por	el	proceso	sumarísimo.
El	aporte	transfiere	en	propiedad	a	la	sociedad	el	bien	aportado,	salvo	que
se	estipule	que	se	hace	a	otro	título,	en	cuyo	caso	la	sociedad	adquiere	sólo
el	derecho	transferido	a	su	favor	por	el	socio	aportante.
El	 aporte	 de	 bienes	 no	 dinerarios	 se	 reputa	 efectuado	 al	 momento	 de
otorgarse	la	escritura	pública.
JURISPRUDENCIA.—Los	 bienes	 aportados	 dejan	 de	 pertenecer	 a	 los
aportantes.	 “La	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 señala	 que	 los	 bienes	 que	 se
aportan	a	la	sociedad	dejan	de	pertenecer	a	sus	socios,	pues	éstos	integran
el	patrimonio	de	la	sociedad”	(Exp.	6824-1997,	R.	s/n,	15.01.98)
JURISPRUDENCIA.—Alternativas	de	la	sociedad	contra	el	socio	moroso.
“La	sociedad	puede	exigir	al	socio	moroso	el	cumplimiento	de	la	obligación
o	su	exclusión.
(...).
La	 facultad	 de	 solicitar	 judicialmente	 la	 exclusión	 de	 socio	 que	 prevé	 el
artículo	22	de	la	Ley	General	de	Sociedades	no	se	contrapone	al	presupuesto
normativo	 contenido	 en	 el	 artículo	 79	 de	 la	 citada	 ley	 que	 determina	 los
efectos	 de	 la	 mora	 que	 recae	 en	 el	 socio	 que	 no	 ha	 pagado	 parte	 de	 sus
acciones,	siendo	potestativo	de	la	sociedad	decidir	la	permanencia	o	no	del
socio	que	ha	incumplido	el	pago	de	sus	aportes.”	(Exp.	25316-1998,	R.	s/n,
24.03.99)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—En	 las	 sociedades	 capitalistas,	 la	 exclusión
del	 socio	 es	 aplicable	 de	 manera	 restringida.	 “En	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	se	advierte	que	 las	causas	de	exclusión	varían	según	el	 tipo	de
sociedad	y	son	más	numerosas	en	aquellos	en	los	que	la	persona	del	socio	es
más	trascendente	en	la	vida	social;	así,	permite	la	exclusión	de	socios	en	la
sociedad	colectiva	(artículo	281	inciso	4),	 la	sociedad	en	comandita	(en	su
caso),	la	sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada	(artículo	293)	y	la
sociedad	anónima	cerrada	(artículo	248);	en	la	sociedad	anónima	tiene	una
aplicación	 restringida	 porque	 sólo	 se	 ha	 previsto	 por	 la	 falta	 de	 pago	 del
aporte	(artículos	80	y	29),	lo	que	es	congruente	con	la	esencia	capitalista	de
esta	clase	de	sociedad	en	donde	la	obligación	fundamental	del	socio	es	la	de
aportar	 y	 desembolsar	 la	 suma	 a	 la	 que	 se	 comprometió	 y	 de	 ahí	 que,
solamente	por	incumplimiento	de	esta	obligación	social,	quepa	su	exclusión
a	voluntad	del	propio	ente	social.”	(R.	120-2000-ORLC/TR,	25.04.2000)
JURISPRUDENCIA.—No	 es	 posible	 la	 exclusión	 del	 socio	 en	 la	 sociedad
anónima.	“En	esta	clase	de	personas	jurídicas	el	elemento	contractual	más
importante	 lo	 constituye	 el	 aporte	 de	 los	 socios	 representados	 por	 las
acciones	y	no	la	persona	del	socio;	en	consecuencia,	no	es	posible	excluir	a
un	accionista	que	aporte	capital	por	cuanto	ello	implicaría	separar	acciones
del	capital	social.”	(Exp.	4000-1998,	R.	s/n,	12.01.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—En	 la	 sociedad	 anónima,	 la	 exclusión	 del
socio	 es	 aplicable	 de	 manera	 restringida.	 “La	 doctrina	 mayoritaria
también	sostiene	que	la	exclusión	de	accionistas	en	la	sociedad	anónima	se
encuentra	restringida,	en	atención	a	que	precisamente	la	persona	del	socio
y	 su	 conducta	 no	 tienen	 la	 relevancia	 que	 llega	 a	 tener	 en	 otras	 formas
societarias	por	 la	 fungibilidad	de	 las	 acciones	que	 incorporan	 el	 status	de
socio.”	(R.	120-2000-ORLC/TR,	25.04.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Tribunal	 Registral	 de	 la	 Sunarp	 publica
precedente	 vinculante	 sobre	 la	 invalidez	 del	 acto	 eleccionario.	 “La
inobservancia	 del	 requisito	 de	 votación	 secreta	 en	 el	 acto	 eleccionario
previsto	estatutariamente	conlleva	la	invalidez	de	la	asamblea	eleccionaria,
no	pudiendo	esta	ser	ratificada	o	confirmada,	configurándose,	por	tanto,	un
supuesto	de	defecto	insubsanable	que	amerita	la	tacha	sustantiva	del	título”.
(Sunarp,	R.	078-2016-Sunarp/PT,	may.	09/2016)
NOTA:	La	Resolución	N°	078-2016-Sunarp/PT	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	09
de	mayo	del	2016.
Ley	26887.
ART.	23.—Aportes	dinerarios.	Los	aportes	en	dinero	se	desembolsan	en
la	 oportunidad	 y	 condiciones	 estipuladas	 en	 el	 pacto	 social.	 El	 aporte	que
figura	 pagado	 al	 constituirse	 la	 sociedad	 o	 al	 aumentarse	 el	 capital	 debe
estar	 depositado,	 a	 nombre	 de	 la	 sociedad,	 en	 una	 empresa	 bancaria	 o
financiera	 del	 sistema	 financiero	 nacional	 al	 momento	 de	 otorgarse	 la
escritura	pública	correspondiente.
Ley	26887.
ART.	 24.—Gastos	 necesarios.	 Otorgada	 la	 escritura	 pública	 de
constitución	y	aun	cuando	no	hubiese	culminado	el	proceso	de	inscripción
de	la	sociedad	en	el	registro,	el	dinero	depositado	según	el	artículo	anterior
puede	 ser	 utilizado	 por	 los	 administradores,	 bajo	 su	 responsabilidad
personal,	para	atender	gastos	necesarios	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	 25.—Entrega	 de	 aportes	 no	 dinerarios.	 La	 entrega	 de	 bienes
inmuebles	 aportados	 a	 la	 sociedad	 se	 reputa	 efectuada	 al	 otorgarse	 la
escritura	pública	en	la	que	conste	el	aporte.
La	 entrega	 de	 bienes	 muebles	 aportados	 a	 la	 sociedad	 debe	 quedar
completada	a	más	tardar	al	otorgarse	la	escritura	pública	de	constitución	o
de	aumento	de	capital,	según	sea	el	caso.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 35.—Efectividad	 de	 la	 entrega	 de	 los	 aportes.	 En	 los	 casos	 de
constitución	de	sociedades,	aumentos	de	capital	o	pagos	de	capital	suscrito,
la	efectividad	de	la	entrega	de	los	aportes	se	comprobará	ante	el	registro	en
las	siguientes	formas:
a)	 Si	 el	 aporte	 es	 en	 dinero,	 deberá	 insertarse	 en	 la	 escritura	 pública	 el
documento	 expedido	 por	 una	 empresa	 bancaria	 o	 financiera	 del	 sistema
financiero	nacional,	donde	conste	 su	abono	en	una	cuenta	a	nombre	de	 la
sociedad;
b)	 Si	 el	 aporte	 es	 de	 títulos	 valores	 o	documentos	de	 crédito	 a	 cargo	del
socio	 aportante,	 mediante	 el	 abono	 de	 los	 fondos	 en	 la	 cuenta	 de	 la
sociedad,	lo	que	se	acreditará	conforme	al	inciso	anterior.
Cuando	el	obligado	principal	no	es	el	socio	aportante,	el	aporte	de	títulos
valores	o	documentos	de	 crédito	 se	 acreditará	 con	 la	 constancia	 expedida
por	 el	 gerente,	 el	 administrador	 o	 la	 persona	 autorizada	 de	 haberlos
recibido	debidamente	transferidos	o	endosados	a	favor	de	la	sociedad;
c)	 Si	 el	 aporte	 es	 de	 bienes	 registrados,	 con	 la	 inscripción	 de	 la
transferencia	a	 favor	de	 la	sociedad	en	el	registro	respectivo.	Si	 los	bienes
están	registrados	en	la	misma	oficina	registral	del	domicilio	de	la	sociedad,
un	registrador	se	encargará	de	la	calificación	e	inscripción	simultánea	en	los
distintos	registros,	siempre	que	el	sistema	de	diario	lo	permita.
Si	el	aporte	es	de	bienes	registrados	en	un	registro	distinto	al	del	domicilio
de	 la	 sociedad,	 deberá	 inscribirse	 previamente	 la	 transferencia	 en	 aquel
registro.
Lo	 dispuesto	 en	 este	 inciso	 se	 aplicará	 también	 en	 el	 caso	 que	 el	 aporte
verse	sobre	otros	derechos	reales	inscritos;
d)	Si	el	aporte	es	de	bienes	inmuebles	no	registrados,	bastará	la	indicación
contenida	en	la	escritura	pública	que	son	transferidos	a	la	sociedad.	En	este
caso,	 deberá	 indicarse	 la	 información	 suficiente	 que	 permita	 su
individualización;
e)	Si	el	aporte	es	de	bienes	muebles	no	registrados	o	cesión	de	derechos,	se
requerirá	 la	 certificación	 del	 gerente	 general	 o	 del	 representante
debidamente	 autorizado	 de	 haberlos	 recibido.	 En	 este	 caso,	 deberá
indicarse	 la	 información	 suficiente	que	permita	 la	 individualización	de	 los
bienes;
f)	Tratándose	del	aporte	de	una	empresa,	de	un	establecimiento	comercial
o	 industrial	 o	 de	 servicios,	 de	 un	 fondo	 empresarial	 o	 de	 un	 bloque
patrimonial,	 se	 adjuntará	 la	 declaración	 del	 gerente	 general,	 del
administrador	 o	 de	 la	 persona	 autorizada	 de	 haberlos	 recibido.	 El	 bien
materia	 del	 aporte	 deberá	 ser	 identificado	 con	 precisión	 que	 permita	 su
individualización;	además,	 si	 incluye	bienes	o	derechos	 registrados,	deben
indicarse	 los	 datos	 referidos	 a	 su	 inscripción	 registral.	 Adicionalmente,	 se
indicará	 el	 valor	 neto	 del	 conjunto	 o	 unidad	 económica	 objeto	 de	 la
aportación.	 Son	 aplicables,	 según	 corresponda,	 las	 disposiciones	 de	 los
incisos	que	preceden.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	36.—Informe	de	valorización.	En	los	casos	de	los	aportes	de	bienes
o	de	derechos	de	crédito,	sin	perjuicio	de	lo	exigido	por	el	artículo	27	de	la
ley,	el	informe	de	valorización	debe	contener	la	información	suficiente	que
permita	la	individualización	de	los	bienes	o	derechos	aportados.	El	informe
debe	estar	suscrito	por	quien	lo	efectuó	y	contendrá	su	nombre,	el	número
de	su	documento	de	identidad	y	domicilio.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 37.—Modificado.	 R.	 049-2012-Sunarp/SN,	 Art.	 1°.	 Aportes
efectuados	 por	 cónyuges.	 Para	 la	 inscripción	 del	 pacto	 social	 y	 del
aumento	 de	 capital,	 los	 cónyuges	 son	 considerados	 como	 un	 solo	 socio,
salvo	que	se	acredite	que	el	aporte	de	cada	uno	de	ellos	es	de	bienes	propios
o	que	están	 sujetos	al	 régimen	de	 separación	de	patrimonios,	 indicándose
en	 el	 título	 presentado	 los	 datos	 de	 inscripción	 de	 la	 separación	 en	 el
Registro	Personal.
No	 es	 necesario	 acreditar	 ante	 el	 registro,	 el	 consentimiento	 del	 o	 la
cónyuge	del	socio	que	efectúa	el	aporte	de	bienes	dinerarios.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 acuerdo	 de	 aumento	 de	 capital	 con
aportes	 no	 dinerarios	 debe	 reconocer	 el	 derecho	 de	 realizar	 aportes
dinerarios.	“En	el	caso	de	la	capitalización	de	créditos,	el	artículo	214	de	la
ley	 societaria	 señala	que,	 además	de	 contar	 con	un	 informe	del	directorio
que	 sustente	 la	 conveniencia	 de	 recibir	 tales	 aportes,	 es	 de	 aplicación	 lo
dispuesto	 en	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 213,	 el	mismo	 que	 establece
que	 el	 acuerdo	 de	 aumento	 de	 capital	 con	 aportes	 no	 dinerarios	 debe
reconocer	 el	 derecho	 de	 realizar	 aportes	 dinerarios	 por	 un	 monto	 que
permita	a	todos	los	accionistas	ejercer	su	derecho	de	suscripción	preferente
para	 mantener	 la	 proporción	 que	 tienen	 en	 el	 capital.”	 (R.	 322-2000-
ORLC/TR.	11.10.2000)
Ley	26887.
ART.	26.—Aportes	no	dinerarios.	Derechos	de	crédito.	Si	el	pacto	social
admite	 que	 el	 socio	 aportante	 entregue	 como	 aporte	 títulos	 valores	 o
documentos	de	crédito	a	su	cargo,	el	aporte	no	se	considera	efectuado	hasta
que	el	respectivo	título	o	documento	sea	íntegramente	pagado.
Si	 el	 pacto	 social	 contempla	 que	 el	 aporte	 esté	 representado	 por	 títulos
valores	 o	documentos	de	 crédito	 en	 los	que	 el	 obligado	principal	 no	 es	 el
socio	aportante,	el	aporte	se	entenderá	cumplido	con	la	transferencia	de	los
respectivos	 títulos	 o	 documentos,	 con	 el	 endoso	 de	 los	 respectivos	 títulos
valores	 o	 documentos	 y	 sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 solidaria
prevista	en	la	ley.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Se	 puede	 inscribir	 en	 el	 registro	 la
constitución	de	sociedad	anónima	cuyo	capital	está	formado	con	bonos
de	 reconstrucción	 aparentemente	 prescritos.	 “El	 artículo	 26	 de	 la	 Ley
General	 de	 Sociedades	 (LGS)	 (...)	 Se	 aprecia	 de	 la	 norma	 expuesta,	 que
cuando	 el	 aporte	 no	 dinerario	 se	 efectúe	 mediante	 títulos	 valores	 en	 los
cuales	el	obligado	principal	no	es	el	socio	aportante,	se	cumplirá	el	aporte
simplemente	 con	 el	 endoso	 de	 los	 mismos	 sin	 perjuicio	 de	 las
responsabilidades	previstas	en	la	ley.	(...).
8.	Ahora	bien,	el	artículo	36	del	Reglamento	de	Inscripciones	del	Registro
de	Sociedades,	en	concordancia	con	 lo	establecido	en	el	artículo	273	de	 la
LGS,	señala	que	en	los	casos	de	los	aportes	de	bienes	o	créditos	éstos	deben
estar	acompañados	de	un	informe	de	valorización	que	individualice	al	bien
o	derecho	aportado,	debiendo	estar	suscrito	por	quien	lo	efectuó.	(...)
(...).
11.	 Al	 respecto,	 la	 Ley	 N°	 8599	 del	 año	 1937	 aludida	 en	 el	 comunicado
señala	 que	 las	 acciones	 y	 reclamaciones	 de	 crédito	 contra	 el	 Estado	 se
considerarán	 caducas	o	prescritas,	 siempre	que	 el	 interesado	haya	dejado
transcurrir	 15	 años	 sin	 iniciar	 o	 proseguir	 el	 curso	 del	 respectivo
.expediente	de	reconocimiento	o	de	pago.	(...).
Como	 puede	 apreciarse,	 no	 corresponde	 a	 las	 instancias	 registrales
determinar	si	es	que	se	cumplieron	o	no	los	presupuestos	señalados	por	la
norma	 para	 que	 opere	 la	 prescripción,	 correspondiendo	 dicha	 labor	 a	 las
instancias	judiciales	correspondientes.
Entonces,	no	es	materia	de	calificación	la	prescripción	de	los	títulos	valores
aportados	 para	 la	 constitución	 de	 sociedades.	 La	 acreditación	 del	 aporte
mediante	 títulos	 valores	 o	 documentos	 de	 crédito	 se	 efectúa	 con	 la
constancia	 expedida	 por	 el	 gerente,	 el	 administrador	 o	 la	 persona
autorizada	 de	 haberlos	 recibido	 debidamente	 transferidos	 o	 endosados	 a
favor	 de	 la	 sociedad.	 Quedando	 el	 aportante	 como	 obligado	 solidario”.
(Sunarp,	 R.	 204-2014-Sunarp-TR-L,	 ene.	 31/2014.	 V.	 P.	 Andrea	 Paola
Gotuzzo	Vásquez)
Ley	26887.
ART.	 27.—Valuación	 de	 aportes	 no	 dinerarios.	 En	 la	 escritura	 pública
donde	conste	el	aporte	de	bienes	o	de	derechos	de	crédito,	debe	insertarse
un	 informe	 de	 valorización	 en	 el	 que	 se	 describen	 los	 bienes	 o	 derechos
objeto	del	aporte,	los	criterios	empleados	para	su	valuación	y	su	respectivo
valor.
Ley	26887.
ART.	 28.—Saneamiento	 de	 los	 aportes.	 El	 aportante	 asume	 ante	 la
sociedad	la	obligación	de	saneamiento	del	bien	aportado.
Si	 el	 aporte	 consiste	 en	 un	 conjunto	 de	 bienes	 que	 se	 transfiere	 a	 la
sociedad	 como	 un	 solo	 bloque	 patrimonial,	 unidad	 económica	 o	 fondo
empresarial,	 el	 aportante	 está	 obligado	 al	 saneamiento	 del	 conjunto	 y	 de
cada	uno	de	los	bienes	que	lo	integran.
Si	 el	 aporte	 consiste	 en	 la	 cesión	 de	 un	 derecho,	 la	 responsabilidad	 del
aportante	se	limita	al	valor	atribuido	al	derecho	cedido	pero	está	obligado	a
garantizar	 su	 existencia,	 exigibilidad	 y	 la	 solvencia	 del	 deudor	 en	 la
oportunidad	en	que	se	realizó	el	aporte.
Ley	26887.
ART.	29.—Riesgo	de	los	bienes	aportados.	El	riesgo	del	bien	aportado	en
propiedad	es	de	cargo	de	la	sociedad	desde	que	se	verifica	su	entrega.
El	 riesgo	 del	 bien	 aportado	 en	 uso	 o	 usufructo	 recae	 sobre	 el	 socio	 que
realiza	el	aporte,	perdiendo	la	sociedad	el	derecho	a	exigir	la	sustitución	del
bien.
Ley	26887.
ART.	30.—Pérdida	del	aporte	antes	de	su	entrega.	La	pérdida	del	aporte
ocurrida	antes	de	su	entrega	a	la	sociedad	produce	los	siguientes	efectos:
1.	 Si	 se	 trata	 de	 un	 bien	 cierto	 o	 individualizado,	 la	 obligación	 del	 socio
aportante	se	resuelve	y	la	sociedad	queda	liberada	de	la	contraprestación.	El
socio	aportante	queda	obligado	a	indemnizar	a	la	sociedad	en	el	caso	que	la
pérdida	del	bien	le	fuese	imputable.
2.	 Si	 se	 trata	 de	 un	 bien	 incierto,	 el	 aportante	 no	 queda	 liberado	 de	 su
obligación;	y,
3.	 Si	 se	 trata	 de	 un	 bien	 a	 ser	 aportado	 en	 uso	 o	 usufructo,	 el	 aportante
puede	 optar	 por	 sustituirlo	 con	 otro	 que	 preste	 a	 la	 sociedad	 el	 mismo
beneficio.	La	sociedad	queda	obligada	a	aceptar	el	bien	sustituto	salvo	que	el
bien	perdido	fuese	el	objeto	que	se	había	propuesto	explotar.	En	este	último
caso,	 el	 socio	 aportante	 queda	 obligado	 a	 indemnizar	 a	 la	 sociedad	 si	 la
pérdida	del	bien	le	fuese	imputable.
Ley	26887.
ART.	 31.—El	 patrimonio	 social.	 El	 patrimonio	 social	 responde	 por	 las
obligaciones	de	la	sociedad,	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	personal	de
los	socios	en	aquellas	formas	societarias	que	así	lo	contemplan.
Ley	26887.
ART.	32.—Responsabilidad	del	nuevo	socio.	Quien	adquiere	una	acción	o
participación	 en	 una	 sociedad	 existente	 responde,	 de	 acuerdo	 a	 la	 forma
societaria	 respectiva,	por	 todas	 las	 obligaciones	 sociales	 contraídas	 por	 la
sociedad	con	anterioridad.
Ningún	pacto	en	contrario	tiene	efectos	frente	a	terceros.
Ley	26887.
ART.	33.—Nulidad	del	pacto	social.	Una	vez	 inscrita	 la	escritura	pública
de	constitución,	la	nulidad	del	pacto	social	sólo	puede	ser	declarada:
1.	Por	incapacidad	o	por	ausencia	de	consentimiento	válido	de	un	número
de	 socios	 fundadores	 que	 determine	 que	 la	 sociedad	 no	 cuente	 con	 la
pluralidad	de	socios	requerida	por	la	ley;
2.	 Por	 constituir	 su	 objeto	 alguna	 actividad	 contraria	 a	 las	 leyes	 que
interesan	 al	 orden	 público	 o	 a	 las	 buenas	 costumbres;	 sin	 perjuicio	 de	 lo
dispuesto	en	el	artículo	410;
3.	 Por	 contener	 estipulaciones	 contrarias	 a	 normas	 legales	 imperativas	 u
omitir	consignar	aquellas	que	la	ley	exige;	y,
4.	Por	omisión	de	la	forma	obligatoria	prescrita.
Ley	26887.
ART.	 34.—Improcedencia	 de	 la	 nulidad.	 No	 obstante	 lo	 indicado	 en	 el
artículo	anterior,	la	nulidad	del	pacto	social	no	puede	ser	declarada:
1.	Cuando	la	causa	de	ella	ha	sido	eliminada	por	efecto	de	una	modificación
del	pacto	social	o	del	estatuto	realizada	con	las	formalidades	exigidas	por	la
ley;	o,
2.	 Cuando	 las	 estipulaciones	 omitidas	 pueden	 ser	 suplidas	 por	 normas
legales	 vigentes	 y	 aquéllas	 no	 han	 sido	 condición	 esencial	 para	 la
celebración	 del	 pacto	 social	 o	 del	 estatuto,	 de	 modo	 que	 éstos	 pueden
subsistir	sin	ellas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	9°.—Anotaciones	preventivas.	Únicamente	se	permiten	anotaciones
preventivas	en	los	siguientes	casos:
a)	Las	demandas	y	otras	medidas	cautelares	sobre	los	actos	señalados	en	el
inciso	b)	y	segundo	párrafo	del	inciso	e)	del	artículo	3°	de	este	reglamento;
b)	 Resoluciones	 judiciales	 o	 arbitrales	 no	 consentidas	 que	 ordenen	 la
suspensión	de	acuerdos	adoptados	por	la	sociedad;
e)	Las	demandas,	embargos	y	otras	medidas	cautelares	relacionadas	con	la
participación	del	socio	en	las	sociedades	distintas	a	las	anónimas.	Cuando	se
trate	 de	 las	 sociedades	 colectivas	 o	 comanditarias	 simples	 se	 tendrá	 en
cuenta	lo	dispuesto	por	el	artículo	274	de	la	ley;	y,
d)	Las	demás	que	señalen	las	leyes	y	este	reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 10.—Actos	 no	 susceptibles	 de	 anotación	 preventiva.	 No	 son
susceptibles	de	anotación	preventiva:
a)	Las	medidas	cautelares	relativas	a	los	bienes	de	la	sociedad	o	sucursal,
sin	perjuicio	de	su	anotación	en	la	partida	registral	del	bien.
b)	 Las	 medidas	 cautelares	 que	 se	 refieran	 a	 las	 deudas	 de	 la	 propia
sociedad	o	sucursal.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 11.—Aplicación	 del	 Reglamento	 General	 de	 los	 Registros
Públicos.	 Rigen	 para	 las	 anotaciones	 preventivas,	 las	 disposiciones	 del
Reglamento	General	de	los	Registros	Públicos,	en	cuanto	les	sean	aplicables.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	12.—Inscripciones	solicitadas	fuera	del	plazo	legal.	No	se	requiere
mandato	judicial	para	efectuar	inscripciones	después	de	vencidos	los	plazos
previstos	en	la	ley.
Ley	26887.
ART.	 35.—Pretensión	 de	 nulidad	 del	 pacto	 social.	 Caducidad.	 La
demanda	de	nulidad	del	pacto	social,	se	tramita	por	el	proceso	abreviado,	se
dirige	contra	la	sociedad	y	sólo	puede	ser	iniciada	por	personas	con	legítimo
interés.	La	acción	de	nulidad	caduca	a	 los	dos	años	de	 inscrita	 la	escritura
pública	de	constitución	en	el	registro.
Ley	26887.
ART.	 36.—Efectos	 de	 la	 sentencia	 de	 nulidad.	 La	 sentencia	 firme	 que
declara	 la	 nulidad	 del	 pacto	 social	 ordena	 su	 inscripción	 en	 el	 registro	 y
disuelve	de	pleno	derecho	la	sociedad.	La	 junta	general,	dentro	de	 los	diez
días	siguientes	de	la	inscripción	de	la	sentencia,	designa	al	liquidador	o	a	los
liquidadores.	Si	omite	hacerlo,	lo	hace	el	juez	en	ejecución	de	sentencia,	y	a
solicitud	 de	 cualquier	 interesado.	 La	 sociedad	 mantiene	 su	 personalidad
jurídica	sólo	para	los	fines	de	la	liquidación.
Cuando	las	necesidades	de	la	liquidación	de	la	sociedad	declarada	nula	así
lo	 exijan,	 quedan	 sin	 efecto	 todos	 los	 plazos	 para	 los	 aportes	 y	 los	 socios
estarán	obligados	a	cumplirlos,	de	inmediato.	(,	0101,	0102,	0103,	0104)
Ley	26887.
ART.	 37.—Terceros	 de	 buena	 fe.	 La	 sentencia	 firme	 que	 declara	 la
nulidad	del	pacto	social	o	del	estatuto	no	surte	efectos	frente	a	los	terceros
de	buena	fe.
Ley	26887.
ART.	 38.—Nulidad	 de	 acuerdos	 societarios.	 Son	 nulos	 los	 acuerdos
societarios	 adoptados	 con	 omisión	 de	 las	 formalidades	 de	 publicidad
prescritas,	 contrarios	 a	 las	 leyes	 que	 interesan	 al	 orden	 público	 o	 a	 las
buenas	costumbres,	a	las	estipulaciones	del	pacto	social	o	del	estatuto,	o	que
lesionen	los	intereses	de	la	sociedad	en	beneficio	directo	o	indirecto	de	uno
o	varios	socios.
Son	nulos	los	acuerdos	adoptados	por	la	sociedad	en	conflicto	con	el	pacto
social	o	el	estatuto,	así	cuenten	con	la	mayoría	necesaria,	si	previamente	no
se	ha	modificado	el	pacto	social	o	el	estatuto	con	sujeción	a	las	respectivas
normas	legales	y	estatutarias.
La	nulidad	 se	 rige	por	 lo	dispuesto	 en	 los	 artículos	34,	 35	 y	36,	 salvo	 en
cuanto	 al	 plazo	 establecido	 en	 el	 artículo	 35	 cuando	 esta	 ley	 señale
expresamente	un	plazo	más	corto	de	caducidad.
C.	C.
ART.	219.—El	acto	jurídico	es	nulo:
1.	Cuando	falta	la	manifestación	de	voluntad	del	agente.
2.	Cuando	se	haya	practicado	por	persona	absolutamente	incapaz,	salvo	lo
dispuesto	en	el	artículo	1358.
3.	 Cuando	 su	 objeto	 es	 física	 o	 jurídicamente	 imposible	 o	 cuando	 sea
indeterminable.
4.	Cuando	su	fin	sea	ilícito.
5.	Cuando	adolezca	de	simulación	absoluta.
6.	Cuando	no	revista	la	forma	prescrita	bajo	sanción	de	nulidad.
7.	Cuando	la	ley	lo	declara	nulo.
8.	En	el	caso	del	artículo	V	del	Título	Preliminar,	salvo	que	la	ley	establezca
sanción	diversa.
C.	C.
ART.	220.—La	nulidad	a	que	 se	 refiere	el	 artículo	219	puede	 ser	alegada
por	quienes	tengan	interés	o	por	el	Ministerio	Público.
Puede	ser	declarada	de	oficio	por	el	juez	cuando	resulte	manifiesta.
No	puede	subsanarse	por	la	confirmación.
C.	C.
ART.	 230.—Salvo	 el	 derecho	 de	 tercero,	 el	 acto	 anulable	 puede	 ser
confirmado	 por	 la	 parte	 a	 quien	 corresponda	 la	 acción	 de	 anulación,
mediante	 instrumento	 que	 contenga	 la	 mención	 del	 acto	 que	 se	 quiere
confirmar,	 la	 causal	 de	 anulabilidad	 y	 la	 manifestación	 expresa	 de
confirmarlo.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	235.—Documento	público.	Es	documento	público:
1.	El	otorgado	por	funcionario	público	en	ejercicio	de	sus	atribuciones;	y
2.	La	escritura	pública	y	demás	documentos	otorgados	ante	o	por	notario
público,	según	la	ley	de	la	materia.
La	copia	del	documento	público	tiene	el	mismo	valor	que	el	original,	si	está
certificada	por	auxiliar	jurisdiccional	respectivo,	notario	público	o	fedatario,
según	corresponda.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	236.—Documento	privado.	Es	el	que	no	tiene	las	características	del
documento	público.	La	legalización	o	certificación	de	un	documento	privado
no	lo	convierte	en	público.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	 424.—Requisitos	 de	 la	 demanda.	 La	 demanda	 se	 presenta	 por
escrito	y	contendrá:
1.	La	designación	del	juez	ante	quien	se	interpone;
2.	 El	 nombre,	 datos	 de	 identidad,	 dirección	 domiciliaria	 y	 domicilio
procesal	del	demandante;
3.	 El	 nombre	 y	 dirección	 domiciliaria	 del	 representante	 o	 apoderado	 del
demandante,	si	no	puede	comparecer	o	no	comparece	por	sí	mismo;
4.	 El	 nombre	 y	 dirección	 domiciliaria	 del	 demandando.	 Si	 se	 ignora	 esta
última,	 se	 expresará	 esta	 circunstancia	 bajo	 juramento	 que	 se	 entenderá
prestado	con	la	presentación	de	la	demanda;
5.	El	petitorio,	que	comprende	la	determinación	clara	y	concreta	de	lo	que
se	pide;
6.	Los	hechos	en	que	se	funde	el	petitorio,	expuestos	enumeradamente	en
forma	precisa,	con	orden	y	claridad;
7.	La	fundamentación	jurídica	del	petitorio;
8.	El	monto	del	petitorio,	salvo	que	no	pudiera	establecerse;
9.	La	indicación	de	la	vía	procedimental	que	corresponde	a	la	demanda;
10.	Los	medios	probatorios;	y
11.	Modificado.	 Ley	 28439,	 Art.	 2°.	 La	 firma	 del	 demandante	 o	 de	 su
representante	o	de	su	apoderado,	y	la	del	abogado,	la	cual	no	será	exigible
en	 los	 procesos	 de	 alimentos.	 El	 secretario	 respectivo	 certificará	 la	 huella
digital	del	demandante	analfabeto.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	425.—Anexos	de	la	demanda.	A	la	demanda	debe	acompañarse:
1.	Copia	legible	del	documento	de	identidad	del	demandante	y,	en	su	caso,
del	representante;
2.	El	documento	que	contiene	el	poder	para	 iniciar	el	proceso,	 cuando	se
actúe	por	apoderado;
3.	 La	 prueba	 que	 acredite	 la	 representación	 legal	 del	 demandante,	 si	 se
trata	 de	 personas	 jurídicas	 o	 naturales	 que	 no	 pueden	 comparecer	 por	 sí
mismas;
4.	 La	 prueba	 de	 la	 calidad	 de	 heredero,	 cónyuge,	 curador	 de	 bienes,
administrador	 de	 bienes	 comunes,	 albacea	 o	 del	 título	 con	 que	 actúe	 el
demandante,	salvo	que	tal	calidad	sea	materia	del	conflicto	de	intereses	y	en
el	caso	del	procurador	oficioso;
5.	 Todos	 los	 medios	 probatorios	 destinados	 a	 sustentar	 su	 petitorio,
indicando	 con	 precisión	 los	 datos	 y	 lo	 demás	 que	 sea	 necesario	 para	 su
actuación.	 A	 este	 efecto	 acompañará	 por	 separado	 pliego	 cerrado	 de
posiciones,	de	interrogatorios	para	cada	uno	de	los	testigos	y	pliego	abierto
especificando	los	puntos	sobre	los	que	versará	el	dictamen	pericial,	de	ser	el
caso;	y,
6.	Los	documentos	probatorios	que	tuviese	en	su	poder	el	demandante.	Si
no	se	dispusiera	de	alguno	de	estos,	se	describirá	su	contenido,	indicándose
con	 precisión	 el	 lugar	 en	 que	 se	 encuentran	 y	 solicitándose	 las	 medidas
pertinentes	para	su	incorporación	al	proceso.
7.	Derogado.	D.	Leg.	1070.	Única	Disposición	Derogatoria.
NOTAS:	 1.	 El	 D.	 Leg.	 1070	 entrará	 en	 vigencia	 progresivamente	 en	 los	 diferentes	 distritos
conciliatorios	según	el	calendario	oficial	que	será	aprobado	mediante	decreto	supremo.	Se	exceptúa
de	dicho	calendario	a	los	distritos	conciliatorios	de	Lima,	Trujillo	y	Arequipa,	y	al	Distrito	Judicial	del
Cono	Norte	 de	 Lima,	 salvo	 la	 provincia	 de	 Canta,	 en	 los	 que	 será	 aplicado	 a	 los	 sesenta	 (60)	 días
calendario	de	su	publicación,	realizada	el	28.06.08.
2.	El	calendario	oficial	se	publicó	el	30	de	abril	del	2010.
JURISPRUDENCIA.—La	adopción	por	unanimidad	de	acuerdos	nulos	no
los	 legitima.	“Los	acuerdos	que	violenten	el	pacto	social	o	el	estatuto	son
nulos	así	sean	adoptados	con	las	mayorías	requeridas	por	ley	o	incluso	por
unanimidad.”	(Cas.	1953-2001-Ica,	28.12.2001)
JURISPRUDENCIA.—La	infracción	de	las	formalidades	legales	genera	la
nulidad	de	los	acuerdos.	“Entre	los	acuerdos	nulos	por	infracción	de	la	ley
están	los	que	se	refieren	al	incumplimiento	de	los	requisitos	formales	para
la	 instalación	 y	 regular	 funcionamiento	 de	 la	 junta;	 si	 dicho	 órgano	 se
convocó	por	quien	no	debía;	si	se	celebró	sin	convocatoria	(...)	(Hundskopf,
Oswaldo.	 ‘El	 derecho	 de	 impugnación	 de	 acuerdos	 de	 junta	 general	 de
accionistas	y	su	ejercicio	de	acciones	 judiciales’.	En:	Revista	 Ius	et	Veritas.
Lima,	Universidad	de	Lima,	p.	65)”.	(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—Para	 adoptar	 un	 acuerdo	 contrario	 al	 estatuto
social,	primero	éste	debe	modificarse.	“La	sociedad	(...)	no	puede	adoptar
un	 acuerdo	 contrario	 a	 una	 disposición	 estatutaria	 si	 antes	 no	 lo	 ha
modificado.”	(Cas.	1953-2001-Ica,	28.12.2001)
JURISPRUDENCIA.—Impugnación	 de	 acuerdos	 societarios	 tiene	 vía
propia:	 el	 amparo	 es	 improcedente	 para	 conocerla.	 “(...)	 declara
improcedente	la	demanda	por	considerar	que	lo	que	en	realidad	pretenden
los	accionantes	es	 impugnar	el	acuerdo	societario	(...),	existiendo	para	ello
vías	procedimentales	igualmente	satisfactorias	como	la	de	impugnación	de
acuerdos	 societarios,	 constituyéndose	 dicho	 proceso	 en	 una	 vía
procedimental	 específica	 para	 la	 remoción	del	 presunto	 acto	 lesivo	de	 los
derechos	constitucionales	 invocados	en	 la	demanda	y,	a	 la	vez,	 igualmente
satisfactoria,	respecto	del	mecanismo	extraordinario	del	amparo	(...).
5.	Que	por	otro	lado,	debe	recordarse	que	el	actor	es	el	principal	gestor	de
su	derecho,	por	lo	que	es	pertinente	exigirle	la	diligencia	necesaria	a	fin	de
acreditar	que	el	acto	jurídico	cuestionado	es	arbitrario	y	que	lesiona	alguno
de	 sus	 derechos	 fundamentales.	 (...).”	 (TC,	 Exp.	 03451-2011-PA/TC,	 set.
21/2011.	Álvarez	Miranda)
JURISPRUDENCIA.—La	 nulidad	 de	 un	 acuerdo	 se	 resuelve	 mediante
sentencia	 firme	 y	 consentida.	 “Una	 vez	 que	 la	 junta	 general	 adopta	 un
acuerdo,	nuestro	ordenamiento	jurídico	otorga	la	posibilidad	que	se	solicite
su	nulidad,	para	 lo	cual	deberá	observarse	 la	 forma	prevista	en	el	artículo
38	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 pudiendo	 también	 solicitarse	 su
impugnación,	 debiendo	 seguirse	 la	 forma	 prevista	 en	 el	 artículo	 139	 del
mismo	 cuerpo	 legal,	 siendo	 que	 para	 hacerse	 efectivos	 cualquiera	 de	 los
supuestos	 jurídicos	 antes	 acotados,	 es	 necesario	 interponer	 la	 demanda
respectiva	 ante	 el	 órgano	 jurisdiccional,	 a	 fin	 de	 que	 mediante	 sentencia
firme	y	consentida	se	resuelva,	sea	la	nulidad	o	la	impugnación	del	acuerdo.”
(Cas.	1442-2002-Arequipa,	16.09.2002)
JURISPRUDENCIA.—La	 exigencia	 de	 presentar	 copia	 registrales	 no	 se
tiene	 por	 cumplida	 si	 se	 presenta,	 en	 su	 reemplazo,	 copia	 legalizada:
nulidad	de	acuerdo	societario.	“(…)	se	rechaza	la	demanda,	porque	no	ha
recaudado	copias	certificadas	expedida	por	el	registrador	público,	en	el	caso
de	 las	 fichas	 registrales,	 así	 como	 copias	 certificadas	 por	 auxiliar
jurisdiccional,	en	el	caso	de	los	actuados	judiciales:	no	pudiendo	reemplazar
aquellas	por	copias	expedidas	por	notario.	(…)	El	artículo	doscientos	treinta
y	cinco	in	fine	del	Código	Procesal	Civil	con	claridad	prescribe	que	la	copia
del	 documento	 público	 tiene	 el	 mismo	 valor	 que	 el	 original,	 si	 está
certificada	por	auxiliar	jurisdiccional	respectivo,	notario	público	o	fedatario,
según	corresponda.	Por	ello,	 si	a	 la	actora	se	 le	 requirió,	por	ejemplo,	que
presentara	 las	 copias	 certificadas	 de	 los	 asientos	 registrales,	 tenía	 que
obtenerlos	de	los	Registros	Públicos	y	presentarlos	en	el	tiempo	oportuno.
En	 puridad,	 no	 es	 posible	 la	 nulidad	 cuando	 se	 formule	 por	 quien	 ha
propiciado,	permitido	o	dado	lugar	al	vicio,	según	lo	regula	el	artículo	ciento
setenta	 y	 cinco	 inciso	 primero	 del	 Código	 Procesal	 Civil,	 que	 consagra	 la
teoría	de	los	actos	propios	en	materia	procesal.	En	suma,	carece	de	base	real
que	se	afecte	el	derecho	a	un	debido	proceso.”	(C.	S,	Cas.	3108-2008-Lima,
9/14/2010.	V.	P.	Idrogo	Delgado)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	institución	de	la	nulidad	del	derecho	civil
no	se	aplica	con	el	mismo	rigor	en	el	ámbito	societario:	convalidación	de
actos	 societarios	nulos.	 “El	 régimen	 de	 nulidades	 del	 derecho	 civil	 no	 se
aplica	con	el	mismo	rigor	en	el	ámbito	de	las	personas	jurídicas,	por	lo	que
en	este	último	es	posible	la	convalidación	de	actos	societarios	nulos	(...).	El
artículo	 38	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 (LGS)	 ha	 establecido	 que	 los
acuerdos	 societarios	 son	 nulos	 cuando	 son	 adoptados	 con	 omisión	 de	 las
formalidades	de	publicidad	prescritas,	contrarios	a	 las	 leyes	que	 interesan
al	orden	público	o	a	 las	buenas	costumbres,	 a	 las	estipulaciones	del	pacto
social	 o	 del	 estatuto,	 o	 que	 lesionen	 los	 intereses	 de	 las	 sociedades	 en
beneficio	directo	o	indirecto	de	uno	o	varios	socios.	También	son	nulos	los
acuerdos	adoptados	en	conflicto	con	el	pacto	social	o	el	estatuto	así	cuenten
con	 la	 mayoría	 necesaria”.	 (Sunarp,	 R.	 079-2014-Sunarp-TR-A,	 feb.
18/2014.	V.	P.	Víctor	Javier	Peralta	Arana)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Supuestos	 para	 la	 impugnación	 de	 los
acuerdos.	 “La	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 prevé	 la	 impugnación	 de	 los
acuerdos	 de	 la	 junta	 general,	 cuyo	 contenido	 sea	 contrario	 a	 dicha	 ley,	 se
opongan	al	estatuto	o	al	pacto	social	o	lesionen	los	intereses	de	la	sociedad,
así	 como	 los	 que	 incurran	 en	 causal	 de	 anulabilidad.”	 (R.	 397-2001-
ORLC/TR.	12.09.2001)
DOCTRINA.—Copias	 legalizadas	 de	 las	 fichas	 registrales	 deben	 ser
consideradas	 documentos	 públicos:	 nulidad	 de	 acuerdo	 societario.
“(…)	sobre	el	caso	que	nos	atañe,	se	aprecia	que	las	instancias	respectivas,
han	coincidido	en	rechazar	la	presente	demanda	porque	en	esta	última,	no
se	acompañaron	copias	certificadas	expedidas	por	el	registrador	público,	en
el	 caso	 de	 fichas	 registrales	 y	 copias	 certificadas	 por	 el	 auxiliar
jurisdiccional,	en	el	caso	de	actuados	judiciales;	las	mismas	que	no	pueden
ser	reemplazadas	por	copias	legalizadas	expedidas	por	notario	público.	Por
su	parte,	la	empresa	actora	sostiene	que	las	copias	legalizadas	de	las	fichas
registrales	 y	 actuados	 judiciales	 por	 el	 notario	 público,	 tiene	 la	 misma
validez	 que	 si	 hubieran	 sido	 certificadas	 por	 el	 registrador	 público	 y	 el
auxiliar	 jurisdiccional	 (…)	 se	 debe	 destacar	 que,	 el	 artículo	 doscientos
treinta	del	Código	Procesal	Civil,	considera	como	documentos	públicos:	1.	El
otorgado	 por	 funcionario	 público	 en	 ejercicio	 de	 sus	 atribuciones;	 y	 2.	 La
escritura	pública	y	demás	documentos	otorgados	ante	o	por	notario	público,
según	 la	 ley	de	 la	materia.	La	copia	del	documento	público	tiene	el	mismo
valor	que	el	original,	si	está	certificada	por	auxiliar	jurisdiccional	respectivo,
notario	 público	 o	 fedatario,	 según	 corresponda.	 Consecuentemente,	 si	 la
empresa	 actora	 presentó	 copias	 legalizadas	 de	 las	 fichas	 registrales	 y
actuados	 judiciales	 por	 parte	 del	 notario	 público,	 se	 debe	 considerar	 que
estas	constituyen	un	documento	público;	más	aún,	cuando	las	actividades	de
la	 función	 notarial	 se	 circunscribe	 en:	 Autenticación,	 para	 acreditar	 la
validez	o	firmeza	de	un	acto	o	documento;	b)	Legalización,	para	garantizar
la	 realización	 de	 un	 acto	 en	 armonía	 con	 la	 normas	 jurídicas,	 c)
Legitimación,	para	acreditar	plenamente	que	el	acto	celebrado	corresponde
a	 una	 situación	 jurídica	 condicionante	 de	 la	 eficacia	 de	 tal	 acto;	 d)
Configuración	 jurídica,	 para	 revestir	 el	 acto	 jurídico	 de	 la	 formalidad	 que
con	carácter	ad	solemnitatem	exige	la	ley;	y,	e)	Ejecutoriedad	para	dar	a	los
documentos	 formalmente	 extendidos	 la	 firmeza	 respectiva	 en	mérito	 a	 la
comprobación	 (…).”	 (C.	 S,	 Cas.	 3108-2008-Lima,	 9/14/2010.	 Voto	 en
discordia	 de	 los	 magistrados	 Celis	 Zapata,	 Villacorta	 Ramírez,	 Salas
Villalobos	y	Gonzáles	Campos)
DOCTRINA.—Distinción	entre	un	“control	 formal”	de	la	demanda	y	el
“control	material	de	 fondo”.	 “(…)	 corresponde	 ahora	 determinar	 en	 qué
casos	 puede	 entenderse	 que	 el	 rechazo	 liminar	 de	 la	 demanda	 vulnera	 el
derecho	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva,	para	lo	cual	resulta	indispensable
fijar	 los	 parámetros	 que	 permitan	 delimitar	 el	 tipo	 o	 clase	 de	 poder	 que
ejerce	el	juez	frente	a	la	interposición	de	una	demanda;	que,	en	este	orden
de	 ideas,	 es	 posible	 distinguir	 entre	 lo	 que	 es	 un	 ‘control	 formal’	 de	 la
demanda	 y	 el	 ‘control	material	 o	 de	 fondo’,	 siendo	 el	 primero	 el	 que	 será
objeto	 de	 análisis,	 por	 estar	 directamente	 vinculado	 con	 los	 supuestos	 de
inadmisibilidad,	previstos	en	el	artículo	cuatrocientos	veintiséis	del	código
en	 el	 párrafo	 segundo	 establece	 que	 si	 el	 demandante	 no	 cumpliera	 con
subsanar	la	omisión	o	defecto	conforme	a	lo	ordenado,	el	juez	rechazará	la
demanda	y	ordenará	el	archivo	del	expediente,	–en	este	caso	la	demanda	se
rechazó	 porque	 la	 empresa	 accionante	 no	 subsanó	 la	 omisión	 advertida
conforme	 a	 lo	 ordenado	 en	 autos,	 pues,	 no	 acompañó	 copias	 certificadas
expedidas	 por	 registrador	 público,	 en	 el	 caso	 de	 las	 fichas	 registrales,	 y
copias	 certificadas	 por	 auxiliar	 jurisdiccional,	 en	 el	 caso	 de	 los	 actuados
judiciales–	(…)	el	control	 formal	de	la	demanda	implica	que	planteada	una
determinada	 pretensión,	 el	 juez	 no	 queda	 automáticamente	 conminado	 a
pronunciarse	 favorablemente,	 pues,	 el	 derecho	 de	 acceso	 a	 la	 justicia	 no
tiene	 un	 carácter	 absoluto,	 susceptible	 de	 ser	 satisfecho	 al	margen	 de	 las
condiciones	o	requisitos	que	impone	el	ordenamiento;	por	lo	tanto,	se	debe
aceptar	 que	 los	 presupuestos	 establecidos	 en	 el	 ordenamiento	 para	 que
nazca	 el	 deber	 del	 juez	 de	 pronunciarse	 sobre	 el	 fondo	 del	 asunto,
prescriben	 los	 requisitos	 formales	que	deben	observar	 imperativamente	–
las	personas	naturales	o	jurídicas–	para	obtener	la	tutela	de	sus	derechos	o
intereses	 legítimos;	 entonces,	 el	 primer	 control	 que	 debe	 superar	 una
determinada	pretensión	es	respecto	a	su	forma,	es	decir,	el	cumplimiento	de
todos	 los	 presupuestos	 legalmente	 previstos	 para	 que	 una	 demanda	 sea
admitida	 a	 trámite,	 a	 fin	 de	 evitar	 un	 proceso	 inconducente”.	 (C.	 S,	 Cas.
3108-2008-Lima,	9/14/2010.	Fundamento	de	voto	del	magistrado	Gonzáles
Campos)
DOCTRINA.—Principios	reguladores	para	calificar	la	demanda.	“(…)	la
Ley	Procesal	ha	previsto	 tres	momentos	claramente	diferenciados,	 los	que
constituyen	 filtros	 para	 que	 se	 presente	 una	 relación	 jurídico-procesal
válida:	 i)	 La	 calificación	 de	 la	 demanda,	 momento	 en	 que	 el	 juez	 debe
verificar	 si	 se	 cumplieron	con	 las	exigencias	 legales	para	admitirla,	 y	 si	 se
presentan	 algunos	 de	 los	 supuestos	 de	 inadmisibilidad	 o	 improcedencia
previstos	en	los	artículos	cuatrocientos	veintiséis	y	cuatrocientos	veintisiete
del	 Código	 Procesal	 Civil;	 ii)	 La	 etapa	 de	 saneamiento	 procesal,	 donde	 el
juez,	ya	sea	por	existir	cuestionamientos	de	parte,	o	por	advertirlo	de	oficio,
puede	decretar	la	existencia	de	un	defecto	que	invalida	la	relación	procesal,
con	las	consecuencias	previstas	en	el	artículo	cuatrocientos	sesenta	y	cinco
del	 acotado	 Código	 Procesal;	 y,	 iii)	 La	 emisión	 de	 la	 sentencia	 que
corresponda	(…)	los	principios	reguladores	de	la	calificación	de	la	demanda,
y,	 sobre	 los	 que	 reposan	 la	 facultad	 del	 juez	 de	 rechazarla	 liminarmente,
son:	a)	El	principio	de	legalidad	o	especificidad,	en	virtud	del	cual,	la	causal
de	 inadmisibilidad	 o	 improcedencia	 sólo	 se	 declara	 cuando	 la	 ley
expresamente	o	implícitamente	la	establece,	esto	es,	sólo	se	pueden	invocar
las	causales	expresamente	reguladas	en	el	ordenamiento;	b)	El	principio	pro
actione	 o	 de	 favorecimiento	 al	 proceso,	 que	 constituye	 un	 régimen
interpretativo	en	 función	del	derecho	a	 la	 tutela	 jurisdiccional	efectiva,	 en
virtud	del	cual,	ante	cualquier	duda	en	el	momento	de	calificar	la	demanda,
se	 debe	 dar	 trámite	 al	 proceso;	 y,	 c)	 El	 principio	 de	 la	 relación	 jurídica
procesal,	cuya	existencia	se	origina	con	la	demanda	dirigida	al	juez,	a	la	que
luego	se	integra	el	emplazado	(…)”	(C.	S,	Cas.	3108-2008-Lima,	9/14/2010.
Fundamento	de	voto	del	magistrado	Gonzáles	Campos)
DOCTRINA.—El	Perú	se	adhiere	al	sistema	de	organización	notarial	de
tipo	 latino.	 “(…)	 a	 mayor	 abundamiento,	 se	 tiene	 que,	 nuestro	 país	 se
adscribe	al	sistema	de	organización	notarial	de	tipo	latino,	en	virtud	del	cual
el	 notario	 es	 un	 profesional	 del	 derecho	 que,	 en	 forma	 imparcial	 e
independiente,	 ejerce	 una	 función	 pública	 consistente	 en	 autenticar,
redactar,	 conservar	 y	 reproducir	 los	 documentos,	 así	 como	 asesorar	 de
manera	 imparcial	 a	 quienes	 soliciten	 su	 intervención,	 incluyéndose	 la
certificación	de	hechos	(…);	Sétimo.-	Que,	por	último,	se	debe	destacar	que
los	 artículos	 cuatrocientos	 veinticuatro	 y	 cuatrocientos	 veinticinco	 del
Código	Procesal	Civil,	no	exige	los	requisitos	que	sirvieron	de	sustento	a	las
resoluciones	 expedidas	 por	 las	 respectivas	 instancias	 para	 rechazar	 la
demanda;	 pues	 en	 todo	 caso	 se	 estaría	 valorando	 y	 restando	 eficacia
probatoria	a	los	medios	probatorios	aportados	por	la	empresa	demandante
en	 una	 etapa	 del	 proceso	 que	 no	 corresponde	 (etapa	 postulatoria);
consecuentemente,	se	configura	 la	causal	denunciada	cuando	se	vulnera	el
acceso	 a	 la	 tutela	 jurisdiccional	 efectiva	 y	 por	 ende,	 el	 derecho	 al	 debido
proceso.”	(C.	S,	Cas.	3108-2008-Lima,	9/14/2010.	Voto	en	discordia	de	 los
magistrados	 Celis	 Zapata,	 Villacorta	 Ramírez,	 Salas	 Villalobos	 y	 Gonzáles
Campos)
Ley	26887.
ART.	 39.—Beneficios	 y	 pérdidas.	 La	 distribución	 de	 beneficios	 a	 los
socios	 se	 realiza	 en	 proporción	 a	 sus	 aportes	 al	 capital.	 Sin	 embargo,	 el
pacto	social	o	el	estatuto	pueden	fijar	otras	proporciones	o	formas	distintas
de	distribución	de	los	beneficios.
Todos	los	socios	deben	asumir	la	proporción	de	las	pérdidas	de	la	sociedad
que	se	 fije	en	el	pacto	social	o	el	estatuto.	Sólo	puede	exceptuarse	de	esta
obligación	a	 los	 socios	que	 aportan	únicamente	 servicios.	A	 falta	de	pacto
expreso,	 las	 pérdidas	 son	 asumidas	 en	 la	 misma	 proporción	 que	 los
beneficios.
Está	 prohibido	 que	 el	 pacto	 social	 excluya	 a	 determinados	 socios	 de	 las
utilidades	o	los	exonere	de	toda	responsabilidad	por	las	pérdidas,	salvo	en
este	último	caso,	por	lo	indicado	en	el	párrafo	anterior.
Ley	26702.
ART.	72.—Distribución	de	utilidades.	Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el
artículo	355	de	 la	presente	 ley,	en	 tanto	 la	 junta	general	de	accionistas	no
haya	aprobado	el	respectivo	balance	final	y	la	correspondiente	distribución
de	utilidades,	las	empresas	están	impedidas	de	repartir	éstas	con	cargo	a	las
ganancias	netas	de	un	ejercicio	anual,	así	como	de	otorgar	a	sus	directores
participación	en	las	utilidades.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Es	 lícito	 pactar	 causales	 de	 exclusión	 de
socios	 en	 las	 sociedades	 anónimas	 ordinarias,	 pero	 no	 estipular
sanciones	que	impidan	la	percepción	de	utilidades.	“Que,	la	incorporación
de	algunas	de	las	reglas	propias	de	las	sociedades	anónimas	cerradas	en	el
estatuto	 de	 las	 sociedades	 anónimas	 ordinarias	 es	 una	 práctica	 común	 y
aceptada;	así	el	derecho	de	adquisición	preferente	en	caso	de	transferencia
de	 acciones,	 que	 se	 encuentra	 regulado	 para	 las	 sociedades	 anónimas
cerradas,	 es	 también	 incluido	 en	 el	 estatuto	 de	 muchas	 sociedades
anónimas	 ordinarias,	 a	 pesar	 de	 ser	 un	 rasgo	 propio	 de	 las	 sociedades
personalistas;	 en	 cambio,	 se	 encuentra	 expresamente	 prohibido	 estipular
este	derecho	de	preferencia	en	las	sociedades	anónimas	abiertas,	salvo	para
el	 caso	de	 las	 acciones	no	 inscritas	 en	 el	Registro	Público	del	Mercado	de
Valores	(...)	no	existe	norma	que	prohíba	pactar	la	exclusión	de	accionistas
en	la	sociedad	anónima	ordinaria,	que	la	exclusión	de	accionistas	no	es	una
característica	esencial	de	las	sociedades	anónimas	cerradas	y	que	no	existe
inconveniente	en	 incluir	en	el	estatuto	de	sociedades	anónimas	ordinarias
disposiciones	previstas	de	 la	 sociedad	anónima	ordinarias	 es	 lícito;	por	 lo
tanto,	 como	 queda	 dicho	 es	 lícito	 que	 se	 haya	 pactado	 la	 exclusión	 de
accionistas	 en	 el	 estatuto	 de	 (...);	 debe	 dejarse	 constancia	 que	 la	 socia
excluida	 tiene	 el	 derecho	 de	 impugnar	 judicialmente	 el	 acuerdo	 de
exclusión,	 no	 constituyendo	 lo	 antes	 expuesto	 un	 juicio	 respecto	 a	 la
legalidad	y	adecuación	al	estatuto	de	dicho	acuerdo	(...).
La	 regla	 fundamental	 en	 las	 sociedades,	 relativa	 a	 los	 beneficios	 y	 las
pérdidas	sociales,	es	la	de	la	proporcionalidad	entre	los	socios.	Dicha	regla
consiste	 en	 que,	 tanto	 en	 el	 caso	 de	 utilidades	 como	de	 pérdidas,	 ellas	 se
distribuyen	o	asumen	en	proporción	al	aporte	de	cada	socio.	Sin	embargo,	la
ley	 permite	 toda	 clase	 de	 pactos	 que	 establezcan	 formas	 o	 proporciones
diferentes,	mientras	no	se	llegue	al	extremo	de	la	exclusión	(...).
Esta	 norma	 responde	 al	 principio	 societario	 según	 el	 cual	 no	 es	 propio
participar	en	el	negocio	jurídico	llamado	sociedad	sin	que	el	socio	no	pueda
percibir	 una	 parte	 de	 los	 beneficios	 o	 que	 no	 asuma	 riesgo	 de	 ninguna
especie	 por	 las	 operaciones	 que	 realice	 la	 persona	 jurídica	 de	 la	 que	 es
socio.
Por	 lo	 tanto,	 no	 puede	 pactarse	 en	 el	 estatuto	 de	 una	 sociedad	 anónima
ordinaria	 las	 sanciones	 de	 no	 percibir	 utilidades	 y	 de	 no	 participar	 del
patrimonio	 neto	 resultante	 de	 la	 liquidación;	 por	 lo	 que	 se	 confirma	 el
segundo	 extremo	 de	 la	 tacha”.	 (Sunarp,	 R.	 747-2014-Sunarp-TR-L,	 abr.
15/2014.	V.	P	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
Ley	26887.
ART.	40.—Reparto	de	utilidades.	La	distribución	de	utilidades	sólo	puede
hacerse	 en	 mérito	 de	 los	 estados	 financieros	 preparados	 al	 cierre	 de	 un
período	 determinado	 o	 la	 fecha	 de	 corte	 en	 circunstancias	 especiales	 que
acuerde	 el	 directorio.	 Las	 sumas	 que	 se	 repartan	 no	 pueden	 exceder	 del
monto	de	las	utilidades	que	se	obtengan.
Si	se	ha	perdido	una	parte	del	capital	no	se	distribuye	utilidades	hasta	que
el	capital	sea	reintegrado	o	sea	reducido	en	la	cantidad	correspondiente.
Tanto	 la	 sociedad	 como	 sus	 acreedores	 pueden	 repetir	 por	 cualquier
distribución	de	utilidades	hecha	en	contravención	con	este	artículo,	contra
los	 socios	 que	 las	 hayan	 recibido,	 o	 exigir	 su	 reembolso	 a	 los
administradores	que	las	hubiesen	pagado.	Estos	últimos	son	solidariamente
responsables.
Sin	 embargo,	 los	 socios	 que	 hubiesen	 actuado	 de	 buena	 fe	 estarán
obligados	 sólo	 a	 compensar	 las	 utilidades	 recibidas	 con	 las	 que	 les
correspondan	en	los	ejercicios	siguientes,	o	con	la	cuota	de	liquidación	que
pueda	tocarles.
Ley	26887.
ART.	 41.—Contratos	 preparatorios	 en	 sociedades.	 Los	 contratos
preparatorios	que	celebren	las	sociedades	reguladas	por	esta	ley	o	los	que
tengan	 por	 objeto	 las	 acciones,	 participaciones	 o	 cualquier	 otro	 título
emitidos	por	ellas	son	válidos	cualquiera	sea	su	plazo,	salvo	cuando	esta	ley
señale	un	plazo	determinado.
Ley	26887.
ART.	42.—Correspondencia	de	la	sociedad.	En	 la	correspondencia	de	 la
sociedad	 se	 indicará,	 cuando	 menos,	 su	 denominación,	 completa	 o
abreviada,	 o	 su	 razón	 social	 y	 los	 datos	 relativos	 a	 su	 inscripción	 en	 el
registro.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	15.—Denominación	y	razón	social.	No	es	inscribible	la	sociedad	que
adopte	una	denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón	social	igual	a	la
de	otra	preexistente	en	el	índice.
Tampoco	 es	 inscribible	 la	 sociedad	 que	 adopte	 una	 denominación
abreviada	que	no	esté	compuesta	por	palabras,	primeras	letras	o	sílabas	de
la	denominación	completa.	No	es	exigible	la	inclusión	de	siglas	de	la	forma
societaria	en	la	denominación	abreviada,	salvo	mandato	legal	en	contrario.
Ley	26887.
ART.	 43.—Publicaciones.	 Incumplimiento.	 Las	 publicaciones	 a	 que	 se
refiere	 esta	 ley	 serán	 hechas	 en	 el	 periódico	 del	 lugar	 del	 domicilio	 de	 la
sociedad	encargado	de	la	inserción	de	los	avisos	judiciales.
Las	sociedades	con	domicilio	en	las	provincias	de	Lima	y	Callao	harán	las
publicaciones	cuando	menos	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	y	en	uno	de	los
diarios	de	mayor	circulación	de	Lima	o	del	Callao,	según	sea	el	caso.
La	falta	de	la	publicación,	dentro	del	plazo	exigido	por	la	ley,	de	los	avisos
sobre	determinados	acuerdos	societarios	en	protección	de	los	derechos	de
los	socios	o	de	terceros,	prorroga	los	plazos	que	la	ley	confiere	a	éstos	para
el	ejercicio	de	sus	derechos,	hasta	que	se	cumpla	con	realizar	la	publicación.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	38.—Publicaciones.	Cuando,	para	 la	 inscripción	de	un	determinado
acto,	 este	 reglamento	 exija	 la	 presentación	 de	 publicaciones,	 ello	 se
cumplirá	 mediante	 la	 hoja	 original	 pertinente	 del	 periódico	 respectivo.
Alternativamente,	 se	 insertará	 en	 la	 escritura	 pública	 o	 se	 adjuntará	 una
certificación	 notarial	 que	 contenga	 el	 texto	 del	 aviso,	 la	 fecha	 de	 la
publicación	y	el	diario	en	que	se	ha	publicado.
Ley	26887.
ART.	44.—Publicaciones.	Dentro	de	los	quince	primeros	días	de	cada	mes
la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 los	 Registros	 Públicos	 publicará	 en	 el
Diario	Oficial	El	Peruano	una	relación	de	 las	sociedades	cuya	constitución,
disolución	 o	 extinción	 haya	 sido	 inscrita	 durante	 el	 mes	 anterior,	 con
indicación	de	su	denominación	o	razón	social	y	los	datos	de	su	inscripción.
En	 la	 misma	 oportunidad	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 los	 Registros
Públicos	 publicará,	 en	 el	 referido	 Diario	 Oficial,	 una	 relación	 de	 las
modificaciones	de	estatuto	o	pacto	social	inscritas	durante	el	mes	anterior,
con	 indicación	 de	 la	 denominación	 o	 razón	 social,	 una	 sumilla	 de	 la
modificación	y	los	datos	de	inscripción	de	la	misma.
Para	efecto	de	 lo	dispuesto	en	 los	párrafos	anteriores,	dentro	de	 los	diez
primeros	 días	 útiles	 de	 cada	 mes	 las	 oficinas	 registrales,	 bajo
responsabilidad	de	 su	 titular,	 remitirán	a	 la	 Superintendencia	Nacional	de
los	Registros	Públicos	la	información	correspondiente.
Ley	26887.
ART.	 45.—Plazos.	 Salvo	 expresa	 disposición	 en	 contrario,	 los	 plazos
contenidos	en	esta	ley	se	computan	con	arreglo	al	Código	Civil.
C.	C.
ART.	 183.—El	 plazo	 se	 computa	 de	 acuerdo	 al	 calendario	 gregoriano,
conforme	a	las	siguientes	reglas:
1.	El	plazo	señalado	por	días	se	computa	por	días	naturales,	salvo	que	la	ley
o	el	acto	jurídico	establezcan	que	se	haga	por	días	hábiles.
2.	El	plazo	señalado	por	meses	se	cumple	en	el	mes	del	vencimiento	y	en	el
día	 de	 éste	 correspondiente	 a	 la	 fecha	 del	 mes	 inicial.	 Si	 en	 el	 mes	 de
vencimiento	falta	tal	día,	el	plazo	se	cumple	el	último	día	de	dicho	mes.
3.	El	plazo	señalado	por	años	se	rige	por	las	reglas	que	establece	el	inciso	2.
4.	El	plazo	excluye	el	día	inicial	e	incluye	el	día	del	vencimiento.
5.	El	plazo	cuyo	último	día	sea	inhábil,	vence	el	primer	día	hábil	siguiente.
Ley	26887.
ART.	46.—Copias	certificadas.	Las	copias	certificadas	a	que	se	refiere	esta
ley	 pueden	 ser	 expedidas	mediante	 fotocopias	 autenticadas	 por	 notario	 o
por	 el	 administrador	 o	 gerente	 de	 la	 sociedad,	 según	 el	 caso,	 con	 las
responsabilidades	de	ley.
Las	 copias	 certificadas	 para	 los	 actos	 que	 requieran	 inscripción	 deberán
ser	certificadas	por	notario.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	7°.—Constancias	o	certificaciones.	Las	constancias	o	certificaciones
previstas	por	este	reglamento	que	sean	expedidas	por	el	gerente	general	o
el	 representante,	 debidamente	 autorizado,	 tendrán	 el	 carácter	 de
declaraciones	 juradas,	 las	 que	 se	 emitirán	 con	 las	 responsabilidades
correspondientes	de	las	personas	que	las	formulan.
La	 constancia	 o	 certificación	 incluirá	 el	 nombre	 completo,	 documento	 de
identidad	y	domicilio	del	declarante.
Cuando	se	trate	de	constancias	o	certificaciones	que	no	estén	insertas	en	la
escritura	pública,	la	firma	del	declarante	deberá	ser	legalizada	por	notario	o
cuando	la	ley	lo	permita	por	fedatario	de	la	oficina	registral	respectiva.
Las	 declaraciones	 juradas	 o	 certificaciones	 que	 se	 exigen	 para	 la
inscripción	de	poderes	otorgados	por	sociedades	constituidas	o	sucursales
establecidas	 en	 el	 extranjero	 se	 rigen	 por	 las	 normas	 contenidas	 en	 el
Capítulo	Sexto	del	Título	Cuarto	de	este	reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	8°.—Alcances	de	la	responsabilidad	del	registrador.	El	registrador
debe	actuar	con	la	debida	diligencia	de	acuerdo	a	sus	funciones.	No	asume
responsabilidad	 por	 la	 autenticidad	 ni	 por	 el	 contenido	 del	 libro	 u	 hojas
sueltas,	 acta	 o	 documento,	 ni	 por	 la	 firma,	 identidad,	 capacidad	 o
representación	 de	 quienes	 aparecen	 suscribiéndolos.	 Tampoco,	 es
responsable	 por	 la	 veracidad	 de	 los	 actos	 y	 hechos	 a	 que	 se	 refieren	 las
constancias	o	certificaciones	que	se	presenten	al	registro.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	167.—Requisitos	 de	 las	 declaraciones	 juradas	 y	 certificaciones.
Las	 declaraciones	 juradas	 y	 certificaciones,	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo
anterior,	deberán	consignar	los	nombres	completos	de	los	declarantes	y	su
domicilio.
Las	 firmas	de	quienes	brindan	 las	declaraciones	 juradas	o	certificaciones,
deberán	 estar	 legalizadas	 ante	 notario,	 cónsul	 peruano	 o	 autoridad
extranjera	competente.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 168.—Alcances	 de	 la	 responsabilidad	 del	 registrador.	 El
registrador,	 deberá	 actuar	 con	 la	 debida	 diligencia,	 de	 acuerdo	 a	 sus
funciones.	No	asume	responsabilidad	por	el	contenido	y	alcances	del	poder,
la	 firma,	 la	 identidad,	 la	 capacidad	 o	 la	 representación	 del	 otorgante	 del
poder	o	de	quien	brinda	la	declaración	jurada	o	certificación.
Ley	26887.
ART.	 47.—Emisión	 de	 títulos	 y	 documentos.	 Para	 la	 emisión	 de	 los
títulos	y	documentos	a	que	se	refiere	esta	ley,	se	puede	utilizar,	en	lugar	de
firmas	autógrafas,	medios	mecánicos	o	electrónicos	de	seguridad.
Ley	26887.
ART.	48.—Modificado.	D.	Leg.	1071,	Tercera	Disposición	Modificatoria.
Arbitraje.	Los	socios	o	accionistas	pueden	en	el	pacto	o	en	el	estatuto	social
adoptar	 un	 convenio	 arbitral	 para	 resolver	 las	 controversias	 que	 pudiera
tener	 la	sociedad	con	sus	socios,	accionistas,	directivos,	administradores	y
representantes,	 las	 que	 surjan	 entre	 ellos	 respecto	 de	 sus	 derechos	 u
obligaciones,	 las	 relativas	al	 cumplimiento	de	 los	 estatutos	o	 la	 validez	de
los	acuerdos	y	para	cualquier	otra	situación	prevista	en	esta	ley.
El	 convenio	 arbitral	 alcanza	 a	 los	 socios,	 accionistas,	 directivos,
administradores	y	representantes	que	se	incorporen	a	la	sociedad	así	como
a	aquellos	que	al	momento	de	suscitarse	la	controversia	hubiesen	dejado	de
serlo.
El	convenio	arbitral	no	alcanza	a	las	convocatorias	a	juntas	de	accionistas	o
socios.
El	pacto	o	estatuto	social	puede	también	contemplar	un	procedimiento	de
conciliación	para	resolver	la	controversia	con	arreglo	a	la	ley	de	la	materia.
JURISPRUDENCIA.—Acuerdo	conciliatorio	constituye	título	de	ejecución,
si	 contiene	 taxativamente	 acuerdos	 exigibles.	 “(…)	 se	 advierte	 que	 el
presente	 proceso	 es	 uno	 de	 ejecución	 de	 acta	 de	 conciliación	 (…),	 cuya
finalidad	esencial,	es	 la	ejecución	de	 los	acuerdos	contenidos	en	el	acta	de
conciliación	extrajudicial,	 en	 tanto	 se	 constituye	en	un	 título	de	ejecución,
conteniendo	derechos,	deberes	y	obligaciones	ciertas,	expresas	y	exigibles,
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	18	de	la	Ley	26872.	(…)	En	cuanto	a	la
naturaleza	de	 la	conciliación	extrajudicial,	corresponde	señalar	que	es	una
de	 las	 formas	 de	 composición	 directa	 de	 aquellos	 conflictos	 que	 surgen
entre	 las	 partes,	 con	 la	 intervención	 de	 un	 tercero	 llamado	 conciliador,
quien	aprecia	las	posiciones	antagónicas	de	ambas	partes,	ofrece	la	solución
de	la	controversia,	produciéndose	a	su	vez	el	concilium,	como	un	encuentro
de	voluntad	de	los	intervinientes	del	acuerdo	conciliatorio,	el	mismo	que	a
su	vez	constituye	título	de	ejecución,	en	tal	virtud,	cualquiera	de	las	partes
puede	exigir	ante	el	órgano	jurisdiccional	correspondiente	el	cumplimiento
de	lo	convenido,	siguiendo	lo	previsto	en	el	artículo	713	del	código	adjetivo
–Ejecución	 de	 resoluciones	 judiciales–	 en	 razón	 a	 ello	 y	 considerando	 lo
(sic)	 efectos	 que	 conlleva	 el	 acto	 conciliatorio	 con	 los	 alcances	 de	 la	 cosa
juzgada,	tal	cual	sería	una	resolución	firme,	las	estipulaciones	contenidas	en
la	misma	deben	ser	precisas,	claras	y	concretas,	de	tal	manera	que	faciliten
la	labor	interpretativa	del	acuerdo	arribado,	considerando	la	naturaleza	del
proceso	de	ejecución	de	resoluciones	judiciales	(…).”	(CS.,	Cas.	3989-2008-
Lima,	mar.	05/2009.	V.	P.	Solís	Espinoza)
Ley	26887.
ART.	 49.—Caducidad.	 Las	 pretensiones	 del	 socio	 o	 de	 cualquier	 tercero
contra	 la	 sociedad,	 o	 viceversa,	 por	 actos	 u	 omisiones	 relacionados	 con
derechos	 otorgados	 por	 esta	 ley,	 respecto	 de	 los	 cuales	 no	 se	 haya
establecido	 expresamente	 un	 plazo,	 caducan	 a	 los	 dos	 años	 a	 partir	 de	 la
fecha	correspondiente	al	acto	que	motiva	la	pretensión.
C.	C.
ART.	2003.—La	caducidad	extingue	el	derecho	y	la	acción	correspondiente.
C.	C.
ART.	 2004.—Los	 plazos	 de	 caducidad	 los	 fija	 la	 ley,	 sin	 admitir	 pacto
contrario.
C.	C.
ART.	2005.—La	caducidad	no	admite	 interrupción	ni	suspensión,	salvo	el
caso	previsto	en	el	artículo	1994,	inciso	8.
C.	C.
ART.	 2006.—La	 caducidad	 puede	 ser	 declarada	 de	 oficio	 o	 a	 petición	 de
parte.
C.	C.
ART.	2007.—La	caducidad	se	produce	transcurrido	el	último	día	del	plazo,
aunque	éste	sea	inhábil.
JURISPRUDENCIA.—La	 caducidad	procura	 la	 seguridad	 jurídica.	“En	 el
instituto	 de	 la	 caducidad,	 a	 diferencia	 de	 la	 prescripción,	 se	 aprecia	 el
imperativo	de	 la	 ley	por	 asegurar	una	 situación	 jurídica,	 lo	que	 se	 explica
por	su	íntima	vinculación	con	el	interés	colectivo	y	la	seguridad	jurídica;	por
ello,	el	juez	está	facultado	para	aplicarla	de	oficio	en	una	verdadera	función
de	policía	jurídica,	superando	el	interés	individual	ya	que	no	cabe	renuncia
ni	 pacto	 en	 contrario.	 Por	 esa	 misma	 razón,	 la	 caducidad	 se	 produce
transcurrido	 el	 último	día	del	 plazo,	 aunque	 éste	 sea	 inhábil.”	 (Cas.	 2566-
1999-Callao,	11.01.2000)
JURISPRUDENCIA.—Cualquier	 pretensión	 del	 socio	 o	 de	 cualquier
tercero	 contra	 la	 sociedad,	 o	 viceversa,	 sin	plazo	 expreso	 caduca	a	 los
dos	años.	 “Existe	 error	 en	 las	 instancias	 de	mérito	 al	 invocar	 y	 aplicar	 el
plazo	de	caducidad	de	un	año	previsto	en	el	último	párrafo	del	artículo	150
de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 referida	 a	 la	 ‘acción	 de	 nulidad’	 para	 la
invalidación	 de	 los	 acuerdos	 adoptados	 por	 la	 junta	 general.	No	 obstante,
como	la	misma	norma	desarrolla,	aquélla	está	referida	a	los	acuerdos	de	la
junta	 general,	 siendo	 que	 en	 autos	 no	 se	 demanda	 la	 nulidad	 de	 ningún
acuerdo	de	esa	naturaleza,	sino	que	se	pretende	la	nulidad	de	la	sesión	de
directorio	 de	 fecha	 veintitrés	 de	 abril	 de	mil	 novecientos	 noventa	 y	 ocho,
debido	a	que	uno	de	 los	accionistas	no	participó	en	ella,	suplantándose	su
firma.	En	tal	sentido,	no	resulta	la	aplicación	de	la	norma	especial	contenida
en	 el	 artículo	 150	 de	 la	 Ley	 número	 26887	 sino	 las	 reglas	 especiales
previstas	 en	 los	 artículos	 38	 y	 49	de	 la	 citada	 Ley	General	 de	 Sociedades,
conforme	 a	 las	 cuales	 las	 pretensiones	 del	 socio	 o	 de	 cualquier	 tercero
contra	 la	 sociedad,	 o	 viceversa,	 por	 actos	 u	 omisiones	 relacionados	 con
derechos	 otorgados	 por	 esa	 ley,	 respecto	 de	 los	 cuales	 no	 se	 haya
establecido	 expresamente	 un	 plazo,	 caducan	 a	 los	 dos	 años	 a	 partir	 de	 la
fecha	 correspondiente	 al	 acto	 que	 motiva	 la	 pretensión”.	 (CS,	 Cas.	 2062-
2013-Lima,	jul.	07/2014.	V.	P.	Ticona	Postigo)
LIBRO	SEGUNDO
SOCIEDAD	ANÓNIMA
SECCIÓN	PRIMERA
DISPOSICIONES	GENERALES
TÍTULO	ÚNICO
Ley	26887.
ART.	50.—Denominación.	La	sociedad	anónima	puede	adoptar	cualquier
denominación,	 pero	 debe	 figurar	 necesariamente	 la	 indicación	 “sociedad
anónima”	o	las	siglas	“S.A.”.	Cuando	se	trate	de	sociedades	cuyas	actividades
sólo	pueden	desarrollarse,	de	acuerdo	con	la	ley,	por	sociedades	anónimas,
el	uso	de	la	indicación	o	de	las	siglas	es	facultativo.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Es	 factible	 la	 transformación	 de	 una
asociación	civil	en	sociedad	anónima,	siempre	que	los	bienes	se	destinen
al	fin	contemplado.	“En	consecuencia,	lo	que	este	colegiado	debe	dilucidar
principalmente	 es	 si	 para	 la	 constitución	 de	 una	 sociedad	 producto	 de	 la
trasformación	de	una	asociación	se	requiere	acreditar	la	entrega	de	nuevos
aportes	realizados	por	los	socios,	o	puede	realizarse	a	través	del	patrimonio
que	formó	parte	de	dicha	asociación	(...).
3.	 Ahora	 bien,	 dicho	 esto,	 es	 menester	 señalar	 que	 el	 Código	 Civil	 no
contiene	 reglamentación	 alguna	 acerca	 de	 la	 trasformación	 de	 una
asociación	a	sociedad.
En	efecto,	Espinoza	Espinoza	advierte	que	‘nuestro	Código	Civil	adolece	de
una	 regulación	 especial	 de	 estos	 supuestos	 en	 el	 caso	 de	 las	 personas
jurídicas	 no	 lucrativas.	 En	 atención	 a	 ello	 resulta	 conveniente	 que	 el
operador	 jurídico	 aplique,	 en	 la	 medida	 que	 ello	 sea	 posible,	 la
normatividad	 establecida	 en	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 Ley	N°	 26887,
del	0911211997.	Esto	en	virtud	de	que	si	bien	 la	 finalidad	 (lucrativa	o	no
lucrativa)	 difiere	 entre	 la	 asociación,	 la	 fundación	 y	 el	 comité	 frente	 a	 las
sociedades,	 todos	estos	sujetos	de	derecho	participan	de	 la	misma	esencia
de	ser	personas	jurídicas’.
(...)	 ‘el	 patrimonio	 de	 la	 asociación	 es	 intangible;	 no	 obstante,	 esta
circunstancia	no	se	constituye	en	una	barrera	infranqueable	que	impida	de
manera	absoluta	la	trasformación.
En	 este	 supuesto,	 al	 patrimonio	 de	 la	 asociación	 debe	 dársele	 el	 destino
previsto	en	su	estatuto	para	el	caso	de	su	eventual	liquidación	y	los	nuevos
socios,	 están	 en	 la	 obligación	 de	 realizar	 nuevos	 aportes	 para	 el	 capital
inicial	 de	 la	 sociedad	 mercantil”.	 (Sunarp,	 R.	 714-2013-Sunarp-TR-L,	 abr.
28/2013.	V.	P.	Samuel	Gálvez	Troncos)
MODELO	DE	CONSTITUCIÓN	DE	SOCIEDAD	ANÓNIMA
NOTA:	 Este	modelo	 se	 encuentra	 disponible	 para	 facilitar	 el	 llenado,	 impresión	 y	 utilización	 del
mismo.
Señor	notario:
Sírvase	 usted	 extender	 en	 su	 registro	 de	 escritura	 pública,	 una	 constitución
simultánea	 de	 sociedad	 anónima,	 que	 otorgan:	 ……………,	 de	 nacionalidad
peruana,	 profesión	 .................,	 con	 D.N.I.	 ……….,	 estado	 civil	 ………..,	 de
nacionalidad	 peruana,	 profesión	 ......................,	 con	 D.N.I.	 ………………,	 con	 L.M.
…………..,	estado	civil……….;
Todos	 señalando	 domicilio	 común	 para	 efectos	 de	 este	 instrumento	 en:
……………………..,	distrito	de	…………….,	provincia	de	…………………,	departamento
de	………………
Primero.-	 Por	 el	 presente	 pacto	 social,	 los	 otorgantes	 manifiestan	 su	 libre
voluntad	de	 constituir	una	 sociedad	anónima,	bajo	 la	denominación	de	………,
pudiendo	 utilizar	 la	 abreviatura	 de	 ………………..,	 se	 obligan	 a	 efectuar	 los
aportes	 para	 la	 formación	 del	 capital	 social	 y	 a	 formular	 el	 correspondiente
estatuto.
Segundo.-	El	monto	del	capital	de	la	sociedad	es	de	S/.	.....	(	........	y	00/100	en
nuevos	soles)	dividido	en	......	acciones	nominativas	de	un	valor	nominal	de	......
cada	una,	suscritas	y	pagadas	de	la	siguiente	manera:
•	 .......................,	 suscribe	 .....	 acciones	 nominativas	 y	 paga	 S/.	 .......	 mediante
aportes	en	bienes	no	dinerarios.
•	......................,	suscribe	....	acciones	nominativas	y	paga	S/.......	mediante	aportes
en	bienes	no	dinerarios.
El	capital	social	se	encuentra	totalmente	suscrito	y	pagado.
Tercero.-	Los	otorgantes	declaran	que	los	bienes	no	dinerarios	aportados	a	la
sociedad	son	los	que	a	continuación	se	detallan,	y	que	el	criterio	adoptado	para
la	valorización,	en	cada	caso,	es	el	que	se	indica:
Descripción	de	los	bienes	Criterio	para	valorización	Valor	asignado
................................................	.............................................	............................
................................................	.............................................	.............................
Lo	 que	 hace	 un	 total	 general	 de	 S/.	 .........	 (.................	 y	 00/100	 nuevos	 soles)
como	aportes	en	bienes	no	dinerarios	al	capital	de	la	empresa.
Cuarto.-	 La	 sociedad	 se	 regirá	 por	 el	 estatuto	 siguiente	 y	 en	 todo	 lo	 no
previsto	por	este,	se	estará	a	 lo	dispuesto	por	 la	Ley	General	de	Sociedades	–
Ley	26887–	que	en	adelante	se	le	denominará	la	“Ley”.
Estatuto
Artículo	 1°.-	 Denominación	 -	 duración	 -	 domicilio:	 La	 sociedad	 se
denomina	 “	 ...................................................”,	 pudiendo	 usar	 la	 abreviatura:	 “
.....................................................”.
Tiene	una	duración	indeterminada,	inicia	sus	operaciones	en	la	fecha	de	este
pacto	y	adquiere	personalidad	 jurídica	desde	su	 inscripción	en	el	Registro	de
Personas	Jurídicas	de	......................
Su	 domicilio	 es	 la	 provincia	 de:	 ..............,	 departamento	 de	 ............,	 pudiendo
establecer	sucursales	u	oficinas	en	cualquier	lugar	del	país	o	en	el	extranjero.
Artículo	 2°.-	 Objeto	 social:	 La	 sociedad	 tiene	 por	 objeto	 dedicarse	 a:
................................
Se	entienden	incluidos	en	el	objeto	social	los	actos	relacionados	con	el	mismo
que	coadyuven	a	 la	realización	de	sus	 fines.	Para	cumplir	dicho	objeto,	podrá
realizar	todos	aquellos	actos	y	contratos	que	sean	lícitos,	sin	restricción	alguna.
Artículo	3°.-	 Capital	 social:	El	monto	 del	 capital	 social	 es	 de	 S/.	 ....	 (.........	 y
00/100	 nuevos	 soles)	 representado	 por	 ....	 acciones	 nominativas	 de	 un	 valor
nominal	de	S/.	.............	cada	una.
El	capital	social	se	encuentra	totalmente	suscrito	y	pagado.
Artículo	 4°.-	 Acciones:	 La	 creación,	 emisión,	 representación,	 propiedad,
matrícula,	clases	de	acciones,	transmisión,	adquisición,	derechos	y	gravámenes
sobre	acciones,	se	sujeta	a	lo	dispuesto	por	los	artículos	82	a	110	de	la	“Ley”.
Artículo	5°.-	Régimen	de	los	órganos	de	la	sociedad:
Junta	 general	 de	 accionistas:	La	 junta	 general	 de	 accionistas	 es	 el	 órgano
supremo	 de	 la	 sociedad.	 Los	 accionistas	 constituidos	 en	 junta	 general
debidamente	 convocada,	 y	 con	 el	 quórum	 correspondiente,	 deciden	 por	 la
mayoría	que	establece	 la	 “Ley”	 los	asuntos	propios	de	su	competencia.	Todos
los	 accionistas	 incluso	 los	 disidentes	 y	 los	 que	no	hubieran	participado	 en	 la
reunión,	están	sometidos	a	los	acuerdos	adoptados	por	la	junta	general.
Artículo	 6°.-	 Junta	 obligatoria	 anual:	 La	 junta	 general	 se	 reúne
obligatoriamente	 cuando	 menos	 una	 vez	 al	 año	 dentro	 de	 los	 tres	 meses
siguientes	a	la	terminación	del	ejercicio	económico,	tiene	como	objeto	tratar	los
asuntos	contemplados	en	el	artículo	114	de	la	“Ley”.
Otras	 juntas	 generales:	 Compete,	 asimismo	 a	 la	 junta	 general	 las	 acciones
previstas	en	el	artículo	115	de	la	“Ley”.
Los	 requisitos	 y	 forma	 de	 la	 convocatoria	 a	 junta	 general	 se	 sujeta	 a	 lo
dispuesto	por	los	artículos	116	a	119	de	la	“Ley”.
El	quórum	y	la	adopción	de	acuerdos	se	sujeta	a	lo	dispuesto	por	los	artículos
125,	126	y	127	de	la	“Ley”.
Artículo	7°.-	El	directorio:	El	directorio	es	el	órgano	colegiado	elegido	por	la
junta	 general.	 La	 sociedad	 tiene	 un	 directorio	 compuesto	 por	 tres	 (3)
miembros;	con	una	duración	de	tres	(3)	años.
Para	ser	director	no	se	requiere	ser	accionista.
El	funcionamiento	del	directorio	se	rige	por	lo	dispuesto	en	los	artículos	153	a
184	de	la	“Ley”.
Artículo	 8°.-	 La	 gerencia:	 La	 sociedad	 cuenta	 con	 uno	 o	 más	 gerentes,	 el
gerente	puede	ser	 removido	en	cualquier	momento	por	el	directorio	o	por	 la
junta	 general,	 cualquiera	 que	 sea	 el	 órgano	 del	 que	 haya	 emanado	 su
nombramiento.
El	gerente	general	está	facultado	para	la	ejecución	de	todo	acto	y/o	contrato
correspondiente	 al	 objeto	 de	 la	 sociedad,	 pudiendo	 asimismo	 realizar	 los
siguientes	actos:
a)	Dirigir	las	operaciones	comerciales	y	administrativas.
b)	Asistir	 con	voz	pero	 sin	 voto	 a	 las	 sesiones	del	directorio,	 salvo	que	 éste
acuerde	sesionar	de	manera	reservada.
c)	Asistir	con	voz	pero	sin	voto	a	las	sesiones	de	junta	general,	salvo	que	éste
decida	lo	contrario:
d)	 Representar	 a	 la	 sociedad	 ante	 toda	 clase	 de	 autoridades.	 En	 lo	 judicial
gozará	de	las	facultades	señaladas	en	los	artículos	74,	75,	77	y	436	del	Código
Procesal	Civil,	así	como	la	facultad	de	representación	prevista	en	el	artículo	10
de	la	Ley	N°	26636	y	demás	normas	conexas	y	complementarias;	teniendo	en
todos	los	casos	facultad	de	delegación	o	sustitución;
e)	Abrir,	transferir,	cerrar	y	encargarse	del	movimiento	de	todo	tipo	de	cuenta
bancaria;	 girar,	 cobrar,	 renovar,	 endosar,	 descontar	 y	 protestar,	 aceptar	 y
reaceptar	 cheques,	 letras	 de	 cambio,	 vales,	 pagarés,	 giros,	 certificados,
conocimientos,	 pólizas	 y	 cualquier	 clase	 de	 títulos	 y	 valores,	 documentos
mercantiles	 y	 civiles;	 otorgar	 recibos,	 cancelaciones,	 sobregirarse	 en	 cuenta
corriente	con	garantía	o	sin	ella,	solicitar	toda	clase	de	préstamos	con	garantía
hipotecaria,	prendaria	y	de	cualquier	forma;
f)	 Adquirir	 y	 transferir	 bajo	 cualquier	 título;	 comprar,	 vender,	 arrendar,
donar,	adjudicar	y	gravar	los	bienes	de	la	sociedad	sean	muebles	o	inmuebles,
suscribiendo	 los	 respectivos	 documentos	 ya	 sean	 privados	 o	 públicos.	 En
general	 podrá	 celebrar	 toda	 clase	 de	 contratos	 nominados	 e	 innominados
vinculados	con	el	objeto	social.
El	 gerente	 general	 podrá	 realizar	 todos	 los	 actos	 necesarios	 para	 la
administración	de	la	sociedad,	salvo	las	facultades	reservadas	a	la	junta	general
de	socios.
Artículo	9°.-	Modificación	del	estatuto,	aumento	y	reducción	del	capital:
Las	modificaciones	del	pacto	social,	el	aumento	y	reducción	de	capital	social	se
sujetan	a	lo	dispuesto	por	los	artículos	198	al	220	de	la	“Ley”.
Artículo	10.-	Estados	financieros	y	aplicación	de	utilidades:	Se	rige	por	lo
dispuesto	en	los	artículos	40,	221	al	233	de	la	“Ley”.
Artículo	11.-	Disolución,	liquidación	y	extinción:	En	cuanto	a	la	disolución,
liquidación	y	extinción	de	la	sociedad,	se	sujeta	a	lo	dispuesto	por	los	artículos
407,	409,	410,	412,	413	a	422	de	la	“Ley”.
Quinto.-	El	primer	directorio	queda	integrado	por:
Presidente:	.........	................,	con	DNI	N°.................
Directores:	....................-.......,	con	DNI	N°	................
Sexto.-	Queda	designado	como	gerente	general:	....................,	con	DNI	N°	................
con	domicilio	en:	....................
Cláusula	 adicional	 I:	 Se	 designa	 como	 subgerente	 de	 la	 sociedad	 a
............................,	con	DNI	N°	..................,	con	domicilio	en:	....................
Quien	tendrá	las	siguientes	facultades:
Reemplazar	al	gerente	en	caso	de	ausencia.
Intervenir	en	forma	conjunta	con	el	gerente	general,	en	los	casos	previstos	en
los	incisos	E	y	F	del	artículo	8°	de	esta	minuta.
	
Ley	26887.
ART.	 51.—Capital	 y	 responsabilidad	 de	 los	 socios.	 En	 la	 sociedad
anónima	el	capital	está	representado	por	acciones	nominativas	y	se	integra
por	aportes	de	los	accionistas,	quienes	no	responden	personalmente	de	las
deudas	sociales.	No	se	admite	el	aporte	de	servicios	en	la	sociedad	anónima.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 39.—Capital	 social.	 El	 capital	 social	 y	 el	 valor	 nominal	 de	 las
acciones	 deben	 estar	 expresados	 en	 moneda	 nacional.	 Las	 fracciones	 de
moneda	se	podrán	expresar	sólo	hasta	en	céntimos	de	la	unidad	monetaria.
Excepcionalmente,	 el	 capital	 social	 puede	 estar	 expresado	 en	 moneda
extranjera,	 cuando	 se	 cuente	 con	 autorización	 expedida	 por	 la	 autoridad
competente	 o	 cuando	 un	 régimen	 legal	 específico	 permita	 llevar	 la
contabilidad	 en	moneda	 extranjera.	 La	 autorización	 debe	 insertarse	 en	 la
escritura	pública	de	constitución	o	en	 la	que	modifique	el	capital	 social,	 si
ella	fuera	emitida	con	posterioridad.
Las	disposiciones	de	este	artículo	se	aplican	a	las	demás	formas	societarias
previstas	en	la	ley,	en	lo	que	fuera	pertinente.
JURISPRUDENCIA.—En	 la	sociedad	anónima	importa	más	el	aporte	del
socio	 que	 el	 socio	 mismo.	 “La	 empresa	 demandada	 es	 una	 sociedad
anónima;	 en	 esta	 clase	 de	 personas	 jurídicas	 el	 elemento	 contractual	más
importante	 lo	 constituye	 el	 aporte	 de	 los	 socios	 representados	 por	 las
acciones	y	no	la	persona	del	socio.”	(Exp.	4000-1998.	R.	s/n,	12.01.99)
JURISPRUDENCIA.—El	 reconocimiento	 de	 un	 vínculo	 económico	 entre
dos	 empresas	no	quiebra	 la	autonomía	de	 la	persona	 jurídica.	“En	 ese
sentido,	 en	 cuanto	 a	 la	 inaplicación	 de	 los	 artículos	 6°,	 31	 y	 51	 de	 la	 Ley
General	de	Sociedades	y	el	artículo	78	del	Código	Civil,	corresponde	señalar
que,	 efectivamente,	 al	 hecho	 de	 haberse	 declarado	 en	 el	 proceso	 la
existencia	 de	 vinculación	 económica	 entre	 las	 co-demandadas	 y
consecuentemente	su	responsabilidad	solidaria	frente	a	la	acreencia	laboral,
en	modo	alguno	importa	infracción	al	principio	de	autonomía	de	la	persona
jurídica,	 puesto	 que	 la	 responsabilidad	 solidaria	 de	 ambas	 no	 reposa	 en
considerar	 a	 ambas	 empresas	 como	 una	 sola	 persona	 jurídica,	 sino	 que,
asumiendo	 su	 individualidad,	 esta	 responsabilidad	 recae	en	 la	 vinculación
económica	 que	 subyace	 al	 formar	 parte	 del	mismo	 grupo	 económico;	 por
consiguiente,	la	sentencia	de	vista	no	incurre	en	la	causal	de	inaplicación	de
las	citadas	normas,	por	 lo	que	esta	denuncia	es	 infundada”.	(C.	S,	Cas.	Lab.
2130-2010-Lima,	set.	24/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Es	 posible	 inscribir	 en	 el	 registro	 de
sociedades	 la	 rectificación	 del	 estado	 civil	 de	 uno	 de	 los	 socios
fundadores.	“El	artículo	51	de	la	Ley	N°	26887	-	Ley	General	de	Sociedades,
aplicable	en	forma	supletoria	a	las	sociedades	anónimas	cerradas	conforme
el	artículo	236	de	la	misma	ley,	establece:	‘En	la	sociedad	anónima	el	capital
está	representado	por	acciones	nominativas	y	se	integra	por	aportes	de	los
accionistas,	quienes	no	responden	personalmente	de	la	deudas	sociales	(...)’.
Por	su	parte,	Elías	Laroza	enseña	que	‘los	rasgos	distintivos	de	una	sociedad
anónima	son	los	siguientes:	a)	Sociedad	de	capitales;	b)	División	del	capital
en	 títulos	negociables;	c)	Responsabilidad	 limitada;	d)	Mecanismo	 jurídico
particular’.
10.	 Como	 sociedad	 de	 capitales,	 la	 sociedad	 anónima	 se	 forma	 gracias	 al
aporte	que	efectúan	los	socios	con	la	finalidad	de	desarrollar	una	actividad
económica	 en	 búsqueda	 de	 obtener	 a	 cambio	 un	 lucro	 o	 ganancia.	 Desde
esta	 perspectiva,	 Elías	 Laroza	 señala	 que	 en	 la	 sociedad	 anónima	 ‘(...)	 el
affectio	 societatis	 no	 se	 basa	 en	 la	 identidad	 de	 los	 accionistas	 ni	 en	 los
vínculos	o	relaciones	personales	que	puedan	existir	entre	éstos.	El	elemento
personal	 pasa	 a	 un	 segundo	 plano:	 la	 sociedad	 cuenta	 con	 una
administración	 profesional	 para	 el	 desarrollo	 de	 su	 objeto	 social	 y	 los
accionistas	 pueden	 incluso	 no	 conocerse	 entre	 sí.	 En	 palabras	 de	 Joaquín
Garrigues,	 existe	un	 carácter	personal:	 ‘Lo	que	 interesa	del	 socio	no	es	 su
actividad	personal,	sino	su	aportación	patrimonial’.	Al	socio	se	le	valora	por
lo	que	tiene	en	la	sociedad	y	no	por	lo	que	es	personalmente	considerado.”
11.	Aplicando	lo	señalado	al	ámbito	del	Registro	de	Sociedades,	el	asiento
de	inscripción	de	la	constitución	de	la	sociedad	anónima	debería	prescindir
del	 elemento	 personal,	 es	 decir,	 de	 la	 identificación	 de	 los	 socios	 de	 la
persona	jurídica,	siendo	de	interés	para	el	conocimiento	de	los	terceros	sólo
algunos	datos	concretos	tales	como	el	capital	de	la	sociedad,	el	número	de
acciones	en	que	aquél	 está	dividido,	 la	 clase	de	 las	acciones	existentes,	 su
valor	 nominal,	 los	 primeros	 administradores	 de	 la	 sociedad,	 etc.	 Sin
embargo,	 su	 inclusión	 en	 el	 asiento	 constituye	 una	 práctica	 común	 del
Registro,	por	 lo	que	procede	considerar	su	 rectificación	en	caso	de	error”.
(Sunarp,	 R.	 800-2013-Sunarp-TR-L,	 may.	 13/2013.	 V.	 P.	 Mirtha	 Rivera
Bedregal)
Ley	26887.
ART.	 52.—Suscripción	 y	 pago	 del	 capital.	 Para	 que	 se	 constituya	 la
sociedad	es	necesario	que	tenga	su	capital	suscrito	totalmente	y	cada	acción
suscrita	pagada	por	lo	menos	en	una	cuarta	parte.	Igual	regla	rige	para	los
aumentos	de	capital	que	se	acuerden.
Ley	26887.
ART.	52-A.—Incorporado.	Ley	29566,	Art.	2°.	Derecho	del	accionista	a
información	 fuera	 de	 junta.	 Las	 sociedades	 anónimas	 deberán
proporcionar	 en	 cualquier	 oportunidad,	 a	 solicitud	 escrita	 de	 accionistas
que	representen	al	menos	el	cinco	por	ciento	(5%)	del	capital	pagado	de	la
sociedad,	 información	 respecto	 de	 la	 sociedad	 y	 sus	 operaciones,	 siempre
que	no	se	trate	de	hechos	reservados	o	de	asuntos	cuya	divulgación	pueda
causar	daños	a	la	sociedad.
En	 caso	 de	 discrepancia	 sobre	 el	 carácter	 reservado	 o	 confidencial	 de	 la
información,	resuelve	el	juez	del	domicilio	de	la	sociedad.
SECCIÓN	SEGUNDA
CONSTITUCIÓN	DE	LA	SOCIEDAD
TÍTULO	I
CONSTITUCIÓN	SIMULTÁNEA
Ley	26887.
ART.	53.—Concepto.	La	constitución	simultánea	de	la	sociedad	anónima	se
realiza	por	los	fundadores,	al	momento	de	otorgarse	la	escritura	pública	que
contiene	el	pacto	social	y	el	estatuto,	en	cuyo	acto	suscriben	 íntegramente
las	acciones.
Ley	26887.	
ART.	 54.—Contenido	 del	 pacto	 social.	 El	 pacto	 social	 contiene
obligatoriamente:
1.	Los	datos	de	 identificación	de	 los	 fundadores.	Si	es	persona	natural,	su
nombre,	 domicilio,	 estado	 civil	 y	 el	 nombre	 del	 cónyuge	 en	 caso	 de	 ser
casado;	si	es	persona	jurídica,	su	denominación	o	razón	social,	el	lugar	de	su
constitución,	 su	 domicilio,	 el	 nombre	 de	 quien	 la	 representa	 y	 el
comprobante	que	acredita	la	representación;
2.	La	manifestación	expresa	de	la	voluntad	de	los	accionistas	de	constituir
una	sociedad	anónima;
3.	El	monto	del	capital	y	las	acciones	en	que	se	divide;
4.	La	forma	como	se	paga	el	capital	suscrito	y	el	aporte	de	cada	accionista
en	 dinero	 o	 en	 otros	 bienes	 o	 derechos,	 con	 el	 informe	 de	 valorización
correspondiente	en	estos	casos;
5.	 El	 nombramiento	 y	 los	 datos	 de	 identificación	 de	 los	 primeros
administradores;	y,
6.	El	estatuto	que	regirá	el	funcionamiento	de	la	sociedad.
JURISPRUDENCIA.—El	 pacto	 social	 contiene	 las	 reglas	 internas	 de	 la
sociedad.	“El	pacto	social	y	el	estatuto	establecen	las	normas	que	las	partes,
en	 ejercicio	 de	 su	 autonomía	 privada,	 han	 decidido	 para	 regular	 sus
relaciones	dentro	de	la	sociedad.”	(Cas.	1953-2001-Ica,	28.12.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Al	 socio	 se	 le	 valora	 por	 lo	 que	 tiene	 en	 la
sociedad	y	no	por	 lo	que	es	personalmente	considerado.	“En	 relación	al
primer	 tema	 a	 dilucidar,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que,	 como	 sociedad	 de
capitales,	 la	 sociedad	anónima	se	 forma	gracias	al	aporte	que	efectúan	 los
socios	con	la	finalidad	de	desarrollar	una	actividad	económica	en	búsqueda
de	obtener	a	cambio	un	lucro	o	ganancia.
Por	 ello,	 Elías	 Laroza	 señala	 ‘que	 en	 la	 sociedad	 anónima	 el	 affectio
societatis	no	se	basa	en	 la	 identidad	de	 los	accionistas	ni	en	 los	vínculos	o
relaciones	personales	que	puedan	existir	entre	éstos.	El	elemento	personal
pasa	 a	 un	 segundo	 plano:	 la	 sociedad	 cuenta	 con	 una	 administración
profesional	para	el	desarrollo	de	 su	objeto	 social	 y	 los	 accionistas	pueden
incluso	 no	 conocerse	 entre	 sí’.	 En	 palabras	 de	 Joaquín	 Garrigues:	 ‘Lo	 que
interesa	 del	 socio	 no	 es	 su	 actividad	 personal,	 sino	 su	 aportación
patrimonial’.	Al	socio	se	le	valora	por	lo	que	tiene	en	la	sociedad	y	no	por	lo
que	 es	 personalmente	 considerado”.	 (Sunarp,	 R.	 951-2014-Sunarp-TR-L,
may.	16/2014.	V.	P.	Elías	Vilcahuamán	Ninanya)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Tribunal	 Registral	 determina	 qué
información	puede	contener	el	asiento	de	constitución	de	una	sociedad
anónima.	“Aplicando	 lo	 señalado	 al	 ámbito	 del	 Registro	 de	 Sociedades,	 el
asiento	 de	 inscripción	 de	 la	 constitución	 de	 la	 sociedad	 anónima	 deberla
prescindir	del	elemento	personal,	es	decir,	de	la	identificación	de	los	socios
de	 la	 persona	 jurídica,	 siendo	 de	 interés	 para	 el	 conocimiento	 de	 los
terceros	sólo	algunos	datos	concretos	tales	como	el	capital	de	la	sociedad,	el
número	 de	 acciones	 en	 que	 aquél	 está	 dividido,	 la	 clase	 de	 las	 acciones
existentes,	 su	valor	nominal,	 los	primeros	administradores	de	 la	 sociedad,
etc.	Sin	embargo,	su	 inclusión	en	el	asiento	constituye	una	práctica	común
del	registro,	derivado	de	lo	dispuesto	por	el	artículo	54	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	 que	 establece	 que	 el	 pacto	 social	 (acto	 inscribible)	 debe
contener	los	datos	de	identificación	de	los	socios	fundadores,	que	en	caso	de
ser	 personas	 naturales	 comprende	 su	 nombre,	 domicilio,	 estado	 civil	 y	 si
fuere	casado	el	nombre	de	su	cónyuge.
Por	 tanto,	 en	 el	 asiento	 de	 constitución	 de	 la	 sociedad	 anónima,	 debe
consignarse	 el	 nombre	 y	 estado	 civil	 de	 los	 socios	 fundadores	 y	 si	 estos
fueren	casados	el	nombre	de	su	cónyuge.	Lo	que	conlleva	a	establecer	que
dichos	datos	 son	pasibles	 de	 calificación,	 dado	 a	 que	 resultan	 relevantes”.
(Sunarp,	R.	951-2014-Sunarp-TR-L,	may.	16/2014.	V.	P.	Elías	Vilcahuamán
Ninanya)
Ley	26887.
ART.	55.—Contenido	del	estatuto.	El	estatuto	contiene	obligatoriamente:
1.	La	denominación	de	la	sociedad;
2.	La	descripción	del	objeto	social;
3.	El	domicilio	de	la	sociedad;
4.	El	plazo	de	duración	de	la	sociedad,	con	indicación	de	la	fecha	de	inicio
de	sus	actividades;
5.	El	monto	del	capital,	el	número	de	acciones	en	que	está	dividido,	el	valor
nominal	de	cada	una	de	ellas	y	el	monto	pagado	por	cada	acción	suscrita;
6.	 Cuando	 corresponda,	 las	 clases	 de	 acciones	 en	 que	 está	 dividido	 el
capital,	 el	 número	 de	 acciones	 de	 cada	 clase,	 las	 características,	 derechos
especiales	 o	 preferencias	 que	 se	 establezcan	 a	 su	 favor	 y	 el	 régimen	 de
prestaciones	accesorias	o	de	obligaciones	adicionales;
7.	El	régimen	de	los	órganos	de	la	sociedad;
8.	Los	requisitos	para	acordar	el	aumento	o	disminución	del	capital	y	para
cualquier	otra	modificación	del	pacto	social	o	del	estatuto;
9.	La	 forma	y	oportunidad	en	que	debe	someterse	a	 la	aprobación	de	 los
accionistas	la	gestión	social	y	el	resultado	de	cada	ejercicio;
10.	Las	normas	para	la	distribución	de	las	utilidades;	y,
11.	El	régimen	para	la	disolución	y	liquidación	de	la	sociedad.
Adicionalmente,	el	estatuto	puede	contener:
a.	Los	demás	pactos	lícitos	que	estimen	convenientes	para	la	organización
de	la	sociedad.
b.	 Los	 convenios	 societarios	 entre	 accionistas	 que	 los	 obliguen	 entre	 sí	 y
para	con	la	sociedad.
Los	 convenios	 a	 que	 se	 refiere	 el	 literal	 b.	 anterior	 que	 se	 celebren,
modifiquen	 o	 terminen	 luego	 de	 haberse	 otorgado	 la	 escritura	 pública	 en
que	conste	el	estatuto,	se	inscriben	en	el	registro	sin	necesidad	de	modificar
el	estatuto.
JURISPRUDENCIA.—El	 estatuto	 que	 rige	 el	 funcionamiento	 de	 la
sociedad	no	puede	contener	normas	que	se	opongan	a	la	ley.	“(…)	acerca
de	la	constitución	de	las	sociedades	anónimas,	Joaquín	Garrigues	señala	que
la	escritura	es	el	acto	generador	de	la	sociedad,	es	el	documento	del	negocio
de	 constitución.	 Los	 estatutos	 son	 su	 complemento	 y	 se	 refieren	 al
funcionamiento	de	 la	 sociedad:	 son	 la	 norma	 constitucional	 de	 ésta	 y	 que
rige	su	vida	interna	con	preferencia	sobre	las	disposiciones	de	la	ley	que	no
tengan	 carácter	 coactivo.	 (Garrigues,	 Joaquín.	 curso	 de	 derecho	mercantil.
Sétima	 Edición.	México,	 Editorial	 Porrúa	 Sociedad	 Anónima,	 1979,	 página
422).	 de	 lo	 cual	 se	 tiene,	 que	 el	 estatuto	 que	 rige	 el	 funcionamiento	de	 la
sociedad	no	puede	contener	normas	que	se	opongan	a	 lo	dispuesto	por	 la
ley,	en	especial,	con	relación	a	las	que	contiene	la	Ley	General	de	Sociedades
Mercantiles,	por	ser	norma	específica	de	la	materia.
(…)	 el	 estatuto	 puede	 facilitar	 la	 realización	 de	 juntas	 generales
disminuyendo	los	porcentajes	que	requieren	los	accionistas	para	solicitar	la
convocatoria	 o	 añadiendo	 supuestos	 en	 que	 necesariamente	 debe	 ser
convocada.	 No	 puede,	 sin	 embargo	 quebrar	 la	 estructura	 orgánica	 que
contiene	la	ley,	atribuyendo	iniciativa	y	poder	de	convocatoria	al	gerente	o	a
cualquier	miembro	del	directorio;	salvo	en	los	casos	previstos	en	la	ley.”	(C.
S.,	Cas.	2373-1999-Lima,	jul.	10/2001.	S.	S.	Oviedo	de	Alayza)
MODELO	DE	ESTATUTO	DE	SOCIEDAD	ANÓNIMA
NOTA:	Este	modelo	se	encuentra	disponible	para	facilitar	el	llenado,	impresión	y	utilización	del
mismo.
Estatuto
Título	I
Denominación,	objeto,	domicilio	y	domicilio	social
Artículo	1°:	La	denominación	de	la	sociedad	es	“	..........................................	S.A.	“.
Artículo	2°:	El	objeto	de	la	sociedad	es	el	dedicarse	a	:	..........................................
No	 obstante,	 la	 sociedad	 podrá	 realizar	 cualesquiera	 otros	 actos,	 contratos,
operaciones	o	actividades	que	acuerde	la	junta	general,	sin	reserva	ni	limitación
alguna.
Artículo	 3°:	 La	 duración	 de	 la	 sociedad	 es	 indeterminada	 e	 iniciará	 sus
actividades	en	la	fecha	de	otorgamiento	de	la	presente	minuta.
Artículo	 4°:	 El	 domicilio	 de	 la	 sociedad	 es	 la	 ciudad	 de	 Lima.	 Sin	 embargo,
podrán	 establecerse	 sucursales,	 agencias	 u	 oficinas	 en	 cualquier	 lugar	 de	 la
República	o	del	extranjero	por	acuerdo	del	directorio.
Título	II
Del	capital	social	y	acciones
Artículo	5°:	El	 capital	 de	 la	 sociedad	 es	 de	 S/.	 ................	 dividido	 en	 ....................
acciones	de	 S/.	 1	 valor	 nominal	 cada	una,	 íntegramente	 suscritas	 y	 pagadas	 y
gozando	todas	de	iguales	derechos	y	prerrogativas.
Artículo	 6°:	 La	 acción	 confiere	 a	 su	 titular	 legítimo,	 la	 calidad	 de	 socio	 y	 le
atribuye	cuando	menos	los	derechos	siguientes:
a)	Participar	en	el	reparto	de	utilidades	y	en	el	del	patrimonio	neto	resultante	de
la	liquidación.
b)	Intervenir	y	votar	en	las	juntas	generales	o	especiales	de	accionistas.
c)	 Fiscalizar,	 en	 la	 forma	 establecida	 por	 la	 ley	 y	 el	 estatuto,	 la	 gestión	de	 los
negocios	sociales.
d)	 Ser	 preferido,	 con	 las	 excepciones	 y	 en	 la	 forma	 prevista	 en	 la	 ley,	 para	 la
suscripción	 de	 acciones	 en	 caso	 de	 aumento	 de	 capital	 social	 y	 en	 los	 demás
casos	 de	 colocación	 de	 acciones	 y	 para	 la	 suscripción	 de	 obligaciones	 u	 otros
títulos	convertibles	o	con	derecho	a	ser	convertidos	en	acciones.
e)	Separarse	de	la	sociedad	en	los	casos	previstos	por	la	ley	o	el	estatuto.
Artículo	 7°:	 Las	 acciones	 serán	 nominativas	 y	 son	 indivisibles.	 Cuando	 por
herencia	u	 otro	 título	 legal	 varias	personas	 adquieran	 la	 propiedad	 común	de
una	 o	 más	 acciones,	 tales	 personas	 deberán	 designar	 por	 escrito	 un
representante	 común	 para	 ejercitar	 sus	 derechos,	 entendiéndose	 que	 tal
designación	 será	 válida	 mientras	 no	 sea	 revocada.	 Los	 copropietarios	 de
acciones	responden	solidariamente	frente	a	la	sociedad	de	cuantas	obligaciones
deriven	de	su	calidad	de	accionistas.
Artículo	8°:	Cada	acción	da	derecho	a	un	voto	en	la	junta	general	de	accionistas,
salvo	cuando	se	trate	de	la	elección	del	directorio,	en	cuyo	caso	se	aplicarán	las
disposiciones	del	artículo	28	de	este	estatuto.
Artículo	9°:	Las	acciones	estarán	representadas	por	títulos	desglosables	de	los
libros	 talonados	 y	 en	 ellos	 se	 expresará	 la	 denominación	 de	 la	 sociedad,	 su
domicilio,	 duración,	 la	 fecha	 de	 la	 escritura	 de	 constitución	 y	 el	 notario
correspondiente,	los	datos	relativos	a	su	inscripción	en	el	registro,	el	monto	del
capital	 y	 el	 valor	 nominal	 de	 cada	 acción,	 las	 acciones	 que	 represente	 el
certificado,	 la	 clase	 a	 que	 pertenece	 y	 los	 derechos	 inherentes	 a	 la	 acción,	 si
fuera	el	caso,	el	nombre	del	titular	de	las	acciones,	la	cantidad	desembolsada	o	la
indicación	 de	 estar	 completamente	 pagada,	 los	 gravámenes	 o	 cargas	 que	 se
puedan	haber	establecido	sobre	la	acción,	así	como	la	fecha	de	su	emisión	y	su
número	correlativo.
Los	títulos	de	la	acciones	serán	firmados	por	un	director	y	el	gerente	o	por	dos
directores.
Artículo	10:	Las	acciones	se	inscribirán	en	la	matrícula	de	acciones,	en	la	que	se
anotarán	 las	 emisiones	 de	 acciones,	 las	 sucesivas	 transferencias	 y	 la
constitución	de	derechos	reales	sobre	las	mismas,	 los	canjes	y	desdoblamiento
de	acciones,	 las	 limitaciones	a	 la	 transferencia	de	 las	acciones	y	 los	 convenios
entre	accionistas	o	de	accionistas	con	terceros	que	versen	sobre	las	acciones	o
que	tengan	por	objeto	el	ejercicio	de	los	derechos	inherentes	a	ellas.
La	matrícula	 de	 acciones	 se	 llevará	 en	 un	 libro	 especialmente	 abierto	 a	 dicho
efecto	 o	 en	 hojas	 sueltas,	 debidamente	 legalizado,	 o	mediante	 anotaciones	 en
cuenta	 conforme	 a	 la	 Ley	 del	 Mercado	 de	 Valores.	 Salvo	 por	 el	 caso	 de	 las
anotaciones	 en	 cuenta,	 las	 anotaciones	 en	 la	 matrícula	 de	 acciones	 serán
firmadas	por	dos	directores	o	por	un	director	y	el	gerente.
Artículo	11:	El	accionista	que	se	proponga	 transferir	 total	o	parcialmente	sus
acciones	a	otro	accionista	o	a	terceros	debe	comunicarlo	a	la	sociedad	mediante
carta	dirigida	al	gerente	general	quien	lo	pondrá	en	conocimiento	de	los	demás
accionistas	dentro	de	 los	diez	días	 siguientes	para	que	dentro	del	plazo	de	30
días	 puedan	 ejercer	 el	 derecho	 de	 adquisición	 preferente	 a	 prorrata	 de	 su
participación	en	el	capital.	En	la	comunicación	del	accionista	deberá	constar	el
nombre	 del	 posible	 comprador	 y,	 si	 es	 persona	 jurídica	 el	 de	 sus	 principales
socios	o	accionistas,	el	número	de	las	acciones	que	desea	transferir,	el	precio	y
demás	 condiciones	 de	 la	 transferencia.	 El	 precio	 de	 las	 acciones,	 la	 forma	 de
pago	 y	 las	 demás	 condiciones	 de	 la	 operación,	 serán	 los	 que	 le	 fueron
comunicados	a	la	sociedad	por	el	accionista	interesado	en	transferir.	En	caso	de
que	la	transferencia	de	las	acciones	fuera	a	título	oneroso	distinto	a	 la	compra
venta,	o	a	título	gratuito	el	precio	de	adquisición	será	fijado	por	acuerdo	entre
las	 partes.	 En	 su	 defecto	 el	 importe	 a	 pagar	 lo	 fija	 el	 juez	 por	 el	 proceso
sumarísimo.	El	accionista	podrá	transferir	a	terceros	no	accionistas	las	acciones
en	 las	 condiciones	 comunicadas	 a	 la	 sociedad	 cuando	 hayan	 transcurrido	 45
días	de	haber	puesto	en	conocimiento	de	ésta	su	propósito	de	transferir,	sin	que
la	 sociedad	 y/o	 los	 demás	 accionistas	 hubieran	 comunicado	 su	 voluntad	 de
compra.
Es	ineficaz	frente	a	la	sociedad	la	transferencia	de	acciones	que	no	se	sujete	a	lo
establecido	en	este	artículo.
Artículo	12:	La	 sociedad	 considera	 propietario	 de	 la	 acción	 a	 quien	 aparezca
como	tal	en	la	matrícula	de	acciones.
Título	III
De	las	juntas	generales	de	accionistas
Artículo	 13:	 La	 junta	 general	 de	 accionistas	 es	 el	 órgano	 supremo	 de	 la
sociedad.	 Todos	 los	 accionistas,	 incluso	 los	 disidentes	 y	 los	 que	 no	 hubiesen
participado	 en	 la	 reunión,	 están	 sometidos	 a	 los	 acuerdos	 válidamente
adoptados	por	la	junta	general.
Artículo	14:	Cada	acción	con	derecho	a	voto	da	derecho	a	un	voto	en	las	juntas
generales	 de	 accionistas.	 El	 derecho	 de	 voto	 no	 podrá	 ser	 ejercido	 por	 el
accionista	 en	 los	 casos	 que	 tuviera	 por	 cuenta	 propia	 o	 por	 terceros	 algún
conflicto	legal	con	la	sociedad.
Artículo	 15:	 Sólo	 podrán	 representar	 acciones	 en	 la	 junta	 general	 de
accionistas,	los	titulares	de	acciones	con	derecho	a	voto	que	hasta	dos	días	antes
del	día	señalado	para	la	junta,	las	tenga	inscritas	a	su	nombre	en	la	matrícula	de
acciones.
Artículo	16:	La	junta	general	se	reúne	obligatoriamente	cuando	menos	una	vez
al	 año	 dentro	 de	 los	 tres	 primeros	 meses	 siguientes	 a	 la	 terminación	 del
ejercicio	económico.	Tiene	por	objeto:
1.	 Pronunciarse	 sobre	 la	 gestión	 social	 y	 resultados	 económicos	 del	 ejercicio
anterior	expresados	en	los	estados	financieros	del	ejercicio	anterior.
2.	Resolver	sobre	la	aplicación	de	las	utilidades,	si	las	hubiera.
3.	Designar	a	los	miembros	del	directorio.
4.	Resolver	sobre	los	demás	asuntos	que	le	sean	propios	conforme	al	estatuto	y
sobre	cualquier	otro	consignado	en	la	convocatoria.
Compete,	a	la	junta	general:
1.	Elegir	y	remover	a	los	directores	y	gerente.
2.	Modificar	el	estatuto.
3.	Aumentar	o	reducir	el	capital.
4.	Emitir	obligaciones.
5.	Acordar	la	enajenación	en	un	solo	acto,	de	activos	cuyo	valor	contable	exceda
del	50%	por	ciento	del	capital	de	la	sociedad.
6.	Disponer	investigaciones	y	auditorías	especiales.
7.	Acordar	la	transformación,	fusión,	escisión,	reorganización	y	disolución	de	la
sociedad,	así	como	resolver	sobre	su	liquidación.
8.	Resolver	en	los	casos	que	la	ley	o	el	estatuto	dispongan	su	intervención	y	en
cualquier	otro	que	requiera	el	interés	social.
Artículo	17:	La	 junta	 general	 de	 accionistas	 será	 convocada	por	 el	 directorio,
con	 una	 anticipación	 no	 menor	 de	 10	 días	 al	 de	 la	 fecha	 fijada	 para	 su
celebración,	para	la	junta	general	obligatoria	anual,	y	de	no	menor	de	3	días	para
las	 demás	 juntas	 generales,	 mediante	 publicaciones	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El
Peruano	 y	 otro	 diario	 de	 mayor	 circulación.	 El	 aviso	 de	 convocatoria	 debe
contener	 el	 lugar,	 día	 y	 hora	 de	 celebración	 de	 la	 junta	 general,	 así	 como	 los
asuntos	a	tratar.	Puede	constar	asimismo	en	el	aviso	el	lugar,	día	y	hora	en	que
si	 procediera	 se	 reunirá	 la	 junta	 general	 en	 segunda	 convocatoria.	 Dicha
segunda	 reunión	 debe	 celebrase	 no	 menos	 de	 tres	 días	 ni	 más	 de	 diez	 días
después	de	la	primera.
Artículo	18:	Pueden	 concurrir	 a	 las	 juntas	 generales	 de	 accionistas,	 asesores
legales	u	otros	funcionarios,	 los	que	deberán	limitar	su	actuación	a	 ilustrar	 los
temas	que	se	les	solicite.	Los	asesores	legales	y	funcionarios	que	participen	en	la
junta,	 sin	 tener	 la	 calidad	 de	 accionistas	 con	 acciones	 con	 derecho	 voto,	 no
tendrán	derecho	a	voto.
Artículo	19:	Los	accionistas	podrán	hacerse	representar	en	las	juntas	generales,
la	 representación	 debe	 constar	 por	 escrito	 y	 con	 carácter	 especial	 para	 cada
junta	general,	salvo	que	se	trate	de	poderes	por	escritura	pública.
Artículo	 20:	 Los	 poderes	 deben	 ser	 registrados	 ante	 la	 sociedad	 con	 una
anticipación	no	menor	de	24	horas	a	la	hora	fijada	para	la	celebración	de	la	junta
general.
Artículo	21:	Desde	el	día	de	la	convocatoria	a	las	juntas	generales	de	accionistas
los	documentos	de	la	empresa	relacionados	con	el	objeto	de	la	junta,	estarán	en
la	oficina	de	la	sociedad,	o	en	el	lugar	de	celebración	de	la	junta,	a	disposición	de
los	 accionistas,	 quienes	 tendrán	 la	 facilidad	 de	 revisarlos	 en	 las	 oficinas	 de	 la
sociedad.
Artículo	22:	El	directorio	convocará	a	la	junta	general	cuando	lo	ordena	la	ley,
lo	establece	el	estatuto,	lo	considere	necesario	para	el	interés	social	o	lo	solicite
notarialmente	un	número	de	 accionistas	que	 representen	al	menos	 el	20%	de
las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto,	 en	 este	 caso,	 la	 junta	 deberá	 ser
convocada	dentro	de	los	15	días	siguientes	a	la	recepción	de	la	solicitud.	Salvo	lo
expuesto	 en	 el	 acápite	 siguiente,	 la	 junta	 se	 entenderá	 convocada	 y	 quedará
válidamente	 constituida	 siempre	 que	 estén	 presentes	 accionistas	 que
representen	la	totalidad	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto,	y	acepten
por	unanimidad	la	celebración	de	la	junta	y	los	asuntos	que	en	ella	se	propongan
tratar.	 La	 junta	 general	 quedará	 válidamente	 constituida	 en	 primera
convocatoria	cuando	se	encuentren	representadas,	cuando	menos,	el	cincuenta
por	 ciento	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto.	 En	 segunda
convocatoria,	 será	 suficiente	 la	 concurrencia	de	cualquier	número	de	acciones
suscritas	con	derecho	a	voto.	Los	acuerdos	se	adoptan	con	el	voto	favorable	de
la	mayoría	absoluta	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto	representadas
en	la	junta.
Para	que	la	junta	general	adopte	válidamente	los	acuerdos	de	modificación	del
estatuto,	aumento	o	reducción	de	capital,	emisión	de	obligaciones,	enajenación
en	un	solo	acto,	de	activos	cuyo	valor	contable	exceda	del	50%	del	capital	de	la
sociedad,	 la	 transformación,	 fusión,	 escisión,	 reorganización,	 disolución	 de	 la
sociedad	o	su	liquidación,	es	necesaria	en	primera	convocatoria	la	concurrencia
cuando	menos	de	dos	 tercios	de	 las	acciones	suscritas,	 con	derecho	a	voto.	En
segunda	 convocatoria	 bastará	 la	 concurrencia	 de	 al	 menos	 las	 tres	 quintas
partes	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
Los	acuerdos	 se	adoptan	con	el	 voto	 favorable	de	un	número	de	acciones	que
representen,	 cuando	menos	 la	mayoría	 absoluta	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con
derecho	a	voto.
Cuando	la	adopción	de	acuerdos	mencionados	en	el	artículo	126	de	la	ley	deba
hacerse	 por	 cumplimiento	 de	 disposición	 legal	 imperativa,	 no	 se	 requiere	 el
quórum	ni	la	mayoría	calificada	mencionadas	en	los	párrafos	precedentes.
Las	sesiones	de	las	juntas	generales	y	los	acuerdos	adoptados	en	ellas,	constan
en	 acta	 que	 expresa	 un	 resumen	 de	 lo	 acontecido	 en	 la	 reunión.	 Las	 actas
pueden	 asentarse	 en	 un	 libro	 especialmente	 abierto	 a	 dicho	 efecto,	 en	 hojas
sueltas	o	en	cualquier	otra	forma	que	permita	la	ley.	Cuando	consten	en	libros	o
documentos	estos	serán	 legalizados	conforme	a	 ley.	El	contenido	y	aprobación
de	las	actas	deberá	ceñirse	estrictamente	a	lo	establecido	en	el	artículo	135	de	la
Ley	General	de	Sociedades.
Título	IV
Del	directorio
Artículo	23:	El	 directorio	 tiene	 las	 facultades	 de	 gestión	 y	 de	 representación
legal	necesaria	para	 la	 administración	de	 la	 sociedad	dentro	de	 su	objeto,	 con
excepción	de	los	asuntos	que	la	ley	o	el	estatuto	atribuyan	a	la	junta	general.	El
directorio	es	órgano	colegiado	elegido	por	 la	 junta	general.	No	se	requiere	ser
accionista	 para	 ser	 director.	 El	 cargo	 de	 director	 recae	 solo	 en	 personas
naturales.	El	cargo	de	director	es	personal.
Artículo	24:	Los	directores	pueden	ser	removidos	en	cualquier	momento	por	la
junta	 general,	 aun	 cuando	 su	designación	hubiese	 sido	una	de	 las	 condiciones
del	pacto	social.
Artículo	25:	El	directorio	estará	conformado	por	tres	miembros,	por	un	período
de	tres	años.	Los	directores	pueden	ser	reelegidos.
Artículo	26:	El	 cargo	de	director	vaca	por	 fallecimiento,	 renuncia,	 remoción	o
por	incurrir	el	director	en	alguna	de	las	causales	de	impedimento	señaladas	por
la	 ley	 o	 el	 estatuto.	 Producida	 la	 vacancia	 de	 uno	 o	más	 directores,	 el	mismo
directorio	 podrá	 elegir	 a	 los	 reemplazantes	 para	 completar	 su	 número	 por	 el
período	 que	 aún	 resta	 al	 directorio.	 En	 caso	 de	 que	 se	 produzca	 vacancia	 de
directores	 en	 número	 tal	 que	 no	 pueda	 reunirse	 válidamente	 el	 directorio	 se
aplicará	el	artículo	158	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Artículo	 27:	 Los	 directores	 que	 estuviesen	 incursos	 en	 cualquiera	 de	 los
impedimentos	señalados	en	el	artículo	161	de	la	ley,	no	pueden	aceptar	el	cargo
y	 deben	 renunciar	 inmediatamente	 si	 sobreviniese	 el	 impedimento.	 En	 caso
contrario	 responden	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 sufra	 la	 sociedad	 y	 serán
removidos	 a	 solicitud	 de	 cualquier	 director	 o	 accionista.	 En	 tanto	 se	 reúna	 la
junta	 general,	 el	 directorio	 puede	 suspender	 al	 director	 incurso	 en	 el
impedimento.
Artículo	 28:	 Las	 sociedades	 están	 obligadas	 a	 constituir	 su	 directorio	 con
representación	de	la	minoría.	A	ese	efecto,	cada	acción	da	derecho	a	tantos	votos
como	directores	deban	elegirse	y	cada	votante	puede	acumular	sus	votos	a	favor
de	 una	 persona	 o	 distribuirlos	 entre	 varias.	 Serán	 proclamados	 directores
quienes	obtengan	el	mayor	número	de	votos,	siguiendo	el	orden	de	éstos.	Si	dos
o	más	personas	obtienen	igual	número	de	votos	y	no	pueden	todas	formar	parte
del	directorio	por	no	permitirlo	el	número	de	directores	fijado	en	el	estatuto,	se
decide	por	sorteo	cuál	o	cuáles	de	ellas	deben	ser	los	directores.
Artículo	29:	El	presidente	o	quien	haga	sus	veces,	debe	convocar	al	directorio
en	 los	plazos	u	oportunidades	que	 señale	el	 estatuto	y	 cada	vez	que	 lo	 juzgue
necesario	 para	 el	 interés	 social,	 o	 cuando	 lo	 solicite	 cualquier	 director	 o	 el
gerente	general.	 Si	 el	presidente	no	efectúa	 la	 convocatoria	dentro	de	 los	diez
días	 siguientes	 o	 en	 la	 oportunidad	prevista	 en	 la	 solicitud,	 la	 convocatoria	 la
hará	cualquiera	de	los	directores.	La	convocatoria	se	efectúa	mediante	esquelas
con	cargo	de	recepción,	y	con	una	anticipación	no	menor	de	tres	días	a	la	fecha
señalada	para	la	reunión.	La	convocatoria	debe	expresar	claramente	el	lugar,	día
y	 hora	 de	 la	 reunión	 y	 los	 asuntos	 a	 tratar,	 empero,	 cualquier	 director	 puede
someter	a	la	consideración	del	directorio	los	asuntos	que	crea	de	interés	para	la
sociedad.	 Se	 puede	 prescindir	 de	 la	 convocatoria	 cuando	 se	 reúnen	 todos	 los
directores	y	acuerdan	por	unanimidad	sesionar	y	los	asuntos	a	tratar.
Artículo	30:	El	quórum	del	directorio	es	la	mitad	más	uno	de	sus	miembros.	Si
el	 número	 de	 directores	 es	 impar,	 el	 quórum	 es	 el	 número	 entero	 inmediato
superior	 al	 de	 la	 mitad	 de	 aquel.	 Cada	 director	 tiene	 derecho	 a	 un	 voto.	 Los
acuerdos	 del	 directorio	 se	 adoptan	 por	 mayoría	 absoluta	 de	 votos	 de	 los
directores	participantes.	En	caso	de	empate	decide	quien	preside	la	sesión.
Artículo	 31:	 Podrán	 celebrarse	 sesiones	 no	 presenciales,	 a	 través	 de	medios
escritos,	 electrónicos	 o	 de	 otra	 naturaleza	 que	 permitan	 la	 comunicación	 y
garanticen	la	autenticidad	del	acuerdo.	Cualquier	director	puede	oponerse	a	que
se	utilice	este	procedimiento	y	exigir	la	realización	de	una	sesión	presencial.
Artículo	 32:	 Las	 deliberaciones	 y	 acuerdos	 del	 directorio,	 deben	 ser
consignados	 por	 cualquier	 medio,	 en	 actas	 que	 se	 recogerán	 en	 un	 libro,	 en
hojas	sueltas	o	en	otras	formas	que	permita	la	ley	y	excepcionalmente	conforme
al	artículo	136.	Las	actas	deben	expresar	si	hubiera	habido	sesión:	la	fecha,	hora
y	 lugar	 de	 celebración	 y	 el	 nombre	 de	 los	 concurrentes;	 de	 no	 haber	 habido
sesión	la	forma	y	circunstancias	en	la	que	se	adoptaron	el	o	los	acuerdos;	y,	en
todo	caso,	los	asuntos	tratados,	las	resoluciones	adoptadas	y	el	número	de	votos
emitidos,	así	como	las	constancias	que	quieran	dejar	los	directores.
Las	actas	serán	firmadas	por	quienes	actuaron	como	presidente	y	secretario	de
la	sesión	o	por	quienes	fueron	expresamente	designados	para	tal	efecto.	El	acta
tendrá	validez	legal	y	los	acuerdos	a	que	ella	se	refiere	se	podrán	llevar	a	efecto
desde	 el	 momento	 en	 que	 fue	 firmada,	 bajo	 responsabilidad	 de	 quienes	 la
hubiesen	suscrito.	Las	actas	deberán	estar	firmadas	en	un	plazo	máximo	de	10
días	útiles	siguientes	a	 la	 fecha	de	 la	sesión	o	del	acuerdo,	según	corresponda.
Cualquier	 director	 puede	 firmar	 el	 acta	 si	 así	 lo	 desea	 y	 lo	 manifiesta	 en	 la
sesión.
El	director	que	estimare	que	un	acta	adolece	de	inexactitudes	u	omisiones	tiene
el	derecho	de	exigir	que	se	consigne	sus	observaciones	como	parte	del	acta	y	de
firmar	 la	 adición	 correspondiente.	 El	 director	 que	 quiera	 salvar	 su
responsabilidad	por	algún	acto	o	acuerdo	del	directorio	debe	pedir	que	conste
en	 el	 acta	 su	 oposición.	 Si	 ella	 no	 se	 consigna	 en	 el	 acta,	 solicitará	 que	 se
adicione	en	el	acta	según	lo	antes	indicado.
El	 plazo	 para	 pedir	 que	 se	 consignen	 las	 observaciones	 o	 que	 se	 incluya	 la
oposición	 vence	 a	 los	 20	 días	 útiles	 de	 realizada	 la	 sesión.	 Los	 directores
desempeñan	 el	 cargo	 con	 la	 diligencia	 de	 un	 ordenado	 comerciante	 y	 de	 un
representante	 leal.	Están	obligados	a	guardar	reserva	respecto	de	 los	negocios
de	 la	sociedad	y	de	 la	 información	social	a	que	 tengan	acceso,	aun	después	de
cesar	en	sus	funciones.
Artículo	33:	El	directorio	puede	nombrar	a	uno	o	más	directores	para	resolver
o	 ejecutar	 determinados	 actos.	 La	 delegación	 puede	 hacerse	 para	 que	 actúen
individualmente	o,	si	son	dos	o	más,	también	para	que	actúen	como	comité.	La
delegación	permanente	de	alguna	facultad	del	directorio	y	la	designación	de	los
directores	que	haya	de	ejercerla	requiere	del	voto	favorable	de	las	dos	terceras
partes	de	los	miembros	del	directorio	y	de	su	inscripción	en	el	registro.	Para	la
inscripción	 basta	 copia	 certificada	 de	 la	 parte	 pertinente	 del	 acta.	 En	 ningún
caso	podrá	ser	objeto	de	delegación	la	rendición	de	cuenta	y	la	presentación	de
estados	 financieros	 a	 la	 junta	 general,	 ni	 las	 facultades	 que	 esta	 conceda	 al
directorio,	salvo	que	ello	sea	expresamente	autorizado	por	la	junta	general.
Artículo	 34:	 Los	 directores	 responden,	 ilimitada	 y	 solidariamente	 ante	 la
sociedad.	 Los	 accionistas	 y	 los	 terceros	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 causen
por	 los	acuerdos	o	actos	contrarios	a	 la	 ley,	al	estatuto,	o	por	 lo	 realizado	con
dolo,	abuso	de	facultades	o	negligencia	grave.	Es	responsabilidad	del	directorio
el	 cumplimiento	 de	 los	 acuerdos	 de	 la	 junta	 general,	 salvo	 que	 esta	 disponga
algo	distinto	para	determinados	casos	particulares.
Los	 directores	 son	 así	 mismo	 solidariamente	 responsables	 con	 los	 directores
que	los	hayan	precedido	por	las	irregularidades	que	estos	hubieran	cometido,	si,
conociéndolas	no	las	denunciasen	por	escrito	a	la	junta	general.
No	 es	 responsable	 el	 director	 que	 habiendo	 participado	 en	 el	 acuerdo,	 o	 que
habiendo	tomado	conocimiento	de	el,	haya	manifestado	su	disconformidad	en	el
momento	del	acuerdo,	o	 cuando	 lo	 conoció,	 siempre	que	haya	cuidado	que	 tal
disconformidad	 se	 consigne	 en	 acta	 o	 haya	 hecho	 constar	 su	 desacuerdo	 por
carta	notarial.
Artículo	35:	La	responsabilidad	civil	de	los	directores	caduca	a	los	dos	años	de
la	 fecha	de	adopción	del	acuerdo	o	de	 la	de	realización	del	acto	que	originó	el
daño,	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	penal.
Título	V
De	la	gerencia
Artículo	36:	La	sociedad	contará	con	uno	o	más	gerentes,	que	serán	nombrados
por	 la	 junta	 general	 de	 accionistas.	 La	 duración	 del	 cargo	 de	 gerente	 es	 por
tiempo	indefinido.
Artículo	37:	El	gerente	responde	ante	la	sociedad,	los	accionistas	y	terceros,	por
los	daños	y	perjuicios	que	ocasione	por	el	 incumplimiento	de	sus	obligaciones,
dolo,	abuso	de	facultades	y	negligencia	grave.
Artículo	38:	El	gerente	general	es	el	ejecutor	de	todos	los	acuerdos	de	la	junta
general	 y	 el	 directorio	 y	 en	 virtud	 de	 esta	 cláusula,	 sin	 necesidad	 de	 poder
adicional	 por	 escritura	 pública	 o	 por	 acta	 de	 junta	 de	 general	 de	 accionistas
además	de	 las	 atribuciones	 señaladas	en	el	 artículo	188	de	La	Ley	General	de
Sociedades,	tendrá	por	el	sólo	hecho	de	su	designación	como	gerente	general	a
sola	firma	las	siguientes	facultades:
a)	Dirigir	las	actividades	de	la	sociedad	así	como	suscribir	los	contratos	propios
del	objeto	social.
b)	 Representar	 a	 la	 sociedad	 ante	 toda	 clase	 autoridades	 políticas,	 religiosas,
policiales,	 administrativas,	 gobiernos	 locales,	 municipalidades,	 gobiernos
regionales,	 gobierno	 central,	 ministerios	 y	 otras	 dependencias	 del	 Estado,	 así
como	 en	 toda	 clase	 de	 procesos	 judiciales,	 penales,	 laborales,	 procesos
especiales	y	cualquier	otra	clase	de	procesos	que	le	sigan	o	que	la	sociedad	siga,
con	 las	 facultades	 de	 los	 artículos	 setenticuatro	 y	 setenticinco	 del	 Código
Procesal	 Civil,	 pudiendo	 demandar	 reconvenir,	 contestar	 demandas	 y
reconvenciones,	disponer	de	derecho	sustantivo,	conciliar,	transigir,	allanarse	a
la	pretensión,	ofrecer	pruebas,	prestar	declaración	de	parte,	testimonial,	exhibir
y	 reconocer	 documentos,	 sustituir	 o	 delegar	 la	 representación	 procesal	 y
reasumirlo	cuando	lo	estime	conveniente.
c)	 Usar	 el	 sello	 de	 la	 sociedad,	 expedir	 la	 correspondencia	 y	 cuidar	 que	 la
contabilidad	esté	al	día,	contratar	y	remover	el	personal	de	la	sociedad	fijando
sus	 atribuciones,	 responsabilidades	 y	 remuneraciones,	 dentro	 de	 los	 límites	 y
pautas	que	señale	el	directorio.
d)	 Presentar	 a	 tiempo	 oportuno	 el	 balance	 general	 de	 cada	 ejercicio	 y	 la
información	necesaria	para	la	memoria	anual	que	debe	presentar	el	directorio	a
la	junta	general	de	accionistas.	Dar	cuenta	al	directorio	de	la	marcha	y	estado	de
los	negocios.
e)	 Firmando	 conjuntamente	 con	 cualquiera	 de	 los	 directores	 podrá	 ordenar
pagos	y	cobros	y	otorgar	recibos	y	cancelaciones.
f)	Firmando	conjuntamente	con	cualquiera	de	los	directores	podrá	abrir	y	cerrar
cuentas	 corrientes,	 de	 depósitos	 y	 otras	 en	 cualquier	 banco	 comercial,	 banco
asociado,	banco	de	fomento	o	banco	regional	del	país,	hacer	depósitos	en	ahorro
o	en	moneda	nacional	o	extranjera,	en	cualquier	banco	comercial,	asociado,	de
fomento,	 regional,	 girar	 cobrar	 y	 endosar	 cheques,	 girar,	 endosar,	 aceptar	 y
descontar	 letras	 de	 cambio,	 así	 como	 suscribir	 todo	 instrumento	 de	 crédito,
inclusive	vales	y	pagarés	y	sus	renovaciones,	solicitar	sobregiros,	préstamos	en
ahorro	 e	 imposiciones	 de	 cualquier	 naturaleza,	 incluyendo	 certificados
bancarios	 de	 moneda	 extranjera,	 warrants,	 cartas	 de	 crédito,	 cartas	 fianza,
suscribir	 contratos	 con	 entidades	 del	 sistema	 financiero	 con	 o	 sin	 garantía
hipotecaria	y	prendaria,	celebrar	contratos	de	leasing,	solicitar	y	otorgar	avales
y	fianzas,	comprar	y	enajenar	bienes	muebles	e	inmuebles,	así	como	todo	tipo	de
valores	en	general.
g)	Firmando	conjuntamente	con	cualquiera	de	los	directores	podrá	representar
a	 la	 sociedad	 en	 todo	 tipo	 de	 licitaciones	 públicas,	 concursos	 de	 precios	 y	 de
méritos,	 adjudicaciones	 directas,	 solicitar	 consultas,	 presentar	 y	 suscribir
propuestas,	observar	las	de	los	otros	postores.	Retirar	los	documentos	en	caso
de	que	no	se	obtenga	la	buena	pro.
h)	Ejercer	las	demás	facultades	que	la	ley	le	acuerde.
Título	VI
Estados	financieros	y	aplicación	de	utilidades
Artículo	39:	Finalizado	el	ejercicio	el	directorio	debe	formular	la	memoria,	 los
estados	 financieros	 y	 la	 propuesta	 de	 distribución	 de	 utilidades	 en	 caso	 de
haberlas.	 De	 estos	 documentos	 debe	 resultar	 con	 claridad	 y	 precisión	 la
situación	económica	y	financiera	de	la	sociedad,	el	estado	de	sus	negocios	y	los
resultados	obtenidos	en	el	ejercicio	vencido.	Los	estados	financieros	deben	ser
puestos	 a	 disposición	 de	 los	 accionistas	 con	 la	 antelación	 necesaria	 para	 ser
sometidos,	conforme	a	ley	a	consideración	de	la	junta	obligatoria	anual.
Artículo	40:	La	distribución	de	utilidades	sólo	puede	hacerse	en	mérito	de	 los
estados	financieros	preparados	al	cierre	de	un	período	determinado	o	fecha	de
corte	 en	 circunstancias	 especiales.	 Las	 sumas	 que	 se	 repartan	 no	 pueden
exceder	el	monto	de	las	utilidades	que	se	obtengan.	Si	se	ha	perdido	una	parte
del	capital	no	se	distribuye	utilidades	hasta	que	el	capital	sea	reintegrado	o	sea
reducido	en	la	cantidad	correspondiente.
Título	VII
Disolución	y	liquidación	de	la	sociedad
Artículo	41:	La	sociedad	se	disuelve	por	las	causales	establecidas	en	el	artículo
407	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
El	directorio	cuando	la	sociedad	incurra	en	alguna	causal	de	disolución,	convoca
para	que	en	un	plazo	máximo	de	30	días	se	realice	una	 junta	general,	a	 fin	de
adoptar	el	acuerdo	de	disolución	o	las	medidas	que	correspondan.
Artículo	42:	Disuelta	la	sociedad	se	inicia	el	proceso	de	liquidación.	La	sociedad
disuelta	conserva	su	personería	jurídica	mientras	dura	el	proceso	de	liquidación
y	hasta	que	se	inscriba	la	extinción	en	el	registro.
Durante	la	liquidación	la	sociedad	debe	añadir	a	su	denominación	la	expresión
“En	liquidación”	en	todos	sus	documentos	y	correspondencia.
Artículo	 43:	 Desde	 el	 acuerdo	 de	 disolución	 cesa	 la	 representación	 de	 los
administradores,	 gerentes	 y	 representantes	 en	 general,	 asumiendo	 los
liquidadores	 las	 funciones	que	 les	corresponden	conforme	a	 ley,	al	estatuto,	al
pacto	social,	y	a	los	acuerdos	de	la	junta	general.
	
Ley	26702.
ART.	 13.—Estatuto	 social.	 La	 escritura	 social	 y	 el	 estatuto	 han	 de
adecuarse	 a	 la	 presente	 ley	 en	 términos	 que	 obliguen	 a	 las	 empresas	 a
cumplir	todas	sus	disposiciones,	y	deben	ser	inscritos	en	el	registro	público
correspondiente.
Las	 cajas	municipales	 de	 ahorro	 y	 crédito	 y	 cajas	municipales	 de	 crédito
popular	 se	 regirán	 por	 la	 legislación	 que	 les	 es	 propia	 y	 las	 normas	 que
señala	la	presente	ley.
JURISPRUDENCIA.—Las	 cláusulas	 estatutarias	 no	 pueden	 oponerse	 a
normas	 de	 carácter	 imperativo	 y	 de	 orden	 público.	 “Conforme	 a	 la
doctrina,	 el	 estatuto	 de	 una	 sociedad	 es	 el	 conjunto	 de	 normas	 o
disposiciones	que	por	mutuo	acuerdo	se	imponen	los	accionistas	para	regir
su	 vida	 societaria,	 las	 cuales	 deben	 prevalecer	 siempre	 y	 cuando	 no	 sean
opuestas	a	normas	de	carácter	imperativo	y	de	orden	público.”	(Cas.	1475-
2000-Ucayali,	23.11.2000)
JURISPRUDENCIA.—El	estatuto	social	rige	la	vida	interna	de	la	sociedad.
“Acerca	 de	 la	 constitución	 de	 las	 sociedades	 anónimas,	 Joaquín	 Garrigues
señala	que	(...)	los	estatutos	(...)	se	refieren	al	funcionamiento	de	la	sociedad,
son	 la	 norma	 constitucional	 de	 ésta	 y	 que	 rige	 su	 vida	 interna	 con
preferencia	sobre	las	disposiciones	de	la	ley	que	no	tengan	carácter	coactivo
(Garrigues,	Joaquín.	‘Curso	de	Derecho	Mercantil’.	México,	Editorial	Porrúa,
1979,	séptima	edición,	p.	422).	(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—El	 estatuto	 no	 puede	 contener	 normas	 que	 se
opongan	 a	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades.	 “El	 estatuto	 que	 rige	 el
funcionamiento	de	la	sociedad	no	puede	contener	normas	que	se	opongan	a
lo	dispuesto	por	 la	 ley,	 en	 especial,	 con	 relación	 a	 las	que	 contiene	 la	 Ley
General	de	Sociedades	Mercantiles	por	ser	norma	específica	de	la	materia.”
(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Pueden	 incluirse	 en	 el	 estatuto	 social
normas	 para	 la	 exclusión	 del	 socio.	 “Dado	 que	 no	 existe	 norma	 que
prohíba	pactar	la	exclusión	de	accionistas	en	la	sociedad	anónima	ordinaria,
que	 la	 exclusión	 de	 accionistas	 no	 es	 una	 característica	 esencial	 de	 las
sociedades	anónimas	cerradas	y	que	no	existe	inconveniente	en	incluir	en	el
estatuto	de	sociedades	anónimas	ordinarias	disposiciones	previstas	para	las
sociedades	 anónimas	 cerradas	 que	 no	 contravengan	 la	 regulación	 de	 la
sociedad	anónima	ordinaria,	 se	 concluye	que	pactar	 causales	de	 exclusión
en	 las	 sociedades	 anónimas	 ordinarias	 es	 lícito.”	 (R.	 120-2000-ORLC/TR.
25.04.2000.	Voto	en	discordia)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—No	 pueden	 incluirse	 en	 el	 estatuto	 social
normas	para	la	exclusión	del	socio.	“Encontrándose	restringida	las	causas
legales	 para	 la	 exclusión	 de	 socios	 en	 la	 sociedad	 anónima	 ordinaria,
resultaría	contradictorio	que	pueda	pactarse	causas	voluntarias	libremente
(...);	en	la	sociedad	anónima,	por	regla	general	(sí	excepcionalmente)	no	hay
medidas	legales	que	afecten	la	acción,	es	decir	la	condición	de	socio,	por	ello
vía	 estatuto	 no	 podría	 establecerse	 porque	 la	 ley	 no	 lo	 ha	 autorizado;	 de
admitirse	esta	posibilidad,	 en	 la	 sociedad	sub-materia	primaría	 la	 ‘affectio
societatis’	entre	los	accionistas,	distorsionando	la	naturaleza	de	la	sociedad
anónima,	 introduciendo	 en	 ésta	 precisamente	 la	 nota	 característica	 de	 la
mentalidad	 del	 socio	 de	 una	 sociedad	 anónima	 cerrada,	 es	 decir,	 lo	 que
buscan	 es	 involucrarse	 en	 la	 gestión	 social	 y	 no	 tener	 meramente
expectativas	pecuniarias;	esto	ocasionaría	un	trastocamiento	en	la	relación
del	socio	en	la	sociedad	anónima.”	(R.	120-2000-ORLC/TR.	25.04.2000)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Los	pactos	son	lícitos	si	no	violan	el	sistema
de	regulación	social	establecido	por	 la	Ley	General	de	Sociedades.	“Los
pactos	lícitos	son	aquellos	que	no	sólo	no	deben	violar	normas	imperativas,
sino	 además	 que	no	 han	de	 ser	 contrarios	 al	 sistema	de	 regulación	 social
impuesto	 por	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades.	 (Manual	 Societario.	 Lima,
Editorial	Economía	y	Finanzas)”.	(R.	120-2000-ORLC/TR.	25.04.2000)
TÍTULO	II
CONSTITUCIÓN	POR	OFERTA	A	TERCEROS
Ley	26887.
ART.	56.—Concepto.	La	sociedad	puede	constituirse	por	oferta	a	terceros,
sobre	la	base	del	programa	suscrito	por	los	fundadores.
Cuando	la	oferta	a	terceros	tenga	la	condición	legal	de	oferta	pública,	le	es
aplicable	la	legislación	especial	que	regula	la	materia	y,	en	consecuencia,	no
resultan	aplicables	las	disposiciones	de	los	artículos	57	y	58.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 23.—La	 reserva	 en	 la	 constitución	 por	 oferta	 a	 terceros.	 En	 la
constitución	de	una	sociedad	anónima	por	oferta	a	terceros,	que	no	tenga	la
condición	legal	de	oferta	pública,	el	depósito	del	programa	de	constitución
en	 el	 registro	 conlleva	 la	 solicitud	 de	 reserva	 de	 la	 denominación	 en	 el
índice.
Cuando	 la	 oferta	 a	 terceros	 tenga	 la	 condición	 legal	 de	 oferta	 pública,
cualquiera	 que	 participe	 en	 el	 proceso	 puede	 solicitar	 la	 reserva.	 A	 la
solicitud	se	adjuntará	copia	de	la	resolución	que	autoriza	la	realización	de	la
oferta	 pública	 o	 la	 inscripción	 del	 prospecto	 informativo	 en	 el	 Registro
Público	de	Mercado	de	Valores	de	Conasev.
En	 la	 constitución	 por	 oferta	 a	 terceros,	 incluyendo	 los	 casos	 de	 oferta
pública,	 la	 reserva	 se	 mantendrá	 vigente	 hasta	 que	 se	 inscriba	 la
constitución	 de	 la	 sociedad	 o	 hasta	 que	 el	 registro	 reciba	 el	 aviso	 de
extinción	del	proceso	de	constitución,	previsto	por	el	artículo	69	de	 la	 ley.
En	todo	caso,	 la	reserva	caducará,	cuando	hayan	transcurrido	sesenta	días
calendario	 desde	 el	 vencimiento	 del	 plazo	 en	 que	 debe	 otorgarse	 la
escritura	 pública	 de	 constitución	 o	 del	 vencimiento	 del	 plazo	 para	 la
colocación	de	acciones	por	oferta	pública.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 24.—Denegatoria	 de	 la	 reserva.	 La	 reserva	 será	 denegada	 en
cualquiera	 de	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 artículos	 15	 y	 16	 de	 este
reglamento,	debiendo	el	registrador	fundamentar	la	denegatoria.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	25.—Alcances	de	 la	 calificación	de	 la	 reserva.	 El	 registrador	 que
conozca	 de	 la	 constitución	 o	 modificación	 del	 pacto	 social,	 respetará	 la
calificación	del	título	en	lo	relativo	a	la	denominación	o	razón	social	materia
de	la	reserva.
Ley	26887.
ART.	 57.—Programa	 de	 constitución.	 El	 programa	 de	 constitución
contiene	obligatoriamente:
1.	Los	datos	de	 identificación	de	 los	 fundadores,	 conforme	al	 inciso	1	del
artículo	54;
2.	El	proyecto	de	pacto	y	estatuto	social;
3.	El	plazo	y	las	condiciones	para	la	suscripción	de	las	acciones,	la	facultad
de	 los	 fundadores	 para	 prorrogar	 el	 plazo	 y,	 en	 su	 caso,	 la	 empresa	 o
empresas	bancarias	o	financieras	donde	los	suscriptores	deben	depositar	la
suma	de	dinero	que	estén	obligados	a	entregar	al	suscribirlas	y	el	término
máximo	de	esta	prórroga;
4.	La	 información	de	 los	aportes	no	dinerarios	a	que	se	refiere	el	artículo
27;
5.	La	indicación	del	registro	en	el	que	se	efectúa	el	depósito	del	programa;
6.	Los	criterios	para	reducir	las	suscripciones	de	acciones	cuando	excedan
el	capital	máximo	previsto	en	el	programa;
7.	El	plazo	dentro	del	cual	deberá	otorgarse	la	escritura	de	constitución;
8.	 La	 descripción	 e	 información	 sobre	 las	 actividades	 que	 desarrollará	 la
sociedad;
9.	Los	derechos	especiales	que	se	concedan	a	los	fundadores,	accionistas	o
terceros;	y,
10.	 Las	 demás	 informaciones	 que	 los	 fundadores	 estimen	 convenientes
para	la	organización	de	la	sociedad	y	la	colocación	de	las	acciones.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 I.—Ámbito	de	 aplicación	del	 reglamento.	 Este	 reglamento	 regula
las	inscripciones	que	se	realizan	en	el	Registro	de	Sociedades.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	II.—Principios	registrales	aplicables.	Son	aplicables	al	registro,	los
principios	 registrales	 previstos	 en	 este	 reglamento	 y	 los	 demás	 regulados
por	el	Reglamento	General	de	los	Registros	Públicos	y	por	el	Código	Civil.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 III.—Principio	 de	 especialidad.	 Por	 cada	 sociedad	 o	 sucursal	 se
abrirá	una	partida	registral	en	 la	que	se	extenderá	su	primera	 inscripción,
que	 será	 la	 del	 pacto	 social	 o	 la	 decisión	 de	 establecer	 una	 sucursal,
respectivamente,	así	como	los	actos	inscribibles	posteriores	relativos	a	cada
una.
Para	la	inscripción	del	primer	poder	otorgado	por	una	sociedad	constituida
o	sucursal	establecida	en	el	extranjero	se	abrirá	una	partida	registral,	en	la
que	 se	 inscribirán	 todos	 los	 poderes	 y	 demás	 actos	 que	 los	modifiquen	 o
extingan.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 IV.—Fe	pública	registral.	La	 inexactitud	o	 invalidez	de	 los	asientos
de	inscripción	del	registro	no	perjudicará	al	tercero	que	de	buena	fe	hubiere
celebrado	 actos	 jurídicos	 sobre	 la	 base	 de	 los	 mismos,	 siempre	 que	 las
causas	 de	 dicha	 inexactitud	 o	 invalidez	 no	 consten	 en	 los	 asientos
registrales.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	V.—Principio	de	tracto	sucesivo.	Salvo	las	excepciones	previstas	en
las	 leyes	 o	 en	 este	 reglamento,	 para	 extender	 una	 inscripción	 se	 requiere
que	esté	inscrito	o	se	inscriba	el	acto	previo	necesario	o	adecuado	para	su
extensión.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 VI.—Título	 que	 da	 mérito	 a	 la	 inscripción	 La	 inscripción	 se
efectuará	 en	 mérito	 de	 documento	 público,	 de	 resolución	 arbitral	 o	 de
documento	privado	en	los	casos	expresamente	previstos.
Pueden	realizarse	 inscripciones	en	virtud	de	documentos	otorgados	en	el
extranjero,	siempre	que	contengan	actos	o	derechos	inscribibles	conforme	a
la	 ley	 peruana.	 Se	 presentarán	 en	 idioma	 español	 o	 traducidos	 a	 éste	 y
legalizados,	conforme	a	las	normas	sobre	la	materia.
Ley	26887.
ART.	58.—Publicidad	del	programa.	El	 programa	 debe	 ser	 suscrito	 por
todos	 los	 fundadores,	 cuyas	 firmas	 se	 legalizarán	notarialmente,	debiendo
depositarse	 en	 el	 registro,	 conjuntamente	 con	 cualquier	 otra	 información
que	a	juicio	de	los	fundadores	se	requiera	para	la	colocación	de	las	acciones.
Sólo	se	podrá	comunicar	a	terceros	el	programa	una	vez	que	se	encuentre
depositado	en	el	registro.
Ley	26887.
ART.	 59.—Suscripción	 y	 desembolso	 del	 capital.	 La	 suscripción	 de
acciones	no	puede	modificar	las	condiciones	del	programa	y	se	realiza	en	el
plazo	 establecido	 en	 éste	 y	 debe	 constar	 en	 un	 certificado	 extendido	 por
duplicado	 con	 la	 firma	 del	 representante	 de	 la	 empresa	 bancaria	 o
financiera	receptora	de	la	suscripción,	en	el	que	se	exprese	cuando	menos:
1.	La	denominación	de	la	sociedad;
2.	La	identificación	y	el	domicilio	del	suscriptor;
3.	El	número	de	acciones	que	suscribe	y	la	clase	de	ellas,	en	su	caso;
4.	El	monto	pagado	por	el	suscriptor	conforme	establezca	el	programa	de
constitución;	y,
5.	La	fecha	y	la	firma	del	suscriptor	o	su	representante.
Un	ejemplar	del	certificado	se	entregará	al	suscriptor.
Ley	26887.
ART.	 60.—Intereses	 de	 los	 aportes	 dinerarios.	 Los	 aportes	 en	 dinero
depositados	 en	 las	 empresas	 bancarias	 o	 financieras	 deben	 generar
intereses	a	favor	de	la	sociedad.
En	 caso	 de	 no	 constituirse	 la	 sociedad	 los	 intereses	 corresponden	 a	 los
suscriptores	en	 forma	proporcional	al	monto	y	a	 la	 fecha	en	que	cada	uno
realizó	su	aporte.
C.	C.
ART.	 1242.—El	 interés	 es	 compensatorio	 cuando	 constituye	 la
contraprestación	por	el	uso	del	dinero	o	de	cualquier	otro	bien.
Es	moratorio	cuando	tiene	por	finalidad	indemnizar	la	mora	en	el	pago.
Ley	26887.
ART.	 61.—Convocatoria	 a	 asamblea	 de	 suscriptores.	 La	 asamblea	 de
suscriptores	se	realiza	en	el	lugar	y	fecha	señalados	en	el	programa	o,	en	su
defecto,	 en	 los	 que	 señale	 la	 convocatoria	 que	 hagan	 los	 fundadores.	 Los
fundadores	 efectúan	 la	 convocatoria	 con	 una	 anticipación	 no	 menor	 de
quince	días,	contados	a	partir	de	la	fecha	del	aviso	de	convocatoria.
Los	fundadores	pueden	hacer	ulteriores	convocatorias,	a	condición	de	que
la	asamblea	se	celebre	dentro	de	los	dieciocho	meses	contados	a	partir	de	la
fecha	del	depósito	del	programa	en	el	registro.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	40.—Asamblea	de	suscriptores.	Para	la	inscripción	de	los	acuerdos
de	la	asamblea	de	suscriptores,	se	aplican	supletoriamente	las	disposiciones
sobre	 la	 inscripción	 de	 acuerdos	 de	 juntas	 generales	 contenidas	 en	 este
reglamento.
Ley	26887.
ART.	62.—Asamblea	de	suscriptores.	Antes	de	la	asamblea	se	formula	la
lista	de	suscriptores	y	de	sus	representantes;	se	menciona	expresamente	el
número	de	acciones	que	a	cada	uno	corresponde;	su	clase,	de	ser	el	caso,	y
su	 valor	 nominal.	 Dicha	 lista	 estará	 a	 disposición	 de	 cualquier	 interesado
con	una	anticipación	no	menor	de	cuarentiocho	horas	a	la	celebración	de	la
asamblea.
Los	poderes	que	presenten	 los	suscriptores	pueden	registrarse	hasta	tres
días	antes	al	de	la	celebración	de	la	asamblea.
Al	iniciarse	la	asamblea	se	formula	la	lista	de	los	asistentes,	con	indicación
de	sus	nombres,	domicilios	y	número	y	clase	de	acciones	suscritas.	En	caso
de	representantes,	debe	indicarse	el	nombre	y	domicilio	de	éstos.	La	lista	se
acompañará	al	acta.
Para	 que	 la	 asamblea	 pueda	 instalarse	 válidamente	 es	 necesaria	 la
concurrencia	de	suscriptores	que	representan	al	menos	la	mayoría	absoluta
de	las	acciones	suscritas.	El	quórum	se	computa	al	inicio	de	la	asamblea.	Los
fundadores	designan	al	presidente	y	secretario	de	la	asamblea.
Ley	26887.
ART.	 63.—Mayoría	 y	 adopción	 de	 acuerdos	 por	 la	 asamblea.	 Cada
acción	suscrita	da	derecho	a	un	voto.
La	 adopción	 de	 todo	 acuerdo	 requiere	 el	 voto	 favorable	 de	 la	 mayoría
absoluta	de	las	acciones	representadas.	Se	requiere	del	voto	favorable	de	la
mayoría	 absoluta	 de	 las	 acciones	 suscritas	 para	 que	 la	 asamblea	 pueda
modificar	 el	 contenido	 del	 programa	 de	 fundación.	 Si	 existen	 aportes	 no
dinerarios,	los	aportantes	no	pueden	votar	cuando	se	trate	de	la	aprobación
de	sus	aportaciones	o	del	valor	de	las	mismas.
Los	 fundadores	 no	 pueden	 votar	 en	 las	 cuestiones	 relacionadas	 con	 los
derechos	 especiales	 que	 les	 otorgue	 el	 estatuto	 ni	 cuando	 se	 trate	 de	 los
gastos	de	fundación.
Los	suscriptores	disidentes	y	los	no	asistentes	que	estén	en	desacuerdo	con
la	modificación	del	programa	pueden	hacer	uso	del	derecho	de	separación,
dentro	del	plazo	de	diez	días	de	celebrada	la	asamblea.	Dichos	suscriptores
recuperan	 los	 aportes	 que	 hubiesen	 hecho,	 más	 los	 intereses	 que
correspondan	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 59,	 quedando	 sin
efecto	la	suscripción	de	acciones	que	hayan	efectuado.
Ley	26887.
ART.	64.—Acta	de	la	asamblea.	Los	acuerdos	adoptados	por	la	asamblea
constan	en	un	acta	certificada	por	notario	que	suscriben	el	presidente	y	el
secretario.	Los	suscriptores	que	así	lo	deseen	pueden	firmar	el	acta.
Ley	26887.
ART.	 65.—Competencia	 de	 la	 asamblea	 de	 suscriptores.	 La	 asamblea
delibera	y	decide	sobre	los	siguientes	asuntos:
1.	Los	actos	y	gastos	realizados	por	los	fundadores;
2.	El	valor	asignado	en	el	programa	a	las	aportaciones	no	dinerarias,	si	las
hubiere;
3.	 La	 designación	 de	 los	 integrantes	 del	 directorio	 de	 la	 sociedad	 y	 del
gerente;	y,
4.	 La	 designación	 de	 la	 persona	 o	 las	 personas	 que	 deben	 otorgar	 la
escritura	pública	que	contiene	el	pacto	social	y	el	estatuto	de	la	sociedad.
La	 asamblea	 podrá	 además	 deliberar	 y	 decidir	 sobre	 cualquiera	 otra
materia,	teniendo	en	cuenta	lo	dispuesto	en	este	artículo	y	en	los	artículos
anteriores.
Ley	26887.
ART.	66.—Otorgamiento	e	inscripción	de	la	escritura	de	constitución.
Dentro	del	plazo	de	treinta	días	de	celebrada	la	asamblea,	 la	persona	o	las
personas	designadas	para	otorgar	la	escritura	pública	de	constitución	deben
hacerlo	con	sujeción	a	los	acuerdos	adoptados	por	la	asamblea,	insertando
la	respectiva	acta.
Ley	26887.
ART.	 67.—Disposición	 de	 los	 aportes.	 Los	 fundadores	 de	 la	 sociedad
están	 sujetos	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 24	 en	 lo	 relativo	 a	 los	 gastos
necesarios	para	la	inscripción	de	la	sociedad	en	el	registro.
Ley	26887.
ART.	68.—Extinción	del	proceso	de	constitución.	Se	extingue	el	proceso
de	constitución:
1.	 Si	 no	 se	 logra	 el	 mínimo	 de	 suscripciones	 en	 el	 plazo	 previsto	 en	 el
programa;
2.	Si	la	asamblea	resuelve	no	llevar	a	cabo	la	constitución	de	la	sociedad,	en
cuyo	 caso	 debe	 reembolsarse	 los	 gastos	 a	 los	 fundadores,	 con	 cargo	 a	 los
fondos	aportados;	y,
3.	 Si	 la	 asamblea	 prevista	 en	 el	 programa	 no	 se	 realiza	 dentro	 del	 plazo
indicado.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 41.—Extinción	 del	 proceso	 de	 constitución.	 El	 aviso	 al	 que	 se
refiere	el	artículo	69	de	la	ley	se	presenta	con	las	firmas	legalizadas	de	todos
los	 fundadores	 acompañando,	 cuando	 corresponda,	 la	 copia	 certificada
notarial	del	acta	de	la	asamblea	de	suscriptores	que	decide	no	llevar	a	cabo
la	constitución	de	la	sociedad.
Vencido	el	plazo	señalado	en	el	citado	artículo	69	sin	que	 los	 fundadores
hayan	cumplido	con	dar	aviso	al	registro,	cualquiera	de	ellos	podrá	hacerlo
cumpliendo	los	requisitos	señalados	en	el	párrafo	anterior.
Ley	26887.
ART.	69.—Aviso	de	extinción.	Dentro	de	 los	quince	días	de	producida	 la
causal	de	extinción,	los	fundadores	deben	dar	aviso	a:
1.	Los	suscriptores,	si	fuera	el	caso;
2.	 La	 o	 las	 empresas	 bancarias	 o	 financieras	 que	 hubiesen	 recibido
depósitos,	 a	 fin	de	que	 éstos	 sean	devueltos	 en	 la	 forma	establecida	 en	 el
artículo	60,	previa	deducción	de	los	gastos	reembolsables,	según	el	inciso	2
del	artículo	anterior;
3.	 Las	 personas	 con	 las	 que	 hubiesen	 contratado	 bajo	 la	 condición	 de
constituirse	la	sociedad;
4.	El	registro	donde	se	hubiese	depositado	el	programa.
Los	 fundadores	 que	 incumplan	 esta	 obligación	 son	 solidariamente
responsables	por	los	daños	y	perjuicios	que	ocasionen.
TÍTULO	III
FUNDADORES
Ley	26887.
ART.	 70.—Fundadores.	 En	 la	 constitución	 simultánea	 son	 fundadores
aquellos	que	otorguen	la	escritura	pública	de	constitución	y	suscriban	todas
las	acciones.	En	la	constitución	por	oferta	a	terceros	son	fundadores	quienes
suscriben	el	programa	de	fundación.	También	son	fundadores	las	personas
por	cuya	cuenta	se	hubiese	actuado	en	la	forma	indicada	en	este	artículo.
JURISPRUDENCIA.—Los	 socios	 fundadores	 son	 aquellos	 que
participaron	en	la	constitución	de	la	sociedad.	“Los	socios	fundadores	son
aquellos	que	suscribieron	el	contrato	social	y,	para	acceder	a	una	sociedad
anónima	ya	constituida,	es	menester	o	comprar	acciones	de	la	misma,	o	vía
aumento	 de	 capital	 realizar	 un	 aporte	 representado	 en	 nuevas	 acciones,
previo	 acuerdo	 de	 la	 junta	 general	 de	 accionistas.”	 (Cas.	 970-1996-Lima,
07.11.97)
Ley	26887.
ART.	 71.—Responsabilidad	 de	 los	 fundadores.	 En	 la	 etapa	 previa	 a	 la
constitución	los	fundadores	que	actúan	a	nombre	de	la	sociedad	o	a	nombre
propio,	 pero	 en	 interés	 y	 por	 cuenta	 de	 ésta,	 son	 solidariamente
responsables	frente	a	aquellos	con	quienes	hayan	contratado.
Los	 fundadores	quedan	 liberados	de	dicha	 responsabilidad	desde	que	 las
obligaciones	 asumidas	 son	 ratificadas	 por	 la	 sociedad	 dentro	 del	 plazo
señalado	en	el	artículo	7°.	A	falta	de	pronunciamiento	de	la	sociedad	dentro
del	 citado	 plazo,	 se	 presume	que	 los	 actos	 y	 contratos	 celebrados	 por	 los
fundadores	han	sido	ratificados.
Adicionalmente	los	fundadores	son	solidariamente	responsables	frente	a	la
sociedad,	a	los	demás	socios	y	a	terceros:
1.	 Por	 la	 suscripción	 integral	 del	 capital	 y	 por	 el	 desembolso	 del	 aporte
mínimo	exigido	para	la	constitución;
2.	Por	la	existencia	de	los	aportes	no	dinerarios,	conforme	a	su	naturaleza,
características	 y	 valor	 de	 aportación	 consignados	 en	 el	 informe	 de
valorización	correspondiente;	y,
3.	Por	la	veracidad	de	las	comunicaciones	hechas	por	ellos	al	público	para
la	constitución	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	 72.—Beneficios	 de	 los	 fundadores.	 Independientemente	 de	 su
calidad	 de	 accionistas,	 los	 fundadores	 pueden	 reservarse	 derechos
especiales	 de	 diverso	 contenido	 económico,	 los	 que	 deben	 constar	 en	 el
estatuto.	Cuando	 se	 trate	de	participación	en	 las	utilidades	o	de	 cualquier
derecho	 sobre	 éstas,	 los	 beneficios	 no	 pueden	 exceder,	 en	 conjunto,	 de	 la
décima	parte	de	 la	utilidad	distribuible	anual	que	aparezca	de	 los	estados
financieros	de	los	primeros	cinco	años,	en	un	período	máximo	de	diez	años
contados	a	partir	del	ejercicio	siguiente	a	la	constitución	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	 73.—Caducidad	 de	 la	 responsabilidad	 de	 los	 fundadores.	 La
responsabilidad	de	los	fundadores	caduca	a	 los	dos	años	contados	a	partir
de	 la	 fecha	 de	 inscripción	 de	 la	 sociedad	 en	 el	 registro,	 de	 la	 denegatoria
definitiva	 de	 ella	 o	 del	 aviso	 en	 que	 comunican	 a	 los	 suscriptores	 la
extinción	del	proceso	de	constitución	de	la	sociedad.
TÍTULO	IV
APORTES	Y	ADQUISICIONES	ONEROSAS
Ley	26887.
ART.	 74.—Objeto	 del	 aporte.	 En	 la	 sociedad	 anónima	 sólo	 pueden	 ser
objeto	 de	 aporte	 los	 bienes	 o	 derechos	 susceptibles	 de	 valoración
económica.
Ley	26887.
ART.	 75.—Prestaciones	 accesorias.	 El	 pacto	 social	 puede	 contener
prestaciones	 accesorias	 con	 carácter	 obligatorio	 para	 todos	 o	 algunos
accionistas,	 distintas	 de	 sus	 aportes,	 determinándose	 su	 contenido,
duración,	 modalidad,	 retribución	 y	 sanción	 por	 incumplimiento	 y	 pueden
ser	 a	 favor	 de	 la	 sociedad,	 de	 otros	 accionistas	 o	 de	 terceros.	 Estas
prestaciones	no	pueden	integrar	el	capital.
Por	 acuerdo	 de	 la	 junta	 general	 pueden	 crearse	 también	 dichas
prestaciones	 accesorias,	 con	 el	 consentimiento	 del	 accionista	 o	 de	 los
accionistas	que	deben	prestarlas.
Las	modificaciones	 de	 las	 prestaciones	 accesorias	 y	 de	 los	 derechos	 que
estas	otorguen	sólo	podrán	acordarse	por	unanimidad,	o	por	acuerdo	de	la
junta	 general	 cuando	 el	 accionista	 o	 accionistas	 que	 se	 obligaron	 a	 la
prestación	manifiesten	su	conformidad	en	forma	expresa.
Ley	26887.
ART.	76.—Revisión	del	valor	de	 los	aportes	no	dinerarios.	Dentro	 del
plazo	 de	 sesenta	 días	 contado	 desde	 la	 constitución	 de	 la	 sociedad	 o	 del
pago	 del	 aumento	 de	 capital,	 el	 directorio	 está	 obligado	 a	 revisar	 la
valorización	de	los	aportes	no	dinerarios.	Para	adoptar	acuerdo	se	requiere
mayoría	de	los	directores.
Vencido	el	plazo	anterior	y	dentro	de	los	treinta	días	siguientes,	cualquier
accionista	 podrá	 solicitar	 que	 se	 compruebe	 judicialmente,	 por	 el	 proceso
abreviado,	 la	 valorización	mediante	 operación	pericial	 y	 deberá	 constituir
garantía	suficiente	para	sufragar	los	gastos	del	peritaje.
Hasta	que	la	revisión	se	realice	por	el	directorio	y	transcurra	el	plazo	para
su	 comprobación	 no	 se	 emitirán	 las	 acciones	 que	 correspondan	 a	 las
aportaciones	materia	de	la	revisión.
Si	se	demuestra	que	el	valor	de	los	bienes	aportados	es	inferior	en	veinte
por	 ciento	 o	más	 a	 la	 cifra	 en	 que	 se	 recibió	 el	 aporte,	 el	 socio	 aportante
deberá	optar	entre	la	anulación	de	las	acciones	equivalentes	a	la	diferencia,
su	separación	del	pacto	social	o	el	pago	en	dinero	de	la	diferencia.
En	cualquiera	de	los	dos	primeros	casos,	la	sociedad	reduce	su	capital	en	la
proporción	 correspondiente	 si	 en	 el	 plazo	 de	 treinta	 días	 las	 acciones	 no
fueren	suscritas	nuevamente	y	pagadas	en	dinero.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Tribunal	 Registral	 precisa	 reglas	 sobre	 el
quórum	en	la	reducción	del	capital	por	anulación	de	acciones	(artículo
76	de	la	LGS).	“‘El	artículo	76	de	la	Ley	General	de	Sociedades	establece	que
en	el	supuesto	de	la	anulación	de	acciones,	producto	de	que	el	valor	de	los
bienes	aportados	sea	inferior	en	veinte	por	ciento	o	más	a	la	cifra	en	que	se
recibió	el	aporte,	la	sociedad	reducirá	(de	forma	imperativa)	su	capital	en	la
proporción	 correspondiente,	 si	 en	 el	 plazo	 de	 treinta	 días	 las	 acciones	 no
fueren	 suscritas	 nuevamente	 y	 pagadas	 en	 dinero.	 En	 ese	 sentido,	 dicha
reducción	de	 capital	no	 requerirá	del	quórum	ni	de	 la	mayoría	 calificados
establecidos	 legalmente	 para	 dicho	 tipo	 de	 acuerdos,	 en	 aplicación	 de	 lo
dispuesto	en	el	artículo	128	de	la	Ley	General	de	Sociedades’	(...).	Conforme
a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 218	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 la
reducción	podrá	ejecutarse	de	inmediato	cuando	no	importe	devolución	de
aportes	 ni	 exención	 de	 deudas	 a	 los	 accionistas,	 como	 en	 el	 supuesto
contemplado	 en	 el	 artículo	 76	 de	 la	 citada	 ley”.	 (Sunarp,	 R.	 1695-2013-
Sunarp-TR-L,	oct.	18/2013.	V.	P.	Beatriz	Cruz	Peñaherrera)
Ley	26887.
ART.	77.—Adquisiciones	onerosas.	Las	adquisiciones	a	título	oneroso	de
bienes	 cuyo	 importe	 exceda	 del	 diez	 por	 ciento	 del	 capital	 pagado,
realizadas	 por	 la	 sociedad	 dentro	 de	 los	 primeros	 seis	 meses	 desde	 su
constitución,	 deben	 ser	 previamente	 aprobadas	 por	 la	 junta	 general,	 con
informe	del	directorio.
Al	 convocarse	 a	 la	 junta	 debe	ponerse	 a	 disposición	 de	 los	 accionistas	 el
informe	del	directorio.	No	es	de	aplicación	lo	dispuesto	en	este	artículo	a	las
adquisiciones	de	bienes	cuyo	tráfico	es	propio	del	objeto	social	ni	las	que	se
realicen	en	rueda	de	bolsa.
Ley	26887.
ART.	78.—Pago	 de	 los	 dividendos	 pasivos.	 El	 accionista	 debe	 cubrir	 la
parte	no	pagada	de	sus	acciones	en	la	forma	y	plazo	previstos	por	el	pacto
social	 o	 en	 su	 defecto	 por	 el	 acuerdo	 de	 la	 junta	 general.	 Si	 no	 lo	 hiciere,
incurre	en	mora	sin	necesidad	de	intimación.
Ley	26887.
ART.	79.—Efectos	de	 la	mora.	El	 accionista	moroso	 no	 puede	 ejercer	 el
derecho	 de	 voto	 respecto	 de	 las	 acciones	 cuyo	 dividendo	 pasivo	 no	 haya
cancelado	en	la	forma	y	plazo	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior.
Dichas	 acciones	 no	 son	 computables	 para	 formar	 el	 quórum	 de	 la	 junta
general	 ni	 para	 establecer	 la	 mayoría	 en	 las	 votaciones.	 Tampoco	 tendrá
derecho,	 respecto	 de	 dichas	 acciones,	 a	 ejercer	 el	 derecho	 de	 suscripción
preferente	de	nuevas	 acciones	ni	 de	 adquirir	 obligaciones	 convertibles	 en
acciones.
Los	dividendos	que	corresponden	al	accionista	moroso	por	la	parte	pagada
de	 sus	 acciones	 así	 como	 los	 de	 sus	 acciones	 íntegramente	 pagadas,	 se
aplican	 obligatoriamente	 por	 la	 sociedad	 a	 amortizar	 los	 dividendos
pasivos,	previo	pago	de	los	gastos	e	intereses	moratorios.
Cuando	el	dividendo	se	pague	en	especie	o	en	acciones	de	propia	emisión,
la	sociedad	venderá	éstas	por	el	proceso	de	remate	en	ejecución	forzada	que
establece	el	Código	Procesal	Civil	 y	 a	 aplicar	el	producto	de	 la	venta	a	 los
fines	que	señala	el	párrafo	anterior.
Ley	26887.
ART.	 80.—Cobranza	 de	 los	 dividendos	 pasivos.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo
establecido	 en	 el	 artículo	 anterior,	 cuando	 el	 accionista	 se	 encuentre	 en
mora	 la	 sociedad	 puede,	 según	 los	 casos	 y	 atendiendo	 a	 la	 naturaleza	 del
aporte	 no	 efectuado,	 demandar	 judicialmente	 el	 cumplimento	 de	 la
obligación	 en	 el	 proceso	 ejecutivo	 o	 proceder	 a	 la	 enajenación	 de	 las
acciones	del	 socio	moroso	por	cuenta	y	 riesgo	de	éste.	En	ambos	casos,	 la
sociedad	cobra	en	su	beneficio,	los	gastos,	intereses	moratorios	y	los	daños
y	perjuicios	causados	por	la	mora.
Cuando	 haya	 de	 procederse	 a	 la	 venta	 de	 acciones,	 la	 enajenación	 se
verifica	por	medio	de	sociedad	agente	de	bolsa	y	lleva	consigo	la	sustitución
del	título	originario	por	un	duplicado.
Cuando	 la	 venta	 no	 pudiera	 efectuarse	 parcial	 o	 totalmente	 por	 falta	 de
comprador,	 las	 acciones	 no	 vendidas	 son	 anuladas,	 con	 la	 consiguiente
reducción	 de	 capital	 y	 quedan	 en	 beneficio	 de	 la	 sociedad	 las	 cantidades
percibidas	 por	 ella	 a	 cuenta	 de	 estas	 acciones,	 sin	 perjuicio	 del
resarcimiento	por	los	mayores	daños	causados	a	la	sociedad.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 42.—Diferencia	 en	 la	 valuación	 asignada	 a	 los	 aportes	 no
dinerarios	y	dividendos	pasivos.	La	inscripción	de	la	reducción	del	capital
originada	en	los	supuestos	del	último	párrafo	del	artículo	76	y	del	artículo
80	de	 la	 ley,	debe	cumplir	con	 los	requisitos	establecidos	por	 los	artículos
215	 y	 siguientes	 de	 la	 ley	 para	 los	 casos	 de	 devolución	 de	 aportes	 y	 la
exención	de	dividendos	pasivos.
En	 el	 supuesto	 del	 artículo	 76	 señalado	 se	 insertará	 o	 acompañará	 el
documento	 que	 contenga	 el	 consentimiento	 del	 socio	 que	 se	 separa	 de	 la
sociedad	o	cuya	participación	se	reduce.	El	documento	deberá	contener	 la
legalización	 notarial	 de	 la	 firma	 del	 socio,	 salvo	 que	 éste	 exprese	 su
consentimiento	en	la	escritura	pública.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—En	 la	 sociedad	 capitalista,	 la	 exclusión	 del
socio	 es	 aplicable	 de	 manera	 restringida.	 “En	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	se	advierte	que	 las	causas	de	exclusión	varían	según	el	 tipo	de
sociedad	y	son	más	numerosas	en	aquellos	en	los	que	la	persona	del	socio	es
más	trascendente	en	la	vida	social;	así,	permite	la	exclusión	de	socios	en	la
sociedad	colectiva	(artículo	281	inciso	4),	 la	sociedad	en	comandita	(en	su
caso),	la	sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada	(artículo	293)	y	la
sociedad	anónima	cerrada	(artículo	248);	en	la	sociedad	anónima	tiene	una
aplicación	 restringida	 porque	 sólo	 se	 ha	 previsto	 por	 la	 falta	 de	 pago	 del
aporte	(artículos	80	y	29),	lo	que	es	congruente	con	la	esencia	capitalista	de
esta	clase	de	sociedad	en	donde	la	obligación	fundamental	del	socio	es	la	de
aportar	 y	 desembolsar	 la	 suma	 a	 la	 que	 se	 comprometió	 y	 de	 ahí	 que,
solamente	por	incumplimiento	de	esta	obligación	social,	quepa	su	exclusión
a	voluntad	del	propio	ente	social.”	(R.	120-2000-ORLC/TR.	25.04.2000)
Ley	26887.
ART.	 81.—Responsabilidad	 por	 pago	 de	 dividendos	 pasivos.	 El
cesionario	 de	 la	 acción	 no	 pagada	 íntegramente	 responde	 solidariamente
frente	a	la	sociedad	con	todos	los	cedentes	que	lo	preceden	por	el	pago	de	la
parte	no	pagada.	La	responsabilidad	de	cada	cedente	caduca	a	los	tres	años,
contados	desde	la	fecha	de	la	respectiva	transferencia.
SECCIÓN	TERCERA
ACCIONES
TÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	26887.
ART.	82.—Definición	de	acción.	Las	acciones	representan	partes	alícuotas
del	 capital,	 todas	 tienen	el	mismo	valor	nominal	y	dan	derecho	a	un	voto,
con	la	excepción	prevista	en	el	artículo	164	y	las	demás	contempladas	en	la
presente	ley.
RESOLUCIÓN	SUNARP.—La	diferencia	entre	acción	y	participación.	“-	La
participación	es	un	bien	mueble,	de	acuerdo	a	 lo	establecido	en	el	 inciso	8
del	artículo	886	del	Código	Civil.	Por	lo	que	siendo	la	participación	un	bien
mueble	 su	 transferencia	 no	 se	 da	 con	 el	 simple	 acuerdo	 o	 con	 la	 sola
obligación	 de	 enajenar,	 como	 en	 los	 inmuebles,	 sino	 con	 la	 entrega	 o
tradición	 del	 bien	 y	 siendo	 la	 participación	 un	 incorpóreo,	 invisible	 su
entrega	 física	es	 imposible.	Por	tanto	su	transferencia	en	el	mundo	real	se
da	en	el	 caso	de	 la	 sociedad	somercial	de	 responsabilidad	 limitada	 con	 su
formalización	en	escritura	pública	y	su	inscripción	en	el	registro,	de	acuerdo
a	 lo	dispuesto	por	 el	último	párrafo	del	 artículo	291	de	 la	Ley	General	de
Sociedades.	 Cabe	 precisar	 que	 el	 artículo	 291	 habla	 de	 formalizar	 una
transferencia,	 más	 no	 de	 la	 obligación	 de	 futuramente	 hacerla.	 Las
participaciones	 a	 diferencia	 de	 las	 acciones	 no	 están	 representadas	 en
títulos	 valores	 ni	 como	 ellas	 se	 inscriben	 en	 un	 libro	 de	 matrículas.	 Por
tanto,	la	transmisión	de	las	participaciones	se	halla	más	dificultada	que	la	de
las	 acciones	 requiriendo	 para	 ello	 documento	 público	 e	 inscripción	 en	 el
registro.	Además,	la	forma	de	controlar	que	la	sociedad	de	responsabilidad
no	 exceda	 los	 20	 socios	 es	 con	 la	 inscripción	 de	 la	 transferencia	 en	 el
registro.	(Sunarp,	R.	1339-2015-Sunarp-TR-L,	jul.	09/2015.	V.	P.	Elena	Rosa
Vásquez	Torres)
Ley	26887.
ART.	83.—Creación	de	acciones.	Las	acciones	se	crean	en	el	pacto	social	o
posteriormente	por	acuerdo	de	la	junta	general.
Es	 nula	 la	 creación	 de	 acciones	 que	 concedan	 el	 derecho	 a	 recibir	 un
rendimiento	sin	que	existan	utilidades	distribuibles.
Puede	 concederse	 a	 determinadas	 acciones	 el	 derecho	 a	 un	 rendimiento
máximo,	mínimo	o	 fijo,	 acumulable	o	no,	 siempre	sujeto	a	 la	existencia	de
utilidades	distribuibles.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 49.—Creación	 de	 clases	 de	 acciones.	 El	 acuerdo	 de	 junta	 general
que	crea	una	o	más	clases	de	acciones	es	acto	inscribible	en	el	registro.
El	acuerdo	especifica	la	forma	en	que	se	integra	la	nueva	clase	de	acciones;
su	número;	los	derechos	y	obligaciones	que	correspondan	a	sus	titulares;	y
los	demás	pactos	y	condiciones	lícitos	que	se	hayan	decidido.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	50.—Eliminación	de	clase	de	acciones.	También	es	acto	inscribible
el	 acuerdo	 de	 eliminación	 de	 cualquier	 clase	 de	 acciones	 así	 como	 la
modificación	de	los	derechos	y	las	obligaciones	de	la	misma.
El	acuerdo	especifica	si	las	acciones	de	la	clase	que	se	elimina:
a)	Se	convierten	en	acciones	ordinarias;
b)	Se	amortizan,	 en	 cuyo	caso	 se	 requiere	el	 correspondiente	acuerdo	de
reducción	de	capital	adoptado	con	sus	respectivas	formalidades;
c)	Pasan	a	 integrar	una	o	más	nuevas	clases	de	acciones,	en	cuyo	caso	se
aplica	lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior;
d)	 Pasan	 a	 integrar	 una	 o	 más	 clases	 de	 acciones	 existentes	 o	 acciones
ordinarias,	 en	 cuyos	 casos	 se	 aplicarán	 las	 disposiciones	 de	 los	 incisos
anteriores	según	corresponda.
Ley	26887.
ART.	84.—Emisión	de	acciones.	Las	acciones	sólo	se	emiten	una	vez	que
han	sido	suscritas	y	pagadas	en	por	lo	menos	el	veinticinco	por	ciento	de	su
valor	nominal,	salvo	lo	dispuesto	en	el	párrafo	siguiente.
En	 la	emisión	de	acciones	en	el	 caso	de	aportes	en	especie	 se	estará	a	 lo
dispuesto	en	el	artículo	76.
Los	derechos	que	corresponden	a	las	acciones	emitidas	son	independientes
de	 si	 ellas	 se	 encuentran	 representadas	 por	 certificados	 provisionales	 o
definitivos,	anotaciones	en	cuenta	o	en	cualquier	otra	forma	permitida	por
la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 48.—Intervención	 de	 accionistas	 con	 certificados	 provisionales
de	acciones.	Los	acuerdos	adoptados	en	junta	general	con	participación	de
acciones	 representadas	 en	 certificados	 provisionales	 o	 en	 anotaciones
provisionales	 en	 cuenta,	 sólo	 se	 podrán	 inscribir	 después	 de	 haberse
inscrito	el	aumento	de	capital	que	originó	la	emisión	de	tales	acciones.
El	acta	deberá	 indicar	respecto	de	cada	accionista,	el	número	de	acciones
que	consta	en	certificados	o	anotaciones	definitivos	y	provisionales.
DOCTRINA.—La	 acción	 como	 derecho,	 concepto	 distinto	 a	 la
representación	de	ese	derecho.	 “(...)	 La	 emisión	 de	 acciones,	 en	 sentido
estricto,	alude	al	surgimiento	del	derecho	que	tienen	los	accionistas	frente	a
la	sociedad	como	resultado	del	aporte	que	efectúan	para	la	constitución	de
una	sociedad	anónima	o	de	la	suscripción	y	pago	de	acciones	en	el	caso	del
aumento	 del	 capital	 de	 una	 sociedad	 ya	 existente.	 En	 estos	 casos,	 y	 como
regla	general,	la	emisión	de	la	acción	se	configura	con	la	sola	suscripción	del
valor	nominal	y	del	pago	de	por	lo	menos	el	veinticinco	por	ciento	de	dicho
valor.	Esta	emisión	de	acciones,	que	debe	ser	registrada	por	la	sociedad	bajo
ciertas	formalidades,	debe	diferenciarse	de	la	emisión	de	los	certificados	de
acciones,	 los	 cuales,	 como	 hemos	 mencionado,	 constituyen	 una	 simple
representación	material	de	una	o	varias	acciones	que	pretenden	facilitar	a
su	tenedor	la	probanza	de	su	condición	de	accionista	y	la	‘liquidación	de	su
inversión’	mediante	 la	 transferencia,	vía	endoso,	de	dicho	certificado.	(...).”
(HERNÁNDEZ	 GAZZO,	 Juan	 Luis.	 Representación	 de	 acciones	 mediante
anotaciones	en	cuenta.	En:	Revista	 Ius	et	veritas,	Año	X,	N°	20,	Lima,	 julio
2000)
Ley	26887.
ART.	85.—Del	importe	a	pagarse	por	las	acciones.	El	importe	a	pagarse
por	las	acciones	se	establece	en	la	escritura	pública	de	constitución	o	por	la
junta	general	que	acuerde	el	aumento	de	capital.
La	 suma	 que	 se	 obtenga	 en	 la	 colocación	 de	 acciones	 sobre	 su	 valor
nominal	es	una	prima	de	capital.
Los	términos	y	condiciones	del	pago	de	la	prima	y	la	aplicación	de	la	misma
están	sujetos	a	lo	que	establezca	la	ley,	la	escritura	pública	de	constitución	o
el	acuerdo	de	la	junta	general.
Si	 el	 valor	 de	 colocación	 de	 la	 acción	 es	 inferior	 a	 su	 valor	 nominal,	 la
diferencia	se	refleja	como	pérdida	de	colocación.
Las	acciones	colocadas	por	monto	inferior	a	su	valor	nominal	se	consideran
para	 todo	 efecto	 íntegramente	 pagadas	 a	 su	 valor	 nominal	 cuando	 se
cancela	su	valor	de	colocación.
Ley	26887.
ART.	 86.—Obligaciones	 adicionales	 al	 pago	 de	 la	 acción.	 En	 el	 pacto
social	 o	 en	 el	 acuerdo	 de	 aumento	 de	 capital	 puede	 establecerse	 que	 los
suscriptores	 de	 una	 parte	 o	 de	 todas	 las	 acciones	 asuman	 determinadas
obligaciones	 a	 favor	 de	 otros	 accionistas,	 de	 la	 sociedad	 o	 de	 terceros,
adicionales	 a	 la	 de	 pagar	 su	 valor,	 sea	 nominal	 o	 de	 colocación.	 Estas
obligaciones	adicionales	podrán	ser	dinerarias	o	no	y	deberán	recaer	sobre
todas	 las	 acciones	 de	 la	 sociedad	 o	 sobre	 todas	 las	 acciones	 de	 una
determinada	clase.
Las	obligaciones	adicionales	deben	constar	en	los	certificados,	anotaciones
en	cuenta	o	cualquier	otra	forma	de	representación	de	tales	acciones.
Ley	26887.
ART.	 87.—Emisión	 de	 certificados	 de	 acciones.	 Es	 nula	 la	 emisión	 de
certificados	 de	 acciones	 y	 la	 enajenación	 de	 éstas	 antes	 de	 la	 inscripción
registral	 de	 la	 sociedad	 o	 del	 aumento	 de	 capital	 correspondiente.	 Por
excepción,	siempre	que	se	haya	cumplido	con	lo	dispuesto	en	el	primer	y	en
el	segundo	párrafos	del	artículo	84	y	el	estatuto	lo	permita,	puede	emitirse
certificados	provisionales	de	 acciones	 con	 la	 expresa	 indicación	de	que	 se
encuentra	 pendiente	 la	 inscripción	 de	 la	 sociedad	 y	 que	 en	 caso	 de
transferencia,	el	cesionario	responde	solidariamente	con	todos	los	cedentes
que	 lo	 preceden	 por	 las	 obligaciones	 que	 pudiera	 tener,	 en	 su	 calidad	 de
accionista	y	conforme	a	ley,	el	titular	original	de	los	certificados	frente	a	la
sociedad,	otros	accionistas	o	terceros.
En	los	casos	de	constitución	o	aumento	de	capital	por	oferta	a	terceros,	los
certificados	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 59	 podrán	 transferirse	 libremente
sujetos	a	las	reglas	que	regulan	la	cesión	de	derechos.
Ley	26702.
ART.	60.—Acciones	preferentes.	Las	empresas	de	los	sistemas	financiero
o	de	seguros	pueden	emitir	acciones	preferentes,	con	o	sin	derecho	a	voto.
Las	acciones	preferentes	pueden	ser	redimibles	a	plazo	fijo,	con	derecho	a
dividendo	acumulativo	o	no	acumulativo,	y	otras,	según	lo	acuerde	la	junta
general	de	accionistas.
En	 caso	 de	 pérdidas,	 éstas	 serán	 absorbidas	 en	 primer	 lugar	 por	 las
acciones	comunes	y	sólo	cuando	se	haya	agotado	el	valor	de	estas	últimas,
serán	 absorbidas	 por	 las	 acciones	 preferentes.	 En	 caso	 que	 las	 pérdidas
reduzcan	el	valor	del	patrimonio	contable	en	un	tercio	o	más,	 las	acciones
sin	derecho	a	voto	adquirirán	ese	derecho,	salvo	que	se	aumente	el	capital
con	suscripción	de	nuevas	acciones	comunes.
Asimismo,	 las	 empresas	 podrán	 emitir	 y	 colocar	 acciones	 bajo	 la	 par,
observando	el	siguiente	procedimiento:
1.	 Cargar	 el	 monto	 del	 descuento	 en	 su	 colocación	 a	 las	 cuentas	 de
utilidades	retenidas	y/o	de	reservas	facultativas;	o
2.	 Cargar	 el	 gasto	 financiero	 a	 resultados,	 lo	 que	 se	 hará	 en	 el	 mismo
ejercicio	en	que	se	coloquen	dichos	títulos.
Ley	26887.
ART.	88.—Clases	de	acciones.	Pueden	existir	diversas	clases	de	acciones.
La	 diferencia	 puede	 consistir	 en	 los	 derechos	 que	 corresponden	 a	 sus
titulares,	en	las	obligaciones	a	su	cargo	o	en	ambas	cosas	a	la	vez.	Todas	las
acciones	de	una	clase	gozarán	de	los	mismos	derechos	y	tendrán	a	su	cargo
las	mismas	obligaciones.
La	 creación	 de	 clases	 de	 acciones	 puede	 darse	 en	 el	 pacto	 social	 o	 por
acuerdo	de	la	junta	general.
La	 eliminación	 de	 cualquier	 clase	 de	 acciones	 y	 la	 modificación	 de	 los
derechos	u	obligaciones	de	 las	 acciones	de	 cualquier	 clase	 se	acuerda	 con
los	 requisitos	 exigidos	 para	 la	 modificación	 del	 estatuto,	 sin	 perjuicio	 de
requerirse	 la	 aprobación	 previa	 por	 junta	 especial	 de	 los	 titulares	 de
acciones	 de	 la	 clase	 que	 se	 elimine	 o	 cuyos	 derechos	 u	 obligaciones	 se
modifiquen.
Cuando	 la	 eliminación	 de	 la	 clase	 de	 acciones	 o	 la	 modificación	 de	 los
términos	y	condiciones	con	las	que	fueron	creadas	implique	la	modificación
o	eliminación	de	las	obligaciones	que	sus	titulares	pudieran	haber	asumido
frente	a	 la	sociedad,	a	 los	otros	accionistas	o	a	 terceros,	se	requerirá	de	 la
aprobación	de	quienes	se	vean	afectados	con	 la	eliminación	de	 la	clase	de
acciones	o	con	la	variación	de	las	obligaciones	a	su	cargo.
El	estatuto	puede	establecer	supuestos	para	 la	conversión	de	acciones	de
una	 clase	 en	 acciones	 de	 otra,	 sin	 que	 se	 requiera	 de	 acuerdo	 de	 la	 junta
general,	ni	de	juntas	especiales	ni	de	la	modificación	del	estatuto.	Sólo	será
necesaria	 la	 modificación	 del	 estatuto	 si	 como	 consecuencia	 de	 ello
desaparece	una	clase	de	acciones.
Ley	26887.
ART.	89.—Indivisibilidad	de	la	acción.	Las	acciones	son	 indivisibles.	Los
copropietarios	 de	 acciones	 deben	 designar	 a	 una	 sola	 persona	 para	 el
ejercicio	 de	 los	 derechos	 de	 socio	 y	 responden	 solidariamente	 frente	 a	 la
sociedad	 de	 cuantas	 obligaciones	 deriven	 de	 la	 calidad	 de	 accionistas.	 La
designación	se	efectuará	mediante	carta	con	firma	legalizada	notarialmente,
suscrita	 por	 copropietarios	 que	 representen	más	 del	 cincuenta	 por	 ciento
de	los	derechos	y	acciones	sobre	las	acciones	en	copropiedad.
JURISPRUDENCIA.—CS:	 la	 sucesión	 no	 es	 un	 ente	 jurídico	 dotado	 de
personalidad,	 y	 el	 administrador	 de	 la	 sucesión	 no	 representa	 a	 los
herederos.	 “(...)	 para	 el	 caso	 de	 autos	 resulta	 relevante	 señalar	 que	 la
sucesión	 es	 la	 transmisión	 de	 los	 bienes,	 derechos	 y	 obligaciones,	 que
constituyen	 la	herencia,	 los	cuales	 son	heredados	a	 los	 sucesores	desde	el
momento	 de	 la	 muerte	 de	 una	 persona,	 convirtiéndose	 en	 una	 unidad
transitoriamente	mantenida	en	conjunto	desde	la	muerte	del	titular	hasta	la
partición;	por	tanto	no	es	una	persona	jurídica	porque	carece	de	patrimonio
propio,	 en	 este	 sentido	 el	 artículo	 660	 del	 Código	 Civil	 establece	 la
transmisión	 de	 la	 herencia	 a	 los	 sucesores	 en	 el	 mismo	 momento	 de	 la
muerte,	 lo	 cual	nos	permite	 colegir	que	 la	 sucesión	no	es	un	ente	 jurídico
dotado	de	personalidad;	de	manera	que,	cuando	se	designa	a	una	persona
como	 administradora	 de	 la	 sucesión	 se	 la	 nombra	 para	 que	 administre	 la
masa	de	bienes	que	 se	 transmite,	 no	para	que	 represente	 a	 los	herederos
integrantes	de	 la	 sucesión;	dicha	 figura	es	distinta	a	 la	del	albacea	porque
este	último	es	nombrado	por	el	propio	testador,	ello	según	lo	prescrito	por
el	 artículo	 778	 del	 Código	 Civil	 (...)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 909-2012-Lima,	 mar.
19/2013	V.	P.	Estrella	Cama)
JURISPRUDENCIA.—El	 Código	 Civil	 no	 establece	 como	 obligación	 del
administrador	representar	a	la	sucesión.	“A	este	respecto	es	 importante
tener	 presente	 que	 el	 artículo	 787	 del	 Código	 Civil	 no	 establece	 como
obligación	 del	 administrador	 representar	 a	 la	 sucesión	 y	 ello	 resulta
concordante	con	 lo	establecido	en	el	 artículo	788	del	mismo	 texto	 legal	al
establecer	que	 los	albaceas	no	son	representantes	de	 la	 testamentaria.	Así
entonces	 si	 hubiera	 necesidad	 de	 realizar	 actos	 de	 disposición,	 el
administrador	 deberá	 obtener	 previamente	 autorización	 del	 juez”.	 (C.	 S.,
Cas.	909-2012-Lima,	mar.	19/2013	V.	P.	Estrella	Cama)
JURISPRUDENCIA.—Los	 administradores	 judiciales	 necesitan	 poderes
especiales	para	representar	a	cada	uno	de	los	herederos	en	las	juntas	de
accionistas.	 “(...)	 las	 administradoras	 judiciales	 requerían	 poderes
especiales	para	que	puedan	representar	a	cada	uno	de	los	herederos	en	las
juntas	de	accionistas	materia	de	nulidad,	ya	que	si	bien	es	cierto	las	acciones
forman	parte	de	la	masa	hereditaria;	sin	embargo,	conforme	a	lo	ya	dicho	en
el	considerando	precedente	y	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	la	Ley	General
de	 Sociedades	 en	 su	 artículo	 89,	 correspondía	 que	 los	 herederos
copropietarios	 de	 las	 acciones	 de	 la	 Empresa	 Inmobiliaria	 (...)	 S.A.,
designasen	 a	 una	 sola	 persona	 para	 el	 ejercicio	 de	 sus	 derechos	 en	 su
calidad	 de	 accionistas,	 ahora	 bien,	 esta	 representación	 de	 acuerdo	 al
artículo	 122	 de	 la	 misma	 ley,	 debe	 constar	 por	 escrito	 y	 con	 carácter
especial	 para	 cada	 junta	 general,	 salvo	 que	 se	 trate	 de	 poderes	 otorgados
por	 escritura	 pública,	 es	 más	 los	 poderes	 deben	 ser	 registrados	 ante	 la
sociedad	 con	 una	 anticipación	 no	 menor	 de	 veinticuatro	 horas	 a	 la	 hora
fijada	 para	 la	 celebración	 de	 la	 junta	 general,	 requisitos	 que	 no	 han	 sido
cumplidos	 en	 las	 juntas	 generales	 de	 accionistas	 llevadas	 a	 cabo	 (...);	 por
tanto	y	como	consecuencia	de	estas	omisiones	los	acuerdos	arribados	en	las
mismas	se	encuentran	incursos	en	nulidad,	ya	que	estos	han	sido	emitidos
sin	 la	 manifestación	 de	 voluntad	 de	 la	 totalidad	 de	 los	 herederos	 que
conforman	 la	 sucesión	 (...),	 quien	 fuera	 socio	 y	 accionista	 de	 la	 Empresa
Inmobiliaria	(...)	S.A.;	por	lo	que	debe	declararse	fundado	el	recurso	por	esta
causal	 denunciada	 (...)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 909-2012-Lima,	 mar.	 19/2013	 V.	 P.
Estrella	Cama)
Ley	26887.
ART.	 90.—Representación	 de	 la	 acción.	 Todas	 las	 acciones
pertenecientes	 a	 un	 accionista	 deben	 ser	 representadas	 por	 una	 sola
persona,	 salvo	 disposición	 distinta	 del	 estatuto	 o	 cuando	 se	 trata	 de
acciones	 que	 pertenecen	 individualmente	 a	 diversas	 personas	 pero
aparecen	registradas	en	la	sociedad	a	nombre	de	un	custodio	o	depositario.
Si	se	hubiera	otorgado	prenda	o	usufructo	sobre	las	acciones	y	se	hubiera
cedido	el	derecho	de	voto	 respecto	de	parte	de	 las	mismas,	 tales	acciones
podrán	 ser	 representadas	 por	 quien	 corresponda	 de	 acuerdo	 al	 título
constitutivo	de	la	prenda	o	usufructo.
Cuando	 las	 acciones	 pertenecientes	 a	 un	 mismo	 accionista	 son
representadas	por	más	de	una	persona	porque	así	lo	permite	el	estatuto,	los
derechos	 a	que	 se	 refieren	 los	 artículos	140	y	200	 sólo	 se	pueden	ejercer
cuando	 todos	 los	 representantes	 del	 accionista	 reúnen	 las	 condiciones
previstas	en	dichas	disposiciones.
Ley	26702.
ART.	76.—Representante	de	accionistas.	El	estatuto	de	 las	empresas	no
puede	exigir	que	quien	sea	designado	por	un	accionista	para	representarlo
en	junta	general	tenga	también	la	calidad	de	accionista.
Ley	26887.
ART.	91.—Propiedad	de	la	acción.	La	sociedad	considera	propietario	de
la	acción	a	quien	aparezca	como	tal	en	la	matrícula	de	acciones.
Cuando	se	 litigue	 la	propiedad	de	acciones	 se	admitirá	el	 ejercicio	de	 los
derechos	de	accionista	por	quien	aparezca	registrado	en	 la	sociedad	como
propietario	de	ellas,	salvo	mandato	judicial	en	contrario.
MANIFESTACIÓN	DE	VOLUNTAD
C.	C.
ART.	141.—Modificado.	Ley	27291,	Art.	1°.	La	manifestación	de	voluntad
puede	 ser	 expresa	 o	 tácita.	 Es	 expresa	 cuando	 se	 realiza	 en	 forma	 oral	 o
escrita,	a	través	de	cualquier	medio	directo,	manual,	mecánico,	electrónico	u
otro	 análogo.	 Es	 tácita	 cuando	 la	 voluntad	 se	 infiere	 indubitablemente	 de
una	 actitud	 o	 de	 circunstancias	 de	 comportamiento	 que	 revelan	 su
existencia.
No	puede	considerarse	que	existe	manifestación	tácita	cuando	la	ley	exige
declaración	 expresa	 o	 cuando	 el	 agente	 formula	 reserva	 o	 declaración	 en
contrario.
JURISPRUDENCIA.—C.	 S.:	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 no	 exige	 que	 la
transferencia	de	acciones	sea	a	través	de	una	manifestación	de	voluntad
expresa.	“(…)	El	artículo	ciento	cuarenta	y	uno	del	Código	Civil,	señala	que
la	manifestación	de	voluntad	puede	ser	expresa	o	tácita.	Es	expresa	cuando
se	 realiza	 en	 forma	 oral	 o	 escrita,	 a	 través	 de	 cualquier	 medio	 directo,
manual,	mecánico,	electrónico	u	otro	análogo.	Es	tácita	cuando	la	voluntad
se	 infiere	 indubitablemente	 de	 una	 actitud	 o	 de	 circunstancias	 de
comportamiento	 que	 revelan	 su	 existencia.	 No	 puede	 considerarse	 que
existe	manifestación	tácita	cuando	la	ley	exige	declaración	expresa	o	cuando
el	 agente	 formula	 reserva	 o	 declaración	 en	 contrario.	 Al	 determinar	 las
instancias	 de	 mérito	 que	 del	 cheque	 (...)	 a	 cargo	 del	 Banco	 Continental,
girado	el	 seis	de	setiembre	del	año	mil	novecientos	noventa	y	 siete	por	 la
empresa	demandada	a	favor	de	(…)	que	en	el	reverso	del	mismo	aparecen
las	firmas	y	números	de	los	documentos	de	identidad	de	tales	personas,	el
mismo	que	fue	depositado	a	la	cuenta	del	actor	y	de	su	cónyuge	(…)	y	de	los
extractos	bancarios	 (…)	 se	hizo	 el	 abono	de	una	 cantidad	 considerable	de
dinero	 al	 demandante,	 sin	 que	 éste	 haya	 expresado	 su	 disconformidad,
conducta	que	evidencia	que	el	actor	estuvo	de	acuerdo	con	el	acto;	se	infiere
la	 existencia	 de	 una	 manifestación	 de	 voluntad	 tácita,	 esto	 es,	 la
transferencia	de	dichas	 acciones,	 ya	que	 los	hechos	expuestos	no	admiten
otra	significación,	no	advirtiéndose	de	la	lectura	del	texto	de	la	Ley	General
de	 Sociedades	 -	 Ley	número	 veintiséis	mil	 ochocientos	 ochenta	 y	 siete,	 se
exija	que	la	manifestación	sea	expresa	como	ocurre	con	los	actos	con	forma
solemne,	 por	 tanto	 la	 sala	 revisora	 ha	 aplicado	 debidamente	 el	 artículo
ciento	cuarenta	y	uno	del	Código	Civil,	en	consecuencia	la	denuncia	(…).”	(C.
S.,	Cas.	2364-2009-Moquegua,	may.	19/05/2010.	V.	P.	Miranda	Molina)
JURISPRUDENCIA.—En	 general,	 es	 usual	 que	 en	 la	 transferencia	 de
acciones	se	consigne	un	solo	nombre:	omisión	no	acarrea	nulidad.	“(…)
respecto	a	la	denuncia	de	que	el	cheque	del	Banco	Continental	esta	girado	a
nombre	 de	 Francisco	 Moscoso	 Reyna	 y	 que	 este	 no	 se	 pagaría	 a	 Felipe
Moscoso	 Reyna,	 se	 debe	 señalar	 que	 conforme	 se	 tiene	 del	 Documento
Nacional	 de	 Identidad	del	 recurrente	que	obra	 a	 fojas	 uno	 el	 demandante
tiene	como	nombres	Felipe	Francisco,	por	tanto,	debe	tener	en	cuenta	que
generalmente	se	utiliza	un	solo	nombre	para	este	tipo	de	actos,	por	tanto	no
acarrea	 nulidad	 alguna,	 más	 aún	 si	 dicho	 cheque	 ha	 sido	 cobrado	 por	 el
recurrente,	 conforme	 se	 ha	 señalado	 precedentemente	 (…).”	 (C.	 S,	 Cas.
2364-2009-Moquegua,	may.	19/05/2010.	V.	P.	Miranda	Molina)
JURISPRUDENCIA.—Es	 el	 recurrente	 en	 casación	 el	 obligado	 a
demostrar	 la	 existencia	 de	 la	 supuesta	 formalidad	 expresa	 vulnerada.
“(...)	 En	 cuanto	 a	 la	 denuncia	 alegada	 en	 el	 considerando	 anterior,	 debe
señalarse	que	el	 recurrente	no	ha	demostrado	 la	existencia	de	 formalidad
expresa	 que	 haya	 sido	 infringida	 en	 la	 transferencia	 de	 acciones,	 lo	 que
impide	que	esta	sala	suprema	pueda	ejercitar	su	función	casatoria,	porque
la	norma	denunciada	es	de	remisión	(…).”	(C.	S.,	Cas.	2364-2009-Moquegua,
may.	19/05/2010.	V.	P.	Miranda	Molina)
Ley	26887.
ART.	92.—Matrícula	de	acciones.	En	la	matrícula	de	acciones	se	anota	 la
creación	de	acciones	cuando	corresponda	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el
artículo	83.	Igualmente	se	anota	en	dicha	matrícula	la	emisión	de	acciones,
según	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 84,	 sea	 que	 estén	 representadas	 por
certificados	provisionales	o	definitivos.
En	 la	 matrícula	 se	 anotan	 también	 las	 transferencias,	 los	 canjes	 y
desdoblamientos	 de	 acciones,	 la	 constitución	 de	 derechos	 y	 gravámenes
sobre	 las	mismas,	 las	 limitaciones	 a	 la	 transferencia	 de	 las	 acciones	 y	 los
convenios	entre	accionistas	o	de	accionistas	con	terceros	que	versen	sobre
las	acciones	o	que	tengan	por	objeto	el	ejercicio	de	los	derechos	inherentes
a	ellas.
La	 matrícula	 de	 acciones	 se	 llevará	 en	 un	 libro	 especialmente	 abierto	 a
dicho	 efecto	 o	 en	 hojas	 sueltas,	 debidamente	 legalizados,	 o	 mediante
anotaciones	 en	 cuenta	 o	 en	 cualquier	 otra	 forma	 que	 permita	 la	 ley.	 Se
podrá	usar	simultáneamente	dos	o	más	de	los	sistemas	antes	descritos;	en
caso	 de	 discrepancia	 prevalecerá	 lo	 anotado	 en	 el	 libro	 o	 en	 las	 hojas
sueltas,	 según	 corresponda.	 El	 régimen	 de	 la	 representación	 de	 valores
mediante	 anotaciones	 en	 cuenta	 se	 rige	 por	 la	 legislación	 del	mercado	 de
valores.
Ley	26702.
ART.	56.—Transferencia	de	acciones.	Toda	transferencia	de	acciones	de
una	empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	debe	ser	registrada	en
la	 Superintendencia.	 En	 su	 caso,	 las	 instituciones	 de	 compensación	 y
liquidación	de	valores	establecerán	con	la	Superintendencia	la	utilización	de
los	medios	de	 comunicación	 informáticos	más	 convenientes	para	permitir
una	información	a	tiempo	real.
Tratándose	de	 empresas	que	no	 tengan	 inscritas	 sus	 acciones	 en	bolsa	 o
que	 teniéndolas,	 las	 negocien	 fuera	 de	 ellas,	 será	 responsabilidad	 del
gerente	general	de	la	empresa,	remitir	a	la	Superintendencia,	dentro	de	los
primeros	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 de	 cada	 mes,	 la	 relación	 de	 todas	 las
transferencias	producidas	durante	el	mes	anterior.
Ley	26702.
ART.	 57.—Transferencia	 por	 encima	 del	 diez	 por	 ciento	 (10%)	 del
capital	social.	La	transferencia	de	las	acciones	de	una	empresa	del	sistema
financiero	o	de	seguros	por	encima	del	diez	por	ciento	(10%)	de	su	capital
social	 en	 favor	 de	 una	 sola	 persona,	 directamente	 o	 por	 conducto	 de
terceros,	requiere	la	previa	autorización	de	la	Superintendencia.
Lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 anterior	 rige	 para	 los	 casos	 en	 que,	 con	 la
adquisición	prevista	y	consideradas	 las	 tenencias	previas	de	 la	persona	de
que	se	trate,	se	alcance	el	mencionado	porcentaje.
Si	 una	 persona	 jurídica,	 domiciliada	 en	 el	 Perú,	 fuese	 accionista	 en
porcentaje	mayor	al	antes	señalado	en	la	empresa,	sus	socios	deben	contar
con	 la	 previa	 autorización	 de	 la	 Superintendencia	 para	 ceder	 derechos	 o
acciones	de	esa	persona	 jurídica	en	proporción	superior	al	diez	por	ciento
(10%).	Si	el	accionista	fuese	persona	jurídica	no	domiciliado	queda	obligada
a	 informar	 a	 la	 Superintendencia	 en	 caso	 de	 que	 se	 produzca	 una
modificación	 en	 la	 composición	 de	 su	 accionariado,	 en	 proporción	 que
exceda	dicho	porcentaje,	con	indicación	de	los	nombres	de	los	accionistas	de
esta	última	sociedad.
Pesa	sobre	la	empresa	la	obligación	de	informar	a	dicho	organismo	en	los
casos	en	que	tome	conocimiento	de	que	una	parte	de	sus	acciones	ha	sido
comprada	por	una	sociedad	no	domiciliada,	con	indicación	de	los	nombres
de	los	accionistas	de	esta	última	sociedad.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	4°.—Actos	no	inscribibles.	No	son	 inscribibles	en	el	registro,	entre
otros	señalados	en	este	reglamento:
a)	Los	contratos	asociativos	previstos	en	la	ley;
b)	La	transferencia	de	acciones	u	obligaciones	emitidas	por	la	sociedad;	los
canjes	 y	 desdoblamientos	 de	 acciones	 u	 obligaciones;	 la	 constitución,
modificación	o	extinción	de	derechos	y	gravámenes	sobre	las	mismas,	ni	las
medidas	 cautelares	 o	 sentencias	 que	 se	 refieran	 a	 las	 acciones	 u
obligaciones;
e)	Las	sentencias	relativas	a	las	deudas	de	la	sociedad	o	sucursal.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	5°.—Excepción	 al	 principio	 de	 tracto	 sucesivo.	 La	 inscripción	 de
las	resoluciones	judiciales	o	arbitrales	a	que	se	refieren	los	incisos	b)	y	f)	del
artículo	 3°	 de	 este	 reglamento,	 no	 requiere	 la	 previa	 inscripción	 de	 tales
acuerdos	o	decisiones.
JURISPRUDENCIA.—En	la	sociedad	anónima,	la	transmisión	de	acciones
no	requiere	de	escritura	pública.	“El	 instrumento	que	obra	a	 fojas	3	que
contiene	el	acuerdo	de	las	partes	para	transferir	a	favor	del	demandante	los
derechos	 y	 acciones	 inherentes	 al	 teléfono	 (...)	 por	 la	 suma	 de	 (...),	 no	 se
advierte	 que	 se	 haya	 establecido	 elevar	 a	 escritura	 pública	 dicho	 acto
jurídico,	ni	tampoco	existe	mandato	legal	que	así	lo	disponga,	además	de	no
advertirse	necesidad	de	 tutela	 jurisdiccional,	por	cuanto	 la	 transmisión	de
las	acciones	representativas	del	capital	social,	tratándose	de	las	sociedades
anónimas,	 no	 requieren	 de	 escritura	 pública.”	 (Exp.	 101-1999.	 R.	 s/n,
07.04.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Modificación	 estatuaria	 por	 transferencia
de	acciones	no	es	susceptible	de	inscripción	registral.	“(...)	No	todo	acto	o
derecho	 que	 involucra	 a	 una	 persona	 o	 bien	 inscritos,	 es	 inscribible,	 sino
sólo	 aquellos	 que	 –por	 su	 importancia	 para	 terceros	 y	 para	 la	 seguridad
jurídica–,	 ameritan	su	 inscripción.	Es	por	ello	que	 las	normas	que	 regulan
las	 inscripciones	 en	 cada	 registro,	 enumeran	 los	 actos	 inscribibles	 en	 el
mismo.	(...).
4.	En	 lo	que	 respecta	a	 las	 acciones	de	una	 sociedad,	 si	bien	en	principio
sería	 registrable	 la	 titularidad	 sobre	 ellas,	 así	 como	 su	 transferencia,	 las
cargas	y	gravámenes	que	soporten,	para	que	sean	oponibles	a	terceros;	sin
embargo,	 por	 opción	 legislativa,	 se	 ha	 decidido	 que	 dichos	 actos	 no	 se
inscriban	en	el	Registro	Público,	sino	en	un	registro	privado,	la	matrícula	de
acciones,	registro	que	es	llevado	por	cada	sociedad.
El	registro	de	matrícula	de	acciones	puede	ser	llevado	en	un	libro	especial,
en	hojas	sueltas,	los	mismos	que	deben	de	estar	debidamente	legalizados,	o
mediante	 anotaciones	 en	 cuenta,	 se	 inscriben	 la	 creación	 de	 las	 acciones,
cuando	 corresponda,	 su	 emisión,	 así	 como	 también	 las	 transferencias,
canjes,	desdoblamientos,	limitaciones	a	la	transferencia,	los	convenios	entre
accionistas	 o	 de	 accionistas	 con	 terceros	 que	 versen	 sobre	 las	 acciones	 o
que	 tengan	 por	 objeto	 los	 derechos	 inherentes	 a	 ella,	 así	 como	 la
constitución	de	gravámenes,	ello	conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	92
de	 la	Ley	General	de	Sociedades.	 (...)”	 (TR,	R.	1943-2011-Sunarp-TR-L,	set.
21/2011.	Pres.	Mirtha	Rivera	Bedregal)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	exclusión	de	accionistas	no	constituye	un
acto	inscribible	en	el	registro.	“Con	respecto	a	 la	exclusión	de	accionistas
de	la	sociedad	anónima,	sea	ésta	ordinaria,	cerrada	o	abierta,	esta	instancia
se	ha	pronunciado	en	el	sentido	que	no	constituye	acto	inscribible.	(...)
-	La	persona	 jurídica	es	una	entidad	abstracta	 integrada	por	un	grupo	de
personas	 naturales	 o	 jurídicas,	 de	 ambas	 a	 la	 vez,	 creada	 por	 éstas	 para
alcanzar	 un	 fin	 determinado.	 Por	 el	 hecho	 de	 su	 inscripción,	 la	 persona
jurídica	 obtiene	 existencia	 distinta	 a	 la	 de	 sus	 miembros,	 es	 decir,	 nace
como	un	nuevo	sujeto	de	derecho	y	obligaciones.	(...)
-	 Consecuentemente,	 en	 principio,	 la	 inscripción	 de	 las	 personas	 que
conforman	 el	 ente	 colectivo	 o	 las	 que	 se	 van	 incorporando	 como	 socias
luego	 de	 su	 inscripción,	 no	 constituye	 un	 dato	 relevante	 que	merezca	 ser
publicado	 a	 terceros	 porque	 dicha	 información	 no	 incide	 en	 su
desenvolvimiento,	salvo	que	una	norma	legal	establezca	lo	contrario.	De	ahí
que	 se	 trate	 de	 un	 acto	 no	 inscribible,	 es	 decir,	 carente	 de	 mérito	 para
publicarse	en	el	registro.
Esto	significa	que	por	regla	general	(salvo	excepciones)	la	calidad	de	socio
no	figura	en	la	partida	registral	de	las	personas	jurídicas.	En	el	caso	de	las
sociedades	 anónimas,	 sí	 constará	 en	 la	 partida	 registral	 el	 nombre	 de	 los
socios	 fundadores,	 pero	 la	 composición	 de	 los	 socios	 puede	 variar	 con
posterioridad	a	la	constitución,	por	lo	que	la	partida	no	publicita	a	los	socios
actuales,	 sino	únicamente	el	dato	histórico	respecto	a	quienes	 fundaron	 la
sociedad.	(...).
-	Respecto	a	los	socios	que	se	van	retirando	de	la	sociedad	en	el	transcurso
de	su	vida	 jurídica,	 sea	por	separación	voluntaria	o	exclusión,	sí	 son	actos
inscribibles	 en	 determinadas	 formas	 societarias.	 Así	 tenemos,	 en	 las
sociedades	 comerciales	 de	 responsabilidad	 limitada	 (Art.	 1011	 del
Reglamento	del	Registro	de	Sociedades)	o,	sociedades	colectivas	(Art.	902	y
913	 del	 mismo	 reglamento),	 sociedades	 civiles	 (Art.	 104	 del	 referido
reglamento).	 En	 dichas	 sociedades,	 el	 capital	 está	 dividido	 en
participaciones,	cuyas	transferencias	también	se	inscriben	en	el	registro.
-	Distinto	 es	 el	 caso	de	 las	 sociedades	 anónimas.	 En	 éstas,	 como	estamos
frente	a	sociedades	de	capitales,	las	acciones	en	las	que	se	divide	el	capital
se	 transfieren	 fuera	 del	 registro	 y	 por	 ende	 la	 separación	 voluntaria	 o
exclusión	de	socio,	propietario	de	acciones,	es	ajena	al	registro.
Según	 el	 artículo	 92	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 las	 sociedades
cuentan	 con	 la	 matrícula	 de	 acciones	 en	 las	 que	 anotan	 la	 creación	 y	 la
emisión	 de	 acciones.	 Se	 anotan	 también	 las	 transferencias,	 los	 canjes	 y
desdoblamientos	 de	 acciones,	 la	 constitución	 de	 derechos	 y	 gravámenes
sobre	las	mismas,	las	limitaciones	a	las	transferencias	de	las	acciones	y	los
convenios	entre	accionistas	o	de	accionistas	con	terceros	que	versen	sobre
las	acciones	o	que	tengan	por	objeto	el	ejercicio	de	los	derechos	inherentes
a	ellas.
Vale	 decir,	 en	 las	 sociedades	 anónimas,	 el	 control	 de	 los	 miembros	 se
efectúa	 a	 través	 de	 la	 matrícula	 de	 acciones”.	 (Sunarp,	 R.	 1001-2010-
Sunarp-TR-L,	jul.	08/2010.	V.	P.	Nora	Mariella	Aldana	Durán)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Mandato	 judicial	que	 traba	embargo	 sobre
las	acciones	 y	derechos	del	 socio	de	una	SAC	no	 resulta	 inscribible.	 “6.
Conforme	 a	 lo	 señalado,	 se	 puede	 concluir	 que	 las	 disposiciones
reglamentarias	 han	 determinado	 que	 la	 resolución	 judicial	 relativa	 a	 un
embargo	sobre	las	acciones	y	derechos	que	tuviera	un	socio	en	una	sociedad
no	debe	ser	objeto	de	acceso	registral.
Cabe	 indicar	 que	 si	 bien	 la	 juez	 al	 ordenar	 el	 mandato	 de	 inscripción
dispone	el	embargo	de	acciones	y	derechos	que	pudiera	tener	el	demandado
en	 la	 sociedad,	 ello	 debe	 entenderse	 en	 las	 acciones	 que	 tuviera	 dicha
persona	pues	se	trata	de	una	sociedad	de	capitales.	Sin	embargo,	tal	como	se
ha	 señalado,	 el	 reglamento	 ha	 proscrito	 dicha	 inscripción,	 por	 lo	 que
corresponde	 confirmar	 la	 denegatoria	 de	 inscripción”.	 (Sunarp,	 R.	 513-
2013-Sunarp-TR-L,	mar.	22/2013.	V.	P.	Samuel	Gálvez	Troncos)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Modificación	 del	 estatuto	 de	 una	 sociedad
anónima	 para	 ver	 temas	 sobre	 distribución	 de	 acciones	 no	 es
inscribible.	“De	 acuerdo	 a	 lo	 expuesto,	 y	 en	mérito	 a	 lo	 establecido	 en	 la
citada	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 es	 en	 el	 libro	 de	matrícula	 de	 acciones
donde	se	anota	la	creación,	transferencia,	canjes	y	en	general	los	convenios
que	 versen	 sobre	 las	 acciones	 o	 sobre	 su	 ejercicio.	 En	 consecuencia,	 la
publicidad	acerca	de	la	existencia	de	dichos	actos	o	sus	modificatorias	será
efectuada	a	través	del	contenido	del	referido	libro,	lo	cual	evita	además	que
una	doble	publicidad	(en	el	 libro	de	matrícula	de	acciones	y	en	el	Registro
de	 Sociedades)	 implique	 un	 peligro	 latente	 acerca	 de	 la	 existencia	 de
informaciones	 contradictorias	 en	 ambos	 registros”.	 (Sunarp,	 R.	 122-2013-
Sunarp-TR-L,	ene.	23/2013.	V.	P.	Beatriz	Cruz	Peñaherrera)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Constitución	 de	 sindicato	 de	 voto	 de
accionistas	 de	 una	 sociedad	 anónima	 cerrada	 no	 es	 inscribible	 en	 el
registro.	 “No	 constituye	 acto	 inscribible	 en	 el	 Registro	 Público	 la
constitución	de	sindicato	de	voto	de	accionistas	de	una	sociedad,	por	cuanto
la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 establece	 que	 todo	 lo	 concerniente	 a	 las
acciones,	se	anote	en	la	matrícula	de	acciones	de	cada	sociedad”.	(Sunarp,	R.
1353-2013-Sunarp-TR-L,	 ago.	 20/2013.	 V.	 P.	 Andrea	 Paola	 Gotuzzo
Vásquez)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 transferencia	 de	 acciones	 de	 una
sociedad	anónima	cerrada	no	es	un	acto	inscribible.	“9.	Los	Registros	de
Personas	 Jurídicas	 se	 crean	 con	 la	 finalidad	 de	 publicitar	 a	 terceros,	 la
existencia	 y	 vigencia	 de	 las	 personas	 jurídicas	 que	 constituyen	 entes	 con
personalidad	autónoma,	distinta	a	 la	de	sus	miembros.	Comparten	con	 las
personas	naturales	 los	atributos	de	 tener	nombre,	nacionalidad,	domicilio,
patrimonio,	capacidad,	ocupación	(objeto	social),	voluntad,	responsabilidad
y	 hasta	 lazos	 de	 parentesco	 (sociedad	 matriz	 y	 filial).	 10.	 Son	 actos
relevantes	 para	 conocimiento	 de	 terceros,	 además	 de	 la	 existencia	 y
vigencia	 de	 las	 personas	 jurídicas,	 su	 objeto	 o	 finalidad	 y	 principalmente,
quiénes	 son	 sus	 representantes;	 es	 decir,	 quiénes	 son	 las	 personas
facultadas	para	vincular	a	 la	persona	 jurídica	en	 los	actos	o	contratos	que
ésta	 celebre.	 (...)	 La	 transferencia	 de	 acciones	 no	 constituye	 un	 acto
inscribible	en	la	partida	registral	de	la	sociedad	del	Registro	de	Sociedades,
dicho	acto	 jurídico	corresponde	ser	registrado	en	el	Libro	de	Matrícula	de
Acciones	con	el	que	cuenta	la	sociedad”.	(Sunarp,	R.	205-2014-Sunarp-TR-A,
abr.	24/2014.	V.	P.	Víctor	Javier	Peralta	Arana)
Ley	26887.
ART.	 93.—Comunicación	 a	 la	 sociedad.	 Los	 actos	 a	 que	 se	 refiere	 el
segundo	párrafo	 del	 artículo	 anterior,	 deben	 comunicarse	 por	 escrito	 a	 la
sociedad	para	su	anotación	en	la	matrícula	de	acciones.
Cuando	 las	 acciones	 estén	 representadas	por	 certificados,	 su	 transmisión
se	 podrá	 acreditar	 con	 la	 entrega	 a	 la	 sociedad	 del	 certificado	 con	 la
constancia	de	la	cesión	hecha	a	nombre	del	adquirente	o	por	cualquier	otro
medio	 escrito.	 La	 sociedad	 sólo	 aceptará	 la	 cesión	 efectuada	 por	 quien
aparezca	 en	 su	 matrícula	 como	 propietario	 de	 la	 acción	 o	 por	 su
representante.	 Si	 hubiera	 dos	 o	 más	 cesiones	 en	 el	 mismo	 certificado,	 la
sociedad	puede	 exigir	 que	 las	 sucesivas	 transferencias	 se	 le	 acrediten	por
otros	medios,	observando	las	formalidades	establecidas	en	la	Ley	de	Títulos
Valores.
Ley	26887.
ART.	94.—Creación	de	acciones	sin	derecho	a	voto.	Puede	crearse	una	o
más	clases	de	acciones	sin	derecho	a	voto.
Las	 acciones	 sin	 derecho	 a	 voto	 no	 se	 computan	 para	 determinar	 el
quórum	de	las	juntas	generales.
COMENTARIO.—La	 aparición	 de	 grandes	 masas	 de	 inversionistas
minoritarios,	 claramente	 apreciables	 como	 especuladores	 o	 rentistas,
ocasiona	 la	 creación	 de	 un	 “nuevo	 producto”:	 acciones	 en	 las	 que	 se
disgregan	 sus	derechos	político	y	 económico	 consustanciales,	 como	son	el
voto	y	el	dividendo,	respectivamente.	Antes,	ambos	derechos	permanecían
unidos	 indisolublemente	 como	 dos	 caras	 de	 una	 misma	 moneda:	 todo
accionista	 tenía	 derecho	 a	 votar	 (participación	 política)	 y	 a	 recibir
utilidades	 en	 forma	 de	 dividendos	 (participación	 económica).	 En	 cambio,
ahora	es	posible	 la	existencia	de	acciones	sin	derecho	a	voto	en	 las	cuales
subsiste	el	derecho	económico,	más	no	el	derecho	político.
Con	 esto	 se	 consiguen	 dos	 efectos:	 por	 un	 lado,	 el	 sinceramiento	 de	 una
situación	 por	 todos	 conocida,	 es	 decir,	 que	 al	 inversionista	minoritario	 le
interesa	casi	exclusivamente	la	mera	obtención	de	réditos	y,	por	otro	lado,
la	 eliminación	 implícita	 de	 los	 convenios	 parasocietarios	 de	 sindicatos	 de
bloqueo.	En	consecuencia	quienes	participarán	en	la	junta	general	de	socios,
después	 de	 este	 “proceso	 de	 saneamiento”	 serán	 aquellos	 realmente
involucrados	e	interesados	en	la	marcha	social	del	negocio.
Ley	26887.
ART.	 95.—Acciones	 con	 derecho	 a	 voto.	 La	 acción	 con	 derecho	 a	 voto
confiere	a	su	titular	la	calidad	de	accionista	y	le	atribuye,	cuando	menos,	los
siguientes	derechos:
1.	 Participar	 en	 el	 reparto	 de	 utilidades	 y	 en	 el	 del	 patrimonio	 neto
resultante	de	la	liquidación;
2.	 Intervenir	 y	 votar	 en	 las	 juntas	 generales	 o	 especiales,	 según
corresponda;
3.	Fiscalizar	en	la	forma	establecida	en	la	ley	y	el	estatuto,	la	gestión	de	los
negocios	sociales;
4.	 Ser	 preferido,	 con	 las	 excepciones	 y	 en	 la	 forma	 prevista	 en	 esta	 ley,
para:
a)	La	suscripción	de	acciones	en	caso	de	aumento	del	capital	social	y	en	los
demás	casos	de	colocación	de	acciones;	y
b)	La	suscripción	de	obligaciones	u	otros	títulos	convertibles	o	con	derecho
a	ser	convertidos	en	acciones;	y,
5.	Separarse	de	la	sociedad	en	los	casos	previstos	en	la	ley	y	en	el	estatuto.
Ley	26887.
ART.	 96.—Acciones	 sin	 derecho	 a	 voto.	 La	 acción	 sin	 derecho	 a	 voto
confiere	a	su	titular	la	calidad	de	accionista	y	le	atribuye,	cuando	menos,	los
siguientes	derechos:
1.	 Participar	 en	 el	 reparto	 de	 utilidades	 y	 en	 el	 del	 patrimonio	 neto
resultante	de	 la	 liquidación	 con	 la	preferencia	que	 se	 indica	 en	el	 artículo
97;
2.	 Ser	 informado	 cuando	 menos	 semestralmente	 de	 las	 actividades	 y
gestión	de	la	sociedad;
3.	Impugnar	los	acuerdos	que	lesionen	sus	derechos;
4.	Separarse	de	la	sociedad	en	los	casos	previstos	en	la	ley	y	en	el	estatuto;
y,
5.	En	caso	de	aumento	de	capital:
a)	A	suscribir	acciones	con	derecho	a	voto	a	prorrata	de	su	participación	en
el	 capital,	 en	 el	 caso	 de	 que	 la	 junta	 general	 acuerde	 aumentar	 el	 capital
únicamente	mediante	la	creación	de	acciones	con	derecho	a	voto.
b)	A	suscribir	acciones	con	derecho	a	voto	de	manera	proporcional	y	en	el
número	necesario	para	mantener	 su	participación	en	el	 capital,	 en	el	 caso
que	 la	 junta	 acuerde	 que	 el	 aumento	 incluye	 la	 creación	 de	 acciones	 sin
derecho	 a	 voto,	 pero	 en	 un	 número	 insuficiente	 para	 que	 los	 titulares	 de
estas	acciones	conserven	su	participación	en	el	capital.
c)	A	suscribir	acciones	sin	derecho	a	voto	a	prorrata	de	su	participación	en
el	 capital	 en	 los	 casos	 de	 aumento	 de	 capital	 en	 los	 que	 el	 acuerdo	 de	 la
junta	general	no	se	limite	a	la	creación	de	acciones	con	derecho	a	voto	o	en
los	 casos	 en	 que	 se	 acuerde	 aumentar	 el	 capital	 únicamente	 mediante	 la
creación	de	acciones	sin	derecho	a	voto.
d)	A	suscribir	obligaciones	u	otros	títulos	convertibles	o	con	derecho	a	ser
convertidos	 en	 acciones,	 aplicándose	 las	 reglas	 de	 los	 literales	 anteriores
según	 corresponda	 a	 la	 respectiva	 emisión	 de	 las	 obligaciones	 o	 títulos
convertibles.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 derecho	 de	 suscripción	 preferente
corresponde	a	los	socios	ante	un	aumento	del	capital	social.	“El	derecho
de	suscripción	preferente	 constituye	el	derecho	por	el	 cual	 los	accionistas
ante	 un	 aumento	 de	 capital	 tienen	 preferencia	 para	 suscribir	 las	 acciones
que	se	creen	a	prorrata	de	su	participación	accionaria,	constituyendo	uno	de
los	 derechos	 esenciales	 que	 establece	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 tanto
para	 las	acciones	con	derecho	a	voto	así	 como	para	 las	acciones	sin	dicho
derecho,	 según	 lo	 establecido	 en	 los	 artículos	 95	 y	 96,	 derecho	 que	 se
encuentra	 regulado	 para	 determinadas	 modalidades	 de	 aumento	 de
capital.”	(R.	322-2000-ORLC/TR.	11.10.2000)
Ley	26887.
ART.	97.—Preferencia	de	las	acciones	sin	derecho	a	voto.	Las	acciones
sin	 derecho	 a	 voto	 dan	 a	 sus	 titulares	 el	 derecho	 a	 percibir	 el	 dividendo
preferencial	que	establezca	el	estatuto.
Modificado.	D.	Leg.	1061,	Cuarta	Disposición	Final	y	Complementaria.
Existiendo	utilidades	distribuibles,	 la	sociedad	está	obligada	al	 reparto	del
dividendo	preferencial	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,	sin	necesidad	de
un	acuerdo	adicional	de	la	junta.
En	 caso	 de	 liquidación	 de	 la	 sociedad,	 las	 acciones	 sin	 derecho	 a	 voto
confieren	a	su	titular	el	derecho	a	obtener	el	reembolso	del	valor	nominal	de
sus	 acciones,	 descontando	 los	 correspondientes	 dividendos	 pasivos,	 antes
de	que	se	pague	el	valor	nominal	de	las	demás	acciones..
R.	024-2006-EF/94.10-Conasev.
ART.	 1°.—Interpretar	 los	 alcances	 del	 artículo	 97	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	 Ley	 N°	 26887,	 en	 los	 siguientes	 términos,	 que	 resultarán
aplicables	cuando	se	trate	de	valores	objeto	de	oferta	pública	en	el	mercado
de	valores:
a)	El	dividendo	preferencial	a	que	se	refiere	el	artículo	97	de	la	Ley	General
de	Sociedades	puede	consistir	en	una	preferencia	de	cantidad,	de	rango	o	de
una	combinación	de	ambas,	lo	que	debe	estar	claramente	establecido	en	el
estatuto,	 el	 que,	 además,	 debe	 contener,	 con	 todo	 detalle,	 los	 términos,
condiciones	y	plazos	a	los	que	se	sujetan	tanto	los	valores	mismos	como	los
derechos	 y	 las	 obligaciones	 de	 los	 titulares	 de	 las	 acciones	 sin	 derecho	 a
voto.
b)	 El	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 97	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,
contiene	 un	 mandato	 imperativo	 que	 obliga	 al	 emisor	 a	 que,	 una	 vez
aprobado	 el	 balance	 general	 o	 uno	 parcial,	 por	 la	 junta	 general	 de
accionistas	que	muestre	la	existencia	de	utilidades	distribuibles,	se	proceda
al	reparto	del	dividendo	preferencial	en	los	términos,	condiciones	y	plazos
que	 pudieran	 haber	 sido	 establecidos	 por	 el	 estatuto,	 sin	 necesidad	 de
acuerdo	adicional	de	la	junta	en	el	sentido	de	distribuir	tales	utilidades.
Ello	no	obstante,	en	el	caso	que	la	preferencia	de	las	acciones	sin	derecho	a
voto	 consista	 en	 el	 derecho	 de	 sus	 titulares	 de	 percibir	 el	 dividendo	 con
anticipación	 al	 que	 corresponde	 a	 las	 demás	 acciones,	 se	 requerirá	 de
acuerdo	adicional	de	la	junta.
c)	 A	 falta	 de	 disposición	 estatutaria	 sobre	 el	 monto	 de	 las	 utilidades
distribuibles	que	deben	repartirse	como	dividendo	preferencial,	cualquiera
sea	su	modalidad,	entre	las	acciones	sin	derecho	a	voto,	la	junta	general	de
accionistas	 deberá	 acordar	 la	 distribución	 íntegra	 de	 las	 utilidades
distribuibles	 que	 correspondan	 a	 las	 acciones	 sin	 derecho	 a	 voto,
considerando	su	prorrata	de	participación	en	el	capital	social.
COMENTARIO.—El	derecho	de	los	socios	que	carecen	de	voto.	Antes	era
impensable	 que	 un	 socio	 careciese	 del	 derecho	 político	 más	 importante,
cual	es	el	voto.	Con	el	tiempo,	esta	situación	cambió	porque	se	constató	que,
en	 la	 realidad	 y	 en	 términos	 generales,	 existen	 dos	 tipos	 de	 socios:	 los
mayoritarios	(de	control)	y	los	minoritarios	(especuladores).	A	los	primeros
les	 interesa	 prioritariamente	 el	 voto,	 más	 no	 a	 los	 segundos,	 quienes	 no
cuentan	con	ningún	 incentivo	para	asistir	a	 la	 junta	general	de	accionistas
en	 tanto	 saben	 que,	 precisamente	 por	 su	 participación	 minoritaria,	 no
influyen	 en	 la	 toma	 de	 decisiones	 (a	 menos	 que	 celebren	 un	 convenio
parasocietario	entre	ellos).	El	comportamiento	de	los	socios	minoritarios	no
está	 determinado	 por	 el	 móvil	 político	 (voto)	 porque	 para	 ellos	 lo	 más
importante	es	el	móvil	económico	(dividendo);	por	eso,	en	vez	del	derecho	a
voto	gozan	del	derecho	al	dividendo	preferencial,	a	tenor	de	lo	estipulado	en
el	artículo	97	de	la	Ley	General	de	Sociedades	(“la	ley”).
Los	alcances	de	este	artículo	(que	consagra	un	derecho	fundamental	de	los
socios	 titulares	 de	 acciones	 sin	 derecho	 a	 voto)	 han	 sido	 interpretados
recientemente	mediante	la	Resolución	Conasev	Nº	024-2006-EF/94.10	(“la
resolución”)	 publicada	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 el	 23	 de	 mayo	 del
2006.	 La	 mencionada	 norma	 interpretativa	 aborda	 cuatro	 cuestiones:
primero,	 las	 modalidades	 de	 la	 preferencia;	 segundo,	 la	 junta	 general	 de
accionistas	 en	 la	 preferencia	 de	 cantidad;	 tercero,	 la	 junta	 general	 de
accionistas	 en	 la	 preferencia	 de	 rango;	 y,	 cuarto,	 el	 monto	 de	 la	 utilidad
repartible.
El	derecho	al	dividendo	preferencial	puede	consistir	en	una	preferencia	de
cantidad	 o	 de	 rango	 e,	 incluso,	 una	 combinación	 de	 ambas.	 En	 efecto,	 la
doctrina	conoce	dos	variantes	respecto	a	dicha	preferencia:	por	un	lado,	la
preferencia	de	 cantidad	que	otorga	un	mejor	derecho	en	 cuanto	 al	monto
del	 dividendo;	 y,	 por	 otro	 lado,	 la	 preferencia	 de	 rango	 que	 concede	 la
prioridad	en	 la	oportunidad	de	 cobro	del	mencionado	dividendo.	Como	 la
ley	sólo	señala	que:	“Las	acciones	sin	derecho	a	voto	dan	a	sus	titulares	el
derecho	a	percibir	el	dividendo	preferencial	que	establezca	el	estatuto”,	 la
resolución	interpreta	que	esa	preferencia	puede	entenderse	para	cualquiera
de	las	dos	modalidades.
Asimismo,	 la	 resolución	 establece	 que,	 cuando	 la	 preferencia	 es	 de
cantidad,	no	se	requiere	de	acuerdo	de	la	junta	general	de	accionistas	para
decidir	 la	 distribución	 de	 utilidades.	 Sucede	 que,	 al	 final	 del	 ejercicio
económico,	 los	 resultados	 de	 la	 sociedad	 pueden	 ser	 positivos	 (si	 hay
utilidades)	 o	negativos	 (si	 hay	pérdidas)	 y	 los	 estados	 financieros	que	 los
contienen	 requieren	 ser	 aprobados	 por	 la	 junta	 general	 de	 accionistas,
debiendo	 ésta	 decidir	 –cuando	 existan	 utilidades–	 entre	 distribuirlas	 (vía
dividendos)	 o	 reinvertirlas	 (vía	 aumento	 de	 capital	 social).	 Si	 se	 aplicase
esta	 regla	general	de	 la	 ley	al	 caso	examinado,	entonces,	 la	preferencia	de
cantidad	podría	 ser	 lírica	porque	 los	 socios	mayoritarios	aprobarían	 la	no
distribución	de	utilidades.	Por	eso,	la	resolución	interpreta	que	este	derecho
conlleva	a	la	exigibilidad	inmediata	del	crédito.
Contrariamente,	 cuando	 la	 preferencia	 es	 de	 rango,	 ahí	 sí	 se	 requiere	 la
aprobación	de	 la	 junta	general	de	accionistas	respecto	a	 la	distribución	de
las	 utilidades	 porque,	 como	 entiende	 la	 resolución,	 dicha	 aprobación
constituye	 el	 presupuesto	 de	 hecho	 necesario	 para	 establecer	 la
oportunidad	en	que	deba	cancelarse	el	dividendo	preferencial.	La	prioridad
en	el	tiempo	sólo	podrá	establecerse	si	es	que	se	conoce	cuándo	se	realizará
la	 distribución	 de	 utilidades,	 la	 misma	 que	 requiere	 ser	 aprobada	 por	 la
junta	 general	 de	 accionistas;	 la	 preferencia	 de	 rango	 presupone	 que	 la
sociedad	decida	el	reparto	de	utilidades,	más	no	su	reinversión.
Por	 último,	 cuando	 el	 estatuto	 social	 haya	 guardado	 silencio	 en	 torno	 al
monto	de	 las	utilidades	que	se	 repartirán,	 cualquiera	sea	su	modalidad,	 la
resolución	interpreta	que	“la	junta	general	de	accionistas	deberá	acordar	la
distribución	 íntegra	de	 las	utilidades	distribuibles	que	 correspondan	a	 las
acciones	 sin	 derecho	 a	 voto”.	 Comulgamos	 con	 la	 idea	 que	 se	 reparta	 el
íntegro	si	es	que	el	estatuto	social	no	ha	establecido	el	referido	monto,	pero
discrepamos	 en	 cuanto	 a	 constreñirlo	 al	 acuerdo	 de	 la	 junta	 general	 de
accionistas	 cuando	 ésta	 no	 es	 necesaria	 tratándose	 de	 la	 preferencia	 de
cantidad.	 Hacemos	 notar	 que	 la	 parte	 considerativa	 de	 la	 resolución	 sólo
menciona	que,	en	las	circunstancias	expuestas,	la	sociedad	debe	distribuir	el
íntegro	de	las	utilidades	que	corresponden	a	las	acciones	sin	derecho	a	voto,
empero	 en	 la	 parte	 resolutiva	 aquello	 se	 torna	 dependiente	 del	 acuerdo
societario,	lo	que	nos	parece	innecesario	y	contraproducente.
Ley	26887.
ART.	 98.—Acciones	 en	 cartera.	 En	 el	 pacto	 social	 o	 por	 acuerdo	 de
aumento	de	capital,	 la	 sociedad	puede	crear	acciones,	 con	o	 sin	derecho	a
voto,	 las	que	se	mantienen	en	cartera.	Las	acciones	en	cartera,	en	tanto	no
sean	emitidas,	no	pueden	 llevarse	a	 la	cuenta	capital	del	balance.	Sólo	son
emitidas	por	la	sociedad	cuando	sean	suscritas	y	pagadas	en	por	lo	menos
un	veinticinco	por	ciento	del	valor	nominal	de	cada	una.	La	escritura	pública
de	constitución	o	el	acuerdo	de	aumento	de	capital	establecen	también	los
plazos	y	condiciones	de	su	emisión.
Los	derechos	inherentes	a	las	acciones	en	cartera	sólo	se	generan	cuando
se	emiten.	Cuando	se	hubiera	encargado	la	colocación	de	estas	acciones	a	un
tercero,	se	requerirá,	además,	que	éste	comunique	su	emisión	a	la	sociedad.
Las	 acciones	 en	 cartera	 creadas	 conforme	al	presente	 artículo	no	podrán
representar	 más	 del	 veinte	 por	 ciento	 del	 número	 total	 de	 las	 acciones
emitidas.
Ley	26887.
ART.	99.—Suscripción	de	acciones	en	cartera.	Salvo	en	el	caso	previsto
en	 el	 artículo	 259	 los	 accionistas	 gozan	 del	 derecho	 preferente	 para
suscribir	 las	 acciones	 en	 cartera.	 Cuando	 acuerde	 su	 emisión	 la	 sociedad
entrega	 a	 los	 accionistas	 que	 corresponda	 certificados	 de	 suscripción
preferente.
El	ejercicio	del	derecho	de	suscripción	preferente,	en	este	caso,	se	realiza
dentro	de	un	plazo	máximo	de	cinco	días	útiles	contados	a	partir	de	la	fecha
en	que	la	sociedad	anuncie	la	colocación	de	acciones	en	cartera.
Ley	26887.
ART.	 100.—Certificados	 y	 otras	 formas	 de	 representación	 de	 las
acciones.	Las	acciones	emitidas,	cualquiera	que	sea	su	clase,	se	representan
por	certificados,	por	anotaciones	en	cuenta	o	en	cualquier	otra	 forma	que
permita	la	ley.
Los	 certificados	 de	 acciones,	 ya	 sean	 provisionales	 o	 definitivos,	 deben
contener,	cuando	menos,	la	siguiente	información:
1.	 La	 denominación	 de	 la	 sociedad,	 su	 domicilio,	 duración,	 la	 fecha	 de	 la
escritura	pública	de	constitución,	el	notario	ante	el	cual	se	otorgó	y	los	datos
de	inscripción	de	la	sociedad	en	el	registro;
2.	El	monto	del	capital	y	el	valor	nominal	de	cada	acción;
3.	Las	acciones	que	representa	el	certificado,	 la	clase	a	la	que	pertenece	y
los	derechos	y	obligaciones	inherentes	a	la	acción;
4.	El	monto	desembolsado	o	la	indicación	de	estar	totalmente	pagada;
5.	 Los	 gravámenes	 o	 cargas	 que	 se	 puedan	 haber	 establecido	 sobre	 la
acción;
6.	Cualquier	limitación	a	su	transmisibilidad;	y,
7.	 La	 fecha	de	 emisión	y	número	de	 certificado.	El	 certificado	 es	 firmado
por	dos	directores,	salvo	que	el	estatuto	disponga	otra	cosa.
DOCTRINA.—Definición	 de	 “anotaciones	 en	 cuenta”.	 “(...)	 las
anotaciones	en	cuenta	se	constituyen	en	una	forma	de	representar	valores
por	 medio	 de	 un	 registro	 contable	 y	 computarizado,	 sustituyendo	 así	 la
tradicional	representación	de	esos	valores	a	través	de	certificados	o	títulos.
(...).	 El	 nombre	 ‘anotaciones	 en	 cuenta’	 tendría	 su	 origen	 en	 que	 dicho
registro	 funciona	 sobre	 la	 base	 de	 los	 cargos	 y	 abonos	 efectuados	 en	 las
cuentas	 correspondientes	 en	 función	 de	 los	 derechos	 transferidos	 o
adquiridos”.	 (HERNÁNDEZ	 GAZZO,	 Juan	 Luis.	 Representación	 de	 acciones
mediante	 anotaciones	 en	 cuenta.	 En:	 Revista	 Ius	 et	 veritas,	 Año	 X,	 N°	 20,
Lima,	julio	2000)
Ley	26887.
ART.	101.—Limitaciones	y	prohibiciones	aplicables	a	las	acciones.	Las
limitaciones	a	la	transferencia,	al	gravamen	o	a	la	afectación	de	acciones	no
pueden	significar	la	prohibición	absoluta	de	transferir,	gravar	o	afectar.
Las	 limitaciones	 a	 la	 libre	 transmisibilidad	 de	 las	 acciones	 son	 de
observancia	obligatoria	para	 la	sociedad	cuando	estén	contempladas	en	el
pacto	 social,	 en	 el	 estatuto	 o	 se	 originen	 en	 convenios	 entre	 accionistas	 o
entre	 accionistas	 y	 terceros,	 que	hayan	 sido	notificados	 a	 la	 sociedad.	 Las
limitaciones	 se	 anotarán	 en	 la	 matrícula	 de	 acciones	 y	 en	 el	 respectivo
certificado.
Cuando	así	lo	establezca	el	pacto	social	o	el	estatuto	o	lo	convenga	el	titular
de	 las	 acciones	 correspondientes,	 es	 válida	 la	 prohibición	 temporal	 de
transferir,	gravar	o	de	otra	manera	afectar	acciones.
Igualmente	es	válida	la	prohibición	temporal	de	transferir,	gravar	o	afectar
acciones,	adoptada	mediante	acuerdo	de	la	junta	general,	en	cuyo	caso	sólo
alcanza	a	las	acciones	de	quienes	han	votado	a	favor	del	acuerdo,	debiendo
en	 el	mismo	 acto	 separarse	 dichas	 acciones	 en	 una	 o	más	 clases,	 sin	 que
rijan	en	este	caso	los	requisitos	de	la	ley	o	del	estatuto	para	la	modificación
del	estatuto.
La	prohibición	debe	ser	por	plazo	determinado	o	determinable	y	no	podrá
exceder	de	diez	 años	prorrogables	 antes	del	 vencimiento	por	períodos	no
mayores.	Los	términos	y	condiciones	de	la	prohibición	temporal	deben	ser
anotados	 en	 la	matrícula	de	 acciones	 y	 en	 los	 certificados,	 anotaciones	 en
cuenta	 o	 en	 el	 documento	 que	 evidencie	 la	 titularidad	 de	 la	 respectiva
acción.
Ley	26887.
ART.	 102.—Transmisión	 de	 acciones	 afectas	 a	 obligaciones
adicionales.	Salvo	que	el	pacto	social,	el	estatuto	o	el	convenio	con	terceros
establezcan	 lo	 contrario,	 la	 transmisión	 de	 acciones	 cuya	 titularidad	 lleve
aparejada	 el	 cumplimiento	 de	 obligaciones	 para	 con	 la	 sociedad,	 otros
accionistas	o	terceros,	deberá	contar,	según	corresponda,	con	la	aceptación
de	 la	 sociedad,	 de	 los	 accionistas	 o	 terceros	 a	 favor	 de	 quienes	 se	 haya
pactado	 la	obligación.	Tal	aceptación	no	será	necesaria	cuando	el	obligado
garantice	solidariamente	su	cumplimiento,	si	la	naturaleza	de	la	obligación
lo	permite.
Ley	26702.
ART.	 58.—Denegatoria	 de	 solicitud	 de	 transferencia	 de	 acciones.	 El
Superintendente	 denegará	 la	 autorización	 que	 se	 le	 solicite	 conforme	 al
artículo	anterior,	si	la	persona	natural	que	pretenda	adquirir	las	acciones	o
los	 accionistas,	 directores	 o	 trabajadores	de	 la	persona	 jurídica	que	 tenga
igual	propósito,	se	encontrasen	incursos	en	los	siguientes	casos:
1.	 Estuviesen	 afectados	 por	 los	 impedimentos	 señalados	 en	 los	 artículos
20,	52	y	53,	o	por	las	restricciones	de	los	artículos	54	y	55.
2.	Estuviesen	realizando	actividades	prohibidas	por	el	artículo	11.
La	resolución	es	inimpugnable.
Ley	26887.
ART.	 103.—Opción	 para	 suscribir	 acciones.	 Cuando	 lo	 establezca	 la
escritura	pública	de	constitución	o	 lo	 acuerde	 la	 junta	general	 con	el	 voto
favorable	 de	 accionistas	 que	 representen	 la	 totalidad	 de	 las	 acciones
suscritas	 con	 derecho	 a	 voto,	 la	 sociedad	 puede	 otorgar	 a	 terceros	 o	 a
ciertos	accionistas	la	opción	de	suscribir	nuevas	acciones	en	determinados
plazos,	términos	y	condiciones.	El	plazo	de	la	opción	no	excede	de	dos	años.
Salvo	que	los	términos	de	la	opción	así	lo	establezcan,	su	otorgamiento	no
impide	que	durante	su	vigencia	la	sociedad	acuerde	aumentos	de	capital,	la
creación	de	acciones	en	cartera	o	la	emisión	de	obligaciones	convertibles	en
acciones.
Ley	26887.
ART.	 104.—Adquisición	 por	 la	 sociedad	 de	 sus	 propias	 acciones.	 La
sociedad	 puede	 adquirir	 sus	 propias	 acciones	 con	 cargo	 al	 capital
únicamente	 para	 amortizarlas,	 previo	 acuerdo	 de	 reducción	 del	 capital
adoptado	conforme	a	ley.
Cuando	la	adquisición	de	las	acciones	se	realice	por	monto	mayor	al	valor
nominal,	 la	 diferencia	 sólo	 podrá	 ser	 pagada	 con	 cargo	 a	 beneficios	 y
reservas	libres	de	la	sociedad.
La	 sociedad	 puede	 adquirir	 sus	 propias	 acciones	 para	 amortizarlas	 sin
reducir	 el	 capital	 y	 sin	 reembolso	 del	 valor	 nominal	 al	 accionista,
entregándole	 a	 cambio	 títulos	 de	 participación	 que	 otorgan	 derecho	 de
percibir,	 por	 el	 plazo	 que	 se	 establezca,	 un	 porcentaje	 de	 las	 utilidades
distribuibles	de	la	sociedad.	Estos	títulos	son	nominativos	y	transferibles.
La	sociedad	puede	adquirir	sus	propias	acciones	con	cargo	a	beneficios	y
reservas	libres	en	los	casos	siguientes:
1.	Para	amortizarlas	sin	reducir	el	capital,	en	cuyo	caso	se	requiere	acuerdo
previo	 de	 junta	 general	 para	 incrementar	 proporcionalmente	 el	 valor
nominal	de	las	demás	acciones	a	fin	de	que	el	capital	social	quede	dividido
entre	ellas	en	alícuotas	de	igual	valor;
2.	Para	amortizarlas	sin	 reducir	el	 capital	 conforme	se	 indica	en	el	 inciso
anterior	pero	entregando	a	cambio	 títulos	de	participación	que	otorgan	el
derecho	de	recibir	por	tiempo	determinado	un	porcentaje	de	las	utilidades
distribuibles	de	la	sociedad;
3.	Sin	necesidad	de	amortizarlas,	cuando	la	adquisición	se	haga	para	evitar
un	daño	grave,	en	cuyo	caso	deberán	venderse	en	un	plazo	no	mayor	de	dos
años;	y,
4.	Sin	necesidad	de	amortizarlas,	previo	acuerdo	de	 la	 junta	general	para
mantenerlas	en	cartera	por	un	período	máximo	de	dos	años	y	en	un	monto
no	mayor	al	diez	por	ciento	del	capital	suscrito.
La	sociedad	puede	adquirir	sus	propias	acciones	a	 título	gratuito	en	cuyo
caso	podrá	o	no	amortizarlas.
Las	 acciones	 que	 adquiera	 la	 sociedad	 a	 título	 oneroso	 deben	 estar
totalmente	pagadas,	salvo	que	la	adquisición	sea	para	evitar	un	daño	grave.
La	adquisición	se	hará	a	prorrata	entre	los	accionistas	salvo	que:
a)	se	adquieran	para	evitar	un	daño	grave;
b)	se	adquieran	a	título	gratuito;
c)	la	adquisición	se	haga	en	rueda	de	bolsa;
d)	se	acuerde	por	unanimidad	en	junta	general	otra	forma	de	adquisición;
e)	se	trate	de	los	casos	previstos	en	los	artículos	238	y	239.
Mientras	las	acciones	a	que	se	refiere	este	artículo	se	encuentren	en	poder
de	 la	 sociedad,	 quedan	 en	 suspenso	 los	 derechos	 correspondientes	 a	 las
mismas.	Dichas	acciones	no	tendrán	efectos	para	el	cómputo	de	quórums	y
mayorías	y	su	valor	debe	ser	reflejado	en	una	cuenta	especial	del	balance.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	51.—Adquisición	de	acciones	propias.	La	unanimidad	que	exige	el
literal	d)	del	artículo	104	de	la	ley	es	de	la	totalidad	de	las	acciones	suscritas
con	derecho	a	voto	concurrentes	a	la	junta	general.
El	quórum	y	 la	mayoría	a	 los	que	se	refiere	el	último	párrafo	del	artículo
104	de	la	ley	se	computarán	respecto	del	capital	inscrito	en	el	registro,	sin
incluir	 las	 acciones	 adquiridas	 por	 la	 sociedad,	 de	 lo	 que	 se	 dejará
constancia	en	el	acta	respectiva.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Reglas	para	el	reembolso	y	la	amortización
de	las	acciones.	“Las	reglas	generales	respecto	al	reembolso	y	amortización
de	 acciones	 se	 encuentran	 contempladas	 en	 el	 artículo	 104	 de	 la	 Ley
General	 de	 Sociedades	 que	 regula	 la	 adquisición	 por	 la	 sociedad	 de	 sus
propias	 acciones,	 resultando	 que	 el	 reembolso	 del	 valor	 de	 las	 acciones
puede	dar	lugar	o	no	a	la	amortización,	puede	dar	lugar	o	no	a	la	reducción
del	capital.”	(R.	213-99-ORLC/TR.	26.08.99)
Ley	26887.
ART.	105.—Control	indirecto	de	acciones.	Las	acciones	de	propiedad	de
una	sociedad	que	es	controlada	por	la	sociedad	emisora	de	tales	acciones	no
dan	 a	 su	 titular	 derecho	 de	 voto	 ni	 se	 computan	 para	 formar	 quórum.	 Se
entiende	 por	 sociedad	 controlada	 aquella	 en	 la	 que,	 directa	 o
indirectamente,	 la	 propiedad	de	más	del	 cincuenta	por	 ciento	de	 acciones
con	derecho	a	voto	o	el	derecho	a	elegir	a	 la	mayoría	de	 los	miembros	del
directorio	corresponda	a	la	sociedad	emisora	de	las	acciones.
R.	090-2005-EF/94.10.
ART.	6°.—Definición	de	control.	Para	efectos	del	presente	reglamento	se
considera	 control	 la	 capacidad	 de	 dirigir	 la	 administración	 de	 la	 persona
jurídica.
Salvo	 prueba	 en	 contrario,	 se	 presume	 la	 existencia	 de	 control	 en	 los
siguientes	casos:
a)	 Cuando	 a	 través	 de	 la	 propiedad	 directa	 o	 indirecta	 de	 acciones,
contratos	de	usufructo,	prenda,	fideicomiso	o	similares,	acuerdos	con	otros
accionistas	o	cualquier	otro	acto	jurídico,	se	pueden	ejercer	más	de	la	mitad
de	los	derechos	de	voto	en	la	junta	general	de	accionistas	de	dicha	persona
jurídica,	salvo	que	en	la	misma	persona	jurídica	un	tercero	se	encuentre	en
la	situación	prevista	en	el	inciso	b)	siguiente.
b)	 Cuando	 sin	 contar	 con	más	 de	 la	mitad	 de	 los	 derechos	 de	 voto	 en	 la
junta	 general	 de	 accionistas	 de	 dicha	 persona	 jurídica,	 pueden	designar	 o
remover	a	la	mayoría	de	los	miembros	del	directorio.
R.	090-2005-EF/94.10.
ART.	 8°.—Presunciones	 de	 control.	 Se	 presume,	 salvo	 prueba	 en
contrario,	 que	 las	 personas	 que	 ejercen	 los	 cargos	 de	 apoderados,
representantes	 legales,	 directores	 o	 gerentes	 de	 una	 persona	 jurídica
ejercen	el	control	sobre	ella.
Asimismo	 se	 presume,	 salvo	 prueba	 en	 contrario,	 que	 las	 personas
jurídicas	vinculadas	se	encuentran	sujetas	a	un	control	común.
R.	007-2006-EF/94.10.
ART.	 1°.—Interpretar	 el	 artículo	 7°	 inciso	 b)	 de	 las	 normas	 relativas	 al
acceso	 a	 información	 vinculada	 a	 la	 marcha	 societaria	 y	 convocatorias	 a
juntas	en	las	sociedades	anónimas	abiertas,	en	los	siguientes	términos:
a)	En	el	caso	de	la	convocatoria	a	junta	especial	de	accionistas,	al	amparo
de	lo	dispuesto	por	el	artículo	7°	inciso	b)	de	las	normas	relativas	al	acceso	a
información	vinculada	a	la	marcha	societaria	y	convocatorias	a	juntas	en	las
sociedades	 anónimas	 abiertas,	 la	 base	 de	 cálculo	 para	 determinar	 el	 5%
requerido	 por	 la	 referida	 norma	 está	 constituida	 por	 las	 acciones	 que
conforman	la	clase	que	pretende	reunirse	en	junta	especial.
b)	En	el	caso	de	la	convocatoria	a	juntas	generales	de	accionistas	a	que	se
refiere	 el	 artículo	 7°	 inciso	 b)	 de	 las	 normas	 relativas	 al	 acceso	 a
información	vinculada	a	la	marcha	societaria	y	convocatorias	a	juntas	en	las
sociedades	anónimas	abiertas,	el	cálculo	del	5%	de	las	acciones	con	derecho
a	 voto	 debe	 realizarse	 sólo	 sobre	 las	 acciones	 con	 derecho	 a	 voto	 cuyos
derechos	políticos	no	se	encuentren	suspendidos	en	virtud	del	artículo	105
de	 la	Ley	General	de	Sociedades.	En	 relación	 con	 lo	anterior,	precisar	que
dicho	criterio	será	de	aplicación	para	las	convocatorias	de	juntas	especiales
de	accionistas,	atendiendo	a	las	situaciones	en	las	que	pueden	reunirse	los
titulares	de	las	acciones	de	una	determinada	clase.
R.	007-2006-EF/94.10.
ART.	2°.—Interpretar	la	última	parte	del	segundo	párrafo	del	artículo	10	de
las	 normas	 relativas	 al	 acceso	 a	 información	 vinculada	 a	 la	 marcha
societaria	y	convocatorias	a	juntas	en	las	sociedades	anónimas	abiertas,	en
el	 sentido	 que	 Conasev	 no	 está	 facultada	 para	 observar	 aspectos
relacionados	con	la	competencia	de	la	junta	que	se	pretende	convocar	para
tratar	los	temas	de	agenda	propuestos,	pues	tal	verificación	supondría	una
evaluación	previa	de	 la	propia	agenda	y	esto	no	es	parte	de	 los	 requisitos
formales	de	la	solicitud.
COMENTARIO.—El	grupo	participacional	circular	implica	que	una	sociedad
participa	en	el	capital	de	otra,	ésta	hace	lo	mismo	respecto	a	una	tercera	y
así,	sucesivamente,	hasta	que	la	última	sociedad	participa	en	el	capital	de	la
primera;	 demás	 está	 decir	 que	 las	 participaciones	 referidas	 son	 en
porcentajes	 necesarios	 como	 para	 asegurar	 el	 control.	 En	 este	 orden	 de
ideas,	el	capital	social	se	vuelve	algo	ficticio,	puesto	que	se	pasa	circulando
dentro	 de	 un	 camino	 iterativo	 de	 nunca	 acabar;	 con	 razón	 ha	 llegado	 a
decirse	 que	 es	 la	 modalidad	 participacional	 más	 peligrosa.	 Téngase	 en
cuenta	 que	 la	 figura	 jurídica	 del	 capital	 social	 cumple	 primordial	 y	 casi
exclusivamente	una	función	de	garantía;	por	ende,	cualquier	alteración	que
lo	afecte	pone	en	riesgo	los	intereses	que	el	derecho	tiende	a	proteger.	Pero
eso	 no	 es	 todo;	 existe	 una	 seria	 implicancia	 en	 referencia	 al	 contrato	 de
dominación	 grupal.	 Apréciese	 que	 en	 este	 negocio	 jurídico,	 las	 partes
deberán	 estar	 plenamente	 identificadas,	 es	 decir,	 habrá	 que	 saber	 con
certeza	 quién	 es	 el	 sujeto	 dominante	 y	 quiénes	 son	 las	 sociedades
dominadas.	 Pues	 bien,	 sucede	 que	 en	 los	 grupos	 de	 sociedades	 circulares
tales	 circunstancias	 se	 desconocen	 y,	 por	 ende,	 tampoco	 podrá	 saberse
quién	 ejerce	 la	 dirección	 unificada,	 quién	 imparte	 las	 directrices	 y	 quién
interpreta	el	interés	grupal.
Atendiendo	 a	 estas	 razones	 tan	 determinantes,	 varias	 legislaciones
extranjeras	 han	 prohibido	 la	 existencia	 del	 grupo	 de	 sociedades	 circular,
tema	 al	 que	 usualmente	 aluden	 como	 “participaciones	 recíprocas”.	 Así,	 la
Ley	 de	 Sociedades	 Comerciales	 de	 Francia	 (1966)	 estipula:	 “una	 sociedad
por	acciones	no	puede	poseer	acciones	de	otra	sociedad	si	ésta	detenta	una
fracción	de	su	capital	superior	al	10%”	(artículo	358).	Por	su	parte,	la	Ley	de
Sociedades	Anónimas	de	España	(1989)	regula	la	adquisición	originaria	de
acciones	 propias	 en	 los	 siguientes	 términos:	 “en	 ningún	 caso	 podrá	 la
sociedad	 suscribir	 acciones	 propias	 ni	 acciones	 emitidas	 por	 su	 sociedad
dominante”	 (artículo	 74	 inciso	 1).	 Asimismo,	 la	 Ley	 de	 Sociedades
Comerciales	de	Argentina	es	tajante	al	afirmar	que	“es	nula	la	constitución
de	sociedades	o	el	aumento	de	capital	mediante	participaciones	recíprocas
(...)”	 (artículo	 32),	 criterio	 que	 es	 recogido	 con	 texto	 prácticamente
semejante	por	la	Ley	de	Sociedades	Comerciales	de	Uruguay	(1989,	artículo
52).	 En	 cuanto	 a	 la	 Ley	 sobre	 Sociedades	 Anónimas	 de	 Chile	 (1981),	 ésta
manifiesta,	 por	 un	 lado,	 que	 “las	 sociedades	 filiales	 y	 coligadas	 de	 una
sociedad	 anónima	 no	 podrán	 tener	 participación	 recíproca	 en	 sus
respectivos	 capitales,	 ni	 en	 el	 capital	 de	 la	 matriz	 o	 de	 la	 coligante	 (...)”
(artículo	88)	y,	por	otro	lado,	que	“las	sociedades	filiales	no	podrán	adquirir
acciones	de	la	sociedad	matriz,	ni	acciones	o	derechos	de	otras	filiales	de	la
misma	empresa”	(artículo	121).
La	normatividad	societaria	peruana	en	esta	materia	es	un	caso	particular.
En	principio,	debemos	señalar	que	 legisla	el	 supuesto	analizado	del	grupo
de	sociedades	circular,	permitiendo	su	existencia,	pero	 incorrectamente	 lo
denomina	 como	 “control	 indirecto	 de	 acciones”.	 Tal	 título	 es	 inapropiado
porque,	 atendiendo	a	una	 interpretación	 literal	del	 articulado,	no	estamos
ante	 el	 control	 indirecto	 (que	 se	 da	 cuando,	 por	 ejemplo,	 la	 sociedad	 A
controla	a	 la	 sociedad	B	y	esta	sociedad	B	controla	a	 la	 sociedad	C,	por	 lo
que	la	sociedad	A	controla	“indirectamente”	a	la	sociedad	C),	sino	ante	dos
relaciones	de	control	directo	(la	sociedad	A	controla	a	la	sociedad	B	y	esta
sociedad	 B	 controla	 a	 la	 sociedad	 A).	 Tal	 situación	 parece	 haber	 sido
advertida	durante	los	debates	de	la	Comisión	Revisora	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	 puesto	 que	 en	 la	 sesión	 de	 fecha	 26	 de	 marzo	 de	 1997	 (y	 a
propósito	del	anteproyecto	publicado	a	 inicios	de	aquel	mes,	cuyo	artículo
105	es	idéntico	al	actual)	se	acordó	“revisar	la	redacción	del	artículo	105,
a	fin	de	esclarecer	el	concepto	del	control	indirecto	de	acciones”	(Acta
de	 la	 sesión	 de	 la	 Comisión	Revisora	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 de
fecha	26	de	marzo	de	1997,	el	resaltado	es	nuestro);	sin	embargo,	la	norma
se	 mantuvo	 tal	 cual	 en	 los	 tres	 siguientes	 proyectos	 y,	 finalmente,	 en	 la
propia	ley.
Empero,	esta	discusión,	aunque	no	es	bizantina,	tiene	un	valor	meramente
académico	 porque	 la	misma	 norma	 societaria	 ha	 señalado	 que	 los	 títulos
son	solamente	indicativos	y,	según	la	primera	disposición	final	de	la	propia
Ley	 General	 de	 Sociedades,	 “no	 deben	 ser	 tomados	 en	 cuenta	 para	 la
interpretación	 del	 texto	 legal”.	 No	 obstante,	 la	 discusión	 es	 otra:	 nos
preguntamos	si	la	proscripción	del	derecho	de	voto	y	el	no	cómputo	para	el
quórum	son	 los	mecanismos	adecuados	para	proteger	a	 los	 inversionistas
minoritarios	de	un	 grupo	de	 sociedades;	 consideramos	que	 las	 soluciones
viables	 son	 otras,	 limitándonos	 sólo	 a	 señalarlas:	 en	 primer	 lugar,	 la
prohibición	 del	 grupo	 de	 sociedades	 circular;	 en	 segundo	 término,	 el
ejercicio	del	derecho	de	separación;	y,	en	tercera	instancia,	la	percepción	de
un	dividendo	garantizado.
LEY	PARA	EL	FORTALECIMIENTO	DE	LAS	CADENAS	PRODUCTIVAS	Y
CONGLOMERADOS
Ley	28846.
ART.	1°.—Del	objeto	y	ámbito	de	la	ley.	La	presente	ley	tiene	por	objeto
establecer	 el	 marco	 institucional	 y	 normativo	 para	 el	 fortalecimiento	 y
desarrollo	de	las	cadenas	productivas	y	de	los	conglomerados,	promoviendo
el	 diálogo,	 la	 cooperación	 y	 la	 organización	 empresarial	 entre	 los	 actores
económicos	y	las	instituciones	públicas,	privadas	y	académicas,	en	beneficio
de	la	competitividad.
El	 ámbito	 de	 la	 presente	 ley	 alcanza	 a	 todas	 las	 fases	 productivas,
comerciales	y	de	servicios,	en	que	intervienen	las	cadenas	productivas	y	los
conglomerados.
Ley	28846.
ART.	 2°.—Cadenas	 productivas.	 Se	 define	 como	 cadena	 productiva	 al
sistema	 que	 agrupa	 a	 los	 actores	 económicos	 interrelacionados	 por	 el
mercado	 y	 que	 participan	 articuladamente	 en	 actividades	 que	 generan
valor,	alrededor	de	un	bien	o	servicio,	en	las	fases	de	provisión	de	insumos,
producción,	 conservación,	 transformación,	 industrialización,
comercialización	y	el	consumo	final	en	los	mercados	internos	y	externos.
Ley	28846.
ART.	 3°.—Conglomerados.	 Se	 define	 como	 conglomerado	 una
concentración	 de	 empresas	 en	 un	 espacio	 geográfico,	 orientadas	 a	 la
producción	 y/o	 comercialización	 de	 bienes	 o	 servicios	 alrededor	 de	 un
sector	o	actividad	económica	principal,	las	cuales	se	interrelacionan	entre	sí,
comparten	 rasgos	 comunes	 y	 una	 visión	 de	 futuro.	 Asimismo,	 desarrollan
relaciones	 de	 cooperación	 y	 competencia,	 e	 interactúan	 con	 una	 serie	 de
agentes	 importantes	 para	 la	 competitividad	 nacional,	 regional	 y	 local,	 e
instituciones	 representativas	 del	 sector	 público,	 privado	 y	 de	 la	 sociedad
civil	de	manera	articulada.
Ley	28846.
ART.	 4°.—Principios	 generales.	 Las	 cadenas	 productivas	 y
conglomerados	se	rigen	por	los	siguientes	principios:
a)	Principio	de	eficiencia.-	Que	permita	maximizar	 los	beneficios	de	 los
agentes	económicos,	a	partir	de	la	creación	de	valor	agregado,	reducción	de
costos	de	transacción	y	aumento	de	la	productividad.
b)	 Principio	 de	 transparencia.-	 Que	 permita	 la	 disponibilidad	 de
información	orientada	a	minimizar	los	conflictos	y	las	asimetrías	existentes
entre	 los	 agentes	 de	 la	 cadena,	 y	 favorezcan	 a	 la	 producción	 agrícola
nacional	y	al	consumidor	final	con	productos	de	calidad.
c)	 Principio	 de	 equidad.-	 Que	 la	 distribución	 final	 de	 los	 beneficios
retribuyan,	 en	 forma	 proporcional	 y	 oportuna,	 al	 trabajo	 y	 recursos
aportados	por	los	agentes	económicos	en	la	cadena	productiva.
d)	 Principio	 unitario	 y	 de	 solidaridad.-	 El	 desarrollo	 agrario	 bajo	 el
enfoque	de	cadenas,	no	visualiza	el	eslabón	de	 la	producción	agropecuaria
en	 forma	 aislada,	 sino	 como	 parte	 de	 un	 sistema,	 hecho	 que	 conlleva	 a
promover	 el	 desarrollo	 de	 la	 cadena	 en	 su	 conjunto	 con	 acciones
obligatorias	y	colectivas	hacia	 la	consolidación	de	metas	comunes,	bajo	los
principios	de	unidad	y	solidaridad	entre	agentes	económicos,	promoviendo
una	integración	sostenible.
e)	Principio	de	sostenibilidad.-	Que	se	oriente	a	garantizar	en	el	tiempo,
la	 implementación	 de	 instrumentos	 de	 competitividad,	 que	 permita	 el
desarrollo	sostenible	de	las	cadenas	productivas	y	conglomerados.
f)	 Principio	 de	 adaptabilidad.-	 Los	 agentes	 económicos	 de	 las	 cadenas
productivas	se	adaptan	ante	cualquier	cambio	o	requerimiento	del	mercado.
g)	 Principio	 de	 mercado.-	 Que	 promueva	 la	 asignación	 óptima	 de
recursos,	 permitiendo	 la	 formación	 de	 precios	 sujetos	 a	 la	 libre	 oferta	 y
demanda,	buscando	minimizar	las	fallas	e	imperfecciones	del	mercado.
Ley	28846.
ART.	5°.—Inserción	competitiva	en	el	mercado.	El	Estado,	 en	el	marco
del	 Plan	 Nacional	 de	 Competitividad,	 apoya	 el	 desarrollo	 de	 cadenas
productivas	 y	 conglomerados,	 para	 su	 inserción	 competitiva	 en	 los
mercados	 internos	 y	 externos.	 Todos	 los	 programas	 del	 sector	 público
nacional,	regional	y	local	brindarán,	a	cuenta	de	su	presupuesto,	apoyo	a	los
actores	económicos	de	las	cadenas	productivas	y	conglomerados.
Ley	28846.
ART.	 6°.—Fondos	 concursables	 y	 financiamiento.	 Las	 entidades
públicas,	 de	 acuerdo	 a	 sus	 competencias,	 y	 a	 cuenta	 de	 su	 presupuesto,
promoverán	la	constitución	de	fondos	concursables	para	el	financiamiento
de	 la	 elaboración	 y	 ejecución	 de	 los	 planes	 de	 negocios	 de	 actores
económicos	 vinculados	 a	 cadenas	 productivas	 o	 conglomerados	 en	 sus
diferentes	fases	de	desarrollo.
El	Banco	Agropecuario	conforme	a	lo	dispuesto	por	los	artículos	12	y	13	de
la	 Ley	 N°	 27603	 financiará	 preferentemente	 a	 los	 pequeños	 y	 medianos
productores	agropecuarios	organizados	empresarialmente,	en	el	marco	de
las	 cadenas	 y	 conglomerados,	 y	 les	 otorgará	 asistencia	 técnica	 para	 el
cumplimiento	de	sus	fines.
Ley	28846.
ART.	7°.—Incentivos.	Compréndese	como	beneficiarios	de	las	leyes	núms.
27360,	 28298	 y	 28015,	 a	 los	 productores	 agropecuarios	 organizados	 en
cadenas	productivas	y	conglomerados,	en	lo	que	le	fuera	aplicable.
Ley	28846.
ART.	 8°.—Compromisos	 de	 competitividad.	 El	 Estado	 reconoce	 en	 sus
diferentes	 niveles	 nacional,	 regional	 y	 local	 los	 compromisos	 de
competitividad	que	se	celebren	entre	 los	actores	económicos	de	 la	cadena
productiva	o	conglomerado,	y	las	entidades	públicas,	privadas	y	académicas
involucradas,	 con	 objetivos	 y	metas	 de	 corto,	mediano	 y	 largo	 plazo	 para
desarrollar	la	competitividad	en	el	marco	del	planeamiento	estratégico	de	la
cadena	 productiva	 o	 conglomerado.	 La	 participación	 pública	 deberá	 estar
acorde	con	la	disposición	constitucional	del	rol	subsidiario	del	Estado	y	con
la	 búsqueda	de	 la	 eficiencia	 en	 la	 asignación	de	 recursos,	 así	 como	 con	 la
asistencia	técnica,	asesoría	e	información.
Ley	28846.
ART.	9°.—Institucionalidad.	A	 iniciativa	 del	 sector	 público	 o	 privado,	 se
crearán	espacios	para	institucionalizar	el	diálogo	y	la	cooperación	entre	los
actores	 y	 entidades	 involucradas	 en	 las	 cadenas	 productivas	 o
conglomerados,	 con	miras	 a	 generar	 los	 compromisos	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 anterior	 y	 efectuar	 su	 seguimiento	 a	 efectos	 de	 su	 oportuno
cumplimiento.
Ley	28846.
ART.	10.—Arbitraje.	El	Estado	fomenta	y	recomienda	el	uso	del	arbitraje
como	mecanismo	alternativo	idóneo	para	la	solución	de	controversias	entre
los	actores	económicos	integrantes	de	las	cadenas	productivas	y
conglomerados,	a	fin	de	estimular	el	cumplimiento	oportuno,	la	continuidad
y	la	sostenibilidad	de	los	contratos	que	se	celebren	entre	dichos	actores
económicos.
Ley	26887.
ART.	106.—Préstamos	con	garantía	de	las	propias	acciones.	En	ningún
caso	la	sociedad	puede	otorgar	préstamos	o	prestar	garantías,	con	la
garantía	de	sus	propias	acciones	ni	para	la	adquisición	de	éstas	bajo
responsabilidad	del	directorio.
TÍTULO	II
DERECHOS	Y	GRAVÁMENES	SOBRE	ACCIONES
Ley	26887.
ART.	 107.—Usufructo	 de	 acciones.	 En	 el	 usufructo	 de	 acciones,	 salvo
pacto	en	contrario,	corresponden	al	propietario	los	derechos	de	accionista	y
al	 usufructuario	 el	 derecho	 a	 los	 dividendos	 en	 dinero	 o	 en	 especie
acordados	por	la	sociedad	durante	el	plazo	del	usufructo.
Puede	pactarse	que	también	correspondan	al	usufructuario	los	dividendos
pagados	en	acciones	de	propia	emisión	que	toquen	al	propietario	durante	el
plazo	del	usufructo.
C.	C.
ART.	1000.—El	usufructo	se	puede	constituir	por:
1.	Ley	cuando	expresamente	lo	determina.
2.	Contrato	o	acto	jurídico	unilateral.
3.	Testamento.
C.	C.
ART.	1001.—El	usufructo	es	temporal.	El	usufructo	constituido	en	 favor
de	una	persona	jurídica	no	puede	exceder	de	treinta	años	y	cualquier	plazo
mayor	que	se	fije	se	reduce	a	éste.
Tratándose	 de	 bienes	 inmuebles	 de	 valor	monumental	 de	 propiedad	 del
Estado	que	sean	materia	de	restauración	con	fondos	de	personas	naturales
o	 jurídicas,	 el	 usufructo	 que	 constituye	 el	 Estado	 en	 favor	 de	 éstas	 podrá
tener	un	plazo	máximo	de	noventa	y	nueve	años.
Ley	26887.
ART.	 108.—Usufructo	 de	 acciones	 no	 pagadas	 totalmente.	 En	 el
usufructo	de	acciones	no	pagadas	totalmente	el	propietario	es	el	obligado	al
pago	de	los	dividendos	pasivos,	salvo	pacto	en	contrario.
Si	 el	 propietario	no	hubiere	 cumplido	 con	 su	obligación	dentro	del	 plazo
fijado	 para	 realizar	 el	 pago,	 el	 usufructuario	 podrá	 hacerlo	 dentro	 de	 los
cinco	días	siguientes	sin	perjuicio	de	repetir	contra	el	propietario.
Ley	26887.
ART.	 110.—Medidas	 cautelares	 sobre	 acciones.	 En	 caso	 de	 acciones
sujetas	a	medida	cautelar,	incluyendo	el	embargo,	el	propietario	conserva	el
ejercicio	de	los	derechos	de	accionista.
El	 depositario	 está	 obligado	 a	 facilitar	 al	 accionista	 el	 ejercicio	 de	 sus
derechos.	Son	de	cargo	de	éste	los	gastos	correspondientes.
La	 medida	 cautelar	 sobre	 acciones	 no	 apareja	 la	 retención	 de	 los
dividendos	correspondientes,	salvo	orden	judicial	en	contrario.
En	 la	 ejecución	 de	 acciones	 sujetas	 a	 medida	 cautelar	 se	 estará	 a	 lo
dispuesto	en	el	artículo	239.
C.	C.
ART.	923.—La	propiedad	es	el	poder	 jurídico	que	permite	usar,	disfrutar,
disponer	 y	 reivindicar	 un	 bien.	 Debe	 ejercerse	 en	 armonía	 con	 el	 interés
social	y	dentro	de	los	límites	de	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Tercería	 de	 propiedad:	 fecha	 colocada	 en	 la	 parte
introductoria	 de	 la	 escritura	 pública	 califica	 como	 fecha	 cierta	 de	 la
transferencia	y	 “aniquila”	 lo	 inscrito	en	 los	registros.	“(…)	en	principio,
que	 el	 tercerista	 a	 fin	 de	 demostrar	 la	 propiedad	 que	 tiene	 sobre	 el
inmueble	materia	de	litis,	aportó	al	presente	proceso	la	escritura	pública	de
fecha	 catorce	 de	 diciembre	 del	mil	 novecientos	 noventa	 y	 ocho,	 teniendo
presente	 que	 toda	 escritura	 pública	 contiene	 introducción,	 cuerpo	 y
conclusión;	en	la	citada	escritura	pública	se	puede	advertir	que	en	su	parte
introductoria	 aparece	 como	 fecha	 el	 catorce	 de	 diciembre	 de	 mil
novecientos	noventa	y	ocho,	pero	en	la	conclusión	se	puede	observar	que	el
proceso	 de	 firmas	 concluyó	 el	 trece	 de	 diciembre	 del	 dos	mil	 dos,	 siendo
preciso	 determinar	 a	 partir	 de	 cuándo	 la	 demandante	 es	 considerada
propietaria	del	 inmueble	materia	de	litis,	para	así	establecer	si	el	embargo
fue	 inscrito	 antes	 o	 después	 de	 la	 fecha	 en	 que	 el	 demandante	 es
considerado	propietario	del	inmueble.
(…)	 al	 respecto	 el	 artículo	 949	 del	 Código	 Civil,	 prescribe	 que	 la	 sola
obligación	 de	 enajenar	 un	 inmueble	 determinado	 hace	 al	 acreedor
propietario	de	 éste.	 El	 colegiado	 superior	ha	determinado	que	 la	 fecha	 en
que	se	extendió	 la	escritura	pública	submateria	es	el	catorce	de	diciembre
de	mil	novecientos	noventa	y	ocho,	fecha	que	aparece	colocada	en	la	parte
introductoria	 del	 mismo,	 no	 se	 puede	 desconocer	 que	 en	 ese	 preciso
momento	ha	operado	la	transferencia	del	inmueble	materia	de	litis	a	favor
del	demandante,	pues,	para	efectos	de	torcer	la	de	propiedad	el	demandante
tiene	que	demostrar	 conforme	al	 artículo	533	del	 Código	Procesal	 Civil	 la
propiedad	de	los	bienes	afectados	con	la	medida	cautelar.
(…)	el	recurrente	denuncia	la	inaplicación	de	los	artículos	2012	y	2013	del
Código	Civil,	 señalando	que	en	su	calidad	de	acreedor	ha	actuado	sobre	 la
base	de	 las	 inscripciones	que	obran	en	 los	Registros	Públicos	y	amparado
por	 los	 principios	 de	 legitimación	 y	 fe	 pública	 registral	 que	 recogen	 las
referidas	 normas,	 por	 lo	 que	 cuando	 solicita	 la	 inscripción	 del	 embargo
sobre	 el	 inmueble	 materia	 de	 litis,	 éste	 se	 encontraba	 en	 los	 Registros
Públicos	a	nombre	de	sus	deudores	(…)	los	artículos	51,	52	y	59	inciso	J)	de
la	Ley	26002,	cuya	inaplicación	también	es	denunciada	por	el	recurrente,	se
señala	 que	 la	 escritura	 pública	 es	 un	 instrumento	 típicamente	 protocolar,
por	lo	que	la	falta	de	uno	de	estos	requisitos	hace	que	el	documento	no	sea
considerada	 escritura	 pública;	 asimismo,	 señala	 que	 en	 atención	 a	 los
artículos	mencionados,	 este	 documento	 presentado	 por	 el	 demandante	 se
considera	como	tal,	es	desde	el	trece	de	diciembre	del	dos	mil	dos,	fecha	en
la	cual	manifestaron	su	voluntad	de	celebrar	la	compraventa	y	que	la	fecha
consignada	 en	 la	 introducción	 de	 la	 escritura	 pública	 es	 una	 fecha	 de
ubicación	del	 instrumento,	pero	no	da	 certeza	que	en	dicha	 fecha	 se	haya
celebrado	la	compraventa.	En	el	caso	de	autos,	se	tiene	establecido	por	las
razones	ya	descritas	que	 la	 transferencia	de	 la	propiedad	del	demandante
ha	 operado	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 las	 partes	 celebrantes	 del	 contrato	 de
compraventa,	 siendo	 la	 fecha	 colocada	 en	 la	 parte	 introductoria	 de	 la
escritura	 pública	 una	 fecha	 cierta	 que	 no	 se	 puede	 desconocer;	 pues,
demuestra	 justamente	 el	 momento	 en	 que	 operó	 la	 transferencia	 del
inmueble	 materia	 de	 litis	 a	 favor	 del	 demandante,	 por	 lo	 que	 la	 causal
denunciada	 deviene	 en	 infundada.”	 (C.	 S.,	 Cas.	 4263-2008-Lima,	 abr.
18/2008.	V.	P.	Idrogo	delgado)
SECCIÓN	CUARTA
ÓRGANOS	DE	LA	SOCIEDAD
TÍTULO	I
JUNTA	GENERAL	DE	ACCIONISTAS
Ley	26887.
ART.	 111.—Concepto.	 La	 junta	 general	 de	 accionistas	 es	 el	 órgano
supremo	 de	 la	 sociedad.	 Los	 accionistas	 constituidos	 en	 junta	 general
debidamente	convocada,	y	 con	el	quórum	correspondiente,	deciden	por	 la
mayoría	 que	 establece	 esta	 ley	 los	 asuntos	 propios	 de	 su	 competencia.
Todos	 los	 accionistas,	 incluso	 los	 disidentes	 y	 los	 que	 no	 hubieren
participado	en	la	reunión,	están	sometidos	a	los	acuerdos	adoptados	por	la
junta	general.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 43.—Alcances	 de	 la	 calificación	 del	 registrador.	 En	 todas	 las
inscripciones	 que	 sean	 consecuencia	 de	 un	 acuerdo	 de	 junta	 general,	 el
registrador	 comprobará	 que	 se	 han	 cumplido	 las	 normas	 legales,	 del
estatuto	 y	 de	 los	 convenios	 de	 accionistas	 inscritos	 en	 el	 registro	 sobre
convocatoria,	 quórum	 y	mayorías,	 salvo	 las	 excepciones	 previstas	 en	 este
reglamento.
JURISPRUDENCIA.—Los	 socios	disidentes	y	ausentes	quedan	sometidos
a	los	acuerdos	de	la	junta	general.	“Conforme	a	los	artículos	111	y	135	de
la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 los	 accionistas	 disidentes	 e	 incluso	 los
ausentes	deben	someterse	a	los	acuerdos	de	la	junta	general,	cuya	acta	tiene
fuerza	legal	desde	su	aprobación.”	(Cas.	1924-2002.	10.12.2002)
JURISPRUDENCIA.—Las	 personas	naturales	 no	 son	administradores	 ni
mandatarios	de	 los	socios,	sino	de	 la	persona	 jurídica.	“(…)	La	doctrina
reconoce	 que	 la	 personalidad	 jurídica	 de	 las	 cooperativas	 tienen	 efectos
similares	 a	 los	 que	 se	 originan	 en	 la	 personalidad	 física,	 claro	 está	 con
algunas	 salvedades,	 por	 ello,	 la	 Ley	 de	 Cooperativas	 lo	 relativo	 a	 su
denominación,	 duración,	 socios,	 régimen	 administrativo,	 el	 fin	 de	 sus
actividades	y	el	funcionamiento	de	sus	entes	administrativos	a	través	de	los
cuales	 se	 expresa	 la	 voluntad	 corporativa	 y	 su	 representación.	 Resulta
evidente	que	una	persona	 jurídica	no	puede	desarrollar	sus	actividades	ni
expresar	 su	 voluntad	 sino	 es	 por	 intermedio	 de	 personas	 naturales	 y	 son
precisamente	éstas	últimas	las	que	integran	los	órganos	de	administración	y
ejercen	poderes	de	representación,	como	la	asamblea	general,	el	consejo	de
administración,	el	consejo	de	vigilancia,	el	gerente,	entre	otros;	resultando
evidente	que	las	personas	naturales	no	son	administradores	ni	mandatarios
de	los	socios	sino	de	la	persona	jurídica	(la	Cooperativa)”.	(C.	S,	Cas.	4862-
2009-Lima,	10/20/2010,	V.	P.	Caroajulca	Bustamante)
JURISPRUDENCIA.—Ley	 General	 de	 Cooperativas:	 gerentes	 de
cooperativas	pueden	delegar	funciones	pero	no	sus	cargos.	“(…)	Dentro
del	 marco	 normativo	 especial,	 esto	 es,	 la	 Ley	 General	 de	 Cooperativas,
tenemos	 que	 la	 asamblea	 o	 junta	 general	 es	 la	 autoridad	 suprema	 de	 la
organización	 cooperativa	 y	 sus	 acuerdos	 obligan	 a	 todos	 los	 socios
presentes	y	ausentes,	siempre	que	dichos	acuerdos	no	sean	contrarios	a	su
ley	 y	 estatuto,	 conforme	 lo	 establece	 el	 artículo	 26	 de	 la	 citada	 ley.	 (…)
donde	 se	 inscribe	 el	 acuerdo	 de	 la	 asamblea	 general,	 mediante	 el	 cual
designaron	 como	 representante	 de	 la	 cooperativa	 ante	 la	 sociedad
demandada,	 al	 señor	 (…)	 y	 le	 otorgan	 además	 facultades	 generales	 y
especiales	 de	 representación	 administrativa	 y	 judicial,	 entre	 las	 que	 se
encuentra	 la	 facultad	 de	 interponer	 toda	 clase	 de	 acciones	 judiciales,	 es
decir,	 dicho	 acuerdo	 emana	de	 su	 autoridad	máxima,	 quien	 incluso	puede
acordar	la	disolución	voluntaria	de	la	cooperativa,	aplicándose	el	principio
jurídico,	‘quien	puede	lo	más,	puede	lo	menos’	(…)	La	sala	superior	sostiene
como	 argumento	 para	 revocar	 la	 sentencia	 expedida	 por	 el	 A	 quo	 que	 el
representante	 designado	 por	 la	 cooperativa	 no	 tiene	 la	 calidad	 de
presidente	 del	 consejo	 de	 administración	 ni	 tampoco	 es	 gerente	 de	 la
cooperativa	 por	 lo	 tanto	 no	 puede	 representarla	 ante	 la	 empresa
demandada	y	menos	solicitar	la	convocatoria	a	junta	general	de	accionistas.
Sin	embargo,	de	la	lectura	de	los	artículos	pertinentes	de	la	Ley	General	de
Cooperativas	 que	 regulan	 las	 funciones	 y	 atribuciones	 de	 dichos	 órganos
administrativos,	 como	 son	 los	 artículos	 30	 y	 35,	 se	 aprecia	 que	 sus
obligaciones	 descritas	 no	 son	 ‘numerus	 clausus’	 es	 decir	 no	 es	 una	 lista
cerrada,	 sino	 meramente	 enunciativa,	 teniendo	 como	 sustento	 de	 dicho
argumento	el	inciso	19	del	artículo	30	y	el	inciso	9	del	artículo	35	de	la	Ley
General	 de	 Cooperativas,	 donde	 se	 establece	 que	 ambos	 árganos	 de	 la
cooperativa,	puede	ejercer	las	demás	atribuciones	de	su	competencia	según
la	ley	y	su	estatuto	sin	que	tampoco	se	les	prohíba	delegar	dichas	funciones,
por	 lo	que	no	se	puede	hacer	distingos	donde	la	 ley	no	los	hace	(…)	Como
refuerzo	lo	mencionado	en	el	considerando	precedente,	el	artículo	33	de	la
citada	 ley	general	expresamente	sostiene:	 ‘Rigen	para	 los	órganos	de	 toda
cooperativa,	en	cuanto	les	respecta,	las	siguientes	normas	complementarias:
2.	 Los	 cargos	 de	 dirigentes	 y	 de	 gerente	 son	 personales	 e	 indelegables	 y,
además	 revocables’	 con	 lo	 cual	 queda	 claro	 que	 tanto	 el	 presidente	 del
consejo	de	administración	como	el	gerente,	pueden	perfectamente	delegar
algunas	de	sus	funciones,	no	sólo	administrativas	sino	también	legales,	más
no	sus	cargos	que	son	aspectos	totalmente	distintos.”	(C.	S,	Cas.	4862-2009-
Lima,	10/20/2010,	V.	P.	Caroajulca	Bustamante)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—No	existe	dispositivo	que	limite	los	acuerdos
de	 la	 junta	 general	 de	 una	 sociedad	 en	 liquidación	 a	 los	 temas
vinculados	con	el	proceso	liquidatario.	“16.	En	cuanto	al	segundo	extremo
controvertido,	 ha	 de	 señalarse	 que	 no	 existe	 dispositivo	 legal	 alguno	 que
limite	 los	 acuerdos	 de	 la	 junta	 general	 de	 accionistas	 de	 una	 sociedad	 en
liquidación	sólo	a	aquellos	aspectos	directamente	vinculados	con	el	proceso
liquidatorio.	 Como	 reconoce	 el	 propio	 registrador	 (...),	 durante	 la
liquidación	la	junta	general	de	accionistas	conserva	plenamente	su	vigencia
y	 facultades,	 es	decir,	 continúa	 siendo	el	 ‘órgano	 supremo	de	 la	 sociedad’,
calidad	 que	 le	 reconoce	 el	 artículo	 111	 de	 la	 LGS.	 En	 consecuencia,	 está
legitimado	para	adoptar	cualquier	acuerdo	que	estime	necesario,	por	lo	que
la	modificación	estatutaria	acordada	por	la	junta	general	de	inmobiliaria	no
requiere	 de	 aclaración	 alguna”.	 (Sunarp,	 R.	 064-2009-Sunarp-TR-T,	 feb.
13/2009.	V.	P.	Rolando	A.	Acosta	Sánchez)
COMENTARIO.—La	 junta	 general	 de	 socios	 es	 el	 órgano	 supremo	 de	 la
sociedad;	 éste	 es,	 prácticamente,	 un	 axioma	 jurídico.	 Ello	 significa	que	 los
accionistas	 tienen	 como	 atributo	 consustancial	 de	 su	 propia	 condición	 el
participar	en	la	marcha	del	negocio,	a	tal	punto	que	el	voto	se	erige	como	el
principal	 y	 más	 importante	 derecho	 político	 que,	 a	 su	 vez,	 trasluce	 el
régimen	 democrático	 que	 debe	 imperar	 en	 toda	 sociedad.	 Téngase	 en
consideración	 que	 la	 sociedad	 sigue	 las	 mismas	 líneas	 maestras	 que	 el
Estado,	 pero	 a	menor	 escala	 y,	 en	 tal	 orden	 de	 ideas,	 la	 junta	 general	 de
socios	 es	 una	 suerte	 de	 conjunto	 de	 ciudadanos	 (electores)	 quienes
expresan	 su	 voluntad	 a	 través	 del	 voto,	 la	 participación	 directa	 y	 la	 fiel
representación.
Juzgamos	 pertinente	 efectuar	 una	 acotación	 que	 quizás	 resulte	 superflua
para	 algunos,	 pero	 que	 se	 condice	 con	 la	 precisión	 terminológica	 que
siempre	 debe	 acompañar	 a	 todo	 profesional	 y,	 especialmente,	 a	 los
abogados.	Es	común	diferenciar	entre	las	llamadas	sociedades	de	personas	y
sociedades	de	capitales,	aunque	esa	distinción	hoy	en	día	esté	relativizada;
modelos	 típicos	 de	 ambas	 son	 la	 sociedad	 civil	 (como	 un	 estudio	 de
abogados)	 y	 la	 sociedad	 anónima	 (como	 una	 empresa	 cervecera),
respectivamente.	 Las	 primeras	 tienen	 representado	 su	 capital	 mediante
participaciones,	mientras	que	las	segundas	lo	tienen	representado	mediante
acciones;	 sólo	 estas	 últimas	 son	 títulos	 valores	 y,	 por	 ende,	 de	 fácil
transmisibilidad	 y	 negociabilidad.	 Es	 lógico,	 entonces,	 hablar	 de	 “junta
general	 de	 accionistas”	 cuando	 la	 sociedad	 cuenta	 con	 acciones	 y	 los
titulares	 de	 éstas	 son	 accionistas,	 más	 no	 cuando	 la	 sociedad	 tiene
participaciones	 y	 sus	 titulares	 son	participacionistas;	 aquí	 estaremos	 ante
una	 “junta	 general	 de	 participacionistas”.	 Ambos	 supuestos	 podremos
englobarlos	en	el	nombre	genérico	de	“junta	general	de	socios”.
Ley	26887.
ART.	112.—Lugar	de	celebración	de	la	junta.	La	junta	general	se	celebra
en	el	lugar	del	domicilio	social,	salvo	que	el	estatuto	prevea	la	posibilidad	de
realizarla	en	lugar	distinto.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 45.—Alcances	 de	 la	 calificación	 del	 registrador.	 En	 todas	 las
inscripciones	 que	 sean	 consecuencia	 de	 un	 acuerdo	 de	 junta	 general,	 el
registrador	 comprobará	 que	 se	 han	 cumplido	 las	 normas	 legales,	 del
estatuto	 y	 de	 los	 convenios	 de	 accionistas	 inscritos	 en	 el	 registro	 sobre
convocatoria,	 quórum	 y	mayorías,	 salvo	 las	 excepciones	 previstas	 en	 este
reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 46.—Intervención	 de	 representante	 en	 junta	 universal.	 El
registrador	 no	 denegará	 la	 inscripción	 de	 acuerdos	 de	 junta	 universal
adoptados	con	la	intervención	de	representantes	de	accionistas.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	 junta	 general	 de	 socios	 se	 celebra	 en	 el
domicilio	social.	“El	artículo	112	de	la	Ley	General	de	Sociedades	establece
que	la	junta	general	se	celebrará	en	el	lugar	del	domicilio	social,	salvo	que	el
estatuto	prevea	la	posibilidad	de	celebrarla	en	lugar	distinto.”	(R.	322-2000-
ORLC/TR.	11.10.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Si	 el	 estatuto	 no	 contempla	 que	 la	 junta
general	se	celebre	en	domicilio	distinto,	entonces	deberá	llevarse	a	cabo
en	el	domicilio	social	correspondiente.	“1.	De	acuerdo	al	artículo	112	de	la
Ley	General	de	Sociedades	(LGS),	la	junta	general	de	accionistas	se	celebra
en	 el	 domicilio	 social	 de	 la	 empresa,	 salvo	 que	 el	 estatuto	 prevea	 su
celebración	en	lugar	distinto.
2.	El	domicilio	 social	 constituye	el	 lugar	 señalado	en	el	 estatuto	donde	 la
sociedad	 va	 a	 realizar	 sus	 actividades,	 no	 siendo	 necesario	 que	 haga
referencia	 a	 un	 lugar	 específico,	 bastando	 con	 que	 se	 indique	 la	 ciudad	 o
provincia.
A	 nivel	 normativo,	 el	 artículo	 20	 de	 la	 LGS	 (…)	 el	 artículo	 29	 del
Reglamento	del	Registro	de	Sociedades,	precisando	aún	más	el	concepto	(…)
(…)	 si	 en	 el	 estatuto	no	 se	ha	previsto	que	 la	 junta	 general	 se	 celebre	 en
domicilio	distinto	al	social,	aquella	debe	llevarse	a	cabo	necesariamente	en
el	domicilio	 social	 correspondiente,	pudiendo	 llevarse	a	 cabo	en	cualquier
lugar	ubicado	dentro	de	dicha	 ciudad,	 salvo	que	 en	 el	 estatuto	 se	hubiese
fijado	una	dirección	específica.
Si	bien	en	el	caso	de	la	junta	universal	se	permite	que	pueda	llevarse	a	cabo
en	lugar	distinto	al	domicilio	social	(Art.	45	del	Reglamento	del	Registro	de
Sociedades),	ello	se	debe	a	la	especial	característica	de	dicha	junta,	cual	es	la
presencia	 de	 accionistas	 que	 representan	 el	 cien	 por	 ciento	 de	 acciones
suscritas	con	derecho	a	voto,	no	requiriéndose,	por	dicho	motivo,	tampoco
de	 convocatoria.	 (…).”	 (Sunarp,	 R.	 188-2012-Sunarp-TR-L,	 feb.	 03/2012.
Pres.	Aliaga	Huaripata)
Ley	26887.
ART.	 113.—Convocatoria	 a	 la	 junta.	 El	 directorio	 o	 en	 su	 caso	 la
administración	de	la	sociedad	convoca	a	junta	general	cuando	lo	ordena	la
ley,	 lo	 establece	 el	 estatuto,	 lo	 acuerda	 el	 directorio	 por	 considerarlo
necesario	 al	 interés	 social	 o	 lo	 solicite	 un	 número	 de	 accionistas	 que
represente	cuando	menos	el	veinte	por	ciento	de	las	acciones	suscritas	con
derecho	a	voto.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 44.—Asuntos	 no	 incluidos	 en	 el	 aviso	 de	 convocatoria.	 El
registrador	 no	 debe	 inscribir	 acuerdos	 sobre	 asuntos	 distintos	 a	 los
señalados	en	el	aviso	de	convocatoria	o	que	no	se	deriven	directamente	de
éstos,	salvo	en	los	casos	expresamente	previstos	en	la	ley.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Precedente	 de	 observancia	 obligatoria:
convocatoria	realizada	con	comunicaciones	publicadas	en	diarios	puede
acreditarse	 con	 constancia	 o	 con	 la	 presentación	 de	 los	 avisos.	 “7.
Podemos	decir	entonces	que	el	referido	artículo	54	del	RIRJP	cuando	señala
‘a	 menos	 que	 se	 trate	 de	 convocatoria	 publicado	 en	 el	 diario’,	 no	 puede
tener	como	finalidad	restringir	 la	acreditación	de	 la	convocatoria	sólo	a	 la
presentación	de	las	publicaciones	en	el	diario	y	descartar	la	presentación	de
la	constancia.	Consideramos	que	la	acreditación	de	la	convocatoria	se	puede
realizar,	 ya	 sea	mediante	 constancia	 o	mediante	 la	 propia	 publicación.	 Es
decir	 que	 si	 el	 estatuto	 de	 una	 persona	 jurídica	 determina	 que	 la
convocatoria	 se	 realizará	 a	 través	 de	 publicaciones	 en	 el	 diario,	 el
administrado	posee	dos	formas	facultativas	de	acreditar	tal	convocatoria:
a)	Con	la	constancia	emitida	por	el	órgano	con	facultad	legal	o	estatutaria
de	 convocatoria	 para	 la	 sesión	 de	 que	 se	 trate	 o	 por	 el	 encargado	 de
ejecutarla	en	caso	de	convocatoria	juridicial.
b)	 Mediante	 la	 presentación	 de	 los	 avisos	 publicados	 en	 original	 o	 en
reproducción	certificada	notarialmente.
8.	Consideramos,	al	 igual	que	el	voto	en	minoría	de	la	Resolución	N°	055-
2014-Sunarp-TR-T,	que	interpretar	el	citado	artículo	54	del	RIRPJ	de	forma
contraria	 significaría	 vulnerar	 la	 misma	 normativa	 registral	 que	 brinda
plenas	garantías	a	las	constancias	de	convocatoria,	puesto	que	el	artículo	16
del	 RIRPJ	 establece	 que	 las	 constancias	 tienen	 carácter	 de	 declaración
jurada	y	son	de	responsabilidad	de	quienes	los	expiden.
En	ese	mismo	orden,	adoptar	la	posición	de	que	el	registro	busca	constatar
efectivamente	la	realización	de	las	convocatorias	a	través	de	la	presentación
de	 los	 medios	 directos	 que	 fueron	 empleados	 para	 tal	 fin,	 en	 el	 caso
concreto	 acompañando	 las	 publicaciones	 periodísticas,	 importaría	 un
excesivo	 e	 inoficioso	 proceder	 de	 la	 administración,	 quebrantando	 los
principios	de	razonabilidad	y	eficacia.
Entonces,	 si	 el	 fondo	 de	 la	 norma	 fuera	 ese,	 el	 registro	 tampoco	 podría
confiar	 en	 las	 constancias	 de	 convocatoria	 para	 acreditar	 otras	 formas	 de
citación,	por	 lo	que	sería	 ineludible	 la	presentación	ante	el	registro,	de	 las
esquelas	de	notificación	con	su	respectivo	cargo	de	recepción,	los	afiches	y
cartelones,	que	fueron	empleados	entre	otros	supuestos”.	(Sunarp,	R.	1082-
2014-Sunarp-TR-L,	jun.	06/2014.	V.	P.	Rosario	del	Carmen	Guerra	Macedo)
NOTA:	La	Superintendencia	Nacional	de	los	Registros	Públicos	(Sunarp)	publicó	el	24	de	junio	del
2014	 los	 precedentes	 de	 observancia	 obligatoria	 aprobados	 en	 el	 marco	 del	 Centésimo	 Vigésimo
Primer	Pleno	del	Tribunal	Registral,	realizado	el	06	de	junio	del	presente	año.	Las	materias	abordadas
se	refieren	a	la	expedición	de	partes	de	escritura	imperfecta,	a	la	improcedencia	de	reiteración	de	la
inscripción	de	un	laudo	arbitral	y	a	la	convocatoria	de	órganos	colegiados	de	las	personas	jurídicas,	a
efectos	de	inscribir	los	acuerdos	adoptados.
JURISPRUDENCIA.—El	estatuto	social	puede	contemplar	otros	supuestos
para	la	convocatoria	a	junta	general	de	socios.	“El	estatuto	puede	facilitar
la	 realización	 de	 juntas	 generales	 (...)	 añadiendo	 supuestos	 en	 que
necesariamente	debe	ser	convocada.”	(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—Si	 se	 prescinde	 de	 la	 convocatoria	 no	 hay	 junta
general	 de	 socios	 válida.	 “Sin	 convocatoria	 no	 puede	 haber	 junta	 en
sentido	legal,	pero,	a	su	vez,	el	modo	de	convocar	 las	 juntas	está	sometido
por	la	ley	a	requisitos	formales	mínimos	que,	necesariamente,	habrán	de	ser
respetados	 en	 todo	 caso	 (Uría,	 Rodrigo.	 ‘Derecho	 Mercantil’.	 Madrid,
Editorial	Marcial	 Pons,	 1987,	 décimo	 cuarta	 edición,	 p.	 247)”.	 (Cas.	 2373-
1999-Lima,	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—La	administración	provisional	no	puede	convocar	a
junta	 general	 de	 socios.	 “Cuando	 el	 artículo	 113	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 faculta	 a	 la	 administración	 de	 la	 sociedad	 a	 convocar	 a	 junta
general,	 se	 está	 refiriendo	 a	 la	 gerencia	 de	 la	 sociedad	 y	 no	 a	 la
administración	provisional.”	(Cas.	3784-2001-Lima,	08.05.2002)
JURISPRUDENCIA.—La	 junta	 general	 de	 socios	 es	 convocada	 por	 los
administradores.	 “Acerca	 de	 la	 convocatoria	 de	 junta	 de	 accionistas,	 se
tiene	 que	 ésta	 deberá	 ser	 convocada	 por	 los	 administradores,	 siendo	 la
convocatoria	 el	 requisito	 indispensable	 para	 la	 válida	 constitución	 de
aquélla.”	(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—Ni	el	gerente	ni	los	miembros	del	directorio	pueden
convocar	a	junta	general	de	socios.	“El	estatuto	(...)	no	puede,	sin	embargo,
quebrar	la	estructura	orgánica	que	contiene	la	ley,	atribuyendo	iniciativa	y
poder	 de	 convocatoria	 al	 gerente	 o	 a	 cualquier	 miembro	 del	 directorio,
salvo	 en	 los	 casos	 previstos	 en	 la	 ley	 (‘Manual	 Societario’.	 Lima,	 Editorial
Economía	y	Finanzas,	Tomo	I,	p.	197).”	(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—Sin	 convocatoria	 no	 puede	 haber	 junta	 en	 sentido
legal:	 forma	y	modo	de	 la	convocatoria	en	 la	derogada	Ley	General	de
Sociedades	 Mercantiles.	 “(…)	 acerca	 de	 la	 convocatoria	 de	 junta	 de
accionistas,	se	tiene	que	ésta	deberá	ser	convocada	por	los	administradores,
siendo	la	convocatoria	el	requisito	indispensable	para	la	válida	constitución
de	aquélla.	Sin	convocatoria	no	puede	haber	junta	en	sentido	legal.	Pero	a	su
vez,	 el	modo	 de	 convocar	 las	 juntas	 está	 sometido	 por	 la	 ley	 a	 requisitos
formales	mínimos,	 que	 necesariamente	 habrán	 de	 ser	 respetados	 en	 todo
caso.	 (Uria,	 Rodrigo.	 Derecho	 Mercantil.	 Décimo	 Cuarta	 Edición.	 Madrid.
Marcial	Pons	Librero	-	editor,	1987,	página	247).
(…)	que,	los	requisitos	de	la	convocatoria	de	la	junta	general	extraordinaria
están	 regulados	en	 los	artículos	124	y	127	de	 la	derogada	Ley	General	de
Sociedades	Mercantiles,	así	según	el	artículo	124,	el	directorio	convocará	a
la	junta	general	extraordinaria	cuando	lo	estime	conveniente	a	los	intereses
sociales	o	 lo	solicite	notarialmente	un	número	de	socios	que	represente	el
menos,	 la	 quinta	 parte	 del	 capital	 pagado,	 expresando	 en	 la	 solicitud	 los
asuntos	 a	 tratar	 en	 la	 junta	 en	 este	 caso,	 la	 junta	 deberá	 ser	 convocada
dentro	de	los	treinta	días	siguientes	a	 la	solicitud.	Mientras	que	el	artículo
127	 señala	 que	 la	 junta	 general	 debe	 ser	 convocada	 por	 el	 directorio
mediante	 aviso	 que	 contenga	 la	 indicación	 del	 día,	 hora	 y	 el	 lugar	 de	 la
reunión	y	las	materias	a	tratar.	El	aviso	debe	publicarse	con	anticipación	no
menor	de	diez	días	para	 la	 celebración	de	 la	 junta	 general	 ordinaria,	 y	de
tres	días	tratándose	de	junta	general	extraordinaria.	Podrá	hacerse	constar
en	el	aviso	la	fecha	en	la	que,	si	procediera,	se	reunirá	la	 junta	en	segunda
convocatoria.	 Entre	 la	 primera	 y	 segunda	 reunión	 deberá	 mediar,	 por	 lo
menos,	 tres	 días.	 (…)	 que	 por	 consiguiente,	 los	 requisitos	 formales
establecidos	 en	 las	 normas	 antes	 citadas,	 no	 pueden	 ser	 modificados	 ni
dejados	 de	 aplicar,	 pues	 se	 trata	 de	 normas	 de	 carácter	 imperativo	 que
prevalecen	 sobre	 los	 estatutos	 de	 la	 sociedad	 y	 sobre	 los	 acuerdos	 de	 los
accionistas.”	 (C.	 S.,	 Cas.	 2373-1999-Lima,	 jul.	 10/2001.	 S.	 S.	 Oviedo	 de
Alayza)
JURISPRUDENCIA.—Las	 reglas	 de	 convocatoria	 a	 la	 junta	 para	 la
sociedad	 anónima	 se	 aplica	 también	 a	 la	 sociedad	 colectiva:	 “ante	 el
vacío	de	 la	 ley,	 el	 juez	no	puede	dejar	de	administrar	 justicia”.	“(...)	 en
cuanto	 a	 la	 denuncia	 contenida	 en	 el	 apartado	A)	del	 recurso	 en	mención
cabe	anotar:	si	bien	es	cierto	el	artículo	113	de	la	Ley	General	de	Sociedades
está	 consignado	 en	 libro	 correspondiente	 a	 la	 sociedad	 anónima,	 no	 es
menos	 cierto	 que	 es	 una	norma	que	 resulte	 incompatible	 con	 lo	 regulado
respecto	a	la	sociedad	colectiva,	por	lo	que	nada	impide	su	aplicación	a	ésta;
con	mayor	razón	si	se	tiene	en	cuenta	que	ante	el	vacío	de	la	ley	el	juez	no
puede	dejar	de	administrar	justicia,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	por	el
artículo	139	inciso	8	de	la	Constitución	Política	del	Estado	(...)	en	cuanto	a	la
denuncia	contenida	en	el	apartado	B)	del	recurso	en	mención:	la	norma	del
artículo	113	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	al	ser	de	rango	legal	prevalece
sobre	las	normas	estatutarias,	siendo	la	misma	plenamente	aplicable	al	caso
de	autos,	tal	como	se	ha	determinado	antes”.	(CS,	Cas.	2463-2012-Junín,	abr.
07/2013.	V.	P.	Miranda	Molina)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 convocatoria	 a	 junta	 general	 de	 socios
tiene	 como	 finalidad	 la	 publicidad	 de	 ésta.	 “La	 convocatoria	 es	 un	 acto
previo	 indispensable	 para	 la	 publicidad	 de	 la	 celebración	 de	 toda	 junta
general	y	de	su	agenda,	a	efectos	de	que	los	socios	tengan	debido	y	oportuno
conocimiento	 de	 tal	 acontecimiento	 y	 puedan	 ejercer	 sus	 derechos,	 salvo
cuando	 se	 trate	 de	 juntas	 universales	 donde	 no	 se	 requiere	 convocatoria
anticipada,	por	ello	debe	realizarse	con	las	formalidades	establecidas	en	la
ley	y	el	estatuto.”	(R.	018-1999-ORLC/TR.	29.01.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 estatuto	 social	 puede	 contemplar
mayores	exigencias	para	 la	convocatoria	a	 junta	general	de	socios.	“Al
no	 existir	 norma	 prohibitiva	 expresa	 y	 dada	 la	 naturaleza	 esencialmente
dispositiva	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	sería	legalmente	factible	que	en
virtud	de	la	autonomía	de	la	voluntad	de	los	socios	el	estatuto	pueda	prever
mayores	 exigencias	que	 las	 señaladas	por	 ésa,	 como	podría	ocurrir	 con	el
requisito	 adicional	 de	 publicación	 de	 los	 avisos	 de	 convocatoria	 en	 los
diarios	respectivos,	conforme	a	lo	dispuesto	por	los	artículos	43	y	116	de	la
Ley	General	de	Sociedades.”	(R.	018-1999-ORLC/TR.	29.01.99)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Socios	no	pueden	 convocar	a	 junta	general
de	accionistas,	aunque	representen	la	mayoría	de	acciones	con	derecho
a	voto.	“Los	accionistas	no	se	encuentran	legitimados	para	convocar	a	junta
general	 de	 accionistas	 aunque	 representen	 la	 mayoría	 de	 acciones	 con
derecho	a	voto.
En	 todo	caso,	en	caso	de	negativa	del	órgano	encargado,	aquellos	podrán
solicitar	 al	 juez	 o	 al	 notado	 que	 efectúe	 la	 convocatoria	 correspondiente”.
(Sunarp,	 R.	 1335-2013-Sunarp-TR-L,	 ago.	 16/2013.	 V.	 P.	 Andrea	 Paola
Gotuzzo	Vásquez)
DOCTRINA.—Derogada	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 Mercantiles	 no
establecía	con	carácter	imperativo	que	la	junta	general	extraordinaria
sea	convocada	solamente	por	el	directorio.	“(…)	se	extrae	que	el	artículo
ciento	 veinticuatro	 de	 la	misma	 ley	 no	 establecía	 con	 carácter	 imperativo
que	 la	 junta	 general	 extraordinaria	 sea	 convocada	 solamente	 por	 el
directorio,	 la	 citada	 norma	 solamente	 hacía	 referencia	 a	 que	 el	 directorio
convocará,	debiéndose	entender	por	 lo	tanto	que	se	trataba	de	una	norma
supletoria	 siendo	 perfectamente	 factible	 que	 en	 los	 estatutos	 se	 acordara
que	la	convocatoria	la	efectúe	el	presidente	del	directorio
(…)	 la	 sala	 de	 revisión	 ha	 interpretado	 las	 normas	 denunciadas	 en	 el
sentido	que	para	 la	convocatoria	a	 junta	prima	 lo	acordado	en	el	estatuto,
siendo	así	no	se	ha	incurrido	en	la	causal	de	interpretación	errónea	de	los
artículos	 ciento	 veinticuatro	 y	 ciento	 veintisiete	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	Mercantiles,	ni	en	la	causal	de	inaplicación	del	artículo	seis	de	la
citada	 ley”	 (C.	 S.,	 Cas.	2373-1999-Lima,	 jul.	10/2001.	Fundamento	de	voto
magistrado	Celis	Zapata)
DOCTRINA.—Invalidez	 de	 la	 junta	 general	 extraordinaria,	 si	 esta	 es
convocada	por	quien	no	estaba	autorizado	por	ley	ni	por	estatuto.	“(…)
se	 ha	 llegado	 a	 la	 conclusión	 que	 la	 junta	 general	 extraordinaria	 de
accionistas	de	fecha	primero	de	agosto	de	mil	novecientos	noventisiete,	fue
convocada	por	el	presidente	del	directorio,	y	no	por	el	directorio	en	pleno;
(…)	igualmente	se	ha	establecido	el	hecho	de	haberse	dado	facultades	para
ello	al	presidente	del	directorio	en	el	artículo	décimo	de	la	constitución	de	la
sociedad	 anónima,	 cuando	 se	 ha	 expresado	 ‘las	 juntas	 generales
extraordinarias	 se	 reunirán	 cuando	 las	 convoque	 el	 presidente	 del
directorio...’;	razón	por	la	cual	se	sostiene	en	la	 impugnada	que	la	 junta	ha
sido	factible	y	son	válidos	los	acuerdos	allí	tomados;	(…)	que	sin	embargo	y
tal	como	se	ha	señalado	en	los	considerandos	precedentes,	lo	estipulado	en
el	 estatuto	 de	 la	 sociedad	 no	 puede	 soslayar	 las	 disposiciones	 legales,
resultando	 entonces	 que,	 al	 haber	 sido	 convocada	 por	 quien	 no	 estaba
autorizado	 de	 acuerdo	 a	 ley	 para	 ello,	 corresponde	 declarar	 la	 invalidez
tanto	de	 la	 junta	general	extraordinaria	celebrada	el	primero	de	agosto	de
mil	novecientos	noventisiete,	así	como	de	los	acuerdos	tomados	en	ella	(…).”
(C.	S.,	Cas.	2373-1999-Lima,	 jul.	10/2001.	Fundamento	de	voto	magistrado
Pantoja	Rodolfo)
COMENTARIO.—El	directorio	(o	el	gerente	general	en	la	sociedad	anónima
cerrada	 que	 no	 cuente	 con	 directorio)	 –artículo	 247–	 convoca	 a	 junta
general	de	socios	–artículo	113–	cuando	lo	ordena	la	ley	(por	ejemplo:	para
someter	a	consideración	el	proyecto	de	fusión)	–artículo	349–,	lo	establece
el	estatuto	(verbigracia:	una	vez	al	mes),	lo	acuerda	el	propio	directorio	por
considerarlo	necesario	al	 interés	social	(ello	podría	suceder	cuando	recibe
información	 acerca	 de	 la	 posible	 entrada	 al	 mercado	 de	 una	 empresa
competidora	extranjera,	a	efectos	de	adoptar	alguna	estrategia	corporativa)
o	lo	solicite	un	número	de	accionistas	que	represente	cuando	menos	el	20%
de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto	 (medida	 que	 tiende	 a	 la
protección	de	los	inversionistas	minoritarios).
Ley	26887.
ART.	 114.—Junta	 obligatoria	 anual.	 La	 junta	 general	 se	 reúne
obligatoriamente	 cuando	menos	 una	 vez	 al	 año	 dentro	 de	 los	 tres	meses
siguientes	a	la	terminación	del	ejercicio	económico.
Tiene	por	objeto:
1.	 Pronunciarse	 sobre	 la	 gestión	 social	 y,	 los	 resultados	 económicos	 del
ejercicio	 anterior	 expresados	 en	 los	 estados	 financieros	 del	 ejercicio
anterior;
2.	Resolver	sobre	la	aplicación	de	las	utilidades,	si	las	hubiere;
3.	 Elegir	 cuando	 corresponda	 a	 los	 miembros	 del	 directorio	 y	 fijar	 su
retribución;
4.	 Designar	 o	 delegar	 en	 el	 directorio	 la	 designación	 de	 los	 auditores
externos,	cuando	corresponda;	y,
5.	 Resolver	 sobre	 los	 demás	 asuntos	 que	 le	 sean	 propios	 conforme	 al
estatuto	y	sobre	cualquier	otro	consignado	en	la	convocatoria.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 artículo	 114	 es	 una	 norma	 imperativa.
“De	los	términos	en	que	está	redactado	el	artículo	114	de	la	Ley	General	de
Sociedades	se	concluiría	que	se	está	ante	una	norma	imperativa,	pues	señala
que	‘la	junta	general	se	reúne	obligatoriamente	(...)	tiene	por	objeto	(...)’;	en
cambio,	 el	 artículo	 115	 no	 está	 redactado	 en	 términos	mandatarios,	 pues
señala:	 ‘compete	 asimismo	 a	 la	 junta	 general.’”	 (R.	 067-2001-ORLC/TR.
13.02.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—En	 la	 junta	 general	 anual	 se	 adoptan	 las
decisiones	trascendentes	para	la	sociedad.	“La	junta	general,	conforme	al
artículo	114	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	tiene	la	obligación	de	reunirse
una	 vez	 al	 año,	 en	 la	 junta	 obligatoria	 anual,	 en	 la	 que	 se	 adoptan	 las
decisiones	 trascendentes	 para	 la	 vida	 societaria,	 tales	 como	 pronunciarse
sobre	 la	 gestión	 social,	 resolver	 la	 aplicación	 de	 utilidades	 y	 elegir	 al
directorio,	 modificar	 el	 estatuto,	 aumentar	 o	 reducir	 el	 capital,	 emitir
obligaciones,	 acordar	 la	 transformación,	 fusión,	 escisión,	 reorganización	 y
disolución	de	 la	 sociedad,	 entre	 otras	 facultades.”	 (R.	 067-2001-ORLC/TR.
13.02.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Las	atribuciones	asignadas	 legalmente	a	 la
junta	general	de	socios	pueden	ser	atribuidas	a	otros	órganos	sociales.
“Una	interpretación	literal	(...)	llevaría	a	sostener	que	las	atribuciones	que	la
ley	 asigna	 a	 la	 junta	 general	 son	 exclusivas	 de	 ésta,	 no	 pudiendo	 ser
atribuidas	al	directorio	o	a	otros	órganos	por	el	estatuto	(...).	Sin	embargo,
atendiendo	a	la	finalidad	de	la	norma,	pretende	proteger	el	patrimonio	de	la
sociedad,	 asignando	 a	 la	 junta	 general	 las	 grandes	 decisiones	 respecto	 al
patrimonio	por	la	magnitud	de	las	operaciones	que	realiza,	resultando	que
las	 referidas	 decisiones	 patrimoniales	 pueden	 no	 ser	 de	magnitud	 tal	 que
justifiquen	 la	 celebración	 de	 una	 junta	 general	 (...).	 No	 afectará	 ningún
derecho	esencial	de	los	accionistas	el	que	éstos,	en	el	estatuto,	decidan	que
las	 decisiones	 sobre	 el	 patrimonio	 podrán	 también	 ser	 adoptadas	 por	 el
directorio	o	la	gerencia,	aún	cuando	se	trate	de	decidir	la	enajenación	en	un
solo	 acto	 de	 valor	 contable	 superior	 al	 50%	 del	 capital;	 esta	 enajenación
podrá	ser	siempre	acordada	por	la	junta	general,	pero	si	el	estatuto	atribuye
la	misma	además	a	otros	órganos,	éstos,	sin	necesidad	de	pronunciamiento
de	 la	 junta	 general,	 podrán	 válidamente	 decidir	 la	 enajenación.”	 (R.	 067-
2001-ORLC/TR.	13.02.2001)
COMENTARIO.—Cuando	menos	una	vez	al	año	se	reúne	obligatoriamente
la	 junta	 general	 de	 socios,	 lo	 que	 se	 conoce	 como	 junta	 obligatoria	 anual
para	 diferenciarla	 de	 otras	 juntas	 que	 pudieran	 producirse	 durante	 el
ejercicio	económico,	pero	debemos	precisar	que	estas	últimas	también	son
obligatorias	en	la	medida	que	lo	establezca	el	estatuto	o	 lo	soliciten	socios
minoritarios,	 por	 lo	 que	 mejor	 cabría	 denominar	 a	 aquella	 como	 “junta
general	anual	de	socios”.	El	mandato	legal	es	que	aquella	se	realice	durante
los	tres	meses	siguientes	a	la	terminación	del	ejercicio	económico,	lo	que	en
la	práctica	alude	a	los	meses	de	enero	a	marzo,	siendo	lo	más	común	que	se
lleve	a	cabo	en	este	último	mes.
Corresponde	 a	 la	 junta	 obligatoria	 anual:	 pronunciarse	 sobre	 la	 gestión
social	 y	 los	 resultados	 económicos	 del	 ejercicio	 económico	 anterior
expresados	 en	 los	 estados	 financieros;	 resolver	 sobre	 la	 aplicación	 de	 las
utilidades	 (existiendo	 dos	 posibilidades	 que	 son	 la	 reinversión
generalmente	 vía	 aumento	 de	 capital	 –artículo	 202	 inciso	 3–	 o	 la
distribución	a	 través	de	dividendos	–artículo	230–);	elegir	a	 los	miembros
del	directorio	y	fijar	su	retribución;	y	designar	a	los	auditores	externos	(por
ejemplo:	 en	 la	 sociedad	 anónima	 abierta	 –artículo	 260–),	 entre	 otros
asuntos.
Ley	26887.
ART.	115.—Otras	atribuciones	de	la	junta.	Compete,	asimismo,	a	la	junta
general:
1.	Remover	a	los	miembros	del	directorio	y	designar	a	sus	reemplazantes;
2.	Modificar	el	estatuto;
3.	Aumentar	o	reducir	el	capital	social;
4.	Emitir	obligaciones;
5.	Acordar	 la	enajenación,	en	un	solo	acto,	de	activos	cuyo	valor	contable
exceda	el	cincuenta	por	ciento	del	capital	de	la	sociedad;
6.	Disponer	investigaciones	y	auditorías	especiales;
7.	Acordar	la	transformación,	fusión,	escisión,	reorganización	y	disolución
de	la	sociedad,	así	como	resolver	sobre	su	liquidación;	y,
8.	 Resolver	 en	 los	 casos	 en	 que	 la	 ley	 o	 el	 estatuto	 dispongan	 su
intervención	y	en	cualquier	otro	que	requiera	el	interés	social.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 33.—Facultades	 de	 disposición	 o	 gravamen.	 En	 el	 asiento	 de
inscripción	 deberán	 consignarse	 las	 facultades	 que	 importen	 actos	 de
disposición	o	 gravamen,	 así	 como	 las	 condiciones	de	 su	 ejercicio,	 siempre
que	ellas	consten	en	el	título	y	tal	como	están	expresadas	en	él.
Para	los	efectos	de	este	artículo	y	sin	que	la	enumeración	sea	restrictiva,	se
consideran	 actos	 de	 disposición	 o	 gravamen,	 el	 aporte,	 venta,	 donación,
permuta,	 adjudicación	 y,	 en	 general,	 cualquier	 acto	 que	 importe
transferencia	 de	 bienes	 o	 derechos,	 así	 como	 el	 usufructo,	 superficie,
servidumbre,	fianza,	prenda	e	hipoteca,	y	cualquier	otro	acto	de	naturaleza
patrimonial	que	importe	restricción	a	la	titularidad	de	un	bien	o	derecho.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	82.—Aumento	de	capital	sin	derecho	de	suscripción	preferente.
En	 el	 acta	 de	 la	 junta	 general	 que	 excluya	 el	 derecho	 de	 suscripción
preferente	 debe	 dejarse	 constancia	 del	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos
establecidos	 por	 los	 incisos	 1)	 y	 2)	 y,	 en	 su	 caso,	 del	 último	 párrafo	 del
artículo	259	de	la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 83.—Normas	 aplicables.	 Son	 aplicables	 a	 las	 inscripciones
correspondientes	 a	 las	 sociedades	 colectivas,	 las	 disposiciones	 de	 este
reglamento	para	 las	 sociedades	 comerciales	de	 responsabilidad	 limitada	y
para	las	sociedades	civiles,	en	lo	que	sea	pertinente.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	artículo	115	es	una	norma	imperativa.	“El
artículo	115	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	es	una	norma	imperativa,	no
pudiendo	 excluirse	 de	 la	 competencia	 de	 la	 junta	 ninguna	 de	 las
atribuciones	señaladas	en	el	mismo.”	(R.	067-2001-ORLC/TR.	13.02.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	junta	general	de	socios	debe	adoptar	las
grandes	decisiones	respecto	al	patrimonio	social.	“El	inciso	5	del	artículo
115	pretende	que	la	junta	general	sea	la	que	adopte	las	grandes	decisiones
respecto	 al	 patrimonio	 de	 la	 sociedad,	 pues	 se	 presume	 que	 si	 el	 valor
contable	de	los	activos	que	se	enajenan	en	un	solo	acto	supera	el	cincuenta
por	 ciento	 del	 capital	 se	 trata	 de	 operaciones	 mayores.”	 (R.	 067-2001-
ORLC/TR.	13.02.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Los	 socios	 pueden	 decidir	 que	 no	 sea	 la
junta	 general	 la	 que	 adopte	 las	 grandes	 decisiones	 respecto	 al
patrimonio	social.	“Si	los	accionistas,	reunidos	en	junta	general,	establecen
en	el	estatuto	que	el	directorio	decidirá	la	enajenación	de	activos	sin	señalar
límite	alguno	al	valor	de	los	bienes	a	ser	enajenados,	deben	entenderse	que,
en	uso	del	derecho	a	la	libertad	contractual,	han	decidido	que	la	facultad	de
acordar	 la	 enajenación	 de	 activos	 de	 valor	 contable	 superior	 al	 50%	 del
capital	 no	 sea	 exclusiva	 de	 la	 junta	 general.”	 (R.	 067-2001-ORLC/TR.
13.02.2001)
COMENTARIO.—A	 las	 otras	 juntas	 generales	 de	 socios	 (que	 no	 sean	 la
obligatoria	 anual)	 les	 compete,	 asimismo:	 remover	 a	 los	 miembros	 del
directorio	 y	 designar	 a	 sus	 reemplazantes;	 modificar	 el	 estatuto	 (para
sustituir,	 agregar,	 eliminar	 o	 precisar	 alguna	 cláusula	 –artículos	 198	 y
siguientes–);	 aumentar	 o	 reducir	 el	 capital	 social	 (lo	 que	 podría	 darse	 en
caso	de	una	fusión	por	absorción	–artículo	344	inciso	2–	o	de	una	escisión
por	 segregación	 –artículo	 367	 inciso	 2–,	 respectivamente);	 y	 emitir
obligaciones	(cuando	se	recurre	al	mercado	en	búsqueda	de	financiamiento
–artículos	304	y	siguientes–),	sólo	por	citar	algunos	supuestos.
Ley	26887.
ART.	116.—Requisitos	de	la	convocatoria.	El	aviso	de	convocatoria	de	la
junta	general	obligatoria	anual	y	de	las	demás	juntas	previstas	en	el	estatuto
debe	ser	publicado	con	una	anticipación	no	menor	de	diez	días	al	de	la	fecha
fijada	para	su	celebración.	En	los	demás	casos,	salvo	aquellos	en	que	la	ley	o
el	 estatuto	 fijen	 plazos	mayores,	 la	 anticipación	 de	 la	 publicación	 será	 no
menor	de	tres	días.
El	aviso	de	convocatoria	especifica	el	lugar,	día	y	hora	de	celebración	de	la
junta	general,	así	como	 los	asuntos	a	 tratar.	Puede	constar	asimismo	en	el
aviso	el	lugar,	día	y	hora	en	que,	si	así	procediera,	se	reunirá	la	junta	general
en	segunda	convocatoria.	Dicha	segunda	reunión	debe	celebrarse	no	menos
de	tres	ni	más	de	diez	días	después	de	la	primera.
La	 junta	 general	 no	 puede	 tratar	 asuntos	 distintos	 a	 los	 señalados	 en	 el
aviso	de	convocatoria,	salvo	en	los	casos	permitidos	por	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—No	 se	 puede	 pactar	 contra	 las	 normas	 legales
imperativas.	“(…)	en	ese	sentido,	el	artículo	6°	de	la	derogada	Ley	General
de	 Sociedades	 Mercantiles	 en	 su	 parte	 final	 establece	 que	 ‘no	 se	 puede
pactar	 contra	 las	 normas	 legales	 imperativas’,	 consignando	 así,	 en	 forma
expresa	que	las	referidas	normas	priman	sobre	las	normas	estatutarias	de	la
sociedad.	(…)	la	interpretación	correcta	de	los	referidos	artículos	124	y	127
de	 la	 acotada	 ley,	 es	 que	dichas	normas	 contienen	 los	 requisitos	 formales
que	 la	 ley	 ordena	 para	 la	 convocatoria	 de	 las	 juntas	 generales
extraordinarias,	entre	las	cuales	está	que	la	convocatoria	debe	ser	realizada
por	el	directorio.	Requisitos	que	de	no	cumplirse,	determinan	la	nulidad	de
la	convocatoria.	(…)	siendo	así,	la	sala	de	vista	a	interpretado	erróneamente
lo	dispuesto	en	los	precitados	artículos	al	estimar	que	siendo	de	aplicación
tales	normas,	señala	que	si	bien	según	el	referido	artículo	127	de	dicha	ley,
quien	debe	 convocar	 a	 junta	 general	 extraordinaria	 es	 el	 directorio,	 dicha
norma	no	prima	sobre	lo	que	dispone	el	estatuto	en	su	artículo	diez,	tercer
párrafo,	 según	 el	 cual,	 las	 juntas	 generales	 extraordinarias	 se	 reunirán
cuando	convoque	el	presidente	del	directorio.”	(C.	S.,	Cas.	2373-1999-Lima,
jul.	10/2001.	S.	S.	Oviedo	de	Alayza)
JURISPRUDENCIA.—Sólo	con	el	consentimiento	de	 todos	 los	accionistas
pueden	dejarse	a	un	lado	los	requisitos	que	el	legislador	y	los	estatutos
plantean	 para	 la	 convocatoria	 de	 las	 juntas.	 “(…)	 Sólo	 con	 el
consentimiento	 de	 todos	 los	 accionistas	 pueden	 dejarse	 a	 un	 lado	 los
requisitos	con	que	el	legislador,	y	los	estatutos	en	su	caso,	rodean	la	previa
convocatoria	 de	 las	 juntas.	 (Uria,	 Rodrígo.	 Derecho	 mercantil.	 Décimo
Cuarta	Edición.	Madrid:	Marcial	Pons	Librero	-	Editor,	1987	página	250).	En
idéntico	 sentido	 opina	 Garrigues,	 quien	 añade	 que,	 la	 posibilidad	 de
celebrar	 juntas	 universales	 ha	 resultado	 fundamental	 para	 las	 pequeñas
sociedades	 anónimas.	 Así,	 ocurre	 que	 en	 la	 práctica	 lo	 normal	 es	 que	 en
tales	 sociedades	 se	 convoquen	 las	 juntas	 sin	 atender	 a	 las	 formalidades
legalmente	 establecidas	 (por	 ejemplo:	 convocándolas	 verbalmente,	 por
teléfono,	 por	 carta,	 etc.)	 y	 al	 acudir	 todos	 los	 accionistas	 y	 admitir	 la
celebración	 de	 la	 junta	 queda	 ésta	 válidamente	 constituida.	 Ahora	 bien,
basta	en	tales	casos	en	que	no	acuda	la	reunión	un	socio	o	que	se	niegue	a
celebrar	 la	 junta	 para	 que	 esta	 no	 pueda	 constituirse	 válidamente.
(Garrigues,	 Joaquín.	 Curso	 de	 derecho	 mercantil,	 sétima	 edición.	 México:
Editorial	 Porrúa	 Sociedad	 Anónima,	 1979,	 página	 504).”	 (C.	 S.,	 Cas.	 2373-
1999-Lima,	jul.	10/2001.	S.	S.	Oviedo	de	Alayza)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 aviso	 de	 convocatoria	 debe	 indicar
específicamente	el	lugar	de	celebración	de	la	junta	general	de	socios.	“El
artículo	 116	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 establece	 que	 el	 aviso	 de
convocatoria	debe	especificar	el	lugar	donde	la	junta	se	celebrará,	debiendo
entenderse	que	 la	 ley	 requiere	en	este	último	extremo	una	determinación
de	 modo	 preciso,	 que	 permita	 a	 los	 accionistas	 conocer	 con	 exactitud	 el
lugar	de	celebración	de	la	junta	para	poder	intervenir	y	ejercer	sus	derechos
en	ésta;	de	ahí	que	señalar	 la	dirección,	esto	es,	 indicar	 la	avenida	o	calle,
numeración	 (si	 la	 tuviera),	 distrito	 y	 otras	 referencias	 cumple	 con	 el
requerimiento	 del	 mencionado	 artículo.”	 (R.	 322-2000-ORLC/TR.
11.10.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Modificación	 del	 estatuto	 exige	 que	 la
agenda	 especifique	 los	 artículos	 o	 temas	 sometidos	 a	 variación.	 “La
convocatoria	 debe	 ser	 clara	 y	 precisa,	 pues	 es	 determinante	 para	 dar
información	a	los	socios	respecto	a	los	asuntos	que	se	tratarán	en	la	junta,
decidir	si	asistirán	o	no,	según	la	importancia	que	tenga	para	los	convocados
y,	les	servirá	para	prepararse	para	las	discusiones.
Así,	 para	 verificar	 la	 validez	 de	 esta	 junta	 general	 de	 accionistas,	 el
registrador	debe	comprobar	que	se	ha	cumplido	con	las	normas	legales,	del
estatuto	 y	 de	 los	 convenios	 de	 accionistas	 inscritos	 en	 el	 registro	 sobre
convocatoria,	 quórum	 y	 mayoría,	 salvo	 las	 excepciones	 previstas	 en	 este
reglamento;	de	conformidad	con	el	artículo	43	del	Reglamento	del	Registro
de	Sociedades”.	(...).
4.	 El	 artículo	 116	 de	 la	 LGS	 establece	 que	 el	 aviso	 de	 convocatoria
especifica	los	asuntos	a	tratar,	no	pudiendo	tratar	la	junta	asuntos	distintos
a	los	señalados	en	el	aviso	de	convocatoria,	salvo	los	casos	permitidos	por	la
ley.
El	 artículo	198	de	 la	LGS	 señala	que	 la	modificación	de	estatuto	 requiere
expresar	en	la	convocatoria	de	la	junta	general,	con	claridad	y	precisión,	los
asuntos	cuya	modificación	se	someterá	a	la	junta.
Tratándose	 de	modificación	 de	 estatuto,	 no	 bastará	 que	 se	 indique	 en	 la
agenda	 ‘modificación	 de	 estatuto’	 sino	 que	 será	 necesario	 especificar	 los
artículos	o	temas	que	van	a	modificarse.
Así,	 no	 debe	 llevarse	 al	 extremo	 de	 exigir	 una	 precisión	 de	 las	 normas	 a
modificarse	sumamente	específica.	Vale	decir	o	se	especifica	el	artículo	del
estatuto	que	se	va	a	modificar	o	se	señala	la	materia	de	la	norma	que	se	va	a
modificar,	pero	sería	un	exceso	pedir	ambos”.	(Sunarp,	R.	456-2013-Sunarp-
TR-L,	mar.	15/2013.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 tipo	 de	 junta	 (obligatoria	 anual	 o
general)	 determina	 la	 anticipación	 de	 la	 convocatoria.	 “Conforme	 a	 lo
señalado	por	el	artículo	116	de	 la	Ley	General	de	Sociedades,	a	efectos	de
determinar	 la	 anticipación	 de	 la	 convocatoria	 a	 junta	 general,	 debe
diferenciarse	 si	 estamos	 ante	 la	 junta	 obligatoria	 anual	 obligatoria	 o	 una
junta	general.	En	el	primer	caso,	 la	anticipación	de	la	convocatoria	será	de
10	días,	en	el	segundo	será	de	3	días”.	 (Sunarp,	R.	424-2014-Sunarp-TR-L,
abr.	04/2014.	V.	P.	Luis	Alberto	Aliaga	Huaripata)
MODELO	DE	PUBLICACIÓN	DE	AVISO	DE	CONVOCATORIA	A	JUNTA	GENERAL	EXTRAORDINARIA
	
De	conformidad	con	la	Ley	General	de	Sociedades	se	convoca	a	junta	general
extraordinaria	de	accionistas	de	la	empresa	............................................	S.	A.,	que	se
realizará	en	el	local	de	la	sociedad	sito	en	...............................................,	citándose	en
primera	convocatoria	para	el	............	de	..................	y	en	segunda	convocatoria	para
el	...............	de	..................,	en	ambos	casos	a	las	.............	horas,	con	el	propósito	de
tratar	la	siguiente	agenda:
1.-	...........................................
2.-	...........................................
3.-	...........................................
Lima,	.........	de	........	del	200	.....
El	Directorio
	
Ley	26887.
ART.	117.—Modificado.	Ley	29560,	Art.	3°.	Convocatoria	a	solicitud	de
accionistas.	Cuando	uno	o	más	accionistas	que	representen	no	menos	del
veinte	 por	 ciento	 (20%)	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto
soliciten	notarialmente	la	celebración	de	la	junta	general,	el	directorio	debe
indicar	los	asuntos	que	los	solicitantes	propongan	tratar.
La	junta	general	debe	ser	convocada	para	celebrarse	dentro	de	un	plazo	de
quince	(15)	días	de	la	fecha	de	publicación	de	la	convocatoria.
Si	 la	 solicitud	 a	 que	 se	 refiere	 el	 acápite	 anterior	 fuese	 denegada	 o
transcurriesen	 más	 de	 quince	 (15)	 días	 de	 presentada	 sin	 efectuarse	 la
convocatoria,	 el	 o	 los	 accionistas,	 acreditando	 que	 reúnen	 el	 porcentaje
exigido	de	acciones,	pueden	solicitar	al	notario	y/o	al	juez	de	domicilio	de	la
sociedad	 que	 ordene	 la	 convocatoria,	 que	 señale	 lugar,	 día	 y	 hora	 de	 la
reunión,	su	objeto,	quién	la	preside,	con	citación	del	órgano	encargado,	y,	en
caso	de	 hacerse	 por	 vía	 judicial,	 el	 juez	 señala	 al	 notario	 que	da	 fe	 de	 los
acuerdos.
JURISPRUDENCIA.—El	 socio	 mayoritario	 no	 puede	 convocar	 a	 junta
general	 de	 socios.	 “La	 socia	 recurrente,	 pese	 a	 tener	 la	 mayoría	 de	 las
participaciones	sociales,	no	puede	atribuirse	la	convocatoria	a	junta	general
en	forma	directa,	pues	dicha	función	se	reserva	exclusivamente	al	directorio
o	a	 la	administración,	como	consta	de	los	propios	estatutos	de	la	empresa,
según	 lo	establecido	en	 la	 recurrida,	quedando	sólo	para	 la	 impugnante	 la
posibilidad	 de	 solicitar	 judicialmente	 la	 convocatoria	 a	 junta	 general
conforme	a	lo	ya	normado.”	(Cas.	3577-2001-Loreto,	04.10.2002)
JURISPRUDENCIA.—El	 estatuto	 social	 puede	 disminuir	 el	 porcentaje
para	 solicitar	 la	 convocatoria	 a	 junta	 general	 de	 socios.	 “El	 estatuto
puede	 facilitar	 la	 realización	 de	 juntas	 generales	 disminuyendo	 los
porcentajes	 que	 requieren	 los	 accionistas	 para	 solicitar	 la	 convocatoria.”
(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Una	convocatoria	judicial	no	se	salva	de	ser
confrontada	 con	 el	 antecedente	 registral,	 a	 menos	 que	 exista	 orden
judicial	expresa.	“El	proceso	de	 convocatoria	 a	 asamblea	 general	 termina
con	 la	 convocatoria	 efectuada	 por	 el	 juez	 a	 asamblea	 general,	 ello	 si	 bien
implica	 alguno	 de	 los	 límites	 a	 la	 calificación	 como	 es	 el	 no	 cuestionar
aspectos	 mismos	 de	 la	 convocatoria	 ya	 que	 el	 juez	 la	 ha	 dispuesto,	 no
importa	 sin	 embargo,	 la	 no	 verificación	 de	 la	 adecuación	 del	 acto	 que	 se
solicita	 inscribir	con	el	antecedente	registral,	 salvo	que	exista	mandato	de
inscripción	 que	 así	 lo	 ordene,	 situación	 en	 la	 que	 se	 entiende	 el	 juez
incorpora	al	 fondo	del	proceso	 los	acuerdos	adoptados	en	el	asamblea,	en
cuyo	caso,	el	segundo	párrafo	del	artículo	2011	del	Código	Civil	habilita	al
registrador	 a	 solicitar	 al	 juez	 las	 aclaraciones	 o	 información
complementaria	 que	 precise”.	 (Sunarp,	 R.	 387-2013-Sunarp-TR-A,	 ago.
27/2013.	V.	P.	Víctor	Javier	Peralta	Arana)
Ley	26887.
ART.	 118.—Segunda	 convocatoria.	 Si	 la	 junta	 general	 debidamente
convocada	no	se	celebra	en	primera	convocatoria	y	no	se	hubiese	previsto
en	el	aviso	la	fecha	para	una	segunda	convocatoria,	ésta	debe	ser	anunciada
con	los	mismos	requisitos	de	publicidad	que	la	primera,	y	con	la	indicación
que	se	trata	de	segunda	convocatoria,	dentro	de	los	diez	días	siguientes	a	la
fecha	de	la	junta	no	celebrada	y,	por	lo	menos,	con	tres	días	de	antelación	a
la	fecha	de	la	segunda	reunión.
Ley	26887.
ART.	119.—Modificado.	Ley	29560,	Art.	3°.	Convocatoria	judicial.	Si	 la
junta	 obligatoria	 anual	 o	 cualquier	 otra	 ordenada	 por	 el	 estatuto	 no	 se
convoca	dentro	del	plazo	y	para	sus	fines,	o	en	ellas	no	se	tratan	los	asuntos
que	 corresponden,	 es	 convocada	 a	 pedido	 del	 titular	 de	 una	 sola	 acción
suscrita	 con	 derecho	 a	 voto,	 ante	 el	 notario	 o	 el	 juez	 del	 domicilio	 social,
mediante	trámite	o	proceso	no	contencioso.
La	convocatoria	judicial	o	notarial	debe	reunir	los	requisitos	previstos	en	el
artículo	116.
CONVOCATORIA	A	JUNTA	EN	LA	VIA	NOTARIAL
Ley	26662.
ART.	 53.—Incorporado.	 Ley	 29560,	 Art.	 2°.	 Procedencia.	 Procede	 la
convocatoria	notarial	a	junta	general	cuando	el	órgano	social	encargado	de
la	convocatoria	no	lo	hubiera	hecho,	pese	a	haberlo	solicitado	el	mínimo	de
socios	que	señala	la	ley	y	se	haya	vencido	el	término	legal	para	efectuarla.
En	el	caso	de	junta	obligatoria	anual,	procede	cuando	un	socio	o	el	titular
de	una	sola	acción	con	derecho	a	voto	lo	soliciten.
En	 ambos	 casos	 se	 verifica	 el	 cumplimiento	 de	 lo	 establecido	 en	 los
artículos	117	y	119	de	la	Ley	Núm.	26887,	Ley	General	de	Sociedades.
Ley	26662.
ART.	 54.—Incorporado.	 Ley	 29560,	 Art.	 2°.	 Requisitos	 para	 la
solicitud.	La	solicitud	para	la	convocatoria	debe	incluir	lo	siguiente:
1.	Nombre,	documento	nacional	de	identidad	y	firma	del	solicitante	o	de	los
solicitantes.
2.	 Documento	 que	 acredite	 la	 calidad	 de	 socio.	 En	 el	 caso	 de	 sociedades
anónimas:
a)	Matrícula	de	acciones	y/o
b)	presentación	del	certificado	de	acciones.
3.	En	el	caso	de	otras	formas	societarias,	el	testimonio	de	escritura	pública
donde	 conste	 la	 inscripción	 de	 una	 o	 varias	 participaciones	 y/o	 la
certificación	registral.
4.	En	el	caso	de	sociedades	en	comandita,	el	socio	acredita	su	condición	de
tal	 según	 modalidad	 establecida	 en	 la	 Ley	 Núm.	 26887,	 Ley	 General	 de
Sociedades.
5.	Copia	del	documento	donde	se	expresa	el	rechazo	a	la	convocatoria	y/o
copia	de	la	carta	notarial	enviada	al	directorio	o	a	la	gerencia,	según	sea	el
caso,	solicitando	que	se	celebre	la	junta	general.
Ley	26662.
ART.	 55.—Incorporado.	 Ley	 29560,	 Art.	 2°.	 Publicación.	 El	 notario
manda	 a	 publicar	 el	 aviso	de	 la	 convocatoria	 respetando	 las	 formalidades
establecidas	 en	 el	 artículo	 116	 de	 la	 Ley	 Núm.	 26887,	 Ley	 General	 de
Sociedades.
Ley	26662.
ART.	 56.—Incorporado.	 Ley	 29560,	 Art.	 2°.	 Protocolización	 de	 los
actuados.	 El	 notario	 encargado	 de	 la	 convocatoria	 a	 petición	 de	 él	 o	 los
socios	debe	dar	fe	de	los	acuerdos	tomados	en	la	junta	general	o	en	la	junta
obligatoria	anual,	según	sea	el	caso,	levantando	un	acta	de	la	misma,	la	que
protocoliza	en	su	Registro	Notarial	de	Asuntos	no	Contenciosos	en	caso	que
no	se	le	ponga	a	disposición	el	libro	de	actas	respectivo,	dejando	constancia
de	este	hecho,	si	se	le	presenta	el	libro	de	actas	y	hay	espacio	suficiente,	el
acta	 se	 extiende	 en	 él.	 Si	 no	 se	 le	 presenta	 el	 libro	matrícula	 de	 acciones,
deja	 constancia	 de	 este	 hecho	 en	 el	 acta	 y	 se	 procede	 con	 la	 junta	 con	 la
información	que	 se	 tenga.	El	parte,	 el	 testimonio	o	 la	 copia	 certificada	del
acta	 que	 se	 levante	 es	 suficiente	 para	 su	 inscripción	 en	 los	 Registros
Públicos.
Ley	26662.	
ART.	57.—Incorporado.	Ley	29560,	Art.	2°.	Remisión	de	los	actuados	al
Poder	 Judicial.	 En	 caso	 de	 tramitarse	 la	 convocatoria	 y	 presentarse	 la
oposición	de	uno	o	más	 socios	 titulares	de	participaciones	 y	 acciones	 con
derecho	 a	 voto	 o	 de	 la	 misma	 sociedad,	 el	 notario	 tiene	 la	 obligación	 de
remitir	lo	actuado	al	juez	competente.
JURISPRUDENCIA.—La	convocatoria	judicial	a	junta	general	de	socios	se
realiza	ante	la	denegatoria	o	el	silencio.	“Del	artículo	117	de	la	norma	en
que	 se	 ampara	 la	 accionante	 se	 colige	 que,	 una	 vez	 denegado	 o
transcurridos	 los	 quince	 días	 a	 la	 recepción	 de	 la	 solicitud	 notarialmente
peticionada	por	uno	o	más	accionistas	que	representen	no	menos	del	20%
de	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto,	se	podrá	solicitar	judicialmente	su
convocatoria	 en	 un	 proceso	 no	 contencioso.”	 (Exp.	 12729-1999.	 R.	 s/n,
22.11.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Los	 socios	 no	 pueden	 convocar	 a	 junta
general	de	socios.	“El	tercer	párrafo	del	artículo	117	de	la	mencionada	Ley
Nº	26687	prevé	que	 cuando	 la	 solicitud	de	 convocatoria	 a	 junta	de	uno	o
más	 accionistas,	 que	 representen	 no	 menos	 del	 porcentaje	 arriba
mencionado,	fuese	denegada	o	transcurriesen	más	de	15	días	de	presentada
sin	efectuarse	la	convocatoria,	el	o	los	accionistas,	acreditando	que	reúne	el
porcentaje	 exigido	 de	 acciones,	 puede	 solicitar	 al	 juez	 de	 la	 sede	 de	 la
sociedad	que	ordene	 la	 convocatoria	por	 el	 proceso	no	 contencioso;	de	 lo
que	fluye	que	los	accionistas	en	referencia	aun	cuando	no	están	facultados
por	ley	a	convocar	a	junta	general	por	sus	propios	medios,	sí	lo	están	para
acudir	 al	 Poder	 Judicial	 a	 fin	 de	 que	 sea	 un	 juez	 quien	 ordene	 la
convocatoria	requerida.”	(R.	397-2001-ORLC/TR.	12.09.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Si	bien	la	junta	general	puede	celebrarse	en
un	 lugar	 distinto	 al	 domicilio,	 la	 convocatoria	 debe	 hacerla	 el	 juez	 o
notario	 del	 domicilio	 social.	 “El	 apelante	 sostiene	 que	 el	 estatuto	 de	 la
empresa	 se	 modificó	 para	 precisar	 que	 las	 juntas	 generales	 pueden
realizarse	 en	 cualquiera	 de	 las	 oficinas	 sucursales	 que	 cuente	 la	 empresa
inscritas	en	la	Sunat	a	través	de	todo	el	país,	con	lo	cual	–al	encontrarse	la
sucursal	de	la	empresa	en	la	ciudad	de	Trujillo	acreditada	ante	la	Sunat–	el
notario	de	Trujillo	resultaba	competente	para	efectuar	la	convocatoria.	Para
ello	 invocó	 el	 artículo	 19	 de	 su	 estatuto	 cuyo	 párrafo	 final	 señala
expresamente:	 ‘Las	 celebraciones	 de	 las	 juntas	 pueden	 realizarse	 en
cualquiera	de	las	oficinas	sucursales	que	cuente	la	empresa,	 inscritas	en	la
Sunat	a	través	de	todo	el	país’.
4.	 Sobre	 este	 asunto	 podemos	 destacar	 dos	 cosas:	 i)	 La	 parte	 final	 del
artículo	19	del	estatuto	alude	a	oficinas	sucursales	de	la	empresa,	inscritas
en	 la	 Sunat.	 Como	 puede	 advertirse,	 se	 requiere	 el	 cumplimiento	 de	 dos
requisitos	 para	 la	 celebración	 de	 la	 junta	 en	 un	 lugar	 adicional	 al	 del
domicilio	de	la	empresa:	que	se	trate	de	una	sucursal	y	que	esté	inscrita	en
la	 Sunat.	 En	 el	 presente	 caso,	 de	 la	 partida	 registral	 de	 la	 empresa	 no	 se
advierte	que	 tenga	una	sucursal	 inscrita	en	 la	ciudad	de	Trujillo,	de	modo
que	 aunque	 tenga	una	oficina	 inscrita	 en	 la	 Sunat	 (tal	 como	 lo	 acredita	 el
usuario	con	un	reporte	de	 la	Sunat)	no	se	satisface	el	requisito	de	que	sea
una	sucursal.	ii)	Aun	cuando	el	sentido	de	la	norma	hubiese	sido	que	la	junta
general	 pueda	 celebrarse	 en	 cualquier	 lugar	 donde	 la	 empresa	 tenga	 una
sucursal	u	oficina,	ello	no	enerva	 la	disposición	prevista	en	el	artículo	119
de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 que	 establece	 que	 el	 juez	 o	 notario
competente	es	el	del	domicilio	de	 la	sociedad.	En	ese	sentido,	no	debemos
confundir	 ‘lugar	de	celebración	de	la	 junta’	con	 ‘juez	o	notario	competente
para	convocarla’.	Por	tanto,	si	bien	la	junta	general	puede	celebrarse	en	un
lugar	 distinto	 al	 domicilio	 social,	 la	 convocatoria	 debe	 hacerla	 el	 juez	 o
notario	 del	 domicilio	 social”.	 (Sunarp,	 R.	 508-2012-Sunarp-TR-T,	 jul.
13/2012.	V.	P.	Hugo	Echevarría	Arellano)
Ley	26887.
ART.	120.—Junta	universal.	Sin	perjuicio	de	lo	prescrito	por	los	artículos
precedentes,	 la	 junta	 general	 se	 entiende	 convocada	 y	 válidamente
constituida	 para	 tratar	 sobre	 cualquier	 asunto	 y	 tomar	 los	 acuerdos
correspondientes,	 siempre	 que	 se	 encuentren	 presentes	 accionistas	 que
representen	 la	 totalidad	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto	 y
acepten	por	unanimidad	la	celebración	de	la	junta	y	los	asuntos	que	en	ella
se	proponga	tratar.
JURISPRUDENCIA.—La	 junta	 universal	 requiere	 la	 presencia	 de	 todos
los	socios	y	que	acepten	por	unanimidad	su	celebración	y	los	asuntos	a
tratar	 en	 ella.	 “El	 concepto	 de	 junta	 universal	 ha	 sido	 recogido	 en	 el
artículo	 127	de	 la	 derogada	Ley	de	 Sociedades	Mercantiles	 cuando	 señala
que,	 no	 obstante	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 precedentes,	 la	 junta	 se
entenderá	convocada	y	quedará	válidamente	constituida	siempre	que	estén
presentes	accionistas	que	representen	la	totalidad	del	capital	pagado	y	 los
asistentes	acepten	por	unanimidad	la	celebración	de	 la	 junta	y	 los	asuntos
que	en	ella	se	proponen	tratar.”	(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—La	 sola	 oposición	 de	 un	 socio	 no	 permite	 la
realización	de	una	junta	universal.	“Bastará	la	oposición	de	un	accionista,
por	 lo	 insignificante	 que	 sea	 su	 participación	 social,	 para	 que	 la	 junta
(universal)	 no	 pueda	 celebrarse.	 Sólo	 con	 el	 consentimiento	 de	 todos	 los
accionistas	pueden	dejarse	a	un	lado	los	requisitos	con	que	el	 legislador,	y
los	estatutos	en	su	caso,	rodean	la	previa	convocatoria	de	las	juntas.	(Uría,
Rodrigo.	 ‘Derecho	Mercantil’.	Madrid,	Editorial	Marcial	Pons,	1987,	décimo
cuarta	edición,	p.	250).”	(Cas.	2373-1999-Lima,	10.07.2001)
JURISPRUDENCIA.—Junta	 universal,	 siempre	 que	 esté	 presente	 la
totalidad	del	capital	pagado	y	se	acepte	por	unanimidad	la	celebración
de	 la	 junta.	 “(…)	 el	 concepto	 de	 junta	 universal	 ha	 sido	 recogido	 en	 el
artículo	127	de	 la	derogada	Ley	de	Sociedades	Mercantiles,	 cuando	señala
que,	 no	 obstante	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 precedentes,	 la	 junta	 se
entenderá	convocada	y	quedará	válidamente	constituida	siempre	que	estén
presentes	accionistas	que	representen	la	totalidad	del	capital	pagado	y	 los
asistentes	acepten	por	unanimidad	la	celebración	de	 la	 junta	y	 los	asuntos
que	en	ella	se	proponen	tratar.	(…)	sin	embargo,	no	es	de	aplicación	al	caso
el	argumento	esgrimido	por	la	emplazada	y	tomado	en	cuenta	por	la	sala	de
vista,	 referido	 a	 que	 la	 instalación	 de	 la	 junta	 y	 los	 acuerdos	 tomado	 se
realizaron	con	la	concurrencia	y	votos	del	noventinueve	punto	sesenta	por
ciento,	que	representan	el	paquete	accionario	de	los	que	asistieron	a	dicho
acto;	 ya	 que,	 no	 asistieron	 a	 la	 junta	 cuestionada	 la	 totalidad	 de	 los
accionistas,	 esto	 es,	 el	 cien	 por	 ciento	 del	 accionariado	 de	 la	 sociedad
emplazada,	por	lo	cual,	la	noción	de	junta	universal	deviene	en	inaplicable	al
caso	 de	 autos.”	 (C.	 S.,	 Cas.	 2373-1999-Lima,	 jul.	 10/2001.	 S.	 S.	 Oviedo	 de
Alayza)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Definición	de	 junta	universal.	“4.	El	 vocablo
‘universal’	denota	lo	común,	lo	que	comprende	o	pertenece	a	todos.	La	junta
universal	 es,	 por	 definición	 y	 en	 principio,	 aquella	 que	 cuenta	 con	 la
asistencia	de	 los	 socios	que	 representan	 todas	 las	 acciones	 con	derecho	 a
voto	 que	 conforman	 el	 capital,	 con	 prescindencia	 de	 si	 existió	 o	 no
convocatoria	 para	 su	 realización.”.	 (R.	 160-2007-Sunarp-TR-T,	 jun.
27/2007.	Acosta	Sánchez	(p),	Morgan	Plaza;	Echevarría	Arellano).
NOTA:	 Conforme	 a	 la	 R.	 038-2008-Sunarp/PT,	 la	 presente	 resolución	 constituye	 precedente	 de
observancia	obligatoria	y	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	1	de	marzo	de	2008.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Establecimiento	 de	 la	 junta	 general	 de
accionistas	requiere	no	sólo	de	la	reunión	de	titulares	o	representantes
de	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto,	sino	también	de	una	debida	y
previa	convocatoria	por	el	órgano	competente.	“(…)	La	doctrina	reconoce
en	 la	 junta	 general	 de	 accionistas	 el	 carácter	 de	 órgano	 principal	 de	 la
sociedad	 que	 conforma	 y	 expresa	 la	 voluntad	 social,	 sustentada	 en	 el
principio	 mayoritario,	 dentro	 de	 los	 límites	 establecidos	 por	 el
ordenamiento	jurídico.	(…)
Como	 puede	 advertirse,	 el	 establecimiento	 de	 la	 junta	 general	 de
accionistas	requiere	no	sólo	de	la	reunión	de	titulares	o	representantes	de
acciones	suscritas	con	derecho	a	voto,	sino	también	de	una	debida	y	previa
convocatoria	 por	 el	 órgano	 competente	 -salvo	 el	 caso	 de	 junta	 universal-,
además,	 haberse	 instalado	 con	 el	 quórum	 correspondiente	 en	 la
oportunidad,	 lugar	 y	 agenda	 señaladas	 en	 el	 aviso	 de	 convocatoria;
requisitos	 cuya	 conjunción	 facultará	 a	 la	 junta	 a	 debatir	 y	 adoptar
válidamente	 acuerdos	 con	 las	 mayorías	 exigidas	 por	 el	 estatuto,	 los
convenios	y	la	ley;	acuerdos	que	obligarán	a	todos	los	accionistas,	incluidos
los	disidentes	e	inasistentes.	(…)”	(Sunarp,	R.	049-A-2012-Sunarp-TR-L,	ene.
12/2012.	Pres.	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Juntas	universales	debidamente	convocadas
no	 están	 sujetas	a	 la	 obligación	de	que	 todos	 los	accionistas	 firmen	el
acta.	 “(…)	 Entonces,	 la	 característica	 fundamental	 de	 la	 junta	 universal
regulada	 por	 el	 citado	 artículo	 120	 no	 es	 la	 presencia	 de	 los	 accionistas
representativos	de	todo	el	capital	votante,	pues	ello	bien	puede	suceder	(y
sucede)	 en	 juntas	 convocadas	 con	 arreglo	 a	 ley	 y	 los	 estatutos:	 la	 nota
conformadora	 de	 esta	 modalidad	 de	 junta	 universal	 es	 que	 carece	 de
convocatoria,	carencia	que	sin	embargo	no	impide	que	estén	reunidos	todos
los	 accionistas	 que	 detenten	 el	 100%	de	 las	 acciones	 con	 derecho	 a	 voto.
Son,	entonces,	dos	 tipos	de	 juntas	universales	 las	que	pueden	realizarse,	y
en	 ambas	 participan	 los	 accionistas	 titulares	 de	 todas	 las	 acciones	 con
derecho	a	voto	i)	la	convocada	observando	el	estatuto	y	la	ley,	y	ii)	la	que	no
tuvo	convocatoria.
5.	La	posibilidad	de	que	llevada	a	cabo	una	junta	universal	sin	convocatoria
previa,	 se	 perjudique	 el	 derecho	 o	 interés	 de	 uno	 o	 más	 socios	 que	 no
asistieron,	hace	necesario	rodear	de	razonables	seguridades	al	acta	en	que
se	plasme	la	realización	de	la	junta	universal	y	los	acuerdos	adoptados.	Por
ello,	el	sétimo	párrafo	del	artículo	135	de	la	LGS	exige	que	el	acta	de	la	junta
universal	sea	suscrita	por	“todos	los	accionistas	concurrentes	a	ellas,	salvo
que	hayan	firmado	la	lista	de	asistentes	y	en	ella	estuviesen	consignados	el
número	de	acciones	del	que	son	titulares	y	los	diversos	asuntos	objeto	de	la
convocatoria.
En	 este	 caso,	 basta	 que	 sea	 firmada	 por	 el	 presidente,	 el	 secretario	 y	 un
accionista	 designado	 al	 efecto	 y	 la	 lista	 de	 asistentes	 se	 considera	 parte
integrante	 e	 inseparable	 del	 acta”;	 ello	 a	 fin	 de	 generar	 una	 prueba
documental	que	acredite	la	concurrencia	de	la	totalidad	de	las	acciones	del
capital	con	derecho	a	voto.
En	cambio,	 tratándose	de	 las	 juntas	universales	debidamente	 convocadas
observando	lo	previsto	en	la	 ley	y	 los	estatutos,	esa	prueba	documental	es
suplida	 por	 las	 constancias	 de	 recepción	 del	 citatorio	 o	 las	 publicaciones,
que	 garantizan	 el	 efectivo	 conocimiento	 de	 la	 citación	 o,	 por	 lo	menos,	 la
razonable	posibilidad	de	conocerla.	De	ahí	que	el	mismo	artículo	135,	en	sus
párrafos	 quinto	 y	 sexto,	 ha	 disciplinado	 una	 formalidad	 menos	 rigurosa
para	el	acta	de	la	junta	universal	debidamente	convocada:	debe	ser	firmada,
cuando	menos,	por	el	presidente,	el	secretario	y	un	accionista	designado	al
efecto	(si	 fue	aprobada	en	 la	misma	 junta);	o,	 se	designará	a	no	menos	de
dos	accionistas	para	que,	conjuntamente	con	el	presidente	y	el	secretario,	la
revisen	 y	 aprueben	 (cuando	 el	 acta	 no	 se	 apruebe	 en	 la	misma	 junta).	 La
publicación	de	 la	 citación	a	 la	 junta	o	 la	 constancia	de	su	 recepción	hacen
innecesaria	la	generación	de	una	prueba	documental	adicional.
En	ese	sentido	si	se	ha	dispensado	de	convocatoria	a	 la	 junta	general	por
ser	universal,	sólo	se	establece	una	exigencia	mayor	en	cuanto	a	que	el	acta
debe	 ser	 suscrita	 por	 todos	 los	 accionistas	 presentes.”	 (Sunarp,	 R.	 049-A-
2012-Sunarp-TR-L,	ene.	12/2012.	Pres.	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Actas	 de	 juntas	 universales	 sin	 previa
convocatoria	 deben	 estar	 suscritas	 por	 todos	 los	 accionistas
concurrentes.	“(…)	En	este	contexto,	en	sesión	ordinaria	del	Pleno	XXVII	 -
XXVIII	celebrada	los	días	21,	22	y	23	de	noviembre	del	2007,	publicada	el	1
de	marzo	del	2008,	se	acordó	el	siguiente	precedente:
“6.-	Suscripción	de	acta	en	junta	universal
“La	 obligatoriedad	 de	 suscripción	 de	 acta	 por	 todos	 los	 accionistas
concurrentes,	 contenida	 en	 el	 sétimo	 párrafo	 del	 artículo	 135	 de	 la	 Ley
General	 de	 Sociedades,	 sólo	 es	 aplicable	 a	 aquellas	 juntas	 generales
universales	 que	 se	 conforman	 espontáneamente;	 es	 decir,	 sin	 previa
convocatoria”.	(…)
Por	 lo	 que	 podemos	 esbozar	 como	 primera	 conclusión	 que	 la
obligatoriedad	 de	 la	 suscripción	 del	 acta	 por	 todos	 los	 accionistas
concurrentes	 se	 da	 en	 los	 casos	 de	 juntas	 generales	 universales	 que	 se
hayan	 conformado	 espontáneamente.	 Lo	 cual	 no	 resulta	 de	 aplicación
cuando	la	junta	universal	se	ha	conformado	con	la	asistencia	de	la	totalidad
de	 los	 accionistas	 debidamente	 convocados	 conforme	 al	 estatuto.	 Sin
embargo	 en	 ambos	 supuestos,	 la	 omisión	 en	 alguna	 de	 las	 firmas	 de	 los
accionistas	 daría	 lugar	 a	 una	 observación,	 por	 tratarse	 de	 defectos	 en	 el
título	 formal	que	pueden	 ser	 regularizados	 en	 acto	posterior,	 pues	 el	 acta
solo	constituye	una	transcripción	de	lo	acontecido	en	la	 junta.”	(Sunarp,	R.
049-A-2012-Sunarp-TR-L,	ene.	12/2012.	Pres.	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Inscripción	 de	 oposición	 a	 un	 acuerdo
societario	 no	 se	 sustenta	 con	 el	 acto	 mismo	 materia	 de	 controversia.
“Por	su	parte,	el	apelante	señala,	que	la	rogatoria	alcanza	a	todos	los	actos
inscribibles	contenidos	en	el	título,	salvo	reserva	expresa	y,	que	el	artículo
4°	del	Reglamento	del	Registro	de	Sociedades,	no	señala	entre	los	actos	no
que	 se	 relacionan	 con	 la	 sociedad,	 vale	 decir,	 los	 actos	 ligados	 con	 la
responsabilidad	 de	 los	 administradores,	 actos	 que	 deben	 configurarse	 a
través	de	la	formalidad	también	señalada	en	el	reglamento,	para	poder	ser
inscritos	 en	 el	 registro.	No	 todo	 lo	 que	 la	 sociedad	 acuerde	 es	 inscribible,
menos	aún,	no	todo	lo	que	un	accionista	desee	podrá	ser	inscrito.
Por	tal	razón,	el	acto	que	se	pretende	inscribir:	la	impugnación	y	oposición
de	 acuerdos	 de	 la	 sociedad,	 si	 bien	 es	 un	 acto	 inscribible	 previsto	 en	 el
inciso	 b)	 del	 artículo	 3°	 del	 citado	 reglamento,	 como	 resolución	 judicial	 o
arbitral	que	se	refiere	a	los	acuerdos	o	decisiones	societarias	inscribibles,	su
inscripción	 no	 puede	 sustentarse	 en	 el	 acto	 mismo	 que	 es	 materia	 de
impugnación	 u	 oposición,	 pues	 se	 requiere	 de	 la	 intervención	 judicial	 o
arbitral,	 debiendo	 acompañar	 en	 su	 caso,	 el	 parte	 judicial	 o	 arbitral,	 de
conformidad	 con	 el	 artículo	 9°	 del	 Reglamento	 General	 de	 los	 Registros
Públicos”.	 (Sunarp,	 R.	 413-2013-Sunarp-TR-L,	 mar.	 08/2013.	 V.	 P.	 Elena
Rosa	Vásquez	Torres)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Tribunal	Registral	precisa	cuándo	una	junta
general	se	puede	transformar	en	una	junta	universal.	“La	 junta	 general
que	 fue	 convocada	 como	 cualquier	 otra	 y	 en	 la	 que	 se	 encuentran
representadas	 todas	 las	 acciones	 con	 derecho	 a	 voto	 no	 son	 exactamente
‘juntas	 universales’,	 pero	 pueden	 pronunciarse	 sobre	 asuntos	 adicionales
que	no	estaban	en	la	convocatoria,	si	así	 lo	deciden	por	unanimidad	y,	con
respecto	a	esos	nuevos	temas,	pasan	a	ser	una	junta	universal”.	(Sunarp,	R.
1278-2013-Sunarp-TR-L,	 ago.	 06/2013.	 V.	 P.	 Rosario	 del	 Carmen	 Guerra
Macedo)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	Tribunal	Registral	 explica	 cuáles	 son	 los
requisitos	 para	 que	 una	 sesión	 adquiera	 el	 carácter	 de	 universal.	 “De
conformidad	 con	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 64	 del	 Reglamento	 de
Inscripciones	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas,	 para	 que	 una	 sesión
adquiera	el	carácter	de	universal,	bastará	que	del	acta	se	desprenda	que	al
inicio	 de	 la	 sesión	 se	 encuentren	 presentes,	 por	 derecho	 propio	 o
representados,	 todos	 los	 miembros	 hábiles,	 salvo	 disposición	 legal	 o
estatutaria	que	establezca	que	la	universalidad	se	computa	incluyendo	a	los
miembros	 inhábiles;	 y,	 que	 todos	 los	 asistentes	 están	 de	 acuerdo	 con	 la
celebración	de	la	sesión	y	la	agenda	a	tratar	(...).
La	 reapertura	 de	 acta	 podrá	 ser	 suscrita,	 en	 representación	 de	 los
asistentes	a	la	sesión,	por	uno	de	los	asistentes	a	la	misma	a	quien,	en	el	acta
primigenia,	 se	 le	 haya	 otorgado	 poder	 para	 ello”.	 (Sunarp,	 R.	 1712-2013-
Sunarp-TR-L,	oct.	18/2013.	V.	P.	Beatriz	Cruz	Peñaherrera)
COMENTARIO.—Cuando	 estén	 presentes	 socios	 que	 representen	 la
totalidad	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto	 (esto	 es,	 el	 100%),
acepten	 por	 unanimidad	 la	 celebración	 de	 la	 junta	 general	 de	 socios	 y
acepten	 también	 por	 unanimidad	 los	 asuntos	 a	 tratar	 se	 produce	 la
denominada	junta	universal	de	socios,	la	misma	que	se	entiende	convocada
y	 válidamente	 constituida,	 siendo	 su	 principal	 ventaja	 la	 posibilidad	 de
prescindir	 de	 todos	 los	 requisitos	 concernientes	 a	 la	 convocatoria	 (tales
como	el	aviso	y	 los	plazos).	Ahora	bien,	 “la	circunstancia	de	que	una	 junta
general	 –de	 socios–,	 órgano	 supremo	 de	 la	 sociedad,	 pueda	 reunirse	 en
junta	 universal	 y	 llevar	 a	 cabo	 una	 junta	 general	 –de	 socios–	 incluso	 en
discrepancia	de	la	propia	convocatoria	y	de	la	agenda	fijada	permite	colegir
que	 el	 tema	 de	 convocatoria	 y	 quórum	 no	 constituyen	 normas	 de	 orden
público	ni	–tienen–	carácter	imperativo”,	conforme	lo	expresa	la	Resolución
Nº	437-96-ORLC/TR	del	10	de	diciembre	de	1996.
Ley	26887.
ART.	121.—Derecho	de	concurrencia	a	la	junta	general.	Pueden	asistir	a
la	junta	general	y	ejercer	sus	derechos	los	titulares	de	acciones	con	derecho
a	 voto	 que	 figuren	 inscritas	 a	 su	nombre	 en	 la	matrícula	 de	 acciones,	 con
una	 anticipación	 no	 menor	 de	 dos	 días	 al	 de	 la	 celebración	 de	 la	 junta
general.
Los	directores	y	el	gerente	general	que	no	sean	accionistas	pueden	asistir	a
la	junta	general	con	voz	pero	sin	voto.
El	 estatuto,	 la	 propia	 junta	 general	 o	 el	 directorio	 pueden	 disponer	 la
asistencia,	con	voz	pero	sin	voto,	de	funcionarios,	profesionales	y	técnicos	al
servicio	de	la	sociedad	o	de	otras	personas	que	tengan	interés	en	la	buena
marcha	de	los	asuntos	sociales.
Ley	26887.
ART.	 122.—Representación	 en	 la	 junta	 general.	 Todo	 accionista	 con
derecho	a	participar	en	las	juntas	generales	puede	hacerse	representar	por
otra	 persona.	 El	 estatuto	 puede	 limitar	 esta	 facultad,	 reservando	 la
representación	a	favor	de	otro	accionista,	o	de	un	director	o	gerente.
La	 representación	 debe	 constar	 por	 escrito	 y	 con	 carácter	 especial	 para
cada	 junta	 general,	 salvo	 que	 se	 trate	 de	 poderes	 otorgados	 por	 escritura
pública.
Los	poderes	deben	ser	registrados	ante	la	sociedad	con	una	anticipación	no
menor	de	veinticuatro	horas	a	la	hora	fijada	para	la	celebración	de	la	junta
general.
La	representación	ante	la	junta	general	es	revocable.	La	asistencia	personal
del	 representado	 a	 la	 junta	 general	 producirá	 la	 revocación	 del	 poder
conferido	 tratándose	 del	 poder	 especial	 y	 dejará	 en	 suspenso,	 para	 esa
ocasión,	el	otorgado	por	escritura	pública.	Lo	dispuesto	en	este	párrafo	no
será	de	aplicación	en	 los	casos	de	poderes	 irrevocables,	pactos	expresos	u
otros	casos	permitidos	por	la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	75.—Representante	de	accionista	en	junta	general.	Para	 inscribir
acuerdos	de	juntas	generales	de	la	sociedad	anónima	cerrada,	en	la	que	los
accionistas	actúen	por	medio	de	representantes,	se	requiere	que	el	acta	o	la
lista	 de	 asistentes	 indique	 la	 relación	 de	 parentesco	 que	 vincula	 al
representante	con	el	accionista	representado,	conforme	al	artículo	243	de	la
ley.	 Cuando	 el	 estatuto	 extienda	 la	 representación	 a	 otras	 personas,	 se
indicará	que	el	representante	cumple	con	lo	establecido	en	el	estatuto.
En	su	defecto,	se	presentará	una	constancia	del	gerente	general	indicando
las	circunstancias	señaladas	en	el	párrafo	anterior,	la	que	se	acompañará	a
la	escritura	pública	o	acta,	según	corresponda.
Ley	26887.
ART.	123.—Lista	de	asistentes.	Antes	de	la	instalación	de	la	junta	general,
se	formula	la	lista	de	asistentes	expresando	el	carácter	o	representación	de
cada	 uno	 y	 el	 número	 de	 acciones	 propias	 o	 ajenas	 con	 que	 concurre,
agrupándolas	por	clases	si	las	hubiere.
Al	final	de	la	lista	se	determina	el	número	de	acciones	representadas	y	su
porcentaje	respecto	del	total	de	las	mismas	con	indicación	del	porcentaje	de
cada	una	de	sus	clases,	si	las	hubiere.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	47.—Lista	de	asistentes.	Cuando	la	lista	de	asistentes	no	forme	parte
del	acta,	aquella	se	insertará	en	la	escritura	pública	o	se	presentará	en	copia
certificada	notarialmente.
Ley	26887.
ART.	124.—Normas	generales	sobre	el	quórum.	El	quórum	se	computa	y
establece	 al	 inicio	 de	 la	 junta.	 Comprobado	 el	 quórum	 el	 presidente	 la
declara	instalada.
En	las	juntas	generales	convocadas	para	tratar	asuntos	que,	conforme	a	ley
o	al	estatuto,	requieren	concurrencias	distintas,	cuando	un	accionista	así	lo
señale	expresamente	y	deje	constancia	al	momento	de	formularse	la	lista	de
asistentes,	 sus	 acciones	 no	 serán	 computadas	 para	 establecer	 el	 quórum
requerido	 para	 tratar	 alguno	 o	 algunos	 de	 los	 asuntos	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	126.
Las	acciones	de	los	accionistas	que	ingresan	a	la	junta	después	de	instalada,
no	se	computan	para	establecer	el	quórum	pero	respecto	de	ellas	se	puede
ejercer	el	derecho	de	voto.
Ley	26702.
ART.	 74.—Quórum.	 Para	 la	 celebración	 en	 primera	 convocatoria	 de	 las
juntas	generales	de	accionistas	de	las	empresas	de	los	sistemas	financiero	o
de	seguros,	constituidas	como	sociedades	anónimas,	cualquiera	que	fuere	su
objeto,	 no	 puede	 exigirse	 en	 el	 estatuto	 quórum	 de	 accionistas	 que
representen	más	de	las	dos	terceras	partes	del	capital	social.
Tratándose	 de	 segunda	 convocatoria,	 deben	 estar	 presentes	 accionistas
que	representen	no	menos	de	un	tercio	del	capital	social,	siempre	que	no	se
trate	de	los	temas	que	se	menciona	en	el	artículo	134	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	 supuesto	 en	 el	 cual	 ha	 de	 observarse	 lo	 que	 dicha	 norma
dispone.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 registrador	 no	 puede	 exigir	 que	 se
acredite	la	morosidad	en	el	pago	de	los	dividendos	pasivos	como	causa
de	 exclusión	 en	 el	 cómputo	 del	 quórum	 para	 la	 junta	 general.	 “Es
indiscutible	que	la	morosidad	en	el	pago	de	los	dividendos	pasivos	acarrea
la	 exclusión	 del	 cómputo	 del	 quórum	 a	 dichas	 acciones	 (artículo	 79	 de	 la
LGS).	El	tema,	en	realidad,	consiste	en	definir	si	el	registrador	debe	exigir	la
acreditación	 de	 la	morosidad	 o	 si,	 por	 el	 contrario,	 constituye	 un	 aspecto
que	compete	evaluar	únicamente	al	presidente	de	la	junta	general.
6.	La	respuesta	nos	la	da	el	artículo	124	de	la	LGS:	‘El	quórum	se	computa	y
establece	 al	 inicio	 de	 la	 junta.	 Comprobado	 el	 quórum	 el	 presidente	 la
declara	 instalada.	 (...)’.	 Se	 desprende	 nítidamente	 de	 este	 precepto	 que	 la
verificación	 del	 quórum	 corresponde	 a	 la	 persona	 que	 preside	 la	 junta
general.	En	efecto,	para	Elías	Larosa,	‘Es	evidente	que,	a	pesar	del	silencio	de
ley,	 el	 presidente	 tiene	 atribuciones	 fundamentales	 antes,	 durante	 y
después	 de	 la	 asamblea:	 vigilar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 reglas	 de	 la
representación,	 verificar	 la	 corrección	 de	 la	 convocatoria,	 participar	 en	 la
redacción	adecuada	de	la	lista	de	asistentes,	computar	el	quórum,	dirigir	los
debates,	participar	en	la	redacción	y	corrección	del	texto	del	acta	y	firmarla
conforme	lo	establece	el	artículo	135	de	la	ley’.
Dentro	de	este	 contexto,	 incumbe	al	presidente	de	 la	 junta	determinar	 la
existencia	 de	 acciones	 cuyos	 dividendos	 pasivos	 no	 hayan	 sido	 honrados
por	 los	 accionistas	 propietarios.	 La	 responsabilidad	 sobre	 la	 veracidad	de
esta	información	recaerá	por	tanto	en	el	presidente	que	declara	instalada	la
junta	por	existencia	del	quórum	legal	o	reglamentario	adecuados	y	no	en	el
registrador	que	califica	el	acta	que	se	le	presenta	para	su	inscripción	en	base
a	lo	que	se	haya	expresada	en	ella”.	(Sunarp,	R.	124-2006-Sunarp-TR-T,	nov.
11/2006.	V.	P.	Walter	Morgan	Plaza)
Ley	26887.
ART.	125.—Quórum	simple.	Salvo	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 siguiente,	 la
junta	 general	 queda	 válidamente	 constituida	 en	 primera	 convocatoria
cuando	se	encuentre	representado,	 cuando	menos,	el	 cincuenta	por	ciento
de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
En	 segunda	 convocatoria,	 será	 suficiente	 la	 concurrencia	 de	 cualquier
número	de	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
En	 todo	 caso	 podrá	 llevarse	 a	 cabo	 la	 junta,	 aun	 cuando	 las	 acciones
representadas	en	ella	pertenezcan	a	un	solo	titular.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Mecanismo	 para	 la	 determinación	 del
quórum.	“El	quórum	debe	determinarse	de	la	confrontación	del	número	de
acciones	 en	 que	 está	 dividido	 el	 capital	 social	 inscrito,	 con	 el	 número	 de
acciones	que	concurren	a	la	junta	general	que	es	materia	de	inscripción.”	(R.
137-2002-ORLC/TR.	08.03.2002)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 quórum	 se	 determina	 con	 las
participaciones,	 no	 con	 el	 número	 de	 socios.	 “En	 resumen,	 podemos
apreciar	 que	 el	 quórum	 se	 contabiliza	 en	 una	 sociedad	 comercial	 de
responsabilidad	 limitada	 por	 el	 número	 de	 participaciones	 suscritas	 con
derecho	a	voto,	independientemente	del	número	de	socios,	pudiendo	tener
un	 socio	 la	 cantidad	 de	 participaciones	 necesarias	 para	 poder	 determinar
quórum	 simple	 o	 calificado,	 de	 conformidad	 con	 el	 último	 párrafo	 del
artículo	125	de	la	Ley	General	de	Sociedades.	(...).
‘Artículo	 14.-	 (...)	 El	 quórum	 simple	 está	 constituido	 en	 primera
convocatoria	 por	 lo	 menos	 con	 la	 participación	 del	 cincuenta	 por	 ciento
(50%)	de	las	participaciones	sociales	suscritas	con	derecho	a	voz	y	a	voto	y,
en	segunda	convocatoria	con	la	concurrencia	de	cualquier	número	de	socios
con	participaciones	sociales	suscritas	(...)’	(...).
Conforme	 a	 lo	 determinado	 en	 los	 numerales	 del	 análisis	 que	 preceden,
esta	forma	de	redactar	el	quórum	en	segunda	convocatoria,	no	va	en	contra
de	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 125	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 por
cuanto	 ya	 se	 ha	 establecido	 que	 se	 cuentan	 las	 participaciones	 y	 no	 el
número	 de	 socios	 para	 determinar	 el	 quórum,	 en	 tal	 sentido,	 el	 colocar
‘cualquier	 número	 de	 socios’	 no	 contradice	 a	 la	 norma,	 por	 cuanto	 esta
adición	tiene	su	aclaración	cuando	se	señala	que	dichos	socios	cuenten	con
participaciones	 sociales	 suscritas.	 Así,	 se	 encontraran	 representadas	 en	 la
junta	cualquier	número	de	participaciones	suscritas.
Por	 lo	 tanto,	 debe	 revocarse	 el	 segundo	 extremo	 de	 la	 observación”.
(Sunarp,	R.	1550-2013-Sunarp-TR-L,	oct.	20/2013.	V.	P	Elena	Rosa	Vásquez
Torres)
Ley	26887.
ART.	 126.—Quórum	 calificado.	 Para	 que	 la	 junta	 general	 adopte
válidamente	 acuerdos	 relacionados	 con	 los	 asuntos	 mencionados	 en	 los
incisos	2,	3,	4,	5	y	7	del	artículo	115,	es	necesaria	en	primera	convocatoria,
cuando	menos,	la	concurrencia	de	dos	tercios	de	las	acciones	suscritas	con
derecho	a	voto.
En	 segunda	 convocatoria,	 basta	 la	 concurrencia	de	 al	menos	 tres	quintas
partes	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
Ley	26702.
ART.	 75.—Exigencia	 de	 mayoría.	 Para	 la	 adopción	 de	 acuerdos	 en	 las
juntas	generales	de	accionistas	de	las	empresas,	no	puede	requerirse	en	el
estatuto	mayorías	más	altas	que	las	señaladas	en	los	artículos	133	y	134	de
la	Ley	General	de	Sociedades.	Empero,	para	el	caso	de	segunda	convocatoria
a	 que	 alude	 el	 primero	 de	 esos	 numerales,	 el	 mínimo	 legal	 es	 el	 voto
favorable	de	accionistas	que	representen,	cuando	menos,	la	cuarta	parte	del
capital	social	pagado.
Ley	26887.
ART.	127.—Adopción	de	acuerdos.	Los	acuerdos	se	adoptan	con	el	voto
favorable	 de	 la	 mayoría	 absoluta	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a
voto	representadas	en	la	junta.	Cuando	se	trata	de	los	asuntos	mencionados
en	 el	 artículo	 precedente,	 se	 requiere	 que	 el	 acuerdo	 se	 adopte	 por	 un
número	de	acciones	que	represente,	cuando	menos,	la	mayoría	absoluta	de
las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
El	estatuto	puede	establecer	quórum	y	mayorías	superiores	a	los	señalados
en	este	artículo	y	en	los	artículos	125	y	126,	pero	nunca	inferiores.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Para	 la	 inscripción	 de	 acuerdos	 el
registrador	 verifica	 el	 cumplimiento	 de	 la	 ley,	 el	 estatuto	 social	 y	 los
convenios.	“En	todas	las	inscripciones	que	sean	consecuencia	de	un	acuerdo
de	 junta	general,	 el	 registrador	 comprobará	que	se	haya	cumplido	con	 las
normas	 legales,	 el	 estatuto	 y	 los	 convenios	 de	 accionistas	 inscritos	 en	 el
registro	 sobre	 convocatoria,	 quórum	 y	 mayorías,	 salvo	 las	 excepciones
previstas	en	el	reglamento	del	Registro	de	Sociedades,	según	lo	establecido
en	 el	 artículo	 43	 del	 citado	 reglamento.”	 (R.	 137-2002-ORLC/TR.
08.03.2002)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 regla	 general	 es	 nunca	 establecer	 un
quórum	y	mayoría	inferior	al	ya	establecido	por	ley.	“Por	otro	lado,	en	lo
que	 respecta	 a	 las	 mayorías,	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 establece	 las
mayorías	mínimas,	 pudiendo	 el	 estatuto	 –así	 lo	 dispone	 el	 Art.	 127	 de	 la
misma	ley–,	establecer	mayorías	distintas,	siempre	que	sean	superiores	y	no
inferiores	 a	 las	 establecidas	 en	 la	 ley.	 Esto	 es,	 en	 el	 estatuto	 puede
establecerse	que	las	mayorías	necesarias	para	que	se	adopten	los	acuerdos,
sean	 más	 elevadas	 que	 las	 mayorías	 establecidas	 en	 la	 ley”.	 (Sunarp,	 R.
1550-2013-Sunarp-TR-L,	oct.	20/2013.	V.	P	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
Ley	26887.
ART.	128.—Acuerdos	en	cumplimiento	de	normas	imperativas.	Cuando
la	adopción	de	acuerdos	relacionados	con	los	asuntos	del	artículo	126,	debe
hacerse	en	cumplimiento	de	disposición	legal	imperativa,	no	se	requiere	el
quórum	ni	la	mayoría	calificada	mencionados	en	los	artículos	precedentes.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Los	acuerdos	adoptados	en	cumplimiento	de
normas	 imperativas	 no	 requieren	 quórum	 ni	 mayoría	 calificada.	 “El
artículo	128	de	la	Ley	General	de	Sociedades	señala	que	‘cuando	la	adopción
de	acuerdos	relacionados	con	los	asuntos	del	artículo	126	debe	hacerse	en
cumplimiento	de	disposición	legal	imperativa,	no	se	requiere	el	quórum	ni
la	mayoría	calificada	mencionados	en	los	artículos	precedentes’,	disposición
que	incluye	el	aumento	de	capital,	desprendiéndose	que	en	tal	supuesto	la
adopción	 del	 acuerdo	 requiere	 sólo	 de	 quórum	 y	 mayorías	 simples.”	 (R.
516-2001-ORLC/TR.	16.11.2001)
Ley	26887.
ART.	 129.—Presidencia	 y	 secretaría	 de	 la	 junta.	 Salvo	 disposición
diversa	 del	 estatuto,	 la	 junta	 general	 es	 presidida	 por	 el	 presidente	 del
directorio.	 El	 gerente	 general	 de	 la	 sociedad	 actúa	 como	 secretario.	 En
ausencia	o	 impedimento	de	éstos,	desempeñan	tales	 funciones	aquéllos	de
los	concurrentes	que	la	propia	junta	designe.
Ley	26887.
ART.	130.—Derecho	de	información	de	los	accionistas.	Desde	el	día	de
la	 publicación	 de	 la	 convocatoria,	 los	 documentos,	 mociones	 y	 proyectos
relacionados	con	el	objeto	de	la	junta	general	deben	estar	a	disposición	de
los	accionistas	en	las	oficinas	de	la	sociedad	o	en	el	lugar	de	celebración	de
la	junta	general,	durante	el	horario	de	oficina	de	la	sociedad.
Los	 accionistas	 pueden	 solicitar	 con	 anterioridad	 a	 la	 junta	 general	 o
durante	 el	 curso	 de	 la	 misma	 los	 informes	 o	 aclaraciones	 que	 estimen
necesarios	 acerca	 de	 los	 asuntos	 comprendidos	 en	 la	 convocatoria.	 El
directorio	 está	 obligado	 a	 proporcionárselos,	 salvo	 en	 los	 casos	 en	 que
juzgue	que	 la	difusión	de	 los	datos	solicitados	perjudique	el	 interés	social.
Esta	excepción	no	procede	cuando	la	solicitud	sea	formulada	por	accionistas
presentes	en	la	junta	que	representen	al	menos	el	veinticinco	por	ciento	de
las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
Ley	26887.
ART.	 131.—Aplazamiento	 de	 la	 junta.	 A	 solicitud	 de	 accionistas	 que
representen	al	menos	el	veinticinco	por	ciento	de	las	acciones	suscritas	con
derecho	a	voto	la	junta	general	se	aplazará	por	una	sola	vez,	por	no	menos
de	 tres	 ni	más	 de	 cinco	 días	 y	 sin	 necesidad	 de	 nueva	 convocatoria,	 para
deliberar	 y	 votar	 los	 asuntos	 sobre	 los	 que	 no	 se	 consideren
suficientemente	informados.
Cualquiera	 que	 sea	 el	 número	 de	 reuniones	 en	 que	 eventualmente	 se
divida	una	junta,	se	la	considera	como	una	sola,	y	se	levantará	un	acta	única.
En	los	casos	contemplados	en	este	artículo	es	de	aplicación	lo	dispuesto	en
el	primer	párrafo	del	artículo	124.
Ley	26887.
ART.	132.—Juntas	especiales.	Cuando	existan	diversas	clases	de	acciones,
los	 acuerdos	 de	 la	 junta	 general	 que	 afecten	 los	 derechos	 particulares	 de
cualquiera	 de	 ellas	 deben	 ser	 aprobados	 en	 sesión	 separada	 por	 la	 junta
especial	de	accionistas	de	la	clase	afectada.
La	 junta	 especial	 se	 regirá	 por	 las	 disposiciones	 de	 la	 junta	 general,	 en
tanto	 le	 sean	 aplicables,	 inclusive	 en	 cuanto	 al	 quórum	 y	 la	 mayoría
calificada	cuando	se	trate	de	los	casos	previstos	en	el	artículo	126.
Ley	26887.
ART.	 133.—Suspensión	 del	 derecho	 de	 voto.	 El	 derecho	 de	 voto	 no
puede	ser	ejercido	por	quien	tenga,	por	cuenta	propia	o	de	tercero,	interés
en	conflicto	con	el	de	la	sociedad.
En	 este	 caso,	 las	 acciones	 respecto	 de	 las	 cuales	 no	 puede	 ejercitarse	 el
derecho	 de	 voto	 son	 computables	 para	 establecer	 el	 quórum	 de	 la	 junta
general	e	incomputables	para	establecer	las	mayorías	en	las	votaciones.
El	acuerdo	adoptado	sin	observar	lo	dispuesto	en	el	primer	párrafo	de	este
artículo	es	impugnable	a	tenor	del	artículo	139	y	los	accionistas	que	votaron
no	 obstante	 dicha	 prohibición	 responden	 solidariamente	 por	 los	 daños	 y
perjuicios	cuando	no	se	hubiera	logrado	la	mayoría	sin	su	voto.
COMENTARIO.—El	derecho	de	voto	no	puede	ser	ejercido	por	quien	tenga,
por	 cuenta	propia	 o	 de	 tercero,	 interés	 en	 conflicto	 con	 el	 de	 la	 sociedad.
Aquí	 se	 protege	 el	 interés	 social,	 dándole	 preeminencia	 sobre	 el	 interés
individual	o	particular;	sin	embargo,	el	asunto	podría	agudizarse	cuando	la
sociedad	 integra	un	grupo	empresarial,	 ya	que	éste	actúa	motivado	por	el
interés	grupal	el	cual	subordina	al	interés	social.
Ley	26887.
ART.	 134.—Actas.	 Formalidades.	 La	 junta	 general	 y	 los	 acuerdos
adoptados	en	ella	constan	en	acta	que	expresa	un	resumen	de	lo	acontecido
en	la	reunión.	Las	actas	pueden	asentarse	en	un	libro	especialmente	abierto
a	dicho	efecto,	en	hojas	sueltas	o	en	cualquier	otra	forma	que	permita	la	ley.
Cuando	consten	en	libros	o	documentos,	ellos	serán	legalizados	conforme	a
ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 6°.—Documentos	 privados	 que	 dan	mérito	 a	 la	 inscripción.	 La
inscripción	 de	 actos	 o	 acuerdos	 contenidos	 en	 actas	 que	 no	 requieran	 el
otorgamiento	 de	 escritura	 pública,	 se	 efectuará	 en	 mérito	 a	 copias
certificadas	 por	 notario.	 Estas	 serán	 transcripciones	 literales	 de	 la
integridad	 o	 de	 la	 parte	 pertinente	 del	 acta,	mecanografiadas,	 impresas	 o
fotocopiadas,	con	indicación	de	los	datos	de	la	legalización	del	libro	u	hojas
sueltas,	 folios	 de	 los	 que	 consta	 y	 donde	 obran	 los	 mismos,	 número	 de
firmas	y	otras	circunstancias	que	sean	necesarias	para	dar	una	idea	cabal	de
su	contenido.
Los	 actos	 que	 constan	 en	 documentos	 especiales,	 se	 inscribirán	 sólo
después	que	hayan	sido	adheridos	o	transcritos	al	libro	o	a	las	hojas	sueltas
correspondientes.	Excepcionalmente,	se	inscribirán	cuando,	por	razones	de
imposibilidad	manifiesta	debidamente	acreditadas	a	criterio	del	registrador,
no	resulte	posible	adherirlos	o	transcribirlos.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	61.—Requisitos	de	la	escritura	pública.	Sin	perjuicio	de	los	demás
requisitos	y	formalidades	que	dispone	este	reglamento,	para	la	inscripción
de	modificaciones	del	estatuto,	la	correspondiente	escritura	pública	deberá
contener:
a)	El	acta	de	la	junta	general	que	contenga	el	acuerdo	de	modificación,	con
la	 indicación	 de	 los	 artículos	 que	 se	modifican,	 derogan	 o	 sustituyen	 y	 el
texto	de	los	artículos	sustitutorios	o	adicionales;
b)	En	caso	que	la	modificación	la	acuerde	el	directorio,	por	delegación	de	la
junta	general,	el	acta	de	la	sesión	de	directorio	que	satisfaga	los	requisitos
indicados	 en	 el	 inciso	 precedente,	 y	 el	 acta	 de	 la	 junta	 de	 accionistas	 que
delega	en	el	directorio	la	facultad	de	modificar,	derogar,	sustituir	o	agregar
determinados	artículos	del	estatuto;
c)	Si	la	decisión	la	adopta	el	gerente	general,	por	delegación	de	la	junta,	tal
decisión	debe	expresarse	en	la	escritura	pública.	En	ésta	se	insertará	el	acta
en	 la	que	consta	 la	delegación	para	modificar,	derogar,	 sustituir	o	agregar
determinados	artículos	del	estatuto.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 conclusión	 o	 pérdida	 de	 los	 libros
societarios	se	acredita	ante	el	notario	y	no	ante	el	registro.	“Al	respecto,
en	 el	 Décimo	 Pleno	 Registral	 se	 aprobó	 el	 siguiente	 precedente	 de
observancia	obligatoria:	“La	persona	jurídica	debe	acreditar	ante	el	notario
y	 no	 ante	 el	 registro	 la	 conclusión	 o	 pérdida	 del	 libro	 anterior	 para	 que
proceda	la	legalización	de	un	segundo	y	subsiguientes	libros.
A	efectos	de	verificar	 la	concordancia	entre	el	 libro	de	la	persona	jurídica
obrante	en	el	título	cuya	inscripción	se	solícita	y	el	antecedente	registral,	se
debe	tomar	en	cuenta	el	libro	correspondiente	contenido	en	el	antecedente
registral	 inmediato”.	 (Sunarp,	R.	1993-2011-Sunarp-TR-L,	oct.	28/2011.	V.
P.	Luis	Alberto	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	conclusión	o	la	pérdida	del	libro	de	actas
no	 es	materia	 de	 calificación	 registral.	 “3.	 Como	 ha	 venido	 sosteniendo
esta	instancia	en	reiterada	jurisprudencia,	toda	persona	jurídica	debe	llevar
sus	 libros	 en	 forma	 ordenada,	 debiendo	 acreditar	 ante	 el	 notario	 la
conclusión	 o	 pérdida	 del	 anterior	 libro	 de	 actas	 para	 que	 proceda	 la
certificación	 de	 apertura	 de	 un	 segundo	 libro,	 no	 siendo	 necesaria	 tal
acreditación	ante	registro	en	virtud	de	la	fe	pública	notarial.	En	tal	sentido,
el	tribunal	aprobó	en	el	Décimo	Pleno	Registral	el	siguiente	precedente	de
observancia	 obligatoria:	 ‘Legalización	 de	 apertura	 de	 libros	 La	 persona
jurídica	debe	acreditar	ante	el	notario	y	no	ante	el	registro	la	conclusión	o
pérdida	del	libro	anterior	para	que	proceda	la	legalización	de	un	segundo	y
subsiguientes	libros.
A	 efectos	 de	 verificar	 la	 concordancia	 entre	 el	 libro	 de	 persona	 jurídica
obrante	en	el	título	cuya	inscripción	se	solicita	y	el	antecedente	registral,	se
debe	tomar	en	cuenta	el	libro	correspondiente	contenido	en	el	antecedente
registral	inmediato’.	En	ese	sentido,	no	corresponde	al	registrador	solicitar
al	apelante,	acredite	la	pérdida	o	robo	del	libro	de	actas	de	Junta	General	de
Accionistas	cuyos	acuerdos	se	solicita	inscribir,	ni	mucho	menos	demuestre
como	 obtuvo	 la	 legalización	 del	 libro	 de	 actas	 que	 presenta	 para	 su
inscripción,	 ya	 que	 conforme	 hemos	 señalado,	 dicha	 atribución	 le
corresponde	 al	 notario	 quien	 legalizará	 la	 apertura	 del	 libro	 de	 actas”.
(Sunarp,	R.	911-2013-Sunarp-TR-L,	may.	31/2013.	V.	P.	Rosario	del	Carmen
Guerra	Macedo)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Los	documentos	que	no	lograron	ingresar	al
registro	 no	 sirven	 para	 analizar	 la	 compatibilidad	 de	 los	 títulos.	 “‘No
constituyen	 antecedentes	 regístrales	 aquellos	 títulos	 que	 no	 han	 tenido
acogida	en	el	registro	por	adolecer	de	defectos,	ya	sean	insubsanables	o	que
pudiendo	 ser	 subsanables	 no	 lo	 fueron	 por	 el	 interesado	 dentro	 de	 la
vigencia	del	asiento	de	presentación.’	(...)	En	el	presente	caso,	la	calificación
de	 la	 concordancia	 en	 la	 numeración	 de	 los	 libros	 de	 actas	 de	 juntas
generales,	debe	hacerse	teniendo	en	cuenta	la	numeración	del	libro	de	actas
cuyos	acuerdos	 se	 solicita	 inscribir	 con	 relación	a	 la	numeración	del	 libro
que	 contiene	 el	 acta	 cuyos	 acuerdos	 se	 inscribieron	 por	 última	 vez	 en	 la
partida	de	la	sociedad	en	cuestión,	tal	como	se	ha	establecido	en	uniforme	y
reiterada	 jurisprudencia.	 Por	 lo	 tanto,	 no	 corresponde	 al	 registrador
observar	 la	 numeración	de	 los	 libros	 de	 actas	 cuyos	 acuerdos	 se	 solicitan
inscribir	teniendo	en	cuenta	libros	de	actas	cuyos	títulos	no	han	alcanzado
una	calificación	positiva	en	el	registro”.	(Sunarp,	R.	911-2013-Sunarp-TR-L,
may.	31/2013.	V.	P.	Rosario	del	Carmen	Guerra	Macedo)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	 falta	de	 concordancia	 en	 la	numeración
de	los	 libros	 societarios	 causa	 la	observación	y	no	 la	 tacha	sustantiva.
“(...)	 toda	 persona	 jurídica	 debe	 llevar	 sus	 libros	 en	 forma	 ordenada,
debiendo	acreditar	ante	el	notario	la	conclusión	o	pérdida	del	anterior	para
que	 proceda	 la	 legalización	 (certificación)	 de	 un	 segundo	 libro	 y
subsiguientes	libros.	(...).
(...),	 por	 tanto	 la	 falta	 de	 concordancia	 entre	 los	 libros	 de	 una	 persona
jurídica	no	es	causal	de	tacha	sustantiva.
Ahora	bien,	siendo	que	el	defecto	advertido	es	un	defecto	formal	respecto
al	libro	en	que	se	han	asentado	las	actas,	no	se	trata	entonces	de	una	causal
de	 nulidad	 de	 la	 sesión,	 sino	más	 bien	 constituye	 un	 defecto	 subsanable”.
(Sunarp,	R.	1671-2013-Sunarp-TR-L,	set.	15/2013.	V.	P.	Rosario	del	Carmen
Guerra	Macedo)
Ley	26887.
ART.	135.—Contenido,	aprobación	y	validez	de	las	actas.	En	el	acta	de
cada	junta	debe	constar	el	lugar,	fecha	y	hora	en	que	se	realizó;	la	indicación
de	si	se	celebra	en	primera,	segunda	o	tercera	convocatoria;	el	nombre	de
los	accionistas	presentes	o	de	quienes	los	representen;	el	número	y	clase	de
acciones	 de	 las	 que	 son	 titulares;	 el	 nombre	 de	 quienes	 actuaron	 como
presidente	y	secretario;	la	indicación	de	las	fechas	y	los	periódicos	en	que	se
publicaron	 los	 avisos	 de	 la	 convocatoria;	 la	 forma	 y	 resultado	 de	 las
votaciones	y	los	acuerdos	adoptados.
Los	 requisitos	 anteriormente	 mencionados	 que	 figuren	 en	 la	 lista	 de
asistentes	pueden	ser	obviados	si	ésta	forma	parte	del	acta.
Cualquier	 accionista	 concurrente	 o	 su	 representante	 y	 las	 personas	 con
derecho	a	asistir	a	la	junta	general	están	facultados	para	solicitar	que	quede
constancia	en	el	 acta	del	 sentido	de	 sus	 intervenciones	y	de	 los	votos	que
hayan	emitido.
El	acta,	 incluido	un	resumen	de	 las	 intervenciones	referidas	en	el	párrafo
anterior,	será	redactada	por	el	secretario	dentro	de	los	cinco	días	siguientes
a	la	celebración	de	la	junta	general.
Cuando	 el	 acta	 es	 aprobada	 en	 la	 misma	 junta,	 ella	 debe	 contener
constancia	 de	 dicha	 aprobación	 y	 ser	 firmada,	 cuando	 menos,	 por	 el
presidente,	el	secretario	y	un	accionista	designado	al	efecto.
Cuando	el	acta	no	se	aprueba	en	la	misma	junta,	se	designará	a	no	menos
de	dos	accionistas	para	que,	conjuntamente	con	el	presidente	y	el	secretario,
la	revisen	y	aprueben.	El	acta	debe	quedar	aprobada	y	firmada	dentro	de	los
diez	días	siguientes	a	la	celebración	de	la	junta	y	puesta	a	disposición	de	los
accionistas	 concurrentes	 o	 sus	 representantes,	 quienes	 podrán	 dejar
constancia	de	sus	observaciones	o	desacuerdos	mediante	carta	notarial.
Tratándose	de	juntas	generales	universales	es	obligatoria	la	suscripción	del
acta	por	todos	los	accionistas	concurrentes	a	ellas,	salvo	que	hayan	firmado
la	lista	de	asistentes	y	en	ella	estuviesen	consignados	el	número	de	acciones
del	 que	 son	 titulares	 y	 los	 diversos	 asuntos	 objeto	 de	 la	 convocatoria.	 En
este	 caso,	 basta	 que	 sea	 firmada	 por	 el	 presidente,	 el	 secretario	 y	 un
accionista	 designado	 al	 efecto	 y	 la	 lista	 de	 asistentes	 se	 considera	 parte
integrante	e	inseparable	del	acta.
Cualquier	accionista	concurrente	a	la	junta	general	tiene	derecho	a	firmar
el	acta.
El	acta	tiene	fuerza	legal	desde	su	aprobación.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 66.—Contenido	 del	 acta.	 Para	 inscribir	 el	 aumento	 de	 capital	 y	 la
correspondiente	modificación	de	estatuto,	el	acta	que	contenga	el	acuerdo
deberá	indicar:
a)	El	importe	y	la	modalidad	del	aumento;
b)	El	número	de	nuevas	acciones	creadas,	o	en	su	caso	emitidas,	su	clase	y,
cuando	corresponda,	el	nuevo	mayor	valor	nominal	de	las	existentes,	con	la
indicación	de	si	están	parcial	o	totalmente	pagadas;
c)	El	nuevo	texto	del	artículo	o	artículos	pertinentes	al	capital	social;	y,
d)	Cualquier	otra	información	que	exija	la	ley	o	este	reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	71.—Contenido	del	acta.	Para	 inscribir	 la	reducción	del	capital	y	 la
correspondiente	modificación	del	estatuto,	el	acta	que	contenga	el	acuerdo
deberá	indicar:
a)	El	importe	y	la	modalidad	de	la	reducción;
b)	 Los	 recursos	 con	 cargo	 a	 los	 cuales	 se	 efectúa	 y	 el	 procedimiento
mediante	el	cual	se	realiza;
c)	El	número	de	acciones	amortizadas,	su	clase	y,	cuando	corresponda,	el
nuevo	valor	nominal	de	las	acciones;
d)	El	nuevo	texto	del	artículo	o	artículos	pertinentes	al	capital	social;	y,
e)	Cualquier	otra	información	que	exija	la	ley	o	este	reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 77.—Actas	 de	 junta	 general	 no	 presencial.	 Los	 acuerdos
inscribibles	 adoptados	 en	 junta	 general	 no	 presencial,	 constarán	 en	 acta
redactada	y	suscrita	por	quienes	actuaron	como	presidente	y	secretario	de
la	sesión,	o	por	quienes	fueron	expresamente	designados	para	tal	efecto.	En
el	acta	se	dejará	constancia	del	lugar,	fecha	y	hora	en	que	se	realizó	la	junta
no	presencial;	el	o	 los	medios	utilizados	para	su	realización;	 la	 lista	de	 los
accionistas	 participantes	 o	 de	 sus	 representantes;	 el	 número	 y	 clase	 de
acciones	de	las	que	son	titulares;	los	votos	emitidos;	los	acuerdos	adoptados
y	los	demás	requisitos	establecidos	en	la	ley.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—En	el	acta	no	se	requiere	indicar	el	lugar	con
la	misma	rigurosidad	que	en	el	aviso	de	convocatoria.	“El	artículo	135	de
la	 ley	societaria,	que	regula	el	 contenido	de	 las	actas	de	 las	 juntas,	 resulta
ser	más	permisivo,	ya	que	en	el	acta	se	deja	constancia	del	lugar,	siendo	este
documento	una	expresión	escrita	tanto	de	los	acuerdos	a	que	arriba	la	junta,
como	 de	 las	 circunstancias	 de	 tiempo	 y	 lugar	 en	 que	 se	 adopten;	 en
consecuencia,	 no	 se	 requiere	 que	 en	 el	 acta	 se	 consigne	 el	 lugar	 con	 la
misma	rigurosidad	que	en	el	aviso	de	convocatoria,	aunque	necesariamente
las	referencias	al	lugar	que	consten	en	el	acta,	deben	permitir	la	verificación
de	que	coincide	con	el	señalado	en	la	convocatoria.”	(R.	322-2000-ORLC/TR.
11.10.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Basta	 indicar	 en	 el	 acta	 como	 lugar	 de
reunión	 de	 la	 junta	 general	 de	 socios	 el	 domicilio	 social.	 “Al	 haberse
consignado	 en	 las	 referidas	 actas	 de	 las	 juntas	 generales	 del	 14	 de
diciembre	 de	 1999	 y	 3	 de	 abril	 del	 2000	 como	 lugar	 de	 reunión	 el	 local
social	de	 (...)	S.A.	 se	cumplió	con	 lo	dispuesto	por	el	artículo	135	de	 la	 ley
societaria,	no	siendo	necesario	señalar	la	dirección	por	cuanto	ésta	se	indicó
en	el	aviso	de	convocatoria	y	se	le	dio	la	publicidad	debida,	por	lo	que	todos
los	accionistas	 tenían	conocimiento	en	qué	 lugar	se	 iba	a	realizar	 la	 junta;
prueba	 de	 ello	 es	 que	 asisten	 a	 ambas	 juntas	 el	 80%	 del	 capital	 suscrito,
siendo	además	que	el	referido	criterio	ha	sido	establecido	por	esta	instancia
en	la	Resolución	N°	191-2000-ORLC/TR	del	15	de	junio	del	2000.”	(R.	322-
2000-ORLC/TR.	11.10.2000)
JURISPRUDENCIA.—Los	 socios	disidentes	y	ausentes	quedan	sometidos
a	los	acuerdos	de	la	junta	general	de	socios.	“Conforme	a	los	artículos	111
y	135	de	 la	Ley	General	de	Sociedades,	 los	accionistas	disidentes	e	 incluso
los	ausentes	deben	someterse	a	los	acuerdos	de	la	junta	general,	cuya	acta
tiene	fuerza	legal	desde	su	aprobación.”	(Cas.	1924-2002.	10.12.2002)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—No	se	requiere	indicar	en	el	acta	el	número
de	 accionistas	 que	 votaron	 a	 favor	 o	 en	 contra	 de	 determinada
propuesta.	“El	artículo	135	de	la	Ley	General	de	Sociedades	señala	que	en	el
acta	debe	constar	el	resultado	de	 las	votaciones	y	 los	acuerdos	adoptados,
mas	no	exige	que	se	consigne	el	número	de	acciones	que	votaron	a	favor	o
en	contra	de	la	propuesta,	y	puesto	que	en	el	presente	caso	se	cumplió	con
consignar	que	el	 acuerdo	 se	adoptó	por	mayoría	 absoluta,	 se	 cumplió	 con
dejar	 constancia	 del	 resultado	 de	 la	 votación.”	 (R.	 108-2000-ORLC/TR.
19.04.2000)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Tipos	de	junta	universal	y	formalidades	del
acta	respectiva	en	cada	caso.	“6.	Entonces,	la	característica	conformadora
de	la	 junta	universal	regulada	por	el	citado	artículo	120	no	es	la	presencia
de	los	accionistas	representativos	de	todo	el	capital	votante,	pues	ello	bien
puede	 suceder	 (y	 sucede)	 en	 juntas	 convocadas	 con	 arreglo	 a	 ley	 y	 los
estatutos:	la	nota	conformadora	de	esta	modalidad	de	junta	universal	es	que
carece	 de	 convocatoria,	 carencia	 que	 sin	 embargo	 no	 impide	 que	 estén
reunidos	 todos	 los	 accionistas	 que	 detenten	 el	 100%	 de	 las	 acciones	 con
derecho	 a	 voto.	 Son,	 entonces,	 dos	 tipos	 de	 juntas	 universales	 las	 que
pueden	realizarse,	y	en	ambas	participan	 los	accionistas	 titulares	de	 todas
las	acciones	con	derecho	a	voto	i)	la	convocada	observando	el	estatuto	y	la
ley,	y	ii)	la	que	no	tuvo	convocatoria.
Las	formalidades	de	las	actas	de	cada	tipo	de	junta	universal
7.	La	posibilidad	de	que,	so	pretexto	de	que	se	ha	llevado	a	cabo	una	junta
universal	sin	convocatoria	previa,	se	perjudique	el	derecho	o	interés	de	uno
o	 más	 socios	 que	 no	 asistieron,	 hace	 necesario	 rodear	 de	 razonables
seguridades	al	acta	en	que	se	plasme	 la	realización	de	 la	 junta	universal	y
los	 acuerdos	 adoptados.	 Por	 ello,	 el	 sétimo	 párrafo	 del	 artículo	 135	 de	 la
LGS	 exige	 que	 el	 acta	 de	 la	 junta	 universal	 sea	 suscrita	 por	 todos	 los
accionistas	presentes,	a	fin	de	generar	una	prueba	documental	que	acredite
la	 concurrencia	 de	 la	 totalidad	 de	 las	 acciones	 del	 capital	 con	 derecho	 a
voto.
En	cambio,	 tratándose	de	 las	 juntas	universales	debidamente	 convocadas
observando	lo	previsto	en	la	 ley	y	 los	estatutos,	esa	prueba	documental	es
suplida	 por	 las	 constancias	 de	 recepción	 del	 citatorio	 o	 las	 publicaciones,
que	 garantizan	 el	 efectivo	 conocimiento	 de	 la	 citación	 o,	 por	 lo	menos,	 la
razonable	posibilidad	de	conocerla.	De	ahí	que	el	mismo	artículo	135,	en	sus
párrafos	 quinto	 y	 sexto,	 ha	 disciplinado	 una	 formalidad	 menos	 rigurosa
para	el	acta	de	la	junta	universal	debidamente	convocada:	debe	ser	firmada,
cuando	menos,	por	el	presidente,	el	secretario	y	un	accionista	designado	al
efecto	(si	 fue	aprobada	en	 la	misma	 junta);	o,	 se	designará	a	no	menos	de
dos	accionistas	para	que,	conjuntamente	con	el	presiente	y	el	secretario,	la
revisen	y	 aprueben	 (cuando	el	 acta	no	 se	 apruebe	en	 la	misma	 junta).	 (R.
160-2007-Sunarp-TR-T,	 jun.	 27/2007.	 Acosta	 Sánchez	 (p),	 Morgan	 Plaza;
Echevarría	Arellano).
NOTA:	 Conforme	 a	 la	 R.	 038-2008-Sunarp/PT,	 la	 presente	 resolución	 constituye	 precedente	 de
observancia	obligatoria	y	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	1	de	marzo	de	2008.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Establecimiento	 de	 la	 junta	 general	 de
accionistas	 requiere	 no	 sólo	 de	 la	 reunión	 de	 titulares	 o	 de
representantes	de	acciones	 suscritas	 con	derecho	a	 voto,	 sino	 también
de	 una	 debida	 y	 previa	 convocatoria	 por	 el	 órgano	 competente.	 “La
doctrina	 reconoce	en	 la	 junta	general	de	accionistas	el	 carácter	de	órgano
principal	 de	 la	 sociedad	 que	 conforma	 y	 expresa	 la	 voluntad	 social,
sustentada	 en	 el	 principio	mayoritario,	 dentro	 de	 los	 límites	 establecidos
por	el	ordenamiento	jurídico.	(...).
Como	 puede	 advertirse,	 el	 establecimiento	 de	 la	 junta	 general	 de
accionistas	requiere	no	sólo	de	la	reunión	de	titulares	o	representantes	de
acciones	suscritas	con	derecho	a	voto,	sino	también	de	una	debida	y	previa
convocatoria	por	el	órgano	competente	–salvo	el	 caso	de	 junta	universal–,
además,	 haberse	 instalado	 con	 el	 quórum	 correspondiente	 en	 la
oportunidad,	 lugar	 y	 agenda	 señaladas	 en	 el	 aviso	 de	 convocatoria;
requisitos	 cuya	 conjunción	 facultará	 a	 la	 junta	 a	 debatir	 y	 adoptar
válidamente	 acuerdos	 con	 las	 mayorías	 exigidas	 por	 el	 estatuto,	 los
convenios	y	la	ley;	acuerdos	que	obligarán	a	todos	los	accionistas,	incluidos
los	 disidentes	 e	 inasistentes.	 (...).”	 (Sunarp,	 R.	 049-A-2012-Sunarp-TR-L,
ene.	12/2012.	Pres.	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Juntas	universales	debidamente	convocadas
no	están	 sujetas	a	 la	 obligación	de	que	 todos	 los	 accionistas	 firmen	 el
acta.	“Entonces,	la	característica	fundamental	de	la	junta	universal	regulada
por	 el	 citado	 artículo	 120	 no	 es	 la	 presencia	 de	 los	 accionistas
representativos	de	todo	el	capital	votante,	pues	ello	bien	puede	suceder	(y
sucede)	 en	 juntas	 convocadas	 con	 arreglo	 a	 ley	 y	 los	 estatutos:	 la	 nota
conformadora	 de	 esta	 modalidad	 de	 junta	 universal	 es	 que	 carece	 de
convocatoria,	carencia	que	sin	embargo	no	impide	que	estén	reunidos	todos
los	 accionistas	 que	 detenten	 el	 100%	de	 las	 acciones	 con	 derecho	 a	 voto.
Son,	entonces,	dos	 tipos	de	 juntas	universales	 las	que	pueden	realizarse,	y
en	 ambas	 participan	 los	 accionistas	 titulares	 de	 todas	 las	 acciones	 con
derecho	a	voto	i)	la	convocada	observando	el	estatuto	y	la	ley,	y	ii)	la	que	no
tuvo	convocatoria.
5.	La	posibilidad	de	que	llevada	a	cabo	una	junta	universal	sin	convocatoria
previa,	 se	 perjudique	 el	 derecho	 o	 interés	 de	 uno	 o	 más	 socios	 que	 no
asistieron,	hace	necesario	rodear	de	razonables	seguridades	al	acta	en	que
se	plasme	la	realización	de	la	junta	universal	y	los	acuerdos	adoptados.	Por
ello,	el	sétimo	párrafo	del	artículo	135	de	la	LGS	exige	que	el	acta	de	la	junta
universal	sea	suscrita	por	 ‘todos	 los	accionistas	concurrentes	a	ellas,	salvo
que	hayan	firmado	la	lista	de	asistentes	y	en	ella	estuviesen	consignados	el
número	de	acciones	del	que	son	titulares	y	los	diversos	asuntos	objeto	de	la
convocatoria.
En	 este	 caso,	 basta	 que	 sea	 firmada	 por	 el	 presidente,	 el	 secretario	 y	 un
accionista	 designado	 al	 efecto	 y	 la	 lista	 de	 asistentes	 se	 considera	 parte
integrante	 e	 inseparable	 del	 acta’;	 ello	 a	 fin	 de	 generar	 una	 prueba
documental	que	acredite	la	concurrencia	de	la	totalidad	de	las	acciones	del
capital	con	derecho	a	voto.
En	cambio,	 tratándose	de	 las	 juntas	universales	debidamente	 convocadas
observando	lo	previsto	en	la	 ley	y	 los	estatutos,	esa	prueba	documental	es
suplida	 por	 las	 constancias	 de	 recepción	 del	 citatorio	 o	 las	 publicaciones,
que	 garantizan	 el	 efectivo	 conocimiento	 de	 la	 citación	 o,	 por	 lo	menos,	 la
razonable	posibilidad	de	conocerla.	De	ahí	que	el	mismo	artículo	135,	en	sus
párrafos	 quinto	 y	 sexto,	 ha	 disciplinado	 una	 formalidad	 menos	 rigurosa
para	el	acta	de	la	junta	universal	debidamente	convocada:	debe	ser	firmada,
cuando	menos,	por	el	presidente,	el	secretario	y	un	accionista	designado	al
efecto	(si	 fue	aprobada	en	 la	misma	 junta);	o,	 se	designará	a	no	menos	de
dos	accionistas	para	que,	conjuntamente	con	el	presidente	y	el	secretario,	la
revisen	 y	 aprueben	 (cuando	 el	 acta	 no	 se	 apruebe	 en	 la	misma	 junta).	 La
publicación	de	 la	 citación	a	 la	 junta	o	 la	 constancia	de	su	 recepción	hacen
innecesaria	la	generación	de	una	prueba	documental	adicional.
En	ese	sentido	si	se	ha	dispensado	de	convocatoria	a	 la	 junta	general	por
ser	universal,	sólo	se	establece	una	exigencia	mayor	en	cuanto	a	que	el	acta
debe	 ser	 suscrita	 por	 todos	 los	 accionistas	 presentes.”	 (Sunarp,	 R.	 049-A-
2012-Sunarp-TR-L,	ene.	12/2012.	Pres.	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Actas	 de	 juntas	 universales	 sin	 previa
convocatoria	 deben	 estar	 suscritas	 por	 todos	 los	 accionistas
concurrentes.	 “En	 este	 contexto,	 en	 sesión	 ordinaria	 del	 Pleno	 XXVII	 -
XXVIII	celebrada	los	días	21,	22	y	23	de	noviembre	del	2007,	publicada	el	1
de	marzo	del	2008,	se	acordó	el	siguiente	precedente:
‘6.-	Suscripción	de	acta	en	junta	universal
‘La	 obligatoriedad	 de	 suscripción	 de	 acta	 por	 todos	 los	 accionistas
concurrentes,	 contenida	 en	 el	 sétimo	 párrafo	 del	 artículo	 135	 de	 la	 Ley
General	 de	 Sociedades,	 sólo	 es	 aplicable	 a	 aquellas	 juntas	 generales
universales	 que	 se	 conforman	 espontáneamente;	 es	 decir,	 sin	 previa
convocatoria’.	(...).
Por	 lo	 que	 podemos	 esbozar	 como	 primera	 conclusión	 que	 la
obligatoriedad	 de	 la	 suscripción	 del	 acta	 por	 todos	 los	 accionistas
concurrentes	 se	 da	 en	 los	 casos	 de	 juntas	 generales	 universales	 que	 se
hayan	 conformado	 espontáneamente.	 Lo	 cual	 no	 resulta	 de	 aplicación
cuando	la	junta	universal	se	ha	conformado	con	la	asistencia	de	la	totalidad
de	 los	 accionistas	 debidamente	 convocados	 conforme	 al	 estatuto.	 Sin
embargo	 en	 ambos	 supuestos,	 la	 omisión	 en	 alguna	 de	 las	 firmas	 de	 los
accionistas	 daría	 lugar	 a	 una	 observación,	 por	 tratarse	 de	 defectos	 en	 el
título	 formal	que	pueden	 ser	 regularizados	 en	 acto	posterior,	 pues	 el	 acta
solo	constituye	una	transcripción	de	lo	acontecido	en	la	 junta.”	(Sunarp,	R.
049-A-2012-Sunarp-TR-L,	ene.	12/2012.	Pres.	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Obligatoriedad	 de	 suscripción	 del	 acta	 por
todos	los	accionistas	concurrentes	solo	se	aplica	a	 las	 juntas	generales
universales	 espontáneas.	 “La	 obligatoriedad	 de	 suscripción	 del	 acta	 por
todos	 los	 accionistas	 concurrentes,	 contenida	 en	 el	 sétimo	 párrafo	 del
artículo	 135	 de	 la	 Ley	General	 de	 Sociedades,	 sólo	 es	 aplicable	 a	 aquellas
juntas	generales	universales	que	se	conforman	espontáneamente;	es	decir,
sin	previa	 convocatoria.	 La	 representatividad	de	 los	 intervinientes	 en	una
junta	general	de	accionistas	deberá	ser	acreditada	ante	la	sociedad,	siendo
el	presidente	y	secretario	los	encargados	de	verificar	que	se	hayan	cumplido
las	normas	 legales	y	estatutarias	 sobre	 la	materia.	Un	documento	especial
en	 el	 que	 se	 recoge	 el	 acta	 de	 junta	 general	 de	 accionistas	 constituye	 un
documento	inscribible	si	en	dicha	junta	intervino	un	notario	dando	fe	de	la
existencia	 y	 circunstancia	 de	 la	misma,	 aunque	 no	 haya	 sido	 suscrita	 por
todos	 los	 accionistas	 concurrentes	 a	 la	 reunión”.	 (Sunarp,	 R.	 1505-2013-
Sunarp-TR-L,	set.	13/2013.	V.	P.	Luis	Alberto	Aliaga	Huaripata)
RESOLUCIÓN	SUNARP.—El	acta	de	junta	general	de	accionista	universal
solo	 debe	 indicar	 el	 lugar	 de	 realización	 y	 no	 necesariamente	 la
dirección.	 “Así,	 conforme	 se	 transcribió	 anteriormente,	 en	 el	 acta	 se
consignó	 ‘se	 reunieron	 en	 las	 oficinas	 de	 la	 sociedad	 (...)’,	 tal	 indicación
resulta	suficiente	a	efecto	de	cumplir	con	el	artículo	135	de	la	Ley	General
de	Sociedades,	siendo	innecesario	consignar	la	dirección	en	la	que	se	ubican
las	oficinas	de	la	sociedad	atendiendo	a	que	se	trató	de	una	junta	universal”.
(Sunarp,	 R.	 1344-2015-Sunarp-TR-L,	 jul.	 09/2015.	 V.	 P.	 Gloria	 Amparo
Salvatierra	Valdivia)
MODELO	DE	ACTA	DE	JUNTA	GENERAL	PARA	APROBACIÓN	DE	BALANCE
	
Junta	general	de	accionistas
En	Lima,	a	las	9.00	horas	del	día	…	de	…….	del	2007,	se	reunió	la	junta	general	de
accionistas	 de	 la	 sociedad	 XXX	 S.A.,	 inscrita	 en	 la	 Partida	 N°	 ……………….	 del
Registro	de	Personas	Jurídicas	de	la	Oficina	Registral	de	Lima	y	Callao,	en	el	local
de	 la	sociedad	sito	en	……………………,	distrito	de	……………………………,	provincia	y
departamento	de	Lima.	Concurrieron	a	la	junta	los	siguientes	accionistas:
•	 ……………............................,	 titular	 de	 ……..	 acciones,	 con	 un	 valor	 nominal	 de	 S/.
10,00	por	cada	acción.
•	………………………………,	titular	de	…...	acciones,	con	un	valor	nominal	de	S/.	10,00
por	cada	acción.
•	……………………………....,	titular	de	......	acciones,	con	un	valor	nominal	de	S/.	10,00
por	cada	acción.
Se	 designó	 como	 presidente	 de	 la	 junta	 al	 señor	 ………………...…………..	 y	 como
secretario	al	………………………………………..
Encontrándose	presentes	la	totalidad	de	accionistas	que	representan	el	100%	del
capital	 social	 y	 estando	 todos	 de	 acuerdo	 con	 celebrar	 una	 junta	 universal	 de
conformidad	con	el	artículo	120	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	los	accionistas
manifestaron	su	conformidad	con	celebrar	 la	presente	 junta	y	con	los	asuntos	a
tratarse	en	ella.
Agenda
El	presidente	manifestó	que	 los	asuntos	a	tratarse	en	 la	presente	 junta	eran	 los
siguientes:
1.	Aprobación	del	balance	y	de	los	estados	de	ganancias	y	pérdidas	del	ejercicio
2006.
2.	Regularización	del	pago	de	dividendos	de	ejercicios	pasados	y	acuerdo	de	pago
de	dividendos.
Deliberaciones	y	acuerdos
1.	Aprobación	del	balance	y	de	los	estados	de	ganancias	y	pérdidas	del	ejercicio
2006.
El	presidente	manifestó	que	habiéndose	puesto	a	disposición	de	los	accionistas
los	documentos	 relativos	 al	 balance	 y	 al	 estado	de	 ganancias	 y	 pérdidas	de	 la
sociedad	 correspondientes	 al	 ejercicio	 2006,	 era	 necesario	 proceder	 a	 su
aprobación	por	la	junta.
De	 esta	 manera,	 después	 de	 una	 breve	 deliberación	 la	 junta	 acordó	 por
unanimidad	 aprobar	 el	 balance	 y	 los	 estados	 de	 ganancias	 y	 pérdidas	 de	 la
sociedad,	 correspondientes	 al	 ejercicio	 2006,	 cuya	 copia	 figura	 adjunta	 a	 la
presente	acta.
2.	Regularización	del	pago	de	dividendos	de	ejercicios	pasados	y	acuerdo	de	pago
de	dividendos.
El	presidente	señaló	que,	 como	consecuencia	de	 las	actividades	de	 la	sociedad
realizadas	en	los	ejercicios	2004,	2005	y	2006	y	tal	como	se	puede	apreciar	de
los	balances	y	de	 los	 estados	de	ganancias	y	pérdidas	de	dichos	ejercicios,	 los
cuales	 han	 sido	 debidamente	 aprobados,	 se	 han	 obtenido	 utilidades.	 En	 ese
sentido,	el	presidente	señaló	que	los	dividendos	por	los	ejercicios	2004,	2005	y
2006	estarían	pendientes	de	pago,	por	 lo	que	sería	recomendable	que	 la	 junta
adopte	una	decisión	sobre	el	destino	de	todos	los	beneficios	acumulados.
De	 esta	manera,	 después	 de	 un	 breve	 debate,	 la	 junta	 acordó	 por	 unanimidad
distribuir	el	50%	de	 las	utilidades	de	 los	ejercicios	2004	y	2005	y	el	25%	de	 la
utilidad	obtenida	el	2006	 los	 cuales	 se	encuentran	acumulados,	 siendo	 la	 suma
S/.	…………………	(………………………………	con	00/100	nuevos	soles)	a	favor	de	cada
accionista,	de	conformidad	con	su	porcentaje	de	participación	en	el	capital	social.
Esto	 hace	 un	 total	 de	 S/.	 ………………………………	 (………………………..	 con	 00/100
nuevos	soles)	que	deberán	ser	pagados	a	favor	de	los	accionistas	en	un	plazo	no
mayor	de	12	meses	contados	a	partir	de	la	fecha	de	la	presente	junta.
Sin	más	 asuntos	 que	 tratar,	 la	 presente	 junta	 se	 declaró	 concluida	 a	 las	 12.00
horas	del	día,	procediendo	 los	accionistas	a	 la	 lectura,	aprobación	y	suscripción
de	la	presente	acta.
...............................	...............................	.................................
(Accionista	N°	1)	(Accionista	N°	2)	(Accionista	N°	3)
	
Ley	26887.
ART.	 136.—Acta	 fuera	 del	 libro	 o	 de	 las	 hojas	 sueltas.
Excepcionalmente,	cuando	por	cualquier	circunstancia	no	se	pueda	asentar
el	acta	en	la	forma	establecida	en	el	artículo	134,	ella	se	extenderá	y	firmará
por	todos	los	accionistas	concurrentes	en	un	documento	especial,	el	que	se
adherirá	 o	 transcribirá	 al	 libro	 o	 a	 las	 hojas	 sueltas	 no	 bien	 éstos	 se
encuentren	 disponibles,	 o	 en	 cualquier	 otra	 forma	 que	 permita	 la	 ley.	 El
documento	 especial	 deberá	 ser	 entregado	 al	 gerente	 general	 quien	 será
responsable	de	cumplir	con	lo	antes	prescrito	en	el	más	breve	plazo.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Es	 posible	 inscribir	 acuerdos	 de	 junta
general	extendidos	en	un	documento	especial	y	no	adherido	o	transcrito
al	 libro	 si	 se	 acredita	 la	 imposibilidad	de	 su	adhesión	o	 transcripción.
“Según	 lo	previsto	por	el	 artículo	134	de	 la	Ley	N°	26887,	Ley	General	de
Sociedades,	los	acuerdos	adoptados	en	junta	general	se	plasman	en	actas	las
cuales	 expresan	un	 resumen	de	 lo	 acontecido	 en	 la	 reunión.	Dichas	 actas,
redactadas	con	 la	 formalidad	señalada	en	el	 artículo	135	de	 la	 citada	LGS,
pueden	 asentarse	 en	 un	 libro	 abierto	 especialmente	 para	 dicho	 efecto,	 en
hojas	sueltas	o	en	cualquier	otra	forma	que	permita	la	ley.	Cuando	consten
en	libros	o	documentos,	ellos	serán	legalizados	conforme	a	ley.	Asimismo,	el
artículo	136	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	prevé	excepcionalmente	que
cuando	no	sea	posible	asentar	el	acta	en	la	forma	establecida	en	el	párrafo
precedente,	 se	extenderá	en	un	documento	especial,	 con	 la	 firma	de	 todos
los	 accionistas	 concurrentes,	 documento	 que	 se	 adherirá	 o	 transcribirá	 al
libro	o	a	 las	hojas	sueltas,	en	cuanto	estos	se	encuentren	disponibles,	o	en
cualquier	otra	 forma	que	permita	 la	 ley.	El	documento	especial	deberá	ser
entregado	al	gerente	general	quien	será	responsable	de	cumplir	con	lo	antes
prescrito	en	el	más	breve	plazo.	(...).
Para	 el	 caso	 previsto	 en	 el	 artículo	 bajo	 comentario	 es	 requisito	 que	 el
documento	sea	firmado	por	todos	los	accionistas	concurrentes	a	la	reunión.
El	 documento	 así	 firmado	 debe	 adherirse	 o	 transcribirse	 al	 libro	 o	 a	 las
hojas	 sueltas,	 o	 cumplir	 con	 las	 formalidades	 de	 los	 otros	 sistemas	 que
puedan	ser	permitidos	por	la	ley,	apenas	ello	sea	posible”.	(Sunarp,	R.	955-
2013-Sunarp-TR-L,	jun.	07/2013.	V.	P.	Beatriz	Cruz	Peñaherrera)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—TR:	no	debe	confundirse	el	acta	que	consta
en	documento	especial	con	las	actas	redactadas	en	“hojas	sueltas”.	“10.
Ahora	bien,	antes	de	proseguir	con	el	presente	análisis	cabe	mencionar	que
nos	 encontramos	 ante	 un	 acta	 que	 consta,	 como	 ha	 quedado	 dicho,	 en
documento	especial	de	conformidad	con	lo	señalado	en	el	artículo	134	de	la
Ley	General	 de	 Sociedades,	 por	 lo	 que	no	debe	 confundirse	 esta	 situación
excepcional	con	las	actas	redactadas	en	‘hojas	sueltas’.
Las	‘hojas	sueltas’	al	igual	que	los	libros	de	actas	son	documentos	pasibles
de	ser	legalizados	por	notario	público	(112	del	Decreto	Legislativo	N°	1049)
esto	es	ambos	son	equivalentes	y	pueden	ser	utilizados	indistintamente	por
las	 personas	 jurídicas	 para	 extender	 las	 actas	 respectivas	 El	 documento
especial	a	que	alude	el	artículo	136,	se	elabora	excepcionalmente	cuando	el
acta	no	puede	ser	extendida	ni	en	el	libro	de	actas	ni	en	las	hojas	sueltas	ni
en	 cualquier	 otro	 sistema	 aceptado	 legalmente	 que	 haya	 escogido	 dicha
persona	jurídica	para	asentar	sus	actas.
En	 tal	 sentido,	 en	 el	 presente	 caso,	 el	 acta	 de	 la	 sesión	 de	 directorio	 del
25/9/2012,	consta	en	documento	especial	debido	a	que	el	gerente	general
removido	se	ha	negado	a	entregar	los	libros	de	actas,	conforme	se	advierte
de	la	propia	acta,	de	la	constancia	notarial	del	4/10/2012,	de	la	declaración
jurada	 del	 15/10/2012	 otorgada	 por	 los	 asistentes	 a	 dicha	 sesión	 y	 de	 la
declaración	 jurada	 del	 presidente	 del	 directorio	 de	 fecha	 17/9/2012”.
(Sunarp,	R.	235-2013-Sunarp-TR-L,	feb.	08/2013.	Pres.	Rosario	del	Carmen
Guerra	Macedo)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 reaparición	 de	 libro	 de	 actas	 indica	 la
imposibilidad	de	continuar	con	la	numeración	correlativa	de	los	libros.
“(...)	no	debe	confundirse	esta	situación	excepcional	con	las	actas	redactadas
en	 ‘hojas	 sueltas’;	 puesto	 que,	 las	 ‘hojas	 sueltas’	 al	 igual	 que	 los	 libros	 de
actas	 son	 documentos	 pasibles	 de	 certificación	 de	 apertura	 por	 notario
público	 (112	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1049),	 esto	 es,	 ambos	 son
equivalentes	 y	 pueden	 ser	 utilizados	 indistintamente	 por	 las	 personas
jurídicas	para	extender	 las	actas	 respectivas.	El	documento	especial	 a	que
alude	el	artículo	136,	se	elabora	excepcionalmente	cuando	el	acta	no	puede
ser	extendida	ni	en	el	 libro	de	actas	ni	en	 las	hojas	sueltas	ni	en	cualquier
otro	sistema	aceptado	legalmente	que	haya	escogido	dicha	persona	jurídica
para	asentar	las	actas.	(...).
A	 criterio	de	esta	 sala,	 la	 reaparición	de	 libro	de	actas	N°	1,	 así	 como	 las
copias	 de	 las	 denuncias	 presentadas	 nos	 muestran	 que	 existe	 una
imposibilidad	de	que	efectivamente	se	pueda	continuar	con	la	numeración
correlativa	de	los	libros.
Es	 de	 señalar	 que	 en	 la	 Resolución	 N°	 427-2013-Sunarp-TR-L	 del
12/3/2013,	 se	 analizó	 un	 caso	 similar	 (reaparición	 de	 libros)
estableciéndose	que	siendo	que	la	falta	de	compatibilidad	de	libros	no	es	un
defecto	 insubsanable,	 puede,	 en	 todo	 caso,	 presentarse	 las	 actas	 en	 hojas
sueltas	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 en	 el	 presente	 análisis	 se	 han
mencionado.
En	 tal	 sentido,	 corresponde	 revocar	 la	 tacha	 sustantiva	 formulada	 por	 la
registradora	 pública	 del	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 de	 Lima
disponiendo	su	observación,	por	adolecer	de	defecto	subsanable”.	(Sunarp,
R.	1671-2013-Sunarp-TR-L,	set.	15/2013.	V.	P.	Rosario	del	Carmen	Guerra
Macedo)
Ley	26887.
ART.	 137.—Copia	 certificada	 del	 acta.	 Cualquier	 accionista,	 aunque	 no
hubiese	 asistido	 a	 la	 junta	 general,	 tiene	 derecho	 de	 obtener,	 a	 su	 propio
costo,	copia	certificada	del	acta	correspondiente	o	de	la	parte	específica	que
señale.	El	gerente	general	de	la	sociedad	está	obligado	a	extenderla,	bajo	su
firma	 y	 responsabilidad,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 cinco	 días	 contados	 a
partir	de	la	fecha	de	recepción	de	la	respectiva	solicitud.
En	 caso	 de	 incumplimiento,	 el	 interesado	 puede	 recurrir	 al	 juez	 del
domicilio	por	la	vía	del	proceso	no	contencioso	a	fin	que	la	sociedad	exhiba
el	 acta	 respectiva	 y	 el	 secretario	 del	 juzgado	 expida	 la	 copia	 certificada
correspondiente	 para	 su	 entrega	 al	 solicitante.	 Los	 costos	 y	 costas	 del
proceso	son	de	cargo	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	138.—Presencia	de	notario.	Por	acuerdo	del	directorio	o	a	solicitud
presentada	 no	menos	 de	 cuarentiocho	 horas	 antes	 de	 celebrarse	 la	 junta
general,	por	accionistas	que	representen	cuando	menos	el	veinte	por	ciento
de	 las	 acciones	 suscritas	 con	derecho	a	 voto,	 la	 junta	 se	 llevará	 a	 cabo	 en
presencia	 de	 notario,	 quien	 certificará	 la	 autenticidad	 de	 los	 acuerdos
adoptados	por	la	junta.
Corresponde	al	gerente	general	la	designación	del	notario	y	en	caso	de	que
la	solicitud	sea	formulada	por	los	accionistas	éstos	correrán	con	los	gastos
respectivos.
JURISPRUDENCIA.—Accionistas	pueden	o	no	solicitar	la	presencia	de	un
notario	público	en	 la	 junta	general.	“(…)	hay	que	señalar	que	el	artículo
138	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 es	 claro	 en	 precisar	 que	 los	 sujetos
destinatarios	de	la	potestad	para	solicitar	la	concurrencia	de	notario	público
a	 la	 junta	 general,	 lo	 son	 el	 directorio	 o	 los	 accionistas	 que	 representen
cuando	menos	el	veinte	por	ciento	de	 las	acciones	suscritas	con	derecho	a
voto,	 por	 lo	 que	 es	 respecto	 de	 estos,	 que	 se	 entiende	 la	 dimensión
dispositiva	 de	 la	 norma,	 en	 cuanto	 a	 que	 les	 reconoce	 una	 facultad	 que
pueden	o	no	ejercerla.	(…).”	(C.S.,	Cas.	4888-2008-Lima,	mar.	05/2009.	V.	P.
Távara	Córdoba)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 presencia	 del	 notario	 también	 puede
certificar	 la	 autenticidad	 de	 los	 acuerdos	 de	 la	 sesión	 de	 directorio:
aplicación	 analógica	 del	 artículo	 138	de	 la	 LGS.	 “La	 función	 notarial	 es
una	actividad	de	servicio	público	que	contribuye	a	la	seguridad	jurídica	del
país	mediante	el	otorgamiento	de	fe	pública	a	los	actos,	contratos	y	hechos
que	se	realizan.
El	artículo	138	de	la	Ley	General	de	Sociedades	señala	que	por	acuerdo	de
directorio	o	 a	 solicitud	presentada	no	menos	de	 cuarentiocho	horas	 antes
de	 celebrarse	 la	 junta	 general,	 por	 accionistas	 que	 representen	 cuando
menos	 el	 veinte	 por	 ciento	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 voto,	 la
junta	 se	 llevará	 a	 cabo	 con	 presencia	 de	 notario,	 quien	 certificará	 la
autenticidad	de	los	acuerdos	adoptados	por	la	junta.
Si	bien	el	artículo	precitado	se	encuentra	referido	a	la	presencia	de	notario
en	 la	 junta	 general	 de	 accionistas,	 por	 analogía	 dicho	 supuesto	 resulta
aplicable	a	la	sesión	de	directorio;	en	tal	sentido,	la	presencia	del	notario	en
el	 presente	 caso	 certifica	 la	 autenticidad	 de	 los	 acuerdos	 adoptados	 en	 la
sesión	de	directorio	(...)	y	por	tanto	el	hecho	que	falte	la	firma	del	presidente
no	constituye	un	defecto,	puesto	que	el	notario	ha	dado	fe	de	los	hechos	que
ocurrieron	 en	 la	 referida	 sesión	 y	 ha	 certificado	 la	 autenticidad	 de	 los
acuerdos	 adoptados”.	 (Sunarp,	R.	 855-2013-Sunarp-TR-L,	 jun.	 22/2013.	V.
P.	Mirtha	Rivera	Bedregal)
Ley	26887.
ART.	 139.—Acuerdos	 impugnables.	 Pueden	 ser	 impugnados
judicialmente	los	acuerdos	de	la	junta	general	cuyo	contenido	sea	contrario
a	 esta	 ley,	 se	 oponga	 al	 estatuto	 o	 al	 pacto	 social	 o	 lesione,	 en	 beneficio
directo	o	indirecto	de	uno	o	varios	accionistas,	los	intereses	de	la	sociedad.
Los	acuerdos	que	incurran	en	causal	de	anulabilidad	prevista	en	la	ley	o	en
el	 Código	 Civil,	 también	 serán	 impugnables	 en	 los	 plazos	 y	 formas	 que
señala	la	ley.
No	 procede	 la	 impugnación	 cuando	 el	 acuerdo	 haya	 sido	 revocado,	 o
sustituido	por	otro	adoptado	conforme	a	ley,	al	pacto	social	o	al	estatuto.
El	 juez	mandará	tener	por	concluido	el	proceso	y	dispondrá	el	archivo	de
los	 autos,	 cualquiera	 que	 sea	 su	 estado,	 si	 la	 sociedad	 acredita	 que	 el
acuerdo	ha	sido	revocado	o	sustituido	conforme	a	lo	prescrito	en	el	párrafo
precedente.
En	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 dos	 párrafos	 anteriores,	 no	 se	 perjudica	 el
derecho	adquirido	por	el	tercero	de	buena	fe.
C.	C.
ART.	221.—El	acto	jurídico	es	anulable:
1.	Por	incapacidad	relativa	del	agente.
2.	Por	vicio	resultante	de	error,	dolo,	violencia	o	intimidación.
3.	Por	simulación,	cuando	el	acto	real	que	lo	contiene	perjudica	el	derecho
de	tercero.
4.	Cuando	la	ley	lo	declara	anulable.
C.	C.
ART.	 222.—El	 acto	 jurídico	 anulable	 es	 nulo	 desde	 su	 celebración,	 por
efecto	de	la	sentencia	que	lo	declare.
Esta	nulidad	se	pronunciará	a	petición	de	parte	y	no	puede	ser	alegada	por
otras	personas	que	aquellas	en	cuyo	beneficio	la	establece	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—La	impugnación	de	los	acuerdos	de	la	junta	general
de	 socios	 se	 resuelve	mediante	 sentencia	 firme	 y	 consentida.	 “Una	 vez
que	 la	 junta	 general	 adopta	 un	 acuerdo,	 nuestro	 ordenamiento	 jurídico
otorga	 la	 posibilidad	 que	 se	 solicite	 su	 nulidad,	 para	 lo	 cual	 deberá
observarse	 la	 forma	 prevista	 en	 el	 artículo	 38	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	 pudiendo	 también	 solicitarse	 su	 impugnación,	 debiendo
seguirse	la	forma	prevista	en	el	artículo	139	del	mismo	cuerpo	legal,	siendo
que	 para	 hacerse	 efectivos	 cualquiera	 de	 los	 supuestos	 jurídicos	 antes
acotados,	 es	 necesario	 interponer	 la	 demanda	 respectiva	 ante	 el	 órgano
jurisdiccional,	 a	 fin	 de	 que	 mediante	 sentencia	 firme	 y	 consentida	 se
resuelva,	 sea	 la	 nulidad	 o	 la	 impugnación	 del	 acuerdo.”	 (Cas.	 1442-2002-
Arequipa,	16.09.2002)
JURISPRUDENCIA.	—CS:	 la	sustracción	de	 la	pretensión	sin	declaración
sobre	el	fondo	del	asunto	en	materia	societaria	no	implica	interferencia
de	 la	 función	 jurisdiccional.	 “(…)	 los	 demandantes	 cuestionan	 la
constitucionalidad	del	artículo	ciento	 treinta	y	nueve	de	 la	Ley	General	de
Sociedades	 –Ley	 número	 veintiséis	 mil	 ochocientos	 ochenta	 y	 siete–,	 por
considerar	 que	 esta	 afecta	 el	 principio	 de	 independencia	 del	 juez	 al
permitirse	 la	 interferencia	 en	 procesos	 en	 trámite.	 Debe	 indicarse	 que	 el
precitado	artículo	es	una	norma	que	regula	la	sustracción	de	la	pretensión
sin	declaración	 sobre	 el	 fondo	del	 asunto	 en	materia	 societaria,	 lo	 que	 en
modo	alguno	implica	interferir	con	la	función	jurisdiccional,	pues	esta	forma
de	 conclusión	 del	 proceso	 sin	 pronunciamiento	 sobre	 el	 fondo	 incluso	 se
encuentra	 prevista	 en	 nuestro	 ordenamiento	 procesal	 civil	 (artículo
trescientos	 veintiuno	 del	 Código	 Procesal	 Civil).”	 (C.	 S.,	 Cas.	 0796-2008-
Lima,	abr.	22/2009.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.	—No	cabe	que	se	siga	sustanciando	una	impugnación
cuando	 el	 acuerdo	 en	 cuestión	 ha	 sido	 revocado	 o	 sustituido	 por	 otro
igual.	 “(…)	 si	 en	 el	 transcurso	 del	 proceso	 se	 acreditara	 que	 el	 acuerdo
impugnado	en	el	proceso	en	trámite,	ha	sido	revocado	o	sustituido	por	otro
acuerdo	adoptado	conforme	a	ley,	al	pacto	social	o	al	estatuto,	el	juez	deberá
declarar	la	conclusión	del	proceso	y	el	archivo	de	los	autos	en	el	estado	que
se	 encuentre	 los	 actuados;	 esto	 resulta	 evidente	 al	 resultar	 ocioso	 que	 el
órgano	 jurisdiccional	 se	 pronuncie	 sobre	 acuerdos	 que	 se	 han	 dejado	 sin
efecto.	(…)	respecto	a	 la	revocación	o	sustitución	de	acuerdos	Elías	Laroza
señala:	Existe	un	principio	societario	básico	que	 los	 informa:	 se	busca	dar
celeridad	 y	 efectividad	 a	 las	 impugnaciones,	 con	miras	 a	 no	 perjudicar	 el
normal	 desenvolvimiento	 de	 las	 actividades	 de	 la	 sociedad,	 pero
procurando	 dar	 elementos	 suficientes	 para	 que	 el	 derecho	 pueda	 ser
cabalmente	ejercido.	Sobre	esta	base	no	cabe	que	se	siga	sustanciando	una
impugnación	cuando	el	acuerdo	en	cuestión	ha	sido	revocado	o	sustituido
por	otro	igual,	adoptado	sin	transgredir	la	ley,	el	pacto	social	o	el	estatuto.”
(C.	S.,	Cas.	0796-2008-Lima,	abr.	22/2009.	V.	P.	Mac	Rae	Thays)
JURISPRUDENCIA.—Con	 el	 Código	 Civil,	 la	 Corte	 Suprema	 explica	 y
ordena	 las	 causales	 de	 anulabilidad	 y	 nulidad	 en	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades.	 “(...)	 al	 igual	 que	 en	 el	 derecho	 civil	 en	 el	 caso	 de	 los	 actos
jurídicos	 o	 negocios	 de	 naturaleza	 comercial	 o	 mercantil	 la	 legislación
especial	 esto	 es	 la	 Ley	 número	 26887	 ha	 previsto	 igualmente	 que	 los
acuerdos	societarios	pueden	ser	invalidados	cuando	se	incurre	en	alguna	de
las	causales	de	nulidad	o	anulabilidad	previstas	en	 la	 ley	especial	por	esta
razón	 a	 juicio	 de	 este	 tribunal	 supremo	 debe	 admitirse	 que	 cuando	 el
artículo	 139	 de	 la	 Ley	 número	 26887	 prevé	 que	 pueden	 ser	 impugnados
judicialmente	los	acuerdos	de	la	junta	general	cuyo	contenido	sea	contrario
a	la	Ley	de	Sociedades,	al	estatuto,	al	pacto	social	o	lesione	los	intereses	de
la	sociedad	en	beneficio	de	uno	o	varios	accionistas	lo	que	hace	es	proteger
un	 interés	 individual	 privado	 que	 atañe	 básicamente	 a	 los	 socios	 de	 la
empresa	comercial	por	tanto	queda	claro	que	lo	que	en	esencia	contempla	la
ley	son	causales	de	anulabilidad	de	los	acuerdos	societarios	en	tanto	que	el
artículo	 150	 al	 hacer	 referencia	 a	 la	 invalidez	 de	 los	 acuerdos	 societarios
que	sean	contrarios	a	normas	imperativas	o	que	incurran	en	las	causales	de
nulidad	 previstas	 expresamente	 en	 la	 Ley	 Especial	 o	 en	 el	 Código	 Civil
evidentemente	 lo	que	hace	es	cautelar	 la	 infracción	de	 intereses	generales
que	afectan	el	orden	público	o	las	buenas	costumbres	por	tanto	se	trata	de
verdaderas	 causales	 de	 nulidad	 absoluta.	 (…)	 además	 debe	 tenerse	 en
cuenta	 que	 el	 artículo	 140	 de	 la	 Ley	 número	 26887	 ha	 previsto	 que	 la
impugnación	 (léase	 anulabilidad	 de	 acuerdos	 societarios)	 únicamente
puede	ser	promovida	por	 los	accionistas	que	en	 la	 junta	general	hubiesen
hecho	constar	su	oposición	al	acuerdo,	por	los	accionistas	ausentes	y	por	los
que	hayan	 sido	 ilegítimamente	privados	de	 emitir	 su	 voto	 lo	que	pone	 en
evidencia	que	la	ley	en	este	caso	únicamente	protege	los	intereses	privados
e	 internos	que	atañen	únicamente	a	 los	 asociados	de	 la	 entidad	 comercial
además	el	artículo	142	de	la	misma	ley	señala	que	la	acción	de	impugnación
de	 los	 acuerdos	 caduca	en	el	breve	plazo	de	dos	meses	 contados	desde	 la
fecha	de	adopción	del	acuerdo,	o	a	los	tres	meses	si	se	trata	de	un	accionista
que	no	concurrió	a	la	junta,	o	al	mes	si	se	trata	de	acuerdos	inscribibles	en
cambio	 la	 acción	 prevista	 en	 el	 artículo	 150	 puede	 ser	 promovida	 por
cualquier	persona	que	 tenga	 legítimo	 interés	en	 invalidar	el	acuerdo	en	el
plazo	de	un	año	contado	a	partir	de	la	adopción	del	mismo.	(...)	en	relación	a
los	plazos	de	caducidad	no	está	demás	destacar	una	vez	más	que	cuando	se
trata	 de	 la	 impugnación	 de	 actos	 jurídicos	 de	 naturaleza	 mercantil	 o
comercial	 los	 plazos	 de	 caducidad	 no	 pueden	 ser	 otros	 que	 los
especialmente	previstos	en	los	artículos	142	y	150	de	la	Ley	número	26887
ya	detallados	precedentemente	sin	que	pueda	en	modo	alguno	aplicarse	los
plazos	de	caducidad	previstos	en	el	Código	Civil	pues	estos	solo	podrían	ser
aplicables	en	caso	no	existieran	normas	especiales	que	regulen	dicho	plazo”.
(CS,	Cas.	2146-2011-Lima,	abr.	13/2012.	V.	P.	Valcárcel	Saldaña)
JURISPRUDENCIA.—Dos	tipos	de	acciones	para	atacar	 la	validez	de	 los
acuerdos	societarios:	impugnación	del	acuerdo	y	acción	de	nulidad.	“En
relación	a	las	sociedades	anónimas,	la	citada	Ley	General	de	Sociedades	ha
contemplado	 en	 su	 texto	 legal	 dos	 tipos	 de	 acciones	 por	 las	 cuales	 puede
solicitarse	 la	 invalidez	 de	 los	 acuerdos	 societarios,	 estos	 son:	 la
impugnación	de	acuerdo	en	sentido	estricto,	regulado	por	el	artículo	139	de
la	 acotada	 ley	 y	 la	 denominada	 acción	 de	 nulidad	 regulada	 en	 el	 artículo
150,	 teniendo	 cada	 una	 de	 ellas	 supuestos	 y	 alcances	 distintos,	 así	 como
diferentes	 plazos	 de	 caducidad.	 (...)	 de	 lo	 anteriormente	 descrito	 puede
indicarse	que	el	artículo	139	de	la	mencionada	ley	contempla	en	estricto	las
causales	de	anulabilidad	de	 los	acuerdos	societarios	(nulidad	relativa)	que
pueden	ser	cuestionados	a	través	de	la	impugnación	de	acuerdo.	(...)	Por	el
contrario,	 la	 denominada	 acción	 de	 nulidad	 de	 acuerdos	 societarios
conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 el	 artículo	 150	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 procede	 (...).	 La	 acción	 de	 nulidad	 prevista	 en	 este	 artículo
caduca	 al	 año	 de	 la	 adopción	 del	 acuerdo	 respectivo;	 por	 tanto	 a	 fin	 de
incoar	la	demanda	de	nulidad	de	acuerdos	(nulidad	absoluta),	es	necesario
demostrar	 que	 los	 vicios,	 así	 como	 los	 acuerdos	 que	 lo	 contienen
determinan	consecuencias	que	trasciendan	los	intereses	de	los	accionistas,
esto	es,	se	cautela	la	infracción	de	intereses	generales	que	afectan	el	orden
público	 o	 las	 buenas	 costumbres,	 acción	 que	 puede	 ser	 interpuesta	 por
quien	 tenga	 legítimo	 interés,	 y	 si	bien	es	 cierto	este	dispositivo	 legal	hace
alusión	a	las	normas	imperativas,	debe	indicarse	que	dicha	acotación	tiene
que	 interpretarse	 en	 el	 sentido	 que	 norma	 imperativa	 es	 aquella	 que
expresamente	 sanciona	 con	 nulidad	 la	 omisión	 de	 algún	 requisito	 o
formalidad,	puesto	que	 la	nulidad	debe	ser	expresa	y	no	tácita,	como	es	el
caso	 de	 los	 artículos	 33	 y	 35	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 o	 caso
contrario	recurrir	a	las	normas	generales	del	Código	Civil.	(...)	En	relación	al
plazo	de	caducidad,	en	el	caso	de	la	impugnación	de	acuerdo	el	artículo	142
de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 señala	 (...)	 y	 en	 cuanto	 a	 la	 acción	 de
nulidad	de	acuerdos	el	artículo	150	de	la	citada	ley	sanciona	que	la	misma
caduca	al	año	de	la	adopción	del	acuerdo	respectivo”.	(C.	S.,	Cas.	2109-2012-
Lima,	ene.	17/2013.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	 impugnación	 judicial	de	acuerdos	se
viabiliza	a	través	del	proceso	abreviado.	“en	el	presente	caso,	se	pone	de
manifiesto,	 que	 la	 demandante	 pretende	 impugnar	 la	 validez	 de	 los
acuerdos	adoptados	en	asamblea	general	extraordinaria	de	fechas	cinco	de
abril	del	año	dos	mil	uno	y	diez	de	febrero	del	año	dos	mil	dos,	solamente	en
cuanto	a	la	expulsión	de	la	actora;	no	obstante,	formula	su	pretensión	en	la
vía	 del	 proceso	 de	 conocimiento	 al	 amparo	 del	 artículo	 doscientos
diecinueve	 del	 Código	 Civil.	 (...)	 la	 doctrina	 mayoritaria	 señala	 que	 el
derecho	de	impugnación	judicial	de	acuerdos	es	un	derecho	esencial	de	los
asociados	 que	 les	 permite	 ejercer	 un	 control	 sobre	 las	 decisiones	 que
adopten	los	órganos	de	la	asociación,	teniendo	la	posibilidad	de	solicitar	vía
acción	la	declaración	de	su	invalidez.	Conforme	lo	señala	el	artículo	noventa
y	 dos	 del	 Código	 Civil,	 todo	 asociado	 tiene	 derecho	 a	 impugnar
judicialmente	 los	 acuerdos	 que	 violen	 las	 disposiciones	 legales	 o
estatutarias,	acción	que	puede	ser	interpuesta	por	los	asistentes	si	hubieran
dejado	constancia	en	acta	de	su	oposición	al	acuerdo,	por	los	asociados	no
concurrentes	 y	 por	 lo	 que	 han	 sido	 privados	 ilegítimamente	 de	 emitir	 su
voto,	la	misma	que	debe	tramitarse	en	la	vía	del	proceso	abreviado	(...)”.	(C.
S.,	Cas.	1878-2010-Lima,	may.	23/2011.	V.	P.	Ticona	Postigo)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Supuestos	 en	 que	 procede	 la	 impugnación
de	 los	 acuerdos	 de	 la	 junta	 general	 de	 socios.	 “La	 Ley	 General	 de
Sociedades	prevé	la	impugnación	de	los	acuerdos	de	la	junta	general,	cuyo
contenido	sea	contrario	a	dicha	ley,	se	opongan	al	estatuto	o	al	pacto	social
o	lesionen	los	intereses	de	la	sociedad,	así	como	los	que	incurran	en	causal
de	anulabilidad.”	(R.	397-2001-ORLC/TR.	12.09.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Supuestos	 en	 que	 no	 procede	 la
impugnación	de	los	acuerdos	de	la	junta	general	de	socios.	“No	procede
la	impugnación	cuando	el	acuerdo	haya	sido	revocado	o	sustituido	por	otro
adoptado	 conforme	 a	 ley,	 al	 pacto	 social	 o	 al	 estatuto.”	 (R.	 397-2001-
ORLC/TR.	12.09.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	 junta	 general	 de	 socios	 no	 puede	 dejar
sin	efecto	retroactivamente	sus	acuerdos.	“La	ley	prevé	expresamente	que
la	 junta	 general	 revoque	 o	 sustituya	 sus	 acuerdos,	 pero	 no	 prevé	 que	 los
deje	 sin	 efecto;	 sin	 embargo,	 debe	 distinguirse	 entre	 dejar	 sin	 efecto
retroactivamente,	 lo	 que	 implica	 la	 pretensión	 de	 que	 el	 acuerdo	 no	 haya
surtido	 efectos,	 tal	 como	 si	 nunca	 hubiera	 existido,	 y	 dejar	 sin	 efecto	 no
retroactivamente,	lo	que	implica	que	el	acuerdo	surtió	efectos	desde	que	se
adoptó	hasta	que	se	acordó	dejarlo	sin	efecto;	como	puede	apreciarse,	dejar
sin	efecto	no	retroactivamente	equivale	a	revocar	el	acuerdo,	de	manera	que
cuando	se	presenten	para	su	calificación	acuerdos	de	la	junta	general	en	los
que	 se	 señale	 que	 se	 ‘deja	 sin	 efecto’	 un	 acuerdo	 determinado,	 deberá
evaluarse	 si	 la	 junta	 pretende	 que	 ello	 sea	 retroactivo	 o	 no;	 si	 de	 la
evaluación	del	acuerdo	se	concluye	que	no	se	pretende	que	sea	retroactivo,
no	habrá	 inconveniente	para	 inscribir	el	acuerdo,	pues	dejar	 sin	efecto	no
retroactivamente	 equivale	 a	 revocar	 el	 acuerdo.”	 (R.	 397-2001-ORLC/TR.
12.09.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Dejar	 sin	 efecto	 retroactivamente	 un
acuerdo	 es	 distinto	 a	 revocarlo.	 “Lo	 que	 pretende	 la	 junta	 al	 dejar	 sin
efecto	 los	acuerdos	de	 la	 junta	general	realizada	el	3	de	enero	del	2001	es
que	retroactivamente	estos	no	produzcan	o	generen	consecuencias,	con	 lo
cual	 se	quiere	volver	a	 la	 situación	 jurídica	que	 tenía	 la	 sociedad	antes	de
haberse	 adoptado	 dichos	 acuerdos,	 tema	 que	 guarda	 relación	 con	 la
ineficacia	del	acto	jurídico	que,	para	Marcial	Rubio,	es	‘(...)	la	incapacidad	de
este	para	producir	sus	efectos’	(‘La	invalidez	del	acto	jurídico’.	Lima,	Fondo
Editorial	de	la	Pontificia	Universidad	Católica	del	Perú,	1995,	p.	13),	lo	cual
es	 diferente	 a	 la	 revocación	 del	 acuerdo,	 por	 cuanto	 con	 la	 revocación	 se
extingue	o	modifica	el	acto	revocado	a	partir	de	la	fecha	en	que	se	adopta	el
acuerdo	de	 revocarlo	 y	 no	 opera	 con	 efectos	 retroactivos,	 es	 decir	 el	 acto
surtió	efectos	desde	que	se	acordó	hasta	su	revocación,	supuesto	distinto	al
acuerdo	que	se	pretende	inscribir.”	(R.	397-2001-ORLC/TR.	12.09.2001)
Ley	26887.
ART.	 140.—Legitimación	 activa	 de	 la	 impugnación.	 La	 impugnación
prevista	en	el	primer	párrafo	del	artículo	anterior	puede	ser	interpuesta	por
los	 accionistas	 que	 en	 la	 junta	 general	 hubiesen	 hecho	 constar	 en	 acta	 su
oposición	al	acuerdo,	por	los	accionistas	ausentes	y	por	los	que	hayan	sido
ilegítimamente	privados	de	emitir	su	voto.
En	los	casos	de	acciones	sin	derecho	a	voto,	la	impugnación	sólo	puede	ser
interpuesta	respecto	de	acuerdos	que	afecten	los	derechos	especiales	de	los
titulares	de	dichas	acciones.
Ley	26887.
ART.	141.—Intervención	coadyuvante	de	accionistas	en	el	proceso.	Los
accionistas	 que	 hubiesen	 votado	 a	 favor	 del	 acuerdo	 impugnado	 pueden
intervenir	 a	 su	 costa	 en	 el	 proceso	 a	 fin	 de	 coadyuvar	 a	 la	 defensa	 de	 su
validez.
Ley	26887.
ART.	 142.—Caducidad	 de	 la	 impugnación.	 La	 impugnación	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	139	caduca	a	 los	dos	meses	de	 la	 fecha	de	adopción	del
acuerdo	si	el	accionista	concurrió	a	la	junta;	a	los	tres	meses	si	no	concurrió;
y	 tratándose	 de	 acuerdos	 inscribibles	 dentro	 del	 mes	 siguiente	 a	 la
inscripción.
JURISPRUDENCIA.—La	impugnación	de	los	acuerdos	de	la	junta	general
de	 socios	 tiene	 plazos	 de	 caducidad.	 “La	 acción	 de	 impugnación	 de	 los
acuerdos	de	una	junta	general	de	accionistas	tiene	como	finalidad	invalidar
aquellos	que	sean	contrarios	a	la	ley,	se	opongan	al	estatuto	o	que	lesionan
en	beneficio	de	uno	o	varios	accionistas	 los	 intereses	de	la	sociedad,	como
prescribe	 el	 artículo	 143	 de	 la	 ley	 citada	 y	 éstas	 se	 ejercen	 en	 los	 plazos
señalados	que,	como	anota	el	maestro	Montoya	Manfredi,	son	de	caducidad
como	 una	 forma	 de	 brindar	 seguridad	 jurídica	 en	 materia	 societaria
(‘Derecho	Comercial’.	 Lima,	 Editorial	 Grijley,	 1998,	 Tomo	 I,	 p.	 512).”	 (Cas.
2566-1999-Callao,	11.01.2000)
JURISPRUDENCIA.—Los	 plazos	 de	 caducidad	 varían	 según	 las
situaciones	respecto	a	los	acuerdos	que	se	impugnan.	“El	artículo	142	de
la	vigente	Ley	General	de	Sociedades	(...)	diferencia	tres	situaciones:	cuando
el	accionista	concurrió	a	la	junta,	la	acción	de	impugnación	caduca	a	los	dos
meses	de	la	fecha	del	acuerdo;	si	el	accionista	no	concurrió	caduca	a	los	tres
meses;	y,	tratándose	de	acuerdos	inscribibles,	dentro	del	mes	siguiente	a	la
inscripción.”	(Cas.	2566-1999-Callao,	11.01.2000)
Ley	26887.
ART.	143.—Proceso	de	impugnación.	Juez	competente.	La	 impugnación
se	 tramita	 por	 el	 proceso	 abreviado.	 Las	 que	 se	 sustenten	 en	 defectos	 de
convocatoria	o	falta	de	quórum	se	tramitan	por	el	proceso	sumarísimo.
Es	competente	para	conocer	la	impugnación	de	los	acuerdos	adoptados	por
la	junta	general	el	juez	del	domicilio	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	 144.—Condición	 del	 impugnante.	 El	 accionista	 que	 impugne
judicialmente	 cualquier	 acuerdo	 de	 la	 junta	 general	 deberá	 mantener	 su
condición	 de	 tal	 durante	 el	 proceso,	 a	 cuyo	 efecto	 se	 hará	 la	 anotación
respectiva	en	la	matrícula	de	acciones.
La	transferencia	voluntaria,	parcial	o	total,	de	las	acciones	de	propiedad	del
accionista	 demandante	 extinguirá,	 respecto	 de	 él,	 el	 proceso	 de
impugnación.
Ley	26887.
ART.	145.—Suspensión	del	acuerdo.	El	juez,	a	pedido	de	accionistas	que
representen	 más	 del	 veinte	 por	 ciento	 del	 capital	 suscrito,	 podrá	 dictar
medida	cautelar	de	suspensión	del	acuerdo	impugnado.
El	 juez	 debe	 disponer	 que	 los	 solicitantes	 presten	 contracautela	 para
resarcir	los	daños	y	perjuicios	que	pueda	causar	la	suspensión.
Ley	26887.
ART.	 146.—Acumulación	 de	 pretensiones	 de	 impugnación.	 Todas	 las
acciones	 que	 tengan	 por	 objeto	 la	 impugnación	 de	 un	mismo	 acuerdo	 se
sustanciarán	y	decidirán	en	un	mismo	proceso.
No	 puede	 acumularse	 a	 la	 pretensión	 de	 impugnación	 iniciada	 por	 las
causales	 previstas	 en	 el	 artículo	 139,	 la	 de	 indemnización	 por	 daños	 y
perjuicios	 o	 cualquier	 otra	 que	 deba	 tramitarse	 en	 el	 proceso	 de
conocimiento,	ni	se	admitirá	la	reconvención	que	por	este	concepto	formule
la	sociedad,	quedando	sin	embargo	a	salvo	el	derecho	de	las	partes	a	iniciar
procesos	separados.
Ley	26887.
ART.	 147.—Medida	 cautelar.	 A	 solicitud	 de	 parte,	 el	 juez	 puede	 dictar
medida	cautelar,	disponiendo	la	anotación	de	la	demanda	en	el	registro.
La	 suspensión	 definitiva	 del	 acuerdo	 impugnado	 se	 inscribirá	 cuando
quede	firme	la	resolución	que	así	lo	disponga.
A	 solicitud	 de	 la	 sociedad	 las	 anotaciones	 antes	 referidas	 se	 cancelarán
cuando	la	demanda	en	que	se	funden	sea	desestimada	por	sentencia	firme,	o
cuando	el	demandante	se	haya	desistido,	conciliado,	 transado	o	cuando	se
haya	producido	el	abandono	del	proceso.
Ley	26887.
ART.	148.—Ejecución	de	la	sentencia.	La	sentencia	que	declare	 fundada
la	 impugnación	 producirá	 efectos	 frente	 a	 la	 sociedad	 y	 todos	 los
accionistas,	pero	no	afectará	los	derechos	adquiridos	por	terceros	de	buena
fe	a	consecuencia	del	acuerdo	impugnado.
La	 sentencia	 firme	 que	 declare	 la	 nulidad	 de	 un	 acuerdo	 inscrito	 debe
inscribirse	en	el	registro.
C.	C.
ART.	 2013.—El	 contenido	 de	 la	 inscripción	 se	 presume	 cierto	 y	 produce
todos	 sus	 efectos,	mientras	 no	 se	 rectifique	 o	 se	 declare	 judicialmente	 su
invalidez.
JURISPRUDENCIA.—Presunción	 juris	 tantum	 con	 relación	 al	 contenido
del	asiento	registral.	“(…)	el	 artículo	2013	del	Código	Civil	 establece	una
presunción	 juris	 tantum	 con	 relación	 al	 contenido	 del	 asiento	 registral,
mientras	 no	 se	 demuestre	 su	 inexactitud	 o	 se	 declare	 su	 nulidad.	 Esa
inexactitud	se	evidencia	cuando	el	 contenido	del	asiento	no	se	compadece
con	 la	 realidad	 jurídica.	 La	 doctrina	 reconoce	 que	 pueden	 darse	 errores
materiales	o	sea	falta	de	correspondencia	entre	el	asiento	y	el	título	inscrito,
los	que	pueden	ser	rectificados	de	oficio	por	el	propio	registrador;	errores
de	concepto	que	pueden	producirse	por	 la	 falsa	apreciación	del	 contenido
del	título,	 los	que	pueden	ser	rectificados	a	petición	unánime	de	las	partes
interesadas	 y	 a	 falta	 de	 esta	 por	mandato	 judicial;	 y	 cuando	 se	 presentan
vicios	 de	 nulidad,	 que	 dan	 motivo	 a	 una	 resolución	 judicial	 que	 así	 lo
declara.	 Esta	 publicidad	 registral	 no	 tiene	 eficacia	 constitutiva,	 desde	 que
admite	 prueba	 en	 contrario.	 Este	 sería	 el	 caso,	 pues	 también	 se	 ha
demandado	la	nulidad	de	la	inscripción	registral,	por	lo	que	la	aplicación	del
precepto	en	cuestión	no	modificaría	el	sentido	de	lo	resuelto.	(…)	El	artículo
2014	 siguiente,	 igualmente	 se	 refiere	 a	 la	 publicidad	 registral,	 que	 sirve
para	llevar	a	conocimiento	de	la	colectividad	determinados	hechos	jurídicos,
pero	va	más	allá,	pues	protege	al	tercero	de	buena	fe,	que	adquiere	a	título
oneroso	de	quien	en	el	registro	aparece	con	facultad	para	otorgarlo,	aunque
después	se	anule,	rescinda	o	resuelva	el	del	otorgante.	La	fe	registral	opera
respecto	 de	 los	 datos	 registrados	 referentes	 a	 la	 existencia,	 contenido	 y
titularidad	de	 los	derechos	 reales	 inscritos,	 y	 se	 establece	una	presunción
iuris	tantum	a	favor	del	tercero	de	buena	fe,	con	el	añadido	que	la	buena	fe
se	presume,	mientras	no	se	pruebe	que	el	tercero	conocía	la	inexactitud	de
la	inscripción	registral.	(…)	Tercero,	en	lenguaje	jurídico,	es	la	persona	que
puede	 desconocer	 un	 cambio	 no	 inscrito.	 Tercero	 es	 la	 persona	 que
desconoce	la	discrepancia	entre	el	asiento	registral	y	la	realidad.	Tercero	es
la	persona	que	no	es	sujeto	del	cambio	real	no	trascrito	en	el	registro,	pero
que	ha	adquirido	derechos	sobre	 la	cosa	por	parte	de	quien	aparece	en	el
registro	 como	 titular,	 añadiendo	 la	 ley,	 como	 requisito	 de	 validez,	 que	 se
haya	 adquirido	 a	 título	 oneroso	 y	 de	 buena	 fe.	 (…)”.	 (CS,	 Cas.	 2199-2006-
Lambayeque,	jul.	03/2007.	SS.	Sánchez	Palacios	Paiva)
Ley	26887.
ART.	 149.—Sanción	 para	 el	 demandante	 de	 mala	 fe.	 Cuando	 la
impugnación	 se	 hubiere	 promovido	 con	 mala	 fe	 o	 con	 notoria	 falta	 de
fundamento	 el	 juez	 impondrá	 al	 demandante,	 en	 beneficio	 de	 la	 sociedad
afectada	por	la	impugnación,	una	penalidad	de	acuerdo	con	la	gravedad	del
asunto	así	como	la	indemnización	por	daños	y	perjuicios	que	corresponda.
Ley	26887.
ART.	 150.—Acción	 de	 nulidad,	 legitimación,	 proceso	 y	 caducidad.
Procede	acción	de	nulidad	para	invalidar	los	acuerdos	de	la	junta	contrarios
a	 normas	 imperativas	 o	 que	 incurran	 en	 causales	 de	 nulidad	previstas	 en
esta	ley	o	en	el	Código	Civil.
Cualquier	persona	que	 tenga	 legítimo	 interés	puede	 interponer	acción	de
nulidad	contra	 los	acuerdos	mencionados	en	el	párrafo	anterior,	 la	que	se
sustanciará	en	el	proceso	de	conocimiento.
La	acción	de	nulidad	prevista	en	este	artículo	caduca	al	año	de	la	adopción
del	acuerdo	respectivo.
JURISPRUDENCIA.—Con	 el	 Código	 Civil,	 la	 Corte	 Suprema	 explica	 y
ordena	 las	 causales	 de	 anulabilidad	 y	 nulidad	 en	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades.	 “(...)	 al	 igual	 que	 en	 el	 derecho	 civil	 en	 el	 caso	 de	 los	 actos
jurídicos	 o	 negocios	 de	 naturaleza	 comercial	 o	 mercantil	 la	 legislación
especial	 esto	 es	 la	 Ley	 número	 26887	 ha	 previsto	 igualmente	 que	 los
acuerdos	societarios	pueden	ser	invalidados	cuando	se	incurre	en	alguna	de
las	causales	de	nulidad	o	anulabilidad	previstas	en	 la	 ley	especial	por	esta
razón	 a	 juicio	 de	 este	 tribunal	 supremo	 debe	 admitirse	 que	 cuando	 el
artículo	 139	 de	 la	 Ley	 número	 26887	 prevé	 que	 pueden	 ser	 impugnados
judicialmente	los	acuerdos	de	la	junta	general	cuyo	contenido	sea	contrario
a	la	Ley	de	Sociedades,	al	estatuto,	al	pacto	social	o	lesione	los	intereses	de
la	sociedad	en	beneficio	de	uno	o	varios	accionistas	lo	que	hace	es	proteger
un	 interés	 individual	 privado	 que	 atañe	 básicamente	 a	 los	 socios	 de	 la
empresa	comercial	por	tanto	queda	claro	que	lo	que	en	esencia	contempla	la
ley	son	causales	de	anulabilidad	de	los	acuerdos	societarios	en	tanto	que	el
artículo	 150	 al	 hacer	 referencia	 a	 la	 invalidez	 de	 los	 acuerdos	 societarios
que	sean	contrarios	a	normas	imperativas	o	que	incurran	en	las	causales	de
nulidad	 previstas	 expresamente	 en	 la	 Ley	 Especial	 o	 en	 el	 Código	 Civil
evidentemente	 lo	que	hace	es	cautelar	 la	 infracción	de	 intereses	generales
que	afectan	el	orden	público	o	las	buenas	costumbres	por	tanto	se	trata	de
verdaderas	 causales	 de	 nulidad	 absoluta.	 (…)	 además	 debe	 tenerse	 en
cuenta	 que	 el	 artículo	 140	 de	 la	 Ley	 número	 26887	 ha	 previsto	 que	 la
impugnación	 (léase	 anulabilidad	 de	 acuerdos	 societarios)	 únicamente
puede	ser	promovida	por	 los	accionistas	que	en	 la	 junta	general	hubiesen
hecho	constar	su	oposición	al	acuerdo,	por	los	accionistas	ausentes	y	por	los
que	hayan	 sido	 ilegítimamente	privados	de	 emitir	 su	 voto	 lo	que	pone	 en
evidencia	que	la	ley	en	este	caso	únicamente	protege	los	intereses	privados
e	 internos	que	atañen	únicamente	a	 los	 asociados	de	 la	 entidad	 comercial
además	el	artículo	142	de	la	misma	ley	señala	que	la	acción	de	impugnación
de	 los	 acuerdos	 caduca	en	el	breve	plazo	de	dos	meses	 contados	desde	 la
fecha	de	adopción	del	acuerdo,	o	a	los	tres	meses	si	se	trata	de	un	accionista
que	no	concurrió	a	la	junta,	o	al	mes	si	se	trata	de	acuerdos	inscribibles	en
cambio	 la	 acción	 prevista	 en	 el	 artículo	 150	 puede	 ser	 promovida	 por
cualquier	persona	que	 tenga	 legítimo	 interés	en	 invalidar	el	acuerdo	en	el
plazo	de	un	año	contado	a	partir	de	la	adopción	del	mismo.	(...)	en	relación	a
los	plazos	de	caducidad	no	está	demás	destacar	una	vez	más	que	cuando	se
trata	 de	 la	 impugnación	 de	 actos	 jurídicos	 de	 naturaleza	 mercantil	 o
comercial	 los	 plazos	 de	 caducidad	 no	 pueden	 ser	 otros	 que	 los
especialmente	previstos	en	los	artículos	142	y	150	de	la	Ley	número	26887
ya	detallados	precedentemente	sin	que	pueda	en	modo	alguno	aplicarse	los
plazos	de	caducidad	previstos	en	el	Código	Civil	pues	estos	solo	podrían	ser
aplicables	en	caso	no	existieran	normas	especiales	que	regulen	dicho	plazo”.
(CS,	Cas.	2146-2011-Lima,	abr.	13/2012.	V.	P.	Valcárcel	Saldaña)
JURISPRUDENCIA.—Dos	tipos	de	acciones	para	atacar	 la	validez	de	 los
acuerdos	societarios:	impugnación	del	acuerdo	y	acción	de	nulidad.	“En
relación	a	las	sociedades	anónimas,	la	citada	Ley	General	de	Sociedades	ha
contemplado	 en	 su	 texto	 legal	 dos	 tipos	 de	 acciones	 por	 las	 cuales	 puede
solicitarse	 la	 invalidez	 de	 los	 acuerdos	 societarios,	 estos	 son:	 la
impugnación	de	acuerdo	en	sentido	estricto,	regulado	por	el	artículo	139	de
la	 acotada	 ley	 y	 la	 denominada	 acción	 de	 nulidad	 regulada	 en	 el	 artículo
150,	 teniendo	 cada	 una	 de	 ellas	 supuestos	 y	 alcances	 distintos,	 así	 como
diferentes	 plazos	 de	 caducidad.	 (...)	 de	 lo	 anteriormente	 descrito	 puede
indicarse	que	el	artículo	139	de	la	mencionada	ley	contempla	en	estricto	las
causales	de	anulabilidad	de	 los	acuerdos	societarios	(nulidad	relativa)	que
pueden	ser	cuestionados	a	través	de	la	impugnación	de	acuerdo.	(...)	Por	el
contrario,	 la	 denominada	 acción	 de	 nulidad	 de	 acuerdos	 societarios
conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 el	 artículo	 150	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 procede	 (...).	 La	 acción	 de	 nulidad	 prevista	 en	 este	 artículo
caduca	 al	 año	 de	 la	 adopción	 del	 acuerdo	 respectivo;	 por	 tanto	 a	 fin	 de
incoar	la	demanda	de	nulidad	de	acuerdos	(nulidad	absoluta),	es	necesario
demostrar	 que	 los	 vicios,	 así	 como	 los	 acuerdos	 que	 lo	 contienen
determinan	consecuencias	que	trasciendan	los	intereses	de	los	accionistas,
esto	es,	se	cautela	la	infracción	de	intereses	generales	que	afectan	el	orden
público	 o	 las	 buenas	 costumbres,	 acción	 que	 puede	 ser	 interpuesta	 por
quien	 tenga	 legítimo	 interés,	 y	 si	bien	es	 cierto	este	dispositivo	 legal	hace
alusión	a	las	normas	imperativas,	debe	indicarse	que	dicha	acotación	tiene
que	 interpretarse	 en	 el	 sentido	 que	 norma	 imperativa	 es	 aquella	 que
expresamente	 sanciona	 con	 nulidad	 la	 omisión	 de	 algún	 requisito	 o
formalidad,	puesto	que	 la	nulidad	debe	ser	expresa	y	no	tácita,	como	es	el
caso	 de	 los	 artículos	 33	 y	 35	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 o	 caso
contrario	recurrir	a	las	normas	generales	del	Código	Civil.	(...)	En	relación	al
plazo	de	caducidad,	en	el	caso	de	la	impugnación	de	acuerdo	el	artículo	142
de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 señala	 (...)	 y	 en	 cuanto	 a	 la	 acción	 de
nulidad	de	acuerdos	el	artículo	150	de	la	citada	ley	sanciona	que	la	misma
caduca	al	año	de	la	adopción	del	acuerdo	respectivo”.	(C.	S.,	Cas.	2109-2012-
Lima,	ene.	17/2013.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
Ley	26887.
ART.	151.—Otras	impugnaciones.	El	juez	no	admitirá	a	trámite,	bajo
responsabilidad,	acción	destinada	a	impugnar	o	en	cualquier	otra	forma
discutir	la	validez	de	los	acuerdos	de	una	junta	general	o	de	sus	efectos,	que
no	sean	las	mencionadas	en	los	artículos	139	y	150.
TÍTULO	II
ADMINISTRACIÓN	DE	LA	SOCIEDAD
CAPÍTULO	I
DISPOSICIÓN	GENERAL
Ley	26887.
ART.	 152.—Administradores.	 La	 administración	 de	 la	 sociedad	 está	 a
cargo	del	directorio	y	de	uno	o	más	gerentes,	 salvo	por	 lo	dispuesto	en	el
artículo	247.
JURISPRUDENCIA.—La	administración	social	recae	en	el	directorio	y	el	o
los	 gerentes,	 salvo	que	 se	 trate	de	una	 sociedad	anónima	 cerrada	que
prescinda	 de	 estos	 últimos.	 “El	 artículo	 152	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 dispone	 que	 la	 administración	 de	 la	 sociedad	 esté	 a	 cargo	 del
directorio	y	de	uno	o	más	gerentes,	salvo	lo	dispuesto	por	el	artículo	247.”
(Cas.	3784-2001-Lima,	08.05.2002)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	junta	general	de	socios	realiza	un	control
posterior	de	los	actos	del	directorio.	“Es	el	directorio	y	no	la	junta	general
el	órgano	de	administración	de	la	sociedad	anónima,	razón	por	la	que	la	ley
prevé	 la	 celebración	obligatoria	de	 junta	general	 sólo	una	vez	al	 año	y	 las
decisiones	 que	 le	 competen	 en	 lo	 que	 respecta	 a	 la	 gestión	 social	 se
caracterizan	por	constituir	un	control	posterior,	permitiendo	un	ágil	manejo
–por	parte	del	directorio–	de	los	negocios	sociales.”	(R.	067-2001-ORLC/TR.
13.02.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Administración	 de	 la	 sociedad	 no	 es
equivalente	a	actos	de	administración.	“La	Ley	General	de	Sociedades	ha
previsto	 que	 la	 administración	 de	 la	 sociedad	 anónima	 está	 a	 cargo	 del
directorio	 y	 la	 gerencia,	 pero	 (...)	 ‘administración	 de	 la	 sociedad’	 no	 es
equivalente	a	 ‘actos	de	administración’,	puesto	que	de	 ser	así	 los	actos	de
disposición	habrían	 sido	 atribuidos	 a	 la	 junta	 general;	 sin	 embargo,	 la	 ley
únicamente	 asigna	 a	 la	 junta	 general	 facultades	 de	 disposición	 en	 forma
excepcional:	 enajenación	de	activos	de	valor	contable	 superior	al	50%	del
capital	y	adquisiciones	dentro	de	los	seis	meses	siguientes	a	la	constitución
de	 bienes	 cuyo	 tráfico	 no	 es	 propio	 del	 objeto	 social,	 de	 valor	 superior	 al
10%	 del	 capital;	 además,	 la	 ley	 expresamente	 atribuye	 al	 directorio	 la
facultad	de	otorgar	préstamos,	créditos	y	garantías,	los	que	no	constituyen
actos	de	administración.”	(R.	021-2002-ORLC/TR.	18.01.2002)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Constituye	acto	 inscribible	 la	delegación	de
las	 facultades	 de	 los	 órganos	 sociales,	 pero	 no	 se	 puede	 rectificar	 la
partida	registral	para	detallar	lo	que	la	ley	ya	detalla.	“Sin	perjuicio	de	lo
señalado,	también	se	ha	solicitado	se	consignen	las	funciones	y	atribuciones
que	conforme	a	la	Ley	General	de	Sociedades	se	atribuyen	a	los	órganos	de
gobierno	 de	 la	 sociedad.	 Al	 respecto	 debemos	 señalar	 que	 las	 leyes	 de
conformidad	con	el	artículo	109	de	la	Constitución	Política	del	Estado,	son
obligatorias	desde	el	día	 siguiente	de	 su	publicación	y	 en	 consecuencia	 se
reputan	 conocidas	 por	 todos	 en	 virtud	 al	 principio	 de	 publicidad	 de	 las
leyes.
En	tal	sentido	es	innecesario	dar	publicidad	al	contenido	de	las	normas	ya
que	éstas	se	presumen	de	conocimiento	general	y	han	sido	publicadas	en	el
diario	 oficial	 El	 Peruano,	 por	 lo	 tanto,	 no	 procede	 la	 rectificación	 en	 el
sentido	 que	 se	 consignen	 detalladamente	 las	 facultades	 y	 atribuciones
conferidas	al	administrador	judicial	(...)	por	la	Ley	General	de	Sociedades.
Distinto	 es	 el	 caso	 de	 las	 personas	 jurídicas	 creadas	 por	 ley,	 las	 que
facultativamente	 pueden	 solicitar	 su	 inscripción,	 supuesto	 en	 el	 que	 sí	 se
publicita	el	contenido	de	la	ley	creadora	(y	en	su	caso,	del	estatuto	aprobado
por	norma	legal)”.	(Sunarp,	R.	1687-2013-Sunarp-TR-L,	oct.	17/2013.	V.	P.
Nora	Mariella	Aldana	Durán)
COMENTARIO.—Administración	 y	 disposición	 en	 la	 jurisprudencia
registral.
1.	Estado	de	la	cuestión
A	 partir	 del	 texto	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 queda	 claro	 que	 el
directorio	 (junto	 a	 la	 gerencia)	 se	 encarga	 de	 la	 administración	 de	 la
sociedad,	 pero	 lo	 que	 no	 queda	 claro	 es	 qué	 entiende	 la	 LGS	 por
administración.	 La	 discusión	 gira	 en	 torno	 a	 si	 las	 facultades	 de
administración	 permiten	 o	 no	 la	 realización	 de	 actos	 de	 disposición.	 Esto
puede	abordarse	desde	la	perspectiva	del	Código	Civil,	de	la	propia	LGS	y	de
la	jurisprudencia	registral;	en	esta	ocasión	nos	centraremos	en	lo	último.
2.	Los	criterios	de	la	jurisprudencia	registral
Identificamos	cuatro	criterios	en	la	evolución	de	la	jurisprudencia	registral
peruana,	respecto	al	tema	que	concita	nuestra	atención,	y	que	se	suceden	en
los	últimos	años.
El	 primer	 criterio	 (específico),	 de	 carácter	 moderado,	 considera	 que	 el
directorio	 sólo	 tiene	 facultades	 de	 administración,	 pero	 se	 deja	 abierta	 la
posibilidad	 que	 se	 le	 otorguen	 “facultades	 específicas”.	 Así	 tenemos	 la
Resolución	Nº	080-96-ORLC/TR	de	fecha	1	de	marzo	de	1996:
“El	 directorio,	 en	 tanto	 órgano	 colegiado,	 conserva	 los	 poderes	 de
administración	y	de	ejecución	atribuidos	por	la	ley,	mas	no	los	poderes
para	disponer	o	gravar,	 los	mismos	que	deben	constar	en	 forma	expresa	e
indubitable	 tal	 como	 lo	 señala	 el	 principio	de	 especificidad	 recogido	por	 los
artículos	156	y	167	inciso	1	del	Código	Civil.”	(El	resaltado	es	nuestro).
El	 segundo	 criterio	 (limitativo),	 también	 moderado,	 considera	 que	 el
directorio	 tiene	 facultades	 de	 administración	 ordinaria	 y	 extraordinaria,
pero	ellas	pueden	limitarse	legal	o	estatutariamente,	tal	como	lo	entiende	la
Resolución	Nº	481-98-ORLC/TR	de	fecha	30	de	diciembre	de	1998:
“En	materia	 de	 representación	 de	 la	 sociedad	 anónima,	 el	 directorio
está	 plenamente	 facultado	 para	 adoptar	 acuerdos	 referidos	 a	 actos
ordinarios	 y	 extraordinarios,	 salvo	 limitación	 legal	 o	 estatutaria
expresa.”	(el	resaltado	es	nuestro)
(...).
El	 tercer	 criterio	 (extensivo)	 asume	 un	 nuevo	 rumbo	 y	 considera
expresamente	 que	 el	 directorio	 sí	 puede	 realizar	 actos	 de	 disposición,	 a
menos	que	el	 estatuto	 social	 atribuya	 tal	 facultad	a	 la	 junta	de	 socios	o	 la
excluya	 de	 la	 competencia	 del	 directorio	 o	 que	 la	 LGS	 lo	 prevea	 de	modo
distinto.	 Léase	 la	 Resolución	Nº	 238-01-ORLC/TR	 de	 fecha	 8	 de	 junio	 del
2001:
“El	 registrador	 público	 no	 podrá	 observar	 la	 inscripción	 de	 acuerdos
del	 directorio	 referidos	 a	 actos	 de	 disposición	 por	 no	 encontrarse
comprendidos	 en	 el	 objeto	 social.	 Sí	 procederá	 observar	 la	 inscripción
cuando	 se	 refiera	 a	 materias	 que	 expresamente	 el	 estatuto	 social
atribuya	a	la	junta	general	o	excluya	de	la	competencia	del	directorio	o
cuando	se	trate	de	casos	previstos	en	la	ley.”	(El	resaltado	es	nuestro).
Y	 el	 cuarto	 criterio	 (positivo)	 considera,	 después	 de	 efectuar	 una
interpretación	 de	 la	 LGS,	 que	 “administración	 de	 la	 sociedad”	 no	 es	 lo
mismo	que	“actos	de	administración”,	de	forma	tal	que,	si	bien	el	directorio
(junto	a	la	gerencia)	está	encargado	de	la	administración	de	la	sociedad,	ello
no	 restringe	 su	 actuar	 a	 actos	 de	 administración,	 sino	 que	 también
comprende	 actos	 de	 disposición,	 tal	 como	 se	 expresa	 en	 la	 Resolución	Nº
021-02-ORLC/TR	de	fecha	19	de	enero	del	2002:
“La	ley	ha	previsto	que	la	administración	de	la	sociedad	anónima	esté	a
cargo	 del	 directorio	 y	 de	 la	 gerencia,	 pero	 conforme	 a	 lo	 expuesto
‘administración	 de	 la	 sociedad’	 no	 es	 equivalente	 a	 ‘actos	 de
administración’	puesto	que	de	ser	así	los	actos	de	disposición	habrían	de
ser	atribuidos	a	la	junta	general	de	socios;	sin	embargo,	la	ley	únicamente
asigna	 a	 la	 junta	 general	 de	 socios	 facultades	 de	 disposición	 en	 forma
excepcional:	 enajenación	 de	 activos	 de	 valor	 contable	 superior	 al	 50%	 del
capital	 social	 y	 adquisiciones	 dentro	 de	 los	 seis	 meses	 siguientes	 a	 la
constitución	 de	 bienes	 cuyo	 tráfico	 no	 es	 propio	 del	 objeto	 social,	 de	 valor
superior	al	diez	por	ciento	del	capital.	Además,	la	ley	atribuye	expresamente	al
directorio,	 la	 facultad	de	otorgar	préstamos,	créditos	y	garantías,	 los	que	no
constituyen	actos	de	administración.”	(El	resaltado	es	nuestro).
Esta	 resolución	 registral	 es	particularmente	 importante	porque	sienta	un
precedente	de	observancia	obligatoria	en	los	siguientes	términos:
“Excepto	 los	 asuntos	 que	 la	 ley	 o	 el	 estatuto	 atribuyan	 a	 la	 junta
general	u	otro	órgano	o	excluyan	expresamente	de	 la	 competencia	del
directorio,	 dicho	 órgano	 social	 se	 encuentra	 facultado	 para	 realizar
todo	 tipo	 de	 actos	 de	 administración	 y	 disposición.”	 (El	 resaltado	 es
nuestro).
3.	La	limitación	estatutaria	de	las	atribuciones	de	la	junta	de	socios
Siguiendo	el	razonamiento	aplicable	a	nuestra	LGS	en	cuanto	a	los	actos	de
disposición	tenemos	que	aquélla	prevé	que	son	competencia	del	directorio,
salvo	 cuando	 sean	 atribuidos	 a	 la	 junta	 de	 socios	 por	 mandato	 legal	 o
disposición	 estatutaria.	 Sabemos	 también	 que	 la	 LGS	 atribuye	 actos	 de
disposición	a	 la	 junta	de	socios	en	dos	casos	que	son	 los	contemplados	en
los	 artículos	 77	 y	 115	 inciso	 5	 del	 texto	 societario.	 Siendo	 ello	 así,	 cabe
ahora	 preguntarse	 si	 el	 estatuto	 social	 podría	 disponer	 que	 estos	 últimos
supuestos	 sean	 competencia	 del	 directorio	 y	 no	 de	 la	 junta	 de	 socios.	 La
discusión	 cobra	 especial	 trascendencia	 a	 propósito	 de	 la	 Resolución
Registral	Nº	067-2001-ORLC/TR	del	13.02.2001	que	se	pronunció	sobre	el
tema
En	dicho	 caso,	 se	 trata	de	una	 sociedad	que,	 originalmente,	 incluye	 en	 el
artículo	20	 inciso	5	de	 su	 estatuto	 social	 lo	 que	 textualmente	prescribe	 el
artículo	115	 inciso	5	de	 la	LGS:	que	compete	a	 la	 junta	general	acordar	 la
enajenación,	 en	 un	 solo	 acto,	 de	 activos	 cuyo	 valor	 contable	 exceda	 el
cincuenta	 por	 ciento	 del	 capital	 de	 la	 sociedad.	Hasta	 aquí	 no	 hay	 ningún
problema.	 La	 controversia	 surge	 cuando	 dicha	 sociedad	 modifica	 su
estatuto	 social	 y	 diferencia	 entre	 activos	 negociables	 y	 no	 negociables,
aspecto	 no	 considerado	 en	 la	 LGS.	 En	 efecto,	 la	 sociedad	 establece	 tres
situaciones	para	los	actos	de	disposición:	primera,	tratándose	de	activos	no
negociables	 cuyo	valor	 contable	 exceda	el	 cincuenta	por	 ciento	del	 capital
suscrito	 de	 la	 sociedad,	 le	 corresponde	 a	 la	 junta	 general;	 segunda,
tratándose	 de	 activos	 no	 negociables	 cuyo	 valor	 contable	 no	 exceda	 el
cincuenta	 por	 ciento	 del	 capital	 suscrito	 de	 la	 sociedad,	 le	 corresponde	 al
directorio;	 y,	 tercera,	 tratándose	 de	 activos	 negociables	 (sin	 importar	 el
valor	contable),	le	corresponde	a	la	junta	general	o	al	directorio.
Siguiendo	 lo	 establecido	por	 el	Tribunal	Registral	 son	 tres	 las	 cuestiones
materia	de	análisis	legal	respecto	al	artículo	115	inciso	5	de	la	LGS:	primero,
si	es	una	norma	de	carácter	imperativo;	segundo,	si	la	atribución	que	otorga
a	 la	 junta	 de	 socios	 es	 exclusiva;	 y,	 tercero,	 si	 se	 refiere	 tanto	 al	 activo
negociable	como	al	activo	no	negociable.
En	 cuanto	 a	 lo	 primero	 estamos	 de	 acuerdo	 con	 la	 conclusión	 a	 la	 que
arriba	 el	 Tribunal	 Registral,	 pero	 hubiéramos	 preferido	 una	 justificación
más	clara	y	menos	engorrosa.	Es	engorrosa	porque	empieza	diciendo	que	el
artículo	 115	de	 la	 LGS	 “no	 está	 redactado	 en	 términos	mandatarios”	 para
luego	sostener	que	“es	una	norma	imperativa”.	El	asunto	es	más	simple.	Si
enfocamos	el	 artículo	172	del	 texto	 societario	desde	el	 tema	que	aquí	nos
interesa	 debemos	 leer	 que	 el	 directorio	 puede	 realizar	 cualquier	 acto	 de
disposición,	excepto	los	que	la	ley	o	el	estatuto	social	atribuyan	a	la	junta	de
socios.	 Uno	 de	 los	 dos	 casos	 que	 la	 LGS	 reserva	 a	 la	 junta	 de	 socios	 está
consagrado	en	la	norma	sub-examine:	el	artículo	115	inciso	5.	Entonces,	la
excepción	(del	artículo	115	inciso	5)	rompe	el	carácter	absoluto	que	pudiera
tener	la	regla	(del	artículo	172)	y	si	la	excepción	también	pudiera	romperse
vía	el	estatuto	social,	entonces	simplemente	nos	quedaríamos	con	la	regla	y
ya	no	tendría	razón	de	ser	la	aludida	excepción.
Respecto	a	lo	segundo	el	tribunal	señala	“Que,	no	afectará	ningún	derecho
esencial	de	 los	accionistas	 el	 que	 éstos,	 en	 el	 estatuto,	decidan	que	 las
decisiones	(sic)	sobre	el	patrimonio	podrán	también	ser	adoptadas	por
el	directorio	o	la	gerencia,	aún	cuando	se	trate	de	decidir	la	enajenación
en	un	 solo	 acto	 de	 valor	 contable	 superior	 al	 cincuenta	 por	 ciento	 del
capital;	 esta	 enajenación	 podrá	 ser	 siempre	 acordada	 por	 la	 junta
general,	pero	si	el	estatuto	atribuye	la	misma	además	a	otros	órganos,
éstos,	 sin	 necesidad	 de	 pronunciamiento	 de	 la	 junta	 general,	 podrán
válidamente	decidir	la	enajenación.
Que,	 en	 uso	 del	 derecho	 a	 la	 libertad	 contractual,	 resulta	 por	 tanto
admisible	que	los	accionistas	determinen	en	el	estatuto	si	desean	que	las
enajenaciones	 de	 activos	 de	 valor	 contable	 superior	 al	 cincuenta	 por
ciento	del	capital	sean	acordadas,	además	de	la	junta	general,	por	otros
órganos	 sociales,	 puesto	 que	 tal	 estipulación	 no	 afectará	 el	 derecho
esencial	 de	 los	 accionistas	 de	 adoptar,	 reunidos	 en	 junta	 general,	 las
decisiones	trascendentes	para	la	vida	social.”	(El	resaltado	es	nuestro).
Contradecimos	 en	 todos	 sus	 extremos	 los	 considerandos	 precedentes.
Existe	confusión	de	dos	situaciones	que	se	descubren	en	los	párrafos	recién
trascriptos:	en	el	primero	(disyuntivo),	la	facultad	corresponde	a	la	junta	de
socios	o	al	directorio,	de	ahí	que	el	directorio	puede	decidir	la	enajenación
de	activos	“sin	necesidad	de	pronunciamiento	de	la	junta	general”,	mientras
que	en	el	segundo	(copulativo),	la	facultad	corresponde	a	la	junta	de	socios
y	 al	 directorio,	 por	 lo	 que	 indica	 que	 la	 enajenación	 de	 activos	 será
acordada,	 “además	 de	 la	 junta	 general,	 por	 otros	 órganos	 sociales”.	 Lo
primero	se	opone	 frontalmente	a	 lo	que	antes	ya	había	señalado	 la	propia
resolución,	esto	es	que	el	artículo	115	 inciso	5	de	 la	LGS	es	una	norma	de
carácter	imperativo,	debiendo	comprenderse	entonces	que	la	atribución	de
la	junta	de	socios	es	exclusiva	para	ella.	Y	lo	segundo	es,	por	decir	lo	menos,
innecesario	porque	carece	de	sentido	que,	además	de	la	junta	de	socios,	se
pronuncie	 el	 directorio;	 aquí	 habría	 que	 preguntarse	 qué	 sucedería	 si	 se
cuenta	con	el	primer	pronunciamiento	y	no	con	el	segundo.
Y	para	la	tercera	cuestión,	tal	como	lo	señala	el	tribunal,	estamos	ante	una
laguna	del	derecho	porque	la	LGS	no	se	pronuncia	respecto	a	la	calidad	de
los	activos	como	negociables	o	no	negociables.	Siendo	ello	así	es	menester
recurrir	a	 la	 integración	 jurídica	y	aplicar	el	principio	general	del	derecho
que	sostiene	“no	cabe	distinguir	donde	la	ley	no	distingue”;	en	consecuencia,
cuando	la	LGS	regula,	en	su	artículo	115	inciso	5,	la	enajenación	de	activos
debe	entender	que	se	refiere	a	toda	clase	de	activos,	sin	importar	que	sean
negociables	o	no	negociables.
Ley	26887.
ART.	152-A.—Incorporado.	Ley	30354,	Art.	Único.	Cargo	de	director.	La
persona	 que	 sea	 elegida	 como	 director	 de	 la	 sociedad	 acepta	 el	 cargo	 de
director	 de	 manera	 expresa	 por	 escrito	 y	 legaliza	 su	 firma	 ante	 notario
público	 o	 ante	 juez,	 de	 ser	 el	 caso.	 Este	 documento	 es	 anexado	 a	 la
constitución	de	 la	 sociedad,	 o	 en	 cuanto	acto	 jurídico	 se	 requiera,	para	 su
inscripción	en	la	Superintendencia	Nacional	de	los	Registros	Públicos.	Esta
disposición	 rige	 para	 directores	 titulares,	 alternos,	 suplentes	 y
reemplazantes	 según	 el	 caso,	 establecidos	 en	 los	 artículos	 156	 y	 157,
respectivamente.
CAPÍTULO	II
DIRECTORIO
Ley	26887.
ART.	 153.—Órgano	 colegiado	 y	 elección.	 El	 directorio	 es	 órgano
colegiado	elegido	por	la	junta	general.	Cuando	una	o	más	clases	de	acciones
tengan	derecho	a	elegir	un	determinado	número	de	directores,	 la	elección
de	dichos	directores	se	hará	en	junta	especial.
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—En	 la	 LGS	 no	 existe	 disposición	 expresa	 que
señale	 cuáles	 son	 las	 facultades	 que	 corresponde	 al	 directorio.	 “El
directorio	 es	 el	 órgano	 colegiado	 elegido	 por	 la	 junta	 general	 y	 tiene	 las
facultades	 de	 gestión	 y	 de	 representación	 legal	 necesarias	 para	 la
administración	 de	 la	 sociedad	 dentro	 de	 su	 objeto,	 con	 excepción	 de	 los
asuntos	que	la	ley	o	el	estatuto	atribuyan	a	la	junta	general	(artículos	153	y
172	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	en	adelante	la	LGS).
En	la	LGS	no	existe	disposición	expresa	que	señale	cuáles	son	las	facultades
que	 corresponde	 al	 directorio;	 sin	 embargo,	 sí	 cuenta	 con	 facultades	 de
gestión,	 así,	 se	 encarga	de	 elaborar	 la	 política	 y	 lineamientos	 a	 los	 que	 se
encontrará	 sujeta	 la	 empresa,	 contando	 además	 con	 facultades	 necesarias
para	la	administración	de	la	sociedad,	salvo	aquellos	asuntos	reservados	por
la	 ley	o	el	estatuto	a	 la	 junta	general.	 (Sunarp,	R.	1432-2015-Sunarp-TR-L,
jul.	21/2015.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
Ley	26702.
ART.	79.—Conformación	del	directorio.	El	directorio	de	las	empresas	de
los	sistemas	 financiero	y	de	seguros	se	 integra	con	no	menos	de	cinco	 (5)
miembros,	que	 reúnan	condiciones	de	 idoneidad	 técnica	y	moral,	 elegidos
por	la	junta	general	de	accionistas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 52.—Alcances	 de	 la	 calificación	 del	 registrador.	 En	 todas	 las
inscripciones	 que	 sean	 consecuencia	 de	 un	 acuerdo	 de	 directorio,	 el
registrador	 comprobará	 que	 se	 han	 cumplido	 las	 normas	 legales,	 del
estatuto	 y	 de	 los	 convenios	 de	 accionistas	 inscritos	 en	 el	 registro	 sobre
convocatoria,	 quórum	 y	mayorías,	 salvo	 las	 excepciones	 previstas	 en	 este
reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	53.—Obligatoria	designación	de	los	administradores	sociales.	No
se	inscribirá	 la	constitución	de	una	sociedad	anónima	en	cuyo	pacto	social
no	 estén	 designados	 los	miembros	 del	 directorio	 y	 el	 gerente	 general.	 Se
exceptúan	 de	 esta	 regla,	 en	 lo	 que	 se	 refiere	 al	 directorio,	 las	 sociedades
anónimas	cerradas	sin	directorio.
DIRECTIVA	APLICABLE	A	LOS	DIRECTORES	DE	LAS	EMPRESAS	DEL
ESTADO
Ac.	002-2004/008-Fonafe.
Objetivo:
Establecer	 las	 normas	 aplicables	 a	 la	 designación,	 actuación,	 renuncia	 y
revocación	de	los	miembros	de	directorio	de	las	empresas	en	las	que	Fonafe
participa	como	accionista.
Ámbito:
La	presente	directiva	es	de	aplicación	a	los	directores	de	las	empresas	del
Estado	bajo	el	ámbito	de	Fonafe,	sean	éstas	de	derecho	público	o	de	derecho
privado,	así	como	a	los	directores	de	las	demás	empresas	en	las	que	Fonafe
mantiene	una	participación	minoritaria	directa	o	indirecta,	y	que	hayan	sido
designados	a	propuesta	de	éste	o	la	entidad	correspondiente.
Gestión	de	los	directores:
El	 directorio	 de	 una	 empresa	 del	 Estado	 es	 su	 máximo	 órgano	 de
administración	 y	 goza	 de	 las	 facultades	 de	 gestión	 necesarias	 para	 el
cumplimiento	 del	 objeto	 para	 el	 cual	 ésta	 fue	 creada.	 En	 virtud	 a	 ello,	 el
directorio	 de	 una	 empresa	 del	 Estado	 ejerce	 sus	 funciones	 a	 través	 de	 la
participación	colegiada	de	sus	miembros,	quienes,	a	su	vez,	deben	proceder
cumpliendo	sus	obligaciones	y	ejerciendo	las	facultades	individuales	que	les
corresponden.
La	 gestión	 de	 los	 directores	 debe	 desarrollarse	 a	 niveles	 de	 excelencia,
optimizando	los	recursos	invertidos	en	las	empresas	en	las	que	participan,
generando	 así	 los	 mejores	 resultados	 en	 cuanto	 a	 eficiencia	 operativa,
rentabilidad	 económica	 y	 atención	 de	 las	 necesidades	 de	 la	 población	 en
general.
Un	 director	 carece	 por	 sí	 mismo	 de	 facultades	 de	 administración	 y
representación,	salvo	lo	dispuesto	en	las	normas	internas	de	las	empresas,	y
en	las	normas	que	rigen	la	actividad	empresarial	del	Estado.
Definiciones:
Empresa:	Empresas	del	Estado	bajo	el	ámbito	de	Fonafe	y	empresas	en	las
que	Fonafe	participa	como	accionista.
Director:	Miembro	del	directorio	de	una	empresa,	designado	a	propuesta
de	Fonafe.
Directorio:	Directorio	de	una	empresa.
Directiva:	La	presente	directiva.
Ley:	 Ley	 del	 Fondo	 Nacional	 de	 Financiamiento	 de	 la	 Actividad
Empresarial	del	Estado	-	La	Ley	Nº	27170.
Reglamento:	Reglamento	de	la	Ley	del	Fondo	Nacional	de	Financiamiento
de	 la	 Actividad	 Empresarial	 del	 Estado	 -	 Ley	 Nº	 27170,	 y	 sus	 normas
modificatorias.
Capítulo	I
Procedimiento	de	designación	de	directores
Artículo	 1°.-	 El	 procedimiento	 para	 la	 designación	 de	 los	 directores	 se
realizará	en	el	siguiente	orden:
a)	 Adopción	 del	 acuerdo	 del	 directorio	 de	 Fonafe	 aprobando	 la
designación.
b)	Publicación	del	 acuerdo	de	directorio	de	Fonafe	 en	 el	Diario	Oficial	 El
Peruano.
c)	Adopción	del	acuerdo	de	 la	 junta	general	de	accionistas	de	 la	empresa,
instrumentalizando	el	acuerdo	del	directorio	de	Fonafe.
Artículo	2°.-	El	ejercicio	del	cargo	de	director	comienza	a	partir	de	la	fecha
de	celebración	de	la	junta	general	de	accionistas	referida	en	el	literal	c)	del
artículo	anterior.
Artículo	3°.-	Sólo	podrán	ser	designadas	como	directores	por	el	directorio
de	Fonafe,	las	personas	que	cumplan	con:
3.1	Acreditar	mediante	declaración	jurada	lo	siguiente:
a)	 Que	 poseen	 un	 grado	 académico	 universitario	 o	 alguno	 de	 los	 títulos
otorgados	 a	 nombre	 de	 la	 Nación	 que	 se	 indica	 en	 el	 artículo	 25	 del
reglamento,	y	adicionalmente	que	cuentan	con	un	mínimo	de	cinco	años	de
experiencia	profesional;	o	en	su	defecto,	que	cuentan	con	un	mínimo	de	diez
años	 de	 experiencia	 comprobada	 en	 empresas	 del	 rubro	 o	 sector	 que
corresponda.
b)	Que	no	han	sido	destituidas	o	despedidas	por	 falta	administrativa	y/o
disciplinaria	de	empresa,	entidad	u	organismo	del	Estado.
c)	Que	no	tienen	impedimento	para	ser	designadas	como	directores	de	una
empresa,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 161	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 -	 Ley	Nº	26887,	 y	 el	 artículo	81	de	 la	Ley	General	del	 Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	y	Seguros	-	Ley	Nº	26702,	si	fuera	el	caso.
d)	Que	no	son	parte	en	procesos	judiciales	pendientes	de	resolución	contra
la	empresa	donde	ejercen	o	ejercerán	sus	funciones.
e)	 Que	 conocen	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la	 ley	 que	 establece	 la
prohibición	 de	 ejercer	 la	 facultad	 de	 nombramiento	 y	 contratación	 de
personal	en	el	sector	público	en	casos	de	parentesco	-	Ley	N°	26771.
f)	 Que	 conocen	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la	 ley	 que	 establece
prohibiciones	 e	 incompatibilidades	 de	 funcionarios	 y	 servidores	 públicos,
así	 como	 de	 las	 personas	 que	 presten	 servicios	 al	 Estado	 bajo	 cualquier
modalidad	contractual	-	Ley	Nº	27588	y	el	Decreto	Supremo	Nº	019-2002-
PCM.
g)	Que	 conocen	 las	disposiciones	 contenidas	en	 la	Ley	Marco	del	Empleo
Público	-	Ley	Nº	28175.
h)	 Que	 no	 se	 encuentran	 incursas	 en	 ninguno	 de	 los	 supuestos
contemplados	 en	 los	 literales	 a),	 h)	 e	 i)	 del	 artículo	 11	 de	 la	 presente
directiva,	en	concordancia	con	lo	establecido	en	el	artículo	12	de	la	misma,
si	fuera	el	caso.
i)	Incorporado.	Ac.	010-2004-022-Fonafe.	Que	la	información	contenida
en	 la	 declaración	 jurada	 que	 presentan,	 así	 como	 los	 documentos	 que
adjuntan	a	la	misma	en	virtud	de	lo	establecido	en	la	presente	directiva	son
ciertos.
j)	Incorporado.	Ac.	010-2004-022-Fonafe.	Que	conocen	las	disposiciones
contenidas	en	los	artículos	427	y	438*.
(*)	Rectificado.	Fe	de	Erratas	del	Código	Penal	referidos	a	los	delitos	de	falsificación	de	documentos
y	falsedad	genérica,	respectivamente.
3.2	Presentar	un	currículum	vitae	actualizado	y	documentado.
3.3	 No	 ejercer	 el	 cargo	 de	 director	 en	 más	 de	 una	 empresa,	 salvo	 las
excepciones	establecidas	en	el	artículo	27	del	reglamento.
3.4.	Incorporado.	Ac.	002-2005/015-Fonafe.	El	ministro	del	sector	al	que
está	adscrita	 la	empresa	y	el	Ministro	de	Economía	y	Finanzas	remitirán	a
Fonafe,	 según	 corresponda,	 la	 propuesta	 de	 candidatos	 a	 directores
adjuntando	 el	 currículo	 vitae	 documentado	 actualizado	 y	 la	 declaración
jurada,	 observando	 para	 tales	 efectos	 los	 numerales	 precedentes	 del
presente	artículo.
Artículo	4°.-	Para	efectos	de	lo	establecido	en	el	literal	a)	del	numeral	3.1
del	 artículo	precedente,	 se	 entiende	por	 grados	 académicos	universitarios
los	 contemplados	 en	 la	 Ley	Universitaria	 -	 Ley	Nº	 23733,	 o	 norma	que	 la
sustituya.
Artículo	5°.-	Para	efectos	del	cómputo	del	número	máximo	de	directorios
que	 puede	 integrar	 una	 misma	 persona,	 no	 se	 tendrá	 en	 cuenta	 la
participación	en	los	directorios	de:
a)	Empresas	de	accionariado	del	Estado.
b)	Empresas	en	las	que	Fonafe	ejerza	propiedad	indirecta.
c)	Empresas	no	operativas.
d)	 Empresas	 del	 Estado	 sujetas	 al	 proceso	 de	 promoción	 de	 la	 inversión
privada,	siempre	que	por	acuerdo	de	Proinversión	se	haya	dispuesto	la	no
aplicación	del	primer	párrafo	del	artículo	27	del	reglamento.
Asimismo,	 tampoco	 se	 computará	 como	participación	 en	 un	 directorio	 la
designación	como	director	suplente,	salvo	para	efectos	del	límite	de	dietas	a
que	se	refiere	el	artículo	27	del	reglamento.
Artículo	 6°.-	 Los	 directores	 que	 sean	 empleados	 públicos	 sólo	 podrán
percibir	 dietas	 por	 su	 participación	 en	 el	 directorio	 de	 una	 empresa	 o
entidad	del	Estado,	con	los	límites	que	establece	el	reglamento.	Sin	perjuicio
de	ello,	podrán	participar,	sin	percibir	dietas,	en	otros	directorios	dentro	de
los	límites	que	establezca	el	reglamento.
Capítulo	II
Derechos	de	los	directores
Artículo	7°.-	Los	directores	tienen	derecho	a:
a)	Ser	informado	por	el	gerente	general	de	la	empresa	en	la	que	participan,
acerca	de	todo	lo	relacionado	con	la	marcha	de	la	misma.
b)	 Solicitar	 la	 convocatoria	 del	 directorio	 o	 si	 la	 convocatoria	 no	 se
produce,	 convocar	 al	 directorio,	 de	 acuerdo	 al	 estatuto	 y/o	 la	 ley	 de	 la
empresa.
c)	Someter	a	consideración	del	directorio	de	 la	empresa	cualquier	asunto
de	interés	para	la	misma.
d)	 Dejar	 constancias	 de	 sus	 observaciones	 en	 las	 actas	 de	 sesión	 de
directorio.
e)	 Percibir	 dietas	 o	 retribuciones	 mensuales,	 según	 lo	 disponga	 el
directorio	de	Fonafe.
f)	Otros	que	se	establezcan	en	la	presente	directiva,	en	las	demás	normas
que	 rigen	 la	 actividad	 empresarial	 del	 Estado	 y	 en	 las	 disposiciones	 de
Fonafe.
Capítulo	III
Obligaciones	de	los	directores
Artículo	8°.-	Los	directores	deben	desempeñar	el	cargo	con	 la	diligencia,
orden,	cuidado	y	esmero	que	un	empresario	pone	en	sus	propios	negocios;
con	 la	 lealtad	y	honestidad	que	un	 representante	debe	a	 su	 representado,
así	 como	 con	 eficiencia	 y	 responsabilidad,	 de	 acuerdo	 a	 su	 experiencia
profesional	y	en	observancia	de	las	disposiciones	que	emita	Fonafe,	las	leyes
y/o	los	estatutos	sociales	respectivos	y	las	normas	legales	vigentes.
Artículo	9°.-	Los	directores	se	encuentran	obligados	a:
a)	 Solicitar	 a	 la	 junta	 general	 de	 accionistas	 la	 remoción	 de	 cualquier
director	 incurso	 en	 algún	 impedimento	 o	 que	 tenga	 conflicto	 de	 intereses
con	la	empresa.
b)	 Asistir	 a	 las	 sesiones	 de	 directorio	 de	 la	 empresa	 debidamente
preparados	 sobre	 los	 temas	 de	 la	 agenda	 y	 a	 firmar	 el	 acta	 de	 la	 sesión
correspondiente.
c)	Evaluar	 las	 circunstancias,	 condiciones	o	 factores	que	ostensiblemente
pueden	afectar	las	actividades	de	la	empresa.
d)	 Privilegiar	 el	 interés	 de	 la	 empresa	 sobre	 los	 intereses	 propios	 o	 de
terceros	relacionados	o	no,	en	toda	situación	en	que	se	plantee	un	conflicto
entre	éstos.
El	director	que	en	cualquier	asunto	tenga	interés	contrario	al	de	la	empresa
debe	manifestarlo	y	abstenerse	de	participar	en	 la	deliberación	y	votación
del	mismo.
e)	 Mantenerse	 informado	 sobre	 el	 desarrollo	 de	 los	 negocios	 de	 la
empresa.
f)	 Revisar	 los	 acuerdos	 vigentes	 adoptados	 por	 el	 directorio	 de	 la
respectiva	 empresa,	 al	 inicio	 del	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 debiendo
realizar,	 si	 fuera	 el	 caso,	 todos	 los	 actos	 necesarios	 para	 que	 dichos
acuerdos	 y	 las	 disposiciones	 internas	 de	 la	 empresa	 estén	 conforme	 a	 las
disposiciones	y	normas	emitidas	por	Fonafe,	referentes	a:
1)	Política	remunerativa	y	de	contratación	de	personal.
2)	Normas	internas	de	regulación	de	gastos.
3)	Políticas	y	normas	para	adquisiciones	y	contrataciones.
4)	Presupuesto	y	ejecución	presupuestal.
g)	Remitir	informes	a	la	dirección	ejecutiva	de	Fonafe,	de	manera	colegiada
o	 individual,	 sobre	 las	materias	que	 se	 requieran	y	en	 la	oportunidad	que
ésta	lo	solicite.
h)	 Mantener	 informada	 a	 la	 dirección	 ejecutiva	 de	 Fonafe	 de	 cualquier
hecho	que	considere	relevante	o	que	sea	contrario	a	las	normas	legales.
i)	 Recibir	 en	 las	 sesiones	 de	 directorio	 de	 la	 empresa,	 en	 calidad	 de
invitados,	 a	 los	 funcionarios	 designados	 para	 tal	 efecto	 por	 la	 dirección
ejecutiva	de	Fonafe.
j)	 Mantener	 reserva	 y	 confidencialidad	 respecto	 de	 la	 información
contable,	 financiera	y	de	cualquier	otra	 índole	que	sea	de	su	conocimiento
en	razón	del	desempeño	del	cargo,	aun	después	de	cesar	en	sus	funciones.
k)	 Comunicar	 a	 la	 dirección	 ejecutiva	 de	 Fonafe	 cualquier	 hecho
sobreviniente	 que	 modifique	 las	 circunstancias	 materia	 de	 la	 declaración
jurada	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 numeral	 3.1	 del	 artículo	 3°	 de	 la
presente	directiva.
I)	Realizar	todos	los	actos	a	su	alcance	para	coadyuvar	con	el	cumplimiento
de	las	metas	macroeconómicas	a	cargo	de	la	empresa.
Artículo	10.-	Modificado.	Ac.	004-2006/025-Fonafe.	Los	presidentes	de
directorio	 sujetos	 al	 régimen	 de	 retribución	 mensual	 aprobado	 por	 el
directorio	de	Fonafe,	no	pueden	mantener	vínculo	laboral	con	la	empresa	en
que	 ejercen	 sus	 funciones.	 Las	 personas	 designadas	 para	 dicho	 cargo,
deberán	 suscribir	 un	 contrato	 de	 locación	 de	 servicios	 con	 la	 respectiva
empresa.	En	dicho	contrato	no	se	podrá	establecer	beneficios	adicionales	a
los	 establecidos	 en	 los	 acuerdos,	 directivas	 o	 disposiciones	 de	 Fonafe,
debiéndose	señalar	en	dicho	contrato	todos	 los	bienes,	servicios,	recursos,
personal	y	demás	facilidades	que	resulten	necesarios	para	el	ejercicio	de	su
función	y	que	serán	puestos	a	su	disposición.
Las	funciones	que	corresponden	a	 los	presidentes	de	directorio	sujetos	al
régimen	de	retribución	mensual	son	las	que	se	detallan	a	continuación,	las
mismas	que	deberán	ser	incorporadas	en	sus	respectivos	contratos:
1.	 Participar,	 conjuntamente	 con	 la	 gerencia,	 en	 el	 seguimiento	 de	 los
objetivos	 y	 metas	 del	 plan	 estratégico	 aprobado	 por	 el	 directorio	 de	 la
empresa,	buscando	dar	cumplimiento	a	la	misión	de	la	misma.
2.	Coordinar	directamente	con	los	miembros	del	directorio	de	la	empresa,
informándolos	 acerca	 de	 las	 decisiones	 de	 Fonafe	 y	 acerca	 de	 los	 temas
relevantes	para	el	desarrollo	de	la	empresa.
3.	Cooperar	con	 la	gerencia	en	 la	elaboración	del	presupuesto	anual	de	 la
empresa,	así	como	presentarlo	y	sustentarlo	ante	Fonafe,	de	tal	manera	que
el	presupuesto	refleje	un	manejo	prudente	de	los	recursos	de	la	empresa	de
acuerdo	a	las	normas	vigentes.
4.	 Ser	el	portavoz	de	 la	 empresa	ante	 los	medios,	 autoridades,	 grupos	de
interés	 y	 la	 comunidad	 en	 general,	 brindando	 información	 acerca	 de	 la
empresa,	 en	 coordinación	 con	 su	 directorio.	 Participar	 en	 el	 diseño	 de	 la
imagen	institucional	de	la	empresa.
5.	Coordinar	con	la	gerencia	 las	acciones	de	fortalecimiento	y	supervisión
del	sistema	de	control	interno.
6.	Brindar,	como	director,	anualmente	y	cuando	sea	requerido	por	Fonafe,
un	informe	de	gestión	relacionado	con	los	temas	relevantes	de	la	marcha	de
la	 empresa,	 en	 base	 a	 los	 formatos	 que	 emita	 la	 dirección	 ejecutiva	 de
Fonafe.	Este	informe	se	presentará	también	al	cese	de	la	función.
7.	Aprobar	la	agenda	del	directorio.
8.	Las	demás	funciones	establecidas	por	la	Ley	General	de	Sociedades	y	las
que	 por	 ley	 especial	 le	 correspondan	 como	 presidente	 y	 miembro	 del
directorio.
Estas	funciones	deber	ser	ejercidas	en	coordinación	con	el	directorio	de	la
empresa.
Capítulo	IV
Prohibiciones	de	los	directores
Artículo	11.-	Los	directores	se	encuentran	expresamente	prohibidos	de:
a)	Participar	por	cuenta	propia	o	de	terceros,	en	actividades	privadas	que
compitan	con	aquellas	realizadas	por	la	empresa.
b)	Prestar	servicios	bajo	dependencia	laboral	en	la	empresa	donde	ejercen
sus	funciones.
c)	Modificado.	Ac.	002-2005/15-Fonafe.	Percibir	más	de	dos	(2)	dietas	al
mes,	por	empresa	en	 la	que	participa,	con	 la	 limitación	establecida	el	(sic)
artículo	6°	de	 la	directiva.	Los	presidentes	de	directorio	que	perciban	una
retribución	mensual	y	los	directores	que	desempeñen	el	cargo	de	ministro,
están	prohibidos	de	percibir	dietas	por	asistir	a	 las	 sesiones,	por	parte	de
las	empresas	a	las	que	prestan	servicios.
d)	 Usar,	 en	 beneficio	 propio	 o	 de	 terceros,	 los	 bienes	 y	 servicios	 de	 la
empresa	en	la	que	ejercen	sus	funciones.
e)	Usar,	en	beneficio	propio	o	de	terceros,	las	oportunidades	comerciales	o
de	 negocio	 así	 como	 la	 información	 privilegiada	 de	 que	 tuvieren
conocimiento	 en	 razón	 de	 su	 cargo;	 en	 concordancia	 con	 el	 literal	 j)	 del
artículo	9°	de	la	presente	directiva.
f)	 Celebrar	 contratos,	 de	 cualquier	 naturaleza,	 con	 la	 empresa	 en	 la	 que
ejercen	 sus	 funciones	 u	 obtener	 de	 ella	 préstamos,	 créditos	 o	 garantías	 o
ventajas	particulares,	ajenos	a	 las	operaciones	de	 la	empresa,	en	beneficio
propio	 o	 de	 sus	 parientes,	 dentro	 del	 tercer	 grado	 de	 consanguinidad	 o
segundo	de	afinidad;	 salvo	que	 los	préstamos	y	 las	 garantías	 respondan	a
operaciones	que	 la	empresa	celebre	normalmente	con	 terceros,	y	 siempre
que	se	dé	en	condiciones	de	mercado.
Se	exceptúan	del	párrafo	precedente,	los	contratos	mediante	los	cuales	los
presidentes	 de	 directorio	 ejerzan	 sus	 funciones	 bajo	 el	 régimen	 de
retribución	mensual,	aprobado	por	el	directorio	de	Fonafe.
g)	Prestar	declaraciones	a	los	medios	de	comunicación	en	general,	cuando
a	través	de	éstas	se	viole	el	deber	de	reserva	y	confidencialidad,	establecido
en	el	literal	j)	del	artículo	9°	de	la	directiva.
h)	Los	presidentes	de	directorio	que	por	acuerdo	del	directorio	de	Fonafe
se	encuentren	bajo	el	régimen	de	retribución	mensual,	están	prohibidos	de
percibir	honorarios	profesionales,	retribuciones	o	remuneraciones	de	otras
empresas	del	Estado,	salvo	el	pago	de	dietas	percibidas	por	su	participación
en	el	directorio	de	otras	empresas	del	Estado,	con	los	límites	que	establecen
las	normas	legales	vigentes.
i)	Percibir	de	la	empresa	en	la	que	participan,	beneficios	adicionales	a	los
establecidos	en	los	acuerdos,	directivas	o	disposiciones	de	Fonafe.
j)	Incorporado.	Ac.	002-2005/15-Fonafe.	Percibir	dietas	en	caso	sea	un
empleado	público,	 tal	 como	 lo	 consigna	el	 artículo	3º	de	 la	Ley	Nº	28175,
salvo	la	excepción	contenida	en	el	segundo	párrafo	de	dicho	artículo.	A	tales
efectos,	 se	 deberá	 tener	 en	 cuenta	 la	 definición	 de	 “empleado	 público”
contenida	 en	 el	 artículo	 4°	 de	 la	 Ley	 N°	 27815,	modificada	 por	 la	 Ley	 N°
28496.
Artículo	 12.-	 En	 concordancia	 con	 el	 literal	 a)	 del	 artículo	 11	 de	 la
directiva,	los	directores	se	encuentran	prohibidos,	respecto	de	las	empresas
o	instituciones	privadas	comprendidas	en	el	sector	económico	específico	de
la	empresa	en	donde	ejerce	sus	funciones,	a	realizar	lo	siguiente:
1)	Prestar	servicios	en	éstas,	bajo	cualquier	modalidad.
2)	Aceptar	representaciones	remuneradas.
3)	Formar	parte	de	directorios,	salvo	autorización	expresa	del	directorio	de
Fonafe.
4)	Adquirir	directa	o	indirectamente	acciones	o	participaciones	de	éstas,	de
sus	 subsidiarias	 o	 de	 las	 empresas	 que	 pudieran	 tener	 vinculación
económica.
5)	Celebrar,	a	título	personal,	contratos	civiles	o	mercantiles	con	éstas.
6)	 Intervenir	 como	 abogados,	 apoderados,	 asesores,	 conciliadores,
patrocinadores,	peritos	o	árbitros	de	particulares,	en	los	procesos	que	tales
empresas	tengan	pendientes	con	la	empresa	en	la	cual	prestan	sus	servicios,
mientras	ejercen	el	cargo.
Capítulo	V
Responsabilidades	de	los	directores
Artículo	 13.-	 Los	 directores	 responden	 ilimitada	 y	 solidariamente	 por
daños	y	perjuicios,	ante	la	empresa	en	la	que	ejercen	sus	funciones,	y	ante
Fonafe,	en	los	siguientes	casos:
a)	Por	no	votar	en	contra	de	acuerdos	contrarios	a	las	normas	vigentes,	el
estatuto	 social	 de	 la	 empresa	 en	 la	 que	 participa,	 los	 acuerdos	 adoptados
por	 la	 junta	 general	 de	 accionistas	 de	 dicha	 empresa,	 los	 acuerdos	 y
disposiciones	emitidos	por	Fonafe	y,	en	general,	a	los	intereses	del	Estado.
b)	Por	no	comunicar	por	escrito	a	 la	dirección	ejecutiva	de	Fonafe,	y	a	 la
Contraloría	General	de	 la	República	de	ser	el	 caso,	 las	 irregularidades	que
conozca,	 cometidas	 por	 los	 directores	 que	 los	 hayan	 precedido	 y/o	 los
actuales,	 así	 como	por	 cualquier	otro	 funcionario	de	 la	 empresa	en	 la	que
participan.
c)	Por	el	incumplimiento	de	las	directivas	y	demás	disposiciones	emitidas
por	Fonafe.
f)	 Por	 no	 votar	 a	 favor	 de	 acuerdos	 relacionados	 al	 cumplimiento	 de
disposiciones	legales	a	cargo	del	directorio.
Artículo	 14.-	 La	 responsabilidad	 civil	 por	 el	 incumplimiento	 de	 lo
establecido	 en	 la	 directiva,	 no	 enerva	 la	 responsabilidad	 penal	 que	 pueda
corresponderle	 al	director,	 así	 como	 tampoco	 la	 facultad	del	directorio	de
Fonafe	de	dejar	sin	efecto	la	designación	del	director,	si	fuera	el	caso.
Capítulo	VI
Renuncia	y	revocación	de	la	designación	de	directores
Artículo	 15.-	 La	 renuncia	 al	 cargo	 de	 director	 se	 efectúa	 mediante	 la
presentación	 de	 una	 comunicación	 escrita	 dirigida	 al	 gerente	 general	 y	 al
presidente	de	directorio	de	la	empresa.	En	caso	de	renuncia	del	presidente
de	directorio,	 la	comunicación	será	presentada	únicamente	ante	el	gerente
general	de	la	empresa.
En	todos	los	casos,	el	director	renunciante	deberá	remitir	una	copia	de	la
carta	 a	 la	 dirección	 ejecutiva	 de	 Fonafe	 y	 al	 titular	 del	 sector	 al	 que	 se
encuentra	adscrita	la	empresa.
Artículo	16.-	La	renuncia	al	cargo	de	director	surte	plenos	efectos	legales	a
partir	 de	 la	 fecha	 en	 que	 es	 comunicada	 a	 la	 empresa,	 salvo	 disposición
contraria	contenida	el	estatuto	social	o	norma	legal	especial.
Las	 renuncias	 serán	puestas	en	conocimiento	del	directorio	de	Fonafe.	El
acuerdo	del	directorio	de	Fonafe	mediante	el	cual	éste	 toma	conocimiento
de	las	renuncias	presentadas,	será	publicado	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
Artículo	17.-	El	directorio	de	Fonafe	se	encuentra	facultado	para	revocar,
mediante	 acuerdo,	 la	 designación	 de	 cualquier	 director,	 sin	mediar	 causa
expresa.	La	revocación	surte	plenos	efectos	legales	a	partir	de	la	fecha	de	su
publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
Capítulo	VII
Disposiciones	transitorias	y	finales
Primera.-	 La	 directiva	 no	 será	 de	 aplicación	 para	 los	 miembros	 del
directorio	del	Fonafe.
Segunda.-	 La	 experiencia	 profesional	 a	 que	 se	 refiere	 el	 literal	 a)	 del
artículo	25	del	Decreto	Supremo	N°	072-2000-EF,	modificado	por	Decreto
Supremo	N°	028-2004-EF,	comprende	el	desarrollo	de	cualquier	ocupación,
arte	u	oficio	realizado	de	manera	habitual.
Tercera.-	 Las	 normas	 sobre	 designación,	 revocación	 o	 renuncia	 de
directores	 contenidas	 en	 la	 directiva,	 no	 serán	 de	 aplicación	 en	 aquellos
casos	 en	 que	 existan	 normas	 legales	 especiales	 que	 rigen	 estas	 materias
para	la	empresa	en	la	que	éstos	participan.
Cuarta.-	Para	el	caso	de	las	prohibiciones	establecidas	en	el	numeral	4	del
artículo	 12	de	 la	 directiva,	 no	 se	 encuentran	 comprendidas	 las	 acciones	 o
participaciones	 de	 sociedades	 que	 los	 directores	 hubieran	 tenido	 en
propiedad	al	momento	de	asumir	el	cargo.
Quinta.-	Dentro	de	los	treinta	(30)	días	hábiles	siguientes	a	la	entrada	en
vigencia	de	la	directiva,	 las	empresas	deberán	remitir	a	Fonafe	un	informe
acerca	 de	 las	 modificaciones	 que	 resulten	 necesarias	 para	 adecuar	 sus
respectivos	estatutos	sociales	a	las	disposiciones	contenidas	en	esta	norma.
Sexta.-	 Deróguese	 la	 directiva	 para	 la	 gestión	 de	 los	 miembros	 de
directorio	 representantes	 del	 Estado	 en	 empresas,	 aprobada	 mediante
Acuerdo	de	Directorio	N°	003-2002/014-Fonafe.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 directorio	 es	 el	 órgano	 colegiado
encargado	 de	 la	 administración	 social.	 “El	 directorio	 es	 el	 órgano
colegiado	encargado	de	 la	gestión	 (administración)	y	 representación	de	 la
sociedad.	(...).”	(R.	041-1999-ORLC/TR.	15.02.99)
COMENTARIO.—La	 administración	 de	 la	 sociedad	 está	 encomendada,	 en
términos	generales,	al	directorio	y,	en	términos	específicos,	a	la	gerencia.	Es
el	directorio	el	órgano	colegiado	que	dicta	 las	medidas	pertinentes	para	 la
marcha	del	negocio	y,	efectuando	un	símil	con	el	Estado,	su	homólogo	sería
el	Poder	Legislativo.
Criterios	modernos	de	gestión	empresarial	 aconsejan	 incluir	 la	 figura	del
directorio	 facultativo	 en	 aquellas	 sociedades	 de	 naturaleza	 cerrada,
generalmente	 familiares,	 porque	 en	 éstas	 suelen	 existir	 socios	 en	 número
reducido	 quienes,	 además	 de	 la	 propiedad,	 participan	 directamente	 en	 la
administración	 societaria.	 Felizmente	 nuestra	 vigente	 Ley	 General	 de
Sociedades	 acoge	 esta	 concepción	 cuando	 permite	 que	 las	 sociedades
anónimas	 cerradas	 prescindan	 del	 directorio,	 supuesto	 en	 el	 cual	 las
funciones	de	éste	serán	asumidos	por	el	gerente	general.
Ley	26887.
ART.	154.—Remoción.	Los	directores	pueden	ser	removidos	en	cualquier
momento,	bien	sea	por	la	junta	general	o	por	la	junta	especial	que	los	eligió,
aun	 cuando	 su	 designación	 hubiese	 sido	 una	 de	 las	 condiciones	 del	 pacto
social.
Ley	26887.
ART.	 155.—Número	 de	 directores.	 El	 estatuto	 de	 la	 sociedad	 debe
establecer	un	número	fijo	o	un	número	máximo	y	mínimo	de	directores.
Cuando	el	número	sea	variable,	la	junta	general,	antes	de	la	elección,	debe
resolver	 sobre	 el	 número	 de	 directores	 a	 elegirse	 para	 el	 período
correspondiente.	En	ningún	caso	el	número	de	directores	es	menor	de	tres.
Ley	26887.
ART.	156.—Directores	suplentes	o	alternos.	El	estatuto	puede	establecer
que	se	elijan	directores	suplentes	fijando	el	número	de	éstos	o	bien	que	se
elija	 para	 cada	 director	 titular	 uno	 o	 más	 alternos.	 Salvo	 que	 el	 estatuto
disponga	 de	 manera	 diferente,	 los	 suplentes	 o	 alternos	 sustituyen	 al
director	titular	que	corresponda,	de	manera	definitiva	en	caso	de	vacancia	o
en	forma	transitoria	en	caso	de	ausencia	o	impedimento.
A	solicitud	de	 los	accionistas	que	elijan	directores	titulares	por	minoría	o
por	 clases	 de	 acciones,	 los	 suplentes	 o	 alternos	 serán	 elegidos	 en	 igual
forma	que	los	titulares.
Ley	26702.
ART.	 80.—Directores	 suplentes.	 Las	 empresas	 podrán	 designar
directores	 suplentes,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 que	 establezca	 su	 estatuto.	 Su
designación	será	comunicada	a	la	Superintendencia.
Ley	26887.
ART.	157.—Vacancia.	El	cargo	de	director	vaca	por	fallecimiento,	renuncia,
remoción	 o	 por	 incurrir	 el	 director	 en	 alguna	 de	 las	 causales	 de
impedimento	señaladas	por	la	ley	o	el	estatuto.
Si	no	hubiera	directores	suplentes	y	se	produjese	la	vacancia	de	uno	o	más
directores,	 el	 mismo	 directorio	 podrá	 elegir	 a	 los	 reemplazantes	 para
completar	 su	 número	 por	 el	 período	 que	 aún	 resta	 al	 directorio,	 salvo
disposición	diversa	del	estatuto.
Ley	26702.
ART.	 89.—Vacancia	 del	 cargo	 de	 director.	 Además	 de	 las	 causales
previstas	por	la	ley	para	las	sociedades	anónimas,	vaca	el	cargo	de	director
de	una	empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros,	cuando:
1.	 Falte	 a	 sesiones	 de	manera	 ininterrumpida,	 sin	 licencia	 del	 directorio,
por	un	período	de	tres	meses.
2.	Se	incurra	en	inasistencias,	con	licencia	o	sin	ella,	que	superen	la	tercera
parte	del	total	de	sesiones	celebradas	en	un	lapso	de	doce	(12)	meses	que
culmine	en	la	fecha	de	la	última	ausencia.
La	 causal	 del	 numeral	 2	 no	 opera	 en	 la	 medida	 en	 que	 el	 suplente
designado	asista	a	las	sesiones.
La	 vacancia	 del	 director	 titular	 determina	 automáticamente	 la	 de	 su
suplente.
Ley	26887.
ART.	158.—Vacancias	múltiples.	En	caso	de	que	se	produzca	vacancia	de
directores	en	número	tal	que	no	pueda	reunirse	válidamente	el	directorio,
los	 directores	 hábiles	 asumirán	 provisionalmente	 la	 administración	 y
convocarán	de	 inmediato	a	 las	 juntas	de	accionistas	que	corresponda	para
que	 elijan	 nuevo	 directorio.	 De	 no	 hacerse	 esta	 convocatoria	 o	 de	 haber
vacado	 el	 cargo	 de	 todos	 los	 directores,	 corresponderá	 al	 gerente	 general
realizar	de	 inmediato	dicha	convocatoria.	Si	 las	referidas	convocatorias	no
se	produjesen	dentro	de	los	diez	días	siguientes,	cualquier	accionista	puede
solicitar	al	juez	que	la	ordene,	por	el	proceso	sumarísimo.
JURISPRUDENCIA.—La	 administración	 provisional	 no	 se	 otorga	 por
tiempo	 indeterminado.	 “El	 artículo	 158	 de	 la	 vigente	 Ley	 de	 Sociedades
otorga	la	administración	provisional	a	los	directores	hábiles,	en	caso	de	que
se	 produzca	 vacancia	 de	 directores	 en	 número	 tal	 que	 no	 pueda	 reunirse
válidamente	 el	 directorio,	 pero	 dicha	 administración	 provisional	 no	 se
otorga	 por	 tiempo	 indeterminado,	 ya	 que	 dicho	 dispositivo	 establece	 que
los	 directores	 hábiles	 deben	 convocar	 de	 inmediato	 a	 las	 juntas	 de
accionistas	que	corresponda	para	que	elijan	nuevo	directorio.”	(Cas.	3784-
2001-Lima,	08.05.2002)
Ley	26887.
ART.	 159.—Cargo	 personal	 y	 representación.	 El	 cargo	 de	 director,	 sea
titular,	 suplente	 o	 alterno,	 es	 personal,	 salvo	 que	 el	 estatuto	 autorice	 la
representación.
Ley	26702.
ART.	83.—Cargo	de	director	no	delegable.	 El	 cargo	 de	 director	 de	 una
empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	no	es	delegable.
Ley	26887.
ART.	160.—Calidad	de	accionista	y	persona	natural.	No	se	requiere	ser
accionista	para	ser	director,	a	menos	que	el	estatuto	disponga	lo	contrario.
El	cargo	de	director	recae	sólo	en	personas	naturales.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	54.—Calidad	de	director.	En	 los	 casos	 en	que	el	 estatuto	disponga
que	 se	 requiere	 ser	 accionista	 para	 ser	 director,	 se	 acreditará	 tal
circunstancia	 con	 la	 certificación	 que	 expida	 el	 gerente	 general	 o	 el
representante	debidamente	autorizado,	salvo	que	del	acta	se	desprenda	que
los	directores	son	accionistas.
Ley	26887.
ART.	161.—Impedimentos.	No	pueden	ser	directores:
1.	Los	incapaces;
2.	Los	quebrados;
3.	Los	que	por	razón	de	su	cargo	o	funciones	estén	impedidos	de	ejercer	el
comercio;
4.	 Los	 funcionarios	 y	 servidores	 públicos,	 que	 presten	 servicios	 en
entidades	 públicas	 cuyas	 funciones	 estuvieran	 directamente	 vinculadas	 al
sector	económico	en	el	que	la	sociedad	desarrolla	su	actividad	empresarial,
salvo	que	representen	la	participación	del	Estado	en	dichas	sociedades;
5.	 Los	 que	 tengan	 pleito	 pendiente	 con	 la	 sociedad	 en	 calidad	 de
demandantes	o	estén	sujetos	a	acción	social	de	responsabilidad	iniciada	por
la	sociedad	y	los	que	estén	impedidos	por	mandato	de	una	medida	cautelar
dictada	por	la	autoridad	judicial	o	arbitral;	y,
6.	 Los	 que	 sean	 directores,	 administradores,	 representantes	 legales	 o
apoderados	de	sociedades	o	socios	de	sociedades	de	personas	que	tuvieran
en	 forma	 permanente	 intereses	 opuestos	 a	 los	 de	 la	 sociedad	 o	 que
personalmente	tengan	con	ella	oposición	permanente.
Ley	26702.
ART.	 81.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Requisitos	 para	 ser
director.	 Los	 directores	 de	 las	 empresas	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros	deben	cumplir	 requisitos	de	 idoneidad	 técnica	y	moral	y	no	estar
incursos	en	los	siguientes	impedimentos:
1.	Los	impedidos	de	conformidad	con	la	Ley	General	de	Sociedades.
2.	 Los	 que,	 según	 los	 artículos	 20,	 51	 y	 52,	 tienen	 impedimento	para	 ser
organizadores	o	accionistas.
3.	 Los	 conocidamente	 insolventes	 y	quienes	 tengan	 la	mayor	parte	de	 su
patrimonio	afectado	por	medidas	cautelares.
4.	 Los	 que,	 siendo	 domiciliados,	 no	 figuren	 en	 el	 Registro	 Único	 de
Contribuyentes.
5.	Los	trabajadores	de	la	propia	empresa,	a	excepción	del	gerente	general.
6.	Los	trabajadores	de	una	empresa,	así	como	de	sus	subsidiarias,	en	otras
empresas	 y	 sus	 respectivas	 subsidiarias,	 siempre	 que	 sean	 de	 la	 misma
naturaleza.
7.	 Los	 trabajadores	 de	 una	 empresa	 de	 seguros,	 así	 como	 de	 sus
subsidiarias,	 en	 otra	 empresa	 de	 la	 misma	 naturaleza	 o	 en	 empresas	 de
reaseguros	 domiciliadas	 en	 el	 país	 con	 las	 que	 no	 exista	 vinculación
accionaria,	y	viceversa.
8.	 Los	 que,	 directa	 o	 indirectamente,	 en	 la	 misma	 empresa,	 o	 en	 otra
empresa	del	sistema	financiero,	tengan	créditos	vencidos	por	más	de	ciento
veinte	días	(120),	o	que	hayan	ingresado	a	cobranza	judicial.
9.	Los	que,	directa	o	indirectamente,	sean	titulares,	socios	o	accionistas	que
ejerzan	 influencia	 significativa	 sobre	 sociedades	 que	 tengan	 créditos
vencidos	 por	 más	 de	 ciento	 veinte	 (120)	 días,	 o	 que	 hayan	 ingresado	 a
cobranza	judicial	en	la	misma	empresa	o	en	otra	del	sistema	financiero.
La	resolución	que	se	emita	por	la	existencia	de	algún	impedimento	para	ser
director	 de	 una	 empresa,	 en	 la	 medida	 de	 lo	 practicable	 y	 a	 petición	 del
solicitante,	deberá	estar	debidamente	fundamentada.
Ley	26887.
ART.	 162.—Consecuencias	 del	 impedimento.	 Los	 directores	 que
estuvieren	 incursos	 en	 cualquiera	 de	 los	 impedimentos	 señalados	 en	 el
artículo	 anterior	 no	 pueden	 aceptar	 el	 cargo	 y	 deben	 renunciar
inmediatamente	 si	 sobreviniese	 el	 impedimento.	 En	 caso	 contrario
responden	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 sufra	 la	 sociedad	 y	 serán
removidos	 de	 inmediato	 por	 la	 junta	 general,	 a	 solicitud	 de	 cualquier
director	o	accionista.	En	tanto	se	reúna	la	junta	general,	el	directorio	puede
suspender	al	director	incurso	en	el	impedimento.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 directorio	 puede	 suspender	 al	 director
incurso	 en	 algún	 impedimento.	 “El	 artículo	 162	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	establece	que,	en	tanto	se	reúne	la	junta	general	con	el	objeto	de
remover	 a	 los	 directores	 incursos	 en	 cualquiera	 de	 los	 impedimentos	 del
artículo	 161,	 el	 directorio	 puede	 suspender	 al	 director	 incurso	 en	 el
impedimento.”	(R.	327-2001-ORLC/TR.	26.07.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Para	 la	 inscripción	 del	 acuerdo	 de
suspensión	 de	 directores	 no	 se	 requiere	 acreditar	 la	 causal	 de
impedimento.	“Para	efectos	de	la	inscripción	del	acuerdo	de	suspensión	de
directores,	no	será	necesario	acreditar	ante	el	registro	que	efectivamente	el
director	se	encuentra	incurso	en	una	causal	de	impedimento,	puesto	que	la
inscripción	se	efectuaría	en	mérito	al	acuerdo	de	directorio	y	no	en	mérito	a
la	 verificación	 de	 la	 causal	 de	 impedimento,	 verificación	 que	 es	 de
competencia	 y	 responsabilidad	 del	 directorio.”	 (R.	 327-2001-ORLC/TR.
26.07.2001)
Ley	26887.
ART.	 163.—Duración	 del	 directorio.	 El	 estatuto	 señala	 la	 duración	 del
directorio	por	períodos	determinados,	no	mayores	de	tres	años	ni	menores
de	uno.	Si	el	estatuto	no	señala	plazo	de	duración	se	entiende	que	es	por	un
año.
El	directorio	se	renueva	totalmente	al	término	de	su	período,	incluyendo	a
aquellos	 directores	 que	 fueron	 designados	 para	 completar	 períodos.	 Los
directores	pueden	ser	reelegidos,	salvo	disposición	contraria	del	estatuto.
El	 período	 del	 directorio	 termina	 al	 resolver	 la	 junta	 general	 sobre	 los
estados	financieros	de	su	último	ejercicio	y	elegir	al	nuevo	directorio,	pero
el	directorio	 continúa	en	 funciones,	 aunque	hubiese	 concluido	 su	período,
mientras	no	se	produzca	nueva	elección.
C.	C.
ART.	151.—La	designación	de	nuevo	representante	para	el	mismo	acto	o	la
ejecución	 de	 éste	 por	 parte	 del	 representado,	 importa	 la	 revocación	 del
poder	 anterior.	 Ésta	 produce	 efecto	 desde	 que	 se	 le	 comunica	 al	 primer
representante.
C.	C.
ART.	 152.—La	 revocación	 debe	 comunicarse	 también	 a	 cuantos
intervengan	o	sean	interesados	en	el	acto	jurídico.
La	 revocación	 comunicada	 sólo	 al	 representante	 no	 puede	 ser	 opuesta	 a
terceros	 que	 han	 contratado	 ignorando	 esa	 revocación,	 a	menos	 que	 ésta
haya	sido	 inscrita.	Quedan	a	salvo	 los	derechos	del	representado	contra	el
representante.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Órganos	permanentes	de	personas	jurídicas
se	mantienen	en	sus	cargos	y	con	sus	facultades	hasta	la	nueva	elección.
“17.	Lo	que	ocurre	en	realidad	con	los	órganos	permanentes	de	las	personas
jurídicas	es	que,	vencido	el	plazo	de	su	mandato,	se	mantienen	en	sus	cargos
hasta	 que	 se	 produzca	 una	 nueva	 elección	 a	 través	 de	 los	 mecanismos
previstos	en	la	ley	y	el	estatuto.	Se	genera	entonces	una	suerte	de	prórroga
tácita	del	mandato	pero	con	responsabilidad	para	aquellos	administradores
que	 debieron	 efectuar	 la	 convocatoria	 respectiva	 o	 designación	 del
representante	 sin	 que	 hayan	 cumplido	 su	 labor.	 Y	 es	 que	 una	 persona
jurídica,	dada	su	naturaleza	abstracta,	requiere	de	órganos	unipersonales	o
pluripersonales	que	 la	representen	permanentemente	 frente	a	 terceros.	Al
respecto,	 Rodrigo	 Uría	 y	 Aurelio	 Menéndez,	 al	 referirse	 al	 órgano	 de
administración	de	las	sociedades,	señalan	que	‘el	órgano	de	administración
es	necesario	y	permanente.	Es	necesario,	 tanto	para	constituir	 la	 sociedad
como	para	 su	ulterior	 funcionamiento;	una	de	 las	menciones	 inexcusables
de	los	estatutos	es,	precisamente,	la	relativa	a	la	estructura	y	a	los	aspectos
de	 funcionamiento	 del	 órgano	 de	 administración.	 Y	 permanente,	 porque
despliega	 una	 actividad	 gestora	 dirigida	 a	 la	 conservación	 de	 los	 bienes
sociales,	que	no	puede	sufrir	solución	de	continuidad’.	A	su	vez,	Elías	Laroza,
comentando	el	artículo	163	LGS	señala	que	 ‘el	último	párrafo	de	 la	norma
tiene	por	objeto	permitir	la	continuidad	del	directorio	en	la	administración
cuando	 el	 período	 para	 el	 cual	 haya	 sido	 elegido	 hubiese	 concluido.	 La
norma	busca	que	en	todo	momento	la	sociedad	tenga	en	funcionamiento	a
su	 órgano	 de	 administración	 de	 mayor	 jerarquía	 y	 así	 continúen
adoptándose	 las	 decisiones	 necesarias	 para	 la	 consecución	 de	 los	 fines
sociales.	Se	evita	así	que	la	sociedad	pueda	quedar	temporalmente	acéfala,
por	el	simple	vencimiento	de	su	período’.	La	extensión	de	las	funciones	más
allá	de	su	período	de	mandato	habilita	a	 los	administradores	para	realizar
todas	 las	 atribuciones	 establecidas	 en	 la	 ley	 y	 en	 el	 estatuto”.	 (Sunarp,	 R.
220-2013-Sunarp-TR-T,	may.	31/2013.	V.	P.	Eberardo	Meneses	Reyes)
Ley	26887.
ART.	 164.—Elección	 por	 voto	 acumulativo.	 Las	 sociedades	 están
obligadas	a	constituir	su	directorio	con	representación	de	la	minoría.
A	ese	efecto,	cada	acción	da	derecho	a	tantos	votos	como	directores	deban
elegirse	 y	 cada	 votante	 puede	 acumular	 sus	 votos	 a	 favor	 de	 una	 sola
persona	o	distribuirlos	entre	varias.
Serán	 proclamados	 directores	 quienes	 obtengan	 el	 mayor	 número	 de
votos,	siguiendo	el	orden	de	éstos.
Si	dos	o	más	personas	obtienen	igual	número	de	votos	y	no	pueden	todas
formar	parte	del	directorio	por	no	permitirlo	el	número	de	directores	fijado
en	 el	 estatuto,	 se	 decide	 por	 sorteo	 cuál	 o	 cuáles	 de	 ellas	 deben	 ser	 los
directores.
Cuando	existan	diversas	clases	de	acciones	con	derecho	a	elegir	un	número
determinado	 de	 directores	 se	 efectúan	 votaciones	 separadas	 en	 juntas
especiales	de	 los	accionistas	que	representen	a	cada	una	de	esas	clases	de
acciones	 pero	 cada	 votación	 se	 hará	 con	 el	 sistema	de	 participación	de	 la
minoría.
Salvo	 que	 los	 directores	 titulares	 hubiesen	 sido	 elegidos	 conjuntamente
con	 sus	 respectivos	 suplentes	 o	 alternos,	 en	 los	 casos	 señalados	 en	 el
párrafo	 final	 del	 artículo	 157,	 se	 requiere	 el	 mismo	 procedimiento	 antes
indicado	para	la	elección	de	éstos.
El	estatuto	puede	establecer	un	sistema	distinto	de	elección,	siempre	que	la
representación	de	la	minoría	no	resulte	inferior.
No	es	aplicable	 lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	cuando	 los	directores
son	elegidos	por	unanimidad.
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 valida	 interpretación	 del	 artículo
164	de	 la	LGS:	no	puede	permitirse	que	el	candidato	de	 la	minoría	sea
siempre	 elegido	 por	 la	 mayoría.	 “(...)	 las	 sociedades	 deben	 cautelar	 la
representación	de	las	minorías	societarias;	en	tal	sentido,	al	constatar	que	la
modificación	 del	 artículo	 treinta	 y	 tres	 del	 estatuto	 de	 la	 empresa
demandada	 implica	 la	 contravención	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 ciento
sesenta	 y	 cuatro	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 así	 como	 el	 Decreto
Supremo	 número	 010-2007-Vivienda,	 en	 razón	 de	 que	 al	 disponer	 la
participación	de	 todos	 los	accionistas	en	 la	segunda	etapa	para	 la	elección
del	director	que	represente	a	la	minoría,	la	mayoría	votará	a	fin	de	elegir	al
candidato	o	 candidatos	propuestos	por	 la	minoría,	 lo	 cual	 importa	que	en
definitiva	quien	 elija	 el	 candidato	de	 la	minoría	 será	 siempre	 la	mayoría”.
(CS,	Cas.	5152-2010-La	Libertad,	abr.	05/2011.	S.	S.	Miranda	Molina)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Las	sociedades	están	obligadas	a	constituir
su	directorio	con	representación	de	 la	minoría.	“Respecto	 a	 la	 votación,
en	el	acta	de	la	junta	general	(de	socios)	venida	en	grado	se	consigna	que	los
acuerdos	se	adoptaron	por	mayoría	absoluta;	al	respecto,	 tratándose	de	 la
elección	 de	 directorio,	 el	 artículo	 164	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades
establece	que	 las	sociedades	están	obligadas	a	constituir	su	directorio	con
representación	 de	 la	 minoría,	 dando	 cada	 acción	 derecho	 a	 tantos	 votos
como	directores	deban	elegirse.”	(R.	108-2000-ORLC/TR.	19.04.2000)
Ley	26887.
ART.	 165.—Presidencia.	 Salvo	 disposición	 contraria	 del	 estatuto,	 el
directorio,	en	su	primera	sesión,	elige	entre	sus	miembros	a	un	presidente.
Ley	26887.
ART.	166.—Retribución.	El	cargo	de	director	es	retribuido.	Si	el	estatuto
no	 prevé	 el	monto	 de	 la	 retribución,	 corresponde	 determinarlo	 a	 la	 junta
obligatoria	anual.
La	participación	de	utilidades	para	el	directorio	sólo	puede	ser	detraída	de
las	utilidades	líquidas	y,	en	su	caso,	después	de	la	detracción	de	la	reserva
legal	correspondiente	al	ejercicio.
Ley	26887.
ART.	 167.—Convocatoria.	 El	 presidente,	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 debe
convocar	al	directorio	en	los	plazos	u	oportunidades	que	señale	el	estatuto	y
cada	vez	que	lo	juzgue	necesario	para	el	interés	social,	o	cuando	lo	solicite
cualquier	 director	 o	 el	 gerente	 general.	 Si	 el	 presidente	 no	 efectúa	 la
convocatoria	dentro	de	los	diez	días	siguientes	o	en	la	oportunidad	prevista
en	la	solicitud,	la	convocatoria	la	hará	cualquiera	de	los	directores.
La	 convocatoria	 se	 efectúa	 en	 la	 forma	 que	 señale	 el	 estatuto	 y,	 en	 su
defecto,	mediante	esquelas	con	cargo	de	recepción,	y	con	una	anticipación
no	menor	de	tres	días	a	la	fecha	señalada	para	la	reunión.	La	convocatoria
debe	expresar	claramente	el	lugar,	día	y	hora	de	la	reunión	y	los	asuntos	a
tratar;	 empero,	 cualquier	 director	 puede	 someter	 a	 la	 consideración	 del
directorio	los	asuntos	que	crea	de	interés	para	la	sociedad.
Se	 puede	 prescindir	 de	 la	 convocatoria	 cuando	 se	 reúnen	 todos	 los
directores	y	acuerdan	por	unanimidad	sesionar	y	los	asuntos	a	tratar.
Ley	26702.
ART.	84.—Oportunidad	de	sesiones	de	directorio.	El	directorio	celebra
sesiones	ordinarias	cuando	menos	una	vez	al	mes.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	55.—Constancia	de	convocatoria.	Salvo	que	se	encuentren	todos	los
directores	reunidos,	el	presidente	del	directorio,	quien	haga	sus	veces	o	el
gerente	 general,	 dejará	 constancia	 en	 el	 acta	 o	 mediante	 certificación	 en
documento	 aparte	 que	 la	 convocatoria	 fue	 cursada	 en	 la	 forma	 y	 con	 la
anticipación	 previstas	 en	 la	 ley,	 el	 estatuto	 y	 los	 convenios	 de	 accionistas
inscritos	en	el	registro.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Convocatoria	 del	 directorio.	 “En	 lo	 que
respecta	a	la	convocatoria,	el	artículo	167	de	la	Ley	General	de	Sociedades
establece	 que	 el	 presidente,	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 debe	 convocar	 al
directorio	 en	 los	 plazos	 que	 señale	 el	 estatuto,	 cada	 vez	 que	 lo	 juzgue
necesario	para	el	 interés	social	o	cuando	 lo	solicite	cualquier	director	o	el
gerente	 general;	 la	 norma	 citada	 añade	 que	 si	 el	 presidente	 no	 efectúa	 la
convocatoria	dentro	de	los	10	días	siguientes	o	en	la	oportunidad	prevista
en	la	solicitud,	la	convocatoria	la	hará	cualquiera	de	los	directores”.	(R.	327-
2001-ORLC/TR.	26.07.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Requisitos	para	 la	 calificación	registral	del
acuerdo	 adoptado	 en	 sesión	 de	 directorio.	 “Al	 calificar	 un	 acuerdo
adoptado	en	sesión	de	directorio,	el	registrador	debe	verificar	que	la	sesión
haya	sido	debidamente	convocada	o	que	se	haya	celebrado	con	la	asistencia
de	la	totalidad	de	directores,	que	se	haya	celebrado	con	el	quórum	debido,
que	 la	 materia	 acordada	 por	 el	 directorio	 sea	 de	 su	 competencia,	 que	 el
acuerdo	haya	sido	adoptado	con	la	mayoría	requerida,	que	el	acta	haya	sido
debidamente	 firmada	 y	 que	 conste	 asentada	 en	 el	 libro	 correspondiente.
Asimismo,	deberá	existir	 concordancia	con	 los	antecedentes	 registrales	en
lo	que	 respecta	 a	 la	 conformación	del	 directorio	que	 sesiona	y	 al	 acuerdo
que	se	adopta,	así	como	respecto	al	libro	de	actas	en	que	se	asienta;	de	otra
parte,	en	lo	atinente	a	la	prioridad,	deberá	verificarse	que	no	existen	títulos
pendientes	incompatibles”.	(R.	327-2001-ORLC/TR.	26.07.2001)
Ley	26887.
ART.	168.—Quórum	de	asistencia.	El	 quórum	del	directorio	 es	 la	mitad
más	uno	de	sus	miembros.	Si	el	número	de	directores	es	impar,	el	quórum
es	el	número	entero	inmediato	superior	al	de	la	mitad	de	aquél.
El	 estatuto	 puede	 señalar	 un	 quórum	 mayor	 en	 forma	 general	 o	 para
determinados	 asuntos,	 pero	 no	 es	 válida	 la	 disposición	 que	 exija	 la
concurrencia	de	todos	los	directores.
Ley	26702.
ART.	85.—Quórum	del	directorio.	En	ningún	caso	el	quórum	señalado	en
el	estatuto	de	las	empresas	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	para	las
sesiones	de	directorio	puede	ser	mayor	que	 las	dos	 terceras	partes	de	 los
miembros	de	éste.	Tampoco	puede	exigirse	en	el	estatuto,	para	la	adopción
de	 acuerdos,	 el	 voto	 conforme	 de	 más	 de	 las	 dos	 terceras	 partes	 de	 los
directores	presentes.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	56.—Quórum	de	directorio.	Para	 inscribir	 acuerdos	del	directorio,
el	quórum	se	computará	teniendo	en	cuenta	el	número	total	de	directores
fijado	 por	 el	 estatuto	 o	 la	 junta	 general,	 aun	 cuando	 aquel	 se	 encuentre
incompleto	por	cualquier	causa	de	vacancia.
Ley	26887.
ART.	 169.—Acuerdos.	 Sesiones	 no	 presenciales.	 Cada	 director	 tiene
derecho	 a	 un	 voto.	 Los	 acuerdos	 del	 directorio	 se	 adoptan	 por	 mayoría
absoluta	 de	 votos	 de	 los	 directores	 participantes.	 El	 estatuto	 puede
establecer	mayorías	más	altas.	Si	el	estatuto	no	dispone	de	otra	manera,	en
caso	de	empate	decide	quien	preside	la	sesión.
Las	resoluciones	tomadas	fuera	de	sesión	de	directorio,	por	unanimidad	de
sus	miembros,	 tienen	 la	misma	validez	que	si	hubieran	sido	adoptadas	en
sesión	siempre	que	se	confirmen	por	escrito.
El	 estatuto	 puede	 prever	 la	 realización	 de	 sesiones	 no	 presenciales,	 a
través	de	medios	escritos,	electrónicos,	o	de	otra	naturaleza	que	permitan	la
comunicación	 y	 garanticen	 la	 autenticidad	del	 acuerdo.	 Cualquier	director
puede	oponerse	a	que	se	utilice	este	procedimiento	y	exigir	la	realización	de
una	sesión	presencial.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	57.—Resoluciones	tomadas	fuera	de	sesión.	Las	resoluciones	a	que
se	 refiere	el	 segundo	párrafo	 del	 artículo	 169	de	 la	 ley,	 constarán	 en	 acta
suscrita	 por	 el	 gerente	 general	 quien	 certificará	 que	 ellas	 han	 sido
adoptadas	fuera	de	sesión	de	directorio	y	que	se	encuentran	en	su	poder	las
confirmaciones	escritas	del	voto	favorable	de	todos	los	directores.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 58.—Sesiones	 no	 presenciales	 de	 directorio.	 Para	 inscribir	 los
acuerdos	adoptados	en	sesiones	no	presenciales	de	directorio,	el	acta	debe
ser	 suscrita	 por	 el	 presidente	 del	 directorio,	 quien	 haga	 sus	 veces	 o	 el
gerente	 general,	 quien	 dejará	 constancia	 que	 la	 convocatoria	 se	 ha
efectuado	 en	 la	 forma	 prevista	 en	 la	 ley,	 el	 estatuto	 y	 los	 convenios	 de
accionistas	inscritos;	la	fecha	en	que	se	realizó	la	sesión;	el	medio	utilizado
para	 ello;	 la	 lista	 de	 los	 directores	 participantes,	 los	 acuerdos	 inscribibles
adoptados	y	los	votos	emitidos.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Los	 acuerdos	 adoptados	 en	 sesiones	 no
presenciales	 tienen	 igual	 valor	 que	 los	 adoptados	 en	 sesiones
presenciales.	“Respecto	a	la	adopción	de	acuerdos	por	parte	del	directorio
sin	 haberse	 realizado	 una	 sesión,	 que	 se	 materializan	 a	 través	 de	 una
resolución,	cabe	indicar	que	constituyen	una	figura	societaria	a	través	de	la
cual	 uno	 o	 más	 directores	 proponen	 una	 moción	 referida	 a	 la
administración	 de	 la	 persona	 jurídica	 dentro	 de	 su	 objeto	 a	 los	 demás
directores,	 quienes	 de	 confirmarla	 se	 llegaría	 a	 un	 acuerdo	 de	 igual	 valor
que	 si	 se	 hubiera	 adoptado	 en	 una	 sesión”.	 (R.	 073-2000-ORLC/TR.
15.03.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Los	 acuerdos	 adoptados	 en	 sesiones	 de
directorio	 no	 presenciales	 requieren	 unanimidad	 de	 los	 directores	 y
confirmación	por	escrito.	 “El	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 169	 de	 la	 Ley
General	de	Sociedades	dispone:	 ‘Las	resoluciones	 tomadas	 fuera	de	sesión
de	 directorio,	 por	 unanimidad	 de	 sus	miembros,	 tienen	 la	 misma	 validez
que	 si	 hubieran	 sido	 adoptadas	 en	 sesión	 siempre	 que	 se	 confirmen	 por
escrito’,	 disposición	 que	 es	 recogida	 por	 el	 artículo	 61	 del	 estatuto	 de	 la
sociedad	(Título	N°	96855	del	10	de	 junio	de	1998),	normas	de	 las	que	se
desprende	 que	 constituyen	 elementos	 para	 que	 la	 resolución	 sea
válidamente	 adoptada	 por	 el	 directorio,	 que	 exista	 unanimidad	 de	 sus
miembros	 y	 que	 sea	 confirmada	 por	 escrito”.	 (R.	 073-2000-ORLC/TR.
15.03.2000)
Ley	26887.
ART.	170.—Actas.	Las	deliberaciones	y	acuerdos	del	directorio	deben	ser
consignados,	por	cualquier	medio,	en	actas	que	se	recogerán	en	un	libro,	en
hojas	 sueltas	 o	 en	 otra	 forma	 que	 permita	 la	 ley	 y,	 excepcionalmente,
conforme	 al	 artículo	 136.	 Las	 actas	 deben	 expresar,	 si	 hubiera	 habido
sesión:	 la	 fecha,	 hora	 y	 lugar	 de	 celebración	 y	 el	 nombre	 de	 los
concurrentes;	de	no	haber	habido	sesión:	 la	forma	y	circunstancias	en	que
se	 adoptaron	 el	 o	 los	 acuerdos;	 y,	 en	 todo	 caso,	 los	 asuntos	 tratados,	 las
resoluciones	 adoptadas	 y	 el	 número	 de	 votos	 emitidos,	 así	 como	 las
constancias	que	quieran	dejar	los	directores.
Si	el	estatuto	no	dispone	de	manera	distinta,	 las	actas	serán	firmadas	por
quienes	actuaron	como	presidente	y	 secretario	de	 la	 sesión	o	por	quienes
fueron	expresamente	designados	para	tal	efecto.	El	acta	tendrá	validez	legal
y	 los	 acuerdos	 a	 que	 ella	 se	 refiere	 se	 podrán	 llevar	 a	 efecto	 desde	 el
momento	en	que	fue	firmada,	bajo	responsabilidad	de	quienes	la	hubiesen
suscrito.	Las	actas	deberán	estar	firmadas	en	un	plazo	máximo	de	diez	días
útiles	siguientes	a	la	fecha	de	la	sesión	o	del	acuerdo,	según	corresponda.
Cualquier	director	puede	firmar	el	acta	si	así	lo	desea	y	lo	manifiesta	en	la
sesión.
El	director	que	estimare	que	un	acta	adolece	de	inexactitudes	u	omisiones
tiene	el	derecho	de	exigir	que	se	consignen	sus	observaciones	como	parte
del	acta	y	de	firmar	la	adición	correspondiente.
El	director	que	quiera	salvar	su	responsabilidad	por	algún	acto	o	acuerdo
del	 directorio	 debe	pedir	 que	 conste	 en	 el	 acta	 su	 oposición.	 Si	 ella	 no	 se
consigna	 en	 el	 acta,	 solicitará	 que	 se	 adicione	 al	 acta,	 según	 lo	 antes
indicado.
Modificado.	 Ley	 N°	 30354,	 Art.	 Único.	 El	 plazo	 para	 pedir	 que	 se
consignen	las	observaciones	o	que	se	incluya	la	oposición	vence	a	los	veinte
días	útiles	de	realizada	la	sesión.
Por	 solicitud	 del	 gerente	 general	 o	 de	 cualquiera	 de	 los	 integrantes	 del
directorio,	 durante	 la	 sesión	 puede	 estar	 presente	 un	 notario	 público
designado	por	los	solicitantes	para	certificar	la	autenticidad	de	los	acuerdos
adoptados,	 los	 cuales	 pueden	 ejecutarse	 de	 inmediato	 por	 mérito	 de	 la
certificación.	Dicha	certificación,	como	también	aquella	a	la	que	se	refiere	el
artículo	 138,	 da	 mérito	 a	 la	 inscripción	 de	 los	 acuerdos	 adoptados	 en	 el
registro	correspondiente.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Contenido	 del	 acta	 tratándose	 de	 sesiones
no	presenciales.	“Por	tratarse	de	acuerdos	adoptados	sin	 la	realización	de
la	 sesión	 del	 directorio,	 el	 acta	 respectiva	 debe	 contener:	 ‘(...)	 la	 forma	 y
circunstancias	 en	 que	 se	 adoptaron	 el	 o	 los	 acuerdos	 y,	 en	 todo	 caso,	 los
asuntos	tratados,	las	resoluciones	adoptadas	y	el	número	de	votos	emitidos,
así	como	las	constancias	que	quieran	dejar	los	directores’,	según	lo	dispone
el	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 170	 de	 la	 ley	 societaria”.	 (R.	 073-2000-
ORLC/TR.	15.03.2000)
Ley	26887.
ART.	171.—Ejercicio	del	cargo	y	reserva.	Los	directores	desempeñan	el
cargo	con	la	diligencia	de	un	ordenado	comerciante	y	de	un	representante
leal.
Están	obligados	a	guardar	reserva	respecto	de	los	negocios	de	la	sociedad	y
de	 la	 información	social	a	que	tengan	acceso,	aun	después	de	cesar	en	sus
funciones.
Ley	26702.
ART.	87.—Responsabilidad	de	los	directores.	Los	directores	 titulares	 y
los	suplentes	a	que	se	refiere	el	artículo	80,	con	la	solidaridad	que	señala	el
artículo	 172	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 son	 especialmente
responsables	por:
1.	Aprobar	operaciones	y	adoptar	acuerdos	con	infracción	de	las
disposiciones	de	la	ley	y,	señaladamente,	de	las	prohibiciones	o	de	los
límites	establecidos	en	el	Capítulo	II	del	Título	II	de	la	Sección	Segunda.
2.	Omitir	la	adopción	de	las	medidas	necesarias	para	corregir	las
irregularidades	en	la	gestión.
3.	 Incumplir	 las	disposiciones	emitidas	por	 la	Superintendencia,	así	como
los	 pedidos	 de	 información	 que	 emanen	 de	 ese	 organismo	 o	 del	 Banco
Central.
4.	 Dejar	 de	 proporcionar	 información	 a	 la	 Superintendencia,	 o
suministrarla	falsa,	respecto	de	hechos	u	operaciones	que	pudieran	afectar
la	 estabilidad	 y	 solidez	 de	 la	 empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros.
5.	 Abstenerse	 de	 dar	 respuesta	 a	 las	 comunicaciones	 de	 la
Superintendencia	o	del	Banco	Central	que	sean	puestas	en	su	conocimiento
por	mandato	de	la	ley	o	por	indicación	de	dichos	organismos.
6.	Omitir	la	adopción	de	las	medidas	conducentes	a	garantizar	la	oportuna
realización	de	las	auditorías	internas	y	externas.
Las	 infracciones	 anotadas	 serán	 sancionadas	 por	 la	 Superintendencia,	 de
acuerdo	 a	 su	 gravedad,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 acciones	 civiles	 o	 penales	 que
corresponda	 conforme	 a	 los	 artículos	 173	 y	 174	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 y	 de	 las	 atribuciones	 que	 conforme	 a	 su	 Ley	 Orgánica
corresponden	al	Banco	Central.
Ley	26887.
ART.	172.—Gestión	y	representación.	El	directorio	tiene	las	facultades	de
gestión	 y	 de	 representación	 legal	 necesarias	 para	 la	 administración	 de	 la
sociedad	dentro	de	su	objeto,	 con	excepción	de	 los	asuntos	que	 la	 ley	o	el
estatuto	atribuyan	a	la	junta	general.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Facultades	 del	 directorio.	 “Excepto	 los
asuntos	que	la	ley	o	el	estatuto	atribuyan	a	la	junta	general	u	otro	órgano	o
excluyan	 expresamente	 de	 la	 competencia	 del	 directorio,	 dicho	 órgano
social	 se	 encuentra	 facultado	 parar	 realizar	 todo	 tipo	 de	 actos	 de
administración	y	disposición”.	 (R.	021-2002-ORLC/TR.	18.01.2002.	Aldana
Durán,	Salvatierra	Valdivia,	V.	P.	Aliaga	Huaripata)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 el	 Tribunal	 Registral	 constituye	 precedente	 de
observancia	obligatoria.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 directorio	 puede	 adoptar	 acuerdos
referidos	a	actos	de	administración	ordinarios	y	extraordinarios.	“Esta
instancia	ha	señalado	en	reiterada	jurisprudencia,	como	en	la	Resolución	N°
481-98-ORLC/TR	 del	 30	 de	 diciembre	 de	 1998,	 que	 el	 directorio	 está
plenamente	 facultado	 para	 adoptar	 acuerdos	 referidos	 a	 actos	 de
administración	 ‘ordinarios’	 (dentro	 del	 objeto	 social)	 y	 ‘extraordinarios’,
salvo	 limitación	 estatutaria	 expresa	 o	 legal”.	 (R.	 041-1999-ORLC/TR.
15.02.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 directorio	 cuenta	 con	 facultades	 de
gestión	 y	 representación	 legal	 de	 la	 sociedad.	 “Sobre	 el	 tema	 de	 las
facultades	 que	 tiene	 el	 directorio,	 el	 artículo	 172	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	establece	que	dicho	órgano	de	gobierno	‘tiene	las	facultades	de
gestión	 y	 de	 presentación	 legal	 necesarias	 para	 la	 administración	 de	 la
sociedad	dentro	de	su	objeto,	 con	excepción	de	 los	asuntos	que	 la	 ley	o	el
estatuto	atribuyan	a	la	junta	general’”.	(R.	240-2001-ORLC/TR.	12.06.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 directorio	 puede	 adoptar	 acuerdos	 de
disposición	de	 los	bienes	sociales.	“El	directorio	podría	adoptar	acuerdos
de	 disposición	 de	 los	 bienes	 de	 la	 sociedad,	 constituyendo	 un	 acto	 de
administración	 ‘extraordinario’	 (al	 no	 estar	 comprendido	 dentro	 de	 su
objeto	 social);	 sin	 embargo,	 tales	 facultades	 no	 pueden	 desnaturalizarse
adquiriendo	el	carácter	 ‘ordinario’	(como	si	 fueran	parte	del	objeto	social)
dado	 que	 ello	 implicaría	 una	 modificación	 del	 estatuto	 sin	 respetar	 las
formalidades	legales”.	(R.	041-1999-ORLC/TR.	15.02.99)
DOCTRINA.—Deberes	de	los	directores.	“(...).
2.1	Deber	de	diligencia.	Como	el	directorio	de	la	sociedad	anónima	es	el
órgano	 encargado	 de	 su	 administración	 y	 representación,	 en	 el	 sistema
jurídico	 se	 han	 establecido	 un	 conjunto	 de	 deberes	 y	 obligaciones	 que
buscan	 velar	 por	 su	 correcto	 funcionamiento.	 Entre	 las	 más	 importantes
figuran	el	deber	de	diligencia	(...).
Este	 deber	 tiene	 como	 fundamento	 que	 el	 directorio	 tiene	 la	 función	 de
administrar	recursos	ajenos	y	maximizar	 la	creación	de	valor	en	beneficio
de	 los	 dueños	 de	 la	 compañía,	 por	 lo	 que	 resulta	 fundamental	 que	 los
administradores	 actúen	 con	 el	 mismo	 cuidado	 que	 los	 hombres	 utilizan,
normalmente,	en	la	gestión	de	sus	propios	negocios	(...).
2.2	Deber	de	lealtad.	Este	deber	(...)	se	traduce	en	que	aquellos	se	deben	a
la	sociedad	toda	y,	por	tanto,	están	obligados	a	ejercer	sus	 funciones	en	el
mejor	interés	de	la	compañía,	evitando	causar	daños	a	esta	y	a	sus	dueños
(...).”	(BLÜMEL	MAC-IVER,	José	Ignacio.	El	directorio	frente	a	la	crisis	de	la
empresa.	En:	Revista	de	Derecho	de	la	Empresa,	N°	7,	julio-setiembre	2006;
págs.	60,	61	y	65)
Ley	26887.
ART.	173.—Información	y	funciones.	Cada	director	tiene	el	derecho	a	ser
informado	 por	 la	 gerencia	 de	 todo	 lo	 relacionado	 con	 la	 marcha	 de	 la
sociedad.	 Este	 derecho	 debe	 ser	 ejercido	 en	 el	 seno	 del	 directorio	 y	 de
manera	de	no	afectar	la	gestión	social.
Los	 directores	 elegidos	 por	 un	 grupo	 o	 clase	 de	 accionistas	 tienen	 los
mismos	 deberes	 para	 con	 la	 sociedad	 y	 los	 demás	 accionistas	 que	 los
directores	 restantes	 y	 su	 actuación	 no	 puede	 limitarse	 a	 defender	 los
intereses	de	quienes	los	eligieron.
Ley	26702.
ART.	 90.—Obligación	 de	 informar	 al	 directorio	 sobre	 las
comunicaciones	 de	 la	 Superintendencia.	 Toda	 comunicación	 que	 la
Superintendencia	 dirija	 a	 una	 empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros,	 con	 referencia	a	una	 inspección	o	 investigación	practicada,	o	que
contenga	 recomendaciones	 sobre	 sus	 negocios,	 debe	 ser	 puesta	 en
conocimiento	 del	 directorio,	 o	 del	 organismo	 que	 ejerza	 función
equivalente,	 en	 la	 primera	 oportunidad	 en	 la	 que	 se	 reúna,	 bajo
responsabilidad	 del	 presidente	 del	 directorio	 o	 funcionario	 de	 rango
equivalente.
Ley	26887.
ART.	 174.—Delegación.	 El	 directorio	 puede	 nombrar	 a	 uno	 o	 más
directores	para	resolver	o	ejecutar	determinados	actos.	La	delegación	puede
hacerse	para	que	actúen	individualmente	o,	si	son	dos	o	más,	también	para
que	actúen	como	comité.
La	 delegación	 permanente	 de	 alguna	 facultad	 del	 directorio	 y	 la
designación	 de	 los	 directores	 que	 hayan	 de	 ejercerla,	 requiere	 del	 voto
favorable	de	las	dos	terceras	partes	de	los	miembros	del	directorio	y	de	su
inscripción	 en	 el	 registro.	 Para	 la	 inscripción	 basta	 copia	 certificada	 de	 la
parte	pertinente	del	acta.
En	ningún	caso	podrá	ser	objeto	de	delegación	la	rendición	de	cuentas	y	la
presentación	de	estados	financieros	a	la	junta	general,	ni	las	facultades	que
ésta	conceda	al	directorio,	salvo	que	ello	sea	expresamente	autorizado	por
la	junta	general.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 59.—Delegación	 permanente	 de	 facultades	 del	 directorio.	 Para
inscribir	 la	 delegación	 permanente	 de	 las	 facultades	 que	 otorgue	 el
directorio	 o	 la	 ampliación	 de	 las	 mismas	 a	 uno	 o	 varios	 directores,	 el
registrador	 constatará	 que	 la	 delegación	 se	 haya	 conferido	 expresamente
con	carácter	permanente,	y	que	se	ha	cumplido	el	 requisito	de	haber	 sido
aprobada	con	el	voto	favorable	de	las	dos	terceras	partes	de	los	miembros
del	directorio,	salvo	que	el	estatuto	haya	previsto	una	mayoría	superior.
Para	 inscribir	 la	 revocación	 de	 la	 delegación	 permanente,	 el	 registrador
verificará	que	haya	sido	acordada	por	la	mayoría	requerida	por	el	artículo
169	de	la	ley.
Se	 inscribirá	 la	 designación	 de	 quienes	 sustituyen	 a	 los	 directores
delegados	 por	 cualquier	 causa	 de	 vacancia,	 siempre	 que	 en	 el	 acto	 de
delegación	permanente	no	se	haya	dispuesto	que	en	caso	de	vacancia	queda
automáticamente	revocada	la	delegación	permanente.
No	 procede	 la	 inscripción	 de	 los	 acuerdos	 del	 directorio	 adoptados	 en
ejercicio	de	facultades	cuya	delegación	permanente	en	uno	o	más	directores
corra	inscrita	en	el	registro,	salvo	que	previamente	la	haya	revocado.
RESOLUCIÓN	 DEL	 TRIBUNAL	 FISCAL.—Que	 algunos	 directores	 tengan
además	 de	 un	 vínculo	 de	 orden	 societario	 uno	 de	 índole	 comercial	 no
convierte	 el	 pago	 efectuado	 por	 estos	 servicios	 en	 retribución	 de
directores.	 “(...)	 con	 relación	 a	 la	 delegación	 de	 facultades	 prevista	 en	 el
artículo	 174	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 (...)	 el	 directorio	 puede
nombrar	 a	 uno	 o	más	 directores	 para	 que	 individualmente	 o	 reunidos	 en
comité,	resuelvan	o	ejecuten	determinados	actos,	y	destaca	que	la	norma	no
permite	delegar	 la	 facultad	de	decidir	sobre	 los	asuntos	que	correspondan
al	directorio,	sino	concretamente	a	resolver	o	ejecutar	determinados	actos.
(...).
(...)	 el	 solo	 hecho	 que	 sobre	 algunos	 de	 los	 directores	 de	 la	 recurrente
recaigan	además	de	un	vínculo	de	orden	societario	uno	de	índole	comercial
con	 motivo	 de	 los	 mencionados	 contratos	 de	 locación	 de	 servicios,	 no
convierte	el	pago	efectuado	por	tales	servicios	en	retribuciones	a	directores,
máxime	si	no	se	advierte	de	las	funciones	de	los	anotados	comités,	descritas
en	 los	 mencionados	 acuerdos	 de	 sesiones	 de	 directorios,	 siquiera	 una
delegación	de	facultades	deliberativas	ni	el	ejercicio	efectivo	de	éstas,	sino
por	 el	 contrario	 consisten	 en	 establecer	 la	metodología	 de	 trabajo	 de	 los
referidos	comités,	como	son	presentar	propuestas	de	negocios,	mejorar	los
procesos	 productivos	 y	 de	 comercialización,	 entre	 otros,	 sujetos	 a	 la
aprobación	 de	 la	 recurrente	 a	 través	 de	 órganos	 competentes,	 como	 la
gerencia	general	y	el	directorio,	así	como	la	obligación	dar	cuenta	oportuna
de	 la	 labor	realizada	por	dichos	comités	 tanto	al	 comité	ejecutivo	como	al
propio	directorio;	por	 lo	 tanto	no	es	correcto	afirmar	que	dichos	servicios
corresponden	 a	 funciones	 propias	 de	 directores	 ni	 que	 las	 retribuciones
pagadas	correspondan	a	la	realización	de	tales	facultades.
(...)	toda	vez	que	la	efectiva	prestación	de	los	referidos	servicios	no	ha	sido
cuestionada	 por	 la	 administración	 y	 los	 montos	 pagados	 por	 éstos	 se
encuentran	 debidamente	 acreditados	 con	 los	 recibos	 por	 honorarios	 de
fojas	781	a	863,	se	concluye	que	tales	gastos	no	corresponden	a	un	acto	de
liberalidad,	 sino	 que	 resultan	 deducibles	 al	 estar	 vinculados	 con	 la
generación	de	 la	 renta;	por	 lo	que	procede	dejar	 sin	 efecto	 el	 reparo	bajo
análisis	y	revocar	la	apelada	en	este	extremo”.	(T.	F,	RTF	00102-8-2012,	abr.
01/2012.	V.	P.	Pinto	de	Aliaga)
Ley	26887.
ART.	175.—Información	fidedigna.	El	directorio	debe	proporcionar	a	los
accionistas	 y	 al	 público	 las	 informaciones	 suficientes,	 fidedignas	 y
oportunas	que	la	ley	determine	respecto	de	la	situación	legal,	económica	y
financiera	de	la	sociedad.
DOCTRINA.—Delito	 de	 administración	 fraudulenta	 de	 personas
jurídicas	resultaría	inaplicable	para	el	auditor	externo	o	interno.	“(…)
En	tal	sentido,	nos	parece	equivocado	que	 la	Ley	N°	28755	incorporase,	al
primer	párrafo	del	artículo	198	del	Código	Penal,	como	sujetos	activos	del
delito	de	administración	fraudulenta	al	auditor	interno	y	al	auditor	externo.
Basta	analizar	cada	una	de	las	conductas	típicas	reguladas	en	dicho	artículo
para	 apreciar	 su	 impertinencia	 respecto	 al	 auditor	 interno	 y	 al	 auditor
externo.	Veamos.	Ni	el	auditor	interno	ni	el	auditor	externo	pueden	falsear
los	balances	(inciso	1),	ya	que	ni	siquiera	los	elaboran;	ello	le	corresponde	a
los	 contadores.	 Ni	 el	 auditor	 interno	 ni	 el	 auditor	 externo	 pueden
proporcionar	 datos	 falsos	 relativos	 a	 la	 situación	 de	 una	 persona	 jurídica
(inciso	2)	porque	no	son	competentes	ni	siquiera	para	proporcionar	datos
verdaderos;	 ello	 le	 corresponde	 al	 directorio	 y	 la	 gerencia.	 Ni	 el	 auditor
interno	 ni	 el	 auditor	 externo	 pueden	 promover	 falsas	 cotizaciones	 de
acciones,	 títulos	 o	 participaciones	 (inciso	 3)	 puesto	 que	 no	 están
posibilitados	de	promover	cotización	alguna;	ello	será	labor	de	una	sociedad
agente	de	bolsa.
Asimismo,	 ni	 el	 auditor	 interno	 ni	 el	 auditor	 externo	 puede	 aceptar,
estando	prohibido	hacerlo,	acciones	o	títulos	de	 la	misma	persona	 jurídica
como	garantía	de	crédito	 (inciso	4),	 ya	que	en	ningún	caso	ellos	disponen
cuáles	 son	 las	 garantías	 que	 respaldan	 el	 crédito	 otorgado	por	 la	 persona
jurídica;	ello	le	corresponde	al	directorio.	Ni	el	auditor	interno	ni	el	auditor
externo	puede	fraguar	balances	(inciso	5)	porque	ni	siquiera	 los	elaboran;
ello	 le	 corresponde	 a	 los	 contadores.	 Ni	 el	 auditor	 interno	 ni	 el	 auditor
externo	pueden	asumir	préstamos	para	la	persona	jurídica	(inciso	7)	puesto
que	no	están	facultados;	ello	le	corresponde	al	directorio	y	la	gerencia.	Ni	el
auditor	interno	ni	el	auditor	externo	pueden	usar,	en	provecho	propio	o	de
otro,	 el	 patrimonio	 de	 la	 persona	 jurídica	 (inciso	 8),	 ya	 que	 no	 están
facultados	 para	 ejercer	 la	 facultad	 jurídica	 de	 usar	 el	 patrimonio	 de	 la
persona	jurídica;	ello	podría	recaer	en	un	socio,	un	director	o	un	gerente.
Como	 puede	 apreciarse,	 los	 incisos	 1,	 2,	 3,	 4,	 5,	 7	 y	 8	 del	 mencionado
artículo	 198	 resultan	 inaplicables	 para	 el	 auditor	 interno	 y	 el	 auditor
externo	 porque	 se	 trata	 de	 imposibles	 fácticos	 y	 jurídicos.	 Sólo	 podrían
configurarse	 las	 conductas	 típicas	 de	 omitir	 comunicar	 la	 existencia	 de
intereses	 propios	 que	 con	 incompatibles	 con	 los	 de	 la	 persona	 jurídica
(inciso	6)	y	de	emitir	informes	o	dictámenes	que	omitan	revelar,	o	revelen
en	 forma	 distorsionada,	 situaciones	 de	 falta	 de	 solvencia	 o	 insuficiencia
patrimonial	de	la	persona	jurídica,	o	que	no	revelen	actos	u	omisiones	que
violen	 alguna	 disposición	 que	 la	 persona	 jurídica	 está	 obligada	 a	 cumplir
(inciso	 8).	 Sin	 embargo,	 lo	 primero	 es	 una	 cuestión	 ética	 (tan	 igual	 como
sucedería	con	un	abogado,	cuyos	 intereses	se	muestren	 incompatibles	con
los	 de	 la	 persona	 jurídica	 que	 es	 su	 cliente),	 lo	 que	 no	 requiere	 ser
penalizada;	 y	 para	 lo	 segundo	 son	 aplicables	 las	normas	del	 Código	Penal
referentes	a	los	delitos	de	falsificación	de	documentos	en	general	(artículos
427	 y	 siguientes),	 debiendo	 más	 bien	 establecerse	 que	 el	 informe	 y/o	 el
dictamen	 de	 un	 auditor	 interno	 o	 auditor	 externo	 tiene	 la	 calidad	 de
documento	 público	 (artículo	 433).	 (…)”	 (ECHAIZ	 MORENO,	 Daniel.	 “La
Responsabilidad	Legal	de	los	Auditores	(A	propósito	de	la	Ley	N°	29307	que
modifica	el	Código	Penal)”	En	“Legisnews”	Boletín	de	actualización	legal	[en
línea].	 28	 junio	 2009.	 [citado	 01	 de	 julio	 del	 2009].	 Disponible	 en:
<http://www.
http://www.legisnews.com/BancoMedios/Archivos/LA%20RESPONSABILIDAD%20LEGAL%20DE%LOS%20AUDITORES.rtf>
Ley	26887.
ART.	 176.—Obligaciones	 por	 pérdidas.	 Si	 al	 formular	 los	 estados
financieros	correspondientes	al	ejercicio	o	a	un	período	menor	se	aprecia	la
pérdida	de	la	mitad	o	más	del	capital,	o	si	debiera	presumirse	la	pérdida,	el
directorio	debe	convocar	de	inmediato	a	la	junta	general	para	informarla	de
la	situación.
Si	el	activo	de	la	sociedad	no	fuese	suficiente	para	satisfacer	los	pasivos,	o
si	 tal	 insuficiencia	 debiera	 presumirse,	 el	 directorio	 debe	 convocar	 de
inmediato	a	 la	 junta	general	para	 informar	de	 la	situación;	y	dentro	de	 los
quince	días	siguientes	a	la	fecha	de	convocatoria	a	la	junta,	debe	llamar	a	los
acreedores	 y,	 solicitar,	 si	 fuera	 el	 caso,	 la	declaración	de	 insolvencia	de	 la
sociedad.
Ley	26887.
ART.	 177.—Responsabilidad.	 Los	 directores	 responden,	 ilimitada	 y
solidariamente,	ante	la	sociedad,	los	accionistas	y	los	terceros	por	los	daños
y	 perjuicios	 que	 causen	 por	 los	 acuerdos	 o	 actos	 contrarios	 a	 la	 ley,	 al
estatuto	 o	 por	 los	 realizados	 con	 dolo,	 abuso	 de	 facultades	 o	 negligencia
grave.
Es	 responsabilidad	 del	 directorio	 el	 cumplimiento	 de	 los	 acuerdos	 de	 la
junta	 general,	 salvo	 que	 ésta	 disponga	 algo	 distinto	 para	 determinados
casos	particulares.
Los	 directores	 son	 asimismo	 solidariamente	 responsables	 con	 los
directores	 que	 los	 hayan	 precedido	 por	 las	 irregularidades	 que	 éstos
hubieran	 cometido	 si,	 conociéndolas,	 no	 las	 denunciaren	 por	 escrito	 a	 la
junta	general.
JURISPRUDENCIA.—El	 vicepresidente	 del	 directorio	 de	 una	 empresa
asume	una	responsabilidad	solidaria.	“Las	sentencias	de	mérito	incurren
en	 causal	 de	 nulidad	 al	 adolecer	 de	motivación	 deficiente	 por	 cuanto	 del
testimonio	de	la	escritura	de	compraventa	el	demandado	(...)	contaba	con	la
calidad	 de	 vicepresidente	 del	 directorio	 de	 la	 empresa	 demandada,	 en
consecuencia	 asume	 responsabilidad	 solidaria,	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	177	de	la	Ley	General	de	Sociedades”.	(C.	S.,	Cas.	3306-2014-Lima,
abr.	10/2015.	V.	P.	Mendoza	Ramírez)
C.	P.
ART.	 198.—Modificado.	 Ley	 29307,	 Art.	 1°.	 Administración
fraudulenta.	 Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no	menor	 de
uno	ni	mayor	de	cuatro	años	el	que	ejerciendo	funciones	de	administración
o	representación	de	una	persona	 jurídica,	realiza,	en	perjuicio	de	ella	o	de
terceros,	cualquiera	de	los	actos	siguientes:
1.	 Ocultar	 a	 los	 accionistas,	 socios,	 asociados,	 auditor	 interno,	 auditor
externo,	 según	sea	el	 caso	o	a	 terceros	 interesados,	 la	verdadera	situación
de	la	persona	jurídica,	falseando	los	balances,	reflejando	u	omitiendo	en	los
mismos	 beneficios	 o	 pérdidas	 o	 usando	 cualquier	 artificio	 que	 suponga
aumento	o	disminución	de	las	partidas	contables.
2.	 Proporcionar	 datos	 falsos	 relativos	 a	 la	 situación	 de	 una	 persona
jurídica.
3.	 Promover,	 por	 cualquier	 medio	 fraudulento,	 falsas	 cotizaciones	 de
acciones,	títulos	o	participaciones.
4.	 Aceptar,	 estando	 prohibido	 hacerlo,	 acciones	 o	 títulos	 de	 la	 misma
persona	jurídica	como	garantía	de	crédito.
5.	Fraguar	balances	para	reflejar	y	distribuir	utilidades	inexistentes.
6.	 Omitir	 comunicar	 al	 directorio,	 consejo	 de	 administración,	 consejo
directivo	u	otro	órgano	similar	o	al	auditor	 interno	o	externo,	acerca	de	 la
existencia	de	intereses	propios	que	son	incompatibles	con	los	de	la	persona
jurídica.
7.	Asumir	indebidamente	préstamos	para	la	persona	jurídica.
8.	Usar	en	provecho	propio,	o	de	otro,	el	patrimonio	de	la	persona	jurídica.
Ley	26887.
ART.	178.—Exención	de	responsabilidad.	No	es	 responsable	el	director
que	 habiendo	 participado	 en	 el	 acuerdo	 o	 que	 habiendo	 tomado
conocimiento	de	él,	haya	manifestado	su	disconformidad	en	el	momento	del
acuerdo	 o	 cuando	 lo	 conoció,	 siempre	 que	 haya	 cuidado	 que	 tal
disconformidad	se	consigne	en	acta	o	haya	hecho	constar	su	desacuerdo	por
carta	notarial.
Ley	26887.
ART.	179.—Contratos,	créditos,	préstamos	o	garantías.	El	director	sólo
puede	 celebrar	 con	 la	 sociedad	 contratos	 que	 versen	 sobre	 aquellas
operaciones	 que	 normalmente	 realice	 la	 sociedad	 con	 terceros	 y	 siempre
que	 se	 concerten	 en	 las	 condiciones	 del	mercado.	 La	 sociedad	 sólo	 puede
conceder	crédito	o	préstamos	a	los	directores	u	otorgar	garantías	a	su	favor
cuando	 se	 trate	 de	 aquellas	 operaciones	 que	 normalmente	 celebre	 con
terceros.
Los	contratos,	créditos,	préstamos	o	garantías	que	no	reúnan	los	requisitos
del	 párrafo	 anterior	 podrán	 ser	 celebrados	 u	 otorgados	 con	 el	 acuerdo
previo	 del	 directorio,	 tomado	 con	 el	 voto	 de	 al	menos	 dos	 tercios	 de	 sus
miembros.
Lo	 dispuesto	 en	 los	 párrafos	 anteriores	 es	 aplicable	 tratándose	 de
directores	 de	 empresas	 vinculadas	 y	 de	 los	 cónyuges,	 descendientes,
ascendientes	 y	 parientes	 dentro	 del	 tercer	 grado	 de	 consanguinidad	 o
segundo	de	afinidad	de	los	directores	de	la	sociedad	y	de	los	directores	de
empresas	vinculadas.
Los	 directores	 son	 solidariamente	 responsables	 ante	 la	 sociedad	 y	 los
terceros	 acreedores	 por	 los	 contratos,	 créditos,	 préstamos	 o	 garantías
celebrados	u	otorgados	con	infracción	de	lo	establecido	en	este	artículo.
R.	090-2005-EF/94.10.
ART.	 5°.—Definición	 de	 vinculación	 y	 presunciones.	 Vinculación	 se
define	 como	 la	 relación	 entre	 dos	 personas,	 naturales	 o	 jurídicas,	 que
conlleva	a	un	comportamiento	sistemáticamente	concertado.	Salvo	prueba
en	contrario,	se	presume	la	existencia	de	vinculación	en	los	siguientes	casos:
I.	Entre	personas	jurídicas:
a)	Cuando	forman	parte	del	mismo	grupo	económico,	tal	como	se	define	en
el	artículo	7º.
b)	 Cuando	 una	 misma	 garantía	 respalda	 las	 obligaciones	 de	 ambas	 o
cuando	más	del	50%	de	 las	de	una	de	ellas	son	garantizadas	por	 la	otra	y
esta	otra	no	es	empresa	del	sistema	financiero.
c)	 Cuando	más	 del	 50%	 de	 las	 obligaciones	 de	 una	 persona	 jurídica	 son
acreencias	de	la	otra	y	esta	otra	no	es	empresa	del	sistema	financiero.
d)	 Cuando	 una	 persona	 jurídica	 tiene,	 directa	 o	 indirectamente,	 una
participación	 en	 el	 capital	 social	 que	 le	 permite	 tener	 presencia	 en	 su
directorio.
e)	Cuando	un	tercio	o	más	de	los	miembros	del	directorio	o	de	los	gerentes
de	una	de	ellas	son	directores,	gerentes	o	trabajadores	de	la	otra.
Lo	 dispuesto	 en	 los	 incisos	 b)	 y	 c)	 incluye	 a	 las	 empresas	 del	 sistema
financiero	 para	 efectos	 de	 determinar	 la	 vinculación	 a	 que	 se	 refiere	 el
segundo	párrafo	del	artículo	87	de	la	ley.
II.	Entre	personas	naturales:
a)	Que	son	parientes.
b)	Cuando	una	de	ellas	es	director	o	gerente	de	una	persona	jurídica	en	la
cual	 la	otra	 tiene,	directa	o	 indirectamente,	una	participación	en	el	 capital
social	que	le	permite	tener	presencia	en	su	directorio.
c)	 Cuando	 ambas	 pertenecen	 al	 conjunto	 de	 personas	 que	 ejercen	 el
control	de	un	grupo	económico,	tal	como	se	define	en	el	artículo	7º.
III.	Entre	personas	naturales	y	jurídicas:
a)	 Cuando	 la	 persona	 natural	 tiene	 una	 participación,	 directa	 o
indirectamente,	 en	 el	 capital	 social	 de	 la	 persona	 jurídica	 que	 le	 permite
tener	presencia	en	su	directorio.
b)	Cuando	la	persona	natural	es	director	o	gerente	de	la	persona	jurídica,	o
ha	ejercido	alguno	de	tales	cargos	en	alguna	oportunidad	durante	el	último
año.
c)	 Cuando	 la	 persona	 natural	 es	 director	 o	 gerente	 de	 alguna	 de	 las
personas	 jurídicas	 del	 grupo	 económico	 al	 que	 pertenece	 la	 persona
jurídica,	tal	como	se	define	en	el	presente	reglamento.
d)	 Cuando	 la	 persona	 natural	 pertenece	 al	 conjunto	 de	 personas	 que
ejercen	el	control	del	grupo	económico	al	que	pertenece	la	persona	jurídica,
tal	como	se	define	en	el	presente	reglamento.
R.	472-2006-SBS.
ART.	2°.—Definiciones.	Para	efectos	de	lo	dispuesto	en	la	presente	norma,
considérense	las	siguientes	definiciones:
(...).
e.	Vinculados.-	Personas	naturales	o	jurídicas	vinculadas	a	las	empresas	del
sistema	 financiero	 para	 fines	 de	 aplicación	 del	 artículo	 202	 de	 la	 Ley
General,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	dicho	artículo	y	 las	Normas
Especiales	 sobre	 Vinculación	 y	 Grupo	 Económico	 emitidas	 por	 la
Superintendencia.
R.	472-2006-SBS.
ART.	 5°.—Base	 de	 datos	 de	 vinculados.	 Con	 la	 finalidad	 de	 facilitar	 el
control	 del	 cumplimiento	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 las
empresas	del	 sistema	 financiero	deberán	contar	con	una	base	de	datos	de
sus	vinculados	actualizada	permanentemente,	 la	que	deberá	encontrarse	a
disposición	 de	 esta	 Superintendencia.	 En	 dicha	 base	 de	 datos	 se	 deberá
distinguir	 también	 a	 aquellos	 vinculados	 excluidos	 del	 cómputo	 de	 límite
del	 financiamiento	 a	 vinculados	 por	 las	 causales	 establecidas	 en	 el	marco
normativo	vigente,	tales	como	las	señaladas	en	el	artículo	7º	de	la	presente
norma.
Cuando	 las	 empresas	 consideren	 que	 un	 vinculado	 ya	 no	 incurre	 en	 los
supuestos	 para	 ser	 considerado	 como	 tal	 deberán	 comunicarlo	 a	 la
Superintendencia	mediante	una	carta	que	explique	los	motivos	para	ello,	en
un	 plazo	 no	 mayor	 de	 tres	 días	 calendario	 de	 producida	 la	 exclusión	 de
dicha	persona	de	la	base	de	datos.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	 directorio	 puede	 acordar	 la	 celebración
de	 contratos	 con	 quienes	 no	 son	 directores	 que	 no	 versen	 sobre	 las
operaciones	que	normalmente	realice	la	sociedad.	“En	lo	que	respecta	al
directorio,	el	artículo	179	de	la	Ley	General	de	Sociedades	dispone	que	los
contratos	que	 la	sociedad	celebre	con	un	director	que	no	versen	sobre	 las
operaciones	que	normalmente	realice	la	sociedad	con	terceros,	así	como	la
concesión	 de	 créditos	 o	 préstamos	 a	 los	 directores	 u	 otorgamiento	 de
garantías	 a	 su	 favor,	 cuando	 no	 se	 trate	 de	 las	 operaciones	 que
normalmente	celebre	con	terceros,	podrán	ser	celebrados	u	otorgados	con
el	acuerdo	previo	del	directorio,	tomado	con	el	voto	de	al	menos	dos	tercios
de	sus	miembros;	vale	decir,	el	directorio	puede	acordar	celebrar	contratos
con	 un	 director	 que	 no	 versen	 sobre	 las	 operaciones	 que	 normalmente
realice	 la	 sociedad,	 así	 como	 conceder	 créditos	 o	 préstamos	 y	 otorgar
garantías	 en	 favor	 de	 los	 directores;	 en	 consecuencia,	 con	 mayor	 razón
podrá	el	directorio	acordar	la	celebración	de	contratos	con	quienes	no	son
directores	que	no	versen	sobre	las	operaciones	que	normalmente	realice	la
sociedad,	 así	 como	 conceder	 créditos	 o	 préstamos	 y	 otorgar	 garantías	 en
favor	de	quienes	no	son	directores”.	(R.	021-2002-ORLC/TR.	18.01.2002)
Ley	26887.
ART.	 180.—Conflicto	 de	 intereses.	 Los	 directores	 no	 pueden	 adoptar
acuerdos	que	no	cautelen	el	interés	social	sino	sus	propios	intereses	o	los	de
terceros	 relacionados,	 ni	 usar	 en	 beneficio	 propio	 o	 de	 terceros
relacionados	 las	oportunidades	comerciales	o	de	negocios	de	que	tuvieren
conocimiento	en	razón	de	su	cargo.	No	pueden	participar	por	cuenta	propia
o	 de	 terceros	 en	 actividades	 que	 compitan	 con	 la	 sociedad,	 sin	 el
consentimiento	expreso	de	ésta.
El	 director	 que	 en	 cualquier	 asunto	 tenga	 interés	 en	 contrario	 al	 de	 la
sociedad	debe	manifestarlo	y	abstenerse	de	participar	en	la	deliberación	y
resolución	concerniente	a	dicho	asunto.
El	 director	 que	 contravenga	 las	 disposiciones	 de	 este	 artículo	 es
responsable	de	 los	daños	y	perjuicios	que	cause	a	 la	sociedad	y	puede	ser
removido	por	el	directorio	o	por	 la	 junta	general	a	propuesta	de	cualquier
accionista	o	director.
C.	C.
ART.	161.—Representación	directa	sin	poder.	El	acto	jurídico	celebrado
por	 el	 representante	 excediendo	 los	 límites	 de	 las	 facultades	 que	 se	 le
hubiere	 conferido,	 o	 violándolas,	 es	 ineficaz	 con	 relación	 al	 representado,
sin	perjuicio	de	las	responsabilidades	que	resulten	frente	a	éste	y	a	terceros.
También	 es	 ineficaz	 ante	 el	 supuesto	 representado	 el	 acto	 jurídico
celebrado	por	persona	que	no	tiene	la	representación	que	se	atribuye.
C.	C.
ART.	 1969.—Responsabilidad	 subjetiva.	 Aquel	 que	 por	 dolo	 o	 culpa
causa	un	daño	a	otro	está	obligado	a	indemnizarlo.	El	descargo	por	falta	de
dolo	o	culpa	corresponde	a	su	autor.
Ley	26887.
ART.	181.—Pretensión	 social	 de	 responsabilidad.	 La	 pretensión	 social
de	 responsabilidad	 contra	 cualquier	 director	 se	 promueve	 en	 virtud	 de
acuerdo	de	la	 junta	general,	aun	cuando	la	sociedad	esté	en	liquidación.	El
acuerdo	 puede	 ser	 adoptado	 aunque	 no	 haya	 sido	 materia	 de	 la
convocatoria.
Los	accionistas	que	 representan	por	 lo	menos	un	 tercio	del	 capital	 social
pueden	ejercer	directamente	la	pretensión	social	de	responsabilidad	contra
los	directores,	siempre	que	se	satisfaga	los	requisitos	siguientes:
1.	Que	la	demanda	comprenda	las	responsabilidades	a	favor	de	la	sociedad
y	no	el	interés	particular	de	los	demandantes;
2.	Que,	en	su	caso,	los	actores	no	hayan	aprobado	la	resolución	tomada	por
la	junta	general	sobre	no	haber	lugar	a	proceder	contra	los	directores.
Cualquier	 accionista	 puede	 entablar	 directamente	 pretensión	 social	 de
responsabilidad	contra	los	directores,	si	transcurrido	tres	meses	desde	que
la	 junta	 general	 resolvió	 la	 iniciación	 de	 la	 pretensión	 no	 se	 hubiese
interpuesto	 la	 demanda.	 Es	 aplicable	 a	 este	 caso	 lo	 dispuesto	 en	 los
apartados	1	y	2	de	este	artículo.
Los	 bienes	 que	 se	 obtengan	 en	 virtud	 de	 la	 demanda	 entablada	 por	 los
accionistas	son	percibidos	por	la	sociedad,	y	los	accionistas	tienen	derecho	a
que	se	les	reembolse	los	gastos	del	proceso.
Los	acreedores	de	 la	 sociedad	sólo	pueden	dirigirse	contra	 los	directores
cuando	su	pretensión	tienda	a	reconstituir	el	patrimonio	neto,	no	haya	sido
ejercitada	por	la	sociedad	o	sus	accionistas	y,	además,	se	trate	de	acto	que
amenace	gravemente	la	garantía	de	los	créditos.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 acción	 de	 pretensión	 social	 de
responsabilidad,	que	es	un	acto	no	es	inscribible,	tiene	como	titular	a	la
sociedad	y	no	a	los	accionistas.	“El	acto	con	el	que	usualmente	se	abre	folio
en	el	Registro	de	Sociedades	Mercantiles	es	 la	constitución	de	 la	sociedad.
Dicha	 inscripción	 significa,	 a	 la	 par,	 la	 adquisición	 de	 la	 personalidad
jurídica	del	ente,	la	misma	que	determina	el	grado	de	responsabilidad	de	los
socios.	 Sobre	 la	 base	 de	 su	 estatuto,	 se	 establece	 también	 la	 regulación
interna	 y	 el	 régimen	 de	 los	 órganos	 de	 gobierno.	 Los	 actos	 que	 con
posterioridad	 a	 la	 inmatriculación	 se	 inscriben	 son	 todos	 aquellos	 que
significan	de	alguna	manera	mutación	de	la	situación	jurídica	inscrita.	En	la
medida	 que	 el	 hecho,	 acto	 o	 negocio	 genere	 un	 cambio	 en	 el	 derecho
inscrito,	 ingresa	 al	 registro	 a	modo	 de	 inscripción;	 por	 el	 contrario,	 si	 no
incide	de	modo	alguno	en	su	estructura	o	contenido,	no	debe	inscribirse.
Cuarto:	El	acto	cuya	inscripción	se	solicita	mediante	el	presente	título	es	la
pretensión	social	de	responsabilidad	contra	el	ex	directorio	y	el	ex	gerente
(...).	 Este	 acuerdo	 se	 adoptó	 en	 la	 sesión	 de	 junta	 obligatoria	 anual	 de
accionistas	 (...).	 El	 artículo	 3°	 inciso	 c)	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de
Sociedades	no	considera	a	este	acuerdo	como	acto	inscribible,	de	modo	que
en	principio	no	tendría	este	carácter.	Pero	al	margen	de	esta	consideración
de	carácter	formal,	existe	otra	de	fondo	que	motiva	su	rechazo.
Los	directores	cumplen	una	función	trascendental	dentro	de	la	gestión	de
la	 sociedad.	 A	 diferencia	 de	 la	 junta	 general,	 el	 directorio	 es	 un	 órgano
permanente	 que	 tiene	 a	 cargo	 las	 funciones	 de	 gestión	 y	 representación
legal	necesarias	para	la	administración	de	la	sociedad	dentro	de	su	objeto,
salvo	 los	 asuntos	 que	 la	 ley	 o	 el	 estatuto	 atribuyan	 a	 la	 junta	 general.	 El
ejercicio	 del	 cargo	 debe	 hacerse	 con	 la	 diligencia	 de	 un	 ordenado
comerciante	 y	 de	 un	 representante	 leal.	 En	 este	 orden,	 los	 directores
responden,	ilimitada	y	solidariamente,	ante	la	sociedad,	los	accionistas	y	los
terceros	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 causen	 por	 los	 acuerdos	 o	 actos
contrarios	 a	 la	 ley,	 al	 estatuto	 o	 por	 los	 realizados	 con	 dolo,	 abuso	 de
facultades	 o	 negligencia	 grave.	 Iguales	 conceptos	 se	 aplican	 al	 gerente	 en
virtud	de	lo	dispuesto	por	el	artículo	189	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
En	el	supuesto	de	que	sea	la	propia	sociedad	la	que	padezca	directamente
las	consecuencias	lesivas	de	los	actos	u	omisiones	negligentes	o	dolosos	de
los	administradores,	la	responsabilidad	de	éstos	puede	ser	exigida	a	través
de	la	acción	de	responsabilidad,	que	se	dirige	a	la	protección	y	defensa	del
patrimonio	o	de	los	intereses	sociales	en	general	mediante	el	resarcimiento
del	daño	sufrido.
La	nota	saltante	de	esta	acción	es	que	tiene	como	única	titular	a	la	sociedad
que	 busca	 el	 resarcimiento	 por	 el	 daño	 causado,	 aun	 cuando
subsidiariamente	 su	 ejercicio	 puede	 encargarse	 a	 un	 grupo	 de	 socios	 o
acreedores.	 Siendo	 esto	 así,	 el	 acuerdo	 de	 pretensión	 social	 de
responsabilidad	 se	 resume	 como	 la	 decisión	 societaria	 que	 relaciona	 de
manera	 exclusiva	 a	 la	 sociedad	 con	 sus	 administradores	 por	 el	 irregular
ejercicio	de	las	funciones	de	estos	últimos.	Es	la	intención	de	la	sociedad	de
buscar	el	resarcimiento	de	los	daños	sufridos	por	la	mala	actuación	de	sus
administradores,	lo	que	significa	que	la	vinculación	jurídica	que	se	deriva	de
este	 acuerdo	 siempre	 se	 mantiene	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 relación	 sociedad-
administradores.	Por	esta	razón,	esta	sala	entiende	que	la	pretensión	social
de	responsabilidad	no	resulta	un	acto	inscribible	en	el	registro”.	(Sunarp,	R.
007-2006-Sunarp-TR-T,	ene.	20/2006.	V.	P.	Hugo	Echevarría	Arellano)
Ley	26887.
ART.	 182.—Pretensión	 individual	 de	 responsabilidad.	 No	 obstante	 lo
dispuesto	en	 los	artículos	precedentes,	quedan	a	salvo	 las	pretensiones	de
indemnización	 que	 puedan	 corresponder	 a	 los	 socios	 y	 a	 los	 terceros	 por
actos	de	los	directores	que	lesionen	directamente	los	intereses	de	aquellos.
No	 se	 considera	 lesión	 directa	 la	 que	 se	 refiere	 a	 daños	 causados	 a	 la
sociedad,	aunque	ello	entrañe	como	consecuencia	daño	al	accionista.
C.	C.
ART.	 1321.—Indemnización	 de	 daños	 y	 perjuicios.	 Queda	 sujeto	 a	 la
indemnización	de	daños	y	perjuicios	quien	no	ejecuta	sus	obligaciones	por
dolo,	culpa	inexcusable	o	culpa	leve.
El	resarcimiento	por	la	inejecución	de	la	obligación	o	por	su	cumplimiento
parcial,	 tardío	 o	 defectuoso,	 comprende	 tanto	 el	 daño	 emergente	 como	 el
lucro	 cesante,	 en	 cuanto	 sean	 consecuencia	 inmediata	 y	 directa	 de	 tal
inejecución.
Si	 la	 inejecución	 o	 el	 cumplimiento	 parcial,	 tardío	 o	 defectuoso	 de	 la
obligación,	obedecieran	a	culpa	leve,	el	resarcimiento	se	limita	al	daño	que
podía	preverse	al	tiempo	en	que	ella	fue	contraída.
Ley	26887.
ART.	183.—Responsabilidad	penal.	La	demanda	en	la	vía	civil	contra	los
directores	no	enerva	la	responsabilidad	penal	que	pueda	corresponderles.
C.	P.
ART.	 27.—Responsabilidad	 penal	 del	 representante	 de	 una	 persona
jurídica.	 El	 que	 actúa	 como	 órgano	 de	 representación	 autorizado	 de	 una
persona	jurídica	o	como	socio	representante	autorizado	de	una	sociedad	y
realiza	 el	 tipo	 legal	 de	 un	 delito	 es	 responsable	 como	 autor,	 aunque	 los
elementos	 especiales	 que	 fundamentan	 la	 penalidad	 de	 este	 tipo	 no
concurran	en	él,	pero	sí	en	la	representada.
Ley	26887.
ART.	184.—Caducidad	de	la	responsabilidad.	La	responsabilidad	civil	de
los	directores	caduca	a	 los	dos	años	de	la	fecha	de	adopción	del	acuerdo	o
de	 la	 de	 realización	 del	 acto	 que	 originó	 el	 daño,	 sin	 perjuicio	 de	 la
responsabilidad	penal.
CAPÍTULO	III
GERENCIA
Ley	26887.
ART.	 185.—Designación.	 La	 sociedad	 cuenta	 con	 uno	 o	 más	 gerentes
designados	por	el	directorio,	salvo	que	el	estatuto	reserve	esa	facultad	a	la
junta	general.
Cuando	se	designe	un	solo	gerente	éste	será	el	gerente	general	y	cuando	se
designe	más	de	un	gerente,	debe	indicarse	en	cuál	o	cuáles	de	ellos	recae	el
título	 de	 gerente	 general.	 A	 falta	 de	 tal	 indicación	 se	 considera	 gerente
general	al	designado	en	primer	lugar.
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—En	 la	 LGS	 no	 existe	 disposición	 expresa	 que
señale	 cuáles	 son	 las	 facultades	 que	 corresponde	 al	 directorio.	 “El
directorio	 es	 el	 órgano	 colegiado	 elegido	 por	 la	 junta	 general	 y	 tiene	 las
facultades	 de	 gestión	 y	 de	 representación	 legal	 necesarias	 para	 la
administración	 de	 la	 sociedad	 dentro	 de	 su	 objeto,	 con	 excepción	 de	 los
asuntos	que	la	ley	o	el	estatuto	atribuyan	a	la	junta	general	(artículos	153	y
172	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	en	adelante	la	LGS).
En	la	LGS	no	existe	disposición	expresa	que	señale	cuáles	son	las	facultades
que	 corresponde	 al	 directorio;	 sin	 embargo,	 sí	 cuenta	 con	 facultades	 de
gestión,	 así,	 se	 encarga	de	 elaborar	 la	 política	 y	 lineamientos	 a	 los	 que	 se
encontrará	 sujeta	 la	 empresa,	 contando	 además	 con	 facultades	 necesarias
para	la	administración	de	la	sociedad,	salvo	aquellos	asuntos	reservados	por
la	 ley	o	el	estatuto	a	 la	 junta	general.	 (Sunarp,	R.	1432-2015-Sunarp-TR-L,
jul.	21/2015.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
Ley	26702.
ART.	91.—Nombramiento	de	gerente.	El	nombramiento	de	 los	gerentes
de	una	empresa	no	puede	recaer	en	persona	jurídica.	No	puede	atribuirse	la
potestad	de	efectuar	la	designación	de	tales	funcionarios	a	entidad	ajena	a	la
empresa	de	 los	sistemas	 financiero	o	de	seguros,	u	órgano	de	gobierno	de
ésta.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	60.—Contenido	del	asiento	de	inscripción.	En	el	respectivo	asiento
de	inscripción	constará,	cuando	así	aparezca	del	título:
a)	Que	la	sociedad	tiene	más	de	un	gerente	general;
b)	La	designación	de	los	diferentes	gerentes	previstos	en	el	estatuto,	o	de
los	gerentes	designados	por	el	directorio	o,	en	su	caso	por	la	junta	general
de	accionistas;
c)	Duración	del	cargo	de	los	gerentes;
d)	 Que	 el	 nombramiento	 de	 cualquiera	 de	 los	 gerentes	 constituye
condición	del	pacto	social.
Ac.	013-2006/004-Fonafe.
Se	 comunica	 que,	 mediante	 Acuerdo	 Nº	 013-2006/004-Fonafe,
correspondiente	a	la	sesión	del	directorio	de	Fonafe,	instalada	con	fecha	26
de	enero	del	2006,	se	aprobó	lo	siguiente:
1.	 En	 atención	 a	 los	 principios	 recogidos	 en	 el	 Código	 Marco	 de	 Buen
Gobierno	Corporativo	de	 las	Empresas	del	Estado,	 se	 acuerda	 aprobar	 los
siguientes	 lineamientos	 aplicables	 a	 la	 designación	del	 personal	 gerencial,
del	 personal	 con	 cargos	 equivalentes	 y,	 en	 especial,	 de	 los	 gerentes
generales	de	las	empresas	del	Estado	bajo	el	ámbito	de	Fonafe:
-	 La	 designación	 del	 personal	 gerencial,	 del	 personal	 con	 cargos
equivalentes	 y,	 en	 especial,	 de	 los	 gerentes	 generales	 de	 las	 empresas	 del
Estado	bajo	el	 ámbito	de	Fonafe	 se	 ciñe	a	perfiles	particulares	del	puesto,
los	cuales	son	revelados	de	manera	pública	y	por	 lo	que	se	privilegia	altos
estándares	 de	 formación	 profesional,	 reconocido	 prestigio,	 así	 como	 de
experiencia	en	organizaciones,	sectores	o	actividades	similares	a	los	que	se
desenvuelve	la	empresa.
-	Corresponde	al	directorio	de	cada	empresa	designar	al	personal	gerencial,
personal	 con	 cargos	 equivalentes	 y,	 en	 especial,	 a	 los	 gerentes	 generales,
respetando	los	perfiles	definidos	para	la	posición.
-	Para	la	designación	de	todo	el	personal	gerencial,	del	personal	con	cargos
equivalentes	 y,	 en	 especial,	 de	 los	 gerentes	 generales	 de	 las	 empresas	 del
Estado	 bajo	 el	 ámbito	 de	 Fonafe,	 se	 realizará	 un	 proceso	 de	 selección
llevado	 a	 cabo	 por	 una	 empresa	 especializada	 que	 será	 determinada	 por
Fonafe.
-	El	proceso	de	selección	deberá	 implicar	 la	presentación	al	directorio	de
cada	empresa	de	una	terna	cuyos	integrantes	deberán	cumplir	con	el	perfil
profesional,	 técnico	 y	 ético	 correspondiente	 al	 cargo,	 evaluados
previamente	por	la	empresa	especializada.
-	Los	directorios	y	gerentes	generales	de	las	empresas	deberán	adoptar	las
disposiciones	 internas	correspondientes,	a	efectos	de	aplicar	 los	presentes
lineamientos,	así	como	informar	a	Fonafe,	en	un	plazo	máximo	de	cinco	días
desde	 la	 publicación	 del	 presente	 acuerdo,	 acerca	 de	 las	 modificaciones
estatutarias	que	resulten	necesarias	para	su	aplicación.
2.	 En	 tanto	 Fonafe	 no	 determine	 a	 la	 empresa	 especializada	 que	 se
encargará	de	 llevar	a	cabo	 los	procesos	de	selección,	 los	directorios	de	 las
empresas	 deberán	 aplicar	 directamente	 los	 lineamientos	 aprobados,	 a
partir	de	la	fecha	de	publicación	del	presente	acuerdo.
3.	Los	lineamientos	aprobados	en	el	presente	acuerdo	no	son	aplicables	a	la
designación	 de	 los	 gerentes	 de	 los	 órganos	 de	 control	 institucional,	 por
corresponder	al	Sistema	Nacional	de	Control.
4.	 Encargar	 a	 la	 Dirección	 Ejecutiva	 la	 realización	 de	 las	 acciones
necesarias	para	la	implementación	del	presente	acuerdo.
5.	Dispensar	el	presente	acuerdo	del	trámite	de	lectura	y	aprobación	previa
del	acta.
JURISPRUDENCIA.—Jueces	 están	 impedidos	 legalmente	 de	 tener	 la
dirección	de	un	negocio	o	de	una	empresa.	“(…)	42.	Ahora	bien,	la	cuestión
que	 aún	 queda	 por	 responder	 es	 si	 la	 exclusividad	 judicial	 se	 pueda	 ver
perjudicada	porque	el	juez	es	socio	o	accionista	de	una	empresa,	que	no	es
lo	mismo	que	tener	el	control	de	la	empresa	o	que	se	actúe	directamente	en
su	 dirección	 o	 gestión.	 Desde	 luego	 que	 si	 en	 una	 causa	 se	 involucra	 a	 la
empresa	de	la	cual	participa,	directa	o	indirectamente	(por	una	empresa	de
características	similares),	el	 juez	debe	inhibirse	de	resolver	el	caso	por	así
exigírselo	 el	 derecho	 a	 ser	 juzgado	 por	 un	 juez	 imparcial.	 Sin	 embargo,
impedir	que	sea	socio	o	accionista	es	una	decisión	demasiado	gravosa	para
cumplir	dicho	fin,	máxime	cuando	la	condición	de	accionista	se	adquirió	por
sucesión	hereditaria	o	antes	de	la	asunción	al	cargo.
43.	 En	 ese	 sentido,	 el	 tribunal	 considera	 que	 debe	 declararse	 la
constitucionalidad	del	artículo	40,	inciso	4,	de	la	Ley	de	la	Carrera	Judicial,
debiendo	 interpretarse	 la	 expresión	 ‘socio,	 accionista	 (a	 excepción	 de
adquirirse	 tal	condición	por	sucesión	hereditaria	o	antes	de	 la	asunción	al
cargo)’	en	el	sentido	que	ello	es	así	siempre	y	cuando	la	persona	no	tenga	la
dirección	o	gestión	de	la	empresa,	y	en	caso	de	presentarse	el	supuesto	de
un	 interés	 directo	 o	 indirecto	 con	 la	 empresa	 en	 la	 que	 participa
económicamente,	 éste	 deberá	 abstenerse	 de	 resolver,	 bajo	 sanción,
conforme	a	las	reglas	generales	de	la	inhibición	y	la	recusación	aplicables	en
la	 judicatura.	 (TC,	 Sent.	 del	 Pleno	 -	 Exp.	 0019-2009-PI/TC,	 abr.	 13/2011.
Pres.	Mesía	Ramírez)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 junta	 general	 puede	 nombrar	 al
presidente	 y	 vicepresidente	 del	 directorio,	 pero	 el	 directorio	 deberá
ratificar	el	nombramiento.	“La	 junta	general	 se	encuentra	 regulada	en	el
artículo	111	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	 (...).	 Por	 su	parte,	 el	 artículo
152	de	la	Ley	General	de	Sociedades	establece	que	el	órgano	encargado	de
la	 administración	 de	 una	 sociedad	 anónima	 es	 su	 directorio	 y	 uno	 o	más
gerentes,	 salvo	que	 en	 el	 pacto	 social	 o	 en	 el	 estatuto	 se	haya	 establecido
que	la	sociedad	no	tiene	directorio.	(...).	El	artículo	165	de	la	Ley	General	de
Sociedades	 tiene	como	razón	 la	de	velar	que	el	directorio	no	se	encuentre
sin	 la	 dirección	 de	 un	 presidente,	 tal	 como	 lo	 menciona	 Elías	 Laroza,	 ‘la
disposición	del	artículo	165	de	la	Ley	General	de	Sociedades	es	novedosa.	Su
intención	es	la	de	establecer	que	la	sociedad	anónima	deba	contar	en	todo
momento	con	un	presidente	del	directorio.’	 (...).	Es	pertinente	señalar	que
en	materia	de	 competencia	de	 los	órganos	de	una	sociedad,	 esta	 instancia
adoptó	 el	 siguiente	 acuerdo:	 Nombramiento	 de	 gerente	 general	 ‘El
nombramiento	 de	 gerente	 general	 efectuado	 por	 órgano	 incompetente	 es
susceptible	 de	 ser	 ratificado	 por	 órgano	 competente’.	 Ahora	 entre	 los
argumentos	 vertidos	 en	 el	 acuerdo	 se	 citó	 el	 comentario	 de	 Elías	 Laroza
respecto	al	artículo	185	de	 la	LGS:	 ‘Queda	entonces	claro	que	el	directorio
no	 tiene	 la	 facultad	 de	 nombrar	 a	 los	 gerentes	 si	 el	 estatuto	 reserva	 la
facultad	 a	 la	 junta	 general.	 Con	 respecto	 a	 ello,	 es	 necesario	 analizar	 si	 la
junta	puede	nombrar	a	los	gerentes	de	una	sociedad	si	 la	facultad	no	le	ha
sido	expresamente	reservada	en	el	estatuto.	Durante	 la	vigencia	de	 la	LGS
anterior	 fue	 una	 práctica	 común,	 en	 sociedades	 anónimas	 de	 naturaleza
familiar,	que	el	nombramiento	de	los	gerentes	lo	decidiese	la	junta,	a	pesar
de	 no	 haberse	 reservado	 esta	 facultad	 estatutariamente	 para	 ella.
Consideramos	 que	 es	 una	 práctica	 contraria	 a	 la	 lev,	 que	 no	 debe	 ser
aceptada	por	el	registro,	desde	que	la	ley	exige,	como	condición,	que	la	junta
sólo	las	nombre	cuando	ella	lo	dispone	en	el	estatuto.’	Sin	embargo,	como	la
citada	práctica	se	mantiene	en	el	ámbito	nacional,	se	propuso	concluir	que
un	 nombramiento	 por	 órgano	 incompetente,	 podría	 ser	 ratificado	 por	 el
órgano	 competente,	 con	 lo	 cual	 se	 permite	 dotar	 de	 mayor	 agilidad	 a	 la
inscripción	del	citado	acto	sin	vulnerar	el	aspecto	normado	en	el	precitado
artículo	de	la	Ley	General	de	Sociedades.	Para	ello	se	señaló	que	el	tema	de
validez	 de	 los	 actos	 societarios	 no	 debe	 ser	 tratado	 únicamente	 bajo	 las
normas	del	Código	Civil	dado	que	la	ley	societaria	tiene	normas	propias	en
los	 artículos	 38,	 34,	 35	 y	 36;	 por	 ello,	 se	 consideró	 que	 el	 acto	 en	 esas
condiciones	podía	ser	ratificado	y	surtir	todos	sus	efectos.	Conforme	a	esto,
el	 defecto	 de	 no	 contar	 con	 la	 ratificación	 de	 tal	 designación	 sería
subsanable”.	(Sunarp,	R.	278-2013-Sunarp-TR-L,	feb.	15/2013.	V.	P.	Martha
del	Carmen	Silva	Díaz)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Un	 administrador	 judicial	 no	 puede
coexistir	con	otro	órgano	de	administración	elegido	en	 junta	general	o
en	 sesión	de	directorio.	 “‘En	 una	 persona	 jurídica	 no	 pueden	 coexistir	 el
administrador	 judicial	 y	 el	 órgano	 de	 administración	 elegido	 por	 la	 junta
general	 o	 en	 sesión	de	directorio,	 entendiéndose	por	 tal	 al	nombramiento
de	 directores,	 gerentes	 o	 apoderados,	 elegidos	 por	 la	 propia	 persona
jurídica	 cesados	 en	 sus	 funciones	 hasta	 que	 la	 administración	 judicial	 sea
cancelada	o	precisada	por	el	propio	órgano	judicial’	(...).
6.	 Este	 colegiado	 se	 ha	 pronunciado	 reiteradamente	 en	 el	 sentido	 que	 la
designación	 de	 un	 administrador	 judicial	 puede	 tener	 distintas	 causas	 y
finalidades,	regulándose	por	distintas	reglas	 tanto	su	designación	como	su
conclusión,	 resultando	 claro	 por	 tanto	 que	 en	 una	 persona	 jurídica	 no
pueden	 coexistir	 el	 administrador	 judicial	 y	 el	 órgano	 de	 administración
elegido	por	la	junta	general	o	en	sesión	de	directorio,	entendiéndose	por	tal
al	 nombramiento	 de	 directores,	 gerentes	 o	 apoderados,	 elegidos	 por	 la
propia	 persona	 jurídica,	 dado	 que	 éstos	 tienen	 la	misma	 finalidad,	 puesto
que	asumen	la	representación	y	administración	de	la	persona	jurídica.
Es	 así	 que	 si	 el	 administrador	 previsto	 en	 el	 artículo	 671	 del	 Código
Procesal	Civil	 tiene	como	 facultad	gerenciar	 la	sociedad,	no	pueden	seguir
vigentes	los	órganos	que	tienen	esa	misma	función.	Por	lo	tanto,	lo	previsto
en	el	artículo	672	del	Código	Procesal	Civil	no	es	más	que	la	consecuencia	de
lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 671	 del	mismo	 código”.	 (Sunarp,	 R.	 1471-2013-
Sunarp-TR-L,	set.	12/2013.	V.	P.	Walter	Poma	Morales)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Tribunal	Registral	 recuerda:	 facultades	del
gerente	 general	 son	 actos	 relevantes	 y	 deben	 constar	 en	 la	 partida
registral.	 “‘Las	 facultades	 del	 gerente	 general	 son	 actos	 relevantes	 que
deben	constar	en	el	asiento	de	inscripción	de	la	partida	registral	al	amparo
de	los	artículos	3	inciso	e)	y	33	del	Reglamento	del	Registro	de	Sociedades’.
(...).
6.	Los	registros	de	personas	jurídicas	se	crean	con	la	finalidad	de	publicitar
a	terceros,	la	existencia	y	vigencia	de	las	personas	jurídicas	que	constituyen
entes	con	personalidad	autónoma,	distinta	a	la	de	sus	miembros.
Son	actos	relevantes	para	conocimiento	de	terceros,	entre	otros,	su	objeto
o	finalidad,	sus	representantes,	es	decir,	quiénes	son	las	personas	facultadas
para	vincular	a	la	persona	jurídica	en	los	actos	o	contratos	que	ésta	celebre,
así	como	las	facultades	que	éstos	ostentan”.	(Sunarp,	R.	1458-2013-Sunarp-
TR-L,	set.	10/2013.	V.	P.	Nora	Mariella	Aldana	Durán)
COMENTARIO.—La	otra	 instancia	encargada	de	administrar	a	 la	sociedad
es	 la	 gerencia,	 la	 misma	 que	 puede	 integrarse	 por	 una	 o	 más	 personas,
dependiendo	 de	 la	 propia	 estructura	 interna,	 operativa	 y	 funcional	 de	 la
empresa.	 El	 o	 los	 gerentes	 asumen	 el	 manejo	 “diario”	 de	 la	 sociedad,
convirtiéndose	 en	 ejecutores	 de	 las	 decisiones	 adoptadas	 por	 la	 junta
general	de	socios	y	el	directorio;	por	consiguiente,	su	contraparte	dentro	del
organigrama	estatal	sería	el	Poder	Ejecutivo.
Si	 bien	 es	 cierto	 que	 la	 junta	 general	 de	 socios	 se	 ha	 considerado	 desde
antaño	como	el	órgano	societario	más	importante	porque	reúne	en	su	seno
a	todos	los	socios,	debemos	señalar	que,	con	el	transcurso	del	tiempo,	está
abriendo	 camino	 a	 la	 gerencia;	 igual	 acontece	 con	 el	 directorio,	 lo	 que	 se
aprecia	por	ejemplo	al	prescindirse	de	él	 en	 la	 sociedad	anónima	cerrada,
trasladando	 sus	 funciones	 al	 gerente	 general.	 Y	 es	 que,	 como	 ya	 hemos
acotado,	 la	administración	diaria	de	la	sociedad	recae	en	la	gerencia,	tanto
como	 la	 representación	 de	 aquella	 y	 la	 ejecución	 de	 los	 actos	 y	 contratos
ordinarios.	Tal	panorama	conlleva,	de	manera	inevitable,	a	que	la	gerencia
asuma	un	nuevo	rol	más	protagónico	dentro	de	la	organización	societaria	y
así,	 verbigracia,	 empiezan	 a	 celebrarse	 contratos	 de	 gerencia,	 surgen
empresas	de	gerenciamiento	profesional,	 se	admite	 la	posibilidad	que	una
persona	jurídica	ejerza	el	cargo	de	gerente,	los	tecnócratas	se	fortalecen,	la
holding	recobra	su	esplendor	dentro	del	control	corporativo	y	comienza	a
promoverse	 la	 separación	 entre	 la	 propiedad	 y	 la	 gestión	 de	 la	 sociedad,
todo	ello	inmerso	dentro	del	complejo	mundo	del	“management”.
Ley	26887.
ART.	186.—Duración	del	cargo.	La	duración	del	cargo	de	gerente	es	por
tiempo	 indefinido,	 salvo	 disposición	 en	 contrario	 del	 estatuto	 o	 que	 la
designación	se	haga	por	un	plazo	determinado.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Si	 la	 LGS	 establece	 que	 el	 directorio
continuará	 en	 funciones	 una	 vez	 vencido	 su	 período,	 lo	 mismo	 debe
ocurrir	con	el	gerente	general	de	una	sociedad	anónima	cerrada.	“18.	El
artículo	 186	 de	 la	 LGS	 sobre	 la	 duración	 del	 cargo	 de	 gerente	 general
establece	que	cabe	 la	posibilidad	que	 la	designación	en	el	 cargo	se	 realice
por	tiempo	determinado,	la	consecuencia	de	ello	es	que	al	vencimiento	del
plazo	produce	de	pleno	derecho	que	el	gerente	designado	cese	en	el	cargo.
19.	 En	 el	 caso	 de	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 sin	 directorio,	 como
prescribe	el	artículo	247	LGS,	todas	las	funciones	establecidas	en	la	ley	para
este	 órgano	 societario	 serán	 ejercidas	 por	 el	 gerente	 general.	 Si	 la	 LGS
establece	en	su	artículo	163	que	el	directorio	continuará	en	funciones	una
vez	vencido	su	período,	lo	mismo	debe	ocurrir	con	el	gerente	general	de	una
sociedad	anónima	cerrada.
20.	Como	hemos	indicado,	la	gerencia	general	al	ser	el	único	órgano	con	la
que	 cuenta	 esta	 modalidad	 de	 sociedad	 anónima	 es:	 permanente	 y
necesario.	En	consecuencia,	quien	representa	a	la	sociedad	irregular	a	pesar
del	 plazo	 de	 duración	 vencido,	 así	 como	 asume	 todas	 las	 funciones
establecidas	en	 la	 ley	para	el	directorio	es	el	gerente	general	quien	asume
responsabilidad	 personal,	 solidaria	 e	 ilimitada	 en	 los	 contratos	 y,	 en
general,	 en	 los	 actos	 jurídicos	 realizados	 desde	 que	 se	 produjo	 la
irregularidad,	 por	 lo	 que	 se	 revoca	 este	 extremo	 de	 la	 tacha	 decretada”.
(Sunarp,	R.	220-2013-Sunarp-TR-T,	may.	31/2013.	V.	P.	Eberardo	Meneses
Reyes)
Ley	26887.
ART.	 187.—Remoción.	 El	 gerente	 puede	 ser	 removido	 en	 cualquier
momento	 por	 el	 directorio	 o	 por	 la	 junta	 general,	 cualquiera	 que	 sea	 el
órgano	del	que	haya	emanado	su	nombramiento.
Es	 nula	 la	 disposición	del	 estatuto	 o	 el	 acuerdo	de	 la	 junta	 general	 o	 del
directorio	 que	 establezca	 la	 irrevocabilidad	 del	 cargo	 de	 gerente	 o	 que
imponga	para	su	remoción	una	mayoría	superior	a	la	mayoría	absoluta.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 principio	 de	 libre	 revocabilidad	 de	 los
administradores	permite	la	remoción	del	gerente	general.	“Remoción	del
gerente	 general	 (...)	 puede	 ser	 acordada	 en	 cualquier	 momento	 por	 el
directorio	 o	 la	 junta	 general,	 cualquiera	 que	 sea	 el	 órgano	 del	 que	 haya
emanado	 su	 nombramiento,	 según	 lo	 señala	 el	 artículo	 187	 de	 la	 Ley
General	de	Sociedades,	que	recoge	el	principio	de	libre	revocabilidad	de	los
administradores,	 acto	que	 sí	 está	 facultado	 a	 realizar	 la	 junta	 general	 o	 el
directorio,	 lo	 que	 a	 su	 vez	 constituye	 un	 título	 modificatorio	 del
nombramiento	del	 gerente	 general	 de	 la	 sociedad	 inscrito”.	 (R.	 397-2001-
ORLC/TR.	12.09.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Una	 junta	 general	 de	 accionistas	 puede
remover	al	 gerente	general,	 aunque	 el	 estatuto	 reserve	 tal	 facultad	al
directorio.	“5.	En	cuanto	al	nombramiento	del	gerente	general,	este	tribunal
en	 el	 XCIII	 Pleno	 Registral,	 realizado	 en	 sesión	 extraordinaria,	modalidad
presencial,	 los	días	2	 y	3	de	 agosto	del	2012,	 aprobó	el	 siguiente	 acuerdo
plenario:	nombramiento	de	gerente	general
‘El	nombramiento	de	gerente	general	efectuado	por	órgano	 incompetente
es	susceptible	de	ser	ratificado	por	órgano	competente’.	(...).
6.	De	lo	anterior	tenemos	que	la	LGSS,	ley	especial,	no	ha	regulado	el	tema
de	la	designación	y	remoción	del	gerente	general;	en	cambio	el	Reglamento
de	la	LGSS,	en	su	artículo	40-A,	si	lo	hace	en	cuanto	a	su	designación	y	a	su
vez	 el	 estatuto,	 en	 sus	 artículos	 44	 y	 49,	 tanto	 para	 su	 designación	 como
remoción.	(...).
Comentando	dicho	artículo,	Elías	Laroza	señala:
‘La	 remoción	 de	 los	 gerentes	 puede	 ser	 acordada	 en	 cualquier	momento
por	 el	 directorio	 o	 por	 la	 junta	 general.	 Esta	 disposición	 prescinde	 de
cualquier	 consideración	 relacionada	 con	 el	 órgano	 del	 cual	 emanó	 el
nombramiento:	 si	el	gerente	 fue	nombrado	por	 la	 junta	general	puede	ser
removido	 por	 el	 directorio	 y	 viceversa.	 Se	 busca	 que	 los	 accionistas	 o	 el
directorio	puedan	decidir	rápidamente	el	remplazo	de	los	gerentes,	apenas
consideren	que	la	persona	designada	no	debe	seguir	ocupando	el	cargo’.
En	 ese	 orden	 de	 ideas,	 la	 remoción	 del	 gerente	 general	 de	 una	 sociedad
puede	 ser	 efectuada	 tanto	por	 el	directorio	 como	por	 la	 junta	 general,	 sin
considerar	el	órgano	que	lo	haya	nombrado,	a	fin	de	agilizar	la	remoción	de
una	persona	que	ya	no	es	 idónea	para	ocupar	el	 cargo”.	 (Sunarp,	R.	1512-
2013-Sunarp-TR-L,	set.	17/2013.	V.	P.	Luis	Alberto	Aliaga	Huaripata)
Ley	26887.
ART.	 188.—Atribuciones	 del	 gerente.	 Las	 atribuciones	 del	 gerente	 se
establecerán	en	el	estatuto,	al	ser	nombrado	o	por	acto	posterior.
Salvo	 disposición	 distinta	 del	 estatuto	 o	 acuerdo	 expreso	 de	 la	 junta
general	 o	 del	 directorio,	 se	 presume	 que	 el	 gerente	 general	 goza	 de	 las
siguientes	atribuciones:
1.	Celebrar	y	ejecutar	los	actos	y	contratos	ordinarios	correspondientes	al
objeto	social;
2.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1071,	 Tercera	 Disposición	 Modificatoria.
Representar	 a	 la	 sociedad,	 con	 las	 facultades	 generales	 y	 especiales
previstas	 en	 el	 Código	 Procesal	 Civil	 y	 las	 facultades	 previstas	 en	 la	 Ley
General	de	Arbitraje.;
3.	Asistir,	con	voz	pero	sin	voto,	a	las	sesiones	del	directorio,	salvo	que	éste
acuerde	sesionar	de	manera	reservada;
4.	Asistir,	con	voz	pero	sin	voto,	a	las	sesiones	de	la	junta	general,	salvo	que
ésta	decida	en	contrario;
5.	Expedir	constancias	y	certificaciones	respecto	del	contenido	de	los	libros
y	registros	de	la	sociedad;	y,
6.	Actuar	como	secretario	de	las	juntas	de	accionistas	y	del	directorio.
NOTA:	Con	fecha	10	de	julio	de	2008	se	publicó	una	Fe	de	Erratas	de	la	Tercera	Disposición
Modificatoria	del	D.	Leg.	1071.
D.	Leg.	1071.
ART.	10.—Representación	de	la	persona	jurídica.
1.	 Salvo	 pacto	 o	 estipulación	 en	 contrario,	 el	 gerente	 general	 o	 el
administrador	 equivalente	 de	 una	 persona	 jurídica	 está	 facultado	 por	 su
solo	 nombramiento	 para	 celebrar	 convenios	 arbitrales,	 representarla	 en
arbitrajes	y	ejercer	todos	los	derechos	y	facultades	previstos	en	este	decreto
legislativo,	 sin	 restricción	 alguna,	 incluso	 para	 actos	 de	 disposición	 de
derechos	sustantivos	que	se	discuten	en	las	actuaciones	arbitrales.
2.	 Salvo	 pacto	 o	 estipulación	 en	 contrario,	 la	 facultad	 para	 celebrar
determinados	 contratos	 comprende	 también	 la	 facultad	 para	 someter	 a
arbitraje	cualquier	controversia	derivada	de	dichos	contratos.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL	 VINCULANTE.—La	 calificación	 registral	 no
alcanza	 a	 determinar	 si	 el	 acto	 realizado	 por	 el	 gerente	 general	 es
ordinario	 o	 extraordinario.	 “El	 gerente	 general	 se	 encuentra	 facultado
para	 realizar	 todo	 tipo	 de	 actos	 de	 administración	 y	 disposición,	 con
excepción	 de	 los	 asuntos	 que	 la	 ley,	 el	 estatuto	 o	 acuerdos	 de	 la	 junta
general	o	directorio	atribuyan	a	 la	 junta	general	u	otro	órgano	o	excluyan
expresamente	de	su	competencia.	No	es	materia	de	calificación	registral	si	el
acto	realizado	por	el	gerente	general	es	ordinario	o	extraordinario,	o	si	se
encuentra	o	no	dentro	del	objeto	social”.	(Sunarp,	R.	193-2012-Sunarp/PT,
jul.	13/2012.	Pres.	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	gerente	general	puede	realizar	todo	tipo
de	actos	de	administración	y	disposición	y	el	registrador	está	impedido
de	 calificar	 si	 el	 acto	 es	 ordinario	 o	 extraordinario.	 “Ahora	 bien,	 los
alcances	de	las	facultades	del	gerente	se	encuentran	regulados	en	el	artículo
188	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 en	 el	 cual	 se	 prescribe	 que	 es
atribución	 del	 gerente	 general	 celebrar	 y	 ejecutar	 los	 actos	 y	 contratos
ordinarios	 correspondientes	 al	 objeto	 social,	 salvo	disposición	distinta	del
estatuto	o	acuerdo	expreso	de	la	junta	general	o	del	directorio.
En	 atención	 a	 ello,	 debe	 considerarse	 que	 la	 jurisprudencia	 registral	 ha
establecido	 reiteradamente	 que	 forman	 parte	 del	 objeto	 social	 los	 actos
relacionados	que	coadyuvan	a	 la	realización	de	sus	 fines,	aunque	no	estén
expresamente	indicados	en	el	pacto	social	o	en	el	estatuto.	Estos	actos	son
innumerables,	 no	 se	 requiere	 que	 se	 encuentre	 expresamente	 indicado.
Resulta	imposible	que	el	registrador	califique	si	el	acto	coadyuva	o	no	a	los
fines	 societarios,	 puesto	 que	 esto	 implicaría	 evaluar	 si	 las	 decisiones	 del
gerente	son	adecuadas	para	la	gestión	social.	Esta	evaluación	no	le	compete,
además,	no	cuenta	con	la	información	necesaria	para	poder	pronunciarse	al
respecto.	No	olvidemos	que	el	objeto	social	es	relevante	para	los	socios,	no
lo	es	para	quienes	contratan	con	la	sociedad.	En	la	calificación	de	los	actos
que	realiza	el	gerente	general	son	relevantes	los	intereses	del	tercero	y	no
los	intereses	de	los	socios.
4.	En	consecuencia,	no	es	materia	de	calificación	si	el	acto	o	contrato	está	o
no	 dentro	 del	 objeto	 social.	 Tampoco	 podrá	 observarse	 la	 inscripción	 de
actos	 otorgados	 por	 el	 gerente	 general	 referidos	 a	 la	 adquisición	 o
disposición	de	bienes	de	 la	sociedad,	argumentando	que	no	se	encuentran
expresamente	previstos	dentro	del	objeto	social.
En	esta	línea,	no	sólo	debe	admitirse	actos	de	transferencia	realizados	por
el	gerente	general	de	una	inmobiliaria,	sino	también	actos	de	transferencia
realizados	 por	 el	 gerente	 general	 de	 sociedades	 que	 tengan	 un	 distinto
objeto	social,	porque	no	será	posible	evaluar	en	sede	registral	si	dicho	acto
coadyuva	 o	 no	 al	 objeto	 social.	 Lo	 que	 deberá	 verificarse	 es	 si	 el	 gerente
tiene	atribuciones	restringidas	o	ampliadas	en	el	estatuto	o	en	acuerdos	de
la	junta	general	o	del	directorio”.	(Sunarp,	R.	1287-2013-Sunarp-TR-L,	ago.
07/2013.	V.	P.	Vocal	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Los	registradores	no	pueden	impedir	que	los
actos	extraordinarios	del	gerente	 sea	admitidos	en	el	 registro,	pues	 la
evaluación	de	si	un	acto	es	ordinario	o	extraordinario	no	cabe	hacerla
en	 sede	 registral.	 “Sin	 embargo,	 esto	 no	 debe	 llevar	 a	 concluir	 a	 los
registradores,	 que	 los	 actos	 extraordinarios	 del	 gerente	 no	 deben	 ser
admitidos	 en	 el	 registro,	 pues	 la	 evaluación	 de	 si	 un	 acto	 es	 ordinario	 o
extraordinario	no	cabe	hacerla	en	sede	registral.	El	gerente	tiene	facultades
de	 gestión	 y	 representación	 ordinarias,	 pero	 estas	 facultades	 pueden	 ser
restringidas	o	ampliadas	por	el	estatuto	o	por	un	acuerdo	de	junta	general	o
del	directorio.	Las	restricciones	que	se	establezcan	operan	entre	la	sociedad
y	 el	 gerente	 general,	 siendo	 que	 éste	 incurrirá	 en	 responsabilidad	 si	 se
excede,	siendo	oponibles	a	los	terceros	estos	excesos.	Si	la	ampliación	de	las
facultades	se	realizara	extralimitando	el	objeto	social,	los	actos	y	contratos,
así	celebrados	obligarán	a	la	sociedad	frente	al	tercero	de	buena	fe.
En	ese	sentido,	recientemente	esta	instancia	ha	aprobado	como	precedente
de	observancia	obligatoria	en	el	Pleno	XC,	llevado	a	cabo	los	días	27	y	28	de
junio	del	2012,	 lo	siguiente:	(...)	 ‘El	gerente	general	se	encuentra	facultado
para	 realizar	 todo	 tipo	 de	 actos	 de	 administración	 y	 disposición,	 con
excepción	 de	 los	 asuntos	 que	 la	 ley,	 el	 estatuto	 o	 acuerdos	 de	 la	 junta
general	o	directorio	atribuyan	a	 la	 junta	general	u	otro	órgano	o	excluyan
expresamente	de	su	competencia.	No	es	materia	de	calificación	registral	si	el
acto	realizado	por	el	gerente	general	es	ordinario	o	extraordinario,	o	si	se
encuentra	 o	 no	 dentro	 del	 objeto	 social’.”	 (Sunarp,	 R.	 1287-2013-Sunarp-
TR-L,	ago.	07/2013.	V.	P.	Vocal	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 Código	 Civil	 no	 exige	 que	 de	 manera
literal	se	señalen	los	actos	para	los	que	se	ha	facultado	al	representante,
sino	que	no	existan	dudas	sobre	el	encargo.	“(…)	Conforme	a	 le	previsto
por	 el	 primer	párrafo	del	 artículo	2011	del	 Código	Civil,	 los	 registradores
califican	 la	 legalidad	 de	 los	 documentos	 en	 cuya	 virtud	 se	 solicita	 la
inscripción,	 la	capacidad	de	 los	otorgantes	y	 la	validez	del	acto,	por	 lo	que
resulta	 de	 ellos,	 de	 sus	 antecedentes	 y	 de	 los	 asientos	 de	 los	 registros
públicos.	(…)
Por	lo	antes	expuesto,	cuando	en	un	título	interviene	el	titular	del	derecho
representado	 por	 su	 representante,	 la	 calificación	 registral	 implica	 la
verificación	de	 la	suficiencia	de	 los	poderes	para	 la	realización	del	acto	de
que	se	trate.	(…)
(…)	 la	mencionada	 norma	 no	 exige	 que	 de	manera	 literal	 o	 específica	 se
señalen	 los	 actos	 para	 los	 que	 se	 le	 ha	 facultado	 al	 representante	 o	 los
bienes	respecto	de	los	cuales	se	otorgan	las	facultades,	sino	únicamente	que
no	 existan	 dudas	 respecto	 del	 encargo	 conferido.	 Así,	 queda	 claro	 que	 el
representante	está	 facultado	para	disponer	de	 los	bienes	del	representado
si	de	los	términos	del	apoderamiento	se	desprende	que	es	ésta	la	voluntad
del	poderdante.	(…).
Al	 respecto,	 toda	 persona	 jurídica	 es	 una	 entidad	 abstracta	 que	 para
manifestar	su	voluntad	requiere	ineludiblemente	de	representantes.	En	las
sociedades	 mercantiles	 regidas	 por	 la	 Ley	 N°	 26887,	 Ley	 General	 de
Sociedades,	estos	representantes	son	los	órganos	sociales	y	los	apoderados
elegidos	 por	 aquéllos.	 Los	 órganos	 sociales	 están	 formados	 por	 la	 junta
general	de	socios	y	la	administración	de	la	sociedad.	La	junta	general	es	el
órgano	 supremo	 de	 la	 sociedad,	 tiene	 como	 características	 la	 de	 ser
necesaria	y	no	permanente.	En	efecto,	la	junta	general	es	necesaria	porque
es	 la	 rectora	de	 la	política	 a	 seguir	por	 la	 sociedad,	 es	decir,	 establece	 los
lineamientos	 globales	 de	 trabajo	 para	 lograr	 el	 mayor	 beneficio	 en	 la
obtención	 de	 utilidades;	 y,	 es	 no	 permanente	 porque	 se	 reúne	 sólo	 en
ciertas	ocasiones	y	para	tratar	temas	puntuales.
6.	 Con	 relación	 a	 los	 apoderados	 de	 la	 sociedad,	 su	 representación	no	 es
orgánica,	toda	vez	que	propiamente	no	constituyen	órganos	de	la	sociedad.
Son	 nombrados	 por	 la	 junta	 general,	 por	 el	 directorio	 o	 por	 la	 gerencia,
salvo	que	el	estatuto	haya	negado	esta	posibilidad	a	los	dos	últimos	órganos
mencionados.	La	representación,	en	estos	casos,	se	sujeta	a	las	normas	de	la
representación	voluntaria,	 la	cual	se	aplica	supletoriamente	a	 lo	dispuesto
por	la	Ley	General	de	Sociedades”.	(Sunarp,	R.	1040-2013-Sunarp-TR-L,	jun.
21/2013.	V.	P.	Vocal	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 gerente	 puede	 realizar	 actos	 de
disposición	siempre	que	se	trate	de	actos	ordinarios.	“En	lo	que	se	refiere
a	la	gerencia,	el	artículo	188	de	la	Ley	General	de	Sociedades	señala	que	es
atribución	 del	 gerente	 general	 celebrar	 y	 ejecutar	 los	 actos	 y	 contratos
ordinarios	 correspondientes	 al	 objeto	 social;	 vale	 decir,	 la	 Ley	General	 de
Sociedades	 no	 señala	 que	 el	 gerente	 sólo	 podrá	 celebrar	 actos	 de
administración,	 por	 lo	 que	 podrá	 celebrar	 también	 actos	 de	 disposición,
siempre	que	se	trate	de	actos	ordinarios	correspondientes	al	objeto	social.
(R.	021-2002-ORLC/TR.	18.01.2002)
Ley	26887.
ART.	 189.—Impedimentos	 y	 acciones	 de	 responsabilidad.	 Son
aplicables	 al	 gerente,	 en	 cuanto	 hubiere	 lugar,	 las	 disposiciones	 sobre
impedimentos	y	acciones	de	responsabilidad	de	los	directores.
Ley	26702.
ART.	 92.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Normas	 aplicables	 al
gerente	 y	 otros	 ejecutivos	 principales.	 Son	 aplicables	 a	 los	 gerentes	 y
otros	 ejecutivos	 principales	 de	 las	 empresas	 en	 cuanto	 hubiere	 lugar,	 las
disposiciones	de	los	artículos	81,	82	y	87.
Ley	26702.
ART.	93.—Obligación	del	gerente	de	 informar	al	directorio	 sobre	 las
operaciones	de	crédito.	En	 las	 empresas	de	 los	 sistemas	 financiero	o	de
seguros,	 el	 gerente	 general	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 debe	 informar	 al
directorio,	 en	 cada	 sesión	 ordinaria	 y	 por	 escrito,	 de	 todos	 los	 créditos	 y
garantías	que,	a	partir	de	la	sesión	precedente,	se	hubiere	otorgado	a	cada
cliente,	 así	 como	de	 las	 inversiones	 y	 ventas	 efectuadas,	 cuando	 en	 uno	 y
otro	caso	se	excede	el	límite	que	establezca	la	Superintendencia.
Una	copia	del	acta,	en	la	que	se	informa	de	los	excesos,	deberá	ser	remitida
a	la	Superintendencia	para	los	fines	correspondientes,	bajo	responsabilidad
del	directorio.
Ley	26887.
ART.	 190.—Responsabilidad.	 El	 gerente	 responde	 ante	 la	 sociedad,	 los
accionistas	 y	 terceros,	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 ocasione	 por	 el
incumplimiento	de	sus	obligaciones,	dolo,	abuso	de	facultades	y	negligencia
grave.
El	gerente	es	particularmente	responsable	por:
1.	 La	 existencia,	 regularidad	 y	 veracidad	de	 los	 sistemas	de	 contabilidad,
los	libros	que	la	ley	ordena	llevar	a	la	sociedad	y	los	demás	libros	y	registros
que	debe	llevar	un	ordenado	comerciante;
2.	El	establecimiento	y	mantenimiento	de	una	estructura	de	control	interno
diseñada	 para	 proveer	 una	 seguridad	 razonable	 de	 que	 los	 activos	 de	 la
sociedad	 estén	 protegidos	 contra	 uso	 no	 autorizado	 y	 que	 todas	 las
operaciones	 son	 efectuadas	 de	 acuerdo	 con	 autorizaciones	 establecidas	 y
son	registradas	apropiadamente;
3.	 La	 veracidad	 de	 las	 informaciones	 que	 proporcione	 al	 directorio	 y	 la
junta	general;
4.	El	ocultamiento	de	las	irregularidades	que	observe	en	las	actividades	de
la	sociedad;
5.	La	conservación	de	los	fondos	sociales	a	nombre	de	la	sociedad;
6.	El	empleo	de	los	recursos	sociales	en	negocios	distintos	del	objeto	de	la
sociedad;
7.	La	veracidad	de	las	constancias	y	certificaciones	que	expida	respecto	del
contenido	de	los	libros	y	registros	de	la	sociedad;
8.	 Dar	 cumplimiento	 en	 la	 forma	 y	 oportunidades	 que	 señala	 la	 ley	 a	 lo
dispuesto	en	los	artículos	130	y	224;	y,
9.	El	cumplimiento	de	la	ley,	el	estatuto	y	los	acuerdos	de	la	junta	general	y
del	directorio.
Ley	26887.
ART.	191.—Responsabilidad	solidaria	con	los	directores.	El	gerente	es
responsable,	 solidariamente	 con	 los	 miembros	 del	 directorio,	 cuando
participe	 en	 actos	 que	 den	 lugar	 a	 responsabilidad	 de	 éstos	 o	 cuando,
conociendo	la	existencia	de	esos	actos,	no	informe	sobre	ellos	al	directorio	o
a	la	junta	general.
Ley	26887.
ART.	 192.—Contratos,	 créditos,	 préstamos	 o	 garantías.	 Es	 aplicable	 a
los	 gerentes	 y	 apoderados	 de	 la	 sociedad,	 en	 cuanto	 corresponda,	 lo
dispuesto	en	el	artículo	179.
Ley	26887.
ART.	 193.—Designación	 de	 una	 persona	 jurídica.	 Cuando	 se	 designe
gerente	 a	 una	 persona	 jurídica	 ésta	 debe	 nombrar	 a	 una	 persona	 natural
que	 la	 represente	 al	 efecto,	 la	 que	 estará	 sujeta	 a	 las	 responsabilidades
señaladas	 en	 este	 capítulo,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 que	 correspondan	 a	 los
directores	y	gerentes	de	la	entidad	gerente	y	a	ésta.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 3°.—Actos	 inscribibles.	 De	 conformidad	 con	 las	 normas	 de	 este
reglamento	 y	 con	 la	 naturaleza	 jurídica	 que	 corresponda	 a	 cada	 forma	de
sociedad	y	a	las	sucursales,	son	actos	inscribibles	en	el	registro:
(...);
c)	 El	 nombramiento	 de	 administradores,	 liquidadores	 o	 de	 cualquier
representante	 de	 la	 sociedad,	 su	 revocación,	 renuncia,	 modificación	 o
sustitución	de	 los	mismos.	Los	poderes,	 así	 como	su	modificación	y,	 en	su
caso,	su	aceptación	expresa.	La	revocación	de	sus	facultades,	la	sustitución,
delegación	y	reasunción	de	las	mismas;
Ley	26887.
ART.	194.—Nulidad	de	 la	absolución	antelada	de	 responsabilidad.	Es
nula	 toda	 norma	 estatutaria	 o	 acuerdo	 de	 junta	 general	 o	 del	 directorio
tendientes	a	absolver	en	forma	antelada	de	responsabilidad	al	gerente.
Ley	26887.
ART.	 195.—Efectos	 del	 acuerdo	 de	 responsabilidad.	 El	 acuerdo	 para
iniciar	 pretensión	 de	 responsabilidad	 contra	 el	 gerente,	 adoptado	 por	 la
junta	general	o	el	directorio,	importa	la	automática	remoción	de	éste,	quien
no	podrá	volver	a	ser	nombrado	para	el	cargo	ni	para	cualquier	otra	función
en	 la	 sociedad	 sino	 en	 el	 caso	 de	 declararse	 infundada	 la	 demanda	 o	 de
desistirse	la	sociedad	de	la	pretensión	entablada.
Ley	26887.
ART.	 196.—Responsabilidad	 penal.	 Las	 pretensiones	 civiles	 contra	 el
gerente	no	enervan	la	responsabilidad	penal	que	pueda	corresponderle.
C.	P.
ART.	244.—Modificado.	Ley	28755,	Art.	3°.	Concentración	crediticia.	El
director,	gerente,	administrador,	representante	 legal,	miembro	del	consejo
de	 administración,	 miembro	 de	 comité	 de	 crédito	 o	 funcionario	 de	 una
institución	bancaria,	financiera	u	otra	que	opere	con	fondos	del	público	que,
directa	o	indirectamente,	a	sabiendas,	apruebe	créditos,	descuentos	u	otros
financiamientos	por	encima	de	los	límites	operativos	establecidos	en	la	ley
de	 la	materia,	 será	 reprimido	 con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de
cuatro	ni	mayor	de	diez	años	y	con	trescientos	sesenta	y	cinco	a	setecientos
treinta	días-multa.
En	caso	de	que	 los	 créditos,	descuentos	u	otros	 financiamientos	a	que	 se
refiere	 el	 párrafo	 anterior	 sean	 otorgados	 a	 favor	 de	 directores	 o
trabajadores	de	la	 institución,	o	de	personas	vinculadas	a	accionistas	de	la
propia	 institución	conforme	a	 los	criterios	de	vinculación	normados	por	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	 Pensiones,	 el	 autor	 será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de	 libertad	 no
menor	 de	 seis	 ni	mayor	 de	 diez	 años	 y	 con	 trescientos	 sesenta	 y	 cinco	 a
setecientos	treinta	días-multa.
Si	como	consecuencia	de	la	aprobación	de	las	operaciones	señaladas	en	los
párrafos	 anteriores,	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones	resuelve	la	intervención
o	liquidación	de	la	institución,	el	autor	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	ocho	ni	mayor	de	doce	años	y	 trescientos	 sesenta	y
cinco	a	setecientos	treinta	días-multa.
Los	beneficiarios	de	las	operaciones	señaladas	en	el	presente	artículo,	que
hayan	participado	en	el	delito,	serán	reprimidos	con	la	misma	pena	que
corresponde	al	autor.
C.	P.
ART.	 245.—Modificado.	 Ley	 29307,	 Art.	 1°.	 Ocultamiento,	 omisión	 o
falsedad	 de	 información.	 El	 que	 ejerce	 funciones	 de	 administración	 o
representación	de	una	institución	bancaria,	financiera	u	otra	que	opere	con
fondos	del	público,	que	con	el	propósito	de	ocultar	situaciones	de	liquidez	o
insolvencia	 de	 la	 institución,	 omita	 o	 niegue	 proporcionar	 información	 o
proporcione	 datos	 falsos	 a	 las	 autoridades	 de	 control	 y	 regulación,	 será
reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de
ocho	años	y	con	ciento	ochenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días-multa.
Ley	26887.
ART.	 197.—Caducidad	 de	 la	 responsabilidad.	 La	 responsabilidad	 civil
del	gerente	caduca	a	los	dos	años	del	acto	realizado	u	omitido	por	éste,	sin
perjuicio	de	la	responsabilidad	penal.
	
SECCIÓN	QUINTA
MODIFICACIÓN	DEL	ESTATUTO,	AUMENTO	Y
REDUCCIÓN	DEL	CAPITAL
TÍTULO	I
MODIFICACIÓN	DEL	ESTATUTO
Ley	26887.
ART.	198.—Órgano	competente	y	requisitos	 formales.	La	modificación
del	estatuto	se	acuerda	por	junta	general.
Para	cualquier	modificación	del	estatuto	se	requiere:
1.	Expresar	en	la	convocatoria	de	la	junta	general,	con	claridad	y	precisión,
los	asuntos	cuya	modificación	se	someterá	a	la	junta.
2.	Que	el	 acuerdo	 se	adopte	de	 conformidad	 con	 los	 artículos	126	y	127,
dejando	a	salvo	lo	establecido	en	el	artículo	120.
Con	 los	 mismos	 requisitos	 la	 junta	 general	 puede	 acordar	 delegar	 en	 el
directorio	o	 la	gerencia	 la	 facultad	de	modificar	determinados	artículos	en
términos	y	circunstancias	expresamente	señaladas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 62.—Aviso	 del	 acuerdo	 de	 modificación	 de	 estatuto	 para	 el
ejercicio	 del	 derecho	de	 separación.	 No	 es	 exigible	 la	 presentación	 del
aviso	a	que	se	refiere	el	tercer	párrafo	del	artículo	200	de	la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 63.—Contenido	 del	 asiento.	 El	 asiento	 de	 inscripción	 de	 la
modificación	 del	 estatuto	 contendrá	 la	 indicación	 de	 los	 artículos
modificados,	derogados	o	sustituidos	y	los	cambios	acordados.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	64.—Inscripción	de	la	modificación	y	reducción	por	separación.
La	 inscripción	 de	 la	 modificación	 del	 estatuto	 no	 está	 sujeta	 a	 que	 se
inscriba,	 previa	 o	 conjuntamente,	 la	 reducción	 de	 capital,	 si	 éste	 hubiera
sido	disminuido	como	consecuencia	del	ejercicio	del	derecho	de	separación.
Cuando	se	solicite	 la	 inscripción	de	 la	reducción	de	capital,	el	 registrador
constatará	el	cumplimiento	de	 los	requisitos	establecidos	por	 los	artículos
71	y	72	de	este	reglamento.
JURISPRUDENCIA.—Formalidad	legal	para	la	modificación	del	estatuto
social.	 “El	 artículo	 5°	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 dispone	 que	 para
cualquier	modificación	de	los	estatutos,	que	viene	a	hacer	la	carta	magna	de
una	sociedad,	se	requiere	obligatoriamente	de	la	forma	ad-solemnitatem	de
escritura	 pública	 que	 debe	 ser	 inscrita	 registralmente	 para	 su	 publicidad,
pasando	por	 la	 revisión	notarial	 para	 efectos	de	 forma	plena	 y	 legalidad”.
(Cas.	1924-2002.	10.12.2002)
JURISPRUDENCIA.—Hay	 nulidad,	 si	 el	 acuerdo	 viola	 una	 norma	 legal
imperativa;	anulabilidad,	si	el	acuerdo	viola	una	norma	estatutaria	que
no	sea	reproducción	de	una	norma	legal	imperativa.	“(…)	que,	‘(...)	entre
los	 acuerdos	 nulos	 por	 infracción	 de	 la	 ley	 están	 los	 que	 se	 refieren	 al
cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 formales	 para	 la	 instalación	 y	 regular
funcionamiento	de	la	junta;	si	dicho	órgano	se	convocó	por	quién	no	debía;
si	 se	 celebró	 sin	 convocatoria	 (...)’.	 (Oswaldo	 Hunskopf.	 ‘El	 derecho	 de
impugnación	de	acuerdos	de	 junta	general	de	accionistas	y	 su	ejercicio	de
acciones	 judiciales’.	 Revista	 de	Derecho	 de	 la	 Universidad	 de	 Lima:	 ius	 et
veritas,	página	65).
(…)	 en	 ese	 sentido,	 las	 disposiciones	 legales	 de	 carácter	 imperativo
resultan	 de	 obligatorio	 cumplimiento,	 incluso,	 sobre	 lo	 pactado	 en	 los
estatutos.	Así,	la	doctrina	en	derecho	comercial	es	unánime	considerar	que
se	estará	ante	un	caso	de	nulidad	cuando	el	acuerdo	viole	una	norma	legal
imperativa,	mientras	que	se	estará	ante	un	caso	de	anulabilidad	cuando	se
trate	de	la	violación	de	una	norma	estatutaria	que	no	sea	reproducción	de
una	norma	legal	imperativa.”	(C.	S.,	Cas.	2373-1999-Lima,	jul.	10/2001.	S.	S.
Oviedo	de	Alayza)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	junta	general	de	socios	puede	delegar	en
el	directorio	o	en	 la	gerencia	 la	modificación	del	estatuto	social.	“la	 ley
contempla	expresamente	que	algunas	de	las	facultades	(de	la	junta	general
de	 socios)	 puedan	 ser	 delegadas	 ya	 sea	 al	 directorio	 o	 la	 gerencia	 (por
ejemplo,	 la	 modificación	 del	 estatuto	 o	 el	 aumento	 de	 capital),	 siendo
siempre	 de	 competencia	 de	 la	 junta	 general	 el	 acordar	 la	 delegación”.	 (R.
067-2001-ORLC/TR.	13.02.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Junta	 general	 convocada	 normalmente	 y
que	 tiene	 representadas	 todas	 las	 acciones	 con	 derecho	 a	 voto	 no	 es
exactamente	 una	 “junta	 universal”,	 aunque	 luego	 pueda	 pronunciarse
sobre	 temas	 adicionales	 a	 la	 convocatoria.	 “El	 artículo	 198	 de	 la	 LGS
establece	que	la	modificación	se	acuerda	por	junta	general	y,	para	cualquier
modificatoria,	 se	 requiere	 expresar	 en	 la	 convocatoria	de	 la	 junta	 general,
con	 claridad	 y	 precisión,	 los	 asuntos	 cuya	 modificación	 se	 someterá	 a	 la
junta.	 Asimismo,	 se	 requiere	 de	 quórum	 calificado,	 esto	 es,	 en	 primera
convocatoria,	cuando	menos,	la	concurrencia	de	dos	tercios	de	las	acciones
suscritas	con	derecho	a	voto,	en	segunda	convocatoria	basta	la	concurrencia
de	al	menos	tres	quintas	partes	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto
y,	 el	 acuerdo	 debe	 adoptarse	 por	 un	 número	 de	 acciones	 que	 represente,
cuando	menos	la	mayoría	absoluta	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a
voto,	salvo	que	el	estatuto	establezca	quórum	y	mayorías	superiores	(Arts.
126	 y	 127).	 Esta	 fórmula	 deja	 a	 salvo,	 la	 aplicación	del	 artículo	 120	de	 la
LGS,	es	decir,	que	se	ha	producido	una	junta	universal.
La	 junta	 general	 se	 entiende	 convocada	 y	 válidamente	 constituida	 para
tratar	 sobre	 cualquier	 asunto	 y	 tomar	 los	 acuerdos	 correspondientes,
siempre	 que	 se	 encuentren	 presentes	 accionistas	 que	 representen	 la
totalidad	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto	 y	 acepten	 por
unanimidad	la	celebración	de	la	junta	y	los	asuntos	que	en	ella	se	proponen
tratar.
Existen	 dos	 tipos	 de	 junta	 universal,	 aquella	 en	 la	 que	 la	 reunión	 es
espontánea,	 porque	 se	 encuentran	 reunidos	 accionistas	 que	 tienen	 la
totalidad	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto	 y	 deciden	 por
unanimidad	 llevar	 adelante	 la	 junta	 y	 los	 asuntos	 que	 ahí	 se	 tratarán;	 y,
aquella	 junta,	 en	 la	 que	 mediando	 convocatoria,	 el	 día	 de	 la	 sesión
concurren	accionistas	que	representan	la	totalidad	de	las	acciones	suscritas
con	derecho	a	voto.
La	 verdadera	 junta	universal	 es	 la	 primera	de	 las	mencionadas,	mientras
que	la	segunda	es	una	junta	como	cualquier	otra	y	debe	ser	calificada	como
tal.	(...).
(...)	el	último	párrafo	del	artículo	116	de	la	LGS,	establece	que	no	se	puede
tratar	asuntos	distintos	a	los	señalados	en	el	aviso	de	convocatoria,	salvo	en
los	casos	permitidos	por	la	ley.
Elías	Laroza	manifiesta,	que	dentro	de	 los	 casos	permitidos	por	 la	 ley,	 se
encuentra	el	de	la	junta	al	cual	asiste	un	quórum	del	100%	de	las	acciones
suscritas	 con	 derecho	 a	 voto	 y	 deciden	 por	 unanimidad	 tratar	 un	 tema
distinto	al	consignado	en	el	aviso	de	convocatoria.	Como	ya	vimos,	esta	no
es	 propiamente	 una	 junta	 universal,	 ya	 que	 esta	 presupone	 que	 no	 ha
habido	convocatoria.	Así,	la	junta	que	fue	convocada	como	cualquier	otra	y
en	 la	 que	 se	 encuentran	 representadas	 todas	 las	 acciones	 con	 derecho	 a
voto	 puede	 perfectamente:	 i)	 pronunciarse	 sobre	 asuntos	 adicionales	 que
no	 estaban	 en	 la	 convocatoria,	 si	 así	 lo	 deciden	 por	 unanimidad	 y,	 con
respecto	a	esos	nuevos	temas,	pasan	a	ser	una	junta	universal	y,	ii)	también
por	 unanimidad	 pueden,	 por	 ejemplo,	 llevar	 adelante	 la	 junta	 a	 pesar	 de
haber	 constatado	 defectos	 sustanciales	 en	 la	 convocatoria	 que	 vician	 de
nulidad,	con	 lo	cual	se	produce	también	una	 junta	universal,	desde	que	no
había	 convocatoria	 válida”.	 (Sunarp,	 R.	 456-2013-Sunarp-TR-L,	 mar.
15/2013.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Modificación	 del	 estatuto	 exige	 que	 la
agenda	 especifique	 los	 artículos	 o	 temas	 sometidos	 a	 variación.	 “La
convocatoria	 debe	 ser	 clara	 y	 precisa,	 pues	 es	 determinante	 para	 dar
información	a	los	socios	respecto	a	los	asuntos	que	se	tratarán	en	la	junta,
decidir	si	asistirán	o	no,	según	la	importancia	que	tenga	para	los	convocados
y,	les	servirá	para	prepararse	para	las	discusiones.
Así,	 para	 verificar	 la	 validez	 de	 esta	 junta	 general	 de	 accionistas,	 el
registrador	debe	comprobar	que	se	ha	cumplido	con	las	normas	legales,	del
estatuto	 y	 de	 los	 convenios	 de	 accionistas	 inscritos	 en	 el	 registro	 sobre
convocatoria,	 quórum	 y	 mayoría,	 salvo	 las	 excepciones	 previstas	 en	 este
reglamento;	de	conformidad	con	el	artículo	43	del	Reglamento	del	Registro
de	Sociedades”.	(...).
4.	 El	 artículo	 116	 de	 la	 LGS	 establece	 que	 el	 aviso	 de	 convocatoria
especifica	los	asuntos	a	tratar,	no	pudiendo	tratar	la	junta	asuntos	distintos
a	los	señalados	en	el	aviso	de	convocatoria,	salvo	los	casos	permitidos	por	la
ley.
El	 artículo	198	de	 la	LGS	 señala	que	 la	modificación	de	estatuto	 requiere
expresar	en	la	convocatoria	de	la	junta	general,	con	claridad	y	precisión,	los
asuntos	cuya	modificación	se	someterá	a	la	junta.
Tratándose	 de	modificación	 de	 estatuto,	 no	 bastará	 que	 se	 indique	 en	 la
agenda	 ‘modificación	 de	 estatuto’	 sino	 que	 será	 necesario	 especificar	 los
artículos	o	temas	que	van	a	modificarse.
Así,	 no	 debe	 llevarse	 al	 extremo	 de	 exigir	 una	 precisión	 de	 las	 normas	 a
modificarse	sumamente	específica.	Vale	decir	o	se	especifica	el	artículo	del
estatuto	que	se	va	a	modificar	o	se	señala	la	materia	de	la	norma	que	se	va	a
modificar,	pero	sería	un	exceso	pedir	ambos”.	(Sunarp,	R.	456-2013-Sunarp-
TR-L,	mar.	15/2013.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
Ley	26887.
ART.	 199.—Extensión	 de	 la	 modificación.	 Ninguna	 modificación	 del
estatuto	 puede	 imponer	 a	 los	 accionistas	 nuevas	 obligaciones	 de	 carácter
económico,	salvo	para	aquellos	que	hayan	dejado	constancia	expresa	de	su
aceptación	 en	 la	 junta	 general	 o	 que	 lo	 hagan	 posteriormente	 de	manera
indubitable.
La	junta	general	puede	acordar,	aunque	el	estatuto	no	lo	haya	previsto,	 la
creación	 de	 diversas	 clases	 de	 acciones	 o	 la	 conversión	 de	 acciones
ordinarias	en	preferenciales.
Ley	26887.
ART.	 200.—Derecho	 de	 separación	 del	 accionista.	 La	 adopción	 de	 los
acuerdos	que	se	indican	a	continuación,	concede	el	derecho	a	separarse	de
la	sociedad:
1.	El	cambio	del	objeto	social;
2.	El	traslado	del	domicilio	al	extranjero;
3.	 La	 creación	 de	 limitaciones	 a	 la	 transmisibilidad	 de	 las	 acciones	 o	 la
modificación	de	las	existentes;	y,
4.	En	los	demás	casos	que	lo	establezca	la	ley	o	el	estatuto.
Sólo	 pueden	 ejercer	 el	 derecho	 de	 separación	 los	 accionistas	 que	 en	 la
junta	hubiesen	hecho	constar	en	acta	su	oposición	al	acuerdo,	los	ausentes,
los	que	hayan	sido	ilegítimamente	privados	de	emitir	su	voto	y	los	titulares
de	acciones	sin	derecho	a	voto.
Aquellos	 acuerdos	 que	 den	 lugar	 al	 derecho	 de	 separación	 deben	 ser
publicados	 por	 la	 sociedad,	 por	 una	 sola	 vez,	 dentro	 de	 los	 diez	 días
siguientes	 a	 su	 adopción,	 salvo	 aquellos	 casos	 en	 que	 la	 ley	 señale	 otro
requisito	de	publicación.
El	derecho	de	separación	se	ejerce	mediante	carta	notarial	entregada	a	 la
sociedad	hasta	el	décimo	día	siguiente	a	la	fecha	de	publicación	del	aviso	a
que	alude	el	acápite	anterior.
Las	 acciones	 de	 quienes	 hagan	 uso	 del	 derecho	 de	 separación	 se
reembolsan	al	valor	que	acuerden	el	accionista	y	 la	sociedad.	De	no	haber
acuerdo,	 las	 acciones	 que	 tengan	 cotización	 en	 bolsa	 se	 reembolsarán	 al
valor	de	su	cotización	media	ponderada	del	último	semestre.	Si	no	tuvieran
cotización,	al	valor	en	libros	al	último	día	del	mes	anterior	al	de	la	fecha	del
ejercicio	del	derecho	de	separación.	El	valor	en	 libros	es	el	que	resulte	de
dividir	el	patrimonio	neto	entre	el	número	total	de	acciones.
El	valor	fijado	acordado	no	podrá	ser	superior	al	que	resulte	de	aplicar	la
valuación	que	corresponde	según	lo	indicado	en	el	párrafo	anterior.
La	 sociedad	 debe	 efectuar	 el	 reembolso	 del	 valor	 de	 las	 acciones	 en	 un
plazo	 que	 no	 excederá	 de	 dos	 meses	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 del
ejercicio	 del	 derecho	 de	 separación.	 La	 sociedad	 pagará	 los	 intereses
compensatorios	 devengados	 entre	 la	 fecha	 del	 ejercicio	 del	 derecho	 de
separación	y	el	día	del	pago,	los	mismos	que	serán	calculados	utilizando	la
tasa	más	alta	permitida	por	 ley	para	 los	 créditos	entre	personas	ajenas	al
sistema	 financiero.	 Vencido	 dicho	 plazo,	 el	 importe	 del	 reembolso
devengará	adicionalmente	intereses	moratorios.
Si	 el	 reembolso	 indicado	 en	 el	 párrafo	 anterior	 pusiese	 en	 peligro	 la
estabilidad	 de	 la	 empresa	 o	 la	 sociedad	 no	 estuviese	 en	 posibilidad	 de
realizarlo,	se	efectuará	en	los	plazos	y	forma	de	pago	que	determine	el	juez
a	solicitud	de	ésta,	por	el	proceso	sumarísimo.
Es	 nulo	 todo	 pacto	 que	 excluya	 el	 derecho	 de	 separación	 o	 haga	 más
gravoso	su	ejercicio.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	90.—Separación	de	socio.	La	separación	voluntaria	del	socio,	en	los
casos	previstos	en	el	pacto	social,	puede	inscribirse	en	mérito	de	escritura
pública	sin	que	sea	necesaria	la	intervención	de	la	sociedad.	Esta	inscripción
no	 está	 sujeta	 a	 que	 se	 inscriba,	 previa	 o	 conjuntamente,	 el	 acuerdo	 de
reducción	de	capital,	ni	la	correspondiente	modificación	del	pacto	social	con
la	nueva	distribución	de	las	participaciones.
Para	 el	 cómputo	 del	 quórum	 y	 de	 la	 mayoría,	 en	 caso	 de	 reducción	 de
capital,	no	se	consideran	las	participaciones	del	socio	que	se	ha	separado.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	derecho	de	separación	es	un	derecho	del
socio	 para	 retirarse	 de	 la	 sociedad.	 “El	 derecho	 de	 separación	 es	 una
facultad	 que	 tiene	 el	 accionista	 de	 retirarse	 de	 la	 sociedad	 en	 los	 casos
expresamente	previstos	en	la	ley	o	el	estatuto,	como	consecuencia	del	cual
la	sociedad	debe	efectuar	el	reembolso	del	valor	de	las	acciones	en	un	plazo
que	 no	 excederá	 de	 dos	 meses	 a	 partir	 del	 ejercicio	 de	 este	 derecho,
conforme	al	artículo	200	de	 la	Ley	General	de	Sociedades,	siendo	que	esta
ley	 no	 ha	 regulado	 en	 forma	 específica	 las	 consecuencias	 que	 este
reembolso	genera	en	las	acciones	cuyo	valor	es	reembolsado	y	en	el	capital”.
(R.	213-99-ORLC/TR.	26.08.99)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	forma	de	notificar	al	socio	por	excluir	no
puede	 ser	 distinta	 a	 la	 de	 los	 demás	 socios.	 “(…)	 Con	 relación	 a	 la
notificación	 por	 vía	 notarial	 al	 socio	 excluido	 y	 cuyo	 domicilio	 según
observación	 discrepa	 con	 el	 indicado	 en	 el	 antecedente	 registral,	 cabe
precisar	 que	 si	 bien	 el	 socio	 cuya	 exclusión	 será	materia	 de	 agenda	 en	 la
junta	respectiva	debe	ser	notificado	o	convocado	a	la	misma,	la	convocatoria
a	este	no	puede	ser	distinta	a	la	efectuada	a	los	restantes	socios,	es	decir	que
basta	que	se	haya	cumplido	con	lo	dispuesto	por	el	Art.	76	del	Reglamento
del	 Registro	 de	 Sociedades,	 para	 entender	 que	 se	 ha	 acreditado	 la
convocatoria	de	todos	los	socios,	incluido	el	socio	cuya	exclusión	será	objeto
de	 debate”.	 (Sunarp,	 R.	 280-2009-Sunarp-TR-A,	 ago.	 14/2009.	 V.	 P.	 Pedro
Álamo	Hidalgo)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 exclusión	 de	 un	 socio	 determina	 la
reducción	 del	 capital	 social	 y	 no	 el	 prorrateo	 de	 las	 participaciones:
exclusión	no	significa	pérdida	automática	de	los	derechos	de	propiedad.
“(…)	 La	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 no	 ha	 regulado	 la	 situación	 de	 las
participaciones	 del	 socio	 excluido	 en	 una	 sociedad	 comercial	 de
responsabilidad	limitada.	Este	colegiado	opina	que	el	efecto	del	acuerdo	de
exclusión	 es	 que	 se	 produzca	 la	 reducción	 del	 capital	 social	 mediante	 la
amortización	 de	 las	 participaciones	 del	 socio	 excluido.	 Abona	 a	 esta
posición	 el	 hecho	 de	 que	 la	 ley	 acotada	 (Art.	 200)	 haya	 previsto	 para	 los
casos	de	separación	voluntaria	del	accionista	en	las	sociedades	anónimas	el
reembolso	del	valor	de	las	acciones.	(…).
10.	Debe	tenerse	en	cuenta	que	la	ley	faculta	al	socio	excluido	a	oponerse	al
acuerdo	 de	 exclusión,	 por	 lo	 que	 es	 factible	 que	 el	 órgano	 jurisdiccional
decida	 eventualmente	 dejar	 sin	 efecto	 el	 acuerdo	 y	 ordenar	 la	 restitución
del	 socio	 excluido,	 así	 como	 dictar	 mientras	 dure	 el	 contencioso	 judicial
medidas	cautelares	que	garanticen	dicho	resultado;	por	lo	que	el	acuerdo	de
la	 junta	de	socios	de	prorratear	 las	participaciones	del	socio	excluido,	aun
cuando	se	haya	puesto	a	 su	disposición	el	 valor	de	estas,	 iría	en	principio
contra	 la	 solución	 normal	 que	 es	 la	 reducción	 del	 capital	 y	 luego	 se
constituiría	en	un	acto	perjudicial	para	el	socio	que	estime	sin	fundamento
la	 exclusión.	 Cabe	 señalar	 además	 que	 el	 fundamento	 invocado	 por	 el
recurrente	 para	 el	 prorrateo	 (última	 parte	 del	 inciso	 5	 del	 Art.	 294	 de	 la
L.G.S.),	 se	 refiere	 al	 supuesto	 de	 reducción	 de	 capital,	 en	 donde	 se	 ha
establecido	 este	 criterio	 para	 la	 devolución	 del	 capital,	 es	 decir	 que	 para
poder	 utilizar	 este	 método	 debe	 cumplirse	 con	 los	 trámites	 para	 la
reducción	de	capital.	(…)	La	exclusión	no	significa	pérdida	automática	de	los
derechos	de	propiedad	del	socio,	el	cual	como	hemos	visto	puede	cuestionar
judicialmente	 el	 acuerdo”.	 (Sunarp,	 R.	 280-2009-Sunarp-TR-A,	 ago.
14/2009.	V.	P.	Pedro	Álamo	Hidalgo)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Es	factible	que	el	socio	excluido	de	una	S.A.C.
no	pueda	obtener	el	reembolso	de	sus	acciones.	“Es	 factible	que	el	 socio
excluido	 en	 una	 S.A.C.,	 no	 pueda	 obtener	 el	 reembolso	 de	 sus	 acciones,
porque	el	valor	en	libros	sea	negativo	como	consecuencia	de	la	pérdida	del
patrimonio	en	determinado	ejercicio,	sin	embargo,	para	que	el	aumento	de
capital	acordado	para	que	exista	concordancia	entre	el	monto	del	capital	y
el	valor	nominal	de	las	acciones,	luego	de	dicha	exclusión,	pueda	ser	objeto
de	inscripción,	se	requiere	demostrar	con	la	copia	de	los	estados	financieros
respectivos	 la	 pérdida	 del	 referido	 patrimonio”.	 (Sunarp,	 R.	 180-2008-
Sunarp-TR-A,	jun.	06/2008.	V.	P.	Pedro	Álamo	Hidalgo)
COMENTARIO.—El	artículo	200	de	nuestro	texto	legal	societario	consagra
el	derecho	de	separación	como	un	mecanismo	que	tiende	a	la	protección	del
socio	que	ya	no	desea	seguir	perteneciendo	a	la	sociedad	porque	en	su	seno
se	 han	 adoptado	 acuerdos	 que	 afectan	 las	 iniciales	 reglas	 de	 juego.	 El
contrato	 de	 sociedad,	 al	 ser	 un	 contrato	 con	 prestaciones	 plurilaterales
autónomas	 circunscrito	 dentro	 de	 los	 denominados	 contratos	 de
organización,	 debe	 permitir	 en	 igual	 medida	 tanto	 el	 ingreso	 de	 nuevas
partes	 como	 la	 salida	 de	 las	 partes	 originarias;	 esto	 último	 se	 logra
mediante	el	mencionado	derecho	de	separación.
Así,	 la	 norma	 citada	 prescribe	 que	 el	 socio	 podrá	 ejercer	 su	 derecho	 de
separación	 cuando	 se	 adopten	 los	 siguientes	 acuerdos:	 (i)	 el	 cambio	 del
objeto	social,	 (ii)	el	 traslado	del	domicilio	al	extranjero,	(iii)	 la	creación	de
limitaciones	 a	 la	 transmisibilidad	 de	 las	 acciones	 o	 la	modificación	 de	 las
existentes	 y	 (iv)	 en	 los	demás	 casos	que	 lo	 establezca	 la	 ley	o	 el	 estatuto.
Comparándole	con	la	redacción	contenida	en	el	artículo	210	de	la	anterior
Ley	General	de	Sociedades,	se	aprecia	que	ahora	existe	una	mayor	gama	de
supuestos	 en	 los	 que	 resulta	 aplicable	 la	 puesta	 en	 práctica	 de	 aquel
derecho;	 en	 efecto,	 por	 un	 lado,	 no	 sólo	 se	 acoge	 la	 limitación	 de	 la
transmisibilidad	 de	 las	 acciones	 en	 cuanto	 a	 creación	 de	 supuestos
limitantes,	 sino	 también	 respecto	 a	 la	modificación	 de	 las	 limitaciones	 ya
existentes;	y,	por	otro	 lado,	se	subsume	una	cláusula	abierta	para	aquellas
situaciones	que	pudiesen	ser	contempladas	vía	una	ley	o	el	estatuto,	como
podría	 suceder	 cuando	 el	 socio	 de	 una	 sociedad	 integrante	 de	 un	 grupo
empresarial	que	actúa	de	hecho	desea	separarse	de	aquella	para	no	asumir
responsabilidades	emanadas	de	la	estructura	corporativa	grupal.
La	 norma	 comentada	 también	 es	 innovativa	 puesto	 que	 con	 la	 anterior
redacción	estaba	reservada	solamente	para	los	accionistas	que	no	hubiesen
votado	 a	 favor	 del	 acuerdo,	 mientras	 que	 ahora	 está	 dirigida	 a	 los
accionistas	que	en	 la	 junta	 general	hayan	dejado	 constancia	 en	acta	de	 su
oposición	 al	 acuerdo,	 los	 ausentes,	 los	 que	 hubiesen	 sido	 ilegítimamente
privados	de	emitir	su	voto	y	los	titulares	de	acciones	sin	derecho	a	voto.	Con
esta	 regulación	 se	 amplía	 la	 protección	 legal	 de	 los	 inversionistas
básicamente	minoritarios.
TÍTULO	II
AUMENTO	DE	CAPITAL
Ley	26887.
ART.	201.—Órgano	competente	y	formalidades.	El	aumento	de	capital	se
acuerda	 por	 junta	 general	 cumpliendo	 los	 requisitos	 establecidos	 para	 la
modificación	 del	 estatuto,	 consta	 en	 escritura	 pública	 y	 se	 inscribe	 en	 el
registro.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	65.—Modificado.	R.	076-2002-Sunarp-SN,	Art.	1°.	Conversión	de
créditos	 o	 de	 obligaciones	 y	 otros.	 El	 aumento	 de	 capital	 o	 el	 pago	 de
capital	 suscrito	 que	 se	 integre	 por	 la	 conversión	 de	 créditos	 o	 de
obligaciones,	 capitalización	 de	 utilidades,	 reservas,	 beneficios,	 primas	 de
capital,	excedentes	de	revaluación	u	otra	forma	que	signifique	el	incremento
de	 la	 cuenta	 capital,	 se	 acreditará	 con	 copia	 del	 asiento	 contable	 donde
conste	 la	 transferencia	 de	 los	 montos	 capitalizados	 a	 la	 cuenta	 capital,
refrendada	 por	 contador	 público	 colegiado	 o	 contador	 mercantil
matriculado	en	el	Instituto	de	Contadores	del	Perú.
Si	el	aumento	se	realiza	por	la	conversión	de	créditos	o	de	obligaciones,	el
consentimiento	del	acreedor	debe	constar	en	acta	de	la	junta	general,	la	que
será	 firmada	 por	 éste	 con	 indicación	 de	 su	 documento	 de	 identidad.
Alternativamente,	puede	constar	el	documento	escrito,	con	firma	legalizada
por	notario,	el	mismo	que	se	 insertará	en	la	escritura	pública,	salvo	que	el
acreedor	comparezca	en	ésta	para	prestar	su	consentimiento.
NOTA:	La	modificación	del	artículo	65	entró	en	vigencia	al	séptimo	día	calendario	de	la	publicación
de	la	R.	076-2002-Sunarp-SN.	La	R.	076-2002-Sunarp-SN	se	publicó	el	28	de	febrero	del	2002.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 suscripción
preferente	 es	 un	 requisito	 para	 adoptar	 el	 acuerdo	 de	 aumento	 del
capital	 social.	 “Para	 que	 la	 sociedad	 adopte	 el	 acuerdo	 de	 aumentar	 el
capital,	previamente	se	debe	culminar	con	el	procedimiento	para	el	ejercicio
del	derecho	de	suscripción	preferente,	ello	por	cuanto	es	recién	a	partir	del
momento	en	que	el	mismo	se	ha	realizado,	que	se	puede	determinar	cuantas
acciones	 va	 a	 suscribir	 cada	 accionista	 a	 prorrata	 de	 su	 participación
accionaria,	 así	 como	al	monto	 total	del	 capital	 aumentado	y	 el	número	de
acciones	 que	 lo	 conforman	 para	 luego	 de	 ello	 proceder	 a	 inscribir	 dicho
acuerdo”.	(R.	322-2000-ORLC/TR.	11.10.2000)
Ley	26887.
ART.	202.—Modalidades.	El	aumento	de	capital	puede	originarse	en:
1.	Nuevos	aportes;
2.	La	capitalización	de	créditos	contra	la	sociedad,	incluyendo	la	conversión
de	obligaciones	en	acciones;
3.	 La	 capitalización	 de	 utilidades,	 reservas,	 beneficios,	 primas	 de	 capital,
excedentes	de	revaluación;	y,
4.	Los	demás	casos	previstos	en	la	ley.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Los	 aportes	 realizados	 por	 accionistas	 a	 la
“Cuenta	 52”	 aumentan	 el	 capital	 social.	 “Los	 aportes	 realizados	 por
accionistas	a	la	Cuenta	56	-	Capital	adicional,	que	son	capitalizados,	tienen	la
misma	categoría	o	estatus	que	aquellos	otros	conceptos	como	las	utilidades,
reservas,	beneficios,	primas	de	capital	y	excedentes	de	revaluación,	es	decir,
se	 trata	de	nuevos	aportes	a	 favor	de	 la	 sociedad	anónima	emisora	de	 las
nuevas	 acciones;	 por	 consiguiente,	 y	 aunque	 no	 se	 hayan	 considerado
taxativamente	 por	 los	 tres	 primeros	 incisos	 del	 artículo	 202	 de	 la	 L.G.S.,
debe	admitirse	como	una	causa	para	aumentar	el	capital	social	 incluida	en
el	último	literal	del	susodicho	numeral”.	(Sunarp,	R.	180-2008-Sunarp-TR-A,
jun.	06/2008.	V.	P.	Pedro	Álamo	Hidalgo)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Escritura	pública	que	contiene	el	acuerdo
adoptado	en	junta	general	constituye	el	título	formal	necesario	para
inscribir	el	aumento	de	capital.	“(…)	Por	tanto,	podemos	concluir	que	el
título	formal	necesario	para	extender	una	inscripción	de	aumento	de	capital
y	por	ende	de	modificación	de	estatuto,	está	constituido	por	la	escritura
pública	correspondiente	la	que	además	debe	contener	el	acuerdo	adoptado
en	junta	general	y	los	demás	documentos	para	calificar	la	validez	del
asiento.
3.	En	relación	a	las	modalidades	del	aumento	de	capital,	el	artículo	202	de
la	LGS	(…)
Sí	bien	es	cierto,	en	la	escritura	pública	aclaratoria	de	fecha	5/12/2012	se
inserta	 nuevo	 asiento	 contable,	 mediante	 el	 cual	 se	 advierte	 que	 se	 está
capitalizando	 un	 monto	 ascendente	 a	 S/.	 29.763,11	 nuevos	 soles,	 por
concepto	de	resultados	acumulados;	sin	embargo,	el	monto	correspondiente
a	 la	 capitalización	 de	 dicho	 concepto	 no	 ha	 sido	 aclarado	 por	 la	 junta
general	de	accionistas,	siendo	que	únicamente	se	insertó	en	el	instrumento
público	 aclaratorio	 un	 nuevo	 asiento	 contable,	 lo	 cual	 sólo	 constituye	 un
sustento	del	acuerdo	que	debió	de	ser	adoptado	en	el	acta	de	junta	general
del	 5/11/2012,	 conforme	 el	 antes	 mencionado	 artículo	 66	 del	 citado
reglamento”.	(Sunarp,	R.	243-2013-Sunarp-TR-L,	feb.	08/2013.	V.	P.	Beatriz
Cruz	Peñaherrera)
MODELO	DE	ACTA	DE	JUNTA	GENERAL	DE	ACCIONISTAS
Junta	general	de	accionistas
En	Lima,	a	las	9.00	horas	del	día	……	de	……..	de	2007,	se	reunió	la	junta	general
de	 accionistas	 de	 la	 sociedad	XXX	 S.A.,	 inscrita	 en	 la	 Partida	 N°	 …………….	 del
Registro	de	Personas	Jurídicas	de	la	Oficina	Registral	de	Lima	y	Callao,	en	el	local
de	 la	 sociedad	 sito	 en	 calle	 …………………..,	 distrito	 de	 ……………,	 provincia	 y
departamento	de	Lima.	Concurrieron	a	la	junta	los	siguientes	accionistas:
•	…………………………..,	 titular	de	……	acciones,	 con	un	valor	nominal	de	S/.	10,00
por	cada	acción.
•	………………………….,	 titular	de	….…	acciones,	 con	un	valor	nominal	de	S/.	10,00
por	cada	acción.
•	………………………….,	 titular	de	….....	 acciones,	 con	un	valor	nominal	de	S/.	10,00
por	cada	acción.
Se	designó	como	presidente	de	la	junta	al	señor	…………………..	y	como	secretario
al	señor	………………………………………….
Encontrándose	presente	la	totalidad	de	accionistas	que	representan	el	100%	del
capital	 social	 y	 estando	 todos	 de	 acuerdo	 con	 celebrar	 una	 junta	 universal	 de
conformidad	con	el	artículo	120	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	los	accionistas
manifestaron	su	conformidad	con	celebrar	 la	presente	 junta	y	con	los	asuntos	a
tratarse	en	ella.
Agenda
El	presidente	manifestó	que	 los	asuntos	a	tratarse	en	 la	presente	 junta	eran	 los
siguientes:
1.	 Aumento	 de	 capital	 por	 capitalización	 de	 beneficios	 acumulados	 y	 nuevos
aportes.
2.	 Modificación	 del	 estatuto	 de	 la	 sociedad	 en	 el	 artículo	 correspondiente	 al
capital	social	y	aprobación	del	nuevo	cuadro	accionario.
3.	Otorgamiento	de	facultades	para	formalización	de	acuerdos.
Deliberaciones	y	acuerdos
1.	 Aumento	 de	 capital	 por	 capitalización	 de	 beneficios	 acumulados	 y	 nuevos
aportes.
El	 presidente	 manifestó	 que	 se	 han	 acumulado	 beneficios	 por	 las	 utilidades
obtenidas	en	los	ejercicios	2004,	2005	y	2006.	Asimismo,	señaló	que	con	fecha
10	de	abril	del	2007,	la	junta	acordó	distribuir	en	forma	de	dividendos	el	50%
de	las	utilidades	obtenidas	en	los	ejercicios	2004	y	2005	y	el	25%	de	la	utilidad
obtenida	el	2006,	quedando	un	saldo	que	puede	ser	objeto	de	capitalización.
Considerando	esto,	el	presidente	manifestó	que	para	fortalecer	el	patrimonio	de
la	 sociedad	 sería	 recomendable	 aumentar	 el	 capital	 social	 capitalizando	 los
beneficios	acumulados	a	la	fecha	correspondientes	a	los	ejercicios	2004,	2005	y
2006,	todo	lo	cual	haría	un	total	de	S/.	…………….
De	 esta	 manera,	 después	 de	 una	 breve	 deliberación	 la	 junta	 acordó	 por
unanimidad	 aumentar	 el	 capital	 social	 en	 la	 suma	 de	 S/.	 …………………..
(…………………..	con	00/100	nuevos	soles),	lo	que	sumado	al	capital	social	actual
de	S/.	………………….	(…………………..	con	00/100	nuevos	soles)	hace	un	total	de	S/.
……………………….	(…………………………	con	00/100	nuevos	soles).
Asimismo,	el	presidente	señaló	que	para	efectos	del	redondeo	del	capital	social	y
del	 número	 de	 acciones,	 era	 necesario	 efectuar	 el	 aporte	 de	 la	 suma	 de	 diez
nuevos	soles	(S/.	10,00)	con	la	finalidad	de	emitir	una	nueva	acción	a	favor	de
uno	de	los	accionistas.
En	 tal	 sentido,	 la	 junta	acordó	por	unanimidad	aprobar	el	aumento	del	 capital
social	en	la	suma	de	diez	con	00/100	nuevos	soles	(S/.	10.00)	por	el	aporte	en
efectivo	que	realiza	el	señor	accionista	…………………………………,	a	favor	de	quien
se	 emite	 una	 acción.	 Para	 tal	 efecto,	 los	 demás	 accionistas	 manifiestan	 su
renuncia	 expresa	 al	 derecho	 de	 efectuar	 nuevos	 aportes	 para	 conservar	 su
porcentaje	de	participación	en	el	capital	social.
Como	consecuencia	de	ello,	el	nuevo	capital	social	de	 la	sociedad	asciende	a	 la
suma	de	S/.	……………………………….	(…………………………	con	00/100	nuevos	soles)
debiendo	 emitirse	 ……………….	 nuevas	 acciones	 que	 son	 suscritas	 por	 los
accionistas	 en	 función	a	 su	participación	en	el	 capital	 social	 y	1	 acción	que	es
suscrita	por	el	señor	accionista	………………………..	por	su	aporte	en	efectivo.
2.	 Modificación	 del	 estatuto	 de	 la	 sociedad	 en	 el	 artículo	 correspondiente	 al
capital	social	y	aprobación	del	nuevo	cuadro	accionario.
El	presidente	 señaló	que	como	consecuencia	del	aumento	de	capital	 aprobado
en	el	acuerdo	anterior,	era	necesario	modificar	el	estatuto	de	la	sociedad	en	el
artículo	quinto	que	regula	el	capital	social.	En	este	mismo	aspecto,	el	presidente
manifestó	que	era	necesario	también	establecer	el	nuevo	cuadro	accionario	de	la
sociedad	 como	 consecuencia	 de	 las	 acciones	 que	 se	 habían	 emitido	 por	 el
aumento	de	capital.
En	 tal	 sentido,	 luego	 de	 un	 breve	 debate,	 la	 junta	 acordó	 por	 unanimidad
modificar	el	artículo	cinco	del	estatuto	de	la	sociedad,	el	cual	quedará	redactado
de	la	siguiente	manera:
“Artículo	 5°.-	 El	 capital	 social	 de	 la	 sociedad	 es	 de	 S/.	 ……………
(…………………………	 con	 00/100	 nuevos	 soles)	 representado	 por	 ……………
acciones	de	un	valor	nominal	de	S/.	10,00	(diez	con	00/100	nuevos	soles)	cada
una,	íntegramente	suscritas	y	pagadas,	las	cuales	otorgan	los	mismos	derechos
y	obligaciones	a	sus	titulares.”
En	consecuencia,	la	junta	aprobó	por	unanimidad	el	nuevo	cuadro	accionario	de
la	sociedad,	el	cual	queda	conformado	de	la	siguiente	manera:
•	…………………………..,	 titular	 de	……………..	 acciones,	 con	un	 valor	nominal	 de	 S/.
10,00	por	cada	acción,	que	representan	el	33,34%	del	capital	social.
•	 ..............…………………..,	 titular	 de	 ………..	 acciones,	 con	 un	 valor	 nominal	 de	 S/.
10,00	por	cada	acción,	que	representan	el	33,33%	del	capital	social.
•	……....……………………,	 titular	 de	…………………	acciones,	 con	un	 valor	 nominal	 de
S/.	10,00	por	cada	acción,	que	representan	el	33,33%	del	capital	social.
1.	Otorgamiento	de	facultades	para	formalización	de	acuerdos.
El	presidente	 señaló	que	era	necesario	otorgar	 facultades	de	 representación	a
una	 persona	 para	 que,	 en	 nombre	 y	 representación	 de	 la	 sociedad	 pueda
formalizar	 los	acuerdos	adoptados	en	esta	 junta,	pudiendo	suscribir	 la	minuta,
escritura	pública,	escrituras	públicas	aclaratorias,	escritos,	solicitudes	y	demás
documentos	 necesarios	 para	 formalizar	 estos	 acuerdos	 ante	 los	 Registros
Públicos.
Por	 tal	 motivo,	 la	 junta	 acordó	 por	 unanimidad	 otorgar	 facultades	 de
representación	a	 favor	del	gerente	general	de	 la	sociedad,	señor	…………………..,
identificado	con	DNI	Nº	………………….,	para	que	en	nombre	y	representación	de
la	 sociedad	 pueda	 formalizar	 los	 acuerdos	 adoptados	 en	 esta	 junta,	 pudiendo
suscribir	 la	minuta,	escritura	pública,	escrituras	públicas	aclaratorias,	escritos,
solicitudes	y	demás	documentos	necesarios	para	formalizar	estos	acuerdos	ante
los	Registros	Públicos.
Sin	más	 asuntos	 que	 tratar,	 la	 presente	 junta	 se	 declaró	 concluida	 a	 las	 13.00
horas	del	día,	procediendo	 los	accionistas	a	 la	 lectura,	aprobación	y	suscripción
de	la	presente	acta.
.............................	............................	................................
(Accionista	N°	1)	(Accionista	N°	2)	(Accionista	N°	3)
	
MODELO	DE	MINUTA	DE	AUMENTO	DE	CAPITAL
	
Señor	notario:
Sírvase	usted	extender	en	su	Registro	de	Escrituras	Públicas	una	de	aumento	de
capital	social	que	otorga	XXX	S.A.,	con	RUC	N°	……………….,	inscrita	en	la	Partida
N°	……………	del	Registro	de	Personas	 Jurídicas	de	 la	Oficina	Registral	de	Lima	y
Callao,	 con	 domicilio	 en	 calle	 …………….,	 distrito	 de	 ……………,	 provincia	 y
departamento	 de	 Lima,	 debidamente	 representada	 por	 su	 gerente	 general
…………………..,	 identificado	 con	 DNI	 N°	 ………….,	 peruano,	 domiciliado	 en	 calle
………………….,	distrito	de	………………..,	provincia	y	departamento	de	Lima,	facultado
según	 acuerdo	 de	 junta	 general	 de	 accionistas	 que	 se	 inserta.	 En	 los	 términos
siguientes:
Primero.-	XXX	S.A.	es	una	sociedad	que	corre	inscrita	en	la	Partida	N°	………………
del	Registro	de	Personas	Jurídicas	de	Lima.	Cuenta	actualmente	con	un	capital	de
S/.	………………………	(……………..	y	00/100	nuevos	soles).
Segundo.-	Mediante	el	presente	instrumento	y	mediante	acta	de	junta	general	de
accionistas	 de	 fecha	….	 de	…….	 de	 2007,	 se	 acordó	 el	 aumento	 de	 capital	 de	 la
sociedad,	 modificándose	 el	 artículo	 quinto	 del	 estatuto;	 y	 se	 acordó	 también
otorgar	facultades	de	representación	al	señor	…………………………………,	identificado
con	DNI	N°	……………	para	la	formalización	de	los	referidos	acuerdos;	todo	lo	cual
se	detalla	ampliamente	en	dicha	acta	que	usted	señor	notario	se	servirá	insertar.
Agregue	 usted	 señor	 notario	 lo	 que	 fuere	 de	 ley	 y	 curse	 partes	 al	 Registro	 de
Personas	Jurídicas	de	Lima	para	su	debida	inscripción.
Lima,	…..	de	…….	del	200...
	
Ley	26887.
ART.	203.—Efectos.	El	aumento	de	capital	determina	la	creación	de	nuevas
acciones	o	el	incremento	del	valor	nominal	de	las	existentes.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—No	 procede	 la	 exclusión	 del	 socio	 por	 no
participar	en	el	aumento	del	capital	social.	“El	no	efectuar	aportes	para	el
aumento	de	capital	de	la	sociedad	no	está	consignado	en	la	Ley	General	de
Sociedades	como	causal	de	exclusión,	por	lo	que	no	procede	la	exclusión	por
esta	causal”.	(R.	187-1999-ORLC/TR.	27.07.99)
Ley	26887.
ART.	 204.—Requisito	 previo.	 Para	 el	 aumento	 de	 capital	 por	 nuevos
aportes	 o	 por	 la	 capitalización	 de	 créditos	 contra	 la	 sociedad	 es	 requisito
previo	que	la	totalidad	de	las	acciones	suscritas,	cualquiera	sea	la	clase	a	la
que	pertenezcan,	estén	totalmente	pagadas.	No	será	exigible	este	requisito
cuando	 existan	 dividendos	 pasivos	 a	 cargo	 de	 accionistas	morosos	 contra
quienes	esté	en	proceso	la	sociedad	y	en	los	otros	casos	que	prevé	esta	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 68.—Accionistas	 con	 dividendo	 pasivo	moroso.	 Para	 inscribir	 el
aumento	 de	 capital	 previsto	 en	 la	 última	 parte	 del	 artículo	 204	 de	 la	 ley,
deberá	 constar	 expresamente	 en	 el	 acta	 que	 contenga	 el	 acuerdo,	 que	 la
sociedad	está	en	proceso	contra	los	accionistas	morosos.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	69.—Contenido	del	asiento.	El	asiento	de	inscripción	de	aumento	de
capital	deberá	indicar:
a)	El	importe	y	modalidad	de	aumento;
b)	El	número	de	las	nuevas	acciones	creadas,	o	en	su	caso	emitidas,	su	clase
y,	cuando	corresponda,	el	nuevo	mayor	valor	nominal	de	las	existentes,	con
la	indicación	de	si	están	parcial	o	totalmente	pagadas;
c)	El	importe	del	nuevo	capital,	el	número	y	clase	de	acciones	en	que	está
representado;	y,
d)	Cualquier	otra	información	que	el	registrador	estime	relevante,	siempre
que	aparezca	del	título.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	pago	total	de	las	acciones	suscritas	es	un
requisito	 para	 el	 aumento	 del	 capital	 social	 por	 nuevos	 aportes.	 “El
artículo	204	de	la	Ley	General	de	Sociedades	establece	que	para	el	aumento
de	 capital	 por	 nuevos	 aportes	 es	 requisito	 previo	 que	 la	 totalidad	 de	 las
acciones	suscritas	estén	totalmente	pagadas;	del	mismo	modo,	el	artículo	44
del	Reglamento	del	Registro	Mercantil	señala	que	mientras	no	se	inscriba	el
pago	 total	 de	 las	 acciones	 suscritas	 no	 pueden	 registrarse	 aumentos	 de
capital”.	(R.	516-2001-ORLC/TR.	16.11.2001.	Voto	en	discordia)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—De	 acuerdo	 al	 principio	 de	 realidad	 del
capital	 social,	 se	 requiere	 la	 cancelación	 total	 del	 capital	 social	 inicial
para	efectuar	un	aumento	del	capital	social	por	nuevos	aportes.	“Antes
de	 realizarse	 un	 aumento	 de	 capital	 por	 nuevos	 aportes	 es	 necesaria	 la
cancelación	total	del	capital	 inicial,	a	fin	de	impedir	aumentos	mientras	no
estén	 cobrados	 efectivamente	 los	 dividendos	 pasivos	 de	 las	 emisiones
anteriores,	 requisito	 que,	 según	 Ulises	 Montoya	 Manfredi,	 se	 refiere	 a	 la
efectividad	 de	 los	 aportes	 que	 queda	 subordinada	 al	 desembolso	 de	 las
anteriores	acciones	(Derecho	Comercial.	Tomo	I,	p.	266)	(…)	el	sustento	de
lo	expresado	es	que	uno	de	 los	principios	que	sustentan	el	capital	es	el	de
‘realidad’,	en	virtud	del	cual	los	aportes	recibidos	por	la	sociedad	deben	ser
reales	 y	 tangibles,	 recibiendo	 a	 cambio	 el	 aportante	 una	 retribución
equivalente	 en	 acciones”.	 (R.	 516-2001-ORLC/TR.	 16.11.2001.	 Voto	 en
discordia)
Ley	26887.
ART.	205.—Modificación	automática	del	capital	y	del	valor	nominal	de
las	acciones.	Por	excepción,	cuando	por	mandato	de	la	ley	deba	modificarse
la	 cifra	 del	 capital,	 ésta	 y	 el	 valor	 nominal	 de	 las	 acciones	 quedarán
modificados	de	pleno	derecho	con	la	aprobación	por	la	junta	general	de	los
estados	 financieros	que	 reflejen	 tal	modificación	de	 la	 cifra	del	 capital	 sin
alterar	la	participación	de	cada	accionista.	La	junta	general	puede	resolver
que,	 en	 lugar	 de	 modificar	 el	 valor	 nominal	 de	 las	 acciones,	 se	 emitan	 o
cancelen	acciones	a	prorrata	por	el	monto	que	 represente	 la	modificación
de	 la	cifra	del	capital.	Para	 la	 inscripción	de	 la	modificación	basta	 la	copia
certificada	del	acta	correspondiente.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	 ajuste	 por	 inflación	 del	 balance	 general
conlleva	a	 la	modificación	automática	del	 capital	 social.	“Atendiendo	 a
que	 las	 normas	 de	 ajuste	 por	 inflación	 del	 balance	 general	 implican	 la
modificación	 de	 la	 cifra	 del	 capital	 social,	 por	 cuanto	 de	 su	 redacción	 se
advierte	 la	 imposición	 legal	 de	 aplicar	 dicho	 ajuste,	 situación	 ajena	 a	 la
voluntad	 de	 los	 particulares;	 razones	 por	 la	 que	 esta	 instancia	 ha
establecido	 en	 la	 Resolución	 N°	 058-2001-ORLC/TR	 del	 7	 de	 febrero	 del
2001	 que	 tal	 modalidad	 de	 aumento	 de	 capital	 está	 comprendido	 en	 el
supuesto	del	artículo	205	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	que	señala	como
caso	excepcional	de	aumento	de	capital	 ‘(...)	cuando	por	mandato	de	 la	 ley
deba	modificarse	la	cifra	del	capital,	ésta	y	el	valor	nominal	de	las	acciones
quedarán	 modificados	 de	 pleno	 derecho	 con	 la	 aprobación	 por	 la	 junta
general	de	 los	 estados	 financieros	que	 reflejen	 tal	modificación	de	 la	 cifra
capital	 sin	 alterar	 la	 participación	 de	 cada	 accionista’”.	 (R.	 516-2001-
ORLC/TR.	16.11.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	aumento	del	capital	social	atendiendo	al
ajuste	 por	 inflación	 no	 requiere	 aprobación	 de	 la	 junta	 general	 de
socios.	 “El	 aumento	 de	 capital	 de	 pleno	 derecho	 como	 consecuencia	 del
ajuste	 de	 inflación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 797,	 en
concordancia	 con	 el	 artículo	 205	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 no
requiere	aprobación	por	 la	 junta	general	de	accionistas,	 sino	 solamente	 la
aprobación	por	 dicho	 órgano	de	 los	 estados	 financieros	 de	 la	 sociedad,	 lo
cual	 implica	 el	 consecuente	 aumento	 de	 capital”.	 (R.	 516-2001-ORLC/TR.
16.11.2001)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	aumento	del	capital	social	por	disposición
legal	 requiere	 de	 quórum	 y	 mayorías	 simples.	 “Atendiendo	 a	 que	 la
disposición	establecida	en	el	artículo	205	de	 la	Ley	General	de	Sociedades
contempla	 un	 supuesto	 de	 aumento	 de	 capital	 por	 disposición	 legal,
imponiéndose	a	la	voluntad	de	las	partes,	desprendiéndose	que	se	está	ante
una	norma	imperativa,	en	consecuencia,	en	principio	requiere	del	quórum	y
mayorías	 simples	 establecidas	 en	 los	 artículos	 125	 y	 primera	 parte	 del
artículo	 127	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 y	 no	 como	 señala	 el
registrador	en	su	observación,	que	el	presente	caso	requiere	de	quórum	y
mayorías	 superiores	 a	 los	 señalados	 en	 los	 referidos	 dispositivos	 legales,
conforme	 lo	permite	el	último	párrafo	del	artículo	127,	en	cuyo	caso	se	 le
aplicará	 el	 quórum	 y	 mayorías	 señaladas	 en	 el	 estatuto”.	 (R.	 516-2001-
ORLC/TR.	16.11.2001)
Ley	26887.
ART.	206.—Delegación	para	aumentar	el	capital.	La	junta	general	puede
delegar	en	el	directorio	la	facultad	de:
1.	 Señalar	 la	 oportunidad	 en	 que	 se	 debe	 realizar	 un	 aumento	 de	 capital
acordado	 por	 la	 junta	 general.	 El	 acuerdo	 debe	 establecer	 los	 términos	 y
condiciones	del	aumento	que	pueden	ser	determinados	por	el	directorio;	y,
2.	Acordar	uno	o	varios	aumentos	de	capital	hasta	una	determinada	suma
mediante	nuevos	aportes	o	capitalización	de	créditos	contra	la	sociedad,	en
un	 plazo	 máximo	 de	 cinco	 años,	 en	 las	 oportunidades,	 los	 montos,
condiciones,	 según	 el	 procedimiento	 que	 el	 directorio	 decida,	 sin	 previa
consulta	a	la	junta	general.	La	autorización	no	podrá	exceder	del	monto	del
capital	social	pagado	vigente	en	la	oportunidad	en	que	se	haya	acordado	la
delegación.
La	delegación	materia	de	este	artículo	no	puede	figurar	en	forma	alguna	en
el	balance	mientras	el	directorio	no	acuerde	el	aumento	de	capital	y	éste	se
realice.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	junta	general	de	socios	puede	delegar	en
el	directorio	o	la	gerencia	el	aumento	del	capital	social.	“la	ley	contempla
expresamente	que	algunas	de	las	facultades	–de	la	junta	general	de	socios–
puedan	 ser	 delegadas	 ya	 sea	 al	 directorio	 o	 la	 gerencia	 (por	 ejemplo,	 la
modificación	 del	 estatuto	 o	 el	 aumento	 de	 capital),	 siendo	 siempre	 de
competencia	 de	 la	 junta	 general	 el	 acordar	 la	 delegación”.	 (R.	 067-2001-
ORLC/TR.	13.02.2001)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Ley	 General	 de	 Sociedades	 reconoce	 dos
supuestos	 de	 delegación	 para	 aumentar	 el	 capital	 social.	 “(…)	 De	 lo
expuesto	 y	 del	 análisis	 del	 caso,	 a	 criterio	 de	 esta	 sala	 la	 cuestión	 a
determinar	 es	 la	 siguiente:	 si	 el	 aumento	 de	 capital	 efectuado	 por	 el
directorio	 y	 que	 es	 materia	 de	 procedimiento	 registral,	 contraviene	 el
artículo	206	de	la	Ley	General	de	Sociedades	(LGS)	(…)	3.	El	artículo	201	de
la	Ley	General	de	Sociedades	regula	el	aumento	de	capital,	señalando	que	se
acuerda	 por	 junta	 general	 cumpliendo	 los	 requisitos	 establecidos	 para	 la
modificación	 del	 estatuto,	 consta	 en	 escritura	 pública	 y	 se	 inscribe	 en	 el
registro.	(…)	Sin	embargo,	el	aumento	de	capital	en	una	sociedad	es	un	acto
que	 no	 culmina	 con	 el	 acuerdo	 de	 la	 junta	 general,	 sino	 que	 importa	 un
proceso	 conformado	 por	 una	 serie	 de	 actos	 para	 concretarlo,	 como	 es	 el
acuerdo	del	aumento,	ejercicio	del	derecho	de	suscripción	preferente	para
lo	cual	se	convoca	a	ruedas,	la	determinación	exacta	del	aumento	en	virtud
del	 ejercicio	 de	 este	 derecho,	 la	 reunión	 de	 una	 nueva	 junta	 general	 para
fijar	 el	 monto	 exacto	 del	 aumento1,	 así	 como	 la	 publicidad	 de	 las
oportunidades,	monto,	condiciones	y	procedimiento	para	el	aumento.	(…)	4.
Toda	 vez	 que	 estos	 procesos	 muchas	 veces	 resultan	 costosos	 para	 las
sociedades,	 el	 legislador	 ha	 establecido	 mecanismos	 para	 agilizarlos	 y
disminuir	 sus	 costos,	 haciéndolos	más	 efectivos,	 de	 allí	 que	 se	 encuentre
prevista	 la	 figura	 de	 la	 delegación,	 por	 la	 cual	 la	 junta	 general	 autoriza	 al
directorio	a	que	pueda	realizar	un	aumento	de	capital.	(…)	Es	el	artículo	206
de	la	Ley	General	de	Sociedades	el	que	regula	la	delegación	para	aumentar
el	 capital	 (…)	 Este	 artículo	 regula	 así	 dos	 supuestos:	 El	 primero	 es	 aquel
donde	el	aumento	mismo	es	acordado	por	la	junta	general;	y	el	directorio	es
el	 que	 establece	 las	 condiciones	 de	 éste	 (…)	 El	 inciso	 2	 regula	 una	 forma
mucho	más	amplia	y	completa	de	delegación	(…)	En	tal	sentido	se	justifica
que	 en	 este	 segundo	 supuesto,	 se	 tenga	 como	 límite	máximo	el	 100%	del
capital	pagado	de	la	sociedad	existente	al	momento	en	que	fue	acordada	la
delegación,	así	como	también	que	la	modalidad	del	aumento	sólo	pueda	ser
a	través	de	nuevos	aportes	o	capitalización	de	créditos,	y	que	se	ejercite	en
un	plazo	máximo	de	5	años;	la	imposición	de	estos	límites	se	justifica	en	que
es	el	directorio	el	que	va	a	decidir	el	aumento.”	(TR,	R.	1954-2011-TR-L,	oct.
21/2011.	V.	P.	Gustavo	Zevallos	Ruete)
Ley	26887.
ART.	207.—Derecho	de	suscripción	preferente.	En	el	aumento	de	capital
por	 nuevos	 aportes,	 los	 accionistas	 tienen	 derecho	 preferencial	 para
suscribir,	 a	 prorrata	 de	 su	 participación	 accionaria,	 las	 acciones	 que	 se
creen.	 Este	 derecho	 es	 transferible	 en	 la	 forma	 establecida	 en	 la	 presente
ley.
No	pueden	ejercer	este	derecho	los	accionistas	que	se	encuentren	en	mora
en	el	pago	de	los	dividendos	pasivos,	y	sus	acciones	no	se	computarán	para
establecer	la	prorrata	de	participación	en	el	derecho	de	preferencia.
No	existe	derecho	de	suscripción	preferente	en	el	aumento	de	capital	por
conversión	de	obligaciones	en	acciones,	en	los	casos	de	los	artículos	103	y
259	 ni	 en	 los	 casos	 de	 reorganización	 de	 sociedades	 establecidos	 en	 la
presente	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 67.—Ejercicio	 del	 derecho	 de	 suscripción	 preferente.	 Para
inscribir	 el	 aumento	 de	 capital	 en	 el	 que	 existe	 el	 derecho	 de	 suscripción
preferente,	 se	 presentarán	 las	 publicaciones	 del	 aviso	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	211	de	 la	 ley,	 salvo	cuando	el	aumento	ha	sido	acordado	en	 junta
universal	y	 la	 sociedad	no	 tenga	emitidas	acciones	suscritas	 sin	derecho	a
voto.
El	registrador	verificará	que	el	aviso	contenga:
a)	 El	 plazo	 para	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 suscripción	 preferente	 en
primera	y	segunda	ruedas	y	las	siguientes	si	las	hubiera;
b)	El	monto	y	la	modalidad	del	aumento;
e)	 La	 entidad	 bancaria	 o	 financiera	 en	 la	 que	 se	 efectuará	 el	 aporte
dinerario,	de	ser	el	caso;	y,
d)	 La	 fecha	 en	 la	 que	 estarán	 a	 disposición	 de	 los	 accionistas	 los
certificados	de	suscripción	preferente	o	las	anotaciones	en	cuenta.
Se	 adjuntará	 una	 certificación	 del	 gerente	 general	 o	 del	 representante
debidamente	 autorizado,	 en	 el	 sentido	 de	 que	 el	 derecho	 de	 suscripción
preferente	 de	 las	 acciones	 se	 ha	 ejercido	 en	 las	 oportunidades,	 monto,
condiciones	 y	 procedimiento	 que	 se	 señalan	 en	 el	 aviso,	 y	 en	 caso	 de	 no
requerirse	la	publicación	del	aviso,	que	se	ha	realizado	en	el	modo	acordado
por	la	junta	general	o	el	directorio.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	 derecho	 de	 suscripción	 preferente	 es	 un
derecho	 del	 socio	 ante	 el	 aumento	 del	 capital	 social.	 “El	 derecho	 de
suscripción	preferente	constituye	el	derecho	por	el	cual	los	accionistas	ante
un	aumento	de	capital	tienen	preferencia	para	suscribir	las	acciones	que	se
creen	 a	 prorrata	 de	 su	 participación	 accionaria,	 constituyendo	 uno	 de	 los
derechos	esenciales	que	establece	la	Ley	General	de	Sociedades	tanto	para
las	 acciones	 con	 derecho	 a	 voto	 así	 como	 para	 las	 acciones	 sin	 dicho
derecho,	 según	 lo	 establecido	 en	 los	 artículos	 95	 y	 96,	 derecho	 que	 se
encuentra	 regulado	 para	 determinadas	 modalidades	 de	 aumento	 de
capital”.	(R.	322-2000-ORLC/TR.	11.10.2000)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Al	registrador	no	le	compete	verificar	que	el
aporte	del	dinero	en	efectivo	se	haya	efectuado	en	la	fecha	programada
para	 ejercer	 el	 derecho	 de	 suscripción	 preferente.	 “2.	 El	 derecho	 de
suscripción	 preferente	 se	 encuentra	 regulado	 por	 los	 artículos	 207	 y
siguientes	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 cuando	 se	 dispone	 que	 en	 el
aumento	 de	 capital	 por	 nuevos	 aportes,	 los	 accionistas	 tienen	 derecho
preferencial	 para	 suscribir,	 a	 prorrata	 de	 su	 participación	 accionaria,	 las
acciones	que	se	creen.	Este	derecho	es	transferible	en	la	forma	establecida
en	la	presente	ley.
Debemos	señalar	que	el	derecho	de	suscripción	preferente	es	un	derecho
patrimonial	 que	 se	 otorga	 a	 efectos	 de	 que	 los	 accionistas	mantengan	 su
proporción	 de	 participación	 en	 el	 capital	 social,	 y	 sigan	 gozando	 en
consecuencia,	 de	 los	 beneficios	 económicos	 y	 políticos	 en	 la	 empresa;
manteniendo	su	participación	en	las	utilidades	y	en	el	voto	eligiendo	de	ese
modo	a	los	administradores	y	representantes	de	la	sociedad.
Asimismo,	 este	 derecho	 si	 bien	 es	 inherente	 a	 la	 calidad	de	 accionista	 es
transmisible	en	el	supuesto	de	que	el	socio	no	quiera	ejercitarlo;	y	ha	sido
previsto	a	efectos	de	no	desproteger	al	accionista	minoritario	que	pueda	ver
vista	 disminuida	 su	 participación	 en	 el	 capital	 por	 el	 aporte	 de	 los	 socios
que	tiene	mayor	poder	económico.	(...).
Así	también	el	artículo	211	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	establece	que
la	 junta	 general	 o,	 en	 su	 caso,	 el	 directorio,	 establece	 las	 oportunidades,
monto,	 condiciones	 y	 procedimiento	 para	 el	 aumento,	 todo	 lo	 cual	 debe
publicarse	mediante	un	aviso.	El	aviso	no	es	necesario	cuando	el	aumento
ha	sido	acordado	en	junta	general	universal	y	la	sociedad	no	tenga	emitidas
acciones	suscritas	sin	derecho	a	voto.	(...).
6.	 Cabe	 agregar	 que	 el	 citado	 artículo	67	del	Reglamento	del	Registro	de
Sociedades	 no	 establece	 que	 en	 el	 caso	 del	 ejercicio	 del	 derecho	 de
suscripción	preferente,	el	registrador	debe	verificar	que	el	aporte	del	dinero
en	 efectivo	 se	 haya	 efectuado	 en	 la	 fecha	 programada	 para	 ejercer	 el
derecho	de	suscripción	preferente,	ello	por	cuanto	este	tema	es	un	aspecto
interno	 de	 la	 sociedad	 que	 no	 resulta	 relevante	 para	 el	 registro,	 siendo
exigible	 únicamente	 que	 se	 verifique	 el	 depósito	 en	 efectivo	 se	 haya
realizado	al	momento	de	otorgarse	 la	escritura	pública”.	(Sunarp,	R.	1129-
2013-Sunarp-TR-L,	jul.	12/2013.	V.	P.	Walter	Poma	Morales)
Ley	26887.
ART.	 208.—Ejercicio	 del	 derecho	 de	 preferencia.	 El	 derecho	 de
preferencia	 se	 ejerce	 en	 por	 lo	 menos	 dos	 ruedas.	 En	 la	 primera,	 el
accionista	 tiene	derecho	a	suscribir	 las	nuevas	acciones,	a	prorrata	de	sus
tenencias	a	la	fecha	que	se	establezca	en	el	acuerdo.	Si	quedan	acciones	sin
suscribir,	quienes	han	intervenido	en	la	primera	rueda	pueden	suscribir,	en
segunda	 rueda,	 las	 acciones	 restantes	 a	 prorrata	 de	 su	 participación
accionaria,	 considerando	 en	 ella	 las	 acciones	 que	 hubieran	 suscrito	 en	 la
primera	rueda.
La	 junta	 general	 o,	 en	 su	 caso,	 el	 directorio,	 establecen	 el	 procedimiento
que	debe	seguirse	para	el	caso	que	queden	acciones	sin	suscribir	 luego	de
terminada	la	segunda	rueda.
Salvo	acuerdo	unánime	adoptado	por	 la	 totalidad	de	 los	accionistas	de	 la
sociedad,	el	plazo	para	el	ejercicio	del	derecho	de	preferencia,	en	primera
rueda,	no	será	inferior	a	diez	días,	contado	a	partir	de	la	fecha	del	aviso	que
deberá	 publicarse	 al	 efecto	 o	 de	 una	 fecha	 posterior	 que	 al	 efecto	 se
consigne	en	dicho	aviso.	El	plazo	para	la	segunda	rueda,	y	 las	siguientes	si
las	hubiere,	se	establece	por	la	 junta	general	no	pudiendo,	en	ningún	caso,
cada	rueda	ser	menor	a	tres	días.
La	 sociedad	 está	 obligada	 a	 proporcionar	 a	 los	 suscriptores	 en	 forma
oportuna	la	información	correspondiente	a	cada	rueda.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 derecho	 de	 preferencia	 se	 ejerce	 por	 lo
menos	en	dos	ruedas.	“En	relación	al	proceso	para	ejercitar	dicho	derecho,
el	artículo	208	de	la	Ley	General	de	Sociedades	dispone	que	el	derecho	de
preferencia	se	ejerce	en	por	 lo	menos	dos	ruedas,	debiendo	a	dicho	efecto
publicarse	un	aviso	conforme	al	artículo	211	que	detalle	las	oportunidades,
monto,	 condiciones	 y	 procedimiento	 para	 el	 aumento”.	 (R.	 322-2000-
ORLC/TR.	11.10.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 suscripción
preferente	no	se	realiza	en	un	acto	único	sino	en	una	sucesión	de	actos.
“El	ejercicio	del	derecho	de	suscripción	preferente	importa	que	el	aumento
de	capital	 –social–	no	 se	 realice	en	un	acto	único	 sino	en	una	 sucesión	de
actos	que	se	inicia	con	el	acuerdo	de	la	junta	general	de	aumentar	el	capital,
luego	de	lo	cual	los	accionistas	suscriben	las	acciones;	vencido	el	plazo	para
la	suscripción	de	acciones	puede	resultar	necesario	que	la	junta	general	se
reúna	nuevamente	a	efectos	de	 fijar	el	monto	en	que	queda	aumentado	el
capital	 y	 la	 consecuente	 modificación	 estatutaria	 conforme	 a	 los	 aportes
realizados”.	(R.	322-2000-ORLC/TR.	11.10.2000)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Supuesto	 en	que	no	 se	 requiere	 la	 segunda
junta	general	de	socios.	“Esta	segunda	junta	general	puede	no	necesitarse
si	 el	 capital	 suscrito	 coincide	 con	 el	 aumento	 acordado,	 no	 quedando
acciones	 por	 suscribir	 y	 siempre	 que	 se	 haya	 también	 acordado	 el	 texto
modificatorio	del	estatuto	por	efecto	del	aumento;	la	segunda	junta	general
–de	 socios–	 puede	 tampoco	 resultar	 necesaria	 si	 se	 ha	 establecido	 un
procedimiento	 a	 seguir	 en	 caso	 queden	 acciones	 por	 suscribir	 y	 en	 ese
sentido	se	ha	pronunciado	esta	instancia	mediante	Resolución	N°	207-2000-
ORLC/TR	del	22	de	junio	del	2000”.	(R.	322-2000-ORLC/TR.	11.10.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 gerente	 deberá	 certificar	 que	 se	 ha
cumplido	 con	 el	 procedimiento	 para	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de
preferencia.	“De	haberse	vencido	el	plazo	para	el	ejercicio	del	derecho	de
preferencia,	en	 la	escritura	pública	se	 insertará	 la	certificación	del	gerente
indicando	que	se	ha	cumplido	con	el	procedimiento	previsto	en	 la	 ley	o	el
estatuto”.	(R.	032-2002-ORLC/TRN.	01.03.2002)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Los	socios	y	la	sociedad	pueden	renunciar	al
derecho	de	adquisición	preferente.	“De	no	haberse	vencido	el	plazo	para	el
ejercicio	 del	 derecho	 de	 adquisición	 preferente,	 establecido	 en	 la	 ley	 o	 el
estatuto,	en	la	escritura	se	insertarán	los	documentos	que	acrediten	que	los
socios	 o,	 en	 su	 caso,	 la	 sociedad,	 han	 renunciado	 a	 tal	 derecho,	 salvo	 que
intervengan	 en	 la	 escritura	 renunciando	 expresamente”.	 (R.	 032-2002-
ORLC/TRN.	01.03.2002)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	 acuerdo	 adoptado	 en	 junta	 universal	 de
socios	 para	 la	 libre	 transferencia	 de	 las	 participaciones	 implica	 la
renuncia	de	los	socios	y	de	la	propia	sociedad	al	derecho	de	adquisición
preferente.	 “El	 solo	 hecho	 de	 que	 la	 junta	 universal	 de	 socios	 apruebe	 la
libre	transferencia	de	las	participaciones	sociales	de	una	sociedad	a	favor	de
terceros,	implica	una	renuncia	de	los	demás	socios,	así	como	de	la	sociedad
misma	al	derecho	de	adquisición	preferente	establecida	en	el	artículo	291
de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 o	 en	 el	 estatuto	 social,	 siendo	 suficiente
para	 proceder	 a	 la	 inscripción	 de	 la	 transferencia,	 que	 se	 adjunte	 o	 se
inserte	en	la	escritura	pública	copia	certificada	del	acta	de	la	junta	general
donde	 conste	 el	 acuerdo	 respectivo,	 no	 siendo	 en	 estos	 casos	 exigible	 los
requisitos	 señalados	 en	 el	 segundo	 y	 tercer	 párrafo	 del	 artículo	 972	 del
Reglamento	 de	 Registros	 de	 Sociedades”.	 (R.	 032-2002-ORLC/TRN.
01.03.2002)
Ley	26887.
ART.	 209.—Certificado	 de	 suscripción	 preferente.	 El	 derecho	 de
suscripción	preferente	se	incorpora	en	un	título	denominado	certificado	de
suscripción	preferente	o	mediante	anotación	en	cuenta,	ambos	 libremente
transferibles,	 total	 o	 parcialmente,	 que	 confiere	 a	 su	 titular	 el	 derecho
preferente	a	 la	suscripción	de	las	nuevas	acciones	en	las	oportunidades,	el
monto,	condiciones	y	procedimiento	establecidos	por	la	junta	general	o,	en
su	caso,	por	el	directorio.
Lo	dispuesto	en	el	párrafo	anterior	no	será	aplicable	cuando	por	acuerdo
adoptado	por	la	totalidad	de	los	accionistas	de	la	sociedad,	por	disposición
estatutaria	o	por	 convenio	entre	accionistas	debidamente	 registrado	en	 la
sociedad,	 se	 restrinja	 la	 libre	 transferencia	 del	 derecho	 de	 suscripción
preferente.
El	 certificado	 de	 suscripción	 preferente,	 o	 en	 su	 caso	 las	 anotaciones	 en
cuenta,	deben	estar	disponibles	para	sus	titulares	dentro	de	los	quince	días
útiles	 siguientes	 a	 la	 fecha	 en	 que	 se	 adoptó	 el	 acuerdo	 de	 aumento	 de
capital.	 En	 el	 aviso	 que	 se	menciona	 en	 el	 artículo	 anterior	 se	 indicará	 la
fecha	en	que	están	a	disposición	de	los	accionistas.
El	certificado	contiene	necesariamente	la	siguiente	información:
1.	La	denominación	de	la	sociedad,	los	datos	relativos	a	su	inscripción	en	el
registro	y	el	monto	de	su	capital;
2.	La	 fecha	de	 la	 junta	general	o	del	directorio,	 en	 su	 caso,	que	acordó	el
aumento	de	capital	y	el	monto	del	mismo;
3.	El	nombre	del	titular;
4.	 El	 número	 de	 acciones	 que	 confieren	 el	 derecho	 de	 suscripción
preferente	y	el	número	de	acciones	que	da	derecho	a	suscribir	en	primera
rueda;
5.	 El	 plazo	 para	 el	 ejercicio	 del	 derecho,	 el	 día	 y	 hora	 de	 inicio	 y	 de
vencimiento	 del	 mismo,	 así	 como	 el	 lugar	 y	 el	 modo	 en	 que	 puede
ejercitarse;
6.	La	forma	en	que	puede	transferirse	el	certificado;
7.	La	fecha	de	emisión;	y,
8.	La	firma	del	representante	de	la	sociedad	autorizado	al	efecto.
Las	anotaciones	en	cuenta	tienen	la	información	que	se	señala,	en	la	forma
que	disponga	la	legislación	especial	sobre	la	materia.
Los	mecanismos	y	formalidades	para	la	transferencia	de	los	certificados	de
suscripción	 preferente	 se	 establecerán	 en	 el	 acuerdo	 que	 dispone	 su
emisión.
Los	 tenedores	 de	 certificados	 de	 suscripción	preferente	 que	 participaron
en	 la	 primera	 rueda	 tendrán	 derecho	 a	 hacerlo	 en	 la	 segunda	 y	 en	 las
posteriores	si	las	hubiere,	considerándose	en	cada	una	de	ellas	el	monto	de
las	 acciones	 que	 han	 suscrito	 en	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 suscripción
preferente	 que	 han	 adquirido,	 así	 como	 las	 que	 corresponderían	 a	 la
tenencia	del	accionista	que	les	transfirió	el	derecho.
Ley	26887.
ART.	210.—Constancia	de	suscripción.	La	suscripción	de	acciones	consta
en	un	 recibo	extendido	por	duplicado,	 con	el	 contenido	y	en	 la	 forma	que
señala	el	artículo	59.
Ley	26887.
ART.	 211.—Publicidad.	 La	 junta	 general	 o,	 en	 su	 caso,	 el	 directorio,
establece	 las	 oportunidades,	 monto,	 condiciones	 y	 procedimiento	 para	 el
aumento,	 todo	 lo	 que	 debe	 publicarse	 mediante	 un	 aviso.	 El	 aviso	 no	 es
necesario	cuando	el	aumento	ha	sido	acordado	en	junta	general	universal	y
la	sociedad	no	tenga	emitidas	acciones	suscritas	sin	derecho	a	voto.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Se	 requiere	 un	 aviso	 para	 el	 ejercicio	 del
derecho	 de	 preferencia.	 “En	 relación	 al	 proceso	 para	 ejercitar	 dicho
derecho,	 el	 artículo	 208	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 dispone	 que	 el
derecho	de	preferencia	 se	 ejerce	 en	por	 lo	menos	dos	 ruedas,	 debiendo	 a
dicho	 efecto	 publicarse	 un	 aviso	 conforme	 al	 artículo	 211	 que	 detalle	 las
oportunidades,	monto,	 condiciones	 y	 procedimiento	 para	 el	 aumento”.	 (R.
322-2000-ORLC/TR.	11.10.2000)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	procedimiento	para	ejercer	el	derecho	de
suscripción	preferente	no	necesariamente	debe	cumplirse	sin	excepción
alguna.	 “‘La	 formalidad	 establecida	 en	 los	 artículos	 208	 y	 211	 de	 la	 Ley
General	de	Sociedades	garantiza	 la	efectividad	del	ejercicio	del	derecho	de
suscripción	preferente	de	modo	que	no	resulta	ineludible	su	cumplimiento
si	todos	los	accionistas	han	ejercido	su	derecho,	suscribiendo	y	pagando	la
totalidad	de	acciones	creadas	con	el	aumento	de	capital.
(...)	la	forma	del	ejercicio	del	derecho	de	suscripción	preferente	señalada	en
los	artículos	208	y	211	de	la	Ley	General	de	Sociedades	no	necesariamente
debe	realizarse.
Se	 argumentó	 que	 de	 la	 normativa	 que	 regula	 el	 derecho	 de	 suscripción
preferente	se	puede	concluir	que	la	finalidad	de	la	norma	es	resguardar	que
todos	 los	 accionistas	 hayan	 tenido	 oportunidad	 para	 ejercerlo	 cuando	 se
emitan	 acciones	 por	 aumento	 de	 capital,	 mas	 no	 que	 el	 procedimiento
establecido	 en	 el	 artículo	 208	 sea	 necesario	 en	 todos	 los	 casos,	 pues	 lo
importante	es	resguardar	el	derecho	de	los	accionistas	y	que	se	les	permita
ejercerlo	en	igualdad	de	condiciones,	no	sería	de	ineludible	cumplimiento	si
se	verifica	que	los	accionistas	no	desean	hacer	uso	de	tal	derecho.	En	cuyo
caso	 la	 funcionalidad	 del	 procedimiento	 establecido	 en	 tales	 dispositivos
pierde	su	razón	de	ser,	pues	no	se	configuraría	el	presupuesto	de	existencia
de	 accionistas	 a	 quienes	 proteger	 e	 informar	 para	 que	 hagan	 efectivo	 su
derecho,	 si	 es	 que	 éstos	 anteladamente	 han	 renunciado	 a	 ejercer	 dicho
derecho”.	 (Sunarp,	 R.	 1356-2013-Sunarp-TR-L,	 ago.	 21/2013.	 V.	 P.	 Elena
Rosa	Vásquez	Torres)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Acuerdo	 adoptado	 en	 junta	 general	 con
convocatoria	 y	 con	asistencia	 del	 100%	del	 capital	 social	 convierte	 en
irrelevante	la	calificación	del	contenido	del	aviso	de	aumento	de	capital.
“3.	De	acuerdo	al	tenor	del	artículo	211	de	la	Ley	General	de	Sociedades	la
publicidad	 mediante	 avisos	 de	 las	 oportunidades,	 monto,	 condiciones	 y
procedimiento	para	el	aumento	de	capital	busca	 resguardar	el	derecho	de
todos	 los	 accionistas	 de	 suscribir	 nuevas	 acciones	 y	 mantener	 su
participación	dentro	del	 capital	 social,	 de	este	modo,	mediante	el	 aviso	 se
garantiza	 que	 todos	 los	 accionistas	 tomen	 conocimiento.	 Esto	 mismo	 se
logra	si	en	junta	general	donde	se	adopta	el	acuerdo	del	aumento	de	capital
participan	el	100%	de	accionistas,	aun	cuando	el	acuerdo	no	fuera	unánime.
Así,	 resulta	 irrelevante	 para	 estos	 fines	 que	 la	 junta	 universal	 fuera
convocada	 o	 no”.	 (Sunarp,	 R.	 1628-2013-Sunarp-TR-L,	 abr.	 04/2013.	 V.	 P.
Rosario	del	Carmen	Guerra	Macedo)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Las	 formalidades	 que	 la	 ley	 impone	 para
ejercer	 el	 derecho	 de	 suscripción	 preferente	 pueden	 evadirse	 con	 el
acuerdo	unánime	de	los	accionistas.	“(…)	La	formalidad	establecida	en	los
artículos	208	y	211	de	la	Ley	General	de	Sociedades	garantiza	la	efectividad
del	ejercicio	del	derecho	de	suscripción	preferente,	de	modo	que	no	resulta
ineludible	 su	 cumplimiento	 si	 todos	 los	 accionistas	 de	 la	 sociedad	 por
acuerdo	 unánime	 acuerdan	 delegar	 en	 el	 gerente	 general	 la	 facultad	 de
señalar	 las	condiciones	en	que	dicho	derecho	se	ejercerá	 (…)”.	 (Sunarp,	R.
116-2014-Sunarp-TR-L,	ene.	21/2014.	V.	P.	Beatriz	Cruz	Peñaherrera)
Ley	26887.
ART.	212.—Oferta	a	terceros.	Cuando	las	nuevas	acciones	son	materia	de
oferta	a	terceros,	la	sociedad	redacta	y	pone	a	disposición	de	los	interesados
el	programa	de	aumento	de	capital.
El	programa	contiene	lo	siguiente:
1.	La	denominación,	objeto,	domicilio	y	capital	de	la	sociedad,	así	como	los
datos	relativos	a	su	inscripción	en	el	registro;
2.	El	valor	nominal	de	 las	acciones,	 las	clases	de	éstas,	 si	 las	hubiere,	con
mención	de	las	preferencias	que	les	correspondan;
3.	 La	 forma	 de	 ejercitar	 el	 derecho	 de	 suscripción	 preferente	 que
corresponde	 a	 los	 accionistas,	 salvo	 cuando	 resulte	 de	 aplicación	 lo
dispuesto	en	el	artículo	259,	en	cuyo	caso	se	hará	expresa	referencia	a	esta
circunstancia;
4.	 Los	 estados	 financieros	 de	 los	 dos	 últimos	 ejercicios	 anuales	 con	 el
informe	 de	 auditores	 externos	 independientes,	 salvo	 que	 la	 sociedad	 se
hubiera	constituido	dentro	de	dicho	período;
5.	 Importe	 total	 de	 las	 obligaciones	 emitidas	 por	 la	 sociedad,
individualizando	 las	 que	 pueden	 ser	 convertidas	 en	 acciones,	 y	 las
modalidades	de	cada	emisión;
6.	El	monto	del	aumento	de	capital;	la	clase	de	las	acciones	a	emitirse;	y	en
caso	de	acciones	preferenciales,	las	diferencias	atribuidas	a	éstas;	y,
7.	Otros	asuntos	o	información	que	la	sociedad	considere	importantes.
Cuando	la	oferta	a	terceros	tenga	la	condición	legal	de	oferta	pública	le	es
aplicable	la	legislación	especial	que	regula	la	materia	y,	en	consecuencia,	no
se	aplicará	lo	dispuesto	en	los	párrafos	anteriores.
Ley	26887.
ART.	213.—Aumento	de	capital	con	aportes	no	dinerarios.	Al	aumento
de	capital	mediante	aportes	no	dinerarios	le	son	aplicables	las	disposiciones
generales	 correspondientes	 a	 este	 tipo	 de	 aportes	 y,	 en	 cuanto	 sean
pertinentes,	las	de	aumentos	de	capital	por	aportes	dinerarios.
El	 acuerdo	 de	 aumento	 de	 capital	 con	 aportes	 no	 dinerarios	 debe
reconocer	 el	 derecho	 de	 realizar	 aportes	 dinerarios	 por	 un	 monto	 que
permita	a	todos	los	accionistas	ejercer	su	derecho	de	suscripción	preferente
para	mantener	la	proporción	que	tienen	en	el	capital.
Cuando	 el	 acuerdo	 contemple	 recibir	 aportes	 no	 dinerarios	 se	 deberá
indicar	el	nombre	del	aportante	y	el	informe	de	valorización	referido	en	el
artículo	27.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Aumento	 de	 capital	 por	 capitalización	 de
créditos	contra	la	sociedad	debe	permitir	a	todos	los	accionistas	ejercer
el	 derecho	 de	 suscripción	 preferente.	 “El	 aumento	 de	 capital	 por
capitalización	de	créditos	contra	la	sociedad	deberá	reconocer	el	derecho	de
realizar	 aportes	 dinerarios	 por	 un	 monto	 que	 permita	 a	 todos	 los
accionistas	ejercer	su	derecho	de	suscripción	preferente	para	mantener	 la
proporción	que	tienen	en	el	capital,	conforme	lo	establece	el	primer	párrafo
del	artículo	214	concordante	con	el	segundo	párrafo	del	artículo	213	de	la
Ley	 General	 de	 Sociedades”.	 (Sunarp,	 R.	 035-2013-Sunarp-TR-L,	 ene.
10/2013.	V.	P.	Beatriz	Cruz	Peñaherrera)
Ley	26887.
ART.	214.—Aumento	de	capital	por	capitalización	de	créditos.	Cuando
el	 aumento	 de	 capital	 se	 realice	 mediante	 la	 capitalización	 de	 créditos
contra	 la	 sociedad	 se	 deberá	 contar	 con	 un	 informe	 del	 directorio	 que
sustente	la	conveniencia	de	recibir	tales	aportes.	Es	de	aplicación	a	este	caso
lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	anterior.
Cuando	el	aumento	de	capital	se	realice	por	conversión	de	obligaciones	en
acciones	y	ella	haya	sido	prevista	se	aplican	los	términos	de	la	emisión.	Si	la
conversión	 no	 ha	 sido	 prevista	 el	 aumento	 de	 capital	 se	 efectúa	 en	 los
términos	y	condiciones	convenidos	con	los	obligacionistas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	70.—Capitalización	de	créditos	contra	la	sociedad.	Para	 inscribir
el	acuerdo	de	capitalizar	créditos	contra	la	sociedad,	en	el	acta	se	señalará
que	tal	acuerdo	se	ha	tomado	contando	con	el	informe	del	directorio	exigido
por	 el	 artículo	 214	 de	 la	 ley	 o,	 en	 caso	 de	 sociedades	 que	 no	 tengan
directorio,	con	el	informe	del	gerente	general.
Alternativamente,	 podrá	 presentarse	 al	 registro,	 inserta	 en	 la	 escritura
pública,	o	conjuntamente,	copia	certificada	notarial	del	acta	de	la	sesión	del
directorio	 respectiva	 o	 una	 certificación	 del	 gerente	 general	 o	 del
representante	debidamente	autorizado,	de	que	en	el	libro	de	actas	aparece
la	 sustentación	aprobada.	En	el	 caso	de	 sociedades	anónimas	 cerradas	 sin
directorio,	 se	 presentará	 una	 constancia	 del	 gerente	 general	 de	 haber
sustentado	a	la	junta	la	conveniencia	de	tal	capitalización.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	aumento	del	capital	social	con	aportes	no
dinerarios	debe	reconocer	el	derecho	de	realizar	aportes	dinerarios.	“En
el	 caso	de	 la	 capitalización	de	 créditos,	 el	 artículo	214	de	 la	 ley	 societaria
señala	que,	además	de	contar	con	un	informe	del	directorio	que	sustente	la
conveniencia	 de	 recibir	 tales	 aportes,	 es	 de	 aplicación	 lo	 dispuesto	 en	 el
segundo	párrafo	del	artículo	213,	el	mismo	que	establece	que	el	acuerdo	de
aumento	de	capital	con	aportes	no	dinerarios	debe	reconocer	el	derecho	de
realizar	 aportes	 dinerarios	 por	 un	 monto	 que	 permita	 a	 todos	 los
accionistas	ejercer	su	derecho	de	suscripción	preferente	para	mantener	 la
proporción	que	tienen	en	el	capital”.	(R.	322-2000-ORLC/TR.	11.10.2000)
TÍTULO	III
REDUCCIÓN	DEL	CAPITAL
Ley	26887.
ART.	215.—Órgano	competente	y	formalidades.	La	reducción	del	capital
se	acuerda	por	junta	general,	cumpliendo	los	requisitos	establecidos	para	la
modificación	 del	 estatuto,	 consta	 en	 escritura	 pública	 y	 se	 inscribe	 en	 el
registro.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 reducción	 del	 capital	 social	 como
consecuencia	 del	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 separación	 debe	 cumplir
igualmente	 con	 las	 formalidades	 legales.	 “En	 cuanto	 a	 la	 forma	 en	 que
debe	adoptarse	el	acuerdo,	el	artículo	217	de	la	Ley	General	de	Sociedades
establece	que	el	acuerdo	de	reducción	de	capital	debe	expresar	 la	cifra	en
que	se	reduce	el	capital,	 la	forma	cómo	se	realiza,	 los	recursos	con	cargo	a
los	 cuales	 se	 efectúa	 y	 el	 procedimiento	mediante	 el	 cual	 se	 lleva	 a	 cabo,
mientras	el	artículo	215	señala	que	consta	en	escritura	pública	y	se	inscribe
en	 el	 registro;	 siendo	 ello	 así,	 la	 reducción	 acordada	 a	 consecuencia	 del
ejercicio	del	derecho	de	separación	debe	 también	cumplir	estos	requisitos
puesto	que	(...)	la	reducción	del	capital	no	es	una	consecuencia	necesaria	de
la	 separación	del	accionista,	 requiriéndose	de	un	acuerdo	adoptado	por	 la
junta	general”.	(R.	213-99-ORLC/TR.	26.08.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 reducción	 del	 capital	 social	 sólo	 es
posible	después	de	vencerse	el	plazo	para	la	oposición	de	los	acreedores.
“Si	 bien	 el	 reembolso	 a	 los	 accionistas	 que	 ejercitan	 el	 derecho	 de
separación	 no	 puede	 dilatarse	 a	 menos	 que	 se	 ponga	 en	 peligro	 la
estabilidad	 de	 la	 empresa	 o	 la	 sociedad	 no	 estuviese	 en	 posibilidad	 de
realizarlo,	 la	 reducción	 de	 la	 cuenta	 capital	 no	 podrá	 ejecutarse	 sino
después	 de	 transcurrido	 el	 plazo	 con	 que	 cuentan	 los	 acreedores	 para
oponerse	al	acuerdo”.	(R.	213-99-ORLC/TR.	26.08.99)
Ley	26887.
ART.	 216.—Modalidades.	 La	 reducción	 del	 capital	 determina	 la
amortización	 de	 acciones	 emitidas	 o	 la	 disminución	 del	 valor	 nominal	 de
ellas.
Se	realiza	mediante:
1.	La	entrega	a	sus	titulares	del	valor	nominal	amortizado;
2.	La	entrega	a	sus	titulares	del	importe	correspondiente	a	su	participación
en	el	patrimonio	neto	de	la	sociedad;
3.	La	condonación	de	dividendos	pasivos;
4.	El	reestablecimiento	del	equilibrio	entre	el	capital	social	y	el	patrimonio
neto	disminuidos	por	consecuencia	de	pérdidas;	u,
5.	 Otros	medios	 específicamente	 establecidos	 al	 acordar	 la	 reducción	 del
capital.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 reembolso	 del	 valor	 de	 las	 acciones	 no
genera	necesariamente	la	reducción	del	capital	social.	“El	reembolso	del
valor	de	 las	acciones	no	genera	necesariamente	una	reducción	del	 capital,
puesto	que	las	acciones	pueden	no	ser	amortizadas,	en	cuyo	caso	no	deben
venderse	o	mantenerse	en	cartera	por	un	plazo	no	mayor	de	dos	años	y,	en
caso	de	ser	amortizadas,	pueden	ser	adquiridas	por	la	sociedad	con	cargo	a
beneficios	y	reservas	libres;	en	caso	de	ejercicio	del	derecho	de	separación
de	un	accionista,	la	junta	general	deberá	entonces	acordar	si	se	amortizarán
o	no	las	acciones	y,	en	el	primero	de	los	casos,	si	se	reducirá	el	capital	o	se
incrementará	proporcionalmente	el	 valor	nominal	de	 las	demás	acciones”.
(R.	213-99-ORLC/TR.	26.08.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 dación	 en	 pago	 a	 los	 accionistas
acreedores	permite	la	inscripción	de	la	reducción	de	capital.	“Ahora	bien,
la	 junta	general	señaló	ampararse	en	el	 inciso	5	del	artículo	216	de	 la	Ley
General	 de	 Sociedades;	 sin	 embargo,	 esta	 instancia	 considera	 que	 la
modalidad	 sería	 la	 establecida	 en	 el	 inciso	 4	 del	 artículo	 216	 de	 la	 Ley
General	 de	 Sociedades,	 consistente	 en	 el	 restablecimiento	 del	 equilibrio
entre	el	capital	social	y	el	patrimonio	neto	disminuidos	por	consecuencia	de
pérdidas.	 Ello	por	 cuanto	 el	 objeto	de	 la	 reducción	de	 capital	 acordada	 es
ajustar	el	capital	al	valor	real	del	patrimonio	neto.
Por	lo	tanto,	la	modalidad	de	reducción	acordada	sí	está	contemplada	en	la
Ley	General	de	Sociedades.
De	otra	parte,	 el	hecho	que	esta	 instancia	 considere	que	 la	modalidad	de
reducción	es	la	establecida	en	el	inciso	4	y	no	como	lo	ha	señalado	la	junta
general,	 la	 del	 inciso	 5	 del	 artículo	 216	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades
(‘otros	 medios	 específicamente	 establecidos	 al	 acordar	 la	 reducción	 del
capital’),	no	 impide	 la	 inscripción	de	 la	reducción	pues	se	ha	señalado	con
claridad	que	la	reducción	se	efectúa	luego	de	la	dación	en	pago,	esto	es,	se
ha	señalado	la	modalidad”.	(TR,	R.	534-2014-Sunarp-TR-L,	mar.	18/2014,	V.
P.	Nora	Mariella	Aldana	Durán)
Ley	26887.
ART.	 217.—Formalidades.	 El	 acuerdo	 de	 reducción	 del	 capital	 debe
expresar	 la	 cifra	 en	que	 se	 reduce	el	 capital,	 la	 forma	 cómo	se	 realiza,	 los
recursos	 con	 cargo	a	 los	 cuales	 se	 efectúa	y	 el	procedimiento	mediante	 el
cual	se	lleva	a	cabo.
La	 reducción	 debe	 afectar	 a	 todos	 los	 accionistas	 a	 prorrata	 de	 su
participación	 en	 el	 capital	 sin	 modificar	 su	 porcentaje	 accionario	 o	 por
sorteo	 que	 se	 debe	 aplicar	 por	 igual	 a	 todos	 los	 accionistas.	 Cuando	 se
acuerde	una	afectación	distinta,	 ella	debe	 ser	decidida	por	unanimidad	de
las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
El	acuerdo	de	reducción	debe	publicarse	por	 tres	veces	con	 intervalos	de
cinco	días.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 73.—Contenido	 del	 asiento	 de	 inscripción.	 El	 asiento	 de
inscripción	de	la	reducción	de	capital	deberá	indicar:
a)	El	importe	y	la	modalidad	de	la	reducción;
b)	El	procedimiento	en	que	se	realiza;
c)	El	número	de	acciones	amortizadas,	su	clase	y,	cuando	corresponda,	el
nuevo	valor	nominal	de	las	acciones;
d)	El	importe	del	nuevo	capital,	así	como	el	número	y	clase	de	acciones	en
que	está	representado;	y,
e)	Cualquier	otra	información	que	el	registrador	estime	relevante,	siempre
que	aparezca	en	el	título.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 74.—Reducción	 en	 forma	 no	 proporcional.	 La	 unanimidad	 que
exige	 la	parte	 final	del	 segundo	párrafo	del	artículo	217	de	 la	 ley,	es	de	 la
totalidad	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto,	 emitidas	 por	 la
sociedad.
MODELO	DE	PUBLICACIÓN	DE	AVISO	DE	REDUCCIÓN	DE	CAPITAL	
	
De	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	217	de	la	Ley	General	de
Sociedades	se	comunica	que	en	la	junta	general	de	la	empresa
................................................	S.A.	del	............	de	............	del	200…,	se	acordó	por
unanimidad	la	reducción	de	capital	de	la	suma	de	S/.	.............................	a	la	suma	de
S/.	..................................	por	la	aplicación	de	las	pérdidas	acumuladas	al	31	de
diciembre	del	200......
Lima,	.........	de	............	del	200…
............................	S.	A.
	
Ley	26887.
ART.	 218.—Plazo	 para	 la	 ejecución.	 La	 reducción	 podrá	 ejecutarse	 de
inmediato	 cuando	 tenga	 por	 finalidad	 restablecer	 el	 equilibrio	 entre	 el
capital	y	el	patrimonio	neto	o	cualquier	otro	que	no	importe	devolución	de
aportes	ni	exención	de	deudas	a	los	accionistas.
Cuando	 la	 reducción	 del	 capital	 importe	 devolución	 de	 aportes	 o	 la
exención	de	dividendos	pasivos	o	de	cualquier	otra	cantidad	adeudada	por
razón	de	los	aportes,	ella	sólo	puede	llevarse	a	cabo	luego	de	treinta	días	de
la	última	publicación	del	aviso	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior.
Si	se	efectúa	la	devolución	o	condonación	señaladas	en	el	párrafo	anterior
antes	del	vencimiento	del	referido	plazo,	dicha	entrega	no	será	oponible	al
acreedor	y	los	directores	serán	solidariamente	responsables	con	la	sociedad
frente	 al	 acreedor	 que	 ejerce	 el	 derecho	 de	 oposición	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	siguiente.
Ley	26887.
ART.	219.—Derecho	de	oposición.	El	acreedor	de	la	sociedad,	aun	cuando
su	crédito	esté	sujeto	a	condición	o	a	plazo,	tiene	derecho	de	oponerse	a	la
ejecución	del	acuerdo	de	reducción	del	capital	si	su	crédito	no	se	encuentra
adecuadamente	garantizado.
El	ejercicio	del	derecho	de	oposición	caduca	en	el	plazo	de	treinta	días	de	la
fecha	de	la	última	publicación	de	los	avisos	a	que	se	refiere	el	artículo	217.
Es	válida	la	oposición	hecha	conjuntamente	por	dos	o	más	acreedores;	si	se
plantean	 separadamente	 se	 deben	 acumular	 ante	 el	 juez	 que	 conoció	 la
primera	oposición.
La	 oposición	 se	 tramita	 por	 el	 proceso	 sumarísimo,	 suspendiéndose	 la
ejecución	 del	 acuerdo	 hasta	 que	 la	 sociedad	 pague	 los	 créditos	 o	 los
garantice	a	satisfacción	del	 juez,	quien	procede	a	dictar	 la	medida	cautelar
correspondiente.	 Igualmente,	 la	 reducción	del	 capital	podrá	ejecutarse	 tan
pronto	 se	 notifique	 al	 acreedor	 que	 una	 entidad	 sujeta	 al	 control	 de	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros,	ha	constituido	fianza	solidaria	a	favor
de	la	sociedad	por	el	 importe	de	su	crédito,	 intereses,	comisiones	y	demás
componentes	de	la	deuda	y	por	el	plazo	que	sea	necesario	para	que	caduque
la	pretensión	de	exigir	su	cumplimiento.
C.	C.
ART.	1219.—Acciones	del	acreedor	como	efecto	de	las	obligaciones.	Es
efecto	de	las	obligaciones	autorizar	al	acreedor	para	lo	siguiente:
1.	Emplear	las	medidas	legales	a	fin	de	que	el	deudor	le	procure	aquello	a
que	está	obligado.
2.	 Procurarse	 la	 prestación	 o	 hacérsela	 procurar	 por	 otro,	 a	 costa	 del
deudor.
3.	Obtener	del	deudor	la	indemnización	correspondiente.
4.	Ejercer	 los	derechos	del	deudor,	 sea	en	vía	de	acción	o	para	asumir	su
defensa,	con	excepción	de	los	que	sean	inherentes	a	la	persona	o	cuando	lo
prohíba	la	ley.	El	acreedor	para	el	ejercicio	de	los	derechos	mencionados	en
este	 inciso,	 no	 necesita	 recabar	 previamente	 autorización	 judicial,	 pero
deberá	hacer	cita	a	su	deudor	en	el	juicio	que	promueva.
Es	 posible	 ejercitar	 simultáneamente	 los	 derechos	 previstos	 en	 este
artículo	salvo	los	casos	de	los	incisos	1	y	2.
C.	C.
ART.	2019.—Actos	y	derechos	inscribibles.	Son	inscribibles	en	el	registro
del	departamento	o	provincia	donde	esté	ubicado	cada	inmueble:
1.	 Los	 actos	 y	 contratos	 que	 constituyen,	 declaren,	 trasmitan,	 extingan,
modifiquen	o	limiten	los	derechos	reales	sobre	inmuebles.
2.	Los	contratos	de	opción.
3.	Los	pactos	de	reserva	de	propiedad	y	de	retroventa.
4.	El	cumplimiento	total	o	parcial	de	las	condiciones	de	las	cuales	dependan
los	efectos	de	los	actos	o	contratos	registrados.
5.	Las	restricciones	en	las	facultades	del	titular	del	derecho	inscrito.
6.	Los	contratos	de	arrendamiento.
7.	Los	embargos	y	demandas	verosímilmente	acreditados.
8.	Las	sentencias	u	otras	resoluciones	que	a	criterio	del	 juez	se	refieran	a
actos	o	contratos	inscribibles.
9.	 Las	 autorizaciones	 judiciales	 que	 permitan	 practicar	 actos	 inscribibles
sobre	inmuebles.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	72.—Oposición	de	los	acreedores.	Salvo	en	los	casos	previstos	en	el
primer	 párrafo	 del	 artículo	 218	 de	 la	 ley,	 en	 la	 escritura	 pública	 deberá
insertarse,	 o	 acompañarse	 a	 la	 misma,	 las	 publicaciones	 del	 aviso	 de
reducción	y	la	certificación	del	gerente	general	de	que	la	sociedad	no	ha	sido
emplazada	judicialmente	por	los	acreedores,	oponiéndose	a	la	reducción.
En	caso	de	haberse	producido	oposición,	 la	reducción	podrá	inscribirse	si
se	 presentan	 los	 partes	 con	 la	 resolución	 judicial	 que	 declare	 que	 la
sociedad	ha	pagado,	garantizado	a	satisfacción	del	juez,	o	se	ha	notificado	al
acreedor	que	se	ha	constituido	la	fianza	prevista	en	la	parte	final	del	artículo
219	de	la	ley	o	la	aceptación	del	desistimiento	del	acreedor.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Los	acreedores	tienen	derecho	de	oposición
ante	 el	 acuerdo	 de	 reducción	 del	 capital	 social.	 “En	 lo	 que	 respecta	 al
derecho	de	oposición	de	los	acreedores,	el	artículo	219	consagra	el	derecho
de	los	acreedores	de	oponerse	a	la	ejecución	del	acuerdo	de	reducción	si	su
crédito	no	se	encuentra	garantizado,	el	que	debe	ejercerse	dentro	de	los	30
días	siguientes	a	la	publicación	del	último	de	los	tres	avisos	comunicando	el
acuerdo	de	 reducción	del	 capital	 que	manda	 realizar	 el	 artículo	217	de	 la
Ley	General	de	Sociedades”.	(R.	213-99-ORLC/TR.	26.08.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Si	 el	 patrimonio	 social	 neto	 es	 menor	 al
capital	 social	 no	 pueden	 repartirse	 dividendos.	 “Si	 bien	 el	 efecto
inmediato	del	ejercicio	del	derecho	de	oposición	a	 la	reducción	del	capital
por	 parte	 de	 los	 acreedores	 es	 evitar	 la	 disminución	del	 patrimonio	 de	 la
sociedad,	puesto	que	suspende	la	devolución	de	aportes	o	la	exención	de	las
sumas	adeudadas,	también	esta	oposición	pretende	evitar	la	reducción	de	la
cifra	del	capital,	la	que	determina	el	mínimo	patrimonio	neto	que	debe	tener
la	sociedad	para	que	proceda	el	pago	de	dividendos,	conforme	lo	establece
el	 artículo	 230	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades;	 consecuentemente,	 si	 el
patrimonio	 neto	 resulta	 ser	 inferior	 al	 capital,	 no	 pueden	 repartirse
dividendos,	lo	que	constituye	una	protección	para	los	acreedores”.	(R.	213-
99-ORLC/TR.	26.08.99)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	oposición	de	 los	acreedores	 suspende	 la
ejecución	 del	 acuerdo	 de	 reducción	 del	 capital	 social.	 “La	 oposición
suspende	la	ejecución	del	acuerdo	hasta	que	la	sociedad	pague	los	créditos	o
los	garantice	a	satisfacción	del	juez”.	(R.	213-99-ORLC/TR.	26.08.99)
Ley	26887.
ART.	220.—Reducción	obligatoria	por	pérdidas.	La	reducción	del	capital
tendrá	carácter	obligatorio	cuando	las	pérdidas	hayan	disminuido	el	capital
en	 más	 del	 cincuenta	 por	 ciento	 y	 hubiese	 transcurrido	 un	 ejercicio	 sin
haber	sido	superado,	salvo	cuando	se	cuente	con	reservas	legales	o	de	libre
disposición,	se	realicen	nuevos	aportes	o	los	accionistas	asuman	la	pérdida,
en	cuantía	que	compense	el	desmedro.
SECCIÓN	SEXTA
ESTADOS	FINANCIEROS	Y	APLICACIÓN	DE
UTILIDADES
Ley	26887.
ART.	221.—Memoria	e	información	financiera.	Finalizado	el	ejercicio	el
directorio	debe	formular	la	memoria,	los	estados	financieros	y	la	propuesta
de	 aplicación	 de	 las	 utilidades	 en	 caso	 de	 haberlas.	 De	 estos	 documentos
debe	resultar,	con	claridad	y	precisión,	 la	situación	económica	y	financiera
de	 la	 sociedad,	 el	 estado	 de	 sus	 negocios	 y	 los	 resultados	 obtenidos	 en	 el
ejercicio	vencido.
Los	estados	financieros	deben	ser	puestos	a	disposición	de	los	accionistas
con	 la	 antelación	 necesaria	 para	 ser	 sometidos,	 conforme	 a	 ley,	 a
consideración	de	la	junta	obligatoria	anual.
Ley	26887.	
ART.	222.—La	memoria.	En	la	memoria	el	directorio	da	cuenta	a	la	junta
general	de	la	marcha	y	estado	de	los	negocios,	los	proyectos	desarrollados	y
los	principales	acontecimientos	ocurridos	durante	el	ejercicio,	así	como	de
la	situación	de	la	sociedad	y	los	resultados	obtenidos.
La	memoria	debe	contener	cuando	menos:
1.	 La	 indicación	 de	 las	 inversiones	 de	 importancia	 realizadas	 durante	 el
ejercicio;
2.	La	existencia	de	contingencias	significativas;
3.	Los	hechos	de	importancia	ocurridos	luego	del	cierre	del	ejercicio;
4.	Cualquier	otra	información	relevante	que	la	junta	general	deba	conocer;
y,
5.	Los	demás	informes	y	requisitos	que	señale	la	ley.
Ley	26887.
ART.	 223.—Preparación	 y	 presentación	 de	 estados	 financieros.	 Los
estados	 financieros	 se	 preparan	 y	 presentan	 de	 conformidad	 con	 las
disposiciones	 legales	 sobre	 la	 materia	 y	 con	 principios	 de	 contabilidad
generalmente	aceptados	en	el	país.
PRINCIPIOS	DE	CONTABILIDAD	GENERALMENTE	ACEPTADOS
R.	CNC	013-98-EF/93.01.
ART.	 1°.—Precisar	 que	 los	 principios	 de	 contabilidad	 generalmente
aceptados	a	que	se	refiere	el	texto	del	artículo	223	de	la	nueva	Ley	General
de	Sociedades	comprende,	substancialmente,	a	 las	Normas	Internacionales
de	 Contabilidad	 (NICs),	 oficializadas	 mediante	 resoluciones	 del	 Consejo
Normativo	 de	 Contabilidad,	 y	 las	 normas	 establecidas	 por	 organismos	 de
supervisión	 y	 control	 para	 las	 entidades	 de	 su	 área,	 siempre	 que	 se
encuentren	 dentro	 del	 marco	 teórico	 en	 que	 se	 apoyan	 las	 Normas
Internacionales	de	Contabilidad.
R.	CNC	013-98-EF/93.01.
ART.	 2°.—Precisar	 que,	 por	 excepción	 y	 en	 aquellas	 circunstancias	 que
determinados	procedimientos	operativos	contables	no	estén	normados	por
el	 Comité	 de	 Normas	 Internacionales	 de	 Contabilidad	 (IASC),
supletoriamente	se	podrá	emplear	 los	principios	de	contabilidad	aplicados
en	los	Estados	Unidos	de	Norteamérica	(USGAAP).
R.	CNC	013-98-EF/93.01.
ART.	3°.—En	cumplimiento	a	lo	legislado	en	los	incisos	a	y	b	del	artículo	12
del	Decreto	Supremo	N°	019-89-EF,	todas	las	dependencias	públicas	que	de
acuerdo	a	su	ley	orgánica	normen	de	modo	especial	y	en	aspectos	técnicos
de	su	competencia	para	las	empresas	o	instituciones	sujetas	a	su	control	y
supervisión,	 obtendrán	 la	opinión	del	Consejo	Normativo	de	Contabilidad,
dentro	del	marco	 teórico	en	que	se	apoyan	 las	Normas	 Internacionales	de
Contabilidad.
R.	CNC	013-98-EF/93.01.
ART.	4°.—Recomendar	que,	para	cumplir	con	el	mandato	de	 los	artículos
175	y	223	de	la	nueva	Ley	General	de	Sociedades	y	la	presente	resolución,
se	 hace	 necesaria	 la	 capacitación	 continua	 de	 los	 directores,	 gerentes	 y
profesionales	 responsables	 de	 la	 preparación	 y	 presentación	 de	 la
información	financiera.
Para	 tal	 efecto,	 créase	 el	 Comité	 Permanente	 de	 Especialistas	 que	 estará
integrado	 en	 un	 número	 no	 menor	 de	 nueve	 ni	 mayor	 de	 quince
profesionales	 de	 reconocido	 y	 acreditado	 prestigio	 en	 la	 preparación	 y
presentación	de	los	estados	financieros.
R.	CNC	013-98-EF/93.01.
ART.	 5°.—Autorizar	 al	 Contador	 General	 de	 la	 Nación,	 designe	 a	 los
integrantes	del	comité	permanente,	el	mismo	que	en	un	término	no	mayor
de	treinta	días	naturales	presentará	al	Consejo	Normativo	de	Contabilidad
un	proyecto	de	su	reglamento	de	organización	y	funciones.
La	 comisión	permanente,	bajo	 su	 responsabilidad	profesional,	presentará
una	lista	inicial	de	reconocidos	especialistas	en	Normas	Internacionales	de
Contabilidad	 (NICs)	 y	 principios	 de	 contabilidad	 aplicados	 en	 los	 Estados
Unidos	de	Norteamérica	(USGAAP),	los	que	serán	reconocidos	especialistas
originarios.
La	 comisión	 permanente	 coordinará	 las	 labores	 de	 la	 capacitación	 en
sistemas	internacionales	de	contabilidad,	únicamente	con	las	universidades
del	país	que	tengan	facultades	de	ciencias	financieras	y	contables,	y	colegios
de	profesionales	contadores	públicos.
R.	CNC	013-98-EF/93.01.
ART.	 6°.—La	 presente	 resolución,	 con	 el	 refrendo	 de	 los	 consejeros
representantes	 de	 las	 instituciones	 públicas,	 profesionales,	 privadas	 y	 de
supervisión	que	conforman	el	Consejo	Normativo	de	Contabilidad,	entra	en
vigencia	al	día	siguiente	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
COMENTARIO.—De	acuerdo	a	la	Cuarta	Disposición	Final	de	la	Ley	General
de	 Sociedades,	 se	 entenderá	 dentro	 del	 concepto	 de	 estados	 financieros
tanto	al	balance	general	como	al	estado	de	ganancias	y	pérdidas.	Pues	bien,
el	artículo	223	del	mismo	texto	jurídico	estipula	que	los	estados	financieros
se	preparan	y	presentan	de	conformidad	con	las	disposiciones	legales	sobre
la	materia	 y	 con	 principios	 de	 contabilidad	 generalmente	 aceptados	 en	 el
país.	Así	se	supera	la	incomprensible	técnica	legislativa	empleada	en	la	ley
precedente,	 donde	 se	 detallaba	 el	 contenido	 tanto	 del	 balance	 como	de	 la
cuenta	de	ganancias	y	pérdidas	en	sus	artículos	251	y	253,	respectivamente.
Este	 aspecto	 se	 ha	 visto	 complementado	 con	 la	 Resolución	 N°	 013-98-
EF/93.01	 del	 Consejo	 Normativo	 de	 Contabilidad.	 Ahí	 se	 establece	 en	 su
artículo	 1°	 que	 los	 principios	 de	 contabilidad	 generalmente	 aceptados
comprenden	 a	 las	 normas	 internacionales	 de	 contabilidad	 (ampliamente
conocidas	 como	 las	 NIC),	 oficializadas	mediante	 resoluciones	 del	 Consejo
Normativo	 de	 Contabilidad,	 así	 como	 las	 normas	 establecidas	 por
organismos	de	supervisión	y	control	para	las	entidades	de	su	área	siempre
que	 se	encuentren	dentro	del	marco	 teórico	en	que	 se	apoyan	 las	normas
internacionales	de	contabilidad.	En	igual	sentido,	su	artículo	2°	precisa	que,
excepcionalmente	 y	 en	 aquellas	 circunstancias	 que	 determinados
procedimientos	operativos	 contables	no	estén	normados	por	el	Comité	de
Normas	 Internacionales	 de	 Contabilidad	 (IASC),	 se	 podrán	 emplear
supletoriamente	 los	 principios	 de	 contabilidad	 aplicados	 en	 los	 Estados
Unidos	de	Norteamérica	(USGAAP).
Ley	26887.
ART.	224.—Derecho	de	información	de	los	accionistas.	A	partir	del	día
siguiente	de	 la	publicación	de	 la	convocatoria	a	 la	 junta	general,	 cualquier
accionista	puede	obtener	en	 las	oficinas	de	 la	 sociedad,	 en	 forma	gratuita,
copias	de	los	documentos	a	que	se	refieren	los	artículos	anteriores.
Ley	26887.
ART.	225.—Efectos	de	la	aprobación	por	la	junta	general.	La	aprobación
por	 la	 junta	 general	 de	 los	 documentos	 mencionados	 en	 los	 artículos
anteriores	no	importa	el	descargo	de	las	responsabilidades	en	que	pudiesen
haber	incurrido	los	directores	o	gerentes	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	226.—Auditoría	externa.	El	pacto	social,	el	estatuto	o	el	acuerdo	de
junta	general,	adoptado	por	el	diez	por	ciento	de	las	acciones	suscritas	con
derecho	de	voto,	pueden	disponer	que	la	sociedad	anónima	tenga	auditoría
externa	anual.
Las	 sociedades	que	 conforme	a	 ley	o	 a	 lo	 indicado	en	 el	 párrafo	 anterior
están	 sometidas	 a	 auditoría	 externa	 anual,	 nombrarán	 a	 sus	 auditores
externos	anualmente.
El	informe	de	los	auditores	se	presentará	a	la	junta	general	conjuntamente
con	los	estados	financieros.
C.	C.
ART.	1762.—Responsabilidad	profesional	o	técnica.	Si	 la	prestación	de
servicios	 implica	 la	 solución	 de	 asuntos	 profesionales	 o	 de	 problemas
técnicos	de	especial	dificultad,	el	prestador	de	servicios	no	responde	por	los
daños	y	perjuicios,	sino	en	caso	de	dolo	o	culpa	inexcusable.
Ley	26887.
ART.	227.—Auditorías	especiales.	En	 las	sociedades	que	no	cuentan	con
auditoría	 externa	 permanente,	 los	 estados	 financieros	 son	 revisados	 por
auditores	externos,	por	cuenta	de	la	sociedad,	si	así	lo	solicitan	accionistas
que	 representen	 no	 menos	 del	 diez	 por	 ciento	 del	 total	 de	 las	 acciones
suscritas	 con	 derecho	 a	 voto.	 La	 solicitud	 se	 presenta	 antes	 o	 durante	 la
junta	o	a	más	 tardar	dentro	de	 los	 treinta	días	siguientes	a	 la	misma.	Este
derecho	lo	pueden	ejercer	también	los	accionistas	titulares	de	acciones	sin
derecho	a	voto,	cumpliendo	con	el	plazo	y	 los	requisitos	señalados	en	este
artículo,	mediante	comunicación	escrita	a	la	sociedad.
En	 las	 mismas	 condiciones	 se	 realizarán	 revisiones	 e	 investigaciones
especiales,	 sobre	 aspectos	 concretos	 de	 la	 gestión	 o	 de	 las	 cuentas	 de	 la
sociedad	que	 señalen	 los	 solicitantes	 y	 con	 relación	a	materias	 relativas	 a
los	últimos	estados	 financieros.	Este	derecho	puede	ser	ejercido,	 inclusive,
en	 aquellas	 sociedades	 que	 cuenten	 con	 auditoría	 externa	 permanente	 y
también	por	los	titulares	de	las	acciones	sin	derecho	a	voto.	Los	gastos	que
originen	 estas	 revisiones	 son	 de	 cargo	 de	 los	 solicitantes,	 salvo	 que	 éstos
representen	más	de	un	tercio	del	capital	pagado	de	 la	sociedad,	caso	en	el
cual	los	gastos	serán	de	cargo	de	esta	última.
Ley	26887.
ART.	 228.—Amortización	 y	 revalorización	 del	 activo.	 Los	 inmuebles,
muebles,	 instalaciones	 y	 demás	 bienes	 del	 activo	 de	 la	 sociedad	 se
contabilizan	por	 su	 valor	 de	 adquisición	 o	 de	 costo	 ajustado	por	 inflación
cuando	sea	aplicable	de	acuerdo	a	principios	de	contabilidad	generalmente
aceptados	 en	 el	 país.	 Son	 amortizados	 o	 depreciados	 anualmente	 en
proporción	al	tiempo	de	su	vida	útil	y	a	la	disminución	de	valor	que	sufran
por	su	uso	o	disfrute.	Tales	bienes	pueden	ser	objeto	de	revaluación,	previa
comprobación	pericial.
Ley	26887.
ART.	 229.—Reserva	 legal.	 Un	mínimo	 del	 diez	 por	 ciento	 de	 la	 utilidad
distribuible	 de	 cada	 ejercicio,	 deducido	 el	 Impuesto	 a	 la	 Renta,	 debe	 ser
destinado	 a	 una	 reserva	 legal,	 hasta	 que	 ella	 alcance	 un	monto	 igual	 a	 la
quinta	parte	del	capital.	El	exceso	sobre	este	límite	no	tiene	la	condición	de
reserva	legal.
Las	 pérdidas	 correspondientes	 a	 un	 ejercicio	 se	 compensan	 con	 las
utilidades	o	reservas	de	libre	disposición.
En	 ausencia	 de	 éstas	 se	 compensan	 con	 la	 reserva	 legal.	 En	 este	 último
caso,	la	reserva	legal	debe	ser	repuesta.
La	 sociedad	 puede	 capitalizar	 la	 reserva	 legal,	 quedando	 obligada	 a
reponerla.
La	reposición	de	la	reserva	legal	se	hace	destinando	utilidades	de	ejercicios
posteriores	en	la	forma	establecida	en	este	artículo.
Ley	26887.
ART.	230.—Dividendos.	Para	la	distribución	de	dividendos	se	observarán
las	reglas	siguientes:
1.	Sólo	pueden	ser	pagados	dividendos	en	razón	de	utilidades	obtenidas	o
de	 reservas	 de	 libre	 disposición	 y	 siempre	 que	 el	 patrimonio	 neto	 no	 sea
inferior	al	capital	pagado;
2.	 Todas	 las	 acciones	 de	 la	 sociedad,	 aun	 cuando	 no	 se	 encuentren
totalmente	 pagadas,	 tienen	 el	 mismo	 derecho	 al	 dividendo,
independientemente	 de	 la	 oportunidad	 en	 que	 hayan	 sido	 emitidas	 o
pagadas,	 salvo	 disposición	 contraria	 del	 estatuto	 o	 acuerdo	 de	 la	 junta
general;
3.	 Es	 válida	 la	 distribución	 de	 dividendos	 a	 cuenta,	 salvo	 para	 aquellas
sociedades	para	las	que	existe	prohibición	legal	expresa;
4.	 Si	 la	 junta	 general	 acuerda	 un	 dividendo	 a	 cuenta	 sin	 contar	 con	 la
opinión	 favorable	 del	 directorio,	 la	 responsabilidad	 solidaria	 por	 el	 pago
recae	exclusivamente	sobre	los	accionistas	que	votaron	a	favor	del	acuerdo;
y,
5.	 Es	 válida	 la	 delegación	 en	 el	 directorio	 de	 la	 facultad	 de	 acordar	 el
reparto	de	dividendos	a	cuenta.
DOCTRINA.—Definición	 de	 dividendos.	 “Desde	 una	 perspectiva
financiera	para	 la	sociedad,	 los	dividendos	representan	el	costo	del	capital
que	 debe	 pagar	 a	 sus	 accionistas	 por	 el	 capital	 incorporado	 a	 ella	 para	 el
desarrollo	 de	 su	 objeto	 social;	 mientras	 que	 para	 el	 accionista	 supone	 el
retorno	 de	 la	 inversión	 realizada	 justificando	 determinado	 costo	 de
oportunidad.”	(VARGAS,	Andrés.	Interrupción	del	plazo	de	caducidad	de	los
dividendos.	 En:	 Jurídica	 N°	 215,	 Suplemento	 de	 análisis	 legal	 del	 Diario
Oficial	“El	Peruano”.	09/09/2008).
Ley	26887.
ART.	 231.—Dividendo	 obligatorio.	 Es	 obligatoria	 la	 distribución	 de
dividendos	 en	 dinero	 hasta	 por	 un	 monto	 igual	 a	 la	 mitad	 de	 la	 utilidad
distribuible	de	cada	ejercicio,	luego	de	detraído	el	monto	que	debe	aplicarse
a	 la	 reserva	 legal,	 si	 así	 lo	 solicitan	 accionistas	 que	 representen	 cuando
menos	el	veinte	por	ciento	del	total	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a
voto.	 Esta	 solicitud	 sólo	 puede	 referirse	 a	 las	 utilidades	 del	 ejercicio
económico	inmediato	anterior.
El	 derecho	 de	 solicitar	 el	 referido	 reparto	 de	 dividendos	 no	 puede	 ser
ejercido	por	 los	 titulares	de	acciones	que	estén	sujetas	a	 régimen	especial
sobre	dividendos.
COMENTARIO.—Suele	ocurrir	que	en	las	sociedades	exista	un	(entendible)
conflicto	 de	 intereses	 entre	 los	 socios	minoritarios	 por	 el	 dividendo	 y	 los
socios	mayoritarios	que	buscan	reforzar	el	patrimonio	de	dicha	sociedad,	a
través	 de	 la	 constitución	 de	 reservas	 o	 la	 capitalización	 de	 utilidades.	 A
efectos	 de	 superar	 esta	 problemática,	 se	 considera	 conveniente	 legislar
respecto	al	dividendo	obligatorio	y,	en	este	orden	de	 ideas,	el	artículo	231
prescribe	que	es	obligatoria	 la	distribución	de	dividendos	en	dinero	hasta
por	un	monto	 igual	a	 la	mitad	de	 la	utilidad	distribuible	de	cada	ejercicio,
luego	 de	 detraído	 el	monto	 que	 debe	 aplicarse	 a	 la	 reserva	 legal,	 si	 así	 lo
solicitan	accionistas	que	representen	cuando	menos	el	20%	del	total	de	las
acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto.	 Nuevamente	 asistimos	 ante	 un
mecanismo	de	protección	de	los	inversionistas	esencialmente	minoritarios,
aquellos	 comúnmente	 denominados	 socios	 rentistas	 o	 especuladores	 que
solamente	desean	conseguir	el	retorno	de	su	 inversión,	a	diferencia	de	 los
inversionistas	 de	 mando	 o	 gestión	 que	 se	 preocupan	 por	 el	 crecimiento
económico	de	la	empresa.
La	vigente	normatividad	es	más	idónea	que	la	contenida	en	el	artículo	260
de	 la	 ahora	 derogada	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 puesto	 que:	 primero,	 el
reparto	 debe	 ser	 necesariamente	 en	 dinero;	 segundo,	 sólo	 se	 permite
deducir	del	reparto	el	importe	de	la	reserva	legal;	y,	tercero,	se	ha	eliminado
la	 exigencia	 según	 la	 cual	 el	 dividendo	obligatorio	 se	daba	únicamente	 en
aquellos	 ejercicios	 en	que	 la	 utilidad	neta,	 deducidos	 impuestos	 y	 reserva
legal,	fuese	superior	al	7%	del	capital	pagado.
Finalmente,	cabe	acotar	que	la	propia	legislación	estatuye	dos	limitaciones
al	 comentado	 dividendo	 obligatorio:	 en	 primer	 lugar,	 solamente	 puede
acordarse	respecto	a	la	utilidad	del	último	ejercicio;	y,	en	segundo	término,
no	 puede	 ser	 solicitado	 por	 titulares	 de	 acciones	 que	 tengan	 un	 régimen
especial	sobre	dividendos;	esto	último	se	daría,	por	ejemplo,	en	el	caso	de
las	 acciones	 pertenecientes	 a	 una	 clase	 que	 tengan	 precisamente	 este
régimen	especial.
Ley	26887.
ART.	232.—Caducidad	del	 cobro	de	dividendos.	El	derecho	a	 cobrar	 el
dividendo	 caduca	 a	 los	 tres	 años,	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 en	 que	 su	 pago	 era
exigible	conforme	al	acuerdo	de	declaración	del	dividendo.
Sólo	en	el	caso	de	las	sociedades	anónimas	abiertas,	el	plazo	de	caducidad	a
que	se	refiere	el	párrafo	precedente	será	de	diez	años.
Los	dividendos	cuya	cobranza	haya	caducado	incrementan	la	reserva	legal.
DOCTRINA.—Correcta	 interpretación	 del	 plazo	 de	 caducidad	 de	 los
dividendos.	 “El	 citado	 artículo	 únicamente	 determina	 un	 plazo	 de
caducidad	de	los	dividendos	computados	a	partir	del	momento	en	el	cual	la
sociedad	puso	a	disposición	de	sus	accionistas	el	cobro	de	los	mismos.	(...).
La	 sola	 exigencia	 del	 accionista	 a	 la	 sociedad	 reclamando	 el	 pago	 de	 los
dividendos	antes	del	plazo	prescrito	por	 ley,	 supone	el	 adecuado	ejercicio
del	derecho	regulado	en	el	artículo	232,	poniéndose	en	ese	momento	fin	al
plazo	 de	 caducidad	 que	 venía	 transcurriendo,	 por	 cuanto	 ‘el	 derecho	 a
cobrar’	los	dividendos	fue	realizado	por	el	accionista	y	agotado,	por	tanto,	el
supuesto	de	la	norma,	con	independencia	de	que	la	sociedad	no	materialice
el	pago	de	los	mismos	inmediatamente.	(...).
Una	lectura	en	contrario	de	la	norma	carecería	de	sentido	y	sería	 lesiva	a
los	intereses	de	los	accionistas,	dado	que	aun	cuado	éstos	solicitasen	el	pago
de	los	dividendos	en	forma	oportuna,	la	sociedad	podría	alargar	el	plazo	de
entrega	de	 los	dividendos	 tanto	 como	sea	necesario,	 hasta	 considerar	que
los	 mismos	 caducaron,	 interpretación	 que	 pondría	 en	 cabeza	 de	 los
administradores	 de	 la	 sociedad	 el	 poder	 para	 retener	 los	 dividendos
indebidamente.”	(VARGAS,	Andrés.	 Interrupción	del	plazo	de	caducidad	de
los	dividendos.	En:	Jurídica	N°	215,	Suplemento	de	análisis	legal	del	Diario
Oficial	“El	Peruano”.	09/09/2008).
Ley	26887.
ART.	 233.—Primas	 de	 capital.	 Las	 primas	 de	 capital	 sólo	 pueden	 ser
distribuidas	 cuando	 la	 reserva	 legal	 haya	 alcanzado	 su	 límite	 máximo.
Pueden	capitalizarse	en	cualquier	momento.
Si	se	completa	el	límite	máximo	de	la	reserva	legal	con	parte	de	las	primas
de	capital,	puede	distribuirse	el	saldo	de	éstas.
SECCIÓN	SÉTIMA
FORMAS	ESPECIALES	DE	LA	SOCIEDAD	ANÓNIMA
TÍTULO	I
SOCIEDAD	ANÓNIMA	CERRADA
Ley	26887.
ART.	234.—Requisitos.	La	 sociedad	anónima	puede	 sujetarse	 al	 régimen
de	la	sociedad	anónima	cerrada	cuando	tiene	no	más	de	veinte	accionistas	y
no	tiene	acciones	inscritas	en	el	Registro	Público	del	Mercado	de	Valores.	No
se	 puede	 solicitar	 la	 inscripción	 en	 dicho	 registro	 de	 las	 acciones	 de	 una
sociedad	anónima	cerrada.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 79.—Límite	 de	 socios	 en	 una	 sociedad	 anónima	 cerrada.	 El
registrador	no	inscribirá	acto	alguno	de	una	sociedad	anónima	cerrada	cuyo
número	de	socios	exceda	de	veinte,	salvo	que	se	trate	de	su	adaptación	a	la
forma	de	sociedad	anónima	que	le	corresponda	o	su	transformación	a	otra
forma	societaria,	en	tanto	el	número	de	socios	lo	permita.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—En	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 prevalece
el	carácter	intuito	personae.	“La	sociedad	anónima	cerrada,	conocida	en	la
doctrina	 con	 el	 nombre	 de	 sociedad	 familiar,	 es	 una	 modalidad	 de	 las
sociedades	anónimas	que	no	presenta	los	caracteres	propios	de	ésta	siendo
predominante	en	ella	su	carácter	intuito	personae,	sustentado	en	el	aspecto
personal	de	los	socios,	de	ahí	que	existan	limitaciones	en	cuanto	al	número
de	socios,	la	transferencia	de	la	propiedad	de	las	acciones,	la	representación
en	 la	 junta	general	y	 la	posibilidad	de	exclusión	de	 los	accionistas,	pues	el
vínculo	societario	se	fundamenta	en	las	calidades	personales	de	los	socios,
procediendo	la	ruptura	del	mismo	cuando	el	socio	no	actúa	conforme	a	las
reglas	que	la	propia	sociedad	ha	establecido;	sin	embargo,	 la	 ley	societaria
expresamente	 permite	 que	 en	 el	 estatuto	 se	 suprima	 el	 derecho	 de
adquisición	preferente,	que	se	extienda	la	representación	en	la	junta	general
a	otras	personas	y	que	no	se	establezca	la	exclusión	de	accionistas;	de	ello	se
desprende	 que	 ninguna	 de	 estas	 características	 es	 consustancial	 a	 la
sociedad	 anónima	 cerrada”.	 (R.	 120-2000-ORLC/TR.	 25.04.2000.	 Voto	 en
discordia)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 sociedad	 anónima	 cerrada	 es	 una
sociedad	 principalmente	 personalista.	 “Como	manifiesta	 Ngó	 Ba	 Thánh,
en	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 ocurre	 lo	 contrario	 que	 en	 la	 sociedad
anónima,	 el	 ‘intuitos	 personae’	 presupone	 la	 confianza	 mutua	 porque
prevalecen	 en	 las	 relaciones	 personales	 y	 las	 convenciones	 de	 los	 socios
entre	 sí,	 se	 trata	 de	 una	 sociedad	 principalmente	 personalista	 (...)	 que	 ha
recurrido	 a	 la	 forma	 anónima	 para	 el	 resto	 del	 mundo”.	 (R.	 120-2000-
ORLC/TR.	25.04.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Las	 normas	 societarias	 aplicables	 a	 la
sociedad	anónima	cerrada	son	fundamentalmente	dispositivas.	“Afirma
Enrique	Elías	Laroza	que	la	Ley	General	de	Sociedades	ha	establecido	para
la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 un	 sistema	 basado	 primordialmente	 en	 la
autonomía	de	la	voluntad,	son	muy	pocas	las	características	y	requisitos	de
esta	modalidad	societaria	que	sean	obligatorios	y	no	puedan	ser	regulados	a
voluntad,	por	el	pacto	social	y	el	estatuto;	vemos	que	 la	sociedad	anónima
cerrada	tiene	un	régimen	que,	en	gran	medida,	se	asemeja	al	de	la	sociedad
anónima	pero	que	 está	 formado	 en	 gran	parte	por	normas	dispositivas	 lo
que	 da	 al	 régimen	 de	 esta	 sociedad	 una	 mayor	 flexibilidad	 que	 el	 de	 la
sociedad	anónima”.	(R.	120-2000-ORLC/TR.	25.04.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—En	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 (S.A.C.)
prima	 el	 intuito	 personae	 antes	 que	 el	 intuito	 pecuniae.	 “La	 sociedad
anónima	cerrada	(S.A.C.)	es	una	típica	sociedad	cerrada	o	personalista	en	las
que	 prima	 el	 intuito	 personae	 antes	 que	 el	 intuito	 pecuniae,	 como	 lo
consideran	 autores	 extranjeros	 como	 Uría	 y	 Menéndez,	 postura	 que	 es
compartida	 en	 la	doctrina	nacional.	 Por	 ello,	 en	 la	 S.A.C.	 resulta	de	mayor
trascendencia	el	deber	de	lealtad,	pues	es	la	base	del	convenio	social,	lo	que
justificó	 el	 acuerdo	 de	 constituir	 una	 S.A.C.	 Alfaro	 Águila-Real	 sostiene	 al
respecto	que	 ‘(...)	se	comprende	 inmediatamente	que	el	 legislador	o,	en	su
defecto,	 el	 desarrollo	 jurisprudencial	 atribuya	 especial	 relevancia	 a	 los
deberes	de	lealtad	de	los	socios	hacia	 la	sociedad	y	hacia	 los	demás	socios
en	 comparación	 con	 la	 que	 tienen	 en	 un	 contrato	 sinalagmático	 y	 que
constituyan	una	parte	fundamental	del	derecho	de	sociedades	cerradas’.
5.	Si	interesa	más	el	elemento	personal	antes	que	el	pecuniario,	justo	es	que
se	trate	de	mantener	y	preservar	un	estándar	mínimo	de	lealtad	y	buena	fe
en	las	relaciones	personales	(amicales	o	familiares)	de	los	socios”.	(Sunarp,
R.	064-2009-Sunarp-TR-T,	feb.	13/2009.	V.	P.	Rolando	A.	Acosta	Sánchez)
COMENTARIO.—La	empresa	familiar	está	presente	en	la	realidad	peruana,
como	también	lo	sigue	estando	en	el	contexto	mundial.	Su	nacimiento	está
ligado	 a	 los	 vínculos	 familiares	 que	 existen	 entre	 sus	 miembros	 y	 su
desarrollo	es	innegable,	así	como	plausible	porque	constituye	un	excelente
vehículo	 de	 crecimiento	 económico	 para	 el	 país.	 No	 obstante,	 el	 actual
mundo	globalizado	donde	conviven	modernas	tendencias	corporativas	que
buscan	 la	 agilización	 del	 mercado	 y	 del	 tráfico	 mercantil	 exige	 que	 esas
empresas	familiares	redefinan	su	actuación.
Dichas	 empresas	 familiares	 son	 de	 naturaleza	 eminentemente	 cerrada
porque	están	estructuradas	solamente	para	los	integrantes	de	la	familia	y	su
gestión	 empresarial	 no	 suele	 responder	 a	 un	 criterio	 profesional.
Tradicionalmente	han	optado	por	constituirse	como	una	sociedad	comercial
de	 responsabilidad	 limitada,	 pero	 con	 ella	pierden	 las	 ventajas	que	ofrece
una	sociedad	anónima.	Es	así	que	el	 legislador	de	1997	creyó	conveniente
regular	 una	 nueva	 institución	 jurídica:	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada,	 un
híbrido	donde	confluye	el	intuito	personae	con	el	intuito	pecuniae,	esto	es,
una	sociedad	capitalista	con	rasgos	personalistas,	pero	que	responde	a	una
realidad	vigente.
Dos	características	merecen	destacarse	en	este	momento:	por	un	lado,	las
juntas	 no	 presenciales,	 reguladas	 en	 el	 artículo	 246	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	 que	 importan	 el	 establecimiento	 de	 la	 voluntad	 social	 por
cualquier	medio	sea	escrito,	electrónico	o	de	otra	naturaleza	que	permita	la
comunicación	 y	 garantice	 su	 autenticidad;	 y,	 por	 otro	 lado,	 el	 directorio
facultativo,	normado	en	el	artículo	247	del	mismo	texto	legal,	de	manera	tal
que	 se	 permite	 que	 en	 el	 pacto	 social	 o	 en	 el	 estatuto	 de	 la	 sociedad	 se
establezca	 que	 dicha	 sociedad	 carece	 de	 directorio,	 caso	 en	 el	 cual	 sus
funciones	 serán	 ejercidas	 por	 el	 gerente	 general.	 Ambas	 medidas
legislativas	agilizan	 la	estructura	y	gestión	interna	de	 la	sociedad	anónima
cerrada.
Ley	26887.
ART.	 235.—Denominación.	 La	 denominación	 debe	 incluir	 la	 indicación
“Sociedad	Anónima	Cerrada”,	o	las	siglas	S.A.C.
Ley	26887.
ART.	236.—Régimen.	La	sociedad	anónima	cerrada	se	rige	por	 las	reglas
de	la	presente	sección	y	en	forma	supletoria	por	las	normas	de	la	sociedad
anónima,	en	cuanto	le	sean	aplicables.
MODELO	DE	CONSTITUCIÓN	DE	UNA	SOCIEDAD	ANÓNIMA	CERRADA
	
Señor	Notario:
Sírvase	 extender	 en	 su	 Registro	 de	 Escrituras	 Públicas,	 una	 de	 constitución
simultánea	 de	 sociedad	 anónima	 cerrada,	 estatuto,	 nombramiento	 de
gerente,	y	otorgamiento	de	poderes	que	otorgan:
………………………………….(consignar	el	nombre	del	accionista,	ya	sea	persona	natural
o	jurídica	y	también	el	nombre	de	la	persona	que	la	representará)
……………………………………	(el	nombre	del	otro	accionista)
La	sociedad	se	constituye	en	los	términos	y	condiciones	siguientes:
Primero:	 Por	 el	 presente	 documento,	 los	 otorgantes	 constituyen	 una	 Sociedad
Anónima	Cerrada	denominada	 .............	 S.A.C.,	 que	 se	 regirá	por	 la	Ley	26887,	Ley
General	de	Sociedades	y	 la	 legislación	aplicable	 en	 razón	de	 su	objeto	 social,	 así
como	por	su	estatuto.
Segundo:	 El	 capital	 de	 la	 sociedad	 es	 de	 S/.	 ..............	 (................	 y	 00/100	 nuevos
soles),	 representado	 por	 ......	 acciones	 nominativas,	 iguales	 e	 indivisibles,	 con
derecho	a	voto,	de	un	valor	nominal	de	S/.	...	(...	nuevo	sol)	cada	una,	íntegramente
suscritas	y	pagadas,	en	la	forma	que	a	continuación	se	señala:
El	 Sr.	 .................,	 suscribe	 ......	 acciones	 nominativas,	 iguales	 e	 indivisibles,	 con
derecho	a	voto,	de	un	valor	nominal	de	S/.	 ....	cada	una	y	paga	el	100%,	o	sea	S/.
..................
El	 Sr.	 ................,	 suscribe	 ......	 acciones	 nominativas,	 iguales	 e	 indivisibles,	 con
derecho	a	voto,	de	un	valor	nominal	de	S/.	.....	cada	una	y	paga	el	100%,	o	sea	S/.	.....
Tercero:	 Los	 otorgantes	 convienen	 que	 la	 sociedad	 no	 tenga	 directorio	 de
conformidad	con	lo	establecido	en	el	247	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Los	órganos	de	la	sociedad	que	se	constituye	son	la	Junta	General	de	Accionistas	y
la	Gerencia.
Cuarto:	 Se	nombra	 como	gerente	 general	 al	 señor	 ..............................	 quien	 ejercerá
todas	 las	 funciones	 establecidas	 por	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 para	 el
directorio,	y	el	gerente,	y	a	sola	firma	gozará	de	todas	las	facultades	que	establece
el	estatuto	para	el	gerente	general.
En	 caso	 de	 ausencia	 o	 impedimento	 del	 gerente	 general,	 éste	 será	 reemplazado
por	uno	cualesquiera	de	los	socios.
Quinto:	La	sociedad	que	se	constituye	se	regirá	por	el	siguiente	estatuto:
Estatuto	social
Capítulo	primero
Nombre	-	Objeto	-	Domicilio	-	Duración
Artículo	 primero:	 La	 sociedad	 se	 denominará	 ............................	 sociedad	 anónima
cerrada.
Artículo	 segundo:	 El	 objeto	 de	 la	 sociedad	 será	 dedicarse	 a:
..................................................
Así	 como	 cualquier	 actividad	 afín	 o	 conexa	 que	 acuerde	 la	 junta	 general	 de
accionistas.
Artículo	 tercero:	 El	 domicilio	 de	 la	 sociedad	 es	 la	 ciudad	 de	 Lima,	 pudiendo
establecer	sucursales	y	agencias	en	cualquier	lugar	del	país	o	del	extranjero.
Artículo	cuarto:	La	sociedad	iniciará	sus	actividades	el	día	..................	de	...........
Artículo	quinto:	La	duración	de	la	sociedad	es	indefinida.
Capítulo	segundo
Del	capital	y	de	las	acciones
Artículo	 sexto:	 El	 capital	 social	 es	 de	 S/.	 .........................	 (.......................	 y	 00/100
nuevos	soles)	representado	por	...........	acciones	nominativas	iguales	e	indivisibles,
con	 derecho	 a	 voto,	 de	 un	 valor	 nominal	 de	 S/.	 1.00	 (	 un	 nuevo	 sol)	 cada	 una,
íntegramente	suscritas	y	pagadas.
Artículo	sétimo:	Las	acciones	emitidas	estarán	representadas	por	certificados,	o
cualquier	otra	forma	que	permita	la	ley.
Los	 certificados	 de	 acciones	 deben	 contener	 cuando	 menos	 la	 información
señalada	en	el	artículo	100	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
El	certificado	es	firmado	por	el	gerente	general	y	por	un	accionista.
Artículo	octavo:	El	accionista	que	se	proponga	transferir	total	o	parcialmente	sus
acciones	a	otro	accionista	o	a	 terceros	debe	comunicarlo	a	 la	 sociedad	mediante
carta	 dirigida	 al	 gerente	 general	 quien	 lo	 pondrá	 en	 conocimiento	de	 los	 demás
accionistas	dentro	de	los	diez	días	siguientes	para	que	dentro	del	plazo	de	30	días
puedan	ejercer	el	derecho	de	adquisición	preferente	a	prorrata	de	su	participación
en	el	capital.
En	 la	 comunicación	 del	 accionista	 deberá	 constar	 el	 nombre	 del	 posible
comprador	 y,	 si	 es	 persona	 jurídica	 el	 de	 sus	principales	 socios	 o	 accionistas,	 el
número	de	las	acciones	que	desea	transferir,	el	precio	y	demás	condiciones	de	la
transferencia.
El	precio	de	las	acciones,	la	forma	de	pago	y	las	demás	condiciones	de	la	operación,
serán	los	que	le	fueron	comunicados	a	la	sociedad	por	el	accionista	interesado	en
transferir.	En	 caso	de	que	 la	 transferencia	de	 las	acciones	 fuera	a	 título	oneroso
distinto	a	 la	compra	venta,	o	a	título	gratuito	el	precio	de	adquisición	será	fijado
por	acuerdo	entre	las	partes.	En	su	defecto	el	importe	a	pagar	lo	fija	el	juez	por	el
proceso	sumarísimo.
El	 accionista	 podrá	 transferir	 a	 terceros	 no	 accionistas	 las	 acciones	 en	 las
condiciones	 comunicadas	 a	 la	 sociedad	 cuando	 hayan	 transcurrido	 45	 días	 de
haber	 puesto	 en	 conocimiento	 de	 ésta	 su	 propósito	 de	 transferir,	 sin	 que	 la
sociedad	y/o	los	demás	accionistas	hubieran	comunicado	su	voluntad	de	compra.
Toda	 transferencia	 de	 acciones	 queda	 sometida	 al	 consentimiento	 previo	 de	 la
sociedad,	el	que	se	expresará	mediante	acuerdo	de	junta	general	adoptado	con	no
menos	de	la	mayoría	absoluta	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
La	 sociedad	 debe	 comunicar	 por	 escrito	 al	 accionista	 su	 denegatoria	 a	 la
transferencia,	quedando	en	este	caso	obligada	a	adquirir	las	acciones	en	el	precio	y
condiciones	ofertadas.
Es	ineficaz	 frente	a	 la	sociedad	la	transferencia	de	acciones	que	no	se	sujete	a	 lo
establecido	en	este	artículo.
Artículo	noveno:	Las	acciones	son	 indivisibles.	Si	 son	varios	 los	propietarios	de
una	 acción	 deberán	 designar	 un	 representante	 común	 para	 que	 ejerza	 los
derechos	de	accionistas.
Artículo	décimo:	La	 acción	 con	 derecho	 a	 voto	 confiere	 a	 su	 titular	 legítimo	 la
calidad	de	socio	y	le	atribuye	cuando	menos	los	siguientes	derechos:
1.	Participar	en	el	reparto	de	utilidades	y	en	el	del	patrimonio	neto	resultante	de	la
liquidación;
2.	Intervenir	y	votar	en	las	juntas	generales	o	especiales,	según	corresponda;
3.	 Fiscalizar	 en	 la	 forma	 establecida	 en	 la	 ley	 y	 el	 estatuto,	 la	 gestión	 de	 los
negocios	sociales;
4.	Ser	preferido,	con	las	excepciones	y	en	la	forma	prevista	en	esta	ley,	para:
a)	La	suscripción	de	acciones	en	caso	de	aumento	del	capital	social.
b)	La	suscripción	de	obligaciones.
5.	Separarse	de	la	sociedad	en	los	casos	previstos	en	la	ley	y	en	el	estatuto.
Artículo	decimoprimero:	La	sociedad	considera	propietario	de	la	acción	a	quien
aparezca	 como	 tal	 en	 la	 matrícula	 de	 acciones.	 En	 la	 matrícula	 de	 acciones	 se
anotan	la	creación	de	acciones,	la	emisión	de	acciones,	las	transferencias,	canjes	y
desdoblamientos	de	acciones,	la	constitución	de	derechos	y	gravámenes	sobre	las
mismas,	las	limitaciones	a	la	transferencia	de	las	acciones	y	los	convenios	entre	los
accionistas	o	de	 los	accionistas	con	terceros	que	versen	sobre	 las	acciones	o	que
tengan	por	objeto	el	ejercicio	de	los	derechos	inherentes	a	ellas.
La	matrícula	de	acciones	se	llevará	en	un	libro	especialmente	abierto	a	dicho
efecto	o	en	hojas	sueltas,	debidamente	legalizados	o	cualquier	otra	forma	que
permita	la	ley.
Capítulo	tercero
De	las	juntas	generales	de	accionistas
Artículo	decimosegundo:	La	 junta	general	de	accionistas	es	el	órgano	supremo
de	la	sociedad.	Todos	los	accionistas,	incluso	los	disidentes	y	los	que	no	hubieren
participado	en	la	reunión,	están	sometidos	a	los	acuerdos	válidamente	adoptados
por	la	junta	general.
Artículo	decimotercero:	Cada	acción	con	derecho	a	voto	da	derecho	a	un	voto	en
las	juntas	generales	de	accionistas.	El	derecho	de	voto	no	podrá	ser	ejercido	por	el
accionista	en	los	casos	que	tuviera	por	cuenta	propia	o	por	terceros	algún	conflicto
legal	con	la	sociedad.
Artículo	decimocuarto:	Sólo	podrán	representar	acciones	en	la	junta	general	de
accionistas,	 los	titulares	de	acciones	con	derecho	a	voto	que	hasta	dos	días	antes
del	día	señalado	para	la	 junta,	 las	tenga	inscritas	a	su	nombre	en	la	matrícula	de
acciones.
Artículo	 decimoquinto:	 La	 junta	 general	 se	 reúne	 obligatoriamente	 cuando
menos	 una	 vez	 al	 año	 dentro	 de	 los	 tres	 primeros	 meses	 siguientes	 a	 la
terminación	del	ejercicio	económico.
Tiene	por	objeto:
1.	 Pronunciarse	 sobre	 la	 gestión	 social	 y	 resultados	 económicos	 del	 ejercicio
anterior	expresados	en	los	estados	financieros	del	ejercicio	anterior.
2.	Resolver	sobre	la	aplicación	de	las	utilidades,	si	las	hubiera.
3.	Designar	auditores	externos.
4.	Resolver	 sobre	 los	demás	asuntos	que	 le	 sean	propios	 conforme	al	 estatuto	y
sobre	cualquier	otro	consignado	en	la	convocatoria.
Compete,	asimismo	a	la	junta	general:
1.	Elegir	y	remover	al	gerente.
2.	Modificar	el	estatuto.
3.	Aumentar	o	reducir	el	capital.
4.	Emitir	obligaciones.
5.	Acordar	 la	enajenación	en	un	solo	acto,	de	activos	cuyo	valor	contable	exceda
del	50%	por	ciento	del	capital	de	la	sociedad.
6.	Disponer	investigaciones	y	auditorías	especiales.
7.	 Acordar	 la	 transformación,	 fusión,	 escisión,	 reorganización	 y	 disolución	 de	 la
sociedad,	así	como	resolver	sobre	su	liquidación.
8.	Resolver	 en	 los	 casos	 que	 la	 ley	 o	 el	 estatuto	dispongan	 su	 intervención	 y	 en
cualquier	otro	que	requiera	el	interés	social.
Artículo	 decimosexto:	 La	 junta	 general	 de	 accionistas	 será	 convocada	 por	 el
gerente	 general,	 con	 una	 anticipación	 no	menor	 de	 10	 días	 al	 de	 la	 fecha	 fijada
para	 su	 celebración,	para	 la	 junta	general	obligatoria	anual,	 y	de	no	menor	de	3
días	para	 las	demás	 juntas	generales,	mediante	esquelas	 con	cargo	de	 recepción
dirigidas	al	domicilio	o	a	la	dirección	designada	por	el	accionista	para	tal	efecto.
La	esquela	de	convocatoria	debe	contener	el	lugar,	día	y	hora	de	celebración	de	la
junta	general,	así	como	los	asuntos	a	tratar.	Puede	constar	asimismo	en	la	esquela
el	 lugar,	 día	 y	 hora	 en	que	 se	 reunirá	 la	 junta	 general	 en	 segunda	 convocatoria.
Dicha	segunda	reunión	debe	celebrarse	no	menos	de	tres	días	ni	mas	de	diez	días
después	de	la	primera.
Artículo	 decimosétimo:	 El	 gerente	 general	 podrá	 hacer	 concurrir	 a	 las	 juntas
generales	de	accionistas	a	asesores	 legales	u	otros	 funcionarios,	 los	que	deberán
limitar	su	actuación	a	ilustrar	los	temas	que	se	les	solicite.	Los	asesores	legales	y
funcionarios	 que	 participen	 en	 la	 junta,	 sin	 tener	 la	 calidad	 de	 accionistas	 con
acciones	con	derecho	voto,	no	tendrán	derecho	a	voto.
Artículo	decimoctavo:	Los	accionistas	podrán	hacerse	representar	en	 las	 juntas
generales	sólo	por	medio	de	otro	accionistas	con	acciones	con	derecho	a	voto,	su
cónyuge	o	ascendiente,	o	descendiente	en	primer	grado	o	hermano.
La	representación	debe	constar	por	escrito	y	con	carácter	especial	para	cada	junta
general,	salvo	que	se	trate	de	poderes	por	escritura	pública.
Artículo	decimonoveno:	Los	poderes	deben	ser	registrados	ante	la	sociedad	con
una	anticipación	no	menor	de	24	horas	a	 la	hora	 fijada	para	 la	celebración	de	 la
junta	general.
Artículo	 vigésimo:	 Desde	 el	 día	 de	 la	 convocatoria	 a	 las	 juntas	 generales	 de
accionistas	 los	documentos	de	 la	empresa	relacionados	con	el	objeto	de	 la	 junta,
estarán	 en	 la	 oficina	 de	 la	 sociedad,	 o	 en	 el	 lugar	 de	 celebración	 de	 la	 junta,	 a
disposición	 de	 los	 accionistas,	 quienes	 tendrán	 la	 facilidad	 de	 revisarlos	 en	 el
interior	de	la	empresa.
Artículo	 vigesimoprimero:	 El	 gerente	 general	 convocará	 a	 la	 junta	 general
cuando	 lo	 ordena	 la	 ley,	 lo	 establece	 el	 estatuto,	 lo	 considere	 necesario	 para	 el
interés	 social,	 o	 lo	 solicite	 notarialmente	 un	 número	 de	 accionistas	 que
representen	al	menos	el	20%	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto,	en	este
caso,	la	junta	deberá	ser	convocada	dentro	de	los	15	días	siguientes	a	la	recepción
de	la	solicitud.
La	junta	se	entenderá	convocada	y	quedará	válidamente	constituida	siempre	que
estén	presentes	accionistas	que	representen	la	totalidad	de	las	acciones	suscritas
con	 derecho	 a	 voto,	 y	 acepten	 por	 unanimidad	 la	 celebración	 de	 la	 junta	 y	 los
asuntos	que	en	ella	se	propongan	tratar.
Salvo	 lo	 previsto	 en	 el	 acápite	 siguiente,	 la	 junta	 general	 queda	 válidamente
constituida	en	primera	convocatoria	cuando	se	encuentren	representadas,	cuando
menos,	 el	 cincuenta	 por	 ciento	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto.	 En
segunda	 convocatoria,	 será	 suficiente	 la	 concurrencia	 de	 cualquier	 número	 de
acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto.	 Los	 acuerdos	 se	 adoptan	 con	 el	 voto
favorable	 de	 la	 mayoría	 absoluta	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto
representadas	en	la	junta.
Para	 que	 la	 junta	 general	 adopte	 válidamente	 los	 acuerdos	 de	modificación	 del
estatuto,	aumento	o	reducción	de	capital,	emisión	de	obligaciones,	enajenación	en
un	 solo	 acto,	 de	 activos	 cuyo	 valor	 contable	 exceda	 del	 50%	 del	 capital	 de	 la
sociedad,	 la	 transformación,	 fusión,	 escisión,	 reorganización,	 disolución	 de	 la
sociedad,	o	 su	 liquidación,	es	necesaria	en	primera	convocatoria	 la	 concurrencia
cuando	menos	 de	 dos	 tercios	 de	 las	 acciones	 suscritas,	 con	 derecho	 a	 voto.	 En
segunda	convocatoria	bastará	la	concurrencia	de	al	menos	las	tres	quintas	partes
de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
Los	 acuerdos	 se	 adoptan	 con	 el	 voto	 favorable	 de	 un	 número	 de	 acciones	 que
representen,	 cuando	 menos	 la	 mayoría	 absoluta	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con
derecho	a	voto.
Cuando	 la	 adopción	 de	 acuerdos	mencionados	 en	 el	 artículo	 126	 de	 la	 ley	 deba
hacerse	 por	 cumplimiento	 de	 disposición	 legal	 imperativa,	 no	 se	 requiere	 el
quórum	ni	la	mayoría	calificada	mencionadas	en	el	párrafo	precedente.
Las	sesiones	de	las	juntas	generales	y	los	acuerdos	adoptados	en	ellas,	constan	en
acta	que	expresa	un	resumen	de	lo	acontecido	en	la	reunión.	Las	actas	pueden
asentarse	en	un	libro	especialmente	abierto	a	dicho	efecto,	en	hojas	sueltas	o	en
cualquier	otra	forma	que	permita	la	ley.	Cuando	consten	en	libros	o	documentos
estos	serán	legalizados	conforme	a	ley.	El	contenido	y	aprobación	de	las	actas
deberá	ceñirse	estrictamente	a	lo	establecido	en	el	artículo	135	de	la	Ley	General
de	Sociedades.
Capítulo	cuarto
De	la	gerencia
Artículo	 vigesimosegundo:	 La	 sociedad	 contará	 con	 uno	 o	 más	 gerentes,	 que
serán	nombrados	por	la	junta	general	de	accionistas.
La	duración	del	cargo	de	gerente	es	por	tiempo	indefinido.
Artículo	vigesimotercero:	El	gerente	responde	ante	la	sociedad,	los	accionistas	y
terceros,	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 ocasione	 por	 el	 incumplimiento	 de	 sus
obligaciones,	dolo	abuso	de	facultades	y	negligencia	grave.
Artículo	vigesimocuarto:	El	gerente	general	es	el	ejecutor	de	todos	los	acuerdos
de	 la	 junta	 general	 de	 accionistas	 y	 en	 virtud	 de	 esta	 cláusula,	 sin	 necesidad	 de
poder	 adicional	 por	 escritura	 pública	 o	 por	 acta	 de	 junta	 general	 de	 accionistas
además	de	las	atribuciones	señaladas	en	los	artículos	172	y	188	de	La	Ley	General
de	Sociedades,	tendrá	por	el	sólo	hecho	de	su	designación	como	gerente	general	a
sola	firma	las	siguientes	facultades:
a)	Dirigir	 las	actividades	de	 la	 sociedad	así	 como	suscribir	 los	 contratos	propios
del	objeto	social.
b)	Representar	a	la	sociedad	en	toda	clase	de	procesos	judiciales,	gozando	de	las
facultades	 contenidas	 en	 los	 artículos	 setenticuatro	 y	 setenticinco	 del	 Código
Procesal	Civil,	pudiendo	disponer	de	derechos	sustantivos,	demandar,	reconvenir,
contestar	demandas	y	reconvenciones,	desistirse	del	proceso,	y	de	 la	pretensión,
allanarse	a	la	pretensión,	concurrir	a	las	audiencias	y	demás	diligencias	judiciales,
ofrecer	 pruebas,	 prestar	 declaración	 de	 parte,	 reconocer	 documentos,	 conciliar,
transigir,	 someter	 a	 arbitraje	 las	 pretensiones	 controvertidas	 en	 el	 proceso,
solicitar	medidas	cautelares,	ofrecer	contracautelas	reales	o	personales,	sustituir	o
delegar	la	representación	procesal.
c)	 Usar	 el	 sello	 de	 la	 sociedad,	 expedir	 la	 correspondencia	 y	 cuidar	 que	 la
contabilidad	esté	al	día.
d)	 Presentar	 a	 tiempo	 oportuno	 los	 estados	 financieros	 de	 cada	 ejercicio	 y	 la
información	 necesaria	 para	 la	 memoria	 anual	 que	 debe	 presentar	 a	 la	 junta
general	de	accionistas.
e)	Ordenar	pagos	y	cobros,	y	otorgar	recibos	y	cancelaciones.
f)	Imponer	fondos	en	instituciones	de	crédito	en	cuenta	corriente,	en	depósitos	a
la	vista	o	a	plazos,	en	ahorros	o	en	cualquier	otra	forma	legal.
g)	Cobrar	cheques,	girar	cheques	contra	las	cuentas	de	la	sociedad	o	en	sobregiro,
y	endosar	cheques	a	favor	de	terceros	y	de	la	misma	empresa.
h)	Podrá	girar,	aceptar,	endosar,	avalar,	descontar	y	afectar	letras	de	cambio,	vales,
pagarés	y	cualquier	otro	título	valor.
i)	 Celebrar	 contratos	 de	 crédito	 en	 cuenta	 corriente,	 créditos	 documentarios,
créditos	en	general,	advance	account,	arrendamiento	financiero;	solicitar	fianzas;
solicitar	 cartas	 de	 crédito;	 retirar	 imposiciones;	 depositar,	 comprar,	 vender	 y
retirar	 valores;	 otorgar	 fianza	 mancomunada	 o	 solidaria;	 hipotecar,	 prendar,
otorgar	garantías	hipotecarias	o	prendarias,	avalar;	contratar	o	endosar,	pólizas	de
seguros,	 endosar	 warrants,	 conocimientos	 de	 embarque,	 certificados;	 entregar
letras	en	cobranza	o	en	garantía;	cobrar	giros,	 transferencias	y	otorgar	recibos	y
cancelaciones,	 ordenar	 cargos	 y	 transferencias	 en	 cuentas	 corrientes	 y	 abonos,
comprar	 y	 vender	 bienes	 muebles	 e	 inmuebles,	 dar	 o	 tomar	 en	 arrendamiento
bienes	muebles	o	inmuebles.
j)	 Representar	 a	 la	 sociedad	 en	 todo	 tipo	 de	 licitaciones	 públicas,	 concursos	 de
precios	 y	 de	 méritos,	 adjudicaciones	 directas,	 solicitar	 consultas,	 presentar	 y
suscribir	propuestas,	observar	las	de	los	otros	postores.	Retirar	los	documentos	en
caso	de	que	no	se	obtenga	la	buena	pro.
Capítulo	quinto
Estados	financieros	y	aplicación	de	utilidades
Artículo	vigesimoquinto:	Finalizado	el	ejercicio	el	gerente	general	debe	formular
la	memoria,	los	estados	financieros	y	la	propuesta	de	distribución	de	utilidades	en
caso	de	haberlas.	De	estos	documentos	debe	 resultar	 con	claridad	y	precisión	 la
situación	económica	y	 financiera	de	 la	sociedad	 ,	el	estado	de	sus	negocios	y	 los
resultados	obtenidos	en	el	ejercicio	vencido.
Los	estados	financieros	deben	ser	puestos	a	disposición	de	 los	accionistas	con	 la
antelación	 necesaria	 para	 ser	 sometidos,	 conforme	 a	 ley,	 a	 consideración	 de	 la
junta	obligatoria	anual.
Artículo	 vigesimosexto:	 la	 distribución	 de	 utilidades	 sólo	 puede	 hacerse	 en
mérito	de	los	estados	financieros	preparados	al	cierre	de	un	período	determinado
o	 fecha	 de	 corte	 en	 circunstancias	 especiales.	 Las	 sumas	 que	 se	 repartan	 no
pueden	exceder	el	monto	de	las	utilidades	que	se	obtengan.
Si	 se	 ha	 perdido	 una	 parte	 del	 capital	 no	 se	 distribuye	 utilidades	 hasta	 que	 el
capital	sea	reintegrado	o	sea	reducido	en	la	cantidad	correspondiente.
Capítulo	sexto
Disolución	y	liquidación	de	la	sociedad
Artículo	vigesimosetimo:	La	 sociedad	 se	 disuelve	por	 las	 causales	 establecidas
en	el	artículo	407	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
El	gerente	cuando	la	sociedad	incurra	en	alguna	causal	de	disolución,	convoca	para
que	en	un	plazo	máximo	de	30	días	se	realice	una	junta	general,	a	fin	de	adoptar	el
acuerdo	de	disolución	o	las	medidas	que	correspondan.
Artículo	vigesimoctavo:	Disuelta	 la	sociedad	se	 inicia	el	proceso	de	 liquidación.
La	sociedad	disuelta	conserva	su	personería	jurídica	mientras	dura	el	proceso	de
liquidación	y	hasta	que	se	inscriba	la	extinción	en	el	registro.
Durante	 la	 liquidación	 la	 sociedad	 debe	 añadir	 a	 su	 razón	 denominación	 la
expresión	“en	liquidación”	en	todos	sus	documentos	y	correspondencia.
Artículo	vigesimonoveno:	Desde	el	acuerdo	de	disolución	cesa	la	representación
de	 los	 administradores,	 gerentes	 y	 representantes	 en	 general,	 asumiendo	 los
liquidadores	 las	 funciones	 que	 les	 corresponden	 conforme	 a	 ley,	 al	 estatuto,	 al
pacto	social,	y	a	los	acuerdos	de	la	junta	general.
Agregue	usted,	señor	notario,	la	introducción	y	conclusión	de	ley,	eleve	a	escritura
pública	la	presente	minuta	y	curse	partes	al	Registro	de	Personas	Jurídicas	para	su
correspondiente	inscripción.
	
Ley	26887.
ART.	 237.—Derecho	 de	 adquisición	 preferente.	 El	 accionista	 que	 se
proponga	transferir	total	o	parcialmente	sus	acciones	a	otro	accionista	o	a
terceros	debe	comunicarlo	a	la	sociedad	mediante	carta	dirigida	al	gerente
general,	quien	 lo	pondrá	en	conocimiento	de	 los	demás	accionistas	dentro
de	los	diez	días	siguientes,	para	que	dentro	del	plazo	de	treinta	días	puedan
ejercer	el	derecho	de	adquisición	preferente	a	prorrata	de	su	participación
en	el	capital.
En	 la	 comunicación	 del	 accionista	 deberá	 constar	 el	 nombre	 del	 posible
comprador	 y,	 si	 es	 persona	 jurídica,	 el	 de	 sus	 principales	 socios	 o
accionistas,	el	número	y	clase	de	las	acciones	que	desea	transferir,	el	precio
y	demás	condiciones	de	la	transferencia.
El	precio	de	 las	acciones,	 la	 forma	de	pago	y	 las	demás	condiciones	de	 la
operación,	 serán	 los	 que	 le	 fueron	 comunicados	 a	 la	 sociedad	 por	 el
accionista	 interesado	 en	 transferir.	 En	 caso	 de	 que	 la	 transferencia	 de	 las
acciones	fuera	a	título	oneroso	distinto	a	la	compraventa,	o	a	título	gratuito,
el	 precio	 de	 adquisición	 será	 fijado	 por	 acuerdo	 entre	 las	 partes	 o	 por	 el
mecanismo	 de	 valorización	 que	 establezca	 el	 estatuto.	 En	 su	 defecto,	 el
importe	a	pagar	lo	fija	el	juez	por	el	proceso	sumarísimo.
El	accionista	podrá	transferir	a	terceros	no	accionistas	 las	acciones	en	las
condiciones	comunicadas	a	la	sociedad	cuando	hayan	transcurrido	sesenta
días	de	haber	puesto	en	conocimiento	de	ésta	su	propósito	de	transferir,	sin
que	la	sociedad	y/o	los	demás	accionistas	hubieran	comunicado	su	voluntad
de	compra.
El	 estatuto	 podrá	 establecer	 otros	 pactos,	 plazos	 y	 condiciones	 para	 la
transmisión	de	las	acciones	y	su	valuación,	inclusive	suprimiendo	el	derecho
de	preferencia	para	la	adquisición	de	acciones.	(,	0586,	0591,	0604,	1258)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 derecho	 de	 adquisición	 preferente	 se
aplica	 de	 manera	 ordinaria	 en	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada.	 “Las
limitaciones	 a	 la	 transferencia	 de	 las	 acciones,	 el	 derecho	 de	 adquisición
preferente,	 la	exclusión	de	socios	y	 la	 limitación	a	 la	representación	de	los
socios	en	la	junta	establecidos	para	las	sociedades	anónimas	cerradas	deben
entenderse	 como	 regla	 general	 para	 este	 tipo	 de	 sociedades	 y	 como
excepción	 para	 la	 sociedad	 anónima	 ordinaria”.	 (R.	 120-2000-ORLC/TR.
25.04.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Comunicación	 del	 procedimiento	 para
ejercer	 el	 derecho	 preferente	 en	 una	 SAC	 puede	 hacerse	 vía	 carta
notarial.	“Estos	rasgos	determinan	un	régimen	parcialmente	distinto	al	de
las	sociedades	anónimas	ordinarias,	como	ocurre	con	la	convocatoria	a	 los
accionistas:	mientras	que	en	la	ordinaria	se	realiza	mediante	publicaciones
en	el	diario	(en	aplicación	concordada	de	los	artículos	116	y	43	de	la	LGS),
en	 la	 cerrada	 dicha	 convocatoria	 se	 efectúa	 mediante	 esquelas	 u	 otra
modalidad	que	permita	obtener	constancia	de	su	recepción.
4.	 En	 ese	 sentido,	 tratándose	 de	 una	 sociedad	 anónima	 ordinaria,	 la
descripción	del	procedimiento	para	el	ejercicio	del	derecho	de	suscripción
preferente	se	publica	en	el	diario	encargado	de	los	avisos	judiciales,	acorde
con	 la	 formalidad	prevista	 por	 ley	 para	 convocar	 a	 los	 accionistas	 a	 junta
general.	Siendo	que	en	las	sociedades	anónimas	cerradas	la	convocatoria	a
junta	general	se	realiza	mediante	esquelas	u	otra	forma	que	permita	tener
constancia	 de	 su	 recepción	 por	 los	 accionistas	 destinatarios,	 la
comunicación	 del	 procedimiento	 para	 ejercer	 el	 derecho	 de	 suscripción
preferente	debe	realizarse	de	la	misma	forma.
5.	 Por	 lo	 señalado	 este	 tribunal	 establece	 –resolviendo	 primera
controversia–	 que	 en	 una	 sociedad	 anónima	 cerrada	 es	 inexigible	 que	 la
descripción	del	procedimiento	para	el	ejercicio	del	derecho	de	suscripción
preferente	 por	 los	 accionistas	 con	 ocasión	 de	 un	 aumento	 de	 capital	 sea
publicada	en	el	diario	encargado	de	 los	avisos	 judiciales”.	(Sunarp,	R.	071-
2013-Sunarp-TR-T,	feb.	08/2013.	V.	P.	Rolando	A.	Acosta	Sánchez)
Ley	26887.
ART.	238.—Consentimiento	por	la	sociedad.	El	estatuto	puede	establecer
que	 toda	 transferencia	 de	 acciones	 o	 de	 acciones	 de	 cierta	 clase	 quede
sometida	 al	 consentimiento	 previo	 de	 la	 sociedad,	 que	 lo	 expresará
mediante	acuerdo	de	 junta	general	adoptado	con	no	menos	de	 la	mayoría
absoluta	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
La	 sociedad	debe	 comunicar	por	 escrito	 al	 accionista	 su	denegatoria	 a	 la
transferencia.
La	 denegatoria	 del	 consentimiento	 a	 la	 transferencia	 determina	 que	 la
sociedad	queda	obligada	a	adquirir	 las	acciones	en	el	precio	y	condiciones
ofertados.
En	cualquier	caso	de	transferencia	de	acciones	y	cuando	los	accionistas	no
ejerciten	su	derecho	de	adquisición	preferente,	 la	 sociedad	podrá	adquirir
las	acciones	por	acuerdo	adoptado	por	una	mayoría,	no	inferior	a	la	mitad
del	capital	suscrito.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Las	 limitaciones	 a	 la	 transferencia	 de	 las
acciones	 se	 aplican	 de	 manera	 ordinaria	 en	 la	 sociedad	 anónima
cerrada.	“Las	limitaciones	a	 la	transferencia	de	las	acciones,	el	derecho	de
adquisición	 preferente,	 la	 exclusión	 de	 socios	 y	 la	 limitación	 a	 la
representación	 de	 los	 socios	 en	 la	 junta	 establecidos	 para	 las	 sociedades
anónimas	cerradas	deben	entenderse	como	regla	general	para	este	tipo	de
sociedades	y	como	excepción	para	la	sociedad	anónima	ordinaria”.	(R.	120-
2000-ORLC/TR.	25.04.2000)
Ley	26887.
ART.	 239.—Adquisición	 preferente	 en	 caso	 de	 enajenación	 forzosa.
Cuando	 proceda	 la	 enajenación	 forzosa	 de	 las	 acciones	 de	 una	 sociedad
anónima	 cerrada,	 se	 debe	 notificar	 previamente	 a	 la	 sociedad	 de	 la
respectiva	resolución	judicial	o	solicitud	de	enajenación.
Dentro	 de	 los	 diez	 días	 útiles	 de	 efectuada	 la	 venta	 forzosa,	 la	 sociedad
tiene	derecho	 a	 subrogarse	 al	 adjudicatario	 de	 las	 acciones,	 por	 el	mismo
precio	que	se	haya	pagado	por	ellas.
C.	C.
ART.	 1262.—Efecto	 de	 la	 subrogación.	 La	 subrogación	 sustituye	 al
subrogado	en	todos	los	derechos,	acciones	y	garantías	del	antiguo	acreedor,
hasta	por	el	monto	de	lo	que	hubiese	pagado.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 derecho	 de	 adquisición	 preferente	 se
aplica	 de	 manera	 ordinaria	 en	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada.	 “Las
limitaciones	 a	 la	 transferencia	 de	 las	 acciones,	 el	 derecho	 de	 adquisición
preferente,	 la	exclusión	de	socios	y	 la	 limitación	a	 la	representación	de	los
socios	en	la	junta	establecidos	para	las	sociedades	anónimas	cerradas	deben
entenderse	 como	 regla	 general	 para	 este	 tipo	 de	 sociedades	 y	 como
excepción	 para	 la	 sociedad	 anónima	 ordinaria”.	 (R.	 120-2000-ORLC/TR.
25.04.2000)
Ley	26887.	
ART.	240.—Transmisión	de	las	acciones	por	sucesión.	La	adquisición	de
las	 acciones	 por	 sucesión	 hereditaria	 confiere	 al	 heredero	 o	 legatario	 la
condición	 de	 socio.	 Sin	 embargo,	 el	 pacto	 social	 o	 el	 estatuto	 podrá
establecer	que	los	demás	accionistas	tendrán	derecho	a	adquirir,	dentro	del
plazo	que	uno	u	otro	determine,	las	acciones	del	accionista	fallecido,	por	su
valor	 a	 la	 fecha	 del	 fallecimiento.	 Si	 fueran	 varios	 los	 accionistas	 que
quisieran	adquirir	estas	acciones,	se	distribuirán	entre	todos	a	prorrata	de
su	participación	en	el	capital	social.
En	caso	de	existir	discrepancia	en	el	valor	de	 la	acción	se	recurrirá	a	tres
peritos	nombrados	uno	por	cada	parte	y	un	tercero	por	los	otros	dos.	Si	no
se	logra	fijar	el	precio	por	los	peritos,	el	valor	de	la	acción	lo	fija	el	juez	por
el	proceso	sumarísimo.
C.	C.
ART.	 660.—Transmisión	 sucesoria	 de	 pleno	 derecho.	 Desde	 el
momento	de	la	muerte	de	una	persona,	los	bienes,	derechos	y	obligaciones
que	constituyen	la	herencia	se	transmiten	a	sus	sucesores.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Derecho	 de	 adquisición	 preferente.	 “Las
limitaciones	 a	 la	 transferencia	 de	 las	 acciones,	 el	 derecho	 de	 adquisición
preferente,	 la	exclusión	de	socios	y	 la	 limitación	a	 la	representación	de	los
socios	en	la	junta	establecidos	para	las	sociedades	anónimas	cerradas	deben
entenderse	 como	 regla	 general	 para	 este	 tipo	 de	 sociedades	 y	 como
excepción	 para	 la	 sociedad	 anónima	 ordinaria”.	 (R.	 120-2000-ORLC/TR.
25.04.2000)
Ley	26887.
ART.	241.—Ineficacia	de	la	transferencia.	Es	ineficaz	frente	a	la	sociedad
la	transferencia	de	acciones	que	no	se	sujete	a	lo	establecido	en	este	título.
Ley	26887.
ART.	 242.—Auditoría	 externa	 anual.	 El	 pacto	 social,	 el	 estatuto	 o	 el
acuerdo	 de	 junta	 general	 adoptado	 por	 el	 cincuenta	 por	 ciento	 de	 las
acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto,	 puede	 disponer	 que	 la	 sociedad
anónima	cerrada	tenga	auditoría	externa	anual.
Ley	26887.
ART.	243.—Representación	en	la	junta	general.	El	accionista	sólo	podrá
hacerse	 representar	 en	 las	 reuniones	 de	 junta	 general	 por	medio	 de	 otro
accionista,	 su	 cónyuge	 o	 ascendiente	 o	 descendiente	 en	 primer	 grado.	 El
estatuto	puede	extender	la	representación	a	otras	personas.
Ley	26887.
ART.	244.—Derecho	de	separación.	Sin	perjuicio	de	 los	demás	 casos	de
separación	 que	 concede	 la	 ley,	 tiene	 derecho	 a	 separarse	 de	 la	 sociedad
anónima	cerrada	el	socio	que	no	haya	votado	a	favor	de	la	modificación	del
régimen	relativo	a	las	limitaciones	a	la	transmisibilidad	de	las	acciones	o	al
derecho	de	adquisición	preferente.
Ley	26887.
ART.	245.—Convocatoria	a	junta	de	accionistas.	La	 junta	de	accionistas
es	convocada	por	el	directorio	o	por	el	gerente	general,	 según	sea	el	caso,
con	 la	 anticipación	 que	 prescribe	 el	 artículo	 116	 de	 esta	 ley,	 mediante
esquelas	con	cargo	de	recepción,	 facsímil,	 correo	electrónico	u	otro	medio
de	comunicación	que	permita	obtener	constancia	de	recepción,	dirigidas	al
domicilio	o	a	la	dirección	designada	por	el	accionista	a	este	efecto.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 76.—Convocatoria	 a	 junta	 general.	 Para	 inscribir	 los	 acuerdos
adoptados	por	la	junta	general,	el	presidente	del	directorio,	quien	haga	sus
veces	 o	 el	 gerente	 general,	 dejará	 constancia	 en	 el	 acta	 o	 en	 documento
aparte	 que	 la	 convocatoria	 se	 ha	 efectuado	 cumpliendo	 los	 requisitos	 del
artículo	245	de	 la	 ley	y	del	estatuto	y	que	el	medio	utilizado	ha	permitido
obtener	los	cargos	de	recepción	respectivos.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Como	 la	 finalidad	 de	 la	 norma	 en	 la
convocatoria	a	junta	general	de	accionistas	en	las	sociedades	anónimas
cerradas	pasa	por	exonerar	de	la	exigencia	de	publicación	de	los	avisos
respectivos,	la	norma	resulta	ser	consustancial	a	ese	tipo	societario	y	no
puede	obviarse	estatutariamente.	“La	 Ley	General.	 de	 Sociedades	 (...),	 al
regular	las	sociedades	anónimas	cerradas	ha	señalado	en	su	artículo	245:	La
junta	de	accionistas	es	convocada	por	el	directorio	o	gerente	general,	según
sea	 el	 caso,	 con	 la	 anticipación	 que	 prescribe	 el	 artículo	 116	 de	 esta	 ley,
mediante	 esquelas	 con	 cargo	 de	 recepción,	 facsímil,	 correo	 electrónico	 u
otro	medio	de	comunicación	que	permita	obtener	constancia	de	recepción,
dirigidas	 al	 domicilio	 o	 a	 la	 dirección	 designada	 por	 el	 accionista	 a	 este
efecto.
(...)	 en	 este	 tipo	 de	 sociedades	 –anónimas	 cerradas–	 (...)	 no	 resulta
necesario	 efectuar	 publicaciones	 en	 los	 diarios,	 basta	 que	 exista	 una
constancia	 de	 recepción	 que	 acredite	 fehacientemente	 que	 todos	 los
accionistas	han	sido	notificados	a	través	de	cualquier	medio	que	garantice	la
autenticidad	de	la	convocatoria	y	de	la	agenda	que	se	proponga	tratar,	para
que	se	entienda	válidamente	realizada’	(Elías	Laroza,	Enrique.	Ley	General
de	Sociedades	Comentada.	Trujillo,	Editora	Normas	Legales,	1998,	p.	505)
(...)	 teniendo	 en	 cuenta	 que	 la	 figura	 de	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 ha
sido	 concebida	 para	 explotar	 empresas	 medianas	 o	 pequeñas	 con	 un
número	de	socios	que	no	deberá	exceder	de	20,	cuyas	acciones	no	pueden
cotizar	en	bolsa,	operando	ciertas	restricciones	a	la	libre	transmisibilidad	de
las	acciones,	entre	otras	características,	debe	entenderse	que	 la	 ratio	 legis
del	artículo	245	ha	sido	la	de	posibilitar	la	convocatoria	en	su	sentido	más
amplio,	exonerado	de	 la	exigencia	de	publicación	de	 los	avisos	respectivos
(exposición	 de	 presentación	 del	 proyecto	 presentado	 por	 la	 Comisión
Redactora);	 en	 ese	 sentido,	 la	 norma	 resulta	 ser	 consustancial	 a	 ese	 tipo
societario	por	 lo	que	no	podría	obviarse	 estatutariamente”.	 (R.	 018-1999-
ORLC/TR.	29.01.99)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—El	gerente	debe	dejar	constancia	en	el	acta
que	la	convocatoria	se	realizó	cumpliendo	los	requisitos	de	la	ley	y	que
el	medio	utilizado	permitió	obtener	 los	cargos	de	recepción.	“El	Art.	 94
del	 Reglamento	 del	 Registro	 de	 Sociedades	 indica:	 “Son	 aplicables,	 a	 las
inscripciones	 correspondientes	 a	 las	 sociedades	 comerciales	 de
responsabilidad	 limitada,	 las	 disposiciones	 de	 este	 reglamento	 para	 las
sociedades	anónimas,	en	lo	que	sea	pertinente”.
3.	Teniendo	en	cuenta	que	el	último	párrafo	del	Art.	294	de	la	Ley	General
de	Sociedades,	relativo	a	la	sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada
(...),	 le	resultaría	aplicable	a	 las	sociedades	comerciales	de	responsabilidad
limitada	 el	 Art.	 76	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de	 Sociedades	 (...),	 el
presidente	del	directorio,	quien	haga	sus	veces	o	el	gerente	general,	dejará
constancia	 en	 el	 acta	 o	 en	 documento	 aparte	 que	 la	 convocatoria	 se	 ha
efectuado	cumpliendo	los	requisitos	del	artículo	245	de	la	Ley	y	del	estatuto
y	 que	 el	 medio	 utilizado	 ha	 permitido	 obtener	 los	 cargos	 de	 recepción
respectivos’.
(...)
6.	 En	 conclusión,	 de	 conformidad	 con	 las	 normas	 antes	 glosadas	 para
acreditar	la	convocatoria	de	una	junta	de	socios	de	una	sociedad	comercial
de	responsabilidad	limitada,	el	gerente	deberá	dejar	constancia	en	el	acta	o
en	documento	 aparte	 que	 la	 convocatoria	 se	 ha	 efectuado	 cumpliendo	 los
requisitos	del	artículo	245	de	la	ley	y	del	estatuto	y	que	el	medio	utilizado
ha	permitido	obtener	los	cargos	de	recepción	respectivos”.	(Sunarp,	R.	280-
2009-Sunarp-TR-A,	ago.	14/2009.	V.	P.	Pedro	Álamo	Hidalgo)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Convocatoria	 a	 junta	 general	 en	 las	 S.A.C.
exige	dejar	constancia	en	el	acta	que	esta	se	efectuó	cumpliendo	todos
los	 requisitos	 impuestos	 y	 que	 el	medio	 utilizado	 permitió	 obtener	 los
cargos	de	recepción.	“(...)	una	de	las	características	propias	de	la	sociedad
anónima	 cerrada	 es	 la	 forma	 de	 la	 convocatoria	 a	 junta	 general.	 (...)	 La
forma	 de	 la	 convocatoria	 en	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 es	 una
característica	fundamental	de	esta	forma	societaria,	a	tal	punto	que	el	Pleno
del	 Tribunal	Registral,	 ha	 considerado	que	 la	 norma	que	 la	 dispone	 es	 de
carácter	 imperativo.	 Al	 respecto,	 en	 el	 X	 Pleno	 del	 Tribunal	 Registral
realizado	los	días	8	y	9	de	abril	del	2005,	se	aprobó	el	siguiente	precedente
de	 observancia	 obligatoria:	 Convocatoria	 a	 junta	 general	 en	 S.A.C.	 ‘El	 Art.
245	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 que	 establece	 que	 la	 junta	 de
accionistas	de	 la	 sociedad	anónima	cerrada	es	 convocada	mediante	medio
de	 comunicación	 que	 permita	 obtener	 constancia	 de	 recepción,	 es	 de
carácter	 imperativo’.	 (...)	 si	 bien	 es	 cierto	 se	 ha	 cumplido	 con	 adjuntar
copias	 certificadas	 notarialmente	 de	 las	 publicaciones	 efectuadas	 en	 los
diarios	 respecto	 de	 la	 convocatoria	 a	 junta	 general	 de	 accionistas	 del
21/12/2012,	 conforme	 lo	establecido	en	el	 artículo	22	del	 estatuto	 social;
sin	embargo,	los	demás	documentos	presentados	(como	cartas	N°s.	001-D-
SAVG-2012	 y	 002-0-SAVG-2012),	 no	 son	 idóneos	 para	 acreditar	 la
convocatoria	 a	 junta	 general	 conforme	 lo	 establecido	 en	 el	 citado	 artículo
245	de	la	Ley	General	de	Sociedades;	toda	vez	que	revisado	el	título	materia
de	 alzada,	 se	 comprueba	 que	 no	 se	 ha	 dejado	 constancia	 en	 el	 acta	 o
documento	 aparte	 que	 la	 convocatoria	 se	 ha	 efectuado	 cumpliendo	 los
requisitos	del	artículo	en	mención	y	del	estatuto	y	que	el	medio	utilizado	ha
permitido	 obtener	 los	 cargos	 de	 recepción	 respectivos”.	 (Sunarp,	 R.	 955-
2013-Sunarp-TR-L,	jun.	07/2013.	V.	P.	Beatriz	Cruz	Peñaherrera)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—En	 una	 sociedad	 anónima	 cerrada	 sin
directorio,	la	convocatoria	a	junta	general	la	hace	el	gerente.	“Respecto	a
la	convocatoria	a	la	junta	general	de	accionistas,	tratándose	de	una	sociedad
anónima	cerrada	sin	directorio,	ésta	es	convocada	por	el	gerente	general,	de
conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 245	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	(...)”.	(R.	397-2001-ORLC/TR.	12.09.2001)
Ley	26887.
ART.	 246.—Juntas	 no	 presenciales.	 La	 voluntad	 social	 se	 puede
establecer	por	cualquier	medio	sea	escrito,	electrónico	o	de	otra	naturaleza
que	permita	la	comunicación	y	garantice	su	autenticidad.
Será	 obligatoria	 la	 sesión	 de	 la	 junta	 de	 accionistas	 cuando	 soliciten	 su
realización	accionistas	que	representen	el	veinte	por	ciento	de	las	acciones
suscritas	con	derecho	a	voto.
Ley	26887.
ART.	247.—Directorio	facultativo.	En	el	pacto	social	o	en	el	estatuto	de	la
sociedad	se	podrá	establecer	que	la	sociedad	no	tiene	directorio.
Cuando	 se	 determine	 la	 no	 existencia	 del	 directorio	 todas	 las	 funciones
establecidas	en	esta	 ley	para	este	órgano	 societario	 serán	ejercidas	por	el
gerente	general.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 78.—Sociedad	 anónima	 cerrada	 sin	 directorio.	 En	 el	 asiento	 de
constitución	o	modificación	del	estatuto	de	la	sociedad	anónima	cerrada	se
indicará,	si	fuera	el	caso,	que	la	sociedad	no	tiene	directorio.
JURISPRUDENCIA.—Sociedad	 sin	 directorio.	 “El	 artículo	 152	 de	 la	 Ley
General	de	Sociedades	dispone	que	la	administración	de	la	sociedad	esté	a
cargo	 del	 directorio	 y	 de	 uno	 o	 más	 gerentes,	 salvo	 lo	 dispuesto	 por	 el
artículo	247
(...).
(...)	como	el	artículo	247	de	la	acotada	ley	permite	que	en	el	pacto	social	o
en	 el	 estatuto	 de	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 se	 pueda	 establecer	 que	 la
sociedad	no	tenga	directorio,	en	ese	caso	las	facultades	establecidas	por	la
ley	para	este	órgano	societario,	serán	ejercidas	por	el	gerente	general”.	(Cas.
3784-2001-Lima.	08.05.2002)
Ley	26887.
ART.	 248.—Exclusión	 de	 accionistas.	 El	 pacto	 social	 o	 el	 estatuto	 de	 la
sociedad	 anónima	 cerrada	 puede	 establecer	 causales	 de	 exclusión	 de
accionistas.	 Para	 la	 exclusión	 es	 necesario	 el	 acuerdo	 de	 la	 junta	 general
adoptado	con	el	quórum	y	la	mayoría	que	establezca	el	estatuto.	A	falta	de
norma	estatutaria	rige	lo	dispuesto	en	los	artículos	126	y	127	de	esta	ley.
El	 acuerdo	 de	 exclusión	 es	 susceptible	 de	 impugnación	 conforme	 a	 las
normas	que	rigen	para	la	impugnación	de	acuerdos	de	juntas	generales	de
accionistas.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Causales	de	exclusión.	“En	 la	Ley	General	de
Sociedades	se	advierte	que	 las	causas	de	exclusión	varían	según	el	 tipo	de
sociedad	y	son	más	numerosas	en	aquellos	en	los	que	la	persona	del	socio	es
más	trascendente	en	la	vida	social;	así,	permite	la	exclusión	de	socios	en	la
sociedad	colectiva	(artículo	281	inciso	4),	 la	sociedad	en	comandita	(en	su
caso),	la	sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada	(artículo	293)	y	la
sociedad	anónima	cerrada	(artículo	248);	en	la	sociedad	anónima	tiene	una
aplicación	 restringida	 porque	 sólo	 se	 ha	 previsto	 por	 la	 falta	 de	 pago	 del
aporte	(artículos	80	y	29),	lo	que	es	congruente	con	la	esencia	capitalista	de
esta	clase	de	sociedad	en	donde	la	obligación	fundamental	del	socio	es	la	de
aportar	 y	 desembolsar	 la	 suma	 a	 la	 que	 se	 comprometió	 y	 de	 ahí	 que,
solamente	por	incumplimiento	de	esta	obligación	social,	quepa	su	exclusión
a	voluntad	del	propio	ente	social.
(...)	la	ubicación	del	artículo	248,	así	como	su	texto	pone	de	manifiesto	que
la	 intención	 del	 legislador	 ha	 sido	 establecerla	 para	 la	 sociedad	 anónima
cerrada	y	no	para	la	sociedad	anónima	abierta	ni	para	la	sociedad	anónima
ordinaria,	como	lo	precisa	Enrique	Elías	Laroza	en	sus	‘Comentarios	a	la	Ley
General	de	Sociedades’
(...)	 el	 artículo	 248	 de	 la	 ley	 contiene	 una	 norma	 sancionadora	 (toda	 vez
que	 la	 exclusión	 es	 una	 sanción	 impuesta	 por	 el	 incumplimiento	 de	 las
normas	internas	que	establezca	una	sociedad,	consistente	en	la	expulsión	de
un	socio),	la	cual	permite	deducir	que	es	una	norma	que	restringe	derechos
y,	por	lo	tanto,	sólo	debe	ser	interpretada	estrictamente	(no	añade	ni	quita,
no	 aumenta	ni	 disminuye	 los	márgenes	de	 aplicación	de	 la	norma),	 no	 en
forma	extensiva	(cuando	ampliamos	el	supuesto	de	la	norma	dentro	de	un
marco	institucional)	a	la	sociedad	anónima	ordinaria,	de	conformidad	con	el
artículo	 IV	 del	 Título	 Preliminar	 del	 Código	 Civil	 (Rubio	 Correa,	 Marcial.
‘Para	 leer	 el	 Código	 Civil’.	 Lima,	 Pontificia	 Universidad	 Católica	 del	 Perú,
Tomo	III,	ps.	881	y	ss.)
(...)	 las	 limitaciones	 a	 la	 transferencia	 de	 las	 acciones,	 el	 derecho	 de
adquisición	 preferente,	 la	 exclusión	 de	 socios	 y	 la	 limitación	 a	 la
representación	 de	 los	 socios	 en	 la	 junta	 establecidos	 para	 las	 sociedades
anónimas	cerradas	deben	entenderse	como	regla	general	para	este	tipo	de
sociedades	y	como	excepción	para	la	sociedad	anónima	ordinaria”.	(R.	120-
2000-ORLC/TR.	25.04.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 exclusión	 del	 socio	 de	 una	 sociedad
anónima	cerrada	ocurre	incluso	si	el	estatuto	no	establece	las	causales
de	destitución.	“11.	En	consecuencia,	este	tribunal	estima	que	debe	optarse
por	una	interpretación	más	realista	y	razonable	del	citado	artículo	248	de	la
LGS,	acorde	con	los	argumentos	ya	señalados:	dicho	precepto	sólo	autoriza
a	la	S.A.C.	a	incorporar	en	el	pacto	o	en	el	estatuto	causales	de	exclusión	de
socios;	sin	embargo,	la	falta	de	previsión	de	dichas	causales	no	impedirá	a	la
S.A.C.	 excluir	 al	 socio	 por	 ‘justos	motivos’,	 esto	 es,	 cuando	 probadamente
realice	 actos	 que	 razonablemente	 configuren	 inobservancia	 al	 deber	 de
lealtad	 para	 con	 la	 sociedad	 que	 le	 impone	 su	 condición	 de	 socio	 de	 una
sociedad	personalista	como	la	S.A.C.
-	 Ahora	 bien,	 establecida	 –de	 modo	 general–	 la	 posibilidad	 de	 que	 una
S.A.C.	 excluya	 a	 uno	 o	más	 socios	 aunque	 el	 estatuto	 no	 contemple	 dicha
posibilidad,	 cabe	 precisar	 que	 la	 exclusión	 de	 un	 socio	 no	 constituye	 acto
inscribible	 en	 el	 registro.	 Sucede	 que	 en	 la	 partida	 de	 las	 sociedades
anónimas	 la	 titularidad	 de	 las	 acciones	 no	 es	 inscribible,	 pues	 ello
corresponde	 efectuarse	 en	 el	 libro	 matrícula	 de	 acciones	 de	 la	 propia
sociedad.	Dicha	titularidad	no	da	origen	a	un	asiento	de	inscripción	por	no
constituir	 un	 dato	 relevante	 para	 los	 terceros,	 y	 la	 pérdida	 de	 la	 misma
tampoco	podría	dar	 lugar	a	una	 inscripción,	en	aplicación	del	artículo	4°.b
del	Reglamento	de	Inscripciones	del	Registro	de	Sociedades	(RIRS).
Por	 ello	mismo,	 la	 existencia	 de	 la	 causal	 o	 los	motivos	 de	 exclusión	 del
socio	o	socios	no	pueden	ser	valorados	por	el	registro,	siendo	competente
para	 formular	 tal	 valoración	 la	 junta	 general	 de	 accionistas”.	 (Sunarp,	 R.
064-2009-Sunarp-TR-T,	feb.	13/2009.	V.	P.	Rolando	A.	Acosta	Sánchez)
TÍTULO	II
SOCIEDAD	ANÓNIMA	ABIERTA
Ley	26887.
ART.	249.—Definición.	La	sociedad	anónima	es	abierta	cuando	se	cumpla
uno	o	más	de	las	siguientes	condiciones:
1.	Ha	hecho	oferta	pública	primaria	de	acciones	u	obligaciones	convertibles
en	acciones;
2.	Tiene	más	de	setecientos	cincuenta	accionistas;
3.	 Más	 del	 treinta	 y	 cinco	 por	 ciento	 de	 su	 capital	 pertenece	 a	 ciento
setenticinco	 o	 más	 accionistas,	 sin	 considerar	 dentro	 de	 este	 número
aquellos	 accionistas	 cuya	 tenencia	 accionaria	 individual	 no	 alcance	 al	 dos
por	mil	del	capital	o	exceda	del	cinco	por	ciento	del	capital;
4.	Se	constituya	como	tal;	o,
5.	 Todos	 los	 accionistas	 con	derecho	 a	 voto	 aprueban	por	unanimidad	 la
adaptación	a	dicho	régimen.
COMENTARIO.—La	 sociedad	 anónima	 abierta	 tiene	 sus	 antecedentes
legislativos	 en	 la	Ley	de	 Sociedades	Anónimas	de	Accionariado	Difundido,
aprobada	 mediante	 Decreto	 Legislativo	 N°	 672,	 así	 como	 en	 la	 Ley	 del
Mercado	 de	 Valores,	 aprobada	 a	 través	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 755,
normas	jurídicas	ahora	derogadas.
El	artículo	249	de	nuestra	actual	Ley	General	de	Sociedades	sostiene	que	la
sociedad	anónima	es	abierta	cuando	se	cumpla	una	a	más	de	las	siguientes
condiciones:	 primera,	 ha	 hecho	 oferta	 pública	 primaria	 de	 acciones	 u
obligaciones	 convertibles	 en	 acciones;	 segunda,	 tiene	 más	 de	 750
accionistas;	 tercera,	 más	 del	 35%	 de	 su	 capital	 pertenece	 a	 175	 o	 más
accionistas,	sin	considerar	dentro	de	este	número	aquellos	accionistas	cuya
tenencia	accionaria	individual	no	alcance	al	dos	por	mil	del	capital	o	exceda
del	 5%	 del	 capital;	 cuarta,	 se	 constituya	 como	 tal;	 o,	 quinta,	 todos	 los
accionistas	 con	 derecho	 a	 voto	 aprueban	 por	 unanimidad	 la	 adaptación	 a
dicho	régimen.
Puede	 inferirse	claramente	que	esta	modalidad	societaria	 se	define	como
aquella	 que	 recurre	 al	 ahorro	 público	 para	 financiarse	 o	 que	 tiene	 gran
dimensión.	Es	menester	subrayar	el	carácter	obligatorio	de	su	calificación,
por	lo	que	la	sociedad	anónima	es	abierta	iure	et	de	iure,	aunque	también	se
considera	como	posibilidad	el	carácter	 facultativo	o	voluntario.	Realmente
se	ha	llenado	un	vacío	reinante	en	la	anterior	legislación	societaria	y,	con	su
regulación,	 se	 promueve	 definitivamente	 el	mercado	 de	 capitales,	 la	 gran
empresa	y	el	financiamiento	bursátil.
Ley	26887.
ART.	 250.—Denominación.	 La	 denominación	 debe	 incluir	 la	 indicación
“Sociedad	Anónima	Abierta”	o	las	siglas	“S.A.A.”.
Ley	26887.
ART.	251.—Régimen.	La	sociedad	anónima	abierta	se	rige	por	las	reglas	de
la	 presente	 sección	 y	 en	 forma	 supletoria	 por	 las	 normas	 de	 la	 sociedad
anónima,	en	cuanto	le	sean	aplicables.
Ley	26887.
ART.	252.—Inscripción.	La	sociedad	anónima	abierta	debe	inscribir	todas
sus	 acciones	 en	 el	 Registro	 Público	 del	 Mercado	 de	 Valores.	 No	 será
obligatoria	la	inscripción	de	la	clase	o	clases	de	acciones	que	estén	sujetas	a
estipulaciones	 que	 limiten	 la	 libre	 transmisibilidad,	 restrinjan	 la
negociación	 u	 otorguen	 derecho	 de	 preferencia	 para	 la	 adquisición	 de	 las
mismas	derivadas	de	acuerdos	adoptados	con	anterioridad	a	la	verificación
de	 los	 supuestos	 previstos	 en	 los	 incisos	 1),	 2)	 y	 3)	 del	 artículo	 249	 o
suscritas	íntegramente,	directa	o	indirectamente,	por	el	Estado.
La	 excepción	 de	 inscripción	 será	 de	 aplicación	 en	 tanto	 se	 encuentren
vigentes	las	referidas	estipulaciones	y	siempre	que	ella	no	determine	que	la
sociedad	anónima	abierta	no	pueda	 inscribir	 las	demás	clases	de	acciones
en	el	Registro	Público	del	Mercado	de	Valores.
Ley	26887.
ART.	 253.—Control	 de	 Conasev.	 La	 Comisión	 Nacional	 Supervisora	 de
Empresas	y	Valores	está	encargada	de	supervisar	y	controlar	a	la	sociedad
anónima	 abierta,	 estando	 facultada	 para	 reglamentar	 las	 disposiciones
relativas	 a	 estas	 sociedades	 contenidas	 en	 la	 presente	 sección,	 cuya
supervisión	y	control	se	encuentra	a	su	cargo.	En	ese	sentido	y	en	adición	a
las	 atribuciones	 específicamente	 señaladas	 en	 esta	 sección,	 goza	 de	 las
siguientes:
1.	Exigir	la	adaptación	a	sociedad	anónima	abierta,	cuando	corresponda;
2.	 Exigir	 la	 adaptación	 de	 la	 sociedad	 anónima	 abierta	 a	 otra	 forma	 de
sociedad	anónima	cuando	sea	el	caso;
3.	 Derogado.	 Ley	 29782,	 Cuarta	 Disposición	 Complementaria
Modificatoria.
4.	 Derogado.	 Ley	 29782,	 Cuarta	 Disposición	 Complementaria
Modificatoria.
5.	Determinar	las	infracciones	a	las	disposiciones	contenidas	en	la	presente
sección,	así	como	a	las	normas	que	dicte	Conasev,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto
en	 el	 presente	 artículo	 que	 constituyan	 conductas	 sancionables,	 así	 como
imponer	las	sanciones	correspondientes.
Ley	26887.
ART.	254.—Estipulaciones	no	válidas.	No	 son	 válidas	 las	 estipulaciones
del	 pacto	 social	 o	 del	 estatuto	 de	 la	 sociedad	 anónima	 abierta	 que
contengan:
1.	Limitaciones	a	la	libre	transmisibilidad	de	las	acciones;
2.	Cualquier	forma	de	restricción	a	la	negociación	de	las	acciones;	o
3.	Un	derecho	de	preferencia	a	los	accionistas	o	a	la	sociedad	para	adquirir
acciones	en	caso	de	transferencia	de	éstas.
La	sociedad	anónima	abierta	no	reconoce	los	pactos	de	los	accionistas	que
contengan	las	limitaciones,	restricciones	o	preferencias	antes	referidas,	aun
cuando	se	notifiquen	e	inscriban	en	la	sociedad.
Lo	previsto	en	este	artículo	no	es	de	aplicación	a	las	clases	de	acciones	no
inscritas	de	conformidad	con	lo	previsto	en	el	artículo	252.
Ley	26887.
ART.	255.—Incoporado.	Ley	30050,	Art.	10.	Solicitud	de	convocatoria
por	los	accionistas.	En	la	sociedad	anónima	abierta	el	número	de	acciones
que	se	requiere	de	acuerdo	al	artículo	117	para	solicitar	 la	celebración	de
junta	general	al	notario	o	al	juez	de	domicilio	de	la	sociedad,	es	de	cinco	por
ciento	(5%)	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto	y	cuyos	derechos
políticos	 no	 se	 encuentran	 suspendidos	 en	 virtud	 de	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	105.
Lo	 establecido	 en	 el	 párrafo	 anterior	 se	 aplica	 a	 los	 pedidos	 de
convocatoria	de	las	juntas	especiales.	La	base	de	cálculo	para	determinar	el
cinco	 por	 ciento	 (5%)	 está	 constituida	 por	 las	 acciones	 que	 conforman	 la
clase	que	pretende	reunirse	en	junta	especial.	En	el	caso	de	convocatorias	a
junta	 especial,	 debe	 acreditarse	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 de
procedencia	establecidos	en	el	artículo	88	y	el	artículo	132	de	esta	ley	o	los
establecidos	en	los	correspondientes	estatutos.
El	notario	o	el	juez	del	domicilio	de	la	sociedad	dispondrá	la	convocatoria,
siempre	que	el	directorio	de	la	sociedad	inscrito	en	los	registros	públicos	o
el	órgano	que	ejerza	las	funciones	del	mismo	hubiese	denegado	el	pedido	de
manera	 expresa	 o	 tácita.	 Se	 entenderá	 que	 hay	 denegación	 tácita	 en	 los
siguientes	casos:
(i)	 Cuando	 el	 directorio	 no	 hubiese	 convocado	 a	 junta	 en	 el	 plazo
establecido	en	el	tercer	párrafo	del	artículo	117	de	esta	ley.
(ii)	Cuando	el	directorio	deje	sin	efecto,	 suspenda	o	bajo	cualquier	 forma
altere	o	modifique	los	términos	de	la	convocatoria	que	hubiere	realizado	a
solicitud	del	referido	porcentaje	de	accionistas.
(iii)	 Cuando	 el	 directorio	 hubiese	 dispuesto	 la	 celebración	 de	 la	 junta
dentro	 de	 un	 plazo	mayor	 de	 cuarenta	 (40)	 días	 desde	 la	 publicación	 del
aviso	de	convocatoria.
Excepcionalmente,	y	siempre	que	medie	una	causa	debidamente	justificada
y	sustentada,	el	juez	del	domicilio	de	la	sociedad,	que	previamente	hubiere
convocado	a	junta	general	de	accionistas,	a	pedido	de	los	solicitantes	de	la
convocatoria	a	junta,	podrá	suspender	o	dejar	sin	efecto	la	misma.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	80.—Convocatoria	por	Conasev.	Para	la	inscripción	de	los	acuerdos
adoptados	por	la	junta	general	de	una	sociedad	anónima	abierta	convocada
por	Conasev,	se	requiere	que	 la	convocatoria	haya	cumplido	 los	requisitos
de	los	artículos	43	y	258	de	la	ley.
Ley	26887.
ART.	256.—Derecho	de	concurrencia	a	la	junta.	En	la	sociedad	anónima
abierta	 la	 anticipación	 con	 que	 deben	 estar	 inscritas	 las	 acciones	 para
efectos	del	artículo	121	es	de	diez	días.
Ley	26887.
ART.	257.—Quórum	y	mayoría.	En	la	sociedad	anónima	abierta	para	que
la	junta	general	adopte	válidamente	acuerdos	relacionados	con	los	asuntos
mencionados	en	el	artículo	126	es	necesario	cuando	menos	la	concurrencia,
en	primera	convocatoria,	del	cincuenta	por	ciento	de	las	acciones	suscritas
con	derecho	a	voto.
En	segunda	convocatoria	basta	la	concurrencia	de	al	menos	el	veinticinco
por	ciento	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
En	caso	no	se	logre	este	quórum	en	segunda	convocatoria,	la	junta	general
se	 realiza	 en	 tercera	 convocatoria	 bastando	 la	 concurrencia	 de	 cualquier
número	de	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
Salvo	cuando	conforme	a	 lo	dispuesto	en	el	artículo	siguiente	se	publique
en	 un	 solo	 aviso	 dos	 o	 más	 convocatorias,	 la	 junta	 general	 en	 segunda
convocatoria	debe	celebrarse	dentro	de	 los	 treinta	días	de	 la	primera	y	 la
tercera	convocatoria	dentro	de	igual	plazo	de	la	segunda.
Los	acuerdos	se	adoptan,	en	cualquier	caso,	por	la	mayoría	absoluta	de	las
acciones	suscritas	con	derecho	a	voto	representadas	en	la	junta.
El	estatuto	no	puede	exigir	quórum	ni	mayoría	más	altas.
Lo	establecido	en	este	artículo	 también	es	de	aplicación,	en	su	caso,	a	 las
juntas	especiales	de	la	sociedad	anónima	abierta.
Ley	26887.
ART.	 258.—Publicación	 de	 la	 convocatoria.	 La	 anticipación	 de	 la
publicación	del	aviso	de	convocatoria	a	 las	 juntas	generales	de	la	sociedad
anónima	abierta	es	de	veinticinco	días.
En	un	solo	aviso	se	puede	hacer	constar	más	de	una	convocatoria.	En	este
caso	entre	una	y	otra	convocatoria	no	debe	mediar	menos	de	tres	ni	más	de
diez	días.
Ley	26887.
ART.	259.—Aumento	de	capital	sin	derecho	preferente.	En	el	aumento
de	 capital	 por	 nuevos	 aportes	 a	 la	 sociedad	 anónima	 abierta	 se	 podrá
establecer	que	 los	 accionistas	no	 tienen	derecho	preferente	para	 suscribir
las	acciones	que	se	creen	siempre	que	se	cumplan	los	siguientes	requisitos:
1.	 Que	 el	 acuerdo	 haya	 sido	 adoptado	 en	 la	 forma	 y	 con	 el	 quórum	 que
corresponda,	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 257	 y	 que	 además
cuente	 con	 el	 voto	 de	 no	 menos	 del	 cuarenta	 por	 ciento	 de	 las	 acciones
suscritas	con	derecho	de	voto;	y,
2.	Que	el	aumento	no	esté	destinado,	directa	o	indirectamente,	a	mejorar	la
posición	accionaria	de	alguno	de	los	accionistas.
Excepcionalmente,	 se	 podrá	 adoptar	 el	 acuerdo	 con	 un	 número	 de	 votos
menor	al	indicado	en	el	inciso	1	anterior,	siempre	que	las	acciones	a	crearse
vayan	a	ser	objeto	de	oferta	pública.
JURISPRUDENCIA.—Las	 acciones	 confieren	 a	 su	 titular	 el	 derecho	 a
participar	 en	 las	 utilidades,	 pero	 solo	 pueden	 ser	 pagadas	 una	 vez
obtenidas	realmente.	“Si	bien	las	acciones	confieren	a	su	titular	el	derecho
a	 participar	 en	 las	 utilidades,	 también	 lo	 es	 que	 éstas	 sólo	 pueden	 ser
pagadas	una	vez	obtenidas	 realmente.	En	el	 caso	de	autos,	el	demandante
transfirió	 sus	 acciones	 antes	 que	 se	 obtengan	 las	 utilidades,	 por	 lo	 que	 al
efectuarse	 la	distribución	de	 los	dividendos,	correspondía	hacer	el	pago	al
nuevo	titular	y	no	así	al	demandante,	anterior	accionista”.	(C.	S.,	Cas.	1604-
2013-Lima,	nov.	18/2013.	V.	P.	Almenara	Bryson)
Ley	26887.
ART.	260.—Auditoría	externa	anual.	La	 sociedad	 anónima	 abierta	 tiene
auditoría	anual	a	cargo	de	auditores	externos	escogidos	que	se	encuentren
hábiles	e	inscritos	en	el	Registro	Único	de	Sociedades	de	Auditoría.
Ley	26887.
ART.	261.—Derogado.	Ley	29782,	Cuarta	Disposición	Complementaria
Modificatoria.
Ley	26887.
ART.	 262.—Derecho	 de	 separación.	 Cuando	 una	 sociedad	 anónima
abierta	 acuerda	 excluir	 del	 Registro	 Público	 del	 Mercado	 de	 Valores	 las
acciones	 u	 obligaciones	 que	 tiene	 inscritas	 en	 dicho	 registro	 y	 ello
determina	que	pierda	su	calidad	de	tal	y	que	deba	adaptarse	a	otra	forma	de
sociedad	anónima,	los	accionistas	que	no	votaron	a	favor	del	acuerdo,	tienen
el	derecho	de	separación	de	acuerdo	con	lo	establecido	en	el	artículo	200.	El
derecho	de	separación	debe	ejercerse	dentro	de	los	diez	días	siguientes	a	la
fecha	de	inscripción	de	la	adaptación	en	el	registro.
Ley	26887.
ART.	 262-A.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1061,	 Cuarta	 Disposición	 Final	 y
Complementaria.	 Procedimiento	 de	 protección	 de	 accionistas
minoritarios.	 A	 fin	 de	 proteger	 efectivamente	 los	 derechos	 de	 los
accionistas	 minoritarios,	 la	 sociedad	 deberá	 difundir	 en	 un	 plazo	 que	 no
excederá	de	 los	 sesenta	 (60)	días	de	 realizada	 la	 junta	obligatoria	anual	o
transcurrido	el	plazo	a	que	se	refiere	el	artículo	114,	lo	que	ocurra	primero,
con	lo	siguiente:
1.	El	número	total	de	acciones	no	reclamadas	y	el	valor	total	de	las	mismas,
según	la	cotización	vigente	en	el	mercado	de	valores.	En	caso	de	no	existir
cotización	vigente	deberá	consignarse	el	valor	nominal	de	las	acciones;
2.	El	monto	total	de	los	dividendos	no	cobrados	y	exigibles	conforme	al
acuerdo	de	declaración	de	dividendos;
3.	El	lugar	donde	se	encuentran	los	listados	con	información	detallada,	así
como	el	lugar	y	el	horario	de	atención	para	que	los	accionistas	minoritarios
puedan	reclamar	sus	acciones	y/o	cobrar	sus	dividendos.
4.	 El	 listado	 de	 accionistas	 que	 no	 han	 reclamado	 sus	 acciones	 y/o
dividendos;	y
5.	Derogado.	D.	Leg.	1061,	Quinta	Disposición	Final	y	Complementaria.
Modificado.	D.	Leg.	1061,	Cuarta	Disposición	Final	y	Complementaria.
Dicha	difusión	deberá	 ser	 efectuada	 en	 la	 página	web	de	 la	 sociedad	 si	 la
tuviera	y	en	el	Portal	del	Mercado	de	Valores	de	Conasev.	Adicionalmente,
podrán	utilizarse	otros	medios	de	difusión	masiva.
Para	 aquellas	 sociedades	 que	 se	 encuentran	 en	 liquidación,	 situación	 de
insolvencia	o	con	patrimonio	negativo,	la	obligación	a	que	hace	referencia	el
primer	 párrafo	 del	 presente	 artículo	 se	 entenderá	 cumplida	 con	 la	 sola
publicación	 de	 un	 aviso	 que	 indique	 el	 lugar	 donde	 se	 encuentre	 la
información	antes	requerida	y	el	horario	de	atención.
NOTAS:	1.	El	D.	Leg.	1061	modificó	el	primer	y	penúltimo	párrafo	del	artículo	262-A.	Los	numerales
1,	2,	3	y	4,	manteniendo	el	último	párrafo	el	mismo	contenido.
2.	El	mismo	D.	Leg.	1061	deroga	el	numeral	5,	en	la	Quinta	Disposición	Final	y	Complementaria.
R.	81-99-EF/94.Copa.
ART.	 1°.—Las	 sociedades	 anónimas	 abiertas	 deberán	 seguir	 los
lineamientos	siguientes	en	las	publicaciones	que	realicen	según	lo	dispuesto
por	la	Ley	N°	26985,	Ley	de	Protección	a	los	Accionistas	Minoritarios	de	las
Sociedades	Anónimas	Abiertas:
1.1.	 Cuando	 encontrándose	 iniciado	 el	 procedimiento	 de	 protección	 a
través	de	las	publicaciones	previstas	en	el	artículo	2°	de	la	Ley	N°	26985,	se
produjera	una	nueva	emisión	de	acciones	o	un	nuevo	acuerdo	que	dé	lugar	a
un	 incremento	 en	 el	 saldo	 de	 acciones	 o	 dividendos	 por	 entregar,	 dicha
información	se	incorporará	al	proceso	de	publicaciones	en	la	etapa	en	que
se	 encuentre.	 Por	 ejemplo:	 si	 iniciado	el	 proceso	 aún	 faltan	 realizarse	dos
publicaciones,	 la	 nueva	 información	 se	 incorporará	 al	 proceso	 desde	 la
tercera	publicación.
1.2.	En	el	aviso	se	deberá	distinguir	cada	acuerdo	o	acto	que	da	origen	a	la
nueva	emisión	y	entrega	de	acciones	o	dividendos.
1.3.	 Se	 deberá	 distinguir,	 igualmente,	 los	 montos	 y	 valores
correspondientes	a	 las	emisiones	anteriores	y	 las	posteriores,	como	indica
el	numeral	precedente;	salvo	que	se	trate	de	la	cuarta	publicación	prevista
en	el	inciso	2.3.	del	artículo	2°	de	la	Ley	N°	26985.
1.4.	 Si	 al	 final	 de	 cada	proceso	hubieren	 saldos	de	dividendos	o	 acciones
por	 entregar,	 éstos	 serán	 informados	 en	 el	 siguiente	 proceso	 que
corresponda	 a	 la	 próxima	 junta	 obligatoria	 anual.	 Para	 este	 efecto,	 se
cumplirá	también	con	lo	previsto	en	los	incisos	1.2	y	1.3	de	esta	resolución.
1.5.	Si	por	acuerdo	de	junta	general	o	del	órgano	autorizado	para	el	efecto
la	entrega	de	dividendos	o	de	acciones	se	produjera	después	de	concluido	el
proceso	de	publicaciones	previsto	en	el	artículo	2°	de	 la	Ley	N°	26985,	 se
procederá	conforme	al	numeral	1.4.	de	la	presente	resolución.
R.	55-2001-EF/94.10-Conasev.
Anexo	XV
Modificado.	R.	021-2005-EF/94.10-Conasev
De	las	infracciones	y	sanciones	de	la	Ley	de	Protección	a	los
Accionistas	Minoritarios	de	las	Sociedades	Anónimas	Abiertas	y	sus
normas	complementarias
A)	De	las	sanciones:
Las	sanciones	que	se	pueden	 imponer	por	 infracciones	a	 las	obligaciones
contenidas	en	los	artículos	262-A	a	262-J	de	la	Ley	General	de	Sociedades,
son	las	siguientes:
a)	Amonestación;	y,
b)	Multa	no	menor	de	una	(1)	UIT	ni	mayor	de	veinticinco	(25)	UIT.
Las	infracciones	serán	calificadas	como	muy	graves,	graves	o	leves.
Cuando	la	infracción	sea	calificada	como	muy	grave,	se	aplicará	al	infractor
una	sanción	de	multa	mayor	de	doce	(12)	UIT	y	hasta	veinticinco	(25)	UIT.
Cuando	la	infracción	sea	calificada	como	grave,	se	aplicará	al	infractor	una
sanción	de	multa	mayor	de	cinco	(5)	UIT	y	hasta	doce	(12)	UIT.
Cuando	 la	 infracción	sea	calificada	como	 leve,	 se	aplicará	al	 infractor	una
sanción	de	amonestación	o	una	multa	no	menor	de	una	(1)	UIT	y	hasta	cinco
(5)	UIT.
B)	 De	 las	 infracciones	 de	 las	 sociedades	 anónimas	 abiertas	 en	 el
procedimiento	de	protección	a	los	accionistas	minoritarios:
1.	Se	considera	como	infracción	muy	grave
1.1.	Omitir	la	publicación	en	el	diario	oficial.
1.2.	Omitir	la	publicación	en	la	página	web	de	la	sociedad	en	el	caso	que	la
tuviera.
1.3.	 Deducir	 como	 gasto	 de	 difusión,	 un	 monto	 mayor	 al	 efectivamente
utilizado	o	autorizado.
2.	Se	considera	como	infracción	grave
2.1.	Omitir	en	la	publicación	el	número	total	de	acciones	no	reclamadas.
2.2.	Omitir	 en	 la	 publicación	 el	 valor	 total	 de	 las	 acciones	no	 reclamadas
según	 la	cotización	vigente	en	el	mercado	en	 la	 fecha	en	que	se	remite	 los
avisos	al	diario	oficial.
2.3.	Omitir	en	la	publicación	el	monto	total	de	dividendos	no	cobrados.
2.4.	Omitir	en	la	publicación	el	listado	de	accionistas	que	no	han	reclamado
sus	acciones	y/o	dividendos.
2.5.	Omitir	en	la	publicación	los	nombres	de	accionistas	en	los	listados.
2.6.	 Omitir	 en	 la	 publicación	 los	 gastos	 de	 difusión	 incurridos	 en	 el
procedimiento	de	protección.
2.7.	 Omitir	 presentar	 a	 la	 Conasev	 la	 documentación	 referida	 al
procedimiento	de	protección.
3.	Se	considera	como	infracción	leve
3.1.	Realizar	extemporáneamente	la	publicación	en	el	diario	oficial.
3.2.	Realizar	extemporáneamente	la	publicación	de	los	gastos	de	difusión.
3.3.	Presentar	extemporáneamente	a	la	Conasev	la	documentación	referida
al	procedimiento	de	protección.
3.4.	 Consignar	 erróneamente	 el	 valor	 de	 cotización	 de	 las	 acciones	 no
reclamadas	en	la	fecha	en	que	se	remite	los	avisos	al	diario	oficial.
C)	 De	 las	 infracciones	 de	 las	 sociedades	 anónimas	 abiertas	 en	 el
procedimiento	de	solución	de	controversias:
1.	Se	considera	como	infracción	muy	grave
1.1.	Omitir,	en	forma	injustificada,	la	elevación	del	expediente.
2.	Se	considera	como	infracción	grave
2.1.	No	admitir	la	solicitud	de	entrega	de	acciones	y/o	dividendos.
2.2.	Elevar	extemporáneamente	el	expediente	cuando	haya	sido	declarada
fundada	la	queja.
2.3.	Omitir	la	entrega	de	toda	información	y	documentación	requerida	por
la	Conasev.
3.	Se	considera	como	infracción	leve
3.1.	 Elevar	 extemporáneamente	 el	 expediente	 sin	mediar	 la	 presentación
de	la	queja	de	hecho	por	el	interesado.
3.2.	Elevar	el	expediente	sin	cumplir	con	las	formalidades	establecidas	en
la	normativa.
3.3.	 Presentar	 en	 forma	 incompleta	 la	 información	 y	 documentación
requerida	por	la	Conasev.
3.4.	 Presentar	 extemporáneamente	 la	 información	 y	 documentación
requerida	por	la	Conasev.
D)	Derogado.	R.	030-2007-EF/94.10-Conasev.
COMENTARIO.—Definición	 de	 inversionistas	 minoritarios.	 Los
inversionistas	 minoritarios	 son	 aquellos	 que	 pretenden	 obtener	 un
inmediato	 beneficio	 económico	 de	 la	 sociedad,	 es	 decir,	 que	 su	 inversión
logre	un	retorno,	sin	importarles	el	futuro	de	la	empresa	porque	el	paso	de
ellos	 es	 efímero;	 pronto	 irán	 en	 búsqueda	 de	 una	 nueva	 sociedad	 que
satisfaga	sus	pretensiones	especulativas.	Saben,	además,	que	con	el	capital
invertido	no	podrán	intervenir	directamente	en	la	marcha	social,	ni	 incidir
con	fuerza	en	las	decisiones	corporativas,	a	tal	punto	que	llegan	a	“ceder”	su
derecho	político	consustancial	al	suscribir	acciones	sin	derecho	a	voto.
Sin	 embargo,	 deberá	 apreciarse	 que	 en	 las	 grandes	 sociedades	 son
precisamente	 los	 inversionistas	 minoritarios	 quienes	 hacen	 posible	 la
realización	del	negocio,	en	tanto	mediante	“pequeños	aportes”	se	consigue
lo	 que	 nadie,	 aisladamente,	 podría	 aportar.	 Arribar	 a	 esta	 concepción
implica	 valorizar	 adecuadamente	 el	 rol	 del	 socio	minoritario	 y	 promueve
una	corriente	de	pensamiento	que	tiende	a	la	salvaguarda	de	sus	derechos.
Nuestra	vigente	Ley	General	de	Sociedades	es	un	buen	ejemplo	de	recepción
legislativa	en	este	aspecto,	puesto	que	contempla	los	derechos	de	convocar
a	 junta	 general	de	 accionistas	 (artículo	117),	 impugnar	 acuerdos	 (artículo
140),	 percibir	 utilidades	 líquidas	 (artículo	 231),	 accionar	 contra	 el
directorio	(artículo	181),	solicitar	auditorías	externas	o	especiales	(artículos
226	y	227)	y	separarse	(artículo	200),	entre	otros,	lo	cual	se	consolidó	en	su
momento	 con	 la	 dación	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 a	 los	 Accionistas
Minoritarios	 de	 las	 Sociedades	 Anónimas	 Abiertas	 (ahora	 incorporada
prácticamente	 al	 texto	 societario)	 y	 con	 la	 creación	 de	 la	 Comisión	 de
Protección	al	Accionista	Minoritario	como	órgano	de	la	Conasev.
Ley	26887.
ART.	 262-B.—Modificado.	 Ley	 30050,	 Art.	 9°.	 Solicitud	 de	 entrega	 de
los	títulos	representativos	de	acciones	y/o	dividendos.	Para	solicitar	 la
entrega	 de	 sus	 acciones	 y/o	 los	 dividendos,	 los	 interesados	 deberán
presentar	los	siguientes	documentos	según	se	trate	de	personas	naturales	o
jurídicas:
a)	Documento	de	identidad,	adjuntando	copia	del	mismo;
b)	Poderes	que	acrediten	la	representación	del	titular,	de	ser	el	caso;
c)	Documentos	que	acrediten	la	condición	de	heredero	o	legatario,	de	ser	el
caso;
d)	 Documentos	 que	 acrediten	 la	 titularidad	 de	 las	 acciones,	 cuando
corresponda.
Para	la	entrega	de	dividendos,	los	interesados	podrán	instruir	a	la	sociedad
que	 efectúe,	 en	 su	 favor,	 el	 respectivo	 depósito	 dinerario	 en	 una	 cuenta
establecida	 en	 una	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 nacional	 designada
expresamente	por	los	titulares	para	tal	fin,	cuando	corresponda.
Con	la	presentación	de	los	documentos	a	que	hubiere	lugar,	señalados	en	el
presente	artículo,	la	sociedad	entregará	las	acciones	o	los	dividendos	en	un
plazo	máximo	de	 treinta	 (30)	días.	Vencido	dicho	plazo,	 sin	que	 exista	un
pronunciamiento	 de	 la	 sociedad,	 se	 entenderá	 denegada	 la	 solicitud,
quedando	expedito	el	procedimiento	de	reclamación	regulado	en	el	artículo
262-F.
Ley	26887.
ART.	 262-C.—Derogado.	 Ley	 29782,	 Cuarta	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.
Ley	26887.
ART.	 262-D.—Derogado.	 Ley	 29782,	 Cuarta	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.
Ley	26887.
ART.	 262-E.—Gastos	 de	 difusión.	 Los	 gastos	 de	 difusión	 derivados	 del
procedimiento	de	protección	a	 los	accionistas	minoritarios	 serán	de	cargo
de	 la	 sociedad,	 la	 que	 podrá	 deducirlos	 proporcionalmente	 de	 los
dividendos	 no	 cobrados	 que	 hubieran	 dado	 origen	 al	 inicio	 de	 dicho
procedimiento.
Modificado.	D.	Leg.	1061,	Cuarta	Disposición	Final	y	Complementaria.
La	 deducción	 de	 los	 gastos	 deberá	 efectuarse	 a	más	 tardar	 dentro	 de	 los
quince	 (15)	 días	 siguientes	 de	 realizada	 la	 difusión,	 caso	 contrario	 se
presumirá,	 sin	 prueba	 en	 contrario,	 que	 los	 gastos	 de	 difusión	 han	 sido
asumidos	por	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	 262-F.—Modificado.	 Ley	 29782,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	 Modificatoria.	 Procedimiento	 de	 reclamación.	 El
solicitante	 al	 que	 se	 le	 hubiere	 denegado	 la	 entrega	 de	 sus	 acciones	 o
dividendos,	 de	 modo	 expreso	 o	 ficto,	 podrá	 reclamar	 este	 hecho	 ante	 la
Superintendencia	del	Mercado	de	Valores	(SMV).
El	 reclamo	 se	 presentará	 ante	 la	 sociedad,	 en	 un	 plazo	 de	 quince	 días
hábiles	contados	a	partir	de	la	notificación	de	la	denegación	de	la	sociedad	o
de	la	denegatoria	ficta.	El	expediente	será	elevado	a	la	Superintendencia	del
Mercado	 de	 Valores	 (SMV),	 con	 los	 documentos	 necesarios	 para	 resolver
que	 obren	 en	 poder	 de	 la	 sociedad,	 en	 el	 término	 de	 tres	 días	 hábiles.	 La
SMV	deberá	resolver	el	reclamo	dentro	de	los	noventa	días	hábiles	contados
desde	que	 fueron	 recibidos	 los	documentos	 remitidos	por	 la	 sociedad,	 sin
más	 trámite	 que	 el	 análisis	 de	 los	 mismos.	 Dentro	 de	 este	 plazo,	 la	 SMV
podrá	solicitar	cualquier	documento	adicional	al	interesado	y	a	la	sociedad.
Los	 criterios	 utilizados	 por	 la	 Superintendencia	 del	 Mercado	 de	 Valores
(SMV)	 al	 resolver	 la	 solicitud	 deberán	 ser	 observados	 por	 las	 sociedades
anónimas	abiertas	en	sucesivas	peticiones	de	casos	similares.
Ley	26887.
ART.	 262-G.—Derogado.	 Ley	 29782,	 Cuarta	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.
Ley	26887.
ART.	262-H.—Sanciones	y	disposiciones	de	la	Conasev.	En	caso	de	que
la	 sociedad	 incumpla	 cualquiera	 de	 las	 obligaciones	 de	 protección	 de
accionistas	 minoritarios	 considerados	 en	 la	 presente	 ley	 o	 en	 las
disposiciones	 que	 emita	 la	 Conasev,	 ésta	 aplicará,	 con	 criterios	 de
razonabilidad	 y	 proporcionalidad,	 las	 sanciones	 administrativas	 de
amonestación	 y	multas	 no	menores	 de	 una	 (1)	 ni	mayores	 de	 veinticinco
(25)	Unidades	Impositivas	Tributarias.
La	Conasev	aprobará,	mediante	resolución	de	directorio,	las	normas
complementarias	sobre	aplicación	de	sanciones	e	infracciones	de	la
presente	ley	o	disposiciones	relativas	a	la	protección	de	los	derechos	de	los
accionistas	minoritarios.
Ley	26887.
ART.	 262-I.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1061,	 Cuarta	 Disposición	 Final	 y
Complementaria.	 Obligación	 de	 los	 fiduciarios	 a	 efectuar
publicaciones	 para	 proteger	 a	 los	 accionistas	 minoritarios.	 Los
fiduciarios	de	 los	patrimonios	 fideicometidos	constituidos	con	arreglo	a	 lo
dispuesto	en	el	Subcapítulo	 II	del	Título	 III,	 Sección	Segunda,	de	 la	Ley	N°
26702,	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Financiero,	 del	 Sistema	 de	 Seguros	 y
Orgánica	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 que	 tengan	 por
finalidad	realizar	 todas	 las	acciones	necesarias	para	proteger	 los	derechos
de	 los	accionistas	y	promover	 la	entrega	de	acciones	y/o	dividendos	a	sus
propietarios,	 están	 obligados	 a	 difundir,	 con	 cargo	 a	 dicho	 patrimonio,	 la
relación	de	los	accionistas	que	no	hubieren	reclamado	sus	acciones	y/o	de
aquellos	 que	 no	 hubieren	 cobrado	 sus	 dividendos	 o	 de	 aquellos	 cuyas
acciones	se	hubieran	encontrado	en	situación	de	canje.
Dicha	 difusión	 deberá	 ser	 efectuada	 anualmente	 y	 durante	 el	 segundo
trimestre	de	cada	año	en	 la	página	web	de	 la	sociedad	y	del	 fiduciario,	así
como	en	el	portal	del	Mercado	de	Valores	de	Conasev.
En	caso	que	la	sociedad	no	cuente	con	página	web	necesariamente	deberá
efectuar	la	difusión	en	el	portal	antes	mencionado.
Ley	26702.
ART.	 241.—Concepto	 de	 fideicomiso.	 El	 fideicomiso	 es	 una	 relación
jurídica	por	la	cual	el	fideicomitente	transfiere	bienes	en	fideicomiso	a	otra
persona,	 denominada	 fiduciario,	 para	 la	 constitución	 de	 un	 patrimonio
fideicometido,	 sujeto	 al	 dominio	 fiduciario	 de	 este	 último	 y	 afecto	 al
cumplimiento	de	un	fin	específico	en	favor	del	 fideicomitente	o	un	tercero
denominado	fideicomisario.
El	 patrimonio	 fideicometido	 es	 distinto	 al	 patrimonio	 del	 fiduciario,	 del
fideicomitente,	 o	 del	 fideicomisario	 y	 en	 su	 caso,	 del	 destinatario	 de	 los
bienes	remanentes.
Los	 activos	 que	 conforman	 el	 patrimonio	 autónomo	 fideicometido	 no
generan	 cargos	 al	 patrimonio	 efectivo	 correspondiente	 de	 la	 empresa
fiduciaria,	 salvo	 el	 caso	 que	 por	 resolución	 jurisdiccional	 se	 le	 hubiera
asignado	responsabilidad	por	mala	administración,	y	por	el	 importe	de	los
correspondientes	daños	y	perjuicios.
La	parte	líquida	de	los	fondos	que	integran	el	fideicomiso	no	está	afecta	a
encaje.
La	 Superintendencia	 dicta	 normas	 generales	 sobre	 los	 diversos	 tipos	 de
negocios	fiduciarios.
Ley	26887.
ART.	 262-J.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1061,	 Quinta	 Disposición	 Final	 y
Complementaria.
TÍTULO	III
ADAPTACIÓN	A	LAS	FORMAS	DE	SOCIEDAD
ANÓNIMA	QUE	REGULA	LA	LEY
Ley	26887.
ART.	 263.—Adaptación	 de	 la	 sociedad	 anónima.	 Cuando	 una	 sociedad
anónima	 reúna	 los	 requisitos	para	 ser	 considerada	una	 sociedad	anónima
cerrada	 se	 le	 podrá	 adaptar	 a	 esta	 forma	 societaria	 mediante	 la
modificación,	en	lo	que	fuere	necesario,	del	pacto	social	y	del	estatuto.
La	 adaptación	 a	 sociedad	 anónima	 abierta	 tendrá	 carácter	 obligatorio
cuando	 al	 término	de	un	 ejercicio	 anual	 la	 sociedad	 alcance	 alguna	de	 las
condiciones	 previstas	 en	 los	 numerales	 1,	 2	 ó	 3	 del	 artículo	 249.	 En	 este
caso	 cualquier	 socio	 o	 tercero	 interesado	 puede	 solicitarla.	 La
administración	debe	realizar	las	acciones	necesarias	y	las	juntas	pertinentes
se	 celebrarán	 y	 adoptarán	 los	 acuerdos	 sin	 los	 requisitos	 de	 quórum	 o
mayorías.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 81.—Adaptación	 de	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada,	 ordinaria	 o
abierta.	El	registrador	no	inscribirá	acto	societario	alguno	cuando	advierta
que	la	sociedad	ordinaria	o	cerrada	debería	tener	la	modalidad	de	abierta,
por	cumplir	con	una	o	más	de	las	condiciones	estipuladas	en	la	ley	para	esta
forma	societaria.
Se	 exceptúa	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 la	 inscripción	 de	 los
actos	necesarios	para	que	la	sociedad	se	adapte	a	la	modalidad	de	sociedad
anónima	abierta.
Es	 acto	 inscribible,	 la	 comunicación	 cursada	 por	 Conasev	 al	 registro
exigiendo	 que	 la	 sociedad	 se	 adapte	 a	 la	modalidad	 de	 sociedad	 anónima
abierta,	 en	 cuyo	 caso,	 no	 se	 inscribirá	 acto	 posterior	 alguno,	 salvo	 lo
dispuesto	en	el	párrafo	anterior.
Ley	26887.
ART.	 264.—Adaptación	 de	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada	 o	 sociedad
anónima	 abierta.	 La	 sociedad	 anónima	 cerrada	 o	 la	 sociedad	 anónima
abierta	 que	 deje	 de	 reunir	 los	 requisitos	 que	 establece	 la	 ley	 para	 ser
considerada	como	tal	debe	adaptarse	a	la	forma	de	sociedad	anónima	que	le
corresponda.	 A	 tal	 efecto	 se	 procederá	 según	 se	 indica	 en	 el	 artículo
anterior.
LIBRO	TERCERO
OTRAS	FORMAS	SOCIETARIAS
SECCIÓN	PRIMERA
SOCIEDAD	COLECTIVA
Ley	26887.
ART.	 265.—Responsabilidad.	 En	 la	 sociedad	 colectiva	 los	 socios
responden	en	forma	solidaria	e	ilimitada	por	las	obligaciones	sociales.	Todo
pacto	en	contrario	no	produce	efecto	contra	terceros.
C.	C.
ART.	 1183.—Forma	 expresa	 de	 la	 solidaridad.	 La	 solidaridad	 no	 se
presume.	 Sólo	 la	 ley	 o	 el	 título	 de	 la	 obligación	 la	 establecen	 en	 forma
expresa.
Ley	26887.
ART.	 266.—Razón	 social.	 La	 sociedad	 colectiva	 realiza	 sus	 actividades
bajo	una	razón	social	que	se	integra	con	el	nombre	de	todos	los	socios	o	de
algunos	o	alguno	de	ellos,	agregándose	la	expresión	“Sociedad	Colectiva”	o
las	siglas	“S.C.”.
La	persona	que,	sin	ser	socio,	permite	que	su	nombre	aparezca	en	la	razón
social,	responde	como	si	lo	fuera.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 84.—Nombre	 de	 persona	 no	 socia	 en	 la	 razón	 social.	 El
consentimiento	de	una	persona	que	no	es	 socia	 en	una	 sociedad	 colectiva
debe	constar	en	escritura	pública,	para	que	su	nombre	aparezca	en	la	razón
social.
Ley	26887.
ART.	267.—Duración.	La	sociedad	colectiva	tiene	plazo	fijo	de	duración.	La
prórroga	requiere	consentimiento	unánime	de	los	socios	y	se	realiza	luego
de	haberse	cumplido	con	lo	establecido	en	el	artículo	275.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 86.—Aviso	 del	 acuerdo	 de	 prórroga.	 Para	 la	 inscripción	 de	 la
prórroga	del	plazo	de	duración	de	la	sociedad,	no	es	exigible	la	presentación
del	aviso	a	que	se	refiere	el	artículo	275	de	la	ley.
Ley	26887.
ART.	 268.—Modificación	 del	 pacto	 social.	 Toda	modificación	 del	 pacto
social	 se	 adopta	 por	 acuerdo	 unánime	 de	 los	 socios	 y	 se	 inscribe	 en	 el
registro,	sin	cuyo	requisito	no	es	oponible	a	terceros.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	85.—Contenido	del	asiento	de	inscripción	del	pacto	social	o	de	su
modificación.	Sin	perjuicio	de	los	demás	datos	que	debe	contener	el	asiento
de	constitución	de	una	sociedad	colectiva,	conforme	a	este	reglamento,	en	el
asiento	 de	 inscripción	 del	 pacto	 social	 deberá	 identificarse	 a	 los	 socios
industriales	y	el	voto	que	 les	 corresponde,	 si	 el	 cómputo	de	 la	mayoría	 se
hubiera	establecido	por	capitales.
Ley	26887.
ART.	 269.—Formación	 de	 la	 voluntad	 social.	 Salvo	 estipulación
diferente,	 los	 acuerdos	 de	 la	 sociedad	 se	 adoptan	 por	 mayoría	 de	 votos,
computados	por	personas.
Si	 se	pacta	que	 la	mayoría	 se	 computa	por	 capitales,	 el	pacto	 social	debe
establecer	 el	 voto	 que	 corresponde	 al	 o	 a	 los	 socios	 industriales.	 En	 todo
caso	 en	 que	 un	 socio	 tenga	 más	 de	 la	 mitad	 de	 los	 votos,	 se	 necesitará
además	el	voto	de	otro	socio.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	87.—Quórum	y	mayoría	para	adoptar	acuerdos.	La	unanimidad	a
que	 se	 refieren	 los	 artículos	 267	 y	 268	de	 la	 ley,	 es	 de	 la	 totalidad	de	 los
socios	 asistentes	 a	 la	 junta.	 El	 quórum	 de	 asistencia	 se	 computará	 de
acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	126	de	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—Las	 reglas	 de	 convocatoria	 a	 la	 junta	 para	 la
sociedad	 anónima	 se	 aplica	 también	 a	 la	 sociedad	 colectiva:	 “ante	 el
vacío	de	 la	 ley,	 el	 juez	no	puede	dejar	de	administrar	 justicia”.	“(...)	 en
cuanto	 a	 la	 denuncia	 contenida	 en	 el	 apartado	A)	del	 recurso	 en	mención
cabe	anotar:	si	bien	es	cierto	el	artículo	113	de	la	Ley	General	de	Sociedades
está	 consignado	 en	 libro	 correspondiente	 a	 la	 sociedad	 anónima,	 no	 es
menos	 cierto	 que	 es	 una	norma	que	 resulte	 incompatible	 con	 lo	 regulado
respecto	a	la	sociedad	colectiva,	por	lo	que	nada	impide	su	aplicación	a	ésta;
con	mayor	razón	sí	se	tiene	en	cuenta	que	ante	el	vacío	de	la	ley	el	juez	no
puede	dejar	de	administrar	justicia,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	por	el
artículo	139	inciso	8	de	la	Constitución	Política	del	Estado	(...)	en	cuanto	a	la
denuncia	contenida	en	el	apartado	B)	del	recurso	en	mención:	la	norma	del
artículo	113	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	al	ser	de	rango	legal	prevalece
sobre	las	normas	estatutarias,	siendo	la	misma	plenamente	aplicable	al	caso
de	autos,	tal	como	se	ha	determinado	antes”.	(CS,	Cas.	2463-2012-Junín,	abr.
07/2013.	V.	P.	Miranda	Molina)
Ley	26887.
ART.	 270.—Administración.	 Salvo	 régimen	 distinto	 previsto	 en	 el	 pacto
social,	 la	 administración	 de	 la	 sociedad	 corresponde,	 separada	 e
individualmente,	a	cada	uno	de	los	socios.
Ley	26887.
ART.	 271.—Transferencia	 de	 las	 participaciones.	 Ningún	 socio	 puede
transmitir	 su	 participación	 en	 la	 sociedad	 sin	 el	 consentimiento	 de	 los
demás.	Las	participaciones	de	los	socios	constan	en	la	escritura	pública	de
constitución	social.	Igual	formalidad	es	necesaria	para	la	transmisión	de	las
participaciones.
C.	C.
ART.	 882.—Prohibición	 de	 enajenar	 o	 gravar.	 No	 se	 puede	 establecer
contractualmente	 la	 prohibición	 de	 enajenar	 o	 gravar,	 salvo	 que	 la	 ley	 lo
permita.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 88.—Inscripción	 de	 la	 transferencia	 de	 participaciones.	 Las
transferencias	 de	 participaciones	 por	 acto	 intervivos	 se	 inscribirán	 en
mérito	 de	 escritura	 pública,	 en	 la	 que	 intervendrán	 el	 transferente	 y	 el
adquirente.	En	ella,	se	insertará	el	acta	de	la	junta	de	socios	en	que	conste	el
consentimiento	de	todos	los	demás	socios	a	la	transferencia	y	la	aprobación
de	la	modificación	del	pacto	social,	con	indicación	de	la	nueva	distribución
de	las	participaciones.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 89.—Aumento	 o	 reducción	 de	 capital.	 Para	 que	 se	 inscriba	 el
aumento	 o	 reducción	 de	 capital,	 la	 escritura	 pública	 respectiva	 deberá
contener	 el	 acta	 de	 la	 junta	 de	 socios	 que	 incluya	 el	 acuerdo
correspondiente	 así	 como	 la	 distribución	 de	 las	 participaciones	 entre	 los
socios.
Ley	26887.
ART.	 272.—Negocios	 privados.	 Los	 negocios	 que	 los	 socios	 hagan	 en
nombre	 propio,	 por	 su	 cuenta	 y	 riesgo	 y	 con	 sus	 fondos	 particulares,	 no
obligan	ni	aprovechan	a	 la	sociedad,	salvo	que	el	pacto	social	disponga	de
manera	distinta.
Ley	26887.
ART.	273.—Beneficio	de	excusión.	El	socio	requerido	de	pago	de	deudas
sociales	 puede	 oponer,	 aun	 cuando	 la	 sociedad	 esté	 en	 liquidación,	 la
excusión	 del	 patrimonio	 social,	 indicando	 los	 bienes	 con	 los	 cuales	 el
acreedor	puede	lograr	el	pago.
El	socio	que	paga	con	sus	bienes	una	deuda	exigible	a	cargo	de	la	sociedad,
tiene	el	derecho	de	reclamar	a	ésta	el	reembolso	total	o	exigirlo	a	los	otros
socios	a	prorrata	de	su	respectivas	participaciones,	salvo	que	el	pacto	social
disponga	de	manera	diversa.
C.	C.
ART.	 1186.—Reclamaciones	 contra	 deudores	 solidarios.	 El	 acreedor
puede	dirigirse	contra	cualquiera	de	los	deudores	solidarios	o	contra	todos
ellos	simultáneamente.
Las	reclamaciones	entabladas	contra	uno,	no	serán	obstáculo	para	las	que
posteriormente	se	dirijan	contra	 los	demás,	mientras	no	resulte	pagada	 la
deuda	por	completo.
Ley	26887.
ART.	274.—Derechos	de	los	acreedores	de	un	socio.	Los	acreedores	de
un	socio	no	tienen	respecto	de	la	sociedad,	ni	aun	en	el	caso	de	quiebra	de
aquél,	 otro	 derecho	 que	 el	 de	 embargar	 y	 percibir	 lo	 que	 por	 beneficio	 o
liquidación	 le	 corresponde,	 según	 sea	 el	 caso,	 al	 socio	 deudor.	 Tampoco
pueden	 solicitar	 la	 liquidación	 de	 la	 participación	 en	 la	 sociedad	 que	 le
corresponda	 al	 socio	 deudor.	 Sin	 embargo,	 el	 acreedor	 de	 un	 socio	 con
crédito	 vencido,	 puede	 oponerse	 a	 que	 se	 prorrogue	 la	 sociedad	 respecto
del	socio	deudor.
Ley	26887.
ART.	 275.—Prórroga	 de	 la	 duración	 de	 la	 sociedad.	 El	 acuerdo	 de
prórroga	 de	 la	 sociedad	 se	 publica	 por	 tres	 veces.	 La	 oposición	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	anterior	se	 formula	dentro	de	 los	treinta	días	del	último
aviso	o	de	la	inscripción	en	el	registro	y	se	tramita	por	el	proceso	abreviado.
Declarada	 fundada	 la	 oposición,	 la	 sociedad	debe	 liquidar	 la	 participación
del	socio	deudor	en	un	lapso	no	mayor	a	tres	meses.
Ley	26887.
ART.	 276.—Separación,	 exclusión	 o	 muerte	 de	 socio.	 En	 el	 caso	 de
separación	o	exclusión,	el	socio	continúa	siendo	responsable	ante	terceros
por	las	obligaciones	sociales	contraídas	hasta	el	día	que	concluye	su	relación
con	 la	sociedad.	La	exclusión	del	socio	se	acuerda	por	 la	mayoría	de	ellos,
sin	 considerar	 el	 voto	 del	 socio	 cuya	 exclusión	 se	 discute.	 Dentro	 de	 los
quince	días	desde	que	la	exclusión	se	comunicó	al	socio	excluido,	puede	éste
formular	oposición	mediante	demanda	en	proceso	abreviado.
Si	la	sociedad	sólo	tiene	dos	socios,	la	exclusión	de	uno	de	ellos	sólo	puede
ser	resuelta	por	el	juez,	mediante	proceso	abreviado.	Si	se	declara	fundada
la	exclusión	se	aplica	lo	dispuesto	en	la	primera	parte	del	artículo	4°.
Los	 herederos	 de	 un	 socio	 responden	 por	 las	 obligaciones	 sociales
contraídas	 hasta	 el	 día	 del	 fallecimiento	 de	 su	 causante.	 Dicha
responsabilidad	está	limitada	a	la	masa	hereditaria	del	causante.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 91.—Exclusión	 de	 socio.	 La	 exclusión	 de	 socio	 se	 inscribe	 en	 los
casos	 previstos	 en	 el	 pacto	 social,	 en	 mérito	 de	 escritura	 pública	 que
contenga	 el	 acuerdo	 respectivo.	 Esta	 inscripción	 no	 está	 sujeta	 a	 que	 se
inscriba,	previa	o	 conjuntamente,	 el	 acuerdo	de	 reducción	de	capital,	ni	 la
correspondiente	modificación	del	pacto	social	con	la	nueva	distribución	de
las	participaciones.
Para	 el	 cómputo	 del	 quórum	 y	 de	 la	 mayoría,	 no	 se	 consideran	 las
participaciones	del	socio	que	ha	sido	excluido.
Ley	26887.
ART.	 277.—Estipulaciones	 a	 ser	 incluidas	 en	 el	 pacto	 social.	 El	 pacto
social,	en	adición	a	 las	materias	que	contenga	conforme	a	 lo	previsto	en	la
presente	sección,	debe	incluir	reglas	relativas	a:
1.	 El	 régimen	 de	 administración	 y	 las	 obligaciones,	 facultades	 y
limitaciones	 de	 representación	 y	 gestión	 que	 corresponden	 a	 los
administradores;
2.	Los	controles	que	se	atribuyen	a	los	socios	no	administradores	respecto
de	la	administración	y	la	forma	y	procedimientos	como	ejercen	los	socios	el
derecho	de	información	respecto	de	la	marcha	social;
3.	Las	responsabilidades	y	consecuencias	que	se	deriven	para	el	socio	que
utiliza	 el	 patrimonio	 social	 o	 usa	 la	 firma	 social	 para	 fines	 ajenos	 a	 la
sociedad;
4.	Las	demás	obligaciones	de	los	socios	para	con	la	sociedad;
5.	 La	 determinación	 de	 las	 remuneraciones	 que	 les	 correspondan	 a	 los
socios	 y	 las	 limitaciones	para	 el	 ejercicio	de	 actividades	 ajenas	 a	 las	de	 la
sociedad;
6.	 La	 determinación	 de	 la	 forma	 cómo	 se	 reparten	 las	 utilidades	 o	 se
soportan	las	pérdidas;
7.	Los	casos	de	separación	o	exclusión	de	 los	socios	y	 los	procedimientos
que	deben	seguirse	a	tal	efecto;	y,
8.	 El	 procedimiento	 de	 liquidación	 y	 pago	 de	 la	 participación	 del	 socio
separado	o	excluido,	y	el	modo	de	resolver	los	casos	de	desacuerdo.
El	 pacto	 social	 podrá	 incluir	 también	 las	 demás	 reglas	 y	 procedimientos
que,	 a	 juicio	 de	 los	 socios,	 sean	 necesarios	 o	 convenientes	 para	 la
organización	 y	 funcionamiento	 de	 la	 sociedad,	 así	 como	 los	 demás	 pactos
lícitos	que	deseen	establecer,	 todo	ello	en	cuanto	que	no	colisione	con	 los
aspectos	sustantivos	de	esta	forma	societaria.
SECCIÓN	SEGUNDA
SOCIEDADES	EN	COMANDITA
TÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	26887.
ART.	278.—Responsabilidad.	En	 las	 sociedades	en	comandita,	 los	 socios
colectivos	 responden	 solidaria	 e	 ilimitadamente	 por	 las	 obligaciones
sociales,	 en	 tanto	 que	 los	 socios	 comanditarios	 responden	 sólo	 hasta	 la
parte	del	capital	que	se	hayan	comprometido	a	aportar.	El	acto	constitutivo
debe	indicar	quiénes	son	los	socios	colectivos	y	quiénes	los	comanditarios.
La	sociedad	en	comandita	puede	ser	simple	o	por	acciones.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 92.—Normas	 aplicables.	 Son	 aplicables,	 a	 las	 inscripciones
correspondientes	a	las	sociedades	en	comandita	simple,	las	disposiciones	de
este	reglamento	para	las	sociedades	colectivas,	en	lo	que	sean	pertinentes.
En	el	caso	de	las	sociedades	en	comandita	por	acciones,	son	aplicables	las
disposiciones	de	este	 reglamento	para	 las	 sociedades	anónimas,	 en	 lo	que
sean	pertinentes.
Ley	26887.
ART.	279.—Razón	social.	La	sociedad	en	comandita	realiza	sus	actividades
bajo	 una	 razón	 social	 que	 se	 integra	 con	 el	 nombre	 de	 todos	 los	 socios
colectivos,	o	de	algunos	o	alguno	de	ellos,	agregándose,	según	corresponda,
las	 expresiones	 “Sociedad	 en	 Comandita”	 o	 “Sociedad	 en	 Comandita	 por
Acciones”,	 o	 sus	 respectivas	 siglas	 “S.	 en	 C.”	 o	 “S.	 en	 C.	 por	 A.”.	 El	 socio
comanditario	 que	 consienta	 que	 su	 nombre	 figure	 en	 la	 razón	 social
responde	 frente	 a	 terceros	 por	 las	 obligaciones	 sociales	 como	 si	 fuera
colectivo.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 93.—Indicación	 de	 la	 modalidad	 societaria.	 En	 el	 asiento	 de
inscripción	del	pacto	social	debe	 indicarse	 la	modalidad	de	 la	 sociedad	en
comandita,	 el	 nombre	 de	 los	 socios	 y	 su	 respectiva	 condición	 de	 socios
colectivos	o	comanditarios.
Ley	26887.
ART.	 280.—Contenido	 de	 la	 escritura	 de	 constitución.	 El	 pacto	 social
debe	contener	 las	reglas	particulares	a	 la	respectiva	 forma	de	sociedad	en
comandita	 que	 se	 adopte	 y	 además	 puede	 incluir	 los	 mecanismos,
procedimientos	 y	 reglas,	 así	 como	 otros	 pactos	 lícitos,	 que	 a	 juicio	 de	 los
contratantes	 sean	 necesarios	 o	 convenientes	 para	 la	 organización	 y
funcionamiento	de	la	sociedad,	siempre	que	no	colisionen	con	los	aspectos
sustantivos	de	la	respectiva	forma	de	sociedad	en	comandita.
TÍTULO	II
REGLAS	PROPIAS	DE	LA	SOCIEDAD	EN	COMANDITA
SIMPLE
Ley	26887.
ART.	281.—Sociedad	en	comandita	simple.	A	 la	 sociedad	en	 comandita
simple	se	aplican	las	disposiciones	relativas	a	la	sociedad	colectiva,	siempre
que	sean	compatibles	con	lo	indicado	en	la	presente	sección.
Esta	forma	societaria	debe	observar,	particularmente,	las	siguientes	reglas:
1.	 El	 pacto	 social	 debe	 señalar	 el	monto	 del	 capital	 y	 la	 forma	 en	 que	 se
encuentra	 dividido.	 Las	 participaciones	 en	 el	 capital	 no	 pueden	 estar
representadas	por	acciones	ni	por	cualquier	otro	título	negociable;
2.	Los	aportes	de	los	socios	comanditarios	sólo	pueden	consistir	en	bienes
en	especie	o	en	dinero;
3.	 Salvo	 pacto	 en	 contrario,	 los	 socios	 comanditarios	 no	 participan	 en	 la
administración;	y,
4.	Para	la	cesión	de	la	participación	del	socio	colectivo	se	requiere	acuerdo
unánime	de	 los	 socios	 colectivos	y	mayoría	 absoluta	de	 los	 comanditarios
computada	por	capitales.	Para	 la	del	comanditario	es	necesario	el	acuerdo
de	la	mayoría	absoluta	computada	por	persona	de	los	socios	colectivos	y	de
la	mayoría	absoluta	de	los	comanditarios	computada	por	capitales.
TÍTULO	III
REGLAS	PROPIAS	DE	LA	SOCIEDAD	EN	COMANDITA
POR	ACCIONES
Ley	26887.
ART.	 282.—Sociedad	 en	 comandita	 por	 acciones.	 A	 la	 sociedad	 en
comandita	por	acciones	se	aplican	 las	disposiciones	relativas	a	 la	sociedad
anónima,	 siempre	 que	 sean	 compatibles	 con	 lo	 indicado	 en	 la	 presente
sección.
Esta	forma	societaria	debe	observar,	particularmente,	las	siguientes	reglas:
1.	El	íntegro	de	su	capital	está	dividido	en	acciones,	pertenezcan	éstas	a	los
socios	colectivos	o	a	los	comanditarios;
2.	Los	socios	colectivos	ejercen	la	administración	social	y	están	sujetos	a	las
obligaciones	 y	 responsabilidades	 de	 los	 directores	 de	 las	 sociedades
anónimas;
Los	 administradores	 pueden	 ser	 removidos	 siempre	 que	 la	 decisión	 se
adopte	con	el	quórum	y	 la	mayoría	establecidos	para	 los	asuntos	a	que	se
refiere	los	artículos	126	y	127	de	la	presente	ley.	Igual	mayoría	se	requiere
para	nombrar	nuevos	administradores;
3.	 Los	 socios	 comanditarios	 que	 asumen	 la	 administración	 adquieren	 la
calidad	de	socios	colectivos	desde	la	aceptación	del	nombramiento;
El	socio	colectivo	que	cese	en	el	cargo	de	administrador,	no	responde	por
las	 obligaciones	 contraídas	 por	 la	 sociedad	 con	 posterioridad	 a	 la
inscripción	en	el	registro	de	la	cesión	en	el	cargo;
4.	 La	 responsabilidad	 de	 los	 socios	 colectivos	 frente	 a	 terceros	 se	 regula
por	las	reglas	de	los	artículos	265	y	273;	y,
5.	Las	acciones	pertenecientes	a	los	socios	colectivos	no	podrán	cederse	sin
el	 consentimiento	 de	 la	 totalidad	 de	 los	 colectivos	 y	 el	 de	 la	 mayoría
absoluta,	 computada	 por	 capitales,	 de	 los	 comanditarios;	 las	 acciones	 de
éstos	son	de	libre	transmisibilidad,	salvo	las	limitaciones	que	en	cuanto	a	su
transferencia	establezca	el	pacto	social.
SECCIÓN	TERCERA
SOCIEDAD	COMERCIAL	DE	RESPONSABILIDAD
LIMITADA
Ley	26887.
ART.	 283.—Definición	 y	 responsabilidad.	 En	 la	 sociedad	 comercial	 de
responsabilidad	limitada	el	capital	está	dividido	en	participaciones	iguales,
acumulables	 e	 indivisibles,	 que	 no	 pueden	 ser	 incorporadas	 en	 títulos
valores,	ni	denominarse	acciones.
Los	socios	no	pueden	exceder	de	veinte	y	no	responden	personalmente	por
las	obligaciones	sociales.
JURISPRUDENCIA.—Autorizar	al	cónyuge	en	la	constitución	de	una	SRL
no	 implica	 reconocer	 una	 obligación	 derivada	 de	 un	 título-valor.	 “(…)
conforme	se	advierte	del	tenor	de	las	letras	de	cambio,	que	son	el	título	de	la
ejecución	de	 la	presente	demanda	de	obligación	de	dar	suma	de	dinero,	 la
persona	(…)	no	ha	 intervenido	suscribiendo	ninguno	de	 los	 títulos-valores
puestos	 a	 cobro,	 por	 lo	 tanto,	 en	 razón	 al	 texto	 del	 documento	 que
determina	 los	 alcances	 de	 las	 obligaciones	 y	 derechos	 contenidos	 en	 el
título-valor,	 dicha	 persona	 no	 puede	 responder	 por	 las	 obligaciones
contenidas	 en	 los	 referidos	 títulos,	 resultando	 pertinente	 señalar	 los
alcances	 del	 principio	 de	 literalidad	 que	 rigen	 a	 los	 títulos-valores.	 (…)	 el
hecho	 de	 haber	 sido	 considerada	 la	 citada	 recurrente	 como	 litisconsorte
necesario	pasivo	de	la	parte	demandada,	tal	situación	procesal	no	le	puede
generar	 una	 obligación	 de	 naturaleza	 sustantiva	 que	 no	 fluye	 del	 título-
valor,	 pues,	 si	 bien	 (…)	 autorizó	 a	 su	 esposo	 en	 la	 constitución	 de	 una
sociedad	de	responsabilidad	limitada,	ello	está	referido	a	una	obligación	de
naturaleza	distinta	a	la	que	es	objeto	de	la	presente	acción,	que	se	encuentra
sustentada	 en	 la	 obligación	 derivada	 del	 título-valor	 (…)	 finalmente,	 en
cuanto	 a	 la	 inaplicación	 del	 artículo	 283	 de	 la	 Ley	 26887,	 dicha	 norma
regula	la	definición	de	la	sociedad	de	responsabilidad	limitada	y	por	la	cual
los	socios	responden	de	 forma	 limitada	hasta	el	 importe	o	valor	de	 lo	que
aportaron	 o	 se	 comprometieron	 a	 aportar;	 supuesto	 que	 no	 resulta
pertinente	al	caso	de	autos,	pues	conforme	lo	ha	señalado	la	sala	de	vista,	la
recurrente	no	tiene	 la	calidad	de	socia	de	aquella	empresa	constituida	por
su	cónyuge	demandado	(…)”.	(C.S.,	Cas.	3831-2004-Cajamarca,	feb.	28/2007.
SS.	Sánchez	Palacios	Paiva)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—En	 la	 SRL	 prima	 el	 elemento	 personal.	 “La
Sociedad	 Comercial	 de	 Responsabilidad	 Limitada	 (SRL)	 es	 una	 persona
jurídica	 mercantil	 donde	 prima	 el	 elemento	 personal.	 (...)	 nace	 con	 la
finalidad	de	limitar	el	riesgo	al	que	estaban	sujetos	los	empresarios	que	no
se	 organizaban	 como	 sociedad	 anónima.	 De	 allí	 que	 ante	 la	 necesidad	 de
regular	el	desarrollo	de	empresas	a	cargo	de	pequeños	grupos	de	personas,
limitando	 el	 riesgo	 sobre	 sus	 patrimonios	 personales,	 la	 sociedad	 de
responsabilidad	limitada	apareciera	como	una	sociedad	familiar	o	cerrada,
en	 la	 que	 predominó	 el	 elemento	 personalista	 propio	 de	 las	 sociedades
comanditas	y	colectivas.
Prueba	del	 carácter	 familiar	 o	 cerrado	de	 la	 SRL	 la	 constituye	 el	 artículo
291	de	 la	LGS	que	contempla	el	derecho	de	adquisición	preferente	a	 favor
de	 los	 socios	 de	 una	 SRL	 y	 de	 la	 propia	 sociedad	 cuando	 uno	 de	 sus
integrantes	pretende	disponer	de	sus	participaciones	sociales”.	(Sunarp,	R.
171-2014-Sunarp-TR-A,	mar.	27/2014.	V.	P.	Raúl	Jimmy	Delgado	Nieto)
COMENTARIO.—La	sociedad	comercial	de	 responsabilidad	 limitada	surge
por	 la	 necesidad	 que	 existía	 en	 muchos	 comerciantes	 a	 propósito	 de	 no
encuadrar	sus	pretensiones	dentro	de	las	modalidades	empresariales	de	la
época:	las	sociedades	colectiva,	comanditaria	y	anónima.
La	sociedad	colectiva,	si	bien	posibilitaba	la	participación	de	los	socios	en
la	 gestión	 del	 negocio,	 como	 contrapartida	 les	 confería	 responsabilidad
ilimitada	 y	 solidaria	 frente	 a	 los	 acreedores	 sociales.	 Por	 su	 parte,	 la
sociedad	 comanditaria,	 si	 bien	 otorgaba	 responsabilidad	 limitada	 a	 sus
socios,	les	negaba	su	participación	en	la	gesta	negocial,	permitiéndola	sólo	a
los	 socios	 colectivos	 que,	 en	 la	 práctica,	 devenían	 como	 socios	 de	 una
sociedad	 colectiva.	 Finalmente,	 la	 sociedad	 anónima,	 si	 bien	 excluía	 la
responsabilidad	 personal	 de	 los	 socios,	 estaba	 estructurada	 para	 la	 gran
empresa,	requiriéndose	elevados	capitales.
Por	lo	tanto,	era	imperiosa	la	implantación	de	una	nueva	figura	jurídica	que
constituya	 una	 suerte	 de	 mixtura	 y	 en	 la	 que	 armonicen	 las	 ventajas
ofrecidas	tanto	por	 las	denominadas	sociedades	de	personas	como	por	 las
llamadas	 sociedades	 de	 capitales.	 En	 suma,	 el	 ímpetu	 de	 dar	 un	 giro
completo	a	las	concepciones	de	la	época,	propiciando	la	activa	intervención
de	 los	 socios	 en	 la	 gestión	 de	 la	 sociedad	 y	 la	 limitación	 de	 la
responsabilidad	de	 éstos	 a	 su	 aporte,	 genera	 el	 nacimiento	de	 la	 sociedad
comercial	de	responsabilidad	limitada.
El	Código	Civil	de	1936	contempló	por	primera	vez	en	el	Perú	a	la	sociedad
de	 responsabilidad	 limitada,	 bajo	 la	 forma	 de	 sociedad	 civil,	 de	 carácter
eminentemente	personalista	 y	 con	 responsabilidad	 limitada	de	 sus	 socios.
Así,	su	artículo	1725	estipulaba:	“Pueden	constituirse	sociedades	civiles	de
responsabilidad	limitada	expresándolo	así	en	el	acto	constitutivo	de	ellas”.
Tres	décadas	más	tarde,	con	fecha	27	de	julio	de	1966,	se	promulgó	la	Ley
de	 Sociedades	 Mercantiles,	 aprobada	 mediante	 Ley	 N°	 16123,	 la	 cual
contempla	 a	 la	 sociedad	 comercial	 de	 responsabilidad	 limitada	dentro	del
rubro,	precisamente,	de	las	sociedades	mercantiles.
Años	después,	se	expide	la	Ley	General	de	Sociedades,	a	través	del	Decreto
Legislativo	 N°	 311	 (de	 1984),	 siendo	 posteriormente	 modificado	 por	 el
Decreto	Supremo	N°	003-85-JUS	(del	13	de	mayo	de	1985)	que	da	origen	al
Texto	 Único	 Concordado	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades;	 ambos	 textos
legislativos	repiten	prácticamente	lo	ya	esbozado	en	1966.
Con	motivo	de	la	reforma	del	Derecho	Societario	en	el	Perú,	el	2	de	marzo
de	1997	fue	publicado	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	el	Anteproyecto	de	la
Ley	General	de	Sociedades,	elaborado	por	la	Comisión	Redactora	y	en	el	que
se	 suprime	 a	 la	 sociedad	 comercial	 de	 responsabilidad	 limitada.	 Sobre	 el
particular,	Enrique	Normand	Sparks	señaló	en	la	denominada	exposición	de
presentación	que	ello	obedeció	“al	estimarse	que	 la	 función	que	cumple	 la
sociedad	 comercial	 de	 responsabilidad	 limitada	 (...)	 se	podía	 lograr	 con	 la
nueva	forma	que	introducía	el	proyecto	–de	la	Ley	General	de	Sociedades–	y
que	es	la	sociedad	anónima	cerrada”.
Esta	 innovación	 generó	 arduo	 debate	 en	 torno	 a	 si	 resultaba	 o	 no
conveniente,	siendo	finalmente	acogida	nuevamente	la	figura	de	la	sociedad
comercial	 de	 responsabilidad	 limitada	 y	 manteniéndose	 la	 novedosa
sociedad	 anónima	 cerrada.	 Lo	 explicado	 puede	 apreciarse	 en	 los	 tres
siguientes	proyectos	de	 ley	aprobados	el	primero	de	ellos	por	 la	Comisión
Revisora	y	 los	dos	 siguientes	por	 la	Comisión	Permanente,	 todos	ellos	del
Congreso	de	 la	República	y	 los	mismos	que	 fueron	publicados	en	el	Diario
Oficial	 “El	 Peruano”	 con	 fechas	 10	 de	mayo	 de	 1997,	 29	 de	 setiembre	 de
1997	y	27	de	octubre	de	1997,	respectivamente.
Finalmente,	se	sancionó	 la	Ley	General	de	Sociedades	mediante	 la	Ley	Nº
26887	 del	 9	 de	 diciembre	 de	 1997,	 donde	 se	 subsume	 a	 la	 sociedad
comercial	 de	 responsabilidad	 limitada	 dentro	 de	 su	 Libro	 III	 dedicado	 a
“Otras	formas	societarias”	que	no	sean	la	sociedad	anónima.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 94.—Normas	 aplicables.	 Son	 aplicables,	 a	 las	 inscripciones
correspondientes	a	las	sociedades	comerciales	de	responsabilidad	limitada,
las	 disposiciones	 de	 este	 reglamento	 para	 las	 sociedades	 anónimas,	 en	 lo
que	sea	pertinente.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Socios	 de	 una	 S.R.L.”Los	 socios	 de	 una
sociedad	 comercial	 de	 responsabilidad	 limitada	 deben	 ser	 personas
naturales	o	jurídicas,	tal	como	lo	prevé	la	actual	Ley	General	de	Sociedades
en	su	artículo	4°”.	(R.	345-2001-ORLC/TR.	18.06.98)
COMENTARIO.—El	 capital	 no	 está	 dividido	 en	 acciones,	 sino	 en
participaciones,	 a	 efectos	 de	 establecer	 claramente	 su	 carácter	 de
negociabilidad	restringida,	criterio	dominante	en	el	derecho	comparado.
En	 lo	que	sí	hay	desacuerdo	es	en	 la	denominación	sustitoria	del	vocablo
jurídico	“acciones”.	Así,	la	Ley	N°	3918	de	Chile	utiliza	los	términos	“cuotas
sociales”	 y	 “partes	 sociales”;	 la	 Ley	 N°	 19550	 de	 Argentina	 se	 refiere
simplemente	a	“cuotas”;	y	tanto	la	ley	española	del	17	de	julio	de	1953	como
nuestra	 anterior	 y	 vigente	 norma	 societaria	 prefieren	 la	 palabra
“participaciones”.	Lo	importante,	a	final	de	cuentas,	es	proscribir	el	empleo
del	 título	 “acciones”,	 ya	 que	 éstas,	 por	 su	 propia	 naturaleza,	 están
destinadas	a	la	circulación	irrestricta,	lo	que	no	sucede	precisamente	con	las
participaciones.
Ahora	 bien,	 de	 acuerdo	 a	 nuestra	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 las
participaciones	 tienen	 cuatro	 notas	 tipificantes:	 primero,	 son	 iguales;
segundo,	 son	 acumulables;	 tercero,	 son	 indivisibles;	 y,	 cuarto,	 son
imposibles	 de	 incorporar	 en	 títulos	 valores.	 Como	 dato	 informativo	 cabe
señalar	que	estos	cuatro	rasgos	son	también	recogidos	en	España	por	su	Ley
sobre	 Régimen	 Jurídico	 de	 las	 Sociedades	 de	 Responsabilidad	 Limitada
(artículo	1°).
El	carácter	 igualitario	de	 las	participaciones	 implica,	a	criterio	de	Ricardo
Beaumont	Callirgos,	que	 “no	se	pueden	crear	participaciones	diversas	que
confieran	 u	 otorguen	 a	 sus	 titulares	 derechos	 y	 obligaciones	 distintos”
(“¿Por	qué	deberíamos	elegir	la	sociedad	anónima	cerrada	con	preferencia	a
la	 sociedad	comercial	de	 responsabilidad	 limitada?”.	En:	Estudios	 sobre	 la
Nueva	 Ley	 General	 de	 Sociedades.	 Lima,	 Gaceta	 Jurídica,	 abril	 de	 1998,
Suplemento	Especial,	p.	30).	He	aquí	una	gran	diferencia	 con	 las	acciones,
las	 cuales	 (en	 observancia	 del	 artículo	 88	 de	 nuestra	 Ley	 General	 de
Sociedades)	pueden	ser	de	distintas	clases,	 radicando	 la	disimilitud	en	 los
derechos	que	otorga,	en	las	obligaciones	que	impone	o	en	ambos	supuestos.
Por	lo	demás,	la	igualdad	se	extiende	al	valor	nominal	de	las	participaciones,
aplicando	 analógicamente	 el	 artículo	 82	 del	 texto	 societario	 analizado,	 el
que	a	la	letra	señala:	“Las	acciones	representan	partes	alícuotas	del	capital,
todas	tienen	el	mismo	valor	nominal	y	dan	derecho	a	un	voto	(...)”.
La	 acumulabilidad	 supone	 que	 un	 socio	 puede	 acumular	 varias
participaciones	en	su	poder,	detentando	la	titularidad	de	todas	ellas.
La	 indivisibilidad	 de	 las	 participaciones	 tiene	 una	 triple	 significación:
primero,	que	todas	las	participaciones	pertenecientes	a	un	socio	deben	ser
representadas	 por	 una	 sola	 persona	 (sin	 embargo,	 este	 carácter	 de	 la
indivisibilidad	admite	excepciones,	tales	como	cuando	lo	permite	el	estatuto
de	 la	 sociedad	 o	 cuando	 se	 trata	 de	 participaciones	 que	 pertenecen
individualmente	 a	 diversas	 personas,	 pero	 aparecen	 registradas	 en	 la
sociedad	 a	nombre	de	un	 custodio	 o	depositario).	 Segundo,	 que	no	puede
enajenarse	 una	 parte	 de	 cada	 participación;	 y,	 tercero,	 que	 no	 puede
constituirse	usufructo,	prenda	o	medida	cautelar	sobre	una	porción	de	cada
participación.
Las	 participaciones	 no	 pueden	 incorporarse	 en	 títulos	 valores,	 lo	 que
marca	abismal	diferencia	con	las	acciones	que	sí	tienen	la	calidad	de	títulos
valores;	 a	 guisa	 ilustrativa,	 debemos	 comentar	 que	 este	 criterio	 es
claramente	recogido	por	la	legislación	societaria	chilena.
Consecuencia	derivada	de	su	no	incorporación	en	títulos	valores	es	que	el
socio	aportante	no	recibe	un	certificado,	título	o	documento	que	acredite	su
aporte,	sino	que	el	mismo	consta	en	el	estatuto	de	la	sociedad.	Por	ende,	la
transferencia	 de	 las	 participaciones	 deberá	 efectuarse	 como	 cesión	 de
derechos	e	implicará	la	modificación	de	dicho	estatuto.
Empero,	esta	cesión	de	derechos,	sustentada	por	Ulises	Montoya	Manfredi
(Derecho	 Comercial.	 Lima,	 Editora	 y	 Distribuidora	 Jurídica	 Grijley,	 1998,
novena	edición,	Tomo	 I,	p.	629),	debe	analizarse	 con	cautela.	En	efecto,	 el
artículo	 1206	 del	 Código	 Civil	 Peruano	 señala,	 en	 su	 primer	 párrafo,	 lo
siguiente:	“La	cesión	es	el	acto	de	disposición	en	virtud	del	cual	el	cedente	-
entiéndase:	socio	originario-	transmite	al	cesionario	(léase:	nuevo	socio)	el
derecho	 a	 exigir	 la	 prestación	 a	 cargo	 de	 su	 deudor	 -esto	 es,	 la	 sociedad
comercial	de	responsabilidad	 limitada-	que	se	ha	obligado	a	 transferir	por
un	 título	 distinto”.	 El	 asunto	 no	 es	 tan	 simple	 porque	 el	 nuevo	 socio	 no
solamente	detenta	el	derecho	a	exigir	 la	prestación	a	cargo	de	 la	sociedad
(que,	entendemos,	será	el	pago	de	dividendos,	si	es	que	 los	hay),	 sino	que
también	 tiene	 deberes	 para	 con	 dicha	 sociedad,	 tales	 como:	 respetar	 las
disposiciones	 del	 estatuto,	 no	 cometer	 actos	 dolosos	 contra	 la	 sociedad	 y
comunicar	al	gerente	cuando	se	proponga	transferir	sus	participaciones,	ya
que	caso	contrario	incurriría	en	causal	de	exclusión.	Por	ende,	al	cederse	no
sólo	derechos	sino	además	obligaciones,	es	más	propio	afirmar	que	estamos
ante	 una	 “cesión	 de	 posición	 contractual”,	 pero	 con	 reglamentación
societaria	 específica,	 puesto	 que	 (de	 inicio)	 ya	 no	 se	 trata	 de	 un	 simple
contrato,	sino	de	una	persona	jurídica.	Es	decir,	el	marco	general	(cesión	de
derechos	 y	 obligaciones)	 vendría	 impuesto	 por	 los	 artículos	 1435	 y
siguientes	 del	 Código	 Civil,	 pero	 el	 tratamiento	 puntual	 (transferencia
intervivos)	estaría	dado,	básicamente,	por	el	artículo	291	de	la	Ley	General
de	Sociedades.
Problema	interesante	plantea	Pedro	Flores	Polo	al	preguntarse	si	los	socios
de	una	sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada	pueden	ser	personas
jurídicas	o	si,	necesariamente,	deben	ser	personas	naturales	(Comentarios	a
la	Ley	General	de	Sociedades.	Lima,	Cámara	de	Comercio	de	Lima,	mayo	de
1998,	p.	212).	La	duda	surge	del	propio	artículo	4°	ab-initio	de	nuestra	Ley
General	 de	 Sociedades,	 donde	 se	 lee:	 “La	 sociedad	 se	 constituye	 cuando
menos	por	dos	socios,	que	pueden	ser	personas	naturales	o	jurídicas”.
Consideramos	 que,	 recurriendo	 a	 la	 hermenéutica	 jurídica	 y	 aplicando	 la
interpretación	 sistemática,	 la	 norma	 antes	 citada	 es	 de	 alcance	 general,
puesto	que	 se	ubica	 en	 el	 Libro	Primero	denominado	 “Reglas	 aplicables	 a
todas	 las	 sociedades”,	 debiéndose	 recurrir	 a	 la	 norma	 jurídica	 de	 alcance
específico	 y	 que,	 en	 este	 caso,	 resulta	 ser	 el	 artículo	 283	 de	 la	 antes
mencionada	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 el	 cual	 en	 su	 segundo	 párrafo
estipula:	 “Los	 socios	 no	 pueden	 exceder	 de	 veinte	 y	 no	 responden
personalmente	por	 las	obligaciones	 sociales”.	 Infiérase,	 entonces,	que	 sólo
las	 personas	 naturales	 podrán	 ser	 socios	 de	 una	 sociedad	 comercial	 de
responsabilidad	 limitada.	 Otra	 razón	 que	 fortalece	 nuestra	 postura	 es	 el
número	 limitado	 de	 socios,	 debido	 al	 carácter	 intuito	 personae	 y	 a	 la
naturaleza	cerrada	de	la	sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada.	Si
se	 admitiese	 como	 socia	 a	 una	 persona	 jurídica,	 en	 términos	 prácticos,
“crecería	 el	 número	 de	 socios”;	 es	 más,	 dicho	 número	 sería	 variable,
dependiendo	de	si	aumenta	o	disminuye	la	cantidad	de	titulares	de	aquella
persona	jurídica.
Del	 concepto	 de	 sociedad	 de	 capitales,	 la	 sociedad	 comercial	 de
responsabilidad	limitada	adoptó,	precisamente,	la	responsabilidad	limitada.
Entiéndase	que	esta	limitación	alude	a	la	responsabilidad	de	los	socios	y	no
de	la	sociedad,	ya	que	esta	última	responde	con	todo	su	patrimonio.	Ahora
bien,	 que	 los	 socios	 tengan	 responsabilidad	 limitada	 significa	 que	 sólo
responden	por	el	monto	de	su	aporte	al	capital;	viene	a	ser,	en	realidad,	un
“riesgo	 limitado”	 por	 cuanto	 el	 socio	 solamente	 arriesga	 el	 importe	 de	 lo
aportado.	 Esta	 característica	 atinente	 a	 la	 responsabilidad	 la	 apreciamos
con	 frecuencia	en	el	derecho	comparado;	para	muestra	 tenemos	 la	Ley	de
Sociedades	Comerciales	de	Argentina	(artículo	146)	y	la	Ley	sobre	Régimen
Jurídico	de	las	Sociedades	de	Responsabilidad	Limitada	de	España	(artículo
1°	in	fine).
MODELO	DE	ESTATUTO	DE	UNA	SOCIEDAD	COMERCIAL	DE	RESPONSABILIDAD	LIMITADA
	
Estatuto	social
Denominación	-	objeto	-	domicilio	-	duración
Artículo	primero:	La	sociedad	se	denominará	.........................	S.R.L.
Artículo	segundo:	El	objeto	de	la	sociedad	será	dedicarse	a.............
La	sociedad	podrá	dedicarse	también	a	cualquier	otra	actividad	permitida	por	las
leyes	peruanas	y	que	acuerde	su	junta	general	de	socios.
Artículo	tercero:	El	domicilio	de	la	sociedad	es	la	ciudad	de	......................,	pudiendo
establecer	sucursales	u	oficinas	en	otros	lugares	del	país	o	del	extranjero.
Artículo	 cuarto:	 La	 sociedad	 se	 constituye	 a	 plazo	 indeterminado	 e	 inició	 sus
actividades	el	...................................................................................
Del	capital	y	de	las	participaciones
Artículo	quinto:	El	capital	de	la	sociedad	es	de	S/..........	(....................................	y	00/100
nuevos	soles),	dividido	en	.............	participaciones	sociales,	iguales	e	indivisibles,	de
un	valor	de	S/.1,00	(un	nuevo	sol)	cada	una,	íntegramente	suscritas	y	pagadas	en	la
forma	que	a	continuación	se	señala:
-	 El	 señor	 ......................................,	 suscribe	 ...........	 participaciones	 sociales,	 iguales	 e
indivisibles	de	un	valor	de	S/.1,00	cada	una.
-	La	señorita	.....................................,	suscribe	de	.........	participaciones	sociales,	iguales	e
indivisibles	de	un	valor	de	S/.1,00	cada	una.
Artículo	sexto:	Cualquier	 aumento	 en	 el	monto	 del	 capital	 deberá	 ser	 acordado
por	 mayoría	 absoluta	 de	 las	 participaciones	 suscritas.	 Los	 aumentos	 serán
cubiertos	por	todos	los	socios	a	prorrata	de	sus	participaciones,	salvo	que	alguno	o
algunos	 no	 deseen	 hacerlo,	 en	 cuyo	 caso,	 los	 socios	 que	 se	 interesen	 tendrán
derecho	 a	 prorratearse	 los	 aumentos	 de	 capital	 no	 cubiertos,	 en	 proporción	 al
interés	que	tengan	en	la	sociedad.
Artículo	sétimo:	La	responsabilidad	de	cada	socio	queda	 limitada	al	valor	de	 las
participaciones	que	posean.
Artículo	octavo:	En	el	caso	que	alguno	o	algunos	de	los	socios	deseara	transferir
su	participación	o	participaciones	sociales,	a	persona	extraña	a	la	sociedad,	deberá
comunicar	 su	 decisión	 por	 escrito	 dirigido	 al	 gerente,	 quien	 lo	 pondrá	 en
conocimiento	de	los	otros	socios	en	el	plazo	de	10	días.	Los	socios	pueden	expresar
su	voluntad	de	compra	dentro	de	 los	30	días	siguientes	a	 la	notificación,	y	si	son
varios,	se	distribuirá	entre	todos	ellos	a	prorrata	de	sus	respectivas	participaciones
sociales.	En	el	caso	de	que	ningún	socio	ejercite	el	derecho	indicado	podrá	adquirir
la	 sociedad	 esas	 participaciones	 para	 ser	 amortizadas,	 con	 la	 consiguiente
reducción	del	capital	social.	Transcurrido	el	plazo,	sin	que	se	haya	hecho	uso	de	la
preferencia,	el	socio	quedará	libre	para	transferir	sus	participaciones	sociales,	en	la
forma	y	en	el	modo	que	tenga	por	conveniente,	salvo	que	se	hubiese	convocado	a
junta	 para	 decidir	 la	 adquisición	 de	 las	 participaciones	 por	 la	 sociedad.	 En	 este
último	caso,	si	transcurrida	la	fecha	fijada	para	la	celebración	de	la	junta	ésta	no	ha
decidido	 la	 adquisición	 de	 las	 participaciones,	 el	 socio	 podrá	 proceder	 a
transferirlas.
Son	nulas	las	transferencias	a	persona	extraña	a	la	sociedad	que	no	se	ajusten	a	lo
establecido	 en	 este	 artículo.	 La	 transferencia	 de	 participaciones	 se	 formaliza	 en
escritura	pública	que	se	inscribirá	en	el	Registro	de	Personas	Jurídicas.
De	las	juntas	generales	de	socios
Artículo	noveno:	La	junta	general	de	socios	es	el	órgano	supremo	de	la	sociedad.
Todos	 los	 socios,	 incluso	 los	 disidentes	 y	 los	 que	 no	 hubieren	 participado	 en	 la
reunión,	están	sometidos	a	los	acuerdos	adoptados	por	la	junta	general.
Artículo	décimo:	La	 junta	general	se	reúne	obligatoriamente,	cuando	menos	una
vez	 al	 año	 dentro	 de	 los	 tres	 meses	 siguientes	 a	 la	 terminación	 del	 ejercicio
económico.
Tiene	por	objeto:
1.	 Pronunciarse	 sobre	 la	 gestión	 social	 y	 los	 resultados	 económicos	 del	 ejercicio
anterior	expresados	en	los	estados	financieros	del	ejercicio	anterior.
2.	Resolver	sobre	la	aplicación	de	las	utilidades	si	las	hubiere.
3.	Elegir	cuando	corresponda	al	gerente	y	fijar	su	retribución.
4.	Designar	o	delegar	en	el	gerente	la	designación	de	los	auditores	externos,	cuando
corresponda.	y
5.	 Resolver	 sobre	 los	 demás	 asuntos	 que	 le	 sean	 propios	 conforme	 al	 estatuto	 y
sobre	cualquier	otro	consignado	en	la	convocatoria.
Artículo	decimoprimero:	Compete	asimismo	a	la	junta	general:
1.	Remover	a	los	gerentes	y	designar	a	sus	reemplazantes.
2.	Modificar	el	estatuto.
3.	Aumentar	o	reducir	el	capital	social.
4.	Emitir	obligaciones.
5.	Acordar	la	enajenación	en	un	sólo	acto	de	activos	cuyo	valor	contable	exceda	el
50%	del	capital	de	la	sociedad.
6.	Disponer	investigaciones	y	auditorías	especiales.
7.	 Acordar	 la	 transformación.	 fusión,	 escisión,	 reorganización,	 y	 disolución	 de	 la
sociedad,	así	como	resolver	sobre	su	liquidación:	y,
8.	Resolver	en	los	casos	en	que	la	ley	o	el	estatuto	dispongan	su	intervención	y	en
cualquier	otro	que	requiera	el	interés	social.
Artículo	decimosegundo:	La	junta	general	será	convocada	por	el	gerente,	con	una
anticipación	no	menor	de	10	días	al	de	la	fecha	fijada	para	su	celebración,	para	la
junta	 general	 obligatoria	 anual	 y	 de	 no	 menor	 3	 días	 para	 las	 demás	 juntas
generales,	mediante	esquelas	 con	cargo	de	 recepción	dirigidas	al	domicilio	o	a	 la
dirección	designada	por	el	socio	para	 tal	efecto.	La	esquela	de	convocatoria	debe
contener	 el	 lugar,	 día	 y	 hora	 de	 celebración	 de	 la	 junta	 general,	 así	 como	 los
asuntos	a	tratar.	Puede	constar	asimismo	en	la	esquela	el	lugar,	día	y	hora	en	que	si
procediera	 se	 reunirá	 la	 junta	 general	 en	 segunda	 convocatoria.	 Dicha	 segunda
reunión	debe	celebrarse	no	menos	de	tres	días	ni	más	de	diez	días	después	de	 la
primera.
Artículo	decimotercero:	El	gerente	convocará	a	la	junta	general	cuando	lo	ordena
la	 ley,	 lo	considere	necesario	para	el	 interés	social,	o	 lo	solicite	notarialmente	un
número	 de	 socios	 que	 representen	 al	 menos	 el	 20%	 de	 las	 participaciones
suscritas,	 en	 este	 caso,	 la	 junta	 deberá	 ser	 convocada	 dentro	 de	 los	 15	 días
siguientes	a	la	recepción	de	la	solicitud.
Artículo	decimocuarto:	No	obstante	lo	prescrito	por	los	artículos	precedentes,	la
junta	 general	 se	 entenderá	 convocada	 y	 quedará	 válidamente	 constituida	 para
tratar	sobre	cualquier	asunto	y	tomar	los	acuerdos	correspondientes,	siempre	que
estén	presentes	socios	que	representen	la	totalidad	de	las	participaciones	suscritas
y	los	asistentes	acepten	por	unanimidad	la	celebración	de	la	junta	y	los	asuntos	que
en	ella	se	propongan	tratar.
Artículo	decimoquinto:	Salvo	lo	previsto	en	el	artículo	siguiente,	la	junta	general
queda	 válidamente	 constituida	 en	 primera	 convocatoria	 cuando	 se	 encuentre
representado,	 cuando	menos	el	50%	de	 las	participaciones	suscritas.	En	segunda
convocatoria,	 será	 suficiente	 la	 concurrencia	 de	 cualquier	 número	 de
participaciones	 suscritas.	 Los	 acuerdos	 se	 adoptan	 con	 el	 voto	 favorable	 de	 la
mayoría	absoluta	de	las	participaciones	suscritas	representadas	en	la	junta.
Artículo	 decimosexto:	 Para	 que	 la	 junta	 general	 adopte	 válidamente	 acuerdos
relacionados	con	los	asuntos	mencionados	en	los	incisos	2,	3,	4,	5	y	7	del	artículo
115	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	es	necesaria	en	primera	convocatoria,	cuando
menos,	la	concurrencia	de	dos	tercios	de	las	participaciones	suscritas.	En	segunda
convocatoria	 bastará	 la	 concurrencia	 de	 al	 menos	 las	 tres	 quintas	 partes	 de	 las
participaciones	 suscritas.	 Los	 acuerdos	 se	 adoptan	 con	 el	 voto	 favorable	 de	 un
número	de	participaciones	que	representen,	cuando	menos	la	mayoría	absoluta	de
las	participaciones	suscritas.
Artículo	 decimosétimo:	 Las	 sesiones	 de	 las	 juntas	 generales	 y	 los	 acuerdos
adoptados	en	ellas,	constan	en	acta	que	expresa	un	resumen	de	lo	acontecido	en	la
reunión.	 Las	 actas	 pueden	 asentarse	 en	 un	 libro	 especialmente	 abierto	 a	 dicho
efecto,	llevado	con	las	formalidades	de	ley.
De	la	gerencia
Artículo	decimoctavo:	La	 sociedad	 contará	 con	un	gerente	general	 y	uno	o	más
gerentes,	socios	o	no	que	serán	nombrados	por	la	 junta	general,	quienes	ejecutan
todos	sus	acuerdos	y	en	virtud	de	esta	cláusula,	sin	necesidad	de	poder	adicional
por	escritura	pública	o	por	acta	de	junta	de	socios	tendrá	individualmente,	por	el
sólo	 hecho	 de	 su	 designación	 como	 gerente	 de	 la	 empresa,	 la	 representación
comercial,	administrativa	y	 judicial	de	la	sociedad	y	además	estará	premunido	de
las	siguientes	facultades:
Facultades	administrativas	y	contractuales:
a)	Dirigir	las	operaciones	de	la	sociedad;
b)	Organizar	la	administración	interna	de	la	sociedad;
c)	Examinar	los	libros,	documentos	y	operaciones	de	la	sociedad	y	dar	las	órdenes
necesarias	para	su	propio	y	adecuado	funcionamiento;
d)	 Llevar	 y	 firmar	 la	 correspondencia	de	 la	 sociedad	y	 vigilar	 que	 las	 cuentas	 se
lleven	al	día;
e)	Rendir	cuentas	a	la	junta	general	de	socios	de	las	condiciones	y	progresos	de	los
negocios	 y	 operaciones	 de	 la	 sociedad	 y	 de	 las	 cobranzas,	 inversiones	 y	 fondos
disponibles;
f)	Someter	a	 la	 junta	de	socios	con	toda	oportunidad	el	balance	de	cada	año	y	 los
elementos	que	se	requieran	para	preparar	la	memoria	anual	que	debe	someterse	a
la	consideración	de	la	junta	general	de	socios.
g)	 Ordenar	 pagos	 y	 cobrar	 y/o	 otorgar	 recibos,	 cancelaciones,	 facturas	 y
comprobantes	 de	 pago	 en	 general;	 cobrar	 y	 protestar	 títulos	 valores	 emitidos	 o
endosados	 a	 favor	 de	 la	 sociedad	 y	 libramientos	 expedidos	 por	 las	 autoridades
estatales,	cobrar	giros,	recoger	cargas	aseguradas	y	certificadas.
h)	 Celebrar,	 en	 nombre	 y	 representación	 de	 la	 sociedad,	 toda	 clase	 de	 contratos
relacionados	con	el	giro	y	 las	operaciones	habituales	de	la	empresa	y,	en	general,
toda	 clase	de	 contratos,	 tengan	o	no	 tengan	que	ver	 con	ellas;	 en	particular	y	de
manera	 meramente	 enunciativa,	 celebrar	 contratos	 de	 consorcio,	 asociación	 en
participación,	 de	 riesgo	 compartido,	 de	 prestación	 y/o	 locación	 de	 servicios,	 de
obra,	así	como,	de	mandato,	depósito,	usufructo,	superficie	y	en	general	toda	clase
de	contratos	típicos	o	atípicos,	nominados	e	innominados;
i).	 Decidir	 y	 contratar	 la	 adquisición,	 compra,	 arrendamiento,	 obtención	 de
licencias,	concesiones,	gravámenes	y	demás	actos	de	disposición	(adquisición	y/o
gravamen)	a	favor	de	la	sociedad	por	parte	de	terceros,	respecto	de	toda	clase	de
bienes	 muebles	 e	 inmuebles,	 incluyendo	 la	 adquisición	 de	 todo	 tipo	 de	 valores
(acciones,	bonos,	 obligaciones,	debentures,	 títulos	de	goce,	 títulos	valores,	 títulos
de	 crédito,	 etc.),	 sin	 que	 la	 presente	 enumeración	 sea	 taxativa	 sino	 meramente
declarativa	 o	 enunciativa	 y,	 en	 general,	 de	 cualesquiera	 bienes	 materiales	 y/o
inmateriales	a	favor	de	la	compañía,	ya	sea	a	título	gratuito	y	oneroso;
j)	 Decidir	 y	 contratar	 la	 transferencia,	 venta,	 permuta,	 donación,	 arrendamiento,
licencia,	 concesión,	 gravamen	 y	 demás	 actos	 de	 disposición	 (cesión	 y/o
transferencia)	 de	 los	 bienes	 muebles	 e	 inmuebles	 de	 la	 sociedad	 (inclusive	 la
transferencia	 de	 toda	 clase	 de	 bienes	 raíces,	 automóviles	 y	 vehículos),	 de	 sus
valores	 (incluyendo	 acciones,	 bonos,	 obligaciones,	 debentures,	 títulos	 de	 goce,
títulos	valores,	títulos	de	crédito,	etc.,	sin	que	la	presente	enumeración	sea	taxativa
sino	meramente	 declarativa	 o	 enunciativa)	 y,	 en	 general,	 de	 cualesquiera	 de	 los
bienes	 materiales	 y/o	 inmateriales	 de	 la	 compañía,	 ya	 sea	 a	 título	 gratuito	 u
oneroso;
k)	Dar	y	tomar	arrendamientos,	inclusive	financiero	(leasing,	lease-back),	de	bienes
muebles	 e	 inmuebles,	 dentro	 de	 los	 parámetros	 establecidos	 en	 los	 párrafos
anteriores;
l)	Otorgar	garantía	prendaria	o	hipotecaria	sobre	los	bienes	muebles	e	inmuebles
de	 la	 sociedad,	 respectivamente	 y,	 en	 general,	 cualquier	 otro	 tipo	 de	 gravamen
sobre	los	bienes	de	la	empresa;
m)	Otorgar,	en	representación	de	la	sociedad,	contratos	de	fianza	para	operaciones
propias	o	de	terceros	y	aceptar	donaciones	u	otorgarlas;
n)	 Contratar	 toda	 clase	 de	 seguros,	 fijar	 el	 monto	 de	 los	 mismos,	 las	 primas
respectivas	 y	 las	 formas	 de	 pago,	 endosar	 y/o	 solicitar	 el	 endoso	 de	 pólizas	 de
seguro;
o)	 Celebrar	 contratos	 de	 trabajo	 a	 plazo	 indeterminado	 o	 sujetos	 a	 modalidad,
contratar	 y	 despedir	 al	 personal	 empleado	 y	 obrero	 de	 la	 empresa,	 fijar	 sus
remuneraciones	 y	 determinar	 su	 jerarquía;	 vigilar	 al	 personal	 al	 servicio	 de	 la
empresa,	 impartiéndole	 las	 instrucciones	 que	 crea	 convenientes,	 supervisar	 el
funcionamiento	 de	 las	 diversas	 áreas	 administrativas	 y	 técnicas	 de	 la	 empresa,
dando	las	órdenes	y	dictando	las	medidas	necesarias	para	su	buen	funcionamiento.
p)	 Solicitar	 y	 obtener	 cualesquiera	 registros	 de	 patentes,	 modelos	 de	 utilidad,
diseños	industriales,	secretos	industriales,	de	fábrica,	de	producción	(know-how),
marcas	de	producto	o	de	servicio,	lemas	y	nombres	comerciales	y	demás	elementos
y	privilegios	vinculados	a	la	propiedad	industrial,	licenciarlos	y/o	adquirir	para	su
explotación	los	ya	otorgados	a	otras	personas	individuales	o	colectivas,	sin	reserva
ni	limitación	alguna;
q)	 Ejercer	 todas	 aquellas	 facultades	 que	 sean	 compatibles	 con	 las	 funciones	 que
desempeña	y	con	 lo	establecido	por	 la	 ley	y	 los	estatutos,	 como	también	cumplir
con	 los	 encargos	 que	 le	 confiera	 en	 cada	 caso	 la	 junta	 de	 socios	 mediante	 el
otorgamiento	de	poderes	a	su	favor.
Facultades	generales	y	financieras
Estas	son	las	siguientes:
a)	Obtener	la	liquidez	y/o	los	fondos	necesarios	para	el	desarrollo	de	los	negocios,
bien	sea	en	forma	de	créditos,	préstamos	o	mutuos	dinerarios;	créditos,	adelantos
y/o	 sobregiros	 en	 cuenta	 corriente;	 créditos	 documentarios,	 cartas	 de	 crédito	 y
documentos	 en	 cobranza,	 disponer	 la	 emisión	 de	 obligaciones,	 bonos	 y/o
debentures	a	cargo	de	la	sociedad,	la	securitización	o	titularización	de	sus	activos,
realizar	 operaciones	 de	 reporte	 y,	 en	 general,	 cualquier	 otra	 modalidad	 de
financiamiento	y/o	endeudamiento.
b)	Solicitar	y	otorgar	fianzas,	mancomunadas	o	solidarias,	personales,	comerciales
o	 bancarias,	 a	 fin	 de	 respaldar	 y/o	 garantizar	 operaciones	 de	 la	 sociedad	 o	 de
terceros.
c)	Abrir	y	cerrar	todo	tipo	de	cuentas	en	instituciones	bancarias,	 financieras	y	de
seguros,	incluyendo	cuentas	corrientes,	cuentas	a	plazo	y/o	de	ahorros;
d)	Cobrar	todo	tipo	de	giros	y	transferencias,	realizar	cargos	o	abonos	en	cuentas	y
pagar	 transferencias,	 retirar	 imposiciones,	 afectar	 en	 garantía	 cuentas,	 depósitos
en	cuentas	bancarias	o	títulos	valores;
e)	 Girar,	 aceptar,	 endosar	 (en	 propiedad	 o	 en	 procuración)	 o	 avalar	 letras	 de
cambio,	descontarlas,	darlas	en	factoraje	(factoring)	o	renovarlas;
f).	 Emitir	 o	 suscribir	 vales	 y	pagarés,	 endosarlos	 en	propiedad	o	 en	procuración,
descontarlos	o	darlos	en	factoring;
g)	Girar	cheques	sobre	saldos	acreedores	o	deudores	en	las	cuentas	corrientes	que
la	 sociedad	 tenga	 abiertas	 en	 instituciones	 bancarias	 del	 país	 o	 del	 extranjero,
cobrar	 cheques	 y	 endosarlos	 para	 abono	 en	 cuenta	 de	 la	 sociedad	 a	 favor	 de
terceros;
h)	 Endosar	 certificados	 de	 depósito,	 warrants,	 conocimientos	 de	 embarque,
facturas	comerciales,	bono	certificados	de	depósito,	notas	de	crédito	negociables	y
demás	 documentos	 y	 efectos	 por	 cobrar	 sobre	 los	 que	 se	 pueda	 ejercer	 dicha
prerrogativa;
i)	Comprar,	vender	y	retirar	valores;
j)	Depositar	valores	en	custodia	y	retirarlos;
k)	Alquilar	y	operar	cajas	de	seguridad,	abrirlas	y	cancelarlas,	y,	en	general,	dar	y
tomar	 toda	 clase	 de	 arrendamientos,	 inclusive	 financiero	 (leasing),	 sobre	 bienes
muebles	e	inmuebles.
l)	Ceder	toda	clase	de	derechos,	créditos	y	acciones,	o	ceder	su	posición	contractual
en	cualquier	clase	de	contratos.
m)	Y,	en	general,	realizar	con	 los	bancos,	 financieras	y	empresas	de	seguro	todas
aquellas	 operaciones	 comerciales,	 financieras	 y	 bancarias	 que	 dichos
intermediarios	 financieros	 pueden	 realizar	 con	 sus	 clientes	 de	 acuerdo	 a	 la	 Ley
General	 de	 Instituciones	 Bancarias,	 Financieras	 y	 de	 Seguros	 y	 las	 disposiciones
pertinentes	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 (SBS);	 ejercer	 todas	 las
facultades	 comerciales	 y	 financieras	 que	 sean	 compatibles	 con	 las	 funciones	 que
desempeña	y	con	 lo	establecido	por	 la	 ley	y	 los	estatutos,	 como	también	cumplir
con	 los	 encargos	 que	 en	 cada	 caso	 le	 confiera	 la	 junta	 de	 socios	 mediante	 el
otorgamiento	de	poderes	especiales	a	su	favor.
Facultades	procesales
Estas	son	las	siguientes:
a).	 Representar	 a	 la	 sociedad	 ante	 toda	 clase	 de	 autoridades	 civiles,	 políticas,
administrativas,	 judiciales,	 arbitrales,	 policiales	 o	 militares	 y,	 en	 general,	 ante
cualquier	persona	natural	o	jurídica,	nacional	o	extranjera,	sin	excepción	alguna,	ya
sean	estos	ministerios	(en	particular	el	Ministerio	de	Industria,	Turismo,	Comercio
y	 Negociaciones	 Comerciales	 Internacionales	 -	 Mitinci),	 servicios	 públicos,
tribunales	de	 justicia,	municipalidades,	Contraloría	General	de	 la	República,	 IPSS,
ONP,	 SAFP,	 Conasev,	 Bolsa	 de	 Valores	 de	 Lima	 (BVL),	 Sunat,	 Sunad,	 Sunarp,
Registros	 Públicos,	 Sunass,	 Indecopi,	 Conite	 y	 ante	 cualquier	 otro	 organismo,
institución	 o	 empresa,	 sea	 pública,	 privada,	 fiscal,	 municipal,	 cooperativa	 o	 de
cualquier	otra	índole.
b)	Presentar	a	las	autoridades	administrativas	y/o	autoridades	judiciales	que	sean
competentes	 todo	tipo	de	solicitudes,	peticiones,	escritos	y	recursos	relacionados
con	 los	 procedimientos	 administrativos	 y/o	 judiciales	 que	 se	 sigan	 ante	 dichas
dependencias,	como	también	iniciar	y	tramitar	ante	las	instancias	administrativas
y/o	 judiciales	 competentes	 todo	 tipo	 de	 procedimientos,	 demandas	 o	 denuncias,
hasta	obtener	una	resolución	definitiva	con	carácter	de	“Cosa	decidida”	que	agote
la	vía	administrativa	y/o	una	resolución	definitiva	con	carácter	de	“Cosa	juzgada”
que	agote	la	vía	judicial;
c).	 Queda	 entendido	 que	 este	 poder	 otorga	 al	 representante	 todas	 las	 facultades
generales	y	especiales	de	representación	procesal	ante	el	 fuero	ordinario	o	 fuero
privativo,	gozando	para	tal	efecto	de	las	facultades	generales	y	especiales	previstas
en	la	legislación	peruana	y,	en	particular,	aquellas	a	que	se	refieren	los	artículos	73,
74	y	75	del	nuevo	Código	Procesal	Civil.
En	consecuencia,	el	representante	está	expresamente	facultado	para	realizar	todos
los	 actos	de	disposición	de	derechos	 sustantivos,	materiales	 e	 inmateriales,	 y	 así
también	 podrán	 demandar,	 reconvenir,	 contestar	 demandas	 y	 reconvenciones,
desistirse	de	la	pretensión,	del	proceso,	del	recurso	y/o	de	la	instancia;	allanarse	a
la	 pretensión,	 conciliar,	 transigir	 pleitos	 judicial	 o	 extrajudicialmente,	 prestar
declaración	de	parte	o	confesión,	reconocer	todo	tipo	de	documentos,	presentar	e
interponer	todo	tipo	de	recursos	(ya	sea	de	apelación,	casación,	nulidades	y	todos
los	demás	permitidos	por	la	ley),	impugnar	toda	clase	de	actos	procesales,	recusar
funcionarios	de	toda	índole,	someter	a	arbitraje	las	pretensiones	controvertidas	en
el	 proceso,	 iniciar	 toda	 clase	 de	 acciones	 y/o	 procesos	 administrativos	 civiles,
penales,	 diligencias	 preparatorias	 o	 pruebas	 anticipadas,	 procedimientos	 no
contenciosos,	 procesos	 cautelares,	 ofrecer	 y	 otorgar	 contracautela,	 ya	 sea	 real	 o
personal	y	dentro	de	esta	última	otorgar	caución	 juratoria,	 sustituir	o	delegar	en
todo	o	en	parte	 la	 representación	procesal	 especial	para	 litigar	y	para	 los	demás
actos	que	expresa	la	ley.	Sin	embargo,	no	podrán	ser	citados	con	nueva	demanda,	la
que	 deberá	 hacerse	 valer	 directamente	 contra	 la	 poderdante	 en	 su	 propio
domicilio;
Asimismo,	por	la	presente	queda	claramente	establecido	que	el	representante	legal
está	 expresamente	 facultado	 para	 solicitar	 la	 insolvencia	 de	 la	 sociedad	 o	 la	 de
cualquier	otra	empresa,	así	como	representar	a	la	sociedad	ante	cualquier	junta	de
acreedores	 cualquier	 empresa	 declarada	 insolvente.	 De	 la	misma	manera,	 queda
claro	 que	 el	 representante	 también	 podrá	 contestar	 demandas	 y	 asistir	 a	 los
comparendos	en	los	procesos	laborales	en	los	que	uno	o	más	trabajadores	reclame
derechos	o	beneficios	sociales	derivados	de	una	relación	laboral.
Artículo	decimonoveno:	Los	 gerentes	 pueden	 ser	 separados	 de	 su	 cargo	 según
acuerdo	 adoptado	 por	 mayoría	 simple	 del	 capital	 social,	 excepto	 cuando	 tal
nombramiento	hubiese	 sido	condición	del	pacto	social,	 en	cuyo	caso	sólo	podrán
ser	removidos	judicialmente	y	por	dolo,	culpa	o	inhabilidad	para	ejercerlo.
Artículo	vigésimo:	La	modificación	del	estatuto	 se	acuerda	por	 junta	general	de
socios	participacionistas,	para	cuyo	efecto	deberá	cumplirse	con	las	exigencias	de
convocatoria,	 quórum	 y	 mayorías	 establecidas	 en	 el	 artículo	 16	 del	 estatuto.	 El
aumento	o	reducción	de	capital,	 corresponde	a	 la	 junta	general	de	accionistas	en
las	modalidades	y	bajo	los	requisitos	establecidos	en	la	ley.
La	 transformación,	 fusión,	 escisión	 y	 extinción	 de	 la	 sociedad	 se	 regirán	 por	 las
normas	pertinentes	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Estados	financieros	y	aplicación	de	utilidades
Artículo	vigesimoprimero:	Finalizado	el	ejercicio	económico,	el	gerente	general,
debe	formular	la	memoria,	los	estados	financieros	y	la	propuesta	de	distribución	de
utilidades	 en	 caso	 de	 haberlas	 correspondiente	 al	 ejercicio	 concluido	 el	 31
diciembre	inmediato	anterior	los	que	someterá	a	la	junta	obligatoria	anual,	a	fin	de
que	 ésta	 se	 pronuncie	 sobre	 la	 gestión	 social	 y	 los	 resultados	 económicos	 del
ejercicio.
Artículo	vigesimosegundo:	La	 distribución	 de	 utilidades	 sólo	 puede	 hacerse	 en
mérito	 en	 razón	 de	 utilidades	 obtenidas	 o	 de	 reservas	 de	 libre	 disposición	 en
mérito	a	los	estados	financieros	preparados	al	cierre	del	ejercicio	económico	o	a	la
fecha	de	corte	en	circunstancias	especiales.	Si	se	ha	perdido	una	parte	del	capital
no	se	distribuye	utilidades	hasta	que	el	capital	sea	reintegrado	o	sea	reducido	en	la
cantidad	 correspondiente.	 De	 las	 utilidades	 anuales	 que	 se	 obtengan	 la	 sociedad
detraerá,	cuando	corresponda	el	porcentaje	que	señala	la	ley	para	cubrir	un	fondo
de	 reserva	para	 cubrir	pérdidas,	 el	que	deberá	 ser	 repuesto	 cuando	descienda	el
límite	indicado.
Disolución	y	liquidación	de	la	sociedad
Artículo	vigesimotercero:	La	 sociedad	 se	 disuelve	 por	 las	 causales	 establecidas
en	el	artículo	407	de	la	Ley	General	de	Sociedades.	El	gerente	cuando	la	sociedad
incurra	en	alguna	causal	de	disolución,	convoca	para	que	en	un	plazo	máximo	de
30	días	se	realice	una	junta	general,	a	fin	de	adoptar	el	acuerdo	de	disolución	o	las
medidas	que	correspondan.
Artículo	vigesimocuarto:	Disuelta	la	sociedad	se	inicia	el	proceso	de	liquidación.
La	sociedad	disuelta	conserva	su	personería	 jurídica	mientras	dura	el	proceso	de
liquidación	y	hasta	que	se	inscriba	la	extinción	en	el	registro.
Durante	 la	 liquidación	 la	 sociedad	 debe	 añadir	 a	 su	 razón	 denominación	 la
expresión	“en	liquidación”	en	todos	sus	documentos	y	correspondencia.
Artículo	vigesimoquinto:	Desde	el	acuerdo	de	disolución	cesa	 la	 representación
de	 los	 administradores,	 gerentes	 y	 representantes	 en	 general,	 asumiendo	 los
liquidadores	las	funciones	que	les	corresponden	conforme	a	ley.
Artículo	 vigesimosexto:	 En	 todo	 lo	 que	 no	 estuviese	 previsto	 en	 el	 presente
estatuto	se	regirá	por	la	Ley	General	de	Sociedades.
	
MODELO	DE	CONSTITUCIÓN	DE	SOCIEDAD	COMERCIAL	DE	RESPONSABILIDAD	LIMITADA
	
Señor	notario:
Sírvase	usted	extender	en	su	registro	de	escrituras	públicas,	una	constitución	de
sociedad	 comercial	 de	 responsabilidad	 limitada,	 que	 otorgan:	 ..............................,	 de
nacionalidad	peruana,	profesión	.............................................	DNI	N°.......................................	 ,
estado	civil	...........................................	;	de	nacionalidad	peruana,	ocupación,	.......................
con	DNI	............	,	estado	civil	..............;
Todos	 señalando	 domicilio	 común	 para	 efectos	 de	 este	 instrumento	 en:
...................................	 ,	 distrito	 de	 ..............................	 provincia	 de	 ..............................	 ,
departamento	de	..............................
Primero.-	 Por	 el	 presente	 pacto	 social,	 los	 otorgantes	 manifiestan	 su	 libre
voluntad	de	constituir	una	sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada,	bajo	la
denominación	 de	 ..............................................;	 pudiendo	 utilizar	 la	 abreviatura	 de
“.............................................”,	 obligándose	a	efectuar	 los	aportes	para	 la	 formación	del
capital	social	y	a	formular	el	correspondiente	estatuto.
Segundo.-	 El	 capital	 de	 la	 sociedad	 es	 de	 S/	 ..........	 (..............	 y	 00/100	 en	 nuevos
soles)	dividido	en	............	participaciones	sociales	de	S/.	............	cada	una,	suscritas	y
pagadas	de	la	siguiente	manera:
•	 ...........................,	 aporta	 S/	 ..............	 mediante	 aportes	 en	 bienes	 no	 dinerarios,
correspondiéndole	.............	participaciones	sociales.
•	 .....................,	 aporta	 S/.	 .............	 mediante	 aportes	 en	 bienes	 no	 dinerarios,
correspondiéndole	............	participaciones	sociales.
El	capital	social	se	encuentra	totalmente	suscrito	y	pagado.
Tercero.-	 Los	 otorgantes	 declaran	 que	 los	 bienes	 no	 dinerarios	 aportados	 a	 la
sociedad	son	los	que	a	continuación	se	detallan,	y	que	el	criterio	adoptado	para	la
valorización,	en	cada	caso,	es	el	que	se	indica:
Descripción	de	los	bienes	Criterio	para	valorización	Valor	asignado
................................................	..............................................	............................
................................................	..............................................	............................
Lo	que	hace	un	total	general	de	S/.	.............	(	.......................	y	00/100	en	nuevos	soles)
como	aportes	en	bienes	no	dinerarios	al	capital	de	la	sociedad.
Cuarto.-	La	 sociedad	se	 regirá	por	el	 estatuto	 siguiente	y	en	 todo	 lo	no	previsto
por	éste,	se	estará	a	 lo	dispuesto	por	la	Ley	General	de	Sociedades	-	Ley	26887	-
que	en	adelante	se	le	denominará	la	“Ley”.
Estatuto
Artículo	1°.-	Denominación	 -	 duración	 -	 domicilio:	La	 sociedad	 se	 denomina:
“...............................”,	pudiendo	usar	la	abreviatura:	“.............................”.
Tiene	una	duración	indeterminada,	inicia	sus	operaciones	en	la	fecha	de	este	pacto
y	adquiere	personalidad	 jurídica	desde	su	 inscripción	en	el	 registro	de	personas
jurídicas	de	............................
Su	 domicilio	 es	 la	 provincia	 de:	 ...............,	 departamento	 de	 .......................,	 pudiendo
establecer	sucursales	u	oficinas	en	cualquier	lugar	del	país	o	en	el	extranjero.
Se	entienden	incluidos	en	el	objeto	social	los	actos	relacionados	con	el	mismo	que
coadyuven	a	la	realización	de	sus	fines,	para	cumplir	dicho	objeto,	podrá	realizar
todos	aquellos	actos	y	contratos	que	sean	lícitos,	sin	restricción	alguna.
Artículo	2°.-	Objeto	social:	La	sociedad	tiene	por	objeto	dedicarse	a:	........................
Se	entienden	incluidos	en	el	objeto	social	los	actos	relacionados	con	el	mismo	que
coadyuven	a	la	realización	de	sus	fines.	Para	cumplir	dicho	objeto,	podrá	realizar
todos	aquellos	actos	y	contratos	que	sean	lícitos,	sin	restricción	alguna.
Artículo	 3°.-	 Capital	 social:	 El	 capital	 de	 la	 sociedad	 es	 de	 S/.	 .........	 (..............	 y
00/100	en	nuevos	soles)	dividido	en	......................................	participaciones	sociales	de
S/	..............	cada	una,	íntegramente	suscritas	y	totalmente	pagadas.
Artículo	4°.-	Participación	social:	La	participación	social	confiere	a	su	 titular	 la
calidad	de	socio	y	 le	atribuye	 los	derechos	y	obligaciones	que	señala	 la	 “Ley”.	La
transmisión,	 adquisición,	 usufructo,	 prenda	 y	 medidas	 cautelares	 sobre	 las
participaciones	se	sujeta	a	lo	dispuesto	por	los	artículos	290,	291	y	292	de	la	“Ley”.
Artículo	5°.-	Órganos	de	la	sociedad:	La	sociedad	tiene	los	siguientes	órganos:
a)	La	junta	general	de	socios;	y
b)	La	gerencia.
Artículo	 6°.-	 Junta	 general	 de	 socios:	 La	 junta	 general	 de	 socios	 representa	 a
todos	 los	 socios	 que	debidamente	 convocados	 y	 con	 el	 quórum	correspondiente
deciden	 por	 la	 mayoría	 que	 establece	 esta	 “Ley”	 los	 asuntos	 propios	 de	 su
competencia.	Los	acuerdos	que	legítimamente	adopten	obligan	a	todos	inclusive	a
los	 disidentes	 y	 a	 los	 que	 no	 hayan	 participado	 en	 la	 reunión.	 El	 régimen	 de	 la
junta	general	de	socios,	facultades,	oportunidad	de	la	convocatoria,	solemnidades
y	condiciones	para	sus	reuniones,	quórum	y	validez	de	sus	acuerdos	se	sujetan	a	lo
dispuesto	por	los	artículos	112,	al	138	de	la	“Ley”,	de	conformidad	con	lo	dispuesto
en	el	tercer	párrafo	del	artículo	294	de	la	“Ley”.
La	convocatoria	a	junta	general	la	hará	el	gerente	general	mediante	esquelas	bajo
cargo,	dirigidas	al	domicilio	a	la	dirección	designada	por	el	socio	a	este	efecto.
Artículo	 7°.-	 Gerencia:	 La	 administración	 de	 la	 sociedad	 está	 a	 cargo	 de	 la
gerencia	que	podrá	ser	representada	por	un	gerente	general	y	uno	o	más	gerentes
designados	 por	 la	 junta	 general	 de	 socios.	 Sus	 facultades,	 remoción	 y
responsabilidades	se	sujetan	a	lo	dispuesto	por	los	artículos	287	al	289	de	la	“Ley”
y	tendrán	las	facultades	y	remuneración	que	señale	la	junta	general	de	socios.
El	 gerente	 general	 está	 facultado	 para	 la	 ejecución	 de	 todo	 acto	 y/o	 contrato
correspondientes	 al	 objeto	 de	 la	 sociedad,	 pudiendo	 asimismo	 realizar	 los
siguientes	actos:
a)	Dirigir	las	operaciones	comerciales	y	administrativas.
b)	Representar	a	la	sociedad	ante	toda	clase	de	autoridades.	En	lo	judicial	gozará
de	 las	 facultades	señaladas	en	 los	artículos	74,	75,	77	y	436	del	Código	Procesal
Civil,	así	como	la	facultad	de	representación	prevista	en	el	artículo	10	de	la	Ley	N°
26636	y	demás	normas	conexas	y	complementarias;	 teniendo	en	 todos	 los	casos
facultad	de	delegación	o	sustitución.
c)	 Abrir,	 transferir,	 cerrar	 y	 encargarse	 del	 movimiento	 de	 todo	 tipo	 de	 cuenta
bancaria:	 girar,	 cobrar,	 renovar,	 endosar,	 descontar	 y	 protestar,	 aceptar	 y
reaceptar	 cheques,	 letras	 de	 cambio,	 vales,	 pagarés,	 giros,	 certificados,
conocimientos,	 pólizas	 y	 cualquier	 clase	 de	 títulos	 valores,	 documentos
mercantiles	 y	 civiles:	 otorgar	 recibos,	 cancelaciones,	 sobregirarse	 en	 cuenta
corriente	 con	 garantía	 o	 sin	 ella,	 solicitar	 toda	 clase	 de	 préstamos	 con	 garantía
hipotecaria,	prendaria	y	de	cualquier	forma.
d)	 Adquirir	 y	 transferir	 bajo	 cualquier	 título:	 comprar,	 vender,	 arrendar,	 donar,
adjudicar	 y	 gravar	 los	 bienes	 de	 la	 sociedad	 sean	 muebles	 o	 inmuebles,
suscribiendo	los	respectivos	documentos	ya	sean	privados	o	públicos.	En	general
podrá	celebrar	toda	clase	de	contratos	nominados	e	innominados	vinculados	con
el	objeto	social.
El	gerente	general	podrá	realizar	todos	los	actos	necesarios	para	la	administración
de	la	sociedad,	salvo	las	facultades	reservadas	a	la	junta	general	de	socios.
Artículo	8°.-	Modificación	del	estatuto,	aumento	y	reducción	del	capital:	Las
modificatorias	del	pacto	social,	el	aumento	y	reducción	de	capital	social	se	sujetan
a	lo	dispuesto	por	los	artículos	198	al	220	de	la	“Ley”.
Artículo	9°.-	Exclusión	y	separación	de	los	socios:	Se	sujeta	a	lo	dispuesto	por	el
artículo	293	de	la	“Ley”.
Artículo	 10.-	 Estados	 financieros	 y	 aplicación	 de	 utilidades:	 Se	 rige	 por	 lo
dispuesto	en	los	artículos	40,	221	al	233	de	la	“Ley”.
Artículo	 11.-	 Disolución,	 liquidación	 y	 extinción:	 En	 cuanto	 a	 la	 disolución,
liquidación	 y	 extinción	 de	 la	 sociedad,	 se	 sujeta	 a	 lo	 dispuesto	 por	 los	 artículos
407,	409,	410,	412	y	413	a	422	de	la	“Ley”.
Quinto.-	 Queda	 designado	 como	 gerente	 general:	 ........................	 ,	 con	 DNI	 N
°.................	con	domicilio	en	:	............................,	distrito	de	...........
Cláusula	adicional.-	Se	designa	como	subgerente	de	la	sociedad	a	........................,	con
DNI	N°...........	con	domicilio	en	:...........................,	quien	tendrá	las	siguientes	facultades:
-	Reemplazar	al	gerente	en	caso	de	ausencia.
-	Intervenir	en	forma	conjunta	con	el	gerente	general,	en	los	casos	previstos	en	los
incisos	C	y	D	del	artículo	7°	de	esta	minuta.
Agregue	usted	señor	notario	lo	que	fuere	de	ley	y	sírvase	cursar	partes
correspondientes	al	registro	de	personas	jurídicas	de	Lima	para	su	respectiva
inscripción.
	
Ley	26887.
ART.	 284.—Denominación.	 La	 sociedad	 comercial	 de	 responsabilidad
limitada	 tiene	 una	 denominación,	 pudiendo	 utilizar	 además	 un	 nombre
abreviado,	 al	 que	 en	 todo	 caso	 debe	 añadir	 la	 indicación	 “Sociedad
Comercial	de	Responsabilidad	Limitada”	o	su	abreviatura	“S.R.L.”.
COMENTARIO.—Son	 varios	 los	 autores	 que	 han	 criticado	 el	 título	 con	 el
que	 se	 identifica	 a	 este	 modelo	 societario:	 “Sociedad	 Comercial	 de
Responsabilidad	 Limitada”.	 El	 fundamento	 de	 las	 observaciones	 radica	 en
que	 la	 sociedad	 no	 tiene	 responsabilidad	 limitada,	 sino	 por	 el	 contrario
ilimitada;	en	cambio,	son	los	socios	los	que	cuentan	con	este	beneficio.	Sin
embargo,	 no	 parece	 conveniente	 modificar	 un	 nombre	 tan	 arraigado	 en
doctrina,	 legislación	y	 jurisprudencia,	no	 solamente	nacional	 sino	 también
extranjera,	que	se	mantiene	desde	 la	“societé	a	responsabiliteé”	(francesa)
hasta	las	actuales	“sociedad	limitada”	(cubana,	turca	y	japonesa)	y	“sociedad
comercial	de	responsabilidad	limitada”	(peruana).
Por	otro	lado,	nuestra	anterior	Ley	General	de	Sociedades	consignaba	en	su
artículo	273	como	abreviatura	de	la	sociedad	comercial	de	responsabilidad
limitada:	 “S.R.Ltda.”,	 pero	 en	 vista	 que	 el	 estribillo	 “Ltda”	 no	 era	 de	 uso
generalizado,	 el	 legislador	 creyó	 conveniente	 consagrar	 en	 el	 nuevo
ordenamiento	 societario	 (recogiendo	 la	 vigente	 práctica	 comercial)	 la
abreviatura	 “S.R.L.”.	 Empero,	 siempre	 ha	 estado	 flotando	 una	 lógica
pregunta:	 si	 se	 trata	 de	 una	 sociedad	 “comercial”	 de	 responsabilidad
limitada,	 ¿por	 qué	 no	 abreviarla	 como	 “S.C.R.L.”?.	 Ricardo	 Beaumont
Callirgos	pretende	absolver	aquella	interrogante,	manifestando	lo	siguiente:
“La	 respuesta	 es	 que	 la	 “C”	 se	 utiliza	 para	 la	 sociedad	 civil,	 tal	 como	 se
hallaba	previsto	en	los	artículos	330	y	332	de	la	antigua	ley	y	artículo	296
de	la	ley	vigente	N°	26887”	(obra	citada,	p.	30.	Sin	embargo,	discrepamos	de
tal	argumento).
El	artículo	330	de	 la	anterior	Ley	General	de	Sociedades	estipula,	para	 la
sociedad	civil,	 la	abreviatura	“S.Civ.”.	Por	su	parte,	el	artículo	332	de	dicho
texto	legislativo	consagra,	para	la	sociedad	civil	de	responsabilidad	limitada,
la	abreviatura	“S.	Civ.	R.	L.”.	Finalmente,	el	artículo	296	de	nuestra	vigente
lex	societatis	expresa,	para	la	sociedad	civil,	la	abreviatura	“S.Civil”	y,	para	la
sociedad	civil	de	responsabilidad	limitada,	 la	abreviatura	“S.	Civil	de	R.	L.”.
Véase,	 entonces,	 que	 en	 ninguno	 de	 los	 cuatro	 supuestos	 se	 emplea	 la
abreviatura	 “S.C.R.L.”,	 por	 lo	 que	 no	 generaría	 confusión	 su	 utilización
legislativa.	Por	ende,	si	deseamos	ser	coherentes,	proponemos	que	debería
consagrarse	como	abreviatura	de	la	sociedad	comercial	de	responsabilidad
limitada	a	las	siglas:	“S.C.R.L.”.
Ley	26887.
ART.	 285.—Capital	 social.	 El	 capital	 social	 está	 integrado	 por	 las
aportaciones	de	los	socios.	Al	constituirse	la	sociedad,	el	capital	debe	estar
pagado	 en	 no	 menos	 del	 veinticinco	 por	 ciento	 de	 cada	 participación,	 y
depositado	en	entidad	bancaria	o	financiera	del	sistema	financiero	nacional
a	nombre	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	286.—Formación	de	 la	 voluntad	 social.	La	 voluntad	de	 los	 socios
que	representen	la	mayoría	del	capital	social	regirá	la	vida	de	la	sociedad.
El	estatuto	determina	 la	 forma	y	manera	como	se	expresa	 la	voluntad	de
los	 socios,	 pudiendo	 establecer	 cualquier	 medio	 que	 garantice	 su
autenticidad.
Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	será	obligatoria	la	celebración	de	junta	general
cuando	 soliciten	 su	 realización	 socios	 que	 representen	 por	 lo	 menos	 la
quinta	parte	del	capital	social.
Ley	26887.
ART.	287.—Administración:	gerentes.	 La	 administración	 de	 la	 sociedad
se	 encarga	 a	 uno	 o	más	 gerentes,	 socios	 o	 no,	 quienes	 la	 representan	 en
todos	 los	 asuntos	 relativos	 a	 su	objeto.	 Los	 gerentes	no	pueden	dedicarse
por	cuenta	propia	o	ajena,	 al	mismo	género	de	negocios	que	constituye	el
objeto	 de	 la	 sociedad.	 Los	 gerentes	 o	 administradores	 gozan	 de	 las
facultades	 generales	 y	 especiales	 de	 representación	 procesal	 por	 el	 solo
mérito	de	su	nombramiento.	Los	gerentes	pueden	ser	separados	de	su	cargo
según	 acuerdo	 adoptado	 por	 mayoría	 simple	 del	 capital	 social,	 excepto
cuando	tal	nombramiento	hubiese	sido	condición	del	pacto	social,	en	cuyo
caso	 sólo	 podrán	 ser	 removidos	 judicialmente	 y	 por	 dolo,	 culpa	 o
inhabilidad	para	ejercerlo.
Ley	26887.
ART.	 288.—Responsabilidad	 de	 los	 gerentes.	 Los	 gerentes	 responden
frente	a	la	sociedad	por	los	daños	y	perjuicios	causados	por	dolo,	abuso	de
facultades	o	negligencia	grave.	La	acción	de	la	sociedad	por	responsabilidad
contra	los	gerentes	exige	el	previo	acuerdo	de	los	socios	que	representen	la
mayoría	del	capital	social.
C.	C.
ART.	1318.—Dolo.	Procede	con	dolo	quien	deliberadamente	no	ejecuta	 la
obligación.
C.	C.
ART.	1319.—Culpa	inexcusable.	 Incurre	 en	 culpa	 inexcusable	 quien	 por
negligencia	grave	no	ejecuta	la	obligación.
Ley	26887.
ART.	 289.—Caducidad	 de	 la	 responsabilidad.	 La	 responsabilidad	 civil
del	gerente	caduca	a	los	dos	años	del	acto	realizado	u	omitido	por	éste,	sin
perjuicio	de	la	responsabilidad	y	reparación	penal	que	se	ordenara,	si	fuera
el	caso.
Ley	26887.
ART.	 290.—Transmisión	 de	 las	 participaciones	 por	 sucesión.	 La
adquisición	de	alguna	participación	social	por	sucesión	hereditaria	confiere
al	heredero	o	legatario,	la	condición	de	socio.	Sin	embargo,	el	estatuto	puede
establecer	que	los	otros	socios	tengan	derecho	a	adquirir,	dentro	del	plazo
que	aquél	determine,	 las	participaciones	sociales	del	socio	 fallecido,	según
mecanismo	de	valorización	que	dicha	estipulación	 señale.	 Si	 fueran	varios
los	socios	que	quisieran	adquirir	esas	participaciones,	se	distribuirán	entre
todos	a	prorrata	de	sus	respectivas	partes	sociales.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 95.—Transferencia	 de	 participaciones	 por	 fallecimiento	 del
titular.	La	 transferencia	de	participaciones	por	 fallecimiento	del	 titular	 se
inscribirá	 a	 favor	 de	 los	 herederos	 en	 copropiedad,	 salvo	 disposición
testamentaria	 en	 contrario,	 considerándose	 a	 todos	 los	 nuevos	 titulares
como	 un	 socio	 para	 los	 efectos	 del	 cómputo	 del	 máximo	 de	 socios
establecido	en	el	artículo	283	de	la	ley.
La	 partición	 de	 las	 participaciones	 en	 copropiedad	 debe	 constar	 en
escritura	pública.	Si,	como	consecuencia	de	ella,	el	número	total	excede	de
veinte	 se	 procederá	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 79	 de	 este
reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 96.—Transferencia	 de	 participaciones	 y	 número	 máximo	 de
socios.	 No	 son	 inscribibles	 las	 transferencias	 de	 participaciones	 por	 acto
intervivos	o	por	disposición	testamentaria,	en	cuya	virtud	la	sociedad	pasa	a
tener	más	de	veinte	socios.
Ley	26887.
ART.	291.—Derecho	de	adquisición	preferente.	El	socio	que	se	proponga
transferir	su	participación	o	participaciones	sociales	a	persona	extraña	a	la
sociedad,	debe	comunicarlo	por	escrito	dirigido	al	gerente,	quien	lo	pondrá
en	 conocimiento	 de	 los	 otros	 socios	 en	 el	 plazo	 de	 diez	 días.	 Los	 socios
pueden	 expresar	 su	 voluntad	 de	 compra	 dentro	 de	 los	 treinta	 días
siguientes	a	la	notificación,	y	si	son	varios,	se	distribuirá	entre	todos	ellos	a
prorrata	de	sus	respectivas	participaciones	sociales.	En	el	caso	que	ningún
socio	 ejercite	 el	 derecho	 indicado,	 podrá	 adquirir	 la	 sociedad	 esas
participaciones	 para	 ser	 amortizadas,	 con	 la	 consiguiente	 reducción	 del
capital	 social.	 Transcurrido	 el	 plazo,	 sin	 que	 se	 haya	 hecho	 uso	 de	 la
preferencia,	 el	 socio	 quedará	 libre	 para	 transferir	 sus	 participaciones
sociales	en	la	 forma	y	en	el	modo	que	tenga	por	conveniente,	salvo	que	se
hubiese	convocado	a	junta	para	decidir	la	adquisición	de	las	participaciones
por	 la	 sociedad.	En	este	último	 caso	 si	 transcurrida	 la	 fecha	 fijada	para	 la
celebración	 de	 la	 junta	 ésta	 no	 ha	 decidido	 la	 adquisición	 de	 las
participaciones,	el	socio	podrá	proceder	a	transferirlas.
Para	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 que	 se	 concede	 en	 el	 presente	 artículo,	 el
precio	 de	 venta,	 en	 caso	 de	 discrepancia,	 será	 fijado	 por	 tres	 peritos,
nombrados	uno	por	cada	parte	y	un	tercero	nombrado	por	los	otros	dos,	o	si
esto	no	se	logra,	por	el	juez	mediante	demanda	por	proceso	sumarísimo.
El	estatuto	podrá	establecer	otros	pactos	y	condiciones	para	la	transmisión
de	las	participaciones	sociales	y	su	evaluación	en	estos	supuestos,	pero	en
ningún	caso	será	válido	el	pacto	que	prohíba	totalmente	las	transmisiones.
Son	 nulas	 las	 transferencias	 a	 persona	 extraña	 a	 la	 sociedad	 que	 no	 se
ajusten	a	lo	establecido	en	este	artículo.	La	transferencia	de	participaciones
se	formaliza	en	escritura	pública	y	se	inscribe	en	el	registro.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 97.—Escritura	 pública	 de	 transferencia	 de	 participaciones	 y
derecho	de	adquisición	preferente.	La	 inscripción	de	 la	 transferencia	de
participaciones	por	acto	 intervivos	se	hará	en	mérito	de	escritura	pública,
con	intervención	del	transferente	y	del	adquirente.
De	no	haberse	vencido	el	plazo	para	el	ejercicio	del	derecho	de	adquisición
preferente,	 establecido	 en	 la	 ley	 o	 en	 el	 estatuto,	 en	 la	 escritura	 se
insertarán	 los	 documentos	 que	 acrediten	 que	 los	 socios	 y,	 en	 su	 caso,	 la
sociedad,	 han	 renunciado	 a	 tal	 derecho,	 salvo	 que	 intervengan	 en	 la
escritura	renunciando	expresamente.
De	haberse	 vencido	 el	 plazo	para	 el	 ejercicio	del	 derecho,	 en	 la	 escritura
pública	 se	 insertará	 la	 certificación	 del	 gerente	 indicando	 que	 se	 ha
cumplido	con	el	procedimiento	previsto	en	la	ley	o	en	el	estatuto.
JURISPRUDENCIA.—El	 derecho	 de	 adquisición	 preferente	 no	 puede
tutelarse	a	través	del	amparo	constitucional.	“2.	En	el	caso	sub	judice,	el
derecho	de	preferencia	que	invoca	el	demandante	en	calidad	de	accionista
de	la	Compañía	Minera	(...)	S.A.,	con	el	objeto	de	mantener	y/o	incrementar
su	participación	en	la	sociedad,	no	está	consagrado	en	la	Constitución	ni	se
desprende	del	derecho	de	propiedad:	es	un	derecho	derivado	o	que	podría
vincularse	con	la	calidad	de	accionistas	de	la	sociedad.	Dentro	de	este	orden
de	ideas,	las	partes	hubieran	podido,	basándose	en	la	ley	o	en	el	estatuto	de
la	sociedad,	establecer	o	no	el	derecho	de	preferencia.
Es	evidente,	entonces,	que	el	derecho	de	preferencia,	en	su	origen,	puede
derivarse	de	la	ley	o	el	estatuto,	siendo	en	consecuencia	de	naturaleza	legal
o	 estatutaria	 pero	 no	 constitucional,	 aunque	 su	 ejercicio	 haya	 podido	 ser
objeto	 de	 interferencia	 por	 la	 parte	 a	 la	 que	 se	 le	 atribuye	 un
comportamiento	 societario	 abusivo.	 En	 ese	 sentido,	 no	 se	 origina	 un
conflicto	 susceptible	de	 llevarse	 al	 amparo,	 dado	que	 en	 esta	 sede	 sólo	 se
pueden	dilucidar	casos	en	los	que	resulte	perjudicado	un	derecho	regulado
en	la	Constitución,	tal	como	lo	señala	el	inciso	2)	del	artículo	200	de	la	carta
fundamental,	cuando	indica	expresamente	que	procede	la	acción	de	amparo
contra	 la	 autoridad,	 funcionario	 o	 persona	 que	 vulnera	 o	 amenaza	 los
derechos	constitucionales	reconocidos	en	ella.
3.	 La	 solicitud	 de	 nulidad	 de	 la	 venta	 de	 acciones	 efectuada	 por	 la
Compañía	 Minera	 (...)	 S.A.	 a	 (...)	 Corp.	 en	 rueda	 de	 bolsa,	 con	 fecha
veinticinco	de	abril	de	dos	mil,	no	es	susceptible	de	ser	amparada	en	sede
constitucional,	 dado	 que	 si	 bien	 el	 objeto	 de	 las	 acciones	 de	 garantía	 es
reponer	las	cosas	al	estado	anterior	a	la	infracción,	en	el	presente	caso,	no
se	ha	demostrado	la	afectación	de	derecho	fundamental	alguno,	conforme	se
ha	 expuesto,	 al	 evaluar	 la	 relación	 entre	 el	 derecho	 de	 preferencia	 y	 el
derecho	de	propiedad.	A	mayor	abundamiento,	y	aunque	la	Ley	del	Mercado
de	Valores,	Decreto	Legislativo	N°	861,	no	forma	parte	de	los	parámetros	de
control	 que	 este	 tribunal	 tiene,	 señala	 en	 su	 artículo	 115	 que	 ‘son
irreivindicables	 los	 valores	 que	 se	 negocien	 en	 los	 mecanismos
centralizados	 regidos	 por	 esta	 ley’.”	 (TC,	 Exp.	 328-2001-AA/TC,	 set.
25/2001.	S.	S.	Rey	Terry)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—II	 Pleno	del	 Tribunal	Registral:	 aprobación
de	libre	transferencia	de	participaciones	sociales	implica	una	renuncia
del	derecho	de	adquisición	preferente.	“(…)	el	solo	hecho	de	que	 la	 junta
universal	 de	 socios	 apruebe	 la	 libre	 transferencia	 de	 las	 participaciones
sociales	 de	 una	 sociedad	 a	 favor	 de	 terceros,	 implica	 una	 renuncia	 de	 los
demás	 socios,	 así	 como	 de	 la	 sociedad	 misma	 al	 derecho	 de	 adquisición
preferente	establecida	en	el	artículo	291	de	la	Ley	General	de	Sociedades	o
en	el	estatuto	social,	 siendo	suficiente	para	proceder	a	 la	 inscripción	de	 la
transferencia,	 que	 se	 adjunte	 o	 se	 inserte	 en	 la	 escritura	 pública	 copia
certificada	del	acta	de	la	junta	general	donde	conste	el	acuerdo	respectivo,
no	siendo	en	estos	casos	exigible	 los	 requisitos	señalados	en	el	 segundo	y
tercer	párrafo	del	 artículo	97	del	Reglamento	de	Registros	de	Sociedades;
(...).
5.-	 Que,	 lo	 establecido	 en	 el	 considerando	 anterior	 en	 modo	 alguno
contraviene	 la	 última	 parte	 del	 artículo	 291	 de	 la	 Ley	 N°	 26887,	 pues	 la
sanción	 de	 nulidad	 prevista	 en	 dicha	 norma,	 está	 destinada	 a	 proteger	 el
derecho	 preferente	 que	 tienen	 los	 otros	 socios	 y	 la	 misma	 sociedad,	 de
adquirir	 las	 participaciones	 de	 un	 socio	 que	 las	 oferta	 en	 venta.	 En	 el
supuesto	señalado	en	el	considerando	anterior,	el	socio	que	desea	transferir
sus	participaciones,	 lo	pone	en	conocimiento	de	 la	sociedad	conforme	a	 lo
dispuesto	en	la	ley	o	el	estatuto,	y	en	junta	universal	con	la	asistencia	de	la
totalidad	 de	 socios	 se	 aprueba	 que	 se	 transfieran	 las	 participaciones
sociales	a	favor	de	terceros,	lo	cual	implica	una	renuncia	tácita	al	derecho	de
preferencia;	(...).
(...).
9.-	Que,	el	colegiado	avocándose	a	la	calificación	integral	del	título,	advierte
que	 tratándose	 de	 un	 transferencia	 de	 participaciones	 sociales	 por
compraventa,	 al	 no	 haberse	 pagado	 aún	 la	 totalidad	 del	 precio,	 es	 de
aplicación	lo	dispuesto	en	el	artículo	1065	del	Código	Civil,	en	el	sentido	de
que	 existe	 prenda	 legal	 con	 arreglo	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 inciso	 1)	 del
artículo	 1118	 del	 Código	 Civil,	 toda	 vez	 que	 se	 trata	 de	 venta	 de	 bienes
muebles	 inscritos,	pues	conforme	a	 lo	señalado	en	el	 inciso	8)	del	artículo
886	del	Código	Civil,	 las	participaciones	de	los	socios	en	sociedades	tienen
el	 carácter	 de	 bienes	 muebles,	 en	 consecuencia	 deberá	 procederse	 a	 la
inscripción	de	oficio	de	 la	prenda	 legal”.	 (Sunarp,	R.	032-2002-ORLL-TRN,
mar.	01/2002.	Pres.	Mosqueira	Neira)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 inscripción	 de	 transferencia	 de
participaciones	no	exige	modificación	simultánea	del	estatuto	ni	nueva
distribución	 de	 las	 participaciones	 representativas.	 “Diferencia	 entre
exclusión	de	socio	y	transferencia	de	participaciones.	La	exclusión	importa
una	 sanción	 al	 socio,	 como	 tal	 constituye	 una	 salida	 forzosa	 del	 socio	 por
decisión	de	la	sociedad	o	por	decisión	judicial,	al	haber	incurrido	en	causal
de	 exclusión	que	 afecta	 el	 interés	 social;	 y	 en	 consecuencia,	 generalmente
surge	 la	obligación	de	 la	sociedad	de	devolver	 la	aportación	efectuada	por
éste;	lo	cual	podría	conllevar	a	una	reducción	de	capital	social.
Por	 el	 contrario,	 la	 transferencia	de	participaciones	por	 acto	 intervivos	 a
favor	 de	 un	 tercero,	 constituye	 un	 derecho	 del	 socio;	 cuyo	 ejercicio	 sólo
requiere	que	previamente	se	haya	cumplido	con	el	derecho	de	preferencia
de	adquisición	de	las	participaciones	por	parte	de	los	demás	socios	y	de	la
sociedad	misma,	como	tal,	tiene	distinta	naturaleza	a	la	exclusión	de	socio;
pues	 una	 vez,	 efectuada	 la	 transferencia	 a	 un	 tercero,	 no	 surge	 para	 la
sociedad	 obligación	 de	 devolución	 de	 aportes	 al	 socio	 transferente	 y	 por
tanto,	tampoco	se	genera	la	necesidad	de	realizar	reducción	de	capital.
(...)	se	advierte	que	los	acuerdos	adoptados,	resultan	contradictorios	pues
como	se	ha	señalado,	la	exclusión	importa	una	sanción	adoptada	por	la	junta
general	contra	un	socio	por	haber	incurrido	en	alguna	infracción	que	atenta
a	los	intereses	sociales,	lo	que	no	ocurre	en	este	caso,	pues	la	transferencia
de	participaciones,	constituye	un	derecho	del	socio	normado	en	los	artículos
18	 y	 siguientes	 del	 estatuto,	 concordante	 con	 el	 artículo	 291	 de	 la	 LGS;	 y
siempre	 que	 se	 haya	 cumplido	 con	 el	 procedimiento	 del	 derecho	 de
adquisición	 preferente	 que	 tienen	 los	 socios	 y	 la	 sociedad	 misma.
Transcurrido	el	plazo,	sin	que	se	haya	hecho	uso	de	la	preferencia,	el	socio
quedará	libre	para	transferir	sus	participaciones	sociales	en	la	forma	y	en	el
modo	 que	 tenga	 por	 conveniente;	 sin	 que	 ello	 conlleve	 a	 un	 acuerdo	 de
exclusión	de	socio”.	 (Sunarp,	R.	123-2006-Sunarp-TR-A,	 jul.	21/2006.	V.	P.
Gilmer	Marrufo	Aguilar)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—TR	 explica	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de
adquisición	 preferente	 en	 las	 SRL.	 “(...)	 El	 artículo	 291	 de	 la	 LGS	 ha
establecido	 un	 procedimiento	 para	 que	 los	 socios	 o	 la	 sociedad,	 de	 ser	 el
caso,	 puedan	 ejercer	 sus	 derechos	 de	 adquisición	 preferente.	 Conforme	 a
este	artículo,	la	voluntad	de	un	socio	de	transferir	sus	participaciones	en	la
SRL,	a	una	persona	extraña	a	 la	sociedad,	está	sujeta	a	que	dicha	voluntad
debe	 ser	 comunicada	 por	 escrito	 al	 gerente	 de	 la	 sociedad.	 Una	 vez
efectuada	la	comunicación	al	gerente	de	la	sociedad,	en	ejercicio	del	derecho
de	 adquisición	 preferente,	 aquel	 pondrá	 en	 conocimiento	 de	 los	 demás
socios	para	que	tengan	la	primera	opción	en	adquirir	dichas	participaciones.
Si	los	socios	no	ejercitan	el	derecho	de	preferencia	en	la	adquisición	de	las
participaciones,	dentro	de	 los	30	días	de	recibida	 la	notificación,	 la	opción
de	compra	será	otorgada	a	la	misma	sociedad.
Transcurrido	 el	 plazo	 antes	 mencionado,	 sin	 que	 se	 haya	 ejercido	 el
derecho	preferente,	y	la	sociedad	no	haya	convocado	a	junta	para	decidir	la
adquisición	 de	 las	 participaciones,	 el	 socio	 que	 pretende	 transferir	 sus
participaciones	 podrá	 hacerlo	 en	 la	 forma	 y	 en	 el	 modo	 que	 considere
pertinente.
Siendo	ello	así,	habiéndose	agotado	el	procedimiento	para	el	ejercicio	del
derecho	 preferente	 en	 la	 adquisición	 de	 participaciones	 a	 favor	 de	 los
demás	socios	o	de	 la	misma	sociedad,	el	 socio	que	pretende	 transferir	sus
participaciones	 puede	 hacerlo	 a	 favor	 de	 cualquier	 tercero	 ajeno	 a	 la
sociedad,	esto	es,	a	una	persona	extraña”.	(Sunarp,	R.	171-2014-Sunarp-TR-
A,	mar.	27/2014.	V.	P.	Raúl	Jimmy	Delgado	Nieto)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Tres	 situaciones	 de	 difícil	 probanza	 en	 la
transferencia	 de	 participaciones	 de	 una	 SRL.	 “La	 validez	 de	 la
transferencia	 de	 participaciones	 a	 una	 persona	 extraña	 a	 la	 sociedad	 está
supeditada	 a	 la	 constatación	 del	 cumplimiento	 del	 procedimiento
establecido	 por	 el	 artículo	 291	 de	 la	 LGS	 o	 el	 estatuto.	 En	 ese	 sentido,	 es
imprescindible	que	ante	el	registro	se	pruebe	que	el	procedimiento	legal	o
estatutario	fue	satisfecho.	Sin	embargo,	ello	implicaría	exigir	la	acreditación
de	tres	situaciones	de	difícil	probanza,	por	tratarse	de	un	procedimiento	al
interior	de	la	sociedad,	si	ningún	socio	o	la	sociedad	ejercieron	su	derecho
de	adquisición	preferente	dentro	del	plazo	legal:	a)	la	comunicación	escrita
del	socio	al	gerente;	b)	el	aviso	del	gerente	a	los	socios;	c)	el	desinterés	del
socio	y	de	la	sociedad	de	adquirir	las	participaciones.
Por	 tal	motivo,	 el	 artículo	 97	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de	 Sociedades
(RRS)	 ha	 establecido,	 con	 el	 objeto	 de	 facilitar	 la	 inscripción,	 que	 cuando
haya	vencido	el	plazo	para	el	ejercicio	del	derecho	de	preferencia	a	favor	de
los	demás	socios	y	de	 la	propia	 sociedad,	en	 los	casos	de	 transferencia	de
participaciones	 de	 uno	 de	 los	 integrante,	 sólo	 se	 requiere	 que	 en	 el
instrumento	público	se	inserte	la	certificación	del	gerente	indicando	que	se
ha	 cumplido	 con	 el	 procedimiento	 previsto	 en	 la	 ley	 o	 el	 estatuto	 (...)”
(Sunarp,	R.	171-2014-Sunarp-TR-A,	mar.	27/2014.	V.	P.	Raúl	Jimmy	Delgado
Nieto)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Dos	reglas	en	la	inscripción	de	transferencia
de	 participaciones	 en	 una	 SRL:	 no	 impone	 la	modificación	 simultánea
del	pacto	social	y	tampoco	que	se	inserte	el	acta	en	la	escritura	pública.
“En	consecuencia,	en	 la	medida	que	el	RRS	no	exige	que	en	una	SRL	todos
los	socios	presten	su	conformidad	al	acto	de	transferencia	otorgada	por	uno
de	ellos,	sino	que	en	la	respectiva	escritura	pública	se	inserte	la	certificación
del	gerente	indicando	que	se	ha	cumplido	con	el	procedimiento	previsto	en
la	ley	o	en	el	estatuto.
(...)	10.	Cabe	añadir,	que	el	 apelante	 señala	 como	principal	argumento	de
defensa	 que	 el	 artículo	 291	 de	 la	 LGS	 no	 resulta	 de	 aplicación	 al	 caso
concreto,	 por	 regular	 únicamente	 la	 transferencia	 de	 participaciones	 vía
compraventa,	 no	 encontrándose	 comprendida	 las	 producidas	 por	 anticipo
de	legítima.	(...).
Este	artículo	hace	referencia	a	 las	transferencias	de	propiedad	en	general
que	se	efectúen	a	favor	de	personas	extrañas	a	la	sociedad	con	excepción	de
las	 producidas	 después	 de	 la	 muerte	 del	 socio	 que	 tienen	 su	 regulación
expresa	en	el	artículo	2915	de	la	LGS.
El	 anticipo	 de	 legítima	 se	 enmarca	 dentro	 del	 supuesto	 recogido	 por	 la
norma,	 al	 tratarse	 de	 una	 transferencia	 a	 título	 gratuito,	 que	 efectúa	 una
persona	a	favor	de	sus	herederos	forzosos,	que	constituyen	terceros	ajenas
a	la	sociedad”.	(Sunarp,	R.	171-2014-Sunarp-TR-A,	mar.	27/2014.	V.	P.	Raúl
Jimmy	Delgado	Nieto)
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—El	 Tribunal	 Registral	 explica	 cuándo	 es
inexigible	 la	 acreditación	 del	 derecho	 de	 adquisición	 preferente.	 “El
artículo	97	del	reglamento	aludido	regula	el	procedimiento	de	adquisición
preferente	establecido	en	el	artículo	291	de	 la	Ley	General	de	Sociedades,
mecanismos	 establecido	 para	 cuando,	 como	 lo	 señala	 la	 propia	 norma
referida,	un	socio	se	proponga	vender	sus	participaciones	a	persona	extraña
a	 la	 sociedad.	Es	decir,	 la	norma	antes	 referida,	prevé	dos	procedimientos
distintos:	 el	 primero	 para	 cuando	 un	 socio	 se	 proponga	 vender	 sus
participaciones	a	cualquiera	de	los	socios	de	la	sociedad,	y	el	segundo	para
cuando	un	socio	se	proponga	vender	a	personas	extrañas	a	la	sociedad.	En
el	 primero	 de	 los	 casos	 no	 existe	 problema	 alguno	 en	 tanto,	 la	 ley	 no
contempla	 limitación	 legal	 alguna	al	derecho	de	 transmisibilidad,	pues	 los
demás	socios	no	ven	afectadas	sus	porciones	de	participaciones	sociales	ni
su	posición	dentro	de	la	sociedad,	siendo	distinto	el	caso	en	que	un	socio	se
proponga	vender	sus	participaciones	a	persona	extraña	a	la	sociedad,	pues
en	dicho	supuesto	podría	ingresar	un	socio	no	deseado	afectando	el	carácter
personalísimo	 de	 la	 S.R.L.	 y	 vulnerándose	 el	 derecho	 de	 adquisición
preferente	por	los	demás	socios”.	(Sunarp,	R.	2219-2014-Sunarp-TR-L,	nov.
20/2014.	V.	P.	Samuel	Gálvez	Troncos)
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—La	 participación	 es	 un	 bien	 mueble.	 “-	 La
participación	es	un	bien	mueble,	de	acuerdo	a	 lo	establecido	en	el	 inciso	8
del	artículo	886	del	Código	Civil.	Por	lo	que	siendo	la	participación	un	bien
mueble	 su	 transferencia	 no	 se	 da	 con	 el	 simple	 acuerdo	 o	 con	 la	 sola
obligación	 de	 enajenar,	 como	 en	 los	 inmuebles,	 sino	 con	 la	 entrega	 o
tradición	 del	 bien	 y	 siendo	 la	 participación	 un	 incorpóreo,	 invisible	 su
entrega	 física	es	 imposible.	Por	tanto	su	transferencia	en	el	mundo	real	se
da	en	el	 caso	de	 la	 sociedad	comercial	de	 responsabilidad	 limitada	con	su
formalización	en	escritura	pública	y	su	inscripción	en	el	registro,	de	acuerdo
a	 lo	dispuesto	por	 el	último	párrafo	del	 artículo	291	de	 la	Ley	General	de
Sociedades.	 Cabe	 precisar	 que	 el	 artículo	 291	 habla	 de	 formalizar	 una
transferencia,	 más	 no	 de	 la	 obligación	 de	 futuramente	 hacerla.	 Las
participaciones	 a	 diferencia	 de	 las	 acciones	 no	 están	 representadas	 en
títulos	 valores	 ni	 como	 ellas	 se	 inscriben	 en	 un	 libro	 de	 matrículas.	 Por
tanto,	la	transmisión	de	las	participaciones	se	halla	más	dificultada	que	la	de
las	 acciones	 requiriendo	 para	 ello	 documento	 público	 e	 inscripción	 en	 el
registro.	Además,	la	forma	de	controlar	que	la	sociedad	de	responsabilidad
no	 exceda	 los	 20	 socios	 es	 con	 la	 inscripción	 de	 la	 transferencia	 en	 el
registro.	(Sunarp,	R.	1339-2015-Sunarp-TR-L,	jul.	09/2015.	V.	P.	Elena	Rosa
Vásquez	Torres)
RESOLUCIÓN	SUNARP.—La	transferencia	de	participaciones	sociales	se
perfecciona	solo	con	la	inscripción	en	el	registro	y	no	antes.	“Conforme	a
lo	señalado	por	el	Jurista	Enrique	Elías	Laroza	en	sus	Comentarios	a	la	Ley
General	 de	 Sociedades,	 respecto	 al	 artículo	 291	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 la	 transferencia	 de	 participaciones	 se	 formaliza	 en	 escritura
pública	y	se	inscribe	en	el	Registro,	estableciendo	así,	una	formalización	ad
solemnitatem	cuya	inobservancia	determina	la	invalidez	de	la	transferencia.
Es	decir	la	transferencia	de	participaciones	sociales	se	perfecciona	sólo	con
la	inscripción	en	el	registro	y	no	antes.	No	basta	el	acuerdo	entre	las	partes
ni	la	comunicación	a	la	sociedad,	como	ocurren	en	las	sociedades	anónimas.
La	 exigencia	 de	 esta	 formalidad	 constituye	 una	 de	 las	 más	 notorias
diferencias	con	las	SAC,	en	las	que	conforme	al	régimen	general,	aplicable	a
todas	 las	sociedades	anónimas,	es	suficiente	el	registro	de	 la	 transferencia
de	acciones	en	la	matrícula.	(...)	De	ahí	que	además	la	exigencia	de	llevar	un
libro	 de	 Registro	 de	 Participaciones	 Sociales	 resulta	 innecesaria,	 toda	 vez
que	 la	 publicidad	 en	 la	 composición	 del	 capital	 social	 queda	 comprobada
con	su	aparición	en	el	Registro	Público”.	(Sunarp,	R.	1339-2015-Sunarp-TR-
L,	jul.	09/2015.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
Ley	26887.
ART.	 292.—Usufructo,	 prenda	 y	 medidas	 cautelares	 sobre
participaciones.	 En	 los	 casos	 de	 usufructo	 y	 prenda	 de	 participaciones
sociales,	 se	 estará	 a	 lo	 dispuesto	 para	 las	 sociedades	 anónimas	 en	 los
artículos	107	y	109,	respectivamente.	Sin	embargo,	la	constitución	de	ellos
debe	constar	en	escritura	pública	e	inscribirse	en	el	registro.
La	participación	social	puede	ser	materia	de	medida	cautelar.	La	resolución
judicial	 que	 ordene	 la	 venta	 de	 la	 participación	 debe	 ser	 notificada	 a	 la
sociedad.	La	sociedad	 tendrá	un	plazo	de	diez	días	contados	a	partir	de	 la
notificación	para	sustituirse	a	 los	posibles	postores	que	se	presentarían	al
acto	del	remate,	y	adquirir	la	participación	por	el	precio	base	que	se	hubiese
señalado	para	dicho	acto.
Adquirida	la	participación	por	la	sociedad,	el	gerente	procederá	en	la	forma
indicada	en	el	artículo	anterior.	Si	ningún	socio	se	 interesa	en	comprar,	se
considerará	 amortizada	 la	 participación,	 con	 la	 consiguiente	 reducción	 de
capital.
C.	C.
ART.	 999.—Caracteres.	 El	 usufructo	 confiere	 las	 facultades	 de	 usar	 y
disfrutar	temporalmente	de	un	bien	ajeno.
Pueden	excluirse	del	usufructo	determinados	provechos	y	utilidades.
El	usufructo	puede	recaer	sobre	toda	clase	de	bienes	no	consumibles,	salvo
lo	dispuesto	en	los	artículos	.
Ley	26887.
ART.	293.—Exclusión	y	separación	de	 los	socios.	Puede	ser	excluido	el
socio	 gerente	 que	 infrinja	 las	 disposiciones	 del	 estatuto,	 cometa	 actos
dolosos	contra	la	sociedad	o	se	dedique	por	cuenta	propia	o	ajena	al	mismo
género	de	negocios	que	constituye	el	objeto	social.	La	exclusión	del	socio	se
acuerda	con	el	voto	favorable	de	la	mayoría	de	las	participaciones	sociales,
sin	 considerar	 las	 del	 socio	 cuya	 exclusión	 se	 discute,	 debe	 constar	 en
escritura	pública	y	se	inscribe	en	el	registro.
Dentro	 de	 los	 quince	 días	 desde	 que	 la	 exclusión	 se	 comunicó	 al	 socio
excluido,	 puede	 éste	 formular	 oposición	 mediante	 demanda	 en	 proceso
abreviado.
Si	la	sociedad	sólo	tiene	dos	socios,	la	exclusión	de	uno	de	ellos	sólo	puede
ser	 resuelta	 por	 el	 juez,	 mediante	 demanda	 en	 proceso	 abreviado.	 Si	 se
declara	fundada	 la	exclusión	se	aplica	 lo	dispuesto	en	 la	primera	parte	del
artículo	4°.
Todo	socio	puede	separarse	de	la	sociedad	en	los	casos	previstos	en	la	ley	y
en	el	estatuto.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 98.—Adquisición	 de	 participaciones	 por	 la	 sociedad.	 Cuando	 la
sociedad	 tenga	 el	 derecho	 de	 adquirir	 las	 participaciones,	 en	 la	 escritura
pública	se	insertará	el	acta	de	la	junta	de	socios	que	contiene	la	decisión	de
adquirirlas	 y	 la	 consecuente	 reducción	 de	 capital	 y	 modificación	 del
estatuto.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	99.—Inscripción	del	acuerdo	de	modificación	del	pacto	social.	La
inscripción	 de	 las	 transferencias	 de	 participaciones,	 a	 que	 se	 refieren	 los
artículos	precedentes,	no	exige	que,	simultáneamente,	se	inscriba	el	acuerdo
de	 los	 socios	 modificando	 el	 pacto	 social,	 estableciendo	 la	 nueva
distribución	de	las	participaciones	representativas	del	capital	social.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 100.—Contenido	 del	 asiento.	 En	 el	 asiento	 de	 inscripción	 del
aumento	o	reducción	de	capital,	deberá	constar	la	nueva	distribución	de	las
participaciones.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	101.—Separación	y	exclusión	de	socio.	Para	inscribir	la	separación
voluntaria	de	socios	de	 la	 sociedad	comercial	de	responsabilidad	 limitada,
se	aplican	las	disposiciones	del	artículo	90	de	este	reglamento.
La	 inscripción	 de	 la	 exclusión	 del	 socio	 gerente	 y	 de	 sus	 facultades,	 así
como	 la	del	 socio	excluido,	podrán	solicitarse	 inmediatamente	después	de
adoptado	el	acuerdo	y	otorgada	la	escritura	pública	en	la	forma	prevista	en
el	primer	párrafo	del	artículo	293	de	la	ley.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 inscripción	 de	 la	 exclusión	 del	 socio
gerente	 y	 de	 sus	 facultades	 así	 como	 del	 socio	 excluido	 pueden
solicitarse	inmediatamente	después	de	adoptado	el	acuerdo	y	otorgada
la	 escritura	 pública.	 “Décimo:	 De	 otro	 lado,	 dado	 que	 es	 materia	 de
observación,	 que	 una	 vez	 inscrita	 la	 exclusión	 de	 socio	 el	 acto	 que	 debe
inscribirse	 es	 la	 reducción	 y	modificación	 de	 estatuto,	 no	 obstante	 no	 ser
aplicable	al	caso	que	nos	ocupa,	conforme	a	 lo	expuesto	precedentemente,
esta	sala	considera	que	debe	ser	materia	de	pronunciamiento.
El	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 101	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de
Sociedades,	 aplicable	 a	 las	 sociedades	 comerciales	 de	 responsabilidad
limitada,	establece:	La	inscripción	de	la	exclusión	del	socio	gerente	y	de	sus
facultades	 así	 como	del	 socio	 excluido,	 podrán	 solicitarse	 inmediatamente
después	de	adoptado	el	acuerdo	y	otorgada	la	escritura	pública	en	la	forma
prevista	en	el	primer	párrafo	del	artículo	293	de	la	ley.
Como	 podrá	 apreciarse	 los	 referidos	 dispositivos,	 no	 exigen	 que
conjuntamente	a	la	inscripción	de	la	exclusión	de	socio	se	registre	también
la	reducción	de	capital,	de	producirse	ésta,	y	la	modificación	del	estatuto	por
esta	 causal,	 pues	 ello	 se	 debe	 a	 que	 la	 exclusión	 de	 socio	 es	 un	 acto
independiente	 y	 distinto,	 de	modo	 tal	 que	 la	 exclusión	 y	 la	 reducción	 son
actos	separables.
Undécimo:	Sostener	que	la	reducción	de	capital	es	el	acto	que	luego	de	la
exclusión	 de	 socio	 debe	 inscribirse	 implicaría	 que	 las	 participaciones	 del
socio	 excluido	 tendrían	 necesariamente	 que	 anularse,	 ya	 que	 de
conformidad	 con	 el	 artículo	 216	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 la
reducción	del	 capital	 determina	 la	 amortización	de	 acciones	 emitidas	 o	 la
disminución	del	valor	nominal	de	ellas.
Sin	embargo,	acordada	 la	exclusión,	 las	participaciones	del	 socio	excluido
podrían	ser	adquiridas	por	los	socios	o	vendidas	a	terceros	en	el	caso	de	que
los	 socios	no	ejerciten	el	derecho	de	adquisición	preferente	previsto	en	el
artículo	291	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	hechos	que	no	determinan	la
anulación	 de	 las	 participaciones	 y	 con	 ello	 la	 reducción	 del	 capital,
pudiéndose	 mantener	 el	 capital	 social.”	 (R.	 071-2002-Sunarp-TR-L.
18.10.2002)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Exclusión	de	socios	en	los	diferentes	tipos	de
sociedades.	“En	la	Ley	General	de	Sociedades	se	advierte	que	las	causas	de
exclusión	varían	según	el	tipo	de	sociedad	y	son	más	numerosas	en	aquellos
en	 los	que	 la	persona	del	 socio	 es	más	 trascendente	 en	 la	 vida	 social;	 así,
permite	 la	exclusión	de	socios	en	la	sociedad	colectiva	(artículo	281	inciso
4),	 la	 sociedad	 en	 comandita	 (en	 su	 caso),	 la	 sociedad	 comercial	 de
responsabilidad	 limitada	 (artículo	 293)	 y	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada
(artículo	 248);	 en	 la	 sociedad	 anónima	 tiene	 una	 aplicación	 restringida
porque	sólo	se	ha	previsto	por	la	falta	de	pago	del	aporte	(artículos	80	y	29),
lo	que	es	congruente	con	la	esencia	capitalista	de	esta	clase	de	sociedad	en
donde	la	obligación	fundamental	del	socio	es	la	de	aportar	y	desembolsar	la
suma	a	la	que	se	comprometió	y	de	ahí	que,	solamente	por	incumplimiento
de	 esta	 obligación	 social,	 quepa	 su	 exclusión	 a	 voluntad	 del	 propio	 ente
social”.	(R.	120-2000-ORLC/TR.	25.04.2000)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Pérdida	de	la	calidad	de	socio	se	realiza	solo
por	las	causales	establecidas	en	la	ley	o	en	el	estatuto.	“La	Ley	General	de
Sociedades	 regula,	 entre	 otras	 materias,	 los	 derechos	 de	 los	 socios,
estableciendo	 en	 el	 artículo	 293	 las	 causales	 de	 la	 exclusión,	 las	 cuales
determinan	 la	 pérdida	 de	 la	 calidad	 de	 socio,	 siendo	 un	 derecho
fundamental	del	 socio	el	permanecer	como	tal,	 implicando	que	sólo	podrá
ser	excluido	por	 las	causales	señaladas	en	la	 ley	o	en	el	estatuto”.	(R.	187-
1999-ORLC/TR.	27.07.99)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	forma	de	notificar	al	socio	por	excluir	no
puede	ser	distinta	a	la	de	los	demás	socios.	“Con	relación	a	la	notificación
por	 vía	 notarial	 al	 socio	 excluido	 y	 cuyo	 domicilio	 según	 observación
discrepa	 con	 el	 indicado	 en	 el	 antecedente	 registral,	 cabe	 precisar	 que	 si
bien	el	 socio	cuya	exclusión	será	materia	de	agenda	en	 la	 junta	respectiva
debe	ser	notificado	o	convocado	a	la	misma,	la	convocatoria	a	este	no	puede
ser	distinta	a	 la	efectuada	a	 los	restantes	socios,	es	decir	que	basta	que	se
haya	cumplido	con	lo	dispuesto	por	el	Art.	76	del	Reglamento	del	Registro
de	Sociedades,	para	entender	que	se	ha	acreditado	la	convocatoria	de	todos
los	socios,	incluido	el	socio	cuya	exclusión	será	objeto	de	debate”.	(Sunarp,
R.	280-2009-Sunarp-TR-A,	ago.	14/2009.	V.	P.	Pedro	Álamo	Hidalgo)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Exclusión	 de	 un	 socio	 determina	 la
reducción	 del	 capital	 social	 y	 no	 el	 prorrateo	 de	 las	 participaciones:
exclusión	no	significa	pérdida	automática	de	los	derechos	de	propiedad.
“La	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 no	 ha	 regulado	 la	 situación	 de	 las
participaciones	 del	 socio	 excluido	 en	 una	 sociedad	 comercial	 de
responsabilidad	limitada.	Este	colegiado	opina	que	el	efecto	del	acuerdo	de
exclusión	 es	 que	 se	 produzca	 la	 reducción	 del	 capital	 social	 mediante	 la
amortización	 de	 las	 participaciones	 del	 socio	 excluido.	 Abona	 a	 esta
posición	 el	 hecho	 de	 que	 la	 ley	 acotada	 (Art.	 200)	 haya	 previsto	 para	 los
casos	de	separación	voluntaria	del	accionista	en	las	sociedades	anónimas	el
reembolso	del	valor	de	las	acciones.	(...).
10.	Debe	tenerse	en	cuenta	que	la	ley	faculta	al	socio	excluido	a	oponerse	al
acuerdo	 de	 exclusión,	 por	 lo	 que	 es	 factible	 que	 el	 órgano	 jurisdiccional
decida	 eventualmente	 dejar	 sin	 efecto	 el	 acuerdo	 y	 ordenar	 la	 restitución
del	 socio	 excluido,	 así	 como	 dictar	 mientras	 dure	 el	 contencioso	 judicial
medidas	cautelares	que	garanticen	dicho	resultado;	por	lo	que	el	acuerdo	de
la	 junta	de	socios	de	prorratear	 las	participaciones	del	socio	excluido,	aun
cuando	se	haya	puesto	a	 su	disposición	el	 valor	de	estas,	 iría	en	principio
contra	 la	 solución	 normal	 que	 es	 la	 reducción	 del	 capital	 y	 luego	 se
constituiría	en	un	acto	perjudicial	para	el	socio	que	estime	sin	fundamento
la	 exclusión.	 Cabe	 señalar	 además	 que	 el	 fundamento	 invocado	 por	 el
recurrente	 para	 el	 prorrateo	 (última	 parte	 del	 inciso	 5	 del	 Art.	 294	 de	 la
L.G.S.),	 se	 refiere	 al	 supuesto	 de	 reducción	 de	 capital,	 en	 donde	 se	 ha
establecido	 este	 criterio	 para	 la	 devolución	 del	 capital,	 es	 decir	 que	 para
poder	 utilizar	 este	 método	 debe	 cumplirse	 con	 los	 trámites	 para	 la
reducción	de	capital.	(...)	La	exclusión	no	significa	pérdida	automática	de	los
derechos	de	propiedad	del	socio,	el	cual	como	hemos	visto	puede	cuestionar
judicialmente	 el	 acuerdo”.	 (Sunarp,	 R.	 280-2009-Sunarp-TR-A,	 ago.
14/2009.	V.	P.	Pedro	Álamo	Hidalgo)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Socio	 cuya	 exclusión	 sea	 materia	 de
deliberación	 debe	 ser	 convocado	 a	 la	 junta	 general.	 “4.	 Respecto	 a	 los
socios	 que	 se	 van	 retirando	 de	 la	 sociedad	 en	 el	 transcurso	 de	 su	 vida
jurídica,	sea	por	separación	voluntaria	o	exclusión,	si	son	actos	inscribibles
en	 las	sociedades	de	personas.	Así	 tenemos,	en	 las	sociedades	comerciales
de	 responsabilidad	 limitada	 (Art.	 101	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de
Sociedades,	en	adelante	RRS),	sociedades	colectivas	(Art.	90	y	91	del	RRS),
sociedades	civiles	(Art.	110	del	RRS),	en	consideración	a	que	el	capital	está
dividido	 en	 participaciones	 sociales,	 cuyas	 transferencias	 también	 se
inscriben	en	el	registro.
Distinto	 es	 el	 caso	 de	 las	 sociedades	 anónimas;	 en	 éstas,	 como	 estamos
frente	a	sociedades	de	capitales,	las	acciones	en	las	que	se	divide	el	capital
se	 transfieren	 fuera	 del	 registro	 y	 por	 ende	 la	 separación	 voluntaria	 o
exclusión	del	socio	propietario	de	acciones,	es	ajena	al	registro.	Vale	decir,
en	 las	 sociedades	 anónimas,	 el	 control	 de	 los	miembros	 es	 a	 través	 de	 la
matrícula	de	acciones,	acciones	que	representan	partes	alícuotas	del	capital
social.	(...).
11.	Ahora	bien,	 este	 colegiado	 considera	que	 si	bien	el	 artículo	293	de	 la
Ley	 General	 de	 Sociedades	 alude	 a	 que	 las	 participaciones	 del	 socio	 a
excluir,	no	serán	tomadas	en	cuenta	para	adoptar	el	acuerdo	de	exclusión,
ello	no	implica	que	no	se	le	convoque	a	la	junta	respectiva,	pues	si	bien	no	se
toma	 en	 cuenta	 el	 voto	 que	 éste	 emita	 con	 relación	 a	 su	 exclusión	 de	 la
sociedad,	ello	no	supone	que	se	prive	al	socio	de	su	derecho	a	ser	convocado
y	participar	en	la	junta.
Sostener	 lo	 contrario	 implicaría	 vulnerar	 el	 derecho	 fundamental	 de
defensa	 (debido	 proceso),	 ya	 que	 la	 junta	 general,	 antes	 de	 determinar	 la
responsabilidad	 del	 socio	 por	 los	 eventuales	 actos	 dolosos	 cometidos	 en
perjuicio	 de	 la	 sociedad	 o	 por	 la	 vulneración	 del	 estatuto,	 debe	 valorar	 y
evaluar	los	descargos	correspondientes	que	el	socio	formule	ante	la	junta.
Así,	el	derecho	de	defensa	del	socio	a	excluir	no	se	agota	con	la	posibilidad
de	 oponer	 judicialmente	 el	 acuerdo	 de	 exclusión	 a	 fin	 de	 conseguir	 su
restitución	 (vía	 proceso	 abreviado),	 sino	 que	 además	 debe	 brindársele	 la
posibilidad	 de	 participar	 en	 junta	 (vía	 convocatoria)	 para	 que	 éste	 pueda
defender	su	posición	ante	los	demás	socios”.	(Sunarp,	R.	710-2009-Sunarp-
TR-L,	may.	23/2009.	V.	P.	Martha	del	Carmen	Silva	Díaz)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	cuantificación	de	 las	participaciones	del
socio	gerente	de	una	SRL	importa	para	removerlo	como	gerente,	pero	no
para	acordar	su	exclusión.	“Para	acordar	la	exclusión	del	socio	gerente	no
se	considerarán	sus	participaciones,	de	conformidad	con	el	artículo	293	de
la	Ley	General	de	Sociedades.	Si	la	junta	general	decidió	no	excluir	al	socio
de	 la	 sociedad,	 para	 acordar	 su	 remoción	 como	 gerente	 sí	 deben
computarse	sus	participaciones	sociales”.	(Sunarp,	R.	069-2014-Sunarp-TR-
T,	feb.	14/2014.	V.	P.	Morgan	Plaza)
Ley	26887.
ART.	 294.—Estipulaciones	 a	 ser	 incluidas	 en	 el	 pacto	 social.	 El	 pacto
social,	en	adición	a	las	materias	que	contenga	conforme	a	lo	previsto	en	la
presente	sección,	debe	incluir	reglas	relativas	a:
1.	Los	bienes	que	cada	socio	aporte	indicando	el	título	con	que	se	hace,	así
como	el	informe	de	valorización	a	que	se	refiere	el	artículo	27;
2.	 Las	 prestaciones	 accesorias	 que	 se	 hayan	 comprometido	 a	 realizar	 los
socios,	si	ello	correspondiera,	expresando	su	modalidad	y	la	retribución	que
con	 cargo	 a	 beneficios	 hayan	 de	 recibir	 los	 que	 la	 realicen;	 así	 como	 la
referencia	 a	 la	 posibilidad	 que	 ellas	 sean	 transferibles	 con	 el	 solo
consentimiento	de	los	administradores;
3.	 La	 forma	 y	 oportunidad	 de	 la	 convocatoria	 que	 deberá	 efectuar	 el
gerente	 mediante	 esquelas	 bajo	 cargo,	 facsímil,	 correo	 electrónico	 u	 otro
medio	 de	 comunicación	 que	 permita	 obtener	 constancia	 de	 recepción,
dirigidas	al	domicilio	o	a	la	dirección	designada	por	el	socio	a	este	efecto;
4.	 Los	 requisitos	 y	 demás	 formalidades	 para	 la	 modificación	 del	 pacto
social	 y	 del	 estatuto,	 prorrogar	 la	 duración	 de	 la	 sociedad	 y	 acordar	 su
transformación,	fusión,	escisión,	disolución,	liquidación	y	extinción;
5.	Las	solemnidades	que	deben	cumplirse	para	el	aumento	y	reducción	del
capital	 social,	 señalando	 el	 derecho	 de	 preferencia	 que	 puedan	 tener	 los
socios	 y	 cuando	 el	 capital	 no	 asumido	 por	 ellos	 puede	 ser	 ofrecido	 a
personas	extrañas	a	la	sociedad.	A	su	turno,	la	devolución	del	capital	podrá
hacerse	a	prorrata	de	las	respectivas	participaciones	sociales,	salvo	que,	con
la	aprobación	de	todos	los	socios	se	acuerde	otro	sistema;	y,
6.	 La	 formulación	 y	 aprobación	 de	 los	 estados	 financieros,	 el	 quórum	 y
mayoría	exigidos	y	el	derecho	a	 las	utilidades	repartibles	en	 la	proporción
correspondiente	 a	 sus	 respectivas	 participaciones	 sociales,	 salvo
disposición	diversa	del	estatuto.
El	 pacto	 social	 podrá	 incluir	 también	 las	 demás	 reglas	 y	 procedimientos
que,	 a	 juicio	 de	 los	 socios	 sean	 necesarios	 o	 convenientes	 para	 la
organización	 y	 funcionamiento	 de	 la	 sociedad,	 así	 como	 los	 demás	 pactos
lícitos	 que	 deseen	 establecer,	 siempre	 y	 cuando	 no	 colisionen	 con	 los
aspectos	sustantivos	de	esta	forma	societaria.
La	 convocatoria	 y	 la	 celebración	 de	 las	 juntas	 generales,	 así	 como	 la
representación	de	 los	 socios	 en	ellas,	 se	 regirá	por	 las	disposiciones	de	 la
sociedad	anónima	en	cuanto	les	sean	aplicables.
JURISPRUDENCIA.—Convocatoria	a	junta	general	en	una	S.R.L.	“Resulta
aplicable	 el	 artículo	294	de	 la	Ley	General	de	 Sociedades,	 según	el	 cual	 la
convocatoria	 y	 la	 celebración	 de	 las	 juntas	 generales,	 así	 como	 la
representación	 de	 los	 socios	 en	 ellas,	 para	 el	 caso	 de	 una	 sociedad	 de
responsabilidad	 limitada,	 se	 regirá	 por	 las	 disposiciones	 de	 la	 sociedad
anónima	en	cuanto	le	sean	aplicables”.	(Cas.	3577-2001-Loreto.	04.10.2002)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—X	Pleno	del	Tribunal	Registral:	pacto	social
de	 una	 SCRL	 debe	 contener	 la	 forma	 y	 la	 oportunidad	 en	 las	 que	 el
gerente	 convoca	 a	 junta	 general.	 “10.-	 Las	 normas	 imperativas	 son
definidas	como	aquellas	que	se	imponen	de	modo	absoluto	a	la	voluntad	de
los	 particulares,	 pues	 éstos	 no	 pueden	 sustituirlas	 ni	 alterarlas.	 La	 Ley
General	de	Sociedades	no	establece	expresamente	cuáles	de	sus	normas	son
imperativas.	 Dado	 que	 las	 normas	 imperativas	 no	 admiten	 pacto	 en
contrario,	cuando	expresamente	una	norma	dispone	que	no	admite	pacto	en
contrario,	 se	 tiene	 la	 certeza	 que	 se	 trata	 de	 una	 norma	 imperativa.
Asimismo,	 cuando	 expresamente	 una	 norma	 sanciona	 con	 nulidad	 su
inobservancia,	se	tiene	la	certeza	que	se	trata	de	una	norma	imperativa.
Sin	embargo,	existen	normas	que	–a	pesar	de	no	consignar	expresamente
que	 no	 admiten	 pacto	 en	 contrario	 o	 no	 sancionar	 expresamente	 con
nulidad	su	inobservancia–,	recogen	aspectos	sustanciales	de	la	sociedad	que
necesariamente	deben	ser	cumplidos,	esto	es,	son	normas	imperativas.	Es	el
caso	 por	 ejemplo	 del	 Art.	 283	 de	 la	 ley,	 que	 señala	 que	 en	 la	 sociedad
comercial	 de	 responsabilidad	 limitada	 el	 capital	 está	 dividido	 en
participaciones	 iguales,	 acumulables	 e	 indivisibles,	 que	 no	 pueden	 ser
incorporadas	en	títulos	valores	ni	denominarse	acciones.
11.-	 En	 este	 caso	 la	norma	bajo	 examen	 introduce	una	 forma	especial	 de
convocatoria	a	junta	general,	no	contemplada	por	la	anterior	Ley	General	de
Sociedades.	 Esta	 forma	 especial	 de	 convocatoria	 ha	 sido	 expresamente
establecida	para	la	sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada	así	como
para	 la	 sociedad	 anónima	 cerrada.	 En	 cambio,	 se	 ha	 mantenido	 la
convocatoria	 a	 través	 de	 publicaciones	 en	 los	 diarios	 para	 las	 sociedades
anónimas.
Esta	 forma	de	convocatoria	–en	 la	que	 la	misma	se	dirige	al	domicilio	del
socio,	con	constancia	de	recepción–,	es	por	lo	tanto	propia	de	las	sociedades
con	número	limitado	de	socios,	constituyéndose	en	un	rasgo	esencial	de	la
sociedad	comercial	de	responsabilidad	limitada,	lo	que	se	ve	reforzado	por
los	términos	mandatorios	en	que	está	redactada	la	norma	bajo	examen.
En	 ese	 sentido,	 se	 concluye	 que	 la	 norma	 contenida	 en	 el	 artículo	 294
inciso	3	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	es	de	 carácter	 imperativo,	 razón
por	 la	 que	 todas	 las	 sociedades	 comerciales	 de	 responsabilidad	 limitada,
aun	cuando	no	se	hayan	adecuado	a	la	Ley	General	de	Sociedades	vigente,	se
encuentran	obligadas	a	observar	su	aplicación.
12.-	Ahora	bien,	no	existe	inconveniente	en	que	en	la	sociedad	comercial	de
responsabilidad	 limitada	 se	 efectúe	 la	 convocatoria	 a	 junta	 general
mediante	 publicaciones	 en	 los	 diarios,	 siempre	 que	 esta	 convocatoria	 se
realice	 en	 forma	 adicional	 a	 la	 convocatoria	 que	 debe	 realizar	 el	 gerente
utilizando	 medio	 de	 comunicación	 que	 permita	 obtener	 constancia	 de
recepción”.	 (Sunarp,	 R.	 249-2002-ORCL/TR,	 may.	 14/2002.	 Pres.	 Aldana
Durán)
SECCIÓN	CUARTA
SOCIEDADES	CIVILES
Ley	26887.
ART.	 295.—Definición,	 clases	 y	 responsabilidad.	 La	 sociedad	 civil	 se
constituye	 para	 un	 fin	 común	 de	 carácter	 económico	 que	 se	 realiza
mediante	 el	 ejercicio	 personal	 de	 una	 profesión,	 oficio,	 pericia,	 práctica	 u
otro	tipo	de	actividades	personales	por	alguno,	algunos	o	todos	los	socios.
La	sociedad	civil	puede	ser	ordinaria	o	de	responsabilidad	 limitada.	En	 la
primera	 los	 socios	 responden	 personalmente	 y	 en	 forma	 subsidiaria,	 con
beneficio	de	excusión,	por	 las	obligaciones	sociales	y	 lo	hacen,	salvo	pacto
distinto,	en	proporción	a	sus	aportes.	En	la	segunda,	cuyos	socios	no	pueden
exceder	de	treinta,	no	responden	personalmente	por	las	deudas	sociales.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 102.—Normas	 aplicables.	 Son	 aplicables	 a	 las	 inscripciones
relacionadas	 a	 las	 sociedades	 civiles,	 las	disposiciones	de	 este	 reglamento
para	 las	 sociedades	 anónimas	 y	 las	 sociedades	 comerciales	 de
responsabilidad	limitada,	en	lo	que	sea	pertinente.
Ley	26887.
ART.	296.—Razón	social.	La	sociedad	civil	ordinaria	y	la	sociedad	civil	de
responsabilidad	 limitada	 desenvuelven	 sus	 actividades	 bajo	 una	 razón
social	que	se	integra	con	el	nombre	de	uno	o	más	socios	y	con	la	indicación
“Sociedad	 Civil”	 o	 su	 expresión	 abreviada	 “S.	 Civil”;	 o,	 “Sociedad	 Civil	 de
Responsabilidad	Limitada”	o	su	expresión	abreviada	“S.	Civil	de	R.	L.”.
Ley	26887.
ART.	 297.—Capital	 social.	 El	 capital	 de	 la	 sociedad	 civil	 debe	 estar
íntegramente	pagado	al	tiempo	de	la	celebración	del	pacto	social.
Ley	26887.
ART.	 298.—Participaciones	 y	 transferencia.	 Las	 participaciones	 de	 los
socios	 en	 el	 capital	 no	 pueden	 ser	 incorporadas	 en	 títulos	 valores,	 ni
denominarse	acciones.	Ningún	socio	puede	transmitir	a	otra	persona,	sin	el
consentimiento	de	 los	demás,	 la	participación	que	 tenga	en	 la	sociedad,	ni
tampoco	sustituirse	en	el	desempeño	de	la	profesión,	oficio	o,	en	general,	los
servicios	 que	 le	 corresponda	 realizar	 personalmente	 de	 acuerdo	 al	 objeto
social.	 Las	 participaciones	 sociales	 deben	 constar	 en	 el	 pacto	 social.	 Su
transmisión	se	realiza	por	escritura	pública	y	se	inscribe	en	el	registro.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 105.—Transferencia	 de	 participaciones.	 La	 transferencia	 de
participaciones	 de	 una	 sociedad	 civil	 se	 inscribirá	 en	 virtud	 de	 escritura
pública	 en	 la	que	 intervendrán	el	 transferente	 y	 el	 adquirente.	 Los	demás
socios	 manifestarán	 su	 consentimiento	 mediante	 escritura	 pública	 o
documento	con	sus	firmas	notarialmente	legalizadas.
No	se	 requiere	 la	 inscripción	 simultánea	del	 acuerdo	de	modificación	del
pacto	social,	para	establecer	la	nueva	distribución	de	las	participaciones	en
que	se	divide	el	capital	social.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 106.—Transferencia	 de	 participaciones	 y	 número	 máximo	 de
socios.	 No	 son	 inscribibles	 las	 transferencias	 de	 participaciones	 por	 acto
intervivos	o	por	disposición	testamentaria,	en	cuya	virtud	la	sociedad	civil
de	responsabilidad	limitada	pase	a	tener	más	de	treinta	socios.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 107.—Transferencia	 de	 participaciones	 por	 fallecimiento.	 La
transferencia	de	participaciones	por	fallecimiento	del	titular	se	inscribirá	a
favor	de	 los	herederos	en	copropiedad,	salvo	disposición	testamentaria	en
contrario,	considerándose	a	 todos	 los	nuevos	titulares	como	un	socio	para
los	efectos	del	cómputo	del	máximo	de	socios	establecido	en	el	artículo	295
de	la	ley.
La	 partición	 de	 las	 participaciones	 en	 copropiedad	 debe	 constar	 en
escritura	pública.	Si,	como	consecuencia	de	ella,	el	número	total	excede	de
treinta	 se	 procederá	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 79	 de	 este
reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	108.—Sustitución	de	socio.	La	sustitución	del	socio	que	deba	prestar
sus	servicios	personales	a	 la	sociedad,	se	 inscribirá	en	mérito	de	escritura
pública	que	contenga	el	acuerdo	de	todos	los	socios,	o	en	la	que	se	inserten
los	documentos	que	acrediten	el	consentimiento	de	éstos.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 109.—Quórum	 y	 mayoría.	 La	 modificación	 del	 pacto	 social	 se
inscribirá	en	mérito	de	escritura	pública	que	contenga	el	acuerdo	de	 junta
de	 socios	 en	 la	 que	hayan	votado	 conforme	 todos	 los	 socios	 asistentes.	 El
quórum	 de	 asistencia	 se	 computará	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	126	de	la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 110.—Exclusión	 de	 socio.	 La	 exclusión	 de	 uno	 o	 varios	 socios	 se
inscribirá	en	mérito	a	escritura	pública	que	contenga	el	acuerdo	respectivo.
Esta	inscripción	no	está	sujeta	a	que	se	inscriba,	previa	o	conjuntamente,	el
acuerdo	 de	 reducción	 de	 capital	 ni	 la	 correspondiente	 modificación	 del
pacto	social	con	la	nueva	distribución	de	las	participaciones.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 inscripción	 de	 transferencia	 de
participaciones	 por	 sucesión	 testamentaria	 de	 una	 sociedad	 civil	 de
responsabilidad	limitada	no	necesita	consentimiento	de	los	otros	socios.
“(…)	Para	 la	 inscripción	de	 la	 transferencia	de	 las	participaciones	 sociales
por	 sucesión	 testamentaria	 de	 una	 sociedad	 civil	 de	 responsabilidad
limitada	no	se	requiere	el	consentimiento	de	los	otros	socios.
No	incurre	en	causal	de	disolución	de	pleno	derecho	una	sociedad	civil	que
no	 ha	 inscrito	 la	 transferencia	 de	 participaciones	 por	 sucesión
testamentaria	en	el	plazo	de	seis	meses,	ya	que	no	se	pierde	 la	pluralidad
mínima	de	socios	porque	la	transferencia	opera	con	la	muerte	del	testador”.
(Sunarp,	R.	1551-2013-Sunarp-TR-L,	oct.	20/2013.	V.	P	Elena	Rosa	Vásquez
Torres)
Ley	26887.
ART.	 299.—Administración.	 La	 administración	 de	 la	 sociedad	 se	 rige,
salvo	disposición	diferente	del	pacto	social,	por	las	siguientes	normas:
1.	La	administración	encargada	a	uno	o	varios	socios	como	condición	del
pacto	social	sólo	puede	ser	revocada	por	causa	justificada;
2.	La	administración	conferida	a	uno	o	más	socios	sin	tal	condición	puede
ser	revocada	en	cualquier	momento;
3.	 El	 socio	 administrador	 debe	 ceñirse	 a	 los	 términos	 en	 que	 le	 ha	 sido
conferida	 la	administración.	Se	entiende	que	no	 le	es	permitido	contraer	a
nombre	de	 la	sociedad	obligaciones	distintas	o	ajenas	a	 las	conducentes	al
objeto	 social.	 Debe	 rendir	 cuenta	 de	 su	 administración	 en	 los	 períodos
señalados,	y	a	falta	de	estipulación,	trimestralmente;	y,
4.	Las	reglas	de	los	incisos	1	y	2	anteriores	son	aplicables	a	los	gerentes	o
administradores,	aun	cuando	no	tuviesen	la	calidad	de	socios.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	104.—Revocación	de	administrador.	Para	inscribir	la	revocación	de
la	designación	de	los	administradores	nombrados	como	condición	del	pacto
social,	en	el	acta	respectiva	debe	indicar	la	causa	justificada	a	que	se	refiere
el	inciso	1)	del	artículo	299	de	la	ley,	que	motivó	la	revocación.
Ley	26887.
ART.	300.—Utilidades	y	pérdidas.	Las	utilidades	o	las	pérdidas	se	dividen
entre	los	socios	de	acuerdo	con	lo	establecido	en	el	pacto	social;	y	a	falta	de
estipulación	 en	 proporción	 a	 sus	 aportes.	 En	 este	 último	 caso,	 y	 salvo
estipulación	 diferente,	 corresponde	 al	 socio	 que	 sólo	 pone	 su	 profesión	 u
oficio	 un	 porcentaje	 igual	 al	 valor	 promedio	 de	 los	 aportes	 de	 los	 socios
capitalistas.
Ley	26887.
ART.	301.—Junta	de	socios.	La	junta	de	socios	es	el	órgano	supremo	de	la
sociedad	 y	 ejerce	 como	 tal	 los	 derechos	 y	 las	 facultades	 de	 decisión	 y
disposición	que	 legalmente	 le	 corresponden,	 salvo	 aquellos	que,	 en	virtud
del	pacto	social,	hayan	sido	encargados	a	los	administradores.	Los	acuerdos
se	adoptan	por	mayoría	de	votos	computada	conforme	al	pacto	 social	y,	 a
falta	 de	 estipulación,	 por	 capitales	 y	 no	 por	 personas;	 y	 se	 aplica	 la	 regla
supletoria	del	artículo	anterior	al	socio	que	sólo	pone	su	profesión	u	oficio.
Toda	modificación	del	pacto	social	requiere	acuerdo	unánime	de	los	socios.
Ley	26887.
ART.	 302.—Libros	 y	 registros.	 Las	 sociedades	 civiles	 deberán	 llevar	 las
actas	 y	 registros	 contables	 que	 establece	 la	 ley	 para	 las	 sociedades
mercantiles.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 103.—Contenido	 del	 asiento.	 En	 la	 primera	 inscripción	 de	 las
sociedades	civiles	deberán	constar,	además	de	las	circunstancias	generales,
la	 indicación	 de	 los	 socios	 que	 prestarán	 sus	 servicios	 personales	 a	 la
sociedad	 y	 el	 nombre	 de	 la	 persona	 o	 personas	 a	 quienes	 se	 encargue	 la
administración	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	 303.—Estipulaciones	 por	 convenir	 en	 el	 pacto	 social.	 El	 pacto
social,	en	adición	a	las	materias	que	corresponda	conforme	a	lo	previsto	en
la	presente	sección,	debe	incluir	reglas	relativas	a:
1.	La	duración	de	la	sociedad,	indicando	si	ha	sido	formada	para	un	objeto
específico,	plazo	determinado	o	si	es	de	plazo	indeterminado;
2.	En	las	sociedades	de	duración	indeterminada,	las	reglas	para	el	ejercicio
del	derecho	de	separación	de	los	socios	mediante	aviso	anticipado;
3.	Los	otros	casos	de	separación	de	los	socios	y	aquellos	en	que	procede	su
exclusión;
4.	La	responsabilidad	del	socio	que	sólo	pone	su	profesión	u	oficio	en	caso
de	pérdidas	cuando	éstas	son	mayores	al	patrimonio	social	o	si	cuenta	con
exoneración	total;
5.	La	extensión	de	la	obligación	del	socio	que	aporta	sus	servicios	de	dar	a
la	 sociedad	 las	 utilidades	 que	 haya	 obtenido	 en	 el	 ejercicio	 de	 esas
actividades;
6.	 La	 administración	 de	 la	 sociedad	 a	 establecer	 a	 quien	 corresponde	 la
representación	legal	de	la	sociedad	y	los	casos	en	que	el	socio	administrador
requiere	poder	especial;
7.	 El	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 los	 socios	 a	 oponerse	 a	 determinadas
operaciones	antes	de	que	hayan	sido	concluidas;
8.	 La	 forma	 cómo	 se	 ejerce	 el	 beneficio	 de	 excusión	 en	 la	 sociedad	 civil
ordinaria;
9.	 La	 forma	 y	 periodicidad	 con	 que	 los	 administradores	 deben	 rendir
cuenta	a	los	socios	sobre	la	marcha	social;
10.	La	forma	en	que	los	socios	pueden	ejercer	sus	derechos	de	información
sobre	la	marcha	de	la	sociedad,	el	estado	de	la	administración	y	los	registros
y	cuentas	de	la	sociedad;	y,
11.	Las	causales	particulares	de	disolución.
El	 pacto	 social	 podrá	 incluir	 también	 las	 demás	 reglas	 y	 procedimientos
que,	 a	 juicio	 de	 los	 socios	 sean	 necesarios	 o	 convenientes	 para	 la
organización	 y	 funcionamiento	 de	 la	 sociedad,	 así	 como	 los	 demás	 pactos
lícitos	 que	 deseen	 establecer,	 siempre	 y	 cuando	 no	 colisionen	 con	 los
aspectos	sustantivos	de	esta	forma	societaria.
LIBRO	CUARTO
NORMAS	COMPLEMENTARIAS
SECCIÓN	PRIMERA
EMISIÓN	DE	OBLIGACIONES
TÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	26887.
ART.	 304.—Emisión.	 La	 sociedad	 puede	 emitir	 series	 numeradas	 de
obligaciones	que	reconozcan	o	creen	una	deuda	a	favor	de	sus	titulares.
Una	misma	emisión	de	obligaciones	puede	realizarse	en	una	o	más	etapas	o
en	 una	 o	más	 series,	 si	 así	 lo	 acuerda	 la	 junta	 de	 accionistas	 o	 de	 socios,
según	el	caso.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	111.—Emisión	con	garantías	inscribibles.	Si	 la	emisión	se	asegura
con	alguna	garantía	 inscribible,	 ésta	 se	 inscribirá	en	el	 registro	 respectivo
antes	de	la	inscripción	de	la	emisión	en	la	partida	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	 305.—Importe.	 El	 importe	 total	 de	 las	 obligaciones,	 a	 la	 fecha	 de
emisión,	 no	 podrá	 ser	 superior	 al	 patrimonio	 neto	 de	 la	 sociedad,	 con	 las
siguientes	excepciones:
1.	Que	se	haya	otorgado	garantía	específica;	o,
2.	 Que	 la	 operación	 se	 realice	 para	 solventar	 el	 precio	 de	 bienes	 cuya
adquisición	o	construcción	hubiese	contratado	de	antemano	la	sociedad;	o,
3.	En	los	casos	especiales	que	la	ley	lo	permita.
LEY	QUE	PROMUEVE	LAS	EMISIONES	DE	VALORES	MOBILIARIOS
Ley	29720.
ART.	 1°.—Aumento	 de	 capital	 por	 oferta	 pública.	 Tratándose	 de
aumentos	 de	 capital	 por	 oferta	 pública	 primaria	 se	 pueden	 emitir	 y
transferir	 certificados	 de	 acciones	 de	 manera	 previa	 a	 la	 inscripción
registral	del	aumento	de	capital	correspondiente,	siempre	que	la	emisión	de
las	acciones	esté	sujeta	al	pago	del	cien	por	ciento	de	su	valor	nominal.	En
dicho	 caso,	 las	 acciones	 pueden	 transferirse	 libremente,	 no	 resultando
aplicables	las	normas	sobre	cesión	de	derechos.
El	 registrador	 público	 tiene	 por	 válido	 el	 aumento	 de	 capital	 y	 debe
inscribirlo	por	el	mérito	de	la	resolución	que	emita	Conasev,	disponiendo	la
inscripción	de	los	valores	en	el	Registro	Público	del	Mercado	de	Valores.
No	puede	declararse	la	nulidad	por	simulación,	la	anulación	ni	la	ineficacia
por	 fraude	del	aumento	de	capital	cuando	pudiera	derivar	en	un	perjuicio
para	quienes	hubieran	suscrito	o	adquirido	los	valores	por	oferta	pública,	o
que,	habiéndolos	suscrito	o	adquirido	en	virtud	de	una	negociación	privada,
hubieran	obrado	de	buena	fe	y	pudieran	sufrir	un	perjuicio.
Por	 tal	motivo,	 no	 son	 de	 aplicación	 al	 acto	 a	 que	 se	 refiere	 el	 presente
artículo	las	disposiciones	que	establecen	la	nulidad	de	los	actos	celebrados
por	una	persona	en	proceso	de	reestructuración,	liquidación	extrajudicial	o
declarada	 en	 quiebra,	 contenidas	 en	 las	 normas	 relativas	 a	 la
reestructuración	patrimonial	de	las	empresas	en	los	supuestos	señalados	en
el	párrafo	anterior.
Ley	29720.
ART.	2°.—Emisión	de	obligaciones	por	oferta	pública	y	privada.	No	es
de	aplicación	el	 límite	establecido	en	el	 artículo	305	de	 la	Ley	26887,	Ley
General	de	Sociedades,	 en	 los	 casos	de	emisión	de	obligaciones	por	oferta
pública	 primaria	 y	 en	 los	 casos	 de	 ofertas	 privadas	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	5°	del	Decreto	Legislativo	861,	Ley	del	Mercado	de	Valores.
Ley	29720.
ART.	 3°.—Modificado.	 Ley	 30050,	 Art.	 6°.	 Responsabilidad	 de	 los
directores.	Los	directores	de	los	emisores	con	acciones	representativas	del
capital	social	inscritas	en	las	bolsas	de	valores	son	responsables	civilmente
ante	la	sociedad	y	los	accionistas	por	los	daños	y	perjuicios	que	causen	por
adoptar	 acuerdos	 que	 no	 privilegien	 el	 interés	 social	 sino	 sus	 propios
intereses	 o	 los	 de	 terceros	 relacionados,	 respecto	 de	 transacciones	 en	 las
que	se	presenten	las	siguientes	características:
1.	 Una	 de	 las	 partes	 intervinientes	 es	 la	 sociedad	 con	 acciones
representativas	del	capital	social	inscritas	en	las	bolsas	de	valores;
2.	El	accionista	de	control	de	la	sociedad	señalada	en	el	inciso	precedente
ejerce	 además	 el	 control	 de	 la	 persona	 jurídica	 que	 participa	 como
contraparte	en	una	determinada	transacción;	y
3.	 La	 transacción	 no	 se	 ajusta	 a	 precios,	 condiciones	 o	 términos	 que
prevalezcan	en	el	mercado	al	tiempo	de	su	aprobación	e	involucra	al	menos
el	diez	por	ciento	(10%)	de	los	activos	de	la	sociedad	emisora.
Los	 alcances	 de	 los	 términos	 “control”	 y	 “relacionados”	 son	 aquellos
definidos	por	el	reglamento	de	la	materia	aprobado	por	la	Superintendencia
del	Mercado	de	Valores	(SMV).
Corresponde	 al	 juez	 determinar	 los	 daños	 y	 perjuicios	 causados,	 sin	 que
sea	necesario	determinar	la	existencia	de	culpa	o	dolo	en	la	actuación	de	los
directores.
No	 es	 responsable	 el	 director	 que	 no	 participó	 de	 la	 aprobación	 de	 la
transacción,	 así	 como	 el	 que,	 habiendo	 participado,	 manifestó	 su
disconformidad	en	el	momento	del	acuerdo	y	dejó	constancia	de	ello	en	el
acta	respectiva.
Ley	29720.
ART.	 4°.—Pretensión	 social	 de	 responsabilidad.	 Para	 los	 fines	 de	 la
aplicación	 del	 artículo	 181	 de	 la	 Ley	 26887,	 Ley	 General	 de	 Sociedades,
tratándose	de	emisores	con	acciones	inscritas	en	las	bolsas	de	valores,	para
poder	 ejercer	 directamente	 la	 pretensión	 social	 de	 responsabilidad	 se
requiere	ser	titular	de	al	menos	el	diez	por	ciento	del	capital	social	de	dicho
emisor.
En	tal	caso,	no	constituye	requisito	previo	para	iniciar	la	pretensión	social
de	 responsabilidad	 la	 celebración	 de	 la	 junta	 general	 de	 accionistas	 ni	 la
falta	del	acuerdo	respectivo.
Durante	el	proceso	judicial,	los	demandantes	pueden	solicitar	al	directorio
de	forma	genérica	todos	los	documentos	relacionados	al	acto	o	decisión	que
se	investiga	y	el	directorio	debe	proporcionarlos.	Dicho	pedido	se	tramita	a
través	del	juez	competente.
La	 indemnización	por	daños	y	perjuicios	a	 favor	de	 la	sociedad	 incluye	 la
restitución	del	beneficio	obtenido	en	dicha	 transacción,	 sin	perjuicio	de	 la
responsabilidad	penal	a	que	hubiera	lugar.
Ley	29720.
ART.	 5°.—Publicidad	 de	 información	 financiera	 de	 empresas	 no
supervisadas.	Las	sociedades	o	entidades	distintas	a	las	que	se	encuentran
bajo	la	supervisión	de	Conasev,	cuyos	ingresos	anuales	por	venta	de	bienes
o	prestación	de	servicios	o	sus	activos	totales	sean	iguales	o	excedan	a	tres
mil	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT),	 deben	 presentar	 a	 dicha
entidad	 sus	 estados	 financieros	 auditados	 por	 sociedades	 de	 auditoría
habilitadas	por	un	colegio	de	contadores	públicos	en	el	Perú,	conforme	a	las
normas	 internacionales	 de	 información	 financiera	 y	 sujetándose	 a	 las
disposiciones	 y	 plazos	 que	 determine	 Conasev.	 La	 unidad	 impositiva
tributaria	(UIT)	de	referencia	es	la	vigente	el	1	de	enero	de	cada	ejercicio.
Los	estados	financieros	presentados	son	de	acceso	al	público.
En	caso	de	que	Conasev	detecte	que	alguna	de	las	sociedades	o	entidades	a
que	se	refiere	el	presente	artículo	no	cumple	con	la	obligación	de	presentar
los	 referidos	 estados	 financieros	 anuales,	 puede,	 con	 criterio	 de
razonabilidad	 y	 proporcionalidad,	 imponerle	 la	 sanción	 administrativa	 de
amonestación	o	multa	no	menor	de	una	ni	mayor	de	veinticinco	Unidades
Impositivas	Tributarias	(UIT).
Ley	29720.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Vigencia.	 La	 presente	 ley
entra	 en	 vigencia	 el	 día	 siguiente	 de	 su	 publicación	 en	 el	Diario	Oficial	 El
Peruano	con	excepción	de	lo	dispuesto	en	los	artículos	relativos	al	Fondo	de
Garantía	y	a	 su	administrador,	que	entran	en	vigencia	 ciento	ochenta	días
después	de	la	publicación	de	la	presente	ley.
Ley	29720.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Recursos	 del	 fondo	 de
garantía.	Los	recursos	con	los	que	cuente	el	fondo	de	garantía	se	trasladan
a	 la	 nueva	 persona	 jurídica	 una	 vez	 que	 esta	 se	 haya	 inscrito	 en	 la
Superintendencia	Nacional	de	los	Registros	Públicos	(Sunarp)	y	se	observen
las	normas	de	carácter	general	aprobadas	por	Conasev.
Las	sociedades	agentes	que,	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	presente
ley,	cuenten	con	autorización	de	 funcionamiento	vigente	son	miembros	de
manera	automática	del	administrador	del	 fondo	de	garantía.	No	resulta	de
aplicación	a	tales	sociedades	lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo
159	del	Decreto	Legislativo	861,	Ley	del	Mercado	de	Valores.
Ley	29720.
Tercera	Disposición	 Complementaria	 Final.—Responsabilidad	 social	 de
las	 sociedades	 anónimas	 abiertas.	 Toda	 referencia	 a	 los	 emisores	 con
acciones	inscritas	en	las	bolsas	de	valores	contenida	en	los	artículos	3°	y	4°
de	 la	 presente	 ley	 debe	 entenderse	 aplicable	 adicionalmente	 a	 todas	 las
sociedades	anónimas	abiertas.
Ley	29720.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Ejecución	 del	 fondo
de	 garantía.	 Los	 reclamos	 administrativos,	 demandas	 civiles	 y
procedimientos	de	ejecución	contra	el	fondo	de	garantía	iniciados	antes	de
la	entrada	en	vigencia	de	 la	presente	 ley	continúan	 tramitándose	hasta	su
conclusión	 de	 acuerdo	 con	 los	 procedimientos	 y	 límites	 previstos	 en	 la
regulación	vigente	al	momento	de	su	formulación.
Ley	29720.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Aprobación	 de	 la
regulación	 del	 fondo	 de	 garantía.	 Conasev	 aprueba	 el	 reglamento	 del
fondo	 de	 garantía	 y	 su	 administrador	 en	 un	 plazo	máximo	 de	 seis	meses
desde	la	publicación	de	la	presente	ley.
Ley	26887.
ART.	306.—Condiciones	de	la	emisión.	Las	condiciones	de	cada	emisión,
así	como	la	capacidad	de	la	sociedad	para	formalizarlas,	en	cuanto	no	estén
reguladas	por	la	ley,	serán	las	que	disponga	el	estatuto	y	las	que	acuerde	la
junta	de	accionistas	o	de	socios,	según	el	caso.
Son	 condiciones	 necesarias	 la	 constitución	 de	 un	 sindicato	 de
obligacionistas	 y	 la	 designación	por	 la	 sociedad	de	una	 empresa	bancaria,
financiera	o	sociedad	agente	de	bolsa	que,	con	el	nombre	de	representante
de	los	obligacionistas,	concurra	al	otorgamiento	del	contrato	de	emisión	en
nombre	de	los	futuros	obligacionistas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 116.—Normas	 aplicables.	 Son	 aplicables	 para	 la	 inscripción	 de
representante	 y	 apoderados	 especiales	 de	 los	 obligacionistas,	 las
disposiciones	 de	 los	 artículos	 31	 al	 34	 de	 este	 reglamento,	 en	 lo	 que	 sea
pertinente.
Ley	26887.
ART.	307.—Garantías	de	la	emisión.	Las	garantías	específicas	pueden	ser:
1.	Derechos	reales	de	garantía;	o,
2.	 Fianza	 solidaria	 emitida	por	 entidades	del	 sistema	 financiero	nacional,
compañías	de	seguros	nacionales	o	extranjeras,	o	bancos	extranjeros.
Independientemente	 de	 las	 garantías	 mencionadas,	 los	 obligacionistas
pueden	hacer	efectivos	sus	créditos	sobre	los	demás	bienes	y	derechos	de	la
sociedad	 emisora	 o	 del	 patrimonio	 de	 los	 socios,	 si	 la	 forma	 societaria	 lo
permite.
C.	C.
ART.	 1097.—Definición	 de	 hipoteca.	 Por	 la	 hipoteca	 se	 afecta	 un
inmueble	en	garantía	del	cumplimiento	de	cualquier	obligación,	propia	o	de
un	tercero.
La	garantía	no	determina	la	desposesión	y	otorga	al	acreedor	los	derechos
de	persecusión,	preferencia	y	venta	judicial	del	bien	hipotecado.
Ley	26887.
ART.	308.—Escritura	pública	 e	 inscripción.	La	 emisión	 de	 obligaciones
se	hará	constar	en	escritura	pública,	con	intervención	del	representante	de
los	obligacionistas.	En	la	escritura	se	expresa:
1.	El	nombre,	el	capital,	el	objeto,	el	domicilio	y	la	duración	de	la	sociedad
emisora;
2.	Las	condiciones	de	la	emisión	y	de	ser	un	programa	de	emisión,	las	de	las
distintas	series	o	etapas	de	colocación;
3.	 El	 valor	 nominal	 de	 las	 obligaciones,	 sus	 intereses,	 vencimientos,
descuentos	o	primas	si	las	hubiere	y	el	modo	y	lugar	de	pago;
4.	El	importe	total	de	la	emisión	y,	en	su	caso,	el	de	cada	una	de	sus	series	o
etapas;
5.	Las	garantías	de	la	emisión,	en	su	caso;
6.	 El	 régimen	 del	 sindicato	 de	 obligacionistas,	 así	 como	 las	 reglas
fundamentales	sobre	sus	relaciones	con	la	sociedad;	y,
7.	Cualquier	otro	pacto	o	convenio	propio	de	la	emisión.
La	colocación	de	las	obligaciones	puede	iniciarse	a	partir	de	la	fecha	de	la
escritura	 pública	 de	 emisión.	 Si	 existen	 garantías	 inscribibles	 sólo	 puede
iniciarse	después	de	la	inscripción	de	éstas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 112.—Contenido	 del	 asiento	 de	 inscripción.	 En	 el	 asiento	 de
inscripción	de	la	sociedad	se	harán	constar	las	condiciones	relevantes	de	la
emisión	y,	de	ser	el	caso,	su	programa,	así	como:
a)	 El	 importe	 de	 la	 emisión,	 la	 clase	 y	 la	 serie	 o	 series	 de	 los	 valores
emitidos	o	por	emitirse;
b)	 El	 valor	 nominal	 de	 las	 obligaciones,	 sus	 intereses,	 vencimientos,
reajuste,	 índices	 u	 otros	 mecanismos	 de	 determinación	 de	 rentabilidad,
descuentos	o	primas	si	los	hubiere;	el	modo	y	lugar	de	pago,	precisándose	si
las	 obligaciones	 son	 convertibles	 en	 acciones,	 participaciones	 sociales	 u
otros	valores	mobiliarios;
c)	Las	garantías	de	la	emisión	si	las	hubiere	y	sus	datos	de	inscripción.	En
el	caso	de	 los	bienes	o	derechos	no	registrados,	 la	 indicación	de	sus	datos
identificatorios;	y,
d)	 El	 régimen	 del	 sindicato	 de	 obligacionistas,	 con	 la	 indicación	 de	 su
representante.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	113.—Otros	actos	inscribibles.	En	la	partida	registral	de	la	sociedad
se	inscriben:
a)	Los	acuerdos	de	la	asamblea	de	obligacionistas	que	sean	relevantes	con
relación	a	la	emisión,	su	ejecución	u	otros	aspectos	de	la	emisión;
b)	 Las	 demandas	 y	 resoluciones	 judiciales	 o	 arbitrales	 referidas	 a	 la
emisión	y	a	los	aspectos	relacionados,	tanto	con	ella	como	con	los	acuerdos
inscritos	de	la	asamblea	de	obligacionistas;
c)	La	confirmación	en	el	cargo	del	representante	de	los	obligacionistas,	su
remoción	o	renuncia;
d)	Las	delegaciones	que	otorgue	dicho	representante	y	sus	revocatorias;	y,
e)	 La	 designación,	 remoción	 o	 renuncia	 de	 apoderados	 especiales	 que
puedan	ser	nombrados	por	la	junta	de	obligacionistas.
Ley	26887.
ART.	309.—Régimen	de	prelación.	La	 fecha	de	cada	emisión	y	 series	de
obligaciones	de	un	mismo	emisor	determinará	la	prelación	entre	ellas,	salvo
que	 ella	 sea	 expresamente	 pactada	 en	 favor	 de	 alguna	 emisión	 o	 serie	 en
particular,	en	cuyo	caso	será	necesario	que	las	asambleas	de	obligacionistas
de	las	emisiones	o	series	precedentes	presten	su	consentimiento.
Lo	dispuesto	en	el	párrafo	anterior	no	afecta	el	derecho	preferente	de	que
goza	 cada	 emisión	 o	 cada	 serie	 con	 relación	 a	 sus	 propias	 garantías
específicas.
Los	derechos	de	 los	obligacionistas	en	relación	con	 los	demás	acreedores
del	emisor,	se	rigen	por	las	normas	que	determinen	su	preferencia.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	115.—Reembolso	 y	 levantamiento	 de	 gravámenes.	 El	 reembolso
parcial	o	total	de	las	obligaciones	constará	en	escritura	pública	otorgada	por
el	representante	de	los	obligacionistas.
Para	el	levantamiento	de	los	gravámenes	a	que	se	refiere	el	artículo	111	de
este	 reglamento,	 deberá	 acreditarse	 la	 inscripción	 en	 el	 Registro	 de
Sociedades	de	la	cancelación	total	de	la	emisión	o	del	reembolso	total	de	las
obligaciones	asumidas.
En	los	casos	de	cancelación	parcial	de	la	emisión	o	reembolso	parcial	de	las
obligaciones,	deberá	indicarse	en	el	asiento	de	inscripción	la	identificación
de	los	valores	cancelados	o	redimidos.
Ley	26887.
ART.	310.—Suscripción.	 La	 suscripción	 de	 la	 obligación	 importa	 para	 el
obligacionista	 su	 ratificación	 plena	 al	 contrato	 de	 emisión	 y	 su
incorporación	al	sindicato	de	obligacionistas.
Ley	26887.
ART.	 311.—Emisiones	 a	 ser	 colocadas	 en	 el	 extranjero.	 En	 el	 caso	 de
emisiones	de	obligaciones	para	ser	colocadas	íntegramente	en	el	extranjero,
la	 junta	 de	 accionistas	 o	 de	 socios,	 según	 el	 caso,	 podrá	 acordar	 en	 la
escritura	 pública	 de	 emisión	 un	 régimen	diferente	 al	 previsto	 en	 esta	 ley,
prescindiendo	 inclusive	 del	 representante	 de	 los	 obligacionistas,	 del
sindicato	de	obligacionistas	 y	de	 cualquier	otro	 requisito	 exigible	para	 las
emisiones	a	colocarse	en	el	país.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 114.—Emisión	 no	 colocada	 total	 o	 parcialmente.	 La	 reducción	 o
cancelación,	 total	 o	 parcial,	 de	 la	 emisión	 de	 obligaciones	 que	 no	 ha	 sido
íntegramente	 colocada	 debe	 constar	 en	 escritura	 pública	 otorgada	 por	 la
sociedad	 emisora,	 en	 la	 que	 intervendrá	 el	 representante	 de	 los
obligacionistas	inscrito	en	el	registro	expresando	su	conformidad.	Si	aún	no
se	hubiera	 inscrito	 el	 nombramiento	del	 representante,	 bastará	 insertar	o
acompañar	la	constancia	expedida	por	el	gerente	general,	 indicando	que	la
totalidad	o	la	parte	de	la	emisión	que	se	cancela	no	ha	sido	colocada.
Ley	26887.
ART.	312.—Delegaciones	al	órgano	administrador.	Tomado	el	 acuerdo
de	emisión	la	junta	de	accionistas	o	de	socios,	según	el	caso,	puede	delegar
en	 forma	 expresa	 en	 el	 directorio	 y,	 cuando	 éste	 no	 exista,	 en	 el
administrador	 de	 la	 sociedad,	 todas	 las	 demás	 decisiones	 así	 como	 la
ejecución	del	proceso	de	emisión.
TÍTULO	II
REPRESENTACIÓN	DE	LAS	OBLIGACIONES
Ley	26887.
ART.	 313.—Representación.	 Las	 obligaciones	 pueden	 representarse	 por
títulos,	 certificados,	 anotaciones	 en	 cuenta	 o	 en	 cualquier	 otra	 forma	 que
permita	la	ley.
Los	 títulos	 o	 certificados	 representativos	 de	 obligaciones	 y	 los	 cupones
correspondientes	a	 sus	 intereses,	 en	 su	caso,	pueden	ser	nominativos	o	al
portador,	 tienen	 mérito	 ejecutivo	 y	 son	 transferibles	 con	 sujeción	 a	 las
estipulaciones	contenidas	en	la	escritura	pública	de	emisión.
Las	 obligaciones	 representadas	 por	 medio	 de	 anotaciones	 en	 cuenta	 se
rigen	por	las	leyes	de	la	materia.
Ley	26887.
ART.	314.—Títulos.	El	título	o	certificado	de	una	obligación	contiene:
1.	La	designación	específica	de	las	obligaciones	que	representa	y,	de	ser	el
caso,	la	serie	a	que	pertenecen	y	si	son	convertibles	en	acciones	o	no;
2.	El	nombre,	domicilio	y	capital	de	 la	sociedad	emisora	y	 los	datos	de	su
inscripción	en	el	registro;
3.	 La	 fecha	de	 la	 escritura	 pública	 de	 la	 emisión	 y	 el	 nombre	del	 notario
ante	quien	se	otorgó;
4.	El	importe	de	la	emisión	y,	de	ser	el	caso,	el	de	la	serie;
5.	Las	garantías	específicas	que	la	respaldan;
6.	 El	 valor	 nominal	 de	 cada	 obligación	 que	 representa,	 su	 vencimiento,
modo	y	lugar	de	pago	y	régimen	de	intereses	que	le	es	aplicable;
7.	El	número	de	obligaciones	que	representa;
8.	La	indicación	de	si	es	al	portador	o	nominativo	y,	en	este	último	caso,	el
nombre	del	titular	o	beneficiario;
9.	El	número	del	título	o	certificado	y	la	fecha	de	su	expedición;
10.	Las	demás	estipulaciones	y	condiciones	de	la	emisión	o	serie;	y,
11.	 La	 firma	 del	 representante	 de	 la	 sociedad	 emisora	 y	 la	 del
representante	de	los	obligacionistas.
El	 título	o	certificado	podrá	contener	 la	 información	a	que	se	refieren	 los
incisos	5,	6	y	10	anteriores	en	forma	resumida	si	se	indica	que	ella	aparece
completa	y	detallada	en	un	prospecto	que	se	deposita	en	el	registro	y	en	la
Comisión	 Nacional	 Supervisora	 de	 Empresas	 y	 Valores	 antes	 de	 poner	 el
título	o	certificado	en	circulación.
TÍTULO	III
OBLIGACIONES	CONVERTIBLES
Ley	26887.
ART.	315.—Requisitos	de	la	emisión.	La	sociedad	anónima	y	la	sociedad
en	 comandita	 por	 acciones	 pueden	 emitir	 obligaciones	 convertibles	 en
acciones	de	 conformidad	 con	 la	 escritura	pública	de	 emisión,	 la	 cual	debe
contemplar	los	plazos	y	demás	condiciones	de	la	conversión.
La	 sociedad	 puede	 acordar	 la	 emisión	 de	 obligaciones	 convertibles	 en
acciones	de	cualquier	clase,	con	o	sin	derecho	a	voto.
Ley	26887.
ART.	 316.—Derecho	 de	 suscripción	 preferente.	 Los	 accionistas	 de	 la
sociedad	 tienen	 derecho	 preferente	 para	 suscribir	 las	 obligaciones
convertibles,	 conforme	 a	 las	 disposiciones	 aplicables	 a	 las	 acciones,	 en
cuanto	resulten	pertinentes.
Ley	26887.
ART.	 317.—Conversión.	 El	 aumento	 de	 capital	 consecuencia	 de	 la
conversión	de	obligaciones	en	acciones	 se	 formaliza	 sin	necesidad	de	otra
resolución	que	la	que	dio	lugar	a	la	escritura	pública	de	emisión.
TÍTULO	IV
SINDICATO	DE	OBLIGACIONISTAS	Y
REPRESENTANTE	DE	LOS	OBLIGACIONISTAS
Ley	26887.
ART.	 318.—Formación	 del	 sindicato.	 El	 sindicato	 de	 obligacionistas	 se
constituye	 por	 el	 otorgamiento	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 emisión.	 Los
adquirentes	de	las	obligaciones	se	incorporan	al	sindicato	por	la	suscripción
de	las	mismas.
Ley	26887.
ART.	 319.—Gastos	 del	 sindicato.	 Los	 gastos	 normales	 que	 ocasione	 el
sostenimiento	del	sindicato	corren	a	cargo	de	 la	sociedad	emisora	y,	 salvo
pacto	en	contrario,	no	deben	exceder	del	equivalente	al	dos	por	ciento	de
los	intereses	anuales	devengados	por	las	obligaciones	emitidas.
Ley	26887.
ART.	 320.—Asamblea	 de	 obligacionistas.	 Tan	 pronto	 como	 quede
suscrito	 el	 cincuenta	 por	 ciento	 de	 la	 emisión	 se	 convoca	 a	 asamblea	 de
obligacionistas,	 la	 que	 debe	 aprobar	 o	 desaprobar	 la	 gestión	 del
representante	de	los	obligacionistas	y	confirmarlo	en	el	cargo	o	designar	a
quien	habrá	de	sustituirle.
Ley	26887.
ART.	 321.—Convocatoria.	 La	 asamblea	 de	 obligacionistas	 es	 convocada
por	 el	 directorio	 de	 la	 sociedad	 emisora,	 cuando	 éste	 no	 exista	 por	 el
administrador	de	la	sociedad	o	por	el	representante	de	los	obligacionistas.
Éste,	además,	debe	convocarla	siempre	que	lo	soliciten	obligacionistas	que
representen	 no	 menos	 del	 veinte	 por	 ciento	 de	 las	 obligaciones	 en
circulación.
El	representante	de	los	obligacionistas	puede	requerir	la	asistencia	de	los
administradores	de	 la	sociedad	emisora	y	debe	hacerlo	si	así	hubiese	sido
solicitado	por	quienes	pidieron	la	convocatoria.	Los	administradores	tienen
libertad	para	asistir	aunque	no	hubiesen	sido	citados.
Ley	26887.
ART.	322.—Competencia	de	la	asamblea.	La	asamblea	de	obligacionistas,
debidamente	convocada,	tiene	las	siguientes	facultades:
1.	 Acordar	 lo	 necesario	 para	 la	 defensa	 de	 los	 intereses	 de	 los
obligacionistas;
2.	Modificar,	 de	 acuerdo	 con	 la	 sociedad,	 las	 garantías	 establecidas	 y	 las
condiciones	de	la	emisión;
3.	 Remover	 al	 representante	 de	 los	 obligacionistas	 y	 nombrar	 a	 su
sustituto,	corriendo	en	este	caso	con	los	gastos	que	origine	la	decisión;
4.	 Disponer	 la	 iniciación	 de	 los	 procesos	 judiciales	 o	 administrativos
correspondientes;	y,
5.	Aprobar	los	gastos	ocasionados	por	la	defensa	de	los	intereses	comunes.
Ley	26887.
ART.	 323.—Validez	 de	 los	 acuerdos	 de	 la	 asamblea.	 En	 primera
convocatoria	es	necesaria	la	asistencia	de	por	lo	menos	la	mayoría	absoluta
del	 total	 de	 las	 obligaciones	 en	 circulación	 y	 los	 acuerdos	 deben	 ser
adoptados	para	su	validez,	cuando	menos	por	igual	mayoría.
Si	no	se	lograse	la	aludida	concurrencia,	se	puede	proceder	a	una	segunda
convocatoria	 para	 diez	 días	 después,	 y	 la	 asamblea	 se	 instalará	 con	 la
asistencia	 de	 cualquier	 número	 de	 obligaciones,	 entonces	 los	 acuerdos
podrán	 tomarse	 por	 mayoría	 absoluta	 de	 las	 obligaciones	 presentes	 o
representadas	 en	 la	 asamblea,	 salvo	 en	 el	 caso	 del	 inciso	 2	 del	 artículo
anterior,	que	siempre	requerirá	que	el	acuerdo	sea	adoptado	por	la	mayoría
absoluta	del	total	de	las	obligaciones	en	circulación.
Los	 acuerdos	 de	 la	 asamblea	 de	 obligacionistas	 vincularán	 a	 éstos,
incluidos	 los	 no	 asistentes	 y	 a	 los	 disidentes.	 Pueden,	 sin	 embargo	 ser
impugnados	 judicialmente	 aquellos	 que	 fuesen	 contrarios	 a	 la	 ley	 o	 se
opongan	a	 los	 términos	de	 la	escritura	pública	de	emisión,	o	que	 lesionen
los	intereses	de	los	demás	en	beneficio	de	uno	o	varios	obligacionistas.
Son	 de	 aplicación	 las	 normas	 para	 la	 impugnación	 de	 acuerdos	 de	 junta
general	 de	 accionistas,	 en	 lo	 concerniente	 al	 procedimiento	 y	 demás
aspectos	que	fuesen	pertinentes.	(	y	ss.)
Ley	26887.
ART.	 324.—Normas	 aplicables.	 Son	 aplicables	 a	 la	 asamblea	 de
obligacionistas,	 en	 cuanto	 sean	 pertinentes,	 las	 disposiciones	 previstas	 en
esta	ley	relativas	a	la	junta	general	de	accionistas.	(	y	ss.,	1689)
Ley	26887.
ART.	 325.—Representante	 de	 los	 obligacionistas.	 El	 representante	 de
los	obligacionistas	es	el	intermediario	entre	la	sociedad	y	el	sindicato	y	tiene
cuando	menos,	las	facultades,	derechos	y	responsabilidades	siguientes:
1.	Presidir	las	asambleas	de	obligacionistas;
2.	Ejercer	la	representación	legal	del	sindicato;
3.	 Asistir,	 con	 voz	 pero	 sin	 voto,	 a	 las	 deliberaciones	 de	 la	 junta	 de
accionistas	o	de	socios,	según	el	caso,	de	la	sociedad	emisora,	informando	a
ésta	de	los	acuerdos	del	sindicato	y	solicitando	a	la	junta	los	informes	que,	a
su	juicio	o	al	de	la	asamblea	de	obligacionistas,	interese	a	éstos;
4.	 Intervenir	 en	 los	 sorteos	 que	 se	 celebren	 en	 relación	 con	 los	 títulos;
vigilar	 el	 pago	 de	 los	 intereses	 y	 del	 principal	 y,	 en	 general,	 cautelar	 los
derechos	de	los	obligacionistas;
5.	 Designar	 a	 la	 persona	 natural	 que	 lo	 representará	 permanentemente
ante	 la	 sociedad	 emisora	 en	 sus	 funciones	 de	 representante	 de	 los
obligacionistas;
6.	 Designar	 a	 una	 persona	 natural	 para	 que	 forme	 parte	 del	 órgano
administrador	 de	 la	 sociedad	 emisora,	 cuando	 la	 participación	 de	 un
representante	de	 los	obligacionistas	en	dicho	directorio	estuviese	prevista
en	la	escritura	pública	de	emisión;
7.	 Convocar	 a	 la	 junta	 de	 accionistas	 o	 de	 socios,	 según	 el	 caso,	 de	 la
sociedad	emisora	si	ocurriese	un	atraso	mayor	de	ocho	días	en	el	pago	de
los	intereses	vencidos	o	en	la	amortización	del	principal;
8.	 Exigir	 y	 supervisar	 la	 ejecución	 del	 proceso	 de	 conversión	 de	 las
obligaciones	en	acciones;
9.	 Verificar	 que	 las	 garantías	 de	 la	 emisión	 hayan	 sido	 debidamente
constituidas,	comprobando	la	existencia	y	el	valor	de	los	bienes	afectados;
10.	Cuidar	que	los	bienes	dados	en	garantía	se	encuentren,	de	acuerdo	a	su
naturaleza,	 debidamente	 asegurados	 a	 favor	 del	 representante	 de	 los
obligacionistas,	 en	 representación	 de	 los	 obligacionistas,	 al	menos	 por	 un
monto	equivalente	al	importe	garantizado;	y,
11.	 Iniciar	 y	 proseguir	 las	 pretensiones	 judiciales	 y	 extrajudiciales,	 en
especial	 las	 que	 tengan	 por	 objeto	 procurar	 el	 pago	 de	 los	 intereses	 y	 el
capital	 adeudados,	 la	 ejecución	 de	 las	 garantías,	 la	 conversión	 de	 las
obligaciones	y	la	práctica	de	actos	conservatorios.
En	adición	a	las	facultades,	derechos	y	responsabilidades	antes	indicados,
la	escritura	de	emisión	o	 la	asamblea	de	obligacionistas	podrá	conferirle	o
atribuirle	las	que	se	estimen	convenientes	o	necesarias.
Ley	26887.
ART.	 326.—Pretensiones	 individuales.	 Los	 obligacionistas	 pueden
ejercitar	individualmente	las	pretensiones	que	les	correspondan:
1.	 Para	 pedir	 la	 nulidad	 de	 la	 emisión	 o	 de	 los	 acuerdos	 de	 la	 asamblea,
cuando	 una	 u	 otra	 se	 hubiesen	 realizado	 contraviniendo	 normas
imperativas	de	la	ley;
2.	Para	exigir	de	la	sociedad	emisora,	mediante	el	proceso	de	ejecución,	el
pago	de	intereses,	obligaciones,	amortizaciones	o	reembolsos	vencidos;
3.	 Para	 exigir	 del	 representante	 de	 los	 obligacionistas	 que	 practique	 los
actos	conservatorios	de	los	derechos	correspondientes	a	los	obligacionistas
o	que	haga	efectivos	esos	derechos;	o,
4.	 Para	 exigir,	 en	 su	 caso,	 la	 responsabilidad	 en	 que	 incurra	 el
representante	de	los	obligacionistas.
Las	 pretensiones	 individuales	 de	 los	 obligacionistas,	 sustentadas	 en	 los
incisos	1,	2	y	3	de	este	artículo,	no	proceden	cuando	sobre	el	mismo	objeto
se	encuentre	en	curso	una	acción	del	representante	de	los	obligacionistas	o
cuando	sean	incompatibles	con	algún	acuerdo	debidamente	aprobado	por	la
asamblea	de	obligacionistas.
Ley	26887.
ART.	 327.—Ejecución	 de	 garantías.	 Antes	 de	 ejecutar	 las	 garantías
específicas	de	la	emisión,	si	se	produce	demora	de	la	sociedad	emisora	en	el
pago	de	los	intereses	o	del	principal,	el	representante	de	los	obligacionistas
deberá	 informar	a	 la	asamblea	general	de	obligacionistas,	salvo	que	por	 la
naturaleza	 de	 la	 garantía	 o	 por	 las	 circunstancias,	 requiera	 ejecutarlas	 en
forma	inmediata.
Ley	26887.
ART.	 328.—Petición	 al	 representante	 de	 los	 obligacionistas.	 Si	 se	 ha
producido	la	demora	en	el	pago	de	los	intereses	o	del	principal	por	parte	de
la	sociedad	emisora,	cualquier	obligacionista	puede	pedir	al	 representante
de	 los	 obligacionistas	 la	 correspondiente	 interposición	 de	 la	 demanda	 en
proceso	ejecutivo.	Si	el	representante	de	los	obligacionistas	no	interpone	la
demanda	 dentro	 del	 plazo	 de	 treinta	 días,	 cualquier	 obligacionista	 puede
ejecutar	 individualmente	 las	 garantías,	 en	 beneficio	 de	 todos	 los
obligacionistas	impagos.
TÍTULO	V
REEMBOLSO,	RESCATE,	CANCELACIÓN	DE
GARANTÍAS	Y	RÉGIMEN	ESPECIAL
Ley	26887.
ART.	329.—Reembolso.	La	sociedad	emisora	debe	satisfacer	el	importe	de
las	obligaciones	en	los	plazos	convenidos,	con	las	primas	y	ventajas	que	se
hubiesen	estipulado	en	la	escritura	pública	de	emisión.
Asimismo,	 está	 obligada	 a	 celebrar	 los	 sorteos	 periódicos,	 dentro	 de	 los
plazos	 y	 en	 la	 forma	 prevista	 en	 la	 escritura	 pública	 de	 emisión,	 con
intervención	 del	 representante	 de	 los	 obligacionistas	 y	 en	 presencia	 de
notario,	quien	extenderá	el	acta	correspondiente.
El	incumplimiento	de	estas	obligaciones	determina	la	caducidad	del	plazo
de	la	emisión	y	autoriza	a	los	obligacionistas	a	reclamar	el	reembolso	de	las
obligaciones	y	de	los	intereses	correspondientes.
C.	C.
ART.	181.—Caducidad	del	plazo.	El	deudor	pierde	el	derecho	a	utilizar	el
plazo:
1)	Cuando	resulta	insolvente	después	de	contraída	la	obligación,	salvo	que
garantice	la	deuda.
Se	 presume	 la	 insolvencia	 del	 deudor	 si	 dentro	 de	 los	 quince	 días	 de	 su
emplazamiento	 judicial,	no	garantiza	 la	deuda	o	no	señala	bienes	 libres	de
gravamen	por	valor	suficiente	para	el	cumplimiento	de	su	prestación.
2)	 Cuando	 no	 otorgue	 al	 acreedor	 las	 garantías	 a	 que	 se	 hubiese
comprometido.
3)	 Cuando	 las	 garantías	 disminuyeren	 por	 acto	 propio	 del	 deudor,	 o
desaparecieren	 por	 causa	 no	 imputable	 a	 éste,	 a	 menos	 que	 sean
inmediatamente	 sustituidas	 por	 otras	 equivalentes,	 a	 satisfacción	 del
acreedor.
Incorporado.	 D.	 Leg.	 768,	 Primera	 Disposición	 Modificatoria.	 La
pérdida	 del	 derecho	 al	 plazo	 por	 las	 causales	 indicadas	 en	 los	 incisos
precedentes,	se	declara	a	petición	del	interesado	y	se	tramita	como	proceso
sumarísimo.	 Son	 esencialmente	 procedentes	 las	 medidas	 cautelares
destinadas	a	asegurar	la	satisfacción	del	crédito.
Ley	26887.
ART.	330.—Rescate.	La	sociedad	emisora	puede	rescatar	 las	obligaciones
emitidas,	a	efecto	de	amortizarlas:
1.	 Por	 pago	 anticipado,	 de	 conformidad	 con	 los	 términos	 de	 la	 escritura
pública	de	emisión;
2.	 Por	 oferta	 dirigida	 a	 todos	 los	 obligacionistas	 o	 a	 aquellos	 de	 una
determinada	serie;
3.	 En	 cumplimiento	 de	 convenios	 celebrados	 con	 el	 sindicato	 de
obligacionistas;
4.	Por	adquisición	en	bolsa;	y,
5.	 Por	 conversión	 en	 acciones,	 de	 acuerdo	 con	 los	 titulares	 de	 las
obligaciones	o	de	conformidad	con	la	escritura	pública	de	emisión.
Ley	26887.
ART.	331.—Adquisición	sin	amortización.	La	sociedad	puede	adquirir	las
obligaciones,	sin	necesidad	de	amortizarlas,	cuando	 la	adquisición	hubiese
sido	 autorizada	 por	 el	 directorio	 y,	 cuando	 éste	 no	 exista,	 por	 el
administrador	de	la	sociedad,	debiendo	en	este	caso	colocarlas	nuevamente
dentro	del	término	más	conveniente.
Mientras	 las	 obligaciones	 a	 que	 se	 refiere	 este	 artículo	 se	 conserven	 en
poder	 de	 la	 sociedad	 quedan	 en	 suspenso	 los	 derechos	 que	 les
correspondan	 y	 los	 intereses	 y	 demás	 créditos	 derivados	 de	 ellas	 que
resulten	exigibles	se	extinguen	por	consolidación.
C.	C.
ART.	 1300.—Consolidación	 total	 o	 parcial.	 La	 consolidación	 puede
producirse	respecto	de	toda	la	obligación	o	de	parte	de	ella.
C.	C.
ART.	1301.—Efecto	del	cese	de	la	consolidación.	Si	la	consolidación	cesa,
se	restablece	la	separación	de	las	calidades	de	acreedor	y	deudor	reunidas
en	la	misma	persona.
En	 tal	 caso,	 la	 obligación	 extinguida	 renace	 con	 todos	 sus	 accesorios,	 sin
perjuicio	del	derecho	de	terceros.
Ley	26887.
ART.	 332.—Régimen	 especial.	 La	 emisión	 de	 obligaciones	 sujeta	 a	 un
régimen	legal	especial	se	rige	por	 las	disposiciones	de	este	título	en	forma
supletoria.
SECCIÓN	SEGUNDA
REORGANIZACIÓN	DE	SOCIEDADES
TÍTULO	I
TRANSFORMACIÓN
Ley	26887.
ART.	333.—Casos	de	transformación.	Las	sociedades	reguladas	por	esta
ley	 pueden	 transformarse	 en	 cualquier	 otra	 clase	 de	 sociedad	 o	 persona
jurídica	contemplada	en	las	leyes	del	Perú.
Cuando	 la	 ley	 no	 lo	 impida,	 cualquier	 persona	 jurídica	 constituida	 en	 el
Perú	puede	 transformarse	en	alguna	de	 las	 sociedades	 reguladas	por	 esta
ley.
La	transformación	no	entraña	cambio	de	la	personalidad	jurídica.
C.	C.
ART.	 80.—Definición	 de	 asociación.	 La	 asociación	 es	 una	 organización
estable	de	personas	naturales	o	 jurídicas,	o	de	ambas,	que	a	 través	de	una
actividad	común	persigue	un	fin	no	lucrativo.
C.	C.
ART.	99.—Definición	de	fundación.	La	fundación	es	una	organización	no
lucrativa	 instituida	 mediante	 la	 afectación	 de	 uno	 o	 más	 bienes	 para	 la
realización	de	objetivos	de	carácter	religioso,	asistencial,	cultural	u	otros	de
interés	social.
C.	C.
ART.	 111.—Definición	 de	 comité.	 El	 comité	 es	 la	 organización	 de
personas	 naturales	 o	 jurídicas,	 o	 de	 ambas,	 dedicada	 a	 la	 recaudación
pública	de	aportes	destinados	a	una	finalidad	altruista.
El	 acto	 constitutivo	 y	 el	 estatuto	 del	 comité	 pueden	 constar,	 para	 su
inscripción	 en	 el	 registro,	 en	 documento	 privado	 con	 legalización	 notarial
de	las	firmas	de	los	fundadores.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	transformación	societaria	no	entraña	un
cambio	de	personalidad	jurídica,	sino	solo	una	nueva	forma	societaria.
“Cabe	 destacar	 que	 la	 transformación	no	 entraña	 cambio	 de	 personalidad
jurídica,	 es	 decir,	 que	 la	 persona	 jurídica	 involucrada	 en	 el	 proceso	 de
reorganización	empresarial	sigue	siendo	la	misma	antes	y	después	de	dicho
proceso.	 Así,	 Oswaldo	 Hundskopf	 Exebio	 precisa	 que	 ‘como	 efecto	 de	 la
conservación	de	la	personalidad	jurídica,	se	mantienen	los	atributos	de	esta,
como	 nombre,	 domicilio,	 objeto	 social,	 entre	 otros’.	 No	 obstante	 ello,	 la
persona	jurídica	podrá	adoptar	mediante	el	órgano	competente	además	de
la	 decisión	 de	 transformación,	 la	 modificación	 estatutaria	 que	 conlleva	 a
modificar	el	objeto	social,	capital,	etc.
Asimismo,	 añade	 el	 citado	 autor	 que	 ‘en	 términos	 prácticos,	 conforme	 lo
exige	la	dinámica	societaria,	y	atendiendo	a	que	el	único	objetivo	es	adoptar
las	 reglas	de	un	 tipo	 societario	distinto	del	 actual,	 la	 transformación	evita
tener	que	 recurrir	al	proceso	de	disolución	y	 liquidación	y	extinción	de	 la
sociedad	 y/o	 persona	 jurídica	 (proceso	 largo,	 complicado	 e
innecesariamente	 oneroso),	 así	 como	 el	 ulterior	 paso	 de	 iniciar	 el
procedimiento	 de	 constitución	 de	 la	 nueva	 forma	 societaria	 deseada’”.
(Sunarp,	 R.	 602-2014-Sunarp-TR-L,	 mar.	 28/2014.	 V.	 P.	 Vocal	 Gloria
Amparo	Salvatierra	Valdivia)
Ley	26887.
ART.	334.—Cambio	en	la	responsabilidad	de	los	socios.	Los	socios	que
en	 virtud	 de	 la	 nueva	 forma	 societaria	 adoptada	 asumen	 responsabilidad
ilimitada	 por	 las	 deudas	 sociales,	 responden	 en	 la	 misma	 forma	 por	 las
deudas	 contraídas	 antes	 de	 la	 transformación.	 La	 transformación	 a	 una
sociedad	 en	 que	 la	 responsabilidad	 de	 los	 socios	 es	 limitada,	 no	 afecta	 la
responsabilidad	 ilimitada	que	corresponde	a	éstos	por	 las	deudas	 sociales
contraídas	antes	de	 la	transformación,	salvo	en	el	caso	de	aquellas	deudas
cuyo	acreedor	la	acepte	expresamente.
Ley	26887.
ART.	 335.—Modificación	 de	 participaciones	 o	 derechos.	 La
transformación	no	modifica	 la	participación	porcentual	de	 los	 socios	en	el
capital	de	la	sociedad,	sin	su	consentimiento	expreso,	salvo	los	cambios	que
se	 produzcan	 como	 consecuencia	 del	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 separación.
Tampoco	afecta	los	derechos	de	terceros	emanados	de	título	distinto	de	las
acciones	 o	 participaciones	 en	 el	 capital,	 a	 no	 ser	 que	 sea	 aceptado
expresamente	por	su	titular.
Ley	26887.
ART.	 336.—Requisitos	 del	 acuerdo	 de	 transformación.	 La
transformación	 se	 acuerda	 con	 los	 requisitos	 establecidos	 por	 la	 ley	 y	 el
estatuto	de	 la	sociedad	o	de	 la	persona	 jurídica	para	 la	modificación	de	su
pacto	social	y	estatuto.
Ley	26887.
ART.	 337.—Publicación	 del	 acuerdo.	 El	 acuerdo	 de	 transformación	 se
publica	por	tres	veces,	con	cinco	días	de	intervalo	entre	cada	aviso.	El	plazo
para	el	ejercicio	del	derecho	de	separación	empieza	a	contarse	a	partir	del
último	aviso.
MODELO	 DE	 PUBLICACIÓN	 DE	 AVISO	 DE	 TRANSFORMACIÓN	 DE	 UNA	 SOCIEDAD	 DE
RESPONSABILIDAD	LIMITADA	EN	SOCIEDAD	ANÓNIMA	CERRADA
	
Por	 junta	 general	 de	 participacionistas	 de	 fecha	 ..............	 de	 ...........	 del	 200…,	 la
empresa	 .............................	 S.R.L.,	 acordó	 transformarse	 en	 sociedad	 anónima
cerrada	adoptando	el	nombre	de	...................................	S.A.C.
Esta	publicación	se	efectúa	de	conformidad	con	el	artículo	337	de	la	Ley	General
de	Sociedades.
Lima,	..............	de	...................	del	200.....
La	Gerencia
	
MODELO	 DE	 PUBLICACIÓN	 DE	 AVISO	 DE	 TRANSFORMACIÓN	 DE	 UNA	 EMPRESA	 INDIVIDUAL	 DE
RESPONSABILIDAD	LIMITADA	EN	SOCIEDAD	ANÓNIMA	CERRADA
	
En	 cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 337	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	se	hace	de	conocimiento	público	que	mediante	decisión	de	su	titular
de	fecha	…de…..del	200…,	“………..E.I.R.L.”	Acordó	transformarse	en	una	sociedad
anónima	cerrada	con	la	denominación	“………………S.A.C”.
Titular-gerente
	
MODELO	DE	PUBLICACIÓN	DE	AVISO	DE	TRANSFORMACIÓN	DE	UNA	SOCIEDAD	ANÓNIMA
CERRADA
	
Aviso	de	transformación
Por	junta	general	de	accionistas	de	fecha	7	de	mayo	del	2007	la	empresa	XXX	S.	A.
acordó	transformarse	en	sociedad	anónima	cerrada	adoptando	el	nombre	de	XXX
S.A.C.
Esta	publicación	se	efectúa	de	conformidad	con	el	artículo	337	de	la	Ley	General
de	Sociedades.
Lima,	..............	de	...................	del	200.....
La	Gerencia
	
MODELO	DE	ACTA	DE	TRANSFORMACIÓN	Y	NOMBRAMIENTO	DE	APODERADOS
	
Junta	general	de	accionistas
En	Lima,	a	las	11.00	horas	del	día	….	de	…..	del	2007,	se	reunió	la	junta	general	de
accionistas	de	la	sociedad	XXX	S.A.,	inscrita	en	la	Partida	N°	………..	del	Registro	de
Personas	 Jurídicas	 de	 la	 Oficina	 Registral	 de	 Lima	 y	 Callao,	 en	 el	 local	 de	 la
sociedad	sito	en	……………………..,	distrito	de	……………….,	provincia	y	departamento
de	Lima.	Concurrieron	a	la	junta	los	siguientes	accionistas:
•	………………………,	titular	de	……	acciones,	con	un	valor	nominal	de	S/.	10,00	por
cada	acción.
•	……………………….,	titular	de	…..	acciones,	con	un	valor	nominal	de	S/.	10,00	por
cada	acción.
•	………………………..,	titular	de	…..	acciones,	con	un	valor	nominal	de	S/.	10,00	por
cada	acción.
Se	designó	como	presidente	de	la	junta	al	señor	……………….	y	como	secretario	al
señor	…………………………………….
Encontrándose	presentes	la	totalidad	de	accionistas	que	representan	el	100%	del
capital	 social	 y	 estando	 todos	 de	 acuerdo	 con	 celebrar	 una	 junta	 universal	 de
conformidad	con	el	artículo	120	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	los	accionistas
manifestaron	su	conformidad	con	celebrar	 la	presente	 junta	y	con	los	asuntos	a
tratarse	en	ella.
Agenda
El	presidente	manifestó	que	 los	asuntos	a	tratarse	en	 la	presente	 junta	eran	 los
siguientes:
1.	Transformación	de	la	sociedad	al	régimen	legal	de	la	sociedad	anónima	cerrada
y	aprobación	del	estatuto	correspondiente.
2.	Nombramiento	de	apoderado.
3.	Otorgamiento	de	facultades	para	formalización	de	acuerdos.
Deliberaciones	y	acuerdos
1.	Transformación	de	la	sociedad	al	régimen	legal	de	la	sociedad	anónima	cerrada
y	aprobación	del	estatuto	correspondiente.
El	presidente	señaló	que	debido	al	reducido	número	de	socios	de	la	sociedad	y
por	convenir	a	 los	 intereses	de	 la	empresa,	sería	recomendable	transformar	el
tipo	 societario	de	una	 sociedad	anónima	a	una	 sociedad	anónima	cerrada	que
llevaría	 la	 denominación	 de	 XXX	 S.A.C.,	 en	 cuyo	 caso	 deberá	 aprobarse	 el
correspondiente	estatuto	acorde	con	 las	disposiciones	 legales	que	regulan	a	 la
sociedad	anónima	cerrada.
Luego	 de	 un	 breve	 debate,	 la	 junta	 acordó	 por	 unanimidad	 transformar	 la
sociedad	 a	 una	 sociedad	 anónima	 cerrada,	 la	 cual	 se	 regulará	por	 el	 siguiente
estatuto:
Título	Primero
Denominación,	domicilio,	objeto,	duración	y	convenios	de	accionistas
Artículo	 Primero.-	 Bajo	 la	 denominación	 de	 XXX	 S.A.C.,	 se	 constituye	 una
sociedad	 anónima	 cerrada,	 con	 domicilio	 en	 la	 ciudad	 de	 Lima,	 que	 podrá
establecer	sucursales	y	agencias	en	otros	lugares	del	país	o	del	extranjero.
Artículo	Segundo.-	La	sociedad	tiene	por	objeto	dedicarse	a	los	siguientes	fines:
1.	 Servicios	 de	 instalación,	 reparación	 y	mantenimiento	 de	 equipos	 y	 sistemas
eléctricos	y	electrónicos.
2.	Estudios,	investigación,	promoción	y	venta	de	programas,	equipos	y	accesorios
de	computación,	comunicación	y	control.
3.	 Promoción	 de	 sus	 productos	 y	 servicios	 mediante	 el	 dictado	 de	 cursos,
seminarios	y	talleres	de	aprendizaje.
4.	Elaboración	de	estudios	y	análisis	encargados	por	sus	clientes.
Las	actividades	mencionadas	podrán	ser	realizadas	dentro	del	territorio	o	fuera
de	él.
Para	 el	 cumplimiento	 de	 su	 objeto,	 la	 sociedad	 podrá	 realizar	 todo	 tipo	 de
actividades	 comerciales	 sin	 ninguna	 restricción	 o	 limitación	 que	 permitan
cumplir	 a	 cabalidad	 con	 su	 objeto	 social;	 pudiendo	 suscribir	 contratos	 con	 el
Estado	 o	 con	 particulares,	 y	 a	 realizar	 todo	 tipo	 de	 actos	 permitidos	 por	 la	 ley
peruana,	 o	 por	 la	 ley	 del	 lugar	 donde	 éstos	 se	 suscriban	 o	 ejecuten,	 con	 la
posibilidad	 de	 modificar	 su	 objeto	 conforme	 al	 acuerdo	 que	 adopte	 el	 órgano
social	competente.
Artículo	Tercero.-	El	plazo	de	duración	de	 la	 sociedad	es	 indefinido,	habiendo
iniciado	sus	actividades	en	la	fecha	la	minuta	de	constitución	social.
Artículo	Cuarto.-	La	sociedad	reconocerá,	respetará,	cumplirá	y	hará	cumplir	la
validez	de	los	convenios	o	pactos	de	accionistas	o	entre	estos	y	terceros	que	sean
depositados	 en	 ella,	 sea	 a	 través	 de	 la	 constitución	 y	 por	 convenios	 o	 pactos
futuros.
Título	Segundo
Del	capital	social	y	sus	acciones
Artículo	 Quinto.-	 El	 capital	 social	 de	 la	 sociedad	 es	 de	 S/.	 ………………
(………………………….	 con	 00/100	 nuevos	 soles)	 representado	 por	 …………….
acciones	de	un	valor	nominal	de	S/.	10,00	(diez	con	00/100	nuevos	soles)	cada
una,	íntegramente	suscritas	y	pagadas,	las	cuales	otorgan	los	mismos	derechos	y
obligaciones	a	sus	titulares.
Artículo	 Sexto.-	 Las	 acciones	 serán	 nominativas	 e	 indivisibles.	 Los
copropietarios	de	acciones	deberán	designar	a	una	sola	persona	para	el	ejercicio
de	 sus	 derechos	 y	 responden	 solidariamente	 frente	 a	 la	 sociedad	 por	 las
obligaciones	 que	 se	 deriven	 de	 su	 calidad	 de	 accionistas.	 Las	 acciones	 estarán
representadas	 por	 certificados	 de	 acciones.	 Un	 mismo	 certificado	 puede
representar	una	o	más	acciones	de	un	sólo	propietario.
Artículo	 Sétimo.-	 El	 certificado	 de	 acciones	 expresará	 obligatoriamente	 lo
siguiente:
1.	La	denominación	de	la	sociedad,	su	domicilio,	duración,	la	fecha	de	la	escritura
pública	de	constitución,	el	notario	correspondiente	y	los	datos	de	inscripción	de
la	sociedad	en	el	registro.
2.	El	monto	del	capital	y	el	valor	nominal	de	cada	acción.
3.	Las	acciones	que	representa	el	certificado,	su	número	correlativo,	la	clase	a	que
pertenecen,	su	carácter	nominativo	y	las	obligaciones	y	derechos	inherentes	a	la
acción.
4.	La	cantidad	desembolsada	o	la	indicación	de	estar	completamente	pagada.
5.	Los	gravámenes	o	cargas	que	se	puedan	haber	establecido	sobre	la	acción.
6.	Cualquier	limitación	a	su	transmisibilidad.
7.	La	fecha	de	emisión	y	el	número	de	certificado.
El	certificado	es	firmado	por	el	gerente	general.
Artículo	Octavo.-	La	responsabilidad	de	cada	accionista	queda	limitada	al	valor
nominal	de	las	acciones	que	suscriba.
Artículo	Noveno.-	La	sociedad	abrirá	un	libro	de	matrícula	de	acciones	en	el	que
se	anotará	la	creación	y	emisión	de	acciones,	así	como	las	transferencias,	canjes	y
desdoblamientos	 de	 éstas;	 la	 constitución	 de	 derechos	 y	 gravámenes	 sobre	 las
mismas,	 las	 limitaciones	a	 la	transferencia	de	las	acciones	y	 los	convenios	entre
accionistas	 o	 de	 accionistas	 con	 terceros	 que	 versen	 sobre	 las	 acciones	 o	 que
tengan	por	objeto	el	ejercicio	de	los	derechos	inherentes	a	ellas.
En	caso	de	que	un	accionista	desee	transferir	total	o	parcialmente	sus	acciones,	a
otro	 accionista	 o	 a	 terceros,	 será	 de	 aplicación	 el	 procedimiento	 previsto	 en	 el
artículo	237	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	o	en	las	disposiciones	legales	que	lo
modifiquen	o	sustituyan.	La	transferencia	de	acciones	sólo	surtirá	efecto	respecto
de	 la	 sociedad	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 sea	 inscrita	 en	 el	 libro	 de	 matrícula	 de
acciones,	mediante	 un	 acta	 que	 firmarán	 el	 cedente,	 el	 cesionario	 y	 el	 gerente
general.
Toda	transferencia	de	acciones	que	se	realice	sin	cumplir	con	las	formalidades	y
requisitos	que	corresponden	según	el	párrafo	anterior,	será	ineficaz	y	carecerá	de
valor	para	la	sociedad.
Artículo	Décimo.-	La	acción	confiere	a	su	titular	legítimo	la	calidad	de	accionista
y	le	atribuye,	cuando	menos,	los	siguientes	derechos:
1.	Participar	 en	 el	 reparto	de	utilidades	 y	 en	 el	 del	 patrimonio	 resultante	de	 la
liquidación.
2.	Intervenir	y	votar	en	las	juntas	generales	de	accionistas.
3.	Fiscalizar,	en	la	forma	establecida	por	la	ley	y	en	estos	estatutos,	la	gestión	de
los	negocios	sociales.
4.	Ser	preferido,	con	las	excepciones	y	en	la	forma	prevista	en	la	ley	para:
a)	La	suscripción	de	acciones	en	caso	de	aumento	del	capital	social	y	en	los	demás
casos	de	colocación	de	acciones;	y,
b)	La	suscripción	de	obligaciones	u	otros	títulos	convertibles	o	con	derecho	a	ser
convertidos	en	acciones.
5.	Separarse	de	la	sociedad	en	los	casos	previstos	por	la	ley	y	estos	estatutos.
Artículo	Decimoprimero.-	Cada	acción	da	derecho	a	un	voto.
Artículo	Decimosegundo.-	La	titularidad	de	una	acción	implica	de	pleno	derecho
la	sumisión	a	 las	disposiciones	de	estos	estatutos	y	a	 los	acuerdos	de	 las	 juntas
generales	de	accionistas.
Título	tercero
Órganos	y	administración	de	la	sociedad
Artículo	Decimotercero.-	Son	órganos	de	la	sociedad:
1.	La	junta	general	de	accionistas.
2.	El	directorio
3.	La	gerencia	general.
La	administración	de	la	sociedad	está	a	cargo	del	directorio	y	del	gerente	general,
de	 acuerdo	 a	 las	 funciones	 y	 responsabilidades	 que	 establecen	 el	 presente
estatuto	y	la	Ley	General	de	Sociedades.
Título	Cuarto
De	la	junta	general	de	accionistas
Artículo	Decimocuarto.-	La	 junta	general	de	accionistas	es	el	órgano	supremo
de	 la	 sociedad.	 Los	 accionistas	 constituidos	 en	 junta	 general	 debidamente
convocada,	 y	 con	 el	 quórum	 correspondiente,	 deciden	 por	 la	 mayoría	 que
establece	 estos	 estatutos	 los	 asuntos	 propios	 de	 su	 competencia.	 Todos	 los
accionistas,	 incluso	 los	 disidentes	 y	 los	 que	 no	 hubieren	 participado	 en	 la
reunión,	quedan	sometidos	a	los	acuerdos	legítimamente	adoptados	por	la	junta
general.
Artículo	 Decimoquinto.-	 Las	 juntas	 generales	 de	 accionistas	 deben	 ser
convocadas	por	el	directorio	mediante	esquelas	con	cargo	de	recepción,	facsímil,
correo	electrónico	u	otro	medio	de	comunicación	que	permita	obtener	constancia
de	recepción,	dirigidas	al	domicilio	o	a	la	dirección	designada	por	el	accionista	a
este	efecto.	La	esquela	deberá	contener	la	indicación	del	día,	la	hora,	el	lugar	de	la
reunión	y	 los	 asuntos	 a	 tratar.	 En	 caso	de	 incumplimiento	 tendrán	derecho	 los
accionistas	a	convocar	a	la	junta	general	de	accionistas.
La	esquela	debe	notificarse	con	una	anticipación	no	menor	de	diez	días	a	la	fecha
fijada	para	la	celebración	de	la	junta	general	obligatoria	anual	y,	para	las	demás
juntas,	con	una	anticipación	no	menor	de	tres	días	a	la	fecha	de	la	fijada	para	la
celebración	de	la	junta.
Podrá	hacerse	constar	en	la	esquela	la	fecha	en	la	que	se	reunirá	la	junta	general
en	segunda	convocatoria	si	no	se	obtuviese	quórum	en	la	primera	citación.
Entre	la	primera	y	la	segunda	convocatoria	deberá	mediar	un	mínimo	de	tres	días
y	un	máximo	de	diez	días.
Si	 la	junta	general	no	se	celebró	en	primera	convocatoria	ni	se	hubiere	previsto
en	la	esquela	 la	 fecha	de	 la	segunda,	ésta	deberá	ser	convocada	con	los	mismos
requisitos	que	la	primera,	dentro	de	los	diez	días	siguientes	a	la	fecha	de	la	junta
no	celebrada	y	con	tres	días	de	antelación,	por	lo	menos,	a	la	fecha	de	la	reunión.
La	 junta	general	no	puede	tratar	asuntos	distintos	a	 los	señalados	en	la	esquela
de	convocatoria,	salvo	en	el	caso	del	artículo	decimosexto	de	estos	estatutos.
Podrán	realizarse	juntas	no	presenciales	conforme	a	lo	dispuesto	por	el	artículo
246	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Artículo	Decimosexto.-	No	obstante	 lo	dispuesto	en	 los	artículos	anteriores,	 la
junta	 general	 se	 entenderá	 convocada	 y	 quedará	 válidamente	 constituida	 para
tratar	 cualquier	 asunto	y	 tomar	 los	acuerdos	 correspondientes,	 siempre	que	 se
encuentren	 presentes	 accionistas	 que	 representen	 la	 totalidad	 de	 las	 acciones
suscritas	 con	 derecho	 a	 voto	 y	 los	 asistentes	 acepten	 por	 unanimidad	 la
celebración	de	la	junta	y	los	asuntos	que	en	ella	se	tratarán.
Artículo	Decimosétimo.-	La	junta	general	obligatoria	anual	de	accionistas	debe
realizarse	 obligatoriamente	 cuando	 menos	 una	 vez	 al	 año	 dentro	 de	 los	 tres
meses	 siguientes	 a	 la	 terminación	 del	 ejercicio	 económico	 anual.	 El	 directorio
está	obligado	a	realizar	la	convocatoria	dentro	de	dicho	período.
La	junta	general	obligatoria	anual	de	accionistas	tiene	por	objeto	lo	siguiente:
1.	Pronunciarse	sobre	la	gestión	social	y	los	resultados	económicos	del	ejercicio
anterior,	expresados	en	los	estados	financieros	de	dicho	ejercicio.
2.	Resolver	sobre	la	aplicación	de	las	utilidades,	si	las	hubiere;	y,
3.	 Resolver	 sobre	 cualquier	 otro	 asunto	 que	 sea	 de	 competencia	 de	 las	 juntas
generales	 de	 accionistas,	 siempre	 que	 tal	 asunto	 sea	 consignado	 en	 la
convocatoria.
Artículo	Decimoctavo.-	Compete	a	las	juntas	generales	de	accionistas:
1.	Nombrar	y	destituir	a	los	miembros	del	directorio,	al	gerente	general,	y	otros
gerentes	 y	 apoderados	 de	 la	 sociedad,	 determinando	 sus	 obligaciones	 y
remuneraciones,	 así	 como	 otorgándoles,	 limitándoles,	 ampliándoles	 y/o
revocándoles	sus	poderes	con	las	atribuciones	que	juzgue	conveniente.
2.	Modificar	el	estatuto.
3.	Aumentar	o	reducir	el	capital	social.
4.	Emitir	obligaciones.
5.	Acordar	la	enajenación,	en	un	sólo	acto,	de	activos	cuyo	valor	contable	exceda
al	cincuenta	por	ciento	del	capital	social.
6.	Disponer	investigaciones	y	auditorías	especiales.
7.	Acordar	 la	 transformación,	 fusión,	 escisión,	 reorganización	y	disolución	de	 la
sociedad,	así	como	resolver	sobre	su	liquidación;	y,
8.	Resolver	en	los	casos	en	que	la	ley	o	estos	estatutos	dispongan	su	intervención
y	en	cualquier	otro	caso	que	requiera	el	interés	social.
Artículo	 Decimonoveno.-	 Tienen	 derecho	 a	 asistir	 a	 las	 juntas	 generales	 de
accionistas	los	titulares	de	acciones	inscritas	en	el	libro	de	matrícula	de	acciones,
hasta	 los	 dos	 días	 anteriores	 al	 de	 la	 realización	 de	 la	 junta.	 Asimismo,	 podrá
concurrir	el	gerente	general	que	no	sea	accionista,	con	voz	pero	sin	voto.	Podrá
invitarse	 a	 concurrir,	 con	 voz	 pero	 sin	 voto,	 a	 funcionarios,	 profesionales	 y
técnicos	 al	 servicio	 de	 la	 sociedad,	 y	 a	 cualquier	 persona	 que	 pudiera	 tener
interés	en	la	buena	marcha	de	los	asuntos	sociales.
Artículo	Vigésimo.-	Los	accionistas	que	tengan	derecho	a	concurrir	a	las	juntas
generales	 conforme	 al	 artículo	 anterior,	 sólo	 pueden	 hacerse	 representar	 por
medio	 de	 otro	 accionista,	 su	 cónyuge	 o	 ascendiente	 o	 descendiente	 en	 primer
grado.	La	representación	debe	conferirse	por	escrito	y	con	carácter	especial	para
cada	 junta,	 salvo	 tratándose	 de	 poderes	 otorgados	 por	 escritura	 pública.	 Los
poderes	 deben	 registrarse	 ante	 la	 sociedad	 con	 una	 anticipación	 no	menor	 de
veinticuatro	horas	a	la	hora	fijada	para	la	celebración	de	la	junta	general.
Artículo	 Vigesimoprimero.-	 Desde	 el	 día	 de	 notificación	 de	 la	 esquela	 de
convocatoria,	 los	documentos,	mociones	y	proyectos	 relacionados	con	el	objeto
de	 la	 junta	general,	estarán	a	disposición	de	 los	accionistas	en	 las	oficinas	de	 la
sociedad	o	en	el	 lugar	de	celebración	de	 la	 junta	general,	durante	el	horario	de
oficina	de	la	sociedad.	Los	accionistas	pueden	solicitar	antes	de	la	junta	o	en	ella
los	 informes	 y	 explicaciones	 que	 juzguen	 necesarios	 acerca	 de	 los	 asuntos
comprendidos	en	la	convocatoria.
El	gerente	general	estará	obligado	a	proporcionarlos,	 salvo	en	 los	 casos	en	que
juzgue	que	 la	difusión	de	 los	datos	 solicitados	perjudique	el	 interés	 social.	Esta
excepción	 no	 procederá	 cuando	 la	 solicitud	 sea	 formulada	 por	 accionistas	 que
representen	 al	 menos	 el	 veinticinco	 por	 ciento	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con
derecho	a	voto.
Artículo	Vigesimosegundo.-	Para	 la	 celebración	 de	 las	 juntas	 generales	 en	 su
primera	 convocatoria,	 cuando	 no	 se	 trate	 de	 los	 asuntos	 mencionados	 en	 los
puntos	1,	2,	3,	4,	5	y	7	del	artículo	decimoctavo	de	estos	estatutos,	se	requiere	la
concurrencia	 de	 accionistas	 que	 representen	 cuando	 menos	 el	 cincuenta	 por
ciento	de	las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
En	 segunda	 convocatoria,	 bastará	 la	 concurrencia	 de	 cualquier	 número	 de
acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto.	 Los	 acuerdos	 se	 adoptarán	 por	mayoría
absoluta	de	las	acciones	concurrentes.
Artículo	 Vigesimotercero.-	 Para	 la	 celebración	 de	 las	 juntas	 generales	 y	 sólo
cuando	 se	 trate	 de	 los	 asuntos	mencionados	 en	 los	 incisos	 1,	 2,	 3,	 4,	 5	 y	 7	 del
artículo	decimoctavo	de	estos	estatutos,	se	requiere	en	primera	convocatoria	 la
concurrencia	 de	 dos	 tercios	 de	 las	 acciones	 suscritas	 con	 derecho	 a	 voto.	 En
segunda	convocatoria,	basta	 la	concurrencia	de	al	menos	 tres	quintas	partes	de
las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto.
Para	 la	 validez	 de	 los	 acuerdos	 se	 requiere	 el	 voto	 favorable	 de	 un	 número	 de
acciones	que	 represente,	 cuando	menos,	 las	 tres	quintas	partes	de	 las	 acciones
suscritas	con	derecho	a	voto.
Artículo	 Vigesimocuarto.-	 Las	 juntas	 generales	 serán	 presididas	 por	 el
presidente	 de	 la	 misma,	 elegido	 por	 los	 accionistas	 concurrentes	 a	 la	 junta,	 y
actuará	como	secretario,	el	gerente	general.	En	ausencia	de	éste,	desempeñará	tal
función	el	accionista	concurrente	elegido	al	efecto	por	la	junta.
Artículo	 Vigesimoquinto.-	 A	 solicitud	 de	 los	 accionistas	 que	 representen	 al
menos	el	veinticinco	por	ciento	de	 las	acciones	suscritas	con	derecho	a	voto,	 la
junta	general	se	aplazará	por	una	sola	vez,	por	no	menos	de	tres	ni	más	de	cinco
días	 y	 sin	 necesidad	 de	 nueva	 convocatoria,	 para	 deliberar	 y	 votar	 los	 asuntos
sobre	los	que	no	se	consideren	suficientemente	informados.
Cualquiera	sea	el	número	de	reuniones	en	que	eventualmente	se	divida	una	junta,
se	la	considerará	como	una	sola,	y	se	levantará	un	acta	única.
Artículo	Vigesimosexto.-	Antes	de	entrar	en	el	orden	del	día	se	preparará	y	dará
lectura	 a	 la	 lista	 de	 los	 asistentes,	 expresando	 el	 carácter	 o	 representación	 de
cada	uno	y	el	número	de	acciones	propias	o	ajenas	con	que	concurran.	Al	final	de
la	lista	se	determinará	el	número	de	acciones	representadas	y	su	porcentaje	con
respecto	al	número	total	de	acciones	suscritas	de	la	sociedad.
Artículo	Vigesimosétimo.-	El	derecho	de	voto	no	puede	ser	ejercido	por	el	socio
en	los	casos	en	que	tenga,	por	cuenta	propia	o	de	tercero,	interés	en	conflicto	con
el	 de	 la	 sociedad.	 Las	 acciones	 respecto	 de	 las	 cuales	 no	 puede	 ejercerse	 el
derecho	de	voto	son	computables	para	establecer	el	quórum	de	la	junta	general	e
incomputables	para	establecer	las	mayorías	en	las	votaciones.
Artículo	Vigesimoctavo.-	La	sesión	de	junta	general	y	los	acuerdos	adoptados	en
ella	deberán	constar	en	un	libro	de	actas	legalizado	conforme	a	ley.	Para	las	actas
se	observarán	las	formalidades	establecidas	en	la	Ley	General	de	Sociedades.
Título	Quinto
Del	directorio
Artículo	 Vigesimonoveno.-	 El	 directorio	 es	 el	 órgano	 de	 representación	 y
gestión	social	de	la	sociedad	y	está	compuesto	por	tres	miembros	elegidos	para
un	período	de	tres	años	por	la	junta	general	de	accionistas.	El	cargo	es	personal	y
no	 puede	 ser	 ejercido	 por	 delegación.	 No	 es	 necesario	 ser	 accionista	 para	 ser
designado	como	director.
El	 directorio	 será	 elegido	 con	 representación	 de	 la	 minoría,	 acorde	 con	 las
disposiciones	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Cada	 director	 tiene	 el	 derecho	 a	 ser	 informado	 por	 la	 gerencia	 de	 todo	 lo
relacionado	 con	 la	marcha	de	 la	 sociedad.	Este	derecho	debe	 ser	 ejercido	en	el
seno	del	directorio	y	de	manera	de	no	afectar	la	gestión	social.
Los	 directores	 elegidos	 por	 un	 grupo	 o	 clase	 de	 accionistas	 tienen	 los	mismos
deberes	para	con	la	sociedad	y	los	demás	accionistas	que	los	directores	restantes
y	 su	 actuación	 no	 puede	 limitarse	 a	 defender	 los	 intereses	 de	 quienes	 los
eligieron.
Queda	 establecido	 que	 no	 obstante	 el	 vencimiento	 del	 plazo	 de	 duración	 del
cargo	 para	 el	 que	 fueron	 designados,	 las	 funciones	 de	 los	 directores	 se
entenderán	prorrogadas	hasta	que	se	realice	una	nueva	designación,	continuando
en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 cargos,	 con	 pleno	 goce	 de	 sus	 atribuciones,	 hasta	 ser
reemplazados.
Artículo	Trigésimo.-	El	quórum	del	directorio	será	de	la	mitad	más	uno	de	sus
miembros,	 o	 el	 número	 entero	 inmediato	 superior	 a	 la	mitad,	 en	 su	 caso.	 Cada
director	tiene	un	voto.	El	presidente	dirime	en	caso	de	empate	ejerciendo	doble
voto.	Los	acuerdos	se	adoptarán	por	mayoría	absoluta	de	votos	de	los	directores
concurrentes	a	la	sesión.
En	 cuanto	 a	 la	 convocatoria,	 deberes	 y	 responsabilidades,	 constancia	 de	 los
acuerdos	 adoptados	 y	 demás	 asuntos	 referentes	 al	 directorio,	 rigen	 las
disposiciones	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
El	 directorio	 se	 reunirá	 toda	 vez	 que	 lo	 solicite	 el	 presidente	 del	 directorio	 o
cualquier	 director	 de	 la	 sociedad.	 El	 presidente	 convocará	 a	 reunión	 del
directorio,	mediante	esquela,	con	indicación	del	lugar,	día	y	hora	de	la	reunión.	El
envío	 de	 esquelas	 de	 citación	 no	 será	 necesario	 siempre	 que	 se	 encuentren
presentes	todos	los	directores	y	acuerden	sesionar.
Artículo	 Trigesimoprimero.-	 El	 directorio	 tiene	 las	 facultades	 de
representación	legal	y	de	gestión	necesarias	para	la	administración	de	la	sociedad
dentro	 de	 su	 objeto	 social	 conforme	 al	 artículo	 152	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	 exceptuándose	 aquéllas	 que	 por	 ley	 están	 reservadas	 a	 la	 junta
general	de	accionistas.	Con	sujeción	a	las	normas	legales	y	a	las	instrucciones	de
la	junta	general	de	accionistas,	corresponde	al	directorio:
1.	Aprobar	el	organigrama	de	la	sociedad	y	sus	modificaciones,	crear	los	cargos	a
que	haya	lugar,	así	como	determinar	las	políticas	y	presupuestos	de	la	sociedad,
los	cuales	deben	ser	propuestos,	conforme	al	presente	estatuto,	por	el	gerente	de
la	sociedad.
2.	Designar	dentro	de	sus	miembros	y	siempre	que	lo	considere	necesario,	uno	o
más	delegados	para	que	cumplan	funciones	específicas.
3.	 Autorizar	 nuevas	 inversiones	 y	 proyectos	 en	 el	 país	 o	 en	 el	 extranjero,	 sin
importar	su	cuantía.
4.	Las	demás	que	conforme	a	estos	estatutos	y	 la	 ley	 le	corresponden,	así	como
todas	aquellas	que	según	las	normas	no	estén	asignadas	a	un	órgano	diferente.
Título	Sexto
De	la	gerencia
Artículo	Trigesimosegundo.-	La	sociedad	tendrá	un	gerente	general.	Pudiendo
tener	adicionalmente	uno	o	más	gerentes	que	podrán	ser	nombrados	por	la	junta
general	de	accionistas.
El	gerente	general	está	investido	de	la	representación	judicial	y	administrativa	de
la	sociedad.
En	caso	de	ausencia	o	impedimento	del	gerente	general,	tendrá	la	representación
judicial	 y	 administrativa	 de	 la	 sociedad,	 otro	 gerente	 o	 tercero	 que	 hubiese
designado	al	efecto	la	junta	general	de	accionistas.
Artículo	 Trigesimotercero.-	 Sin	 perjuicio	 de	 los	 poderes	 que	 en	 cada	 caso	 le
otorgue	la	junta	general	de	accionistas,	las	principales	atribuciones	y	obligaciones
del	gerente	general	son	las	siguientes:
1.	Ejercer	y	 cumplir	 las	 funciones	establecidas	en	 la	Ley	General	de	Sociedades
para	la	gerencia	de	sociedades.
2.	Dirigir	las	operaciones	de	la	sociedad.
3.	 Representar	 a	 la	 sociedad	 judicial	 y	 extrajudicialmente,	 ante	 cualquier
autoridad	administrativa,	judicial,	militar,	policial,	aduanera	y	fiscal,	sea	nacional,
regional	 o	 municipal	 de	 la	 República	 o	 del	 extranjero.	 Cuando	 represente	 a	 la
sociedad	 judicialmente,	 el	 gerente	 general	 tendrá	 las	 facultades	 generales	 y
especiales	 de	 representación	 previstas	 en	 los	 artículos	 74	 y	 75	 del	 Código
Procesal	Civil,	los	cuales	se	reproducen	a	continuación:
“Artículo	 74.-	 Facultades	 generales.	 La	 representación	 judicial	 confiere	 al
representante	 las	 atribuciones	 y	 potestades	 generales	 que	 corresponden	 al
representado,	 salvo	 aquellas	 para	 las	 que	 la	 ley	 exige	 facultades	 expresas.	 La
representación	 se	 entiende	 otorgada	 para	 todo	 el	 proceso,	 incluso	 para	 la
ejecución	 de	 la	 sentencia	 y	 el	 cobro	 de	 costas	 y	 costos,	 legitimando	 al
representante	 para	 su	 intervención	 en	 el	 proceso	 y	 realización	 de	 todos	 los
actos	 del	 mismo,	 salvo	 aquellos	 que	 requieran	 la	 intervención	 personal	 y
directa	del	representado.”
“Artículo	 75.-	 Facultades	 especiales.-	 Se	 requiere	 el	 otorgamiento	 de
facultades	especiales	para	 realizar	 todos	 los	actos	de	disposición	de	derechos
sustantivos	 y	 para	 demandar,	 reconvenir,	 contestar	 demandas	 y
reconvenciones,	 desistirse	 del	 proceso	 y	 de	 la	 pretensión,	 conciliar,	 transigir,
someter	 a	 arbitraje	 las	 pretensiones	 controvertidas	 en	 el	 proceso,	 sustituir	 o
delegar	la	representación	procesal	y	para	los	demás	actos	que	exprese	la	ley.
El	 otorgamiento	 de	 facultades	 especiales	 se	 rige	 por	 el	 principio	 de	 la
literalidad.	No	se	presume	la	existencia	de	facultades	especiales	no	contenidas
explícitamente.”
Se	entiende	que	el	gerente	general	tendrá,	además,	facultades	de	representación
judicial	de	la	sociedad	respecto	de	los	demás	actos	para	los	que	se	requiere	poder
especial	de	acuerdo	al	Código	Procesal	Civil,	siendo	éstos,	absolver	posiciones	y
solicitarlas,	 apelar	 autos	 y	 sentencias,	 representar	 a	 la	 sociedad	 en	 audiencias
conciliatorias,	de	pruebas,	de	saneamiento	procesal	y	las	especiales	que	señala	la
ley,	 interponer	 recursos	 de	 casación,	 solicitar	 medidas	 cautelares,	 ofrecer
contracautela,	entre	otros,	sin	que	esta	enumeración	sea	taxativa	sino	meramente
enunciativa.
Cuando	el	gerente	general	represente	a	 la	sociedad	en	asuntos	 laborales,	estará
investido	 de	 las	 facultades	 que	 señala	 la	 Ley	 N°	 26636	 y	 de	 las	 leyes	 que	 la
sustituyan	o	modifiquen.
4.	Organizar	la	administración	interna	de	la	sociedad.
5.	Llevar	la	correspondencia	de	la	sociedad	y	vigilar	que	las	cuentas	se	lleven	al
día.
6.	Examinar	los	libros,	documentos,	operaciones	de	la	sociedad,	y	dar	las	órdenes
necesarias	para	su	propio	funcionamiento.
7.	 Rendir	 cuenta	 al	 directorio	 y	 a	 la	 junta	 general	 de	 accionistas	 de	 las
condiciones	 y	 progreso	 de	 los	 negocios	 y	 operaciones	 de	 la	 sociedad	 y	 de	 las
cobranzas,	inversiones	y	fondos	disponibles.
8.	 Cobrar	 y	 recibir	 toda	 suma	 que	 se	 le	 adeude	 a	 la	 sociedad	 y	 otorgar	 los
correspondientes	recibos	y	cancelaciones.
9.	 Suscribir	 todos	 los	 instrumentos	 públicos	 y/o	 privados	 necesarios	 para	 la
formalización	 de	 cualquier	 acto	 que	 realice	 en	 ejercicio	 de	 las	 facultades
precedentemente	referidas.
10.	Representar	las	acciones	que	posea	la	sociedad	en	otras	empresas.
11.	Ordenar	pagos	y	cobranzas.
12.	 Celebrar	 y	 ejecutar	 los	 actos	 y	 contratos	 ordinarios	 correspondientes	 al
objeto	 social	 de	 la	 sociedad,	 despedir	 o	 contratar	 a	 trabajadores;	 arrendar	 o
subarrendar	 inmuebles;	 tratar	 toda	 clase	 de	 negocios;	 registrar	 y	 adquirir
marcas,	 obtener	 patentes,	 otorgar	 recibos	 y	 cancelaciones;	 aceptar,	 enajenar,
prorrogar,	protestar	y	descontar	 letras	de	cambio;	endosar,	 adquirir	y	negociar
certificados	 de	 depósito,	 warrants,	 conocimientos	 de	 embarque	 y	 facturas
provenientes	de	transacciones	comerciales.
13.	 Acordar	 y	 celebrar	 las	 operaciones	 de	 crédito	 que	 estime	 convenientes;
contratar	 créditos;	 celebrar	 contratos	 de	 advance	 account;	 adquirir	 bonos
emitidos	 por	 el	 Gobierno,	 negociarlos	 o	 transferirlos;	 abrir	 y/o	 cerrar	 cuentas
bancarias,	de	ahorro	o	 corrientes,	 a	 la	 vista	o	 a	plazo,	 con	o	 sin	garantía;	 girar,
endosar	 o	 protestar	 cheques;	 depositar	 o	 retirar	 dinero	 del	 sistema	 financiero;
aceptar,	 enajenar,	 prorrogar,	 protestar	 y	 descontar	 pagarés	 y	 otros	 títulos
valores,	cartas	de	crédito,	con	o	sin	garantía,	a	la	vista	o	a	plazo;	alquilar	cajas	de
seguridad	en	instituciones	del	sistema	financiero	y	entregar	a	tales	instituciones
mediante	 documentos	 escritos,	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia	 así
como	retirar	los	mismos;	abrir	y	cerrar	en	las	instituciones	del	sistema	financiero
cuentas	 y	depósitos	de	 ahorro,	 en	moneda	nacional	 o	 extranjera,	 a	plazo	o	 a	 la
vista,	bajo	la	modalidad	ordinaria	o	de	cualquiera	otra	naturaleza	o	modalidad	y
disponer	y/o	retirar	tales	fondos;	comprar	y	vender	bienes	muebles	o	inmuebles
de	propiedad	de	la	sociedad;	adquirir	y	transferir	cualesquiera	otros	derechos	de
propiedad	industrial	o	intelectual;	hacer	todo	cuanto	sea	necesario	o	conveniente
para	 el	 cumplimiento	 de	 los	 fines	 sociales	 dentro	 de	 sus	 atribuciones	 y,	 en
general,	efectuar	toda	clase	de	operaciones	bancarias,	financieras	y	de	seguros.
Las	 facultades	 detalladas	 en	 el	 numeral	 13	 podrán	 ser	 ejercidas	 por	 el	 gerente
general	 solamente	 en	 forma	 conjunta	 con	 un	 apoderado	 designado	 por	 la
sociedad	que	cuente	con	dichas	facultades.
14.	 Si	 no	 es	 accionista,	 asistir,	 con	 voz	 pero	 sin	 voto,	 a	 las	 sesiones	 de	 la	 junta
general	de	accionistas,	salvo	que	ésta	decida	en	contrario.
15.	 Expedir	 constancias	 y	 certificaciones	 respecto	 del	 contenido	de	 los	 libros	 y
registros	de	la	sociedad.
16.	Actuar	como	secretario	de	la	junta	general	de	accionistas.
17.	 Ejercitar	 todas	 aquellas	 facultades	 que	 sean	 compatibles	 con	 las	 funciones
que	 desempeña	 y	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 ley	 y	 en	 estos	 estatutos,	 así	 como
cumplir	 con	 los	 encargos	 que	 le	 confiera	 en	 cada	 caso	 la	 junta	 general	 de
accionistas,	mediante	el	otorgamiento	de	poderes	a	su	favor.
Artículo	 Trigesimocuarto.-	 El	 gerente	 general	 responde	 ante	 la	 sociedad,	 los
accionistas	 y	 terceros,	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 ocasione	 por	 el
incumplimiento	 de	 sus	 obligaciones,	 dolo,	 abuso	 de	 facultades	 y	 negligencia
grave.
El	gerente	general	es	particularmente	responsable	por:
1.	 La	 existencia,	 regularidad	 y	 veracidad	 de	 los	 sistemas	 de	 contabilidad,	 los
libros	que	 la	 ley	 ordena	 llevar	 a	 la	 sociedad	 y	 los	 demás	 libros	 y	 registros	 que
debe	llevar	un	ordenado	comerciante;
2.	 El	 establecimiento	 y	 mantenimiento	 de	 una	 estructura	 de	 control	 interno
diseñada	para	proveer	una	seguridad	razonable	de	que	los	activos	de	la	sociedad
estén	 protegidos	 contra	 uso	 no	 autorizado	 y	 que	 todas	 las	 operaciones	 son
efectuadas	 de	 acuerdo	 con	 autorizaciones	 establecidas	 y	 son	 registradas
apropiadamente;
3.	 La	 veracidad	 de	 las	 informaciones	 que	 proporcione	 a	 la	 junta	 general	 de
accionistas;
4.	 El	 ocultamiento	 de	 las	 irregularidades	 que	 observe	 en	 las	 actividades	 de	 la
sociedad;
5.	La	conservación	de	los	fondos	sociales	a	nombre	de	la	sociedad;
6.	 El	 empleo	 de	 los	 recursos	 sociales	 en	 negocios	 distintos	 del	 objeto	 de	 la
sociedad;
7.	 La	 veracidad	 de	 las	 constancias	 y	 certificaciones	 que	 expida	 respecto	 del
contenido	de	los	libros	y	registros	de	la	sociedad;
8.	Dar	cumplimiento	en	la	forma	y	oportunidades	que	señala	la	ley	a	lo	dispuesto
en	las	cláusulas	vigesimoprimeras	de	estos	estatutos.
9.	El	cumplimiento	de	la	ley,	el	estatuto	y	los	acuerdos	del	directorio	y	de	la	junta
general	de	accionistas.
Título	Sétimo
De	la	modificación	del	estatuto	y	del	aumento	y	reducción	del	capital	social
Artículo	Trigesimoquinto.-	La	modificación	 del	 estatuto	 se	 acuerda	 por	 junta
general	de	accionistas.	Para	cualquier	modificación	del	estatuto	se	requiere:
1.	Expresar	en	la	esquela	de	convocatoria	de	la	junta	general,	con	toda	claridad	y
precisión,	los	asuntos	cuya	modificación	se	someterá	a	la	junta;	y,
2.	 Que	 el	 acuerdo	 sea	 adoptado	 por	 la	 junta	 general	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	por	el	artículo	vigésimo	tercero	de	estos	estatutos.
Artículo	 Trigesimosexto.-	 Las	 modificaciones	 de	 los	 estatutos	 que	 importan
nuevas	 obligaciones	 de	 carácter	 económico	 para	 los	 accionistas,	 no	 rigen	 para
quienes	no	prestaron	su	aprobación.
Si	 la	modificación	consiste	en	el	 traslado	del	domicilio	al	 extranjero,	 cambio	de
objeto	social,	limitaciones	de	la	transmisibilidad	de	las	acciones	o	la	modificación
de	 las	 existentes,	 o	 modificaciones	 al	 derecho	 de	 adquisición	 preferente,	 el
accionista	que	no	haya	votado	en	favor	del	acuerdo	puede	hacer	uso	del	derecho
de	separación	en	la	forma	que	la	ley	dispone.
Artículo	 Trigesimosétimo.-	 Todos	 los	 acuerdos	 relativos	 al	 aumento	 o
disminución	del	 capital	 social,	o	de	modificación	del	estatuto,	 se	adoptarán	con
los	 requisitos	 que	 señala	 el	 artículo	 vigesimotercero	 de	 estos	 estatutos	 y	 se
sujetarán	a	lo	dispuesto	por	la	Ley	General	de	Sociedades.
Título	Octavo
De	los	estados	financieros	y	la	aplicación	de	utilidades
Artículo	Trigesimoctavo.-	Finalizado	 el	 ejercicio,	 el	 directorio	 está	 obligado	 a
formular	 la	 memoria,	 los	 estados	 financieros,	 y	 la	 propuesta	 de	 aplicación	 de
utilidades.	El	ejercicio	social	será	el	mismo	que	el	del	año	calendario.
Artículo	 Trigesimonoveno.-	 La	 memoria	 y	 los	 estados	 financieros	 de	 la
sociedad	se	formularán	de	acuerdo	con	lo	previsto	por	los	artículos	222	y	223	de
la	Ley	General	de	Sociedades,	respectivamente.
El	directorio	pondrá	a	disposición	de	los	accionistas,	en	el	domicilio	social,	desde
el	día	 siguiente	de	 la	notificación	de	 la	esquela	de	 convocatoria	a	 junta	general
obligatoria	anual	de	accionistas,	los	documentos	indicados	en	el	párrafo	anterior.
Artículo	Cuadragésimo.-	A	 solicitud	 de	 los	 accionistas	 que	 representen	 por	 lo
menos	 el	 cincuenta	 por	 ciento	 de	 las	 acciones	 suscritas,	 la	 junta	 general	 de
accionistas	podrá	disponer	que	la	sociedad	tenga	auditoria	externa	anual.
Artículo	Cuadragesimoprimero.-	Un	mínimo	de	diez	por	 ciento	de	 la	 utilidad
distribuida	de	cada	ejercicio,	deducido	el	Impuesto	a	la	Renta,	debe	ser	destinado
a	una	 reserva	 legal,	hasta	que	ella	alcance	un	monto	 igual	a	 la	quinta	parte	del
capital.	El	exceso	sobre	este	límite	no	tiene	la	condición	de	reserva	legal.
Las	pérdidas	correspondientes	a	un	ejercicio	se	compensan	con	 las	utilidades	o
reservas	de	libre	disposición.
En	ausencia	de	éstas	se	compensan	con	 la	 reserva	 legal.	En	este	último	caso,	 la
reserva	legal	debe	ser	repuesta.
La	sociedad	puede	capitalizar	la	reserva	legal,	quedando	obligada	a	reponerla.
La	 reposición	 de	 la	 reserva	 legal	 se	 hace	 destinando	 utilidades	 de	 ejercicios
posteriores	en	la	forma	establecida	en	este	artículo.
Artículo	Cuadragesimosegundo.-	 Sólo	podrán	declararse	dividendos	en	 razón
de	utilidades	realmente	obtenidas	o	de	reservas	en	efectivo	de	libre	disposición,
siempre	 que	 el	 patrimonio	 neto	 no	 sea	 inferior	 al	 capital	 pagado.	 Para	 la
distribución	de	dividendos	se	observarán	las	reglas	de	los	artículos	230	y	231	de
la	Ley	General	de	Sociedades.
Título	Noveno
De	la	disolución,	liquidación	y	extinción
Artículo	 Cuadragesimotercero.-	 La	 sociedad	 procederá	 a	 su	 disolución	 y
liquidación	en	 los	casos	previstos	por	 la	Ley	General	de	Sociedades	y	cuando	 lo
resuelva	 la	 junta	 general	 convocada	 con	 ese	 objeto.	 Acordada	 su	 disolución,	 la
sociedad	conservará	su	personalidad	jurídica	mientras	se	realiza	la	liquidación	y
hasta	que	 se	 inscriba	 su	extinción	en	el	 registro.	Al	declarar	 la	disolución	de	 la
sociedad,	 la	 junta	 general	 nombrará	 a	 los	 liquidadores	 quienes	 ejercerán	 su
función	de	 acuerdo	 con	 las	 disposiciones	del	 artículo	414	de	 la	 Ley	General	 de
Sociedades.
Todos	los	demás	aspectos	relativos	a	 la	disolución,	 liquidación	y	extinción	de	la
sociedad	se	regularán	por	lo	establecido	en	la	Ley	General	de	Sociedades.
Título	Décimo
Disposiciones	generales
Artículo	 cuadragesimocuarto.-	 En	 todo	 lo	 no	 previsto	 por	 estos	 estatutos,	 la
sociedad	se	regirá	por	las	disposiciones	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
1.	Nombramiento	de	apoderado.
El	presidente	manifestó	que	habiéndose	producido	cambios	en	las	facultades	del
gerente	 general,	 era	 necesario	 designar	 a	 los	 apoderados	 de	 la	 sociedad	 que
pudieran	 realizar	 los	 actos	 detallados	 en	 el	 numeral	 13	 del	 artículo
trigesimotercero	 de	 los	 estatutos	 de	 la	 sociedad	 en	 forma	 conjunta	 con	 el
gerente	general	o	con	la	firma	conjunta	de	dos	apoderados.
En	 tal	 sentido,	 el	 presidente	 propuso	 designar	 como	 apoderados	 para	 que
ejerzan	las	facultades	detalladas	en	el	numeral	13	del	artículo	trigésimotercero
de	los	estatutos	con	la	firma	conjunta	del	gerente	general	o	con	la	firma	conjunta
de	los	dos	apoderados,	a	los	señores:
•	……………………………,	identificado	con	DNI	N°	………………..
•	……………………………,	identificado	con	DNI	N°	…………………..
Luego	de	una	breve	deliberación,	la	junta	acordó	por	unanimidad	designar	como
apoderados	 para	 que	 ejerzan	 las	 facultades	 detalladas	 en	 el	 numeral	 13	 del
artículo	 trigesimotercero	 de	 los	 estatutos	 con	 la	 firma	 conjunta	 del	 gerente
general	 o	 con	 la	 firma	 conjunta	 de	 los	 dos	 apoderados,	 a	 los	 señores
…………………………,	identificado	con	DNI	N°	……………...	y	………………………………….,
identificado	con	DNI	N°	…………………
2.	Otorgamiento	de	facultades	para	formalización	de	acuerdos.
El	presidente	 señaló	que	era	necesario	otorgar	 facultades	de	 representación	a
una	 persona	 para	 que,	 en	 nombre	 y	 representación	 de	 la	 sociedad	 pueda
formalizar	 los	acuerdos	adoptados	en	esta	 junta,	pudiendo	suscribir	 la	minuta,
escritura	pública,	escrituras	públicas	aclaratorias,	escritos,	solicitudes	y	demás
documentos	 necesarios	 para	 formalizar	 estos	 acuerdos	 ante	 los	 Registros
Públicos.
Por	 tal	 motivo,	 la	 junta	 acordó	 por	 unanimidad	 otorgar	 facultades	 de
representación	 a	 favor	 del	 gerente	 general	 de	 la	 sociedad,	 señor
……………………………….,	 identificado	 con	 DNI	 N°	 ……………………………………,	 para
que	en	nombre	y	representación	de	 la	sociedad	pueda	formalizar	 los	acuerdos
adoptados	 en	 esta	 junta,	 pudiendo	 suscribir	 la	 minuta,	 escritura	 pública,
escrituras	 públicas	 aclaratorias,	 escritos,	 solicitudes	 y	 demás	 documentos
necesarios	para	formalizar	estos	acuerdos	ante	los	Registros	Públicos.
Sin	más	 asuntos	 que	 tratar,	 la	 presente	 junta	 se	 declaró	 concluida	 a	 las	 13.00
horas	del	día,	procediendo	 los	accionistas	a	 la	 lectura,	aprobación	y	suscripción
de	la	presente	acta.
.............................	.............................	...................................
(Accionista	N°	1)	(Accionista	N°	2)	(Accionista	N°	3)
	
Ley	26887.
ART.	 338.—Derecho	 de	 separación.	 El	 acuerdo	 de	 transformación	 da
lugar	al	ejercicio	del	derecho	de	separación	regulado	por	el	artículo	200.
El	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 separación	 no	 libera	 al	 socio	 de	 la
responsabilidad	personal	que	 le	 corresponda	por	 las	obligaciones	 sociales
contraídas	antes	de	la	transformación.
Ley	26887.
ART.	 339.—Balance	 de	 transformación.	 La	 sociedad	 está	 obligada	 a
formular	 un	 balance	 de	 transformación	 al	 día	 anterior	 a	 la	 fecha	 de	 la
escritura	 pública	 correspondiente.	 No	 se	 requiere	 insertar	 el	 balance	 de
transformación	 en	 la	 escritura	 pública,	 pero	 la	 sociedad	 debe	 ponerlo	 a
disposición	de	los	socios	y	de	los	terceros	interesados,	en	el	domicilio	social,
en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 treinta	 días	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 la
referida	escritura	pública.
Ley	26887.
ART.	 340.—Escritura	 pública	 de	 transformación.	 Verificada	 la
separación	 de	 aquellos	 socios	 que	 ejerciten	 su	 derecho	 o	 transcurrido	 el
plazo	 prescrito	 sin	 que	 hagan	 uso	 de	 ese	 derecho,	 la	 transformación	 se
formaliza	 por	 escritura	 pública	 que	 contendrá	 la	 constancia	 de	 la
publicación	de	los	avisos	referidos	en	el	artículo	337.
C.	C.
ART.	 2025.—Actos	 inscribibles.	 En	 los	 libros	 de	 asociaciones,	 de
fundaciones	y	de	comités	se	inscriben	los	datos	exigidos	en	los	artículos	82,
101	 y	 113.	 En	 el	 libro	 de	 sociedades	 civiles,	 la	 inscripción	 se	 efectúa	 con
observancia	 de	 la	 ley	 de	 la	 materia.	 Se	 inscriben	 en	 ellos,	 además,	 lo
siguiente:
1.	Las	modificaciones	de	la	escritura	o	del	estatuto.
2.	 El	 nombramiento,	 facultades	 y	 cesación	 de	 los	 administradores	 y
representantes.
3.	La	disolución	y	liquidación.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	117.—Requisitos	de	la	escritura	pública.	Sin	perjuicio	de	cualquier
otro	 requisito	 que	 las	 leyes	 o	 este	 reglamento	 establezcan	 para	 su
inscripción	 en	 el	 registro,	 la	 escritura	 pública	 de	 transformación	 deberá
contener	 todos	 los	 requisitos	 exigidos	 para	 la	 nueva	 forma	 societaria
adoptada.
En	caso	que	el	acuerdo	de	transformación	se	adopte	en	junta	universal,	el
registrador	no	exigirá	que	la	escritura	pública	contenga	la	constancia	de	la
publicación	de	los	avisos	establecida	en	el	artículo	340	de	la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 118.—Partida	 única.	 En	 la	 misma	 partida	 registral	 de	 la	 persona
jurídica	 que	 se	 transforma	 se	 inscribirá	 el	 acuerdo	 de	 transformación,	 la
nueva	forma	societaria	adoptada,	así	como	los	actos	inscribibles	posteriores
relativos	a	ésta.
Ley	26887.
ART.	341.—Fecha	de	vigencia.	La	transformación	entra	en	vigencia	al	día
siguiente	de	 la	 fecha	de	 la	 escritura	pública	 respectiva.	La	eficacia	de	esta
disposición	 está	 supeditada	 a	 la	 inscripción	 de	 la	 transformación	 en	 el
registro.
Ley	26887.
ART.	 342.—Transformación	 de	 sociedades	 en	 liquidación.	 Si	 la
liquidación	no	es	consecuencia	de	la	declaración	de	nulidad	del	pacto	social
o	 del	 estatuto,	 o	 del	 vencimiento	 de	 su	 plazo	 de	 duración,	 la	 sociedad	 en
liquidación	 puede	 transformarse	 revocando	 previamente	 el	 acuerdo	 de
disolución	 y	 siempre	 que	 no	 se	 haya	 iniciado	 el	 reparto	 del	 haber	 social
entre	sus	socios.
Ley	26887.
ART.	343.—Pretensión	de	nulidad	de	la	transformación.	La	pretensión
judicial	 de	 nulidad	 contra	 una	 transformación	 inscrita	 en	 el	 registro	 sólo
puede	basarse	en	la	nulidad	de	los	acuerdos	de	la	junta	general	o	asamblea
de	 socios	 de	 la	 sociedad	 que	 se	 transforma.	 La	 pretensión	 debe	 dirigirse
contra	la	sociedad	transformada.
La	pretensión	se	deberá	tramitar	en	el	proceso	abreviado.
El	plazo	para	el	ejercicio	de	la	pretensión	de	nulidad	de	una	transformación
caduca	 a	 los	 seis	meses	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	de	 inscripción	 en	 el
registro	de	la	escritura	pública	de	transformación.
TÍTULO	II
FUSIÓN
Ley	26887.
ART.	 344.—Concepto	 y	 formas	 de	 fusión.	 Por	 la	 fusión	 dos	 o	 más
sociedades	 se	 reúnen	 para	 formar	 una	 sola	 cumpliendo	 los	 requisitos
prescritos	por	esta	ley.	Puede	adoptar	alguna	de	las	siguientes	formas:
1.	La	 fusión	de	dos	o	más	 sociedades	para	 constituir	una	nueva	 sociedad
incorporante	 origina	 la	 extinción	 de	 la	 personalidad	 jurídica	 de	 las
sociedades	incorporadas	y	la	transmisión	en	bloque,	y	a	título	universal	de
sus	patrimonios	a	la	nueva	sociedad;
2.	 La	 absorción	 de	 una	 o	 más	 sociedades	 por	 otra	 sociedad	 existente
origina	la	extinción	de	la	personalidad	jurídica	de	la	sociedad	o	sociedades
absorbidas.	La	sociedad	absorbente	asume,	a	 título	universal,	y	en	bloque,
los	patrimonios	de	las	absorbidas.
En	ambos	casos	los	socios	o	accionistas	de	las	sociedades	que	se	extinguen
por	 la	 fusión	 reciben	acciones	o	participaciones	 como	accionistas	o	 socios
de	la	nueva	sociedad	o	de	la	sociedad	absorbente,	en	su	caso.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	120.—Contenido	del	 asiento	 en	 las	modalidades	de	 fusión.	Si	 la
fusión	diera	 lugar	 a	 la	 constitución	de	una	nueva	 sociedad,	 se	 abrirá	para
ésta	 una	 partida	 registral	 y	 se	 dejará	 constancia	 en	 el	 primer	 asiento	 de
inscripción	 de	 la	 información	 exigida	 por	 la	 ley	 para	 la	 forma	 societaria
adoptada,	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	fusión,	la	identificación	de	las
sociedades	que	participaron	en	la	fusión	y	sus	partidas	registrales.
Si	 la	 fusión	 fuera	 por	 absorción,	 en	 la	 partida	 registral	 de	 la	 sociedad
absorbente	 se	 inscriben	 los	 acuerdos	 de	 la	 fusión,	 la	 fecha	 de	 entrada	 en
vigencia	 de	 la	 misma,	 las	 modificaciones	 estatutarias	 acordadas,	 la
identificación	de	la	o	las	sociedades	absorbidas	y	sus	partidas	registrales.
Adicionalmente,	 el	 registrador	 podrá	 incluir	 en	 el	 asiento	 cualquier	 otra
información	que	juzgue	relevante	siempre	que	aparezca	en	el	título	que	da
mérito	a	la	inscripción.
En	 cualquiera	 de	 las	 modalidades	 de	 fusión,	 se	 trasladarán	 a	 la	 partida
registral	de	la	nueva	sociedad	o	de	la	sociedad	absorbente,	los	asientos	de	la
partida	registral	de	la	sociedad	extinguida	que	queden	vigentes.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 122.—Fusión	 de	 sociedades	 con	 domicilios	 distintos.	 Si	 las
sociedades	involucradas	en	la	fusión	estuvieran	inscritas	en	varias	oficinas
registrales,	el	interesado	presentará	a	la	oficina	registral	del	domicilio	de	la
sociedad	absorbente	o	de	la	nueva	sociedad,	tantos	partes	notariales	como
sociedades	 participen;	 siendo	 suficiente	 un	 solo	 parte	 notarial	 por	 cada
oficina	 registral.	 En	el	 formulario	de	 inscripción	el	 interesado	 indicará	 los
datos	registrales	de	las	sociedades	participantes.
El	 registrador	 del	 domicilio	 de	 la	 sociedad	 absorbente	 o	 de	 la	 nueva
sociedad,	tiene	competencia	a	nivel	nacional	para	calificar	todos	los	títulos
presentados,	así	como	para	ordenar	las	inscripciones	que	correspondan	en
las	partidas	de	 las	sociedades	 intervinientes	y	efectuar	 la	 inscripción	en	 la
partida	de	la	sociedad	absorbente	o	de	la	nueva	sociedad.	Es	competente,	en
segunda	instancia,	el	Tribunal	Registral	de	dicha	oficina.
El	responsable	del	diario	remitirá	inmediatamente	a	 los	demás	diarios	de
las	oficinas	registrales	involucradas,	copia	de	la	solicitud	de	inscripción	vía
fax	u	otro	medio	análogo	autorizado,	para	que	se	extiendan	los	respectivos
asientos	 de	 presentación.	 La	 fecha	 de	 ingreso	 en	 el	 diario	 de	 cada	 oficina
registral	determina	la	prioridad.
Para	la	calificación	de	los	títulos,	el	registrador	competente	solicitará	a	los
demás	 registradores	 involucrados,	 la	 remisión	 de	 la	 copia	 literal	 de	 cada
partida	 registral	 y	 de	 los	 títulos	 archivados	 que	 sean	 pertinentes,	 los	 que
deberán	remitirse	en	un	plazo	no	mayor	de	dos	días.
En	 caso	 de	 calificación	 positiva	 y	 pagados	 los	 respectivos	 derechos
registrales,	 el	 registrador	 competente	 ordenará	 que	 se	 extiendan	 los
asientos	de	inscripción	en	cada	oficina	registral,	adjuntando	los	documentos
originales.	 Estas	 inscripciones	 son	 de	 responsabilidad	 exclusiva	 del
registrador	 encargado	de	 la	 calificación	de	 los	 títulos,	 de	 lo	 cual	 se	dejará
constancia	en	los	asientos.
MODELO	DE	MINUTA	DE	UNA	FUSIÓN	POR	ABSORCIÓN
	
Minuta
Señor	notario:	.....................................
Sírvase	 extender	 en	 su	 Registro	 de	 Escrituras	 Públicas,	 una	 de	 fusión	 por
absorción	 que	 celebran	 de	 una	 parte	 la	 empresa	 .......................................	 S.A.,
identificada	con	Registro	Único	de	Contribuyente	Nº	.....................,	con	domicilio	en
calle	 .........................................,	 Lima;	 la	 empresa	 ..............................................	 S.A.,
identificada	con	Registro	Único	de	Contribuyente	Nº	.............,	con	domicilio	en	Calle
.................................,	 Lima;	 la	 empresa	 .....................................	 S.A.,	 identificada	 con
Registro	Único	de	Contribuyente	Nº	 .................,	 con	domicilio	en	Calle	 ........................,
Lima,	 sociedades	 a	 las	 que	 en	 adelante	 se	 les	 denominará	 las	 empresas
absorbidas;	 y	 de	 la	 otra	 parte	 la	 empresa	 ..............................	 S.A.,	 identificada	 con
Registro	Único	de	Contribuyente	Nº	 .....................	 y	domiciliada	en	Calle	 ....................,
Lima,	 a	 la	 que	 en	 adelante	 se	 le	 denominará	 simplemente	 la	 empresa
absorbente.
En	su	Registro	de	Escrituras	Públicas	el	señor	notario	extenderá	también	una	de
aumento	 de	 capital,	 ampliación	 del	 objeto	 social,	 modificación	 de	 razón
social,	 aprobación	 de	 nuevo	 pacto	 social	 y	 estatutos,	 nombramiento	 de
gerente	 general,	 entre	 otros	 asuntos,	 que	 otorga	 la	 empresa	 absorbente
.............................	S.A.,	con	posterioridad	a	la	fusión.
Representa	a	todas	las	empresas,	el	señor	.....................................,	identificado	con	DNI
número	.................,	según	acuerdos	de	junta	de	accionistas	de	fecha	...............................
(empresas	 absorbidas	 y	 empresa	 absorbente)	 que	 usted	 señor	 notario	 se
servirá	insertar.
Los	acuerdos	se	celebran	con	arreglo	a	los	términos	y	las	condiciones	siguientes:
Parte	I:	De	 la	 fusión	entre	 ............................................	S.A.;	 ...............................................	S.A.;
y......................................................................	 S.A.	 (empresas	 absorbidas)	 y
...........................................................................	S.A.	(empresa	absorbente)
Primero:	Acuerdos	de	la	empresas	absorbidas.
En	 sesiones	 de	 directorio	 del	 .......................................,	 celebradas	 por	 separado,	 las
empresas	 absorbidas	 aprobaron	 por	 unanimidad	 sus	 respectivos	 textos	 del
proyecto	 de	 fusión	 por	 absorción,	 el	 que	 sería	 sometido	 a	 la	 aprobación	 de	 las
juntas	generales	de	accionistas	de	cada	empresa.
Las	 juntas	 generales	 de	 accionistas	 celebradas,	 por	 separado,	 el	 ................................
del	mismo	año	aprobaron	por	unanimidad	sus	respectivos	textos	del	proyecto	de
fusión	por	absorción	aprobado	y	presentado	por	el	directorio.
Segundo:	acuerdos	de	la	empresa	absorbente.
En	 sesión	 de	 directorio	 del	 .............................	 la	 empresa	 absorbente	 aprobó	 por
unanimidad	el	proyecto	de	fusión	por	absorción,	el	cual	también	sería	puesto	a	la
aprobación	de	la	junta	general	de	accionistas.
Así,	 con	 fecha	 ....................................,	 la	 totalidad	 de	 los	 accionistas	 de	 la	 empresa
absorbente	reunidos	en	junta	general	aprobaron	por	unanimidad	el	proyecto	de
fusión	presentado	por	el	directorio,	el	cual	contempla	la	absorción	de	la	totalidad
del	 patrimonio	 de	 la	 empresa	 absorbida	 por	 la	 empresa	 absorbente,	 entre
otros	acuerdos	que	serán	insertados.
Tercero:	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	fusión.
La	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	fusión	ha	sido	prevista	para	el	día	.....................
Cuarto:	cumplimiento	de	las	formalidades	de	ley.
Habiendo	cumplido	 con	 todas	 las	 formalidades	prescritas	por	 la	Ley	General	de
Sociedades,	 tanto	 por	 la	 empresa	 absorbente	 como	 por	 las	 empresas
absorbidas,	es	momento	de	elevar	a	escritura	pública	el	acuerdo	de	fusión.
Parte	 II:	 Del	 aumento	 de	 capital,	 ampliación	 del	 objeto	 social,	 modificación	 de
razón	 social,	 aprobación	 de	 nuevo	 pacto	 social	 y	 estatutos,	 nombramiento	 de
gerente	general	de	compañía	inmobiliaria	Enterprise	S.A.
Quinto:	 Nuevo	 capital	 de	 compañía	 ..................................	 S.A.	 y	 estatutos,	 entre
otros	asuntos.
En	 la	 sesión	 de	 junta	 general	 de	 accionistas	 de	 .......................................	 S.A.	 de	 fecha
...........................	 se	 aprobó	 por	 unanimidad	 incrementar	 el	 capital	 social	 como
consecuencia	 de	 la	 fusión;	modificar	 la	 razón	 social	 de	 la	 ..............................................
S.A.	 a	 ,...............................................	 S.A.;	 aprobar	 el	 nuevo	 pacto	 social	 y	 estatutos,
adecuándolos	 a	 la	 nueva	 Ley	 General	 de	 Sociedades;	 y	 nombramiento	 como
gerente	 general	 de	 la	 compañía	 al	 señor	 ........................................................,	 acta	 que	 el
señor	 notario	 cumplirá	 con	 insertar	 íntegramente	 para	 su	 elevación	 a	 escritura
pública.
Sexto:	Designación	de	representante.
En	 cumplimiento	 de	 lo	 acordado	 en	 las	 juntas	 generales	 de	 accionistas	 de	 las
sociedades	absorbidas	 y	 absorbente	 realizadas	 el	 ...	 y	 .....	 de	 ..................................
respectivamente,	 el	 señor	 ................................................................	 cumple	 con	 formalizar
los	acuerdos	tomados.
Sétimo:	 Por	medio	 de	 la	 presente	 declaro	 bajo	 juramento	 en	 representación	 de
..................................................	 S.A.;	 ......................................................................	 S.A.;
.............................................................S.A.	 (empresas	 absorbidas)	 Y
..........................................................	 S.A.	 (empresa	 absorbente),	 que	 no	 ha	 existido
oposición	al	acuerdo	de	 fusión,	dentro	de	 los	30	días	siguientes	a	 la	publicación
del	último	aviso	que	señala	el	artículo	357	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Por	tanto:
Sírvase	 usted	 señor	 notario	 agregar	 las	 demás	 cláusulas	 de	 ley,	 efectúe	 los
insertos	 correspondientes	 y	 eleve	 a	 escritura	 pública	 la	 presente	 minuta;	 para
luego	remitir	los	partes	al	Registro	Mercantil	de	Lima	para	su	inscripción.	parte	de
los	insertos	serán	los	siguientes:
1.	Partes	pertinentes	de	las	actas	que	contienen	las	correspondientes	sesiones	de
directorio	 del	 .......................	 de	 ...............................................................	 S.A.;
.............................................................	 S.A.;	 ........................................................................	 S.A.
(empresas	 absorbidas)	 y	 ........................................................	 S.A.	 (empresa
absorbente);	y	las	juntas	generales	de	las	empresas	absorbidas	y	la	empresa
absorbente,	todas	del	..................................;	actas	todas	relativas	al	acuerdo	de	fusión
de	cada	una	de	las	empresas.
2.	 Texto	 completo	 del	 acuerdo	 de	 fusión	 incorporado	 en	 las	 mismas	 actas	 de
juntas	de	accionistas.
3.	Constancia	de	la	publicación	de	los	avisos	de	conformidad	con	el	artículo	355	de
la	Nueva	Ley	General	de	Sociedades.
4.	Acta	de	junta	general	de	accionistas	de	......................................................S.A.	(empresa
absorbente)	de	fecha	......................................
5.	 Texto	 completo	 del	 nuevo	 pacto	 social	 y	 estatutos	 de
..........................................................	 S.A.	 (empresa	absorbente)	 contenido	en	el	 acta	de
junta	general	de	accionistas	de	fecha	.................................
Lima,	............	de	...........................	del	2002
Sr.	.........................................
D.N.I.	........................................
	
MODELO	DE	ACTA	DE	SESIÓN	DE	DIRECTORIO	APROBANDO	LA	FUSIÓN	POR	ABSORCIÓN	DE	DOS	O
MÁS	SOCIEDADES	ANÓNIMAS	GENÉRICAS
	
Acta	de	sesión	de	directorio
En	 la	 ciudad	 de	 Lima	 en	 la	 dirección	 social	 de	 la	 empresa	…………..........	 S.A.	 sito
en.......,	 en	 la	 fecha	 del.........,	 siendo	 las	 .........horas;	 se	 reunieron	 en	 sesión	 de
directorio,	el	pleno	del	mismo	integrado	por:
Presidente:
Director:
Director:
A	 fin	 de	 tratar	 la	 posible	 fusión	 por	 absorción	 de	 la	 empresa	 con	 la	 sociedad
denominada	 .......................................................	 S.A.	 y	 en	 su	 caso	 la	 aprobación	 del
proyecto	de	fusión	a	proponerse	a	la	junta	general	de	accionistas.
El	presidente	del	directorio	manifestó	lo	conveniente	que	era	para	la	empresa	la
fusión	por	absorción	con	la	sociedad	denominada	..............................................	S.A.,	para
lo	cual	se	habían	llevado	a	cabo	las	entrevistas	y	conversaciones	con	los	socios	y
directorio	 de	 la	 misma,	 siendo	 por	 ello	 iniciar	 el	 proceso	 de	 fusión	 con	 la
aprobación	del	proyecto	que	exige	la	Ley	General	de	Sociedades.
Por	ello	proponía	se	debatiera	y	aprobara	dicho	proyecto.
Los	miembros	 del	 directorio,	 luego	 de	 debatir	 el	 proyecto	 de	 fusión,	 acordaron
unánimemente	el	mismo,	cuyo	texto	era:
1.	Sociedades	participantes:
Nombre	................................................
Capital	...............................	respectivamente
Inscripción	registral	.................................	respectivamente
2.	Forma	de	fusión:	fusión	por	absorción
3.	Explicación	del	proyecto:
Al	 fusionarse	 las	 empresas	 .........................................................	 se	 creará	 una	 nueva
denominada	 ............................................................	 la	 cual	 absorberá	 el	 patrimonio	 de
ambas	por	la	transmisión	en	bloque	y	a	título	universal	a	su	favor,	extinguiéndose
la	personalidad	jurídica	de	estas;	debiendo	ser	la	emisión	de	acciones	en	la	nueva
empresa	de	acuerdo	a	.......................................................
4.	Capital,	acciones	y	valor	nominal	de	las	acciones	de	la	nueva	empresa:
Numero	de	acciones	a	emitirse	..................................
Capital	social	.........................................
Valor	nominal	de	las	acciones	...........................
5.	Entrada	en	vigencia	de	la	fusión:	la	de	la	fecha	de	suscripción	de	la	minuta	de
fusión	por	absorción	de	las	empresas	...........................................
6.	La	aprobación	de	 los	balances	de	cierre	a	 la	 fecha	que	serán	presentados	a	 la
empresa	al	momento	que	se	ponga	en	consideración	el	presente	proyecto.
No	 habiendo	 otro	 asunto	 que	 tratar	 se	 procedió	 a	 levantar	 la	 presente	 sesión
siendo	las	...........	horas,	siendo	suscrita	la	presente	acta	por	los	asistentes.
Acta	de	junta	general	de	accionistas
En	la	provincia	y	departamento	de	Lima	en	el	distrito	..........................	en	la	dirección
social	 de	 la	 empresa	 denominada	 ............................................	 sito	 en	 ...................................
siendo	 las	 .............	 horas	 del	 día	 ...............................	 se	 reunieron	 en	 junta	 general
extraordinaria	de	accionistas	los	señores	accionistas:
1	.................................
Titular	de	las	acciones
2	..................................
Titular	de	las	acciones
3.	.................................
Titular	de	las	acciones
Totalizando	.......................	acciones	de	un	valor	nominal	de	.................	cada	una.
Bajo	 la	 presidencia	 de	 .........................................	 y	 actuando	 como	 secretario	 de	 actas
.............................................................	unánimemente	elegidos	para	el	desempeño	de	tales
cargos	 en	 la	 presente	 asamblea:	 quienes	 al	 amparo	 de	 los	 dispuesto	 por	 el	 Art.
120	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	acordaron	unánimemente	llevar	adelante	la
presente	 junta	 general	 extraordinaria	 de	 accionistas,	 sin	 necesidad	 de
convocatoria	 previa,	 por	 encontrarse	 presentes	 los	 socios	 que	 representan	 el
íntegro	del	capital	social	pagado,	declarándose	con	ello	válidamente	 instalada	 la
presente	junta	y	adoptando	como	puntos	de	agenda:
1.	 Fusión	 por	 absorción	 de	 la	 empresa	 con	 la	 sociedad	 denominada
.....................................	(proyecto	de	fusión	presentado	por	el	directorio).
2.	Aprobación	de	pacto	y	estatuto	social;	y
3.	Suscripción	de	minuta	y	escritura	publica	de	fusión.
Tomó	 el	 uso	 de	 la	 palabra	 el	 señor	 ...............................................	 indicando	 que	 el
directorio	había	aprobado	en	sesión	de	fecha	 ...........................	el	proyecto	de	fusión
por	absorción	con	la	empresa	.........................................	el	cual	se	tenia	a	la	vista,	siendo
conveniente	debatirlo	y	en	su	caso	aprobarlo.
Luego	del	debate	se	acordó	por	unanimidad:
1.	Sobre	la	aprobación	del	proyecto	de	fusión	presentado	por	el	directorio:
Aprobar	 el	 proyecto	 de	 fusión	 por	 absorción	 con	 la	 empresa
...............................................	 y	 el	 balance	 presentado	 por	 el	 directorio;	 y	 por	 ende	 la
fusión	con	la	empresa	....................................,	entrando	en	vigencia	la	fusión	a	partir	de
la	fecha	en	que	se	suscriba	la	minuta	de	fusión	por	absorción.
2.	Sobre	la	aprobación	de	pacto	y	estatuto	social
Aprobar	el	pacto	y	estatuto	social	que	estaría	contenido	en	la	escritura	publica	de
fusión	 por	 absorción	 que	 se	 suscribiría	 con	 los	 representantes	 de	 la	 empresa
.........................................	cuyo	texto	era	el	siguiente:
Pacto	social
Primero:
Por	 la	 presente	 los	 otorgantes	 convenimos	 expresamente	 en	 constituir
simultáneamente	 la	 sociedad	 anónima	 genérica	 denominada	 ................................;	 la
misma	 que	 contará	 con	 un	 capital	 de	 S/	 ................	 dividido	 y	 representado	 por
.....................................	 acciones	 ordinarias	 de	un	 valor	 nominal	 de	 S/.	 ..................	 cada
una,	íntegramente	suscritas	y	pagadas	en	un	%	............	mediante	aportes	en	............	a
título	de	.............................	realizados	por	sus	socios	de	la	siguiente	manera:
-	..............	suscribe	............	acciones	y	paga	las	mismas	en	un	%	...........
-	..............	suscribe	............	acciones	y	paga	las	mismas	en	un	%	...........
-	..............	suscribe	............	acciones	y	paga	las	mismas	en	un	%	...........
Segundo:
El	directorio	y	gerencia	estará	conformado	de	la	siguiente	manera:
A.-	Directorio:
Presidente:
De	nacionalidad	...............................
Identificado	con	................................
Domiciliado	en	..................................
Directorio:
Presidente:
De	nacionalidad	................................
Identificado	con	.................................
Domiciliado	en	...................................
Directorio:
Presidente:
De	nacionalidad	.................................
Identificado	con	..................................
Domiciliado	en	....................................
Gerencia:
Gerente	general	..................................
De	nacionalidad	:	................................
Identificado	con	...................................
Domiciliado	en	.....................................
Estatuto	social
Tercero:
La	 sociedad	 anónima	 genérica	 que	 se	 constituye	 se	 regirá	 por	 el	 siguiente
estatuto:	(…).
	
Ley	26887.
ART.	345.—Requisitos	del	acuerdo	de	 fusión.	La	 fusión	 se	 acuerda	 con
los	 requisitos	 establecidos	 por	 la	 ley	 y	 el	 estatuto	 de	 las	 sociedades
participantes	para	la	modificación	de	su	pacto	social	y	estatuto.
No	 se	 requiere	 acordar	 la	 disolución	 y	 no	 se	 liquida	 la	 sociedad	 o
sociedades	que	se	extinguen	por	la	fusión.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	119.—Contenido	de	 la	escritura	pública.	Para	 la	 inscripción	de	 la
fusión,	 la	escritura	pública	deberá	contener,	además	de	 lo	prescrito	por	el
artículo	358	de	la	ley:
a)	 Las	 publicaciones	 del	 aviso	 de	 los	 acuerdos	 de	 fusión	 así	 como	 la
constancia	expedida	por	el	gerente	general	o	por	la	persona	autorizada	de
cada	una	de	las	sociedades	participantes	en	la	fusión,	de	que	la	sociedad	no
ha	 sido	 emplazada	 judicialmente	 por	 los	 acreedores	 oponiéndose	 a	 la
fusión.
Si	se	hubiere	producido	oposición	notificada	dentro	del	plazo	previsto	en	el
artículo	357	de	la	ley,	la	fusión	podrá	inscribirse	si	en	la	escritura	pública	se
inserta,	o	se	acompaña,	la	resolución	judicial	que	declare	que	la	sociedad	ha
pagado,	 garantizado	 a	 satisfacción	 del	 juez	 o	 se	 ha	 notificado	 al	 acreedor
que	se	ha	constituido	la	fianza	prevista	en	la	parte	final	del	artículo	219	de
la	ley	o	la	aceptación	del	desistimiento	del	acreedor;
b)	 La	 relación	 y	 contenido	 de	 los	 derechos	 especiales	 existentes	 en	 la
sociedad	o	sociedades	que	se	extinguen	por	la	fusión	y	que	figuren	inscritos
en	el	registro,	que	no	sean	modificados	o	no	sean	materia	de	compensación.
Los	 titulares	 de	 derechos	 especiales,	modificados	 o	 compensados	 que	 no
hayan	concurrido	a	la	junta	de	la	sociedad	extinguida,	podrán	consentir	a	tal
modificación	 o	 compensación	 participando	 en	 la	 escritura	 pública,	 o
mediante	 documento	 con	 su	 firma	 notarialmente	 legalizada.	 Cuando	 tal
aceptación	 proviene	 de	 acuerdo	 adoptado	 por	 la	 junta	 que	 reúne	 a	 los
titulares	 de	 esos	 derechos,	 se	 insertará	 la	 parte	 pertinente	 del	 acta.	 En
ambos	 casos,	 la	 escritura	 incluirá	 la	 relación	 y	 el	 nuevo	 contenido	 de	 los
derechos	especiales;
c)	 En	 caso	 que	 sea	 positivo	 el	 valor	 neto	 del	 bloque	 patrimonial	 que	 se
transfiere,	 el	 monto	 en	 el	 que	 se	 aumenta	 el	 capital	 de	 la	 absorbente.
Tratándose	de	fusión	por	constitución	de	una	nueva	sociedad,	el	porcentaje
de	participación	y	el	número	de	acciones	y	participaciones	sociales	que	se
entregarán	a	los	socios	de	la	sociedad	que	se	extingue;
d)	 En	 caso	 que	 sea	 negativo	 el	 valor	 neto	 del	 bloque	 patrimonial	 que	 se
transfiere,	se	dejará	constancia	de	su	monto	y	esa	circunstancia	producirá
que	 la	 absorbente	 no	 aumente	 su	 capital	 ni	 emita	 nuevas	 acciones.
Tratándose	de	fusión	por	constitución,	se	dejará	constancia	de	que	la	nueva
sociedad	no	emite	acciones	o	participaciones	sociales	a	 favor	de	 los	socios
de	la	sociedad	que	se	extingue	por	fusión.
Ley	26887.
ART.	346.—Aprobación	del	proyecto	de	fusión.	El	directorio	de	cada	una
de	las	sociedades	que	participan	en	la	fusión	aprueba,	con	el	voto	favorable
de	la	mayoría	absoluta	de	sus	miembros,	el	texto	del	proyecto	de	fusión.
En	el	caso	de	sociedades	que	no	tengan	directorio	el	proyecto	de	fusión	se
aprueba	 por	 la	 mayoría	 absoluta	 de	 las	 personas	 encargadas	 de	 la
administración	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	 347.—Contenido	 del	 proyecto	 de	 fusión.	 El	 proyecto	 de	 fusión
contiene:
1.	 La	 denominación,	 domicilio,	 capital	 y	 los	 datos	 de	 inscripción	 en	 el
registro	de	las	sociedades	participantes;
2.	La	forma	de	la	fusión;
3.	La	explicación	del	proyecto	de	fusión,	sus	principales	aspectos	jurídicos
y	 económicos	 y	 los	 criterios	 de	 valorización	 empleados	 para	 la
determinación	 de	 la	 relación	 de	 canje	 entre	 las	 respectivas	 acciones	 o
participaciones	de	las	sociedades	participantes	en	la	fusión;
4.	 El	 número	 y	 clase	 de	 las	 acciones	 o	 participaciones	 que	 la	 sociedad
incorporante	o	absorbente	debe	emitir	o	entregar	y,	en	su	caso,	la	variación
del	monto	del	capital	de	esta	última;
5.	Las	compensaciones	complementarias,	si	fuera	necesario;
6.	El	procedimiento	para	el	canje	de	títulos,	si	fuera	el	caso;
7.	La	fecha	prevista	para	su	entrada	en	vigencia;
8.	Los	derechos	de	los	títulos	emitidos	por	las	sociedades	participantes	que
no	sean	acciones	o	participaciones;
9.	 Los	 informes	 legales,	 económicos	 o	 contables	 contratados	 por	 las
sociedades	participantes,	si	los	hubiere;
10.	Las	modalidades	a	las	que	la	fusión	queda	sujeta,	si	fuera	el	caso;	y,
11.	 Cualquier	 otra	 información	 o	 referencia	 que	 los	 directores	 o
administradores	consideren	pertinente	consignar.
Ley	26887.
ART.	 348.—Abstención	 de	 realizar	 actos	 significativos.	 La	 aprobación
del	 proyecto	 de	 fusión	 por	 el	 directorio	 o	 los	 administradores	 de	 las
sociedades	 implica	 la	 obligación	 de	 abstenerse	 de	 realizar	 o	 ejecutar
cualquier	 acto	 o	 contrato	 que	 pueda	 comprometer	 la	 aprobación	 del
proyecto	o	alterar	significativamente	 la	relación	de	canje	de	 las	acciones	o
participaciones,	 hasta	 la	 fecha	 de	 las	 juntas	 generales	 o	 asambleas	 de	 las
sociedades	participantes	convocadas	para	pronunciarse	sobre	la	fusión.
Ley	26887.
ART.	349.—Convocatoria	a	junta	general	o	asamblea.	La	convocatoria	a
junta	 general	 o	 asamblea	 de	 las	 sociedades	 a	 cuya	 consideración	 ha	 de
someterse	 el	 proyecto	 de	 fusión	 se	 realiza	 mediante	 aviso	 publicado	 por
cada	sociedad	participante	con	no	menos	de	diez	días	de	anticipación	a	 la
fecha	de	la	celebración	de	la	junta	o	asamblea.
Ley	26887.
ART.	350.—Requisitos	de	la	convocatoria.	Desde	la	publicación	del	aviso
de	convocatoria,	cada	sociedad	participante	debe	poner	a	disposición	de	sus
socios,	accionistas,	obligacionistas	y	demás	titulares	de	derechos	de	crédito
o	títulos	especiales,	en	su	domicilio	social	los	siguientes	documentos:
1.	El	proyecto	de	fusión;
2.	 Estados	 financieros	 auditados	 del	 último	 ejercicio	 de	 las	 sociedades
participantes.	Aquellas	que	se	hubiesen	constituido	en	el	mismo	ejercicio	en
que	 se	acuerda	 la	 fusión	presentan	un	balance	auditado	 cerrado	al	último
día	del	mes	previo	al	de	la	aprobación	del	proyecto	de	fusión;
3.	El	proyecto	del	pacto	social	y	estatuto	de	la	sociedad	incorporante	o	de
las	modificaciones	a	los	de	la	sociedad	absorbente;	y,
4.	La	relación	de	 los	principales	accionistas,	directores	y	administradores
de	las	sociedades	participantes.
Ley	26887.
ART.	351.—Acuerdo	de	fusión.	La	 junta	general	o	asamblea	de	cada	una
de	 las	 sociedades	 participantes	 aprueba	 el	 proyecto	 de	 fusión	 con	 las
modificaciones	 que	 expresamente	 se	 acuerden	 y	 fija	 una	 fecha	 común	 de
entrada	en	vigencia	de	la	fusión.
Los	directores	o	administradores	deberán	 informar,	 antes	de	 la	adopción
del	 acuerdo,	 sobre	 cualquier	 variación	 significativa	 experimentada	 por	 el
patrimonio	 de	 las	 sociedades	 participantes	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 se
estableció	la	relación	de	canje.
Ley	26887.
ART.	352.—Extinción	del	proyecto.	El	proceso	de	fusión	se	extingue	si	no
es	 aprobado	 por	 las	 juntas	 generales	 o	 asambleas	 de	 las	 sociedades
participantes	dentro	de	 los	plazos	previstos	 en	el	proyecto	de	 fusión	y	 en
todo	caso	a	los	tres	meses	de	la	fecha	del	proyecto.
Ley	26887.
ART.	353.—Fecha	de	entrada	en	vigencia.	La	fusión	entra	en	vigencia	en
la	fecha	fijada	en	los	acuerdos	de	fusión.	En	esa	fecha	cesan	las	operaciones
y	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 de	 las	 sociedades	 que	 se	 extinguen,	 los	 que
son	asumidos	por	la	sociedad	absorbente	o	incorporante.
Sin	perjuicio	de	su	inmediata	entrada	en	vigencia,	la	fusión	está	supeditada
a	 la	 inscripción	 de	 la	 escritura	 pública	 en	 el	 registro,	 en	 la	 partida
correspondiente	a	las	sociedades	participantes.
La	 inscripción	 de	 la	 fusión	 produce	 la	 extinción	 de	 las	 sociedades
absorbidas	 o	 incorporadas,	 según	 sea	 el	 caso.	 Por	 su	 solo	 mérito	 se
inscriben	 también	 en	 los	 respectivos	 registros,	 cuando	 corresponda,	 la
transferencia	 de	 los	 bienes,	 derechos	 y	 obligaciones	 individuales	 que
integran	los	patrimonios	transferidos.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Entrada	 en	 vigencia	 del	 acuerdo	 de	 fusión.
“La	 fusión	 es	 el	 acuerdo	de	dos	o	más	 sociedades	para	 crear	una	nueva	o
para	mantener	la	personalidad	de	una	de	ellas	(la	absorbente),	suponiendo
la	extinción	de	una	o	más	sociedades.
(...)	la	derogada	Ley	General	de	Sociedades	no	indicaba	una	fecha	exacta	en
que	 la	 fusión	 operaría,	 originando	 controversia	 al	 respecto	 ya	 que	 se
consideró,	 por	 una	 parte,	 que	 la	 fusión	 tenía	 efecto	 desde	 la	 fecha	 del
acuerdo,	desde	 la	 fecha	de	 la	escritura	pública	o	desde	 la	 inscripción	en	el
registro;	 en	 cambio,	 en	 el	 artículo	 353	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades
vigente	se	establece	que	la	fusión	entra	en	vigencia	en	la	fecha	fijada	en	los
acuerdos	de	 fusión,	cesando	en	esa	 fecha	 las	operaciones	y	 los	derechos	y
obligaciones	de	las	sociedades	que	se	extinguen,	 los	que	son	asumidos	por
la	sociedad	absorbente	o	incorporante.	La	nueva	ley	señala,	asimismo,	que
sin	perjuicio	de	su	inmediata	entrada	en	vigencia,	la	fusión	está	supeditada	a
la	 inscripción	 de	 la	 escritura	 pública	 en	 el	 registro,	 en	 la	 partida
correspondiente	a	las	sociedades	participantes,	produciéndose	la	extinción
de	las	sociedades	absorbidas	o	incorporadas	con	la	inscripción	de	la	fusión”.
(R.	039-2000-ORLC/TR.	17.02.2000)
JURISPRUDENCIA.—La	 inscripción	del	acuerdo	de	 fusión	no	es	un	acto
constitutivo.	 “Como	 lo	 dispone	 el	 artículo	 353	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	la	fusión	cesa	desde	esa	fecha	las	operaciones	y	los	derechos	y
obligaciones	 de	 la	 sociedad	 que	 se	 extingue,	 los	 que	 son	 asumidos	 por	 la
sociedad	 absorbente,	 si	 bien	 se	 establece	 en	 su	 párrafo	 siguiente	 que,	 sin
perjuicio	de	la	inmediata	entrada	en	vigencia,	la	fusión	está	supeditada	a	la
inscripción	de	 la	escritura	pública	en	el	registro	correspondiente,	ello	sólo
viene	 a	 ser	 la	 ratificación	 del	 acto	 jurídico	 mediante	 la	 inscripción	 del
acuerdo	de	fusión,	la	misma	que	entró	en	vigencia	desde	la	fecha	en	que	se
tomó	éste,	ya	que,	a	tenor	del	inciso	2	del	artículo	344	del	referido	cuerpo
de	leyes,	la	absorción	de	una	o	más	sociedades	por	otra	existente	origina	la
extinción	de	la	personalidad	jurídica	de	la	sociedad	absorbida”.	(Exp.	1867-
1999,	R.	s/n.	10.09.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Vigencia	 de	 la	 fusión	 y	 validez	 de	 los
acuerdos	tomados	antes	de	la	elevación	a	públicos	del	acuerdo	de	fusión.
“2.	La	deficiencia	anotada	se	agrava,	a	criterio	de	este	tribunal,	si	se	advierte
que	el	artículo	353	de	la	Ley	General	de	Sociedades	(LGS)	dispone	que	‘(l)a
fusión	entra	en	vigencia	en	la	fecha	fijada	en	los	acuerdos	de	fusión’,	 fecha
que,	 como	 sostiene	 Elías,	 puede	 ser	 cualquiera	 que	 acuerden	 las	 juntas
generales	 de	 las	 sociedades	 fusionadas1,	 aunque	 sea	 anterior	 a	 la	 de
elevación	a	público	de	los	acuerdos	de	fusión.	A	partir	de	la	fecha	acordada
la	fusión	tiene	plena	eficacia	respecto	de	las	sociedades	fusionadas	y	de	sus
socios,	y	en	consecuencia	la	nueva	sociedad	o	la	sociedad	absorbente	puede
realizar	todos	los	actos	societarios	permitidos	por	el	ordenamiento	vigente,
pudiendo	 también	 formalizarlos	 mediante	 escritura	 pública,	 salvo
disposición	en	contrario.
3.	De	otro	 lado,	no	existe	en	 la	 legislación	societaria	precepto	alguno	que
establezca,	 siquiera	 indirectamente,	 que,	 producida	 la	 fusión	 sin	 haberse
otorgado	 la	escritura	pública	correspondiente,	 los	acuerdos	posteriores	de
la	 sociedad	 fusionada	 deben	 ser	 elevados	 a	 públicos	 sólo	 después	 de
otorgada	la	escritura	de	fusión.”.	(R.	160-2007-Sunarp-TR-T,	 jun.	27/2007.
Acosta	Sánchez	(p),	Morgan	Plaza;	Echevarría	Arellano).
NOTA:	 Conforme	 a	 la	 R.	 038-2008-Sunarp/PT,	 la	 presente	 resolución	 constituye	 precedente	 de
observancia	obligatoria	y	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	1	de	marzo	de	2008.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Es	posible	modificar	 la	 fecha	de	entrada	en
vigencia	 de	 la	 fusión	 aun	 cuando	 la	 partida	 de	 la	 empresa	 absorbida
haya	sido	cerrada.	“La	registradora	sostiene	en	base	a	dicha	resolución	que
sólo	procedería	la	rectificación	cuando	la	partida	está	cerrada	si	no	se	varía
la	situación	de	la	partida	registral,	lo	cual	no	va	a	ocurrir	en	el	presente	caso,
ya	que	con	la	rectificación	sí	se	va	a	variar	la	situación	de	la	partida,	pues	la
fusión	ya	entró	en	vigencia	el	1/1/2013	y	se	perfeccionó	con	la	inscripción
el	15/2/2013	y	 como	consecuencia	 se	extinguió	 la	 sociedad	absorbida,	de
conformidad	con	el	artículo	353	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Al	 respecto,	 esta	 instancia	 considera	 que	 la	 rectificación	 sólo	 debe
denegarse	 cuando	 el	 titular	 registral	 no	 da	 consentimiento	 para	 la
rectificación	o	cuando	existen	obstáculos	que	impiden	la	rectificación	en	la
partida	registral	(...),	pues	entonces	será	necesario	acudir	al	Poder	Judicial.
Lo	relevante	para	el	registro	es	procurar	en	todo	momento	la	concordancia
de	 lo	no	 inscrito	con	 lo	 inscrito.	 (...).”	 (Sunarp,	R.	1708-2013-Sunarp-TR-L,
oct.	18/2013.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
Ley	26887.
ART.	354.—Balances.	Cada	una	de	las	sociedades	que	se	extinguen	por	la
fusión	formula	un	balance	al	día	anterior	de	la	fecha	de	entrada	en	vigencia
de	la	fusión.	La	sociedad	absorbente	o	incorporante,	en	su	caso,	formula	un
balance	de	apertura	al	día	de	entrada	en	vigencia	de	la	fusión.
Los	 balances	 referidos	 en	 el	 párrafo	 anterior	 deben	 quedar	 formulados
dentro	de	un	plazo	máximo	de	treinta	días,	contado	a	partir	de	la	fecha	de
entrada	en	vigencia	de	la	fusión.	No	se	requiere	la	inserción	de	los	balances
en	 la	escritura	pública	de	 fusión.	Los	balances	deben	ser	aprobados	por	el
respectivo	 directorio,	 y	 cuando	 éste	 no	 exista	 por	 el	 gerente,	 y	 estar	 a
disposición	de	las	personas	mencionadas	en	el	artículo	350,	en	el	domicilio
social	 de	 la	 sociedad	absorbente	o	 incorporante	por	no	menos	de	 sesenta
días	luego	del	plazo	máximo	para	su	preparación.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 123.—Inscripciones	 de	 transferencia	 de	 los	 bienes	 y	 derechos
que	integran	el	patrimonio	transferido.	En	mérito	a	 la	 inscripción	de	 la
fusión,	 puede	 solicitarse	 la	 inscripción	 de	 la	 transferencia	 de	 los	 bienes	 y
derechos	que	integran	los	patrimonios	transferidos	a	nombre	de	la	sociedad
absorbente	 o	 de	 la	 nueva	 sociedad,	 aunque	 aquellos	 no	 aparezcan	 en	 la
escritura	pública	de	fusión.
Cuando	 los	 bienes	 y	 derechos	 se	 encuentren	 inscritos	 en	 oficinas
registrales	 distintas	 a	 las	 oficinas	 en	 donde	 se	 inscribieron	 los	 actos
relativos	a	la	fusión,	las	inscripciones	se	harán	en	mérito	a	la	copia	literal	de
la	partida	registral	o	al	instrumento	público	notarial	que	contiene	la	fusión,
con	la	constancia	de	su	inscripción.
Ley	26887.
ART.	 355.—Publicación	 de	 los	 acuerdos.	 Cada	 uno	 de	 los	 acuerdos	 de
fusión	se	publica	por	tres	veces,	con	cinco	días	de	intervalo	entre	cada	aviso.
Los	 avisos	 podrán	 publicarse	 en	 forma	 independiente	 o	 conjunta	 por	 las
sociedades	participantes.
El	plazo	para	el	ejercicio	del	derecho	de	separación	empieza	a	contarse	a
partir	del	último	aviso	de	la	correspondiente	sociedad.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Los	días	en	que	se	realizan	las	publicaciones
no	se	calculan	en	el	intervalo	para	cada	aviso	de	fusión:	interpretación
del	artículo	355	de	la	Ley	General	de	Sociedades.	“Cabe	señalar,	que	lo	que
el	apelante	ha	efectuado	es	un	cómputo	de	plazo,	teniendo	en	consideración
lo	estipulado	por	el	inciso	4	del	artículo	183	del	Código	Civil,	el	mismo	que
indica	(...).
5.	Sin	embargo,	el	precitado	artículo	355	de	 la	Ley	General	de	Sociedades
señala	en	forma	expresa	que	las	publicaciones	de	los	acuerdos	de	fusión	se
realizarán	 ‘con	 cinco	días	 de	 intervalo	 entre	 cada	 aviso’.	 (El	 subrayado	 es
nuestro).
Conforme	 al	 Diccionario	 de	 la	 Lengua	 Española	 (Vigésima	 segunda
edición),	el	término	intervalo	puede	ser	definido	como	el	espacio	o	distancia
que	hay	de	un	tiempo	a	otro	o	de	un	lugar	a	otro.
La	 norma	 contenida	 en	 el	 artículo	 355	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades
señala	que	por	un	lado	que	el	intervalo	es	de	cinco	días	y	luego	precisa	que
dicho	intervalo	tiene	lugar	entre	cada	aviso,	de	lo	que	podemos	concluir	que
el	 intervalo	 debe	mediar	 entre	 uno	 y	 otro	 aviso”.	 (Sunarp,	 R.	 1203-2013-
Sunarp-TR-L,	jul.	24/2013.	V.	P.	Vocal	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
Ley	26887.
ART.	356.—Derecho	de	separación.	El	acuerdo	de	fusión	da	a	los	socios	y
accionistas	 de	 las	 sociedades	 que	 se	 fusionan	 el	 derecho	 de	 separación
regulado	por	el	artículo	200.
El	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 separación	 no	 libera	 al	 socio	 de	 la
responsabilidad	personal	que	 le	 corresponda	por	 las	obligaciones	 sociales
contraídas	antes	de	la	fusión.
Ley	26702.
ART.	61.—Fusión	y	escisión	de	empresas	 -	derecho	de	 los	disidentes.
Acordada	 por	 las	 respectivas	 juntas	 generales	 la	 fusión	 de	 dos	 o	 más
empresas	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de	 seguros,	 los	 accionistas	 tienen
derecho	a	vender	sus	acciones	a	la	correspondiente	empresa	conforme	a	las
normas	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
El	mismo	derecho	asiste	a	los	accionistas	para	el	caso	de	la	escisión	de	una
empresa.
Ley	26887.
ART.	357.—Escritura	pública	de	fusión.	La	escritura	pública	de	fusión	se
otorga	una	vez	vencido	el	plazo	de	treinta	días,	contado	a	partir	de	la	fecha
de	 la	 publicación	 del	 último	 aviso	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 355,	 si	 no
hubiera	oposición.	Si	la	oposición	hubiese	sido	notificada	dentro	del	citado
plazo,	 la	 escritura	 pública	 se	 otorga	 una	 vez	 levantada	 la	 suspensión	 o
concluido	el	proceso	que	declara	infundada	la	oposición.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	121.—Cancelación	de	las	partidas	de	las	sociedades	extinguidas.
Una	vez	inscrita	la	fusión	en	la	partida	registral	de	la	nueva	sociedad	o	en	la
de	 la	sociedad	absorbente,	según	corresponda,	el	registrador	cancelará	 las
partidas	 registrales	 de	 las	 sociedades	 que	 se	 extinguen,	 indicando	 la
modalidad	de	fusión	utilizada,	las	partidas	registrales	de	la	nueva	sociedad
o	de	 la	sociedad	absorbente,	 según	sea	el	caso,	y	 las	demás	circunstancias
que	el	registrador	juzgue	relevante,	siempre	que	aparezcan	en	el	título	que
da	mérito	a	la	inscripción.
Ley	26887.
ART.	 358.—Contenido	 de	 la	 escritura	 pública.	 La	 escritura	 pública	 de
fusión	contiene:
1.	 Los	 acuerdos	 de	 las	 juntas	 generales	 o	 asambleas	 de	 las	 sociedades
participantes;
2.	El	pacto	social	y	estatuto	de	 la	nueva	sociedad	o	 las	modificaciones	del
pacto	social	y	del	estatuto	de	la	sociedad	absorbente;
3.	La	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	fusión;
4.	 La	 constancia	 de	 la	 publicación	 de	 los	 avisos	 prescritos	 en	 el	 artículo
355;	y,
5.	Los	demás	pactos	que	las	sociedades	participantes	estimen	pertinente.
Ley	26887.
ART.	 359.—Derecho	 de	 oposición.	 El	 acreedor	 de	 cualquiera	 de	 las
sociedades	participantes	tiene	derecho	de	oposición,	el	que	se	regula	por	lo
dispuesto	en	el	artículo	219.
Ley	26887.
ART.	 360.—Sanción	 para	 la	 oposición	 de	 mala	 fe	 o	 sin	 fundamento.
Cuando	la	oposición	se	hubiese	promovido	con	mala	fe	o	con	notoria	falta	de
fundamento,	el	juez	impondrá	al	demandante	y	en	beneficio	de	la	sociedad
afectada	 por	 la	 oposición	 una	 penalidad	 de	 acuerdo	 con	 la	 gravedad	 del
asunto,	así	como	la	indemnización	por	daños	y	perjuicios	que	corresponda.
Ley	26887.
ART.	361.—Cambio	en	la	responsabilidad	de	los	socios.	Es	aplicable	a	la
fusión	 cuando	 origine	 cambio	 en	 la	 responsabilidad	 de	 los	 socios	 o
accionistas	 de	 alguna	 de	 las	 sociedades	 participantes	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	334.
Ley	26887.
ART.	362.—Otros	derechos.	Los	 titulares	 de	 derechos	 especiales	 que	 no
sean	acciones	o	participaciones	de	capital	disfrutan	de	los	mismos	derechos
en	 la	 sociedad	 absorbente	 o	 en	 la	 incorporante,	 salvo	 que	 presten
aceptación	 expresa	 a	 cualquier	 modificación	 o	 compensación	 de	 dichos
derechos.	 Cuando	 la	 aceptación	 proviene	 de	 acuerdo	 adoptado	 por	 la
asamblea	 que	 reúne	 a	 los	 titulares	 de	 esos	 derechos,	 es	 de	 cumplimiento
obligatorio	para	todos	ellos.
Ley	26887.
ART.	 363.—Fusión	 simple.	 Si	 la	 sociedad	 absorbente	 es	 propietaria	 de
todas	 las	 acciones	 o	 participaciones	 de	 las	 sociedades	 absorbidas,	 no	 es
necesario	 el	 cumplimiento	de	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 los	 incisos	3),
4),	5)	y	6)	del	artículo	347.
Ley	26887.
ART.	364.—Fusión	de	sociedades	en	liquidación.	Es	aplicable	a	la	fusión
de	sociedades	en	liquidación	lo	dispuesto	en	el	artículo	342.
Ley	26887.
ART.	365.—Pretensión	de	nulidad	de	la	fusión.	La	pretensión	judicial	de
nulidad	 contra	 una	 fusión	 inscrita	 en	 el	 registro	 sólo	 puede	 basarse	 en	 la
nulidad	de	los	acuerdos	de	las	juntas	generales	o	asambleas	de	socios	de	las
sociedades	 que	 participaron	 en	 la	 fusión.	 La	 pretensión	 debe	 dirigirse
contra	la	sociedad	absorbente	o	contra	la	sociedad	incorporante,	según	sea
el	caso.	La	pretensión	se	deberá	tramitar	en	el	proceso	abreviado.
El	plazo	para	el	ejercicio	de	la	pretensión	de	nulidad	de	una	fusión	caduca	a
los	seis	meses,	contados	a	partir	de	la	fecha	de	inscripción	en	el	registro	de
la	escritura	pública	de	fusión.
Ley	26887.
ART.	 366.—Efectos	 de	 la	 declaración	 de	 nulidad.	 La	 declaración	 de
nulidad	no	afecta	la	validez	de	las	obligaciones	nacidas	después	de	la	fecha
de	entrada	en	vigencia	de	 la	 fusión.	Todas	 las	sociedades	que	participaron
en	la	fusión	son	solidariamente	responsables	de	tales	obligaciones	frente	a
los	acreedores.
TÍTULO	III
ESCISIÓN
Ley	26887.
ART.	367.—Concepto	y	formas	de	escisión.	Por	 la	escisión	una	sociedad
fracciona	 su	 patrimonio	 en	 dos	 o	 más	 bloques	 para	 transferirlos
íntegramente	a	otras	sociedades	o	para	conservar	uno	de	ellos,	cumpliendo
los	 requisitos	 y	 las	 formalidades	 prescritas	 por	 esta	 ley.	 Puede	 adoptar
alguna	de	las	siguientes	formas:
1.	La	división	de	la	totalidad	del	patrimonio	de	una	sociedad	en	dos	o	más
bloques	 patrimoniales,	 que	 son	 transferidos	 a	 nuevas	 sociedades	 o
absorbidos	por	sociedades	ya	existentes	o	ambas	cosas	a	la	vez.	Esta	forma
de	escisión	produce	la	extinción	de	la	sociedad	escindida;	o,
2.	La	segregación	de	uno	o	más	bloques	patrimoniales	de	una	sociedad	que
no	 se	 extingue	 y	 que	 los	 transfiere	 a	 una	 o	más	 sociedades	 nuevas,	 o	 son
absorbidos	 por	 sociedades	 existentes	 o	 ambas	 cosas	 a	 la	 vez.	 La	 sociedad
escindida	ajusta	su	capital	en	el	monto	correspondiente.
En	 ambos	 casos	 los	 socios	 o	 accionistas	 de	 las	 sociedades	 escindidas
reciben	acciones	o	participaciones	como	accionistas	o	socios	de	las	nuevas
sociedades	o	sociedades	absorbentes,	en	su	caso.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	de	Justicia	define	el	artículo	367	de
la	Ley	General	de	Sociedades:	escisión	de	una	persona	jurídica.	“(...)	si	el
artículo	367	de	la	Ley	General	de	Sociedades	prevé	el	concepto	y	forma	de	la
escisión,	 (...)	 ‘strictu	 sensu,	 la	 escisión	 de	 una	 sociedad	 anónima	 es	 la
división	de	su	patrimonio	social	en	dos	o	más	partes,	a	fin	de	traspasar	en
bloque	una,	varias	o	la	totalidad	de	estas	partes	resultantes	de	la	división	a
una	o	varias	sociedades	preexistentes	o	constituida	a	raíz	de	esta	operación,
recibiendo	 los	 accionistas	 de	 la	 sociedad	 escindida	 acciones	 o
participaciones	 de	 las	 sociedades	 beneficiarias	 en	 contraprestación	 a	 esta
aportación’	(...)	‘Una	escisión	consiste	en	el	desdoblamiento	de	una	persona
jurídica	 en	 nuevas	 personas	 jurídicas,	 pudiendo	 subsistir	 o	 extinguirse	 la
persona	 jurídica	 inicial,	 según	 se	 trate	 de	 una	 excorporación	 o	 de	 una
división’	 (...);	 por	 lo	 tanto,	 no	 cabe	 duda	 que	 la	 norma	 denunciada	 de
carácter	 societario	 es	 de	 aplicación	 al	 acto	 jurídico	 denominado
‘Constitución	 de	 sociedad	 anónima	 por	 división	 de	 sociedades	 anónimas
existentes’.”	 (Cas.	 2143-2007-Lima,	 ene.	 31.2008.	 V.	 P.	 Caroajulca
Bustamante).
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	125.—Contenido	del	asiento	en	las	modalidades	de	escisión.	Si	la
escisión	diera	lugar	a	la	constitución	de	una	nueva	sociedad,	se	abrirá	para
ésta	 una	 partida	 registral,	 y	 se	 dejará	 constancia	 en	 el	 primer	 asiento	 de
inscripción	 de	 la	 información	 exigida	 por	 la	 ley	 para	 la	 forma	 societaria
adoptada,	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	escisión,	la	identificación	de
la	 o	 las	 sociedades	 escindidas,	 total	 o	 parcialmente,	 y	 sus	 partidas
registrales,	y	cualquier	otra	información	que	el	registrador	juzgue	relevante,
siempre	que	aparezca	en	el	título	que	da	mérito	a	la	inscripción.
En	 caso	de	que	 el	 patrimonio	 escindido	 fuera	 transferido	 a	 una	 sociedad
existente,	en	la	partida	registral	de	la	beneficiaria	se	inscribe	el	acuerdo	de
escisión,	 la	 fecha	de	entrada	en	vigencia	de	 la	misma,	el	ajuste	o	variación
del	capital	que	corresponda,	así	como	las	modificaciones	estatutarias	que	se
hayan	acordado,	 incluyendo	 la	 identificación	de	 la	o	 las	 sociedades	que	se
escinden,	 total	 o	 parcialmente,	 y	 sus	 respectivas	 partidas	 registrales,	 sin
perjuicio	 de	 las	 demás	 informaciones	 que	 el	 registrador	 juzgue	 relevante,
siempre	que	aparezca	en	el	título	que	da	mérito	a	la	inscripción.
En	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 dos	 párrafos	 anteriores,	 se	 trasladarán	 a	 la
partida	registral	de	la	nueva	sociedad	o	de	la	beneficiaria,	los	asientos	de	la
partida	registral	de	la	extinguida	que	queden	vigentes.
Ley	26887.
ART.	 368.—Nuevas	 acciones	 o	 participaciones.	 Las	 nuevas	 acciones	 o
participaciones	que	se	emitan	como	consecuencia	de	la	escisión	pertenecen
a	los	socios	o	accionistas	de	la	sociedad	escindida,	quienes	las	reciben	en	la
misma	 proporción	 en	 que	 participan	 en	 el	 capital	 de	 ésta,	 salvo	 pacto	 en
contrario.
El	 pacto	 en	 contrario	 puede	 disponer	 que	 uno	 o	 más	 socios	 no	 reciban
acciones	 o	 participaciones	 de	 alguna	 o	 algunas	 de	 las	 sociedades
beneficiarias.
Ley	26887.
ART.	369.—Definición	de	bloques	patrimoniales.	Para	los	efectos	de	este
título,	se	entiende	por	bloque	patrimonial:
1.	Un	activo	o	un	conjunto	de	activos	de	la	sociedad	escindida;
2.	 El	 conjunto	 de	 uno	 o	más	 activos	 y	 uno	 o	más	 pasivos	 de	 la	 sociedad
escindida;	y,
3.	Un	fondo	empresarial.
Ley	26887.
ART.	370.—Requisitos	del	acuerdo	 de	 escisión.	 La	 escisión	 se	 acuerda
con	 los	 mismos	 requisitos	 establecidos	 por	 la	 ley	 y	 el	 estatuto	 de	 las
sociedades	participantes	para	la	modificación	de	su	pacto	social	y	estatuto.
No	 se	 requiere	 acordar	 la	 disolución	 de	 la	 sociedad	 o	 sociedades	 que	 se
extinguen	por	la	escisión.
Ley	26887.
ART.	371.—Aprobación	del	proyecto	de	escisión.	El	 directorio	 de	 cada
una	 de	 las	 sociedades	 que	 participan	 en	 la	 escisión	 aprueba,	 con	 el	 voto
favorable	de	la	mayoría	absoluta	de	sus	miembros,	el	texto	del	proyecto	de
escisión.
En	el	caso	de	sociedades	que	no	tengan	directorio,	el	proyecto	de	escisión
se	 aprueba	 por	 la	 mayoría	 absoluta	 de	 las	 personas	 encargadas	 de	 la
administración	de	la	sociedad.
Ley	26887.
ART.	372.—Contenido	del	proyecto	de	escisión.	El	proyecto	de	escisión
contiene:
1.	 La	 denominación,	 domicilio,	 capital	 y	 los	 datos	 de	 inscripción	 en	 el
registro	de	las	sociedades	participantes;
2.	 La	 forma	 propuesta	 para	 la	 escisión	 y	 la	 función	 de	 cada	 sociedad
participante;
3.	 La	 explicación	 del	 proyecto	 de	 escisión,	 sus	 principales	 aspectos
jurídicos	 y	 económicos,	 los	 criterios	 de	 valorización	 empleados	 y	 la
determinación	 de	 la	 relación	 de	 canje	 entre	 las	 respectivas	 acciones	 o
participaciones	de	las	sociedades	que	participan	en	la	escisión;
4.	 La	 relación	 de	 los	 elementos	 del	 activo	 y	 del	 pasivo,	 en	 su	 caso,	 que
correspondan	 a	 cada	 uno	 de	 los	 bloques	 patrimoniales	 resultantes	 de	 la
escisión;
5.	 La	 relación	 del	 reparto,	 entre	 los	 accionistas	 o	 socios	 de	 la	 sociedad
escindida,	 de	 las	 acciones	 o	 participaciones	 a	 ser	 emitidas	 por	 las
sociedades	beneficiarias;
6.	Las	compensaciones	complementarias,	si	las	hubiese;
7.	 El	 capital	 social	 y	 las	 acciones	 o	 participaciones	 por	 emitirse	 por	 las
nuevas	 sociedades,	 en	 su	 caso,	 o	 la	 variación	 del	 monto	 del	 capital	 de	 la
sociedad	o	sociedades	beneficiarias,	si	lo	hubiere;
8.	El	procedimiento	para	el	canje	de	títulos,	en	su	caso;
9.	La	fecha	prevista	para	su	entrada	en	vigencia;
10.	 Los	 derechos	 de	 los	 títulos	 emitidos	 por	 las	 sociedades	 participantes
que	no	sean	acciones	o	participaciones;
11.	 Los	 informes	 económicos	 o	 contables	 contratados	 por	 las	 sociedades
participantes,	si	los	hubiere;
12.	Las	modalidades	a	las	que	la	escisión	queda	sujeta,	si	fuera	el	caso;	y,
13.	 Cualquier	 otra	 información	 o	 referencia	 que	 los	 directores	 o
administradores	consideren	pertinente	consignar.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	124.—Contenido	de	 la	escritura	pública.	Para	 la	 inscripción	de	 la
escisión,	la	escritura	pública	deberá	contener	además	de	lo	prescrito	por	el
artículo	382	de	la	ley:
a)	 Las	 publicaciones	 del	 aviso	 de	 los	 acuerdos	 de	 escisión	 así	 como	 la
constancia	expedida	por	el	gerente	general	o	por	la	persona	autorizada	de
cada	una	de	las	sociedades	participantes	en	la	escisión,	de	que	la	sociedad
no	 ha	 sido	 emplazada	 judicialmente	 por	 los	 acreedores	 oponiéndose	 a	 la
escisión.
Si	se	hubiere	producido	oposición	notificada	dentro	del	plazo	previsto	en	el
artículo	381	de	la	ley,	la	escisión	podrá	inscribirse	si	en	la	escritura	pública
se	inserta,	o	se	acompaña,	la	resolución	judicial	que	declare	que	la	sociedad
ha	pagado,	garantizado	a	satisfacción	del	juez	o	se	ha	notificado	al	acreedor
que	se	ha	constituido	la	fianza	prevista	en	la	parte	final	del	artículo	219	de
la	ley	o	la	aceptación	del	desistimiento	del	acreedor;
b)	 La	 relación	 detallada	 y	 valorizada	 de	 los	 elementos	 del	 activo	 y	 del
pasivo,	 en	 su	 caso,	 que	 correspondan	 a	 cada	 uno	 de	 los	 bloques
patrimoniales	resultantes	de	la	escisión;
c)	 La	 relación	 y	 contenido	 de	 los	 derechos	 especiales	 existentes	 en	 la
sociedad	que	se	escinde	o	en	la	que	se	extingue	por	la	escisión,	que	figuren
inscritos	 en	 el	 registro,	 que	 no	 sean	 modificados	 o	 no	 sean	 materia	 de
compensación.
Los	 titulares	 de	 derechos	 especiales	modificados	 o	 compensados	 que	 no
hayan	concurrido	a	la	junta	de	la	sociedad	que	se	escinde	o	que	se	extingue
por	 escisión,	 Podrán	 consentir	 a	 tal	 modificación	 o	 compensación,
participando	 en	 la	 escritura	 pública	 o	 mediante	 documento	 con	 su	 firma
legalizada	 notarialmente.	 Cuando	 tal	 aceptación	 proviene	 de	 acuerdo
adoptado	 por	 la	 junta	 que	 reúne	 a	 los	 titulares	 de	 esos	 derechos,	 se
insertará	la	parte	pertinente	del	acta.	En	ambos	casos,	la	escritura	incluirá	la
relación	y	el	nuevo	contenido	de	los	derechos	especiales;
d)	 En	 caso	 que	 sea	 positivo	 el	 valor	 neto	 del	 bloque	 patrimonial	 que	 se
transfiere,	el	monto	en	el	que	se	aumenta	el	capital	de	la	sociedad	receptora,
tratándose	de	 sociedad	que	 se	 constituye	por	 la	 escisión,	 el	 porcentaje	de
participación	 y	 el	 número	 de	 acciones	 o	 participaciones	 sociales	 que	 la
nueva	sociedad	entregará	a	los	socios	de	la	sociedad	que	se	escinde,	total	o
parcialmente;
e)	 En	 caso	 que	 sea	 negativo	 el	 valor	 neto	 del	 bloque	 patrimonial	 que	 se
transfiere,	se	dejará	constancia	de	su	monto	y	esa	circunstancia	producirá
que	la	sociedad	receptora	no	aumente	su	capital	ni	emita	nuevas	acciones.
Tratándose	 de	 escisión	 por	 constitución,	 se	 dejará	 constancia	 de	 que	 la
nueva	sociedad	no	emita	acciones	o	participaciones	sociales	a	 favor	de	 los
socios	de	la	sociedad	que	se	extingue	por	la	escisión.
Ley	26887.
ART.	 373.—Abstención	 de	 realizar	 actos	 significativos.	 La	 aprobación
del	 proyecto	 de	 escisión	 por	 los	 directores	 o	 administradores	 de	 las
sociedades	 participantes	 implica	 la	 obligación	 de	 abstenerse	 de	 realizar	 o
ejecutar	 cualquier	 acto	 o	 contrato	 que	 pueda	 comprometer	 la	 aprobación
del	proyecto	o	alterar	significativamente	la	relación	de	canje	de	las	acciones
o	participaciones,	hasta	la	fecha	de	las	juntas	generales	o	asambleas	de	las
sociedades	participantes	convocadas	para	pronunciarse	sobre	la	escisión.
Ley	26887.
ART.	 374.—Convocatoria	 a	 las	 juntas	 generales	 o	 asambleas.	 La
convocatoria	 a	 junta	 general	 o	 asamblea	 de	 las	 sociedades	 a	 cuya
consideración	ha	de	someterse	el	proyecto	de	escisión	se	realiza	mediante
aviso	publicado	por	cada	sociedad	participante	con	un	mínimo	de	diez	días
de	anticipación	a	la	fecha	de	la	celebración	de	la	junta	o	asamblea.
Ley	26887.
ART.	375.—Requisitos	de	la	convocatoria.	Desde	la	publicación	del	aviso
de	convocatoria,	cada	sociedad	participante	debe	poner	a	disposición	de	sus
socios,	accionistas,	obligacionistas	y	demás	titulares	de	derechos	de	crédito
o	títulos	especiales	en	su	domicilio	social	los	siguientes	documentos:
1.	El	proyecto	de	escisión;
2.	 Estados	 financieros	 auditados	 del	 último	 ejercicio	 de	 las	 sociedades
participantes.	Aquellas	que	se	hubiesen	constituido	en	el	mismo	ejercicio	en
que	se	acuerda	la	escisión	presentan	un	balance	auditado	cerrado	al	último
día	del	mes	previo	al	de	aprobación	del	proyecto;
3.	 El	 proyecto	 de	modificación	 del	 pacto	 social	 y	 estatuto	 de	 la	 sociedad
escindida;	 el	 proyecto	 de	 pacto	 social	 y	 estatuto	 de	 la	 nueva	 sociedad
beneficiaria;	o,	si	se	trata	de	escisión	por	absorción,	las	modificaciones	que
se	 introduzcan	 en	 los	 de	 las	 sociedades	 beneficiarias	 de	 los	 bloques
patrimoniales;	y,
4.	 La	 relación	 de	 los	 principales	 socios,	 de	 los	 directores	 y	 de	 los
administradores	de	las	sociedades	participantes.
Ley	26887.
ART.	376.—Acuerdo	de	escisión.	Previo	informe	de	los	administradores	o
directores	 sobre	 cualquier	 variación	 significativa	 experimentada	 por	 el
patrimonio	 de	 las	 sociedades	 participantes	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 se
estableció	 la	 relación	 de	 canje	 en	 el	 proyecto	 de	 escisión,	 las	 juntas
generales	 o	 asambleas	 de	 cada	 una	 de	 las	 sociedades	 participantes
aprueban	el	proyecto	de	escisión	en	todo	aquello	que	no	sea	expresamente
modificado	por	todas	ellas,	y	fija	una	fecha	común	de	entrada	en	vigencia	de
la	escisión.
Ley	26887.
ART.	377.—Extinción	del	proyecto.	El	proyecto	de	escisión	se	extingue	si
no	 es	 aprobado	 por	 las	 juntas	 generales	 o	 por	 las	 asambleas	 de	 las
sociedades	 participantes	 dentro	 de	 los	 plazos	 previstos	 en	 el	 proyecto	 de
escisión	y	en	todo	caso	a	los	tres	meses	de	la	fecha	del	proyecto.
Ley	26887.
ART.	378.—Fecha	de	entrada	en	vigencia.	La	escisión	entra	en	vigencia
en	 la	 fecha	 fijada	en	el	acuerdo	en	que	se	aprueba	el	proyecto	de	escisión
conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 376.	 A	 partir	 de	 esa	 fecha	 las
sociedades	 beneficiarias	 asumen	 automáticamente	 las	 operaciones,
derechos	y	obligaciones	de	los	bloques	patrimoniales	escindidos	y	cesan	con
respecto	 a	 ellos	 las	 operaciones,	 derechos	 y	 obligaciones	 de	 la	 o	 las
sociedades	escindidas,	ya	sea	que	se	extingan	o	no.
Sin	 perjuicio	 de	 su	 inmediata	 entrada	 en	 vigencia,	 la	 escisión	 está
supeditada	 a	 la	 inscripción	 de	 la	 escritura	 pública	 en	 el	 registro	 y	 en	 las
partidas	 correspondientes	 a	 todas	 las	 sociedades	 participantes.	 La
inscripción	 de	 la	 escisión	 produce	 la	 extinción	 de	 la	 sociedad	 escindida,
cuando	 éste	 sea	 el	 caso.	 Por	 su	 solo	 mérito	 se	 inscriben	 también	 en	 sus
respectivos	 registros,	 cuando	 corresponda,	 el	 traspaso	 de	 los	 bienes,
derechos	y	obligaciones	individuales	que	integran	los	bloques	patrimoniales
transferidos.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 126.—Inscripciones	 en	 la	 partida	 de	 la	 sociedad	 escindida
parcialmente.	 En	 la	 partida	 registral	 de	 la	 sociedad	 que	 se	 escinde
parcialmente	se	inscribe	la	circunstancia	de	la	escisión,	así	como	el	ajuste	o
variación	 de	 capital	 que	 corresponda	 y	 las	 demás	 modificaciones
estatutarias	que	se	hayan	acordado.
Ley	26887.
ART.	 379.—Balances	 de	 escisión.	 Cada	 una	 de	 las	 sociedades
participantes	 cierran	 su	 respectivo	 balance	 de	 escisión	 al	 día	 anterior	 al
fijado	como	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	escisión,	con	excepción	de	las
nuevas	sociedades	que	se	constituyen	por	razón	de	la	escisión	las	que	deben
formular	un	balance	de	apertura	al	día	fijado	para	la	vigencia	de	la	escisión.
Los	balances	de	escisión	deben	formularse	dentro	de	un	plazo	máximo	de
treinta	 días,	 contado	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la
escisión.	 No	 se	 requiere	 la	 inserción	 de	 los	 balances	 de	 escisión	 en	 la
escritura	 pública	 correspondiente,	 pero	 deben	 ser	 aprobados	 por	 el
respectivo	 directorio,	 y	 cuando	 éste	 no	 exista	 por	 el	 gerente,	 y	 las
sociedades	 participantes	 deben	 ponerlos	 a	 disposición	 de	 las	 personas
mencionadas	 en	 el	 artículo	 375	 en	 el	 domicilio	 social	 por	 no	 menos	 de
sesenta	días	luego	del	plazo	máximo	para	su	preparación.
Ley	26887.
ART.	380.—Publicación	de	aviso.	Cada	uno	de	los	acuerdos	de	escisión	se
publica	 por	 tres	 veces,	 con	 cinco	 días	 de	 intervalo	 entre	 cada	 aviso.	 Los
avisos	 podrán	 publicarse	 en	 forma	 independiente	 o	 conjunta	 por	 las
sociedades	participantes.
El	plazo	para	el	ejercicio	del	derecho	de	separación	empieza	a	contarse	a
partir	del	último	aviso.
Ley	26887.
ART.	381.—Escritura	pública	de	escisión.	La	escritura	pública	de	escisión
se	otorga	una	vez	vencido	el	plazo	de	treinta	días	contado	desde	la	fecha	de
publicación	 del	 último	 aviso	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior,	 si	 no
hubiera	oposición.	Si	la	oposición	hubiera	sido	notificada	dentro	del	citado
plazo,	la	escritura	se	otorga	una	vez	levantada	la	suspensión	o	concluido	el
procedimiento	declarando	infundada	la	oposición.
Ley	26887.
ART.	 382.—Contenido	 de	 la	 escritura	 pública.	 La	 escritura	 pública	 de
escisión	contiene:
1.	 Los	 acuerdos	 de	 las	 juntas	 generales	 o	 asambleas	 de	 las	 sociedades
participantes;
2.	 Los	 requisitos	 legales	 del	 contrato	 social	 y	 estatuto	 de	 las	 nuevas
sociedades,	en	su	caso;
3.	Las	modificaciones	del	contrato	social,	del	estatuto	y	del	capital	social	de
las	sociedades	participantes	en	la	escisión,	en	su	caso;
4.	La	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	escisión;
5.	 La	 constancia	 de	 haber	 cumplido	 con	 los	 requisitos	 prescritos	 en	 el
artículo	380;	y,
6.	Los	demás	pactos	que	las	sociedades	participantes	estimen	pertinente.
Ley	26887.
ART.	 383.—Derecho	 de	 oposición.	 El	 acreedor	 de	 cualquiera	 de	 las
sociedades	participantes	tiene	derecho	de	oposición,	el	cual	se	regula	por	lo
dispuesto	en	el	artículo	219.
JURISPRUDENCIA.—Oposición	 de	 accionista	 al	 acuerdo	 de	 escisión.	 “El
artículo	383	de	la	Ley	General	de	Sociedades	confiere	el	derecho	al	acreedor
de	 cualquiera	 de	 las	 sociedades	 participantes	 de	 oponerse	 a	 la	 escisión,
siendo	 regulada	 por	 lo	 dispuesto	 en	 el	 mencionado	 artículo	 219	 de	 la
acotada	ley”.	(Exp.	3875-1999,	R.	s/n.	15.07.99)
Ley	26887.
ART.	 384.—Sanción	 para	 la	 oposición	 de	 mala	 fe	 o	 sin	 fundamento.
Cuando	la	oposición	se	hubiese	promovido	con	mala	fe	o	con	notoria	falta	de
fundamento,	 el	 juez	 impondrá	 al	 demandante,	 en	beneficio	de	 la	 sociedad
afectada	 por	 la	 oposición	 una	 penalidad	 de	 acuerdo	 con	 la	 gravedad	 del
asunto,	así	como	la	indemnización	por	daños	y	perjuicios	que	corresponda.
Ley	26887.
ART.	385.—Derecho	de	 separación.	 El	 acuerdo	 de	 escisión	 otorga	 a	 los
socios	 o	 accionistas	 de	 las	 sociedades	 que	 se	 escindan	 el	 derecho	 de
separación	previsto	en	el	artículo	200.
El	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 separación	 no	 libera	 al	 socio	 de	 la
responsabilidad	personal	que	 le	 corresponda	por	 las	obligaciones	 sociales
contraídas	antes	de	la	escisión.
Ley	26887.
ART.	386.—Cambio	en	la	responsabilidad	de	los	socios.	Es	aplicable	a	la
escisión	 que	 origine	 cambios	 en	 la	 responsabilidad	 de	 los	 socios	 o
accionistas	de	las	sociedades	participantes	lo	dispuesto	en	el	artículo	334.
Ley	26887.
ART.	 387.—Otros	 derechos.	 Los	 titulares	 de	 derechos	 especiales	 en	 la
sociedad	que	se	escinde,	que	no	sean	acciones	o	participaciones	de	capital,
disfrutan	de	 los	mismos	derechos	en	 la	sociedad	que	 los	asuma,	salvo	que
presten	su	aceptación	expresa	a	cualquier	modificación	o	compensación	de
esos	 derechos.	 Si	 la	 aceptación	 proviene	 de	 acuerdo	 adoptado	 por	 la
asamblea	que	reúna	a	los	titulares	de	dichos	derechos,	es	de	cumplimiento
obligatorio	para	todos	ellos.
Ley	26887.
ART.	 388.—Escisión	 de	 sociedades	 en	 liquidación.	 Es	 aplicable	 a	 la
escisión	de	sociedades	en	liquidación	lo	dispuesto	en	el	artículo	342.
Ley	26887.
ART.	389.—Responsabilidad	después	de	 la	escisión.	Desde	 la	 fecha	 de
entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 escisión,	 las	 sociedades	 beneficiarias	 responden
por	las	obligaciones	que	integran	el	pasivo	del	bloque	patrimonial	que	se	les
ha	traspasado	o	han	absorbido	por	efectos	de	la	escisión.
Las	sociedades	escindidas	que	no	se	extinguen,	sólo	responden	frente	a	las
sociedades	 beneficiarias	 por	 el	 saneamiento	de	 los	 bienes	 que	 integran	 el
activo	del	bloque	patrimonial	transferido,	pero	no	por	las	obligaciones	que
integran	el	pasivo	de	dicho	bloque.
Estos	casos	admiten	pacto	en	contrario.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 129.—Inscripciones	 de	 transferencia	 de	 los	 bienes	 y	 derechos
que	 integran	 el	 bloque	 patrimonial	 transferido.	 En	 mérito	 a	 la
inscripción	de	la	escisión,	puede	solicitarse	la	inscripción	de	la	transferencia
de	los	bienes	y	derechos	que	integran	los	patrimonios	transferidos,	aunque
aquellos	no	consten	expresamente	en	la	escritura	pública	de	escisión.
Cuando	 los	 bienes	 y	 derechos	 se	 encuentren	 inscritos	 en	 oficinas
registrales	 distintas	 a	 las	 oficinas	 en	 donde	 se	 inscribieron	 los	 actos
relativos	a	la	escisión,	las	inscripciones	se	harán	en	mérito	a	la	copia	literal
de	 la	 partida	 registral	 donde	 conste	 la	 inscripción	 de	 la	 escisión	 y	 del
respectivo	título	archivado	o	al	instrumento	público	notarial	que	contiene	la
escisión	con	la	constancia	de	su	inscripción.
Ley	26887.
ART.	390.—Pretensión	de	nulidad	de	la	escisión.	La	pretensión	 judicial
de	nulidad	contra	una	escisión	inscrita	en	el	registro	se	rige	por	lo	dispuesto
para	la	fusión	en	los	artículos	366	y	365.
TÍTULO	IV
OTRAS	FORMAS	DE	REORGANIZACIÓN
Ley	26887.
ART.	391.—Reorganización	 simple.	 Se	 considera	 reorganización	 el	 acto
por	 el	 cual	 una	 sociedad	 segrega	 uno	 o	 más	 bloques	 patrimoniales	 y	 los
aporta	a	una	o	más	sociedades	nuevas	o	existentes,	 recibiendo	a	cambio	y
conservando	en	su	activo	las	acciones	o	participaciones	correspondientes	a
dichos	aportes.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 130.—Contenido	 de	 la	 escritura	 pública.	 La	 escritura	 pública	 de
reorganización	 simple	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 391	 de	 la	 ley	 debe
contener:
a)	Los	avisos	de	convocatoria,	en	la	forma	prevista	en	el	artículo	38	de	este
reglamento	 publicados	 con	 una	 anticipación	 no	menor	 de	 tres	 días,	 salvo
que	se	trate	de	juntas	universales	o	que	exista	un	plazo	mayor	establecido
en	el	estatuto	de	la	respectiva	sociedad	participante;
b)	Los	acuerdos	de	las	juntas	generales	de	las	sociedades	participantes	que
aprueben	e	identifiquen	la	reorganización	simple	de	manera	expresa;
c)	La	fecha	de	su	entrada	en	vigencia;
d)	 La	 declaración	del	 gerente	 general,	 del	 administrador	 o	 de	 la	 persona
autorizada	de	haber	recibido	el	bloque	patrimonial	aportado,	incluyendo	los
bienes,	derechos,	obligaciones	y	garantías	que	lo	integran;
e)	El	Informe	de	valorización	con	los	datos	que	exige	el	artículo	27	de	la	ley,
incluyendo	 el	 valor	 total	 de	 los	 activos,	 de	 los	 pasivos	 y	 el	 valor	 neto	 del
bloque	patrimonial	que	se	transfiere.	Si	el	bloque	patrimonial	está	integrado
por	pasivos	y	garantías,	el	informe	tendrá	igual	contenido;
f)	 En	 caso	 que	 sea	 positivo	 el	 valor	 neto	 del	 bloque	 patrimonial	 que	 se
aporta,	 el	 monto	 en	 que	 se	 aumenta	 el	 capital	 social	 de	 la	 sociedad	 que
recibe	el	aporte	y	el	número	de	las	acciones	o	participaciones	que	emitirá.
En	caso	que	dicho	valor	sea	negativo	se	dejará	constancia	del	mismo	y	esa
circunstancia	 producirá	 que	 no	 se	 aumente	 el	 capital	 de	 la	 sociedad
receptora	del	bloque	patrimonial	aportado;
g)	El	acta	de	la	sociedad	receptora	del	bloque	patrimonial	debe	contener	el
reconocimiento	 y	 las	 disposiciones	 para	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 a	 que	 se
refiere	el	segundo	párrafo	del	artículo	213	de	 la	 ley,	salvo	que	 la	sociedad
aportante	de	dicho	bloque	no	sea	accionista	o	socia	de	la	primera;
h)	En	su	caso,	el	pacto	social	y	el	estatuto	de	la	nueva	sociedad	constituida
por	la	reorganización	simple;	y,
i)	Los	demás	pactos	que	las	sociedades	participantes	estimen	pertinente.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	131.—No	exigencia	de	la	constancia	de	oposición	de	acreedores.
Para	la	inscripción	de	la	reorganización	simple	no	se	exigirá	la	constancia	de
no	haberse	formulado	oposición	por	los	acreedores.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 132.—Constitución	 de	 una	 nueva	 sociedad	 por	 reorganización
simple.	 Si	 la	 reorganización	 simple	 diera	 lugar	 a	 la	 constitución	 de	 una
nueva	 sociedad	 se	 abrirá	 para	 ésta	 una	 partida	 registral,	 y	 se	 dejara
constancia	en	el	primer	asiento	de	inscripción	de	la	información	exigida	por
la	ley	para	la	forma	societaria	adoptada,	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de
la	reorganización,	la	identificación	de	la	o	las	sociedades	reorganizadas,	sus
partidas	registrales,	y	cualquier	otra	información	que	el	registrador	juzgue
relevante,	siempre	que	aparezca	en	el	título	que	da	mérito	a	la	inscripción.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 133.—Reorganización	 simple	 de	 sociedades	 con	 domicilios
distintos.	 Si	 las	 sociedades	 participantes	 en	 la	 reorganización	 simple
estuvieran	 inscritas	 en	 varias	 oficinas	 registrales,	 serán	 de	 aplicación	 los
artículos	122	y	128	de	este	reglamento,	en	lo	que	corresponda.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 134.—Inscripciones	 de	 transferencia	 de	 los	 bienes	 y	 derechos
que	integran	el	bloque	patrimonial	aportado.	En	mérito	a	la	inscripción
de	 la	 reorganización	 simple,	 puede	 solicitarse	 la	 inscripción	 de	 la
transferencia	 de	 los	 bienes	 y	 derechos	 que	 integran	 los	 patrimonios
transferidos,	 aunque	 aquéllos	 no	 consten	 expresamente	 en	 la	 escritura
pública	de	reorganización	simple.
Cuando	 los	 bienes	 y	 derechos	 se	 encuentren	 inscritos	 en	 oficinas
registrales	 distintas	 a	 las	 oficinas	 en	 donde	 se	 inscribieron	 los	 actos
relativos	a	la	reorganización	simple,	las	inscripciones	se	harán	en	mérito	a
la	 copia	 literal	 de	 la	 partida	 registral	 donde	 conste	 la	 inscripción	 de	 la
reorganización	 simple	 y	 del	 respectivo	 título	 archivado	 o	 al	 instrumento
público	 notarial	 que	 contiene	 la	 reorganización	 con	 la	 constancia	 de	 su
inscripción.
JURISPRUDENCIA.—La	cesión	de	posición	contractual,	a	diferencia	de	la
transmisión	 de	 empresa,	 exige	 contar	 con	 la	 conformidad	 del
trabajador.	 “Diferencias	 entre	 la	 cesión	 de	 posición	 contractual	 y	 la
transmisión	de	empresas	en	el	ámbito	laboral	(...)	nos	conlleva	a	afirmar	(...)
que	 existen	 dos	 supuestos	 de	 subrogación	 patronal:	 el	 primero,	 que	 se
transfiera	al	trabajador	mediante	la	figura	de	cesión	de	posición	contractual,
y	 segundo,	 que	 se	 transfiera	 al	 trabajador	 en	 el	 marco	 de	 un	 proceso	 de
reestructuración	patrimonial	a	través	del	mecanismo	de	la	transmisión	de	la
empresa.	 (...)	 para	 la	 primera	 de	 las	 fórmulas	 citadas,	 se	 aplica
supletoriamente	 el	 artículo	 1435	 del	 Código	 Civil,	 referido	 a	 la	 cesión	 de
posición	 contractual,	 en	 cuyo	 caso,	 de	 conformidad	 con	 dicho	 dispositivo
legal	 se	 requiere	 que	 la	 otra	 parte	 (trabajador	 cedido)	 preste	 su
conformidad;	se	señala	que	la	ventaja	para	el	trabajador	cedido	es	que	tras
su	consentimiento	el	nuevo	empleador	asumiría	el	conjunto	de	obligaciones
y	cargas	laborales	impuestas	al	anterior	empleador	a	tenor	del	contrato	de
trabajo	celebrado	en	su	momento	con	el	trabajador	transferido;	aquí	lo	que
ocurre	es	que	el	trabajador	pasa	de	una	empresa	a	otra,	que	a	su	vez	tienen
titulares	 diferentes.	 En	 lo	 que	 concierne	 a	 la	 segunda	 de	 las	 fórmulas
mencionadas,	 esto	 es,	 transmisión	 de	 empresa,	 como	 ya	 se	 ha	 indicado
líneas	 arriba,	 se	 produce	 un	 cambio	 de	 titular,	 manteniéndose	 la	 misma
empresa,	 con	 sus	 elementos	 patrimoniales	 y	 personales,	 cambiando
únicamente	 el	 titular	 de	 la	misma:	 cabe	 resaltar,	 que	 para	 que	 opere	 esta
figura	 societaria,	 no	 es	 necesario	 el	 consentimiento	 del	 trabajador	 de	 la
empresa	 originaria,	 toda	 vez	 que	 el	 traspaso	 de	 trabajadores	 en	 dicho
escenario	 resulta	 imperativo	 para	 que	 la	 unidad	 económica	 y	 social
(empresa)	continúe	desarrollando	su	actividad	productiva,	esto	implica	que
la	incorporación	del	trabajador	en	la	planilla	del	nuevo	titular	de	la	misma
sea	una	consecuencia	necesaria	y	razonable	para	la	eficacia	del	acto	jurídico
válidamente	celebrado.	(...).
Todo	ello	nos	lleva	a	discernir,	que	para	que	una	transmisión	empresarial
resulte	 válida	 y	 conforme	 los	 principios	 laborales	 y	 constitucionales,	 es
requisito	 que	 la	 misma	 no	 contenga	 intrínsecamente	 un	 fraude	 para	 los
derechos	 de	 los	 trabajadores	 involucrados;	 en	 dicha	 medida,	 el	 nuevo
empleador	deberá	 respetar	 todos	 los	derechos	 laborales,	 ya	 sea	de	origen
legal	 o	 convencional,	 que	 los	 trabajadores	 gozaban	 con	 la	 empleadora
originaria,	 lo	 cual	 incluye	 además	 el	 respeto	 de	 las	 condiciones	 bajo	 las
cuales	 se	 prestaban	 los	 servicios”.	 (CS,	 Cas.	 Lab.	 1162-2013-Junín,	 set.
30/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
Ley	26887.
ART.	 392.—Otras	 formas	 de	 reorganización.	 Son	 también	 formas	 de
reorganización	societaria:
1.	 Las	 escisiones	múltiples,	 en	 las	 que	 intervienen	 dos	 o	más	 sociedades
escindidas;
2.	 Las	 escisiones	 múltiples	 combinadas	 en	 las	 cuales	 los	 bloques
patrimoniales	de	las	distintas	sociedades	escindidas	son	recibidos,	en	forma
combinada,	 por	 diferentes	 sociedades,	 beneficiarias	 y	 por	 las	 propias
escindidas;
3.	 Las	 escisiones	 combinadas	 con	 fusiones,	 entre	 las	 mismas	 sociedades
participantes;
4.	Las	escisiones	y	fusiones	combinadas	entre	múltiples	sociedades;	y,
5.	Cualquier	otra	operación	en	que	se	combinen	transformaciones,	fusiones
o	escisiones.
Ley	26887.
ART.	393.—Operaciones	simultáneas.	Las	reorganizaciones	referidas	en
los	artículos	anteriores	se	realizan	en	una	misma	operación,	sin	perjuicio	de
que	 cada	 una	 de	 las	 sociedades	 participantes	 cumpla	 con	 los	 requisitos
legales	prescritos	por	la	presente	ley	para	cada	uno	de	los	diferentes	actos
que	 las	 conforman	 y	 de	 que	 de	 cada	 uno	 de	 ellos	 se	 deriven	 las
consecuencias	que	les	son	pertinentes.
Ley	26887.
ART.	 394.—Reorganización	 de	 sociedades	 constituidas	 en	 el
extranjero.	Cualquier	sociedad	constituida	y	con	domicilio	en	el	extranjero,
siempre	que	 la	 ley	no	 lo	prohíba,	puede	radicarse	en	el	Perú,	conservando
su	personalidad	 jurídica	y	 transformándose	y	adecuando	su	pacto	social	y
estatuto	a	la	forma	societaria	que	decida	asumir	en	el	Perú.	Para	ello,	debe
cancelar	 su	 inscripción	 en	 el	 extranjero	 y	 formalizar	 su	 inscripción	 en	 el
registro.
C.	C.
ART.	 2029.—Personas	 jurídicas	 constituidas	 en	 el	 extranjero.	 Las
personas	 jurídicas	constituidas	en	el	extranjero	se	 inscriben	en	el	 registro
correspondiente	del	lugar	que	señalen	como	domicilio	en	el	país.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	135.—Contenido	de	 la	escritura	pública.	Para	 la	 inscripción	de	 la
reorganización	de	sociedades	constituidas	en	el	extranjero,	se	presentarán
los	partes	de	la	escritura	pública	extendida	ante	notario	o	cónsul	peruanos,
que	deberá	contener	el	texto	de	la	resolución	o	acta	emitido	por	el	órgano
competente,	con	los	siguientes	acuerdos:
a)	La	decisión	de	radicar	en	el	Perú	y	transformarse;
b)	 La	 adopción	de	 la	 forma	 societaria	 escogida,	 conforme	a	 la	 legislación
peruana;	la	adecuación	del	pacto	social	y	el	texto	del	estatuto.
c)	 La	 designación	 de	 la	 persona	 autorizada	 para	 suscribir	 la	minuta	 y	 la
escritura	pública	en	el	Perú,	que	 formalizará	el	acuerdo	de	reorganización
de	sociedad;	y,
d)	 La	 decisión	 de	 solicitar	 al	 registro	 del	 país	 de	 origen	 o	 institución
análoga	 al	 registro,	 la	 cancelación	 de	 su	 inscripción	 después	 de	 que	 el
registro	efectúe	la	anotación	preventiva	de	la	reorganización	de	sociedad.
Se	 acompañará	 a	 la	 escritura	 pública,	 en	 forma	 de	 inserto	 o	 anexo,	 el
documento	que	acredite	la	vigencia	de	la	sociedad	en	el	extranjero.
No	se	exigirá	 la	 inserción	del	pacto	social	en	 la	 resolución	o	acta	emitida
por	 la	 sociedad,	 sino	 únicamente	 en	 la	 escritura	 pública,	 cuyos	 partes
notariales	 se	 presenten	 a	 inscripción,	 siempre	 que	 se	 haya	 delegado	 la
facultad	correspondiente	para	la	redacción	y	aprobación	del	mismo.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 136.—Apertura	 preventiva	 de	 partida	 registral.	 La	 escritura
pública	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior	da	lugar	a	la	apertura	preventiva
de	 una	 partida	 registral,	 según	 corresponda	 a	 la	 forma	 escogida	 por	 la
sociedad.	En	el	asiento	registral	se	indicará	el	plazo	de	su	vigencia,	además
de	las	fechas	y	datos	de	los	documentos	exigidos	en	el	artículo	precedente	y
los	pertinentes	a	la	forma	societaria	elegida	por	la	sociedad	que	radicará	en
el	Perú.
La	sociedad	dispondrá	de	un	plazo	de	seis	meses,	contados	desde	la	fecha
de	 la	 apertura	 preventiva	 de	 la	 partida,	 para	 presentar	 el	 documento	 que
acredite	la	cancelación	de	su	inscripción	en	el	registro	del	país	de	origen	o
institución	análoga	al	registro,	indicando	la	fecha	de	cancelación.
No	procederá	abrir	la	partida	preventiva	si	consta	que	la	cancelación	de	la
inscripción	 en	 el	 país	 de	 origen	 se	 ha	 producido	 en	 fecha	 anterior	 a	 la
presentación	de	la	escritura	pública,	a	que	se	refiere	el	artículo	135	de	este
reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	137.—Extinción	de	la	apertura	preventiva	de	partida	registral.	Si
venciera	 el	 plazo,	 sin	 que	 la	 sociedad	 haya	 cumplido	 con	 presentar	 el
documento	 exigido	 por	 el	 artículo	 136	 de	 este	 reglamento,	 caduca	 la
apertura	preventiva	de	la	partida.	Queda	a	salvo	el	derecho	de	terceros	para
actuar	conforme	a	las	normas	de	la	Sección	Quinta	del	Libro	IV	de	la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 138.—Inscripción	 definitiva.	 Si	 se	 presentara	 oportunamente	 el
documento	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior,	 la	partida	se	convertirá	en
definitiva,	dejándose	constancia	en	ella	de	lo	siguiente:
a)	La	 fecha	en	que	se	ha	cancelado	 la	 inscripción	en	el	 registro	o	entidad
análoga	en	el	país	de	origen;	y,
b)	 El	 nombre	 de	 la	 entidad	 que	 otorga	 la	 constancia	 de	 cancelación	 y	 la
fecha	de	expedición	de	ésta.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	139.—Retroactividad	de	los	efectos	de	la	inscripción.	Los	efectos
de	la	inscripción	de	la	sociedad	se	retrotraen	a	la	fecha	de	la	cancelación	de
su	inscripción	en	el	registro	o	institución	análoga	en	el	país	de	origen.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 “redomicilio”	 importa	 mantener	 la
personalidad	jurídica	de	la	sociedad	extranjera.	“1.	El	artículo	394	de	 la
Ley	 General	 de	 Sociedades	 (...)	 De	 acuerdo	 con	 el	 precitado	 artículo	 las
personas	jurídicas	constituidas	en	el	extranjero	podrán	domiciliar	en	el	país
siempre	 que	 la	 legislación	 del	 país	 de	 origen	 permita	 su	 redomicilio	 y	 no
exista	norma	expresa	en	nuestra	legislación	que	impida	su	radicación	en	el
país.
Para	ello,	deberá	adecuar	su	pacto	social	y	estatuto	a	la	legislación	peruana
adoptando	alguna	de	las	formas	de	los	tipos	societarios	regulados	en	la	Ley
General	de	Sociedades.
Ahora,	 la	 norma	 en	 mención	 expresa	 que	 el	 redomicilio	 importa	 el
mantenimiento	 de	 la	 personalidad	 jurídica	 de	 la	 sociedad	 extranjera.	 En
efecto,	 el	 procedimiento	 establecido	 en	 el	 Reglamento	 de	 Registro	 de
Sociedades,	 al	 establecer	una	anotación	preventiva	de	apertura	de	partida
registral	 e	 inscripción	 definitiva	 en	 virtud	 de	 documento	 que	 acredite	 la
cancelación	de	su	inscripción	en	el	registro	del	país	de	origen	o	institución
análoga	 del	 registro	 en	 el	 país	 de	 origen,	 tiene	 por	 finalidad	mantener	 la
personalidad	jurídica	de	la	sociedad	extranjera	que	se	reorganiza”.	(Sunarp,
R.	1200-2014-Sunarp-TR-L,	jun.	27/2014.	V.	P.	Rocío	Zulema	Peña	Fuentes)
Ley	26887.
ART.	395.—Reorganización	de	la	sucursal	de	una	sociedad	constituida
en	 el	 extranjero.	 La	 sucursal	 establecida	 en	 el	 Perú	 de	 una	 sociedad
constituida	 en	 el	 extranjero	 puede	 reorganizarse;	 así	 como	 ser
transformada	para	constituirse	en	el	Perú	adoptando	alguna	de	 las	 formas
societarias	reguladas	por	esta	ley,	cumpliendo	los	requisitos	legales	exigidos
para	ello	y	formalizando	su	inscripción	en	el	registro.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	140.—Ámbito.	Para	efectos	registrales,	la	sucursal	en	el	Perú	de	una
sociedad	constituida	en	el	extranjero,	a	que	se	refiere	el	artículo	395	de	la
ley,	puede	 reorganizarse,	por	decisión	de	 la	 sociedad	matriz,	mediante	 las
siguientes	formas:
a)	Transformación	de	la	sucursal;
b)	Reorganización	simple;
c)	 Fusión	 por	 absorción	 en	 la	 cual	 la	 sucursal	 absorbe	 a	 una	 o	 más
sociedades;
d)	Escisión	del	patrimonio	de	la	sucursal,	ya	sea	mediante	la	transferencia
de	 uno	 o	más	 bloques	 patrimoniales	 a	 una	 o	más	 sociedades	 existentes	 o
que	 se	 constituyan	 para	 al	 efecto	 o	 la	 transferencia	 de	 bloques
patrimoniales	a	favor	de	otra	sucursal;
e)	 Cualquier	 otra	 operación	 en	 que	 se	 combinen	 transformaciones,
fusiones	o	escisiones.
Cuando	 la	 reorganización	 involucre	 no	 sólo	 el	 patrimonio	 de	 la	 sucursal,
sino	 también	 parte	 o	 todo	 el	 patrimonio	 de	 la	 principal	 no	 asignado	 a	 la
sucursal,	 se	 aplicará	 además	 el	 artículo	 406	 de	 la	 ley	 y	 las	 normas
pertinentes	del	presente	reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	141.—Acuerdo	o	decisión	del	órgano	 social	 competente.	Para	 la
inscripción	 de	 la	 reorganización	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior,	 se
requiere	que	ella	sea	acordada	o	decidida	por	el	órgano	social	competente
de	la	sociedad	principal.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 142.—Requisitos	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 transformación.	 La
inscripción	de	la	transformación	de	la	sucursal	requiere	la	presentación	de
la	escritura	pública	de	constitución	de	sociedad	por	la	transformación	de	la
sucursal,	otorgada	ante	notario	o	cónsul	peruanos,	que	deberá	contener	el
texto	 de	 la	 resolución	 o	 acta	 emitido	 por	 el	 órgano	 competente	 con	 los
siguientes	acuerdos:
a)	La	decisión	de	transformar	a	la	sucursal	en	el	Perú;	y,
b)	 La	 adopción	 de	 la	 forma	 societaria	 escogida,	 con	 inclusión	 del	 pacto
social	y	del	estatuto.
Se	 acompañará	 a	 la	 escritura	 pública,	 en	 forma	 de	 inserto	 o	 anexo,	 el
documento	que	acredite	la	vigencia	de	la	sociedad	en	el	extranjero.
No	se	exigirá	la	inserción	del	pacto	social	en	la	resolución	sino	únicamente
en	 la	escritura	pública,	 cuyos	partes	notariales	 se	presenten	a	 inscripción,
siempre	que	se	haya	delegado	la	facultad	correspondiente	para	la	redacción
y	aprobación	del	mismo.
En	la	escritura	pública	deberán	intervenir	además	de	la	sociedad	principal,
el	o	los	nuevos	socios,	comprobándose,	cuando	corresponda,	la	efectividad
de	los	aportes,	con	arreglo	a	las	normas	pertinentes	de	este	reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 143.—Contenido	 del	 asiento	 de	 inscripción	 en	 caso	 de
transformación.	 La	 inscripción	 de	 la	 constitución	 de	 la	 sociedad	 por
transformación	 de	 una	 sucursal	 establecida	 en	 el	 Perú	 de	 una	 sociedad
constituida	en	el	extranjero,	se	realiza	en	una	nueva	partida	registral	en	la
que	 se	 indicará	 la	 causa	 de	 la	 constitución,	 las	 anotaciones	 que
correspondan	a	la	forma	societaria	adoptada,	así	como	los	demás	datos	que
el	 registrador	 juzgue	 pertinentes,	 siempre	 que	 aparezca	 del	 título	 que	 da
mérito	a	la	inscripción.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 144.—Contenido	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 reorganización
simple.	 La	 inscripción	 de	 la	 reorganización	 simple	 de	 una	 sucursal	 en	 el
Perú	cuya	principal	es	una	sociedad	constituida	en	el	extranjero,	requiere	la
presentación	 de	 la	 escritura	 pública	 en	 la	 que	 se	 inserte	 el	 texto	 de	 la
resolución	 o	 acta	 emitida	 por	 el	 órgano	 competente	 que	 contenga	 las
condiciones	 de	 la	 reorganización	 simple,	 y	 se	 inserte	 o	 acompañe	 el
documento	que	acredite	la	vigencia	de	dicha	sociedad.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	145.—Contenido	de	la	escritura	pública	de	fusión.	La	 inscripción
de	 la	 fusión,	mediante	 la	 cual	 la	 sucursal	 establecida	en	el	Perú	absorbe	a
una	 o	más	 sociedades,	 requiere	 la	 presentación	de	 la	 escritura	 pública	 de
fusión	 en	 la	 que	 se	 inserte	 el	 texto	 de	 la	 resolución	 o	 acta	 emitida	 por	 el
órgano	competente	que	contenga	las	condiciones	de	la	fusión,	y	se	inserte	o
acompañe	 el	 documento	 que	 acredite	 la	 vigencia	 de	 la	 principal	 en	 el
extranjero.
La	escritura	pública	de	 fusión	deberá	contener	 los	 requisitos	que	 la	 ley	y
este	 reglamento	 establecen	para	 la	 fusión	de	 sociedades	 en	 lo	que	 resulte
pertinente.
SECCIÓN	TERCERA
SUCURSALES
Ley	26887.
ART.	 396.—Concepto.	 Es	 sucursal	 todo	 establecimiento	 secundario	 a
través	 del	 cual	 una	 sociedad	 desarrolla,	 en	 lugar	 distinto	 a	 su	 domicilio,
determinadas	 actividades	 comprendidas	 dentro	 de	 su	 objeto	 social.	 La
sucursal	 carece	de	personería	 jurídica	 independiente	de	 su	principal.	 Está
dotada	de	representación	legal	permanente	y	goza	de	autonomía	de	gestión
en	 el	 ámbito	 de	 las	 actividades	 que	 la	 principal	 le	 asigna,	 conforme	 a	 los
poderes	que	otorga	a	sus	representantes.
JURISPRUDENCIA.—Para	 ejecutar	 un	 título	 valor	 girado	 a	 favor	 de	 la
sociedad	principal	extranjera,	 la	sucursal	no	requiere	un	endoso	en	su
favor.	 “Decimosegundo.-	Que,	 en	 un	 primer	 extremo	 de	 la	 denuncia	 por
inaplicación	normativa	que	se	detalla	en	el	recurso	de	casación	de	fojas	235,
se	refiere	la	omisión	de	los	artículos	15,	20	inciso	4	y	26	de	la	Ley	de	Títulos
Valores	 Nº	 16587,	 en	 el	 análisis	 jurídico	 efectuado	 por	 las	 instancias	 de
mérito	para	definir	la	legitimidad	cambiaria	de	la	accionante	(...)	en	cuanto
pretende	 el	 cobro	 de	 una	 acreencia	 a	 favor	 de	 (...),	 señalando	 que	 para
obtener	 la	 legitimidad,	 tratándose	del	pagaré	de	un	título	valor	a	 la	orden,
previamente	debía	existir	un	endoso	a	favor	de	la	demandante;
Decimotercero.-	Que,	el	artículo	15	de	la	Ley	de	Títulos	Valores	Nº	16587
(aplicable	ultractivamente)	señala,	en	su	primera	parte,	que	el	 título	valor
debe	 ser	presentado	por	 su	 ‘tenedor	 legítimo’	para	 exigir	 las	prestaciones
que	en	él	se	expresan.	No	debe	confundirse	al	tenedor	legítimo	con	el	titular
del	derecho,	aunque	es	factible	que	ambas	calidades	concurran	respecto	de
una	misma	persona;	 así,	Remigio	Pino	Carpio	 refiere:	 ‘Es	 tenedor	 legítimo
quien	posee	el	 título	por	haber	 llegado	a	 su	poder	 conforme	a	 las	normas
establecidas	 por	 la	 ley	 (...).	 Es	 titular	 del	 derecho	 la	 persona	 a	 quien
corresponde	 el	 crédito,	 mercadería,	 acción	 de	 una	 sociedad,	 etc.	 que
representa	al	título	valor	legítimamente	creado	y	emitido	(...).	Cuando	este
no	transfiere	la	tenencia	del	título	valor	entonces	están	superpuestas	en	la
misma	 persona	 la	 legítima	 posesión	 y	 la	 titularidad	 del	 derecho’	 (Ley	 Nº
16587	 sobre	 Títulos	 Valores.	 Su	 estudio	 doctrinario,	 comentado	 y
concordado.	Lima,	Editorial	Jurídica,	1970,	págs.	48	y	49)”.	(Cas.	526-2004-
Lima.	31.05	2005)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Definición	 de	 sucursal.	 “Las	 sucursales	 se
encuentran	reguladas	en	los	artículos	396	y	siguientes	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	 definidas	 como	 todo	 establecimiento	 secundario	 a	 través	 del
cual	una	sociedad	desarrolla,	en	lugar	distinto	a	su	domicilio,	determinadas
actividades	comprendidas	dentro	de	su	objeto	social,	estableciéndose	en	el
artículo	 403	 un	 régimen	 especial	 para	 la	 sucursal	 en	 el	 Perú	 de	 las
sociedades	 constituidas	 y	 con	 domicilio	 en	 el	 extranjero”.	 (R.	 319-1999-
ORLC/TR.	25.11.99)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	 relación	 entre	matriz	 y	 sucursal	 es	 una
relación	de	identidad	antes	que	de	participación.	“Para	Elías	Laroza,	una
filial	 o	 subsidiaria	 posee	 personería	 jurídica	 propia	 a	 diferencia	 de	 la
sucursal,	esto	determina	que	la	filial	sea	una	sociedad	distinta	a	la	matriz,	a
pesar	 que	 ésta	 tenga	 una	 participación	 dominante	 en	 la	 primera.	 Si	 bien
ambas	sociedades	(filial	y	matriz)	se	encuentran	comprendidas,	dentro	de	lo
que	la	doctrina	se	conoce	como	un	grupo	de	sociedades,	no	se	puede	dudar
de	 su	 independencia	 como	 sujetos	 de	 derecho.	 La	 sucursal,	 no	 es	 una
persona	 jurídica	 distinta	 de	 la	 principal	 no	 es	 una	 entidad	 en	 la	 que	 la
principal	 tenga	participación.	La	relación	entre	principal	y	sucursal	es	una
relación	de	identidad	antes	de	participación.
De	acuerdo	a	 lo	planteado	por	 el	 autor,	 la	 filial	 posee	personería	 jurídica
propia	 y	 si	 bien,	 tanto	 filial	 como	matriz	 conforman	 un	 grupo,	 no	 puede
desconocerse	que	cada	una	es	un	sujeto	de	derecho”.	(Sunarp,	R.	104-2014-
Sunarp-TR-L,	ene.	17/2014.	V.	P.	Elena	Rosa	Vásquez	Torres)
COMENTARIO.—El	Diccionario	de	Ciencias	Jurídicas,	Políticas,	Sociales	y	de
Economía	caracteriza	a	la	sucursal	como	el	“establecimiento	que,	situado	en
distinto	 lugar	 que	 la	 central	 de	 la	 cual	 depende,	 desempeña	 las	 mismas
funciones	 que	 ésta”,	 añadiendo	 que	 “no	 tiene	 patrimonio	 ni	 personalidad
propios	 y	 lleva	 el	 nombre	 de	 la	 empresa	 principal”	 (De	 Santo,	 Víctor.
Diccionario	de	Ciencias	Jurídicas,	Políticas,	Sociales	y	de	Economía.	Buenos
Aires,	 Editorial	 Universidad,	 1996,	 p.	 816).	 Desde	 una	 perspectiva	 más
integral,	estamos	ante	una	unidad	empresarial	cuya	manifestación	práctica
mercantil	 se	 realiza	porque	su	giro,	 su	dirección	y	administración,	 su	vida
jurídica	 y	 su	 patrimonio	 dependen	 y	 forman	 parte	 integrante	 de	 la	 casa
matriz.
En	suma,	es	fácilmente	deducible	que	la	sucursal	es	una	mera	extensión	de
la	sociedad	principal,	por	lo	cual	carece	de	todo	atributo	que	normalmente
se	 le	 confiere	 a	 las	 personas	 jurídicas	 (tales	 como:	 denominación,	 objeto,
personalidad	jurídica,	etc.)	al	no	constituir	un	sujeto	de	derecho	distinto	del
cual	depende	jurídica	y	económicamente.	Por	tanto,	no	es	equiparable	a	 la
subsidiaria,	en	 tanto	ésta	siempre	presupone	 la	existencia	de	un	grupo	de
sociedades,	mientras	que	la	sucursal	es	ajena	a	tal	situación	empresarial.
Nuestra	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 a	 diferencia	 de	 su	 antecesora,	 ha
brindado	una	definición	 legal	expresa	de	 la	sucursal,	prescribiendo	que	es
“todo	establecimiento	secundario	a	través	del	cual	una	sociedad	desarrolla,
en	 lugar	 distinto	 a	 su	 domicilio,	 determinadas	 actividades	 comprendidas
dentro	de	su	objeto	social”,	 subrayando	que	aquella	 “carece	de	personería
jurídica	independiente	de	su	principal”.
Ley	26887.
ART.	 397.—Responsabilidad	 de	 la	 principal.	 La	 sociedad	 principal
responde	 por	 las	 obligaciones	 de	 la	 sucursal.	 Es	 nulo	 todo	 pacto	 en
contrario.
Ley	26887.
ART.	 398.—Establecimiento	 e	 inscripción	 de	 la	 sucursal.	 A	 falta	 de
norma	 distinta	 del	 estatuto,	 el	 directorio	 de	 la	 sociedad	 decide	 el
establecimiento	de	su	sucursal.	Su	inscripción	en	el	registro,	tanto	del	lugar
del	domicilio	de	la	principal	como	del	de	funcionamiento	de	la	sucursal,	se
efectúan	 mediante	 copia	 certificada	 del	 respectivo	 acuerdo	 salvo	 que	 el
establecimiento	de	la	sucursal	haya	sido	decidido	al	constituirse	la	sociedad,
en	cuyo	caso	la	sucursal	se	inscribe	por	el	mérito	de	la	escritura	pública	de
constitución.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 148.—Contenido	 del	 asiento	 de	 inscripción.	 En	 el	 asiento	 de
inscripción	 de	 la	 sucursal	 de	 una	 sociedad	 constituida	 en	 el	 Perú	 deberá
constar	lo	siguiente:
a)	 El	 acuerdo	 de	 establecimiento	 de	 sucursal	 y	 la	 mención	 que	 la
identifique	como	tal;
b)	Denominación	o	razón	social	de	la	sociedad	principal	y	la	indicación	de
su	partida	registral	en	la	oficina	registral	correspondiente;
c)	Nombre	y	documento	de	identidad	del	representante	legal	permanente	y
sus	 facultades.	 Si	 hubiere	más	 de	 uno,	 la	misma	 información	 respecto	 de
cada	uno	de	ellos;
d)	Las	actividades	a	desarrollarse;	y,
e)	Cualquier	otra	información	que	el	registrador	estime	relevante,	siempre
que	aparezca	del	título.
Ley	26887.
ART.	 399.—Representación	 legal	 permanente	 de	 la	 sucursal.	 El
acuerdo	 de	 establecimiento	 de	 la	 sucursal	 contiene	 el	 nombramiento	 del
representante	legal	permanente	que	goza,	cuando	menos,	de	las	facultades
necesarias	 para	 obligar	 a	 la	 sociedad	 por	 las	 operaciones	 que	 realice	 la
sucursal	 y	 de	 las	 generales	 de	 representación	 procesal	 que	 exigen	 las
disposiciones	 legales	 correspondientes.	 Las	 demás	 facultades	 del
representante	legal	permanente	constan	en	el	poder	que	se	le	otorgue.	Para
su	ejercicio,	basta	la	presentación	de	copia	certificada	de	su	nombramiento
inscrito	en	el	registro.
C.	C.
ART.	 145.—Origen	 de	 la	 representación.	 El	 acto	 jurídico	 puede	 ser
realizado	mediante	representante,	salvo	disposición	contraria	de	la	ley.
La	facultad	de	representación	la	otorga	el	interesado	o	la	confiere	la	ley.
Ley	26887.
ART.	400.—Normas	aplicables	al	 representante.	El	 representante	 legal
permanente	de	una	sucursal	se	rige	por	las	normas	establecidas	en	esta	ley
para	 el	 gerente	 general	 de	una	 sociedad,	 en	 cuanto	 resulten	 aplicables.	Al
término	de	 su	 representación	por	 cualquier	 causa	y	 salvo	que	 la	 sociedad
principal	 tenga	 nombrado	 un	 sustituto,	 debe	 designar	 de	 inmediato	 un
representante	legal	permanente.
Ley	26887.
ART.	401.—Falta	de	nombramiento	del	representante	permanente.	Si
transcurren	noventa	días	de	vacancia	del	cargo	sin	que	la	sociedad	principal
haya	 acreditado	 representante	 legal	 permanente,	 el	 registro,	 de	 oficio	 o	 a
petición	de	parte	con	legítimo	interés	económico,	cancela	la	 inscripción	de
la	 sucursal.	 La	 cancelación	 de	 la	 inscripción	 de	 la	 sucursal	 no	 afecta	 a	 la
responsabilidad	 de	 la	 sociedad	 principal	 por	 las	 obligaciones	 de	 aquélla,
inclusive	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 haya	 ocasionado	 la	 falta	 de
nombramiento	de	representante	legal	permanente.
Ley	26887.
ART.	 402.—Cancelación	 de	 la	 sucursal.	 La	 sucursal	 se	 cancela	 por
acuerdo	del	órgano	social	 competente	de	 la	 sociedad.	 Su	 inscripción	 en	 el
registro	se	efectúa	mediante	copia	certificada	del	acuerdo	y	acompañando
un	 balance	 de	 cierre	 de	 operaciones	 de	 la	 sucursal	 que	 consigne	 las
obligaciones	 pendientes	 a	 su	 cargo	 que	 son	 de	 responsabilidad	 de	 la
sociedad.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 149.—Cancelación	 de	 la	 sucursal	 de	 sociedad	 constituida	 en	 el
Perú.	 Para	 la	 inscripción	 de	 la	 cancelación	 de	 la	 sucursal	 de	 la	 sociedad
constituida	en	el	Perú,	debe	presentarse	el	balance	de	cierre	de	operaciones
a	que	se	refiere	el	artículo	402	de	la	ley,	debidamente	suscrito	y	sellado	por
contador	público	colegiado	y	por	el	representante	legal	permanente.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	155.—Cancelación	de	sucursal.	Para	la	cancelación	de	la	inscripción
de	la	sucursal	por	aplicación	del	artículo	401	de	la	ley,	el	registrador	deberá
verificar	 que	 se	 ha	 producido	 alguna	 de	 las	 causales	 de	 vacancia
contempladas	 en	 el	 artículo	 157	de	 la	 ley	 y	 el	 transcurso	 del	 plazo	 de	 90
días,	que	se	computa	desde	la	inscripción	de	la	vacancia	en	el	registro.
Quien	 solicita	 la	 cancelación	 de	 la	 sucursal	 deberá	 presentar	 declaración
jurada	 con	 firma	 legalizada	 notarialmente,	 precisando	 el	 legítimo	 interés
económico	 que	 invoca.	 El	 registrador	 no	 asume	 responsabilidad	 por	 la
falsedad	 o	 inexactitud	 del	 interés	 alegado	 por	 el	 solicitante,	 aun	 cuando
hubiera	exigido	que	el	mismo	le	sea	comprobado.
Ley	26887.
ART.	403.—Sucursal	en	el	Perú	de	una	sociedad	extranjera.	La	sucursal
de	una	sociedad	constituida	y	con	domicilio	en	el	extranjero,	se	establece	en
el	 Perú	 por	 escritura	 pública	 inscrita	 en	 el	 registro	 que	 debe	 contener
cuando	menos:
1.	El	 certificado	de	vigencia	de	 la	 sociedad	principal	en	su	país	de	origen
con	la	constancia	de	que	su	pacto	social	ni	su	estatuto	le	impiden	establecer
sucursales	en	el	extranjero;
2.	Copia	del	pacto	social	y	del	estatuto	o	de	los	instrumentos	equivalentes
en	el	país	de	origen;	y,
3.	El	acuerdo	de	establecer	la	sucursal	en	el	Perú,	adoptado	por	el	órgano
social	 competente	 de	 la	 sociedad,	 que	 indique:	 el	 capital	 que	 se	 le	 asigna
para	 el	 giro	 de	 sus	 actividades	 en	 el	 país;	 la	 declaración	 de	 que	 tales
actividades	 están	 comprendidas	 dentro	 de	 su	 objeto	 social;	 el	 lugar	 del
domicilio	de	 la	 sucursal;	 la	designación	de	por	 lo	menos	un	representante
legal	permanente	en	el	país;	los	poderes	que	le	confiere;	y	su	sometimiento
a	 las	 leyes	 del	 Perú	 para	 responder	 por	 las	 obligaciones	 que	 contraiga	 la
sucursal	en	el	país.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 150.—Sucursal	 en	 el	 Perú	 de	 sociedad	 constituida	 en	 el
extranjero.	Para	 la	 inscripción	de	 la	 sucursal	de	una	 sociedad	constituida
en	 el	 extranjero,	 la	 correspondiente	 escritura	pública	deberá	 contener	 los
documentos	e	información	indicados	en	el	artículo	403	de	la	ley.
INSCRIPCIÓN	DE	PERSONAS	JURÍDICAS	EXTRANJERAS
R.	057-2002-Sunarp/SN.
ART.	 1°.—Inscripción	 de	 personas	 jurídicas	 constituidas	 en	 el
extranjero.	 Para	 la	 inscripción	 de	 personas	 jurídicas	 de	 derecho	 privado
constituidas	en	el	extranjero,	distintas	a	 las	sociedades	mencionadas	en	el
segundo	 párrafo	 del	 artículo	 21	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 y	 en	 los
literales	b	y	c	del	artículo	1°	del	Reglamento	del	Registro	de	Sociedades,	se
deberá	acompañar	los	siguientes	documentos:
a)	 Certificado	 de	 vigencia	 de	 la	 persona	 jurídica	 u	 otro	 documento
equivalente	expedido	por	un	funcionario	o	autoridad	competente	en	su	país
de	origen;	y,
b)	El	estatuto	o	los	instrumentos	equivalentes	en	su	país	de	origen.
R.	057-2002-Sunarp/SN.
ART.	2°.—Requisitos	para	 la	 inscripción	de	poderes.	La	 inscripción	de
los	 poderes	 otorgados	 por	 las	 personas	 jurídicas	 de	 derecho	 privado
constituidas	en	el	extranjero	a	que	se	refiere	el	artículo	1°	no	requiere	de	su
aceptación.	Para	dicha	inscripción	deberá	acompañarse	el	documento	a	que
se	refiere	el	inciso	a	del	artículo	anterior.
Adicionalmente,	se	deberá	presentar	alguno	de	los	siguientes	documentos:
a)	Declaración	 jurada	o	 certificación	expedida	por	un	representante	 legal
de	 la	 persona	 jurídica	 extranjera	 que	 cumpla	 las	 funciones	 de	 fedatario	 o
equivalente,	 en	 el	 sentido	 de	 que	 el	 otorgante	 del	 poder	 se	 encuentra
debidamente	facultado,	de	acuerdo	con	los	estatutos	de	la	persona	jurídica	y
las	leyes	del	país	en	que	dicha	persona	jurídica	fue	constituida,	para	actuar
como	representante	de	ésta	y	otorgar	poderes	a	su	nombre	en	los	términos
establecidos	en	el	título	materia	de	inscripción.
b)	 Certificación	 de	 la	 autoridad	 o	 funcionario	 extranjero	 competente,	 de
que	el	otorgante	del	poder	se	encuentra	debidamente	facultado,	de	acuerdo
con	el	estatuto	de	la	persona	jurídica	extranjera	y	las	leyes	del	país	en	que
dicha	persona	 jurídica	 fue	constituida,	para	actuar	como	representante	de
ésta	y	otorgar	poderes	a	su	nombre,	en	los	términos	establecidos	en	el	título
materia	de	inscripción.
c)	Cualquier	otro	documento	con	validez	jurídica	que	acredite	el	contenido
de	algunas	de	las	declaraciones	señaladas	en	los	literales	anteriores.
No	se	exigirá	el	documento	a	que	se	refiere	el	inciso	a	del	artículo	anterior
cuando,	 previa	 o	 simultáneamente,	 se	 inscriba	 el	 reconocimiento	 de	 la
persona	 jurídica,	 salvo	 que	 de	 los	 antecedentes	 registrales	 o	 del	 título
materia	 de	 calificación	 exista	 información	 a	 criterio	 del	 registrador	 para
presumir	la	no	vigencia	de	la	persona	jurídica.
El	registrador	tomará	en	cuenta	las	declaraciones	o	certificaciones	sobre	la
capacidad	 del	 poderdante	 que	 obren	 en	 los	 antecedentes	 registrales
siempre	que	la	acrediten	a	la	fecha	del	otorgamiento	del	poder.
R.	057-2002-Sunarp/SN.
ART.	 3°.—Contenido	 formal	 de	 las	 declaraciones	 juradas.	 Las
declaraciones	 juradas	 y	 certificaciones,	 a	 las	 que	 se	 refiere	 el	 artículo
anterior,	deberán	consignar	los	nombres	completos	de	los	declarantes	y	su
domicilio.
Las	 firmas	de	quienes	brindan	 las	declaraciones	 juradas	o	 certificaciones
deberán	 estar	 legalizadas	 ante	 notario,	 cónsul	 peruano	 o	 autoridad
extranjera	competente.
R.	057-2002-Sunarp/SN.
ART.	4°.—Oficina	registral	competente.	El	reconocimiento	de	la	persona
jurídica	y	sus	poderes	se	inscribirán	en	la	oficina	registral	correspondiente
al	lugar	que	su	representante	señale	como	domicilio	en	el	país	o	al	indicado
en	 el	 poder.	 Cuando	 no	 se	 hubiere	 señalado,	 se	 inscribirán	 en	 la	 Oficina
Registral	de	Lima.
R.	057-2002-Sunarp/SN.
ART.	 5°.—Derechos	 registrales.	 Precísese	 que	 los	 derechos	 por	 la
calificación	 de	 las	 solicitudes	 del	 reconocimiento	 de	 personas	 jurídicas	 e
inscripción	de	poderes	se	encuentran	comprendidos	en	los	rubros	A7	“Por
otros	 actos	 o	 contratos	 secundarios”	 y	 A5	 “Por	 directorios,	 poderes,
gerentes	y	demás	mandatarios”,	respectivamente,	de	la	sección	denominada
“Registro	 de	 Personas	 Jurídicas”	 de	 la	 Tabla	 de	 Derechos	 Registrales
aprobada	 por	 Resolución	 del	 Superintendente	 Nacional	 de	 los	 Registros
Públicos	Nº	013-2002-Sunarp/SN.
R.	057-2002-Sunarp/SN.
ART.	6°.—Alcances	de	la	responsabilidad	del	registrador.	El	registrador
deberá	 actuar	 con	 la	 debida	 diligencia,	 de	 acuerdo	 a	 sus	 funciones.	 No
asume	 responsabilidad	 por	 el	 contenido	 y	 alcances	 del	 poder,	 ni	 por	 la
firma,	 identidad,	 capacidad	o	 representación	del	 otorgante	del	poder	o	de
quien	brinda	la	declaración	jurada.
R.	057-2002-Sunarp/SN.
ART.	 7°.—Aplicación	 de	 la	 presente	 resolución.	 Esta	 disposición	 se
aplica	 en	 concordancia	 con	 lo	 regulado	 en	 el	 Reglamento	 General	 de	 los
Registros	Públicos	y	demás	normas	aplicables.
R.	057-2002-Sunarp/SN.
ART.	8°.—Vigencia.	La	presente	directiva	entrará	en	vigencia	al	sétimo	día
calendario	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 151.—Contenido	 del	 asiento	 de	 inscripción.	 En	 el	 asiento	 de
inscripción,	deberá	constar	lo	siguiente:
a)	El	acuerdo	de	establecimiento	de	la	sucursal	en	el	Perú;
b)	Denominación	o	razón	social	de	la	sociedad	constituida	en	el	extranjero;
c)	El	capital	asignado;
d)	El	lugar	de	domicilio	de	la	sucursal;
e)	Nombre	y	documento	de	identidad	del	representante	legal	permanente	y
sus	 facultades.	 Si	 hubiere	más	 de	 uno,	 la	misma	 información	 respecto	 de
cada	uno	de	ellos;
f)	Las	actividades	a	desarrollarse;	y,
g)	Cualquier	otra	información	que	el	registrador	estime	relevante,	siempre
que	aparezca	del	título.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 152.—Capital	 asignado.	 No	 es	 necesario	 acreditar	 al	 registro	 el
capital	asignado	a	la	sucursal	de	una	sociedad	constituida	en	el	extranjero.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	153.—Modificado.	R.	078-2002-Sunarp-SN,	Art.	1°.	Inscripción	de
poderes	 en	 la	 partida	 de	 la	 sucursal.	 Para	 la	 inscripción	 de	 poderes
otorgados	 por	 una	 sociedad	 constituida	 en	 el	 extranjero	 que	 deba
inscribirse	en	 la	partida	de	 su	 sucursal	 en	el	Perú,	 serán	de	aplicación	 los
artículos	 166	 y	 siguientes	 del	 Capítulo	 Sexto	 del	 Título	 Cuarto	 de	 este
reglamento.
Se	 requerirá	 el	 certificado	 de	 vigencia	 de	 la	 sociedad	 constituida	 en	 el
extranjero,	 cuando	 de	 los	 antecedentes	 registrales	 de	 la	 partida	 de	 la
sucursal	 o	 del	 título	 materia	 de	 calificación,	 exista	 información	 que,	 a
criterio	del	registrador,	se	pueda	presumir	la	no	vigencia	de	la	sociedad.
El	registrador	tomará	en	cuenta	las	declaraciones	o	certificaciones	sobre	la
capacidad	 del	 otorgante	 que	 obre	 como	 antecedentes	 de	 la	 partida	 de	 la
sucursal,	siempre	que	acrediten	la	capacidad	del	poderdante	a	 la	fecha	del
otorgamiento	del	poder.
NOTA:	La	resolución	modificatoria	entró	en	vigencia	al	sétimo	día	calendario	de	su	publicación.	La
resolución	se	publicó	el	01	de	marzo	del	2002.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	154.—Modificado.	R.	078-2002-Sunarp-SN,	Art.	1°.	Poderes	para
otros	 fines.	 Si	 la	 sociedad	 extranjera	 otorga	 poderes	 para	 otros	 fines	 no
vinculados	a	la	sucursal,	se	inscribirán	conforme	al	Capítulo	Sexto	del	Título
Cuarto	de	este	reglamento.
Si	 se	 solicita	 la	 inscripción	del	poder	 en	 la	misma	oficina	 registral	donde
obra	 la	 partida	 de	 la	 sucursal,	 corresponde	 requerir	 la	 documentación	 de
acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior.
NOTA:	La	resolución	modificatoria	entró	en	vigencia	al	sétimo	día	calendario	de	su	publicación.	La
resolución	se	publicó	el	01	de	marzo	del	2002.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Constitución	de	una	sucursal	en	el	Perú.	“La
sucursal	 de	 una	 sociedad	 constituida	 y	 con	 domicilio	 en	 el	 extranjero	 se
establece	en	el	Perú	por	escritura	pública	que	 contenga	 cuando	menos:	 el
certificado	de	vigencia	de	 la	sociedad	principal	en	su	país	de	origen	con	 la
constancia	 de	 que	 su	 pacto	 social	 ni	 su	 estatuto	 le	 impiden	 establecer
sucursales	en	el	extranjero;	copia	del	pacto	social	y	estatuto	o	equivalentes
en	 el	 país	 de	 origen;	 y	 el	 acuerdo	 de	 establecer	 la	 sucursal	 en	 el	 Perú,
adoptado	por	el	órgano	competente,	que	indique:	el	capital	que	se	le	asigna
para	el	giro	de	sus	actividades;	la	declaración	de	que	tales	actividades	están
comprendidas	 dentro	 de	 su	 objeto	 social;	 el	 lugar	 del	 domicilio	 de	 la
sucursal;	la	designación	de	por	lo	menos	un	representante	legal	permanente
en	el	país;	los	poderes	que	le	confiere;	y	su	sometimiento	a	las	leyes	del	Perú
para	responder	por	las	obligaciones	que	contraiga	la	sucursal	en	el	país”.	(R.
319-1999-ORLC/TR.	25.11.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 interpretación	 sistemática	 del	 acto
jurídico	puede	ayudar	a	saber	si	resulta	o	no	inscribible	la	sucursal	de
una	 empresa	 extranjera.	 “A	 tenor	 del	 artículo	 168	 del	 Código	 Civil,	 se
puede	 afirmar	 que	 en	 nuestro	 derecho	 civil	 la	 interpretación	 de	 los	 actos
jurídicos	 descansa	 en	 un	 criterio	 objetivo,	 es	 decir,	 que	 debe	 recaer	 en	 la
voluntad	 manifestada	 que	 se	 presume	 que	 constituye	 la	 voluntad	 real.
Asimismo,	cuando	el	artículo	169	del	Código	Civil	contempla	la	posibilidad
de	interpretar	las	cláusulas	del	acto	jurídico	las	unas	por	medio	de	las	otras
atribuyendo	 a	 las	 dudosas	 el	 sentido	 que	 resulte	 del	 conjunto	 de	 todas,
establece	 la	 regla	 de	 interpretación	 sistemática	 sobre	 la	 base	 del	 sentido
general	del	acto	o	contrato.	(...)	Ahora	bien,	de	la	revisión	del	contenido	del
instrumento	 público	 en	 análisis,	 se	 ha	 podido	 determinar	 que	 la	 sociedad
constituyente	ha	cumplido	con	cada	uno	de	los	requisitos	establecidos	por
artículo	 403	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 para	 constituir	 sucursal	 de
sociedad	 extranjera,	 discrepando	 con	 lo	 señalado	 por	 la	 registradora”.
(Sunarp,	R.	040-2013-Sunarp-TR-L,	ene.	11/2013.	V.	P.	Rosario	del	Carmen
Guerra	Macedo)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Escritura	pública	que	constituye	la	sucursal
de	 una	 sociedad	 formada	 y	 domiciliada	 en	 el	 extranjero	 puede	 ser
extendida	en	el	Perú	o	en	el	extranjero.	“‘La	escritura	pública	por	la	cual	se
constituye	 la	 sucursal	 de	 una	 sociedad	 constituida	 y	 con	 domicilio	 en	 el
extranjero,	puede	ser	extendida	en	el	Perú	o	en	el	extranjero’.	(...).
8.	Si	bien	el	artículo	403	de	la	Ley	General	de	Sociedades	establece	que	la
escritura	pública	de	constitución	de	la	sucursal	debe	contener	el	acuerdo	de
establecer	 la	 sucursal	 en	 el	 Perú;	 nada	 obsta	 para	 que	 en	 dicha	 escritura
pública	sólo	se	haga	mención	del	acuerdo	sin	insertarlo,	debido	a	que	el	acta
respectiva	 ya	 había	 sido	 insertada	 en	 un	 instrumento	 que	 cumple	 con	 la
formalidad	 establecida	 en	 el	 artículo	 11	 del	 Reglamento	 General	 de	 los
Registros	 Públicos,	 antes	 citado	 y	 que	 obra	 en	 el	 archivo	 del	 propio
Registro”.	 (Sunarp,	R.	1338-2013-Sunarp-TR-L,	ago.	16/2013.	V.	P.	Andrea
Paola	Gotuzzo	Vásquez)
MODELO	DE	ESTABLECIMIENTO	DE	SUCURSAL	DE	UNA	EMPRESA	EXTRANJERA	EN	EL	PAÍS
	
Señor	notario:
Sírvase	usted	extender	en	su	Registro	de	Escrituras	Públicas,	una	por	la	cual
conste	 la	 de	 establecimiento	 de	 sucursal	 de	 la	 empresa	 “	 ..............	 sociedad
anónima	..............,	dedicada	a	la	compraventa	y	comercialización	de	.....................	y
....................	 del	 ......................,	 para	 su	 inscripción	 en	 el	 Registro	 de	 Sociedades
...............................,	 que	 otorgamos	 los	 señores:	 ............................	 y	 ........................,	 con
domicilio	en	...................................	de	la	provincia	y	departamento	de	.......................,	en
los	términos	y	condiciones	siguientes:
Única.-	 En	 concordancia	 con	 el	 mandato	 conferido	 a	 nosotros,	 con	 fecha
.....................,	y	que	en	la	fecha	hemos	aceptado	según	escritura	otorgada	ante	Ud.
mismo;	 venimos	 nosotros	 ........................	 y	 ........................	 en	 nombre	 y
representación	 de	 la	 empresa,	 ................................	 sociedad	 anónima,	 (detallar	 la
nacionalidad	de	 la	empresa)	 ........................;	 a	 solicitar	se	 inscriba	en	el	Registro
de	Sociedades	................................	y	de	acuerdo	con	el	Art.	403	de	la	Ley	General	de
Sociedades;	 la	 sucursal	 en	 el	 ......................	 de	 dicha	 compañía,	 al	 efecto	 de	 que
pueda	ejercer	sus	actividades	en	el	país,	de	acuerdo	con	los	estatutos	sociales
de	 la	 compañía,	 que	 adjuntamos	para	 su	protocolización,	 así	 como	el	 acta	 de
nombramiento	de	directores	y	de	acuerdo	que	recibió	de	establecer	la	sucursal
en	el	país.
El	capital	asignado	a	la	sucursal	en	el	Perú	de	la	empresa	 .......................................
S.A.,	de	..	................	es	de	S/.	........................	iniciando	sus	operaciones	en	la	fecha	de
esta	escritura.
Sin	agregar	más	y	cuidando	de	insertar	los	instrumentos	adjuntos,	eleve	usted
señor	 notario	 a	 instrumento	 público	 la	 presente	 minuta,	 debiendo	 pasar	 los
partes	correspondientes	al	registro	para	su	inscripción.
Lima,	..........	de	...........	del	200...
	
MODELO	DE	PODER	AL	REPRESENTANTE	PARA	CONSTITUIR	UNA	SUCURSAL	EN	EL	PERÚ
	
Poder	de	representante
Señor	notario:
Conste	 por	 el	 presente	 documento	 el	 poder	 que	 otorga
.............................................................	 (en	 adelante	 la	 compañía),	 con	 domicilio	 en
.......................................,	 debidamente	 representada	 para	 este	 efecto	 por	 su
................................	Sr.	 ..................................,	 identificado	con	 .................................;	a	 favor	del
Sr.	 .............................................,	 de	 nacionalidad	 ..............................,	 de	 profesión	 u
ocupación	 .....................................,	 de	 estado	 civil	 ...................................,	 identificado	 con
............................,	 domiciliado	 en	 .......................	 a	 quien	 designa	 su	 representante
nacional	 y	 legal	 en	 la	 República	 del	 Perú,	 para	 que	 actúe	 con	 tal	 capacidad	 en
nombre	de	la	compañía,	con	las	siguientes	facultades:
Primera:	Constituir,	establecer	y	registrar	en	la	ciudad	de	Lima,	Perú,	de	acuerdo
con	 las	 leyes	 de	 esa	 República,	 una	 sucursal	 cuya	 denominación	 será
..........................................	 Sucursal	 del	 Perú,	 que	 tendrá	 su	 domicilio	 en	 la	 indicada
ciudad	de	Lima,	Perú,	un	capital	asignado	de	.......................	nuevos	soles	(S/.	............)	y
cuyo	objeto	será	....................................................................................................
Segunda:	 Representar	 a	 la	 sucursal	 a	 que	 se	 refiere	 la	 cláusula	 primera	 ante
cualquier	autoridad	política,	civil,	tributaria,	administrativa,	judicial,	policial	o	de
otra	 índole,	 de	 la	República	del	Perú,	 con	 los	poderes	 generales	 y	 especiales	de
mandato	 contenidos	 en	 los	 artículos	 setenticuatro	 y	 setenticinco	 del	 Código
Procesal	 Civil,	 quedando	 así	 facultado	 para	 demandar	 y	 reconvenir,	 contestar
demandas	y	reconvenciones,	desistirse	del	proceso	y	de	la	pretensión,	allanarse	a
la	 pretensión,	 conciliar,	 transigir,	 someter	 a	 arbitraje	 las	 pretensiones
controvertidas	 en	 el	 proceso,	 sustituir	 y/o	 delegar	 la	 representación	 procesal,
prestar	 declaraciones,	 asistir	 a	 audiencias,	 reconocer	 y	 exhibir	 documentos,
presentar	y/o	solicitar	objeciones,	reformas,	oposiciones,	apelaciones	y	cualquier
moción	o	petición	en	interés	de	la	sucursal.
Tercera:	 Negociar,	 firmar	 y	 celebrar	 en	 nombre	 de	 la	 sucursal	 contratos	 de
cualquier	 naturaleza	 que	 se	 relacionen	 con	 las	 actividades	 que	 desarrolle	 la
sucursal	 del	 Perú;	 presentarse	 en	 nombre	 de	 dicha	 sucursal	 en	 licitaciones,
concursos	o	actos	similares,	convocados	por	cualquier	entidad	pública	o	privada,
estando	facultado	para	entregar	propuestas	y	presupuestos;	 firmar	solicitudes	u
otros	 documentos	 necesarios	 para	 el	 debido	 desarrollo	 de	 las	 actividades	 de	 la
sucursal	del	Perú	y,	en	general,	hacer	todo	cuanto	sea	necesario	para	permitir	a	la
compañía	operar	en	el	Perú	de	acuerdo	con	las	leyes	y	reglamentos.
Cuarta:	Efectuar	todo	tipo	de	operaciones	bancarias,	tales	como	abrir,	transferir	y
cerrar	 cuentas	 corrientes	 y	 cuentas	 de	 ahorros,	 aceptar,	 endosar,	 cobrar	 y
protestar	letras	de	cambio;	emitir,	renovar,	endosar,	descontar,	cobrar	y	protestar
pagarés,	 conocimientos	 de	 embarque,	 warrants,	 documentos	 de	 embarque	 y
almacenaje	 y	 cualquier	 otro	 tipo	 de	 documento	 comercial	 o	 civil;	 solicitar
préstamos	y	sobregiros	con	garantía	colateral	o	sin	ella;	solicitar	y	otorgar	fianzas
bancarias,	 comprar	y	vender	 títulos	valores;	 tomar	y	endosar	pólizas	de	seguro,
arrendar	cajas	de	 seguridad,	abrirlas,	depositar	y	 retirar	 fondos	y	 cerrarlas.	Las
acciones	 antes	 descritas	 se	 formalizarán	 con	 la	 firma	 del	 representante	 señor
...................................	en	cualquier	entidad	bancaria	o	financiera	del	Perú,	aún	cuando
no	 se	 mencionen	 en	 el	 presente	 documento	 los	 nombres	 de	 dichas	 entidades,
como	es	el	caso.
Quinta:	Contratar	y	 emplear	 toda	y	 cualquier	 clase	de	 funcionarios,	 empleados,
obreros,	agentes	y	asesores,	y	dar	por	terminados	sus	servicios	cuando	lo	estime
necesario,	de	acuerdo	con	la	normatividad	legal.
Sexta:	Delegar	a	terceros	la	totalidad	o	parte	de	las	facultades	a	que	se	refieren	las
cláusulas	anteriores	de	este	poder.
Sétima:	 Ejecutar	 todos	 los	 actos	 y	 suscribir	 todos	 los	 documentos,	 públicos	 o
privados,	 necesarios	 para	 hacer	 valer	 e	 inscribir	 en	 los	 Registros	 Públicos	 este
poder	o	el	de	otros	funcionarios	o	apoderados	que	pudiera	contratar	o	designar	la
sucursal.
Octava:	Tomar	en	arrendamiento	o	adquirir	de	forma	definitiva,	en	nombre	de	la
sucursal,	las	oficinas	que	sean	requeridas	para	el	mejor	desempeño	de	la	sucursal
así	 como	 adquirir	 los	 muebles,	 enseres,	 equipos	 y	 demás	 bienes	 que	 sean
requeridos	para	el	mismo	propósito.
Novena:	 Realizar	 con	 las	 más	 amplias	 facultades,	 todos	 los	 demás	 actos	 que
fueran	necesarios	 para	 cumplir	 con	 el	 objeto	del	 presente	poder,	 sin	 reserva	ni
limitación	 alguna,	 entendiéndose	 por	 tanto	 que	 las	 facultades	 señaladas	 en	 los
acápites	anteriores	de	este	documento	son	tan	sólo	enunciativas	y	no	taxativas.
Décima:	Queda	entendido	que	en	cualquier	momento	la	compañía	podrá	revocar
y	dar	 término	 al	 presente	poder,	mediante	notificación	 escrita	 cursada	 al	 señor
...................................................,	 procediendo	 la	 compañía	 a	 nombrar	 un	 nuevo
representante	nacional	y	legal	en	el	Perú.
................,	de	.......................	del	200......
	
MODELO	DE	MINUTA	DE	CONSTITUCIÓN	DE	SOCIEDAD
	
Señor	notario:
Sírvase	Ud.	extender	en	su	Registro	de	Escrituras	Públicas,	una	de	constitución	de
sucursal	en	la	República	del	Perú,	que	otorga	..........................................................	S.A.”,	una
persona	 jurídica	 constituida,	 inscrita	 y	 existente,	 con	 arreglo	 a	 las	 leyes	 de	 la
República	de	...................................	con	domicilio	en	..........................................,	debidamente
representada	 para	 estos	 efectos,	 por	 el	 Sr.	 ........................................	 de	 nacionalidad
......................................,	estado	civil	 .....................................,	de	profesión	.......................................,
identificado	 con	 pasaporte	 ......................................,	 con	 domicilio	 para	 los	 efectos	 en
...............................................................,	según	el	respectivo	poder	que	Ud.	señor	notario	se
servirá	insertar,	en	los	términos	siguientes:
Primera.-	 ........................................,	 es	 una	 sociedad	 organizada	 y	 vigente	 en	 la
..................................................	 con	 domicilio	 en	 ...............................................,	 que	 se	 rige	 por
los	estatutos	que	 forman	parte	de	su	correspondiente	escritura	de	constitución	y
modificatorias,	 que	 conjuntamente	 con	 la	 certificación	 de	 nacionalidad	 y	 legal
existencia	 y	 vigencia,	 otorgados	 ante	 la	 notaría	 ....................................................,	 y
debidamente	 legalizados	 por	 el	 Cónsul	 Peruano	 y	 el	 Ministerio	 de	 Relaciones
Exteriores	 del	 Perú,	 constituyen	 documentos	 que	 Ud.	 señor	 notario	 se	 servirá
insertar.
Segunda.-	En	reunión	de	la	junta	directiva	de	“..............................................”,	celebrada
el	 ...........................,	 conforme	 consta	 del	 acta	 .................................,	 protocolizada	 por	 la
notaría	 ..................................	 y	 debidamente	 legalizada	 por	 el	 Cónsul	 Peruano	 y	 el
Ministerio	 de	 Relaciones	 Exteriores	 del	 Perú,	 que	 Ud.	 señor	 notario	 se	 servirá
insertar,	 se	 acordó	 establecer	 una	 sucursal	 de	 la	 sociedad	 en	 la	 ciudad	 de	 Lima,
República	del	Perú,	para	dedicarse	a	actividades	afines	a	las	de	su	casa	matriz,	de
conformidad	 con	 las	 disposiciones	 estatutarias	 de	 la	 misma;	 en	 los	 términos	 y
condiciones	siguientes:
1.-	 La	 sucursal	 se	 denominará	 “...................................................”,	 y	 estará	 constituida	 y
registrada	 como	 una	 persona	 jurídica	 en	 la	 ciudad	 de	 Lima,	 de	 la	 provincia	 y
departamento	de	Lima,	de	la	República	del	Perú.
2.-	“.................................”	tendrá	un	capital	asignado	de	....................................
Tercera.-	“....................................	Sucursal	del	Perú”	podrá	dar	inicio	a	sus	operaciones
a	partir	de	la	fecha	de	su	constitución	de	conformidad	con	las	leyes	del	Perú,	y	por
un	 período	 de	 duración	 indeterminado,	 limitado	 únicamente	 por	 la	 propia
existencia	y	vigencia	de	su	matriz,	“................................”.
La	 disolución	 y	 liquidación	 de	 “.............................	 Sucursal	 del	 Perú”,	 podrá	 ser
dispuesta	por	“....................................”,	cuando	así	lo	tenga	por	conveniente.
Cuarta.-	 “................................	 Sucursal	 del	 Perú”	 se	 regirá	 por	 las	 disposiciones
contenidas	 en	 el	 estatuto	 y	 escritura	 de	 constitución	 de	 su	 casa	 matriz
“......................................”,	 no	 obstante	 lo	 cual	 prevalecerán	 para	 dicha	 sucursal,	 las
disposiciones	 compulsorias	de	 la	 Ley	General	 de	 Sociedades	 y	 las	demás	que,	 en
general	establezcan	las	leyes	peruanas.
Quinta.-	En	la	misma	reunión	de	la	junta	directiva	de	la	casa	matriz,	referida	en	la
cláusula	segunda,	la	junta	directiva	acordó	designar	como	representante	nacional	y
legal	 de	 la	 sucursal	 en	 el	 Perú,	 investido	 con	 facultades	 para	 actuar	 en
representación	de	“.......................................	Sucursal	del	Perú”,	al	señor	..................................
de	 nacionalidad	 ...................................,	 estado	 civil	 ..............................,	 de	 profesión
...........................,	identificado	con	pasaporte	N°	..................,	con	domicilio	para	los	efectos
en	 .........................................,	 otorgándosele	 los	 poderes	 de	 representante	 que	 constan
del	acta	respectiva	que	Ud.	señor	notario	se	servirá	insertar.
Sexta.-	Yo	 .....................................	mediante	 el	 otorgamiento	 de	 la	 presente	 escritura
cumplo	 con	 el	 encargo	 que	 me	 fuera	 encomendado	 en	 la	 reunión	 de	 la	 junta
directiva	 de	 la	 sociedad	 “........................................”,	 celebrada	 el	 ............................	 de
..................	del	200.......
Sírvase	Ud.	 señor	 notario	 agregar	 la	 introducción	 y	 conclusión	 de	 ley,	 elevar	 la
presente	 minuta	 a	 escritura	 pública,	 efectuar	 los	 insertos	 correspondientes	 y
cursar	 los	partes	a	 la	Oficina	Registral	de	Lima	y	Callao,	para	su	correspondiente
inscripción.
Lima,	.........	de	...........	del	200........
	
Ley	26887.
ART.	 404.—Disolución	 y	 liquidación	 de	 la	 sucursal	 de	 una	 sociedad
extranjera.	 La	 sucursal	 en	 el	 Perú	 de	 una	 sociedad	 constituida	 en	 el
extranjero	se	disuelve	mediante	escritura	pública	inscrita	en	el	registro	que
consigne	 el	 acuerdo	 adoptado	 por	 el	 órgano	 social	 competente	 de	 la
sociedad	 principal,	 y	 que	 nombre	 a	 sus	 liquidadores	 y	 facultándolos	 para
desempeñar	 las	 funciones	necesarias	para	 la	 liquidación.	La	 liquidación	de
la	 sucursal	 hasta	 su	 extinción	 se	 realiza	 de	 conformidad	 con	 las	 normas
contenidas	en	el	Título	II	de	la	Sección	Cuarta	de	este	libro.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Extinción	de	la	sociedad	principal	implica	la
extinción	 de	 sus	 sucursales.	 “(...)	 se	 puede	 advertir	 que	 el	 proceso	 de
disolución	 de	 la	 sucursal	 en	 el	 Perú	 de	 una	 sociedad	 constituida	 en	 el
extranjero,	 si	 se	encuentra	 regulado	en	 la	Ley	General	de	Sociedades,	esto
es,	en	el	artículo	404	de	la	aludida	ley,	y	que	a	diferencia	de	la	extinción	de
una	sucursal	de	una	sociedad	constituida	en	el	Perú,	donde	basta	el	acuerdo
y	 balance	 de	 cierre	 de	 operaciones	 para	 la	 cancelación	 de	 la	 sucursal,	 el
supuesto	de	hecho	previsto	en	el	aludido	precepto	legal,	si	requiere	que	se
inscriba	la	disolución	y	la	liquidación	de	la	misma.
Así,	 para	 efectos	 de	 dar	 publicidad	 de	 la	 disolución	 y	 liquidación	 de	 una
sucursal	 se	 requiere	 que	 la	 disolución	 se	 inscriba	 por	 el	 mérito	 de	 la
escritura	 pública	 en	 la	 que	 conste	 el	 acuerdo	 respectivo	 del	 órgano
competente	de	la	sociedad	principal.	Asimismo,	en	virtud	de	dicho	acuerdo
aprobado	en	junta	general	debe	constar	la	designación	de	los	liquidadores	y
de	 sus	 facultades	 encomendadas	 para	 que	 puedan	 desempeñar	 las
funciones	necesarias	para	la	liquidación	de	la	sucursal.
De	 igual	 modo,	 tal	 como	 advierte	 la	 registradora	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	419	y	421	de	 la	Ley	General	de	Sociedades,	debe	acompañarse	el
balance	 final	 de	 liquidación	 y	 su	 correspondiente	 publicación;	 así	 como
indicar	el	domicilio	de	la	persona	encargada	de	la	custodia	de	los	libros	y	los
documentos	de	la	sucursal.
8.	No	obstante	ello,	debe	tenerse	presente	que	en	el	caso	particular,	se	ha
producido	un	supuesto	no	previsto	en	el	artículo	404	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	pues	con	el	título	alzado	se	está	pretendiendo	la	cancelación	de
una	 sucursal	 cuando	 la	 principal	 constituía	 en	 el	 extranjero	 ya	 se	 ha
extinguido,	 y	 por	 ende	 dicha	matriz	 no	 puede	 tomar	 acuerdos	 societarios
conducentes	a	la	cancelación	de	la	sucursal.
Así,	 no	 podría	 exigirse	 cumplir	 con	 los	 requisitos	 previstos	 para	 la
aprobación	 de	 la	 disolución	 y	 liquidación	 de	 la	 sociedad,	 dado	 que
materialmente	 resulta	 inviable	aprobar	acuerdos	por	una	sociedad	que	ya
se	encuentra	extinguida.
(...)	 Al	 respecto,	 resulta	 pertinente	 precisar	 que	 la	 sucursal	 carece	 de
personería	 jurídica	 independiente	de	 su	principal.	En	ese	 sentido,	 si	 ya	 se
extinguió	 la	 principal,	 carece	 de	 objeto	 que	 la	 sucursal	 siga	 realizando
actividades	 o	 que	 sus	 representantes	 sigan	 ejerciendo	 funciones	 de
representación.	 (...)”.	 (Sunarp,	R.	1928-2011-Sunarp-TR-L,	oct.	14/2011.	V.
P.	Fernando	Tarazona	Alvarado)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Liquidación	 de	 una	 sucursal	 de	 sociedad
extranjera	 no	 necesita	 acreditar	 las	 publicaciones.	 “Comentando	 el
artículo	404	de	la	LGS	que	se	menciona	en	el	numeral	5	que	antecede,	Elías
Laroza	 señala	 que:	 ‘La	 nueva	 ley	 recoge	 este	 criterio	 respecto	 de	 las
sucursales	 de	 sociedades	 constituidas	 en	 el	 extranjero,	 determinando	 que
su	 disolución	 se	 inscriba	 por	 el	 mérito	 de	 la	 escritura	 pública	 en	 la	 que
conste	 el	 acuerdo	 respectivo	 del	 órgano	 competente	 de	 la	 sociedad	 y	 el
nombre	de	los	liquidadores.	La	inscripción	de	la	disolución	abre	el	proceso
de	liquidación	que	se	sujeta	a	lo	señalado	en	el	título	segundo	de	la	sección
cuarta,	(...)’.
(...)	la	formalidad	establecida	para	la	disolución	y	liquidación	de	sucursales
de	sociedades	extranjeras	se	encuentra	establecida	en	el	artículo	404	de	la
LGS	(...)	que	remite	a	las	normas	del	Título	II	referido	a	la	Liquidación,	que
corresponde	 a	 la	 Sección	 Cuarta	 referida	 a	 la	 disolución,	 liquidación	 y
extinción	de	las	sociedades.	(...).
Debe	tenerse	en	cuenta	que	la	Sección	Cuarta	sobre	Disolución,	liquidación
y	extinción,	es	aplicable	a	las	sociedades	y	no	a	las	sucursales,	siendo	que	el
Título	II	de	dicha	sección	sobre	liquidación,	sí	se	aplica	a	las	sucursales,	por
remisión	expresa	del	artículo	404,	no	siendo	aplicable	el	Título	I	referido	a
la	disolución.
8.	Las	publicaciones	tienen	por	finalidad	dar	a	conocer	el	inicio	del	proceso
de	disolución,	de	esa	manera	se	resguarda	 los	 intereses	de	 los	acreedores,
pues	 éstos	 tendrán	 conocimiento	 de	 la	 situación	 del	 patrimonio	 de	 la
sociedad,	patrimonio	que	resguarda	los	créditos	de	los	acreedores.
Sin	 embargo,	 cuando	 se	 cancela	 una	 sucursal,	 esto	 no	 implica	 de	 modo
alguno	 disminución	 del	 patrimonio	 de	 la	 sociedad	 y	 por	 tanto	 no
compromete	de	modo	alguno	 la	exigibilidad	de	 las	deudas	que	 la	sociedad
haya	 contraído	 a	 través	 de	 la	 sucursal.	 (...)	 resulta	 lógico	 que	 para	 la
disolución	 de	 una	 sucursal,	 no	 se	 requiera	 de	 las	 publicaciones,	 que	 sí	 se
requieren	para	el	 caso	de	disolución	de	 las	 sociedades”.	 (Sunarp,	R.	1379-
2013-Sunarp-TR-L,	ago.	23/2013.	V.	P.	Rocío	Zulema	Peña	Fuentes)
Ley	26887.
ART.	405.—Efecto	en	la	sucursal	de	la	fusión	y	escisión	de	la	sociedad
principal.	 Cuando	 alguna	 sociedad	 participante	 en	 una	 fusión	 o	 escisión
tiene	establecida	una	sucursal,	se	procederá	de	la	siguiente	manera:
1.	 La	 sociedad	 absorbente	 o	 incorporante	 en	 la	 fusión	 o	 a	 la	 que	 se
transfiere	el	 correspondiente	bloque	patrimonial	 en	 la	 escisión,	 asume	 las
sucursales	 de	 las	 sociedades	 que	 se	 extinguen	 o	 se	 escinden,	 salvo
indicación	en	contrario;	y,
2.	 Para	 la	 inscripción	 en	 el	 registro	 del	 cambio	 de	 sociedad	 titular	 de	 la
sucursal	 se	 requiere	 presentar	 la	 certificación	 expedida	por	 el	 registro	 de
haber	 quedado	 inscrita	 la	 fusión	 o	 la	 escisión	 en	 las	 partidas
correspondientes	a	las	sociedades	principales	participantes.
Ley	26887.
ART.	406.—Efectos	en	la	sucursal	de	la	fusión	o	escisión	de	la	sociedad
principal	 extranjera.	 Cuando	 sociedades	 extranjeras	 con	 sucursal
establecida	en	el	Perú	participen	en	una	fusión	o	escisión,	se	procederá	de	la
siguiente	manera:
1.	 Para	 la	 inscripción	 en	 el	 país	 del	 cambio	 de	 sociedad	 titular	 de	 la
sucursal	originada	en	la	fusión	de	su	principal	constituida	en	el	extranjero,
el	registro	exigirá	la	presentación	de	la	documentación	que	acredite	que	la
fusión	 ha	 entrado	 en	 vigencia	 en	 el	 lugar	 de	 la	 sociedad	 principal;	 el
nombre,	 lugar	 de	 constitución	 y	 domicilio	 de	 la	 sociedad	 principal
absorbente	o	incorporante	y	que	ella	puede	tener	sucursales	en	otro	país.
2.	 Para	 la	 inscripción	 en	 el	 país	 del	 cambio	 de	 sociedad	 titular	 de	 la
sucursal,	originada	en	la	escisión	de	la	sociedad	principal	constituida	en	el
extranjero,	 el	 registro	 exigirá	 la	 presentación	 de	 la	 documentación	 que
acredite	que	la	escisión	ha	entrado	en	vigencia	en	el	 lugar	de	la	respectiva
sociedad	 principal;	 el	 nombre,	 lugar	 de	 constitución	 y	 domicilio	 de	 la
sociedad	beneficiaria	del	bloque	patrimonial	que	incluye	el	patrimonio	de	la
sucursal	y	que	ella	puede	tener	sucursales	en	otro	país.
SECCIÓN	CUARTA
DISOLUCIÓN,	LIQUIDACIÓN	Y	EXTINCIÓN	DE
SOCIEDADES
TÍTULO	I
DISOLUCIÓN
Ley	26887.
ART.	 407.—Causas	 de	 disolución.	 La	 sociedad	 se	 disuelve	 por	 las
siguientes	causas:
1.	Vencimiento	del	plazo	de	duración,	que	opera	de	pleno	derecho,	salvo	si
previamente	se	aprueba	e	inscribe	la	prórroga	en	el	registro;
2.	Conclusión	de	su	objeto,	no	realización	de	su	objeto	durante	un	período
prolongado	o	imposibilidad	manifiesta	de	realizarlo;
3.	Continuada	inactividad	de	la	junta	general;
4.	Pérdidas	que	reduzcan	el	patrimonio	neto	a	cantidad	inferior	a	la	tercera
parte	del	capital	pagado,	salvo	que	sean	resarcidas	o	que	el	capital	pagado
sea	aumentado	o	reducido	en	cuantía	suficiente;
5.	Acuerdo	de	la	junta	de	acreedores,	adoptado	de	conformidad	con	la	ley
de	la	materia,	o	quiebra;
6.	 Falta	 de	 pluralidad	 de	 socios,	 si	 en	 el	 término	 de	 seis	 meses	 dicha
pluralidad	no	es	reconstituida;
7.	Resolución	adoptada	por	la	Corte	Suprema,	conforme	al	artículo	410;
8.	Acuerdo	de	la	junta	general,	sin	mediar	causa	legal	o	estatutaria;	y,
9.	Cualquier	otra	causa	establecida	en	la	ley	o	prevista	en	el	pacto	social,	en
el	estatuto	o	en	convenio	de	los	socios	registrado	ante	la	sociedad.
JURISPRUDENCIA.—CS:	 “el	 reproche	 a	 los	 socios	 –por	 no	 haber
recompuesto	la	pluralidad–	no	puede	ser	retroactiva	a	la	fecha	de	inicio
de	la	unión	de	hecho”.	“En	cuanto	a	la	infracción	normativa	de	los	artículos
4°,	407,	inciso	6,	423	y	426	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	Ley	26887,	la
impugnante	 sostiene,	 entre	 otros	 argumentos,	 que	 la	 sala	 superior	 ha
optado	por	aplicar	el	artículo	4°	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	que	hace
referencia	 a	 una	 disolución	 de	 pleno	 derecho,	 en	 lugar	 del	 artículo	 407,
inciso	6,	de	la	precitada	ley	que	sólo	hace	referencia	a	una	simple	disolución
que	permite	optar	por	el	camino	de	la	regularización;	agrega	que	el	artículo
4°	de	la	ley	societaria	es	una	norma	general	que	resulta	aplicable	a	todas	las
sociedades,	 más	 no	 regula	 en	 sí,	 específicamente,	 el	 supuesto	 o	 los
supuestos	de	la	disolución	de	una	sociedad,	regulación	que	sí	se	encuentra
en	forma	expresa	en	el	artículo	407,	inciso	6,	de	la	citada	ley	societaria;	por
tal	 motivo,	 y	 en	 virtud	 del	 principio	 de	 especialidad,	 resulta	 aplicable	 la
norma	contenida	en	el	precitado	artículo	407.	9.	(...)	En	virtud	de	ello,	queda
claro	 que	 la	 unión	 de	 hecho	 genera	 una	 comunidad	 de	 bienes	 sujeta	 al
régimen	 de	 sociedad	 de	 gananciales	 y,	 por	 lo	 tanto,	 es	 una	 institución
merecedora	de	protección.	10.	Ahora	bien,	es	un	asunto	controvertido	y,	que
tiene	relación	con	el	caso	concreto,	los	efectos	de	la	sentencia	que	reconoce
la	unión	de	hecho,	esto	es,	si	ésta	tiene	efectos	ex	nunc	(hacia	delante)	o	ex
tunc	(desde	siempre);	sin	embargo,	aquí	debemos	indicar	que	este	supremo
tribunal	 comparte	 la	 posición	 jurídica	 asumida	 por	 la	 sala	 superior	 al
considerar	que	constituye	una	solución	irrazonable	el	hecho	de	exigir	a	los
socios	una	conducta	antes	de	que	se	hubiera	producido	la	declaración	de	su
unión	 de	 hecho,	 toda	 vez	 que	 la	 exigibilidad	 de	 dicha	 conducta	 se	 ha
configurado	 posteriormente	 mediante	 la	 sentencia	 que	 declaró	 su
convivencia.	En	tal	sentido,	se	advierte	que	la	retroactividad	sería	contraria
al	 interés	 de	 ambos	 convivientes,	 y	 en	 virtud	 de	 ello,	 se	 aprecia	 que	 el
reproche	a	los	socios	–al	no	haber	recompuesto	la	pluralidad	de	los	socios–
no	puede	ser	retroactiva	a	la	fecha	de	inicio	de	la	unión	de	hecho,	sino	que
debe	 tomarse	como	referencia	 la	 fecha	desde	 la	cual	 tenían	posibilidad	de
conocer	la	existencia	de	la	declaración	de	su	unión	de	hecho,	esto	es,	a	partir
de	 la	 sentencia	de	vista	de	 fecha	veintidós	de	noviembre	de	dos	mil	 siete,
dictada	en	el	proceso	de	reconocimiento	de	unión	de	hecho,	momento	desde
el	 cual	 puede	 realizarse	 el	 cómputo	 de	 los	 seis	meses	 concedidos	 por	 ley
para	la	recomposición	de	la	pluralidad	de	socios”.	(CS,	Cas.	1039-2013-Lima,
nov.	05/2013.	V.	P.	Almenara	Bryson)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Es	 procedente	 la	 inscripción	 de	 la
regularización	de	 la	sociedad	que	ha	 incurrido	en	causal	de	disolución
de	pleno	derecho.	“3.	El	artículo	407	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	 (en
adelante	LGS)	establece	respecto	de	la	causal	de	vencimiento	del	plazo	que,
previamente	 al	 vencimiento,	 se	 debe	 aprobar	 e	 inscribir	 en	 el	 registro	 la
prórroga	 del	 plazo,	 de	 no	 hacerse	 la	 causal	 de	 disolución	 opera	 de	 pleno
derecho.
4.	 Las	 causales	 de	 disolución	 establecidas	 en	 la	 LGS,	 por	 lo	 general,
requieren	de	la	adopción	del	acuerdo	de	disolución,	la	excepción	a	esta	regla
general	 es	 la	 disolución	 que	 opera	 de	 pleno	 derecho	 y	 la	 disolución	 por
declaración	judicial.
5.	El	Tribunal	Registral	mediante	sesión	ordinaria	realizada	los	días	3,	4	y	5
de	 agosto	 del	 2009	 en	 el	 L	 Pleno	 adoptó	 como	 primer	 acuerdo	 que:	 ‘es
procedente	 la	 inscripción	 de	 la	 regularización	 de	 la	 sociedad	 que	 ha
incurrido	en	causal	de	disolución	de	pleno	derecho’.”	(Sunarp,	R.	220-2013-
Sunarp-TR-T,	may.	31/2013.	V.	P.	Eberardo	Meneses	Reyes)
DOCTRINA.—Justificación	de	 la	causal	de	disolución	por	disminución
del	patrimonio	neto.	“(...)	Es	claro	entonces	que	lo	que	se	busca	a	través	de
una	disposición	como	la	contenida	en	el	numeral	4	del	artículo	407	de	la	Ley
General	de	Sociedades	es	preservar	el	capital	social.	Es	claro,	a	su	vez,	que	la
razón	de	salvaguardar	la	integridad	del	capital	social	es,	fundamentalmente,
proteger	a	los	acreedores	que	encuentran	en	él	su	única	garantía.
Obsérvese	 que	 la	 protección	 que	 esta	 disposición	 pretende	 brindar	 a	 los
acreedores	 se	 concreta	 en	 alguna	 de	 tres	 medidas	 posibles:	 (i)	 el
saneamiento	 del	 detrimento	 patrimonial	 vía	 el	 resarcimiento	 de	 las
pérdidas;	(ii)	el	sinceramiento	de	la	relación	existente	entre	el	capital	social
y	 el	 patrimonio	 neto,	 vía	 el	 aumento	 o	 la	 reducción	 del	 capital;	 y,	 (iii)	 el
cierre	del	negocio	vía	el	 inicio	de	 la	disolución	de	 la	empresa,	como	mejor
alternativa	 para	 evitar	 que	 se	 sigan	 incrementando	 las	 pérdidas	 que
sufrirán	los	acreedores.
De	estas	tres	alternativas,	la	disolución	de	la	empresa	es	la	última	a	la	que
se	 recurrirá,	 cuando	 las	 medidas	 anteriores	 no	 hayan	 sido	 posibles	 (...).”
(EZCURRA	RIVERO,	Huáscar.	La	regulación	del	capital	bajo	la	Ley	General	de
Sociedades.	En:	Revista	Ius	et	Veritas,	Año	XVI,	N°	33;	pág.	166)
MODELO	DE	MINUTA	DE	DISOLUCIÓN	DE	UNA	SOCIEDAD	ANÓNIMA
	
Señor	notario:
Sírvase	usted	extender	en	su	registro	de	escrituras	públicas,	una	de	disolución	de
la	compañía	 .................,	concurriendo	en	representación	de	dicha	sociedad	y	como
liquidadores	 de	 la	 misma,	 los	 señores	 ....................,	 y	 ..................,	 cuya	 capacidad	 y
cargos	acreditan	con	los	documentos	y	certificaciones	que	acompañan	y	que	usted
señor	notario	 se	 servirá	 insertar	 en	 el	 cuerpo	de	 esta	minuta;	 de	 acuerdo	 a	 los
siguientes	términos	y	condiciones:
Primero.-	Que	por	escritura	de	fecha	.................	otorgada	ante	el	notario	público	Dr.
..........................,	se	constituyó	la	compañía.....................	S.A.,	con	las	características	que
sigue:	el	objeto	fue	la	...........................,	con	un	capital	social	de	S/	.............	representada
por	 .....................	 acciones	 de	 S/.................,	 cada	 una	 por	 un	 período	 de	 duración
indefinido.	Esta	 sociedad	está	 inscrita	 en	el	Registro	de	Sociedades	de	 ...................
con	el	N°	.................	de	ficha.
Segundo.-	Que	por	acuerdo	adoptado	en	la	junta	general	de	accionistas,	conforme
al	 documento	 que	 se	 une	 a	 esta	 escritura,	 se	 ha	 acordado	 la	 disolución	 y
liquidación	de	la	sociedad.
Tercero.-	 Que	 en	 período	 de	 liquidación	 han	 sido	 efectuadas	 todas	 las
operaciones	pendientes,	practicándose	en	consecuencia	el	balance	definitivo	que
es	como	sigue	.................................................
El	 referido	 balance	 ha	 sido	 practicado	 por	 el	 auditor	 -	 contador	 colegiado
señor.......................
Cuarto.-El	 activo	 del	 balance	 de	 referencia	 deberá	 ser	 distribuido	 entre	 los
accionistas	de	la	compañía	“	.................	S.A.”	en	la	proporción	correspondiente	a	las
acciones	que	poseen.
Quinto.-	 El	 señor	 ............	 y	 .....................,	 con	 la	 capacidad	 y	 facultad	 que	 les	 han
conferido,	 declaran	 extinguida	 para	 todos	 los	 fines	 para	 que	 se	 constituyó,	 la
compañía	 “....................	 S.A.”,	 por	 escritura	 pública	 de	 fecha	 .................,	 por	 ante	 el
notario	público	de	....................	Dr.	...................
Sexto.-	 Que	 el	 activo	 de	 la	 misma	 es	 el	 que	 figura	 en	 el	 balance	 inserto	 en	 la
cláusula	tercera.
Sétima.-	 Que	 todos	 los	 gastos	 que	 esta	 escritura	 origine	 se	 deducirán	 de	 la
cantidad	a	repartir	entre	los	accionistas.
Agregue	 usted	 señor	 notario,	 la	 introducción	 y	 conclusión	 de	 ley,	 cuidando	 de
pasar	los	partes	respectivos	al	registro	para	su	inscripción.
Lima,	.......	de	.................	del	200.....
	
Ley	26887.
ART.	408.—Causales	específicas	de	disolución	de	sociedades	colectivas
o	en	comandita.	La	 sociedad	 colectiva	 se	 disuelve	 también	 por	muerte	 o
incapacidad	 sobreviniente	 de	 uno	 de	 los	 socios,	 salvo	 que	 el	 pacto	 social
contemple	 que	 la	 sociedad	 pueda	 continuar	 con	 los	 herederos	 del	 socio
fallecido	o	incapacitado	o	entre	los	demás	socios.	En	caso	de	que	la	sociedad
continúe	 entre	 los	 demás	 socios,	 reducirá	 su	 capital	 y	 devolverá	 la
participación	correspondiente	a	quienes	tengan	derecho	a	ella,	de	acuerdo
con	las	normas	que	regulan	el	derecho	de	separación.
La	 sociedad	 en	 comandita	 simple	 se	 disuelve	 también	 cuando	 no	 queda
ningún	 socio	 comanditario	 o	 ningún	 socio	 colectivo,	 salvo	 que	 dentro	 del
plazo	de	seis	meses	haya	sido	sustituido	el	socio	que	falta.	Si	faltan	todos	los
socios	 colectivos,	 los	 socios	 comanditarios	 nombran	 un	 administrador
provisional	para	el	 cumplimiento	de	 los	actos	de	administración	ordinaria
durante	 el	 período	 referido	 en	 el	 párrafo	 anterior.	 El	 administrador
provisional	no	asume	la	calidad	de	socio	colectivo.
La	sociedad	en	comandita	por	acciones	se	disuelve	también	si	cesan	en	su
cargo	 todos	 los	 administradores	 y	 dentro	 de	 los	 seis	 meses	 no	 se	 ha
designado	sustituto	o	si	los	designados	no	han	aceptado	el	cargo.
MODELO	DE	MINUTA	DE	DISOLUCIÓN	Y	LIQUIDACIÓN	DE	UNA	SOCIEDAD	COLECTIVA
	
Señor	notario:
Sírvase	usted	extender	 en	 su	 registro	de	 escrituras	públicas,	 una	de	disolución	y
liquidación	 de	 la	 sociedad	 colectiva	 “......................”,	 que	 otorgan	 sus	 socios
fundadores,	señores	........................	y	................;	de	acuerdo	a	los	términos	siguientes:
Primero.-	 Que	 en	 fecha	 ..................,	 ante	 el	 notario	 público	 Dr.	 .................,	 don
,.......................	y	don	..........................,	constituyeron	una	sociedad	colectiva	bajo	la	razón
social	................................”,	con	domicilio	en	esta	ciudad	................	y	dedicada	a	la	venta
de	 .....................	El	capital	se	 fijó	en	 ................,	aportando	el	cincuenta	por	ciento	cada
uno	de	los	socios,	y	su	duración	que	fue	de	............................	años.
Segundo.-	 Por	 la	 presente	 escritura	 y	 de	 común	 acuerdo:	 don	 .....................	 y	 don
......................,	declaran	la	disolución	de	la	sociedad	mercantil	colectiva	“.........................”
y	su	estado	de	liquidación.
Tercero.-	 En	 tal	 virtud,	 en	 lo	 sucesivo,	 en	 nombre	 de	 la	 disuelta	 sociedad,
únicamente	 podrán	 realizarse	 actos	 inherentes	 y	 propios	 de	 tal	 estado	 de
liquidación.
Cuarto.-	Don	...................	y	don	................,	serán	mancomunadamente,	los	liquidadores
de	la	sociedad.
Quinto.-	 Los	 liquidadores	 asumen	 todos	 los	 derechos	 y	 acciones	 de	 la	 disuelta
sociedad,	 pudiendo	 realizar	 actos	 y	 contratos.	 La	 sociedad	 colectiva
“.....................................”,	podrá	otorgar	la	representación	de	la	personalidad	de	la	cual
obtendrá	 en	 cuanto	 a	 atribuciones	 y	 facultades,	 y	 sin	 excepción	 ni	 reserva,	 ni
limitación	alguna.
Usted	 señor	 notario	 se	 servirá	 agregar	 las	 demás	 cláusulas	 que	 fueren	 de	 ley,
cuidando	de	pasar	los	partes	respectivos	al	Registro	de	Sociedades...............	para	los
fines	de	la	inscripción	de	la	disolución	a	que	se	refiere	el	presente	instrumento.
Lima,	...........	de	................	del	200.....
	
Ley	26887.
ART.	409.—Convocatoria	y	acuerdo	de	disolución.	En	los	casos	previstos
en	 los	artículos	anteriores,	el	directorio,	o	cuando	éste	no	exista	cualquier
socio,	 administrador	 o	 gerente,	 convoca	 para	 que	 en	 un	 plazo	máximo	de
treinta	 días	 se	 realice	 una	 junta	 general,	 a	 fin	 de	 adoptar	 el	 acuerdo	 de
disolución	o	las	medidas	que	correspondan.
Cualquier	socio,	director,	o	gerente	puede	requerir	al	directorio	para	que
convoque	a	 la	 junta	general	si,	a	su	 juicio,	existe	alguna	de	 las	causales	de
disolución	 establecidas	 en	 la	 ley.	 De	 no	 efectuarse	 la	 convocatoria,	 ella	 se
hará	por	el	juez	del	domicilio	social.
Si	 la	 junta	 general	 no	 se	 reúne	 o	 si	 reunida	 no	 adopta	 el	 acuerdo	 de
disolución	o	las	medidas	que	correspondan,	cualquier	socio,	administrador,
director	o	el	gerente	puede	solicitar	al	juez	del	domicilio	social	que	declare
la	disolución	de	la	sociedad.
Cuando	se	recurra	al	juez	la	solicitud	se	tramita	conforme	a	las	normas	del
proceso	sumarísimo.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Interpretación	 del	 artículo	 409	 de	 la	 LGS:
sociedades	 irregulares	 pueden	 regularizar	 su	 situación	 en	 cualquier
momento.	“La	sociedad	es	irregular	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo
423	 LGS	 por	 no	 haberse	 constituido	 e	 inscrito	 obteniendo	 personalidad
jurídica	y,	 aquellas	que	se	 constituyeron	de	acuerdo	a	 lo	establecido	en	 la
ley	pero	en	el	desarrollo	de	su	vida	societaria	dejaron	de	ser	regulares,	por
disposición	de	la	norma	antes	señalada	en	su	numeral	6	(...).
8.	 Nos	 encontramos	 en	 el	 presente	 caso	 ante	 una	 sociedad	 irregular
conforme	 al	 numeral	 6	 del	 artículo	 423	 LGS,	 cuestión	 admitida	 en	 la
apelación	 y	 la	 esquela	 de	 tacha	 realizada	 por	 la	 registradora.	 La	 ley	 ha
previsto	 que	 cuando	 la	 sociedad	 ha	 incurrido	 en	 causal	 de	 disolución,	 el
directorio	o	cuando	este	no	existe	cualquier	socio	administrador	o	gerente
puede	convocar	para	que	en	un	plazo	máximo	de	treinta	días	se	realice	una
junta	 general,	 a	 fin	 de	 adoptar	 las	 medidas	 que	 correspondan,	 o
simplemente	acordar	la	disolución	(artículo	409).
La	norma	sólo	señala	el	plazo	de	treinta	días	desde	la	convocatoria	para	la
realización	 de	 la	 junta,	 pero	 no	 señala	 el	 plazo	 para	 la	 realización	 de	 la
convocatoria.	Lo	que	sí	queda	claro	es	que	esta	junta	no	sólo	puede	acordar
la	disolución,	sino	que	además	se	pueden	adoptar	otras	medidas.
Respecto	 a	 las	 otras	 medidas	 que	 pueden	 adoptar,	 la	 norma	 no	 señala
expresamente	qué	tipo	de	medidas,	pero	el	artículo	426	se	remite	al	artículo
409	 para	 fijar	 el	 procedimiento	 de	 regularización	 de	 las	 sociedades
irregulares.	Entonces	en	 la	 junta	a	que	 se	 refiere	el	 artículo	409	 se	puede
acordar	la	regularización	de	la	sociedad.	(...).
La	 circunstancia	 de	 que	 exista	 un	 vacío	 legal	 no	 debe	 ser	 obstáculo	 para
resolver	 la	 rogatoria,	 según	 reza	 el	 artículo	 VIII	 del	 título	 preliminar	 del
Código	Civil	y	artículo	VIII	del	título	preliminar	de	la	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	General.
En	estos	casos,	la	doctrina	prevé	la	utilización	de	la	analogía	como	método
de	 integración	 jurídica,	 sin	 embargo	 la	 aplicación	 de	 este	 método	 se
encuentra	 limitada	por	el	artículo	 IV	del	 título	preliminar	del	Código	Civil,
que	sentencia	que	la	‘ley	que	establece	excepciones	o	restringe	derechos	no
se	aplica	por	analogía’.	En	ese	sentido	no	corresponde	aplicar	un	plazo	que
no	 está	 establecido	 expresamente,	 siendo	 por	 tanto	 necesario	 adoptar	 la
posición	 interpretativa	 que	 al	 no	 haber	 plazo	 expreso	 las	 sociedades	 que
han	 devenido	 en	 irregular	 pueden	 regularizar	 su	 situación	 en	 cualquier
momento”.	 (Sunarp,	 R.	 220-2013-Sunarp-TR-T,	 may.	 31/2013.	 V.	 P.
Eberardo	Meneses	Reyes)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Se	puede	inscribir	la	modificación	parcial	de
estatuto	de	una	sociedad	disuelta	de	pleno	derecho	en	el	que	se	acuerda
que	 su	plazo	de	duración	es	 indefinido.	“En	 el	 presente	 caso,	 el	 acuerdo
adoptado	 en	 sesión	 del	 5/11/2012	 cuya	 acta	 se	 inserta	 en	 la	 escritura
pública	 del	 07/11/2012	 contenida	 en	 el	 título	 venido	 en	 grado,	 es	 la
modificación	 parcial	 del	 artículo	 4°	 del	 estatuto	 en	 el	 sentido	 que	 por	 un
error	de	digitación	se	consignó	que	el	plazo	de	duración	de	 la	sociedad	es
por	un	año;	siendo	lo	correcto	que	la	duración	de	la	sociedad	es	indefinida	e
inicia	 sus	 actividades	 en	 la	 fecha	 en	 que	 quedó	 inscrita	 en	 Registros
Públicos.
La	junta	general	se	realizó	el	05	de	noviembre	del	2012,	fecha	posterior	al
vencimiento	de	plazo	de	duración	de	la	sociedad,	sin	embargo	en	aplicación
del	acuerdo	del	Tribunal	Registral	desarrollado,	tenemos	que	resulta	válido
que	 se	haya	 acordado	 la	 continuidad	de	 la	 sociedad	 ante	 el	 vacío	 legal	 en
que	incurre	el	artículo	409	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	al	señalar	que	si
la	 sociedad	 ha	 incurrido	 en	 causal	 de	 disolución	 tiene	 el	 plazo	 de	 treinta
días	desde	la	convocatoria	para	la	realización	de	la	junta,	pero	no	señala	el
plazo	para	 la	 realización	de	 la	 convocatoria.	Por	 lo	 tanto,	 resultaría	válido
interpretar	 que	 al	 no	 haber	 plazo	 establecido	 para	 la	 convocatoria	 ésta
podría	 realizarse	 en	 cualquier	 momento.	 Esta	 posición	 interpretativa
permitiría	que	la	sociedad	amplié	su	plazo	de	vigencia	a	fin	de	continuar	con
sus	actividades	comerciales	propias	de	su	rubro	y	de	esa	manera	no	se	vea
afectado	el	tráfico	mercantil.
4.	 Además	 corrobora	 la	 tesis	 sostenida	 el	 hecho	 de	 que	 constan	 en	 la
partida	 registral	 de	 la	 sociedad,	 inscripciones	 posteriores	 al	 asiento	 de	 la
constitución	de	 los	 que	 se	 desprende	que	 la	 sociedad	 continúa	 realizando
sus	 actividades	 acorde	 con	 su	 objeto	 social;	 así	 como	 la	 celebración	 de
contratos	 con	 terceros,	 los	 cuales	 se	 reputan	 válidos	 y	 surten	 todos	 sus
efectos	jurídicos.	Por	lo	que	resulta	procedente	y	justificado	que	regularice
su	 situación	 frente	 al	 registro	 y	 se	 torne	 nuevamente	 en	 una	 sociedad
regular”.	(Sunarp,	R.	338-2014-Sunarp-TR-L,	mar.	21/2014.	V.	P.	Rosario	del
Carmen	Guerra	Macedo)
Ley	26887.
ART.	 410.—Disolución	 a	 solicitud	 del	 Poder	 Ejecutivo.	 El	 Poder
Ejecutivo	mediante	 resolución	 suprema	 expedida	 con	 el	 voto	 aprobatorio
del	 Consejo	 de	 Ministros,	 solicitará	 a	 la	 Corte	 Suprema	 la	 disolución	 de
sociedades	 cuyos	 fines	 o	 actividades	 sean	 contrarios	 a	 las	 leyes	 que
interesan	 al	 orden	 público	 o	 a	 las	 buenas	 costumbres.	 La	 Corte	 Suprema
resuelve,	en	ambas	instancias,	la	disolución	o	subsistencia	de	la	sociedad.
La	 sociedad	 puede	 acompañar	 las	 pruebas	 de	 descargo	 que	 juzgue
pertinentes	en	el	término	de	treinta	días,	más	el	término	de	la	distancia	si	su
sede	social	se	encuentra	fuera	de	Lima	o	del	Callao.
Producida	 la	resolución	de	disolución	y	salvo	que	 la	corte	haya	dispuesto
otra	 cosa,	 el	 directorio,	 el	 gerente	 o	 los	 administradores	 bajo
responsabilidad,	 convocan	 a	 la	 junta	 general	 para	 que	 dentro	 de	 los	 diez
días	designe	a	los	liquidadores	y	se	dé	inicio	al	proceso	de	liquidación.
Si	la	convocatoria	no	se	realiza	o	si	la	junta	general	no	se	reúne	o	no	adopta
los	 acuerdos	 que	 le	 competen,	 cualquier	 socio,	 accionista	 o	 tercero	 puede
solicitar	al	juez	de	la	sede	social	que	designe	a	los	liquidadores	y	dé	inicio	al
proceso	de	liquidación,	por	el	proceso	sumarísimo.
Ley	26887.
ART.	411.—Continuación	forzosa	de	la	sociedad	anónima.	No	obstante
mediar	 acuerdo	 de	 disolución	 de	 la	 sociedad	 anónima,	 el	 Estado	 puede
ordenar	 su	 continuación	 forzosa	 si	 la	 considera	 de	 seguridad	 nacional	 o
necesidad	 pública,	 declarada	 por	 ley.	 En	 la	 respectiva	 resolución	 se
establece	 la	 forma	cómo	habrá	de	continuar	 la	 sociedad	y	 se	disponen	 los
recursos	 para	 que	 los	 accionistas	 reciban,	 en	 efectivo	 y	 de	 inmediato,	 la
indemnización	 justipreciada	 que	 les	 corresponde.	 En	 todo	 caso,	 los
accionistas	tienen	el	derecho	de	acordar	continuar	con	las	actividades	de	la
sociedad,	 siempre	 que	 así	 lo	 resuelvan	 dentro	 de	 los	 diez	 días	 siguientes,
contados	desde	la	publicación	de	la	resolución.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 156.—Prórroga	 del	 plazo	 de	 duración	 de	 sociedad.	 Se	 entiende
cumplida	la	excepción	prevista	en	el	inciso	1)	del	artículo	407	de	la	ley,	con
la	presentación	al	registro,	dentro	del	plazo	de	duración	de	la	sociedad,	de	la
escritura	pública	en	la	que	conste	el	acuerdo	de	prórroga,	siempre	y	cuando
el	título	presentado	se	inscriba.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	157.—Disolución	a	solicitud	del	Poder	Ejecutivo.	La	resolución	de
la	Corte	 Suprema	que	 resuelve	 la	disolución	de	 la	 sociedad	a	 solicitud	del
Poder	 Ejecutivo,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 410	 de	 la	 ley,	 se
inscribe	sin	necesidad	de	acuerdo	social	que	designe	a	los	liquidadores.
Ley	26887.
ART.	 412.—Publicidad	 e	 inscripción	 del	 acuerdo	 de	 disolución.	 El
acuerdo	de	disolución	debe	publicarse	dentro	de	los	diez	días	de	adoptado,
por	tres	veces	consecutivas.
La	solicitud	de	inscripción	se	presenta	al	registro	dentro	de	los	diez	días	de
efectuada	la	última	publicación,	bastando	para	ello	copia	certificada	notarial
del	acta	que	decide	la	disolución.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 inscripción	 extemporánea	 de	 los
acuerdos	 societarios	 no	 determina	 la	 invalidez,	 la	 ineficacia	 o	 la
imposibilidad	 de	 acceder	 al	 registro.	 “Consiguientemente,	 el	 retraso	 en
realizar	la	publicación	de	un	acuerdo	societario	o	en	gestionar	su	acceso	al
Registro	 no	 constituye,	 bajo	 ningún	 punto	 de	 vista,	 una	 causal	 de	 tacha	 u
observación,	 ni	 de	 imposibilidad	 de	 acceso	 al	 registro.	 Por	 ende,	 este
Tribunal	 encuentra	 que	 es	 inscribible	 un	 acto	 cuyas	 publicaciones	 e
inscripción	han	 sido	 realizadas	 sin	observar	 los	plazos	 legales,	 pues	dicho
retraso	se	resuelve	en	términos	de	responsabilidad	del	moroso,	y	no	en	 la
privación	 de	 efectos	 del	 acto”.	 (Sunarp,	 R.	 046-2012-Sunarp-TR-T,	 feb.
02/2012.	Pres.	Acosta	Sánchez)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—CXXVI	Pleno	del	Tribunal	Registral:	la	ley	de
sociedades	 no	 exime	 de	 la	 obligación	 de	 presentar	 la	 publicación	 del
acuerdo	 de	 disolución.	 “Cuando	 el	 artículo	 412	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 señala	que	para	 la	 inscripción	del	 acuerdo	de	disolución	basta
con	copia	certificada	del	acta,	se	refiere	a	la	formalidad	en	la	que	debe	obrar
dicho	 acuerdo,	 no	 eximiendo	 de	 la	 presentación	 de	 la	 publicación	 del
acuerdo	 conforme	 a	 ley”.	 (Sunarp,	 R.	 306-2014-Sunarp/PT,	 ene.	 08/2015.
Pres.	Walter	Juan	Poma	Morales)
TÍTULO	II
LIQUIDACIÓN
Ley	26887.
ART.	 413.—Disposiciones	 generales.	 Disuelta	 la	 sociedad	 se	 inicia	 el
proceso	de	liquidación.
La	 sociedad	 disuelta	 conserva	 su	 personalidad	 jurídica	 mientras	 dura	 el
proceso	de	liquidación	y	hasta	que	se	inscriba	la	extinción	en	el	registro.
Durante	 la	 liquidación,	 la	 sociedad	 debe	 añadir	 a	 su	 razón	 social	 o
denominación	 la	 expresión	 “en	 liquidación”	 en	 todos	 sus	 documentos	 y
correspondencia.
Desde	 el	 acuerdo	 de	 disolución	 cesa	 la	 representación	 de	 los	 directores,
administradores,	 gerentes	 y	 representantes	 en	 general,	 asumiendo	 los
liquidadores	las	funciones	que	les	corresponden	conforme	a	ley,	al	estatuto,
al	pacto	social,	a	los	convenios	entre	accionistas	inscritos	ante	la	sociedad	y
a	los	acuerdos	de	la	junta	general.
Sin	 embargo,	 si	 fueran	 requeridas	 para	 ello	 por	 los	 liquidadores,	 las
referidas	 personas	 están	 obligadas	 a	 proporcionar	 las	 informaciones	 y
documentación	 que	 sean	 necesarias	 para	 facilitar	 las	 operaciones	 de
liquidación.
Durante	 la	 liquidación	 se	 aplican	 las	 disposiciones	 relativas	 a	 las	 juntas
generales,	 pudiendo	 los	 socios	 o	 accionistas	 adoptar	 los	 acuerdos	 que
estimen	convenientes.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—No	existe	dispositivo	que	limite	los	acuerdos
de	 la	 junta	 general	 de	 una	 sociedad	 en	 liquidación	 a	 los	 temas
vinculados	con	el	proceso	liquidatario.	“16.	En	cuanto	al	segundo	extremo
controvertido,	 ha	 de	 señalarse	 que	 no	 existe	 dispositivo	 legal	 alguno	 que
limite	 los	 acuerdos	 de	 la	 junta	 general	 de	 accionistas	 de	 una	 sociedad	 en
liquidación	sólo	a	aquellos	aspectos	directamente	vinculados	con	el	proceso
liquidatorio.	 Como	 reconoce	 el	 propio	 registrador	 (...),	 durante	 la
liquidación	la	junta	general	de	accionistas	conserva	plenamente	su	vigencia
y	 facultades,	 es	decir,	 continúa	 siendo	el	 ‘órgano	 supremo	de	 la	 sociedad’,
calidad	 que	 le	 reconoce	 el	 artículo	 111	 de	 la	 LGS.	 En	 consecuencia,	 está
legitimado	para	adoptar	cualquier	acuerdo	que	estime	necesario,	por	lo	que
la	modificación	estatutaria	acordada	por	la	junta	general	de	inmobiliaria	no
requiere	 de	 aclaración	 alguna”.	 (Sunarp,	 R.	 064-2009-Sunarp-TR-T,	 feb.
13/2009.	V.	P.	Rolando	A.	Acosta	Sánchez)
Ley	26887.
ART.	414.—Liquidadores.	La	junta	general,	los	socios	o,	en	su	caso,	el	juez
designa	 a	 los	 liquidadores	 y,	 en	 su	 caso,	 a	 sus	 respectivos	 suplentes	 al
declarar	la	disolución,	salvo	que	el	estatuto,	el	pacto	social	o	los	convenios
entre	accionistas	inscritos	ante	la	sociedad	hubiesen	hecho	la	designación	o
que	la	ley	disponga	otra	cosa.	El	número	de	liquidadores	debe	ser	impar.
Si	los	liquidadores	designados	no	asumen	el	cargo	en	el	plazo	de	cinco	días
contados	desde	 la	 comunicación	de	 la	 designación	 y	 no	 existen	 suplentes,
cualquier	director	o	gerente	convoca	a	la	junta	general	a	fin	de	que	designe
a	los	sustitutos.
El	cargo	de	liquidador	es	remunerado,	salvo	que	el	estatuto,	el	pacto	social
o	el	acuerdo	de	la	junta	general	disponga	lo	contrario.
Los	liquidadores	pueden	ser	personas	naturales	o	jurídicas.	En	este	último
caso,	ésta	debe	nombrar	a	la	persona	natural	que	la	representará,	la	misma
que	queda	sujeta	a	las	responsabilidades	que	se	establecen	en	esta	ley	para
el	gerente	de	la	sociedad	anónima,	sin	perjuicio	de	la	que	corresponda	a	los
administradores	de	la	entidad	liquidadora	y	a	ésta.
Las	 limitaciones	 legales	 y	 estatutarias	 para	 el	 nombramiento	 de	 los
liquidadores,	la	vacancia	del	cargo	y	su	responsabilidad	se	rigen,	en	cuanto
sea	aplicable,	por	las	normas	que	regulan	a	los	directores	y	al	gerente	de	la
sociedad	anónima.
Los	 socios	 que	 representen	 la	 décima	 parte	 del	 capital	 social	 tienen
derecho	 a	 designar	 un	 representante	 que	 vigile	 las	 operaciones	 de
liquidación.
El	 sindicato	 de	 obligacionistas	 puede	 designar	 un	 representante	 con	 la
atribución	prevista	en	el	párrafo	anterior.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 inscripción	 de	 la	 entidad	 liquidadora
impide	inscribir	la	renuncia	de	los	administradores.	“(…)	Con	relación	a
lo	 argumentado	 por	 el	 apelante,	 sustentándose	 en	 el	 autor	 Enrique	 Elías
Laroza,	cabe	señalar	que	este	autor	expresa	lo	siguiente:	“Como	se	observa,
sin	 perjuicio	 de	 que	 posteriormente	 se	 proceda	 a	 la	 inscripción	 de	 la
renuncia	 de	 los	 administradores	 y	 apoderados,	 de	 la	 revocación	 de	 sus
facultades	y	del	nombramiento	de	los	liquidadores,	conforme	al	artículo	414
de	 la	 LGS,	 la	 disolución	 determina	 el	momento	 a	 partir	 del	 cual	 cesan	 las
funciones	 y	 concluyen	 las	 obligaciones	 de	 los	 administradores	 y
apoderados,	 al	 mismo	 tiempo	 que	 los	 liquidadores	 asumen	 la
responsabilidad	 del	 proceso	 de	 liquidación	 y	 la	 obligación	 de	 cumplir	 las
funciones	previstas	en	el	artículo	416”.
Al	respecto,	el	comentario	se	encuentra	referido	a	que	inscrita	la	disolución
y	 liquidación,	 procede	 que	 posteriormente	 se	 defina	 la	 situación	 de	 los
administradores	de	la	sociedad	en	ese	estado.	Puede	optarse	por	inscribirse
la	renuncia	de	los	administradores	y	el	nombramiento	de	los	liquidadores	o
puede	optarse	por	inscribir	a	los	liquidadores,	sin	que	sea	necesario	que	se
inscriba	la	renuncia	de	los	administradores,	por	la	consecuencia	misma	del
estado	 de	 disolución	 que	 determina	 el	 cese	 en	 sus	 funciones	 de	 los
administradores”.	 (Sunarp,	 R.	 168-2013-Sunarp-TR-L,	 ene.	 29/2013.	 V.	 P.
Mirtha	Rivera	Bredregal)
Ley	26887.
ART.	415.—Término	de	las	funciones	de	los	liquidadores.	La	función	de
los	liquidadores	termina:
1.	Por	haberse	realizado	la	liquidación;
2.	Por	remoción	acordada	por	la	junta	general	o	por	renuncia.	Para	que	la
remoción	 o	 la	 renuncia	 surta	 efectos,	 conjuntamente	 con	 ella	 debe
designarse	nuevos	liquidadores;	y,
3.	Por	resolución	judicial	emitida	a	solicitud	de	socios	que,	mediando	justa
causa,	 representen	 por	 los	 menos	 la	 quinta	 parte	 del	 capital	 social.	 La
solicitud	se	sustanciará	conforme	al	trámite	del	proceso	sumarísimo.
La	 responsabilidad	 de	 los	 liquidadores	 caduca	 a	 los	 dos	 años	 desde	 la
terminación	del	 cargo	 o	 desde	 el	 día	 en	que	 se	 inscribe	 la	 extinción	de	 la
sociedad	en	el	registro.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Es	 imposible	 expedir	 un	 certificado	 de
vigencia	 de	 poder	 del	 liquidador.	 “Como	 vemos	 en	 tal	 proceso,	 son	 los
liquidadores	 los	 que	 asumen	 las	 funciones	 que	 les	 corresponden	 a	 los
directores,	administradores,	gerentes	y	representantes	en	general	conforme
a	ley,	al	estatuto,	al	pacto	social,	a	los	convenios	entre	accionistas	inscritos
ante	 la	sociedad	y	a	 los	acuerdos	de	 la	 junta	general,	siendo	vigentes	tales
funciones	 hasta	 que	 se	 cumplan	 alguno	 de	 los	 supuestos	 señalado	 en	 el
artículo	415	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Por	su	parte,	el	artículo	417	señala	que	si	durante	la	liquidación	se	extingue
el	 patrimonio	 de	 la	 sociedad	 y	 quedan	 acreedores	 pendientes	 de	 ser
pagados,	los	liquidadores	deben	convocar	a	la	junta	general	para	informarla
de	 la	 situación	 sin	perjuicio	de	 solicitar	 la	declaración	 judicial	 de	quiebra,
con	 arreglo	 a	 la	 ley	 de	 la	 materia;	 es	 en	 este	 contexto	 que	 la	 entidad
liquidadora	(...)	inicia	el	proceso	de	declaración	de	quiebra	y	extinción	de	la
empresa	(...).
5.	Ahora	bien,	como	ha	quedado	dicho	los	liquidadores	son	representantes
o	administradores	de	la	persona	jurídica	durante	el	proceso	de	disolución	y
liquidación,	sin	embargo	una	vez	concluida	con	la	etapa	de	liquidación,	con
la	distribución	del	patrimonio	social	restante	o	la	declaración	de	quiebra,	y
declarada	 e	 inscrita	 la	 extinción	 de	 la	 empresa	 concluye	 su	 función,	 de
conformidad	 con	 el	 inciso	 1	 del	 artículo	 415	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades;	ello	encuentra	su	explicación	en	que	con	este	acto	se	concreta	la
cancelación	de	 la	 personería	 jurídica	 de	 la	 empresa,	 toda	 vez	 que	 deja	 de
existir,	no	pudiendo	haber	representante	sin	representado.
Así	 mismo,	 establece	 el	 artículo	 413	 de	 la	 citada	 ley,	 que	 la	 sociedad
disuelta	 conserva	 su	 personalidad	 jurídica	 mientras	 dura	 el	 proceso	 de
liquidación	y	hasta	que	 se	 inscriba	 la	 extinción	en	el	 registro.	Esto	acorde
con	el	Art.	6	del	mismo	cuerpo	legal	que	establece	que	la	sociedad	mantiene
su	 personalidad	 jurídica	 hasta	 que	 se	 inscribe	 su	 extinción.	 Así	 mismo,
establece	el	artículo	416	de	la	citada	ley,	que	corresponde	a	los	liquidadores
la	representación	de	la	sociedad	en	liquidación.	De	todo	ello	se	concluye	que
la	 representación	 que	 ejercen	 los	 liquidadores	 sólo	 se	mantiene	 en	 tanto
dure	la	liquidación,	y	concluye	con	la	extinción	de	la	sociedad.
Por	 lo	 expuesto,	 la	 declaración	 de	 quiebra	 y	 la	 extinción	 de	 la	 sociedad,
inscrita	en	el	asiento	D	00002,	conlleva	la	extinción	del	nombramiento	de	la
entidad	 liquidadora,	 por	 lo	 que	 no	 es	 posible	 expedir	 el	 certificado	 de
vigencia	 de	 poder	 solicitado,	 procediéndose	 a	 confirmar	 la	 observación
planteada”.	 (Sunarp,	 R.	 086-2013-Sunarp-TR-L,	 ene.	 17/2013.	 V.	 P.	 Rocío
Zulema	Peña	Fuentes)
Ley	26887.
ART.	 416.—Funciones	 de	 los	 liquidadores.	 Corresponde	 a	 los
liquidadores	 la	 representación	 de	 la	 sociedad	 en	 liquidación	 y	 su
administración	 para	 liquidarla,	 con	 las	 facultades,	 atribuciones	 y
responsabilidades	 que	 establezcan	 la	 ley,	 el	 estatuto,	 el	 pacto	 social,	 los
convenios	entre	accionistas	 inscritos	ante	 la	 sociedad	y	 los	acuerdos	de	 la
junta	general.
Por	 el	 solo	hecho	del	nombramiento	de	 los	 liquidadores,	 éstos	 ejercen	 la
representación	 procesal	 de	 la	 sociedad,	 con	 las	 facultades	 generales	 y
especiales	previstas	por	 las	normas	procesales	pertinentes;	 en	 su	 caso,	 se
aplican	 las	 estipulaciones	 en	 contrario	 o	 las	 limitaciones	 impuestas	por	 el
estatuto,	 el	 pacto	 social,	 los	 convenios	 entre	 accionistas	 inscritos	 ante	 la
sociedad	y	los	acuerdos	de	la	junta	general.
Para	 el	 ejercicio	 de	 la	 representación	 procesal,	 basta	 la	 presentación	 de
copia	certificada	del	documento	donde	conste	el	nombramiento.
Adicionalmente,	corresponde	a	los	liquidadores:
1.	 Formular	 el	 inventario,	 estados	 financieros	 y	 demás	 cuentas	 al	 día	 en
que	se	inicie	la	liquidación;
2.	 Los	 liquidadores	 tienen	 la	 facultad	 de	 requerir	 la	 participación	 de	 los
directores	o	administradores	cesantes	para	que	colaboren	en	la	formulación
de	esos	documentos;
3.	 Llevar	 y	 custodiar	 los	 libros	 y	 correspondencia	 de	 la	 sociedad	 en
liquidación	y	entregarlos	a	la	persona	que	habrá	de	conservarlos	luego	de	la
extinción	de	la	sociedad;
4.	Velar	por	la	integridad	del	patrimonio	de	la	sociedad;
5.	 Realizar	 las	 operaciones	 pendientes	 y	 las	 nuevas	 que	 sean	 necesarias
para	la	liquidación	de	la	sociedad;
6.	Transferir	a	título	oneroso	los	bienes	sociales;
7.	 Exigir	 el	 pago	 de	 los	 créditos	 y	 dividendos	 pasivos	 existentes	 al
momento	de	iniciarse	la	liquidación.	También	pueden	exigir	el	pago	de	otros
dividendos	 pasivos	 correspondientes	 a	 aumentos	 de	 capital	 social
acordados	 por	 la	 junta	 general	 con	 posterioridad	 a	 la	 declaratoria	 de
disolución,	 en	 la	 cuantía	 que	 sea	 suficiente	 para	 satisfacer	 los	 créditos	 y
obligaciones	frente	a	terceros;
8.	Concertar	transacciones	y	asumir	compromisos	y	obligaciones	que	sean
convenientes	al	proceso	de	liquidación;
9.	Pagar	a	los	acreedores	y	a	los	socios;	y,
10.	 Convocar	 a	 la	 junta	 general	 cuando	 lo	 consideren	 necesario	 para	 el
proceso	de	liquidación,	así	como	en	las	oportunidades	señaladas	en	la	ley,	el
estatuto,	 el	 pacto	 social,	 los	 convenios	 entre	 accionistas	 inscritos	 ante	 la
sociedad	o	por	disposición	de	la	junta	general.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Transferencia	 del	 bien	 por	 el	 liquidador
cancela	 todos	 los	 gravámenes	 o	 cargas.	 “La	 transferencia	 de	 cualquier
bien	 del	 concursado	 por	 parte	 de	 su	 liquidador	 origina	 la	 cancelación	 de
todos	 los	gravámenes,	medidas	cautelares	y	 cargas	que	aseguren	créditos,
inclusive	 a	 favor	 de	 terceros”.	 (Sunarp,	 Precedente	 de	 Observancia
Obligatoria,	R.	T.	R.	061-2009-Sunarp/PT	Lima,	abr.	15/2009)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Se	puede	extender	un	certificado	de	vigencia
de	poder	otorgado	antes	del	acuerdo	de	disolución	y	el	inicio	del	proceso
de	liquidación.	“Así	mismo,	establece	el	artículo	413	de	la	citada	ley,	que	la
sociedad	 disuelta	 conserva	 su	 personalidad	 jurídica	 mientras	 dura	 el
proceso	 de	 liquidación	 y	 hasta	 que	 se	 inscriba	 la	 extinción	 en	 el	 registro.
Esto	acorde	con	el	artículo	6°	del	mismo	cuerpo	legal	que	establece	que	la
sociedad	 mantiene	 su	 personalidad	 jurídica	 hasta	 que	 se	 inscribe	 su
extinción.	 Así	 mismo,	 establece	 el	 artículo	 416	 de	 la	 citada	 ley,	 que
corresponde	 a	 los	 liquidadores	 la	 representación	 de	 la	 sociedad	 en
liquidación.	De	todo	ello	se	concluye	que	la	representación	que	ejercen	los
liquidadores	sólo	se	mantiene	en	tanto	dure	la	liquidación,	y	concluye	con	la
extinción	de	la	sociedad.
Conforme	al	artículo	413	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	desde	el	acuerdo
de	 disolución	 cesa	 la	 representación	 de	 directores,	 administradores,
gerentes	 y	 representantes	 en	 general.	 (...)	 se	 aprecia	 que	 la	 ratificación	 y
ampliación	inscrita	(...)	respecto	del	poder	inscrito	(...)	es	de	fecha	posterior
a	la	declaración	de	disolución	del	Banco	(...)	(actualmente	en	liquidación)	y
al	nombramiento	de	la	comisión	liquidadora,	inscrita	(...)	del	referido	banco.
Por	 consiguiente,	 el	 poder	 cuya	 vigencia	 se	 ha	 solicitado	 (...)	 de	 fecha
15/1/2013	 se	mantiene	 vigente	 hasta	 la	 fecha,	 toda	 vez	 que	 el	mismo	 ha
sido	 ratificado	por	 la	 comisión	 liquidadora	del	banco	 (...).	Asimismo,	 en	 la
partida	registral	del	Banco	de	la	Vivienda	del	Perú	en	liquidación	no	consta
inscrita	 revocatoria	 al	 respecto”.	 (Sunarp,	 R.	 818-2013-Sunarp-TR-L,	may.
15/2013.	V.	P.	Luis	Alberto	Huaripata)
Ley	26887.
ART.	 417.—Insolvencia	 o	 quiebra	 de	 la	 sociedad	 en	 liquidación.	 Si
durante	 la	 liquidación	 se	 extingue	 el	 patrimonio	 de	 la	 sociedad	 y	 quedan
acreedores	pendientes	de	ser	pagados,	los	liquidadores	deben	convocar	a	la
junta	 general	 para	 informarla	 de	 la	 situación	 sin	 perjuicio	 de	 solicitar	 la
declaración	judicial	de	quiebra,	con	arreglo	a	la	ley	de	la	materia.
R.	200-2001-Sunarp-SN.	
ART.	 158.—Contenido	 del	 asiento	 de	 inscripción.	 El	 título	 que	 se
presente	para	inscribir	la	disolución	de	la	sociedad	debe	indicar	la	causal	de
disolución	y	ella	constará	en	el	asiento	respectivo.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 158.—Revocación	 del	 acuerdo	 de	 disolución.	 La	 revocación	 del
acuerdo	 de	 disolución	 debe	 adaptarse	 con	 los	 requisitos	 y	 formalidades
establecidas	en	el	estatuto	o,	en	su	caso,	por	los	artículos	126	y	127	de	la	ley
y	se	inscribirá	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	437	de	la	ley.
Ley	26887.
ART.	 418.—Información	 a	 los	 socios	 o	 accionistas.	 Los	 liquidadores
deben	presentar	a	la	junta	general	los	estados	financieros	y	demás	cuentas
de	 los	 ejercicios	 que	 venzan	 durante	 la	 liquidación,	 procediendo	 a
convocarla	en	la	forma	que	señale	la	ley,	el	pacto	social	y	el	estatuto.
Igual	 obligación	 deben	 cumplir	 respecto	 de	 balances	 por	 otros	 períodos
cuya	formulación	contemple	la	ley,	el	estatuto,	el	pacto	social,	los	convenios
entre	 accionistas	 o	 socios	 inscritos	 ante	 la	 sociedad	 o	 los	 acuerdos	 de	 la
junta	general.
Los	socios	o	accionistas	que	representen	cuando	menos	la	décima	parte	del
capital	social	tienen	derecho	a	solicitar	la	convocatoria	a	junta	general	para
que	los	liquidadores	informen	sobre	la	marcha	de	la	liquidación.
Ley	26887.
ART.	 419.—Balance	 final	 de	 liquidación.	 Los	 liquidadores	 deben
presentar	 a	 la	 junta	 general	 la	 memoria	 de	 liquidación,	 la	 propuesta	 de
distribución	 del	 patrimonio	 neto	 entre	 los	 socios,	 el	 balance	 final	 de
liquidación,	 el	 estado	 de	 ganancias	 y	 pérdidas	 y	 demás	 cuentas	 que
correspondan,	con	la	auditoría	que	hubiese	decidido	la	junta	general	o	con
la	que	disponga	la	ley.
En	caso	que	la	junta	no	se	realice	en	primera	ni	en	segunda	convocatoria,
los	documentos	se	consideran	aprobados	por	ella.
Aprobado,	expresa	o	tácitamente,	el	balance	final	de	liquidación	se	publica
por	una	sola	vez.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Elaboración	del	balance	final	de	liquidación
debe	ser	posterior	al	nombramiento	de	 los	 liquidadores.	“Sólo	 luego	de
producida	la	aprobación	de	los	documentos	antes	indicados	los	liquidadores
proceden	a	la	distribución	entre	los	socios	del	haber	social	remanente	(si	lo
hubiera),	 con	 arreglo	 a	 lo	 preceptuado	 en	 el	 artículo	 420	 de	 la	 norma
acotada.	Para	que	proceda	la	distribución	entre	los	socios,	los	liquidadores
tienen	que	haber	concluido	con	el	pago	de	las	deudas	a	los	acreedores	de	la
sociedad,	 pues	 si	 existiesen	 todavía	 deudas	 y	 no	 hubiese	 activos	 deberán
sujetarse	a	lo	regulado	en	el	artículo	4172	de	la	ley.
5.	 Según	 el	 artículo	 421	 de	 la	 ley	 en	 mención,	 para	 la	 inscripción	 de	 la
extinción	 se	 requiere	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 firmada	 por	 los
liquidadores	 indicando	 la	 forma	 cómo	 se	 ha	 dividido	 el	 haber	 social,	 la
distribución	del	remanente	y	las	consignaciones	efectuadas	y	se	acompaña
la	constancia	de	haberse	publicado	el	balance	final	de	liquidación.
Adicionalmente,	el	Reglamento	del	Registro	de	Sociedades	precisa	que	el	o
los	liquidadores	deberán	legalizar	notarialmente	su	firma	en	la	solicitud	de
inscripción	de	la	extinción	de	una	sociedad	(Art.	160).
Asimismo,	 el	 artículo	 38	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de	 Sociedades
dispone	que	cuando,	para	la	inscripción	de	un	determinado	acto,	se	exija	la
presentación	 de	 publicaciones,	 ello	 se	 cumplirá	 mediante	 la	 hoja	 original
pertinente	 de	 periódico	 respectivo.	 Alternativamente,	 se	 insertará	 en	 la
escritura	pública	o	 se	 adjuntará	una	 certificación	notarial	que	 contenga	el
texto	del	aviso,	la	fecha	de	la	publicación	y	el	diario	en	que	se	ha	publicado.”
(Sunarp,	R.	1713-2010-Sunarp-TR-L,	nov.	26/2010.	Pres.	Guerra	Macedo)
Ley	26887.
ART.	 420.—Distribución	 del	 haber	 social.	 Aprobados	 los	 documentos
referidos	en	el	artículo	anterior,	se	procede	a	la	distribución	entre	los	socios
del	haber	social	remanente.
La	 distribución	 del	 haber	 social	 se	 practica	 con	 arreglo	 a	 las	 normas
establecidas	 por	 la	 ley,	 el	 estatuto,	 el	 pacto	 social	 y	 los	 convenios	 entre
accionistas	inscritos	ante	la	sociedad.	En	defecto	de	éstas,	la	distribución	se
realiza	en	proporción	a	la	participación	de	cada	socio	en	el	capital	social.
En	todo	caso,	se	deben	observar	las	normas	siguientes:
1.	Los	liquidadores	no	pueden	distribuir	entre	los	socios	el	haber	social	sin
que	se	hayan	satisfecho	las	obligaciones	con	los	acreedores	o	consignado	el
importe	de	sus	créditos;
2.	Si	todas	las	acciones	o	participaciones	sociales	no	se	hubiesen	integrado
al	 capital	 social	 en	 la	misma	 proporción,	 se	 paga	 en	 primer	 término	 y	 en
orden	 descendente	 a	 los	 socios	 que	 hubiesen	 desembolsado	 mayor
cantidad,	 hasta	 por	 el	 exceso	 sobre	 la	 aportación	 del	 que	 hubiese	 pagado
menos;	 el	 saldo	 se	 distribuye	 entre	 los	 socios	 en	 proporción	 a	 su
participación	en	el	capital	social;
3.	Si	los	dividendos	pasivos	se	hubiesen	integrado	al	capital	social	durante
el	 ejercicio	 en	 curso,	 el	 haber	 social	 se	 repartirá	 primero	 y	 en	 orden
descendente	entre	los	socios	cuyos	dividendos	pasivos	se	hubiesen	pagado
antes;
4.	 Las	 cuotas	 no	 reclamadas	 deben	 ser	 consignadas	 en	 una	 empresa
bancaria	o	financiera	del	sistema	financiero	nacional;	y,
5.	 Bajo	 responsabilidad	 solidaria	 de	 los	 liquidadores,	 puede	 realizarse
adelantos	a	cuenta	del	haber	social	a	los	socios.
TÍTULO	III
EXTINCIÓN
Ley	26887.
ART.	 421.—Extinción	 de	 la	 sociedad.	 Una	 vez	 efectuada	 la	 distribución
del	haber	social	la	extinción	de	la	sociedad	se	inscribe	en	el	registro.
La	solicitud	se	presenta	mediante	recurso	firmado	por	el	o	los	liquidadores,
indicando	 la	 forma	cómo	se	ha	dividido	el	haber	social,	 la	distribución	del
remanente	y	las	consignaciones	efectuadas	y	se	acompaña	la	constancia	de
haberse	publicado	el	aviso	a	que	se	refiere	el	artículo	419.
Al	inscribir	la	extinción	se	debe	indicar	el	nombre	y	domicilio	de	la	persona
encargada	de	la	custodia	de	los	libros	y	documentos	de	la	sociedad.
Si	 algún	 liquidador	 se	 niega	 a	 firmar	 el	 recurso,	 no	 obstante	 haber	 sido
requerido,	o	se	encuentra	impedido	de	hacerlo,	la	solicitud	se	presenta	por
los	demás	liquidadores	acompañando	copia	del	requerimiento	con	la	debida
constancia	de	su	recepción.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	160.—Formalidad	de	la	solicitud	de	extinción.	El	o	los	liquidadores
deberán	legalizar	notarialmente	su	firma	en	la	solicitud	de	inscripción	de	la
extinción	de	una	sociedad,	conforme	al	segundo	párrafo	del	artículo	421	de
la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 161.—Efectos	 de	 la	 extinción.	 La	 inscripción	 de	 la	 extinción
determina	el	cierre	de	la	partida	registral,	dándose	de	baja	la	denominación
o	razón	social	del	índice.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Extinción	 de	 una	 persona	 jurídica.	 “La
culminación	 de	 la	 existencia	 de	 la	 persona	 jurídica	 se	 produce	 con	 la
inscripción	 de	 su	 extinción,	 resultando	 que	 mientras	 no	 se	 inscribe	 la
extinción,	 la	 personalidad	 jurídica	 se	 mantiene”.	 (R.	 039-2000-ORLC/TR.
17.02.2000)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—No	 es	 obstáculo	 para	 la	 inscripción	 de	 la
extinción	de	una	S.A.C.	en	liquidación	que	los	avisos	del	balance	final	no
contengan	 el	 nombre	 y	 el	 número	 de	 colegiatura	 del	 contador
responsable.	“Si	bien	ello	es	cierto	debe	advertirse	que	los	citados	artículos
419	y	421	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	no	establecen	requisito	alguno
respecto	del	contenido	de	 la	publicación	del	balance	general	 final,	es	decir
no	señalan	que	la	publicación	debe	incluir	lo	que	exige	el	registrador	en	su
observación,	 es	 decir	 que	 incluya	 tanto	 el	 nombre	 del	 contador	 que	 lo
autorizó	y	 su	número	de	 colegiatura.	Más	aún	el	 artículo	421,	 como	se	ha
indicado,	 solo	 señala	 que	 debe	 acompañarse	 la	 ‘constancia’	 de	 haberse
efectuado	la	publicación	del	indicado	balance,	no	exigiendo	que	se	presente
necesariamente	 copia	 del	 balance	 presentado	 a	 la	 junta	 general	 de
accionistas.
9.	Finalmente,	debe	tenerse	presente	que	dicho	balance	fue	aprobado	por
la	 junta	 general	 de	 accionistas	 de	 la	 sociedad	 en	 liquidación,	 conforme
consta	del	acta	de	la	junta	general	de	accionistas	de	fecha	15	de	diciembre
del	2011,	que	en	copia	certificada	se	ha	adjuntado	al	 título,	y	que	coincide
plenamente	con	el	publicado.
10.	Debe	considerarse	que	la	publicación	del	balance	general	que	dispone
se	 efectué	 el	 artículo	 419	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 tiene	 como
fundamento	iniciar	el	cómputo	para	que	 los	acreedores	sociales	 lo	puedan
impugnar	o	efectuar	 las	reclamaciones	que	correspondieran,	y	que	si	bien,
como	señala	el	Dr.	Gunther	Gonzales	Barrón,	en	su	obra	Tratado	de	Derecho
Registral	Mercantil,	‘La	nueva	ley	no	contempla	en	forma	expresa	el	derecho
de	 impugnación	 del	 balance	 (...).	 Pareciera	 que	 el	 legislador	 se	 remite	 en
este	tema	a	las	normas	generales,	y	por	tanto,	como	cualquier	otro	acuerdo,
el	que	apruebe	el	balance	final	de	liquidación	es	susceptible	de	impugnación
judicial’,	 señalando	 además	 que	 ‘(...)	 la	 impugnación	 del	 balance	 es	 un
derecho	propio	de	los	acreedores	sociales,	antes	que	de	los	socios’.
En	 ese	 sentido,	 siendo	 que	 se	 hubiera	 omitido	 la	 consignación	 en	 el
respectivo	 aviso	 del	 nombre	 y	 el	 número	 de	 colegiatura	 del	 contador
responsable,	 ello	 no	 tendría	 mayor	 incidencia	 para	 que	 los	 acreedores
sociales	 e	 incluso	 los	 socios,	 puedan	 hacer	 valer	 su	 derecho.”	 (Sunarp,	 R.
334-2012-Sunarp-TR-L,	mar.	02/2012.	V.	P.	Juan	Poma	Morales)
Ley	26887.
ART.	422.—Responsabilidad	frente	a	acreedores	impagos.	Después	de
la	 extinción	de	 la	 sociedad	 colectiva,	 los	 acreedores	de	 ésta	que	no	hayan
sido	pagados	pueden	hacer	valer	sus	créditos	frente	a	los	socios.
Sin	 perjuicio	 del	 derecho	 frente	 a	 los	 socios	 colectivos	 previsto	 en	 el
párrafo	anterior,	los	acreedores	de	la	sociedad	anónima	y	los	de	la	sociedad
en	 comandita	 simple	 y	 en	 comandita	 por	 acciones,	 que	 no	 hayan	 sido
pagados	no	obstante	la	liquidación	de	dichas	sociedades,	podrán	hacer	valer
sus	créditos	frente	a	los	socios	o	accionistas,	hasta	por	el	monto	de	la	suma
recibida	por	éstos	como	consecuencia	de	la	liquidación.
Los	 acreedores	 pueden	hacer	 valer	 sus	 créditos	 frente	 a	 los	 liquidadores
después	de	la	extinción	de	la	sociedad	si	la	falta	de	pago	se	ha	debido	a	culpa
de	éstos.	Las	acciones	se	tramitarán	por	el	proceso	de	conocimiento.
Las	 pretensiones	 de	 los	 acreedores	 a	 que	 se	 refiere	 el	 presente	 artículo
caducan	a	los	dos	años	de	la	inscripción	de	la	extinción.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 extinción	 de	 la	 persona	 jurídica
determina	 la	 extinción	 de	 la	 obligación	 (hipoteca).	 “(...)	 Si	 bien	 en	 el
artículo	 422	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 se	 señala	 que	 una	 vez
extinguida	la	sociedad,	 los	acreedores	que	no	hayan	sido	pagados	por	ésta
pueden	hacer	valer	sus	acreencias	frente	a	los	socios	o	liquidadores,	según
el	caso,	debe	señalarse	que	se	trata	de	un	supuesto	especial,	que	no	implica
que	 exista	 sucesión	 universal	 de	 todos	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 de	 la
sociedad.	 En	 este	 caso,	 sólo	 se	 transmiten	 las	 deudas	 indicadas	 a	 las
personas	señaladas	en	dicho	artículo.
En	 tal	 sentido	 se	 concluye	 que	 la	 extinción	 de	 la	 persona	 jurídica,
determina	 la	extinción	de	 la	obligación,	por	cuanto,	como	hemos	dicho,	no
hay	obligación	sin	la	existencia	de	dos	personas:	una	que	sea	acreedora	y	la
otra	que	sea	deudora.	(...).
Por	 tanto,	 (...)	 no	 implica	 que	 las	 garantías	 constituidas	 a	 favor	 de	 una
entidad	 del	 sistema	 financiero	 cuya	 personalidad	 jurídica	 se	 haya
extinguido,	solo	puedan	cancelarse	por	caducidad,	sino	que	siempre	será	de
aplicación	 lo	 señalado	 por	 el	 artículo	 1122	 del	 Código	 Civil.	 (...)	 el
precedente	 de	 observancia	 obligatoria	 aprobado	 en	 el	 Pleno	 del	 Tribunal
Registral	realizado	el	3	de	agosto	del	2009,	según	el	cual:	‘La	extinción	de	la
persona	 jurídica	 acreedora	 determina	 la	 extinción	 de	 la	 obligación	 y
consecuentemente	 la	 extinción	 de	 la	 hipoteca.	 En	 aplicación	 del	 principio
iura	 novit	 curia	 procede	 disponer	 la	 cancelación	 de	 una	 hipoteca	 por
extinción	de	 la	acreedora,	aun	cuando	en	 la	rogatoria	se	haya	solicitado	 la
cancelación	por	caducidad	conforme	a	la	Ley	26639’”.	(Sunarp,	R.	620-2011-
Sunarp-TR-A,	oct.	30/2011.	Pres.	Álamo	Hidalgo)
RESOLUCIÓN	SUNARP.—La	inscripción	de	 la	extinción	de	una	sociedad
anónima	cerrada	en	liquidación	no	es	incompatible	con	la	inscripción	de
una	 anotación	 de	 deuda	 tributaria.	 “Como	 se	 puede	 apreciar	 de	 las
normas	antes	glosadas,	la	Ley	General	de	Sociedades	no	establece	que	por	el
inicio	del	proceso	de	disolución,	liquidación	y	extinción,	se	deba	suspender
la	exigibilidad	de	todas	las	obligaciones	que	el	deudor	tuviera	pendientes	de
pago	a	dicho	momento,	resultando	por	tanto	plenamente	exigibles	durante
el	desarrollo	del	proceso	en	mención	y	luego	de	extinguida	la	sociedad.
14.	 Asimismo,	 debemos	 señalar	 que	 el	 estar	 sujeto	 a	 un	 proceso	 de
disolución,	 liquidación	 y	 extinción	 de	 acuerdo	 con	 las	 normas	 de	 la	 Ley
General	de	Sociedades,	no	ha	sido	contemplado	en	el	artículo	119	del	TUO
del	Código	Tributario	como	un	supuesto	en	el	cual	el	ejecutor	coactivo	deba
suspender	 o	 concluir	 el	 procedimiento	 de	 cobranza	 coactiva	 en	 trámite”.
(Sunarp,	 R.	 784-2015-Sunarp-TR-L,	 abr.	 23/2015.	 V.	 P.	 Pedro	 Álamo
Hidalgo)
SECCIÓN	QUINTA
SOCIEDADES	IRREGULARES
Ley	26887.
ART.	423.—Causales	de	irregularidad.	Es	irregular	la	sociedad	que	no	se
ha	 constituido	 e	 inscrito	 conforme	 a	 esta	 ley	 o	 la	 situación	 de	 hecho	 que
resulta	de	que	dos	o	más	personas	actúan	de	manera	manifiesta	en	sociedad
sin	haberla	constituido	e	inscrito.	En	cualquier	caso,	una	sociedad	adquiere
la	condición	de	irregular:
1.	Transcurridos	sesenta	días	desde	que	los	socios	fundadores	han	firmado
el	pacto	social	sin	haber	solicitado	el	otorgamiento	de	la	escritura	pública	de
constitución;
2.	 Transcurridos	 treinta	 días	 desde	 que	 la	 asamblea	 designó	 al	 o	 los
firmantes	para	otorgar	la	escritura	pública	sin	que	éstos	hayan	solicitado	su
otorgamiento;
3.	 Transcurridos	 más	 de	 treinta	 días	 desde	 que	 se	 otorgó	 la	 escritura
pública	 de	 constitución,	 sin	 que	 se	 haya	 solicitado	 su	 inscripción	 en	 el
registro;
4.	 Transcurridos	 treinta	 días	 desde	 que	 quedó	 firme	 la	 denegatoria	 a	 la
inscripción	formulada	por	el	registro;
5.	Cuando	se	ha	transformado	sin	observar	las	disposiciones	de	esta	ley;	o,
6.	Cuando	continúa	en	actividad	no	obstante	haber	incurrido	en	causal	de
disolución	prevista	en	la	ley,	el	pacto	social	o	el	estatuto.
JURISPRUDENCIA.—CS:	 “el	 reproche	 a	 los	 socios	 –por	 no	 haber
recompuesto	la	pluralidad–	no	puede	ser	retroactiva	a	la	fecha	de	inicio
de	la	unión	de	hecho”.	“En	cuanto	a	la	infracción	normativa	de	los	artículos
4°,	407,	inciso	6,	423	y	426	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	Ley	26887,	la
impugnante	 sostiene,	 entre	 otros	 argumentos,	 que	 la	 sala	 superior	 ha
optado	por	aplicar	el	artículo	4°	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	que	hace
referencia	 a	 una	 disolución	 de	 pleno	 derecho,	 en	 lugar	 del	 artículo	 407,
inciso	6,	de	la	precitada	ley	que	sólo	hace	referencia	a	una	simple	disolución
que	permite	optar	por	el	camino	de	la	regularización;	agrega	que	el	artículo
4°	de	la	ley	societaria	es	una	norma	general	que	resulta	aplicable	a	todas	las
sociedades,	 más	 no	 regula	 en	 sí,	 específicamente,	 el	 supuesto	 o	 los
supuestos	de	la	disolución	de	una	sociedad,	regulación	que	sí	se	encuentra
en	forma	expresa	en	el	artículo	407,	inciso	6,	de	la	citada	ley	societaria;	por
tal	 motivo,	 y	 en	 virtud	 del	 principio	 de	 especialidad,	 resulta	 aplicable	 la
norma	contenida	en	el	precitado	artículo	407.	9.	(...)	En	virtud	de	ello,	queda
claro	 que	 la	 unión	 de	 hecho	 genera	 una	 comunidad	 de	 bienes	 sujeta	 al
régimen	 de	 sociedad	 de	 gananciales	 y,	 por	 lo	 tanto,	 es	 una	 institución
merecedora	de	protección.	10.	Ahora	bien,	es	un	asunto	controvertido	y,	que
tiene	relación	con	el	caso	concreto,	los	efectos	de	la	sentencia	que	reconoce
la	unión	de	hecho,	esto	es,	si	ésta	tiene	efectos	ex	nunc	(hacia	delante)	o	ex
tunc	(desde	siempre);	sin	embargo,	aquí	debemos	indicar	que	este	supremo
tribunal	 comparte	 la	 posición	 jurídica	 asumida	 por	 la	 sala	 superior	 al
considerar	que	constituye	una	solución	irrazonable	el	hecho	de	exigir	a	los
socios	una	conducta	antes	de	que	se	hubiera	producido	la	declaración	de	su
unión	 de	 hecho,	 toda	 vez	 que	 la	 exigibilidad	 de	 dicha	 conducta	 se	 ha
configurado	 posteriormente	 mediante	 la	 sentencia	 que	 declaró	 su
convivencia.	En	tal	sentido,	se	advierte	que	la	retroactividad	sería	contraria
al	 interés	 de	 ambos	 convivientes,	 y	 en	 virtud	 de	 ello,	 se	 aprecia	 que	 el
reproche	a	los	socios	–al	no	haber	recompuesto	la	pluralidad	de	los	socios–
no	puede	ser	retroactiva	a	la	fecha	de	inicio	de	la	unión	de	hecho,	sino	que
debe	 tomarse	como	referencia	 la	 fecha	desde	 la	cual	 tenían	posibilidad	de
conocer	la	existencia	de	la	declaración	de	su	unión	de	hecho,	esto	es,	a	partir
de	 la	 sentencia	de	vista	de	 fecha	veintidós	de	noviembre	de	dos	mil	 siete,
dictada	en	el	proceso	de	reconocimiento	de	unión	de	hecho,	momento	desde
el	 cual	 puede	 realizarse	 el	 cómputo	 de	 los	 seis	meses	 concedidos	 por	 ley
para	la	recomposición	de	la	pluralidad	de	socios”.	(CS,	Cas.	1039-2013-Lima,
nov.	05/2013.	V.	P.	Almenara	Bryson)
Ley	26887.
ART.	 424.—Efectos	 de	 la	 irregularidad.	 Los	 administradores,
representantes	y,	en	general,	quienes	se	presenten	ante	terceros	actuando	a
nombre	 de	 la	 sociedad	 irregular	 son	 personal,	 solidaria	 e	 ilimitadamente
responsables	 por	 los	 contratos	 y,	 en	 general,	 por	 los	 actos	 jurídicos
realizados	desde	que	se	produjo	la	irregularidad.
Si	 la	 irregularidad	 existe	 desde	 la	 constitución,	 los	 socios	 tienen	 igual
responsabilidad.
Las	 responsabilidades	 establecidas	 en	 este	 artículo	 comprenden	 el
cumplimiento	 de	 la	 respectiva	 obligación	 así	 como,	 en	 su	 caso,	 la
indemnización	por	 los	daños	y	perjuicios,	 causados	por	actos	u	omisiones
que	 lesionen	directamente	 los	 intereses	de	 la	 sociedad,	 de	 los	 socios	o	de
terceros.	 Los	 terceros,	 y	 cuando	 proceda	 la	 sociedad	 y	 los	 socios,	 pueden
plantear	 simultáneamente	 las	 pretensiones	 que	 correspondan	 contra	 la
sociedad,	 los	 administradores	 y,	 cuando	 sea	 el	 caso,	 contra	 los	 socios,
siguiendo	a	tal	efecto	el	proceso	abreviado.
Lo	dispuesto	en	los	párrafos	anteriores	no	enerva	la	responsabilidad	penal
que	pudiera	corresponder	a	los	obligados.
Ley	26887.
ART.	 425.—Obligación	 de	 los	 socios	 de	 aportar.	 Los	 socios	 están
obligados	 a	 efectuar	 los	 aportes	 y	 las	 prestaciones	 a	 que	 se	 hubieran
comprometido	 en	 el	 pacto	 social	 o	 en	 acto	 posterior,	 en	 todo	 lo	 que	 sea
necesario	 para	 cumplir	 el	 objeto	 social	 o,	 en	 caso	 de	 liquidación	 de	 la
sociedad	 irregular,	 para	 cumplir	 con	 las	 obligaciones	 contraídas	 con
terceros.
Si	 no	 hubiera	 estipulación	 al	 respecto	 se	 considera	 que	 todos	 los	 socios
deben	aportar	en	partes	iguales.
Ley	26887.
ART.	 426.—Regularización	 o	 disolución	 de	 la	 sociedad	 irregular.	 Los
socios,	 los	 acreedores	 de	 éstos	 o	 de	 la	 sociedad	 o	 los	 administradores
pueden	 solicitar	 alternativamente	 la	 regularización	 o	 la	 disolución	 de	 la
sociedad,	conforme	al	procedimiento	establecido	en	el	artículo	119	o	en	el
artículo	409,	según	el	caso.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 162.—Regularización	 de	 sociedad	 inscrita.	 La	 inscripción	 de	 la
regularización	 de	 una	 sociedad	 inscrita	 que	 ha	 incurrido	 en	 causal	 de
irregularidad,	 se	 realizará	 en	 mérito	 del	 acuerdo	 del	 órgano	 social
competente	 adoptado	 con	 las	 formalidades	 y	 requisitos	 de	 ley	 y	 de	 este
reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	163.—Resolución	 que	 ordena	 inscripción	de	 sociedad	 irregular
no	inscrita.	Para	la	inscripción	de	la	resolución	judicial	firme	que	ordene	la
regularización	de	sociedades	irregulares	no	inscritas,	se	presentará	el	parte
judicial	 que	 la	 contenga	 así	 como	 el	 instrumento	 público	 notarial	 que
cumpla	con	los	requisitos	señalados	en	la	ley,	según	corresponda	a	la	forma
societaria	que	se	pretenda	inscribir.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	164.—Inscripción	de	 la	disolución,	 liquidación	y	extinción	de	 la
sociedad	 irregular	 no	 inscrita.	 Por	 excepción,	 son	 inscribibles	 la
disolución,	 liquidación	 y	 extinción	 de	 la	 sociedad	 irregular	 no	 inscrita,
siempre	 que	 su	 denominación	 o	 razón	 social	 no	 sea	 igual	 a	 la	 de	 una
.inscrita	o	a	una	que	cuente	con	reserva	de	preferencia	registral.	Para	estos
efectos,	 serán	 de	 aplicación	 las	 disposiciones	 de	 la	 ley	 sobre	 dichas
materias,	y	se	abrirá	partida	especial	para	inscribir	estos	actos.
JURISPRUDENCIA.—CS:	 “el	 reproche	 a	 los	 socios	 –por	 no	 haber
recompuesto	la	pluralidad–	no	puede	ser	retroactiva	a	la	fecha	de	inicio
de	la	unión	de	hecho”.	“En	cuanto	a	la	infracción	normativa	de	los	artículos
4°,	407,	inciso	6,	423	y	426	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	Ley	26887,	la
impugnante	 sostiene,	 entre	 otros	 argumentos,	 que	 la	 sala	 superior	 ha
optado	por	aplicar	el	artículo	4°	de	 la	Ley	General	de	Sociedades	que	hace
referencia	 a	 una	 disolución	 de	 pleno	 derecho,	 en	 lugar	 del	 artículo	 407,
inciso	6,	de	la	precitada	ley	que	sólo	hace	referencia	a	una	simple	disolución
que	permite	optar	por	el	camino	de	la	regularización;	agrega	que	el	artículo
4°	de	la	ley	societaria	es	una	norma	general	que	resulta	aplicable	a	todas	las
sociedades,	 más	 no	 regula	 en	 sí,	 específicamente,	 el	 supuesto	 o	 los
supuestos	de	la	disolución	de	una	sociedad,	regulación	que	sí	se	encuentra
en	forma	expresa	en	el	artículo	407,	inciso	6,	de	la	citada	ley	societaria;	por
tal	 motivo,	 y	 en	 virtud	 del	 principio	 de	 especialidad,	 resulta	 aplicable	 la
norma	contenida	en	el	precitado	artículo	407.	9.	(...)	En	virtud	de	ello,	queda
claro	 que	 la	 unión	 de	 hecho	 genera	 una	 comunidad	 de	 bienes	 sujeta	 al
régimen	 de	 sociedad	 de	 gananciales	 y,	 por	 lo	 tanto,	 es	 una	 institución
merecedora	de	protección.	10.	Ahora	bien,	es	un	asunto	controvertido	y,	que
tiene	relación	con	el	caso	concreto,	los	efectos	de	la	sentencia	que	reconoce
la	unión	de	hecho,	esto	es,	si	ésta	tiene	efectos	ex	nunc	(hacia	delante)	o	ex
tunc	(desde	siempre);	sin	embargo,	aquí	debemos	indicar	que	este	supremo
tribunal	 comparte	 la	 posición	 jurídica	 asumida	 por	 la	 sala	 superior	 al
considerar	que	constituye	una	solución	irrazonable	el	hecho	de	exigir	a	los
socios	una	conducta	antes	de	que	se	hubiera	producido	la	declaración	de	su
unión	 de	 hecho,	 toda	 vez	 que	 la	 exigibilidad	 de	 dicha	 conducta	 se	 ha
configurado	 posteriormente	 mediante	 la	 sentencia	 que	 declaró	 su
convivencia.	En	tal	sentido,	se	advierte	que	la	retroactividad	sería	contraria
al	 interés	 de	 ambos	 convivientes,	 y	 en	 virtud	 de	 ello,	 se	 aprecia	 que	 el
reproche	a	los	socios	–al	no	haber	recompuesto	la	pluralidad	de	los	socios–
no	puede	ser	retroactiva	a	la	fecha	de	inicio	de	la	unión	de	hecho,	sino	que
debe	 tomarse	como	referencia	 la	 fecha	desde	 la	cual	 tenían	posibilidad	de
conocer	la	existencia	de	la	declaración	de	su	unión	de	hecho,	esto	es,	a	partir
de	 la	 sentencia	de	vista	de	 fecha	veintidós	de	noviembre	de	dos	mil	 siete,
dictada	en	el	proceso	de	reconocimiento	de	unión	de	hecho,	momento	desde
el	 cual	 puede	 realizarse	 el	 cómputo	 de	 los	 seis	meses	 concedidos	 por	 ley
para	la	recomposición	de	la	pluralidad	de	socios”.	(CS,	Cas.	1039-2013-Lima,
nov.	05/2013.	V.	P.	Almenara	Bryson)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Sociedad	 irregular	 puede	 inscribir	 actos
celebrados	 por	 sus	 representantes	 sin	 que	 cumpla	 previamente	 con
regularizarse.	 “13.	 Cuando	 el	 artículo	 426	 LGS	 establece	 que	 se	 puede
solicitar	 alternativamente	 la	 regularización	 o	 disolución	 de	 la	 sociedad
irregular,	 ello	 no	 implica	 que	 la	 sociedad	 no	 pueda	 además	 realizar	 otros
actos,	pues	entre	la	fecha	en	que	incurre	en	irregularidad	y	la	fecha	en	que
se	 regulariza	 o	 se	 disuelve,	 la	 sociedad	 cuenta	 con	 órganos	 de
administración	 o	 representantes	 que	 pueden	 celebrar	 válidamente
contratos	 a	nombre	de	 la	 sociedad.	En	 consecuencia,	 la	 sociedad	 irregular
podrá	 requerir	 la	 inscripción	 de	 otros	 actos	 celebrados	 por	 sus
representantes	sin	que	previamente	cumpla	con	regularizarse,	por	lo	que	se
debe	revocar	este	extremo	de	la	tacha	decretada.	(...).
(...)	 La	 persona	 natural,	 por	 ella	 misma	 o	 mediante	 representante,	 se
relaciona	 con	 terceros	 a	 fin	 de	 alcanzar	 su	 desarrollo	 y	 realización
personales.	La	participación	del	representante	en	estos	casos	es	excepcional
pues	 lo	 común	 es	 que	 la	 persona	 natural,	 alcanzada	 su	mayoría	 de	 edad,
dirija	 el	 destino	 de	 su	 vida.	 En	 cambio,	 tratándose	 de	 personas	 jurídicas,
entes	ideales	por	antonomasia,	la	representación	es	la	regla	dado	que	es	la
única	manera	 que	 se	 relacione	 con	 terceros.	 Ello	 permite	 concluir	 que	 la
vigencia	 de	 sus	 órganos,	 sobre	 todo	 los	 permanentes,	 resulta
imprescindible.	Así	lo	ha	entendido	el	legislador	comercial	al	establecer	en
el	 artículo	 163	 de	 la	 LGS	 que	 el	 directorio	 continúa	 en	 funciones	 aunque
hubiese	 concluido	 su	 período.	 Este	 dispositivo	 responde	 a	 una	 razón
superior:	la	naturaleza	etérea	de	estos	entes	y	la	necesidad	de	preservar	su
capacidad	jurídica.
16.	 La	 gerencia	 general	 (u	 órgano	 de	 administración	 de	 similares
funciones)	de	toda	persona	 jurídica	es	un	órgano	necesario	y	permanente,
ya	que	es	jurídicamente	imposible	que	ésta	exprese	su	voluntad	y	practique
actos	 jurídicos	 si	 no	 es	 a	 través	de	dicho	órgano.	 Lo	 contrario	 significaría
que	 estemos	 ante	 un	 sujeto	 de	 derechos	 que,	 en	 teoría,	 puede	 adquirir
derechos	y	obligaciones,	pero	que	materialmente	no	puede	hacerlo;	es	decir,
se	trataría	de	una	persona	jurídica	incapaz,	cuando	es	unánime	en	doctrina
que	la	persona	jurídica	goza	de	capacidad	general.	Por	ello,	debe	entenderse
que	 la	 persona	 jurídica	 nunca	 está	 privada	 del	 órgano	 que	 ejerce	 las
funciones	 de	 administración	 y	 representación,	 aunque	 el	 período	 para	 el
que	 dicho	 órgano	 fue	 elegido	 haya	 vencido.	 En	 ese	 sentido,	 quien	 es	 el
titular	 de	 dicho	 órgano	 (gerente	 general)	 mantiene	 su	 legitimación	 para
convocar	a	junta	general	para	elegir	nuevo	gerente	general,	sino	para	todo
otro	 asunto,	 aunque	 su	 período	 se	 encuentre	 vencido”.	 (Sunarp,	 R.	 220-
2013-Sunarp-TR-T,	may.	31/2013.	V.	P.	Eberardo	Meneses	Reyes)
Ley	26887.
ART.	 427.—Derecho	 de	 separación	 de	 los	 socios.	 Los	 socios	 podrán
separarse	 de	 la	 sociedad	 si	 la	 junta	 general	 no	 accediera	 a	 la	 solicitud	 de
regularización	 o	 de	 disolución.	 Los	 socios	 no	 se	 liberan	 de	 las
responsabilidades	que,	 conforme	a	esta	 sección,	 les	 corresponden	hasta	el
momento	de	su	separación.
Ley	26887.
ART.	428.—Relaciones	entre	los	socios	y	con	terceros.	En	las	sociedades
irregulares	 las	 relaciones	 internas	 entre	 los	 socios	 y	 entre	 éstos	 y	 la
sociedad	 se	 rigen	 por	 lo	 establecido	 en	 el	 pacto	 del	 que	 se	 hubieran
derivado	y,	supletoriamente,	por	las	disposiciones	de	esta	ley.
El	pacto	social,	el	estatuto,	los	convenios	entre	socios	y	sus	modificaciones,
así	 como	 las	 consecuencias	 que	 de	 ellos	 se	 deriven,	 son	 válidos	 entre	 los
socios.	Ellos	no	perjudican	a	terceros	quienes	pueden	utilizarlos	en	todo	lo
que	los	favorezca,	sin	que	les	pueda	ser	opuesto	el	acuerdo	o	contrato	o	sus
modificaciones	que	tienda	a	limitar	o	excluir	la	responsabilidad	establecida
en	los	artículos	anteriores	de	esta	sección.
Son	válidos	los	contratos	que	la	sociedad	celebre	con	terceros.
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—Es	 posible	 inscribir	 la	 transferencia	 de
participaciones	para	reestablecer	la	pluralidad	de	socios.	“8.	Respecto	al
procedimiento	para	regularización,	tal	como	se	mencionara	el	artículo	426
de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 prevé	 el	 procedimiento	 para	 la
regularización	remitiéndose	al	artículo	409	de	la	ley;	sin	embargo,	también
puede	acordar	 la	disolución	de	 la	sociedad,	exteriorizando	así	 la	 intención
de	dar	por	concluidas	las	actividades	de	la	sociedad.
Ahora	 bien,	 como	 la	 norma	 no	 ha	 fijado	 plazo	 para	 convocar	 a	 la	 junta
referida	 en	 el	 artículo	 409,	 siendo	 que	 sólo	 se	 ha	 establecido	 el	 plazo	 de
treinta	 días	 para	 la	 realización	 de	 la	 junta,	 entonces	 podría	 interpretarse
que	el	plazo	se	computa	desde	el	momento	en	que	la	sociedad	ha	incurrido
en	causal,	pero	también	resultaría	válido	interpretar	que	al	no	haber	plazo
establecido	 para	 la	 convocatoria	 ésta	 se	 podría	 realizar	 en	 cualquier
momento.
9.	 Por	 otro	 lado,	 debe	 señalarse	 que	 la	 ley	 no	 desconoce	 los	 actos	 que
realizan	 estas	 sociedades,	 incluso	 el	 artículo	 428	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	 reconoce	 como	 válidos	 los	 contratos	 que	 celebren	 las
sociedades	 irregulares	 con	 terceros,	 de	 ahí	 que	 resulta	 justificable	 no
descartar	 una	 posición	 interpretativa	 que	 tiende	 a	 la	 conservación	 de	 la
sociedad	y	por	ende	al	tráfico	mercantil.	(...).
10.	Entonces,	estando	a	que	la	sociedad	irregular	puede	sanear	su	situación
en	atención	a	la	interpretación	que	recoge	el	acuerdo	citado	y	considerando
que	 la	 sociedad	 materia	 del	 presente	 se	 encuentra	 disuelta	 de	 pleno
derecho,	 la	 transferencia	 de	 participaciones	 sí	 resulta	 inscribible	 en
atención	 a	 su	 finalidad	 consistente	 en	 la	 restitución	 de	 la	 pluralidad	 de
socios	 (que	 subsanaría	 la	 causal	 de	 disolución	 en	 la	 que	 incurrió	 la
sociedad),	 tal	 como	 consta	 en	 la	 apelación	 y	 en	 el	 escrito	 del	 19/3/2015
presentado	al	inicio	del	procedimiento	registral.
Por	 tanto,	 considerando	 que	 la	 finalidad	 de	 la	 inscripción	 de	 la
transferencia	 de	 participaciones	 es	 la	 reconstitución	 de	 la	 pluralidad	 de
socios,	se	requiere	para	la	inscripción	del	mismo	–conforme	a	los	artículos
409	y	426	de	la	Ley	General	de	Sociedades	y	al	amparo	de	la	interpretación
recogida	 en	 el	 acuerdo	 adoptado	 en	 el	 Pleno	 L	 de	 este	 colegiado–,	 del
acuerdo	 de	 la	 junta	 general	 de	 regularización	 de	 la	 sociedad	 en	 la	 que	 se
reconozca	 además	 la	 transferencia	 de	 participaciones	 efectuada	 para
reconstituir	la	pluralidad	de	socios.
Siendo	 ello	 así,	 corresponde	 revocar	 la	 tacha	 sustantiva	 y	 disponer	 su
observación	en	el	sentido	que	se	requerirá	el	acuerdo	de	la	junta	general	de
regularizar	la	sociedad	a	fin	de	inscribir	el	acto	rogado	teniendo	en	cuenta
que	 conforme	 ha	 manifestado	 el	 recurrente	 la	 transferencia	 de
participaciones	rogada	se	realiza	para	la	reconstitución	de	la	pluralidad	de
socios”.	(Sunarp,	R.	1339-2015-Sunarp-TR-L,	jul.	09/2015.	V.	P.	Elena	Rosa
Vásquez	Torres)
Ley	26887.
ART.	429.—Administración	y	representación	de	la	sociedad	irregular.
La	 administración	 de	 la	 sociedad	 irregular	 corresponde	 a	 sus
administradores	 y	 representantes	 designados	 en	 el	 pacto	 social	 o	 en	 el
estatuto	o	en	los	acuerdos	entre	los	socios.
Se	 presume	 que	 los	 socios	 y	 administradores	 de	 la	 sociedad	 irregular,
actuando	 individualmente,	están	 facultados	para	realizar	actos	de	carácter
urgente	y	a	solicitar	medidas	judiciales	cautelares.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	sociedad	irregular	sigue	vigente	y	puede
celebrar	 contratos	 válidos.	 “La	 ley	 no	 desconoce	 los	 actos	 que	 realizan
estas	 sociedades,	 incluso	 el	 artículo	 428	 LGS	 reconoce	 como	 válidos	 los
contratos	que	celebren	 las	sociedades	 irregulares	con	 terceros,	de	ahí	que
resulta	justificable	no	descartar	una	posición	interpretativa	que	tienda	a	la
conservación	de	la	sociedad	y	por	ende	al	tráfico	mercantil.
No	 sería	 coherente	 que	 por	 un	 lado	 se	 reconozca	 la	 validez	 de	 los	 actos
realizados	por	estas	sociedades	(a	través	de	sus	órganos	de	gobierno);	y	por
otro	 lado	 se	 imponga	 la	 obligación	 de	 liquidar	 la	 sociedad,	 desde	 el
momento	 que	 incurrió	 en	 causal	 de	 disolución,	 siendo	que	 en	 este	 último
caso	sólo	deberían	ser	válidos	los	contratos	celebrados	por	los	liquidadores,
lo	cual	resulta	una	postura	diferente	a	la	prevista	en	la	ley.	(...).
12.	 De	 acuerdo	 al	 artículo	 429	 LGS	 la	 administración	 de	 la	 sociedad
irregular	 corresponde	 a	 sus	 administradores	 y	 representantes	 designados
en	 el	 pacto	 social	 o	 en	 el	 estatuto	 o	 en	 los	 acuerdos	 entre	 los	 socios.
Presumiéndose	 que	 los	 socios	 y	 administradores	 de	 la	 sociedad	 irregular,
actuando	 individualmente,	están	 facultados	para	realizar	actos	de	carácter
urgente	y	a	 solicitar	medidas	 judiciales	 cautelares”.	 (Sunarp,	R.	220-2013-
Sunarp-TR-T,	may.	31/2013.	V.	P.	Eberardo	Meneses	Reyes)
Ley	26887.
ART.	430.—Concurrencia	de	los	acreedores	particulares	y	sociales.	De
acuerdo	 con	 la	 forma	 de	 sociedad	 que	 pueda	 atribuirse	 a	 la	 sociedad
irregular,	 los	 acreedores	 particulares	 de	 los	 socios	 concurrirán	 con	 los
acreedores	de	la	sociedad	irregular	para	el	cobro	de	sus	créditos,	teniendo
en	cuenta	la	prelación	que	conforme	a	ley	corresponda	a	dichos	créditos.
Ley	26887.
ART.	 431.—Disolución	 y	 liquidación	 de	 la	 sociedad	 irregular.	 La
disolución	 de	 la	 sociedad	 irregular	 puede	 tener	 lugar	 sin	 observancia	 de
formalidades	 y	 puede	 acreditarse,	 entre	 los	 socios	 y	 frente	 a	 terceros	 por
cualquier	medio	de	prueba.
Debe	 inscribirse	 la	 disolución	 de	 la	 sociedad	 irregular	 inscrita	 en	 el
registro.
La	 disolución	 de	 la	 sociedad	 irregular	 no	 impide	 que	 sus	 acreedores
ejerzan	 las	 acciones	 contra	 ella,	 sus	 socios,	 administradores	 o
representantes.
La	liquidación	de	la	sociedad	irregular	se	sujeta	a	lo	establecido	en	el	pacto
social	y	en	esta	ley.
Ley	26887.
ART.	 432.—Insolvencia	 y	 quiebra	 de	 la	 sociedad	 irregular.	 La
insolvencia	 o	 la	 quiebra	 de	 la	 sociedad	 irregular	 se	 sujeta	 a	 la	 ley	 de	 la
materia.
SECCIÓN	SEXTA
REGISTRO
Ley	26887.
ART.	433.—Definición	de	 registro.	Toda	mención	al	 registro	 en	 el	 texto
de	 esta	 ley	 alude	 al	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas,	 en	 sus	 libros	 de
sociedades	 mercantiles	 y	 de	 sociedades	 civiles,	 según	 corresponda	 a	 la
respectiva	sociedad	a	que	se	alude.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
ART.	 1°.—Alcance	 del	 Registro	 de	 Sociedades.	 Sin	 perjuicio	 de	 las
inscripciones	 previstas	 en	 las	 disposiciones	 legales	 correspondientes,	 se
inscriben	en	el	registro:
a)	Las	sociedades	constituidas	en	el	país	y	sus	sucursales;
b)	Las	sucursales	de	sociedades	constituidas	en	el	extranjero;	y,
e)	 Los	 poderes	 otorgados	 por	 sociedades	 constituidas	 o	 sucursales
establecidas	en	el	extranjero.
Ley	26887.
ART.	434.—Depósito	de	documentos.	Los	programas	de	 fundación	o	de
aumento	de	 capital	por	oferta	a	 terceros	que	 se	depositen	 con	el	 registro,
dan	 lugar	 a	 la	 apertura	 preventiva	 de	 una	 partida,	 la	 que	 se	 convierte	 en
definitiva	cuando	se	constituya	la	sociedad.
El	 depósito	 de	 prospectos	 de	 emisión	 de	 obligaciones	 se	 anotan	 en	 la
partida	de	la	sociedad	emisora.
Ley	26887.
ART.	 435.—Publicaciones.	 Las	 publicaciones	 y	 demás	 documentos
exigidos	 por	 esta	 ley	 deben	 insertarse	 en	 las	 escrituras	 públicas	 o
adjuntarse	a	las	copias	certificadas	o	solicitudes	que	se	presenten	al	registro
para	la	inscripción	del	respectivo	acto.
Ley	26887.
ART.	 436.—Disolución	 por	 vencimiento	 del	 plazo.	 Vencido	 el	 plazo
determinado	 de	 duración	 de	 la	 sociedad,	 la	 disolución	 opera	 de	 pleno
derecho	y	se	inscribe	a	solicitud	de	cualquier	interesado.
Ley	26887.
ART.	 437.—Revocación	 de	 acuerdo	 de	 disolución.	 La	 revocación	 del
acuerdo	 de	 disolución	 voluntaria	 se	 inscribe	 por	 el	 mérito	 de	 copia
certificada	 del	 acta	 de	 la	 junta	 general	 donde	 conste	 el	 acuerdo	 y	 la
declaración	del	liquidador	o	liquidadores	de	que	no	se	ha	iniciado	el	reparto
del	haber	social	entre	los	socios.
LIBRO	QUINTO
CONTRATOS	ASOCIATIVOS
Ley	26887.
ART.	 438.—Alcances.	 Se	 considera	 contrato	 asociativo	 aquel	 que	 crea	 y
regula	 relaciones	 de	 participación	 e	 integración	 en	 negocios	 o	 empresas
determinadas,	en	interés	común	de	los	intervinientes.	El	contrato	asociativo
no	genera	una	persona	jurídica,	debe	constar	por	escrito	y	no	está	sujeto	a
inscripción	en	el	registro.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 contrato	 de	 asociación	 en	 participación
no	es	inscribible.	“Admitirse	que	en	mérito	a	lo	señalado	en	el	artículo	926
del	 Código	 Civil	 se	 puede	 inscribir	 cualquier	 pacto	 restrictivo	 de	 la
propiedad,	implicaría	que	por	voluntad	de	las	partes	se	den	efectos	reales	a
relaciones	 obligacionales	 (oponibilidad	 erga	 omnes),	 supuesto	 que	 sólo
puede	 ser	 establecido	 legalmente	 y	 no	 convencionalmente.	 Sobre	 el
particular,	debe	tenerse	en	cuenta	que	en	nuestro	sistema	legal	se	ha	optado
por	el	sistema	de	numerus	clausus	en	cuanto	a	la	constitución	de	derechos
reales	 (Art.	 881	 del	 Código	 Civil),	 por	 lo	 que	 convencionalmente	 no	 se
pueden	crear	nuevos	derechos	reales.
7.	La	asociación	en	participación	es	un	contrato	asociativo	que	no	genera
una	persona	jurídica,	consistente	en	el	aporte	en	dinero,	bienes	o	servicios
que	realizan	los	asociados	en	favor	del	asociante,	para	que	éste	lo	utilice	en
uno	o	varios	negocios	que	tiene,	a	cambio	de	su	participación	en	él	resultado
o	en	las	utilidades	de	dichos	negocios.
(…)	Dicho	contrato	asociativo	se	encuentre	regulado	en	los	artículos	438	al
444	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
8.	 Por	 lo	 expuesto	 en	 el	 numeral	 precedente,	 se	 tiene	 que	 el	 contrato	 de
asociación	 en	 participación	 genera	 solamente	 derechos	 obligacionales,
cuales	 son	 la	 participación	 en	 las	 utilidades	 en	 uno	 o	 varios	 negocios	 del
asociante	a	cambio	de	un	determinado	aporte	en	dinero,	bienes	o	servicios,
y	no	derechos	reales.
Tampoco	 se	 encuentra	 contemplado	 dicho	 contrato	 como	 inscribible,
estableciéndose	 más	 bien	 que	 no	 se	 encuentra	 sujeto	 a	 inscripción	 en	 el
registro,	según	se	señala	en	el	artículo	438	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
En	 razón	 a	 lo	 expuesto,	 se	 tiene	 que	 el	 contrato	 de	 asociación	 en
participación	 no	 es	 un	 acto	 inscribible	 en	 el	 Registro	 de	 Predios,	máxime
cuando	el	aporte	de	bienes	registrados	por	parte	del	asociado	no	genera	la
presunción	de	propiedad	en	 favor	del	 asociante;	por	 tanto,	 su	 celebración
no	 genera	 ningún	 efecto	 real	 sobre	 el	 predio.”	 (Sunarp,	 R.	 1508-2011-
Sunarp-TR-L,	jul.	27/2011.	Vásquez	Torres)
C.	C.
ART.	1351.—Definición	de	contrato.	El	 contrato	 es	 el	 acuerdo	 de	 dos	 o
más	partes	para	 crear,	 regular,	modificar	o	 extinguir	una	 relación	 jurídica
patrimonial.
Ley	26887.
ART.	 439.—Contribuciones	 de	 dinero,	 bienes	 o	 servicios.	 Las	 partes
están	obligadas	a	efectuar	 las	 contribuciones	en	dinero,	bienes	o	 servicios
establecidos	 en	 el	 contrato.	 Si	 no	 se	 hubiera	 indicado	 el	 monto	 de	 las
contribuciones,	 las	partes	 se	encuentran	obligadas	a	efectuar	 las	que	 sean
necesarias	 para	 la	 realización	 del	 negocio	 o	 empresa,	 en	 proporción	 a	 su
participación	en	las	utilidades.
La	 entrega	 de	 dinero,	 bienes	 o	 la	 prestación	 de	 servicios,	 se	 harán	 en	 la
oportunidad,	 el	 lugar	 y	 la	 forma	 establecida	 en	 el	 contrato.	 A	 falta	 de
estipulación,	rigen	 las	normas	para	 los	aportes	establecidas	en	 la	presente
ley,	en	cuanto	le	sean	aplicables.
Ley	26887.
ART.	440.—Contrato	de	asociación	en	participación.	Es	el	contrato	por
el	cual	una	persona,	denominada	asociante	concede	a	otra	u	otras	personas
denominadas	asociados,	una	participación	en	el	resultado	o	en	las	utilidades
de	 uno	 o	 de	 varios	 negocios	 o	 empresas	 del	 asociante,	 a	 cambio	 de
determinada	contribución.
JURISPRUDENCIA.—Características	 de	 una	 asociación	 en
participación.”La	asociación	en	participación	es	un	contrato	asociativo	en
virtud	 del	 cual	 una	 persona	 denominada	 asociante	 conviene	 con	 otra
llamada	 asociado	 en	 que	 ésta	 participe	 en	 la	 proporción	 que	 ambos
acuerden	 en	 las	 utilidades	 o	 pérdidas	 de	 una	 empresa	 o	 de	 uno	 o	 varios
negocios	 del	 asociante,	 no	 contando	 con	 personalidad	 jurídica,	 razón	 o
denominación	social,	obrando	el	asociante	en	nombre	propio,	razón	por	 la
que	 no	 existe	 relación	 jurídica	 entre	 los	 terceros	 y	 asociados,	 no
adquiriendo	 por	 tanto	 éstos	 derechos	 u	 obligaciones	 frente	 aquéllos	 y
viceversa,	 lo	 que	 resulta	 de	 los	 artículos	 398,	 401	 y	 402	 del	 Decreto
Supremo	Nº	003-85-JUS,	Ley	General	de	Sociedades	vigente	al	sucederse	los
hechos	que	sustentan	la	demanda”.	(Cas.	3204-2001-Lima.	18.02.2002)
JURISPRUDENCIA.—Aporte	 del	 asociado	 a	 una	 asociación	 en
participación.”Conforme	al	artículo	398	(sic)	de	la	Ley	Nº	26887	(..).	en	la
asociación	 en	 participación	 el	 asociante	 conviene	 con	 el	 asociado	 en	 que
este	último	aporte	bienes	o	servicios	para	participar	en	 la	proporción	que
ambos	acuerden	en	las	utilidades	o	en	las	pérdidas	de	una	empresa	o	de	uno
o	varios	negocios	del	asociante”.	(Exp.	739-1999,	R.	s/n.	02.08-99)
MODELO	DE	CONTRATO	DE	ASOCIACIÓN	EN	PARTICIPACIÓN
	
Señor	notario:
Sírvase	 extender	 en	 su	 Registro	 de	 Escrituras	 Públicas	 la	 del	 contrato	 de
asociación	 en	 participación,	 que	 celebran	 de	 una	 parte	 la	 compañía
...................................	 S.A.,	 con	 RUC	 número	 ................................,	 debidamente
representada	por	su	gerente	general	señor	......................................,	peruano,	casado,	de
profesión	 ..............................,	 identificado	 con	 DNI	 número	 ..........................,	 Libreta
Militar	 número	 ............................,	 domiciliado	 en	 ..............................,	 distrito	 de
........................................,	 a	 quien	 en	 adelante	 se	 le	 denominará	el	 asociante;	 y	 de	 la
otra	 parte	 las	 compañías	 .................................................	 S.A.,	 con	 RUC	 número
........................,	 debidamente	 representada	 por	 su	 gerente	 general	 señor
.................................................,	peruano,	casado,	de	profesión	.............................,	identificado
con	 DNI	 número	 .......................................,	 Libreta	 Militar	 número	 ......................................,
domiciliado	 en	 .............................,	 distrito	 de	 ......................;	 ...................................	 S.A.,	 con
RUC	 número	 .............................,	 debidamente	 representada	 por	 su	 gerente	 general
señor	.................................,	peruano,	casado,	de	profesión	.......................,	identificado	con
DNI	 número	 .....................,	 Libreta	 Militar	 número	 ............................,	 domiciliado	 en
............................,	 distrito	 de	 ..................................,	 a	 quienes	 en	 adelante	 se	 les
denominará	los	asociados	en	los	términos	y	condiciones	siguientes:
I.	Antecedentes:
Primera:	 Los	 asociados	 son	 propietarios	 del	 inmueble	 situado	 en
..........................................	 (precisar	 la	 ubicación	 del	 inmueble),	 del	 distrito	 de
....................................,	 provincia	 y	 departamento	 de	 Lima,	 el	 que	 tiene	 un	 área	 de
................	m2,	encerrada	dentro	de	los	siguientes	linderos	y	medidas	perimétricas:
Por	el	frente:	Con	la	calle	....................................,	con	..............	metros	lineales.
Por	la	derecha:	Con	el	lote	Nº	.............................,	con	..............	metros	lineales.
Por	la	izquierda:	Con	el	lote	Nº	............................,	con	..............	metros	lineales.
Por	el	fondo:	Con	el	Lote	Nº	.......................,	con	............	metros	lineales.	Inmueble	que
se	 encuentra	 inscrito	 en	 la	 ficha	 Nº	 .........................	 del	 Registro	 de	 la	 Propiedad
Inmueble	de	Lima.
Segunda:	 El	 asociante	 es	 una	 persona	 jurídica	 dedicada	 a	 ................................
(detallar	el	objeto	social	del	asociante).
II.	Términos	de	la	asociación	en	participación
Tercera:	El	 asociante	y	 el	 asociado	 convienen	 en	 constituir	 una	 asociación	 en
participación	en	los	términos	y	condiciones	siguientes.
Cuarta:	 Objeto:	 El	 objeto	 de	 la	 asociación	 es	 ......................................................................
(detallar	 la	 finalidad	 por	 la	 cual	 se	 efectúa	 el	 contrato	 de	 asociación	 en
participación)	.
Quinta:	 El	 aporte:	 el	 asociante	 y	 los	 asociados	 convienen	 en	 aportar	 para	 el
negocio	lo	siguiente:
-	 Los	 asociados:	 El	 inmueble	 situado	 en	 .....................................,	 del	 distrito	 de
..............................,	provincia	y	departamento	de	Lima,	descrito	en	la	cláusula	primera,
así	 como	 las	 maquinarias	 que	 se	 encuentran	 al	 interior	 del	 referido	 inmueble,
según	constan	del	anexo	adjunto	al	presente	contrato.
-	 El	 asociante:	 detalle	 de	 lo	 que	 el	 asociante	 decide	 aportar	 al	 contrato,	 casi
siempre	es	su	negocio	o	su	know	how.
Sexta:	 Duración:	 La	 asociación	 objeto	 del	 presente	 contrato	 es	 temporal.	 Su
duración	 es	 de	 ................................	 años,	 hasta	 el	 ................	 de	 .................	 del	 año
.....................,	fecha	en	que	esta	asociación	quedará	disuelta	de	pleno	derecho.
Durante	 la	 vigencia	 de	 este	 contrato,	 ninguna	 de	 las	 partes	 podrá	 dar	 por
terminado	 el	 presente	 convenio	 en	 forma	 unilateral,	 ni	 ceder	 sus	 derechos	 y
obligaciones	a	terceros,	sin	la	autorización	previa	de	los	otros	asociados	(en	este
punto	deberían	estipularse	las	cláusulas	penales	que	sean	del	caso	y	que	acuerden
ambas	partes).
Sétima:	 Gestión	 y	 control	 del	 negocio:	 La	 gestión	 y	 control	 del	 negocio
corresponde	al	asociante,	quien	tendrá	las	decisiones	sobre	los	aspectos	técnicos,
económicos	 y	 administrativos	 del	 negocio.	 (sería	 conveniente	 estipular	 que	 el
asociado	podrá	efectuar	las	visitas	e	inspecciones	a	las	instalaciones	cuando	crea
conveniente	para	salvaguardar	las	utilidades	a	las	que	tendría	derecho).
Octava:	Representante	de	la	asociación:	Los	otorgantes	convienen	en	designar
al	Sr.	.................................................,	como	representante	de	la	asociación,	quien	gozará	a
sola	 firma	 de	 las	 siguientes	 facultades:	 (esta	 cláusula	 es	 facultativa,	 si	 no	 se
quieren	otorgar	facultades	no	existe	impedimento	legal).
a)	Representar	a	la	asociación	ante	autoridades	administrativas.
b)	Abrir	y	cerrar	cuentas	corrientes	y	cuentas	de	ahorros	bancarias,	etc.	(detallar
las	que	crean	convenientes).
Novena:	 Participación	 en	 las	 utilidades:	 Se	 establece	 expresamente	 que	 la
participación	 en	 las	 utilidades	 de	 cada	 uno	 de	 los	 asociados	 que	 integran	 esta
asociación	será	la	siguiente:
-	Los	asociados:	(detallar	el	porcentaje	o	los	montos	fijos	de	los	cuales	gozarán	los
asociados)
-	Al	asociante:	 (detallar	 el	 porcentaje	 o	 los	montos	 fijos	 de	 los	 cuales	 gozará	 el
asociante)
Se	deja	constancia	que	los	asociados	no	participarán	de	las	pérdidas	del	negocio.
(es	 mejor	 estipular	 esta	 cláusula	 porque	 sino	 se	 participaría	 también	 sobre	 las
pérdidas	que	arroje	el	negocio).
Décima:	 Responsabilidad:	 La	 responsabilidad	 frente	 a	 terceros	 por	 las
obligaciones	 contraídas	 durante	 la	 gestión	 del	 negocio,	 objeto	 de	 la	 presente
asociación	en	participación	corresponden	únicamente	a	el	asociante.
Decimoprimera:	 Competencia	 y	 domicilio:	 Para	 los	 efectos	 de	 la	 presente
asociación,	 las	partes	 se	 someten	a	 la	 competencia	de	 los	 jueces	 y	 tribunales	de
Lima.
Agregue	usted	señor	notario	la	introducción	y	conclusión	de	ley,	eleve	a	escritura
pública	 la	 presente	minuta	 y	 curse	 partes	 al	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 y	 el
Registro	de	la	Propiedad	Inmueble	de	Lima.
Lima,	............	de	...............	del	200........
	
Ley	26887.
ART.	 441.—Características.	 El	 asociante	 actúa	 en	 nombre	 propio	 y	 la
asociación	en	participación	no	tiene	razón	social	ni	denominación.
La	gestión	del	negocio	o	 empresa	 corresponde	única	y	 exclusivamente	al
asociante	y	no	existe	relación	jurídica	entre	los	terceros	y	los	asociados.
Los	 terceros	 no	 adquieren	 derechos	 ni	 asumen	 obligaciones	 frente	 a	 los
asociados,	ni	éstos	ante	aquéllos.
El	contrato	puede	determinar	la	forma	de	fiscalización	o	control	a	ejercerse
por	 los	 asociados	 sobre	 los	 negocios	 o	 empresas	 del	 asociante	 que	 son
objeto	del	contrato.
Los	 asociados	 tienen	 derecho	 a	 la	 rendición	 de	 cuentas	 al	 término	 del
negocio	realizado	y	al	término	de	cada	ejercicio.
JURISPRUDENCIA.—Derecho	a	rendición	de	cuentas.	“Para	 la	 asociación
en	participación,	el	artículo	403	de	la	Ley	General	de	Sociedades	anterior	ha
establecido	que	(...)	el	asociado	tiene	derecho	a	la	rendición	de	cuentas	del
negocio	realizado	o	a	 la	rendición	anual	de	cuentas	de	la	gestión	si	ésta	se
prolongara	más	de	un	año”.	(Exp.	739-1999,	R.	s/n.	02.08.99)
Ley	26887.
ART.	 442.—Limitación	 de	 asociar.	 El	 asociante	 no	 puede	 atribuir
participación	 en	 el	 mismo	 negocio	 o	 empresa	 a	 otras	 personas	 sin	 el
consentimiento	expreso	de	los	asociados.
Ley	26887.
ART.	 443.—Presunción	 de	 propiedad	 de	 los	 bienes	 contribuidos.
Respecto	de	terceros,	los	bienes	contribuidos	por	los	asociados	se	presumen
de	propiedad	del	asociante,	salvo	aquellos	que	se	encuentren	inscritos	en	el
registro	a	nombre	del	asociado.
C.	C.
ART.	 912.—Presunción	 de	 propiedad.	 El	 poseedor	 es	 reputado
propietario,	mientras	no	se	pruebe	 lo	contrario.	Esta	presunción	no	puede
oponerla	 el	 poseedor	 inmediato	 al	 poseedor	 mediato.	 Tampoco	 puede
oponerse	al	propietario	con	derecho	inscrito.
JURISPRUDENCIA.—Propiedad	de	los	bienes	aportados	por	el	asociado.
“Con	 relación	 al	 artículo	 404	 de	 la	 –anterior–	 Ley	 General	 de	 Sociedades
debe	 anotarse	 que	 tal	 norma	 dispone	 que,	 con	 respecto	 a	 terceros,	 la
propiedad	 de	 los	 bienes	 aportados	 pertenece	 al	 asociante,	 salvo
determinados	supuestos	como	son	que,	por	 la	naturaleza	de	 la	aportación,
fuese	necesaria	alguna	formalidad	o	se	estipule	 lo	contrario	en	el	contrato
de	 asociación	 en	 participación	 y	 se	 efectúe	 la	 inscripción	 en	 el	 registro
correspondiente	 o	 se	 pruebe	 que	 el	 tercero	 tenía	 o	 debía	 tener
conocimiento	de	ella”.	(Cas.	3204-2001-Lima.	18.02.2002)
Ley	26887.
ART.	444.—Participaciones	y	casos	especiales.	Salvo	pacto	en	contrario,
los	 asociados	 participan	 en	 las	 pérdidas	 en	 la	 misma	 medida	 en	 que
participan	 en	 las	 utilidades	 y	 las	 pérdidas	 que	 los	 afecten	 no	 exceden	 el
importe	 de	 su	 contribución.	 Se	 puede	 convenir	 en	 el	 contrato	 que	 una
persona	 participe	 en	 las	 utilidades	 sin	 participación	 en	 las	 pérdidas	 así
como	que	se	le	atribuya	participación	en	las	utilidades	o	en	las	pérdidas	sin
que	exista	una	determinada	contribución.
JURISPRUDENCIA.—Participación	 del	 asociado	 en	 las	 pérdidas	 del
negocio.	“El	artículo	405	de	la	Ley	General	de	Sociedades	–anterior–	precisa
que,	salvo	pacto	en	contrario,	el	asociado	participa	en	las	utilidades,	pero	las
pérdidas	que	afecten	al	asociado	no	pueden	superar	el	valor	de	su	aporte”.
(Exp.	739-1999,	R.	s/n.	02.08.99)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 falta	 de	 inscripción	 de	 la	 muerte	 del
titular	 en	 la	 partida	 de	 la	 EIRL	 dentro	 del	 plazo	 legal	 no	 impide	 el
registro	 de	 la	 transferencia	 del	 derecho	 del	 titular	 por	 la	 sucesión
intestada.	 “El	 artículo	 26	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 21621	 -	 Ley	 de	 la	 Empresa
Individual	de	Responsabilidad	Limitada	ha	previsto	que	el	fallecimiento	del
titular	de	la	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada	sea	inscribible
en	 el	 registro	 mediante	 la	 presentación	 de	 la	 partida	 de	 defunción,	 bajo
responsabilidad	del	gerente	y	subsidiariamente	de	los	herederos,	dentro	de
los	30	días	de	ocurrido	el	fallecimiento.
3.	A	la	fecha	del	asiento	de	presentación	del	título	materia	de	apelación,	ya
ha	transcurrido	en	exceso	el	plazo	de	30	días	del	fallecimiento	del	titular.
Ahora	 bien,	 de	 acuerdo	 al	 artículo	 26	 antes	 citado,	 esa	 omisión	 en	 la
inscripción	del	fallecimiento	del	titular	es	de	exclusiva	responsabilidad	del
gerente.	Sin	embargo,	en	el	presente	caso,	las	empresas	de	responsabilidad
limitada	 tenían	 como	 gerente	 al	 mismo	 causante;	 por	 lo	 que	 la
responsabilidad	 de	 inscribir	 el	 fallecimiento	 del	 titular	 dentro	 del	 plazo
recaía	en	las	personas	con	vocación	hereditaria.	(...).
4.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 antes	 expuesto,	 se	 advierte	 que	 la	 omisión	 de	 la
inscripción	 del	 fallecimiento	 del	 titular	 dentro	 del	 plazo	 legal
correspondiente	 sólo	 sanciona	 con	 responsabilidad	 por	 los	 daños	 que
pudiera	causar	dicha	omisión	al	gerente	y	subsidiariamente	a	los	herederos,
pero	 no	 existe	 ninguna	 sanción	 para	 la	 propia	 empresa	 individual	 de
responsabilidad	 limitada.	 Es	 decir,	 no	 se	 ha	 sancionado	 que	 la	 falta	 de
inscripción	de	la	muerte	del	titular	dentro	del	plazo	genere	la	disolución	de
pleno	derecho.
Siendo	ello	así,	si	bien	la	omisión	de	la	inscripción	de	la	muerte	del	titular
dentro	 del	 plazo	 correspondiente	 puede	 acarrear	 la	 responsabilidad	 del
gerente	 y	 subsidiariamente	de	 los	herederos;	 ello	no	 constituye	obstáculo
para	 la	 inscripción	de	 la	 transferencia	del	derecho	del	 titular	por	sucesión
intestada”.	(Sunarp,	R.	1489-2014-Sunarp-TR-L,	ago.	08/2014.	V.	P.	Andrea
Paola	Gotuzzo	Vásquez)
Ley	26887.
ART.	445.—Contrato	de	consorcio.	Es	 el	 contrato	por	 el	 cual	dos	o	más
personas	 se	 asocian	 para	 participar	 en	 forma	 activa	 y	 directa	 en	 un
determinado	negocio	 o	 empresa	 con	 el	 propósito	 de	 obtener	 un	beneficio
económico,	manteniendo	cada	una	su	propia	autonomía.
Corresponde	a	cada	miembro	del	consorcio	realizar	las	actividades	propias
del	 consorcio	que	se	 le	encargan	y	aquéllas	a	que	se	ha	comprometido.	Al
hacerlo,	debe	 coordinar	 con	 los	otros	miembros	del	 consorcio	 conforme	a
los	procedimientos	y	mecanismos	previstos	en	el	contrato.
JURISPRUDENCIA.—Objeto	 de	 un	 joint	 venture.	 “Por	 el	 joint	 venture	 se
configura	 una	 asociación	 de	 personas	 que	 acuerdan	 participar	 en	 un
proyecto	 común,	 generalmente	 específico	 (ad	 hoc),	 para	 una	 utilidad
común,	 combinando	 sus	 respectivos	 recursos,	 sin	 formar	 ni	 crear	 una
corporación.	El	acuerdo	también	establece	una	comunidad	de	intereses	y	un
mutuo	derecho	de	representación	dentro	del	ámbito	del	proyecto	sobre	el
cual	cada	venturer	ejercerá	algún	grado	de	control”.	(Exp.	7688-97,	R.	s/n.
29.11.99)
JURISPRUDENCIA.—Características	 de	 un	 joint	 venture.	 “Entre	 sus
características	fundamentales	se	aprecian:	el	carácter	contractual,	es	decir,
que	para	que	se	configure	se	requiere	del	acuerdo	entre	dos	o	más	partes,
generando	por	ende	obligaciones	entre	las	mismas;	el	objetivo	común,	esto
es,	que	las	partes	contratantes	deben	compartir	un	interés	común,	que	es	el
que	motiva	a	involucrarse	en	un	mismo	negocio;	y	la	inversión	riesgo,	lo	que
se	 halla	 directamente	 ligado	 a	 la	 característica	 anterior,	 por	 el	 cual	 los
venturers	no	 tienen	una	 garantía	 de	devolución	de	 la	 aportación	dada,	 de
allí	 que	de	 acuerdo	 al	 artículo	 204	de	 la	 Ley	General	 de	Minería	 (Decreto
Legislativo	N°	014-92-EM)	se	considera	a	éste	como	un	contrato	de	riesgo
compartido”.	(Exp.	7688-97,	R.	s/n	del	29.11.99)
JURISPRUDENCIA.—El	contrato	de	consorcio	si	bien	no	estaba	regulado
por	 la	 anterior	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 no	 era	 desconocido	 por
nuestra	 legislación.	 “Al	 respecto	 debe	 señalarse	 que	 el	 contrato	 de
consorcio	 o	 también	 denominado	 empresa	 conjunta,	 riesgo	 compartido	 o
coempresa,	 es	 un	 contrato	 asociativo	 que	 crea	 y	 regula	 las	 relaciones	 de
participación	e	integración	en	negocios	o	empresas,	en	interés	común	de	los
intervinientes,	que	si	bien	es	cierto	no	estaba	regulado	por	 la	anterior	Ley
General	 de	 Sociedades,	 también	 lo	 es	 que	 en	 nuestra	 legislación	 no	 era
desconocido,	 sino	 que	 fue	 en	 distintas	 normas	 dispersas	 que	 se	 aludía	 al
contrato	de	consorcio,	como	son:	i)	El	Decreto	Legislativo	número	708	-	Ley
de	 Promoción	 de	 Inversiones	 del	 Sector	 Minero,	 publicado	 en	 el	 Diario
Oficial	El	Peruano	el	día	catorce	de	noviembre	de	mil	novecientos	noventa	y
uno,	que	en	su	artículo	4°	se	refería	al	contrato	de	riesgo	compartido	(joint
venture)	 para	 el	 desarrollo	 y	 ejecución	 de	 cualquiera	 de	 las	 actividades
mineras;	 ii)	El	Decreto	Legislativo	número	750	 -	Ley	de	Promoción	de	 las
Inversiones	en	el	 Sector	Pesquero	publicado	el	día	 trece	de	noviembre	de
mil	 novecientos	 noventa	 y	 uno,	 cuyo	 artículo	 15	 literal	 b)	 regula	 los
contratos	 con	 empresas	 nacionales,	 bajo	 las	 modalidades	 de	 operación
conjunta	de	pesca	(joint	venture),	dispositivo	legal	que	fue	derogado	por	la
Ley	 General	 de	 Pesquería	 -	 Ley	 número	 25977,	 del	 año	 mil	 novecientos
noventa	 y	 dos,	 disponiendo	 su	 artículo	 49	 literal	 a)	 que	 las	 operaciones
pesqueras	podrán	efectuarse	mediante	contratos	con	empresas	constituidas
y	establecidas	en	el	país,	bajo	las	modalidades	de	operaciones	conjuntas	de
pesca	(joint	ventures);	iii)	El	Reglamento	Único	de	Licitaciones	y	Contratos
de	Obra,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	número	034-80-VC	publicado	el
día	veinticuatro	de	noviembre	de	mil	novecientos	ochenta,	cuyos	artículos
3.2.5,	 3.3.3	 y	 4.2.2	 se	 referían	 a	 la	 asociación	 temporal	 de	 contratistas;
norma	que	 fue	derogada	por	 la	Ley	de	Contrataciones	y	Adquisiciones	del
Estado	 -	 Ley	 número	 26850	 de	 fecha	 tres	 de	 agosto	 de	 mil	 novecientos
noventa	y	siete	que	en	su	artículo	37,	regula	sobre	las	ofertas	en	consorcio;
iv)	El	Decreto	Legislativo	número	674	 -	Ley	de	Promoción	de	 la	 Inversión
Privada	 de	 las	 Empresas	 del	 Estado,	 publicada	 el	 día	 veintisiete	 de
setiembre	de	mil	novecientos	noventa	y	uno,	cuyo	artículo	2°	inciso	c)	alude
a	 los	 contratos	 similares	 a	 la	 asociación	 en	 participación	 que	 pueden
celebrarse	con	el	objeto	de	incrementar	la	eficiencia	de	las	empresas;	y,	v)
La	legislación	tributaria,	esto	es,	el	Decreto	Legislativo	número	821	-	Ley	del
Impuesto	General	a	las	Ventas,	que	ha	considerado	a	los	consorcios	o	joint
venture	como	contribuyentes,	conforme	lo	prescribe	el	artículo	9°;	y,	la	Ley
del	Impuesto	a	la	Renta	-	Decreto	Legislativo	número	774,	publicado	el	día
treinta	y	uno	de	diciembre	de	mil	novecientos	noventa	y	tres,	que	establece
un	 régimen	 diferenciado	 en	 función	 de	 si	 llevan	 o	 no	 contabilidad
independiente,	conforme	a	su	artículo	14	literal	k	(...)”.	(CS,	Cas.	3019-2012-
Lima,	jul.	26/2013.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—Dos	 características	 del	 contrato	 de	 consorcio:	 es
asociativo	 y	 los	 consorciados	mantienen	 su	 autonomía.	 “Que,	 previo	 al
análisis	 de	 fondo	 de	 las	 causales	 declaradas	 procedentes	 resulta
conveniente	 señalar	 que	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 en	 su	 artículo	 445
define	 al	 Contrato	 de	 Consorcio	 (...)	 siendo	 esto	 así	 el	 precitado	 artículo
tiene	 como	 características	 esenciales:	 i)	 Ser	 un	 contrato	 asociativo
nominado	y	 típico	que	 regula	 relaciones	de	participación	o	 integración	en
uno	 o	más	 negocios	 o	 empresas	 en	 conjunto	 de	 los	 consorciados	 quienes
actúan	en	interés	común	no	sujeto	a	mayor	formalidad	que	la	de	constar	por
escrito	no	originando	la	creación	o	nacimiento	de	una	persona	jurídica	por
lo	 que	 no	 tiene	 denominación	 ni	 razón	 social;	 ii)	 Los	 consorciados	 que
participan	mantienen	su	autonomía	y	lo	hacen	en	forma	activa	y	directa	en
los	 negocios	 o	 empresas	 materia	 del	 consorcio	 correspondiendo	 a	 cada
consorciado	coordinar	su	respectiva	actividad	con	 los	demás	de	acuerdo	a
los	 procedimientos	 y	 mecanismos	 del	 contrato	 de	 consorcio”.	 (C.	 S.,	 Cas.
2670-2013-Lima,	set.	03/2014.	V.	P.	Valcárcel	Saldaña)
Ley	26887.
ART.	 446.—Afectación	 de	 bienes.	 Los	 bienes	 que	 los	 miembros	 del
consorcio	 afecten	 al	 cumplimiento	 de	 la	 actividad	 a	 que	 se	 han
comprometido,	 continúan	 siendo	 de	 propiedad	 exclusiva	 de	 éstos.	 La
adquisición	conjunta	de	determinados	bienes	se	regula	por	las	reglas	de	la
copropiedad.
Ley	26887.
ART.	447.—Relación	 con	 terceros	 y	 responsabilidades.	 Cada	miembro
del	consorcio	se	vincula	 individualmente	con	terceros	en	el	desempeño	de
la	 actividad	 que	 le	 corresponde	 en	 el	 consorcio,	 adquiriendo	 derechos	 y
asumiendo	obligaciones	y	responsabilidades	a	título	particular.
Cuando	 el	 consorcio	 contrate	 con	 terceros,	 la	 responsabilidad	 será
solidaria	entre	los	miembros	del	consorcio	sólo	si	así	se	pacta	en	el	contrato
o	lo	dispone	la	ley.
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	explica	la	relación	de	los	miembros	del
consorcio	 con	 terceros	 así	 como	 sus	 responsabilidades.	 “(...)	 la	 Ley
General	de	Sociedades	en	su	artículo	447	regula	la	relación	de	los	miembros
del	consorcio	con	terceros	y	sus	responsabilidades	prescribiendo	que	cada
miembro	 del	 consorcio	 se	 vincula	 individualmente	 con	 terceros	 en	 el
desempeño	de	la	actividad	que	le	corresponde	en	el	consorcio	adquiriendo
derechos	y	asumiendo	obligaciones	y	 responsabilidades	a	 título	particular
siendo	 solidaria	 su	 responsabilidad	 entre	 los	 miembros	 del	 consorcio
cuando	 éste	 contrate	 con	 terceros	 sólo	 si	 así	 se	 pacta	 en	 el	 contrato	 o	 lo
dispone	la	ley.-	Décimo:	Que,	acorde	a	lo	establecido	por	los	artículos	445	a
447	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 cuando	 un	 consorciado	 asume	 la
obligación	de	 realizar	determinada	 actividad	del	 consorcio	 encomendadas
en	el	 contrato	compromete	 los	derechos,	obligaciones	y	 responsabilidades
adquiridas	 a	 título	 individual	 sin	 que	 ello	 signifique	 en	 su	 caso	 que	 los
logros	 individuales	 le	 pertenezcan	 íntegramente	 salvo	 que	 así	 se	 haya
pactado	 por	 tanto	 no	 se	 vincula	 a	 sus	 consorciados	 con	 los	 terceros	 con
quienes	hubiere	 asumido	obligaciones	 y	 cuando	 el	 consorcio	 contrate	 con
terceros	y	por	ende	asume	una	obligación	ésta	será	solidaria	sólo	si	existe
pacto	 que	 la	 declare	 o	 si	 por	 ley	 se	 determina	 lo	 cual	 concuerda	 con	 lo
dispuesto	 por	 el	 artículo	 1183	 del	 Código	 Civil	 pues	 la	 solidaridad	 no	 se
presume	y	a	falta	de	pacto	de	solidaridad	o	disposición	de	la	Ley	cuando	el
consorcio	 asume	 una	 obligación	 sus	 miembros	 son	 responsables
mancomunadamente	 conforme	 lo	 señalan	 los	 artículos	 1182	 y	 1172	 del
Código	Civil	de	modo	que	cada	uno	se	encuentra	obligado	sólo	respecto	a	la
cuota	que	le	corresponde	presumiéndose	cuando	se	tratan	de	obligaciones
divisibles	que	en	caso	de	deuda	la	misma	se	reputa	dividida	en	tantas	partes
iguales	 como	 deudores	 existan	 y	 en	 el	 caso	 concreto	 de	 cuántos
consorciados	 existan”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 2670-2013-Lima,	 set.	 03/2014.	 V.	 P.
Valcárcel	Saldaña)
Ley	26887.
ART.	448.—Sistemas	de	participación.	El	contrato	deberá	establecer	el
régimen	y	los	sistemas	de	participación	en	los	resultados	del	consorcio;	de
no	hacerlo,	se	entenderá	que	es	en	partes	iguales.
TÍTULO	FINAL
DISPOSICIONES	FINALES
Ley	26887.
Primera	 Disposición	 Final.—Títulos	 de	 los	 artículos	 de	 esta	 ley.	 Los
títulos	de	los	artículos	de	esta	ley	son	meramente	indicativos,	por	lo	que	no
deben	ser	tomados	en	cuenta	para	la	interpretación	del	texto	legal.
Ley	26887.
Segunda	Disposición	Final.—Aplicación	de	la	 ley.	Quedan	sometidas	a	 la
presente	 ley,	 todas	 las	 sociedades	mercantiles	 y	 civiles	 sin	 excepción,	 así
como	 las	 sucursales	 cualquiera	 fuera	 el	 momento	 en	 que	 fueron
constituidas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Primera	 Disposición	 Final.—Referencias	 en	 el	 reglamento.	 Toda
referencia	a	la	ley,	al	registro	o	al	índice	en	este	reglamento	se	entenderán
hechas	 a	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 Ley	 N°	 26887,	 al	 Registro	 de
Sociedades	y	al	Índice	Nacional	de	Sociedades,	respectivamente.
De	 igual	 modo,	 la	 mención	 genérica	 en	 este	 reglamento	 a	 sociedad	 o
sucursal	 se	 entiende	 referida	 a	 las	 sociedades	 y	 a	 las	 sucursales,
contempladas	en	la	ley.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Segunda	 Disposición	 Final.—Índice	 Nacional	 de	 Sociedades.	 La
Superintendencia	 Nacional	 de	 los	 Registros	 Públicos	 formará	 el	 Índice
Nacional	de	Sociedades,	cuya	información	producirá	fe	pública	registral.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Tercera	 Disposición	 Final.—Conformación	 del	 Índice	 Nacional	 de
Sociedades.	El	Índice	Nacional	de	Sociedades	está	integrado	por:
a)	Las	denominaciones	completas	o	abreviadas	o	razones	sociales	incluidas
en	las	solicitudes	inscritas	de	reserva	de	preferencia	registral.
b)	 Las	 denominaciones	 completas	 o	 abreviadas	 o	 razones	 sociales
correspondientes	a	las	sociedades	inscritas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Cuarta	Disposición	Final.—Normas	aplicables	a	las	sociedades	mineras.
Las	 disposiciones	 de	 este	 reglamento	 se	 aplican	 supletoriamente	 a	 las
sociedades	mineras.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Quinta	 Disposición	 Final.—Normas	 derogatorias.	 Deróguense	 el
Reglamento	del	Registro	Mercantil,	aprobado	por	resolución	del	15	de	mayo
de	1969,	 expedida	por	 la	 Sala	Plena	de	 la	Corte	 Suprema	de	 la	República,
salvo	 las	normas	 relativas	 al	 Libro	de	Comerciantes;	 el	Reglamento	de	 las
Inscripciones,	 aprobado	 por	 resolución	 del	 17	 de	 diciembre	 de	 1936,
expedida	 por	 la	 Sala	 Plena	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 la	 República,	 en	 lo
relativo	 a	 las	 sociedades	 civiles;	 el	 Reglamento	 para	 la	 inscripción	 de
reorganización	 de	 sociedades	 constituidas	 en	 el	 extranjero,	 aprobado	 por
Resolución	N°	103-98-Sunarp	del	1	de	julio	de	1998;	la	Resolución	N°	188-
2000-Sunarp/SN	 del	 26	 de	 setiembre	 de	 2000	 y	 las	 demás	 disposiciones
que	se	opongan	a	este	reglamento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Sexta	Disposición	 Final.—Títulos	 de	 los	 artículos	 de	 este	 reglamento.
Los	 títulos	de	 los	artículos	de	este	reglamento	son	meramente	 indicativos,
por	 lo	 que	 no	 deben	 ser	 tomados	 en	 cuenta	 para	 la	 interpretación	 de	 su
texto.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Sétima	 Disposición	 Final.—Vigencia	 del	 presente	 reglamento.	 El
presente	reglamento	entrará	en	vigencia	el	1	de	setiembre	del	año	2001.
Ley	26887.
Tercera	 Disposición	 Final.—Derogaciones.	 Derógase	 la	 Ley	 N°	 16123,
modificada	 por	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 311	 y	 todas	 sus	 ampliatorias,
derogatorias	y	modificatorias	posteriores,	el	Decreto	Legislativo	N°	672,	los
artículos	 260	 al	 268	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 755,	 así	 como	 las	 leyes	 y
demás	disposiciones	que	se	opongan	a	la	presente	ley.
Ley	26887.
Cuarta	 Disposición	 Final.—Definición	 de	 estados	 financieros.	 Para
efectos	de	 la	presente	 ley	se	entenderá	por	estados	 financieros:	el	balance
general	y	el	estado	de	ganancias	y	pérdidas.
Ley	26887.
Quinta	 Disposición	 Final.—No	 aplicación	 de	 la	 ley	 a	 las	 acciones	 de
trabajo.	Para	efectos	de	la	presente	ley	en	ningún	caso	el	término	acciones
incluye	a	las	acciones	de	trabajo	ni	el	término	accionistas	a	los	titulares	de
éstas.
Ley	26887.
Sexta	Disposición	Final.—Vigencia	de	la	Ley	N°	26844.	La	Ley	N°	26844
mantiene	vigencia.
Ley	26887.
Sétima	 Disposición	 Final.—Exoneración	 y	 reducción	 de	 tributos.	 Los
actos	 y	 documentos	 legalmente	 necesarios	 para	 que	 las	 sociedades	 y
sucursales	 constituidas	 con	 arreglo	 a	 la	 legislación	 anterior	 puedan
adaptarse	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 presente	 ley	 y	 en	 sus	 disposiciones
transitorias	están	exentos	de	todo	tributo.	Los	derechos	de	inscripción	en	el
Registro	Mercantil	se	aplicarán	reducidos	en	cincuenta	por	ciento.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Primera	Disposición	Transitoria.—Tasas	registrales	por	adecuación.	Por
la	inscripción	de	la	adecuación	de	las	sociedades	y	sucursales	a	la	ley	dentro
del	 plazo	 señalado	 en	 su	 Primera	 Disposición	 Transitoria,	 se	 abonará	 el
cincuenta	por	ciento	(50%)	de	las	tasas	registrales	para	la	inscripción	de	la
modificación	del	estatuto,	salvo	que	en	la	misma	escritura	se	incluyan	otros
actos	distintos,	por	los	que	se	deberán	cobrar	las	tasas	correspondientes	a
dichos	otros	actos.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Segunda.—Índices	de	las	oficinas	registrales	desconcentradas.	En	tanto
se	 organice	 el	 Índice	 Nacional	 de	 Sociedades,	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 los
índices	existentes	en	el	ámbito	de	las	oficinas	registrales	desconcentradas.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Tercera	Disposición	 Transitoria.—Representación	 no	 inscrita.	 En	 tanto
no	estén	interconectadas	todas	las	oficinas	registrales,	el	artículo	34	de	este
reglamento	 no	 será	 aplicable	 cuando	 los	 actos,	 a	 que	 dicho	 artículo	 se
refiere,	deban	 inscribirse	en	una	oficina	registral	distinta	a	aquélla	en	que
está	inscrita	la	sociedad	que	otorgue	la	representación.
En	 tales	 casos,	 deberá	 insertarse	 en	 la	 escritura	 pública	 que	 contenga	 el
acto	a	ser	inscrito,	el	acta	del	órgano	competente	de	la	sociedad	en	la	que	se
otorga	 el	 poder	 para	 celebrarlo,	 con	 la	 constancia	 de	 su	 inscripción	 en	 la
partida	de	la	sociedad.
R.	200-2001-Sunarp-SN.
Cuarta	Disposición	Transitoria.—Norma	aplicable	a	 los	procedimientos
regístrales	en	trámite.	Los	procedimientos	registrales	iniciados	antes	de	la
vigencia	del	presente	reglamento,	se	regirán	por	la	norma	anterior	hasta	su
conclusión.
Ley	26887.
Octava	Disposición	Final.—Vigencia	de	la	ley.	La	presente	 ley	entrará	en
vigencia	el	1°	de	enero	de	1998,	salvo	disposición	distinta	de	algún	artículo
de	la	presente	ley.
Ley	26887.
Novena	 Disposición	 Final.—Aplicación	 preferente	 de	 la	 Ley	 de
Reestructuración	 Patrimonial.	 Tratándose	 de	 deudores	 en	 proceso	 de
reestructuración	 patrimonial,	 procedimiento	 simplificado,	 concurso
preventivo,	disolución	y	liquidación	y	concurso	de	acreedores,	en	cualquier
caso	de	incompatibilidad	entre	una	disposición	contenida	en	la	presente	ley
y	una	disposición	contenida	en	 la	Ley	de	Reestructuración	Patrimonial,	 se
preferirá	la	norma	contenida	en	la	Ley	de	Reestructuración	Patrimonial,	en
tanto	norma	especial	aplicable	a	los	casos	de	procesos	de	reestructuración
patrimonial,	procedimiento	simplificado,	concurso	preventivo,	disolución	y
liquidación	y	concurso	de	acreedores.
DISPOSICIONES	TRANSITORIAS
Ley	26887.
Primera	Disposición	Transitoria.—Adaptación	de	las	sociedades	a	la	ley.
Las	sociedades	adecuarán	su	pacto	social	y	su	estatuto	a	las	disposiciones	de
la	presente	ley,	en	la	oportunidad	de	la	primera	reforma	que	efectúen	a	los
mismos	o,	a	más	 tardar	el	31	de	diciembre	del	2001.	Dicho	acto	se	 tendrá
por	 cumplido	 con	 la	 suscripción	 de	 la	 escritura	 pública,	 sin	 embargo,	 su
eficacia	 se	 encontrará	 sujeta	 a	 la	 inscripción	 en	 los	 Registros	 Públicos.
Dentro	del	plazo	antes	indicado	las	sociedades	constituidas	en	el	país	o	en	el
extranjero	 tomarán	 los	acuerdos	necesarios	para	adaptar	sus	sucursales	u
otras	dependencias	a	las	disposiciones	de	esta	ley.
Durante	el	plazo	señalado	en	el	párrafo	anterior	y	hasta	que	las	sociedades
no	 se	 adapten	 a	 la	 presente	 ley,	 se	 seguirán	 rigiendo	 por	 sus	 propias
estipulaciones	en	todo	aquello	que	no	se	oponga	a	 las	normas	imperativas
de	la	presente	ley.
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—El	 requisito	 para	 acreditar	 el	 aumento	 de
capital	 integrado	 por	 los	 excedentes	 de	 revaluación	 es	 la	 copia	 del
asiento	 contable.	 “El	 requisito	 para	 acreditar	 el	 aumento	 de	 capital
integrado	por	los	excedentes	de	revaluación	es	la	copia	del	asiento	contable
donde	 conste	 la	 transferencia	 de	 los	 montos	 capitalizados	 a	 la	 cuenta
capital,	 refrendada	 por	 contador	 público	 colegiado	 o	 contador	 mercantil
matriculado	en	el	Instituto	de	Contadores	del	Perú”.	(Sunarp,	R.	114-2015-
Sunarp-TR-L,	ene.	16/2015.	V.	P.	Mirtha	Rivera	Bedregal)
Ley	26887.
Segunda	Disposición	Transitoria.—Consecuencias	de	la	no	adaptación	a
la	 ley.	 Al	 vencimiento	 del	 plazo	 señalado	 en	 la	 Primera	 Disposición
Transitoria,	 devienen	 en	 irregulares	 las	 sociedades	 que	 no	 se	 hubieran
adecuado	a	la	presente	ley.
Los	 socios	 o	 administradores,	 según	 corresponda,	 que	 no	 cumplan	 con
ejecutar	 los	 actos	 que	 les	 competan	necesarios	 para	 adoptar	 los	 acuerdos
requeridos	para	adecuar	oportunamente	el	pacto	social	o	el	estatuto	de	 la
sociedad,	responderán	personal,	solidaria	e	ilimitadamente	frente	a	terceros
y	a	la	propia	sociedad	de	todo	perjuicio	que	causare	su	incumplimiento.
La	responsabilidad	prevista	en	el	párrafo	anterior	podrá	ser	exigida	a	 los
socios	que,	convocados	en	debida	forma	impidan	sin	justa	causa	la	adopción
de	los	acuerdos	de	adecuación	y	con	ello	causen	que	la	sociedad	devengue
en	irregular.
Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	cualquier	socio	o	administrador	puede	solicitar
al	 juez	de	 la	 sede	social	 la	 convocatoria	a	 la	 junta	general	o	a	 la	asamblea
referidas	en	la	Tercera	y	Cuarta	Disposición	Transitoria,	según	corresponda.
Ley	26887.
Tercera	Disposición	Transitoria.—Adaptación	a	la	ley	de	las	sociedades
anónimas.	Para	el	solo	efecto	de	adaptar	el	pacto	social	y	el	estatuto	de	las
sociedades	anónimas	a	las	normas	de	esta	ley,	la	junta	general	requiere	en
primera	convocatoria	la	concurrencia	al	menos	de	acciones	que	representen
la	 mitad	 del	 capital	 pagado.	 En	 segunda	 convocatoria	 bastará	 con	 la
concurrencia	de	cualquier	número	de	acciones.
Los	 acuerdos	 se	 adoptarán	 por	 la	 mayoría	 absoluta	 de	 las	 acciones
concurrentes.
En	 las	 sociedades	 anónimas	 que	 conforme	 a	 la	 presente	 ley	 son
consideradas	abiertas	se	estará	a	los	quórum	y	mayorías	que	establece	esta
ley.
Las	sociedades	que	están	comprendidas	en	el	régimen	de	los	artículos	260
al	 268	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 755	 que	 se	 deroga	 por	 la	 presente	 ley,
adquieren	 la	 calidad	 de	 sociedad	 anónima	 abierta	 cuando	 al	 término	 del
ejercicio	 anual	 se	 encuentren	 en	 alguno	 de	 los	 casos	 contemplados	 en	 el
artículo	 249	 debiendo	 proceder	 entonces	 a	 la	 adaptación	 en	 la	 forma
establecida	en	el	artículo	263.
Las	 sociedades	 anónimas	 constituidas	 con	 anterioridad	 a	 la	 entrada	 en
vigencia	de	la	presente	ley	sólo	podrán	adaptarse	al	régimen	de	la	sociedad
anónima	cerrada	con	la	aprobación	de	la	totalidad	de	los	accionistas.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Formalidades	 que	 se	 deben	 cumplir	 al
constituir	una	sucursal.	“Si	bien	en	 los	antecedentes	 registrales	consta	el
objeto	 de	 la	 sucursal,	 no	 obra	 la	 declaración	 en	 el	 sentido	 que	 las
actividades	de	la	sucursal	están	comprendidas	dentro	del	objeto	social	de	la
sociedad	 principal	 y	 tampoco	 el	 sometimiento	 a	 las	 leyes	 del	 Perú	 para
responder	por	 las	obligaciones	que	contraiga	 la	sucursal,	 lo	cual	 implicaba
que,	 al	momento	de	 la	 adaptación	de	 la	 sucursal	 a	 la	nueva	 ley,	 el	 órgano
social	 competente	 de	 la	 sociedad	 (...)	 efectuara	 dichas	 declaraciones,
conforme	lo	exige	el	numeral	3	del	artículo	403	de	la	nueva	Ley	General	de
Sociedades,	 adjuntando	 también	 la	 constancia	 que	 ni	 el	 pacto	 social	 ni	 su
estatuto	le	impiden	establecer	sucursales	en	el	extranjero,	así	como	la	copia
del	 pacto	 social	 y	 del	 estatuto	 o	 instrumentos	 equivalentes	 en	 el	 país	 de
origen,	 los	 que	 no	 obran	 en	 el	 archivo	 registral”.	 (R.	 319-1999-ORLC/TR.
25.11.99)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Adecuación	de	una	sucursal	a	la	nueva	LGS.
“La	adaptación	de	la	sucursal	de	una	sociedad	constituida	y	con	domicilio	en
el	 extranjero	 a	 la	 nueva	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 es	 obligatoria	 en	 la
medida	 en	 que	 alguna	 estipulación	 del	 acuerdo	 de	 creación	 vulnere	 las
normas	 de	 la	 citada	 ley,	 así	 como	 para	 incorporar	 aquellas	 normas
imperativas	previstas	en	la	nueva	ley;	para	tal	efecto,	la	primera	disposición
transitoria	de	 la	Ley	N°	26887	(Ley	General	de	Sociedades)	señala	que	 las
sociedades	constituidas	en	el	país	o	en	el	extranjero	tomarán	los	acuerdos
necesarios	 para	 adaptar	 sus	 sucursales	 u	 otras	 dependencias	 a	 las
disposiciones	 de	 la	 citada	 ley,	 lo	 cual	 significa	 que	 el	 órgano	 social
competente	 adoptará	 aquellos	 acuerdos	 que	 el	 artículo	 403	 de	 la	 acotada
ley	 societaria	 exige	 y	 presentará	 al	 registro	 la	 documentación	 que	 éste
precisa,	concluyéndose	que	no	será	necesario	adoptar	nuevamente	aquellos
acuerdos	que,	durante	la	vigencia	de	la	anterior	Ley	General	de	Sociedades,
ya	 hubieran	 sido	 adoptados	 por	 la	 sociedad	 extranjera;	 tampoco	 será
necesario	presentar	 la	documentación	que	ya	hubiera	sido	presentada	con
anterioridad,	 puesto	 que	 dichos	 acuerdos	 y	 documentación	 obran	 en	 el
archivo	registral”.	(R.	319-1999-ORLC/TR.	25.11.99)
Ley	26887.
Cuarta	Disposición	Transitoria.—Adaptación	a	la	ley	de	las	otras	formas
societarias.	La	convocatoria,	el	quórum	y	las	mayorías	requeridas	para	que
las	 formas	 societarias	 distintas	 a	 la	 prevista	 en	 la	 Tercera	 Disposición
Transitoria	adopten	los	acuerdos	para	adaptarse	a	las	normas	de	esta	ley	se
rigen	por	lo	dispuesto	en	ella.
Ley	26887.
Quinta	 Disposición	 Transitoria.—Acciones	 sin	 derecho	 a	 voto.	 Las
acciones	 sin	 derecho	 a	 voto	 emitidas	 con	 anterioridad	 a	 la	 entrada	 en
vigencia	de	la	presente	ley,	se	continúan	rigiendo	por	 las	normas	legales	y
estatutarias	 anteriores.	 Sin	 embargo,	 la	 sociedad	 emisora	 podrá	 convenir
con	los	titulares	de	dichas	acciones	su	adecuación	al	régimen	de	la	presente
ley,	previo	cumplimiento	de	lo	establecido	en	el	artículo	132.
Ley	26887.
Sexta	Disposición	Transitoria.—Ausencia	o	disidencia	con	los	acuerdos
de	transformación	y	adaptación.	La	ausencia	o	la	disidencia	de	cualquier
socio	 con	 los	 acuerdos	 de	 adecuación	 y	 de	 transformación	 adoptados	 en
cumplimiento	 de	 la	 presente	 ley	 no	 otorgan,	 en	 ningún	 caso,	 derecho	 de
separación.
Ley	26887.
Sétima	Disposición	Transitoria.—Inscripción	de	actos	escriturados	con
fecha	anterior	a	la	dación	de	la	ley.	Por	excepción	las	escrituras	públicas
de	modificación	del	pacto	social	y	del	estatuto	y,	en	general,	de	emisión	de
obligaciones,	transformación,	fusión,	escisión	o	disolución,	o	cualquier	otro
acto	 societario	 que	 hayan	 sido	 otorgadas	 o	 que	 correspondan	 a	 acuerdos
adoptados	antes	de	la	vigencia	de	esta	ley,	podrán	inscribirse	en	el	registro,
aun	cuando	contengan	pactos	o	se	sujeten	a	formalidades	que	no	se	ajusten
a	lo	establecido	en	esta	ley.
Ley	26887.
Octava	Disposición	Transitoria.—Modificado.	Ley	28233,	Artículo	Único.
Artículos	suspendidos.	Quedan	en	 suspenso	hasta	 el	31	de	diciembre	de
2004	los	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	176,	en	el
artículo	220	y	en	el	inciso	4)	del	artículo	407	de	esta	ley.
Ley	26887.
Novena	 Disposición	 Transitoria.—Sociedad	 con	 plazo	 de	 duración
vencido.	La	 sociedad	mercantil	o	 civil	 inscrita	en	el	 registro	cuyo	período
de	duración	se	encuentre	vencido,	está	en	liquidación	y	debe,	dentro	de	los
sesenta	 días	 siguientes	 a	 la	 publicación	 de	 la	 relación	 que	 se	 indica	 en	 la
Disposición	 Transitoria	 Decimoprimera,	 proceder	 a	 nombrar	 liquidadores
conforme	a	lo	establecido	en	la	presente	ley	y	a	solicitar	la	correspondiente
inscripción	 en	 el	 registro.	 De	 no	 hacerlo	 antes	 del	 vencimiento	 del	 plazo
antes	indicado,	se	le	considera	automáticamente	incluida	en	lo	señalado	en
el	primer	párrafo	de	la	Disposición	Transitoria	siguiente.
Ley	26887.
Décima	Disposición	Transitoria.—Extinción	por	prolongada	inactividad.
Se	presume	la	extinción	de	toda	sociedad	mercantil	o	civil	que	no	ha	inscrito
acto	societario	alguno	en	los	diez	años	precedentes	a	la	publicación	de	esta
ley.	El	registro	cancelará	la	inscripción.
No	 obstante	 cualquier	 socio,	 administrador	 o	 acreedor	 de	 la	 sociedad
puede	solicitar	que	no	se	aplique	la	presunción,	para	lo	cual,	dentro	de	los
treinta	días	de	publicada	la	relación	a	que	se	refiera	la	siguiente	disposición
transitoria,	 debe	 presentar	 una	 solicitud	 a	 la	 correspondiente	 oficina
registral	 y	 publicar	 un	 aviso	 según	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 43.	 Si
hubiera	oposición	a	la	solicitud	ésta	se	tramitará	en	el	proceso	abreviado	y
la	resolución	del	juez	determinará	si	procede	aplicar	la	presunción.
La	 extinción	 producida	 en	 virtud	 de	 lo	 establecido	 en	 esta	 disposición
transitoria	no	afecta	en	forma	alguna	los	derechos	de	los	socios	para	con	la
sociedad	 extinguida	 ni	 los	 de	 los	 terceros	 acreedores	 con	 ella	 o	 con	 sus
socios.	 Igualmente,	 no	 afecta	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 de	 carácter
tributario	de	la	sociedad	extinguida.
NOTA:	 Consideramos	 que	 la	 presunción	 establecida	 por	 este	 artículo	 resulta	 inaplicable	 toda	 vez
que	la	Ley	27673,	publicada	el	21	de	febrero	de	2002,	establece	la	posibilidad	de	adecuarse	a	la	Ley
General	de	Sociedades	de	manera	indefinida.
Ley	27673.
Artículo	 Único.—Objeto	 de	 la	 ley.	 Las	 sociedades	 que	 adecuen	 su	 pacto
social	 y	 estatuto	 a	 las	 disposiciones	 de	 la	 Ley	 N°	 26887,	 Ley	 General	 de
Sociedades,	 después	 de	 vencido	 el	 plazo	 establecido	 en	 la	 Primera
Disposición	 Transitoria	 de	 dicha	 ley,	 modificado	 por	 leyes	 N°s.	 26977,
27219	 y	 27388,	 no	 requerirán	 de	 convocatoria	 judicial	 y	 no	 serán
consideradas	 irregulares	 y	 consecuentemente	 no	 les	 serán	 aplicables	 las
consecuencias	señaladas	en	la	Segunda	Disposición	Transitoria	de	la	Ley	N°
26887	ni	la	presunción	de	extinción	por	prolongada	inactividad	a	la	que	se
refiere	la	Décima	Disposición	Transitoria	de	la	misma	ley.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Es	 improcedente	 la	 inscripción	 de	 actos
posteriores	al	cierre	de	la	partida	registral	de	una	sociedad.	“El	artículo
407	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 vigente	 dispone	 que	 la	 sociedad	 se
disuelve,	 entre	 otras	 causas	 por	 vencimiento	 del	 plazo	 de	 duración,	 que
opera	 de	 pleno	 derecho,	 salvo	 si	 previamente	 se	 aprueba	 e	 inscribe	 la
prórroga	en	el	registro.
Al	respecto	señala	Beaumont	que	‘la	disolución	es	el	estado	de	la	sociedad
proveniente	de	causas	 legales,	 contractuales	o	estatutarias	que	 impiden	 la
continuación	 normal	 del	 ejercicio	 del	 objeto	 social,	 menguando	 las
relaciones	 sociales	 de	 los	 socios	 con	 la	 sociedad,	 perviviendo	 la
personalidad	jurídica	para	los	efectos	de	la	liquidación’
Con	relación	a	 la	causal	específica	del	vencimiento	del	plazo	de	duración,
conforme	 a	 la	 norma	 indicada,	 la	 disolución	 opera	 de	 pleno	 derecho,	 no
requiriéndose	por	tanto	de	inscripción	en	el	registro	por	cuanto	al	momento
de	 constituirse	 la	 sociedad,	 formalmente	 ha	 existido	 la	 publicidad	 de	 su
conocimiento	para	todos,	es	decir,	dicha	circunstancia	ha	sido	oponible	erga
omnes.	(...).
7.	 En	 el	 presente	 caso,	 la	 partida	 registrar	 de	 la	 sociedad	 submateria	 ‘se
encuentra	 cerrada’,	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 Novena,	 Décima	 y
Décimo	 Primera	 Disposición	 Transitoria	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,
así	 como	 por	 el	 artículo	 28	 del	 Reglamento	 del	 Registro	 de	 Sociedades,
habiéndose	cancelado	al	haberse	vencido	el	plazo	de	vigencia	establecido	de
6	años	(artículo	cuarto	del	estatuto),	sin	constar	inscrito	acuerdo	de	la	junta
general	de	accionistas	respecto	a	la	prórroga	de	vigencia	de	la	sociedad	y	al
no	haber	procedido	a	inscribir	a	los	liquidadores	dentro	del	plazo	señalado
en	 la	 Novena	 Disposición	 Transitoria	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades”.
(Sunarp,	R.	699-2013-Sunarp-TR-L,	abr.	28/2013.	V.	P.	Martha	del	Carmen
Silva	Díaz)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Cancelación	 de	 partida	 registral	 por
presunción	 de	 extinción	 de	 sociedad	 no	 rige	 en	 sociedades	 inscritas
antes	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 LGS.	 “8.	 En	 el	 presente	 caso,	 la
inscripción	de	la	constitución	de	(...)	S.A.	en	la	Ficha	Registral	N°	92900	del
Registro	de	Personas	Jurídicas	de	Lima,	si	bien	se	realizó	en	forma	anterior
a	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 Ley	N°	 26887	 (6/7/1992),	 fue	 posterior	 al
31/12/1986,	 es	decir,	 esta	 sociedad	no	 se	 encuentra	 incursa	 en	 causal	de
presunción	de	extinción	por	prolongada	 inactividad	 registral,	 al	menos	en
los	 términos	 legales	 establecidos	 por	 la	 Décima	 y	 Décima	 Primera
Disposiciones	Transitorias	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
De	 lo	 anterior	 se	 concluye	 que,	 no	 resulta	 procedente	 la	 cancelación	 de
partida	 registral	 por	 presunción	 de	 extinción	 de	 sociedad	 por	 prolongada
inactividad	 registral,	 en	 aplicación	 de	 la	 Décima	 y	 Décima	 Primera
Disposiciones	 Transitorias	 de	 la	 Ley	General	 de	 Sociedades	 tratándose	 de
sociedades	 cuya	 constitución	 se	 encuentra	 inscrita	 con	 anterioridad	 a	 la
entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 pero	 en	 forma
posterior	al	31.12.1986.
Lo	 que	 corresponde	 es	 iniciar	 el	 procedimiento	 regular	 de	 disolución,
liquidación	 y	 extinción	 de	 la	 sociedad,	 conforme	 a	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades”.	(Sunarp,	R.	938-2014-Sunarp-TR-L,	may.	16/2014.	V.	P.	Vocal
Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
DOCTRINA.—Primer	 acuerdo	 plenario	 en	 materia	 registral	 de
noviembre	2007.	“1.	Es	una	realidad	que	muchas	sociedades,	luego	de	que
sus	partidas	registrales	fueron	canceladas	por	presunción	de	extinción	por
prolongada	 inactividad,	 solicitan	 inscripciones	 de	 sus	 actos	 societarios	 al
registro,	 alegando	 que	 son	 sociedades	 que	 continúan	 en	 actividad.	 Estos
casos,	 en	 mérito	 al	 indicado	 precedente	 de	 observancia	 obligatoria	 no
pueden	ser	 resueltos	en	el	 registro.	Los	 interesados	 tienen	que	recurrir	al
Poder	 Judicial	 para	 que	 en	 esta	 sede	 se	 disponga	 la	 reapertura	 de	 las
partidas	registrales,	luego	de	demostrar	que	son	sociedades	vivas.
2.	Revisando	el	tema	podemos	considerar	válidamente	que	la	Ley	27673	al
establecer	 la	 posibilidad	 de	 la	 adecuación	 a	 la	 nueva	 Ley	 General	 de
Sociedades	 del	 pacto	 social	 y	 el	 estatuto,	 después	 de	 vencido	 el	 plazo
establecido	en	 la	Primera	Disposición	Transitoria	de	dicha	 ley,	modificado
por	 las	 leyes	26977,	27212	y	27388,	y	que	no	requerirán	de	convocatoria
judicial	 y	 no	 serán	 consideradas	 irregulares	 y	 consecuentemente	 no	 les
serán	 aplicables	 las	 consecuencias	 señaladas	 en	 la	 Segunda	 Disposición
Transitoria	de	 la	 Ley	26887	ni	 la	presunción	de	 extinción	por	prolongada
inactividad,	cambió	el	esquema	de	la	normativa	sobre	la	materia	establecida
originalmente	en	la	Ley	General	de	Sociedades.
En	el	 texto	original	 de	 la	 LGS	 se	 estableció	 la	 obligación	por	parte	de	 las
sociedades	de	adecuar	su	pacto	social	y	su	estatuto	a	la	nueva	ley,	dentro	de
un	 plazo,	 que	 fue	 prorrogado	 hasta	 en	 tres	 oportunidades	 (Primera
Disposición	 Transitoria).	 Vencido	 el	 plazo	 eran	 consideradas	 irregulares
(Segunda	 Disposición	 Transitoria).	 Se	 presumía	 la	 extinción	 de	 toda
sociedad	 que	 no	 ha	 inscrito	 acto	 societario	 alguno	 en	 los	 diez	 años
precedentes	 a	 la	 publicación	 de	 la	 ley.	 El	 registro	 debía	 cancelar	 la
inscripción.	 No	 obstante	 cualquier	 socio,	 administrador	 o	 acreedor	 de	 la
sociedad	puede	solicitar	que	no	se	aplique	la	presunción	dentro	de	un	plazo
después	de	 la	publicación.	Vencido	el	plazo	 señalado,	 la	 respectiva	oficina
registral	 procederá	 a	 cancelar	 de	 oficio	 la	 inscripción	 de	 las	 sociedades
extinguidas	 respecto	 de	 las	 cuales	 no	 se	 haya	 presentado	 solicitud	 de	 no
aplicación	 de	 la	 presunción.	 (disposiciones	 transitorias	 Décima	 y	 Décima
Primera).
En	 ese	 esquema,	 las	 sociedades	 debían	 adecuarse	 a	 la	 ley	 en	 un	 plazo,
vencido	el	cual	serían	consideradas	irregulares,	y	de	otro	lado,	se	cancelaría
su	inscripción	por	presumirse	su	extinción	por	prolongada	inactividad.
Sin	 embargo,	 con	 la	 modificación	 a	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades
introducida	por	la	Ley	27673	dicho	esquema	desaparece,	pues	al	permitir	la
adecuación	a	 la	 ley	 indefinidamente	de	todas	 las	sociedades	sin	distinción,
quiere	 decir	 que	 la	 ley	 opta	 por	 no	 considerar	 irregulares	 ni	 presumirlas
extinguidas	 si	 no	 han	 inscrito	 acto	 societario	 alguno	 en	 un	 determinado
plazo,	a	las	sociedades	que	se	adapten	a	la	LGS.
Tenemos	 entonces	 que	 con	 la	 modificación	 de	 la	 ley	 ya	 no	 existe
presunción	de	extinción	por	prolongada	inactividad,	porque	las	sociedades
siempre	tienen	la	posibilidad	de	adecuarse	a	la	LGS.
3.	Debe	tenerse	en	cuenta	que	la	Ley	27673	(21.02.2002)	salió	cuando	ya
había	vencido	el	plazo	para	que	las	sociedades	se	adecuaran	a	la	LGS	y	por
lo	tanto	cuando	ya	eran	consideradas	irregulares,	pero	con	la	nueva	norma
todas	las	sociedades	que	se	adapten	a	la	LGS	serán	consideradas	regulares
nuevamente.
Asimismo,	a	dicha	fecha	en	que	salió	la	Ley	27673	ya	se	había	procedido	al
cierre	 de	 todas	 las	 partidas	 de	 sociedades	 extinguidas	 por	 presunción	 de
inactividad,	salvo	aquellas	en	 las	que	se	presentó	oposición,	por	 lo	menos,
teóricamente.	 Por	 lo	 tanto,	 la	 ley	 al	 señalar	 que	 ‘no	 les	 será	 aplicable	 la
presunción	de	extinción	por	prolongada	inactividad’	se	refería	básicamente
a	 las	 sociedades	 con	 partidas	 registrales	 cerradas	 por	 dicha	 causal.	 Ya	 no
habían,	 por	 lo	 menos	 en	 teoría,	 a	 esa	 fecha,	 sociedades	 con	 partidas
registrales	 abiertas	 a	 las	 que	 se	 les	 pudiera	 aplicar	 la	 presunción	 de
extinción	por	prolongada	inactividad.
Ahora,	 el	 registro	 no	 puede	 cancelar	 las	 partidas	 registrales	 de	 las
sociedades	que	no	hayan	realizado	ninguna	inscripción	con	posterioridad	al
31.12.1986,	 pues	 no	 podría	 aplicarse	 la	 presunción	 de	 extinción	 por
prolongada	 inactividad	 mientras	 las	 sociedades	 tengan	 la	 posibilidad	 de
adecuarse	 a	 la	 ley	 y,	 con	 ello,	 evitar	 la	 aplicación	 de	 la	 presunción	 de
extinción.
Si	bien	no	existe	disposición	alguna	en	la	modificación	de	la	ley,	relativa	a
las	sociedades	respecto	a	las	que	–antes	de	la	dación	de	la	ley–,	el	registro	ya
había	 aplicado	 la	 presunción	 de	 extinción	 por	 prolongada	 inactividad	 y
había,	en	consecuencia,	procedido	a	la	cancelación	de	la	partida	registral;	al
no	existir	ya	la	presunción	de	extinción	por	prolongada	inactividad,	quedó
sin	 sustento	 jurídico	 dicha	 cancelación.	 Esto	 no	 significa	 aplicar
retroactivamente	la	ley,	sino	de	manera	inmediata.
Por	 lo	 tanto,	 no	 existe	 ningún	 sustento	 jurídico	 para	 mantener	 dichas
partidas	 registrales	 cerradas	 porque,	 según	 la	 ley,	 pueden	 adaptarse	 en
cualquier	momento	a	 la	Ley	General	de	Sociedades	y	ya	no	se	presume	su
extinción	 si	 no	 inscribieron	 acto	 societario	 alguno	 en	 el	 plazo	 señalado
originalmente	en	la	ley.
4.	 En	 consideración	 a	 ello,	 pueden	 reabrirse	 las	 partidas	 registrales
canceladas,	 más	 aún	 si	 dichas	 sociedades	 tienen	 vida	 jurídica	 fuera	 del
registro.	Con	esta	acción	no	se	vulnera	la	intangibilidad	del	contenido	de	los
asientos	registrales,	reservada	sólo	al	Poder	Judicial	puesto	que	no	se	va	a
declarar	la	nulidad	de	la	cancelación	en	el	registro,	sino	que	se	va	a	dejar	sin
efecto	 la	 cancelación	 por	 aplicación	 de	 la	 Ley	 27673	 que	 permite	 la
adecuación	 a	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 de	 todas	 las	 sociedades	 sin
distinción	 alguna.	 ¿Cómo	 podrían	 adecuarse	 a	 la	 LGS	 las	 sociedades	 con
partidas	 registrales	 cerradas,	 si	 éstas	 no	 se	 reabren	 previamente?.	 Esto
permitirá	corregir	la	inexactitud	registral	si	ésta	se	plantea.
III.	Conclusión
La	 Ley	 N°	 27673	 permite	 dejar	 sin	 efecto	 el	 asiento	 de	 cancelación	 por
presunción	 de	 extinción	 por	 prolongada	 inactividad,	 que	 se	 hubiera
extendido”	(R.	038-2008-Sunarp/PT,	feb.	21/2008)
NOTA:	Esta	resolución	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	el	1	de
marzo	de	2008.
Ley	26887.
Decimoprimera	Disposición	Transitoria.—Publicaciones	de	Sunarp.	Para
efecto	de	lo	dispuesto	en	las	disposiciones	transitorias	Novena	y	Décima,	la
Superintendencia	 Nacional	 de	 los	 Registros	 Públicos	 publicará,	 dentro	 de
los	 sesenta	 días	 de	 la	 vigencia	 de	 esta	 ley	 en	 el	 Diario	Oficial	 El	 Peruano,
sendas	 relaciones,	 a	 nivel	 nacional,	 de	 las	 sociedades	 cuyo	 período	 de
duración	esté	vencido	y	de	las	sociedades	que	no	hayan	solicitado	ninguna
inscripción	en	el	registro	con	posterioridad	al	31	de	diciembre	de	1986.
Para	 tal	 efecto	 las	 oficinas	 registrales,	 bajo	 responsabilidad	 de	 su	 titular,
remitirán	 a	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 los	 Registros	 Públicos	 la
información	 correspondiente	 en	un	plazo	que	no	 excederá	de	 treinta	 días
posteriores	a	la	vigencia	de	esta	ley.
Vencidos	los	plazos	señalados	en	las	referidas	disposiciones	transitorias,	la
respectiva	oficina	registral	procederá	a	cancelar	de	oficio	 la	 inscripción	de
las	 sociedades	 extinguidas	 respecto	 de	 las	 cuales	 no	 se	 haya	 presentado
solicitud	de	no	aplicación	de	la	presunción.
	
	SEGUNDA	PARTE
SISTEMA	CONCURSAL
LEY	27809
LEY	GENERAL	DEL	SISTEMA
CONCURSAL
TÍTULO	PRELIMINAR
Ley	27809.
ART.	I.—Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	1°.	Objetivo	de	la	ley.	El	objetivo
de	la	presente	ley	es	la	recuperación	del	crédito	mediante	la	regulación	de
procedimientos	 concursales	 que	 promuevan	 la	 asignación	 eficiente	 de
recursos	 a	 fin	 de	 conseguir	 el	 máximo	 valor	 posible	 del	 patrimonio	 del
deudor.
Ley	27809.
ART.	 II.—Finalidad	 de	 los	 procedimientos	 concursales.	 Los
procedimientos	 concursales	 tienen	 por	 finalidad	 propiciar	 un	 ambiente
idóneo	 para	 la	 negociación	 entre	 los	 acreedores	 y	 el	 deudor	 sometido	 a
concurso,	que	les	permita	 llegar	a	un	acuerdo	de	reestructuración	o,	en	su
defecto,	 a	 la	 salida	 ordenada	 del	 mercado,	 bajo	 reducidos	 costos	 de
transacción.
Ley	27809.
ART.	 III.—Decisión	 sobre	 el	 destino	 del	 deudor.	 La	 viabilidad	 de	 los
deudores	en	el	mercado	es	definida	por	los	acreedores	involucrados	en	los
respectivos	procedimientos	concursales,	quienes	asumen	la	responsabilidad
y	consecuencias	de	la	decisión	adoptada.
Ley	27809.
ART.	 IV.—Universalidad.	 Los	 procedimientos	 concursales	 producen	 sus
efectos	 sobre	 la	 totalidad	 del	 patrimonio	 del	 deudor,	 con	 las	 excepciones
establecidas	expresamente	por	la	ley.
Ley	27809.
ART.	 V.—Colectividad.	 Los	 procedimientos	 concursales	 buscan	 la
participación	y	beneficio	de	la	totalidad	de	los	acreedores	involucrados	en	la
crisis	del	deudor.	El	interés	colectivo	de	la	masa	de	acreedores	se	superpone
al	interés	individual	de	cobro	de	cada	acreedor.
JURISPRUDENCIA.—El	 principio	 de	 colectividad	 busca	 el	 interés
colectivo	 de	 la	 masa	 de	 acreedores	 por	 sobre	 el	 interés	 individual	 de
cobro	de	cada	uno	de	ellos.	“(…)	 lo	que	pretende	es	el	beneficio	de	todos
los	 acreedores	 participes	 del	 proceso	 concursal,	 en	 aplicación	 estricta	 del
principio	de	colectividad	previsto	en	el	artículo	V	del	Título	Preliminar	de	la
precitada	Ley	N°	27809,	en	cuanto	a	la	necesidad	de	buscar	la	participación
y	beneficio	de	 la	 totalidad	de	 los	 acreedores	 involucrados	 en	 la	 crisis	 que
atraviesa	el	deudor	y	a	la	necesidad	de	buscar	el	interés	colectivo	de	la	masa
de	acreedores	por	sobre	el	interés	individual	de	cobro	de	cada	uno	de	ellos.”
(C.	S.,	Cas.	427-2009-Lima,	jul.	30/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
Ley	27809.
ART.	 VI.—Proporcionalidad.	 Los	 acreedores	 participan
proporcionalmente	 en	 el	 resultado	 económico	 de	 los	 procedimientos
concursales,	 ante	 la	 imposibilidad	 del	 deudor	 de	 satisfacer	 con	 su
patrimonio	 los	 créditos	 existentes,	 salvo	 los	 órdenes	 de	 preferencia
establecidos	expresamente	en	la	presente	ley.
Ley	27809.
ART.	 VII.—Inicio	 e	 impulso	 de	 los	 procedimientos	 concursales.	 Los
procedimientos	concursales	se	 inician	a	 instancia	de	parte	 interesada	ante
la	autoridad	concursal.
El	impulso	de	los	procedimientos	concursales	es	de	parte.	La	intervención
de	la	autoridad	concursal	es	subsidiaria.
Ley	27809.
ART.	 VIII.—Conducta	 procesal.	 Los	 sujetos	 del	 procedimiento,	 sus
representantes,	 sus	 abogados	 y,	 en	 general,	 todos	 los	 partícipes	 de	 los
procedimientos	 concursales,	 deben	 adecuar	 su	 conducta	 a	 los	 deberes	 de
veracidad,	probidad,	 lealtad	y	buena	 fe.	 La	 temeridad,	mala	 fe	 o	 cualquier
otra	conducta	dolosa	son	objeto	de	sanción,	de	acuerdo	a	ley.
Ley	27809.
ART.	IX.—Integración	de	la	norma.	La	autoridad	concursal	no	podrá	dejar
de	resolver	por	defecto	o	deficiencia	de	las	normas.	En	tal	caso,	aplicará	los
principios	 generales	 del	 derecho,	 especialmente	 aquellos	 que	 inspiran	 el
derecho	concursal.
Ley	27809.
ART.	 X.—Rol	 promotor	 del	 Estado.	 El	 Estado,	 a	 través	 del	 Indecopi,
facilita	y	promueve	la	negociación	entre	acreedores	y	deudores,	respetando
la	 autonomía	 privada	 respecto	 de	 las	 decisiones	 adoptadas	 en	 los
procedimientos	concursales	con	las	formalidades	de	ley.
JURISPRUDENCIA.—TC:	 demandar	 en	 favor	 del	 Indecopi	 sin	 tener	 la
representación	 de	 la	 entidad	 no	 acarrea	 la	 multa	 de	 cinco	 URP	 ni
califica	como	un	proceder	manifiestamente	 impropio.	“Que	 no	 obstante
lo	 expuesto,	 este	 colegiado	 considera	 impertinente	 la	 multa	 decretada	 al
demandante,	 pues	 aunque	 su	 pretensión	 resulta	 manifiestamente
improcedente,	ello	no	necesariamente	debe	 inexorablemente	acarrear	una
sanción.	 Los	 justiciables	 tienen	 todo	 el	 derecho	 de	 acudir	 al	 órgano
jurisdiccional	a	salvaguardar	sus	intereses	y	los	de	la	comunidad	por	lo	que,
en	caso	su	pedido	no	resulta	atendible,	ello	simple	y	llanamente	deberá	ser
declarado	improcedente.	El	juez,	en	tanto	director	del	proceso,	únicamente
podrá	 sancionar	 al	 justiciable	 o	 al	 litigante	 cuando	 advierta	 un	 proceder
manifiestamente	 impropio.	 Para	 tal	 efecto,	 como	 resulta	 obvio,	 deberá
justificar	 detalladamente	 (motivación	 cualificada)	 por	 qué	 el	 justiciable
debe	ser	sancionado.
7.	Que	 la	 justificación	de	este	tipo	de	sanciones	no	es	otra	que	desalentar
que	 los	 litigantes	 comparezcan	 deslealmente	 ante	 el	 órgano	 jurisdiccional
abusando	 de	 las	 garantías	 jurisdiccionales	 que	 salvaguardan	 la	 correcta
impartición	de	justicia	en	un	Estado	social	y	democrático	de	derecho,	en	el
que	 la	efectividad	del	derecho	al	acceso	a	 la	 justicia	así	 como	del	 resto	de
derechos	 fundamentales	 de	 carácter	 procesal,	 exigen	 a	 los	 titulares	 del
precitado	derecho	el	deber	de	abstenerse	de	cualquier	proceder	malicioso
tendiente	a	conseguir	la	satisfacción	de	sus	intereses	a	toda	costa.
8.	Que	en	tales	circunstancias,	el	mero	hecho	de	que	lo	solicitado	no	resulte
atendible	 no	 puede	 inexorablemente	 acarrear,	 de	 manera	 automática,	 la
imposición	 de	 una	 sanción	 pecuniaria,	 salvo	 que	 se	 haya	 actuado
dolosamente	de	mala	fe	(justamente	se	persigue	desincentivar).	Empero,	no
se	aprecia	que	ello	haya	ocurrido	en	el	 caso	de	autos”.	 (T.	C.,	 Exp.	01138-
2013-PA/TC,	nov.	20/2013.	S.	S.	Urviola	Hani)
TÍTULO	I
NORMAS	GENERALES
Ley	27809.
ART.	1°.—Glosario.	Para	efectos	de	la	aplicación	de	las	normas	de	la	ley,	se
tendrán	en	cuenta	las	siguientes	definiciones:
a)	 Sistema	 concursal.	 El	 sistema	 concursal	 está	 conformado	 por	 las
normas	 aplicables	 a	 los	 procedimientos	 concursales,	 por	 los	 agentes	 que
intervienen	en	los	procedimientos	concursales,	así	como	por	las	autoridades
administrativas	 y	 judiciales	 a	 las	 que	 la	 ley	 y/o	 sus	 normas
complementarias	o	modificatorias	asigne	competencia.
b)	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 1°.	 Comisión.	 La	 Comisión	 de
Procedimientos	 Concursales	 de	 la	 Sede	 Central	 y	 las	 Comisiones	 de
Procedimientos	Concursales	Desconcentradas	en	las	Oficinas	del	Indecopi.
c)	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	1°.	Deudor.	Persona	natural	o	jurídica,
sociedades	conyugales	y	sucesiones	indivisas.	Se	incluye	a	las	sucursales	en
el	 Perú	 de	 organizaciones	 o	 sociedades	 extranjeras.	 Para	 efectos	 de	 la
presente	 ley,	se	considerará	como	deudores	susceptibles	de	ser	sometidos
al	 procedimiento	 concursal	 solo	 a	 aquellos	 que	 realicen	 actividad
empresarial	en	los	términos	descritos	en	la	presente	ley.
d)	 Acreedor.	 Persona	 natural	 o	 jurídica,	 sociedades	 conyugales,
sucesiones	 indivisas	 y	otros	patrimonios	 autónomos	que	 sean	 titulares	de
un	crédito.
e)	Crédito.	Derecho	del	acreedor	a	obtener	una	prestación	asumida	por	el
deudor	como	consecuencia	de	una	relación	jurídica	obligatoria.
f)	Actividad	empresarial.	Actividad	económica,	habitual	y	autónoma	en	la
que	confluyen	los	factores	de	producción,	capital	y	trabajo,	desarrollada	con
el	objeto	de	producir	bienes	o	prestar	servicios.
g)	Junta.	Junta	de	acreedores.
h)	Tribunal.	El	Tribunal	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de	la	Protección
de	la	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi.
i)	 Indecopi.	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	de	la	Propiedad	Intelectual.
j)	Ley.	Ley	General	del	Sistema	Concursal.
k)	TUPA.	Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos	del	Indecopi.
l)	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 2°.	 Crédito	 concursal:	 crédito
generado	 hasta	 la	 fecha	 de	 publicación	 establecida	 en	 el	 artículo	 32	 de	 la
Ley	General	del	Sistema	Concursal.
ll)	Incorporado.	D.	Leg.	1050,	Art.	2°.	Crédito	post	-	concursal:	 crédito
generado	 con	 posterioridad	 a	 la	 fecha	 de	 publicación	 establecida	 en	 el
artículo	32	de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal.
CAPÍTULO	I
APLICACIÓN	DE	LA	LEY
Ley	27809.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación	de	la	norma	y	aplicación	preferente.
2.1.	La	ley	se	aplica	obligatoriamente	a	los	procedimientos	concursales	de
los	deudores	que	se	encuentren	domiciliados	en	el	país,	sin	admitir	pacto	en
contrario.	No	son	oponibles	para	efectos	concursales	los	acuerdos	privados
relativos	a	la	sustracción	de	ley	y	jurisdicción	peruana.
2.2.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	2°.	No	se	encuentran	comprendidas	en
la	 ley,	como	deudores,	 las	entidades	que	 integran	 la	estructura	del	Estado,
tales	como	 los	organismos	públicos	y	demás	entes	de	derecho	público;	 las
administradoras	privadas	de	fondos	de	pensiones,	las	personas	que	forman
parte	del	sistema	financiero	o	del	sistema	de	seguros.	Asimismo,	tampoco	se
encuentran	 comprendidos	 en	 la	 Ley	 los	 patrimonios	 autónomos	 ni	 las
personas	 naturales	 que	 no	 realicen	 actividad	 empresarial,	 salvo	 las
sociedades	 conyugales	 y	 sucesiones	 indivisas	 cuyo	 patrimonio	 derive	 de
dicho	tipo	de	actividad,	en	los	términos	establecidos	en	el	numeral	24.4	del
artículo	24	de	la	presente	ley.
2.3.	En	 la	 tramitación	y	resolución	de	 los	procedimientos	concursales,	 las
disposiciones	previstas	en	 la	 ley	 se	aplicarán	preferentemente	a	 cualquier
otra	norma	que	contenga	disposiciones	distintas.
JURISPRUDENCIA.—Es	posible	declarar	 la	existencia	de	una	verdadera
relación	laboral	y	no	de	servicios	en	entidades	en	proceso	de	liquidación.
“De	 las	denuncias	que	anteceden	puede	advertirse	que	 la	parte	recurrente
pretende	 cuestionar	 los	 juicios	 de	 las	 instancias	 de	mérito,	 reabriendo	un
debate	 probatorio	 de	 un	 aspecto	 que	 ha	 sido	 abordado	 suficientemente	 –
explicando	 las	 razones	 jurídicas	que	 lo	 sustentan–,	 y	que	han	 sido	 la	base
para	declarar	la	fundabilidad	de	la	demanda	interpuesta;	por	lo	tanto,	estos
extremos	del	recurso	devienen	en	improcedentes.	Máxime	si,	conforme	a	lo
anotado	 en	 la	 sentencia	 recurrida	 en	 casación,	 la	 sala	 de	 mérito	 dejó
claramente	 establecido,	 conforme	 reciente	 jurisprudencia	 casatoria,	 la
posibilidad	de	declarar	la	existencia	de	una	relación	laboral	entre	las	partes
de	 comprobarse	 los	 elementos	 que	 anotician	 ella,	 incluso	 en	 entidades	 en
proceso	de	liquidación;	tal	y	como	ha	ocurrido	en	el	presente	caso,	en	donde
por	 la	 manera	 en	 que	 se	 prestaron	 los	 servicios	 (horario,	 emisión	 de
informes,	 sanciones,	 entre	 otros)	 se	 determinó	 la	 existencia	 de
subordinación,	 elemento	 diferenciador	 de	 la	 locación	 de	 servicios”.	 (C.	 S.,
Cas.	Lab.	2752-2013-Lima,	jul.	12/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Ante	la	duda	de	si	un	proceso	es	de	naturaleza	civil
y	 no	 comercial,	 el	 juez	 debe	 optar	 por	 seguir	 el	 proceso	 y	 no	 por
extinguirlo.	 “En	 el	 análisis	 de	 las	 reglas	 de	 competencia	 prevista	 en	 el
artículo	9°	del	Código	Procesal	Civil,	 se	debe	 tener	en	cuenta	 la	aplicación
del	principio	a	favor	del	desarrollo	del	proceso	(también	conocido	como	pro
actione),	 el	 que	 constituye	 una	 manifestación	 del	 derecho	 de	 tutela
jurisdiccional	 efectiva;	 por	 lo	 que,	 ante	 la	 duda	 sobre	 si	 un	 proceso	 debe
declararse	 concluido	 porque	 la	materia	 de	 la	 pretensión	 es	 de	 naturaleza
civil	y	no	comercial	‘la	decisión	de	la	autoridad	judicial	debe	dirigirse	por	la
continuación	del	proceso	y	resolver	las	controversias	que	sean	sometidas	a
su	conocimiento	y	no	por	su	extinción’	(...)”.	(C.	S,	Cas.	161-2014-Lima,	set.
04/2014.	V.	P.	Tello	Gilardi)
Ley	27809.
ART.	3°.—Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	4°.	Autoridades	concursales.
3.1.	 La	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 y	 las	 comisiones
desconcentradas	 de	 las	 oficinas	 regionales	 del	 Indecopi	 son	 competentes
para	conocer	 los	procedimientos	concursales	regulados	en	 la	presente	 ley.
El	tribunal	es	competente	para	conocer	en	última	instancia	administrativa.
3.2.	Corresponde	a	 las	 comisiones	 señaladas	 fiscalizar	 la	actuación	de	 las
entidades	administradoras	y	liquidadoras,	deudores	y	acreedores	sujetos	a
los	 procedimientos	 concursales.	 La	 Comisión	 de	 Procedimientos
Concursales	 del	 Indecopi	 podrá	 expedir	 directivas	 de	 cumplimiento
obligatorio	 para	 regular	 la	 actuación	 de	 las	 entidades	 administradoras	 y
liquidadoras,	así	como	de	los	deudores	y	acreedores	antes	señalados.
3.3.	 La	 competencia	 de	 la	 comisión	 para	 conocer	 cualquier	 asunto
vinculado	 a	 un	 procedimiento	 concursal	 se	 extiende	 hasta	 la	 fecha	 de
declaración	judicial	de	quiebra	del	deudor	o	conclusión	del	procedimiento,
salvo	en	lo	previsto	en	el	numeral	125.4	del	artículo	125.
Ley	27809.
ART.	4°.—Habilitación	de	competencia	temporal.
4.1.	 La	 competencia	 de	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 del
Indecopi	podrá	ser	ejercida	temporalmente	por	las	instituciones,	públicas	o
privadas,	que	el	directorio	del	Indecopi	designe	con	la	finalidad	de	atender
la	demanda	de	servicios	que	pudiera	presentarse	por	el	régimen	concursal.
4.2.	 Para	 el	 ejercicio	 de	 la	 competencia	 referida,	 dichas	 instituciones
suscribirán	un	convenio	privado	por	el	cual	se	establecerá	lo	necesario	para
la	conformación	de	una	comisión	cuya	estructura	corresponda	a	la	señalada
por	ley	para	la	Comisión	de	Procedimientos	Concursales	del	Indecopi.
4.3.	 Las	 prohibiciones,	 incompatibilidades	 y	 responsabilidades	 que
alcanzan	 a	 los	 funcionarios	 públicos	 integrantes	 de	 la	 Comisión	 de
Procedimientos	 Concursales	 del	 Indecopi	 se	 extienden	 a	 las	 personas	 que
asuman	 dichas	 funciones	 en	 las	 instituciones	 en	 las	 que	 se	 habilite
competencia	temporal	en	materia	concursal.
4.4.	 En	 los	 convenios	 de	 habilitación	 de	 competencia	 se	 establecerán	 los
derechos	y	 las	obligaciones	de	cada	una	de	las	partes	 intervinientes	en	los
mismos.	La	retribución	que	perciban	las	entidades	públicas	o	privadas	con
las	que	se	suscriba	el	respectivo	convenio	son	de	naturaleza	civil.
Ley	27809.
ART.	5°.—Alcance	de	la	habilitación	de	competencia.
5.1.	Por	efecto	de	la	habilitación	a	que	se	refiere	el	artículo	procedente	las
instituciones	 públicas	 o	 privadas,	 con	 las	 que	 se	 suscriben	 los	 convenios
correspondientes,	 ejercen	 competencia	 originaria	 para	 conocer	 los
procedimientos	previstos	en	la	ley.
5.2.	 En	 situaciones	 excepcionales,	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos
Concursales	 de	 Indecopi	 podrá	 redistribuir	 la	 carga	 procesal	 de	 las
instituciones	 entre	 otras	 instituciones	 del	 mismo	 ámbito	 de	 actuación
territorial.
LINEAMIENTOS	PARA	LA	DISTRIBUCIÓN	DE	CARGA	PROCESAL	ENTRE
LAS	COMISIONES	DELEGADAS	DE	REESTRUCTURACIÓN	PATRIMONIAL
CON	EL	MISMO	ÁMBITO	DE	COMPETENCIA	TERRITORIAL
Dir.	002-2002-CRP-Indecopi.
I.	Objetivo
Mediante	 la	 presente	 directiva	 se	 establece	 los	 lineamientos	 a	 ser
utilizados	 por	 la	 Comisión	 de	 Reestructuración	 Patrimonial	 del	 Indecopi
para	 la	 recepción	 y	 distribución	 de	 la	 carga	 procesal	 entre	 las	 distintas
comisiones	 delegadas	 que	 tengan	 el	 mismo	 ámbito	 de	 competencia
territorial.
Asimismo,	 la	 presente	 directiva	 establece	 las	 labores	 de	 monitoreo	 que
llevará	 a	 cabo	 la	 Comisión	 de	 Reestructuración	 Patrimonial	 del	 Indecopi,
con	 la	 finalidad	 de	 optimizar	 la	 distribución	 de	 la	 carga	 procesal,	 e
implementar	 las	 medidas	 correctivas	 necesarias	 frente	 a	 situaciones	 de
desbalance	entre	el	número	de	procedimientos	y	la	capacidad	resolutiva	de
las	comisiones	delegadas	de	reestructuración	patrimonial.
II.	Alcance
La	 presente	 directiva	 es	 de	 cumplimiento	 obligatorio	 para	 todas	 las
entidades	 con	 las	 que	 el	 Indecopi	 celebre	 convenios	 de	 delegación	 de
funciones	en	materia	concursal,	en	donde	operen	comisiones	delegadas	bajo
el	mismo	ámbito	de	competencia	territorial.
III.	Base	legal
-	Decreto	Supremo	N°	014-99-ITINCI	-	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de
Reestructuración	Patrimonial.
-	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
-	Decreto	Legislativo	N°	807	-	Ley	sobre	Facultades,	Normas	y	Organización
del	Indecopi.
IV.	Contenido
1.	 De	 la	 presentación	 de	 solicitudes	 de	 inicio	 de	 procedimientos
concursales.
1.1.	Todas	las	comisiones	delegadas	cuentan	con	una	unidad	de	recepción
documentaria.	Estas	unidades	deberán	llevar	un	registro	del	ingreso	de	los
escritos	que	sean	presentados	y	la	salida	de	aquellos	documentos	emitidos
por	la	entidad.
1.2.	En	 caso	exista	una	pluralidad	de	 comisiones	en	un	mismo	ámbito	de
competencia	territorial,	los	administrados	podrán	presentar	sus	solicitudes
de	 inicio	 de	 procedimientos	 concursales	 ante	 la	 Comisión	 de
Reestructuración	Patrimonial	del	Indecopi	o	ante	las	comisiones	delegadas
de	dicha	jurisdicción.
1.2.1.	La	unidad	de	recepción	documentaria	del	Indecopi,	al	finalizar	el	día,
remitirá	 todas	 las	 solicitudes	de	 inicio	de	procedimientos	 concursales	a	 la
Comisión	de	Reestructuración	Patrimonial	del	Indecopi	para	que	determine
la	comisión	delegada	que	las	tramitará	conforme	a	los	criterios	establecidos
en	el	numeral	2	de	la	presente	directiva.
1.2.2.	Si	la	solicitud	de	inicio	fuera	presentada	ante	la	unidad	de	recepción
documentaria	de	alguna	comisión	delegada,	ésta	deberá	recibirla	e	informar
al	 administrado	 que	 su	 pedido	 será	 remitido	 a	 la	 Comisión	 de
Reestructuración	 Patrimonial	 del	 Indecopi,	 a	 fin	 de	 que	 determine	 la
comisión	delegada	que	tramitará	su	solicitud.
1.2.3.	 Las	 comisiones	 delegadas	 remitirán	 a	 la	 Comisión	 de
Reestructuración	 Patrimonial	 del	 Indecopi	 las	 solicitudes	 que	 hubieran
recibido,	a	más	tardar	al	día	hábil	siguiente	de	su	recepción.
1.2.4.	Las	subsanaciones	a	 las	observaciones	 formuladas	por	 las	unidades
de	 recepción	 documentaria	 de	 las	 comisiones	 delegadas	 deberán	 ser
presentadas	 por	 los	 administrados	 ante	 la	 unidad	 de	 recepción
documentaria	de	la	Comisión	de	Reestructuración	Patrimonial	del	Indecopi.
2.	De	la	distribución	de	la	carga	procesal.
2.1.	La	Comisión	de	Reestructuración	Patrimonial	del	Indecopi	establecerá
en	 reportes	 de	 gestión	mensual	 la	 capacidad	 resolutiva	 de	 las	 comisiones
delegadas	y	determinará	 su	nivel	de	productividad.	En	dichos	 reportes	de
gestión	se	establecerá	el	nivel	máximo	de	pendientes	que	pueden	mantener
las	comisiones	delegadas.
2.2.	La	remisión	de	solicitudes	de	 inicio	de	procedimiento	concursales,	se
hará	 a	 la	 comisión	 delegada	 que,	 conforme	 a	 los	 reportes	 de	 gestión
mensual,	se	encuentre	dentro	del	nivel	de	pendientes	máximos	permitido	y
que	cuente	con	un	ingreso	menor	o	igual	a	su	capacidad	resolutiva.
Si	 dos	 o	 más	 comisiones	 delegas	 (sic)	 cumplen	 las	 condiciones
mencionadas	 anteriormente,	 se	 remitirán	 las	 solicitudes	 a	 la	 comisión
delegada	que	cuente	con	el	nivel	de	pendientes	más	bajo.
2.3.	La	remisión	se	hará	al	día	hábil	siguiente	de	recibidas	las	solicitudes	de
inicio	de	procedimientos	concursales.
2.4.	Efectuada	la	remisión,	la	Comisión	de	Reestructuración	Patrimonial	del
Indecopi	 informará	 a	 los	 administrados,	 en	 el	mismo	 día,	 a	 qué	 comisión
delegada	se	ha	derivado	su	solicitud.
3.	 De	 la	 documentación	 relativa	 a	 procedimientos	 concursales	 en
trámite.
Con	 posterioridad	 a	 la	 remisión	 de	 las	 solicitudes	 de	 inicio	 de
procedimientos	concursales	a	las	comisiones	delegadas,	todos	los	escritos	y
documentación	 relativa	 a	 la	 tramitación,	 como	 son	 las	 solicitudes	 de
reconocimiento	 de	 créditos,	 medios	 impugnativos,	 entre	 otros,	 serán
presentados	 directamente	 a	 la	 unidad	 de	 recepción	 documentaria	 de	 la
comisión	delegada	que	ha	sido	designada.
4.	De	la	sobrecarga	procesal	y	medidas	correctivas.
4.1.	 La	 Comisión	 de	 Reestructuración	 Patrimonial	 del	 Indecopi	 realizará
una	 labor	 de	 monitoreo	 de	 la	 celeridad,	 productividad,	 predictibilidad	 y
carga	procesal	de	las	comisiones	delegadas.	La	información	se	plasmará	en
los	reportes	de	gestión	mensual	que	elabora	dicho	órgano	funcional.
4.2.	 Si	 del	 monitoreo	 efectuado	 se	 determina	 que	 todas	 las	 comisiones
delegadas	 de	 una	 misma	 circunscripción	 territorial	 exceden	 el	 nivel	 de
pendientes	máximo	permitido,	la	Comisión	de	Reestructuración	Patrimonial
del	 Indecopi	 remitirá	 las	 solicitudes	 de	 inicio	 de	 procedimientos
concursales	 presentadas	 a	 la	 comisión	 delegada	 que	 reporte	 los	 índices
menos	 negativos,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 comunicación	 a	 que	 se	 refiere	 el
numeral	4.3.
4.3.	La	Comisión	de	Reestructuración	Patrimonial	del	Indecopi	informará	el
hecho	señalado	en	el	acápite	precedente	a	la	gerencia	general	del	Indecopi,
quien	 adoptará	 las	 medidas	 correctivas	 necesarias	 para	 reducir	 la	 carga
procesal	de	las	comisiones	delegadas.
4.4.	 Si	 de	 los	 reportes	 de	 gestión	mensual	 se	 determina	 que	 la	 situación
planteada	 se	 debe	 a	 circunstancias	 estrictamente	 coyunturales,	 la
administración	 del	 Indecopi	 contratará	 un	 equipo	 de	 locadores	 que	 se
abocará	exclusivamente	a	la	reducción	de	la	carga	procesal,	mientras	dure	la
situación	indicada.
4.5.	 Si	 la	 sobrecarga	 procesal	 en	 una	 circunscripción	 es	 por	 un	 período
superior	a	tres	(3)	meses	consecutivos,	se	entenderá	que	se	debe	a	factores
estructurales,	 lo	 que	 implica	 que	 la	 administración	 del	 Indecopi	 deberá
facilitar	 de	 forma	 inmediata	 y	 definitiva	 a	 las	 comisiones	 delegadas	 los
recursos	humanos	y	logísticos	necesarios	para	revertir	los	índices	negativos
de	gestión.
En	 este	 supuesto,	 además,	 la	 administración	 del	 Indecopi	 realizará	 las
coordinaciones	 necesarias	 con	 las	 entidades	 con	 las	 que	 se	 suscribió
convenios	de	delegación	de	funciones	en	materia	concursal,	a	fin	evitar	(sic)
la	suspensión	o	dilación	del	trámite	de	los	expedientes.
4.6.	 En	 la	 hipótesis	 descrita	 en	 el	 primer	 párrafo	 del	 numeral	 4.5,	 el
directorio	 del	 Indecopi,	 si	 lo	 tiene	 a	 bien,	 revisará	 la	 conformación	 de	 las
comisiones	 delegadas,	 además	 de	 las	 medidas	 que	 pudiera	 adoptar	 la
gerencia	general.
5.	 Información	 sobre	 las	 comisiones	 delegadas	 y	 distinción	 de	 sus
funcionarios.
5.1.	 Semestralmente	 la	 administración	 del	 Indecopi	 publicará	 en	 los
medios	 de	 comunicación	 escrita	 y	 en	 la	 página	 web	 de	 la	 institución	 un
reconocimiento	 a	 la	 comisión	 delegada	 que	 durante	 dicho	 período	 haya
obtenido	los	mejores	índices	de	gestión,	conforme	a	los	reportes	elaborados
por	 la	 Comisión	 de	 Reestructuración	 Patrimonial	 del	 Indecopi,
distinguiéndose	 a	 los	 funcionarios	 de	 dichos	 órganos	 colegiados	 y	 al
personal	de	su	secretaría	técnica.
5.2.	 La	 administración	 del	 Indecopi	 podrá	 premiar	 al	 personal	 de	 la
secretaría	 técnica	de	 la	comisión	delegada	con	mejores	 índices	de	gestión,
conforme	a	los	criterios	establecidos	en	el	acápite	precedente,	otorgándoles
un	 bono	 por	 productividad,	 días	 libres	 de	 descanso,	 becas	 en	 cursos	 de
capacitación	u	otro	beneficio	similar.
V.	Difusión
La	 presente	 directiva	 será	 remitida	 a	 las	 comisiones	 delegadas	 para	 su
conocimiento	y	 al	 directorio	del	 Indecopi	para	 su	publicación	en	 el	Diario
Oficial	El	Peruano.
VI.	Vigencia
La	presente	directiva	entrará	en	vigencia	a	partir	del	1	de	octubre	del	2002.
CAPÍTULO	II
REGLAS	DE	COMPETENCIA	Y	LEGISLACIÓN	APLICABLE
Ley	27809.
ART.	6°.—Reglas	de	competencia	territorial.
6.1.	 Las	 comisiones	 son	 competentes	 para	 conocer	 los	 procedimientos
concursales	de	todos	los	deudores	domiciliados	en	el	Perú.
6.2.	 Las	 comisiones	 son	 competentes	 también	 para	 conocer	 de	 los
procedimientos	concursales	de	personas	naturales	o	jurídicas	domiciliadas
en	el	extranjero	en	caso	de	que	se	hubiera	reconocido,	por	las	autoridades
judiciales	peruanas	correspondientes,	la	sentencia	extranjera	que	declara	el
concurso	 o	 cuando	 así	 lo	 dispongan	 las	 normas	 de	Derecho	 Internacional
Privado.	 En	 ambos	 supuestos,	 dicha	 competencia	 se	 extenderá
exclusivamente	a	los	bienes	situados	en	el	territorio	nacional.
6.3.	 La	 autoridad	 concursal	 peruana	 será	 competente	 para	 conocer	 los
procedimientos	 concursales	 que	 se	 promuevan	 contra	 deudores
domiciliados	 en	 el	 país,	 incluso	 en	 aquellos	 casos	 en	 que	 aparte	 de	 sus
bienes	 y/o	 derechos	 que	 integran	 su	 patrimonio	 se	 encuentren	 fuera	 del
territorio	de	la	República.
6.4.	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	5°.	El	 consejo	 directivo	 del	 Indecopi,
mediante	directiva,	determinará	la	competencia	territorial	de	la	comisiones
desconcentradas.
6.5.	La	competencia	de	las	comisiones	se	determina	teniendo	en	cuenta	el
lugar	donde	se	encuentre	domiciliado	el	deudor.	En	tal	sentido:
a)	 Si	 el	 deudor	 domicilia	 en	 la	 provincia	 de	 Lima	 o	 en	 la	 provincia
constitucional	del	Callao,	la	competencia	corresponderá	a	cualquiera	de	las
comisiones	delegadas	que	funcione	en	dichas	provincias.
b)	 Si	 en	 la	 provincia	 en	 la	 que	 domicilia	 el	 deudor	 no	 funciona	 ninguna
comisión	 delegada,	 la	 competencia	 corresponderá	 a	 la	 comisión	 delegada
que	 hubiere	 en	 la	 provincia	 territorialmente	 más	 cercana,	 salvo	 que
existiese	 otra	 comisión	 delegada	 que,	 de	 acuerdo	 a	 las	 vías	 de	 acceso,
resultase	más	próxima	a	la	provincia	en	que	domicilia	dicho	deudor.
Ley	27809.
ART.	7°.—Domicilio.	El	domicilio	del	deudor,	para	efectos	de	identificar	la
competencia	 territorial,	 será	 determinado	 de	 acuerdo	 a	 los	 criterios
señalados	a	continuación:
a)	Personas	jurídicas:	El	domicilio	es	la	localidad	señalada	en	los	estatutos
del	deudor,	debidamente	inscrito	en	Registros	Públicos.
b)	 Personas	 naturales,	 sociedades	 conyugales	 y	 sucesiones	 indivisas:	 El
domicilio	 de	 las	 personas	 naturales	 y	 sociedades	 conyugales	 es	 aquel
determinado	en	el	Código	Civil.	El	domicilio	de	las	sucesiones	indivisas	es	el
último	domicilio	conocido	del	causante.
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ART.	8°.—Normas	de	prevención	y	contienda	de	competencia.
8.1.	En	el	 caso	de	que	 se	presenten	dos	o	más	 solicitudes	 respecto	de	un
mismo	deudor	para	el	inicio	del	procedimiento	concursal	ordinario	previsto
en	 la	 ley,	 en	 dos	 o	 más	 comisiones	 de	 un	 mismo	 ámbito	 territorial,	 el
procedimiento	 será	 seguido	 ante	 la	 comisión	 a	 la	 que	 se	 presentó	 la
solicitud	en	fecha	anterior.	Si	las	solicitudes	fueron	presentadas	en	la	misma
fecha,	el	conocimiento	del	procedimiento	será	decidido	por	el	tribunal.
8.2.	 En	 caso	 de	 que	 el	 procedimiento	 sea	 iniciado	 por	 acreedores,	 la
contienda	de	competencia	podrá	ser	promovida	por	el	deudor	únicamente
dentro	del	plazo	establecido	para	que	éste	se	apersone	al	procedimiento.
8.3.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 establecido	 en	 los	 párrafos	 precedentes,	 en
cualquier	momento	 anterior	 a	 la	 emisión	 de	 la	 resolución	 que	 declara	 en
situación	de	concurso	al	deudor,	la	sala	podrá	declarar	nulo	lo	actuado	en	el
procedimiento	sobre	el	cual	considere	que	no	tiene	competencia	territorial
conforme	 a	 las	 disposiciones	 de	 los	 artículos	 6°	 y	 7°,	 remitiendo	 el
expediente	a	la	comisión	que	resulte	competente.
8.4.	 En	 ningún	 caso	 será	 válido	 el	 acuerdo	 celebrado	 entre	 las	 partes,
referido	a	la	prórroga	de	la	competencia	regulada	en	el	presente	artículo.
8.5.	 Las	 contiendas	 de	 competencia	 son	 resueltas	 por	 el	 tribunal	 en
decisión	fundamentada.
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ART.	 9°.—Tramitación	 de	 pluralidad	 de	 procedimientos	 frente	 a	 un
mismo	deudor.
9.1.	 Cuando	 se	 promuevan	 solicitudes	 de	 inicio	 de	 procedimientos
concursales	de	distinta	naturaleza	frente	a	un	mismo	deudor,	prevalecerá	el
procedimiento,	 en	 que	 se	 presentó	 la	 solicitud	 con	 fecha	 anterior,
decretándose	la	suspensión	del	procedimiento	iniciado	posteriormente.
9.2.	 Si	 dichas	 solicitudes	 hubieran	 sido	 presentadas	 en	 la	 misma	 fecha,
prevalecerá	 el	 procedimiento	 concursal	 de	 naturaleza	 preventiva,
decretándose	la	suspensión	del	procedimiento	de	naturaleza	ordinaria.
9.3.	 Si	 el	 procedimiento	en	el	 que	 se	 impulsa	 el	 trámite	no	 se	 aprueba	el
acuerdo	global	de	refinanciación,	o	no	se	declara	el	acogimiento	al	concurso,
se	 levantará	 la	 suspensión	 decretada	 y	 se	 continuará	 con	 el	 trámite	 del
procedimiento	 subsistente.	 En	 caso	 contrario,	 los	 procedimientos
suspendidos	concluyen	sin	declaración	sobre	el	fondo.
9.4.	 En	 aquellos	 casos	 en	 los	 que	 se	 haya	 difundido	 el	 inicio	 de	 un
procedimiento	concursal	conforme	al	artículo	32,	no	procederá	el	inicio	de
cualquiera	 de	 los	 procedimientos	 regulados	 por	 esta	 norma	 respecto	 del
deudor	cuyo	procedimiento	fue	difundido.
CAPÍTULO	III
INFORMACIÓN	Y	RESERVA	DE	LOS	PROCEDIMIENTOS
CONCURSALES
Ley	27809.
ART.	10.—Carácter	de	declaración	jurada	de	la	información
presentada.
10.1.	Toda	información	presentada	tiene	carácter	de	declaración	jurada.	El
representante	legal,	el	propio	acreedor	y	el	deudor,	según	el	caso,	serán
responsables	de	la	veracidad	de	la	información	y	la	autenticidad	de	los
documentos	presentados.
10.2.	 El	 carácter	 de	 declaración	 jurada	 respecto	 de	 la	 veracidad	 de	 la
documentación	 e	 información	 presentada	 no	 releva	 a	 las	 partes	 de
desarrollar	 la	 actividad	 probatoria	 que	 les	 sea	 exigida	 por	 la	 autoridad
concursal.
10.3.	La	omisión	en	absolver	los	requerimientos	de	la	autoridad	concursal,
podrá	generar	la	denuncia	por	el	delito	de	resistencia	y	desobediencia	a	la
autoridad,	sin	perjuicio	de	las	sanciones	contempladas	en	el	Título	VII	de	la
ley.	(	y	ss.)
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ART.	11.—Reserva	e	información	del	procedimiento.
11.1.	Los	procedimientos	concursales	a	pedido	de	acreedores	se	tramitarán
en	reserva	hasta	la	publicación	a	que	se	refiere	el	artículo	32.	Cautelarán	la
reserva	 los	 funcionarios	 públicos	 que	 tengan	 conocimiento	 del
procedimiento	y	las	partes.
11.2.	 La	 reserva	 no	 impedirá	 la	 publicación	 de	 edictos	 cuando	 se
desconozca	 el	 domicilio	 del	 emplazado,	 pero	 manteniéndose	 la	 reserva
respecto	de	la	información	y	documentación	presentada.
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ART.	12.—Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	6°.	Declaración	de	vinculación
entre	el	deudor	y	sus	acreedores.
12.1	 Para	 efectos	 de	 la	 aplicación	 de	 la	 presente	 ley,	 podrá
declararse	 la	 vinculación	 entre	 el	 deudor	 y	 un	 acreedor	 cuando
existan	 o	 hayan	 existido	 relaciones	 de	 propiedad,	 parentesco,
control	 o	 gestión,	 así	 como	 cualquier	 otra	 circunstancia	 que
implique	una	proximidad	relevante	de	intereses	entre	ambos.
12.2	A	 título	enunciativo	y	no	 limitativo	son	relaciones	que	evidencian	 la
existencia	de	vinculación	concursal:
a)	 El	 parentesco	 hasta	 el	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad	 o	 segundo	 de
afinidad	 entre	 ambas	 partes	 o	 entre	 una	 de	 ellas	 y	 los	 accionistas,	 socios,
asociados	 de	 la	 otra	 parte	 o	 entre	 una	 de	 ellas	 y	 los	 accionistas,	 socios	 o
asociados	de	la	otra	o	entre	quienes	ostenten	tal	calidad.
b)	El	matrimonio	o	concubinato.
c)	La	relación	laboral,	que	implique	el	ejercicio	de	labores	de	dirección	o	de
confianza.
d)	La	propiedad,	directa	o	indirecta	del	acreedor	o	deudor	en	algún	negocio
de	 su	 respectiva	 contraparte.	 Están	 excluidos	 de	 esta	 condición	 los
trabajadores	que	sean	acreedores	de	las	cooperativas	de	trabajo.
e)	 La	 asociación	 o	 sociedad,	 o	 los	 acuerdos	 similares	 entre	 acreedor	 y
deudor.
f)	La	existencia	de	contabilidad	común	entre	las	actividades	económicas	de
acreedor	y	deudor.
g)	La	integración	común	de	un	grupo	económico	en	los	términos	señalados
en	la	ley	de	la	materia.
12.3	La	existencia	de	estas	relaciones	deberá	ser	declarada	por	el	acreedor
y	 por	 el	 deudor	 en	 la	 primera	 oportunidad	 que	 se	 apersonen	 ante	 la
comisión.
D.	U.	061-2009.
ART.	1°.—Derogado.	D.	U.	021-2010,	Art.	1°.
D.	U.	061-2009.
ART.	2°.—Derogado.	D.	U.	021-2010,	Art.	1°.
C.	C.
ART.	 236.—El	 parentesco	 consanguíneo	 es	 la	 relación	 familiar	 existente
entre	las	personas	que	descienden	una	de	otra	o	de	un	tronco	común.
El	grado	de	parentesco	se	determina	por	el	número	de	generaciones.
En	la	línea	colateral,	el	grado	se	establece	subiendo	de	uno	de	los	parientes
al	tronco	común	y	bajando	después	hasta	el	otro.	Este	parentesco	produce
efectos	civiles	sólo	hasta	el	cuarto	grado.
C.	C.
ART.	237.—El	matrimonio	produce	parentesco	de	afinidad	entre	cada	uno
de	los	cónyuges	con	los	parientes	consanguíneos	del	otro.	Cada	cónyuge	se
halla	 en	 igual	 línea	 y	 grado	 de	 parentesco	 por	 afinidad	 que	 el	 otro	 por
consanguinidad.
La	afinidad	en	línea	recta	no	acaba	por	la	disolución	del	matrimonio	que	la
produce.	 Subsiste	 la	 afinidad	 en	 el	 segundo	 grado	 de	 la	 línea	 colateral	 en
caso	de	divorcio	y	mientras	viva	el	ex	cónyuge.
C.	C.
ART.	326.—La	unión	de	hecho,	voluntariamente	realizada	y	mantenida	por
un	 varón	 y	 una	mujer,	 libres	 de	 impedimento	matrimonial,	 para	 alcanzar
finalidades	y	cumplir	deberes	semejantes	a	los	del	matrimonio,	origina	una
sociedad	de	bienes	que	se	sujeta	al	régimen	de	sociedad	de	gananciales,	en
cuanto	 le	 fuere	 aplicable,	 siempre	 que	 dicha	 unión	 haya	 durado	 por	 lo
menos	dos	años	continuos.
La	 posesión	 constante	 de	 estado	 a	 partir	 de	 fecha	 aproximada	 puede
probarse	 con	 cualquiera	 de	 los	 medios	 admitidos	 por	 la	 ley	 procesal,
siempre	que	exista	un	principio	de	prueba	escrita.
La	unión	de	hecho	termina	por	muerte,	ausencia,	mutuo	acuerdo	o	decisión
unilateral.	 En	 este	 último	 caso,	 el	 juez	 puede	 conceder,	 a	 elección	 del
abandonado,	una	cantidad	de	dinero	por	concepto	de	indemnización	o	una
pensión	 de	 alimentos,	 además	 de	 los	 derechos	 que	 le	 correspondan	 de
conformidad	con	el	régimen	de	sociedad	de	gananciales.
Tratándose	de	la	unión	de	hecho	que	no	reúna	las	condiciones	señaladas	en
este	 artículo,	 el	 interesado	 tiene	 expedita,	 en	 su	 caso,	 la	 acción	 de
enriquecimiento	indebido.
Ley	27809.
ART.	13.—Acceso	a	la	información	concursal.
13.1.	Modificado.	Ley	28709,	Art.	1°.	Los	acreedores	tienen	el	derecho	de
acceder	a	 toda	 la	 información	que	requieran	para	 tomar	decisiones	en	 los
procedimientos	concursales,	sin	perjuicio	de	las	excepciones	contempladas
en	la	constitución	y	en	el	marco	legal	vigente.	Es	obligación	de	los	deudores
y	 de	 las	 entidades	 administradoras	 y	 liquidadoras	 brindar	 dicha
información.
13.2.	En	el	caso	de	juntas,	el	derecho	de	información	de	los	acreedores	se
regula	por	el	artículo	52.
13.3.	Incorporado.	D.	Leg.	1189,	Art.	3°.	Las	entidades	administradoras	y
liquidadoras	 con	 registro	 vigente	 tienen	 el	 derecho	 de	 acceder	 a	 la
información	 contenida	 en	 los	 expedientes	 de	 los	 procedimientos
concursales,	con	las	limitaciones	previstas	en	la	ley	de	la	materia.
RESOLUCIÓN	 CONCURSAL.—Nuevo	 precedente	 de	 observancia
obligatoria	 del	 Indecopi:	 la	 ciudadanía	 en	 general	 puede	 acceder	 a	 la
información	contenida	en	los	procedimientos	concursales.	“(…)	dejar	sin
efecto	el	precedente	de	observancia	obligatoria	aprobado	por	la	Resolución
N°	 0988-2005/TDC-Indecopi;	 y,	 en	 aplicación	 de	 las	 consideraciones
expuestas	 en	 la	 presente	 resolución,	 aprobar	 un	 nuevo	 precedente	 de
observancia	obligatoria	que	interpreta	los	alcances	del	artículo	13	de	la	Ley
General	del	Sistema	Concursal,	en	los	siguientes	términos:	De	conformidad
con	lo	dispuesto	en	el	artículo	13	de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal,	el
deudor	y	 los	acreedores	titulares	de	créditos	reconocidos	por	 la	autoridad
administrativa	cuentan	con	el	derecho	de	acceso	a	la	información	contenida
en	los	procedimientos	concursales	contemplado	por	dicho	dispositivo	legal.
No	obstante,	el	reconocimiento	del	referido	derecho	en	 los	 términos	antes
indicados	 no	 implica	 su	 limitación	 o	 restricción	 para	 otros	 sujetos	 de
derecho,	ni	 impide	que	los	ciudadanos	en	general,	en	ejercicio	del	derecho
fundamental	 de	 acceso	 a	 la	 información	 expresamente	 consagrado	 en	 la
Constitución	 Política	 del	 Perú	 y	 en	 las	 normas	 comprendidas	 en	 el	 Texto
Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Transparencia	 y	 Acceso	 a	 la	 Información
Pública,	 puedan	 acceder	 a	 aquella	 información	 contenida	 en	 los
procedimientos	concursales,	 salvo	 las	excepciones	expresamente	previstas
en	 las	 leyes	 pertinentes”.	 (Indecopi,	 R.	 0888-2014/SCO-Indecopi,	 mar.
26/2015.	Pres.	José	Enrique	Palma	navea)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Propiedad	 Intelectual	 del	 Indecopi,	 publicado	 el	 26	 de	 marzo	 del	 2015,	 constituye	 precedente	 de
observancia	obligatoria.
CAPÍTULO	IV
PATRIMONIO	SUJETO	A	LOS	PROCEDIMIENTOS	CONCURSALES
Ley	27809.
ART.	14.—Patrimonio	comprendido	en	el	concurso.
14.1.	 El	 patrimonio	 comprende	 la	 totalidad	 de	 bienes,	 derechos	 y
obligaciones	 del	 deudor	 concursado,	 con	 excepción	 de	 sus	 bienes
inembargables	y	aquellos	expresamente	excluidos	por	leyes	especiales.
14.2.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 7°.	 El	 deudor	 cuyo	 patrimonio	 se
encuentre	 sujeto	 al	 régimen	 de	 sociedad	 de	 gananciales	 deberá	 sustituir
dicho	régimen	por	el	de	separación	de	patrimonios,	de	conformidad	con	las
exigencias	 y	 formalidades	 previstas	 en	 las	 normas	 de	 orden	 civil,	 con	 el
objeto	de	permitir	 la	 identificación	exacta	de	 los	bienes	que	 integrarán	su
patrimonio	 comprendido	 en	 el	 procedimiento.	 Esta	 condición	 constituye
requisito	 de	 admisibilidad	 para	 el	 caso	 del	 deudor	 que	 pretenda	 su
sometimiento	al	régimen	concursal	previsto	en	la	ley.
14.3.	 En	 caso	 de	 que	 fuera	 emplazado	 un	 deudor	 sujeto	 al	 régimen	 de
sociedades	 gananciales	 y	 se	 declarara	 su	 sometimiento	 al	 régimen
concursal,	 deberá	proceder	 a	 satisfacer	 la	 exigencia	prevista	 en	el	párrafo
anterior	 de	manera	 previa	 a	 la	 convocatoria	 a	 la	 junta	 de	 acreedores	 que
disponga	 la	 comisión.	 Durante	 la	 tramitación	 de	 este	 procedimiento	 y	 en
tanto	la	exigencia	no	se	satisfaga,	los	plazos	quedarán	suspendidos	y	no	será
de	 aplicación	 la	 suspensión	 de	 exigibilidad	 de	 obligaciones	 y	 el	marco	 de
protección	legal	del	patrimonio,	regulados	en	los	artículos	17	y	18	de	la	ley.
14.4.	En	 las	sucesiones	 indivisas	 formarán	parte	de	 la	masa	concursal	 los
bienes	materia	de	la	herencia.
C.	C.
ART.	301.—En	el	régimen	de	sociedad	de	gananciales	puede	haber	bienes
propios	de	cada	cónyuge	y	bienes	de	la	sociedad.
C.	C.
ART.	302.—Son	bienes	propios	de	cada	cónyuge:
1.	Los	que	aporte	al	iniciarse	el	régimen	de	sociedad	de	gananciales.
2.	Los	que	adquiera	durante	la	vigencia	de	dicho	régimen	a	título	oneroso,
cuando	la	causa	de	adquisición	ha	precedido	a	aquélla.
3.	Los	que	adquiera	durante	la	vigencia	del	régimen	a	título	gratuito.
4.	 La	 indemnización	 por	 accidentes	 o	 por	 seguros	 de	 vida,	 de	 daños
personales	o	de	enfermedades,	deducidas	las	primas	pagadas	con	bienes	de
la	sociedad.
5.	Los	derechos	de	autor	e	inventor.
6.	 Los	 libros,	 instrumentos	 y	 útiles	 para	 el	 ejercicio	 de	 la	 profesión	 o
trabajo,	salvo	que	sean	accesorios	de	una	empresa	que	no	tenga	la	calidad
de	bien	propio.
7.	 Las	 acciones	 y	 las	 participaciones	 de	 sociedad	 que	 se	 distribuyan
gratuitamente	 entre	 los	 socios	 por	 revaluación	 del	 patrimonio	 social,
cuando	esas	acciones	o	participaciones	sean	bien	propio.
8.	La	renta	vitalicia	a	título	gratuito	y	la	convenida	a	título	oneroso	cuando
la	contraprestación	constituye	bien	propio.
9.	 Los	 vestidos	 y	 objetos	 de	 uso	 personal,	 así	 como	 los	 diplomas,
condecoraciones,	correspondencia	y	recuerdos	de	familia.
C.	C.
ART.	 310.—Son	 bienes	 sociales	 todos	 lo	 no	 comprendidos	 en	 el	 artículo
302,	 incluso	 los	 que	 cualquiera	 de	 los	 cónyuges	 adquiera	 por	 su	 trabajo,
industria	o	profesión,	 así	 como	 los	 frutos	y	productos	de	 todos	 los	bienes
propios	y	de	la	sociedad	y	las	rentas	de	los	derechos	de	autor	e	inventor.
También	 tienen	 la	 calidad	 de	 bienes	 sociales	 los	 edificios	 construidos	 a
costa	del	caudal	social	en	suelo	propio	de	uno	de	los	cónyuges,	abonándose
a	éste	el	valor	del	suelo	al	momento	del	reembolso.
C.	C.
ART.	 327.—En	 el	 régimen	 de	 separación	 de	 patrimonios,	 cada	 cónyuge
conserva	 a	 plenitud	 la	 propiedad,	 administración	 y	 disposición	 de	 sus
bienes	 presentes	 y	 futuros	 y	 le	 corresponden	 los	 frutos	 y	 productos	 de
dichos	bienes.
Ley	27809.
ART.	 15.—Créditos	 comprendidos	 en	 el	 concurso.	 Quedarán	 sujetas	 a
los	procedimientos	concursales:
15.1.	 Las	 obligaciones	 del	 deudor	 originadas	 hasta	 la	 fecha	 de	 la
publicación	 establecida	 en	 el	 artículo	 32,	 con	 la	 excepción	 prevista	 en	 el
artículo	16.3.
15.2.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 4°.	 Los	 créditos	 que	 a	 la	 fecha
indicada	en	el	numeral	anterior	hayan	prescrito,	podrán	ser	incorporados	al
concurso	en	caso	que,	luego	de	ser	notificado	con	la	solicitud	respectiva,	el
deudor	no	deduzca	la	prescripción	o	reconozca	la	obligación.	De	verificarse
la	prescripción	a	solicitud	del	deudor,	 la	comisión	declarará	 improcedente
el	reconocimiento	del	crédito	en	cuestión.	Quedan	exceptuados	de	esta	regla
los	créditos	sustentados	en	resoluciones	judiciales	y	administrativas	firmes,
en	cuyo	caso	la	comisión	solo	podrá	verificar	la	prescripción	de	los	créditos
contenidos	 en	 dichos	 títulos	 previo	 pronunciamiento	 judicial	 o
administrativo	que	así	lo	declare.
15.3.	 En	 el	 caso	 de	 sucesiones	 indivisas	 se	 considera	 como	 obligaciones,
además	de	las	deudas	descritas	en	el	Código	Civil,	las	cargas	referidas	en	el
artículo	869	del	Código	Civil.
C.	C.
ART.	869.—Son	de	cargo	de	la	masa	hereditaria:
1.	Los	gastos	del	funeral	y,	en	su	caso,	los	de	incineración,	que	se	pagan
preferentemente.
2.	Los	gastos	provenientes	de	la	última	enfermedad	del	causante.
3.	Los	gastos	de	administración.
C.	C.
ART.	 871.—Mientras	 la	 herencia	 permanece	 indivisa,	 la	 obligación	 de
pagar	las	deudas	del	causante	gravita	sobre	la	masa	hereditaria;	pero	hecha
la	 partición,	 cada	 uno	 de	 los	 herederos	 responde	 de	 esas	 deudas	 en
proporción	a	su	cuota	hereditaria.
Ley	27809.
ART.	 16.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 8°.	 Créditos	 generados	 con
posterioridad	al	inicio	del	concurso.
16.1.	 Los	 créditos	 post	 concursales	 serán	 pagados	 a	 su	 vencimiento,	 no
siendo	aplicables	las	disposiciones	contenidas	en	los	artículos	17	y	18,	con
la	 excepción	 prevista	 en	 el	 tercer	 párrafo	 del	 presente	 artículo.	 Las
solicitudes	 de	 reconocimiento	 de	 dichos	 créditos	 serán	 declaradas
improcedentes.
16.2.	Los	créditos	referidos	en	el	párrafo	precedente	podrán	ser	ejecutados
a	 su	vencimiento,	 correspondiendo	a	 la	autoridad	 judicial	 encargada	de	 la
ejecución	el	respeto	del	rango	de	las	garantías	otorgadas.
16.3.	En	los	procedimientos	de	disolución	y	liquidación	serán	susceptibles
de	 reconocimiento	 los	 créditos	 post	 concursales,	 hasta	 la	 declaración
judicial	de	quiebra	del	deudor	o	conclusión	del	procedimiento	concursal.
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ART.	17.—Suspensión	de	la	exigibilidad	de	obligaciones.
17.1.	A	partir	de	la	fecha	de	la	publicación	a	que	se	refiere	el	artículo	32,	se
suspenderá	 la	 exigibilidad	de	 todas	 las	obligaciones	que	el	deudor	 tuviera
pendientes	 de	 pago	 a	 dicha	 fecha,	 sin	 que	 este	 hecho	 constituya	 una
novación	de	tales	obligaciones,	aplicándose	a	éstas,	cuando	corresponda,	la
tasa	de	 interés	que	 fuese	pactada	por	 la	 junta	de	estimarlo	pertinente.	En
este	 caso,	 no	 se	 devengará	 intereses	 moratorios	 por	 los	 adeudos
mencionados,	ni	tampoco	procederá	la	capitalización	de	intereses.
17.2.	 La	 suspensión	 durará	 hasta	 que	 la	 junta	 apruebe	 el	 plan	 de
reestructuración,	 el	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación	 o	 el	 convenio	 de
liquidación	en	 los	que	se	establezcan	condiciones	diferentes,	referidas	a	 la
exigibilidad	de	todas	 las	obligaciones	comprendidas	en	el	procedimiento	y
la	 tasa	de	 interés	 aplicable	 en	 cada	 caso,	 lo	 que	 será	 oponible	 a	 todos	 los
acreedores	comprendidos	en	el	concurso.
17.3.	 La	 inexigibilidad	 de	 las	 obligaciones	 del	 deudor	 no	 afecta	 que	 los
acreedores	 puedan	 dirigirse	 contra	 el	 patrimonio	 de	 los	 terceros	 que
hubieran	 constituido	 garantías	 reales	 o	 personales	 a	 su	 favor,	 los	 que	 se
subrogarán	de	pleno	derecho	en	la	posición	del	acreedor	original.
17.4.	 En	 el	 caso	 de	 concurso	 de	 una	 sucursal	 la	 inexigibilidad	 de	 sus
obligaciones	no	afecta	la	posibilidad	de	que	los	acreedores	puedan	dirigirse
por	las	vías	legales	pertinentes	contra	el	patrimonio	de	la	principal	situada
en	territorio	extranjero.
JURISPRUDENCIA.—Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal	 no	 impide	 la
prosecución	del	proceso	para	determinar	la	cuantía	y	la	exigibilidad	del
crédito	puesto	a	cobro,	pero	sí	su	ejecución.	“(...)	el	precitado	artículo	17
debe	ser	interpretado	–en	forma	sistemática–	con	el	artículo	18,	inciso	7,	de
la	 Ley	 27809	 (...)	 en	 virtud	 de	 la	 norma	 antes	 citada,	 se	 tiene	 que	 la	 Ley
Concursal	distingue,	por	un	lado,	la	ejecución	de	la	obligación,	la	cual	debe
ser	 vigente	 y	 cierta	 y,	 por	 otro	 lado,	 la	 existencia	misma	de	 la	 obligación.
Entonces,	 se	 tiene	 que	 cuando	 se	 habla	 de	 suspensión	 no	 se	 refiere	 a	 la
suspensión	del	proceso	judicial	en	el	que	recién	se	va	declarar	la	existencia
de	la	obligación,	sino	se	refiere	a	la	etapa	de	ejecución;	por	ello,	el	artículo
18,	inciso	7°	de	la	Ley	27809	establece	que	no	se	afectará	la	etapa	en	que	se
debe	 determinar	 la	 obligación,	 sino	 la	 etapa	 de	 ejecución	 de	 dicha
obligación.	 Al	 respecto,	 Carbonell	 O’Brien	 comenta	 que	 ‘(...)	 tal	 como
esgrime	el	numeral	18.7	–a	manera	de	interpretación–	que	la	suspensión	no
implica	las	etapas	procesales	anteriores,	por	cuanto	en	dichas	instancias	no
se	 da	 inicio	 a	 la	 ejecución	 de	 bien	 alguno,	 sino	 que	 las	 mismas,	 se
encuentran	 orientadas	 a	 determinar	 únicamente	 el	 origen,	 cuantía	 y
exigibilidad	del	 crédito,	 no	poniendo	 en	peligro	 el	 patrimonio	del	 deudor’
(...)	 En	 este	 orden	 de	 ideas,	 se	 puede	 concluir	 con	 claridad	 que	 la	 sala
superior,	 al	 emitir	 la	 decisión	 impugnada	 en	 casación,	 ha	 interpretado
correctamente	los	artículos	17	y	18,	inciso	7°	de	la	Ley	General	del	Sistema
Concursal	al	continuar	con	la	prosecución	del	proceso	a	fin	de	determinar	la
cuantía	y	exigibilidad	del	crédito	puesto	a	cobro,	sin	haber	llegado	aún	a	la
etapa	de	ejecución	de	la	decisión”.	(CS,	Cas.	1431-2013-Lima,	jun.	30/2013.
V.	P.	Estrella	Cama)
Ley	27809.
ART.	18.—Marco	de	protección	legal	del	patrimonio.
18.1.	 A	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 la	 publicación	 referida	 en	 el	 artículo	 32,	 la
autoridad	que	conoce	de	los	procedimientos	judiciales,	arbitrales,	coactivos
o	 de	 venta	 extrajudicial	 seguidos	 contra	 el	 deudor,	 no	 ordenará,	 bajo
responsabilidad,	cualquier	medida	cautelar	que	afecte	su	patrimonio	y	si	ya
están	ordenadas	se	abstendrá	de	trabarlas.
18.2.	Dicha	abstención	no	alcanza	a	 las	medidas	posibles	de	 registro	ni	 a
cualquier	otra	que	no	signifique	 la	desposesión	de	bienes	del	deudor	o	 las
que	por	su	naturaleza	no	afecten	el	 funcionamiento	del	negocio,	 las	cuales
podrán	ser	ordenadas	y	trabadas	pero	no	podrán	ser	materia	de	ejecución
forzada.
18.3.	 Si	 las	 medidas	 cautelares,	 distintas	 a	 las	 señaladas	 en	 el	 numeral
precedente,	han	sido	trabadas	se	ordenará	su	levantamiento	y	la	devolución
de	 los	 bienes	 involucrados	 en	 la	 medida	 cautelar	 a	 quien	 ejerza	 la
administración	 del	 patrimonio	 del	 deudor.	 Sin	 embargo,	 no	 serán
levantadas	las	medidas	cautelares	mencionadas	en	el	artículo	18.2,	pero	no
podrán	ser	materia	de	ejecución	forzada.
18.4.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	5°.	En	ningún	caso	el	patrimonio	del
deudor	 sometido	a	 concurso	podrá	 ser	objeto	de	ejecución	 forzosa,	 en	 los
términos	 previstos	 en	 la	 ley,	 con	 la	 excepción	 prevista	 en	 el	 primer	 y
segundo	párrafos	del	artículo	16.	En	este	sentido,	a	partir	de	la	fecha	de	la
publicación	 indicada	 en	 el	 artículo	 32,	 toda	 autoridad	 judicial	 o
administrativa	se	encontrará	impedida	de	tramitar,	bajo	responsabilidad,	el
inicio	de	cualquier	procedimiento	destinado	exclusivamente	al	cobro	de	los
créditos	comprendidos	en	el	concurso.	En	caso	que	dichos	procedimientos
se	hayan	iniciado	antes	de	la	mencionada	fecha,	la	autoridad	a	cargo	de	los
mismos	suspenderá	su	tramitación	en	la	etapa	en	la	que	se	encuentren,	bajo
responsabilidad.
18.5.	El	marco	de	protección	legal	no	alcanza	a	los	bienes	perecibles.	En	tal
caso,	el	producto	de	la	venta	de	dichos	bienes	será	puesto	a	disposición	del
administrador	 o	 liquidador,	 según	 corresponda,	 para	 que	 proceda	 con	 el
pago	respectivo,	observando	las	normas	pertinentes.
18.6.	Modificado.	Ley	28709,	Art.	1°.	Declarada	la	situación	de	concurso	y
difundido	el	procedimiento	no	procederá	la	ejecución	judicial	o	extrajudicial
de	 los	 bienes	 del	 deudor	 afectados	 por	 garantías,	 salvo	 que	dichos	 bienes
hubiesen	 sido	 afectados	 en	 garantía	 de	 obligaciones	 de	 terceros,	 en	 cuyo
caso	podrán	ser	materia	de	ejecución	como	en	los	supuestos	de	los	artículo
16.1	y	67.5.
18.7.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	5°.	En	los	procedimientos	judiciales	o
administrativos	iniciados	para	la	declaración	de	obligaciones,	la	prohibición
de	ejecución	de	bienes	no	alcanza	a	 las	 etapas	destinadas	a	determinar	 la
obligación	 emplazada	 al	 deudor.	 La	 autoridad	 competente	 continuará
conociendo	 hasta	 emitir	 pronunciamiento	 final	 sobre	 dichos	 temas,	 bajo
responsabilidad.
JURISPRUDENCIA.—En	los	procesos	concursales,	el	término	ejecución	de
bienes	no	es	sinónimo	de	determinación	de	la	obligación.	“Que,	la	causal
descrita	 en	 el	 ítem	 “i”	 no	 puede	 prosperar	 por	 carecer	 de	 base	 real,	 por
cuanto	el	artículo	18.7	de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal	-	Ley	27809
establece	claramente	que	(...)	y	conforme	a	ello,	en	el	caso	de	autos	no	se	ha
dispuesto	 la	 ejecución	 de	 los	 bienes	 del	 ejecutado,	 y	 se	 ha	 cumplido	 con
emitir	pronunciamiento	final	sobre	el	tema	emplazado;	advirtiéndose	que	la
interpretación	planteada	por	la	demandada	resulta	antojadiza	y	temeraria,
por	 cuanto	 no	 se	 puede	 considerar	 el	 término	 ejecución	 de	 bienes	 como
sinónimo	de	determinación	de	la	obligación;	pues	el	segundo	está	referido	a
establecer	 si	 existe	 o	 no	 una	 obligación	 y	 el	 primero	 a	 la	 satisfacción	 de
dicha	obligación	pendiente”.	(C.	S.,	Cas.	1042-2013-Lima,	may.	30/2013.	V.
P.	Cunya	Celi)
Ley	27809.
ART.	19.—Ineficacia	de	actos	del	deudor.
19.1.	El	 juez	declarará	 ineficaces	y,	 en	 consecuencia,	 inoponibles	 frente	 a
los	 acreedores	 del	 concurso,	 los	 gravámenes,	 transferencias,	 contratos	 y
demás	actos	jurídicos,	sean	a	título	gratuito	u	oneroso,	que	no	se	refieran	al
desarrollo	 normal	 de	 la	 actividad	 del	 deudor,	 que	 perjudiquen	 su
patrimonio	y	que	hayan	sido	realizados	o	celebrados	por	éste	dentro	del	año
anterior	a	 la	 fecha	en	que	presentó	su	solicitud	para	acogerse	a	alguno	de
los	 procedimientos	 concursales,	 fue	 notificado	 de	 la	 resolución	 de
emplazamiento	o	fue	notificado	del	inicio	de	la	disolución	y	liquidación.
19.2.	Los	actos	de	disposición	que	se	realicen	en	virtud	a	cualquier	cambio
o	 modificación	 del	 objeto	 social	 del	 deudor,	 efectuado	 en	 el	 período
anterior,	 serán	 evaluados	 por	 el	 juez	 en	 función	 de	 la	 naturaleza	 de	 la
respectiva	operación	comercial.
19.3.	Modificado.	 Ley	 28709,	 Art.	 1°.	 El	 juez	 declarará	 ineficaces	 y,	 en
consecuencia,	 inoponibles	 frente	 a	 los	 acreedores,	 los	 actos	 jurídicos
celebrados	entre	la	fecha	que	presentó	su	solicitud	para	acogerse	a	alguno
de	 los	 procedimientos	 concursales,	 fue	 notificado	 de	 la	 resolución	 de
emplazamiento	 o	 fue	 notificado	 del	 inicio	 de	 la	 disolución	 y	 liquidación
hasta	el	momento	en	que	la	junta	nombre	o	ratifique	a	la	administración	del
deudor	o	se	apruebe	y	suscriba	el	respectivo	convenio	de	liquidación,	según
sea	el	caso,	que	se	detallan	a	continuación:
a)	 Todo	 pago	 anticipado	 por	 obligaciones	 no	 vencidas,	 cualquiera	 sea	 la
forma	en	que	se	realice;
b)	Todo	pago	por	obligaciones	vencidas	que	no	se	realice	de	acuerdo	a	 la
forma	pactada	o	establecida	en	el	contrato	o	en	el	título	respectivo;
c)	 Los	 actos	 y	 contratos	 a	 título	 oneroso,	 realizados	 o	 celebrados	 por	 el
insolvente	que	no	se	refieran	al	desarrollo	normal	de	su	actividad;
d)	 Las	 compensaciones	 efectuadas	 entre	 obligaciones	 recíprocas	 entre	 el
deudor	y	sus	acreedores;
e)	Modificado.	 Ley	 28709,	 Art.	 1°.	 Los	 gravámenes	 constituidos	 y	 las
transferencias	realizadas	por	el	deudor	con	cargo	a	bienes	de	su	propiedad,
sea	a	título	oneroso	o	a	título	gratuito;
f)	 Las	 garantías	 constituidas	 sobre	 bienes	 del	 deudor,	 dentro	 del	 plazo
referido,	 para	 asegurar	 el	 pago	 de	 obligaciones	 contraídas	 con	 fecha
anterior	a	éste;
g)	 Las	 ejecuciones	 judiciales	 o	 extrajudiciales	 de	 su	 patrimonio,	 desde	 la
difusión	del	concurso;	y
h)	 Las	 fusiones,	 absorciones	 o	 escisiones	 que	 impliquen	 un	 detrimento
patrimonial.
19.4.	El	 tercero	que	de	buena	 fe	adquiere	a	 título	oneroso	algún	derecho
del	 deudor	 que	 en	 el	 registro	 pertinente	 aparece	 con	 facultades	 para
otorgarlo,	no	resultará	afectado	con	la	ineficacia	a	que	se	refiere	el	presente
artículo,	una	vez	inscrito	su	derecho.
JURISPRUDENCIA.—Acreedor	agraviado	puede	solicitar	la	ineficacia	del
acto	 jurídico	 celebrado	 entre	 cónyuges.	 “(...)	 según	 el	 principio	 de
universalidad	 consagrado	 en	 el	 artículo	 IV	 Título	 Preliminar	 de	 la	 Ley
General	 del	 Sistema	 Concursal,	 los	 procedimientos	 concursales	 producen
efectos	 sobre	 la	 totalidad	 del	 patrimonio	 del	 deudor,	 con	 las	 excepciones
expresamente	establecidas	por	ley;	de	esta	manera	los	acreedores	cuentan
con	 todo	 el	 patrimonio	 del	 deudor	 para	 ejercer	 sobre	 él	 las	 acciones	 que
estimen	 convenientes.	 Salvo	 que	 se	 traten	 de	 bienes	 inembargables,	 los
mismos	que	están	previstos	en	el	artículo	648	del	Código	Procesal	Civil.	(...)
ahora	 bien	 se	 debe	 determinar	 que	 los	 derechos	 y	 acciones	 que	 pudiera
tener	el	deudor	concursado	sobre	los	bienes	de	la	sociedad	conyugal	están
también	 comprendidos	 dentro	 del	 patrimonio	 concursado;	 Al	 respecto,	 la
posibilidad	–una	vez	liquidada	la	sociedad	de	gananciales–	de	obtener	una
identificación	 exacta	 y	 efectiva	 de	 los	 bienes	 que	 le	 corresponden	 a	 cada
cónyuge	constituye	un	derecho	espectaticio,	por	tanto,	legalmente	no	existe
impedimento	 alguno	 para	 que	 dicho	 derecho	 sea	 considerado	 parte	 del
patrimonio	concursado,	por	lo	que	la	norma	ha	sido	debidamente	aplicada.
(...)	 siendo	 aquellos	 derechos	 futuros	 los	 que	 se	 pretende	 asegurar;	 esta
ponencia	 adopta	 la	 posición	 favorable	 a	 la	 afectación	 de	 los	 derechos	 de
expectaticios	que	pudieran	corresponder	a	uno	de	 los	cónyuges,	sujetando
su	 realización	 sólo	 en	 caso	 que	 se	 liquide	 la	 sociedad	 de	 gananciales	 por
cualquiera	de	las	causales	contempladas	en	el	artículo	318	del	Código	Civil	o
en	la	Ley	del	Sistema	Concursal.	(...)	en	consecuencia,	sin	negar	la	calidad	de
patrimonio	 autónomo	 que	 detenta	 la	 sociedad	 conyugal	 respecto	 del	 bien
materia	de	ineficacia,	estima	que	si	es	factible	que	el	acreedor	agraviado	con
la	 disminución	 del	 patrimonio	 (futuro)	 de	 su	 deudor	 pueda	 solicitar	 la
ineficacia	 del	 acto	 jurídico	 que	 celebró	 conjuntamente	 con	 su	 esposa,
respecto	del	bien	perteneciente	a	 la	sociedad	de	gananciales,	en	aplicación
de	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 19	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal.”.
(Cas.	4471-2007-Arequipa,	set.	03/2008.	V.	P.	Sanchez	Palacios	Paiva)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Cedente	 debe	 honrar	 la	 deuda	 originaria
cuando	el	crédito	cedido	es	inexigible	o	inexistente.	“(…)	en	aquellos	casos
que	los	créditos	materia	de	cesión	sean	inexigibles	o	inexistentes,	el	cedente
asume	 la	 obligación	 de	 honrar	 la	 deuda	 originaria,	 no	 siendo	 éste,	 un
supuesto	 de	 garantía	 personal	 tal	 como	 equivocadamente	 lo	 expresó	 la
comisión	en	la	resolución	impugnada,	sino	simplemente	el	cumplimiento	de
la	obligación	debida	tal	como	lo	establece	expresamente	el	artículo	1212	del
Código	Civil.
20.	 Por	 tanto,	 dado	que	 en	 el	 contrato	de	 cesión	de	derechos	 se	 estipuló
que	 la	 Sociedad	 Conyugal	 (…)	 garantizaba	 la	 existencia	 y	 exigibilidad	 del
crédito	cedido	y,	que	judicialmente	se	determinó	que	no	se	había	acreditado
la	 existencia	de	dicho	 crédito,	 corresponde	 a	 la	 deudora	 responder	por	 el
crédito	adeudado	al	solicitante	derivado	de	los	honorarios	de	éxito	pactados
en	 el	 contrato	 de	 locación	 de	 servicios	 del	 8	 de	 mayo	 del	 2000,	 con
deducción	 de	 los	 pagos	 a	 cuenta	 efectuados	 a	 su	 favor.	 (…)”	 (Indecopi,	 R.
0915-2008/TDC-Indecopi,	may.	08/2009.	Pres.	Ortiz	Origgi)
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—El	 principio	 de	 universalidad	 impide	 que	 el
deudor	 concursado	 disponga	 de	 sus	 bienes.	 “La	 inscripción	 de	 la
disolución	y	liquidación	del	patrimonio	de	un	concursado	tiene	como	efecto
el	hecho	de	que	dicho	deudor	no	pueda	disponer	de	sus	bienes	en	virtud	del
principio	 de	 universalidad”.	 (Sunarp,	 R.	 049-2015-Sunarp-TR-L,	 ene.
09/2015.	V.	P.	Mirtha	Rivera	Bredregal)
Ley	27809.
ART.	 20.—Pretensión	 de	 ineficacia	 y	 reintegro	 de	 bienes	 a	 la	 masa
concursal.
20.1.	 La	 declaración	 de	 ineficacia,	 y	 su	 consecuente	 inoponibilidad	 a	 los
acreedores	del	concurso,	se	tramitará	en	la	vía	del	proceso	sumarísimo.	La
persona	o	entidad	que	ejerza	la	administración	del	deudor	o	el	liquidador,	o
uno	 o	 más	 acreedores	 reconocidos	 se	 encuentran	 legitimados	 para
interponer	dicha	demanda.
20.2.	El	 juez	que	declara	 la	 ineficacia	de	 los	actos	del	deudor	ordenará	el
reintegro	 de	 los	 bienes	 a	 la	 masa	 concursal	 o	 el	 levantamiento	 de	 los
gravámenes	constituidos,	según	corresponda.
CAPÍTULO	V
INSCRIPCIONES
Ley	27809.
ART.	21.—Inscripción	de	los	actos	de	inicio	del	concurso.
21.1.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	6°.	Dentro	del	plazo	de	diez	(10)	días
hábiles	de	publicado	el	procedimiento	concursal	conforme	al	artículo	32,	el
deudor,	 sus	 administradores	o	 representantes	 legales,	 según	 corresponda,
bajo	 apercibimiento	 de	 imponer	 una	 multa	 de	 una	 (1)	 hasta	 cien	 (100)
Unidades	Impositivas	Tributarias,	solicitarán	la	inscripción	de	la	resolución
que	declara	la	situación	de	concurso	o	su	disolución	y	liquidación,	así	como
la	 publicación	 por	 la	 que	 se	 difunde	 el	 procedimiento	 en	 el	 Registro
Personal,	 de	 Personas	 Jurídicas	 y	 Mercantil,	 según	 sea	 el	 caso,	 y	 en	 los
Registros	Públicos	en	los	que	se	encuentren	inscritos	sus	bienes	o	garantías
constituidas	sobre	aquellos.	Dicha	sanción	podrá	ser	aplicada	a	las	referidas
personas,	en	caso	no	cumplan	con	subsanar	las	observaciones	que	pudiera
efectuar	el	registrador,	de	ser	el	caso.
21.2.	Para	la	inscripción	será	suficiente	copia	de	la	resolución	por	la	cual	se
inicia	el	procedimiento	o	 la	disolución	o	 liquidación,	según	corresponda,	y
de	la	publicación	a	que	hace	referencia	el	artículo	32.
21.3.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 6°.	 En	 los	 casos	 en	 que	 los
procedimientos	 concursales	 concluyan,	 será	 obligación	 del	 deudor	 o	 del
administrador	 o	 liquidador,	 o	 sus	 representantes	 legales,	 según
corresponda,	 bajo	 apercibimiento	de	 imponer	una	multa	de	una	 (1)	hasta
cien	 (100)	 UIT,	 solicitar	 la	 inscripción	 de	 la	 resolución	 que	 declara	 dicha
conclusión.	 Para	 tales	 efectos,	 bastará	 con	 la	 presentación	 a	 los	 Registros
Públicos	de	copia	certificada	de	la	resolución	que	declara	la	conclusión	del
procedimiento,	en	la	que	se	señale	la	fecha	en	que	quedó	consentida	o	con
autoridad	 de	 cosa	 decidida,	 según	 sea	 el	 caso.	 Dicha	 sanción	 podrá	 ser
aplicada	 a	 las	 referidas	 personas,	 en	 caso	 no	 cumplan	 con	 subsanar	 las
observaciones	que	pudiera	efectuar	el	registrador,	de	ser	el	caso.
21.4.	Las	inscripciones	podrán	ser	solicitadas	por	cualquier	interesado	ante
el	registro	correspondiente.
Ley	27809.
ART.	22.—Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	7°.	Inscripción	de	acuerdos.	El
registrador	 público	 inscribirá	 los	 acuerdos	 adoptados	 en	 junta,	 el	 plan	 de
reestructuración,	 el	 convenio	 de	 liquidación,	 el	 acuerdo	 global	 de
refinanciación	 y	 el	 auto	 judicial	 que	 declara	 la	 quiebra.	 Para	 ello,	 será
suficiente	 la	 presentación	 de	 copia	 del	 instrumento	 correspondiente,
debidamente	certificado	por	un	representante	de	la	comisión.	El	registrador
deberá	cumplir	con	efectuar	tales	inscripciones	únicamente	en	mérito	a	los
instrumentos	 antes	 señalados,	 bajo	 la	 responsabilidad	 funcional	 y
administrativa	que	le	corresponda,	de	acuerdo	a	ley.
TÍTULO	II
PROCEDIMIENTO	CONCURSAL	ORDINARIO
CAPÍTULO	I
POSTULACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO
Ley	27809.
ART.	 23.—Inicio	 del	 procedimiento.	 El	 Procedimiento	 Concursal
Ordinario	 podrá	 ser	 iniciado	 por	 el	 propio	 deudor	 o	 por	 sus	 acreedores,
cumpliendo	los	requisitos	establecidos	en	la	ley.
Ley	27809.
ART.	24.—Inicio	del	procedimiento	a	solicitud	del	deudor.
24.1.	 Cualquier	 deudor	 podrá	 solicitar	 el	 inicio	 del	 Procedimiento
Concursal	 Ordinario	 siempre	 que	 acredite	 encontrarse	 en,	 cuando	menos,
alguno	de	los	siguientes	casos:
a)	 Que	 más	 de	 un	 tercio	 del	 total	 de	 sus	 obligaciones	 se	 encuentren
vencidas	e	impagas	por	un	período	mayor	a	treinta	(30)	días	calendario;
b)	Que	 tenga	pérdidas	 acumuladas,	 deducidas	 las	 reservas,	 cuyo	 importe
sea	mayor	al	tercio	del	capital	social	pagado.
24.2.	 En	 caso	 de	 que	 la	 solicitud	 sea	 presentada	 por	 el	 deudor,	 éste
expresará	 su	petición	de	 llevar	 a	 cabo	una	 reestructuración	patrimonial	 o
uno	 de	 disolución	 y	 liquidación,	 de	 ser	 el	 caso,	 teniendo	 en	 cuenta	 lo
siguiente:
a)	 Para	 una	 reestructuración	 patrimonial,	 el	 deudor	 deberá	 acreditar,
mediante	 un	 informe	 suscrito	 por	 su	 representante	 legal	 y	 por	 contador
público	colegiado,	que	sus	pérdidas	acumuladas,	deducidas	las	reservas,	no
superan	al	total	de	su	capital	social	pagado.
El	 deudor	 también	 especificará	 los	 mecanismos	 y	 requerimientos
necesarios	para	hacer	viable	su	reflotamiento,	y	presentará	una	proyección
preliminar	de	sus	resultados	y	flujo	de	caja	por	un	período	de	dos	(2)	años.
b)	 De	 no	 encontrarse	 en	 el	 supuesto	 del	 inciso	 a)	 precedente,	 el	 deudor
sólo	podrá	 solicitar	 su	disolución	 y	 liquidación,	 la	 que	 se	 declarará	 con	 la
resolución	que	declara	la	situación	de	concurso	del	deudor.
Si	el	deudor	solicita	su	acogimiento	al	Procedimiento	Concursal	Ordinario
al	 amparo	 del	 literal	 a)	 del	 numeral	 precedente,	 pero	 tiene	 pérdidas
acumuladas,	deducidas	reservas,	superiores	al	total	de	su	capital	social,	sólo
podrá	plantear	su	disolución	y	liquidación.
24.3.	La	solicitud	que	se	sustente	en	una	situación	distinta	de	las	señaladas
en	el	párrafo	precedente	será	declarada	improcedente.
24.4.	Las	personas	naturales,	sociedades	conyugales	o	sucesiones	indivisas
deberán	cumplir,	además,	al	menos	uno	de	los	siguientes	supuestos:
a)	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	8°.	Que	más	del	50%	de	sus	ingresos	se
deriven	 del	 ejercicio	 de	 una	 actividad	 empresarial	 desarrollada
directamente	y	en	nombre	propio	por	los	mencionados	sujetos.
b)	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	8°.	Que	más	de	las	dos	terceras	partes	de
sus	 obligaciones	 se	 hayan	 originado	 en	 la	 actividad	 empresarial
desarrollada	por	los	mencionados	sujetos.	Se	incluye	para	estos	efectos,	las
indemnizaciones	y	reparaciones	por	responsabilidad	civil	generadas	por	el
ejercicio	de	la	referida	actividad.
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SOLICITUD	DE	INICIO	DE	PROCEDIMIENTO	CONCURSAL
(A	PEDIDO	DEL	DEUDOR)
1.	TIPO	DE	REGISTRO:
Procedimiento	Concursal	Ordinario Procedimiento	Concursal	Preventivo
	
2.	IDENTIFICACIÓN	DEL	DEUDOR
	 Persona	Jurídica 	 	 	
	 	 	 	 	
	 Razón	Social 	 R.U.C. 	
	 	 	 	 	
	 Persona	Natural 	 	 	
	 	 	 	
	 Apellido	Paterno 	 Apellido	Materno 	
	 	 	 DNI Otro:
	
______________
(Especificar)
	 	 	
	 Nombres 	 Tipo	Doc.	Identidad 	 Nº	Doc.	Identidad 	
3.	INFORMACIÓN	DEL	DEUDOR
	 Domicilio	Procesal 	 	 	
	 	 	 	 	
	 Vía	(Calle,	Jirón,	Avenida,	etc.)	/	Número 	 País 	
	 	 	 	 	
	 Departamento 	 Provincia 	 Distrito 	
	 Actividad 	 	 	
	 	 	 	 	
	 Código	CIIU 	 Descripción	Actividad 	
	 	 	 	 	
	 Domicilio	Real 	 	 	
	 	 	 	
	 Vía	(Calle,	Jirón,	Avenida,	etc.)	/	Número 	 País 	
	 	 	 	 	
	 Departamento 	 Provincia 	 Distrito 	
	 	 	 	 	
	 Teléfono 	 Fax 	 E-mail 	
4.	REPRESENTANTES	LEGALES
	 	 	 	 	 	 	
	 Nº Ap.	Paterno Ap.	Materno Nombres Doc.	Identidad 	
	 1. 	 	 	 	
	 2. 	 	 	
	 3. 	 	 	 	 	
	 	 	 	 	 	 	
5.	RAZÓN	QUE	MOTIVA	EL	INICIO	DEL	PROCEDIMIENTO
(SOLO	PARA	PROCEDIMIENTO	CONCURSAL	ORDINARIO)
A.	Que	más	de	un	 tercio	del	 total	de	sus	obligaciones	se	encuentren	vencidas	e
impagas	por	un	período	mayor	a	30	(treinta)	días	calendario. 	
B.	 Que	 tenga	 pérdidas	 acumuladas,	 deducidas	 las	 reservas,	 cuyo	 importe	 sea
mayor	al	tercio	del	capital	social	pagado. 	
	
	
______________________________________
Firma	del	Deudor	o	Apoderado
NOTA:	El	presente	modelo	ha	sido	extraído	de	la	página	web	del	Indecopi	www.indecopi.gob.pe.
Ley	27809.
ART.	25.—Documentos	anexos	a	la	solicitud.
25.1.	 El	 deudor	 acompañará	 a	 su	 solicitud	 un	 resumen	 ejecutivo
fundamentando	 el	 inicio	 del	 Procedimiento	 Concursal	 Ordinario,	 la
viabilidad	 económica	 de	 sus	 actividades,	 de	 ser	 el	 caso	 y	 los	medios	 para
solventar	 las	 obligaciones	 adeudadas.	 Asimismo,	 presentará,	 en	 lo	 que
resulte	aplicable,	la	siguiente	documentación:
a)	Copia	del	acta	de	la	junta	de	accionistas	o	del	órgano	correspondiente	en
la	 que	 conste	 el	 acuerdo	 para	 acogerse	 al	 Procedimiento	 Concursal
Ordinario;
b)	Nombre	o	razón	social	del	deudor,	su	actividad	económica,	su	domicilio
y	 las	 provincias	 en	 las	 que	 mantenga	 sedes	 administrativas	 o	 realice
actividades	productivas;
c)	Copia	del	documento	de	identidad	y	del	poder	de	su	representante	legal;
d)	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 9°.	 Copias	 del	 estado	 de	 situación
financiera;	estado	de	resultados;	estado	de	cambios	en	el	patrimonio	neto	y
del	estado	de	flujos	de	efectivo,	de	los	dos	(2)	últimos	años;	y	de	un	cierre
mensual	 con	 una	 antigüedad	 no	 mayor	 de	 dos	 (2)	 meses	 a	 la	 fecha	 de
presentación	 de	 la	 solicitud.	 De	 tratarse	 de	 personas	 cuyo	 monto	 de
obligaciones	 supera	 las	 cien	 (100)	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 los
estados	financieros	referidos	deberán	encontrarse	debidamente	auditados	y
deberá	presentarse,	además,	el	dictamen	correspondiente,	sin	salvedades.
Copias	 del	 balance	 general;	 estado	 de	 ganancias	 y	 pérdidas;	 estado	 de
cambios	en	el	patrimonio	neto	y	del	estado	de	flujos	de	efectivo,	de	los	dos
(2)	últimos	años;	y	de	un	cierre	mensual	con	una	antigüedad	no	mayor	de
dos	 (2)	 meses	 a	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud.	 De	 tratarse	 de
personas	cuyo	monto	de	obligaciones	supera	las	quinientas	(500)	Unidades
Impositivas	 Tributarias,	 los	 estados	 financieros	 referidos	 deberán
encontrarse	 debidamente	 auditados	 y	 deberá	 presentarse,	 además,	 el
dictamen	correspondiente;
e)	Información	acerca	de	las	fuentes	de	financiamiento	a	que	ha	accedido	el
deudor	durante	los	dos	últimos	ejercicios,	así	como	sobre	la	forma	en	que	se
ha	 acordado	 el	 retorno	 de	 dicho	 financiamiento	 y	 el	 tiempo	 que	 se	 ha
destinado	para	ello;
f)	Copia	de	las	fojas	del	libro	de	planillas	correspondientes	al	último	mes;
g)	 Una	 relación	 detallada	 de	 sus	 obligaciones	 de	 toda	 naturaleza,
precisando	la	identidad	y	domicilio	de	cada	acreedor,	los	montos	adeudados
por	concepto	de	capital,	intereses	y	gastos	y	la	fecha	de	vencimiento	de	cada
una	 de	 dichas	 obligaciones.	 La	 relación	 debe	 incluir	 las	 obligaciones	 de
carácter	contingente	precisando	en	estos	casos	la	posición	de	ambas	partes
respecto	 de	 su	 existencia	 y	 cuantía.	 La	 información	 referida	 tendrá	 una
antigüedad	 no	mayor	 de	 dos	 (2)	meses	 de	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la
solicitud;	así	como	deberá	reflejar	las	obligaciones	del	deudor	contenidas	en
el	balance	presentado	según	el	literal	d)	del	presente	párrafo	y	encontrarse
conciliada	con	el	mismo;
h)	 Una	 relación	 detallada	 de	 sus	 bienes	 muebles	 e	 inmuebles	 y	 de	 sus
cargas	 y	 gravámenes,	 así	 como	 los	 titulares	 y	 montos	 de	 los	 mismos.	 La
información	referida	tendrá	una	antigüedad	no	mayor	de	dos	(2)	meses	de
la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud,	 así	 como	 deberá	 encontrarse
ajustada	 a	 valores	 contables	 o	 de	 tasación,	 y	 señalarse	 cuál	 de	 los	 dos
criterios	se	siguió.	Dicha	información	deberá	reflejar	los	bienes	del	deudor
contenidos	en	el	balance	presentado	según	el	literal	d)	del	presente	párrafo
y	encontrarse	conciliada	con	el	mismo;
i)	 Una	 relación	 detallada	 de	 sus	 créditos	 por	 cobrar,	 indicando	 sus
posibilidades	 de	 recuperación.	 La	 información	 referida	 deberá	 reflejar	 los
créditos	del	deudor	contenidos	en	el	balance	presentado	según	el	literal	d)
del	presente	párrafo	y	encontrarse	conciliada	con	el	mismo;
j)	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	9°.	Acreditar	 ser	 contribuyente	 ante	 la
administración	tributaria.
k)	 Declaración	 jurada	 de	 la	 existencia	 o	 inexistencia	 de	 vinculación	 con
cada	uno	de	sus	acreedores,	de	acuerdo	a	 los	supuestos	establecidos	en	el
artículo	12.
25.2.	 Las	 relaciones	 señaladas	 en	 los	 literales	 g),	 h)	 e	 i)	 del	 párrafo
precedente,	 deberán	 ser	 actualizadas	 a	 la	 fecha	 de	 difusión	 del
procedimiento.
25.3.	Si	el	solicitante	 fuera	persona	natural,	sociedad	conyugal	o	sucesión
indivisa,	no	acompañará	la	documentación	detallada	en	los	literales	d),	e)	y
f),	que	anteceden.
25.4.	 La	 información	 y	documentación	presentadas	deberán	 ser	 suscritas
por	el	representante	legal	del	deudor.	La	documentación	identificada	en	el
literal	 d)	 que	 antecede	 deberá	 ser	 suscrita,	 además,	 por	 contador	 público
colegiado.
25.5.	La	totalidad	de	la	 información	señalada	en	el	presente	artículo	debe
ser	presentada,	además,	en	disco	magnético	u	otro	medio	análogo	según	las
especificaciones	que	dé	la	comisión.
25.6.	De	cumplirse	todos	los	requisitos	establecidos	en	el	presente	artículo,
la	comisión	declarará	la	situación	de	concurso	del	deudor.
Ley	27809.
ART.	26.—Inicio	del	procedimiento	a	solicitud	de	acreedores.
26.1.	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	9°.	Uno	o	varios	acreedores	impagos
cuyos	 créditos	 exigibles	 se	 encuentren	 vencidos,	 no	 hayan	 sido	 pagados
dentro	de	los	treinta	(30)	días	calendario	siguientes	a	su	vencimiento	y	que,
en	conjunto,	superen	el	equivalente	a	cincuenta	(50)	Unidades	Impositivas
Tributarias	vigentes	a	la	fecha	de	presentación,	podrán	solicitar	el	inicio	del
Procedimiento	 Concursal	 Ordinario	 de	 su	 deudor.	 El	 desistimiento	 de
alguno	de	 los	 acreedores	que	presentó	 la	 solicitud,	 luego	de	emplazado	el
deudor,	no	impedirá	la	continuación	del	procedimiento.
26.2.	 Derogado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Única	 Disposición	 Complementaria
Derogatoria.
26.3.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 10.	 Difundido	 el	 procedimiento
concursal	 conforme	 al	 artículo	 32,	 y	 en	 cuanto	 subsista	 el	 trámite	 del
mismo,	se	suspenderá	 la	disolución	y	 liquidación	del	deudor	al	amparo	de
las	 disposiciones	 establecidas	 en	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 quedando
dicho	deudor	y	sus	representantes	sujetos	a	las	reglas	de	la	presente	ley.
26.4.	 La	 solicitud	 deberá	 indicar	 el	 nombre	 o	 razón,	 domicilio	 real	 y	 la
actividad	 económica	 del	 deudor	 con	 una	 declaración	 jurada	 del	 acreedor
sobre	 la	 existencia	 o	 inexistencia	 de	 vinculación	 con	 su	 deudor,	 según	 el
artículo	 12.	 Acompañará	 copia	 de	 la	 documentación	 sustentatoria	 de	 los
respectivos	créditos	e	indicará	el	nombre	o	razón	social,	domicilio	y,	de	ser
el	caso,	el	nombre	y	los	poderes	del	representante	legal	del	solicitante.
TUO	-	D.	Leg.	816.
NORMA	 XV.—Unidad	 Impositiva	 Tributaria.	 La	 Unidad	 Impositiva
Tributaria	 (UIT)	 es	 un	 valor	 de	 referencia	 que	 puede	 ser	 utilizado	 en	 las
normas	 tributarias	 para	 determinar	 las	 bases	 imponibles,	 deducciones,
límites	 de	 afectación	 y	 demás	 aspectos	 de	 los	 tributos	 que	 considere
conveniente	el	legislador.
También	 podrá	 ser	 utilizada	 para	 aplicar	 sanciones,	 determinar
obligaciones	contables,	 inscribirse	en	el	 registro	de	contribuyentes	y	otras
obligaciones	formales.
El	 valor	 de	 la	 UIT	 será	 determinado	 mediante	 decreto	 supremo,
considerando	los	supuestos	macroeconómicos.
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NOTA:	El	presente	modelo	ha	sido	extraído	de	la	página	web	del	Indecopi	www.indecopi.gob.pe
Ley	27809.
ART.	27.—Emplazamiento	al	deudor.
27.1.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 11.	 Verificada	 la	 existencia	 de	 los
créditos	invocados,	la	comisión	requerirá	al	emplazado	para	que	dentro	de
los	diez	(10)	días	hábiles	siguientes	de	haber	sido	notificado,	se	apersone	al
procedimiento	 optando	 por	 alguna	 de	 las	 alternativas	 previstas	 en	 el
numeral	28.1	del	artículo	28.
27.2.	 Derogado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Única	 Disposición	 Complementaria
Derogatoria.
Ley	27809.
ART.	28.—Apersonamiento	al	procedimiento.
28.1.	 El	 emplazado	 podrá	 apersonarse	 al	 Procedimiento	 Concursal
Ordinario	optando	por	alguna	de	las	siguientes	alternativas:
a)	 Pagando	 el	 íntegro	 de	 los	 créditos	 objeto	 del	 emplazamiento.	 Si	 el
acreedor	se	niega	a	recibir	el	pago,	el	deudor	podrá	consignar	el	íntegro	del
monto	 emplazado,	 conforme	 a	 las	 disposiciones	 del	 Código	 Civil	 y	 del
Código	Procesal	Civil,	en	cuyo	caso	la	obligación	quedará	extinguida.
b)	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	12.	Ofreciendo	pagar	 el	 íntegro	de	 los
créditos	objeto	del	emplazamiento.	Se	otorgará	al	acreedor	el	plazo	de	cinco
(05)	días	para	dar	su	conformidad.	El	silencio	constituirá	una	aceptación	del
ofrecimiento	de	pago.
c)	 Oponiéndose	 a	 la	 existencia,	 titularidad,	 exigibilidad	 o	 cuantía	 de	 los
créditos	objeto	del	emplazamiento.	El	ejercicio	de	esta	opción	no	enerva	el
derecho	 del	 emplazado	 a	 plantear	 subordinadamente	 la	 alternativa
anterior.	La	comisión	se	pronunciará	en	el	mismo	acto	administrativo	sobre
ambos,	previo	traslado	al	acreedor.
d)	Allanándose	a	la	solicitud.
28.2.	 Cuando	 el	 emplazado	 opte	 por	 la	 alternativa	 a)	 precedente,	 la
comisión	 expedirá	 una	 resolución	 denegatoria	 de	 la	 solicitud	 de	 inicio	 de
concurso	y	declarará	concluido	el	procedimiento,	siempre	que	se	acredite	el
pago	o	la	consignación	de	los	créditos	materia	del	emplazamiento.
28.3.	Se	declarará	la	situación	de	concurso	bajo	los	siguientes	supuestos:
a)	 Cuando	 el	 acreedor	 solicitante	 rechace	 el	 ofrecimiento	 de	 pago
formulado	por	el	emplazado.
b)	 Cuando	 la	 oposición	 presentada	 por	 el	 deudor	 resulte	 infundada	 o
improcedente	 y,	 en	 caso	 éste	 hubiese	 optado	 subordinadamente	 por	 la
opción	 prevista	 en	 el	 literal	 b)	 del	 primer	 párrafo,	 la	 misma	 haya	 sido
desestimada	por	el	acreedor.
c)	 Cuando	 el	 emplazado	 reconoce	 el	 monto	 de	 los	 créditos	 materia	 del
emplazamiento	y	se	allana	a	la	solicitud	presentada.
d)	Cuando	el	emplazado	no	se	pronuncia	sobre	ninguna	de	las	alternativas
previstas	en	este	artículo,	dentro	del	plazo	establecido	en	el	artículo	27.1.
28.4.	 Derogado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Única	 Disposición	 Complementaria
Derogatoria.
28.5.	 Si	 la	 oposición	 es	 fundada	 se	 denegará	 la	 solicitud	 de	 inicio	 del
concurso	y	se	declarará	concluido	el	procedimiento.
28.6.	 La	 conformidad	 del	 acreedor	 con	 el	 ofrecimiento	 de	 pago	 da	 por
concluido	el	procedimiento,	debiendo	expedirse	resolución	denegatoria	del
inicio	del	mismo.
C.	P.	C.
ART.	802.—Procedencia.	En	los	casos	que	establece	el	Código	Civil,	quien
pretenda	cumplir	una	prestación,	puede	solicitar	su	ofrecimiento	judicial	y,
en	su	caso,	que	se	le	autorice	a	consignarlo	con	propósito	de	pago.
Cuando	hay	un	proceso	contencioso	en	que	se	discute	la	relación	material
que	originó	o	que	esté	 conectada	a	 la	obligación	debida,	 el	 ofrecimiento	y
eventual	 consignación,	 deben	 realizarse	 en	 dicho	 proceso	 siguiéndose	 el
trámite	que	corresponde	al	mismo.
Ley	27809.
ART.	 29.—Compensación	 de	 créditos	 en	 oposición.	 Al	 formular	 su
oposición,	 el	 deudor	 podrá	 oponer	 la	 compensación	 a	 efectos	 de	 que	 la
autoridad	 concursal	 la	 declare	 de	 manera	 previa	 a	 la	 declaración	 de	 la
situación	de	concurso	del	deudor,	de	conformidad	con	el	Código	Civil.
Ley	27809.
ART.	 30.—Modificado.	 Ley	 28709,	 Art.	 1°.	 Ejecución	 del
apercibimiento	 dictado	 en	 aplicación	 del	 artículo	 703	 del	 Código
Procesal	Civil.	Recibidas	 las	 copias	 certificadas	 del	 expediente	 judicial,	 la
comisión,	 en	 ejecución	 del	 apercibimiento	 hecho	 efectivo	 por	 el	 juez	 en
aplicación	 del	 artículo	 703	 del	 Código	 Procesal	 Civil,	 dispondrá	 la
publicación	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El	 Peruano”	 del	 nombre	 de	 las	 personas
sometidas	 a	 la	 disolución	 y	 liquidación,	 siendo	 de	 aplicación	 las
disposiciones	contenidas	en	el	artículo	32.
Ley	27809.
ART.	31.—Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	13.	Obligación	del	deudor	de
presentar	información.	Efectuada	la	publicación	referida	en	el	artículo	32,
el	 deudor,	 sus	 administradores	 o	 representantes	 legales,	 según
corresponda,	deberán	presentar	a	la	comisión,	si	no	lo	han	hecho	antes,	en
un	 plazo	 no	 mayor	 de	 diez	 (10)	 días,	 la	 totalidad	 de	 la	 información	 y
documentación	señaladas	en	el	artículo	25,	bajo	apercibimiento	de	multa	de
una	(1)	hasta	cien	(100)	Unidades	Impositivas	Tributarias.
CAPÍTULO	II
DIFUSIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO
Ley	27809.
ART.	32.—Difusión	del	procedimiento.
32.1.	 Consentida	 o	 firme	 la	 resolución	 que	 dispone	 la	 difusión	 del
procedimiento,	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 del	 Indecopi
dispondrá	 la	 publicación	 semanal	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 de	 un
listado	 de	 los	 deudores	 que,	 en	 la	 semana	 precedente,	 hayan	 quedado
sometidos	a	los	procedimientos	concursales.
32.2.	 En	 la	 publicación	 se	 requerirá	 a	 los	 acreedores	 que	 soliciten	 el
reconocimiento	 de	 sus	 créditos,	 se	 les	 informará	 sobre	 el	 plazo	 para	 el
apersonamiento	 al	 procedimiento	 y	 se	 pondrá	 a	 su	 disposición	 en	 las
oficinas	de	la	secretaría	técnica	la	relación	de	obligaciones	declaradas	por	el
deudor.
RESOLUCIÓN	 SUNARP.—El	 principio	 de	 universalidad	 impide	 que	 el
deudor	 concursado	 disponga	 de	 sus	 bienes.	 “La	 inscripción	 de	 la
disolución	y	liquidación	del	patrimonio	de	un	concursado	tiene	como	efecto
el	hecho	de	que	dicho	deudor	no	pueda	disponer	de	sus	bienes	en	virtud	del
principio	 de	 universalidad”.	 (Sunarp,	 R.	 049-2015-Sunarp-TR-L,	 ene.
09/2015.	V.	P.	Mirtha	Rivera	Bredregal)
Ley	27809.
ART.	 33.—Acumulación	 de	 procedimientos	 concursales.	 Procede	 la
acumulación	de	procedimientos	iniciados	frente	a	un	mismo	deudor,	 luego
que	se	hubiere	difundido	cualquiera	de	ellos,	 conforme	a	 lo	previsto	en	el
artículo	32.	La	acumulación	se	dispondrá	en	el	procedimiento	en	el	que	se
hizo	 la	primera	publicación.	Los	otros	procedimientos	se	 tramitarán	como
solicitudes	de	reconocimiento	de	créditos.
Ley	27809.
ART.	34.—Apersonamiento	de	acreedores	al	procedimiento.
34.1.	 Tienen	 derecho	 a	 participar	 con	 voz	 y	 voto	 en	 la	 reunión	 de
instalación	 de	 junta	 y	 en	 las	 posteriores	 los	 acreedores	 que	 soliciten	 el
reconocimiento	 de	 sus	 créditos	 dentro	 del	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días
posteriores	 a	 la	 fecha	 de	 publicación	 del	 aviso	 que	 informa	 sobre	 la
situación	de	concurso,	más	el	término	de	la	distancia,	y	que	hayan	obtenido
su	reconocimiento.
34.2.	 Igual	 derecho	 corresponde	 al	 acreedor	 cuyo	 crédito	 dio	 lugar	 a	 la
declaración	de	situación	de	concurso	o	al	apercibimiento	en	aplicación	del
artículo	 703	 del	 Código	 Procesal	 Civil.	 En	 ambos	 casos	 los	 créditos
correspondientes	serán	reconocidos	de	oficio	por	la	comisión.
34.3.	Carecerán	de	derecho	a	voz	y	voto	en	las	juntas	quienes	obtengan	el
reconocimiento	tardío	de	sus	créditos.
34.4.	No	son	tardías	las	solicitudes	de	reconocimiento	presentadas	dentro
del	 plazo	 y	 cuyos	 créditos	 hayan	 sido	 declarados	 contingentes	 por	 la
comisión.	Definida	la	contingencia,	el	titular	del	crédito,	podrá	participar	en
las	juntas	con	derecho	a	voz	y	voto.	Igual	regla	rige	respecto	de	los	créditos
cuyo	reconocimiento	se	solicitó	en	forma	oportuna,	inicialmente	denegados
y	 posteriormente	 reconocidos	 en	 vía	 de	 impugnación	 en	 sede
administrativa	o	judicial.
34.5.	Cuando	se	produzca	un	cambio	total	o	parcial	en	la	titularidad	de	un
crédito	reconocido	el	nuevo	titular	tendrá	los	mismos	derechos	del	acreedor
original.
Ley	27809.	
ART.	35.—Derogado.	D.	Leg.	1050,	Primera	Disposición	Derogatoria.
Ley	27809.
ART.	36.—Inexistencia	de	concurso.
36.1.	Si	no	se	presentara	más	de	un	acreedor	solicitando	el	reconocimiento
de	 sus	 créditos,	 en	el	plazo	previsto	en	 la	 ley,	 o	 si	habiéndose	presentado
más	solicitudes,	éstas	hubieran	sido	denegadas,	la	comisión	declarará	el	fin
del	procedimiento	por	inexistencia	de	concurso.
36.2.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 12.	 Cuando	 el	 procedimiento
concursal	ordinario	se	haya	iniciado	al	amparo	del	artículo	703	del	Código
Procesal	 Civil,	 y	 se	 verifique	 la	 inexistencia	 de	 concurso,	 la	 comisión
declarará	 el	 fin	 del	 procedimiento	 y	 remitirá	 los	 actuados	 al	 juzgado	 de
origen	para	la	declaración	de	quiebra	del	deudor.
CAPÍTULO	III
RECONOCIMIENTO	DE	CRÉDITOS
Ley	27809.
ART.	37.—Solicitud	de	reconocimiento	de	créditos.
37.1.	 Los	 acreedores	 deberán	 presentar	 toda	 la	 documentación	 e
información	 necesarias	 para	 sustentar	 el	 reconocimiento	 de	 sus	 créditos,
indicando	los	montos	por	concepto	de	capital,	intereses	y	gastos	liquidados
a	la	fecha	de	publicación	del	aviso	a	que	se	refiere	el	artículo	32,	e	invocar	el
orden	de	preferencia	que	a	su	criterio	les	corresponde	con	los	documentos
que	acrediten	dicho	orden.
37.2.	 Con	 la	 solicitud	 se	 deberá	 incluir	 una	 declaración	 jurada	 sobre	 la
existencia	o	inexistencia	de	vinculación	con	el	deudor,	de	acuerdo	al	artículo
12.
37.3.	 Para	 el	 reconocimiento	 de	 créditos	 tributarios,	 cada	 entidad	 del
sector	 público	 presentará	 su	 solicitud	 a	 través	 de	 los	 representantes
designados	 por	 el	 Ministerio	 de	 Economía	 y	 Finanzas	 o,	 en	 forma
independiente,	según	considere	conveniente.
37.4.	 Los	 créditos	 de	 origen	 laboral	 podrán	 ser	 presentados,	 para	 su
reconocimiento,	 por	 su	 representante	 titular	 ante	 la	 junta,	 designado
conforme	a	 las	normas	de	 la	materia	o,	 en	 forma	 independiente,	por	 cada
acreedor	titular	del	crédito.
DOCTRINA.—Prescripción	 tributaria	 y	 prescripción	 concursal.	 “(...)
Dado	 el	 indiscutible	 valor	 que	 el	 instituto	de	 la	 prescripción	 tiene	para	 la
obtención	 de	 la	 seguridad	 jurídica,	 resulta	 importantísima	 su	 correcta	 y
armónica	 aplicación	 a	 todas	 las	 relaciones	 de	 derecho,	 especialmente	 a
algunas	 que	 encarnan	 particular	 compromiso	 y	 gravedad,	 tanto	 las	 que
tienen	que	ver	con	la	recaudación	tributaria	como	las	que	hacen	al	proceso
concursal.	(...)
Sin	 amparar	 el	 mal	 funcionamiento	 de	 los	 órganos	 del	 Estado,	 es	 dable
considerar	 que,	 salvo	 los	 casos	 en	 que	 el	 fisco	 cuente	 con	 los	 elementos
necesarios	para	poder	 razonablemente	solicitar	 su	verificación	 tempestiva
(por	 ejemplo,	 cuando	 el	 contribuyente	 haya	 determinado	 su	 obligación
tributaria	a	través	de	una	declaración	jurada	y	no	haya	pagado...),	 la	forma
de	 establecer	 esa	 deuda	 importa	 una	 determinación	 de	 oficio	 que	 el
organismo	debe	llevar	adelante	y	que	constituye	una	actividad	extendida	en
el	 tiempo,	 que	 además	 debe	 contar	 con	 la	 posibilidad	 del	 ejercicio	 de
derecho	 de	 defensa	 del	 contribuyente,	 quien	 puede	 recurrirla	 hasta	 la
obtención	 de	 un	 acto	 administrativo	 firme,	 por	 demás	 necesario	 para
intentar	la	insinuación	verificatoria.	(...)
Debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 la	 verificación	 resulta	 ser	 la	 única	 forma	 de
insinuación	al	pasivo	concursal,	 implicando	un	 juicio	de	conocimiento	con
todas	las	garantías	de	ley.
Este	 principio	 rige	 para	 todos	 los	 acreedores,	 incluido	 el	 fisco,	 quien	 no
puede	sustraerse	a	las	disposiciones	que	en	interés	superior	establece	la	ley
concursal,	 debiendo	 proceder	 a	 verificar	 todas	 las	 deudas	 tributarias
correspondientes	a	períodos	no	prescriptos,	con	especial	cuidado	valorativo
de	las	disposiciones	sobre	prescripción	contenidas	en	la	ley	fiscal.	(...)
De	esta	 forma,	 los	créditos	por	deudas	tributarias	en	trámite	al	momento
de	presentarse	 el	 concurso,	 no	 sobrellevan	 la	 amenaza	de	 la	 prescripción,
pudiendo	acceder	–salvo	opción	en	contrario–	hasta	 la	última	 instancia	de
sus	 jueces	 naturales,	 obteniendo	 así	 una	 sentencia	 que	 vale	 como	 título
verificatorio.
En	este	entendimiento,	pareciera	que	las	normas	de	prescripción	tributaria
y	 las	 de	 prescripción	 concursal,	 supuestamente	 tan	 enfrentadas,	 pueden
encaminarse	 hacia	 una	 armonización	 práctica	 sin	 desdibujar	 los	 elevados
principios	de	orden	público	que	profesa	cada	rama	jurídica,	conservando	al
mismo	tiempo	sus	alcances	y	diferencias,	a	pesar	de	la	identidad	numérica
que	 las	 encarna	 en	 cada	 texto	 legal	 (...)”.	 (Castrogiovanni,	 Marcelo,
Prescripción	 tributaria	 y	 prescripción	 concursal,	 El	 Dial,	 en	 página	 web:
http://www.eldial.com.ar,	28-09-2011)
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ART.	 38.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 14.	 Procedimiento	 de
reconocimiento	de	créditos.
38.1.	La	comisión	notificará	al	deudor	para	que,	en	un	plazo	no	mayor	de
diez	(10)	días,	exprese	su	posición	sobre	la	solicitud	de	reconocimiento	de
créditos.
38.2.	 Luego	 de	 vencido	 el	 plazo	 señalado	 en	 el	 numeral	 anterior,	 la
comisión	 quedará	 facultada	 para	 emitir	 pronunciamiento	 respecto	 de	 la
solicitud	 de	 reconocimiento	 de	 créditos.	 La	 falta	 de	 pronunciamiento	 del
deudor	no	impide	a	la	comisión	emitir	la	resolución	respectiva.
38.3.	 La	 comisión	 se	 pronunciará	 teniendo	 en	 consideración	 la
documentación	 presentada	 por	 las	 partes.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 anterior,	 la
comisión	 podrá	 requerir	 información	 adicional	 cuando	 lo	 considere
conveniente.
38.4.	La	comisión,	atendiendo	a	las	características	de	las	solicitudes	y	a	la
naturaleza	 del	 crédito	 invocado,	 podrá	 proceder	 a	 la	 acumulación	 de	 las
mismas	a	través	de	la	emisión	de	una	sola	resolución.
38.5.	De	existir	coincidencia	entre	lo	expuesto	por	el	deudor	y	el	acreedor,
la	Secretaría	Técnica	podrá	emitir	pronunciamiento	respecto	de	la	solicitud
de	reconocimiento	de	créditos,	siendo	aplicable	a	dicho	supuesto,	en	lo	que
resulte	pertinente,	las	reglas	establecidas	en	los	numerales	precedentes.
38.6.	 En	 los	 casos	 de	 créditos	 invocados	 por	 acreedores	 vinculados	 al
deudor	 y	 en	 aquéllos	 en	 que	 surja	 alguna	 controversia	 o	 duda	 sobre	 la
existencia	 de	 los	 mismos,	 el	 pronunciamiento	 respecto	 de	 la	 solicitud	 de
reconocimiento	de	créditos	solamente	podrá	ser	efectuado	por	la	Comisión,
la	que	investigará	su	existencia,	origen,	 legitimidad	y	cuantía	por	todos	los
medios,	luego	de	lo	cual	expedirá	la	resolución	respectiva.
38.7.	 La	 resolución	 de	 reconocimiento	 de	 créditos	 es	 notificada	 por	 la
autoridad	concursal	al	deudor	y	al	acreedor	que	los	invocó	a	los	domicilios
fijados	 por	 estos	 en	 el	 procedimiento.	 Los	 demás	 acreedores	 reconocidos
podrán	 cuestionar	 dicho	 acto	 mediante	 los	 medios	 impugnatorios
establecidos	en	la	ley,	dentro	de	los	quince	(15)	días	de	emitido	el	referido
acto.
JURISPRUDENCIA.—En	 el	 supuesto	 que	 surja	 alguna	 controversia	 o
duda	 sobre	 la	 existencia	 de	 los	 créditos	 previsionales	 reclamados	 se
deberá	investigar	su	existencia,	origen	y	 legitimidad.	“(…)	asimismo,	en
relación	al	deber	de	verificación	de	la	solicitud	de	los	créditos	previsionales
reclamados	 por	 la	 demandante,	 resulta	 evidente	 que	 no	 resulta	 suficiente
que	 el	 crédito	 sea	 de	 naturaleza	 previsional	 para	 los	 efectos	 del	 pago
inmediato	 de	 los	 mismos,	 conforme	 parece	 equivocadamente	 entender	 la
sala	de	mérito,	pues	 la	norma	contenida	en	el	artículo	38	numeral	5	de	 la
Ley	 N°	 27809	 exige	 a	 la	 comisión	 que	 en	 el	 supuesto	 que	 surja	 alguna
controversia	o	duda	sobre	la	existencia	de	los	créditos,	se	deberá	investigar
sobre	la	existencia,	origen	y	legitimidad	de	los	mismos.	(C.	S.,	Cas.	427-2009-
Lima,	jul.	30/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 interpreta	 el	 artículo	 38	 de	 la	 Ley
27809:	no	es	suficiente	que	el	crédito	tenga	naturaleza	previsional	para
lograr	 el	 pago	 inmediato.	 “(...)	 en	 relación	 al	 deber	 de	 verificación	 de	 la
solicitud	 de	 los	 créditos	 previsionales	 reclamados	 por	 la	 demandante,
resulta	evidente	que	no	resulta	suficiente	que	el	 crédito	sea	de	naturaleza
previsional	 para	 los	 efectos	 del	 pago	 inmediato	 de	 los	mismos,	 conforme
parece	equivocadamente	entender	la	sala	(...),	pues	la	norma	contenida	en	el
artículo	38.5	de	la	Ley	N°	27809	exige	a	la	comisión	que	en	el	supuesto	que
surja	 alguna	 controversia	 o	 duda	 sobre	 la	 existencia	 de	 los	 créditos,	 se
deberá	 investigar	 sobre	 la	 existencia,	 origen	 y	 legitimidad	 de	 los	mismos;
siendo	 innegable	que	 la	norma	 in	 iure	denunciada	como	 inaplicada	 lo	que
pretende	 es	 el	 beneficio	 de	 todos	 los	 acreedores	 partícipes	 del	 proceso
concursal	en	aplicación	estricta	del	principio	de	colectividad	previsto	en	el
artículo	quinto	del	título	preliminar	de	la	precitada	Ley	N°	27809,	en	cuanto
a	 la	necesidad	de	buscar	 la	participación	y	beneficio	de	 la	 totalidad	de	 los
acreedores	involucrados	en	la	crisis	que	atraviesa	el	deudor	y	a	la	necesidad
de	buscar	el	interés	colectivo	de	la	masa	de	acreedores	por	sobre	el	interés
individual	 de	 cobro	 de	 cada	 uno	 de	 ellos.	 En	 consecuencia	 no	 habiendo
cumplido	la	sala	de	mérito	con	la	aplicación	de	la	norma	precitada,	así	como
tampoco	con	interpretar	correctamente	el	artículo	148	de	la	Resolución	N°
080-98-EF/SAFP	 corresponde	amparar	 el	 recurso	de	 casación”.	 (C.	 S.,	 Cas.
2376-2010-Lima,	set.	20/2011.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—CS	reitera	los	criterios	vinculantes	para	que	las	AFP
soliciten	el	reconocimiento	de	créditos	con	liquidaciones	para	cobranza
calculadas	 sobre	 la	 remuneración	 máxima	 asegurable.	 “(...)	 como
precedente	vinculante,	en	ejercicio	de	la	facultad	prevista	en	el	artículo	34
de	 la	 Ley	 N°	 27584,	 los	 criterios	 jurisprudenciales	 expuestos	 en	 ella.	 (...)
pueden	desprenderse	los	siguientes	criterios	jurisprudenciales:
I.	 El	 reconocimiento	 de	 los	 créditos	 de	 origen	 previsional,	 dentro	 de	 un
procedimiento	 concursal,	 debe	 ser	 llevado	 a	 cabo	 sobre	 la	 base	 de	 sumas
reales	 y	 percibidas	 efectivamente	 por	 el	 trabajador,	 y	 no	 sobre	 sumas
ficticias	o	presuntas	asumidas	por	el	acreedor.	Ello	debido	a	que	realizar	el
cálculo	de	dichos	créditos	en	función	a	una	base	ficticia	atentaría	contra	la
finalidad	 que	 persigue	 el	 procedimiento	 concursal	 y	 desconocería	 los
principios	de	colectividad	y	proporcionalidad,	previstos	en	los	artículos	V	y
VI	 del	 Título	 Preliminar	 de	 la	 Ley	 N°	 27809,	 en	 tanto	 dichos	 créditos,
calculados	sobre	una	base	presunta,	se	sobrepondrían	a	los	demás	créditos
de	 los	 acreedores,	 calculados	 sobre	 una	 base	 real	 y	 cierta,	 alterándose	 la
participación	proporcional	de	éstos	 sin	que	ello	 corresponda	con	una	 real
participación	económica	en	la	masa	concursal.
II.	 En	 ese	 sentido,	 no	 se	 encuentra	 en	 controversia	 en	 estos	 casos,	 el
carácter	preferente	de	los	créditos	previsionales,	sino	la	acreditación	real	de
la	 existencia	 y	 cuantía	 de	 los	 mismos,	 por	 lo	 que	 resulta	 indebida	 la
aplicación,	 en	 estos	 supuestos,	 del	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 24	 de	 la
Constitución	Política	del	Perú,	así	como	el	artículo	42,	numeral	1,	de	la	Ley	N
°	 27809,	 en	 tanto	 que	 al	 no	 estar	 debidamente	 acreditado	 que	 los
trabajadores	 hayan	 gozado	 efectivamente	 los	 beneficios	 laborales
invocados,	no	se	encuentra	en	discusión	el	orden	de	preferencia	en	el	pago
de	créditos	laborales.
III.	 Si	 bien	 el	 artículo	148	de	 la	Resolución	N°	080-98-EF/SAFP	establece
que	 la	 AFP	 deberá	 iniciar	 las	 acciones	 necesarias	 para	 obtener	 la
cancelación	de	los	aportes	impagos,	pudiendo,	entre	otras	opciones,	tomar
como	base	de	cálculo	el	monto	de	la	remuneración	máxima	asegurable,	esta
disposición	está	 referida	al	procedimiento	de	cobranza	 judicial	de	aportes
de	 la	 AFP	 frente	 al	 empleador	 y,	 por	 tanto,	 no	 puede	 ser	 aplicada	 a	 un
procedimiento	 concursal	 en	 donde	 se	 cautelan	 de	 manera	 preferente
créditos	laborales	y	previsionales	calculados	sobre	una	base	cierta.
IV.	 Finalmente,	 en	 relación	 al	 deber	 de	 verificación	 de	 la	 solicitud	 de
créditos	 previsionales	 reclamados	 por	 las	 AFPs,	 no	 es	 suficiente	 que	 el
crédito	tenga	naturaleza	previsional	para	eximirlo	de	su	verificación,	puesto
que	el	artículo	38,	numeral	5,	de	 la	Ley	N°	27809	impone	a	 la	Comisión	el
deber	 de	 investigar	 la	 existencia,	 origen,	 legitimidad	 y	 cuantía	 de	 los
créditos	 invocados	 en	 un	 procedimiento	 concursal	 cuando	 surja	 alguna
controversia	 o	 duda	 sobre	 los	 mismos,	 procurando	 de	 esta	 forma	 el
beneficio	 de	 todos	 los	 acreedores	 participantes	 del	 procedimiento
concursal,	en	aplicación	estricta	del	principio	de	colectividad	previsto	en	el
artículo	V	del	Título	Preliminar	de	la	precitada	norma.
Por	estas	razones,	no	resulta	válido	que	las	AFPs	soliciten	ante	la	autoridad
administrativa	que	 conoce	del	 procedimiento	 concursal	 el	 reconocimiento
de	 créditos	 en	 base	 a	 liquidaciones	 para	 cobranza	 calculadas	 sobre	 la
remuneración	 máxima	 asegurable”.	 (CS,	 Cas.	 2909-2011-Lima,	 ago.
26/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—En	el	procedimiento	concursal,	el	reconocimiento	de
los	 créditos	 previsionales	 se	 realiza	 con	 sumas	 reales	 y	 no	 con	 sumas
ficticias	 o	 presuntas.	 “De	 lo	 expuesto	 precedentemente,	 se	 evidencia	 de
manera	 razonada	 que	 para	 efectos	 del	 procedimiento	 concursal,	 el
reconocimiento	 de	 los	 citados	 créditos	 de	 origen	 previsional	 debía	 ser
llevado	a	cabo	sobre	la	base	de	sumas	reales	y	percibidas	efectivamente	por
el	 trabajador,	 mas	 no	 sobre	 sumas	 ficticias	 o	 presuntas	 asumidas	 por	 el
acreedor,	 como	 pretende	 la	 demandante,	 ya	 que	mientras	 la	 finalidad	 del
procedimiento	de	cobranza	de	aportes	previsionales	consiste	en	 facilitar	a
las	 administradoras	 de	 fondos	 de	 pensiones	 la	 cobranza	 de	 los	 aportes
previsionales,	otorgándoseles	mérito	ejecutivo,	el	procedimiento	concursal
tramitado	ante	Indecopi,	además	de	regirse	por	sus	propios	principios,	tiene
otra	 finalidad	 consistente	 en	 propiciar	 un	 ambiente	 idóneo	 para	 la
negociación	entre	acreedores	y	el	deudor	sometido	a	concurso	con	el	objeto
de	arribar	a	un	acuerdo	de	reestructuración	que	permita	la	continuidad	de
la	empresa	o	en	su	defecto	la	salida	ordenada	del	mercado,	bajo	reducidos
costos	 de	 transacción,	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 II	 del	 Título
Preliminar	de	la	Ley	N°	27809”.	(CS,	Cas.	3583-2009-Lima,	mar.	17/2012.	V.
P.	Acevedo	Mena)
Ley	27809.
ART.	39.—Documentación	sustentatoria	de	los	créditos.
39.1.	 Los	 créditos	 que	 se	 sustenten	 en	 declaraciones	 o	 autoliquidaciones
presentadas	 ante	 entidades	 administradoras	 de	 tributos	 o	 de	 fondos
previsionales,	suscritas	por	el	deudor,	serán	reconocidos	por	su	solo	mérito.
39.2.	Asimismo,	serán	reconocidos	por	el	 solo	mérito	de	su	presentación,
los	 créditos	 que	 se	 sustenten	 en	 sentencias	 judiciales	 consentidas	 o
ejecutoriadas	o	laudos	arbitrales,	siempre	que	su	cuantía	se	desprenda	del
tenor	de	los	mismos	o	que	hayan	sido	liquidados	en	ejecución	de	sentencia.
La	comisión	sólo	podrá	suspender	el	reconocimiento	por	mandato	expreso
del	Poder	Judicial,	árbitro	o	tribunal	arbitral	que	ordene	tal	suspensión,	o	en
caso	 de	 que	 exista	 una	 sentencia	 o	 laudo	 arbitral	 que	 señale	 la	 nulidad	 o
ineficacia	de	la	obligación.
39.3.	 Los	 créditos	 que	 se	 sustenten	 en	 títulos	 valores	 o	 documentos
públicos	 serán	 reconocidos	 por	 la	 comisión	 por	 el	 sólo	 mérito	 de	 la
presentación	de	dichos	documentos,	suscritos	por	el	deudor	siempre	que	su
cuantía	 se	 desprenda	 del	 tenor	 de	 los	 mismos,	 salvo	 que	 considere	 que
requiere	mayor	información.
39.4.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 15.	 Para	 el	 reconocimiento	 de	 los
créditos	 de	 origen	 laboral,	 y	 siempre	 que	 se	 haya	 acreditado	 el	 vínculo
laboral	de	 los	 trabajadores,	 la	comisión	reconocerá	 los	créditos	 invocados,
en	mérito	 a	 la	 autoliquidación	 presentada	 por	 el	 solicitante,	 salvo	 que	 el
deudor	 acredite	 haberlos	 pagado	 o,	 de	 ser	 el	 caso,	 la	 inexistencia	 de	 los
mismos.
39.5.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 13.	 Los	 créditos	 controvertidos
judicial,	 arbitral	 o	 administrativamente	 serán	 registrados	 por	 la	 comisión
como	 contingentes,	 siempre	 que	 dicha	 controversia	 esté	 referida	 a	 su
existencia,	 origen,	 legitimidad,	 cuantía	 o	 titularidad,	 y	 el	 asunto
controvertido	 sólo	 pueda	 dilucidarse	 en	 el	 fuero	 judicial,	 arbitral	 o
administrativo,	por	ser	competencia	exclusiva	de	la	autoridad	a	cargo.
39.6.	 La	 existencia	 de	 los	 créditos	 contingentes	 será	 puesta	 en
conocimiento	 de	 los	 demás	 acreedores.	 El	 titular	 de	 los	 créditos
contingentes	podrá	acudir	a	la	junta	con	derecho	a	voz	pero	sin	voto.
DISPOSICIONES	PARA	LA	APLICACIÓN	DEL	ARTÍCULO	39
D.	S.	021-2012-PCM.
ART.	 1°.—Reconocimiento	 de	 créditos	 sustentados	 en	 acto
administrativo.	La	Comisión	de	Procedimientos	Concursales	del	 Indecopi
que	 resulte	 competente	 al	 interior	 de	 un	 procedimiento	 concursal,	 sólo
podrá	disponer	el	reconocimiento	de	créditos	que	se	sustenten	en	un	acto
administrativo,	 si	 verifica	 previamente,	 que	 dicho	 acto,	 en	 el	 extremo
referido	al	 crédito	 invocado,	 se	encuentra	 firme	o	que	haya	agotado	 la	vía
administrativa	 conforme	 a	 las	 disposiciones	 aplicables,	 y	 que,
adicionalmente,	haya	sido	debidamente	notificado	al	deudor.
D.	S.	021-2012-PCM.
ART.	2°.—Reconocimiento	de	créditos	cuyos	actos	administrativos	son
controvertidos	 ante	 el	 Poder	 Judicial.	 La	 Comisión	 de	 Procedimientos
Concursales	 del	 Indecopi	 deberá	 reconocer	 los	 créditos	 referidos	 en	 el
artículo	 1°	 aun	 cuando	 los	 actos	 administrativos	 que	 los	 sustenten	 hayan
sido	 controvertidos	 ante	 el	 Poder	 Judicial,	 salvo	 que	 exista	 un	 mandato
judicial	que	disponga	expresamente	lo	contrario.
D.	S.	021-2012-PCM.
ART.	3°.—Vigencia.	El	presente	decreto	supremo	tendrá	vigencia	a	partir
del	día	siguiente	de	su	publicación.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Precedente	vinculante	para	determinar	carga
de	 la	 prueba	 en	 los	 créditos	 de	 origen	 laboral	 en	 procedimientos
concursales.	“(…)	 1.	 Para	 el	 reconocimiento	 de	 créditos	 de	 origen	 laboral
cuando	 aún	 no	 ha	 vencido	 el	 plazo	 legal	 de	 conservación	 de	 documentos
para	 el	 empleador,	 el	 solicitante	 solo	 tiene	 la	 carga	 de	 acreditar	 que
mantuvo	un	vínculo	 laboral	 con	el	deudor	 concursado	y	de	presentar	una
autoliquidación	 suficientemente	 detallada	 de	 los	 créditos	 invocados,	 de
conformidad	 con	 las	 reglas	 previstas	 en	 el	 Precedente	 1	 aprobado	 por
Resolución	088-97-TDC.	El	deudor	puede	oponerse	a	 la	declaración	jurada
del	 solicitante	 acreditando	 que	 ha	 efectuado	 el	 pago	 de	 los	 créditos	 o
demostrando	la	inexistencia	de	éstos.
2.	 Transcurrido	 el	 citado	 plazo	 legal,	 el	 trabajador	 pierde	 el	 privilegio
probatorio	 extraordinario	 de	 sustentar	 los	 créditos	 invocados	 únicamente
con	 su	 autoliquidación	 detallada.	 En	 ese	 sentido,	 el	 trabajador	 asume	 la
misma	carga	probatoria	de	cualquier	otro	acreedor	de	derecho	común	que
solicita	 el	 pago	 de	 un	 crédito,	 debiendo	 la	 autoridad	 concursal	 requerirle
que	acredite	la	existencia	y	la	cuantía	de	las	acreencias	solicitadas,	salvo	que
tales	 condiciones	 del	 crédito	 se	 encuentren	 predeterminadas	 por	 fuente
legal.
3.	Que	el	trabajador	retorne	la	carga	probatoria	de	un	acreedor	sujeto	a	las
reglas	 del	 derecho	 civil,	 no	 significa	 que	 tenga	 que	 acreditar	 un	 hecho
negativo,	 como	 lo	 es	 el	 ‘no	 pago’	 de	 una	 obligación.	 Como	 el	 pago	 no	 se
presume	el	deudor	es	quien	debe	probarlo.
4.	El	plazo	al	cual	se	refiere	la	parte	final	del	artículo	39.4	de	la	Ley	General
del	 Sistema	 Concursal	 se	 computará	 de	 manera	 conjunta	 para	 todos	 los
créditos	invocados,	teniendo	en	consideración	los	cinco	(5)	años	anteriores
a	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud,	que	es	el	plazo	de	conservación	de
documentos	por	parte	del	empleador	fijado	por	la	legislación	de	la	materia.
Los	 créditos	 materia	 de	 solicitud	 que	 hayan	 vencido	 dentro	 del	 referido
período,	 se	 encuentran	 sujetos	 al	privilegio	probatorio	 extraordinario	que
habilita	 a	 tener	 por	 cierta	 la	 autoliquidación	 detallada	 del	 trabajador,
mientras	 que	 aquellos	 créditos	 vencidos	 con	 anterioridad	 no	 gozan	 del
referido	 privilegio,	 encontrándose	 sujetos	 a	 la	 regla	 establecida	 en	 el
numeral	 2	 que	 antecede.”	 (Indecopi,	 R.	 0916-2010/SC1-Indecopi,	 may.
19/2010.	Pres.	Juan	Luis	Avendaño	V.)
JURISPRUDENCIA.—La	 ejecutividad	 y	 la	 ejecutoriedad	 de	 los	 actos
administrativos.	 “(…)	 44.	 La	 ejecutividad	 del	 acto	 administrativo	 está
referida	 al	 atributo	 de	 eficacia,	 obligatoriedad,	 exigibilidad,	 así	 como	 al
deber	 de	 cumplimiento	 que	 todo	 acto	 regularmente	 emitido	 conlleva	 a
partir	de	su	notificación;	está	vinculada	a	la	validez	del	acto	administrativo.
La	 ejecutoriedad	 del	 acto	 administrativo,	 en	 cambio,	 es	 una	 facultad
inherente	 al	 ejercicio	 de	 la	 función	 de	 la	 Administración	 Pública	 y	 tiene
relación	 directa	 con	 la	 eficacia	 de	 dicho	 acto;	 en	 tal	 sentido,	 habilita	 a	 la
Administración	a	hacer	cumplir	por	sí	misma	un	acto	administrativo	dictado
por	 ella,	 sin	 la	 intervención	 del	 órgano	 judicial,	 respetando	 los	 límites
impuestos	por	mandato	 legal,	 así	 como	a	utilizar	medios	de	coerción	para
hacer	 cumplir	un	acto	administrativo	y	a	 contar	 con	el	 apoyo	de	 la	 fuerza
pública	 para	 la	 ejecución	 de	 sus	 actos	 cuando	 el	 administrado	 no	 cumpla
con	su	obligación	y	oponga	resistencia	de	hecho.
45.	La	ejecutoriedad	es,	pues,	una	consecuencia	del	acto	administrativo	y
su	sustento	constitucional	tiene	origen	en	el	numeral	1	del	artículo	118	de
nuestra	Carta	Magna,	que	ordena	al	Presidente	de	la	República	–y,	por	ende,
al	 Poder	Ejecutivo	 y	 a	 toda	 la	Administración	Pública–	 a	 “cumplir	 y	hacer
cumplir	la	Constitución	y	los	tratados,	leyes	y	demás	disposiciones	legales”.
Sin	 embargo,	 como	 bien	 lo	 advierte	 Juan	 Carlos	 Morón	 Urbina,	 dicho
mandato	 constitucional	 “(...)	 no	 llega	 a	 sustentar	 la	 ejecutoriedad
administrativa,	 en	 los	 términos	 estudiados,	 sino	 solo	 la	 ejecutividad	 de	 la
voluntad	 administrativa.	 Será	 la	 Ley	 de	 Desarrollo	 (Ley	 Nº	 27444)	 la
disposición	 que,	 asentándose	 en	 la	 Constitución,	 opta	 por	 dotarle	 de
ejecutoriedad	 (coerción	 propia)	 a	 los	mandatos	 de	 la	 Administración”.	 En
ese	 sentido,	 el	 artículo	 192	 de	 la	 Ley	 Nº	 27444,	 del	 Procedimiento
Administrativo	 General,	 establece	 que	 “Los	 actos	 administrativos	 tendrán
carácter	 ejecutario,	 salvo	 disposición	 legal	 expresa	 en	 contrario,	mandato
judicial	 o	que	estén	 sujetos	a	 condición	o	plazo	 conforme	a	 ley”.	 (TC,	Exp.
0015-2005-PI/TC,	ene.	21/06.	Pres.	García	Toma)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Probable	vinculación	entre	deudor	y	acreedor
exige	 una	 investigación	 exhaustiva	 de	 la	 actividad	 concursal	 y	 hace
insuficiente	la	mera	presentación	de	documentos.	“Como	regla	general,	el
artículo	39	de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal	establece	pautas	para	la
verificación	de	los	créditos	sometidos	a	consideración	de	la	comisión,	según
se	trate	de	los	documentos	presentados	para	su	sustento.	De	esta	manera,	el
proceso	 de	 verificación	 de	 créditos	 cumple	 un	 rol	 fundamental	 en	 los
procedimientos	concursales,	pues	a	través	de	dicha	verificación	se	analiza	la
documentación	sustentatoria	presentada	por	el	solicitante	y,	de	ser	el	caso,
se	 requiere	 información	 adicional	 o	 se	 desarrolla	 un	 proceso	 de
investigación	con	el	objeto	de	determinar	fehacientemente	la	existencia	de
los	 créditos	 invocados.	 De	 este	 modo,	 si	 los	 créditos	 se	 sustentan	 en
documentos	 que	 por	 su	 naturaleza	 proporcionan	 verosimilitud	 sobre	 el
origen,	 legitimidad,	 existencia	 y	 cuantía	 de	 los	mismos,	 se	 procederá	 a	 su
reconocimiento	inmediato.
12.	 No	 obstante	 ello,	 el	 propio	 régimen	 concursal	 admite	 supuestos
excepcionales	 en	 los	 cuales	 la	 actividad	 probatoria	 no	 puede	 limitarse	 al
análisis	 de	 los	medios	probatorios	 que	 en	 la	 generalidad	de	 los	 casos	 son
suficientes	para	verificar	los	créditos	invocados,	sino	que	debe	ir	más	allá	en
resguardo	de	 los	 intereses	de	 la	 colectividad	de	 acreedores	 intervinientes
en	el	procedimiento.
13.	Así,	el	precedente	de	observancia	obligatoria	aprobado	por	Resolución
079-97-TDC	establece	que	la	autoridad	concursal	debe	investigar	por	todos
los	medios	la	existencia,	origen,	legitimidad	y	cuantía	de	los	créditos	en	caso
que	 detecte	 una	 posible	 vinculación	 entre	 acreedor	 y	 deudor,	 o	 cuando
existan	elementos	que	hagan	presumir	una	simulación	de	obligaciones.
14.	 En	 el	 caso	 de	 la	 existencia	 de	 vinculación	 entre	 acreedor	 y	 deudor,
dicha	 relación	 estrecha	 puede	 permitir	 un	 escenario	 en	 el	 que	 el	 primero
obtenga	fácilmente	del	deudor	documentos	sin	respaldo	real	o	que	reflejen
operaciones	 ficticias	 y,	 con	 ello,	 tratar	 de	 usar	 el	 sistema	 concursal	 para
defraudar	 a	 los	 demás	 acreedores.	 Por	 tal	 motivo,	 la	 existencia	 de
vinculación	no	puede	pasar	inadvertida	en	un	procedimiento	concursal.
15.	 Para	 los	 efectos	 de	 transferencias	 de	 suma	 de	 dinero	 en	 calidad	 de
préstamo,	como	en	el	presente	caso,	debe	quedar	acreditado	el	origen	y	 la
existencia	de	los	créditos	subyacentes	a	dichas	operaciones.	En	tal	sentido,
las	 partes	 deberán	 acreditar	 la	 existencia	 de	 un	 contrato	 que	 haya	 dado
lugar	a	dichas	transferencias,	el	empleo	de	mecanismos	bancarios	mediante
los	cuales	se	suele	trasladar	el	dinero	entre	sujetos	que	realizan	actividades
empresariales,	 el	 respaldo	 de	 la	 documentación	 comercial	 y	 el	 registro
contable	de	dichas	operaciones.	Lo	anterior	permitirá	acreditar,	de	manera
fehaciente	y	secuencial,	tanto	la	salida	del	importe	invocado	del	patrimonio
del	solicitante	así	como	el	ingreso	del	mismo	a	la	esfera	jurídica	patrimonial
del	deudor.	(...).
31.	 En	 el	 presente	 caso,	 la	 ponderación	 favorable	 de	 un	 solo	 tipo	 de
documentación,	 como	aquella	de	 índole	contable,	efectuada	por	 la	asesora
contable	 no	 enerva	 el	 deber	 de	 la	 autoridad	 concursal	 de	 pronunciarse
sobre	 los	 créditos	 considerando	 la	 demás	 documentación	 solicitada	 en	 el
procedimiento	 a	 efectos	 de	 acreditar	 la	 existencia	 de	 los	 créditos
invocados”.	 (Indecopi,	 R.	 3395-2012/SDC-Indecopi,	 dic.	 13/2012.	 Pres.
Avendaño	Valdez)
Ley	27809.
ART.	 40.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 14.	 Calificación	 de	 créditos
laborales.	 Para	 el	 reconocimiento	 de	 los	 créditos	 de	 origen	 laboral,	 la
comisión	 podrá	 aplicar	 el	 principio	 de	 la	 primacía	 de	 la	 realidad,
privilegiando	 los	 hechos	 verificados	 sobre	 las	 formas	 o	 apariencias
contractuales	que	sustentan	el	crédito.
Ley	27809.
ART.	 41.—Contenido	 de	 las	 resoluciones	 de	 reconocimiento	 de
créditos.	 Las	 resoluciones	 de	 reconocimiento	 de	 créditos	 emitidas	 por	 la
secretaría	técnica	y	la	comisión	deberán	contener:
a)	La	identificación	del	acreedor	y	del	deudor;
b)	El	monto	de	los	créditos	por	concepto	de	capital,	intereses	y	gastos;
c)	El	orden	de	preferencia	de	los	créditos;	y
d)	 La	 existencia	 o	 inexistencia	 de	 vinculación	 entre	 acreedor	 y	 deudor,
conforme	a	los	criterios	establecidos	en	el	artículo	12.
Ley	27809.
ART.	42.—Modificado.	Ley	28709,	Art.	1°.	Orden	de	preferencia.
42.1	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 15.	 En	 los	 procedimientos	 de
disolución	y	liquidación,	el	orden	de	preferencia	en	el	pago	de	los	créditos
es	el	siguiente:
Primero:	Modificado.	D.	Leg.	1170,	Art.	1°.	Remuneraciones	y	beneficios
sociales	adeudados	a	 los	trabajadores,	aportes	 impagos	al	Sistema	Privado
de	Pensiones	o	a	 los	regímenes	previsionales	administrados	por	 la	Oficina
de	Normalización	Previsional	-	ONP,	la	Caja	de	Beneficios	y	Seguridad	Social
del	 Pescador	 u	 otros	 regímenes	 previsionales	 creados	 por	 ley;	 deuda
exigible	al	Seguro	Social	de	Salud	-	ESSALUD	que	se	encuentra	en	ejecución
coactiva	 respecto	 de	 las	 cuales	 se	 haya	 ordenado	medidas	 cautelares;	 así
como	los	intereses	y	gastos	que	por	tales	conceptos	pudieran	originarse.	Los
aportes	 impagos	al	Sistema	Privado	de	Pensiones	 incluyen	los	conceptos	a
que	se	refiere	el	artículo	30	del	Decreto	Ley	N°	25897,	con	excepción	de	las
comisiones	 cobradas	 por	 la	 administración	 de	 los	 fondos	 privados	 de
pensiones.
Segundo:	Los	créditos	alimentarios.
Tercero:	 Los	 créditos	 garantizados	 con	 hipoteca,	 garantía	 mobiliaria,
anticresis,	 warrants,	 derecho	 de	 retención	 o	 medidas	 cautelares	 que
recaigan	sobre	bienes	del	deudor,	siempre	que	la	garantía	correspondiente
haya	 sido	 constituida	 o	 la	 medida	 cautelar	 correspondiente	 haya	 sido
trabada	 con	 anterioridad	 a	 la	 fecha	 de	 publicación	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 32.	 Las	 citadas	 garantías	 o	 gravámenes,	 de	 ser	 el	 caso,	 deberán
estar	 inscritas	 en	 el	 registro	 antes	 de	 dicha	 fecha,	 para	 ser	 oponibles	 a	 la
masa	 de	 acreedores.	 Estos	 créditos	 mantienen	 el	 presente	 orden	 de
preferencia	 aun	 cuando	 los	 bienes	 que	 los	 garantizan	 sean	 vendidos	 o
adjudicados	para	cancelar	créditos	de	órdenes	anteriores,	pero	sólo	hasta	el
monto	de	realización	o	adjudicación	del	bien	que	garantizaba	los	créditos.
Cuarto:	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1170,	 Art.	 1°.	 Los	 créditos	 de	 origen
tributario	 del	 Estado,	 incluidos	 los	 del	 Seguro	 Social	 de	 Salud	 -	 ESSALUD
que	no	se	encuentren	contemplados	en	el	primer	orden	de	preferencia;	sean
tributos,	multas	intereses,	moras,	costas	y	recargos.
Quinto:	 Los	 créditos	 no	 comprendidos	 en	 los	 órdenes	 precedentes;	 y	 la
parte	de	los	créditos	tributarios	que,	conforme	al	literal	d)	del	numeral	48.3
del	artículo	48,	sean	transferidos	del	cuarto	al	quinto	orden;	y	el	saldo	de	los
créditos	 del	 tercer	 orden	 que	 excedieran	 del	 valor	 de	 realización	 o
adjudicación	del	bien	que	garantizaba	dichos	créditos.(,	2712)
42.2.	Cualquier	pago	efectuado	por	el	deudor	a	alguno	de	sus	acreedores,
en	ejecución	del	plan	de	reestructuración	o	el	convenio	de	liquidación,	será
imputado,	 en	 primer	 lugar,	 a	 las	 deudas	 por	 concepto	 de	 capital	 luego	 a
gastos	e	intereses,	en	ese	orden.
Ley	28677.
ART.	 25.—Prelación	 con	 respecto	 de	 otros	 acreedores.	 La	 garantía
mobiliaria	 regulada	 por	 esta	 ley	 confiere	 al	 acreedor	 garantizado
preferencia	 sobre	 la	 base	 de	 la	 fecha	 de	 su	 inscripción	 en	 el	 registro
correspondiente.
En	los	procedimientos	de	disolución	y	liquidación	de	empresas,	el	orden	de
preferencia	en	el	pago	a	los	acreedores	se	rige	según	el	artículo	42,	orden	de
preferencia,	 numeral	 42.1	 de	 la	 Ley	 N°	 27809,	 “Ley	 General	 del	 Sistema
Concursal”.
APORTES	DE	EMPLEADORES	EN	DISOLUCIÓN	O	LIQUIDACIÓN,
CONFORME	A	LA	LEY	GENERAL	DEL	SISTEMA	CONCURSAL
Circ.	AFP-027-2003.
1.	Alcance
Las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 norma	 son	 aplicables	 a	 las
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones,	en	adelante	AFP.
2.	Acreditación	de	aportes
Los	 aportes	 previsionales	 recuperados	 de	 los	 empleadores	 sujetos	 al
numeral	42.1	del	 artículo	42	de	 la	Ley	N°	27809,	Ley	General	del	 Sistema
Concursal,	serán	acreditados	o	transferidos,	según	corresponda,	a	la	Cuenta
Individual	 de	 Capitalización,	 a	 la	 empresa	 de	 seguros	 y	 a	 la	 AFP,	 de
conformidad	con	las	normas	de	acreditación	vigentes,	con	independencia	de
si	tales	componentes	de	los	aportes	se	reciben	conjunta	o	separadamente.
3.	Responsabilidad	de	las	AFP
Las	 AFP	 deberán	 verificar	 que	 el	 proceso	 de	 acreditación	 de	 aportes
recuperados	 de	 los	 empleadores	 a	 que	 se	 refiere	 la	 presente	 norma,	 se
realice	 de	 forma	 tal	 que	 permita	 garantizar	 la	 cobertura	 del	 seguro
previsional	 para	 el	 acceso	 a	 las	prestaciones	de	 invalidez,	 sobrevivencia	 y
gastos	 de	 sepelio,	 así	 como	 el	 adecuado	 otorgamiento	 de	 las	 demás
prestaciones	y	 el	 ejercicio	de	 los	demás	derechos	previstos	en	 las	normas
del	Sistema	Privado	de	Pensiones	(SPP).
4.	Vigencia
La	presente	circular	rige	a	partir	del	día	siguiente	de	su	publicación.
JURISPRUDENCIA.—El	 reconocimiento	 de	 los	 créditos	 previsionales	 se
lleva	 a	 cabo	 con	 sumas	 reales	 y	 percibidas	 efectivamente	 por	 el
trabajador,	 no	 sobre	 sumas	 ficticias	 o	 presuntas	 asumidas	 por	 el
acreedor.	 “(...)	 de	 lo	 expuesto	 precedentemente,	 se	 evidencia	 de	 manera
razonada	que	para	efectos	del	procedimiento	 concursal	 el	 reconocimiento
de	los	citados	créditos	de	origen	previsional	debió	ser	llevado	a	cabo	sobre
la	base	de	sumas	reales	y	percibidas	efectivamente	por	el	 trabajador,	mas
no	sobre	sumas	ficticias	o	presuntas	asumidas	por	el	acreedor,	lo	que	de	ser
así,	 en	 este	 último	 caso,	 supondría	 un	 perjuicio	 en	 el	 deudor	 y	 los	 demás
acreedores,	por	tanto	se	ha	incurrido	en	la	causal	de	aplicación	indebida	de
los	artículos	24	segundo	párrafo	de	la	Constitución	Política	del	Estado	y	42
numeral	1	de	la	Ley	N°	27809	-	Ley	del	Sistema	Concursal	en	tanto	no	está
debidamente	 acreditado	 que	 los	 trabajadores	 hayan	 percibido
efectivamente	 los	 citados	 beneficios.	 (...)	 si	 bien	 el	 artículo	 148	 de	 la
Resolución	N°	080-98-EF/SAFP	dispone	que	para	determinar	 el	monto	de
los	 aportes	 previsionales	 impagos,	 la	 AFP	 podrá,	 entre	 otras	 opciones,
tomar	 como	 base	 de	 cálculo	 el	 monto	 de	 la	 remuneración	 máxima
asegurable,	se	trata	en	realidad	de	un	supuesto	que	resulta	procedente	solo
en	aquellos	casos	en	que	el	empleador	sin	justificación	alguna	incumpla	con
informar	 el	 monto	 real	 de	 la	 remuneración	 del	 asegurado,	 lo	 que	 no
acontece	 en	 el	 presente	 caso	 pues	 tratándose	 de	 un	 procedimiento
concursal,	las	acreencias	deberán	necesariamente	calcularse	sobre	una	base
remunerativa	 que	 se	 corresponda	 con	 la	 realidad	 mas	 no	 conforme	 a	 la
remuneración	 máxima	 asegurable.	 Además	 debe	 acotarse,	 conforme	 a	 lo
señalado	 precedentemente,	 que	 las	 resoluciones	 administrativas
impugnadas	fueron	expedidas	al	interior	de	un	proceso	concursal,	el	mismo
que	 no	 se	 corresponde	 al	 supuesto	 de	 hecho	 regulado	 por	 la	 norma
precitada	habida	cuenta	que	las	mismas	están	referidas	al	procedimiento	de
cobranza	 de	 aportes	 cuando	 el	 empleador	 incumpla	 con	 ello	 dentro	 del
plazo	legal,	teniendo	mérito	ejecutivo	dichas	cobranzas	emitidas	por	la	AFP
por	lo	que	no	pueden	ser	aplicados	a	un	procedimiento	concursal	en	donde
se	 cautelan	 de	 manera	 preferente	 créditos	 laborales	 y	 previsionales;	 por
consiguiente,	esta	sala	suprema	concluye	que	la	sala	de	mérito	ha	efectuado
una	 interpretación	 errada	 de	 la	 norma	 denunciada,	 por	 lo	 que	 la	 causal
denunciada	en	este	extremo	amerita	ser	declarada	fundada”.	(CS,	Cas.	2376-
2010-Lima,	set.	20/2011.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Autoridad	 administrativa	 tiene	 el	 deber	 de
constatar	y	pronunciarse	sobre	todos	los	pagos	que	el	deudor	efectúe	a
sus	 acreedores.	 “En	 aplicación	 del	 artículo	 42.2	 de	 la	 Ley	 General	 del
Sistema	Concursal,	la	autoridad	administrativa	tiene	el	deber	de	constatar	y
pronunciarse	sobre	todos	los	pagos	que	el	deudor	efectúe	a	sus	acreedores
en	ejecución	del	plan	de	reestructuración	o	del	convenio	de	liquidación,	en
cuyo	 caso	 deberá	 imputar	 los	 pagos,	 en	 primer	 lugar,	 a	 las	 deudas	 por
concepto	 de	 capital,	 luego	 a	 gastos	 e	 intereses,	 procediendo	 a	 reducir	 los
créditos	reconocidos	a	favor	de	los	acreedores	beneficiados	con	los	pagos	y
a	 fijar	 la	 nueva	 cuantía	 de	 las	 obligaciones	 que	 éstos	mantienen	 frente	 al
deudor.
Dado	que	la	reducción	de	créditos	que	opera	en	los	casos	antes	señalados
constituye	 una	 garantía	 institucional	 del	 sistema	 concursal	 debido	 a	 que
garantiza	 la	 correcta	 composición	 de	 la	 junta	 de	 acreedores	 y	 permite
verificar	 la	 eventual	 superación	 de	 la	 situación	 de	 crisis	 que	 originó	 la
declaración	 en	 concurso	 del	 deudor,	 la	 comisión	 está	 habilitada	 para
constatar	la	realización	de	los	pagos	en	cualquier	etapa	del	procedimiento,
ya	sea	de	oficio	o	a	pedido	del	deudor,	de	sus	acreedores	o	de	algún	tercero
con	 legítimo	 interés,	 debiendo	 adoptar	 todas	 las	 medidas	 probatorias
necesarias	 para	 verificar	 fehacientemente	 la	 realización	 de	 los	 pagos
alegados	en	el	proceso”	(R.	N°	1364-2005/TDC-Indecopi,	Exp.	N°	013-2004-
03-27/CCO-ODI-UL.	12.12.2005)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 la	 Sala	 de	Defensa	 de	 la	 Competencia	 del	 Tribunal	 de
Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 de	 Indecopi	 constituye	 precedente	 de
observancia	obligatoria.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Indecopi	reitera:	norma	concursal	que	otorgó
privilegio	 de	 cobro	 solo	 a	 las	 remuneraciones	 y	 beneficios	 laborales
percibidos	por	el	trabajador	y	no	a	las	comisiones	cobradas	por	las	AFP
resulta	constitucional.	“(...)	 al	 resultar	 relevante	 determinar	 si	 cabe	 o	 no
realizar	control	difuso	para	determinar	el	orden	de	prelación	de	los	créditos
reconocidos,	 esta	 sala	 analizó	 en	 diversas	 oportunidades	 si	 el	 texto	 del
artículo	 42.1	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal,	 aprobado	 por	 el
artículo	15	del	Decreto	Legislativo	1050,	resulta	ser	contrario	al	artículo	24
de	 la	 Constitución,	 es	 decir,	 si	 no	 existe	 una	 interpretación	 de	 la	 norma
cuestionada	que	sea	acorde	con	lo	dispuesto	en	la	Constitución.
(...)	la	sala	concluyó	que	la	modificación	al	texto	del	artículo	42.1	de	la	Ley
General	 del	 Sistema	 Concursal,	 aprobada	 por	 el	 artículo	 15	 del	 Decreto
Legislativo	1050	–norma	de	carácter	especial	en	materia	concursal–	resulta
acorde	 con	 el	 texto	 del	 artículo	 24	 de	 la	 Constitución,	 el	 cual	 otorgó	 el
privilegio	de	cobro	únicamente	a	las	remuneraciones	y	beneficios	laborales
percibidos	por	el	trabajador,	mas	no	a	las	comisiones	cobradas	por	las	AFP
por	 el	 servicio	 prestado	 para	 la	 administración	 del	 fondo	 de	 los
trabajadores,	el	cual	tuvo	sustento	en	el	artículo	1°	del	Decreto	Legislativo
856	 –norma	 del	mismo	 rango	 que	 el	 Decreto	 Legislativo	 1050–	 así	 como
durante	un	determinado	periodo,	por	el	artículo	42.1	de	la	Ley	General	del
Sistema	Concursal.
6.	En	ese	 sentido,	 en	ningún	 caso	podría	decirse	que	el	 otorgar	 el	 quinto
orden	de	preferencia	a	los	créditos	derivados	de	la	comisión	pagada	por	los
trabajadores	a	las	AFP	para	la	administración	de	sus	fondos	contravienen	la
Constitución,	por	lo	que	debe	desestimarse	los	argumentos	de	la	apelación
de	(...)	para	que	se	 inaplique	el	artículo	42.1	de	 la	Ley	General	del	Sistema
Concursal	 a	 su	 solicitud	 de	 reconocimiento	 de	 créditos.”	 (TDC,	 R.	 1447-
2011/SC1-Indecopi,	ago.	24/2011.	Pres.	Juan	Luis	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Para	el	reconocimiento	de	créditos	 laborales
en	 un	 procedimiento	 concursal,	 el	 trabajador	 debe	 detallar	 los
conceptos,	cuantías	por	capital	e	 intereses	y	períodos	a	ser	 liquidados.
“En	 esa	 línea,	 el	 precedente	 de	 observancia	 obligatoria	 aprobado	 por
Resolución	 088-97-TDC	 señala	 que,	 cuando	 un	 acreedor	 solicite	 el
reconocimiento	 de	 sus	 créditos,	 la	 comisión	 deberá	 verificar	 o	 exigir	 que
dicha	solicitud	se	sustente	en	documento	de	parte	donde	conste	el	importe
de	 los	 créditos	 cuyo	 reconocimiento	 se	 solicite	 o	 una	 autoliquidación
detallada,	 debidamente	 suscrita	 por	 el	 trabajador;	 pudiendo	 proceder	 al
reconocimiento	de	 los	mismos	ante	el	 silencio	o	 el	 reconocimiento	 total	 o
parcial	de	la	deudora.
19.	De	lo	señalado,	se	desprende	que,	si	bien	la	autoridad	concursal	puede
reconocer	 los	 créditos	 laborales	 invocados	 por	 el	 solo	 mérito	 de	 la
presentación	de	una	autoliquidación	por	parte	del	trabajador,	este	tiene	la
carga	 de	 elaborar	 y	 presentar	 dicha	 autoliquidación	 de	manera	 detallada
consignando	los	conceptos,	cuantías	por	capital	e	intereses	y	periodos	a	ser
liquidados,	 debido	 a	 que,	 no	 resulta	 posible	 para	 la	 autoridad	 concursal
efectuar	 el	 reconocimiento	 de	 los	 créditos	 invocados	 sin	 identificar	 los
periodos	 y	 conceptos	 respecto	de	 los	 cuales	 debe	pronunciarse,	 dado	que
esta	situación	podría	provocar	reconocimientos	o	pagos	dobles,	o	repetidos,
al	no	haberse	identificado	claramente	los	créditos	que	se	reconocen,	o	si	es
que	se	desconoce	el	origen	laboral	de	los	conceptos	de	los	cuales	derivan.
20.	De	 la	misma	 forma,	 sin	 la	precisión	clara	de	 los	conceptos	y	periodos
invocados,	la	autoridad	concursal	no	podría	verificar	el	origen	laboral	de	los
mismos	y	si	es	que	estos	han	sido	liquidados	de	forma	correcta,	conforme	a
lo	 establecido	 por	 la	 normativa	 laboral	 correspondiente”.	 (Indecopi,	 R.
0542-2013/SDC-Indecopi,	mar.	21/2013.	Pres.	Avendaño	Valdez)
JURISPRUDENCIA.—Créditos	 post	 concursales	 susceptibles	 de
reconocimiento	son	 los	devengados	hasta	 la	 fecha	en	que	se	acuerda	o
dispone	la	disolución	o	liquidación	del	patrimonio	del	concurso.	“(…)	d)
Mediante	 Resolución	N°	 882-2004/TDC	 del	 seis	 de	 diciembre	 del	 dos	mil
cuatro	 se	 precisó	 que	 los	 créditos	 post	 concursales	 susceptibles	 de	 ser
reconocidos	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 en	 los	 procedimientos	 de
disolución	y	 liquidación,	son	aquellos	devengados	hasta	 la	 fecha	en	que	se
acuerda	o	se	dispone	de	oficio	la	disolución	o	liquidación	del	patrimonio	del
concurso,	 constituyendo	 dicha	 resolución	 un	 precedente	 de	 observancia
obligatoria.”	(C.	S.,	Cas.	427-2009-Lima,	jul.	30/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Un	 procedimiento	 concursal	 cautela	 de	 manera
preferente	créditos	laborales	y	previsionales.	“Además	debe	acotarse	(…)
que	 las	 resoluciones	 administrativas	 impugnadas	 fueron	 expedidas	 al
interior	 de	 un	 proceso	 concursal,	 el	 mismo	 que	 no	 se	 corresponde	 al
supuesto	de	hecho	regulado	por	 la	norma	precitada	habida	cuenta	que	 las
mismas	están	referidas	al	procedimiento	de	cobranza	de	aportes	cuando	el
empleador	 incumpla	 con	 ello	 dentro	 del	 plazo	 legal,	 teniendo	 mérito
ejecutivo	dichas	cobranzas	emitidas	por	 la	AFP,	por	 lo	que,	no	pueden	ser
aplicados	 a	 un	 procedimiento	 concursal	 en	 donde	 se	 cautelan	 de	manera
preferente	créditos	 laborales	y	previsionales;	por	 consiguiente”	 (C.	 S.,	Cas.
427-2009-Lima,	jul.	30/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Si	la	AFP	no	puede	probar	la	certeza	de	los	montos
de	 las	 remuneraciones	 de	 aportes	 previsionales	 impagos,	 se	 declara
infundada	su	solicitud	de	reconocimientos	de	créditos.	“(…)	en	relación	a
las	 solicitudes	 de	 reconocimiento	 de	 créditos	 presentados	 por	 las
asociaciones	de	fondos	de	pensiones,	el	Tribunal	del	Indecopi	(…)	estableció
que	 cuando	 una	 AFP	 solicite	 el	 reconocimiento	 de	 créditos	 derivados	 de
aportes	previsionales	impagos,	liquidados	sobre	la	base	de	la	remuneración
asegurable	 máxima	 del	 seguro	 de	 invalidez,	 sobrevivencia	 y	 gastos	 de
sepelio	 deberá	 constatar	 y	 verificar	 la	 certeza	 de	 los	 montos	 de	 las
remuneraciones	presentadas	en	las	liquidaciones	de	cobranzas	mediante	el
historial	 previsional	 correspondiente,	 copia	 de	 las	 partes	 pertinentes	 del
libro	 de	 planillas,	 boletas	 de	 pago	 o	 cualquier	 otro	 documento	 en	 el	 que
conste	las	remuneraciones	de	los	trabajadores	afiliados,	caso	contrario,	esto
es,	que	ni	la	comisión,	AFP	o	deudora	cuenten	con	la	información	necesaria
a	efectos	de	determinar	el	monto	de	las	remuneraciones,	se	deberá	declarar
infundada	dicha	solicitud.	(…)”	(C.	S.,	Cas.	427-2009-Lima,	jul.	30/2010.	V.	P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—El	reconocimiento	de	créditos	de	origen	previsional
debe	 ser	 llevado	 con	 sumas	 reales	 y	 percibidas	 efectivamente	 por	 el
trabajador	 y	 no	 con	 sumas	 ficticias	 o	 presuntas.	 “(…)	 para	 efectos	 del
procedimiento	 concursal,	 el	 reconocimiento	 de	 los	 citados	 créditos	 de
origen	previsional	debía	ser	llevado	a	cabo	sobre	la	base	de	sumas	reales	y
percibidas	efectivamente	por	el	 trabajador,	más	no	sobre	sumas	 ficticias	o
presuntas	asumidas	por	el	acreedor,	 lo	que	de	ser	así,	en	este	último	caso,
supondría	un	perjuicio	en	el	deudor	y	los	demás	acreedores,	por	lo	tanto,	se
ha	 incurrido	 en	 la	 causal	 de	 aplicación	 indebida	 del	 artículo	 24,	 segundo
párrafo	de	la	Constitución	Política	del	Estado	y	del	artículo	42	numeral	1	de
la	Ley	N°	27809	-	Ley	del	Sistema	Concursal,	en	tanto	no	está	debidamente
acreditado	que	 los	 trabajadores	hayan	percibido	efectivamente	 los	citados
beneficios	laborales.”	(C.	S.,	Cas.	427-2009-Lima,	jul.	30/2010.	V.	P.	Acevedo
Mena)
JURISPRUDENCIA.—Opción	 de	 determinar	 los	 aportes	 previsionales
impagos	 con	 la	 remuneración	 máxima	 asegurable	 solo	 procede	 si	 el
empleador,	 sin	 justificación	 alguna,	 incumple	 con	 informar	 el	 monto
real.	 “(…)	 si	 bien	 el	 artículo	 148	 de	 la	 Resolución	 N°	 080-98-EF/SAFP
dispone	 que	 para	 determinar	 el	 monto	 de	 los	 aportes	 previsionales
impagos,	la	AFP	podrá,	entre	otras	opciones,	tomar	como	base	de	cálculo	el
monto	de	 la	 remuneración	máxima	 asegurable,	 se	 trata	 en	 realidad	de	un
supuesto	que	resulta	procedente	solo	en	aquellos	casos	en	que	el	empleador
sin	 justificación	 alguna	 incumpla	 con	 informar	 el	 monto	 real	 de	 la
remuneración	del	 asegurado,	 lo	que	no	acontece	en	el	presente	 caso	pues
tratándose	 de	 un	 procedimiento	 concursal,	 las	 acreencias	 deberán
necesariamente	 calcularse	 sobre	 una	 base	 remunerativa	 que	 se
corresponda	 con	 la	 realidad	mas	 no	 conforme	 a	 la	 remuneración	máxima
asegurable.”	(C.	S.,	Cas.	427-2009-Lima,	jul.	30/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
CAPÍTULO	IV
JUNTAS	DE	ACREEDORES
Ley	27809.
ART.	43.—Convocatoria	a	instalación	de	junta	de	acreedores.
43.1.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 16.	 La	 comisión	 dispondrá	 la
convocatoria	 a	 junta	 poniendo	 a	 disposición	 del	 deudor	 o	 acreedor
responsable,	un	aviso	que	se	publicará	por	una	sola	vez	en	el	Diario	Oficial
El	Peruano.	Entre	la	publicación	del	aviso	y	la	fecha	de	la	junta	en	primera
convocatoria	deberá	mediar	no	menos	de	tres	(3)	días.
43.2.	La	citación	a	junta	deberá	señalar	el	 lugar,	día	y	hora	en	que	ésta	se
llevará	a	cabo	en	primera	y	segunda	convocatoria.	Entre	cada	convocatoria
deberá	mediar	dos	(2)	días.
JURISPRUDENCIA.—La	ausencia	de	la	junta	de	acreedores	no	determina
la	ausencia	de	terceros	con	interés	en	los	activos	del	deudor:	nulidad	de
arbitraje	por	falta	de	notificación	a	acreedores.	“(…)	En	este	punto,	cabe
precisar	 que	 no	 debe	 confundirse	 la	 existencia	 de	 los	 acreedores	 de	 una
empresa	sometida	a	concurso,	con	la	instalación	y	vigencia	del	órgano	que
los	representa	dentro	del	proceso	concursal,	que	no	es	otra	que	la	junta	de
acreedores,	 por	 lo	 que	 la	 inexistencia	 de	 esta	 última	 no	 determina	 la
ausencia	 o	 inexistencia	 de	 terceros	 con	 interés	 en	 la	 realización	 de	 los
activos	de	la	fallida	(…)	la	sala	superior	ha	amparado	la	demanda	en	razón	a
que	el	apoderado	de	la	Pesquera	(…)	señaló	durante	el	trámite	del	proceso
arbitral	que	la	empresa	se	encontraba	sometida	a	procedimiento	concursal
(…)	circunstancia	que	evidencia	que	el	árbitro	tuvo	conocimiento	oportuno
de	la	existencia	de	acreedores,	a	quienes	no	se	les	notificó	de	modo	alguno
con	 las	 actuaciones	 del	 proceso	 arbitral	 ni	 se	 les	 otorgó	 la	 debida	 tutela
jurisdiccional	a	sus	derechos	(…).”	(C.	S.,	Cas.	4582-86-Ica,	abr.	01/2008.	V.
P.	Ticona	Postigo)
Ley	27809.
ART.	44.—Participación	del	representante	de	la	comisión.
44.1.	 La	 comisión	 nombrará	 a	 uno	 o	 más	 representantes	 para	 que	 la
represente	 ante	 las	 juntas	 donde	 se	 trate	 la	 decisión	 sobre	 el	 destino	 del
deudor,	la	aprobación	del	plan	de	reestructuración,	convenio	de	liquidación
y	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación,	 así	 como	 sus	 modificaciones.	 La
participación	del	representante	de	la	comisión	será	obligatoria.
44.2.	A	 las	demás	 juntas	podrá	enviar	a	un	 representante	para	que	actúe
como	observador	y	recoja	información.
Ley	27809.
ART.	 45.—Facultades	 del	 representante	 de	 la	 comisión	 en	 junta	 de
acreedores.
45.1.	 En	 las	 juntas	 de	 acreedores	 el	 representante	 de	 la	 comisión	 podrá
intervenir	con	voz	pero	sin	voto,	y	deberá	verificar	el	cumplimiento	de	los
quórum	de	instalación	y	las	mayorías	exigidas	por	la	ley	en	la	adopción	de
los	acuerdos.
45.2.	 En	 las	 reuniones	 de	 junta	 donde	no	 sea	 obligatoria	 la	 participación
del	 representante	 de	 la	 comisión,	 el	 presidente	 de	 la	 junta,
obligatoriamente,	verificará	el	cumplimiento	de	los	quórum	de	instalación	y
las	mayorías	 exigidas	 por	 la	 ley	 en	 la	 adopción	 de	 los	 acuerdos.	 En	 todo
caso,	 la	 administración	 del	 deudor	 o	 el	 liquidador,	 según	 corresponda,
estará	 obligado	 a	 elaborar	 las	 respectivas	 actas	 de	 junta	 y	 mantener
actualizado	el	listado	de	acreedores	con	derecho	a	participar.
Ley	27809.
ART.	46.—Participación	del	deudor	en	junta	de	acreedores.	El	deudor
tendrá	 derecho	 a	 asistir	 a	 las	 sesiones	 de	 la	 junta	 en	 forma	 personal	 o
representado,	 únicamente	 para	 manifestar	 su	 posición	 respecto	 del
procedimiento.	 Para	 estos	 efectos,	 la	 representación	 del	 deudor	 persona
jurídica	podrá	ser	ejercida	por	su	representante	debidamente	acreditado	en
el	 procedimiento	 o	 por	 cualquier	 persona	 a	 quien	 éste	 delegue	 su
representación	mediante	 carta	 poder	 simple	 con	 firma	 legalizada,	 la	 cual
deberá	ser	presentada	a	la	comisión	con	una	anticipación	no	menor	de	dos
(2)	días	a	la	fecha	de	la	primera	convocatoria.
Ley	27809.
ART.	47.—Representación	de	acreedores	en	las	juntas.
47.1.	 Para	 participar	 en	 las	 juntas,	 los	 acreedores	 podrán	 acreditar
representantes	 con	anticipación	no	menor	de	dos	 (2)	días	a	 la	 fecha	de	 la
primera	 convocatoria.	 La	 representación	 del	 acreedor	 persona	 jurídica
podrá	ser	ejercida	por	su	representante	acreditado	o	por	cualquier	persona
a	 quien	 éste	 delegue	 su	 representación	mediante	 carta	 poder	 simple	 con
firma	legalizada.
47.2.	 Los	 créditos	 de	 remuneraciones	 y	 beneficios	 sociales	 serán
representados	 por	 quien	 o	 quienes	 designe	 el	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	 del	 Empleo	 conforme	 al	 procedimiento	 establecido	 para	 tal
efecto.	 El	 o	 los	 representantes	 designados	 contarán	 con	 facultades
suficientes	para	 la	 adopción	de	 cualquiera	de	 los	 acuerdos	previstos	en	 la
ley.
47.3.	 La	 representación	 en	 junta	 de	 los	 créditos	 tributarios	 será	 ejercida
por	un	funcionario	designado	por	el	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas.
Ley	27809.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Elección	 de	 representante
laboral	ante	junta	de	acreedores.	Para	efectos	del	cumplimiento	del	artículo
47.2	de	 la	 ley,	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,	mediante
resolución	ministerial,	determinará	el	procedimiento	para	elegir	y	designar
al	 representante	 de	 los	 créditos	 de	 remuneraciones	 y	 beneficios	 sociales
ante	la	junta	de	acreedores,	debiendo	respetar	los	siguientes	criterios:
a)	El	número	de	representantes	será	de	dos,	un	titular	y	un	suplente.
b)	 Será	 elegido	 representante	 quien	 alcance	 la	mayor	 votación	 entre	 los
trabajadores	y	ex	trabajadores	considerando	un	voto	por	cada	acreedor.
c)	La	designación	por	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	se
realizará	tomando	en	cuenta	la	elección	realizada	por	los	ex	trabajadores	y
trabajadores.
d)	 Se	 deben	 establecer	 las	 causales	 para	 el	 reemplazo	 justificado	 del
representante	y	los	mecanismos	de	control	de	los	electores.
La	 reglamentación	 debe	 emitirse	 dentro	 de	 un	 plazo	 máximo	 de	 treinta
(30)	días	de	publicada	la	presente	ley.
Ley	27809.
ART.	48.—Participación	del	acreedor	tributario	en	junta.
48.1.	 Cuando	 se	 someta	 a	 la	 junta	 la	 decisión	 del	 destino	 del	 deudor,
aprobación	del	plan	de	reestructuración,	convenio	de	liquidación	o	acuerdo
global	 de	 refinanciación,	 así	 como	 sus	modificaciones	 el	 representante	 de
los	créditos	de	origen	tributario	deberá	pronunciarse,	bajo	responsabilidad
administrativa,	sobre	los	temas	propuestos.
48.2.	Si	tuviese	una	posición	contraria	a	la	continuación	de	actividades	del
deudor,	a	 la	aprobación	del	plan	de	reestructuración,	o	del	acuerdo	global
de	refinanciación,	su	voto	deberá	estar	fundamentado,	lo	que	se	tendrá	por
cumplido	 con	 su	 sola	 adhesión	 a	 la	 posición	 coincidente	 con	 su	 voto,
debiendo	dejar	constancia	de	ello	en	el	acta.	La	omisión	de	fundamentación
no	producirá	la	nulidad	del	acuerdo.
48.3.	Los	acuerdos	adoptados	por	la	 junta	son	oponibles	a	 los	créditos	de
origen	 tributario	en	 las	mismas	condiciones	aplicables	a	 la	mayoría	de	 los
acreedores	 incluidos	en	el	orden	de	preferencia	en	el	 cual	exista	el	mayor
monto	de	créditos	reconocidos.	Los	casos	de	discrepancia	acerca	de	cuáles
son	esas	condiciones	serán	resueltos	por	la	comisión.	Sin	perjuicio	de	otras
preferencias	 y	 privilegios	 establecidos	 para	 los	 créditos	 tributarios,	 se
observarán	las	condiciones	siguientes:
a)	 Los	 créditos	 de	 origen	 tributario,	 calculados	 hasta	 el	 momento	 de	 la
publicación	a	que	hace	referencia	el	artículo	32,	no	devengarán	ni	generarán
moras,	recargos	ni	multas	por	falta	de	pago.
b)	La	tasa	de	interés	compensatorio	de	la	reprogramación	de	créditos	será
la	 que	 la	 junta	 apruebe	 para	 la	mayoría	 de	 los	 acreedores	 incluidos	 en	 el
orden	 de	 preferencia	 en	 el	 cual	 exista	 el	 mayor	 monto	 de	 créditos
reconocidos.
c)	El	plazo	de	la	reprogramación	de	los	créditos	no	podrá	exceder	del	plazo
que	sea	aprobado	para	la	mayoría	de	los	acreedores	incluidos	en	el	orden	de
preferencia	en	el	cual	exista	el	mayor	monto	de	créditos	reconocidos.
d)	No	serán	capitalizados	ni	condonados	los	créditos.	No	obstante	pasará	al
quinto	orden	de	preferencia	la	parte	de	los	créditos	de	origen	tributario	que,
encontrándose	 en	 el	 cuarto	 orden	 de	 preferencia,	 sea	 equivalente	 al
porcentaje	promedio	capitalizado	o	condonado	por	los	acreedores	incluidos
en	 el	 orden	 de	 preferencia	 en	 el	 cual	 exista	 el	 mayor	 monto	 de	 créditos
reconocidos.
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ART.	49.—Derogado.	D.	Leg.	1050,	Primera	Disposición	Derogatoria.
Dir.	004-2002/CCO-Indecopi.
“(...).
IV.	Fundamentos
1.	La	norma	establecida	en	el	artículo	49.1	de	la	ley	señala	que	el	acreedor
con	 posición	 determinante	 es	 ‘un	 acreedor	 cuyo	 porcentaje	 de	 crédito
resulte	determinante	para	la	adopción	de	un	acuerdo’.	Asimismo,	señala	que
dicho	 acreedor	 es	 aquél	 que	 ‘tuviese	 una	 posición	 contraria	 a	 la
continuación	 de	 actividades	 del	 deudor	 o	 a	 la	 celebración	 de	 un	 plan	 de
reestructuración	 o	 de	 un	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación’.	 Añade	 dicha
norma	 que	 el	 acreedor	 con	 posición	 determinante	 queda	 obligado	 a
sustentar,	bajo	sanción	de	nulidad	del	acuerdo,	su	posición	ante	la	junta	de
acreedores.	 ‘La	abstención,	el	voto	en	contra	o	la	adhesión	a	la	posición	de
un	 tercer	 acreedor	 no	 serán	 suficientes	 para	 eximir	 al	 acreedor	 de	 la
obligación	aludida’.
2.	 La	 norma	 bajo	 comentario	 puede	 estar	 sujeta	 a	 distintas
interpretaciones.	 Así,	 puede	 entenderse	 por	 acreedor	 con	 posición
determinante	aquél	acreedor	que	haya	votado	en	contra	de	las	propuestas
que	 impliquen	 la	 continuación	 del	 deudor	 en	 el	 mercado	 y	 que,	 además,
tenga	un	alto	porcentaje	de	participación	en	junta.	De	igual	forma,	se	puede
comprender	 dentro	 de	 este	 concepto,	 a	 todos	 los	 acreedores	 opositores	 a
tales	 propuestas	 que	 tengan	 un	 porcentaje	 mayoritario	 e,	 inclusive,	 a
aquellos	 que	 teniendo	 un	 porcentaje	 de	 votación	minoritario,	 su	 voto	 sea
determinante	 para	 alcanzar	 la	 adopción	 de	 dichos	 acuerdos.	 Finalmente,
puede	englobarse	dentro	de	este	concepto	al	acreedor	o	acreedores	que	se
hayan	 abstenido	 de	 votar,	 y	 cuyo	 porcentaje	 de	 participación,	 sea
mayoritario	o	no,	sea	necesario	para	la	adopción	del	acuerdo.
3.	 Ante	 estas	 posibles	 interpretaciones,	 y	 atendiendo	 a	 que	 la	 primera
disposición	transitoria	de	la	ley	prevé	que	sus	disposiciones	‘se	aplicarán	a
los	procedimientos	en	trámite	bajo	la	Ley	de	Reestructuración	Patrimonial,
en	 la	 etapa	 en	 que	 se	 encuentren’,	 se	 hace	 necesario	 interpretar	 dicha
norma	de	 la	manera	más	objetiva	posible,	 a	 fin	de	 evitar	 interpretaciones
subjetivas	que	puedan	obstaculizar	la	adopción	de	acuerdos	y	que	ello,	por
otro	lado,	genere	incertidumbre	en	los	acreedores	y	un	aumento	en	el	nivel
de	 impugnaciones	de	acuerdos,	con	el	consecuente	 incremento	en	 la	carga
procesal	 para	 las	 comisiones,	 el	 retraso	 en	 las	 decisiones	 que	 a	 los
acreedores	 les	 corresponde	 tomar	y	 la	 falta	de	predictibilidad	del	 sistema
concursal.
4.	Teniendo	en	consideración	lo	anterior,	debe	señalarse	que	la	norma	en
cuestión	 parte	 de	 considerar	 que	 la	 participación	 de	 los	 acreedores	 en	 el
concurso	no	solamente	supone	un	derecho	y	un	sinnúmero	de	facultades	de
decisión	al	interior	del	concurso,	sino	también	una	responsabilidad	frente	al
resto	de	acreedores.
5.	En	ese	sentido,	una	interpretación	objetiva	de	la	norma	nos	debe	llevar	a
considerar	 que	 ésta	 busca	 evitar	 que	 acreedores	 importantes,	 en	 lo	 que	 a
porcentaje	 de	 participación	 se	 refiere,	 tomen	 decisiones	 que	 impidan
innecesariamente	la	reestructuración	patrimonial	del	deudor	concursado.
6.	 En	 razón	 a	 ello,	 debe	 interpretarse	 la	 obligación	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 49.1.	 de	 la	 ley	 como	 una	 carga	 mínima	 que	 se	 ha	 impuesto	 al
acreedor	con	mayor	porcentaje	de	participación,	a	fin	de	incentivar	que	los
acuerdos	esenciales	para	definir	la	continuación	del	deudor	en	el	mercado,
puedan	ser	analizados	debidamente	por	todos	los	acreedores	del	concurso,
principalmente	 por	 aquéllos	 que	 tienen	 mayor	 responsabilidad	 en	 el
desarrollo	 del	 procedimiento	 concursal,	 al	 tener	 mayor	 participación
porcentual	en	la	decisión.
7.	A	efectos	de	establecer	a	quién	le	corresponde	cumplir	con	la	obligación
a	qué	 se	 refiere	 el	 artículo	49.1.,	 se	hace	necesario	delimitar	 el	 ámbito	de
aplicación	 de	 esta	 norma.	 En	 ese	 sentido,	 una	 interpretación	 objetiva	 de
dicha	 norma	 debe	 considerar	 únicamente	 el	 universo	 de	 acreedores	 que
votaron	 en	 contra	 o	 se	 abstuvieron	 de	 votar	 frente	 a	 las	 propuestas	 de
continuación	 de	 actividades	 del	 deudor	 o	 la	 celebración	 de	 un	 plan	 de
reestructuración	 o	 de	 un	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación,	 e	 identificar
dentro	de	ese	universo	a	aquél	acreedor	con	el	mayor	porcentaje	de	créditos
reconocidos.
8.	 Por	otra	parte,	 para	 evitar	que	 el	 supuesto	 contemplado	en	 el	 artículo
49.2	 de	 la	 ley	 pueda	 estar	 sujeto	 también	 al	 mismo	 problema	 de
interpretaciones	 subjetivas	 que	 conlleven	 a	 una	 errónea	 percepción	 de	 la
finalidad	 que	 se	 busca	 con	 la	 regulación	 del	 concepto	 de	 acreedor	 con
posición	determinante,	es	preciso	aclarar	los	términos	de	‘fundamentación’
y	 ‘conducta	evasiva’.	Esto	es	 importante,	además,	porque	la	comisión	tiene
la	obligación	de	aplicarle	 al	 acreedor	que	 tenga	una	 conducta	evasiva	una
multa	de	hasta	100	unidades	impositivas	tributarias.
9.	 A	 estos	 efectos,	 y	 considerando	 que	 la	 potestad	 administrativa
sancionadora	debe	ejercerse	en	concordancia	con	los	principios	de	legalidad
y	certeza,	debe	entenderse	que	el	acreedor	con	posición	determinante	habrá
cumplido	con	la	obligación	que	le	impone	el	artículo	49.1	de	la	ley,	cuando
exprese	la	razón	o	razones	que	lo	llevaron	a	emitir	un	voto	en	contra	o	ha
abstenerse	de	votar,	cual	fuere	el	sentido	de	las	razones	que	manifieste.
V.	Contenido
1.	Determinación	del	acreedor	con	posición	determinante.
De	 conformidad	 con	 el	 artículo	 49.1	 de	 la	 ley,	 la	 determinación	 del
acreedor	con	posición	determinante	procederá	solamente	en	aquellos	casos
en	los	que,	habiéndose	sometido	a	votación	la	propuesta	de	continuación	de
actividades	del	deudor,	 el	 plan	de	 reestructuración	o	 el	 acuerdo	global	de
refinanciación,	estas	opciones	fueran	rechazadas	por	la	junta	de	acreedores.
En	 atención	 a	 lo	 anterior,	 un	 primer	 paso	 que	 deberá	 seguir	 el
representante	 de	 la	 Comisión	 Delegada	 de	 Procedimientos	 Concursales,
luego	 de	 haberse	 proclamado	 el	 resultado	 de	 los	 votos	 por	 parte	 del
presidente	 de	 la	 junta	 de	 acreedores,	 en	 el	 sentido	 referido	 en	 el	 párrafo
precedente,	 es	 individualizar	a	aquellos	acreedores	que	votaron	en	contra
de	las	referidas	propuestas	o	se	abstuvieron	de	manifestar	su	posición.
Luego	de	ello,	el	representante	de	la	comisión	deberá	identificar,	dentro	de
ese	universo	de	acreedores,	a	aquél	acreedor	que	cuente	con	el	porcentaje
de	 créditos	 reconocidos	 más	 alto	 de	 los	 presentes	 en	 la	 junta.	 En	 ese
sentido,	 el	 acreedor	 con	 posición	 determinante	 sólo	 será	 uno	 de	 los	 que
hayan	 votado	 en	 contra	 o	 se	 hubieran	 abstenido	 de	 votar	 frente	 a	 las
propuestas	antes	señaladas.
En	 síntesis,	 el	 acreedor	 con	 posición	 determinante	 será	 aquél	 cuyo
porcentaje	de	participación	en	la	 junta	sea	el	más	alto	dentro	del	universo
de	acreedores	que	se	hayan	opuesto	a	tales	propuestas	o	se	hayan	abstenido
de	votar	por	la	continuación	de	actividades	del	deudor	o	por	la	aprobación
del	plan	de	reestructuración	o	el	acuerdo	global	de	refinanciación.
En	el	supuesto	que	más	de	un	acreedor	incurra	en	la	calidad	anteriormente
señalada,	 por	 existir	 plena	 coincidencia	 en	 el	 respectivo	 porcentaje	 de
participación,	 dichos	 acreedores	 deberán	 proceder	 conforme	 se	 indica	 en
los	puntos	siguientes.
2.	 Oportunidad	 para	 que	 el	 acreedor	 con	 posición	 determinante
sustente	su	posición	ante	la	junta.
Luego	de	terminada	la	votación	y	que	el	representante	de	la	comisión	haya
informado	 que	 la	 propuesta	 sometida	 a	 consideración	 de	 la	 junta	 de
acreedores	ha	sido	desaprobada,	procederá	a	indicar	cuál	es	el	acreedor	con
posición	determinante	y	 le	solicitará	que	sustente	su	posición,	 tal	 como	 lo
exige	el	artículo	49.1	de	la	ley,	para	lo	cual	dará	lectura	a	la	referida	norma.
3.	 Expresión	 de	 los	 fundamentos	 por	 el	 acreedor	 con	 posición
determinante.
Se	considerará	que	el	acreedor	con	posición	determinante	ha	cumplido	con
su	obligación	de	sustentar	su	posición,	cuando	este	último	exprese	la	razón
o	razones,	cualquiera	fuera	su	contenido,	que	lo	llevaron	a	votar	en	contra	o
abstenerse	frente	a	la	propuesta	de	continuación	de	actividades	del	deudor,
celebración	 de	 un	 plan	 de	 reestructuración	 o	 de	 un	 acuerdo	 global	 de
refinanciación,	 debiendo	 constar	 tales	 fundamentos	 en	 actas	 y	 sin	 que	 al
respecto	proceda	calificación	alguna.
Solamente	se	considerará	conducta	evasiva	en	los	términos	que	contempla
el	artículo	49.2	de	la	ley,	la	negativa	del	acreedor	con	posición	determinante
a	expresar	la	razón	o	razones	de	su	posición,	luego	que	sea	requerido	por	el
representante	 de	 la	 comisión.	 En	 este	 último	 caso,	 corresponderá	 al
funcionario	correspondiente	informar	de	ello	a	su	comisión	a	efectos	de	que
evalúe	la	imposición	de	la	multa	respectiva.
(...).”
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ART.	50.—Instalación	de	la	junta	de	acreedores.
50.1.	En	el	 lugar,	día	y	hora	 indicados	en	 la	 convocatoria,	 se	procederá	a
instalar	 la	 junta.	 A	 tal	 efecto	 se	 requerirá	 en	 primera	 convocatoria	 la
presencia	 de	 acreedores	 que	 representen	 más	 del	 66,6%	 de	 los	 créditos
reconocidos.	 En	 la	 segunda	 convocatoria,	 la	 junta	 se	 instalará	 con	 la
presencia	de	los	acreedores	reconocidos	que	hubieren	asistido.
50.2.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 17.	 Si	 luego	 de	 las	 dos	 fechas
señaladas	en	el	aviso	de	convocatoria	 la	 junta	no	se	 instalase,	en	un	plazo
máximo	de	diez	(10)	días	y	por	única	vez,	el	deudor	o	los	acreedores	podrán
solicitar	 a	 la	 comisión	 la	 autorización	 para	 publicar	 un	 nuevo	 aviso	 de
convocatoria.
50.3.	De	oficio	o	a	pedido	del	deudor	o	de	acreedores	que	representen	en
conjunto	 más	 del	 10%	 del	 monto	 total	 de	 los	 créditos	 reconocidos,	 la
comisión	podrá	suspender	la	instalación	de	la	junta	de	acreedores	siempre
que	 medie	 razón	 justificada.	 En	 caso	 de	 que	 sea	 un	 pedido	 de	 parte,	 la
comisión	 dispondrá	 que	 los	 solicitantes	 otorguen	 una	 garantía	 idónea,	 la
misma	 que	 será	 determinada	 por	 la	 comisión,	 para	 el	 eventual
resarcimiento	de	los	daños	y	perjuicios	que	pudiera	causar	tal	suspensión.
50.4.	 En	 la	 reunión	 de	 instalación	 de	 la	 junta,	 ésta	 podrá	 pronunciarse
sobre	los	siguientes	temas:
a)	Elección	de	sus	autoridades.
b)	Decisión	sobre	el	destino	del	deudor.
c)	Aprobación	del	régimen	de	administración	o	designación	del	liquidador,
de	ser	el	caso.
d)	Aprobación	del	plan	de	reestructuración	o	del	convenio	de	liquidación,
de	ser	el	caso.
e)	 Nombramiento	 del	 comité	 de	 junta	 de	 acreedores	 y	 delegación	 de
facultades.
50.5.	Modificado.	D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 17.	 En	 caso	 de	 que	 la	 disolución	 y
liquidación	 del	 deudor	 se	 haya	 iniciado	 en	 aplicación	 del	 literal	 b)	 del
numeral	24.2	del	artículo	24,	la	junta	se	desarrollará	en	el	lugar,	día	y	hora
señalados	en	única	convocatoria.	La	junta	se	podrá	instalar	con	la	asistencia
de	cualquier	acreedor	reconocido	y	 los	acuerdos	se	adoptarán	con	el	voto
favorable	del	acreedor	o	acreedores	que	representen	créditos	superiores	al
cincuenta	 por	 ciento	 (50%)	 de	 los	 créditos	 asistentes	 a	 la	 junta	 de
acreedores.
50.6.	En	los	supuestos	descritos	en	el	párrafo	precedente,	en	la	reunión	de
instalación	 la	 junta	 podrá	 elegir	 a	 sus	 autoridades,	 designar	 al	 liquidador,
aprobar	 el	 convenio	de	 liquidación,	 así	 como	adoptar	 la	decisión	 a	que	 se
refiere	 el	 literal	 e)	 del	 cuarto	 párrafo	 del	 presente	 artículo.	 La	 junta	 no
podrá	 acordar	 la	modificación	del	 destino	del	 deudor	o	de	 su	patrimonio,
salvo	 que	 efectúe	 las	 acciones	 necesarias	 para	 dejar	 el	 estado	 de
insuficiencia	 patrimonial	 o	 de	 cesación	 de	 pagos	 previstos	 en	 la	 ley	 como
causales	de	liquidación	directa.	La	junta	deberá	demostrar	a	la	comisión	la
reversión	de	tal	situación.
50.7.	 Si	 en	 el	 caso	 referido	 en	 el	 quinto	 párrafo	 del	 presente	 artículo,	 la
junta	 no	 se	 instala	 en	 la	 oportunidad	 prevista	 o	 dentro	 del	 término	 de
treinta	 (30)	 días	 posteriores	 a	 la	 ocurrencia	 de	 dicho	 hecho	 no	 se
implementa	la	liquidación	mediante	la	adopción	de	los	acuerdos	necesarios
para	 que	 ello	 ocurra,	 la	 comisión	 designará,	 de	 oficio,	 un	 liquidador,
siguiendo	las	reglas	establecidas	en	el	artículo	97.
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ART.	51.—Atribuciones	 genéricas	 y	 responsabilidades	 de	 la	 junta	 de
acreedores,	comité,	administradores	y	liquidadores.
51.1.	Sin	perjuicio	de	las	demás	que	se	señalen	en	los	artículos	de	la	ley,	la
junta	tendrá	las	siguientes	atribuciones	genéricas:
a)	 Decidir	 el	 destino	 del	 deudor,	 pudiendo	 optar	 entre	 cualquiera	 de	 las
siguientes	alternativas:
a.1.	El	inicio	de	una	reestructuración	patrimonial	conforme	a	lo	establecido
en	el	Capítulo	V	del	Título	II	de	la	ley;	o
a.2.	 La	 disolución	 y/o	 liquidación,	 con	 excepción	 de	 los	 bienes
inembargables,	 en	 cuyo	 caso	 ingresará	 una	 disolución	 y	 liquidación
conforme	a	lo	establecido	en	el	Capítulo	VI	del	Título	II	de	la	ley;
b)	Supervisar	la	ejecución	de	los	acuerdos	que	haya	adoptado	conforme	al
literal	anterior,	para	 lo	cual	podrá	 tomar	 todas	 las	medidas	que	considere
pertinentes;
c)	Solicitar	al	administrador	o	 liquidador,	según	el	caso,	 la	elaboración	de
informes	económicos	financieros	que	considere	necesarios	para	la	adopción
de	sus	acuerdos;
d)	Designar	de	entre	sus	miembros	a	un	comité	en	el	cual	podrá	delegar	en
todo	o	en	parte	las	atribuciones	que	le	confiere	esta	ley,	con	excepción	de	la
decisión	a	que	se	refiere	el	literal	a)	del	presente	artículo,	la	aprobación	del
plan	 de	 reestructuración	 o	 convenio	 de	 liquidación,	 según	 el	 caso,	 y	 sus
modificaciones;	y
e)	En	caso	de	que	 la	 junta	de	acreedores	decida	por	 la	reestructuración	y
opte	por	 la	 capitalización	de	 sus	 acreencias,	 podrá	 en	 cualquier	momento
ajustar	el	patrimonio	del	deudor,	previa	auditoría	económica,	realizada	por
auditores	registrados	ante	el	Indecopi.
51.2.	 Los	 acreedores	 que	 forman	 parte	 del	 comité,	 así	 como	 los
administradores	y	liquidadores,	responden,	ilimitada	y	solidariamente,	ante
los	propios	acreedores,	accionistas	y	terceros	por	los	daños	y	perjuicios	que
causen	 por	 los	 acuerdos	 o	 actos	 contrarios	 a	 la	 ley,	 al	 estatuto	 o	 por	 los
realizados	con	dolo,	abuso	de	facultades	o	negligencia	grave.
51.3.	Es	responsabilidad	del	comité	el	cumplimiento	de	los	acuerdos	de	la
junta,	salvo	que	ésta	haya	dispuesto	algo	distinto.
51.4.	 Los	 miembros	 del	 comité	 son	 asimismo	 responsables	 con	 los
miembros	 que	 los	 hayan	 precedido	 por	 las	 irregularidades	 que	 éstos
hubiesen	 cometido	 si,	 conociéndolas,	 no	 las	 denunciaren	 por	 escrito	 a	 la
junta.
51.5.	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 18.	 En	 ningún	 caso	 se	 podrá
acordar	el	pago	de	dietas,	retribuciones	o	conceptos	similares	a	favor	de	las
autoridades	 de	 la	 junta	 de	 acreedores	 o	 de	 los	 integrantes	 del	 comité	 de
junta	 de	 acreedores	 con	 cargo	 al	 patrimonio	 sujeto	 a	 concurso,	 bajo
apercibimiento	 de	 imponer	 a	 dichas	 autoridades	 e	 integrantes	 multas	 no
menores	 de	 una	 (1)	 ni	 mayores	 de	 cien	 (100)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Mientras	no	se	deje	sin	efecto	la	declaración
de	 insolvencia,	el	acuerdo	de	disolución	y	 liquidación	de	 la	sociedad	es
facultad	de	la	junta	de	acreedores.	“Al	encontrarse	la	sociedad	en	estado
de	 insolvencia,	 de	 acuerdo	 al	 artículo	 35	 de	 la	 derogada	 ‘Ley	 de
Reestructuración	Patrimonial’	(Decreto	Legislativo	N°	845)	y	al	artículo	51
de	 la	 vigente	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal	 (Ley	 27809)	 –aplicable
conforme	a	la	Primera	Disposición	Transitoria	de	esta	última–,	corresponde
a	 la	 junta	 de	 acreedores	 decidir	 el	 destino	 de	 la	 misma,	 ya	 sea	 su
reestructuración	patrimonial,	su	disolución	y	liquidación,	etc.
En	 ese	 mismo	 sentido,	 en	 tanto	 no	 se	 deje	 sin	 efecto	 la	 declaración	 de
insolvencia	(o	la	situación	de	concurso),	la	representación	de	la	sociedad,	la
disolución	y	liquidación	corresponderá	a	la	junta	de	acreedores”.	(Sunarp,	R.
1926-2014-Sunarp-TR-L,	oct.	14/2014.	V.	P.	Mirtha	Rivera	Bedregal)
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ART.	52.—Derecho	de	información	de	los	acreedores	en	junta.
52.1.	Únicamente	podrán	tratarse	en	las	reuniones	de	la	junta,	bajo	sanción
de	 nulidad,	 los	 temas	 consignados	 en	 la	 agenda	 publicada	 con	 la
convocatoria.	 Quedan	 exceptuados	 los	 casos	 en	 que	 reunidos	 en	 junta	 los
titulares	 o	 representantes	 del	 100%	 de	 los	 créditos	 reconocidos,	 éstos
acordaran	 con	 el	 voto	 de	 acreedores	 que	 representen	 al	 100%	del	monto
total	de	los	créditos	reconocidos	por	la	comisión,	tratar	temas	no	incluidos
en	la	agenda.	Se	dejará	constancia	en	acta	de	tal	acuerdo.
52.2.	 La	 información	 y	 documentación	 necesaria	 deberá	 ponerse	 a
disposición	de	los	acreedores,	por	el	deudor,	en	el	local	de	la	comisión	o,	en
otro	lugar	debidamente	difundido,	con	una	anticipación	no	menor	a	tres	(3)
días	anteriores	a	la	realización	de	la	primera	convocatoria	a	junta.
52.3.	 La	 entrega	 de	 la	 referida	 documentación	 constituye	 una	 obligación
exclusiva	a	cargo	del	deudor.	El	incumplimiento	o	el	cumplimiento	parcial,
tardío	 o	 defectuoso	 de	 esta	 obligación	 no	 impide	 a	 la	 junta	 sesionar
válidamente	y	adoptar	acuerdos.
Ley	27809.
ART.	53.—Mayorías	requeridas	para	la	adopción	de	acuerdos.
53.1.	Los	acuerdos	de	la	junta	previstos	en	el	literal	a)	del	artículo	51.1,	el
acuerdo	 de	 aprobación	 del	 plan	 de	 reestructuración,	 del	 convenio	 de
liquidación	y	del	acuerdo	global	de	refinanciación,	y	sus	modificaciones,	así
como	 aquéllos	 para	 los	 que	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 exija	 mayorías
calificadas,	 se	 adoptarán,	 en	 primera	 convocatoria,	 con	 el	 voto	 de
acreedores	que	representen	créditos	por	un	importe	superior	al	66,6%	del
monto	 total	 de	 los	 créditos	 reconocidos	 por	 la	 comisión.	 En	 segunda
convocatoria	los	acuerdos	se	adoptarán	con	el	voto	favorable	de	acreedores
representantes	 de	 un	 importe	 superior	 al	 66,6%	 del	 total	 de	 los	 créditos
asistentes.
53.2.	Con	excepción	de	las	disposiciones	especiales	contenidas	en	la	ley,	los
demás	acuerdos	que	se	sometan	a	consideración	de	 la	 junta	se	adoptarán,
en	 primera	 convocatoria,	 con	 el	 voto	 de	 los	 acreedores	 que	 representen
créditos	 por	 un	 importe	 superior	 al	 50%	 del	 monto	 total	 de	 los	 créditos
reconocidos	por	la	comisión.	En	segunda	convocatoria	se	requerirá	el	voto
favorable	 de	 acreedores	 que	 representen	 un	 importe	 superior	 al	 50%	del
total	de	los	créditos	asistentes.
Ley	27809.
ART.	54.—Elección	y	funciones	de	las	autoridades	de	la	junta.
54.1.	La	junta	elegirá	de	su	seno	a	los	acreedores	que	ejercerán	los	cargos
de	 presidente	 y	 vicepresidente.	 En	 caso	 de	 imposibilidad,	 impedimento,
ausencia	 o	 negativa	 injustificada	 del	 presidente,	 sus	 funciones	 serán
asumidas	por	el	vicepresidente	o,	en	su	defecto,	la	junta	elegirá	por	votación
con	mayoría	simple	al	acreedor	que	interinamente	asumirá	las	funciones	del
presidente.
54.2.	 Constituye	 requisito	 para	 formalizar	 la	 elección	 del	 presidente	 y
vicepresidente,	 bajo	 sanción	 de	 nulidad,	 la	 aceptación,	 en	 el	 acto,	 de	 los
acreedores	elegidos.
54.3.	En	caso	de	ausencia	del	presidente	y	del	vicepresidente	la	junta	podrá
elegir	 en	 cada	 sesión	 al	 acreedor	 que	 presidirá	 la	 reunión.	 Para	 estos
efectos,	el	representante	de	la	comisión,	en	caso	de	que	participe	en	la	junta,
presidirá	 la	reunión	hasta	que	se	efectúe	 la	elección	antes	mencionada.	En
caso	 de	 que	 el	 representante	 de	 la	 comisión	 no	 participe	 en	 la	 reunión,	 y
hasta	 que	 se	 efectúe	 la	 elección	 antes	 mencionada,	 presidirá	 la	 junta	 el
acreedor	 asistente	 que	 cuente	 con	 el	 mayor	 porcentaje	 de	 créditos
reconocidos.
54.4.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 19.	 El	 presidente	 de	 la	 junta
representa	a	dicho	órgano	colegiado	y	es	el	encargado	de	convocar	y	dirigir
las	reuniones	de	la	misma.	Adicionalmente,	bajo	apercibimiento	de	multa,	se
responsabiliza	 por	 la	 elaboración,	 suscripción,	 presentación	 de	 las	 actas
conforme	 los	 términos	 establecidos	 en	 la	 presente	 ley	 o	 en	 la	 directiva
correspondiente,	así	como	su	conservación.
RESOLUCIÓN	CONCURSAL.—Procedimiento	colectivo	de	cobro	ordenado
de	créditos.	“1.	De	 conformidad	 con	 lo	 señalado	 en	 los	 artículos	 I	 y	 II	 del
Título	Preliminar	de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal,	éste	establece	un
procedimiento	 colectivo	 de	 cobro	 ordenado	de	 créditos	 que	 permite,	 bajo
reducidos	costos	de	transacción,	distribuir	entre	la	totalidad	de	acreedores
involucrados	los	beneficios	y	pérdidas	derivados	del	concurso	en	función	a
su	 grado	 de	 afectación	 por	 la	 crisis	 patrimonial	 del	 deudor,	 mediante	 la
asignación	 eficiente	 de	 los	 recursos	 orientada	 a	 la	 maximización	 del
patrimonio	 en	 crisis.	 Para	 el	 cumplimiento	 de	 dicho	 objetivo,	 la	 ley	 ha
provisto	a	la	colectividad	de	acreedores	de	amplias	facultades	para	adoptar
las	decisiones	que	consideren	más	convenientes	para	la	recuperación	de	los
créditos	comprendidos	en	el	concurso.
2.	Conforme	a	lo	dispuesto	en	los	artículos	51,	54	y	56	de	la	Ley	General	del
Sistema	Concursal,	en	el	marco	de	la	junta	de	acreedores,	la	elección	de	sus
autoridades	 tiene	 por	 finalidad	 delegar	 en	 determinados	 acreedores	 la
responsabilidad	 de	 representar	 a	 dicho	 órgano	 deliberativo	 a	 efectos	 de
promover	el	impulso	del	procedimiento	concursal	a	través	de	la	realización
de	 aquellos	 actos	 que	 faciliten	 la	 adopción	 de	 acuerdos	 oportunos	 y	 el
cumplimiento	de	 los	mismos.	De	 igual	modo,	 la	 labor	de	 los	miembros	del
Comité	de	Acreedores	consiste	básicamente	en	asumir	por	delegación	parte
de	 las	 funciones	 correspondientes	 a	 la	 junta	 y	 encargarse	 de	 velar	 por	 el
cumplimiento	de	los	acuerdos	adoptados	por	la	junta	de	acreedores.
3.	La	naturaleza	de	 las	 funciones	ejercidas	por	 las	autoridades	de	 la	 junta
de	acreedores	y	de	 los	 integrantes	del	comité	de	acreedores	no	permite	el
pago	de	 retribuciones	a	 favor	de	dichas	autoridades	por	el	desempeño	de
sus	 cargos	a	 cuenta	del	patrimonio	objeto	del	 concurso,	 en	 la	medida	que
tales	 autoridades	 no	 participan	 en	 el	 procedimiento	 por	 la	 expectativa	 de
obtener	 un	 beneficio	 económico	 en	 calidad	 de	 contraprestación	 por	 el
ejercicio	de	sus	funciones,	sino	en	virtud	de	su	propia	decisión	de	aceptar	el
encargo	de	impulsar	el	desarrollo	del	procedimiento	para	tutelar	el	interés
colectivo	de	la	masa	de	acreedores	de	la	cual	ellos	mismos	forman	parte	y,
de	esta	manera,	velar	por	la	satisfacción	de	su	propio	interés	creditorio	en
su	calidad	de	acreedores	involucrados	en	la	crisis	patrimonial	del	deudor.
4.	En	caso	de	que	 la	 junta	de	acreedores	o	el	 comité	acuerden	el	pago	de
dietas,	retribuciones	o	conceptos	similares	a	favor	de	sus	autoridades	o	de
los	 integrantes	del	 comité	de	 acreedores	 con	 cargo	al	 patrimonio	 sujeto	 a
concurso,	dicho	acuerdo	será	inválido,	de	conformidad	con	los	fundamentos
desarrollados	 anteriormente,	 siendo	 responsabilidad	 de	 las	 comisiones
pronunciarse	 por	 dicha	 invalidez	 de	 manera	 inmediata.”	 (R.	 N°	 0329-
2005/TDC-Indecopi,	21.03.2005)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 la	 Sala	 de	Defensa	 de	 la	 Competencia	 del	 Tribunal	 de
Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 de	 Indecopi	 constituye	 precedente	 de
observancia	obligatoria.
Ley	27809.
ART.	55.—Formalidades,	contenido,	aprobación	y	validez	de	las	actas.
55.1.	 Los	 acuerdos	 de	 junta	 constarán	 en	 actas,	 las	 mismas	 que	 se
registrarán	 en	 un	 libro	 con	 las	 formalidades	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades.	Las	actas	serán	suscritas	por	el	presidente,	el	representante	de
la	comisión	y	un	acreedor	designado	por	la	propia	junta.
55.2.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 20.	 En	 las	 juntas	 en	 las	 que	 no
participe	el	representante	de	la	comisión,	el	acta	debe	quedar	suscrita	por	el
presidente	y	el	acreedor	designado	dentro	de	los	diez	(10)	días	siguientes	a
la	 realización	 de	 la	 junta.	 El	 presidente	 de	 la	 junta	 deberá	 presentar	 a	 la
comisión	copia	del	acta	debidamente	suscrita,	dentro	de	un	plazo	no	mayor
de	tres	(3)	días	contados	a	partir	de	la	conclusión	del	plazo	antes	citado,	a
fin	de	que	sea	incorporada	en	el	expediente.
55.3.	 Las	 actas	 de	 juntas,	 debidamente	 certificadas,	 constituyen	 títulos
ejecutivos,	únicamente	respecto	de	la	ejecución	de	acuerdos	relacionados	al
nombramiento	 y	 asunción	 de	 funciones	 de	 administradores	 y/o
liquidadores.
55.4.	 La	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 del	 Indecopi	 regulará
mediante	directiva	las	formalidades,	contenido,	aprobación	y	validez	de	las
actas	de	junta.
55.5.	Los	acuerdos	de	la	 junta,	el	plan	de	reestructuración,	el	convenio	de
liquidación,	el	acuerdo	global	de	refinanciación,	la	resolución	que	declara	la
conclusión	 del	 procedimiento	 concursal	 y	 el	 auto	 judicial	 que	 declara	 la
quiebra,	 surten	 sus	 efectos	 frente	 al	 deudor	 y	 sus	 acreedores	 desde	 el
momento	 en	 que	 son	 adoptados,	 suscritos	 o	 quedan	 consentidos,	 según
corresponda.
55.6.	Incorporado.	D.	Leg.	1189,	Art.	20.	En	caso	no	existan	autoridades
de	 la	 junta,	 el	 administrador	 o	 liquidador,	 según	 corresponda,	 se
responsabiliza	por	la	elaboración,	suscripción	y	conservación	de	las	actas	de
la	junta,	bajo	apercibimiento	de	multa.
RESOLUCIÓN	 CONCURSAL.—Interposición	 de	 impugnaciones	 de
acuerdos	de	juntas	de	acreedores	y	de	recursos	administrativos	contra
resoluciones.	 “De	 conformidad	 con	 los	 artículos	 I,	 II	 y	 III	 del	 Título
Preliminar	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal,	 el	 sistema	 concursal
peruano	 privilegia	 la	 acción	 organizada	 de	 los	 acreedores	 e	 incentiva	 la
negociación	entre	éstos	y	el	deudor	como	medio	de	solución	del	concurso,
bajo	el	marco	de	procesos	céleres	y	expeditivos	que	coadyuven	a	maximizar
el	 valor	 del	 patrimonio	 en	 crisis	 y,	 de	 ese	 modo,	 garanticen,	 entre	 otros
fines,	 una	 eficiente	 recuperación	 de	 los	 créditos	 adeudados.	 En	 este
escenario,	la	junta	de	acreedores	es	el	órgano	que	sirve	para	el	desarrollo	de
las	negociaciones	que	deben	 llevar	 a	 cabo	 las	partes,	 al	 que	 se	 le	 confiere
atribuciones	 excepcionales	 para	 que	 se	 constituya	 en	 el	 instrumento
fundamental	 de	 formación	 de	 la	 voluntad	 colectiva	 de	 la	 masa	 de
acreedores.
En	 aplicación	 de	 los	 artículos	 55	 y	 119	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema
Concursal,	los	acuerdos	adoptados	por	la	junta	de	acreedores	a	través	de	las
mayorías	 establecidas	 legalmente	 tienen	 efecto	 vinculante	 para	 todos	 los
partícipes	del	proceso	y	se	ejecutan	de	manera	inmediata	a	su	aprobación,
de	 forma	 que	 la	 puesta	 en	 práctica	 de	 las	 medidas	 adoptadas	 por	 dicho
órgano	deliberativo	coadyuve	al	efectivo	pago	de	las	obligaciones	y	permita
que	la	solución	de	la	crisis	patrimonial	del	deudor	se	produzca	dentro	de	un
contexto	de	distribución	eficiente	de	los	perjuicios	originados	por	la	crisis.
Asimismo,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 117	 de	 la	 Ley	 General	 del
Sistema	Concursal,	 las	resoluciones	expedidas	por	la	comisión	en	el	marco
de	procesos	de	liquidación	iniciados	al	amparo	de	las	normas	contenidas	en
dicha	ley	deben	cumplirse	inmediatamente,	sin	perjuicio	de	los	recursos	que
puedan	promover	las	partes	del	proceso.	Ello,	con	el	objeto	de	evitar	que	el
proceso	 concursal	 sufra	 dilaciones	 que	 afecten	 el	 valor	 del	 patrimonio	 en
concurso	y,	con	ello,	las	legítimas	expectativas	de	cobro	de	los	acreedores.
Por	 tanto,	 atendiendo	 a	 la	 especial	 naturaleza	 de	 los	 procedimientos
concursales	y	de	los	acuerdos	que	se	toman	bajo	el	marco	de	negociación	de
la	 junta	 de	 acreedores,	 la	 interposición	 de	 impugnaciones	 de	 acuerdos	 de
junta	 de	 acreedores	 y	 de	 recursos	 administrativos	 contra	 resoluciones
expedidas	en	el	marco	de	procesos	de	liquidación	iniciados	al	amparo	de	la
Ley	General	del	Sistema	Concursal	no	limita	el	desarrollo	ordinario	de	tales
procesos,	 los	 cuales	 deben	 proseguir	 en	 sus	 etapas	 correspondientes	 en
beneficio	de	la	masa	de	acreedores	que	integran	el	concurso.”	(R.	N°	0609-
2005/TDC-Indecopi,	Exp.	N°	089-2000/CRP-ODI-CCPL.	30.05.2005)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 la	 Sala	 de	Defensa	 de	 la	 Competencia	 del	 Tribunal	 de
Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 de	 Indecopi	 constituye	 precedente	 de
observancia	obligatoria.
Ley	27809.
ART.	56.—Funcionamiento	del	comité.
56.1.	En	caso	de	que	la	junta	acuerde	delegar	sus	atribuciones	a	un	comité,
se	observarán	las	siguientes	reglas:
a)	 El	 comité	 estará	 integrado	 por	 cuatro	 miembros.	 La	 presidencia
corresponde	al	presidente	de	la	junta,	quien,	en	caso	de	ausencia,	renuncia	o
impedimento,	podrá	ser	reemplazado	por	el	vicepresidente.	Los	otros	 tres
deberán	 representar	 obligatoriamente,	 entre	 ellos	 y	 con	 relación	 al
presidente,	y	siempre	que	resulte	posible,	créditos	de	diferente	origen,	si	los
hubiera	 presentes	 en	 la	 reunión,	 salvo	 negativa	 expresa	 de	 dichos
acreedores	a	integrar	el	mismo.
b)	 El	 presidente	 del	 comité	 deberá	 informar	 a	 la	 junta	 en	 la	 siguiente
reunión	 de	 ésta,	 sobre	 los	 acuerdos	 y	 acciones	 que	 adopte	 y	 realice	 en
cumplimiento	 de	 la	 delegación	 conferida.	 El	 incumplimiento	 de	 dicha
obligación	hará	sujeto	al	presidente	de	la	sanción	a	que	se	refiere	el	literal
d)	del	artículo	125.1.
c)	El	cargo	de	miembro	de	comité	no	puede	delegarse	en	otro	acreedor.
d)	El	comité	deberá	llevar	un	libro	de	actas	que	podrá	ser	el	mismo	en	que
se	 incorporen	 las	 actas	 de	 junta,	 en	 el	 cual	 registre	 sus	 acuerdos,	 las	 que
deberán	ser	suscritas	por	lo	menos	por	tres	de	sus	miembros,	bajo	sanción
de	 nulidad	 de	 dichos	 documentos	 e	 ineficacia	 de	 los	 acuerdos	 que
contienen.
56.2.	Para	instalar	una	reunión	de	comité	y	para	la	adopción	de	acuerdos,
se	 requerirá	 la	 asistencia	y	 el	 voto	 favorable	de	 tres	de	 sus	miembros.	En
caso	de	empate,	el	presidente	tiene	voto	dirimente.
56.3.	 Los	 acuerdos	 solamente	 podrán	 ser	 revisados	 por	 la	 junta,	 pero	 es
obligación	del	 presidente	presentar	 a	 la	 comisión,	 dentro	de	 los	diez	 (10)
días	 siguientes	 a	 la	 realización	 de	 la	 reunión	 del	 comité,	 copia	 del	 acta
respectiva,	suscrita	por	los	asistentes.
Ley	27809.
ART.	 57.—Convocatoria	 a	 sesiones	 de	 junta	 con	 posterioridad	 a	 su
instalación.
57.1.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 17.	 Con	 posterioridad	 a	 su
instalación,	 toda	 reunión	 de	 junta	 será	 convocada	 por	 su	 presidente
mediante	 aviso	 publicado	 una	 vez	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 con
anticipación	no	menor	de	diez	(10)	días	hábiles	de	la	fecha	de	su	realización
en	primera	convocatoria.	La	citación	a	junta	deberá	señalar	lugar,	día	y	hora
en	que	ésta	se	llevará	a	cabo	en	primera	y	segunda	convocatoria.	Entre	cada
convocatoria	 deberán	mediar	 dos	 (2)	 días	 hábiles.	 Cuando	 se	 requiera	 la
presencia	 de	 un	 representante	 de	 la	 comisión,	 el	 presidente	 coordinará
previamente	con	la	secretaría	técnica.
57.2.	 Los	 acreedores	 que	 representen	 cuando	 menos	 un	 10%	 de	 los
créditos	 reconocidos	 podrán	 requerir	 al	 presidente,	 mediante	 documento
de	fecha	cierta	con	la	agenda	sugerida,	la	convocatoria	a	sesión	de	la	junta.
57.3.	Si	transcurrido	un	plazo	de	diez	(10)	días	hábiles	del	requerimiento	el
presidente	no	efectuara	la	convocatoria,	los	solicitantes	podrán	acudir	ante
la	comisión	para	que	los	autorice	a	publicar	el	aviso.
57.4.	 Excepcionalmente,	 por	 el	 reducido	 número	 de	 acreedores	 y	 la
imposibilidad	 de	 solventar	 los	 costos,	 la	 comisión	 podrá	 exonerar	 de	 la
obligación	 de	 publicar	 la	 convocatoria.	 En	 este	 caso,	 se	 podrá	 convocar	 a
través	 de	 comunicaciones	 de	 fecha	 cierta	 cursadas	 a	 cada	 acreedor	 que
integra	 la	 junta.	 Al	 remitir	 copia	 del	 acta	 conforme	 al	 artículo	 55.2,	 el
administrador	o	liquidador,	según	el	caso,	adjuntará	copia	de	los	cargos.
57.5.	 En	 aquellos	 casos	 en	 los	 que	 no	 existan	 autoridades	 de	 la	 junta,
acreedores	 que	 representen	 cuando	 menos	 un	 10%	 de	 los	 créditos
reconocidos	podrán	requerir	a	la	comisión	para	que	los	autorice	a	publicar
el	aviso	de	convocatoria.
57.6.	Las	sesiones	de	junta	convocadas	con	posterioridad	a	su	instalación,
también	podrán	ser	suspendidas	por	la	comisión,	conforme	a	la	disposición
prevista	en	el	artículo	50.3.
57.7	Incorporado.	D.	Leg.	1050,	Art.	17.	Para	efectos	de	la	reunión	de	la
junta	 luego	 de	 la	 sesión	 de	 instalación,	 cuando	 los	 temas	 de	 agenda
requieran	 mayoría	 calificada	 para	 su	 aprobación,	 será	 de	 aplicación	 el
quórum	 establecido	 en	 el	 numeral	 53.1	 del	 artículo	 53.	 Para	 los	 casos	 de
temas	de	agenda	que	requieran	mayoría	simple	para	su	aprobación,	será	de
aplicación	el	quórum	establecido	en	el	numeral	53.2	del	artículo	53.
Ley	27809.
ART.	58.—Plazo	para	decidir	el	destino	del	deudor.
58.1.	La	junta	contará	con	un	plazo	hasta	de	cuarenta	y	cinco	(45)	días	de
instalada	 para	 decidir	 el	 destino	 del	 deudor,	 conforme	 al	 literal	 a)	 del
artículo	51.1.
58.2.	 Si	 la	 junta	no	 tomase	acuerdo	 sobre	el	destino	del	deudor	 serán	de
aplicación	las	disposiciones	contenidas	en	el	Capítulo	VII	del	Título	II	de	la
ley.
Ley	27809.
ART.	 59.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 18.	 Formas	 especiales	 de
votación.	 Cuando	 los	 acreedores	 identificados	 como	 vinculados
representen	más	 del	 50%	 del	 total	 de	 créditos	 reconocidos	 y	 se	 ponga	 a
consideración	de	la	junta	la	aprobación	del	destino	del	deudor,	del	plan	de
reestructuración,	 del	 convenio	 de	 liquidación	 o	 del	 acuerdo	 global	 de
refinanciación,	y	sus	modificaciones,	se	deberá	realizar	dos	votaciones,	por
separado:
a)	En	primera	convocatoria,	para	la	aprobación	de	los	temas	señalados,	se
requerirá	 el	 voto	 favorable	 de	 más	 del	 66,6%	 en	 la	 clase	 de	 acreedores
reconocidos	 como	 vinculados,	 así	 como	 más	 del	 66,6%	 en	 la	 clase	 de
acreedores	reconocidos	como	no	vinculados.
b)	 En	 segunda	 convocatoria	 se	 requerirá	 el	 voto	 favorable	 de	 más	 del
66,6%	de	acreedores	asistentes,	en	ambas	clases.
CAPÍTULO	V
REESTRUCTURACIÓN	PATRIMONIAL
Ley	27809.
ART.	 60.—Inicio	 de	 la	 reestructuración	 patrimonial.	 Cuando	 la	 junta
decida	 la	 continuación	 de	 las	 actividades	 del	 deudor,	 éste	 ingresará	 a	 un
régimen	de	reestructuración	patrimonial	por	el	plazo	que	se	establezca	en	el
plan	 de	 reestructuración	 correspondiente,	 el	 cual	 no	 podrá	 exceder	 de	 la
fecha	 establecida	 para	 la	 cancelación	 de	 todas	 las	 obligaciones	 en	 el
cronograma	de	pago	de	las	obligaciones	incorporado	en	el	mencionado	plan.
Ley	27809.
ART.	61.—Régimen	de	administración.
61.1.	La	junta	acordará	el	régimen	de	administración	temporal	del	deudor
durante	su	reestructuración	patrimonial.	Para	este	efecto,	podrá	disponer:
a)	La	continuación	del	mismo	régimen	de	administración;
b)	 La	 administración	 del	 deudor	 por	 un	 administrador	 inscrito	 ante	 la
comisión	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	120,	o,
c)	Un	sistema	de	administración	mixta	que	mantenga	en	todo	o	en	parte	la
administración	del	deudor	e	involucre	obligatoriamente	la	participación	de
personas	naturales	y/o	jurídicas	designadas	por	la	junta.
61.2.	 Si	 la	 junta	opta	por	mantener	el	mismo	 régimen	de	administración,
los	 directores,	 gerentes,	 administradores	 y	 representantes	 del	 deudor
podrán	permanecer	en	su	cargos	hasta	la	conclusión	de	la	reestructuración,
sin	 necesidad	 de	 ratificación	 al	 término	 del	 período	 que	 se	 hubiese
establecido	 en	 el	 estatuto	 social	 del	 deudor	 o	 en	 el	 régimen	 de	 poderes,
salvo	que	la	junta	varíe	dicho	acuerdo.
61.3.	 En	 este	 supuesto,	 la	 junta	 podrá	designar	 hasta	 dos	 representantes
que	tendrán	 la	 facultad	de	asistir	a	 las	sesiones	del	directorio,	o	el	órgano
que	haga	 sus	veces	 según	 la	naturaleza	del	deudor,	 con	derecho	a	voz	y	a
requerir	 información	 relativa	 a	 las	 actividades	 del	 deudor	 que	 estimen
conveniente.
61.4.	Si	 la	 junta	opta	por	 la	alternativa	prevista	en	el	 literal	b)	del	primer
párrafo	 del	 presente	 artículo,	 la	 administración	 designada	 sustituirá	 de
pleno	 derecho	 en	 sus	 facultades	 legales	 y	 estatutarias	 a	 los	 directores,
gerentes,	 representantes	 legales	 y	 apoderados	 del	 deudor,	 sin	 reserva	 ni
limitación	alguna,	pudiendo	celebrar	toda	clase	de	actos	y	contratos.
61.5.	Si	 la	 junta	opta	por	el	régimen	de	administración	mixto,	designará	a
las	 personas	 que	 ocuparán	 los	 cargos	 administrativos	 y	 directivos	 que
considere	 pertinentes.	 El	 presidente	 de	 la	 junta,	 bajo	 responsabilidad,
informará	a	la	comisión,	dentro	del	plazo	de	quince	(15)	días	de	adoptado	el
acuerdo,	 sobre	 la	nueva	estructura	organizativa	del	deudor	concursado,	el
nombre	de	 los	 responsables	 de	 cada	 cargo	 y	 su	 fecha	 de	 designación.	 Las
personas	 que	 gocen	 de	 facultades	 de	 representación	 del	 deudor
mantendrán	dichas	facultades	hasta	que	las	mismas	sean	revocadas.
61.6.	 Los	 representantes	 designados	 por	 la	 junta	 tienen	 las	 facultades
generales	y	especiales	de	representación	establecidas	en	el	Código	Procesal
Civil	desde	el	momento	de	su	designación,	salvo	acuerdo	en	contrario.
61.7.	Las	disposiciones	contenidas	en	el	presente	artículo	serán	aplicables
a	las	personas	jurídicas	constituidas	bajo	cualquier	forma	contemplada	en	la
legislación	nacional,	 así	 como	a	 toda	organización	 comprendida	dentro	de
los	alcances	de	la	ley.
61.8.	 Cualquiera	 sea	 el	 régimen	 de	 administración	 elegido,	 la
administración	 designada	 se	 encuentra	 en	 la	 obligación	 de	 remitir	 con	 la
periodicidad	 establecida	 en	 el	 artículo	 122.3,	 la	 información	 que
oportunamente	 indique	 la	 comisión.	 El	 incumplimiento	 de	 lo	 dispuesto
genera	responsabilidad	personal	de	quienes	ejercen	el	cargo,	la	misma	que
puede	 dar	 lugar	 a	 la	 imposición	 de	 una	 sanción	 que	 va	 desde	 la
amonestación	hasta	cincuenta	(50)	UIT.
Ley	27809.
ART.	62.—Vacancia	en	 los	órganos	de	administración.	Si	 se	produjese
una	vacante	en	un	cargo	de	director,	gerente	o	apoderado,	será	cubierto	por
una	persona	designada	por	la	junta,	o	el	comité	de	ser	el	caso,	teniendo	en
consideración,	 si	 es	 posible,	 la	 propuesta	 de	 la	 junta	 de	 accionistas	 o	 de
asociados	o	del	deudor.
Ley	27809.
ART.	 63.—Atribuciones	 de	 la	 junta	 de	 acreedores	 durante	 la
reestructuración.
63.1.	Durante	 la	reestructuración	quedará	en	suspenso	la	competencia	de
la	 junta	 de	 accionistas	 o	 de	 asociados	 o	 el	 titular,	 cuyas	 funciones	 serán
asumidas	por	la	junta.
63.2.	 La	 junta,	 por	 sí	 sola,	 podrá	 adoptar	 todos	 los	 acuerdos	 necesarios
para	 la	 administración	 y	 funcionamiento	 del	 deudor	 durante	 el
procedimiento,	 inclusive	 la	aprobación	de	balances,	 transformación,	 fusión
o	 escisión	 de	 la	 sociedad,	 cambio	 de	 razón,	 objeto	 o	 domicilio	 social,	 así
como	los	que	importen	modificaciones	estatutarias	incluyendo	aumentos	de
capital	 por	 capitalización	 de	 créditos,	 conforme	 a	 las	 formalidades
establecidas	para	la	capitalización	en	el	artículo	68.
63.3.	El	estatuto	del	deudor	bajo	reestructuración	patrimonial	mantiene	su
vigencia,	 siempre	que	no	 se	oponga	a	 los	acuerdos	de	 la	 junta	o	 la	 ley.	La
junta	 sustituye	 en	 todas	 sus	 funciones,	 derechos	 y	 atribuciones	 al	 órgano
societario	de	máxima	jerarquía.
Ley	27809.
ART	64.—Derecho	de	separación	de	los	accionistas	o	socios.
64.1.	Los	acuerdos	que	den	lugar	al	ejercicio	del	derecho	de	separación	de
accionistas	o	de	socios	deberán	ser	publicados	por	el	presidente	de	la	junta,
por	 una	 vez,	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 dentro	 de	 los	 diez	 (10)	 días
siguientes	a	su	adopción.
64.2.	El	derecho	de	separación	podrá	ejercerse	sólo	dentro	de	los	diez	(10)
días	 posteriores	 a	 la	 publicación	 del	 aviso	 mencionado	 en	 el	 párrafo
precedente,	a	través	de	carta	notarial	cursada	a	la	administración	designada
por	 la	 junta.	 El	 reembolso	 del	 valor	 de	 las	 acciones	 sólo	 podrá	 hacerse
efectivo	luego	de	concluido	el	pago	de	la	totalidad	de	créditos	contenidos	en
el	 cronograma	de	pagos	 del	 plan	de	 reestructuración,	 salvo	 acuerdo	de	 la
junta	en	contrario,	teniendo	en	cuenta,	de	ser	el	caso,	el	sistema	de	votación
establecido	 en	 el	 artículo	 59.	 El	 valor	 de	 las	 acciones	 se	 determinará
conforme	al	artículo	200	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Ley	27809.
ART.	65.—Aprobación	del	plan	de	reestructuración.
65.1.	 Acordada	 la	 continuación	de	 las	 actividades	 del	 deudor,	 la	 junta	 de
acreedores	 deberá	 aprobar	 el	 plan	 de	 reestructuración	 en	 un	 plazo	 no
mayor	de	sesenta	(60)	días.
65.2.	La	administración	del	deudor	podrá	presentar	a	la	junta	más	de	una
propuesta	del	plan	de	reestructuración.
65.3.	 Si	 la	 junta	 no	 aprueba	 el	 plan	 dentro	 del	 plazo	 referido,	 será	 de
aplicación	el	Capítulo	VII	del	Título	II	de	la	ley.
Ley	27809.
ART.	66.—Contenido	del	plan	de	reestructuración.
66.1.	El	plan	de	reestructuración	es	el	negocio	jurídico	por	el	cual	la	junta
define	 los	 mecanismos	 para	 llevar	 a	 cabo	 la	 reestructuración	 económico
financiera	 del	 deudor,	 con	 la	 finalidad	 de	 extinguir	 las	 obligaciones
comprendidas	 en	 el	 procedimiento	 y	 superar	 la	 crisis	 patrimonial	 que
originó	 el	 inicio	 del	 mismo,	 en	 función	 a	 las	 particularidades	 y
características	propias	del	deudor	en	reestructuración.
66.2.	El	plan	de	reestructuración	podrá	detallar:
a)	Balance	general	a	la	fecha	de	elaboración	del	plan	de	reestructuración.
b)	Acciones	que	se	propone	ejecutar	la	administración.
c)	 Relación	 de	 las	 obligaciones	 originadas	 hasta	 la	 publicación	 a	 que	 se
refiere	 el	 artículo	 32,	 aun	 cuando	 tengan	 la	 calidad	 de	 contingentes	 o	 no
hubieren	sido	reconocidas	por	ser	materia	de	impugnación.
d)	 Propuestas	 para	 el	 financiamiento	 de	 la	 inversión	 requerida	 para	 la
continuación	de	la	actividad	del	deudor.
e)	Política	laboral	a	adoptarse.
f)	Régimen	de	intereses.
g)	Presupuesto	que	contenga	los	gastos	y	honorarios	de	la	administración.
h)	Estado	de	flujos	efectivo	proyectado	al	tiempo	previsto	para	el	pago	de
la	totalidad	de	las	obligaciones	comprendidas	en	el	procedimiento.
66.3.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 19.	 El	 plan	 de	 reestructuración
deberá	 incluir,	 bajo	 sanción	 de	 nulidad,	 un	 cronograma	 de	 pagos	 que
comprenda	 la	 totalidad	de	 las	obligaciones	adeudadas	hasta	 la	 fecha	de	 la
difusión	del	concurso,	con	prescindencia	de	si	dichas	obligaciones	han	sido
reconocidas	 en	 el	 procedimiento.	 El	 cronograma	 de	 pagos	 deberá
especificar	 el	modo,	monto,	 lugar	 y	 fecha	de	pago	de	 los	 créditos	 de	 cada
acreedor.	Igualmente,	establecerá	un	régimen	de	provisiones	de	los	créditos
contingentes.
66.4.	 En	 dicho	 cronograma	 de	 pagos	 se	 deberá	 precisar,	 bajo	 sanción	 de
nulidad	del	plan,	que	de	los	fondos	o	recursos	que	se	destinen	al	año	para	el
pago	de	los	créditos,	por	lo	menos	un	30%	se	asignará	en	partes	iguales	al
pago	de	obligaciones	 laborales	que	tengan	el	primer	orden	de	preferencia,
conforme	al	artículo	42.	La	determinación	del	pago	en	partes	iguales	implica
que	el	derecho	de	cobro	de	cada	acreedor	laboral	se	determine	en	función
del	número	total	de	acreedores	laborales	reconocidos	en	dicha	prelación.
66.5.	 La	 junta	 aprobará	 el	 plan	 de	 reestructuración	 observando	 lo
dispuesto	 en	 el	 primer	párrafo	 del	 artículo	 53	 y	 deberá	 ser	 suscrito	 en	 el
mismo	 acto	 por	 el	 presidente	 de	 la	 junta,	 en	 representación	 de	 todos	 los
acreedores,	 y	 la	 administración	 designada	 o	 la	 que	 se	 designe	 para	 tales
efectos.
Ley	27809.
ART.	67.—Efectos	de	 la	aprobación	y	del	 incumplimiento	del	plan	de
reestructuración.
67.1.	El	plan	de	reestructuración	aprobado	por	la	junta	obliga	al	deudor	y	a
todos	 sus	 acreedores	 comprendidos	 en	 el	 procedimiento,	 aun	 cuando	 se
hayan	 opuesto	 a	 los	 acuerdos,	 no	 hayan	 asistido	 a	 la	 junta	 por	 cualquier
motivo,	 o	 no	 hayan	 solicitado	 oportunamente	 el	 reconocimiento	 de	 sus
créditos.
67.2.	 La	 oponibilidad	 del	 plan	 de	 reestructuración	 al	 Estado,	 en	 su
condición	de	acreedor	tributario,	se	regirá	por	las	disposiciones	contenidas
en	el	artículo	48.
67.3.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 20.	 La	 aprobación	 del	 plan	 de
reestructuración	 no	 libera	 a	 los	 terceros	 garantes	 del	 deudor,	 salvo	 que
dichos	 garantes	 hubiesen	 previsto	 el	 levantamiento	 de	 las	 garantías	 en	 el
acto	constitutivo	de	la	garantía.
67.4.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 21.	 La	 comisión	 declarará	 la
disolución	y	 liquidación	del	deudor	por	 incumplimiento	de	 los	 términos	o
condiciones	 establecidos	 en	 el	 plan	 de	 reestructuración	 a	 solicitud	 de	 un
acreedor	o	de	oficio,	cuando	el	 incumplimiento	haya	sido	declarado	por	el
deudor.	En	dichos	supuestos,	 la	 junta	dentro	del	plazo	de	treinta	(30)	días
podrá	adoptar	los	acuerdos	referidos	en	los	incisos	b),	c)	y	d)	del	numeral
50.4	del	artículo	50,	de	lo	contrario,	será	de	aplicación	lo	establecido	en	el
numeral	97.4	del	artículo	97.
El	 incumplimiento	 de	 los	 términos	 o	 condiciones	 establecidos	 en	 el	 plan
determina	 la	declaración	de	disolución	y	 liquidación	del	deudor	por	parte
de	 la	 comisión,	 siempre	 que	 tal	 declaración	 haya	 sido	 solicitada	 por	 un
acreedor	a	la	autoridad	concursal.
67.5.	El	plan	de	 reestructuración	aprobado	no	 surte	 efectos	 sobre	bienes
del	 deudor	 que	 garanticen	 obligaciones	 de	 terceros,	 contraídas	 con
anterioridad	 a	 la	 fecha	 de	 difusión	 del	 procedimiento	 concursal.	 En	 este
caso,	 el	 titular	 del	 derecho	 real	 podrá	 proceder	 a	 ejecutar	 su	 garantía	 de
acuerdo	a	los	términos	originalmente	pactados,	conforme	a	lo	dispuesto	en
el	artículo	18.6.
Ley	27809.
ART.	68.—Capitalización	y	condonación	de	créditos.
68.1.	Cuando	la	junta	acuerde	la	capitalización	de	créditos,	los	accionistas,
asociados	o	 titular	del	deudor	podrán	en	dicho	acto	ejercer	su	derecho	de
suscripción	preferente.	Será	nulo	todo	acuerdo	de	capitalización	de	créditos
adoptado	sin	habérseles	convocado	en	el	respectivo	aviso.
68.2.	 Podrá	 prescindirse	 de	 la	 convocatoria	 mencionada	 en	 el	 párrafo
anterior,	 si	 se	 presenta	 documento	 de	 fecha	 cierta	 en	 el	 que	 consta
expresamente	la	renuncia	de	los	accionistas,	asociados	o	titular	del	deudor	a
ejercer	su	derecho	de	suscripción	preferente.
68.3.	Los	acuerdos	de	capitalización	o	condonación	de	acreencias	surtirán
efectos	 respecto	 de	 la	 totalidad	 de	 acreedores	 únicamente	 cuando	 hayan
sido	 aprobados	 por	 las	 mayorías	 establecidas	 en	 el	 artículo	 53.1,	 con	 la
excepción	 prevista	 en	 el	 literal	 d)	 del	 artículo	 48.3	 relativo	 al	 crédito
tributario.
68.4.	El	acuerdo	de	capitalización	no	dará	 lugar	a	 la	creación	de	acciones
que	establezcan	derechos	distintos	entre	los	acreedores	que	capitalicen.
68.5.	A	los	acreedores	que	hubiesen	votado	en	contra,	no	hubiesen	asistido
a	la	junta	o	no	hubiesen	solicitado	oportunamente	el	reconocimiento	de	sus
créditos,	les	será	oponible	los	acuerdos	de	capitalización	o	condonación	de
acreencias	 en	 los	 mismos	 términos	 que	 a	 los	 acreedores	 que,	 habiendo
votado	en	favor	del	acuerdo,	resulten	menos	afectados.
Ley	27809.
ART.	69.—Pago	de	créditos	durante	la	reestructuración	patrimonial.
69.1.	El	orden	de	preferencia	establecido	en	el	artículo	42	para	el	pago	de
los	créditos	no	será	de	aplicación	en	los	casos	en	que	se	hubiese	acordado	la
reestructuración,	con	excepción	de	la	distribución	entre	los	acreedores	del
producto	de	la	venta	o	transferencia	de	activos	fijos	del	deudor.
69.2.	Los	acreedores	preferentes	podrán	renunciar	al	orden	de	cobro	de	los
créditos	 que	 les	 corresponde	 cuando	 así	 lo	 manifiesten	 de	 manera
indubitable,	 pudiendo	 exigir	 garantías	 suficientes	 para	 decidir	 la
postergación	 de	 su	 derecho	 preferente	 de	 cobro.	 En	 el	 caso	 de	 créditos
laborales	dicha	renuncia	es	inválida.
69.3.	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	21.	Para	hacer	efectivo	el	derecho	de
cobro	de	 los	créditos	 reprogramados	en	el	plan	de	 reestructuración,	éstos
deberán	ser	previamente	reconocidos	por	la	autoridad	concursal.	Pagado	el
íntegro	de	los	créditos	reconocidos,	el	deudor	deberá	pagar	los	créditos	no
reconocidos	previstos	en	el	plan	de	reestructuración.
69.4.	La	administración	del	deudor	pagará	a	los	acreedores	observando	el
plan	 de	 reestructuración.	 Será	 de	 su	 cargo	 actualizar	 los	 créditos
reconocidos	y	liquidar	los	intereses	hasta	la	fecha	de	pago,	aplicando	la	tasa
establecida	en	el	plan	de	reestructuración.
Ley	27809.
ART.	70.—Cambio	en	la	decisión	respecto	del	destino	del	deudor.
70.1.	 Cuando	 la	 administración	 advierta	 que	 no	 es	 posible	 la
reestructuración	patrimonial	del	deudor,	convocará	de	inmediato	a	la	junta
para	 que	 se	 pronuncie	 sobre	 el	 inicio	 de	 la	 disolución	 y	 liquidación.	 Igual
facultad	podrá	ser	ejercida	por	el	o	los	acreedores	que	representen	cuando
menos	el	30%	de	los	créditos	reconocidos.
70.2.	Para	 la	adopción	del	acuerdo	a	que	se	 refiere	el	párrafo	anterior	 se
requiere	la	mayoría	establecida	en	el	artículo	53.1.
Ley	27809.
ART.	 71.—Conclusión	 de	 la	 reestructuración	 patrimonial.	 La
reestructuración	 patrimonial	 concluye	 luego	 de	 que	 la	 administración	 del
deudor	 acredite	 ante	 la	 comisión	 que	 se	 han	 extinguido	 los	 créditos
contenidos	 en	 el	 plan	 de	 reestructuración,	 caso	 en	 el	 cual	 la	 comisión
declarará	la	conclusión	del	procedimiento	y	la	extinción	de	la	junta.
Ley	27809.
ART.	72.—Efectos	de	la	conclusión	de	la	reestructuración.
72.1.	Declarada	la	conclusión	de	la	reestructuración	del	deudor,	reasumirá
sus	funciones	la	junta	de	accionistas,	socios,	asociados	o	titular,	según	sea	el
caso,	y	la	administración	que	corresponda	según	los	estatutos.
72.2.	No	son	susceptibles	de	revisión	los	acuerdos	que	hubiere	adoptado	la
junta	durante	el	plazo	de	su	mandato.
Ley	27809.
ART.	 73.—Solución	 de	 controversias	 relativas	 al	 plan	 de
reestructuración.
73.1.	 La	 junta	 deberá	 establecer	 en	 el	 plan	 de	 reestructuración	 el	 fuero
jurisdiccional,	 sea	 el	 judicial	 o	 el	 arbitral,	 para	 la	 solución	 de	 cualquier
controversia	 que	 pudiera	 surgir	 sobre	 su	 ejecución	 o	 interpretación;	 en
defecto	de	indicación,	se	entenderá	que	es	el	fuero	judicial.
73.2.	Será	competente	para	conocer	la	demanda	el	juez	o	árbitro	del	lugar
donde	se	desarrolla	el	procedimiento	concursal.
73.3.	 La	 solución	de	 controversias	derivadas	del	plan	 se	 tramitarán	en	 la
vía	del	proceso	sumarísimo.
CAPÍTULO	VI
DISOLUCIÓN	Y	LIQUIDACIÓN
Ley	27809.
ART.	74.—Acuerdo	de	disolución	y	liquidación.
74.1.	Modificado,	D.	Leg.	1189.	Art.	22.	Si	la	junta	decidiera	la	disolución
y	liquidación	del	deudor,	este	no	podrá	continuar	desarrollando	la	actividad
propia	 del	 giro	 del	 negocio	 a	 partir	 de	 la	 suscripción	 del	 convenio	 de
liquidación.	En	caso	que	quienes	desarrollen	dicha	actividad	a	nombre	y	en
representación	 del	 deudor	 sean	 los	 directores,	 gerentes	 u	 otros
administradores	 del	 deudor	 cesados	 en	 sus	 funciones	 desde	 la	 fecha	 de
suscripción	del	convenio,	se	les	podrá	imponer	una	multa	de	una	(1)	a	cien
(100)	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias.	 Si	 la	 actividad	 en	 cuestión	 es
realizada	por	la	entidad	liquidadora	designada	por	la	junta	de	acreedores	o
por	la	comisión,	se	le	podrá	imponer	las	sanciones	señaladas	en	el	numeral
123.1	 artículo	 123	 de	 la	 presente	 ley.	 En	 ambos	 casos	 las	 sanciones
administrativas	podrán	imponerse	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	civil	y
penal	que	corresponda.
74.2.	Modificado,	 D.	 Leg.	 1189.	 Art.	 22.	 Sin	 embargo,	 la	 junta	 podrá
acordar	 la	 continuación	 de	 actividades	 sólo	 en	 el	 caso	 de	 que	 opte	 por	 la
liquidación	 en	 marcha	 del	 negocio,	 por	 estimar	 un	 mayor	 valor	 de
realización	bajo	esa	modalidad.	Dicha	 liquidación	deberá	efectuarse	en	un
plazo	máximo	de	un	(1)	año,	el	cual	podrá	ser	prorrogado	excepcionalmente
por	 un	 plazo	 igual,	 mediante	 decisión	 de	 la	 junta	 de	 acreedores
debidamente	fundamentada.
74.3.	La	junta	nombrará	a	una	entidad	o	persona	que	tenga	registro	vigente
ante	 la	 comisión	 como	 liquidador	 encargado	 de	 dicho	 procedimiento.	 El
liquidador	deberá	manifestar	su	voluntad	de	asumir	el	cargo.
74.4.	La	 junta	aprobará	y	suscribirá	el	respectivo	convenio	de	 liquidación
en	dicha	reunión	o	dentro	de	los	treinta	(30)	días	siguientes.	De	no	darse	la
aprobación	mencionada,	serán	de	aplicación	las	disposiciones	contenidas	en
el	Capítulo	VII	del	Título	II.
74.5.	 Se	 encuentran	 comprendidos	 en	 el	 procedimiento	 de	 disolución	 y
liquidación,	 los	 créditos	 por	 concepto	 de	 capital,	 intereses	 y	 gastos
generados	durante	la	vigencia	de	dicho	procedimiento;	con	la	excepción	de
los	 honorarios	 del	 liquidador	 y	 los	 gastos	 necesarios	 efectuados	 por	 éste
para	el	desarrollo	adecuado	del	proceso	liquidatorio.
74.6.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 22.	 El	 acuerdo	 de	 disolución	 y
liquidación	genera	un	fuero	de	atracción	concursal	de	créditos	por	el	cual	se
integran	al	procedimiento	concursal	 los	créditos	post	concursales,	a	 fin	de
que	todas	las	obligaciones	del	deudor	concursado,	con	prescindencia	de	su
fecha	de	origen,	sean	reconocidas	en	el	procedimiento.	El	reconocimiento	de
los	 créditos	 otorga	 a	 sus	 titulares	 derecho	 de	 voz	 y	 voto	 en	 la	 junta	 de
acreedores,	así	como	derecho	de	cobro	en	tanto	el	patrimonio	concursal	lo
permita.
74.7.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 22.	 Los	 acreedores	 que	 hayan
obtenido	el	reconocimiento	tardío	de	sus	créditos	tendrán	derecho	de	voz	y
voto	en	la	junta	de	acreedores,	una	vez	adoptado	el	mencionado	acuerdo	de
disolución	 y	 liquidación.	 En	 tal	 sentido,	 en	 este	 supuesto	 no	 será	 de
aplicación	lo	establecido	en	el	numeral	34.3	del	artículo	34	de	la	ley.
74.8.	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	22.	El	fuero	de	atracción	de	créditos
no	 comprende	 las	 deudas	 generadas	 por	 la	 implementación	 de	 la
liquidación	en	marcha	prevista	en	el	numeral	74.2	del	artículo	74	de	la	Ley
General	del	Sistema	Concursal,	debiendo	dichas	deudas	ser	canceladas	a	su
vencimiento.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Tribunal	de	la	Competencia	y	de	la	Propiedad
Intelectual	publica	precedente	vinculante	que	interpreta	el	artículo	47.8
de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal.	“Para	efectos	de	identificar	cuáles
son	los	créditos	que	de	conformidad	con	lo	dispuesto	por	el	artículo	74.8	de
la	Ley	General	del	Sistema	Concursal	se	encuentran	excluidos	del	 fuero	de
atracción	previsto	por	el	artículo	74.6	de	dicha	norma,	no	resulta	suficiente
que	dichas	acreencias	se	hayan	devengado	durante	la	implementación	de	la
liquidación	 en	 marcha	 acordada	 por	 la	 junta	 de	 acreedores,	 sino	 que
además	será	necesario	verificar	que	tales	créditos	constituyan,	en	relación
con	 el	 patrimonio	 del	 deudor,	 deudas	 necesarias	 para	 llevar	 a	 cabo	 la
referida	 modalidad	 liquidatoria,	 y	 que	 tengan	 por	 objeto	 permitir	 la
continuación	temporal	de	las	actividades	del	deudor	concursado.
Las	 deudas	 asumidas	 por	 el	 concursado	 durante	 dicho	 periodo	 que	 no
cumplan	con	las	características	señaladas	precedentemente,	se	encuentran
comprendidas	en	el	procedimiento	concursal	como	consecuencia	del	 fuero
de	atracción	de	 créditos	previsto	en	el	 artículo	74.6	de	 la	Ley	General	del
Sistema	Concursal”.	 (Indecopi,	R.	0226-2016/SCO-Indecopi,	may.	25/2016.
Pres.	Daniel	Schmerler	Vainstein)
NOTA:	La	Resolución	N°	0226-2016/SCO-Indecopi	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el
25	de	mayo	del	2016.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Fuero	 de	 atracción	 de	 créditos.	 “El	 fuero	 de
atracción	de	créditos	que	opera	en	los	procesos	de	disolución	y	liquidación
comprende	 todas	 las	 obligaciones	 del	 deudor	 concursado,	 con
prescindencia	de	 la	 fecha	en	que	 se	devengaron,	 a	 fin	de	 incorporarlas	en
una	única	masa	pasible	de	un	mismo	 tratamiento	dentro	del	 concurso.	 Su
vocación	 es	 comprensiva	 de	 todos	 los	 créditos,	 pues	 en	 una	 empresa	 en
liquidación	se	debe	intentar	recuperar	los	créditos	adeudados	dentro	de	un
solo	marco	que	al	mismo	tiempo	consolide	una	distribución	eficiente	de	los
perjuicios	originados	por	la	crisis	entre	todos	los	acreedores.
En	ese	sentido,	de	conformidad	con	los	artículos	16	y	74	de	la	Ley	General
del	 Sistema	 Concursal,	 en	 los	 procedimientos	 de	 disolución	 y	 liquidación
son	 susceptibles	 de	 reconocimiento	 los	 créditos	 devengados	 con
posterioridad	a	la	fecha	en	que	se	efectúa	la	difusión	del	concurso,	así	como
los	 devengados	 durante	 toda	 la	 vigencia	 de	 dicho	 procedimiento,	 hasta	 la
declaración	 judicial	 de	 quiebra	 del	 deudor,	 exceptuándose	 de	 este
tratamiento	los	honorarios	del	liquidador	y	los	gastos	necesarios	efectuados
por	éste	para	el	desarrollo	adecuado	del	proceso	de	liquidación.
La	 liquidación	 en	 marcha	 constituye	 una	 alternativa	 concedida	 a	 los
acreedores	en	caso	estimen	factible	obtener	un	mayor	valor	de	realización
de	los	activos	bajo	esa	modalidad.	Este	esquema	de	liquidación	consiste	en
mantener	 operativo	 el	 negocio	 durante	 el	 plazo	 máximo	 de	 seis	 meses
contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 adopción	 del	 acuerdo	 de	 disolución	 y
liquidación,	con	el	objeto	de	que	 los	activos	puedan	ser	 transferidos	como
unidad	 en	 funcionamiento	 o	 liquidados	 a	 un	 mayor	 valor	 del	 que	 se
obtendría	 si	 la	 empresa	 cesara	 definitivamente	 en	 sus	 actividades.	 En	 tal
sentido,	a	fin	de	que	dicho	esquema	cumpla	la	finalidad	establecida	por	ley,
el	 fuero	 de	 atracción	 no	 comprende	 las	 deudas	 que	 genere	 la
implementación	 de	 la	 liquidación	 en	 marcha,	 en	 tanto	 constituya	 gastos
necesarios	 en	 que	 debe	 incurrir	 el	 liquidador	 para	 llevar	 a	 cabo	 dicha
modalidad	liquidatoria,	respetándose	el	plazo	de	 ley”.	(R.	0089-2004/SCO-
Indecopi,	Exp.	N°	197-1999-04-02/CRP-ODI-CCPL.	17.02.2004)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 la	 Sala	 Concursal	 del	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 de	 Indecopi	 constituye	 precedente	 de	 observancia
obligatoria.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Fuero	 de	 atracción	 de	 créditos.	 “22.	 Sobre	 la
base	del	principio	de	 colectividad,	 la	LGSC	ha	establecido	que	 la	 adopción
del	 acuerdo	 de	 disolución	 y	 liquidación	 genera	 un	 fuero	 de	 atracción
comprensivo	de	 todos	 los	 créditos	 asumidos	por	 el	 deudor,	 imponiendo	 a
los	 titulares	 de	 créditos	 post	 concursales,	 la	 obligación	 de	 presentar	 sus
solicitudes	de	 reconocimiento	de	créditos	para	efectos	de	 su	participación
en	 junta	 de	 acreedores	 y	 el	 cobro	 de	 sus	 créditos	 en	 el	 procedimiento	 de
acuerdo	con	los	órdenes	de	prelación	determinados	por	ley.
(...).
Interpretación	sobre	los	alcances	del	fuero	de	atracción
24.	 Por	 Resolución	 Nº	 0882-2004/TDC-Indecopi	 del	 6	 de	 diciembre	 del
2004,	 la	 sala	 aprobó	 un	 precedente	 de	 observancia	 obligatoria	 que
interpretó	de	modo	general	y	con	carácter	vinculante,	los	alcances	del	fuero
de	atracción	de	créditos	en	 los	procedimientos	de	disolución	y	 liquidación
tramitados	al	amparo	de	la	LGSC.	En	dicho	pronunciamiento,	se	precisó	que
solamente	 se	 encuentran	 comprendidos	 en	 tales	 procedimientos	 y,	 por
tanto,	 únicamente	 son	 susceptibles	 de	 ser	 reconocidos	 por	 la	 comisión,
aquellos	créditos	devengados	hasta	 la	 fecha	en	que	 la	 junta	de	acreedores
acuerda	 o	 la	 autoridad	 declara	 la	 liquidación	 del	 deudor	 concursado,
mientras	 que	 los	 pasivos	 generados	 con	 posterioridad	 a	 la	 mencionada
fecha	tienen	la	condición	de	gastos	del	proceso	de	liquidación,	cuyo	pago	se
efectúa	en	forma	preferente	con	el	producto	de	la	realización	de	los	bienes
integrantes	del	patrimonio	sometido	a	concurso:
‘En	 aplicación	 del	 fuero	 de	 atracción	 de	 créditos	 regulado	 en	 el	 artículo
74.6	de	 la	 Ley	General	 del	 Sistema	Concursal,	 los	 créditos	 susceptibles	de
ser	 reconocidos	 por	 la	 autoridad	 en	 los	 procedimientos	 de	 disolución	 y
liquidación	 iniciados	 por	 acuerdo	 de	 junta	 de	 acreedores	 o	 dispuestos	 de
oficio	por	 la	comisión	de	conformidad	con	el	artículo	96.1	de	 la	citada	 ley,
tanto	 en	 su	 modalidad	 de	 liquidación	 con	 cese	 definitivo	 de	 actividades
productivas	como	en	su	modalidad	de	liquidación	en	marcha,	son	aquéllos
devengados	 hasta	 la	 fecha	 en	 que	 se	 acuerda	 o	 se	 dispone	 de	 oficio	 la
disolución	 y	 liquidación	 del	 patrimonio	 en	 concurso,	 siendo	 de	 cargo	 del
liquidador	 efectuar	 la	 actualización	 y	 determinación	 de	 los	 intereses
devengados	con	posterioridad	a	tal	fecha	al	momento	del	pago.
Los	pasivos	generados	con	posterioridad	a	la	fecha	en	que	se	acuerda	o	se
dispone	 de	 oficio	 la	 disolución	 y	 liquidación	 del	 patrimonio	 del	 deudor
constituyen	gastos	que	deben	ser	asumidos	para	el	adecuado	desarrollo	del
proceso	liquidatorio,	por	lo	que	su	pago	se	efectúa	preferentemente	con	el
producto	de	la	realización	de	los	bienes	del	concurso.’
25.	Dicha	 interpretación	no	 resulta	 acorde	 con	 el	 texto	 y	 finalidad	de	 las
disposiciones	de	 la	LGSC	referidas	al	 fuero	de	atracción	de	créditos.	Por	el
contrario,	una	interpretación	sistemática	del	artículo	16.3,	de	los	numerales,
5,	6	y	7	del	artículo	74	y	del	artículo	88.5	de	la	LGSC	permite	concluir	que,
en	 los	 procedimientos	 de	 disolución	 y	 liquidación,	 son	 susceptibles	 de
reconocimiento	todos	los	créditos	devengados	con	posterioridad	a	la	fecha
de	difusión	del	 concurso,	 incluyendo	aquellos	generados	hasta	 la	 fecha	de
declaración	judicial	de	quiebra.
26.	Si	bien	el	numeral	6	del	artículo	74	señala	que,	a	efectos	de	emitir	 las
resoluciones	 de	 reconocimiento	 de	 créditos,	 la	 comisión	 deberá	 tener	 en
consideración	la	fecha	de	adopción	del	acuerdo	de	disolución	y	liquidación,
dicha	fecha	no	puede	ser	considerada	como	una	nueva	‘fecha	de	corte’	para
reconocer	los	créditos	devengados	con	posterioridad	a	la	fecha	de	difusión
del	procedimiento	concursal,	pues	la	ley	ha	establecido	como	única	‘fecha	de
corte’	 en	 el	 procedimiento,	 la	 fecha	 de	 publicación	 de	 la	 situación	 de
concurso.
27.	 La	 referencia	 a	 la	 fecha	 de	 adopción	 del	 acuerdo	 de	 disolución	 y
liquidación,	no	debe	ser	entendida	como	una	fecha	que	establece	una	nueva
distinción	entre	créditos	concursales	y	créditos	post	concursales,	sino	como
una	que,	por	una	parte,	faculta	a	los	acreedores	a	solicitar	el	reconocimiento
de	 los	 créditos	 devengados,	 incluso	 con	 posterioridad	 a	 la	 adopción	 del
citado	 acuerdo	 y,	 por	 otra,	 habilita	 a	 la	 autoridad	 concursal	 para
pronunciarse	 sobre	 tales	 solicitudes.	 De	 otro	modo,	 no	 tendría	 sentido	 el
dispositivo	 legal	 que	 otorga	 competencia	 a	 la	 autoridad	 concursal	 para
reconocer	 los	créditos	que	 invoquen	 los	acreedores,	 incluso	hasta	 la	 fecha
de	la	declaración	judicial	de	quiebra.
(...).
El	fuero	de	atracción	y	la	liquidación	en	marcha
(...).
47.	 Dada	 la	 naturaleza	 excepcional	 de	 la	 liquidación	 en	 marcha,
corresponde	determinar	a	continuación	si	el	fuero	de	atracción	de	créditos
regulado	 en	 la	 LGSC	 también	 resulta	 aplicable	 a	 los	 pasivos	 devengados
durante	la	ejecución	de	dicha	modalidad	liquidatoria.
48.	La	continuación	de	las	actividades	de	la	empresa	implica	la	asunción	de
determinados	 costos	 y	 gastos	 para	 mantener	 operativo	 el	 negocio.	 En
principio,	se	encuentra	el	costo	de	las	materias	primas,	de	la	mano	de	obra
directa	 y	 de	 otros	 costos	 de	 fabricación	 en	 las	 que	 se	 ha	 incurrido	 al
producir	 las	 mercaderías	 vendidas.	 En	 el	 caso	 de	 los	 servicios,	 el	 costo
involucra	 el	 costo	 de	 suministro,	 de	 la	 mano	 de	 obra	 y	 de	 otros	 gastos
realizados	al	proporcionar	los	servicios	(...).
49.	 La	 actividad	 operativa	 y	 financiera	 del	 negocio	 también	 involucra
ciertos	costos.	Normalmente	los	costos	en	que	se	incurre	para	llevar	a	cabo
las	 funciones	de	venta,	de	administración	y	de	 finanzas	 se	 clasifican	como
gastos	 desde	 un	 punto	 de	 vista	 contable.	 Estos	 gastos	 incluyen	 los	 costos
relacionados	con	la	venta	y	entrega	de	mercaderías,	los	sueldos	del	personal
administrativo,	 el	 pago	 de	 servicios	 públicos	 básicos,	 gastos	 dirigidos	 a
cautelar	 los	 activos	de	 la	 empresa,	 gastos	de	oficina,	 asesoría	 legal,	 gastos
notariales	y	registrales,	impuestos,	entre	otros	(...).
(...).
51.	Por	tanto,	esta	sala	considera	que	debe	interpretarse	que	conforme	a	lo
establecido	 en	 el	 artículo	 74.5	 de	 la	 LGSC,	 el	 fuero	 de	 atracción	 no
comprende	 las	 deudas	 que	 genere	 la	 implementación	de	 la	 liquidación	 en
marcha,	 en	 tanto	 constituyen	 gastos	 necesarios	 que	 debe	 realizar	 el
liquidador	para	llevar	a	cabo	dicha	modalidad	liquidatoria	dentro	del	plazo
establecido	 por	 ley.”.	 (R.	 2272-2007/TDC-Indecopi,	 Exp.	 366-2006-03-
03/CCO-Indecopi.	19.12.2007)
NOTAS:	 1.	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 la	 Sala	 Concursal	 del	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 de	 Indecopi	 constituye	 precedente	 de	 observancia
obligatoria.
2.	 Mediante	 esta	 resolución	 se	 varía	 el	 criterio	 adoptado	 por	 la	 Sala	 Concursal	 del	 Tribunal	 de
Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 de	 Indecopi	 en	 la	 R.	 0882-2004/TDC-
Indecopi,	sobre	el	“fuero	de	atracción	de	créditos”.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Diferencia	 entre	 “gastos	 de	 la	 liquidación”	 y
“créditos”.	“32.	Se	exceptúa	de	este	fuero	de	atracción,	a	los	honorarios	del
liquidador	y	a	 los	gastos	necesarios	efectuados	por	éste	para	el	desarrollo
del	 procedimiento	de	 liquidación,	 conforme	a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo
74.5.	 de	 la	 LGSC.	 De	 esta	 forma,	 los	 créditos	 que	 el	 liquidador	 mantenga
frente	a	la	empresa	por	los	conceptos	antes	señalados,	deben	pagarse	a	su
vencimiento.
33.	 El	 pago	 preferente	 de	 los	 honorarios	 y	 gastos	 de	 la	 liquidación
constituye	un	tratamiento	excepcional	que	la	LGSC	otorga	a	dichos	créditos,
justificado	por	el	hecho	de	que	la	cancelación	prioritaria	de	tales	pasivos	es
necesaria	para	promover	un	impulso	célere	del	proceso	de	liquidación	que
permita,	 a	 través	de	 la	maximización	del	 valor	del	patrimonio	del	deudor,
obtener	 los	 recursos	destinados	a	 la	 recuperación	eficiente	de	 la	 totalidad
de	créditos	comprendidos	en	el	concurso.
34.	Esta	 sala	 considera	que	 la	excepcionalidad	del	pago	prioritario	de	 los
honorarios	y	gastos	de	 la	 liquidación	hace	necesario	establecer	un	criterio
que	 permita	 distinguir	 entre	 aquellos	 créditos	 devengados	 con
posterioridad	 a	 la	 fecha	 de	 liquidación	 del	 deudor,	 por	 una	 parte,	 de	 los
gastos	que	genere	el	proceso	de	liquidación,	por	otra.
35.	La	diferenciación	entre	ambos	conceptos	se	justifica	porque	solamente
aquellos	pasivos	devengados	 luego	de	 la	 fecha	de	 liquidación	y	calificados
como	 ‘créditos’	 se	 encontrarán	 comprendidos	 en	 el	 fuero	 de	 atracción
regulado	en	la	LGSC	y,	por	tanto,	deberán	someterse	a	las	reglas	de	pago	del
concurso	en	concurrencia	con	los	demás	créditos.
(...).
39.	 Sólo	 calificarán	 como	 créditos	 devengados	 después	 de	 la	 fecha	 de
declaración	 de	 la	 liquidación	 del	 deudor	 y	 serán	 susceptibles	 de	 ser
reconocidos	 en	 aplicación	 del	 fuero	 de	 atracción	 regulado	 en	 la	 LGSC,
aquellos	pasivos	generados	como	consecuencia	del	ejercicio	de	la	actividad
económica	 del	 concursado	 hasta	 la	 fecha	 de	 suscripción	 del	 convenio	 de
liquidación,	 las	 obligaciones	 accesorias	de	deudas	 impagas	 contraídas	 con
anterioridad	a	 la	referida	 fecha	y	 las	obligaciones	originadas	en	relaciones
jurídicas	 preexistentes	 a	 la	 liquidación	 que	 mantenga	 el	 deudor	 con
terceros,	 cuyo	 término	 se	 produzca	 durante	 el	 desarrollo	 del	 proceso	 de
liquidación.
40.	 Con	 excepción	 de	 los	 supuestos	 antes	 descritos,	 los	 demás	 pasivos
asumidos	 por	 el	 deudor	 durante	 el	 proceso	 de	 liquidación	 únicamente
podrán	estar	constituidos	por	los	gastos	propios	de	dicho	proceso	y	por	los
honorarios	adeudados	al	liquidador	por	la	prestación	de	sus	servicios.	Ello,
considerando	que	la	prohibición	legal	de	que	el	deudor	continúe	ejerciendo
su	 actividad	 económica	 a	 partir	 de	 la	 suscripción	 del	 convenio	 de
liquidación	 imposibilita	 la	 generación	 de	 obligaciones	 de	 distinta
naturaleza.
41.	En	este	orden	de	ideas,	debe	entenderse	por	 ‘gastos’,	a	todos	aquellos
pasivos	asumidos	por	el	 liquidador	con	la	finalidad	de	impulsar	el	proceso
de	liquidación	–como	por	ejemplo,	pagos	efectuados	para	realizar	trámites
notariales	y	registrales,	así	como	publicaciones	en	diarios–	y	de	conservar
los	 bienes	 integrantes	 del	 patrimonio	 del	 deudor	 –a	modo	 de	 ejemplo,	 la
contratación	 de	 servicios	 de	 mantenimiento	 y	 de	 vigilancia,	 el	 pago	 de
servicios	públicos,	entre	otros–,	mientras	que	los	honorarios	del	liquidador
constituyen	 la	 retribución	 que	 este	 último	 percibe	 por	 los	 servicios
contratados	 por	 la	 junta	 de	 acreedores	 para	 conducir	 la	 liquidación.”.	 (R.
2272-2007/TDC-Indecopi,	 Exp.	 366-2006-03-03/CCO-Indecopi.
19.12.2007)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 la	 Sala	 Concursal	 del	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 de	 Indecopi	 constituye	 precedente	 de	 observancia
obligatoria.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Composición	de	la	junta	de	acreedores	en	los
procesos	de	 liquidación.	“De	conformidad	con	 lo	dispuesto	en	el	numeral
74.6	del	artículo	74	de	 la	Ley	General	del	Sistema	Concursal,	en	virtud	del
fuero	 de	 atracción	 de	 créditos	 en	 procesos	 de	 liquidación,	 los	 acreedores
titulares	de	créditos	devengados	con	posterioridad	a	la	fecha	de	publicación
de	la	situación	de	concurso	del	deudor	quedan	facultados	para	apersonarse
al	procedimiento	a	fin	de	obtener	el	reconocimiento	de	sus	créditos	y	poder
participar	con	derecho	a	voz	y	a	voto	en	la	junta	de	acreedores,	a	partir	de	la
fecha	 en	 que	 se	 acuerde	 o	 declare	 la	 liquidación	 del	 deudor,	 según	 sea	 el
caso.
Dicho	 régimen	 no	 comprende	 a	 los	 acreedores	 titulares	 de	 créditos
devengados	 con	 anterioridad	 a	 la	 fecha	 de	 publicación	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 32	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal,	 quienes	 continuarán
sujetos,	 incluso	 en	 los	 procesos	 de	 liquidación,	 a	 la	 regulación	 sobre
participación	 en	 junta	 de	 acreedores	 prevista	 en	 el	 artículo	 34	 del	 citado
dispositivo	legal”.	(R.	0532-2008/TDC-Indecopi,	Exp.	247-2001-03-03/CRP-
ODI-ULI.	12.03.2008)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 la	 Sala	 Concursal	 del	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 de	 Indecopi	 constituye	 precedente	 de	 observancia
obligatoria	y	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	05	de	abril	del	2008.
Ley	27809.
ART.	 75.—Órganos	 de	 administración	 en	 la	 transición	 de
reestructuración	 a	 liquidación.	 En	 los	 casos	 en	 que	 la	 junta	 decidiera
variar	 el	 destino	 del	 deudor	 sometido	 a	 concurso,	 de	 reestructuración	 a
disolución	y	 liquidación,	 caducarán	 las	 funciones	del	 representante	 legal	y
de	 todos	 los	 órganos	 de	 la	 administración,	 las	 que	 serán	 asumidas	 por	 el
liquidador.	 La	 caducidad	 opera	 de	 pleno	 derecho	 a	 partir	 de	 la	 firma	 del
convenio	de	liquidación.
Ley	27809.
ART.	76.—Contenido	del	convenio.	El	convenio	de	liquidación	contendrá,
necesariamente,	bajo	sanción	de	nulidad:
1.	La	identificación	del	liquidador,	del	deudor	y	del	presidente	de	la	junta,
la	 fecha	 de	 aprobación,	 la	 declaración	 del	 liquidador	 que	 no	 tiene
limitaciones	para	asumir	el	cargo,	y	los	supuestos	bajo	los	cuales	empezará
a	pagar	los	créditos.
2.	 La	 proyección	 de	 gastos	 estimada	 por	 el	 liquidador	 a	 efectos	 de	 ser
aprobada	por	la	junta.
3.	 Los	 honorarios	 del	 liquidador	 precisándose	 los	 conceptos	 que	 los
integran,	así	como	su	forma	y	oportunidad	de	pago.
4.	 Los	 mecanismos	 en	 virtud	 de	 los	 cuales	 el	 liquidador	 cumplirá	 los
requerimientos	de	información	periódica	durante	la	liquidación.
5.	La	modalidad	y	condiciones	de	la	realización	de	bienes	del	deudor.
6.	El	régimen	de	intereses.	A	los	créditos	de	origen	tributario	se	les	aplicará
la	tasa	de	interés	compensatorio	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	48.
Ley	27809.
ART.	 77.—Aprobación	 y	 suscripción	 del	 convenio.	 El	 convenio	 de
liquidación	propuesto	deberá	ser	aprobado	con	la	mayoría	establecida	en	el
artículo	 53.1.	 Se	 suscribe	 en	 el	 mismo	 acto	 en	 el	 que	 se	 acuerde	 la
liquidación	 o	 dentro	 de	 los	 treinta	 días	 siguientes	 de	 adoptado	 dicho
acuerdo	 por	 el	 liquidador	 y	 el	 presidente	 de	 la	 junta	 de	 acreedores,	 en
representación	de	todos	los	acreedores.
Ley	27809.
ART.	78.—Publicidad	e	inscripción	del	convenio	de	liquidación.
78.1.	Dentro	 de	 los	 cinco	 (5)	 días	 siguientes	 de	 celebrado	 el	 convenio,	 el
liquidador,	bajo	 responsabilidad,	publicará	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,
un	aviso	haciendo	público	el	inicio	de	la	disolución	y	liquidación	del	deudor
y	 la	 aprobación	 del	 convenio,	 requiriendo	 a	 quienes	 posean	 bienes	 y
documentos	del	deudor,	la	entrega	inmediata	de	los	mismos	al	liquidador.	El
incumplimiento	podrá	dar	lugar	a	las	sanciones	previstas	en	la	ley.
78.2.	Modificado.	D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 23.	 Dentro	 de	 los	 quince	 (15)	 días
siguientes	de	celebrado	el	 convenio	de	 liquidación,	el	 liquidador	 solicitará
su	 inscripción	 en	 el	 registro	 conforme	 al	 artículo	 22.	 En	 caso	 de
incumplimiento	 del	 liquidador,	 cualquier	 interesado	 podrá	 realizar	 los
trámites	referidos	a	dicha	inscripción.
Para	 los	 efectos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 22	 de	 la	 ley,	 el	 único
instrumento	concursal	en	mérito	al	cual	el	registrador	público	procederá	a
efectuar	la	inscripción	es	la	copia	certificada	del	convenio	de	liquidación.
Ley	27809.
ART.	 79.—Solución	 de	 controversias	 relativas	 al	 convenio	 de
liquidación.	Serán	 aplicables	 al	 convenio	 de	 liquidación	 las	 disposiciones
contenidas	en	el	artículo	73,	en	lo	que	resultare	pertinente.
Ley	27809.
ART.	80.—Entrega	de	bienes	y	acervo	documentario.
80.1.	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	23.	El	deudor,	bajo	apercibimiento	de
multa	 contra	 sus	administradores	y	 representantes	 legales,	 y	 sin	perjuicio
de	 la	 responsabilidad	 civil	 y	 penal	 que	 pudiera	 caber,	 deberá	 entregar	 al
liquidador	 los	 libros,	 documentos	 y	 bienes	 de	 su	 propiedad.	 En	 caso	 de
incumplimiento,	la	comisión	podrá	sancionar	con	multas	no	menores	de	una
(1)	ni	mayores	de	cien	(100)	unidades	impositivas	tributarias.	La	multa	se
duplicará	sucesivamente	en	caso	de	reincidencia.
El	 liquidador	 adoptará	 las	 medidas	 de	 seguridad	 necesarias	 para	 la
conservación	de	los	bienes	y	documentación	del	concursado	y	levantará	un
inventario	 con	 intervención	 de	 notario	 público,	 si	 el	 deudor,	 su
representante	 legal,	el	 liquidador	anterior	o	el	administrador	se	negaran	a
suscribir	el	inventario.
80.2.	Es	prerrogativa	de	los	acreedores	intervenir	en	la	toma	de	inventario
que	efectúe	el	liquidador.
80.3.	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	23.	Si	el	liquidador	se	ve	impedido	de
ingresar	a	las	instalaciones	del	deudor,	podrá	solicitar	al	juez	de	paz	o	juez
de	 paz	 letrado,	 según	 el	 caso,	 que	 ordene	 el	 descerraje	 y	 el	 apoyo	 de	 la
fuerza	pública.
80.4.	El	liquidador,	una	vez	en	posesión	de	los	bienes,	procederá	a	liquidar
los	negocios	del	deudor,	 realizar	 todos	 los	actos	y	contratos	y	efectuar	 los
gastos	necesarios	para	maximizar	la	realización	de	sus	bienes,	conforme	a	lo
que	haya	acordado	la	junta.
Ley	27809.
ART.	81.—Oponibilidad	del	convenio	de	liquidación.
81.1.	 El	 convenio	 de	 liquidación	 será	 obligatorio	 no	 sólo	 para	 quienes	 lo
hubieran	aprobado,	sino	también	para	quienes	no	hayan	asistido	a	la	junta,
se	hayan	opuesto	a	dicho	convenio	o	no	tengan	créditos	reconocidos	por	la
comisión.
81.2.	Los	efectos	del	 convenio	de	 liquidación	aprobado	por	 la	 junta	no	 le
son	 aplicables	 al	 titular	 de	 garantías	 reales	 constituidas	 sobre	 bienes	 del
deudor	 que	 garanticen	 obligaciones	 de	 terceros,	 cuyo	 derecho	 se	 rige	 de
acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	85.2.
Ley	27809.
ART.	 82.—Efectos	 de	 la	 celebración	 del	 convenio	 de	 liquidación.	 Son
efectos	 inmediatos	 de	 la	 celebración	 del	 convenio	 de	 liquidación,	 los
siguientes:
a)	 Produce	 un	 estado	 indivisible	 entre	 el	 deudor	 y	 sus	 acreedores,	 que
comprende	 todos	 los	 bienes	 y	 obligaciones	 de	 aquél,	 aun	 cuando	 dichas
obligaciones	 no	 sean	de	 plazo	 vencido,	 salvo	 los	 bienes	 y	 las	 obligaciones
que	la	ley	expresamente	exceptúa.
b)	 Los	 directores,	 gerentes	 y	 otros	 administradores	 del	 deudor	 cesan	 en
sus	 funciones	 y,	 en	 consecuencia,	 quedan	 privados	 del	 derecho	 de
administrar	los	bienes	de	éste;
c)	 La	 administración	 y	 representación	 legal	 le	 corresponde	 al	 liquidador
designado	por	la	junta	para	tal	efecto	y,	en	consecuencia,	quienes	ejercía	la
representación	 legal	 del	 deudor	hasta	 la	 fecha	del	 acuerdo	de	 celebración
del	 convenio	 de	 liquidación	 carecerán	 de	 representación	 procesal,	 sea	 el
deudor	demandante	o	demandado;
d)	El	liquidador	administrará	los	bienes	objeto	de	desapoderamiento	a	que
se	refiere	el	literal	b)	del	presente	artículo	y	también	los	bienes	respecto	de
los	cuales	el	deudor	tenga	derecho	de	usufructo	cuidando,	en	ambos	casos,
que	los	frutos	liquidados	ingresen	a	la	masa	de	la	liquidación;
e)	Todas	las	obligaciones	de	pago	del	deudor	se	harán	exigibles,	aunque	no
se	 encuentren	 vencidas,	 descontándose	 los	 intereses	 correspondientes	 al
plazo	que	falte	para	el	vencimiento;
f)	Los	acuerdos	de	condonación	surtirán	efectos	respecto	de	la	totalidad	de
acreedores,	 salvo	 aquellos	 exceptuados	 por	 la	 ley,	 únicamente	 cuando
hayan	sido	aprobados	por	las	mayorías	establecidas	en	el	artículo	53.1.	A	los
acreedores	que	hubiesen	votado	en	contra,	no	hubiesen	asistido	a	la	junta	o
cuyos	créditos	no	hubiesen	sido	reconocidos	oportunamente,	el	acuerdo	les
será	oponible	en	 los	mismos	 términos	que	a	 los	acreedores	que,	habiendo
votado	a	favor	del	acuerdo,	resulten	menos	afectados.
Ley	27809.
ART.	83.—Atribuciones,	facultades	y	obligaciones	del	liquidador.
83.1.	Son	obligaciones	del	liquidador:
a)	Realizar	con	diligencia	todos	los	actos	que	corresponden	a	su	función,	de
acuerdo	a	lo	pactado	por	la	junta	y	las	disposiciones	legales	vigentes.
b)	Representar	 los	 intereses	generales	de	 los	acreedores	y	del	deudor	en
cuanto	 puedan	 interesar	 a	 la	 masa,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 facultades	 que
conforme	a	la	ley	corresponden	a	los	acreedores	y	al	deudor.
83.2.	Son	atribuciones	y	facultades	del	liquidador:
a)	Actuar	en	resguardo	de	los	intereses	de	la	masa	o	del	deudor,	en	juicio	o
fuera	de	él,	con	plena	representación	de	éste	y	de	los	acreedores;
b)	 Disponer	 de	 los	 bienes	 muebles	 e	 inmuebles,	 acreencias,	 derechos,
valores	y	acciones	de	propiedad	del	deudor.	Para	estos	efectos,	el	convenio
podrá	exigir	valuación	económica	y	subasta	pública	judicial	o	extrajudicial;
c)	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 24.	 Celebrar	 los	 actos	 y	 contratos
necesarios	con	el	objeto	de	conservar,	mantener	y	asegurar	 los	bienes	del
deudor,	con	conocimiento	previo	de	 la	 junta	de	acreedores,	del	presidente
de	la	referida	junta	o	del	comité	si	lo	hubiere;
d)	Modificado.	D.	 Leg.	 1189,	Art.	 24.	Celebrar	 los	 contratos	 que	 fuesen
necesarios	y	transigir	y	realizar,	con	garantías	o	sin	ellas,	las	operaciones	de
créditos	estrictamente	necesarias	para	cubrir	los	gastos	y	obligaciones	que
demande	 la	 liquidación,	 con	 conocimiento	 de	 la	 junta	 de	 acreedores,	 del
presidente	de	la	referida	junta	o	del	comité	si	lo	hubiere.	Dichos	actos	sólo
podrán	ser	realizados	con	empresas	del	sistema	financiero;
e)	Cesar	a	los	trabajadores	del	deudor;
f)	Ejercer	todas	las	funciones	y	facultades	que	conforme	a	la	Ley	General	de
Sociedades	corresponde	a	los	liquidadores,	administradores	y	gerentes,	así
como	 las	 que	 adicionalmente	 le	 otorgue	 el	 convenio	 de	 liquidación	 o	 la
junta.
g)	Solicitar	el	 levantamiento	de	 las	cargas	y	gravámenes	que	pesen	sobre
los	bienes	del	deudor,	siendo	título	suficiente	para	esto	la	presentación	del
contrato	de	transferencia	y	el	convenio	de	liquidación	debidamente	inscrito
en	los	Registros	Públicos,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	78;
y
h)	 Formular	 las	 denuncias	 pertinentes	 ante	 el	 Ministerio	 Público	 si
constatara	la	existencia	de	elementos	que	hicieran	presumir	la	comisión	de
actos	dolosos	o	fraudulentos	en	la	administración	del	deudor,	o	que	podrían
dar	 lugar	 a	 la	 quiebra	 fraudulenta	 de	 la	 misma,	 según	 la	 regulación
contenida	en	el	Código	Penal,	lo	que	deberá	ser	puesto	en	conocimiento	de
la	junta.
83.3	Las	limitaciones	para	el	nombramiento	en	el	cargo	del	liquidador,	las
prohibiciones	 legales	 para	 su	 designación,	 las	 obligaciones	 y	 la
responsabilidad	de	los	liquidadores	se	regirán,	en	cuanto	sea	aplicable,	por
las	disposiciones	de	los	artículos	161,	162,	177	y	184	de	la	Ley	General	de
Sociedades.
83.4.	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	24.	Una	vez	asumido	el	cargo,	sea	por
suscripción	de	convenio	de	liquidación	o	por	designación	de	la	comisión,	el
liquidador	se	encuentra	obligado	a	abrir	una	cuenta	corriente	a	nombre	del
deudor	en	liquidación,	desde	la	cual	deberá	manejar	todo	el	flujo	de	dinero
correspondiente	 a	 la	 liquidación.	 Los	 fondos	 de	 dicha	 cuenta	 son
inembargables	conforme	a	ley.
83.5.	 El	 liquidador	 deberá	 proceder	 al	 pago	 de	 los	 créditos	 una	 vez	 que
haya	 obtenido,	 como	 resultado	 de	 la	 realización	 de	 activos,	 no	menos	 del
10%	del	monto	total	de	créditos	reconocidos.
C.	P.
ART.	209.—Modificado.	Ley	27295,	Primera	Disposición	Transitoria	y
Final.	 Disminución	 fraudulenta.	 Será	 reprimido	 con	 pena	 privativa	 de
libertad	no	menor	de	 tres	ni	mayor	de	seis	años	e	 inhabilitación	de	 tres	a
cinco	años	conforme	al	artículo	36	incisos	2)	y	4),	el	deudor,	la	persona	que
actúa	 en	 su	 nombre,	 el	 administrador	 o	 el	 liquidador,	 que	 en	 un
procedimiento	 de	 insolvencia,	 procedimiento	 simplificado,	 concurso
preventivo,	 procedimiento	 transitorio	 u	 otro	 procedimiento	 de
reprogramación	 de	 obligaciones	 cualesquiera	 fuera	 su	 denominación,
realizara	en	perjuicio	de	los	acreedores,	alguna	de	las	siguientes	conductas:
1.	Ocultamiento	de	bienes.
2.	Simulación,	adquisición	o	realización	de	deudas,	enajenaciones,	gastos	o
pérdidas;	y,
3.	 Realización	 de	 actos	 de	 disposición	 patrimonial	 o	 generador	 de
obligaciones,	 destinados	 a	 pagar	 a	 uno	 o	 varios	 acreedores,	 preferentes	 o
no,	posponiendo	el	pago	del	resto	de	acreedores.	Si	ha	existido	connivencia
con	 el	 acreedor	 beneficiado,	 éste	 o	 la	 persona	 que	 haya	 actuado	 en	 su
nombre,	será	reprimido	con	la	misma	pena.
Si	 la	 junta	 de	 acreedores	 hubiere	 aprobado	 la	 reprogramación	 de
obligaciones	 en	 un	 procedimiento	 de	 insolvencia,	 procedimiento
simplificado,	 concurso	 preventivo,	 procedimiento	 transitorio	 u	 otro
procedimiento	 de	 reprogramación	 de	 obligaciones	 cualesquiera	 fuera	 su
denominación,	 según	 el	 caso	 o,	 el	 convenio	 de	 liquidación	 o	 convenio
concursal,	las	conductas	tipificadas	en	el	inciso	3)	sólo	serán	sancionadas	si
contravienen	dicha	reprogramación	o	convenio.	Asimismo,	si	 fuera	el	caso
de	una	liquidación	declarada	por	la	comisión,	conforme	a	lo	señalado	en	la
ley	 de	 la	 materia,	 las	 conductas	 tipificadas	 en	 el	 inciso	 3)	 sólo	 serán
sancionadas	si	contravienen	el	desarrollo	de	dicha	liquidación.
Si	el	agente	realiza	alguna	de	las	conductas	descritas	en	los	incisos	1),	2)	y
3),	 cuando	 se	 encontrare	 suspendida	 la	 exigibilidad	 de	 obligaciones	 del
deudor,	 como	 consecuencia	 de	 un	 procedimiento	 de	 insolvencia,
procedimiento	simplificado,	concurso	preventivo,	procedimiento	transitorio
u	otro	procedimiento	de	reprogramación	de	obligaciones	cualesquiera	fuera
su	denominación,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	no	menor
de	 cuatro	 ni	mayor	 de	 ocho	 años	 e	 inhabilitación	 de	 cuatro	 a	 cinco	 años,
conforme	al	artículo	36,	incisos	2)	y	4).
Ley	27809.
ART.	84.—Venta	y	adjudicación	de	activos	del	deudor.
84.1.	Habiendo	el	liquidador	tomado	posesión	del	cargo	y	de	los	activos	del
deudor,	deberá	establecer	el	cronograma	de	realización	de	ellos	en	un	plazo
no	mayor	de	diez	 (10)	días.	 El	 proceso	de	oferta	de	dichos	bienes	deberá
iniciarse	 en	 un	 plazo	 máximo	 de	 treinta	 (30)	 días.	 Es	 obligación	 del
liquidador	proceder	a	la	realización	de	los	activos	en	plazo	razonable.
84.2.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 25.	 En	 caso	 que	 el	 convenio	 de
liquidación	establezca	la	venta	de	activos	vía	remate,	será	de	aplicación	las
disposiciones	contenidas	en	el	Capítulo	V	del	Título	V	de	la	Sección	Quinta
del	 Código	 Procesal	 Civil,	 en	 lo	 que	 resulten	 aplicables.	 Se	 procederá	 a	 la
adjudicación	por	venta	directa,	si	efectuadas	tres	convocatorias	a	remate	no
hubiese	sido	posible	realizar	el	mismo.	Cuando	sobre	los	activos	del	deudor
recaigan	medidas	cautelares,	cargas	o	gravámenes	sólo	podrán	transferirse
por	venta	vía	remate.
84.3.	Modificado.	 Ley	28580,	Única	Disp.	Compl.	Todos	 los	 remates	 se
harán	por	martillero	público.
84.4.	En	 la	adjudicación	de	activos	a	un	acreedor,	el	valor	a	pagar	será	 la
base	de	la	postura	fijada	para	la	última	convocatoria	a	remate.	El	acreedor
adjudicatorio	deberá	cancelar	el	monto	del	bien	adjudicado,	a	menos	que	no
hubieren	acreedores	de	orden	preferente;	en	cuyo	caso	únicamente	oblará
el	exceso	sobre	el	valor	de	su	crédito.
Ley	27809.
ART.	 85.—Efectos	 de	 la	 transferencia	 de	 bienes	 por	 parte	 del
liquidador.
85.1.	Modificado.	Ley	28709,	Art.	1°.	La	 transferencia	de	 cualquier	bien
del	deudor,	por	parte	del	liquidador,	generará	el	levantamiento	automático
de	todos	 los	gravámenes,	 las	medidas	cautelares	y	cargas	que	pesen	sobre
éste,	 sin	 que	 se	 requiera	 para	 tales	 efectos	 mandato	 judicial	 o	 la
intervención	del	acreedor	garantizado	con	dicho	bien.	El	registrador	deberá
inscribir	 el	 levantamiento	de	dichas	medidas,	 bajo	 responsabilidad.	 En	 tal
supuesto,	 la	 persona	 que	 efectúe	 el	 trámite	 de	 levantamiento	 de	 las
referidas	 cargas	 o	 gravámenes	 ante	 cualquier	 entidad	 registral	 a	 nivel
nacional,	 está	 inafecta	 al	 pago	 de	 las	 tasas	 o	 derechos	 administrativos
correspondientes.
85.2.	 Tratándose	 de	 la	 venta	 de	 bienes	 de	 propiedad	 del	 deudor	 que
garanticen	 obligaciones	 de	 terceros	 conforme	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo
81.2.	 el	 liquidador	 debe	 respetar	 los	 derechos	 reales	 de	 garantía
constituidos	sobre	 los	mismos,	pagando	los	créditos	de	estos	terceros,	con
el	producto	de	dicha	venta,	 teniendo	en	consideración	el	 rango	registral	y
montos	 que	 correspondan,	 pero	 sin	 afectar	 el	 pago	 de	 los	 créditos	 del
primer	orden	de	preferencia	que	existan	en	el	procedimiento.
Ley	27809.
ART.	 86.—Administración	 de	 bienes	 futuros.	 La	 administración	 de	 los
bienes	 que	 pudiera	 adquirir	 el	 deudor,	 a	 título	 oneroso	 o	 gratuito,	 con
posterioridad	a	la	celebración	del	convenio	de	liquidación,	corresponderá	al
liquidador.
Ley	27809.
ART.	 87.—Contratación	 de	 servicios	 de	 terceros.	 El	 liquidador	 se
encuentra	 prohibido	 de	 contratar	 servicios	 de	 terceros	 vinculados	 a	 él,
conforme	a	los	criterios	establecidos	en	el	artículo	12.
Ley	27809.
ART.	88.—Pago	de	créditos	por	el	liquidador.
88.1.	El	 liquidador,	bajo	responsabilidad,	está	obligado	a	pagar	en	primer
término	 los	 créditos	 reconocidos	 por	 la	 comisión	 conforme	 al	 orden	 de
preferencia	 establecido	 en	 el	 artículo	 42	 hasta	 donde	 alcanzare	 el
patrimonio	del	deudor.
88.2.	 La	preferencia	de	 los	 créditos	 implica	que	 los	de	un	orden	 anterior
excluyen	a	 los	de	un	orden	posterior,	 según	 la	prelación	 establecida	 en	 el
artículo	42.
88.3.	Los	créditos	correspondientes	al	primer	orden	se	pagan	a	prorrata	y
proporcional	al	porcentaje	que	representan	 las	acreencias	a	 favor	de	cada
acreedor.
88.4.	Los	créditos	correspondientes	al	segundo,	cuarto	y	quinto	orden,	se
pagan	 al	 interior	 de	 cada	 orden	de	 preferencia	 a	 prorrata	 entre	 todos	 los
créditos	reconocidos	del	respectivo	orden.	Deberá	entenderse	por	prorrata
la	 distribución	 proporcional	 al	 porcentaje	 que	 representan	 los	 créditos
dentro	del	total	de	deudas	de	un	orden	de	preferencia.
88.5.	 El	 liquidador	 tiene	 la	 obligación	 de	 actualizar	 todos	 los	 créditos
reconocidos	 liquidando	 los	 intereses	 generados	 hasta	 la	 fecha	 en	 que	 se
haga	efectivo	el	pago,	aplicando	para	tal	efecto	la	tasa	de	interés	aprobada
por	la	junta,	de	haberse	establecido.
88.6.	 Los	 créditos	 reconocidos	 por	 la	 comisión	 después	 de	 que	 el
liquidador	 ya	 hubiere	 cumplido	 con	 cancelar	 los	 créditos	 del	 orden	 de
preferencia	 que	 se	 les	 hubiere	 atribuido,	 serán	 pagados	 inmediatamente,
pero	sin	alterar	los	pagos	ya	efectuados.
88.7.	 Si	 luego	 de	 realizar	 uno	 o	más	 pagos	 se	 extingue	 el	 patrimonio	 del
deudor	 quedando	 acreedores	 pendientes	 de	 ser	 pagados,	 el	 liquidador
deberá	solicitar,	bajo	responsabilidad,	en	un	plazo	no	mayor	de	treinta	(30)
días,	la	declaración	judicial	de	quiebra	del	deudor,	de	lo	que	dará	cuenta	al
comité	o	al	presidente	de	la	junta	y	a	la	comisión.
88.8.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	26.	En	caso	que	se	pagara	todos	 los
créditos	reconocidos,	la	comisión	declarará	la	conclusión	del	procedimiento.
Si	 hubiera	 créditos	 registrados	 en	 los	 libros	 del	 deudor	 que	 no	 hubieren
sido	 reconocidos	 por	 la	 Comisión,	 el	 liquidador	 procederá	 a	 pagarlos	 de
acuerdo	 al	 orden	 de	 preferencia	 establecido	 en	 el	 artículo	 42,
consignándose	su	importe	en	el	Banco	de	la	Nación	cuando	el	domicilio	de
los	acreedores	no	fuere	conocido.
88.9.	 Los	 acreedores	 pueden	 hacer	 valer	 sus	 créditos	 frente	 a	 los
liquidadores	 después	 del	 fin	 de	 la	 liquidación,	 si	 la	 falta	 de	 pago	 es	 por
responsabilidad	de	estos	últimos.
88.10.	 Cuando	 se	 hayan	 pagado	 todos	 los	 créditos,	 el	 liquidador	 deberá
entregar	 a	 los	 accionistas	 o	 socios	 del	 deudor	 los	 bienes	 sobrantes	 de	 la
liquidación	y	el	remanente,	si	los	hubiere.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Entidad	 liquidadora	 debe	 cancelar	 los
créditos	reconocidos	a	quien	sea	titular	del	mismo	al	momento	del	pago.
“El	pago	de	créditos	reconocidos	que	son	materia	de	una	cesión.
23.	De	conformidad	con	lo	dispuesto	por	el	artículo	88	de	la	Ley	General	del
Sistema	Concursal,	 el	 liquidador	 estaba	obligado	 a	 efectuar	 el	 pago	de	 los
créditos	 debidamente	 reconocidos	 por	 la	 comisión	 en	 el	 orden	 de
preferencia	 que	 les	 corresponda,	 hasta	 donde	 alcance	 el	 patrimonio	 del
insolvente.
24.	Tal	como	lo	ha	señalado	este	tribunal	en	anteriores	pronunciamientos,
al	reconocer	un	crédito,	 la	comisión	debe	cumplir	con	verificar,	además	de
la	 existencia,	 origen	 y	 cuantía	 del	 mismo,	 su	 legitimidad,	 lo	 cual	 permite
identificar	al	acreedor	habilitado	para	participar	en	la	junta	de	acreedores	y
exigir	el	pago	de	su	crédito	en	los	términos	acordados	por	el	referido	órgano
deliberativo.
25.	A	diferencia	de	 lo	señalado	por	 la	comisión,	 tal	declaración	no	 impide
que	dicho	acreedor	pueda	disponer	de	su	crédito	mediante	su	cesión	a	un
tercero,	 quien	 asumirá	 la	 titularidad	 del	 mismo	 en	 virtud	 de	 dicha
transmisión	y,	a	partir	de	ese	momento,	se	encontrará	facultado	para	exigir
al	 deudor	 el	 pago	 del	 crédito	 sin	 requerir	 de	 un	 pronunciamiento
administrativo	 para	 tal	 efecto,	 al	 tratarse	 únicamente	 del	 cambio	 de
titularidad	 de	 un	 crédito	 reconocido	 previamente	 por	 la	 autoridad
concursal.
26.	En	consecuencia,	debe	entenderse	que	el	artículo	88	de	la	Ley	General
del	 Sistema	 Concursal	 establece	 que	 el	 liquidador	 tiene	 la	 obligación	 de
pagar	los	créditos	reconocidos	por	la	comisión	al	acreedor	que	sea	su	titular
a	 la	 fecha	de	pago,	 incluso	si	este	último	no	cuenta	con	un	reconocimiento
particular	previo	por	parte	de	la	citada	autoridad	administrativa.	(R.	0018-
2008/TDC-Indecopi,	ene.	10/2008)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Propiedad	Intelectual	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria.
Ley	27809.
ART	89.—Pago	de	créditos	garantizados.
89.1.	 Salvo	 que	 existan	 créditos	 preferentes	 pendientes	 de	 pago,	 para	 el
pago	 de	 los	 acreedores	 de	 tercer	 orden	 se	 aplicarán	 los	 bienes	 que
garantizan	su	crédito.
89.2.	 Los	 créditos	 correspondientes	 al	 tercer	 orden	 se	 pagan	 con	 el
producto	de	la	realización	de	los	bienes	del	deudor	afectados	con	garantía.
Sin	 embargo,	mantendrán	 dicho	 privilegio,	 considerando	 el	 rango	 que	 les
corresponde,	 conforme	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 42,	 si	 se	 realizan	 los
bienes	 que	 los	 garantizan	 para	 pagar	 créditos	 de	 órdenes	 de	 preferencia
anteriores.	En	tal	caso,	los	créditos	del	tercer	orden	se	pagarán	a	prorrata.
89.3.	 Cuando	 todos	 los	 bienes	 que	 garantizan	 créditos	 de	 tercer	 orden
hayan	 sido	 realizados	 para	 cancelar	 los	 de	 órdenes	 de	 preferencia
anteriores,	 aquellos	 créditos	 se	 pagan	 al	 interior	 del	 indicado	 orden	 de
preferencia	 a	 prorrata,	 considerando	 el	 rango	 de	 las	 garantías
originalmente	constituidas.
89.4.	El	pago	a	prorrata	implica	que	el	derecho	de	cobro	de	cada	acreedor
se	 determina	 en	 proporción	 al	 porcentaje	 que	 representa	 su	 crédito
garantizado	respecto	del	universo	de	acreedores	con	créditos	 respaldados
igualmente	por	garantías.
Ley	27809.
ART.	90.—Derecho	de	los	acreedores	de	separarse	del	procedimiento
concursal	ordinario.	Los	 acreedores	 por	 escrito	 y	 con	 firmas	 legalizadas
podrán	 manifestar	 a	 la	 comisión	 su	 intención	 irrevocable	 y	 definitiva	 de
sustraerse	 del	 futuro	 procedimiento	 de	 quiebra	 y	 solicitar	 el
correspondiente	 certificado	 de	 incobrabilidad	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo
99.5.	Tal	solicitud	podrá	ser	presentada	por	 los	acreedores	una	vez	que	 la
junta	haya	adoptado	el	acuerdo	de	disolución	y	liquidación	del	deudor.	Esta
prerrogativa	no	alcanza	a	los	derechos	irrenunciables.
Ley	27809.
ART.	91.—Transición	de	la	liquidación	a	la	reestructuración.
91.1.	Cuando	el	 liquidador	constate	 la	existencia	de	 factores,	nuevos	o	no
previstos	 al	 momento	 de	 la	 adopción	 de	 la	 decisión	 sobre	 el	 destino	 del
deudor,	y	siempre	que	considere	que	resulte	viable	la	reestructuración	del
mismo,	informará	de	este	hecho	al	presidente	de	la	junta	para	que	este,	si	lo
considera	 necesario,	 la	 convoque	 a	 efectos	 de	 que	 esta	 adopte	 la	 decisión
que	considere	conveniente.
91.2.	 Derogado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Única	 Disposición	 Complementaria
Derogatoria.
91.3.	 En	 caso	 de	 que	 la	 junta	 de	 un	 deudor	 en	 disolución	 y	 liquidación
cambie	 la	decisión	sobre	el	destino	del	mismo,	 los	créditos	generados	con
posterioridad	a	 la	 fecha	de	publicación	señalada	en	el	artículo	32,	y	que	al
adoptarse	el	acuerdo	de	disolución	y	liquidación	se	incorporaron	al	mismo,
serán	 excluidos	 del	 concurso,	 rigiéndose	 el	 pago	 de	 tales	 créditos	 de
acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	16.
JURISPRUDENCIA.—Controversia	que	se	centra	en	continuar	o	no	con	el
proceso	de	liquidación	(o	variarlo)	solo	tiene	mera	relevancia	legal.	“(…)
de	 autos	 se	 aprecia	 que	 la	 controversia	 se	 centra	 en	 dilucidar	 la
conformidad	legal	de	continuar	con	el	proceso	de	liquidación	(…)	o	variarlo
a	reestructuración,	siendo	esto	último	lo	que	piden	los	recurrentes.	Por	tal
motivo,	 a	 juicio	 de	 este	 colegiado	 (…),	 el	 asunto	 de	 autos	 carece	 de	 una
relevancia	 iusfundamental	 que	 justifique	 dilucidarlo	 en	 el	 marco	 de	 un
proceso	 constitucional	 de	 tutela	 de	 derechos,	 siendo	 más	 bien	 de	 mera
relevancia	 legal	 (…).”	 (TC.,	Exp.	03876-2010-PA/TC,	abr.	04/2011.	Álvarez
Miranda)
Ley	27809.
ART.	 92.—Conclusión	 del	 nombramiento	 del	 liquidador.	 El
nombramiento	del	liquidador	termina	por	las	siguientes	causales:
a)	Haber	terminado	la	liquidación	mediante	la	acreditación	de	la	extinción
de	los	créditos	materia	del	procedimiento,	con	la	consecuente	inscripción	de
la	extinción	del	deudor,	de	ser	el	caso,	en	el	registro	correspondiente;
b)	Revocación	de	sus	poderes	acordada	por	la	junta.	Para	que	la	revocación
surta	efectos,	deberá	acordarse	conjuntamente	el	nombramiento	del	nuevo
liquidador,	lo	que	deberá	constar	en	la	cláusula	adicional	a	que	se	refiere	el
artículo	93.	El	 liquidador	 saliente	 es	 el	 responsable	de	 la	 conservación	de
los	bienes	del	deudor	hasta	que	se	 firme	 la	mencionada	cláusula	adicional
con	el	nuevo	liquidador.	El	liquidador	saliente,	bajo	responsabilidad,	deberá
presentar	la	información	a	la	que	se	refiere	el	literal	d)	del	presente	artículo;
en	este	caso,	lo	dispuesto	en	el	artículo	16.3	no	es	aplicable	a	los	honorarios,
remuneraciones	y	gastos	no	pagados	al	liquidador	saliente;
c)	Modificado.	D.	 Leg.	 1189,	Art.	 27.	 La	 notificación	 al	 liquidador	 de	 la
resolución	 que	 declara	 su	 inhabilitación	 o	 deja	 sin	 efecto	 su	 registro
conforme	 a	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la	 ley,	 determina	 de	 pleno
derecho,	la	conclusión	de	las	funciones	del	liquidador.
En	este	caso,	la	comisión	pondrá	el	hecho	en	conocimiento	del	presidente
de	 la	 junta	 para	 que,	 bajo	 responsabilidad,	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 diez
(10)	días	convoque	a	los	acreedores	a	fin	de	designar	un	nuevo	liquidador	y
en	 aquellos	 casos,	 en	 que	 no	 haya	 presidente,	 la	 comisión	 dispondrá	 la
notificación	a	 los	 acreedores	mediante	 la	publicación	de	un	extracto	de	 la
resolución	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
El	liquidador	deberá	presentar	a	la	junta	un	balance	cerrado	hasta	el	fin	de
sus	 funciones,	y	a	partir	de	 la	notificación	de	 la	resolución	que	dispone	su
inhabilitación	 o	 deja	 sin	 efecto	 su	 registro,	 únicamente	 podrá	 realizar	 los
actos	 de	 administración	 correspondientes	 y	 no	 podrá	 efectuar	 actos	 de
disposición	 del	 patrimonio	 del	 deudor,	 bajo	 apercibimiento	 de	 ser
sancionado,	 conjuntamente	 con	 su	 representante,	 de	 conformidad	 con	 las
disposiciones	 contenidas	 en	 los	 literales	 a)	 y	 c)	 del	 numeral	 125.2	 del
artículo	125.
d)	Por	renuncia,	que	deberá	efectuarse	ante	la	junta	para	que	ésta	proceda
inmediatamente	 a	 la	 designación	 de	 un	 nuevo	 liquidador	 o	 ante	 el
presidente	de	la	junta	por	carta	notarial.	El	liquidador	podrá	apartarse	de	su
cargo	si	transcurre	el	plazo	de	treinta	(30)	días	sin	haber	sido	reemplazado.
Sin	perjuicio	de	 lo	anterior,	el	 liquidador	que	renuncia	no	podrá	apartarse
del	cargo	en	tanto	no	haya	presentado	ante	la	junta	o,	en	su	defecto,	ante	el
presidente	de	ésta,	un	balance	cerrado	hasta	el	final	de	su	gestión,	así	como
un	informe	que	contenga	la	relación	de	acciones	ejecutadas,	el	inventario	de
los	bienes	que	entrega	y	 las	acciones	pendientes	por	ejecutar.	La	renuncia
formulada	 sin	 haber	 cumplido	 con	 la	 obligación	 antes	 mencionada	 no
surtirá	efectos.	El	presidente	se	encuentra	obligado,	bajo	responsabilidad,	a
convocar	a	la	junta	dentro	de	los	diez	(10)	días	siguientes	a	la	renuncia	del
liquidador,	para	que	ésta	decida	su	reemplazo.
Ley	27809.
ART.	93.—Reemplazo	del	liquidador	renunciante.
93.1.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	28.	Una	vez	designado	el	reemplazo
del	 liquidador	renunciante,	 la	 junta	deberá	aprobar	un	nuevo	convenio	de
liquidación	o	una	modificación	del	anterior,	observando	 lo	dispuesto	en	el
numeral	53.1	del	artículo	53.
93.2.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	28.	Si	transcurridos	treinta	(30)	días
posteriores	a	 la	 fecha	en	que	se	hizo	efectiva	 la	renuncia	del	 liquidador,	 la
comunicación	al	presidente	de	la	junta	de	la	inhabilitación	o	que	se	dejó	sin
efecto	el	registro	del	liquidador,	o	de	realizada	la	publicación	prevista	en	el
literal	 c)	 del	 artículo	92	 y	no	 se	designara	un	 reemplazo;	 se	designará	un
liquidador	conforme	a	las	disposiciones	del	numeral	97.4	del	artículo	97	de
la	ley.
Ley	27809.
ART.	 94.—Fin	 de	 las	 funciones	 del	 liquidador.	 Las	 funciones	 del
liquidador	 terminan	 con	 la	 inscripción	 de	 la	 extinción	 del	 patrimonio	 del
deudor	en	los	Registros	Públicos	correspondientes.
Ley	27809.
ART.	 95.—Aplicación	 supletoria	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades.	 Es
aplicable	a	la	conclusión	de	la	disolución	y	liquidación	lo	establecido	en	los
artículos	413	y	siguientes	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
CAPÍTULO	VII
DISOLUCIÓN	Y	LIQUIDACIÓN	INICIADA	POR	LA	COMISIÓN
Ley	27809.
ART.	96.—Disolución	y	liquidación	iniciada	por	la	comisión.
96.1.	Si	luego	de	la	convocatoria	a	instalación	de	junta,	ésta	no	se	instalase,
o	 instalándose,	ésta	no	 tomase	acuerdo	sobre	el	destino	del	deudor,	no	se
aprobara	 el	 plan	 de	 reestructuración,	 no	 se	 suscribiera	 el	 convenio	 de
liquidación	o	no	se	designara	un	reemplazo	del	 liquidador	 renunciante	en
los	 plazos	 previstos	 en	 la	 ley,	 la	 comisión,	 mediante	 resolución,	 deberá
disponer	 la	 disolución	 y	 liquidación	 del	 deudor.	 Un	 extracto	 de	 la	 citada
resolución	será	publicado	por	la	comisión	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	por
única	vez.	Excepcionalmente,	 cuando	a	 criterio	de	 la	 comisión	el	 reducido
número	de	acreedores	no	amerite	la	realización	de	la	publicación	señalada,
la	comisión	notificará	 la	resolución	mencionada	al	deudor	y	a	cada	uno	de
los	acreedores	reconocidos	por	ésta.
96.2.	 Derogado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Única	 Disposición	 Complementaria
Derogatoria.
Ley	27809.
ART.	97.—Nombramiento	del	liquidador	y	aprobación	del	convenio	de
liquidación.
97.1.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	29.	La	publicación	a	que	se	refiere	el
artículo	 anterior,	 contendrá	 además	 una	 citación	 a	 los	 acreedores	 a	 una
única	 junta	 para	 pronunciarse	 exclusivamente	 sobre	 la	 designación	 del
liquidador	y	la	aprobación	del	convenio	de	liquidación.
97.2.	 Dicha	 junta	 se	 instalará	 con	 la	 presencia	 de	 los	 acreedores
reconocidos	que	hubieren	asistido,	y	las	decisiones	se	tomarán	con	el	voto
favorable	 de	 acreedores	 que	 representen	 un	 importe	 superior	 al	 50%	del
total	de	los	créditos	asistentes.
97.3.	 Esta	 reunión,	 únicamente	 podrá	 ser	 suspendida	 por	 un	 plazo	 no
mayor	a	cinco	(5)	días.
97.4.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	29.	En	el	caso	de	que	dicha	junta	no
se	instale	o	instalándose	no	adopte	el	acuerdo	pertinente	a	la	liquidación,	la
comisión	 podrá	 designar,	 de	 oficio,	 al	 liquidador	 responsable,	 previa
aceptación	de	éste.	Si	no	hay	liquidador	interesado,	se	dará	por	concluido	el
proceso.
97.5.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 29.	 El	 liquidador	 designado	 por	 la
comisión	 deberá	 realizar	 todos	 los	 actos	 tendientes	 a	 la	 realización	 de
activos	que	encontrase,	así	como	un	informe	final	de	la	liquidación,	previo	a
la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de	 declaración	 judicial	 de	 quiebra.	 El
liquidador	 designado	 por	 la	 comisión	 no	 requerirá	 de	 convenio	 de
liquidación	para	ejercer	su	cargo,	salvo	que	la	junta	de	acreedores	acuerde
lo	 contrario.	 El	 liquidador	designado	por	 la	 comisión	deberá	 continuar	 en
funciones	 hasta	 la	 conclusión	 del	 proceso	 de	 liquidación,	 bajo
apercibimiento	 de	 ser	 sancionado	 entre	 una	 (1)	 y	 cien	 (100)	 Unidades
Impositivas	 Tributarias,	 salvo	 que	 sea	 reemplazado	 por	 la	 junta,
inhabilitado	por	la	comisión	o	que	su	registro	sea	cancelado,	conforme	a	las
disposiciones	de	la	ley.
Ley	27809.
ART.	98.—Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	27.	Regulación	supletoria.
98.1	 En	 aquellos	 procesos	 que	 no	 cuenten	 con	 convenio	 de	 liquidación,
serán	de	aplicación	las	siguientes	disposiciones:
a)	 Previamente	 al	 inicio	 del	 proceso	 de	 realización	 de	 un	 activo,	 el
liquidador	deberá	presentar	a	la	comisión	copia	de	la	tasación	de	los	activos
del	deudor	efectuada	por	perito,	bajo	su	responsabilidad.
b)	La	realización	de	los	activos	se	hará	vía	remate,	siendo	de	aplicación	las
disposiciones	contenidas	en	el	Capítulo	V	del	Título	V	de	la	Sección	Quinta
del	 Código	 Procesal	 Civil,	 en	 lo	 que	 resulten	 aplicables.	 Se	 procederá	 a	 la
adjudicación	por	venta	directa,	si	efectuadas	tres	convocatorias	a	remate	no
hubiese	 sido	 posible	 realizar	 el	 mismo.	 Todos	 los	 remates	 se	 harán	 por
martillero	público.
c)	 Los	 honorarios	 a	 percibir	 por	 el	 liquidador	 serán	 determinados	 en
función	 a	 un	 porcentaje	 del	 valor	 obtenido	 por	 la	 transferencia	 de	 los
activos	realizables	y	el	valor	líquido	de	otros	activos	recuperados	de	tipo	no
realizable.
98.2	 La	 comisión	 sancionará	 al	 liquidador	 que	 incumpla	 alguna	 de	 las
obligaciones	 contenidas	 en	 el	 numeral	 anterior,	 de	 conformidad	 con	 lo
establecido	en	el	artículo	123.
98.3	Una	vez	tomados	los	acuerdos	a	los	que	se	refiere	el	artículo	anterior
o	una	vez	que	 la	comisión	haya	designado	un	 liquidador,	 son	aplicables	al
proceso	 de	 disolución	 y	 liquidación	 iniciado	 por	 la	 comisión	 las	 normas
contenidas	 en	 el	 Capítulo	 VI	 del	 Título	 II,	 en	 todo	 cuanto	 no	 estuviera
expresamente	regulado.	(	y	ss.)
TÍTULO	III
QUIEBRA
Ley	27809.
ART.	99.—Procedimiento	judicial	de	quiebra.
99.1.	Cuando	en	los	procedimientos	de	disolución	y	liquidación	se	verifique
el	 supuesto	 previsto	 en	 el	 artículo	 88.7	 el	 liquidador	 deberá	 solicitar	 la
declaración	 judicial	de	quiebra	del	deudor	ante	el	 juez	especializado	en	 lo
civil.
99.2.	 Presentada	 la	 demanda	 el	 juez,	 dentro	 de	 los	 treinta	 (30)	 días
siguientes	 de	 presentada	 la	 solicitud,	 y	 previa	 verificación	 de	 la	 extinción
del	 patrimonio	 a	 partir	 del	 balance	 final	 de	 liquidación	 que	 deberá
adjuntarse	 en	 copia,	 sin	más	 trámite,	 declarará	 la	 quiebra	del	 deudor	 y	 la
incobrabilidad	de	sus	deudas.
99.3.	El	auto	que	declara	la	quiebra	del	deudor,	la	extinción	del	patrimonio
del	 deudor	 y	 la	 incobrabilidad	 de	 las	 deudas,	 deberá	 ser	 publicado	 en	 el
Diario	Oficial	El	Peruano	por	dos	(2)	días	consecutivos.
99.4.	 Consentida	 o	 ejecutoriada	 la	 resolución	 que	 declara	 la	 quiebra,
concluirá	 el	 procedimiento	 y	 el	 juez	 ordenará	 su	 archivo,	 así	 como	 la
inscripción	de	la	extinción	del	patrimonio	del	deudor,	en	su	caso,	y	emitirá
los	 certificados	 de	 incobrabilidad	 para	 todos	 los	 acreedores	 impagos.
Asimismo,	 la	 declaración	 de	 la	 extinción	 del	 patrimonio	 del	 deudor
contenida	 en	 dicho	 auto,	 deberá	 ser	 registrada	 por	 el	 liquidador	 en	 el
Registro	Público	correspondiente.
99.5.	Los	certificados	de	incobrabilidad	también	podrán	ser	entregados	por
la	comisión	en	aquellos	casos	en	los	que	un	acreedor	manifieste	su	voluntad
de	obtenerlos	una	vez	que	se	acuerde	o	disponga	la	disolución	y	liquidación
del	deudor.	Dichos	certificados	generarán	 los	mismos	efectos	que	aquéllos
expedidos	por	la	autoridad	judicial	en	los	procedimientos	de	quiebra.	En	tal
caso,	 la	 comisión	emitirá	una	 resolución	que	excluya	a	dicho	acreedor	del
procedimiento	concursal.
99.6.	 La	 declaración	 de	 la	 incobrabilidad	 de	 un	 crédito	 frente	 a	 una
sucursal	 que	 es	 declarada	 en	 quiebra,	 no	 impide	 que	 el	 acreedor	 impago
procure	 por	 las	 vías	 legales	 pertinentes	 el	 cobro	 de	 su	 crédito	 frente	 a	 la
principal	constituida	en	el	exterior.
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ART.	100.—Efectos	de	la	quiebra.
100.1.	El	quebrado,	mientras	dure	ese	estado,	está	impedido	de:
a)	Constituir	sociedades	o	personas	jurídicas,	en	general,	o	de	formar	parte
de	las	ya	constituidas;
b)	 Ejercer	 cargos	 de	 director,	 gerente,	 apoderado	 o	 representante	 de
sociedades	o	personas	jurídicas,	en	general;
c)	Ser	tutor	o	curador,	o	representante	legal	de	personas	naturales;
d)	 Ser	 administrador	 o	 liquidador	 de	 deudores	 en	 los	 procedimientos
regulados	en	la	ley.
100.2.	El	quebrado	no	deviene	en	 incapaz	por	razón	de	 la	quiebra,	por	 lo
que	 puede	 ejercer	 sus	 derechos	 civiles	 sin	 más	 limitaciones	 que	 las
señaladas	en	el	párrafo	anterior.
100.3.	Derogado.	Ley	28709,	Art.	2°.
100.4.	Modificado.	 Ley	 28709,	 Art.	 1°.	 Corresponde	 al	 liquidador	 o	 a
cualquier	interesado	inscribir	la	quiebra	en	el	registro	pertinente.
JURISPRUDENCIA.—Escrito	que	adjunta	copia	de	baja	y	cancelación	del
recibo	 de	 quiebra	 no	 significa	 comunicación	 fidedigna	 de	 cambio	 de
domicilio:	nulidad	de	notificaciones.	“(…)	4.	(…)	la	demandante	se	limita	a
señalar	que	informó	oportunamente	a	la	administración	sobre	el	cambio	de
su	 domicilio,	 no	 obstante	 lo	 cual	 no	 acredita	 de	 ninguna	 forma	 el	 haber
realizado	 dicho	 trámite.	 Por	 el	 contrario,	 (…)	 obra	 la	 documentación
remitida	 por	 el	 Indecopi	 en	 relación	 al	 expediente	 administrativo	 de	 la
demandante,	en	donde	figura	la	declaración	de	baja	y	cancelación	de	la	baja
y	 cancelación	 del	 recibo	 de	 quiebra	 de	 la	 empresa	 de	 la	 demandante,	 la
misma	 que	 habría	 sido	 presentada	 ante	 Sunat,	 no	 obstante	 lo	 cual	 no
existiría	escrito	alguno	que	acredite	la	baja	del	domicilio	de	la	demandante.
6.	Asimismo,	 (…)	obra	el	escrito	 remitido	por	 la	demandante	a	 través	del
cual	 se	 indica	 que	 en	 el	 expediente	 administrativo	 obra	 el	 escrito
presentado	por	ella,	a	través	del	cual	se	señaló	que	‘Adjunto	la	copia	de	baja
y	cancelación	del	recibo	de	quiebra	de	(...),	presentada	a	la	Sunat	con	fecha
(...)’.	 En	 este	 sentido,	 la	 demandante	 refiere	 que	 con	 dicho	 escrito	 ella
acreditaría	 el	 haber	 comunicado	 a	 la	 Comisión	 de	 Protección	 del
Consumidor	 que	 había	 solicitado	 la	 baja	 del	 RUC	 por	 quiebra	 y	 que	 no
señaló	domicilio	 fiscal	porque	este	no	existía,	por	 lo	que	 la	notificación	de
cualquier	acto	debía	realizarse	en	el	domicilio	declarado	ante	Reniec.
7.	Este	tribunal,	sin	embargo,	no	puede	compartir	el	criterio	(…)	a	criterio
de	este	colegiado,	el	artículo	21	de	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo
General	impone	en	la	demandante	la	carga	de	comunicar	de	modo	expreso,
cierto	e	 indubitable,	el	nuevo	domicilio	a	 la	administración	a	 fin	de	recibir
las	notificaciones	en	este.	En	el	caso	de	autos,	sin	embargo,	tal	comunicación
no	 se	 produjo.	 El	 argumento	 de	 la	 demandante	 parece	 estar	 destinado	 a
señalar	 que	 la	 administración	 debía	 interpretar	 que	 la	 baja	 del	 RUC	 y	 la
ausencia	de	un	nuevo	domicilio	fiscal	suponía	un	cambio	de	domicilio	y	que
en	 esa	 medida	 no	 solo	 debía	 realizar	 tal	 interpretación,	 sino	 que
adicionalmente	 debía	 hacer	 una	 búsqueda	 en	 Reniec	 a	 fin	 de	 verificar	 el
nuevo	domicilio	de	la	demandante.
8.	 Tal	 interpretación	 del	 artículo	 21	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento
Administrativo	 General	 no	 solo	 supone	 ir	 más	 allá	 de	 la	 literalidad	 de	 la
norma,	 sino	 que,	 además,	 atentaría	 contra	 el	 principio	 de	 conducta
procedimental	 a	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 1.8	 del	 artículo	 IV	 del	 Título
Preliminar	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General,	 que
establece	 el	 deber	 de	 los	 administrados	 y	 de	 todos	 los	 partícipes	 del
procedimiento	de	realizar	sus	actos	procedimentales	guiados	por	el	respeto
mutuo,	la	colaboración	y	la	buena	fe.	En	este	sentido,	en	el	caso	concreto,	es
a	la	demandante	a	quien	correspondía	comunicar	de	forma	directa,	simple	y
expresa,	su	cambio	de	domicilio,	precisando,	además,	su	nuevo	domicilio,	y
es	por	 esta	 razón	que	 la	demanda	debe	 ser	desestimada.	 (…).”	 (T.	 C.,	 Exp.
01848-2008-PA/TC,	abr.	23/2009.	Pres.	Landa	Arroyo)
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—El	 registro	 de	 la	 quiebra	 judicial	 de	 la
empresa	descarta	 la	 inscripción	de	 la	 remoción	o	 el	nombramiento	de
liquidadores.	“8.	Si	bien	es	cierto	en	 la	Ley	General	del	Sistema	Concursal
no	se	señala	de	manera	expresa	que	la	inscripción	de	la	declaración	judicial
de	extinción	del	patrimonio	de	la	persona	jurídica	determina	la	extinción	de
la	 persona	 jurídica,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 dicha	 inscripción	 sí
determina	la	extinción	de	ésta,	teniendo	en	cuenta	que	se	ha	cumplido	con
la	finalidad	de	la	disolución,	cual	es	la	liquidación	y	extinción	de	la	persona
jurídica.
Al	respecto,	debe	tenerse	en	cuenta	que	para	que	una	persona	 jurídica	se
extinga	en	 forma	previa	debe	 liquidarse	 su	patrimonio,	 liquidación	que	 se
va	 a	 producir	 una	 vez	 que	 se	 ha	 extinguido	 el	 patrimonio	 como
consecuencia	 del	 pago	 de	 las	 deudas	 y	 reparto	 del	 remanente	 entre	 los
socios,	en	caso	de	haberlo;	o,	como	en	el	presente	caso,	si	se	ha	extinguido	el
patrimonio	sin	que	se	haya	pagado	la	integridad	de	las	deudas.
Consecuentemente,	una	vez	extinguido	el	patrimonio	se	producirá	también
la	 extinción	 de	 la	misma,	 al	 haberse	 cumplido	 la	 finalidad	 buscada	 con	 la
disolución	y	liquidación.	Si	en	el	transcurso	de	la	liquidación	se	extingue	el
patrimonio	 sin	 que	 se	 haya	 pagado	 a	 todos	 los	 acreedores,	 se	 declara	 la
quiebra	de	la	persona	jurídica,	quiebra	que	determina	a	su	vez	su	extinción.
En	ese	sentido,	no	resultan	aplicables	a	 las	personas	 jurídicas	 lo	señalado
en	 los	 artículos	 100	 y	 101	 de	 la	 Ley	 General	 Concursal,	 que	 regulan	 los
efectos	de	la	quiebra	y	la	rehabilitación	del	quebrado,	por	estar	referidos	a
la	 quiebra	 de	 las	 personas	 naturales”.	 (Sunarp,	 R.	 216-2010-Sunarp-TR-L,
dic.	02/2010.	V.	P.	Carlos	Alfredo	Gómez	Anaya)
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ART.	101.—Rehabilitación	del	quebrado.
101.1.	Transcurrido	el	plazo	de	 cinco	 (5)	años	 contado	desde	 la	 fecha	de
expedición	de	la	resolución	judicial	que	declara	la	quiebra,	cesará	el	estado
de	quiebra,	aun	cuando	 los	créditos	no	se	hubieran	alcanzado	a	pagar	con
los	bienes	del	quebrado,	siempre	que	se	acredite	que	el	deudor	no	ha	sido
condenado	por	los	delitos	previstos	en	los	artículos	209,	211,	212	y/o	213
del	 Código	 Penal,	 así	 como	 que	 no	 tiene	 procedimiento	 penal	 abierto	 por
dichos	delitos.
101.2.	Producido	el	cese	del	estado	de	quiebra,	cualquier	interesado	podrá
solicitar	la	cancelación	de	las	inscripciones	que	se	hubiesen	realizado	en	el
Registro	Personal	y	en	 los	registros	correspondientes,	para	 lo	cual	bastará
con	 la	 presentación	 del	 certificado	 expedido	 por	 la	 autoridad	 competente
que	 acredite	 no	 haber	 sido	 condenado	 por	 los	 delitos	 previstos	 en	 los
artículos	 mencionados	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 así	 como	 que	 no	 tiene
procedimiento	penal	abierto	por	los	mismos.
101.3.	 Cuando	 el	 deudor	 haya	 sido	 condenado,	 el	 juez	 penal	 ordenará	 la
inscripción	 en	 el	 Registro	 Personal	 de	 la	 resolución	 consentida	 o
ejecutoriada	que	establece	 la	 responsabilidad	penal	por	dichos	delitos.	En
este	caso,	sólo	podrá	obtenerse	 la	rehabilitación	una	vez	cumplida	 la	pena
impuesta.
101.4.	El	plazo	de	rehabilitación	para	los	representantes	a	que	se	refiere	el
artículo	101.1	se	computa	desde	la	fecha	en	que	quede	firme	o	consentida	la
resolución	que	declara	la	quiebra	de	la	persona	jurídica	que	representan.
101.5.	En	estos	casos,	 también	procede	 la	 inscripción	en	 los	 términos	del
artículo	100.4.
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ART.	 102.—Quiebra	 en	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades.	 Cuando	 se
produzca	 el	 supuesto	 previsto	 en	 el	 artículo	 417	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	 el	 juez	 competente	 tramitará	 la	 declaración	 de	 quiebra	 del
deudor	 de	 conformidad	 con	 las	 disposiciones	 establecidas	 en	 el	 presente
título,	sin	que	para	tal	efecto	sea	necesario	que	dicho	deudor	se	someta	al
Procedimiento	Concursal	Ordinario	previsto	en	la	ley.
TÍTULO	IV
PROCEDIMIENTO	CONCURSAL	PREVENTIVO
Ley	27809.
ART.	103.—Requisitos	para	acogerse	al	procedimiento.
103.1.	 Cualquier	 deudor	 podrá	 solicitar	 el	 inicio	 de	 un	 procedimiento
concursal	preventivo,	que	se	regirá	por	el	presente	título	y	supletoriamente
por	el	Capítulo	V	del	Título	II,	siempre	que	no	se	encuentre	en	ninguno	de
los	supuestos	establecidos	en	el	primer	párrafo	del	artículo	24.
103.2.	 Con	 este	 propósito,	 deberá	 presentar	 una	 solicitud	 a	 la	 comisión,
adjuntando	la	documentación	e	información	señaladas	en	el	artículo	25,	en
lo	que	resulte	aplicable,	la	misma	que	constituye	requisito	de	admisibilidad
de	la	solicitud.
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ART.	104.—Admisión	de	 la	 solicitud.	 Verificado	 el	 cumplimiento	 de	 los
requisitos	de	admisibilidad	previstos	en	el	artículo	precedente,	la	comisión
admitirá	 a	 trámite	 la	 solicitud	 y	 dispondrá	 la	 publicación	 del	 aviso
mencionado	en	el	artículo	32.
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ART.	105.—Acreedores	hábiles	para	participar	en	junta.
105.1.	 Sólo	 tendrán	 derecho	 a	 participar	 en	 la	 junta	 del	 procedimiento
concursal	 preventivo	 los	 acreedores	 que	 presenten	 sus	 solicitudes	 de
reconocimiento	de	créditos	en	los	términos	establecidos	en	el	artículo	34.1.
No	procede	el	reconocimiento	de	créditos	que	se	presenten	fuera	de	dicho
plazo.
105.2.	 El	 procedimiento	 de	 reconocimiento	 de	 créditos	 se	 sujetará	 a	 lo
dispuesto	para	tales	efectos	en	el	artículo	38.
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ART.	 106.—Modificado.	 Ley	 28618,	 Art.	 1°.	Efectos	 de	 la	 aprobación
del	acuerdo	global	de	refinanciación.
106.1.	La	aprobación	del	acuerdo	global	de	refinanciación	se	regirá	por	las
disposiciones	contenidas	en	el	artículo	53.1.
106.2.	 El	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación	 deberá	 contemplar
necesariamente	 todos	 los	 créditos	 reconocidos,	 así	 como	 aquellos	 que	 sin
haber	 sido	 verificados	 por	 la	 autoridad	 concursal	 se	 hubiesen	 devengado
hasta	la	fecha	de	difusión	del	procedimiento,	y	será	oponible	a	sus	titulares
para	todos	los	efectos	establecidos	en	la	ley.
106.3.	El	acuerdo	global	de	refinanciación	deberá	detallar	cuando	menos:
a)	Modificado.	Ley	28709,	Art.	1°.	El	cronograma	de	los	pagos	a	realizar,
en	el	cual	se	deberá	precisar,	bajo	sanción	de	nulidad	del	acuerdo	global	de
refinanciación,	que	de	los	fondos	o	recursos	que	se	destinen	al	año	para	el
pago	de	los	créditos,	por	lo	menos	un	30%	se	asignará	en	partes	iguales	al
pago	de	obligaciones	 laborales	que	tengan	el	primer	orden	de	preferencia,
conforme	al	artículo	42.	La	determinación	del	pago	en	partes	iguales	implica
que	el	derecho	de	cobro	de	cada	acreedor	laboral	se	determine	en	función	al
número	total	de	acreedores	laborales	reconocidos	en	dicha	prelación.
b)	La	tasa	de	interés	aplicable.
c)	Las	garantías	que	se	ofrecerán,	de	ser	el	caso.
106.4.	La	aprobación	o	desaprobación	del	acuerdo	global	de	refinanciación
determina	 la	 conclusión	 del	 Procedimiento	 Concursal	 Preventivo,	 con
excepción	del	supuesto	previsto	en	el	artículo	109.1.
106.5.	El	mismo	efecto	descrito	en	el	artículo	106.4	se	producirá	en	caso	de
que	la	 junta	de	acreedores	no	se	instale	en	las	fechas	previstas	o	instalada
no	 se	 pronuncie	 sobre	 la	 propuesta	 de	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación
dentro	del	plazo	máximo	establecido	en	el	artículo	107.
JURISPRUDENCIA.—En	 un	 procedimiento	 concursal	 preventivo,	 el
Acuerdo	 Global	 de	 Refinanciamiento	 no	 tiene	 la	 naturaleza	 de	 un
contrato.	 “(…)	 el	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación	 surge	 dentro	 de	 un
procedimiento	concursal	preventivo	al	que	son	convocados	 los	acreedores
de	 un	 deudor,	 en	 el	 cual	 se	 reprograma	 y	 establecen	mecanismos	 para	 el
pago	de	las	obligaciones,	el	que	deberá	ser	presentado	ante	la	Comisión	de
Salida	del	Mercado	del	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de
la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi	para	su	aprobación	por
la	 junta	 de	 acreedores.	 (…)	 si	 bien	 los	 procedimientos	 concursales	 tienen
por	finalidad	propiciar	un	ambiente	idóneo	para	una	negociación	entre	los
acreedores	 y	 el	 deudor	 sometido	 a	 concurso,	 empero	 se	 debe	 tener	 en
cuenta	que	en	tales	procedimientos	se	busca	la	participación	y	beneficio	de
la	 totalidad	de	 los	acreedores	 involucrados	en	 la	crisis	del	deudor,	 los	que
finalmente	determinarán	la	viabilidad	de	éste	en	el	mercado.	(…)	el	Acuerdo
Global	de	Refinanciamiento	no	 tiene	 la	naturaleza	de	un	contrato	en	 tanto
que	este	no	es	producto	de	un	consenso	de	voluntades	de	dos	o	más	partes
en	 igualdad	 de	 condiciones	 (…)	 pues	 en	 tales	 acuerdos	 es	 evidente	 el
predominio	de	los	acreedores,	quienes	determinan,	con	su	aprobación	o	no
–por	 la	 junta	de	acreedores–,	 la	existencia	del	acuerdo:	máxime,	cuando	el
mismo	obliga	no	sólo	al	deudor	sino	también	a	aquellos	acreedores	que	se
hubieran	opuesto	al	acuerdo,	no	hayan	asistido	o	no	hubieran	solicitado	en
forma	oportuna	el	reconocimiento	de	su	crédito	lo	que	no	es	propio	de	un
contrato	 en	 el	 que	 sus	 estipulaciones	 sólo	 alcanza	 a	 las	 partes	 que	 lo
suscriben.	Por	consiguiente,	se	colige	que	la	aplicación	del	artículo	62	de	la
Constitución,	al	caso	de	autos,	deviene	impertinente,	por	lo	que	su	denuncia
merece	amparo.”	 (C.S.,	Cas.	2437-2009-Lima,	oct.	04/2009.	V.	P.	Almenara
Bryson)
JURISPRUDENCIA.—El	 contrato	 moderno	 busca	 el	 equilibrio	 entre	 las
partes	contratantes:	la	llamada	“paridad	jurídica”.	“(…)	el	contrato	es	el
acuerdo	de	dos	o	más	partes	para	crear,	modificar	o	extinguir	una	relación
jurídica	 patrimonial,	 y	 se	 forma	 con	 la	 perfecta	 coincidencia	 entre	 la
propuesta	y	la	aceptación,	que	es	lo	que	se	denomina	consentimiento,	esto
es	compartir	el	sentimiento	común,	de	donde	surge	una	voluntad	común	de
conformidad	con	los	artículos	1351	y	1352	del	Código	Civil;	en	ese	sentido
el	 contrato	 moderno	 busca	 el	 equilibrio	 entre	 las	 partes	 contratantes,
presuponiendo	la	existencia	de	la	llamada	‘paridad	jurídica’,	que	en	doctrina
significa	que	ambos	contratantes	gocen	de	igual	intensidad	por	parte	de	la
ley;	es	decir,	que	ninguno	de	ellos	pueda	apelar	sin	 la	 libre	determinación
del	otro	para	que	estipule	el	contrato,	dicho	de	otro	modo,	es	el	derecho	de
vincularse	contractualmente	(libertad	de	contratar),	y	que	ninguno	de	ellos
(de	 los	 contratantes)	 pueda	 imponer	 unilateralmente	 el	 contenido	 del
contrato;	 es	 ahí	 donde	 surge	 la	 facultad	 que	 tienen	 las	 partes	 para
establecer	 los	 términos	 y	 condiciones	 del	 contrato,	 siempre	 que	 no	 se
vulnere	una	norma	de	carácter	 imperativo	 (libertad	contractual	o	 libertad
de	 configuración	 interna	del	 acto);	por	 tanto,	dichas	 libertades	 configuran
las	manifestaciones	del	principio	de	la	autonomía	de	la	voluntad,	mediante
la	 cual,	 las	 partes	 en	 un	 contrato	 son	 libres	 de	 crear,	 regular,	modificar	 o
extinguir	 una	 relación	 obligatoria.”	 (C.S.,	 Cas.	 2437-2009-Lima,	 oct.
04/2009.	V.	P.	Almenara	Bryson)
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ART.	 107.—Prórroga	 de	 la	 aprobación	 del	 acuerdo	 global	 de
refinanciación.	La	junta	podrá	prorrogar	la	aprobación	del	acuerdo	global
de	refinanciación	por	única	vez	hasta	por	un	plazo	máximo	de	quince	(15)
días	posteriores	 a	 su	 instalación.	 Para	 estos	 efectos,	 la	 junta	 se	 entenderá
suspendida	por	el	tiempo	que	medie	entre	la	fecha	de	celebración	de	ésta	y
la	nueva	fecha	acordada.
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ART.	108.—Suspensión	de	la	exigibilidad	de	las	obligaciones.
108.1.	 Cuando	 el	 deudor	 lo	 solicite	 al	 iniciarse	 el	 procedimiento,	 la
publicación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 32	 suspenderá	 la	 exigibilidad	 de
todas	 las	 obligaciones	 que	 el	 concursado	 tuviera	 pendientes	 de	 pago
devengadas	hasta	dicha	 fecha,	sin	que	este	hecho	constituya	una	novación
de	tales	obligaciones.	La	suspensión	antes	mencionada	durará	hasta	que	se
apruebe	 el	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación	 en	 el	 que	 se	 establecerán	 las
condiciones	 referidas	 a	 la	 exigibilidad	 de	 todas	 las	 obligaciones
comprendidas	en	el	procedimiento	y	 la	 tasa	de	 interés	aplicable,	de	 ser	el
caso.
108.2.	En	caso	de	que	el	deudor	no	solicite	la	suspensión	de	la	exigibilidad
de	las	obligaciones	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,	será	la	presentación
del	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación,	 debidamente	 certificado	 por	 el
representante	de	 la	 comisión,	 la	que	determine	 las	nuevas	 condiciones	de
refinanciación	 de	 todas	 las	 obligaciones	 del	 deudor	 devengadas	 hasta	 la
publicación	a	que	se	refiere	el	artículo	32.
108.3.	 Para	 los	 efectos	 a	que	 se	 refieren	 los	párrafos	precedentes	 son	de
aplicación	las	disposiciones	contenidas	en	los	artículos	17,	18,	22	y	67,	en	lo
que	resulte	pertinente.
108.4.	El	acuerdo	global	de	refinanciación	aprobado	por	 la	 junta	obliga	al
concursado	 y	 a	 todos	 sus	 acreedores,	 aún	 cuando	 se	 hayan	 opuesto	 a	 los
acuerdos,	 no	 hayan	 asistido	 a	 la	 junta	 por	 cualquier	 motivo,	 o	 no	 hayan
solicitado	 oportunamente	 el	 reconocimiento	 de	 sus	 créditos,	 con	 las
limitaciones	establecidas	en	el	artículo	68.
Ley	27809.
ART.	109.—Desaprobación	del	acuerdo	global	de	refinanciación.
109.1.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 28.	 De	 no	 aprobarse	 el	 acuerdo
global	de	refinanciación,	en	el	caso	en	que	el	deudor	solicitó	la	suspensión
de	la	exigibilidad	de	sus	obligaciones	desde	la	publicación	establecida	en	el
artículo	 32,	 la	 comisión	 emitirá	 resolución	 disponiendo	 el	 inicio	 del
procedimiento	 concursal	 ordinario	 de	 dicho	 deudor,	 siempre	 que,	 de
conformidad	con	las	reglas	establecidas	en	el	numeral	53.2	del	artículo	53,
más	 del	 50%	 del	 total	 de	 créditos	 reconocidos	 o	 asistentes,	 en	 la	 junta
donde	 se	 desaprobó	 el	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación,	 acordaran	 el
ingreso	 a	 dicho	 procedimiento.	 En	 este	 caso,	 la	 comisión	 dispondrá	 la
publicación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 32.	 La	 resolución	 emitida	 por	 la
comisión	es	inimpugnable.
109.2.	Modificado.	D.	 Leg.	1050,	Art.	 28.	En	 el	 supuesto	 señalado	 en	 el
numeral	anterior,	en	tanto	la	comisión	emita	la	resolución	que	disponga	el
inicio	 del	 procedimiento	 concursal	 ordinario	 y	 difunda	 dicha	 situación	 de
conformidad	 con	 el	 artículo	 32,	 se	 mantendrá	 en	 vigencia	 las	 medidas
legales	 de	 suspensión	 de	 exigibilidad	 de	 obligaciones	 y	 de	 protección	 del
patrimonio	señaladas	en	los	numerales	108.1	y	108.3	del	artículo	108.
109.3.	Asimismo,	para	efectos	del	apersonamiento	de	los	acreedores,	no	se
requerirá	 nuevas	 solicitudes	 de	 reconocimiento	 de	 créditos	 de	 aquellos
acreedores	que	concurrieron	al	Procedimiento	Concursal	Preventivo,	salvo
que	invoquen	la	ampliación	de	sus	créditos.
Ley	27809.
ART.	 110.—Incumplimiento	 del	 acuerdo	 global	 de	 refinanciación.
Cuando	el	deudor	incumpla	con	el	pago	de	alguna	de	sus	obligaciones	en	los
términos	establecidos	en	el	acuerdo	global	de	refinanciación,	éste	quedará
automáticamente	resuelto.	En	este	caso,	cualquier	acreedor	podrá	solicitar
el	 pago	 de	 los	 créditos	 que	 mantuviera	 frente	 al	 deudor,	 en	 las	 vías	 que
estime	pertinente	y	en	las	condiciones	originalmente	pactadas.
JURISPRUDENCIA.—La	 Ley	 de	 Reestructuración	 Patrimonial	 no
establecía	 que	 con	 la	 celebración	 del	 acuerdo	 de	 refinanciamiento	 el
procedimiento	 concursal	 preventivo	 concluía.	 “(…)	 la	 segunda	 causal
denunciada	implica	que	el	juez	deja	de	aplicar	al	caso	controvertido	normas
sustanciales	 que	 ha	 debido	 aplicar	 y	 que,	 de	 haberlo	 hecho,	 habría
determinado	que	las	decisiones	adoptadas	en	la	sentencia	fuesen	diferentes
de	las	acogidas.	En	el	presente	caso,	se	alega	la	inaplicación	del	artículo	109
de	 la	 Constitución,	 norma	que	 establece	 la	 obligatoriedad	y	 vigencia	de	 la
ley	en	el	tiempo,	en	cuanto	preceptúa	que	‘La	ley	es	obligatoria	desde	el	día
siguiente	de	su	publicación	en	el	diario	oficial,	salvo	disposición	contraria	de
la	 misma	 ley	 que	 posterga	 su	 vigencia	 en	 todo	 o	 en	 parte’.	 (…)	 el
mencionado	 acuerdo	 global	 de	 refinanciamiento	 fue	 aprobado	 en	 fecha
treinta	 de	 setiembre	 del	 dos	 mil	 dos,	 en	 el	 marco	 de	 la	 Ley	 de
Reestructuración	 Patrimonial;	 asimismo,	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema
Concursal	–Ley	27809–	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	el	ocho
de	agosto	del	dos	mil	dos	y	de	conformidad	con	su	Décimo	Sexta	Disposición
Final	entró	en	vigencia	el	siete	de	octubre	del	mismo	año,	estableciendo	en
su	 Primera	 Disposición	 Transitoria	 que	 las	 disposiciones	 de	 dicha	 ley	 se
aplicarán	a	 los	procedimientos	en	 trámite	bajo	 la	Ley	de	Reestructuración
Patrimonial,	en	la	etapa	en	que	se	encuentren;	por	lo	que,	como	bien	señaló
el	 juez	 de	 primera	 instancia	 en	 la	 resolución	 apelada	 (considerando
noveno),	es	de	aplicación	al	caso	sub	judice	el	artículo	110	de	la	citada	ley
concursal	por	cuanto	 la	Ley	de	Reestructuración	Patrimonial	no	establecía
que	 con	 la	 celebración	 del	 acuerdo	 de	 refinanciamiento	 el	 procedimiento
concursal	preventivo	concluía.	Décimo.-	Que,	el	citado	artículo	110	de	la	Ley
General	del	Sistema	Concursal,	señala	que	cuando	el	deudor	incumpla	con	el
pago	 de	 alguna	 de	 sus	 obligaciones,	 el	 Acuerdo	 Global	 de	 Refinanciación
quedará	 resuelto	 automáticamente,	 autorizando	 a	 los	 acreedores	 a	 hacer
efectivos	su	créditos	por	los	medios	que	consideren	pertinentes	(…).”	(C.S.,
Cas.	2437-2009-Lima,	oct.	04/2009.	V.	P.	Almenara	Bryson)
Ley	27809.
ART.	 111.—Presentación	 de	 información	 falsa.	 De	 constatarse	 la
falsedad	 de	 declaraciones	 efectuadas	 por	 el	 deudor	 en	 el	 curso	 del
procedimiento,	 la	 comisión	 declara	 la	 nulidad	 del	 mismo	 y	 del	 acuerdo
global	 de	 refinanciación,	 en	 caso	 hubiere	 sido	 aprobado.	 El	 plazo	 para
declarar	la	nulidad	del	acuerdo	prescribe	al	año	de	la	aprobación	del	mismo.
Ley	27809.
ART.	 112.—Período	 de	 inhibición.	 El	 mismo	 deudor	 solamente	 podrá
acogerse	 al	 procedimiento	 concursal	 preventivo	 una	 vez	 cada	 doce	 (12)
meses	contados	desde	la	conclusión	del	procedimiento	anterior.
Ley	27809.
ART.	 113.—Aplicación	 complementaria	 de	 las	 normas	 de	 la	 ley.	 En
todo	 lo	 no	 previsto	 en	 el	 presente	 título	 será	 de	 aplicación	 las	 normas
generales	de	la	ley,	así	como	las	disposiciones	que	regulan	el	procedimiento
concursal	ordinario,	en	lo	que	resulte	aplicable.
JURISPRUDENCIA.—Las	reglas	del	procedimiento	concursal	ordinario	se
aplican	 al	 proceso	 concursal	 preventivo.	 “(…)	 Entonces,	 de	 una
interpretación	literal	del	artículo	113	de	la	Ley	Concursal,	se	desprende	que
permite	la	aplicación	de	las	normas	del	procedimiento	concursal	ordinario
al	preventivo,	siempre	y	cuando	le	sean	aplicables,	esto	es,	permite	utilizar
aquellas	 normas	 que	 sirven	 para	 solucionar	 problemas	 que	 atañen	 al
proceso	 concursal	 preventivo	 ante	 la	 existencia	 de	 lagunas	 en	 su	 interior,
debiendo	 ser	 resueltas	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 basándose	 en	 el
carácter	general	de	la	ley,	siempre	que	con	ello	no	se	vulnere	la	finalidad	del
concurso	y	no	se	atente	contra	los	intereses	de	los	acreedores.	En	tal	virtud,
para	 efectos	 de	 determinar	 qué	 normas	 del	 procedimiento	 concursal
ordinario	 son	 compatibles	 con	 la	 naturaleza	 del	 procedimiento	 concursal
preventivo,	es	necesario	acudir	a	una	interpretación	sistemática.	(…).”	(CS.,
Cas.	207-2009-	Lima,	jul.	09/2009.	V.	P.	Castañeda	Serrano)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 apunta	 diferenciación	 entre	 procedimiento
concursal	 preventivo	 y	 procedimiento	 concursal	 ordinario.	 “(…)	 El
Procedimiento	 Concursal	 Preventivo	 (…)	 es	 un	 proceso	 concursal
instaurado	 ante	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 del	 (…)
Indecopi,	en	cuyo	marco	el	deudor	propone	a	sus	acreedores,	 reunidos	en
junta	 de	 acreedores,	 una	 reprogramación	 de	 pasivos,	 con	 el	 propósito	 de
prevenir	una	 situación	de	 crisis	o	 enfrentarla	 en	 fase	 inicial	 (…).	Mientras
que	 el	 Procedimiento	 Concursal	 Ordinario	 –en	 adelante	 procedimiento
ordinario–	es	una	herramienta	para	enfrentar	situaciones	de	crisis	(sangría
es	 de	 esta	 sala)	 desencadenadas	 en	 la	 empresa,	 el	 cual	 plantea,	 a	 los
acreedores	la	alternativa	de	reestructurar	o	liquidar	la	empresa	deudora.	El
proceso	 preventivo	 sólo	 puede	 ser	 iniciado	 a	 pedido	 del	 deudor	 (…);	 en
cambio	 el	 proceso	 ordinario	 se	 inicia	 a	 pedido	 del	 deudor	 o	 de	 sus
acreedores	(…).	Otra	diferencia	fundamental	lo	constituye	que	en	el	caso	del
proceso	ordinario	existe	 la	posibilidad	de	desapoderar	al	deudor	donde	 la
junta	de	acreedores	puede	optar	por	mantener	la	empresa	concursada	en	el
mercado	o	por	 la	 salida	de	ésta,	mientras	que	en	el	proceso	preventivo	 la
junta	 de	 acreedores	 carece	 de	 facultades	 de	 desapoderación	 del	 deudor,
siendo	que	se	encuentra	 facultada	únicamente	para	pronunciarse	respecto
de	 la	 aprobación	o	desaprobación	del	 acuerdo	global	de	 refinanciación	de
obligaciones.	Igualmente,	tenemos	que	en	caso	de	incumplimiento	del	plan
de	reestructuración,	en	el	proceso	ordinario,	 la	situación	del	deudor	no	se
revertirá	ya	que	éste	obligatoriamente	pasará	a	la	liquidación	de	la	empresa
(…);	mientras	 que	 en	 al	 proceso	 preventivo	 no	 sucede	 lo	mismo,	 pues	 en
caso	que	el	acuerdo	global	fuera	incumplido	(…)	quedará	automáticamente
resuelto	 y	 cualquier	 acreedor	 podrá	 solicitar	 el	 pago	 de	 los	 créditos	 que
mantuviera	 frente	 al	 deudor,	 en	 las	 vías	 que	 estime	 pertinente	 y	 en	 las
condiciones	 originalmente	 pactadas,	 es	 decir,	 la	 situación	 se	 revierte	 a
aquella	 existente	 con	 anterioridad	 al	 procedimiento	 y,	 en	 consecuencia,
cada	acreedor	contará	con	las	mismas	ventajas,	y	desventajas	que	al	 inicio
del	procedimiento	 concursal.	 (…).”	 (CS.,	 Cas.	 207-2009-Lima,	 jul.	 09/2009.
V.	P.	Castañeda	Serrano)
TÍTULO	V
MEDIOS	IMPUGNATORIOS
CAPÍTULO	I
IMPUGNACIÓN	DE	ACTOS	ADMINISTRATIVOS
Ley	27809.
ART.	114.—Resoluciones	impugnables	y	legitimidad	para	obrar.
114.1.	En	los	procedimientos	derivados	de	la	aplicación	de	la	ley	sólo	podrá
impugnarse	 aquellos	 actos	 que	 se	 pronuncian	 en	 forma	 definitiva.	 Las
resoluciones	de	mero	trámite	no	son	impugnables.
114.2.	Para	la	procedencia	del	recurso	el	impugnante	deberá	identificar	el
vicio	o	error	del	acto	recurrido	así	como	el	agravio	que	le	produce.
114.3.	 Con	 anterioridad	 a	 la	 difusión	 del	 concurso,	 la	 legitimidad	 para
intervenir	está	restringida	al	solicitante	y	al	deudor.
114.4.	Los	acreedores	titulares	de	créditos	reconocidos	y	los	terceros	a	que
se	 refiere	 el	 artículo	 116.1	 están	 legitimados	 para	 intervenir	 en	 el
procedimiento.
Ley	27809.
ART.	115.—Medios	impugnatorios.	Plazo	y	trámite	de	los	recursos.
115.1.	 Contra	 las	 resoluciones	 impugnables	 puede	 interponerse	 recursos
de	reconsideración	o	de	apelación	dentro	de	los	cinco	(5)	días	siguiente	a	su
notificación,	más	el	término	de	la	distancia.
Ese	mismo	plazo	será	de	aplicación	para	el	traslado	en	segunda	instancia.
115.2.	 Los	 recursos	 de	 reconsideración	 deberán	 sustentarse	 en	 nueva
prueba,	 la	misma	que	debe	ser	presentada	necesariamente	al	momento	de
interponerse	el	recurso.
115.3.	 Los	 recursos	 de	 apelación	 deben	 sustentarse	 en	 diferente
interpretación	 de	 pruebas	 producidas	 o	 en	 cuestiones	 de	 derecho.	 Se
presentan	 ante	 la	 autoridad	 que	 expidió	 la	 resolución	 impugnada.
Verificados	los	requisitos	establecidos	en	el	presente	artículo	y	en	el	TUPA,
la	 comisión	 concederá	 la	 apelación	 y	 elevará	 los	 actuados	 a	 la	 segunda
instancia	administrativa.
Ley	27809.
ART.	 116.—Impugnación	 de	 resoluciones	 de	 reconocimiento	 de
créditos	emitidas	por	la	secretaría	técnica.
116.1.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	30.	Dentro	de	 los	cinco	(5)	días	de
haber	 tomado	 conocimiento,	 los	 acreedores	 o	 terceros	 apersonados	 al
procedimiento	 podrán	 oponerse	 al	 reconocimiento	 del	 crédito	 de	 otro
acreedor	efectuado	por	la	secretaría	técnica,	cuando	consideren	que	median
situaciones	 de	 fraude	 o	 irregularidades	 destinadas	 a	 conceder	 al	 titular
beneficios	crediticios	que	no	le	corresponden.
116.2.	Dichas	oposiciones	serán	resueltas	por	la	comisión.
Ley	27809.
ART.	117.—Suspensión	de	la	ejecución	de	resoluciones	impugnadas.
117.1.	La	 interposición	de	cualquier	recurso	impugnatorio	no	suspenderá
la	 ejecución	 del	 acto	 impugnado.	 No	 obstante	 lo	 anterior,	 la	 autoridad	 a
quien	 compete	 resolver	 dicho	 recurso	 podrá	 suspender	 de	 oficio	 o	 a
instancia	 de	 parte	 la	 ejecución	 de	 la	 resolución	 recurrida	 siempre	 que
medien	razones	atendibles.
117.2.	 Cuando	 se	 interponga	 impugnación	 contra	 sanciones	 exigibles
coactivamente,	la	ejecución	del	acto	administrativo	quedará	suspendida	en
dicho	 extremo	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 Ley	 N°	 26979,	 Ley	 de
Procedimiento	de	Ejecución	Coactiva.
CAPÍTULO	II
IMPUGNACIÓN	DE	ACUERDOS	DE	JUNTA	DE	ACREEDORES
Ley	27809.
ART.	118.—Impugnación	y	nulidad	de	acuerdos.
118.1.	El	deudor	o	los	acreedores	que	en	conjunto	representen	créditos	de
cuando	menos	 el	 10%	 del	monto	 total	 de	 los	 créditos	 reconocidos	 por	 la
comisión,	podrán	impugnar	ante	la	misma,	los	acuerdos	adoptados	en	junta
dentro	 de	 los	 diez	 (10)	 días	 siguientes	 del	 acuerdo,	 sea	 por	 el
incumplimiento	 de	 las	 formalidades	 legales,	 por	 inobservancia	 de	 las
disposiciones	contenidas	en	el	ordenamiento	 jurídico,	o	porque	el	acuerdo
constituye	el	ejercicio	abusivo	de	un	derecho.
Asimismo,	cualquier	cuestionamiento	sobre	la	convocatoria	y	reunión	de	la
junta	de	acreedores	deberá	efectuarse	mediante	el	procedimiento	previsto
para	la	impugnación	de	acuerdos.
118.2.	En	los	casos	señalados	en	el	párrafo	anterior,	la	comisión,	de	oficio,
podrá	declarar	la	nulidad	del	acuerdo	adoptado	en	junta	dentro	de	un	plazo
de	treinta	(30)	días.
Ley	27809.
ART.	119.—Tramitación	de	la	impugnación	de	acuerdos.
119.1.	El	procedimiento	para	la	impugnación	se	sujetará	a	lo	siguiente:
a)	 Si	 la	 impugnación	 es	 presentada	 por	 el	 deudor	 o	 acreedores	 que
estuvieron	 presentes	 en	 la	 sesión	 correspondiente,	 éstos	 deberán	 haber
dejado	 constancia	 en	 acta	 de	 su	 oposición	 al	 acuerdo	 y	 su	 intención	 de
impugnar	el	mismo.
b)	 Si	 no	 hubiesen	 asistido	 a	 la	 junta,	 el	 plazo	 se	 computará	 desde	 que
tomaron	conocimiento	del	acuerdo,	siempre	que	acrediten	imposibilidad	de
conocer	 la	 convocatoria.	 En	 cualquier	 caso,	 el	 derecho	 a	 impugnar	 un
acuerdo	caducará	a	los	quince	(15)	días	de	adoptado.
c)	La	comisión	correrá	traslado	dentro	de	los	cinco	(5)	días	siguientes	a	la
interposición	de	la	impugnación,	al	presidente	de	la	junta	y	al	representante
del	deudor.
d)	La	 comisión	 resolverá	 la	 impugnación	 con	 la	 concurrencia	o	no	de	 las
personas	 indicadas	 en	 el	 numeral	 anterior.	 Un	 extracto	 de	 la	 citada
resolución	será	publicado	por	la	comisión	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	por
una	vez.
Excepcionalmente,	cuando	a	criterio	de	la	comisión,	el	reducido	número	de
acreedores	 no	 amerite	 la	 publicación	 señalada,	 la	 comisión	 notificará	 la
resolución	 al	 deudor,	 al	 administrador	 o	 liquidador	 y	 a	 cada	 uno	 de	 los
acreedores	reconocidos	por	ésta.
e)	 A	 solicitud	 de	 parte,	 la	 comisión	 podrá	 ordenar	 la	 suspensión	 de	 los
efectos	 del	 acuerdo	 observado	 o	 impugnado;	 aún	 cuando	 estuviese	 en
ejecución.	En	este	 caso,	 la	 comisión	deberá	disponer	que	 los	 impugnantes
otorguen	una	garantía	idónea,	que	será	determinada	por	la	comisión,	para	el
eventual	 resarcimiento	 de	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 pudiera	 causar	 la
suspensión.
f)	 Las	 impugnaciones	 contra	 un	 mismo	 acuerdo	 de	 la	 junta	 deberán
resolverse	 en	 un	 solo	 acto,	 para	 lo	 cual	 se	 acumularán,	 de	 oficio,	 a	 la
impugnación	que	se	presentó	en	primer	lugar.
119.2.	 Los	 medios	 impugnatorios	 contra	 las	 resoluciones	 que	 resuelvan
impugnaciones	contra	acuerdos	adoptados	en	junta,	así	como	aquellas	que
pudieran	expedirse	de	oficio	en	ejercicio	de	las	atribuciones	establecidas	en
el	artículo	118.2	se	sujetarán	a	los	plazos	y	formalidades	del	artículo	115.
119.3.	 La	 resolución	 de	 la	 sala	 sobre	 los	 recursos	 de	 apelación
interpuestos,	deberá	ser	notificada	a	todos	los	acreedores	y	pondrá	fin	a	la
vía	administrativa	conforme	al	artículo	16.2	del	Decreto	Ley	N°	25868.	La
sala	podrá	sustituir	la	notificación	por	la	publicación	de	la	resolución	en	el
Diario	Oficial	El	Peruano	por	una	vez.
TÍTULO	VI
DE	LAS	ENTIDADES	ADMINISTRADORAS	Y
LIQUIDADORAS
Ley	27809.
ART.	120.—Registro	de	entidades	administradoras	y	liquidadoras.
120.1.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	31.	Podrán	ejercer	las	funciones	de
administrador	 o	 liquidador,	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 registradas
ante	la	comisión	de	procedimientos	concursales.
120.2.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 31.	 Para	 acceder	 al	 registro	 de
administrador	 y/o	 liquidador,	 los	 interesados	 deberán	 presentar	 ante	 la
Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 del	 Indecopi	 una	 solicitud
acreditando	 cumplir	 los	 requisitos	 contenidos	 en	 el	 presente	 numeral,
atendiendo	los	requisitos	específicos	para	cada	registro.	La	solicitud	deberá
indicar	 el	 registro	 al	 que	pretende	 acceder,	 sin	perjuicio	de	que	mediante
dicha	solicitud	se	pueda	postular	a	los	dos	registros	indicados	en	el	numeral
120.1.
a)	En	caso	de	personas	naturales:
a.1.	Tener	capacidad	de	ejercicio	de	acuerdo	al	Código	Civil.
a.2.	Tener	grado	de	bachiller	o	título	universitario.
a.3.	 No	 haber	 sido	 condenado	 o	 sentenciado	 judicialmente	 por	 delito
doloso.
a.4.	 Presentar	 declaración	 jurada	 de	 bienes	 y	 rentas.	 a.5.	 Tratándose	 de
personas	 previamente	 inscritas,	 no	 encontrarse	 suspendido	 su	 registro	 ni
haber	sido	inhabilitado	en	forma	permanente.
a.6.	 Acreditar	 una	 experiencia	 mínima	 de	 tres	 (3)	 años	 en	 liquidaciones
concursales	o	societarias,	cuando	se	trate	del	registro	para	liquidador.
a.7.	Acreditar	una	experiencia	mínima	de	tres	(3)	años	en	reestructuración
empresarial	 o	 patrimonial	 dentro	 o	 fuera	 de	 un	 procedimiento	 concursal,
cuando	se	trate	del	registro	para	administrador.
a.8.	No	encontrarse	sometido	a	un	procedimiento	concursal	ni	haber	sido
declarado	en	quiebra.
a.9.	 No	 tener	 deuda	 exigible	 coactivamente	 ante	 la	 Superintendencia
Nacional	de	Aduanas	y	Administración	Tributaria	-	Sunat	o	ante	el	Indecopi.
a.10.	 Encontrarse	 clasificado	 como	 “normal”	 en	 las	 centrales	 de	 riesgo
crediticio	y	no	encontrarse	en	registros	de	deudores	morosos.
a.11.	Mantener	la	condición	de	domicilio	real	habido	o	hallado.
a.12.	Constituir	carta	fianza	a	favor	del	Indecopi	conforme	a	los	términos	y
condiciones	 que	 se	 establezcan	 en	 las	 directivas	 dictadas	 de	 conformidad
con	 el	 numeral	 3.2	del	 artículo	3°	 de	 la	 ley.	 La	 carta	 fianza	 será	 solidaria,
irrevocable,	 incondicional	 y	 de	 realización	 automática	 a	 requerimiento	 de
Indecopi.
a.13.	 Contar	 con	 Registro	 Único	 de	 Contribuyentes	 activo	 ante	 la
administración	tributaria.
b)	En	caso	de	personas	jurídicas:
b1.	Estar	inscrita	en	los	Registros	Públicos	del	país.
b.2.	Presentar	declaración	jurada	de	bienes	y	rentas.
b.3.	 Tratándose	 de	 entidades	 previamente	 inscritas,	 no	 encontrarse
suspendido	 su	 registro	 ni	 haber	 sido	 inhabilitado	 en	 forma	 permanente,
según	el	numeral	123.1	del	artículo	123.
b.4.	 Los	 representantes,	 apoderados,	 gerentes,	 directores,	 accionistas	 y
similares	 de	 la	 persona	 jurídica	 deberán	 cumplir	 los	 requisitos	 para
personas	naturales	estipulados	en	los	incisos	a.1,	a.2,	a.3,	a.5,	a.8,	a.9,	a.10	y
a.11	del	presente	numeral.	Si	alguno	de	estos	fuere	una	persona	jurídica,	las
personas	 naturales	 que	 la	 integran	 deberán	 cumplir	 a	 su	 vez	 con	 dichos
incisos,	sin	perjuicio	de	que	 la	persona	 jurídica	cumpla	con	los	 incisos	b.1,
b.2,	b.3,	b.5,	b.6,	b.8,	b.9	y	b.12	del	presente	numeral.
b.5.	 No	 deberá	 tener	 deuda	 exigible	 coactivamente	 ante	 la
Superintendencia	Nacional	de	Aduanas	y	Administración	Tributaria	-	Sunat
o	ante	el	Indecopi.
b.6.	 Encontrarse	 clasificado	 como	 “normal”	 en	 las	 centrales	 de	 riesgo
crediticio	y	no	encontrarse	en	registros	de	deudores	morosos.
b.7.	 Declaración	 jurada	 del	 domicilio	 real	 de	 todos	 sus	 representantes
legales,	apoderados,	directores	y	accionistas.
b.8.	 No	 tener	 o	 haber	 tenido	 representantes,	 apoderados,	 gerentes,
directores,	 accionistas	 y	 similares	 que	 mantengan	 o	 hubieran	 mantenido
cargos	 o	 condiciones	 semejantes	 en	 una	 entidad	 liquidadora	 y/o
administradora	que	se	encuentre	inhabilitada.
b.9.	Mantener	la	condición	de	domicilio	real	habido	o	hallado.
b.10.	Acreditar	una	experiencia	mínima	de	 tres	 (3)	años	en	 liquidaciones
concursales	 o	 societarias	 para	 las	 entidades	 liquidadoras,	 cuando	 se	 trate
del	registro	para	liquidador.
b.11.	 Acreditar	 una	 experiencia	 mínima	 de	 tres	 (3)	 años	 en
reestructuración	 empresarial	 o	 patrimonial	 dentro	 o	 fuera	 de	 un
procedimiento	concursal,	cuando	se	trate	del	registro	para	administrador.
b.12.	No	encontrarse	sometido	a	un	procedimiento	concursal	ni	haber	sido
declarado	en	quiebra.
b.13.	Constituir	carta	fianza	a	favor	del	Indecopi	conforme	a	los	términos	y
condiciones	 que	 se	 establezcan	 en	 las	 directivas	 dictadas	 de	 conformidad
con	el	numeral	3.2	del	artículo	3°	de	la	ley.
La	 carta	 fianza	 será	 solidaria,	 irrevocable,	 incondicional	 y	 de	 realización
automática	a	requerimiento	del	Indecopi.
b.14.	Contar	con	Registro	Único	de	Contribuyentes	activo	ante	la
administración	tributaria.
120.3.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	31.	Los	 requisitos	 señalados	 en	 el
numeral	 anterior	 deberán	 cumplirse	 mientras	 el	 administrador	 o	 el
liquidador	 tenga	 el	 registro	 vigente.	 Caso	 contrario,	 la	 comisión	 de
procedimientos	concursales	de	 la	sede	central	dejará	sin	efecto	el	 registro
otorgado,	cesando	en	sus	funciones	el	administrador	o	liquidador.
Dicho	 registro	 será	 cancelado	 en	 el	 supuesto	 que	 se	 verifique	 que	 la
entidad	 registrada	no	haya	 sido	designada	 como	administrador	en	ningún
procedimiento	en	el	plazo	de	dos	(2)	años	o	como	liquidador	en	el	plazo	de
un	 (1)	 año,	 contados	 desde	 la	 fecha	 de	 otorgamiento	 del	 registro	 o	 su
adecuación	a	las	disposiciones	del	numeral	anterior.
120.4.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 29.	 La	 comisión	 podrá	 solicitar
información	 complementaria	 a	 las	 diversas	 centrales	 de	 riesgo	 u	 otros
organismos	que	considere	pertinente.
120.5.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 31.	 Los	 administradores	 y
liquidadores	 deberán	 informar	 a	 la	 comisión	 sobre	 cualquier	 forma	 de
reorganización	societaria	que	realicen,	y	cualquier	cambio	en	su	estructura
organizacional,	cualquier	cambio	de	control	y	en	general	cualquier	cambio
que	 implique	 la	 salida	 e	 ingreso	 de	 representantes,	 apoderados,	 gerentes,
directores,	accionistas	y	similares.	En	caso	de	 incumplimiento,	 la	comisión
podrá	 imponer	 multa	 de	 una	 (1)	 hasta	 cien	 (100)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias.
120.6.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	31.	Si	una	misma	persona	jurídica	o
natural	 está	 inscrita	 como	 administrador	 y/o	 liquidador,	 la	 suspensión	 o
inhabilitación	 en	 un	 registro	 implica,	 a	 su	 vez,	 el	mismo	 efecto	 en	 el	 otro
registro,	 salvo	 en	 el	 supuesto	 de	 cancelación	 establecido	 en	 el	 segundo
párrafo	del	numeral	120.3	del	artículo	120.
CARTA	FIANZA	QUE	DEBEN	OTORGAR	LAS	ENTIDADES
ADMINISTRADORAS	Y	LIQUIDADORAS
R.	025-2013-Indecopi/COD
Artículo	Único.—Aprobar	la	directiva	denominada	“Normas	relativas	a	las
cartas	 fianza	 que	 deben	 otorgar	 las	 entidades	 administradoras	 y
liquidadoras	 conforme	 a	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal”,	 la	misma
que	 forma	 parte	 integrante	 de	 la	 presente	 resolución	 y	 que	 deroga	 la
Directiva	N°	001-2004/DIR-Indecopi.
NORMAS	RELATIVAS	A	LA	CARTA	FIANZA	QUE	DEBEN	OTORGAR	LAS
ENTIDADES	ADMINISTRADORAS	Y	LIQUIDADORAS	CONFORME	AL
ARTÍCULO	120.5	DE	LA	LEY	GENERAL	DEL	SISTEMA	CONCURSAL
Dir.	002-2013-DIR-COD-Indecopi
Lima,	12	de	noviembre	del	2012
I.	Objetivo
La	 presente	 directiva	 tiene	 por	 objeto	 determinar	 los	 alcances	 de	 la
disposición	 contenida	 en	 el	 artículo	 120.5	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema
Concursal	que	establece	que	“En	defecto	del	acuerdo	de	junta	de	acreedores,
el	 Indecopi	 exigirá	 a	 la	 entidad	 administradora	 o	 liquidadora	 una	 carta
fianza	otorgada	por	una	 empresa	del	 sistema	 financiero	 autorizada	por	 la
Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 AFP,	 solidaria,	 irrevocable,
incondicional	 y	 de	 realización	 automática	 a	 requerimiento	 del	 Indecopi,
cada	vez	que	la	entidad	administradora	o	liquidadora	asuma	la	conducción
de	un	procedimiento	concursal	por	designación	de	la	junta	o	la	comisión”.
II.	Alcance
La	presente	directiva	es	de	observancia	obligatoria	 respecto	de	 todos	 los
procedimientos	 en	 los	 que	 las	 juntas	 de	 acreedores	 o	 la	 comisión	 de
procedimientos	 concursales	 designen	 para	 el	 ejercicio	 del	 rol	 de
administrador	 o	 liquidador	 de	 la	masa	 concursal	 a	 una	 persona	 natural	 o
jurídica	 registrada	 para	 tales	 efectos,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 los
capítulos	V,	VI	y	VII	del	Título	II	de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal.
III.	Base	legal
Artículos	 97.4,	 120.5,	 123.1	 y	 124	 de	 la	 Ley	 N°	 27809	 -	 Ley	 General	 del
Sistema	Concursal.
IV.	Fundamentos
1.	El	artículo	120.5	de	 la	Ley	General	del	Sistema	Concursal	contiene	una
serie	de	aspectos	que	requieren	ser	desarrollados	en	 lo	que	concierne	a	 la
regulación	de	 la	carta	 fianza	a	 la	que	dicho	dispositivo	hace	referencia,	 los
cuales	son	descritos	a	continuación:
a)	La	referencia	a	las	obligaciones	que	garantiza	la	carta	fianza.
b)	La	 indicación	de	cuál	será	el	órgano	específico	de	 Indecopi	que	 tendrá
las	 atribuciones	 para	 exigir	 que	 se	 concrete	 el	 otorgamiento	 de	 la	 carta
fianza,	de	ser	el	caso.
c)	La	oportunidad	en	que	se	debe	otorgar	la	carta	fianza.
d)	La	identificación	del	beneficiario	de	la	ejecución	de	la	carta	fianza.
e)	Los	elementos	que	se	deberán	tener	en	consideración	para	cuantificar	el
importe	 de	 la	 carta	 fianza	 que,	 en	 su	 caso,	 Indecopi	 deberá	 exigir	 a	 la
entidad	administradora	o	liquidadora.
f)	 La	 descripción	 del	 mecanismo	 o	 procedimiento	 para	 ejecutar	 la	 carta
fianza	cuando	se	presente	algún	supuesto	en	el	que	exista	 la	necesidad	de
honrar	una	obligación	de	cargo	de	la	entidad	administradora	o	liquidadora
comprendida	 dentro	 de	 los	 términos	 y	 alcances	 del	 mencionado
instrumento.
g)	La	indicación	de	cuál	es	la	consecuencia	para	la	entidad	registrada	por	el
incumplimiento	en	el	otorgamiento	de	una	carta	fianza.
2.	En	razón	de	lo	expuesto,	se	deben	dictar	normas	reglamentarias	que,	sin
exceder	 los	 límites	 previstos	 en	 el	 artículo	 120.5	 de	 la	 Ley	 General	 del
Sistema	Concursal,	coadyuven	a	una	eficaz	aplicación	de	dicho	dispositivo.
3.	Debe	tenerse	presente	que	el	artículo	124	de	 la	propia	Ley	General	del
Sistema	 Concursal	 señala	 que	 “El	 directorio	 del	 Indecopi,	 a	 través	 de	 la
directiva	 propuesta	 por	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 del
Indecopi,	 determinará	 los	 alcances	 de	 las	 normas	 que	 regulan	 el	 registro,
funciones	 y	 responsabilidades	 de	 las	 entidades	 administradoras	 y
liquidadoras”.	Tal	como	se	advierte	de	la	revisión	de	la	mencionada	norma,
el	directorio	del	 Indecopi,	 tomando	como	punto	de	 referencia	una	moción
de	la	Comisión	de	Procedimientos	Concursales,	regulará,	entre	otros	temas,
las	responsabilidades	y	deberes	de	 las	entidades	registradas	y	autorizadas
por	 la	 citada	 institución	para	actuar	 como	administradoras	o	 liquidadoras
de	 deudores	 concursados.	 Ciertamente,	 una	 de	 las	 obligaciones	 que	 la
normativa	concursal	 impone	a	tales	agentes	es	el	otorgamiento	de	la	carta
fianza	cuando	Indecopi	se	lo	exija.
V.	Contenido
V.1.	Obligaciones	que	garantiza	la	carta	fianza.
1.	 La	 carta	 fianza	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	120.5	de	 la	 Ley	General	 del
Sistema	 Concursal	 constituye	 un	 instrumento	 destinado	 a	 garantizar	 el
correcto	desempeño	de	las	entidades	administradoras	y	liquidadoras	en	los
procedimientos	a	su	cargo.
2.	 El	 instrumento	 a	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 precedente,	 podrá	 ser
constituido	 cuando	 así	 lo	 estime	 conveniente	 la	 correspondiente	 junta	 de
acreedores,	para	efectos	de	resguardar	de	manera	prioritaria	 los	derechos
de	 los	 acreedores	 comprendidos	 en	 los	 respectivos	 procedimientos
concursales.	 Para	 tal	 efecto,	 los	 términos,	 características,	 alcances	 e
implicancias,	así	como	las	modificatorias	de	dicha	carta	fianza,	deberán	ser
fijados	necesariamente	por	el	referido	colegiado,	en	el	correspondiente	plan
de	 reestructuración	 o	 convenio	 de	 liquidación	 y	 en	 los	 documentos	 que
posteriormente	pudieran	modificarlos.
3.	 A	 falta	 de	 estipulación	 expresa	 de	 la	 junta	 de	 acreedores	 acerca	 de	 la
carta	 fianza,	 conforme	 a	 lo	 referido	 en	 el	 numeral	 anterior,	 y	 cuando	 la
Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 designe	 de	 oficio	 a	 una	 entidad
liquidadora	 para	 que	 asuma	 la	 conducción	 de	 un	 procedimiento,	 tal
instrumento	 se	 constituirá	 para	 asegurar	 el	 pago	 de	 las	 sanciones
pecuniarias	 que,	 en	 resguardo	 de	 la	 legalidad	 y	 los	 derechos	 de	 los
acreedores,	 los	 órganos	 funcionales	 del	 Indecopi	 puedan	 imponer	 a	 las
entidades	administradoras	o	liquidadoras,	en	razón	de	infracciones	en	que
éstas	 puedan	 incurrir	 en	 el	 marco	 de	 los	 procedimientos	 a	 su	 cargo.
Solamente	 en	 estos	 supuestos	 resultarán	 de	 aplicación	 las	 demás
disposiciones	a	que	se	refiere	el	acápite	V	de	la	presente	directiva.
V.2.	 Autoridad	 competente	 para	 exigir	 el	 otorgamiento	 de	 la	 carta
fianza.
La	 autoridad	 competente	 para	 exigir	 a	 la	 entidad	 administradora	 o
liquidadora	el	otorgamiento	de	la	carta	fianza	en	nombre	de	Indecopi,	será
la	Comisión	de	Procedimientos	Concursales	a	cargo	del	trámite	del	proceso
concursal	en	el	cual	va	a	asumir	funciones	tal	entidad.
Dentro	de	los	diez	(10)	días	hábiles	siguientes	a	la	conclusión	de	la	reunión
de	 junta	 de	 acreedores	 en	 la	 que	 se	 haya	 aprobado	 un	 plan	 de
reestructuración	 o	 convenio	 de	 liquidación	 sin	 pactar	 acerca	 de	 la	 carta
fianza	 descrita	 en	 el	 acápite	 V.1.2	 de	 la	 presente	 directiva,	 la
correspondiente	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 deberá	 cursar
una	comunicación	a	la	respectiva	entidad	administradora	o	liquidadora,	en
la	que	se	le	precisen	los	términos	y	condiciones	en	los	que	deberá	gestionar
el	otorgamiento	de	 la	 carta	 fianza	a	que	 se	 refiere	el	 acápite	V.1.3	de	este
documento.
En	el	supuesto	en	que	la	entidad	liquidadora	haya	sido	designada	de	oficio
por	la	Comisión	de	Procedimientos	Concursales	–al	amparo	del	artículo	97.4
de	 la	Ley	General	del	Sistema	Concursal–	en	el	mismo	acto	administrativo
por	el	 cual	 se	 le	designa,	 se	 le	 requerirá	 la	 constitución	de	 la	 carta	 fianza,
precisándose	 los	 términos	 y	 condiciones	 en	 los	 que	 deberá	 gestionar	 su
otorgamiento.
V.3.	Oportunidad	de	otorgamiento	y	características	de	la	carta	fianza.
1.	La	correspondiente	Comisión	de	Procedimientos	Concursales,	solicitará
a	 la	 entidad	 administradora	 o	 liquidadora,	 la	 emisión	 de	 una	 carta	 fianza
otorgada	 por	 una	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 autorizada	 por	 la
Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 AFP	 que	 sea	 solidaria,	 irrevocable,
incondicional	y	de	realización	automática	a	requerimiento	del	Indecopi.
El	 plazo	 para	 el	 otorgamiento	 de	 la	 carta	 fianza	 será	 no	mayor	 a	 treinta
(30)	días	hábiles	contados	desde	el	día	siguiente	en	que	la	correspondiente
entidad	administradora	o	liquidadora	sea	notificada	con	la	comunicación	o
la	resolución	referidas	en	el	segundo	y	tercer	párrafo	del	acápite	V.2	de	 la
presente	directiva.
2.	La	carta	fianza	deberá	emitirse	necesariamente	a	nombre	del	“Instituto
Nacional	de	Defensa	de	 la	Competencia	y	de	 la	Protección	de	 la	Propiedad
Intelectual	-	Indecopi”.
3.	El	período	de	vigencia	de	la	carta	fianza	será	de	un	(1)	año	renovable.	En
la	 eventualidad	 que	 el	 destino	 del	 deudor	 concursado	 varíe	 de
reestructuración	 a	 liquidación	 o	 viceversa	 y,	 el	 rol	 de	 administrador	 y
liquidador	recaiga	de	forma	exclusiva	y	continua	en	ambos	supuestos	en	la
misma	 entidad	 registrada,	 la	 carta	 fianza	 mantendrá	 plenos	 efectos	 y
vigencia	hasta	que	se	complete	el	respectivo	período	anual.
En	 tal	 sentido,	 lo	 expuesto	 en	 el	 párrafo	 precedente,	 aplica	 solamente,
cuando	el	destino	del	concursado	varía	de	reestructuración	a	liquidación	(y
viceversa),	 siempre	que,	 el	 régimen	de	 administración	dentro	del	 proceso
de	 reestructuración	 sea	 encomendado	 de	 forma	 exclusiva	 a	 una	 entidad
registrada	ante	Indecopi.
4.	En	caso	que	al	momento	de	vencimiento	del	plazo	referido	en	el	punto
precedente	 permanezca	 en	 vigencia	 el	 proceso	 concursal,	 la	 entidad
administradora	o	liquidadora	deberá	proceder	a	renovar	la	carta	fianza	en
términos	 idénticos	 a	 los	 originales.	 En	 tal	 supuesto,	 la	 entidad	 registrada
será	 responsable	 de	 gestionar	 la	 renovación	 de	 la	 carta	 fianza	 con	 una
anticipación	 no	menor	 a	 quince	 (15)	 días	 hábiles	 respecto	 de	 la	 fecha	 de
vencimiento	originalmente	prevista	en	tal	instrumento.
5.	Una	vez	constituida	la	referida	carta	fianza	o	gestionada	su	renovación,
la	 entidad	 administradora	 o	 liquidadora	 deberá	 proceder	 en	 un	 plazo	 no
mayor	 a	 cinco	 (5)	 días	 hábiles	 a	 entregar	 el	 documento	 emitido	 por	 la
empresa	del	sistema	financiero	a	la	Gerencia	de	Administración	y	Finanzas
del	 Indecopi,	 órgano	 que	 se	 encargará	 de	 su	 custodia.	 La	 mencionada
gerencia	 deberá	 comunicar	 a	 la	 correspondiente	 Comisión	 de
Procedimientos	 Concursales	 acerca	 de	 la	 recepción	 del	 citado	 documento
dentro	de	los	dos	(2)	días	hábiles	siguientes	a	la	ocurrencia	de	dicho	hecho.
V.4.	Importe	de	la	carta	fianza.
1.	Para	efectos	de	determinar	la	cuantía	de	la	carta	fianza	a	que	se	refiere	el
acápite	V.1.3	de	la	presente	directiva	y	cursar	la	comunicación	o	resolución
descritas	 en	 el	 segundo	 y	 tercer	 párrafo	 del	 acápite	 V.2	 de	 la	 misma,	 la
Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 competente	 tendrá
necesariamente	en	cuenta	los	siguientes	elementos:
a)	 Factor	 objetivo:	 cuantía	 total	 de	 los	 créditos	 reconocidos	 en	 el
procedimiento	 concursal	 a	 la	 fecha	 de	 designación	 de	 la	 entidad	 como
administradora,	de	suscripción	del	respectivo	convenio	de	liquidación	o	de
designación	de	oficio	a	una	entidad	liquidadora	al	amparo	del	artículo	97.4
de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal,	según	sea	el	caso;	y
b)	 Factor	 subjetivo:	 historial	 de	 sanciones	 pecuniarias	 impuestas	 por	 los
diversos	órganos	funcionales	que	integran	el	sistema	concursal	a	la	entidad
registrada	para	actuar	como	administradora	o	liquidadora	a	nivel	nacional
desde	el	momento	de	inicio	de	sus	actividades	como	tal.
2.	Cada	vez	que	a	la	Comisión	de	Procedimientos	Concursales	competente
le	 corresponda	 cursar	 a	 la	 entidad	 registrada	 la	 comunicación	 o	 la
resolución	 referidas	 en	 el	 acápite	 V.2	 de	 esta	 directiva,	 deberá	 constatar
dentro	 de	 cuál	 de	 los	 siguientes	 rangos,	 se	 encuentra	 comprendido	 el
respectivo	 procedimiento	 concursal	 en	 los	 términos	 del	 precitado	 factor
objetivo:
(i)	Si	los	créditos	reconocidos,	en	conjunto	no	superan	un	valor	equivalente
a	 las	 mil	 (1000)	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 entonces	 la	 cuantía
básica	 de	 la	 carta	 fianza	 será	 de	 cuatro	 (4)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias.
(ii)	 Si	 los	 créditos	 reconocidos,	 en	 conjunto,	 exceden	 las	 mil	 (1000)
Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 pero	 no	 superan	 las	 tres	 mil	 (3000)
Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 entonces	 la	 cuantía	 básica	 de	 la	 carta
fianza	será	de	ocho	(8)	Unidades	Impositivas	Tributarias.
(iii)	 Si	 los	 créditos	 reconocidos,	 en	 conjunto	 exceden	 las	 tres	mil	 (3000)
Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 entonces	 la	 cuantía	 básica	 de	 la	 carta
fianza	será	de	doce	(12)	Unidades	Impositivas	Tributarias.
3.	Una	vez	determinado	el	rango	propio	al	factor	objetivo	correspondiente
al	 caso	 concreto,	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 competente
deberá	 establecer	 si	 respecto	 de	 la	 concreta	 entidad	 administradora	 o
liquidadora	 opera	 además	 el	 factor	 subjetivo	 descrito	 en	 el	 literal	 b)	 del
acápite	V.4.1	de	esta	directiva,	debiendo	constatar	en	el	Sistema	de	Gestión
de	Cobranza	 y	 Ejecución	Coactiva	 del	 Indecopi	 si	 la	 respectiva	 entidad	ha
sido	 sancionada	 en	 una	 o	 más	 ocasiones	 por	 los	 diversos	 órganos
funcionales	que	integran	el	sistema	concursal.
De	haber	sido	sancionada	la	entidad	registrada,	deberá	verificarse	cuál	es
la	cuantía	total	de	 las	sanciones	que	se	han	impuesto	a	 la	correspondiente
entidad.	 Para	 tales	 efectos,	 si	 la	 entidad	 registrada	 ha	 sido	 sancionada	 en
más	de	una	ocasión,	 la	cuantía	 total	en	mención	será	 la	suma	de	 todas	 las
multas	por	las	que	se	le	haya	responsabilizado.
4.	 Finalmente,	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 competente
determinará	 la	cuantía	de	 la	carta	 fianza	a	exigirse	a	 la	 respectiva	entidad
administradora	o	liquidadora,	sumando	el	número	de	Unidades	Impositivas
Tributarias	que	corresponden	al	rango	en	el	que	se	encuentra	comprendido
el	respectivo	procedimiento	concursal	en	los	términos	del	factor	objetivo,	al
diez	por	ciento	 (10%)	del	valor	del	 factor	subjetivo	que	corresponda	a	 tal
entidad,	de	ser	el	caso.	La	fórmula	sería	la	siguiente:
Cuantía	de	 la	Carta	Fianza	=	número	de	UIT’s	que	corresponden	al	 rango
respectivo	del	Factor	Objetivo	(cuantía	básica)	+	10%	del	número	de	UIT’s
que	conforman	el	Factor	Subjetivo.
V.5.	Efectos	del	incumplimiento	en	el	otorgamiento	de	la	carta	fianza.
Las	 entidades	 administradoras	 o	 liquidadoras	 que	 incumplan	 con	 la
obligación	de	otorgar	la	carta	fianza	a	que	se	refiere	el	artículo	120.5	de	la
Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal,	 podrán	 ser	 sancionadas	 por	 la
correspondiente	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 conforme	 a	 lo
previsto	en	el	artículo	123.1	del	mencionado	cuerpo	normativo.
V.6.	Ejecución	de	la	carta	fianza.
Cuando	 alguno	 de	 los	 órganos	 funcionales	 del	 Indecopi	 que	 integra	 el
Sistema	 Concursal	 expida	 una	 resolución	 imponiendo	 una	 sanción
pecuniaria	 a	 una	 entidad	 administradora	 o	 liquidadora	 y	 ésta	 adquiera	 la
calidad	 de	 consentida	 o	 firme,	 se	 pondrá	 ello	 a	 conocimiento	 del	 Área	 de
Ejecución	 Coactiva	 de	 Indecopi	 a	 efectos	 de	 que	 ésta	 proceda	 a	 iniciar	 el
respectivo	proceso	de	cobro	y	a	exigir,	en	caso	el	obligado	no	pague	dentro
del	plazo	conferido	la	sanción	que	se	le	hubiese	impuesto,	la	ejecución	de	la
carta	fianza.
VI.	Difusión
La	 presente	 directiva	 será	 publicada	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 y
remitida	 a	 las	 comisiones	 de	 procedimientos	 concursales	 para	 su
conocimiento	y	fines	pertinentes.
VII.	Vigencia
La	presente	directiva	 entrará	 en	 vigencia	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	de	 su
publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
VIII.	Derogación
Déjese	sin	efecto	la	Directiva	N°	001-2004/DIR-Indecopi.
NOTA:	 El	 Indecopi,	 mediante	 R.	 041-2013-Indecopi/COD,	 publicada	 el	 09	 de	 marzo	 del	 2013,
precisó	“que	la	directiva	aprobada	mediante	Resolución	N°	025-2013-Indecopi/COD	y	publicada	en	el
Diario	 Oficial	 “El	 Peruano”	 con	 fecha	 09	 de	 febrero	 del	 2013,	 tiene	 la	 siguiente	 denominación:
“Directiva	N°	002-2013-DIR-COD-Indecopi	 -	Normas	relativas	a	 las	cartas	 fianza	que	deben	otorgar
las	 entidades	 administradoras	 y	 liquidadoras	 conforme	 a	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal”.
Según	 el	 Indecopi,	 “resulta	 necesario	 completar	 la	 denominación	 de	 la	 directiva	 aprobada,	 con	 la
numeración	 correspondiente,	 a	 efectos	 de	 que	 su	 publicación	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El	 Peruano”
contenga	todos	los	datos	necesarios	que	permitan	identificarla	plenamente”.
Ley	27809.
ART.	121.—Adecuación	de	entidades	administradoras	y	liquidadoras	a
la	ley.
121.1.	Para	que	las	entidades	administradoras	y	liquidadoras	con	registro
vigente,	se	adecuen	a	la	ley,	deberán	observar	los	requisitos	siguientes:
a)	Cumplir	cada	uno	de	los	requisitos	mencionados	en	el	artículo	120	en	un
plazo	máximo	de	treinta	(30)	días	posteriores	a	la	entrada	en	vigencia	de	la
ley.
b)	Presentar	información	de	cada	uno	de	los	procedimientos	bajo	su	cargo,
de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	122.3.
121.2.	 Las	 entidades	 administradoras	 que	 hayan	 cumplido	 con	 los
requisitos	dentro	del	plazo	conservarán	la	vigencia	de	su	registro	hasta	que
la	 comisión	 se	 pronuncie.	 Para	 tal	 efecto,	 la	 comisión	 tendrá	 un	 plazo
máximo	de	treinta	(30)	días	posteriores	a	la	presentación	de	los	requisitos,
operando,	de	ser	el	caso,	el	silencio	administrativo	positivo.
121.3.	 Las	 entidades	 administradoras	 y	 liquidadoras	 que	 no	 hayan
cumplido	 con	 dichos	 requisitos	 dentro	 del	 plazo	 establecido	 perderán
automáticamente	 la	 vigencia	 de	 su	 registro.	 Cuando	 corresponda,	 la
comisión	competente	dispondrá	 la	convocatoria	a	 junta	para	que	se	elija	a
un	nuevo	administrador	o	liquidador.
121.4.	Las	administradoras	y	liquidadoras	que	tengan	procedimientos	a	su
cargo	y	que	no	cumplan	con	la	regularización	prevista	estarán	impedidas	de
asumir	 nuevos	 procedimientos,	 hasta	 que	 cumplan	 con	 regularizar	 su
situación.	 Sin	 embargo,	 continuarán	 con	 la	 tramitación	 de	 los
procedimientos	a	su	cargo.
Ley	27809.
ART.	 122.—Información	 sobre	 entidades	 administradoras	 y
liquidadoras.
122.1.	La	comisión	verifica	el	cumplimiento	de	los	requisitos	mencionados
en	 el	 artículo	 120.2,	 pero	 la	 evaluación	 de	 la	 capacidad	 técnica	 de	 las
entidades	 administradoras	 y	 liquidadoras	 registradas	 corresponde	 a	 los
acreedores.
122.2.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	32.	La	Comisión	de	Procedimientos
Concursales	 del	 Indecopi	 administrará	 los	 registros	 de	 entidades
administradoras	 y	 liquidadoras,	 y	 publicará	 periódicamente	 información
respecto	del	desenvolvimiento	de	las	entidades,	con	la	finalidad	de	que	los
acreedores	estén	adecuadamente	informados	antes	de	tomar	una	decisión.
La	comisión	publicará,	sin	que	este	listado	sea	limitativo,	información	sobre:
a)	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	32.	Sanciones	impuestas.
b)	Duración	de	los	procedimientos	a	su	cargo.
c)	Honorarios	y	comisiones	acordados.
d)	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	32.	Estado	de	 los	procedimientos	a	 su
cargo	e	 información	detallando	sobre	el	nivel	de	cumplimiento	de	pago	de
los	créditos	reconocidos	por	orden	de	preferencia.
e)	Gastos	incurridos	en	la	tramitación	de	los	procedimientos	a	su	cargo.
f)	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 32.	 Profesionales	 que	 integran	 las
entidades.
g)	Incorporado.	D.	Leg.	1189,	Art.	32.	Experiencia	previa	acreditada	para
el	 ingreso	 al	 Registro	 de	 Entidades	 Liquidadoras	 y/o	 al	 Registro	 de
Entidades	Administradoras.
122.3.	Las	entidades	registradas	están	obligadas	a	remitir	trimestralmente
a	la	comisión	un	informe	detallado	sobre	el	estado	de	los	procedimientos	a
su	 cargo	 y	 cumplir	 los	 requerimientos	 de	 información	 adicional.	 Dichos
informes	 deberán	 ser	 presentados	 el	 31	 de	 marzo,	 30	 de	 junio,	 30	 de
setiembre	y	31	de	diciembre,	respectivamente,	con	la	información	siguiente
de	cada	procedimiento:
a)	Copia	del	plan	o	convenio,	que	se	presentará	en	el	trimestre	posterior	al
inicio	del	procedimiento	y	sus	eventuales	modificaciones.
b)	Valorización	contable	y	 tasación	del	 total	de	activos	 recibidos	al	 inicio
del	procedimiento	a	su	cargo	y	del	total	de	activos	existentes	a	la	fecha	del
informe.
c)	Honorarios	y	comisiones	acordados	y	pagados,	cuando	corresponda.
d)	Relación	de	gastos	incurridos.
e)	Venta	o	adjudicación	de	muebles	e	inmuebles.
f)	Relación	de	créditos	pagados	o	adjudicados.
g)	 Créditos	 y	 gastos	 generados	 con	 posterioridad	 al	 inicio	 del
procedimiento.
h)	Cualquier	otra	que	la	comisión	considere	conveniente	solicitar.
122.4.	La	Comisión	de	Procedimientos	Concursales	publicará	en	 la	página
web	 del	 Indecopi	 la	 lista	 actualizada	 de	 las	 entidades	 administradoras	 y
liquidadoras	registradas.
Ley	27809.
ART.	 123.—Incumplimiento	 de	 las	 funciones	 de	 las	 entidades
administradoras	y	liquidadoras.
123.1.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 33.	 En	 caso	 de	 que	 las	 personas
jurídicas	 públicas	 o	 privadas	 o	 personas	 naturales	 registradas	 para
desempeñarse	como	administradores	o	 liquidadores,	en	el	ejercicio	de	sus
funciones	incumpliera	alguna	de	las	obligaciones	que	les	impone	la	junta,	la
ley	o	 las	directivas	 emitidas	 conforme	al	numeral	3.2	del	 artículo	3°	de	 la
ley,	 la	 comisión,	 atendiendo	 a	 la	 gravedad	 del	 incumplimiento,	 podrá
imponer	las	sanciones	siguientes:
a)	 Multas	 no	 menores	 de	 una	 (1)	 ni	 mayores	 de	 cien	 (100)	 Unidades
Impositivas	Tributarias.
b)	Suspensión	del	registro.
c)	Inhabilitación	permanente.
123.2.	 La	 resolución	 de	 sanción	 podrá	 ser	 publicada,	 a	 criterio	 de	 la
comisión.
123.3.	 Las	 sanciones	 podrán	 ser	 aplicadas	 tanto	 a	 la	 entidad	 como	 a	 sus
representantes	 legales,	 apoderados,	 directores,	 accionistas,	 gerentes	 y	 a
todo	 aquel	 que	 hubiera	 participado	 directamente	 en	 la	 infracción,	 sin
perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	que	les	pudiera	corresponder,	de	ser	el
caso.	El	procedimiento	de	 sanción	se	 sujetará	a	 lo	establecido	en	el	Título
VII.
Ley	27809
ART.	 124.—De	 las	 funciones	 y	 responsabilidades	 de	 las	 entidades
administradoras	 y	 liquidadoras.	 El	 directorio	 del	 Indecopi,	 a	 través	 de
directiva	 propuesta	 por	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos	 Concursales	 del
Indecopi,	 determinará	 los	 alcances	 de	 las	 normas	 que	 regulan	 el	 registro,
funciones	 y	 responsabilidades	 de	 las	 entidades	 administradoras	 y
liquidadoras.
TÍTULO	VII
RÉGIMEN	DE	INFRACCIONES	Y	SANCIONES
Ley	27809.
ART.	125.—Infracciones	y	sanciones.
125.1.	La	comisión	está	facultada	para	imponer	sanciones	en	los	siguientes
casos:
a)	 Cuando	 las	 partes	 incumplan	 los	 requerimientos	 de	 información	 y
documentación	 efectuados	 por	 la	 comisión	 o	 se	 incurra	 en	 las	 conductas
tipificadas	 en	 el	 artículo	 5°	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807,	 serán
sancionadas	 con	multas	 no	menores	 de	 una	 (1)	 ni	 mayores	 de	 cincuenta
(50)	Unidades	Impositivas	Tributarias.
b)	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 34.	 Cuando	 la	 entidad	 registrada
incumpla	 total	o	parcialmente	 la	obligación	de	 remisión	de	 la	 información
establecida	en	el	artículo	122.3,	será	sancionado	con	multas	no	menores	de
una	 (1)	 ni	 mayores	 de	 cien	 (100)	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 con
suspensión	del	registro	o	inhabilitación	permanente.
c)	 Cuando	 se	 compruebe	 que	 el	 acreedor	 que	 solicitó	 la	 apertura	 del
procedimiento	concursal	ordinario	vulnera	el	deber	de	reserva	previsto	en
el	 artículo	 11,	 será	 sancionado	 con	 multas	 no	 menores	 de	 una	 (1)	 ni
mayores	de	cien	(100)	Unidades	Impositivas	Tributarias.
d)	Cuando	el	presidente	o	vicepresidente	de	la	junta	incumplan	cualquiera
de	 las	obligaciones	que	 les	 impone	 la	 ley,	 serán	sancionados	con	multa	no
menores	 de	 una	 (1)	 ni	 mayores	 de	 cien	 (100)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias.
e)	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 34.	 Cuando	 los	 administradores	 o
representantes	legales	de	la	empresa	concursada	incumplan	la	obligación	a
que	se	refiere	el	artículo	31	de	la	 ley,	serán	sancionados	con	una	multa	no
menor	de	una	(1)	ni	mayor	de	cien	(100)	Unidades	Impositivas	Tributarias.
125.2.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 34.	 La	 comisión	 sancionará	 con
multas	 no	 menores	 de	 una	 (1)	 hasta	 cien	 (100)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias	 o	 inhabilitación	 permanente,	 de	 ser	 el	 caso,	 al	 deudor,	 a	 la
persona	que	actúa	en	su	nombre,	al	administrador	o	al	liquidador	registrado
ante	la	comisión,	que	realice	alguna	de	las	siguientes	conductas:
a)	Ocultamiento	de	bienes;
b)	Simulación,	adquisición	o	realización	de	deudas,	enajenaciones,	gastos	o
pérdidas;	y
c)	 Realización	 de	 actos	 de	 disposición	 patrimonial	 o	 generadores	 de
obligaciones,	que	no	se	refieran	al	desarrollo	normal	de	su	actividad.
125.3.	Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	34.	La	comisión	podrá	sancionar	con
multas	 no	 menores	 de	 una	 (1)	 hasta	 cien	 (100)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias	al	acreedor	o	persona	que	haya	actuado	en	su	nombre	que:
a)	 Haya	 participado	 en	 cualquiera	 de	 los	 actos	 referidos	 en	 el	 numeral
125.2	precedente;
b)	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	30.	Exija	coercitivamente	el	cobro	de	un
crédito	 que,	 por	 mandato	 de	 la	 ley,	 haya	 devenido	 en	 inexigible.	 En	 ese
sentido,	 las	 empresas	 prestadoras	 de	 servicios	 públicos	 de	 agua,	 desagüe,
electricidad	y	telefonía	y	todos	los	demás	acreedores	estarán	impedidos	de
exigir	 judicial	 o	 extrajudicialmente,	 el	 cobro	de	 créditos	 concursales	 fuera
de	los	procedimientos	regulados	en	la	ley.
125.4	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 30.	 La	 comisión	 mantiene
competencia	 para	 investigar	 y	 sancionar	 los	 actos	 constitutivos	 de
infracción	 según	 esta	 ley	 que	 se	 hayan	 realizado	 en	 el	 transcurso	 del
procedimiento.	Dicha	 competencia	no	 se	ve	afectada	por	 la	 conclusión	del
procedimiento.
D.	Leg.	807.
ART.	 5°.—Modificado.	 Ley	 27146,	 Cuarta	 Disposición	 Final.	 Quien	 a
sabiendas	 proporcione	 a	 una	 comisión,	 a	 una	 oficina	 o	 a	 una	 sala	 del
Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual
información	 falsa	 u	 oculte,	 destruya	 o	 altere	 cualquier	 libro,	 registro	 o
documento	 que	 haya	 sido	 requerido	 por	 la	 comisión,	 oficina	 o	 sala	 del
tribunal	o	sin	justificación	incumpla	los	requerimientos	de	información	que
se	 le	 haga	 o	 se	 niegue	 a	 comparecer	 o,	 mediante	 violencia	 o	 amenaza,
impida	o	 entorpezca	 el	 ejercicio	de	 las	 funciones	de	 la	 comisión,	 oficina	o
sala	del	tribunal,	será	sancionado	por	ésta	con	multa	no	menor	de	una	UIT
ni	mayor	 de	 cincuenta	 (50)	UIT,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 penal
que	 corresponda.	 La	 multa	 se	 duplicará	 sucesivamente	 en	 caso	 de
reincidencia.
Ley	27809.
ART.	126.—Procedimiento	sancionador.
126.1.	 El	 procedimiento	 sancionador	 se	 inicia	 siempre	 de	 oficio	 por
decisión	de	la	secretaría	técnica.	La	decisión	adoptada	puede	obedecer	a	la
ponderación	 favorable	 respecto	 de	 la	 denuncia	 presentada	 por	 cualquier
ciudadano,	 la	 orden	 del	 superior	 jerárquico,	 o	 la	 decisión	 discrecional	 del
órgano	en	ejercicio	de	su	atribución	destinada	a	tutelar	el	cumplimiento	de
las	normas	de	la	ley.
126.2.	 En	 el	 momento	 de	 decidirse	 la	 iniciación	 del	 procedimiento	 la
secretaría	 técnica	 dispone	 también	 la	 notificación	 de	 cargo	 al	 denunciado
con	 la	 imputación	 de	 los	 hechos	 constitutivos	 de	 infracción	 objeto	 del
procedimiento	y	 le	otorga	un	plazo	de	cinco	(5)	días	para	que	 formule	 los
descargos	que	considere	pertinentes	y	ofrezca	 los	medios	probatorios	que
sustenten	sus	afirmaciones.
126.3.	 Recibidos	 los	 descargos	 del	 denunciado	 y	 si	 fuera	 el	 caso,	 la
secretaría	técnica	dispone	que	el	procedimiento	se	abra	a	etapa	probatoria
indicando	 en	 dicho	 acto	 aquellos	 medios	 probatorios	 que	 deberán	 ser
actuados.	 El	 período	 de	 prueba	 no	 podrá	 exceder	 de	 treinta	 (30)	 días
computados	desde	la	recepción	de	los	descargos	del	denunciado.
126.4.	 Finalizada	 la	 etapa	 probatoria	 por	 la	 actuación	 de	 las	 pruebas
propuestas	o	por	la	declaración	de	que	no	se	abrirá	etapa	probatoria	en	el
procedimiento,	 la	secretaría	 técnica	 formulará	su	 informe	 final	en	el	plazo
máximo	de	cinco	(5)	días	de	concluida	 la	etapa	precedente.	De	tratarse	de
un	informe	acusatorio	lo	remitirá	a	la	comisión	para	que	ésta	se	pronuncie
en	 el	 plazo	 máximo	 de	 cinco	 (5)	 días	 de	 recibido	 el	 informe.	 En	 caso
contrario,	 declarará	 la	 conclusión	 del	 procedimiento	 y	 archivará	 el
expediente.
126.5.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 31.	 El	 pronunciamiento	 de	 la
comisión	 que	 determine	 la	 responsabilidad	 del	 investigado	 y	 le	 imponga
una	sanción	podrá	ser	objeto	de	recurso	de	apelación.
126.6.	En	todo	aquello	que	no	se	encuentre	expresamente	previsto	en	este
artículo	serán	de	aplicación	las	normas	contempladas	sobre	la	materia	en	la
Ley	de	Procedimiento	Administrativo	General.
Ley	27809.
ART.	127.—Criterios	de	graduación	de	multas.	Para	 graduar	 la	 cuantía
de	 la	multa	 a	 imponer,	 las	 comisiones	 tendrán	 en	 consideración	 criterios
como	la	intencionalidad,	el	perjuicio	causado,	las	circunstancias	agravantes
o	atenuantes	en	la	comisión	de	la	infracción	y	la	reincidencia.
Ley	27809.
ART.	 128.—Publicación	 de	 resoluciones.	 El	 directorio	 del	 Indecopi,	 a
solicitud	 del	 tribunal	 o	 de	 la	 comisión	 correspondiente,	 podrá	 ordenar	 la
publicación	de	las	resoluciones	que	imponen	sanciones,	por	considerar	que
son	 de	 importancia	 para	 proteger	 los	 intereses	 de	 los	 agentes	 que
intervienen	en	los	procedimientos	concursales.
Ley	27809.
ART.	 129.—Beneficio	 por	 pronto	 pago.	 El	monto	 de	 la	multa	 impuesta
será	rebajado	en	un	25%	cuando	el	infractor	cancele	el	monto	de	la	misma	y
deje	 transcurrir	 el	 término	 sin	 interponer	 recurso	 impugnativo	 alguno
contra	dicha	resolución.
Ley	27809.
ART.	130.—Registro	de	infractores.	El	tribunal	y	las	comisiones	remitirán
a	la	Comisión	de	Procedimientos	Concursales	del	Indecopi	las	resoluciones
mediante	las	cuales	impusieron	alguna	sanción,	una	vez	que	hayan	quedado
consentidas	o	 firmes,	para	que	sean	 inscritas	en	el	 registro	de	 infractores,
con	 la	 finalidad	 de	 informar	 al	 público,	 así	 como	 para	 detectar	 casos	 de
reincidencia.
Ley	27809.
ART.	131.—Derogado.	D.	Leg.	1050,	Primera	Disposición	Derogatoria.
TÍTULO	VIII
NORMAS	PROCESALES	COMPLEMENTARIAS
Ley	27809.
ART.	132.—Órganos	de	competencia	exclusiva.
132.1.	 Tienen	 competencia	 exclusiva	 para	 resolver	 las	 impugnaciones	 de
las	 resoluciones	 que	 se	 emitan	 en	 cualquier	 procedimiento	 concursal	 en
materias	 reguladas	 por	 esta	 ley,	 las	 comisiones	 de	 procedimientos
concursales	 y	 el	 Tribunal	 del	 Indecopi,	 en	 sede	 administrativa,	 y	 las	 salas
correspondientes,	en	sede	judicial.
132.2.	 Las	 resoluciones	 que	 agoten	 la	 vía	 administrativa	 en	 los
procedimientos	 concursales,	 sólo	 pueden	 ser	 impugnadas	 en	 la	 vía	 del
proceso	contencioso	administrativo.	Por	consiguiente,	no	procede	el	uso	de
vías	procesales	distintas	para	impugnar	acuerdos,	decisiones	o	resoluciones
en	 asuntos	 derivados	 de	 la	 aplicación	 de	 la	 ley	 y	 sus	 normas
complementarias,	ni	para	suspender,	invalidar	o	inaplicar	sus	efectos.
Ley	27809.
ART.	 133.—Instancias	 competentes	 en	 acciones	 de	 garantía	 u	 otras
demandas	judiciales	en	materia	concursal.
133.1.	 Las	 acciones	 de	 garantía	 sólo	 proceden	 cuando	 se	 agota	 la	 vía
administrativa	previa,	salvo	 las	excepciones	previstas	en	 la	Ley	de	Hábeas
Corpus	 y	 Amparo	 y	 serán	 conocidas	 en	 primera	 instancia	 por	 la	 Sala
Superior	Especializada	en	lo	Civil	de	la	Corte	Superior	de	Justicia	y	en	grado
de	 apelación	 por	 la	 Sala	 Constitucional	 y	 Social	 de	 la	 Corte	 Suprema	 de
Justicia	de	la	República.
133.2.	 Las	 solicitudes	 de	 medidas	 cautelares	 que	 tengan	 por	 objeto
suspender	 o	 producir	 cualquier	 efecto	 análogo	 en	 los	 procedimientos
regulado	en	 la	 ley,	 sólo	podrán	 ser	 tramitadas	y	 resueltas	 con	ocasión	del
proceso	contencioso	administrativo	que	se	promovió	con	arreglo	a	ley.
133.3.	Modificado.	D.	Leg.	1050,	Art.	32.	En	los	casos	de	las	resoluciones
judiciales	referidas	a	acciones	de	garantía	o	medidas	cautelares	en	materia
concursal	 que	 no	 hayan	 sido	 expedidas	 por	 los	 órganos	 jurisdiccionales
señalados	en	el	numeral	133.1	precedente,	o	que	hayan	sido	tramitadas	en
vías	 procesales	 distintas	 a	 la	 indicada	 en	 el	 numeral	 133.2	 precedente,	 el
Indecopi	deberá	poner	lo	actuado	en	conocimiento	del	Consejo	Nacional	de
la	 Magistratura,	 así	 como	 de	 la	 Oficina	 de	 Control	 de	 la	 Magistratura
respectiva	para	que	de	oficio	inicie	el	proceso	disciplinario	correspondiente.
133.4	Incorporado.	 Ley	28709,	Art.	 1°.	Las	 demandas	 judiciales	 que	 se
promuevan	 con	 relación	 a	 procedimientos	 regulados	 por	 la	 ley,	 deberán
efectuarse	con	citación	al	Indecopi.
JURISPRUDENCIA.—El	 artículo	 133.1	 de	 la	 Ley	 27809	 constituye	 una
excepción	al	artículo	51	del	Código	Procesal	Constitucional.	“(...)	entre	la
necesidad	 de	 salvaguardar	 la	 vigencia	 y	 respeto	 de	 los	 derechos
fundamentales	 en	 el	marco	 de	 los	 procedimientos	 concursales,	 y	 el	 deber
del	 Estado	 de	 garantizar	 una	 salida	 ordenada	 del	mercado	 de	 los	 agentes
económicos	que,	por	múltiples	razones,	ya	no	pueden	permanecer	en	él,	es
que	 se	 hace	 necesario	 interpretar	 que	 cuando	 se	 trate	 de	 resoluciones
provenientes	 de	 un	 tribunal	 administrativo,	 en	 el	 marco	 de	 los
procedimientos	 concursales,	 dichos	 cuestionamientos	 sean	 conocidos,	 en
primer	 grado,	 por	 la	 Sala	 Superior	 Especializada	 en	 lo	 Civil	 de	 la	 Corte
Superior	de	Justicia	y,	en	segundo	grado,	por	la	Sala	Constitucional	y	Social
de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia	 de	 la	 República.	 Ello	 no	 exime,	 como	 es
obvio,	 a	 la	 sala	 superior	 correspondiente	 de	 evaluar,	 previamente,	 el
cumplimiento	de	los	requisitos	de	procedencia	previstos	principalmente	en
el	 artículo	 51	 del	 Código	 Procesal	 Constitucional.	 (...)	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 133.1	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Concursal	 constituye	 una
excepción	razonable	a	la	regla	del	primer	párrafo	del	artículo	51	del	Código
Procesal	 Constitucional”.	 (T.	 C.,	 Exp.	 01889-2008-PA/TC,	 mar.	 13/2009.
Pres.	Mesía	Ramírez)
Ley	27809.
ART.	134.—Efectos	de	la	interposición	de	acciones	de	garantía	u	otras
demandas	judiciales	en	materia	concursal.
134.1.	La	 interposición	de	acciones	de	garantía	que	promuevan	personas
naturales	o	jurídicas,	comprendidas	a	su	propia	solicitud	en	procedimientos
regulados	en	la	ley,	y	que	suspenda	o	produzca	cualquier	efecto	análogo	en
el	 procedimiento,	 determina,	 automáticamente	 y	 de	 pleno	 derecho,	 el
levantamiento	 de	 la	 suspensión	 de	 la	 exigibilidad	 de	 obligaciones	 y	 el
levantamiento	de	las	medidas	indicadas	en	los	artículos	17	y	18	de	la	ley	y
sus	normas	complementarias.
134.2.	 Son	 improcedentes,	bajo	 cualquier	 circunstancia,	 las	 solicitudes	de
medidas	cautelares	innovativas,	genéricas	u	otras	análogas	cuyo	objeto	sea
dejar	 sin	 efecto	 el	 levantamiento	 de	 la	 protección	 patrimonial	 y	 de	 la
suspensión	de	pagos	previstos	en	los	artículos	17	y	18	de	la	ley.
Ley	27809.
ART.	135.—Modificado.	D.	Leg.	1189,	Art.	35.	Facultades	de	la	comisión
para	 interponer	 demanda	 de	 nulidad	 de	 cosa	 juzgada	 con	 efecto
concursal.
135.1.	 La	 comisión	 ante	 la	 cual	 se	 tramita	 un	 procedimiento	 concursal
cuenta	con	facultades	para	disponer	se	inicie	un	proceso	judicial	de	nulidad
de	 sentencia	 judicial	 o	 arbitral,	 transacción	 judicial	 o	 extrajudicial	 o	 de
cualquier	acto	o	convenio	que	por	ley	tenga	autoridad	de	cosa	juzgada.
La	comisión	solicitará	la	interposición	de	la	demanda	a	la	que	se	refiere	el
párrafo	 anterior,	 cuando	 considere	 que	 existen	 elementos	 de	 juicio
suficientes	 que	 generen	 dudas	 acerca	 de	 la	 existencia	 y	 origen	 de	 los
créditos	 creados,	modificados,	 extinguidos	 o	 reconocidos	 en	 estos	 actos	 y
que	hayan	 sido	presentados	 como	 acto	 privado	 o	 por	 orden	 judicial,	 para
sustentar	 el	 inicio	 de	 un	 procedimiento	 concursal	 o	 como	 sustento	 de	 la
solicitud	 de	 reconocimiento	 de	 créditos	 al	 interior	 de	 un	 procedimiento
concursal	 ya	 iniciado.	 La	 decisión	 de	 iniciar	 el	 proceso	 judicial	 es
impugnable	con	efecto	suspensivo.
El	proceso	se	tramita	en	la	vía	del	proceso	abreviado.
El	plazo	para	interponer	la	demanda	prescribe	a	los	veinticuatro	meses	de
presentada	la	sentencia,	convenio	u	otro	acto	con	valor	de	cosa	juzgada	ante
la	comisión,	conforme	a	lo	señalado	en	los	párrafos	precedentes.
135.2.	 Con	 la	 sola	 presentación	 de	 la	 demanda	 se	 suspenderá	 de	 pleno
derecho	el	procedimiento	concursal	 iniciado	por	el	mérito	de	 la	sentencia,
convenio	o	acto	mencionados	en	el	numeral	135.1	artículo	135,	así	como	el
procedimiento	 de	 reconocimiento	 de	 créditos	 que	 se	 sustenta	 en	 los
indicados	documentos	y	que	son	materia	de	cuestionamiento,	mientras	dure
el	proceso	judicial	correspondiente	y	se	emita	resolución	definitiva.
En	dichos	supuestos,	la	comisión	procederá	a	registrar	como	contingentes
a	 los	créditos	objeto	de	 la	demanda	de	nulidad	de	cosa	 juzgada	con	efecto
concursal,	conforme	a	lo	establecido	en	el	numeral	39.5	del	artículo	39.
Ley	27809.
ART.	136.—Abandono	del	procedimiento.
136.1.	 Las	 partes	 deberán	 absolver	 los	 requerimientos	 y	 cumplir	 los
trámites	 que	 disponga	 la	 comisión	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 treinta	 (30)
días,	siempre	que	no	se	haya	establecido	plazo	distinto.
En	caso	contrario,	la	autoridad	administrativa	podrá,	de	oficio	o	a	solicitud
de	parte,	declarar	el	abandono	del	procedimiento.
136.2.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1189,	 Art.	 36.	 No	 procederá	 declarar	 el
abandono	del	procedimiento	cuando,	habiéndose	verificado	la	existencia	de
concurso,	 el	 acreedor	 o	 deudor	 interesados	 incumplan	 con	 publicar	 los
avisos	de	convocatoria	a	junta	de	acreedores.
En	tales	casos,	la	comisión	podrá	imponer	sanciones	de	una	(1)	hasta	diez
(10)	 UIT.	 Tratándose	 el	 acreedor	 interesado	 de	 una	 persona	 jurídica,	 la
sanción	se	impondrá	a	ésta	y	a	su	representante	legal,	quienes	responderán
solidariamente.	 Tratándose	 el	 deudor	 de	 una	 persona	 jurídica,	 cuya
situación	de	concurso	ha	sido	publicada,	la	sanción	podrá	imponerse	sólo	a
su	 representante	 legal.	 En	 el	mencionado	 supuesto	 de	 incumplimiento,	 la
comisión	efectuará	la	publicación	del	aviso	de	convocatoria.
Ley	27809.
ART.	 137.—Plazos	 máximos	 para	 la	 tramitación	 de	 procedimientos
concursales.
137.1.	 Por	 la	 singular	 naturaleza	 de	 los	 procedimientos	 concursales	 se
establece	 que	 el	 plazo	 entre	 la	 solicitud	 de	 inicio	 del	 procedimiento	 y	 la
resolución	final	no	podrá	exceder	en	ningún	caso	de	noventa	(90)	días	por
instancia.	 En	 caso	 contrario,	 operará	 el	 silencio	 negativo	 a	 favor	 del
solicitante	con	los	efectos	a	que	se	refieren	el	inciso	2)	del	artículo	33	y	los
artículos	 34.1.2,	 188.3,	 188.4	 y	 188.5	 de	 la	 Ley	 N°	 27444,	 según
corresponda.
137.2.	Siempre	que	no	se	exprese	otra	cosa,	cuando	 los	plazos	se	señalen
por	días,	se	entiende	que	son	hábiles.
137.3.	Los	plazos	previstos	en	la	ley	son	perentorios	e	improrrogables.	Esta
disposición	 se	 aplica	 tanto	 a	 los	 plazos	 procesales	 como	 a	 aquellos	 que
imponga	el	deber	de	ejecución	de	actuaciones	a	cualquiera	de	los	sujetos	del
procedimiento	concursal.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Silencio	 administrativo	 positivo	 no	 procede
para	 resolver	 recursos	 en	 procedimientos	 concursales.	 “(…)	 11.	 El
artículo	 1°	 de	 la	 Ley	 29060	 establece	 que	 entre	 los	 procedimientos	 de
evaluación	previa	 sujetos	 a	 silencio	 administrativo	positivo	 se	 encuentran
aquéllos	 en	 los	 que	 se	 ventila	 un	 recurso	 destinado	 a	 cuestionar	 un	 acto
administrativo	 anterior	 (...).	 Por	 su	 parte,	 el	 artículo	 2°	 de	 dicha	 ley
establece	 que	 los	 procedimientos	 administrativos	 sujetos	 a	 silencio
administrativo	 positivo	 se	 considerarán	 automáticamente	 aprobados
cuando	haya	vencido	el	plazo	establecido,	 sin	que	 la	entidad	haya	emitido
pronunciamiento	(...).
12.	 Sin	 embargo,	 la	 Primera	 Disposición	 Transitoria,	 Complementaria	 y
Final	de	la	Ley	29060	establece	que,	excepcionalmente	a	lo	dispuesto	en	las
normas	antes	citadas,	el	 silencio	administrativo	negativo	será	aplicable	en
procedimientos	trilaterales	(...).
13.	 En	 el	 presente	 caso,	 el	 silencio	 administrativo	 positivo	 no	 resulta
aplicable	pues	el	procedimiento	iniciado	por	la	solicitud	del	banco	se	trata
de	un	procedimiento	trilateral,	en	el	que	dicha	entidad	bancaria	solicita	a	la
autoridad	administrativa	que	se	declare	la	situación	de	concurso	de	H.M.	(...)
y	que	se	 le	reconozcan	los	créditos	que	invoca	frente	a	dicho	deudor.	(...).”
(Indecopi,	R.	0885-2008/TDC-Indecopi,	may.	07/2008.	Pres.	Ortiz	Origgi)
Ley	27809.
ART.	 138.—Efectos	 de	 las	 resoluciones.	 Las	 resoluciones	 expedidas	 en
los	 procedimientos	 concursales	 surten	 sus	 efectos	 y	 se	 ejecutan	 desde	 el
momento	de	su	emisión	siempre	que	se	otorgue	a	las	partes	involucradas	la
posibilidad	de	conocer	el	sentido	de	los	pronunciamientos	contenidos	en	las
mismas,	salvo	disposición	en	sentido	distinto	establecida	expresamente	en
tales	actos.	Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	los	plazos	para	impugnar	las	citadas
resoluciones	a	los	que	se	refiere	esta	ley	se	computan	desde	el	día	siguiente
de	 producida	 la	 notificación	 a	 los	 administrados,	 más	 el	 término	 de	 la
distancia	de	ser	el	caso.
Ley	27809.
ART.	 139.—Notificaciones.	 Toda	 notificación	 deberá	 practicarse	 a	 más
tardar	dentro	del	plazo	de	diez	(10)	días,	a	partir	de	la	emisión	del	acto	que
se	notifica.
Ley	27809.
ART.	140.—Aplicación	del	Decreto	Legislativo	N°	807.	Son	aplicables	las
disposiciones	 contenidas	 en	 el	 Título	 I	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807	 a
todos	los	procedimientos	regulados	en	la	ley.
Ley	27809.
ART.	141.—Incorporado.	D.	Leg.	1050,	Art.	33.	Reducción	de	créditos	y
cambio	de	titularidad.
141.1	 El	 deudor	 deberá	 informar	 sobre	 cualquier	 reducción	 que	 se
produzca	en	el	monto	de	los	créditos	reconocidos.
141.2	Los	acreedores	titulares	de	créditos	reconocidos	deberán	informar	a
la	Comisión	de	cualquier	cambio	en	la	titularidad	de	dichos	créditos.
141.3	 La	 comisión	 sancionará	 con	 multa	 de	 una	 (1)	 a	 cincuenta	 (50)
Unidades	 Impositivas	 Tributarias,	 al	 deudor,	 al	 acreedor	 y	 a	 sus
representantes	legales,	que	no	cumplan	con	las	obligaciones	establecidas	en
los	numerales	anteriores.
Ley	27809.
ART.	142.—Incorporado.	D.	Leg.	1050,	Art.	33.	Alcances	de	la	cesión	o
transferencia	de	créditos	concursales.
142.1	La	cesión	o	transferencia	de	 los	créditos	comprende	 la	 transmisión
de	los	órdenes	de	preferencia,	salvo	pacto	en	contrario.
142.2	 La	 vinculación	 concursal	 no	 se	 transmite	 con	 la	 cesión	 o
transferencia	de	créditos	reconocidos	efectuada	por	un	acreedor	vinculado.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
DISPOSICIONES	FINALES
Ley	27809.
Primera	 Disposición	 Final.—Aplicación	 supletoria	 de	 las	 normas.	 En
todo	lo	no	previsto	en	la	presente	ley,	rigen	las	normas	contenidas	en	la	Ley
del	Procedimiento	Administrativo	General,	el	Código	Procesal	Civil	y	la	Ley
General	de	Sociedades.
Ley	27809.
Segunda	Disposición	Final.—Aplicación	preferente.	En	 la	 tramitación	de
procedimientos	concursales,	la	ley	es	de	aplicación	preferente	a	las	normas
del	Código	Civil,	del	Código	Procesal	Civil,	del	Código	Tributario,	de	 la	Ley
General	de	Sociedades,	de	la	Ley	de	Títulos	Valores,	del	Código	de	Comercio,
de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 del	 Sistema	 de	 Seguros	 y
Orgánica	de	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros,	de	la	Ley	del	Sistema
Privado	 de	 Administración	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 y	 de	 todas	 las	 demás
normas	 que	 en	 situaciones	 normales	 rigen	 y	 regulan	 la	 actividad	 de	 los
agentes	del	mercado.
Ley	27809.
Tercera	Disposición	Final.—Referencias	a	procedimientos	concursales.
Las	referencias	legales	o	administrativas	al	procedimiento	de	declaración	de
insolvencia	 se	 entienden	 hechas	 al	 procedimiento	 concursal	 ordinario	 y
aquellas	 hechas	 al	 concurso	 preventivo	 se	 entienden	 efectuadas	 al
procedimiento	concursal	preventivo.
Ley	27809.
Cuarta	Disposición	Final.—Modificación	del	nombre	de	la	comisión.	Las
referencias	efectuadas	en	el	Decreto	Ley	N°	26116,	el	Decreto	Legislativo	N°
845	y	la	Ley	N°	27146,	así	como	en	sus	respectivas	normas	modificatorias,	a
la	 Comisión	 de	 Salida	 del	 Mercado	 o	 a	 la	 Comisión	 de	 Reestructuración
Patrimonial,	 se	 entienden	 hechas	 a	 la	 Comisión	 de	 Procedimientos
Concursales.
Ley	27809.
Quinta	Disposición	Final.—Cese	colectivo.	Solamente	desde	la	suscripción
del	 convenio	 de	 liquidación	 se	 podrá	 cesar	 a	 los	 trabajadores,	 para	 cuyo
efecto	 se	 cursará	 aviso	 notarial	 con	 una	 anticipación	 de	 diez	 (10)	 días
calendario	 a	 la	 fecha	 prevista	 para	 el	 cese.	 Los	 ceses	 anteriores	 a	 la
suscripción	se	regirán	por	las	leyes	laborales	vigentes.
Ley	27809.
Sexta	 Disposición	 Final.—Negociación	 en	 bolsa	 de	 valores.	 Los
acreedores	de	una	persona	sometida	a	un	procedimiento	concursal	podrán
negociar	en	la	bolsa	de	valores	y	en	cualquier	otro	mecanismo	centralizado
de	 negociación,	 los	 créditos	 que	 les	 hubiera	 reconocido	 la	 comisión.	 Para
estos	 efectos,	 la	 Comisión	 Nacional	 Supervisora	 de	 Empresas	 y	 Valores	 -
Conasev	aprobará	en	el	plazo	de	noventa	(90)	días	hábiles	de	publicada	la
presente	 ley,	 las	 normas	 y	 directivas	 que	 considere	 necesarias	 a	 fin	 de
establecer	 los	 requisitos	 y	 características	 del	 título	 a	 negociar	 y	 los
requisitos	para	el	listado	correspondiente.
Ley	27809.
Sétima	Disposición	Final.—Derogado.	D.	Leg.	1050,	Primera	Disposición
Derogatoria.
Ley	27809.
Novena	 Disposición	 Final.—Exoneración	 del	 Impuesto	 General	 a	 las
Ventas.	 Exonérase	 del	 pago	 del	 Impuesto	 General	 a	 las	 Ventas	 a	 las
adjudicaciones	 de	 bienes	 del	 deudor	 que,	 en	 ejecución	 de	 la	 disolución	 y
liquidación,	 sean	 realizadas	 en	 favor	 de	 los	 acreedores	 laborales	 en
cancelación	de	sus	créditos	reconocidos.
Ley	27809.
Décima	 Disposición	 Final.—Trámite	 de	 denuncias	 ante	 el	 Ministerio
Público.	Tratándose	de	denuncias	formuladas	contra	funcionarios	públicos
con	ocasión	del	trámite	de	procedimientos	concursales	previstos	en	la	ley,	la
fiscalía	competente	deberá	solicitar	un	informe	técnico	al	Indecopi	sobre	la
licitud	 de	 los	 hechos	 imputados,	 el	 cual	 merituará,	 para	 efectos	 de	 la
calificación	o	archivo	de	 la	denuncia.	Dicho	 informe	deberá	ser	emitido	en
un	plazo	máximo	de	diez	(10)	días	hábiles	desde	su	requerimiento.
Ley	27809.
Undécima	Disposición	Final.—Sala	transitoria.	Cuando	 el	 incremento	 de
carga	procesal	 lo	 justifique,	 el	 directorio	del	 Indecopi	podrá	nombrar	una
sala	 transitoria	 al	 interior	 del	 tribunal	 con	 el	 propósito	 de	 atender	 dicha
mayor	carga	procesal.
Ley	27809.
Duodécima	 Disposición	 Final.—Representación	 y	 defensa	 judicial	 del
Indecopi.	 La	 representación	 y	 defensa	 judicial	 del	 Indecopi	 es	 ejercida
directamente	 por	 sus	 propios	 representantes,	 o	 por	 los	 apoderados	 a	 los
que	el	directorio	de	 la	 institución	faculten.	La	 intervención	del	procurador
público	del	sector	correspondiente	es	de	carácter	facultativa.
Ley	27809.
Decimotercera	Disposición	Final.—Plazo	de	interposición	del	recurso	de
apelación	en	el	Procedimiento	Único.	Para	efectos	de	lo	establecido	en	el
artículo	38	del	Decreto	Legislativo	N°	807,	Ley	sobre	Facultades,	Normas	y
Organización	 del	 Indecopi,	modificado	 por	 Ley	N°	 27311,	 el	 plazo	 para	 la
interposición	del	recurso	de	apelación	es	de	cinco	(5)	días	hábiles.
JURISPRUDENCIA.—El	 plazo	 de	 apelación	 contra	 una	 resolución	 del
Indecopi	 es	 de	 15	 días.	 “(…)	 Mientras	 que,	 por	 un	 lado,	 la	 demandante
sostiene	que	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	por	el	numeral	207.2	del	artículo
207	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General,	 el	 plazo	 para
impugnar	 la	 mencionada	 resolución	 es	 de	 15	 días,	 Indecopi	 refiere	 que
según	 la	Décimo	Tercera	Disposición	Complementaria	y	Final	de	 la	Ley	N°
27809,	Ley	General	del	Sistema	Concursal,	el	citado	plazo	es	de	5	días.
8.	 Al	 respecto,	 este	 tribunal	 considera	 que,	 contrariamente	 a	 lo	 señalado
por	la	administración,	si	el	artículo	38	del	Decreto	Legislativo	N°	807,	Ley	de
Organización	y	Funciones	del	Indecopi,	no	estipula	plazo	alguno,	resulta	de
aplicación	 el	 establecido	 por	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General.
(…)
2.2.	 No	 se	 encuentran	 comprendidas	 en	 la	 ley,	 como	 deudores,	 las
entidades	que	integran	la	estructura	del	Estado,	tales	como	los	organismos
públicos	 y	 los	 demás	 entes	 de	 derecho	 público;	 las	 administradoras
privadas	de	fondos	de	pensiones,	las	personas	que	forman	parte	del	sistema
financiero	 o	 del	 sistema	 de	 seguros,	 y	 aquéllas	 a	 las	 cuales	 la	 Comisión
Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores	-	Conasev	otorga	autorización
de	 funcionamiento.	Asimismo,	 tampoco	se	encuentran	comprendidas	en	 la
ley	 los	 patrimonios	 autónomos,	 salvo	 las	 sociedades	 conyugales	 y
sucesiones	indivisas.
(…)
11.	Por	tanto,	resulta	de	aplicación	lo	previsto	en	el	inciso	24.2	del	artículo
24	de	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	conforme	al	cual,	“si
en	base	a	información	errónea,	contenida	en	la	notificación,	el	administrado
practica	 algún	 acto	 procedimiental	 que	 sea	 rechazado	 por	 la	 entidad,	 el
tiempo	 transcurrido	 no	 será	 tomado	 en	 cuenta	 para	 determinar	 el
vencimiento	 de	 los	 plazos	 que	 correspondan”,	 Indecopi	 deberá	 admitir	 el
recurso	 interpuesto.”	 (TC,	 Exp.	 02942-2008-PA/TC,	 abr.	 28/2010.	 S.	 S.
Landa	Arroyo)
Ley	27809.
Decimocuarta	 Disposición	 Final.—Plazo	 de	 procedimientos
administrativos	de	competencia	del	 Indecopi.	El	 plazo	máximo	 para	 la
tramitación	de	 los	 procedimientos	 administrativos	 a	 cargo	de	 los	 órganos
resolutivos	 que	 conforman	 la	 estructura	 orgánico	 funcional	 del	 Indecopi
será	 de	 120	 días	 hábiles,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 establecido	 en	 normas
especiales	 o	 de	 los	 plazos	 que	 se	 deriven	 de	 la	 propia	 naturaleza	 del
respectivo	procedimiento.
Ley	27809.
Decimoquinta	 Disposición	 Final.—Profesionales	 para	 auditorías	 y
valuaciones.	Para	efectos	de	la	auditoría	económica	y	valuación	económica
el	 colegio	 profesional	 correspondiente	 deberá	 remitir	 semestralmente	 a
Indecopi	la	relación	de	profesionales	habilitados.
El	profesional	encargado	de	auditar	la	empresa	en	reestructuración	a	que
se	refiere	el	artículo	35	de	esta	ley,	no	podrá	ser	designado	para	la	auditoría
interna	a	que	se	contrae	el	artículo	51.1,	letra	e).
Ley	27809.
Decimosexta	 Disposición	 Final.—Vigencia	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley
entrará	en	vigencia	a	los	sesenta	(60)	días	siguientes	de	su	publicación	en	el
Diario	Oficial	El	peruano.
NOTA:	 Tomando	 en	 cuenta	 que	 la	 presente	 ley	 fue	 publicada	 el	 8	 de	 agosto	 del	 2002,	 entró	 en
vigencia	el	8	de	octubre	del	2002.
DISPOSICIONES	TRANSITORIAS
Ley	27809.
Primera	Disposición	Transitoria.—Aplicación	de	la	ley.	Las	disposiciones
de	la	presente	ley	se	aplicarán	a	los	procedimientos	en	trámite	bajo	la	Ley
de	Reestructuración	Patrimonial,	en	la	etapa	en	que	se	encuentren.
Ley	27809.
Segunda	 Disposición	 Transitoria.—Descentralización	 de	 funciones	 del
Indecopi.	Autorízase	al	directorio	del	Indecopi	a	efectuar	las	adecuaciones
necesarias	 al	 Sistema	 de	 Descentralización	 de	 Funciones	 de	 la	 institución
con	el	objeto	de	garantizar	su	funcionamiento	óptimo	y	sostenido.
DISPOSICIÓN	DEROGATORIA
Ley	27809.
Única	Disposición	Derogatoria.—Derógase	el	Decreto	Legislativo	N°	845	y
la	 Ley	 N°	 27146	 y	 sus	 normas	 modificatorias,	 con	 excepción	 de	 sus
disposiciones	 complementarias,	 finales,	 modificatorias	 y	 transitorias	 que
mantienen	plena	vigencia	en	todo	lo	que	no	se	oponga	a	la	presente	ley.
	TERCERA	PARTE
EMPRESA	INDIVIDUAL	DE
RESPONSABILIDAD	LIMITADA
D.	L.	21621
TÍTULO	PRIMERO
DISPOSICIONES	GENERALES
D.	L.	21621.
ART.	 1°.—La	 Empresa	 Individual	 de	 Responsabilidad	 Limitada	 es	 una
persona	jurídica	de	derecho	privado,	constituida	por	voluntad	unipersonal,
con	 patrimonio	 propio	 distinto	 al	 de	 su	 titular,	 que	 se	 constituye	 para	 el
desarrollo	 exclusivo	 de	 actividades	 económicas	 de	 pequeña	 empresa,	 al
amparo	del	Decreto	Ley	N°	21435.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—La	 oficina	 registral	 competente	 para
inscribir	 la	 constitución	 de	 la	 persona	 jurídica	 es	 la	 de	 su	 domicilio.
“Conforme	al	artículo	1°	del	Decreto	Ley	N°	21621,	la	Empresa	Individual	de
Responsabilidad	 Limitada	 (E.I.R.L.)	 es	 una	 persona	 jurídica	 de	 derecho
privado,	por	lo	que	le	resulta	aplicable	la	regla	anterior.
En	 ese	 sentido,	 el	 artículo	 15	 del	 referido	 decreto	 ley	 señala	 que	 en	 la
escritura	 pública	 de	 constitución	 se	 expresará,	 entre	 otros,	 “c)	 la
denominación	 y	 domicilio	 de	 la	 empresa”,	 dato	 que	 determinará	 la
competencia	 de	 la	 oficina	 registral”.	 (Sunarp,	 R.	 1385-2014-Sunarp-TR-L,
jul.	24/2014.	V.	P.	Luis	Alberto	Aliaga	Huaripata)
MODELO	DE	CONSTITUCIÓN	DE	UNA	EMPRESA	INDIVIDUAL	DE	RESPONSABILIDAD	LIMITADA
	
Señor	notario:
Sírvase	 extender	 en	 su	 registro	 de	 escrituras	 públicas,	 una	 de	 constitución	 de
empresa	individual	de	responsabilidad	limitada,	que	otorga	don	................,	peruano,
casado,	 con	 DNI	 N°	 ..............	 y	 R.U.C.	 N°	 ......................,	 quien	 por	 el	 presente	 acto
manifiesta	su	consentimiento	expreso,	en	los	términos	y	condiciones	siguientes:
Primero.-	 La	 otorgante	 conviene	 en	 constituir	 una	 empresa	 individual	 de
responsabilidad	 limitada,	 bajo	 el	 nombre	 de	 ................	 E.I.R.	 Ltda.,	 para	 los	 fines	 y
condiciones	que	más	adelante	se	indican	al	amparo	de	la	legislación	pertinente.
Segundo.-	 El	 capital	 de	 la	 empresa	 es	 de	 S/.	 .............	 íntegramente	 suscrito	 y
totalmente	pagado,	como	consta	del	comprobante	de	depósito	bancario	a	nombre
de	la	E.I.R.	Ltda,	que	usted	señor	notario	insertará	como	texto	íntegramente	de	la
escritura	que	esta	minuta	genera.
Tercero.-	 La	 empresa.............	 E.I.R.	 Ltda,	 se	 constituyó	 para	 los	 fines	 y	 en	 las
condiciones	que	más	adelante	se	expresan	y	se	regirá	por	el	siguiente	estatuto.
Estatutos
Título	primero
Denominación,	duración	y	objeto
Artículo	primero.-	La	empresa	se	denominará	...................	E.I.R.	Ltda.
Artículo	 segundo.-	 El	 objeto	 de	 la	 empresa	 será	 dedicarse	 a
...........................................................	 y,	 especialmente	 de	 ......................................,	 así	 como
a..............	 y	 .....................................................................................................	 Así	 mismo	 podrá
dedicarse	a	la	promoción	y	organización	de	...............	y	demás	actividades	similares.
Artículo	 tercero.-	 El	 término	 de	 duración	 de	 la	 empresa	 es	 .........	 indefinido	 e
iniciará	sus	actividades	a	partir	de	la	fecha	de	la	presente	minuta:	La	validez	de	los
actos	y	contratos	celebrados	a	nombre	de	la	empresa	antes	de	su	inscripción	en	el
registro	 mercantil	 quedará	 subordinada	 a	 lo	 estipulado	 en	 el	 artículo	 14	 del
Decreto	Ley	N°	21621.
Título	segundo
Capital	social,	domicilio	y	sucursales
Artículo	 cuarto.-	 El	 monto	 del	 capital	 es	 la	 suma	 de	 S/.	 .................,	 íntegramente
suscritos	y	 totalmente	pagado,	 y	 consta	en	 la	 forma	que	 se	detalla	 en	 la	 cláusula
segunda	de	la	escritura	de	constitución.
Artículo	Quinto.-	La	empresa	establece	su	domicilio	en	 la	ciudad	de	 ................,	del
departamento	 .....................	pudiendo	crear	sucursales	o	agencias	en	cualquier	 lugar
de	 la	república	de	acuerdo	a	 lo	preceptuado	en	el	artículo	69	y	70	pertinente	del
Decreto	Ley	N°	21621
Título	tercero
Régimen	administrativo
Artículo	 sexto.-	 La	 empresa	 tendrá	 de	 acuerdo	 al	 Decreto	 Ley	 N°	 21621	 los
siguientes	órganos:
a)	El	titular.
b)	La	gerencia
a)	El	 titular.-	Es	 el	 órgano	máximo	de	 la	 empresa	 y	 tiene	 a	 su	 cargo	 la	 decisión
sobre	bienes	y	actividades	de	ésta.	Durante	el	mes	de	marzo,	aprobará	 la	gestión
social,	 las	 cuentas	 sociales	 del	 ejercicio	 anterior,	 el	 plan	 de	 conducción	 de	 los
negocios	 para	 el	 próximo	 ejercicio	 y	 cualquier	 otro	 asunto	 de	 interés	 para	 la
empresa.
Se	asume	la	calidad	de	titular	por	la	constitución	de	la	empresa	o	por	adquisición
posterior	del	derecho	del	titular.
Las	sesiones	deben	constar	en	un	libro	de	actas	legalizado	de	conformidad	con	lo
prescrito	en	el	artículo	40	del	Decreto	Ley	N°	21621;	será	presidida	por	el	titular	y
actuará	como	secretario	el	gerente.
El	titular	puede	hacerse	representar	en	las	sesiones	mediante	poder	otorgado	por
escritura	pública	o	por	simple	carta	poder	en	favor	de	cualquier	persona,	en	este
último	caso	se	entiende	que	es	una	carta	poder	para	cada	sesión.
Corresponde	al	titular:
a)	 Aprobar	 o	 desaprobar	 las	 cuentas	 y	 el	 balance	 general	 de	 cada	 ejercicio
económico.
b)	Disponer	 la	aplicación	de	 las	utilidades,	observando	lo	dispuesto	en	el	D.	L.	N°
21621,	en	particular,	lo	referente	a	la	participación	de	los	trabajadores.
c)	Designar	y	sustituir	a	los	gerentes	y	liquidadores;
d)	Disponer	investigaciones,	auditorías	y	balances.
d)	Modificar	la	escritura	de	constitución	de	la	empresa;
f)	Aumentar	o	disminuir	el	capital.
g)	Modificar	la	denominación,	el	objeto	y	el	domicilio	de	la	empresa.
h)	Transformar,	fusionar,	disolver	y	liquidar	la	empresa.
i)	Deducir	sobre	los	demás	asuntos	que	requiere	el	interés	de	la	empresa	o	que	la
ley	determine.
b)	La	gerencia.-	Según	el	artículo	43	del	Decreto	Ley	N°	21621,	la	administración
de	la	empresa	será	desempeñada	por	el	gerente,	titular	o	no,	quien	la	representará
en	todos	los	asuntos	relativos	a	su	objeto.
No	se	puede	conferir	esta	denominación	a	quienes	no	ejerzan	el	cargo	en	toda	su
amplitud.	El	cargo	del	gerente	es	personal	e	indelegable.
El	gerente	será	elegido	por	el	titular,	salvo	el	primero,	que	por	ministerio	de	la	ley
es	el	señalado	en	la	disposición	transitoria	de	esta	escritura.
La	duración	del	 cargo	de	 gerente	 es	 de	dos	 años.	 El	 titular	 fijará	 el	monto	de	 su
remuneración.	 El	 nombramiento	 de	 gerente	 pude	 ser	 revocado	 en	 cualquier
momento	 por	 el	 titular.	 Es	 nula	 la	 decisión	 del	 titular	 que	 establezca	 la
irrevocabilidad	del	cargo	del	gerente.
El	cargo	de	gerente	termina	además	por	muerte	o	incapacidad	civil	de	éste.	En	caso
de	vacancia,	renuncia,	separación	de	cargo	o	impedimento	temporal	del	gerente,	el
titular	 acordará	 quien	 deba	 sustituirlo	 en	 sus	 funciones,	 hasta	 completar	 su
período.
El	 gerente	 se	 encargará	de	 la	 administración	 y	 representación	de	 la	 empresa	 así
como	de	la	gestión	de	todos	sus	negocios,	debiendo	dar	cuenta	periódicamente	al
titular	de	todos	los	actos	y	contratos	realizados	en	el	cumplimiento	de	su	misión,	y
ejercerá	las	demás	atribuciones	que	le	señale	la	ley	o	le	confiere	el	titular.
Corresponde	al	gerente:
El	 gerente	 tiene	 la	 representación	 legal,	 civil,	 comercial,	 judicial,	 fiscal	 y
administrativa	de	la	sociedad,	y	en	especial	tiene	las	siguientes	atribuciones:
a)	 Organizar	 el	 régimen	 interno	 de	 la	 empresa,	 usar	 el	 sello	 de	 la	 misma,
encargarse	de	la	correspondencia	y	cuidar	que	la	contabilidad	esté	al	día;
b)	 Contratar	 a	 los	 trabajadores,	 fijar	 sus	 sueldos	 y	 remuneraciones.	 El	 gerente
podrá	dar	terminado	el	contrato,	dentro	del	marco	de	las	leyes	laborales	vigentes.
c)	 Celebrar	 toda	 clase	 de	 contratos	 a	 nombre	 de	 la	 empresa,	 inclusive	 los	 que
impliquen	disposición	de	 los	bienes	que	 constituyen	 el	 activo	 fijo	de	 la	 empresa,
para	lo	que	es	menester,	poder	específico	otorgado	por	el	titular.
d)	Firmando	conjuntamente	con	el	titular	podrá	abrir	y	cerrar	cuentas	en	bancos,
financieras	y	demás	 instituciones	de	créditos,	girar,	 cheques,	hacer	o	retirar	 toda
clase	de	depósitos	en	banco	o	en	otras	instituciones	financieras	y	crediticias;	girar,
aceptar,	endosar,	avalar,	descontar	y	renovar	letras,	vales,	pagarés	y	cualquier	otra
clase	de	títulos	valores;	celebrar	toda	clase	de	contratos	con	clientes,	de	créditos	en
cuentas	corrientes,	transferir	fondos	de	una	cuenta	a	otra;	y	en	general	realizar	a
nombre	de	la	empresa	toda	clase	de	operaciones	bancarias.
e)	Informar	al	titular	en	cada	sesión	de	los	asuntos	y	negocios	de	la	empresa.
f)	Llevar	los	libros	de	actas	de	sesiones,	actuando	como	secretario	de	la	misma.
g)	 Gozar	 de	 todas	 las	 facultades	 que	 el	 titular	 acuerde	 delegarle	 con	 el
correspondiente	poder.
Título	cuarto
Balance
Artículo	 sétimo.-	 Formulación	de	 cuentas	 sociales.	El	 gerente	 está	 obligado	 a
formular	 en	 el	 plazo	 máximo	 de	 sesenta	 días,	 contados	 a	 partir	 del	 cierre	 del
ejercicio	 social,	 el	 balance	 general,	 con	 la	 cuenta	 de	 ganancias	 y	 pérdidas,	 la
propuesta	sobre	la	división	de	utilidades	y	el	plan	explicativo	para	la	conducción	de
los	negocios	sociales	en	el	siguiente	ejercicio.
De	todos	estos	documentos	debe	desprenderse	con	claridad	y	precisión	la	situación
patrimonial	de	la	empresa	y	las	utilidades	o	pérdidas	habidas.
El	ejercicio	económico	coincide	con	el	año	calendario.	Como	excepción,	el	primer
ejercicio	se	 iniciará	al	momento	de	 inscribirse	 la	empresa	y	terminará	con	el	año
calendario.
Artículo	 octavo.-	 Aprobación	 de	 las	 cuentas	 sociales.	 Los	 documentos
mencionados	 en	 el	 artículo	 anterior	 deben	 ser	 presentados	 al	 titular	 dentro	 del
plazo	mencionado.
El	titular	decidirá	si	dichos	documentos	deben	ser	aprobados.
En	 caso	 de	 formularse	 observaciones	 o	 de	 desaprobarse	 dichos	 documentos,	 el
titular	podrá	designar	un	nuevo	gerente	o	nombrar	un	auditor	externo,	quien	en	el
plazo	 concedido	 deberá	 ratificar	 o	 rehacer	 las	 cuentas	 sociales,	 las	 mismas	 que
serán	aprobadas	por	el	titular	en	caso	de	encontrarlas	conforme.	La	aprobación	por
el	titular	de	los	documentos	antes	mencionados	no	importa	el	descargo	del	gerente
o	gerentes	por	la	responsabilidad	en	que	pudiera	haber	incurrido.
Título	quinto
Normas	sobre	la	transferencia	de	las	participaciones
Artículo	noveno.-	El	 titular	que	se	proponga	 transmitir	 sus	participaciones	debe
comunicarlo	por	escrito	dirigido	al	gerente	de	la	empresa.
Las	 participaciones	 del	 titular	 pueden	 ser	 transferidas	 por	 acto	 intervivos	 o	 por
sucesión	mortis	causa.
La	transferencia	de	las	participaciones	del	titular	por	acto	intervivos	será	hecha	a
otra	persona	natural	mediante	compraventa,	permuta,	donación	y	adjudicación	en
pago.
La	trasmisión	de	las	participaciones	se	formalizará	por	escritura	pública	en	la	que
se	expresará	necesariamente:
a)	 Nombre,	 nacionalidad,	 estado	 civil,	 nombre	 del	 cónyuge	 si	 fuera	 casado	 y
domicilio	del	enajenante	o	de	los	enajenantes	y	del	adquiriente.
b)	 Denominación	 de	 la	 empresa,	 su	 objeto,	 capital,	 domicilio	 y	 los	 datos	 de	 su
inscripción	en	el	Registro	Mercantil.
c)	Condiciones	del	convenio	de	transferencia.
d)	El	balance	general	cerrado	al	día	anterior	a	la	fecha	de	la	minuta	que	origine	la
escritura	 de	 transferencia.	 Esta	 escritura	 deberá	 ser	 inscrita	 en	 el	 Registro	 de
Sociedades,	dentro	de	los	treinta	días	de	otorgadas.
En	 caso	 de	 transferencia	 por	 sucesión	mortis	 causa,	 si	 el	 sucesor	 fuera	 una	 sola
persona	natural	capaz,	adquirirá	la	calidad	de	titular	de	la	empresa.
Si	los	sucesores	fueran	varias	personas,	personas	naturales,	las	participaciones	del
titular	 pertenecerán	 a	 todos	 los	 sucesores	 en	 condominio,	 en	 proporción	 a	 sus
respectivas	 participaciones	 en	 la	 sucesión,	 hasta	 por	 un	 plazo	 improrrogable	 de
cuatro	 años	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 fallecimiento	 del	 causante,	 durante
este	 plazo,	 todos	 los	 condominios	 serán	 considerados	 como	 una	 sola	 persona
natural,	 cuya	 representación	 la	 ejercerá	 aquél	 a	 quien	 corresponda	 la
administración	de	los	bienes	de	la	sucesión.
Disposiciones	transitorias
Nombramiento	de	los	primeros	gerentes
De	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Ley	N°	21621,	se	nombra	como	gerente	de
la	empresa	que	por	este	contrato	se	constituye	a	....................,	quien	ejercerá	el	cargo
como	titular	-	gerente,	hasta	la	próxima	sesión	ordinaria,	en	la	que	se	procederá	a
una	nueva	elección	y	quien	gozará	de	todas	las	facultades	que	acuerda	la	presente
escritura	y	la	legislación	sobre	la	materia,	especialmente	el	D.	L.	N°	21621.
Disposiciones	generales
En	 todo	 lo	 que	 no	 estuviera	 previsto	 expresamente	 en	 la	 presente	 escritura	 de
constitución,	o	en	 los	actos	que	 la	modifiquen,	 se	aplicarán	 las	disposiciones	que
establece	el	Decreto	Ley	N°	21621	y	sus	normas	modificatorias.
Agregue	Ud.	señor	notario,	la	cláusulas	de	ley	y	sírvase	pasar	las	partes	respectivos
al	 registro	mercantil	 para	 la	 inscripción	de	 la	E.I.R.	 Ltda.	 que	por	 esta	minuta	 se
constituye.
Lima,	........	de	........	del	200.....
	
D.	L.	21621.
ART.	 2°.—El	 patrimonio	 de	 la	 empresa	 está	 constituido	 inicialmente	 por
los	 bienes	 que	 aporta	 quien	 la	 constituye.	 El	 valor	 asignado	 a	 este
patrimonio	inicial	constituye	el	capital	de	la	empresa.
D.	L.	21621.
ART.	3°.—La	responsabilidad	de	la	empresa	está	limitada	a	su	patrimonio.
El	titular	de	la	empresa	no	responde	personalmente	por	las	obligaciones	de
ésta,	salvo	lo	dispuesto	en	el	artículo	41.
D.	L.	21621.
ART.	4°.—Sólo	las	personas	naturales	pueden	constituir	o	ser	titulares	de
empresas	 individuales	 de	 responsabilidad	 limitada.	 Para	 los	 efectos	 de	 la
presente	 ley,	 los	 bienes	 comunes	 de	 la	 sociedad	 conyugal	 pueden	 ser
aportados	 a	 la	 empresa	 considerándose	 el	 aporte	 como	 hecho	 por	 una
persona	 natural	 cuya	 representación	 la	 ejerce	 el	 cónyuge	 a	 quien
corresponde	 la	 administración	 de	 los	 bienes	 comunes.	 Al	 fenecer	 la
sociedad	 conyugal	 la	 empresa	 deberá	 ser	 adjudicada	 a	 cualquiera	 de	 los
cónyuges	 con	 capacidad	 civil	 o,	 de	 no	 ser	 posible,	 deberá	 procederse	 de
acuerdo	a	los	incisos	b)	y	c)	del	artículo	31.
D.	L.	21621.
ART.	5°.—Cada	persona	natural	podrá	ser	 titular	de	una	o	más	empresas
individuales	de	responsabilidad	limitada.
D.	L.	21621.
ART.	 6°.—Cuando	 por	 derecho	 sucesorio	 varias	 personas	 adquiriesen	 en
conjunto	los	derechos	del	titular	de	una	empresa,	se	procederá	en	la	forma
dispuesta	en	el	Capítulo	IV	de	la	presente	ley.
D.	L.	21621.
ART.	 7°.—La	 empresa	 tendrá	 una	 denominación	 que	 permita
individualizarla,	 seguida	 de	 las	 palabras	 “Empresa	 Individual	 de
Responsabilidad	Limitada”,	o	de	las	siglas	“E.I.R.L.”.	No	se	podrá	adoptar	una
denominación	 igual	 a	 la	 de	 otra	 empresa	 preexistente.	 La	 acción	 para
obtener	la	modificación	de	la	denominación	igual	debe	seguirse	ante	el	juez
del	 domicilio	 de	 la	 empresa	 demandada,	 tramitándose	 conforme	 al
procedimiento	señalado	para	los	incidentes.	Contra	lo	resuelto	por	la	Corte
Superior	no	hay	recurso	de	nulidad.
D.	L.	21621.
ART.	7°-A.—Incorporado.	Ley	26364.	El	que	participe	en	 la	constitución
de	 una	 empresa	 individual	 de	 responsabilidad	 limitada	 o	 realice	 una
modificación	 estatutaria	 que	 importe	 un	 cambio	 de	 denominación	 tiene
derecho	a	solicitar	la	reserva	de	preferencia	registral	de	denominación	por
un	plazo	de	30	días	hábiles,	vencido	el	cual	caduca	de	pleno	derecho.
No	se	podrá	adoptar	una	denominación	igual	al	de	una	empresa	que	goce
del	derecho	de	reserva.
NOTA:	Este	artículo	fue	adicionado	por	la	Ley	N°	26364.
D.	L.	21621.
ART.	 8°.—La	 empresa,	 cualquiera	 que	 sea	 su	 objeto	 es	 de	 duración
indeterminada	y	tiene	carácter	mercantil.
D.	L.	21621.
ART.	9°.—En	todo	lo	que	no	está	previsto	en	la	escritura	de	constitución	de
la	empresa	o	en	los	actos	que	la	modifiquen,	se	aplicarán	las	disposiciones
que	establece	la	presente	ley,	no	pudiendo	estipularse	contra	las	normas	de
ésta.
D.	L.	21621.
ART.	10.—La	empresa	debe	ser	constituida	en	el	Perú	y	tener	su	domicilio
en	territorio	peruano	quedando	sometida	a	la	jurisdicción	de	los	tribunales
del	Perú.
Es	 juez	competente	para	conocer	de	 las	acciones	que	se	sigan	contra	una
empresa,	el	del	domicilio	inscrito	en	el	Registro	Mercantil.
D.	L.	21621.
ART.	 11.—En	 la	 correspondencia	 de	 la	 empresa	 se	 indicará	 su
denominación,	 su	 domicilio	 y	 los	 datos	 relativos	 a	 su	 inscripción	 en	 el
Registro	Mercantil.
D.	L.	21621.
ART.	 12.—Las	 publicaciones	 ordenadas	 en	 esta	 ley	 serán	 hechas	 en	 el
periódico	 encargado	 de	 la	 inserción	 de	 los	 avisos	 judiciales	 del	 lugar	 del
domicilio	de	la	empresa.
Tratándose	de	empresas	con	domicilio	en	las	provincias	de	Lima	y	Callao,
las	publicaciones	se	harán	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
TÍTULO	SEGUNDO
CONSTITUCIÓN
D.	L.	21621.	
ART.	 13.—La	 empresa	 se	 constituirá	 por	 escritura	 pública	 otorgada	 en
forma	personal	por	quien	la	constituye	y	deberá	ser	inscrita	en	el	Registro
Mercantil.
La	 inscripción	 es	 la	 formalidad	 que	 otorga	 personalidad	 jurídica	 a	 la
empresa,	considerándose	el	momento	de	la	inscripción	como	el	de	inicio	de
las	operaciones.
D.	L.	21621.
ART.	14.—La	validez	de	los	actos	y	contratos	celebrados	en	nombre	de	la
empresa	 antes	 de	 su	 inscripción	 en	 el	 Registro	 Mercantil,	 quedará
subordinada	a	este	requisito.	Si	no	se	constituye	la	empresa,	quien	hubiera
contratado	 a	 nombre	 de	 la	 empresa	 será	 personal	 e	 ilimitadamente
responsable	ante	terceros.
D.	L.	21621.
ART.	15.—Modificado.	Ley	27144,	Artículo	Único.	En	la	escritura	pública
de	constitución	de	la	empresa	se	expresará:
a)	 El	 nombre,	 nacionalidad,	 estado	 civil,	 nombre	 del	 cónyuge	 si	 fuera
casado,	y	domicilio	del	otorgante;
b)	 La	 voluntad	 del	 otorgante	 de	 constituir	 la	 empresa	 y	 de	 efectuar	 sus
aportes;
c)	La	denominación	y	domicilio	de	la	empresa;
d)	 Que	 la	 empresa	 circunscriba	 sus	 actividades	 a	 aquellos	 negocios	 u
operaciones	lícitas	cuya	descripción	detallada	constituye	su	objeto	social.	Se
entiende	que	están	incluidos	en	el	objeto	social,	todos	los	actos	relacionados
con	 éste	 y	 que	 coadyuven	 a	 la	 realización	 de	 sus	 fines	 empresariales,
aunque	no	estén	expresamente	indicados	en	el	pacto	social	o	en	su	estatuto.
La	 empresa	 no	 puede	 tener	 por	 objeto	 desarrollar	 actividades	 que	 la	 ley
atribuye	con	carácter	exclusivo	a	otras	entidades	o	personas.
e)	 El	 valor	 del	 patrimonio	 aportado,	 los	 bienes	 que	 lo	 constituyen	 y	 su
valorización;
f)	El	capital	de	la	empresa;
g)	El	régimen	de	los	órganos	de	la	empresa;
h)	El	nombramiento	del	primer	gerente	o	gerentes;	y,
i)	Las	otras	condiciones	lícitas	que	se	establezcan.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	 declaración	 de	 los	 bienes	 aportados	 no
forma	parte	de	 la	escritura	pública	de	constitución	de	una	EIRL.	“En	 el
presente	 caso,	 del	 inserto	 N°	 1	 consignado	 en	 el	 último	 parte	 notarial
presentado	 con	 el	 reingreso	 del	 31/1/2014,	 se	 desprende	 claramente	 la
declaración	del	aportante	del	vehículo,	quien	es	el	propietario	de	este	bien
mueble	(...),	según	consta	en	la	partida	electrónica	(...)	del	Registro	Vehicular
de	Lima,	y	que	a	su	vez	tiene	la	calidad	de	titular	gerente	de	la	empresa	(...)
siendo	este	la	única	persona	legitimada	para	aportar	al	patrimonio	inicial	de
esta	empresa,	de	conformidad	con	el	artículo	18	del	Decreto	Ley	N°	21621.
Por	lo	tanto,	no	es	necesario	que	se	adjunte	un	nuevo	parte	notarial	en	la
que	conste	la	declaración	del	titular	gerente	señalando	haber	recibido	como
aporte	 el	 vehículo,	 ya	 que	 no	 forma	 parte	 de	 los	 requisitos	 que	 deberá
contener	 la	 escritura	 pública	 de	 constitución	 de	 una	 E.I.R.L.	 Por	 estas
consideraciones,	 corresponde	 revocar	 la	 observación	 formulada	 por	 el
registrador”.	 (Sunarp,	 R.	 1074-2014-Sunarp-TR-L,	 jun.	 06/2014.	 V.	 P.
Samuel	Gálvez	Troncos)
D.	L.	21621.
ART.	 16.—La	 constitución	 de	 la	 empresa	 y	 los	 actos	 que	 la	 modifiquen
deben	 constar	 en	 escritura	 pública,	 debiendo	 inscribirse	 en	 el	 Registro
Mercantil	dentro	del	plazo	de	treinta	(30)	días	de	la	fecha	de	otorgamiento
de	la	respectiva	escritura.
Los	 actos	 que	 no	 requieran	 del	 otorgamiento	 de	 escritura	 pública	 y	 que
deban	inscribirse	en	el	Registro	Mercantil	deberán	constar	en	acta	con	firma
legalizada	por	notario,	cuya	copia	igualmente	legalizada	deberá	ser	inscrita
dentro	del	plazo	de	treinta	(30)	días	de	la	decisión	del	acto.
Habrá	un	plazo	adicional	de	treinta	(30)	días	para	hacer	las	 inscripciones
en	el	Registro	Mercantil	del	lugar	donde	funcionen	las	sucursales.
D.	L.	21621.
ART.	17.—Sustituido.	Ley	27075,	Art.	1°.	Dentro	de	 los	quince	primeros
días	 de	 cada	mes,	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 los	 Registros	 Públicos
publica	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano,	 la	 relación	 de	 las	 empresas
individuales	 de	 responsabilidad	 limitada	 cuya	 constitución,	 disolución	 o
extinción	haya	 sido	 inscrita	 durante	 el	mes	 anterior,	 con	 indicación	de	 su
denominación	o	razón	social	y	los	datos	de	su	inscripción.
Cuando	 se	 trata	 de	 modificación	 de	 estatuto	 o	 pacto	 social	 inscritas
durante	el	mes	anterior,	la	Superintendencia	Nacional	de	Registros	Públicos
publica,	 en	 el	 término	 referido,	 en	 el	 Diario	 Oficial,	 la	 sumilla	 de	 la
modificación	y	los	datos	de	inscripción	de	la	misma.
Para	 efecto	 de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 párrafos	 anteriores	 dentro	 de	 los	 diez
primeros	 días	 útiles	 de	 cada	 mes	 las	 oficinas	 registrales,	 bajo
responsabilidad	de	su	titular,	remiten	a	la	Superintendencia	Nacional	de	los
Registros	Públicos	la	información	correspondiente.
TÍTULO	TERCERO
APORTES
D.	L.	21621.
ART.	18.—El	patrimonio	inicial	de	la	empresa	se	forma	por	los	aportes	de
la	persona	natural	que	la	constituye.
D.	L.	21621.
ART.	19.—El	aportante	transfiere	a	la	empresa	la	propiedad	de	los	bienes
aportados,	quedando	éstos	definitivamente	 incorporados	al	patrimonio	de
la	empresa.	Sólo	podrá	aportarse	dinero	o	bienes	muebles	e	inmuebles.	No
podrán	 aportarse	 bienes	 que	 tengan	 el	 carácter	 de	 inversión	 extranjera
directa.
D.	L.	21621.
ART.	20.—El	 aporte	 en	dinero	 se	hará	mediante	 el	 depósito	 en	un	banco
para	ser	acreditado	en	cuenta	a	nombre	de	la	empresa.
El	comprobante	del	depósito	será	insertado	en	la	escritura	de	constitución
de	la	empresa	o	en	la	de	aumento	de	su	capital	según	el	caso.
D.	L.	21621.
ART.	 21.—En	 los	 casos	 de	 aportes	 no	 dinerarios,	 deberá	 insertarse	 bajo
responsabilidad	 del	 notario	 un	 inventario	 detallado	 y	 valorizado	 de	 los
mismos.	 La	 valorización	 se	 hará	 bajo	 declaración	 jurada	del	 aportante,	 de
acuerdo	con	las	normas	que	dicte	sobre	el	particular	 la	Comisión	Nacional
Supervisora	de	Empresas	y	Valores	(Conasev).
D.	L.	21621.
ART.	 22.—La	 transferencia	 a	 la	 empresa	 de	 los	 bienes	 no	 dinerarios
materia	del	aporte	opera	en	caso	de:
a)	Bienes	inmuebles,	al	momento	de	inscribirse	en	el	Registro	Mercantil	la
escritura	mediante	la	cual	se	hace	el	aporte;	sea	al	constituirse	la	empresa	o
al	modificarse	su	capital,	según	el	caso;	y,
b)	 Bienes	 muebles,	 al	 momento	 de	 su	 entrega	 a	 la	 empresa,	 previa
declaración	del	aporte	por	el	aportante.
D.	L.	21621.
ART.	 23.—El	 derecho	 de	 propiedad	 de	 la	 empresa	 sobre	 los	 bienes
aportados	podrá	ser	opuesto	a	terceros	en	el	modo	y	forma	que	establece	el
derecho	 común	 o	 los	 derechos	 especiales,	 según	 sea	 el	 caso	 dada	 la
naturaleza	del	aporte.
D.	L.	21621.
ART.	24.—El	riesgo	sobre	los	bienes	aportados	es	de	cargo	de	la	empresa
desde	el	momento	de	su	transferencia	a	ésta.
TÍTULO	CUARTO
DERECHOS	DEL	TITULAR
D.	L.	21621.
ART.	 25.—El	 derecho	 del	 titular	 sobre	 el	 capital	 de	 la	 empresa	 tiene	 la
calidad	legal	de	bien	mueble	incorporal.
Este	derecho	no	puede	ser	incorporado	a	títulos	valores.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Condición	 de	 casado	 bajo	 separación	 de
patrimonios	puede	inscribirse	en	 la	partida	registral	de	una	E.I.R.L.	“6.
Conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	4°	del	Decreto	Ley	21621,	‘sólo	las
personas	 naturales	 pueden	 constituir	 o	 ser	 titulares	 de	 Empresas
Individuales	 de	 Responsabilidad	 Limitada.	 Para	 los	 efectos	 de	 la	 presente
ley,	 los	bienes	comunes	de	la	sociedad	conyugal	pueden	ser	aportados	a	la
empresa	 considerándose	 el	 aporte	 como	 hecho	 por	 una	 persona	 natural,
cuya	 representación	 la	 ejerce	 el	 cónyuge	 a	 quien	 corresponde	 la
administración	 de	 los	 bienes	 comunes.	 Al	 fenecer	 la	 sociedad	 conyugal	 la
empresa	deberá	ser	adjudicada	a	cualquiera	de	los	cónyuges	con	capacidad
civil,	(...)’.
Asimismo,	 según	 el	 artículo	 25	 de	 la	 referida	 ley,	 ‘el	 derecho	 del	 titular
sobre	 el	 capital	 de	 la	 empresa	 tiene	 la	 calidad	 legal	 de	 bien	 mueble
incorporal’.
De	 lo	 anterior	 se	 tiene	 que,	 cuando	 el	 constituyente	 de	 la	 Empresa
Individual	de	Responsabilidad	Limitada	es	casado,	resulta	relevante	para	los
terceros	 y	 el	 propio	 tráfico	 jurídico	 conocer,	 a	 través	 del	 registro,	 si	 la
titularidad	de	la	empresa	corresponde	a	 la	sociedad	conyugal	o	sólo	a	uno
de	 los	 cónyuges,	 según	 que	 el	 régimen	 económico	 imperante	 sea	 de
sociedad	de	gananciales	o	de	separación	de	patrimonios,	 respectivamente,
por	lo	que	resulta	inscribible	su	rectificación	o	modificación,	en	caso	de	no
haberse	consignado	o	haberse	consignado	erróneamente.”	(Sunarp,	R.	1867-
2011-Sunarp-TR-L,	jun.	10/2011.	V.	P.	Luis	Alberto	Aliaga	Huaripata)
D.	L.	21621.
ART.	 26.—En	 caso	 de	 fallecimiento	 del	 titular,	 deberá	 inscribirse	 este
hecho	 en	 el	 Registro	Mercantil	mediante	 la	 presentación	 de	 la	 partida	 de
defunción	 respectiva,	bajo	 responsabilidad	del	 gerente	y	 subsidiariamente
de	los	herederos,	dentro	de	los	treinta	(30)	días	de	ocurrido	el	fallecimiento.
D.	L.	21621.
ART.	27.—El	derecho	del	titular	puede	ser	transferido	por	acto	inter	vivos
o	por	sucesión	mortis	causa.
D.	L.	21621.
ART.	 28.—La	 transferencia	 del	 derecho	 del	 titular	 por	 actos	 inter	 vivos
será	 hecha	 a	 otra	 persona	 natural	 mediante	 compraventa,	 permuta,
donación	y	adjudicación	en	pago.
D.	L.	21621.
ART.	29.—En	caso	de	transferencia	por	sucesión	mortis	causa,	si	el	sucesor
fuera	 una	 sola	 persona	 natural	 capaz,	 adquirirá	 la	 calidad	 de	 titular	 de	 la
empresa.
D.	L.	21621.
ART.	 30.—No	 podrá	 adjudicarse	 a	 una	 persona	 jurídica	 el	 derecho	 del
titular.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	disolución	del	régimen	patrimonial	de	la
sociedad	de	gananciales	 sentencia	 la	adjudicación	de	 la	EIRL	a	uno	de
los	cónyuges.	“(…)	 La	 E.lR.L.	 que	 pertenece	 a	 una	 sociedad	 conyugal,	 una
vez	fenecido	este	régimen	patrimonial,	debe	procederse	conforme	lo	señala
el	artículo	30	del	Decreto	Ley	21621,	ello	por	cuanto	por	su	naturaleza,	 la
empresa	 individual	 no	 puede	 pertenecer	 a	 más	 de	 una	 persona,
constituyendo	 ello	 un	 imperativo	 jurídico	 que	 de	 lo	 contrario
desnaturalizaría	 su	 existencia”.	 (Sunarp,	 R.	 005-2014-Sunarp-TR-A,	 ene.
09/2014.	V.	P.	Raúl	Jimmy	Delgado	Nieto)
D.	L.	21621.
ART.	31.—Si	los	sucesores	fueran	varias	personas	naturales,	el	derecho	del
titular	 pertenecerá	 a	 todos	 los	 sucesores	 en	 condominio,	 en	 proporción	 a
sus	 respectivas	 participaciones	 en	 la	 sucesión,	 hasta	 por	 un	 plazo
improrrogable	de	cuatro	años	contados	a	partir	de	la	fecha	de	fallecimiento
del	causante.
Durante	 este	 plazo,	 todos	 los	 condominios	 serán	 considerados,	 para	 los
efectos	de	esta	 ley,	como	una	sola	persona	natural,	 cuya	representación	 la
ejercerá	 aquél	 a	 quien	 corresponda	 la	 administración	 de	 los	 bienes	 de	 la
sucesión.
Dentro	del	indicado	plazo,	los	sucesores	deberán	adoptar	alternativamente
cualquiera	de	las	siguientes	medidas:
a)	 Adjudicar	 la	 titularidad	 de	 la	 empresa	 a	 sólo	 uno	 de	 ellos,	 mediante
división	y	partición;
b)	 Transferir	 en	 conjunto	 su	 derecho	 a	 una	 persona	 natural,	 mediante
cualquiera	de	los	actos	jurídicos	indicados	en	el	artículo	28;	y
c)	Transformar	 la	empresa	en	una	sociedad	comercial	de	responsabilidad
limitada.
Si	venciera	el	plazo	indicado	en	el	primer	párrafo	del	presente	artículo	sin
haberse	adoptado	alguna	de	las	medidas	indicadas	en	el	párrafo	anterior,	la
empresa	 individual	de	 responsabilidad	 limitada	quedará	automáticamente
disuelta,	asumiendo	los	sucesores	responsabilidad	personal	e	ilimitada	en	la
marcha	de	la	empresa.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Sucesores	del	 titular	de	una	E.I.R.L.	 pueden
administrar	la	empresa	sin	necesidad	de	nombrar	un	representante.	“El
registrador	 (...)	 considera	 que	 fallecido	 el	 titular	 de	 la	 empresa,	 dicha
titularidad	deberá	ser	ejercida	necesariamente	por	un	representante,	que	es
la	misma	persona	a	quien	corresponde	la	administración	de	los	bienes	de	la
sucesión.	(...).
4.	Esta	sala	disiente	de	esta	posición	y	estima	que,	producida	la	muerte	del
titular,	los	sucesores	adquieren	en	condominio	el	derecho	sobre	la	empresa
y	pueden	conducir	directamente	el	destino	de	 la	misma	en	este	estado	de
indivisión	durante	cuatro	años	sin	que	nombren	representante.	El	artículo
31	del	D.	 L.	 21621	 es	 diáfano	 cuando	 establece	 que	 el	 derecho	del	 titular
pertenecerá	 a	 todos	 los	 sucesores	 en	 condominio,	 en	 proporción	 a	 sus
respectivas	 participaciones	 en	 la	 sucesión,	 hasta	 por	 un	 plazo
improrrogable	de	cuatro	años	contados	a	partir	de	la	fecha	de	fallecimiento
del	 causante.	 Esto	 significa	 que	 los	 sucesores,	 durante	 este	 plazo,	 pueden
adoptar	acuerdos	en	proporción	a	su	respectiva	participación	en	la	sucesión
sin	 que	 necesariamente	 nombren	 a	 un	 representante	 de	 los	 bienes	 de	 la
sucesión.	 Si	 existe	 éste	 o	 lo	 nombran,	 en	 buena	 hora,	 más	 el	 registro	 no
puede	 exigir	 como	 acto	 previo	 para	 inscribir	 un	 acto	 relacionado	 con	 la
empresa,	 la	 designación	 del	 representante.	 En	 este	 orden,	 se	 revoca	 la
observación	formulada	en	este	extremo.
5.	La	posibilidad	de	que	los	herederos	adopten	directamente	acuerdos	sin
necesidad	de	apoderado	queda	evidente	cuando	el	mencionado	artículo	31
señala	 que	 dentro	 del	 plazo	 de	 4	 años,	 los	 sucesores	 pueden	 adoptar
alternativamente	 cualquiera	 de	 las	 siguientes	 medidas:	 a)	 adjudicar	 la
titularidad	de	la	empresa	a	uno	solo	de	ellos,	mediante	división	y	partición;
b)	 transferir	 en	 conjunto	 su	 derecho	 a	 una	 persona	 natural;	 o,	 e)
transformar	 la	 empresa	 en	 una	 sociedad	 comercial	 de	 responsabilidad
limitada.	Agrega	que	si	venciera	el	plazo	 indicado	en	el	primer	párrafo	del
presente	artículo	sin	haberse	adoptado	alguna	de	las	medidas	indicadas	en
el	 párrafo	 anterior,	 la	 empresa	 individual	 de	 responsabilidad	 limitada
quedará	 automáticamente	 disuelta,	 asumiendo	 los	 sucesores
responsabilidad	personal	e	ilimitada	en	la	marcha	de	la	misma.
6.	Si	el	derecho	de	los	sucesores	configura	un	condominio	según	el	artículo
31	del	D.	L.	21621,	entonces	las	decisiones	se	adoptan	sobre	el	bien	común
conforme	 lo	 estable	 el	 artículo	 971	 del	 Código	 Civil;	 vale	 decir,	 por
unanimidad,	para	disponer	o	gravar	el	bien,	y	por	mayoría	absoluta	para	los
actos	de	administración	ordinaria.
7.	Desde	esta	perspectiva,	era	perfectamente	viable	la	inscripción	del	acta
de	 decisión	 del	 titular	 del	 22.03.2011	 que	 designó	 como	 gerente	 de	 la
empresa	(...)	y	en	la	que	participaron	todos	los	condóminos.	Adicionalmente
a	las	formalidades	previstas	por	ley	para	este	tipo	de	documentos,	aparece
en	el	acta	que	se	ha	legalizado	notarialmente	la	firma	de	los	intervinientes,
otorgándole	al	acuerdo	un	mayor	grado	de	fiabilidad.	(...)”	(Sunarp,	R.	410-
2011-Sunarp-TR-T,	jun.	23/2011.	Pres.	Echevarría	Arellano)
D.	L.	21621.
ART.	32.—La	empresa	que	forme	parte	de	una	masa	hereditaria	declarada
vacante	judicialmente,	pasará	a	constituir	patrimonio	de	los	trabajadores	de
la	misma.	A	estos	efectos	adoptará	la	forma	jurídica	de	sociedad	comercial
de	responsabilidad	limitada.
D.	L.	21621.
ART.	 33.—La	 transferencia	 del	 derecho	 del	 titular	 por	 cualquiera	 de	 los
actos	 jurídicos	 señalados	 en	 el	 artículo	 28	 y	 en	 el	 caso	 indicado	 en	 los
incisos	 a)	 y	 b)	 del	 artículo	 31	 se	 hará	 por	 escritura	 pública,	 en	 la	 que	 se
expresará	necesariamente:
a)	Nombre,	nacionalidad,	estado	civil,	nombre	del	cónyuge	si	fuera	casado
y	domicilio	del	enajenante	o	de	los	enajenantes	y	del	adquirente;
b)	Denominación	de	la	empresa,	su	objeto,	capital,	domicilio	y	los	datos	de
su	inscripción	en	el	Registro	Mercantil;
c)	Condiciones	del	convenio	de	transferencia;	y,
d)	 El	 balance	 general	 cerrado	 el	 día	 anterior	 a	 la	 fecha	de	 la	minuta	 que
origine	la	escritura	de	transferencia.
Esta	 escritura	 debe	 ser	 inscrita	 en	 el	 Registro	 Mercantil	 dentro	 de	 los
treinta	(30)	días	de	otorgada.
D.	L.	21621.
ART.	 34.—La	 transferencia	 del	 derecho	 del	 titular	 por	 sucesión	 mortis
causa	se	inscribirá	en	el	Registro	Mercantil	por	mérito	del	testamento	o	del
auto	de	declaratoria	de	herederos	del	causante,	según	el	caso.
Para	 efectuar	 la	 inscripción	 no	 se	 exigirá	 la	 certificación	 del	 pago	 de	 los
impuestos	sucesorios,	pero	en	el	caso	de	no	acreditarse	tal	pago,	se	dejará
constancia	de	ello	en	el	asiento	respectivo.
La	inscripción	se	efectuará	dentro	del	plazo	de	treinta	(30)	días	contados	a
partir	de:
a)	 Del	 fallecimiento	 del	 causante,	 si	 el	 testamento	 fue	 otorgado	 por
escritura	pública;
b)	 De	 la	 protocolización	 de	 los	 expedientes	 judiciales	 de	 apertura	 del
testamento	 cerrado	 o	 de	 comprobación	 del	 testamento	 ológrafo,	 según	 el
caso;
c)	De	haber	quedado	consentido	el	auto	de	declaratoria	de	herederos.
En	 caso	 de	 no	 efectuarse	 la	 inscripción	 dentro	 del	 indicado	 plazo,	 la
empresa	quedará	automáticamente	disuelta.
D.	L.	21621.
ART.	35.—El	derecho	del	titular	como	persona	natural	puede	ser	gravado
con	prenda,	ser	materia	de	embargo	y	otras	medidas	judiciales.	Ninguna	de
estas	medidas	afectará	los	derechos	del	titular	como	órgano	de	la	empresa.
TÍTULO	QUINTO
ÓRGANOS	DE	LA	EMPRESA
D.	L.	21621.
ART.	36.—Son	órganos	de	la	empresa:
a)	El	titular;	y,
b)	La	gerencia.
D.	L.	21621.
ART.	37.—El	titular	es	el	órgano	máximo	de	la	empresa	y	tiene	a	su	cargo	la
decisión	sobre	los	bienes	y	actividades	de	ésta.
D.	L.	21621.
ART.	38.—Se	asume	la	calidad	de	titular	por	la	constitución	de	la	empresa	o
por	adquisición	posterior	del	derecho	del	titular.
D.	L.	21621.
ART.	39.—Corresponde	al	titular:
a)	Aprobar	o	desaprobar	las	cuentas	y	el	balance	general	de	cada	ejercicio
económico;
b)	Disponer	la	aplicación	de	los	beneficios,	observando	las	disposiciones	de
la	 presente	 ley,	 en	 particular	 lo	 referente	 a	 la	 participación	 de	 los
trabajadores;
c)	Resolver	sobre	la	formación	de	reservas	facultativas;
d)	Designar	y	sustituir	a	los	gerentes	y	liquidadores;
e)	Disponer	investigaciones,	auditorías	y	balances;
f)	Modificar	la	escritura	de	constitución	de	la	empresa;
g)	Modificar	la	denominación,	el	objeto	y	el	domicilio	de	la	empresa;
h)	Aumentar	o	disminuir	el	capital;
i)	Transformar,	fusionar,	disolver	y	liquidar	la	empresa;	y,
j)	Decidir	sobre	los	demás	asuntos	que	requiera	el	interés	de	la	empresa	o
que	la	ley	determine.
D.	L.	21621.
ART.	 40.—Las	 decisiones	 del	 titular	 referidas	 al	 artículo	 anterior	 y	 las
demás	que	considere	conveniente	dejar	constancia	escrita,	deben	constar	en
un	libro	de	actas	legalizado	conforme	a	ley.
En	cada	acta	se	indicará	el	lugar,	fecha	en	que	se	sentó	el	acta,	así	como	la
indicación	clara	del	 sentido	de	 la	decisión	adoptada,	 y	 llevará	 la	 firma	del
titular.	El	acta	tiene	fuerza	legal	desde	su	suscripción.
En	un	mismo	libro	se	deben	asentar	las	actas	de	las	decisiones	del	titular	y
las	de	la	gerencia.
D.	L.	21621.
ART.	41.—El	titular	responde	en	forma	personal	e	ilimitada:
a)	Cuando	la	empresa	no	esté	debidamente	representada;
b)	Si	hubiere	efectuado	retiros	que	no	responden	a	beneficios	debidamente
comprobados;
c)	Si	producida	la	pérdida	del	cincuenta	por	ciento	(50%)	o	más	del	capital
no	 actuase	 conforme	 al	 inciso	 c)	 del	 artículo	 80	 o	 no	 redujese	 éste	 en	 la
forma	prevista	en	el	artículo	60.
D.	L.	21621.
ART.	42.—La	muerte	o	 incapacidad	del	 titular	no	determina	 la	disolución
de	la	empresa.	En	caso	de	muerte	se	procederá	en	la	forma	indicada	en	los
artículos	29	a	34.
En	caso	de	incapacidad,	los	derechos	del	titular	serán	ejercidos	por	el	tutor
o	curador	según	sea	la	clase	de	incapacidad.
Si	 la	 incapacidad	 del	 titular	 durase	 cuatro	 (4)	 años,	 caducará
automáticamente	 la	 representación	 y	 deberá	 disolverse	 la	 empresa	 o
transferirse	 los	 derechos	 del	 titular	 a	 una	 persona	 natural	 capaz,	 salvo	 el
caso	 de	 que	 la	 incapacidad	 resultase	 de	 la	minoría	 de	 edad,	 en	 el	 cual	 el
plazo	será	aquél	que	resulte	necesario	hasta	que	el	menor	adquiera	mayoría
de	edad.
D.	L.	21621.
ART.	43.—La	gerencia	es	el	órgano	que	tiene	a	su	cargo	la	administración	y
representación	de	la	empresa.
D.	L.	21621.
ART.	 44.—La	 gerencia	 será	 desempeñada	 por	 una	 o	 más	 personas
naturales,	con	capacidad	para	contratar,	designadas	por	el	titular.
La	 persona	 o	 personas	 que	 ejerzan	 la	 gerencia	 se	 llaman	 gerentes,	 no
pudiendo	 conferirse	 esta	 denominación	 a	 quienes	 no	 ejerzan	 el	 cargo	 en
toda	su	amplitud.	El	cargo	de	gerente	es	personal	e	indelegable.
D.	L.	21621.
ART.	 45.—El	 titular	 puede	 asumir	 el	 cargo	 de	 gerente,	 en	 cuyo	 caso
asumirá	 las	 facultades,	 deberes	 y	 responsabilidades	 de	 ambos	 cargos,
debiendo	 emplear	 para	 todos	 sus	 actos	 la	 denominación	 de	 “titular-
gerente”.
D.	L.	21621.
ART.	 46.—La	 primera	 designación	 de	 gerente	 o	 gerentes	 se	 hará	 en	 la
escritura	 de	 constitución	 de	 la	 empresa	 y	 las	 posteriores	 por	 el	 titular
mediante	 acta	 con	 firma	 legalizada,	 para	 su	 inscripción	 en	 el	 Registro
Mercantil.
D.	L.	21621.
ART.	 47.—El	nombramiento	de	 gerente	puede	 ser	 revocado	 en	 cualquier
momento	 por	 el	 titular.	 Es	 nula	 la	 decisión	 del	 titular	 que	 establezca	 la
irrevocabilidad	del	cargo	de	gerente.
D.	L.	21621.
ART.	48.—La	duración	del	cargo	de	gerente	es	por	tiempo	indeterminado,
salvo	 disposición	 en	 contrario	 de	 la	 escritura	 de	 constitución	 o	 que	 el
nombramiento	se	haga	por	plazo	determinado.
Cuando	 el	 gerente	 haya	 sido	 designado	 por	 plazo	 determinado	 y	 fuese
removido	antes	del	vencimiento	de	dicho	plazo	sin	causa	justificada,	tendrá
derecho	 a	 que	 la	 empresa	 le	 indemnice	 los	 perjuicios	 que	 le	 cause	 la
remoción.
D.	L.	21621.
ART.	49.—El	cargo	de	gerente	 termina	además	por	muerte	o	 incapacidad
civil	de	éste.
D.	L.	21621.
ART.	50.—Corresponde	al	gerente:
a)	Organizar	el	régimen	interno	de	la	empresa;
b)	Representar	judicial	y	extrajudicialmente	a	la	empresa;
c)	Realizar	 los	 actos	y	 celebrar	 los	 contratos	que	 sean	necesarios	para	 el
cumplimiento	del	objeto	de	la	empresa;
d)	Cuidar	de	la	contabilidad	y	formular	las	cuentas	y	el	balance;
e)	Dar	cuenta	periódicamente,	al	titular,	de	la	marcha	de	la	empresa;
f)	Ejercer	las	demás	atribuciones	que	le	señale	la	ley	o	le	confiere	el	titular.
D.	L.	21621.
ART.	 51.—Se	 asentarán	 en	 el	 libro	 de	 actas	 en	 la	 forma	 prevista	 en	 el
artículo	 40	 aquellas	 decisiones	 de	 la	 gerencia	 que	 ésta	 considere
conveniente	quede	constancia	escrita.
D.	L.	21621.
ART.	52.—Cada	gerente	responde	ante	el	titular	y	terceros	por	los	daños	y
perjuicios	que	ocasione	por	el	incumplimiento	de	sus	funciones.	Asimismo,
es	particularmente	responsable	por:
a)	 La	 existencia	 y	 veracidad	 de	 los	 libros,	 documentos	 y	 cuentas	 que
ordenen	llevar	las	normas	legales	vigentes;
b)	De	la	efectividad	de	los	beneficios	consignados	en	el	balance;
c)	 La	 existencia	 de	 los	 bienes	 consignados	 en	 los	 inventarios	 y	 la
conservación	de	los	fondos	y	del	patrimonio	de	la	empresa;	y,
d)	 El	 empleo	 de	 los	 recursos	 de	 la	 empresa	 en	 negocios	 distintos	 a	 su
objeto.
Si	son	varios	los	gerentes,	responderán	solidariamente.
El	 titular	 será	 solidariamente	 responsable	 con	 el	 gerente	 de	 los	 actos
infractorios	de	la	ley	practicados	por	éste	que	consten	en	el	libro	de	actas,	si
no	las	revoca	o	adopta	medidas	para	impedir	su	efecto.
El	 gerente	 será	 solidariamente	 responsable	 con	 el	 titular	 de	 los	 actos
infractorios	de	la	ley	practicados	por	éste,	que	consten	en	el	libro	de	actas	si
no	los	impugna	judicialmente	dentro	de	los	quince	(15)	días	de	asentada	el
acta	 respectiva,	 salvo	 que	 acredite	 no	 haber	 podido	 conocerla	 en	 su
oportunidad.
En	 los	 demás	 casos	 la	 responsabilidad	 del	 titular	 y	 del	 gerente	 será
personal.
Las	acciones	contra	la	responsabilidad	del	gerente	prescriben	a	los	dos	(2)
años,	a	partir	de	la	comisión	del	acto	que	les	dieron	lugar.
TÍTULO	SEXTO
MODIFICACIONES	ESTATUTARIAS
D.	L.	21621.
ART.	53.—El	titular	de	la	empresa	puede	modificar	en	cualquier	momento
la	escritura	de	constitución.
D.	L.	21621.
ART.	 55.—Puede	 aumentarse	 el	 capital	 mediante	 nuevos	 aportes,
capitalización	de	beneficios	y	de	reservas,	revalorización	del	patrimonio	de
la	empresa,	 siempre	que	el	valor	del	 activo	no	sea	 inferior	al	 capital	de	 la
empresa.
D.	L.	21621.
ART.	 56.—El	 aumento	 de	 capital	 por	 capitalización	 de	 beneficios	 sólo
podrá	realizarse	cuando	éstos	hayan	sido	realmente	obtenidos.
D.	L.	21621.
ART.	57.—El	aumento	de	capital	con	cargo	a	las	reservas	disponibles	de	la
empresa	se	hará	mediante	traspaso	de	la	cuenta	de	reservas	a	la	de	capital.
D.	L.	21621.
ART.	 58.—Ninguna	 decisión	 de	 reducción	 del	 capital	 que	 importe	 la
devolución	de	aportes	al	titular,	podrá	llevarse	a	efectos	antes	de	los	treinta
(30)	 días	 contados	 desde	 la	 última	 publicación	 de	 la	 decisión	 que	 deberá
hacerse	por	tres	(3)	veces	y	con	intervalos	de	cinco	(5)	días.
Durante	 este	 plazo,	 los	 acreedores	 ordinarios	 de	 la	 empresa,	 separada	 o
conjuntamente,	podrán	oponerse	a	la	ejecución	del	acuerdo	de	reducción,	si
sus	créditos	no	son	satisfechos	o	la	empresa	no	les	presta	garantía.	Es	nulo
todo	pago	que	se	realice	antes	de	transcurrir	el	plazo	de	treinta	(30)	días	o	a
pesar	 de	 la	 oposición	 oportunamente	 deducida	 por	 cualquier	 acreedor
ordinario.
La	 oposición	 se	 tramitará	 por	 el	 procedimiento	 de	 menor	 cuantía,
suspendiéndose	 los	 efectos	de	 la	decisión	hasta	que	 la	 empresa	pague	 los
créditos	o	los	garantice	a	satisfacción	del	juez	que	conoce	del	asunto,	o	hasta
que	quede	consentida	o	ejecutoriada	la	resolución	que	declare	infundada	la
oposición.
D.	L.	21621.
ART.	59.—Lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior	no	será	obligatorio	cuando	la
reducción	 del	 capital	 tenga	 por	 única	 finalidad	 restablecer	 el	 equilibrio
entre	 el	 capital	 y	 el	 patrimonio	 de	 la	 empresa	 disminuido	 como
consecuencia	de	pérdidas.
La	 reducción	 del	 capital	 tendrá	 carácter	 obligatorio	 para	 la	 empresa
cuando	 las	pérdidas	hayan	disminuido	el	capital	en	más	del	cincuenta	por
ciento	 (50%)	 salvo	 que	 de	 existir	 se	 capitalicen	 las	 reservas	 legales	 o	 de
libre	disposición,	o	se	realicen	nuevos	aportes	en	cuantía	que	compense	el
desmedro.
D.	L.	21621.
ART.	60.—Si	al	término	del	ejercicio	económico	se	apreciara	una	diferencia
de	 más	 del	 veinte	 por	 ciento	 (20%)	 entre	 el	 importe	 del	 capital	 y	 el
patrimonio	 real	 de	 la	 empresa	 de	 acuerdo	 con	 los	 datos	 que	 arroje	 el
balance,	 deberá	 procederse	 a	 aumentar	 o	 disminuir	 el	 capital	 para	 que
correspondan	capital	y	patrimonio.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	reducción	de	capital	de	una	E.I.R.L.	debe
precisar	 la	 modalidad	 escogida.	 “Sin	 perjuicio	 de	 lo	 expuesto,	 y
habiéndose	 concluido	 que	 es	 de	 aplicación	 supletoria	 la	 Ley	 26887,	 por
tanto	 lo	es	también	el	Reglamento	del	Registro	de	Sociedades	el	cual	en	el
artículo	 71	 señala	 que,	 para	 inscribir	 la	 reducción	 del	 capital	 y	 la
correspondiente	modificación	del	estatuto,	el	acta	debe	contener:
a)	El	importe	y	la	modalidad.
b)	 Los	 recursos	 con	 cargo	 a	 los	 cuales	 se	 efectúa	 y	 el	 procedimiento
mediante	el	cual	se	realiza.
c)	 El	 número	 de	 acciones	 amortizadas,	 su	 clase	 y	 cuando	 corresponda	 el
nuevo	valor	nominal	de	las	acciones.
d)	El	nuevo	texto.
e)	 Cualquier	 otra	 información”.	 (Sunarp,	 R.	 030-2013-Sunarp-TR-A,	 ene.
23/2013.	V.	P.	Raúl	Jimmy	Delgado	Nieto)
TÍTULO	SÉTIMO
DISTRIBUCIÓN	DE	BENEFICIOS
D.	L.	21621.
ART.	61.—El	gerente	está	obligado	a	presentar	al	titular,	dentro	del	plazo
máximo	 de	 sesenta	 (60)	 días,	 contado	 a	 partir	 del	 cierre	 del	 ejercicio
económico,	el	balance	general	con	la	cuenta	de	resultados	y	la	propuesta	de
distribución	de	beneficios.
El	ejercicio	económico	coincide	con	el	año	calendario.	Como	excepción,	el
primer	 ejercicio	 se	 iniciará	 al	 momento	 de	 inscribirse	 la	 empresa	 y
terminará	con	el	año	calendario.
D.	L.	21621.
ART.	62.—La	aprobación	por	el	titular	de	los	documentos	mencionados	en
el	 artículo	 anterior	 no	 importa	 el	 descargo	 del	 gerente	 o	 gerentes	 por	 la
responsabilidad	en	que	pudieran	haber	incurrido.
D.	L.	21621.
ART.	 63.—Determinados	 los	 beneficios	 netos,	 y	 antes	 de	 procederse	 a	 la
detracción	 de	 las	 reservas	 y	 la	 aplicación	 de	 los	 mismos,	 se	 procederá	 a
calcular	 y	 detraer	 los	 porcentajes	 que	 corresponden	 a	 los	 trabajadores
señalados	en	los	artículos	23	y	24	del	Decreto	Ley	N°	21435.
NOTA:	La	participación	de	los	trabajadores	en	las	utilidades	de	la	empresa,
se	encuentra	regulada	en	el	Decreto	Legislativo	N°	892.
D.	L.	21621.
ART.	64.—Las	empresas	que	obtengan	en	el	ejercicio	económico	beneficios
líquidos,	 superiores	 al	 siete	 por	 ciento	 (7%)	 del	 importe	 del	 capital,
quedarán	 obligadas	 a	 detraer	 como	mínimo	 un	 diez	 por	 ciento	 (10%)	 de
esos	beneficios,	para	constituir	un	fondo	de	reserva	legal	hasta	que	alcance
la	 quinta	 parte	 del	 capital.	 Este	 fondo	 de	 reserva	 sólo	 podrá	 ser	 utilizado
para	cubrir	el	saldo	deudor	de	la	cuenta	de	resultados	en	el	mismo	balance
en	que	aparezca	ese	saldo	deudor	y	deberá	ser	repuesto	cuando	descienda
del	indicado	nivel.
D.	L.	21621.
ART.	 65.—El	 titular	 tiene	 derecho,	 luego	 de	 la	 deducción	 del	 porcentaje
correspondiente	 a	 los	 trabajadores	 y	 efectuadas	 las	 reservas	 legales	 y
facultativas,	 a	 percibir	 los	 beneficios	 realmente	 obtenidos,	 siempre	 que	 el
valor	del	patrimonio	no	sea	inferior	al	capital.
TÍTULO	OCTAVO
RÉGIMEN	DE	LOS	TRABAJADORES
D.	L.	21621.
ART.	66.—Los	trabajadores	de	la	empresa	están	sujetos	al	régimen	laboral
de	la	actividad	privada	y	a	lo	dispuesto	por	el	Decreto	Ley	N°	21435.
NOTA:	 El	 régimen	 laboral	 de	 los	 trabajadores	 de	 la	 actividad	 privada	 se
encuentra	 en	 varias	 normas,	 siendo	 la	 de	 mayor	 importancia	 la	 Ley	 de
Productividad	y	Competitividad	Laboral,	aprobada	por	el	Decreto	Supremo
N°	003-97-TR.
TÍTULO	NOVENO
SUCURSALES
D.	L.	21621.
ART.	 69.—El	 titular	 de	 la	 empresa	 puede	 establecer	 sucursales	 en	 el
territorio	de	la	República.
El	establecimiento	de	la	sucursal	será	inscrito	en	el	Registro	Mercantil	del
lugar	del	domicilio	de	la	empresa	y	del	domicilio	de	la	sucursal.
D.	L.	21621.
ART.	 70.—Las	 sucursales	 de	 la	 empresa	 no	 tienen	 personalidad	 jurídica
distinta	a	la	de	aquélla.
TÍTULO	DÉCIMO
TRANSFORMACIÓN	DE	SOCIEDADES	EN	EMPRESAS
INDIVIDUALES	DE	RESPONSABILIDAD	LIMITADA
D.	L.	21621.
ART.	 71.—Cuando	 se	 transforme	 una	 sociedad	 en	 empresa	 individual	 de
responsabilidad	limitada	se	aplicarán	las	reglas	contenidas	en	este	capítulo.
Cuando	se	transforme	una	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada
en	una	sociedad	se	regirá	por	las	normas	que	regulen	a	la	sociedad.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Transformación	 de	 una	 EIRL	 a	 una	 SAC	 se
realiza	sin	acreditar	los	aportes	de	quien	se	incorpora	como	socio.	“Para
efectos	del	cumplimiento	de	la	pluralidad	de	socios	en	la	transformación	de
una	 EIRL	 a	 sociedad,	 no	 se	 requiere	 acreditar	 aportes	 de	 quienes	 se
incorporan	como	socios,	pues	conforme	al	artículo	335	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	 aplicable	 a	 dicho	 supuesto	 de	 transformación	 en	 virtud	 del
artículo	 71	 del	Decreto	 Ley	 21621,	 podrá	modificarse	 la	 participación	 del
titular	 sobre	 la	persona	 jurídica	previo	 consentimiento	de	aquél,	de	modo
tal	 que	 transfiera	 derechos	 a	 favor	 de	 quienes	 se	 incorporan	 para	 el
cumplimiento	 de	 la	 pluralidad	 de	 socios.	 (...)	 se	 aprecia	 que	 la	 ley	 en
mención,	 de	 manera	 expresa,	 admite	 la	 transformación	 de	 cualquier
persona	jurídica	constituida	en	el	Perú,	en	éste	caso	una	empresa	individual
de	responsabilidad	limitada,	en	algún	tipo	societario.
(...)	 Asimismo,	 será	 de	 aplicación	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 en	 el
sentido	de	que	 la	persona	 jurídica	que	 se	 transforma	deberá	 reunir	 todos
los	 requisitos	 legales	 para	 adaptarse	 al	 tipo	 societario	 elegido,	 ello
manifestándose	principalmente	en	 la	adecuación	del	estatuto	a	 las	normas
imperativas	de	la	forma	societaria	adoptada,	entre	otros.
4.	En	ese	orden	de	ideas,	la	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada
que	se	transforma	en	sociedad	deberá	cumplir,	entre	otros,	con	lo	dispuesto
en	 el	 artículo	 4°	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 es	 decir,	 contar	 con
pluralidad	 de	 socios.	 A	 tal	 efecto,	 quien	 se	 incorpore	 a	 la	 empresa
transformada	 deberá	 intervenir	 en	 la	 escritura	 pública	 de	 transformación
por	derecho	propio	a	efectos	de	manifestar	su	voluntad	conforme	al	artículo
543	de	 la	Ley	General	de	 Sociedades”.	 (Sunarp,	R.	 602-2014-Sunarp-TR-L,
abr.	28/2014.	V.	P.	Vocal	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
RESOLUCIÓN	SUNARP.—Inscripción	de	la	transformación	de	una	EIRL	a
otro	tipo	societario	no	necesita	que	figuren	insertas	en	 la	escritura	las
publicaciones	del	 acuerdo	de	 transformación.	 “Para	 la	 inscripción	 de	 la
transformación	 de	 una	 empresa	 individual	 de	 responsabilidad	 limitada	 a
algún	 tipo	 societario	 no	 se	 requiere	 que	 conste	 inserta	 en	 la	 escritura
pública	 las	publicaciones	del	acuerdo	de	transformación”.	(Sunarp,	R.	019-
2015-Sunarp-TR-L,	ene.	08/2015.	V.	P.	Mirtha	Rivera	Bredregal)
D.	L.	21621.
ART.	 72.—La	 sociedad	 que	 se	 transforme	 en	 empresa	 individual	 de
responsabilidad	limitada	no	cambiará	su	personalidad	jurídica.
D.	L.	21621.
ART.	 73.—Por	 razón	 de	 la	 transformación,	 los	 socios	 o	 accionistas	 de	 la
sociedad	 que	 se	 transforme,	 deberán	 transferir	 sus	 participaciones	 o
acciones	a	uno	solo	de	ellos,	siempre	que	sea	persona	natural	capaz,	o	una
tercera	persona	natural	capaz.
D.	L.	21621.
ART.	 74.—La	 transformación	 se	 hará	 constar	 en	 escritura	 pública,	 se
inscribirá	 en	 el	 Registro	 Mercantil	 y	 contendrá,	 en	 todo	 caso,	 las
indicaciones	exigidas	por	la	ley	y	el	balance	general	cerrado	al	día	anterior
al	 del	 acuerdo;	 la	 relación	 de	 los	 accionistas	 o	 socios	 que	 se	 hubieren
separado	y	el	capital	que	representan,	las	garantías	o	pagos	efectuados	a	los
acreedores	sociales,	en	su	caso,	así	como	el	balance	general	cerrado	al	día
anterior	 al	 otorgamiento	 de	 la	 escritura	 correspondiente.	 El	 acuerdo	 de
transformación	deberá	publicarse	por	tres	(3)	veces	consecutivas	antes	de
ser	elevado	a	escritura	pública.
D.	L.	21621.
ART.	75.—La	escritura	de	transformación	sólo	puede	otorgarse	después	de
vencido	el	plazo	de	 treinta	 (30)	días	desde	 la	publicación	del	último	aviso
del	acuerdo	de	transformación	si	no	hubiera	oposición	y,	en	caso	de	haberla,
hasta	 que	 quede	 consentida	 o	 ejecutoriada	 la	 resolución	 judicial	 que	 la
declare	infundada.
TÍTULO	DECIMOPRIMERO
FUSIÓN
D.	L.	21621.
ART.	76.—La	fusión	de	una	empresa	con	otra	empresa,	pertenecientes	a	un
mismo	titular,	puede	ser	realizada	por	incorporación	o	por	constitución.
Se	produce	una	fusión	por	incorporación	cuando	una	empresa	incorpora	a
otra,	disolviéndose	ésta	sin	liquidarse	y	asumiendo	la	empresa	incorporante
la	totalidad	del	patrimonio	de	la	otra.	La	fusión	por	constitución	se	produce
cuando	se	constituye	una	nueva	empresa,	 la	 cual	asume	en	su	 totalidad	el
patrimonio	de	las	empresas	fusionadas,	las	que	se	disuelven	sin	liquidarse.
En	 los	 casos	 de	 fusión	 de	 una	 empresa	 con	 una	 sociedad,	 la	 empresa	 se
incorpora	en	 la	sociedad,	asumiendo	ésta	 la	 totalidad	del	patrimonio	de	 la
empresa,	la	cual	se	disuelve	sin	liquidarse.	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el
presente	párrafo,	serán	de	aplicación	supletoria	 las	normas	pertinentes	de
la	Ley	General	de	Sociedades.
D.	L.	21621.
ART.	77.—La	empresa	que	se	extinga	por	fusión	hará	constar	la	disolución
por	escritura	pública,	que	se	inscribirá	en	el	Registro	Mercantil.
En	la	escritura	se	insertará,	con	relación	a	cada	empresa:
a)	El	balance	general	cerrado	al	día	anterior	a	la	decisión	de	la	fusión;	y,
b)	 El	 balance	 final,	 cerrado	 al	 día	 anterior	 al	 del	 otorgamiento	 de	 la
escritura.
D.	L.	21621.
ART.	 78.—La	 escritura	 de	 constitución	 de	 una	 empresa	 por	 fusión	 debe
contener,	además	de	los	datos	a	que	se	contrae	el	artículo	15,	 los	balances
finales	de	cada	una	de	las	empresas	que	se	fusionan,	a	que	se	hace	mención
en	el	artículo	anterior.
D.	L.	21621.
ART.	 79.—Cuando	 una	 empresa	 incorpora	 a	 otra,	 la	 escritura	 de	 fusión
debe	contener	las	indicaciones	del	artículo	78,	con	relación	a	las	empresas
incorporadas,	y	las	modificaciones	resultantes	del	aumento	del	capital	de	la
empresa	incorporante.
TÍTULO	DECIMOSEGUNDO
DISOLUCIÓN	Y	LIQUIDACIÓN
D.	L.	21621.
ART.	80.—La	empresa	se	disuelve	por:
a)	 Voluntad	 del	 titular,	 una	 vez	 satisfechos	 los	 requisitos	 de	 las	 normas
legales	vigentes;
b)	Conclusión	de	su	objeto	o	imposibilidad	sobreviniente	de	realizarlo;
c)	Pérdidas	que	reduzcan	el	patrimonio	de	la	empresa	en	más	de	cincuenta
por	 ciento	 (50%)	 si	 transcurrido	 un	 ejercicio	 económico	 persistiera	 tal
situación	y	no	se	hubiese	compensado	el	desmedro	o	disminuido	el	capital;
d)	Fusión,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	76;
e)	Quiebra	de	la	empresa,	si	no	fuera	levantada	según	la	ley	de	la	materia;
f)	 Muerte	 del	 titular,	 si	 se	 da	 el	 caso	 señalado	 en	 el	 último	 párrafo	 del
artículo	31;
g)	Resolución	judicial	conforme	al	artículo	81	de	la	presente	ley;	y,
h)	Por	cualquier	otra	causa	de	disolución	prevista	en	la	ley.
MODELO	DE	ACTA	DE	DISOLUCIÓN	Y	LIQUIDACIÓN	DE	E.I.R.L.
	
Acta	de	sesión	del	titular	de	XYZ	E.I.R.L.
En	 el	 local	 de	 la	 empresa	 sito	 en	 …………………………	 N°	 …….,	 distrito	 de	 …………..,
provincia	 y	 departamento	 de	 Lima,	 siendo	 las	 12	 horas	 del	 día	 ….	 de	 ………..	 del
200…,	 el	 señor	 …………………………………………..,	 identificado	 con	 DNI	 N°	 ………………,
titular–gerente	de	 la	empresa	XYZ	E.I.R.L.,	ha	dejado	constancia	de	 las	siguientes
decisiones:
1.	Disolución	y	liquidación	de	la	sociedad
2.	Nombramiento	del	liquidador
Por	convenir	a	sus	intereses,	el	titular-gerente	manifestó	su	voluntad	de	disolver	y
liquidar	 la	 empresa,	 con	 el	 consiguiente	 nombramiento	 del	 liquidador	 y
otorgamiento	de	 las	 facultades	con	 las	que	quedaría	 investido.	De	esta	manera,	el
titular-gerente	deja	constancia	de	las	siguientes	decisiones:
Primero.-	Aprobar	la	disolución	y	liquidación	de	la	empresa,	de	conformidad	con	el
inciso	a)	del	artículo	80	del	Decreto	Ley	N°	21621	–	Ley	de	la	Empresa	Individual	de
Responsabilidad	Limitada.
Segundo.-	Nombrar	al	señor	………………………………………..,	peruano,	identificado	con
DNI	 N°	 ………………,	 domiciliado	 para	 estos	 efectos	 en	 ………………………….	 N°	 ….,
distrito	de	…………..,	como	liquidador	de	la	empresa,	quien	ejercerá	dicho	cargo	con
las	facultades	y	responsabilidades	que	le	atribuye	el	Decreto	Ley	N°	21621.
Tercero.-	 Revocar	 en	 forma	 automática	 todos	 los	 nombramientos	 de	 los
administradores	de	la	sociedad,	ya	sean	gerentes	o	apoderados.
Sin	más	que	agregar,	el	titular-gerente	suscribe	la	presente	acta	en	señal	de
conformidad	siendo	las	13	horas	del	día	….	de	……….	del	200….
El	titular-gerente
	
MODELO	DE	MINUTA	DE	DISOLUCIÓN	Y	LIQUIDACIÓN	DE	E.I.R.L.
	
Minuta	de	disolución	y	liquidación	de	E.I.R.L.
Señor	notario:
Sírvase	 extender	 en	 su	 registro	 de	 escrituras	 públicas	 una	 de	 disolución	 y
liquidación,	 que	 otorga	 la	 empresa	 XYZ	 E.I.R.L.,	 con	 RUC	 N°	 ………………….,
debidamente	 representada	 por	 el	 señor	 ……………………………………..	 con	 DNI	 N°
……………….,	 en	 su	 calidad	 de	 titular-gerente,	 según	 comprobante	 que	 usted	 se
servirá	insertar.
La	presente	minuta	se	suscribe	en	los	términos	y	condiciones	siguientes:
Primero.-	 XYZ	 E.I.R.L.,	 se	 constituyó	 por	 escritura	 pública	 de	 fecha	 …………,	 ante
notario	 Dr.	 ………………………….	 y	 corre	 inscrita	 en	 la	 Partida	 Electrónica	 N°
……………………	del	Registro	de	Personas	Jurídicas	de	los	Registros	Públicos	de	Lima
y	Callao.
Segundo.-	 Por	 decisión	 del	 titular-gerente	 de	 la	 empresa,	 señor
………………………………..,	 de	 fecha	…..	 de	……….	 del	 200…,	 se	 decidió	 la	 disolución	 y
liquidación	de	la	empresa.
Tercero.-	En	el	acta	de	dicha	sesión	se	nombró	como	liquidador	de	la	empresa	al
señor	 …………………………………..,	 peruano,	 de	 profesión	 contador,	 identificado	 con
DNI	 N°	 ……………..,	 con	 domicilio	 para	 estos	 efectos	 en	 …………………………N°	 ……,
distrito	 de	 ………………,	 quien	 ejercerá	 su	 labor	 con	 las	 facultades	 y
responsabilidades	que	le	atribuye	el	Decreto	Ley	N°	21621	que	norma	a	la	empresa
individual	de	responsabilidad	limitada.
Cuarto.-	El	balance	de	disolución	cerrado	al	…..	de	………	del	200…,	que	forma	parte
de	este	instrumento,	consigna	los	activos	a	realizarse	y	los	pasivos	a	cancelar	al	día
anterior	al	acuerdo	de	disolución.
Agregue	Ud.	Sr.	notario	lo	demás	que	fuere	de	ley	y	curse	los	partes	respectivos	al
Registro	Mercantil	de	Lima	para	su	debida	inscripción.
Lima,	….	de	……..	del	200…
El	titular-gerente
	
D.	L.	21621.
ART.	81.—El	Poder	Ejecutivo	puede	solicitar	a	la	Corte	Superior	del	distrito
judicial	 del	 domicilio	 de	 la	 empresa	 la	 disolución	 de	 ésta,	 si	 sus	 fines	 o
actividades	 son	contrarios	al	orden	público	o	a	 las	buenas	costumbres.	La
corte	resolverá	la	disolución	o	subsistencia	de	la	empresa,	previa	citación	de
esta	última.
La	 empresa	 puede	 acompañar	 las	 pruebas	 de	 descargo	 que	 juzgue
pertinente,	 en	 el	 término	de	 treinta	 (30)	días,	 vencido	 el	 cual	 se	 realizará
audiencia	pública.	Contra	la	resolución	de	la	Corte	Superior	procede	recurso
de	nulidad	ante	la	Corte	Suprema.
Consentida	o	ejecutoriada	 la	 resolución	 judicial	que	ordena	 la	disolución,
se	abre	el	proceso	de	liquidación.	Si	la	escritura	de	constitución	no	hubiera
designado	liquidador,	el	titular	deberá	nombrarlo	dentro	de	los	treinta	(30)
días	siguientes,	y	si	así	no	lo	hiciere,	el	juez,	de	oficio,	lo	designará.
La	 liquidación	 se	 efectuará	 de	 acuerdo	 a	 lo	 previsto	 en	 la	 presente	 ley,
debiéndose	 tener	 en	 cuenta	 la	 responsabilidad	 civil	 en	 que	 se	 hubiere
incurrido,	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	que	correspondiere.
D.	L.	21621.
ART.	 82.—Modificado.	 Ley	 27075,	 Art.	 2°.	 La	 empresa	 se	 disuelve
mediante	 escritura	 pública	 en	 la	 que	 consta	 la	 causal	 de	 disolución	 y	 el
nombramiento	del	liquidador,	debiendo	inscribirse	tal	acto	en	el	Registro	de
Personas	 Jurídicas.	 La	 decisión	 del	 titular	 de	 disolver	 la	 empresa	 debe
publicarse	dentro	de	los	diez	días	de	adoptada,	por	tres	veces	consecutivas.
La	empresa	disuelta	conserva	su	personalidad	jurídica	mientras	se	realiza
la	 liquidación,	 debiendo	 durante	 este	 lapso	 añadir	 a	 su	 denominación	 las
palabras	“en	liquidación”	en	sus	documentos	y	correspondencias.
D.	L.	21621.
ART.	83.—No	obstante	la	decisión	o	la	obligación	de	disolver	la	empresa,	el
Poder	 Ejecutivo,	 mediante	 resolución	 suprema	 expedida	 con	 el	 voto
aprobatorio	 del	 Consejo	 de	 Ministros,	 podrá	 ordenar	 su	 continuación
forzosa	 si	 la	 considerase	 de	 necesidad	 y	 utilidad	 para	 la	 economía	 o	 el
interés	nacional.	 En	 la	 resolución	 se	determinará	 la	 forma	 como	habrá	de
continuar	la	empresa	y	se	proveerán	los	recursos	necesarios.
El	titular	tiene	un	plazo	de	dos	(2)	meses,	contados,	a	partir	de	la	fecha	de
la	 resolución	 suprema,	 para	 impugnar	 dicha	 resolución	 o	 decidir	 si	 desea
continuar	como	titular	de	la	empresa.
D.	L.	21621.
ART.	84.—En	casos	de	disolución	de	la	empresa,	no	originados	por	quiebra
o	 fusión,	o	en	aplicación	del	artículo	81	de	esta	 ley,	 los	 trabajadores	de	 la
misma	 tendrán	 derecho	 preferencial	 a	 la	 adquisición	 de	 los	 activos	 con
cargo	a	sus	beneficios	sociales.
Para	dicho	efecto,	dentro	de	los	quince	(15)	días	de	producida	la	disolución
deberán	solicitar	al	 juez	del	 fuero	común	la	adquisición	de	los	mismos,	 los
cuales	serán	valorizados	de	acuerdo	a	las	normas	del	Decreto	Ley	N°	19419,
procediéndose	con	arreglo	a	los	artículos	19,	20,	21,	23	y	24	del	Decreto	Ley
N°	21584	en	cuanto	fueren	aplicables.
En	 los	 casos	 de	 quiebra,	 paralización	 injustificada	 o	 abandono,	 será	 de
aplicación	el	Decreto	Ley	N°	21584.
NOTA:	 Por	 evolución	 normativa,	 debe	 entenderse	 que	 en	 los	 casos
señalados	en	el	último	párrafo	será	de	aplicación	la	Ley	General	del	Sistema
Concursal.
D.	L.	21621.
ART.	85.—Inscrita	la	disolución	en	el	Registro	Mercantil,	se	abre	el	proceso
de	 liquidación,	 salvo	 el	 caso	 de	 fusión,	 cesando	 la	 representación	 del
gerente,	la	misma	que	será	asumida	por	el	liquidador	con	las	facultades	que
le	acuerde	la	presente	ley.
D.	L.	21621.
ART.	86.—El	 titular,	en	 la	escritura	pública	de	disolución,	o	el	 juez,	en	su
caso,	designará	al	liquidador,	nombramiento	que	puede	recaer	en	el	gerente
o	en	una	persona	natural,	pudiendo	también	el	titular	asumir	esa	función.
El	cargo	es	remunerado	y	puede	ser	revocado	en	cualquier	momento	por	el
titular,	o	por	el	juez	en	caso	de	haber	sido	nombrado	judicialmente.
En	caso	de	vacancia	del	cargo,	el	titular	o	el	juez,	en	su	caso,	debe	designar
un	nuevo	liquidador.
D.	L.	21621.
ART.	87.—Corresponde	al	 liquidador,	bajo	 responsabilidad,	 las	 siguientes
obligaciones:
a)	Formular	el	inventario	y	balance	de	la	empresa,	al	asumir	su	función	con
referencia	al	día	en	que	se	inicia	el	período	de	liquidación;
b)	Llevar	y	custodiar	los	libros	y	la	correspondencia	de	la	empresa	y	velar
por	la	conservación	e	integridad	de	su	patrimonio;
c)	 Ejercer	 la	 representación	 de	 la	 empresa	 para	 los	 fines	 propios	 de	 la
liquidación,	 debiendo	 realizar	 las	 operaciones	 pendientes	 y	 las	 que	 sean
necesarias	 para	 la	 liquidación	 de	 la	 empresa,	 quedando	 autorizado	 para
efectuar	 todos	 los	 actos	 y	 celebrar	 todos	 los	 contratos	 a	 nombre	 de	 ésta
conducentes	al	cumplimiento	de	la	misión;
d)	Dar	cuenta	 trimestralmente	al	 titular	de	 la	empresa	o	al	 juez,	 según	el
caso,	de	la	marcha	de	la	liquidación;
e)	 Formular	 el	 inventario	 y	 balance	 de	 la	 empresa	 al	 término	 de	 la
liquidación;
f)	Inscribir	la	extinción	de	la	empresa	en	el	Registro	Mercantil.
MODELO	DE	ACTA	DE	APROBACIÓN	DEL	BALANCE	FINAL	DE	LIQUIDACIÓN	DE	E.I.R.L.
	
Acta	de	aprobación	del	balance	final	de	liquidación
En	el	local	de	la	empresa,	sito	en	…………………………	N°	……,	distrito	de	……………..,
provincia	y	departamento	de	Lima,	siendo	las	10.00	horas	del	día	….	de	……….	del
200…,	se	reunieron	los	señores	…............................…….…..,	identificado	con	DNI	N°
…………….,	en	su	calidad	de	liquidador,	y	…………………………………………..,	identificado
con	DNI	N°	………………,	en	su	calidad	de	titular–gerente	de	la	empresa,	quienes
dejan	constancia	de	las	siguientes	decisiones:
1.	Aprobación	del	balance	final	de	liquidación.
2.	Aprobación	de	documentos	complementarios.
3.	Aprobación	de	gestión	de	liquidación.
El	titular	concedió	el	uso	de	palabra	al	liquidador,	quien	manifestó	que	a	la	fecha
se	había	concluido	el	proceso	liquidatorio	de	la	empresa,	realizándose	todo	el	activo
social	y	pagándose	a	los	acreedores,	no	habiendo	sido	necesario	recurrir	a	la
consignación.
En	este	estado,	el	titular	tomó	el	uso	de	la	palabra,	expresando	que	era	necesario
debatir	los	resultados	de	la	gestión	de	liquidación,	a	fin	de	aprobarla.	Luego	de	la
revisión	de	los	resultados	del	procedimiento	de	liquidación,	el	titular	tomó	las
siguientes	decisiones:
Primero.-	Aprobar	la	memoria	de	liquidación,	la	propuesta	de	distribución	del
patrimonio	neto	al	titular,	el	balance	final	de	liquidación	y	el	estado	de	ganancias	y
pérdidas.
Segundo.-	Aprobar	la	gestión	de	liquidación	llevada	a	cabo	por	el	Sr.
…………………………….
Tercero.-	Facultar	expresamente	al	liquidador	para	que	proceda	a	la	distribución
del	haber	neto	resultante,	según	lo	señalado	en	el	artículo	93	del	Decreto	Ley	N°
21621.
Cuarto.-	Facultar	al	liquidador	para	que	oportunamente	solicite	la	extinción	de	la
sociedad	en	el	Registro	de	Personas	Jurídicas.
No	teniendo	más	asuntos	que	tratar,	el	titular	de	la	empresa	y	el	liquidador
procedieron	a	suscribir	la	presente	acta	en	señal	de	conformidad,	levantándose	la
sesión	a	las	11	horas	del	día	….	de	…………	del	200…
El	titular	El	liquidador
	
D.	L.	21621.
ART.	 88.—El	 liquidador,	 al	 iniciar	 sus	 funciones	 bajo	 responsabilidad
personal,	 deberá	 publicar	 por	 tres	 (3)	 veces	 seguidas	 un	 aviso	 de
convocatoria	 a	 los	 acreedores	 de	 la	 empresa	 para	 que	 presenten	 los
documentos	 justificativos	 de	 sus	 créditos	 dentro	del	 plazo	de	 treinta	 (30)
días	 contados	a	partir	de	 la	última	publicación,	bajo	apercibimiento	de	no
tomar	en	consideración	las	acreencias	que	no	figuren	en	la	contabilidad	de
la	empresa.
D.	L.	21621.
ART.	89.—La	función	del	liquidador	termina:
a)	Por	muerte	o	incapacidad	civil;
b)	Por	haber	concluido	la	liquidación;	o,
c)	Por	revocación	de	su	poder,	decidida	por	el	titular	de	la	empresa	o	por	el
juez	en	caso	de	haber	sido	nombrado	judicialmente.
D.	L.	21621.
ART.	90.—El	liquidador	responde	ante	el	titular	y	terceros	de	acuerdo	a	lo
prescrito	en	el	artículo	52	de	la	presente	ley.
D.	L.	21621.
ART.	 91.—Concluida	 la	 liquidación	 de	 la	 empresa,	 el	 liquidador,	 bajo
responsabilidad	personal,	deberá	pedir	 la	 inscripción	de	su	extinción	en	el
Registro	Mercantil	mediante	solicitud	con	firma	legalizada	notarialmente,	a
la	que	se	acompañará	el	balance	final	de	la	liquidación	con	sus	respectivos
anexos.
MODELO	DE	SOLICITUD	DE	EXTINCIÓN	DE	E.I.R.L.
	
Solicitud	de	extinción
Señor	registrador	del	Registro	de	Personas	Jurídicas	de	la	Oficina	Registral	de	Lima
y	Callao:
XYZ	E.I.R.L.	en	liquidación,	con	RUC	N°	……………………,	debidamente	representada
por	su	liquidador	el	señor	………………………………………………,	identificado	con	DNI	Nº
………….,	con	domicilio	en	……………….	N°	……..,	distrito	de	……………..,	según
nombramiento	debidamente	inscrito	en	la	partida	registral	de	la	empresa,	ante
usted	atentamente	digo:
Que,	al	amparo	del	artículo	91	del	Decreto	Ley	N°	21621,	solicito	que	se	inscriba	la
extinción	de	la	empresa	XYZ	E.I.R.L.	en	liquidación	al	haber	concluido	el	proceso
de	liquidación,	y	al	haberse	cumplido	con	todos	los	requisitos	y	trámites	legales,
conforme	pasamos	a	detallar:
Remanente	de	la	liquidación:
Realizado	el	activo	social	de	la	empresa,	y	canceladas	todas	las	deudas,	el
remanente	de	la	liquidación	ascendió	a	S/.	........................	(........................y	00/100
nuevos	soles)	en	efectivo.
Entrega	del	remanente	de	la	liquidación:
De	 conformidad	 con	 el	 artículo	 93	del	Decreto	 Ley	N°	 21621,	 el	 remanente	de	 la
liquidación	 se	 ha	 entregado	 al	 titular	 de	 la	 empresa,	 el	 señor
……………………………………………,	identificado	con	DNI	N°	…………………..,	quien	recibió
en	efectivo	la	suma	de	S/.	........................	(........................y	00/100	nuevos	soles).
Consignaciones:
El	liquidador	declara	bajo	juramento	que	no	se	ha	efectuado	consignación	alguna,
por	cuanto	todas	las	acreencias	se	han	pagado	directamente.
Custodia	de	documentos:
El	señor	………………………………….,	con	DNI	N°	………………..,	con	domicilio	en
………………………………	N°	…..,	distrito	de	………….,	es	el	encargado	de	custodiar	los
libros	y	documentos	de	la	empresa,	por	el	término	de	cinco	años,	conforme	lo
establece	el	artículo	92	del	Decreto	Ley	N°	21621.
Documentos	que	se	acompañan	a	la	presente	solicitud:
1)	Original	de	los	avisos	publicados	conteniendo	el	balance	final	de	liquidación.
2)	 Resolución	 de	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Administración	 Tributaria
(Sunat)	 admitiendo	 el	 pase	 de	 la	 solicitud	 de	 extinción,	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	4°	del	D.	S.	198-80	FC.
3)	 Copia	 certificada	 del	 acta	 donde	 consta	 el	 acuerdo	 de	 aprobación	 del	 balance
final	de	liquidación.
Por	tanto:
Sírvase	Ud.,	señor	registrador,	inscribir	la	extinción	correspondiente.
Lima,	........................
El	liquidador
(Firma	legalizada)
D.	L.	21621.
ART.	 92.—El	 titular	 conservará	 los	 libros	 y	 documentos	 de	 la	 empresa
extinguida	por	cinco	(5)	años,	bajo	su	responsabilidad	personal.
D.	L.	21621.
ART.	93.—Liquidada	la	empresa	y	pagados	los	acreedores	de	ésta,	el	titular
tiene	derecho	al	remanente	de	la	liquidación,	si	lo	hubiera.
TÍTULO	DECIMOTERCERO
QUIEBRA
D.	L.	21621.
ART.	94.—La	quiebra	de	la	empresa	no	conlleva	la	quiebra	del	titular,	ni	la
falencia	de	éste,	la	de	aquélla.
D.	L.	21621.
ART.	 95.—El	 gerente,	 bajo	 responsabilidad	 personal,	 deberá	 solicitar	 la
declaración	de	quiebra	de	la	empresa	antes	de	que	transcurran	treinta	(30)
días	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 haya	 cesado	 el	 pago	 de	 sus	 obligaciones,	 de
conformidad	con	lo	prescrito	en	la	ley	de	la	materia.
D.	L.	21621.
ART.	 96.—En	 caso	 de	 cesación	 de	 pagos	 de	 la	 empresa	 durante	 la
liquidación,	el	 liquidador	solicitará	la	declaración	de	quiebra	dentro	de	los
quince	 (15)	días	 siguientes	 a	partir	de	 la	 fecha	 en	que	 se	 compruebe	esta
situación.
D.	L.	21621.
ART.	 97.—Cualquiera	 de	 los	 acreedores	 de	 la	 empresa	 podrá	 solicitar	 la
declaración	de	quiebra	de	 la	misma,	en	ejercicio	del	derecho	que	señala	 la
Ley	 Procesal	 de	Quiebras	 y	 de	 acuerdo	 con	 el	 procedimiento	 señalado	 en
dicha	ley.
D.	L.	21621.
Definiciones	 operativas.—Para	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 ley,	 se
considera:
Empresa:	La	Empresa	Individual	de	Responsabilidad	Limitada;
Titular:	 La	 persona	 natural	 que	 tiene	 el	 derecho	 sobre	 el	 capital	 de	 la
empresa	 por	 haber	 constituido	 ésta	 o	 por	 haber	 adquirido	 tal	 derecho
posteriormente;
Liquidador:	La	persona	natural	encargada	del	proceso	de	liquidación;
Derecho	del	titular:	El	derecho	del	 titular	de	 la	empresa	sobre	el	capital
de	la	empresa;
Beneficios:	Excedente	económico	resultante	del	ejercicio;
Capital:	Monto	a	que	asciende	el	aporte	del	 titular	a	 la	constitución	de	 la
empresa,	así	como	sucesivos	incrementos	al	mismo	permitidos	por	ley.
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Ley	27287.
ART.	1°.—Título	valor.
1.1	 Los	 valores	 materializados	 que	 representen	 o	 incorporen	 derechos
patrimoniales	tendrán	la	calidad	y	los	efectos	de	título	valor,	cuando	estén
destinados	 a	 la	 circulación,	 siempre	 que	 reúnan	 los	 requisitos	 formales
esenciales	que,	por	imperio	de	la	ley,	 les	corresponda	según	su	naturaleza.
Las	cláusulas	que	restrinjan	o	limiten	su	circulación	o	el	hecho	de	no	haber
circulado	no	afectan	su	calidad	de	título	valor.
1.2	 Si	 le	 faltare	 alguno	 de	 los	 requisitos	 formales	 esenciales	 que	 le
corresponda,	el	documento	no	 tendrá	carácter	de	 título	valor,	quedando	a
salvo	los	efectos	del	acto	jurídico	a	los	que	hubiere	dado	origen	su	emisión	o
transferencia.
JURISPRUDENCIA.—Cartular	 puesta	 a	 cobro	 que	 ya	 goza	 de	 sentencia
con	calidad	de	cosa	juzgada	no	constituye	título	valor.	“(…)	Aún	cuando
con	 posterioridad	 al	 citado	 fallo	 el	 girador	 de	 la	 multicitada	 cartular	 ha
procedido	a	completarla	 llenando	el	nombre	de	la	persona	a	cuyo	favor	se
gira	la	letra,	que	es	la	hoy	accionante,	no	puede	soslayarse	que	respecto	a	la
naturaleza	cambiaria	de	aquella	ya	existe	un	pronunciamiento	jurisdiccional
que	 goza	 de	 la	 autoridad	 de	 la	 cosa	 juzgada	 y	 que	 por	 imperio	 de	 la
Constitución	 Política	 del	 Estado	 no	 puede	 dejarse	 sin	 efecto.	 Por
consiguiente,	 la	cartular	puesta	a	cobro	ya	no	constituye	un	título	valor	en
los	 términos	 previstos	 en	 los	 numerales	 1.11	y	 122	de	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores,	pues	dicha	calidad	ya	la	perdió	al	verificar	el	órgano	jurisdiccional
en	 el	 aludido	 proceso	 que	 carecía	 de	 uno	 de	 los	 requisitos	 formales
esenciales	para	ser	considerado	como	tal,	en	cuya	virtud	queda	a	salvo	los
efectos	 del	 acto	 jurídico	 contenido	 en	 el	 mismo,	 conforme	 lo	 prevé	 el
artículo	 1.23	de	 la	 misma	 ley.	 Por	 consiguiente,	 la	 aplicación	 al	 caso	 sub
exámine	 de	 los	 artículos	 1.1	 y	 12	 de	 la	 referida	 Ley	 de	 Títulos	 Valores
resulta	 impertinente	 para	 la	 solución	 de	 la	 controversia,	 pues	 resulta
evidente	que	el	documento	que	se	aporta	a	la	demanda	como	sustento	de	la
obligación	 que	 se	 reclama	 no	 constituye	 un	 título	 valor	 conforme	 a	 la
anotada	 ley	 y	por	disposición	de	 la	misma	queda	 a	 salvo	 el	 derecho	de	 la
accionante	 para	 que	 lo	 haga	 valer	 en	 la	 vía	 legal	 que	 corresponda.	 Por
consiguiente,	 debe	 declararse	 fundado	 el	 recurso	 por	 la	 causal	 material
antes	 desarrollada,	 casarse	 la	 sentencia	 de	 vista	 y	 actuándose	 en	 sede	 de
instancia	 debe	 revocarse	 la	 apelada	 y	 reformándose	 debe	 declararse	 la
improcedencia	 de	 la	 demanda.”	 (C.	 S.,	 Cas.	 2156-2009-Lambayeque,	 ene.
25/2010.	V.	P.	Aranda	Rodríguez)
___________
1	1.1.	Los	valores	materializados	que	representen	o	incorporen	derechos	patrimoniales,	tendrán	la
calidad	y	los	efectos	de	título	valor,	cuando	estén	destinados	a	la	circulación,	siempre	que	reúnan	los
requisitos	 formales	 esenciales	 que,	 por	 imperio	de	 la	 ley,	 les	 corresponda	 según	 su	naturaleza,	 las
cláusulas	 que	 restrinjan	 o	 limiten	 su	 circulación	 o	 el	 hecho	 de	 no	 haber	 circulado,	 no	 afectan	 su
calidad	de	título	valor.
2	Artículo	12.-	Derechos	del	legítimo	tenedor.	Los	títulos	valores	confieren	a	su	legítimo	tenedor,
el	 derecho	 exclusivo	 a	 disponer	 o,	 de	 ser	 el	 caso,	 gravar	 o	 afectar	 los	 bienes	 que	 en	 ellos	 se
mencionan;	sin	perjuicio	de	las	excepciones	que	señale	la	ley.
3	1.2.	Si	le	faltare	alguno	de	los	requisitos	formales	esenciales	que	le	corresponda,	el	documento	no
tendrá	carácter	de	título	valor,	quedando	a	salvo	las	efectos	del	acto	jurídico	a	los	que	hubiere	dado
origen	su	emisión	o	transferencia.
(...).
JURISPRUDENCIA.—La	liquidación	de	saldo	deudor	no	es	un	título	valor.
“La	liquidación	de	saldo	deudor	emitida	por	el	banco	ejecutante	es	el	título
que	 ha	 sido	 aparejado	 a	 la	 demanda	 de	 estos	 autos,	 la	 misma	 que	 no	 es
calificada	por	 la	 Ley	de	Títulos	Valores	 como	un	 título	 valor”.	 (Cas.	 2768-
2002-Lima.	31.03.2003)
JURISPRUDENCIA.—La	carta	fianza	es	un	título	valor.	“La	carta	fianza,	al
ser	 una	 consecuencia	 del	 contrato	 de	 fianza,	 puede	 estar	 contenida	 en	 un
documento	de	formato	especial	donde	se	señala	claramente	las	partes	que
intervienen,	 la	 cantidad	 por	 la	 que	 se	 afianza,	 el	 plazo	 de	 vigencia,	 las
condiciones	 en	 que	 se	 hará	 efectiva,	 el	 número	 de	 orden	 y	 sobre	 todo	 la
cláusula	obligacional,	precisando	que	la	fianza	es	incondicional,	irrevocable
y	 de	 realización	 automática	 (..).	 Este	 documento	 es	 el	 que	 representa	 el
título	 valor	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 167	 de	 la	 Ley	General	 del	 Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	 y	 Seguros	 cuando	 señala	 que	 la	 fianza	 solidaria	 ‘que	 conste	 de	 un
título	 valor’	 confiere	 mérito	 ejecutivo	 contra	 su	 suscriptor,	 lo	 cual
concuerda	con	la	característica	de	incondicional	y	de	realización	automática
que	contiene,	es	decir,	que	tiene	un	valor	intrínseco	contra	su	otorgante	que
le	impide	negarse	al	pago”.	(Cas.	1222-1997-Piura.	23.04.98)
JURISPRUDENCIA.—La	letra	de	cambio	no	es	un	título	valor	causado.	“La
concepción	doctrinaria	recogida	en	nuestra	legislación	concibe	a	la	letra	de
cambio	 como	 un	 título	 valor	 abstracto	 por	 cuanto	 no	 expresa	 en	 su
literalidad	la	causa	que	lo	origina,	estando	destinada	a	la	circulación”	(voto
del	vocal	Mendoza	Ramírez).	(Cas.	2804-2001-Ica.	01.08.2002)
JURISPRUDENCIA.—Criterio	de	 literalidad	y	principio	de	 literalidad	en
los	Titulos	Valores	 “Sobre	 el	 criterio	 literal	 de	 la	 actividad	 interpretativa
con	el	principio	de	literalidad	de	los	títulos	valores;	el	artículo	1.1	de	la	Ley
27287,	 entre	 otros,	 trata	 sobre	 los	 requisitos	 formales	 esenciales,	 de	 los
títulos	 valores,	 que	 por	 imperio	 de	 la	 ley	 y	 según	 su	 naturaleza,	 les
correspondan,	 mientras	 que	 el	 numeral	 119	 señala	 cuales	 son	 tales
requisitos,	siendo	uno	de	ellos	el	nombre,	el	número	del	documento	oficial
de	 identidad	 y	 la	 firma	 de	 la	 persona	 que	 gira	 la	 letra	 de	 cambio,
preceptuada	en	el	inciso	“f”,	en	el	caso	sub	litis,	el	 impugnante	denuncia	la
falta	 de	 tales	 requisitos	 esenciales	 en	 el	 documento	 cartular	 (letra	 de
cambio)	puesto	a	cobro,	los	que	son	pasibles	de	interpretación	conforme	a
los	 métodos	 que	 aporta	 la	 teoría	 del	 derecho,	 que	 como	 lo	 expresa	 la
doctrina	 más	 generalizada,	 las	 técnicas	 de	 interpretación	 no	 se	 aplican
aisladamente	por	sí	solas,	sino	que	se	combinan	en	la	tarea	por	alcanzar	la
misión	de	develar	el	contenido	más	exacto	posible	de	 la	norma,	dentro	de
esta	 línea	y	haciendo	una	interpretación	 lógica	y	gramatical	de	 las	normas
en	comento	pero	tomando	como	base	 la	teoría	dogmática,	 la	cual	persigue
encontrar	 la	 interpretación	 correcta	 a	 través	 del	 propio	 texto	 de	 la	 ley,
indicamos	 que	 no	 se	 debe	 confundir	 el	 criterio	 literal	 de	 la	 actividad
interpretativa	 con	 el	 principio	 de	 literalidad	 de	 los	 títulos	 valores,	 por
cuanto	 el	 primero,	 procura	 remitirse,	 sin	 mas,	 al	 sentido	 gramatical	 del
texto	 o	 de	 las	 palabras	 de	 la	 ley	 y	 el	 segundo	 se	 basa	 en	 que	 ninguna
condición	que	no	 resulte	 del	 tenor	del	 documento	 cartular	 puede	hacerse
valer	 mediante	 él,	 de	 este	 modo,	 lo	 que	 aparece	 literalmente	 en	 el
documento,	resulta	determinante	respecto	a	la	situación	jurídica	contenida,
pues	 la	 literalidad	 determina	 el	 contenido	 y	 los	 límites	 de	 la	 obligación
cartular,	y	por	tanto,	 los	del	derecho	del	 tenedor	del	 título	valor,	el	 juez	al
examinar	vía	este	principio	apreciará	si	el	documento	cartular	tiene	o	no	los
requisitos	 formales	 que	 les	 son	 propios,	 conforme	 a	 la	 ley	 que	 exige,	 no
necesariamente,	 se	 restringirá	 a	 la	 invocación	 nominal	 y	 gramatical	 de	 la
norma,	 toda	 vez	 que	 podría	 ser	 por	 sí	 sola	 insuficiente,	 sino	 a	 su	 sentido
jurídico	 comprendiéndola	 como	 parte	 de	 un	 todo	 de	 tal	 manera	 que
satisfaga	 los	 principios	 del	 derecho	 cambiario	 y	 sin	 transgredir	 su
naturaleza.”	(Cas.	2358-2006-Cusco.	oct.	02/2007.	V.	P.	Castañeda	Serrano)
JURISPRUDENCIA.—Problemas	 en	 la	 identificación	 del	 acreedor	 en	 el
pagaré	se	subsanan	si	se	constata	que	el	DNI	y	el	domicilio	pertenecen	a
la	persona	correcta.	“(…)	respecto	a	 la	primera	causal	el	recurrente	alega
incoherentemente	que	se	consignó	como	acreedor	a	una	persona	de	nombre
distinto	al	suyo	y	por	lo	tanto	según	lo	establecido	en	el	artículo	4°	de	la	Ley
de	 Títulos	 Valores	 es	 a	 la	 persona	 de	 (…)	 contra	 quien	 debe	 dirigirse	 la
acción	 y	 no	 contra	 el	 recurrente	 (…),	 como	 así	 se	 venía	 efectuándose;	 no
obstante	 ello	 este	 colegiado	 advierte	 que	 el	 pagaré	 contiene	 además	 del
número	de	Documento	de	Identidad	Nacional	que	lo	identifica,	el	domicilio
en	donde	el	recurrente	recibió	la	notificación,	es	decir,	que	se	acreditó	que
el	 domicilio	 en	 donde	 reside,	 era	 el	 indicado	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la
obligación.-	 (…)	 Con	 respecto	 a	 la	 segunda	 causal	 refiere	 que	 se	 ha
contravenido	 el	 debido	 proceso	 puesto	 que	 no	 se	 le	 ha	 emplazado
debidamente	 con	 la	 demanda	 y	 auto	 admisorio,	 puesto	 que	 del	 cargo	 de
notificación	de	la	demanda	se	observa	que	el	nombre	del	emplazado	es	(…),
nombre	 distinto	 al	 suyo;	 que	 este	 colegiado	 advierte	 como	 se	 ha	 referido
anteriormente	 que,	 el	 domicilio	 le	 corresponde	 al	 ejecutado	 y	 recurrente,
quien	 incluso	 se	 apersonó	 al	 proceso	 para	 contradecir	 la	 demanda,	 por
tanto	 no	 puede	 argumentar	 ser	 persona	 distinta.”	 (C.S.,	 Cas.	 3437-2009-
Lima,	may.	31/2010.	V.	P.	Salas	Villalobos)
Ley	27287.
ART.	2°.—Valor	representado	por	anotación	en	cuenta.
2.1	Los	valores	desmaterializados,	para	tener	la	misma	naturaleza	y	efectos
que	 los	 títulos	 valores	 señalados	 en	 el	 artículo	 1°,	 requieren	 de	 su
representación	por	anotación	en	cuenta	y	de	su	registro	ante	una	institución
de	compensación	y	liquidación	de	valores.
2.2	 La	 creación,	 emisión,	 transmisión	 y	 registro	 de	 los	 valores	 con
representación	 por	 anotación	 en	 cuenta,	 así	 como	 su	 transformación	 a
valores	 en	 título	 y	 viceversa,	 se	 rigen	 por	 la	 ley	 de	 la	 materia;	 y	 por	 la
presente	ley,	en	todo	aquello	que	no	resulte	incompatible	con	su	naturaleza.
2.3	La	representación	por	anotación	en	cuenta	comprende	a	la	totalidad	de
los	valores	integrantes	de	la	misma	emisión,	clase	o	serie,	sea	que	se	traten
de	 nuevos	 valores	 o	 valores	 existentes,	 con	 excepción	 de	 los	 casos	 que
señale	la	ley	de	la	materia.
2.4	La	forma	de	representación	de	valores,	sea	en	título	o	por	anotación	en
cuenta,	es	una	decisión	voluntaria	del	emisor	y	constituye	una	condición	de
la	emisión	susceptible	de	modificación	conforme	a	ley.
REGLAMENTO	DE	INSTITUCIONES	DE	COMPENSACIÓN	Y	LIQUIDACIÓN
DE	VALORES
R.	031-99-EF/94.10-Conasev.
ART.	42.—Decisión	 de	 representación	 del	 emisor.	 Los	 valores	 pueden
representarse	por	medio	de	títulos	o	anotaciones	en	cuenta,	comprendiendo
dicha	 forma	de	 representación	a	 la	 totalidad	de	 los	valores	 integrantes	de
una	 misma	 serie,	 clase	 o	 emisión,	 sea	 que	 se	 trate	 de	 nuevos	 valores	 o
valores	 existentes.	 La	 forma	 de	 representación	 requiere	 el	 acuerdo	 del
emisor	con	los	requisitos	establecidos	en	los	estatutos,	contrato	de	emisión
u	 otro	 instrumento	 legal	 respectivo	 y	 puede	 ser	modificada	 por	 el	 propio
emisor,	 con	 arreglo	 a	 tales	 requisitos.	 La	 forma	 de	 representación	 que
decida	el	emisor	es	una	condición	de	la	emisión.
R.	031-99-EF/94.10-Conasev.
ART.	 43.—Representación	 parcial	 para	 fines	 de	 negociación.	 En	 los
casos	en	que	el	emisor	haya	optado	por	una	forma	de	representación	de	sus
valores	 mediante	 títulos	 y	 que	 para	 efectos	 de	 su	 negociación	 en
mecanismos	centralizados	se	deba	obligatoriamente	representar	los	valores
mediante	anotaciones	en	cuenta,	los	titulares,	conforme	a	lo	establecido	en
el	 tercer	 párrafo	 del	 artículo	 209	 de	 la	 ley,	 deben	 transformar,	 de	 modo
previo	a	su	negociación,	sus	títulos	a	anotaciones	en	cuenta,	pudiéndose	dar
sólo	en	este	caso	la	representación	parcial	de	los	valores	de	una	serie,	clase
o	emisión,	mediante	anotaciones	en	cuenta.
Asimismo,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 señalado	 precedentemente,	 los	 titulares	 de
estos	valores	pueden	solicitar	a	su	costo	la	reversión	de	sus	valores	a	títulos
físicos,	 siempre	 que	 el	 emisor	 no	 haya	 optado	 por	 la	 representación
mediante	anotaciones	en	cuenta,	o	que	los	estatutos,	contratos	de	emisión	o
el	instrumento	jurídico	respectivo,	prohíban	dicha	reversión.
R.	031-99-EF/94.10-Conasev.
ART.	44.—Requisitos	para	la	transformación.	Las	ICLV	deben	contar	con
procedimientos	adecuados	para	el	cambio	de	la	forma	de	representación	de
valores	mediante	títulos	a	anotaciones	en	cuenta	o	viceversa,	conforme	a	lo
establecido	en	la	ley	y	el	reglamento.
Asimismo,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 obligaciones	 de	 los	 participantes,	 las	 ICLV
deben	 confirmar	 con	 los	 emisores	 la	 validez	 de	 los	 títulos	 así	 como	 la
situación	de	los	valores,	para	proceder	a	la	inscripción	correspondiente	en
el	registro	contable,	para	cuyo	efecto	los	emisores	disponen	de	un	plazo	de
tres	(3)	días	desde	la	recepción	del	título.
Las	ICLV	pueden,	si	así	estuviere	previsto	contractualmente	entre	las	ICLV
y	los	emisores	y	bajo	responsabilidad	de	éstos,	proceder	a	cambiar	la	forma
de	 representación	 de	 los	 valores	 a	 anotaciones	 en	 cuenta	 cuando	 al
vencimiento	 del	 plazo	 establecido	 en	 el	 párrafo	 precedente,	 no	 hubieran
recibido	respuesta	de	dichos	emisores,	quedando	anulados	en	dicho	caso	los
correspondientes	títulos.
En	 el	 caso	 de	 reversión	 a	 títulos	 de	 los	 valores	 representados	 por
anotaciones	 en	 cuenta,	 las	 ICLV	 deben	 informar	 a	 los	 emisores	 sobre	 los
titulares	 y	 la	 situación	 de	 dichos	 valores,	 adjuntando	 la	 documentación
sustentatoria,	de	ser	el	caso.
Ley	27287.
ART.	 3°.—Creación	 de	 nuevos	 títulos	 valores.	 La	 creación	 de	 nuevos
títulos	valores	se	hará	por	ley	o	por	norma	legal	distinta	en	caso	de	existir
autorización	para	el	efecto	emanada	de	la	ley	o	conforme	al	artículo	276	de
la	presente	ley.
Ley	27287.
ART.	4°.—Principio	de	literalidad.
4.1.	 El	 texto	 del	 documento	 determina	 los	 alcances	 y	 modalidad	 de	 los
derechos	y	obligaciones	contenidos	en	el	título	valor,	o	en	su	caso,	en	hoja
adherida	a	él.
4.2.	El	primero	que	utilice	la	hoja	adherida	deberá	firmar	en	modo	tal	que
comprenda	dicha	hoja	y	el	documento	al	que	se	adhiere.	En	caso	contrario,
no	 procederá	 el	 ejercicio	 de	 las	 acciones	 derivadas	 del	 título	 valor	 por
quienes	 hayan	 intervenido	 según	 la	 hoja	 adherida,	 quedando	 a	 salvo	 sus
derechos	causales.
4.3.	Los	derechos	y	obligaciones	que	se	establezcan	conforme	a	la	ley	de	la
materia	 con	 relación	 a	 los	 valores	 con	 representación	 por	 anotación	 en
cuenta,	 bajo	 responsabilidad	 del	 emisor	 y	 en	 su	 caso	 de	 la	 institución	 de
compensación	 y	 liquidación	 de	 valores,	 deberán	 ser	 inscritos	 en	 los
respectivos	registros,	surtiendo	pleno	efecto	desde	su	inscripción.
JURISPRUDENCIA.—Términos	 del	 documento	 cartular	 determinan
alcance	 y	 contenido	 del	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 cambiarios.	 “(…)
supuesto	que	expresa	el	principio	de	literalidad	en	el	sentido	de	que,	sólo	lo
que	resulta	de	los	términos	del	documento	cartular	determinan	los	alcances
y	 contenido	 del	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 cambiarios,	 de	 tal	 manera	 que
todos	los	pactos	entre	las	partes	originarias	de	la	relación	cambiaria	deben
de	constar	en	el	título	valor	o	bien	en	hoja	adherida	a	él,	otorgando	de	esta
manera	 certeza	 para	 que	 el	 tenedor	 ejerza	 sus	 derechos	 y	 exija	 los	 que
corresponden	al	o	los	obligados,	apreciándose	que	en	el	caso	de	autos,	el	ad
quem	 ha	 apreciado	 el	 contenido	 expreso	 del	 pagaré,	 analizando	 sus
requisitos	 esenciales	 como	 es	 el	 que	 expresa	 un	 solo	 pago,	 así	 como	 una
cláusula	 de	 no	 protesto	 por	 lo	 que	 no	 es	 necesario	 el	 trámite	 del	 mismo
como	 requisito	 formal;	 no	 habiendo	 acreditado	 la	 parte	 demandada	 en	 el
proceso	–de	naturaleza	ejecutiva–	que	exista	un	anexo	que	determine	o	bien
que	 haya	 desvirtuado	 la	 obligación	 puesta	 a	 cobro,	 así	 como	 tampoco	 la
cancelación	 de	 la	 citada	 obligación	 (…).”	 (CS,	 Cas.	 4273-2008-Lima,	 ene
27/2009.	V.	P.	Solís	Espinoza)
JURISPRUDENCIA.—La	literalidad	no	es	exigible	en	el	otorgamiento	de
facultades	 para	 actividades	 comerciales.	 “El	 principio	 de	 literalidad	 en
virtud	 del	 cual	 el	 texto	 del	 documento	 determina	 las	 facultades	 del
representante	o	 los	derechos	y	obligaciones	contenidas	en	el	 título	a	 favor
de	su	titular	o	portador,	previsto	tanto	en	el	artículo	75	del	código	adjetivo,
respecto	del	apoderamiento	 judicial,	y	en	el	artículo	4°	de	 la	nueva	Ley	de
Títulos	Valores	(...),	en	relación	a	los	títulos	valores,	respectivamente,	no	es
un	principio	que	resulte	exigible	también	en	el	otorgamiento	de	facultades
para	 actividades	 comerciales,	 toda	 vez	 que	 tal	 principio	 no	 se	 encuentra
previsto	en	 la	Ley	General	de	Sociedades	 (...),	 así	 como	 tampoco	en	 la	Ley
General	 del	 Sistema	Financiero	 y	del	 Sistema	de	 Seguros	 y	Orgánica	de	 la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 ni	 en	 ninguna	 otra	 ley	 especial	 o
general”.	(Cas.	1976-2002-Callao.	03.02.2003)
JURISPRUDENCIA.—La	letra	de	cambio	no	es	un	título	valor	causado.	“La
concepción	doctrinaria	recogida	en	nuestra	legislación	concibe	a	la	letra	de
cambio	 como	 un	 título	 valor	 abstracto	 por	 cuanto	 no	 expresa	 en	 su
literalidad	la	causa	que	lo	origina,	estando	destinada	a	la	circulación”.	(Cas.
2804-2001-Ica.	01.08.2002	voto	del	vocal	Mendoza	Ramírez).
JURISPRUDENCIA.—Problemas	 en	 la	 identificación	 del	 acreedor	 en	 el
pagaré	se	subsanan	si	se	constata	que	el	DNI	y	el	domicilio	pertenecen	a
la	persona	correcta.	“(…)	respecto	a	 la	primera	causal	el	recurrente	alega
incoherentemente	que	se	consignó	como	acreedor	a	una	persona	de	nombre
distinto	al	suyo	y	por	lo	tanto	según	lo	establecido	en	el	artículo	4°	de	la	Ley
de	 Títulos	 Valores	 es	 a	 la	 persona	 de	 (…)	 contra	 quien	 debe	 dirigirse	 la
acción	 y	 no	 contra	 el	 recurrente	 (…),	 como	 así	 se	 venía	 efectuándose;	 no
obstante	 ello	 este	 colegiado	 advierte	 que	 el	 pagaré	 contiene	 además	 del
número	de	Documento	de	Identidad	Nacional	que	lo	identifica,	el	domicilio
en	donde	el	recurrente	recibió	la	notificación,	es	decir,	que	se	acreditó	que
el	 domicilio	 en	 donde	 reside,	 era	 el	 indicado	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la
obligación.-	 (…)	 Con	 respecto	 a	 la	 segunda	 causal	 refiere	 que	 se	 ha
contravenido	 el	 debido	 proceso	 puesto	 que	 no	 se	 le	 ha	 emplazado
debidamente	 con	 la	 demanda	 y	 auto	 admisorio,	 puesto	 que	 del	 cargo	 de
notificación	de	la	demanda	se	observa	que	el	nombre	del	emplazado	es	(…),
nombre	 distinto	 al	 suyo;	 que	 este	 colegiado	 advierte	 como	 se	 ha	 referido
anteriormente	 que,	 el	 domicilio	 le	 corresponde	 al	 ejecutado	 y	 recurrente,
quien	 incluso	 se	 apersonó	 al	 proceso	 para	 contradecir	 la	 demanda,	 por
tanto	 no	 puede	 argumentar	 ser	 persona	 distinta.”	 (C.S.,	 Cas.	 3437-2009-
Lima,	may.	31/2010.	V.	P.	Salas	Villalobos)
Ley	27287.
ART.	5°.—Importe	del	título	valor.
5.1	El	 valor	patrimonial	de	 los	 títulos	valores	 expresado	en	una	 suma	de
dinero	constituye	requisito	esencial,	por	lo	que	debe	señalarse	la	respectiva
unidad	o	signo	monetario.
5.2	 En	 caso	 de	 diferencia	 del	 importe	 del	 título	 valor,	 expresado	 sea	 en
letras	 o	 en	 números	 o	mediante	 codificación,	 prevalecerá	 la	 suma	menor;
sin	 perjuicio	 que	 el	 interesado	 pueda	 hacer	 valer	 sus	 mayores	 derechos
frente	al	obligado,	por	la	vía	causal.
5.3	 En	 caso	 de	 diferencia	 en	 la	 referencia	 de	 la	 unidad	 monetaria,	 se
entenderá	que	su	importe	corresponde	a	la	moneda	nacional,	si	uno	de	los
importes	 estuviere	 expresado	 en	 dicha	 moneda.	 En	 caso	 contrario,	 el
documento	no	surtirá	efectos	cambiarios.	Los	importes	que	no	consignen	la
unidad	monetaria,	 se	entenderán	que	corresponden	a	 la	moneda	nacional.
En	 todos	 estos	 casos,	 el	 interesado	 igualmente	 podrá	 hacer	 valer	 sus
mayores	derechos	frente	al	obligado,	por	la	vía	causal.
Cod.	Com.
ART.	59.—Si	se	originaren	dudas	que	no	puedan	resolverse	con	arreglo	a	lo
establecido	en	el	artículo	2°	de	este	código,	 se	decidirá	 la	cuestión	a	 favor
del	deudor.
Ley	27287.
ART.	 6°.—Firmas	 y	 documento	 oficial	 de	 identidad	 en	 los	 títulos
valores.
6.1.	 En	 los	 títulos	 valores,	 además	 de	 la	 firma	 autógrafa,	 puede	 usarse
medios	 gráficos,	 mecánicos	 o	 electrónicos	 de	 seguridad,	 para	 su	 emisión,
aceptación,	garantía	o	transferencia.
6.2.	 Previo	 acuerdo	 expreso	 entre	 el	 obligado	 principal	 y/o	 las	 partes
intervinientes	 o	 haberse	 así	 establecido	 como	 condición	 de	 la	 emisión,	 la
firma	 autógrafa	 en	 el	 título	 valor	 puede	 ser	 sustituida,	 sea	 en	 la	 emisión,
aceptación,	garantía	o	transferencia,	por	firma	impresa,	digitalizada	u	otros
medios	de	seguridad	gráficos,	mecánicos	o	electrónicos,	los	que	en	ese	caso
tendrán	los	mismos	efectos	y	validez	que	la	firma	autógrafa	para	todos	los
fines	de	ley.
6.3.	 Con	 excepción	 de	 los	 casos	 expresamente	 previstos	 por	 la	 ley,	 las
acciones	derivadas	del	 título	valor	no	podrán	ser	ejercitadas	 contra	quien
no	haya	firmado	el	título	de	alguna	de	las	formas	señaladas	en	los	párrafos
anteriores,	 por	 sí	 o	 mediante	 representante	 facultado,	 aun	 cuando	 su
nombre	aparezca	escrito	en	él.
6.4.	Toda	persona	que	firme	un	título	valor	deberá	consignar	su	nombre	y
el	 número	 de	 su	 documento	 oficial	 de	 identidad.	 Tratándose	 de	 personas
jurídicas,	 además	 se	 consignará	 el	 nombre	 de	 sus	 representantes	 que
intervienen	en	el	título.
6.5.	 El	 error	 en	 la	 consignación	 del	 número	 del	 documento	 oficial	 de
identidad	no	afecta	la	validez	del	título	valor.
6.6.	La	falta	de	inscripción	de	la	representación	en	el	registro	pertinente	no
beneficia	al	poderdante,	para	prevalerse	de	tal	omisión	y	eludir	o	liberarse
del	 pago	 del	 título	 valor	 que	 haya	 firmado	 su	 representante	 antes	 de	 su
revocatoria.
JURISPRUDENCIA.—Si	no	se	consignan	los	datos	del	representante	de	la
persona	jurídica	el	título	valor	es	inválido.	“Lo	dispuesto	por	el	 inciso	 f)
del	 artículo	 119	 de	 dicho	 ordenamiento	 legal	 debe	 ser	 concordado	 con	 lo
dispuesto	en	el	numeral	6.4	del	artículo	6°	que	dispone	que	 ‘toda	persona
que	 firme	 un	 título	 valor	 deberá	 consignar	 su	 nombre	 y	 el	 número	 de	 su
documento	oficial	de	identidad.	Tratándose	de	una	persona	jurídica	además
debe	consignarse	el	nombre	del	representante	que	interviene	en	el	aludido
título’”.	(Cas.	2768-2002-Lima.	31.03.2003)
JURISPRUDENCIA.—Si	 una	 persona	 natural	 gira	 una	 letra	 de	 cambio
debe	 identificarse	 con	 el	 DNI,	 con	 el	 RUC	 si	 es	 persona	 jurídica.
“Primero.-	Que	la	norma	general	prevista	en	el	artículo	6º,	numeral	6.4	de	la
Ley	de	Títulos	Valores,	Ley	27287,	establece	que	toda	persona	que	firme	un
título	 valor	 deberá	 consignar	 su	 nombre	 y	 el	 número	 de	 su	 documento
oficial	de	identidad.	Tratándose	de	personas	jurídicas,	además	se	consignará
el	nombre	de	sus	representantes	que	intervienen	en	el	título.	Esta	norma	se
encuentra	ubicada	en	 la	 sección	primera	de	 la	 ley	que	establece	 las	 reglas
generales	aplicables	a	los	títulos	valores.	Segundo.-	La	norma	bajo	análisis
debe	 concordarse	 con	 la	 norma	 especial,	 relativa	 a	 la	 letra	 de	 cambio,
prevista	en	el	artículo	119	de	la	citada	ley	en	su	numeral	119.1	que	señala
los	 requisitos	 que	 debe	 contener	 la	 letra	 de	 cambio	 y,	 entre	 otros,	 en	 su
literal	 f)	 en	 el	 que	 especifica	 expresamente:	 el	 nombre,	 el	 número	 del
documento	oficial	de	identidad	y	la	firma	de	la	persona	que	gira	la	letra	de
cambio.	Tercero.-	A	efectos	de	determinar	lo	que	en	la	aludida	ley	cartular
se	entiende	por	documento	oficial	de	 identidad	resulta	necesario	acudir	al
artículo	279	de	la	misma	normatividad	legal	que	señala	los	alcances	de	los
términos	que	se	menciona	en	el	citado	cuerpo	legal,	apreciándose	que	en	el
punto	 seis	 de	 su	 glosario,	 bajo	 el	 nomen	 juris	 documento	 oficial	 de
identidad,	establece	expresamente:	‘el	documento	oficial	de	identidad	(DNI)
o	 aquel	 que	 por	 disposición	 legal	 esté	 destinado	 para	 la	 identificación
personal,	en	el	caso	de	las	personas	naturales;	mientras	que	en	el	caso	de	las
personas	jurídicas,	se	entenderá	que	es	el	Registro	Único	del	Contribuyente
(RUC)	 o	 aquel	 que	 por	 disposición	 legal	 lo	 sustituya’.	 Cuarto.-	 Que
realizando	 una	 interpretación	 sistemática	 del	 artículo	 6°	 numeral	 6.4	 y	 el
artículo	119	numeral	119.1	literal	f),	esclareciendo	su	sentido	con	el	punto
seis	del	glosario	de	la	Ley	de	Títulos	Valores	27287	se	arriba	a	la	inequívoca
conclusión	 que	 la	 letra	 de	 cambio	 debe	 contener,	 entre	 otros	 requisitos
esenciales,	el	nombre	y	el	número	del	documento	oficial	de	identidad	de	la
persona	que	gira	la	letra	de	cambio,	que	en	el	caso	de	las	personas	naturales
es	 el	 documento	 nacional	 de	 identidad	 (DNI)	 y	 en	 cuanto	 a	 las	 personas
jurídicas	es	el	Registro	Único	del	Contribuyente.	Quinto.-	Que	 la	ejecutante
en	este	proceso	es	la	persona	jurídica	Avanzini	Sociedad	Anónima	Cerrada,
por	lo	que	las	letras	de	cambio	materia	de	ejecución	al	contener	el	número
del	Registro	Único	del	Contribuyente	de	la	citada	persona	jurídica	y	además
el	 nombre	 de	 su	 representante,	 cumplen	 con	 el	 requisito	 que	 exige	 el
artículo	6°,	numeral	6.4	de	la	Ley	de	Títulos	Valores;	lo	que	permite	concluir
que	no	resulta	exigible	que	se	consigne	el	documento	nacional	de	identidad
del	 representante	 de	 la	 persona	 jurídica.	 Sexto.-	 Que	 en	 consecuencia	 la
interpretación	que	ha	dado	la	sentencia	de	vista	al	acápite	6.4	del	artículo	6°
de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 -	 Ley	 27287	 es	 la	 correcta.	 Sétimo.-	 Por	 lo
expuesto,	 no	 presentándose	 en	 los	 presentes	 autos	 la	 causal	 de	 iure	 sub
examine,	el	recurso	de	casación	debe	ser	desestimado.	4.	Decisión:	Por	 las
consideraciones	 precedentes	 y	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 397	 del
Código	 Procesal	 Civil:	 a)	 Declararon	 infundado	 el	 recurso	 de	 casación.”
(Cas.	3031-2005-Lima,	may.	03/2006)
JURISPRUDENCIA—Juez	no	debe	exigir	la	huella	digital,	sino	la	firma	del
fiador	del	título	valor.	“(…)	además	de	lo	expuesto,	es	preciso	detenernos
en	 la	 parte	 final	 de	 los	 fundamentos	 de	 la	 causal	 procesal,	 en	 la	 que	 el
recurrente	(…)	sostiene	que	no	firmó	el	título	valor	debido	a	que	carece	de
facultades	físicas	y	mentales	para	hacerlo.	En	efecto;	es	de	advertirse	que	las
instancias	 de	mérito	 vienen	 señalando	que	 el	 coejecutado	 (…)	debe	pagar
solidariamente	 con	 la	 coejecutada	 (…)	 la	 suma	 de	 veinte	 mil	 dólares
americanos	 que	 se	 consignan	 en	 la	 letra	 de	 cambio	 de	 fojas	 tres,	 más
intereses	 legales,	 costas	 y	 costos;	 no	 obstante	 ello,	 si	 bien	 en	 la	 cambial
aludida	aparece	el	nombre	del	 recurrente	en	 la	 casilla	que	corresponde	al
fiador	 o	 aval,	 sin	 embargo	 no	 aparece	 su	 firma	 en	 el	 título	 valor,	 sino
únicamente	 una	 huella	 digital,	 sin	 que	 las	 instancias	 de	 mérito	 hayan
explicado	 las	 razones	 por	 las	 cuales	 estiman	 que	 la	 demanda	 ejecutiva
contra	el	citado	recurrente	pueda	resultar	viable	en	tales	condiciones,	pues
conforme	lo	establece	el	numeral	seis	punto	tres	del	artículo	sexto	de	la	Ley
veintisiete	mil	doscientos	ochenta	y	 siete,	 concordado	con	el	numeral	 seis
punto	cuatro	del	mismo	articulado,	con	excepción	de	los	casos	previstos	en
la	 ley,	 las	 acciones	 derivadas	 del	 título	 valor	 no	 podrán	 ser	 ejercitadas
contra	 quien	 no	 haya	 firmado	 el	 título,	 por	 si	 o	 mediante	 representante
facultado,	 aún	 cuando	 su	 nombre	 aparezca	 inscrito	 en	 él	 (…)	 los
magistrados	 tienen	 la	 obligación	 de	 verificar	 el	 mérito	 ejecutivo	 de	 los
títulos	valores	puestos	a	cobro,	corroborando	que	los	mismos	cumplan	con
los	 requisitos	 esenciales	 previstos	 para	 cada	 caso	 en	 la	 ley	 especial,	 aún
cuando	la	parte	emplazada	no	hubiera	formulado	contradicción	o	la	misma
fuera	 desestimada,	 deber	 que	 no	 se	 ha	 cumplido	 a	 cabalidad	 en	 este
proceso,	pues	 las	 instancias	de	mérito	han	omitido	pronunciarse	sobre	 las
formalidades	 en	 la	 suscripción	 del	 título	 para	 efectos	 de	 establecer	 si	 la
obligación	 contenida	 en	 él	 es	 exigible	 o	 no	 solidariamente	 al	 coejecutado;
contraviniendo	 así	 el	 deber	 de	 motivación	 previsto	 en	 el	 artículo	 ciento
veintidós	 inciso	 tercero	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 (…).”	 (Cas.	 2132-2007-
Lima,	may.	07/2008.	V.	P.	Ticona	Postigo)
Ley	27287.
ART.	7°—Obligación	personal	del	representante	sin	facultad.
7.1.	Aquél	que	por	cualquier	concepto	y	como	representante	firme	un	título
valor,	 sin	 estar	 facultado	 para	 hacerlo,	 se	 obliga	 personalmente	 como	 si
hubiera	 obrado	 en	 nombre	 propio,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 demás
responsabilidades	a	que	hubiere	 lugar;	y,	si	 lo	paga,	adquiere	 los	derechos
que	corresponderían	al	supuesto	representado.
7.2.	La	misma	regla	se	aplicará	al	representante	que	exceda	sus	facultades.
Ley	27287.
ART.	8°.—Responsabilidad	de	las	personas	capaces.
8.1.	 El	 título	 valor	 surte	 sus	 efectos	 contra	 las	 personas	 capaces	 que	 lo
hubieren	firmado,	aun	cuando	las	demás	firmas	fueren	inválidas	o	nulas	por
cualquier	causa.
8.2.	 Igual	 regla	 se	 observará	 con	 relación	 a	 las	 personas	 que	 hayan
intervenido	 en	 la	 emisión,	 garantía	 o	 transferencia	 de	 valores	 con
representación	por	anotación	en	cuenta.
C.	C.
ART.	42.—Capacidad	de	ejercicio.	Tienen	plena	capacidad	de	ejercicio	de
sus	 derechos	 civiles	 las	 personas	 que	 hayan	 cumplido	 dieciocho	 años	 de
edad,	salvo	lo	dispuesto	en	los	artículos	43	y	44.
JURISPRUDENCIA.—La	 literalidad	 sólo	 rige	 para	 la	 emisión	 de	 títulos
valores.	 “Si	 bien	 es	 cierto	 la	 facultad	 de	 girar	 letras	 de	 cambio	 no	 se
encuentra	 prevista	 taxativamente	 dentro	 de	 las	 referidas	 facultades,
también	 lo	 es	 que	 dicho	 actuar	 sí	 se	 encuentra	 contemplado	 dentro	 del
concepto	 denominado	 ‘todas	 las	 operaciones	 bancarias	 y	 financieras	 que
corresponden	a	 la	sociedad’,	como	resulta	evidente	no	solo	por	 la	referida
indicación	 sino	 también	 porque	 en	 el	 referido	 numeral	 se	 contemplan
facultades	 similares	 en	 relación	a	otros	 títulos	valores,	 siendo	entonces	 lo
indicado	 la	 voluntad	 de	 la	 persona	 jurídica”.	 (Cas.	 1976-2002-Callao.
03.02.2003)
Ley	27287.
ART.	9°.—Alteración	del	título	valor.
9.1.	En	caso	de	alteración	de	un	título	valor,	los	firmantes	posteriores	a	este
hecho	 se	 obligan	 según	 los	 términos	 del	 texto	 alterado	 y	 los	 anteriores
conforme	al	texto	original.
9.2.	 A	 falta	 de	 prueba	 en	 contrario,	 se	 presume	 que	 una	 firma	 ha	 sido
puesta	antes	de	la	alteración.
Ley	27287.
ART.	10.—Título	valor	emitido	incompleto.
10.1.	Para	ejercitar	cualquier	derecho	o	acción	derivada	de	un	título	valor
emitido	o	aceptado	en	 forma	 incompleta,	 éste	deberá	haberse	completado
conforme	 a	 los	 acuerdos	 adoptados.	 En	 caso	 contrario,	 el	 obligado	 podrá
contradecir	conforme	al	artículo	19	inciso	e).
10.2.	Modificado.	Ley	29349,	Art.	Único.	Quien	emite	o	acepta	un	 título
valor	 incompleto	 tiene	 el	 derecho	 de	 agregar	 en	 él	 cláusula	 que	 limite	 su
transferencia,	 así	 como	 recibir	 del	 tomador	 una	 copia	 del	 título,
debidamente	 firmado	en	el	momento	de	 su	 entrega,	 y	del	documento	que
contiene	 los	 acuerdos	 donde	 consten	 la	 forma	 de	 completarlo	 y	 las
condiciones	de	transferencia.	En	tal	caso,	salvo	que	se	trate	del	cheque,	su
transferencia	surte	los	efectos	de	la	cesión	de	derechos.
10.3.	 Si	 un	 título	 valor,	 incompleto	 al	 emitirse,	 hubiere	 sido	 completado
contraviniendo	 los	 acuerdos	 adoptados	 por	 los	 intervinientes,	 la
inobservancia	de	esos	acuerdos	no	puede	ser	opuesta	a	terceros	de	buena	fe
que	no	hayan	participado	o	conocido	de	dichos	acuerdos.
10.4.	Las	menciones	y	requisitos	del	título	valor	o	de	los	derechos	que	en	él
deben	consignarse	para	su	eficacia	deben	ser	completados	hasta	antes	de	su
presentación	para	su	pago	o	cumplimiento.
JURISPRUDENCIA.—Al	 iniciarse	 la	 acción	 directa,	 carece	 de	 sentido
pronunciarse	 sobre	 la	 posible	 novación	 subjetiva	 por	 delegación.	 “No
resulta	indispensable	para	su	validez	que	el	título	valor	haya	sido	dotado	de
todos	 sus	 requisitos	 esenciales	 en	 el	mismo	momento	 en	que	 fue	 suscrito
por	el	emisor	o	librador”.	(Cas.	3049-2001-Lambayeque.	02.09.2002)
JURISPRUDENCIA.—Para	 su	 contradicción	 deberá	 acreditarse	 que	 el
título	valor	ha	sido	completado	contraviniendo	los	acuerdos	adoptados.
“Decimotercero.-	 Que,	 la	 resolución	 de	 primera	 instancia	 dictada	 en	 la
audiencia	única	de	fojas	56	a	58	estableció	como	fundamento	principal	que
llevó	a	restar	mérito	al	documento	de	fojas	28,	el	hecho	de	que	en	aquél	no
se	hacía	alusión	alguna	a	la	letra	de	cambio	materia	del	litigio,	verificándose
la	 falta	 de	 conexidad	 entre	 dichos	 documentos	 (estado	 de	 cuenta-letra	 de
cambio)	y	que,	por	ello,	no	se	acreditaba	la	afirmación	de	que	el	título	valor
haya	sido	llenado	sin	respetar	los	acuerdos	de	las	partes,	conclusión	que	ha
sido	recogida	por	 la	Sala	Superior	al	 confirmar	 la	apelada	por	sus	propios
fundamentos,	limitándose	a	citar,	como	un	razonamiento	que	abunda	en	la
decisión	 adoptada,	 el	 principio	 de	 abstracción	 incorporado	 a	 la	 cambial”.
(Cas.	658-2004-Lima.	30.09.2005)
Ley	27287.
ART.	11.—Responsabilidad	solidaria.
11.1.	Los	que	emitan,	giren,	acepten,	endosen	o	garanticen	títulos	valores
quedan	 obligados	 solidariamente	 frente	 al	 tenedor,	 salvo	 cláusula	 o
disposición	 legal	 expresa	 en	 contrario.	 Este	 puede	 accionar	 contra	 dichos
obligados,	individual	o	conjuntamente,	sin	tener	que	observar	el	orden	en	el
que	hubieren	intervenido.
11.2.	El	mismo	derecho	corresponde	a	todo	obligado	de	un	título	valor	que
lo	haya	pagado,	contra	los	obligados	anteriores	a	él.
11.3.	La	acción	promovida	contra	uno	de	los	obligados	no	impide	accionar
contra	 los	 otros,	 aun	 cuando	 sean	 posteriores	 al	 demandado	 en	 primer
lugar.
11.4.	El	tenedor	puede	ejercitar	acumulativamente	las	acciones	directa	y	de
regreso;	y,	de	darse	el	caso,	la	de	ulterior	regreso.
11.5.	La	firma	puesta	en	un	título	valor	al	portador,	como	constancia	de	su
cobro	o	del	ejercicio	de	derechos	representados	por	dicho	título,	no	origina
para	 el	 firmante	 ninguna	 obligación	 cambiaria	 derivada	 de	 dicho	 título
valor.
JURISPRUDENCIA.—La	 literalidad	no	es	exigible	en	el	otorgamiento	de
facultades	 para	 actividades	 comerciales.	 “El	 principio	 de	 literalidad	 en
virtud	 del	 cual	 el	 texto	 del	 documento	 determina	 las	 facultades	 del
representante	o	 los	derechos	y	obligaciones	contenidas	en	el	 título	a	 favor
de	su	titular	o	portador,	previsto	tanto	en	el	artículo	75	del	código	adjetivo,
respecto	del	apoderamiento	 judicial,	y	en	el	artículo	4°	de	 la	nueva	Ley	de
Títulos	Valores	(...),	en	relación	a	los	títulos	valores,	respectivamente,	no	es
un	principio	que	resulte	exigible	también	en	el	otorgamiento	de	facultades
para	 actividades	 comerciales,	 toda	 vez	 que	 tal	 principio	 no	 se	 encuentra
previsto	en	 la	Ley	General	de	Sociedades	 (...),	 así	 como	 tampoco	en	 la	Ley
General	 del	 Sistema	Financiero	 y	del	 Sistema	de	 Seguros	 y	Orgánica	de	 la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 ni	 en	 ninguna	 otra	 ley	 especial	 o
general”.	(Cas.	1976-2002-Callao.	03.02.2003)
JURISPRUDENCIA.—El	fiador	en	un	pagaré	es	obligado	solidario.	“Quien
ha	 firmado	 como	 fiador,	 pagarés	 puestos	 a	 cobro,	 su	 condición	 es	 la	 de
obligado	solidario	en	el	pago	de	los	créditos	que	representa	y,	debido	a	ello
no	 está	 facultado	 para	 pedir	 la	 excusión	 de	 sus	 bienes”.	 (Cas.	 485-1986.
19.08.89)
Ley	27287.
ART.	12.—Derechos	del	legítimo	tenedor.	Los	títulos	valores	confieren	a
su	legítimo	tenedor	el	derecho	exclusivo	a	disponer	o,	de	ser	el	caso,	gravar
o	 afectar	 los	 bienes	 que	 en	 ellos	 se	 menciona;	 sin	 perjuicio	 de	 las
excepciones	que	señale	la	ley.
Ley	27287.
ART.	 13.—Publicidad	 de	 gravámenes	 y	 afectaciones.	 Las	 medidas
cautelares,	 la	 prenda,	 el	 fideicomiso	 y	 cualquier	 afectación	 sobre	 los
derechos	o	los	bienes	representados	por	el	título	valor	no	surten	efecto	si	no
se	 anotan	 en	 el	 mismo	 título;	 o,	 según	 su	 naturaleza,	 en	 la	 matrícula	 o
registro	del	respectivo	valor.
Ley	27287.
ART.	 14.—Transferencia	 de	 derechos	 accesorios.	 La	 transferencia	 del
título	 valor	 comprende	 también	 sus	 derechos	 accesorios,	 salvo	 que	 éstos
sean	 excluidos	 en	 forma	 expresa,	 en	 los	 casos	 en	 que	 ellos	 puedan	 surtir
efectos	 por	 sí	 mismos	 y	 sin	 que	 sea	 necesaria	 la	 presentación	 del	 título
principal	para	hacerlos	valer.
C.	C.
ART.	889.—Principios	de	accesoriedad.	Las	partes	integrantes	de	un	bien
y	sus	accesorios	siguen	 la	condición	de	éste,	 salvo	que	 la	 ley	o	el	 contrato
permita	su	diferenciación	o	separación.
C.	C.
ART.	 913.—Presunción	 de	 posesión	 de	 accesorios.	 La	 posesión	 de	 un
bien	 hace	 presumir	 la	 posesión	 de	 sus	 accesorios.	 La	 posesión	 de	 un
inmueble	hace	presumir	la	de	los	bienes	muebles	que	se	hallen	en	él.
Ley	27287.
ART.	 15.—Reivindicación.	 El	 título	 valor	 adquirido	 de	 buena	 fe,	 de
conformidad	 con	 las	 normas	 que	 regulan	 su	 circulación,	 no	 está	 sujeto	 a
reivindicación.
C.	C.
ART.	927.—Imprescriptibilidad	de	la	acción	reivindicatoria.	La	 acción
reivindicatoria	es	imprescriptible.	No	procede	contra	aquel	que	adquirió	el
bien	por	prescripción.
C.	C.
ART.	 1542.—Irreivindicabilidad	 de	muebles	 adquiridos	 en	 tiendas	 o
locales	 abiertos	 al	 público.	 Los	 bienes	muebles	 adquiridos	 en	 tiendas	 o
locales	 abiertos	 al	 público	 no	 son	 reivindicables	 si	 son	 amparados	 con
facturas	o	pólizas	del	 vendedor.	Queda	a	 salvo	el	derecho	del	perjudicado
para	ejercitar	las	acciones	civiles	o	penales	que	correspondan	contra	quien
los	vendió	indebidamente.
Ley	27287.
ART.	16.—Requisitos	para	exigir	las	prestaciones.
16.1.	El	título	valor	debe	ser	presentado	para	exigir	las	prestaciones	que	en
él	 se	 expresan,	por	quien	 según	 las	 reglas	de	 su	 circulación	 resulte	 ser	 su
tenedor	legítimo,	que	además	tiene	la	obligación	de	identificarse.	El	deudor
de	 buena	 fe	 que	 cumpla	 con	 la	 prestación	 queda	 liberado,	 aunque	 dicho
tenedor	no	resultase	ser	el	titular	del	derecho.
16.2.	En	los	valores	con	representación	por	anotación	en	cuenta,	el	derecho
a	exigir	tales	prestaciones	corresponde	a	quien	figure	como	su	titular	en	el
registro,	conforme	a	ley	de	la	materia.
16.3.	 Los	 derechos	 que	 correspondan	 a	 los	 valores	 que	 formen	 parte	 de
patrimonios	 autónomos	 o	 fondos	 reconocidos	 por	 la	 ley	 serán	 ejercitados
por	 los	 respectivos	 fiduciarios	 o	 administradores;	 y,	 en	 su	 caso,	 por	 los
representantes	que	señale	la	ley	de	la	materia.
C.	C.
ART.	1225.—Validez	del	pago	hecho	a	persona	con	derecho	de	cobrar.
Extingue	 la	 obligación	 el	 pago	 hecho	 a	 persona	 que	 está	 en	 posesión	 del
derecho	de	cobrar,	aunque	después	se	le	quite	la	posesión	o	se	declare	que
no	la	tuvo.
Ley	27287.
ART.	17.—Devolución	del	título	valor	pagado.
17.1.	 El	 tenedor	 de	 un	 título	 valor	 queda	 obligado	 a	 devolverlo	 a	 quien
cumpla	 totalmente	 la	 prestación	 contenida	 en	 él.	 En	 su	 caso,	 entregará
también	 la	 cuenta	 de	 gastos	 y	 será	 de	 su	 cargo	 obtener	 la	 constancia	 del
incumplimiento	del	título	valor.
17.2.	Las	partes	interesadas	podrán	acordar	la	destrucción	del	título	valor
pagado	 totalmente,	 prescindiendo	 de	 su	 devolución	 física.	 La	 carga	 de	 la
prueba	 de	 tal	 acuerdo,	 así	 como	 la	 responsabilidad	 por	 la	 falta	 de
destrucción,	corresponde	al	obligado	a	la	devolución.
17.3.	En	el	caso	de	títulos	valores	cuyo	último	tenedor	sea	una	empresa	del
sistema	financiero	nacional,	una	vez	que	éste	sea	pagado	totalmente,	podrá
ser	 sustituido	 por	 microformas	 u	 otros	 medios	 que	 permita	 la	 ley	 de	 la
materia,	 destruyéndose	 el	 título	 valor	 cancelado.	 En	 este	 caso,	 la	 referida
empresa	deberá	entregar	al	obligado	la	respectiva	constancia	de	pago	total
y	mantener	dicha	reproducción	a	su	disposición	por	el	plazo	que	señala	 la
ley,	que	en	ningún	caso	podrá	ser	menor	a	cinco	(5)	años	desde	la	fecha	de
vencimiento	 del	 título	 valor,	 con	 obligación	 de	 expedir	 las	 respectivas
constancias	o	reproducciones	con	validez	legal,	a	simple	requerimiento	del
interesado.	 Esta	 misma	 regla	 será	 de	 aplicación	 a	 tenedores	 de	 títulos
valores	 que	 cuenten	 con	 autorización	 para	 mantener	 archivos	 en
microformas	 o	 medios	 similares	 que	 permita	 la	 ley	 de	 la	 materia.	 La
responsabilidad	 por	 la	 falta	 de	 destrucción	 o	 sustitución	 del	 título	 valor
cancelado	 corresponde	 a	 la	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 nacional	 o
persona	autorizada	que	acuerde	este	proceso	de	sustitución	y	destrucción
previsto	en	el	presente	párrafo.
17.4.	 Si	 el	 cumplimiento	 es	 parcial,	 se	 observarán	 las	 disposiciones	 que
contiene	el	artículo	65.
Ley	27287.
ART.	18.—Mérito	ejecutivo	y	ejercicio	de	las	acciones	cambiarias.
18.1.	 Los	 títulos	 valores	 tienen	mérito	 ejecutivo,	 si	 reúnen	 los	 requisitos
formales	exigidos	por	la	presente	ley,	según	su	clase.
18.2.	El	 tenedor	podrá	ejercitar	 las	acciones	derivadas	del	 título	valor	en
proceso	distinto	al	ejecutivo,	observando	la	ley	procesal.
18.3.	 El	 mérito	 ejecutivo	 respecto	 a	 los	 valores	 con	 representación	 por
anotación	en	cuenta,	recae	en	la	constancia	de	inscripción	y	titularidad	que
expida	 la	 respectiva	 institución	de	 compensación	y	 liquidación	de	valores,
conforme	a	la	ley	de	la	materia.
JURISPRUDENCIA.—Letras	 de	 cambio	 se	 pueden	 firmar	 junto	 con
documentos	 constitutivos	 de	 obligación.	 “(…)	 sostiene	 que	 nuestro
sistema	jurídico	reconoce	y	posibilita	que	en	 los	documentos	constitutivos
de	 obligación	 (causales)	 las	 partes	 para	 facilitar	 el	 tráfico	 comercial	 y
viabilizar	el	pago	de	sus	obligaciones	pacten	la	emisión	de	letras	de	cambio,
que	generalmente	es	en	representación	de	la	obligación	pactada,	la	entrega
de	títulos	valores	no	es	un	pago	pro-soluto	(en	pago),	concluyendo	que	las
letras	 de	 cambio	 fueron	 aceptadas	 en	 representación	 de	 la	 obligación,
puesto	 que	 al	 ser	 títulos	 autónomos	 serían	 exigibles	 a	 partir	 de	 su
vencimiento,	y	su	sola	emisión	no	importa	la	extinción;	sin	embargo,	no	se
ha	pronunciado	si	con	 la	emisión	de	 las	 letras	de	cambio,	se	ha	producido
una	novación,	al	sostener	los	ejecutados	que	con	dicha	emisión	se	ha	creado
una	obligación	de	pago	en	las	letras	de	cambio,	por	lo	que	es	evidente	que	se
ha	incumplido	con	los	términos	expuestos	en	la	aludida	ejecutoria	suprema.
Asimismo,	aún	cuando	el	colegiado	arriba	a	la	conclusión	de	que	la	letras	de
cambio	han	sido	emitidas	en	representación	de	la	obligación	pactada	en	el
contrato	 y	 por	 ende	 considera	 que	 resulta	 innecesarias	 adjuntarlas	 al
proceso,	 no	 es	 menos	 cierto,	 que	 tampoco	 se	 ha	 pronunciado	 sobre	 el
extremo	ordenado	en	la	ejecutoria	suprema,	referido	a	la	situación	invocada
en	la	contradicción	del	ejecutado,	que	la	falta	de	presentación	de	las	letras
de	cambio	podían	conllevar	un	doble	pago	de	la	obligación	(…)”	(CS,	Cas.	27-
2009-Lima,	jul.	02/2009.	V.	P.	Castañeda	Serrano)
JURISPRUDENCIA.—Cuando	 se	 pierde	 la	 acción	 cambiaria,	 la	 acción
causal	queda	como	último	recurso	para	lograr	el	pago	de	la	deuda.	“El
artículo	 18	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 prevé	 la	 acción	 cambiaria,	 como
también	 el	 ejercicio	 de	 la	 acción	 causal.	 La	 acción	 causal,	 constituye	 el
recurso	 que	 pretende	 el	 cobro	 subsidiario	 a	 la	 pérdida	 de	 la	 acción
cambiaria,	 cuando	 ésta	 ha	 quedado	 extinguida,	 y	 como	 tal	 su	 accionar
traería	 como	 consecuencia	 una	 pretensión	 imposible;	 Gómez	 Leo	 refiere
que,	 ‘la	 acción	 causal	 es	 la	 acción	 extracambiaria	 que	 puede	 promover	 el
portador	 legitimado	 de	 una	 letra	 de	 cambio,	 (un	 título	 valor)	 contra	 el
firmante	 inmediato	 anterior	 que	 lo	 garantiza	 (solidariamente)	 en	 el	 nexo
cambiaría,	siempre	que	la	letra	(el	titulo	valor)	no	esté	perjudicada	y	tenga
establecida	y	vigente	con	dicho	sujeto,	la	relación	jurídica	de	derecho	común
por	la	cual	se	la	giró’	(...)	Por	consiguiente	se	tiene	que,	 la	acción	causal	se
promoverá	por	las	vías	procesales	que	el	derecho	acuerde	al	negocio	causal,
‘la	 que	 emerge	 del	 contrato	 o	 del	 acto	 que	 dio	 origen	 al	 título	 y	 que
permanece	subyacente	en	el	fondo	de	la	relación	cambiaria,	sin	revelarse	al
exterior	 es	 una	 acción	 que	 se	 hace	 valer	 en	 el	 proceso	 de	 conocimiento,
abreviado	o	sumarísimo,	debiendo	acompañarse	al	escrito	de	demanda	los
medios	 probatorios	 (artículos	 475	 y	 4243	 inciso	 100	 del	 Código	 procesal
Civil)’.	 No	 existe	 una	 acción	 causal	 específica	 como	 no	 existe	 una	 acción
cambiaría	típica,	a	condición	que	el	título	no	haya	sido	pagado,	toda	vez	que,
el	pago	extingue	los	derechos	incorporados	a	la	letra	y,	también,	la	relación
causal;	entiéndase	que,	quien	recibe	un	título	valor,	en	el	acto	de	recibirlo,
renuncia	 a	 ejercer	 privada	 o	 judicialmente	 los	 derechos	 emergentes	 de	 la
relación	fundamental,	pero	no	renuncia	definitivamente	a	ello.	El	portador
tiene	la	obligación	de	ser	diligente	y	realizar	actos	conservatorios	para	que
la	letra	no	se	perjudique,	tanto	para	el	ejercicio	de	las	acciones	cambiarias
como	 de	 las	 causales.	 Por	 último	 no	 se	 puede	 dejar	 de	 señalar	 que,	 es
condición	para	el	ejercicio	de	 la	acción	causal	que	 la	relación	 fundamental
autorice	al	interesado	a	accionar	y	que	la	acción	no	se	haya	extinguido	por
prescripción	 de	 los	 derechos	 emergentes	 de	 esa	 relación.	 La	 relación
fundamental	 y,	 por	 ende,	 la	 acción	 causal	 se	 extingue	por	prescripción	de
acuerdo	a	los	términos	establecidos	por	el	derecho	para	el	negocio	de	que	se
trate	(...)”.	(CS,	Cas.	3179-2011-Lima,	abr.	18/2013.	V.	P.	Estrella	Cama)
JURISPRUDENCIA.—La	Suprema	explica	cómo	el	principio	de	formalidad
domina	 los	 títulos	 valores.	 “El	 órgano	 revisor	 sustenta	 su	 fallo	 en	 lo
previsto	 por	 los	 artículos	 18.1	 y	 18.2	 de	 la	 Ley	 27287,	 pues	 los	 títulos
valores	 exigen	 el	 cumplimiento	 riguroso	 de	 las	 formalidades	 que	 le	 son
propias,	 precisando	 que	 la	 letra	 de	 cambio	 puesta	 a	 cobro	 no	 consigna	 el
protesto	o	que	exista	documento	de	 la	prescindencia	de	dicho	acto;	por	 lo
que	al	haberse	admitido	la	demanda	con	mandato	ejecutivo	sin	que	el	título
de	 crédito	 tenga	 las	 formalidades	 que	 menciona	 la	 ley	 cartular,	 se	 ha
contravenido	el	debido	proceso,	por	cuanto	el	artículo	70	de	la	ley	anotada
dispone	que	en	caso	de	incumplimiento	de	las	obligaciones	que	representa
el	título	valor	debe	dejarse	constancia	de	ello	mediante	el	protesto	o,	en	su
caso,	 debe	 observarse	 la	 formalidad	 sustitutoria	 que	 se	 establece,	 el	 que
surtirá	los	mismos	efectos	del	protesto,	constituyendo	formalidad	necesaria
para	el	ejercicio	de	las	acciones	cambiarias.	(...)	entre	los	principios	jurídicos
que	 caracterizan	 los	 títulos	 valores	 se	 encuentra	 el	 de	 formalidad.	 Este
principio	 implica	que	 los	 títulos	valores	para	ser	considerados	como	tales,
además	de	incorporar	derechos	y	estar	destinados	a	la	circulación,	deberán
reunir	 los	 requisitos	 formales	 esenciales	 que	 exija	 la	 ley	 para	 cada	 tipo
especial	 de	 título	 valor,	 conforme	así	 lo	dispone	 el	 artículo	18.1	de	 la	 Ley
27287	 (...)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 3185-2009-Junín,	 abr.	 05/2011	 V.	 P.	 Almenara
Bryson)
Ley	27287.
ART.	19.—Causales	de	contradicción.
19.1	 Cualquiera	 que	 fuere	 la	 vía	 en	 la	 que	 se	 ejerciten	 las	 acciones
derivadas	del	título	valor,	el	demandado	puede	contradecir	fundándose	en:
a)	 el	 contenido	 literal	del	 título	valor	o	en	 los	defectos	de	 forma	 legal	de
éste;
b)	la	falsedad	de	la	firma	que	se	le	atribuye;
c)	 la	 falta	 de	 capacidad	 o	 representación	 del	 propio	 demandado	 en	 el
momento	que	se	firmó	el	título	valor;
d)	 la	 falta	 del	 protesto,	 o	 el	 protesto	 defectuoso,	 o	 de	 la	 formalidad
sustitutoria,	en	los	casos	de	títulos	valores	sujetos	a	ello;
e)	que	el	título	valor	incompleto	al	emitirse	haya	sido	completado	en	forma
contraria	 a	 los	 acuerdos	 adoptados,	 acompañando	 necesariamente	 el
respectivo	 documento	 donde	 consten	 tales	 acuerdos	 transgredidos	 por	 el
demandante;	y
f)	 la	 falta	de	 cumplimiento	de	algún	 requisito	 señalado	por	 la	 ley	para	el
ejercicio	de	la	acción	cambiaria.
19.2	 El	 deudor	 también	 puede	 contradecir	 al	 tenedor	 del	 título	 valor,
proponiendo	las	defensas	que	se	deriven	de	sus	relaciones	personales	y	las
que	resulten	procedentes,	según	la	ley	procesal.
19.3	El	 demandado	no	puede	 ejercer	 los	medios	de	defensa	 fundados	 en
sus	relaciones	personales	con	los	otros	obligados	del	título	valor,	ni	contra
quienes	no	mantenga	relación	causal	vinculada	al	título	valor,	a	menos	que
al	adquirirlo,	el	demandante	hubiese	obrado	a	sabiendas	del	daño	de	aquél.
JURISPRUDENCIA.—Ejecutado	 tiene	 siempre	 la	 carga	 de	 la	 prueba
respecto	de	la	contradicción	a	la	deuda	contenida	en	un	título	valor.	“(…)
en	el	 caso	de	 alegarse	que	un	 título	 valor	haya	 sido	 completado	en	 forma
contraria	 a	 los	 acuerdos	 –tal	 como	 lo	 ha	 sostenido	 la	 recurrente	 en	 el
proceso–	 es	 un	 deber	 ineludible	 de	 quien	 formula	 la	 contradicción
presentar	 los	 documentos	 en	 donde	 consten	 tales	 acuerdos	 y	 precisar	 en
qué	consiste	 la	 trasgresión	a	 los	mismos,	de	conformidad	con	 lo	dispuesto
en	el	acápite	e)	del	artículo	19.1	de	la	Ley	27287	(…)”.	(CS,	Cas.	4273-2008-
Lima,	ene	27/2009.	V.P.	Solís	Espinoza)
JURISPRUDENCIA.—Validez	del	título	valor	incompleto	depende	de	si	lo
añadido	 transgrede	 o	 no	 lo	 pactado	 por	 las	 partes.	 “(…)	 entrando	 a
resolver	el	recurso,	se	debe	precisar	que	el	literal	e)	del	artículo	19	de	la	Ley
de	 Títulos	 Valores	 establece:	 (…)	 de	 la	 disposición	 citada	 se	 observa	 que
para	dotar	de	validez	al	 título	valor	 incompleto,	éste	debe	ser	completado
de	 acuerdo	 a	 lo	 pactado,	 en	 ese	 sentido	 este	 supremo	 tribunal	 considera
pertinente	 precisar	 que	 para	 el	 presente	 caso	 sólo	 será	 admitida	 la
contradicción	 al	 título	 valor	 incompleto	 cuando	 aquel	 haya	 sido	 llenado
transgrediendo	 lo	 acordado	 entre	 las	 partes.	 (…)	 según	 Lorenzo	 Zolezzi
lbarcena:	“El	derecho	civil	es	la	base	de	las	relaciones	que	puedan	requerir
del	proceso	judicial	para	su	reconocimiento	y	provee	de	las	instituciones	y
conceptos	que	configuran	dichas	relaciones,	pero	dicho	ordenamiento	legal
contiene	una	serie	de	opciones	de	tipo	procesal,	de	definiciones	con	efectos
procesales,	 de	 trámites	 y	 plazos,	 que	 obligan	 a	 estudiarlos	 detenidamente
para	completar	la	visión	de	la	forma	prevista	para	hacer	valer	los	derechos
sustantivos”,	(…)	si	bien	es	cierto	el	artículo	19	inciso	e)	está	comprendido
en	un	ordenamiento	sustantivo	–Ley	N°	27287	Ley	de	Títulos	Valores–,	lo	es
también	que	dicho	precepto	legal	tiene	contenido	y	efectos	procesales,	pues
establece	 las	 causales	 ,de	 contradicción,	 en	 base	 a	 las	 cuales	 se	 debió
resolver	 la	 presente	 litis.”	 (CS,	 Cas.	 N°	 1077-2010-Lambayeque,	 mar.
10/2011.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—TC:	 títulos	 valores	 incompletos	 deben	 ser	 llenados
según	 lo	 estrictamente	 pactado	 por	 las	 partes.	 “Un	 título	 valor
incompleto,	también	denominado	empezado	o	incoado,	es	aquel	en	el	que	el
suscriptor	sólo	ha	plasmado	su	firma,	dejando	de	forma	deliberada,	total	o
parcialmente,	espacios	en	blanco	para	ser	llenados	por	el	tenedor	legítimo,
de	 acuerdo	 con	 instrucciones	 dadas	 a	 este	 último.	 Su	 característica
principal,	 es	 la	 ausencia	 de	 los	 requisitos	 formales	 esenciales	 que	 debe
contener	todo	título	para	ser	considerado	como	tal.	(...).
Como	 se	 observa,	 la	 legislación	de	 los	 últimos	doce	 años,	 advirtiendo	 los
abusos	 cometidos	 antes,	 orienta	 su	 sentido	 hacia	 una	 protección	 total	 del
consumidor.	 La	 jurisprudencia	 desde	 1967	 hasta	 el	 2000,	 cooperó
decididamente	a	este	resultado	final.
Acerca	de	la	consignación	de	intereses	en	los	títulos	valores	incompletos
11.	Tal	como	lo	hemos	referido	previamente,	tratándose	de	títulos	valores
emitidos	incompletos,	éstos	deben	ser	completados	para	su	presentación	a
cobro,	según	lo	estrictamente	pactado	por	las	partes	(...).”	(TC,	Exp.	04087-
2011-PA/TC,	ago.	28/2012.	S.	S.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—TC	 señala	 criterios	 para	 determinar	 los	 intereses
moratorios	 y	 compensatorios	 en	 la	 ejecución	 de	 títulos	 valores
incompletos.	 “Tal	 como	 lo	 hemos	 referido	 previamente,	 tratándose	 de
títulos	valores	emitidos	 incompletos,	éstos	deben	ser	completados	para	su
presentación	 a	 cobro,	 según	 lo	 estrictamente	 pactado	 por	 las	 partes;	 por
ende,	 en	 relación	a	 los	 intereses	moratorios	y	 compensatorios,	 tratándose
de	títulos	valores	incompletos,	se	tiene	dos	opciones:
a)	Que	en	el	documento	en	el	que	consta	la	voluntad	de	las	partes,	acerca
de	 cómo	 debe	 ser	 completado	 el	 título	 valor	 a	 su	 vencimiento,	 se	 haya
señalado	 expresamente	 que	 los	 intereses	 que	 se	 devenguen	 hasta	 el
momento	de	ser	completado	para	su	presentación	a	cobro	se	adicionarán	a
la	deuda	principal;	para	lo	cual	es	necesario	que	se	acompañe	la	liquidación
de	intereses	según	lo	pactado	en	su	defecto	el	interés	legal,	que	sustentan	el
incremento	de	la	deuda	originaria.
b)	Que	en	el	documento	el	que	consta	la	voluntad	de	las	partes,	acerca	de
cómo	 debe	 ser	 completado	 el	 título	 valor	 a	 su	 vencimiento,	 no	 se	 haya
consignado	 ninguna	 referencia	 a	 la	 adición	 de	 intereses	 moratorios	 y
compensatorios;	en	ese	caso,	 los	 intereses	que	se	devenguen	se	solicitarán
en	 el	 proceso	 que	 se	 inicie	 para	 el	 cobro	 de	 referido	 título	 valor,
acompañando	igualmente	la	liquidación	de	intereses	según	lo	pactado	o	en
su	defecto	 el	 interés	 legal.	 Es	 decir,	 el	 título	 valor	 será	 completado	por	 el
importe	 original	 y	 los	 intereses	 devengados	 se	 pagarán	 en	 ejecución	 de
sentencia.	(...).
21.	 Por	 tanto,	 en	 concordancia	 con	 lo	 afirmado	 por	 la	 Corte	 Suprema
mediante	Casación	N°	2655-2003,	en	el	presente	caso,	lo	resuelto	(...),	por	la
Segunda	Sala	Civil	Especializada	en	Procesos	ejecutivos	y	Cautelares	de	 la
Corte	Superior	de	Justicia	de	Lima,	ha	contravenido	directamente	el	derecho
a	la	tutela	procesal	efectiva	en	su	manifestación	del	derecho	que	le	asiste	a
los	recurrente	a	obtener	una	sentencia	fundada	en	derecho,	ya	que:
i)	 Si	 efectivamente	 en	 la	 escritura	 pública	 de	 fecha	 5	 de	 mayo	 de	 1999,
instrumento	 en	 el	 que	 se	 sustenta	 la	 emisión	 de	 los	 títulos	 valores
cuestionados,	no	se	pactó	expresamente	 la	adición	de	 intereses	a	 la	deuda
principal	al	momento	de	llenar	los	pagarés	para	su	presentación	a	cobro;	no
era	 posible	 que	 el	 banco	 los	 adicione	 además,	 pretenda	 –en	 el	 proceso
ejecutivo	iniciado	para	el	cobro	de	los	respectivos	pagarés–	en	ejecución	de
sentencia	 el	 pago	 también	 de	 intereses,	 ya	 que	 ello,	 supone	 un	 ejercicio
abusivo	de	su	derecho	como	acreedor.
ii)	Si	en	los	pagarés	puestos	a	cobro,	se	consignaron	dos	fechas	distintas	de
emisión,	los	mismos	se	perjudicaron	y	jamás	tuvieron	de	título	valor	y	por
ende	 mérito	 ejecutivo”.	 (TC,	 Exp.	 04087-2011-PA/TC,	 ago.	 28/2012.	 S.	 S.
Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—Las	 relaciones	 personales	 entre	 los	 obligados	 del
título	no	alteran	la	acción	cambiaria	de	regreso.	“(...)	examinada	la	causal
denunciada	debe	indicarse	que	el	recurrente	no	ha	demostrado	la	incidencia
directa	 de	 la	 supuesta	 infracción	 normativa	 sobre	 la	 decisión	 impugnada,
requisito	de	procedencia	contenido	en	el	inciso	3	del	artículo	388	del	Código
Procesal	Civil,	en	tanto	la	sala	superior	ha	señalado	que	el	ejecutado	(...),	en
este	 proceso	 no	 puede	 hacer	 valer	 las	 relaciones	 personales	 (conforme	 al
artículo	19.3	de	la	Ley	número	27287)	que	hubiera	tenido	con	la	endosante
(...)	 Sociedad	 Comercial	 de	 Responsabilidad	 Limitada,	 pues	 no	 resulta
admisible	 (ni	 oponible	 al	 demandante)	 para	 considerar	 inexigible	 la
obligación	puesta	a	cobro,	que	ésta	última	le	haya	expedido	un	documento
con	 el	 que	 se	 haya	 dejado	 constancia	 que	 no	 tiene	 pendiente	 de	 pago
ninguna	 deuda,	 ya	 que	 tratándose	 de	 una	 acción	 cambiaría	 de	 regreso
(tenedor	 del	 título	 recibido	 por	 endoso	 contra	 el	 obligado	 principal	 y	 el
endosante),	 lo	 que	 haya	 ocurrido	 entre	 los	 sujetos	 demandados	 en	 sus
relaciones	personales,	no	afectan	el	derecho	del	demandante,	al	no	aparecer
las	 circunstancias	 que	 se	 alegan	 en	 el	 contenido	 del	 título	 valor;	 en
consecuencia	no	se	advierte	violación	alguna	del	derecho	al	debido	proceso
del	 recurrente”.	 (CS,	 Cas.	 3479-2013-Lima,	 nov.	 21/2013,	 V.	 P.	 Miranda
Molina)
JURISPRUDENCIA.—La	falsificación	de	la	firma	de	uno	de	los	ejecutados
no	le	resta	validez	al	título	frente	a	los	demás	obligados.	“Que,	en	efecto,
respecto	 a	 la	 decisión	 que	 se	 fundó	 en	 el	 hecho	 de	 no	 haber	 sido	 el
codemandado	quien	suscribió	el	título,	esta	fundamentación	se	refiere	a	los
casos	de	falta	de	firma	del	demandado,	ya	que	si	figura	aparentemente	en	el
texto	 del	 título	 cartular	 aludido,	 ello	 se	 debe	 a	 que	 fue	 falsificada.	 Sin
embargo,	se	debe	tener	en	cuenta	que	los	suscriptores	de	un	título	valor	se
obligan	 autónomamente	 y	 que,	 en	 consecuencia,	 las	 circunstancias	 que
invaliden	la	obligación	de	alguno	o	algunos	de	los	signatarios,	no	afectarán
las	obligaciones	de	los	demás.	Este	principio	fundamental	de	la	autonomía	o
independencia	de	las	firmas	trae	como	consecuencia,	para	los	efectos	de	la
decisión	 que	 analizamos,	 que	 sólo	 la	 persona	 que	 no	 suscribió	 (por
falsificación)	el	título	pueda	oponerse	a	aquel,	pero	no	las	demás	partes	que
sí	suscribieron	el	título	y	cuyas	obligaciones,	por	ende,	son	válidas”.	(CS,	Cas.
2083-2011-Arequipa,	jun.	30/2013.	V.	P.	Huamaní	Llamas)
JURISPRUDENCIA.—Los	 defectos	 formales	 del	 título	 valor	 facultan	 a
contradecir	el	mandato	ejecutivo.	“La	ejecutada	(...)	S.A.	ha	contradicho	el
mandato	ejecutivo	invocando	defectos	en	la	emisión	de	los	aludidos	títulos
valores	argumentando	respecto	de	 la	 letra	de	cambio	(...)	que	se	 incumple
con	 el	 requisito	 establecido	 en	 el	 inciso	 f)	 del	 artículo	 119	 de	 la	 Ley	 de
Títulos	 Valores	 por	 contener	 una	 firma	 ilegible	 de	 la	 persona	 que	 gira	 y
emite	la	misma	en	representación	de	la	demandante,	sin	indicar	el	nombre
para	 efectos	 de	 determinar	 si	 tiene	 los	 poderes	 de	 representación	 y,
respecto	 de	 la	 segunda	 cambial	 (...)	 tampoco	 se	 cumple	 con	 los	 requisitos
exigidos	por	la	Ley	de	Títulos	Valores,	toda	vez	que	la	persona	que	gira	en
representación	de	la	actora	carece	de	los	poderes	para	girar	a	nombre	de	su
representada”.	(Cas.	1186-2003-Lima.	30.04.2004)
JURISPRUDENCIA.—Contradicción	 fundada	 en	 relaciones	 personales.
“Quinto.-	Que,	conforme	lo	establece	el	artículo	diecinueve	punto	tres	de	la
Ley	 de	 Título	 Valores	 veintisiete	 mil	 doscientos	 ochenta	 y	 siete,	 el
demandado	 no	 puede	 ejercer	 los	 medios	 de	 defensa	 fundados	 en	 sus
relaciones	 personales	 con	 los	 otros	 obligados	 del	 título	 valor,	 ni	 contra
quienes	no	mantenga	relación	causal	vinculada	al	título	valor,	a	menos	que
al	adquirirlo,	el	demandante	hubiese	obrado	a	sabiendas	del	daño	de	aquél.
Entonces,	 si	 el	 demandado	 pretende	 oponer	 al	 demandante	 medios	 de
defensa	fundados	en	sus	relaciones	con	 los	otros	obligados	al	 título	(como
en	 este	 caso,	 en	 que	 el	 coejecutado	 pretende	 oponer	 al	 ejecutante	 una
defensa	 sustentada	 en	 las	 relaciones	 personales	 habidas	 con	 el	 girador)
debe	 acreditar	 que	 el	 demandante	 conocía	 de	 la	 existencia	 de
irregularidades	 en	 su	 adquisición	 y	 que,	 no	 obstante	 ello,	 concretó	 la
transferencia,	actuando	con	ánimo	de	perjudicarlo	(dolo)”.	(Cas.	2814-2006-
Lima.	02.10.2007)
Ley	27287.
ART.	20.—Enriquecimiento	sin	causa.	Extinguidas	las	acciones	derivadas
de	 los	 títulos	 valores,	 sin	 tener	 acción	 causal	 contra	 el	 emisor	 o	 los	 otros
obligados,	el	tenedor	podrá	accionar	contra	los	que	se	hubieren	enriquecido
sin	causa	en	detrimento	suyo,	por	la	vía	procesal	respectiva.
C.	C.
ART.	 1954.—Definición.	 Aquel	 que	 se	 enriquece	 indebidamente	 a
expensas	de	otro	está	obligado	a	indemnizarlo.
C.	C.
ART.	 1955.—Improcedencia	 de	 la	 indemnización.	 La	 acción	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	1954	no	es	procedente	cuando	la	persona	que	ha	sufrido
el	 perjuicio	 puede	 ejercitar	 otra	 acción	 para	 obtener	 la	 respectiva
indemnización.
Ley	27287.
ART.	21.—Nulidad	del	título	valor	por	intereses	ilegales.
21.1.	Podrá	deducirse	la	nulidad	del	título	valor	obtenido	por	el	tenedor	en
representación	 o	 en	 pago	 de	 préstamos	 con	 intereses	 usurarios	 o
prohibidos	 por	 la	 ley,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 a	 la	 que
hubiera	lugar,	según	la	ley	de	la	materia.
21.2.	 En	 caso	 de	 que	 el	 título	 valor	 que	 contenga	 tales	 intereses	 hubiera
sido	 transferido,	 la	 nulidad	 señalada	 que	 no	 surja	 de	 su	 texto	 no	 podrá
invocarse	contra	el	tenedor	de	buena	fe	que	lo	haya	adquirido	observando
las	normas	que	rigen	su	circulación.
C.	C.
ART.	1664.—Usura	encubierta.	Si	en	el	mutuo	se	declara	recibida	mayor
cantidad	 que	 la	 verdaderamente	 entregada,	 el	 contrato	 se	 entiende
celebrado	por	esta	última,	quedando	sin	efecto	en	cuanto	al	exceso.
JURISPRUDENCIA.—Pretender	 doble	 pago	 constituye	 un	 abuso	 del
derecho.	“(…)	debe	señalarse	que	la	entidad	demandante	incurre	en	abuso
de	derecho,	proscrito	por	el	artículo	II	del	Título	Preliminar	del	Código	Civil,
al	 pretender	 utilizar	 formalismos	 procesales	 a	 fin	 de	 pretender	 un	 doble
pago	por	el	mismo	concepto,	puesto	que	en	un	proceso	reclama	un	concepto
mediante	pretensión	de	obligación	de	dar	suma	de	dinero	y,	en	el	presente
proceso	peticiona	el	mismo	concepto	pero	bajo	la	acción	de	indemnización
por	daños	y	perjuicios	(…).”	(C.	S.,	Cas.	1672-2007-Lima,	ago.	27/2009.	V.	P.
Miranda	Molina)
SECCIÓN	SEGUNDA
DE	LA	CIRCULACIÓN	DE	LOS	TÍTULOS	VALORES
TÍTULO	PRIMERO
DE	LOS	TÍTULOS	VALORES	AL	PORTADOR
Ley	27287.
ART.	22.—Título	valor	al	portador.
22.1	 Título	 valor	 al	 portador	 es	 el	 que	 tiene	 la	 cláusula	 “al	 portador”	 y
otorga	 la	 calidad	 de	 titular	 de	 los	 derechos	 que	 representa	 a	 su	 legítimo
poseedor.	 Para	 su	 transmisión	 no	 se	 requiere	 de	 más	 formalidad	 que	 su
simple	tradición	o	entrega.
22.2	La	indicación	del	nombre	de	persona	determinada	en	un	título	valor	al
portador	 no	 altera	 la	 naturaleza	 de	 éste;	 ni	 genera	 obligaciones	 para
aquélla,	 salvo	 que	 se	 trate	 de	 una	 intervención	 para	 asumir	 alguna
obligación.
Ley	27287.
ART.	23.—Título	valor	al	portador	de	pago	dinerario.	El	 título	valor	al
portador	que	contenga	la	obligación	de	pagar	una	suma	de	dinero	no	puede
ser	emitido	sino	en	los	casos	permitidos	expresamente	por	la	ley.	El	que	se
emita	en	contravención	de	lo	dispuesto	en	este	artículo	no	tendrá	la	calidad
del	título	valor	y	el	emisor	será	sancionado	con	multa	por	importe	igual	al
del	documento	emitido,	que	constituirá	ingreso	propio	del	Poder	Judicial.
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11	 .	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41	 .	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios.	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	treinta	(30)	días	de	presentada	 la	solicitud
por	la	empresa.
NOTA:	El	17	de	enero	del	2013	la	Ley	29985	incorporó	el	actual	numeral	42.
Ley	27287.
ART.	 24.—Circulación	 no	 autorizada	 de	 título	 valor	 al	 portador.	 Aun
cuando	el	 título	valor	al	portador	hubiere	entrado	en	circulación	contra	 la
voluntad	de	su	emisor	u	obligado	principal,	éste	queda	obligado	a	cumplir	la
prestación	en	favor	del	tenedor	de	buena	fe.
Ley	27287.
ART.	 25.—Identificación	 del	 último	 tenedor.	 El	 tenedor	 que	 exija	 la
prestación	representada	en	un	título	valor	al	portador	deberá	identificarse.
El	 nombre,	 el	 número	 del	 documento	 oficial	 de	 identidad	 y	 la	 firma	 de
cancelación	podrán	constar	en	documento	aparte	o	en	el	mismo	título	valor,
sin	 que	 por	 ello	 se	 altere	 su	 naturaleza,	 ni	 genere	 obligación	 cambiaria
derivada	del	mismo	para	dicho	tenedor.
TÍTULO	SEGUNDO
DE	LOS	TÍTULOS	VALORES	A	LA	ORDEN
Ley	27287.
ART.	26.—Título	valor	a	la	orden.
26.1	Título	valor	a	 la	orden	es	el	emitido	con	la	cláusula	“a	 la	orden”,	con
indicación	del	nombre	de	persona	determinada,	quien	es	su	legítimo	titular.
Se	 transmite	 por	 endoso	 y	 consiguiente	 entrega	 del	 título,	 salvo	 pacto	 de
truncamiento	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	último	párrafo	de	este	artículo.
26.2	 La	 cláusula	 “a	 la	 orden”	 puede	 ser	 omitida	 en	 los	 casos	 de	 títulos
valores	 que	 sólo	 se	 emitan	 de	 este	 modo	 y	 en	 los	 casos	 expresamente
autorizados	por	la	ley.
26.3	Puede	prescindirse	de	la	entrega	física	al	endosatario	del	título	valor
endosado	 a	 éste,	 previo	 pacto	 de	 truncamiento	 al	 respecto	 entre	 el
endosante	 y	 endosatario,	 sustituyéndolo	 por	 otra	 formalidad	 mecánica	 o
electrónica,	 de	 lo	 que	 debe	 mantenerse	 constancia	 fehaciente.	 Para	 este
efecto,	deberán	observarse	las	disposiciones	del	artículo	215.
Ley	27287.
ART.	27.—Transmisión	por	medio	distinto	al	endoso.
27.1	El	título	valor	a	la	orden	transmitido	por	cesión	u	otro	medio	distinto
al	 endoso,	 transfiere	 al	 cesionario	 o	 adquirente	 todos	 los	 derechos	 que
represente;	pero	 lo	 sujeta	a	 todas	 las	excepciones	personales	y	medios	de
defensa	 que	 el	 obligado	 habría	 podido	 oponer	 al	 cedente	 o	 transfiriente
antes	de	la	transmisión.
27.2	El	 cedente	 o	 transfiriente	 tiene	 la	 obligación	de	 entregar	 el	 título	 al
cesionario	o	adquirente.
C.	C.
ART.	1206.—Definición.	La	cesión	es	el	acto	de	disposición	en	virtud	del
cual	 el	 cedente	 trasmite	 el	 cesionario	 el	 derecho	 a	 exigir	 la	 prestación	 a
cargo	de	su	deudor,	que	se	ha	obligado	a	transferir	por	un	título	distinto.
La	cesión	puede	hacerse	aun	sin	al	asentimiento	del	deudor.
C.	C.
ART.	1435.—Alcances	y	requisitos.	En	los	contratos	con	prestaciones	no
ejecutadas	total	o	parcialmente,	cualquiera	de	 las	partes	puede	ceder	a	un
tercero	su	posición	contractual.
Se	 requiere	 que	 la	 otra	 parte	 preste	 su	 conformidad	 antes,
simultáneamente	o	después	del	acuerdo	de	cesión.
Si	la	conformidad	del	cedido	hubiera	sido	prestada	previamente	al	acuerdo
entre	cedente	y	cesionario,	el	contrato	sólo	tendrá	efectos	desde	que	dicho
acuerdo	haya	sido	comunicado	al	cedido	por	escrito	de	fecha	cierta.
Ley	27287.
ART.	 28.—Constancia	 judicial	 de	 la	 transmisión.	 En	 las	 transmisiones
previstas	en	el	artículo	27,	el	cesionario	o	adquirente	puede	solicitar	que	el
juez	haga	constar	 la	 transmisión	en	su	 favor,	 en	el	mismo	 título	o	en	hoja
adherida	 a	 él.	 Dicha	 demanda,	 como	 las	 oposiciones	 que	 se	 formulen,	 se
tramitan	en	proceso	sumarísimo.
TÍTULO	TERCERO
DE	LOS	TÍTULOS	VALORES	NOMINATIVOS
Ley	27287.
ART.	29.—Título	valor	nominativo.
29.1.	El	 título	valor	nominativo	es	 aquél	 emitido	en	 favor	o	 a	nombre	de
persona	 determinada,	 quien	 es	 su	 titular.	 Se	 transmite	 por	 cesión	 de
derechos.	Estos	títulos	carecen	de	la	cláusula	“a	la	orden”	y	si	se	consigna	no
lo	convierte	en	título	valor	endosable.
29.2.	 Para	 que	 la	 transferencia	 del	 título	 valor	 nominativo	 surta	 efecto
frente	 a	 terceros	 y	 frente	 al	 emisor,	 la	 cesión	debe	 ser	 comunicada	 a	 éste
para	su	anotación	en	la	respectiva	matrícula;	o,	en	caso	de	tratarse	de	valor
con	representación	por	anotación	en	cuenta,	la	cesión	debe	ser	inscrita	en	la
institución	de	 compensación	y	 liquidación	de	valores	 correspondiente;	 sin
perjuicio	 de	 las	 limitaciones	 o	 condiciones	 para	 su	 transferencia	 que
consten	en	el	texto	del	título	o	en	el	registro	respectivo.
Ley	27287.
ART.	30.—Constancia	de	la	transmisión.
30.1	Salvo	disposición	contractual	o	legal	distinta	o	condición	especial	que
conste	 en	 el	 texto	 del	 mismo	 título,	 la	 cesión	 de	 los	 títulos	 valores
nominativos	puede	constar	en	el	mismo	documento	o	en	documento	aparte.
El	 emisor	 u	 obligado	principal	 tiene	 la	 facultad	 de	 requerir	 la	 entrega	 del
título	 transferido,	 así	 como	 exigir	 la	 certificación	 de	 la	 autenticidad	 de	 la
firma	del	cedente	hecha	ya	sea	por	intermediario	autorizado	o	por	fedatario
de	ley.
30.2	En	la	cesión	del	título	valor	deberá	indicarse	la	siguiente	información:
a)	Nombre	del	cesionario;
b)	Naturaleza	y,	en	su	caso,	las	condiciones	de	la	transferencia;
c)	Fecha	de	la	cesión;	y
d)	Nombre,	el	número	del	documento	oficial	de	identidad	y	firma	del
cedente.
30.3	Los	requisitos	señalados	en	 los	 incisos	a)	y	d)	son	esenciales,	por	 lo
que	su	inobservancia	conlleva	la	ineficacia	de	la	cesión.	A	falta	de	indicación
del	inciso	b),	se	presumirá	que	el	cesionario	adquiere	la	propiedad	plena	del
título.	 A	 falta	 de	 indicación	 del	 inciso	 c),	 se	 presumirá	 que	 la	 cesión	 se
efectuó	en	la	fecha	de	comunicación	de	ella	al	emisor.
30.4	En	la	transferencia	de	los	valores	con	representación	por	anotación	en
cuenta,	se	observará	la	ley	de	la	materia.
Ley	27287.
ART.	31.—Registro	de	las	transferencias.
31.1	El	emisor	o,	en	su	caso,	 la	 institución	de	compensación	y	liquidación
de	 valores	 deberá	 anotar	 la	 transferencia	 en	 la	 respectiva	 matrícula	 o
registro,	 en	mérito	 al	 documento	 en	 el	 que	 conste	 la	 transferencia,	 con	 la
firma	 del	 cedente	 y	 demás	 informaciones	 y	 formalidades	 señaladas	 en	 el
artículo	30.
31.2	Salvo	pacto	en	 contrario,	 los	gastos	derivados	 correspondientes	a	 la
anotación	en	la	matrícula	o	registro	y	al	otorgamiento	del	nuevo	título	o	de
la	constancia	de	inscripción	en	la	institución	de	compensación	y	liquidación
de	valores	respectiva	son	de	cuenta	del	cesionario	o	adquirente.	En	el	caso
de	los	gastos	y	pagos	que	correspondan	realizar	en	favor	de	la	institución	de
compensación	 y	 liquidación	 de	 valores,	 se	 observarán	 las	 disposiciones
legales	sobre	la	materia.
Ley	27287.
ART.	32.—Constitución	de	derechos.
32.1	 En	 la	 constitución	 de	 derechos	 sobre	 un	 título	 valor	 nominativo,	 se
observará	las	mismas	reglas	que	se	señalan	para	su	transferencia.
32.2	En	 los	 casos	en	que,	 estando	obligado	a	hacerlo,	quien	 constituya	el
derecho	 no	 comparezca	 a	 firmar	 la	 matrícula	 o	 el	 registro	 o,	 cuando	 el
beneficiario	del	derecho	carezca	de	documento	indubitable	que	contenga	el
derecho	 constituido,	 este	 último	 podrá	 solicitar	 su	 anotación	 o	 registro
judicialmente,	en	proceso	sumarísimo.
Ley	27287.
ART.	33.—Responsabilidad	por	el	registro	y	anotación	de	derechos.	El
emisor	o	la	institución	de	compensación	y	 liquidación	de	valores	que	haya
hecho	las	anotaciones	sobre	la	transferencia	o	constitución	de	derechos	en
la	 matrícula	 o	 en	 el	 registro	 respectivo,	 observando	 lo	 señalado	 en	 los
artículos	 29	 al	 32,	 queda	 libre	 de	 toda	 responsabilidad,	 salvo	 que	 se
demuestre	que	hubiere	actuado	de	mala	fe.
TÍTULO	CUARTO
DEL	ENDOSO	DE	LOS	TÍTULOS	VALORES	A	LA	ORDEN
Ley	27287.
ART.	34.—El	endoso.
34.1	El	endoso	es	la	forma	de	transmisión	de	los	títulos	valores	a	la	orden	y
debe	 constar	 en	 el	 reverso	 del	 título	 respectivo	 o	 en	 hoja	 adherida	 a	 él	 y
reunir	los	siguientes	requisitos:
a)	Nombre	del	endosatario;
b)	Clase	de	endoso;
c)	Fecha	de	endoso;	y
d)	 Nombre,	 el	 número	 del	 documento	 oficial	 de	 identidad	 y	 firma	 del
endosante.
34.2.	Si	se	omite	el	requisito	señalado	en	el	inciso	a),	se	entenderá	que	se
trata	de	un	endoso	en	blanco.
34.3.	Si	se	omite	el	requisito	señalado	en	el	inciso	b),	salvo	disposición	legal
en	 contrario,	 se	 presumirá	 que	 el	 título	 valor	 ha	 sido	 transmitido	 en
propiedad,	sin	que	valga	prueba	en	contrario	respecto	a	tercero	de	buena	fe.
34.4.	 La	 omisión	 de	 la	 fecha	 del	 endoso	 hace	 presumir	 que	 ha	 sido
efectuado	con	posterioridad	a	la	fecha	que	tuviera	el	endoso	anterior.
34.5.	El	nombre,	el	número	del	documento	oficial	de	 identidad	y	 la	 firma
del	 endosante	 son	 requisitos	 esenciales	 del	 endoso,	 por	 lo	 que	 su
inobservancia	conlleva	la	ineficacia	del	endoso.	El	error	en	la	consignación
del	 número	 del	 documento	 oficial	 de	 identidad	 no	 afectará	 la	 validez	 del
endoso.
Ley	27287.
ART.	35.—Incondicionalidad	del	endoso.
35.1	El	endoso	no	puede	sujetarse	a	modalidad	alguna.
Todo	plazo,	condición	y	modo	se	consideran	no	puestos,	salvo	lo	dispuesto
en	el	último	párrafo	del	artículo	131.
35.2	El	endoso	parcial	se	tiene	por	no	hecho	y	no	surte	efectos	jurídicos.
C.	C.
ART.	 171.—Condiciones	 suspensiva	 y	 resolutoria.	 La	 condición
suspensiva	ilícita	y	la	física	o	jurídicamente	imposible	invalidan	el	acto.
La	 condición	 resolutoria	 ilícita	 y	 la	 física	 o	 jurídicamente	 imposible	 se
consideran	no	puestas.
Ley	27287.
ART.	36.—Endoso	en	blanco	y	al	portador.
36.1	 En	 el	 endoso	 en	 blanco,	 cualquier	 tenedor	 podrá	 llenarlo	 con	 su
nombre	o	con	el	de	un	 tercero,	o	 trasmitir	el	 título	valor	por	 tradición	sin
llenar	el	endoso.
36.2	 El	 endosatario	 que	 ejercite	 los	 derechos	 derivados	 del	 título	 valor
endosado	en	blanco	deberá	consignar,	además	de	su	nombre,	el	número	de
su	documento	oficial	de	identidad.
36.3	El	endoso	al	portador	produce	los	efectos	del	endoso	en	blanco.
Ley	27287.
ART.	37.—Clases	de	endosos.	El	endoso	puede	hacerse	en	propiedad,	en
fideicomiso,	en	procuración	o	en	garantía.
Ley	26702.
ART.	169.—Presunción	de	endoso	en	garantía.	Cuando	un	título	valor	u
otro	susceptible	de	negociación	por	endoso,	excepto	el	cheque,	se	encuentre
en	poder	de	una	empresa	del	sistema	financiero,	el	endoso	puesto	en	él	se
presume	hecho	en	garantía,	a	menos	que	medie	estipulación	en	contrario.
Ley	26702.
ART.	 241.—Concepto	 de	 fideicomiso.	 El	 fideicomiso	 es	 una	 relación
jurídica	por	la	cual	el	fideicomitente	transfiere	bienes	en	fideicomiso	a	otra
persona,	 denominada	 fiduciario,	 para	 la	 constitución	 de	 un	 patrimonio
fideicometido,	 sujeto	 al	 dominio	 fiduciario	 de	 este	 último	 y	 afecto	 al
cumplimiento	de	un	fin	específico	en	favor	del	 fideicomitente	o	un	tercero
denominado	fideicomisario.
El	 patrimonio	 fideicometido	 es	 distinto	 al	 patrimonio	 del	 fiduciario,	 del
fideicomitente,	 o	 del	 fideicomisario	 y	 en	 su	 caso,	 del	 destinatario	 de	 los
bienes	remanentes.
Los	 activos	 que	 conforman	 el	 patrimonio	 autónomo	 fideicometido	 no
generan	 cargos	 al	 patrimonio	 efectivo	 correspondiente	 de	 la	 empresa
fiduciaria,	 salvo	 el	 caso	 que	 por	 resolución	 jurisdiccional	 se	 le	 hubiera
asignado	responsabilidad	por	mala	administración,	y	por	el	 importe	de	los
correspondientes	daños	y	perjuicios.
La	parte	líquida	de	los	fondos	que	integran	el	fideicomiso	no	está	afecta	a
encaje.
La	 Superintendencia	 dicta	 normas	 generales	 sobre	 los	 diversos	 tipos	 de
negocios	fiduciarios.
JURISPRUDENCIA.—El	 fideicomiso	 como	 negocio	 jurídico	 comercial
financiero.	 “(…)	 conforme	 precisa	 Luis	 Muñoz,	 ‘el	 fideicomiso’,	 es	 un
negocio	 jurídico	 comercial	 financiero,	 mejor	 que	 operación	 de	 crédito,
complejo,	tipo,	típico,	nominado,	de	fiducia	y	de	naturaleza	fiduciaria,	sujeto
a	 cláusulas	 generales	 o	 a	 conditio	 iuris,	 con	 efectos	 reales	 y	 en	 virtud	 del
cual	 una	 parte,	 el	 fiduciante,	 tradita	 la	 propiedad	 fiduciaria	 de	 la	 esfera	 o
centro	de	intereses	al	fiduciario,	que	en	principio	está	sujeto	ex	lege	al	deber
de	negociar,	constituyéndose	de	esta	suerte	un	patrimonio	de	afectación	o
separado,	 para	 que	 el	 fiduciario	 observe	 los	 comportamientos	 pactados	 y
congruentes	con	la	función	negocial,	 lo	que	incide	en	la	esfera	de	intereses
del	 fideicomisario	 y	del	 fideicomitente	 como	 consecuencia	de	 la	 reversión
(...).”	(CS.,	Cas.	492-2009-Ica,	set.	25/2009.	V.	P.	Aranda	Rodríguez)
Ley	27287.
ART.	 38.—Endoso	 en	 propiedad.	 El	 endoso	 en	 propiedad	 transfiere	 la
propiedad	 del	 título	 valor	 y	 todos	 los	 derechos	 inherentes	 a	 él,	 en	 forma
absoluta.
Ley	27287.
ART.	39.—Responsabilidad	del	endosante	en	propiedad.
39.1.	 Salvo	 cláusula	 o	 disposición	 legal	 en	 contrario,	 el	 endoso	 en
propiedad	 obliga	 a	 quien	 lo	 hace	 solidariamente	 con	 los	 obligados
anteriores.
39.2.	El	endosante	puede	liberarse	de	esa	obligación	mediante	 la	cláusula
“sin	responsabilidad”	u	otra	equivalente.
C.	C.
ART.	 1182.—Regulación	 de	 las	 obligaciones	 mancomunadas.	 Las
obligaciones	 mancomunadas	 se	 rigen	 por	 las	 reglas	 de	 las	 obligaciones
divisibles.
Ley	27287.
ART.	40.—Endoso	en	fideicomiso.
40.1.	 El	 endoso	 en	 fideicomiso	 transfiere	 el	 dominio	 fiduciario	 del	 título
valor	 en	 favor	 del	 fiduciario,	 a	 quien	 corresponde	 ejercitar	 todos	 los
derechos	derivados	de	éste	que	correspondían	al	fideicomitente	endosante.
40.2.	El	endosatario	en	fideicomiso	sólo	puede	ser	una	persona	autorizada
por	la	ley	de	la	materia	para	actuar	como	fiduciario.
40.3.	La	 responsabilidad	del	 fiduciario	endosante	que	no	haya	 incluido	 la
cláusula	 señalada	 en	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 39	 es	 similar	 al	 del
endosante	 en	 propiedad,	 con	 el	 límite	 del	 patrimonio	 fideicometido	 que
mantenga	en	fideicomiso.
40.4.	El	obligado	no	puede	oponer	al	endosatario	en	fideicomiso	los	medios
de	defensa	 fundados	 en	 sus	 relaciones	personales	 con	 el	 fideicomitente,	 a
menos	 que	 el	 fiduciario,	 al	 recibir	 el	 título	 hubiera	 actuado
intencionalmente	en	daño	del	obligado.
Ley	27287.
ART.	41.—Endoso	en	procuración	o	cobranza.
41.1	El	 endoso	que	 contenga	 la	 cláusula	 “en	procuración”,	 “en	 cobranza”,
“en	 canje”	 u	 otra	 equivalente,	 no	 transfiere	 la	 propiedad	 del	 título	 valor;
pero	faculta	al	endosatario	para	actuar	en	nombre	de	su	endosante,	estando
autorizado	 a	 presentar	 el	 título	 valor	 a	 su	 aceptación,	 solicitar	 su
reconocimiento,	 cobrarlo	 judicial	 o	 extrajudicialmente,	 endosarlo	 sólo	 en
procuración	y	protestarlo	u	obtener	la	constancia	de	su	incumplimiento,	de
ser	el	caso.
41.2	 El	 endosatario	 conforme	 a	 las	 cláusulas	 señaladas	 en	 el	 párrafo
anterior,	 por	 el	 solo	 mérito	 del	 endoso,	 goza	 de	 todos	 los	 derechos	 y
obligaciones	 que	 corresponden	 a	 su	 endosante,	 incluso	 de	 las	 facultades
generales	 y	 especiales	de	orden	procesal,	 sin	 que	 se	 requiera	 señalarlo	ni
cumplir	con	las	formalidades	de	ley	para	designar	representante.
41.3	 El	 endoso	 antes	 señalado	 no	 se	 extingue	 por	 incapacidad
sobreviniente	 del	 endosante	 o	 por	muerte	 de	 éste,	 ni	 su	 revocación	 surte
efectos	 respecto	 a	 terceros,	 sino	 desde	 que	 el	 endoso	 se	 cancele.	 La
cancelación	de	este	endoso	puede	solicitarse	en	proceso	sumarísimo;	y,	se
entiende	hecha	si	se	devuelve	testado	o	mediante	endoso	del	endosatario	en
procuración	a	su	respectivo	endosante.
41.4	 El	 obligado	 puede	 oponer	 al	 endosatario	 en	 procuración	 sólo	 los
medios	de	defensa	que	procedan	contra	el	endosante	en	procuración.
C.	C.
ART.	44.—Incapacidad	relativa.	Son	relativamente	incapaces:
1.	Los	mayores	de	dieciséis	y	menores	de	dieciocho	años	de	edad.
2.	Los	retardados	mentales.
3.	Los	que	adolecen	de	deterioro	mental	que	 les	 impide	expresar	su	 libre
voluntad.
4.	Los	pródigos.
5.	Los	que	incurren	en	mala	gestión
6.	Los	ebrios	habituales.
7.	Los	toxicómanos.
8.	Los	que	sufren	pena	que	lleva	anexa	la	interdicción	civil.
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ART.	42.—Endoso	en	garantía.
42.1	Si	 el	 endoso	contiene	 la	 cláusula	 “en	garantía”	u	otra	equivalente,	 el
endosatario	puede	ejercitar	todos	los	derechos	inherentes	al	título	valor	y	a
su	calidad	de	acreedor	garantizado;	pero	el	endoso	que	a	su	vez	hiciere	éste
sólo	 vale	 como	 endoso	 en	 procuración,	 aun	 cuando	 no	 se	 señalara	 tal
condición.
42.2	El	obligado	no	puede	oponer	al	endosatario	en	garantía	los	medios	de
defensa	 fundadas	 en	 sus	 relaciones	personales	 con	 el	 endosante,	 a	menos
que	el	endosatario,	al	recibir	el	título,	hubiera	actuado	intencionalmente	en
daño	del	obligado.
42.3	 En	 caso	 de	 que	 proceda	 la	 realización	 del	 título	 valor	 afectado	 en
garantía,	el	titular	del	mismo	o,	en	su	defecto,	el	juez	o	el	agente	mediador
efectuará	el	endoso	en	propiedad	a	favor	del	adquirente	del	título	valor.	Si	el
acuerdo	 para	 su	 realización	 extrajudicial	 consta	 en	 el	 mismo	 documento,
dicho	endoso	en	propiedad	podrá	ser	realizado	por	el	acreedor	garantizado.
JURISPRUDENCIA.—Letra	 endosada	 en	 garantía	 a	 favor	 de	 entidad
financiera.	 “Quinto:	Que,	 apelada	 que	 fue	 esta	 resolución,	 (...)	 la	 Tercera
Sala	 Civil	 de	 la	 Corte	 Superior	 de	 Justicia	 de	 Lima	 revoca	 la	 apelada	 y
reformándola	declara	infundada	la	contradicción	y	fundada	la	demanda,	en
consecuencia	ordena	el	remate	del	 inmueble	dado	en	garantía,	sustenta	su
decisión	en	que	la	letra	de	cambio	girada	por	(...)	aparece	endosada	al	banco
ejecutante,	 donde	 el	 ejecutado	 es	 el	 deudor,	 siendo	una	 operación	directa
efectuada	 por	 el	 ejecutado	 con	 un	 tercero	 cuya	 letra	 de	 cambio	 ha	 sido
endosada	a	favor	del	banco,	de	donde	resulta	exigible	al	ser	una	operación
propia	 del	 ejecutado;	 además	 que	 el	 endose	 en	 garantía	 otorga	 al
endosatario	 el	 privilegio	 de	 exigir	 ser	 preferido	 en	 el	 pago	 del	 título
quedando	 habilitado	 para	 ejercer	 todos	 los	 derechos	 que	 aseguren	 su
crédito;
(...).
Noveno:	Que	 finalmente	 no	 está	 demás	 precisar	 que	 la	 cancelación	 de	 la
letra	de	cambio	a	 la	giradora	no	puede	oponerse	al	banco	demandante,	ya
que	este	último	resulta	ser	un	legítimo	tenedor	del	título	valor,	en	virtud	del
endose	 efectuado.”	 (Cas.	 2024-2006-Lima,	 dic.	 13/2006.	 Ticona	 Postigo,
Carrión	Lugo,	Ferreyra	Vildózola,	Palomino	García,	Hernández	Pérez)
NOTA:	La	presente	resolución	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	3	de	julio	del	2007.
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ART.	43.—Cláusula	no	negociable.
43.1	 El	 emisor	 o	 cualquier	 tenedor	 puede	 insertar	 en	 el	 título	 valor	 a	 la
orden,	 la	 cláusula	 “no	 negociable”,	 “intransferible”,	 “no	 a	 la	 orden”	 u	 otra
equivalente,	la	misma	que	surtirá	efectos	desde	la	fecha	de	su	anotación	en
el	título.
43.2	Salvo	disposición	en	contrario	de	la	ley,	el	título	valor	que	contenga	la
cláusula	señalada	en	el	párrafo	anterior	sólo	es	 transmisible	en	 la	 forma	y
con	los	efectos	de	la	cesión	de	derechos.
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ART.	44.—Endoso	posterior	al	vencimiento.
44.1	 El	 endoso	 posterior	 al	 vencimiento	 y	 antes	 de	 su	 protesto	 a
formalidad	sustitutoria	produce	los	mismos	efectos	que	un	endoso	anterior
al	vencimiento.
44.2	El	endoso	hecho	después	del	protesto	o	formalidad	sustitutoria,	o	del
plazo	 para	 hacerlo,	 no	 produce	 otros	 efectos	 que	 los	 de	 la	 cesión	 de
derechos,	sin	perjudicar	la	acción	cambiaria	del	título	valor,	si	éste	reúne	los
requisitos	para	ello.
44.3	 Salvo	 prueba	 en	 contrario,	 el	 endoso	 sin	 fecha	 se	 considera	 que	 ha
sido	hecho	antes	de	su	protesto	o	formalidad	sustitutoria,	o	del	plazo	para
hacerlo.
44.4	 En	 los	 casos	 de	 títulos	 valores	 no	 sujetos	 a	 protesto	 o	 a	 formalidad
sustitutoria,	el	endoso	posterior	a	su	vencimiento	no	produce	otros	efectos
que	los	de	la	cesión	de	derechos,	sin	perjudicar	la	acción	cambiaria	del	título
valor.	 El	 endoso	 sin	 fecha	de	 estos	 títulos	 se	 considera	 hecho	 antes	 de	 su
vencimiento,	salvo	prueba	en	contrario.
JURISPRUDENCIA.—El	endoso	con	efectos	de	cesión.	“Que,	en	principio,	de
acuerdo	 con	 la	 causal	 invocada,	 relacionándolo	 con	 la	 resolución	 de	 vista,
tendremos	 que	 la	 recurrente	 habría	 invocado,	 indebidamente,	 la
interpretación	errónea	del	artículo	mil	doscientos	quince	del	Código	Civil,	al
no	 cumplirse	 el	 presupuesto	 básico	 para	 la	 configuración	 de	 esta	 causal,
respecto	de	esta	norma,	ya	que,	de	la	revisión	y	análisis	de	la	resolución	de
la	 sala	 superior,	 objeto	 del	 recurso	 de	 casación,	 el	 ad	 quem	 no	 la	 ha
interpretado	 ni	 le	 ha	 dado	 un	 alcance	 que	 no	 tiene,	 sino	 que	 la	 ha
descalificado	 para	 este	 caso,	 esto	 es,	 no	 la	 interpreta	 sino	 que	 la	 inaplica
para	este	caso,	considerándola	ajena	a	la	litis;	Décimo.-	Que,	en	base	a	ello,
la	recurrente	no	puede	denunciar	la	interpretación	de	una	norma	respecto
de	la	cual,	la	sala	superior	no	ha	interpretado	su	texto	o	contenido,	sino	que,
la	 ha	 calificado	 como	 inaplicable	 a	 este	 caso;	 en	 consecuencia,	 es	 otra	 la
causal	que	debió	invocar	la	recurrente,	respecto	de	esta	disposición	jurídica,
por	lo	que	debe	desestimarse	este	extremo;	Decimoprimero.-	Que,	ello	no
sucede	respecto	del	artículo	cuarenticuatro	punto	dos	de	la	Ley	veintisiete
mil	doscientos	ochentisiete,	norma	que	ha	sido	 interpretada	tanto	por	el	a
quo	como	por	el	ad	quem	de	manera	disímil	y	que	es	objeto	de	análisis	en
esta	 sede;	 Decimosegundo.-	 Que,	 la	 recurrente	 informa	 que	 la
interpretación	que	ha	 efectuado	 la	 sala	 revisora,	 de	 la	 norma	 invocada	 es
errónea,	 puesto	que	 ‘(...)	 no	 se	 ajusta	 a	 lo	 que	 realmente	 ha	 querido	 el
legislador	 al	 normar	 el	 hecho	 de	 endosar	 un	 título	 valor	 después	 de
haberlo	 protestado	 (...)’	 (sic);	Decimotercero.-	 Que,	 el	 endoso,	 según	 la
definición	legal	establecida	en	el	artículo	treinticuatro	punto	uno	de	la	Ley
de	Títulos	Valores	es	‘(...)	la	forma	de	transmisión	de	los	títulos	valores	a
la	 orden	 y	 debe	 constar	 en	 el	 reverso	 del	 título	 respectivo	 o	 en	 hoja
adherida	 a	 él	 y	 reunir	 los	 requisitos	 (...)’;	 asimismo,	 según	 Peña	 Nossa,
citado	por	Flores	Polo,	 el	 endoso	puede	 ser	definido	 como:	 ‘(...)	 el	 escrito
accesorio,	adicional	e	inseparable	del	título	valor,	por	medio	del	cual	el
acreedor	cambiario	transfiere	el	dominio	del	título	valor	a	favor	de	un
tercero,	 lo	 entrega	 para	 su	 cobro	 o	 lo	 entrega	 en	 garantía	 de	 una
obligación	 (...)’	 (Comentarios	 a	 la	 nueva	 Ley	 de	 Títulos	 Valores;	 Jurista
Editores;	Lima	-	Perú;	mayo	del	dos	mil	uno;	página	ciento	cincuentinueve);
Decimocuarto.-	Que,	con	relación	a	la	interpretación	de	la	norma	invocada
y	de	acuerdo	con	la	opinión	del	legislador	o	redactor	de	la	norma,	contenida,
en	este	caso,	en	el	libro	Comentarios	a	la	Ley	de	Títulos	Valores,	escrita	por
el	 presidente	 y	 uno	 de	 los	 miembros	 de	 la	 comisión	 que	 elaboró	 el
anteproyecto	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 se	 tiene	 que,	 con	 relación	 al
artículo	cuarenticuatro	punto	dos	de	la	Ley	de	Títulos	Valores	han	señalado
que,	 conforme	 a	 esta	 norma:	 ‘(...)	 se	 produce	 los	 efectos	 de	 la	 cesión	 de
derechos,	de	manera	que	el	endosatario	adquiere	los	derechos	derivados	y
no	 originarios,	 y	 en	 consecuencia	 le	 son	 oponibles	 por	 el	 deudor	 las
excepciones	 que	 tuviera	 contra	 el	 cedente.	 Debe	 quedar	 muy	 claro	 el
concepto:	se	trata	de	un	endoso	con	efectos	de	cesión.	Es	endoso	porque
además	de	cumplir	con	la	formalidad	de	anotarse	en	el	dorso	del	título	valor
o	 en	 la	 hoja	 adherida,	 con	 los	 datos	 y	 requisitos	 a	 que	 hace	 referencia	 el
artículo	 treinticuatro	 de	 esta	 Ley	 número	 veintisiete	 mil	 doscientos
ochentisiete,	 no	 está	 dicho	 endosante	 en	 la	 obligación	 de	 notificar	 al
deudor	 cedido	 respecto	 de	 la	 cesión	 efectuada,	 pues	 ello	 importaría
confundirlo	con	la	cesión	de	derechos	y	el	artículo	mil	doscientos	quince
del	 Código	 Civil;	 tiene	 efectos	 de	 cesión	 pues	 el	 endosante,	 en	 este	 caso
jurídicamente	 cedente,	 sólo	 está	 obligado	 a	 garantizar	 la	 existencia	 y
exigibilidad	del	derecho	cedido	más	no	a	garantizar	la	solvencia	del	deudor,
salvo	pacto	distinto	(...)’	(Ricardo	Beaumont	Callirgos	y	Rolando	Castellanes
Aguilar;	Gaceta	Jurídica;	Primera	Edición:	Lima	-	Perú;	octubre	del	dos	mil;
página	 doscientos	 dieciséis);	 Decimoquinto.-	 Que,	 en	 consecuencia,	 la
interpretación	legal	efectuada	por	la	sala	de	mérito,	se	encuentra	arreglada
a	ley,	puesto	que	el	legislador,	o	quien	realmente	ha	redactado	la	norma,	ha
señalado	expresamente,	que	se	está	ante	una	situación	jurídica	en	la	que	se
dan	los	efectos	de	una	cesión,	sin	convertirse	en	tal,	por	lo	que	no	requiere
el	consentimiento	del	deudor,	siendo	inaplicable	lo	dispuesto	por	el	artículo
mil	 doscientos	 quince	 del	 Código	 Civil,	 no	 habiéndosele	 interpretado
erróneamente	 ni	 se	 le	 ha	 dado	 un	 alcance	 que	 no	 tiene,	 debiéndose
desestimar	 el	 recurso;	 por	 las	 razones	 descritas,	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	 trescientos	 noventisiete	 del	 Código	 Procesal	 Civil;	 declararon:
Infundado	el	recurso	de	casación”.	(Cas.	1096-2005.	Lima,	mar.	27/2006)
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ART.	45.—Legitimidad	en	la	tenencia.
45.1	El	poseedor	de	un	título	valor	transmisible	por	endoso	es	considerado
como	tenedor	legítimo	si	justifica	su	derecho	por	una	serie	ininterrumpida
de	endosos.
45.2	Los	endosos	testados	se	consideran	como	no	hechos.
45.3	Cuando	un	endoso	en	blanco	es	seguido	por	otro	endoso,	se	considera
que	 el	 firmante	 de	 este	 último	 ha	 adquirido	 el	 título	 valor	 por	 efecto	 del
endoso	en	blanco.
45.4	El	tenedor	que	justifica	su	derecho	en	la	forma	indicada	en	el	párrafo
anterior	 no	 puede	 ser	 privado	 del	 título	 valor,	 sino	 cuando	 se	 demuestre
que	lo	hubiere	adquirido	de	mala	fe.
C.	C.
ART.	 1927.—Nulidad	 de	 renta	 vitalicia	 no	 aleatoria.	 Es	 nula	 la	 renta
vitalicia	cuya	duración	se	fijó	en	cabeza	de	una	persona	que	hubiera	muerto
a	la	fecha	de	la	escritura	pública.
También	es	nula	la	renta	vitalicia	constituida	en	cabeza	de	una	persona	que
padece	 de	 enfermedad,	 si	 murió	 por	 efecto	 directo	 de	 ella	 dentro	 de	 los
treinta	días	siguientes	a	la	fecha	de	la	escritura	pública.
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ART.	 46.—Obligación	 de	 quien	 paga.	 El	 que	 paga	 el	 título	 valor	 a	 su
vencimiento	no	está	obligado	a	cerciorarse	de	la	autenticidad	de	las	firmas
de	los	endosantes	anteriores	a	la	persona	con	quien	se	entiende	el	pago	ni,
en	 su	 caso,	 de	 la	 suficiencia	 de	 las	 facultades	 y	 poderes	 con	 los	 que
intervienen;	pero	debe	verificar	el	nombre,	documento	oficial	de	identidad	y
firma	 de	 quien	 le	 presenta	 el	 título	 como	 último	 tenedor,	 así	 como	 la
continuidad	ininterrumpida	de	los	endosos.
JURISPRUDENCIA.—Banco	 incurre	 en	 responsabilidad	 civil	 si	 paga
indebidamente	un	cheque	de	gerencia	cuya	autenticidad	no	verificaron
diligentemente	 sus	 funcionarios.	 “(...)	 puesto	 que	 si	 se	 concluye	 que	 el
banco	 incurre	en	responsabilidad	civil	por	pagar	 indebidamente	el	cheque
de	gerencia	que	éste	emitió,	es	evidente	que	ello	 fue	porque	se	determinó
que	sus	funcionarios,	si	bien	cumplieron	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	46
de	la	ley	de	títulos	valores,	no	así	cumplieron	con	implementar	‘mecanismos
razonables	 y	 ordinarios	 [para]	 verificar	 la	 autenticidad	 de	 las	 firmas	 del
último	tenedor	así	como	en	la	cadena	de	endosos	existentes	en	el	cheque	de
gerencia’,	 tal	 como	 lo	 estableció	 esta	 sala	 suprema	 en	 la	 sentencia	 en
casación	 de	 doce	 de	 junio	 de	 dos	 mil	 doce,	 atendiendo	 a	 su	 situación
personal	dedicada	a	un	giro	propio	de	las	empresas	del	sistema	financiero
en	 que	 debía	 conducirse	 con	 diligencia.	 De	 modo	 tal	 que	 si	 esta	 sala
suprema	 determinó	 que	 resultaba	 ‘razonable	 y	 prudente	 exigir
imperativamente	una	conducta	diligente	y	cuidadosa	de	la	verificación	de	la
firma	y	su	autenticidad,	del	cumplimiento	de	protocolos	de	seguridad	y	de
actividades	 orientadas	 a	 la	 comprobación,	 dentro	 de	 lo	 razonable,	 de	 la
verosimilitud	del	cheque	en	su	condición	de	agente	que	tiene	como	giro,	el
manejo	y	cuidado	de	fondos	ajenos,	cuyos	riesgos	deben	minimizar’,	y	sobre
la	base	de	ese	criterio	 la	sala	superior	determinó	que	el	banco	no	cumplió
con	ejercer	su	actividad	de	pago	del	cheque	con	tal	diligencia	exigida	para
responsabilizarla	por	los	daños	reclamados	(...)”	(C.	S.,	Cas.	4230-2013-San
Martín,	ene.	27/2014.	V.	P.	Almenara	Bryson)
C.	C.
ART.	1220.—Principio	de	 identidad.	Se	 entiende	 efectuado	 el	 pago	 sólo
cuando	se	ha	ejecutado	íntegramente	la	prestación.
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ART.	47.—Endoso	de	título	valor	que	representa	garantía	real.
47.1	El	endoso	de	título	valor	que	represente	derechos	reales	de	garantía
transfiere	 al	 endosatario	 dichos	 derechos	 reales	 y	 los	 demás	 derechos
representados	por	el	documento.
47.2	El	endoso	en	garantía	de	estos	títulos	valores	se	limita	a	los	derechos
distintos	a	 los	de	garantía	real	que	represente.	En	tal	caso,	 la	garantía	real
representada	 por	 el	 título	 valor	 respaldará	 también	 la	 obligación	 que	 se
garantiza	con	dicho	endoso.
SECCIÓN	TERCERA
DE	LAS	CLÁUSULAS	ESPECIALES	DE	LOS	TÍTULOS
VALORES
Ley	27287.
ART.	48.—Cláusulas	especiales.
48.1	En	los	títulos	valores,	cualquiera	que	fuere	la	forma	de	su	circulación,
podrán	 incluirse	 las	 cláusulas	 especiales	 que	 se	 señalan	 en	 la	 presente
sección,	sin	perjuicio	de	otras	contenidas	en	esta	ley	y	demás	disposiciones
legales.
48.2	Las	cláusulas	especiales	deberán	constar	expresamente	en	cualquier
lugar	del	documento	o	en	hoja	adherida	a	él,	para	surtir	efecto	frente	a	los
obligados	 respectivos.	 En	 el	 caso	 de	 los	 valores	 con	 representación	 por
anotación	en	cuenta,	los	pactos	y	cláusulas	especiales	deberán	constar	en	el
registro	respectivo.
48.3	 Además	 de	 las	 cláusulas	 que	 contiene	 la	 presente	 sección,	 podrán
acordarse	otras	que	no	impida	la	ley,	debiendo	constar	en	el	mismo	título	o
respectivo	registro	para	surtir	efectos	cambiarios.
48.4	Las	cláusulas	a	las	que	se	refieren	los	títulos	primero	al	sétimo	de	la
presente	 sección	 tercera	 que	 se	 incorporen	 en	 un	 título	 valor,	 para	 tener
validez,	deben	estar	impresas	en	el	documento	o	refrendadas	especialmente
con	firma	del	obligado	que	las	admite	en	el	caso	de	haber	sido	incorporadas
en	forma	manuscrita,	con	sellos	o	cualquier	otro	medio	distinto.	El	tenedor
no	requiere	firmarlas.
TÍTULO	PRIMERO
CLÁUSULA	DE	PRÓRROGA
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ART.	49.—Prórroga	sin	intervención	del	obligado.
49.1.	El	plazo	de	vencimiento	de	los	títulos	valores	puede	prorrogarse	en	la
fecha	de	su	vencimiento	o	aun	después	de	él,	siempre	que:
a)	el	obligado	que	admitió	 tal	prórroga	haya	otorgado	su	 consentimiento
expreso	en	el	mismo	título	valor;
b)	no	se	haya	extinguido	el	plazo	para	ejercitar	la	acción	derivada	del	título
valor	a	la	fecha	en	que	se	realice	la	prórroga;	y,
c)	 el	 título	 valor	 no	 haya	 sido	 protestado	 o	 no	 se	 haya	 obtenido	 la
formalidad	sustitutoria,	de	ser	el	caso.
49.2.	 Las	 prórrogas	 surtirán	 plenos	 efectos	 por	 el	 solo	 mérito	 de	 la
consignación	 del	 nuevo	 plazo	 de	 vencimiento	 que	 deje	 el	 tenedor	 en	 el
mismo	título,	firmando	dicha	prórroga	o	prórrogas	que	conceda.
49.3.	 El	 cómputo	 del	 plazo	 de	 prescripción	 de	 la	 acción	 cambiaria	 se
reinicia	a	partir	de	la	fecha	de	vencimiento	de	cada	una	de	las	prórrogas.
49.4.	 La	 cláusula	 de	 prórroga	 acordada	 con	 el	 obligado	 principal	 en
oportunidad	de	la	emisión	o	aceptación	del	título	surte	sus	efectos	inclusive
frente	a	los	obligados	solidarios	o	garantes	que	hubieren	intervenido	en	el
título	que	consigne	dicha	cláusula,	así	como	frente	a	quienes	intervengan	en
el	título	valor	luego	de	las	prórrogas.
49.5.	 Procederá	 la	 revocatoria	 de	 esta	 cláusula	 siempre	 que	 el	 obligado
principal	o	el	obligado	solidario	o	sus	garantes	dirijan	una	carta	notarial	al
tenedor,	 señalándole	 que	 no	 conceda	 más	 prórrogas,	 desde	 la	 fecha	 de
recepción	de	dicha	comunicación	notarial,	 en	cuyo	caso	el	 tenedor	deberá
comunicarle	 la	 fecha	 de	 vencimiento	 que	 tenga	 el	 título	 valor,	 quedando
impedido	de	prorrogarlo.	La	inobservancia	de	esta	obligación	por	parte	del
tenedor	no	afecta	los	derechos	de	tercero	de	buena	fe,	encontrándose	en	ese
caso	el	obligado	que	dirigió	la	comunicación	notarial	facultado	a	realizar	el
pago	antes	de	la	fecha	de	vencimiento	consignado	en	el	título.
49.6.	Además	de	observar	los	requisitos	señalados	en	el	primer	párrafo	del
presente	 artículo,	 el	 tenedor	 sólo	 podrá	 prorrogar	 a	 fecha	 fija	 y	 por	 el
mismo	 importe	 original	 del	 título	 valor	 o	 monto	 menor,	 más	 reajustes,
intereses	y	comisiones	pertinentes	según	las	condiciones	que	consten	en	el
mismo	 documento.	 Efectuada	 la	 prórroga	 queda	 facultado	 a	 comunicar	 el
nuevo	 vencimiento	 al	 obligado	 principal,	 obligados	 solidarios	 y	 garantes
que	 hubiere;	 y,	 a	 requerimiento	 de	 éstos,	 deberá	 informarles	 de	 las
prórrogas	que	conceda.
TÍTULO	SEGUNDO
CLÁUSULA	DE	PAGO	EN	MONEDA	EXTRANJERA
Ley	27287.
ART.	50.—Pacto	de	pago	en	moneda	extranjera.
50.1	En	los	títulos	valores	que	contengan	obligación	de	pagar	una	suma	en
moneda	extranjera,	podrá	acordarse	que	el	pago	se	efectúe	necesariamente
en	dicha	moneda.
50.2	Esta	 cláusula	 no	 es	 necesario	 que	 conste	 en	 los	 títulos	 valores	 cuyo
pago,	según	la	ley,	debe	hacerse	en	la	misma	moneda	extranjera.
50.3	A	falta	de	esta	cláusula,	en	los	títulos	valores	expresados	en	moneda
extranjera,	serán	de	aplicación	las	disposiciones	que	contiene	el	artículo	68.
C.	C.
ART.	 1237.—Modificado.	 D.	 L.	 25878,	 Art.	 1°.	 Pago	 en	 moneda
extranjera.	 Pueden	 concertarse	 obligaciones	 en	 moneda	 extranjera	 no
prohibidas	por	leyes	especiales.
Salvo	 pacto	 en	 contrario,	 el	 pago	 de	 una	 deuda	 en	 moneda	 extranjera
puede	 hacerse	 en	 moneda	 nacional	 al	 tipo	 de	 cambio	 de	 venta	 del	 día	 y
lugar	del	vencimiento	de	la	obligación.
En	el	caso	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,	si	no	hubiera	mediado	pacto
en	 contrario	 en	 lo	 referido	 a	 la	moneda	 de	 pago	 y	 el	 deudor	 retardara	 el
pago,	 el	 acreedor	 puede	 exigir,	 a	 su	 elección,	 que	 el	 pago	 en	 moneda
nacional	se	haga	al	tipo	de	cambio	de	venta	en	la	fecha	de	vencimiento	de	la
obligación,	o	al	que	rija	el	día	del	pago.
TÍTULO	TERCERO
CLÁUSULA	SOBRE	PAGO	DE	INTERESES	Y	REAJUSTES
Ley	27287.
ART.	 51.—Pacto	 de	 intereses	 compensatorios	 y	 moratorios	 y
reajustes.
51.1	 Cualquiera	 que	 sea	 la	 naturaleza	 del	 título	 valor	 que	 contenga	 una
obligación	 de	 pago	 dinerario,	 podrá	 acordarse	 las	 tasas	 de	 interés
compensatoria	y	moratoria	y/o	reajustes	y	comisiones	permitidas	por	la	ley,
que	 regirán	 durante	 el	 período	 de	 mora.	 En	 su	 defecto,	 durante	 dicho
período	será	aplicable	el	interés	legal.
51.2	Si	 la	 ley	o	 la	naturaleza	del	 título	valor	 lo	permiten,	en	aquéllos	que
representen	 pago	 de	 sumas	 de	 dinero,	 podrá	 acordarse	 intereses
compensatorios,	reajustes	u	otra	clase	de	contraprestaciones	que	admita	la
ley,	 que	 regirán	 durante	 el	 período	 comprendido	 entre	 su	 emisión	 y	 su
vencimiento.	Si	ello	no	consta	del	texto	del	título	y	en	los	casos	de	que	la	ley
no	 admita	 tal	 acuerdo,	 el	 título	 valor	 tendrá	 al	 día	 de	 su	 vencimiento	 su
valor	 nominal,	 sin	 que	 proceda	 el	 pago	 de	 intereses,	 reajustes	 u	 otras
contraprestaciones	hasta	dicho	día.
JURISPRUDENCIA.—Los	 intereses	 corresponderán	 al	 período	 de
requerimiento	 en	 que	 no	 se	 haya	 producido	 el	 pago.	 “Si	 bien	 la	 norma
citada	(artículo	228	de	la	Ley	General	del	Sistema	Financiero	y	del	Sistema
de	Seguros	y	Orgánica	de	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros)	no	señala
en	forma	expresa	que	la	empresa	(del	sistema	financiero)	debe	girar	contra
el	cliente	la	letra	de	cambio	dentro	del	décimo	sexto	día,	también	lo	es	que
los	intereses	puestos	en	el	título	valor	serán	los	generados	en	dicho	período,
esto	 es	 los	 intereses	 que	 fueron	 producidos	 durante	 los	 15	 días	 desde	 la
recepción	 de	 la	 comunicación	 al	 cliente”.	 (Cas.	 3496-2001-Lambayeque.
31.07.2002)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Empresas	 que	 no	 pertenecen	 al	 sistema
financiero	no	pueden	cobrar	montos	superiores	a	las	tasas	máximas	de
interés	convencional	establecidas	por	el	BCR.	 “(…)	Esto	quiere	decir	que,
aun	cuando	la	señora	(…)	hubiera	aceptado	el	crédito	ofrecido	por	(…)	con
las	 características	 analizadas	 en	 el	 presente	 caso,	 es	 decir	 con	 tasas	 de
interés	moratorias	y	compensatorias	superiores	al	140%,	la	denunciada	se
encontraba	prohibida	de	exigirlos	pues	el	artículo	51	del	Decreto	Ley	26123
–norma	 imperativa	 que	 debe	 ser	 observada	 por	 los	 privados	 y	 no	 una
disposición	 de	 aplicación	 supletoria	 a	 los	 contratos–	 dispone	 que	 las
empresas	 que	 no	 pertenecen	 al	 sistema	 financiero	 no	 pueden	 cobrar
montos	superiores	a	las	tasas	máximas	de	interés	convencional	establecidas
por	el	BCR.	(...).”	(Indecopi,	R.	1850-2009-SC2-Indecopi,	oct.	21/2009.	Pres.
Camilo	Carrillo	Gómez)
TÍTULO	CUARTO
CLÁUSULA	DE	LIBERACIÓN	DEL	PROTESTO
Ley	27287.
ART.	52.—Cláusula	sin	protesto.	Salvo	disposición	expresa	distinta	de	 la
ley,	en	los	títulos	valores	sujetos	a	protesto	podrá	incluirse	la	cláusula	“sin
protesto”	u	otra	equivalente	en	el	 acto	de	 su	emisión	o	aceptación,	 lo	que
libera	al	 tenedor	de	dicha	 formalidad	para	ejercitar	 las	acciones	derivadas
del	título	valor,	de	acuerdo	y	con	los	efectos	señalados	en	el	artículo	81.
TÍTULO	QUINTO
CLÁUSULA	DE	PAGO	CON	CARGO	EN	CUENTA
BANCARIA
Ley	27287.
ART.	53.—Pago	con	cargo	en	cuenta.
53.1	En	 los	 títulos	valores	que	contengan	obligaciones	de	pago	dinerario,
podrá	 acordarse	 que	 dicho	 pago	 se	 cumplirá	 mediante	 cargo	 en	 cuenta
mantenida	 en	 una	 empresa	 del	 Sistema	 Financiero	Nacional,	 señalando	 el
nombre	de	la	empresa	y,	en	su	caso,	el	número	o	código	de	la	cuenta.
53.2	La	empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	designada	deberá	contar
con	autorización	previa	del	titular	de	la	cuenta	para	atender	el	pago,	sea	con
fondos	constituidos	previamente	o	con	créditos	que	conceda	al	titular	de	la
cuenta	designada.
Ley	26702.
ART.	228.—Cierre	de	cuenta	corriente.	La	cuenta	corriente	se	cierra	por
iniciativa	 de	 la	 empresa	 o	 del	 cliente.	 La	 empresa	 puede	 negarse	 a	 la
solicitud	que	le	formule	el	cliente	para	el	cierre	de	la	cuenta	en	el	caso	que	la
misma	 mantenga	 saldo	 deudor	 o	 que	 el	 cliente	 tuviese	 obligaciones
pendientes	de	pago	con	ésta.
Salvo	 pacto	 en	 contrario,	 la	 empresa	 podrá	 compensar	 los	 saldos	 de	 las
distintas	 cuentas	 que	 el	 cliente	 mantenga	 con	 ella,	 inclusive	 cuando	 se
realice	el	cierre	de	una	cuenta	corriente.
Las	 empresas	 cerrarán	 las	 cuentas	 corrientes	 de	 quienes	 registren	 el
rechazo	 de	 cheques	 por	 falta	 de	 fondos,	 conforme	 a	 los	 términos	 que
determine	 la	 Superintendencia.	 Dicho	 organismo	 sancionará	 a	 quienes
incumplan	 con	 esta	 obligación.	 La	 relación	 de	 las	 cuentas	 corrientes
cerradas	 por	 esta	 razón,	 será	 publicada	 mensualmente	 por	 la
Superintendencia,	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”.
Las	 empresas	 notificarán	 a	 la	 Superintendencia,	 los	 cierres	 de	 cuentas
corrientes	 que	 realicen	 por	 falta	 de	 fondos,	 a	 fin	 de	 que	 ésta	 disponga	 el
cierre	 inmediato	de	 todas	 las	demás	cuentas	 corrientes	que	el	 sancionado
tenga	en	el	resto	del	sistema	financiero.
La	 empresa	 puede,	 en	 cualquier	 momento,	 remitir	 una	 comunicación	 al
cliente,	 advirtiéndole	 de	 la	 existencia	 de	 saldos	 deudores	 en	 su	 cuenta	 y
requiriéndole	 el	 pago.	 Transcurridos	 quince	 (15)	 días	 hábiles	 de	 la
recepción	 de	 la	 comunicación	 sin	 que	 hubiere	 observaciones,	 la	 empresa
está	 facultada	 para	 girar	 contra	 el	 cliente	 por	 el	 saldo	 más	 los	 intereses
generados	en	dicho	período,	una	 letra	a	 la	vista,	 con	expresión	del	motivo
por	el	que	se	la	emite.	El	protesto	por	falta	de	pago	de	la	indicada	cambial,
en	 la	 que	 no	 se	 requiere	 la	 aceptación	 del	 girado,	 deja	 expedita	 la	 acción
ejecutiva.
JURISPRUDENCIA.—Liquidación	del	saldo	deudor	no	puede	comprender
sumas	de	dinero	contenidos	en	títulos	valores	declarados	judicialmente
falsos.	 “(…)	 si	 bien	 en	 mérito	 a	 reiteradas	 ejecutorias	 supremas,	 se	 ha
establecido	 que	 en	 los	 procesos	 de	 ejecución	 de	 garantía	 el	 título	 de
ejecución	 lo	constituye	el	documento	que	contiene	 la	garantía	hipotecaria,
esto	es,	en	el	caso	sub	judice	la	escritura	pública	de	hipoteca	(…)	también	lo
es,	 que	 siendo	 la	 liquidación	 del	 saldo	 deudor	 otro	 de	 los	 requisitos
necesarios	 para	 la	 interposición	 del	 proceso	 de	 ejecución	 de	 garantía,	 el
mismo	no	puede	comprender	sumas	de	dinero	contenidos	en	títulos	valores
cuya	 falsificación	 ha	 sido	 declarada	 judicialmente	 mediante	 dictamen
pericial	en	proceso	judicial	de	trámite	precedente	como	ha	ocurrido	según
aparece	de	las	sentencias	copiadas	(…)	respecto	a	la	emisión	de	la	letra	a	la
vista,	si	bien	no	estamos	ante	un	proceso	ejecutivo,	sino	en	un	proceso	de
ejecución	 de	 garantía,	 no	 se	 concluye	 en	 que	 la	 letra	 de	 cambio	 no	 tenga
mérito	ejecutivo,	sino	que	al	haberse	girado	por	el	incumplimiento	de	pago
de	saldo	de	cuenta	corriente,	debió	previamente	seguirse	el	trámite	previsto
en	el	numeral	228	de	la	Ley	N°	26702,	esto	es,	comunicar	su	saldo	mediante
carta	 notarial,	 y	 luego	 de	 vencido	 quince	 días	 sin	 hacerse	 observación
alguna,	girarse	la	letra	a	la	vista,	que	esta	fundamentación	es	equívoca,	pues
en	un	proceso	de	ejecución	de	garantía	hipotecaria	ello	no	es	exigible.	(…)”.
(C.S.,	Cas.	1582-2003-Ica,	jul.	03/2006.	SS.	Pajares	Paredes)
TÍTULO	SEXTO
CLÁUSULA	DE	VENTA	EXTRAJUDICIAL
Ley	27287.
ART.	 54.—Venta	 extrajudicial.	 En	 los	 títulos	 valores	 afectados	 en
garantía,	salvo	disposición	distinta	de	la	ley,	puede	acordarse	prescindir	de
su	 ejecución	 judicial	 y	 que	 su	 venta	 se	 realice	 en	 forma	 directa	 o
extrajudicial,	 conforme	 a	 los	 acuerdos	 adoptados	 al	 efecto,	 según	 las
disposiciones	aplicables	a	la	ejecución	extrajudicial	de	la	garantía	prendaria.
Ley	26702.
ART.	 171.—Carácter	 preferente	 de	 las	 garantías	 reales.	 El	 carácter
preferente	propio	de	las	garantías	reales	inscribibles	o	no,	no	se	afecta	por
la	eventual	existencia	de	deudas	tributarias	a	cargo	del	constituyente.
Ley	26702.
ART.	172.—Modificado.	Ley	27851,	Art.	1°.	Garantías	respaldan	todas
las	 obligaciones	 frente	 a	 la	 empresa.	 Los	 bienes	 dados	 en	 hipoteca,
prenda	o	warrant	a	favor	de	una	empresa	del	sistema	financiero,	respaldan
todas	las	deudas	y	obligaciones	propias,	existentes	o	futuras	asumidas	para
con	ella	por	el	deudor	que	los	afecta	en	garantía,	siempre	que	así	se	estipule
expresamente	en	el	contrato.
Modificado.	Ley	27851,	Art.	1°.	Cuando	los	bienes	afectados	en	garantía	a
favor	 de	 una	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 son	 de	 propiedad	 distinta	 al
deudor,	 éstas	 sólo	 respaldan	 las	 deudas	 y	 obligaciones	 del	 deudor	 que
hubieran	sido	expresamente	señaladas	por	el	otorgante	de	la	garantía.
La	 liberación	y	extinción	de	toda	garantía	real	constituida	en	 favor	de	 las
empresas	del	 sistema	 financiero	 requiere	 ser	expresamente	declarada	por
la	empresa	acreedora.	La	extinción	dispuesta	por	el	artículo	3°	de	la	Ley	N°
26639	no	es	de	aplicación	para	los	gravámenes	constituidos	en	favor	de	una
empresa.
NOTA:	La	Ley	27851	fue	derogada	por	la	Sexta	Disposición	Final	de	la	Ley	28677,	publicada	el	01	de
marzo	del	2006.
TÍTULO	SÉTIMO
CLÁUSULA	DE	SOMETIMIENTO	A	LEYES	Y
TRIBUNALES
Ley	27287.
ART.	55.—Sometimiento	a	leyes	y	tribunales.	Salvo	disposición	legal	en
contrario,	para	el	ejercicio	de	 las	acciones	derivadas	del	 título	valor	podrá
acordarse	el	sometimiento	a	la	competencia	de	determinado	distrito	judicial
del	país,	así	como	a	la	jurisdicción	arbitral;	o	a	leyes	y/o	tribunales	de	otro
país.
C.	C.
ART.	 2046.—Igualdad	 de	 derechos	 civiles	 entre	 peruanos	 y
extranjeros.	 Los	 derechos	 civiles	 son	 comunes	 a	 peruanos	 y	 extranjeros,
salvo	 las	 prohibiciones	 y	 limitaciones	 que,	 por	 motivo	 de	 necesidad
nacional,	 se	 establecen	 para	 los	 extranjeros	 y	 las	 personas	 jurídicas
extranjeras.
C.	C.
ART.	2057.—Competencia	sobre	personas	domiciliadas	en	el	Perú.	Los
tribunales	peruanos	 son	 competentes	para	 conocer	de	 las	 acciones	 contra
personas	domiciliadas	en	el	territorio	nacional.
C.	C.
ART.	2068.—Principio	y	fin	de	la	persona	natural.	El	principio	y	fin	de	la
persona	natural	se	rige	por	la	ley	de	su	domicilio.
Cuando	 un	 efecto	 jurídico	 dependa	 de	 la	 sobrevivencia	 de	 una	 u	 otra
persona	y	éstas	 tengan	 leyes	domiciliarias	distintas,	y	 las	presunciones	de
sobrevivencia	de	esas	leyes	fueran	incompatibles,	se	aplica	lo	dispuesto	en
el	artículo	62.
C.	C.
ART.	2102.—Principio	de	reciprocidad.	Las	sentencias	pronunciadas	por
tribunales	extranjeros	tienen	en	la	República	la	fuerza	que	les	conceden	los
tratados	respectivos.
Si	no	hay	tratado	con	el	país	en	el	que	se	pronunció	la	sentencia,	tiene	ésta
la	misma	fuerza	que	en	aquel	país	se	da	a	las	sentencias	pronunciadas	por
los	tribunales	peruanos.
SECCIÓN	CUARTA
DE	LAS	GARANTÍAS	DE	LOS	TÍTULOS	VALORES
TÍTULO	PRIMERO
DE	LAS	FORMAS	DE	GARANTIZAR	TÍTULOS	VALORES
Ley	27287.
ART.	56.—Garantías	personales	y	reales.
56.1	 El	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 que	 representan	 los	 títulos
valores	puede	estar	garantizado	total	o	parcialmente	por	cualquier	garantía
personal	 y/o	 real	 u	 otras	 formas	 de	 aseguramiento	 que	 permita	 la	 ley,
inclusive	por	fideicomisos	de	garantía.
56.2	Para	que	dichas	garantías	surtan	efecto	en	favor	de	cualquier	tenedor,
debe	dejarse	constancia	de	ello	en	el	mismo	título	o	registro	respectivo.
56.3	Si	no	se	señala	a	 la	persona	garantizada,	se	presume	que	 la	garantía
opera	en	respaldo	del	obligado	principal.
56.4	 A	 falta	 de	 mención	 expresa	 del	 monto	 o	 límite	 de	 la	 garantía,	 se
entiende	 que	 garantiza	 todas	 las	 obligaciones	 y	 el	 importe	 total	 que
representa	el	título	valor.
56.5	En	la	constitución	y	ejecución	de	garantías	de	valores	mobiliarios	y	de
valores	con	representación	por	anotación	en	cuenta,	se	observarán	además
las	disposiciones	especiales	que	señalen	las	leyes	de	la	materia.
JURISPRUDENCIA.—No	 son	 acumulables	 las	 garantías	 real	 y	 personal.
“El	 proceso	 de	 ejecución	 de	 garantía	 real	 tiene	 por	 objeto	 exclusivo	 el
remate	del	bien	dado	en	garantía,	en	caso	de	no	solventarse	la	deuda	(...),	en
consecuencia,	 no	 es	 procedente	 acumular	 la	 acción	 dirigida	 a	 los	 fiadores
para	el	pago	de	la	deuda	en	ejecución	de	una	garantía	personal”.	(Cas.	242-
1995.	07.08.96)
TÍTULO	SEGUNDO
DE	LAS	GARANTÍAS	PERSONALES
CAPÍTULO	PRIMERO
DEL	AVAL
Ley	27287.
ART.	 57.—Aval.	 Con	 excepción	 del	 obligado	 principal,	 el	 aval	 puede	 ser
otorgado	por	cualquiera	de	 los	que	 intervienen	en	el	 título	valor	o	por	un
tercero.	 En	 el	 caso	 de	 ser	 uno	 de	 los	 intervinientes,	 éste	 debe	 señalar	 en
modo	expreso	su	adicional	condición	de	avalista.
JURISPRUDENCIA.—El	 aval	 es	 una	 garantía	 cambiaria.	 “El	 aval	 es	 una
garantía	 de	 derecho	 cambiario	 destinada	 a	 garantizar	 al	 librador,	 al
aceptante	 o	 endosatario	 de	 un	 documento	 cartular,	 en	 tal	 sentido	 esta
garantía	 solamente	 es	 aplicable	 en	materia	 de	 títulos	 valores”.	 (Cas.	 252-
1999.	16.07.99)
JURISPRUDENCIA.—Finalidad	 de	 la	 fianza.	 “El	 aval	 se	 presta	 para
garantizar	una	obligación	cambiaria,	autónoma	y	abstracta”.	(Cas.	202-1998.
19.09.98)
Ley	27287.
ART.	58.—Formalidades.
58.1	El	 aval	 debe	 constar	 en	 el	 anverso	 o	 reverso	del	mismo	 título	 valor
avalado	 o	 en	 hoja	 adherida	 a	 él,	 observando	 en	 este	 último	 caso	 las
formalidades	que	la	presente	ley	establece.
58.2	El	aval	se	expresa	con	la	cláusula	“aval”	o	“por	aval”;	la	indicación	de	la
persona	avalada;	y	el	nombre,	el	número	del	documento	oficial	de	identidad,
domicilio	y	firma	del	avalista.
58.3	 Podrá	 prescindirse	 de	 la	 cláusula	 “aval”	 o	 “por	 aval”,	 cuando	 esta
garantía	conste	en	el	anverso	del	documento.
58.4	Si	no	se	señala	a	la	persona	avalada,	se	entiende	otorgado	en	favor	del
obligado	principal;	o,	de	ser	el	caso,	del	girador.
58.5	 A	 falta	 de	 indicación	 del	 domicilio	 del	 avalista,	 se	 presume	 que
domicilia	 para	 todos	 los	 fines	 de	 ley	 respecto	 al	 ejercicio	 de	 las	 acciones
derivadas	del	título	valor,	en	el	mismo	domicilio	de	su	avalado	o,	en	su	caso,
en	el	lugar	de	pago.
58.6	Si	no	 se	 señala	el	monto	avalado,	 se	presume	que	es	por	el	 importe
total	del	título	valor.
Ley	27287.
ART.	59.—Responsabilidad	del	aval.
59.1	El	avalista	queda	obligado	de	igual	modo	que	aquél	por	quien	prestó
el	aval;	y,	su	responsabilidad	subsiste,	aunque	la	obligación	causal	del	título
valor	avalado	 fuere	nula;	excepto	si	 se	 trata	de	defecto	de	 forma	de	dicho
título.
59.2	El	avalista	no	puede	oponer	al	tenedor	del	título	valor	los	medios	de
defensa	personales	de	su	avalado.
59.3	El	avalista	puede	asumir	 la	obligación	señalada	en	el	primer	párrafo
en	forma	indefinida,	en	cuyo	caso	no	será	necesaria	su	intervención	en	las
renovaciones	que	acuerde	su	avalado	y	el	tenedor	del	título.	En	este	caso,	su
aval	deberá	constar	en	modo	expreso	en	el	título	mediante	la	cláusula	“Aval
indefinido”	o	“Aval	permanente”.
59.4	 La	 cláusula	 señalada	 en	 el	 párrafo	 anterior	 no	 es	 necesaria	 en	 los
títulos	 valores	 que	 contengan	 la	 cláusula	 de	 prórroga	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	49.
JURISPRUDENCIA.—La	 obligación	 del	 avalista	 es	 objetiva.	 “Si	 bien	 es
cierto	 la	 fianza	 y	 el	 aval	 comparten	 las	 particularidades	 de	 ser	 garantías
personales	 se	 distinguen	 en	 que	 en	 la	 fianza	 subyace	 un	 negocio
extracambiario,	 pues	 el	 fiador	 se	 obliga	 frente	 al	 acreedor	 a	 cumplir
determinada	 prestación	 en	 garantía	 de	 una	 obligación	 ajena	 en	 virtud	 de
relaciones	 hipersubjetivas	 que	 están	 precisadas	 en	 el	 documento	 que	 la
contiene	 y	 está	 íntimamente	 ligado	 a	 una	 obligación	 principal	 por	 ser	 de
carácter	accesorio;	por	el	contrario,	en	el	aval,	 la	obligación	del	avalista	es
objetiva	 puesto	 que	 ella	 garantiza	 el	 pago	 de	 un	 título	 valor	 y	 no	 a	 la
persona	del	avalado	y	ni	siquiera	a	la	obligación	avalada”.	(Cas.	1085-1999.
24.11.99)
Ley	27287.
ART.	60.—Subrogación	del	aval.
60.1	 El	 avalista	 que	 cumple	 con	 la	 obligación	 garantizada	 adquiere	 los
derechos	 resultantes	 del	 título	 valor	 contra	 el	 avalado	 y	 los	 obligados	 en
favor	de	éste	en	virtud	del	título	valor,	y	se	subroga	en	todas	las	garantías	y
derechos	que	otorgue	dicho	título.
60.2	El	avalista	que	cumpla	con	el	pago	el	día	del	vencimiento	o	antes	que
el	título	fuese	protestado,	de	lo	que	se	dejará	constancia	en	el	mismo	título,
no	requerirá	de	la	formalidad	prevista	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	70
para	ejercitar	los	derechos	cambiarios	que	le	corresponda.
C.	C.
ART.	 1261.—Subrogación	 convencional.	 La	 subrogación	 convencional
tiene	lugar:
1.	 Cuando	 el	 acreedor	 recibe	 el	 pago	 de	 un	 tercero	 y	 lo	 sustituye	 en	 sus
derechos.
2.	 Cuando	 el	 tercero	 no	 interesado	 en	 la	 obligación	 paga	 con	 aprobación
expresa	o	tácita	del	deudor.
3.	Cuando	el	deudor	paga	con	una	prestación	que	ha	recibido	en	mutuo	y
subroga	al	mutuante	en	los	derechos	del	acreedor,	siempre	que	el	contrato
de	 mutuo	 se	 haya	 celebrado	 por	 documento	 de	 fecha	 cierta,	 haciendo
constar	 tal	 propósito	 en	 dicho	 contrato	 y	 expresando	 su	 procedencia	 al
tiempo	de	efectuar	el	pago.
CAPÍTULO	SEGUNDO
DE	LA	FIANZA
Ley	27287.	
ART.	61.—Responsabilidad	del	fiador.
61.1	 Salvo	 que	 en	modo	 expreso	 se	 haya	 señalado	 lo	 contrario,	 la	 fianza
que	conste	en	el	mismo	título	valor	o	en	el	respectivo	registro	tiene	carácter
de	solidaria	y	el	fiador	no	goza	del	beneficio	de	excusión,	aun	cuando	no	se
haya	 dejado	 constancia	 de	 ello	 en	 el	 título	 o	 en	 el	 respectivo	 registro	 de
valor	con	representación	por	anotación	en	cuenta.
61.2	El	fiador	queda	sujeto	a	la	acción	cambiaria,	del	mismo	modo,	durante
el	mismo	plazo	y	en	los	mismos	términos	que	contra	su	afianzado.
61.3	 El	 fiador	 puede	 oponer	 al	 tenedor	 del	 título	 valor	 los	 medios	 de
defensa	personales	de	su	afianzado.
C.	C.
ART.	1868.—Por	 la	 fianza,	el	 fiador	se	obliga	frente	al	acreedor	a	cumplir
determinada	prestación,	en	garantía	de	una	obligación	ajena,	 si	 ésta	no	es
cumplida	por	el	deudor.
La	 fianza	 puede	 constituirse	 no	 sólo	 en	 favor	 del	 deudor	 sino	 de	 otro
fiador.
JURISPRUDENCIA.—La	distinción	entre	fianza	simple	y	fianza	solidaria
radica	en	si	se	tiene	o	no	el	beneficio	de	la	excusión.	“(…)	en	el	contexto
normativo	del	libro	de	las	fuentes	de	las	obligaciones,	conduce	a	establecer,
que	la	fianza,	en	tanto	pacto	por	el	cual	un	sujeto	se	obliga	a	responder	ante
el	 acreedor	 por	 el	 cumplimiento	 de	 una	 obligación	 a	 cargo	 del	 deudor,
puede	distinguirse	en	fianza	simple	y	fianza	solidaria;	en	la	primera	el	fiador
goza	del	beneficio	de	excusión	y	si	existiese	varios	fiadores,	goza	además	del
beneficio	de	división	de	la	deuda	entre	ellos;	en	cambio	en	la	fianza	solidaria
no	 opera	 el	 beneficio	 de	 excusión,	 de	 tal	 modo	 que	 el	 acreedor	 puede
dirigirse	directamente	contra	el	fiador	sin	necesidad	de	ejecutar	los	bienes
del	deudor	principal	y	además	puede	demandar	por	el	total	a	cualquiera	de
los	 fiadores	 solidarios;	 empero	 ésta	 solidaridad	 no	 quita	 a	 la	 fianza	 el
carácter	de	obligación	accesoria,	pues	 la	solidaridad	no	convierte	al	 fiador
en	deudor	directo	de	la	obligación	principal	(…)	ahora	bien,	en	el	presente
caso	ha	quedado	establecido	en	las	instancias	de	mérito	que	el	demandado
(…)	 ha	 intervenido	 en	 el	 contrato	 de	 fraccionamiento	 especial	 y
otorgamiento	de	garantía	personal	con	fecha	diecisiete	de	mayo	de	dos	mil,
en	 calidad	 de	 fiador,	 otorgando	 fianza	 solidaria,	 incondicional	 y	 de	 plazo
indeterminado	a	 favor	del	deudor	del	Banco	de	 la	Nación	y	en	 respaldo	o
garantía	de	la	deuda	asumida	por	la	deudora	principal	(…);	en	consecuencia,
queda	claro	que	en	caso	de	incumplimiento	del	pago,	el	banco	demandante
podía	 dirigirse	 indistintamente	 en	 contra	 de	 la	 deudora	 principal	 o	 en
contra	del	fiador	solidario	(…)	(C.	S.,	Cas.	2750-2005-Lima,	jun.	14/2006.	S.
S.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Beneficio	 de	 liberación	 sólo	 existe	 en	 la	 fianza
simple.	 “(…)	 debe	 tenerse	 presente	 los	 artículos	 mil	 ochocientos
noventiocho	 y	 mil	 ochocientos	 noventinueve	 del	 Código	 Civil	 prevén	 un
régimen	de	beneficio	adicional	al	beneficio	de	excusión,	por	este	beneficio	el
fiador,	puede	quedar	liberado	de	su	responsabilidad	frente	al	acreedor;	así
en	el	caso	de	la	fianza	a	plazo	determinado	la	ley	ha	previsto	que	el	fiador
queda	 libre	 de	 responsabilidad	 si	 el	 acreedor	 no	 exige	 notarial	 o
judicialmente	 el	 cumplimiento	 de	 la	 obligación	 dentro	 de	 los	 quince	 días
siguientes	 a	 la	 expiración	 del	 plazo,	 o	 si	 abandona	 la	 acción	 iniciada;	 en
cambio	 en	 la	 fianza	 a	 plazo	 indeterminado,	 como	 no	 hay	 plazo,	 el	 fiador
puede	pedir	al	acreedor	que	cuando	la	deuda	sea	exigible,	haga	efectivo	su
derecho	y	demande	al	deudor.	Si	el	acreedor	no	ejercita	ese	derecho	en	el
plazo	de	treinta	días	después	de	requerido	o	si	abandona	el	procedimiento,
el	fiador	quedará	libre	de	su	obligación	(…).
(…)	 este	 beneficio	 de	 liberación,	 así	 como	 el	 beneficio	 de	 excusión	 y	 el
beneficio	de	división,	únicamente	puede	ser	invocado	en	el	caso	de	la	fianza
simple	 y	 no	 así	 en	 el	 caso	 de	 la	 fianza	 solidaria,	 pues	 como	 se	 tiene
explicado,	 en	 la	 fianza	 solidaria	 el	 acreedor	 tiene	 el	 derecho	 de	 dirigir
indistintamente	 el	 cobro	 en	 contra	 del	 deudor	 principal	 o	 en	 contra	 del
fiador,	 por	 tanto	 resultaría	 contraproducente,	 carente	 de	 sentido	 lógico,	 y
hasta	 se	 desvirtuaría	 la	 naturaleza	 especial	 de	 la	 fianza	 solidaria,	 pues	 en
ésta	por	definición	el	acreedor	puede	dirigirse	directamente	contra	el	fiador
(…).”	(C.	S.,	Cas.	2750-2005-Lima,	jun.	14/2006.	S.	S.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—La	 fianza	 es	 un	 contrato.	 “La	 fianza	 es	 un	 contrato
entre	el	fiador	y	el	acreedor	destinada	a	garantizar	la	obligación	del	deudor
o	fiado”.	(Cas.	252-1999.	16.07.99)
JURISPRUDENCIA.—En	 la	 fianza	 existe	 un	 negocio	 extracambiario.	 “Si
bien	 es	 cierto	 la	 fianza	 y	 el	 aval	 comparten	 las	 particularidades	 de	 ser
garantías	personales	se	distinguen	en	que	en	 la	 fianza	subyace	un	negocio
extracambiario,	 pues	 el	 fiador	 se	 obliga	 frente	 al	 acreedor	 a	 cumplir
determinada	 prestación	 en	 garantía	 de	 una	 obligación	 ajena	 en	 virtud	 de
relaciones	 hipersubjetivas	 que	 están	 precisadas	 en	 el	 documento	 que	 la
contiene	 y	 está	 íntimamente	 ligado	 a	 una	 obligación	 principal	 por	 ser	 de
carácter	accesorio;	por	el	contrario,	en	el	aval,	 la	obligación	del	avalista	es
objetiva	 puesto	 que	 ella	 garantiza	 el	 pago	 de	 un	 título	 valor	 y	 no	 a	 la
persona	del	avalado	y	ni	siquiera	a	la	obligación	avalada”.	(Cas.	1085-1999.
24.11.99)
JURISPRUDENCIA.—Perfeccionamiento	 de	 la	 fianza.	 “Tratándose	 de	 la
fianza	solidaria	de	una	garantía	personal	 su	constitución	en	el	 título	valor
no	requiere	de	la	formalidad	de	la	escritura	pública	ni	de	la	intervención	del
acreedor	sino	la	expresión	de	aceptación	del	fiador	solidario	en	constituir	la
fianza	 a	 favor	 del	 obligado	 en	 el	 documento	 que	 lo	 contiene”.	 (Cas.	 2055-
1999.	01.09.2000)
JURISPRUDENCIA.—Mérito	ejecutivo	de	la	fianza.	“La	fianza	común	sirve
para	 garantizar	 obligaciones	 no	 contenidas	 en	 títulos	 valores,	 es	 por	 ello
que	este	tipo	de	fianzas	no	tiene	mérito	ejecutivo,	pues	siguen	la	suerte	de	la
obligación	principal	que	no	tiene	tal	mérito;	en	el	caso	de	la	fianza	solidaria
destinada	a	garantizar	obligaciones	contenidas	en	títulos	valores,	para	que
la	 garantía	 tenga	mérito	 ejecutivo	 se	 requiere	 que	 esté	 incorporada	 en	 el
título	valor,	pues	solamente	de	esta	manera	el	documento	que	contiene	 la
garantía	 puede	 cumplir	 con	 el	 carácter	 constitutivo-dispositivo	 necesario
para	que	tenga	fuerza	ejecutiva”.	(Cas.	1533-1999.	20.11.99)
JURISPRUDENCIA.—La	carta	fianza	es	un	título	valor.	“La	carta	fianza,	al
ser	 una	 consecuencia	 del	 contrato	 de	 fianza,	 puede	 estar	 contenida	 en	 un
documento	de	formato	especial	donde	se	señala	claramente	las	partes	que
intervienen,	 la	 cantidad	 por	 la	 que	 se	 afianza,	 el	 plazo	 de	 vigencia,	 las
condiciones	 en	 que	 se	 hará	 efectiva,	 el	 número	 de	 orden	 y	 sobre	 todo	 la
cláusula	obligacional,	precisando	que	la	fianza	es	incondicional,	irrevocable
y	 de	 realización	 automática	 (...).	 Este	 documento	 es	 el	 que	 representa	 el
título	 valor	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 167	 de	 la	 Ley	General	 del	 Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	 y	 Seguros	 cuando	 señala	 que	 la	 fianza	 solidaria	 “que	 conste	 de	 un
título	 valor”	 confiere	 mérito	 ejecutivo	 contra	 su	 suscriptor,	 lo	 cual
concuerda	con	la	característica	de	incondicional	y	de	realización	automática
que	contiene,	es	decir,	que	tiene	un	valor	intrínseco	contra	su	otorgante	que
le	impide	negarse	al	pago”.	(Cas.	1222-1997-Piura.	23.04.98)
JURISPRUDENCIA.—El	fiador	en	un	pagaré	es	obligado	solidario.	“Quien
ha	 firmado	 como	 fiador,	 pagarés	 puestos	 a	 cobro,	 su	 condición	 es	 la	 de
obligado	solidario	en	el	pago	de	los	créditos	que	representa	y,	debido	a	ello
no	 está	 facultado	 para	 pedir	 la	 excusión	 de	 sus	 bienes”.	 (Cas.	 485-1986.
19.08.89)
JURISPRUDENCIA.—El	protesto	no	debe	entenderse	contra	 los	 fiadores.
“Para	ejercitar	la	acción	cambiaria	directa	contra	el	aceptante	(emitente	del
título	valor	tratándose	de	un	pagaré)	o	contra	sus	garantes	es	indispensable
el	protesto	por	falta	de	pago	únicamente	contra	dicho	aceptante	u	obligado
principal	 de	 la	 deuda,	 no	 resultando	 exigible	 dicha	 diligencia	 contra	 los
demás	obligados	(...)	y	siendo	esto	así,	cabe	señalar	que	en	el	caso	que	nos
ocupa,	 la	 falta	 de	 protesto	 contra	 quienes	 intervienen	 como	 fiadores
solidarios	en	el	mencionado	 título	valor	no	perjudica	de	manera	alguna	el
mérito	ejecutivo	del	recaudo”.	(Cas.	2037-2001-Lima.	03.12.2002)
Ley	27287.
ART.	62.—Normas	aplicables	a	la	fianza.	Son	de	aplicación	a	la	fianza	de
que	 trata	 el	 artículo	 61,	 en	 cuanto	 no	 resulten	 incompatibles	 con	 su
naturaleza	y	con	lo	señalado	en	dicho	artículo,	las	disposiciones	referentes
al	aval.
TÍTULO	TERCERO
DE	LAS	GARANTÍAS	REALES
Ley	27287.
ART.	63.—Garantías	reales.
63.1	 Además	 de	 las	 formalidades	 y	 requisitos	 que	 las	 respectivas
disposiciones	 legales	 señalen	 para	 la	 constitución	 de	 garantías	 reales	 que
respalden	 títulos	 valores,	 cuando	 dichas	 garantías	 aseguren	 el
cumplimiento	de	las	obligaciones	frente	a	cualquier	tenedor,	debe	señalarse
en	el	mismo	título	o	en	el	respectivo	registro	la	existencia	de	tales	garantías
y,	en	su	caso,	las	referencias	de	su	inscripción	registral.
63.2	En	ese	caso,	las	transferencias	del	título	no	requieren	del	asentimiento
del	obligado	ni,	de	ser	el	caso,	del	constituyente	de	la	garantía,	para	que	ésta
tenga	plena	eficacia	frente	a	cualquier	tenedor	del	título	valor.
C.	C.
ART.	307.—Deudas	anteriores	a	la	sociedad	de	gananciales.	Las	deudas
de	 cada	 cónyuge	 anteriores	 a	 la	 vigencia	 del	 régimen	 de	 gananciales	 son
pagadas	 con	 sus	 bienes	 propios,	 a	 menos	 que	 hayan	 sido	 contraídas	 en
beneficio	del	futuro	hogar,	en	cuyo	caso	se	pagan	con	bienes	sociales	a	falta
de	bienes	propios	del	deudor.
SECCIÓN	QUINTA
DEL	PAGO
TÍTULO	PRIMERO
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	27287.
ART.	64.—Fecha	de	pago.
64.1	Las	prestaciones	contenidas	en	un	título	valor	deben	ser	cumplidas	el
día	señalado	para	ese	efecto.	El	tenedor	no	puede	ser	compelido	a	recibir	en
fecha	anterior.
64.2	 Quien	 cumple	 la	 prestación	 que	 le	 corresponde	 antes	 de	 la	 fecha
establecida	 en	 el	 título,	 lo	 hace	 por	 su	 cuenta	 y	 riesgo,	 y	 responde	 por	 la
validez	del	pago.
64.3	Quien	 paga	 a	 su	 vencimiento	 o	 en	 la	 fecha	 prevista	 para	 ese	 efecto,
queda	liberado	válidamente,	a	menos	que	haya	procedido	con	dolo	o	culpa
inexcusable.
64.4	El	obligado	contra	el	cual	se	ejercite	o	pueda	ejercitarse	las	acciones
derivadas	 del	 título	 valor	 está	 facultado	 para	 exigir,	 contra	 el	 pago	 que
realice,	la	entrega	del	título	valor	cancelado;	y,	de	ser	el	caso,	la	constancia
del	 protesto	 o	 de	 la	 formalidad	 sustitutoria,	 más	 la	 cuenta	 de	 gastos
cancelada,	 sin	perjuicio	de	 lo	dispuesto	en	el	 segundo	párrafo	del	 artículo
17.
Ley	27287.
ART.	65.—Pago	parcial.
65.1	El	tenedor	no	puede	rehusar	un	pago	parcial.
65.2	En	los	casos	de	verificarse	pago	parcial,	quien	paga	puede	exigir	que	el
tenedor	 del	 título	 le	 otorgue	 el	 recibo	 correspondiente,	 además	 de	 la
anotación	que	deberá	hacerse	en	el	mismo	título	valor.
65.3	 En	 los	 casos	 señalados	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 en	 el	 registro	 del
protesto	deberá	hacerse	la	misma	anotación	señalada	en	el	párrafo	anterior
si	tal	pago	se	efectúa	en	el	acto	de	protesto	o	durante	el	lapso	que	el	título	se
encuentre	en	poder	del	fedatario.
65.4	En	 los	casos	de	cumplimiento	parcial,	el	 tenedor	debe	además	hacer
entrega	a	quien	hizo	tal	pago	parcial	y	a	costa	de	éste,	de	la	copia	certificada
notarial	 o	 judicial	 del	 título	 valor	 con	 la	 constancia	 de	 haber	 sido
parcialmente	 pagado;	 en	 cuyo	 mérito	 podrá,	 quien	 hizo	 tal	 pago	 parcial,
ejercitar	 las	acciones	cambiarias	que	 le	 correspondan.	La	copia	 certificada
antes	indicada	tiene	mérito	ejecutivo.
C.	C.
ART.	1221.—Prestación	parcial	de	 la	obligación.	No	 puede	 compelerse
al	 acreedor	 a	 recibir	 parcialmente	 la	 prestación	 objeto	 de	 la	 obligación,	 a
menos	que	la	ley	o	el	contrato	lo	autoricen.
Sin	embargo,	cuando	la	deuda	tiene	una	parte	líquida	y	otra	ilíquida,	puede
exigir	 el	 acreedor	 el	 pago	 de	 la	 primera,	 sin	 esperar	 que	 se	 liquide	 la
segunda.
C.	C.
ART.	 1230.—Retención	 del	 pago	 hasta	 el	 otorgamiento	 de	 recibo.	 El
deudor	 puede	 retener	 el	 pago	 mientras	 no	 le	 sea	 otorgado	 el	 recibo
correspondiente.
Tratándose	 de	 deudas	 cuyo	 recibo	 sea	 la	 devolución	 del	 título,	 perdido
éste,	 quien	 se	 encuentre	 en	aptitud	de	verificar	 el	pago	puede	 retenerlo	y
exigir	del	acreedor	la	declaración	judicial	que	inutilice	el	título	extraviado.
C.	C.
ART.	1233.—Pago	con	títulos	valores.	La	 entrega	de	 títulos	 valores	que
constituyen	 órdenes	 o	 promesas	 de	 pago,	 sólo	 extinguirá	 la	 obligación
primitiva	cuando	hubiesen	sido	pagados	o	cuando	por	culpa	del	acreedor	se
hubiesen	perjudicado,	salvo	pacto	en	contrario.
Entre	 tanto	 la	 acción	 derivada	 de	 la	 obligación	 primitiva	 quedará	 en
suspenso.
Ley	27287.
ART.	66.—Lugar	de	pago.
66.1	El	título	valor	debe	ser	presentado	para	su	pago	en	el	lugar	designado
al	 efecto	 en	 el	 documento,	 aun	 cuando	 el	 obligado	 hubiere	 cambiado	 de
domicilio,	salvo	que	éste	haya	comunicado	notarialmente	al	último	tenedor
su	variación,	antes	del	vencimiento	o	fecha	prevista	para	su	pago	y	siempre
dentro	de	la	misma	ciudad	o	lugar	de	pago.
66.2	 Si	 se	 hubiere	 señalado	 que	 el	 pago	 se	 hará	mediante	 cargo	 en	 una
cuenta	 mantenida	 en	 una	 empresa	 del	 Sistema	 Financiero	 Nacional
conforme	 al	 artículo	 53,	 el	 título	 debe	 presentarse	 ante	 la	 respectiva
empresa	señalada	en	el	documento,	la	que	rechazará	o	atenderá	su	pago	con
los	fondos	que	hubiere	en	la	cuenta	designada	en	el	título	valor,	hasta	donde
alcancen,	o,	con	las	concesiones	crediticias	que	pueda	conferir	al	titular	de
dicha	cuenta.
66.3	 A	 falta	 de	 indicación	 expresa	 del	 lugar	 de	 pago,	 el	 título	 valor	 se
entiende	pagadero	en:
a)	el	domicilio	que	figure	junto	al	nombre	de	quien	resulte	ser	el	obligado
principal	 del	 título;	 o,	 en	 su	 defecto,	 en	 el	 domicilio	 real	 del	 obligado
principal;	y
b)	el	domicilio	del	indicado	para	el	pago	por	intervención.
66.4	El	pago	de	los	valores	con	representación	por	anotación	en	cuentas	se
verificará	 a	 través	 de	 la	 respectiva	 institución	 de	 compensación	 y
liquidación	de	valores	o	en	 la	 forma	señalada	en	el	registro,	conforme	a	 la
ley	de	la	materia.
C.	C.
ART.	1238.—Lugar	de	pago.	El	 pago	 debe	 efectuarse	 en	 el	 domicilio	 del
deudor,	 salvo	 estipulación	 en	 contrario,	 o	 que	 ello	 resulte	 de	 la	 ley,	 de	 la
naturaleza	de	la	obligación	o	de	las	circunstancias	del	caso.
Designados	varios	lugares	para	el	pago,	el	acreedor	puede	elegir	cualquiera
de	 ellos.	 Esta	 regla	 se	 aplica	 respecto	 al	 deudor,	 cuando	 el	 pago	 deba
efectuarse	en	el	domicilio	del	acreedor.
JURISPRUDENCIA.—Si	 el	 título	 valor	 ha	 circulado	 el	 deudor	 no	 puede
comunicar	su	cambio	de	domicilio.	“El	recurrente	acusa	que	se	interpretó
erróneamente	el	artículo	40	del	Código	Civil	que	establecía	que	el	cambio	de
domicilio	 no	 puede	 oponerse	 a	 los	 acreedores	 si	 no	 ha	 sido	 puesto	 en
conocimiento	mediante	comunicación	indubitable,	al	haber	considerado	que
los	 efectos	 del	 citado	 artículo	 se	 aplican	 indiscriminadamente	 a	 todas	 las
relaciones	cambiarias	que	se	generan	a	raíz	de	la	emisión	de	un	título	valor,
sin	 advertir	 que	 la	 norma	 sólo	 se	 aplica	 cuando	 un	 título	 valor	 no	 ha
circulado,	 en	 cuyo	 caso	 el	 deudor	 conoce	 quién	 es	 su	 acreedor	 y	 puede
comunicarle	 su	 cambio	 de	 domicilio,	 empero	 si	 el	 título	 ha	 circulado	 el
deudor	desconoce	al	nuevo	acreedor	por	lo	que	no	puede	darle	a	conocer	su
cambio	de	domicilio”.	(Cas.	1158-2003-Lima.	01.12.2003)
JURISPRUDENCIA.—El	título	valor	debe	presentarse	para	su	pago	en	el
lugar	 designado	 en	 el	 documento,	 aun	 cuando	 el	 obligado	 hubiera
cambiado	de	domicilio.	“(...)	sobre	 la	decisión	 impugnada,	 toda	vez	que	 la
entidad	 impugnante	 pretende	 cuestionar	 la	 notificación	 efectuada	 en	 el
domicilio	 consignado	en	el	 título	valor	puesto	a	 cobro,	 argumentando	que
suscribió	con	la	empresa	ejecutante	el	documento	denominado	‘Transacción
extrajudicial	 y	 reconocimiento	 de	 deuda’,	 (...),	 en	 el	 cual	 se	 habría
consignado	su	actual	domicilio,	sin	embargo.	al	respecto	debe	señalarse	que
el	 artículo	 66,	 numeral	 66.1,	 de	 la	 Ley	 27287,	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,
establece	que	el	 título	valor	debe	ser	presentado	para	su	pago	en	el	 lugar
designado	 en	 el	 documento,	 aun	 cuando	 el	 obligado	 hubiera	 cambiado	 de
domicilio,	salvo	que	éste	haya	comunicado	notarialmente	al	último	tenedor
su	variación,	antes	del	vencimiento	o	fecha	prevista	para	su	pago	y	siempre
dentro	de	la	misma	ciudad	o	lugar	de	pago	(...).”.	(CS,	Cas.	1875-2013-Lima,
set.	02/2013,	V.	P.	Almenara	Bryson)
Ley	27287.
ART.	67.—Mora	del	tenedor.	En	el	caso	de	que	el	tenedor	no	presentara	el
título	valor	para	su	cobro	en	la	fecha	acordada	para	ese	efecto,	o	cuando	el
pago	 no	 pueda	 hacerse	 válidamente	 por	 causa	 imputable	 al	 tenedor,
cualquier	obligado	puede	depositar	su	importe	ante	cualquier	empresa	del
Sistema	Financiero	Nacional,	a	costo	y	riesgo	de	dicho	tenedor,	ofreciendo	el
pago	 conforme	 a	 las	 normas	 procesales	 respectivas	 sobre	 pago	 por
consignación,	 siendo	 para	 ello	 indispensable	 acompañar	 la	 constancia	 de
dicho	depósito.
Ley	27287.
ART.	68.—Pago	de	títulos	valores	en	moneda	extranjera.
68.1	 Salvo	 lo	 dispuesto	 en	 el	 último	 párrafo,	 el	 pago	 de	 un	 título	 valor
expresado	 en	 moneda	 extranjera	 podrá	 verificarse	 ya	 sea	 en	 la	 misma
moneda	o	 en	moneda	nacional.	 En	 este	 último	 caso,	 el	 pago	debe	hacerse
según	su	equivalencia	al	tipo	de	cambio	venta	de	la	respectiva	moneda	que
la	autoridad	competente	publique	en	el	diario	oficial	el	día	del	vencimiento
o,	en	su	defecto,	de	la	publicación	inmediata	anterior.
68.2	Si	el	pago	en	moneda	nacional	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	se
hace	 en	 fecha	 posterior	 al	 del	 vencimiento,	 el	 tipo	 de	 cambio	 venta	 será
elegido	 por	 el	 tenedor	 del	 título	 valor,	 entre	 aquél	 que	 corresponda	 a	 la
publicación	 hecha	 el	 día	 de	 pago	 o	 a	 la	 que	 se	 hizo	 en	 la	 fecha	 del
vencimiento,	según	la	regla	señalada	en	el	párrafo	anterior.
68.3	En	los	casos	previstos	en	los	párrafos	anteriores,	a	falta	de	publicación
del	 tipo	 de	 cambio	 de	 la	moneda	 consignada	 en	 el	 título	 valor,	 las	 partes
acordarán	tal	equivalencia	y,	a	falta	de	tal	acuerdo,	el	tipo	de	cambio	será	el
que	fije	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.
68.4	 Los	 títulos	 valores	 expresados	 en	moneda	 extranjera	 serán	pagados
en	la	misma	moneda	extranjera,	en	los	siguientes	casos:
a)	 cuando	 el	 lugar	de	pago	 señalado	 en	 el	 título	 valor	 está	ubicado	 en	 el
extranjero,	aun	cuando	el	pago	se	efectúe	dentro	de	la	República;
b)	cuando	ello	se	haya	pactado	en	modo	expreso,	conforme	al	artículo	50;	y
c)	en	los	casos	previstos	por	la	ley.
TÍTULO	SEGUNDO
DEL	PAGO	POR	INTERVENCIÓN
Ley	27287.
ART.	 69.—Pago	 por	 intervención.	 El	 pago	 y	 cumplimiento	 por
intervención	de	las	obligaciones	que	representa	un	título	valor	se	regirán	en
todo	aquello	que	 resulte	aplicable	a	 cada	 título	valor	en	particular	por	 las
disposiciones	que	contiene	el	Título	Octavo,	de	la	Sección	Primera,	del	Libro
Segundo	de	la	presente	ley.
C.	C.
ART.	1222.—Personas	que	pueden	hacer	 el	pago.	Puede	 hacer	 el	 pago
cualquier	persona,	 tenga	o	no	 interés	en	el	 cumplimiento	de	 la	obligación,
sea	 con	 el	 asentimiento	 del	 deudor	 o	 sin	 él,	 salvo	 que	 el	 pacto	 o	 su
naturaleza	lo	impidan.
Quien	paga	sin	asentimiento	del	deudor,	sólo	puede	exigir	la	restitución	de
aquello	en	que	le	hubiese	sido	útil	el	pago.
SECCIÓN	SEXTA
DEL	PROTESTO
TÍTULO	PRIMERO
DE	LOS	TÍTULOS	VALORES	SUJETOS	A	PROTESTO
Ley	27287.
ART.	70.—Títulos	valores	sujetos	a	protesto.
70.1	 Salvo	 disposición	 distinta	 de	 la	 presente	 ley,	 en	 caso	 de
incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 que	 representa	 el	 título	 valor,	 debe
dejarse	 constancia	 de	 ello	 mediante	 el	 protesto	 o,	 en	 su	 caso,	 debe
observarse	 la	 formalidad	 sustitutoria	 que	 se	 establece,	 la	 que	 surtirá	 los
mismos	efectos	del	protesto.
70.2	En	 los	 títulos	 valores	 sujetos	 a	 protesto,	 el	 protesto	 o	 la	 formalidad
sustitutoria	que	deben	ser	obtenidos	dentro	de	los	plazos	previstos	al	efecto
constituyen	 formalidad	 necesaria	 para	 el	 ejercicio	 de	 las	 acciones
cambiarias	respectivas.
Ley	27287.
ART.	71.—Obligación	de	protestar.
71.1	 En	 los	 títulos	 valores	 sujetos	 a	 protesto,	 ni	 la	 incapacidad	 o	 la
insolvencia	 decretada,	 o	 la	muerte	 del	 obligado	 principal	 dispensan	 de	 la
obligación	 de	 formalizar	 el	 protesto;	 salvo	 que	 se	 haya	 liberado	 de	 ello
según	el	artículo	81.
71.2	Aun	cuando	se	haya	liberado	del	protesto	conforme	a	lo	señalado	en	el
párrafo	anterior,	el	tenedor	podrá	obtener	el	protesto,	siendo	en	ese	caso	de
su	cuenta	los	gastos	respectivos.
71.3	 Si	 ha	 muerto	 la	 persona	 a	 quien	 el	 título	 debe	 ser	 presentado,	 el
protesto	que	 se	 realice	 contra	 ésta	 surtirá	plenos	 efectos	 legales	 inclusive
contra	sus	herederos.
71.4	El	protesto	realizado	contra	el	obligado	principal	o,	en	su	caso,	contra
el	 girado	 no	 aceptante	 de	 la	 letra	 de	 cambio	 libera	 de	 la	 obligación	 de
hacerlo	 contra	 los	 demás	 obligados.	 Es	 facultativo	 hacerlo	 contra	 dichos
obligados	solidarios	y/o	garantes.
C.	C.
ART.	 1218.—Transmisibilidad	 de	 la	 obligación	 a	 los	 herederos.	 La
obligación	 se	 transmite	 a	 los	 herederos,	 salvo	 cuando	 es	 inherente	 a	 la
persona,	lo	prohíbe	la	ley	o	se	ha	pactado	en	contrario.
JURISPRUDENCIA.—Formalidades	 en	 un	 protesto	 facultativo.	 “Que,	 la
sala	 superior,	 valorando	 conjunta	 y	 razonadamente	 la	 prueba	 actuada,	 y
particularmente	el	título	valor	puesto	cobro,	ha	confirmado	la	sentencia	de
primera	instancia	que	declaraba	infundada	la	contradicción	formulada	por
(...)	Sociedad	Anónima	sobre	la	base	de	las	siguientes	conclusiones:	1)	que	el
artículo	cincuenta	y	dos	de	la	Ley	veintisiete	mil	doscientos	ochenta	y	siete
admite	como	formalidad	sustitutoria	del	protesto	que	se	pacte	una	cláusula
especial	 liberatoria	de	protesto,	 la	cual	se	deberá	 incluir	en	el	 título	valor,
siendo	 que	 la	 acción	 cambiaria	 –en	 estos	 casos–	 se	 ejercitará	 por	 el	 sólo
mérito	 de	 haber	 vencido	 el	 plazo	 señalado	 en	 el	 título	 valor;	2)	que	 si	 el
tenedor	protesta	el	título,	aún	existiendo	cláusula	liberatoria,	ello	conlleva	a
un	protesto	 facultativo,	 tal	 como	 lo	 señala	 el	 artículo	 setenta	 y	uno	punto
dos	de	la	Ley	de	Títulos	Valores,	en	cuyo	supuesto	la	falta	de	formalidad	del
protesto	 no	 perjudica	 la	 acción	 cambiaria	 del	 título	 valor;	 3)	 que	 en	 el
párrafo	octavo	del	pagaré	de	fojas	diecisiete	se	ha	pactado	como	formalidad
sustitutoria	 la	 cláusula	 de	 no	 protesto,	 por	 lo	 que	 el	 protesto	 facultativo
realizado	 sin	 las	 formalidades	 de	 ley	 se	 tiene	 por	 no	 puesto	 y,	 la	 acción
cambiaria,	ejercitada	por	el	sólo	mérito	del	vencimiento	del	plazo	y/o	plazos
estipulados	en	él,	según	lo	dispuesto	en	el	artículo	ochenta	y	uno	punto	uno
de	la	Ley	veintisiete	mil	doscientos	ochenta	y	siete”.	(Cas.	2398-2006-Lima,
02.10.2007)
Ley	27287.
ART.	72.—Plazos	para	el	trámite	del	protesto.
72.1	El	protesto	debe	realizarse	dentro	de	los	siguientes	plazos:
a)	 Si	 se	 trata	 de	 protesto	 por	 falta	 de	 aceptación,	 dentro	 del	 plazo	 de
presentación	 de	 la	 letra	 de	 cambio	 para	 ese	 efecto	 e,	 inclusive,	 hasta	 los
ocho	(8)	días	posteriores	al	vencimiento	de	dicho	plazo	legal	o	del	señalado
en	el	mismo	título	como	término	para	su	presentación	a	su	aceptación;
b)	 Si	 se	 trata	 de	 protesto	 por	 falta	 de	 pago	 de	 la	 suma	 dineraria	 que
representa,	dentro	de	los	quince	(15)	días	posteriores	a	su	vencimiento,	con
excepción	del	cheque	y	de	otros	títulos	valores	con	vencimiento	a	la	vista;
c)	Si	se	trata	del	protesto	por	falta	de	pago	de	títulos	valores	pagaderos	a	la
vista,	 distintos	 al	 cheque,	 desde	 el	 día	 siguiente	de	 su	 emisión,	 durante	 el
lapso	 de	 su	 presentación	 al	 pago	 e,	 inclusive,	 hasta	 los	 ocho	 (8)	 días
posteriores	al	vencimiento	del	plazo	legal	o	del	señalado	en	el	mismo	título
como	 término	 para	 su	 presentación	 al	 pago.	 En	 estos	 títulos	 valores	 es
válido	 el	 protesto	 realizado	 inclusive	 el	 mismo	 día	 de	 su	 presentación	 al
pago.
d)	Si	se	trata	de	protesto	por	falta	de	pago	del	cheque,	dentro	del	plazo	de
presentación	previsto	en	el	artículo	207;
e)	En	los	demás	títulos	valores	sujetos	a	protesto,	dentro	de	los	quince	(15)
días	siguientes	a	la	fecha	en	la	que	debió	cumplirse	la	respectiva	obligación.
72.2	 En	 los	 casos	 previstos	 en	 los	 incisos	 b)	 y	 e),	 el	 tenedor	 debe	 hacer
entrega	del	título	valor	al	fedatario,	dentro	de	los	primeros	ocho	(8)	días	de
los	quince	(15)	previstos	en	ellos.	En	los	casos	previstos	en	los	incisos	a),	c)
y	d),	 tal	entrega	del	título	al	 fedatario	deberá	hacerse	dentro	de	los	plazos
allí	establecidos	para	su	aceptación	o	pago,	respectivamente.
72.3	 Una	 vez	 recibido	 el	 título	 valor	 objeto	 de	 protesto,	 el	 fedatario
realizará	 la	 notificación	 señalada	 en	 el	 artículo	 77	 dentro	 de	 los	 plazos
señalados	en	el	presente	artículo.
C.	C.
ART.	181.—Caducidad	del	plazo.	El	deudor	pierde	el	derecho	a	utilizar	el
plazo:
1)	Cuando	resulta	insolvente	después	de	contraída	la	obligación,	salvo	que
garantice	la	deuda.
Se	 presume	 la	 insolvencia	 del	 deudor	 si	 dentro	 de	 los	 quince	 días	 de	 su
emplazamiento	 judicial,	no	garantiza	 la	deuda	o	no	señala	bienes	 libres	de
gravamen	por	valor	suficiente	para	el	cumplimiento	de	su	prestación.
2)	 Cuando	 no	 otorgue	 al	 acreedor	 las	 garantías	 a	 que	 se	 hubiese
comprometido.
3)	 Cuando	 las	 garantías	 disminuyeren	 por	 acto	 propio	 del	 deudor,	 o
desaparecieren	 por	 causa	 no	 imputable	 a	 éste,	 a	 menos	 que	 sean
inmediatamente	 sustituidas	 por	 otras	 equivalentes,	 a	 satisfacción	 del
acreedor.
Incorporado.	 D.	 Leg.	 768,	 Primera	 Disposición	 Modificatoria.	 La
pérdida	 del	 derecho	 al	 plazo	 por	 las	 causales	 indicadas	 en	 los	 incisos
precedentes,	se	declara	a	petición	del	interesado	y	se	tramita	como	proceso
sumarísimo.	 Son	 esencialmente	 procedentes	 las	 medidas	 cautelares
destinadas	a	asegurar	la	satisfacción	del	crédito.
C.	C.
ART.	182.—Plazo	judicial.	Si	el	acto	no	señala	plazo,	pero	de	su	naturaleza
y	circunstancia	se	dedujere	que	ha	querido	concederse	al	deudor,	el	juez	fija
su	duración.
También	 fija	 el	 juez	 la	 duración	 del	 plazo	 cuya	 determinación	 haya
quedado	a	voluntad	del	deudor	o	un	tercero	y	éstos	no	lo	señalaren.
Incorporado.	 D.	 Leg.	 768,	 Primera	 Disposición	 Modificatoria.	 La
demanda	se	tramita	como	proceso	sumarísimo.
R.	1163-2007-SBS.
ART.	 1°.—Disponer	 que	 el	 plazo	 para	 realizar	 el	 protesto	 de	 los	 títulos
valores	que	se	encuentren	en	poder	de	las	empresas	integrantes	del	sistema
financiero	nacional	y	cuyos	obligados	al	pago	domicilian	en	el	departamento
de	Ica;	provincias	de	Castrovirreyna,	Huaytará	y	el	distrito	de	Acombambilla
de	 la	 provincia	 de	 Huancavelica	 del	 departamento	 de	 Huancavelica;	 y	 los
distritos	 de	 Huañec	 y	 Tupe	 de	 la	 provincia	 de	 Yauyos	 y	 la	 provincia	 de
Cañete	del	departamento	de	Lima,	o	cuyo	protesto	debía	llevarse	a	cabo	en
tales	 lugares,	se	prorrogue	por	75	días	calendario	adicionales	computados
desde	la	fecha	de	vencimiento	del	plazo	que	legalmente	existía	para	realizar
dicho	protesto.
R.	1163-2007-SBS.
ART.	 2°.—La	 presente	 medida	 extraordinaria	 será	 aplicable	 respecto	 a
todo	título	valor	que	al	16	de	agosto	se	encontraba	con	plazo	vigente	para
ser	protestado	pero	que	como	consecuencia	del	sismo	ocurrido	no	pudo	ser
protestado	dentro	de	los	plazos	establecidos	en	el	artículo	72	de	la	Ley	de
Títulos	 Valores	 y	 será	 extensible	 para	 todo	 título	 valor	 que	 cuyo
vencimiento	 del	 plazo	 de	 realización	 del	 protesto	 ocurra	 hasta	 el	 30	 de
setiembre	 del	 2007,	 inclusive,	 conforme	 al	 detalle	 que	 se	 muestra	 en	 el
anexo	de	la	presente	resolución.
R.	1163-2007-SBS.
Anexo*
Vencimiento	de	plazo	de	protesto
original
Vencimiento	de	protesto
prorrogado
16	de	agosto	del	2007 30	de	octubre	del	2007
17	de	agosto	del	2007 31	de	octubre	del	2007
20	de	agosto	del	2007 05	de	noviembre	del	2007
21	de	agosto	del	2007 05	de	noviembre	del	2007
22	de	agosto	del	2007 05	de	noviembre	del	2007
23	de	agosto	del	2007 06	de	noviembre	del	2007
24	de	agosto	del	2007 07	de	noviembre	del	2007
27	de	agosto	del	2007 12	de	noviembre	del	2007
28	de	agosto	del	2007 12	de	noviembre	del	2007
29	de	agosto	del	2007 12	de	noviembre	del	2007
31	de	agosto	del	2007 14	de	noviembre	del	2007
03	de	setiembre	del	2007 19	de	noviembre	del	2007
04	de	setiembre	del	2007 19	de	noviembre	del	2007
05	de	setiembre	del	2007 19	de	noviembre	del	2007
06	de	setiembre	del	2007 20	de	noviembre	del	2007
07	de	setiembre	del	2007 21	de	noviembre	del	2007
10	de	setiembre	del	2007 26	de	noviembre	del	2007
11	de	setiembre	del	2007 26	de	noviembre	del	2007
12	de	setiembre	del	2007 26	de	noviembre	del	2007
13	de	setiembre	del	2007 27	de	noviembre	del	2007
14	de	setiembre	del	2007 28	de	noviembre	del	2007
17	de	setiembre	del	2007 03	de	diciembre	del	2007
18	de	setiembre	del	2007 03	de	diciembre	del	2007
19	de	setiembre	del	2007 03	de	diciembre	del	2007
20	de	setiembre	del	2007 04	de	diciembre	del	2007
21	de	setiembre	del	2007 05	de	diciembre	del	2007
24	de	setiembre	del	2007 10	de	diciembre	del	2007
25	de	setiembre	del	2007 10	de	diciembre	del	2007
26	de	setiembre	del	2007 10	de	diciembre	del	2007
27	de	setiembre	del	2007 11	de	diciembre	del	2007
30	de	setiembre	del	2007 14	de	diciembre	del	2007
NOTAS:	*1.	Los	vencimientos	de	plazo	de	protesto	original	consignados	en	el	cuadro	muestran	las
posibles	 fechas	 de	 vencimiento	 del	 protesto	 en	 función	 del	 cómputo	 que	 corresponde	 según	 lo
estipulado	en	el	artículo	72	de	la	Ley	de	Títulos	Valores.
*2.	Las	fechas	son	consignadas	tomando	en	cuenta	que	el	protesto	sólo	puede	ser	realizado	en	días
hábiles	 por	 lo	 que	 si	 de	 acuerdo	 con	 las	 reglas	 establecidas	 en	 el	 artículo	 72	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores,	 el	 día	 en	 que	 debe	 llevarse	 a	 cabo	 es	 inhábil,	 el	 protesto	 debe	 efectuarse	 en	 el	 día	 hábil
siguiente.
Ley	27287.
ART.	73.—Lugar	de	protesto.
73.1	El	protesto	debe	hacerse	en	el	lugar	designado	para	su	presentación	al
pago,	según	la	naturaleza	del	título,	aun	cuando	la	persona	contra	quien	se
realiza	 no	 esté	 presente,	 haya	 variado	 de	 domicilio	 real	 o	 devenido	 en
incapaz,	en	insolvencia,	o	hubiere	fallecido.
73.2	Si	el	título	valor	no	contuviere	indicación	de	domicilio	para	el	pago	ni
pueda	 determinarse	 éste	 según	 las	 reglas	 al	 respecto	 señaladas	 en	 el
artículo	66,	o	 cuando	esta	 indicación	 fuere	 inexistente,	el	protesto	se	hará
mediante	 notificación	 cursada	 a	 la	 cámara	 de	 comercio	 provincial
correspondiente	al	lugar	de	pago	o,	de	no	poder	determinarse	éste,	del	lugar
de	 su	 emisión.	 De	 no	 existir	 cámara	 de	 comercio	 en	 dichos	 lugares,	 el
fedatario	 que	 intervenga	 dejará	 constancia	 de	 ello	 y	 en	 su	 mérito	 se
prescindirá	 de	 dicha	 notificación,	 sin	 que	 por	 ello	 se	 afecte	 la	 calidad	 de
título	valor	protestado	que	tendrá	el	documento.
73.3	 En	 el	 caso	 de	 títulos	 valores	 cuyo	 pago	 debe	 verificarse	 mediante
cargo	en	cuenta	de	una	empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	al	efecto
señalado	 en	 el	 mismo	 documento	 conforme	 al	 artículo	 53,	 el	 protesto	 se
podrá	 realizar,	 en	 forma	 facultativa,	 ya	 sea	mediante	 notificación	 cursada
por	 el	 fedatario	 a	 la	 empresa	 designada	 o	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 el
artículo	82.
JURISPRUDENCIA.—A	 diferencia	 del	 domicilio	 inexistente,	 el	 domicilio
inubicable	 no	 habilita	 la	 notificación	 a	 la	 Cámara	 de	 Comercio	 para
tener	por	bien	efectuado	el	protesto.	“debe	 tenerse	 en	 cuenta	que	 según
definición	que	otorga	la	Real	Academia	Española	de	la	Lengua,	‘inexistente’
es	 aquello	 que	 carece	 de	 existencia;	 o	 que,	 aunque	 existe,	 se	 considera
totalmente	 nulo.	 En	 el	 presente	 caso,	 como	 lo	 tiene	 establecido	 la	 sala
superior,	 no	 existen	 medios	 probatorios	 que	 acrediten	 que	 el	 domicilio
consignado	en	el	pagaré	no	exista,	sino	que,	por	el	contrario,	se	acreditaría
únicamente	 que	 el	 mismo	 no	 ha	 podido	 ser	 ubicado	 o	 que	 es	 de	 difícil
ubicación,	requiriéndose	mayores	precisiones	en	los	datos	para	tal	 fin,	por
lo	que	no	se	configura	ninguno	de	los	tres	supuestos	previstos	en	el	citado
numeral	 setenta	 y	 tres	 punto	 dos	 del	 artículo	 setenta	 y	 tres	 de	 la	 Ley
número	 veintisiete	 mil	 doscientos	 ochenta	 y	 siete,	 para	 habilitar	 la
notificación	a	la	Cámara	de	Comercio	del	Callao	y	tener	por	bien	efectuado
el	 protesto;	 por	 lo	que	 la	 conclusión	 a	 la	 que	 arriba	 la	 sala	 superior	 en	 el
sentido	de	que	el	pagaré	no	ha	sido	debidamente	protestado	y	que,	por	ello,
se	perjudica	la	acción	cambiaria,	se	encuentra	arreglada	a	ley	(...).”	(CS,	Cas.
2748-2009-Lima,	may.	31/2010.	V.	P.	Ticona	Postigo)
Ley	27287.
ART.	74.—Trámite	del	protesto.
74.1	El	protesto	será	efectuado	mediante	notificación	dirigida	al	obligado
principal:
a)	Por	notario	o	sus	secretarios;
b)	 Por	 juez	 de	 paz	 del	 distrito	 correspondiente	 al	 lugar	 de	 pago,	 sólo	 en
caso	de	no	haber	notario	en	la	plaza.
74.2	 Los	 secretarios	 señalados	 en	 el	 inciso	 a)	 serán	 designados	 por	 el
notario.	 Tal	 designación,	 así	 como	 el	 cese	 deben	 ser	 comunicados	 por	 el
notario	 al	 colegio	 de	 notarios	 al	 que	 pertenece,	 para	 su	 anotación	 en	 el
registro	 correspondiente	 que	 al	 efecto	 mantenga	 dicho	 colegio.	 La
responsabilidad	por	 los	actos	del	 secretario	corresponde	al	notario	que	 lo
designó.
74.3	En	los	casos	de	títulos	valores	pagaderos	con	cargo	en	una	cuenta	que
se	mantenga	 en	 empresas	 del	 Sistema	 Financiero	Nacional,	 conforme	 a	 lo
previsto	en	el	artículo	53,	 las	constancias	señalando	la	causa	de	 la	 falta	de
pago	que	ellas	están	obligadas	a	dejar	en	el	mismo	título	a	simple	petición
del	 tenedor	surten	todos	 los	efectos	del	protesto.	Sin	embargo,	es	 facultad
del	 tenedor	 optar	 por	 el	 protesto	 mediante	 fedatario,	 conforme	 a	 lo
señalado	en	el	último	párrafo	del	artículo	73.
Ley	27287.
ART.	75.—Día	del	protesto.
75.1	La	notificación	 relativa	 al	protesto	del	 título	valor	deberá	 cumplirse
sólo	de	lunes	a	viernes,	siempre	que	sea	día	hábil,	dentro	del	plazo	señalado
en	el	artículo	72.
75.2	Si	el	último	día	del	plazo	dentro	del	cual	debe	efectuarse	la	entrega	del
título	al	fedatario	o	verificarse	la	notificación	del	protesto	fuere	día	feriado,
sábado	o	domingo;	o,	en	el	caso	de	título	valor	pagadero	con	cargo	en	cuenta
mantenida	 en	 una	 empresa	 del	 Sistema	Financiero	Nacional,	 dicho	 último
día	 fuese	 no	 laborable	 en	 la	 empresa	 designada,	 el	 término	 queda
prorrogado	hasta	el	primer	día	hábil	o,	en	su	caso,	día	 laborable	siguiente,
siempre	que	se	 trate	de	 los	días	señalados	en	el	párrafo	anterior.	Los	días
intermedios	 feriados,	 sábado	 o	 domingo	 y,	 en	 su	 caso	 no	 laborables,	 se
consideran	para	el	cómputo	del	plazo.
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ART.	76.—Prórrogas	del	plazo.
76.1	 Cuando	 la	 presentación	 de	 un	 título	 valor	 o	 la	 formalización	 del
protesto	se	hicieran	imposibles	por	mandato	de	disposición	legal,	los	plazos
quedan	prorrogados	hasta	el	límite	que	señale	la	norma	pertinente.
76.2	 Por	 hecho	 fortuito	 y	 causas	 de	 fuerza	 mayor,	 la	 Superintendencia,
mediante	 disposición	 motivada,	 podrá	 prorrogar	 el	 plazo	 para	 protestar,
cuando	 se	 trate	 de	 títulos	 valores	 en	 poder	 de	 las	 empresas	 sujetas	 a	 su
control.
C.	C.	
ART.	1315.—Caso	fortuito	o	fuerza	mayor.	Caso	fortuito	o	fuerza	mayor
es	 la	 causa	 no	 imputable	 consistente	 en	 un	 evento	 extraordinario,
imprevisible	 e	 irresistible,	 que	 impide	 la	 ejecución	 de	 la	 obligación	 o
determina	su	cumplimiento	parcial,	tardío	o	defectuoso.
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ART.	77.—Requisitos	formales	de	la	notificación	del	protesto.
77.1	 La	 notificación	 del	 protesto	 que	 el	 fedatario	 curse	 al	 domicilio
designado	 para	 su	 pago	 o,	 en	 su	 defecto,	 al	 lugar	 señalado	 en	 esta	 ley,
contendrá	la	siguiente	información:
a)	El	número	correlativo	que	le	corresponde;
b)	Lugar	y	fecha	de	la	notificación;
c)	Nombre	del	obligado	contra	quien	se	realiza	el	protesto;
d)	Domicilio	donde	se	dirige	la	notificación;
e)	Indicación	de	la	denominación	del	título	valor	sujeto	a	protesto,	fecha	de
emisión,	fecha	de	vencimiento	en	su	caso,	importe	o	derecho	que	representa
y	cualquier	otro	elemento	necesario	para	su	identificación.	Podrá	optarse	en
su	 lugar	 por	 enviar	 una	 copia	 fotostática,	 u	 obtenida	 por	 cualquier	 otro
medio	similar,	del	título	valor	objeto	de	protesto;
f)	Nombre	del	solicitante;
g)	Nombre	y	dirección	del	fedatario	que	realiza	la	notificación;
h)	Firma	del	fedatario;	o,	de	ser	el	caso,	del	secretario	notarial.
77.2	Esta	notificación	 cursada	dentro	del	plazo	previsto	en	el	 artículo	72
deberá	 ser	entregada	personalmente	o	enviada	por	el	 fedatario	utilizando
medios	 fehacientes	que	aseguren	 tal	notificación,	 en	el	domicilio	 señalado
en	 el	 título	 valor	 como	 lugar	 de	 pago	 o,	 de	 ser	 el	 caso,	 en	 el	 lugar
correspondiente	según	el	artículo	73.
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ART.	78.—Constancia	de	protesto.
78.1	El	fedatario	mantendrá	las	constancias	de	las	notificaciones	que	curse,
conforme	al	artículo	77,	en	actas	o	registros,	que	podrán	constar	en	libros,
hojas	 sueltas	 u	 otros	 medios	 mecánicos	 o	 electrónicos;	 así	 como	 de	 los
pagos	 o	 aceptaciones	 parciales,	 negación	 de	 firma	 u	 obligaciones	 que
señalen	 las	personas	contra	quienes	se	realice	el	protesto.	Si	el	emplazado
no	se	apersona	al	 local	de	 la	notaría	o	del	 juzgado	a	cumplir	 la	obligación
requerida	 durante	 el	 día	 de	 la	 notificación	 o	 el	 siguiente	 día	 hábil,	 el
fedatario	 procederá	 a	 dejar	 constancia	 de	 ello	 y	 dar	 por	 cumplido	 con	 el
protesto,	dejando	constancia	en	el	mismo	título	valor,	mediante	la	cláusula
“Documento	 Protestado”,	 con	 indicación	 de	 la	 fecha	 en	 que	 se	 cursó	 la
notificación,	refrendada	con	su	firma.
78.2	Si	el	protesto	fuese	por	falta	de	pago	dinerario,	el	fedatario	admitirá	la
suma	que	le	entregue	el	obligado	al	pago	hasta	el	día	hábil	siguiente	al	de	la
notificación,	 más	 los	 intereses	 y	 gastos	 respectivos,	 observando	 las
formalidades	correspondientes	en	el	caso	de	verificarse	pagos	parciales.
78.3	 El	 título	 valor	 que	 contenga	 la	 constancia	 señalada	 en	 el	 primer
párrafo,	 que	 será	 devuelto	 al	 interesado	 al	 día	 subsiguiente	 al	 de	 la
notificación,	con	la	indicación,	de	ser	el	caso,	del	pago	parcial	que	se	hubiera
hecho,	es	título	suficiente	para	ejercitar	las	acciones	cambiarias,	sin	que	sea
necesario	acompañar	constancia	alguna.
78.4	 Si	 en	 el	 domicilio	 al	 que	 se	 remite	 la	 notificación	 del	 protesto	 se
rechazara	ésta	o	por	cualquier	causa	no	fuese	posible	entregar	la	misma	al
destinatario,	se	dejará	constancia	de	ello	en	el	acta	o	registro	señalado	en	el
primer	párrafo;	surtiendo	plenos	efectos	dicha	notificación	hecha	en	el	lugar
señalado	en	el	 título	valor	 como	 lugar	para	 su	pago	y	no	afectando	ello	 la
validez	del	protesto	que	se	 tendrá	por	hecho	en	dicho	 lugar;	 salvo	que	no
exista,	 en	 cuyo	 caso	 se	 cursará	 otra	 notificación	 a	 la	 cámara	 de	 comercio
respectiva	o	se	dejará	constancia	de	su	imposibilidad,	conforme	al	artículo
73,	con	lo	que	se	tendrá	por	cumplido	con	el	protesto.
78.5	 El	 fedatario	 podrá	 expedir	 a	 quien	 lo	 solicite	 las	 constancias	 o
certificaciones	 de	 haber	 cumplido	 con	 las	 notificaciones	 de	 que	 trata	 el
artículo	 77,	 conforme	 conste	 en	 el	 acta	 o	 registro	 señalado	 en	 el	 primer
párrafo	 del	 presente	 artículo;	 así	 como	de	 la	 fecha	 en	 la	 que	 se	 recibió	 el
título	valor	para	su	protesto	y	de	las	constancias	a	que	se	refiere	el	primer
párrafo	del	presente	artículo.
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ART.	79.—Responsabilidad	 de	 los	 fedatarios.	 El	 fedatario	 responde	 de
los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 se	 originen	 por	 el	 incumplimiento	 de	 la
notificación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 77	 y	 del	 incumplimiento	 de	 las
disposiciones	legales	relativas	al	protesto	que	sean	de	su	cargo.
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ART.	80.—Asunción	de	gastos	y	daños	y	perjuicios.	Los	gastos,	daños	y
perjuicios	para	el	 tenedor	a	que	diere	 lugar	el	protesto	serán	de	cargo	del
obligado	principal,	 salvo	 los	gastos	que	correspondan	al	protesto	de	 título
valor	 con	 la	 cláusula	 señalada	 en	 el	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 81.	 En	 el
caso	 de	 protesto	 por	 falta	 de	 aceptación	 de	 la	 letra	 de	 cambio,	 serán	 de
cargo	de	su	girador.
C.	C.
ART.	1971.—Inexistencia	de	responsabilidad.	No	hay	responsabilidad	en
los	siguientes	casos:
1.	En	el	ejercicio	regular	de	un	derecho.
2.	En	legítima	defensa	de	la	propia	persona	o	de	otra	en	salvaguarda	de	un
bien	propio	o	ajeno.
3.	 En	 la	 pérdida,	 destrucción	 o	 deterioro	 de	 un	 bien	 por	 causa	 de	 la
remoción	de	un	peligro	inminente,	producidos	en	estado	de	necesidad,	que
no	 exceda	 lo	 indispensable	 para	 conjurar	 el	 peligro	 y	 siempre	 que	 haya
notoria	diferencia	entre	el	bien	sacrificado	y	el	bien	salvado.	La	prueba	de	la
pérdida,	 destrucción	 o	 deterioro	 del	 bien	 es	 de	 cargo	 del	 liberado	 del
peligro.
C.	P.
ART.	 205.—Daños.	 El	 que	 daña,	 destruye	 o	 inutiliza	 un	 bien,	 mueble	 o
inmueble,	total	o	parcialmente	ajeno,	será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	mayor	de	dos	años	y	con	treinta	a	sesenta	días	-	multa.
TÍTULO	SEGUNDO
DE	LAS	FORMALIDADES	SUSTITUTORIAS	DEL
PROTESTO
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ART.	81.—Pacto	de	no	protesto.
81.1	Tratándose	de	títulos	valores	sujetos	a	protesto,	es	válida	la	cláusula
“Sin	protesto”	u	otra	equivalente	que	se	 incluya	en	el	texto	del	título	valor
conforme	al	artículo	52,	que	libere	al	tenedor	de	la	obligación	de	protestar
el	documento.	En	estos	 casos,	 la	acción	cambiaria	 se	ejercitará	por	el	 solo
mérito	de	haber	vencido	el	plazo	señalado	en	el	título	valor.
81.2	La	cláusula	de	que	trata	el	párrafo	anterior	no	impide	que	el	tenedor
opte	por	su	protesto,	en	cuyo	caso	los	gastos	respectivos	serán	de	su	cuenta.
81.3	La	cláusula	a	que	se	refiere	el	primer	párrafo	no	rige	para	el	protesto
por	falta	de	aceptación	de	la	letra	de	cambio,	el	que	debe	llevarse	a	cabo	aun
cuando	se	haya	liberado	del	protesto.
JURISPRUDENCIA.—Es	 imposible	 que	 un	 juez	 exija	 el	 protesto	 a	 una
letra	 de	 cambio	 que	 cuenta	 con	 el	 pacto	 de	 “no	 protesto”.	 “(...)	 en	 tal
sentido,	 examinada	 la	 decisión	 impugnada,	 es	 evidente	 que	 la	 Sala	 Civil
infringe	la	garantía	de	la	motivación	de	las	resoluciones	judiciales	al	señalar
que	 el	 título	 valor	puesto	 a	 cobro	no	 cuenta	 con	 el	 requisito	del	 protesto,
conclusión	que	 resulta	 incongruente	con	 las	alegaciones	expuestas	por	 las
propias	 partes	 en	 sus	 escritos	 de	 demanda	 y	 de	 contradicción	 obrantes	 a
fojas	nueve	y	 treinta	y	uno,	 respectivamente,	en	 los	cuales	se	menciona	 la
existencia	 de	 la	 cláusula	 de	 no	 protesto	 del	 título	 valor	 sub	 materia,
advirtiéndose	 asimismo	que	 el	 tema	de	 ‘la	 falta	 de	 protesto’	 no	 fue	 fijado
como	punto	controvertido	en	la	audiencia	respectiva	como	es	de	verse	de	lo
señalado	 en	 el	 considerando	 quinto	 de	 la	 presente	 resolución.	 Es	más,	 la
decisión	impugnada	adolece	de	motivación	aparente	pues	de	la	revisión	de
la	 letra	de	cambio	se	aprecia	que	ésta	cuenta	con	el	pacto	de	 ‘no	protesto’
permitido	 por	 el	 artículo	 81	 de	 la	 Ley	 Cambiaria	 consignando
expresamente:	‘Esta	letra	de	cambio	no	requiere	ser	protestada	por	falta	de
pago’”.	(C.	S.,	Cas.	4299-2009-Ucayali,	dic.	03/2010.	V.	P.	Almenara	Bryson)
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ART.	82.—Protesto	de	títulos	valores	pagaderos	con	cargo	en	cuenta.
82.1.	En	el	cheque	y	en	otros	títulos	valores	sujetos	a	protesto,	cuyo	pago
deba	 verificarse	 con	 cargo	 en	 una	 cuenta	mantenida	 en	 una	 empresa	 del
Sistema	Financiero	Nacional	según	cláusula	que	conste	en	el	título	conforme
al	artículo	53,	surtirá	todos	los	efectos	del	protesto	la	constancia	que	deje	la
empresa	respectiva	en	el	mismo	título,	según	el	párrafo	final	del	artículo	74,
siendo	 de	 aplicación	 en	 lo	 pertinente	 las	 disposiciones	 que	 contiene	 el
artículo	213.
82.2	Igual	mención	y	con	los	mismos	efectos	podrá	hacerse,	directamente	o
a	 través	de	 la	 empresa	del	 Sistema	Financiero	Nacional	 que	 lo	 presente	 a
cobro	con	la	que	la	empresa	designada	para	su	pago	mantenga	acuerdos	de
truncamiento,	 cuando	 se	 presenten	 a	 cobro	 los	 títulos	 señalados	 en	 el
párrafo	anterior	a	través	de	una	cámara	de	compensación	o	sistema	similar
o	alternativo	a	que	se	refiere	el	artículo	215.
82.3	 Dicha	 comprobación	 deberá	 ser	 puesta	 dentro	 del	 plazo
correspondiente	al	respectivo	título	para	su	protesto	que	señala	el	artículo
72;	la	que	acredita	por	sí	sola	la	falta	de	pago	y	deja	expedito	el	ejercicio	de
las	acciones	cambiarias	respectivas.
82.4	La	empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	que	deje	constancia	que
la	 causa	 que	 motiva	 la	 falta	 de	 pago	 es	 la	 insuficiencia	 de	 fondos	 queda
facultada	a	realizar	su	pago	parcial,	en	cuyo	caso	el	tenedor	está	obligado	a
recibirlo.
Ley	27287.
ART.	 83.—Protesto	 notarial	 voluntario.	 Las	 disposiciones	 del	 presente
título	no	impiden	que	el	tenedor	opte	bajo	su	costo	por	el	protesto	conforme
al	título	anterior.
TÍTULO	TERCERO
DE	LOS	TÍTULOS	NO	SUJETOS	A	PROTESTO
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ART.	84.—Títulos	valores	no	sujetos	a	protesto.
84.1	 Las	 acciones,	 obligaciones	 y	 demás	 valores	mobiliarios	 a	 los	 que	 se
refiere	 la	presente	 ley	no	 están	 sujetos	 a	protesto,	 ni	 a	 formalidad	 alguna
que	lo	sustituya.	Para	ejercitar	las	acciones	cambiarias	derivados	de	ellos,	es
suficiente	que	se	haya	vencido	el	plazo	o	resulte	exigible	la	obligación,	según
el	texto	del	título	o	constancia	de	su	registro.
84.2	 La	 ley	 señalará	 los	 demás	 títulos	 valores	 en	 los	 que	 el	 protesto	 o
formalidad	 sustitutoria	 no	 son	 obligatorios	 para	 ejercitar	 las	 acciones
cambiarias	derivadas	de	ellos.
TÍTULO	CUARTO
DE	LA	PUBLICIDAD	DEL	INCUMPLIMIENTO
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ART.	85.—Publicidad	del	protesto	y	moras.
85.1	Rigen	para	los	títulos	valores	protestados	las	siguientes	reglas:
a)	 Los	 fedatarios	 están	 obligados	 bajo	 responsabilidad,	 a	 remitir	 a	 la
Cámara	 de	 Comercio	 Provincial	 del	 lugar	 del	 protesto,	 por	medios	 físicos,
telemáticos	 u	 otros	 idóneos,	 con	 una	 periodicidad	 mensual	 y	 dentro	 del
plazo	de	los	cinco	primeros	días	del	mes	siguiente,	una	relación	de	todos	los
protestos	realizados	por	ellos	durante	ese	lapso,	con	indicación	de	la	clase
del	 protesto,	 fecha	 de	 la	 notificación,	 denominación	 del	 título	 valor
protestado,	su	monto,	nombre	de	los	solicitantes	y	nombres	y	el	número	del
documento	oficial	de	identidad	de	los	obligados	contra	quienes	se	dirigió	el
protesto.	 Los	 fedatarios	 y	 respectivas	 cámaras	 de	 comercio	 podrán
establecer	sistemas	de	comunicación	por	períodos	inferiores	al	mensual.
b)	Las	cámaras	de	comercio	provinciales	que	reciban	la	información	de	que
trata	el	 inciso	anterior	y	 las	demás	 informaciones	previstas	en	el	presente
título	deberán	a	su	vez	transmitir	la	misma	información,	dentro	de	los	cinco
días	siguientes	de	su	recepción,	a	 la	Cámara	de	Comercio	de	Lima,	para	su
anotación	en	el	Registro	Nacional	de	Protestos	y	Moras	que	ella	mantendrá.
85.2	Las	cámaras	de	comercio	a	las	que	se	refiere	el	presente	artículo	están
obligadas	a	mantener	registradas,	durante	cinco	(5)	años,	contados	a	partir
del	1	de	enero	del	año	siguiente	al	de	su	anotación	en	el	registro	que	lleven,
las	 informaciones	 a	 que	 se	 refiere	 el	 presente	 artículo	 y	 los	 artículos
siguientes	 del	 presente	 título;	 salvo	 que	 el	 título	 valor	 protestado	 o
incurrido	 en	mora	 haya	 sido	 pagado	 totalmente,	 en	 cuyo	 caso	 el	 registro
debe	mantenerse	durante	tres	(3)	años,	computados	desde	la	misma	fecha
antes	 señalada.	 Los	 registros	 que	 lleven	 las	 cámaras	 de	 comercio	 tienen
carácter	público.
85.3	La	Cámara	de	Comercio	de	Lima,	que	centralizará	estas	informaciones
de	 protestos	 e	 incumplimientos	 de	 obligaciones	 de	 que	 trata	 éste	 y	 los
siguientes	artículos	del	presente	 título,	mantendrá	y	conducirá	el	Registro
Nacional	de	Protestos	y	Moras	señalado	en	el	inciso	b)	anterior.
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ART.	86.—Publicidad	de	la	formalidad	sustitutoria	del	protesto.
86.1	 Las	 empresas	del	 Sistema	Financiero	Nacional	 que	dejen	 constancia
de	 la	 falta	de	pago	de	 los	 títulos	valores	a	 los	que	se	refiere	el	artículo	82
tendrán	 las	 mismas	 obligaciones	 previstas	 para	 los	 fedatarios	 según	 el
artículo	85.
86.2	En	el	caso	de	cheques	rechazados	por	falta	de	fondos,	además	de	las
disposiciones	 contenidas	 en	 la	 presente	 ley,	 las	 empresas	 del	 Sistema
Financiero	Nacional	deberán	cumplir	 las	establecidas	en	 la	 ley	que	rige	su
actividad	y	las	que	tenga	establecidas	la	Superintendencia.
R.	089-98-SBS.
ART.	 1°.—Aprobar	 el	 Reglamento	 de	 Cuentas	 Corrientes	 que	 es	 parte
integrante	de	la	presente	resolución.
REGLAMENTO	DE	CUENTAS	CORRIENTES
R.	089-98-SBS.
Capítulo	I
Apertura	de	cuentas	corrientes
1.	 Naturaleza	 de	 cuentas	 corrientes.	 Las	 cuentas	 corrientes	 deben	 ser
nominativas.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 autorizadas	 a	 recibir
depósitos	 a	 la	 vista,	 en	 adelante	 las	 empresas,	 no	 pueden	 abrir	 cuentas
anónimas,	ni	con	nombres	ficticios,	inexactos	o	exclusivamente	con	códigos.
2.	Requisitos	para	la	apertura	de	cuentas	corrientes.	Las	personas	que
deseen	 abrir	 una	 cuenta	 corriente	 en	 las	 empresas	 deben	 cumplir	 los
siguientes	requisitos:
2.1	Cuando	se	trate	de	personas	naturales:
2.1.1	 Copia	 del	 documento	 de	 identidad	 oficial.	 La	 copia	 deberá	 ser
confrontada	con	el	original	de	dicho	documento;
2.1.2	Referencia	de	dos	(2)	personas	naturales	o	jurídicas	a	satisfacción	de
la	empresa	sobre	 la	 idoneidad	moral	y	económica	del	solicitante.	Se	podrá
prescindir	de	la	exigencia	de	este	requisito	cuando	el	solicitante,	a	juicio	de
la	empresa	y	bajo	su	responsabilidad,	reúna	dichas	condiciones;
2.1.3	 Documento	 que,	 a	 criterio	 de	 la	 empresa,	 acredite	 un	 nivel	 de
ingresos	suficiente	para	mantener	una	cuenta	corriente;	y,
2.1.4	Tener	domicilio	perfectamente	 individualizado	 y	determinado	 en	 el
país.
2.2	Cuando	se	trate	de	personas	jurídicas:
2.2.1	 Documentos	 que	 acrediten	 la	 constitución	 e	 inscripción	 en	 los
Registros	Públicos;
2.2.2	Referencia	de	dos	(2)	personas	naturales	o	jurídicas	a	satisfacción	de
la	 empresa	 sobre	 la	 idoneidad	moral	 y	 económica	 del	 solicitante	 y	 de	 su
representante	 autorizado	 para	 operar	 cuentas	 corrientes.	 Se	 podrá
prescindir	 de	 la	 exigencia	 de	 este	 requisito	 cuando	 éstos,	 a	 juicio	 de	 la
empresa	y	bajo	su	responsabilidad,	reúnan	dichas	condiciones;
2.2.3	 Documento	 que,	 a	 criterio	 de	 la	 empresa,	 acredite	 un	 nivel	 de
ingresos	 de	 la	 persona	 jurídica	 suficiente	 para	 mantener	 una	 cuenta
corriente;
2.2.4	 Copia	 certificada	 del	 poder	 de	 sus	 representantes	 autorizados	 para
operar	con	cuentas	corrientes,	donde	se	incluya	sus	facultades;
2.2.5	 Número	 del	 Registro	 Único	 de	 Contribuyente	 (RUC)	 de	 la	 persona
jurídica;
2.2.6	 Copia	 del	 documento	 de	 identidad	 oficial	 de	 los	 representantes	 del
solicitante	 que	 estén	 facultados	 para	 operar	 la	 cuenta	 corriente.	 La	 copia
deberá	ser	confrontada	con	el	original	de	dicho	documento;	y,
2.2.7	 Tener	 domicilio	 del	 solicitante	 perfectamente	 individualizado	 y
determinado	en	el	país.
3.	Obligaciones	a	cargo	de	la	empresa.	Las	empresas	están	obligadas	a:
3.1	 Verificar	 la	 identidad	 del	 solicitante,	 consignando	 sus	 nombres	 y
apellidos	de	acuerdo	al	documento	de	identidad	oficial	presentado	según	el
numeral	2.1.1	del	presente	reglamento;
3.2	 Registrar	 la	 firma	 y	 la	 impresión	 dactilar	 de	 la	 persona	 que	 opere	 la
cuenta	corriente,	en	presencia	de	uno	de	sus	funcionarios;
3.3	 Comprobar	 que	 el	 solicitante	 no	 se	 encuentre	 prohibido	 de	 abrir
cuentas	corrientes	por	haber	girado	cheques	sin	fondos;
3.4	 Verificar	 la	 veracidad	 de	 la	 información	 proporcionada	 por	 el
solicitante,	 en	 especial	 de	 su	 domicilio,	 debiendo	 requerir	 cualquier	 otra
documentación	o	información	que	contribuya	a	conocer	a	su	cliente;
3.5	Celebrar	con	el	solicitante	el	contrato	de	apertura	de	cuenta	corriente,
de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	numeral	5	de	la	presente	norma;	y,
3.6	 Adoptar	 medidas	 razonables	 para	 conservar	 la	 información	 sobre	 la
identidad	de	los	solicitantes	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	numeral	5	del
artículo	375	de	la	Ley	General.
Se	 presume	 que	 la	 empresa	 ha	 verificado	 los	 requisitos	 previstos	 en	 el
numeral	2	de	la	presente	norma,	con	la	firma	del	documento	que	contiene	el
respectivo	contrato	de	cuenta	corriente.
En	 ningún	 caso,	 una	 empresa	 en	 forma	 unilateral	 podrá	 abrir	 cuentas
corrientes	 a	 nombre	 de	 sus	 titulares,	 salvo	 que	 de	 manera	 previa	 y	 por
escrito	haya	sido	autorizada	para	ello.
4.	Verificación	del	domicilio	del	 solicitante.	No	 se	 considera	domicilio
los	 lugares	 ubicados	 en	 el	 extranjero,	 ni	 las	 casillas	 postales.	 El	 domicilio
señalado	por	el	 solicitante	producirá	plenos	efectos	 jurídicos	hasta	que	se
comunique	 a	 la	 empresa,	 de	 manera	 fehaciente,	 su	 variación	 en	 las
condiciones	señaladas	en	el	correspondiente	contrato	de	apertura	de	cuenta
corriente.
Los	 gastos	 que	 demande	 la	 verificación	 podrán	 ser	 cobrados	 a	 los
solicitantes.	 En	 ningún	 caso	 dicho	 cobro	 deberá	 exceder	 los	 gastos
efectivamente	incurridos.	El	monto	de	dichos	gastos	deberá	ser	 informado
de	manera	previa	a	los	solicitantes.
5.	Contrato	de	cuenta	corriente.	El	contrato	debe	señalar	expresamente
si	 la	 cuenta	 corriente	 implica	 o	 no	 el	 uso	 de	 chequera.	 Las	 estipulaciones
que	 excluyan	 o	 limiten	 la	 responsabilidad	 por	 dolo	 o	 culpa	 inexcusable
imputable	 a	 los	 trabajadores	 de	 la	 empresa	 son	 nulas,	 de	 acuerdo	 a	 lo
dispuesto	en	el	artículo	1328	del	Código	Civil.
El	 contrato	 de	 cuenta	 corriente	 se	 rige	 supletoriamente	 por	 las
disposiciones	generales	que	sobre	contratos	contiene	el	Código	Civil.
Capítulo	II
Cierre	de	cuentas	corrientes
6.	 Modificado.	 R.	 182-2004-SBS,	 Art.	 1°.	 Disposiciones	 generales.	 La
cuenta	 corriente	 se	 cierra	 por	 iniciativa	 de	 la	 empresa	 o	 del	 titular.	 El
contrato	 deberá	 establecer	 claramente	 los	 casos	 en	 los	 que	 la	 empresa
podrá	cerrar	la	cuenta	corriente.
El	 cierre	 de	 una	 cuenta	 corriente	 debe	 ser	 comunicada	 al	 titular	 de	 la
misma,	 en	 la	 forma	 y	 plazo	 que	 señale	 el	 contrato.	 El	 contrato	 deberá
establecer	 expresamente	 los	 casos	 en	 los	 que	 dicha	 comunicación	 puede
efectuarse	con	posterioridad	al	cierre	de	la	cuenta	corriente.
La	 empresa	puede	negarse	 a	 la	 solicitud	que	 le	 formule	 el	 titular	para	 el
cierre	de	su	cuenta	corriente,	en	el	caso	que	la	misma	arroje	saldo	deudor	o
que	el	titular	mantuviese	obligaciones	pendientes	de	pago	con	la	misma.
La	 conclusión	 del	 contrato	 de	 cuenta	 corriente	 que	 opera	 con	 giro	 de
cheques	 por	 causa	 de	 quiebra,	 interdicción	 o	 por	 muerte	 del	 titular,
conforme	a	 la	Ley	N°	27287,	Ley	de	Títulos	Valores,	solo	ocurrirá	después
de	 transcurrido	 sesenta	 (60)	 días	 calendario,	 contados	 desde	 la	 fecha	 de
ocurrencia	de	tales	hechos	debidamente	comunicados	a	la	empresa	girada.
7.	 Sustituido.	 R.	 022-2001-SBS,	 Art.	 1°.	 Cierre	 de	 cuentas	 corrientes
por	giro	de	cheques	sin	fondos.	El	cierre	de	cuentas	corrientes	por	el	giro
de	 cheques	 sin	 fondos	 procede	 según	 lo	 señalado	 en	 la	 Ley	Nº	 27287,	 en
adelante	 Ley	 de	 Títulos	 Valores.	 Para	 este	 efecto	 las	 empresas	 deberán
considerar	lo	siguiente:
7.1	Cuando	una	cuenta	corriente	carezca	de	 los	 fondos	necesarios	para	el
pago	del	cheque	girado	contra	ella,	la	empresa	deberá	rechazar	el	cheque	y,
a	petición	del	tenedor,	dejará	constancia	de	ello	en	el	mismo	título.	Si	ante	la
petición	 del	 tenedor,	 la	 empresa	 se	 niega	 injustificadamente	 a	 poner	 la
constancia	 del	 referido	 rechazo,	 ésta	 asumirá	 la	 responsabilidad	 por	 los
daños	y	perjuicios	que	ocasione.	Cuando	 la	 empresa	deje	 constancia	de	 la
falta	de	pago,	en	el	caso	de	existir	fondos	disponibles	en	la	cuenta	corriente
girada,	 debe	 realizar	 el	 pago	 parcial	 del	 título	 hasta	 donde	 alcancen	 los
correspondientes	fondos	disponibles.
Tratándose	de	cheques	devueltos	a	través	de	una	cámara	de	compensación,
la	constancia,	deberá	ser	puesta	por	 la	empresa	en	el	día	de	su	recepción;
sin	 que	 en	 este	 caso	 sea	 obligatorio	 para	 la	 empresa	 verificar	 pagos
parciales	con	los	fondos	disponibles	existentes	en	la	cuenta	corriente	girada.
Las	 constancias	 deberán	 contener	 el	 motivo	 del	 rechazo,	 la	 fecha	 de	 la
presentación	 del	 cheque	 y	 la	 firma	 del	 funcionario	 autorizado	 de	 la
empresa,	pudiendo	ser	efectuada	por	la	empresa	a	través	de	cualquiera	de
sus	oficinas	de	la	República.
En	los	casos	en	que	el	cliente	no	solicite	la	constancia	antes	mencionada,	la
empresa	queda	obligada	a	consignar	la	fecha	de	la	presentación	del	cheque
rechazado,	la	cual	deberá	registrarse	por	una	(1)	sola	vez	por	cada	cheque
en	 un	 mismo	 día,	 para	 los	 fines	 del	 cómputo	 del	 número	 de	 rechazos	 y
cierre	de	la	cuenta	corriente.
Independientemente	 de	 haber	 dejado	 constancia	 o	 no	 del	 rechazo	 en	 el
mismo	título,	 las	empresas	tienen	la	obligación	de	llevar	un	registro	de	los
cheques	que	hubieran	sido	rechazados	por	 falta	de	 fondos,	consignando	 la
causal	de	cierre	según	lo	establecido	en	el	artículo	183.3	de	la	Ley	de	Títulos
Valores.
La	 Superintendencia	 sancionará	 a	 las	 empresas	 que	 incumplan	 con	 las
obligaciones	 consignadas	en	 los	párrafos	precedentes	y	 a	 los	 trabajadores
que	resulten	responsables,	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	361	de
la	Ley	General.
Los	períodos	de	acumulación	de	seis	(6)	meses	y	de	un	(1)	año	señalados
en	 los	 incisos	 a)	 y	 b)	 del	 artículo	 183.3	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 se
computarán	desde	la	fecha	en	que	se	rechazó	el	primer	cheque	girado	con
cargo	a	las	cuentas	que	se	mantengan	en	la	misma	empresa.
Para	efectos	del	cierre	de	cuentas	corrientes,	se	acredita	el	giro	de	cheques
sin	fondos	disponibles	mediante:
-	la	constancia	de	rechazo	del	cheque;
-	la	fecha	de	presentación	del	cheque	rechazado,	esto	en	caso	que	el	cliente
no	haya	solicitado	la	constancia	mencionada	en	el	literal	a);	o
-	el	registro	de	los	cheques	rechazados	que	debe	llevar	el	banco.
Las	empresas	deben	colocar	en	 lugares	visibles	de	sus	oficinas,	avisos	en
los	que	se	señale	el	derecho	del	tenedor	del	cheque	a	exigir	la	constancia	de
su	rechazo	en	las	condiciones	establecidas	en	la	normatividad	vigente	sobre
la	materia.
Las	 empresas	 remitirán	 en	 medios	 magnéticos	 a	 esta	 Superintendencia
dentro	de	los	primeros	cinco	(5)	días	hábiles	de	cada	mes,	una	relación	de
las	 cuentas	 corrientes	 cerradas	 por	 giro	 de	 cheques	 sin	 fondos
correspondientes	al	mes	anterior,	de	acuerdo	con	el	“Diseño	de	Registro	del
Sistema	 de	 Cierre	 de	 Cuentas	 Corrientes”	 establecido	 por	 esta
Superintendencia.	 En	 los	meses	 en	 que	 no	 se	 produzca	 cierre	 de	 cuentas
corrientes,	 deberá	 indicarse	 tal	 situación	 dentro	 del	 mismo	 plazo.
Conjuntamente	 al	 medio	 magnético	 antes	 señalado,	 las	 empresas	 deben
remitir	un	reporte	 impreso	que	sustente	 la	 información	que	éste	contiene,
debidamente	suscrito	por	el	gerente	general	y	el	funcionario	responsable	de
dicha	información.
Tratándose	de	cuentas	corrientes	cuyos	titulares	se	encuentren	registrados
o	 codificados	 en	 el	 Reporte	 Crediticio	 de	 Deudores	 -	 RCD,	 Anexo	 N°	 6,	 la
información	 debe	 remitirse	 con	 el	 código	 asignado	 por	 esta
Superintendencia.
7.5.	 Los	 titulares	 de	 las	 cuentas	 corrientes	 cerradas	 por	 haber	 girado
cheques	sin	 la	correspondiente	provisión	de	 fondos,	quedan	 impedidos	de
abrir	nuevas	cuentas	corrientes	con	giro	de	cheques	en	cualquier	empresa
del	sistema	financiero,	durante	el	plazo	de	un	(1)	año	contado	a	partir	del
cierre	respectivo.
Durante	 el	 mismo	 tiempo,	 las	 empresas	 deben	 abstenerse	 de	 otorgar
avances	 o	 sobregiros	 en	 favor	 de	 los	 titulares	 cuyas	 cuentas	 corrientes
hubieran	sido	cerradas	por	haber	girado	cheques	sin	fondos.
En	caso	de	reincidir	por	primera	vez,	dicho	 impedimento	y	obligación	de
cierre	durará	tres	(3)	años.	Si	se	reincide	por	segunda	vez,	la	inhabilitación
será	permanente.
Se	considera	reincidencia	cuando	el	titular	de	una	cuenta	corriente	gire	un
(1)	cheque	que	sea	rechazado	por	falta	de	fondos	en	cualquier	empresa,	se
deje	 o	 no	 constancia	 de	 la	 falta	 de	 pago	 por	 carecer	 de	 fondos	 en	 el
correspondiente	título;	o	 incurra	nuevamente	en	alguna	de	 las	causales	de
cierre	señalados	en	los	incisos	c)	o	e)	del	artículo	183.3	de	la	Ley	de	Títulos
Valores	 dentro	 del	 plazo	 de	 cómputo	 de	 reincidencia	 establecido	 en	 el
último	párrafo	del	presente	numeral.	Dicha	reincidencia	deberá	reportarse
conforme	el	numeral	7.4	del	presente	reglamento.
Cuando	 se	 trate	 de	 cuentas	 corrientes	 pluripersonales,	 el	 impedimento	 e
inhabilitación	 antes	 señalados	 se	 sujetarán	 al	 criterio	 para	 el	 cierre	 de
cuentas	 corrientes	 establecido	 en	 el	 artículo	 183.7	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores.
Para	el	cómputo	de	las	reincidencias	de	cada	titular,	las	empresas	deberán
considerar	 los	 cierres	 de	 cuentas	 corrientes	 por	 girar	 cheques	 sin	 la
correspondiente	 provisión	 de	 fondos	 ocurridos	 durante	 los	 seis	 (6)	 años
anteriores.
Los	 titulares	 de	 las	 cuentas	 corrientes	 cerradas	 deberán	 entregar	 a	 las
empresas	 los	 talonarios	 de	 cheques	 de	 las	 respectivas	 cuentas	 cerradas,
obligación	 que	 se	 deberá	 consignar	 en	 los	 correspondientes	 contratos	 de
cuenta	corriente;
El	domicilio	para	protestar	la	letra	a	la	vista	a	que	se	refiere	el	artículo	228
de	 la	Ley	General,	debe	ser	el	señalado	en	el	contrato	de	cuenta	corriente,
salvo	que	se	haya	comunicado	por	escrito	a	la	empresa	un	nuevo	domicilio,
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	numeral	4	de	la	presente	norma.	A	este	mismo
domicilio	 se	 deberá	 dirigir	 la	 comunicación	 del	 cierre	 de	 la	 cuenta,	 la
comunicación	 de	 existencia	 de	 saldo	 deudor	 y	 requerimiento	 de	 pago	 y
cualquier	 otra	 vinculada	 a	 ella;	 surtiendo	 plenos	 efectos	 dichas
comunicaciones	y	requerimientos	dirigidos	a	dicho	domicilio.
8.	Publicación	de	la	relación	de	cuentas	corrientes	cerradas	por	giro
de	cheques	sin	fondo.	De	conformidad	con	lo	estipulado	en	el	artículo	228
de	la	Ley	General,	la	Superintendencia	publicará	mensualmente	en	el	Diario
Oficial	El	Peruano,	dentro	de	los	diez	(10)	primeros	días	calendario	de	cada
mes,	 la	 relación	 de	 cuentas	 corrientes	 cerradas	 por	 giro	 de	 cheques	 sin
fondo,	 indicando	el	plazo	de	duración	de	la	sanción	de	cierre	impuesta.	En
dicho	 aviso,	 esta	 Superintendencia	 dispondrá	 que	 las	 demás	 empresas
cierren	 las	 cuentas	 corrientes	 de	 los	 titulares	 de	 las	 cuentas	 cerradas	 por
giro	 de	 cheques	 sin	 fondo,	 dentro	 de	 los	 diez	 (10)	 días	 calendario
posteriores	a	la	publicación	del	mismo.
Al	 vencimiento	 de	 los	 plazos	 señalados	 en	 la	 publicación	 cesan	 las
prohibiciones	 consignadas	 en	 el	 numeral	 7.5	 del	 presente	 dispositivo,
quedando	 las	 empresas	 facultadas	 para	 abrir	 cuentas	 corrientes	 a	 dichas
personas,	 sin	 necesidad	 de	 comunicación	 alguna	 de	 este	 organismo	 de
control.
9.	 Sustituido.	 R.	 022-2001-SBS,	 Art.	 1°.	 Rectificación	 por	 cierre
indebido	de	la	cuenta	corriente.	Cuando	en	 la	publicación	referida	en	el
numeral	 8	 del	 presente	 reglamento	 se	 incluya	 erróneamente	 al	 titular	 de
una	cuenta,	la	empresa	que	dio	origen	a	dicha	publicación	y	al	cierre	de	las
cuentas	corrientes	deberá,	bajo	su	responsabilidad,	costo	y	cargo:
Comunicar	 las	 rectificaciones	 a	 la	 Superintendencia	 conforme	 las	normas
que	haya	emitido	para	tal	efecto.
Comunicar	 por	 escrito	 el	 error	 a	 las	 otras	 empresas	 y	 a	 las	 centrales	 de
riesgo.
Publicar	la	rectificación	en	el	mismo	diario	en	que	se	realizó	la	publicación
errónea;
Proceder	a	la	reapertura	inmediata	de	las	cuentas	corrientes	que	el	titular
mantiene	en	la	empresa.
Las	acciones	indicadas	en	los	literales	b)	y	c)	del	párrafo	anterior	deberán
ser	 realizadas	 por	 la	 empresa	 dentro	 de	 los	 diez	 (10)	 días	 calendario
contados	 desde	 la	 fecha	 de	 recibido	 el	 reclamo	 del	 cliente	 por	 el	 cierre
indebido	de	la	cuenta	corriente.
Las	empresas	que	debido	a	 la	publicación	errónea	hubieran	procedido	al
cierre	 de	 cuentas	 corrientes,	 deberán	 reabrir	 dichas	 cuentas	 de	 manera
inmediata	después	de	realizada	 la	publicación	de	rectificación	señalada	en
el	literal	c)	precedente	o	la	publicación	a	que	se	refiere	el	artículo	183.8	de
las	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 la	 que	 se	 realice	 primero.	 Sin	 embargo	 las
empresas	 podrán	 reabrir	 dichas	 cuentas	 inmediatamente	 después	 de
recibida	 la	 comunicación	 de	 rectificación	 señalada	 en	 el	 literal	 b)	 del
presente	numeral.
Asimismo,	 toda	 rectificación	 deberá	 ser	 remitida	 conjuntamente	 con	 la
información	 que	 periódicamente	 remitan	 las	 empresas	 a	 esta
Superintendencia	de	acuerdo	con	lo	previsto	en	el	numeral	7.4.	del	presente
reglamento.
En	 caso	 no	 se	 cumpla	 con	 lo	 establecido	 en	 este	 numeral,	 la
Superintendencia	 procederá	 a	 sancionar	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
Reglamento	de	Sanciones.
Las	empresas	deberán	mantener	en	sus	archivos	toda	documentación	que
sustente	la	rectificación	a	que	hace	referencia	el	presente	numeral.
10.	Sanciones	por	incumplimiento	de	las	instrucciones	sobre	apertura
de	 cuentas	 corrientes.	 La	 Superintendencia	 analizará	 la	 evolución	 del
porcentaje	de	 cheques	 rechazados	por	 falta	de	 fondos	de	 cada	empresa,	 y
comparará	dicho	porcentaje	con	el	promedio	del	sistema	financiero.
En	 caso	 de	 deterioro	 significativo	 en	 cualquiera	 de	 los	 porcentajes	 antes
señalados,	la	Superintendencia	presumirá	que	no	se	está	cumpliendo	con	lo
dispuesto	en	los	numerales	2,	3,	4	y	5	de	 la	presente	norma,	y	aplicará	 las
sanciones	previstas	en	el	artículo	361	de	la	Ley	General,	según	corresponda.
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Primera	Disposición	Final	y	Transitoria.-	Las	empresas	deben	disponer	de
controles	 internos	 que	 permitan	 el	 cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 en	 la
presente	 norma,	 así	 como	 incluir	 dentro	 del	 Plan	 Anual	 de	 Trabajo	 de	 la
Oficina	 de	 Auditoría	 Interna,	 el	 control	 y	 seguimiento	 trimestral	 del
cumplimiento	de	las	normas	vigentes	sobre	cierre	de	cuentas	corrientes	por
giro	de	cheques	sin	fondos	y	lo	dispuesto	en	la	presente	resolución.
Segunda	Disposición	 Final	 y	 Transitoria.-	Las	 empresas	 deben	 indicar	 en
los	 correspondientes	 contratos,	 cuando	 corresponda,	 los	 sistemas	 de
cobertura	 o	 fondos	 de	 contingencia	 aplicables	 a	 los	 titulares	 de	 cuentas
corrientes,	 señalando	 claramente	 las	 condiciones	 para	 acceder	 a	 tales
sistemas,	 así	 como	 su	 forma	 de	 ejecución	 en	 los	 casos	 de	 ocurrencia	 del
evento	indemnizable.
Tercera	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.-	 El	 saldo	 deudor	 de	 una	 cuenta
corriente	 cerrada,	 cualquiera	 que	 fuese	 la	 parte	 que	 hubiera	 tomado	 la
decisión,	 se	 incrementa	 con	 los	 intereses	 pactados,	 los	 que	 continúan
devengándose	 hasta	 que	 se	 cumpla	 con	 el	 plazo	 previsto	 en	 el	 último
párrafo	del	artículo	228	de	la	Ley	General.
Incorporado.	R.	022-2001-SBS,	Art.	2°.	Una	vez	girada	la	letra	de	cambio
a	 la	 vista,	 su	 importe	 generará	 los	 intereses	 que	 se	 hayan	 señalado	 en	 el
texto	 del	 título,	 conforme	 al	 artículo	 51.1	 y	 92.1	 b)	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores.
Cuarta	Disposición	Final	y	Transitoria.-	Lo	establecido	en	el	numeral	10	del
presente	 reglamento,	 será	 de	 aplicación	 una	 vez	 que	 haya	 transcurrido
dieciocho	(18)	meses	desde	su	entrada	en	vigencia.
Quinta	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria.-	 Las	 empresas	 tendrán	 seis	 (6)
meses	 contados	 a	 partir	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 norma,
para	 adecuar	 a	 dicha	 disposición	 los	 contratos	 de	 cuenta	 corriente
celebrados	con	anterioridad	a	dicha	fecha.
Ley	27287.
ART.	87.—Publicidad	del	incumplimiento	de	títulos	valores	no	sujetos
a	protesto.
87.1	 El	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 representadas	 por	 los	 títulos
valores	que	por	disposición	de	la	ley	o	por	acuerdo	entre	las	partes	no	estén
sujetos	a	protesto,	ni	a	formalidad	que	lo	sustituya,	deberá	comunicarse	a	la
Cámara	 de	 Comercio	 Provincial	 respectiva	 para	 los	 fines	 señalados	 por	 el
artículo	85,	mediante	notificación	directa	que	debe	realizarse	su	tenedor.
87.2	En	los	títulos	valores	previstos	en	el	presente	artículo,	quien	ejercite
las	acciones	cambiarias	derivadas	de	ellos,	podrá	acompañar	a	la	demanda
judicial	o	arbitral	respectiva	la	constancia	de	haber	informado	a	 la	cámara
de	 comercio	 correspondiente	 el	 incumplimiento	 respectivo,	 conforme	a	 lo
señalado	 en	 el	 párrafo	 anterior.	 En	 su	 defecto,	 el	 juez	 o	 tribunal	 arbitral
ordenarán	 que	 se	 curse	 copia	 de	 la	 demanda	 a	 la	 cámara	 de	 comercio
provincial	que	corresponda.
Ley	27287.
ART.	88.—Publicidad	del	inicio	de	los	procesos	judiciales.
88.1	Las	autoridades	 jurisdiccionales	tienen	la	obligación	de	notificar	a	 la
empresa	 o	 banco	 girado	 y	 a	 la	 cámara	 de	 comercio	 provincial	 respectiva,
según	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 85,	 el	 inicio	 y	 culminación	 del	 proceso
penal	por	libramiento	indebido	de	cheques	rechazados	por	falta	de	fondos.
88.2	 La	misma	 obligación	 le	 corresponde	 al	 juez	 civil	 en	 los	 procesos	 de
cobro	de	los	cheques	señalados	en	el	párrafo	anterior.
Ley	27287.
ART.	89.—Registro	de	pagos	extemporáneos	y	exclusiones.
89.1	 Quien	 hubiere	 pagado	 totalmente	 un	 título	 valor,	 luego	 que	 éste
hubiese	 sido	 protestado	 o	 su	 hubiere	 dejado	 constancia	 de	 la	 formalidad
sustitutoria,	 tiene	 el	 derecho	 de	 pedir	 a	 su	 costo	 que	 la	 persona	 en	 cuyo
favor	 realizó	 tal	 pago	 curse	 comunicación	 a	 la	 cámara	 de	 comercio
provincial	 respectiva,	 para	 que	 se	 anote	 juntamente	 con	 el	 registro	 del
protesto	 o	 formalidad	 sustitutoria,	 tal	 pago	 total	 que	 haya	 realizado	 en
forma	 tardía.	 La	 cámara	 de	 comercio	 que	 reciba	 dicha	 notificación
procederá	a	 informar	de	ello,	dentro	de	 los	mismos	plazos	previstos	en	el
artículo	 85,	 a	 la	 Cámara	 de	 Comercio	 de	 Lima	 para	 su	 anotación	 en	 el
Registro	 Nacional	 de	 Protestos	 y	 Moras.	 A	 dicho	 acto	 se	 denominará
“regularización	de	protesto”	y	permanecerá	registrado	hasta	el	vencimiento
del	respectivo	plazo	señalado	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	85.
89.2	Ante	la	negativa,	demora	o	cualquier	impedimento	de	quien	recibe	el
pago	 de	 cursar	 la	 comunicación	 que	 se	 señala	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 el
deudor	 podrá	 tramitar	 la	 regularización	 del	 protesto	 directamente,
presentando	su	solicitud	por	conducto	notarial	con	 la	copia	del	respectivo
título	valor	cancelado	ante	la	cámara	de	comercio	provincial	respectiva,	más
la	 copia	 de	 dicha	 solicitud	 dirigida	 al	 último	 tenedor	 que	 recibió	 el	 pago
extemporáneo,	 en	 cuyo	 mérito	 dicha	 cámara	 informará	 a	 la	 Cámara	 de
Comercio	de	Lima	conforme	a	lo	previsto	en	el	párrafo	anterior.
89.3	Las	cámaras	de	comercio	a	las	que	se	refiere	el	presente	título	están
obligadas	 a	 excluir	del	 registro	que	mantengan	 los	protestos	 y	moras	que
hayan	 sido	 declarados	 nulos	 mediante	 resolución	 judicial	 o	 arbitral	 y	 a
anotar	 las	 rectificaciones	 o	 aclaraciones	 pertinentes	 en	 los	 casos	 de
manifiesto	error	material.
SECCIÓN	SÉTIMA
DE	LAS	ACCIONES	CAMBIARIAS	DERIVADAS	DE	LOS
TÍTULOS	VALORES
Ley	27287.
ART.	90.—Acción	directa,	de	regreso	y	de	ulterior	regreso.
90.1	Los	títulos	valores	confieren	a	su	tenedor	la	acción	cambiaria	directa,
que	puede	ejercitarse	contra	el	obligado	principal	y/o	sus	garantes.
90.2	El	mismo	tenedor	está	facultado	a	ejercer	conjunta	o	sucesivamente	a
la	 acción	 directa,	 la	 acción	 cambiaria	 de	 regreso,	 contra	 los	 endosantes,
garantes	 de	 éstos	 y	 demás	 obligados	 del	 título,	 distintos	 al	 obligado
principal	y/o	garantes	de	éste.
90.3	Quien	ha	 cumplido	 con	el	pago	de	un	 título	valor	en	vía	de	 regreso,
puede	repetir	dicho	pago	contra	los	demás	obligados	que	hayan	intervenido
en	el	 título	valor	antes	que	él,	ejercitando	 la	acción	de	ulterior	regreso.	La
misma	acción	corresponde	a	quien	pague	en	esta	vía,	 contra	 los	obligados
anteriores	a	él.
90.4	Si	el	pago	previsto	en	el	párrafo	anterior	es	parcial,	para	el	ejercicio	de
la	correspondiente	acción	cambiaria	se	observará	lo	establecido	en	el	último
párrafo	del	artículo	65.
JURISPRUDENCIA.—Los	 avalistas	 de	 la	 acción	 cambiaria	 no	 son
avalistas	de	la	acción	causal.	“La	acción	causal	sólo	puede	dirigirse	contra
el	 deudor	 principal	 (...),	 no	 resultando	 procedente	 exigirles	 el	 pago	 a	 los
avalistas	 en	 vía	 de	 acción	 causal,	 en	 tanto	 que	 estos	 últimos	 sólo	 pueden
responder	 por	 la	 acción	 cambiaria	 derivada	 del	 título	 valor”.	 (Cas.	 3551-
2001-Lambayeque.	03.02.2003)
JURISPRUDENCIA.—Al	 iniciarse	 la	 acción	 directa	 carece	 de	 sentido
pronunciarse	 sobre	 la	 posible	 novación	 subjetiva	 por	 delegación.
“Conforme	lo	han	precisado	las	instancias	de	mérito,	el	banco	ejecutante	ha
iniciado	la	acción	directa,	razón	por	la	cual	a	las	letras	de	cambio	puestas	a
cobro	 les	 son	 aplicables	 los	 principios	 de	 incorporación,	 literalidad,
abstracción	y	autonomía	cambiaria;	en	consecuencia,	el	examen	referido	al
consentimiento	del	acreedor	para	que	se	constituya	 la	novación	carece	de
objeto	 desde	 que	 dicho	 análisis	 alude	 a	 la	 fuente	 o	 historia	 del	 negocio
jurídico	subyacente	a	la	emisión	del	título,	lo	cual	no	puede	ser	admitido	en
este	 tipo	de	acciones,	 toda	vez	que	conforme	a	 lo	antes	 indicado	 la	acción
que	se	ha	hecho	valer	es	una	acción	directa	y	no	causal”.	(Cas.	3049-2001-
Lambayeque.	02.09.2002)
JURISPRUDENCIA.—La	 acción	 cambiaria	 sólo	 puede	 dirigirse	 contra
aquéllos	que	han	suscrito	el	título	valor.	“Segundo.-	Que,	el	artículo	90.1
de	 la	 Ley	 272827	 (sic)	 establece	 que	 ‘los	 títulos-valores	 confieren	 a	 su
tenedor	la	acción	cambiaria	directa,	que	puede	ejercitarse	contra	el	obligado
principal	y/o	sus	garantes’,	es	decir,	la	acción	cambiaria	es	consecuencia	de
la	 obligación	 que	 asume	 cada	 uno	de	 los	 que	 ponen	 su	 firma	 en	 el	 título-
valor,	ya	sea	como	girador,	endosante,	avalista	o	aceptante;	constituyéndose
como	sujetos	pasivos	de	 la	acción	directa	el	obligado	principal,	que	puede
ser	el	girador	y	sus	garantes	que	pueden	ser	los	avalistas	y	fiadores,	quienes
a	su	vez	están	obligados	en	los	mismos	términos	que	su	avalado.	Tercero.-
Que,	conforme	se	advierte	del	tenor	de	las	letras	de	cambio,	que	son	el	título
de	 la	 ejecución	 de	 la	 presente	 demanda	 de	 obligación	 de	 dar	 suma	 de
dinero,	 la	 persona	 de	 (...)	 no	 ha	 intervenido	 suscribiendo	 ninguno	 de	 los
títulos-valores	 puestos	 a	 cobro,	 por	 lo	 tanto,	 en	 razón	 al	 texto	 del
documento	 que	 determina	 los	 alcances	 de	 las	 obligaciones	 y	 derechos
contenidos	 en	 el	 título-valor,	 dicha	 persona	 no	 puede	 responder	 por	 las
obligaciones	 contenidas	 en	 los	 referidos	 títulos,	 resultando	 pertinente
señalar	 los	 alcances	 del	 principio	 de	 liberalidad	 que	 rigen	 a	 los	 títulos-
valores.”	(Cas.	3831-2006-Cajamarca,	dic.	12/2006)
NOTAS:	1.	El	número	correcto	de	 la	 ley	mencionada	en	 la	presente	 resolución	casatoria	es	 la	Ley
27287,	Ley	de	Títulos	Valores.
2.	 La	 presente	 resolución	 ha	 sido	 publicada	 en	 el	Diario	Oficial	 “El	 Peruano”	 el	 28	 de	 febrero	 del
2007.
Ley	27287.
ART.	91.—Requisitos	para	ejercitar	las	acciones	cambiarias.
91.1	 Salvo	 disposición	 distinta	 de	 la	 presente	 ley,	 para	 ejercitar	 las
acciones	 cambiarias	 señaladas	 en	 el	 artículo	 90	 constituye	 requisito
obligatorio:
a)	En	los	títulos	valores	sujetos	a	protesto,	haberse	verificado	el	mismo;
b)	 En	 los	 títulos	 valores	 que	 sean	 objeto	 de	 formalidad	 que	 sustituya	 al
protesto,	 haber	 logrado	 la	 constancia	 de	 la	 falta	 de	 cumplimiento	 de	 la
obligación	conforme	al	artículo	82;	o,	de	ser	el	caso,	el	protesto	conforme	a
los	artículos	73	y	83;
c)	En	 los	 títulos	 valores	no	 sujetos	 a	 protesto,	 la	 tenencia	del	 título	 cuyo
plazo	 esté	 vencido	 o	 resulte	 exigible	 la	 obligación	 según	 texto	 del
documento	o,	en	su	caso,	de	la	constancia	de	la	que	trata	el	último	párrafo
del	 artículo	 18.	 Además,	 en	 estos	 casos	 se	 requiere	 haber	 cursado
información	a	 la	cámara	de	comercio	respectiva	del	 incumplimiento,	salvo
que	ello	se	cumpla	conforme	al	último	párrafo	del	artículo	87.
91.2	La	 falta	 de	 los	 requisitos	 señalados	 en	 los	 incisos	 a)	 y	 b)	 anteriores
podrá	 subsanarse	 si	 dentro	de	 los	plazos	de	prescripción	de	 la	 respectiva
acción	 cambiaria	 señalados	 en	 el	 artículo	96,	 el	 tenedor	 logra	 obtener,	 en
forma	expresa	o	ficta,	el	reconocimiento	judicial	en	su	contenido	y	firma	del
título	valor,	por	parte	del	o	de	los	obligados	respecto	a	quienes	se	ejercite	la
correspondiente	acción	cambiaria.
91.3	 En	 los	 títulos	 valores	 a	 los	 que	 se	 refiere	 el	 inciso	 a)	 que	 lleven	 la
cláusula	de	que	trata	el	artículo	52,	se	ejercitará	la	acción	cambiaria	por	el
sólo	mérito	de	la	cláusula	“sin	protesto”	y	cumplir	lo	señalado	en	el	inciso	c)
anterior.
Ley	27287.
ART.	92.—Pagos	que	pueden	reclamarse.
92.1	El	tenedor	puede	reclamar	del	obligado	contra	quien	ejercita	la	acción
cambiaria:
a)	 El	 importe	 y/o	 los	 derechos	 patrimoniales	 representados	 por	 el	 título
valor	a	la	fecha	de	su	vencimiento;
b)	Los	intereses	compensatorios	más	moratorios	que	se	hubieren	pactado
según	el	texto	del	título	valor	o	del	respectivo	registro;	o,	en	su	defecto,	los
intereses	legales	a	partir	de	su	vencimiento;
c)	Los	gastos	de	protesto	o	de	la	formalidad	sustitutoria	en	su	caso	y	otros
originados	por	la	cobranza	frustrada,	incluidos	los	costos	y	costas	judiciales
o	arbitrales,	debidamente	sustentados,	de	haberlos.
92.2	Quien	reclama	en	vía	de	ulterior	regreso,	exigirá	el	reembolso	del	total
de	la	suma	pagada,	más	los	intereses	correspondientes	a	dicha	suma	desde
el	 día	 en	que	 verificó	 el	 pago	 y	 los	 gastos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 inciso	 c)	 del
párrafo	anterior,	en	su	caso.
C.	C.
ART.	1324.—Interés	 legal	en	las	obligaciones	de	dar	suma	de	dinero.
Las	obligaciones	de	dar	sumas	de	dinero	devengan	el	interés	legal	que	fija	el
Banco	Central	de	Reserva	del	Perú,	desde	el	día	en	que	el	deudor	incurra	en
mora,	sin	necesidad	de	que	el	acreedor	pruebe	haber	sufrido	daño	alguno.	Si
antes	 de	 la	 mora	 se	 debían	 intereses	 mayores,	 ellos	 continuarán
devengándose	 después	 del	 día	 de	 la	 mora,	 con	 la	 calidad	 de	 intereses
moratorios.
Si	se	hubiese	estipulado	la	indemnización	del	daño	ulterior,	corresponde	al
acreedor	que	demuestre	haberlo	sufrido	el	respectivo	resarcimiento.
Ley	27287.
ART.	93.—Improcedencia	de	la	acción	cambiaria	entre	sí.	Las	personas
que	 ocupen	 la	 misma	 posición	 e	 igual	 responsabilidad	 en	 un	 título	 valor
responderán	 solidariamente	 frente	 al	 tenedor	 y	 no	 procederá	 la	 acción
cambiaria	 entre	 ellas	 y	 sus	 relaciones	 quedan	 sujetas	 a	 las	 disposiciones
propias	del	derecho	común.
Ley	27287.
ART.	94.—Acción	alternativa.
94.1	 Si	 las	 calidades	 del	 tenedor	 y	 del	 obligado	 principal	 del	 título	 valor
correspondieran	 respectivamente	 al	 acreedor	 y	 al	 deudor	 de	 la	 relación
causal,	de	la	que	se	derivó	la	emisión	de	dicho	título	valor,	el	tenedor	podrá
promover	a	su	elección	y	alternativamente,	la	acción	cambiaria	derivada	del
mismo	o	la	respectiva	acción	causal.
94.2	 Igual	 derecho	 asistirá	 al	 endosatario	 respecto	 a	 su	 inmediato
endosante,	siempre	que	el	endoso	fuere	absoluto	y	derivase	de	una	relación
causal,	 en	 la	 que	 uno	 y	 otro	 tuvieren	 las	 calidades	 de	 acreedor	 y	 deudor,
respectivamente.
94.3	Subsiste	la	acción	causal	correspondiente	a	la	relación	jurídica	que	dio
origen	 a	 la	 emisión	 y/o	 transmisión	 del	 título	 valor	 no	 pagado	 a	 su
vencimiento,	a	menos	que	se	pruebe	que	hubo	novación.
94.4	 Si	 el	 tenedor	 opta	 por	 ejercitar	 la	 acción	 cambiaria,	 de	 acuerdo	 al
artículo	18	podrá	recurrir	a	cualquiera	de	las	vías	procesales	que	admita	la
ley	procesal.
JURISPRUDENCIA.—Los	 avalistas	 de	 la	 acción	 cambiaria	 no	 son
avalistas	de	la	acción	causal.	“La	acción	causal	sólo	puede	dirigirse	contra
el	 deudor	 principal	 (...),	 no	 resultando	 procedente	 exigirles	 el	 pago	 a	 los
avalistas	 en	 vía	 de	 acción	 causal,	 en	 tanto	 que	 estos	 últimos	 sólo	 pueden
responder	 por	 la	 acción	 cambiaria	 derivada	 del	 título	 valor”.	 (Cas.	 3551-
2001-Lambayeque.	03.02.2003)
JURISPRUDENCIA.—Al	 iniciarse	 la	 acción	 directa	 carece	 de	 sentido
pronunciarse	 sobre	 la	 posible	 novación	 subjetiva	 por	 delegación.
“Conforme	lo	han	precisado	las	instancias	de	mérito,	el	banco	ejecutante	ha
iniciado	la	acción	directa,	razón	por	la	cual	a	las	letras	de	cambio	puestas	a
cobro	 les	 son	 aplicables	 los	 principios	 de	 incorporación,	 literalidad,
abstracción	y	autonomía	cambiaria;	en	consecuencia,	el	examen	referido	al
consentimiento	del	acreedor	para	que	se	constituya	 la	novación	carece	de
objeto	 desde	 que	 dicho	 análisis	 alude	 a	 la	 fuente	 o	 historia	 del	 negocio
jurídico	subyacente	a	la	emisión	del	título,	lo	cual	no	puede	ser	admitido	en
este	 tipo	de	acciones,	 toda	vez	que	conforme	a	 lo	antes	 indicado	 la	acción
que	se	ha	hecho	valer	es	una	acción	directa	y	no	causal”.	(Cas.	3049-2001-
Lambayeque.	02.09.2002)
JURISPRUDENCIA.—La	acción	causal	requiere	 la	probanza	de	 la	causa.
“El	 Banco	 (...)	 pretende	 el	 pago	 de	 la	 suma	 de	 veintiocho	 mil	 dólares
americanos	con	sus	respectivos	intereses	moratorios	y	compensatorios	que
vendría	adeudándole	el	recurrente,	para	lo	cual	viene	ejercitando	la	acción
causal	 derivada	 del	 pagaré	 número	 D	 trescientos	 noventa	 y	 cuatro	 mil
ochocientos	 veinticinco	 que	 contiene	 la	 suma	 puesta	 a	 cobro,	 es	 decir,	 se
demanda	el	pago	de	la	obligación	contenida	en	dicho	título	valor,	por	lo	que
corresponde	al	acreedor	acreditar,	entre	otros,	la	causa	que	dio	origen	a	la
aludida	 obligación	 primitiva,	 mientras	 que	 al	 deudor	 le	 corresponde
acreditar	 el	 pago	 o	 la	 extinción	 de	 la	 obligación	 por	 perjuicio	 del	 título
valor”.	(Cas.	646-2002-Lima.	03.12.2002)
SECCIÓN	OCTAVA
DE	LA	PRESCRIPCIÓN	Y	CADUCIDAD	DE	LAS
ACCIONES	DERIVADAS	DE	LOS	TÍTULOS	VALORES
TÍTULO	PRIMERO
DE	LA	PRESCRIPCIÓN	DE	LAS	ACCIONES
CAMBIARIAS
CAPÍTULO	PRIMERO
FORMALIDADES	PARA	EJERCITAR	LA	ACCIÓN	CAMBIARIA
Ley	27287.
ART.	95.—Ejercicio	de	las	acciones	cambiarias.
95.1	 Para	 el	 ejercicio	 de	 las	 acciones	 cambiarias	 derivadas	 de	 los	 títulos
valores	se	requiere	cumplir	con	los	requisitos	y	formalidades	señaladas	en
el	artículo	91	según	la	naturaleza	de	cada	valor	en	título	o	representado	por
anotación	en	cuenta;	y,	ser	exigidos	dentro	de	los	plazos	de	prescripción	que
se	señalan	en	el	artículo	96.
95.2	El	proceso	judicial	o	arbitral	cuya	demanda	haya	sido	presentada	ante
la	 respectiva	 autoridad	 judicial	 o	 arbitral	 antes	 que	 venzan	 los	 plazos	 de
prescripción	no	será	afectado	por	la	conclusión	de	dichos	plazos	en	el	curso
del	respectivo	proceso;	salvo	que	éste	sea	declarado	en	abandono.
C.	C.
ART.	 1989.—Definición.	 La	 prescripción	 extingue	 la	 acción	 pero	 no	 el
derecho	mismo.
C.	C.
ART.	 1993.—Principio	 y	 continuación	 de	 la	 prescripción.	 La
prescripción	 comienza	 a	 correr	 desde	 el	 día	 en	 que	 puede	 ejercitarse	 la
acción	y	continúa	contra	los	sucesores	del	titular	del	derecho.
C.	C.
ART.	 1995.—Reanudación.	 Desaparecida	 la	 causa	 de	 la	 suspensión,	 la
prescripción	 reanuda	 su	 curso	 adicionándose	 el	 tiempo	 transcurrido
anteriormente.
JURISPRUDENCIA.—No	 es	 lo	 mismo	 prescripción	 del	 título	 que
prescripción	 de	 la	 obligación.	 “(…)	 Que,	 para	 efectos	 de	 amparar	 la
prescripción	de	la	obligación	formulada	por	los	ejecutados,	la	sala	superior
aplica	el	artículo	mil	novecientos	noventa	y	tres	del	Código	Civil,	y,	sobre	la
base	de	los	hechos	acreditados	en	autos,	concluye	que	el	momento	desde	el
cual	 corría	 el	 cómputo	 del	 plazo	 prescriptorio	 era	 desde	 la	 fecha	 de	 la
inscripción	 del	 documento	 que	 contiene	 la	 garantía.	 Tal	 conclusión	 es
errada,	pues	el	colegiado	confunde	la	obligación	asumida	por	los	ejecutados
con	 la	 garantía	 que	 respalda	 su	 cumplimiento	 (…)	 Que,	 el	 artículo	 mil
novecientos	 noventa	 y	 tres	 del	 Código	 Civil,	 establece	 que	 la	 prescripción
comienza	a	 correr	desde	el	día	 en	que	puede	ejercitarse	 la	 acción	y,	 en	el
caso	concreto,	ese	día	corresponde	a	aquél	desde	el	cual	la	obligación	puesta
a	cobro	resulta	exigible,	siendo	éste	y	no	otro	el	punto	de	partida	que	debe
considerarse	 para	 efectos	 del	 cómputo	 del	 plazo	 de	 diez	 años	 a	 que	 se
refiere	el	inciso	primero	del	artículo	dos	mil	uno	del	Código	Civil,	al	haberse
formulado	 contradicción	 al	 mandato	 de	 ejecución	 por	 causal	 de
prescripción	 de	 la	 obligación;	 por	 tanto,	 la	 causal	 material	 descrita	 en	 el
primer	extremo	de	los	fundamentos	del	recurso	(acápite	a)	resulta	fundado
(…)	 Que,	 la	 sala	 superior,	 pretendiendo	 dar	mayor	 sustento	 jurídico	 a	 su
decisión	 revocatoria,	 aplicó	 el	 artículo	 dos	mil	 doce	 del	 Código	 Civil,	 que
contiene	 el	 principio	 de	 publicidad	 registral,	 señalando	 que	 la	 inscripción
del	 documento	 que	 contiene	 la	 garantía,	 al	 haber	 sido	 de	 conocimiento
público,	 determina	 el	 inicio	 del	 cómputo	 del	 plazo	 prescriptorio	 desde	 la
fecha	 de	 su	 registro.	 No	 obstante,	 en	 atención	 a	 lo	 expuesto	 en	 los
considerandos	precedentes,	debe	concluirse	que	(…)	la	prescripción	alegada
en	la	contradicción	no	era	respecto	del	título	que	contiene	la	garantía	sino
respecto	de	la	obligación	garantizada	que	está	siendo	materia	de	cobro,	por
lo	que	resultaba	fuera	de	contexto	establecer	si	el	documento	que	contiene
la	garantía	se	encontraba	inscrito	o	no	en	los	registros	públicos	o	si,	por	tal
hecho,	gozaba	de	publicidad	registral	oponible	a	terceros;	razón	por	la	cual
la	 causal	material	 denunciada	 en	 el	 segundo	 extremo	de	 los	 fundamentos
del	 recurso	 (acápite	 b),	 también	 debe	 ser	 amparada	 (…).”	 (Cas.	 4206-06-
Tacna,	02.07.2007.	V.	P.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 admite	 viabilidad	 para	 deducir
excepciones	 en	 materia	 de	 ejecución	 de	 garantías:	 contravención	 del
debido	 proceso	 si	 se	 pretende	 calificar	 una	 excepción	 como	 causal	 de
contradicción.	 “(…)	 En	 primer	 lugar,	 cabe	 señalar	 que	 este	 supremo
tribunal	no	 comparte	 el	 criterio	 esgrimido	por	 la	 recurrente	 en	 el	 sentido
que	no	es	posible	deducir	excepciones	en	materia	de	ejecución	de	garantías,
toda	vez	que	el	primer	párrafo	del	artículo	setecientos	veintidós	del	Código
Procesal	 Civil,	 no	 excluye	 expresamente	 tal	 posibilidad,	 limitándose	 a
señalar	 las	 causales	 de	 contradicción	 que	 pueden	 ser	 alegadas	 por	 el
ejecutado.	En	segundo	lugar,	es	cierto	que	en	el	citado	artículo	setecientos
veintidós	del	Código	Procesal	Civil,	el	legislador	ha	tratado	a	la	prescripción
de	la	obligación	no	para	ser	formulada	a	través	de	una	excepción,	sino	como
una	causal	de	contradicción	y,	en	tal	sentido,	podría	considerarse	que	existe
contravención	al	debido	proceso	cuando	los	magistrados	pretenden	calificar
como	excepción	una	causal	de	contradicción	claramente	regulada	en	la	ley;
sin	embargo,	tal	error	incurrido	por	el	colegiado	superior	no	puede	motivar
válidamente	 la	 declaración	 de	 nulidad	 de	 la	 recurrida,	 desde	 que	 el	 vicio
alegado	no	ha	ocasionado	un	perjuicio	real	y	efectivo	al	derecho	de	defensa
de	la	parte	demandante	–ni	ésta	tampoco	lo	alega–	y	su	subsanación	no	ha
de	 modificar	 sustancialmente	 el	 sentido	 de	 lo	 resuelto,	 pues	 sea	 como
excepción	o	como	causal	de	contradicción,	la	segunda	instancia	ha	cumplido
con	 pronunciarse	 sobre	 la	 prescripción	 solicitada	 por	 los	 ejecutados;	 en
consecuencia,	 corresponde	desestimar	 la	 causal	procesal	 (…).”	 (Cas.	4206-
06-Tacna,	02.07.2007.	V.	P.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Sobre	el	ejercicio	de	las	acciones	cambiarias,	la	Ley
de	Título	Valores	regula	un	supuesto	de	prescripción	y	no	de	caducidad.
“Del	 recurso	 de	 casación	 postulado	 queda	 claro	 que	 el	 recurrente	 alega
como	 fundamento	 central	 que	 el	 órgano	 jurisdiccional	 habría	 generado
confusión	 respecto	 a	 la	 figura	 de	 la	 prescripción	 prevista	 en	 la	 Ley	 de
Títulos	 Valores,	 a	 la	 que	 habría	 equiparado	 con	 la	 caducidad	 del	 derecho
civil,	 situación	 que	 habría	 generado	 que	 se	 considere	 que	 la	 prescripción
declarada	a	favor	de	uno	de	los	codemandados	sea	extensiva	a	favor	de	otro
codemandado	 que	 no	 ha	 postulado	 excepción	 alguna.	 Alega	 el	 recurrente
que,	 conforme	 prescribe	 el	 artículo	 1992	 del	 Código	 Civil,	 existe	 la
prohibición	que	la	prescripción	extintiva	sea	declarada	de	oficio,	por	lo	que,
el	 órgano	 jurisdiccional	 habría	 incurrido	 en	 error	 al	 declararla	 conclusión
del	 presente	proceso,	 toda	 vez	que	únicamente	uno	de	 los	 codemandados
dedujo	 excepción	de	 prescripción,	 por	 lo	 que,	 la	 ejecución	del	 título	 valor
debería	 continuar	 contra	 el	 codemandado	 que	 no	 ha	 denunciado	 la
prescripción	de	la	acción.	5.	El	recurso	ha	sido	declarado	procedente	por	la
infracción	de	los	artículos	95,	96	y	97	de	la	Ley	de	Títulos	Valores,	los	cuales
regulan	 la	 prescripción	 de	 la	 acción	 cambiaría	 derivada	 de	 los	 títulos
valores.	 Al	 respecto	 cabe	 mencionar	 que	 la	 norma	 especial	 es	 clara	 al
señalar	que	se	refieren	a	la	prescripción	extintiva	y	no	a	la	caducidad,	pues
si	bien	ambas	se	encuentran	destinadas	a	 la	extinción	de	 la	posibilidad	de
recurrir	ante	el	órgano	jurisdiccional	en	defensa	de	un	derecho	material,	se
trata	 de	 institutos	 jurídicos	 distintos	 e	 inconfundibles.	 La	 caducidad
requiere	reconocimiento	legal	expreso	para	su	configuración,	esto	es,	la	ley
es	 la	 que	 debe	 señalar	 expresamente	 que	 nos	 encontramos	 ante	 un
supuesto	de	caducidad.	Tal	es	el	sentido	del	artículo	2004	del	Código	Civil
(...).	 En	 tal	 sentido,	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 contiene	 un	 supuesto	 de
prescripción	y	no	de	caducidad,	porque	no	señala	expresamente	que	se	trate
de	 este	 último	 no	 siendo	 posible,	 por	 prohibición	 legal,	 presumir	 que	 se
trata	de	una	caducidad.	El	hecho	de	que	la	prescripción	cambiaria	no	admita
suspensión	 ni	 interrupción,	 según	 prescribe	 el	 artículo	 95.3	 de	 la	 Ley	 de
Títulos	 Valores,	 la	 convierte	 en	 un	 régimen	 especial	 de	 prescripción
extintiva,	mas	no	en	una	presunta	caducidad.	Por	tanto,	las	reglas	propias	de
la	 prescripción	 son	 aplicables	 al	 caso	 concreto,	 entiéndase	 con	 las
limitaciones	propias	previstas	 con	 la	 ley	 especial	 (como	 la	 inexistencia	de
suspensión	 o	 interrupción	 prescriptoria)”.	 (CS,	 Cas.	 997-2013-Lima,	 nov.
14/2013.	V.	P.	Rodríguez	Chávez)
CAPÍTULO	SEGUNDO
PRESCRIPCIÓN	DE	LAS	ACCIONES	CAMBIARIAS
Ley	27287.
ART.	96.—Plazos	de	prescripción	de	las	acciones	cambiarias.
96.1	Las	acciones	cambiarias	derivadas	de	los	títulos	valores,	prescriben:
a)	 A	 los	 tres	 años,	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 su	 respectivo	 vencimiento,	 la
acción	directa	contra	el	obligado	principal	y/o	sus	garantes;
b)	Al	año,	a	partir	de	la	fecha	de	su	vencimiento,	la	acción	de	regreso	contra
los	obligados	solidarios	y/o	garantes	de	éstos;
c)	A	los	seis	meses,	a	partir	de	la	fecha	de	pago	en	vía	de	regreso,	la	acción
de	ulterior	regreso	contra	los	obligados	y/o	garantes	de	éstos,	anteriores	a
quien	lo	ejercita.	Dentro	de	este	mismo	plazo	debe	ejercitarse	la	acción	de
repetición	que	corresponda	al	garante	del	obligado	principal	contra	éste.
96.2	En	el	caso	de	los	cheques,	los	plazos	de	prescripción	señalados	en	los
incisos	a)	y	b)	se	computan	a	partir	del	último	día	del	plazo	de	presentación
a	cobro	señalado	en	esta	ley;	y,	en	el	caso	de	los	demás	títulos	valores	con
vencimiento	a	la	vista,	el	cómputo	se	hará	a	partir	del	día	de	su	presentación
a	 cobro	 o,	 de	 no	 haberse	 dejado	 constancia	 de	 ello,	 a	 partir	 del	 día	 de	 su
respectivo	protesto	o	de	 la	 formalidad	sustitutoria;	y,	de	no	estar	 sujeto	a
ello	a	partir	del	último	día	para	su	presentación	al	pago	conforme	a	ley	o	del
señalado	para	ello	en	el	mismo	título.
96.3	Sin	perjuicio	de	lo	señalado	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	95,	los
plazos	de	prescripción	establecidos	en	el	presente	artículo	son	perentorios
y	 no	 admiten	 interrupción,	 ni	 suspensión.	 El	 reconocimiento	 judicial	 del
título	valor	vencido	no	interrumpe	los	plazos	de	prescripción	señalados	en
el	presente	artículo	para	el	ejercicio	de	las	acciones	cambiarias	derivadas	de
él.
C.	C.
ART.	 2001.—Plazos	 de	 prescripción.	 Prescriben,	 salvo	 disposición
diversa	de	la	ley:
1.	 A	 los	 diez	 años,	 la	 acción	 personal,	 la	 acción	 real,	 la	 que	 nace	 de	 una
ejecutoria	y	la	de	nulidad	del	acto	jurídico.
2.	A	los	siete	años,	la	acción	de	daños	y	perjuicios	derivados	para	las	partes
de	la	violación	de	un	acto	simulado.
3.	A	 los	tres	años,	 la	acción	para	el	pago	de	remuneraciones	por	servicios
prestados	como	consecuencia	de	vínculo	no	laboral.
4.	 A	 los	 dos	 años,	 la	 acción	 de	 anulabilidad,	 la	 acción	 revocatoria,	 la	 que
proviene	 de	 pensión	 alimenticia,	 la	 acción	 indemnizatoria	 por
responsabilidad	 extracontractual	 y	 la	 que	 corresponda	 contra	 los
representantes	de	incapaces	derivada	del	ejercicio	del	cargo.
JURISPRUDENCIA.—La	prescripción	de	la	acción	cambiaria	derivada	de
los	 títulos	 valores	 no	 se	 declara	 de	 oficio,	 pero	 sí	 su	 caducidad.	 “(...)
acorde	 a	 lo	 previsto	 por	 el	 artículo	 96	 numeral	 96.1	 inciso	 a	 de	 la	 Ley
número	27287	Ley	de	Títulos	Valores	las	acciones	cambiarias	derivadas	de
los	 títulos	 valores	 prescriben	 a	 los	 tres	 años	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 su
respectivo	vencimiento	la	acción	directa	contra	el	obligado	principal	y/o	sus
garantes	 estableciendo	 el	 artículo	 1992	 del	 Código	 Civil	 la	 prohibición	 de
declarar	de	oficio	la	prescripción	si	no	ha	sido	invocada.-	(...)	en	el	presente
caso,	 analizada	 la	 resolución	 impugnada	 se	 aprecia	 que	 la	 sala	 superior
emite	 una	 decisión	 inhibitoria	 fundada	 en	 la	 prescripción	 de	 la	 acción
cambiaria	la	cual	no	ha	sido	invocada	por	la	parte	demandada	haciendo	uso
del	 mecanismo	 legal	 previsto	 en	 la	 ley	 sin	 tener	 en	 cuenta	 el	 precitado
órgano	 jurisdiccional	 la	 prohibición	 establecida	 por	 el	 artículo	 1992	 del
Código	Civil	no	pudiendo	por	consiguiente	declarar	de	oficio	dicho	medio	de
defensa	el	cual	a	diferencia	de	la	caducidad	si	puede	declararse	más	aún	si	la
prescripción	no	se	encuentra	establecida	como	causal	de	improcedencia	de
la	demanda	acorde	a	lo	previsto	por	el	artículo	427	del	Código	Procesal	Civil
a	diferencia	de	la	caducidad	que	si	se	encuentra	contemplada	en	el	inciso	3
del	 precitado	 artículo	 pudiendo	 declararse	 la	 caducidad	 acorde	 a	 lo
estatuido	por	el	artículo	2006	del	Código	Civil	de	oficio	o	a	petición	de	parte.
(...)	 a	mayor	 abundamiento	 se	 concluye	 que	 si	 bien	 el	 artículo	 121	 tercer
párrafo	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 prescribe	 que	 el	 juez	 puede
excepcionalmente	en	la	sentencia	pronunciarse	en	decisión	expresa,	precisa
y	motivada	 sobre	 la	 validez	 de	 la	 relación	 jurídico	 procesal	 también	 lo	 es
que	 para	 dicho	 efecto	 dicha	 decisión	 inhibitoria	 debe	 sustentarse	 en	 una
causal	 expresamente	 prevista	 lo	 que	 evidentemente	 no	 ha	 sucedido	 en	 el
caso	 que	 nos	 ocupa	 (...)”	 (CS,	 Cas.	 1203-2013-Ucayali,	 dic.	 13/2013.	 V.	 P.
Valcárcel	Saldaña)
Ley	27287.
ART.	97.—Prescripción	de	acciones	cambiarias	de	títulos	prorrogados
y	renovados.
97.1	 El	 plazo	 de	 prescripción	 de	 las	 acciones	 cambiarias	 derivadas	 de
títulos	valores	que	tengan	la	cláusula	de	prórroga	de	que	trata	el	artículo	49
se	 computará	 desde	 la	 fecha	 de	 su	 último	 vencimiento,	 surtiendo	 efecto
respecto	a	todas	las	personas	que	intervengan	en	el	título	valor.
97.2	En	el	caso	de	las	renovaciones	acordadas	en	el	título	valor,	los	plazos
de	 prescripción	 volverán	 a	 ser	 computados	 desde	 la	 fecha	 del	 nuevo
vencimiento.	 Sin	 embargo,	 en	 este	 caso,	 la	 prescripción	 de	 las	 acciones
cambiarias	tendrá	efecto	desde	la	misma	fecha	de	la	renovación,	respecto	a
las	 personas	 que	 no	 hubieren	 intervenido	 expresamente	 en	 dicha
renovación.
TÍTULO	SEGUNDO
CADUCIDAD	DEL	DERECHO	DE	SUSPENSIÓN	DE
PAGO
Ley	27287.
ART.	98.—Caducidad	del	derecho	de	suspensión	de	pago.	En	 los	casos
de	 la	suspensión	del	derecho	de	pago	a	que	se	refiere	el	artículo	107,	si	el
obligado	no	es	notificado	del	inicio	del	proceso	de	ineficacia	del	respectivo
título	valor	o	el	peticionario	no	le	hace	entrega	de	la	copia	de	la	respectiva
demanda	 presentada	 ante	 la	 autoridad	 judicial,	 dentro	 de	 los	 siguientes
quince	 días	 de	 su	 petición	 extrajudicial	 de	 suspender	 el	 pago,	 caduca	 tal
derecho	 de	 suspensión,	 quedando	 el	 obligado	 liberado	 de	 toda
responsabilidad	 por	 el	 pago	 que	 realice	 transcurrido	 dicho	 plazo	 de
suspensión.
TÍTULO	TERCERO
DE	LA	PRESCRIPCIÓN	DE	LA	ACCIÓN	DE
ENRIQUECIMIENTO	SIN	CAUSA
Ley	27287.
ART.	99.—Prescripción	de	la	acción	de	enriquecimiento	sin	causa.	La
acción	de	enriquecimiento	sin	causa	a	la	que	se	refiere	el	artículo	20
prescribe	a	los	dos	años	de	extinguida	la	correspondiente	acción	cambiaria
derivada	del	título	valor.
TÍTULO	CUARTO
CADUCIDAD	Y	PRESCRIPCIÓN	DE	LA	ACCIÓN	CAUSAL
Ley	27287.
ART.	100.—Caducidad	y	prescripción	de	la	acción	causal.	La	caducidad
y	prescripción	de	las	acciones	causales	correspondiente	a	los	actos	jurídicos
que	 dieron	 lugar	 a	 la	 emisión,	 aceptación,	 garantía	 o	 transferencia	 de	 los
títulos	 valores,	 operan	 en	 los	 plazos	 que	 les	 corresponda	 según	 la
naturaleza	de	las	relaciones	jurídicas	de	las	que	ellas	se	deriven,	conforme	a
la	ley	de	la	materia.
SECCIÓN	NOVENA
DEL	DETERIORO,	DESTRUCCIÓN,	EXTRAVÍO	Y
SUSTRACCIÓN	DE	LOS	TÍTULOS	VALORES
TÍTULO	PRIMERO
DETERIORO	NOTABLE	O	DESTRUCCIÓN	PARCIAL
Ley	27287.
ART.	101.—Deterioro	notable	o	destrucción	parcial.
101.1	Si	un	título	valor	se	deteriora	notablemente	o	se	destruye	en	parte,
subsistiendo	 los	 datos	 necesarios	 para	 su	 identificación,	 el	 obligado
principal	 debe	 reponerlo	 por	 otro,	 si	 el	 tenedor	 lo	 exige	 mediante
comunicación	 notarial,	 contra	 entrega	 del	 título	 original	 debidamente
anulado.
101.2	Si	además	del	obligado	principal,	dicho	 título	hubiese	sido	suscrito
por	 otras	 personas,	 éstas,	 si	 el	 tenedor	 lo	 exige	 mediante	 comunicación
notarial,	deberán	intervenir	y	firmar	en	el	nuevo	título	valor,	con	derecho	a
testar	sus	firmas	en	el	documento	original.
101.3	 Si	 cualquiera	 de	 los	 requerimientos	 notariales	 señalados	 en	 los
párrafos	anteriores	no	fuese	atendido	en	el	plazo	de	tres	días	hábiles	por	el
requerido,	 a	petición	del	 tenedor,	 el	 juez	ordenará	el	 cumplimiento	de	 las
obligaciones	antes	señaladas,	en	proceso	sumarísimo,	por	el	sólo	mérito	de
la	 presentación	 del	 título	 original;	 sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 que
corresponda	por	 la	negativa	 injustificada	de	 sustituir	 el	 título	o	 intervenir
en	él.
C.	C.
ART.	1137.—Pérdida	del	bien.	La	pérdida	del	bien	puede	producirse:
1.	Por	perecer	o	ser	inútil	para	el	acreedor	por	daño	parcial.
2.	 Por	 desaparecer	 de	 modo	 que	 no	 se	 tenga	 noticias	 de	 él	 o,	 aun
teniéndolas,	no	se	pueda	recobrar.
3.	Por	quedar	fuera	del	comercio.
TÍTULO	SEGUNDO
DETERIORO	TOTAL,	EXTRAVÍO	Y	SUSTRACCIÓN
Ley	27287.
ART.	102.—Deterioro	total,	extravío	y	sustracción.	En	 los	casos	que	se
señalen	 a	 continuación,	 quien	 se	 considere	 con	 legítimo	 derecho	 sobre	 el
título	 valor,	 puede	 solicitar	 al	 juez	 que	 se	 declare	 la	 ineficacia	 del	 título
respectivo;	y,	que	se	le	autorice	a	exigir	el	cumplimiento	de	las	obligaciones
principal	y	accesorias	inherentes	a	dicho	título	valor,	salvo	que	no	resulten
aún	exigibles,	en	cuyo	caso	podrá	solicitar	que	se	ordene	 la	emisión	de	un
duplicado	 quedando	 anulado	 el	 original,	 bajo	 responsabilidad	 del
peticionario:
a)	 haya	 desaparecido	 cualquier	 dato	 necesario	 para	 la	 identificación	 o
determinación	de	los	derechos	que	representa	el	título	valor;
b)	el	título	valor	haya	sido	extraviado;
c)	el	título	valor	haya	sido	sustraído.
Ley	27287.
ART.	103.—Vía	procesal.
103.1	 La	 solicitud	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 102	 se	 tramitará	mediante
proceso	 sumarísimo,	 con	 notificación	 a	 los	 obligados	 principales	 y
solidarios,	de	ser	el	caso;	así	como	a	la	entidad	encargada	de	la	conducción
del	 mecanismo	 centralizado	 de	 negociación	 correspondiente,	 si	 el	 título
valor	se	negocia	a	través	de	él.
103.2	El	juez	ordenará	además	que	los	emplazados	retengan	el	pago	de	las
obligaciones	representadas	por	el	título	valor	y	dispondrá	la	publicación	de
la	solicitud,	durante	cinco	(5)	días	consecutivos,	en	el	diario	oficial.
Ley	27287.
ART.	104.—Responsabilidad	anterior	a	 la	notificación.	Queda	 liberado
de	 responsabilidad	 el	 obligado	 principal	 que	 hubiera	 cumplido	 en	 su
oportunidad	 con	 las	 obligaciones	 principales	 o	 accesorias	 inherentes	 al
título	 valor	 antes	 de	 ser	 notificado	 de	 la	 demanda	 de	 ineficacia	 a	 que	 se
refiere	 el	 artículo	 103,	 salvo	 que	 se	 haya	 ejercitado	 el	 derecho	 de
suspensión	de	pago	conforme	al	artículo	107.
Ley	27287.
ART.	105.—Oposición	del	tenedor	legítimo.
105.1	El	tenedor	legítimo	del	título	valor,	que	no	hubiere	sido	emplazado	y
notificado	con	 la	demanda	 judicial,	podrá	 formular	oposición	hasta	dentro
de	los	diez	(10)	días	hábiles	siguientes	a	la	fecha	de	publicación	del	último
aviso	a	que	se	refiere	el	artículo	103,	en	el	mismo	proceso	sumarísimo	o,	de
estimarlo	así	el	juez,	en	proceso	distinto.
105.2	Para	formular	oposición,	el	tenedor	deberá	presentar	el	título	valor
original	y	acreditar,	por	el	texto	de	éste,	su	calidad	de	tenedor	legítimo.	De
no	poder	cumplir	con	ello,	deberá	ofrecer	garantía	suficiente	a	criterio	del
juez,	 para	 responder	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 causare	 con	 su
oposición,	en	caso	de	que	ésta	fuese	desestimada.
Ley	27287.
ART.	106.—Declaratoria	de	ineficacia.
106.1	 El	 juez	 declarará	 la	 ineficacia	 de	 un	 título	 valor	 en	 los	 siguientes
casos:
a)	 Si	 el	 peticionario	 probare	 su	 derecho	 y	 transcurrido	 diez	 (10)	 días
hábiles	desde	la	última	publicación	del	aviso	de	que	trata	el	artículo	103	no
se	hubiera	formulado	oposición;	o
b)	 Si	 formulada	 oposición,	 ésta	 hubiere	 sido	 desestimada	 en	 resolución
firme.
106.2	 La	 resolución	 firme	 que	 declare	 la	 ineficacia	 del	 título	 valor	 será
notificada	 a	 las	 personas	 emplazadas	 y	 a	 las	 que	 hayan	 formulado
oposición;	y,	 sólo	en	el	caso	de	ampararse	 la	demanda	del	peticionario,	 se
publicará	un	extracto	de	ella	por	una	vez	en	el	diario	oficial,	en	cuyo	mérito
los	obligados	que	cumplan	las	obligaciones	principal	o	accesorias	quedarán
válidamente	 liberados	 o,	 de	 no	 ser	 aún	 exigibles,	 aquéllos	 emitirán	 y/o
suscribirán	 a	 petición	 del	 interesado	 un	 duplicado	 del	 título,	 quedando
liberados	 de	 toda	 obligación	 respecto	 al	 título	 valor	 original;	 salvo	 que
durante	los	siguientes	diez	(10)	días	hábiles	de	la	publicación	de	que	trata
este	 párrafo	 fuesen	 notificados	 judicialmente	 para	 suspender	 su	 pago	 o
expedir	el	duplicado.
106.3	 La	 ineficacia	 decretada	 conforme	 al	 presente	 artículo	 no	 perjudica
las	 acciones	 personales	 del	 poseedor	 del	 documento	 original	 contra	 el
peticionario	que	obtenga	el	pago	o	expedición	del	nuevo	título	valor.
Ley	27287.
ART.	107.—De	la	suspensión	extrajudicial	del	pago.
107.1	 Quien	 pretenda	 solicitar	 la	 declaración	 judicial	 de	 ineficacia	 de	 un
título	 valor	 conforme	 a	 los	 artículos	 del	 presente	 título,	 bajo	 su
responsabilidad,	 podrá	 dirigir	 comunicación	 de	 fecha	 cierta	 y	 recepción
comprobable	 a	 los	 obligados	 a	 pagarlo	 o	 a	 cumplir	 las	 obligaciones
inherentes	 al	 título	 valor,	 requeriéndoles	 suspender	 el	 cumplimiento	 de
dichas	obligaciones	y	 señalando	 su	 causa	que	 solamente	podrá	 ser	 alguna
de	las	indicadas	en	el	artículo	102.
107.2	 Quien	 haga	 uso	 de	 este	 derecho	 de	 suspensión,	 está	 obligado	 a
interponer	 la	 respectiva	 acción	 judicial	 de	 ineficacia	 del	 título	 valor,	 que
debe	notificarse	a	todos	los	destinatarios	de	dicha	comunicación	dentro	de
los	 quince	 (15)	 días	 siguientes	 a	 la	 recepción	 de	 su	 comunicación	 de
suspensión;	o,	dentro	de	este	mismo	plazo,	hacerles	entrega	de	copia	de	la
demanda	interpuesta	y	presentada	ante	la	autoridad	judicial.
107.3	El	obligado	o	quien	haya	sido	notificado	de	 la	 suspensión	del	pago
conforme	al	presente	artículo,	retendrá	el	pago	o	suspenderá	en	su	caso	el
cumplimiento	de	la	obligación	inherente	al	título	valor,	sin	incurrir	en	mora,
en	mérito	 a	 dicha	 comunicación,	 cuya	 copia	 proporcionará	 al	 tenedor	 del
título	 valor	 que	 le	 exija	 su	 cumplimiento	 o	 al	 fedatario	 que	 levante	 su
protesto,	de	ser	el	caso.
107.4	 Transcurrido	 el	 plazo	 previsto	 en	 el	 segundo	 párrafo	 anterior	 sin
haber	sido	notificado	de	la	petición	judicial	de	ineficacia	o	sin	haber	recibido
la	copia	de	la	respectiva	demanda,	caducará	el	derecho	del	peticionario	de	la
suspensión	 de	 pago,	 procediendo	 el	 obligado	 a	 cumplir	 su	 obligación
válidamente	a	favor	del	tenedor,	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	98.
107.5	 El	 tenedor	 que	 se	 considere	 afectado	 por	 la	 suspensión	 de	 pago
podrá	demandar	al	peticionario,	en	la	vía	que	corresponda,	aun	antes	de	que
transcurra	 el	 plazo	 señalado	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 con	 notificación	 al
obligado	que	haya	sido	requerido	a	suspender	el	pago.
107.6	Los	protestos	o	formalidad	sustitutoria	que	se	practiquen	respecto	al
título	valor	cuyo	pago	haya	sido	suspendido	por	 la	comunicación	a	que	se
refiere	el	presente	artículo	no	surtirán	efecto	respecto	al	obligado	salvo	que
éste	se	niegue	a	cumplir	con	su	obligación,	a	pesar	de	no	haber	recibido	la
notificación	 judicial	 o	 la	 copia	 de	 la	 demanda	 de	 ineficacia	 en	 el	 plazo
indicado	 en	 el	 segundo	 párrafo	 anterior	 y,	 por	 tanto,	 a	 pesar	 de	 haber
caducado	dicho	derecho	de	suspensión	conforme	al	artículo	98.
TÍTULO	TERCERO
INEFICACIA	DE	VALORES	NOMINATIVOS	E
INTRANSFERIBLES
Ley	27287.
ART.	108.—Ineficacia	de	valores	nominativos	e	intransferibles.
108.1	Si	el	título	valor	afectado	por	los	hechos	previstos	en	el	artículo	102
fuese	 uno	 nominativo	 registrado	 u	 otra	 clase	 de	 título	 valor	 que	 sea
intransferible	en	mérito	a	cláusula	o	condición	establecida	en	oportunidad
de	 su	emisión,	por	el	 sólo	mérito	de	 la	petición	 señalando	 la	 causa	que	 lo
motiva,	 cursada	 por	 vía	 notarial,	 el	 obligado	 principal	 debe	 emitir	 un
duplicado	 en	 favor	 de	 la	 persona	 inscrita	 en	 el	 respectivo	 registro	 o
matrícula	 como	 titular	 y	 los	 obligados	 solidarios	 del	 título	 valor	 deben
intervenir	 en	 el	 duplicado;	 o,	 en	 su	 caso,	 en	 mérito	 a	 la	 cláusula	 de	 no
negociabilidad	 que	 se	 haya	 puesto	 en	 el	 título	 valor	 original.	 Las	 causas
solamente	podrán	ser	las	señaladas	en	el	artículo	102.
108.2	 Si	 el	 requerimiento	 notarial	 no	 fuese	 atendido,	 a	 petición	 del
interesado	 en	 proceso	 sumarísimo,	 el	 juez	 ordenará	 la	 emisión	 del
duplicado	 y,	 en	 su	 caso,	 la	 intervención	 de	 los	 obligados	 solidarios,	 o
denegará	 la	 petición,	 con	 citación	 al	 obligado	 a	 emitir;	 sin	 perjuicio	 de	 la
responsabilidad	que	corresponda	por	la	negativa	injustificada	de	sustituir	o
intervenir	en	el	nuevo	título	valor.
Ley	26702.
ART.	233.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Deuda	subordinada	y	otros
instrumentos	computables	para	patrimonio	efectivo.
1.	 Toda	 modalidad	 de	 deuda	 subordinada	 debe	 tener	 las	 siguientes
características	 generales	 para	 que	 sea	 computable	 como	 parte	 del
patrimonio	de	nivel	2	ó	de	nivel	3:
a)	No	puede	estar	garantizada.
b)	No	procede	su	pago	antes	de	su	vencimiento,	ni	 su	rescate	por	sorteo,
sin	autorización	previa	de	la	Superintendencia.
c)	Será	valorada	al	monto	de	su	colocación	u	otorgamiento	y	dicho	monto
deberá	encontrarse	totalmente	cancelado.
d)	El	principal	y	los	intereses	quedan	sujetos,	en	su	caso,	a	su	aplicación	a
absorber	 las	 pérdidas	 de	 la	 empresa	 que	 queden	 luego	 de	 que	 se	 haya
aplicado	íntegramente	el	patrimonio	contable	a	este	objeto.
2.	 Los	 instrumentos	 con	 características	 de	 capital	 y	 deuda,	 tal	 como	 la
deuda	 subordinada	 no	 redimible	 y	 la	 deuda	 subordinada	 convertible	 en
acciones,	serán	elegibles	como	parte	del	patrimonio	de	nivel	2	siempre	que
cumplan	con	las	siguientes	características	y	requisitos:
a)	El	principal	y	 los	 intereses	pueden	absorber	pérdidas	sin	necesidad	de
que	la	empresa	deje	de	operar	o	se	encuentre	en	liquidación.
b)	 En	 caso	 de	 existir	 obligación	 de	 reconocer	 intereses,	 este
reconocimiento	puede	ser	pospuesto	cuando	la	rentabilidad	de	la	empresa
no	permita	dicho	reconocimiento.
Para	efectos	del	 cómputo	al	patrimonio	efectivo,	 las	 acciones	preferentes
perpetuas	con	derecho	a	dividendo	acumulativo	serán	tratadas	como	deuda
subordinada	con	características	de	capital	y	deuda.
3.	La	deuda	subordinada	redimible	será	elegible	como	parte	del	patrimonio
de	 nivel	 2	 siempre	 que	 cumpla	 con	 las	 siguientes	 características	 y
requisitos:
a)	El	plazo	de	vencimiento	mínimo	original	será	superior	a	cinco	(5)	años.
b)	 Durante	 los	 cinco	 (5)	 años	 previos	 a	 su	 vencimiento,	 se	 aplicará
proporcionalmente	un	factor	de	descuento	anual	de	veinte	por	ciento	(20%)
sobre	el	monto	nominal	de	la	deuda	subordinada.
Para	efectos	del	 cómputo	al	patrimonio	efectivo,	 las	 acciones	preferentes
redimibles	 serán	 tratadas	 como	 la	 deuda	 subordinada	 redimible	 referida
anteriormente.
4.	 Asimismo,	 la	 Superintendencia	 podrá	 autorizar	 a	 las	 empresas	 el
otorgamiento	o	 la	 emisión	de	deuda	 subordinada	 redimible	elegible	 como
patrimonio	 de	 nivel	 3.	 Esta	 deuda	 deberá	 cumplir	 con	 las	 siguientes
características	y	requisitos:
a)	Tendrá	un	vencimiento	original	mínimo	de	dos	(2)	años.
b)	Estará	sujeta	a	una	condición	especial	según	la	cual	no	procederá	el	pago
del	principal	ni	el	reconocimiento	del	 interés,	aun	a	su	vencimiento,	si	ello
implicara	el	incumplimiento	del	límite	global	dispuesto	en	el	primer	párrafo
del	artículo	199.
c)	 Durante	 los	 dos	 (2)	 años	 previos	 a	 su	 vencimiento,	 se	 aplicará
proporcionalmente	 un	 factor	 de	 descuento	 anual	 de	 cincuenta	 por	 ciento
(50%)	sobre	el	monto	nominal	de	la	deuda	subordinada.
d)	 Los	 requisitos	 complementarios	 que	 sean	 establecidos	 por	 la
Superintendencia.
La	 Superintendencia	 determinará	 los	 requisitos	 específicos	 que	 deberán
cumplir	 los	 instrumentos	 antes	 citados	 y	 autorizará	 su	 cómputo	 al
patrimonio	 efectivo.	 Asimismo,	 establecerá	 los	 requisitos	 adicionales	 que
deberán	 cumplir	 los	 referidos	 instrumentos	 para	 calificar	 como
componentes	del	patrimonio	básico,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el
numeral	3	del	literal	A	del	artículo	184.
Ley	27287.
ART.	 109.—Peticionario	 no	 inscrito.	 Si	 en	 el	 caso	 del	 título	 valor
nominativo	 a	 que	 se	 refiere	 al	 artículo	 108	 el	 nombre	del	 peticionario	 no
apareciera	 inscrito	 en	 el	 registro,	 matrícula	 o	 talonario	 del	 emitente	 u
obligado,	 para	 lograr	 su	 ineficacia	 u	 obtener	 su	 duplicado	 se	 procederá
conforme	al	 título	segundo	anterior,	notificándose	necesariamente	a	quien
estuviere	inscrito	como	titular,	propietario	o	beneficiario	del	título	valor	en
el	registro,	matrícula	o	talonario.
Ley	27287.
ART.	110.—Especificaciones	del	título.
110.1.	En	las	peticiones	a	que	se	refieren	el	artículo	102	y	el	presente	título
tercero,	 deberá	 especificarse	 por	 lo	 menos	 los	 requisitos	 formales
esenciales	del	título	valor	y	los	datos	necesarios	para	identificarlo.
110.2	 La	 copia	 autenticada	 de	 la	 microforma	 del	 título	 valor	 que	 el
peticionario	pueda	haber	actuado	en	el	proceso	se	tendrá	en	cuenta	para	la
determinación	 de	 los	 derechos	 que	 confiere,	 así	 como	 para	 establecer	 el
contenido	del	duplicado	que	el	juez	ordene	expedir,	conforme	a	la	ley	de	la
materia.
110.3	 Las	 resoluciones	 judiciales	 que	 desestimen	 las	 peticiones	 a	 que	 se
refieren	 el	 párrafo	 anterior	 no	 afectan	 las	 acciones	 personales	 que
correspondan	al	peticionario	de	buena	fe	frente	al	tenedor	del	título	valor.
TÍTULO	CUARTO
COMPETENCIA	Y	EXCLUSIONES
Ley	27287.
ART.	111.—Competencia	judicial	y	gastos.
111.1	 El	 fedatario	 competente	 para	 conocer	 los	 casos	 previstos	 en	 los
títulos	anteriores	de	la	presente	sección,	es	aquél	del	lugar	de	cumplimiento
de	la	obligación	principal	contenida	en	el	título	valor.
111.2	 Los	 costos,	 costas	 y	 demás	 gastos	 de	 expedición	 del	 nuevo	 título
valor	 serán	 de	 cuenta	 del	 peticionario;	 salvo	 disposición	 distinta	 de	 la
autoridad	judicial.
Ley	27287.
ART.	112.—Hechos	excluidos	de	este	título.	La	desposesión	e	 ineficacia
del	título	valor	por	causas	que	no	fuesen	las	previstas	en	la	presente	sección
sólo	 dará	 lugar	 a	 las	 acciones	 personales	 que	 puede	 originar	 el	 negocio
jurídico	o	el	acto	ilícito	que	la	hubiere	producido.	En	tales	casos,	no	resultan
de	aplicación	las	disposiciones	de	la	presente	sección.
SECCIÓN	DÉCIMA
DE	LAS	NORMAS	DE	DERECHO	INTERNACIONAL
APLICABLES	A	LOS	TÍTULOS	VALORES
Ley	27287.
ART.	113.—Capacidad	para	obligarse	en	un	título	valor.
113.1	La	capacidad	para	obligarse	en	un	título	valor	se	determina	por	la	ley
del	lugar	donde	la	obligación	haya	sido	contraída.
113.2	La	persona	incapaz	para	obligarse	según	la	ley	señalada	en	el	párrafo
anterior	quedará	válidamente	obligada	si	hubiere	 intervenido	en	un	 título
valor	cuyo	pago	deba	realizarse	en	un	país	conforme	a	cuya	legislación	esa
misma	persona	fuese	capaz	para	obligarse	cambiariamente.
C.	C.
ART.	2070.—El	estado	y	capacidad	de	la	persona	natural	se	rigen	por	la	ley
de	su	domicilio.
El	 cambio	 de	 domicilio	 no	 altera	 el	 estado	 ni	 restringe	 la	 capacidad
adquirida	en	virtud	de	la	ley	del	domicilio	anterior.
No	 es	 nulo	 por	 falta	 de	 capacidad	 el	 acto	 jurídico	 celebrado	 en	 el	 Perú
relativo	 al	 derecho	 de	 las	 obligaciones	 y	 contratos	 si	 el	 agente	 es	 capaz
según	 la	 ley	 peruana,	 salvo	 que	 se	 trate	 de	 acto	 jurídico	 unilateral,	 o	 de
derechos	sobre	predios	situados	en	el	extranjero.
Ley	27287.
ART.	114.—Formalidades	de	los	títulos	valores.
114.1	Las	formalidades	de	un	título	valor	se	rigen	por	la	ley	del	país	en	el
que	haya	sido	emitido.	No	obstante,	si	las	formalidades	no	son	válidas	según
dicha	 ley,	 pero	 si	 lo	 son	 conforme	 a	 la	 ley	 del	 país	 en	 el	 que	 alguna
obligación	 posterior	 hubiese	 sido	 contraída	 o	 en	 el	 país	 señalado	 para	 su
pago,	 los	 defectos	 de	 forma	 según	 la	 primera	 no	 afectarán	 la	 validez	 del
título	valor.
114.2	La	forma	de	las	declaraciones	cambiarias	que	contenga	el	título	valor
se	rige	por	la	ley	del	país	en	el	que	fue	emitido.
C.	C.
ART.	2094.—La	forma	de	los	actos	jurídicos	y	de	los	instrumentos	se	rige
por	 la	 ley	 del	 lugar	 en	 que	 se	 otorgan	 o	 por	 la	 ley	 que	 regula	 la	 relación
jurídica	 objeto	 del	 acto.	 Cuando	 los	 instrumentos	 son	 otorgados	 ante
funcionarios	 diplomáticos	 o	 consulares	 del	 Perú,	 se	 observarán	 las
solemnidades	establecidas	por	la	ley	peruana.
Ley	27287.
ART.	115.—Naturaleza	y	efectos	de	las	obligaciones	cambiarias.
115.1	 La	 naturaleza,	 modalidades	 y	 los	 efectos	 de	 las	 obligaciones
contenidas	en	un	título	valor	se	rigen	por	la	ley	del	país	en	el	que	hayan	sido
contraídas	 o,	 si	 no	 se	 indica	 dicho	 lugar,	 por	 la	 ley	 del	 país	 donde	 deba
cumplirse	con	la	obligación	principal	que	representa	y,	si	éste	no	constare,
por	la	ley	del	país	de	su	emisión.
115.2	 Los	 efectos	 de	 las	 obligaciones	 que	 corresponden	 a	 personas
distintas	al	obligado	principal	 se	 rigen	por	 la	 ley	del	país	 en	el	que	hayan
intervenido,	 si	 conforme	 a	 las	 normas	 del	 párrafo	 anterior	 no	 resultasen
exigibles.
C.	C.
ART.	2095.—Obligaciones	contractuales.	Las	obligaciones	 contractuales
se	rigen	por	la	ley	expresamente	elegida	por	las	partes	y,	en	su	defecto,	por
la	 ley	del	 lugar	de	su	cumplimiento.	Empero,	si	deben	cumplirse	en	países
distintos,	se	rigen	por	la	ley	de	la	obligación	principal	y,	en	caso	de	no	poder
ser	determinada	ésta,	por	la	ley	del	lugar	de	celebración.
Si	 el	 lugar	 del	 cumplimiento	 no	 está	 expresamente	 determinado	 o	 no
resulta	 inequívocamente	 de	 la	 naturaleza	 de	 la	 obligación,	 se	 aplica	 la	 ley
del	lugar	de	celebración.
C.	C.
ART.	2096.—Autonomía	de	voluntad.	La	ley	competente,	de	conformidad
con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 2095,	 determina	 las	 normas	 imperativas
aplicables	y	los	límites	de	la	autonomía	de	la	voluntad	de	las	partes.
Ley	27287.
ART.	116.—Plazos	 y	 procedimientos	para	 el	 ejercicio	 y	 conservación
de	acciones	cambiarias.
116.1	Los	plazos	para	el	ejercicio	de	las	acciones	derivadas	del	título	valor
se	 determinan	 para	 todos	 los	 intervinientes,	 según	 la	 ley	 del	 lugar	 donde
estas	acciones	se	ejerciten	o	deban	ejercitarse.
116.2	 Los	 procedimientos	 y	 plazos	 para	 la	 conservación	 de	 los	 derechos
contenidos	en	el	título	valor	se	rigen	según	las	mismas	leyes	señaladas	en	el
párrafo	anterior.
Ley	27287.
ART.	117.—Aplicación	de	 la	 ley	del	 lugar	de	pago.	La	 ley	 del	 lugar	 del
pago	 o	 de	 cumplimiento	 de	 la	 obligación	 que	 representa	 un	 título	 valor
determina	 si	 la	 aceptación	 puede	 limitarse	 a	 una	 parte,	 si	 el	 tenedor	 está
obligado	 a	 recibir	 un	 pago	 parcial,	 la	 forma	 y	 plazos	 de	 protesto,	 las
formalidades	sustitutorias,	la	forma	de	los	actos	necesarios	para	el	ejercicio
y	conservación	de	los	derechos	y	las	medidas	que	deben	adoptarse	en	caso
de	pérdida,	destrucción	o	sustracción.
C.	C.
ART.	 1239.—Cambio	 de	 domicilio	 del	 deudor	 o	 del	 acreedor.	 Si	 el
deudor	cambia	de	domicilio,	habiendo	sido	designado	éste	como	lugar	para
el	pago,	el	acreedor	puede	exigirlo	en	el	primer	domicilio	o	en	el	nuevo.
Igual	 regla	 es	 de	 aplicación,	 respecto	 al	 deudor,	 cuando	 el	 pago	 deba
verificarse	en	el	domicilio	del	acreedor.
Ley	27287.
ART.	 118.—Derechos	 causales.	 La	 determinación	 y	 efectos	 de	 los
derechos	causales	vinculados	con	los	títulos	valores	se	determina	según	las
normas	de	derecho	común.
LIBRO	SEGUNDO
PARTE	ESPECIAL	DE	LOS	TÍTULOS	VALORES	ESPECÍFICOS
SECCIÓN	PRIMERA
DE	LA	LETRA	DE	CAMBIO
TÍTULO	PRIMERO
FORMALIDADES	DE	LA	LETRA	DE	CAMBIO
Ley	27287.
ART.	119.—Contenido	de	la	letra	de	cambio.
119.1	La	letra	de	cambio	debe	contener:
a)	La	denominación	de	letra	de	cambio;
b)	La	indicación	del	lugar	y	fecha	de	giro;
c)	La	orden	incondicional	de	pagar	una	cantidad	determinada	de	dinero	o
una	cantidad	determinable	de	éste,	conforme	a	los	sistemas	de	actualización
o	reajuste	de	capital	legalmente	admitidos;
d)	El	nombre	y	el	número	del	documento	oficial	de	identidad	de	la	persona
a	cuyo	cargo	se	gira;
e)	El	nombre	de	la	persona	a	quien	o	a	la	orden	de	quien	debe	hacerse	el
pago;
f)	El	nombre,	el	número	del	documento	oficial	de	identidad	y	la	firma	de	la
persona	que	gira	la	letra	de	cambio;
g)	La	indicación	del	vencimiento;	y
h)	La	indicación	del	lugar	de	pago	y/o,	en	los	casos	previstos	por	el	artículo
53,	la	forma	como	ha	de	efectuarse	éste.
119.2	Los	requisitos	señalados	en	el	párrafo	anterior	podrán	constar	en	la
orden,	 lugar,	 forma,	 modo	 y/o	 recuadros	 especiales	 que	 libremente
determine	el	girador	o,	en	su	caso,	los	obligados	que	intervengan.
Ley	26702.
ART.	240.—Reajuste	automático	de	deudas.	La	facultad	establecida	en	el
artículo	1235	del	Código	Civil	puede	ser	ejercida	respecto	de	pasivos	de	las
empresas	 contraídos	 a	 plazo	 no	menor	 de	 noventa	 (90)	 días.	 El	 índice	 de
reajuste	diario	es	elaborado	por	el	Banco	Central	con	sujeción	al	Índice	de
Precios	 al	 Consumidor	 para	 Lima	 Metropolitana	 que,	 para	 el	 mes
precedente,	 haya	 determinado	 el	 Instituto	 Nacional	 de	 Estadística	 e
Informática,	y	se	publica	oportunamente	en	el	Diario	Oficial.
En	los	casos	en	que	las	partes	se	acojan	a	lo	dispuesto	en	este	artículo,	debe
consignarse	 en	 los	 contratos,	 títulos	 valores	 y	 demás	 documentos,
inmediatamente	 después	 de	 la	 cifra	 correspondiente,	 la	 frase	 “Valor
Adquisitivo	Constante”	o	las	siglas	“VAC”.
JURISPRUDENCIA.—Cartular	que	no	contiene	la	orden	de	a	quién	debía
efectuarse	 el	 pago	 ni	 tampoco	 la	 cláusula	 “a	 mí	 mismo”	 resulta
inejecutable.	 “(…)	 En	 consecuencia,	 merece	 tenerse	 en	 cuenta	 que
conforme	 a	 la	 citada	 resolución,	 la	 letra	 de	 cambio	 puesta	 a	 cobro	 no
aparejaba	ejecución	en	razón	que	no	aparecía	en	 la	 cartular	a	 la	orden	de
quién	debía	efectuarse	el	pago	ni	tampoco	obraba	la	cláusula	‘a	mi	mismo’,
(sic)	incumpliéndose	de	este	modo	con	un	requisito	formal	esencial	previsto
en	 el	 artículo	 119.1	 inciso	 e)	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 (Ley	 número
27287).	 Por	 las	 consideraciones	 antes	 expuestas	 declararon:	 fundado	 el
recurso	de	casación	interpuesto	(…),	casaron	la	resolución	de	vista	(…)”	(C.
S.,	Cas.	2156-2009-Lambayeque,	ene.	25/2010.	V.	P.	Aranda	Rodríguez)
JURISPRUDENCIA.—Cartular	 puesta	 a	 cobro	 que	 ya	 goza	 de	 sentencia
con	calidad	de	cosa	juzgada	no	constituye	título	valor.	“(…)	Aún	cuando
con	 posterioridad	 al	 citado	 fallo	 el	 girador	 de	 la	 multicitada	 cartular	 ha
procedido	a	completarla	 llenando	el	nombre	de	la	persona	a	cuyo	favor	se
gira	la	letra,	que	es	la	hoy	accionante,	no	puede	soslayarse	que	respecto	a	la
naturaleza	cambiaria	de	aquella	ya	existe	un	pronunciamiento	jurisdiccional
que	 goza	 de	 la	 autoridad	 de	 la	 cosa	 juzgada	 y	 que	 por	 imperio	 de	 la
Constitución	 Política	 del	 Estado	 no	 puede	 dejarse	 sin	 efecto.	 Por
consiguiente,	 la	cartular	puesta	a	cobro	ya	no	constituye	un	título	valor	en
los	 términos	 previstos	 en	 los	 numerales	 1.11	y	 122	de	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores,	pues	dicha	calidad	ya	la	perdió	al	verificar	el	órgano	jurisdiccional
en	 el	 aludido	 proceso	 que	 carecía	 de	 uno	 de	 los	 requisitos	 formales
esenciales	para	ser	considerado	como	tal,	en	cuya	virtud	queda	a	salvo	los
efectos	 del	 acto	 jurídico	 contenido	 en	 el	 mismo,	 conforme	 lo	 prevé	 el
artículo	 1.23	de	 la	 misma	 ley.	 Por	 consiguiente,	 la	 aplicación	 al	 caso	 sub
exámine	 de	 los	 artículos	 1.1	 y	 12	 de	 la	 referida	 Ley	 de	 Títulos	 Valores
resulta	 impertinente	 para	 la	 solución	 de	 la	 controversia,	 pues	 resulta
evidente	que	el	documento	que	se	aporta	a	la	demanda	como	sustento	de	la
obligación	 que	 se	 reclama	 no	 constituye	 un	 título	 valor	 conforme	 a	 la
anotada	 ley	 y	por	disposición	de	 la	misma	queda	 a	 salvo	 el	 derecho	de	 la
accionante	 para	 que	 lo	 haga	 valer	 en	 la	 vía	 legal	 que	 corresponda.	 Por
consiguiente,	 debe	 declararse	 fundado	 el	 recurso	 por	 la	 causal	 material
antes	 desarrollada,	 casarse	 la	 sentencia	 de	 vista	 y	 actuándose	 en	 sede	 de
instancia	 debe	 revocarse	 la	 apelada	 y	 reformándose	 debe	 declararse	 la
improcedencia	 de	 la	 demanda.”	 (C.	 S.,	 Cas.	 2156-2009-Lambayeque,	 ene.
25/2010.	V.	P.	Aranda	Rodríguez)
_____________
1	1.1.	Los	valores	materializados	que	representen	o	incorporen	derechos	patrimoniales,	tendrán	la
calidad	y	los	efectos	de	título	valor,	cuando	estén	destinados	a	la	circulación,	siempre	que	reúnan	los
requisitos	 formales	 esenciales	 que,	 por	 imperio	de	 la	 ley,	 les	 corresponda	 según	 su	naturaleza,	 las
cláusulas	 que	 restrinjan	 o	 limiten	 su	 circulación	 o	 el	 hecho	 de	 no	 haber	 circulado,	 no	 afectan	 su
calidad	de	título	valor.
2	Artículo	12.-	Derechos	del	legítimo	tenedor.	Los	títulos	valores	confieren	a	su	legítimo	tenedor,
el	 derecho	 exclusivo	 a	 disponer	 o,	 de	 ser	 el	 caso,	 gravar	 o	 afectar	 los	 bienes	 que	 en	 ellos	 se
mencionan;	sin	perjuicio	de	las	excepciones	que	señale	la	ley.
3	1.2.	Si	le	faltare	alguno	de	los	requisitos	formales	esenciales	que	le	corresponda,	el	documento	no
tendrá	carácter	de	título	valor,	quedando	a	salvo	las	efectos	del	acto	jurídico	a	los	que	hubiere	dado
origen	su	emisión	o	transferencia.
(...).
JURISPRUDENCIA.—La	 letra	 de	 cambio	 puede	 ser	 un	 título	 valor
causado.	 “De	 dicha	 norma	 (artículo	 228	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	 y	 Seguros)	 pueden	 observarse	 tres	 pasos	 que	 debe	 seguir	 una
empresa	del	sistema	financiero	cuando	existe	un	saldo	deudor	en	la	cuenta
de	 sus	 clientes,	 estos	 son:	 I)	 Cursar	 una	 comunicación	 al	 cliente	 a	 fin	 que
cumpla	 con	 el	 pago	 de	 su	 saldo	 deudor;	 II)	 De	 no	 producirse	 el	 pago	 o
realizarse	 observaciones	 dentro	 de	 los	 15	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 la
recepción	de	la	comunicación,	la	empresa	podrá	girar	una	letra	de	cambio	a
la	 vista	 que	 contendrá	 el	 saldo	 más	 los	 intereses	 generados	 por	 dicho
período,	 letra	 que	 deberá	 contener	 la	 motivación	 expresa	 de	 por	 qué	 se
emite;	y	III)	Protestar	la	letra	de	cambio	por	falta	de	pago	para	lo	cual	no	se
requerirá	la	aceptación	del	girado”.	(C.	S.,	Cas.	2804-2001-Ica.	01.08.2002)
JURISPRUDENCIA.—Requisitos	 formales	 esenciales	 de	 los	 títulos
valores.	“Noveno.-	Sobre	el	criterio	literal	de	la	actividad	interpretativa	con
el	 principio	 de	 literalidad	 de	 los	 títulos	 valores;	 el	 artículo	 1.1	 de	 la	 Ley
27287,	 entre	 otros,	 trata	 sobre	 los	 requisitos	 formales	 esenciales,	 de	 los
títulos	 valores,	 que	 por	 imperio	 de	 la	 ley	 y	 según	 su	 naturaleza,	 les
correspondan,	 mientras	 que	 el	 numeral	 119	 señala	 cuales	 son	 tales
requisitos,	siendo	uno	de	ellos	el	nombre,	el	número	del	documento	oficial
de	 identidad	 y	 la	 firma	 de	 la	 persona	 que	 gira	 la	 letra	 de	 cambio,
preceptuada	en	el	inciso	“f”,	en	el	caso	sub	litis,	el	 impugnante	denuncia	la
falta	 de	 tales	 requisitos	 esenciales	 en	 el	 documento	 cartular	 (letra	 de
cambio)	puesto	a	cobro,	los	que	son	pasibles	de	interpretación	conforme	a
los	 métodos	 que	 aporta	 la	 teoría	 del	 derecho,	 que	 como	 lo	 expresa	 la
doctrina	 más	 generalizada,	 las	 técnicas	 de	 interpretación	 no	 se	 aplican
aisladamente	por	sí	solas,	sino	que	se	combinan	en	la	tarea	por	alcanzar	la
misión	de	develar	el	contenido	más	exacto	posible	de	 la	norma,	dentro	de
esta	 línea	y	haciendo	una	interpretación	 lógica	y	gramatical	de	 las	normas
en	comento	pero	tomando	como	base	 la	teoría	dogmática,	 la	cual	persigue
encontrar	 la	 interpretación	 correcta	 a	 través	 del	 propio	 texto	 de	 la	 ley,
indicamos	 que	 no	 se	 debe	 confundir	 el	 criterio	 literal	 de	 la	 actividad
interpretativa	 con	 el	 principio	 de	 literalidad	 de	 los	 títulos	 valores,	 por
cuanto	 el	 primero,	 procura	 remitirse,	 sin	 mas,	 al	 sentido	 gramatical	 del
texto	 o	 de	 las	 palabras	 de	 la	 ley	 y	 el	 segundo	 se	 basa	 en	 que	 ninguna
condición	que	no	 resulte	 del	 tenor	del	 documento	 cartular	 puede	hacerse
valer	 mediante	 él,	 de	 este	 modo,	 lo	 que	 aparece	 literalmente	 en	 el
documento,	resulta	determinante	respecto	a	la	situación	jurídica	contenida,
pues	 la	 literalidad	 determina	 el	 contenido	 y	 los	 límites	 de	 la	 obligación
cartular,	y	por	tanto,	 los	del	derecho	del	 tenedor	del	 título	valor,	el	 juez	al
examinar	vía	este	principio	apreciará	si	el	documento	cartular	tiene	o	no	los
requisitos	 formales	 que	 les	 son	 propios,	 conforme	 a	 la	 ley	 que	 exige,	 no
necesariamente,	 se	 restringirá	 a	 la	 invocación	 nominal	 y	 gramatical	 de	 la
norma,	 toda	 vez	 que	 podría	 ser	 por	 sí	 sola	 insuficiente,	 sino	 a	 su	 sentido
jurídico	 comprendiéndola	 como	 parte	 de	 un	 todo	 de	 tal	 manera	 que
satisfaga	 los	 principios	 del	 derecho	 cambiario	 y	 sin	 transgredir	 su
naturaleza”	(Cas.	2358-2006-Cusco.	21.03.2007)
JURISPRUDENCIA.—El	 saldo	 deudor	 de	 cuenta	 corriente	 genera	 una
letra	de	cambio	con	expresión	de	causa.	“Es	claro	el	contenido	de	la	norma
bajo	 análisis	 (artículo	 228	 de	 la	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 del
Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros)
al	establecer	que	 la	 letra	de	cambio	debe	expresar	el	motivo	por	el	que	se
gira,	siendo	que	en	el	caso	de	autos	no	se	cumple	tal	exigencia	(...),	por	tanto,
dicha	 letra	 acompañada	 a	 la	 demanda	 no	 apareja	 ejecución”.	 (Cas.	 2804-
2001-Ica.	01.08.2002)
JURISPRUDENCIA.—Identificación	 que	 debe	 consignarse	 en	 la	 letra	 de
cambio	“Tercero.-	Que	las	referidas	disposiciones	están	dirigidas	a	otorgar
mayor	 seguridad	 en	 el	 trámite	 de	 la	 emisión	 y	 circulación	 de	 la	 letra	 de
cambio,	como	es	la	de	identificar	de	manera	certera	a	la	persona	que	pone
en	 circulación	 un	 título-valor	 y	 que	 por	 ello	 asume	 la	 responsabilidad	 en
cuanto	 hubiere	 sido	 aceptado,	 así	 como	 la	 identificación	 de	 la	 persona	 a
favor	 de	 quien	 se	 gira	 la	 letra	 de	 cambio	 debiendo	 entenderse	 que	 las
personas	naturales	se	 identifican	con	su	nombre	y	apellido	y	el	respectivo
documento	de	identidad	y,	en	el	caso	de	las	personas	jurídicas	a	través	de	su
denominación	 o	 razón	 social	 y	 su	 número	 de	 Registro	 Único	 del
Contribuyente	 (RUC)	 o	 aquel	 que	 por	 disposición	 legal	 la	 sustituya,
conforme	a	lo	establecido	en	los	puntos	9	y	6	del	artículo	279	de	la	Ley	de
Títulos	Valores	–Ley	27287–	en	cuanto	definen	los	alcances	de:	‘Nombre:	el
nombre	 incluyendo	 los	apellidos;	y,	 la	denominación	o	 razón	social	u	otra
que	corresponda,	en	caso	de	las	personas	jurídicas;	conforme	aparezcan	de
su	 respectivo	 documento	 oficial	 de	 identidad’,	 y	 en	 cuanto	 define	 como
‘documento	oficial	de	identidad:	el	documento	nacional	de	identidad	(DNI)
o	 aquél	 que	 por	 disposición	 legal	 esté	 destinado	 para	 la	 identificación
personal,	en	el	caso	de	las	personas	naturales;	mientras	que	en	el	caso	de	las
personas	jurídicas,	se	entenderá	que	es	el	Registro	Único	del	Contribuyente
(RUC)	 o	 aquél	 que	 por	 disposición	 legal	 lo	 sustituya’”.	 (Cas.	 1285-2006-
Ucayali.	30.11.2006)
JURISPRUDENCIA.—Acreedor	en	una	letra	de	cambio.	“Cuando	el	artículo
119	de	la	ley	antes	citada	(Ley	de	Títulos	Valores)	establece	en	su	inciso	e)
que	la	letra	debe	contener	el	nombre	de	la	persona	a	quien	o	a	la	orden	de
quien	debe	hacerse	el	pago	debe	entenderse	que	dicha	persona	es	el	girador
o	tomador	de	la	letra	que	resulta	ser	el	acreedor	de	la	obligación	impaga,	en
este	 caso	 es	 la	 entidad	 ejecutante	 Empresa	 (...)	 S.A.A.”.	 (Cas.	 2768-2002-
Lima.	31.03.2003)
JURISPRUDENCIA.—Alegaciones	 dirigidas	 a	 cuestionar	 el	 título	 valor
por	 vicios	 de	 fondo	 (suficiencia	 de	 la	 representación	 de	 la	 persona
jurídica	que	aceptó	 los	 títulos	 valores)	no	pueden	 ser	debatidos	 en	un
proceso	ejecutivo.	“(…)	la	contradicción	al	mandato	ejecutivo	sustentado	en
la	nulidad	formal	del	título	puesto	a	cobro,	está	destinado	a	poner	en	relieve
la	ausencia	o	carencia	de	los	requisitos	esenciales	para	su	validez,	que	para
el	caso	de	 la	 letra	de	cambio	se	encuentran	regulados	en	el	artículo	ciento
diecinueve	 punto	 uno	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 (…)	 los	 argumentos
expuestos	por	la	ejecutada	para	sustentar	su	contradicción	por	la	causal	de
nulidad	del	título	ejecutivo,	se	reducen	básicamente	en	dos	argumentos:	que
el	 gerente	 general	 no	 debió	 suscribir	 sólo	 las	 letras	 de	 cambio	 sino	 que
debió	 hacerlo	 conjuntamente	 con	 el	 presidente	 del	 directorio,	 y	 que	 los
citados	 títulos	valores	 fueron	aceptados	por	una	persona	 jurídica	que	aún
no	 existía.	 Como	 puede	 advertirse,	 ninguna	 de	 estas	 alegaciones	 están
dirigidas	a	cuestionar	el	título	valor	por	ausencia	de	formalidades,	sino	por
existir	 vicios	 de	 fondo	 que	 atañen	 exclusivamente	 a	 la	 suficiencia	 de	 la
representación	de	 la	persona	 jurídica	que	aceptó	 los	 títulos	valores	o	a	su
existencia	misma,	aspectos	que	no	caben	ser	debatidos	ni	analizados	en	un
proceso	ejecutivo	de	obligación	de	dar	suma	de	dinero,	sino	en	una	vía	más
lata,	en	la	que	puedan	actuarse	las	pruebas	destinadas	para	tal	fin	(…).”	(Cas.
466-2007-Callao,	feb.	04/2009.	V.	P.	Ticona	Postigo)
JURISPRUDENCIA.—Error	 en	 la	 consignación	 del	 documento	 de
identidad	 de	 los	 representantes	 no	 afecta	 la	 validez	 del	 título	 valor.
“Siendo	esto	así,	los	datos	consignados	en	dicha	cambial	permiten	colegir	la
identificación	de	la	persona	que	gira	la	letra	de	cambio,	esto	es,	de	quien	la
pone	en	circulación,	constituyendo	por	tanto	el	error	en	la	consignación	del
documento	de	 identidad	de	 los	representantes	un	defecto	que	no	afecta	 la
validez	del	título	valor,	en	aplicación	de	lo	señalado	en	el	precitado	artículo
6°.5;	 numeral	 que	 evidentemente	 no	 ha	 sido	 observado	 por	 el	 tribunal
superior.	 15.	 Ahora	 bien,	 en	 relación	 al	 pagaré	 obrante	 a	 fojas	 tres	 se
advierte	que	en	el	 reverso	de	dicho	 título	valor	consta	 los	nombres,	datos
del	documento	de	identidad	y	las	direcciones	tanto	de	la	obligada	principal
y	 del	 aval,	 no	 siendo	 cierto	 la	 afirmación	 realizada	 por	 la	 sala	 superior
respecto	 a	 que	 dichos	 datos	 no	 aparecen.	 16.	 En	 consecuencia,	 esta	 sala
suprema	 considera	 que	 merece	 ampararse	 el	 recurso	 por	 la	 infracción
normativa	material	 y	 dictar	 la	 decisión	 de	 acuerdo	 a	 ley”.	 (CS,	 Cas.	 1965-
2011-Cusco,	ene.	22/2013.	V.	P.	Almenara	Bryson)
JURISPRUDENCIA.—Si	la	letra	de	cambio	girada	no	consigna	indicación
del	vencimiento,	se	considera	pagadera	a	la	vista	(inclusive	desde	el	día
mismo	de	 su	giro).	“Que,	 se	 debe	 tener	 en	 cuenta	 que,	 si	 bien	 el	 artículo
119.1	literal	g)	de	la	Ley	número	27287	establece	que	toda	letra	de	cambio
debe	contener	la	indicación	del	vencimiento	del	plazo	para	el	cumplimiento
de	la	obligación	pecuniaria	contenida	en	el	título	valor;	empero,	el	artículo
121.5	de	la	ley	acotada,	prescribe	que	en	los	casos	en	que	la	letra	de	cambio
girada	no	consigne	indicación	del	vencimiento,	ésta	se	considera	pagadera	a
la	vista;	en	 tal	 sentido,	el	artículo	141.5	del	 citado	 texto	 legal	dispone	que
dicha	 cambial,	 podrá	 presentarse	 para	 su	 pago	 en	 cualquier	 momento,	 a
libre	 decisión	 de	 su	 tenedor,	 desde	 el	 día	 mismo	 de	 su	 giro	 inclusive,	 y
durante	el	plazo	que	al	efecto	se	hubiere	señalado	en	el	documento;	a	falta
de	dicha	indicación,	la	presentación	para	su	pago	deberá	hacerse	dentro	de
un	plazo	no	mayor	a	un	año,	desde	la	fecha	de	su	giro	(...)”.	(C.	S,	Cas.	207-
2014-Piura,	abr.	21/2014.	V.	P.	Tello	Gilardi)
Ley	27287.
ART.	 120.—Requisitos	 no	 esenciales.	 No	 tendrá	 validez	 como	 letra	 de
cambio	el	documento	que	carezca	de	alguno	de	los	requisitos	indicados	en
el	artículo	119,	salvo	en	los	siguientes	casos	y	en	los	demás	señalados	en	la
ley:
a)	A	falta	de	mención	expresa,	se	considera	girada	la	letra	de	cambio	en	el
domicilio	del	girador;
b)	 A	 falta	 de	 indicación	 especial,	 el	 lugar	 designado	 junto	 al	 nombre	 del
girado	se	considera	como	lugar	de	pago	y	al	mismo	tiempo	como	domicilio
del	girado;	y,	si	no	hubiera	lugar	designado	junto	al	nombre	del	girado,	será
pagadera	en	el	domicilio	real	del	obligado	principal;
c)	Si	en	la	letra	de	cambio	se	hubiere	indicado	más	de	un	lugar	para	el	pago,
el	tenedor	puede	presentarla	en	cualquiera	de	ellos,	sea	para	su	aceptación
o	pago;
d)	En	los	casos	de	letras	de	cambio	pagaderas	conforme	al	artículo	53,	no
será	necesario	señalar	lugar	especial	de	pago;	y
e)	En	los	casos	de	letras	de	cambio	giradas	a	la	orden	del	mismo	girador,	el
nombre	de	 la	persona	a	quien	o	a	 la	orden	de	quien	debe	hacerse	el	pago,
puede	sustituirse	por	la	cláusula	de	“de	mí	mismo”	u	otra	equivalente.
JURISPRUDENCIA.—Si	el	girador	no	consigna	el	 lugar	de	emisión	de	 la
letra	de	cambio,	ello	no	acarrea	la	pérdida	del	mérito	ejecutivo	del	título
valor.	“Cuarto.-	Que,	conforme	se	aprecia	de	autos	 la	sala	ha	 incurrido	en
interpretación	 errónea	 del	 inciso	 a)	 del	 artículo	 120	 de	 la	 Ley	 número
27287	que	al	 ser	concordado	con	el	numeral	b)	acápite	119.1	de	 la	citada
ley,	 determina	 que	 la	 cambial	 puesta	 a	 cobro	 carece	 de	 validez	 por	 no
haberse	consignado	el	lugar	de	giro	ni	precisar	el	domicilio	de	los	giradores,
en	consecuencia	no	se	puede	realizar	la	sustitución	establecida	en	la	ley;	lo
que	permite	concluir	que	la	citada	instancia	no	ha	considerado	que	al	haber
señalado	expresamente	la	ley	un	equivalente	a	un	requisito	formal	establece
con	 ello	 la	 posibilidad	 de	 su	 subsanación,	 a	 través	 de	 diferentes	 medios
idóneos	que	permitan	establecer	el	domicilio	del	girador,	como	puede	ser	el
caso	entre	otros	el	Documento	Nacional	de	Identidad	del	girador	en	donde
conste	 su	 domicilio,	 que	 tal	 posición	 es	 concordante	 a	 la	 adoptada	 por
diversos	 juristas,	 tales	 como,	 Ulises	 Montoya	 Manfredi,	 Ulises	 Montoya
Alberti	y	Hernando	Montoya	Alberti	en	cuanto	sostienen	que	‘el	artículo	119
de	 la	multicitada	Ley	de	Títulos	Valores,	no	 considera	entre	 los	 requisitos
esenciales	de	 la	 letra	 la	 indicación	del	 lugar	de	emisión’,	que	puede	servir
para	juzgar	la	validez	del	título	de	cambio	según	las	leyes	de	dicho	lugar,	el
requisito	tiene	importancia	y	por	ello	la	ley	recurre,	en	caso	de	omisión,	a	un
equivalente,	de	modo	que	el	requisito	de	ninguna	manera	debe	de	faltar.	En
este	sentido	habrá	que	determinar	el	domicilio	a	través	de	distintos	medios
(como	puede	ser	el	que	aparezca	en	su	documento	de	identidad)	ya	que	no
es	 usual	 que	 el	 mismo	 figure	 en	 la	 letra	 de	 cambio	 -	 Derecho	 comercial,
tomo	once,	undécima	edición	dos	mil	cuatro.	Editora	 Jurídica	Grijley,	Lima
dos	mil	cuatro,	página	ciento	setentisiete,	lo	que	a	su	vez	también	es	acorde
con	 la	posición	vertida	por	 los	autores	Ricardo	Beaumont	Gallirgos	 (sic)	y
Rolando	 Castellares	 Aguilar	 -	 Comentario	 a	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 -
Primera	 Edición	 -	 Gaceta	 Jurídica,	 Lima	 octubre	 del	 dos	 mil,	 página
cuatrocientos	cuarentiséis”.	(Cas.	4226-2006-Lima,	jul.	16/2007).
NOTA:	Esta	resolución	fue	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	30	de	mayo	del	2008.
JURISPRUDENCIA.—La	emisión	de	una	letra	de	cambio	a	la	vista	no	solo
está	sujeta	al	cumplimiento	de	los	requisitos	formales	previstos	para	su
eficacia	 cambiaria,	 sino	 también	a	 los	 contemplados	 como	causales	de
contradicción.	“(...)	el	protesto	constituye	el	acto	por	el	cual	se	hace	constar
formalmente	la	falta	de	pago	o	aceptación	total	o	parcial	de	un	título	valor
como	 elemento	 probatorio	 a	 fin	 de	 evitar	 que	 caduquen	 las	 acciones
cambiarias	de	regreso	que	tiene	derecho	a	ejercer	su	último	tenedor	debe
constar	fehacientemente	dicho	protesto.	(...)	el	artículo	74	numeral	1	literal
a)	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 señala	 que	 el	 protesto	 será	 efectuado
mediante	 notificación	 dirigida	 al	 obligado	 principal	 por	 notario	 o	 sus
secretarios	mientras	el	artículo	78	numeral	1	de	la	citada	ley	indica	que	el
fedatario	mantendrá	las	constancias	de	la	notificaciones	que	curse	(...)	si	el
emplazado	no	se	apersona	al	 local	de	 la	notaría	o	del	 juzgado	a	cumplir	 la
obligación	requerida	(...)	el	fedatario	procederá	a	dejar	constancia	de	ello	y
dar	 por	 cumplido	 con	 el	 protesto	 dejando	 constancia	 en	 el	 mismo	 título
valor.	(...)	no	se	advierte	la	concurrencia	de	los	presupuestos	de	la	infracción
normativa	alegada	por	cuanto	en	sede	de	instancia	se	ha	determinado	que	la
interpretación	propuesta	por	los	ejecutados	sobre	el	artículo	228	de	la	Ley
número	26072	referente	a	 la	comunicación	de	saldo	deudor	no	basta	para
resolver	 la	 causa	pues	 la	misma	debe	hacerse	aplicando	 sistemáticamente
las	normas	que	 corresponden	advirtiéndose	que	 la	Ley	de	Títulos	Valores
establece	que	la	emisión	de	una	letra	de	cambio	a	la	vista	no	sólo	está	sujeta
al	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 formales	 previstos	 para	 su	 eficacia
cambiaria	sino	también	a	los	contemplados	como	causales	de	contradicción
consiguientemente	 al	 haber	 los	 ejecutados	 hecho	 uso	 de	 esta	 última
aportando	como	medio	probatorio	 la	carta	notarial	de	dieciocho	de	marzo
de	dos	mil	seis	se	concluye	que	ésta	incumple	con	señalar	en	forma	clara	y
precisa	 en	 qué	 consisten	 las	 observaciones	 sobre	 el	 monto	 que	 pretende
cobrarse	 no	 resultando	 suficiente	 indicar	 solamente	 no	 estar	 de	 acuerdo
con	 el	 fallo	 (...).”.	 (CS,	 Cas.	 2601-2012-Piura,	 jul.	 05/2013.	 V.	 P.	 Valcárcel
Saldaña)
JURISPRUDENCIA.—Es	 un	 requisito	 esencial	 de	 validez	 del	 título	 valor
consignar	el	DNI	en	la	letra	de	cambio.	“Según	lo	dispuesto	en	el	artículo
119	numeral	119.1	literal	d)	de	la	Ley	de	Títulos	Valores	‘la	letra	de	cambio
debe	 contener:	 (...)	 El	 nombre	 y	 el	 número	 del	 documento	 oficial	 de
identidad	de	la	persona	a	cuyo	cargo	se	gira	(...)’,	asimismo,	el	artículo	120
de	 la	 acotada	 ley	 señala	 ‘No	 tendrá	 validez	 como	 letra	 de	 cambio	 el
documento	que	carezca	de	alguno	de	los	requisitos	indicados	en	el	artículo
119,	salvo	en	los	siguientes	casos	y	en	los	demás	señalados	en	la	ley:	(...)’,	es
decir	todos	los	requisitos	señalados	en	el	artículo	119	son	esenciales	salvo
las	excepciones	señaladas	en	el	artículo	120	y	en	la	ley;	en	el	presente	caso
no	hay	ninguna	norma	que	permita	subsanar	la	no	consignación	del	número
del	DNI	del	 girado,	por	 consiguiente	 su	 inobservancia	 acarrea	 la	 invalidez
del	documento	como	letra	de	cambio,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el
artículo	 1°	 numeral	 1.2	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores.	 9.	 Asimismo,	 cabe
señalar	que	dicho	requisito	es	exigido	también	en	el	artículo	6°	numeral	6.4
de	 la	 misma	 Ley	 que	 dispone	 “Toda	 persona	 que	 firme	 un	 título	 valor
deberá	 consignar	 su	 nombre	 y	 el	 número	 de	 su	 documento	 oficial	 de
identidad.	 (...)”,	 con	 lo	 cual	 se	 ratifica	 tal	 requerimiento”.	 (C.	 S.,	Cas.	5357-
2011-Lima,	mar.	9/2013.	V.	P.	Calderón	Castillo)
Ley	27287.
ART.	121.—Formas	de	señalar	el	vencimiento.
121.1	 La	 letra	 de	 cambio,	 para	 tener	 validez	 como	 tal,	 puede	 ser	 girada
solamente:
a)	A	fecha	fija;
b)	A	la	vista;
c)	A	cierto	plazo	desde	la	aceptación;	o
d)	A	cierto	plazo	desde	su	giro.
121.2	 La	 letra	 de	 cambio	 girada	 y	 pagadera	 dentro	 de	 la	 República	 que
indique	 vencimiento	 distinto	 a	 los	 señalados	 en	 el	 párrafo	 anterior	 o
vencimientos	sucesivos	no	produce	efectos	cambiarios.
121.3	En	caso	de	designarse	el	vencimiento	utilizando	más	de	una	de	 las
formas	indicadas	en	el	primer	párrafo	del	presente	artículo,	siendo	una	de
ellas	fecha	fija,	y	hubiera	diferencia	entre	ellas,	prevalece	la	fecha	fija	que	se
haya	consignado.
121.4	 La	 indicación	 de	 la	 fecha	 de	 vencimiento	 puede	 constar	 ya	 sea	 en
recuadros,	en	forma	completa	o	abreviada.	La	indicación	de	cláusulas	como
“a	 la	 fecha	 antes	 indicada”,	 “al	 vencimiento”	 u	 otras	 equivalentes,	 que	 se
limiten	a	reiterar	la	fecha	de	vencimiento	consignada	en	el	título	valor,	no	lo
invalida.
121.5	 A	 falta	 de	 indicación	 del	 vencimiento,	 se	 considera	 pagadera	 a	 la
vista.
Ley	27287.
ART.	122.—Formas	de	girar	la	letra	de	cambio.	La	letra	de	cambio	puede
ser	girada:
a)	A	la	orden	del	propio	girador	o	de	un	tercero.	En	el	primer	caso,	podrá
indicarse	el	nombre	o	utilizarse	la	cláusula	a	la	que	se	refiere	el	inciso	e)	del
artículo	120;
b)	A	cargo	de	tercera	persona;
c)	A	 cargo	del	propio	girador,	 en	 cuyo	caso	no	es	necesario	que	vuelva	a
firmarla	como	aceptante,	y	entonces	el	plazo	para	su	vencimiento,	si	ha	sido
girada	a	cierto	plazo	desde	la	aceptación,	se	computa	desde	la	fecha	del	giro;
y,	 si	 ha	 sido	 girada	 a	 la	 vista,	 se	 podrá	 presentar	 a	 cobro	 en	 cualquier
momento,	dentro	del	plazo	señalado	por	el	artículo	141;	y
d)	Por	cuenta	de	un	tercero.
C.	C.
ART.	1790.—Definición.	Por	el	mandato	el	mandatario	se	obliga	a	realizar
uno	o	más	actos	jurídicos,	por	cuenta	y	en	interés	del	mandante.
Ley	27287.
ART.	 123.—Responsabilidad	 del	 girador.	 El	 girador	 responde	 por	 la
aceptación	y	el	pago.	Toda	cláusula	liberatoria	de	dichas	responsabilidades
se	considera	no	puesta.
Ley	27287.
ART.	 124.—Cláusula	 documentaria.	 La	 inserción	 de	 la	 cláusula
“documento	 contra	 aceptación”,	 “documentos	 contra	 pago”	 u	 otra
equivalente,	cuando	se	acompañan	documentos	a	la	letra	de	cambio,	obliga
al	 tenedor	 a	 no	 entregar	 los	 documentos	 sino	 cuando	 se	 produzca	 la
aceptación	o	el	pago	de	la	letra	de	cambio,	según	el	caso.
TÍTULO	SEGUNDO
DEL	ENDOSO
Ley	27287.
ART.	125.—Endoso	de	la	letra	de	cambio.
125.1	 Toda	 letra	 de	 cambio,	 aunque	 no	 esté	 expresamente	 girada	 a	 la
orden,	es	transmisible	por	endoso.
125.2	El	endoso	puede	hacerse	inclusive	en	favor	del	girado,	haya	aceptado
o	no	la	letra	de	cambio;	o	del	girador;	o	de	cualquier	otra	persona	obligada.
Todas	estas	personas,	a	su	vez,	pueden	hacer	nuevos	endosos.
Ley	26702.
ART.	169.—Presunción	de	endoso	en	garantía.	Cuando	un	título	valor	u
otro	susceptible	de	negociación	por	endoso,	excepto	el	cheque,	se	encuentre
en	poder	de	una	empresa	del	sistema	financiero,	el	endoso	puesto	en	él	se
presume	hecho	en	garantía,	a	menos	que	medie	estipulación	en	contrario.
Ley	27287.
ART.	126.—Responsabilidad	del	endosante.
126.1	Salvo	cláusula	o	disposición	legal	expresa	en	contrario,	el	endosante
responde	de	la	aceptación	y	el	pago.
126.2	El	endosante	puede	prohibir	un	nuevo	endoso,	de	acuerdo	al	artículo
43.
TÍTULO	TERCERO
DE	LA	ACEPTACIÓN
Ley	27287.
ART.	127.—La	aceptación.
127.1	Por	 la	 aceptación,	 el	 girado	 se	 obliga	 a	 pagar	 la	 letra	de	 cambio	 al
vencimiento,	asumiendo	la	calidad	de	obligado	principal.
127.2	 El	 girado	 que	 acepta	 la	 letra	 de	 cambio	 queda	 obligado	 aunque
ignore	el	estado	de	insolvencia,	quiebra,	liquidación,	disolución	o	muerte	del
girador.
127.3	A	falta	de	pago,	el	tenedor,	aun	cuando	sea	el	girador,	tiene	contra	el
aceptante	acción	cambiaria	directa	por	todo	lo	que	puede	exigirse	conforme
a	lo	dispuesto	en	el	artículo	92.
Ley	27287.
ART.	128.—Formalidad	de	la	aceptación.
128.1	 Con	 excepción	 del	 giro	 previsto	 en	 el	 artículo	 122	 inciso	 c),	 la
aceptación	debe	constar	en	el	anverso	de	la	letra	de	cambio,	expresada	con
la	 cláusula	 “aceptada”,	 y	 la	 firma	del	 girado.	 Sin	embargo,	 la	 sola	 firma	de
éste	importa	su	aceptación.
128.2	 Cuando	 la	 letra	 de	 cambio	 sea	 pagadera	 a	 cierto	 plazo	 desde	 la
aceptación	o	cuando,	en	virtud	de	cláusulas	especiales	deba	presentarse	a	la
aceptación	en	un	plazo	determinado,	 la	aceptación	debe	 llevar	 la	 fecha	del
acto;	y,	si	el	aceptante	la	omite,	puede	insertarla	el	tenedor.
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11	 .	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41.	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios.	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	treinta	(30)	días	de	presentada	 la	solicitud
por	la	empresa.
Ley	27287.
ART.	129.—Incondicionalidad	de	la	aceptación.
129.1	La	aceptación	es	pura	y	simple;	pero	el	girado	puede	limitarla	a	una
parte	de	 la	cantidad,	en	cuyo	caso	procede	el	protesto	respectivo	por	 falta
de	aceptación,	dentro	del	plazo	previsto	al	efecto	y	la	acción	de	regreso	por
la	suma	no	aceptada,	conforme	al	artículo	148.
129.2	Cualquier	otra	modificación	o	condición	en	la	aceptación	equivale	a
su	 negativa	 y	 da	 lugar	 al	 respectivo	 protesto	 y	 a	 la	 acción	 cambiaria	 que
corresponda.
Ley	27287.
ART.	130.—Presentación	para	la	aceptación.
130.1	Cuando	la	letra	de	cambio	deba	ser	aceptada,	la	presentación	para	su
aceptación	se	hará	en	el	 lugar	señalado	en	el	 título	y,	si	no	se	 indica,	en	el
lugar	que	corresponde	a	su	pago.
130.2	El	girador	puede	estipular	en	la	letra	de	cambio	que	ésta	se	presente
para	su	aceptación,	fijando	un	plazo	o	sin	esta	modalidad.	Puede,	asimismo,
estipular	 que	 la	 presentación	 a	 la	 aceptación	 no	 se	 efectúe	 antes	 de
determinada	fecha.
130.3	Todo	endosante	puede	estipular	que	la	letra	de	cambio	se	presente	a
la	aceptación,	fijando	o	no	un	plazo	para	ello.
130.4	 La	 inobservancia	 del	 plazo	 para	 la	 presentación	 a	 la	 aceptación
puede	 ser	 invocada	 sólo	 por	 el	 girador	 o	 endosante	 que	 la	 consignó	 o
personas	que	hayan	intervenido	después	de	quien	lo	consignó.
130.5	 Si	 no	 se	 consignó	 plazo	 para	 su	 presentación	 a	 la	 aceptación,	 será
obligatoria	su	presentación	para	ese	efecto,	antes	de	su	vencimiento.
Ley	27287.
ART.	131.—Efectos	de	la	falta	de	presentación	a	la	aceptación.
131.1	 El	 tenedor	 pierde	 la	 acción	 cambiaria	 contra	 todos	 los	 obligados
cuando,	 siendo	necesario	presentar	 la	 letra	de	 cambio	para	 su	aceptación,
no	lo	hiciere	en	el	plazo	legal	o	en	el	señalado	en	el	título	por	el	girador.
131.2	También	pierde	el	tenedor	la	acción	cambiaria	contra	el	endosante	o
garante	que	hizo	la	indicación	del	plazo	para	su	presentación	a	la	aceptación
y	contra	los	que	posteriormente	suscribieron	la	letra	de	cambio,	si	ésta	no
es	 presentada	 en	 el	 plazo	 señalado	 por	 cualquiera	 de	 los	 endosantes	 o
garante.
Ley	27287.
ART.	132.—Pluralidad	de	girados.
132.1	 Cuando	 sean	 varios	 los	 girados,	 el	 tenedor	 presentará	 la	 letra	 de
cambio	 en	 el	 orden	 que	 considere	 conveniente.	 En	 el	 caso	 de	 indicación
alternativa,	 la	 presentará	 a	 quien	 dicho	 tenedor	 elija,	 y	 en	 el	 caso	 de
indicación	 sucesiva,	 la	 presentará	 en	 el	 orden	 enunciado	 en	 la	 letra	 de
cambio.
132.2	Si	la	letra	de	cambio	fuese	aceptada	por	montos	parciales	por	más	de
un	girado,	cada	cual	responderá	por	su	pago	por	el	monto	parcial	aceptado,
debiendo	 anotarse	 en	 el	mismo	 título	 los	 pagos	 que	 realicen,	 sin	 que	 sea
necesaria	la	devolución	a	la	que	se	refiere	el	artículo	17,	sin	perjuicio	de	la
obligación	 del	 tenedor	 de	 expedirles	 las	 constancias	 de	 pago
correspondientes.
Ley	27287.
ART.	 133.—Segunda	 presentación	 para	 aceptación.	 El	 girado	 puede
pedir	 que	 la	 letra	 de	 cambio	 sea	 presentada	 por	 segunda	 vez	 para	 su
aceptación,	 al	 día	 hábil	 siguiente	 de	 la	 primera	 presentación.	 De	 esta
petición,	de	ser	el	caso,	debe	dejarse	constancia	ante	el	fedatario	encargado
de	su	protesto.	De	aceptarse	la	letra	de	cambio	a	su	segunda	presentación,	el
protesto	quedará	sin	efecto.
Ley	27287.
ART.	134.—Aceptación	de	la	letra	de	cambio	con	vencimiento	a	cierto
plazo	desde	la	aceptación.
134.1	 Para	 que	 la	 letra	 de	 cambio	 a	 cierto	 plazo	 desde	 la	 aceptación	 sea
exigible,	debe	ser	presentada	al	girado	para	su	aceptación,	dentro	del	plazo
de	un	año	desde	que	fue	girada.
134.2	El	girador	puede	reducir	este	plazo	o	 fijar	uno	mayor,	debiendo	en
ese	caso	dejarse	constancia	en	el	mismo	título.
Ley	27287.
ART.	135.—Aceptación	de	 letra	de	cambio	a	 fecha	fija	o	a	 la	vista	o	a
cierto	plazo	desde	su	giro.	La	letra	de	cambio	con	vencimiento	a	fecha	fija,
o	 a	 la	 vista,	 o	 a	 cierto	 plazo	 desde	 su	 giro	 puede	 ser	 presentada	 por	 el
tenedor	 para	 la	 aceptación,	 aunque	 el	 girador	 no	 haya	 insertado
estipulación	al	respecto.	La	presentación	para	la	aceptación	podrá	ser	hecha
antes	del	 vencimiento	 si	 la	 letra	de	 cambio	es	 a	 fecha	 fija	o	 a	 cierto	plazo
desde	 su	 giro,	 y	 dentro	del	 plazo	de	 un	 año	desde	 su	 giro	 si	 es	 a	 la	 vista,
salvo	que	en	su	caso	se	haya	fijado	fecha	distinta	para	su	aceptación.
Ley	27287.
ART.	136.—Obligación	del	girado.	El	girado	a	quien	se	le	presente	la	letra
de	 cambio	 para	 su	 aceptación	 está	 obligado	 a	 aceptar	 o	 rechazar	 su
aceptación.	Toda	demora	faculta	al	tenedor	a	solicitar	su	protesto.
Ley	27287.
ART.	137.—Aceptación	rehusada	o	testada.
137.1	 Se	 considera	 rehusada	 la	 aceptación	 si	 el	 girado	 la	 testa	 antes	 de
restituir	el	título.	Salvo	prueba	en	contrario,	se	considera	que	la	aceptación
fue	testada	antes	de	la	restitución	del	título.
137.2	Sin	embargo,	si	el	girado	ha	hecho	conocer	su	aceptación	por	escrito
o	documento	de	 fecha	 cierta	al	 tenedor	o	a	un	 firmante	 cualquiera,	queda
obligado	respecto	de	ellos	en	los	términos	de	su	aceptación	testada.
Ley	27287.	
ART.	138.—Cambio	de	lugar	de	pago	en	la	aceptación.
138.1	Cuando	el	 girador	hubiere	 indicado	 en	 la	 letra	de	 cambio	un	 lugar
para	 el	 pago	 diferente	 del	 domicilio	 del	 girado,	 éste	 puede	 señalar	 ese
domicilio	u	otro	distinto	en	el	momento	de	 la	aceptación	y/o	consignar	 la
cláusula	a	que	se	refiere	el	artículo	53.
138.2	A	falta	de	esta	indicación,	se	entiende	que	el	aceptante	se	ha	obligado
a	pagarla	en	el	lugar	designado	para	el	pago,	según	el	documento.
Ley	27287.
ART.	139.—Reaceptación	de	la	letra	de	cambio.
139.1	 La	 reaceptación	 importa	 la	 renovación	 de	 la	 obligación	 en	 los
términos	de	la	aceptación	precedente,	en	cuanto	al	monto,	plazo	y	lugar	de
pago,	salvo	cláusula	en	contrario.
139.2	La	reaceptación	constará	en	el	anverso	del	título	o	en	hoja	adherida	a
él.
139.3	 Por	 el	 hecho	 de	 la	 reaceptación	 quedan	 cambiariamente	 liberados
los	 anteriores	 firmantes	 de	 la	 letra	 de	 cambio,	 salvo	 que	 vuelvan	 a
intervenir.
139.4	 La	 reaceptación	 no	 será	 necesaria	 si	 el	 obligado	 otorgó	 su
consentimiento	 escrito	 por	 anticipado	 para	 su	 prórroga,	 conforme	 al
artículo	49,	no	siendo	de	aplicación	en	ese	caso	 lo	dispuesto	en	el	párrafo
anterior.
Ley	27287.
ART.	140.—Condición	para	 la	 reaceptación.	 La	 reaceptación	 procederá
sólo	antes	de	la	prescripción	de	la	acción	cambiaria	directa,	siempre	que	el
título	no	hubiere	sido	protestado	u	obtenido	la	formalidad	sustitutoria.
TÍTULO	CUARTO
DEL	VENCIMIENTO
Ley	27287.
ART.	141.—Vencimiento	a	la	vista.
141.1	La	letra	de	cambio	a	la	vista	vence	el	día	de	su	presentación	al	girado
para	su	pago.
141.2	La	 letra	de	cambio	pagadera	a	 la	vista,	 antes	de	su	presentación	al
pago,	puede	o	no	estar	aceptada.
141.3	 Si	 no	 cuenta	 con	 aceptación,	 la	 aceptación	 y	 el	 pago	 se	 harán
simultáneamente	o	exigirse	su	aceptación	antes	de	su	presentación	al	pago.
De	 no	 estar	 aceptada,	 en	 su	 caso,	 procederá	 su	 protesto	 por	 falta	 de
aceptación	 total	 o	 parcial;	 salvo	 que	 por	 ley	 especial	 no	 sea	 necesaria	 su
aceptación.
141.4	 El	 pago	 de	 la	 letra	 de	 cambio	 a	 la	 vista	 aceptada	 podrá	 exigirse
inclusive	 desde	 la	 fecha	 de	 su	 aceptación.	 La	 letra	 de	 cambio	 a	 la	 vista
aceptada	 en	 oportunidad	 de	 su	 giro	 o	 en	 fecha	 posterior,	 que	 no	 fuese
atendida	en	su	pago	al	día	de	su	presentación	para	ese	fin,	será	protestada
por	falta	de	pago,	salvo	disposición	distinta	de	la	ley.
141.5	La	presentación	al	pago	de	la	letra	de	cambio	a	la	vista	podrá	hacerse
en	cualquier	momento,	a	libre	decisión	de	su	tenedor,	desde	el	día	mismo	de
su	giro	inclusive,	y	durante	el	plazo	que	al	efecto	se	hubiere	señalado	en	el
documento.	A	falta	de	dicha	indicación,	la	presentación	para	su	pago	deberá
hacerse	dentro	de	un	plazo	no	mayor	a	un	año,	desde	la	fecha	de	su	giro.
141.6	Si	en	la	letra	de	cambio	a	la	vista	se	hubiera	señalado	la	prohibición
de	ser	presentada	a	cobro	antes	de	una	fecha	determinada,	el	plazo	para	su
presentación	al	pago	se	contará	desde	dicha	fecha	determinada.
Ley	27287.
ART.	142.—Vencimiento	a	cierto	plazo	desde	la	aceptación.
142.1	 El	 vencimiento	 de	 una	 letra	 de	 cambio	 a	 cierto	 plazo	 desde	 la
aceptación	 se	 determina	 por	 la	 fecha	 de	 su	 aceptación	 o,	 en	 defecto	 de
aceptación	total,	por	la	fecha	del	respectivo	protesto	por	falta	de	aceptación,
aplicándose	en	este	caso	lo	dispuesto	por	el	artículo	147.
142.2	La	aceptación	sin	fecha	se	considera	otorgada	el	último	día	del	plazo
establecido	para	presentarla	a	la	aceptación.
142.3	Esta	forma	de	señalar	el	vencimiento	podrá	constar	con	la	cláusula	“a
cierto	plazo	desde	la	aceptación”	u	otras	equivalentes.	La	cláusula	“a	cierto
plazo	 vista”,	 se	 entenderá	 que	 se	 refiere	 al	 vencimiento	 de	 que	 trata	 el
presente	artículo.
Ley	27287.
ART.	143.—Vencimiento	a	fecha	fija	y	a	cierto	plazo	desde	su	giro.
143.1	La	letra	de	cambio	a	fecha	fija	vence	el	día	señalado.
143.2	La	 letra	de	 cambio	 a	 cierto	plazo	desde	 su	 giro	 vence	 al	 cumplirse
dicho	plazo.
Ley	27287.
ART.	144.—Vencimiento	a	meses	o	años.
144.1	El	cómputo	de	los	plazos	de	vencimiento	fijados	en	meses,	o	años	u
otras	 formas	 permitidas	 por	 la	 ley	 se	 determinará	 según	 las	 normas	 del
derecho	común.
144.2	 Las	 expresiones	 “ocho	 días”	 o	 “quince	 días”	 equivalen	 al	 plazo	 de
ocho	 o	 de	 quince	 días	 y	 no	 de	 una	 semana	 o	 dos	 semanas.	 La	 expresión
“medio	mes”	 indica	un	plazo	de	quince	 (15)	días.	 Si	 al	 indicarse	el	día	del
vencimiento	 se	 ha	 omitido	 el	 año,	 se	 entiende	 que	 es	 el	mismo	 año	 de	 la
emisión	de	 la	 letra	de	 cambio	o,	de	 corresponderle,	 el	 año	 siguiente.	 Si	 se
indica	 como	 fecha	 de	 vencimiento	 una	 que	 no	 existe	 en	 el	 calendario,	 se
entiende	 que	 la	 fecha	 vence	 el	 último	 día	 correspondiente	 al	 mes	 de
vencimiento.
144.3	En	los	plazos	legales	o	convencionales,	no	se	comprenderá	el	día	que
les	sirva	de	punto	de	partida,	 salvo	expresa	disposición	en	contrario	de	 la
ley.
144.4	En	el	cómputo	de	los	días	no	se	excluyen	los	días	inhábiles,	pero	si	el
día	 del	 vencimiento	 para	 su	 aceptación	 o	 pago	 lo	 fuera,	 se	 entenderá	 que
dicho	plazo	vence	el	primer	día	hábil	siguiente.	Sin	embargo,	el	plazo	para
su	 protesto	 se	 computa	 a	 partir	 del	 día	 de	 vencimiento	 señalado	 en	 el
documento	o	en	el	que	según	su	texto	resulte	exigible.
C.	C.
ART.	183.—En	todos	los	cómputos	de	días,	meses	y	años,	se	entenderán:	el
día,	 de	 veinticuatro	 horas;	 los	 meses	 según	 están	 designados	 en	 el
calendario	gregoriano;	y	el	año	de	trescientos	sesenta	y	cinco	días.
Exceptúanse	 las	 letras	de	cambio,	 los	pagarés	y	 los	préstamos,	respecto	a
los	cuales	se	estará	a	lo	que	especialmente	para	ellos	establece	este	código.
TÍTULO	QUINTO
DEL	PAGO
Ley	27287.
ART.	145.—Pago	de	la	letra	de	cambio.
145.1	Toda	letra	de	cambio	es	pagadera	en	el	domicilio	señalado	en	ella	o
con	cargo	en	la	cuenta	señalada	conforme	al	artículo	53.
145.2	 Cualquier	 endosante	 u	 obligado	 distinto	 al	 principal	 que	 pague	 la
letra	de	cambio	puede	testar	su	endoso	o	firma	y	los	posteriores.
C.	C.
ART.	 1660.—Lugar	 de	 entrega	 y	 devolución	 del	 bien	 a	 falta	 de
convenio	 o	 costumbre.	 Cuando	 no	 se	 ha	 convenido	 lugar	 ni	 exista
costumbre,	 la	 entrega	 se	 hará	 en	 el	 sitio	 en	 que	 se	 encuentre	 el	 bien	 y	 la
devolución	en	el	domicilio	del	mutuatario.
C.	C.
ART.	1665.—Falso	mutuo.	Cuando	se	presta	una	 cantidad	de	dinero	que
debe	devolverse	en	mercaderías	o	viceversa,	el	contrato	es	de	compraventa.
Ley	27287.
ART.	146.—Pacto	de	intereses	en	letras	de	cambio.	En	la	letra	de	cambio
no	procede	acordar	intereses	para	el	período	anterior	al	de	su	vencimiento.
Sólo	a	falta	de	pago	y	a	partir	del	día	siguiente	a	su	vencimiento,	generará
los	 intereses	 compensatorios	 y	 moratorios	 que	 se	 hubieren	 acordado
conforme	al	artículo	51	o,	en	su	defecto,	el	 interés	 legal,	hasta	el	día	de	su
pago.
TÍTULO	SEXTO
DEL	PROTESTO	POR	FALTA	DE	ACEPTACIÓN
Ley	27287.
ART.	147.—Protesto	por	falta	de	aceptación.
147.1	El	protesto	por	falta	de	aceptación	procede	cuando	se	ha	presentado
infructuosamente	la	letra	de	cambio	para	la	aceptación,	dentro	de	los	plazos
fijados	para	ello	conforme	al	título	tercero	de	la	presente	sección.
147.2	El	protesto	por	falta	de	aceptación	total	dispensa	de	la	presentación
para	el	pago	y	del	protesto	por	falta	de	pago,	asumiendo	el	girador	la	calidad
de	obligado	principal,	 contra	quien	y	demás	obligados	procede	ejercitar	 la
acción	 cambiaria	 derivada	 de	 la	 letra	 de	 cambio	 por	 el	 solo	 mérito	 del
protesto	por	falta	de	aceptación.	La	falta	de	pago	de	estas	letras	de	cambio
se	 comunicará	 a	 la	 Cámara	 de	 Comercio,	 conforme	 al	 primer	 párrafo	 del
artículo	87.
147.3	 La	 obligación	de	 información	 y	 registro	de	que	 trata	 el	 artículo	85
deberá	 ser	 cumplida	 en	 los	 protestos	 por	 falta	 de	 aceptación	 de	 letra	 de
cambio,	 consignando	 el	 nombre	 del	 girador	 y	 registrándose	 en	 forma
independiente	del	registro	de	protestos	por	falta	de	pago.
147.4	 La	 cláusula	 sin	 protesto	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 81	 no	 resulta
aplicable	 al	 protesto	 por	 falta	 de	 aceptación	 de	 la	 letra	 de	 cambio.	 El
protesto	por	 falta	 de	 aceptación	deberá	 llevarse	 a	 cabo	 aun	 en	 la	 letra	de
cambio	que	contenga	dicha	cláusula.
TÍTULO	SÉTIMO
DE	LAS	ACCIONES	CAMBIARIAS
Ley	27287.
ART.	148.—Letra	de	cambio	parcialmente	aceptada.
148.1	 Antes	 del	 vencimiento	 de	 la	 letra	 de	 cambio,	 el	 tenedor	 puede
ejercitar	 las	 acciones	 cambiarias	 que	 correspondan	 si	 ha	 habido	 negativa,
total	 o	 parcial	 de	 la	 aceptación,	 por	 la	 parte	 no	 aceptada;	 o,	 el	 girado
aceptante	o	no	hubiese	 sido	declarado	 insolvente	o	 resultado	 ineficaz	una
medida	 cautelar	 u	 orden	 de	 embargo	 sobre	 sus	 bienes.	 Esta	 última	 regla
será	aplicable	al	girador	de	una	letra	de	cambio	a	su	propio	cargo.
148.2	En	caso	de	ejercitarse	la	acción	cambiaria	después	de	la	aceptación
parcial,	el	que	paga	la	cantidad	por	la	cual	la	letra	de	cambio	no	fue	aceptada
puede	 exigir	 que	 se	 deje	 constancia	 de	 dicho	 pago	 en	 el	 mismo	 título	 y
además	que	se	le	expida	el	respectivo	recibo.
148.3	El	tenedor,	a	costo	del	interesado,	está	obligado	a	entregarle	copias
legalizadas	de	la	letra	de	cambio	con	la	constancia	del	protesto	por	falta	de
aceptación	respectiva,	para	permitirle	el	ejercicio	de	las	acciones	cambiarias
que	le	correspondan,	en	los	mismos	términos	señalados	en	el	último	párrafo
del	artículo	65.
TÍTULO	OCTAVO
DE	LA	ACEPTACIÓN	Y	PAGO	POR	INTERVENCIÓN
Ley	27287.
ART.	149.—Aceptación	y	pago	por	intervención.
149.1	 Cualquier	 obligado	 en	 vía	 de	 regreso	 puede	 indicar	 en	 la	 letra	 de
cambio	 el	 nombre	 de	 una	 persona	 para	 que	 la	 acepte	 o	 pague	 por
intervención.	Asimismo,	cualquier	persona	puede	aceptar	o	pagar	una	letra
de	cambio	por	intervención.
149.2	El	 interviniente	puede	ser	un	tercero,	el	mismo	girado,	el	girador	o
cualquier	 otra	 persona	 ya	 obligada	 en	 virtud	 de	 la	 letra	 de	 cambio,	 con
excepción	del	aceptante.
149.3	 El	 que	 interviene	 en	 la	 aceptación	 o	 pago	 de	 una	 letra	 de	 cambio
debe	 dar	 aviso	 de	 su	 intervención,	 dentro	 del	 plazo	 de	 cuatro	 (4)	 días
hábiles,	a	la	persona	por	cuenta	de	quien	ha	intervenido.	En	caso	contrario,
es	responsable	del	perjuicio	que	haya	causado	con	su	inobservancia,	sin	que
la	reparación	pueda	exceder	del	monto	del	título	valor.
Ley	27287.
ART.	150.—Aceptación	por	intervención.
150.1	 La	 aceptación	 por	 intervención	 debe	 efectuarse	 antes	 del
vencimiento	de	 la	 letra	de	cambio.	En	caso	de	que	no	se	acepte	 la	 letra	de
cambio,	 el	 tenedor	 puede	 ejercitar	 las	 acciones	 cambiarias	 respectivas,
pudiendo	hacerlo	aun	antes	de	su	vencimiento.
150.2	Cuando	en	la	letra	de	cambio	se	ha	indicado	una	persona	para	que	la
acepte	 o	 la	 pague	 por	 intervención	 en	 el	mismo	 lugar	 designado	 para	 su
pago,	el	tenedor	no	podrá	antes	del	vencimiento	ejercitar	el	regreso	contra
quien	 puso	 la	 indicación	 y	 contra	 los	 firmantes	 sucesivos,	 salvo	 que
habiendo	 presentado	 la	 letra	 de	 cambio	 a	 la	 persona	 indicada	 para	 la
intervención,	ésta	hubiere	rehusado	la	aceptación	y	se	haya	formalizado	el
protesto	por	falta	de	aceptación.
150.3	En	los	demás	casos	de	intervención,	el	tenedor	puede	rehusar	que	se
realice	 la	 aceptación	 por	 intervención.	 Si	 la	 admite,	 pierde	 el	 derecho	 de
ejercitar	el	regreso	antes	del	vencimiento,	contra	la	persona	por	quien	se	ha
dado	la	aceptación	y	contra	los	obligados	posteriores.
Ley	27287.
ART.	151.—Determinación	de	la	aceptación	por	intervención.
151.1	La	 aceptación	por	 intervención	debe	 constar	 en	 la	 letra	de	 cambio
mediante	 cláusula	 expresa,	 nombre,	 número	 del	 documento	 de	 identidad
oficial	y	firma	del	interviniente.
151.2	Debe	indicarse	por	cuenta	de	quién	se	otorga	la	aceptación.	A	falta	de
tal	indicación,	la	aceptación	se	considera	dada	en	favor	del	girador.
Ley	27287.
ART.	152.—Efectos	de	la	aceptación	por	intervención.
152.1	 El	 aceptante	 por	 intervención	 responde	 ante	 el	 tenedor,	 así	 como
ante	 los	 endosantes	 posteriores	 a	 la	 persona	 por	 cuenta	 de	 quién	 ha
intervenido,	en	igual	forma	que	ésta.
152.2	A	pesar	de	la	aceptación	por	intervención,	la	persona	en	cuyo	favor
se	 hubiera	 hecho	 y	 las	 que	 garanticen	 a	 ésta	 pueden	 exigir	 del	 tenedor,
mediante	el	reembolso	de	la	cantidad	indicada	en	el	artículo	92,	la	entrega
de	 la	 letra	 de	 cambio	 protestada	 o	 con	 la	 constancia	 de	 la	 formalidad
sustitutoria,	si	hubiere	lugar.
Ley	27287.
ART.	153.—Procedencia	del	pago	por	intervención.
153.1	 El	 pago	 por	 intervención	 procede	 siempre	 que	 el	 tenedor	 pueda
ejercitar	 la	 acción	 de	 regreso	 al	 vencimiento	 de	 la	 letra	 de	 cambio;	 y,
también	antes	de	este	vencimiento:
a)	si	ha	habido	negativa	total	o	parcial	de	la	aceptación;
b)	 si	 el	 girado,	 aceptante	 o	 no,	 ha	 sido	 declarado	 insolvente	 o	 hubiere
resultado	 ineficaz	 una	 medida	 cautelar	 u	 orden	 de	 embargo	 sobre	 sus
bienes;	y
c)	 si	 el	 girador	de	una	 letra	de	 cambio	que	no	 requiere	de	 aceptación	 se
encontrase	en	cualquiera	de	las	situaciones	previstas	en	el	inciso	anterior.
153.2	 El	 pago	 comprende	 toda	 la	 cantidad	 por	 la	 que	 esté	 obligada	 la
persona	 por	 la	 cual	 se	 ha	 hecho	 la	 intervención	 y	 debe	 efectuarse,	 a	más
tardar,	 el	 día	 siguiente	 del	 último	 establecido	 para	 formalizar	 el	 protesto
por	falta	de	pago	para	poder	subrogarse	en	la	acción	cambiaria.
Ley	27287.
ART.	 154.—Presentación	 de	 la	 letra	 de	 cambio	 para	 pago	 por
intervención.
154.1	Si	en	 la	 letra	de	cambio	se	hubiere	 indicado,	para	pagar	en	caso	de
necesidad,	personas	que	tengan	su	domicilio	en	el	mismo	lugar	de	pago,	el
tenedor	 debe	 presentar	 el	 documento	 a	 todas	 ellas	 y	 formalizar,	 si
procediere,	el	protesto	por	falta	de	pago	a	más	tardar	hasta	el	día	siguiente
del	último	permitido	para	ese	acto.
154.2	Si	estando	obligado	a	ello	no	se	produce	el	protesto,	la	persona	que
hubiere	 indicado	 un	 pagador	 para	 caso	 de	 necesidad,	 o	 aquella	 por	 cuya
cuenta	 se	 hubiere	 aceptado	 la	 letra	 de	 cambio	 según	 el	 artículo	 153,	 así
como	 los	endosantes	posteriores,	quedarán	 libres	de	obligación,	 salvo	que
reconozcan	judicialmente	el	documento.
Ley	27287.
ART.	 155.—Efectos	 del	 rechazo	 de	 pago	 por	 intervención.	 El	 tenedor
que	 rehúsa	 el	 pago	 por	 intervención	 pierde	 la	 acción	 cambiaria	 contra
aquéllos	que	hubiesen	quedado	liberados	con	dicho	pago.
Ley	27287.
ART.	156.—Formalidades	del	pago	por	intervención.
156.1	El	pago	por	intervención	debe	constar	en	la	misma	letra	de	cambio	y,
en	su	caso,	en	la	constancia	del	protesto,	con	la	indicación	del	nombre	de	la
persona	 que	 hace	 el	 pago	 y	 por	 cuenta	 de	 quien	 o	 en	 favor	 de	 quién	 se
efectúa	dicho	pago.	A	 falta	de	 esta	última	 indicación,	 el	 pago	 se	 considera
hecho	por	cuenta	del	obligado	principal.
156.2	 La	 letra	 de	 cambio,	 con	 la	 constancia	 del	 protesto	 o	 formalidad
sustitutoria,	 en	 su	 caso,	 deben	 entregarse	 a	 la	 persona	 que	 paga	 por
intervención.
Ley	27287.
ART.	157.—Efectos	del	pago	por	intervención.
157.1	 El	 que	 paga	 por	 intervención	 adquiere	 los	 derechos	 cambiarios
inherentes	a	 la	 letra	de	 cambio,	 contra	 la	persona	por	 cuenta	de	quien	ha
pagado	 y	 contra	 los	 obligados	 respecto	 de	 ella;	 pero	 no	 puede	 endosarla
nuevamente,	salvo	para	los	fines	de	su	cobranza.
157.2	Los	endosantes	posteriores	al	firmante	por	cuenta	de	quien	se	hizo	el
pago	por	intervención	quedan	liberados	de	la	acción	cambiaria.
157.3	Si	varias	personas	ofrecen	pagar	por	intervención,	debe	ser	preferida
aquella	que	libera	el	mayor	número	de	obligados.	El	interviniente	que,	con
conocimiento	 de	 causa,	 contraviniere	 esta	 regla	 pierde	 el	 regreso	 contra
aquellos	que	hubieran	quedado	 liberados	de	haber	 intervenido	un	 tercero
en	su	lugar.
SECCIÓN	SEGUNDA
DEL	PAGARÉ
TÍTULO	ÚNICO
EL	PAGARÉ
Ley	27287.
ART.	158.—Contenido	del	pagaré.
158.1	El	pagaré	debe	contener:
a)	La	denominación	de	pagaré;
b)	La	indicación	del	lugar	y	fecha	de	su	emisión;
c)	La	promesa	incondicional	de	pagar	una	cantidad	determinada	de	dinero
o	 una	 cantidad	 determinable	 de	 éste,	 conforme	 a	 los	 sistemas	 de
actualización	o	reajuste	de	capital	legalmente	admitidos;
d)	El	nombre	de	la	persona	a	quien	o	a	la	orden	de	quien	debe	hacerse	el
pago;
e)	La	indicación	de	su	vencimiento	único	o	de	los	vencimientos	parciales	en
los	casos	señalados	en	el	siguiente	párrafo;
f)	La	indicación	del	lugar	de	pago	y/o,	en	los	casos	previstos	por	el	artículo
53,	la	forma	como	ha	de	efectuarse	éste.
g)	El	nombre,	el	número	del	documento	oficial	de	identidad	y	la	firma	del
emitente,	quien	tiene	la	calidad	de	obligado	principal.
158.2	 El	 pago	 de	 la	 cantidad	 indicada	 en	 el	 inciso	 c)	 anterior	 podrá
señalarse	 ya	 sea	 como	pago	único,	 o	 en	 armadas	 o	 cuotas.	 En	 este	 último
caso,	 la	 falta	 de	 pago	 de	 una	 o	más	 de	 ellas	 faculta	 al	 tenedor	 a	 dar	 por
vencidos	 todos	 los	 plazos	 y	 a	 exigir	 el	 pago	 del	monto	 total	 del	 título;	 o,
alternativamente,	 exigir	 las	 prestaciones	 pendientes	 en	 las	 fechas	 de
vencimiento	de	cualquiera	de	 las	 siguientes	armadas	o	cuotas	o,	 inclusive,
en	la	fecha	de	la	última	armada	o	cuota,	según	decida	libremente	el	tenedor.
Para	ese	efecto,	 será	necesario	que	se	 logre	el	 correspondiente	protesto	o
formalidad	 sustitutoria	 en	 oportunidad	 del	 incumplimiento	 de	 una
cualquiera	 de	 dichas	 armadas	 o	 cuotas,	 sin	 que	 el	 hecho	 de	 no	 haber
obtenido	 tal	 protesto	 o	 formalidad	 sustitutoria	 correspondiente	 a	 las
anteriores	o	a	cada	una	de	las	armadas	o	cuotas	afecte	su	derecho	cambiario
ni	 el	 ejercicio	 de	 las	 acciones	 derivadas	 del	 título.	 La	 cláusula	 a	 que	 se
refiere	 el	 artículo	52	que	 se	hubiera	 incorporado	en	 estos	pagarés	 surtirá
efecto	sólo	respecto	a	la	última	armada	o	cuota.
158.3	En	 el	 caso	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 anterior,	 de	 los	 pagos	 de	 las
armadas	 o	 cuotas	 deberá	 dejarse	 constancia	 en	 el	 mismo	 título,	 bajo
responsabilidad	 del	 obligado	 principal	 o	 de	 la	 empresa	 del	 Sistema
Financiero	Nacional	que	verifique	tales	pagos,	sin	perjuicio	de	su	obligación
de	expedir	la	respectiva	constancia	o	recibo	de	tales	pagos.
C.	C.
ART.	1235.—Teoría	valorista.	 Cláusula	de	 reajuste	de	 la	 obligación	a
valor	constante.	No	obstante	lo	establecido	en	el	artículo	1234,	 las	partes
pueden	acordar	que	el	monto	de	una	deuda	contraída	en	moneda	nacional
sea	 referido	 a	 índices	 de	 reajuste	 automático	 que	 fije	 el	 Banco	Central	 de
Reserva	del	Perú,	a	otras	monedas	o	a	mercancías,	a	fin	de	mantener	dicho
monto	en	valor	constante.
El	pago	de	 las	deudas	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	se	efectuará	en
moneda	 nacional,	 en	 monto	 equivalente	 al	 valor	 de	 referencia,	 al	 día	 del
vencimiento	de	la	obligación.
Si	el	deudor	retardara	el	pago,	el	acreedor	puede	exigir,	a	su	elección,	que
la	 deuda	 sea	 pagada	 al	 valor	 de	 referencia	 al	 día	 del	 vencimiento	 de	 la
obligación	o	al	día	en	que	se	efectúe	el	pago.
JURISPRUDENCIA.—El	 pagaré	 es	 una	 promesa	 personal	 del	 emitente.
“Por	 pagaré	 debe	 entenderse	 aquella	 promesa	 personal	 del	 emitente	 de
pagar	una	suma	de	dinero	en	el	plazo	prescrito	en	dicho	título,	cuyo	cobro
puede	encontrarse	garantizado	por	 tercera	persona,	quien	queda	obligado
al	 pago	 de	 la	misma	manera	 que	 el	 obligado	 principal”.	 (Cas.	 2037-2001-
Lima.	03.12.2002)
JURISPRUDENCIA.—El	fiador	en	un	pagaré	es	obligado	solidario.	“Quien
ha	 firmado	 como	 fiador,	 pagarés	 puestos	 a	 cobro,	 su	 condición	 es	 la	 de
obligado	solidario	en	el	pago	de	los	créditos	que	representa	y,	debido	a	ello
no	está	facultado	para	pedir	la	excusión	de	sus	bienes”.	(Cas.	N°	485-1986.
19.08.89)
JURISPRUDENCIA.—Ley	16587:	aun	cuando	 la	 firma	del	obligado	en	el
título	valor	fue	falsificada,	el	aval	no	se	exime	de	su	responsabilidad	de
responder	 por	 el	 pago	 del	 título	 valor.	 “(…)	 siendo	 que	 el	 título	 valor
consistente	 en	 el	 pagaré	 ha	 sido	 emitido	 antes	 de	 la	 vigencia	 de	 la	 Ley
número	27287,	resulta	de	aplicación	las	normas	de	la	Ley	de	Títulos	Valores
número	16587	y	de	las	normas	correspondientes	a	la	fecha	de	emisión	del
referido	título	valor	(…)	el	artículo	129	de	la	Ley	número	16587	regula	los
requisitos	que	debía	contener	el	pagaré,	precisando	en	su	inciso	sexto	como
uno	de	sus	requisitos,	el	nombre	y	la	firma	del	emitente	estableciendo	a	este
respecto	 el	 artículo	primero	de	 la	 acotada	 ley	que	 si	 faltare	 alguno	de	 los
requisitos	 formales,	 el	 título	 valor	 perderá	 su	 carácter	 de	 tal,	 quedando	 a
salvo	 los	efectos	del	 acto	 jurídico	que	hubiera	dado	origen	a	 su	emisión	o
transferencia	(…)	el	referido	pagaré	fue	llenado	con	las	formalidades	de	ley,
pero	 resulta	 que	 la	 firma	 consignada	 respecto	 del	 obligado	 principal	 fue
falsificada,	según	lo	han	considerado	las	instancias	de	mérito,	en	virtud	de	la
pericia	 practicada	 en	 autos,	 situación	 que	 no	 constituye	 una	 causal	 de
nulidad	formal	del	título,	sino	más	bien	un	supuesto	de	falsedad	del	mismo
conforme	al	artículo	700	inciso	2	del	Código	Procesal	Civil;	razón	por	la	que
en	 el	 presente	 caso	 no	 se	 ha	 incurrido	 en	 la	 causal	 de	 inaplicación	 de	 los
artículos	1°	y	129	inciso	6	de	 la	 ley	número	16587,	que	está	referido	a	 las
formalidades	del	título	valor	y	a	los	requisitos	del	pagaré.
(…)	en	mérito	a	las	normas	anteriormente	glosadas	aún	cuando	la	firma	del
obligado	 en	 el	 título	 valor	 fue	 falsificada,	 el	 aval	 no	 se	 exime	 de	 su
responsabilidad	de	responder	por	el	pago	del	título	valor,	toda	vez	que	las
obligaciones	emergentes	de	 los	 títulos	valores	son	de	carácter	autónomas,
no	 dándose	 en	 el	 presente	 caso	 un	 supuesto	 de	 defecto	 formal	 del	 título
valor	para	que	el	avalista	se	vea	exonerado	de	su	obligación	conforme	se	ha
señalado	 anteriormente;	 en	 tal	 virtud,	 en	 el	 caso	 de	 autos	 tampoco	 se	 ha
incurrido	 en	 interpretación	 errónea	 del	 artículo	 85	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores	 número	 16587.	 (…)”	 (C.	 S.,	 Cas.	 761-2005-Lima,	 jul.	 03/2006.	 SS.
Sánchez-Palacios	Paiva)
JURISPRUDENCIA.—Aceptar	analizar	la	causa	que	motivó	la	emisión	del
pagaré	termina	desnaturalizando	el	proceso	ejecutivo.	“(…)	En	el	caso	de
autos,	 nos	 encontramos	 ante	 una	 acción	 cambiaria,	 en	 donde	 se	 exige	 el
pago	 de	 una	 obligación	 contenida	 en	 un	 título	 valor,	 –pagaré–,	 que	 de
acuerdo	 con	 la	 doctrina,	 los	 títulos	 valores	 se	 rigen	 por	 el	 principio	 de
literalidad	y	de	autonomía	del	derecho	documental,	que	significa	que	sólo	lo
que	resulta	de	los	términos	de	lo	que	está	redactado	en	título	determina	el
contenido,	 los	 alcances	 y	modo	 de	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 cartulares;	 y,
por	 el	 principio	 de	 abstracción	 no	 requiere	 de	 investigarse	 el	 origen	 del
mismo.	(…)	No	obstante	ello,	los	principios	de	literalidad	y	de	autonomía	del
derecho	 documental	 que	 rigen	 a	 los	 títulos	 valores,	 señalados	 en	 el
considerando	 precedente,	 las	 instancias	 de	 mérito	 al	 resolver	 la
controversia	 no	 sólo	 desnaturalizaron	 el	 proceso	 ejecutivo,	 toda	 vez,	 que
analizaron	la	causa	que	motivó	la	emisión	del	pagaré,	esto	es,	el	origen	de	la
obligación,	e	 incluso	el	 juzgador	fijó	como	punto	controvertido	determinar
el	 origen	 de	 la	 obligación	 puesta	 a	 cobro,	 así	 fluye	 del	 acta	 de	 audiencia
única	(…);	sino	también,	no	advierte	que	el	título	ejecutivo	materia	de	cobro
–pagaré–,	 fue	 girado	 el	 día	 trece	 de	marzo	 de	mil	 novecientos	 noventa	 y
siete	con	vencimiento	al	veintisiete	de	diciembre	del	dos	mil	cinco,	esto	es,
fue	 emitido	 en	 vigencia	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 y	 Valores	 número	 16587,
derogada	 expresamente	 por	 la	 Ley	 27287,	 vigente	 desde	 el	 diecisiete	 de
octubre	 del	 dos	 mil,	 en	 cuya	 Primera	 Disposición	 Transitoria,	 establece
expresamente	que:	 ‘Los	vales	a	 la	orden	y	 los	 instrumentos	de	corto	plazo
bajo	la	forma	de	letra	de	cambio	o	pagarés	que	hayan	sido	emitidos	antes	de
la	entrada	en	vigencia	de	 la	presente	 ley,	 se	seguirán	rigiendo	conforme	a
las	disposiciones	 legales	vigentes	en	 la	 fecha	de	su	emisión’;	 en	 tal	virtud,
estando	a	lo	dispuesto	en	la	norma	antes	acotada,	correspondía	aplicarse	la
Ley	16587,	por	 ser	 la	norma	que	estuvo	vigente	a	 la	 fecha	de	emisión	del
pagaré,	 aún	 cuando	 su	 vencimiento	 se	 haya	 producido	 en	 vigencia	 de	 la
nueva	Ley	de	Títulos	y	Valores.	(C.	S.,	Cas.	1197-2009-Lima,	jul.	30/2010.	V.
P.	Castañeda	Serrano)
JURISPRUDENCIA.—La	facultad	discrecional	otorgada	al	juzgador	para
actuar	pruebas	de	oficio	no	implica	desnaturalizar	los	procesos.	“(…)	Por
otro	 lado,	 si	 bien	 a	 tenor	 de	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 194	 del	 Código
Procesal	 Civil,	 se	 otorga	 facultad	 discrecional	 al	 juzgador	 para	 actuar
pruebas	 de	 oficio,	 en	 tanto	 las	 que	 obren	 en	 el	 proceso	 no	 le	 generen
convicción;	 también	 lo	 es,	 que	 se	 incurrió	 en	 evidentes	 errores	 en	 el
proceso,	 como	 es,	 admitir	 al	 amparo	 de	 dicha	 facultad	 discrecional,	 el
contrato	de	préstamo	que	no	 sólo	 fue	 recaudado	en	 la	 contradicción,	 sino
admitido	 como	 prueba	 de	 la	 parte	 ejecutada;	 y,	 por	 último,	 no	 obstante
advertir	 que	 el	 mismo,	 no	 contiene	 monto	 de	 la	 obligación	 ni	 plazo	 de
vencimiento,	concluye	que	no	se	probó	que	el	pagaré	se	emitió	conforme	a
los	 acuerdos	 adoptados	 por	 las	 partes,	 incurriendo	 en	 una	 defectuosa
valoración,	 que	 es	 reiterada	 por	 la	 sala	 al	 concluir	 que	 es	 imposible
establecer	 la	 coincidencia	 entre	 los	 acuerdos	 originalmente	 pactados	 en
dicho	 contrato	 y	 el	 pagaré	 materia	 de	 cobro,	 tomando	 en	 cuenta	 la	 Ley
27287	 y	 no	 la	 vigente	 a	 la	 fecha	 de	 la	 emisión	 del	 pagaré,	 esto	 es,	 la	 Ley
número	16587,	que	también	recoge	dicho	supuesto	en	su	artículo	9°,	por	lo
que	 se	 advierte	 una	 flagrante	 violación	 al	 derecho	 al	 debido	 proceso
previsto	en	el	numeral	139	inciso	3)	de	la	Constitución	Política	del	Estado,
en	tal	virtud,	 los	agravios	que	se	exponen	en	 los	puntos	1	y	3	de	 la	causal
denunciada	 debe	 ser	 amparada.	 (…)”	 (C.	 S.,	 Cas.	 1197-2009-Lima,	 jul.
30/2010.	V.	P.	Castañeda	Serrano)
JURISPRUDENCIA.—La	 adulteración	 del	 monto	 expresado	 en	 números
del	 pagaré	 no	 invalida	 el	 título,	 pues	 prima	 el	 importe	 expresado	 en
palabras.	 “En	 el	 caso	 de	 autos,	 la	 presunta	 adulteración	 del	 importe	 del
título	 valor	 se	 habría	 producido	 en	 el	monto	 consignado	 en	 números;	 sin
embargo,	en	el	mismo	pagaré	existe	una	descripción	del	monto	expresado
en	 palabras,	 las	 cuales	 se	 consignan	 claramente	 –y	 sin	 corregir–	 con	 el
siguiente	 tenor:	 ‘cien	 mil	 y	 cero	 cero/cien	 nuevos	 soles’;	 por	 tanto,	 aun
cuando	se	hubiera	consignado	en	números	una	cifra	que	no	correspondía	–y
que	 trató	 de	 corregirse	 con	 el	 uso	 del	 corrector	 líquido–,	 el	 importe	 que
finalmente	prevalecerá	es	el	signado	en	palabras;	por	tanto,	la	suma	puesta
a	cobro	es	la	que	realmente	corresponde	al	título	valor,	y	la	diferencia	que
pudiera	 existir	 entre	 los	 montos	 consignados	 en	 números	 y	 en	 letras	 no
afecta	su	mérito	ejecutivo,	pues	de	conformidad	con	la	norma	especial,	es	la
cifra	descrita	en	palabras	 la	que	 finalmente	determina	su	validez	(...)	 igual
razonamiento	 puede	 aplicarse	 a	 la	 fecha	 de	 vencimiento	 consignada	 en
números,	en	donde	el	corrector	líquido	se	aplicó	únicamente	sobre	el	día	–
diecinueve–,	 prevaleciendo	 el	mes	 y	 el	 año	 indicados	 –marzo	 del	 año	 dos
mil–,	 siendo	 que	 en	 el	 texto	 escrito	 se	 consigna:	 ‘Pagaré/pagaremos
solidariamente	 a	 la	 orden	 del	 Banco	 Internacional	 del	 Perú	 -	 Interbank
Sociedad	Anónima	en	sus	oficinas	de	esta	ciudad	o	donde	se	presente	este
documento	para	su	cobro,	a	noventa	días	desde	la	fecha	(...)’,	refiriéndose	a
la	 fecha	 de	 giro	 que	 tuvo	 lugar	 el	 día	 veinte	 de	 diciembre	 del	 año	 mil
novecientos	noventa	y	nueve,	y	estando	a	que	la	fecha	indicada	por	días	se
computa	como	días	naturales,	la	demandada	era	consciente	que	debía	hacer
pago	de	 la	suma	allí	consignada,	efectivamente	el	día	diecinueve	de	marzo
del	 año	 dos	 mil.	 Cabe	 precisar,	 además,	 que	 la	 indicación	 de	 la	 fecha	 de
vencimiento	 no	 constituye	 un	 requisito	 esencial	 del	 título	 valor,	 pues
conforme	a	lo	normado	en	el	inciso	primero	del	artículo	sesenta	y	dos	de	la
Ley	 número	 dieciséis	 mil	 quinientos	 ochenta	 y	 siete	 –por	 remisión	 del
artículo	 ciento	 treinta	 y	 tres	 de	 la	 citada	 norma–,	 cuando	 no	 se	 indica	 la
fecha	de	vencimiento	en	el	título	valor,	éste	se	considera	pagadero	a	la	vista
(...)	por	todo	 lo	expuesto,	se	concluye	que	no	existe	 incumplimiento	de	 los
requisitos	 esenciales	 del	 pagaré	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 ciento
veintinueve	de	la	Ley	número	dieciséis	mil	quinientos	ochenta	y	siete,	y	los
cuestionamientos	al	monto	del	importe	y	a	la	fecha	de	vencimiento,	ambos
consignados	 en	 números,	 no	 pueden	motivar	 la	 inejecutabilidad	 del	 título
por	 tratarse	 de	 aspectos	 que	 pueden	 ser	 superados	 recurriendo	 a	 las
soluciones	 que	 aporta	 el	 propio	 legislador	 en	 caso	 de	 duda	 sobre	 su
determinación	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	1066-2010-Junín,	abr.	06/2011.	V.	P.	Ticona
Postigo)
Ley	27287.
ART.	159.—Requisitos	adicionales.	En	el	pagaré	podrá	dejarse	constancia
de:
a)	La	causa	que	dio	origen	a	su	emisión;
b)	La	tasa	de	interés	compensatorio	que	devengará	hasta	su	vencimiento,
así	como	de	las	tasas	de	interés	compensatorio	y	moratorio	para	el	período
de	mora,	de	acuerdo	al	artículo	51,	aplicándose	en	caso	contrario	el	interés
legal;	y
c)	Otras	referencias	causales.
JURISPRUDENCIA.—Que	 el	 título	 valor	 cumpla	 con	 los	 requisitos	 de	 la
ley	especial	no	significa	que	deje	de	ser,	en	esencia,	un	acto	jurídico.	“(…)
sobre	 la	 inaplicación	 de	 los	 artículos	 1.2,	 102	 y	 158	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores	cabe	precisar	que	lo	que	se	pretende	con	la	presente	acción	es	que
se	 declare	 la	 ineficacia	 de	 los	 títulos	 valores	 antes	 mencionados,
considerados	 actos	 o	 negocios	 jurídicos	 que	 adolecen	 del	 presupuesto
objeto	 (falta	 de	 entrega	 de	 dinero),	 no	 como	 títulos	 valores	 propiamente
dichos;	 en	 tal	 sentido,	 el	 debate	 y	 la	 dilucidación	de	 la	 controversia	 se	 ha
centrado	 teniendo	en	cuenta	principalmente	 las	disposiciones	de	 los	actos
jurídicos	 establecidos	 en	 el	 Código	 Civil;	 por	 lo	 que	 las	 normas	 invocadas
como	inaplicadas	no	resultan	trascendentes	para	la	solución	de	la	presente
acción	que	no	tiene	la	naturaleza	cambiaria	o	ejecutiva.	Más	aún	el	hecho	de
que	los	títulos	valores	sub	litis	cumplen	(sic)	con	los	requisitos	establecidos
en	las	normas	antes	mencionadas,	no	significa	desconocer	su	esencia	misma
de	acto	jurídico.	Además,	en	el	presente	caso,	no	se	ha	solicitado	la	nulidad	o
ineficacia	 del	 negocio	 causal	 que	 dio	 origen	 los	 pagarés	 sub	 litis,	 sino
propiamente	 la	 ineficacia	 estructural	 de	 los	 títulos	 valores;	 tampoco	 ha
quedado	demostrado	que	los	mencionados	títulos	valores	hayan	circulado,
conforme	a	la	ley	cambiaria.	(…)	En	cuanto	la	inaplicación	del	artículo	1331
del	 Código	 Civil,	 este	 dispositivo	 está	 referido	 a	 la	 prueba	 de	 los	 daños	 y
perjuicios	corresponde	al	perjudicado,	que	si	bien	no	ha	sido	expresamente
citado	por	 las	 instancias	de	mérito,	 sin	embargo	de	 su	 fundamentación	 se
evidencia	su	aplicación,	pues,	se	ha	establecido	que	la	parte	demandada	ha
causado	 daño	 al	 accionante	 al	 no	 haber	 desembolsado	 los	 montos
consignados	en	 los	pagarés,	 lo	que	no	ha	quedado	establecido	es	el	monto
de	los	daños,	en	tal	supuesto	el	artículo	1332	del	mencionado	código	faculta
al	 juzgador	a	 fijarlo	equitativamente,	 tal	 conforme	 lo	han	determinado	 las
instancias	de	mérito,	por	lo	que	este	extremo	de	la	denuncia	casatoria	debe
también	ser	desestimada	(…).”	(C.	S.,	Cas.	1705-2008-Piura,	jul.	03/2008.	V.
P.	Miranda	Canales)
Ley	27287.
ART.	 160.—Formas	 de	 vencimiento.	 El	 vencimiento	 del	 pagaré	 puede
indicarse	solamente	de	las	siguientes	formas:
a)	A	fecha	o	fechas	fijas	de	vencimiento,	según	se	trata	de	pago	único	de	su
importe	o	de	pago	en	armadas	o	cuotas;
b)	A	la	vista;	o
c)	A	cierto	plazo	o	plazos	desde	su	emisión,	según	se	trate	de	pago	único	de
su	importe	o	de	pago	en	armadas	o	cuotas.
Ley	27287.
ART.	 161.—Obligaciones	 del	 emitente.	 El	 emitente	 en	 su	 calidad	 de
obligado	principal	asume	las	mismas	obligaciones	que	el	aceptante	de	una
letra	de	cambio;	y	el	tenedor	tiene	acción	directa	contra	él	y	sus	garantes.
JURISPRUDENCIA.—Responsables	 solidarios	 en	 el	 pagaré.	 “La	 acción
cambiaria	directa	puede	interponerse	contra	el	emitente	del	pagaré	y	contra
el	garante	o	aval”.	(Cas.	2037-2001-Lima.	03.12.2002)
JURISPRUDENCIA.—Si	la	parte	demandada	no	acredita	fehacientemente
haber	desembolsado	los	montos	consignados	en	los	pagarés,	 los	títulos
carecerán	 de	 efectos	 cambiarios.	 “(…)	 finalmente,	 no	 debe	 dejar	 de
precisarse	 que	 ha	 quedado	 establecido	 que	 la	 parte	 demandada	 no	 ha
acreditado	 fehacientemente	 haber	 desembolsado	 los	 montos	 consignados
en	 los	pagarés,	 lo	que	 jurídicamente	hace	que	específicamente	 los	pagarés
en	 litis	 adolezcan	 de	 ineficacia	 estructural	 por	 la	 falta	 del	 presupuesto
objeto,	 consecuentemente,	 según	 lo	 pedido	 por	 el	 accionante,	 debe
considerarse	que	 los	mencionados	pagarés	 carecen	de	 efectos	 cambiarios,
no	 siendo	 instrumentos	 de	 créditos	 válidos.	 Asimismo,	 dicha	 ineficacia
estructural	declarada,	en	modo	alguno	enerva	la	relación	causal	y	crediticia
habida	 entre	 las	 partes,	 la	 que	 probablemente	 se	 remonta	 a	 la	 fecha	 del
otorgamiento	de	 la	escritura	pública	de	garantía	hipotecaria	por	parte	del
demandante,	esto	es,	al	cinco	de	octubre	de	mil	novecientos	noventa	y	ocho.
(…).”	(C.	S.,	Cas.	1705-2008-Piura,	jul.	03/2008.	V.	P.	Miranda	Canales)
Ley	27287.
ART.	162.—Normas	aplicables.	Son	de	aplicación	el	pagaré,	en	cuanto	no
resulten	 incompatibles	 con	 su	 naturaleza,	 las	 disposiciones	 referidas	 a	 la
letra	de	cambio.
JURISPRUDENCIA.—Normas	 civiles	 sobre	 nulidad	 y	 anulabilidad	 del
acto	jurídico	son	perfectamente	aplicables	a	los	títulos	valores.	“(…)	 los
bancos	 demandados	 denuncian	 la	 aplicación	 indebida	 de	 normas	 de
derecho	material,	como	son	los	artículos	140	y	219	inciso	8	del	Código	Civil,
pues,	a	decir	de	los	recurrentes	dichas	normas	son	impertinentes,	pues,	son
aplicables	a	casos	de	nulidad	de	actos	jurídicos	y	no	a	los	de	ineficacia	de	los
títulos	valores	que	se	rigen	por	el	artículo	102	de	la	Ley	de	Títulos	Valores.
Noveno	 (…)	 el	 acto	 o	 hecho	 de	 emitir,	 girar	 o	 suscribir	 documentos
especiales,	como	el	pagaré,	es	una	manifestación	de	voluntad	destinada	a	la
producción	de	efectos	jurídicos;	pues,	crea	una	categoría	jurídica	específica
–de	título	valor	y	una	relación	cambiaria–	distinta	al	negocio	o	causa	que	la
origina,	que	además	es	consecuencia	de	una	manifestación	de	voluntad	libre
y	espontánea,	 facultada	por	el	ordenamiento	 jurídico.	De	modo	tal,	que	en
esencia	 viene	 a	 ser,	 un	 acto	 jurídico	 o	 negocio	 jurídico	 (aceptado
contemporáneamente).	 (…)	 en	 tal	 sentido,	 al	 acto	 o	 negocio	 jurídico	 de
emitir,	 girar	o	 suscribir	 títulos	valores	 le	 son	perfectamente	aplicables	 las
disposiciones	 reguladas	por	 el	 Código	Civil,	 específicamente	 los	 requisitos
de	 validez	 regulados	 en	 el	 artículo	 140,	 así	 como	 también	 las	 causales	 de
nulidad	previstas	en	el	artículo	219	del	referido	código.	Pues,	a	criterio	de
este	colegiado	dentro	de	la	categoría	genérica	de	negocio	o	acto	jurídico	se
encuentra	 inmersa	 el	 hecho	 de	 emitir,	 girar	 o	 suscribir	 pagares	 (sic),	 al
margen	de	la	naturaleza	jurídica	que	le	es	otorgada	por	la	ley	de	la	materia;
aceptar	 la	 afirmación	de	 los	 demandados,	 importaría	 una	 desmembración
de	nuestro	ordenamiento	jurídico,	creando	una	categoría	jurídica	aislada,	lo
cual	 no	 se	 condice	 con	 el	 principio	 de	 unidad	 que	 inspira	 a	 todo	 orden
normativo;	más	bien	debe	buscarse	 la	aplicación	concordada	o	sistemática
de	las	disposiciones	normativas	imperantes.	(…)	Dicha	conclusión,	en	modo
alguno	 importa	 tampoco	 desvirtuar	 la	 naturaleza	 que,	 mediante	 ficción
jurídica,	se	ha	asignado	a	todo	título	valor	por	la	ley	y	doctrina	especializada
en	 la	 materia,	 quienes	 la	 han	 definido	 como	 documentos	 en	 los	 que	 se
incorporan	derechos	patrimoniales	destinados	 a	 la	 circulación	 (…).”	 (C.	 S.,
Cas.	1705-2008-Piura,	jul.	03/2008.	V.	P.	Miranda	Canales)
JURISPRUDENCIA.—A	diferencia	de	la	letra	de	cambio,	el	pagaré	puede
señalar	el	motivo	de	su	emisión.	“(…)	 la	naturaleza	que,	mediante	 ficción
jurídica,	se	ha	asignado	a	todo	título	valor	por	la	ley	y	doctrina	especializada
en	 la	 materia,	 quienes	 la	 han	 definido	 como	 documentos	 en	 los	 que	 se
incorporan	 derechos	 patrimoniales	 destinados	 a	 la	 circulación;	 en	 el	 caso
específico	 del	 pagaré	 es	 un	 título	 valor,	 que	 a	 diferencia	 de	 la	 letra	 de
cambio,	puede	señalar	la	causa	o	finalidad	de	su	emisión,	lo	que	hace	posible
determinar	 con	 facilidad	 las	 relaciones	 causales	entre	emitente	y	 tenedor;
empero	ello,	en	su	esencia	no	le	quita	la	categoría	de	ser	un	negocio	jurídico,
como	ha	sucedido	en	el	presente	caso,	por	tanto	las	normas	denunciadas	del
Código	Civil	 son	pertinentes	para	 el	 presente	 caso.	 (…).”	 (C.	 S.,	 Cas.	 1705-
2008-Piura,	jul.	03/2008.	V.	P.	Miranda	Canales)
SECCIÓN	TERCERA
DE	LA	FACTURA	CONFORMADA
TÍTULO	ÚNICO
LA	FACTURA	CONFORMADA
Ley	27287.
ART.	163.—Modificado.	Ley	28203,	Art.	Único.	Características.
163.1	La	factura	conformada	tiene	las	siguientes	características:
a)	 Se	 origina	 en	 la	 compraventa	 u	 otras	 modalidades	 contractuales	 de
transferencia	de	propiedad	de	mercaderías,	o	en	la	prestación	de	servicios,
en	las	que	se	acuerde	el	pago	diferido	del	precio	o	de	la	contraprestación	del
servicio;
b)	 El	 objeto	 de	 la	 compraventa	 u	 otras	 relaciones	 contractuales	 antes
referidas	debe	ser	mercaderías	o	bienes	objeto	de	comercio,	o	servicios,	que
generen	la	obligación	de	expedir	comprobantes	de	pago;
c)	Los	bienes	y	mercaderías	pueden	ser	fungibles	o	no,	identificables	o	no;
d)	 La	 conformidad	 puesta	 por	 el	 comprador	 o	 adquirente	 del	 bien	 o
usuario	 del	 servicio	 en	 el	 texto	 del	 título	 demuestra	 por	 sí	 sola	 y	 sin
admitirse	 prueba	 en	 contrario	 que	 éste	 recibió	 la	 mercadería	 o	 bienes	 o
servicios	descritos	en	la	factura	conformada	a	su	total	satisfacción;
e)	 La	 factura	 conformada	 es	 un	 título	 valor	 a	 la	 orden,	 transmisible	 por
endoso;
f)	Desde	su	conformidad,	representa	el	crédito	consistente	en	el	saldo	del
precio	o	contraprestación	señalado	en	el	mismo	título.
163.2.	Para	la	emisión	de	la	factura	conformada	se	podrá	utilizar	una	copia
adicional	del	respectivo	comprobante	de	pago	denominado	factura	o	boleta
de	venta.	Dicha	copia	deberá	llevar	la	denominación	del	título	y	la	leyenda
“copia	no	válida	para	efecto	tributario”	y	carece	de	todo	efecto	tributario.
Ley	27287.
ART.	164.—Modificado.	Ley	28203,	Art.	Único.	Contenido	de	la	factura
conformada.
La	factura	conformada	deberá	expresar	cuando	menos	lo	siguiente:
a)	La	denominación	de	factura	conformada;
b)	La	indicación	del	lugar	y	fecha	de	su	emisión;
c)	El	nombre,	número	del	documento	oficial	de	identidad,	firma	y	domicilio
del	emitente,	que	sólo	puede	ser	el	vendedor	o	transferente,	o	el	prestador
del	servicio,	a	cuya	orden	se	entiende	emitida;
d)	 El	 nombre,	 número	 de	 documento	 oficial	 de	 identidad	 y	 domicilio	 del
comprador	 o	 adquirente	 del	 bien	 o	 usuario	 del	 servicio,	 a	 cuyo	 cargo	 se
emite;
e)	 El	 lugar	 de	 entrega,	 en	 caso	 de	 tratarse	 de	 mercaderías	 o	 bienes
descritos	en	el	título;
f)	 La	 descripción	 del	 servicio	 prestado	 y,	 en	 su	 caso,	 de	 la	 mercadería
entregada,	 señalando	 su	 clase,	 serie,	 calidad,	 cantidad,	 estado	 y	 demás
referencias	que	permitan	determinar	su	naturaleza,	género,	especie	y	valor
patrimonial;
g)	 El	 valor	 unitario	 y	 total	 de	 la	 mercadería	 y,	 en	 su	 caso,	 del	 servicio
prestado;
h)	 El	 precio	 o	 importe	 total	 o	 parcial	 pendiente	 de	 pago	 de	 cargo	 del
comprador	o	adquirente	del	bien	o	usuario	del	servicio,	que	es	el	monto	del
crédito	que	este	título	representa;
i)	La	fecha	de	pago	del	monto	señalado	en	el	inciso	anterior,	que	podrá	ser
en	forma	total	o	en	armadas	o	cuotas.	En	este	último	caso,	deberá	indicarse
las	fechas	respectivas	de	pago	de	cada	armada	o	cuota;	y
j)	La	indicación	del	lugar	de	pago	y/o,	en	los	casos	previstos	por	el	artículo
53,	la	forma	cómo	ha	de	efectuarse	éste.
Ley	27287.
ART.	 165.—Modificado.	 Ley	 28203,	 Art.	 Único.	 Requisitos	 no
esenciales.
165.1	 A	 falta	 de	 indicación	 del	 lugar	 de	 entrega	 de	 las	 mercaderías,	 se
entenderá	que	fue	hecha	en	el	domicilio	del	comprador	o	adquirente.
165.2	A	falta	de	indicación	del	lugar	de	pago,	éste	se	exigirá	en	el	domicilio
del	 obligado	 principal,	 salvo	 que	 se	 hubiera	 acordado	 realizar	 el	 pago
conforme	al	artículo	53.
165.3	De	haberse	dejado	constancia	de	la	conformidad	sin	indicar	su	fecha
se	considerará	que	ésta	fue	hecha	en	la	misma	fecha	de	la	emisión	del	título.
Ley	27287.
ART.	166.—Modificado.	Ley	28203,	Art.	Único.	Vencimiento.
166.1	 El	 vencimiento	 de	 la	 factura	 conformada	 puede	 ser	 señalado
solamente	de	las	siguientes	formas:
a)	A	fecha	o	fechas	fijas	de	vencimiento,	según	se	trate	de	pago	único,	o	en
armadas	o	cuotas;
b)	A	la	vista;
c)	 A	 cierto	 plazo	 o	 plazos	 desde	 su	 conformidad,	 en	 cuyo	 caso	 deberá
señalarse	dicha	fecha	de	conformidad;	y,
d)	A	cierto	plazo	o	plazos	desde	su	emisión.
166.2	 En	 caso	 de	 haberse	 pactado	 el	 pago	 de	 la	 factura	 conformada	 en
armadas	o	cuotas,	la	falta	de	pago	de	una	o	más	de	ellas	faculta	al	tenedor	a
dar	 por	 vencidos	 todos	 los	 plazos	 y	 a	 exigir	 el	 pago	 del	 monto	 total	 del
título;	o,	alternativamente,	exigir	 las	prestaciones	pendientes	en	 las	 fechas
de	 vencimiento	 de	 cualquiera	 de	 las	 siguientes	 cuotas	 o,	 inclusive,	 en	 la
fecha	de	la	última	armada	o	cuota,	según	decida	libremente	dicho	tenedor.
Para	 ese	 efecto,	 bastará	 que,	 de	 ser	 necesario,	 logre	 el	 correspondiente
protesto	 o	 formalidad	 sustitutoria	 en	 oportunidad	 del	 incumplimiento	 de
cualquiera	de	dichas	armadas	o	cuotas,	sin	que	afecte	su	derecho	no	haber
efectuado	 tal	 protesto	 o	 formalidad	 sustitutoria	 correspondiente	 a	 las
anteriores	o	cada	una	de	las	armadas	o	cuotas.	La	cláusula	a	que	se	refiere	el
artículo	 52	 que	 se	 hubiera	 incorporado	 en	 estas	 facturas	 conformadas
surtirá	efecto	sólo	respecto	de	la	última	armada	o	cuota.
166.3	De	los	pagos	de	las	cuotas	o	armadas	deberá	dejarse	constancia	en	el
mismo	título,	bajo	responsabilidad	del	tenedor	o	de	la	empresa	del	Sistema
Financiero	Nacional	que	reciba	tales	pagos,	sin	perjuicio	de	su	obligación	de
expedir	la	respectiva	constancia	o	recibo	de	tales	pagos.
Ley	27287.
ART.	 167.—Modificado.	 Ley	 28203,	 Art.	 Único.	 Obligaciones	 del
comprador	o	adquirente	del	bien	o	usuario	del	servicio.	El	comprador	o
adquirente	del	bien	o	usuario	del	servicio	que	haya	dejado	constancia	de	su
conformidad,	 tendrá	 la	 calidad	 de	 obligado	 principal	 del	 pago	 de	 la
acreencia	 que	 representa	 la	 factura	 conformada.	 En	 tanto	 la	 factura
conformada	no	cuente	con	la	conformidad	del	comprador	o	adquirente	del
bien	o	usuario	del	 servicio,	 la	 calidad	de	obligado	principal	 recae	 sobre	el
emitente.
Ley	27287.
ART.	 168.—Modificado.	 Ley	 28203,	 Art.	 Único.	 Relaciones	 causales
entre	 vendedor	 y	 comprador.	 El	 comprador	 o	 adquirente	 del	 bien	 o
usuario	 del	 servicio	 podrá	 oponer	 las	 excepciones	 personales	 que	 le
correspondan	por	 vicio	 oculto	 o	 defecto	 del	 bien	 o	 servicio	 sólo	 contra	 el
vendedor	o	transferente	o	prestador	del	servicio	o	contra	su	endosatario	en
procuración,	sin	tener	derecho	a	retener,	respecto	a	terceros,	los	bienes	ni	el
precio	 pendiente	 de	 pago,	 ni	 demorar	 el	 pago	 según	 la	 fecha	 o	 fechas
señaladas	en	la	factura	conformada.
Ley	27287.
ART.	169.—Modificado.	Ley	28203,	Art.	Único.	Plazo.	El	plazo	de	pago	o
pagos	del	saldo	del	precio	que	se	consigne	en	la	factura	conformada	podrá
ser	mayor	de	un	(1)	año.
Ley	27287.
ART.	170.—Modificado.	Ley	28203,	Art.	Único.	Pacto	de	intereses.	En	la
factura	 conformada	 procede	 estipular	 acuerdos	 sobre	 tasas	 de	 interés
compensatorio	 que	 devengará	 su	 importe	 desde	 su	 emisión	 hasta	 su
vencimiento,	así	como	las	tasas	de	interés	compensatorio	y	moratorio	para
el	período	de	mora,	de	acuerdo	al	artículo	51,	aplicándose	en	caso	contrario
el	interés	legal.
Ley	27287.
ART.	171.—Modificado.	Ley	28203,	Art.	Único.	Normas	aplicables.	Son
de	aplicación	a	la	factura	conformada,	en	cuanto	no	resulten	incompatibles
con	su	naturaleza,	las	disposiciones	referidas	a	la	letra	de	cambio.
LA	FACTURA	COMERCIAL
Ley	29623.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 El	 objeto	 de	 la	 presente	 ley	 es	 promover	 el
acceso	al	financiamiento	a	los	proveedores	de	bienes	o	servicios	a	través	de
la	comercialización	de	facturas	comerciales	y	recibos	por	honorarios.
Para	estos	efectos,	es	preciso	otorgar	a	 las	 facturas	comerciales	y	recibos
por	honorarios,	que	se	originan	en	 las	 transacciones	de	venta	de	bienes	o
prestación	 de	 servicios,	 determinadas	 características	 que	 permitan	 su
negociabilidad.
NOTA:	La	Ley	29623,	que	promueve	el	financiamiento	a	través	de	la	factura	comercial,	fue	publicada
el	07	de	diciembre	del	2010.	Y,	según	su	artículo	12,	entró	en	vigencia	a	los	ciento	ochenta	(180)	días
contados	a	partir	de	la	fecha	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
REGLAMENTO
D.	S.	208-2015-EF.
ART.	 1°.—Aprobación	 del	 reglamento.	 Apruébase	 el	 Reglamento	 de	 la
Ley	N°	 29623,	 Ley	 que	 promueve	 el	 financiamiento	 a	 través	 de	 la	 factura
comercial,	 el	 cual	 consta	 de	 3	 capítulos,	 17	 artículos,	 5	 disposiciones
complementarias	 finales,	 que	 forma	parte	 integrante	del	 presente	decreto
supremo.
NOTA:	El	primer	reglamento	de	la	Ley	29623	(Decreto	Supremo	N°	047-2011-EF),	que	promueve	el
financiamiento	a	través	de	la	factura	comercial,	fue	publicado	el	27	de	marzo	del	2011.	Sin	embargo,
este	fue	derogado	por	el	Decreto	Supremo	N°	208-2015,	publicado	el	26	de	julio	del	2015,	que	aprobó
el	nuevo	reglamento.
REGLAMENTO	DE	LA	FACTURA	COMERCIAL	Y	NEGOCIABLE
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	1°.—Objeto.	El	presente	 reglamento	 tiene	 por	 objeto	 establecer	 las
normas	y	disposiciones	para	regular	 la	aplicación	de	 la	Ley	N°	29623,	Ley
que	 promueve	 el	 financiamiento	 a	 través	 de	 la	 factura	 comercial,	 y	 sus
normas	modificatorias.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 2°.—Referencias.	 En	 el	 presente	 reglamento	 se	 utilizarán	 las
siguientes	referencias:
a)	Ley:	Ley	N°	29623,	Ley	que	promueve	el	 financiamiento	a	 través	de	 la
factura	comercial,	y	sus	normas	modificatorias.
b)	 Ley	 del	 Mercado	 de	 Valores:	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 del
Mercado	de	Valores	aprobado	mediante	Decreto	Supremo	N°	093-2002-EF.
c)	 Ley	 de	 Títulos	 Valores:	 Ley	 N°	 27287,	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 y	 sus
normas	modificatorias.
d)	Ley	General	del	Sistema	Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica
de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de
Fondos	de	Pensiones:	Ley	N°	26702,	Ley	General	del	Sistema	Financiero	y
del	 Sistema	 de	 Seguros	 y	 Orgánica	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y
Seguros,	y	sus	normas	modificatorias.
e)	 Sunat:	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Aduanas	 y	 de	 Administración
Tributaria.
f)	SBS:	Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de
Fondos	de	Pensiones.
g)	SMV:	Superintendencia	del	Mercado	de	Valores.
h)	 Reglamento:	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°	 29623,	 Ley	 que	 promueve	 el
financiamiento	 a	 través	 de	 la	 factura	 comercial,	 y	 sus	 normas
modificatorias.
i)	Reglamento	de	Comprobantes	de	Pago:	Reglamento	de	Comprobantes	de
Pago,	 aprobado	 por	 Resolución	 de	 Superintendencia	 N°	 007-99/Sunat	 y
normas	modificatorias.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 3°.—Definiciones.	 Para	 los	 fines	 del	 presente	 reglamento,	 los
términos	 siguientes	 tendrán	 los	 alcances	 y	 el	 significado	 que	 se	 indican	 a
continuación:
a)	Adquirente:	Es	el	comprador	del	bien	o	usuario	del	servicio	responsable
por	el	pago	del	monto	consignado	en	la	factura	negociable.
b)	ICLV:	Son	las	instituciones	de	compensación	y	liquidación	de	valores,	a
que	se	refiere	el	artículo	223	de	la	Ley	del	Mercado	de	Valores.
c)	Imprentas	autorizadas:	Son	las	imprentas	autorizadas	por	la	Sunat	para
realizar	trabajos	de	impresión	y/o	importación	de	documentos	conforme	al
Reglamento	de	Comprobantes	de	Pago.
d)	 Factura	 comercial:	 Es	 el	 comprobante	 de	 pago	 emitido	 conforme	 a	 lo
dispuesto	en	numeral	1	del	artículo	4°	del	Reglamento	de	Comprobantes	de
Pago.	 Puede	 ser	 emitida	 de	 manera	 física	 o	 electrónica,	 conforme	 a	 las
disposiciones	aplicables	emitidas	por	la	Sunat.
e)	Factura	negociable:	Es	el	título	valor	definido	en	el	artículo	2°	de	la	ley,
el	cual	puede	estar	representado	físicamente	o	a	través	de	su	anotación	en
cuenta	en	el	sistema	contable	de	una	ICLV.
f)	 Legítimo	 tenedor:	 Persona	 natural	 o	 jurídica	 legitimada	 al	 cobro	 de	 la
factura	negociable.
g)	 Proveedor:	 Es	 el	 proveedor	 de	 bienes	 o	 servicios,	 que	 emite	 el
comprobante	 de	 pago	 denominado	 factura	 comercial	 o	 recibo	 por
honorarios.
h)	Recibo	por	honorarios:	Es	el	comprobante	de	pago	emitido	conforme	a
lo	dispuesto	en	numeral	2	del	artículo	4°	del	Reglamento	de	Comprobantes
de	Pago.	Puede	 ser	emitido	de	manera	 física	o	electrónica,	 conforme	a	 las
disposiciones	aplicables	emitidas	por	la	Sunat.
i)	 Incorporado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 2°.	 Entrega	 de	 la	 factura
negociable:	 Para	 el	 caso	 de	 la	 factura	 negociable	 originada	 en	 un
comprobante	 de	 pago	 impreso	 y/o	 importado,	 es	 la	 presentación	 por	 el
proveedor	al	adquirente	para	que	éste	deje	constancia	de	la	fecha	de	dicha
presentación	en	 el	mismo	momento	que	 se	 entrega	 la	 factura	 comercial	 o
recibo	 por	 honorarios	 del	 cual	 deriva	 la	 factura	 negociable	 como	 tercera
copia.
Ley	29623.
ART.	2°.—Modificado.	D.	Leg.	1178,	Art.	2°.	De	la	emisión	de	la	factura
negociable.	 Es	 obligatoria	 la	 incorporación	 en	 los	 comprobantes	 de	 pago
impresos	 y/o	 importados	 denominados	 factura	 comercial	 y	 recibos	 por
honorarios,	 de	 una	 tercera	 copia	 denominada	 factura	 negociable	 para	 su
transferencia	 a	 terceros,	 cobro,	 protesto	 y	 ejecución	 en	 caso	 de
incumplimiento.
Las	imprentas	autorizadas	por	la	Sunat	tendrán	la	obligación	de	incorporar
la	referida	tercera	copia	en	todas	 las	 facturas	comerciales	que	impriman	o
importen.
De	 no	 cumplir	 con	 lo	 señalado	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 se	 aplicará	 lo
establecido	en	el	artículo	11-A.
Los	 contribuyentes	 que	 emitan	 los	 comprobantes	 de	 pago	 denominados
factura	comercial	y	 recibo	por	honorarios	de	manera	electrónica,	desde	el
portal	 de	 la	 Sunat,	 desde	 los	 Sistemas	 del	 Contribuyente	 o	 desde	 otros
sistemas	que	administre	dicha	entidad,	podrán	emitir	la	factura	negociable
y	realizar	las	operaciones	necesarias	para	su	transferencia	a	terceros,	cobro,
protesto	y	ejecución	en	caso	de	incumplimiento.
La	 Sunat,	 la	 Superintendencia	 de	Mercado	de	Valores	 (SMV)	 y	 las	 demás
entidades	competentes	establecerán	los	mecanismos	y	procedimientos	que
deberán	 seguirse	 para	 realizar	 las	 operaciones	 descritas	 en	 el	 presente
artículo.
La	factura	negociable	es	un	título	valor	a	la	orden	transferible	por	endoso	o
un	valor	representado	y	transferible	mediante	anotación	en	cuenta	en	una
Institución	de	Compensación	y	Liquidación	de	Valores	(ICLV),	de	acuerdo	a
la	 ley	 de	 la	 materia.	 Dicha	 transferencia	 mediante	 anotación	 en	 cuenta
producirá	los	mismos	efectos	que	el	endoso	a	que	se	refiere	el	Título	Cuarto
de	 la	 Sección	 Segunda	 de	 la	 Ley	 N°	 27287,	 Ley	 de	 Títulos	 Valores.	 Para
efectos	de	su	anotación	en	cuenta,	la	factura	negociable	que	se	origine	en	un
comprobante	de	pago	impreso	y/o	importado,	debe	contar	con	la	constancia
de	entrega	de	la	factura	negociable,	a	que	se	refiere	el	literal	g)	del	artículo
3°.
La	 factura	 negociable	 se	 origina	 en	 la	 compraventa	 u	 otras	modalidades
contractuales	de	transferencia	de	propiedad	de	bienes	o	en	la	prestación	de
servicios	e	 incorpora	el	derecho	de	crédito	respecto	del	saldo	del	precio	o
contraprestación	 pactada	 por	 las	 partes.	 La	 factura	 negociable	 adquiere
mérito	 ejecutivo	 verificado	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	6°	de	la	presente	ley.
Todo	 acuerdo,	 convenio	 o	 estipulación	 que	 restrinja,	 limite	 o	 prohíba	 la
transferencia	de	la	factura	negociable	es	nulo	de	pleno	derecho.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	4°.—Calidad	y	efectos	de	título	valor	de	la	factura	negociable.
4.1.	 La	 factura	 negociable	 que	 se	 origine	 en	 un	 comprobante	 de	 pago
impreso	y/o	importado	es	un	título	valor	a	la	orden	transmisible	por	endoso
que	 incorpora	 el	 derecho	 de	 crédito	 respecto	 del	 saldo	 de	 precio	 o
contraprestación	 pactada	 por	 el	 proveedor	 y	 el	 adquirente,	 siempre	 que
reúna	los	requisitos	establecidos	en	el	artículo	3°	de	la	ley	y	en	el	presente
reglamento.
4.2.	El	proveedor	o	el	legítimo	tenedor,	en	caso	la	factura	negociable	que	se
origine	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 y/o	 importado	 haya	 sido
previamente	endosada,	puede	optar	por	transformar	el	referido	título	valor
a	 un	 valor	 representado	 mediante	 anotación	 en	 cuenta	 transmisible	 por
transferencia	 contable,	 para	 lo	 cual	 requiere	 que	 el	mismo	 sea	 registrado
ante	una	ICLV	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	 ley,	 la	Ley	de	Títulos
Valores,	y	en	la	Ley	del	Mercado	de	Valores.
4.3.	 La	 factura	 negociable	 que	 se	 origine	 en	 un	 comprobante	 de	 pago
electrónico	 es	 un	 valor	 representado	 mediante	 anotación	 en	 cuenta	 ante
una	 ICLV	 que	 tiene	 la	 misma	 naturaleza	 y	 efectos	 que	 el	 título	 valor
señalado	 en	 el	 primer	 párrafo,	 siempre	 que	 reúna	 los	 requisitos
establecidos	en	el	artículo	3°-A	de	la	ley	y	sea	registrado	ante	una	ICLV	de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	ley,	la	Ley	de	Títulos	Valores,	y	en	la	Ley
del	Mercado	de	Valores.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 9°.—Restricción	 o	 limitación	 a	 la	 transferencia	 de	 la	 factura
negociable.	 En	 concordancia	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 último	 párrafo	 del
artículo	2°	de	la	ley,	se	entenderá	que	se	restringe	o	limita	la	transferencia
de	 la	 factura	 negociable,	 entre	 otras	 modalidades,	 cuando	 el	 adquirente
establezca	procedimientos	o	prácticas	 cuyo	efecto	 sea	 impedir	o	dilatar	 la
entrega	de	la	factura	negociable,	o	desalentar	la	circulación	de	la	misma.
Ley	29623.
ART.	 3°.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1178,	 Art.	 2°.	 Contenido	 de	 la	 factura
negociable	 originada	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 o
importado.	 La	 factura	 negociable	 que	 se	 origine	 en	 un	 comprobante	 de
pago	 impreso	 y/o	 importado,	 además	 de	 la	 información	 requerida	 por	 la
Sunat	para	 la	 factura	 comercial	 o	 el	 recibo	por	honorarios,	 debe	 contener
cuando	menos,	lo	siguiente:
a)	La	denominación	“factura	negociable”.
b)	Firma	y	domicilio	del	proveedor	de	bienes	o	servicios,	a	cuya	orden	se
entiende	emitida.
c)	Domicilio	del	adquirente	del	bien	o	usuario	del	servicio,	a	cuyo	cargo	se
emite.
d)	Fecha	de	vencimiento,	conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	4°.	A	falta
de	 indicación	 de	 la	 fecha	 de	 vencimiento	 en	 la	 factura	 negociable,	 se
entiende	que	vence	a	los	treinta	(30)	días	calendario	siguientes	a	la	fecha	de
emisión.
e)	Sustituido.	D.	Leg.	1178,	Art.	2º.	El	monto	neto	pendiente	de	pago	de
cargo	del	adquirente	del	bien	o	usuario	del	servicio.
f)	La	 fecha	de	pago	del	monto	señalado	en	el	 literal	e),	que	puede	ser	en
forma	 total	 o	 en	 cuotas.	 En	 este	 último	 caso,	 debe	 indicarse	 las	 fechas
respectivas	de	pago	de	cada	cuota.
g)	Sustituido.	D.	Leg.	1178,	Art.	2º.	La	fecha	y	constancia	de	entrega	de	la
factura	negociable.
h)	Leyenda	“Copia	transferible	-	No	válida	para	efectos	tributarios”.
En	caso	de	que	la	factura	negociable	no	contenga	la	información	requerida
en	 el	 presente	 artículo,	 pierde	 su	 calidad	 de	 título	 valor;	 no	 obstante,	 la
factura	 comercial	 o	 recibo	 por	 honorarios	 conserva	 su	 calidad	 de
comprobante	de	pago.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 5°.—Incorporación	 de	 la	 tercera	 copia	 denominada	 factura
negociable	en	los	comprobantes	de	pago	impresos	y/o	importados.
5.1.	 La	 tercera	 copia	denominada	 factura	negociable	que	 se	 incorpora	 en
las	 facturas	 comerciales	 y/o	 recibos	 por	 honorarios	 impresos	 y/o
importados	 únicamente	 por	 imprentas	 autorizadas	 por	 la	 Sunat,	 de
conformidad	con	lo	establecido	en	el	primer	párrafo	del	artículo	2°	de	la	ley,
debe	 ser	 confeccionada	 e	 impresa	 conjuntamente	 con	 los	 referidos
comprobantes	 de	 pago.	 Ninguna	 serie	 se	 encuentra	 excluida	 de	 tal
obligación.
5.2.	 La	 factura	 negociable	 que	 se	 incorpora	 como	 tercera	 copia	 debe
contener,	 de	 manera	 necesariamente	 impresa,	 la	 información	 que	 debe
consignarse	 en	 la	 factura	 comercial	 o	 en	 el	 recibo	 por	 honorarios,	 según
corresponda,	de	acuerdo	a	 lo	previsto	en	el	Reglamento	de	Comprobantes
de	Pago,	así	como	la	denominación	y	leyenda	a	que	se	refieren	los	incisos	a)
y	h)	del	artículo	3°	de	la	ley.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 10.—Monto	 de	 la	 factura	 negociable.	 El	 crédito	 que	 incorpora	 la
factura	negociable	y	que	debe	 figurar	en	 la	misma,	de	conformidad	con	 lo
estipulado	en	el	inciso	e)	del	artículo	3°	de	la	ley,	es	el	monto	neto	pendiente
de	pago	de	cargo	del	adquirente.	Este	monto	equivale	al	saldo	del	precio	de
venta	o	de	la	contraprestación	pactada	por	las	partes	luego	de	descontar	los
adelantos	 efectuados	 por	 el	 adquirente,	 así	 como	 las	 retenciones,
detracciones	y	otras	deducciones	o	adelantos	a	los	que	pueda	estar	sujeto	el
comprobante	de	pago	en	virtud	al	marco	normativo	vigente.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	11.—Cláusulas	ordinarias	y	especiales.	La	factura	negociable	podrá
incorporar	todas	las	cláusulas	ordinarias	y	especiales	que	estén	previstas	y
permitidas	 en	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 tomando	 en	 cuenta	 siempre	 las
limitaciones	previstas	en	la	ley,	así	como	en	el	presente	reglamento.	Dichas
cláusulas	 deben	 constar	 en	 la	 propia	 factura	 negociable	 o	 en	 documento
anexo	a	 la	misma,	 en	 caso	ésta	 sea	originada	en	un	 comprobante	de	pago
impreso	 y/o	 importado,	 o	 en	 el	 registro	 de	 la	 ICLV	 donde	 se	 encuentra
registrada	en	caso	se	trate	de	una	factura	negociable	representada	mediante
anotación	en	cuenta.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	12.—Documento	anexo	a	 la	 factura	negociable.	Los	acuerdos	que
consten	en	documento	anexo	a	la	factura	negociable	deben	seguir	las	reglas
establecidas	en	el	artículo	4°	de	la	Ley	de	Títulos	Valores.
Ley	29623.
ART.	3°-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1178,	Art.	3º.	Contenido	de	la	factura
negociable	 originada	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 electrónico.	 La
factura	negociable	que	se	origine	en	una	factura	comercial	electrónica	o	en
un	recibo	por	honorarios	electrónico,	además	de	 la	 información	requerida
por	 la	 Sunat	 para	 dicho	 comprobante	 de	 pago,	 debe	 contener,	 cuando
menos,	la	información	señalada	en	los	literales	b),	c),	d),	e)	y	f)	del	artículo
3°.
En	este	caso	y	para	efectos	de	lo	señalado	en	el	literal	b)	del	artículo	3°,	la
firma	del	proveedor	puede	ser:
a)	Aquella	que	obre	en	la	factura	comercial	y/o	en	el	recibo	por	honorarios
electrónico,	a	partir	de	los	cuales	se	origine	la	factura	negociable;	o
b)	 La	 Clave	 SOL,	 cuando	 en	 su	 función	 de	 firma	 electrónica	 vincula	 al
proveedor	con	 la	 factura	comercial	o	el	recibo	por	honorarios	emitidos	de
manera	electrónica	a	través	de	Sunat	Virtual,	a	partir	de	los	cuales	se	origine
la	factura	negociable;	o,
c)	 La	 firma	electrónica	u	otra	 forma	de	manifestación	de	voluntad	válida
que	 permita	 que	 se	 autentique	 y	 vincule	 al	 proveedor	 con	 la	 factura
negociable,	de	acuerdo	a	lo	que	señalen	las	disposiciones	pertinentes	de	la
SMV.
La	Clave	SOL	a	 la	que	se	refiere	el	presente	artículo	es	 la	 regulada	por	 la
Sunat.	 Asimismo,	 Sunat	 Virtual	 es	 el	 portal	 de	 la	 Sunat,	 cuya	 dirección
electrónica	es	www.sunat.gob.pe.
En	 el	 caso	 de	 la	 factura	 negociable	 representada	mediante	 anotación	 en
cuenta	que	se	originen	en	comprobante	de	pago	impreso	y/o	importado,	el
cumplimiento	 del	 requisito	 de	 la	 firma	 del	 proveedor	 al	 que	 se	 refiere	 el
literal	 b)	 del	 artículo	 3°,	 debe	 ser	 verificado	 por	 la	 ICLV	 antes	 de	 su
respectivo	 registro	 y	 se	 entenderá	 cumplido	 desde	 el	 momento	 de	 su
anotación	en	cuenta.
La	Sunat,	 en	el	marco	de	 sus	 competencias,	 emitirá	 las	disposiciones	que
establezcan	 los	 mecanismos	 y	 procedimientos	 que	 permitan	 a	 los
contribuyentes	que	emitan	facturas	comerciales	y	recibos	por	honorarios	de
manera	electrónica,	la	incorporación	de	los	datos	señalados	como	contenido
mínimo	en	el	presente	artículo,	en	lo	que	resulte	aplicable,	para	viabilizar	la
emisión	 de	 la	 factura	 negociable,	 así	 como	 la	 posibilidad	 para	 el
contribuyente	de	poder	 contar	 con	un	 ejemplar	del	 comprobante	de	pago
que	pueda	ser	remitido	a	una	ICLV.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 8°.—Factura	 negociable	 originada	 en	 un	 comprobante	 de	 pago
electrónico.
8.1.	Modificado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 1°.	 En	 el	 caso	 de	 la	 factura
negociable	que	se	origine	en	un	comprobante	de	pago	electrónico,	para	que
la	misma	adquiera	la	calidad	y	los	efectos	de	título	valor,	el	proveedor	debe
registrarla	ante	una	ICLV	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	ley,	la	Ley
de	 Títulos	 Valores	 y	 la	 Ley	 del	 Mercado	 de	 Valores.	 Tal	 hecho	 debe	 ser
comunicado	 al	 adquirente	 por	 el	 proveedor	 o	 un	 tercero	 debidamente
autorizado	 por	 éste,	 dentro	 de	 los	 tres	 (3)	 días	 hábiles	 de	 ocurrido	 dicho
registro,	bajo	cualquier	forma	que	permita	dejar	constancia	fehaciente	de	la
fecha	 de	 entrega	 de	 dicha	 comunicación.	 Tal	 comunicación	 debe	 ser
registrada	por	el	proveedor	o	por	el	 tercero	autorizado	ante	 la	 ICLV	en	 la
misma	 fecha	 en	 la	 que	 la	 mencionada	 comunicación	 se	 efectúa.	 Si	 al
momento	de	 efectuado	 el	 registro	de	 la	 factura	negociable	 ante	 la	 ICLV	el
adquirente	 ya	 se	 encontrara	 registrado	 en	 el	 sistema	 de	 la	 ICLV	 según	 lo
señala	 el	 numeral	 8.4	 del	 artículo	 8°	 del	 reglamento,	 la	 comunicación	 al
adquirente	a	que	hace	referencia	este	numeral	deberá	efectuarse	mediante
medios	 electrónicos	 en	 la	misma	 fecha	 en	 la	 que	 ocurrió	 el	 registro	 de	 la
factura	negociable	ante	la	ICLV.
8.2.	 Para	 efectos	 de	 la	 anotación	 en	 cuenta	 ante	 una	 ICLV	 de	 la	 factura
negociable	originada	en	comprobantes	de	pago	electrónicos	la	Sunat,	en	el
marco	 de	 sus	 competencias,	 establece	 los	 mecanismos	 y	 procedimientos
que	permitan,	cuando	menos,	lo	siguiente:
a)	Que	 se	 incorpore	 en	 el	 comprobante	 de	 pago	 electrónico	 el	 contenido
mínimo	de	la	factura	negociable	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	3°-A
de	la	ley,	en	lo	que	resulte	aplicable.
b)	 Que	 el	 proveedor	 pueda	 contar	 con	 un	 ejemplar	 electrónico	 de	 las
facturas	 comerciales	 y/o	 los	 recibos	 por	 honorarios	 emitidos	 de	 manera
electrónica	para	ser	remitido	a	la	ICLV.
c)	Que	 la	 ICLV	pueda	 verificar,	 por	medios	 electrónicos,	 la	 validez	de	 los
comprobantes	de	pago	antes	mencionados.
8.3.	 La	 SMV	 regula	 y/o	 autoriza	 los	 mecanismos	 y	 procedimientos	 que
permitan,	cuando	menos,	lo	siguiente:
a)	Que	el	proveedor	pueda	registrar	ante	la	ICLV	la	información	contenida
en	el	ejemplar	de	la	factura	comercial	y/o	del	recibo	por	honorarios	emitido
de	 manera	 electrónica,	 así	 como	 aquella	 información	 adicional	 que	 sea
necesaria	 para	 efectos	 de	 la	 anotación	 en	 cuenta	 de	 la	 factura	 negociable,
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	3°-A	de	la	ley.
b)	Que	el	proveedor	o	un	tercero	debidamente	autorizado	por	éste	pueda
dejar	constancia	ante	la	ICLV	de	la	entrega	de	la	comunicación	al	adquirente
sobre	el	registro	de	la	factura	negociable	ante	la	ICLV,	así	como	también	en
relación	a	los	términos	y	condiciones	de	dicho	valor.
c)	Que	el	adquirente	pueda	dejar	constancia	ante	 la	 ICLV,	en	 las	 formas	y
dentro	de	los	plazos	establecidos	en	la	ley	y	en	el	presente	reglamento,	de	su
conformidad	 o	 disconformidad	 respecto	 del	 comprobante	 de	 pago,	 de	 la
factura	negociable	o	de	los	bienes	adquiridos	o	servicios	prestados.
d)	Que	la	ICLV	pueda	dejar	constancia	de	la	aplicación	de	la	presunción	de
conformidad	 que	 opere	 respecto	 de	 las	 facturas	 negociables	 que	 figuren
inscritas	en	sus	registros,	de	acuerdo	con	lo	señalado	en	el	artículo	7°	de	la
ley.
e)	Que	la	ICLV	pueda	registrar	las	transferencias	realizadas	respecto	a	una
factura	 negociable	 que	 figure	 inscrita	 en	 sus	 registros,	 conforme	 a	 lo
dispuesto	en	la	ley,	en	la	Ley	de	Títulos	Valores	y	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores.
f)	 Que	 la	 ICLV	 pueda	 otorgar	 al	 legítimo	 tenedor	 una	 constancia	 de
inscripción	y	titularidad,	en	los	casos	en	que	éste	se	lo	requiera.
8.4.	 Incorporado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 2°.	 El	 Adquirente	 a
requerimiento	 de	 la	 ICLV,	 debe	 comunicarle	 en	 el	 plazo	 de	 dos	 (2)	 días
hábiles	 de	 recibido	 el	 requerimiento,	 su	 dirección	 de	 correo	 electrónico	 e
información	de	contacto	que	permita	efectuar	las	comunicaciones	a	las	que
se	 refieren	 los	 literales	 b,	 c	 y	 d	 del	 numeral	 precedente	 por	 medios
electrónicos	 a	 través	 del	 sistema	 de	 la	 ICLV.	 Los	 procedimientos
relacionados	 al	 flujo	 de	 dichas	 comunicaciones	 son	 establecidos	 en	 el
reglamento	interno	de	la	ICLV.
Ley	29623.
ART.	4°.—Vencimiento.	El	vencimiento	de	la	factura	negociable	puede	ser
señalado	solamente	de	las	siguientes	formas:
a)	A	fecha	o	fechas	fijas	de	vencimiento,	según	se	trate	de	pago	único,	o	en
armadas	o	cuotas.
b)	A	la	vista.
c)	A	cierto	plazo	o	plazos	desde	su	aceptación,	conforme	con	lo	previsto	en
el	artículo	7°,	en	cuyo	caso	debe	señalarse	dicha	fecha	de	aceptación.
d)	A	cierto	plazo	o	plazos	desde	su	emisión.
En	caso	de	haberse	pactado	el	pago	de	 la	 factura	negociable	en	cuotas,	 la
falta	 de	 pago	de	 una	 o	más	 de	 ellas	 faculta	 al	 tenedor	 a	 dar	 por	 vencidos
todos	 los	 plazos	 y	 a	 exigir	 el	 pago	 del	 monto	 total	 del	 título;	 o,
alternativamente,	 exigir	 las	 prestaciones	 pendientes	 en	 las	 fechas	 de
vencimiento	de	cualquiera	de	las	siguientes	cuotas	o	en	la	fecha	de	la	última
cuota,	según	decida	libremente	dicho	tenedor.
Para	ese	efecto,	basta	que	realice	el	correspondiente	protesto	o	formalidad
sustitutoria	 en	 oportunidad	 del	 incumplimiento	 de	 cualquiera	 de	 dichas
cuotas,	 sin	 que	 afecte	 su	 derecho	 el	 no	 haber	 efectuado	 tal	 protesto	 o
formalidad	sustitutoria	correspondiente	a	las	anteriores	o	a	cada	una	de	las
cuotas.	La	cláusula	a	que	se	refiere	el	artículo	52	de	la	Ley	Núm.	27287,	Ley
de	Títulos	Valores,	que	se	hubiera	incorporado	en	estas	facturas	negociables
surte	efecto	sólo	respecto	de	la	última	cuota.
En	 el	 caso	 de	 pagos	 de	 cuotas,	 el	 tenedor	 de	 la	 factura	 negociable	 es
responsable	de	dejar	constancia	en	el	título	valor	de	los	pagos	recibidos,	sin
perjuicio	de	 la	obligación	de	expedir	 la	 respectiva	 constancia	o	 recibo	por
tales	pagos.
Ley	29623.
ART.	 5°.—Sustituido.	 Ley	 30308,	 Art.	 3°.	 Pacto	 de	 intereses
compensatorios	y	moratorios.
5.1.	 En	 la	 factura	 negociable	 o	 en	 documento	 anexo	 a	 la	 misma,	 puede
estipularse	acuerdos	sobre	la	tasa	de	interés	compensatorio	que	devenga	su
importe	desde	su	emisión	hasta	su	vencimiento.
5.2.	 En	 el	 caso	 de	 que	 la	 factura	 negociable	 no	 fuese	 pagada	 a	 su
vencimiento,	sin	que	se	requiera	de	constitución	en	mora	ni	de	otro	trámite
ante	el	obligado	principal	o	solidarios,	su	 importe	no	pagado,	generará	 los
intereses	 compensatorios	 y	moratorios	 durante	 el	 periodo	 de	mora,	 a	 las
tasas	máximas	 que	 el	 Banco	 Central	 de	 Reserva	 del	 Perú	 tenga	 señaladas
conforme	al	artículo	1243	del	Código	Civil,	sin	que	sea	necesario	 incluir	 la
cláusula	 a	 la	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 51	de	 la	 Ley	 27287,	 Ley	 de	Títulos
Valores,	salvo	pacto	expreso	distinto	que	conste	en	el	mismo	título	valor.
Ley	29623.
ART.	 6°.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1178,	 Art.	 2º.	Requisitos	 para	 el	mérito
ejecutivo	de	la	factura	negociable.	En	concordancia	con	lo	establecido	en
el	artículo	18	de	la	Ley	N°	27287,	Ley	de	Títulos	Valores,	son	requisitos	para
el	mérito	ejecutivo	de	la	factura	negociable	los	siguientes:
a)	Que	el	adquirente	del	bien	o	usuario	de	los	servicios	no	haya	consignado
su	 disconformidad	 dentro	 del	 plazo	 y	 bajo	 las	 formas	 señaladas	 en	 el
artículo	 7°.	 En	 caso	 se	 trate	 de	 una	 factura	 negociable	 representada
mediante	anotación	en	cuenta,	el	cumplimiento	de	este	requisito	se	verifica
con	 el	 registro	 de	 la	 conformidad	 del	 adquirente	manifestada	 de	manera
expresa	o	presunta	ante	la	ICLV	donde	la	factura	negociable	consta	inscrita,
conforme	a	lo	señalado	en	el	artículo	7°.
b)	 Que	 se	 haya	 dejado	 constancia	 de	 la	 entrega	 de	 la	 factura	 negociable
originada	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 o	 importado	 en	 la	 propia
factura	 negociable,	 de	 conformidad	 con	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo	 7°.	 Esta
constancia	 de	 entrega	 no	 implica	 la	 conformidad	 sobre	 la	 información
consignada	en	el	comprobante	de	pago	o	en	la	factura	negociable,	o	de	 los
bienes	adquiridos	o	servicios	prestados,	para	lo	cual	se	aplica	 lo	dispuesto
en	el	artículo	7°.
En	 el	 caso	 de	 la	 factura	 negociable	 originada	 en	 comprobante	 de	 pago
electrónico,	el	requisito	de	la	entrega	de	la	factura	negociable	se	verifica	con
la	 constancia	 de	 la	 comunicación	 entregada	 al	 adquirente	 informándole
respecto	 al	 registro	 de	 la	 factura	 negociable	 ante	 una	 ICLV,	 según	 lo
señalado	en	el	artículo	7°.
c)	 El	 protesto	 o	 formalidad	 sustitutoria	 del	 protesto,	 salvo	 en	 el	 caso
previsto	por	el	artículo	52	de	la	Ley	N°	27287,	Ley	de	Títulos	Valores.
Para	efectos	del	protesto	de	la	factura	negociable	representadas	mediante
anotación	 en	 cuenta,	 la	 ICLV	 deberá	 emitir	 la	 constancia	 de	 inscripción	 y
titularidad	 de	 dicho	 título	 valor,	 a	 solicitud	 del	 legítimo	 tenedor	 y	 de
conformidad	con	las	normas	aplicables.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	13.—Requisitos	para	el	mérito	ejecutivo	de	la	factura	negociable.
De	conformidad	con	lo	señalado	en	el	artículo	6°	de	la	ley,	y	en	concordancia
con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 18	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 son
requisitos	para	el	mérito	ejecutivo	de	la	factura	negociable:
a)	 Que	 el	 adquirente	 no	 haya	 consignado	 su	 disconformidad	 dentro	 del
plazo	y	bajo	las	formas	señaladas	en	el	artículo	7°	de	la	ley.	Para	el	caso	de	la
factura	 negociable	 originada	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 y/o
importado,	 la	 conformidad	 expresa	 o	 presunta	 debe	 constar	 en	 la	misma
factura	negociable,	 de	 conformidad	 con	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo	7°	de	 la
ley.
Para	el	caso	de	la	factura	negociable	representada	mediante	anotación	en
cuenta,	la	conformidad	expresa	o	presunta	debe	figurar	en	la	constancia	de
inscripción	y	 titularidad	emitida	por	 la	 ICLV	donde	 la	misma	se	encuentre
inscrita.
b)	 Que	 se	 haya	 dejado	 constancia	 de	 la	 entrega	 de	 la	 factura	 negociable
originada	en	un	comprobante	de	pago	impreso	y/o	importado	en	la	propia
factura	negociable.	 En	 caso	 el	 adquirente	no	haya	dejado	 la	 constancia	de
entrega	en	la	misma	factura	negociable,	el	proveedor	o	el	legítimo	tenedor,
según	 corresponda,	 puede	 acreditar	 el	 cumplimiento	 del	 requisito
establecido	en	el	inciso	b)	del	artículo	6°	de	la	ley	a	través	de	la	constancia
fehaciente	 de	 la	 entrega	 o	 intento	 de	 entrega	 de	 la	 factura	 negociable
efectuada,	conforme	a	lo	señalado	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	15	del
presente	reglamento.
En	 el	 caso	 de	 la	 factura	 negociable	 representada	mediante	 anotación	 en
cuenta,	 la	constancia	de	entrega	de	 la	comunicación	cursada	al	adquirente
sobre	el	registro	de	la	misma	ante	la	ICLV	debe	figurar	en	la	constancia	de
inscripción	 y	 titularidad	 emitida	 por	 la	 ICLV	 donde	 ésta	 se	 encuentre
inscrita.
c)	 Modificado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 1°.	 El	 protesto	 o	 formalidad
sustitutoria	del	protesto,	 salvo	en	el	 caso	previsto	por	el	 artículo	52	de	 la
Ley	 de	 Títulos	 Valores.	 De	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 Ley	 de
Títulos	Valores,	el	protesto	debe	realizarse	dentro	de	los	15	días	posteriores
al	vencimiento	de	la	factura	negociable.
En	 el	 caso	que	 la	 factura	negociable	no	 contenga	 fecha	de	 vencimiento	 y
resulte	 de	 aplicación	 el	 plazo	 de	 vencimiento	 previsto	 en	 el	 inciso	 d)	 del
artículo	3°	de	 la	 ley,	el	protesto	o	 formalidad	sustitutoria	del	protesto	que
corresponda	 debe	 realizarse	 dentro	 de	 los	 quince	 días	 (15)	 posteriores	 a
dicho	vencimiento.
Para	el	caso	de	la	factura	negociable	representada	mediante	anotación	en
cuenta,	 siempre	 y	 cuando	 se	 haya	 cumplido	 con	 lo	 establecido	 en	 los
literales	a)	y	b)	del	artículo	6°	de	la	ley	y	de	conformidad	con	lo	dispuesto
por	el	artículo	18.3	de	la	Ley	de	Títulos	Valores,	el	inciso	5	del	artículo	688
del	Código	Procesal	Civil	y	el	artículo	216	de	la	Ley	del	Mercado	de	Valores,
la	 constancia	 de	 inscripción	 y	 titularidad	 (o	 certificado	 de	 acreditación)
emitida	por	la	ICLV	en	la	que	la	factura	negociable	se	encuentra	registrada,	a
solicitud	de	la	persona	que	aparece	como	titular	de	la	misma	en	el	registro
contable	de	 la	 referida	 ICLV,	que	presente	el	 contenido	a	que	se	 refiere	el
penúltimo	 párrafo	 de	 este	 literal	 (c),	 tiene	 mérito	 ejecutivo	 sin	 requerir
protesto	 o	 formalidad	 sustitutoria	 alguna,	 y	 además	 tiene	 los	 mismos
efectos	que	un	título	valor	protestado	para	todos	los	propósitos.
El	 legítimo	 tenedor	 de	 la	 factura	 negociable	 representada	 mediante
anotación	 en	 cuenta	 puede	 solicitar	 a	 la	 ICLV	 donde	 dicha	 factura
negociable	 se	 encuentre	 registrada,	 la	 emisión	 de	 la	 constancia	 de
inscripción	 y	 titularidad	 por	 incumplimiento	 en	 el	 pago	 de	 la	 factura
negociable	 siempre	 que	 ésta	 no	 haya	 sido	 pagada	 por	 el	 adquirente	 en	 la
fecha	de	vencimiento	correspondiente.
Una	 vez	 que	 el	 legítimo	 tenedor	 solicite	 la	 constancia	 de	 inscripción	 y
titularidad,	 la	 ICLV	 informa	 al	 adquirente	 acerca	 de	 dicha	 solicitud,
enviándole	 para	 ello	 una	 comunicación	 en	 ese	 sentido	 a	 través	 de	 los
medios	 que	 establezca	 el	 reglamento	 interno	 de	 la	 ICLV.	 El	 adquirente
puede,	dentro	del	día	hábil	siguiente	de	recibida	 la	referida	comunicación,
pagar	y/o	acreditar,	de	 ser	el	 caso,	que	ha	efectuado	el	pago	de	 la	 factura
negociable	 a	 efectos	 de	 que	 la	 ICLV	 no	 proceda	 con	 la	 emisión	 de	 la
constancia	de	inscripción	y	titularidad	solicitada.
Una	 vez	 vencido	 el	 plazo	 mencionado	 en	 el	 párrafo	 anterior	 sin	 que	 el
adquirente	haya	acreditado	el	pago	de	la	factura	negociable,	la	ICLV	expide	a
favor	 del	 legítimo	 tenedor	 la	 constancia	 de	 inscripción	 y	 titularidad,
indicando	 que	 su	 emisión	 es	 para	 la	 finalidad	 de	 iniciar	 un	 proceso	 de
ejecución.	 Asimismo,	 en	 la	 constancia	 de	 inscripción	 y	 titularidad	 emitida
por	la	ICLV	se	deja	constancia	de:	(i)	la	fecha	de	entrega	al	adquirente	de	la
comunicación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 precedente;	 y,	 (ii)	 el
incumplimiento	en	el	pago	por	parte	del	adquirente.	Para	todos	los	efectos,
la	 constancia	 de	 inscripción	 y	 titularidad	 que	 contenga	 la	 información
referida	 en	 los	 numerales	 (i)	 y	 (ii)	 del	 presente	 párrafo,	 constituye
formalidad	suficiente	para	el	ejercicio	de	las	acciones	cambiarias	derivadas
de	la	factura	negociable	representada	mediante	anotación	en	cuenta.
La	ICLV	debe	comunicar	por	medios	electrónicos	u	otros	medios	idóneos,	a
las	entidades	que	administren	el	Registro	de	Protestos	y	Moras,	la	relación
de	 las	 constancias	 de	 inscripción	 y	 titularidad	 emitidas	 durante	 el	 mes
calendario	 inmediato	 anterior,	 a	más	 tardar	 dentro	 de	 los	 cinco	 primeros
días	calendario	del	mes	siguiente,	a	efectos	de	que	esta	información	conste
en	el	mencionado	registro.	La	ICLV	y	las	respectivas	Cámaras	de	Comercio
pueden	 establecer	 sistemas	 de	 comunicación	 por	 periodos	 inferiores	 al
mensual.
El	 protesto	 de	 la	 factura	 negociable	 representada	mediante	 anotación	 en
cuenta	 debe	 figurar	 en	 la	 constancia	 de	 inscripción	 y	 titularidad	 de	 dicho
título	valor,	la	cual	es	emitida	por	la	ICLV	a	solicitud	del	legítimo	tenedor.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 7°.—De	 la	 anotación	 en	 cuenta	 ante	 una	 ICLV	 de	 la	 factura
negociable	 originada	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 y/o
importado.
7.1.	Modificado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 1°.	 El	 proveedor	 o	 el	 legítimo
tenedor,	según	corresponda,	que	opte	por	transformar	la	factura	negociable
que	 se	 origine	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 y/o	 importado	 a	 un
valor	 representado	 mediante	 anotación	 en	 cuenta,	 debe	 registrar	 dicho
título	 ante	 una	 ICLV	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 la	 ley,	 Ley	 de
Títulos	 Valores,	 y	 en	 la	 Ley	 del	 Mercado	 de	 Valores.	 Tal	 hecho	 debe	 ser
comunicado	 al	 adquirente	 dentro	 de	 los	 tres	 (3)	 días	 hábiles	 de	 ocurrido
dicho	 registro	 por	 el	 proveedor	 o	 el	 legítimo	 tenedor	 que	 transfiere	 la
factura	 negociable,	 según	 corresponda,	 o	 un	 tercero	 debidamente
autorizado	 por	 alguno	 de	 ellos,	 bajo	 cualquier	 forma	 que	 permita	 dejar
constancia	fehaciente	de	la	fecha	de	entrega	de	dicha	comunicación.
7.2.	La	Sunat	establece	los	mecanismos	y	procedimientos	que	permitan	que
la	ICLV,	donde	se	desee	registrar	la	factura	negociable,	pueda	verificar	por
medios	 electrónicos	 que	 la	 numeración	de	 la	 factura	negociable	 originada
en	un	comprobante	de	pago	impreso	y/o	importado	se	encuentre	dentro	del
rango	autorizado.
7.3.	 La	 SMV,	 regula	 y/o	 autoriza	 los	 mecanismos	 y	 procedimientos	 que
permitan,	cuando	menos,	lo	siguiente:
a)	Que	las	ICLV	cuenten	con	procedimientos	adecuados	para	transformar	la
factura	negociable	que	se	origine	en	un	comprobante	de	pago	impreso	y/o
importado	a	un	valor	representado	mediante	anotación	en	cuenta,	conforme
a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	2°	 de	 la	 ley	 y	 en	 el	 artículo	4°	 del	 presente
reglamento,	así	como	en	la	Ley	de	Títulos	Valores	y	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores.
b)	Que	el	proveedor	o	el	legítimo	tenedor,	según	corresponda,	o	un	tercero
debidamente	 autorizado	 por	 alguno	 de	 ellos	 pueda	 dejar	 constancia	 de	 la
entrega	 de	 la	 comunicación	 al	 adquirente	 respecto	 del	 registro	 de	 una
factura	 negociable	 ante	 la	 ICLV,	 así	 como	 también	 con	 relación	 a	 los
términos	y	condiciones	de	dicho	valor.
c)	 Que	 el	 proveedor,	 el	 legítimo	 tenedor	 o	 el	 adquirente,	 según
corresponda,	puedan	dejar	constancia	ante	la	ICLV,	en	las	formas	y	dentro
de	los	plazos	establecidos	en	el	artículo	7°	de	la	ley,	así	como	en	el	presente
reglamento,	 de	 la	 conformidad	 o	 disconformidad	 del	 adquirente	 respecto
del	 comprobante	 de	 pago,	 de	 la	 factura	 negociable,	 o	 de	 los	 bienes
adquiridos	o	servicios	prestados.
d)	Que	la	ICLV	pueda	dejar	constancia	de	la	aplicación	de	la	presunción	de
conformidad	 que	 opere	 respecto	 de	 las	 facturas	 negociables	 que	 figuren
inscritas	en	su	registro,	de	conformidad	con	lo	señalado	en	el	artículo	7°	de
la	ley.
e)	Que	la	ICLV	pueda	registrar	las	transferencias	realizadas	respecto	a	las
facturas	 negociables	 que	 figuren	 inscritas	 en	 su	 registro,	 conforme	 a	 lo
dispuesto	en	la	ley,	en	la	Ley	de	Títulos	Valores	y	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores.
f)	 Que	 la	 ICLV	 pueda	 otorgar	 al	 legítimo	 tenedor	 una	 constancia	 de
inscripción	y	titularidad,	en	los	casos	en	que	éste	se	lo	requiera.
Ley	29623.
ART.	7°.—Sustituido.	D.	Leg.	1178,	Art.	2º.	Presunción	de	conformidad.
El	adquirente	de	los	bienes	o	usuario	de	los	servicios	que	den	origen	a	una
factura	 negociable	 proveniente	 de	 un	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 y/o
importado	 tiene	 un	 plazo	 de	 ocho	 (8)	 días	 hábiles,	 contado	 a	 partir	 de	 la
entrega	de	la	misma,	para	dar	su	conformidad	o	disconformidad	respecto	de
cualquier	información	consignada	en	el	comprobante	de	pago	o	en	la	factura
negociable,	según	sea	el	caso,	o	para	efectuar	cualquier	reclamo	respecto	de
los	bienes	adquiridos	o	servicios	prestados,	sin	perjuicio	de	lo	señalado	en
el	último	párrafo	del	presente	artículo.
En	el	 caso	de	 la	 factura	negociable	que	 se	origine	en	un	 comprobante	de
pago	 electrónico,	 el	 plazo	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 anterior	 se	 computa
desde	 la	 fecha	en	 la	que	se	comunica	al	adquirente	sobre	el	 registro	de	 la
factura	negociable	 ante	 una	 ICLV,	 bajo	 cualquier	 forma	que	permita	 dejar
constancia	fehaciente	de	la	fecha	de	entrega	de	dicha	comunicación.
El	 adquirente	 debe	 comunicar	 a	 su	 proveedor	 la	 conformidad	 o
disconformidad	 del	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 o	 importado,	 de	 la
factura	 negociable,	 o	 de	 los	 bienes	 adquiridos	 o	 servicios	 prestados,	 bajo
cualquier	 forma	 que	 permita	 dejar	 constancia	 fehaciente	 de	 la	 fecha	 de
entrega	 de	 dicha	 comunicación.	 En	 caso	 al	 adquirente	 se	 le	 haya
comunicado	 previamente	 sobre	 la	 transferencia	 de	 la	 factura	 negociable
conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 8°,	 la	 comunicación	 sobre	 la
conformidad	 o	 disconformidad	 antes	 mencionada	 debe	 ser	 dirigida	 al
legítimo	tenedor	de	la	factura	negociable.
Asimismo,	en	caso	al	adquirente	se	le	haya	comunicado	previamente	sobre
el	registro	de	la	factura	negociable	ante	una	ICLV,	la	comunicación	sobre	la
conformidad	o	disconformidad	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	debe	ser
dirigida	 a	 dicha	 institución.	 Si	 previamente	 a	 haber	 sido	notificado	 acerca
del	referido	registro,	el	adquirente	de	los	bienes	o	servicios	ha	comunicado
al	proveedor	 la	 referida	 conformidad	o	disconformidad,	 el	 proveedor	 está
obligado	a	informar	oportunamente	a	la	ICLV	acerca	de	dicha	conformidad	o
disconformidad,	 bajo	 apercibimiento	de	 aplicar	 lo	 señalado	 en	 el	 segundo
párrafo	del	artículo	9°.
Vencido	el	plazo	a	que	se	refiere	este	artículo	sin	que	el	adquirente	curse	la
referida	 comunicación	 dirigida	 a	 quien	 corresponda	 según	 lo	 señalado	 en
los	 párrafos	 anteriores,	 se	 presume,	 sin	 admitir	 prueba	 en	 contrario,	 la
conformidad	 irrevocable	de	 la	 factura	negociable	 en	 todos	 sus	 términos	 y
sin	ninguna	excepción.	En	tal	caso,	el	proveedor,	o	el	legítimo	tenedor	de	la
factura	 negociable	 originada	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 impreso	 o
importado	si	es	que	esta	fue	transferida	antes	de	que	opere	la	presunción,
debe	 dejar	 constancia	 de	 tal	 hecho	 en	 la	 misma.	 En	 el	 caso	 de	 la	 factura
negociable	representada	mediante	anotación	en	cuenta,	tal	constancia	debe
ser	registrada	en	el	registro	contable	de	la	ICLV	donde	la	factura	negociable
consta	inscrita.
En	caso	de	existir	algún	reclamo	posterior	por	vicios	ocultos	o	defecto	del
bien	o	servicio,	el	adquirente	de	los	bienes	o	usuario	de	los	servicios	puede
oponer	 las	 excepciones	 personales	 que	 le	 correspondan	 solo	 contra	 el
proveedor	de	los	bienes	o	servicios	que	den	origen	a	la	factura	negociable	o
contra	su	endosatario	en	procuración,	sin	tener	derecho	a	retener,	respecto
al	 legítimo	 tenedor	de	 la	misma,	 el	monto	pendiente	de	pago,	 ni	 demorar
dicho	 pago,	 el	 mismo	 que	 deberá	 ser	 efectuado	 según	 la	 fecha	 o	 fechas
señaladas	en	la	factura	negociable.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	14.—Presunción	de	conformidad.
14.1.	Modificado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 1°.	 De	 conformidad	 con	 lo
señalado	en	el	artículo	7°	de	la	ley,	el	plazo	otorgado	al	adquirente	para	dar
conformidad	o	disconformidad	sobre	la	información	contenida	en	la	factura
negociable,	o	en	el	comprobante	de	pago	impreso	y/o	importado	que	le	da
origen,	 o	 para	 efectuar	 reclamos	 respecto	 de	 los	 bienes	 adquiridos	 o
servicios	prestados,	empieza	a	correr	desde	la	fecha	de	entrega	de	la	factura
negociable.	Tomando	en	cuenta	ello,	el	adquirente	se	encuentra	obligado	a
dejar	 constancia	 de	 la	 entrega	 de	 dicha	 factura	 negociable	 en	 el	 propio
documento	y	en	la	misma	oportunidad	en	la	que	ésta	le	es	presentada	por	el
proveedor	 e	 indicar	 adicionalmente	 la	 información	 de	 su	 personal	 de
contacto	autorizado	y	una	dirección	de	correo	electrónico	oficial	o	similar	a
la	 que	 el	 proveedor	 o	 legítimo	 tenedor,	 según	 corresponda,	 o	 un	 tercero
debidamente	 autorizado	 por	 ellos,	 debe	 dirigirle	 las	 comunicaciones
respecto	a	la	transferencia	por	endoso	o	transferencia	contable	de	la	factura
negociable.
14.2.	 En	 caso	 el	 adquirente	 impida	 o	 dilate	 la	 entrega	 de	 la	 constancia
referida	en	el	párrafo	anterior,	el	plazo	señalado	en	el	artículo	7°	de	 la	 ley
comienza	 a	 computarse	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 el	 proveedor	 haya	 dejado
constancia	 fehaciente	 sobre	 la	 entrega	 o	 intento	 de	 entrega	 de	 la	 factura
negociable.	 En	 estos	 casos,	 el	 proveedor	 tendrá	 derecho	 a	 solicitar	 al
adquirente	 el	 reembolso	 de	 los	 gastos	 incurridos	 para	 la	 obtención	 de	 la
referida	constancia,	sin	perjuicio	de	 la	aplicación	de	 la	sanción	establecida
en	el	primer	párrafo	del	artículo	9°	de	la	ley.
14.3.	Modificado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 1°.	 En	 el	 caso	 de	 la	 factura
negociable	que	se	origine	en	un	comprobante	de	pago	electrónico,	el	plazo
señalado	en	el	artículo	7°	empieza	a	computarse	desde	el	momento	en	que
el	adquirente	es	comunicado	conforme	a	lo	establecido	en	el	numeral	8.1	del
artículo	 8°	 del	 presente	 reglamento,	 sobre	 el	 registro	 de	 la	 factura
negociable	ante	 la	ICLV	y	 los	términos	y	condiciones	de	la	misma.	A	partir
del	registro	del	adquirente	en	el	sistema	de	la	ICLV	conforme	a	lo	señalado
en	el	numeral	8.4	del	artículo	8°	del	presente	reglamento,	la	ICLV	efectuará
toda	comunicación	al	adquirente	a	través	de	medios	electrónicos.
14.4.	Modificado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 1°.	 Para	 que	 el	 adquirente
manifieste	la	conformidad	o	disconformidad	antes	señalada	debe	dirigir	una
comunicación	 al	 proveedor,	 al	 legítimo	 tenedor	 o	 a	 la	 ICLV,	 según
corresponda,	en	las	formas	y	dentro	del	plazo	señalado	en	el	artículo	7°	de
la	ley	en	relación	a	la	información	puesta	a	disposición	por	la	ICLV	según	lo
señalado	en	el	numeral	8.1	del	artículo	8°	del	reglamento.
En	el	 caso	de	 la	 factura	negociable	que	 se	origine	en	un	 comprobante	de
pago	 electrónico,	 para	 que	 el	 adquirente	 manifieste	 su	 conformidad	 o
disconformidad,	la	ICLV	pondrá	a	su	disposición	la	información	de	la	factura
negociable	 el	 día	 del	 registro	 de	 dicha	 factura,	 utilizando	 para	 ello	 los
medios	electrónicos	que	disponga	la	ICLV	para	manifestar	su	conformidad	o
disconformidad.
14.5.	En	caso	el	adquirente,	previamente	a	haber	sido	notificado	acerca	del
registro	 de	 la	 factura	 negociable	 ante	 una	 ICLV,	 haya	 comunicado	 su
conformidad	 o	 disconformidad	 al	 proveedor	 o	 al	 legítimo	 tenedor,	 según
corresponda,	 éstos	 deben	 informar	 a	 la	 ICLV	 en	 la	misma	 fecha	 en	 la	 que
recibieron	 la	 comunicación	 del	 adquirente,	 bajo	 apercibimiento	 de	 ser
sancionados	conforme	a	 lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	9°
de	la	ley.
14.6.	 El	 adquirente	podrá	 consignar	 legítimamente	 su	disconformidad	 en
las	formas	y	dentro	del	plazo	señalado	en	el	artículo	7°	de	la	ley,	en	aquellos
casos	en	los	que	la	entrega	de	los	bienes	o	la	prestación	de	los	servicios	se
lleve	 a	 cabo	 en	 fecha	 posterior	 a	 la	 entrega	 de	 la	 factura	 negociable
originada	en	un	comprobante	de	pago	impreso	y/o	importado.	Asimismo,	el
adquirente	podrá	consignar	legítimamente	su	disconformidad	en	las	formas
y	dentro	del	plazo	señalado	en	el	artículo	7°	de	la	ley	cuando	la	entrega	de
los	 bienes	 o	 la	 prestación	 de	 los	 servicios	 se	 haya	 producido	 en	 fecha
posterior	 a	 la	 entrega	 de	 la	 comunicación	 sobre	 el	 registro	 de	 la	 factura
negociable	originada	en	comprobantes	de	pago	electrónicos	en	una	ICLV.
Ley	29623.
ART.	 8°.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1178,	 Art.	 2º.	 Transferencia	 y	 deber	 de
información.	La	 factura	 negociable	 que	 se	 origine	 en	 un	 comprobante	 de
pago	impreso	o	importado	puede	transferirse	desde	el	momento	en	el	que
se	obtenga	la	constancia	de	entrega	señalada	en	el	literal	g)	del	artículo	3°.
En	el	caso	de	la	factura	negociable	que	se	originen	en	comprobante	de	pago
electrónico,	 ésta	 puede	 ser	 transferida	 desde	 el	 momento	 en	 que	 el
adquirente	es	notificado	sobre	el	registro	de	la	misma	ante	una	ICLV.
En	 ambos	 casos,	 una	 vez	 efectuada	 la	 transferencia	 de	 la	 factura
negociable,	 ya	 sea	 por	 endoso	 o	 mediante	 anotación	 en	 cuenta	 ante	 una
ICLV,	 el	 proveedor	 o	 el	 legítimo	 tenedor	 de	 la	 factura	 negociable	 o	 un
tercero	 debidamente	 autorizado	 por	 alguno	 de	 ellos	 deberá	 comunicar
oportunamente	al	adquirente	de	los	bienes	o	usuario	de	los	servicios,	bajo
cualquier	 forma	que	permita	dejar	constancia	 fehaciente	de	 la	 fecha	de	su
entrega,	 acerca	 de	 la	 transferencia	 de	 la	 factura	 negociable,	 señalando	 la
identidad	del	nuevo	legítimo	tenedor	e	indicando	la	información	necesaria
para	el	pago	del	crédito	representado	en	la	misma.
El	adquirente	de	los	bienes	o	usuario	de	los	servicios	debe	realizar	el	pago
de	 la	 factura	negociable	 al	 legítimo	 tenedor	de	 la	misma,	 según	haya	 sido
notificado	de	conformidad	con	lo	señalado	en	el	párrafo	anterior,	salvo	que
dicho	 legítimo	 tenedor	 le	 instruya	 algo	 diferente	 mediante	 comunicación
entregada	 con	 anterioridad	 a	 la	 fecha	 o	 fechas	 en	 que	 deba	 realizarse	 el
pago	 de	 la	 factura	 negociable,	 y	 bajo	 cualquier	 forma	 que	 permita	 dejar
constancia	fehaciente	de	la	entrega	de	la	misma.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	15.—Transferencia	y	pago	de	la	factura	negociable.
15.1.	La	factura	negociable	originada	en	un	comprobante	de	pago	impreso
y/o	importado	puede	ser	transferida	mediante	endoso	desde	el	momento	en
el	 que	 se	 obtiene	 la	 constancia	 de	 entrega,	 de	 conformidad	 con	 lo
establecido	 en	 el	 artículo	 8°	 de	 la	 ley.	 La	 factura	 negociable	 que	 tenga	 su
origen	 en	 un	 comprobante	 de	 pago	 electrónico	 puede	 ser	 transmitida
mediante	transferencia	contable,	desde	el	momento	en	que	el	adquirente	es
comunicado	 sobre	 el	 registro	de	 la	misma	ante	una	 ICLV,	de	 conformidad
con	lo	señalado	en	el	artículo	8°	de	la	ley.
15.2.	Modificado.	 D.	 S.	 100-2016-EF,	 Art.	 1°.	 Las	 transferencias	 de	 la
factura	negociable	efectuadas	mediante	endoso,	deben	ser	comunicadas	al
adquirente	por	el	proveedor	o	por	el	legítimo	tenedor	que	transfiere,	según
corresponda,	o	por	un	tercero	debidamente	autorizado	por	alguno	de	ellos,
en	la	forma	señalada	en	el	artículo	8°	de	la	ley	y	dentro	de	los	tres	(3)	días
hábiles	de	ocurrida	dicha	transferencia,	para	cuyo	efecto	el	adquirente	debe
proporcionar	la	información	de	personal	de	contacto	autorizado	y	un	correo
electrónico	oficial	o	similar	a	través	del	cual	recibirá	dichas	comunicaciones.
Para	 el	 caso	de	 facturas	 negociables	 anotadas	 en	 cuenta,	 la	 transferencia
contable	deberá	ser	comunicada	al	adquirente	por	 la	 ICLV,	a	 través	de	 los
medios	electrónicos	establecidos	en	su	reglamento	interno.
15.3.	En	la	comunicación	referida	en	el	párrafo	precedente	se	debe	indicar
cuando	 menos	 el	 nombre	 completo,	 denominación	 o	 razón	 social,	 el
documento	 de	 identidad	 o	 número	 de	 Registro	 Único	 de	 Contribuyentes
(RUC),	fecha	de	la	transferencia,	y	el	domicilio	del	legítimo	tenedor	en	favor
del	cual	se	realiza	el	endoso	o	la	transferencia	contable,	así	como	el	lugar	y
forma	de	pago.
15.4.	Modificado.	D.	S.	100-2016-EF,	Art.	1°.	En	 caso	que	por	 cualquier
motivo	 el	 proveedor	 reciba	 del	 adquirente	 el	 pago	 de	 todo	 o	 parte	 del
monto	 neto	 pendiente	 de	 pago	 de	 una	 factura	 negociable	 que	 haya	 sido
transferida	a	favor	de	un	tercero,	el	proveedor	está	obligado	a	entregar	de
inmediato	 e	 íntegramente	 el	 monto	 referido	 al	 legítimo	 tenedor,	 de	 lo
contrario	 incurrirá	 en	 las	 responsabilidades	 civiles	 y	 penales	 que
correspondan.	En	caso	que	la	comunicación	de	la	transferencia	de	la	factura
negociable	haya	 sido	 remitida	oportunamente	al	 adquirente,	 los	gastos	de
entrega	 o	 transferencia	 al	 legítimo	 tenedor	 del	monto	 antes	mencionado,
son	asumidos	por	el	 adquirente	y	deben	 ser	pagados	al	proveedor	dentro
del	día	hábil	 siguiente	de	que	este	 se	 lo	 requiera	 sustentando	 la	 cuantía	y
monto	de	dichos	gastos.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 16.—Incumplimiento	 del	 pago	 en	 cuotas	 y	 formalidad
sustitutoria	del	protesto.
16.1.	De	 acuerdo	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 4°	 de	 la	 ley,	 cuando	 el
pago	de	la	factura	negociable	se	pacte	en	cuotas	y	exista	incumplimiento	de
una	o	más	cuotas	su	 legítimo	tenedor	podrá	señalar	que	el	pago	se	realice
de	la	siguiente	manera:
a)	Dar	por	vencido	el	plazo	y	exigir	el	pago	del	monto	total	pendiente	de	la
factura	negociable;	o,
b)	 Exigir	 el	 pago	 de	 las	 cuotas	 vencidas	 en	 la	 fecha	 de	 vencimiento	 de
cualquiera	de	las	cuotas	siguientes;	o,
c)	 Exigir	 el	 pago	de	 las	 cuotas	 vencidas	 en	 la	 fecha	de	 vencimiento	de	 la
última	cuota	pactada.
16.2.	 De	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 4°	 de	 la	 ley,	 el
protesto	puede	realizarse	con	ocurrencia	del	incumplimiento	en	el	pago	de
cualquiera	de	las	cuotas,	en	la	oportunidad	correspondiente	a	cada	una	de
las	modalidades	enunciadas	en	los	literales	a),	b)	y	c)	del	presente	artículo.
16.3.	 El	 proveedor	 o	 el	 legítimo	 tenedor,	 según	 corresponda,	 debe	 dejar
constancia	 de	 los	 pagos	 recibidos	 en	 la	 propia	 factura	 negociable	 que	 se
origine	en	un	comprobante	de	pago	 impreso	y/o	 importado.	En	el	caso	de
las	 facturas	 negociables	 representadas	 mediante	 anotación	 en	 cuenta,	 el
proveedor	o	el	legítimo	tenedor,	según	corresponda,	debe	dejar	constancia
de	los	pagos	recibidos	ante	la	ICLV	donde	la	factura	negociable	se	encuentra
inscrita,	en	la	misma	oportunidad	en	la	que	recibe	dichos	pagos.
16.4.	 Para	 efectos	 del	 protesto	 de	 facturas	 negociables	 representadas
mediante	 anotación	 en	 cuenta,	 la	 ICLV	 deberá	 emitir	 la	 constancia	 de
inscripción	 y	 titularidad	 de	 dicho	 título	 valor,	 a	 solicitud	 del	 legítimo
tenedor.
Ley	29623.
ART.	9°.—Impugnación	y	 retención	dolosa	de	 la	 factura	negociable	y
omisión	 de	 información.	 El	 adquirente	 de	 bienes	 o	 usuario	 de	 servicios
que	 impugne	 dolosamente	 o	 retenga	 indebidamente	 la	 factura	 negociable
paga	el	saldo	insoluto	de	la	misma	y	una	indemnización	igual	al	saldo	más	el
interés	máximo	convencional	calculado	sobre	dicha	suma	por	el	tiempo	que
transcurra	desde	el	vencimiento	y	la	cancelación	del	saldo	insoluto.
Además,	 dicha	 sanción	 es	 de	 aplicación	 en	 caso	 de	 que	 el	 adquirente	 de
bienes	o	usuario	de	servicios,	en	aplicación	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	7°,
impugne	 la	 factura	 negociable	 o	 la	 calidad	 de	 los	 bienes	 o	 servicios	 y	 el
proveedor	 de	 los	 mismos	 oculte	 dicha	 información	 a	 fin	 de	 transferir	 el
título	valor.
Finalmente,	 en	 caso	 de	 que	 el	 pago	 de	 la	 factura	 comercial	 o	 recibo	 por
honorarios	 se	pacte	 en	 cuotas,	 si	 el	 proveedor	ocultara	dicha	 información
referida	a	los	pagos	realizados	por	el	adquirente	de	los	bienes	o	usuario	de
los	 servicios	 y	 por	 tal	 razón	 el	 legítimo	 tenedor	 del	 título	 valor	 no	 logra
recuperar	 el	 monto	 financiado,	 este	 tiene	 la	 facultad	 de	 solicitar	 una
indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios,	 similar	 a	 la	 establecida	 en	 los
párrafos	precedentes.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	17.—Disconformidad	y	retención	dolosa	de	la	factura	negociable
y	omisión	de	información.
17.1.	 El	 adquirente	 que	 impugne	 dolosamente	 o	 que	 retenga
indebidamente	 una	 factura	 negociable	 deberá	 pagar	 el	 monto	 neto
pendiente	de	pago	conjuntamente	con	una	indemnización	que	será	igual	al
monto	neto	pendiente	de	pago	más	el	 interés	convencional	compensatorio
y/o	moratorio	que	se	hubiese	devengado	o,	en	su	defecto,	la	tasa	de	interés
aplicable	 conforme	 al	 numeral	 5.2.	 del	 artículo	 5°	 de	 la	 ley,	 durante	 el
tiempo	que	transcurra	desde	el	vencimiento	hasta	el	pago	efectivo	del	saldo
insoluto.
17.2.	 Del	 mismo	 modo,	 el	 proveedor	 o	 el	 legítimo	 tenedor,	 según
corresponda,	 que	 oculte	 la	 información	 sobre	 la	 disconformidad	 que
hubiera	comunicado	o	los	pagos	que	hubiera	realizado	el	Adquirente,	debe
pagar	 a	 éste	 el	 monto	 neto	 pendiente	 de	 pago	 conjuntamente	 con	 la
indemnización	señalada	en	el	párrafo	anterior.
Ley	29623.
ART.	10.—Prevención	de	lavado	de	dinero	o	activos.	Los	adquirentes	de
facturas	negociables	deben	verificar	la	procedencia	de	estas.	En	todo	caso,	el
adquirente	de	los	bienes	o	beneficiario	de	los	servicios	queda	exonerado	de
responsabilidad	 por	 la	 idoneidad	 de	 quienes	 actúen	 como	 adquirentes	 de
las	facturas	negociables.
Quienes	adquieran	facturas	negociables	adoptan	medidas,	metodologías	y
procedimientos	orientados	a	evitar	que	las	operaciones	en	que	intervengan
puedan	ser	utilizadas,	directa	o	 indirectamente,	 como	 instrumento	para	el
ocultamiento,	 manejo,	 inversión	 o	 aprovechamiento	 de	 dinero	 u	 otros
bienes	provenientes	de	actividades	delictivas	o	destinados	a	su	financiación;
o	 para	 dar	 apariencia	 de	 legalidad	 a	 las	 actividades	 delictivas	 o	 a	 las
transacciones	 y	 fondos	 vinculados	 con	 las	 mismas;	 o	 para	 el	 lavado	 de
dinero	 o	 activos	 o	 la	 canalización	 de	 recursos	 hacia	 la	 realización	 de
actividades	 terroristas;	 o	 para	 buscar	 el	 ocultamiento	 de	 activos
provenientes	de	dichas	actividades.
Debe	informarse	a	las	autoridades	competentes	sobre	cualquier	operación
sospechosa	de	lavado	de	dinero	o	activos	o	actividad	delictiva.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Prevención	 de	 lavado	 de
dinero	o	activos.	Las	obligaciones	a	las	que	se	refiere	el	artículo	10	de	la	ley
deberán	 ser	 cumplidas	 por	 las	 empresas	 que	 realicen	 operaciones	 de
factoring	y	de	descuento	de	 facturas	negociables	en	el	marco	de	 la	 ley,	 las
cuales	deberán	cumplir	con	las	normas	en	materia	de	prevención	del	lavado
de	activos	y	de	 financiamiento	del	 terrorismo,	de	acuerdo	a	 lo	establecido
en	normativa	legal	aplicable.
Ley	29623.
ART.	11.—Aplicación	supletoria.	En	 todo	 lo	no	previsto	por	 la	presente
ley	 y	 en	 tanto	 no	 resulten	 incompatibles	 con	 la	 naturaleza	 de	 la	 factura
negociable,	son	aplicables	las	disposiciones	establecidas	en	el	Código	Civil	y
la	 Ley	 Núm.	 27287,	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 particularmente	 las
disposiciones	referidas	a	la	letra	de	cambio,	salvo	aquellas	establecidas	en	la
sección	tercera	del	libro	segundo.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Aplicación	 supletoria	 de	 la
Ley	de	Títulos	Valores,	de	la	Ley	del	Mercado	de	Valores	y	del	Código	Civil.
En	todo	aquello	no	previsto	en	el	presente	reglamento	serán	de	aplicación
las	disposiciones	de	la	Ley	de	Títulos	Valores,	Ley	del	Mercado	de	Valores	y
el	 Código	 Civil,	 en	 tanto	 no	 resulten	 incompatibles	 con	 la	 ley	 o	 con	 la
naturaleza	de	la	factura	negociable.
Ley	29623.
ART.	 11-A.—Incorporado.	 Ley	 30308,	 Art.	 4°.	 Sanciones	 en	 caso	 de
incumplimiento	por	parte	de	las	imprentas	autorizadas.	Las	 imprentas
autorizadas	por	la	Sunat	cuyo	incumplimiento	a	la	obligación	de	imprimir	la
tercera	copia	correspondiente	a	la	factura	negociable	sea	detectado	hasta	en
dos	 oportunidades	 serán	 sancionadas	 con	 el	 retiro	 temporal	 por	 60	 días
calendario	 del	 Registro	 de	 Imprentas	 Autorizadas	 a	 cargo	 de	 la	 Sunat.	 En
caso	de	que	la	Sunat	compruebe	dicho	incumplimiento	en	una	oportunidad
adicional,	la	imprenta	infractora	será	sancionada	con	el	retiro	temporal	del
referido	 registro	 por	 90	 días.	 En	 caso	 de	 que	 la	 Sunat	 verifique	 un	nuevo
incumplimiento	por	parte	de	la	imprenta,	esta	será	sancionada	con	el	retiro
definitivo	del	mencionado	registro.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
ART.	 6°.—Fiscalización	 y	 sanciones	 en	 casos	 de	 incumplimiento	 por
parte	 de	 las	 imprentas	 autorizadas.	 La	 Sunat,	 en	 ejercicio	 de	 las
facultades	 que	 le	 fueran	 otorgadas	 en	 la	 Tercera	 Disposición
Complementaria	Final	de	la	Ley	y	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	Ley
N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	tendrá	a	su	cargo
la	fiscalización	y/o	verificación	del	cumplimiento	de	la	obligación	señalada
en	 el	 artículo	 2°	 de	 la	 ley	 y	 en	 el	 artículo	 5°	 del	 presente	 reglamento	por
parte	 de	 las	 imprentas	 autorizadas,	 consistente	 en	 la	 incorporación	 de	 la
tercera	 copia	 denominada	 factura	 negociable	 en	 las	 facturas	 comerciales
y/o	 recibos	 por	 honorarios.	 Asimismo,	 la	 Sunat	 tendrá	 a	 su	 cargo	 la
imposición	 de	 las	 sanciones	 que,	 de	 conformidad	 con	 lo	 señalado	 en	 el
artículo	11-A	de	 la	 ley,	 correspondan	a	aquellas	 imprentas	que	 incumplan
con	dicha	obligación.
Para	dichos	efectos,	la	Sunat	designa	al	funcionario	facultado	para	verificar
el	 cumplimiento	 por	 parte	 de	 las	 imprentas	 autorizadas	 de	 la	 obligación
señalada	 en	 el	 artículo	 2°	 de	 la	 ley	 y	 en	 el	 artículo	 5°	 del	 presente
reglamento.
Ley	29623.
ART.	12.—Vigencia.	La	presente	ley	entra	en	vigencia	a	los	ciento	ochenta
(180)	días	contados	a	partir	de	la	fecha	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial
El	Peruano.
NOTA:	La	Ley	29623	se	publicó	el	07	de	diciembre	del	2010,	por	lo	tantó,	entró	en	vigencia	en	06	de
junio	del	2011.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
Tercera	Disposición	Complementaria	 Final.—Derogado.	D.	 S.	 100-2016-
EF,	Única	Disp.	Compl.	Derog.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Final.—Acceso	de	las	empresas	que
realicen	 operaciones	 de	 factoring	 y	 de	 descuento	 a	 la	 ICLV.	 La	 SMV
establecerá	los	requisitos	que	deberán	cumplir	las	empresas,	comprendidas
o	no	comprendidas	en	el	ámbito	de	la	Ley	General	del	Sistema	Financiero	y
del	 Sistema	de	 Seguros	 y	Orgánica	de	 la	 SBS,	 que	 realicen	operaciones	de
factoring	y	de	descuento	a	efectos	de	poder	ser	participantes	de	una	ICLV.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Modificado.	 D.	 S.	 100-2016-
EF,	 Art.	 1°.	 Otras	 modalidades	 de	 financiamiento.	 Las	 empresas	 del
sistema	 financiero,	 las	 empresas	 de	 factoring	 comprendidas	 o	 no
comprendidas	en	el	ámbito	de	aplicación	de	 la	Ley	N°	26702,	Ley	General
del	 Sistema	 Financiero	 y	 del	 Sistema	 de	 Seguros	 y	 Orgánica	 de	 la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 los	 fondos	 o	 patrimonios
fideicometidos	 o	 titulizados	 dedicados	 a	 realizar	 operaciones	 de
financiamiento	 con	 facturas,	 están	 facultados	 a	 mantener	 la	 custodia
temporal	 de	 facturas	 negociables	 en	 el	 marco	 de	 las	 modalidades	 de
financiamiento	que	realicen.
Esta	 disposición	 no	 habilita	 a	 los	 adquirentes	 a	 retener	 facturas
negociables	salvo	que	sean	facultados	para	ello	por	alguna	de	las	empresas
o	 entidades	mencionadas	 en	 el	 párrafo	 anterior	 como	 consecuencia	 de	 la
existencia	de	acuerdos	entre	ellas	y	el	proveedor	para	llevar	a	cabo	dichas
operaciones	 de	 financiamiento	 y	 siempre	 que	 el	 proveedor	 decida
voluntariamente	someter	la	factura	negociable	a	dichas	operaciones.
En	 caso	 la	 referida	 operación	 de	 financiamiento	 no	 se	 lleve	 a	 cabo	 y	 el
proveedor	 haya	 entregado	 la	 factura	 negociable	 a	 la	 empresa	 del	 sistema
financiero,	a	la	empresa	de	factoring	comprendida	o	no	comprendida	en	el
ámbito	 de	 aplicación	 de	 la	 Ley	 N°	 26702,	 al	 fondo	 o	 patrimonio
fideicometido	o	titulizado,	o	al	adquirente,	según	sea	el	caso	y	corresponda,
el	 proveedor	 está	 facultado	 para	 requerir	 a	 las	mencionadas	 empresas	 la
devolución	 inmediata	 de	 la	 factura	 negociable.	 En	 este	 supuesto,	 la	 no
devolución	 de	 la	 factura	 negociable	 al	 proveedor	 dentro	 del	 día	 hábil
siguiente	de	que	este	haya	efectuado	el	requerimiento,	es	considerada	una
retención	indebida	bajo	los	alcances	del	artículo	9°	del	presente	reglamento.
Ley	29623.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Sistema	 de	 Registro
Unificado	 de	 Comprobantes	 Electrónicos	 de	 Pago.	 Una	 vez	 que	 la
Superintendencia	 Nacional	 de	 Administración	 Tributaria	 (Sunat)
implemente	 la	 emisión	 electrónica	 de	 comprobantes	 de	 pago	 para
generadores	 de	 rentas	 de	 tercera	 categoría,	 el	 sujeto	 emisor	 de	 tales
comprobantes	 está	 facultado	 para	 realizar	 las	 operaciones	 descritas	 en	 el
artículo	1°.
Mediante	 decreto	 supremo,	 el	 Ministro	 de	 Economía	 y	 Finanzas	 puede
crear	 un	 Sistema	 de	 Registro	 Unificado	 de	 Comprobantes	 Electrónicos	 de
Pago	 y	 señalar	 nuevos	 mecanismos	 para	 viabilizar	 la	 negociación	 de
comprobantes	electrónicos	de	pago,	así	como	aquellos	referidos	al	control	y
certificación	de	esta	modalidad.
Ley	29623.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Reglamentación.	Mediante
decreto	 supremo	 refrendado	 por	 el	 Ministro	 de	 Economía	 y	 Finanzas	 se
establecen	 las	 normas	 reglamentarias	 y	 complementarias	 para	 la	 mejor
aplicación	de	lo	dispuesto	en	la	presente	ley.
Ley	29623.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Modificado.	Ley	30308,	Art.
3°.	Disposiciones	a	cargo	de	la	Superintendencia	Nacional	de	Aduanas
y	de	Administración	Tributaria	(Sunat).	La	Superintendencia	Nacional	de
Aduanas	 y	 de	 Administración	 Tributaria	 (Sunat)	 emite	 las	 disposiciones
para	 la	 incorporación	 de	 la	 tercera	 copia	 en	 los	 comprobantes	 de	 pago
denominados	factura	comercial.
Para	el	caso	de	los	comprobantes	de	pago	denominados	factura	comercial	y
recibos	 por	 honorarios	 que	 se	 emitan	 de	 manera	 electrónica,	 la	 Sunat
deberá	 dictar	 las	 disposiciones	 que	 establezcan	 los	 mecanismos	 y
procedimientos	 para	 que	 los	 contribuyentes	 puedan	 emitir	 la	 factura
negociable,	 así	 como	 realizar	 las	 operaciones	 necesarias	 para	 su
transferencia	a	terceros	o	su	cobro	ejecutivo,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el
artículo	2°.
La	 Sunat	 tendrá	 a	 su	 cargo	 la	 fiscalización	 del	 cumplimiento	 de	 la
obligación	señalada	en	el	 artículo	2°,	de	 incorporar	 la	 tercera	copia	en	 las
facturas	 comerciales	 que	 impriman	o	 importen	 las	 imprentas	 autorizadas,
así	como	la	imposición	de	las	sanciones	que	correspondan	de	conformidad
con	lo	dispuesto	en	el	artículo	11-A.
Regl.	de	la	Factura	Comercial	y	Negociable.
Segunda	Disposición	Complementaria	Final.—Aprobación	de	formatos	y
modelos	 de	 factura	 negociable.	 La	 Sunat,	 mediante	 resolución	 de
Superintendencia,	 señala	 los	 formatos	 estandarizados	 de	 uso	 referencial
para	la	tercera	copia	denominada	factura	negociable	y	establece	el	plazo,	la
forma	y	las	condiciones	para	que	los	proveedores	cumplan	con	la	obligación
de	 dar	 de	 baja	 a	 las	 facturas	 comerciales	 y/o	 recibos	 por	 honorarios
impresos	 y/o	 importados	 que	 no	 tengan	 la	 tercera	 copia	 denominada
factura	negociable.
Ley	29623.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Derogatoria.	 Derógase	 el
numeral	1	del	artículo	200	de	la	Ley	Núm.	26702,	Ley	General	del	Sistema
Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y	Orgánica	de	 la	Superintendencia	de
Banca	y	Seguros.
SECCIÓN	CUARTA
DEL	CHEQUE
TÍTULO	PRIMERO
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	27287.
ART.	172.—Formalidades	para	su	emisión.
172.1	Los	cheques	serán	emitidos	sólo	a	cargo	de	bancos.	Para	los	fines	de
la	presente	Sección	Cuarta,	dentro	del	término	bancos	están	incluidas	todas
las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 nacional	 autorizadas	 por	 la	 ley	 de	 la
materia	a	mantener	cuentas	corrientes	con	giro	de	cheques.
172.2	 Los	 cheques	 se	 emitirán	 en	 formularios	 impresos,	 desglosables	 de
talonarios	numerados	en	serie	o	con	claves	u	otros	signos	de	identificación	y
seguridad.
172.3	Los	 talonarios	 serán	proporcionados,	 bajo	 recibo,	 por	 los	bancos	 a
sus	 clientes.	 También	 éstos	 pueden	 imprimirlos	 bajo	 su	 cuenta	 y
responsabilidad,	 para	 su	 propio	 uso,	 siempre	 que	 sean	 previamente
autorizados	por	 el	 banco	 respectivo	 en	 las	 condiciones	 que	 acuerden.	 Los
bancos	 pueden	 entregar	 o	 autorizar	 los	 formularios	 impresos	 en	 formas
distintas	a	talonarios.
172.4	No	es	obligatorio	el	talonario	para	los	cheques	de	viajeros,	ni	para	los
cheques	de	gerencia	y	cheques	giro.
172.5	 Las	 dimensiones,	 formatos,	 medidas	 de	 seguridad	 y	 otras
características	 materiales	 relativas	 a	 los	 formularios	 podrán	 ser
establecidos	por	cada	banco	o	por	convenio	entre	éstos	o	por	disposiciones
del	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.
172.6	 Los	 documentos	 que	 en	 forma	 de	 cheques	 se	 emitan	 en
contravención	de	este	artículo	carecerán	de	tal	calidad.
Ley	27287.
ART.	 173.—Condición	 previa	 para	 emitir	 el	 cheque.	 Para	 emitir	 un
cheque,	 el	 emitente	 debe	 contar	 con	 fondos	 a	 su	 disposición	 en	 la	 cuenta
corriente	 correspondiente,	 suficientes	 para	 su	 pago,	 ya	 sea	 por	 depósito
constituido	 en	 ella	 o	 por	 tener	 autorización	 del	 banco	 para	 sobregirar	 la
indicada	 cuenta.	 Sin	embargo,	 la	 inobservancia	de	estas	prescripciones	no
afecta	la	validez	del	título	como	cheque.
Ley	26702.
ART.	226.—Efectos	de	la	cuenta	corriente.	Hay	novación	en	todo	crédito
del	uno	contra	el	otro,	de	cualquier	naturaleza	y	fecha	que	sea,	si	el	crédito
pasa	 a	 una	 cuenta	 corriente;	 salvo	 que	 el	 acreedor	 o	 deudor	 acuerden
expresa	 reserva	de	 sus	derechos.	Todo	abono	o	cargo	dentro	de	 la	 cuenta
corriente,	produce	compensación.
Las	medidas	 cautelares	 que	 se	 dispongan	 respecto	 de	 cuentas	 corrientes
sólo	 surtirán	 efecto	 sobre	 el	 saldo	 que	 resulte	 luego	 de	 que	 la	 empresa
aplique	sobre	ella	los	cargos	que	corresponda	por	las	deudas	vencidas	que
mantenga	el	titular	de	la	cuenta	a	la	fecha	de	notificación	de	dichas	medidas
y	siempre	que	no	se	encuentre	sujeto	a	gravamen	alguno.
La	existencia	del	contrato	de	cuenta	corriente	se	acredita	por	cualquiera	de
los	 medios	 de	 prueba	 admitidos	 por	 la	 ley,	 excepto	 la	 declaración
testimonial.
No	 es	 consubstancial	 a	 la	 cuenta	 corriente	 la	 entrega	 al	 cliente	 de	 un
talonario	de	cheques.	La	disposición	de	 los	recursos	disponibles	en	cuenta
corriente	puede	efectuarse	mediante	 la	celebración	de	un	pacto	autónomo
de	cheque	o	a	través	de	otros	pactos.
Las	 empresas	 informarán	 periódicamente	 a	 sus	 clientes	 respecto	 de	 sus
estados	 de	 cuenta,	 los	 que	 se	 darán	 por	 aceptados	 de	 no	 ser	 observados
dentro	de	los	treinta	(30)	días	siguientes	a	su	recepción.
JURISPRUDENCIA.—Oponerse	 sin	 sustentar	 debidamente	 cuál	 es	 el
error	y	la	discrepancia	que	existe	en	los	montos	del	contrato	de	cuenta
corriente	 no	 constituye	 una	 observación.	 “(…)	 La	 carta	 en	 cuestión	 no
constituye	una	observación	en	sentido	jurídico,	ni	contable.	(…)	El	contrato
de	 cuenta	 corriente,	 establece	 un	 sistema	 de	 cargos	 y	 abonos,	 que	 se
estipulan	en	partidas	de	‘debe’	y	‘haber’	y,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	los
artículos	 225	 y	 226	 de	 la	 Ley	 26702,	 el	 contrato	 de	 cuenta	 corriente
bancario,	 obliga	 a	 un	 banco	 a	 cumplir	 las	 órdenes	 de	 pago	 de	 su	 cliente,
hasta	el	monto	de	sus	depósitos	o	del	crédito	concedido,	quedando	obligado
el	banco	a	enviar	a	su	cliente	en	forma	mensual	el	estado	de	cuenta,	los	que
serán	dados	por	aceptados	de	no	ser	observados	dentro	de	los	treinta	días
siguientes	a	su	recepción.	En	ese	sentido,	en	el	caso	de	la	comunicación	de
los	 saldos	 deudores	 de	 cuenta	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 228	 de	 la	 Ley
26702,	es	necesario	que	el	observante	precise	y	describa	en	detalle	cuál	es
el	cargo	o	el	abono	que	objeta,	en	qué	consiste	el	error,	defecto	u	omisión
del	 saldo	 deudor	 que	 se	 le	 comunica,	 señalando	 las	 cantidades	 que
correspondan	 en	 su	 caso,	 al	 débito	 o	 al	 haber;	 siendo	 éste	 el	 sentido
correcto	de	 la	observación	a	que	se	refiere	 la	norma	material	 invocada.	La
ratio	de	 la	norma	citada	en	viabilizar	que	 los	deudores	puedan	manifestar
su	 disconformidad	 con	 el	 saldo	 deudor	 a	 efectos	 de	 que	 pueda	 ser
rectificado	 por	 la	 entidad	 crediticia	 y	 en	 modo	 alguno	 podría	 ser	 un
mecanismo	para	evitar	el	 cobro	del	saldo	deudor	de	una	cuenta	corriente.
Aquí	 no	 es	 el	 caso	 de	 formalidad,	 como	 cree	 la	 sala	 superior,	 sino	 de
precisión	 en	 la	 observación.	 (….)	 Además	 que	 no	 se	 ha	 tomado	 en	 cuenta
que	 el	 banco	 demandante	 (…)	 requirió	 a	 la	 codemandada	 (…)	 que	 esa
comunicación	 fue	 contestada	 por	 carta	 de	 fecha	 siete	 de	 diciembre	 del
mismo	 año;	 posteriormente	 la	 demandante	 remite	 una	 segunda	 carta	 de
respuesta	(…)	la	misma	que	fue	respondida	(…)	Se	advierte	entonces	que	la
demandante	ya	en	 la	primera	contestación	obrante	a	 fojas	veintidós	había
absuelto	las	dudas	de	la	codemandada;	no	siendo	posible	considerar	que	el
simple	hecho	de	oponerse	 sin	 sustentar	debidamente	 cuál	 es	 el	 error	 y	 la
discrepancia	 que	 hay	 en	 los	 montos,	 tal	 como	 se	 ha	 determinado	 en	 el
motivo	 anterior;	 constituya	 una	 observación.	 (…)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 403-2006
Arequipa,	nov.	30/2006,	SS.	Caroajulca	Bustamante)
Ley	27287.
ART.	174.—Contenido	del	cheque.	El	cheque	debe	contener:
a)	El	número	o	código	de	identificación	que	le	corresponde;
b)	La	indicación	del	lugar	y	de	la	fecha	de	su	emisión;
c)	La	orden	pura	y	simple	de	pagar	una	cantidad	determinada	de	dinero,
expresada	ya	sea	en	números,	o	en	letras,	o	de	ambas	formas;
d)	El	nombre	del	beneficiario	o	de	 la	persona	a	cuya	orden	se	emite,	o	 la
indicación	que	se	hace	al	portador;
e)	El	nombre	y	domicilio	del	banco	a	cuyo	cargo	se	emite	el	cheque;
f)	La	indicación	del	lugar	de	pago;
g)	 El	 nombre	 y	 firma	 del	 emitente,	 quien	 tiene	 la	 calidad	 de	 obligado
principal.
Ley	27287.
ART.	175.—Lugar	de	pago	como	requisito	no	esencial.
175.1	No	tendrá	validez	como	cheque	el	documento	al	que	le	falte	alguno
de	los	requisitos	indicados	en	el	artículo	174,	salvo	en	los	casos	siguientes:
a)	En	defecto	de	indicación	especial	sobre	lugar	de	pago,	se	tendrá	como	tal
cualquiera	 de	 las	 oficinas	 del	 banco	 girado	 en	 el	 lugar	 de	 emisión	 del
cheque.	Si	en	ese	 lugar	el	banco	girado	no	 tiene	oficina,	el	 cobro	se	podrá
efectuar	a	través	de	cualquiera	de	las	oficinas	del	banco	en	el	país.
b)	Si	se	indican	varios	lugares	de	pago,	el	pago	se	efectuará	en	cualquiera
de	ellos.
175.2	El	banco	girado	está	facultado	a	realizar	el	pago	o	dejar	constancia	de
su	 rechazo	 a	 través	 de	 cualquiera	 de	 sus	 oficinas,	 aun	 cuando	 se	 hubiere
señalado	un	lugar	para	su	pago	en	el	título.
Ley	27287.	
ART.	176.—Beneficiario	del	cheque.
176.1	El	cheque	sólo	puede	ser	girado:
a)	En	favor	de	persona	determinada,	con	la	cláusula	“a	la	orden”	o	sin	ella;
b)	 En	 favor	 de	 persona	 determinada,	 con	 la	 cláusula	 “no	 a	 la	 orden”,
“instransferible”,	“no	negociable”	u	otra	equivalente;	y
c)	Al	portador.
176.2	 En	 los	 casos	 de	 emisión	 señalados	 en	 los	 incisos	 a)	 y	 b),	 debe
consignarse	 el	 nombre	 de	 la	 persona	 o	 personas	 determinadas	 en	 cuyo
favor	se	emite	el	cheque.
176.3	Cuando	el	beneficiario	sea	una	persona	jurídica,	no	es	admisible	que
se	señale	más	de	una	persona	como	beneficiario	del	cheque,	salvo	que	sea
para	su	abono	en	una	cuenta	bancaria	cuyos	 titulares	sean	conjuntamente
las	mismas	personas	beneficiarias	del	cheque	o	que	el	cobeneficiario	sea	un
banco.
176.4	En	los	casos	de	giro	de	cheques	en	favor	de	dos	o	más	personas	con
cláusula	 “y”,	 su	 endoso	 o,	 en	 su	 caso,	 su	 pago,	 debe	 entenderse	 con	 todas
ellas;	mientras	que	si	se	utilizan	las	cláusulas	“y/o”	u	“o”,	cualquiera	de	ellas
o	 todas	 juntas	 tienen	 tales	 facultades.	 A	 falta	 de	 estas	 cláusulas,	 ser
requerirá	la	concurrencia	de	todos	los	beneficiarios	señalados	en	el	título.
Ley	27287.
ART.	 177.—Cheque	 a	 la	 orden	 del	 propio	 emitente	 y	 con	 cláusula	 al
portador.
177.1	 El	 cheque	 puede	 ser	 emitido	 a	 la	 orden	 del	 propio	 emitente,
señalando	su	nombre	o	la	cláusula	“a	mí	mismo”	u	otra	equivalente.
177.2	 Cuando	 el	 cheque	 emitido	 a	 la	 orden	 de	 persona	 deteminada
contenga	también	la	mención	“al	portador”,	vale	como	cheque	a	la	orden	de
dicha	persona.
Ley	27287.
ART.	178.—Limitaciones	de	su	emisión	y	negociación.
178.1	 El	 cheque,	 como	 instrumento	 de	 pago,	 no	 puede	 ser	 emitido,
endosado	o	transferido	en	garantía.
178.2	Del	mismo	modo,	un	cheque	emitido	a	la	orden	del	banco	girado	no
es	 negociable	 por	 éste.	 Tampoco	 lo	 será	 el	 cheque	 transferido	 al	 banco
girado	para	su	pago	una	vez	que	haya	sido	pagado	por	éste.
178.3	Si	se	prueba	que	el	tenedor	recibió	el	cheque	a	sabiendas	de	que	se
infringe	 cualquiera	 de	 las	 prohibiciones	 anteriores,	 el	 título	 no	 producirá
efectos	cambiarios.
Ley	27287.
ART.	179.—Cheque	post	datado.
179.1	Con	excepción	del	cheque	de	pago	diferido,	se	considera	no	puesta	la
fecha	post	datada	o	la	cláusula	que	consigne	un	plazo	para	la	negociación	o
pago	del	cheque.
179.2	 Para	 los	 fines	 del	 inciso	 b)	 del	 artículo	 174,	 en	 los	 cheques	 post
datados	se	tendrá	como	fecha	de	emisión	el	día	de	su	primera	presentación
a	cobro.
Ley	27287.
ART.	180.—No	aceptación	del	cheque.
180.1	No	es	válida	 la	aceptación	del	cheque.	Toda	mención	de	aceptación
se	considera	no	puesta.
180.2	La	certificación	puesta	por	el	banco	girado	conforme	al	artículo	191
no	 tiene	 los	 efectos	 de	 la	 aceptación,	 sino	 sólo	 la	 finalidad	 de	 asegurar	 la
existencia	de	fondos	durante	el	plazo	legal	de	su	presentación	para	su	pago.
Ley	27287.
ART.	 181.—Pacto	 de	 intereses	 en	 el	 cheque.	 Toda	 estipulación	 de
intereses	inserta	en	el	cheque	se	considera	no	puesta.	Sin	embargo,	podrán
acordarse	 intereses	 compensatorios	 y	 moratorios	 que	 sólo	 se	 generarán
desde	 el	 día	 siguiente	 a	 la	 fecha	 de	 su	 protesto	 o	 de	 la	 constancia	 de	 su
rechazo	 total	 o	 parcial,	 aplicable	 al	monto	no	pagado,	 conforme	al	 primer
párrafo	del	artículo	51.	En	defecto	de	tal	acuerdo,	el	tenedor	de	cheque	no
pagado	tendrá	derecho	a	los	intereses	legales.
Ley	27287.
ART.	182.—Responsabilidad	del	emitente.	El	emitente,	en	su	calidad	de
obligado	 principal,	 responde	 siempre	 por	 el	 pago	 del	 cheque,	 salvo	 que
hubiera	 prescrito	 la	 acción	 cambiaria.	 Toda	 cláusula	 que	 lo	 exima	de	 esta
responsabilidad	se	tiene	por	no	puesta.
Ley	27287.
ART.	183.—Cierre	de	cuenta	corriente	por	giro	de	cheque	sin	fondos.
183.1	 Los	 bancos	 están	 obligados	 a	 cerrar	 las	 cuentas	 corrientes	 de
quienes	hubieren	girado	cheques	sin	fondos.
183.2	 La	 Superintendencia	 publicará	 por	 lo	 menos	 mensualmente	 en	 el
Diario	Oficial	El	Peruano	la	relación	de	cuentas	corrientes	cerradas.
183.3	 El	 cierre	 de	 la	 cuenta	 corriente	 que	 opere	 con	 giro	 de	 cheques	 es
obligatorio	para	el	banco	girado,	cuando	conozca	de	uno	cualquiera	de	 los
siguientes	hechos:
a)	Cuando	en	un	período	de	seis	(6)	meses,	el	banco	girado	deje	constancia
de	 la	 falta	 de	 pago	 por	 carecer	 de	 fondos,	 totales	 o	 parciales,	 en	 dos	 (2)
cheques;
b)	Cuando	en	un	período	de	un	año,	el	banco	girado	rechace	por	diez	(10)
veces	 el	 pago	 de	 uno	 o	 más	 cheques,	 por	 carecer	 de	 fondos	 totales	 o
parciales,	 sea	 que	 deje	 o	 no	 la	 constancia	 de	 ello	 en	 el	 mismo	 título.	 El
rechazo	de	un	mismo	cheque	se	computará	a	razón	de	uno	por	día.
c)	Cuando	de	acuerdo	al	 artículo	88,	 sea	notificado	del	 inicio	del	proceso
penal	por	libramiento	indebido	o	de	cualquier	proceso	civil	para	su	pago,	de
cheque	girado	a	su	cargo,	rechazado	por	falta	de	fondos;
d)	Cuando	algún	titular	de	cuenta	corriente	resulte	incluido	en	la	relación
que	 publique	 la	 Superintendencia,	 conforme	 al	 segundo	 párrafo	 del
presente	artículo;	y
e)	Otros	hechos	que	por	disposición	 legal	conlleven	el	cierre	de	 la	cuenta
corriente.
183.4	Las	cuentas	corrientes	a	las	que	se	refieren	los	numerales	anteriores
son	las	que	operan	con	cheques.
183.5	 Los	 bancos	 podrán	 acordar	 con	 sus	 cuentacorrentistas	 otras
condiciones	de	cierre	de	la	cuenta	corriente	por	giro	de	cheques	sin	fondos,
las	que	no	pueden	ser	menos	exigentes	que	las	antes	señaladas.
183.6	 En	 el	 caso	 de	 los	 incisos	 d)	 y	 e)	 anteriores,	 el	 cierre	 de	 la	 cuenta
corriente	 se	 deberá	 efectuar	 dentro	 de	 los	 plazos	 que	 señale	 la
Superintendencia;	mientras	que	en	los	casos	señalados	en	los	incisos	a),	b)	y
c),	 el	 cierre	 debe	 hacerse	 de	 inmediato,	 debiendo	 informar	 de	 ello	 a	 la
Superintendencia	dentro	de	los	plazos	que	ésta	fije.
183.7	En	 las	 cuentas	 corrientes	 con	pluralidad	de	 titulares,	 la	 sanción	de
cierre	se	aplicará	a	todos	ellos,	salvo	que	se	traten	de	cuentas	a	cuyo	cargo
dichos	 titulares	 pueden	 emitir	 cheques	 indistintamente.	 En	 tal	 caso	 la
sanción	es	aplicable	al	titular	o	titulares	que	hayan	dado	origen	a	la	causal
de	cierre.
183.8	En	caso	de	errores	en	la	inclusión	de	personas	en	las	publicaciones
señaladas	en	el	segundo	párrafo	del	presente	artículo,	podrá	corregirse	en
la	 siguiente	 publicación,	 en	 cuyo	 mérito	 se	 podrán	 reabrir	 las	 cuentas
corrientes	 que	 hubiesen	 sido	 cerradas	 en	 virtud	 de	 la	 publicación	 errada.
Las	centrales	de	información	públicas	o	privadas	que	hubieren	registrado	la
información	errada	igualmente,	bajo	responsabilidad,	procederán	a	corregir
sus	registros	por	el	sólo	mérito	de	la	publicación	aclaratoria.
183.9	 La	 Superintendencia	 queda	 encargada	 de	 establecer	 el
procedimiento,	 control	 y	 verificación	del	 cierre	 efectivo	y	oportuno	de	 las
cuentas	corrientes	de	acuerdo	a	los	términos	del	presente	artículo	y	a	la	ley
de	 la	 materia,	 así	 como	 de	 imponer	 las	 sanciones	 y	 demás	 medidas	 que
correspondan.
Cod.	Com.
ART.	579.—La	cuenta	corriente	bancaria,	es	a	descubierto,	cuando	el	banco
con	garantía	o	sin	ella,	hace	adelantos	de	dinero;	o	con	provisión	de	fondos,
cuando	el	cliente	los	tiene	depositados	en	él.
TÍTULO	SEGUNDO
DE	LOS	CHEQUES	ESPECIALES
CAPÍTULO	PRIMERO
DEL	CHEQUE	CRUZADO
Ley	27287.
ART.	184.—Cheque	cruzado.
184.1	El	emitente	de	un	cheque	puede	cruzarlo,	con	 los	efectos	 indicados
en	el	presente	capítulo.
184.2	El	cruzamiento	se	efectúa	mediante	dos	líneas	paralelas	trazadas	en
el	anverso	del	título.	Puede	ser	general	o	especial.	Es	general	si	no	contiene
entre	las	dos	líneas	designación	alguna,	o	constare	sólo	la	mención	“banco”,
o	una	denominación	equivalente.	Es	especial	si	entre	las	líneas	se	escribe	el
nombre	de	un	banco	determinado.
184.3	 Si	 entre	 las	 dos	 líneas	 paralelas	 se	 consigna	 la	 cláusula	 “no
negociable”	u	otra	equivalente	y	no	 se	 señala	mención	alguna	a	 “banco”	o
denominación	 equivalente	 a	 éste,	 se	 considerará	 como	 cheque
intransferible.
184.4	 El	 cruzamiento	 general	 puede	 transformarse	 en	 especial.	 El
cruzamiento	especial	no	puede	transformarse	en	general.
184.5	La	tarjadura	del	cruzamiento	o	del	nombre	del	banco	designado	en	el
cruzamiento	anula	sus	efectos	cambiarios.
Ley	27287.
ART.	 185.—Cruzamientos	 especiales.	 El	 cruzamiento	 puede	 también
realizarse	en	alguna	de	estas	formas:
a)	Cuando	un	cheque	se	haya	girado	sin	cruzar,	su	tenedor	puede	cruzarlo
de	modo	especial	o	general,	de	acuerdo	a	las	formas	y	reglas	indicadas	en	el
artículo	184;
b)	 El	 banco	 a	 nombre	 del	 cual	 el	 cheque	 hubiere	 sido	 cruzado
especialmente	puede	cruzarlo	a	su	vez	a	nombre	de	otro	banco	para	efecto
de	su	cobro;	y
c)	 El	 banco	 que	 recibe	 un	 cheque	 para	 su	 cobro	 puede	 cruzarlo	 a	 su
nombre,	si	no	está	cruzado	especialmente.
Ley	27287.
ART.	186.—Pago	de	cheque	cruzado.
186.1	 El	 cheque	 con	 cruzamiento	 general	 sólo	 puede	 ser	 pagado	 por	 el
banco	girado	a	otro	banco	o	a	su	propio	cliente.
186.2	 El	 cheque	 con	 cruzamiento	 especial	 sólo	 puede	 ser	 pagado	 por	 el
girado	al	banco	designado;	y	si	éste	es	el	girado,	a	su	cliente.
186.3	Sin	embargo,	el	banco	mencionado	en	el	cruzamiento	puede	recurrir
a	otro	banco	para	el	cobro	del	cheque.
186.4	Si	aparecen	varios	cruzamientos	especiales,	se	aplicará	lo	dispuesto
en	el	párrafo	precedente.
Ley	27287.
ART.	187.—Endoso	de	cheque	cruzado.
187.1	Un	banco	sólo	puede	adquirir	un	cheque	cruzado	por	endoso	hecho
en	su	favor	por	uno	de	sus	clientes	o	por	otro	banco.	No	puede	ingresarlo	en
caja	por	cuenta	de	otras	personas,	salvo	las	anteriormente	mencionadas.
187.2	 Salvo	 cláusula	 especial	 que	 lo	 impida,	 el	 cheque	 cruzado	 es
negociable,	bajo	condición	de	que	su	presentación	al	pago	se	haga	a	través
de	 cualquier	 banco	 o,	 en	 caso	 de	 tratarse	 de	 un	 cruzamiento	 especial,	 a
través	del	banco	designado.
Ley	27287.
ART.	188.—Responsabilidad	del	banco	girado.	 El	 banco	 girado	 que	 no
cumpla	las	disposiciones	anteriores	del	presente	capítulo	responde	por	los
daños	y	perjuicios	hasta	por	una	cantidad	igual	al	importe	del	cheque.
CAPÍTULO	SEGUNDO
DEL	CHEQUE	PARA	ABONO	EN	CUENTA
Ley	27287.
ART.	189.—Cheque	para	abono	en	cuenta.
189.1	El	emitente,	así	 como	el	 tenedor	de	un	cheque,	pueden	prohibir	 su
pago	en	efectivo	y	por	caja,	insertando	en	el	título	la	cláusula	“para	abono	en
cuenta”	u	otra	equivalente.	La	 tarjadura	de	esta	cláusula	anula	sus	efectos
cambiarios.
189.2	 El	 banco	 girado	 debe	 atender	 el	 pago	 sólo	mediante	 el	 abono	 del
importe	del	cheque	en	 la	cuenta	señalada	y	de	 la	que	además	sea	titular	o
cotitular	el	último	tenedor.	Este	abono	equivale	al	pago.
189.3	 El	 banco	 girado	 no	 está	 obligado	 a	 acreditar	 el	 cheque	 sino	 con
referencia	a	quien	tenga	cuenta	corriente	u	otra	cuenta	con	él;	salvo	que	el
cheque	hubiera	sido	endosado	a	otro	banco	para	su	cobro	y	posterior	abono
en	cuenta	mantenida	en	dicho	banco	endosatorio,	en	cuyo	caso	la	obligación
anterior	 corresponde	 ser	 cumplida	 a	 este	 último	 banco,	 bajo
responsabilidad,	una	vez	que	haya	hecho	efectivo	su	cobro.
189.4	Si	el	 tenedor	no	 tuviese	cuenta	y	el	banco	se	 rehusara	a	abrirla,	 se
negará	el	pago	del	cheque.
Ley	26702.
ART.	275.—Comisiones	 de	 confianza.	 Las	 comisiones	 de	 confianza	 que,
señaladamente,	sin	perjuicio	de	las	demás	que	autorice	la	Superintendencia,
pueden	 aceptar	 y	 ejecutar	 las	 empresas,	 según	 el	 numeral	 32	 del	 artículo
221,	son	las	siguientes:
1.	 Realizar	 las	 funciones	 de	 depositario	 e	 interventor	 de	 bienes
embargados,	salvo	que	el	depósito	recaiga	sobre	dinero.
2.	 Administrar	 provisionalmente	 los	 negocios	 y	 sociedades	 que	 se
encuentren	 en	 proceso	 de	 reestructuración	 económica	 y	 financiera,
conforme	a	la	ley	de	la	materia.
3.	Cumplir	las	funciones	de	administración,	realización	y	liquidación	de	los
bienes	 de	 las	 sociedades	 declaradas	 en	 quiebra	 conforme	 a	 la	 ley	 de	 la
materia.
4.	Ser	administradores	de	bienes	comunes	por	acuerdo	de	los	interesados,
o	por	nombramiento	del	 juez	especializado	en	el	caso	del	artículo	772	del
Código	Procesal	Civil.
5.	Ejercer	el	cargo	de	albacea	testamentario	o	dativo.
6.	Oficiar	de	guardadores	de	bienes	de	menores	e	incapaces	en	los	casos	a
que	se	refiere	el	artículo	503	del	Código	Civil	y	en	todos	los	demás	en	que
dicho	 código	 dispone	 o	 autoriza	 el	 nombramiento	 de	 guardador	 especial,
testamentario	 o	 dativo,	 para	 todos	 o	 parte	 de	 los	 bienes	 del	 menor	 o
incapaz.
7.	 Actuar	 como	 guardadores	 de	 bienes	 de	 ausentes	 declarados
judicialmente.
8.	Administrar	bienes	dejados	por	testamento	o	donados	bajo	condición	o
hasta	cierto	día,	a	fin	de	entregarlos	a	los	herederos,	legatarios	o	donatarios
cuando	se	cumpla	la	condición	o	llegue	el	día.
9.	Asumir	 la	administración	de	bienes	dejados	por	 testamento	o	por	acto
entre	 vivos	 para	 obras	 públicas,	 establecimientos	 de	 beneficencia	 o	 de
educación	 u	 otros	 fines	 lícitos	 a	 que	 los	 hubiere	 destinado	 el	 testador	 o
donante,	sujetándose	a	la	voluntad	del	instituyente.
10.	 Tomar	 la	 administración	 de	 bienes	 que	 se	 hubiere	 dejado	 por
testamento	o	por	acto	entre	vivos	con	el	fin	de	que	el	fideicomisario	perciba
únicamente	 la	 renta	 durante	 su	 vida	 o	 por	 el	 tiempo	 que	 determine	 el
instituyente.
11.	Obrar	como	administradores	de	bienes	gravados	con	usufructo,	cuando
así	se	haya	establecido	en	el	acto	constitutivo.
12.	 Servir	 de	 representante	 de	 los	 tenedores	 de	 bonos	 emitidos	 por
sociedades	anónimas.
13.	Administrar	portafolios	de	cartera.
14.	 Celebrar	 contratos	 de	mandato,	 con	 o	 sin	 representación,	 incluyendo
los	poderes	generales	o	especiales	para:
i.	Administrar	bienes.
ii.	Cobrar	créditos	o	documentos.
iii.	Comprar	y	vender	acciones,	bonos	y	demás	valores	mobiliarios.
iv.	Percibir	dividendos	e	intereses.
v.	Representar	a	los	titulares	de	acciones,	bonos	y	valores.
CAPÍTULO	TERCERO
DEL	CHEQUE	INTRANSFERIBLE
Ley	27287.
ART.	190.—Cheque	intransferible.
190.1	 El	 cheque	 emitido	 con	 la	 cláusula	 “intransferible”,	 “no	 negociable”,
“no	 a	 la	 orden”	 u	 otra	 equivalente,	 sólo	 debe	 ser	 pagado	 a	 la	 persona	 en
cuyo	 favor	 se	 emitió;	 o,	 a	 pedido	 de	 ella,	 puede	 ser	 acreditado	 en	 cuenta
corriente	u	otra	cuenta	de	la	que	sea	su	titular,	admitiéndose	el	endoso	sólo
a	favor	de	bancos	y	únicamente	para	el	efecto	de	su	cobro.
190.2	 Esta	 cláusula	 puesta	 por	 el	 endosante	 surte	 los	 mismos	 efectos
respecto	al	endosatorio.
190.3	El	banco	girado	que	pague	un	cheque	que	contenga	esta	cláusula	a
persona	diferente	del	facultado	a	cobrarlo	o	del	banco	endosatorio	para	su
cobro	responde	del	pago	efectuado.
190.4	 Los	 endosos	 realizados	 a	 pesar	 de	 la	 prohibición	 prevista	 en	 el
presente	artículo	se	consideran	no	hechos.	Por	su	parte,	la	tarjadura	de	esta
cláusula	anula	sus	efectos	cambiarios.
JURISPRUDENCIA.—Cheques	con	cláusula	“no	negociable”	exigen	que	el
poder	contemple	expresamente	la	facultad	de	cobrarlos.	“(...)	analizando
la	 infracción	 especificada	 en	 el	 literal	 b),	 conforme	 los	 argumentos
indicados	 en	 los	 considerandos	 anteriores,	 incluido	 el	 propio	 artículo	160
del	 Código	 Civil	 hace	 referencia	 al	 acto	 jurídico	 celebrado	 por	 el
representante	‘dentro	de	los	límites	de	las	facultades	que	se	le	ha	conferido’,
quedando	 establecido	 que	 dada	 la	 particularidad	 de	 los	 cheques	 no
negociables,	para	poder	celebrarlos	se	requiere	de	un	poder	que	especifique
de	manera	precisa	 las	 facultades	 respecto	de	 cheques	no	negociables,	 ello
debido	 a	 la	 restricción	 normativa	 que	 existe	 para	 el	 pago	 de	 este	 tipo	 de
cheques	 (artículo	 190	 inciso	 1	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores),	 y	 para	 no
transgredir	 de	manera	 indirecta	 esta	 restricción	 legal,	 el	 poder	 conferido
debe	especificar	 la	facultad	de	cobrar	cheques	con	cláusula	 ‘no	negociable’
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	4735-2010-Lima,	mar.	15/2013.	S.	S.	Rodríguez	Mendoza)
CAPÍTULO	CUARTO
DEL	CHEQUE	CERTIFICADO
Ley	27287.
ART.	191.—Cheque	certificado.
191.1	Los	bancos	pueden	 certificar,	 a	 petición	del	 girador	 o	de	 cualquier
tenedor,	 la	 existencia	 de	 fondos	 disponibles	 con	 referencia	 a	 un	 cheque,
siempre	que	no	 se	 haya	 extinguido	 el	 plazo	para	 su	presentación	 al	 pago,
cargando	al	mismo	tiempo	en	la	respectiva	cuenta	corriente	girada	la	suma
necesaria	para	 su	pago.	Esta	 suma,	 en	 tanto	no	 sea	acreditada	a	 la	 cuenta
cargada	conforme	al	artículo	192,	 tendrá	 la	calidad	 legal	de	patrimonio	de
afectación	y	estará	destinada	exclusivamente	al	pago	del	cheque	certificado,
debiendo	excluirse	de	la	masa	concursada	del	emitente;	así	como	separarse
de	 la	masa	del	 banco	 girado	 en	 los	 casos	de	procesos	de	 insolvencia	 o	 de
liquidación	de	éste	que	fuesen	declarados	antes	del	pago	del	cheque.
191.2	 La	 certificación	 no	 puede	 ser	 parcial,	 ni	 extenderse	 en	 cheque	 al
portador.	El	cheque	de	pago	diferido	podrá	certificarse	sólo	durante	el	plazo
de	presentación	para	su	pago.
191.3	La	certificación	rige	sólo	por	el	número	igual	de	días	a	los	que	falten
para	que	venza	el	plazo	legal	de	la	presentación	del	cheque	respectivo	para
su	pago.
Ley	27287.
ART.	192.—Efecto	de	la	certificación.
192.1	Efectuada	la	certificación,	el	banco	girado	asume	la	responsabilidad
solidaria	de	pagar	el	cheque	durante	el	plazo	legal	de	su	presentación	para
su	pago.	Sin	embargo,	si	el	cheque	no	fuere	presentado	durante	dicho	plazo,
quedará	automáticamente	sin	efecto	la	certificación	y	toda	responsabilidad
derivada	 de	 ésta	 para	 el	 banco,	 debiendo	 éste	 proceder	 a	 acreditar,	 en	 la
cuenta	 corriente	 del	 emitente,	 la	 cantidad	 que	 hubiere	 retirado	 para
destinarlo	al	pago	del	cheque.
192.2	 En	 este	 caso,	 el	 tenedor	 del	 cheque	 ejercitará	 la	 acción	 cambiaria
correspondiente	únicamente	contra	el	emitente	quien	mantendrá	su	calidad
de	 obligado	 principal	 y/o	 contra	 los	 obligados	 solidarios	 que	 hubieren,	 a
condición	y	de	ser	el	caso	de	obtener	su	protesto	o	la	comprobación	a	que	se
refiere	el	artículo	214,	dentro	de	los	ocho	(8)	días	siguientes	a	la	caducidad
de	la	certificación.
192.3	Durante	la	vigencia	de	la	certificación,	el	emitente	queda	liberado	de
la	 responsabilidad	 penal	 por	 libramiento	 indebido,	 correspondiendo	 al
representante	 del	 banco	 girado	 que	 certificó	 el	 cheque	 las
responsabilidades	pertinentes.
Ley	27287.
ART.	193.—Cheque	de	gerencia.
193.1	Las	empresas	del	Sistema	Financiero	Nacional	autorizadas	al	efecto
pueden	emitir	 cheques	de	gerencia	a	cargo	de	ellas	mismas,	pagaderos	en
cualquiera	 de	 sus	 oficinas	 del	 país.	 Con	 expresa	 indicación	 de	 ello	 en	 el
mismo	título,	estos	cheques	podrán	ser	emitidos	también	para	ser	pagados
en	sus	oficinas	del	exterior.
193.2	 Los	 cheques	 de	 gerencia,	 salvo	 cláusula	 en	 contrario,	 son
transferibles	y	no	pueden	ser	girados	en	 favor	de	 la	propia	empresa,	ni	al
portador.
193.3	 Para	 el	 ejercicio	 de	 la	 acción	 cambiaria	 que	 corresponde	 frente	 al
emisor,	 así	 como	 para	 tener	 mérito	 ejecutivo,	 el	 cheque	 de	 gerencia	 no
requiere	de	protesto,	ni	de	la	formalidad	sustitutoria.
CAPÍTULO	QUINTO
DEL	CHEQUE	GIRO
Ley	27287.
ART.	194.—Cheque	giro.
194.1	Las	empresas	del	Sistema	Financiero	Nacional	autorizadas	a	realizar
transferencias	de	fondos	y/o	emitir	giros	pueden	emitir	cheques	a	su	propio
cargo,	con	la	cláusula	“cheque	giro”	o	“giro	bancario”	en	lugar	destacado	del
título.	Estos	cheques	tendrán	las	siguientes	características:
a)	Serán	emitidos	sólo	a	la	orden	de	determinada	persona;
b)	No	son	transferibles,	sin	que	para	ello	se	requiera	de	cláusula	especial;	y
c)	 Son	 pagaderos	 sólo	 en	 las	 plazas	 u	 oficinas	 propias	 de	 la	 empresa
emisora	 y/o	 en	 la	 de	 sus	 corresponsales,	 señalada	 al	 efecto	 en	 el	 mismo
título,	ubicada	en	plaza	distinta	a	la	de	su	emisión.
194.2	De	no	 ser	 presentado	para	 su	pago	por	 el	 beneficiario,	 la	 empresa
emisora	 reembolsará	 su	 importe,	 a	 través	 de	 la	 misma	 oficina	 emisora	 u
otra	según	determine	la	empresa,	sólo	a	petición	de	la	misma	persona	que
solicitó	su	emisión,	previa	devolución	del	original	del	título.
194.3	Para	el	ejercicio	de	la	acción	cambiaria	que	corresponde	frente	a	 la
emisora,	así	como	para	tener	mérito	ejecutivo,	el	cheque	giro	no	requiere	de
protesto,	ni	de	la	formalidad	sustitutoria.
CAPÍTULO	SEXTO
DEL	CHEQUE	GARANTIZADO
Ley	27287.
ART.	195.—Cheque	garantizado.
195.1	 El	 banco	 puede	 autorizar	 que	 se	 giren	 a	 su	 cargo	 cheques	 con
provisión	 de	 fondos	 garantizados,	 en	 formatos	 especiales	 y	 papel	 de
seguridad,	en	los	que	se	señale	expresamente:
a)	La	denominación	de	“cheque	garantizado”;
b)	Cantidad	máxima	por	la	que	el	cheque	garantizado	puede	ser	emitido;	o,
cantidad	impresa	en	el	mismo	título;
c)	Nombre	del	beneficiario,	no	pudiendo	ser	girado	al	portador;	y
d)	Otras	que	el	banco	girado	acuerde.
195.2	La	existencia	de	fondos	de	estos	cheques	es	garantizada	por	el	banco
girado,	 sin	 requerir	 de	 certificación,	 para	 cuyo	 efecto	 éste	 mantendrá
depósito	 constituido	por	 el	 emitente	o	 concederá	autorización	a	 éste	para
sobregirarse,	 afectando	 exclusivamente	 al	 pago	 de	 estos	 cheques.	 Esta
garantía	tiene	los	mismos	efectos	cambiarios	que	el	aval.
195.3	 Para	 el	 ejercicio	 de	 la	 acción	 cambiaria	 que	 corresponde	 frente	 al
emisor	 y	 al	 banco	 que	 garantiza	 su	 pago,	 así	 como	 para	 tener	 mérito
ejecutivo,	el	cheque	garantizado	no	requiere	de	protesto,	ni	de	la	formalidad
sustitutoria.
CAPÍTULO	SÉTIMO
DEL	CHEQUE	DE	VIAJERO
Ley	27287.
ART.	196.—Cheque	de	viajero.
196.1	 El	 cheque	 de	 viajero,	 o	 de	 turismo,	 puede	 ser	 emitido	 por	 una
empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	autorizada	al	efecto,	a	 su	propio
cargo,	para	ser	pagado	por	ella	o	por	los	corresponsales	que	consigne	en	el
título,	en	el	país	o	en	el	extranjero.
196.2	El	 cheque	de	 viajero	 deberá	 ser	 expedido	 en	 papel	 de	 seguridad	 y
llevar	 impresos	 el	 número	 y	 serie	 que	 le	 corresponda,	 el	 domicilio	 de	 la
empresa	emisora	y	el	valor	monetario	representado	por	el	título.
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11.	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41.	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios.	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	treinta	(30)	días	de	presentada	 la	solicitud
por	la	empresa.
NOTAS:	1.	El	numeral	42	derogado	desde	el	01	de	diciembre	del	2008	por	el	D.	Leg.	1028,	establecía:
“Realizar	operaciones	por	cuenta	propia	de	“commodities”	y	de	productos	financieros	derivados”.
2.	El	17	de	enero	del	2013	la	Ley	29985	incorporó	el	actual	numeral	42.
Ley	27287.
ART.	 197.—Endoso	 de	 cheque	 de	 viajero.	 El	 que	 reciba	 un	 cheque	 de
viajero	de	su	tomador	originario,	además	de	verificar	la	identidad	personal
de	 éste,	 está	 obligado	 a	 cerciorarse	 de	 que	 la	 firma	 del	 endoso	 que	 será
estampada	en	su	presencia,	guarde	conformidad	con	la	que,	según	aparezca
del	mismo	título,	hubiere	sido	puesta	al	tiempo	de	su	emisión.
Ley	27287.
ART.	198.—Reembolso	y	pago.
198.1	 La	 empresa	 emisora	 de	 un	 cheque	 de	 viajero	 no	 pagado	 está
obligada,	en	todo	caso,	a	reembolsar	su	valor	aun	cuando	se	haya	indicado
como	pagador	a	otro	banco	o	empresa.
198.2	El	tenedor	del	cheque	de	viajero	podrá	presentarlo	para	su	pago,	en
cualquier	sucursal	o	agencia	de	la	empresa	emisora,	sin	que	valga	cláusula
que	restrinja	ese	derecho.
198.3	Para	el	ejercicio	de	la	acción	cambiaria	que	corresponde	frente	a	 la
emisora	y	demás	obligados,	así	como	para	tener	mérito	ejecutivo,	el	cheque
de	viajero	no	requiere	de	protesto,	ni	de	la	formalidad	sustitutoria.
CAPÍTULO	OCTAVO
DEL	CHEQUE	DE	PAGO	DIFERIDO
Ley	27287.
ART.	199.—Cheque	de	pago	diferido.	El	cheque	de	pago	diferido	es	una
orden	de	pago,	emitido	a	cargo	de	un	banco,	bajo	condición	para	su	pago	de
que	 transcurra	 el	 plazo	 señalado	 en	 el	mismo	 título,	 el	 que	 no	 podrá	 ser
mayor	a	treinta	(30)	días	desde	su	emisión,	fecha	en	la	que	el	emitente	debe
tener	 fondos	 suficientes	 conforme	 a	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo	 173.	 Todo
plazo	mayor	se	reduce	a	éste.
Ley	27287.
ART.	 200.—Formalidades	 adicionales.	 Además	 del	 contenido	 que	 debe
tener	 según	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo	 174,	 el	 título	 deberá	 señalar	 la
denominación	de	“cheque	de	pago	diferido”	en	forma	destacada;	así	como	la
fecha	 desde	 la	 que	 procede	 ser	 presentado	 para	 su	 pago,	 precedida	 de	 la
cláusula	 “Páguese	desde	el	 .…”;	 fecha	desde	 la	que	 resulta	aplicable	a	 este
cheque	 todas	 las	 disposiciones	 que	 contiene	 la	 presente	 ley	 para	 los
cheques	comunes.
Ley	27287.
ART.	 201.—Negociación	 y	 cobro.	 El	 cheque	 de	 pago	 diferido	 puede	 ser
negociado	desde	la	fecha	de	su	emisión,	pero	sólo	debe	presentarse	para	su
pago	desde	 la	 fecha	al	efecto	señalada	en	el	mismo	 título.	El	banco	girado
rechazará	el	pago	antes	de	esa	fecha,	sin	que	tal	rechazo	origine	su	protesto
o	 formalidad	 sustitutoria,	 ni	 dé	 lugar	 a	 responsabilidad	 o	 sanción	 alguna
para	el	emitente.
Ley	27287.
ART.	 202.—Talonarios	 especiales	 y	 cuenta	 única.	 Los	 bancos	 podrán
entregar	a	sus	clientes	talonarios	distintos	o	especiales	para	 la	emisión	de
cheques	de	pago	diferido,	pudiendo	emitirse	estos	cheques	y/o	los	comunes
contra	una	misma	cuenta	corriente.
Ley	27287.
ART.	203.—Disposiciones	aplicables.	Con	excepción	de	las	características
señaladas	 en	 el	 presente	 capítulo,	 serán	 de	 aplicación	 al	 cheque	 de	 pago
diferido	todas	las	disposiciones	aplicables	al	cheque	común.
TÍTULO	TERCERO
DEL	ENDOSO
Ley	27287.
ART.	204.—Forma	de	transmisión	del	cheque.
204.1	 Salvo	 las	 limitaciones	 que	 establece	 la	 ley	 o	 las	 disposiciones
correspondientes	 a	 los	 cheques	 especiales,	 el	 cheque	 emitido	 en	 favor	 de
una	 persona	 determinada	 es	 transferible	 mediante	 endoso,	 tenga	 o	 no	 la
cláusula	“a	la	orden”.
204.2	 El	 endoso	 puede	 ser	 hecho	 también	 en	 favor	 del	 emitente	 o	 de
cualquier	obligado.	Estas	personas,	a	su	vez,	pueden	endosar	nuevamente	el
cheque.
Ley	27287.
ART.	205.—Endoso	de	cheque	al	portador.
205.1	 El	 endoso	 puesto	 en	 un	 cheque	 al	 portador	 hace	 al	 endosante
responsable	por	acción	de	regreso.
205.2	En	los	cheques	al	portador,	la	constancia	del	pago	recibido	del	banco
girado,	 puesta	 por	 el	 último	 tenedor	 en	 el	mismo	 documento,	 no	 tiene	 la
calidad	ni	los	efectos	del	endoso.
TÍTULO	CUARTO
DEL	PAGO
Ley	27287.
ART.	206.—Pago	del	cheque.
206.1	El	 cheque	es	pagadero	a	 la	 vista	 el	día	de	 su	presentación,	 aunque
tuviere	 fecha	 postdatada.	 Cualquier	 estipulación	 contraria,	 con	 la	 única
excepción	del	cheque	de	pago	diferido,	se	considerará	inexistente.
206.2	El	cheque	debe	ser	pagado	por	su	valor	facial	y	en	la	misma	unidad
monetaria	que	expresa	su	importe,	sin	que	sea	necesario	incluir	la	cláusula
de	que	trata	el	artículo	50.
Ley	27287.
ART.	207.—Plazo	de	presentación	a	pago.
207.1	El	plazo	de	presentación	de	un	 cheque	para	 su	pago,	 sea	que	haya
sido	emitido	dentro	o	fuera	del	país,	es	de	treinta	(30)	días.
207.2	Este	plazo	comenzará	a	contarse	desde	el	día	de	la	emisión,	inclusive;
y,	 en	 el	 caso	 del	 cheque	 de	 pago	 diferido,	 desde	 el	 día	 señalado	 al	 efecto,
conforme	al	artículo	200.
Ley	27287.
ART.	208.—Casos	de	revocación	y	suspensión	del	pago	del	cheque.
208.1	 La	 orden	de	pago	 contenida	 en	 el	 cheque	 sólo	puede	 ser	 revocada
por	 el	 emitente,	 cuando	 haya	 vencido	 el	 respectivo	 plazo	 para	 la
presentación	que	fija	el	artículo	207,	salvo	mandato	judicial.
208.2	Sin	embargo,	dentro	de	dicho	plazo,	el	emitente	o	el	beneficiario	o,	de
ser	 el	 caso,	 el	 último	 endosatario	 o	 tenedor	 legítimo	 del	 cheque,	 podrán
solicitar	 la	 suspensión	 de	 su	 pago	 a	 la	 empresa	 o	 al	 banco	 girado,	 por
escrito,	que	tendrá	carácter	de	declaración	jurada,	conforme	al	artículo	107,
indicando	 su	 causa	que	 sólo	podrá	 ser	una	de	 las	 señaladas	 en	el	 artículo
102,	bajo	condición	de	interponer	demanda	judicial	de	ineficacia	respectiva,
por	 la	 misma	 causal	 señalada	 en	 dicha	 solicitud.	 Esta	 suspensión	 caduca
conforme	al	artículo	98.
208.3	 La	 suspensión	 solicitada	 según	 el	 párrafo	 anterior	 que	 resulte	 ser
por	 causa	 falsa	 conlleva	 además	 responsabilidad	 penal,	 según	 la	 ley	 de	 la
materia.
208.4	 Si	 no	 hay	 revocación	 ni	 solicitud	 de	 suspensión	 en	 los	 términos
precedentes,	 o	 caducado	este	derecho	de	 suspensión	de	pago	 conforme	al
artículo	98,	la	empresa	o	el	banco	girado	puede	pagar	aun	expirado	el	plazo
señalado	en	el	artículo	207,	hasta	un	año	de	emitido	el	cheque,	si	hay	fondos
disponibles.
208.5	 La	 solicitud	 de	 suspensión,	 o	 la	 orden	 de	 revocación	 después	 de
realizado	el	pago,	no	surten	efecto	respecto	a	la	empresa	o	al	banco	girado.
Ley	27287.
ART.	209.—Efectos	por	muerte	o	insolvencia	del	emitente.
209.1	Ni	la	muerte	ni	la	incapacidad	del	emitente	ocurridas	después	de	la
emisión	producen	efectos	con	relación	al	cheque.
209.2	La	conclusión	del	contrato	de	cuenta	corriente	que	opera	con	giro	de
cheques	por	quiebra,	 interdicción	o	por	muerte	del	emitente,	sólo	ocurrirá
después	 de	 transcurrido	 sesenta	 (60)	 días	 calendario,	 contados	 desde	 la
fecha	 de	 ocurrencia	 de	 tales	 hechos	 debidamente	 comunicados	 al	 banco
girado.
209.3	 La	 declaratoria	 de	 insolvencia	 en	 proceso	 concursal	 del	 emitente,
debidamente	 comunicada	 al	 banco	 girado,	 causa	 la	 revocación	 de	 los
cheques	 que	 hubiera	 emitido	 hasta	 la	 fecha	 de	 publicación	 de	 dicha
declaratoria,	 aunque	 el	 plazo	 para	 la	 presentación	 al	 pago	 del	 cheque	 no
haya	vencido.
Ley	27287.
ART.	210.—Constancia	de	pago.
210.1	 El	 banco	 girado,	 al	 pagar	 un	 cheque,	 puede	 exigir	 que	 se	 ponga
constancia	de	la	cancelación,	considerándose	en	caso	contrario	como	tal,	el
endoso	hecho	en	su	favor	por	el	último	tenedor.
210.2	Dicha	constancia	de	cancelación	es	obligatoria	en	el	caso	de	cheques
girados	al	portador,	pudiendo	constar	en	documento	aparte	o	en	el	mismo
cheque,	 en	 cuyo	 caso	 tal	 constancia	 no	 surte	 los	 efectos	 del	 endoso,
conforme	al	artículo	205.
Ley	27287.
ART.	211.—Pago	parcial.
211.1	El	 banco	 girado	pagará	 el	 cheque	hasta	donde	 alcancen	 los	 fondos
disponibles	 del	 emitente,	 a	 petición	 del	 tenedor,	 en	 oportunidad	 de	 su
presentación	 a	 cobro,	 hecha	 dentro	 del	 plazo	 legal	 para	 su	 pago,	 dejando
constancia	de	la	causa	que	motiva	la	falta	de	pago	total.
211.2	En	los	casos	que	el	tenedor	exija	que	se	deje	constancia	de	la	causa
que	motiva	la	falta	de	pago,	de	ser	el	caso,	el	banco	girado	estará	obligado	a
realizar	 en	 forma	 previa	 el	 pago	 parcial	 con	 los	 fondos	 que	 hubiera	 y	 el
tenedor	estará	obligado	a	recibirlo.
211.3	Las	constancias	de	los	pagos	parciales	deberán	anotarse	en	el	mismo
cheque	y	el	tenedor	debe	otorgar	el	correspondiente	recibo	al	banco	girado
que	efectúe	tales	pagos.
211.4	Una	 vez	 que	 el	 banco	 girado	 haya	 dejado	 constancia	 de	 la	 falta	 de
pago	a	que	 se	 refiere	 el	 artículo	213	o,	 en	 su	 caso,	una	vez	que	haya	 sido
protestado	 el	 cheque	 por	 dicha	 causal,	 no	 procederá	 su	 pago	 o	 pagos
parciales	 en	 fecha	 posterior	 por	 parte	 del	 banco	 girado,	 aun	 cuando	 no
hubiere	 fenecido	 el	 plazo	 legal	 para	 su	 presentación	 a	 pago,
correspondiendo	al	 tenedor	sólo	ejercitar	 las	acciones	derivadas	del	 título
contra	el	obligado	principal	y/o	solidarios.	En	estos	mismos	casos,	el	banco
girado	queda	facultado	a	pagar	el	cheque	protestado	o	con	constancia	de	su
rechazo,	siempre	que	sea	por	su	monto	total	y	no	hubiere	fenecido	el	plazo
para	su	presentación	a	pago,	sin	que	proceda	dejar	nueva	constancia	de	su
rechazo.
211.5	El	banco	girado	queda	 liberado	de	 la	obligación	de	realizar	el	pago
parcial	del	cheque	presentado	a	través	de	la	Cámara	de	Compensación.
Ley	27287.
ART.	212.—Causales	para	no	pagar	el	cheque.
212.1	El	banco	no	debe	pagar	los	cheques	girados	a	su	cargo	en	los
siguientes	casos:
a)	 Cuando	 no	 existan	 fondos	 disponibles,	 salvo	 que	 decida	 sobregirar	 la
cuenta;
b)	 Cuando	 el	 cheque	 esté	 a	 simple	 vista	 raspado,	 adulterado,	 borrado	 o
falsificado,	 en	 cuanto	 a	 su	 numeración,	 fecha,	 cantidad,	 nombre	 del
beneficiario,	firma	del	emitente,	líneas	de	cruzamiento,	cláusulas	especiales
o	de	cualquier	otro	dato	esencial;
c)	 Cuando	 se	 presente	 fuera	 del	 plazo	 señalado	 en	 el	 artículo	 207	 y	 el
emitente	hubiere	notificado	su	revocatoria;
d)	 Cuando	 se	 presente	 dentro	 del	 plazo	 señalado	 en	 el	 artículo	 207	 y	 el
emitente	 o,	 en	 su	 caso,	 el	 beneficiario	 o	 último	 tenedor	 legítimo,	 bajo	 su
responsabilidad,	 haya	 solicitado	por	 escrito	 al	 banco	 girado	 la	 suspensión
de	su	pago,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	208;
e)	Cuando	el	cheque	sea	a	 la	orden	y	el	derecho	del	 tenedor	no	estuviere
legitimado	 con	 una	 serie	 regular	 de	 endosos;	 o	 cuando,	 conteniendo	 la
cláusula	“intransferible”	u	otra	equivalente,	no	lo	cobrase	el	beneficiario	o	el
endosatario	impedido	de	endosar,	o	un	banco	al	que	haya	sido	transferido
para	su	cobro;
f)	Cuando	el	cheque	sea	al	portador	y	quien	exige	su	pago	no	se	identifique
y	 firme	 en	 constancia	 de	 su	 cancelación	 parcial	 o	 total,	 de	 acuerdo	 a	 los
artículos	210	y	211;	y,
g)	Cuando	se	trate	de	un	cheque	cruzado	o	para	abono	en	cuenta,	o	de	pago
diferido	 u	 otro	 especial,	 y	 no	 se	 presentase	 al	 cobro	 de	 acuerdo	 con	 lo
dispuesto	en	la	presente	ley	para	esa	clase	especial	de	cheques.
212.2	 Salvo	 el	 caso	 previsto	 en	 el	 inciso	 a),	 los	 rechazos	 del	 pago	 del
cheque	conforme	al	presente	artículo	no	serán	computables	para	 los	 fines
del	inciso	b)	del	artículo	183.
Ley	27287.
ART.	213.—Protesto	o	formalidad	sustitutoria.
213.1	 El	 protesto	 del	 cheque	 por	 falta	 de	 pago	 puede	 sustituirse	 por	 la
comprobación	puesta	por	el	banco	girado.
213.2	 El	 banco	 que	 se	 niegue	 a	 pagar	 un	 cheque	 dentro	 del	 plazo	 de	 su
presentación,	 a	 simple	 petición	 del	 tenedor,	 queda	 obligado	 a	 dejar
constancia	de	ello	en	el	mismo	título,	con	expresa	mención	del	motivo	de	su
negativa,	 de	 la	 fecha	 de	 su	 presentación	 y	 con	 la	 firma	 de	 funcionario
autorizado	del	banco.
213.3	 Igual	mención	deberá	hacer	 el	 banco	 girado	 cuando	 el	 cheque	que
rehúsa	 pagar	 fuere	 presentado	 a	 través	 de	 una	 cámara	 de	 compensación,
aun	cuando	se	hubiere	señalado	en	el	mismo	título	 la	cláusula	 liberándolo
del	protesto,	conforme	a	los	artículos	52	y	81.
213.4	 Las	 comprobaciones	 antes	 señaladas	 a	 las	 que	 queda	 obligado	 el
banco	 girado,	 de	 así	 requerirlo	 el	 interesado,	 podrá	 hacerse	 desde	 la
primera	presentación	del	cheque	y	en	la	oportunidad	que	decida	su	tenedor,
durante	el	plazo	legal	de	su	presentación	para	su	pago.
213.5	 Dicha	 comprobación	 acredita	 por	 sí	 sola	 el	 rechazo	 del	 cheque	 y
surte	 todos	 los	 efectos	 del	 protesto;	 asumiendo	 el	 banco	 girado
responsabilidad	 por	 los	 perjuicios	 que	 cause	 al	 interesado,	 si
injustificadamente	 no	 señala	 en	 forma	 expresa	 el	 motivo	 o	 causa	 de	 su
rechazo.
213.6	Para	 los	 fines	de	estas	 comprobaciones	del	 rechazo	de	 los	 cheques
girados	a	su	cargo,	 los	bancos	podrán	utilizar	 los	medios	de	comunicación
interna	con	los	que	cuenten,	siendo	válidas	las	comprobaciones	puestas	en
una	oficina	distinta	a	la	de	apertura	de	la	cuenta	corriente	girada	o	del	lugar
señalado	para	el	pago	del	cheque.
Ley	27809.
ART.	17.—Suspensión	de	la	exigibilidad	de	obligaciones.
(...).
17.4.	 En	 el	 caso	 de	 concurso	 de	 una	 sucursal	 la	 inexigibilidad	 de	 sus
obligaciones	no	afecta	la	posibilidad	de	que	los	acreedores	puedan	dirigirse
por	las	vías	legales	pertinentes	contra	el	patrimonio	de	la	principal	situada
en	territorio	extranjero.
R.	1133-98-SBS.
ART.	 1°.—Alcance.	 El	 presente	 reglamento	 es	 aplicable	 para	 el
otorgamiento	de	las	autorizaciones	de	organización	y	funcionamiento	de	las
empresas	de	servicios	de	canje,	en	adelante	ESEC.
R.	1133-98-SBS.
ART.	 2°.—Empresas	 de	 servicios	 de	 canje.	 Las	 ESEC	 son	 sociedades
anónimas	dedicadas	exclusivamente	a	la	prestación	de	servicios	de	canje	y
compensación	 de	 cheques	 y	 de	 otros	 instrumentos	 de	 pago	 cursados	 a
través	de	las	empresas	del	sistema	financiero.
No	 se	 considera	 como	 ESEC	 a	 las	 instituciones	 que	 presten	 servicios	 de
compensación	y	liquidación	de	valores	sujetas	a	supervisión	de	la	Comisión
Nacional	de	Empresas	y	Valores	(Conasev)	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	la
Ley	del	Mercado	de	Valores.
Ley	27287.
ART.	 214.—Responsabilidad	 por	 negativa	 injustificada	 o	 por	 pago
indebido.
214.1	 El	 banco	 girado	 que	 sin	 causa	 justificada	 se	 niegue	 a	 pagar	 un
cheque,	 responde	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 su	 negativa	 origine	 al
emitente.
214.2	 También	 el	 banco	 girado	 responde	 de	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que
cause	al	emitente,	si	abona	el	cheque	en	los	siguientes	casos:
a)	Cuando	la	firma	del	emitente	esté,	a	simple	vista,	falsificada;
b)	Cuando	el	cheque	no	corresponda	a	los	talonarios	proporcionados	por	el
banco	 al	 emitente,	 o	 a	 los	 que	 éste	 hubiere	 impreso	 por	 su	 cuenta	 con
autorización	de	aquél;
c)	Cuando	el	cheque	no	reúna	los	requisitos	exigidos	por	la	ley	en	cuanto	a
su	emisión	o	transferencia;	y
d)	En	los	casos	señalados	por	el	artículo	212,	con	excepción	del	indicado	en
su	inciso	a).
214.3	 La	 misma	 responsabilidad	 corresponde	 al	 que	 cobra	 un	 cheque
incurriendo	en	omisiones,	errores	o	falsedades,	respecto	al	emitente	y,	en	su
caso,	al	banco	girado.
214.4	 Para	 los	 pagos	 a	 través	 de	 cámaras	 de	 compensación,	 los	 bancos
podrán	 establecer	 acuerdos,	 señalando	 las	 responsabilidades	 que	 les
corresponda,	 sea	 como	 girados	 o	 como	 presentadores	 de	 cheques	 en
cobranza,	así	como	el	truncamiento	a	que	se	refiere	el	artículo	215.
Ley	27287.
ART.	215.—Pacto	de	truncamiento.
215.1	En	las	cámaras	de	compensación	de	cheques	y	otros	títulos	valores
sujetos	a	pago	mediante	cargo	en	cuentas	corrientes	u	otras	cuentas	que	se
mantengan	en	empresas	del	Sistema	Financiero	Nacional,	podrán	utilizarse
medios	y	procedimientos	mecánicos	o	electrónicos	para	el	truncamiento	del
cheque	y	demás	títulos	valores	en	el	proceso	de	sus	cobranzas.
215.2	Para	el	efecto,	de	acuerdo	al	segundo	párrafo	del	artículo	6°	y	tercer
párrafo	 del	 artículo	 26,	 los	 bancos	 podrán	 acordar	 procedimientos
especiales	 o	 sustitutorios	 del	 endoso	 en	 procuración;	 así	 como	 acordar
delegaciones	o	mandatos	para	dejar	la	constancia	de	rechazo	de	su	pago,	las
que	surtirán	los	mismos	efectos	del	protesto,	conforme	a	lo	previsto	en	los
artículos	82	y	213.
215.3	El	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú	queda	facultado	para	aprobar	o
expedir	 las	 disposiciones	 que	 fuesen	 necesarias	 para	 los	 fines	 de	 la
compensación	electrónica	de	cheques	y	títulos	valores.
Ley	27287.
ART.	216.—Normas	aplicables.	Son	de	aplicación	al	cheque,	en	cuanto	no
resulten	 incompatibles	 con	 su	 naturaleza,	 las	 disposiciones	 referidas	 a	 la
letra	de	cambio.
SECCIÓN	QUINTA
DEL	CERTIFICADO	BANCARIO	DE	MONEDA
EXTRANJERA	Y	DE	MONEDA	NACIONAL
TÍTULO	PRIMERO
DEL	CERTIFICADO	BANCARIO	DE	MONEDA
EXTRANJERA
Ley	27287.
ART.	217.—Certificado	bancario	de	moneda	extranjera.
217.1	El	certificado	bancario	en	moneda	extranjera	puede	ser	emitido	sólo
por	empresas	del	Sistema	Financiero	Nacional	autorizadas	para	ello	según
la	ley	de	la	materia.
217.2	Su	emisión	procede	sólo	contra	el	recibo	por	la	empresa	emisora	de
la	moneda	 extranjera	 que	 representa	 en	 las	 condiciones	 expresadas	 en	 el
mismo	título.
Const.
ART.	 64.—El	 Estado	 garantiza	 la	 libre	 tenencia	 y	 disposición	 de	moneda
extranjera.
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11.	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41.	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios.	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	treinta	(30)	días	de	presentada	 la	solicitud
por	la	empresa.
NOTAS:	1.	El	numeral	42	derogado	desde	el	01	de	diciembre	del	2008	por	el	D.	Leg.	1028,	establecía:
“Realizar	operaciones	por	cuenta	propia	de	“commodities”	y	de	productos	financieros	derivados”.
2.	El	17	de	enero	del	2013	la	Ley	29985	incorporó	el	actual	numeral	42.
Ley	27287.
ART.	218.—Características.	El	certificado	bancario	en	moneda	extranjera
tiene	las	siguientes	características:
a)	 Se	 emite,	 indistintamente,	 al	 portador	 o	 a	 la	 orden	 de	 determinada
persona;
b)	La	obligación	de	pago	que	contiene,	debe	ser	cumplida	por	su	emisor,	en
la	misma	moneda	extranjera	que	expresa	el	título,	sin	que	se	requiera	de	la
cláusula	a	que	se	refiere	el	artículo	50;
c)	Su	importe	no	debe	ser	menor	a	un	mil	dólares	de	los	Estados	Unidos	de
América	o	su	equivalente	en	otras	monedas	extranjeras;
d)	El	plazo	para	su	pago	no	debe	superar	de	un	(1)	año,	contado	desde	la
fecha	de	su	emisión;
e)	Pueden	ser	negociados	libremente	mediante	su	simple	entrega	o,	en	su
caso,	mediante	endoso,	sea	en	forma	privada	o	a	través	de	los	mecanismos
centralizados	de	negociación	correspondientes;
f)	El	 importe	que	 representa	podrá	generar	 los	 intereses	 compensatorios
señalados	en	el	mismo	título,	desde	su	emisión	hasta	su	vencimiento.	Estas
tasas	de	interés	podrán	ser	a	tasa	fija	o	variable;	y
g)	Deben	emitirse	en	papel	de	seguridad.
Ley	27287.
ART.	219.—Contenido	del	certificado	bancario	de	moneda	extranjera.
El	certificado	bancario	de	moneda	extranjera	debe	contener:
a)	La	denominación	de	certificado	bancario	de	moneda	extranjera;
b)	El	lugar	y	fecha	de	su	emisión;
c)	En	los	títulos	emitidos	al	portador,	la	indicación	de	que	su	pago	se	hará
al	portador.	En	aquéllos	emitidos	a	la	orden,	el	nombre	de	la	persona	a	cuya
orden	se	emite;
d)	 La	 indicación	 de	 su	 importe,	 que	 deberá	 estar	 expresado	 en	 moneda
distinta	a	la	nacional;
e)	 El	 plazo	 de	 su	 vigencia	 o	 fecha	 de	 su	 vencimiento,	 que	 no	 podrá	 ser
mayor	a	un	(1)	año,	desde	la	fecha	de	su	emisión;	así	como	si	es	renovable	o
no;
f)	El	lugar	de	pago;
g)	Las	condiciones	para	su	redención	anticipada,	de	haberlos;	y
h)	El	nombre	de	la	empresa	emisora	y	la	firma	de	su	representante.
Ley	27287.
ART.	220.—Vencimiento.
220.1	El	vencimiento	del	certificado	bancario	de	moneda	extranjera	debe
señalarse	a	fecha	fija.
220.2	 A	 falta	 de	 indicación	 expresa	 del	 vencimiento,	 se	 entenderá	 que
vence	a	un	año,	desde	la	fecha	de	su	emisión.
220.3	 Si	 no	 se	 señala	 que	 el	 plazo	 de	 vencimiento	 es	 renovable	 o	 no,	 se
entenderá	que	 es	 renovable	 en	 forma	 indefinida	 y	 sucesiva,	 por	 el	mismo
plazo	 originalmente	 señalado	 en	 el	 título,	 con	 capitalización	 de	 sus
intereses,	en	su	caso.
220.4	Cuando	el	certificado	bancario	de	moneda	extranjera	señale	que	su
plazo	no	 es	 renovable,	 generarán	 los	 intereses	 que	 se	 hubieren	 acordado,
sólo	hasta	 la	 fecha	de	su	vencimiento.	 Igual	 regla	es	aplicable	en	 los	casos
señalados	en	el	segundo	párrafo	del	presente	artículo.
Ley	27287.
ART.	221.—Lugar	de	pago.	Si	no	se	señala	el	lugar	de	pago,	se	entenderá
que	 es	 pagadero	 en	 cualquier	 oficina	 de	 la	 empresa	 emisora	 dentro	 de	 la
República.
Ley	27287.
ART.	222.—Ejercicio	de	la	acción	cambiaria.
222.1	Para	el	ejercicio	de	 la	acción	cambiaria	que	corresponde	frente	a	 la
empresa	 emisora,	 así	 como	 para	 tener	 mérito	 ejecutivo,	 el	 certificado
bancario	de	moneda	extranjera	no	requiere	de	protesto,	ni	de	la	formalidad
sustitutoria.
222.2	 Los	 endosantes	 del	 certificado	bancario	 de	moneda	 extranjera	 a	 la
orden	no	están	sujetos	a	la	responsabilidad	solidaria	de	que	trata	el	artículo
11,	siendo	la	empresa	emisora	y	sus	garantes	los	únicos	obligados	a	su	pago.
TÍTULO	SEGUNDO
DEL	CERTIFICADO	BANCARIO	DE	MONEDA
NACIONAL
Ley	27287.
ART.	223.—Certificado	bancario	de	moneda	nacional.	Bajo	 las	mismas
disposiciones	 que	 contiene	 el	 título	 anterior,	 las	 empresas	 del	 Sistema
Financiero	Nacional	autorizadas	a	captar	fondos	del	público,	podrán	emitir
certificados	 bancarios	 de	 moneda	 bacional,	 siendo	 de	 aplicación	 las
prescripciones	 señaladas	 para	 los	 certificados	 bancarios	 de	 moneda
extranjera	 en	 cuanto	 resulte	pertinente,	 con	 la	 excepción	que	deben	 estar
expresados	 y	 ser	 pagados	 en	moneda	 nacional	 y	 su	 importe	 no	 debe	 ser
menor	a	un	mil	nuevos	soles.
SECCIÓN	SEXTA
DEL	CERTIFICADO	DE	DEPÓSITO	Y	EL	WARRANT
Ley	27287.
ART.	224.—Empresas	autorizadas	a	emitir	y	contenido.
224.1	 Las	 sociedades	 anónimas	 constituidas	 como	 almacén	 general	 de
depósito	están	facultadas	a	emitir	el	certificado	de	depósito	y	el	warrant	a	la
orden	 del	 depositante,	 contra	 el	 recibo	 de	 mercaderías	 y	 productos	 en
depósito,	expresando	en	uno	y	otro	documento:
a)	 La	 denominación	 del	 respectivo	 título	 y	 número	 que	 le	 corresponde
tanto	al	 certificado	de	depósito	 como	al	warrant	 correspondiente,	 en	 caso
de	emitirse	ambos	títulos;
b)	El	lugar	y	fecha	de	emisión;
c)	El	nombre,	el	número	del	documento	oficial	de	identidad	y	domicilio	del
depositante;
d)	El	nombre	y	domicilio	del	almacén	general	de	depósito;
e)	 La	 clase	 y	 especie	 de	 las	 mercaderías	 depositadas,	 señalando	 su
cantidad,	peso,	calidad	y	estado	de	conservación,	marca	de	los	bultos	y	toda
otra	indicación	que	sirva	para	identificarlas,	indicando,	de	ser	el	caso,	si	se
trata	de	bienes	perecibles;
f)	 La	 indicación	 del	 valor	 patrimonial	 de	 las	 mercaderías	 y	 el	 criterio
utilizado	en	dicha	valorización;
g)	Modalidad	del	depósito	con	indicación	del	lugar	donde	se	encuentren	los
bienes	depositados,	pudiendo	encontrarse	en	sus	propios	almacenes	o	en	el
de	terceros,	inclusive	en	locales	de	propiedad	del	propio	depositante;
h)	 El	 monto	 del	 seguro	 que	 debe	 ser	 contratado	 por	 lo	 menos	 contra
incendio,	señalando	la	denominación	y	domicilio	del	asegurador.	El	almacén
general	de	depósito	podrá	determinar	los	demás	riesgos	a	ser	cubiertos	por
el	seguro,	en	cuyo	caso	éstos	serán	señalados	en	el	mismo	título;
i)	El	plazo	por	el	cual	se	constituye	el	depósito,	que	no	excederá	de	un	año.
En	caso	de	bienes	perecibles,	no	excederá	de	noventa	(90)	días,	salvo	que	la
naturaleza	del	bien	y	el	almacén	general	de	depósito	lo	permitan;
j)	El	monto	pendiente	de	pago	por	almacenaje,	conservación	y	operaciones
anexas	o	la	indicación	de	estar	pagados;
k)	 La	 indicación	 de	 estar	 o	 no	 las	 mercaderías	 afectas	 a	 derechos	 de
aduana,	tributos	u	otras	cargas	en	favor	del	fisco;	en	cuyo	caso	se	agregará
en	 el	 título	 la	 cláusula	 “Aduanero”	 inmediatamente	 después	 de	 su
denominación	y	en	tal	caso	le	será	de	aplicación	además	la	legislación	de	la
materia;	y
l)	La	firma	del	representante	legal	del	almacén	general	de	depósito.
224.2	 El	 certificado	 de	 depósito	 y	 el	 warrant	 emitido	 por	 personas
autorizadas	a	operar	depósitos	aduaneros	autorizados,	a	 los	que	se	refiere
el	 inciso	k)	del	párrafo	anterior,	se	regirán	por	la	 legislación	especial	de	la
materia,	siéndoles	de	aplicación	supletoria	las	disposiciones	de	la	presente
ley.
Ley	26702.
ART.	204.—Financiamientos	otorgados	a	otra	empresa	establecida	en
el	 país.	 Los	 financiamientos	 otorgados	 por	 una	 empresa	 del	 sistema
financiero	a	otra	establecida	en	el	país	y	los	depósitos	constituidos	en	ella,
sumados	a	los	avales,	fianzas	y	otras	garantías	que	se	haya	recibido	de	dicha
empresa,	no	pueden	exceder	del	treinta	por	ciento	(30%)	de	su	patrimonio
efectivo.
Una	empresa	del	sistema	financiero	no	puede	recibir	en	garantía	warrants
emitidos	por	un	 solo	almacén	general	de	depósito	por	encima	del	 sesenta
por	ciento	(60%)	de	su	patrimonio	efectivo.	Se	exceptúa	de	lo	dispuesto	en
este	artículo	a	 los	almacenes	generales	de	depósito	de	 los	que	 la	empresa
sea	accionista	mayoritaria.
Los	 límites	 individuales	 de	 las	 coberturas	 que	 otorgue	 un	 patrimonio
autónomo	de	seguro	de	crédito	en	favor	de	una	misma	empresa	del	sistema
financiero,	y	los	límites	globales	de	tales	coberturas,	serán	establecidos	por
la	Superintendencia.
JURISPRUDENCIA.—La	 “solidaridad”	 que	 nace	 de	 la	 existencia	 de	 un
contrato	de	seguro	se	encuentra	limitada	por	lo	pactado	en	el	contrato.
“(…)	 nuestra	 legislación	 nacional	 ha	 establecido	 la	 solidaridad	 del
asegurador,	conjuntamente	con	el	asegurado	en	los	términos	que	refiere	el
artículo	1987	del	Código	Civil,	pero	dicha	solidaridad,	nace	de	la	existencia
de	 un	 contrato	 de	 seguro	 y	 se	 encuentra	 limitada	 por	 lo	 pactado	 en	 el
contrato,	por	lo	tanto	no	puede	exigírsele	a	la	compañía	aseguradora	cubrir
sumas	 superiores	a	 los	máximos	por	 los	 cuales	 se	ha	obligado	 frente	a	 su
asegurada,	 que	 a	 dicha	 conclusión	 se	 llega	 analizando	 no	 sólo	 la	 doctrina
antes	citada,	sino	también	de	 lo	expresamente	normado	en	el	artículo	380
del	Código	de	Comercio	cuando	establece:	 ‘El	contrato	de	seguro	se	regirá
por	 los	 pactos	 lícitos	 consignados	 en	 cada	 póliza	 o	 documento,	 y,	 en	 su
defecto,	 por	 las	 reglas	 contenidas	 en	 esta	 sección’;	 lo	 que	 resulta
concordante	 con	 el	 artículo	 325	de	 la	 Ley	26702,	 establece	 expresamente
que:	 ‘Las	 empresas	 de	 seguros	 están	 prohibidas	 de:	 inciso	 4)	 Pagar
indemnizaciones	por	siniestro	en	exceso	de	lo	pactado’.	(…)	en	tal	sentido,	si
bien	 las	 instancias	 inferiores	 sobre	 el	 tema	 de	 la	 responsabilidad	 de	 la
aseguradora,	 llegan	 a	 la	 conclusión	 que	 sólo	 alcanza	 hasta	 el	monto	 de	 la
póliza	de	seguros,	esta	distinción	no	se	ve	reflejada	en	su	parte	resolutiva,	al
disponer	que	el	pago	ascendente	a	sesenta	mil	nuevos	soles,	debe	efectuarse
en	forma	solidaria,	tanto	más,	si	en	el	caso	de	la	Sala	Civil	hace	referencia	a
la	 póliza	 obrante	 en	 el	 folio	 diez	 de	 autos,	 cuando	 la	 propia	 impugnante
expresamente	señala	que	su	responsabilidad	alcanza	hasta	el	 límite	que	se
refiere	 la	póliza	(…).”	(C.	S,	Cas.	4503-2009-Lima,	ago.	10/2010.	V.	P.	León
Ramírez)
DOCTRINA.—La	responsabilidad	del	asegurador	frente	a	la	víctima	no
puede	rebasar	 los	 límites	y	 términos	del	contrato	de	seguros.	 “(…)	en
materia	de	solidaridad	en	el	pago	de	indemnización	a	cargo	del	responsable
directo	 y	 la	 compañía	 aseguradora,	 la	 doctrina	 autorizada	 ha	 establecido
que	estamos	ante	dos	obligaciones	que	tienen	diversa	fuente	u	origen,	pero
que	 tampoco	 son	 meramente	 independientes,	 pues	 la	 primera
(indemnización	 a	 cargo	 del	 responsable	 directo)	 requiere	 la	 simple
comisión	 del	 daño	 y	 la	 otra	 (indemnización	 a	 cargo	 de	 la	 aseguradora)
requiere	adicionalmente	la	existencia	de	un	contrato	de	seguro,	siendo	que
en	 ambos	 casos	 se	 persigue	 un	 solo	 propósito,	 reparar	 a	 la	 víctima,	 es
precisamente	la	existencia	de	este	contrato	celebrado	con	el	asegurado	y	no
con	 la	 víctima	que	genera	una	obligación	de	pago	una	vez	determinada	 la
responsabilidad	 extracontractual	 del	 contratante.	 Para	 Fernando	 de
Trazegnies	 Granda,	 la	 justificación	 de	 la	 solidaridad	 del	 asegurado	 y	 del
responsable	directo	–ambos	frente	a	la	víctima–	se	sustenta	en	la	unidad	de
la	 prestación	 para	 efectos	 de	 favorecer	 a	 la	 víctima,	 con	 un	 crédito	 que
pueda	soportar	dos	obligados.	En	tal	sentido	si	la	fuente	de	compromiso	del
asegurador	 frente	 a	 la	 víctima	 es	 la	 existencia	 de	 un	 contrato	 de	 seguro
entre	el	asegurador	y	el	responsable	del	daño,	entonces	la	responsabilidad
del	asegurador	 frente	a	 la	víctima	no	puede	rebasar	 los	 límites	y	 términos
del	contrato	de	seguros,	así	señala:	“en	términos	de	culpa	o	responsabilidad
subjetivas	 no	 hay	 justificación	 alguna	 para	 la	 responsabilidad	 del
asegurador	 por	 encima	 del	 monto	 asegurado.	 El	 asegurador	 nunca	 tiene
culpa:	si	responde	es	sólo	en	razón	de	la	extensión	creada	por	la	ley	de	los
efectos	 del	 contrato	 de	 seguros.	 Más	 allá	 de	 los	 límites	 de	 seguro,	 el
asegurador	no	tiene	la	obligación	legal	mencionada	ni	tampoco	culpa”.	(C.	S,
Cas.	 4503-2009-Lima,	 ago.	 10/2010.	 Voto	 en	 minoría	 del	 juez	 supremo
señor	Vinatea	Medina)
Ley	27287.
ART.	225.—Almacén	de	campo	y	warrant	insumo-producto.
225.1	 En	 los	 casos	 que	 el	 lugar	 del	 depósito	 sea	 de	 propiedad	 del
depositante	o	de	terceros,	el	almacén	general	de	depósito	podrá	emitir	 los
títulos,	a	condición	que	los	bienes	queden	bajo	su	guarda	y	responsabilidad.
En	 este	 caso,	 constituye	 una	 condición	 que	 se	 le	 ceda	 en	 uso	 al	 almacén
general	 de	 depósito	 el	 lugar	 del	 depósito	 o	 almacén	 de	 campo,	 bajo
cualquier	modalidad	contractual	que	el	efecto	se	acuerde.
225.2	En	 los	 casos	 señalados	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 los	 bienes	 objeto	 de
depósito	 que	 sean	 materias	 primas,	 insumos,	 partes	 y	 demás	 bienes
fungibles,	 bajo	 responsabilidad	 del	 almacén	 general	 de	 depósito,	 podrán
estar	 sujetos	 a	 sustitución	 por	 otros	 a	 los	 que	 los	 bienes	 originalmente
depositados	 hubieren	 sido	 incorporados,	mejorando	 su	 valor	 patrimonial,
extendiéndose	en	ese	caso	los	derechos	que	representan	los	títulos	emitidos
al	producto	 final	o	 terminado	de	mayor	valor	patrimonial	que	resulte,	que
será	el	nuevo	bien	objeto	de	depósito,	bajo	control	de	la	salida	del	insumo	e
ingreso	 del	 producto	 por	 parte	 del	 almacén	 general	 de	 depósito.	 En	 este
caso,	 deberá	 agregarse	 a	 la	 denominación	de	 cada	 título	 valor,	 la	 cláusula
“insumo-producto”,	en	forma	destacada.
225.3	Una	vez	reingresado	el	producto,	a	petición	del	tenedor	del	título,	el
almacén	general	de	depósito	podrá	sustituirlo,	señalando	la	descripción	del
producto	 final	 y	 su	 valor	 patrimonial	 en	 el	 nuevo	 título	 que	 emita.	 Esta
sustitución	es	facultativa.
Ley	27287.
ART.	226.—Formularios	oficiales.	Los	formularios	en	los	que	se	emita	el
certificado	 de	 depósito	 y	 el	 warrant	 serán	 aprobados	 por	 la
Superintendencia,	llevarán	numeración	correlativa	y	serán	expedidos	de	la
matrícula	o	libros	talonario	que	conservará	el	almacén	general	de	depósito,
consignando	en	cada	título	los	requisitos	formales	señalados	en	el	artículo
224.
FORMULARIOS	QUE	DEBERÍAN	SER	UTILIZADOS	PARA	LA	EMISIÓN	DE
CERTIFICADOS	DE	DEPÓSITO,	WARRANTS	Y	ANEXOS
R.	019-2001-SBS.
ART.	 1°.—Aprobar	 los	 formularios	 que	 deberán	 ser	 utilizados	 para	 la
emisión	de	los	certificados	de	depósito,	warrants,	sus	respectivos	anexos	y
el	primer	endoso	del	warrant,	los	mismos	que	forman	parte	integrante	de	la
presente	resolución.	Los	referidos	formularios	tienen	carácter	obligatorio.
Las	 modificaciones	 de	 los	 formularios	 referidos	 en	 el	 párrafo	 anterior
podrán	aprobarse	mediante	circular	de	esta	Superintendencia.
R.	019-2001-SBS.
ART.	 2°.—Modificado.	 R.	 935-2005-SBS,	 Art.	 1°.	 Los	 formularios
referidos	en	el	artículo	anterior	deberán	presentar	 los	 requisitos	 formales
establecidos	 en	 los	 artículos	 224	 y	 232,	 según	 corresponda,	 de	 la	 Ley	 N°
27287.	 Adicionalmente,	 los	 almacenes	 generales	 de	 depósito	 deberán
procurar	las	características	físicas	que	consideren	necesarias	para	asegurar
su	durabilidad	y	seguridad.
Los	títulos	y	sus	respectivos	anexos	establecidos	en	el	artículo	primero	de	la
presente	resolución,	también	podrán	ser	representados	por	anotaciones	en
cuenta	 de	 acuerdo	 a	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo	 2°	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores,	Ley	N°	27287.
R.	019-2001-SBS.
ART.	3°.—La	matrícula	o	libros	talonario	de	los	certificados	de	depósito	y
warrants	que	conserve	el	almacén	general	de	depósito	deberá	contener	 la
misma	 información	 consignada	 en	 el	 anverso	 de	 éstos.	 Adicionalmente,
deberá	 presentar	 en	 el	 reverso,	 espacios	 para	 anotar	 la	 información
contenida	en	los	anexos	que	puedan	tener	los	citados	títulos,	así	como	para
anotar	 las	 diferentes	 incidencias,	 medidas	 y	 otros	 aspectos	 relevantes
referidos	a	los	mencionados	formularios.
R.	019-2001-SBS.
ART.	 4°.—La	 presente	 resolución	 regirá	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 su
publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	fecha	en	que	quedarán	sin	efecto
la	Resolución	SBS	N°	556-86	del	30	de	setiembre	de	1986,	el	Oficio	Circular
N°	655-94	del	8	de	febrero	de	1994	y	el	Oficio	Circular	N°	5411-86	del	11	de
noviembre	de	1986.
R.	019-2001-SBS.
ART.	 5°.—Los	 certificados	 de	 depósito,	 warrants	 y	 sus	 correspondientes
anexos	 y	 primer	 endoso	 de	 warrants	 que	 se	 encuentren	 en	 circulación,
pendientes	de	vencimiento	o	pago	a	 la	 entrada	en	vigencia	de	 la	presente
resolución,	se	sujetarán	a	lo	establecido	en	la	Segunda	y	Tercera	Disposición
Transitoria	de	la	referida	Ley	N°	27287.
Asimismo,	los	almacenes	generales	de	depósito,	previa	autorización	de	esta
Superintendencia,	 podrán	 adecuar	 su	 stock	 actual	 de	 formularios	 a	 los
requisitos	 formales	 esenciales	 establecidos	 en	 la	 mencionada	 ley	 y	 en	 la
presente	resolución,	utilizándolos	hasta	el	30	de	junio	del	año	2001.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	certificado	de	depósito
Certificado	de	depósito	(*)
N°	.......................
Certificado	de	Depósito	con	warrant	emitido	_____	N°
Certificado	de	Depósito	sin	warrant	emitido_____
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
En.........el	 día...........de.............de	 2.............,	 se	 expide	 el	 presente	 título	 a	 la	 orden	 de
................................domiciliado	 en	 ..............con	 D.O.I1:	 ...................................N°	 ...................,
sobre	 los	bienes	abajo	especificados,	asegurados	contra	el	riesgo	de	 ...............en	 la
empresa	........................	con	domicilio	en	...........................	por	el	valor	que	en	este	título
se	 les	 da.	 El	 plazo	 del	 depósito	 es	 de	 ....................	 y	 vence	 el	 ........	 de	 ................	 de	 2
..............	la	tarifa	de	almacenaje	es	de	..........
Bienes	en	depósito
	
	 Cantidad
Unidad
y/o
peso
Descripción	de	los
bienes	(clase,
especie)	y	marcas	de
los	bultos2
Calidad	y
Estado	de
conservación
Valor	patrimonial
con	indicación	del
criterio	de
valorización
	 	
	 	 	 	 	 	 	
(La	relación	de	bienes	continúa	en	el	anexo	para	detalle	adicional	de	bienes	en	la
página	N°	..............)
Lugar3	donde	están	almacenados	los	bienes	..........................................................
Modalidad	 de	 depósito:	 (Almacén	 propio	 o	 de	 campo4):
.....................................................
Datos	adicionales	para	operaciones	en	depósito	aduanero	autorizado:
	
	 D.U.A.	N°	...........	Fecha	de	vencimiento:	...........Certificado	de	Depósito	Aduanero	N°	.......... 	 	
	 	 	 	 	 	 	
El	 valor	 patrimonial	 de	 los	 bienes	 depositados	 al	 emitir	 este	 título	 es	 de
.............................	sujeto	a	las	disminuciones	correspondientes	a	los	retiros	parciales
que	 se	 detallarán	 al	 dorso	 y	 que	 serán	 anotadas	 por	 el	 almacén	 en	 el
correspondiente	certificado	de	depósito.
Los	 bienes	 amparados	 por	 este	 título	 están	 afectos	 al	 pago	 de	 los	 derechos	 de
aduana,	tributos	u	otras	cargas,	y	se	encuentran	gravados	con	prenda	a	favor	del
Fisco	hasta	por	el	monto	del	adeudo	que	causa	su	despacho.
Si	.....	No	.....
Adeudos	por	almacenaje,	conservación	y	operaciones	conexas
Si	.....	Importe	.......................................
No	.....
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	del	depositante	Firma	y	sello	del	representante	legal	de	la	almacenera
(*)	Especificar	en	caso	se	trate	de	certificado	de	depósito	aduanero.
1.	 Indicar	el	tipo	de	documento	oficial	de	 identidad	(D.O.I.)	que	corresponda.	Así
por	ejemplo:
DNI	:	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	que	lo	sustituya.
CI	:	Carné	de	identidad
CE	:	Carné	de	extranjera
PAS	:	Pasaporte
RUC	:	Registro	Único	de	Contribuyentes
2.	Indicar	asimismo,	si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	no.
3.	Indicar	la	dirección	y/o	referencias	que	permitan	una	adecuada	ubicación	de	los
bienes.
4.	Cuando	se	trate	de	almacén	de	campo,	señalar	el	tipo	que	corresponde.
	
	
	
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	transcripción	del	primer	endoso	del	warrant(*)
Transcripción	del	primer	endoso
Declaro(amos)	en	 la	 fecha	que	endoso(amos)	este	warrant	que	representa
los	bienes	detallados	en	el	anverso,	a	la	orden	de	..............................................	con
domicilio	en	..........................................	con	D.O.I.1...........	N°	 ............	para	garantizar
el	 cumplimiento	 de	 obligación(es)	 derivada(s)	 de	 .............................................
hasta	 por	 la	 suma	 de	 ...................................	 con	 vencimiento	 al
............................................,	 sujeta(s)	 a	 las	 tasas	 de	 interés	 y	 demás	 condiciones
pactadas	en	los	respectivos	contratos	de	crédito2	......................	En	el	caso	que
el	endosatario	fuese	una	empresa	del	sistema	financiero,	son	aplicables	las
estipulaciones	contenidas	en	los	artículos	132.8	y	172	de	la	Ley	N°	26702	y
sus	modificatorias.
Lugar	de	pago	del	crédito:
Cargo	en	la	cuenta	del	depositante	(primer	endosante)
Banco Oficina N°	de	cuenta DC
	 	 	 	
	
Endosos	del
certificado
de	depósito
.................................................................
Lugar	y	fecha
.................................................................
Firma	del	endosante
Nombre	del	endosante:	......................
D.O.I.1	............................	N°....................
...................................................................
Firma	del	endosatario
D.O.I.1	........................	N°......................
Certificación:	(Razón	social	del	AGD)	certifica	que	el	presente	primer
endoso	ha	quedado	 registrado	en	 su	matrícula	o	 libro	 talonario,	 así
como	en	el	respectivo	certificado	de	depósito.
...................................................................
Fecha	de	registro	del	primer	endoso
...................................................................
N°	de	folio	y	tomo
...................................................................
P.	almacenes	generales	de	depósitos
(razón	social)
Firma	e	identificación	del
representante	legal
	
Amortizaciones	y	retiro	de	bienes3
Bienes Obligaciones Firma	del	representante	legal	del
Fecha AGDV/Retirado Saldo V/Abonado Saldo
	 	 	 	 	 	
(*)	 El	 presente	 formato	 es	 aplicable	 a	 todo	 tipo	 de	 warrants	 excepto	 al
warrant	insumo-producto
1.	Indicar	el	tipo	de	documento	oficial	de	identidad	(D.O.I.)	que	corresponda.
Así	por	ejemplo:
DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	que	lo	sustituya
CI:	Carné	de	identidad
CE:	Carné	de	extranjería
PAS:	Pasaporte
RUC:	Registro	Único	de	Contribuyentes
2.	 Indicar	 el	 período	 de	 capitalización	 y	 demás	 condiciones	 contractuales
relevantes	de	la	obligación	garantizada.
3.	 Este	 recuadro	 deberá	 ser	 llenado	 y	 firmado	 por	 la	 almacenera	 con	 la
información	 debidamente	 sustentada	 por	 los	 respectivos	 documentos	 de
liberación	y/o	retiro	parcial.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	anexo	al	certificado	de	depósito	para	detalle	adicional	de
bienes
(Para	ser	llenado	por	la	almacenera)
Anexo	al	certificado	de	depósito	(*)	N°	...................
Certificado	de	depósito	con	warrant	emitido	____	N°	..........
Certificado	de	depósito	sin	warrant	emitido	____
Página	N°	.............
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
Viene	del	título	/	de	la	página	N°	...........
Bienes	en	depósito	(**)
Cantidad
Unidad
y/o
peso
Descripción	de	los
bienes	(clase,	especie)	y
marcas	de	los	bultos1
Calidad	y
estado	de
conservación
Valor	patrimonial
con	indicación	del
criterio	de
valorización
	
	
	
	
	
	
	 	 	 	
	
El	 presente	 detalle	 adicional	 de	 bienes	 forma	 parte	 integrante	 del
Certificado	de	Depósito	N°	.............................
..................	de	...................	de	2..........
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
(*)	Precisar	el	tipo	de	certificado	de	depósito,	en	caso	se	trate	de	certificado
de	depósito	aduanero	o	insumo-producto.
(**)	En	el	caso	de	certificado	de	depósito	insumo-producto,	se	identificará	si
se	trata	de	insumos	o	productos.
1.	Indicar	asimismo,	si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	no.
R.	019-2001-SBS.
(Modelo	de	anexo	al	certificado	de	depósito	para	prórroga	del	plazo
del	depósito)
(Para	ser	llenado	por	la	almacenera)
Anexo	al	certificado	de	depósito(*)	N°	..................
Certificado	de	depósito	con	warrant	emitido	______	N°	.............
Certificado	de	depósito	sin	warrant	emitido	_______
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
Prorrogado	el	plazo	del	depósito	a	que	se	refiere	el	Certificado	de	Depósito
N°	 ...........	 por	 ................................	 más,	 que	 vencerá	 el	 ..............	 de	 .............	 de	 2
................	en	las	mismas	condiciones	que	la	operación	original.
................	de	...................	de	2.............
_______________________________________
Nota:	Fecha	límite	de	prórrogas	del	plazo	del
certificado	de	depósito	:	..........	de	..............2	......
_______________________________________
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
(*)	Precisar	el	tipo	de	certificado	de	depósito,	en	caso	se	trate	de	certificado
de	depósito	aduanero	o	insumo-producto.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	anexo	al	certificado	de	depósito	para	prórroga	del	plazo	de
la	obligación
(Para	ser	llenado	por	el	financiador)
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
Anexo	al	certificado	de	depósito	(*)	N°	................
Certificado	de	depósito	con	warrant	emitido	______	N°	...........
Prorrogado	el	plazo	de	la	obligación	a	que	se	refiere	el	endoso	del	warrant,
hasta	el	.............	de	...........................	de	2	...............	por	el	saldo	adeudado	a	la	fecha
que	es	de	..................	(S/.)	(US$)	..............	y	con	garantía	del	saldo	actual	de	los
bienes,	que	tienen	un	valor	de	.......................................................	.................................
..............	de	.......................	de	2	..........
Registrada	la	prórroga	del	plazo	de	la	obligación
...........	de	..................................	de	2	..................
Almacenajes	adeudados	desde:
......................................................................................
Importe:
.....................................................................................
Denominación	del	almacén	general
...................................................................
Firma	y	sello	del	representante	legal
de	la	almacenera
...........................................................
Firma	del	deudor-endosante
...........................................................
Firma	del	acreedor-endosatario
(*)	Precisar	el	tipo	de	certificado	de	depósito,	en	caso	se	trate	de	certificado
de	depósito	aduanero	o	insumo-producto.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	warrant
Warrant	(*)
N°	................................
Warrant	con	certificado	de	depósito	emitido	_____
N°	..............................
Warrant	sin	certificado	de	depósito	emitido	_____
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
En	................	el	día	...........	de	..............	de	2	.........,	se	expide	el	presente	título	a	la
orden	 de	 ...............	 domiciliado	 en	 ........................	 con	 D.O.I.1	 ..........	 N°	 .................
sobre	 los	 bienes	 abajo	 especificados,	 asegurados	 contra	 el	 riesgo	 de
.....................	 en	 la	 empresa	 ..........................	 con	 domicilio	 en
......................................................	por	el	valor	que	en	este	título	se	 les	da.	El	plazo
del	depósito	es	de	.........................	y	vence	el	..............	de	...............	de	2	...............
La	tarifa	de	almacenaje	es	de	........................
Bienes	en	depósito
Valor	patrimonial
Cantidad Unidad
y/o
peso
Descripción	de	los
bienes	(clase,	especie)	y
marcas	de	los	bultos2
Calidad	y
estado	de
conservación
con	indicación	del
criterio	de
valorización
	
	
	
	
	
	
	
	
	 	 	 	
(La	relación	de	bienes	continúa	en	el	anexo	para	detalle	adicional	de	bienes
en	la	página	N°	......................)
Lugar3	 donde	 están	 almacenados	 los	 bienes
..................................................................................................
Modalidad	 de	 depósito:	 (Almacén	 propio	 o	 de	 campo4):
..................................................................................
Datos	adicionales	para	operaciones	en	depósito	aduanero	autorizado:
D.U.A.	N°	.................................	Fecha	de	vencimiento:	..............................
Certificado	de	Depósito	Aduanero	N°	..................
El	 valor	 patrimonial	 de	 los	 bienes,	 depositados	 al	 emitir	 este	 título	 es	 de
.................................................................................................	 sujeto	 a	 las	 disminuciones
correspondientes	 a	 los	 retiros	 parciales	 que	 se	 detallarán	 al	 dorso	 y	 que
serán	anotadas	por	el	almacén	en	el	correspondiente	título.
Los	bienes	amparados	por	este	título	están	afectos	al	pago	de	los	derechos
de	aduana,	tributos	u	otras	cargas,	y	se	encuentran	gravados	con	prenda	a
favor	del	Fisco	hasta	por	el	monto	del	adeudo	que	causa	su	despacho.
Si	_________	No________
Adeudos	por	almacenaje,	conservación	y	operaciones	conexas
Si	__________	Importe	...................................
No	_________
Denominación	del	almacén	general
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
(*)	Precisar	el	tipo	de	warrant,	en	caso	se	trate	de	warrant	aduanero
1.	Indicar	el	tipo	de	documento	oficial	de	identidad	(D.O.I.)	que	corresponda.
Así	por	ejemplo:
DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	que	lo	sustituya.
CI:	Carné	de	identidad
CE:	Carné	de	extranjería
PAS:	Pasaporte
RUC:	Registro	Único	de	Contribuyentes
2.	Indicar	asimismo,	si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	no.
3.	Indicar	la	dirección	y/o	referencias	que	permitan	una	adecuada	ubicación
de	los	bienes.
4.	Cuando	se	trate	de	almacén	de	campo,	señalar	el	tipo	que	corresponde.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	del	primer	endoso	del	warrant	(*)
Primer	endoso
Declaro(amos)	en	 la	 fecha	que	endoso(amos)	este	warrant	que	representa
los	 bienes	 detallados	 en	 el	 anverso,	 a	 la	 orden	 de
.............................................................................................	 con	 domicilio	 en
........................................................................	 con	 D.O.I.1	 .............	 N°	 ...............	 para
garantizar	 el	 cumplimiento	 de	 obligación(es)	 derivada(s)	 de
............................................................................................	 hasta	 por	 la	 suma	 de
...............................................................................................	 con	 vencimiento	 al	 .................
sujeta(s)	 a	 las	 tasas	 de	 interés	 y	 demás	 condiciones	 pactadas	 en	 los
respectivos	 contratos	 de	 crédito2
............................................................................................................
En	el	caso	que	el	endosatario	fuese	una	empresa	del	sistema	financiero,	son
aplicables	 las	 estipulaciones	 contenidas	 en	 los	 artículos	132.8	 y	 172	de	 la
Ley	N°	26702	y	sus	modificatorias.
	
Lugar	de	pago	del	crédito:
Cargo	en	la	cuenta	del	depositante	(primer	endosante)
Banco Oficina N°	de	cuenta DC
	 	 	 	
	
.................................................................
Lugar	y	fecha
.................................................................
Firma	del	endosante
Nombre	del	endosante:	...................
D.O.I.1	.....................	N°	...................
..............................................
Siguientes
endosos
del
warrant
Firma	del	endosatario
D.O.I.1.......................	N°	.......................
Certificación:	 (Razón	social	del	AGD)	certifica	que	el	presente	primer
endoso	 ha	 quedado	 registrado	 en	 su	 matrícula	 o	 libro	 talonario,	 así
como	en	el	respectivo	certificado	de	depósito,	en	el	caso	de	haber	sido
emitido.
..................................................................
Fecha	de	registro	del	primer	endoso
................................
N°	de	folio	y	tomo
......................................................................
P.	almacenes	generales	de	depósitos
(Razón	social)
Firma	e	identificación	del	representante	legal
	
Amortizaciones	y	retiro	de	bienes3
Fecha Bienes Obligaciones Firma	del	endosatario	delwarrantV/Retirado Saldo V/Abonado Saldo
	 	 	 	 	 	
	
(*)	 El	 presente	 formato	 es	 aplicable	 a	 todo	 tipo	 de	 warrants	 excepto	 el
warrant	insumo-producto.
1.	Indicar	el	tipo	de	documento	oficial	de	identidad	(D.O.I.)	que	corresponda.
Así	por	ejemplo:
DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	que	lo	sustituya
CI:	Carné	de	identidad
CE:	Carné	de	extranjería
PAS:	Pasaporte
RUC:	Registro	Único	de	Contribuyentes
2.	 Indicar	 el	 período	 de	 capitalización	 y	 demás	 condiciones	 contractuales
relevantes	de	la	obligación	garantizada.
3.	Este	recuadro	será	llenado	y	firmado	por	el	representante	autorizado	del
endosatario	del	warrant	con	la	información	debidamente	sustentada	por	los
respectivos	documentos	de	liberación	y/o	retiro	parcial.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	anexo	al	warrant	para	detalle	adicional	de	bienes
(Para	ser	llenado	por	la	almacenera)
Anexo	al	warrant	(*)	N°...................
Warrant	con	certificado	de	depósito	emitido	________	N°	..........
Warrant	sin	certificado	de	depósito	emitido	________
Página	N°	...........................
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
Viene	del	título	/	de	la	página	N°	............
Bienes	en	depósito	(**)
Cantidad
Unidad
y/o
peso
Descripción	de	los
bienes	(clase,	especie)	y
marcas	de	los	bultos1
Calidad	y
estado	de
conservación
Valor	patrimonial
con	indicación	del
criterio	de
valorización
	
	
	
	
	
	
	
	
	 	 	 	
El	presente	detalle	adicional	de	bienes	forma	parte	integrante	del	warrant	N
°	....................
.................	de	............	de	2........
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
(*)	Precisar	el	tipo	de	warrant,	en	caso	se	trate	de	warrant	aduanero	o
insumo-producto.
(**)	 En	 el	 caso	 de	warrant	 insumo-producto,	 se	 identificará	 si	 se	 trata	 de
insumos	o	productos.
1.	Indicar	asimismo,	si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	no.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	anexo	al	warrant	para	prórroga	del	plazo	del	depósito
(Para	ser	llenado	por	la	almacenera)
Anexo	al	warrant	(*)	N°	................
Warrant	 con	 certificado	 de	 depósito	 emitido	 _________	 N°
............
Warrant	sin	certificado	de	depósito	emitido	________
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
Prorrogado	el	plazo	del	depósito	a	que	se	refiere	el	warrant	N°	................	por
................................	 más,	 que	 vencerá	 el	 ............	 de	 ....................	 de	 2	 .......	 en	 las
mismas	condiciones	que	la	operación	original.
................	de	..............	de	2...........
__________________________________
Nota:	Fecha	límite	de	prórrogas	del	plazo
del	warrant	...........	de	..........	2	.........
__________________________________
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
(*)	 Precisar	 el	 tipo	 de	 warrant,	 en	 caso	 se	 trate	 de	 warrant	 aduanero	 o
warrant	insumo-producto.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	anexo	al	warrant	para	prórroga	del	plazo	de	la	obligación
(Para	ser	llenado	por	el	financiador)
Anexo	al	warrant	(*)	N°	..............
Warrant	con	certificado	de	depósito	emitido	____	N°.............
Warrant	sin	certificado	de	depósito	emitido	____
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
Prorrogado	el	plazo	de	la	obligación	a	que	se	refiere	el	endoso	del	warrant,
hasta	el	.............	de	.....................	de	2..........	por	el	saldo	adeudado	a	la	fecha	que
es	de	......................	(S/.)	(US$)	....................	y	con	garantía	del	saldo	actual	de	los
bienes,	que	tienen	un	valor	de	...................................
...............	de	.................	de	2	............
	
Registrada	la	prórroga	del	plazo	de	la	obligación
...............	de	.................	de	2............
Almacenajes	adeudados	desde:
.........................................................................
Importe:
.........................................................................
Denominación	del	almacén	general
.........................................................................
Firma	y	sello	del	representante	legal
de	la	almacenera
.......................................................
Firma	del	deudor-endosante
............................................................
Firma	del	acreedor-endosatario
(*)	 Precisar	 el	 tipo	 de	 warrant,	 en	 caso	 se	 trate	 de	 warrant	 aduanero	 o
warrant	insumo-producto.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	certificado	de	depósito	insumo-producto
Certificado	de	depósito	insumo-producto	N°	...............
Certificado	de	depósito	con	warrant	emitido	_____	N°..........
Certificado	de	depósito	sin	warrant	emitido	_____
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
En	 ........	 el	 día	 ..........	 de	 ..................	 de	 2.......,	 se	 expide	 el	 presente	 título	 a	 la
orden	 de	 .....................	 domiciliado	 en	 .........................	 con	 D.O.I.1	 ................	 N°
.............	sobre	los	bienes	abajo	especificados,	asegurados	contra	el	riesgo	de
............	en	la	empresa	.............	con	domicilio	en	..............	por	el	valor	que	en	este
título	se	les	da.	El	plazo	del	depósito	es	de	...............	y	vence	...........	de	...........	de
2...........
La	tarifa	de	almacenaje	es	de	.................
Bienes	en	depósito	(insumos)
Cantidad
Unidad
y/o
peso
Descripción	de	los
bienes	(clase,	especie)	y
marcas	de	los	bultos2
Calidad	y
estado	de
conservación
Valor	patrimonial
con	indicación	del
criterio	de
valorización
	
	
	
	
	
	
	 	 	 	
	
(La	relación	de	bienes	continúa	en	el	anexo	para	detalle	adicional	de	bienes
en	la	página	N°	...........)
Los	 insumos	 antes	 señalados	 podrán	 ser	 sustituidos	 por	 los	 siguientes
productos	 finales	 o	 terminados	 a	 los	 cuales	 se	 incorporen,	 conforme	 las
instrucciones	 y	 condiciones	 que	 reciba	 la	 almacenera	 en	 documento
debidamente	firmado	por	el	depositante	y	el	tenedor	del	warrant,	quedando
la	sustitución	bajo	control	de	la	almacenera.
Productos
Cantidad Unidady/o	peso
Características	de	los
productos2
Términos	de
sustitución Observaciones
	
	
	
	
	
	 	 	 	
	
	
Lugar3	donde	están	almacenados	los	bienes.................................................
Modalidad	de	depósito:	(Almacén	propio	o	de	campo4):	...................................
El	 valor	 patrimonial	 de	 los	 bienes	 depositados	 al	 emitir	 este	 título	 es	 de
........................	 sujeto	 a	 las	 disminuciones	 correspondientes	 a	 los	 retiros
parciales	que	se	detallarán	al	dorso	y	que	serán	anotadas	por	el	almacén	en
el	correspondiente	título.
Los	bienes	amparados	por	este	título	están	afectos	al	pago	de	los	derechos
de	aduana,	tributos	u	otras	cargas,	y	se	encuentran	gravados	con	prenda	a
favor	del	Fisco	hasta	por	el	monto	del	adeudo	que	causa	su	despacho.
Si	_____	No	_______
Adeudos	por	almacenaje,	conservación	y	operaciones	conexas
Si	_____	Importe	.....................................
No	____
	
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
1.	Indicar	el	tipo	de	documento	oficial	de	identidad	(D.O.I.)	que	corresponda.
Así	por	ejemplo:
DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	que	lo	sustituya
CI:	Carné	de	identidad
CE:	Carné	de	extranjería
PAS:	Pasaporte
RUC:	Registro	Único	de	Contribuyente
2.	Indicar	asimismo,	si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	no.
3.	Indicar	la	dirección	y/o	referencias	que	permitan	una	adecuada	ubicación
de	los	bienes.
4.	Cuando	se	trate	de	almacén	de	campo,	señalar	el	tipo	que	corresponde.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	anexo	al	certificado	de	depósito	insumo-producto	para
detalle	de	productos	sustitutos	terminados
(Para	ser	llenado	por	la	almacenera)
Anexo	al	certificado	de	depósito	insumo-producto	(*)
N°.......................
Certificado	de	depósito	con	warrant	emitido	_____	N°
Certificado	de	depósito	sin	warrant	emitido	_____
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
Como	 resultado	 de	 la	 sustitución	 autorizada	 de	 insumos	 por	 productos	 a
que	 se	 refiere	 el	 certificado	 de	 depósito	 N°	 ..........,	 dicho	 título	 valor
representa	los	siguientes	bienes	sobre	los	cuales	se	extienden	los	derechos
del	mismo:
Bienes	en	depósito	(Insumos/Productos)
Cantidad
Unidad
y/o
peso
Descripción	de	los
bienes	(clase,	especie)
y	marcas	de	los	bultos1
Calidad	y
estado	de
conservación
Valor	patrimonial
con	indicación	del
criterio	de
valorización
Insumos 	 	 	 	
Productos 	 	 	 	
	
(La	relación	de	bienes	continúa	en	el	anexo	para	detalle	adicional	de	bienes
en	la	página	N°	...........)
..........	de	............	de	2..............
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
(*)	 Este	 anexo	 será	 utilizado	 en	 los	 casos	 en	 que	 conforme	 a	 la	 facultad
dispuesta	en	el	 artículo	225.3	de	 la	Ley	de	Títulos	Valores	no	se	emita	un
nuevo	 título	 por	 los	 productos	 sustitutos	 terminados.	 En	 dicho	 supuesto,
este	anexo	se	debe	emitir	una	vez	realizada	toda	la	sustitución	de	productos
autorizada	o	antes	cuando	lo	requiera	el	tenedor	del	warrant.
1.	Indicar	asimismo,	si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	no.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	la	transcripción	del	primer	endoso	del	warrant	insumo-
producto
Transcripción	del	primer	endoso
Declaro(amos)	en	 la	 fecha	que	endoso(amos)	este	warrant	que	representa
los	bienes	detallados	en	el	anverso,	y	en	su	oportunidad	de	ser	el	caso,	a	los
productos	 contenidos	 en	 el	 correspondiente	 anexo	 para	 detalle	 de
productos	sustituidos	terminados,	a	la	orden	de	......................	con	domicilio	en
.......................	 con	 D.O.I.1	 ............	 N°	 .......	 para	 garantizar	 el	 cumplimiento	 de
obligación(es)	 derivada(s)	 de	 ..............................	 hasta	 por	 la	 suma	 de
.......................	 con	 vencimiento	 al...................,	 sujeta(s)	 a	 las	 tasas	 de	 interés	 y
demás	 condiciones	 pactadas	 en	 los	 respectivos	 contratos	 de
crédito2........................................
En	el	caso	que	el	endosatario	fuere	una	empresa	del	sistema	financiero,	son
aplicables	 las	 estipulaciones	 contenidas	 en	 los	 artículos	132.8	 y	 172	de	 la
Ley	N°	26702	y	sus	modificatorias.
	
Lugar	de	pago	del	crédito:
Cargo	en	la	cuenta	del	depositante	(primer	endosante)
Banco Oficina N°	de	cuenta DC
	 	 	 	
	
Endosos
del
certificado
de	depósito
.........................................
Lugar	y	fecha
.....................................................
Firma	del	endosante
Nombre	del	endosante:................................
D.O.I.1	.............................	N°	......................
...................................................
Firma	del	endosatario
D.O.I.1	.............................	N°	......................
Certificación:	 (Razón	 social	 del	 AGD)	 certifica	 que	 el	 presente
primer	 endoso	 ha	 quedado	 registrado	 en	 su	 matrícula	 o	 libro
talonario,	así	como	en	el	respectivo	certificado	de	depósito.
.......................................................................
Fecha	de	registro	del	primer	endoso
..................................................
N°	de	folio	y	tomo
................................................................................
P.	almacenes	generales	de	depósitos
(Razón	social)
.................................................................
Firma	e	identificación	del
representante	legal
	
Amortizaciones	y	retiro	de	bienes3
Fecha Bienes Obligaciones Firma	del	representante	legalAGDV/Retirado Saldo V/Abonado Saldo
	 	 	 	 	 	
	
1.	Indicar	el	tipo	de	documento	oficial	de	identidad	(D.O.I.)	que	corresponda.
Así	por	ejemplo:
DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	que	lo	sustituya.
CI:	Carné	de	identidad
CE:	Carné	de	extranjería
PAS:	Pasaporte
RUC:	Registro	Único	de	Contribuyentes
2.	 Indicar	 el	 período	 de	 capitalización	 y	 demás	 condiciones	 contractuales
relevantes	de	la	obligación	garantizada.
3.	 Este	 recuadro	 será	 llenado	 y	 firmado	 por	 la	 almacenera	 con	 la
información	 debidamente	 sustentada	 por	 los	 respectivos	 documentos	 de
liberación	y/o	retiro	parcial.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	warrant	insumo-producto
Warrant	insumo-producto	N°	..............
Warrant	 con	 certificado	 de	 depósito	 emitido	 ______	 N°
.........
Warrant	sin	certificado	de	depósito	emitido	______
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
En	..........	el	día	..........	de	...........	de	2.......	,	se	expide	el	presente	título	a	la	orden
de	...............................................	domiciliado	en	........................	con	D.O.I.1	.........	N°	......
sobre	los	bienes	abajo	especificados,	asegurados	contra	el	riesgo	de	 .............
en	 la	 empresa	 .........................	 con	 domicilio	 en	 ..................................	 por	 el	 valor
que	en	este	título	se	les	da.	El	plazo	del	depósito	es	de	.............................................
y	vence	el	..........	de	.............................................	de	2........
La	tarifa	de	almacenaje	es	de	................
	
Bienes	en	depósito	(insumos)
Cantidad
Unidad
y/o
peso
Descripción	de	los
bienes	(clase,	especie)	y
marcas	de	los	bultos2
Calidad	y
estado	de
conservación
Valor	patrimonial
con	indicación	del
criterio	de
valorización
	 	 	 	 	
	
(La	relación	de	bienes	continúa	en	el	anexo	para	detalle	adicional	de	bienes
en	la	página	N°	..........)
Los	 insumos	 antes	 señalados	 podrán	 ser	 sustituidos	 por	 los	 siguientes
productos	 finales	 o	 terminados	 a	 los	 cuales	 se	 incorporen,	 conforme	 las
instrucciones	 y	 condiciones	 que	 reciba	 la	 almacenera	 en	 documento
debidamente	firmado	por	el	depositante	y	el	tenedor	del	warrant,	quedando
la	sustitución	bajo	control	de	la	almacenera.
Productos
Cantidad Unidady/o	peso
Características	de	los
productos2
Términos	de
sustitución Observaciones
	
	
	
	
	
	
	 	 	 	
Lugar3	 donde	 están	 almacenados	 los	 bienes
.....................................................................................
Modalidad	 de	 depósito:	 (Almacén	 propio	 o	 de
campo4):.....................................................................
El	 valor	 patrimonial	 de	 los	 bienes	 depositados	 al	 emitir	 este	 título	 es	 de
....................................................................................	 sujeto	 a	 las	 disminuciones
correspondientes	 a	 los	 retiros	 parciales	 que	 se	 detallarán	 al	 dorso	 y	 que
serán	anotadas	por	el	almacén	en	el	correspondiente	título.
Los	bienes	amparados	por	este	título	están	afectos	al	pago	de	los	derechos
de	aduana,	tributos	u	otras	cargas,	y	se	encuentran	gravados	con	prenda	a
favor	del	fisco	hasta	por	el	monto	del	adeudo	que	causa	su	despacho.
Si	______	No	_____
Adeudos	por	almacenaje,	conservación	y	operaciones	conexas
Si	______	Importe	.............................................
No	_____
	
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
1.	Indicar	el	tipo	de	documento	oficial	de	identidad	(D.O.I.)	que	corresponda.
Así	por	ejemplo:
DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	que	lo	sustituya
CI:	Carné	de	identidad
CE:	Carné	de	extranjería
PAS:	Pasaporte
RUC:	Registro	Único	de	Contribuyentes
2.	Indicar	asimismo,	si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	no.
3.	Indicar	la	dirección	y/o	referencias	que	permitan	una	adecuada	ubicación
de	los	bienes.
4.	Cuando	se	trate	de	almacén	de	campo,	señalar	el	tipo	que	corresponde.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	de	anexo	al	warrant	insumo-producto	para	detalle	de
productos	sustitutos	terminados
(Para	ser	llenado	por	la	almacenera)
Anexo	al	warrant	insumo-producto	(*)
N°	...............
Warrant	con	certificado	de	depósito	emitido	____	N°.......
Warrant	sin	certificado	de	depósito	emitido
(Denominación	y	domicilio	del	almacén	general)
Como	 resultado	 de	 la	 sustitución	 autorizada	 de	 insumos	 por	 productos	 a
que	 se	 refiere	 el	 certificado	 de	 depósito	 N°	 .........,	 dicho	 título	 valor
representa	los	siguientes	bienes	sobre	los	cuales	se	extienden	los	derechos
del	mismo:
Bienes	en	depósito	(Insumos	/	Productos)
Cantidad
Unidad
y/o
Peso
Descripción	de	los
bienes	(clase,	especie)
y	marcas	de	los	bultos1
Calidad	y
estado	de
conservación
Valor	patrimonial
con	indicación	del
criterio	de
valorización
Insumos 	 	 	 	
Productos 	 	 	 	
(La	relación	de	bienes	continúa	en	el	anexo	para	detalle	adicional	de	bienes
en	la	página	N°	.....................)
.................	de	......................	de	2	...................
(Denominación	del	almacén	general)
Firma	 del	 depositante	 Firma	 y	 sello	 del	 representante	 legal	 de	 la
almacenera
(*)	 Este	 anexo	 será	 utilizado	 en	 los	 casos	 en	 que	 conforme	 a	 la	 facultad
dispuesta	en	el	 artículo	225.3	de	 la	Ley	de	Títulos	Valores	no	se	emita	un
nuevo	 título	 por	 los	 productos	 sustitutos	 terminados.	 En	 dicho	 supuesto,
este	anexo	se	debe	emitir	una	vez	realizada	toda	la	sustitución	de	productos
autorizados	o	antes	cuando	lo	requiera	el	tenedor	del	warrant.
1.	Indicar	asimismo,	si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	no.
R.	019-2001-SBS.
Modelo	del	primer	endoso	del	warrant	insumo-producto
Primer	endoso
Declaro(amos)	en	 la	 fecha	que	endoso(amos)	este	warrant	que	representa
los	bienes	detallados	en	el	anverso,	y	en	su	oportunidad	de	ser	el	caso,	a	los
productos	 contenidos	 en	 el	 correspondiente	 anexo	 para	 detalle	 de
productos	sustitutos	terminados,	a	la	orden	de	.......................	con	domicilio	en
......................................	con	D.O.I.1..........	N°	...........	para	garantizar	el	cumplimiento
de	 obligación(es)	 derivada(s)	 de	 .................	 hasta	 por	 la	 suma	 de	 ..........	 con
vencimiento	 al	 .....................,	 sujeta(s)	 a	 las	 tasas	 de	 interés	 y	 demás
condiciones	pactadas	en	los	respectivos	contratos	de	crédito2...................
En	el	caso	que	el	endosatario	fuese	una	empresa	del	sistema	financiero,	son
aplicables	 las	 estipulaciones	 contenidas	 en	 los	 artículos	132.8	 y	 172	de	 la
Ley	N°	26702	y	sus	modificatorias.
	
Lugar	de	pago	del	crédito:
Cargo	en	la	cuenta	del	depositante	(primer	endosante)
Banco Oficina N°	de	cuenta DC
	 	 	 	
	
Siguientes
endosos
del
warrant
..................................................
Lugar	y	fecha
..................................................................
Firma	del	endosante
Nombre	del	endosante:	....................
D.O.I.1	....................	N°	....................
....................................................................
Firma	del	endosatario
D.O.I.1	....................	N°	....................
Certificación:	 (Razón	 social	 del	 AGD)	 certifica	 que	 el	 presente	 primer
endoso	 ha	 quedado	 registrado	 en	 su	 matrícula	 o	 libro	 talonario,	 así
como	en	el	respectivo	certificado	de	depósito,	en	el	caso	de	haber	sido
emitido.
....................................................................
Fecha	de	registro	del	primer	endoso
............................................
N°	de	folio	y	tomo
..........................................................................
P.	Almacenes	generales	de	depósitos
(Razón	social)
Firma	e	identificación	del
representante	legal
	
Amortizaciones	y	retiro	de	bienes3
Fecha Bienes Obligaciones Firma	del	endosatario	delwarrantV/Retirado Saldo V/Abonado Saldo
	 	 	 	 	 	
	
1.	Indicar	el	tipo	de	documento	oficial	de	identidad	(D.O.I.)	que	corresponda.
Así	por	ejemplo:
DNI:	Documento	Nacional	de	Identidad	o	documento	que	lo	sustituya
CI:	Carné	de	identidad
CE:	Carné	de	extranjería
PAS:	Pasaporte
RUC:	Registro	Único	de	Contribuyentes
2.	 Indicar	 el	 período	 de	 capitalización	 y	 demás	 condiciones	 contractuales
relevantes	de	la	obligación	garantizada.
3.	Este	recuadro	será	llenado	y	firmado	por	el	representante	autorizado	del
endosatario	del	warrant	con	la	información	debidamente	sustentada	por	los
respectivos	documentos	de	liberación	y/o	retiro	parcial.
Nota:	Incluye	la	Fe	de	Erratas	publicada	el	28	de	enero	del	2001.
Ley	27287.
ART.	227.—Valor	de	las	mercaderías.
227.1	Sólo	se	emitirán	certificados	de	depósito	y	warrant	por	mercaderías
cuyo	 valor	 señalado	 en	 el	 título	 no	 sea	 menor	 al	 equivalente	 a	 cinco	 (5)
unidades	impositivas	tributarias,	vigente	en	la	fecha	de	su	emisión.
227.2	 El	 almacén	 general	 de	 depósito	 y	 el	 tenedor	 de	 cualquiera	 de	 los
títulos	 que	 solicite	 sus	 desdoblamientos	 o	 la	 división	 por	 lotes	 de	 las
mercaderías	 que	 sean	 posibles	 de	 ello,	 deben	 observar	 lo	 señalado	 en	 el
párrafo	anterior.
Ley	27287.
ART.	228.—Mercadería	no	sujeta	a	almacenamiento.
228.1	Bajo	responsabilidad	del	almacén	general	de	depósito,	con	 la	única
excepción	 señalada	 en	 el	 inciso	 k)	 del	 artículo	 224,	 no	 podrá	 emitirse
certificado	de	depósito	ni	warrant	por	mercaderías	sujetas	a	gravámenes	o
medidas	cautelares	que	le	hubieren	sido	notificadas	previamente.
228.2	Bajo	 responsabilidad	del	depositante,	no	podrá	 solicitar	 la	 emisión
de	certificado	de	depósito	ni	de	warrant	por	mercaderías	que	estén	sujetas
a	registro	público	especial	y/o	a	gravamen	con	entrega	jurídica.
Ley	27287.
ART.	229.—Responsabilidad	del	almacén.
229.1	El	almacén	general	de	depósito	es	responsable	por	los	daños	sufridos
por	 las	mercaderías	desde	su	recepción	hasta	su	devolución,	a	menos	que
pruebe	que	el	daño	ha	sido	causado	por	 fuerza	mayor,	o	por	 la	naturaleza
misma	 de	 las	 mercaderías	 o	 por	 defecto	 del	 embalaje,	 no	 apreciable
exteriormente,	o	por	culpa	del	depositante	o	dependientes	de	este	último.
Esta	responsabilidad	del	almacén	general	de	depósito	se	limita	al	valor	que
tengan	las	mercaderías	según	lo	señalado	en	el	título.
229.2	 Está	 prohibido	 que	 el	 almacén	 general	 de	 depósito	 realice
operaciones	 de	 compra	 venta	 de	 mercaderías	 o	 productos	 de	 la	 misma
naturaleza	que	aquellos	que	recibe	en	calidad	de	depósito,	salvo	que	lo	haga
por	 cuenta	 de	 sus	 depositantes;	 así	 como	 queda	 prohibido	 que	 conceda
créditos	con	garantía	de	las	mercaderías	recibidas	en	depósito.
229.3	 El	 almacén	 general	 de	 depósito	 entregará	 las	 mercaderías
depositadas,	a	la	presentación	de	ambos	títulos;	salvo	que	se	haya	limitado	a
emitir	 sólo	 el	 certificado	 de	 depósito	 o	 sólo	 el	 warrant;	 lo	 que	 deberá
constar	expresamente	y	en	 forma	destacada	en	el	único	 título	emitido	con
las	 cláusulas:	 “certificado	de	depósito	 sin	warrant	emitido”	o	 “warrant	 sin
certificado	de	depósito	emitido”.
229.4	 En	 los	 casos	 en	 que	 se	 hubiere	 emitido	 sólo	 uno	 de	 los	 títulos
conforme	al	párrafo	anterior,	si	el	depositante	requiere	la	emisión	de	ambos
títulos,	 deberá	 entregar	 previamente	 al	 almacén	 general	 de	 depósito	 el
título	único	que	tenga	para	su	anulación	y	respectiva	sustitución.
Ley	27287.
ART.	 230.—Derecho	 a	 inspección	 de	 mercaderías.	 Todo	 tenedor	 del
certificado	 de	 depósito	 y/o	 del	 warrant	 tiene	 derecho	 a	 examinar	 las
mercaderías	 depositadas	 y	 señaladas	 en	 dichos	 títulos,	 pudiendo	 retirar
muestras	de	ellas	si	su	naturaleza	lo	permite,	en	la	forma	y	proporción	que
determine	el	almacén	general	de	depósito	respectivo.
Ley	27287.
ART.	231.—Forma	de	transmisión	y	sus	efectos.
231.1	El	certificado	de	depósito	y	el	warrant	son	títulos	valores	a	la	orden	y
se	transfieren	por	endoso.	Sus	respectivos	endosos	producen	los	siguientes
efectos:
a)	 Siendo	 del	 certificado	 de	 depósito	 y	 del	 warrant,	 transfiere	 al
endosatario	la	libre	disposición	de	las	mercaderías	depositadas;
b)	 Siendo	 sólo	del	warrant,	 confiere	 al	 endosatario	 el	 derecho	de	prenda
por	 el	 valor	 total	 de	 las	mercaderías	 depositadas,	 en	 garantía	 del	 crédito
directo	o	indirecto	que	se	señale	en	el	mismo	título;	y
c)	 Siendo	 sólo	 del	 certificado	 de	 depósito,	 transfiere	 al	 endosatario	 el
derecho	de	propiedad	sobre	las	mercaderías	depositadas,	con	el	gravamen
prendario	en	favor	del	tenedor	del	warrant,	en	caso	de	haberse	emitido	este
último	título.
231.2	 El	 endoso	 del	 certificado	 de	 depósito	 separado	 del	 warrant	 no
requiere	ser	registrado	ante	el	almacén	general	de	depósito;	mientras	que	el
primer	 endoso	 del	 warrant	 debe	 ser	 registrado	 tanto	 ante	 el	 indicado
almacén	 como	 en	 el	 certificado	 de	 depósito	 respectivo	 que	 se	 hubiere
emitido,	transcribiendo	la	información	señalada	en	el	artículo	232.
231.3	El	endoso	del	warrant	realizado	por	tenedor	distinto	al	depositante	a
un	 agente	 o	 al	mismo	 almacén	 general	 de	 depósito	 o	 al	 cargador,	 para	 el
embarque	de	 las	mercaderías	con	fines	de	comercio	exterior,	no	 libera	del
gravamen	ni	de	la	guarda	que	corresponde	al	almacén	general	de	depósito
emitente	 del	 título,	 los	 que	 se	 mantendrán	 en	 tanto	 no	 se	 expida	 el
respectivo	 documento	 de	 embarque.	 En	 este	 endoso	 deberá	 utilizarse	 la
cláusula	“Para	embarque”	u	otra	equivalente.
Ley	27287.
ART.	232.—Información	del	endoso	del	warrant.
232.1	El	primer	endoso	del	warrant	 separado	del	 certificado	de	depósito
que	 se	 hubiera	 emitido	 o	 aun	 cuando	 tal	 emisión	 no	 se	 hubiera	 hecho,
contendrá:
a)	La	fecha	en	la	que	se	hace	el	endoso;
b)	 El	 nombre,	 el	 número	 del	 documento	 oficial	 de	 identidad	 y	 firma	 del
endosante;
c)	El	nombre,	domicilio	y	firma	del	endosatario;
d)	El	monto	del	crédito	directo	y/o	indirecto	garantizado;
e)	La	fecha	de	vencimiento	o	pago	del	crédito	garantizado,	que	no	excederá
del	plazo	del	depósito;
f)	Los	intereses	que	se	hubieran	pactado	por	el	crédito	garantizado;
g)	La	 indicación	del	 lugar	de	pago	del	 crédito	 y/o,	 en	 los	 casos	previstos
por	el	artículo	53,	la	forma	como	ha	de	efectuarse	éste;	y
h)	 La	 certificación	 del	 almacén	 general	 de	 depósito	 que	 el	 endoso	 del
warrant	ha	quedado	registrado	en	su	matrícula	o	libro	talonario,	como	en	el
respectivo	 certificado	 de	 depósito,	 refrendada	 con	 firma	 de	 su
representante	autorizado.
232.2	A	falta	de	la	certificación	a	que	se	refiere	el	inciso	h)	anterior,	no	se
entenderá	 formalizada	 ni	 válidamente	 constituida	 la	 prenda	 en	 favor	 del
tenedor	del	warrant.
232.3	En	 los	 endosos	posteriores	del	warrant,	 es	 facultativo	 el	 registro	 y
certificación	al	que	está	sujeto	su	primer	endoso.
Ley	27287.
ART.	233.—Derechos	que	representa	el	warrant	y	su	ejecución.
233.1	Desde	que	se	perfeccione	el	primer	endoso	del	warrant,	este	 título
podrá	 representar	 además	 de	 la	 primera	 prenda	 en	 favor	 de	 su	 tenedor
sobre	los	bienes	descritos	en	el	título,	el	crédito	garantizado,	según	el	texto
señalado	en	el	título,	conforme	al	artículo	232.	Podrá	igualmente	endosarse
el	 warrant	 en	 garantía	 de	 créditos	 futuros	 o	 sujetos	 a	 condición	 o	 que
consten	en	documento	distinto	a	él,	según	se	señale	en	el	título.
233.2	Ante	el	incumplimiento	del	crédito	garantizado,	procede	su	protesto
contra	 el	 primer	 endosante	 o,	 en	 su	 caso,	 la	 constancia	 sustitutoria,
observando	 las	mismas	 formalidades	 previstas	 para	 la	 falta	 de	 pago	de	 la
letra	de	cambio.
233.3	El	almacén	general	de	depósito,	a	solicitud	del	tenedor	aparejado	con
el	 warrant	 protestado	 o	 con	 la	 constancia	 de	 la	 formalidad	 sustitutoria
respectiva	en	los	casos	que	corresponda,	ordenará	no	antes	de	dos	(2)	días
hábiles	 siguientes	 a	 dicho	 protesto	 o	 constancia	 o	 del	 vencimiento	 del
crédito	en	caso	de	no	ser	necesario	tal	protesto,	sin	necesidad	de	mandato
judicial,	 la	 venta	 de	 las	 mercaderías	 depositadas,	 previa	 publicación	 de
anuncios	 durante	 cinco	 (5)	 días	 en	 el	 diario	 oficial	 que	 describan	 las
mercaderías	 y	 su	 valor	nominal	 señalado	en	 el	 título,	 con	 intervención	de
martillero	 autorizado	 que	 la	 administración	 del	 almacén	 designe,	 sin	 que
sea	necesaria	su	tasación,	adjudicándose	al	mejor	postor	cualquiera	que	sea
el	precio	ofrecido.
233.4	 La	 venta	 de	 las	 mercaderías	 no	 se	 suspenderá	 por	 incapacidad	 o
muerte	del	primer	endosante,	ni	por	otra	causa	que	no	sea:
a)	 el	 estado	 de	 insolvencia	 declarado	 según	 la	 ley	 de	 la	 materia,	 salvo
disposición	distinta	de	la	ley;	o,
b)	 la	 notificación	 cursada	 al	 almacén	 general	 de	 depósito,	 por	 autoridad
judicial	 o	 arbitral;	 en	 este	 caso,	 previo	 depósito	 del	 importe	 del	 crédito
garantizado,	sus	intereses	y	gastos.
233.5	En	 los	 casos	de	 suspensión	 a	que	 se	 refiere	 el	 inciso	b)	 anterior,	 a
solicitud	 del	 tenedor	 del	warrant,	 el	 juez	 o	 tribunal	 arbitral	 ordenarán	 la
entrega	 de	 la	 suma	 depositada	 hasta	 el	 monto	 de	 la	 acreencia	 de	 aquél,
según	el	título,	bajo	garantía	que	constituya	a	su	satisfacción,	para	el	caso	de
ser	 obligado	 a	 devolver	 ese	 importe,	 debiendo	 la	 garantía	 tenerse	 por
extinguida	 si	 no	 se	 notificara	 de	 la	 acción	 correspondiente	 a	 tal	 efecto,
dentro	de	los	treinta	(30)	días	siguientes	a	la	entrega	antes	indicada.
Ley	26702.
ART.	 132.—Formas	 de	 atenuar	 los	 riesgos	 para	 el	 ahorrista.	 En
aplicación	del	artículo	87	de	 la	Constitución	Política,	 son	 formas	mediante
las	 cuales	 se	procura,	 adicionalmente,	 la	 atenuación	de	 los	 riesgos	para	 el
ahorrista:
(...).
8.	Modificado.	Ley	27287,	Sexta	Disposición	Modificatoria.	La	ejecución
del	 título	 de	 crédito	 hipotecario	 negociable	 y	 del	 warrant	 que	 garanticen
obligaciones	 con	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 por	 su	 tenedor,	 con
exclusión	de	cualquier	 tercer	acreedor	del	constituyente,	concursado	o	no.
La	presente	disposición	no	afecta	 los	derechos	de	 los	almacenes	generales
de	 depósito	 de	 cobrar	 los	 almacenajes	 adeudados	 y	 gastos	 de	 remate	 al
ejecutar	los	warrants.
(...).
Ley	27287.
ART.	234.—Prelación	de	acreencias.
234.1	 Salvo	 acreencias	 que	 por	 expresa	 disposición	 de	 la	 ley	 resulten
preferentes,	el	producto	de	la	venta	de	las	mercancías	que	se	haga	conforme
al	artículo	233	se	destinará	al	pago	de	los	siguientes	conceptos,	en	el	orden
señalado	a	continuación:
a)	Los	gastos	de	la	venta	y	la	comisión	del	martillero;
b)	 Los	 gastos	 de	 conservación	 y	 otros	 servicios	 adeudados	 al	 almacén
general	de	depósito	y	las	primas	del	seguro;
c)	Los	derechos	de	aduana	y	demás	tributos	a	los	que	puedan	estar	afectas
las	 mercaderías	 según	 el	 texto	 del	 documento	 en	 los	 casos	 a	 los	 que	 se
refiere	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 224;	 los	 que	 podrán	 ser	 pagados
directamente	por	el	adquirente	de	las	mercaderías	conforme	a	la	legislación
sobre	la	materia;
d)	Los	intereses,	gastos	y	capital	adeudados	al	tenedor	del	warrant,	quien
tiene,	con	excepción	de	las	acreencias	señaladas	en	los	incisos	anteriores,	el
privilegio	de	preferencia	sobre	cualquier	otro	acreedor;	y
e)	 El	 remanente	 que	 pueda	 haber	 quedará	 a	 disposición	 del	 tenedor	 del
certificado	 de	 depósito	 o	 propietario	 de	 las	 mercancías;	 y,	 si	 éste	 no	 se
apersona	 dentro	 de	 los	 treinta	 (30)	 días	 de	 realizada	 la	 venta,	 la
administración	del	almacén	procederá	a	consignar	judicialmente	por	el	solo
mérito	 del	 lapso	 transcurrido,	 con	notificación	 al	 último	 tenedor	de	dicho
título	o,	en	su	defecto,	del	depositante	que	tenga	registrado.
234.2	La	distribución	antes	señalada	corresponde	hacer	al	almacén	general
de	 depósito.	 La	 misma	 distribución	 y	 en	 el	 mismo	 orden	 hará	 éste	 de	 la
suma	que	corresponda	por	el	seguro,	en	caso	de	siniestro;	así	como	cuando
mediara	orden	de	venta	o	ejecución	de	 los	bienes	dispuesta	por	autoridad
competente,	 en	 cuyo	 caso	 la	 ejecución	 de	 los	 bienes	 debe	 hacerse
necesariamente	 conforme	 al	 tercer	 párrafo	 del	 artículo	 233,	 sin	 afectar	 la
prelación	 establecida	 en	 el	 presente	 artículo	 para	 la	 distribución	 del
producto	de	la	venta	ordenada.
234.3	 Carecerán	 de	 eficacia	 las	 medidas	 cautelares	 o	 embargos	 que	 se
dicten	 sobre	 mercaderías	 representadas	 por	 certificados	 de	 depósito	 y/o
warrant,	 debiendo	 dichas	 medidas	 dirigirse	 a	 los	 respectivos	 títulos.	 El
almacén	general	de	depósito	anotará	dichas	medidas	que	se	pongan	en	su
conocimiento	en	el	registro	que	lleve	y	surtirá	efecto	sólo	si	el	tenedor	del
título	resulte	ser	la	parte	afectada	con	dicha	medida.
Ley	27809.
ART.	42.—Modificado.	Ley	28709,	Art.	1°.	Orden	de	preferencia.
42.1	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1050,	 Art.	 15.	 En	 los	 procedimientos	 de
disolución	y	liquidación,	el	orden	de	preferencia	en	el	pago	de	los	créditos
es	el	siguiente:
Primero:	Modificado.	D.	Leg.	1170,	Art.	1°.	Remuneraciones	y	beneficios
sociales	adeudados	a	 los	trabajadores,	aportes	 impagos	al	Sistema	Privado
de	Pensiones	o	a	 los	regímenes	previsionales	administrados	por	 la	Oficina
de	Normalización	Previsional	-	ONP,	la	Caja	de	Beneficios	y	Seguridad	Social
del	 Pescador	 u	 otros	 regímenes	 previsionales	 creados	 por	 ley;	 deuda
exigible	al	Seguro	Social	de	Salud	-	ESSALUD	que	se	encuentra	en	ejecución
coactiva	 respecto	 de	 las	 cuales	 se	 haya	 ordenado	medidas	 cautelares;	 así
como	los	intereses	y	gastos	que	por	tales	conceptos	pudieran	originarse.	Los
aportes	 impagos	al	Sistema	Privado	de	Pensiones	 incluyen	los	conceptos	a
que	se	refiere	el	artículo	30	del	Decreto	Ley	N°	25897,	con	excepción	de	las
comisiones	 cobradas	 por	 la	 administración	 de	 los	 fondos	 privados	 de
pensiones.
Segundo:	Los	créditos	alimentarios.
Tercero:	 Los	 créditos	 garantizados	 con	 hipoteca,	 garantía	 mobiliaria,
anticresis,	 warrants,	 derecho	 de	 retención	 o	 medidas	 cautelares	 que
recaigan	sobre	bienes	del	deudor,	siempre	que	la	garantía	correspondiente
haya	 sido	 constituida	 o	 la	 medida	 cautelar	 correspondiente	 haya	 sido
trabada	 con	 anterioridad	 a	 la	 fecha	 de	 publicación	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	 32.	 Las	 citadas	 garantías	 o	 gravámenes,	 de	 ser	 el	 caso,	 deberán
estar	 inscritas	 en	 el	 registro	 antes	 de	 dicha	 fecha,	 para	 ser	 oponibles	 a	 la
masa	 de	 acreedores.	 Estos	 créditos	 mantienen	 el	 presente	 orden	 de
preferencia	 aun	 cuando	 los	 bienes	 que	 los	 garantizan	 sean	 vendidos	 o
adjudicados	para	cancelar	créditos	de	órdenes	anteriores,	pero	sólo	hasta	el
monto	de	realización	o	adjudicación	del	bien	que	garantizaba	los	créditos.
Cuarto:	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1170,	 Art.	 1°.	 Los	 créditos	 de	 origen
tributario	 del	 Estado,	 incluidos	 los	 del	 Seguro	 Social	 de	 Salud	 -	 ESSALUD
que	no	se	encuentren	contemplados	en	el	primer	orden	de	preferencia;	sean
tributos,	multas	intereses,	moras,	costas	y	recargos.
Quinto:	 Los	 créditos	 no	 comprendidos	 en	 los	 órdenes	 precedentes;	 y	 la
parte	de	los	créditos	tributarios	que,	conforme	al	literal	d)	del	numeral	48.3
del	artículo	48,	sean	transferidos	del	cuarto	al	quinto	orden;	y	el	saldo	de	los
créditos	 del	 tercer	 orden	 que	 excedieran	 del	 valor	 de	 realización	 o
adjudicación	del	bien	que	garantizaba	dichos	créditos.
42.2.	Cualquier	pago	efectuado	por	el	deudor	a	alguno	de	sus	acreedores,
en	ejecución	del	plan	de	reestructuración	o	el	convenio	de	liquidación,	será
imputado,	 en	 primer	 lugar,	 a	 las	 deudas	 por	 concepto	 de	 capital	 luego	 a
gastos	e	intereses,	en	ese	orden.
JURISPRUDENCIA.—El	 reconocimiento	 de	 los	 créditos	 previsionales	 se
lleva	 a	 cabo	 con	 sumas	 reales	 y	 percibidas	 efectivamente	 por	 el
trabajador,	 no	 sobre	 sumas	 ficticias	 o	 presuntas	 asumidas	 por	 el
acreedor.	 “(...)	 de	 lo	 expuesto	 precedentemente,	 se	 evidencia	 de	 manera
razonada	que	para	efectos	del	procedimiento	 concursal	 el	 reconocimiento
de	los	citados	créditos	de	origen	previsional	debió	ser	llevado	a	cabo	sobre
la	base	de	sumas	reales	y	percibidas	efectivamente	por	el	 trabajador,	mas
no	sobre	sumas	ficticias	o	presuntas	asumidas	por	el	acreedor,	lo	que	de	ser
así,	 en	 este	 último	 caso,	 supondría	 un	 perjuicio	 en	 el	 deudor	 y	 los	 demás
acreedores,	por	tanto	se	ha	incurrido	en	la	causal	de	aplicación	indebida	de
los	artículos	24	segundo	párrafo	de	la	Constitución	Política	del	Estado	y	42
numeral	1	de	la	Ley	N°	27809	-	Ley	del	Sistema	Concursal	en	tanto	no	está
debidamente	 acreditado	 que	 los	 trabajadores	 hayan	 percibido
efectivamente	 los	 citados	 beneficios.	 (...)	 si	 bien	 el	 artículo	 148	 de	 la
Resolución	N°	080-98-EF/SAFP	dispone	que	para	determinar	 el	monto	de
los	 aportes	 previsionales	 impagos,	 la	 AFP	 podrá,	 entre	 otras	 opciones,
tomar	 como	 base	 de	 cálculo	 el	 monto	 de	 la	 remuneración	 máxima
asegurable,	se	trata	en	realidad	de	un	supuesto	que	resulta	procedente	solo
en	aquellos	casos	en	que	el	empleador	sin	justificación	alguna	incumpla	con
informar	 el	 monto	 real	 de	 la	 remuneración	 del	 asegurado,	 lo	 que	 no
acontece	 en	 el	 presente	 caso	 pues	 tratándose	 de	 un	 procedimiento
concursal,	las	acreencias	deberán	necesariamente	calcularse	sobre	una	base
remunerativa	 que	 se	 corresponda	 con	 la	 realidad	 mas	 no	 conforme	 a	 la
remuneración	 máxima	 asegurable.	 Además	 debe	 acotarse,	 conforme	 a	 lo
señalado	 precedentemente,	 que	 las	 resoluciones	 administrativas
impugnadas	fueron	expedidas	al	interior	de	un	proceso	concursal,	el	mismo
que	 no	 se	 corresponde	 al	 supuesto	 de	 hecho	 regulado	 por	 la	 norma
precitada	habida	cuenta	que	las	mismas	están	referidas	al	procedimiento	de
cobranza	 de	 aportes	 cuando	 el	 empleador	 incumpla	 con	 ello	 dentro	 del
plazo	legal,	teniendo	mérito	ejecutivo	dichas	cobranzas	emitidas	por	la	AFP
por	lo	que	no	pueden	ser	aplicados	a	un	procedimiento	concursal	en	donde
se	 cautelan	 de	 manera	 preferente	 créditos	 laborales	 y	 previsionales;	 por
consiguiente,	esta	sala	suprema	concluye	que	la	sala	de	mérito	ha	efectuado
una	 interpretación	 errada	 de	 la	 norma	 denunciada,	 por	 lo	 que	 la	 causal
denunciada	en	este	extremo	amerita	ser	declarada	fundada”.	(CS,	Cas.	2376-
2010-Lima,	set.	20/2011.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
Ley	27287.
ART.	235.—Pago	parcial	del	crédito.
235.1	Si	el	monto	proveniente	de	la	venta	o	del	seguro	de	la	mercadería	no
fuese	 suficiente	 para	 cubrir	 la	 deuda	 garantizada	 por	 el	 warrant,	 la
administración	 del	 almacén	 general	 de	 depósito	 devolverá	 este	 título	 al
tenedor,	con	la	anotación	del	monto	pagado	a	cuenta,	refrendada	con	firma
de	su	representante.
235.2	 Por	 el	 saldo	 que	 resultare,	 el	 tenedor	 del	 warrant	 tendrá	 acción
cambiaria	contra	el	primer	endosante.
235.3	 En	 el	 caso	 del	 warrant	 que	 no	 represente	 además	 el	 crédito
garantizado,	 la	acción	cambiaria	señalada	en	el	párrafo	anterior	procederá
siempre	que:
a)	hubiese	solicitado	la	venta	de	los	bienes	dentro	de	los	treinta	(30)	días
siguientes	del	protesto	o	de	la	constancia	de	la	formalidad	sustitutoria;	o,	en
los	casos	de	haberse	incluido	cláusula	que	libera	del	protesto,	desde	la	fecha
de	vencimiento	del	crédito.
b)	ejercite	dicha	acción	cambiaria	dentro	de	los	treinta	(30)	días	siguientes
de	la	fecha	de	la	venta	de	la	mercadería;	y,
c)	 el	 primer	 endosante	 no	 haya	 endosado	 el	 título	 liberándose	 de
responsabilidad.
Ley	27287.
ART.	236.—Pago	anticipado	del	warrant.
236.1	 El	 tenedor	 del	 certificado	 de	 depósito	 puede	 pagar	 el	 importe	 del
crédito	garantizado	por	el	warrant	antes	del	plazo	de	vencimiento	señalado
en	este	último	título,	en	las	condiciones	que	acuerde	con	su	tenedor.
236.2	 Si	 dicho	 tenedor	 del	 warrant	 no	 estuviese	 de	 acuerdo	 o	 no	 fuese
conocido,	 el	 tenedor	 del	 certificado	 de	 depósito	 depositará	 el	monto	 total
del	importe	de	warrant	según	el	registro	del	primer	endoso	que	conste	en	el
almacén	general	de	depósito,	inclusive	los	intereses	que	corresponda	hasta
su	 vencimiento,	 ante	 la	 administración	 de	 dicho	 almacén,	 que	 quedará
responsable	 de	 la	 suma	 recibida.	 Con	 este	 depósito	 podrá	 liberarse	 la
mercadería	y	entregarse	al	tenedor	del	certificado	de	depósito,	aun	sin	que
éste	presente	el	 respectivo	warrant.	El	depósito	recibido	será	comunicado
por	la	administración	del	almacén	general	de	depósito	al	último	tenedor	del
warrant	que	tenga	registrado.
236.3	 En	 el	 caso	 de	 que	 el	 último	 tenedor	 del	 warrant	 registrado	 o
señalado	 en	 el	 certificado	 de	 depósito	 respectivo	 fuese	 una	 empresa	 del
Sistema	 Financiero	Nacional,	 la	 liberación	 de	 la	mercadería	 prevista	 en	 el
párrafo	 anterior	 procederá	 sólo	 previo	 consentimiento	 expreso	 de	 dicha
empresa	tenedora	del	warrant,	salvo	que	se	constituya	en	depósito	y	ante	el
mismo	almacén	general	de	depósito	el	valor	total	de	las	mercaderías	según
el	texto	del	título.
Ley	27287.
ART.	 237.—Liberación	 de	 mercaderías.	 El	 tenedor	 del	 certificado	 de
depósito	 puede	 liberar	 y	 retirar	 las	 mercaderías	 en	 la	 misma	 forma
establecida	en	el	artículo	236,	si	el	tenedor	del	warrant	fuese	desconocido	o
se	excusase	de	recibir	el	pago	o	a	devolver	el	warrant	cancelado,	después	de
vencido	 el	 plazo	 del	 crédito	 garantizado	 por	 el	 warrant	 y	 transcurriera
quince	(15)	días	más.
Ley	27287.
ART.	238.—Ejecución	sin	protesto.
238.1	 El	 depositante	 de	 la	 mercadería	 que	 hubiese	 endosado
separadamente	 el	 certificado	 de	 depósito	 y	 el	 warrant,	 para	 evitar	 el
protesto	 contra	 su	 persona	 podrá	 depositar	 ante	 la	 administración	 del
almacén	 general	 de	 depósito	 la	 suma	 total	 del	 valor	 de	 las	 mercaderías
señaladas	en	el	warrant	si	el	crédito	garantizado	no	hubiera	sido	pagado	a
su	vencimiento	y	solicitar	a	dicha	administración	que	proceda	a	la	venta	de
la	mercadería,	 si	dentro	de	 los	ocho	(8)	días	siguientes	al	vencimiento	del
crédito	 señalado	 en	 el	 warrant,	 éste	 no	 es	 pagado	 por	 el	 tenedor	 del
certificado	 de	 depósito.	 Esta	 venta	 procederá	 sólo	 por	 el	mérito	 de	 ser	 el
depositante	 y	 de	 la	 constancia	 del	 depósito	 del	 monto	 del	 valor	 de	 las
mercaderías	 señalado	en	el	warrant	que	él	pagó,	 sin	que	 sea	necesario	 su
protesto	ni	 tenencia	de	 este	 título.	 Esta	 venta	 se	 efectuará	 observando	 en
todo	lo	demás	el	mismo	procedimiento	previsto	en	el	artículo	233.
238.2	En	el	producto	de	 la	venta,	dicho	depositante	que	pagó	el	warrant,
tendrá	el	mismo	derecho	de	preferencia	que	el	tenedor	de	este	título.
Ley	27287.
ART.	239.—Venta	de	mercaderías	por	el	almacén.	Si	las	mercaderías	no
son	retiradas	al	vencimiento	del	plazo	del	depósito,	o	si	están	expuestas	a
riesgo	 de	 deterioro	 o	 destrucción,	 el	 almacén	 general	 de	 depósito,	 previo
aviso	 con	ocho	 (8)	días	de	 anticipación	al	depositante	o,	 de	 ser	 el	 caso,	 al
último	tenedor	del	warrant	que	tenga	registrado,	podrá	proceder	a	su	venta
conforme	al	artículo	233,	haciéndose	los	pagos	con	la	preferencia	señalada
en	el	artículo	234.
SECCIÓN	SÉTIMA
DEL	TÍTULO	DE	CRÉDITO	HIPOTECARIO
NEGOCIABLE
TÍTULO	ÚNICO
TÍTULO	DE	CRÉDITO	HIPOTECARIO	NEGOCIABLE
Ley	27287.
ART.	240.—Emisión.
240.1	 El	 título	 de	 crédito	 hipotecario	 negociable	 se	 expedirá	 a	 petición
expresa	del	propietario	de	un	bien	susceptible	de	ser	gravado	con	hipoteca
y	 que	 esté	 inscrito	 en	 cualquier	 registro	 público,	 por	 acto	 unilateral
manifestado	 mediante	 escritura	 pública.	 El	 representante	 del	 propietario
requiere	de	poder	especial	para	solicitar	la	expedición	del	título	de	crédito
hipotecario	negociable.
240.2	 Sólo	 luego	 de	 constatar	 la	 inexistencia	 de	 cargas	 o	 gravámenes,	 el
respectivo	registro	público	expedirá	el	título	en	formulario	aprobado	por	la
Superintendencia	 Nacional	 de	 Registros	 Públicos	 en	 el	 caso	 de	 registros
públicos	 que	 dependan	 de	 ésta;	 y,	 en	 el	 caso	 de	 otros	 registros,	 por	 la
respectiva	autoridad	de	control	o	supervisión.
240.3	Al	 expedir	el	 título,	 el	 registrador	anotará	el	 gravamen	hipotecario
constituido	 por	 el	 valor	 total	 del	 bien	 gravado,	 según	 la	 valorización	 de
perito	que	debe	ser	insertada	en	la	escritura	pública,	gravamen	hipotecario
que	 será	 el	 único,	 otorgando	 la	 preferencia	 y	 exclusividad	 en	 favor	 del
tenedor	 del	 título,	 en	 respaldo	 del	 crédito	 que	 se	 señale	 en	 el	 mismo
documento	en	el	acto	de	su	primer	endoso.
Ley	26702.
ART.	176.—Bloqueo	registral.	Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 y	 de
seguros	 pueden	 hacer	 uso	 del	 bloqueo	 registral	 para	 la	 inscripción	 de
cualquier	acto	ante	los	registros	que	integran	los	Registros	Públicos,	siendo
de	aplicación,	en	lo	que	fuere	pertinente,	lo	dispuesto	por	el	Decreto	Ley	Nº
18278,	ampliatorias	y	modificatorias.
Los	 contratos	 que	 estas	 empresas	 celebren	 con	 sus	 clientes,	 podrán
extenderse	en	documento	privado	con	firma	legalizada	notarialmente,	o	ser
protocolizado	notarialmente,	 los	mismos	que	serán	inscritos	sin	necesidad
de	 escritura	 pública	 en	 el	 Registro	 Público	 correspondiente,	 salvo	 los
contratos	 cuyo	 valor	 exceda	 de	 cuarenta	 (40)	 UITs,	 en	 cuyo	 caso	 sí	 es
necesaria	la	escritura	pública.
Ley	27287.
ART.	241.—Contenido.
241.1	El	título	de	crédito	hipotecario	negociable	debe	contener:
a)	La	denominación	de	título	de	crédito	hipotecario	negociable	y	el	número
que	le	corresponde;
b)	El	lugar	y	fecha	de	su	emisión;
c)	El	nombre	y	número	de	documento	oficial	de	identidad	del	propietario
que	constituye	el	gravamen	hipotecario,	a	cuya	orden	se	expide	el	título;
d)	La	descripción	resumida	del	bien	afectado	con	el	gravamen	hipotecario,
según	aparece	de	la	inscripción	registral;
e)	 El	 monto	 de	 la	 valorización	 que	 será	 el	 importe	 hasta	 por	 el	 cual	 se
constituye	el	gravamen	hipotecario,	con	indicación	del	nombre	del	perito	y
de	su	registro	o	colegiatura	respectiva;
f)	La	fecha	de	la	escritura	pública,	nombre	del	notario	y	demás	datos	de	la
inscripción	registral	de	la	hipoteca;	y
g)	El	nombre	y	firma	del	registrador,	con	indicación	de	la	oficina	registral
correspondiente.
241.2	 Además,	 deberá	 contener	 espacios	 adecuados	 para	 consignar	 la
información	relativa	al	crédito	garantizado	y	a	los	endosos.
Ley	27287.
ART.	242.—Primer	endoso.
242.1	 En	 el	 acto	 de	 realizarse	 el	 primer	 endoso	 del	 título,	 deberá
consignarse	 en	 el	 mismo	 documento,	 el	 crédito	 que	 se	 garantiza,	 plazo	 o
plazos	de	su	vencimiento,	los	intereses	acordados	y	demás	condiciones	del
mismo;	 constituyendo	 desde	 entonces	 el	 título	 de	 crédito	 hipotecario
negociable,	 un	 título	 valor	 que	 representa	 la	 hipoteca	 y	 el	 crédito
consignado,	en	favor	de	su	tenedor.
242.2	Con	los	subsiguientes	endosos,	se	transfieren	ambos	derechos,	tanto
el	 crédito	 como	 el	 derecho	 real	 de	 hipoteca	 que	 lo	 garantiza,	 sin	 que	 el
endosante	asuma	la	responsabilidad	solidaria	a	que	se	refiere	el	artículo	11
frente	al	tenedor.
242.3	Si	el	propietario	prevé	que	el	primer	endosatario	será	una	empresa
del	 Sistema	 Financiero	Nacional,	 queda	 facultado	 a	 solicitar	 en	 el	 acto	 de
constituir	el	gravamen	hipotecario,	que	el	registrador	consigne	en	el	 título
de	crédito	hipotecario	negociable	que	expida	el	nombre	de	dicha	empresa
que	 debe	 designarse	 en	 modo	 expreso	 como	 primer	 endosatario,
autorizando	la	entrega	del	título	a	dicha	empresa	a	través	del	mismo	notario
que	interviene	en	la	escritura	pública	de	constitución	del	gravamen,	sin	que
sea	 necesario	 en	 este	 caso	 que	 el	 propietario	 intervenga	 y	 firme	 como
endosante.	Igualmente,	en	este	caso	en	el	que	el	primer	endosatario	sea	una
empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional,	el	propietario	podrá	solicitar	que
el	registrador	consigne	en	el	título	el	monto	y	condiciones	de	crédito	que	al
efecto	señale	en	el	acto	de	constituir	el	gravamen;	o,	autorizar	a	la	empresa
endosataria	a	completar	el	título	con	las	informaciones	referidas	al	crédito,
conforme	al	artículo	10.
Ley	27287.
ART.	243.—Ejecución.
243.1	 Protestado	 por	 falta	 de	 pago	 del	 crédito	 u	 obtenida	 la	 formalidad
sustitutoria	 respectiva,	 que	 deberá	 obtenerse	 aun	 cuando	 se	 hubiera
liberado	 de	 dicho	 trámite	 conforme	 al	 artículo	 52,	 procederá	 la	 venta
directa	del	bien	hipotecado,	sin	intervención	de	autoridad	judicial,	al	mejor
postor,	 siempre	 que	 el	 precio	 por	 el	 que	 se	 enajene	 no	 sea	 inferior	 al
setenticinco	por	 ciento	 (75%)	de	 la	 valorización	 señalada	 en	 el	 título	 y	 la
venta	se	confíe	a	una	empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	autorizada	a
operar	 comisiones	 de	 confianza	 o	 fideicomisos,	 distinta	 al	 ejecutante.	 Sin
embargo,	 el	 tenedor	 podrá	 optar	 por	 solicitar	 la	 ejecución	 judicial	 de	 la
hipoteca,	conforme	al	Código	Procesal	Civil.
243.2	 La	 facultad	 de	 venta	 que	 se	 confíe	 a	 una	 empresa	 del	 Sistema
Financiero	Nacional	conforme	al	párrafo	anterior,	tiene	carácter	irrevocable
y	se	mantendrá	vigente	hasta	la	extinción	del	gravamen	según	lo	dispuesto
por	el	artículo	244.	No	es	de	aplicación	a	 la	naturaleza	 irrevocable	de	esta
facultad	el	límite	del	plazo	a	que	se	refiere	el	artículo	153	del	Código	Civil.
Ante	 el	 impedimento	 o	 imposibilidad	 de	 la	 empresa	 designada,	 a	 petición
del	 tenedor,	 la	Superintendencia	designará	a	 la	 empresa	que	 se	encargará
de	la	venta	directa.
243.3	En	el	caso	de	haberse	pactado	el	pago	del	crédito	representado	por	el
título	 de	 crédito	 hipotecario	 negociable	 en	 armadas	 o	 cuotas,	 la	 falta	 de
pago	de	una	o	más	de	ellas	faculta	al	tenedor	a	dar	por	vencidos	todos	los
plazos	 y	 a	 exigir	 el	 pago	 del	 monto	 total	 del	 título;	 o,	 alternativamente,
exigir	 las	 prestaciones	 pendientes	 en	 las	 fechas	 de	 vencimiento	 de
cualquiera	 de	 las	 siguientes	 cuotas	 o,	 inclusive,	 en	 la	 fecha	 de	 la	 última
armada	 o	 cuota,	 según	 decida	 libremente	 dicho	 tenedor.	 Para	 ese	 efecto,
bastará	que	 logre	el	correspondiente	protesto	o	formalidad	sustitutoria	en
oportunidad	del	incumplimiento	de	cualquiera	de	dichas	armadas	o	cuotas,
sin	 que	 afecte	 su	 derecho	 no	 haber	 efectuado	 tal	 protesto	 o	 formalidad
sustitutoria	 correspondiente	 a	 las	 anteriores	o	 cada	una	de	 las	 armadas	o
cuotas.
243.4	 Si	 con	 el	 producto	 de	 la	 venta	 del	 bien	 hipotecado	 no	 se	 cubre	 el
monto	total	del	crédito	garantizado	que	señale	el	título,	el	juez	o	la	empresa
del	Sistema	Financiero	Nacional	encargada	de	su	venta	dejarán	constancia
de	 ello	 en	 el	 mismo	 documento,	 en	 cuyo	 mérito	 el	 tenedor	 del	 título	 de
crédito	 hipotecario	 negociable	 tendrá	 acción	 cambiaria	 contra	 el	 primer
endosante	por	el	saldo	resultante.
Ley	27287.
ART.	244.—Extinción.
244.1	 El	 Registro	 Público	 levantará	 el	 gravamen,	 sin	 que	 sea	 necesario
escritura	 pública,	 sólo	 contra	 la	 devolución	 del	 título	 no	 endosado	 o
debidamente	 cancelado	 por	 el	 último	 endosatario	 en	 cuanto	 se	 refiere	 al
crédito	que	representa,	manteniéndose	el	gravamen	entre	tanto	vigente,	sin
que	proceda	su	extinción	en	la	forma	señalada	por	la	Ley	26639.
244.2	 También	 se	 levantará	 el	 gravamen	 y	 toda	 carga	 o	 derecho	 que	 se
hubiera	inscrito	en	fecha	posterior	a	la	expedición	del	título,	en	los	casos	de
venta	 judicial	 o	 extrajudicial,	 en	 virtud	de	 las	 respectivas	 constancias	 que
expidan	la	autoridad	judicial	o	la	empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional
que	 intervino	en	su	enajenación,	conforme	al	artículo	243	acompañado	en
su	 caso,	 en	 devolución	 el	 título	 correspondiente.	 Dicha	 constancia	 es
suficiente	para	la	inscripción	registral	del	derecho	de	propiedad	en	favor	del
adquirente	y	levantar	todo	gravamen	o	derecho	que	pueda	afectarlo.
244.3	El	propietario	que	hubiere	pagado	el	crédito	consignado	en	el	título
podrá	 solicitar	 la	 expedición	 de	 otro	 en	 su	 reemplazo,	 con	 la	 misma
formalidad	 prevista	 para	 su	 emisión	 original,	 devolviendo	 el	 título
debidamente	cancelado	por	su	último	tenedor,	manteniéndose	en	ese	caso
el	gravamen	hipotecario	inscrito	en	el	Registro	Público.	El	Registro	Público
establecerá	el	procedimiento	administrativo	para	este	efecto.
Ley	26639.
ART.	 1°.—El	 plazo	 de	 caducidad	 previsto	 en	 el	 artículo	 625	 del	 Código
Procesal	 Civil	 se	 aplica	 a	 todos	 los	 embargos	 y	 medidas	 cautelares
dispuestas	 judicial	 o	 administrativamente,	 incluso	 con	 anterioridad	 a	 la
vigencia	de	dicho	código	y	ya	sea	que	se	trate	de	procesos	concluidos	o	en
trámite.
Tratándose	de	medidas	inscritas,	los	asientos	registrales	serán	cancelados
a	 instancia	 del	 interesado,	 con	 la	 presentación	 de	 una	 declaración	 jurada
con	firma	legalizada	por	fedatario	o	notario	público,	en	la	que	se	indique	la
fecha	 del	 asiento	 de	 presentación	 que	 originó	 la	 anotación	 de	 la	 medida
cautelar	 y	 el	 tiempo	 transcurrido.	 El	 registrador	 cancelará	 el	 respectivo
asiento	con	la	sola	verificación	del	tiempo	transcurrido.
Quienes	 presenten	 declaraciones	 falsas	 serán	 pasibles	 de	 las
responsabilidades	civiles	y	penales	previstas	en	la	ley.
Ley	26639.
ART.	2°.—Los	embargos	definitivos	y	otras	medidas	de	ejecución	trabados
bajo	las	normas	del	Código	de	Procedimientos	Civiles,	caducarán	en	el	plazo
de	 5	 años	 contados	 desde	 la	 fecha	 de	 su	 ejecución,	 salvo	 que	 sean
renovados.	Si	 se	 trata	de	medidas	 inscritas,	 se	aplicará	 lo	dispuesto	por	el
segundo	párrafo	del	artículo	1°.
Ley	26639.
ART.	 3°.—Las	 inscripciones	 de	 las	 hipotecas,	 de	 los	 gravámenes	 y	 de	 las
restricciones	a	las	facultades	del	titular	del	derecho	inscrito	y	las	demandas
y	sentencias	u	otras	resoluciones	que	a	criterio	del	juez	se	refieran	a	actos	o
contratos	 inscribibles,	 se	 extinguen	 a	 los	 10	 años	 de	 las	 fechas	 de	 las
inscripciones,	si	no	fueran	renovadas.
La	 norma	 contenida	 en	 el	 párrafo	 anterior	 se	 aplica,	 cuando	 se	 trata	 de
gravámenes	 que	 garantizan	 créditos,	 a	 los	 10	 años	 de	 la	 fecha	 de
vencimiento	del	plazo	del	crédito	garantizado.
Ley	26639.
ART.	 4°.—La	 presente	 ley	 empezará	 a	 regir	 90	 días	 después	 de	 su
publicación.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Supuestos	 para	 la	 extinción	 por	 caducidad
de	 gravámenes	 constituidos	 a	 favor	 de	 una	 empresa	 del	 sistema
financiero.	“(…)	Los	gravámenes	constituidos	en	 favor	de	una	entidad	del
sistema	 financiero	 no	 están	 sujetos	 al	 plazo	 de	 caducidad	 previsto	 en	 el
artículo	 3°	 de	 la	 Ley	 N°	 26639,	 salvo	 que	 se	 configuren	 los	 siguientes
supuestos:
-	 Que	 el	 plazo	 de	 caducidad	 del	 gravamen	 constituido	 a	 favor	 de	 una
entidad	bancaria	o	financiera	se	haya	cumplido	entre	el	25	de	setiembre	de
1996	(fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	Ley	N°	26639)	y	el	9	de	diciembre
de	 1996	 (fecha	 de	 publicación	 de	 la	 Ley	 N°	 26702);	 conforme	 a	 lo
establecido	 en	 el	 decimocuarto	 precedente	 de	 observancia	 obligatoria
aprobado	en	el	Segundo	Pleno	del	Tribunal	Registral.
-	Que	se	trate	de	gravámenes	constituidos	a	favor	de	empresas	del	sistema
financiero	 que	 garanticen	 obligaciones	 indeterminadas,	 en	 cuyo	 caso
caducan	 a	 los	 10	 años	 de	 inscritos,	 siempre	 que	 dicho	 plazo	 hubiera
transcurrido	 antes	 de	 la	 vigencia	 de	 la	 Ley	 N°	 26702;	 conforme	 a	 lo
establecido	 en	 el	 único	 precedente	 del	 Undécimo	 Pleno	 del	 Tribunal
Registral	 (…)”.	 (Sunarp.	 R.	 052-2007-Sunarp-TR-L,	 mar.	 05/2007.	 Pres.
Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—La	ley	que	faculta	el	levantamiento	registral
de	 cargas	 o	 gravámenes	 no	 se	 aplica	 para	 cancelar	 un	 acuerdo	 de
acreedores.	“2.	Mediante	Ley	N°	26639	se	introdujo	el	mecanismo	en	virtud
del	cual	el	interesado	se	encuentra	facultado	para	solicitar	el	levantamiento
de	 cargas	 reales	 o	 gravámenes	 que	 se	 encuentran	 inscritos	 en	 la	 partida
registral	 y	 que	 por	 diversas	 razones	 no	 han	 sido	 canceladas	 a	 pesar	 del
tiempo	transcurrido.	(...).
3.	El	Reglamento	de	Inscripciones	del	Registro	de	Predios,	en	su	Título	IV
relativo	 a	 cargas	 y	 gravámenes,	 establece	 en	 su	 artículo	 124	 subtitulado
‘Gravámenes	o	 restricciones	no	comprendidos	en	 la	Ley	N°	26639’	que	 ‘el
plazo	de	caducidad	establecido	en	el	artículo	3°	de	la	Ley	N°	26639,	no	es	de
aplicación	a	 los	gravámenes	y	restricciones	a	 las	 facultades	del	 titular	que
por	su	naturaleza	no	caducan’.
En	esa	línea,	queda	claro	que	habrán	restricciones	que	caducan	en	base	a	la
precitada	ley	y	otras	que	no.	(...).
Revisado	 el	 título	 archivado	 que	 diera	 mérito	 al	 asiento	 precitado	 (...)
aparece,	entre	otros	documentos,	 la	 copia	certificada	del	acuerdo	de	 junta
de	 acreedores	 de	 la	 sociedad	 conyugal	 (...)	 realizada	 en	 virtud	 de	 lo
dispuesto	en	el	artículo	11	del	Decreto	de	Urgencia	N°	064-99.	(...).
5.	El	citado	Decreto	de	Urgencia	N°	064-99	establecía	normas	transitorias
para	 el	 desarrollo	 de	 programas	 de	 saneamiento	 y	 fortalecimiento
patrimonial	de	las	empresas	con	el	objeto	de	permitir	su	recuperación	y	por
tanto	el	flujo	normal	de	recursos	en	todos	los	niveles	de	la	economía.
Asimismo,	 establecía	 el	 procedimiento	 a	 seguir	 por	 las	 empresas	 para	 el
desarrollo	 del	 antedicho	programa	de	 saneamiento,	 interviniendo	 en	 caso
de	 discrepancias	 una	 comisión	 ad	 hoc	 nombrada	 por	 el	 directorio	 del
Indecopi.
En	esa	línea,	se	aprecia	que	se	trata	de	una	norma	de	carácter	especial,	para
situaciones	específicas,	con	un	tratamiento	único	y	en	tanto	no	se	señale	en
su	 normativa	 el	 término	 de	 caducidad	 de	 alguno	 de	 sus	 actos,	 no	 podría
utilizarse	 supletoriamente	 la	 Ley	 N°	 26639	 aludida	 por	 el	 apelante”.
(Sunarp,	 R.	 308-2014-Sunarp-TR-L,	 feb.	 14/2014.	 V.	 P.	 Samuel	 Gálvez
Troncos)
Ley	27287.
ART.	245.—Normas	complementarias	aplicables.
245.1	 Son	 de	 aplicación	 al	 título	 de	 crédito	 hipotecario	 negociable,	 en
cuanto	 no	 resulten	 incompatibles	 con	 su	 naturaleza,	 las	 disposiciones
referidas	a	la	letra	de	cambio.
245.2	La	Superintendencia	queda	facultada	para	expedir	las	disposiciones
complementarias	aplicables	a	los	títulos	de	crédito	hipotecario	negociables
que	 sean	 endosados	 a	 las	 empresas	 del	 Sistema	 Financiero	 Nacional,	 en
garantía	 de	 los	 créditos	 directos	 o	 indirectos,	 que	 éstas	 concedan.	 La
preferencia	 y	 exclusividad	 de	 la	 empresa	 endosataria	 será	 en	 los	mismos
términos	 que	 la	 Ley	 26702	 establece	 para	 el	 warrant	 endosado	 a	 estas
empresas.
245.3	 Siempre	 que	 expresamente	 se	 señale	 en	 el	 texto	 del	 título	 como
estipulación	 en	 contrario	 que	 permite	 el	 artículo	 172	 de	 la	 Ley	 26702,	 el
título	de	crédito	hipotecario	negociable	podrá	endosarse	a	una	empresa	del
Sistema	Financiero	Nacional,	para	garantizar	una	pluralidad	de	obligaciones
que	frente	a	ella	mantenga	el	propietario	endosante.	En	este	caso,	el	endoso
del	título	debe	contener	la	cláusula	no	negociable	u	otra	equivalente.
245.4	 Incorporado.	 Ley	 27640,	 Artículo	 Único.	 El	 título	 de	 crédito
hipotecario	negociable	podrá	también	emitirse	bajo	el	siguiente	régimen:
a)	 Con	 o	 sin	 intervención	 de	 notario	 público,	 puede	 ser	 emitido	 por	 las
empresas	del	Sistema	Financiero	Nacional,	u	otras	entidades	que	autorice	la
Superintendencia,	 acreedoras	 o	 no,	 cuando	 la	 garantía	 hipotecaria	 que
respalde	su	crédito	se	encuentre	o	vaya	a	ser	inscrita	en	el	Registro	Público;
b)	El	emisor	debe	contar	con	la	previa	autorización	del	propietario	del	bien
que	 sirve	 de	 garantía	 y,	 en	 su	 caso,	 del	 deudor	 del	 crédito	 garantizado,
otorgadas	 personalmente	 o	 a	 través	 de	 representante	 debidamente
facultado.	 Dicha	 autorización	 puede	 ser	 simultánea	 o	 posterior	 a	 la
contratación	del	crédito;
c)	 La	 emisión	 se	 podrá	 efectuar	 en	 cualquier	 momento	 posterior	 a	 la
autorización	 concedida,	 por	 el	 solo	 mérito	 de	 ella.	 Las	 características	 e
información	del	 crédito	y	de	 la	 garantía	hipotecaria	que	 se	 consigne	en	el
título	 de	 crédito	 hipotecario	 negociable	 deberán	 guardar	 correspondencia
con	las	que	obran	u	obrarán	en	el	Registro	Público,	bajo	responsabilidad	del
emisor	y,	en	su	caso,	del	notario.	El	título	de	crédito	hipotecario	negociable
podrá	ser	emitido	a	la	orden	del	emisor	o	de	la	persona	que	ésta	disponga;
d)	 La	 emisión	 del	 título	 de	 crédito	 hipotecario	 negociable	 importa	 la
incorporación	del	crédito	y	de	la	garantía	hipotecaria	en	el	mismo.	A	partir
de	su	emisión,	el	propietario	del	título	de	crédito	hipotecario	negociable	es
titular	del	crédito	y	de	la	garantía	incorporados	al	mismo.	La	incorporación
de	 la	garantía	hipotecaria	en	el	 título	valor,	 sin	embargo,	únicamente	será
oponible	a	terceros	de	buena	fe	desde	que	se	inscriba	el	acto	de	emisión	en
el	 Registro	 Público	 donde	 esté	 inscrito	 el	 derecho	 de	 hipoteca.	 El	 título
deberá	 señalar	 si	 el	 acto	 de	 emisión	 se	 encuentra	 inscrito	 en	 el	 Registro
Público;
e)	La	 inscripción	del	 acto	de	emisión	se	 realizará	 simultáneamente	o	 con
posterioridad	a	 la	 inscripción	de	 la	constitución	de	 la	garantía	hipotecaria.
La	inscripción	operará	por	el	mérito	de	la	comunicación	que	el	emisor	o	el
notario	 curse	 al	 registrador,	 sin	 que	 se	 requiera	 para	 ello	 de	 instrumento
público,	pero	siempre	simultáneamente	o	luego	que	la	garantía	hipotecaria
quede	 inscrita.	 Dicha	 comunicación,	 que	 tendrá	 carácter	 de	 declaración
jurada,	puede	estar	 contenida	en	el	 acto	por	el	que	 se	 inscribe	 la	garantía
hipotecaria.	 La	 inscripción	en	el	Registro	Público	dará	publicidad	a	que	el
propietario	 del	 título	 de	 crédito	 hipotecario	 negociable	 será	 el	 titular	 del
crédito	y	de	la	garantía	hipotecaria	incorporados	al	mismo;
f)	La	transferencia	del	título	de	crédito	hipotecario	negociable	importará	la
del	crédito	y	la	de	la	garantía	hipotecaria	que	incorpore.	La	transferencia	de
la	garantía	hipotecaria,	sin	embargo,	únicamente	será	oponible	a	terceros	de
buena	fe	desde	que	el	acto	de	emisión	sea	inscrito	en	el	Registro	Público;
g)	Son	aplicables	al	título	de	crédito	hipotecario	negociable	que	se	emita	en
virtud	 del	 presente	 párrafo	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 los	 artículos
precedentes,	 en	 tanto	 no	 sean	 incompatibles	 con	 las	 normas	 aplicables	 a
éste;	y,
h)	 La	 Superintendencia	 queda	 autorizada	 a	 expedir	 las	 disposiciones
complementarias	que	se	requieran	para	la	mejor	aplicación	de	lo	dispuesto
en	el	presente	párrafo.
245.5	 Incorporado.	 Ley	 27640,	 Artículo	 Único.	 El	 título	 de	 crédito
hipotecario	 negociable,	 sea	 emitido	 por	 el	 Registro	 Público,	 o	 por	 el
acreedor	con	o	sin	intervención	de	notario,	puede	también	ser	representado
mediante	anotaciones	en	cuenta	sin	que	se	requiera	de	la	previa	emisión	de
un	 título	 físico,	 de	 acuerdo	 a	 las	 disposiciones	 complementarias	 que	 se
emita.	 A	 partir	 del	 registro	 contable	 en	 la	 institución	 de	 compensación	 y
liquidación,	 la	 titularidad	 del	 crédito	 y	 de	 la	 garantía	 hipotecaria
corresponderán	 a	 quien	 aparezca	 inscrito	 como	 propietario	 del	 título	 de
crédito	hipotecario	negociable	en	tales	registros.	Asimismo,	la	transferencia
del	 referido	 título	 valor,	 conjuntamente	 con	 los	 derechos	 que	 confiere,
operará	 mediante	 anotación	 en	 cuenta.	 Conasev	 queda	 facultada	 para
expedir	 las	 disposiciones	 complementarias	 aplicables	 a	 la	 representación
del	título	de	crédito	hipotecario	negociable	mediante	anotación	en	cuenta.
REGLAMENTO	DEL	TÍTULO	DE	CRÉDITO	HIPOTECARIO	NEGOCIABLE
R.	685-2007-SBS.
ART.	 1°.—Modificado.	 R.	 1183-2007-SBS,	 Art.	 1°.	 Alcance.	 El	 presente
reglamento	resulta	aplicable	a	los	títulos	de	crédito	hipotecario	negociables
que	 sean	 emitidos	 por	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 y	 cooperativas	 de
ahorro	y	crédito	no	autorizadas	a	operar	con	terceros,	vinculados	a	créditos
que	 concedan	 o	 hayan	 concedido;	 así	 como	 a	 aquellos	 títulos	 de	 crédito
hipotecario	 negociables	 que	 sean	 endosados	 o	 transferidos	 a	 favor	 de
empresas	 del	 sistema	 financiero,	 cooperativas	 de	 ahorro	 y	 crédito	 no
autorizadas	a	operar	con	terceros	y	empresas	del	sistema	de	seguros.
NOTA:	La	R.	1183-2007-SBS	entró	en	vigencia	el	30	de	setiembre	del	2007.
R.	685-2007-SBS.
ART.	 2°.—Definiciones.	 Para	 efectos	 del	 presente	 reglamento
considérense	las	siguientes	definiciones:
a)	 Ley	 general:	 Ley	 General	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 del	 Sistema	 de
Seguros	 y	 Orgánica	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 Ley	 Nº
26702	y	sus	modificatorias.
b)	 Modificado.	 R.	 1183-2007-SBS,	 Art.	 1°.	 Empresas:	 Empresas	 del
sistema	 financiero	 y	 cooperativas	 de	 ahorro	 y	 crédito	 no	 autorizadas	 a
operar	 con	 terceros	 que	 emiten	 títulos	 de	 crédito	 hipotecario	 negociables
vinculados	 a	 créditos	 que	 otorgan;	 o	 empresas	 del	 sistema	 financiero,
cooperativas	 de	 ahorro	 y	 crédito	 no	 autorizadas	 a	 operar	 con	 terceros	 y
empresas	del	sistema	de	seguros	que	reciben	dichos	títulos.
c)	 Empresas	 del	 sistema	 financiero:	 Empresas	 comprendidas	 en	 los
literales	A	y	B	del	 artículo	16	de	 la	 ley	 general,	 y	 empresas	 a	que	 se	hace
referencia	en	el	artículo	7°	de	la	misma	ley.
d)	 Ley	 de	 Títulos	 Valores:	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 aprobada	 por	 Ley	 Nº
27287	del	17	de	junio	del	2000	y	sus	modificatorias.
e)	Títulos:	Títulos	de	crédito	hipotecario	negociables.
f)	Perito:	Perito	valuador,	ya	sea	persona	natural	o	jurídica.
R.	685-2007-SBS.
ART.	3°.—Contenido	de	los	títulos.
I.	Los	títulos	que	emitan	las	empresas	deberán	contener,	como	mínimo,	lo
siguiente:
a)	Denominación	del	título	y	el	número	que	le	corresponde.
b)	Lugar	y	fecha	de	emisión	del	título.
c)	 Nombre	 y	 número	 del	 documento	 oficial	 de	 identidad	 del	 o	 los
propietarios	que	han	constituido	o	constituirán	el	gravamen	hipotecario.
d)	 Número	 de	 la	 partida	 registral,	 asiento	 y	 rubro	 donde	 se	 encuentra
inscrito	el	inmueble	afectado	o	que	se	afectará	con	el	gravamen	hipotecario.
e)	Monto	de	la	valorización	del	inmueble	que	será	el	importe	por	el	cual	se
ha	constituido	o	se	constituirá	el	gravamen	hipotecario,	con	indicación	del
nombre	del	perito	y	de	su	registro	o	colegiatura	respectiva.
f)	Nombre	del	notario	participante	y	fecha	de	la	escritura	pública	con	que
se	constituye	el	gravamen	hipotecario.	En	el	caso	de	títulos	emitidos	por	las
empresas	 con	 anterioridad	 a	 la	 inscripción	 de	 dicho	 gravamen	 en	 el
Registro	 Público,	 deberá	 señalarse	 este	 hecho	 al	 momento	 de	 la	 emisión,
debiendo	precisarse	que	se	trata	de	un	título	emitido	de	forma	incompleta,
procediendo	el	emisor	a	completar	la	información	antes	mencionada	luego
de	la	inscripción	del	gravamen.
g)	Modificado.	R.	1183-2007-SBS,	Art.	1°.	Nombre,	documento	oficial	de
identidad	y	firma	del	funcionario	autorizado	a	emitir	el	título	en	nombre	de
la	empresa;	así	como	nombre	y	RUC	de	la	empresa	que	emite	el	título.
h)	En	caso	que	de	acuerdo	con	el	 literal	a)	del	artículo	245.4	de	la	Ley	de
Títulos	 Valores,	 se	 haya	 optado	 por	 emitir	 el	 título	 con	 intervención	 de
notario,	deberá	consignarse	el	nombre	de	éste.
i)	Limitación	o	renuncia	del	acreedor	a	 la	 facultad	de	proceder	a	 la	venta
directa	del	inmueble	por	incumplimiento	del	deudor,	de	ser	el	caso.
j)	Monto	del	capital	del	crédito	y	tasa	efectiva	anual.
k)	Cronograma	de	pagos	o	fecha	de	vencimiento	del	crédito.
l)	Saldo	pendiente	de	pago	del	capital	del	crédito.
m)	Forma	y	lugar	de	pago	del	crédito.
n)	 Número	 de	 la	 partida	 registral,	 asiento	 y	 rubro	 donde	 se	 encuentre
inscrito	 el	 acto	de	 emisión	del	 título.	Al	momento	de	 la	 emisión	del	 título
deberá	precisarse	que	éste	está	 incompleto,	procediendo	a	 completarse	 la
información	antes	mencionada	cuando	se	haya	efectuado	la	inscripción	del
acto	 de	 emisión	 del	 título.	 Antes	 de	 endosarse	 o	 transferirse	 los	 títulos
emitidos	 por	 las	 empresas,	 a	 otras	 empresas	 deberá	 completarse	 y
actualizarse,	de	ser	el	caso,	la	información	previamente	señalada.
II.	Cuando	los	títulos	emitidos	por	los	Registros	Públicos	sean	endosados	o
transferidos	 a	 las	 empresas,	 deberán	 contener	 además	 de	 la	 información
contemplada	en	el	artículo	241.1	de	la	Ley	de	Títulos	Valores,	 información
sobre:
a)	Limitación	o	renuncia	del	acreedor	a	la	facultad	de	proceder	a	la	venta
directa	del	inmueble	por	incumplimiento	del	deudor,	de	ser	el	caso.
b)	Monto	del	capital	del	crédito	y	tasa	efectiva	anual.
c)	Cronograma	de	pagos	o	fecha	de	vencimiento	del	crédito.
d)	Saldo	pendiente	de	pago	del	capital	del	crédito.
e)	Forma	y	lugar	de	pago	del	crédito.
f)	Primer	endoso	o	transferencia.
g)	 Número	 de	 la	 partida	 registral,	 asiento	 y	 rubro	 donde	 se	 encuentre
inscrito	el	acto	de	emisión	del	título.
Antes	 de	 endosarse	 o	 transferirse	 los	 títulos	 emitidos	 por	 los	 Registros
Públicos	a	las	empresas,	deberá	completarse	y	actualizarse,	de	ser	el	caso,	la
información	previamente	señalada.
R.	685-2007-SBS.
ART.	4°.—Emisión	de	los	títulos.	Las	empresas	deberán	contar,	antes	de
la	emisión	del	 título,	con	 la	autorización	del	propietario	del	bien	que	sirve
de	 garantía	 y,	 en	 su	 caso,	 del	 deudor	 del	 crédito	 garantizado.	 Dichas
autorizaciones	 deberán	 constar	 por	 escrito	 y	 tendrán	 el	 carácter	 de
declaración	jurada	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	179	de	la	ley
general.
Los	 títulos	 podrán	 ser	 emitidos	 por	 las	 empresas	 en	 cualquier	momento
posterior	 a	 las	 autorizaciones	 concedidas,	 cuando	 la	 garantía	 hipotecaria
que	respalda	su	crédito	se	encuentre	o	vaya	a	ser	 inscrita	en	 los	Registros
Públicos.	Para	estos	efectos	deberá	cumplirse	con	lo	dispuesto	en	la	Ley	de
Títulos	Valores	respecto	a	los	requisitos	para	la	emisión	de	los	títulos.
Las	 garantías	 hipotecarias	 a	 ser	 incorporadas	 en	 el	 título	 serán	 aquellas
que	 cumplan	 con	 todos	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 la	 Ley	 de	 Títulos
Valores	para	dicho	efecto.
En	 aplicación	 del	 artículo	 242.2	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 la
responsabilidad	 solidaria	 a	 que	 alude	 el	 artículo	 11	 de	 la	 misma	 ley,	 no
alcanza	 a	 las	 empresas	 emisoras	 de	 los	 títulos,	 las	 cuales	 constituirán	 las
primeras	endosantes	o	transferentes	de	los	títulos;	no	resultando	tampoco
compatible	 con	 la	 naturaleza	 de	 los	 títulos	 emitidos	 por	 las	 empresas,	 la
acción	cambiaria	dispuesta	en	el	artículo	243.4	de	la	Ley	de	Títulos	Valores.
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ART.	 5°.—Inscripción	 del	 acto	 de	 emisión	 de	 los	 títulos.	 La	 empresa
emisora	 del	 título	 deberá	 cursar	 al	 registrador	 una	 comunicación	 para
efectos	de	la	inscripción	del	acto	de	emisión	de	dicho	título	en	los	Registros
Públicos,	según	 lo	dispuesto	en	el	 literal	e)	del	artículo	245.4	de	 la	Ley	de
Títulos	Valores.	La	comunicación	a	cursar	por	la	empresa	emisora	del	título
al	registrador	deberá	contener,	como	mínimo,	los	siguientes	datos:
a)	Denominación	del	título	y	número	que	le	corresponde.
b)	Lugar	y	fecha	de	emisión	del	título.
c)	 Número	 de	 la	 partida	 registral,	 asiento	 y	 rubro	 donde	 se	 encuentra
inscrito	el	inmueble	afectado	con	el	gravamen	hipotecario,	de	ser	el	caso.
d)	Monto	de	la	valorización	del	inmueble.
e)	Datos	 de	 identificación	 del	 funcionario	 que	 emite	 el	 título:	 nombres	 y
apellidos,	documento	de	 identidad,	 inscripción	de	 las	 facultades	si	actuase
por	poder,	y	domicilio.
f)	Nombre	de	la	empresa	que	emite	el	título.
g)	Monto	del	capital	del	crédito	y	tasa	efectiva	anual.
Adicionalmente,	 deberá	 adjuntarse	 a	 la	 comunicación	 a	 cursar	 al
registrador	copia	de	la	valuación	efectuada	al	inmueble;	así	como	copia	del
título	emitido,	en	caso	éste	haya	sido	emitido	físicamente.
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ART.	 6°.—Formato	 de	 los	 títulos.	 Los	 títulos	 que	 emitan	 las	 empresas
deberán	tener	el	mismo	formato	que	 los	 títulos	emitidos	por	 los	Registros
Públicos,	 en	 cuanto	 les	 sea	 aplicable	 teniendo	 en	 cuenta	 los	 requisitos
establecidos	en	el	artículo	3°	del	presente	reglamento.
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ART.	 7°.—Comisión	 por	 la	 emisión	 de	 títulos.	 La	 comisión	 que	 las
empresas	 cobren	 por	 la	 emisión	 de	 los	 títulos	 deberá	 ser	 puesta	 en
conocimiento	 del	 público	 mediante	 su	 exhibición	 en	 un	 lugar	 visible	 y
destacado	al	 interior	de	los	locales	donde	se	atiende	al	público	y	mediante
folletos	informativos	que	se	encontrarán	a	disposición	de	los	clientes.
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ART.	8°.—Títulos	 incompletos.	En	concordancia	con	 lo	establecido	en	el
artículo	3°	del	presente	reglamento,	los	títulos	podrán	ser	emitidos	por	las
empresas	de	manera	incompleta,	rigiendo	lo	previsto	en	el	artículo	10	de	la
Ley	de	Títulos	Valores.
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ART.	 9°.—Valorización	 de	 los	 bienes.	 Las	 empresas	 sólo	 podrán	 emitir
y/o	recibir	 títulos	que	representen	hipotecas	sobre	bienes	que	hayan	sido
valorizados	conforme	a	los	criterios	señalados	en	el	numeral	3	del	Capítulo
IV	 del	 Reglamento	 para	 la	 Evaluación	 y	 Clasificación	 del	 Deudor	 y	 la
Exigencia	 de	 Provisiones	 aprobado	 por	 esta	 Superintendencia.	 Para	 estos
efectos,	 la	 valorización	 deberá	 ser	 practicada	 por	 un	 perito	 inscrito	 en	 el
Registro	 de	 Peritos	 Valuadores	 (Repev),	 quien	 será	 responsable	 de	 la
veracidad	del	valor	asignado	al	bien	en	la	fecha	de	la	valuación.
El	 valor	 que	 determine	 el	 perito	 se	 consignará	 en	 los	 títulos	 para
información	del	tomador	de	los	mismos	y	de	los	endosatarios	o	adquirentes
posteriores	de	ser	el	caso.	De	igual	forma,	copia	de	dicha	valuación	también
estará	 a	 disposición	 de	 los	 potenciales	 tomadores	 en	 el	 Registro	 Público
correspondiente.
Cuando	 la	empresa	 tenedora	de	 los	 títulos	 considere	que	ha	existido	una
sobrevaloración	 significativa	 en	 la	 valuación	 del	 perito	 realizada	 al
momento	en	que	éstos	fueron	emitidos,	comunicará	dicha	sobrevaloración
al	 Repev,	 adjuntando	 los	 documentos	 probatorios	 respectivos	 para	 su
estudio	y	aplicación	de	las	sanciones	que	pudieran	corresponder.
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ART.	 10.—Endoso	 o	 transferencia	 de	 los	 títulos.	 Con	 los	 endosos	 o
transferencias	de	los	títulos	se	transfieren	ambos	derechos,	tanto	el	crédito
como	el	derecho	 real	de	hipoteca	que	 lo	garantiza,	 sin	que	el	 endosante	o
transferente	asuma	la	responsabilidad	solidaria	a	que	se	refiere	el	artículo
11	de	la	Ley	de	Títulos	Valores.
Lo	 señalado	 en	 este	 artículo	 resulta	 aplicable	 tanto	 a	 los	 endosos	 o
transferencias	de	los	títulos	emitidos	por	las	empresas,	como	a	los	endosos
o	transferencias	de	los	títulos	emitidos	por	los	Registros	Públicos.
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ART.	11.—Títulos	a	favor	de	empresas.	Cuando	el	emisor,	endosatario	o
adquirente	 sea	 una	 empresa,	 la	 hipoteca	 representada	 por	 el	 título
constituirá	garantía	preferente	del	crédito	a	favor	de	ésta	frente	a	cualquier
otro	 acreedor	 del	 propietario	 del	 bien	 afectado,	 cualquiera	 que	 fuere	 el
origen	o	naturaleza	de	las	acreencias	de	cargo	de	éste	frente	a	terceros,	aun
los	 de	 carácter	 laboral,	 alimenticio	 o	 tributario	 y,	 se	 encuentre	 o	 no	 el
constituyente	sometido	a	proceso	concursal.
En	los	casos	de	concurso	de	acreedores	del	propietario	del	bien	susceptible
de	ser	hipotecado	o	de	procesos	concursales	a	los	que	éste	fuese	sometido,
la	 empresa	 tenedora	 del	 título	 sólo	 participará	 en	 dichos	 procesos	 por	 el
exceso	que	resultase	a	su	favor,	una	vez	que	haya	culminado	el	proceso	de
cobro	 de	 su	 acreencia	 y	 venta	 del	 bien	 afectado.	 El	 bien	 gravado	 con	 la
hipoteca	será	separado	de	la	masa	concursal	por	el	organismo	encargado	de
dichos	 procesos,	 constituyendo	una	 identidad	 independiente	 del	 resto	 del
patrimonio	del	propietario.	El	bien	será	destinado	a	atender	con	el	carácter
de	preferente,	el	pago	de	hasta	el	importe	del	crédito	que	garantiza,	más	los
intereses	y	gastos	que	 la	ejecución	del	bien	pueda	originar.	Sólo	de	existir
saldo	a	favor	del	propietario,	luego	de	culminado	el	proceso	de	cobro	de	la
acreencia	 señalada	en	 el	 título	 con	 la	 venta	del	 bien,	 dicho	 saldo	pasará	 a
formar	 parte	 del	 patrimonio	 concursal	 o,	 en	 su	 caso,	 será	 puesto	 a
disposición	del	propietario.
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ART.	12.—Responsabilidad	del	obligado	principal.	El	obligado	principal
asume	 la	 obligación	 de	 pagar	 el	 monto	 total	 del	 crédito	 en	 favor	 de	 su
tenedor,	obligación	que	estará	garantizada	con	la	preferencia	indicada	en	el
artículo	anterior,	hasta	por	el	equivalente	al	valor	de	realización	del	bien;	y
con	la	facultad	del	tenedor	del	título	de	exigir	por	la	vía	ejecutiva	el	pago	del
saldo	 que	 resultase	 en	 su	 favor	 luego	 de	 aplicar	 el	 referido	 valor	 de
realización.	Se	entiende	por	valor	de	realización	del	bien	lo	establecido	en	el
numeral	3	del	Capítulo	IV	del	Reglamento	para	la	Evaluación	y	Clasificación
del	 Deudor	 y	 la	 Exigencia	 de	 Provisiones	 aprobado	 por	 esta
Superintendencia.
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ART.	13.—Pago	de	los	títulos.	El	crédito	representado	por	el	título,	deberá
ser	pagado	en	la	fecha	señalada	para	ese	efecto	y,	cuando	se	trate	de	pagos
en	cuotas	o	armadas,	el	pago	deberá	hacerse	en	las	respectivas	fechas	que
corresponda	a	cada	cuota	o	armada.	El	saldo	pendiente	de	pago	del	capital
del	crédito	deberá	constar	en	el	título.
El	saldo	pendiente	de	pago	del	capital	del	crédito	deberá	ser	comunicado
por	 la	 empresa	 que	 recibe	 los	 pagos	 a	 la	 empresa	 endosataria	 quien
efectuará	 la	 anotación	 pertinente	 en	 el	 título.	 Lo	 antes	 señalado	 es
independiente	 de	 la	 obligación	 de	 la	 empresa	 que	 recibe	 los	 pagos,	 de
expedir	las	respectivas	constancias	o	recibos	de	pagos.
En	el	caso	de	pagos	por	cuotas	o	armadas,	la	falta	de	pago	de	una	o	más	de
ellas,	 faculta	 al	 tenedor	 o	 titular	 del	 título	 a	 dar	 por	 vencidas	 todas	 las
cuotas	 que	 se	 encuentren	 pendientes	 de	 vencimiento	 y	 requerir	 el	 pago
inmediato	del	monto	 total	 adeudado	por	 el	 crédito	 garantizado.	 El	 uso	de
esta	facultad	y	el	consiguiente	requerimiento	y	plazo	que	pueda	concederse
para	ese	efecto,	dirigido	al	obligado	principal,	deberá	constar	por	escrito	si
el	 crédito	 garantizado	 es	 uno	 indirecto.	 En	 el	 caso	 de	 crédito	 directo
representado	 por	 el	 título,	 bastará	 el	 protesto	 por	 falta	 de	 pago	 o	 la
respectiva	 formalidad	 sustitutoria,	 procedimientos	 que	 deben	 cumplirse
aun	 cuando	 se	 trate	 de	 un	 título	 con	 cláusula	 que	 libere	 del	 protesto,
conforme	señala	el	artículo	243.1	de	la	Ley	de	Títulos	Valores.
Para	efectuar	el	protesto	del	título	o	la	respectiva	formalidad	sustitutoria,
el	 título	desmaterializado	deberá	materializarse	cumpliendo	 los	 requisitos
que	se	señalan	en	el	artículo	3°	del	presente	reglamento	y	sujetándose	a	las
normas	sobre	la	materia.
La	 falta	 de	 pago	 deberá	 incluirse	 en	 el	 título	 bajo	 responsabilidad	 de	 su
tenedor	o	titular.
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ART.	 14.—Formalidad	 sustitutoria	 del	 protesto.	 Cuando	 proceda	 la
formalidad	sustitutoria	del	protesto	a	que	se	refiere	el	artículo	243.1	de	la
Ley	de	Títulos	Valores,	dicha	formalidad	consistirá	en	la	constancia	por	falta
de	pago	del	crédito	puesta	en	el	propio	título	por	 la	empresa	tenedora	del
mismo.	Las	constancias	deberán	contener	el	motivo	del	protesto,	la	fecha	de
éste	y	la	firma	del	funcionario	autorizado	de	la	empresa.
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ART.	15.—Venta	de	los	bienes.	En	caso	de	incumplimiento	del	deudor,	el
acreedor	 podrá	 solicitar	 la	 venta	 directa,	 siempre	 que	 se	 cumpla	 con	 los
requisitos	 señalados	 en	 el	 artículo	 243	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores,	 o	 la
venta	 judicial	del	 inmueble	afectado.	La	 limitación	o	renuncia	a	 la	 facultad
de	proceder	a	la	venta	directa	deberá	consignarse	de	manera	expresa	en	el
título.
En	 los	casos	en	que	proceda	 la	venta	directa	del	bien,	 la	persona	 jurídica
que	 recibe	 el	 encargo	 lo	 hará	 a	 condición	 de	 que	 el	 precio	 de	 venta	 que
consiga,	 descontados	 los	 gastos	 y	 honorarios	 que	 correspondan,	 no	 sea
inferior	al	75%	de	la	valorización	señalada	en	el	título.
R.	685-2007-SBS.
ART.	16.—Constancia	por	venta	de	bienes.	En	el	caso	de	venta	directa	y
sin	intervención	de	la	autoridad	judicial,	 la	persona	jurídica	que	interviene
en	 la	 enajenación	 expedirá	 la	 constancia	 de	 la	 venta	 realizada.	 Para	 tal
efecto,	 el	 levantamiento	 del	 gravamen	 se	 sujetará	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el
artículo	244	de	la	Ley	de	Títulos	Valores.
Para	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	párrafo	anterior,	la	constancia	expedida
por	 la	 persona	 jurídica	 que	 intervino	 en	 la	 enajenación	debe	 contener	 los
siguientes	datos:
a)	El	nombre	del	adquirente.	Tratándose	de	persona	natural:	los	nombres	y
apellidos;	nacionalidad	en	caso	de	ser	extranjero;	número	de	su	documento
oficial	de	identidad;	estado	civil,	en	caso	de	ser	casado	la	indicación	de	que
el	bien	 se	adquiere	en	 calidad	de	propio,	o	 si	 la	 adquirente	es	 la	 sociedad
conyugal.	 En	 este	 último	 caso	 consignar	 los	 datos	 de	 cada	 uno	 de	 los
cónyuges.
Tratándose	 de	 personas	 jurídicas:	 su	 denominación	 o	 razón	 social,	 los
datos	en	el	Registro	Público,	así	como	los	datos	del	representante.
b)	Los	datos	de	la	partida	registral	del	bien	hipotecado	objeto	de	venta.
c)	El	 precio	de	 la	 venta	 y	 la	mención	de	 si	 cubre	o	no	 el	monto	 total	 del
crédito	 garantizado.	 Si	 el	 precio	 de	 la	 venta	 no	 cubre	 el	 monto	 total	 del
crédito	 garantizado,	 número	 y	 fecha	 de	 emisión	 del	 título.	 Si	 el	 precio	 de
venta	 cubre	 el	 monto	 total	 del	 crédito	 garantizado,	 debe	 acompañarse	 el
título	respectivo.
d)	 Los	 datos	 de	 identificación	 de	 la	 persona	 jurídica	 interviniente	 en	 la
enajenación.
e)	 La	 firma	 del	 representante	 de	 la	 persona	 jurídica	 que	 emite	 la
constancia,	la	cual	debe	encontrarse	legalizada	notarialmente.
R.	685-2007-SBS.
Única	Disposición	Final	y	Complementaria.—Los	títulos	desmaterializados
deberán	 sujetarse	 a	 lo	 que	 disponga	 la	 Comisión	Nacional	 Supervisora	 de
Empresas	y	Valores	(Conasev)	mediante	disposiciones	de	carácter	general,
así	como	a	 lo	señalado	en	el	artículo	3°	del	presente	reglamento	en	 lo	que
sea	aplicable.
SECCIÓN	OCTAVA
DEL	CONOCIMIENTO	DE	EMBARQUE	Y	LA	CARTA	DE
PORTE
TÍTULO	PRIMERO
DEL	CONOCIMIENTO	DE	EMBARQUE
Ley	27287.
ART.	 246.—Conocimiento	 de	 embarque.	 El	 conocimiento	 de	 embarque
representa	 las	 mercancías	 que	 son	 objeto	 de	 un	 contrato	 de	 transporte
marítimo,	 lacustre	 o	 fluvial.	 Las	 normas	 de	 esta	 ley	 son	 de	 aplicación	 al
conocimiento	 de	 embarque	 en	 todo	 aquello	 que	 corresponda	 a	 su
naturaleza	 y	 alcances	 como	 título	 valor	 y	 no	 resulte	 incompatible	 con	 las
disposiciones	que	rigen	al	contrato	de	transporte	marítimo	de	mercancías.
Ley	27287.
ART.	247.—Contenido.
247.1	El	conocimiento	de	embarque	podrá	contener:
a)	La	denominación	de	conocimiento	de	embarque;
b)	El	nombre,	el	número	del	documento	oficial	de	identidad	y	domicilio	del
cargador;
c)	 El	 nombre	 y	 domicilio	 del	 beneficiario	 o	 consignatario	 a	 quien	 o	 a	 la
orden	 de	 quien	 vayan	 dirigidas	 las	 mercancías,	 pudiendo	 ser	 el	 propio
cargador;
d)	La	indicación	de	la	modalidad	del	transporte;
e)	 La	 naturaleza	 general	 de	 las	 mercancías,	 las	 marcas	 y	 referencias
necesarias	para	su	identificación;	el	estado	aparente	de	las	mercaderías,	el
número	 de	 bultos	 o	 de	 piezas	 y	 el	 peso	 de	 las	 mercancías	 o	 su	 cantidad
expresada	 de	 otro	 modo,	 datos	 que	 se	 harán	 constar	 tal	 como	 los	 haya
proporcionado	 el	 cargador,	 quien	 debe	 además	 señalar,	 si	 procede,	 su
carácter	perecible	o	peligroso;
f)	El	monto	del	flete	de	transporte	y	de	los	demás	servicios	prestados	por	el
porteador,	en	la	medida	que	deba	ser	pagado	por	el	consignatario;
g)	La	fecha	y	lugar	de	emisión,	puerto	de	carga	y	descarga	y	la	fecha	en	que
el	porteador	se	ha	hecho	cargo	de	las	mercancías	en	ese	puerto,	así	como	el
lugar	 y	 plazo	 de	 entrega	 de	 la	mercancía	 objeto	 del	 transporte,	 si	 en	 este
último	caso	en	ello	hubieran	convenido	expresamente	las	partes;
h)	La	declaración	del	valor	patrimonial	que	hubiere	declarado	el	cargador,
si	en	ello	han	convenido	las	partes;
i)	 El	 número	 de	 orden	 correspondiente	 y	 la	 cantidad	 de	 originales
emitidos,	si	hubiere	más	de	uno;
j)	 El	 nombre,	 firma,	 el	 número	 del	 documento	 oficial	 de	 identidad	 y
domicilio	del	porteador	que	emite	el	título,	o	de	la	persona	que	actúa	en	su
nombre;
k)	 La	 declaración,	 si	 procede,	 de	 que	 las	 mercancías	 se	 transportarán	 o
podrán	transportarse	sobre	cubierta;	y
l)	 Cláusulas	 generales	 de	 contratación	 del	 servicio	 de	 transporte	 y
cualquier	otra	indicación	que	permita	o	disponga	la	ley	de	la	materia.
247.2	 La	 omisión	 de	 una	 o	 varias	 de	 las	 informaciones	 que	 contiene	 el
presente	 artículo	 no	 afecta	 la	 validez	 jurídica	 del	 conocimiento	 de
embarque;	ni	la	nulidad	de	alguna	estipulación	conlleva	la	nulidad	del	título,
el	que	mantendrá	los	derechos	y	obligaciones	que	según	su	contenido	tenga.
JURISPRUDENCIA.—Corte	 suprema	 precisa	 requisitos	 formales	 en	 el
conocimiento	 de	 embarque.	 “(…)	 el	 artículo	 doscientos	 cuarenta	 y	 siete
punto	uno	 inciso	e)	de	 la	Ley	número	veintisiete	mil	doscientos	ochenta	y
siete	 –Nueva	 Ley	 de	 Títulos	 Valores–	 en	 cuanto	 establece	 que	 el
conocimiento	de	embarque	podrá	contener	‘(...)	e)	La	naturaleza	general	de
las	mercancías,	las	marcas	y	referencias	necesarias	para	su	identificación;	el
estado	 aparente	 de	 las	mercaderías,	 el	 número	 de	 bultos	 o	 de	 piezas	 y	 el
peso	de	las	mercancías	o	su	cantidad	expresada	de	otro	modo,	datos	que	se
harán	 constar	 tal	 como	 los	 haya	 proporcionado	 el	 cargador,	 quien	 debe
además	 señalar,	 si	 procede,	 su	 carácter	 perecible	 o	 peligroso’,	 el	 referido
artículo	 enumera	 un	 requisito	 formal	 que	 no	 se	 constituye	 como	 uno
esencial	del	conocimiento	de	embarque,	asimismo	el	artículo	tercero	incisos
a,	 b	 y	 c,	 así	 como	 el	 artículo	 cuarto	 del	 Convenio	 Internacional	 para	 la
Unificación	 de	 Ciertas	 Reglas	 en	Materias	 de	 Conocimiento	 de	 Embarque,
suscrito	 en	 Bruselas	 el	 veinticinco	 de	 agosto	 de	 mil	 novecientos
veinticuatro,	 establecen	 los	 datos	 que	debe	de	 reflejar	 el	 conocimiento	de
embarque	 entre	 ellas	 las	 marcas,	 el	 peso	 y	 piezas	 necesarias	 para	 las
mercancías	 proporcionadas	 por	 el	 cargador	 las	 que	 se	 constituyen	 en
presunción	 salvo	 prueba	 en	 contrario	 de	 las	 mercancías	 recibidas	 por	 el
transportador	(…)”	(CS.,	Cas.	5692-2007-Callao,	nov.	13/2008.	V.	P.	Miranda
Molina)
Ley	27287.
ART.	248.—Emisión.
248.1	El	conocimiento	de	embarque	puede	ser	a	la	orden,	nominativo	o	al
portador.	El	endosatario	o	cesionario	de	dicho	título	se	subroga	en	todas	las
obligaciones	 y	 derechos	 del	 endosante	 o	 cedente.	 Sin	 embargo,	 si	 el
endosante	o	cedente	es	el	cargador,	éste	seguirá	siendo	responsable	frente
al	 porteador	 por	 las	 obligaciones	 que	 le	 son	 inherentes	 de	 acuerdo	 a	 las
disposiciones	que	rigen	el	contrato	de	transporte	marítimo	de	mercaderías.
248.2	El	endosante	o	cedente	del	título	sólo	responde	por	la	existencia	de
las	mercancías	al	momento	de	verificarse	 la	 transmisión	del	 conocimiento
de	embarque,	sin	asumir	responsabilidad	solidaria	ni	proceder	contra	éste
acción	de	regreso.
Ley	27287.
ART.	249.—Acción	cambiaria.
249.1	 El	 conocimiento	 de	 embarque	 negociable	 confiere	 a	 su	 legítimo
tenedor	 acción	 ejecutiva	 para	 reclamar	 la	 entrega	 de	 las	 mercaderías.	 La
copia	no	negociable	correspondiente	al	porteador	confiere	a	éste	la	misma
acción	para	cobrar	el	flete	que	le	corresponde.
249.2	 Para	 el	 ejercicio	 de	 las	 acciones	 cambiarias	 derivadas	 del
conocimiento	de	embarque	no	se	requiere	de	protesto.
Ley	27287.
ART.	250.—Conocimientos	de	embarque	especiales.
250.1	 Los	 conocimientos	 de	 embarque	 sujetos	 a	 regímenes	 aduaneros
especiales	se	regulan	por	la	ley	de	la	materia.
250.2	Igualmente,	se	observará	la	ley	de	la	materia	en	el	caso	de	transporte
multimodal	de	mercaderías	que	comprenda	el	transporte	marítimo,	lacustre
o	fluvial.
TÍTULO	SEGUNDO
DE	LA	CARTA	DE	PORTE
Ley	27287.
ART.	 251.—Carta	 de	 porte	 terrestre	 y	 aérea.	 La	 carta	 de	 porte
representa	 las	 mercancías	 que	 son	 objeto	 de	 un	 contrato	 de	 transporte
terrestre	o	aéreo,	según	el	caso.	Las	normas	de	esta	ley	son	de	aplicación	a
la	carta	de	porte	en	todo	aquello	que	corresponda	a	su	naturaleza	y	alcances
como	título	valor	y	no	resulte	incompatible	con	las	disposiciones	que	rigen
los	respectivos	contratos	de	transporte	terrestre	o	aéreo.
Ley	27261.
ART.	103.—Del	transporte	de	carga	y	de	la	carta	de	porte.
103.1	La	carta	de	porte	es	el	título	legal	del	contrato	entre	el	remitente	y	el
transportador.	La	carta	de	porte	debe	expresar	que	se	 trata	de	 transporte
aéreo	y	será	extendida	nominativamente.
103.2	 La	 carta	 de	 porte	 debe	 contener	 la	 información	 que	 señale	 la
reglamentación	 respectiva,	 la	 ley	 de	 la	 materia	 y	 los	 instrumentos
internacionales	vigentes.
103.3	La	ausencia,	irregularidad	o	pérdida	de	la	carta	de	porte,	así	como	el
incumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 precedente	 del	 presente
artículo,	 no	 invalida	 la	 existencia	 del	 contrato	 de	 transporte	 aéreo,	 el	 que
puede	acreditarse	con	cualquier	otro	medio	de	prueba,	bajo	responsabilidad
del	transportador.
103.4	 La	 carta	 de	 porte	 acredita,	 salvo	 prueba	 en	 contrario,	 el
perfeccionamiento	 del	 contrato,	 la	 recepción	 de	 la	 carga	 por	 el
transportador	y	las	condiciones	del	transporte.	La	carta	de	porte	puede	ser
reemplazada	 por	 otros	 medios	 electrónicos,	 los	 que	 tienen	 los	 mismos
efectos	para	las	partes	y	terceros.
103.5	La	aceptación	de	la	carga	sin	que	se	haya	extendido	la	carta	de	porte
o	sin	las	indicaciones	mínimas	establecidas	en	la	reglamentación	no	invalida
la	 existencia	 del	 contrato	 de	 transporte,	 el	 cual	 queda	 sujeto	 a	 las	 reglas
establecidas	en	la	presente	ley.
Ley	27287.
ART.	252.—Contenido.
252.1	La	carta	de	porte	contendrá:
a)	La	denominación	de	carta	de	porte	terrestre	o	aéreo,	según	sea	el	caso;
b)	El	nombre,	el	número	del	documento	oficial	de	identidad	y	domicilio	del
remitente	o	cargador;
c)	 El	 nombre	 y	 domicilio	 del	 destinatario	 o	 consignatario	 a	 quien	 o	 a	 la
orden	 de	 quien	 vayan	 dirigidas	 las	 mercancías,	 pudiendo	 ser	 el	 propio
remitente	o	cargador;
d)	La	indicación	de	la	modalidad	de	transporte;
e)	La	indicación	de	la	clase	y	especie	de	las	mercancías,	su	cantidad,	peso,
volumen,	calidad	y	estado	aparente,	marca	de	los	bultos,	unidad	de	medida
de	los	bienes	materia	del	transporte	de	acuerdo	a	los	usos	y	costumbres	del
mercado	y	toda	otra	indicación	que	sirva	para	identificar	las	mercancías	y	la
declaración	 del	 valor	 patrimonial	 que	 hubiere	 formulado	 el	 cargador	 o
remitente,	si	en	ello	han	convenido	expresamente	las	partes,	y	en	todo	caso,
si	se	trata	de	bienes	perecibles	o	peligrosos;	todo	ello	según	declaración	del
cargador	o	remitente;
f)	El	monto	del	flete	de	transporte	y	de	los	demás	servicios	prestados	por	el
porteador	o	transportista,	con	la	indicación	de	estar	o	no	pagados.	A	falta	de
tal	indicación,	se	presume	que	se	encuentran	pagados;	y,	de	estar	pendiente
de	pago,	debe	señalarse	la	persona	obligada	al	pago;
g)	La	fecha	y	lugar	de	emisión,	lugar	de	carga	y	descarga	y	la	fecha	en	que	el
porteador	 o	 transportista	 se	 ha	 hecho	 cargo	 o	 recibe	 las	 mercancías,	 así
como	el	lugar	y	plazo	de	entrega	de	la	mercancía	objeto	del	transporte	si	en
ese	último	caso	en	ello	han	convenido	expresamente	las	partes;
h)	El	número	de	orden	correspondiente	y	la	cantidad	de	copias	además	del
original	 que	 se	 expidan,	 de	 ser	 el	 caso;	 consignando	 en	 estas	 últimas	 la
cláusula	“copia	no	negociable”;
i)	 El	 nombre,	 firma,	 el	 número	 del	 documento	 oficial	 de	 identidad	 y
domicilio	del	porteador	o	transportista	que	emite	el	título;	y
j)	 Cláusulas	 generales	 de	 contratación	 del	 servicio	 de	 transporte	 y	 de
cualquier	 otra	 indicación	 que	 permita	 o	 disponga	 la	 ley	 que	 rige	 los
contratos	de	transporte	terrestre	o	aéreo.
252.2	 La	 omisión	 de	 una	 o	 varias	 de	 las	 informaciones	 que	 contiene	 el
presente	 artículo	 no	 afecta	 la	 validez	 jurídica	 de	 la	 carta	 de	 porte;	 ni	 la
nulidad	 de	 alguna	 estipulación	 conlleva	 la	 nulidad	 del	 título,	 el	 que
mantendrá	los	derechos	y	obligaciones	que	según	su	contenido	tenga.
Ley	27287.
ART.	253.—Emisión.
253.1	La	carta	de	porte	puede	ser	a	la	orden,	nominativa	o	al	portador.	El
endosatario	o	cesionario	de	dicho	título	se	subroga	en	todas	las	obligaciones
y	 derechos	 del	 cargador	 o	 remitente	 o,	 en	 su	 caso,	 del	 destinatario	 o
consignatario,	 frente	 al	 porteador	 o	 transportista.	 Sin	 embargo,	 si	 el
endosante	 o	 cedente	 es	 el	 cargador	 o	 remitente,	 éste	 seguirá	 siendo
responsable	frente	al	porteador	por	 las	obligaciones	que	le	son	inherentes
de	 acuerdo	 a	 las	 disposiciones	 que	 rigen	 el	 contrato	 de	 transporte
respectivo.
253.2	El	endosante	o	cedente	del	título	sólo	responde	por	la	existencia	de
las	 mercancías	 al	 momento	 de	 verificarse	 la	 transmisión	 de	 la	 carta	 de
porte,	 sin	 asumir	 responsabilidad	 solidaria	ni	 proceder	 contra	 éste	 acción
de	regreso.
253.3	 La	 carta	 de	 porte	 sujeta	 a	 regímenes	 aduaneros	 especiales	 y/o	 a
transporte	 multimodal	 de	 mercaderías	 que	 comprenda	 el	 transporte
terrestre	o	aéreo	se	sujetará	a	las	leyes	especiales	de	la	materia.
Ley	27287.
ART.	254.—Acciones	derivadas	cambiarias.
254.1	La	 carta	 de	 porte	 negociable	 confiere	 a	 su	 legítimo	 tenedor	 acción
ejecutiva	 para	 reclamar	 la	 entrega	 de	 las	 mercaderías.	 La	 copia	 no
negociable	 correspondiente	 al	 porteador	o	 transportista	 confiere	 a	 éste	 la
misma	acción	para	cobrar	el	flete	que	le	corresponde.
254.2	Para	el	ejercicio	de	las	acciones	cambiarias	derivadas	de	la	carta	de
porte	no	se	requiere	de	protesto.
SECCIÓN	NOVENA
DE	LOS	VALORES	MOBILIARIOS
TÍTULO	PRIMERO
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	27287.
ART.	255.—Valores	mobiliarios.
255.1	 Son	 valores	 mobiliarios	 aquellos	 emitidos	 en	 forma	 masiva,	 con
características	 homogéneas	 o	 no	 en	 cuanto	 a	 los	 derechos	 y	 obligaciones
que	representan.	Las	emisiones	podrán	estar	agrupadas	en	clases	y	series.
Los	 valores	 pertenecientes	 a	 una	 misma	 emisión	 o	 clase	 que	 no	 sean
fungibles	 entre	 sí,	 deben	 estar	 agrupados	 en	 series.	 Los	 valores
pertenecientes	a	una	misma	serie	deben	ser	fungibles.
Los	 valores	 sobre	 los	 cuales	 se	 hayan	 constituido	 derechos	 reales	 u	 otra
clase	 de	 cargos	 o	 gravámenes	 dejan	 de	 ser	 fungibles,	 no	 pudiendo	 ser
transados	 en	 los	 mecanismos	 centralizados	 de	 negociación,	 salvo	 que	 se
trate	de	su	venta	forzosa.
255.2	 Los	 valores	 mobiliarios	 son	 libremente	 negociables,	 en	 forma
privada	o	mediante	oferta	pública	a	través	de	los	mecanismos	centralizados
de	negociación	respectivos	o	fuera	de	ellos,	observando	la	ley	de	la	materia.
255.3	Pueden	emitirse	en	títulos	o	mediante	anotación	en	cuenta.	Para	 la
conversión	de	una	a	otra	forma	de	representación,	se	observará	la	ley	de	la
materia.
255.4	 El	 régimen	 de	 representación	 de	 valores	 mobiliarios	 mediante
anotación	 en	 cuenta	 se	 rige	 por	 la	 legislación	 de	 la	 materia,	 y	 les	 son
aplicables	 las	 disposiciones	 que	 contiene	 el	 libro	 primero	 y	 la	 presente
sección,	en	todo	aquello	que	no	resulte	incompatible	con	su	naturaleza.
255.5	 Los	 valores	 mobiliarios	 podrán	 conferir	 a	 sus	 titulares	 derechos
crediticios,	 dominiales	 o	 de	 participación	 en	 el	 capital,	 patrimonio	 o
utilidades	 del	 emisor	 o,	 en	 su	 caso,	 de	 patrimonios	 autónomos	 o
fideicometidos.	Podrán	también	representar	derechos	o	índices	referidos	a
otros	 valores	mobiliarios	 e	 instrumentos	 financieros,	 o	 la	 combinación	 de
los	 derechos	 antes	 señalados	 o	 los	 que	 la	 ley	 permita	 y/o	 los	 que	 las
autoridades	señaladas	en	el	artículo	285	determinen	y	autoricen.
255.6	Los	valores	mobiliarios	constituyen	títulos	ejecutivos	conforme	a	la
ley	 procesal,	 sin	 que	 se	 requiera	 de	 su	 protesto	 para	 el	 ejercicio	 de	 las
acciones	derivadas	de	ellos.
255.7	 Cuando	 se	 trate	 de	 valores	 mobiliarios	 representados	 mediante
anotaciones	 en	 cuenta,	 los	 certificados	 de	 titularidad	 emitidos	 por	 la
respectiva	institución	de	liquidación	y	compensación	de	valores	tendrán	el
mismo	mérito	ejecutivo	señalado	en	el	párrafo	anterior.
255.8	Las	medidas	cautelares,	 embargos	y	demás	mandatos	de	autoridad
competente	que	recaigan	en	valores	mobiliarios,	surtirán	efecto	sólo	desde
su	 inscripción	 correspondiente	 que	 realice	 el	 emisor	 o	 la	 institución	 de
compensación	y	liquidación	de	valores	notificada,	según	se	traten	de	valores
en	título	o	en	anotación	en	cuenta,	respectivamente.
Ley	27287.
ART.	256.—Creación,	emisión	y	negociación	de	valores	mobiliarios.	En
la	 creación,	 emisión,	 colocación,	 como	 en	 sus	 condiciones,	 preferencias,
contenido,	 transferencia	 y	 demás	 formalidades	 y	 requisitos	 de	 los	 valores
mobiliarios,	se	observará	la	ley	de	la	materia	y	supletoriamente	la	presente
ley.
TÍTULO	SEGUNDO
DE	LOS	VALORES	REPRESENTATIVOS	DE	DERECHOS
DE	PARTICIPACIÓN
CAPÍTULO	PRIMERO
DE	LAS	ACCIONES	Y	OTROS	VALORES
Ley	27287.
ART.	257.—Acción.
257.1	 La	 acción	 se	 emite	 sólo	 en	 forma	 nominativa.	 Es	 indivisible	 y
representa	la	parte	alícuota	del	capital	de	la	sociedad	autorizada	a	emitirla.
Se	emite	en	título	o	mediante	anotación	en	cuenta	y	su	contenido	se	rige	por
la	ley	de	la	materia.
257.2	Cuando	 la	 acción	pertenece	 a	una	determinada	 clase,	 confiere	 a	 su
titular	 exactamente	 los	mismos	 derechos	 y	 obligaciones	 que	 las	 previstas
para	las	demás	de	su	misma	clase.
257.3	Los	certificados	provisionales	y	demás	valores	que	estén	permitidos
emitir	a	las	sociedades	y	organizaciones	empresariales	se	rigen	por	la	ley	de
la	materia.
257.4	Pueden	emitirse	también	valores	mobiliarios	con	la	denominación	de
acciones	 que	 no	 representen	 el	 capital	 de	 sociedades	 sino	 alícuotas	 o
alícuantas	 de	 cuentas	 o	 fondos	 patrimoniales	 distintos,	 en	 cuyo	 caso	 se
regirán	por	las	disposiciones	especiales	que	les	resulte	aplicables.
Ley	26702.
ART.	51.—Tenencia	de	acciones	por	una	sola	persona.	Para	la	tenencia
de	acciones	en	una	determinada	empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de
seguros	por	una	sola	persona,	no	existe	más	limitación	que	la	que	impone	el
requisito	establecido	en	el	artículo	anterior.
CAPÍTULO	SEGUNDO
DEL	CERTIFICADO	DE	SUSCRIPCIÓN	PREFERENTE
Ley	27287.
ART.	 258.—Contenido.	 Los	 certificados	 de	 suscripción	 preferente	 se
emiten	en	títulos	o	mediante	anotación	en	cuenta	en	los	casos	previstos	en
la	ley	de	la	materia	y	debe	contener	cuando	menos:
a)	La	denominación	de	certificado	de	suscripción	preferente;
b)	El	nombre	de	la	sociedad	emisora,	con	indicación	de	los	datos	relativos	a
su	inscripción	en	el	respectivo	Registro	de	Personas	Jurídicas,	el	número	de
su	 documento	 oficial	 de	 identidad	 y	 el	 monto	 de	 su	 capital	 autorizado,
suscrito	y	pagado;
c)	La	fecha	y	monto	del	acuerdo	del	aumento	del	capital	o	de	la	emisión	de
obligaciones	convertibles,	adoptado	por	el	órgano	social	correspondiente;
d)	 El	 nombre	 del	 titular	 y	 el	 número	 de	 acciones	 o,	 en	 su	 caso,	 de
obligaciones	 convertibles	 a	 las	 que	 confiere	 el	 derecho	 de	 suscribir	 en
primera	 rueda;	 señalando	 la	 relación	 de	 conversión	 en	 acciones	 en	 el
segundo	 caso;	 el	 número	 de	 acciones	 a	 suscribir	 y	 el	monto	 a	 pagar	 a	 la
sociedad;
e)	El	plazo	para	ejercitar	el	derecho	de	suscripción,	el	día	y	hora	de	inicio	y
de	vencimiento	del	mismo,	así	como	el	lugar,	condiciones	y	el	modo	en	que
puede	ejercitarse;
f)	La	forma	y	condiciones,	de	ser	el	caso,	en	que	puede	transferirse	el	título
a	terceros;
g)	La	fecha	de	su	emisión;	y
h)	La	firma	del	representante	autorizado	de	la	sociedad	emisora,	en	caso	de
tratarse	de	valor	en	título.
Ley	27287.
ART.	259.—Emisión	y	negociación.
259.1	 La	 emisión	 del	 certificado	 de	 suscripción	 preferente	 debe	 hacerse
dentro	 de	 los	 quince	 (15)	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 la	 fecha	 del	 acuerdo
respectivo	de	aumento	de	capital	o	emisión	de	obligaciones	convertibles	en
su	caso,	poniéndose	a	inmediata	disposición	de	sus	titulares.
259.2	 Su	 negociación	 estará	 sujeta	 a	 las	 condiciones	 del	 acuerdo	 y	 al
estatuto	 de	 la	 sociedad	 emisora,	 observándose	 la	 ley	 de	 la	 materia,	 no
pudiendo	ser	por	menos	de	quince	(15)	ni	más	de	sesenta	(60)	días	hábiles,
desde	la	fecha	en	que	se	haya	puesto	a	disposición	según	el	párrafo	anterior
o,	en	su	caso,	de	la	fecha	de	determinación	de	la	prima.
Ley	27287.
ART.	260.—Normas	sobre	condiciones	de	emisión	y	negociación.	Para
los	 certificados	 de	 suscripción	 preferente	 emitidos	 por	 sociedades	 cuyas
acciones	u	obligaciones	convertibles	se	encuentren	inscritos	en	el	Registro
Público	del	Mercado	de	Valores	de	la	Conasev,	se	observará	en	cuanto	a	las
condiciones	 para	 su	 emisión	 y	 negociación	 preferentemente	 la	 Ley	 del
Mercado	 de	 Valores;	 mientras	 que	 para	 los	 certificados	 de	 suscripción
preferente	emitidos	por	sociedades	no	inscritas	en	el	mencionado	registro,
se	observará	preferentemente	para	esos	fines	la	Ley	General	de	Sociedades.
(,	0601,	1255,	5301,	5302)
CAPÍTULO	TERCERO
DE	LOS	CERTIFICADOS	DE	PARTICIPACIÓN	EN	FONDOS	MUTUOS
DE	INVERSIÓN	EN	VALORES	Y	EN	FONDOS	DE	INVERSIÓN
Ley	27287.
ART.	261.—Emisión,	negociación	y	redención.
261.1	Los	certificados	de	participación	en	 fondos	mutuos	de	 inversión	en
valores,	 así	 como	 los	 certificados	de	participación	 en	 fondos	de	 inversión,
pueden	ser	emitidos	en	títulos	o	mediante	anotación	en	cuenta	sólo	por	las
sociedades	administradoras	de	dichos	fondos,	que	cuenten	con	la	respectiva
autorización	de	la	autoridad	competente.
261.2	 Su	 emisión,	 colocación,	 negociación,	 redención,	 rescate	 y	 demás
formalidades	y	requisitos,	se	sujetan	a	la	ley	de	la	materia	y	supletoriamente
a	la	presente	ley.
261.3	Los	demás	valores	que	las	mencionadas	sociedades	administradoras
estén	 autorizadas	 a	 emitir	 en	 relación	 a	 los	 fondos	 que	 administren,	 se
regirán	igualmente	conforme	a	lo	previsto	en	el	párrafo	anterior.
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11	 .	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41.	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios.	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	 treinta	 (30)días	de	presentada	 la	 solicitud
por	la	empresa.
R.	026-2000-EF/94.10.
ART.	 53.—Representación	 de	 cuotas.	 Las	 cuotas	 podrán	 ser
representadas	por	títulos	físicos	denominados	certificados	de	participación
o	mediante	anotaciones	en	cuenta.
Las	 cuotas	 pueden	 fraccionarse	 para	 facilitar	 su	 adquisición	 o	 rescate,
siendo	el	número	mínimo	de	cuotas	que	en	todo	momento	puede	tener	un
partícipe,	 la	 unidad	 o	 aquel	 mínimo	 superior	 que	 se	 establezca	 en	 los
reglamentos	internos	o	reglamentos	de	participación,	de	ser	el	caso.
La	sociedad	administradora	deberá	establecer	para	cada	uno	de	los	fondos
mutuos	que	administre,	el	número	de	decimales	que	utilizará	para	efectuar
el	 cálculo	 del	 valor	 cuota	 y	 el	 número	 de	 cuotas,	 no	 debiendo	 ser	 éstos
menores	de	cuatro	(4)	dígitos.
R.	026-2000-EF/94.10.
ART.	 54.—Títulos	 físicos.	 Las	 cuotas	 que	 se	 representen	 por	 medio	 de
certificados	 de	 participación	 deberán	 contener	 como	mínimo	 la	 siguiente
información:
a)	Denominación	del	fondo	mutuo	y	código	de	inscripción	en	el	registro;
b)	Denominación	de	la	sociedad	administradora	y	del	custodio;
c)	 Numeración	 correlativa	 del	 certificado	 y	 la	 cantidad	 de	 cuotas	 que
representa;
d)	 El	 nombre	 del	 (los)	 partícipe(s)	 titular(es)	 del	 certificado	 y	 su
documento	oficial	de	identificación;
e)	Lugar	y	fecha	de	emisión;	y,
f)	 Firma	 de	 al	 menos	 dos	 (2)	 personas	 debidamente	 facultadas	 por	 la
sociedad	administradora.
R.	026-2000-EF/94.10.
ART.	55.—Emisión	de	títulos.	Tratándose	de	certificados	de	participación,
éstos	deberán	ser	emitidos	por	 la	 sociedad	administradora,	a	 solicitud	del
partícipe,	en	un	plazo	máximo	de	cinco	(5)	días	de	efectuada	 la	respectiva
solicitud.	No	obstante,	 en	 tanto	no	 se	produzca	 la	 referida	 solicitud,	dicho
certificado	 se	 entenderá	 emitido	 y	mantenido	 en	 custodia	 por	 la	 sociedad
administradora,	 siempre	 que	 se	 encuentre	 registrado	 mediante	 sistemas
automatizados	que	permitan	su	adecuado	control.
CAPÍTULO	CUARTO
DE	LOS	VALORES	EMITIDOS	EN	PROCESOS	DE	TITULIZACIÓN
Ley	27287.
ART.	262.—Emisión,	negociación	y	redención.
262.1	Los	valores	mobiliarios	 emitidos	 en	procesos	 de	 titulización	podrá
hacerse	bajo	la	denominación	de	“certificados	de	titulización”,	“acciones	de
titulización”,	 o	 “bonos	 de	 titulización”	 u	 otras	 denominaciones	 permitidas
por	 la	 autoridad	 competente.	 Deben	 estar	 respaldados	 por	 el	 patrimonio
autónomo	 sujeto	 a	 dominio	 fiduciario	 de	 una	 sociedad	 titulizadora
autorizada	conforme	a	la	ley	de	la	materia.
262.2	 Su	 emisión,	 colocación,	 negociación,	 redención,	 rescate	 y	 demás
formalidades	y	requisitos	se	sujetan	a	la	ley	de	la	materia	y	supletoriamente
a	la	presente	ley.
262.3	 Los	 valores	 mobiliarios	 emitidos	 por	 sociedades	 de	 propósito
especial	 con	 respaldo	 de	 su	 propio	 patrimonio,	 se	 sujeta	 a	 la	 ley	 de	 la
materia	y	supletoriamente	a	la	presente	ley.
TÍTULO	TERCERO
DE	LOS	VALORES	REPRESENTATIVOS	DE	DEUDA
CAPÍTULO	PRIMERO
DE	LAS	OBLIGACIONES:	BONOS,	PAPELES	COMERCIALES	Y
OTROS	VALORES
Ley	27287.
ART.	263.—Valores	representativos	de	obligaciones.
263.1	 Los	 valores	 representativos	 de	 obligaciones	 incorporan	 una	 parte
alícuota	o	alícuante	de	un	crédito	colectivo	concedido	en	 favor	del	emisor,
quien	mediante	 su	 emisión	 y	 colocación	 reconoce	 deudas	 en	 favor	 de	 sus
tenedores.
263.2	Cada	emisión	puede	ser	hecha	en	una	o	varias	series,	numeradas.	Los
valores	que	representan	las	obligaciones	pueden	ser	sólo	nominativos	o	al
portador.
263.3	 Las	 obligaciones	 podrán	 ser	 emitidas	 en	 moneda	 nacional	 o
extranjera,	sujetas	o	no	a	reajustes	o	a	índices	de	actualización	constante	u
otros	 índices	 o	 reajustes	 permitidos	 por	 la	 ley.	 Del	 mismo	 modo,	 la
rentabilidad	 que	 generen	 podrá	 consistir	 en	 intereses	 u	 otra	 clase	 de
beneficios	 para	 el	 tenedor,	 como	 ganancias	 de	 capital,	 índices,	 reajustes,
referencias	a	rentabilidad	estructurada	o	combinaciones	de	éstos,	según	se
señale	 en	 el	 contrato	 de	 emisión	 o	 texto	 del	 documento;	 los	 que	 se
asimilarán	 para	 todos	 los	 fines	 de	 ley	 a	 los	 intereses,	 salvo	 disposición
expresa	distinta.
Ley	26702.
ART.	234.—Instrumentos	 representativos	de	deuda.	 Las	 empresas	 del
sistema	 financiero	 podrán	 emitir	 los	 instrumentos	 financieros	 a	 que	 se
refiere	 la	 Ley	del	Mercado	de	Valores,	 y	 aquéllos	 que	 la	 Superintendencia
autorice	mediante	norma	de	carácter	general.
Ley	27287.
ART.	264.—Bonos	y	papeles	comerciales.
264.1	 Las	 obligaciones	 a	 plazo	 mayor	 de	 un	 año	 sólo	 podrán	 emitirse
mediante	bonos.
264.2	Las	obligaciones	de	plazo	no	mayor	a	un	año,	sólo	podrán	emitirse
mediante	papeles	comerciales.
264.3	 La	 Conasev	 podrá	 inscribir	 la	 emisión	 de	 obligaciones	 distintas	 a
bonos	y	papeles	comerciales,	quedando	autorizada	para	ello	y	para	fijar	sus
condiciones	 y	 formalidades	 que	 deben	 ser	 observadas	 en	 su	 emisión,
negociación,	 redención	 y	 rescate;	 así	 como	 para	 exceptuarlas	 de	 dichas
condiciones.
264.4	 Los	 vencimientos	 de	 las	 obligaciones	 podrán	 ser	 prorrogables	 o
renovables;	empero,	en	ningún	caso	la	prórroga	o	renovación	de	los	papeles
comerciales	 u	 otros	 instrumentos	 de	 corto	 plazo	 que	 la	 Conasev	 autorice,
podrá	exceder	en	total	de	un	año,	contado	a	partir	de	la	fecha	de	su	emisión.
264.5	Las	obligaciones	que	se	emiten	a	perpetuidad	tienen	la	naturaleza	de
bonos.
264.6	Las	obligaciones	u	otros	valores	emitidos	por	las	empresas	sujetas	al
control	de	la	Superintendencia,	conforme	a	la	ley	que	regula	sus	actividades
o	 normas	 que	 expida	 dicha	 Superintendencia,	 tendrán	 la	 denominación	 y
características	 que	 señalen	 dichas	 disposiciones,	 aplicándose	 a	 ellas
supletoriamente	las	disposiciones	de	la	presente	ley.
Ley	26702.
ART.	232.—Emisión	de	instrumentos	financieros.	La	emisión	en	serie	de
instrumentos	 financieros	 de	 captación	 del	 ahorro	 del	 público	 deberá	 ser
acordada	 por	 el	 órgano	 de	 dirección	 de	 la	 respectiva	 empresa,	 con
excepción	de	 los	bonos	 convertibles	 y	 subordinados,	 cuya	 emisión	deberá
ser	 acordada	 por	 la	 junta	 general	 de	 accionistas,	 pudiendo	 delegar	 esta
facultad	en	el	directorio.
Para	la	emisión	de	tales	instrumentos	se	requerirá	opinión	favorable	de	la
Superintendencia.	Asimismo,	en	los	casos	en	que	éstos	tengan	la	condición
de	valores	mobiliarios	y	se	emitan	por	oferta	pública,	Conasev	procederá	a
inscribirlos	 en	 el	 Registro	 Público	 del	 Mercado	 de	 Valores,	 previa
presentación	 de	 la	 resolución	 expedida	 por	 la	 Superintendencia,	 y	 de	 la
documentación	precisada	en	el	artículo	18	de	la	Ley	del	Mercado	de	Valores.
Los	 instrumentos	 emitidos	 en	 serie	 o	 en	 forma	 individual	 pueden	 ser
colocados	bajo	su	valor	par.
Para	 la	 emisión	 de	 instrumentos	 financieros,	 incluyendo	 bonos,	 no	 es
exigible	la	constitución	de	garantías	específicas.
Ley	27287.
ART.	265.—Contenido.
265.1	El	título	que	representa	una	obligación	debe	contener:
a)	La	denominación	específica	de	la	obligación	que	representa,	sea	de	bono
o	papel	comercial	u	otra	que	le	asignen	los	órganos	de	regulación	y	control
señalados	 en	 el	 artículo	 276,	 señalando	 en	 su	 caso	 si	 se	 trata	 de	 una
obligación	con	plazo	de	hasta	un	año	o	mayor	a	un	año;
b)	El	lugar,	fecha	de	su	emisión	y	el	número	que	le	corresponde;
c)	El	nombre	y	domicilio	del	emisor;	y,	en	caso	de	ser	una	persona	jurídica,
su	capital	y	los	datos	de	su	inscripción	en	el	Registro	Público;
d)	 El	 importe	 nominal	 de	 cada	 obligación	 y,	 en	 su	 caso,	 la	 indicación	 de
estar	sujeto	a	reajuste	o	actualización;
e)	La	emisión	y	serie	a	la	que	pertenece;
f)	Los	cupones	de	los	intereses	que	generará	y/o	la	indicación	de	la	renta
distinta	ofrecida	o	no	devengamiento	de	ésta	ni	de	intereses;
g)	La	fecha	de	la	escritura	pública	del	contrato	de	emisión	y	el	nombre	del
notario	 ante	 quien	 se	 otorgó,	 salvo	 que	 tenga	 autorización	 legal	 para
prescindir	 de	 esta	 formalidad.	 En	 su	 caso,	 mención	 de	 la	 resolución	 que
autoriza	 su	 inscripción	 en	 el	 Registro	 Público	 del	 Mercado	 de	 Valores
expedida	por	la	autoridad	competente;
h)	 El	 nombre	 del	 representante	 de	 los	 obligacionistas	 que	 se	 haya
designado	en	el	contrato	de	emisión;	y,	las	garantías	específicas	que	puedan
respaldar	la	emisión	o	la	serie;
i)	El	número	de	obligaciones	que	representa,	de	ser	el	caso;
j)	El	vencimiento	de	 la	obligación,	que	debe	ser	 señalado	a	 fecha	 fija	o	 la
indicación	de	que	se	trata	de	uno	perpetuo;	el	modo	y	lugar	de	pago,	tanto
del	 capital	 como	 de	 los	 intereses	 y/o	 beneficios	 distintos	 que	 pueda
redituar;
k)	El	nombre	del	tomador	en	caso	de	ser	nominativo	o	la	indicación	que	se
trata	de	un	valor	al	portador;	y
l)	La	firma	del	emisor	o	de	su	representante	autorizado.
265.2	Las	obligaciones	que	se	emitan	dentro	de	los	procesos	de	titulación
de	 activos	 tendrán	 el	 contenido	 y	 formalidades	 que	 autorice	 o	 señale	 la
Conasev.
Ley	27287.
ART.	266.—Matrícula	de	obligaciones.
266.1	El	emisor	de	obligaciones	llevará	una	matrícula	de	obligaciones	por
cada	 emisión	 y	 serie,	 en	 la	 que	 se	 anotará	 la	 emisión	 y	 serie	 a	 la	 que
corresponden,	 la	 clase	 de	 la	 obligación,	 las	 transferencias,	 los	 canjes	 y
desdoblamientos	 de	 títulos	 representativos	 de	 las	 obligaciones	 y,	 en
general,	 la	 constitución	 de	 derechos	 y	 gravámenes	 sobre	 los	 mismos.
Facultativamente,	el	representante	de	los	obligacionistas	puede	llevar	copia
de	dicha	matrícula.
266.2	 La	 matrícula	 de	 obligaciones	 se	 llevará	 en	 un	 libro	 especialmente
abierto	 a	 dicho	 efecto	 o	 en	 hojas	 sueltas,	 debidamente	 legalizados,	 o
mediante	registro	electrónico	o	en	cualquier	otra	forma	que	permita	la	ley.
Se	podrán	usar	simultáneamente	dos	o	más	de	los	sistemas	antes	descritos;
en	tal	caso,	de	haber	discrepancia	entre	los	registros,	prevalecerá	lo	anotado
en	el	libro	o	en	las	hojas	sueltas,	según	corresponda.
266.3	 Los	 emisores	 de	 obligaciones	 con	 representación	 mediante
anotación	 en	 cuenta	 no	 estarán	 obligados	 a	 llevar	 esta	 matrícula	 y	 las
informaciones	a	las	que	se	refiere	el	primer	párrafo	del	presente	artículo	se
anotarán	 en	 el	 registro	 de	 la	 respectiva	 institución	 de	 compensación	 y
liquidación	de	valores,	primando	lo	inscrito	en	este	registro	sobre	cualquier
otro.
Ley	27287.
ART.	267.—Valores	representativos	de	obligaciones	al	portador.
267.1	 Los	 títulos	 representativos	 de	 obligaciones	 al	 portador	 serán
anotados	 en	 su	 número,	 serie	 y	 emisión,	 en	 la	matrícula	 de	 obligaciones;
indicando	 el	 nombre	del	 primer	 tomador	 y	de	quienes	 en	 su	oportunidad
ejerciten	los	derechos	correspondientes.
267.2	 La	 circunstancia	 de	 figurar	 en	 la	 matrícula	 el	 nombre	 del	 primer
tomador	 y	 de	 quienes	 hayan	 ejercitado	derechos	no	 convierte	 al	 título	 en
nominativo	 ni	 que	 dicha	 persona	 sea	 su	 último	o	 actual	 tenedor	 o	 titular,
reconociéndose	como	tal	a	su	poseedor.
267.3	En	 la	matrícula	de	estas	obligaciones	al	portador	no	 se	admitirá	 la
inscripción	de	obligaciones,	 gravámenes	ni	medidas	 cautelares,	 sin	que	 se
acompañe	el	título	mismo,	en	el	que	deberá	hacerse	la	misma	anotación.
267.4	Las	obligaciones	representadas	mediante	anotación	en	cuenta,	deben
ser	siempre	nominativas.
Ley	27287.
ART.	268.—Obligaciones	convertibles.
268.1	 Las	 personas	 jurídicas	 pueden	 emitir	 obligaciones	 que	 confieran	 a
sus	 titulares	 el	 derecho	 de	 convertirlas	 en	 todo	 o	 en	 parte	 en
participaciones	 sociales	 o	 en	 acciones	 u	 otros	 valores	 mobiliarios	 de
conformidad	con	la	modalidad	societaria	o	personería	jurídica	del	emisor.
268.2	Para	el	efecto,	podrá	otorgarse	a	los	titulares	de	dichas	obligaciones,
el	derecho	de	convertirlas	en	participaciones	sociales	o	en	acciones	dentro
del	plazo	previsto	al	efecto,	bajo	las	condiciones	que	se	hayan	establecido	en
el	respectivo	contrato	de	emisión.
268.3	 El	 concepto	 de	 participación	 social	 para	 efectos	 de	 este	 artículo,
comprende	 el	 de	 participaciones	 sociales	 previsto	 en	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	así	como	el	derecho	de	participación	que	otorgan	los	aportes	en
otra	clase	de	personas	jurídicas.
268.4	Si	con	la	conversión	se	excede	del	número	de	socios	que	señala	la	ley
o	 el	 estatuto,	 o	 el	 modelo	 empresarial,	 societario	 o	 de	 persona	 jurídica
emisora,	 deberá	 acordarse	 la	 adaptación	o	 transformación	 a	 la	modalidad
empresarial	 o	 societaria	 que	 le	 corresponda	 como	 consecuencia	 de	 la
conversión	de	las	obligaciones.
268.5	En	todo	aquello	no	previsto	en	esta	ley,	la	emisión	y	demás	aspectos
de	la	conversión	de	las	obligaciones	en	participaciones	sociales	y	acciones,
se	 rigen	 por	 las	 normas	 que	 resulten	 aplicables	 a	 las	 obligaciones
convertibles	 en	 acciones	 en	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 y	 en	 la	 Ley	 del
Mercado	de	Valores,	en	cuanto	resulten	aplicables.
CAPÍTULO	SEGUNDO
LA	LETRA	HIPOTECARIA
Ley	27287.
ART.	269.—Emisión	y	redención.
269.1	La	letra	hipotecaria	será	emitida	por	series	y	según	al	año	calendario
de	 su	 emisión,	 exclusivamente	 por	 las	 empresas	 del	 Sistema	 Financiero
Nacional	autorizadas	para	ese	efecto,	conforme	a	la	ley	de	la	materia,	con	la
finalidad	 de	 conceder	 financiaciones	 hipotecarias	 mediante	 mutuo	 no
dinerario,	sino	con	letras	hipotecarias.	En	la	emisión	de	letras	hipotecarias,
serán	de	aplicación	y	observancia	especial	las	disposiciones	que	contiene	la
ley	de	la	materia	y	las	que	expida	la	Superintendencia.
269.2	 La	 empresa	 emitente	 de	 la	 letra	 hipotecaria,	 nominativa	 o	 al
portador,	es	la	única	obligada	a	su	pago.
269.3	 La	 redención	 anticipada	 procede	 por	 el	 pago	 del	 mutuo	 que	 se
realice	sea	en	dinero	efectivo	o	con	letra	hipotecaria	de	la	misma	serie	y	año
de	emisión,	conforme	a	las	disposiciones	que	expida	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11	 .	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41.	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios.	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	 treinta	 (30)días	de	presentada	 la	 solicitud
por	la	empresa.
Ley	26702.
ART.	 235.—Instrumentos	 hipotecarios.	 Las	 empresas	 del	 sistema
financiero	 podrán	 emitir	 instrumentos	 hipotecarios,	 con	 arreglo	 a	 las
normas	que	expida	la	Superintendencia.
Dichos	instrumentos	tendrán	las	siguientes	características	generales:
1.	Emanan	de	un	contrato	hipotecario;
2.	Deben	ser	garantizados	con	primera	hipoteca;
3.	Las	hipotecas	que	pesen	sobre	los	inmuebles	que	sean	financiados	con	la
emisión	 de	 instrumentos	 hipotecarios	 serán	 incluidas	 en	 un	 registro
separado	de	 la	 empresa	del	 sistema	 financiero,	 y	no	garantizan	 las	demás
obligaciones	del	propietario	del	inmueble	o	constituyente	de	la	hipoteca	en
favor	de	esta	última;
4.	El	conjunto	de	los	gravámenes	hipotecarios	a	que	se	refiere	el	numeral
anterior	respalda	por	ministerio	de	 la	 ley,	al	conjunto	de	 los	 instrumentos
hipotecarios	 que	 emita	 la	 empresa	 del	 sistema	 financiero,	 sin	 que	 sea
necesario	 el	 otorgamiento	 de	 escritura	 pública	 para	 afectar	 dichos
gravámenes	en	favor	de	tales	instrumentos;
5.	Cuando	un	deudor	hipotecario	prepague	su	deuda,	 la	empresa	emisora
podrá	colocar	nuevos	préstamos	de	 iguales	características	al	prepagado,	o
rescatar	los	instrumentos	financieros	que	respaldan	la	deuda	prepagada;	y,
6.	En	caso	de	intervención	por	suspensión	de	pagos	de	obligaciones	o	por
liquidación	 de	 la	 empresa	 emisora,	 las	 obligaciones	 que	 sustentan	 los
instrumentos	 hipotecarios,	 así	 como	 las	 correspondientes	 colocaciones	 y
sus	 garantías	 hipotecarias	 serán	 transferidas	 a	 otra	 empresa	 del	 sistema
financiero,	previa	autorización	de	la	Superintendencia,	siendo	excluidos	de
la	masa.
7.	Incorporado.	Ley	27964,	Art.	Único.	Para	efectos	de	lo	dispuesto	en	el
numeral	 anterior,	 los	 préstamos	 otorgados	 por	 el	 Fondo	Mivivienda	 a	 las
empresas	 del	 sistema	 financiero	 para	 que	 realicen	 colocaciones
hipotecarias,	 recibirán	 el	 mismo	 tratamiento	 que	 los	 instrumentos
hipotecarios.	 En	 este	 caso,	 sólo	 se	 requerirá	 la	 calificación	 previa	 de	 la
Superintendencia	para	ser	excluidos	de	la	masa.
Ley	27287.
ART.	270.—Contenido.	La	letra	hipotecaria	debe	contener:
a)	La	denominación	de	letra	hipotecaria;
b)	La	serie	y	año	de	emisión,	señalando	como	fecha	de	emisión	el	primer
día	de	dicho	año;
c)	El	importe	que	representa;
d)	 La	 fecha	 de	 vencimiento	 para	 el	 pago	 del	 capital	 y	 de	 los	 intereses
periódicos	que	deben	estar	representados	en	los	cupones	respectivos;	o,	la
indicación	 de	 que	 los	 mismos	 representan	 el	 pago	 de	 los	 intereses	 y	 la
alícuota	o	alícuanta	respectiva	del	capital;
e)	Las	demás	condiciones	que	señale	la	Superintendencia;	y
f)	 El	 nombre	 de	 la	 empresa	 emisora	 y	 firma	 de	 su	 representante,	 de
tratarse	de	letra	hipotecaria	emitida	en	título.
CAPÍTULO	TERCERO
LA	CÉDULA	HIPOTECARIA
Ley	27287.
ART.	271.—Emisión	y	redención.
271.1	La	cédula	hipotecaria	será	emitida	por	series,	exclusivamente	por	las
empresas	 del	 Sistema	 Financiero	 Nacional	 autorizados	 para	 ese	 efecto,
conforme	a	la	ley	de	la	materia,	con	la	finalidad	de	conceder	financiaciones
hipotecarias.	 En	 la	 emisión	 de	 cédulas	 hipotecarias,	 serán	 de	 aplicación	 y
observancia	especial	las	disposiciones	que	contiene	la	ley	de	la	materia	y	las
que	expida	la	Superintendencia.
271.2	La	emisión	de	cédula	hipotecaria	debe	hacerse	sólo	a	plazo	mayor	a
un	 año	 y	 no	 podrán	 ser	 redimidas	 antes	 de	 su	 vencimiento	 y	 pueden	 ser
libremente	negociadas,	en	forma	privada	o	mediante	oferta	pública.
271.3	 La	 empresa	 emitente	 de	 la	 cédula	 hipotecaria,	 nominativa	 o	 al
portador,	es	la	única	obligada	a	su	pago.
Ley	26702.
ART.	 238.—Cédulas	 hipotecarias.	 Las	 cédulas	 hipotecarias	 son
instrumentos	 representativos	 de	 deuda	 hipotecaria	 de	 largo	 plazo,	 no
redimibles	 anticipadamente,	 emitidos	 por	 las	 empresas	 autorizadas	 por
esta	 ley	 y	 que	 se	 encuentran	 respaldadas	 con	 la	 hipoteca	 del	 conjunto	 de
inmuebles	 que	 queden	 afectos	 al	 régimen	 hipotecario	 vinculado	 a	 tales
cédulas.
Por	 su	 naturaleza	 no	 son	 susceptibles	 de	 redención	 anticipada,	 y	 son
materia	de	negociación	en	el	mercado	secundario.
Ley	27287.
ART.	272.—Contenido.	La	cédula	hipotecaria	debe	contener:
a)	La	denominación	de	cédula	hipotecaria;
b)	El	lugar	y	fecha	de	emisión;
c)	El	importe	que	representa;
d)	 La	 fecha	 de	 vencimiento	 para	 el	 pago	 del	 capital	 y	 de	 los	 intereses
periódicos	que	deben	estar	representados	en	los	cupones	respectivos;	o,	la
indicación	 de	 que	 los	 mismos	 representan	 el	 pago	 de	 los	 intereses	 y	 la
alícuota	o	alícuanta	respectiva	del	capital;
e)	La	indicación	que	no	es	redimible	antes	de	su	vencimiento;
f)	Las	demás	condiciones	que	señale	la	Superintendencia;	y
g)	 El	 nombre	 de	 la	 empresa	 emisora	 y	 la	 firma	 de	 su	 representante,	 de
tratarse	de	cédula	hipotecaria	emitida	en	título.
CAPÍTULO	CUARTO
EL	PAGARÉ	BANCARIO
Ley	27287.	
ART.	274.—Emisión	y	contenido.
273.1	Sólo	las	empresas	del	Sistema	Financiero	Nacional	autorizadas	por	la
ley	 de	 la	 materia	 están	 facultadas	 a	 emitir	 el	 pagaré	 bancario,	 sea	 como
valor	individual	o	masivo.
273.2	La	emisión	masiva	para	su	colocación	por	oferta	pública	requerirá	de
autorización	previa	de	la	Superintendencia.
273.3	 El	 pagaré	 bancario	 debe	 contener	 la	 denominación	 destacada	 de
“Pagaré	 bancario”	 y	 los	 demás	 requisitos	 formales	 que	 se	 señala	 en	 el
artículo	158,	en	lo	que	le	resulte	aplicable.
273.4	El	pagaré	bancario	emitido	en	forma	masiva	podrá	ser	a	 la	orden	o
nominativo.	En	este	último	caso,	podrá	estar	representado	por	anotación	en
cuenta,	observándose	en	tal	caso	en	lo	pertinente	la	ley	de	la	materia.
273.5	 Los	 transfirientes	 del	 pagaré	 bancario	 no	 asumen	 responsabilidad
solidaria	 frente	 al	 último	 tenedor,	 correspondiendo	 la	 obligación	 de	 pago
exclusivamente	a	la	empresa	emisora	y/o	sus	garantes.
273.6	 El	 pagaré	 bancario,	 emitido	 en	 forma	 individual	 o	 masiva,	 no
requiere	 de	 protesto	 para	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 cambiarios,
constituyendo	título	ejecutivo.
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11	 .	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41.	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios.	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	treinta	(30)	días	de	presentada	 la	solicitud
por	la	empresa.
CAPÍTULO	QUINTO
EL	CERTIFICADO	DE	DEPÓSITO	NEGOCIABLE
Ley	27287.
ART.	274.—Emisión	y	contenido.
274.1	Sólo	las	empresas	del	Sistema	Financiero	Nacional	autorizadas	por	la
ley	 de	 la	 materia	 están	 facultadas	 a	 emitir	 el	 certificado	 de	 depósito
negociable,	sea	como	valor	individual	o	masivo.
274.2	La	emisión	masiva	para	su	colocación	por	oferta	pública	requerirá	de
autorización	previa	de	la	Superintendencia.
274.3	El	certificado	de	depósito	negociable	debe	contener	la	denominación
destacada	 de	 “Certificado	 de	 depósito	 negociable”	 y	 los	 demás	 requisitos
formales	 y	 condiciones	 relativas	 al	 depósito	 dinerario	 constituido	 ante	 la
empresa	emisora.
274.4	El	certificado	de	depósito	negociable	emitido	en	forma	masiva	podrá
ser	a	la	orden	o	nominativo.	En	este	último	caso,	podrá	estar	representado
por	anotación	en	cuenta,	observándose	en	tal	caso	en	lo	pertinente	la	ley	de
la	materia.
274.5	Los	transfirientes	del	certificado	de	depósito	negociable	no	asumen
responsabilidad	 solidaria	 frente	 al	 último	 tenedor,	 correspondiendo	 la
obligación	de	pago	exclusivamente	a	la	empresa	emisora	y/o	sus	garantes.
274.6	El	certificado	de	depósito	negociable,	emitido	en	forma	individual	o
masiva,	no	requiere	de	protesto	para	el	ejercicio	de	los	derechos	cambiarios,
constituyendo	título	ejecutivo.
R.	021-2001-SBS.
ART.	1°.—Aprobar	 el	Reglamento	de	Certificados	de	Depósito,	 que	 forma
parte	integrante	de	la	presente	resolución.
R.	021-2001-SBS.
ART.	2°.—La	presente	resolución	entrará	en	vigencia	al	día	siguiente	de	su
publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	fecha	a	partir	de	la	cual	quedará
sin	efecto	la	Resolución	SBS	N°	978-98	del	18	de	setiembre	de	1998.
REGLAMENTO	DE	CERTIFICADOS	DE	DEPÓSITO
R.	021-2001-SBS.
Alcance
Las	 disposiciones	 del	 presente	 reglamento	 son	 aplicables	 a	 las	 empresas
bancarias,	 financieras	 y	 demás	 empresas	 de	 operaciones	 múltiples
autorizadas	por	esta	Superintendencia	para	operar	en	el	módulo	2	al	que	se
refiere	el	artículo	290	de	la	ley	general,	en	adelante	empresas.
Certificados	de	depósito
2.1.	 Los	 certificados	 de	 depósito	 son	 valores	 materializados	 o
desmaterializados	 que	 representan	 depósitos	 dinerarios	 constituidos	 a
plazo	fijo	en	la	empresa	emisora.
2.2.	 Los	 titulares	 de	 estos	 certificados	 deben	 ser	 personas	 distintas	 a	 la
empresa	 emisora,	 salvo	 que	 se	 trate	 de	 la	 aplicación	 al	 pago	 de	 alguna
acreencia	 en	 su	 favor	 o	 la	 transferencia	 a	 su	 dominio	 en	 calidad	 de
fiduciario.	Todo	acto	por	el	que	la	empresa	emisora	adquiera	certificados	de
depósito	emitidos	por	ella,	genera	su	automática	consolidación	y	redención,
con	excepción	del	ejercicio	del	dominio	fiduciario.
2.3.	 El	 importe	 de	 los	 certificados	 no	 puede	 ser	 modificado	 como
consecuencia	 de	 depósitos	 posteriores	 a	 su	 emisión,	 con	 excepción	 de	 las
capitalizaciones	 de	 los	 intereses	 cuya	 tasa,	 frecuencia	 y	 modo	 se	 hubiere
señalado	en	el	mismo	título	o	en	el	registro	de	 la	respectiva	 institución	de
compensación	y	liquidación	de	valores.
2.4.	 Los	 certificados	 de	 depósito	 deberán	 contener,	 por	 lo	 menos,	 la
siguiente	información:
Nombre	completo,	denominación	o	razón	social;
Lugar	y	fecha	de	emisión;
Monto,	con	indicación	del	signo	monetario	correspondiente;
Plazo	 de	 vencimiento,	 con	 indicación	 expresa	 si	 no	 es	 renovable
automáticamente.	A	falta	de	esta	indicación,	se	presumirá	que	es	renovable
por	 plazos	 y	 en	 condiciones	 iguales	 a	 las	 originalmente	 señaladas	 en	 el
valor;
Lugar	de	pago	a	su	vencimiento.	A	falta	de	dicha	indicación,	se	entenderá
que	es	pagadero	a	través	de	cualquiera	de	las	oficinas	en	la	República	de	la
empresa	emisora;
Rendimiento	efectivo	anual,	indicando	la	tasa	de	interés	efectiva	o	la	forma
en	 que	 dicho	 rendimiento	 se	 determina	 o	 señalar	 expresamente	 que	 el
importe	de	los	certificados	no	generará	rendimiento	alguno;
Forma	y	períodos	de	pago	del	rendimiento	que	se	hubieren	señalado;
Indicación	de	que	se	trata	de	certificados	no	negociables	de	ser	éste	el	caso.
A	falta	de	esta	indicación	se	entenderá	que	los	certificados	son	negociables.
Forma	 de	 emisión,	 se	 debe	 señalar	 de	 manera	 clara	 y	 visible	 si	 los
certificados	 son	 emitidos	 en	 forma	 individual	 o	 para	 su	 oferta	 privada	 o
pública	como	valor	mobiliario;	y,
Denominación	 social	 de	 la	 empresa	 emisora	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 firma	 del
representante	de	dicha	empresa.
Certificados	de	depósito	negociables
3.1.	 Los	 certificados	 de	 depósito	 negociables	 son	 títulos	 valores	 que
pueden	ser	emitidos	a	 la	orden	o	nominativos.	Dichos	certificados	pueden
ser	afectados	como	garantía	de	obligaciones	a	favor	de	la	empresa	emisora,
otras	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 o	 de	 terceros	 ajenos	 al	 sistema
financiero,	de	acuerdo	con	las	formalidades	exigidas	en	cada	caso	por	la	Ley
de	Títulos	Valores.
La	emisión	de	dichos	instrumentos	se	puede	realizar	en	forma	individual	o
masiva,	 pudiendo	 en	 este	 último	 caso	 ser	 colocados	 por	 oferta	 pública	 o
privada.	 En	 los	 casos	 de	 emisión	 masiva	 de	 certificados	 de	 depósito
negociables,	la	empresa	emisora	se	sujetará	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	232
de	la	Ley	General,	la	Circular	SBS	N°	B-2074-2000,	F-0414-2000,	CM-0261-
2000,	 CR-0131-2000,	 Edpyme-0070-2000,	 EAF-0194-2000,	 y	 cuando
corresponda,	aquéllas	establecidas	por	la	Comisión	Nacional	Supervisora	de
Empresas	y	Valores	(Conasev).
Los	 certificados	 de	 depósito	 negociables	 nominativos	 podrán	 ser
representados	por	anotaciones	en	cuenta	de	acuerdo	a	las	disposiciones	de
la	materia.
Certificados	de	depósito	no	negociables
4.1.	 Los	 certificados	 de	 depósito	 no	 negociables	 son	 emitidos	 en	 forma
individual	 y	 no	 pueden	 ser	 transferidos	 por	 sus	 titulares	 bajo	 ninguna
modalidad.
Los	 certificados	 de	 depósito	 no	 negociables	 pueden	 ser	 afectados	 como
garantía	de	obligaciones	a	favor	de	la	empresa	emisora	u	otras	empresas	del
sistema	financiero.
CAPÍTULO	SEXTO
OBLIGACIONES	Y	BONOS	PÚBLICOS
Ley	27287.
ART.	275.—Emisión	y	aplicación	de	esta	ley.	Las	emisiones,	contenido,
negociación	y	demás	disposiciones	aplicables	a	los	valores	mobiliarios
emitidos	por	el	Gobierno	Central,	gobiernos	regionales,	gobiernos	locales	u
organismos	públicos	facultados	para	ello,	se	regirán	por	las	disposiciones
que	sirvan	de	sustento	legal	a	dichas	emisiones	y,	en	forma	supletoria,	por	la
presente	ley.
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11	 .	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41.	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios.	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	treinta	(30)	días	de	presentada	 la	solicitud
por	la	empresa.
SECCIÓN	DÉCIMA
DE	LOS	TÍTULOS	Y	VALORES	ESPECIALES
Ley	27287.
ART.	276.—Títulos	y	valores	especiales.
276.1	 La	 Superintendencia,	 la	 Conasev	 y	 la	 Superintendencia	 de
Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 quedan	 facultadas	 a
autorizar	 la	 creación,	 emisión,	 negociación,	 y	 adquisición	 de	 valores
mobiliarios	e	individuales	por	parte	de	las	personas	y	empresas	sujetas	a	su
control,	 sea	 en	 título	 o	 en	 anotación	 en	 cuenta,	 que	 inclusive	 podrán
representar	derechos	patrimoniales	distintos	a	los	de	participación	o	deuda,
estableciendo	 sus	 condiciones,	 formalidades	 y	 demás	 requisitos.	 Dichos
valores,	en	forma	especial,	se	regirán	por	las	resoluciones	que	las	autoricen
y	por	la	presente	ley,	en	todo	aquello	que	les	resulte	aplicables.
276.2	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 las	 empresas
bancarias	 podrán	 emitir	 valores	 mobiliarios	 representativos	 de	 derechos
sobre	acciones,	obligaciones,	o	sobre	la	base	de	carteras	de	valores	diversos
u	 homogéneos	 entre	 sí,	 o	 de	 índices	 y,	 en	 general,	 sobre	 derechos	 que
correspondan	a	valores	emitidos	por	personas	 jurídicas	 constituidas	en	el
país	y/o	en	el	exterior,	sujetándose	a	 las	disposiciones	de	carácter	general
que	expida	la	Superintendencia.
276.3	 La	 emisión	 de	 los	 valores	 a	 los	 que	 se	 refiere	 la	 decimosexta
disposición	final	del	Decreto	Legislativo	N°	861	y	el	artículo	3°	del	Decreto
Legislativo	 N°	 709,	 deberán	 ser	 previamente	 autorizadas	 por	 la
Superintendencia.
SECCIÓN	UNDÉCIMA
DE	LA	APLICACIÓN	DE	LA	LEY
Ley	27287.
ART.	277.—Aplicación	de	la	ley.
277.1	La	presente	ley	es	de	aplicación	a	los	valores	que	se	regulan	en	ésta,
cualquiera	 que	 fuere	 el	 soporte	 en	 el	 que	 consten,	 ya	 sea	 en	 títulos	 o
mediante	 representación	por	anotación	en	 cuenta;	 así	 como	a	 los	que	por
norma	 legal	 posterior	 puedan	 crearse,	 salvo	 disposición	 legal	 expresa
distinta	o	se	haga	reserva,	limitación	o	exclusión.
277.2	Los	títulos	valores	cuya	emisión	esté	autorizada	por	leyes	especiales,
igualmente	 se	 regirán	 por	 la	 presente	 ley,	 en	 todo	 aquello	 que	 no	 resulte
incompatible	con	ellos.
277.3	Los	billetes	que	emite	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú	quedan
sujetos	exclusivamente	a	su	Ley	Orgánica	y	demás	disposiciones	especiales.
277.4	Los	boletos,	contraseñas,	fichas,	tarjetas	de	crédito	o	débito	u	otros
documentos	análogos	que	carezcan	de	aptitud	o	destino	circulatorio	y	que
sirvan	exclusivamente	para	identificar	a	quien	tiene	el	derecho	de	exigir	la
prestación	 respectiva,	 no	 están	 comprendidos	 dentro	 del	 ámbito	 de
aplicación	de	la	presente	ley.
JURISPRUDENCIA.—Aplicación	de	la	Ley	de	Títulos	Valores	para	el	pago
de	bonos	agrarios	resulta	impertinente.	“(…)	pues	la	recurrida	no	precisa
cual	es	 la	 ley	aplicable	al	 caso	o	 la	 ley	especial	 a	 la	que	hace	 referencia;	 y
tampoco	 señala	 cuál	 es	 la	 naturaleza	 jurídica	 de	 los	 bonos	 agrarios,
resultando	carente	de	sustento	la	afirmación	de	la	recurrida	en	el	sentido	de
no	 ser	 aplicable	 al	 presente	 caso,	 por	 razones	 de	 temporalidad,	 la	 Ley	 de
Títulos	Valores	N°	27287,	pues	los	artículos	275	y	277	numeral	2	de	dicha
ley	señalan	expresamente	 lo	contrario	(…)	pues	 la	resolución	recurrida	no
permite	determinar	con	certeza	si	la	sala	superior	ha	considerado	los	bonos
agrarios	como	títulos	valores	o	no;	además	de	haber	aplicado	 la	sentencia
del	 Tribunal	 Constitucional	 emitida	 en	 el	 Expediente	 N°	 022-96-AI/TC,
referida	 al	 ‘pago	 del	 justiprecio	 sobre	 expropiación’,	 pese	 a	 que	 en	 el
presente	 caso	 el	 actor	 no	 ha	 sido	 sujeto	 de	 expropiación	 alguna.	 (…)	 es
preciso	indicar	que	el	Decreto	de	Urgencia	N°	088-2000	de	fecha	nueve	de
octubre	 del	 dos	 mil,	 reconoce	 la	 deuda	 contraída	 por	 el	 Estado	 con	 los
propietarios	o	expropietarios	de	tierras	que	fueron	afectados	o	expropiados
con	la	reforma	agraria;	en	tal	sentido,	se	advierte	que	la	sentencia	de	vista
invoca	este	decreto	de	urgencia	a	fin	de	establecer	que	es	en	base	a	ello	que
se	mantiene	vigente	el	derecho	del	demandante	de	accionar	para	el	pago	de
los	bonos	agrarios;	por	otro	lado,	debe	acotarse	que	el	argumento	de	que	en
el	presente	caso	se	debió	aplicar	la	Ley	de	Títulos	Valores,	resulta	repetitivo
por	cuanto	ha	sido	alegado	desde	el	recurso	de	apelación.	No	obstante	ello,
debe	 señalarse	que	 la	 invocada	 ley	no	 resulta	pertinente	al	 caso	de	autos,
por	cuanto	 los	bonos	son	parte	del	proceso	de	reforma	agraria;	por	 tanto,
mantienen	una	regulación	especial,	tal	como	se	determinó	en	el	Decreto	de
Urgencia	N°	088-2000.	(…).”	(C.S.,	Cas.	1725-2009-Lima,	 jul.	30/2010.	V.	P.
Vinatea	Medina)
Ley	27287.
ART.	278.—Vigencia.	La	 presente	 ley	 entrará	 en	 vigencia	 a	 partir	 de	 los
ciento	veinte	(120)	días	siguientes	desde	su	publicación	en	el	Diario	Oficial
El	Peruano.
Const.
ART.	109.—La	ley	es	obligatoria	desde	el	día	siguiente	de	su	publicación	en
el	diario	oficial,	salvo	disposición	contraria	de	la	misma	ley	que	posterga	su
vigencia	en	todo	o	en	parte.
Ley	27287.
ART.	279.—Glosario.	Los	 términos	señalados	a	continuación	 tienen	en	 la
presente	ley	los	alcances	que	se	señalan:
GLOSARIO
1.	Acción	derivada	del	 título	valor:	La	 pretensión	 o	 derecho	 cambiario
que	 confiere	 el	 valor	 en	 título	 o	 en	 anotación	 en	 cuenta	 a	 su	 legítimo
tenedor	 o	 titular,	 en	 forma	 adicional	 a	 la	 pretensión	 y	 a	 los	 derechos	 que
existan	como	consecuencia	de	 la	 relación	causal	y	a	 la	de	enriquecimiento
sin	 causa,	 que	 le	 permiten	 exigir	 el	 cumplimiento	 o	 pago	 de	 los	 derechos
patrimoniales	que	dichos	valores	representen.	Esta	pretensión	cambiaria	es
una	distinta	a	la	proveniente	de	la	relación	causal	y	a	la	que	corresponde	a
la	pretensión	por	enriquecimiento	sin	causa,	por	lo	que	puede	ser	ejercitada
en	cualquier	vía	procesal.
2.	Conasev:	Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores.
3.	 Constancia	 de	 formalidad	 sustitutoria	 del	 protesto:	 Constancia	 del
incumplimiento	de	la	obligación	de	pago	de	un	título	valor,	puesta	por	una
empresa	del	Sistema	Financiero	Nacional	designada	para	efectuar	el	pago,
con	 cargo	 en	 la	 cuenta	 designada	 en	 el	 mismo	 documento,	 señalando	 la
causa	de	dicha	falta	de	pago,	fecha	y	firma	de	su	representante	autorizado,
que	surte	todos	los	efectos	del	protesto.
4.	 Días:	 Los	 calendario	 conforme	 al	 Código	 Civil,	 salvo	 que	 en	 forma
expresa	se	señale	que	se	tratan	de	días	hábiles.
5.	 Diario	 Oficial:	 El	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 o,	 en	 su	 caso,	 el	 diario
encargado	de	las	publicaciones	judiciales.
6.	Documento	oficial	de	identidad:	El	Documento	Nacional	de	Identidad
(DNI)	o	aquel	que	por	disposición	legal	esté	destinado	para	la	identificación
personal,	en	el	caso	de	las	personas	naturales;	mientras	que	en	el	caso	de	las
personas	jurídicas,	se	entenderá	que	es	el	Registro	Único	del	Contribuyente
(RUC)	 o	 aquél	 que	 por	 disposición	 legal	 lo	 sustituya.	 En	 el	 caso	 de	 las
personas	extranjeras,	el	documento	que	les	corresponda	según	la	ley	de	su
domicilio	o	su	pasaporte;	siendo	exigible	esta	indicación	sólo	cuando	dichas
personas	intervengan	en	títulos	valores	emitidos	y	negociados	dentro	de	la
República.
7.	Empresas	del	Sistema	Financiero	Nacional:	Aquellas	pertenecientes	a
dicho	sistema	y	sujetas	al	control	de	la	Superintendencia.
8.	Fedatario:	El	notario	o	el	juez	de	paz.
9.	Nombre:	El	nombre	incluyendo	los	apellidos,	conforme	al	artículo	19	del
Código	 Civil,	 en	 el	 caso	 de	 las	 personas	 naturales;	 y,	 la	 denominación	 o
razón	 social	 u	 otra	 que	 corresponda,	 en	 el	 caso	 de	 las	 personas	 jurídicas;
conforme	aparezcan	de	su	respectivo	documento	oficial	de	identidad.
10.	Prórroga:	La	ampliación	del	plazo	de	vencimiento	de	un	 título	valor,
sobre	la	base	del	acuerdo	previo	adoptado	conforme	al	artículo	49,	sin	que
para	ello	se	requiera	de	intervención	de	los	obligados,	los	que	mantienen	su
obligación	respecto	al	título	prorrogado.
11.	Renovación:	La	ampliación	del	plazo	de	vencimiento	de	un	título	valor,
en	 mérito	 a	 nueva	 y	 expresa	 intervención	 del	 obligado	 u	 obligados	 que
asumirán	desde	entonces	 las	obligaciones	respectivas,	quedando	 liberados
de	toda	obligación	quienes	no	intervengan	en	la	renovación.
12.	Requisito	formal	esencial:	Aquél	señalado	por	la	ley	como	contenido
de	cada	título	valor	y	cuya	falta	o	inobservancia	invalida	el	documento	como
título	valor	e	impide	el	nacimiento	de	la	acción	o	derecho	cambiario.
13.	Superintendencia:	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
14.	Truncamiento:	Proceso	que	permite	detener	en	poder	de	una	empresa
del	Sistema	Financiero	Nacional	un	título	valor,	prosiguiendo	su	trámite	de
cobranza	 o	 pago	 de	 derechos	 que	 el	 título	 represente,	 así	 como	 las
constancias	 de	 rechazo	 o	 incumplimiento	 total	 o	 parcial,	 por	 medios
mecánicos,	electrónicos	u	otros,	prescindiendo	de	su	entrega	 física,	previo
los	acuerdos	que	al	efecto	adopten	las	empresas	involucradas.
15.	 Valor	 materializado:	 El	 título	 valor	 emitido	 en	 soporte	 papel,
generándose	 una	 inmanencia	 e	 identidad	 entre	 el	 derecho	 patrimonial	 y
dicho	soporte.
16.	Valor	desmaterializado:	El	 valor	que	prescinde	del	 soporte	papel	 y,
en	su	lugar,	está	representado	por	anotación	en	cuenta	cuyo	registro	está	a
cargo	de	una	institución	de	compensación	y	liquidación	de	valores.
ANEXO	-	GLOSARIO
Ley	26702.
•	 Accionistas	 mayoritarios:	 Aquéllos	 que,	 directa	 o	 indirectamente,
tengan	 una	 participación	 de	 cuando	menos	 el	 equivalente	 a	 un	 sexto	 del
capital	social.
•	Año:	El	gregoriano,	según	las	reglas	del	artículo	183	del	Código	Civil.
•	Banco	Central:	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.
•	Cartera	negociable:	Todas	 las	posiciones	afectas	a	riesgos	de	mercado,
dentro	o	fuera	del	balance,	incluyendo	los	instrumentos	representativos	de
deuda,	de	capital,	las	posiciones	afectas	a	riesgo	cambiarlo,	y	las	posiciones
en	“commodities”.
•	Conasev:	Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores.
•	Cofide:	Corporación	Financiera	de	Desarrollo	S.A.
•	 “Commodities”:	 Mercancías	 primarias	 o	 básicas	 consistentes	 en
productos	 físicos,	 que	 pueden	 ser	 intercambiados	 en	 un	 mercado
secundario,	 incluyendo	 metales	 preciosos	 pero	 excluyendo	 oro,	 que	 es
tratado	como	una	divisa.
•	 Conglomerado	 financiero:	 Conjunto	 de	 empresas	 nacionales	 o
extranjeras	 que	 realizan	 actividades	 financieras,	 de	 seguros	 y	 de	 valores,
incluyendo	a	 las	empresas	 tenedoras	de	 las	acciones	de	estas	últimas,	que
están	 vinculadas	 entre	 sí	 a	 través	 de	 relaciones	 directas	 o	 indirectas,	 de
propiedad,	 control,	 administración	 común,	 u	 otros	 medios	 que	 permitan
ejercer	 sobre	 ellas	 una	 influencia	 preponderante	 y	 continua	 sobre	 las
decisiones	del	directorio,	gerencia	general	u	otros	órganos	de	dirección	de
las	empresas	que	lo	conforman.
•	Conglomerado	mixto:	 Conjunto	 de	 empresas	 nacionales	 o	 extranjeras
integrado	 por,	 cuando	 menos.	 una	 empresa	 que	 desarrolla	 operaciones
financieras	 ocle	 seguros,	 y	 por	 otras	 que	 desarrollan	 operaciones	 no
financieras,	que	están	vinculadas	entre	sí	a	través	de	relaciones,	directas	o
indirectas,	de	propiedad,	control,	administración	común,	u	otros	medios	que
permitan	 ejercer	 una	 influencia	 preponderante	 y	 continua	 sobre	 las
decisiones	del	directorio,	gerencia	general	u	otros	órganos	de	dirección	de
las	empresas	que	lo	conforman.
•	Convenio	de	pagos	y	créditos	recíprocos:	El	celebrado	por	los	Bancos
Centrales	 de	 los	 países	 miembros	 de	 la	 Asociación	 Latinoamericana	 de
Integración	(Aladi).
•	Diario	oficial:	El	Diario	Oficial	“El	Peruano”	en	la	capital	de	la	República,
y	el	encargado	de	las	publicaciones	judiciales	en	los	demás	lugares	de	ella.
•	Días:	Los	calendario,	a	menos	que	se	señale	que	se	tratan	de	hábiles.
•	Empresas:	Las	empresas	del	sistema	financiero	y	de	seguros	autorizadas
a	operar	en	el	país	y	sus	subsidiarias,	con	exclusión	de	aquellas	que	prestan
servicios	complementarios.
•	Empresa	de	reaseguros:	Es	aquélla	que	otorga	cobertura	a	una	o	más
empresas	de	seguros	o	patrimonios	autónomos	de	seguros	por	 los	riesgos
asumidos,	 en	 los	 casos	 en	 que	 se	 encuentren	 capitales	 importantes,	 o	 así
convenga	a	estos	últimos	por	razón	de	sus	límites	operacionales.
•	Fondo:	El	Fondo	de	Seguro	de	Depósitos.
•	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Intermediación	financiera:	Actividad
que	realizan	las	empresas	del	sistema	financiero	consistente	en	la	captación
de	fondos	bajo	cualquier	modalidad,	y	su	colocación	mediante	la	realización
de	cualquiera	de	las	operaciones	permitidas	en	la	ley.
•	 Margen	 de	 solvencia:	 El	 respaldo	 marginal	 que	 deben	 poseer	 las
empresas	 de	 seguros,	 para	 hacer	 frente	 a	 posibles	 situaciones	 de
siniestralidad	 futura	 técnicamente	 no	 previstas	 y	 que	 se	 determina	 en
función	de	parámetros	establecidos	por	la	Superintendencia.
•	Mes:	El	calendario,	según	las	reglas	del	artículo	183	del	Código	Civil.
•	Ministerio:	El	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas.
•	Ministro:	El	Ministro	de	Economía	y	Finanzas.
•	 Operaciones	 financieras:	 Son	 aquéllas	 autorizadas	 a	 las	 empresas
conforme	a	las	normas	de	la	Sección	Segunda	de	la	presente	ley,	ya	sea	que
se	traten	de	operaciones	pasivas,	activas;	servicios	o	inversiones.
•	Parientes:	Los	comprendidos	hasta	el	segundo	grado	de	consanguinidad
y	el	primero	de	afinidad.
•	Patrimonio	contable:	Recursos	propios	de	las	empresas,	constituido	por
la	diferencia
entre	 el	 activo	 y	 el	 pasivo.	 Comprende	 la	 inversión	 de	 los	 accionistas	 o
asociados,	 el	 capital	 adicional	 (proveniente	 de	 donaciones	 y	 primas	 de
emisión)	 así	 como	 las	 reservas,	 el	 capital	 en	 trámite,	 los	 resultados
acumulados	 y	 el	 resultado	 neto	 del	 ejercicio,	 netos	 de	 las	 pérdidas,	 si	 las
hubieren.	No	incluye	el	capital	suscrito	mientras	no	haya	sido	integrado	al
capital.
•	Patrimonio	efectivo:	Es	el	importe	extra-contable	que	resulta	de	sumar
o	de	restar	del	patrimonio	contable,	el	importe	de	los	diversos	conceptos	a
que	se	refiere	la	presente	ley.
•	Ramos	de	seguros	de	vida:	Los	que	tienen	como	cobertura	principal,	los
riesgos	 que	 puedan	 afectar	 a	 la	 persona	 del	 asegurado	 en	 su	 existencia.
También	se	considerarán	comprendidos	dentro	de	este	ramo	los	beneficios
adicionales	que	basados	en	la	salud	o	en	accidentes	personales	se	incluyan
en	pólizas	regulares	de	seguros	de	vida,	los	contratos	de	seguro	que	tengan
como	base	planes	de	pensiones	relacionados	con	la	edad,	jubilación	o	retiro
de	personas	y	aquellos	derivados	de	los	regímenes	previsionales.	No	incluye
los	seguros	que	tengan	como	cobertura	principal	los	riesgos	por	accidentes
y	 enfermedades	 que	 no	 comprendan	 la	 cobertura	 de	 la	 existencia	 del
asegurado.
•	Ramos	de	seguros	generales:	Todos	 los	ramos	no	comprendidos	en	 la
definición	de	ramos	de	seguros	de	vida.
•	Representante:	 El	 representante	 en	 el	 país	 de	 una	 empresa	 bancaria,
financiera	y	de	reaseguros	no	establecida	en	éste.
•	 Resolución	 expedida	 con	 criterio	 de	 conciencia:	 Aquélla	 que	 no
requiere	expresión	de	causa	o	parte	considerativa,	y	es	in	impugnable.	Por
su	naturaleza,	no	genera	responsabilidad	por	su	expedición,	que	se	hace	en
ejercicio	 de	 la	 potestad	 y	 responsabilidad	 de	 salvaguardar	 el	 ahorro	 del
público,	 que	 confiere	 al	 Superintendente	 el	 artículo	 87	 de	 la	 Constitución
Política.
•	 Riesgo	 crediticio:	 El	 riesgo	 de	 que	 el	 deudor	 o	 la	 contraparte	 de	 un
contrato	financiero	no	cumpla	con	las	condiciones	del	contrato.
•	Riesgo	 de	mercado:	 Riesgo	 de	 tener	 pérdidas	 en	 posiciones	 dentro	 y
fuera	 de	 la	 hoja	 del	 balance,	 derivadas	 de	movimientos	 en	 los	 precios	 de
mercado.	 Se	 incluye	 a	 los	 riesgos	 pertenecientes	 a	 los	 instrumentos
relacionados	 con	 tasas	 de	 interés,	 riesgo	 cambiario,	 cotización	 de	 las
acciones,	“commodities”,	y	otros.
•	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 2°.	 Servicio	 financiero:	 Servicio
financiero	significa	cualquier	servicio	de	naturaleza	financiera.	Los	servicios
financieros	comprenden	todos	los	servicios	bancarios,	todos	los	servicios	de
seguros	y	relacionados	con	seguros	y	demás	servicios	financieros,	así	como
todos	 los	 servicios	 accesorios	 o	 auxiliares	 a	 un	 servicio	 de	 naturaleza
financiera.
•	 Sistema	 financiero:	 El	 conjunto	 de	 empresas,	 que	 debidamente
autorizadas	operan	en	la	intermediación	financiera.	Incluye	las	subsidiarias
que	requieran	de	autorización	de	la	Superintendencia	para	constituirse.
•	 Sistema	 de	 seguros:	 Las	 empresas	 de	 seguros	 y	 de	 reaseguros	 que
debidamente	 autorizadas	 operan	 en	 el	 país,	 distinguiéndose	 a	 las	 que
operan	en	riesgos	generales	y	 las	dedicadas	al	ramo	de	vida,	así	como	sus
subsidiarias	y	los	intermediarios	y	auxiliares	de	seguros.
•	Superintendencia:	La	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
•	Superintendente:	El	Superintendente	de	Banca	y	Seguros.
•	Trabajadores:	Los	gerentes,	incluido	el	gerente	general,	los	funcionarios
y	los	demás	servidores	de	una	empresa	en	relación	de	dependencia.
JURISPRUDENCIA.—Las	 personas	 naturales	 se	 identifican	 con	 su	 DNI,
las	personas	 jurídicas	a	través	de	su	razón	social	y	su	número	de	RUC.
“(…)	toda	persona	que	firme	un	título-valor	deberá	consignar	su	nombre	y
el	 número	 de	 su	 documento	 oficial	 de	 identidad.	 Tratándose	 de	 personas
jurídicas,	 además	 se	 consignará	 el	 nombre	 de	 sus	 representantes	 que
intervienen	 en	 el	 título.	 Esta	 norma	 se	 encuentra	 ubicada	 en	 la	 sección
primera	de	 la	 ley	que	establece	 las	reglas	generales	aplicables	a	 los	títulos
valores	 (…)	 debe	 concordarse	 con	 la	 norma	 especial,	 relativa	 a	 las
formalidades	de	la	 letra	de	cambio	(…)	en	cuanto	establece	que	la	 letra	de
cambio	 deberá	 contener	 el	 nombre	 y	 número	 del	 documento	 oficial	 de
identidad	de	la	persona	a	cuyo	cargo	se	gira	así	como	el	nombre,	el	número
del	documento	oficial	de	identidad	y	la	firma	de	la	persona	que	gira	la	letra
de	cambio	(…)	están	dirigidas	a	otorgar	mayor	seguridad	en	el	trámite	de	la
emisión	y	circulación	de	la	letra	de	cambio,	como	es	el	identificar	de	manera
certera	a	 la	persona	que	pone	en	circulación	un	título-valor	y	que	por	ello
asume	 la	 responsabilidad	 en	 cuanto	 hubiere	 sido	 aceptado,	 así	 como	 la
identificación	 de	 la	 persona	 a	 favor	 de	 quien	 se	 gira	 la	 letra	 de	 cambio
debiendo	 entenderse	 que	 las	 personas	 naturales	 se	 identifican	 con	 su
nombre	y	apellido	y	el	respectivo	documento	de	identidad	y,	en	el	caso	de
las	personas	jurídicas	a	través	de	su	denominación	social	o	razón	social	y	su
número	 de	 Registro	 Único	 del	 Contribuyente	 (RUC)	 o	 aquel	 que	 por
disposición	legal	la	sustituya,	conforme	a	lo	establecido	en	los	puntos	9	y	6
del	 artículo	 279	 de	 la	 Ley	 de	 Títulos	 Valores	 –Ley	 27287–	 (...)”.	 (C.S.	 Cas.
1285-2006-Ucayali,	nov.	30/2006.	SS.	Sánchez	Palacios	Paiva)
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
DISPOSICIONES	FINALES
Ley	27287.
Primera	Disposición	Final.—Los	enunciados	y	títulos	de	los	artículos	de	la
presente	 ley	 son	 meramente	 referenciales	 y	 enunciativas,	 por	 lo	 que	 no
deben	ser	tomados	en	cuenta	para	la	interpretación	del	texto	legal.
Ley	26889.
ART.	 5°.—Estructura.	 Las	 leyes	 según	 su	 amplitud	 tienen	 la	 siguiente
estructura;	libros,	secciones,	títulos,	capítulos,	subcapítulos	y	artículos,	con
su	 correspondiente	 sumilla.	 Podrán	 tener	 también	 un	 título	 preliminar	 y
disposiciones	 complementarias,	 las	 que	 podrán	 ser:	 finales,	 transitorias,
modificatorias	y	derogatorias.	Los	artículos	y	las	mencionadas	disposiciones
complementarias	 pueden	 dividirse	 en	 párrafos,	 incisos,	 numerales	 o
literales.	Cada	párrafo	de	un	artículo	debe	expresar	un	 solo	 concepto.	 Los
párrafos	que	expresen	un	concepto	distinto,	deben	ser	numerados.
Ley	27287.
Segunda	 Disposición	 Final.—Quien	 interponga	 demanda	 judicial	 para
lograr	 la	 ineficacia	 de	 un	 título	 valor,	 sin	 tener	 derecho	 a	 ello	 y	 con	 el
propósito	de	lograr	su	pago	u	obtener	un	duplicado,	en	provecho	propio	o
de	tercero,	además	de	la	pena	prevista	por	el	artículo	247	del	Código	Penal,
estará	 obligado	 a	 pagar	 en	 favor	 de	 quien	 resulte	 perjudicado	 con	 dicha
demanda,	el	doble	del	importe	del	título	valor	cuya	ineficacia	haya	solicitado
indebidamente.
Ley	27287.
Tercera	Disposición	 Final.—El	 depósito	 del	 prospecto	 en	 el	 registro	 y	 su
respectiva	 anotación	 en	 la	 partida	 de	 la	 sociedad	 emisora	 al	 que	 se	 hace
referencia	en	 los	últimos	párrafos	de	 los	artículos	314	y	434	de	 la	Ley	N°
26887,	 son	 facultativos	 si	 se	 hubiese	 cumplido	 con	 depositar	 dicho
prospecto	 informativo	en	el	Registro	Público	del	Mercado	de	Valores	de	 la
Conasev.
Ley	27287.
Cuarta	Disposición	Final.—Las	referencias	hechas	a	la	Ley	N°	16587	en	las
disposiciones	 legales	 vigentes	 se	 entenderán	 hechas,	 en	 cuanto	 resulten
aplicables	a	la	presente	ley.
Ley	27287.
Quinta	 Disposición	 Final.—La	 Superintendencia,	 la	 Conasev	 y	 la
Superintendencia	 de	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones
están	 facultadas	 a	 aprobar	 los	modelos	 y	 formatos	 estandarizados	 de	 los
títulos	 valores	 que	 las	 cámaras	 y	 asociaciones	 gremiales	 les	 propongan,
observando	que	 reúnan	 los	 requisitos	 formales	esenciales	que	 la	presente
ley	u	otras	disposiciones	establezcan,	con	excepción	de	aquellos	modelos	o
formularios	cuya	aprobación	se	haya	delegado	en	otra	autoridad.
Ley	27287.
Sexta	Disposición	Final.—En	la	transferencia	o	constitución	de	gravámenes
sobre	títulos	valores	emitidos	o	transferidos	a	favor	de	una	persona	natural,
no	 se	 requiere	 la	 intervención	 del	 cónyuge.	 La	misma	 regla	 rige	 para	 los
valores	representados	mediante	anotación	en	cuenta.
DISPOSICIONES	TRANSITORIAS
Ley	27287.
Primera	Disposición	Transitoria.—Los	vales	a	la	orden	y	los	 instrumentos
de	corto	plazo	bajo	la	forma	de	letras	de	cambio	o	pagarés	que	hayan	sido
emitidos	 antes	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 seguirán
rigiendo	 conforme	 a	 las	 disposiciones	 legales	 vigentes	 en	 la	 fecha	 de	 su
emisión.
Ley	27287.
Segunda	Disposición	Transitoria.—Los	 títulos	valores	creados,	emitidos	o
girados	antes	de	la	vigencia	de	la	presente	ley,	aun	aquéllos	incompletos	al
momento	 de	 emitirse,	 que	 se	 encuentren	 en	 circulación,	 pendientes	 de
vencimiento	 o	 de	 pago,	 se	 seguirán	 rigiendo	 por	 las	 disposiciones	 legales
vigentes	en	la	fecha	de	su	creación,	emisión	o	giro;	salvo	lo	dispuesto	en	la
Tercera	y	Novena	Disposición	Transitoria.
Const.
ART.	 103.—Pueden	 expedirse	 leyes	 especiales	 porque	 así	 lo	 exige	 la
naturaleza	de	las	cosas,	pero	no	por	razón	de	la	diferencia	de	personas.
Ninguna	 ley	 tiene	 fuerza	 ni	 efecto	 retroactivos,	 salvo	 en	 materia	 penal,
cuando	favorece	al	reo.
La	ley	se	deroga	sólo	por	otra	ley.	También	queda	sin	efecto	por	sentencia
que	declara	su	inconstitucionalidad.
La	Constitución	no	ampara	el	abuso	del	derecho.
Ley	27287.
Tercera	 Disposición	 Transitoria.—Las	 disposiciones	 y	 referencias
procesales	 que	 la	 presente	 ley	 contiene	 serán	 de	 aplicación	 a	 todas	 las
pretensiones	 que	 se	 promuevan	 a	 partir	 de	 su	 vigencia,	 inclusive	 a	 los
títulos	 valores	 creados	 o	 emitidos	 antes	 de	 su	 vigencia.	 Los	 procesos
judiciales	 o	 arbitrales	 ya	 iniciados	 continuarán	 su	 trámite	 conforme	 a	 la
legislación	anterior.
Ley	27287.
Cuarta	 Disposición	 Transitoria.—Dentro	 del	 plazo	 de	 noventa	 (90)	 días
siguientes	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley,	 la
Superintendencia	 Nacional	 de	 Registros	 Públicos	 (Sunarp)	 deberá,	 de
considerar	necesario,	adecuar	y	publicar	el	formulario	del	Título	de	Crédito
Hipotecario	Negociable	a	que	se	refiere	la	Sección	Sétima	del	Libro	Segundo
de	la	presente	ley.	Entre	tanto,	seguirá	en	uso	el	formulario	y	procedimiento
que	tenga	establecido	para	la	expedición	de	este	título	valor.
Ley	27287.
Quinta	Disposición	Transitoria.—La	Resolución	de	la	Superintendencia	N°
838-97	del	28	de	noviembre	de	1997,	seguirá	vigente	en	todo	aquello	que
no	resulte	incompatible	con	las	disposiciones	de	la	Sección	Sétima	del	Libro
Segundo	 de	 la	 presente	 ley,	 quedando	 la	 referida	 Superintendencia
facultada	a	expedir	las	disposiciones	complementarias	conforme	al	artículo
245,	 dentro	 de	 los	 noventa	 (90)	 días	 siguientes	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en
vigencia	de	la	presente	ley.
Dentro	 del	 mismo	 plazo	 señalado	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 la
Superintendencia	adecuará,	y,	en	su	caso,	aprobará	los	formularios	para	la
emisión	de	certificados	de	depósito	y	warrant.
Ley	27287.
Sexta	Disposición	Transitoria.—Las	letras	hipotecarias	a	la	orden	emitidas
antes	 de	 la	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley	 se	 mantendrán	 vigentes	 hasta	 su
redención,	debiendo	en	adelante	emitirse	estos	valores	mobiliarios	sólo	al
portador	o	nominativos,	conforme	a	la	presente	ley	y	a	las	disposiciones	que
dicte	la	Superintendencia.
Ley	27287.
Sétima	 Disposición	 Transitoria.—La	 Superintendencia	 adecuará	 las
disposiciones	 que	 tenga	 expeditas	 en	 materia	 de	 cierre	 de	 cuentas
corrientes	 por	 emisión	 de	 cheques	 sin	 fondos	 a	 las	 disposiciones	 que
contiene	esta	ley,	fijando	los	plazos	pertinentes	para	su	cumplimiento.	Entre
tanto,	se	mantendrán	vigentes	las	normas	que	al	respecto	tenga	expedidas,
en	tanto	no	contravenga	las	disposiciones	de	la	presente	ley.
Ley	27287.
Octava	Disposición	Transitoria.—La	Conasev	podrá	expedir	reglamentos	o
manuales	especiales	para	la	oferta	pública	primaria	de	obligaciones,	papeles
comerciales	 y	 otros	 valores	 mobiliarios	 que	 autorice	 emitir	 conforme	 al
tercer	párrafo	del	artículo	264.
Ley	27287.
Novena	 Disposición	 Transitoria.—Las	 disposiciones	 que	 contienen	 los
artículos	 85	 y	 la	 Sección	 Novena	 del	 Libro	 Primero	 serán	 de	 aplicación
desde	 la	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley,	 inclusive	 para	 los	 títulos	 valores
emitidos	o	girados	en	fecha	anterior.
DISPOSICIONES	DEROGATORIAS
Ley	27287.
Primera	Disposición	Derogatoria.—Deróganse	las	siguientes	disposiciones
legales:
Las	 leyes	 N°s	 2763;	 16587;	 el	 artículo	 9°	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 18353,	 el
Decreto	Ley	N°	26131;	 el	Decreto	 Supremo	N°	85	del	 20	de	diciembre	de
1963;	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 65	 de	 15	 de	 octubre	 de	 1963;	 la	 Sexta
Disposición	Final	del	Decreto	Legislativo	N°	845;	 los	artículos	167,	168,	el
inciso	4)	de	los	artículos	236,	237	y	239	de	la	Ley	N°	26702;	el	artículo	103
y	 la	 Decimoquinta	 Disposición	 Final	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 861;	 el
Decreto	Ley	N°	22038	y	los	artículos	1°,	2°	y	3°	del	Decreto	Ley	N°	22238;
así	como	el	Decreto	Supremo	N°	035-91-EF;	los	artículos	344	a	374	y	719	a
731	del	Código	de	Comercio;	el	cuarto	párrafo	del	artículo	209	de	la	Ley	N°
26887;	 la	 Ley	 N°	 24155;	 el	 inciso	 3)	 de	 la	 Cuarta	 Disposición	 Final	 del
Código	Procesal	Civil,	Decreto	Legislativo	N°	768;	así	como	todas	las	demás
disposiciones	 legales	 que	 se	 opongan	 y	 resulten	 incompatibles	 con	 la
presente	ley.
Ley	27287.
Segunda	 Disposición	 Derogatoria.—Quedan	 igualmente	 derogadas	 las
disposiciones	 que	 contiene	 la	 Ley	 del	 Mercado	 de	 Valores,	 Decreto
Legislativo	N°	861,	en	 la	parte	que	permite	 la	emisión	de	 instrumentos	de
corto	plazo	bajo	la	modalidad	de	letras	de	cambio	y	pagaré,	sin	perjuicio	de
lo	dispuesto	en	la	Primera	Disposición	Transitoria	de	la	presente	ley.
	QUINTA	PARTE
PROPIEDAD	INTELECTUAL
SECCIÓN	PRIMERA
DERECHOS	DE	AUTOR
D.	LEG.	822
LEY	DE	DERECHOS	DE	AUTOR
TÍTULO	PRELIMINAR
D.	Leg.	822.
ART.	 1°.—Ámbito	 de	 protección.	 Las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 ley
tienen	 por	 objeto	 la	 protección	 de	 los	 autores	 de	 las	 obras	 literarias	 y
artísticas	y	de	sus	derechohabientes,	de	los	titulares	de	derechos	conexos	al
derecho	 de	 autor	 reconocidos	 en	 ella	 y	 de	 la	 salvaguardia	 del	 acervo
cultural.
Esta	 protección	 se	 reconoce	 cualquiera	 que	 sea	 la	 nacionalidad,	 el
domicilio	 del	 autor	 o	 titular	 del	 respectivo	 derecho	 o	 el	 lugar	 de	 la
publicación	o	divulgación.
D.	Leg.	822.
ART.	 2°.—Definiciones.	 A	 los	 efectos	 de	 esta	 ley,	 las	 expresiones	 que
siguen	y	sus	respectivas	formas	derivadas	tendrán	el	significado	siguiente:
1.	Autor:	Persona	natural	que	realiza	la	creación	intelectual.
2.	 Artista	 intérprete	 o	 ejecutante:	 Persona	 que	 representa,	 canta,	 lee,
recita,	interpreta	o	ejecuta	en	cualquier	forma	una	obra	literaria	o	artística	o
una	expresión	del	folklore,	así	como	el	artista	de	variedades	y	de	circo.
3.	Ámbito	doméstico:	Marco	de	las	reuniones	familiares,	realizadas	en	la
casa-habitación	que	sirve	como	sede	natural	del	hogar.
4.	Base	de	datos:	Compilación	de	obras,	hechos	o	datos	en	forma	impresa,
en	unidad	de	almacenamiento	de	ordenador	o	de	cualquier	otra	forma.
5.	 Comunicación	 pública:	 Todo	 acto	 por	 el	 cual	 una	 o	 más	 personas,
reunidas	o	no	en	un	mismo	lugar,	puedan	tener	acceso	a	la	obra	sin	previa
distribución	 de	 ejemplares	 a	 cada	 una	 de	 ellas,	 por	 cualquier	 medio	 o
procedimiento,	análogo	o	digital,	conocido	o	por	conocerse,	que	sirva	para
difundir	los	signos,	las	palabras,	los	sonidos	o	las	imágenes.	Todo	el	proceso
necesario	 y	 conducente	 a	 que	 la	 obra	 sea	 accesible	 al	 público	 constituye
comunicación.
6.	 Copia	 o	 ejemplar:	 Soporte	 material	 que	 contiene	 la	 obra,	 como
resultado	de	un	acto	de	reproducción.
7.	 Derechohabiente:	 Persona	 natural	 o	 jurídica	 a	 quien	 por	 cualquier
título	se	transmiten	derechos	reconocidos	en	la	presente	ley.
8.	Distribución:	Puesta	a	disposición	del	público,	del	original	o	copias	de	la
obra	 mediante	 su	 venta,	 alquiler,	 préstamo	 o	 de	 cualquier	 otra	 forma
conocida	 o	 por	 conocerse	 de	 transferencia	 de	 la	 propiedad	 o	 posesión	 de
dicho	original	o	copia.
9.	 Divulgación:	 Hacer	 accesible	 la	 obra,	 interpretación	 o	 producción	 al
público	 por	 primera	 vez	 con	 el	 consentimiento	 del	 autor,	 el	 artista	 o	 el
productor,	según	el	caso,	por	cualquier	medio	o	procedimiento	conocido	o
por	conocerse.
10.	Editor:	Persona	natural	o	jurídica	que	mediante	contrato	con	el	autor	o
su	derechohabiente	se	obliga	a	asegurar	la	publicación	y	difusión	de	la	obra
por	su	propia	cuenta.
11.	Emisión:	Difusión	a	distancia	directa	o	indirecta	de	sonidos,	imágenes,
o	 de	 ambos,	 para	 su	 recepción	 por	 el	 público,	 por	 cualquier	 medio	 o
procedimiento.
12.	Expresiones	del	folklore:	Producciones	de	elementos	característicos
del	 patrimonio	 cultural	 tradicional,	 constituidas	 por	 el	 conjunto	 de	 obras
literarias	 y	 artísticas,	 creadas	 en	 el	 territorio	 nacional	 por	 autores	 no
conocidos	o	que	no	se	identifiquen,	que	se	presuman	nacionales	del	país	o
de	 sus	 comunidades	étnicas	y	 se	 transmitan	de	generación	en	generación,
de	manera	que	reflejan	 las	expectativas	artísticas	o	 literarias	 tradicionales
de	una	comunidad.
13.	 Fijación:	 Incorporación	 de	 signos,	 sonidos,	 imágenes	 o	 la
representación	digital	de	 los	mismos	sobre	una	base	material	que	permita
su	lectura,	percepción,	reproducción,	comunicación	o	utilización.
14.	 Fonograma:	 Los	 sonidos	 de	 una	 ejecución	 o	 de	 otros	 sonidos,	 o	 de
representaciones	digitales	de	los	mismos,	fijados	por	primera	vez,	en	forma
exclusivamente	 sonora.	 Las	 grabaciones	 gramofónicas,	 magnetofónicas	 y
digitales	son	copias	de	fonogramas.
15.	 Grabación	 efímera:	 Fijación	 temporal,	 sonora	 o	 audiovisual	 de	 una
representación	o	ejecución	o	de	una	emisión	de	radiodifusión,	realizada	por
un	organismo	de	 radiodifusión	utilizando	sus	propios	medios,	y	empleada
en	sus	propias	emisiones	de	radiodifusión.
16.	 Licencia:	 Es	 la	 autorización	 o	 permiso	 que	 concede	 el	 titular	 de	 los
derechos	 (licenciante)	 al	 usuario	 de	 la	 obra	 u	 otra	 producción	 protegida
(licenciatario),	para	utilizarla	en	una	forma	determinada	y	de	conformidad
con	las	condiciones	convenidas	en	el	contrato	de	licencia.	A	diferencia	de	la
cesión,	la	licencia	no	transfiere	la	titularidad	de	los	derechos.
17.	Obra:	Toda	creación	intelectual	personal	y	original,	susceptible	de	ser
divulgada	o	reproducida	en	cualquier	forma,	conocida	o	por	conocerse.
18.	Obra	anónima:	Aquella	en	que	no	se	menciona	la	identidad	del	autor
por	voluntad	del	mismo.	No	es	obra	anónima	aquella	en	que	el	seudónimo
utilizado	por	el	autor	no	deja	duda	alguna	acerca	de	su	verdadera	identidad.
19.	Obra	audiovisual:	Toda	creación	intelectual	expresada	mediante	una
serie	 de	 imágenes	 asociadas	 que	 den	 sensación	 de	movimiento,	 con	 o	 sin
sonorización	incorporada,	susceptible	de	ser	proyectada	o	exhibida	a	través
de	 aparatos	 idóneos,	 o	 por	 cualquier	 otro	 medio	 de	 comunicación	 de	 la
imagen	y	del	sonido,	independientemente	de	las	características	del	soporte
material	que	 la	contiene,	sea	en	películas	de	celuloide,	en	videogramas,	en
representaciones	 digitales	 o	 en	 cualquier	 otro	 objeto	 o	 mecanismo,
conocido	 o	 por	 conocerse.	 La	 obra	 audiovisual	 comprende	 a	 las
cinematográficas	 y	 a	 las	 obtenidas	 por	 un	 procedimiento	 análogo	 a	 la
cinematografía.
20.	Obra	de	arte	aplicado:	Una	creación	artística	con	funciones	utilitarias
o	incorporada	en	un	artículo	útil,	ya	sea	una	obra	de	artesanía	o	producida
en	escala	industrial.
21.	 Obra	 en	 colaboración:	 La	 creada	 conjuntamente	 por	 dos	 o	 más
personas	físicas.
22.	Obra	colectiva:	La	 creada	por	varios	autores,	por	 iniciativa	y	bajo	 la
coordinación	 de	 una	 persona,	 natural	 o	 jurídica,	 que	 la	 divulga	 y	 publica
bajo	 su	 dirección	 y	 nombre	 y	 en	 la	 que,	 o	 no	 es	 posible	 identificar	 a	 los
autores,	 o	 sus	 diferentes	 contribuciones	 se	 funden	 de	 tal	 modo	 en	 el
conjunto,	con	vistas	al	cual	ha	sido	concebida,	que	no	es	posible	atribuir	a
cada	uno	de	ellos	un	derecho	indiviso	sobre	el	conjunto	realizado.
23.	 Obra	 literaria:	 Toda	 creación	 intelectual,	 sea	 de	 carácter	 literario,
científico,	 técnico	 o	meramente	 práctico,	 expresada	mediante	 un	 lenguaje
determinado.
24.	Obra	originaria:	La	primigeniamente	creada.
25.	 Obra	 derivada:	 La	 basada	 en	 otra	 ya	 existente,	 sin	 perjuicio	 de	 los
derechos	del	 autor	de	 la	 obra	originaria	 y	de	 la	 respectiva	 autorización,	 y
cuya	originalidad	radica	en	el	arreglo,	la	adaptación	o	transformación	de	la
obra	preexistente,	o	en	los	elementos	creativos	de	su	traducción	a	un	idioma
distinto.
26.	Obra	individual:	La	creada	por	una	sola	persona	natural.
27.	Obra	inédita:	La	que	no	ha	sido	divulgada	con	el	consentimiento	del
autor	o	sus	derecho-habientes.
28.	Obra	 plástica:	 Aquella	 cuya	 finalidad	 apela	 al	 sentido	 estético	 de	 la
persona	que	la	contempla,	como	las	pinturas,	los	bocetos,	dibujos,	grabados
y	 litografías.	 Las	 disposiciones	 específicas	 de	 esta	 ley	 para	 las	 obras
plásticas,	 no	 se	 aplican	 a	 las	 fotografías,	 las	 obras	 arquitectónicas,	 y	 las
audiovisuales.
29.	Obra	bajo	seudónimo:	Aquella	en	la	que	el	autor	utiliza	un	seudónimo
que	no	 lo	 identifica	 como	persona	 física.	No	 se	 considera	obra	 seudónima
aquella	en	que	el	nombre	empleado	no	arroja	dudas	acerca	de	la	identidad
del	autor.
30.	Organismo	de	radiodifusión:	La	persona	natural	o	jurídica	que	decide
las	emisiones	y	que	determina	el	programa	así	como	el	día	y	 la	hora	de	 la
emisión.
31.	Préstamo	público:	Es	 la	 transferencia	de	 la	posesión	de	un	ejemplar
lícito	 de	 la	 obra	 durante	 un	 tiempo	 limitado,	 sin	 fines	 lucrativos	 por	 una
institución	 cuyos	 servicios	 están	 a	 disposición	 del	 público,	 como	 una
biblioteca	o	un	archivo	público.
32.	 Productor:	 Persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 tiene	 la	 iniciativa,	 la
coordinación	y	la	responsabilidad	en	la	producción	de	la	obra.
33.	 Productor	 de	 fonogramas:	 Persona	 natural	 o	 jurídica	 bajo	 cuya
iniciativa,	 responsabilidad	 y	 coordinación,	 se	 fijan	 por	 primera	 vez	 los
sonidos	 de	 una	 interpretación	 o	 ejecución	 u	 otros	 sonidos,	 o
representaciones	digitales	de	los	mismos.
34.	 Programa	 de	 ordenador	 (software):	 Expresión	 de	 un	 conjunto	 de
instrucciones	mediante	palabras,	códigos,	planes	o	en	cualquier	otra	forma
que,	al	ser	incorporadas	en	un	dispositivo	de	lectura	automatizada,	es	capaz
de	hacer	que	un	computador	ejecute	una	tarea	u	obtenga	un	resultado.	La
protección	 del	 programa	 de	 ordenador	 comprende	 también	 la
documentación	técnica	y	los	manuales	de	uso.
35.	Publicación:	Producción	de	ejemplares	puestos	al	alcance	del	público
con	 el	 consentimiento	 del	 titular	 del	 respectivo	 derecho,	 siempre	 que	 la
disponibilidad	 de	 tales	 ejemplares	 permita	 satisfacer	 las	 necesidades
razonables	del	público,	teniendo	en	cuenta	la	naturaleza	de	la	obra.
36.	Radiodifusión:	Comunicación	al	público	por	transmisión	inalámbrica.
La	radiodifusión	incluye	la	realizada	por	un	satélite	desde	la	inyección	de	la
señal,	 tanto	 en	 la	 etapa	 ascendente	 como	 en	 la	 descendente	 de	 la
transmisión,	 hasta	 que	 el	 programa	 contenido	 en	 la	 señal	 se	 ponga	 al
alcance	del	público.
37.	 Reproducción:	 Fijación	 de	 la	 obra	 o	 producción	 intelectual	 en	 un
soporte	 o	 medio	 que	 permita	 su	 comunicación,	 incluyendo	 su
almacenamiento	 electrónico,	 y	 la	 obtención	 de	 copias	 de	 toda	 o	 parte	 de
ella.
38.	 Reproducción	 reprográfica:	 Realización	 de	 copias	 en	 facsímil	 de
ejemplares	 originales	 o	 copias	 de	 una	 obra	 por	 medios	 distintos	 de	 la
impresión,	como	la	fotocopia.
39.	Retransmisión:	Reemisión	de	una	señal	o	de	un	programa	recibido	de
otra	 fuente,	 efectuada	 por	 difusión	 inalámbrica	 de	 signos,	 sonidos	 o
imágenes,	o	mediante	hilo,	cable,	fibra	óptica	u	otro	procedimiento	análogo
o	digital	conocido	o	por	conocerse.
40.	 Satélite:	 Todo	 dispositivo	 situado	 en	 el	 espacio	 extraterrestre,	 apto
para	recibir	y	transmitir	o	retransmitir	señales.
41.	Señal:	Todo	vector	producido	electrónicamente,	capaz	de	transportar	a
través	del	espacio	signos,	sonidos	o	imágenes.
42.	 Sociedad	 de	 Gestión	 Colectiva:	 Las	 asociaciones	 civiles	 sin	 fin	 de
lucro	legalmente	constituidas	para	dedicarse	en	nombre	propio	o	ajeno	a	la
gestión	de	derechos	de	autor	o	conexos	de	carácter	patrimonial,	por	cuenta
y	 en	 interés	 de	 varios	 autores	 o	 titulares	 de	 esos	 derechos,	 y	 que	 hayan
obtenido	 de	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 del	 Instituto	 Nacional	 de
Defensa	de	la	Competencia	y	de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	–
Indecopi–	 la	 autorización	de	 funcionamiento	que	 se	 regula	 en	 esta	 ley.	 La
condición	 de	 sociedades	 de	 gestión	 se	 adquirirá	 en	 virtud	 a	 dicha
autorización.
43.	 Titularidad:	 Calidad	 del	 titular	 de	 derechos	 reconocidos	 por	 la
presente	ley.
44.	Titularidad	originaria:	La	que	emana	de	la	sola	creación	de	la	obra.
45.	Titularidad	derivada:	La	que	surge	por	circunstancias	distintas	de	la
creación,	 sea	por	mandato	o	presunción	 legal,	 o	bien	por	 cesión	mediante
acto	entre	vivos	o	transmisión	mortis	causa.
46.	Transmisión:	Comunicación	a	distancia	por	medio	de	la	radiodifusión
o	distribución	por	cable	u	otro	procedimiento	análogo	o	digital	conocido	o
por	conocerse.
47.	Usos	honrados:	Los	que	no	interfieren	con	la	explotación	normal	de	la
obra	ni	 causan	perjuicio	 injustificado	 a	 los	 intereses	 legítimos	del	 autor	 o
del	titular	del	respectivo	derecho.
48.	Uso	personal:	Reproducción	u	otra	forma	de	utilización	de	la	obra	de
otra	persona,	en	un	solo	ejemplar,	exclusivamente	para	el	propio	uso	de	un
individuo.
49.	 Videograma:	 Fijación	 audiovisual	 incorporada	 en	 videocasetes,
videodiscos	o	cualquier	otro	soporte	material	o	análogo.
50.	 Incorporado.	D.	 Leg.	 1076,	Art.	 1º.	 Información	 sobre	 gestión	de
derechos:	Es	aquella:
I.	 información	 que	 identifica	 la	 obra,	 interpretación	 o	 ejecución	 o
fonograma;	 al	 autor	 de	 la	 obra,	 al	 artista	 intérprete	 o	 ejecutante	 de	 la
interpretación	 o	 ejecución,	 o	 al	 productor	 del	 fonograma;	 o	 al	 titular	 de
cualquier	derecho	sobre	la	obra,	interpretación	o	ejecución	o	fonograma;
II.	información	sobre	los	términos	y	condiciones	de	utilización	de	las	obras,
interpretaciones	o	ejecuciones	o	fonogramas;	o,
III.	cualquier	número	o	código	que	represente	dicha	información,
Cuando	cualquiera	de	estos	elementos	estén	adjuntos	a	un	ejemplar	de	la
obra,	 interpretación	 o	 ejecución	 o	 fonograma	 o	 figuren	 en	 relación	 con	 la
comunicación	o	puesta	a	disposición	al	público	de	una	obra,	interpretación
o	ejecución	o	fonograma.
51.	Incorporado.	D.	Leg.	1076,	Art.	1°.	Medida	tecnológica	efectiva:	Es
cualquier	 tecnología,	dispositivo	o	componente	que,	en	el	curso	normal	de
su	operación,	controla	el	acceso	legal	a	una	obra,	interpretación	o	ejecución
o	fonograma,	o	que	protege	cualquier	derecho	de	autor	o	conexo.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	al	 Indecopi:	si	se	 trata	de	un	hecho
público	 y	 conocido	 por	 todos,	 no	 corresponde	 actuar	 pruebas	 para
acreditar	la	originalidad	del	dibujo.	“En	ese	sentido,	no	correspondía	que
el	 Tribunal	 del	 Indecopi	 actuara	 medios	 de	 prueba	 para	 acreditar	 la
ausencia	de	originalidad	en	el	dibujo	materia	de	la	presente	litis	o,	para	que
acreditara	como	es	que	normalmente	es	representado	o	dibujado	el	planeta
Saturno,	 es	 decir,	 con	 su	 forma	 de	 esfera	 y	 con	 un	 bloque	 de	 anillos
rodeándolo,	cuando	esto	se	trata	de	un	hecho	público	y	conocido	por	todos,
que	 la	representación	gráfica	de	Saturno	presente	 las	características	antes
mencionadas	y	que	al	 tratarse	de	un	hecho	público	no	corresponde	actuar
pruebas	 para	 acreditarlo,	 tal	 como	 establece	 el	 artículo	 190	 del	 Código
Procesal	Civil	 (...)”.	 (C.	 S,	Cas.	1592-2011-Lima,	 jul.	25/2013.	V.	P.	Morales
Parraguez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Autor	 es	 la	 persona	 que	 crea	 una	 obra.	 “De
conformidad	 con	 el	 glosario	 de	 la	 Organización	 Mundial	 de	 Propiedad
Intelectual,	el	autor	es	la	persona	que	crea	una	obra.	Se	entiende	por	obra	la
forma	de	expresión	de	una	idea	literaria,	artística	o	científica	que,	producto
del	 talento	 humano,	 se	 realiza	 y	 concreta	 en	 una	 creación	 intelectual,	 con
características	de	originalidad,	 susceptible	de	 ser	divulgada	o	 reproducida
por	 cualquier	medio	 o	 procedimiento.	 La	 acción	 de	 crear	 consiste	 en	 una
actividad	 intelectual	 que	 supone	 atributos	 como	 los	 de	 aprender,	 valorar,
sentir,	innovar	y	expresar,	todos	ellos	exclusivos	de	la	persona	humana.	Por
lo	anterior,	se	puede	afirmar	que	el	autor	es	la	persona	física	que	crea	una
obra”.	(R.	1330-1998-TRI-SPI.	23.11.98)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	originalidad	como	requisito	de	protección
por	el	derecho	de	autor.	“Conforme	 lo	 señala	 la	 Sala	 en	 la	Resolución	Nº
286-1998-TPI-Indecopi,	 a	 diferencia	 de	 los	 países	 de	 tradición	 jurídica
anglosajona,	 en	 la	 cual	 se	 exige	 que	 la	 obra	 provenga	 del	 autor	 y	 que	 no
haya	sido	copiada	(como	la	jurisprudencia	inglesa	lo	formula:	 la	obra	es	el
resultado	 de	 ‘judgement,	 skill	 and	 labour’),	 en	 los	 países	 de	 tradición
jurídica	 latina	como	el	nuestro	se	exige	que	 la	obra	refleje	 la	personalidad
del	autor,	que	sea	individual	y	tenga	altura	creativa.	En	este	contexto,	la	sala
es	de	opinión	que	la	originalidad	de	la	obra	reside	en	la	expresión	(o	forma
representativa)	creativa	e	individualizada	de	la	obra,	por	mínimas	que	sean
esa	 creatividad	 y	 esa	 individualidad.	 No	 se	 requiere	 que	 la	 obra	 sea
novedosa	en	sentido	objetivo”.	(R.	781-1999-TRI-SPI.	23.06.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 derecho	 de	 explotación	 de	 la	 obra
comprende	la	comunicación	pública.	“El	autor	tiene	la	facultad	de	explotar
la	 obra	 en	 cualquier	 forma	 o	 bajo	 cualquier	 procedimiento,	 así	 como	 de
obtener	 de	 ello	 beneficio.	 Las	 modalidades	 de	 explotación	 se	 encuentran
indicadas	 de	 manera	 ejemplificativa	 en	 el	 artículo	 13	 de	 la	 Decisión	 351
concordado	con	el	artículo	31	del	Decreto	Legislativo	Nº	822.	Entre	ellas	son
de	destacar	las	referidas	al	derecho	de	comunicación	pública.	El	artículo	15
de	 la	 Decisión	 351	 concordado	 con	 el	 artículo	 2	 numeral	 5	 del	 Decreto
Legislativo	Nº	822	define	a	 la	comunicación	pública	como	todo	acto	por	el
cual	una	o	varias	personas	reunidas	o	no	en	el	mismo	 lugar	pueden	 tener
acceso	a	 la	obra	sin	previa	distribución	de	ejemplares	a	cada	una	de	ellas,
por	cualquier	medio	o	procedimiento	para	difundir	los	signos,	las	palabras,
los	 sonidos	 o	 las	 imágenes,	 aclarándose	 que	 todo	 el	 proceso	 necesario	 y
conducente	a	que	la	obra	sea	accesible	al	público	constituye	comunicación.
Este	 artículo	 contiene	 una	 lista	 enunciativa	 de	 las	 modalidades	 de
comunicación	 pública,	 la	 que	 comprende	 la	 comunicación	 de	 obras
musicales,	bien	en	‘vivo’	(es	decir,	con	los	intérpretes	o	ejecutantes	frente	al
público)	 o	 a	 partir	 de	 soportes	 o	 grabaciones	 previas”.	 (R.	 872-1999-TRI-
SPI.	09.07.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	originalidad	como	requisito	de	protección
en	 los	 derechos	 de	 autor.	 “(…)	 se	 entiende	 por	 obra	 toda	 creación
intelectual	original	de	naturaleza	artística,	científica	o	 literaria,	susceptible
de	ser	divulgada	o	reproducida	en	cualquier	forma.
A	diferencia	 de	 los	 países	 de	 tradición	 jurídica	 anglosajona,	 en	 la	 cual	 se
exige	que	la	obra	provenga	del	autor	y	que	no	haya	sido	copiada	(…),	en	los
países	 de	 tradición	 jurídica	 latina	 como	 el	 nuestro,	 se	 exige	 que	 la	 obra
refleje	la	personalidad	del	autor,	que	sea	individual	y	tenga	altura	creativa.
(…)
El	 requisito	de	originalidad	o	 individualidad	 implica	que	para	 la	 creación
de	la	obra	debe	existir	un	espacio	para	el	desarrollo	de	la	personalidad	de	su
autor.	Lo	que	ya	forma	parte	del	patrimonio	cultural	–artístico,	científico	o
literario–	 no	 puede	 ser	 individual.	 Igualmente,	 la	 originalidad	 sirve	 para
diferenciar	las	obras	protegidas	por	derechos	de	autor	de	las	banales,	de	la
vida	diaria,	rutinarias.	Tampoco	puede	decirse	que	una	creación	es	original
si	 la	 forma	 de	 expresión	 se	 deriva	 de	 la	 naturaleza	 de	 las	 cosas	 o	 es	 una
mera	aplicación	mecánica	de	lo	dispuesto	en	algunas	normas	jurídicas	o	por
lógica	 o	 si	 la	 forma	de	 expresión	 se	 reduce	 a	 una	 simple	 técnica	 que	 sólo
requiere	de	la	habilidad	manual	para	su	ejecución.	Sin	embargo,	de	acuerdo
a	las	circunstancias	de	un	caso	particular,	un	pequeño	grado	de	creatividad
intelectual	 puede	 ser	 suficiente	 para	 determinar	 que	 la	 obra	 sea	 original,
individual.”	 (Indecopi,	 R.	 1349-2001/TPI-Indecopi,	 oct.	 03/2001.	 Pres.
Muñoz	Nájar)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 originalidad	 constituye	 un	 filtro	 para	 la
protección	 de	 los	 derecho	 de	 autor.	 “(...)	 de	 las	 obras	 que	 merecen	 una
protección	por	derechos	de	autor,	la	originalidad	constituye	un	filtro	para	la
concesión	de	la	protección	en	el	caso	en	concreto.
Pero	 el	 requisito	 de	 originalidad	 o	 individualidad	 no	 sólo	 sirve	 para
determinar	qué	cosa	es	una	obra	y	qué	no,	sino	también	para	determinar	el
alcance	de	la	protección	del	derecho	de	autor.	Sólo	se	protege	contra	plagio
aquélla	parte	de	la	obra	que	refleje	la	individualidad	del	autor.
Ahora	 bien,	 la	 determinación	 de	 si	 una	 obra	 es	 original	 constituye	 una
cuestión	de	hecho.	 Se	 trata	además	de	una	noción	 subjetiva,	 en	 la	medida
que	 la	 originalidad	no	puede	 apreciarse	de	 la	misma	manera	 en	 todas	 las
obras.	En	ese	orden	de	ideas,	para	el	derecho	de	autor	el	término	creación
no	tiene	el	significado	corriente	de	sacar	algo	de	la	nada	y	la	originalidad	de
la	 obra	 no	 tiene	 que	 ser	 absoluta,	 por	 lo	 tanto	 no	 es	 necesario	 que	 la
inspiración	del	autor	esté	libre	de	toda	influencia	ajena.”	(Indecopi,	R.	1349-
2001/TPI-Indecopi,	oct.	03/2001.	Pres.	Muñoz	Nájar)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Se	 protege	 la	 emisión	 de	 señales,	 con
independencia	de	su	contenido.	“(…)	se	entiende	como	emisión	la	difusión
a	 distancia	 directa	 o	 indirecta	 de	 sonidos,	 imágenes,	 o	 de	 ambos,	 para	 su
recepción	por	el	público,	por	cualquier	medio	o	procedimiento.	De	acuerdo
a	Delia	Lipszyc,	las	emisiones,	que	constituyen	el	objeto	de	protección,	son
todas	 las	 que	 el	 organismo	 de	 radiodifusión	 difunde,	 contengan	 obras
protegidas	 por	 el	 derecho	 de	 autor	 o	 no,	 como	 ocurre	 con	 los
acontecimientos	 deportivos,	 los	 eventos	 de	 interés	 público,	 etc.	 En
consecuencia,	 lo	 que	 se	 protege	 es	 la	 emisión	 con	 independencia	 de	 su
contenido.”	 (Indecopi,	 R.	 0245-2012/TPI-Indecopi,	 feb.	 8/2012.
Vicepresidente	Escobedo	Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 existencia	 de	 las	 sociedades	 de	 gestión
colectiva	 está	 justificada	 cuando	 los	 derechos	 no	 pueden	 ejercerse	 de
manera	 individual	 o	 cuando	 sea	 desventajoso.	 “(…)	 De	 acuerdo	 a	 lo
establecido	 en	 el	 artículo	 2°	 numeral	 42	 del	 Decreto	 Legislativo	 822	 se
entiende	 por	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 a	 las	 asociaciones	 civiles	 sin
fines	de	 lucro	 legalmente	constituidas	para	dedicarse	en	nombre	propio	o
ajeno	a	la	gestión	de	derechos	de	autor	o	conexos	de	carácter	patrimonial,
por	cuenta	y	en	interés	de	varios	autores	o	titulares	de	esos	derechos.
La	norma	en	cuestión	agrega	que	las	asociaciones	civiles	sin	fines	de	lucro
para	ser	catalogadas	como	de	gestión	colectiva	deben	obtener	de	la	Oficina
de	Derechos	de	Autor	la	autorización	de	funcionamiento	establecida	por	la
ley.
El	 sistema	 de	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 surge	 como	 solución	 a	 un
problema	específico,	la	dificultad	de	ejercer	individualmente	determinados
derechos	de	autor	(de	orden	patrimonial)	o	derechos	conexos.
La	 gestión	 colectiva	 se	 hace	 más	 imperiosa	 todavía	 cuando	 se	 trata	 del
repertorio	extranjero,	ya	que	mal	podrían	los	autores,	artistas	y	productores
controlar	la	utilización	de	sus	obras	y	producciones	en	el	exterior,	ni	mucho
menos	tramitar	directa	e	 individualmente	 la	recaudación	y	distribución	de
las	remuneraciones	respectivas.
De	 esta	 forma,	 la	 existencia	 de	 las	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 está
justificada	cuando	los	derechos	no	pueden	ejercerse	de	manera	individual	o
cuando,	desde	el	punto	de	vista	económico,	sea	desventajoso.”	(Indecopi,	R.
0082-2012/TPI-Indecopi,	ene.	11/2012.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Obligaciones	 de	 las	 sociedades	 de	 gestión
colectiva.	“(...)	Dentro	de	 este	 grupo	 de	 obligaciones	 se	 encuentran,	 entre
otras,	las	siguientes:
-	Aceptar	la	administración	de	los	derechos	de	autor	y	conexos	que	les	sea
solicitada	 directamente	 por	 titulares	 peruanos	 o	 residentes	 en	 el	 Perú.
Reconocer	a	los	representados	un	derecho	de	participación	apropiado	en	las
decisiones	de	la	entidad.
-	 Recaudar	 las	 remuneraciones	 relativas	 a	 los	 derechos	 administrados,
mediante	la	aplicación	de	las	tarifas	previamente	publicadas.
-	 Distribuir	 las	 remuneraciones	 recaudadas	 con	 base	 a	 sus	 normas	 de
reparto,	 con	 la	 sola	 deducción	 de	 los	 gastos	 administrativos	 y	 de	 gestión.
Aprobar	 su	 presupuesto	 de	 ingresos	 y	 egresos	 por	 parte	 de	 su	 consejo
directivo.	 Los	 gastos	 administrativos	 no	 podrán	 exceder	 del	 treinta	 por
ciento	 (30%)	 de	 la	 cantidad	 total	 de	 la	 remuneración	 recaudada
efectivamente	 por	 la	 utilización	 de	 los	 derechos	 de	 sus	 socios	 y	 de	 los
miembros	de	las	sociedades	de	gestión	colectiva	de	derechos	de	autor	y	de
derechos	 conexos	extranjeras	o	 similares	 con	 las	 cuales	 tenga	 contrato	de
representación	recíproca.
-	Aplicar	sistemas	de	distribución	real	que	excluyan	la	arbitrariedad,	bajo	el
principio	 de	 un	 reparto	 equitativo	 entre	 los	 titulares	 de	 los	 derechos,	 en
forma	efectivamente	proporcional	a	la	utilización	de	las	obras.
-	Elaborar,	dentro	de	los	tres	meses	siguientes	al	cierre	de	cada	ejercicio,	el
balance	 general	 y	 la	 memoria	 de	 actividades	 correspondientes	 al	 año
anterior,	 documentos	 que	 estarán	 a	 disposición	 de	 los	 asociados	 con	 una
antelación	 mínima	 de	 treinta	 días	 calendario	 al	 de	 la	 celebración	 de	 la
asamblea	general	que	deba	conocer	de	su	aprobación	o	rechazo.
-	Publicar	el	balance	anual	de	la	entidad	en	un	diario	de	amplia	circulación
nacional,	dentro	de	los	veinte	días	siguientes	a	la	celebración	de	la	asamblea
general.
-	 Las	 tarifas	 a	 cobrar	 por	 parte	 de	 las	 entidades	 de	 gestión	 deberán	 ser
razonables	y	equitativas.
Por	 otro	 lado,	 las	 obligaciones	 de	 la	 sociedad	 frente	 a	 la	 administración
pública,	tienen	por	finalidad	facilitar	la	vigilancia	y	control	del	Estado	sobre
las	funciones	y	actividades	que	cumple	o	realiza	la	sociedad	de	gestión,	a	fin
de	que	los	derechos	de	los	socios	o	administrados	sean	respetados	y	que	los
intereses	de	los	usuarios	también	sean	atendidos.	Así,	se	tiene	obligaciones,
tales	como:
-	 Registrar	 en	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 el	 acta	 constitutiva	 y
estatutos,	 así	 como	 sus	 reglamentos	de	 asociados,	 de	 tarifas	 generales,	 de
recaudación	 y	 distribución,	 de	 elecciones,	 de	 préstamos	 y	 fondo	de	 ayuda
para	sus	asociados,	y	otros	que	desarrollen	 los	principios	estatutarios;	 los
contratos	que	celebren	con	asociaciones	de	usuarios	y	los	de	representación
que	tengan	con	entidades	extranjeras	de	la	misma	naturaleza,	etc.
-	 Mantener	 a	 disposición	 del	 público,	 las	 tarifas	 generales	 y	 sus
modificaciones,	 las	 cuales,	 a	 fin	 de	 que	 surtan	 efecto,	 deberán	 ser
publicadas.
-	 Contratar,	 salvo	 motivo	 justificado,	 con	 todo	 usuario	 que	 lo	 solicite	 y
acepte	 la	 tarifa	establecida,	 la	 concesión	de	 licencias	no	exclusivas	para	el
uso	de	su	repertorio.
El	 incumplimiento	 de	 tales	 obligaciones	 da	 lugar	 a	 la	 imposición	 de
sanciones,	 las	cuales	dependerán	de	 la	magnitud	o	gravedad	de	 la	 falta,	 la
reincidencia	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 0082-2012/TPI-Indecopi,	 ene.	 11/2012.
Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Tutela	de	una	obra	exige	que	esta	exprese	la
individualidad	 del	 autor,	 pero	 no	 que	 el	 autor	 se	 encuentre	 libre	 de
influencia	ajena.	“	Según	el	artículo	3°	de	la	Decisión	351	concordado	con
el	artículo	2°	del	Decreto	Legislativo	822,	se	entiende	por	obra	toda	creación
intelectual	original	de	naturaleza	artística,	científica	o	 literaria,	susceptible
de	ser	divulgada	o	reproducida	en	cualquier	forma.	(...).
En	 la	 lista	 enunciada	 de	 manera	 ejemplificativa	 en	 el	 artículo	 4°	 de	 la
Decisión	351	concordado	con	el	artículo	5	del	Decreto	Legislativo	822	de	las
obras	 que	 merecen	 una	 protección	 por	 derecho	 de	 autor,	 la	 originalidad
constituye	 un	 filtro	 para	 la	 concesión	 de	 la	 protección	 en	 el	 caso	 en
concreto.
Pero	 el	 requisito	 de	 originalidad	 o	 individualidad	 no	 sólo	 sirve	 para
determinar	qué	cosa	es	una	obra	y	qué	no,	sino	también	para	determinar	el
alcance	de	la	protección	del	derecho	de	autor.	Sólo	se	protege	contra	plagio
aquélla	parte	de	la	obra	que	refleje	la	individualidad	del	autor.
Ahora	 bien,	 la	 determinación	 de	 si	 una	 obra	 es	 original	 constituye	 una
cuestión	de	hecho.	 Se	 trata	además	de	una	noción	 subjetiva,	 en	 la	medida
que	 la	 originalidad	no	puede	 apreciarse	de	 la	misma	manera	 en	 todas	 las
obras.	En	ese	orden	de	ideas,	para	el	derecho	de	autor	el	término	creación
no	tiene	el	significado	corriente	de	sacar	algo	de	la	nada	y	la	originalidad	de
la	 obra	 no	 tiene	 que	 ser	 absoluta,	 por	 lo	 tanto	 no	 es	 necesario	 que	 la
inspiración	del	autor	esté	libre	de	toda	influencia	ajena”.	(Indecopi,	R.	1692-
2013/TPI-Indecopi,	may.	22/2013.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
TÍTULO	I
DEL	OBJETO	DEL	DERECHO	DE	AUTOR
D.	Leg.	822.
ART.	3°.—Objeto	de	protección.	La	protección	del	derecho	de	autor	recae
sobre	 todas	 las	 obras	 del	 ingenio,	 en	 el	 ámbito	 literario	 o	 artístico,
cualquiera	que	sea	su	género,	forma	de	expresión,	mérito	o	finalidad.
Los	derechos	reconocidos	en	esta	 ley	son	independientes	de	la	propiedad
del	objeto	material	en	el	cual	está	incorporada	la	obra	y	su	goce	o	ejercicio
no	 están	 supeditados	 al	 requisito	 del	 registro	 o	 al	 cumplimiento	 de
cualquier	otra	formalidad.
Ley	29073.
ART.	 31.—Protección	 de	 los	 derechos	 intelectuales	 del	 artesano.	 El
Estado	promueve	la	protección	de	la	creatividad	del	artesano	a	través	de	las
diferentes	formas	de	protección	de	la	propiedad	intelectual.
Ley	29073.
ART.	 32.—Constancia	 de	 autoría	 artesanal.	 El	 Ministerio	 de	 Comercio
Exterior	y	Turismo,	de	 acuerdo	 a	 lo	 que	 establezca	 el	 reglamento,	 emitirá
una	constancia	de	autoría	artesanal	como	medio	probatorio	que	acredite	la
autoría,	 características	 de	 originalidad	 y	 fecha	 de	 creación	 de	 una	 pieza
artesanal	 que	 reúna	 las	 características	 establecidas	 por	 la	 legislación
vigente	para	ser	protegida.	Asimismo,	puede	otorgar	sellos	de	conformidad.
Estas	facultades	podrán	ser	delegadas	a	los	gobiernos	regionales	o	locales.
Ley	29073.
ART.	33.—Derechos	intelectuales.	El	 Indecopi	es	 la	autoridad	encargada
de	 reconocer	 y	 cautelar	 los	 derechos	 intelectuales	 de	 los	 artesanos	 en	 el
marco	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 822,	 Ley	 sobre	 el
Derecho	 de	 Autor,	 y	 demás	 normativa.	 Asimismo,	 le	 corresponde	 la
protección	de	las	marcas	colectivas.
JURISPRUDENCIA.—La	 originalidad	 no	 equivale	 únicamente	 a	 la
novedad	 de	 la	 creación.	 “No	 obstante,	 la	 existencia	 de	 una	 creación
intelectual	 y	 su	 posibilidad	 de	 representación	 no	 bastan	 per	 se	 para
configurar	 el	 campo	 de	 acción	 del	 derecho	 de	 autor,	 pues	 para	 ello	 es
necesario	 adicionar,	 además,	 la	 exigencia	 del	 requisito	 de	 originalidad,
reconocido	 pacíficamente	 en	 la	 normativa	 internacional	 como	 elemento
esencial	para	este	propósito,	y	recogido	expresamente	en	las	disposiciones
legales	invocadas	por	el	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y
de	 la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 -	 Indecopi	 en	 su	 recurso	 de
casación.	 (...)	 En	 relación	 a	 este	 requisito,	 se	 ha	 dicho,	 desde	 una	 óptica
puramente	subjetiva,	que	éste	demanda	esencialmente	que	la	obra	creativa
que	 pretenda	 acceder	 a	 la	 protección	 del	 derecho	 de	 autor	 refleje	 la
personalidad	de	su	autor,	por	 contener	 la	 forma	de	expresión	que	éste	ha
elegido;	 en	 tanto	 que,	 a	 partir	 de	 una	 visión	 puramente	 objetiva,	 se	 ha
sostenido	más	bien	que	 la	 originalidad	 implica	únicamente	 la	 ausencia	de
copia	 de	 una	 obra	 anterior.	 Y	 si	 bien	 el	 asunto	 continúa	 siendo	 objeto	 de
ardua	 discusión	 a	 nivel	 doctrinal,	 no	 cabe	 duda,	 en	 opinión	 de	 este
colegiado,	que	la	originalidad,	como	elemento	necesario	para	el	despliegue
de	 los	 derechos	 de	 autor,	 no	 equivale	 únicamente	 a	 la	 novedad	 de	 la
creación,	en	el	sentido	de	constituir	un	producto	intelectual	distinto	de	los
ya	existentes,	pues	 la	adopción	de	una	 idea	como	ésta	no	solo	 implica	una
innecesaria	confusión	entre	las	ideas	del	derecho	de	autor	y	el	de	patentes,
sino	 que	 también	 restringiría	 drásticamente	 el	 ámbito	 de	 protección	 del
primero	de	ellos.	(...)	La	originalidad	exige	necesariamente	la	existencia	de
un	 rasgo	 de	 individualidad	 en	 la	 obra	 obtenida	 por	 el	 autor,	 y	 que,	 de
acuerdo	a	 las	características	propias	del	ámbito	en	el	que	se	desarrolla	su
actividad,	 reflejan	 la	huella	 creativa	del	mismo,	en	 tanto	que	constituye	el
resultado	de	su	esfuerzo	creador.	Así,	la	originalidad	se	refiere,	sobre	todo,	a
la	calidad	de	individualidad	de	la	obra	creada,	considerada	en	la	medida	que
su	 forma	 de	 expresión	 mantenga	 suficientes	 características	 propias	 que
permitan	distinguirla	de	 cualquier	otra	de	 su	mismo	género.	 (...)	Y	 si	 bien
este	 rasgo	 de	 individualidad	 podrá	 ser	 apreciado	 en	 forma	 particular	 en
cada	 caso,	 de	 acuerdo	 a	 las	 peculiaridades	 que	 éstos	 puedan	 presentar,
siempre	será	exigible	que	la	obra	que	reclame	la	protección	del	derecho	de
autor	refleje,	por	medio	de	rasgos,	marcas	o	a	 través	de	su	composición	u
ordenación,	 la	 existencia	 de	 esta	 huella	 de	 personalidad	 que	 la	 dote	 de
individualidad	frente	al	resto	de	su	especie.	En	este	sentido,	los	alcances	de
la	originalidad	se	acercan	más	a	la	singularidad	de	la	obra	que	a	su	novedad
(aun	 cuando	 comprende	 lógicamente	 a	 ésta)	 (...)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 1686-2011-
Lima,	set.	18/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Los	requisitos	de	originalidad	aplicables	a	las	obras
arquitectónicas.	 “El	 análisis	 realizado	 hasta	 este	 punto	 de	 las	 normas
invocadas	por	 la	parte	 recurrente,	de	 cara	a	 los	 requisitos	de	originalidad
aplicables	 a	 las	 obras	 arquitectónicas,	 y	 en	 especial	 a	 las	 obras
arquitectónicas	derivadas,	para	su	inclusión	en	el	ámbito	de	protección	del
derecho	 de	 autor,	 permite	 desprender	 las	 siguientes	 reglas:	 a.	 La
originalidad	de	la	obra	arquitectónica,	para	los	efectos	del	derecho	de	autor,
deberá	buscarse	esencialmente	en	los	rasgos	creativos	que	se	distancien	en
mayor	medida	de	los	fines	propios	del	modelo	realizado,	de	su	naturaleza,
su	contexto	geográfico,	paisajista	y	las	exigencias	funcionales	del	cliente,	así
como	las	normas	técnicas	y	urbanísticas	aplicables	al	caso;	y	respondan	más
bien,	 en	 forma	 particular	 o	 en	 su	 conjunto,	 a	 la	 individualidad	 o
personalidad	artística	del	autor.	Para	ello,	el	elemento	específico	del	modelo
arquitectónico	que	es	objeto	de	evaluación	o	el	resultado	de	la	apreciación
conjunta	de	 todas	o	 algunas	de	 sus	partes,	 deberá	 ser	 sometido	 a	 análisis
bajo	el	propósito	de	identificar	si	estos	responden	únicamente	a	elementos
de	 funcionalidad	 o	 características	 naturales	 de	 la	 especie	 a	 la	 que
pertenecen	 o,	 por	 el	 contrario,	 contienen	 rasgos	 que	 corresponden	 al
capricho	o	personalidad	propia	que	el	autor	ha	querido	atribuirles,	más	allá
de	su	funcionalidad	o	rigurosidad	técnica;	logrando	dotar	de	individualidad
a	la	obra,	en	relación	con	el	resto	de	construcciones	de	su	especie.	b.	En	el
caso	 de	 la	 obra	 arquitectónica	 derivada,	 el	 examen	 de	 originalidad	 de	 las
modificaciones	 introducidas	 al	 modelo	 inicial	 deberá	 ser	 más	 riguroso,	 a
efectos	 de	 determinar,	 con	 criterio	 más	 severo,	 si	 ellas	 han	 obedecido	 al
cumplimiento	de	exigencias	técnicas	o	funcionales	para	la	construcción	o	a
la	intención	de	dotar	de	personalidad	a	la	obra	ya	acabada”.	(C.	S.,	Cas.	1686-
2011-Lima,	set.	18/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Modificaciones	 realizadas	 por	 el	 comprador	 al
plano	 del	 departamento	 que	 vende	 una	 constructora	 no	 están
amparadas	 por	 el	 derecho	 de	 autor.	 “En	 el	 presente	 caso,	 luego	 de
analizar	el	caudal	probatorio	existente	en	los	autos,	las	instancias	de	mérito
han	determinado	que	las	modificaciones	realizadas	por	el	actor	a	los	planos
originales	del	 inmueble	 tipo	ofertado	por	 la	 empresa	 inmobiliaria	 (...)	han
redundado	 esencialmente	 en	 la	 mejora	 significativa	 del	 ingreso	 a	 la
vivienda,	en	relación	al	modelo	original	ideado	por	TXP	Sociedad	Anónima
Cerrada,	 otorgando	 un	 mayor	 valor	 al	 inmueble	 en	 cuanto	 a	 su
funcionalidad;	precisando,	además,	que	tales	mejoras	deben	atribuirse	a	la
labor	 creativa	 del	 arquitecto	 que	 las	 propone	 y	 que	 han	 provocado	 la
obtención	 de	 una	mayor	 utilidad	 del	 espacio,	 incrementando	 el	 valor	 del
inmueble,	 de	 acuerdo	 a	 la	 opinión	 técnica	 vertida	 por	 el	 Colegio	 de
Arquitectos	 del	 Perú.	 Es	 decir,	 que	 las	 modificaciones	 han	 redundado
fundamentalmente	 en	 dos	 ámbitos:	 i)	 mejoras	 funcionales	 al	 diseño,	 en
cuanto	al	ingreso	a	la	vivienda	y	su	distribución;	y,	ii)	incremento	del	valor
del	bien	diseñado	por	medio	de	las	mejoras	introducidas.	(...)	Sin	embargo,
ninguna	 de	 estas	 circunstancias	 pueden	 satisfacer	 válidamente	 las
exigencias	de	originalidad	propia	de	las	obras	arquitectónicas	derivadas,	en
los	términos	antes	citados,	pues	las	instancias	de	mérito	no	han	evidenciado
que	 las	mejoras	 hayan	 significado	 la	 incorporación	de	 la	 personalidad	del
autor	 en	 la	 obra	 o	 que	 se	 hayan	 dirigido	 a	 dotar	 a	 la	 construcción	 de
individualidad	frente	al	resto	de	construcciones	de	su	especie,	a	través	de	la
introducción	de	elementos	caprichosos	que	doten	de	espíritu	creativo	a	 la
vivienda;	sino	que,	por	el	contrario,	solo	se	ha	identificado	fines	funcionales
en	ellas;	por	lo	cual	no	pueden	quedar	comprendidas	dentro	del	ámbito	de
protección	de	 los	derechos	de	autor.	Esto,	 evidentemente,	no	quiere	decir
que	esta	sala	suprema	consienta	en	modo	alguno	la	explotación	económica
que	 la	 empresa	 inmobiliaria	 (...)	 han	 dado	 a	 las	 mejoras	 arquitectónicas
realizadas	 por	 el	 actor,	 o	 que	 considere	 válido	 el	 aprovechamiento
injustificado	que	aquellas	han	realizado	de	la	labor	de	este	último;	sino	que
únicamente	 éstos	 hechos	 no	 podrán	 ser	 amparados	 –como	 ya	 se	 ha
explicado–	bajo	el	ámbito	de	protección	del	derecho	de	autor.	Razón	por	la
cual,	 se	 evidencia	 la	 infracción	 a	 las	 normas	 invocadas	 por	 la	 parte
recurrente	en	este	extremo	de	su	recurso,	al	haberse	interpretado	de	forma
indebida	el	requisito	de	originalidad	exigido	por	los	artículos	2°	numerales
17	 y	 25,	 y	 3	 del	 Decreto	 Legislativo	N°	 822	 para	 las	 obras	 comprendidas
dentro	del	 ámbito	 del	 derecho	de	 autor”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 1686-2011-Lima,	 set.
18/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—La	 originalidad	 de	 la	 creación	 arquitectónica
deberá	buscarse	esencialmente	en	 los	rasgos	creativos.	“La	originalidad
de	 la	 obra	 arquitectónica,	 para	 los	 efectos	 del	 derecho	 de	 autor,	 deberá
buscarse	 esencialmente	 en	 los	 rasgos	 creativos	 que	 respondan,	 en	 forma
particular	o	en	su	conjunto,	a	la	individualidad	o	personalidad	artística	del
autor.	 En	 el	 caso	 de	 la	 obra	 arquitectónica	 derivada,	 el	 examen	 de
originalidad	de	las	modificaciones	introducidas	al	modelo	inicial	deberá	ser
más	riguroso,	a	efectos	de	determinar,	con	criterio	más	severo,	si	ellas	han
obedecido	 al	 cumplimiento	 de	 exigencias	 técnicas	 o	 funcionales	 para	 la
construcción	o	a	la	intención	de	dotar	de	personalidad	a	la	obra	ya	acabada”.
(C.	S.,	Cas.	1686-2011-Lima,	set.	18/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	protección	es	independiente	del	género,	la
forma	 de	 expresión,	 el	 mérito	 o	 el	 destino	 de	 la	 obra.	 “Conforme	 al
artículo	 1°	 de	 la	 Decisión	 351	 concordado	 con	 el	 artículo	 3°	 del	 Decreto
Legislativo	N°	822	están	protegidas	todas	las	obras	del	ingenio,	‘cualquiera
que	 sea	 su	 género,	 forma	 de	 expresión,	 mérito	 o	 finalidad’.	 Como	 indica
Antequera	Parilli,	 ello	 implica	 que	 la	 protección	por	 derechos	 de	 autor	 es
independiente	del	género	o	modalidad	creativa	(literaria,	de	ciencia	ficción,
plástica	 pura	 o	 aplicada,	 musical,	 escénica,	 informática),	 de	 la	 forma	 de
expresión	(a	través	de	signos,	palabras	o	imágenes),	de	su	mérito	(porque	la
valoración	de	 la	 obra	no	 le	 corresponde	a	 la	 ley,	 sino	 a	 la	 crítica)	 o	de	 su
destino	 (creada	 para	 ser	 divulgada	 o	 para	 permanecer	 inédita,	 utilizada
para	 expresar	 su	 contenido	 estético	 o	 con	 el	 fin	 de	 promocionar	 un
producto	comercial).	Ahora	bien,	el	hecho	que	sea	 irrelevante	el	objeto,	 la
utilidad,	el	valor	económico,	el	buen	o	mal	gusto	de	la	obra,	no	significa	que
la	administración	deba	renunciar	a	todo	tipo	de	enjuiciamiento	a	efectos	de
otorgar	una	protección	por	derechos	de	autor.	Para	proteger	o	no	una	obra
por	 derechos	 de	 autor	 es	 necesario	 determinar	 qué	 grado	 de	 creatividad
personal	 ha	 sido	 expresado	 por	 el	 autor.	 En	 estos	 casos,	 tampoco	 se
analizarán	las	características	estéticas	o	calidades	artísticas	de	la	obra,	sino
si	 la	 obra	 tiene	 el	 sello	 de	 creación	 individual”.	 (R.	 782-1999-TRI-SPI.
23.06.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	derecho	de	autor	no	protege	 las	 ideas.	“El
derecho	 de	 autor	 propugna	 la	 creación	 de	 obras	 ya	 que	 sólo	 protege	 las
creaciones	 formales	y	no	 las	 ideas	contenidas	en	 la	obra.	Las	 ideas	no	son
obras	 y,	 por	 ende,	 su	 uso	 es	 libre.	 No	 se	 puede	 adquirir	 sobre	 ellas
protección	o	propiedad	alguna,	aun	cuando	sean	novedosas.	Si	se	otorgaran
derechos	 exclusivos	 sobre	 las	 ideas	 consideradas	 en	 sí	 mismas	 se
obstaculizaría	su	difusión	y	con	ello	se	impediría	el	desenvolvimiento	de	la
creatividad	 intelectual,	 es	 decir,	 se	 trabaría	 la	 creación	 de	 una	 ilimitada
cantidad	de	obras	diferentes.	Una	misma	idea,	una	misma	investigación,	un
mismo	tema	son	retomados	infinidad	de	veces.	En	su	desarrollo	cada	autor
aporta	 la	 impronta	de	 su	personalidad,	 su	 individualidad.	En	ocasiones,	 el
resultado	es	 altamente	enriquecedor,	 en	otras	 trivial,	 pero	 lo	que	permite
que	 cada	 generación	 impulse	 el	 lento	 avance	 de	 la	 civilización	 es	 la
posibilidad	de	trabajar	sobre	lo	existente,	de	proseguir	el	camino	sin	tener
que	rehacer	todo	y	comenzar	desde	un	inicio.	Así,	por	ejemplo,	a	partir	de
ideas	centrales	como	el	amor,	el	odio	o	 la	 traición	pueden	componerse	un
sinnúmero	 de	 canciones	 o	 escribirse	 miles	 de	 obras	 dramáticas.	 La	 sala
conviene	 en	 señalar	 que	no	 sólo	 es	posible	utilizar	 las	puras	 ideas	que	 se
encuentren	 en	 una	 obra	 ajena	 sino	 también	 otros	 de	 sus	 elementos	 (no
originales)	 tomados	 en	 sí	 mismos,	 como	 son	 los	 hechos	 aislados,	 los
conceptos,	 el	 tema,	 el	 sistema,	 el	 método,	 el	 estilo	 literario,	 la	 forma
literaria,	 la	 manera	 artística,	 el	 vocabulario,	 etc.	 No	 obstante,	 lo	 que	 sí
resulta	 ilícito	 es	 tomar	 los	 elementos	 (ya	 sean	 vistos	 en	 su	 conjunto	 o
individualmente)	 que	 reflejan	 la	 individualidad	 de	 la	 obra.	 Por	 tanto,	 el
derecho	 de	 autor	 está	 destinado	 a	 proteger	 la	 forma	 representativa,	 la
exteriorización	 de	 su	 desarrollo	 en	 obras	 concretas,	 aptas	 para	 ser
reproducidas,	exhibidas	o	difundidas	y	regular	su	utilización,	otorgando	al
creador	derechos	exclusivos	de	carácter	patrimonial	y	derechos	de	carácter
personal”.	(R.	781-1999-TRI-SPI.	23.06.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	creación	no	es	 sacar	algo	de	 la	nada	y	 la
originalidad	 no	 tiene	 que	 ser	 absoluta.	 “El	 requisito	 de	 originalidad	 o
individualidad	 implica	 que	 para	 la	 creación	 de	 la	 obra	 debe	 existir	 un
espacio	para	el	desarrollo	de	la	personalidad	de	su	autor.	Lo	que	ya	forma
parte	del	patrimonio	cultural	 (artístico,	científico	o	 literario)	no	puede	ser
individual.	 Igualmente,	 la	 originalidad	 sirve	 para	 diferenciar	 las	 obras
protegidas	por	derechos	de	autor	de	las	banales,	de	la	vida	diaria,	rutinarias.
Tampoco	 puede	 decirse	 que	 una	 creación	 es	 original	 si	 la	 forma	 de
expresión	se	deriva	de	 la	naturaleza	de	 las	cosas	o	es	una	mera	aplicación
mecánica	 de	 lo	 dispuesto	 en	 algunas	 normas	 jurídicas	 o	 por	 lógica	 o	 si	 la
forma	de	expresión	se	reduce	a	una	simple	técnica	que	sólo	requiere	de	la
habilidad	 manual	 para	 su	 ejecución.	 Sin	 embargo,	 de	 acuerdo	 a	 las
circunstancias	 de	 un	 caso	 particular,	 un	 pequeño	 grado	 de	 creatividad
intelectual	 puede	 ser	 suficiente	 para	 determinar	 que	 la	 obra	 sea	 original,
individual.	 (...).	 Pero	 el	 requisito	 de	 originalidad	 o	 individualidad	 no	 sólo
sirve	 para	 determinar	 qué	 cosa	 es	 una	 obra	 y	 qué	 no,	 sino	 también	 para
determinar	el	alcance	de	la	protección	del	derecho	de	autor.	Sólo	se	protege
contra	plagio	aquella	parte	de	la	obra	que	refleje	la	individualidad	del	autor.
Si	 bien	 es	 posible	 utilizar	 las	 ideas	 existentes	 y	 plasmarlas	 en	 formas	 de
expresión	 con	 rasgos	 de	 originalidad,	 ya	 sea	 a	 través	 del	 uso	 de
ilustraciones,	 imágenes,	 por	 el	 lenguaje	 propio	 de	 su	 creador,	 no	 es	 lícito
que	 terceros	 utilicen	 dicha	 forma	 de	 expresión	 original	 para	 dar	 origen	 a
otras	 producciones	 que	 no	 son	 otra	 cosa	 que	 derivaciones	 de	 la	 obra
primigenia,	 siendo	 tal	 acto	 considerado	 como	 plagio.	 Ahora	 bien,	 la
determinación	de	si	una	obra	es	original	constituye	una	cuestión	de	hecho.
Se	trata	de	una	noción	subjetiva,	en	la	medida	que	la	originalidad	no	puede
apreciarse	de	 la	misma	manera	en	 todas	 las	obras.	En	ese	orden	de	 ideas,
para	 el	 Derecho	 de	 Autor	 el	 término	 ‘creación’	 no	 tiene	 el	 significado
corriente	de	sacar	algo	de	la	nada	y	la	originalidad	de	la	obra	no	tiene	que
ser	absoluta,	por	 lo	tanto	no	es	necesario	que	 la	 inspiración	del	autor	esté
libre	de	toda	influencia	ajena”.	(R.	781-1999-TRI-SPI.	23.06.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—No	 todos	 los	 elementos	 de	 una	 obra
publicitaria	 son	 protegidos	 por	 el	 derecho	 de	 autor.	 “(...)	 la	 idea
publicitaria	por	sí	sola	no	está	protegida	por	los	derechos	de	autor,	sino	sólo
la	 forma	 de	 expresión	 a	 través	 de	 la	 cual	 se	 plasma.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo
expuesto,	 cabe	 señalar	 que	 dada	 la	 función	 primordial	 que	 cumplen	 las
obras	 publicitarias,	 cual	 es	 promover	 el	 intercambio	 de	 mercancías	 y	 la
contratación	de	servicios,	éstos	tienden	por	lo	general	a	describir,	realzar	o
exagerar	 las	 cualidades	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 promocionan,
siendo	además	práctica	común	utilizar	determinadas	ideas	en	la	realización
de	los	mismo.	Debe	tenerse	en	cuenta	que,	no	obstante	una	obra	publicitaria
puede	 ser	 original	 cuando	 es	 apreciada	 en	 su	 conjunto,	 ello	 no	determina
que	 todos	 los	 elementos	 que	 la	 conformen	 gocen	 de	 esa	 característica,	 la
cual	deberá	ser	analizada	en	cada	caso	concreto.	Si	bien	existe	infinidad	de
formas	cómo	se	pueden	expresar	las	ideas	sobre	las	cuales	puede	girar	una
obra	 publicitaria,	 dependiendo	 ello	 de	 la	 creatividad	 e	 ingenio	 de	 la(s)
persona(s)	 encargada(s)	 de	 su	 creación,	 existen	 frases,	 imágenes	 o
secuencias	que	se	repiten	por	lo	general	dentro	de	esta	clase	de	obras,	sobre
todo	 en	 el	 caso	de	 los	 comerciales	 para	 televisión”.	 (R.	 781-1999-TRI-SPI.
23.06.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 derecho	 de	 autor	 sólo	 protege	 los	 lemas
comerciales	con	rasgos	originales.	“En	 términos	 generales,	 es	 difícil	 que
los	 lemas	 comerciales	 posean	 el	 carácter	 individual	 u	 original	 necesario
para	 ser	 considerados	 una	 obra	 creativa.	 En	 efecto,	 la	 función	 de	 medio
publicitario	que	cumple	el	lema	comercial	conduce	generalmente	a	que	éste
tenga	 una	 corta	 extensión,	 a	 fin	 de	 que	 sea	 captado	 de	manera	 sencilla	 y
rápida	 por	 el	 consumidor.	 Ello	 hace	 difícil	 que	 su	 creador	 tenga	 la
posibilidad	 de	 desarrollar	 su	 individualidad	 creativa	 en	 un	 espacio	 tan
reducido.	 No	 obstante	 lo	 señalado,	 la	 sala	 reconoce	 la	 posibilidad	 que
puedan	existir	lemas	con	rasgos	originales.	Para	determinar	la	originalidad
del	 lema	 comercial	 se	 debe	 analizar	 la	 disposición	 del	 contenido,	 las
asociaciones	 que	 la	 frase	 suscite,	 la	 elección	 de	 las	 palabras,	 debiendo
poseer	tales	elementos	rasgos	de	individualidad	con	relación	a	expresiones
publicitarias	 anteriores.	 Lo	 anterior	 independientemente	 del	 éxito	 que	 el
lema	 pudiera	 tener	 como	 medio	 publicitario,	 ya	 que	 la	 originalidad	 o
individualidad	no	es	una	noción	que	implique	necesariamente	la	acogida	de
la	obra	por	parte	del	público.	Además,	se	debe	tener	en	consideración	que	la
originalidad	de	un	lema	(comercial)	también	debe	ser	apreciada	en	relación
al	 lenguaje	 diario,	 ya	 que	 una	 frase	 que	 es	 utilizada	 por	 una	 innumerable
cantidad	 de	 personas,	 aun	 cuando	 anteriormente	 no	 haya	 cumplido	 la
función	 de	 medio	 publicitario,	 podría	 no	 ser	 considerada	 como	 un	 lema
comercial	original.	En	ese	sentido,	la	sala	considera	que	brindar	protección
a	 este	 tipo	 de	 frases	 obstaculizaría	 su	 difusión	 y	 frenaría	 el
desenvolvimiento	de	 la	creatividad	 intelectual,	en	 la	medida	que	su	 titular
reivindicaría	para	 sí	 la	 autoría	de	 la	misma,	 restringiendo	de	 ese	modo	el
desarrollo	 y	 la	 utilización	 de	 las	 palabras	 contenidas	 en	 su	 supuesta
creación	que,	por	su	propio	contenido,	no	amerita	protección	al	tratarse	de
una	 frase	 que	 no	 contiene	 siquiera	 un	 mínimo	 de	 originalidad.	 Por	 lo
anterior,	 están	 fuera	 de	 la	 protección	 por	 los	 derechos	 de	 autor	 aquellos
lemas	que	se	limitan	a	describir	las	cualidades	u	otras	características	de	los
productos	 que	 publicitan,	 así	 como	 toda	 expresión	 utilizada	 por	 el
consumidor	de	forma	diaria	o	rutinaria	por	cuanto	en	ellas	no	se	encuentra
plasmada	la	personalidad	del	autor”.	(R.	781-1999-TRI-SPI.	23.06.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 registro	 de	 álbumes	 de	 cromos
coleccionables	deberá	analizarse	caso	por	caso.	“La	sala	es	de	la	opinión
(a	diferencia	de	 lo	sostenido	por	 la	primera	 instancia)	que	 los	álbumes	de
cromos	coleccionables	(figuras)	en	principio	expresan	más	que	el	contenido
de	 una	 simple	 fotografía,	 ello	 en	 la	 medida	 que	 presentan	 elementos
adicionales,	ya	sea	desde	el	punto	de	vista	 técnico,	 informativo	u	otro	que
contribuyan	a	desarrollar	de	una	mejor	manera	los	temas	a	que	se	refieren
los	 álbumes	 y	 cuyo	 aporte	 permite	 catalogar	 a	 estos	 últimos	 como	 una
creación	más	elaborada	que	una	simple	agrupación	de	fotografías.	Así,	por
ejemplo,	un	álbum	referido	a	animales	salvajes	puede	no	sólo	contener	una
reproducción	 del	 animal	 sino	 también	 sus	 características,	 hábitos
alimenticios,	el	lugar	donde	habitan,	etc.	Además,	debe	tenerse	en	cuenta	su
diseño	 gráfico,	 la	 distribución	 de	 sus	 elementos,	 su	 organización,	 etc.	 los
cuales	 pueden	 tener	 rasgos	 de	 originalidad.	 Es	 por	 ello	 que	 cuando	 se
solicita	 el	 registro	de	un	 álbum,	 lo	 que	 su	 titular	pretende	 registrar	no	 es
sólo	 las	 fotografías	 que	 estarán	 incluidas	 en	 el	 álbum,	 sino	 también	 los
elementos	accesorios	comprendidos	en	el	mismo.	En	tal	sentido,	si	bien	en
un	 álbum	 por	 lo	 general	 el	 elemento	 principal	 está	 constituido	 por	 los
cromos	coleccionables,	también	contiene	elementos	adicionales,	por	lo	que
al	 tratarse	 de	 una	 obra	 intelectual	 más	 elaborada,	 que	 una	 simple	 obra
fotográfica,	deberá	determinarse	en	cada	caso	en	particular,	si	el	álbum	en
su	 integridad	 o,	 en	 su	 defecto,	 alguno	 de	 los	 elementos	 que	 lo	 componen
merecen	protección	por	 la	Ley	de	Derechos	de	Autor”.	(R.	1147-1999-TRI-
SPI.	20.09.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 4°.—Relación	 con	 otros	 derechos	 intelectuales.	 El	 derecho	 de
autor	es	independiente	y	compatible	con:
a)	Los	derechos	de	propiedad	industrial	que	puedan	existir	sobre	la	obra.
b)	Los	derechos	conexos	y	otros	derechos	 intelectuales	reconocidos	en	 la
presente	ley.
Modificado.	Ley	29316,	Art.	3°.	Respecto	al	literal	a),	en	caso	de	conflicto,
se	estará	siempre	a	lo	que	más	favorezca	al	autor.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	derecho	de	autor	comprende	facultades	de
orden	moral	 y	 de	 orden	 patrimonial.	 “El	 artículo	 4°	 de	 la	 Decisión	 351
concordado	con	el	artículo	4°	del	Decreto	Legislativo	Nº	822	reconoce	entre
las	obras	protegidas	por	el	derecho	de	autor	a	las	obras	cinematográficas	y
demás	 obras	 audiovisuales	 expresadas	 por	 cualquier	 procedimiento.	 El
autor	 tiene,	 por	 el	 solo	 hecho	 de	 la	 creación,	 un	 derecho	 exclusivo	 y
oponible	a	todos	que	comprende	facultades	de	orden	moral	y	patrimonial”.
(R.	891-1999-TRI-SPI.	15.07.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 5°.—Obras	 protegidas.	 Están	 comprendidas	 entre	 las	 obras
protegidas	las	siguientes:
a)	 Las	 obras	 literarias	 expresadas	 en	 forma	 escrita,	 a	 través	 de	 libros,
revistas,	folletos	u	otros	escritos.
b)	 Las	 obras	 literarias	 expresadas	 en	 forma	 oral,	 tales	 como	 las
conferencias,	alocuciones	y	sermones	o	las	explicaciones	didácticas.
c)	Las	composiciones	musicales	con	letra	o	sin	ella.
d)	 Las	 obras	 dramáticas,	 dramático-musicales,	 coreográficas,
pantomímicas	y	escénicas	en	general.
e)	Las	obras	audiovisuales.
f)	Las	obras	de	artes	plásticas,	 sean	o	no	aplicadas,	 incluidos	 los	bocetos,
dibujos,	pinturas,	esculturas,	grabados	y	litografías.
g)	Las	obras	de	arquitectura.
h)	Las	obras	fotográficas	y	las	expresadas	por	un	procedimiento	análogo	a
la	fotografía.
i)	 Las	 ilustraciones,	 mapas,	 croquis,	 planos,	 bosquejos	 y	 obras	 plásticas
relativas	a	la	geografía,	la	topografía,	la	arquitectura	o	las	ciencias.
j)	 Los	 lemas	 y	 frases	 en	 la	 medida	 que	 tengan	 una	 forma	 de	 expresión
literaria	o	artística,	con	características	de	originalidad.
k)	Los	programas	de	ordenador.
l)	 Las	 antologías	 o	 compilaciones	de	 obras	diversas	 o	de	 expresiones	del
folklore,	 y	 las	 bases	 de	 datos,	 siempre	 que	 dichas	 colecciones	 sean
originales	 en	 razón	 de	 la	 selección,	 coordinación	 o	 disposición	 de	 su
contenido.
m)	Los	artículos	periodísticos,	 sean	o	no	sobre	sucesos	de	actualidad,	 los
reportajes,	editoriales	y	comentarios.
n)	En	general,	toda	otra	producción	del	intelecto	en	el	dominio	literario	o
artístico,	que	 tenga	características	de	originalidad	y	sea	susceptible	de	ser
divulgada	o	reproducida	por	cualquier	medio	o	procedimiento,	conocido	o
por	conocerse.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 protección	 de	 las	 fotografías	 en	 la
legislación	nacional.	“(...)	La	fotografía	es	una	imagen	fija	producida	sobre
una	 superficie	 sensible	 a	 la	 luz	 o	 a	 otra	 radiación,	 cualquiera	 que	 sea	 la
naturaleza	 técnica	 del	 procedimiento	 (químico	 electrónico,	 etc.)	 utilizado
para	realizar	la	imagen.	(...).
Como	 cualquier	 otra	 forma	 de	manifestación	 susceptible	 de	 tutela	 por	 el
derecho	de	autor,	la	forma	de	expresión	debe	contener	elementos	creativos,
es	decir,	con	suficientes	características	de	individualidad,	y	la	fotografía	no
constituye	 una	 excepción.	 En	 tal	 sentido,	 la	 sala	 considera	 que	 la
originalidad	 en	 una	 fotografía	 debe	 circunscribirse	 a	 la	 originalidad	 de
cualquier	 obra,	 de	 acuerdo	 a	 los	 presupuestos	 anteriormente	 expresados.
(...).
En	 consecuencia,	 no	 cualquier	 fotografía	 puede	 ser	 objeto	 de	 protección
por	el	derecho	de	autor.
La	sala	conviene	en	señalar	que	el	artículo	3°	inciso	c)	del	Reglamento	de
Inscripciones	en	el	Registro	Nacional	de	Derechos	de	Autor	dispone	que	no
podrán	 ser	 objeto	 de	 registro	 las	 fotografías	 que	 se	 limiten	 a	 simples
reproducciones	de	personas,	de	cosas,	o	de	objetos	ya	existentes	o	muestren
un	mero	 carácter	 documental.	 En	 tal	 sentido,	 para	 que	 una	 fotografía	 sea
protegible	por	la	Ley	de	derechos	de	autor	debe	tener	elementos	creativos
individuales	que	permitan	 identificar	 la	parte	de	 la	personalidad	del	autor
que	éste	ha	plasmado	en	su	creación	y	así	permitir	su	distinción	respecto	de
cualquier	otra	fotografía.	Atendiendo	a	ello,	una	fotografía	para	ser	obra	no
puede	constituir	sólo	una	simple	reproducción	de	objetos	ya	existentes.
Debe	tenerse	en	cuenta	que	algunas	veces	el	tomar	una	fotografía	implica
el	 desarrollo	 del	 talento	 del	 fotógrafo,	 ya	 que	 es	 él	 quien	 selecciona	 el
material	 sensible	 que	 va	 a	 utilizar,	 observa,	 elige	 el	 motivo,	 encuadra	 o
compone	la	imagen,	busca	el	ángulo	preciso,	la	perspectiva,	mide	la	luz,	elige
el	 tipo	de	película,	prepara	 la	cámara	fotográfica	(velocidad	y	apertura	del
objetivo)	y	dispara,	una	y	otra	vez,	desde	el	mismo	ángulo	o	desde	distintos.
En	 este	 contexto	 se	 puede	 afirmar	 que	 la	 originalidad	 en	 las	 fotografías
puede	 radicar,	 por	 un	 lado,	 en	 el	 encuadre	 o	 en	 la	 composición	 o	 en
cualquier	otro	elemento	importante	de	la	imagen	(juego	de	luz,	perspectiva,
combinación	de	tonalidades)	de	la	fotografía	o	de	la	toma	fotográfica;	y,	por
otro	 lado,	 en	 la	 fase	de	 su	ejecución,	 ello	en	 la	medida	que	 la	originalidad
puede	radicar	en	el	procedimiento	de	revelado	de	la	película,	fotomontajes,
retoques,	 etc.”	 (Indecopi,	 R.	 1349-2001/TPI-Indecopi,	 oct.	 03/2001.	 Pres.
Muñoz	Nájar)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	obra	fotográfica	se	protege	como	derecho
de	 autor	 y	 la	 simple	 fotografía	 se	 protege	 como	 derecho	 conexo.	 “El
artículo	5°	inciso	h	de	la	Ley	de	Derechos	de	Autor	reconoce	una	protección
a	 las	 fotografías,	siempre	que	reúnan	 las	características	de	obras,	es	decir,
que	cumplan	con	el	requisito	de	originalidad	y	que	puedan	ser	susceptibles
de	 ser	 reproducidas	 por	 cualquier	 medio	 conocido	 o	 por	 conocerse,	 en
álbumes,	 catálogos,	 CD,	 etc.	 Al	 respecto,	 Delia	 Lipszyc	 (...)	 establece:	 ‘Las
fotografías	 que	 representan	 alguna	 originalidad	 en	 el	 encuadre	 o	 en	 la
composición	 o	 en	 cualquier	 otro	 elemento	 importante	 de	 la	 imagen,	 sin
lugar	 a	dudas	 son	 acreedoras,	 al	 igual	 que	 las	demás	obras	 artísticas,	 a	 la
protección	 del	 derecho	 de	 autor	 (...)’.	 Pero	 no	 todas	 las	 fotografías
constituyen	 obras	 protegidas	 por	 el	 derecho	 de	 autor,	 pues	 existen
fotografías	en	las	cuales	el	fotógrafo	o	el	aficionado	no	han	hecho	más	que
enfocar	y	disparar.	Al	respecto,	Ricardo	Antequera	Parilli	 (...)	señala:	 ‘Pero
es	posible,	al	 igual	que	con	 las	simples	grabaciones	audiovisuales,	que	una
fijación	 fotográfica	 no	 tenga	 características	 creativas	 (e,	 incluso,	 que	 por
venturas	 de	 la	 casualidad	 pueda	 captar	 un	 acontecimiento	 importante),
pero	 sea	 susceptible	 de	 tener	 un	 valor	 económico	 apreciable	 y	 cuya
explotación	 libre	 y	 gratuita	 por	 terceros	 tendría	 las	 características	 de	 un
enriquecimiento	 injusto	 en	perjuicio	 de	 quien	 realizó	 la	 fijación.	De	 allí	 la
posibilidad	de	reconocer,	en	el	marco	de	los	derechos	conexos,	un	derecho
exclusivo	 de	 explotación,	 por	 un	 tiempo	 determinado,	 al	 que	 realice	 una
fotografía	 (u	otra	 fijación	obtenida	por	un	procedimiento	análogo)	que	no
tenga	 el	 carácter	 de	 obra	 conforme	 a	 la	 definición	 legal	 (...)’.	 En
concordancia	 con	 lo	 anteriormente	 expuesto,	 el	 artículo	 144	 de	 la	 Ley	 de
Derechos	de	Autor,	Decreto	Legislativo	Nº	822,	reconoce	un	derecho	conexo
al	 productor	 de	 la	 fotografía	 que	 no	 constituye	 obra	 en	 los	 términos
reconocidos	 a	 los	 autores	 fotográficos.	 La	 protección	 brindada	 a	 la	 obra
fotográfica	 y	 a	 la	 mera	 fotografía	 se	 justifican	 en	 tanto	 sean	 creaciones
intelectuales	o	 esfuerzo	del	productor,	 ello	 sin	 importar	 el	 objeto	o	 sujeto
plasmado	en	la	obra	o	producción,	dado	que	el	derecho	de	autor	o	derecho
conexo	protege	única	y	exclusivamente	la	obra	o	la	producción	en	sí	misma.
Generalmente	 en	 la	 creación	 de	 las	 fotografías	 o	 meras	 fotografías	 se
involucra	y	se	utiliza	 la	 imagen	o	forma	externa	de	 las	personas	u	objetos.
Con	 relación	 a	 este	 punto	 debemos	 considerar	 que	 el	 registro	 de	 la
fotografía	o	mera	fotografía	no	involucra	la	autorización	para	la	explotación
económica	de	 las	 imágenes	o	 formas	externas	plasmadas,	así	como	la	 falta
de	autorización	de	la	persona	retratada	no	implicará	que	la	mera	fotografía
deje	de	ser	reconocida	y	protegida	por	el	derecho	de	autor.	Ello	por	cuanto
el	derecho	de	autor	como	los	otros	derechos	reconocidos	a	las	personas	se
encuentran	perfectamente	delimitados	por	las	leyes	y	porque	el	ejercicio	de
un	derecho	se	encuentra	supeditado	y	limitado	por	el	derecho	de	terceros”.
(R.	003-1999-ODA-Indecopi.	18.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	obra	fotográfica	se	protege	como	derecho
de	 autor	 y	 la	 simple	 fotografía	 se	 protege	 como	 derecho	 conexo.
“Generalmente	 en	 la	 creación	 de	 las	 fotografías	 o	 meras	 fotografías	 se
involucra	y	se	utiliza	 la	 imagen	o	forma	externa	de	 las	personas	u	objetos.
Con	 relación	 a	 este	 punto	 debemos	 considerar	 que	 el	 registro	 de	 la
fotografía	o	mera	fotografía	no	involucra	la	autorización	para	la	explotación
económica	de	 las	 imágenes	o	 formas	externas	plasmadas,	así	como	la	 falta
de	autorización	de	la	persona	retratada	no	implicará	que	la	mera	fotografía
deje	de	ser	reconocida	y	protegida	por	el	derecho	de	autor.	Ello	por	cuanto
el	derecho	de	autor	como	los	otros	derechos	reconocidos	a	las	personas	se
encuentran	perfectamente	delimitados	por	las	leyes	y	porque	el	ejercicio	de
un	derecho	se	encuentra	supeditado	y	limitado	por	el	derecho	de	terceros”.
(R.	Nº	003-1999-ODA-Indecopi.	18.01.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 6°.—Otras	 obras	 derivadas	 protegidas.	 Sin	 perjuicio	 de	 los
derechos	 que	 subsistan	 sobre	 la	 obra	 originaria	 y	 de	 la	 correspondiente
autorización,	 son	 también	 objeto	 de	 protección	 como	 obras	 derivadas
siempre	que	revistan	características	de	originalidad:
a)	Las	traducciones,	adaptaciones.
b)	Las	revisiones,	actualizaciones	y	anotaciones.
c)	Los	resúmenes	y	extractos.
d)	Los	arreglos	musicales.
e)	 Las	 demás	 transformaciones	 de	 una	 obra	 literaria	 o	 artística	 o	 de
expresiones	del	folklore.
D.	Leg.	822.
ART.	 7°.—Título	 de	 la	 obra.	 El	 título	 de	 una	 obra,	 cuando	 sea	 original,
queda	protegido	como	parte	de	ella.
JURISPRUDENCIA.—La	obra	debe	ser	original	para	gozar	de	protección.
“La	controversia	se	suscita	por	un	supuesto	uso	indebido	de	la	frase	(...)	que
el	demandante	reputa	de	su	propiedad,	habiéndose	inscrito	en	la	Sociedad
de	Autores	y	Compositores	Peruanos	como	autor	de	la	misma,	no	obstante
ésta,	de	acuerdo	al	informe	emitido	por	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	del
Indecopi	 (...),	 se	 desprende	 que	 no	 se	 encuentra	 comprendido	 bajo	 los
alcances	del	artículo	7°	del	Decreto	Legislativo	Nº	822	por	no	ser	original
por	 propias	 características	 para	 distinguirse	 de	 cualquier	 otro	 del	mismo
género”.	 (Exp.	64952-1997,	R.	 06.08.99,	 Sala	de	Procesos	Abreviados	y	de
Conocimiento)
D.	Leg.	822.
ART.	 8°.—Protección	 de	 la	 forma	 de	 expresión.	 Está	 protegida
exclusivamente	 la	 forma	de	expresión	mediante	 la	 cual	 las	 ideas	del	autor
son	descritas,	explicadas,	ilustradas	o	incorporadas	a	las	obras.
D.	Leg.	822.
ART.	9°.—No	son	protegibles.	No	son	objeto	de	protección	por	el	derecho
de	autor:
a)	 Las	 ideas	 contenidas	 en	 las	 obras	 literarias	 o	 artísticas,	 los
procedimientos,	métodos	de	operación	o	conceptos	matemáticos	en	sí,	 los
sistemas	o	 el	 contenido	 ideológico	 o	 técnico	de	 las	 obras	 científicas,	 ni	 su
aprovechamiento	industrial	o	comercial.
b)	Los	 textos	oficiales	de	 carácter	 legislativo,	 administrativo	o	 judicial,	ni
las	 traducciones	 oficiales	 de	 los	mismos,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 obligación	 de
respetar	los	textos	y	citar	la	fuente.
c)	Las	noticias	del	día,	pero,	en	caso	de	reproducción	textual,	deberá	citarse
la	fuente	de	donde	han	sido	tomadas.
d)	Los	simples	hechos	o	datos.
TÍTULO	II
DE	LOS	TITULARES	DE	DERECHOS
D.	Leg.	822.
ART.	10.—Autor:	titular	originario.	El	autor	es	el	titular	originario	de	los
derechos	 exclusivos	 sobre	 la	 obra,	 de	 orden	 moral	 y	 patrimonial,
reconocidos	por	la	presente	ley.
Sin	 embargo,	 de	 la	 protección	 que	 esta	 ley	 reconoce	 al	 autor	 se	 podrán
beneficiar	otras	personas	naturales	o	 jurídicas,	 en	 los	 casos	expresamente
previstos	en	ella.
D.	Leg.	822.
ART.	 11.—Presunción	 de	 autoría.	 Se	 presume	 autor,	 salvo	 prueba	 en
contrario,	a	 la	persona	natural	que	aparezca	 indicada	como	 tal	en	 la	obra,
mediante	su	nombre,	firma	o	signo	que	lo	identifique.
D.	Leg.	822.
ART.	 12.—Ejercicio	 de	 los	 derechos	 sobre	 la	 obra	 anónima	 o	 bajo
seudónimo.	 Cuando	 la	 obra	 se	 divulgue	 en	 forma	 anónima	 o	 bajo
seudónimo,	el	ejercicio	de	los	derechos	corresponderá	a	la	persona	natural
o	jurídica	que	la	divulgue	con	el	consentimiento	del	autor,	mientras	éste	no
revele	 su	 identidad	 y	 justifique	 su	 calidad	 de	 tal,	 caso	 en	 que	 quedarán	 a
salvo	los	derechos	ya	adquiridos	por	terceros.
D.	Leg.	822.
ART.	 13.—Titularidad	 de	 las	 obras	 derivadas.	 El	 autor	 de	 la	 obra
derivada	 es	 el	 titular	 de	 los	 derechos	 sobre	 su	 aporte,	 sin	 perjuicio	 de	 la
protección	de	los	autores	de	las	obras	originarias	empleadas	para	realizarla.
D.	Leg.	822.
ART.	 14.—Coautores:	 titulares	 originarios.	 Los	 coautores	 de	 una	 obra
creada	en	colaboración	serán	conjuntamente	los	titulares	originarios	de	los
derechos	 morales	 y	 patrimoniales	 sobre	 la	 misma,	 y	 deberán	 ejercer	 sus
derechos	de	común	acuerdo.
Cuando	 los	 aportes	 sean	 divisibles	 o	 la	 participación	 de	 cada	 uno	 de	 los
coautores	 pertenezca	 a	 géneros	 distintos,	 cada	 uno	 de	 ellos	 podrá,	 salvo
pacto	 en	 contrario,	 explotar	 separadamente	 su	 contribución	 personal,
siempre	que	no	perjudique	la	explotación	de	la	obra	común.
En	caso	de	desacuerdo	las	partes	podrán	acudir	a	la	Oficina	de	Derechos	de
Autor,	 la	 cual	 emitirá	 resolución	 en	 el	 término	 de	 quince	 (15)	 días
convocando	previamente	 a	una	 junta	de	 conciliación.	Contra	 la	 resolución
que	resuelve	el	desacuerdo	entre	las	partes	podrá	interponerse	únicamente
recurso	 de	 apelación	 dentro	 de	 los	 cinco	 (5)	 días	 siguientes	 a	 su
notificación,	el	cual	deberá	ser	resuelto	en	el	plazo	de	quince	(15)	días.
D.	Leg.	822.
ART.	 15.—Titularidad	 de	 la	 obra	 colectiva.	 En	 la	 obra	 colectiva	 se
presume,	 salvo	 prueba	 en	 contrario,	 que	 los	 autores	 han	 cedido	 en	 forma
ilimitada	 y	 exclusiva	 la	 titularidad	 de	 los	 derechos	 patrimoniales	 a	 la
persona	natural	o	 jurídica	que	 la	publica	o	divulga	con	su	propio	nombre,
quien	queda	igualmente	facultada	para	ejercer	los	derechos	morales	sobre
la	obra.
D.	Leg.	822.
ART.	16.—Titularidad	de	las	obras	creadas	bajo	relación	laboral	o	por
encargo.	 Salvo	 lo	 dispuesto	 para	 las	 obras	 audiovisuales	 y	 programas	 de
ordenador,	en	las	obras	creadas	en	cumplimiento	de	una	relación	laboral	o
en	ejecución	de	un	contrato	por	encargo,	la	titularidad	de	los	derechos	que
puedan	ser	transferidos	se	regirá	por	lo	pactado	entre	las	partes.
A	 falta	 de	 estipulación	 contractual	 expresa,	 se	 presume	que	 los	 derechos
patrimoniales	 sobre	 la	 obra	 han	 sido	 cedidos	 al	 patrono	 o	 comitente	 en
forma	no	exclusiva	y	en	la	medida	necesaria	para	sus	actividades	habituales
en	la	época	de	la	creación,	lo	que	implica,	igualmente,	que	el	empleador	o	el
comitente,	según	corresponda,	cuentan	con	la	autorización	para	divulgar	la
obra	 y	 defender	 los	 derechos	 morales	 en	 cuanto	 sea	 necesario	 para	 la
explotación	de	la	misma.
C.	C.
ART.	 1354.—Las	 partes	 pueden	 determinar	 libremente	 el	 contenido	 del
contrato,	 siempre	 que	 no	 sea	 contrario	 a	 norma	 legal	 de	 carácter
imperativo.
C.	C.
ART.	 1771.—Por	 el	 contrato	 de	 obra	 el	 contratista	 se	 obliga	 a	 hacer	 una
obra	determinada	y	el	comitente	a	pagarle	una	retribución.
D.	Leg.	822.
ART.	17.—Titularidad	de	las	obras	creadas	en	la	sociedad	conyugal.	En
la	sociedad	conyugal	cada	cónyuge	es	titular	de	las	obras	creadas	por	cada
uno	de	ellos	sobre	los	que	conservarán	respectivamente	en	forma	absoluta
su	derecho	moral,	pero	los	derechos	pecuniarios	hechos	efectivos	durante	el
matrimonio	 tendrán	 el	 carácter	 de	 bienes	 comunes	 salvo	 régimen	 de
separación	de	patrimonios.
TÍTULO	III
DEL	CONTENIDO	DEL	DERECHO	DE	AUTOR
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
D.	Leg.	822.
ART.	 18.—Titularidad	 originaria	 sobre	 la	 obra.	 El	 autor	 de	 una	 obra
tiene	por	el	solo	hecho	de	la	creación	la	titularidad	originaria	de	un	derecho
exclusivo	y	oponible	a	 terceros,	que	 comprende,	 a	 su	vez,	 los	derechos	de
orden	moral	y	patrimonial	determinados	en	la	presente	ley.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Alcances	 de	 los	 derechos	 de	 autor.	 “El	 autor
tiene,	 por	 el	 solo	 hecho	de	 la	 creación,	 un	derecho	 exclusivo	 y	 oponible	 a
todos,	 que	 comprende	 facultades	 de	 orden	moral	 y	 patrimonial”.	 (R.	 027-
1999-TRI-SPI.	18.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Cualquier	 vulneración	 o	 afectación	 a	 los
derechos	 morales	 o	 patrimoniales	 califica	 como	 infracción	 a	 los
derechos	 de	 autor.	 “(...)	 De	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 18	 del
Decreto	Legislativo	822,	el	autor	de	una	obra	tiene	por	el	sólo	hecho	de	la
creación	 la	 titularidad	 originaria	 de	 un	 derecho	 exclusivo	 y	 oponible	 a
terceros,	 que	 comprende,	 a	 su	 vez,	 los	 derechos	 de	 orden	 moral	 y
patrimonial	determinados	en	la	presente	ley.
Se	 considera	 una	 infracción	 a	 Ley	 de	 Derechos	 de	 Autor	 cualquier
vulneración	o	afectación	a	los	derechos	morales	o	patrimoniales	que	tiene	el
autor	sobre	su	obra.
El	artículo	37	del	Decreto	Legislativo	822	establece	que	siempre	que	la	Ley
no	 dispusiere	 expresamente	 lo	 contrario,	 es	 ilícita	 toda	 reproducción,
comunicación,	distribución,	o	cualquier	otra	modalidad	de	explotación	de	la
obra,	en	forma	total	o	parcial,	que	se	realice	sin	el	consentimiento	previo	y
escrito	del	titular	del	derecho	de	autor.”	(TDC,	R.	0844-2004/TPI-Indecopi,
set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Limitaciones	al	derecho	de	autor:	el	derecho	a
la	 cultura,	 a	 la	 educación	 y	 la	 libertad	 de	 expresión.	 “(...)	 hay	 quienes
señalan	que	el	derecho	de	autor	atenta	contra	el	derecho	a	 la	cultura,	a	 la
educación	y	la	libertad	de	expresión	u	opinión.
La	sala	conviene	en	señalar	que	así	como	la	Constitución	Política	del	Perú
reconoce	 como	 un	 derecho	 fundamental	 de	 toda	 persona	 la	 libertad	 de
creación	intelectual,	artísticas,	técnicas	y	científicas,	también	considera	con
un	derecho	humano	la	libertad	de	información	y	acceso	a	la	cultura.
La	protección	al	derecho	de	autor	no	restringe	ni	prohíbe	el	ejercicio	de	la
libertad	de	expresión.	Todos	pueden	expresar	libremente	lo	que	piensan	u
opinan	sobre	cualquier	tema,	salvo	que	esté	prohibido	por	atentar	contra	el
orden	público	(por	ejemplo:	apología	al	terrorismo).	La	forma	de	expresión
que	 se	 emplee	 para	 transmitir	 el	 pensamiento,	 si	 tiene	 rasgos	 de
originalidad,	 constituirá	 una	 obra	 objeto	 de	 protección	 por	 el	 derecho	 de
autor.	 El	 conflicto	 surge	 cuando	 para	 expresar	 una	 opinión	 se	 utilizan	 las
obras	de	terceros,	puesto	que,	por	un	 lado,	está	 la	 libertad	de	expresión	y,
de	 otro	 lado,	 el	 derecho	 del	 titular	 del	 derecho	 de	 autor	 de	 autorizar	 la
explotación	de	su	obra	y	obtener	una	remuneración	por	su	explotación.
El	que	el	autor	o	titular	de	una	obra	pretenda	obtener	una	retribución	por
la	 explotación	 de	 su	 obra	 no	 puede	 ser	 considerado	 una	 vulneración	 al
derecho	a	la	cultura	o	a	la	educación,	puesto	que	la	protección	del	derecho
de	autor	no	prohíbe	 la	 libre	explotación	y	difusión	de	 las	 ideas	contenidas
en	las	obras,	además	debe	tenerse	en	cuenta	que	las	regalías	por	el	derecho
de	autor	constituyen	un	porcentaje	muy	bajo	del	precio	de	venta	al	público
de	las	obras.	(...).
Teniendo	 en	 consideración	 lo	 expuesto,	 se	 ha	 buscado	 un	 punto	 de
equilibrio	 entre	 las	 normas	 del	 derecho	 autor	 y	 el	 interés	 público	 a	 la
información	 y	 acceso	 a	 la	 cultura,	 de	 tal	 forma	que	 el	 ejercicio	 de	 uno	no
implique	 una	 afectación	 considerable	 al	 legítimo	 ejercicio	 del	 otro.	 (...)”
(TDC,	R.	0844-2004/TPI-Indecopi,	set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
D.	Leg.	822.
ART.	19.—Enajenación	del	soporte	material.	La	enajenación	del	soporte
material	 que	 contiene	 la	 obra,	 no	 implica	 ninguna	 cesión	 de	 derechos	 en
favor	 del	 adquirente,	 salvo	 estipulación	 contractual	 expresa	 o	 disposición
legal	en	contrario.
C.	C.
ART.	 947.—La	 transferencia	 de	 propiedad	 de	 una	 cosa	 mueble
determinada	 se	 efectúa	 con	 la	 tradición	 a	 su	 acreedor,	 salvo	 disposición
legal	diferente.
D.	Leg.	822.
ART.	20.—Protección	de	las	obras	derivadas	creadas	en	base	a	obras
de	dominio	público.	El	derecho	de	autor	 sobre	 las	 traducciones	y	demás
obras	derivadas,	puede	existir	aun	cuando	las	obras	originarias	estén	en	el
dominio	 público,	 pero	 no	 entraña	 ningún	 derecho	 exclusivo	 sobre	 dichas
creaciones	originarias,	de	manera	que	el	autor	de	la	obra	derivada	no	puede
oponerse	 a	 que	 otros	 traduzcan,	 adapten,	 modifiquen	 o	 compendien	 las
mismas	obras	originarias,	siempre	que	sean	trabajos	originales	distintos	del
suyo.
C.	C.
ART.	 948.—Quien	 de	 buena	 fe	 y	 como	 propietario	 recibe	 de	 otro	 la
posesión	de	una	cosa	mueble,	adquiere	el	dominio,	aunque	el	enajenante	de
la	posesión	carezca	de	facultad	para	hacerlo.	Se	exceptúan	de	esta	regla	los
bienes	perdidos	y	los	adquiridos	con	infracción	de	la	ley	penal.
CAPÍTULO	II
DE	LOS	DERECHOS	MORALES
D.	Leg.	822.
ART.	21.—Características	y	transmisión	del	ejercicio	a	herederos.	Los
derechos	 morales	 reconocidos	 por	 la	 presente	 ley,	 son	 perpetuos,
inalienables,	inembargables,	irrenunciables	e	imprescriptibles.
A	 la	 muerte	 del	 autor,	 los	 derechos	 morales	 serán	 ejercidos	 por	 sus
herederos,	mientras	la	obra	esté	en	dominio	privado,	salvo	disposición	legal
en	contrario.
C.	C.
ART.	 3°.—Toda	 persona	 tiene	 el	 goce	 de	 los	 derechos	 civiles,	 salvo	 las
excepciones	expresamente	establecidas	por	ley.
C.	C.
ART.	734.—La	institución	de	heredero	o	legatario	debe	recaer	en	persona
cierta,	designada	de	manera	indubitable	por	el	testador,	salvo	lo	dispuesto
en	el	artículo	763,	y	ser	hecha	sólo	en	testamento.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 derechos	 morales	 son	 perpetuos,
inalienables,	 inembargables,	 irrenunciables	 e	 imprescriptibles.	 “Los
derechos	morales,	de	conformidad	al	artículo	21	del	Decreto	Legislativo	Nº
822	 concordado	 con	 el	 artículo	 11	 de	 la	 Decisión	 351	 de	 la	 Comunidad
Andina	 de	 Naciones,	 son	 perpetuos,	 inalienables,	 inembargables,
irrenunciables	e	imprescriptibles,	mientras	que	los	derechos	patrimoniales
duran	 toda	 la	 vida	 del	 autor	 y	 70	 años	 después	 de	 su	 fallecimiento
cualquiera	que	sea	el	país	de	origen	de	 la	obra;	 transcurrido	este	plazo	de
duración,	la	obra	pasa	a	dominio	público	y,	en	consecuencia,	al	patrimonio
cultural	 común.	 Esto	 implica	 que	 la	 obra	 puede	 ser	 objeto	 de	 explotación
económica	 por	 cualquier	 persona	 sin	 necesidad	 de	 contar	 con	 la
autorización	previa	y	escrita,	siempre	y	cuando	se	respete	la	paternidad	y	la
integridad	 de	 la	 obra.	 Entre	 los	 derechos	morales	 tenemos	 el	 derecho	 de
paternidad	 y	 el	 derecho	 de	 integridad”.	 (R.	 097-1999-ODA-Indecopi.
07.05.99)
D.	Leg.	822.
ART.	22.—Derechos	morales.	Son	derechos	morales:
a)	El	derecho	de	divulgación.
b)	El	derecho	de	paternidad.
c)	El	derecho	de	integridad.
d)	El	derecho	de	modificación	o	variación.
e)	El	derecho	de	retiro	de	la	obra	del	comercio.
f)	El	derecho	de	acceso.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 derechos	 morales	 del	 autor.	 “Las
facultades	de	carácter	personal	concernientes	a	la	tutela	de	la	personalidad
del	 autor	 en	 relación	 con	 su	 obra	 destinadas	 a	 garantizar	 intereses
intelectuales	 están	 contenidas	 en	 el	 artículo	 11	 de	 la	 Decisión	 351
concordado	 con	 el	 artículo	 22	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 822”.	 (R.	 027-
1999-TRI-SPI.	18.01.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 23.—Derecho	 de	 divulgación.	 Por	 el	 derecho	 de	 divulgación,
corresponde	al	autor	la	facultad	de	decidir	si	su	obra	ha	de	ser	divulgada	y
en	qué	forma.	En	el	caso	de	mantenerse	inédita,	el	autor	podrá	disponer,	por
testamento	o	por	otra	manifestación	escrita	de	su	voluntad,	que	la	obra	no
sea	 publicada	 mientras	 esté	 en	 el	 dominio	 privado,	 sin	 perjuicio	 de	 lo
establecido	 en	 el	 Código	 Civil	 en	 lo	 referente	 a	 la	 divulgación	 de	 la
correspondencia	epistolar	y	las	memorias.
El	derecho	de	autor	a	disponer	que	su	obra	se	mantenga	en	forma	anónima
o	 seudónima,	 no	 podrá	 extenderse	 cuando	 ésta	 haya	 caído	 en	 el	 dominio
público.
C.	C.
ART.	16.—La	 correspondencia	 epistolar,	 las	 comunicaciones	de	 cualquier
género	o	las	grabaciones	de	la	voz,	cuando	tengan	carácter	confidencial	o	se
refieran	 a	 la	 intimidad	 de	 la	 vida	 personal	 y	 familiar,	 no	 pueden	 ser
interceptadas	o	divulgadas	 sin	el	 asentimiento	del	 autor	y,	 en	 su	 caso,	del
destinatario.	 La	 publicación	 de	 las	 memorias	 personales	 o	 familiares,	 en
iguales	circunstancias,	requiere	la	autorización	del	autor.
Muertos	 el	 autor	 o	 el	 destinatario,	 según	 los	 casos,	 corresponde	 a	 los
herederos	 el	derecho	de	otorgar	 el	 respectivo	asentimiento.	 Si	no	hubiese
acuerdo	entre	los	herederos,	decidirá	el	juez.
La	 prohibición	 de	 la	 publicación	 póstuma	 hecha	 por	 el	 autor	 o	 el
destinatario	no	puede	extenderse	más	allá	de	cincuenta	años	a	partir	de	su
muerte.
C.	C.
ART.	18.—Los	derechos	del	autor	o	del	inventor,	cualquiera	sea	la	forma	o
modo	de	expresión	de	su	obra,	gozan	de	protección	jurídica	de	conformidad
con	la	ley	de	la	materia.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Alcances	 del	 derecho	 de	 divulgación.
“Conservar	la	obra	inédita	o	divulgarla:	es	el	derecho	del	autor	a	decidir	si
su	obra	será	accesible	al	público	o,	por	el	contrario,	impedir	que	se	conozca
su	contenido”.	(R.	027-1999-TRI-SPI.	18.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Derechos	que	comprende	el	derecho	de	autor.
“(…)	El	autor	tiene,	por	el	solo	hecho	de	la	creación,	un	derecho	exclusivo	y
oponible	a	todos,	que	comprende	facultades	de	orden	moral	y	patrimonial.
3.1.	En	relación	a	los	derechos	morales
Las	 facultades	 de	 carácter	 personal	 concernientes	 a	 la	 tutela	 de	 la
personalidad	 del	 autor	 en	 relación	 con	 su	 obra	 destinada	 a	 garantizar
intereses	intelectuales	están	contenidas	en	el	artículo	11	de	la	Decisión	351
concordado	 con	 el	 artículo	 22	 del	 Decreto	 Legislativo	 822	 y	 comprenden,
entre	otros,	los	siguientes	derechos:
a)	Del	derecho	de	divulgación
(…)	El	 autor	 es	 la	única	persona	que	 tiene	el	derecho	a	divulgar	 su	obra,
sólo	 a	 él	 le	 corresponde	 determinar	 cuándo	 considera	 que	 su	 obra	 es	 lo
suficientemente	 satisfactoria	 como	para	 comunicarla	 y	 someterla	 al	 juicio
del	público.
Atendiendo	 a	 lo	 expuesto,	 se	 advierte	 que	 el	 ejercicio	 de	 este	 derecho
implica	 necesariamente	 que	 la	 obra	 aún	 no	 haya	 puesta	 a	 disposición	 del
público,	es	decir	que	sea	inédita.
De	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 822,	 el	 ejercicio	 del
derecho	de	divulgación	implica	más	que	el	sólo	decidir	si	la	obra	es	puesta	a
disposición	 del	 público.	 (…)”	 (TDC,	 R.	 0844-2004/TPI-Indecopi,	 set.
21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
D.	Leg.	822.
ART.	24.—Derecho	de	paternidad.	Por	el	de	paternidad,	el	autor	tiene	el
derecho	 de	 ser	 reconocido	 como	 tal,	 determinando	 que	 la	 obra	 lleve	 las
indicaciones	correspondientes	y	de	resolver	si	la	divulgación	ha	de	hacerse
con	su	nombre,	bajo	seudónimo	o	signo,	o	en	forma	anónima.
C.	C.
ART.	32.—El	seudónimo,	cuando	adquiere	la	importancia	del	nombre,	goza
de	la	misma	protección	jurídica	dispensada	a	éste.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Por	el	derecho	de	paternidad	el	autor	 puede
exigir	 la	 mención	 de	 su	 nombre	 o	 seudónimo.	 “El	 derecho	 moral	 de
paternidad	consiste	en	la	facultad	que	tiene	el	autor	a	ser	reconocido	como
creador	 de	 la	 obra,	 lo	 que	 implica	 el	 derecho	 a	 exigir	 la	 mención	 de	 su
nombre	o	seudónimo”.	(R.	097-1999-ODA-Indecopi.	07.05.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Alcances	 del	 derecho	 de	 paternidad.
“Reivindicar	la	paternidad	de	la	obra	en	cualquier	momento:	es	el	derecho
del	autor	a	que	se	reconozca	su	condición	de	creador	de	la	obra,	es	decir,	el
derecho	a	que	se	mencione	su	nombre.	La	mención	del	autor	debe	hacerse
en	la	forma	como	él	ha	elegido.	Ello	incluye	el	seudónimo	y	el	anónimo”.	(R.
027-1999-TRI-SPI.	18.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 derecho	 de	 paternidad,	 el	 derecho	 de	 ser
reconocido	como	autor.	“11	de	La	Decisión	Andina	351,	señala	que	por	el
derecho	de	paternidad	‘el	autor	tiene	el	derecho	de	ser	reconocido	como	tal,
determinando	 que	 la	 obra	 lleve	 las	 indicaciones	 correspondientes	 y	 de
resolverse	si	la	divulgación	ha	de	hacerse	con	su	nombre,	bajo	seudónimo	o
signo,	o	en	forma	anónima’.	Por	ello,	el	autor,	como	titular	originario	de	 la
obra,	tiene	el	derecho	de	decidir	sobre	la	forma	de	divulgación	de	su	obra,
respecto	de	su	calidad	de	autor.
En	consecuencia	el	derecho	de	paternidad	es	el	derecho	del	autor	a	que	se
reconozca	su	condición	de	creador	de	la	obra,	es	decir,	el	derecho	a	que	se
mencione	su	nombre.	La	mención	del	autor	debe	hacerse	en	la	forma	como
él	ha	elegido.	Ello	 incluye	el	seudónimo	y	el	anónimo	(…).”	 (TDC,	R.	0844-
2004/TPI-Indecopi,	set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
D.	Leg.	822.
ART.	25.—Derecho	de	integridad.	Por	el	derecho	de	 integridad,	el	autor
tiene,	incluso	frente	al	adquirente	del	objeto	material	que	contiene	la	obra,
la	 facultad	 de	 oponerse	 a	 toda	 deformación,	 modificación,	 mutilación	 o
alteración	de	la	misma.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 derecho	 moral	 de	 integridad	 permite
oponerse	a	 toda	deformación,	modificación,	mutilación	o	alteración	de
la	 obra.	 “El	 derecho	 moral	 de	 integridad	 permite	 oponerse	 a	 toda
deformación,	modificación,	mutilación	o	alteración	de	la	obra.	La	obra	es	la
exteriorización	de	 la	personalidad	del	 creador	 intelectual,	por	 tanto	existe
un	 interés	 ‘(...)	 del	 autor	 de	 que	 la	 obra	 llegue	 al	 público	 conforme	 fue
creada	 por	 él	 (...)’	 y,	 asimismo,	 ‘(...)	 la	 comunidad	 tiene	 derecho	 a	 que	 los
productos	 de	 la	 actividad	 intelectual	 creativa	 le	 lleguen	 en	 su	 auténtica
expresión’”.	(R.	097-1999-ODA-Indecopi.	07.05/99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Alcances	del	derecho	de	integridad.	“Oponerse
a	 toda	deformación,	mutilación	o	modificación	de	 la	obra:	 la	Decisión	351
(artículo	11	 inciso	 c)	 y	 el	Decreto	Legislativo	Nº	822	 (artículo	25)	 impide
modificaciones	 de	 la	 obra	 en	 tanto	 puedan	 atentar	 contra	 el	 decoro	 de	 la
obra	o	la	reputación	del	autor”.	(R.	027-1999-TRI-SPI.	18.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 derecho	 de	 integridad,	 el	 respeto	 a	 la
personalidad	del	autor	que	se	manifiesta	en	la	obra	y	a	ésta	en	sí	misma.
“(...)	 El	 artículo	 25	 del	 Decreto	 Legislativo	 822	 respecto	 al	 derecho	 de
integridad	señala	que	‘el	autor	tiene,	incluso	frente	al	adquirente	del	objeto
material	que	contiene	la	obra,	 la	 facultad	de	oponerse	a	toda	deformación,
modificación,	mutilación	o	alteración	de	la	misma’.
El	 fundamento	 de	 este	 derecho	 se	 encuentra	 en	 el	 respecto	 debido	 a	 la
personalidad	del	autor	que	se	manifiesta	en	la	obra	y	a	ésta	en	si	misma.	El
autor	 tiene	 el	 derecho	 a	 que	 su	 pensamiento	 no	 sea	 modificado	 o
desnaturalizado,	 y	 la	 comunidad	 tiene	 derecho	 a	 que	 los	 productos	 de	 la
actividad	 intelectual	 creativa	 le	 lleguen	 en	 su	 auténtica	 expresión.	 (...).”
(TDC,	R.	0844-2004/TPI-Indecopi,	set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
D.	Leg.	822.
ART.	 26.—Derecho	 de	 modificación	 o	 variación.	 Por	 el	 derecho	 de
modificación	o	variación,	el	autor	antes	o	después	de	su	divulgación	tiene	la
facultad	 de	 modificar	 su	 obra	 respetando	 los	 derechos	 adquiridos	 por
terceros,	 a	 quienes	 deberá	 previamente	 indemnizar	 por	 los	 daños	 y
perjuicios	que	les	pudiere	ocasionar.
D.	Leg.	822.
ART.	27.—Derecho	de	retiro	de	la	obra	del	comercio.	Por	el	derecho	de
retiro	 de	 la	 obra	 del	 comercio,	 el	 autor	 tiene	 el	 derecho	 de	 suspender
cualquier	 forma	 de	 utilización	 de	 la	 obra,	 indemnizando	 previamente	 a
terceros	los	daños	y	perjuicios	que	pudiere	ocasionar.
Si	 el	 autor	 decide	 reemprender	 la	 explotación	 de	 la	 obra,	 deberá	 ofrecer
preferentemente	 los	 correspondientes	 derechos	 al	 anterior	 titular,	 en
condiciones	razonablemente	similares	a	las	originales.
El	derecho	establecido	en	el	presente	artículo	se	extingue	a	 la	muerte	del
autor.	 Una	 vez	 caída	 la	 obra	 en	 el	 dominio	 público,	 podrá	 ser	 libremente
publicada	o	divulgada,	pero	se	deberá	dejar	constancia	en	este	caso	que	se
trata	de	una	obra	que	el	autor	había	rectificado	o	repudiado.
D.	Leg.	822.
ART.	28.—Derecho	de	acceso.	Por	el	derecho	de	acceso,	el	autor	tiene	 la
facultad	de	acceder	al	ejemplar	único	o	raro	de	 la	obra	cuando	se	halle	en
poder	 de	 otro	 a	 fin	 de	 ejercitar	 sus	 demás	 derechos	 morales	 o	 los
patrimoniales	reconocidos	en	la	presente	ley.
Este	derecho	no	permitirá	exigir	el	desplazamiento	de	las	obras	y	el	acceso
a	 la	 misma	 se	 llevará	 a	 efecto	 en	 el	 lugar	 y	 forma	 que	 ocasionen	 menos
incomodidades	al	poseedor.
D.	Leg.	822.
ART.	29.—Ejercicio	de	los	derechos	de	paternidad	e	integridad	de	las
obras	 de	 dominio	 público.	 En	 resguardo	 del	 patrimonio	 cultural,	 el
ejercicio	 de	 los	 derechos	 de	 paternidad	 e	 integridad	 de	 las	 obras	 que
pertenezcan	 o	 hayan	 pasado	 al	 dominio	 público	 corresponderá
indistintamente	a	los	herederos	del	autor,	al	Estado,	a	la	entidad	de	gestión
colectiva	pertinente	o	a	cualquier	persona	natural	o	jurídica	que	acredite	un
interés	legítimo	sobre	la	obra	respectiva.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 derechos	 de	 paternidad	 e	 integridad	 de
las	obras	de	dominio	público	corresponden	al	Estado.	“El	artículo	1°	del
Decreto	Legislativo	Nº	822	establece	que	la	Ley	de	Derechos	de	Autor	tiene
por	objeto,	entre	otros,	la	salvaguardia	del	acervo	cultural	y	en	el	artículo	29
dispone	que	corresponde	al	Estado,	en	resguardo	del	patrimonio	cultural,	el
ejercicio	 de	 los	 derechos	 de	 paternidad	 e	 integridad	 de	 las	 obras	 que
pertenezcan	o	hayan	pasado	al	dominio	público.	La	oficina	–de	derechos	de
autor	del	Indecopi–,	de	conformidad	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	168	de	la
Ley	de	Derechos	de	Autor,	es	la	autoridad	nacional	competente	responsable
de	 cautelar	 y	 proteger	 administrativamente	 el	 derecho	 de	 autor	 y	 los
derechos	conexos.	Las	obras	del	autor	Vincent	Willen	Van	Gogh	han	pasado
a	 dominio	 público	 y	 forman	 parte	 del	 patrimonio	 cultural	 común;	 en
consecuencia,	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 morales	 de	 paternidad	 e
integridad	corresponden	al	Estado”.	(R.	097-1999-ODA-Indecopi.	07.05.99)
CAPÍTULO	III
DE	LOS	DERECHOS	PATRIMONIALES
D.	Leg.	822.
ART.	 30.—Alcance	 de	 los	 derechos	 patrimoniales.	 El	 autor	 goza	 del
derecho	 exclusivo	 de	 explotar	 su	 obra	 bajo	 cualquier	 forma	 o
procedimiento,	 y	 de	 obtener	 por	 ello	 beneficios,	 salvo	 en	 los	 casos	 de
excepción	legal	expresa.
Incorporado.	 Ley	 29316,	 Art.	 4°.	 El	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 morales,
según	 lo	 establecido	 en	 la	 presente	 norma,	 no	 interfiere	 con	 la	 libre
transferencia	de	los	derechos	patrimoniales.
D.	Leg.	822.
ART.	31.—Formas	de	explotación	de	una	obra.	 El	 derecho	 patrimonial
comprende,	 especialmente,	 el	 derecho	 exclusivo	 de	 realizar,	 autorizar	 o
prohibir:
a)	La	reproducción	de	la	obra	por	cualquier	forma	o	procedimiento.
b)	La	comunicación	al	público	de	la	obra	por	cualquier	medio.
c)	La	distribución	al	público	de	la	obra.
d)	La	traducción,	adaptación,	arreglo	u	otra	transformación	de	la	obra.
e)	 La	 importación	 al	 territorio	 nacional	 de	 copias	 de	 la	 obra	 hechas	 sin
autorización	 del	 titular	 del	 derecho	 por	 cualquier	 medio	 incluyendo
mediante	transmisión.
f)	Cualquier	otra	forma	de	utilización	de	la	obra	que	no	está	contemplada
en	 la	 ley	 como	 excepción	 al	 derecho	 patrimonial,	 siendo	 la	 lista	 que
antecede	meramente	enunciativa	y	no	taxativa.	(,	)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	reproducción	y	la	distribución	son	formas
de	explotación	de	una	obra.	“El	autor	tiene	la	facultad	de	explotar	la	obra
en	cualquier	forma	o	bajo	cualquier	procedimiento,	así	como	de	obtener	de
ello	beneficio.	Las	modalidades	de	explotación	se	encuentran	indicadas	en	el
artículo	 13	 de	 la	 Decisión	 351	 concordado	 con	 el	 artículo	 31	 del	 Decreto
Legislativo	Nº	822	de	manera	ejemplificativa.	Entre	ellas	son	de	destacar	las
referidas	al	derecho	de	reproducción	y	distribución”.	(R.	027-1999-TRI-SPI.
18.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	realización	o	autorización	de	reproducción
es	una	facultad	del	autor.	“Conforme	al	artículo	13	inciso	a)	de	la	Decisión
351	concordado	con	el	artículo	31	inciso	a)	del	Decreto	Legislativo	Nº	822,
el	autor	tiene	el	derecho	exclusivo	de	realizar	o	autorizar	la	reproducción	de
su	 obra	 por	 cualquier	 forma	 o	 procedimiento”.	 (R.	 027-1999-TRI-SPI.
18.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	realización,	autorización	o	prohibición	de
distribución	 es	 una	 facultad	 del	 autor.	 “El	 artículo	 13	 inciso	 c)	 de	 la
Decisión	351	concordado	con	el	artículo	31	inciso	c)	del	Decreto	Legislativo
Nº	822	dispone	que	el	autor	tiene	el	derecho	exclusivo	de	realizar,	autorizar
o	 prohibir	 la	 distribución	 al	 público	 de	 su	 obra	 mediante	 la	 venta,	 el
arrendamiento	o	el	alquiler”.	(R.	027-1999-TRI-SPI.	18.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Facultades	 patrimoniales	 del	 derecho	 de
autor	 son	 de	 contenido	 ilimitado,	 transferibles,	 embargables	 y
temporales.	“Los	derechos	patrimoniales	 otorgan	 –al	 autor	 o	 al	 titular	 de
los	mismos–	la	facultad	de	autorizar	o	prohibir	la	explotación	de	su	obra	y
obtener,	 por	 ello,	 beneficios	 económicos.	 Estos	 derechos	 son	 exclusivos	 y
pueden	oponerse	a	todos,	salvo	excepción	legal;	son	de	contenido	ilimitado
ya	que	 la	 explotación	de	 la	 obra	 se	 puede	 realizar	 bajo	 cualquier	 forma	o
procedimiento,	 siendo,	 cada	una	de	estas	 formas,	 independientes	entre	 sí;
son	 transferibles,	 pues	 pueden	 ser	 objeto	 de	 cesión;	 son	 embargables,	 ya
que	la	autorización	de	la	explotación	implica	el	pago	de	una	remuneración;
son	 temporales,	 porque	 transcurrido	 el	 plazo	de	 ley	pasan	a	 formar	parte
del	dominio	público.
Los	 derechos	 patrimoniales	 comprenden,	 entre	 otros,	 el	 derecho	 de
reproducción,	 el	 derecho	 de	 comunicación	 pública,	 el	 derecho	 de
distribución	de	la	obra	al	público,	el	derecho	de	transformación	y	el	derecho
de	importación.	Estos	derechos	están	recogidos,	de	manera	ejemplificativa,
en	 los	 artículos	 13	 de	 la	 Decisión	 351	 y	 31	 del	 Decreto	 Legislativo	 822”.
(Indecopi,	 R.	 0805-2012/TPI-Indecopi,	 may.	 17/2012.	 Pres.	 Ferreyros
Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 diferencia	 el	 plagio	 burdo	 o	 servil	 del
plagio	 inteligente.	 “El	 plagio	 es	 entendido	 por	 la	 doctrina	 como	 el
apoderamiento	de	todos	o	de	algunos	elementos	originales	contenidos	en	la
obra	de	otro	autor,	presentándolos	como	propios,	ya	sea	haciendo	pasar	la
obra	como	propia	o	bien	utilizando	los	elementos	creativos	de	aquélla	para
la	 elaboración	 de	 la	 obra	 ilegítima.	 En	 ambos	 casos	 se	 prescinde	 de	 la
paternidad	 del	 autor	 sobre	 la	 obra	 preexistente	 y	 de	 su	 autorización,
resultando	ser	el	delito	capital	en	materia	de	derecho	de	autor.	A	través	de
esta	conducta	el	plagiario	se	aprovecha	de	la	labor	creadora	de	otro,	para	lo
cual	copia	sustancialmente	la	obra	y	aparenta	ser	su	auténtico	creador.
La	doctrina	distingue	entre	plagio	burdo	o	servil,	en	que	la	apropiación	de
la	obra	ajena	es	total	o	cuasi	total,	y	plagio	inteligente,	en	el	cual	el	plagiario
trata	de	disimular	el	plagio	o	se	apodera	de	algunos	elementos	sustanciales
y	 originales.	 Esta	 última	 es	 la	 forma	 en	 que	 habitualmente	 se	 presenta	 el
plagio,	 razón	 por	 la	 cual	 se	 considera	 que	 éste	 debe	 apreciarse	 por	 las
semejanzas	 y	 no	 por	 las	 diferencias	 que	 presentan	 las	 obras	 implicadas.
Cabe	 agregar	 que	 en	 el	 plagio	 será	 necesario	 determinar	 si	 entre	 las	 dos
obras	 existe	 identidad	 de	 expresión	 reconocible	 o	 si	 ambas	 son
sustancialmente	 una	 misma	 representación	 formal”.	 (Indecopi,	 R.	 4372-
2013/TPI-Indecopi,	dic.	18/2013.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
D.	Leg.	822.
ART.	 32.—Derecho	 de	 reproducción	 de	 la	 obra.	 La	 reproducción
comprende	 cualquier	 forma	 de	 fijación	 u	 obtención	 de	 copias	 de	 la	 obra,
permanente	o	temporal,	especialmente	por	imprenta	u	otro	procedimiento
de	 las	 artes	 gráficas	 o	 plásticas,	 el	 registro	 reprográfico,	 electrónico,
fonográfico,	digital	o	audiovisual.
La	anterior	enunciación	es	simplemente	ejemplificativa.
D.	Leg.	822.
ART.	 33.—Derecho	 de	 comunicación	 pública.	 La	 comunicación	 pública
puede	efectuarse	particularmente	mediante:
a)	 Las	 representaciones	 escénicas,	 recitales,	 disertaciones	 y	 ejecuciones
públicas	 de	 las	 obras	 dramáticas,	 dramático-musicales,	 literarias	 y
musicales,	 por	 cualquier	medio	 o	 procedimiento,	 sea	 con	 la	 participación
directa	 de	 los	 intérpretes	 o	 ejecutantes,	 o	 recibidos	 o	 generados	 por
instrumentos	o	procesos	mecánicos,	ópticos	o	electrónicos,	o	a	partir	de	una
grabación	sonora	o	audiovisual,	de	una	representación	digital	u	otra	fuente.
b)	La	proyección	o	exhibición	pública	de	obras	cinematográficas	y	demás
audiovisuales.
c)	 La	 transmisión	 analógica	 o	 digital	 de	 cualesquiera	 obras	 por
radiodifusión	u	otro	medio	de	difusión	 inalámbrico,	o	por	hilo,	cable,	 fibra
óptica	u	 otro	procedimiento	 análogo	o	digital	 que	 sirva	para	 la	 difusión	 a
distancia	 de	 los	 signos,	 las	 palabras,	 los	 sonidos	 o	 las	 imágenes,	 sea	 o	 no
simultánea	o	mediante	suscripción	o	pago.
d)	La	retransmisión,	por	una	entidad	emisora	distinta	a	la	de	origen,	de	la
obra	radiodifundida.
e)	 La	 captación,	 en	 lugar	 accesible	 al	 público	 y	 mediante	 cualquier
instrumento	idóneo,	de	la	obra	difundida	por	radio	o	televisión.
f)	La	exposición	pública	de	obras	de	arte	o	sus	reproducciones.
g)	 El	 acceso	 público	 a	 bases	 de	 datos	 de	 ordenador,	 por	 medio	 de
telecomunicación,	 o	 cualquier	 otro	 medio	 o	 procedimiento	 en	 cuanto
incorporen	o	constituyan	obras	protegidas.
h)	En	general,	la	difusión,	por	cualquier	medio	o	procedimiento,	conocido	o
por	conocerse,	de	los	signos,	las	palabras,	los	sonidos	o	las	imágenes.
D.	Leg.	822.
ART.	 34.—Derecho	 de	 distribución.	 Agotamiento	 territorial	 del
derecho	 de	 reventa.	 La	 distribución,	 a	 los	 efectos	 del	 presente	 capítulo,
comprende	 la	 puesta	 a	 disposición	 del	 público,	 por	 cualquier	 medio	 o
procedimiento,	del	original	o	copias	de	la	obra,	por	medio	de	la	venta,	canje,
permuta	 u	 otra	 forma	 de	 transmisión	 de	 la	 propiedad,	 alquiler,	 préstamo
público	o	cualquier	otra	modalidad	de	uso	o	explotación.
Cuando	 la	 comercialización	 autorizada	 de	 los	 ejemplares	 se	 realice
mediante	venta	u	otra	forma	de	transmisión	de	la	propiedad,	el	titular	de	los
derechos	patrimoniales	no	podrá	oponerse	a	la	reventa	de	los	mismos	en	el
país	 para	 el	 cual	 han	 sido	 autorizadas,	 pero	 conserva	 los	 derechos	 de
traducción,	 adaptación,	 arreglo	 u	 otra	 transformación,	 comunicación
pública	 y	 reproducción	 de	 la	 obra,	 así	 como	 el	 de	 autorizar	 o	 no	 el
arrendamiento	o	el	préstamo	público	de	los	ejemplares.
El	autor	de	una	obra	arquitectónica	no	puede	oponerse	a	que	el	propietario
alquile	la	construcción.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 derechos	 patrimoniales	 del	 derecho	 de
autor.	“‘(...)	El	autor	tiene	la	facultad	de	explotar	la	obra	en	cualquier	forma
o	bajo	cualquier	procedimiento,	así	como	de	obtener	de	ello	beneficio.	Las
modalidades	de	explotación	se	encuentran	indicadas	en	el	artículo	13	de	la
Decisión	351	concordado	con	el	artículo	31	del	Decreto	Legislativo	822	de
manera	ejemplificativa.	Entre	ellas	son	de	destacar	las	referidas	al	derecho
de	reproducción	y	distribución.’
(...)	Derecho	de	reproducción.	 ‘(...)	Conforme	al	artículo	13	 inciso	a)	de	 la
Decisión	351	concordado	con	el	artículo	31	inciso	a)	del	Decreto	Legislativo
822	 el	 autor	 tiene	 el	 derecho	 exclusivo	 de	 realizar	 o	 autorizar	 la
reproducción	de	su	obra	por	cualquier	forma	o	procedimiento.
Tradicionalmente	 se	 ha	 entendido	 que	 el	 derecho	 de	 reproducción
comprende	 la	 fijación	 material	 de	 una	 obra,	 de	 tal	 forma	 que	 se	 puedan
obtener	 una	 o	 varias	 copias	 de	 la	 obra,	 de	manera	 total	 o	 parcial.	 (...)	 Sin
embargo,	 la	 evolución	 tecnológica	 ha	 ido	 configurando	 y	 afectando	 al
concepto	mismo	de	reproducción,	de	tal	forma	que	hoy	se	incluyen	dentro
del	concepto	de	reproducción	las	copias	digitales	de	una	obra	en	la	memoria
de	un	ordenador	o	 las	 copias	que	 se	 reproducen	en	 la	 internet,	 lo	 cual	ha
debilitado	la	exigencia	de	corporeidad.	(...).
En	consecuencia,	es	ilícita	toda	reproducción	total	o	parcial	de	la	obra	por
cualquier	medio	o	procedimiento	sin	la	autorización	expresa	del	autor.
b)	Derecho	de	distribución
El	 artículo	 13	 inciso	 c)	 de	 la	Decisión	 351	 concordado	 con	 el	 artículo	 31
inciso	c)	del	Decreto	Legislativo	822	dispone	que	el	autor	tiene	el	derecho
exclusivo	 de	 realizar,	 autorizar	 o	 prohibir	 la	 distribución	 al	 público	 de	 su
obra	mediante	la	venta,	el	arrendamiento	o	el	alquiler.
El	artículo	34	del	Decreto	Legislativo	822,	establece	que	(...)	La	distribución
implica	 necesariamente	 la	 incorporación	 de	 la	 obra	 o	 prestación	 a	 un
soporte	físico	que	permita	su	comercialización	pública.	El	carácter	físico	del
soporte	 exige	 la	 posibilidad	 de	 aprehensión	 del	 mismo	 por	 parte	 del
público,	 en	 ese	 sentido	 todos	 aquellos	 modos	 de	 explotación	 que	 no
permitan	 la	 incorporación	 física	 de	 la	 obra	 o	 prestación	 no	 pueden	 ser
considerados	 como	 distribución.”	 (TDC,	 R.	 0844-2004/TPI-Indecopi,	 set.
21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
D.	Leg.	822.
ART.	35.—Derecho	 de	 importación	 de	 copias	 ilícitas	 de	 una	 obra.	 La
importación	comprende	el	derecho	exclusivo	de	autorizar	o	no	el	ingreso	al
territorio	 nacional	 por	 cualquier	 medio,	 incluyendo	 la	 transmisión,
analógica	 o	 digital,	 de	 copias	 de	 la	 obra	 que	 hayan	 sido	 reproducidas	 sin
autorización	del	titular	del	derecho.
Este	 derecho	 suspende	 la	 libre	 circulación	 de	 dichos	 ejemplares	 en	 las
fronteras,	pero	no	surte	efecto	respecto	de	los	ejemplares	que	formen	parte
del	equipaje	personal.
D.	Leg.	822.
ART.	 36.—Derecho	 de	 transformación.	 El	 autor	 tiene	 el	 derecho
exclusivo	de	hacer	o	autorizar	 las	traducciones,	así	como	las	adaptaciones,
arreglos	 y	 otras	 transformaciones	 de	 su	 obra,	 inclusive	 el	 doblaje	 y	 el
subtitulado.
D.	Leg.	822.
ART.	37.—Autorización	previa	y	escrita	del	 titular.	Siempre	que	 la	 ley
no	 dispusiere	 expresamente	 lo	 contrario,	 es	 ilícita	 toda	 reproducción,
comunicación,	distribución,	o	cualquier	otra	modalidad	de	explotación	de	la
obra,	en	forma	total	o	parcial,	que	se	realice	sin	el	consentimiento	previo	y
escrito	del	titular	del	derecho	de	autor.
D.	Leg.	822.
ART.	38.—Facultad	de	incorporar	sistemas	de	autotutela.	El	 titular	del
derecho	 patrimonial	 tiene	 la	 facultad	 de	 implementar,	 o	 de	 exigir	 para	 la
reproducción	o	la	comunicación	de	la	obra,	la	incorporación	de	mecanismos,
sistemas	o	dispositivos	de	autotutela,	incluyendo	la	codificación	de	señales,
con	 el	 fin	 de	 impedir	 la	 comunicación,	 recepción,	 retransmisión,
reproducción	o	modificación	no	autorizadas	de	la	obra.
En	 consecuencia,	 es	 ilícita	 la	 importación,	 fabricación,	 venta,
arrendamiento,	 oferta	 de	 servicios	 o	 puesta	 en	 circulación	 en	 cualquier
forma,	 de	 aparatos	 o	 dispositivos	 destinados	 a	 descifrar	 las	 señales
codificadas	 o	 burlar	 cualesquiera	 de	 los	 sistemas	 de	 autotutela
implementados	por	el	titular	de	los	derechos.
D.	Leg.	822.
ART.	 39.—Responsabilidad	 solidaria.	 Ninguna	 autoridad	 ni	 persona
natural	o	jurídica,	podrá	autorizar	la	utilización	de	una	obra	o	cualquier	otra
producción	protegida	por	esta	ley,	o	prestar	su	apoyo	a	dicha	utilización,	si
el	 usuario	 no	 cuenta	 con	 la	 autorización	 previa	 y	 escrita	 del	 titular	 del
respectivo	derecho,	salvo	en	los	casos	de	excepción	previstos	por	la	ley.	En
caso	de	incumplimiento	será	solidariamente	responsable.
D.	Leg.	822.
ART.	 40.—Intervención	 de	 funcionarios	 de	 aduanas.	 La	 Oficina	 de
Derechos	de	Autor	podrá	solicitar	a	 la	autoridad	aduanera	que	proceda	al
decomiso	en	las	fronteras	de	las	mercancías	pirata	que	lesionan	el	derecho
de	autor,	a	efectos	de	suspender	la	libre	circulación	de	las	mismas,	cuando
éstas	pretendan	importarse	al	territorio	de	la	República.
Las	medidas	 de	 decomiso	 no	 procederán	 respecto	 de	 los	 ejemplares	 que
sean	parte	del	menaje	personal,	ni	de	los	que	se	encuentren	en	tránsito.
La	 aplicación	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo	 será	 efectuada	 de
conformidad	con	lo	que	se	disponga	en	el	reglamento	respectivo.
TÍTULO	IV
DE	LOS	LÍMITES	AL	DERECHO	DE	EXPLOTACIÓN	Y
DE	SU	DURACIÓN
CAPÍTULO	I
DE	LOS	LÍMITES	AL	DERECHO	DE	EXPLOTACIÓN
D.	Leg.	822.
ART.	 41.—Límites	 al	 derecho	 de	 comunicación	 pública.	 Las	 obras	 del
ingenio	protegidas	por	la	presente	ley	podrán	ser	comunicadas	lícitamente,
sin	 necesidad	 de	 la	 autorización	 del	 autor	 ni	 el	 pago	 de	 remuneración
alguna,	en	los	casos	siguientes:
a)	 Cuando	 se	 realicen	 en	 un	 ámbito	 exclusivamente	 doméstico,	 siempre
que	 no	 exista	 un	 interés	 económico,	 directo	 o	 indirecto	 y	 que	 la
comunicación	no	fuere	deliberadamente	propalada	al	exterior,	en	todo	o	en
parte,	por	cualquier	medio.
b)	Las	efectuadas	en	el	curso	de	actos	oficiales	o	ceremonias	religiosas,	de
pequeños	 fragmentos	musicales	 o	 de	 partes	 de	 obras	 de	música,	 siempre
que	 el	 público	 pueda	 asistir	 a	 ellos	 gratuitamente	 y	 ninguno	 de	 los
participantes	 en	 el	 acto	 perciba	 una	 remuneración	 específica	 por	 su
interpretación	o	ejecución	en	dicho	acto.
c)	 Modificado.	 Ley	 30276,	 Art.	 Único.	 Las	 verificadas	 con	 fines
exclusivamente	didácticos,	en	el	curso	de	las	actividades	de	una	institución
de	 enseñanza	por	 el	 personal	 y	 los	 estudiantes	de	 tal	 institución,	 siempre
que	 la	 comunicación	no	persiga	 fines	 lucrativos,	directos	o	 indirectos,	 y	el
público	esté	compuesto	exclusivamente	por	el	personal	y	estudiantes	de	la
institución	 o	 padres	 o	 tutores	 de	 alumnos	 y	 otras	 personas	 directamente
vinculadas	 con	 las	 actividades	 de	 la	 institución.	 En	 caso	 de	 que	 la
comunicación,	 comprendida	 la	 puesta	 a	 disposición,	 verse	 sobre	 obras
reproducidas	en	virtud	de	lo	establecido	en	el	inciso	a	del	artículo	43	de	la
presente	ley,	el	público	deberá	estar	limitado	al	personal	y	estudiantes	de	la
institución	de	enseñanza.
d)	 Las	 que	 se	 realicen	 dentro	 de	 establecimientos	 de	 comercio,	 para	 los
fines	demostrativos	de	la	clientela,	de	equipos	receptores,	reproductores	u
otros	similares	o	para	la	venta	de	los	soportes	sonoros	o	audiovisuales	que
contienen	 las	 obras,	 siempre	 y	 cuando	 la	 comunicación	 no	 fuere
deliberadamente	propalada	al	exterior,	en	todo	o	en	parte.
e)	 Las	 realizadas	 como	 indispensables	 para	 llevar	 a	 cabo	 una	 prueba
judicial	o	administrativa.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 protección	 de	 los	 derechos	 de	 autor	 no
perjudica	el	derecho	a	 la	cultura	o	a	 la	educación.	“La	 sala	 conviene	 en
señalar	 que	 así	 como	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú	 reconoce	 como	 un
derecho	 fundamental	 de	 toda	 persona	 la	 libertad	 de	 creación	 intelectual,
artística,	técnica	y	científica,	también	considera	con	un	derecho	humano	la
libertad	de	información	y	acceso	a	la	cultura.
La	protección	al	derecho	de	autor	no	restringe	ni	prohíbe	el	ejercicio	de	la
libertad	de	expresión.	Todos	pueden	expresar	libremente	lo	que	piensan	u
opinan	sobre	cualquier	tema,	salvo	que	esté	prohibido	por	atentar	contra	el
orden	público	(por	ejemplo:	apología	al	terrorismo).	La	forma	de	expresión
que	 se	 emplee	 para	 transmitir	 el	 pensamiento,	 si	 tiene	 rasgos	 de
originalidad,	 constituirá	 una	 obra	 objeto	 de	 protección	 por	 el	 derecho	 de
autor.	 El	 conflicto	 surge	 cuando	 para	 expresar	 una	 opinión	 se	 utilizan	 las
obras	de	terceros,	puesto	que,	por	un	 lado,	está	 la	 libertad	de	expresión	y,
de	 otro	 lado,	 el	 derecho	 del	 titular	 del	 derecho	 de	 autor	 de	 autorizar	 la
explotación	de	su	obra	y	obtener	una	remuneración	por	su	explotación.
El	que	el	autor	o	titular	de	una	obra	pretenda	obtener	una	retribución	por
la	 explotación	 de	 su	 obra	 no	 puede	 ser	 considerado	 una	 vulneración	 al
derecho	a	la	cultura	o	a	la	educación,	puesto	que	la	protección	del	derecho
de	autor	no	prohíbe	 la	 libre	explotación	y	difusión	de	 las	 ideas	contenidas
en	las	obras,	además	debe	tenerse	en	cuenta	que	las	regalías	por	el	derecho
de	autor	constituyen	un	porcentaje	muy	bajo	del	precio	de	venta	al	público
de	las	obras.
Teniendo	 en	 consideración	 lo	 expuesto,	 se	 ha	 buscado	 un	 punto	 de
equilibrio	 entre	 las	 normas	 del	 derecho	 autor	 y	 el	 interés	 público	 a	 la
información	 y	 acceso	 a	 la	 cultura,	 de	 tal	 forma	que	 el	 ejercicio	 de	 uno	no
implique	una	afectación	considerable	al	 legítimo	ejercicio	del	otro.	Uno	de
los	mecanismos	que	se	ha	ideado	para	lograr	este	objetivo	son	los	llamados
límites	al	derecho	de	explotación	del	autor”.	 (Indecopi,	R.	1347-2013/TPI-
Indecopi,	abr.	24/2013.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
D.	Leg.	822.
ART.	 42.—Lecciones	 dictadas	 en	 público	 o	 en	 privado.	 Las	 lecciones
dictadas	 en	público	o	 en	privado,	por	 los	profesores	de	 las	universidades,
institutos	 superiores	 y	 colegios,	 podrán	 ser	 anotadas	 y	 recogidas	 en
cualquier	 forma,	 por	 aquellos	 a	 quienes	 van	 dirigidas,	 pero	 nadie	 podrá
divulgarlas	 o	 reproducirlas	 en	 colección	 completa	 o	 parcialmente,	 sin
autorización	previa	y	por	escrito	de	los	autores.
D.	Leg.	822.
ART.	43.—Límites	al	derecho	de	reproducción	y	divulgación.	Respecto
de	 las	 obras	 ya	 divulgadas	 lícitamente,	 es	 permitida	 sin	 autorización	 del
autor:
a)	 Modificado.	 Ley	 30276,	 Art.	 Único.	 La	 reproducción	 por	 medio
reprográfico,	 digital	 u	 otro	 similar	 para	 la	 enseñanza	 o	 la	 realización	 de
exámenes	en	instituciones	educativas,	siempre	que	no	haya	fines	de	lucro	y
en	la	medida	justificada	por	el	objetivo	perseguido,	de	artículos,	discursos,
frases	 originales,	 poemas	 unitarios,	 o	 de	 breves	 extractos	 de	 obras	 o	 del
íntegro	 de	 obras	 aisladas	 de	 carácter	 plástico	 y	 fotográfico,	 lícitamente
publicadas	y	a	condición	de	que	tal	utilización	se	haga	conforme	a	los	usos
honrados	(cita	obligatoria	del	autor)	y	que	la	misma	no	sea	objeto	de	venta
u	otra	transacción	a	título	oneroso,	ni	tenga	directa	o	indirectamente	fines
de	lucro.
b)	 La	 reproducción	 por	 reprografía	 de	 breves	 fragmentos	 o	 de	 obras
agotadas,	publicadas	en	forma	gráfica,	para	uso	exclusivamente	personal.
c)	 La	 reproducción	 individual	 de	 una	 obra	 por	 bibliotecas	 o	 archivos
públicos	que	no	 tengan	directa	o	 indirectamente	 fines	de	 lucro,	 cuando	el
ejemplar	 se	 encuentre	 en	 su	 colección	 permanente,	 para	 preservar	 dicho
ejemplar	y	sustituirlo	en	caso	de	extravío,	destrucción	o	inutilización;	o	para
sustituir	 en	 la	 colección	 permanente	 de	 otra	 biblioteca	 o	 archivo,	 un
ejemplar	 que	 se	 haya	 extraviado,	 destruido	 o	 inutilizado,	 siempre	 que	 no
resulte	posible	adquirir	tal	ejemplar	en	plazo	y	condiciones	razonables.
d)	 La	 reproducción	 de	 una	 obra	 para	 actuaciones	 judiciales	 o
administrativas,	en	la	medida	justificada	por	el	fin	que	se	persiga.
e)	La	reproducción	de	una	obra	de	arte	expuesta	permanentemente	en	las
calles,	 plazas	 u	 otros	 lugares	 públicos,	 o	 de	 la	 fachada	 exterior	 de	 los
edificios,	 realizada	 por	 medio	 de	 un	 arte	 diverso	 al	 empleado	 para	 la
elaboración	del	original,	 siempre	que	se	 indique	el	nombre	del	autor	si	 se
conociere,	el	título	de	la	obra	si	lo	tuviere	y	el	lugar	donde	se	encuentra.
f)	Modificado.	Ley	30276,	Art.	Único.	El	préstamo	al	público	del	ejemplar
lícito	de	una	obra	por	una	biblioteca	o	archivo	cuyas	actividades	no	tengan
directa	o	indirectamente	fines	de	lucro.
g)	Incorporado.	Ley	27861,	Artículo	Único.	La	reproducción	de	las	obras
de	 ingenio	 para	 uso	 privado	 de	 invidentes,	 siempre	 que	 ésta	 se	 efectúe
mediante	el	sistema	Braille	u	otro	procedimiento	específico	y	que	las	copias
no	tengan	como	propósito	utilización	lucrativa.
En	todos	los	casos	indicados	en	este	artículo,	se	equipara	al	uso	ilícito	toda
utilización	 de	 los	 ejemplares	 que	 se	 haga	 en	 concurrencia	 con	 el	 derecho
exclusivo	del	autor	de	explotar	su	obra.
D.	Leg.	822.
ART.	 44.—Derecho	 de	 citas.	 Es	 permitido	 realizar,	 sin	 autorización	 del
autor	ni	pago	de	remuneración,	citas	de	obras	lícitamente	divulgadas,	con	la
obligación	de	indicar	el	nombre	del	autor	y	la	fuente,	y	a	condición	de	que
tales	citas	se	hagan	conforme	a	los	usos	honrados	y	en	la	medida	justificada
por	el	fin	que	se	persiga.
R.	 ESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 derecho	 de	 cita,	 exigencias	 para	 no
vulnerar	el	derecho	de	autor.	“(...)	Es	permitido	realizar,	sin	autorización
del	 autor	 ni	 pago	 de	 remuneración,	 citas	 de	 obras	 lícitamente	 divulgadas,
con	la	obligación	de	indicar	el	nombre	del	autor	y	la	fuente,	y	a	condición	de
que	 tales	 citas	 se	 hagan	 conforme	 a	 los	 usos	 honrados	 y	 en	 la	 medida
justificada	por	el	fin	que	se	persiga	(artículo	22	literal	a)	de	la	Decisión	351
concordado	 con	 el	 artículo	 44	 del	 Decreto	 Legislativo	 822).	 Este	 límite	 al
derecho	de	autor	 también	se	encuentra	 recogido	en	el	Convenio	de	Berna
para	la	Protección	de	Obras	literarias	y	Artísticas	(artículo	10).
De	acuerdo	con	la	Guía	del	Convenio	de	Berna,	citar	es	repetir	textualmente
lo	que	alguien	ha	dicho	o	escrito.	Ahora	también,	en	materia	de	derechos	de
autor,	 la	cita	consiste	en	reproducir	extractos	de	una	obra	con	 la	 finalidad
de	ilustrar	una	opinión,	defender	una	tesis	o	para	hacer	una	reseña	o	crítica
de	la	obra.	El	empleo	de	una	cita	no	se	limita	a	la	esfera	puramente	literaria;
una	 cita	 puede	hacerse,	 indistintamente,	 en	un	 libro,	 en	un	diario,	 en	una
revista,	etc.
Dada	 su	 condición	de	 limitación	 al	 derecho	de	 explotación	 así	 como	a	 su
finalidad,	la	sala	conviene	en	precisar	que	a	través	de	la	cita	sólo	se	permite
la	reproducción	de	extractos	de	la	obra.	La	extensión	de	la	cita	no	debe	ser
mayor	 a	 la	 estrictamente	 necesaria,	 para	 lo	 cual	 se	 deberá	 tener	 en
consideración	la	finalidad	concreta	que	persiga	la	cita.
Si	bien	el	concepto	de	cita	está	muy	vinculado	con	la	reproducción	de	obras
literarias,	 cabe	 preguntarse	 si	 es	 posible	 aplicar	 este	 límite	 al	 derecho	 de
autor	a	las	obras	plásticas.
En	 el	 ámbito	 doctrinario	 (...)	 se	 ha	 discutido	 acerca	 de	 la	 posibilidad	 de
efectuar	citas	de	obras	de	artes	plásticas,	puesto	que	debido	a	su	naturaleza
éstas	 no	 pueden	 ser	 divididas	 o	 fragmentadas,	 lo	 que	 determina	 que	 su
reproducción	sea	total	y	no	parcial,	como	suele	suceder	en	las	citas.	(...).
De	 otro	 lado,	 conforme	 lo	 establecido	por	 ley,	 sólo	 es	 posible	 citar	 obras
que	hayan	sido	 lícitamente	divulgadas,	 es	decir,	que	haya	 sido	 lícitamente
hecha	 accesible	 al	 público	 con	 anterioridad;	 de	 lo	 contrario,	 se	 estaría
vulnerando	 el	 derecho	 moral	 de	 divulgación.”	 (TDC,	 R.	 0844-2004/TPI-
Indecopi,	set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
R.	ESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	legislación	no	restringe	el	uso	del	derecho
de	cita	a	la	docencia	o	a	la	investigación.	“(...)	La	sala	 también	considera
pertinente	 precisar	 que	 la	 legislación	 nacional,	 a	 diferencia	 de	 alguna
legislación	extranjera,	no	exige	que	el	 fin	perseguido	con	 la	obra	donde	se
presenta	la	cita	sea	la	docencia	o	la	investigación,	por	lo	que	resulta	válido,
por	 ejemplo	 el	 uso	 de	 citas	 en	 los	 medios	 de	 comunicación,	 como	 los
periódicos	 o	 revistas,	 siempre	 y	 cuando	 ello	 sea	 necesario	 para	 el	 fin	 que
persiguen,	y	se	cumplan	con	la	demás	exigencias	legales.
La	ley	exige	que	aquél	que	haga	uso	del	derecho	de	cita	tiene	la	obligación
de	indicar	el	nombre	del	autor	de	la	obra	citada,	salvo	que	se	trate	de	una
obra	anónima,	así	como	la	fuente	(...),	ello	a	fin	de	no	vulnerar	el	derecho	de
paternidad	 del	 autor,	 además	 permitirá	 al	 lector	 conocer	 los	 datos	 de	 la
obra	de	la	cual	fue	tomada	la	cita	y,	de	ser	el	caso,	confrontarla.
A	lo	expuesto	cabe	agregar	que	la	cita	debe	realizarse	respetando	los	usos
honrados.	 Acerca	 del	 contenido	 de	 esta	 noción,	 la	 Guía	 de	 Convenio	 de
Berna	 señala	 que	 dicho	 concepto	 hace	 referencia	 a	 aquello	 que	 es
normalmente	admisible,	a	 lo	que	corrientemente	se	acepta,	a	 lo	que	no	se
opone	al	 sentido	 común.	Corresponderá	a	 los	 tribunales	 apreciar,	 en	 cada
caso,	 si	 se	 está	 ante	un	uso	honrado	o	no,	 debiendo	 ello	 ser	 apreciado	de
manera	objetiva.	A	estos	efectos	deberá	tenerse	en	cuenta,	por	ejemplo,	 la
dimensión	 del	 extracto	 tanto	 en	 relación	 con	 la	 obra	 de	 la	 que	 ha	 sido
tomado,	como	con	la	obra	en	la	que	se	utiliza;	y,	particularmente,	la	medida
en	que	esta	última	hará	disminuir	la	venta,	circulación,	etc.	de	la	primera.”
(TDC,	R.	0844-2004/TPI-Indecopi,	set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
R.	ESOLUCIÓN	INDECOPI.—Es	posible	usar	las	ideas	de	una	obra	ajena,
pero	 no	 los	 elementos	 que	 la	 individualizan.	 “El	 derecho	 de	 autor
propugna	la	creación	de	obras,	ya	que	sólo	protege	las	creaciones	formales	y
no	las	ideas	contenidas	en	la	obra.	Las	ideas	no	son	obras	y	por	ende,	su	uso
es	 libre.	 No	 se	 puede	 adquirir	 sobre	 ellas	 protección	 o	 propiedad	 alguna,
aun	cuando	sean	novedosas.
Si	 se	 otorgaran	 derechos	 exclusivos	 sobre	 las	 ideas	 consideradas	 en	 sí
mismas,	 se	 obstaculizaría	 su	 difusión	 y	 con	 ello	 se	 impediría	 el
desenvolvimiento	 de	 la	 creatividad	 intelectual,	 es	 decir,	 se	 trabaría	 la
creación	de	una	ilimitada	cantidad	de	obras	diferentes.	Una	misma	idea,	una
misma	investigación,	un	mismo	tema	son	retomados	infinidad	de	veces.	En
su	 desarrollo	 cada	 autor	 aporta	 la	 impronta	 de	 su	 personalidad,	 su
individualidad.	 En	 ocasiones	 el	 resultado	 es	 altamente	 enriquecedor,	 en
otras	 triviales,	 pero	 lo	 que	 permite	 que	 cada	 generación	 impulse	 el	 lento
avance	de	la	civilización	es	la	posibilidad	de	trabajar	sobre	lo	existente,	de
proseguir	el	camino	sin	tener	que	rehacer	todo	y	comenzar	desde	un	inicio.
La	sala	conviene	en	señalar	que	no	sólo	es	posible	utilizar	las	puras	ideas
que	se	encuentran	en	una	obra	ajena,	sino	también	otros	de	sus	elementos	–
no	 originales–	 tomados	 en	 sí	 mismos,	 como	 son	 los	 hechos	 aislados,	 los
conceptos,	 el	 tema,	 el	 sistema,	 el	 método,	 el	 estilo	 literario,	 la	 forma
literaria,	 la	 manera	 artística,	 el	 vocabulario,	 etc.	 No	 obstante,	 lo	 que	 sí
resulta	 ilícito	 es	 tomar	 los	 elementos	 –ya	 sean	 vistos	 en	 su	 conjunto	 o
individualmente–	que	reflejan	la	individualidad	de	la	obra.
Por	 tanto,	 el	 derecho	 de	 autor	 está	 destinado	 a	 proteger	 la	 forma
representativa,	la	exteriorización	de	su	desarrollo	en	obras	concretas,	aptas
para	 ser	 reproducidas,	 exhibidas	 o	 difundidas	 y	 regular	 su	 utilización,
otorgando	 al	 creador	 derechos	 exclusivos	 de	 carácter	 patrimonial	 y
derechos	de	carácter	personal.	(...).
De	acuerdo	al	artículo	44	del	Decreto	Legislativo	822,	es	permitido	realizar,
sin	 autorización	 del	 autor	 ni	 pago	 de	 remuneración,	 citas	 de	 obras
lícitamente	 divulgadas.	 Ello	 siempre	 que	 se	 cumpla	 con	 la	 obligación	 de
indicar	el	nombre	del	autor	y	 la	 fuente,	y	a	condición	de	que	tales	citas	se
hagan	conforme	a	los	usos	honrados	y	en	la	medida	justificada	por	el	fin	que
se	 persiga”.	 (Indecopi,	 R.	 0338-2013/TPI-Indecopi,	 ene.	 30/2013.	 Pres.
Ferreyros	Castañeda)
D.	Leg.	822.
ART.	45.—Límites	del	derecho	de	difusión	y	emisión.	Es	 lícita	 también,
sin	autorización,	siempre	que	se	indique	el	nombre	del	autor	y	la	fuente,	y
que	la	reproducción	o	divulgación	no	haya	sido	objeto	de	reserva	expresa:
a)	 La	 difusión,	 con	 ocasión	 de	 las	 informaciones	 relativas	 a
acontecimientos	 de	 actualidad	 por	 medios	 sonoros	 o	 audiovisuales,	 de
imágenes	 o	 sonidos	 de	 las	 obras	 vistas	 u	 oídas	 en	 el	 curso	 de	 tales
acontecimientos,	en	la	medida	justificada	por	el	fin	de	la	información.
b)	La	difusión	por	la	prensa	o	la	transmisión	por	cualquier	medio,	a	título
de	 información	de	 actualidad,	 de	 los	 discursos,	 disertaciones,	 alocuciones,
sermones	y	otras	obras	de	carácter	similar	pronunciadas	en	público,	y	 los
discursos	pronunciados	durante	actuaciones	judiciales,	en	la	medida	en	que
lo	justifiquen	los	fines	de	información	que	se	persiguen,	y	sin	perjuicio	del
derecho	que	conservan	los	autores	de	las	obras	difundidas	para	publicarlas
individualmente	o	en	forma	de	colección.
c)	La	emisión	por	radiodifusión	o	la	transmisión	por	cable	o	cualquier	otro
medio,	conocido	o	por	conocerse,	de	la	imagen	de	una	obra	arquitectónica,
plástica,	 de	 fotografía	 o	 de	 arte	 aplicado,	 que	 se	 encuentren	 situadas
permanentemente	en	un	lugar	abierto	al	público.
Ley	28278.
ART.	3°.—Definición	de	los	servicios	de	radiodifusión.	Los	servicios	de
radiodifusión	son	servicios	privados	de	 interés	público,	prestados	por	una
persona	natural	o	jurídica,	privada	o	pública,	cuyas	emisiones	se	destinan	a
ser	recibidas	directamente	por	el	público	en	general.
Ley	28278.
ART.	72.—Sujeto	infractor.	Es	toda	persona	natural	o	jurídica	que	realiza
la	 conducta	 omisiva	 o	 activa	 constitutiva	 de	 infracción	 tipificada	 en	 la
presente	ley.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 límites	 al	 derecho	 de	 autor	 constituyen
casos	 específicos	 de	 “licencias”	 de	 uso.	 “(...)	 5.1.	 Reproducción	 de	 obras
con	fines	informativos
Es	 lícito	 realizar,	 sin	necesidad	de	 la	 autorización	del	 autor	ni	 el	pago	de
remuneración,	la	reproducción	con	ocasión	de	las	informaciones	relativas	a
acontecimientos	de	actualidad	por	medio	de	la	fotografía,	la	cinematografía
o	por	la	radiodifusión	o	transmisión	pública	por	cable,	obras	vistas	u	oídas
en	el	curso	de	tales	acontecimientos,	en	la	medida	justificada	para	el	fin	de
la	información	(artículo	22	literal	f)	de	la	Decisión	de	la	Comunidad	Andina
concordado	con	el	artículo	45	literal	a)	del	Decreto	Legislativo	822).
Una	 disposición	 de	 similar	 contenido	 se	 encuentra	 contemplada	 en	 el
segundo	 párrafo	 del	 artículo	 10	 bis	 del	 Convenio	 de	 Berna	 para	 la
Protección	 de	 Obras	 literarias	 y	 Artistas.De	 la	 lectura	 de	 la	 norma	 se
advierte	 que	 son	 dos	 los	 requisitos	 que	 la	 ley	 exige	 para	 que	 sea	 de
aplicación	la	limitación	materia	de	análisis:
a)	 Debe	 tratarse	 de	 la	 reproducción	 de	 una	 obra	 con	 ocasión	 de
informaciones	 relativas	 a	 acontecimientos	 de	 actualidad	 por	 medio	 de	 la
fotografía,	 siempre	 y	 cuando	 las	 obras	 sean	 vistas	 u	 oídas	 en	 el	 curso	 de
tales	acontecimientos.
(...).
b)	 La	 reproducción	 debe	 darse	 en	 la	medida	 justificada	 para	 el	 fin	 de	 la
información.
Con	relación	a	este	punto	la	Guía	del	Convenio	señala	que	esta	noción	deja
cierto	margen	 a	 la	 interpretación.	 En	 principio,	 la	 finalidad	 esencial	 de	 la
reseña	 de	 un	 acontecimiento	 de	 actualidad	 consiste	 en	 reconstruir	 el
ambiente,	 dando	 al	 público	 la	 impresión	de	haberlo	 vivido	o	 saber	 lo	 que
sucedió.	Por	consiguiente,	para	lograr	la	finalidad	informativa,	no	hace	falta
reproducir	 la	 totalidad	 de	 las	 obras	 musicales	 interpretadas	 durante	 una
ceremonia,	 como	 tampoco	 es	 necesario	 enfocar	 largo	 rato	 cada	 lienzo
presentado	en	una	exposición.
De	lo	anterior,	se	concluye	que	la	información	presentada	al	público	tiene
por	finalidad	presentar	un	tema	de	interés	general	o	un	hecho	de	actualidad,
que	ha	ocurrido	o	que	está	ocurriendo,	por	 lo	que	 la	reproducción	de	una
obra	sólo	cumple	un	fin	accesorio	dentro	del	contexto	de	la	información.	(...).
c)	La	aparición	de	la	obra	dentro	de	la	reproducción	debe	ser	incidental.
Acerca	de	este	requisito,	debe	 indicarse	que	si	bien	el	mismo	es	recogido
por	un	sector	de	la	doctrina	en	materia	de	derechos	de	autor,	es	necesario
precisar	que	ni	 la	 legislación	andina	ni	nacional	exigen	tal	requisito,	razón
por	 la	 cual,	 a	 criterio	 de	 esta	 sala,	 no	 es	 posible	 exigir	 a	 los	 usuarios	 el
cumplimiento	de	exigencias	que	no	tiene	un	sustento	legal.”	(TDC,	R.	0844-
2004/TPI-Indecopi,	set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
R.	 ESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 reproducción	 de	 obras	 expuestas
permanentemente	 al	 público	 como	 límite	 al	 derecho	 de	 autor.	 “(...)	 Es
lícita	 la	 reproducción	 de	 una	 obra	 de	 arte	 expuesta	 permanentemente	 en
lugares	abiertos	al	público	así	como	calles,	plazas	u	otros	lugares	públicos,	o
de	la	fachada	exterior	de	los	edificios,	realizar	por	medio	de	un	arte	diverso
al	 empleado	 para	 la	 elaboración	 del	 original	 (artículo	 22	 literal	 h)	 de	 la
Decisión	de	la	Comunidad	Andina	concordado	con	el	artículo	45	literal	c)	del
Decreto	Legislativo	822).
Respecto	 a	 esta	 limitación,	 si	 bien	 la	 Decisión	 351	 señala	 que	 las	 obras
deben	estar	expuestas	en	un	lugar	abierto	al	público,	en	tanto	que	el	Decreto
Legislativo	822	dispone	que	se	encuentren	en	calles,	plazas	u	otros	lugares
públicos,	 ello	 no	 significa	 que	 sean	 normas	 contradictorias	 sino	 que	 más
bien	son	normas	de	aplicación	complementaria.	En	ese	sentido,	es	 lícita	 la
reproducción	de	obras	situadas	en	 lugares	abiertos	al	público	así	como	en
calles,	plazas	u	otros	lugares	públicos.
En	estos	caso,	la	ley	exige	que	la	obra	de	arte	que	se	pretende	reproducir	se
encuentre	 expuesta	 al	 público	 de	 manera	 permanente,	 no	 pudiendo
reproducirse,	sin	autorización	del	autor,	aquellas	obras	que	sean	exhibidas
en	forma	ocasional	o	esporádica.
El	 término	 ‘permanentemente’	 al	 que	 hace	 alusión	 la	 ley	 impide	 la
posibilidad	de	utilizar	libremente	las	obras	cuya	colocación	en	vías	públicas
tenga	 lugar	 de	 forma	 ocasional	 o	 esporádica	 (...)	 Dicho	 término	 está
vinculado	directamente	al	emplazamiento	donde	se	ubica	la	obra.	(...).
Dentro	 de	 esta	 excepción	 están	 comprendidas	 las	 obras	 de	 arte
permanentemente	 expuestas	 al	 público	 pero	 no	 necesariamente	 en	 el
mismo	 lugar,	 por	 ejemplo:	 la	 exposición	 en	 gira	 permanente	 de	 obras	 de
arte	en	distintos	museos	del	mundo.	Adicionalmente,	 se	 exige	que	 la	obra
debe	estar	exhibiéndose	en	un	lugar	público	(calles,	plazas,	etc.)	o	abierto	al
público	 (museos,	 galería,	 etc.),	 por	 lo	 que	 las	 colecciones	 privadas	 no
estarían	 comprendidas	 dentro	 de	 los	 alcances	 de	 la	 limitación.”	 (TDC,	 R.
0844-2004/TPI-Indecopi,	set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
D.	Leg.	822.
ART.	 46.—Grabaciones	 efímeras.	 Es	 lícito	 que	 un	 organismo	 de
radiodifusión,	 sin	 autorización	 del	 autor	 ni	 pago	 de	 una	 remuneración
adicional,	 realice	 grabaciones	 efímeras	 con	 sus	 propios	 equipos	 y	 para	 la
utilización	por	una	sola	vez,	en	sus	propias	emisiones	de	radiodifusión,	de
una	obra	sobre	la	cual	tengan	el	derecho	de	radiodifundir.	Dicha	grabación
deberá	 ser	 destruida	 en	 un	 plazo	 de	 tres	 meses,	 a	 menos	 que	 se	 haya
convenido	 con	 el	 autor	 uno	 mayor.	 Sin	 embargo,	 tal	 grabación	 podrá
conservarse	 en	 archivos	 oficiales,	 también	 sin	 autorización	 del	 autor,
cuando	la	misma	tenga	un	carácter	documental	excepcional.
D.	Leg.	822.
ART.	 47.—Transmisión	 o	 retransmisión	 simultánea	 de	 una	 obra	 por
estaciones	 repetidoras.	 Es	 lícito,	 sin	 autorización	 del	 autor	 ni	 pago	 de
remuneración	adicional,	la	realización	de	una	transmisión	o	retransmisión,
por	 parte	 de	 un	 organismo	 de	 radiodifusión,	 de	 una	 obra	 originalmente
radiodifundida	por	él,	siempre	que	tal	retransmisión	o	transmisión	pública,
sea	 simultánea	 con	 la	 radiodifusión	 original	 y	 que	 la	 obra	 se	 emita	 por
radiodifusión	o	se	transmita	públicamente	sin	alteraciones.
Incorporado.	 Ley	 29316,	 Art.	 4°.	 En	 aplicación	 de	 los	 usos	 honrados
exigibles	a	toda	excepción	al	derecho	de	autor,	en	ningún	caso,	lo	dispuesto
en	 este	 artículo	 permitirá	 la	 retransmisión	 a	 través	 de	 internet	 de	 las
emisiones	 de	 radiodifusión	 por	 cualquier	 medio	 sin	 la	 autorización	 del
titular	o	titulares	del	derecho	sobre	dichas	emisiones	así	como	del	titular	o
titulares	de	derechos	sobre	su	contenido.
Ley	28278.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 tiene	 por	 objeto	 normar	 la
prestación	de	los	servicios	de	radiodifusión,	sea	sonora	o	por	televisión	de
señal	 abierta,	 así	 como	 la	 gestión	 y	 control	 del	 espectro	 radioeléctrico
atribuido	a	dicho	servicio.
Ley	28278.
ART.	3°.—Definición	de	los	servicios	de	radiodifusión.	Los	servicios	de
radiodifusión	son	servicios	privados	de	 interés	público,	prestados	por	una
persona	natural	o	jurídica,	privada	o	pública,	cuyas	emisiones	se	destinan	a
ser	recibidas	directamente	por	el	público	en	general.
D.	Leg.	822.
ART.	 48.—Copia	 para	 el	 personal.	 Es	 lícita	 la	 copia,	 para	 uso
exclusivamente	 personal	 de	 obras,	 interpretaciones	 o	 producciones
publicadas	 en	 grabaciones	 sonoras	 o	 audiovisuales.	 Sin	 embargo,	 las
reproducciones	permitidas	en	este	artículo	no	se	extienden:
a)	A	la	de	una	obra	de	arquitectura	en	forma	de	edificio	o	de	cualquier	otra
construcción.
b)	 A	 la	 reproducción	 integral	 de	 un	 libro,	 de	 una	 obra	musical	 en	 forma
gráfica,	o	del	original	o	de	una	copia	de	una	obra	plástica,	hecha	y	firmada
por	el	autor.
c)	A	una	base	o	compilación	de	datos.
D.	Leg.	822.
ART.	 49.—Parodia	 de	 obra	 no	 divulgada.	 No	 será	 considerada
transformación	 que	 exija	 autorización	 del	 autor	 la	 parodia	 de	 una	 obra
divulgada	 mientras	 no	 implique	 riesgo	 de	 confusión	 con	 la	 misma	 ni	 se
infiera	 un	 daño	 a	 la	 obra	 original	 o	 a	 su	 autor	 y	 sin	 perjuicio	 de	 la
remuneración	que	le	corresponda	por	esa	utilización.
D.	Leg.	822.
ART.	 50.—Interpretación	 restrictiva	 de	 los	 límites	 al	 derecho	 de
explotación.	Las	excepciones	establecidas	en	los	artículos	precedentes,	son
de	 interpretación	 restrictiva	 y	 no	 podrán	 aplicarse	 a	 casos	 que	 sean
contrarios	a	los	usos	honrados.
D.	Leg.	822.
ART.	 51.—Límites	 al	 derecho	 de	 explotación	 de	 los	 programas	 de
ordenador.	 Los	 límites	 a	 los	 derechos	 de	 explotación	 respecto	 de	 los
programas	 de	 ordenador,	 serán	 exclusivamente	 los	 contemplados	 en	 el
capítulo	relativo	a	dichos	programas.
CAPÍTULO	II
DE	LA	DURACIÓN
D.	Leg.	822.
ART.	52.—Duración	de	la	protección.	El	derecho	patrimonial	dura	toda	la
vida	 del	 autor	 y	 setenta	 años	 después	 de	 su	 fallecimiento,	 cualquiera	 que
sea	 el	 país	 de	 origen	 de	 la	 obra,	 y	 se	 transmite	 por	 causa	 de	 muerte	 de
acuerdo	a	las	disposiciones	del	Código	Civil.
En	las	obras	en	colaboración,	el	período	de	protección	se	contará	desde	la
muerte	del	último	coautor.
D.	Leg.	822.
ART.	53.—De	las	obras	anónimas	y	seudónimas.	En	las	obras	anónimas
y	seudónimas,	el	plazo	de	duración	será	de	setenta	años	a	partir	del	año	de
su	divulgación,	salvo	que	antes	de	cumplido	dicho	 lapso	el	autor	revele	su
identidad,	en	cuyo	caso	se	aplicará	lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior.
C.	C.
ART.	32.—El	seudónimo,	cuando	adquiere	la	importancia	del	nombre,	goza
de	la	misma	protección	jurídica	dispensada	a	éste.
D.	Leg.	822.
ART.	 54.—De	 las	 obras	 colectivas,	 audiovisuales	 y	 programas	 de
ordenador.	En	las	obras	colectivas,	los	programas	de	ordenador,	las	obras
audiovisuales,	 el	derecho	patrimonial	 se	extingue	a	 los	 setenta	años	de	 su
primera	publicación	o,	en	su	defecto,	al	de	su	 terminación.	Esta	 limitación
no	afecta	el	derecho	patrimonial	de	cada	uno	de	los	coautores	de	las	obras
audiovisuales	respecto	de	su	contribución	personal,	ni	el	goce	y	el	ejercicio
de	los	derechos	morales	sobre	su	aporte.
D.	Leg.	822.
ART.	55.—De	las	publicadas	en	volúmenes	sucesivos.	Si	una	misma	obra
se	ha	publicado	en	volúmenes	sucesivos,	los	plazos	de	que	trata	esta	ley	se
contarán	desde	la	fecha	de	publicación	del	último	volumen.
D.	Leg.	822.
ART.	56.—Cómputo	de	plazo	de	protección.	Los	plazos	establecidos	en	el
presente	 capítulo,	 se	 calcularán	 desde	 el	 día	 primero	 de	 enero	 del	 año
siguiente	 al	 de	 la	 muerte	 del	 autor	 o,	 en	 su	 caso,	 al	 de	 la	 divulgación,
publicación	o	terminación	de	la	obra.
TÍTULO	V
DEL	DOMINIO	PÚBLICO
D.	Leg.	822
ART.	 57.—Efecto	 del	 vencimiento	 del	 plazo	 de	 protección.	 El
vencimiento	 de	 los	 plazos	 previstos	 en	 esta	 ley	 implica	 la	 extinción	 del
derecho	patrimonial	y	determina	el	pase	de	la	obra	al	dominio	público	y,	en
consecuencia,	al	patrimonio	cultural	común.
También	forman	parte	del	dominio	público	las	expresiones	del	folklore.
TÍTULO	VI
DISPOSICIONES	ESPECIALES	PARA	CIERTAS	OBRAS
CAPÍTULO	I
DE	LAS	OBRAS	AUDIOVISUALES
D.	Leg.	822.
ART.	58.—Coautores	de	la	obra	audiovisual.	Salvo	pacto	en	contrario,	se
presume	coautores	de	la	obra	audiovisual:
a)	El	director	o	realizador.
b)	El	autor	del	argumento.
c)	El	autor	de	la	adaptación.
d)	El	autor	del	guión	y	diálogos.
e)	El	autor	de	la	música	especialmente	compuesta	para	la	obra.
f)	El	dibujante,	en	caso	de	diseños	animados.
D.	S.	02-94-RE.
TRATADO	SOBRE	EL	REGISTRO	INTERNACIONAL	DE	OBRAS
AUDIOVISUALES
Preámbulo.
Los	estados	contratantes	deseosos	de	incrementar	la	seguridad	jurídica	de
las	 transacciones	relativas	a	 las	obras	audiovisuales	y	al	mismo	tiempo	de
promover	 la	 creación	 de	 obras	 audiovisuales	 así	 como	 los	 intercambios
internacionales	de	esas	obras	y	de	contribuir	a	la	lucha	contra	la	piratería	de
las	obras	audiovisuales	y	de	 las	 contribuciones	que	 las	mismas	 contienen,
han	acordado	lo	siguiente:
Capítulo	I:	Disposiciones	substantivas.
Artículo	1°.-	Constitución	de	una	unión.	Los	estados	parte	en	el	presente
tratado	 (denominados	 en	 adelante	 “los	 estados	 contratantes”)	 se
constituyen	en	unión	para	el	registro	 internacional	de	obras	audiovisuales
(denominada	en	adelante	“la	unión”).
Artículo	 2°.-	 Obra	 audiovisual.	 A	 los	 fines	 del	 presente	 tratado,	 se
entenderá	 por	 “obra	 audiovisual”	 toda	 obra	 que	 consista	 en	 una	 serie	 de
imágenes	 fijadas	 relacionadas	 entre	 sí,	 acompañadas	 o	 no	 de	 sonidos,
susceptible	de	hacerse	visible	y,	 si	va	acompañada	de	sonidos,	 susceptible
de	hacerse	audible.
Artículo	3°.	El	registro	internacional.
1.	Creación	del	registro	internacional.	Se	crea	un	Registro	Internacional
de	 Obras	 Audiovisuales	 (denominado	 en	 adelante	 “el	 registro
internacional”)	 para	 el	 registro	 de	 indicaciones	 relativas	 a	 las	 obras
audiovisuales	y	los	derechos	sobre	esas	obras,	incluyendo,	en	particular,	los
derechos	relativos	a	su	explotación.
2.	 Establecimiento	 y	 administración	 del	 servicio	 de	 registro
internacional.	Se	establece	un	servicio	de	 registro	 internacional	de	obras
audiovisuales	 (denominado	 en	 adelante	 el	 “servicio	 de	 registro
internacional”)	encargado	de	mantener	el	registro	internacional.	El	servicio
de	registro	internacional	constituye	una	unidad	administrativa	de	la	Oficina
Internacional	 de	 la	 Organización	 Mundial	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual
(denominadas	 en	 adelante	 “oficina	 internacional”	 y	 “organización”,
respectivamente).
3.	 Sede	 del	 servicio	 de	 registro	 internacional.	 El	 servicio	 de	 registro
internacional	 estará	 situado	 en	 Austria	 mientras	 este	 vigente	 un	 tratado
concertado	a	 tal	efecto	entre	 la	República	de	Austria	y	 la	organización.	En
caso	contrario,	estará	situado	en	Ginebra.
4.	 Solicitudes.	 El	 registro	 de	 cualquier	 indicación	 en	 el	 registro
internacional	 se	 basará	 en	 una	 solicitud	 con	 el	 contenido	 y	 la	 forma
prescritas,	 presentada	 a	 tal	 efecto	 por	 una	 persona	 natural	 o	 jurídica
facultada	 para	 presentar	 una	 solicitud,	 y	 subordinada	 al	 pago	 de	 la	 tasa
prescrita.
5.	Personas	facultadas	para	presentar	una	solicitud.
a)	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 apartado	 b),	 estará	 facultada	 para
presentar	una	solicitud:
i)	Toda	persona	natural	que	sea	nacional	de	un	estado	contratante	o	que
tenga	su	domicilio,	su	residencia	habitual	o	un	establecimiento	industrial	o
comercial	efectivo	y	real	en	tal	estado;
ii)	Toda	persona	jurídica	que	se	haya	constituido	en	virtud	de	la	legislación
de	 un	 estado	 contratante	 o	 que	 posea	 un	 establecimiento	 industrial	 o
comercial	efectivo	y	real	en	tal	estado;
b)	 Si	 la	 solicitud	 se	 refiere	 a	 un	 registro	 ya	 efectuado,	 también	 podrá
presentarse	por	una	persona	natural	o	jurídica	que	no	reúna	las	condiciones
enunciadas	en	el	apartado	a).
Artículo	4°.-	Efecto	jurídico	del	registro	internacional.
1.	 Efecto	 jurídico.	 Todo	 estado	 contratante	 se	 compromete	 a	 reconocer
que	 una	 indicación	 inscrita	 en	 el	 registro	 internacional	 se	 considerará
exacta	hasta	la	prueba	en	contrario,	salvo
i)	 Cuando	 la	 indicación	 no	 pueda	 ser	 válida	 en	 virtud	 de	 la	 ley	 sobre
derecho	 de	 autor	 o	 de	 cualquier	 otra	 ley	 relativa	 a	 los	 derechos	 de
propiedad	intelectual	sobre	las	obras	audiovisuales	de	ese	estado	o,
ii)	Cuando	 la	 indicación	esté	en	contradicción	con	otra	 indicación	 inscrita
en	el	registro	internacional.
2.	 Salvaguardia	 de	 las	 leyes	 y	 tratados	de	propiedad	 intelectual.	Ninguna
disposición	del	 presente	 tratado	podrá	 interpretarse	 en	 el	 sentido	de	 que
afecta	a	 la	 ley	 sobre	derecho	de	autor,	ni	 a	ninguna	otra	 ley	 relativa	a	 los
derechos	 de	 propiedad	 intelectual	 sobre	 las	 obras	 audiovisuales,	 de	 un
estado	contratante	ni,	si	ese	estado	es	parte	en	el	Convenio	de	Berna	para	la
Protección	de	 las	Obras	Literarias	 y	Artísticas	 o	 en	 cualquier	 otro	 tratado
relativo	 a	 los	 derechos	 de	 propiedad	 intelectual	 sobre	 las	 obras
audiovisuales,	a	los	derechos	y	obligaciones	derivados	de	dicho	convenio	o
tratado	para	el	estado	en	cuestión.
Capítulo	II:	Disposiciones	administrativas.
Artículo	5°.-	Asamblea.
1.	Composición.
a)	La	unión	tendrá	una	asamblea	compuesta	por	los	estados	contratantes;
b)	 El	 gobierno	 de	 cada	 estado	 contratante	 estará	 representado	 por	 un
delegado,	quien	podrá	estar	asistido	por	suplentes,	asesores	y	expertos.
2.	 Gastos	 de	 las	 delegaciones.	 Los	 gastos	 de	 cada	 delegación	 serán
sufragados	por	el	gobierno	que	haya	designado,	con	excepción	de	los	gastos
de	viaje	y	de	estancia	de	un	delegado	de	cada	estado	contratante,	que	serán
a	cargo	de	la	unión.
3.	Tareas.
a)	La	asamblea:
i)	 Se	 encargará	 de	 todas	 las	 cuestiones	 relativas	 al	 mantenimiento	 y
desarrollo	de	la	unión	y	la	aplicación	del	presente	tratado;
ii)	Realizará	las	tareas	que	le	sean	asignadas	especialmente	por	el	presente
tratado;
iii)	Dará	al	director	general	de	la	organización	(denominado	en	adelante	“el
director	general”)	directrices	relativas	a	la	preparación	de	las	conferencias
de	revisión;
iv)	 Examinará	 y	 aprobará	 los	 informes	 y	 las	 actividades	 del	 director
general	 relativos	 a	 la	 unión	 y	 le	 dará	 todas	 las	 directrices	 necesarias
relativas	a	las	cuestiones	de	la	competencia	de	la	unión;
v)	Determinará	el	programa	y	aprobará	el	presupuesto	bienal	de	la	unión	y
aprobará	sus	cuentas	finales;
vi)	Adoptará	el	reglamento	financiero	de	la	unión;
vii)	 Creará	 un	 comité	 consultivo	 constituido	 por	 representantes	 de
organizaciones	no	gubernamentales	interesadas,	y	 los	comités	y	grupos	de
trabajo	que	 considere	útiles	para	 facilitar	 las	 actividades	de	 la	unión	y	de
sus	órganos,	y	decidirá	periódicamente	su	composición;
viii)	 Controlará	 el	 sistema	 y	 el	 importe	 de	 las	 tasas	 que	 determine	 el
director	general;
ix)	 Decidirá	 qué	 estados	 no	 contratantes	 y	 que	 organizaciones
intergubernamentales	 y	 no	 gubernamentales	 serán	 admitidos	 a	 sus
reuniones	en	calidad	de	observadores:
x)	Realizará	cualquier	otra	acción	adecuada	para	lograr	los	objetivos	de	la
unión	así	 como	 todas	 las	demás	 funciones	útiles	en	el	marco	del	presente
tratado;
b)	 Respecto	 de	 las	 cuestiones	 que	 también	 interesen	 a	 otras	 uniones
administradas	 por	 la	 organización,	 la	 asamblea	 adoptará	 sus	 decisiones
después	 de	 haber	 tenido	 conocimiento	 de	 la	 opinión	 del	 comité	 de
coordinación	de	la	organización.
4.	Representación.	Cada	 delegado	 sólo	 podrá	 representar	 a	 un	 estado	 y
sólo	podrá	votar	en	nombre	de	éste.
5.	Votos.	Cada	estado	contratante	dispondrá	de	un	voto.
6.	Quórum.
a)	La	mitad	de	los	estados	contratantes	constituirá	el	quórum.
b)	 Si	 no	 se	 lograse	 el	 quórum,	 la	 asamblea	 podrá	 adoptar	 decisiones;	 no
obstante,	esas	decisiones,	con	excepción	de	las	que	se	refieran	a	su	propio
procedimiento,	 sólo	 serán	 ejecutivas	 si	 se	 lograse	 el	 quórum	y	 la	mayoría
exigida	mediante	la	votación	por	correspondencia.
7.	Mayoría.
a)	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	los	artículos	8.2	b)	y	10.2	b),	decisiones
de	la	asamblea	se	adoptarán	por	mayoría	de	los	votos	emitidos.
b)	La	abstención	no	se	considerará	como	voto.
8.	Períodos	de	sesiones.
a)	 La	 asamblea	 se	 reunirá	 una	 vez	 cada	 dos	 años	 civiles	 en	 período
ordinario	de	sesiones,	por	convocatoria	del	director	general	y,	en	ausencia
de	 circunstancias	 excepcionales,	 durante	 el	mismo	período	 y	 en	 el	mismo
lugar	que	la	asamblea	general	de	la	organización.
b)	 La	 asamblea	 se	 reunirá	 en	 período	 extraordinario	 de	 sesiones	 por
convocatoria	del	director	general	a	petición	de	la	cuarta	parte	de	los	estados
contratantes	o	por	iniciativa	personal	del	director	general.
9.	Reglamento.	La	asamblea	adoptará	su	propio	reglamento.
Artículo	6°.-	Oficina	internacional.
1.	Tareas.	La	oficina	internacional:
i)	Realizará,	por	conducto	del	servicio	de	registro	 internacional,	 todas	 las
tareas	relativas	al	mantenimiento	del	registro	internacional;
ii)	 Se	 encargará	 de	 la	 secretaría	 de	 las	 conferencias	 de	 revisión,	 de	 la
asamblea,	de	los	comités	y	grupos	de	trabajo	creados	por	la	asamblea	y	de
cualquier	 otra	 reunión	 convocada	 por	 el	 director	 general	 y	 que	 trate	 de
cuestiones	relativas	a	la	unión;
iii)	 Realizará	 todas	 las	 demás	 tareas	 que	 le	 asigne	 especialmente	 el
presente	 tratado	 y	 el	 reglamento	 mencionado	 en	 el	 artículo	 8°	 o	 la
asamblea.
2.	Director	general.	 El	 director	 general	 es	 el	más	 alto	 funcionario	 de	 la
unión	y	la	representa.
3.	Reuniones	distintas	de	los	períodos	de	sesiones	de	la	asamblea.	El
director	general	convocará	cualquier	comité	o	grupo	de	trabajo	creado	por
la	asamblea	y	cualquier	otra	reunión	que	trate	de	cuestiones	que	interesen	a
la	unión.
4.	 Función	 de	 la	 oficina	 internacional	 en	 la	 asamblea	 y	 en	 otras
reuniones.
a)	El	director	general	y	cualquier	otro	miembro	del	personal	que	él	designe
participará,	sin	derecho	de	voto	en	todas	las	reuniones	de	la	asamblea	y	de
los	 comités	 y	 grupos	 de	 trabajo	 creados	 por	 la	 asamblea,	 así	 como	 en
cualquier	 otra	 reunión	 convocada	 por	 el	 director	 general	 y	 que	 trate	 de
cuestiones	que	interesen	a	la	unión.
b)	El	director	general	o	un	miembro	del	personal	que	él	designe	será,	de
oficio,	secretario	de	la	asamblea	y	de	los	comités,	grupos	de	trabajo	y	demás
reuniones	mencionadas	en	el	apartado	a).
5.	Conferencias	de	revisión.
a)	El	director	general	preparará	las	conferencias	de	revisión	siguiendo	las
directrices	de	la	asamblea.
b)	 El	 director	 general	 podrá	 consultar	 a	 organizaciones
intergubernamentales	y	no	gubernamentales	respecto	de	la	preparación	de
estas	conferencias.
c)	 El	 director	 general	 y	 los	 miembros	 del	 personal	 designados	 por	 él
participarán,	sin	derecho	de	voto	en	 las	deliberaciones	de	 las	conferencias
de	revisión.
d)	El	director	general	o	un	miembro	del	personal	que	él	designe	será,	de
oficio,	secretario	de	toda	conferencia	de	revisión.
Artículo	7°.-	Finanzas.
1.	Presupuesto.
a)	La	unión	tendrá	un	presupuesto.
b)	El	presupuesto	de	la	unión	incluirá	los	ingresos	y	los	gastos	propios	de
la	 unión,	 y	 su	 contribución	 al	 presupuesto	 de	 los	 gastos	 comunes	 de	 las
uniones	administradas	por	la	organización.
c)	 Se	 consideran	 gastos	 comunes	 de	 las	 uniones	 los	 gastos	 que	 no	 sean
imputables	 exclusivamente	 a	 la	 unión,	 sino	 también	 a	 una	 o	 varias	 otras
uniones	 administradas	 por	 la	 organización.	 La	 parte	 de	 la	 unión	 en	 esos
gastos	comunes	será	proporcional	al	interés	que	esos	gastos	presenten	para
ella.
2.	Coordinación	con	otros	presupuestos.	El	presupuesto	de	 la	unión	se
establecerá	teniendo	debidamente	en	cuenta	las	exigencias	de	coordinación
con	 los	 presupuestos	 de	 las	 demás	 uniones	 administradas	 por	 la
organización.
3.	Fuentes	de	ingresos.	El	presupuesto	de	la	unión	estará	financiado	por
los	recursos	siguientes:
i)	Las	tasas	adeudadas	por	los	registros	y	otros	servicios	prestados	por	el
servicio	de	registro	internacional;
ii)	La	venta	de	las	publicaciones	del	servicio	de	registro	internacional	y	los
derechos	relativos	a	esas	publicaciones;
iii)	Las	donaciones,	especialmente	de	asociaciones	de	titulares	de	derechos
sobre	obras	audiovisuales;
iv)	Las	donaciones,	legados	y	subvenciones;
v)	Los	alquileres,	intereses	y	otros	ingresos	diversos.
4.	 Autofinanciación.	 El	 importe	 de	 las	 tasas	 adeudadas	 al	 servicio	 de
registro	internacional,	así	como	el	precio	de	venta	de	sus	publicaciones,	se
fijarán	 de	 manera	 que	 cubran,	 con	 todos	 los	 demás	 ingresos,	 los	 gastos
ocasionados	por	la	administración	del	presente	tratado.
5.	Continuación	del	presupuesto;	fondos	de	reserva.	En	el	caso	en	que
el	presupuesto	no	fuese	adoptado	antes	del	comienzo	de	un	nuevo	ejercicio,
se	fijará	al	mismo	nivel	que	el	presupuesto	del	período	anterior,	en	la	forma
prevista	en	el	reglamento	financiero.	Si	los	ingresos	excediesen	a	los	gastos,
la	diferencia	se	acreditará	a	un	fondo	de	reserva.
6.	 Fondo	 de	 operaciones.	 La	 unión	 poseerá	 un	 fondo	 de	 operaciones
constituido	con	ingresos	de	la	unión.
7.	Intervención	de	cuentas.	La	intervención	de	cuentas	será	efectuada,	en
la	forma	prevista	en	el	reglamento	financiero,	por	uno	o	más	de	los	estados
contratantes	o	por	interventores	externos,	quienes	serán	designados,	con	su
consentimiento,	por	la	asamblea.
Artículo	8°.-	Reglamento.
1.	 Adopción	 del	 reglamento.	 El	 reglamento	 adoptado	 al	mismo	 tiempo	 el
presente	tratado	quedará	anexo	al	mismo.
2.	Modificación	del	reglamento.
a)	La	asamblea	podrá	modificar	el	reglamento.
b)	Toda	modificación	del	reglamento	exigirá	una	mayoría	de	dos	tercios	de
los	votos	emitidos.
3.	 Divergencia	 entre	 el	 tratado	 y	 el	 reglamento.	 En	 caso	 de	 divergencia
entre	 las	 disposiciones	 del	 presente	 tratado	 y	 las	 del	 reglamento,
prevalecerán	las	primeras.
4.	Instrucciones	administrativas.	El	reglamento	preverá	el	establecimiento
de	instrucciones	administrativas.
Capítulo	III:	Revisión	y	modificación.
Artículo	9°.-	Revisión	del	tratado.
1.	Conferencias	de	revisión.	El	presente	 tratado	podrá	 ser	 revisado	por
una	conferencia	de	los	estados	contratantes.
2.	 Convocatoria.	 La	 convocatoria	 de	 las	 conferencias	 de	 revisión	 será
decidida	por	la	asamblea.
3.	 Disposiciones	 que	 también	 podrán	 ser	 modificadas	 por	 la
asamblea.	Las	disposiciones	mencionadas	en	el	artículo	10.1	a)	podrán	ser
modificadas,	bien	por	una	conferencia	de	revisión,	bien	de	conformidad	con
el	artículo	10.
Artículo	10.-	Modificación	de	ciertas	disposiciones	del	tratado.
1.	Propuestas.
a)	 Cualquier	 estado	 contratante	 o	 el	 director	 general	 podrán	 presentar
propuestas	de	modificación	de	los	artículos	5.6	y	8º,	6.4	y	5º	y	7.1	a	3º	y	5º	a
7º.
b)	 Esas	 propuestas	 se	 comunicarán	 por	 el	 director	 general	 a	 los	 estados
contratantes	 con	 seis	 meses	 de	 antelación	 por	 lo	 menos	 antes	 de	 ser
sometidas	a	examen	de	la	asamblea.
2.	Adopción.
a)	Toda	modificación	de	las	disposiciones	mencionadas	en	el	párrafo	1	será
adoptada	por	la	asamblea.
b)	La	adopción	requerirá	los	tres	cuartos	de	los	votos	emitidos.
3.	Entrada	en	vigor.
a)	 Toda	 modificación	 de	 las	 disposiciones	 mencionadas	 en	 el	 párrafo	 1
entrará	en	vigor	un	mes	después	de	que	el	director	general	haya	recibido,
de	las	tres	cuartas	partes	de	los	estados	contratantes	que	fuesen	miembros
de	 la	 asamblea	en	el	momento	en	que	esta	última	adoptó	 la	modificación,
notificación	 escrita	 de	 su	 aceptación,	 efectuada	 de	 conformidad	 con	 sus
respectivos	procedimientos	constitucionales.
b)	Toda	modificación	de	dichos	artículos	así	aceptada	obligará	a	todos	los
estados	contratantes	que	fuesen	estados	contratantes	en	el	momento	en	que
la	asamblea	adoptó	la	modificación.
c)	Toda	modificación	aceptada	y	que	entre	en	vigor	de	conformidad	con	el
apartado	 a)	 obligará	 a	 todos	 los	 estados	 que	 sean	 estados	 contratantes
después	 de	 la	 fecha	 en	 la	 que	 la	 modificación	 haya	 sido	 adoptada	 por	 la
asamblea.
Capítulo	IV.	Cláusulas	finales
Artículo	 11.-	 Procedimiento	 para	 ser	 parte	 en	 el	 tratado.	 Adhesión.
Todo	 estado	 miembro	 de	 la	 organización	 podrá	 ser	 parte	 en	 el	 presente
tratado	mediante:
i)	 La	 firma	 seguida	 del	 depósito	 de	 un	 instrumento	 de	 ratificación,
aceptación	o	aprobación,	o
ii)	El	depósito	de	un	instrumento	de	adhesión.
2.	Depósito	de	instrumentos.	Los	instrumentos	mencionados	en	el	párrafo
1	se	depositarán	en	poder	del	director	general.
Artículo	12.-	Entrada	en	vigor	del	tratado.
1.	Entrada	en	vigor	inicial.	El	presente	tratado	entrará	en	vigor,	respecto
de	 los	 cinco	 primeros	 estados	 que	 hayan	 depositado	 sus	 instrumentos	 de
ratificación,	 aceptación,	 aprobación	 o	 adhesión,	 tres	 meses	 después	 de	 la
fecha	en	la	que	haya	sido	depositado	el	quinto	instrumento.
2.	Estados	a	los	que	no	se	aplica	la	entrada	en	vigor	inicial.	El	presente
tratado	entrará	en	vigor	respecto	de	cualquier	estado	al	que	no	se	aplique	el
párrafo	 1	 tres	 meses	 después	 de	 la	 fecha	 en	 la	 que	 dicho	 estado	 haya
depositado	 su	 instrumento	 de	 ratificación,	 aceptación,	 aprobación	 o
adhesión,	 a	 menos	 que	 se	 haya	 indicado	 una	 fecha	 posterior	 en	 el
instrumento	en	cuestión.	En	este	último	caso,	el	presente	tratado	entrará	en
vigor	respecto	de	dicho	estado	en	la	fecha	así	indicada.
Artículo	13.-	Reservas	al	tratado.
1.	 Principio.	 Con	 excepción	 del	 caso	 previsto	 en	 el	 párrafo	 2,	 no	 se
admitirá	ninguna	reserva	al	presente	tratado.
2.	 Excepción.	 Al	 hacerse	 parte	 en	 el	 presente	 tratado,	 todo	 estado,
mediante	 notificación	 depositada	 en	 poder	 del	 director	 general,	 podrá
declarar	 que	 no	 aplicará	 las	 disposiciones	 del	 artículo	 4.1	 respecto	 de	 las
indicaciones	 que	 no	 conciernan	 a	 la	 explotación	 de	 los	 derechos	 de
propiedad	 intelectual	 sobre	 obras	 audiovisuales.	 Todo	 estado	 que	 haya
hecho	una	declaración	en	este	sentido	podrá	retirarla	mediante	notificación
depositada	en	poder	del	director	general.
Artículo	14.-	Denuncia	del	tratado.
1.	 Notificación.	 Todo	 estado	 contratante	 podrá	 denunciar	 el	 presente
tratado	mediante	notificación	dirigida	al	director	general.
2.	Fecha	efectiva.	La	denuncia	surtirá	efecto	un	año	después	del	día	en	que
el	director	general	haya	recibido	la	notificación.
3.	 Exclusión	 temporal	 de	 la	 facultad	 de	 denuncia.	 La	 facultad	 de
denuncia	del	presente	 tratado	prevista	en	el	párrafo	1,	no	podrá	ejercerse
por	un	estado	contratante	antes	de	la	expiración	de	un	plazo	de	cinco	años	a
partir	de	la	fecha	de	entrada	en	vigor	del	presente	tratado	respecto	de	dicho
estado.
Artículo	15.-	Firma	e	idiomas	del	tratado.
1.	Textos	originales.	El	presente	 tratado	 se	 firmará	en	un	 solo	 ejemplar
original	en	francés	e	inglés,	siendo	igualmente	auténticos	ambos	textos.
2.	 Textos	 oficiales.	 El	 director	 general	 establecerá	 textos	 oficiales,	 tras
consulta	con	los	gobiernos	interesados,	en	alemán,	árabe,	español,	italiano,
japonés,	 portugués	 y	 ruso	y	 en	 los	demás	 idiomas	que	 la	 asamblea	pueda
indicar.
3.	Plazo	para	la	firma.	El	presente	tratado	quedará	abierto	a	la	firma,	en	la
oficina	internacional,	hasta	el	31	de	diciembre	de	1989.
Artículo	16.-	Funciones	de	depositario.
1.	Depósito	del	 original.	El	 ejemplar	 original	 del	 presente	 tratado	 y	 del
reglamento	quedará	depositado	en	poder	del	director	general.
2.	 Copias	 certificadas.	 El	 director	 general	 certificará	 y	 transmitirá	 dos
copias	del	presente	tratado	y	del	reglamento	a	los	gobiernos	de	los	estados
facultados	para	firmar	dicho	tratado.
3.	Registro	del	tratado.	El	director	general	registrará	el	presente	tratado
en	la	secretaría	de	las	Naciones	Unidas.
4.	Modificaciones.	El	director	general	certificará	y	transmitirá	dos	copias
de	toda	modificación	del	presente	tratado	y	del	reglamento	a	los	gobiernos
de	los	estados	contratantes	y,	previa	petición,	al	gobierno	de	cualquier	otro
estado.
Artículo	17.-	Notificaciones.	El	director	general	notificará	a	los	gobiernos
de	 los	 estados	 miembros	 de	 la	 organización	 cualquiera	 de	 los	 hechos
mencionados	 en	 los	 artículos	 8.2,	 10.2	 y	 3,	 11,	 12,	 13	 y	 14.	 Hecho	 en
Ginebra,	el	20	de	abril	de	1989.
Regla	1.	Definiciones.
A	los	fines	del	presente	reglamento,	se	entenderá	por:
i)	 “Tratado”	 el	 tratado	 sobre	 el	 Registro	 Internacional	 de	 Obras
Audiovisuales;
ii)	 “Registro	 Internacional”	 el	 Registro	 Internacional	 de	 Obras
Audiovisuales	establecido	por	el	tratado;
iii)	 “Servicio	 de	 Registro	 Internacional”	 la	 unidad	 administrativa	 de	 la
oficina	internacional	encargada	del	registro	internacional;
iv)	“Obra”	obra	audiovisual;
v)	 “Solicitud	 en	 relación	 con	 una	 obra”	 una	 solicitud	 que	 identifique	 una
obra	existente	o	futura	por	lo	menos	por	su	título	o	títulos	y	destinada	a	que
se	inscriban	en	el	registro	internacional	indicaciones	relativas	al	interés	de
una	o	varias	personas	identificadas	respecto	de	esa	obra,	y	por	“registro	en
relación	 con	 una	 obra”	 un	 registro	 efectuado	 de	 conformidad	 con	 una
solicitud	relacionada	con	una	obra;
vi)	“Solicitud	en	relación	con	una	persona”	una	solicitud	destinada	a	que	se
inscriban	 en	 el	 registro	 internacional	 indicaciones	 relativas	 al	 interés	 del
solicitante	 u	 otra	 persona	 identificada	 en	 la	 solicitud,	 respecto	 de	 una	 o
varias	 obras	 existentes	 o	 futuras,	 descritas	 pero	 no	 identificadas	 por	 su
título	 o	 títulos,	 y	 “registro	 en	 relación	 con	 una	 persona”	 un	 registro
efectuado	 con	 arreglo	 a	 una	 solicitud	 relacionada	 con	 una	 persona.	 Se
reputará	 descrita	 una	 obra	 cuando,	 concretamente,	 esté	 identificada	 la
persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 la	 haya	 producido,	 o	 que	 se	 prevea	 que	 la
producirá.
vii)	“Solicitud”	o	“registro”	–sin	la	mención	“en	relación	con	una	obra”	o	“en
relación	 con	 una	 persona”–	 tanto	 una	 solicitud	 o	 un	 registro	 que	 esté
relacionado	 con	 una	 obra,	 como	 una	 solicitud	 o	 un	 registro	 que	 esté
relacionado	con	una	persona;
viii)	 “Solicitante”	 la	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 haya	 presentado	 la
solicitud,	y	por	 “titular	del	 registro”	el	 solicitante,	una	vez	que	 la	 solicitud
haya	sido	registrada;
IX)	“Prescrito”	conforme	con	las	disposiciones	del	tratado,	con	el	presente
reglamento	o	con	las	instrucciones	administrativas;
x)	“Comité	consultivo”	el	comité	consultivo	mencionado	en	el	artículo	5.3,
a),	vii)	del	tratado.
Regla	2.	Solicitud.
1.	 Formularios.	 Toda	 solicitud	 se	 presentará	 mediante	 el	 formulario
prescrito	adecuado.
2.	 Idioma.	 Toda	 solicitud	 se	 redactará	 en	 inglés	 o	 en	 francés.	 Cuando	 el
registro	 internacional	 sea	 financieramente	 autosuficiente,	 la	 asamblea
podrá	 determinar	 los	 demás	 idiomas	 en	 los	 que	 podrán	 presentarse
solicitudes.
3.	Nombre	y	dirección	del	solicitante.	Toda	solicitud	indicará	el	nombre	y
dirección	del	solicitante	en	la	forma	prescrita.
4.	 Nombre	 y	 dirección	 de	 otras	 personas	 mencionadas	 en	 la	 solicitud.
Cuando	una	solicitud	mencione	a	una	persona	natural	o	jurídica	distinta	del
solicitante,	 deberá	 indicarse	 el	 nombre	 y	 dirección	 de	 esa	 persona	 en	 la
forma	prescrita.
5.	Título	o	descripción	de	la	obra.	Toda	solicitud	relacionada	con	una	obra
indicará	 por	 lo	menos	 el	 título	 o	 títulos	 de	 la	 obra.	 Cuando	 se	 indique	un
título	 en	 un	 idioma	distinto	 del	 francés	 o	 el	 inglés,	 o	mediante	 caracteres
distintos	de	los	latinos,	deberá	acompañarse	una	traducción	literal	en	inglés
o	una	trascripción	en	caracteres	latinos,	según	proceda.
6.	Mención	 de	 un	 registro	 existente.	 Cuando	 la	 solicitud	 se	 relacione	 con
una	obra	que	ya	sea	objeto	de	un	registro	relacionado	con	una	obra,	o	con
una	 obra	 ya	 descrita	 en	 un	 registro	 relacionado	 con	 una	 persona,	 deberá
indicar	el	número	de	dicho	registro	siempre	que	sea	posible.	Si	el	Servicio
de	Registro	Internacional	comprueba	que	sería	posible	esa	indicación	pero
que	no	se	ha	efectuado	en	la	solicitud,	podrá	indicar	él	mismo	ese	número
en	 el	 registro,	 pero	 deberá	 señalar	 en	 el	 Registro	 Internacional	 que	 la
iniciativa	 de	 esa	 indicación	 ha	 sido	 tomada	 por	 el	 Servicio	 de	 Registro
Internacional,	sin	intervención	del	solicitante.
7.	Interés	del	solicitante.
a)	Toda	solicitud	relacionada	con	una	obra	indicará	el	interés	que	tenga	el
solicitante	respecto	de	la	obra,	existente	o	futura.	Cuando	el	interés	consista
en	 un	 derecho	 de	 explotación	 de	 la	 obra,	 también	 deberá	 indicarse	 la
naturaleza	del	derecho	y	el	territorio	para	el	que	el	solicitante	es	titular	del
derecho.
b)	Toda	solicitud	relacionada	con	una	persona	indicará	el	interés	que	tenga
el	 solicitante	 respecto	de	 la	 obra	u	obras	descritas,	 existentes	o	 futuras,	 y
concretamente	 todo	 derecho	 que	 restrinja	 o	 excluya	 el	 derecho	 de
explotación	de	la	obra	o	de	las	obras	a	favor	del	solicitante	o	de	un	tercero.
c)	Cuando	el	 interés	esté	 limitado	en	el	 tiempo,	 la	solicitud	podrá	 indicar
ese	límite.
8.	Fuente	de	los	derechos.	Cuando	una	solicitud	relacionada	con	una	obra
se	refiera	a	un	derecho	sobre	la	obra,	indicará,	si	procede,	que	el	solicitante
es	el	titular	inicial	del	derecho	o,	cuando	el	solicitante	ostente	el	derecho	de
otra	 persona	 natural	 o	 jurídica,	 el	 nombre	 y	 dirección	 de	 esa	 persona	 así
como	la	calidad	del	solicitante	que	le	faculte	a	ejercer	el	derecho.
9.	Documentos	adjuntos	a	la	solicitud	y	material	que	permita	identificar	la
obra	audiovisual.
a)	Cualquier	solicitud	podrá	ir	acompañada	de	documentos	que	apoyen	las
indicaciones	 que	 figuren	 en	 la	 misma.	 Todo	 documento	 de	 este	 tipo
redactado	en	un	idioma	distinto	del	francés	o	el	inglés	irá	acompañado	de	la
mención	en	inglés	de	su	naturaleza	y	de	lo	esencial	de	su	contenido;	en	caso
contrario,	 el	 Servicio	 del	 Registro	 Internacional	 considerará	 que	 no	 se	 ha
adjuntado	el	documento	a	la	solicitud.
b)	 Cualquier	 solicitud	 podrá	 ir	 acompañada	 de	 material,	 distinto	 de	 los
documentos,	susceptible	de	identificar	la	obra.
10.	Declaración	de	veracidad.	La	solicitud	contendrá	una	declaración	según
la	 cual,	 en	 conocimiento	 del	 solicitante	 las	 indicaciones	 que	 figuran	 en	 la
misma	 son	 verídicas	 y	 que	 todo	 documento	 adjunto	 a	 la	 misma	 es	 un
original	o	la	copia	conforme	de	un	original.
11.	Firma.	La	solicitud	estará	firmada	por	el	solicitante	o	por	su	mandatario
designado	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	párrafo	12.
12.	Representación.
a)	Cualquier	solicitante	o	titular	del	registro	podrá	estar	representado	por
un	 mandatario,	 que	 podrá	 ser	 designado	 en	 la	 solicitud,	 en	 un	 poder
separado	relativo	a	una	solicitud	o	un	registro	determinado	o	en	un	poder
general,	firmado	por	el	solicitante	o	el	titular	del	registro.
b)	Un	poder	general	permitirá	al	mandatario	representar	al	solicitante	o	al
titular	del	registro	en	relación	con	todas	las	solicitudes	o	todos	los	registros
de	la	persona	que	haya	otorgado	el	poder	general.
c)	 Toda	 designación	 de	 mandatario	 será	 válida	 hasta	 que	 sea	 revocada
mediante	una	comunicación	firmada	por	la	persona	que	haya	designado	al
mandatario	y	dirigida	al	 Servicio	de	Registro	 Internacional,	 o	hasta	que	el
mandatario	renuncie	a	su	mandato	mediante	una	comunicación	firmada	de
su	puño	y	letra	y	dirigida	al	Servicio	de	Registro	Internacional.
d)	 El	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional	 dirigirá	 al	 mandatario	 toda
comunicación	destinada	al	solicitante	o	al	 titular	del	registro	en	virtud	del
presente	 reglamento;	 toda	 comunicación	 dirigida	 de	 esta	 forma	 al
mandatario	tendrá	el	mismo	efecto	que	si	se	hubiese	dirigido	al	solicitante	o
al	 titular	 del	 registro.	 Toda	 comunicación	 dirigida	 al	 Servicio	 de	 Registro
Internacional	por	el	mandatario	tendrá	el	mismo	efecto	que	si	hubiese	sido
dirigida	por	el	solicitante	o	el	titular	del	registro.
13.	 Tasas.	 Por	 cada	 solicitud,	 el	 solicitante	 pagará	 la	 tasa	 prescrita,	 que
debe	llegar	al	Servicio	de	Registro	Internacional	lo	más	tarde	el	día	en	que
este	 último	 reciba	 la	 solicitud.	 Si	 la	 tasa	 llega	 al	 Servicio	 de	 Registro
Internacional	 dentro	 de	 los	 30	 días	 siguientes	 a	 la	 fecha	 de	 recepción
efectiva	de	 la	solicitud,	se	reputará	que	esta	última	ha	sido	recibida	por	el
Servicio	de	Registro	Internacional	en	la	fecha	en	la	que	haya	llegado	la	tasa.
Regla	3.	Tramitación	de	la	solicitud.
1.	 Correcciones.	 Si	 el	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional	 observa	 en	 la
solicitud	 lo	 que	 considere	 que	 constituye	 una	 omisión	 involuntaria,	 una
incompatibilidad	entre	dos	o	más	 indicaciones,	una	 falta	de	 trascripción	u
otro	error	evidente,	invitará	al	solicitante	a	corregir	la	solicitud.	Para	poder
ser	tomada	en	consideración,	toda	corrección	introducida	por	el	solicitante
deberá	llegar	al	Servicio	de	Registro	Internacional	en	el	plazo	de	30	días	a
partir	de	la	fecha	en	la	que	dicho	solicitante	haya	sido	invitado	a	corregir	la
solicitud.
2.	Posibilidad	de	suprimir	contradicciones.
a)	 Cuando	 el	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional	 considere	 que	 una
indicación	que	figure	en	una	solicitud	sea	contradictoria	con	una	indicación
que,	 sobre	 la	 base	 de	 una	 solicitud	 anterior,	 sea	 objeto	 de	 un	 registro
existente	en	el	Registro	Internacional,	el	Servicio	de	Registro	Internacional
deberá	inmediatamente:
i)	si	el	solicitante	es	también	el	 titular	del	registro	existente,	enviarle	una
notificación	preguntándole	si	desea	modificar	la	indicación	que	figura	en	la
solicitud	 o	 pedir	 la	 modificación	 de	 la	 indicación	 objeto	 del	 registro
existente,
ii)	si	el	solicitante	y	el	titular	del	registro	no	son	la	misma	persona,	enviar
al	 solicitante	 una	 notificación	 preguntándole	 si	 desea	 modificar	 la
indicación	que	figura	en	la	solicitud	y,	al	mismo	tiempo,	enviar	al	titular	del
registro	 existente	 una	 notificación	 preguntándole	 –en	 el	 caso	 de	 que	 el
solicitante	 no	 desee	 modificar	 la	 indicación	 que	 figura	 en	 la	 solicitud–	 si
desea	 pedir	 la	 modificación	 de	 la	 indicación	 que	 figura	 en	 el	 registro
existente.	 El	 registro	 de	 la	 solicitud	 quedará	 suspendido	 hasta	 que	 se
presente	 una	 modificación	 que,	 en	 opinión	 del	 Servicio	 de	 Registro
Internacional,	suprima	la	contradicción,	sin	que	pueda	exceder	de	60	días	a
partir	 de	 la	 fecha	 de	 dicha	 notificación	 o	 notificaciones,	 salvo	 que	 el
solicitante	 pida	 un	 plazo	más	 largo,	 en	 cuyo	 caso	 se	 suspenderá	 hasta	 el
vencimiento	de	ese	plazo	más	largo.
b)	El	hecho	de	que	el	Servicio	de	Registro	Internacional	no	haya	observado
el	carácter	contradictorio	de	una	indicación,	no	se	considerará	que	suprime
ese	carácter	de	la	indicación.
3.	Rechazo.
a)	En	los	casos	siguientes,	el	Servicio	de	Registro	Internacional	rechazará	la
solicitud	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	los	párrafos	1	y	2:
i)	cuando	la	solicitud	no	contenga	una	indicación	de	la	que	se	desprenda,	a
primera	 vista,	 que	 se	 han	 cumplido	 las	 exigencias	 del	 artículo	 3.5	 del
Tratado;
ii)	cuando,	en	opinión	del	Servicio	de	Registro	Internacional,	la	solicitud	no
se	refiera	a	una	obra,	existente	o	futura;
iii)	 cuando	 la	 solicitud	 no	 esté	 en	 conformidad	 con	 cualquiera	 de	 las
condiciones	prescritas	en	la	regla	2.2,	3,	4,	5,	7a)	y	b),	8,	10,	11	y	13.
b)	El	Servicio	de	Registro	Internacional	podrá	rechazar	la	solicitud	cuando
esta	no	cumpla	las	condiciones	de	forma	prescritas.
c)	 No	 se	 rechazará	 ninguna	 solicitud	 por	 razones	 distintas	 de	 las
mencionadas	en	los	apartados	a)	y	b).
d)	 Toda	 decisión	 de	 rechazo	 adoptada	 en	 virtud	 del	 presente	 párrafo	 se
comunicará	 por	 escrito	 al	 solicitante	 por	 el	 Servicio	 de	 Registro
Internacional.	En	un	plazo	de	30	días	a	partir	de	la	fecha	de	la	comunicación,
el	 solicitante	podrá	pedir	por	 escrito	 al	 Servicio	de	Registro	 Internacional
que	reconsidere	su	decisión.
El	Servicio	de	Registro	Internacional	responderá	a	la	petición	en	un	plazo
de	30	días	a	partir	de	la	fecha	de	su	recepción.
4.	Mención	en	el	Registro	 Internacional	de	 la	recepción	de	 la	solicitud.	Si,
por	 cualquier	 razón	 el	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional	 no	 registrase	 la
solicitud	 en	 un	 plazo	 de	 tres	 días	 laborables	 a	 partir	 de	 su	 recepción,
inscribirá	 en	 su	 base	 de	 datos,	 accesible	 al	 público	 para	 consulta,	 los
elementos	esenciales	de	la	solicitud,	indicando	el	motivo	por	el	que	no	se	ha
efectuado	 el	 registro	 y,	 si	 el	 motivo	 en	 cuestión	 está	 relacionado	 con	 las
disposiciones	de	los	párrafos	1,	2	a)	ó	3	d),	las	medidas	adoptadas	en	virtud
de	 las	 disposiciones	 en	 cuestión.	 Si	 se	 efectúa	 el	 registro,	 se	 suprimirán
dichas	menciones	de	la	base	de	datos.
Regla	4.	Fecha	y	número	del	registro.
1.	 Fecha.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 la	 regla	 2.13,	 el	 Servicio	 de
Registro	 Internacional	 atribuirá	 a	 cada	 solicitud,	 como	 fecha	 ha	 de
presentación,	 la	 fecha	de	 recepción	de	 la	 solicitud	considerada.	Cuando	se
registre	la	solicitud,	la	fecha	de	registro,	será	la	fecha	de	presentación.
2.	 Número.	 El	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional	 atribuirá	 un	 número	 a
cada	solicitud.	Si	 la	solicitud	se	refiere	a	una	obra	cuyo	 título	 figura	en	un
registro	existente	en	relación	con	una	obra,	o	que	se	describe	en	un	registro
existente	en	relación	con	una	persona,	el	número	atribuido	incluirá	también
el	 número	 del	 registro	 en	 cuestión.	 Todo	 número	 de	 registro	 estará
constituido	por	el	número	de	la	solicitud.
Regla	5.	Registro.
1.	 Registro.	 Si	 la	 solicitud	 no	 fuese	 rechazada,	 todas	 las	 indicaciones	 que
figuren	en	ella	inscribirán	en	el	Registro	Internacional	en	la	forma	prescrita.
2.	 Notificación	 y	 publicación	 del	 registro.	 Todo	 registro	 efectuado	 se
notificará	al	solicitante	y	se	publicará	en	el	boletín	mencionado	en	la	regla	6
en	la	forma	prescrita.
Regla	6.	Boletín.
1.	 Publicación.	 El	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional	 publicará	 un	 boletín
(“el	boletín”)	en	el	se	indicarán	los	elementos	prescritos	respecto	de	todos
los	 registros.	 El	 boletín	 se	 publicará	 en	 inglés,	 no	 obstante	 los	 elementos
relativos	 a	 las	 solicitudes	 que	 hayan	 sido	 presentadas	 en	 francés	 se
publicarán	también	en	francés.
2.	 Venta.	 El	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional	 ofrecerá,	 previo	 pago,
suscripciones	anuales	y	números	sueltos	del	boletín.	Los	precios	se	 fijarán
de	la	misma	manera	que	el	importe	de	las	tasas	según	la	regla	8.1).
Regla	7.	Petición	de	informaciones.
1.	 Informaciones	 y	 copias.	 El	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional,	 previo
pago	 de	 la	 tasa	 prescrita	 proporcionará	 informaciones	 sobre	 cualquier
registro,	así	como	copias	certificadas	de	cualquier	certificado	de	registro	o
de	cualquier	documento	relativo	a	ese	registro.
2.	Certificados.	El	Servicio	de	Registro	Internacional,	previo	pago	de	la	tasa
prescrita,	 proporcionará	 un	 certificado	 que	 responda	 a	 las	 preguntas
formuladas	 respecto	 de	 la	 existencia	 en	 el	 Registro	 Internacional	 de
indicaciones	 relativas	 a	 puntos	 concretos	 que	 figuren	 en	 un	 registro	 o	 en
cualquier	documento	o	material	adjunto	a	la	solicitud.
3.	Consultas.	El	 Servicio	de	Registro	 Internacional,	previo	pago	de	 la	 tasa
prescrita,	 permitirá,	 la	 consulta	 de	 cualquier	 solicitud,	 así	 como	 de	 todo
documento	o	material	adjunto	a	esta.
4.	 Servicio	 de	 supervisión.	 El	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional,	 previo
pago	de	la	tasa	prescrita,	proporcionará	informaciones	por	escrito	durante
el	período	para	el	que	la	tasa	se	haya	pagado,	respecto	de	todos	los	registros
efectuados	 en	 relación	 con	 obras	 o	 personas	 determinadas	 durante	 el
período	 considerado.	 Esas	 informaciones	 se	 transmitirán	 lo	 antes	 posible
después	 de	 cada	 registro	 efectuados	 en	 relación	 con	 obras	 o	 personas
determinadas	 durante	 el	 período	 considerado.	 Esas	 informaciones	 se
transmitirán	lo	antes	posible	después	de	cada	registro	efectuado.
5.	 Memoria	 automatizada.	 El	 Servicio	 de	 Registro	 Internacional	 podrá
registrar	en	una	memoria	informática	la	totalidad	o	parte	del	contenido	del
Registro	Internacional	y,	al	prestar	cualquiera	de	los	servicios	mencionados
en	los	párrafos	1	a	4	o	en	la	regla	3.4,	podrá	fiarse	en	esa	memoria.
Regla	8.	Tasas.
1.	Fijación	de	las	tasas.	Antes	de	determinar	el	sistema	y	el	importe	de	las
tasas	 y	 antes	 de	 introducir	 cualquier	 cambio	 en	 los	 mismos,	 el	 director
general	consultará	al	comité	consultivo.	La	asamblea	podrá	dar	al	director
general	la	instrucción	de	modificar	el	sistema,	el	importe,	o	ambos.
2.	 Reducción	 de	 las	 tasas	 para	 solicitantes	 de	 países	 en	 desarrollo.	 El
importe	de	las	tasas	se	reducirá	inicialmente	un	15%	cuando	el	solicitante
sea	 una	 persona	 natural	 nacional	 de	 un	 estado	 contratante	 que,	 de
conformidad	 con	 la	 práctica	 establecida	 por	 la	 Asamblea	 General	 de	 las
Naciones	Unidas,	sea	considerado	país	en	desarrollo,	o	una	persona	jurídica
constituida	en	virtud	de	la	legislación	de	tal	estado	contratante.	La	asamblea
examinará	 periódicamente	 la	 posibilidad	 de	 aumentar	 el	 porcentaje	 de
dicha	reducción.
3.	Entrada	en	vigor	de	los	cambios	introducidos	en	el	importe	de	las	tasas.
Los	aumentos	de	los	importes	de	las	tasas	no	serán	retroactivos.	La	fecha	de
entrada	en	vigor	de	cualquier	modificación	se	fijará	por	el	director	general
o,	cuando	la	modificación	se	introduzca	por	instrucción	de	la	asamblea,	por
ésta.	Esa	fecha	se	indicará	cuando	la	modificación	se	publique	en	el	boletín.
No	 será	 efectiva	 hasta	 que	 haya	 transcurrido	 un	mes	 por	 lo	menos	 desde
dicha	publicación.
4.	 Moneda	 y	 forma	 de	 pago.	 Las	 tasas	 se	 pagarán	 en	 la	 moneda	 y	 de	 la
forma	prescritas	o,	si	se	admiten	varias	monedas	en	la	moneda	que	elija	el
solicitante	entre	éstas.
Regla	9.	Instrucciones	administrativas.
1.	Ámbito.
a)	 Las	 instrucciones	 administrativas	 contendrán	disposiciones	 relativas	 a
los	detalles	sobre	la	administración	del	tratado	y	el	presente	reglamento.
b)	En	caso	de	divergencia	entre	las	disposiciones	del	tratado	o	el	presente
reglamento	y	las	instrucciones	administrativas,	prevalecerán	las	primeras.
2.	Elaboración.
a)	 Las	 instrucciones	 administrativas	 se	 establecerán,	 y	 podrán	 ser
modificadas,	por	el	director	general	tras	consulta	al	comité	consultivo.
b)	La	asamblea	podrá	dar	instrucciones	al	director	general	para	modificar
las	 instrucciones	 administrativas,	 y	 el	 director	 general	 las	 modificará	 en
consecuencia.
3.	Publicación	y	entrada	en	vigor.
a)	 Las	 instrucciones	 administrativas	 y	 cualquier	 modificación	 que	 se
introduzca	en	ellas	se	publicarán	en	el	boletín.
b)	 Cada	 publicación	 precisará	 la	 fecha	 en	 la	 que	 las	 disposiciones
publicadas	 entran	 en	 vigor.	 Las	 fechas	 podrán	 ser	 diferentes	 para
disposiciones	 diferentes	 quedando	 entendido	 que	 ninguna	 disposición
podrá	entrar	en	vigor	antes	de	ser	publicada	en	el	boletín.
D.	Leg.	822.
ART.	 59.—Obra	 audiovisual	 en	 base	 a	 obra	 preexistente.	 Cuando	 la
obra	 audiovisual	 haya	 sido	 tomada	 de	 una	 obra	 preexistente,	 todavía
protegida,	el	autor	de	la	obra	originaria	queda	equiparado	a	los	autores	de
la	obra	nueva.
D.	Leg.	822.
ART.	60.—Derechos	morales	sobre	la	obra	audiovisual.	Salvo	pacto	en
contrario	entre	los	coautores,	el	director	o	realizador	tiene	el	ejercicio	de	los
derechos	 morales	 sobre	 la	 obra	 audiovisual,	 sin	 perjuicio	 de	 los	 que
correspondan	 a	 los	 coautores,	 en	 relación	 con	 sus	 respectivas
contribuciones,	ni	de	los	que	pueda	ejercer	el	productor.
El	 derecho	moral	 de	 los	 autores	 sólo	podrá	 ser	 ejercido	 sobre	 la	 versión
definitiva	de	la	obra	audiovisual.
D.	Leg.	822.
ART.	 61.—Mención	 de	 los	 coautores	 en	 la	 obra	 audiovisual.	 El
productor	de	 la	obra	audiovisual	 fijará	en	 los	soportes	que	 la	contienen,	a
los	efectos	de	que	sea	vista	durante	su	proyección,	 la	mención	del	nombre
de	 cada	 uno	 de	 los	 coautores,	 pero	 esa	 indicación	 no	 se	 requerirá	 en
aquellas	producciones	audiovisuales	de	carácter	publicitario	o	en	las	que	su
naturaleza	o	breve	duración	no	lo	permita.
D.	Leg.	822.
ART.	62.—Negativa	de	un	 coautor	 a	 concluir	 su	 aporte	 en	 la	 obra.	Si
uno	 de	 los	 coautores	 se	 niega	 a	 terminar	 su	 contribución,	 o	 se	 encuentra
impedido	de	hacerlo	por	fuerza	mayor,	no	podrá	oponerse	a	que	se	utilice	la
parte	ya	realizada	de	su	contribución	con	el	fin	de	terminar	la	obra,	sin	que
ello	obste	 a	que	 respecto	de	 esta	 contribución	 tenga	 la	 calidad	de	 autor	 y
goce	de	los	derechos	que	de	ello	se	deriven.
D.	Leg.	822.
ART.	 63.—Derecho	 de	 coautores	 sobre	 sus	 aportes	 personales.	 Salvo
pacto	en	contrario,	cada	uno	de	los	coautores	puede	disponer	libremente	de
la	 parte	 de	 la	 obra	 audiovisual	 que	 constituya	 su	 contribución	 personal,
cuando	 se	 trate	 de	 un	 aporte	 divisible,	 para	 explotarlo	 en	 un	 género
diferente,	 siempre	 que	 no	 perjudique	 con	 ello	 la	 explotación	 de	 la	 obra
común.	(,	5673,	5770,	5910,	5915)
D.	Leg.	822.
ART.	64.—Conclusión	de	la	obra	audiovisual.	Se	considera	terminada	la
obra	 audiovisual	 cuando	 haya	 sido	 establecida	 la	 versión	 definitiva,	 de
acuerdo	a	 lo	pactado	entre	el	director	por	una	parte,	y	el	productor	por	 la
otra.
D.	Leg.	822.
ART.	65.—Productor	de	 la	obra	audiovisual.	Se	 presume,	 salvo	prueba
en	contrario,	que	es	productor	de	 la	obra	audiovisual	 la	persona	natural	o
jurídica	que	aparezca	acreditada	como	tal	en	la	obra	de	la	forma	usual.
D.	Leg.	822.
ART.	66.—Derechos	del	productor.	Se	presume,	salvo	pacto	en	contrario,
que	los	autores	de	la	obra	audiovisual	han	cedido	en	forma	exclusiva	y	por
toda	 su	 duración	 los	 derechos	 patrimoniales	 al	 productor,	 y	 éste	 queda
autorizado	para	decidir	acerca	de	la	divulgación	de	la	obra.
Sin	 perjuicio	 de	 los	 derechos	 de	 los	 autores,	 el	 productor	 puede,	 salvo
estipulación	en	contrario,	defender	en	nombre	propio	los	derechos	morales
sobre	la	obra	audiovisual.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Se	 presume	 que	 los	 autores	 de	 la	 obra
audiovisual	 han	 cedido	 sus	 derechos	 patrimoniales	 al	 productor.	 “De
acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	66	del	Decreto	Legislativo	Nº	822	se
presume,	 salvo	 pacto	 en	 contrario,	 que	 los	 autores	 de	 la	 obra	 audiovisual
han	 cedido	 en	 forma	 exclusiva	 y	 por	 toda	 su	 duración	 los	 derechos
patrimoniales	al	productor	y	éste	queda	autorizado	para	decidir	acerca	de	la
divulgación	 de	 la	 obra.	 Sin	 perjuicio	 de	 los	 derechos	 de	 los	 autores,	 el
productor	 puede,	 salvo	 estipulación	 en	 contrario,	 defender	 en	 nombre
propio	los	derechos	morales	sobre	la	obra	audiovisual”.	(R.	891-1999-TRI-
SPI.	15.07.99)
D.	Leg.	822.
ART.	67.—Ejercicio	de	acciones	por	infracción.	Sin	perjuicio	del	derecho
de	 los	 autores,	 en	 los	 casos	 de	 infracción	 a	 los	 derechos	 sobre	 la	 obra
audiovisual,	 el	 ejercicio	 de	 las	 acciones	 corresponderá	 tanto	 al	 productor
como	al	cesionario	o	licenciatario	de	sus	derechos.
D.	Leg.	822.	
ART.	 68.—Obras	 que	 incorporen	 electrónicamente	 imágenes	 en
movimiento.	Las	disposiciones	contenidas	en	el	presente	capítulo,	serán	de
aplicación,	 en	 lo	 pertinente,	 a	 las	 obras	 que	 incorporen	 electrónicamente
imágenes	en	movimiento,	con	o	sin	texto	o	sonidos.
CAPÍTULO	II
DE	LOS	PROGRAMAS	DE	ORDENADOR
D.	Leg.	822.
ART.	 69.—Alcances	 de	 la	 protección.	 Los	 programas	 de	 ordenador	 se
protegen	en	los	mismos	términos	que	las	obras	literarias.	Dicha	protección
se	 extiende	 a	 todas	 sus	 formas	 de	 expresión,	 tanto	 a	 los	 programas
operativos	como	a	los	aplicativos,	ya	sea	en	forma	de	código	fuente	o	código
objeto.
La	protección	establecida	en	la	presente	ley	se	extiende	a	cualesquiera	de
las	versiones	sucesivas	del	programa,	así	como	a	los	programas	derivados.
USO	LEGAL	DE	PROGRAMAS	DE	ORDENADOR
R.	0121-1998/ODA-Indecopi.
Artículo	 Único.—Aprobar	 los	 lineamientos	 de	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de
Autor	 sobre	 el	 Uso	 Legal	 de	 los	 Programas	 de	 Ordenador	 (software),
conforme	 al	 texto	 anexo	 que	 forma	 parte	 integrante	 de	 la	 presente
resolución.
R.	0121-1998/ODA-Indecopi.
Lineamientos	sobre	el	uso	legal	de	los	programas	de	ordenador
(software)
Introducción.
La	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 los	 tratados	 internacionales	 y	 las	 leyes
tutelan	el	derecho	de	autor	como	una	forma	especial	de	propiedad.
Los	autores	de	obras	de	cualquier	género,	como	propietarios	o	titulares	de
los	derechos	sobre	su	creación,	gozan	del	derecho	exclusivo	de	autorizar	o
prohibir	 el	 uso	 o	 explotación	 de	 las	 mismas	 bajo	 cualquier	 forma	 o
procedimiento.
La	 reproducción,	 comunicación	 pública,	 distribución	 (alquiler,	 venta,
préstamo	público)	y	adaptación	o	transformación	son	facultades	exclusivas
que	la	legislación	confiere	a	los	autores.
El	uso	de	 cualquier	 tipo	de	obra,	 los	programas	de	ordenador	 (software)
entre	ellas,	sin	la	autorización	del	titular	del	derecho	de	autor	y,	en	general,
cualquier	infracción	a	la	legislación	de	derecho	de	autor	constituye	un	acto
ilícito	sancionable	administrativa	y	judicialmente.
I.	Límites	territoriales	a	las	licencias	de	uso	en	nuestro	país.
La	 legislación	 nacional	 no	 contempla	 expresamente	 a	 favor	 del	 autor	 o
titular	 de	 los	 derechos	 patrimoniales	 la	 posibilidad	 de	 limitar
territorialmente	la	validez	de	una	licencia	de	uso	del	software.
El	 artículo	 95	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 822	 (único	 artículo	 que	 hace
referencia	 expresa	 a	 la	 licencia	 de	 uso)	 establece	 que	 el	 titular	 de	 los
derechos	 patrimoniales	 puede	 conceder	 una	 simple	 licencia	 de	 uso,	 no
exclusiva	e	intransferible,	siendo	de	aplicación	supletoria	las	estipulaciones
referentes	a	la	cesión	de	derechos	en	cuanto	sean	aplicables.
En	 esa	medida	 habrá	 que	 determinar	 si	 la	 limitación	 territorial	 a	 la	 que
hace	referencia	el	artículo	89	del	Decreto	Legislativo	N°	822	(que	regula	la
cesión	de	derechos)	es	aplicable	también	a	las	licencias	de	uso.
A	 tal	 efecto,	 será	 necesario	 analizar	 si	 aquello	 en	 que	 se	 sustenta	 la
limitación	 territorial	 en	 la	 cesión	 también	puede	 servir	de	 fundamento	en
los	contratos	de	licencia.
En	el	contrato	de	cesión	el	titular	de	los	derechos	transfiere	a	un	tercero	la
facultad	de	explotar	la	obra	de	acuerdo	a	la	modalidad,	las	limitaciones	del
tiempo	y	lugar	y	las	condiciones	de	remuneración	pactadas.	En	tal	sentido,
el	cesionario	tiene	la	posibilidad	de	explotar	los	derechos	patrimoniales	a	él
cedidos	dentro	de	las	limitaciones	establecidas	en	el	contrato.
Esta	cesión	puede	ser:
No	 exclusiva:	 el	 cedente,	 entiéndase	 titular,	 puede	 transferir	 el	 mismo
derecho	a	otros	cesionarios,	incluso	por	las	mismas	formas	de	uso	e	iguales
condiciones	de	lugar	y	tiempo	que	las	ya	concedidas.
Exclusiva:	se	confiere	el	derecho	al	cesionario	de	explotar	con	exclusión	de
cualquier	 otra	 persona,	 inclusive	 del	 propio	 cedente,	 así	 como	 de	 otorgar
cesiones	 no	 exclusivas	 a	 terceros.	 En	 el	 caso	 de	 software	 se	 presume	 la
transferencia	exclusiva	de	derechos.
Resulta	lógico	que	el	titular	de	los	derechos	tenga	la	posibilidad	de	limitar
territorialmente	 el	 derecho	 de	 explotación	 (derecho	 de	 reproducción,
distribución,	 comunicación	 pública)	 cuando	 se	 trata	 de	 una	 cesión,	 por
cuanto	 está	 transmitiendo	 la	 titularidad	 sobre	 determinados	 derechos
patrimoniales	que,	eventualmente,	podrían	ser	ejercidos	en	su	contra,	más
aún	en	 el	 caso	del	 software	donde	 la	 licencia	 es	 exclusiva.	 Ello	permite	 al
titular	 de	 los	 derechos	 asegurar	 la	 comercialización	 y	 cierto	 control	 en	 la
circulación	 de	 su	 obra	 y	 así	 garantizarle	 una	 retribución	 económica	 que
compense	su	trabajo.
En	 la	 licencia	de	uso	el	 titular	de	 los	derechos	 sólo	autoriza	a	un	 tercero
para	que	éste	utilice	su	obra	de	acuerdo	a	las	modalidades	contempladas	en
la	licencia	y	la	remuneración	convenida.	A	diferencia	de	la	cesión,	la	licencia
no	 transfiere	 la	 titularidad	 de	 los	 derechos.	 El	 titular	 de	 la	 licencia	 sólo
puede	 hacer	 uso	 de	 la	 obra	 sin	 poder	 realizar	 ningún	 otro	 tipo	 de
explotación	 de	 la	 misma.	 El	 uso	 dependerá	 de	 la	 naturaleza	 de	 la	 obra:
musical,	audiovisual,	programa	de	ordenador,	etc.
En	este	caso,	el	titular	de	la	licencia	o	usuario	no	ejerce	paralelamente	con
el	autor	los	derechos	patrimoniales	sobre	la	obra	(salvo	el	derecho	al	uso)	ni
lo	 puede	 excluir	 de	 su	 ejercicio,	 por	 lo	 que	 difícilmente	 éste	 se	 vería
afectado	económicamente	por	el	uso	normal	de	la	obra	(la	oferta	y	demanda
de	 la	 obra	 no	 se	 ven	 afectadas	 por	 el	 simple	 uso).	 El	 usuario	 sólo	 puede
obtener	 beneficios	 económicos	 a	 través	 del	 uso	 normal	 de	 la	 obra,	 hecho
que	no	está	prohibido.
Si	bien	el	titular	de	los	derechos	tiene	todo	el	derecho	de	decidir	la	forma
como	 será	 explotada	 su	 obra	 e	 imponer	 restricciones	 a	 dicha	 explotación,
este	 derecho	 no	 es	 absoluto	 y	 tiene	 limitaciones,	 en	 muchos	 casos,
establecidas	 por	 la	 ley,	 cuya	 justificación	 por	 lo	 general	 radica	 en	 una
composición	 equitativa,	 cuando	no	 legítima,	 de	 los	 intereses	 concurrentes
en	 las	 producciones	 intelectuales:	 los	 del	 titular	 de	 los	 derechos
patrimoniales	y	los	del	público	en	general,	en	su	condición	de	usuario	final
del	 programa	 de	 ordenador.	 Dichas	 limitaciones	 pretenden	 evitar	 que	 se
prohíba	 la	 realización	 de	 aquellos	 actos	 que	 sean	 necesarios	 para	 la
utilización	 del	 programa	 de	 ordenador	 por	 parte	 del	 adquirente	 legítimo
con	arreglo	a	la	finalidad	propuesta.
Así	la	legislación,	nacional	y	extranjera,	reconocen	al	usuario	legítimo	de	un
software	como	derechos	mínimos	e	 irrenunciables,	 entre	otros:	 introducir
el	 software	 en	 la	 memoria	 interna	 del	 ordenador	 para	 su	 exclusivo	 uso
personal,	 realizar	 una	 copia	 de	 seguridad	 del	 programa,	 reproducir	 el
código	 de	 seguridad	 del	 programa	 para	 obtener	 la	 interoperabilidad	 del
mismo.
Atendiendo	 a	 lo	 expuesto,	 en	 el	 caso	 concreto	 de	 las	 licencias	 de	 uso,	 el
titular	 de	 los	 derechos	 tiene	 la	 posibilidad	 de	 limitar	 la	 amplitud	 o	 los
alcances	 y	 la	 forma	 de	 uso	 del	 programa,	 pero	 sin	 llegar	 al	 extremo	 de
prohibir	el	uso	del	software	como	tal.
Aquí	 hay	 que	 distinguir	 entre	 el	 “qué”	 y	 el	 “cómo”	 de	 los	 contratos	 de
licencia	 de	 uso,	 el	 primero	 alude	 a	 la	 finalidad	 permitida	 con	 el	 contrato
(utilizar	el	programa)	y	el	segundo	se	refiere	a	la	forma	en	que	se	ejecuta	la
finalidad,	es	decir,	cuando	un	uso	está	de	acuerdo	con	el	objeto	del	contrato
(para	la	enseñanza,	exhibiciones,	etc.).	Sin	embargo,	se	reconoce	un	derecho
mínimo	al	usuario,	cual	es,	la	posibilidad	de	utilizar	el	programa	de	acuerdo
con	el	objeto	del	contrato,	no	siendo	que	una	excesiva	regulación	del	“cómo”
provoque	que	el	“qué”	no	se	pueda	llegar	a	ejecutar.
En	efecto,	el	usuario	paga	una	determinada	cantidad	de	dinero	por	adquirir
un	software	legal,	con	el	fin	de	poder	utilizar	dicho	software.	Dejar	abierta	la
posibilidad	al	titular	de	los	derechos	de	establecer	por	medio	de	un	contrato
restricciones	sin	límites	al	derecho	del	usuario	a	utilizar	dentro	de	los	usos
normales	 el	 programa,	 podría	 llevar	 al	 extremo	 de	 hacer	 casi	 inútil	 la
licencia	de	uso.
El	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 explotación	 no	 puede	 conllevar	 un	 perjuicio
injustificado	a	los	terceros	que	contratan	con	el	titular	de	los	derechos	para
el	uso	de	 la	obra.	Ello	podría	 llegar	a	 configurar	un	 supuesto	de	abuso	de
derecho	 (un	 acto	 que,	 en	 principio,	 es	 lícito,	 es	 decir,	 que	 formalmente
constituye	 el	 ejercicio	 de	 un	 derecho	 es	 tratado	 como	 no	 lícito	 al	 atentar
contra	 la	 armonía	 de	 la	 vida	 social),	 lo	 cual	 no	 está	 permitido	 en	 nuestra
legislación	de	acuerdo	a	 lo	dispuesto	en	el	artículo	II	del	Título	Preliminar
del	Código	Civil.
En	este	contexto	debe	tenerse	en	cuenta	que,	por	lo	general,	los	contratos
de	 licencia	 de	 uso	 son	 contratos	 de	 adhesión	 donde	 aquella	 persona	 que
desea	utilizar	el	software	no	está	en	capacidad	de	negociar	las	cláusulas	que
regirán	el	uso	del	programa	y	 sólo	 tiene	 la	posibilidad	de	aceptarlas	o	no.
Esto	 abre	 las	 posibilidades	que	 se	puedan	presentar	 abusos	por	parte	del
titular	de	 los	derechos,	mas	aún	cuando	el	objeto	del	 contrato	 (utilización
del	software)	resulta	en	nuestro	tiempo	de	uso	casi	indispensable.
Tales	 circunstancias	 pueden	 dar	 lugar	 a	 que	 el	 autor	 o	 titular	 de	 los
derechos	 patrimoniales	 aprovechando	 su	 situación	 de	 poderío	 establezca
estipulaciones	 que,	 sin	 llegar	 a	 ser	 ilícitas,	 indebidamente	 le	 favorecen	 y
perjudiquen	al	usuario.
Sin	embargo,	ese	acto	contraría	el	espíritu	o	los	principios	de	derecho	en	el
transcurso	de	 su	ejecución	y,	por	 tanto,	 se	 configura	una	 laguna	que	debe
ser	resuelta	por	el	juzgador	ante	la	carencia	de	una	disposición	restrictiva	o
prohibitiva	específica	que	impida	el	acto	tal	como	se	realiza.
En	 atención	 a	 lo	 expuesto,	 las	 limitaciones	 territoriales	 a	 las	 licencias	 de
uso	 de	 software	 constituyen	 una	 vulneración	 injusta	 a	 los	 derechos	 del
usuario,	ya	que	no	obstante	éste	haber	pagado	una	determinada	cantidad	de
dinero	para	utilizar	el	programa	de	ordenador,	el	titular	de	los	derechos	en
aparente	 ejercicio	 de	 sus	 derechos	 le	 estaría	 prohibiendo	 todo	 uso	 de	 la
obra.
En	tal	sentido,	dicha	limitación	constituirá	un	caso	de	abuso	de	derecho	por
parte	del	autor,	por	lo	que	ninguna	autoridad	podría	amparar	acción	alguna
que	 se	 sustente	 en	 el	 incumplimiento	 de	 una	 estipulación	 contractual	 de
este	tipo.
II.	Software	adquirido	en	el	extranjero.
Como	ha	quedado	establecido	anteriormente,	en	nuestro	país	es	contrario
al	 objeto	 del	 contrato	 de	 licencia	 de	 uso	 de	 programas	 de	 ordenador
imponer	límites	territoriales	al	uso	de	los	mismo.
No	 obstante	 ello,	 debe	 analizarse	 qué	 sucede	 con	 los	 programas	 de
ordenador	adquiridos	en	el	extranjero	cuyas	licencias	de	uso	tienen	límites
territoriales,	 ¿su	 utilización	 en	 nuestro	 país	 por	 el	 usuario	 legítimo
constituiría	una	infracción	a	los	derechos	de	autor?.
Cabe	 recordar	 que	 el	 autor	 por	 el	 solo	 hecho	 de	 la	 creación	 de	 la	 obra
adquiere	una	serie	de	derechos	morales	y	patrimoniales,	entre	estos	últimos
destacan	el	derecho	de	distribución,	reproducción	y	comunicación	pública.
Sin	embargo,	cuando	un	ejemplar	de	la	obra	es	puesto	en	el	mercado	por	el
titular	de	los	derechos	o	por	un	tercero	con	su	autorización,	los	derechos	de
autor	 sufren	 ciertas	 restricciones	 a	 favor	 del	 adquirente	 legal	 del	 soporte
que	contiene	 la	obra.	Con	 la	primera	puesta	en	el	mercado,	el	derecho	del
autor	de	controlar	las	ventas	posteriores	en	dicho	territorio	se	agota.
Al	 respecto,	 el	 artículo	 34	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 822	 señala	 que,
cuando	la	comercialización	autorizada	de	los	ejemplares	se	realice	mediante
venta	u	otra	forma	de	transmisión	de	la	propiedad,	el	titular	de	los	derechos
patrimoniales	no	podrá	oponerse	a	la	reventa	de	los	mismos	en	el	país	para
el	 cual	 han	 sido	 autorizadas,	 pero	 conserva	 los	 derechos	 de	 traducción,
arreglo	 u	 otra	 forma	 de	 transformación,	 comunicación	 pública	 y
reproducción	de	 la	obra,	 así	 como	el	 autorizar	o	no	el	 arrendamiento	o	el
préstamo	público	de	los	ejemplares.
Incluso	 la	 legislación	 extranjera	 también	 contempla	 el	 agotamiento	 del
derecho	de	distribución,	en	cuanto	a	la	reventa.	Así,	la	Directiva	del	Consejo
de	las	Comunidades	Europeas	sobre	la	protección	jurídica	de	programas	de
ordenador	del	14	de	mayo	de	1991,	en	su	artículo	4	 literal	c)	dispone	que
los	 derechos	 exclusivos	 de	 autor	 incluirán	 el	 derecho	 de	 realizar	 o	 de
autorizar	 cualquier	 forma	 de	 distribución	 pública,	 incluido	 el	 alquiler	 del
programa	 de	 ordenador	 original	 o	 de	 sus	 copias.	 La	 primera	 venta	 en	 la
Comunidad	 Europea	 de	 una	 copia	 de	 un	 programa	 por	 el	 titular	 de	 los
derechos	o	con	su	consentimiento	agotará	el	derecho	de	distribución	en	la
Comunidad	 Europea	 de	 dicha	 copia,	 salvo	 el	 derecho	 de	 controlar	 el
subsiguiente	alquiler	del	programa	o	de	una	copia	del	mismo.
Cabe	precisar	que	el	agotamiento	está	referido	únicamente	al	derecho	de
distribución,	 en	 cuanto	 a	 la	 reventa.	 En	 tal	 sentido,	 dicho	 agotamiento	 no
comprende	el	derecho	de	alquiler,	préstamo	público,	comunicación	pública,
adaptación	y	reproducción.
Sin	 embargo,	 la	 ley	 ha	 limitado	 el	 derecho	 de	 reproducción	 que	 tiene	 el
titular	 de	 los	 derechos	 para	 evitar	 que,	 a	 través	 de	 su	 ejercicio,	 se	 pueda
controlar	 la	 circulación	 de	 la	 obra,	 con	 lo	 cual	 perdería	 todo	 sentido	 la
existencia	 del	 agotamiento	 del	 derecho	 de	 autor.	 Se	 ha	 tenido	 en
consideración	 que,	 en	 la	 gran	 mayoría	 de	 casos,	 para	 poder	 utilizar	 el
programa	es	necesario	que	el	usuario	lo	reproduzca	en	la	memoria	interna
de	un	computador;	quitarle	ese	derecho	al	usuario	haría	inútil	la	licencia	de
uso.
Es	así	que	el	 artículo	73	del	Decreto	Legislativo	Nº	822	establece	que	no
constituye	 una	 reproducción	 ilegal	 de	 un	 programa	 de	 ordenador	 a	 los
efectos	 de	 esta	 ley,	 la	 introducción	 del	 mismo	 en	 la	memoria	 interna	 del
respectivo	 aparato	 por	 parte	 del	 usuario	 lícito	 y	 para	 su	 exclusivo	 uso
personal.
Por	las	razones	indicadas	en	el	punto	anterior,	nuestra	legislación	reconoce
en	el	citado	artículo	73	que	el	titular	de	los	derechos	no	puede	hacer	uso	de
sus	derechos	al	punto	que	impida	completamente	que	el	contrato	de	licencia
de	 uso	 cumpla	 su	 finalidad	 (que	 el	 programa	 de	 ordenador	 puede	 ser
utilizado	por	el	usuario).	En	tal	sentido,	la	ley	reconoce	un	derecho	mínimo
e	 irrenunciable	al	usuario	 legítimo	de	 la	obra,	cual	es	el	derecho	de	poder
realizar	 una	 reproducción	 de	 la	 obra	 en	 la	 memoria	 interna	 de	 un
computador,	puesto	que	considera	válidamente	que	ni	no	fuese	posible	tal
reproducción	 no	 podría	 efectuarse	 un	 uso	 efectivo	 del	 software.	 Esta
limitación	lo	que	pretende	es	hacer	posible	la	ejecución	del	contrato.
Sobre	este	tema	conviene	recordar	lo	que	también	se	indicó	anteriormente
respecto	 de	 los	 contratos	 de	 adhesión	 y	 la	 posibilidad	 que	 se	 presenten
abusos	a	favor	de	aquella	parte	que	elabora	el	contrato,	en	el	caso	concreto,
quien	elabora	la	licencia	de	uso.
El	titular	del	derecho	de	autor	del	software,	respecto	al	ejemplar	adquirido
lícitamente,	 en	 principio,	 no	 debe	 tener	 la	 facultad	 de	 controlar	 el	 uso
normal	del	programa	y	menos	impedir	o	limitar	su	utilización	por	parte	del
usuario	 lícito	mediante	 la	 imposición	de	 límites	 territoriales,	 toda	vez	que
ello	implicaría	exceder	los	derechos	que	la	ley	le	concede.
Debemos	entender	por	uso	normal	del	software	cuando	un	usuario	 lícito,
es	decir	aquella	persona	que	adquiere	un	software	con	la	licencia	otorgada
por	 el	 titular	 del	 derecho	 de	 autor,	 a	 fin	 de	 poder	 utilizarlo	 en	 la
computadora,	lo	instala	o	fija	en	la	memoria	interna	del	equipo.
Con	 relación	 a	 lo	 expuesto,	 cabe	 indicar	 que	 el	 artículo	 35	 del	 Decreto
Legislativo	 Nº	 822	 dispone	 que	 el	 autor	 o	 el	 titular	 de	 los	 derechos
patrimoniales	 tiene	 el	 derecho	 de	 autorizar	 o	 no	 el	 ingreso	 al	 territorio
nacional	 por	 cualquier	 medio	 de	 copias	 de	 la	 obra	 que	 hayan	 sido
reproducidas	sin	la	autorización	del	titular	del	derecho.
De	 acuerdo	 a	 ello,	 el	 autor	 o	 el	 titular	 de	 los	 derechos	 patrimoniales	 no
podrían	 evitar	 el	 ingreso	 al	 país	 de	 copias	 reproducidas	 lícitamente.	 Sólo
puede	prohibir	su	ingreso	al	país	si	las	copias	han	sido	reproducidas	sin	su
autorización	o	si	han	ingresado	para	ser	distribuidas.
De	otro	 lado,	de	acuerdo	con	el	artículo	34	antes	mencionado,	el	derecho
de	 distribución	 del	 autor,	 en	 cuanto	 a	 la	 reventa,	 se	 agota	 con	 la	 primera
puesta	de	 la	obra	en	el	mercado	nacional.	En	consecuencia,	nuestra	 ley	no
otorga	al	titular	de	los	derechos	la	posibilidad	de	impedir	la	importación	de
obras	 reproducidas	 con	su	autorización	que	efectúe	el	usuario	 final	y,	por
ello,	que	no	tengan	como	fin	su	comercialización	y	tampoco	considera	que	la
introducción	 del	 programa	 en	 la	 memoria	 del	 computador	 por	 parte	 del
usuario	lícito	constituya	una	reproducción	de	la	obra.
Entender	lo	contrario	haría	perder	todo	sentido	a	la	norma,	puesto	que	se
permitiría	 el	 ingreso	de	 la	obra	a	nuestro	país,	pero	 sin	que	 fuese	posible
hacer	uso	de	ella,	con	lo	cual	dicha	importación	no	tendría	ninguna	utilidad
práctica	para	el	titular	de	la	licencia	de	uso.
Así,	 por	 ejemplo,	 no	 sería	 razonable	 prohibir	 la	 lectura	 de	 un	 libro	 a	 la
persona	 que	 lo	 compró	 lícitamente	 en	 un	 país	 determinado	 cuando	 ésta
decide	 leerlo	 en	 otro	 país,	 pues	 se	 le	 estaría	 obligando	 a	 cerrar	 el	 libro
cuando	atraviesa	la	frontera	porque	el	autor	determinó	autorizar	su	lectura
sólo	en	el	territorio	donde	se	vendió	la	obra.	Asimismo,	si	una	persona	que
usualmente	 viaja	 por	 distintos	 países	 dictando	 conferencias	 con	 su
computadora	portátil	 y	 adquiere	 en	Estado	Unidos	una	 licencia	de	uso	de
software	(sic)	no	sería	razonable	exigirle	que,	cada	vez	que	 ingrese	a	otro
país,	borre	el	programa	y	compre	otra	licencia	de	uso	del	mismo	software.
En	 virtud	 de	 las	 consideraciones	 anteriores,	 el	 uso	 en	 nuestro	 país	 del
programa	 de	 ordenador	 adquirido	 lícitamente	 en	 el	 extranjero	 no
constituirá	 un	 supuesto	 de	 infracción	 a	 los	 derechos	 de	 autor,	 no	 siendo
posible,	 de	 acuerdo	 a	 la	 legislación	 peruana,	 la	 imposición	 de	 límites
territoriales	al	uso	de	un	programa	de	ordenador.
III.	Consideraciones	generales	sobre	el	uso	legal	del	software.
La	 utilización	 ilícita	 del	 software	 perjudica	 a	 los	 autores	 (ingenieros,
analistas	 programadores),	 productores	 (empresas	 o	 centros	 de
investigación	que	financian	inversiones	en	el	desarrollo	de	los	programas),
distribuidores,	consumidores	y	al	Estado	por	la	defraudación	tributaria	que
involucra	la	piratería.
Los	 consumidores	 se	 ven	 afectados,	 pues	 quien	 compra	 un	 software	 sin
licencia	 no	 sólo	 puede	 verse	 involucrado	 en	 procedimientos	 legales,	 sino
también	 puede	 resultar	 perjudicado	 con	 problemas	 de	 virus	 y	 no	 podrá
tener	derecho	a	 las	versiones	actualizadas	con	precios	reducidos	ni	tendrá
soporte	técnico.
Las	 modalidades	 más	 frecuentes	 de	 piratería	 de	 software	 se	 presentan
cuando	 se	 comercializan	programas	 reproducidos	 sin	 autorización,	 ya	 sea
mediante	 la	 venta	 directa	 del	 programa	 o	 cuando	 se	 vende	 una
computadora	con	software	incorporado	de	“cortesía”.
También	se	actúa	ilícitamente	cuando	se	adquiere	un	ejemplar	con	licencia
para	 ser	 utilizado	 en	 una	 computadora	 y	 se	 instala	 o	 se	 utiliza	 en	 otras
mediante	la	instalación	en	redes	o	estaciones	de	trabajo.
Como	toda	autorización	para	el	uso	de	una	obra	debe	ser	previa,	expresa	y
escrita,	los	programas	de	ordenador	que	se	encuentran	en	Internet	pueden
ser	reproducidos	sólo	en	el	caso	que	así	lo	autorice	el	titular	del	derecho	de
autor.
Conclusiones.
Es	 lícito	 utilizar	 software	 traído	 del	 extranjero	 con	 la	 licencia
correspondiente,	 pero	 no	 puede	 ser	 comercializado	 sin	 autorización	 del
titular	del	derecho	de	autor.
El	 usuario	 está	 facultado	 a	 reproducir	 el	 programa	 de	 ordenador	 en	 la
memoria	interna	de	un	computador	para	su	efectiva	utilización.
Toda	 reproducción	 o	 utilización	 del	 software	 sin	 tener	 la	 licencia
correspondiente	 otorgada	 por	 el	 titular	 del	 derecho	 de	 autor	 o	 su
representante	 se	 considera	 ilícita	 y	 pasible	 de	 sanción	 administrativa	 y/o
judicial.
Las	computadoras	que	se	venden	con	software	incorporado	tienen	que	ser
entregadas	 con	 las	 licencias	 respectivas,	 manuales	 de	 uso	 y	 soportes
conteniendo	el	programa	incluido	en	ellas.
El	software	no	puede	ser	utilizado	en	un	número	mayor	de	computadoras
que	el	autorizado	en	la	licencia	respectiva.
En	 el	 caso	 de	 redes	 se	 requiere	 contar	 con	 la	 licencia	 para	 todas	 las
máquinas	que	utilicen	el	software.
Es	ilícito	alquilar	software	sin	autorización	del	titular	del	derecho	de	autor.
Es	lícita	la	reproducción	de	un	software	encontrado	en	el	Internet	siempre
que	el	titular	del	derecho	de	autor	lo	autorice	expresamente.
Sólo	 el	 Indecopi,	 el	 Poder	 Judicial,	 el	 Ministerio	 Público	 y	 la	 Policía
Nacional,	esta	última	con	la	orden	respectiva,	pueden	verificar	infracciones
a	 los	 derechos	 de	 autor.	 Ninguna	 otra	 entidad,	 pública	 o	 privada,	 puede
atribuirse	esta	facultad.
El	 Indecopi	 y	 el	 Poder	 Judicial	 son	 las	 únicas	 autoridades	 que	 pueden
sancionar	por	reproducción	o	uso	indebido	de	software.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Alcances	de	la	protección	a	los	programas	de
ordenador.	“De	acuerdo	al	artículo	23	de	la	Decisión	351	concordado	con	el
artículo	69	del	Decreto	Legislativo	Nº	822,	 los	programas	de	ordenador	se
protegen	 en	 los	 mismos	 términos	 que	 las	 obras	 literarias.	 Asimismo,	 el
artículo	 25	 de	 la	 referida	 decisión	 señala	 que	 la	 reproducción	 de	 un
programa	de	ordenador,	 incluso	para	uso	personal,	 exigirá	 la	autorización
del	titular	de	los	derechos,	con	excepción	de	la	copia	de	seguridad”.	(R.	027-
1999-TRI-SPI.	18.01.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 70.—Productor	 de	 programa	 de	 ordenador.	 Se	 presume,	 salvo
prueba	 en	 contrario,	 que	 es	 productor	 del	 programa	 de	 ordenador,	 la
persona	natural	o	 jurídica	que	aparezca	indicada	como	tal	en	la	obra	de	la
manera	acostumbrada.
D.	Leg.	822.
ART.	71.—Derechos	del	productor.	Se	presume,	salvo	pacto	en	contrario,
que	 los	 autores	 del	 programa	 de	 ordenador	 han	 cedido	 al	 productor,	 en
forma	 ilimitada	 y	 exclusiva,	 por	 toda	 su	 duración,	 los	 derechos
patrimoniales	reconocidos	en	la	presente	ley,	e	implica	la	autorización	para
decidir	 sobre	 la	 divulgación	 del	 programa	 y	 la	 de	 defender	 los	 derechos
morales	sobre	la	obra.
Los	 autores,	 salvo	 pacto	 en	 contrario,	 no	 pueden	 oponerse	 a	 que	 el
productor	 realice	 o	 autorice	 la	 realización	 de	 modificaciones	 o	 versiones
sucesivas	del	programa,	ni	de	programas	derivados	del	mismo.
D.	Leg.	822.
ART.	72.—Casos	de	inaplicación	del	derecho	de	alquiler	o	préstamo.	El
derecho	 de	 alquiler	 o	 préstamo	 no	 será	 aplicable	 a	 los	 programas	 de
ordenador	 cuando	 el	mismo	 se	 encuentre	 incorporado	 en	 una	máquina	 o
producto	y	no	pueda	ser	 reproducido	o	copiado	durante	el	uso	normal	de
dicha	máquina	 o	producto;	 o,	 cuando	 el	 alquiler	 o	 préstamo	no	 tenga	por
objeto	esencial	el	programa	de	ordenador	en	sí.
D.	Leg.	822.
ART.	 73.—Reproducción	 lícita	 de	 un	 programa.	 No	 constituye
reproducción	ilegal	de	un	programa	de	ordenador	a	los	efectos	de	esta	ley,
la	introducción	del	mismo	en	la	memoria	interna	del	respectivo	aparato,	por
parte	del	usuario	lícito	y	para	su	exclusivo	uso	personal.
La	 anterior	 utilización	 lícita	 no	 se	 extiende	 al	 aprovechamiento	 del
programa	por	varias	personas,	mediante	la	instalación	de	redes,	estaciones
de	 trabajo	 u	 otro	 procedimiento	 análogo,	 a	 menos	 que	 se	 obtenga	 el
consentimiento	expreso	del	titular	de	los	derechos.
D.	Leg.	822.
ART.	74.—Copias	o	adaptaciones	lícitas.	El	usuario	lícito	de	un	programa
de	ordenador	podrá	realizar	una	copia	o	una	adaptación	de	dicho	programa,
siempre	y	cuando:
a)	Sea	indispensable	para	la	utilización	del	programa;	o,
b)	Sea	destinada	exclusivamente	como	copia	de	resguardo	para	sustituir	la
copia	legítimamente	adquirida,	cuando	ésta	no	pueda	utilizarse	por	daño	o
pérdida.
La	 reproducción	 de	 un	 programa	 de	 ordenador,	 inclusive	 para	 uso
personal,	exigirá	la	autorización	del	titular	de	los	derechos,	con	la	excepción
de	la	copia	de	seguridad.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 copia	 de	 seguridad	 no	 requiere
autorización	del	titular	de	los	derechos.	“El	artículo	25	de	la	Decisión	351
concordado	con	el	artículo	74	del	Decreto	Legislativo	Nº	822	señala	que	la
reproducción	 de	 un	 programa	 de	 ordenador,	 incluso	 para	 uso	 personal,
exigirá	la	autorización	del	titular	de	los	derechos,	con	excepción	de	la	copia
de	seguridad”.	(R.	027-1999-TRI-SPI.	18.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Límites	 al	 derecho	 de	 explotación	 del	 autor.
“Sin	embargo,	existen	algunas	excepciones	al	derecho	de	exclusiva	del	autor,
como	 la	 contenida	en	el	 artículo	24	de	 la	Decisión	351	concordado	 con	el
artículo	74	del	Decreto	Legislativo	Nº	822,	que	establece	que	el	propietario
de	 un	 ejemplar	 del	 programa	 de	 ordenador	 de	 circulación	 lícita	 podrá
realizar	 una	 copia	 o	 adaptación	de	 dicho	programa	 siempre	 y	 cuando	 sea
indispensable	para	la	utilización	del	programa.	Al	respecto	conviene	señalar
que	este	límite	al	derecho	de	explotación	del	autor	del	programa	está	sujeto
a	los	siguientes	requisitos:	que	quien	la	alegue	sea	un	usuario	lícito,	es	decir,
licenciado	o	autorizado	para	el	uso	del	programa;	que	la	copia	o	adaptación
debe	ser	 indispensable	para	el	uso	del	programa,	de	manera	que	no	están
permitidas	 las	 transformaciones	 caprichosas,	 innecesarias	 o
intrascendentes;	y	que,	en	ningún	caso,	la	copia	o	adaptación	puede	exceder
el	límite	de	la	copia	de	seguridad”.	(R.	027-1999-TRI-SPI.	18.01.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 75.—Adaptación	 o	 transformación	 para	 uso	 personal.	 No
constituye	 adaptación	 o	 transformación,	 salvo	 prohibición	 expresa	 del
titular	 de	 los	 derechos,	 la	 adaptación	 de	 un	 programa	 realizado	 por	 el
usuario	lícito,	incluida	la	corrección	de	errores,	siempre	que	esté	destinada
exclusivamente	para	el	uso	personal.
La	obtención	de	copias	del	programa	así	adaptado,	para	su	utilización	por
varias	personas	o	su	distribución	al	público,	exigirá	la	autorización	expresa
del	titular	de	los	derechos.
D.	Leg.	822.
ART.	76.—Reproducción	lícita	del	código	para	la	interoperabilidad	de
un	programa.	No	se	requiere	la	autorización	del	autor	para	la	reproducción
del	 código	 de	 un	 programa	 y	 la	 traducción	 de	 su	 forma,	 cuando	 sean
indispensables	para	obtener	la	interoperabilidad	de	un	programa	creado	de
forma	 independiente	 con	 otros	 programas,	 siempre	 que	 se	 cumplan	 los
requisitos	siguientes:
a)	 Que	 tales	 actos	 sean	 realizados	 por	 el	 licenciatario	 legítimo	 o	 por
cualquier	otra	persona	facultada	para	utilizar	una	copia	del	programa	o,	en
su	nombre,	por	parte	de	una	persona	debidamente	autorizada	por	el	titular.
b)	 Que,	 la	 información	 indispensable	 para	 conseguir	 la	 interoperabilidad
no	haya	 sido	puesta	previamente,	 o	después	de	una	 solicitud	 razonable	 al
titular	de	manera	fácil	y	rápida	tomando	en	cuenta	todas	las	circunstancias,
a	disposición	de	las	personas	referidas	en	el	numeral	primero;	y,
c)	Que	dichos	actos	se	limiten	estrictamente	a	aquellas	partes	del	programa
original	que	resulten	imprescindibles	para	conseguir	la	interoperabilidad.
En	ningún	caso,	la	información	que	se	obtenga	en	virtud	de	lo	dispuesto	en
este	artículo,	podrá	utilizarse	para	fines	distintos	de	los	mencionados	en	el
mismo,	ni	para	el	desarrollo,	producción	o	comercialización	de	un	programa
sustancialmente	 similar	 en	 su	 expresión	 o	 para	 cualquier	 otro	 acto	 que
infrinja	 los	 derechos	 del	 autor.	 Dicha	 información	 tampoco	 podrá
comunicarse	 a	 terceros,	 salvo	 cuando	 sea	 imprescindible	 a	 efectos	 de
interoperabilidad	del	programa	creado	de	forma	independiente.
Lo	 dispuesto	 en	 este	 artículo	 no	 se	 interpretará	 de	 manera	 que	 su
aplicación	permita	perjudicar	injustificadamente	los	legítimos	intereses	del
autor	del	programa	o	aquélla	sea	contraria	a	su	explotación	normal.
D.	Leg.	822.
ART.	 77.—Interpretación	 de	 las	 normas	 sobre	 programas	 de
ordenador.	 Ninguna	 de	 las	 disposiciones	 del	 presente	 capítulo	 podrá
interpretarse	de	manera	que	su	aplicación	perjudique	de	modo	injustificado
los	 legítimos	 intereses	 del	 titular	 de	 los	 derechos	 o	 sea	 contraria	 a	 la
explotación	normal	del	programa	informático.
CAPÍTULO	III
DE	LAS	BASES	DE	DATOS
D.	Leg.	822.
ART.	78.—Protección	de	las	bases	de	datos	o	compilaciones	de	datos.
Las	 bases	 o	 compilaciones	 de	 datos	 o	 de	 otros	 materiales,	 legibles	 por
máquina	o	en	otra	 forma,	están	protegidas	siempre	que	por	 la	 selección	o
disposición	 de	 las	 materias	 constituyan	 creaciones	 intelectuales.	 La
protección	así	reconocida	no	se	hace	extensiva	a	los	datos,	informaciones	o
material	 compilados,	 pero	 no	 afecta	 los	 derechos	 que	 pudieran	 subsistir
sobre	las	obras	o	materiales	que	la	conforman.
CAPÍTULO	IV
DE	LAS	OBRAS	ARQUITECTÓNICAS
D.	Leg.	822.
ART.	 79.—Efecto	 de	 la	 adquisición	 de	 planos	 o	 proyectos	 de
arquitectura.	 La	 adquisición	 de	 un	 plano	 o	 proyecto	 de	 arquitectura
implica	el	derecho	del	adquirente	para	realizar	la	obra	proyectada,	pero	se
requiere	 el	 consentimiento	 de	 su	 autor	 para	 utilizarlo	 de	 nuevo	 en	 otra
obra.
D.	Leg.	822.
ART.	 80.—Modificaciones	 necesarias	 a	 las	 obras	 arquitectónicas.	 El
autor	de	obras	de	arquitectura	no	puede	oponerse	a	las	modificaciones	que
se	hicieren	necesarias	durante	la	construcción	o	con	posterioridad	a	ella,	o	a
su	demolición.
Si	 las	 modificaciones	 se	 realizaren	 sin	 el	 consentimiento	 del	 autor,	 éste
podrá	 repudiar	 la	 paternidad	 de	 la	 obra	modificada	 y	 quedará	 vedado	 al
propietario	invocar	para	el	futuro	el	nombre	del	autor	del	proyecto	original.
C.	C.
ART.	916.—Las	mejoras	son	necesarias,	cuanto	tienen	por	objeto	 impedir
la	destrucción	o	el	deterioro	del	bien.
Son	útiles,	las	que	sin	pertenecer	a	la	categoría	de	las	necesarias	aumentan
el	valor	y	la	renta	del	bien.
Son	 de	 recreo,	 cuando	 sin	 ser	 necesarias	 ni	 útiles,	 sirven	 para	 ornato,
lucimiento	o	mayor	comodidad.
CAPÍTULO	V
DE	LAS	OBRAS	DE	ARTES	PLÁSTICAS
D.	Leg.	822.
ART.	81.—Efecto	de	la	enajenación	del	soporte	que	contiene	una	obra.
Salvo	pacto	en	contrario,	el	contrato	de	enajenación	del	objeto	material	que
contiene	 una	 obra	 de	 arte,	 confiere	 al	 adquirente	 el	 derecho	 de	 exponer
públicamente	la	obra.
D.	Leg.	822.
ART.	82.—Derecho	de	participación	y	en	reventa.	En	caso	de	reventa,	de
obras	de	artes	plásticas,	efectuada	en	pública	subasta	o	por	 intermedio	de
un	 negociante	 profesional	 en	 obras	 de	 arte,	 el	 autor,	 y	 a	 su	 muerte	 los
herederos	o	legatarios,	por	el	tiempo	de	protección	del	derecho	patrimonial,
goza	 del	 derecho	 inalienable	 e	 irrenunciable	 de	 percibir	 del	 vendedor	 un
tres	por	ciento	(3%)	del	precio	de	reventa,	pudiéndose	pactar	un	porcentaje
diferente.	(,	5861,	5866,	5888,	6027)
D.	Leg.	822.
ART.	83.—Obligación	de	 informar	en	caso	de	reventa.	Los	 titulares	de
establecimientos	mercantiles,	el	negociante	profesional	o	cualquier	persona
que	 haya	 intervenido	 en	 la	 reventa	 deberán	 notificar	 a	 la	 sociedad	 de
gestión	correspondiente	o,	en	su	caso,	al	autor	o	sus	derechohabientes,	en	el
plazo	 de	 tres	 meses,	 y	 facilitarán	 la	 documentación	 necesaria	 para	 la
práctica	de	la	correspondiente	liquidación.
D.	Leg.	822.
ART.	 84.—Prescripción	 del	 derecho	 de	 participación.	 La	 acción	 para
hacer	 efectivo	 el	 derecho	 ante	 los	 mencionados	 titulares	 de
establecimientos	mercantiles,	comerciantes	o	agentes,	prescribirá	a	los	tres
años	 de	 la	 notificación	 de	 la	 reventa.	 Transcurrido	 dicho	 plazo	 sin	 que	 el
importe	de	la	participación	del	autor	hubiera	sido	objeto	de	reclamación,	se
procederá	a	otorgar	el	 ingreso	del	mismo	al	 Instituto	Nacional	de	Cultura,
con	la	finalidad	de	promover	la	cultura.
D.	Leg.	822.
ART.	 85.—Límite	 a	 la	 comercialización	 del	 retrato	 o	 busto	 de	 una
persona.	 El	 retrato	 o	 busto	 de	 una	 persona	 no	 podrá	 ser	 puesto	 en	 el
comercio	sin	el	consentimiento	de	la	persona	misma,	y	a	su	muerte,	de	sus
causahabientes.	 Sin	embargo,	 la	publicación	del	 retrato	es	 libre	 cuando	se
trate	de	una	persona	notoria	o	se	relacione	con	fines	científicos,	didácticos	o
culturales	en	general,	o	con	hechos	o	acontecimientos	de	 interés	público	o
que	se	hubieren	desarrollado	en	público.
C.	C.
ART.	15.—La	imagen	y	la	voz	de	una	persona	no	pueden	ser	aprovechadas
sin	autorización	expresa	de	ella	o,	 si	ha	muerto,	 sin	 el	 asentimiento	de	 su
cónyuge,	 descendientes,	 ascendientes	 o	 hermanos,	 excluyentemente	 y	 en
este	orden.
Dicho	asentimiento	no	es	necesario	cuando	la	utilización	de	la	imagen	y	la
voz	 se	 justifique	 por	 la	 notoriedad	 de	 la	 persona,	 por	 el	 cargo	 que
desempeñe,	por	hechos	de	 importancia	o	 interés	público	o	por	motivos	de
índole	científica,	didáctica	o	cultural	y	siempre	que	se	relacione	con	hechos
o	ceremonias	de	interés	general	que	se	celebren	en	público.	No	rigen	estas
excepciones	 cuando	 la	 utilización	 de	 la	 imagen	 o	 la	 voz	 atente	 contra	 el
honor,	el	decoro	o	la	reputación	de	la	persona	a	quien	corresponden.
CAPÍTULO	VI
DE	LOS	ARTÍCULOS	PERIODÍSTICOS
D.	Leg.	822.
ART.	86.—Alcances	de	la	autorización	o	cesión	en	favor	de	la	empresa
de	comunicación.	Salvo	pacto	en	contrario,	 la	autorización	para	el	uso	de
artículos	 en	 periódicos,	 revistas	 u	 otros	 medios	 de	 comunicación	 social,
otorgada	 por	 un	 autor	 sin	 relación	 de	 dependencia	 con	 la	 empresa
periodística,	 sólo	 confiere	 al	 editor	 o	 propietario	 de	 la	 publicación	 el
derecho	 de	 insertarlo	 por	 una	 vez,	 quedando	 a	 salvo	 los	 demás	 derechos
patrimoniales	del	cedente	o	licenciante.
Si	 se	 trata	 de	 un	 autor	 contratado	 bajo	 relación	 laboral,	 no	 podrá
reservarse	 el	 derecho	 de	 reproducción	 del	 artículo	 periodístico,	 que	 se
presumirá	 cedido	a	 la	 empresa	o	medio	de	 comunicación.	 Sin	embargo,	 el
autor	 conservará	 sus	derechos	 respecto	a	 la	 edición	 independiente	de	 sus
producciones	en	forma	de	colección.
D.	Leg.	822.
ART.	 87.—Ampliación	 del	 ámbito	 de	 aplicación.	 Lo	 establecido	 en	 el
presente	 capítulo,	 se	 aplica	 en	 forma	 análoga	 a	 los	 dibujos,	 historietas,
gráficos,	 caricaturas,	 fotografías	 y	 demás	 obras	 susceptibles	 de	 ser
publicadas	en	periódicos,	revistas	u	otros	medios	de	comunicación	social.
TÍTULO	VII
DE	LA	TRANSMISIÓN	DE	DERECHOS	Y	DE	LA
EXPLOTACIÓN	DE	LA	OBRA	POR	TERCEROS
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
D.	Leg.	822.
ART.	 88.—Transferencia	 de	 derechos	 patrimoniales.	 El	 derecho
patrimonial	 puede	 transferirse	 por	mandato	 o	 presunción	 legal,	mediante
cesión	entre	vivos	o	transmisión	mortis	causa,	por	cualquiera	de	los	medios
permitidos	por	la	ley.	(,	1982,	4584,	5703,	5770,	5771,	5888)
D.	Leg.	822.
ART.	89.—Condiciones	de	la	cesión.	Toda	cesión	entre	vivos	se	presume
realizada	a	título	oneroso,	a	menos	que	exista	pacto	expreso	en	contrario,	y
revierte	al	cedente	al	extinguirse	el	derecho	del	cesionario.
La	 cesión	 se	 limita	 al	 derecho	 o	 derechos	 cedidos,	 y	 al	 tiempo	 y	 ámbito
territorial	 pactados	 contractualmente.	 Cada	 una	 de	 las	 modalidades	 de
utilización	de	las	obras	es	independiente	de	las	demás	y,	en	consecuencia,	la
cesión	 sobre	 cada	 forma	 de	 uso	 debe	 constar	 en	 forma	 expresa	 y	 escrita,
quedando	 reservados	 al	 autor	 todos	 los	 derechos	 que	 no	 haya	 cedido	 en
forma	explícita.
Si	no	se	hubiera	expresado	el	ámbito	territorial,	se	tendrá	por	tal	el	país	de
su	otorgamiento;	y	si	no	se	especificaren	de	modo	concreto	la	modalidad	de
explotación,	el	cesionario	sólo	podrá	explotar	la	obra	en	la	modalidad	que	se
deduzca	 necesariamente	 del	 propio	 contrato	 y	 sea	 indispensable	 para
cumplir	la	finalidad	de	éste.
D.	Leg.	822.
ART.	 90.—Cesión	 en	 exclusiva.	 Salvo	 en	 los	 casos	 de	 los	 programas	 de
ordenador	 y	 de	 las	 obras	 audiovisuales,	 la	 cesión	 en	 exclusiva	 deberá
otorgarse	expresamente	con	tal	carácter	y	atribuirá	al	cesionario,	al	menos
que	 el	 contrato	 disponga	 otra	 cosa,	 la	 facultad	 de	 explotar	 la	 obra	 con
exclusión	de	cualquier	otra	persona,	comprendido	el	propio	cedente,	y	la	de
otorgar	cesiones	no	exclusivas	a	terceros.
El	cesionario	no	exclusivo	queda	facultado	para	utilizar	la	obra	de	acuerdo
a	 los	 términos	de	 la	 cesión	y	 en	 concurrencia,	 tanto	 con	otros	 cesionarios
como	con	el	propio	cedente.
C.	C.
ART.	141.—Modificado.	Ley	27291,	Art.	1°.	La	manifestación	de	voluntad
puede	 ser	 expresa	 o	 tácita.	 Es	 expresa	 cuando	 se	 realiza	 en	 forma	 oral	 o
escrita,	a	través	de	cualquier	medio	directo,	manual,	mecánico,	electrónico	u
otro	 análogo.	 Es	 tácita	 cuando	 la	 voluntad	 se	 infiere	 indubitablemente	 de
una	 actitud	 o	 de	 circunstancias	 de	 comportamiento	 que	 revelan	 su
existencia.
No	puede	considerarse	que	existe	manifestación	tácita	cuando	la	ley	exige
declaración	 expresa	 o	 cuando	 el	 agente	 formula	 reserva	 o	 declaración	 en
contrario.
D.	Leg.	822.
ART.	 91.—Nulidad	 de	 la	 cesión	 de	 derechos	 patrimoniales	 de	 obras
futuras.	Es	nula	la	cesión	de	derechos	patrimoniales	respecto	del	conjunto
de	 las	 obras	 que	 un	 autor	 pueda	 crear	 en	 el	 futuro,	 a	 menos	 que	 estén
claramente	determinadas	en	el	contrato.
Es	 igualmente	 nula	 cualquier	 estipulación	 por	 la	 cual	 el	 autor	 se
comprometa	a	no	crear	alguna	obra	en	el	futuro.
D.	Leg.	822.
ART.	92.—Efecto	de	la	cesión	onerosa:	participación	proporcional.	La
cesión	 otorgada	 a	 título	 oneroso	 le	 confiere	 al	 autor	 una	 participación
proporcional	en	los	ingresos	que	obtenga	el	cesionario	por	la	explotación	de
la	obra,	en	la	cuantía	convenida	en	el	contrato.
D.	Leg.	822.
ART.	93.—Casos	de	remuneración	a	suma	alzada.	No	será	de	aplicación
lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior	y	por	tanto	la	remuneración	puede	ser	a
tanto	alzado:
a)	Cuando,	atendida	la	modalidad	de	la	explotación,	exista	dificultad	grave
en	la	determinación	de	los	ingresos	o	su	comprobación	sea	imposible	o	de
un	costo	desproporcionado	con	la	eventual	retribución.
b)	Cuando	la	utilización	de	la	obra	tenga	carácter	accesorio	respecto	de	la
actividad	o	del	objeto	material	a	los	que	se	destine.
c.	Cuando	 la	obra,	utilizada	con	otras,	no	constituya	un	elemento	esencial
de	la	creación	intelectual	en	la	que	se	integre.
d)	 En	 el	 caso	 de	 la	 primera	 o	 única	 edición	 de	 las	 siguientes	 obras	 no
divulgadas	previamente:	diccionarios,	antologías	y	enciclopedias;	prólogos,
anotaciones,	introducciones	y	presentaciones;	obras	científicas;	trabajos	de
ilustración	 de	 una	 obra;	 traducciones;	 o	 ediciones	 populares	 a	 precios
reducidos.
e)	Cuando	las	partes	expresamente	lo	pacten.
Las	 disposiciones	 del	 presente	 artículo	 son	 igualmente	 aplicables	 a	 las
tarifas	de	las	entidades	de	gestión	colectiva.
D.	Leg.	822.
ART.	94.—Cesión	de	derechos	de	una	obra	en	favor	de	terceros.	Salvo
en	 los	 casos	 en	 que	 la	 ley	 presuma	 una	 cesión	 ilimitada	 de	 los	 derechos
patrimoniales,	 o	 haya	 pacto	 expreso	 en	 contrario,	 la	 transmisión	 de
derechos	por	parte	del	 cesionario	a	un	 tercero	mediante	acto	entre	vivos,
puede	 efectuarse	únicamente	 con	 el	 consentimiento	del	 cedente	dado	por
escrito.
A	falta	de	consentimiento	el	cesionario	responderá	solidariamente	frente	al
cedente	de	las	obligaciones	de	la	cesión.	Sin	embargo,	no	será	necesario	el
consentimiento	cuando	la	transferencia	se	lleve	a	efecto	como	consecuencia
de	la	disolución	o	del	cambio	de	titularidad	de	la	empresa	cesionaria.
D.	Leg.	822.
ART.	95.—Licencia	de	uso	no	exclusiva	e	intransferible.	Formalidad	de
la	cesión.	El	titular	de	derechos	patrimoniales	puede	igualmente	conceder	a
terceros	una	simple	licencia	de	uso,	no	exclusiva	e	intransferible,	la	cual	se
regirá	 por	 las	 estipulaciones	 del	 contrato	 respectivo	 y	 las	 atinentes	 a	 la
cesión	de	derechos,	en	cuanto	sean	aplicables.
Los	contratos	de	cesión	de	derechos	patrimoniales,	los	de	licencia	de	uso,	y
cualquier	otra	autorización	que	otorgue	el	titular	de	derecho,	deben	hacerse
por	escrito,	salvo	en	los	casos	en	que	la	ley	presume	la	transferencia	entre
vivos	de	tales	derechos.
CAPÍTULO	II
DEL	CONTRATO	DE	EDICIÓN
D.	Leg.	822.
ART.	 96.—Definición:	 contrato	 de	 edición.	 El	 contrato	 de	 edición	 es
aquel	 por	 el	 cual	 el	 autor	 o	 sus	 derechohabientes,	 ceden	 a	 otra	 persona
llamada	editor,	el	derecho	de	publicar,	distribuir	y	divulgar	 la	obra	por	su
propia	 cuenta	 y	 riesgo	 en	 las	 condiciones	 pactadas	 y	 con	 sujeción	 a	 lo
dispuesto	en	esta	ley.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 contrato	 de	 edición	 es	 autónomo.	 “Como
apunta	Lipszyc,	el	contrato	de	edición	es	un	contrato	autónomo,	 típico	del
derecho	 de	 autor,	 habitualmente	 regulado	 como	 tal	 en	 las	 legislaciones
nacionales	sobre	la	materia.	Agrega	que	esta	figura	tiene	puntos	de	contacto
con	las	obligaciones	propias	de	algunos	contratos	del	derecho	común	como
son	las	obligaciones	de	resultado	inherentes	al	contrato	de	obra,	entre	otras
figuras	 jurídicas.	 Los	 caracteres	del	 contrato	de	 edición	 según	esta	 autora
son,	entre	otros,	los	siguientes:	es	consensual	y	no	real,	pues	la	obligación	de
entregar	la	obra	al	editor	para	su	impresión,	publicidad,	distribución	y	venta
no	tiene	relación	con	la	etapa	de	perfeccionamiento	del	contrato	sino	con	la
de	 cumplimiento;	 es	 bilateral,	 pues	 ambas	 partes	 asumen	 obligaciones
recíprocas:	el	autor	asume	la	obligación	de	entregar	la	obra	al	editor	y	éste
la	obligación	de	 imprimirla,	publicitarla,	distribuirla,	venderla	y	de	abonar
la	 remuneración	 del	 autor;	 es	 oneroso	 porque	 el	 editor	 debe	 realizar	 la
edición	 por	 su	 cuenta	 y	 riesgo	 sin	 subordinación	 jurídica	 (la	 edición	 por
cuenta	del	autor	no	constituye	un	contrato	de	edición	sino	un	contrato	de
obra);	y	es	conmutativo	porque	las	prestaciones	de	las	partes	son	ciertas,	ya
que	 el	 autor	 se	 obliga	 a	 entregar	 la	 obra	 al	 editor	 y	 éste	 se	 obliga	 a
imprimirla,	 publicitarla,	 distribuirla,	 venderla	 y	 abonar	 la	 remuneración.
Los	artículos	96	y	siguientes	de	la	Ley	Nº	13714	contemplaban	al	contrato
de	 edición	 como	 una	 de	 las	 formas	 de	 transmisión	 de	 los	 derechos
patrimoniales	sobre	una	obra.	Disponían	que,	por	el	contrato	de	edición,	el
titular	 del	 derecho	 de	 autor	 de	 una	 obra	 se	 comprometía	 a	 entregarla	 al
editor	 y	 éste	 a	 editarla,	 mediante	 su	 impresión	 sobre	 el	 papel	 u	 otro
producto	análogo,	sin	alterar	el	original,	salvo	autorización	escrita,	tomando
a	su	cargo	los	gastos	que	ello	ocasionase	y	poniendo	en	venta	los	ejemplares
correspondientes	para	poner	la	obra	a	conocimiento	público,	entregando	al
autor	 la	 retribución	 convenida.	 La	 sala	 conviene	 en	 precisar	 que,	 en	 el
contrato	 de	 edición,	 la	 transferencia	 de	 los	 derechos	 patrimoniales	 se
encontraba	 limitada	 a	 los	 derechos	 de	 explotación	 que	 el	 autor
expresamente	hubiere	autorizado	ejercer	al	editor.	El	artículo	97	de	la	Ley
Nº	13714	presumía	que	esos	derechos	eran	los	de	realizar	una	sola	edición,
lo	que	 implicaba	 la	 facultad	de	 imprimir,	publicar	y	vender	 los	ejemplares
de	la	obra.	Debe	advertirse	que	el	artículo	96	de	la	Ley	Nº	13714	exigía	para
el	contrato	de	edición	la	observancia	de	la	forma	escrita,	pero	no	sancionaba
con	 nulidad	 la	 inobservancia	 de	 dicha	 forma,	 razón	 por	 la	 cual,	 de
conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 144	 del	 Código	 Civil,	 la
inobservancia	 de	 la	 forma	 escrita	 en	 los	 contratos	 de	 edición	 no	 era
susceptible	de	enervar	su	validez,	sino	simplemente,	si	el	acto	efectivamente
se	había	celebrado,	la	posibilidad	real	de	probar	su	existencia.	Considerando
que	 la	 forma	 escrita	 no	 era	 requisito	 indispensable	 para	 la	 validez	 de	 un
contrato	de	edición	celebrado	bajo	 la	vigencia	de	 la	Ley	Nº	13714,	 resulta
necesario	entonces	(para	presumir	válidamente	la	existencia	de	un	contrato
de	edición	entre	las	partes)	que	se	efectúe	un	razonamiento	lógico	jurídico
basado	 en	 una	 premisa	 (o	 hecho	 indicador)	 que	 le	 sirva	 de	 sustento,	 en
concordancia	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	277	del	Código	Procesal	Civil”.
(R.	1330-1998-TRI-SPI.	23.11.99)
D.	Leg.	822.
ART.	97.—Formalidad	y	contenido	del	contrato.	El	 contrato	de	edición
debe	constar	por	escrito	y	expresar:
a)	La	identificación	del	autor,	del	editor	y	de	la	obra.
b)	Si	la	obra	es	inédita	o	no.
c)	El	ámbito	territorial	del	contrato.
d)	El	idioma	en	que	ha	de	publicarse	la	obra.
e)	Si	la	cesión	confiere	al	editor	un	derecho	de	exclusiva.
f)	El	número	de	ediciones	autorizadas.
g)	 El	 plazo	 para	 la	 puesta	 en	 circulación	 de	 los	 ejemplares	 de	 la	 única	 o
primera	edición.
h)	El	número	mínimo	y	máximo	de	ejemplares	que	alcanzará	 la	edición	o
cada	una	de	las	que	se	convengan.
i)	Los	ejemplares	que	se	reservan	al	autor,	a	la	crítica,	a	la	promoción	de	la
obra	y	los	que	servirán	para	sustituir	los	ejemplares	defectuosos.
j)	La	remuneración	del	autor.
k)	El	plazo	dentro	del	cual	el	autor	debe	entregar	el	original	de	la	obra	al
editor.
l)	La	calidad	de	la	edición.
m)	La	forma	de	fijar	el	precio	de	los	ejemplares.
D.	Leg.	822.
ART.	98.—Normas	dispositivas	sobre	el	contenido	del	contrato.	A	falta
de	disposición	expresa	en	el	contrato,	se	entenderá	que:
a)	La	obra	ya	ha	sido	publicada	con	anterioridad.
b)	Se	cede	al	editor	el	derecho	por	una	sola	edición,	la	cual	deberá	estar	a
disposición	 del	 público	 en	 el	 plazo	 de	 seis	 meses,	 desde	 la	 entrega	 del
ejemplar	 al	 editor	 en	 condiciones	 adecuadas	 para	 la	 reproducción	 de	 la
obra.
c)	 Se	 entenderá	 que	 la	 obra	 será	 publicada	 en	 el	 idioma	 en	 el	 que	 está
expresada	la	obra	entregada	por	el	autor.
d)	El	número	mínimo	de	ejemplares	que	conforman	la	primera	edición,	es
de	mil.
e)	El	número	de	ejemplares	reservados	al	autor,	a	la	crítica,	a	la	promoción
y	a	la	sustitución	de	ejemplares	defectuosos,	es	del	cinco	por	ciento	(5%)	de
la	 edición,	 hasta	 un	 máximo	 de	 cien	 ejemplares,	 distribuido
proporcionalmente	para	cada	uno	de	esos	fines.
f)	El	autor	deberá	entregar	el	ejemplar	original	de	 la	obra	al	editor,	en	el
plazo	de	noventa	días	a	partir	de	la	fecha	del	contrato.
C.	C.
ART.	1355.—La	 ley,	por	consideraciones	de	 interés	social,	público	o	ético
puede	 imponer	 reglas	 o	 establecer	 limitaciones	 al	 contenido	 de	 los
contratos.
D.	Leg.	822.
ART.	99.—Obligaciones	del	editor.	Son	obligaciones	del	editor:
a)	 Publicar	 la	 obra	 en	 la	 forma	 pactada,	 sin	 introducirle	 ninguna
modificación	que	el	autor	no	haya	autorizado.
b)	 Indicar	 en	 cada	 ejemplar	 el	 título	de	 la	 obra	 y,	 en	 caso	de	 traducción,
también	el	título	en	el	idioma	original;	el	nombre	o	seudónimo	del	autor,	del
traductor,	compilador	o	adaptador,	si	los	hubiere,	a	menos	que	ellos	exijan
la	publicación	anónima;	el	nombre	y	dirección	del	editor	y	del	impresor;	la
mención	 de	 reserva	 del	 derecho	 de	 autor,	 del	 año	 y	 lugar	 de	 la	 primera
publicación	 y	 las	 siguientes	 si	 correspondiera;	 el	 número	 de	 ejemplares
impresos	y	la	fecha	en	que	se	terminó	la	impresión.
c)	Someter	las	pruebas	de	la	tirada	al	autor,	salvo	pacto	en	contrario.
d)	 Distribuir	 y	 difundir	 la	 obra	 en	 el	 plazo	 y	 condiciones	 estipuladas,	 y
conforme	a	los	usos	habituales.
e)	 Satisfacer	 al	 autor	 la	 remuneración	 convenida,	 y	 cuando	 ésta	 sea
proporcional	y	a	menos	que	en	el	contrato	se	fije	un	plazo	menor,	liquidarle
semestralmente	 las	 cantidades	 que	 le	 corresponden.	 Si	 se	 ha	 pactado	una
remuneración	 fija,	 ésta	 será	 exigible	 desde	 el	 momento	 en	 que	 los
ejemplares	 estén	 disponibles	 para	 su	 distribución	 y	 venta,	 salvo	 pacto	 en
contrario.
f)	Presentarle	al	autor,	en	las	condiciones	indicadas	en	el	numeral	anterior,
un	 estado	 de	 cuentas	 con	 indicación	 de	 la	 fecha	 y	 tiraje	 de	 la	 edición,
número	de	ejemplares	vendidos	y	en	depósito	para	su	colocación,	así	como
el	 de	 los	 ejemplares	 inutilizados	 o	 destruidos	 por	 caso	 fortuito	 o	 fuerza
mayor.
g)	Permitirle	al	autor	en	forma	periódica	la	verificación	de	los	documentos
y	 comprobantes	 demostrativos	 de	 los	 estados	 de	 cuenta,	 así	 como	 la
fiscalización	de	los	depósitos	donde	se	encuentren	los	ejemplares	objeto	de
la	edición.
h)	 Solicitar	 el	 registro	 del	 derecho	 de	 autor	 sobre	 la	 obra	 y	 hacer	 el
depósito	legal,	en	nombre	del	autor.
i)	 Restituir	 al	 autor	 el	 original	 de	 la	 obra	 objeto	 de	 la	 edición,	 una	 vez
finalizadas	 las	 operaciones	 de	 impresión	 y	 tiraje	 de	 la	 misma,	 salvo
comprobada	imposibilidad	de	orden	técnico.
j)	Numerar	cada	uno	de	los	ejemplares.
D.	Leg.	822.
ART.	100.—Obligaciones	del	autor.	Son	obligaciones	del	autor:
a)	 Responsabilizarse	 por	 la	 autoría	 y	 originalidad	 de	 la	 obra	 frente	 al
editor.
b)	 Garantizar	 al	 editor	 el	 ejercicio	 pacífico	 y,	 en	 su	 caso,	 exclusivo	 del
derecho	objeto	del	contrato.
c)	Entregar	al	editor	en	debida	forma	y	en	el	plazo	convenido,	el	original	de
la	obra	objeto	de	la	edición.
d)	Corregir	las	pruebas	de	la	tirada,	salvo	pacto	en	contrario.
D.	Leg.	822.
ART.	101.—Límite	de	la	publicación	de	obras	por	separado.	El	derecho
concedido	 a	 un	 editor	 para	 publicar	 varias	 obras	 por	 separado,	 no
comprende	 la	 facultad	 de	 publicarlas	 reunidas	 en	 un	 solo	 volumen	 y
viceversa.
D.	Leg.	822.
ART.	102.—Casos	de	resolución	del	contrato	por	el	autor.	El	autor	tiene
el	derecho	irrenunciable	de	dar	por	resuelto	el	contrato	de	edición:
a)	 Si	 el	 editor	 no	 cumple	 con	 editar	 y	 publicar	 la	 obra	 dentro	 del	 plazo
pactado	y	si	éste	no	se	fijó,	dentro	de	un	máximo	de	seis	meses,	a	partir	de	la
entrega	del	ejemplar	original	al	editor.
b)	 Si	 estando	 facultado	 el	 editor	 para	 publicar	 más	 de	 una	 edición	 y,
habiéndose	agotado	los	ejemplares	para	la	venta,	no	procede	a	publicar	una
nueva,	 dentro	 de	 los	 dos	 meses,	 salvo	 pacto	 en	 contrario.	 Se	 considera
agotada	 una	 edición,	 cuando	 se	 ha	 vendido	 el	 noventa	 y	 cinco	 por	 ciento
(95%)	de	los	ejemplares	de	ella.
En	 todos	 los	 casos	 de	 resolución	 por	 incumplimiento	 del	 editor,	 el	 autor
quedará	 liberado	de	devolver	 los	anticipos	que	hubiese	 recibido	de	aquél,
sin	perjuicio	del	derecho	de	iniciarle	las	acciones	a	que	hubiere	lugar.
C.	C.
ART.	 1371.—La	 resolución	 deja	 sin	 efecto	 un	 contrato	 válido	 por	 causal
sobreviniente	a	su	celebración.
D.	Leg.	822.
ART.	 103.—Resolución	 del	 contrato	 por	 el	 editor.	 El	 editor	 tiene	 el
derecho	irrenunciable	de	dar	por	resuelto	el	contrato	de	edición	cuando	el
autor	 no	 cumpliese	 con	 hacerle	 entrega	 de	 la	 obra	 dentro	 del	 plazo
convenido	y,	 si	 no	 se	 fijó	 éste,	 dentro	del	 lapso	de	 seis	meses	 a	partir	del
convenio,	 sin	perjuicio	del	derecho	de	 iniciarle	 las	 acciones	a	que	hubiere
lugar.
D.	Leg.	822.
ART.	 104.—Venta	 del	 saldo	 de	 edición.	 El	 editor	 no	 podrá,	 sin
consentimiento	 del	 autor,	 vender	 como	 saldo	 la	 edición	 antes	 de	 los	 dos
años	de	la	inicial	puesta	en	circulación	de	los	ejemplares.
Transcurrido	dicho	plazo,	si	el	editor	decide	vender	como	saldo	los	que	le
resten,	lo	notificará	fehacientemente	al	autor,	quien	podrá	percibir	el	precio
del	saldo	ofrecido	a	los	mayoristas.
La	opción	deberá	ejercerla	dentro	de	los	treinta	días	siguientes	al	recibo	de
la	notificación.
D.	Leg.	822.
ART.	105.—Destrucción	del	saldo	de	edición	al	autor.	Si	transcurrido	el
plazo	 de	 dos	 años	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior,	 el	 editor	 decide
destruir	 el	 resto	 de	 los	 ejemplares	 de	 una	 edición,	 deberá	 asimismo
notificarlo	 al	 autor,	 quien	 podrá	 exigir	 que	 se	 le	 entreguen	 gratuitamente
todos	 o	 parte	 de	 los	 ejemplares,	 dentro	del	 plazo	de	 treinta	 días	 desde	 la
notificación.
D.	Leg.	822.
ART.	 106.—Facultades	 procesales	 del	 editor.	 El	 editor	 podrá	 iniciar	 y
proseguir	 ante	 las	 autoridades	 judiciales	 y	 administrativas	 todas	 las
acciones	a	que	tenga	derecho,	por	sí	y	en	representación	del	autor,	para	la
defensa	y	gestión	de	los	derechos	patrimoniales	de	ambos	mientras	dure	la
vigencia	 del	 contrato	 de	 edición,	 quedando	 investido	para	 ello	 de	 las	más
amplias	facultades	de	representación	procesal.
El	editor	 tendrá	asimismo	el	derecho	de	perseguir	 las	 reproducciones	no
autorizadas	de	las	formas	gráficas	de	la	edición.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	 74.—Facultades	 generales.	 La	 representación	 judicial	 confiere	 al
representante	las	atribuciones	y	potestades	generales	que	corresponden	al
representado,	salvo	aquellas	para	las	que	la	ley	exige	facultades	expresas.	La
representación	 se	 entiende	otorgada	para	 todo	 el	 proceso,	 incluso	para	 la
ejecución	 de	 la	 sentencia	 y	 el	 cobro	 de	 costas	 y	 costos,	 legitimando	 al
representante	para	su	intervención	en	el	proceso	y	realización	de	todos	los
actos	 del	mismo,	 salvo	 aquellos	 que	 requieran	 la	 intervención	 personal	 y
directa	del	representado.
D.	Leg.	822.
ART.	 107.—Contratos	 de	 coedición.	 Quedan	 también	 regulados	 por	 las
disposiciones	de	este	capítulo	los	contratos	de	coedición	en	los	cuales	existe
más	de	un	editor	obligado	frente	al	autor.
CAPÍTULO	III
DEL	CONTRATO	DE	EDICIÓN	-	DIVULGACIÓN	DE	OBRAS
MUSICALES
D.	Leg.	822.
ART.	108.—Contrato	de	edición-divulgación	de	obras	musicales.	Por	el
contrato	de	edición-divulgación	de	obras	musicales,	el	autor	cede	al	editor
el	derecho	exclusivo	de	edición	y	lo	faculta	para	que,	por	sí	o	por	terceros,
realice	la	fijación	y	la	reproducción	fonomecánica	de	la	obra,	la	adaptación
audiovisual,	 la	 traducción,	 la	 sub-edición	 y	 cualquier	 otra	 forma	 de
utilización	de	la	obra	que	se	establezca	en	el	contrato,	quedando	obligado	el
editor	 a	 su	 más	 amplia	 divulgación	 por	 todos	 los	 medios	 a	 su	 alcance,	 y
percibiendo	 por	 ello	 la	 participación	 en	 los	 rendimientos	 pecuniarios	 que
ambos	acuerden.
D.	Leg.	822.
ART.	 109.—Resolución	 del	 contrato.	 El	 autor	 tiene	 el	 derecho
irrenunciable	 de	 dar	 por	 resuelto	 el	 contrato	 si	 el	 editor	 no	 ha	 editado	 o
publicado	la	obra,	o	no	ha	realizado	ninguna	gestión	para	su	divulgación	en
el	plazo	establecido	en	el	contrato	o,	en	su	defecto,	dentro	de	los	seis	meses
siguientes	a	la	entrega	de	los	originales.	En	el	caso	de	las	obras	sinfónicas	y
dramático-musicales,	el	plazo	será	de	un	año	a	partir	de	dicha	entrega.
El	 autor	 podrá	 igualmente	 pedir	 la	 resolución	 del	 contrato	 si	 la	 obra
musical	o	dramático-musical	no	ha	producido	beneficios	económicos	en	tres
años	 y	 el	 editor	 no	 demuestra	 haber	 realizado	 actos	 positivos	 para	 la
difusión	de	la	misma.
Salvo	 pacto	 en	 contrario,	 el	 contrato	 de	 edición	 musical	 no	 tendrá	 una
duración	mayor	de	cinco	años.
D.	Leg.	822.
ART.	 110.—Aplicación	 de	 disposiciones	 del	 contrato	 de	 edición.	 Son
aplicables	 a	 los	 contratos	 de	 edición-divulgación	 de	 obras	 musicales,	 las
disposiciones	 sobre	el	 contrato	de	edición	 relativas	a	 la	 liquidación	de	 las
remuneraciones	al	autor	y	a	la	legitimación	del	editor	ante	las	autoridades
judiciales	y	administrativas.
CAPÍTULO	IV
DE	LOS	CONTRATOS	DE	REPRESENTACIÓN	TEATRAL	Y	DE
EJECUCIÓN	MUSICAL
D.	Leg.	822.
ART.	 111.—Contratos	 de	 representación	 teatral	 y	 de	 ejecución
musical.	 Por	 los	 contratos	 regulados	 en	 este	 capítulo,	 el	 autor,	 sus
derechohabientes	 o	 la	 sociedad	 de	 gestión	 correspondiente,	 ceden	 o
licencian	 a	 una	 persona	 natural	 o	 jurídica,	 el	 derecho	 de	 representar	 o
ejecutar	 públicamente	 una	 obra	 literaria,	 dramática,	 musical,	 dramático-
musical,	 pantomímica	 o	 coreográfica,	 a	 cambio	 de	 una	 compensación
económica.
Los	contratos	indicados	pueden	celebrarse	por	tiempo	determinado	o	por
un	número	determinado	de	representaciones	o	ejecuciones	públicas.
D.	Leg.	822.
ART.	112.—Duración	de	 la	cesión	de	derechos	exclusivos.	Resolución
de	pleno	derecho.	En	 caso	 de	 cesión	de	 derechos	 exclusivos,	 la	 duración
del	contrato	no	podrá	exceder	de	cinco	años,	salvo	pacto	en	contrario.
La	 falta	 o	 interrupción	 de	 las	 representaciones	 o	 ejecuciones	 en	 el	 plazo
acordado	 por	 las	 partes,	 pone	 fin	 al	 contrato	 de	 pleno	 derecho.	 En	 estos
casos,	 el	 empresario	 deberá	 restituir	 al	 autor,	 el	 ejemplar	 de	 la	 obra	 que
haya	 recibido	 e	 indemnizarle	 los	 daños	 y	 perjuicios	 ocasionados	 por	 su
incumplimiento.
D.	Leg.	822.
ART.	 113.—Obligaciones	 del	 empresario.	 Son	 obligaciones	 del
empresario:
a)	Garantizar	 y	 facilitar	 al	 autor	 o	 sus	 representantes	 la	 inspección	de	 la
representación	o	ejecución	y	la	asistencia	a	las	mismas	gratuitamente;
b)	Satisfacer	puntualmente	la	remuneración	convenida;
c)	 Presentar	 al	 autor	 o	 a	 sus	 representantes,	 el	 programa	 exacto	 de	 la
representación	o	ejecución,	 anotando	al	 efecto,	de	 ser	 el	 caso,	 en	planillas
diarias	 las	 obras	 utilizadas	 y	 sus	 respectivos	 autores,	 las	 mismas	 que
deberán	 contener	 el	 nombre,	 firma	 y	 documento	 de	 identidad	 del
empresario	responsable.
D.	Leg.	822.
ART.	 114.—Efecto	 de	 la	 remuneración	 proporcional.	 Cuando	 la
remuneración	 que	 le	 corresponda	 al	 autor	 fuese	 proporcional,	 el
empresario	 estará	 obligado	 a	 presentar	 una	 relación	 fidedigna	 y
documentada	de	sus	ingresos.
D.	Leg.	822.
ART.	 115.—Participación	 del	 autor	 en	 los	 ingresos	 de	 taquilla.	 La
participación	 del	 autor	 en	 los	 ingresos	 de	 taquilla	 tiene	 la	 calidad	 de	 un
depósito	 en	 poder	 del	 empresario,	 quien	 deberá	 mantenerlos,	 en	 todo
momento,	 a	 disposición	 del	 autor	 o	 de	 su	 representante,	 y	 no	 podrá	 ser
objeto	de	ninguna	medida	de	embargo	dictada	contra	el	empresario.	En	este
caso	 serán	 aplicables	 las	 normas	 establecidas	 en	 el	 Código	 Civil	 para	 el
depósito	necesario.
D.	Leg.	822.
ART.	 116.—Responsabilidad	 solidaria.	 El	 propietario	 o	 conductor	 o
representante	 encargado	 responsable	 de	 las	 actividades	 de	 los
establecimientos	 donde	 se	 realicen	 actos	 de	 comunicación	 pública	 que
utilicen	obras,	 interpretaciones	o	producciones	protegidas	por	 la	presente
ley,	 responderán	 solidariamente	 con	 el	 organizador	 del	 acto	 por	 las
violaciones	a	los	derechos	respectivos	que	tengan	efecto	en	dichos	locales	o
empresas,	sin	perjuicio	de	las	responsabilidades	penales	que	correspondan.
Los	artistas	intérpretes	o	ejecutantes	que	comuniquen	la	obra	por	encargo
de	 la	 persona	 responsable,	 no	 responden	 de	 dicha	 ejecución	 y	 sólo	 están
obligados	 a	 confeccionar	 la	 planilla	 de	 ejecución	 y	 suscribirla,
responsabilizándose	 de	 su	 exactitud.	 En	 caso	 de	 conjuntos	 musicales,	 la
responsabilidad	de	dicha	confección	recaerá	en	el	director	de	aquéllos.	Si	no
se	puede	determinar	quién	es	el	director,	los	miembros	del	conjunto	serán
solidariamente	responsables	por	dicha	obligación.
D.	Leg.	822.
ART.	 117.—Autorización	 de	 los	 titulares	 para	 espectáculos	 y
audiciones	 públicas.	 No	 se	 podrán	 realizar	 espectáculos	 y	 audiciones
públicas	y	las	autoridades	de	todo	orden	se	abstendrán	de	autorizarlos,	sin
que	el	responsable	presente	la	autorización	de	los	titulares	de	los	derechos
de	las	obras	protegidas	a	utilizarse	o	de	sus	representantes.
D.	Leg.	822.
ART.	 118.—Definición	 de	 ejecución	 o	 comunicación	 en	 público.	 Para
los	efectos	de	esta	ley,	la	ejecución	o	comunicación	en	público	de	la	música
comprende	el	uso	de	 la	misma,	por	 cualquier	medio	o	procedimiento,	 con
letra	o	 sin	ella,	 total	o	parcial,	pagado	o	gratuito,	 en	estaciones	de	 radio	y
televisión,	teatros,	auditorios	cerrados	o	al	aire	libre,	cines,	hoteles,	salas	de
baile,	 bares,	 fiesta	 en	 clubes	 sociales	 y	 deportivos,	 establecimientos
bancarios	y	de	comercio,	mercados,	supermercados,	centros	de	trabajo	y,	en
general,	 en	 todo	 lugar	 que	 no	 sea	 estrictamente	 el	 ámbito	 doméstico.	 La
enumeración	precedente	es	enunciativa,	no	limitativa.
D.	Leg.	822.
ART.	 119.—Recepción	 y	 utilización	 pública	 por	 terceros.	 La
autorización	 concedida	 a	 las	 empresas	 de	 radio,	 televisión	 o	 cualquier
entidad	emisora,	no	 implica	 facultad	alguna	para	 la	recepción	y	utilización
por	 terceros,	 en	 público,	 o	 en	 lugares	 donde	 éste	 tenga	 acceso,	 de	 dichas
emisiones,	requiriéndose	en	este	caso,	permiso	expreso	de	los	autores	de	las
obras	correspondientes	o	de	la	entidad	que	los	represente.
D.	Leg.	822.
ART.	 120.—Normatividad	 supletoria.	 Las	 disposiciones	 relativas	 a	 los
contratos	de	representación	o	ejecución,	son	también	aplicables	a	las	demás
modalidades	de	comunicación	pública,	en	cuanto	corresponda.
CAPÍTULO	V
DEL	CONTRATO	DE	INCLUSIÓN	FONOGRÁFICA
D.	Leg.	822.
ART.	 121.—Contrato	 de	 inclusión	 fonográfica.	 Por	 el	 contrato	 de
inclusión	 fonográfica,	 el	 autor	 de	 una	 obra	 musical,	 o	 su	 representante,
autoriza	a	un	productor	de	fonogramas,	mediante	remuneración,	a	grabar	o
fijar	 una	 obra	 para	 reproducirla	 sobre	 un	 disco	 fonográfico,	 una	 banda
magnética,	 un	 soporte	 digital	 o	 cualquier	 otro	 dispositivo	 o	 mecanismo
análogo,	con	fines	de	reproducción	y	venta	de	ejemplares.
La	autorización	otorgada	por	el	autor	o	editor,	o	por	la	entidad	de	gestión
que	 los	 represente,	 para	 incluir	 la	 obra	 en	 un	 fonograma,	 concede	 al
productor	 autorizado,	 el	 derecho	 a	 reproducir	 u	 otorgar	 licencias	 para	 la
reproducción	de	su	fonograma,	condicionada	al	pago	de	una	remuneración.
D.	Leg.	822.
ART.	 122.—Alcance	 de	 la	 autorización	 concedida	 al	 productor
fonográfico.	 La	 autorización	 concedida	 al	 productor	 fonográfico	 no
comprende	el	derecho	de	comunicación	pública	de	 la	obra	contenida	en	el
fonograma,	 ni	 de	 ningún	 otro	 derecho	 distinto	 a	 los	 expresamente
autorizados.
D.	Leg.	822.
ART.	 123.—Obligaciones	 del	 productor.	 El	 productor	 está	 obligado	 a
consignar	en	todos	los	ejemplares	o	copias	del	fonograma,	aun	en	aquellos
destinados	a	su	distribución	gratuita,	las	indicaciones	siguientes:
a)	El	título	de	las	obras	y	el	nombre	o	seudónimo	de	los	autores,	así	como	el
de	los	arreglistas	y	versionistas,	si	los	hubiere.	Si	la	obra	fuere	anónima,	así
se	hará	constar.
b)	El	nombre	de	 los	 intérpretes	principales,	así	como	la	denominación	de
los	 conjuntos	 orquestales	 o	 corales	 y	 el	 nombre	 de	 sus	 respectivos
directores.
c)	El	nombre	o	sigla	de	 la	entidad	de	gestión	colectiva	que	administre	 los
derechos	patrimoniales	sobre	la	obra.
d)	La	mención	de	reserva	de	derechos	sobre	el	fonograma,	con	indicación
del	símbolo	(P),	seguido	del	año	de	la	primera	publicación.
e)	La	razón	social,	el	nombre	comercial	del	productor	fonográfico	y	el	signo
que	lo	identifique.
f)	La	mención	de	que	están	reservados	todos	los	derechos	del	autor,	de	los
intérpretes	 o	 ejecutantes	 y	 del	 productor	 del	 fonograma,	 incluidos	 los	 de
copia,	alquiler,	canje	o	préstamo	y	ejecución	pública.
Las	 indicaciones	 que	 por	 falta	 de	 lugar	 adecuado	 no	 puedan	 estamparse
directamente	sobre	los	ejemplares	o	copias	que	contienen	la	reproducción,
serán	obligatoriamente	impresas	en	el	sobre,	cubierta	o	en	folleto	adjunto.
D.	Leg.	822.
ART.	 124.—Remuneración.	 El	 productor	 fonográfico	 está	 obligado	 a
satisfacer	 al	 menos	 semestralmente,	 la	 remuneración	 respectiva	 de	 los
autores,	 editores,	 artistas	 intérpretes	 o	 ejecutantes,	 remuneración	 que
también	podrá	ser	entregada	a	sus	representantes,	salvo	que	en	el	contrato
se	haya	fijado	un	plazo	distinto.	El	productor	fonográfico	hará	las	veces	de
agente	 retenedor	 y	 llevará	 un	 sistema	 de	 registro	 que	 les	 permita
comprobar	 a	 dichos	 titulares	 la	 cantidad	 de	 reproducciones	 vendidas	 y
deberá	permitir	que	éstos	puedan	verificar	la	exactitud	de	las	liquidaciones
de	 sus	 remuneraciones	mediante	 la	 inspección	de	 comprobantes,	 oficinas,
talleres,	 almacenes	 y	 depósitos,	 sea	 personalmente,	 a	 través	 de
representante	 autorizado	 o	 por	 medio	 de	 la	 entidad	 de	 gestión	 colectiva
correspondiente.
D.	Leg.	822.
ART.	125.—Aplicación	supletoria.	Las	disposiciones	del	presente	capítulo
son	 aplicables	 en	 lo	 pertinente	 a	 las	 obras	 literarias	 que	 sean	 utilizadas
como	 texto	 de	 una	 obra	 musical,	 o	 como	 declamación	 o	 lectura	 para	 su
fijación	en	un	fonograma,	con	fines	de	reproducción	y	venta.
CAPÍTULO	VI
DEL	CONTRATO	DE	RADIODIFUSIÓN
D.	Leg.	822.
ART.	126.—Contrato	de	radiodifusión.	Por	el	contrato	de	radiodifusión	el
autor,	 su	 representante	 o	 derechohabiente,	 autorizan	 a	 un	 organismo	 de
radiodifusión	para	la	transmisión	de	su	obra.
Las	 disposiciones	 del	 presente	 capítulo	 se	 aplicarán	 también	 a	 las
transmisiones	efectuadas	por	hilo,	cable,	 fibra	óptica	u	otro	procedimiento
análogo.
D.	Leg.	822.
ART.	 127.—Planillas	 de	 ejecución.	 Los	 organismos	 de	 radiodifusión
deberán	 anotar	 en	planillas	mensuales,	 por	 orden	de	difusión,	 el	 título	de
cada	una	de	las	obras	difundidas	y	el	nombre	de	sus	respectivos	autores,	el
de	los	intérpretes	o	ejecutantes	o	el	del	director	del	grupo	u	orquesta	en	su
caso,	y	el	del	productor	audiovisual	o	del	fonograma,	según	corresponda.
Asimismo	deberán	remitir	copias	de	dichas	planillas,	firmadas	y	fechadas,	a
cada	una	de	las	entidades	de	gestión	que	representen	a	los	titulares	de	los
respectivos	derechos.
D.	Leg.	822.
ART.	128.—Reconocimiento	de	los	autores	e	intérpretes	en	la	emisión
de	 los	 programas.	 En	 los	 programas	 emitidos	 será	 obligatorio	 indicar	 el
título	de	cada	obra	musical	utilizada,	así	como	el	nombre	de	los	respectivos
autores,	el	de	 los	 intérpretes	principales	que	 intervengan	y	el	del	director
del	grupo	u	orquesta,	en	su	caso.
TÍTULO	VIII
DE	LOS	DERECHOS	CONEXOS	AL	DERECHO	DE
AUTOR	Y	OTROS	DERECHOS	INTELECTUALES
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
D.	Leg.	822.
ART.	129.—Modificado.	Ley	29316,	Art.	3°.	De	las	autorizaciones	de	los
titulares	 del	 derecho	 de	 autor	 y	 derechos	 conexos.	 La	 protección
reconocida	a	 los	derechos	conexos	al	derecho	de	autor,	y	a	otros
derechos	 intelectuales	 contemplados	 en	 el	 presente	 título,	 no
afectará	en	modo	alguno	la	tutela	del	derecho	de	autor	sobre	las
obras	 literarias	 o	 artísticas.	 En	 consecuencia,	 ninguna	 de	 las
disposiciones	contenidas	en	el	presente	título	podrá	interpretarse
en	 menoscabo	 de	 esa	 protección.	 Igualmente,	 la	 protección
ofrecida	a	los	derechos	de	autor	de	ninguna	manera	afectará	a	la
protección	 de	 los	 derechos	 conexos.	 En	 aquellos	 supuestos	 no
contemplados	 contractualmente,	 en	 caso	 de	 duda,	 se	 estará	 a	 lo
que	más	favorezca	al	autor.
A	 fin	 de	 garantizar	 que	 no	 se	 establezca	 jerarquía	 entre	 el
derecho	 de	 autor,	 por	 una	 parte,	 y	 los	 derechos	 de	 los	 artistas,
interpretes	o	ejecutantes	y	productores	de	 fonogramas,	por	otra
parte,	en	aquellos	casos	en	donde	sea	necesaria	la	autorización	de
tanto	el	autor	de	una	obra	contenida	en	un	 fonograma	como	del
artista	intérprete	o	ejecutante	o	productor	titular	de	los	derechos
del	 fonograma,	 el	 requerimiento	 de	 la	 autorización	 del	 autor	 no
deja	de	existir	debido	a	que	se	requiera	la	autorización	del	artista
intérprete	o	ejecutante	o	del	productor	de	fonogramas.
En	 aquellos	 casos	 en	 donde	 sea	 necesaria	 la	 autorización	 tanto
del	autor	de	una	obra	contenida	en	un	fonograma	como	del	artista
intérprete	o	ejecutante	o	del	productor	titular	de	los	derechos	del
fonograma,	 el	 requerimiento	 de	 la	 autorización	 del	 artista
intérprete	 o	 ejecutante	 o	 productor	 de	 fonogramas	 no	 deja	 de
existir	debido	a	que	se	requiera	la	autorización	del	autor.
Sin	perjuicio	de	sus	limitaciones	específicas,	todas	las	excepciones	y	límites
establecidos	en	la	presente	norma	para	el	derecho	de	autor	serán	también
aplicables	a	los	derechos	reconocidos	en	el	presente	título.
D.	Leg.	822.
ART.	130.—Aplicabilidad	de	las	normas	sobre	derechos	de	autor.	Los
titulares	 de	 los	 derechos	 conexos	 y	 otros	 derechos	 intelectuales,	 podrán
invocar	 las	 disposiciones	 relativas	 a	 los	 autores	 y	 sus	 obras,	 en	 tanto	 se
encuentren	conformes	con	la	naturaleza	de	sus	respectivos	derechos.
CAPÍTULO	II
DE	LOS	ARTISTAS	INTÉRPRETES	O	EJECUTANTES
D.	Leg.	822.
ART.	131.—Derechos	morales	de	los	artistas.	Los	artistas	 intérpretes	o
ejecutantes	gozan	del	derecho	moral	a:
a)	 El	 reconocimiento	 de	 su	 nombre	 sobre	 sus	 interpretaciones	 o
ejecuciones.
b)	 Oponerse	 a	 toda	 deformación,	mutilación	 o	 a	 cualquier	 otro	 atentado
sobre	su	actuación	que	lesione	su	prestigio	o	reputación.
LEY	DEL	ARTISTA	INTÉRPRETE	Y	EJECUTANTE
Ley	28131.
ART.	1°.—Ámbito	de	la	ley.
1.1	 La	 presente	 ley	 establece	 el	 régimen,	 derechos,	 obligaciones	 y
beneficios	 laborales	 del	 artista	 intérprete	 y	 ejecutante,	 incluyendo	 la
promoción	y	difusión	de	 sus	 interpretaciones	y	ejecuciones	en	el	 exterior,
así	como	sus	derechos	morales	y	patrimoniales	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en
la	 presente	 ley	 y	 en	 los	 tratados	 internacionales	 vigentes	 suscritos	 por	 el
Perú.
1.2	Los	 trabajadores	 técnicos	vinculados	a	 la	actividad	artística,	 incluidos
en	el	ámbito	de	la	presente	ley,	ejercerán	solamente	los	derechos	laborales
compatibles	con	la	naturaleza	de	su	trabajo.
Ley	28131.
ART.	 2°.—Definición.	 Para	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 ley	 se	 considera
artista	intérprete	y	ejecutante,	en	adelante	“artista”,	a	toda	persona	natural
que	representa	o	realiza	una	obra	artística,	con	texto	o	sin	él,	utilizando	su
cuerpo	 o	 habilidades,	 con	 o	 sin	 instrumentos,	 que	 se	 exhiba	 o	muestre	 al
público,	 resultando	 una	 interpretación	 y/o	 ejecución	 que	 puede	 ser
difundida	 por	 cualquier	 medio	 de	 comunicación	 o	 fijada	 en	 soporte
adecuado,	creado	o	por	crearse.
Ley	28131.
ART.	3°.—Objetivos.	Son	objetivos	de	la	presente	ley:
a)	 Normar	 el	 reconocimiento,	 la	 tutela,	 el	 ejercicio	 y	 la	 defensa	 de	 los
derechos	 morales,	 patrimoniales,	 laborales	 y	 de	 seguridad	 social,	 entre
otros,	 que	 le	 correspondan	 al	 artista	 intérprete	 y	 ejecutante	 y	 a	 sus
interpretaciones	y	ejecuciones;
b)	Promover	el	permanente	desarrollo	profesional	y	académico	del	artista;
c)	Incentivar	la	creación	y	el	desarrollo	de	fuentes	de	trabajo,	a	través	de	la
participación	 de	 todos	 los	 trabajadores	 de	 la	 actividad,	 incluyendo	 a
creadores	y	empresarios.
Ley	28131.
ART.	 4°.—Artistas	 y	 trabajadores	 técnicos	 comprendidos	 en	 la
presente	ley.
4.1	La	presente	ley	es	aplicable	a	los	artistas	que	a	continuación	se	señalan
en	forma	enunciativa	más	no	limitativa:
Actor;	 banderillero;	 cantante;	 coreógrafo;	 danzarín	 en	 todas	 sus
expresiones	 y	 modalidades;	 director	 de	 obras	 escénicas,	 teatrales,
cinematográficas,	 televisivas	 y	 similares;	 director	 de	 orquesta	 o	 conjunto
musical;	 doblador	 de	 acción,	 doblador	 de	 voz;	 imitador	 y	 el	 que	 realiza
obras	 artísticas	 con	 similar	 modalidad;	 intérprete	 y	 ejecutante	 de	 obra
artística	 que	 actúa	 en	 circos	 y	 espectáculos	 similares;	 intérprete	 y
ejecutante	 de	 obras	 de	 folclor	 en	 todas	 sus	 expresiones	 y	 modalidades;
mago;	matador;	mentalista;	mimo;	modelo	de	artistas	de	las	artes	plásticas,
de	 obra	 publicitaria,	 de	 pasarela,	 en	 espectáculos	 escénicos,	 teatrales,
cinematográficos,	 televisivos;	 músico;	 novillero;	 parodista;	 picador;
prestidigitador;	 recitador	 o	 declamador;	 rejoneador;	 titiritero	 o
marionetista;	ventrílocuo;	entre	otros.
4.2	 La	 presente	 ley	 es	 aplicable	 a	 los	 trabajadores	 que	 a	 continuación	 se
señalan	en	forma	enunciativa	mas	no	limitativa:
Apuntador	o	teleprontista;	asistente	de	dirección;	camarógrafo;	director	de
fotografía;	 editor	 de	 sonidos	 y	 de	 imágenes;	 escenógrafo;	 jefe	 de	 escena;
maquillador	 de	 caracterización;	 realizador	 de	 efectos	 especiales	 y
luminotécnico	en	obras	escénicas,	 teatrales,	cinematográficas,	 televisivas	y
similares;	técnicos	de	variedades,	circo	y	espectáculos	similares;	tramoyista;
entre	otros.
Ley	28131.
ART.	5°.—Empleador.
5.1	 Para	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 ley	 se	 considera	 empleador	 a	 toda
persona	natural	o	 jurídica,	cualquiera	sea	su	nacionalidad	o	domicilio,	que
contrata	 con	 el	 artista	 bajo	 el	 régimen	 laboral	 para	 que	 realice	 sus
interpretaciones	 o	 ejecuciones,	 incluyendo	 eventualmente	 su	 difusión	 o
fijación	en	soporte	adecuado.
5.2	 En	 caso	 de	 incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 nacidas	 del	 contrato
laboral	por	parte	del	empleador,	el	artista	podrá	exigir	su	cumplimiento	en
forma	subsidiaria	y	en	ese	orden,	al	organizador,	productor	y	presentador,
conforme	lo	establezca	el	reglamento.
5.3	 El	 empleador	 es	 responsable	 solidario	 conjuntamente	 con	 el	 artista
respecto	 de	 las	 obligaciones	 directamente	 relacionadas	 con	 la	 actividad
artística	materia	del	 contrato	 laboral	que	 los	vincula	y	de	 las	obligaciones
que	 éste	 genere,	 ante	 sindicatos	 y	 gremios	 vinculados	 a	 la	 actividad
artística.
5.4	 En	 caso	 de	 que	 el	 empleador	 sea	 persona	 jurídica	 irregular,	 los
accionistas,	directivos	y	administradores	asumen	responsabilidad	personal
respecto	de	los	derechos	y	obligaciones	del	artista.
Ley	28131.
ART.	6°.—Naturaleza	de	las	interpretaciones	y	ejecuciones.
6.1	Se	entiende	por	interpretación	a	la	representación	de	una	obra	teatral,
cinematográfica,	musical	o	de	cualquier	otro	género	en	la	que	se	aplique	la
personalidad	y	creatividad	del	artista.
6.2	 Ejecución	 es	 la	 interpretación	 de	 una	 obra	 artística,	 con	 instrumento
ajeno	al	cuerpo,	aplicando	la	personalidad	y	creatividad	del	artista.
Ley	28131.
ART.	7°.—Labor	del	artista.
7.1	 La	 labor	 del	 artista	 es	 de	 naturaleza	 laboral	 cuando	 reúne	 las
características	de	un	contrato	de	trabajo	y	se	regula	por	la	presente	ley.
7.2	 El	 artista	 y	 demás	 trabajadores	 considerados	 en	 esta	 norma	 son
titulares	de	los	beneficios	sociales	establecidos	en	la	presente	ley	así	como
de	los	ya	creados	por	la	legislación	laboral	común.
Ley	28131.
ART.	8°.—Artistas	extranjeros.	Los	artistas	extranjeros	domiciliados	y	no
domiciliados	en	el	país	reciben	el	mismo	trato	que	los	nacionales,	debiendo
sujetarse	 a	 las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 ley,	 respetando	 los	 tratados
internacionales	de	los	que	el	Perú	es	parte.
Ley	28131.
ART.	 9°.—Protección	 en	 el	 exterior.	 El	 estado,	 mediante	 sus
representaciones	 diplomáticas,	 ejerce	 la	 protección	 y	 defensa	 de	 los
derechos	 del	 artista	 peruano,	 de	 acuerdo	 a	 sus	 competencias.	 Estas
atribuciones	las	ejerce	de	oficio	o	a	petición	de	parte.
PROPIEDAD	INTELECTUAL
Ley	28131.
ART.	10.—Derechos	de	propiedad	intelectual.	Los	derechos	de
propiedad	intelectual	del	artista	intérprete	y/o	ejecutante	comprenden
derechos	de	orden	moral	y	patrimonial,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	la
presente	ley.
DERECHOS	MORALES
Ley	28131.
ART.	11.—Naturaleza.
11.1	 Los	 derechos	 morales	 que	 corresponde	 al	 artista,	 intérprete	 y/o
ejecutante,	 son	 inherentes	 a	 su	 condición	 humana,	 en	 consecuencia
constituyen	 derechos	 fundamentales,	 perpetuos,	 inalienables,
inembargables,	imprescriptibles	e	irrenunciables.
11.2	 Los	 herederos	 tienen	 la	 facultad	 de	 ejercer	 las	 acciones	 legales
tendientes	a	asegurar	los	mismos.
Ley	28131.
ART.	 12.—Atributos.	 Son	 derechos	 morales	 del	 artista	 intérprete	 y
ejecutante:
a)	 Derecho	 de	 paternidad:	 Reclamar	 el	 reconocimiento	 de	 su	 nombre,
nombre	 artístico	 y/o	 seudónimo,	 y	 reivindicar	 sus	 interpretaciones	 o
ejecuciones;
b)	Derecho	de	integridad:	Oponerse	a	cualquier	deformación,	mutilación	o
modificación	de	sus	interpretaciones;
c)	Derecho	de	acceso:	Acceder	al	ejemplar	único	del	soporte	que	contenga
su	creación	artística	y	que	se	encuentre	en	poder	de	otro,	a	fin	de	ejercitar
sus	 demás	 derechos	 morales	 o	 patrimoniales.	 El	 acceso	 no	 debe	 irrogar
perjuicio	al	poseedor	del	soporte	ni	atentar	contra	el	derecho	del	autor.
DERECHOS	PATRIMONIALES
Ley	28131.
ART.	13.—Naturaleza.	El	artista	 intérprete	y	ejecutante	goza	del	derecho
exclusivo	 de	 explotar	 sus	 interpretaciones	 y	 ejecuciones	 bajo	 cualquier
forma	o	procedimiento,	y	de	obtener	por	ello	beneficios,	salvo	en	los	casos
de	excepción	establecidos	en	el	Decreto	Legislativo	N°	822.
Ley	28131.
ART.	 14.—Derechos	 patrimoniales	 de	 los	 artistas	 intérpretes	 o
ejecutantes	 por	 sus	 interpretaciones	 o	 ejecuciones	 no	 fijadas.	 Los
artistas	 intérpretes	 o	 ejecutantes	 gozarán	 del	 derecho	 de	 autorizar,	 en	 lo
relativo	a	sus	interpretaciones	o	ejecuciones:
a)	 La	 radiodifusión	 y	 la	 comunicación	 al	 público	 de	 sus	 interpretaciones
y/o	 ejecuciones	 no	 fijadas,	 excepto	 cuando	 la	 interpretación	 o	 ejecución
constituya	por	sí	misma	una	ejecución	o	interpretación	radiodifundida;	y
b)	La	fijación	de	sus	ejecuciones	o	interpretaciones	no	fijadas.
Ley	28131.
ART.	15.—Derecho	de	reproducción.
15.1	Los	 artistas	 intérpretes	 o	 ejecutantes	 gozarán	del	 derecho	exclusivo
de	autorizar,	 realizar	o	prohibir	 la	reproducción	directa	o	 indirecta	de	sus
interpretaciones	 o	 ejecuciones	 fijadas	 en	 fonogramas	 o	 videogramas,	 por
cualquier	 procedimiento	 o	 bajo	 cualquier	 forma	 y	 mediante	 tecnología
creada	o	por	crearse.
15.2	Asimismo,	este	derecho	comprende	la	facultad	de	autorizar,	realizar	o
prohibir	 la	 sincronización	 y/o	 incorporación	 de	 sus	 interpretaciones	 y
ejecuciones	 en	 cualquier	 obra	 audiovisual	 grabada	 o	 reproducida	 de
cualquier	forma	y	mediante	tecnología	creada	o	por	crearse.
Ley	28131.
ART.	 16.—Derecho	 de	 distribución.	 Los	 artistas	 intérpretes	 y/o
ejecutantes	 gozarán	 del	 derecho	 exclusivo	 de	 autorizar	 la	 puesta	 a
disposición	 del	 público	 del	 original	 y	 de	 los	 ejemplares	 de	 sus
interpretaciones	 o	 ejecuciones	 fijadas	 en	 fonogramas	 o	 videogramas,
mediante	venta,	alquiler,	préstamo	o	cualquier	otra	forma	de	distribución	al
público.
Ley	28131.
ART.	17.—Derecho	de	puesta	 a	disposición	de	 las	 interpretaciones	o
ejecuciones	 fijadas.	 Los	 artistas	 intérpretes	 o	 ejecutantes	 gozarán	 del
derecho	exclusivo	de	poner	a	disposición	sus	interpretaciones	o	ejecuciones
fijadas	 en	 fonogramas	 y	 videogramas	 ya	 sea	 por	 hilo	 o	 por	 medios
inalámbricos	 de	 tal	 manera	 que	 los	 miembros	 del	 público	 puedan	 tener
acceso	a	ellas	desde	el	lugar	y	en	el	momento	que	cada	uno	de	ellos	elija.
Ley	28131.
ART.	18.—Derecho	de	remuneración.
18.1	Los	artistas,	intérpretes	o	ejecutantes	tienen	el	derecho	a	percibir	una
remuneración	equitativa	por:
a)	 La	 utilización	 directa	 o	 indirecta	 para	 la	 radiodifusión	 o	 para	 la
comunicación	 al	 público	 de	 las	 interpretaciones	 o	 ejecuciones	 fijadas	 o
incorporadas	en	obras	audiovisuales	grabadas	o	reproducidas	de	cualquier
forma	con	fines	comerciales	mediante	tecnología	creada	o	por	crearse.	Tal
remuneración	 es	 exigible	 a	 quien	 realice	 la	 operación	 de	 radiodifundir,
comunicar	o	poner	a	disposición	del	público	las	fijaciones.
La	comunicación	al	público	comprende	la	realizada	por	cable,	hilo	o	medios
inalámbricos	así	como	los	realizados	por	cualquier	otra	tecnología	creada	o
por	crearse.
b)	 El	 alquiler	 de	 sus	 fijaciones	 audiovisuales	 o	 fonogramas,	 grabadas	 o
reproducidas	 en	 cualquier	 material	 y	 mediante	 tecnología	 creada	 o	 por
crearse,	 aun	 cuando	 haya	 transferido	 o	 cedido	 su	 derecho	 a	 autorizar	 el
alquiler.
Tal	retribución	es	exigible	a	quien	lleve	a	efecto	la	operación	de	poner	las
fijaciones	a	disposición	de	público.
c)	 La	 transferencia	 de	 la	 creación	 artística,	 por	 única	 vez,	 fijada	 a	 otro
formato	distinto	para	ser	utilizada	por	un	medio	diferente	al	originario.
18.2	En	los	casos	establecidos	en	los	inciso	a),	b)	y	c)	del	presente	artículo,
cuando	 se	 trate	 de	 fonogramas	 o	 videogramas,	 la	 retribución,	 a	 falta	 de
acuerdo,	será	compartida	en	partes	iguales	con	el	productor.
Ley	28131.
ART.	19.—Derecho	de	doblaje.	El	artista	gozará	del	derecho	exclusivo	de
autorizar	el	doblaje	de	sus	interpretaciones	en	su	propia	lengua.
Ley	28131.
ART.	20.—Compensación	por	copia	privada.
20.1	La	reproducción	realizada	exclusivamente	para	uso	privado	de	obras,
interpretaciones	 o	 ejecuciones	 artísticas	 en	 forma	 de	 videogramas	 o
fonogramas,	en	soportes	o	materiales	susceptibles	de	contenerlos,	origina	el
pago	 de	 una	 compensación	 por	 copia	 privada,	 a	 ser	 distribuida	 entre	 el
artista,	 el	 autor	 y	 el	 productor	 del	 videograma	 y/o	 del	 fonograma,	 en	 la
forma	y	porcentajes	que	establezca	el	reglamento.
20.2	 La	 compensación	 por	 copia	 privada	 no	 constituye	 un	 tributo.	 Los
ingresos	que	se	obtengan	por	dicho	concepto	se	encuentran	regulados	por
la	normatividad	tributaria	aplicable.
20.3	Están	obligados	al	pago	de	esta	compensación	el	 fabricante	nacional
así	como	el	importador	de	los	materiales	o	soportes	idóneos	que	permitan
la	reproducción	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior.
20.4	Están	exceptuados	del	pago	el	productor	de	videograma	o	fonograma
y	la	empresa	de	radiodifusión	debidamente	autorizados,	por	los	materiales
o	soportes	de	reproducción	de	fonogramas	y	videogramas	destinados	a	sus
actividades.
20.5	 La	 compensación	 se	 determina	 en	 función	 de	 los	 soportes	 idóneos,
creados	 o	 por	 crearse,	 para	 realizar	 dicha	 reproducción,	 de	 acuerdo	 a	 lo
establecido	en	el	reglamento.
20.6	 La	 forma	 de	 recaudación	 y	 los	 demás	 aspectos	 no	 previstos	 en	 la
presente	ley	se	establecerán	en	el	reglamento.
Ley	28131.
ART.	 21.—Atribuciones	 de	 las	 sociedades	 de	 gestión.	 Los	 derechos
establecidos	en	los	artículos	14,	15,	16,	17,	18	y	19,	serán	administrados	por
las	sociedades	de	gestión	colectiva	de	los	artistas	intérpretes	o	ejecutantes	y
de	 los	 productores	 de	 fonogramas	 y	 de	 videogramas.	 Asimismo,	 será
recaudado	por	 las	 indicadas	entidades	 la	 compensación	por	 copia	privada
establecida	 en	 el	 artículo	 20.	 A	 falta	 de	 acuerdo,	 dichos	 derechos	 serán
administrados	por	las	sociedades	de	gestión	colectiva	correspondientes,	de
acuerdo	al	reglamento	de	la	presente	ley.
Ley	28131.
ART.	22.—Duración.	 Los	 derechos	 patrimoniales	 se	 trasmiten	 por	 causa
de	muerte	de	acuerdo	a	 las	disposiciones	del	Código	Civil	y	 leyes	vigentes.
Tienen	un	plazo	de	duración	de	hasta	70	años	posteriores	al	 fallecimiento
del	 artista,	 contados	 a	 partir	 del	 1	 de	 enero	 del	 año	 siguiente	 al	 de	 su
muerte,	 cualquiera	 que	 sea	 el	 país	 de	 origen	 de	 la	 interpretación	 y/o
ejecución.
RÉGIMEN	LABORAL
Ley	28131.
ART.	23.—En	espectáculos	artísticos.
23.1	 Todo	 espectáculo	 artístico	 nacional	 presentado	 directamente	 al
público	 deberá	 estar	 conformado	 como	 mínimo	 por	 un	 80%	 de	 artistas
nacionales.	 El	 20%	 restante	 podrá	 estar	 integrado	 por	 extranjeros	 no
residentes.
23.2	Los	artistas	nacionales	deberán	percibir	no	menos	del	60%	del	 total
de	la	planilla	de	sueldos	y	salarios	de	artistas.
23.3	Los	mismos	porcentajes	establecidos	en	los	párrafos	anteriores	rigen
para	el	trabajador	técnico	vinculado	a	la	actividad	artística.
Ley	28131.
ART.	 24.—Excepciones	 a	 la	 participación.	 Los	 porcentajes	 de
participación	 y	 de	 remuneración	 fijados	 en	 el	 artículo	 precedente	 no	 son
aplicables	cuando	se	 trate	de:	elenco	extranjero	organizado	 fuera	del	país,
siempre	 que	 su	 actuación	 constituya	 la	 unidad	 del	 espectáculo	 y	 esté
debidamente	acreditado	como	espectáculo	cultural.
Ley	28131.
ART.	25.—En	producciones	audiovisuales.
25.1	 Toda	 producción	 audiovisual	 artística	 nacional	 deberá	 estar
conformada	 como	 mínimo	 por	 un	 80%	 de	 artistas	 nacionales.	 El	 20%
restante	podrá	estar	integrado	por	extranjeros	no	residentes.
25.2	Los	artistas	nacionales	deberán	percibir	no	menos	del	60%	del	 total
de	la	planilla	de	sueldos	y	salarios	de	artistas.
25.3	Los	mismos	porcentajes	establecidos	en	los	párrafos	anteriores	rigen
para	el	trabajador	técnico	vinculado	a	la	actividad	artística.
25.4	Las	producciones	cinematográficas	se	rigen	por	su	propia	legislación.
Ley	28131.
ART.	26.—En	espectáculos	circenses.
26.1	Todo	espectáculo	circense	extranjero	 ingresará	al	país	con	su	elenco
original,	 por	 un	 plazo	 máximo	 de	 90	 días,	 pudiendo	 ser	 prorrogado	 por
igual	período.	En	este	último	caso,	se	 incorporará	al	elenco	artístico,	como
mínimo,	el	30%	de	artistas	nacionales	y	el	15%	de	técnicos	nacionales.
26.2	 Estos	 mismos	 porcentajes	 deberán	 reflejarse	 en	 las	 planillas	 de
sueldos	y	salarios.
Ley	28131.
ART.	27.—En	publicidad	comercial.
27.1	La	publicidad	comercial	podrá	ser	realizada	por	empresas	peruanas	o
extranjeras,	pudiendo	las	imágenes	ser	elaboradas	en	el	territorio	nacional
o	en	el	extranjero.
27.2	La	publicidad	 comercial	 que	 se	haga	 en	 el	 país	deberá	 ser	 realizada
respetando	 las	 proporciones	 establecidas	 en	 el	 artículo	 25	 de	 la	 presente
ley.
27.3	La	difusión	de	publicidad	 realizada	 en	 el	 extranjero	y	difundida	por
medios	 de	 comunicación	 nacional	 se	 sujetará	 en	 su	 parte	 pertinente	 a	 lo
establecido	 en	 la	 Decimotercera	 Disposición	 Complementaria	 del	 Decreto
Legislativo	N°	757,	que	tiene	que	ver	con	la	publicidad	comercial	producida
en	el	extranjero.
27.4	 La	 difusión	 del	 comercial	 publicitario	 nacional	 actuado	 por	 persona
comprendida	en	 la	presente	 ley	 tiene	una	vigencia	máxima	de	un	año.	Las
repeticiones	 que	 se	 hagan	 pasado	 dicho	 plazo	 están	 sujetas	 al	 pago	 de
retribución.
27.5	 La	 utilización	 de	 imágenes	 o	 voces	 ya	 fijadas	 de	 las	 personas
comprendidas	en	la	presente	ley	en	una	nueva	creación	publicitaria,	obliga	a
la	 previa	 autorización	 del	 artista	 y	 al	 abono	 de	 la	 retribución
correspondiente.
27.6	La	publicidad	actuada	por	persona	no	comprendida	en	la	presente	ley
se	regula	por	la	ley	pertinente.
Ley	28131.
ART.	28.—En	espectáculos	taurinos.
28.1	 En	 toda	 feria	 taurina	 debe	 participar	 por	 lo	 menos	 un	 matador
nacional.
28.2	En	las	novilladas,	becerradas	y	mixtas	debe	participar	por	lo	menos	un
novillero	nacional.
Ley	28131.
ART.	29.—Requisitos	para	la	actuación	del	artista	extranjero.
29.1	 El	 artista	 extranjero,	 para	 actuar	 en	 el	 país,	 debe	 acreditar	 lo
siguiente:
a)	Contrato	de	 trabajo	artístico	puesto	en	conocimiento	del	Ministerio	de
Trabajo	y	Promoción	del	Empleo	suscrito	antes	de	su	ingreso	al	país;
b)	Pase	 intersindical	extendido	por	el	sindicato	peruano	que	agrupe	a	 los
artistas	de	la	especialidad	o	género	que	cultiva	el	artista	extranjero;
c)	Visa	que	corresponde	al	artista,	de	acuerdo	a	reglamento.
29.2	 Para	 la	 expedición	 de	 la	 visa	 correspondiente,	 se	 requiere	 de	 la
presentación	previa	del	contrato	ante	el	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción
del	 Empleo	 y	 el	 pase	 intersindical,	 entre	 otros	 requisitos	 de	 acuerdo	 a
reglamento.
29.3	 Las	 disposiciones	 del	 presente	 artículo	 son	 también	 aplicables	 al
artista	 extranjero	 que,	 al	 amparo	 de	 la	 presente	 ley,	 ingresa	 al	 país	 para
promover	o	publicitar	sus	obras,	producciones	o	su	imagen	y	que,	para	tal
efecto,	interpreta	y/o	ejecuta.
29.4	 El	 pago	 por	 el	 pase	 intersindical	 será	 del	 2%	 del	 monto	 de	 las
retribuciones	que	percibe	el	artista	extranjero	y	su	abono	es	solidario	con	el
empresario.
Ley	28131.
ART.	30.—Caso	fortuito	o	fuerza	mayor.	Los	porcentajes	reservados	para
artistas	nacionales	y	extranjeros,	no	serán	de	aplicación	por	causas	de	caso
fortuito	o	fuerza	mayor.
JORNADA	LABORAL	Y	OTROS	DERECHOS
Ley	28131.	
ART.	31.—Jornada.
31.1	La	 jornada	ordinaria	de	 trabajo	para	varones	y	mujeres	mayores	de
edad	 es	 de	 ocho	 horas	 diarias	 o	 cuarenta	 y	 ocho	 horas	 semanales	 como
máximo.
31.2	Se	puede	establecer	por	convenio	o	decisión	unilateral	del	empleador
una	 jornada	menor	a	 las	máximas	ordinarias.	La	 jornada	de	 trabajo	de	 los
menores	de	edad	se	regula	por	la	ley	de	la	materia.	El	incumplimiento	de	la
jornada	máxima	de	trabajo	será	considerado	una	infracción	de	tercer	grado,
de	conformidad	con	la	normativa	sobre	inspecciones	de	trabajo.
31.3	 Dentro	 de	 la	 jornada	 diaria	 máxima	 se	 incluirá	 también	 el	 tiempo
destinado	 a	 ensayos,	 caracterización	 y	 actividades	 preparatorias	 cuando
éstos	sean	necesarios	para	prestar	el	trabajo.
31.4	 Los	 aspectos	 relativos	 al	 pago	 de	 horas	 extras,	 trabajo	 nocturno,
descanso	 semanal	 y	 días	 feriados	 serán	 regulados	 por	 la	 legislación	 de	 la
materia.
Ley	28131.
ART.	32.—Remuneración.
32.1	El	 artista	 y/o	 el	 trabajador	 técnico	 vinculado	 a	 la	 actividad	 artística
tiene	derecho	a	una	remuneración	equitativa	y	suficiente	como	retribución
por	su	trabajo.
32.2	 La	 acción	 para	 cobrar	 las	 remuneraciones	 y	 los	 beneficios	 sociales
prescribe	 conforme	 a	 las	 disposiciones	 sobre	 la	 materia	 dispuesta	 por	 el
régimen	laboral	común.
Ley	28131.
ART.	33.—Menor	de	edad.
33.1	 El	menor	 de	 edad	 puede	 actuar	 desde	 que	 nace	 y	 tiene	 los	mismos
derechos	y	beneficios	sociales	del	adulto.
33.2	El	contrato	artístico	del	menor	de	edad	debe	asegurar	y	garantizar	las
óptimas	 condiciones	 psicológicas,	 físicas	 y	 morales	 en	 las	 que	 se
desarrollará	 su	 actuación,	 protegiendo	 su	 estabilidad	 y	 seguridad
emocional,	 afectiva	 y	 educacional.	 Corresponde	 a	 los	 padres	 o	 a	 quienes
dispone	 la	 ley	 velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 esta	 disposición	 bajo
responsabilidad.
33.3	El	reglamento	de	la	presente	ley,	regulará	las	condiciones	de	la	labor
artística	del	menor	de	edad.
Ley	28131.
ART.	34.—Compensación	por	tiempo	de	servicios	y	vacaciones.
34.1	 El	 empleador	 que	 contrate	 artista	 y/o	 trabajador	 vinculado	 a	 la
actividad	artística	abonará	mensualmente	al	Fondo	de	Derechos	Sociales	del
Artista	una	suma	igual	a	dos	dozavos	de	las	remuneraciones	que	les	pague,
de	 los	 que	 uno	 corresponderá	 a	 una	 remuneración	 vacacional	 y	 otro	 a
compensación	por	tiempo	de	servicios.
34.2	 El	 pago	 se	 hará	 en	 el	 tipo	 de	 moneda	 establecido	 en	 el
correspondiente	contrato	de	trabajo.
Ley	28131.
ART.	 35.—Pago	 de	 vacaciones.	 La	 remuneración	 vacacional	 acumulada
será	entregada	por	el	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista	al	beneficiario
a	partir	del	15	de	diciembre	de	cada	año.
Ley	28131.
ART.	36.—Pago	de	compensación	por	tiempo	de	servicios.
36.1	La	compensación	por	tiempo	de	servicios	acumulada	en	el	Fondo	de
Derechos	 Sociales	 del	 Artista	 será	 entregada	 al	 beneficiario	 cuando	 éste
decida	 retirarse	de	 la	 actividad	artística.	No	obstante,	 el	 trabajador	puede
retirar	 hasta	 un	 50%	 de	 su	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios	 aun
encontrándose	laborando	dentro	de	la	actividad	artística.
36.2	Todo	lo	no	previsto	en	este	artículo	se	regula	por	la	ley	de	la	materia.
Ley	28131.
ART.	37.—Gratificaciones.	Para	 el	 pago	de	 las	 gratificaciones	por	 fiestas
patrias	 y	 navidad,	 el	 empleador	 abonará	 mensualmente	 al	 Fondo	 de
Derechos	Sociales	del	Artista,	un	sexto	de	la	remuneración	percibida	por	el
artista	y/o	el	trabajador	técnico	vinculado	a	la	actividad	artística.
Ley	28131.
ART.	38.—Contrato	en	asociación.
38.1	Por	el	contrato	de	asociación,	un	productor	y	uno	o	más	artistas	y/o
trabajadores	 técnicos	 se	 unen	 con	 la	 finalidad	 de	 realizar	 un	 espectáculo
artístico,	 distribuyéndose	 las	 utilidades	 de	 acuerdo	 a	 los	 porcentajes	 de
participación	establecidos	en	el	contrato.
38.2	 Si	 a	 partir	 del	 mencionado	 contrato	 en	 asociación	 se	 contratan	 a
artistas	y/o	trabajadores	técnicos	al	amparo	de	la	presente	ley,	el	productor
del	 espectáculo	 realizado	 por	 el	 mencionado	 contrato,	 o	 quien	 haga	 sus
veces,	 deducirá	 del	 concepto	 ingreso	 bruto	 del	 espectáculo,	 el	 monto
correspondiente	 a	 la	 compensación	 por	 tiempo	 de	 servicios,	 vacaciones,
gratificaciones,	 pensiones	 y	 cualquier	 otro	 beneficio	 laboral	 de	 dichos
trabajadores,	 calculados	 sobre	 la	 base	 de	 la	 contraprestación	 laboral
pactada,	 sea	 ésta	 en	montos	 fijos	 o	 variables,	 a	 fin	 de	 realizar	 el	 pago	 de
acuerdo	a	lo	establecido	para	cada	beneficio	laboral.
Ley	28131.
ART.	39.—Régimen	del	artista	extranjero.	El	artista	extranjero	que	actúe
en	 el	 país,	 con	 arreglo	 a	 la	 presente	 ley,	 debe	 estar	 afiliado	 al	 Fondo	 de
Derechos	Sociales	del	Artista	y	a	una	entidad	prestadora	de	salud	pública	o
privada	nacional,	trámites	que	correrán	a	cargo	del	empleador.
Se	 exceptúa	 el	 caso	 del	 artista	 extranjero	 que	 realiza	 presentaciones
unitarias,	 siempre	 que	 su	 permanencia	 en	 el	 país	 no	 supere	 los	 20	 días
calendario,	en	cuyo	caso,	será	de	cargo	del	empleador	sufragar	los	gastos	de
atención	médica	que	el	artista	extranjero	requiera.
FORMALIDAD	DEL	CONTRATO
Ley	28131.
ART.	40.—Contenido.	Para	realizar	la	labor	artística	bajo	contrato	laboral,
previamente	debe	suscribirse	contrato,	cualquiera	sea	la	duración	del
servicio.	En	el	contrato,	entre	otros,	deben	consignarse	los	siguientes	datos:
a)	Nombres,	real	y	artístico,	documento	de	identidad	y	domicilio	del	artista
en	el	país;
b)	Nombre	del	representante	legal,	domicilio	del	empleador	y	número	de
su	inscripción	en	el	Fondo	de	Derechos	Sociales	del	Artista;
c)	Labor	que	desempeñará	el	artista,	precisando	el	número	y	lugar	de	las
presentaciones;
d)	Remuneración,	lugar	y	fecha	de	pago;
e)	Fechas	de	inicio	y	conclusión	del	contrato;
f)	Firma	de	los	contratantes.
Ley	28131.
ART.	41.—Cláusula	de	exclusividad.
41.1	Por	lo	exclusividad	el	artista	se	compromete	a	limitar	sus	actividades
artísticas,	 restringiéndolas	 a	 determinados	 medios	 o	 especialidades,	 a
cambio	de	una	adecuada	remuneración	compensatoria,	por	un	período	no
mayor	a	un	año,	renovable.
41.2	 El	 reglamento	 establecerá	 el	 número	 mínimo	 de	 actuaciones,
fijaciones	o	presentaciones	periódicas	del	artista.
PENSIONES	Y	PROTECCIÓN	A	LA	SALUD
Ley	28131.
ART.	42.—Pensiones	y	prestaciones	de	salud.	El	 artista	 y	 el	 trabajador
técnico	 vinculado	 a	 la	 actividad	 artística	 están	 sujetos	 obligatoriamente	 a
los	 sistemas	 de	 pensiones	 y	 prestaciones	 de	 salud	 regulados	 por	 la
normativa	correspondiente	y	por	la	presente	ley.
PROMOCIÓN	ARTÍSTICA
Ley	28131.
ART.	43.—Profesional	del	arte.	Podrá	 obtener	 título	 profesional	 para	 la
docencia	 en	 el	 arte,	 el	 artista	 que	 acredite	 no	 menos	 de	 diez	 años
consecutivos	 o	 acumulados	 de	 actividad	 artística	 y	 que	 previo	 curso	 de
complementación	 pedagógica,	 rinda	 las	 pruebas	 de	 suficiencia	 que
determinen	 las	 instituciones	 de	 educación	 superior	 competentes,	 de
acuerdo	al	reglamento	de	la	presente	ley.
Ley	28131.
ART.	 44.—Acceso	 a	 la	 docencia.	 Los	 cursos	 de	 formación	 artística
establecidos	en	la	currícula	de	todos	los	niveles	y	modalidades	de	educación
serán	dictados	por	profesionales	con	especialización	artística.
Ley	28131.
ART.	 45.—Difusión	 de	 programación	 nacional.	 Las	 empresas	 de
radiodifusión	 de	 señal	 abierta	 deberán	 destinar	 no	menos	 del	 10%	de	 su
programación	 diaria	 a	 la	 difusión	 del	 folclor,	 música	 nacional	 y	 series	 o
programas	 relacionados	 con	 la	 historia,	 literatura,	 cultura	 o	 realidad
nacional	 peruana,	 realizadas	 con	 artistas	 contratados	 de	 acuerdo	 a	 la
presente	ley.
Ley	28131.
ART.	46.—Creación.
46.1	Créase	la	Comisión	de	Fomento	de	las	Artes	Escénicas	(Fomartes),	con
la	finalidad	de	apoyar,	fomentar	y	promover	la	producción	de	espectáculos
artísticos	escénicos	nacionales.
46.2	 El	 reglamento	 de	 la	 presente	 ley	 establecerá	 su	 conformación,
objetivos	y	funciones.
Ley	28131.
ART.	47.—Creación	del	premio.
47.1	 Créase	 el	 “Premio	 Anual	 al	 Artista	 Intérprete	 y	 Ejecutante”,	 para
distinguir	al	artista	 intérprete	y	ejecutante	destacado	por	sus	creaciones	o
su	trayectoria	en	la	actividad	artística	y	cultural.
47.2	El	Fomartes	estará	encargado	de	organizar	el	“Premio	Anual	al	Artista
Intérprete	y	Ejecutante”.
Ley	28131.
ART.	 48.—Viajes	 al	 exterior.	 Los	 elencos	 artísticos	 oficiales	 o	 privados
que	 participen	 en	 festivales,	 muestras	 o	 concursos	 internacionales,	 como
representantes	 del	 país,	 recibirán	 el	 apoyo	 y	 las	 facilidades	 de	 los
ministerios	 de	 Educación	 y	 del	 Interior	 en	 lo	 que	 corresponda	 a	 sus
competencias.
Ley	28131.
ART.	 49.—Sindicatos	 de	 artistas.	 Los	 sindicatos	 de	 los	 artistas	 son
organizaciones	 representativas	 de	 las	 diversas	 actividades	 de	 artistas	 que
promueven	 la	 defensa	 de	 los	 intereses	 institucionales	 de	 sus	 miembros.
Representan	 a	 los	 artistas	 afiliados	 de	 acuerdo	 a	 las	 normas	 laborales
vigentes	y	a	sus	estatutos.
Ley	28131.
ART.	50.—Infracciones.
50.1	 Constituye	 infracción	 la	 transgresión,	 por	 acción	 u	 omisión,	 de
cualquiera	de	las	disposiciones	de	la	presente	ley,	así	como	de	los	tratados	o
convenios	a	los	que	sobre	la	materia	se	ha	obligado	el	Perú.
50.2	El	reglamento	de	la	presente	ley	establecerá	los	tipos	de	sanciones	y	la
escala	de	multas.
Ley	28131.
ART.	51.—De	las	promociones	culturales	educativas.	A	fin	de	difundir	la
cultura	 en	 nuestro	 país,	 el	 Ministerio	 de	 Educación,	 en	 coordinación	 y
cooperación	 con	 los	 diversos	 organismos	 estatales	 y	 no	 estatales,
promoverá	 la	 asistencia	 y	 participación	 de	 los	 educandos	 y	 educadores	 a
eventos	artísticos	llevados	a	cabo	en	el	Perú.
Ley	28131.
ART.	 52.—De	 las	 promociones	 en	 el	 exterior.	 Los	 ministerios	 de
Comercio	 Exterior	 y	 Turismo	 y	 de	 Relaciones	 Exteriores,	 en	 coordinación
con	 las	 instituciones	 pertinentes,	 promoverán	 en	 el	 exterior,	 las
manifestaciones	 artísticas	 y	 culturales	 con	 participación	 y/o	 contenido
nacional,	llevadas	a	cabo	por	artistas	nacionales.
Ley	28131.
ART.	53.—De	la	cooperación	y	capacitación	internacional.
53.1	La	Agencia	Peruana	de	Cooperación	Internacional	-	APCI,	y	el	Instituto
Nacional	de	Becas	 -	 Inabec,	promoverán	programas	de	apoyo	en	pro	de	 la
capacitación	 de	 los	 artistas	 en	 el	 exterior,	 así	 como	 la	 canalización	 de
fuentes	 de	 financiamiento	 para	 la	 realización	 de	 proyectos	 culturales	 a
cargo	de	los	artistas.
53.2	 La	 APCI,	 en	 cumplimiento	 de	 sus	 labores	 relacionadas	 con	 la
promoción	 de	 la	 cooperación	 internacional,	 prestará	 su	 apoyo	 a	 las
organizaciones	 de	 artistas	 que	 deseen	 ser	 beneficiarias	 de	 la	 cooperación
internacional	relacionada	con	la	difusión	de	la	cultura.
53.3	El	Inabec,	al	momento	de	seleccionar	candidatos	a	ser	beneficiarios	de
becas,	considerará	entre	sus	ternas,	 las	postulaciones	de	artistas	peruanos
con	reconocida	trayectoria.
Ley	28131.
ART.	 54.—De	 las	 labores	 a	 cargo	 del	 Ministerio	 de	 Trabajo	 y
Promoción	del	Empleo.	El	Ministerio	de	Trabajo	y	Promoción	del	Empleo,
considerando	 el	 régimen	 laboral	 especial	 de	 los	 artistas,	 dispondrá	 las
acciones	 necesarias	 a	 fin	 de	 garantizar	 sus	 derechos	 laborales	 y
previsionales.
Ley	28131.
ART.	55.—De	las	labores	a	cargo	del	Instituto	Nacional	de	Defensa	de
la	Competencia	y	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi.	El
Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	Intelectual	 -	 Indecopi,	por	 intermedio	de	 la	Oficina	de	Derechos
de	Autor,	es	 la	autoridad	competente	encargada	de	cautelar	y	proteger	 los
derechos	intelectuales	del	artista	intérprete	y	ejecutante,	pudiendo	imponer
las	sanciones	correspondientes.
Ley	28131.
Primera	 Disposición	 Complementaria,	 Transitoria	 y	 Final.—Otras
modalidades	de	contratos.	La	presente	ley	es	aplicable	a	las	relaciones	de
naturaleza	 laboral.	 Cualquier	 otra	 forma	 de	 contratación	 se	 regirá	 por	 su
respectiva	legislación.
Ley	28131.
Segunda	 Disposición	 Complementaria,	 Transitoria	 y	 Final.—Normas
complementarias	y	supletorias.	Resultan	 de	 aplicación	 las	 disposiciones
de	 los	 tratados	 internacionales	 de	 los	 cuales	 el	 Perú	 es	 parte,	 ello	 en
cumplimiento	de	las	obligaciones	internacionales	asumidas,	así	como	de	la
propia	constitución.
En	 lo	 no	 previsto	 por	 la	 presente	 ley,	 resultan	 de	 aplicación	 las	 normas
legales	vigentes	sobre	relaciones	laborales.
El	 empleo	 o	 trabajo	 artístico	 desarrollado	 por	 las	 niñas,	 niños	 y
adolescentes	 se	 rigen	por	 las	normas	pertinentes	del	Código	del	Niño	y	el
Adolescente,	y	complementariamente	les	será	de	aplicación	la	presente	ley
en	 lo	 que	 los	 beneficia.	 En	 caso	 de	 discrepancia	 entre	 ambas	 normas	 se
estará	a	 lo	que	 favorezca	al	menor	de	edad	en	aplicación	del	principio	del
interés	superior	del	niño.
El	 Decreto	 Legislativo	 N°	 822	 en	 forma	 supletoria	 será	 aplicable	 en
aquellos	 aspectos	 no	 previstos	 en	 la	 presente	 ley,	 conjuntamente	 con	 los
tratados	 internacionales	 y	 las	 normas	 supranacionales	 dispuestas	 por	 la
Comunidad	Andina	de	Naciones.
Las	obligaciones	tributarias	que	se	deriven	de	la	aplicación	de	la	presente
ley,	se	rigen	por	la	legislación	de	la	materia.
Ley	28131.
Sexta	 Disposición	 Complementaria,	 Transitoria	 y	 Final.—Derogación	 de
normas.	Deróganse	el	Decreto	Ley	N°	19479,	excepto	 los	artículos	19,	20,
21,	22,	23	y	24,	el	Decreto	Legislativo	N°	822	en	la	parte	que	se	oponga	a	la
presente	ley	y	las	demás	disposiciones	contrarias	a	la	presente	ley.
D.	Leg.	822.
ART.	 132.—Derechos	 patrimoniales	 de	 los	 artistas.	 Los	 artistas
intérpretes	 o	 ejecutantes,	 o	 sus	 derechohabientes,	 tienen	 el	 derecho
exclusivo	de	realizar,	autorizar	o	prohibir:
a)	La	comunicación	al	público	en	cualquier	forma	de	sus	representaciones
o	ejecuciones.
b)	 La	 fijación	 y	 reproducción	 de	 sus	 representaciones	 o	 ejecuciones,	 por
cualquier	medio	o	procedimiento.
c)	La	reproducción	de	una	fijación	autorizada,	cuando	se	realice	para	fines
distintos	de	los	que	fueron	objeto	de	la	autorización.
No	obstante	lo	dispuesto	en	este	artículo,	 los	intérpretes	o	ejecutantes	no
podrán	 oponerse	 a	 la	 comunicación	 pública	 de	 sus	 actuaciones,	 cuando
aquella	 se	 efectúe	 a	 partir	 de	 una	 fijación	 realizada	 con	 su	 previo
consentimiento	y	publicada	con	fines	comerciales.
D.	Leg.	822.
ART.	 133.—Remuneración	 de	 los	 artistas.	 Los	 artistas	 intérpretes	 o
ejecutantes	tienen	igualmente	el	derecho	a	una	remuneración	equitativa	por
la	comunicación	pública	del	fonograma	publicado	con	fines	comerciales	que
contenga	su	 interpretación	o	ejecución,	salvo	que	dicha	comunicación	esté
contemplada	entre	los	límites	al	derecho	de	explotación	conforme	a	esta	ley.
Dicha	remuneración,	a	falta	de	acuerdo	entre	los	titulares	de	este	derecho,
será	compartida	en	partes	iguales	con	el	productor	fonográfico.
D.	Leg.	822.
ART.	 134.—Representación	 para	 el	 ejercicio	 de	 derechos.	 Las
orquestas,	 grupos	 vocales	 y	 demás	 agrupaciones	 de	 intérpretes	 y
ejecutantes,	 designarán	un	 representante	 a	 los	 efectos	 del	 ejercicio	 de	 los
derechos	reconocidos	por	esta	ley.	A	falta	de	designación,	corresponderá	la
representación	a	los	respectivos	directores.
El	 representante	 tendrá	 la	 facultad	 de	 sustituir	 el	 mandato,	 en	 lo
pertinente,	en	una	entidad	de	gestión	colectiva.
D.	Leg.	822.
ART.	 135.—Duración	 de	 la	 protección.	 La	 duración	 de	 la	 protección
concedida	 en	 este	 capítulo	 será	 de	 toda	 la	 vida	 del	 artista	 intérprete	 o
ejecutante	y	setenta	años	después	de	su	fallecimiento,	contados	a	partir	del
primero	 de	 enero	 del	 año	 siguiente	 a	 su	 muerte.	 Vencido	 el	 plazo
correspondiente,	la	interpretación	o	ejecución	ingresará	al	dominio	público.
CAPÍTULO	III
DE	LOS	PRODUCTORES	DE	FONOGRAMAS
D.	Leg.	822.
ART.	136.—Derechos	patrimoniales	del	productor.	Los	productores	de
fonogramas	tienen	el	derecho	exclusivo	de	realizar,	autorizar	o	prohibir:
a)	La	reproducción	directa	o	indirecta	de	sus	fonogramas.
b)	 La	 distribución	 al	 público,	 el	 alquiler,	 el	 préstamo	público	 y	 cualquier
otra	 transferencia	 de	 posesión	 a	 título	 oneroso	 de	 las	 copias	 de	 sus
fonogramas.
c)	Modificado.	D.	Leg.	1076,	Art.	2º.	La	puesta	a	disposición	del	público
de	 los	 fonogramas	 de	 manera	 tal	 que	 los	 miembros	 del	 público	 puedan
acceder	a	ellos	desde	el	lugar	y	en	el	momento	que	cada	uno	de	ellos	elija.
d)	La	inclusión	de	sus	fonogramas	en	obras	audiovisuales.
e)	La	modificación	de	sus	fonogramas	por	medios	técnicos.
Los	derechos	reconocidos	en	los	incisos	a),	b),	c)	se	extienden	a	la	persona
natural	o	jurídica	que	explote	el	fonograma	bajo	el	amparo	de	una	cesión	o
licencia	exclusiva.
D.	Leg.	822.
ART.	 137.—Remuneración	 de	 los	 productores	 de	 fonogramas.	 Los
productores	 de	 fonogramas	 tienen	 el	 derecho	 a	 recibir	 una	 remuneración
por	 la	 comunicación	 del	 fonograma	 al	 público,	 por	 cualquier	 medio	 o
procedimiento,	 salvo	 en	 los	 casos	 de	 las	 comunicaciones	 lícitas	 a	 que	 se
refiere	 la	 presente	 ley,	 la	 cual	 será	 compartida,	 en	 partes	 iguales,	 con	 los
artistas	intérpretes	o	ejecutantes.
JURISPRUDENCIA.—La	 remuneración	 por	 la	 comunicación	 del
fonograma	 al	 público	 no	 puede	 entenderse	 como	 remuneración
devengada.	“(…)	Asimismo,	el	artículo	137	señala	que:	‘Los	productores	de
fonogramas	 tienen	 el	 derecho	 a	 recibir	 una	 remuneración	 por	 la
comunicación	 del	 fonograma	 al	 público,	 por	 cualquier	 medio	 o
procedimiento,	 salvo	 en	 los	 casos	 de	 las	 comunicaciones	 lícitas	 a	 que	 se
refiere	 la	 presente	 ley,	 la	 cual	 será	 compartida,	 en	 partes	 iguales,	 con	 los
artistas	 intérpretes	 o	 ejecutantes.’	 (…)	 la	 remuneración	 señalada	 en	 el
artículo	 137	 del	 Decreto	 Legislativo	 número	 822,	 no	 puede	 entenderse
como	si	fuera	una	remuneración	devengada,	descrita	en	el	artículo	194	de	la
misma	 ley,	 pues	 ésta,	 está	 referida	 a	 los	 derechos	 de	 autor	 y	 no	 a	 los
derechos	conexos,	por	 tanto	no	resulta	posible	que	se	 imponga	el	pago	de
remuneraciones	 devengadas	 a	 la	 imposición	de	 reparación	de	 omisiones.”
(C.	S.,	A.	P.	4271-2008-Lima,	oct.	20/2009.	V.	P.	Idrogo	Delgado)
D.	Leg.	822.
ART.	 138.—Legitimidad	 para	 accionar	 por	 infracción.	 En	 los	 casos	 de
infracción	 a	 los	 derechos	 reconocidos	 en	 este	 capítulo,	 corresponderá	 el
ejercicio	 de	 las	 acciones	 al	 titular	 originario	 de	 los	 derechos	 sobre	 el
fonograma,	 a	 quien	 ostente	 la	 cesión	 o	 la	 licencia	 exclusiva	 de	 los
respectivos	derechos	o	a	la	entidad	de	gestión	colectiva	que	los	represente.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	I.—Derecho	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva.	Toda	persona	tiene
derecho	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva	para	el	ejercicio	o	defensa	de	sus
derechos	o	intereses,	con	sujeción	a	un	debido	proceso.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	2°.—Ejercicio	y	alcances.	Por	 el	 derecho	 de	 acción	 todo	 sujeto,	 en
ejercicio	de	su	derecho	a	la	tutela	jurisdiccional	efectiva	y	en	forma	directa	o
a	 través	 de	 representante	 legal	 o	 apoderado,	 puede	 recurrir	 al	 órgano
jurisdiccional	pidiendo	la	solución	a	un	conflicto	de	intereses	intersubjetivo
o	a	una	incertidumbre	jurídica.
D.	Leg.	822.
ART.	 139.—Duración	 de	 la	 protección.	 La	 protección	 concedida	 al
productor	 de	 fonogramas	 será	 de	 setenta	 años,	 contados	 a	 partir	 del
primero	de	enero	del	año	siguiente	a	la	primera	publicación	del	fonograma.
Vencido	el	plazo	de	protección,	el	fonograma	pasará	al	dominio	público.
CAPÍTULO	IV
DE	LOS	ORGANISMOS	DE	RADIODIFUSIÓN
D.	Leg.	822.
ART.	 140.—Derechos	 patrimoniales	 de	 los	 organismos	 de
radiodifusión.	Los	organismos	de	radiodifusión	tienen	el	derecho	exclusivo
de	realizar,	autorizar	o	prohibir:
a)	 La	 retransmisión	 de	 sus	 emisiones	 por	 cualquier	 medio	 o
procedimiento,	conocido	o	por	conocerse.
b)	 La	 grabación	 en	 cualquier	 soporte,	 sonoro	 o	 audiovisual,	 de	 sus
emisiones,	 incluso	 la	 de	 alguna	 imagen	 aislada	 difundida	 en	 la	 emisión	 o
transmisión.
c)	La	reproducción	de	sus	emisiones.
Asimismo,	los	organismos	de	radiodifusión	tendrán	derecho	a	obtener	una
remuneración	 equitativa	 por	 la	 comunicación	 pública	 de	 sus	 emisiones	 o
transmisiones	 de	 radiodifusión,	 cuando	 se	 efectúe	 en	 lugares	 a	 los	 que	 el
público	acceda	mediante	el	pago	de	un	derecho	de	admisión	o	entrada.
Ley	28278.
ART.	3°.—Definiciones	de	 los	servicios	de	radiodifusión.	 Los	 servicios
de	 radiodifusión	 son	 servicios	 privados	 de	 interés	 público,	 prestados	 por
una	 pesona	 natural	 o	 jurídica,	 privada	 o	 pública,	 cuyas	 emisiones	 se
destinan	a	a	ser	recibidas	directamente	por	el	público	en	general.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Transmisión	 en	 diferido	 no	 califica	 como
retransmisión.	“(…)	 El	 artículo	 39	 de	 la	 Decisión	 351,	 concordado	 con	 el
artículo	140	del	Decreto	Legislativo	822,	reconoce	a	favor	de	los	organismos
de	radiodifusión	el	derecho	exclusivo	de	realizar,	autorizar	o	prohibir:	a)	La
retransmisión	 de	 sus	 emisiones	 por	 cualquier	 medio	 o	 procedimiento,
conocido	o	por	conocerse.
La	 retransmisión,	 como	 lo	 señala	 el	 artículo	 2°	 numeral	 39	 del	 Decreto
Legislativo	822,	es	la	reemisión	de	una	señal	o	de	un	programa	recibido	de
otra	 fuente,	 efectuada	 por	 difusión	 inalámbrica	 de	 signos,	 sonidos	 o
imágenes,	o	mediante	hilo,	cable,	fibra	óptica	u	otro	procedimiento	análogo
o	digital	conocido	o	por	conocerse.
La	 retransmisión	 debe	 estar	 referida	 a	 la	 emisión	 simultánea,	 por	 un
organismo	 de	 radiodifusión,	 de	 una	 emisión	 de	 otro	 organismo	 de
radiodifusión.	Esta	 exigencia	de	 la	 simultaneidad	excluye	 la	 retransmisión
en	 diferido,	 ya	 que	 ésta	 requiere	 de	 una	 grabación	 previa	 de	 la	 emisión
original,	supuesto	que	estaría	dentro	de	otro	de	los	derechos	concedidos	a
los	organismos	de	radiodifusión.
En	 atención	 al	 marco	 legal	 y	 doctrinario	 expuesto,	 la	 retransmisión
constituye	el	reenvío	simultáneo	(en	vivo),	por	medíos	 inalámbricos,	de	 la
emisión	 de	 un	 tercero,	 sea	 total	 o	 parcial.	 En	 otras	 palabras,	 viene	 a	 la
captura	 de	 la	 emisión	 de	 un	 organismo	 de	 radiodifusión	 para
radiodifundirla	al	mismo	tiempo	que	lo	hace	el	titular	de	la	emisión.
Asimismo,	 debe	 presentarse	 el	 carácter	 de	 integridad.	 Es	 decir,	 se	 debe
radiodifundir	 la	emisión	del	 tercero	tal	cual	éste	 la	 transmite.	No	obstante
ello,	cabe	precisar	que	no	afecta	la	integridad	de	la	emisión	el	hecho	de	que
aquél	que	retransmite	agregue	logotipos	o	banners,	u	otras	imágenes	sobre
la	emisión	retransmitida.	Admitir	lo	contrario,	permitiría	fácilmente,	a	quien
retransmite,	 violentar	 lícitamente	 los	 derechos	 del	 organismo	 de
radiodifusión	dueño	de	la	emisión.
De	 acuerdo	 a	 la	 definición	 antes	 expuesta,	 la	 retransmisión	 debe	 ocurrir
igualmente	por	medios	inalámbricos	o	a	través	de	conductores	físicos	(tales
como	hilo,	 cable,	 fibra	óptica)”	 (Indecopi,	R.	 0245-2012/TPI-Indecopi,	 feb.
8/2012.	Vicepresidente	Escobedo	Ferradas)
D.	Leg.	822.
ART.	 141.—Protección	 a	 transmisión	 pública	 por	 hilo,	 cable,	 fibra
óptica.	A	los	efectos	del	goce	y	el	ejercicio	de	los	derechos	establecidos	en
este	capítulo,	se	reconoce	una	protección	análoga,	en	cuanto	corresponda,	a
las	 estaciones	 que	 transmitan	 programas	 al	 público	 por	 medio	 del	 hilo,
cable,	fibra	óptica	u	otro	procedimiento	análogo.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 transmisiones	 por	 cable	 o	 fibra	 óptica
también	están	protegidas.“(…)	Al	respecto,	cabe	señalar	que,	de	acuerdo	a
lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 2°	 numeral	 36	 del	 Decreto	 Legislativo	 822,	 se
entiende	 por	 radiodifusión	 la	 comunicación	 al	 público	 por	 transmisión
inalámbrica.	 La	 radiodifusión	 incluye	 la	 realizada	 por	 un	 satélite	 desde	 la
inyección	de	la	señal,	tanto	en	la	etapa	ascendente	como	en	la	descendente
de	la	transmisión,	hasta	que	el	programa	contenido	en	la	señal	se	ponga	al
alcance	 del	 público.	 En	 tal	 sentido,	 no	 estarían	 protegidas	 las	 emisiones
realizadas	a	través	de	conductores	físicos,	tales	como	el	hilo	o	el	cable.
Sin	 embargo,	 el	 artículo	 141	 del	 Decreto	 Legislativo	 822	 reconoce	 una
protección	análoga,	en	cuanto	corresponda,	a	 las	estaciones	que	 trasmitan
programas	 al	 público	 por	 medio	 del	 hilo,	 cable,	 fibra	 óptica	 u	 otro
procedimiento	análogo.
Asimismo,	cabe	precisar	que	existe	radiodifusión,	 independientemente	de
que	se	acceda	a	la	transmisión	en	forma	gratuita	o	por	suscripción	o	pago.
La	radiodifusión	será	abierta	cuando	el	público	puede	sintonizar	libremente
la	 señal	 de	 la	 estación	 emisora	 y	 será	 cerrada	 cuando	 la	 señal	 es	 captada
únicamente,	 por	 el	 sector	 del	 público	 que	 cuenta	 con	 un	 dispositivo
proporcionado	 por	 el	 propio	 emisor	 o,	 en	 su	 caso,	 por	 el	 distribuidor
autorizado	de	la	señal.”	(Indecopi,	R.	0245-2012/TPI-Indecopi,	feb.	8/2012.
Vicepresidente	Escobedo	Ferradas)
D.	Leg.	822.
ART.	142.—Duración	de	la	protección.	La	protección	reconocida	en	este
capítulo	 será	 de	 setenta	 años,	 contados	 a	 partir	 del	 primero	 de	 enero	 del
año	siguiente	al	de	la	emisión	o	transmisión.
CAPÍTULO	V
OTROS	DERECHOS	CONEXOS
D.	Leg.	822.
ART.	 143.—Derecho	 de	 explotación	 de	 grabaciones	 de	 imágenes	 en
movimiento	que	no	son	obras.	Duración	de	protección.	La	presente	 ley
reconoce	un	derecho	de	explotación	sobre	las	grabaciones	de	imágenes	en
movimiento,	con	o	sin	sonidos,	que	no	sean	creaciones	susceptibles	de	ser
calificadas	como	obras	audiovisuales.
En	 estos	 casos,	 el	 productor	 gozará,	 respecto	 de	 sus	 grabaciones
audiovisuales,	 del	 derecho	 exclusivo	 de	 autorizar	 o	 no	 su	 reproducción,
distribución	y	comunicación	pública,	 inclusive	de	 las	 fotografías	realizadas
en	el	proceso	de	producción	de	la	grabación	audiovisual.
La	duración	de	 los	derechos	 reconocidos	en	este	artículo	 será	de	 setenta
años,	 contados	 a	 partir	 del	 primero	 de	 enero	 del	 año	 siguiente	 al	 de	 la
divulgación	 de	 la	 grabación	 o	 al	 de	 su	 realización,	 si	 no	 se	 hubiere
divulgado.
D.	Leg.	822.
ART.	 144.—Derecho	 de	 explotación	 de	 fotografías	 que	 no	 son	 obras.
Duración	 de	 protección.	 Quien	 realice	 una	 fotografía	 u	 otra	 fijación
obtenida	por	un	procedimiento	análogo,	que	no	tenga	el	carácter	de	obra	de
acuerdo	a	la	definición	contenida	en	esta	ley,	goza	del	derecho	exclusivo	de
autorizar	 su	 reproducción,	 distribución	 y	 comunicación	 pública,	 en	 los
mismos	términos	reconocidos	a	los	autores	fotográficos.
La	 duración	 de	 este	 derecho	 será	 de	 setenta	 años	 contados	 a	 partir	 del
primero	de	enero	del	año	siguiente	a	la	realización	de	la	fotografía.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	protección	de	las	fotografías	por	derechos
conexos.	“(...)	 no	 cabe	 duda	 que	 aquellas	 fotografías	 que	 tienen	 rasgos	 de
originalidad	 son	 protegibles	 por	 el	 derecho	 de	 autor.	 Sin	 embargo,	 el
problema	 se	 plantea	 cuando	 se	 intenta	 decidir	 sobre	 la	 protección	 que
merecen	la	inmensa	cantidad	de	fotografías	que	a	diario	se	toman	y	revelan
en	forma	casi	mecánica,	y	que	no	tienen	originalidad	alguna.
Es	posible,	que	una	fijación	fotográfica	no	tenga	características	creativas	–e
incluso,	que	por	venturas	de	la	casualidad,	pueda	captar	un	acontecimiento
importante–	pero	sea	susceptible	de	tener	un	valor	económico	apreciable	y
cuya	explotación	libre	y	gratuita	por	terceros,	tendría	las	características	de
un	enriquecimiento	injusto	en	perjuicio	de	quien	realizó	la	fijación.
En	este	contexto,	se	plantea	el	problema	de	 la	 forma	de	protección	de	 las
llamadas	meras	o	simples	fotografías.
(...)	 En	 el	 caso	 peruano,	 siguiendo	 la	 línea	 antes	 descrita,	 se	 ha	 otorgado
protección	 a	 las	 meras	 o	 simples	 fotografías	 a	 través	 de	 los	 llamados
derechos	vecinos,	conexos	o	afines	al	derecho	de	autor.
Así,	el	artículo	144	del	Decreto	Legislativo	822	establece	que	quien	realice
una	fotografía	u	otra	fijación	por	un	procedimiento	análogo	que	no	tenga	el
carácter	 de	 obra	 de	 acuerdo	 a	 la	 definición	 contenida	 en	 la	 ley,	 goza	 del
derecho	 exclusivo	 de	 autorizar	 su	 reproducción,	 distribución	 y
comunicación	 pública,	 en	 los	 mismos	 términos	 reconocidos	 a	 los	 autores
fotográficos.	La	duración	de	este	derecho	será	de	70	años	contados	a	partir
del	primero	de	enero	del	año	siguiente	a	la	realización	de	la	fotografía.
(...)	De	lo	expuesto,	se	puede	concluir	que	la	legislación	peruana	protege	a
la	 fotografía	 ya	 sea	por	 el	 área	del	derecho	de	autor,	 cuando	ésta	 goce	de
originalidad,	como	por	los	derechos	conexos,	en	los	casos	en	los	que	no	se
cumpla	con	esta	última	exigencia.	En	este	último	caso,	se	reconoce	al	titular
sólo	 derechos	 de	 carácter	 patrimonial	 (derecho	 de	 reproducción,
distribución	 y	 comunicación	 pública	 de	 la	 fotografía)	mas	 no	 derechos	 de
naturaleza	 moral,	 como	 sí	 sucede	 en	 el	 caso	 de	 las	 obras	 fotográficas.”
(Indecopi,	R.	1349-2001/TPI-Indecopi,	oct.	03/2001.	Pres.	Muñoz	Nájar)
D.	Leg.	822.
ART.	145.—Derecho	de	explotación	por	publicación	de	obra	inédita	de
dominio	 público.	 Duración	 de	 protección.	 Quien	 publique	 por	 primera
vez	una	obra	 inédita	que	esté	en	el	dominio	público,	 tendrá	 sobre	ella	 los
mismos	derechos	de	explotación	que	hubieren	correspondido	a	su	autor.
Los	 derechos	 reconocidos	 en	 este	 artículo	 tendrán	 una	 duración	 de	 diez
años,	 contados	 a	 partir	 del	 primero	 de	 enero	 del	 año	 siguiente	 a	 la
publicación.
TÍTULO	IX
DE	LA	GESTIÓN	COLECTIVA
D.	Leg.	822.
ART.	 146.—Autorización	 de	 funcionamiento	 de	 las	 sociedades	 de
gestión	 colectiva.	 Las	 sociedades	 de	 autores	 y	 de	 derechos	 conexos,
constituidas	 o	 por	 constituirse	 para	 defender	 los	 derechos	 patrimoniales
reconocidos	 en	 la	 presente	 ley,	 necesitan	 para	 los	 fines	 de	 su
funcionamiento	como	sociedades	de	gestión	colectiva,	de	una	autorización
de	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 del	 Indecopi	 y	 están	 sujetas	 a	 su
fiscalización,	inspección	y	vigilancia	en	los	términos	de	esta	ley	y,	en	su	caso,
de	lo	que	disponga	el	reglamento.
Dichas	 entidades	 serán	 asociaciones	 civiles	 sin	 fines	 de	 lucro,	 tendrán
personería	 jurídica	 y	 patrimonio	 propio,	 y	 no	 podrán	 ejercer	 ninguna
actividad	de	carácter	político,	religioso	o	ajena	a	su	propia	función.
D.	Leg.	822.
ART.	 147.—Legitimación	 de	 las	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva.	 Las
sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 estarán	 legitimadas,	 en	 los	 términos	 que
resulten	de	sus	propios	estatutos,	para	ejercer	 los	derechos	confiados	a	su
administración	 y	 hacerlos	 valer	 en	 toda	 clase	 de	 procedimientos
administrativos	y	judiciales,	sin	presentar	más	título	que	dichos	estatutos	y
presumiéndose,	 salvo	 prueba	 en	 contrario,	 que	 los	 derechos	 ejercidos	 les
han	 sido	 encomendados,	 directa	 o	 indirectamente,	 por	 sus	 respectivos
titulares.	 Sin	perjuicio	de	esa	 legitimación,	 las	 sociedades	deberán	 tener	 a
disposición	 de	 los	 usuarios,	 en	 los	 soportes	 utilizados	 por	 ellas	 en	 sus
actividades	de	gestión,	las	tarifas	y	el	repertorio	de	los	titulares	de	derechos,
nacionales	 y	 extranjeros,	 que	 administren,	 a	 efectos	 de	 su	 consulta	 en	 las
dependencias	 centrales	 de	 dichas	 asociaciones.	 Cualquier	 otra	 forma	 de
consulta	se	realizará	con	gastos	a	cargo	del	que	la	solicite.
TUO	D.	Leg.	768	–	C.P.C.
ART.	 74.—Facultades	 generales.	 La	 representación	 judicial	 confiere	 al
representante	las	atribuciones	y	potestades	generales	que	corresponden	al
representado,	salvo	aquellas	para	las	que	la	ley	exige	facultades	expresas.	La
representación	 se	 entiende	otorgada	para	 todo	 el	 proceso,	 incluso	para	 la
ejecución	 de	 la	 sentencia	 y	 el	 cobro	 de	 costas	 y	 costos,	 legitimando	 al
representante	para	su	intervención	en	el	proceso	y	realización	de	todos	los
actos	 del	mismo,	 salvo	 aquellos	 que	 requieran	 la	 intervención	 personal	 y
directa	del	representado.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Se	 presume	 la	 facultad	 de	 la	 sociedad	 de
gestión	 colectiva	para	 iniciar	acciones	administrativas	 y	 judiciales.	“El
artículo	49	de	la	Decisión	351	señala	que	las	sociedades	de	gestión	colectiva
están	legitimadas	en	los	términos	que	resulten	de	sus	propios	estatutos	y	de
los	 contratos	 que	 celebren	 con	 entidades	 extranjeras	 para	 ejercer	 los
derechos	 confiados	 a	 su	 administración	 y	 hacerlos	 valer	 en	 toda	 clase	 de
procedimientos	 administrativos	 y	 judiciales.	 En	 opinión	 de	 la	 sala,	 este
artículo	 recoge	 una	 presunción	 a	 favor	 de	 las	 sociedades	 de	 gestión
colectiva	a	fin	de	facilitar	su	labor	de	defensa	de	los	derechos	de	los	autores
que	 administra.	De	 acuerdo	 a	 ello,	 se	 presume	que	 la	 sociedad	de	 gestión
colectiva	 cuenta	 con	 la	 autorización	 de	 los	 autores	 que	 dice	 representar
para	 iniciar	 las	 acciones	 administrativas	 y	 judiciales	 que	 sean	 necesarias
para	 la	defensa	de	 los	derechos	de	autor.	Debe	precisarse	que,	en	caso	de
autores	 extranjeros	 para	 la	 aplicación	 de	 esta	 presunción	 a	 favor	 de	 la
sociedad	de	gestión	colectiva	nacional,	sólo	es	necesaria	la	existencia	de	un
contrato	de	representación	entre	dicha	sociedad	con	la	sociedad	de	gestión
colectiva	 del	 país	 del	 cual	 proviene	 el	 autor	 no	 siendo	 exigible	 la
presentación	del	 contrato	del	 autor	 extranjero	 con	 la	 sociedad	 extranjera.
De	 acuerdo	 con	 el	 artículo	 50	 de	 la	 Decisión	 351,	 los	 contratos	 de
representación,	a	fin	de	surtir	efectos	frente	a	terceros	deberán	ser	inscritos
por	 la	 sociedad	de	gestión	 colectiva	en	 la	oficina	nacional	 competente.	No
admitir	 dicha	 presunción	 implicaría	 que	 la	 sociedad	 de	 gestión	 colectiva
tuviese	 que	 presentar	 todas	 y	 cada	 una	 de	 las	 autorizaciones	 de	 los
respectivos	autores	de	las	obras	sustento	de	la	denuncia,	significando	que	la
sociedad	tenga	que	incurrir	en	costos	adicionales	muy	altos	para	interponer
sus	 denuncias	 e	 implicaría	 la	 dilatación	 del	 trámite	 del	 proceso,
favoreciendo	 dicha	 exigencia	 tan	 solo	 al	 denunciado.	 Esta	 presunción	 es
acorde	 con	 los	 principios	 de	 economía	 procesal,	 celeridad,	 simplicidad	 y
veracidad	 que	 rigen	 el	 procedimiento	 administrativo,	 de	 acuerdo	 a	 lo
dispuesto	por	el	artículo	55	de	la	Decisión	351	y	por	el	artículo	32	del	Texto
Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Normas	 Generales	 de	 Procedimientos
Administrativos,	 aprobada	 por	 Decreto	 Supremo	 Nº	 02-94-JUS.	 Sin
embargo,	 esta	 presunción	 admite	 prueba	 en	 contrario.	 En	 tal	 sentido,	 el
denunciado	(para	que	no	se	aplique	 la	presunción)	debe	demostrar	que	 la
sociedad	no	representa	al	autor	de	 la	obra	o	probar	que	dicho	autor	no	se
encuentra	adscrito	a	la	sociedad	de	gestión	colectiva	extranjera	con	la	cual
la	 sociedad	 de	 gestión	 colectiva	 nacional	 tiene	 el	 contrato	 de
representación,	entre	otros	supuestos.	Cabe	agregar	que,	actualmente,	esta
presunción	ha	sido	recogida	por	el	artículo	147	del	Decreto	Legislativo	Nº
822	que	añade	a	lo	establecido	en	la	Decisión	351	que	la	sociedad	de	gestión
colectiva	podrá	hacer	valer	 los	derechos	 confiados	a	 su	administración	en
toda	clase	de	procedimientos	administrativos	y	judiciales,	sin	presentar	más
título	que	sus	estatutos	y	presumiéndose,	salvo	prueba	en	contrario,	que	los
derechos	ejercidos	le	han	sido	encomendados,	directa	o	indirectamente,	por
sus	respectivos	titulares”.	(R.	872-1999-TRI-SPI.	09.07.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 148.—Manera	 de	 determinar	 la	 autorización.	 La	 Oficina	 de
Derechos	 de	 Autor,	 teniendo	 en	 cuenta	 los	 requisitos	 contemplados	 en	 el
presente	 título,	 determinará	 mediante	 resolución	motivada,	 las	 entidades
que,	a	los	solos	efectos	de	la	gestión	colectiva,	se	encuentran	en	condiciones
de	 representar	 a	 los	 titulares	 de	 derechos	 sobre	 las	 obras,	 ediciones,
producciones,	interpretaciones	o	ejecuciones	y	emisiones.
La	 resolución	 por	 la	 cual	 se	 conceda	 o	 deniegue	 la	 autorización,	 deberá
publicarse	en	la	separata	de	normas	legales	del	Diario	Oficial	El	Peruano.
D.	Leg.	822.
ART.	 149.—Requisitos	 para	 conceder	 la	 autorización	 de
funcionamiento.	 Para	 que	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 otorgue	 la
autorización	 de	 funcionamiento,	 la	 sociedad	 de	 gestión	 colectiva	 deberá
cumplir	cuanto	menos,	los	siguientes	requisitos:
a)	 Que	 se	 hayan	 constituido	 bajo	 la	 forma	 de	 asociación	 civil	 sin	 fin	 de
lucro.
b)	 Que	 los	 estatutos	 cumplan	 los	 requisitos	 exigidos	 en	 las	 leyes
respectivas	y	en	este	título.
c)	Que	tengan	como	objeto	social	 la	gestión	del	derecho	de	autor	o	de	los
derechos	conexos.
d)	Que	 de	 los	 datos	 aportados	 a	 la	Oficina	 de	Derechos	 de	Autor	 y	 de	 la
información	 obtenida	 por	 ella,	 se	 deduzca	 que	 la	 asociación	 reúne	 las
condiciones	 que	 fueren	 necesarias	 para	 garantizar	 el	 respeto	 a	 las
disposiciones	 legales	 y	 asegurar	una	 eficaz	 administración	 en	 el	 territorio
nacional	de	los	derechos	cuya	gestión	se	solicita.
D.	Leg.	822.
ART.	 150.—Elementos	 para	 valorar	 los	 requisitos.	 Para	 valorar	 la
concurrencia	 de	 las	 condiciones	 establecidas	 en	 el	 artículo	 anterior,	 se
tendrán	particularmente	en	cuenta:
a)	 El	 número	 de	 titulares	 que	 se	 hayan	 comprometido	 a	 confiar	 la
administración	 de	 sus	 derechos	 a	 la	 entidad	 solicitante,	 en	 caso	 de	 ser
autorizada.
b)	 El	 volumen	 del	 repertorio	 que	 se	 aspira	 a	 administrar	 y	 la	 presencia
efectiva	 del	 mismo	 en	 las	 actividades	 realizadas	 por	 los	 usuarios	 más
significativos	durante	el	último	año.
c)	La	cantidad	e	importancia	de	los	usuarios	potenciales.
d)	 La	 idoneidad	 de	 los	 estatutos	 y	 de	 los	 medios	 humanos,	 técnicos,
financieros	y	materiales	que	se	cuentan	para	el	cumplimiento	de	sus	fines.
e)	La	posible	efectividad	de	la	gestión	en	el	extranjero	del	repertorio	que	se
aspira	 administrar,	 mediante	 probables	 contratos	 de	 representación
recíproca	 con	 sociedades	 de	 la	 misma	 naturaleza	 que	 funcionen	 en	 el
exterior.
D.	Leg.	822.
ART.	151.—Contenido	de	los	estatutos.	Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en
las	 disposiciones	 legales	 aplicables	 a	 la	 solicitante	 por	 razón	 de	 su
naturaleza	y	forma,	sus	estatutos	deberán	contener:
a)	La	denominación,	que	no	podrá	ser	 idéntica	a	 la	de	otras	entidades,	ni
tan	semejante	que	pueda	inducir	a	confusión.
b)	 El	 objeto	 o	 fines,	 con	 especificación	 de	 la	 categoría	 o	 categorías	 de
derechos	administrados,	no	pudiendo	dedicar	su	actividad	fuera	del	ámbito
de	la	protección	del	derecho	de	autor	o	de	los	derechos	conexos.
c)	 Las	 clases	 de	 titulares	 de	 derechos	 comprendidos	 en	 la	 gestión	 y	 las
distintas	 categorías	 de	 miembros,	 tales	 como	 la	 de	 asociados	 y	 la	 de
administrados	sin	dicha	calidad,	a	efectos	de	su	participación	en	el	gobierno
de	la	asociación.
d)	Las	 reglas	generales	a	 las	que	 se	ajustará	el	 contrato	de	adhesión	a	 la
sociedad,	que	será	independiente	del	acto	de	afiliación	como	asociado	y	que
suscribirán	 todos	 los	miembros,	 tengan	o	no	dicha	 condición.	Estas	 reglas
no	serán	aplicables	a	 los	contratos	de	representación	que	puedan	celebrar
las	sociedades	de	gestión	con	otras	organizaciones	extranjeras	análogas.
e)	Las	condiciones	para	la	adquisición	y	pérdida	de	la	calidad	de	asociado,
así	 como	para	 la	 suspensión	de	 los	derechos	 sociales.	 Sólo	 se	permitirá	 la
expulsión	 en	 caso	 de	 condena	 firme	 por	 delito	 doloso	 en	 agravio	 de	 la
sociedad	a	la	que	pertenece.
Sólo	podrán	ser	socios	los	titulares	originarios	o	derivados	de	los	derechos
administrados	y	los	licenciatarios	exclusivos	en	alguno	de	esos	derechos.
f)	 Los	 deberes	 de	 los	 socios	 y	 su	 régimen	 disciplinario,	 así	 como	 sus
derechos	y,	en	particular,	los	de	información	y	de	votación.	Para	la	elección
de	los	órganos	de	gobierno	y	representación	el	voto	deberá	ser	secreto.
g)	 Los	 órganos	 de	 gobierno	 y	 representación	 de	 la	 sociedad	 y	 sus
respectivas	competencias,	así	como	las	normas	relativas	a	 la	convocatoria,
constitución	 y	 funcionamiento	 de	 los	 de	 carácter	 colegiado.	 Los	 órganos
serán,	al	menos,	los	siguientes:	La	Asamblea	General,	el	Consejo	Directivo	y
un	Comité	de	Vigilancia.
h)	El	patrimonio	inicial	y	los	recursos	previstos.
i)	 Los	 principios	 a	 que	 han	 de	 someterse	 los	 sistemas	 de	 reparto	 de	 la
recaudación.
j)	El	régimen	de	control	de	la	gestión	económica	y	financiera	de	la	entidad.
k)	Las	normas	que	aseguren	una	gestión	libre	de	injerencia	de	los	usuarios
en	la	gestión	de	su	repertorio	y	que	eviten	una	utilización	preferencial	de	las
obras,	interpretaciones	o	producciones	administradas.
l)	El	destino	del	patrimonio	o	del	activo	neto	resultante,	en	 los	supuestos
de	liquidación	de	la	entidad,	que	en	ningún	caso	podrá	ser	objeto	de	reparto
entre	los	asociados.
D.	Leg.	822.
ART.	 152.—Asamblea	 general:	 facultades.	 La	 asamblea	 general	 es	 el
órgano	supremo	de	la	sociedad	de	gestión	colectiva	y	elige	a	los	miembros
del	consejo	directivo	y	del	comité	de	vigilancia.	el	consejo	directivo	designa
al	director	general,	quien	es	el	representante	legal	de	la	sociedad.
C.	C.
ART.	84.—La	asamblea	general	es	el	órgano	supremo	de	la	asociación.
C.	C.
ART.	85.—La	asamblea	general	es	convocada	por	el	presidente	del	consejo
directivo	de	 la	 asociación,	 en	 los	 casos	previstos	 en	 el	 estatuto,	 cuando	 lo
acuerde	dicho	consejo	directivo	o	cuando	lo	soliciten	no	menos	de	la	décima
parte	de	los	asociados.
Si	 la	solicitud	de	éstos	no	es	atendida	dentro	de	 los	quince	días	de	haber
sido	 presentada,	 o	 es	 denegada,	 la	 convocatoria	 es	 hecha	 por	 el	 juez	 de
primera	 instancia	del	domicilio	de	 la	asociación,	a	solicitud	de	 los	mismos
asociados.
La	solicitud	se	tramita	como	proceso	sumarísimo.
El	juez,	si	ampara	la	solicitud,	ordena	se	haga	la	convocatoria	de	acuerdo	al
estatuto,	 señalando	 el	 lugar,	 día,	 hora	 de	 la	 reunión,	 su	 objeto,	 quién	 la
presidirá	y	el	notario	que	dé	fe	de	los	acuerdos.
C.	C.
ART.	86.—La	asamblea	general	elige	a	las	personas	que	integran	el	consejo
directivo,	aprueba	las	cuentas	y	balances,	resuelve	sobre	la	modificación	del
estatuto,	 la	 disolución	 de	 la	 asociación	 y	 los	 demás	 asuntos	 que	 no	 sean
competencia	de	otros	órganos.
C.	C.
ART.	 87.—Para	 la	 validez	 de	 las	 reuniones	 de	 asamblea	 general	 se
requiere,	en	primera	convocatoria,	la	concurrencia	de	más	de	la	mitad	de	los
asociados.	En	segunda	convocatoria,	basta	la	presencia	de	cualquier	número
de	asociados.	Los	acuerdos	se	adoptan	con	el	voto	de	más	de	la	mitad	de	los
miembros	concurrentes.
Para	 modificar	 el	 estatuto	 o	 para	 disolver	 la	 asociación	 se	 requiere,	 en
primera	convocatoria,	la	asistencia	de	más	de	la	mitad	de	los	asociados.	Los
acuerdos	 se	 adoptan	 con	 el	 voto	 de	 más	 de	 la	 mitad	 de	 los	 miembros
concurrentes.	 En	 segunda	 convocatoria,	 los	 acuerdos	 se	 adoptan	 con	 los
asociados	que	asistan	y	que	representen	no	menos	de	la	décima	parte.
Los	 asociados	 pueden	 ser	 representados	 en	 asamblea	 general,	 por	 otra
persona.	El	estatuto	puede	disponer	que	el	representante	sea	otro	asociado.
La	 representación	 se	 otorga	 por	 escritura	 pública.	 También	 puede
conferirse	 por	 otro	 medio	 escrito	 y	 sólo	 con	 carácter	 especial	 para	 cada
asamblea.
D.	Leg.	822.
ART.	153.—Obligaciones.	Las	entidades	de	gestión	están	obligadas	a:
a)	 Registrar	 en	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 el	 acta	 constitutiva	 y
estatutos,	 así	 como	 sus	 reglamentos	de	 asociados,	 de	 tarifas	 generales,	 de
recaudación	 y	 distribución,	 de	 elecciones,	 de	 préstamos	 y	 fondo	de	 ayuda
para	 sus	 asociados	 y	 otros	 que	desarrollen	 los	 principios	 estatutarios;	 los
contratos	que	celebren	con	asociaciones	de	usuarios	y	los	de	representación
que	 tengan	 con	 entidades	 extranjeras	 de	 la	 misma	 naturaleza,	 así	 como
cualquier	modificatoria	de	alguno	de	los	documentos	indicados;	y	las	actas	o
documentos	 mediante	 los	 cuales	 se	 designen	 los	 miembros	 de	 los
organismos	 directivos	 y	 de	 vigilancia,	 sus	 administradores	 y	 apoderados;
asimismo	a	presentar	los	balances	anuales,	 los	informes	de	auditoría	y	sus
modificatorias;	 todo	 ello	 dentro	 de	 los	 treinta	 días	 siguientes	 a	 su
aprobación,	 celebración,	 elaboración,	 elección	 o	 nombramiento,	 según
corresponda.	 En	 caso	 de	 la	 celebración	 de	 convenios	 con	 asociaciones	 de
usuarios,	 para	 su	 aplicación,	 la	 sociedad	 de	 gestión	 colectiva	 deberá
necesariamente	 adecuar	 su	 reglamento	 de	 tarifas	 y	 proceder	 a	 su
publicación,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	inciso	e)	del	presente	artículo.
b)	Aceptar	la	administración	de	los	derechos	de	autor	y	conexos	que	les	sea
solicitada	directamente	por	 titulares	peruanos	o	 residentes	 en	 el	 Perú,	 de
acuerdo	 con	 su	 objeto	 o	 fines,	 siempre	 que	 se	 trate	 de	 derechos	 cuyo
ejercicio	no	pueda	llevarse	a	efecto	eficazmente	de	hecho	sin	la	intervención
de	dichas	 sociedades	 y	 el	 solicitante	 no	 sea	miembro	de	 otra	 sociedad	de
gestión	 del	 mismo	 género,	 nacional	 o	 extranjera,	 o	 hubiera	 renunciado	 a
esta	condición.
c)	 Aceptar	 la	 administración	 solicitada	 con	 sujeción	 a	 las	 reglas	 del
contrato	 de	 adhesión	 establecidas	 en	 los	 estatutos	 y	 a	 las	 demás
disposiciones	de	éstos	que	 le	 sean	aplicables.	El	 contrato	de	adhesión	a	 la
sociedad	podrá	ser	de	mandato	o	de	cesión,	a	efectos	de	administración,	no
podrá	exigir	la	transferencia	o	el	encargo	de	manera	global	de	los	derechos
correspondientes	 al	 titular	 ni	 demás	 derechos	 ni	 modalidades	 de
explotación	 que	 los	 necesarios	 para	 la	 gestión	 desarrollada	 por	 la
asociación,	 y	 su	 duración	 no	 podrá	 ser	 superior	 a	 tres	 años,	 renovables
indefinidamente.
d)	Reconocer	a	 los	 representados	un	derecho	de	participación	apropiado
en	las	decisiones	de	la	entidad,	pudiendo	establecer	un	sistema	de	votación
que	 tome	 en	 cuenta	 criterios	 de	 ponderación	 razonables,	 y	 que	 guarden
proporción	 con	 la	 utilización	 efectiva	 de	 las	 obras,	 interpretaciones	 o
producciones	cuyos	derechos	administre	la	entidad.	En	materia	relativa	a	la
suspensión	de	los	derechos	sociales,	el	régimen	de	votación	será	igualitario.
e)	Las	 tarifas	 a	 cobrar	por	parte	de	 las	 entidades	de	 gestión	deberán	 ser
razonables	y	 equitativas,	 las	 cuales	determinarán	 la	 remuneración	exigida
por	la	utilización	de	su	repertorio,	sea	perteneciente	a	titulares	nacionales	o
extranjeros,	 residentes	 o	 no	 en	 el	 país,	 las	 cuales	 deberán	 aplicar	 el
principio	de	 la	 remuneración	proporcional	a	 los	 ingresos	obtenidos	con	 la
explotación	 de	 dicho	 repertorio,	 salvo	 los	 casos	 de	 remuneración	 fija
permitidos	por	la	ley,	y	podrán	prever	reducciones	para	las	utilizaciones	de
las	 obras	 y	 prestaciones	 sin	 finalidad	 lucrativa	 realizadas	 por	 personas
jurídicas	o	entidades	culturales	que	carezcan	de	esa	finalidad.
f)	 Mantener	 a	 disposición	 del	 público,	 las	 tarifas	 generales	 y	 sus
modificaciones,	las	cuales,	a	fin	de	que	surtan	efecto,	deberán	ser	publicadas
en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	y	en	un	diario	de	amplia	circulación	nacional,
con	una	anticipación	no	menor	de	 treinta	días	calendario,	a	 la	 fecha	de	su
entrada	en	vigor.
g)	 Contratar,	 salvo	motivo	 justificado,	 con	 todo	 usuario	 que	 lo	 solicite	 y
acepte	 la	 tarifa	establecida,	 la	 concesión	de	 licencias	no	exclusivas	para	el
uso	de	 su	 repertorio,	 en	 la	medida	en	que	hayan	sido	 facultadas	para	ello
por	los	titulares	del	respectivo	derecho	o	sus	representantes,	a	menos	que
se	 trate	 del	 uso	 singular	 de	 una	 o	 varias	 obras	 de	 cualquier	 clase	 que
requiera	la	autorización	individualizada	de	su	titular.
h)	 Recaudar	 las	 remuneraciones	 relativas	 a	 los	 derechos	 administrados,
mediante	la	aplicación	de	las	tarifas	previamente	publicadas.
i)	 Distribuir,	 por	 lapsos	 no	 superiores	 a	 un	 año,	 las	 remuneraciones
recaudadas	con	base	a	sus	normas	de	reparto,	con	la	sola	deducción	de	los
gastos	administrativos	y	de	gestión.
j)	Aprobar	 su	presupuesto	de	 ingresos	y	egresos	por	parte	de	 su	 consejo
directivo,	 para	 períodos	 no	 mayores	 de	 un	 (1)	 año.	 Los	 gastos
administrativos	 no	 podrán	 exceder	 del	 treinta	 por	 ciento	 (30%)	 de	 la
cantidad	 total	 de	 la	 remuneración	 recaudada	 efectivamente	 por	 la
utilización	 de	 los	 derechos	 de	 sus	 socios	 y	 de	 los	 miembros	 de	 las
sociedades	de	gestión	colectiva	de	derechos	de	autor	y	de	derechos	conexos
extranjeros	 o	 similares	 con	 las	 cuales	 tenga	 contrato	 de	 representación
recíproca.	Para	satisfacer	fines	sociales	y	culturales,	previamente	definidos
por	la	asamblea	general,	las	sociedades	de	gestión	colectiva	podrán	destinar
hasta	un	diez	por	 ciento	 (10%)	adicional	de	 la	 recaudación	neta	–una	vez
deducidos	los	gastos	administrativos–	provenientes	de	la	gestión	colectiva.
Sólo	 el	 consejo	directivo	autorizará	 los	 gastos	que	no	estén	 contemplados
inicialmente	en	cada	presupuesto,	sin	superar	los	topes	enunciados,	siendo
responsables	 solidariamente	 los	 directivos	 de	 la	 sociedad	 y	 el	 director
general	 por	 las	 infracciones	 a	 este	 artículo.	 La	 responsabilidad	 solidaria
alcanzará	 también	a	 los	miembros	del	comité	de	vigilancia,	en	el	supuesto
que	 no	 informen	 oportunamente	 a	 la	Oficina	 de	Derechos	 de	Autor	 sobre
dicha	 irregularidad.	 La	 sociedad	 podrá	 en	 forma	 extraordinaria	 con	 la
justificación	 debida,	 y	 únicamente	 para	 la	 adquisición	 de	 activos,	 efectuar
gastos	 mayores	 que	 excedan	 en	 un	 diez	 por	 ciento	 (10%)	 el	 porcentaje
máximo	previsto	en	esta	ley,	debiendo	contar	para	ello	previamente	con	el
acuerdo	 unánime	 del	 consejo	 directivo	 y	 la	 aprobación	 del	 comité	 de
vigilancia	y	de	la	asamblea	general.
k)	Aplicar	sistemas	de	distribución	real	que	excluyan	la	arbitrariedad,	bajo
el	principio	de	un	reparto	equitativo	entre	los	titulares	de	los	derechos,	en
forma	 efectivamente	 proporcional	 a	 la	 utilización	 de	 las	 obras,
interpretaciones	o	producciones,	según	el	caso.
l)	Mantener	 una	 publicación	 periódica,	 destinada	 a	 sus	 asociados,	 con	 la
información	relativa	a	las	actividades	de	la	entidad	que	puedan	interesar	al
ejercicio	de	 sus	derechos	y	que	deberá	contener,	por	 lo	menos,	 el	balance
general	 de	 la	 entidad,	 el	 informe	 de	 los	 auditores	 y	 el	 texto	 de	 las
resoluciones	 que	 adopten	 sus	 órganos	 de	 gobierno.	 Similar	 información
debe	 ser	 enviada	 a	 las	 entidades	 extranjeras	 con	 las	 cuales	 se	mantengan
contratos	 de	 representación	 para	 el	 territorio	 nacional	 y	 a	 la	 Oficina	 de
Derechos	de	Autor	del	Indecopi.
m)	Elaborar,	dentro	de	los	tres	meses	siguientes	al	cierre	de	cada	ejercicio,
el	 balance	 general	 y	 la	 memoria	 de	 actividades	 correspondientes	 al	 año
anterior,	 documentos	 que	 estarán	 a	 disposición	 de	 los	 asociados	 con	 una
antelación	 mínima	 de	 treinta	 días	 calendario	 al	 de	 la	 celebración	 de	 la
asamblea	general	que	deba	conocer	de	su	aprobación	o	rechazo.
n)	 Someter	 el	 balance	 y	 la	 documentación	 contable	 al	 examen	 de	 un
auditor	 externo	 nombrado	 por	 el	 consejo	 directivo	 en	 base	 a	 una	 terna
propuesta	por	el	comité	de	vigilancia,	y	cuyo	informe	estará	a	disposición	de
los	 socios,	 debiendo	 remitir	 copia	 del	mismo	 a	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de
Autor	 dentro	 de	 los	 cinco	 días	 de	 realizado,	 sin	 perjuicio	 del	 examen	 e
informe	que	corresponda	a	los	órganos	internos	de	vigilancia,	de	acuerdo	a
los	estatutos.
o)	 Publicar	 el	 balance	 anual	 de	 la	 entidad	 en	 un	 diario	 de	 amplia
circulación	nacional,	dentro	de	los	veinte	días	siguientes	a	la	celebración	de
la	asamblea	general.
p)	Los	gastos	que	irroguen	las	publicaciones	dispuestas	por	la	presente	ley
y	el	costo	de	las	auditorías	ordenadas	por	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor,
no	 serán	 computados	 dentro	 del	 porcentaje	 por	 concepto	 de	 gastos
administrativos.
RESOLUCIÓN	 REGISTRAL.—Sociedades	 de	 gestión	 colectiva
administradoras	 de	 derechos	 de	 autor	 se	 inscriben	 como	 asociaciones
civiles	 sin	 fines	 de	 lucro	 previa	 autorización	 del	 Indecopi.	 “1.	 Las
sociedades	de	gestión	colectiva	de	derechos	de	autor	y	de	derechos	conexos
son	 aquellas	 constituidas	 para	 defender	 los	 derechos	 patrimoniales
reconocidos	 por	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 822,	 las	 que,	 para	 su
funcionamiento	requieren	de	una	autorización	de	la	Oficina	de	Derechos	de
Autor	del	Indecopi	y	están	sujetas	a	su	fiscalización,	inspección	y	vigilancia.
Dichas	sociedades	adoptan	la	forma	de	asociaciones	civiles	sin	fines	de	lucro
y	se	rigen	por	la	Decisión	351	referida	al	régimen	común	sobre	derechos	de
autor	y	derechos	conexos	del	Acuerdo	de	Cartagena	y	el	Decreto	Legislativo
N°	822,	Ley	sobre	el	Derecho	de	Autor.
Estas	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 están	 obligadas	 a	 registrar	 en	 la
Oficina	de	Derechos	de	Autor,	no	sólo	el	acta	constitutiva	y	estatutos,	sino
sus	modificatorias	y	las	actas	o	documentos	mediante	los	cuales	se	designen
a	 los	 miembros	 de	 los	 organismos	 directivos	 y	 de	 vigilancia,	 sus
administradores	y	apoderados,	entre	otros	actos.
Como	 podrá	 advertirse	 la	 obligación	 de	 registrar	 el	 acto	 constitutivo	 y
demás	actos	secundarios	a	que	se	refiere	el	artículo	153	del	D.	Leg	N°	822
queda	supeditada	a	la	previa	autorización	de	funcionamiento	que	otorgue	la
Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 pues	 antes	 de	 ello	 tiene	 la	 calidad	 de	 una
asociación	ordinaria,	siendo	reconocida	como	sociedad	de	gestión	colectiva
desde	la	emisión	de	la	autorización.	(...).
El	 artículo	 169	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 822	 establece	 además	 que	 la
Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 es	 la	 única	 autoridad	 competente	 para
autorizar	a	 las	entidades	de	gestión	colectiva,	y	de	ejercer	su	 fiscalización;
asimismo,	 se	 le	 atribuye	 la	 función	 de	 llevar	 el	 registro	 de	 los	 actos
constitutivos	 de	 las	 entidades	 de	 gestión	 colectiva	 y	 demás	 actos
establecidos	por	ley.
3.	Ahora	bien,	las	sociedades	de	gestión	colectiva	de	autores	y	de	derechos
conexos	 como	 se	ha	 señalado	precedentemente	deben	 constituirse	bajo	 la
forma	de	asociaciones	civiles	sin	fines	de	lucro	y	haber	sido	autorizadas	por
la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	del	Indecopi,	esto	es,	que	las	sociedades	de
gestión	 colectiva	 no	 tienen	 personalidad	 jurídica	 por	 sí	 mismas	 sino	 que
ésta	viene	dada	a	 través	de	 la	 forma	 jurídica	de	 la	asociación”.	 (Sunarp,	R.
453-2013-Sunarp-TR-L,	 abr.	 15/2013.	 V.	 P.	 Gloria	 Amparo	 Salvatierra
Valdivia)
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Tribunal	Registral	explica	la	prevalencia	del
registro	público	sobre	el	registro	del	Indecopi	para	inscribir	los	actos	de
las	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 de	 derechos	 de	 autor.	“En	 efecto,	 la
inscripción	 de	 la	 asociación	 en	 el	 Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 produce
plena	oponibilidad	sobre	la	organización	de	la	persona	jurídica	así	como	del
nombramiento	 y	 facultades	 de	 sus	 administradores	 y	 representantes
(artículo	 2012	 del	 Código	 Civil	 concordante	 con	 el	 artículo	 2025	 de	 este
mismo	cuerpo	normativo);	pero,	también	el	Registro	Nacional	del	Derecho
de	 Autor	 y	 Derechos	 Conexos	 ofrece	 publicidad	 jurídica	 respecto	 del
nombramiento	de	los	miembros	de	los	órganos	directivos	de	las	sociedades
de	gestión	colectiva	de	derechos	de	autor	y/o	derechos	conexos,	así	 como
de	 sus	 administradores	 y	 apoderados	 y,	 de	 otros	 actos	 vinculados	 a	 la
sociedad	(artículo	154	del	D.	Leg.	882	-	artículo	I	del	Título	Preliminar	del
Reglamento	del	Registro	Nacional	del	Derecho	de	Autor	y	Derecho	Conexos
concordante	con	el	artículo	9	inciso	1)	de	esta	misma	norma).	Sin	embargo,
dado	 que	 no	 se	 puede	 admitir	 la	 coexistencia	 de	 dos	 efectos	 publicitarios
idénticos	 sobre	 un	 mismo	 asunto	 (que	 eventualmente	 podrían	 ser	 hasta
contradictorios)	 hay	 que	 estar	 a	 la	 prevalencia	 de	 uno	 respecto	 del	 otro,
para	lo	cual	debemos	recurrir	a	la	naturaleza	y	finalidad	de	ambos	registros.
5.	El	Registro	Público	es	un	mecanismo	de	seguridad	creado	por	el	Estado
para	identificar	titularidades	y	hacer	trascender	situaciones	jurídicas	frente
a	terceros	con	el	objeto	de	reducir	los	costos	que	toda	transacción	importa.
En	 el	 caso	 particular	 de	 las	 personas	 jurídicas,	 el	 registro	 brinda
información	a	 terceros	acerca	de	 la	organización	del	ente	y,	 sobretodo,	de
sus	 administradores	 y	 apoderados,	 facilitando	 la	 contratación	 con	 una
persona	 que	 por	 naturaleza	 resulta	 abstracta.	 A	 la	 par,	 la	 inscripción
determina	 el	 nacimiento	 de	 la	 personalidad	 jurídica	 (Art.	 77	 del	 Código
Civil).	 En	 cambio,	 la	 inscripción	 de	 la	 sociedad	 de	 gestión	 colectiva	 en	 el
Indecopi	está	más	bien	vinculada	con	 la	protección	de	 los	derechos	de	 los
autores	 de	 obras	 artísticas.	 Más	 que	 brindar	 información	 acerca	 de	 la
organización	 de	 la	 sociedad	 y	 de	 sus	 administradores	 y	 apoderados,	 la
inscripción	de	la	sociedad	de	gestión	colectiva	es	un	instrumento	mediante
el	cual	se	busca	proteger	los	derechos	de	los	autores.	De	allí	que	casi	toda	la
organización	 y	 la	 especialidad	 del	 registro	 gire	 en	 torno	 a	 la	 obra,
producción	titular	de	la	misma	y	no	en	razón	de	la	sociedad.
La	 sociedad	de	gestión	colectiva	es	un	elemento	más	dentro	de	 todos	 los
que	concibe	el	Decreto	Legislativo	N°	822	para	proteger	los	derechos	de	los
autores	 de	 obras	 artísticas,	 pero	 desde	 un	 ámbito	 colectivo,	 gremial,	 una
suerte	de	sindicato	de	autores.	No	obstante,	la	personalidad	jurídica	del	ente
que	 alberga	 a	 la	 sociedad	 aparece	 intacta	 en	 los	 Registros	 Públicos	 en	 la
forma	de	asociación”.	 (Sunarp,	R.	453-2013-Sunarp-TR-L,	abr.	15/2013.	V.
P.	Gloria	Amparo	Salvatierra	Valdivia)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	obligaciones	de	las	sociedades	de	gestión
colectiva	 tienen	 por	 objeto	 que	 los	 derechos	 de	 sus	 socios	 y	 de	 los
usuarios	 sean	respetados.	“Por	otro	 lado,	 las	 obligaciones	de	 la	 sociedad
frente	a	la	administración	pública,	tienen	por	finalidad	facilitar	la	vigilancia
y	control	del	Estado	sobre	las	funciones	y	actividades	que	cumple	o	realiza
la	 sociedad	 de	 gestión,	 a	 fin	 de	 que	 los	 derechos	 de	 los	 socios	 o
administrados	sean	respetados	y	que	los	intereses	de	los	usuarios	también
sean	atendidos.	Así,	se	tiene	obligaciones,	tales	como:
-	 Registrar	 en	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 el	 acta	 constitutiva	 y
estatutos,	 así	 como	 sus	 reglamentos	de	 asociados,	 de	 tarifas	 generales,	 de
recaudación	 y	 distribución,	 de	 elecciones,	 de	 préstamos	 y	 fondo	de	 ayuda
para	sus	asociados,	y	otros	que	desarrollen	 los	principios	estatutarios;	 los
contratos	que	celebren	con	asociaciones	de	usuarios	y	los	de	representación
que	tengan	con	entidades	extranjeras	de	la	misma	naturaleza,	etc.
-	 Mantener	 a	 disposición	 del	 público,	 las	 tarifas	 generales	 y	 sus
modificaciones,	 las	 cuales,	 a	 fin	 de	 que	 surtan	 efecto,	 deberán	 ser
publicadas.
-	 Contratar,	 salvo	 motivo	 justificado,	 con	 todo	 usuario	 que	 lo	 solicite	 y
acepte	 la	 tarifa	establecida,	 la	 concesión	de	 licencias	no	exclusivas	para	el
uso	de	su	repertorio”.	(Indecopi,	R.	2938-2013/TPI-Indecopi,	set.	02/2013.
Vicepresidente	Escobedo	Ferradas)
D.	Leg.	822.
ART.	 154.—Efectos	 del	 registro	 de	 los	 contratos	 de	 representación
recíproca	 y	 designación	 de	 los	 directivos.	 Los	 instrumentos	 que
acrediten	 las	 representaciones	 que	 ejerzan	 las	 sociedades	 de	 gestión
colectiva	 de	 entidades	 o	 asociaciones	 extranjeras	 y	 la	 designación	 de	 los
miembros	de	sus	órganos	directivos	y	del	director	general,	surtirán	efectos
dentro	 de	 la	 sociedad	 y	 frente	 a	 terceros,	 a	 partir	 de	 su	 inscripción	 en	 la
Oficina	de	Derechos	de	Autor.
La	 oficina,	 podrá	 denegar	 o	 cancelar	 la	 inscripción	 de	 las	 actas	 o
documentos	de	la	designación	de	los	miembros	de	sus	órganos	directivos	de
la	entidad	de	gestión	colectiva,	por	violación	de	 las	disposiciones	 legales	o
estatutarias	en	la	elección.
D.	Leg.	822.
ART.	155.—Incompatibilidades	de	los	miembros	del	consejo	directivo.
Los	 miembros	 del	 consejo	 directivo,	 tendrán	 las	 siguientes
incompatibilidades:
a)	 Ser	 parientes	 entre	 sí,	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad	 y
segundo	de	afinidad.
b)	Ser	cónyuges	o	concubinos	entre	sí.
c)	 Ser	 director	 artístico,	 empresario,	 propietario,	 socio,	 representante	 o
abogado	al	servicio	de	entidades	deudoras	de	la	sociedad	o	que	se	hallen	en
litigio	con	ellas.
d)	 Ser	 pariente	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad,	 segundo	 de
afinidad,	cónyuge	o	concubino,	de	 los	miembros	del	comité	de	vigilancia	o
director	general.
e)	 Ser	pariente	dentro	del	 cuarto	 grado	de	 consanguinidad	y	 segundo	de
afinidad,	cónyuge	o	concubino	de	los	funcionarios	de	la	Oficina	de	Derechos
de	Autor	o	del	Tribunal	del	Indecopi.
D.	Leg.	822.
ART.	 156.—Incompatibilidades	 de	 los	 miembros	 del	 comité	 de
vigilancia.	 Los	miembros	 del	 comité	 de	 vigilancia,	 tendrán	 las	 siguientes
incompatibilidades:
a)	 Ser	 parientes	 entre	 sí,	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad	 y
segundo	de	afinidad.
b)	Ser	cónyuges	o	concubinos	entre	sí.
c)	 Ser	 director	 artístico,	 empresario,	 propietario,	 socio,	 representante,
funcionario	 o	 abogado	 al	 servicio	 de	 entidades	 deudoras	 de	 la	 sociedad	 o
que	se	hallen	en	litigio	con	ellas.
d)	 Ser	 pariente	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad,	 segundo	 de
afinidad,	 cónyuge	 o	 concubino,	 de	 los	 miembros	 del	 consejo	 directivo	 o
director	general.
e)	 Ser	 pariente	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad,	 segundo	 de
afinidad,	cónyuge	o	concubino,	de	los	funcionarios	de	la	Oficina	de	Derechos
de	Autor	o	Tribunal	del	Indecopi.
D.	Leg.	822.
ART.	157.—Incompatibilidades	del	director	general.	El	director	general
tendrá	las	siguientes	incompatibilidades:
a)	 Ser	 director	 general,	 o	 pertenecer	 al	 consejo	 directivo	 o	 comité	 de
vigilancia	de	otra	sociedad	de	gestión	colectiva.
b)	 Ser	pariente	dentro	del	 cuarto	grado	de	 consanguinidad	y	 segundo	de
afinidad,	 cónyuge	 o	 concubino	 de	 los	 miembros	 del	 consejo	 directivo	 o
comité	de	vigilancia.
c)	 Ser	 director	 artístico,	 empresario,	 propietario,	 socio,	 representante,
funcionario	 o	 abogado	 al	 servicio	 de	 entidades	 deudoras	 de	 la	 sociedad	 o
que	se	hallen	en	litigio	con	ellas.
d)	 Ser	 pariente	 dentro	 del	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad,	 segundo	 de
afinidad,	cónyuge	o	concubino,	de	los	funcionarios	de	la	oficina	de	derechos
de	autor	o	tribunal	del	Indecopi.
D.	Leg.	822.
ART.	158.—Impedimento	para	contratar	con	parientes.	La	sociedad	no
podrá	 contratar	 con	 el	 cónyuge,	 concubino	 o	 con	 los	 parientes	 dentro	 del
cuarto	grado	de	consanguinidad	y	segundo	de	afinidad	del	director	general.
C.	C.
ART.	146.—Se	permite	la	representación	entre	cónyuges.
D.	Leg.	822.
ART.	 159.—Impedimento	 de	 los	 empleados	 para	 representar	 a	 un
afiliado.	 Ningún	 empleado	 de	 la	 sociedad	 podrá	 representar	 en	 las
asambleas	generales	o	extraordinarias	a	un	afiliado	a	la	sociedad.
D.	Leg.	822.
ART.	 160.—Obligación	 de	 presentar	 declaraciones	 juradas.	 Los
miembros	del	consejo	directivo,	comité	de	vigilancia	y	el	director	general,	al
momento	de	asumir	sus	cargos	y	anualmente,	deberán	presentar	a	la	Oficina
de	 Derechos	 de	 Autor	 del	 Indecopi,	 una	 declaración	 jurada	 de	 no	 estar
comprendido	 en	 ninguna	 de	 las	 incompatibilidades	 a	 que	 se	 refiere	 la
presente	ley	y	declaración	jurada	de	bienes	y	rentas.
D.	Leg.	822.
ART.	 161.—Prohibición	 de	 mantener	 fondos	 irrepartibles.	 Las
sociedades	de	gestión	no	podrán	mantener	fondos	irrepartibles.	A	tal	efecto,
dichas	 sociedades,	 durante	 tres	 años	 contados	 desde	 el	 primero	 de	 enero
del	año	siguiente	al	del	reparto,	pondrán	a	disposición	de	sus	miembros	y
de	las	organizaciones	de	gestión	representadas	por	ellas,	la	documentación
utilizada	 en	 tal	 reparto	 y	 conservarán	 en	 su	 poder	 las	 cantidades
correspondientes	a	 las	obras,	prestaciones	o	producciones	 respecto	de	 las
cuales	 no	 se	 haya	podido	 conocer	 su	 identidad.	 Transcurrido	dicho	plazo,
las	sumas	mencionadas	serán	objeto	de	una	distribución	adicional	entre	los
titulares	que	participaron	en	dicho	reparto,	en	proporción	a	 las	percibidas
en	él	individualizadamente.
D.	Leg.	822.
ART.	162.—Prescripción	de	montos	no	cobrados.	Prescriben	a	los	cinco
años	en	favor	de	la	sociedad	de	gestión	colectiva,	los	montos	percibidos	por
sus	 socios	 y	 que	no	 fueron	 cobrados	por	 éstos,	 contándose	dicho	 término
desde	el	día	primero	de	enero	del	año	siguiente	al	del	reparto.	(,	4335,	6350,
6372,	6374)
D.	Leg.	822.
ART.	 163.—Aplicación	 abusiva	 de	 tarifas.	 Comisión	 arbitral.	 Si	 un
gremio	 o	 grupo	 representativo	 de	 usuarios,	 considera	 que	 la	 tarifa
establecida	por	una	entidad	de	gestión	colectiva	es	aplicada	abusivamente,
podrá	 recurrir	 al	 arbitraje	 del	 Indecopi,	 a	 través	 de	 una	 comisión	 arbitral
constituida	por	un	 representante	de	 la	Comisión	de	 la	Libre	Competencia,
un	 representante	 de	 la	 Comisión	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 y	 un
representante	 de	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 quien	 la	 presidirá	 y
convocará.	La	solicitud	de	arbitraje	podrá	presentarse	dentro	de	los	treinta
días	hábiles	siguientes	a	la	aplicación	de	la	tarifa.	La	Oficina	de	Derechos	de
Autor	también	podrá	convocar	de	oficio	a	la	comisión.	Mientras	se	produce
la	decisión,	el	gremio	o	grupo	representativo	de	usuarios	podrán	utilizar	el
repertorio	 administrado	 por	 la	 entidad,	 siempre	 que	 efectúen	 el	 depósito
del	pago	correspondiente	o	consignen	judicialmente	la	cantidad	exigida	por
la	 entidad	 de	 gestión	 conforme	 a	 las	 tarifas	 establecidas.	 La	 comisión
dispondrá,	en	caso	de	verificar	que	existe	abuso	en	la	aplicación	de	la	tarifa,
los	criterios	sobre	los	cuales	deberá	basarse	la	sociedad	de	gestión	colectiva
para	aplicar	su	reglamento	de	tarifas.	Contra	lo	resuelto	por	la	comisión	no
procede	la	interposición	de	recursos	impugnatorios.
D.	Leg.	1071.
ART.	2°.—Materias	susceptibles	de	arbitraje.
1.	Pueden	someterse	a	arbitraje	 las	controversias	sobre	materias	de	 libre
disposición	conforme	a	derecho,	así	como	aquellas	que	la	ley	o	los	tratados
o	acuerdos	internacionales	autoricen.
2.	Cuando	el	arbitraje	sea	internacional	y	una	de	las	partes	sea	un	Estado	o
una	sociedad,	organización	o	empresa	controlada	por	un	Estado,	esa	parte
no	podrá	invocar	las	prerrogativas	de	su	propio	derecho	para	sustraerse	a
las	obligaciones	derivadas	del	convenio	arbitral.
D.	Leg.	822.
ART.	 164.—Fiscalización	 de	 la	 sociedad	 de	 gestión.	 A	 los	 efectos	 del
régimen	 de	 autorización	 y	 fiscalización	 previsto	 en	 esta	 ley,	 la	 Oficina	 de
Derechos	de	Autor	podrá	exigir	de	las	sociedades	de	gestión,	cualquier	tipo
de	 información	 relacionada	 con	 la	 actividad	 societaria,	 ordenar
inspecciones	 o	 auditorías,	 examinar	 sus	 libros,	 documentos	 y	 designar	 un
representante	 que	 asista	 con	 voz	 pero	 sin	 voto	 a	 las	 reuniones	 de	 los
órganos	deliberantes,	directivos	o	de	vigilancia,	o	de	cualquier	otro	previsto
en	los	estatutos	respectivos.
La	resolución	que	ordene	la	práctica	de	una	auditoría	deberá	ser	motivada,
debiendo	la	sociedad	de	gestión	colectiva	asumir	los	gastos	que	ocasione	la
misma.
D.	Leg.	822.
ART.	165.—Autoridad	competente	para	sancionar	a	las	sociedades	de
gestión	 colectiva.	 La	 Oficina	 de	Derechos	 de	 Autor	 es	 la	 única	 autoridad
competente	que	podrá	 imponer	sanciones	a	 las	 sociedades	de	gestión	que
infrinjan	sus	propios	estatutos	o	reglamentos,	o	la	legislación	de	la	materia,
o	que	incurran	en	hechos	que	afecten	los	intereses	de	sus	representados,	sin
perjuicio	de	las	sanciones	penales	o	las	acciones	civiles	que	correspondan.
D.	Leg.	822.
ART.	166.—Tipos	de	sanciones	administrativas.	Las	sanciones	a	que	se
refiere	el	artículo	anterior	podrán	ser:
a)	 Amonestación,	 pudiendo	 disponerse	 su	 publicación	 en	 la	 separata	 de
normas	legales	del	Diario	Oficial	El	Peruano,	a	costa	de	la	infractora.
b)	Multa	de	hasta	150	UIT,	de	acuerdo	a	la	gravedad	de	la	falta.
c)	 Suspensión	 de	 las	 autoridades	 societarias	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus
funciones,	hasta	por	el	 lapso	de	un	año,	designando	en	 su	 lugar	una	 junta
administradora.
d)	Cancelación	de	la	autorización	de	funcionamiento.
D.	Leg.	822.
ART.	167.—Casos	en	que	procede	la	cancelación	de	la	autorización.	La
sanción	de	 cancelación	 del	 permiso	 de	 funcionamiento	 a	 una	 sociedad	 de
gestión	colectiva,	solamente	procederá	en	los	casos	siguientes:
a)	Si	se	comprueba	que	la	autorización	para	funcionar	se	obtuvo	mediante
falsificación	o	alteración	de	datos	o	documentos,	o	de	cualquier	otra	manera
en	fraude	a	la	ley.
b)	 Si	 sobreviniera	 o	 se	 pusiera	 de	 manifiesto	 algún	 hecho	 grave	 que
pudiera	haber	originado	la	denegación	del	permiso	de	funcionamiento.
c)	 Si	 se	 demostrara	 la	 imposibilidad	 para	 la	 entidad	 de	 cumplir	 con	 su
objeto	social.
d)	 Si	 se	 reincidiera	 en	 una	 falta	 grave	 que	 ya	 hubiera	 sido	 motivo	 de
sanción,	dentro	de	los	tres	años	anteriores	a	la	reincidencia.
En	 cualquiera	 de	 los	 supuestos	 anteriores,	 deberá	 mediar	 un	 previo
apercibimiento	de	 la	Oficina	de	Derechos	de	Autor,	que	 fijará	un	plazo	no
mayor	de	tres	meses	para	la	subsanación	o	corrección	correspondiente.
La	revocación	surtirá	sus	efectos	a	los	treinta	días	de	su	publicación	en	la
separata	de	Normas	Legales	del	Diario	Oficial	El	Peruano.
TÍTULO	X
DE	LA	FUNCIÓN	ADMINISTRATIVA	DEL	ESTADO
CAPÍTULO	I
DE	LA	OFICINA	DE	DERECHOS	DE	AUTOR
D.	Leg.	822.
ART.	168.—Funciones	de	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor.	La	Oficina	de
Derechos	 de	 Autor	 del	 Indecopi,	 es	 la	 autoridad	 nacional	 competente
responsable	de	cautelar	y	proteger	administrativamente	el	derecho	de	autor
y	los	derechos	conexos;	posee	autonomía	técnica,	administrativa	y	funcional
para	el	ejercicio	de	las	funciones	asignadas	a	su	cargo	y	resuelve	en	primera
instancia	las	causas	contenciosas	y	no	contenciosas	que	le	sean	sometidas	a
su	jurisdicción,	por	denuncia	de	parte	o	por	acción	de	oficio.
D.	Leg.	822.
ART.	169.—Atribuciones	de	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor.	La	Oficina
de	Derechos	de	Autor	tendrá	las	atribuciones	siguientes:
a)	 Orientar,	 coordinar	 y	 fiscalizar	 la	 aplicación	 de	 las	 leyes,	 tratados	 o
convenciones	 internacionales	 de	 los	 cuales	 forme	 parte	 la	 República,	 en
materia	de	derecho	de	autor	y	demás	derechos	reconocidos	por	la	presente
ley,	y	vigilar	su	cumplimiento.
b)	 Desempeñar,	 como	 única	 autoridad	 competente,	 la	 función	 de
autorización	 de	 las	 entidades	 de	 gestión	 colectiva,	 y	 de	 ejercer	 su
fiscalización	en	cuanto	a	su	actividad	gestora,	en	los	términos	de	esta	ley.
c)	 Presentar,	 si	 lo	 considera	 pertinente,	 denuncia	 penal,	 cuando	 tenga
conocimiento	de	un	hecho	que	constituya	presunto	delito.
d)	Actuar	como	mediador,	cuando	así	 lo	soliciten	 las	partes,	o	 llamarlas	a
conciliación,	 en	 los	 conflictos	 que	 se	 presenten	 con	 motivo	 del	 goce	 o
ejercicio	de	los	derechos	reconocidos	en	esta	ley.
e)	Emitir	informe	técnico	sobre	los	procedimientos	penales	que	se	ventilen
por	los	delitos	contra	el	derecho	de	autor	y	derechos	conexos.
f)	 Ejercer	 de	 oficio	 o	 a	 petición	 de	 parte,	 funciones	 de	 vigilancia	 e
inspección	 sobre	 las	 actividades	 que	 puedan	 dar	 lugar	 al	 ejercicio	 de	 los
derechos	 reconocidos	en	 la	presente	 ley,	 estando	obligados	 los	usuarios	 a
brindar	las	facilidades	y	proporcionar	toda	la	información	y	documentación
que	le	sea	requerida.
g)	 Dictar	 medidas	 preventivas	 o	 cautelares	 y	 sancionar	 de	 oficio	 o	 a
solicitud	 de	 parte	 todas	 las	 infracciones	 o	 violaciones	 a	 la	 legislación
nacional	 e	 internacional	 sobre	 el	 derecho	 de	 autor	 y	 conexos,	 pudiendo
amonestar,	 multar,	 incautar	 o	 decomisar,	 disponer	 el	 cierre	 temporal	 o
definitivo	de	los	establecimientos.
h)	 Establecer,	 de	 ser	 el	 caso,	 en	 los	 procedimientos	 sometidos	 a	 su
competencia,	 las	 remuneraciones	devengadas	 en	 favor	de	 los	 titulares	 del
derecho.
i)	Desarrollar	programas	de	difusión,	capacitación	y	formación	en	materia
de	 derecho	 de	 autor,	 derechos	 conexos	 y	 otros	 derechos	 intelectuales
reconocidos	 por	 esta	 ley,	 pudiendo	 coordinar	 al	 efecto	 con	 organismos
nacionales	o	internacionales	afines	a	la	materia.
j)	 Normar,	 conducir,	 ejecutar	 y	 evaluar	 las	 acciones	 requeridas	 para	 el
cumplimiento	 de	 la	 legislación	 de	 derecho	 de	 autor	 y	 conexos	 y	 el
funcionamiento	 del	 Registro	 Nacional	 del	 Derecho	 de	 Autor	 y	 Derechos
Conexos.
k)	Llevar	 los	 registros	 correspondientes	 en	el	 ámbito	de	 su	 competencia,
estando	facultada	para	inscribir	derechos	y	declarar	su	nulidad,	cancelación
o	caducidad	conforme	al	reglamento	pertinente.
l)	Llevar	el	 registro	de	 los	actos	constitutivos	de	 las	entidades	de	gestión
colectiva	reguladas	por	esta	ley,	así	como	sus	posteriores	modificaciones.
m)	Emitir	opinión	técnica	sobre	los	proyectos	de	normas	legales	relativos	a
las	materias	de	su	competencia.
n)	 Sistematizar	 la	 legislación	 relativa	 al	 derecho	 de	 autor	 y	 derechos
conexos	y	proponer	las	disposiciones	y	normas	que	garanticen	su	constante
perfeccionamiento	y	eficacia.
o)	Requerir	la	intervención	de	la	autoridad	política	competente	y	el	auxilio
de	la	fuerza	pública	para	ejecutar	sus	resoluciones.
p)	Promover	la	ejecución	forzosa	o	cobranza	coactiva	de	sus	resoluciones.
q)	 Proponer	 y	 coordinar	 los	 programas	 de	 cooperación	 nacional	 e
internacional	en	el	área	de	su	competencia.
r)	Participar	en	eventos	internacionales	sobre	derecho	de	autor	y	conexos.
s)	Las	demás	que	le	señalen	las	leyes	y	sus	reglamentos.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 Ley	 de	 Derechos	 de	 Autor	 no	 establece
expresamente	las	causales	de	nulidad	del	registro.	“En	virtud	del	Decreto
Legislativo	 Nº	 822,	 Ley	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 la	 oficina	 (de	 derechos	 de
autor	 del	 Indecopi)	 se	 encuentra	 facultada	 a	 declarar	 la	 nulidad	 o
cancelación	 de	 los	 asientos	 de	 inscripción.	 El	 artículo	 169	 de	 la	 Ley	 de
Derechos	de	Autor,	aprobada	por	Decreto	Legislativo	Nº	822,	establece	que
la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 (del	 Indecopi)	 tendrá	 como	 atribuciones
‘llevar	 los	 registros	 correspondientes	 en	 el	 ámbito	 de	 su	 competencia,
estando	facultada	para	inscribir	derechos	y	declarar	su	nulidad,	cancelación
o	caducidad	conforme	al	 reglamento	pertinente’.	Tanto	 la	nulidad	como	 la
cancelación	 a	 la	 cual	 hace	 referencia	 el	 artículo	 169	 no	 son	 formas	 de
extinción	 del	 derecho	 de	 autor,	 por	 lo	 tanto	 no	 es	 de	 aplicación	 la
prohibición	de	interpretación	analógica.	Así,	al	no	haber	la	norma	precitada
establecido	taxativamente	las	causales	de	nulidad	o	cancelación,	esta	última
consecuencia	de	la	declaración	de	nulidad	del	asiento	de	inscripción	será	de
aplicación	por	analogía	en	 lo	que	 fueran	pertinentes	 las	causales	previstas
en	 el	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823,	 Ley	 de	 Propiedad	 Industrial,	 con	 la
siguiente	salvedad:	 la	declaración	de	nulidad	del	registro	o	título	otorgado
por	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	(del	Indecopi)	no	acarrea	la	nulidad	o
extinción	del	derecho,	ello	por	cuanto	el	registro	del	derecho	de	autor	o	del
derecho	conexo	es	declarativo.	Las	causales	de	nulidad	o	cancelación	de	la
inscripción	 previstas	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823,	 aplicables	 por
analogía	y	pertinentes	al	caso	son:	que	la	inscripción	haya	sido	realizada	en
contravención	a	 las	disposiciones	del	Decreto	Legislativo	Nº	822,	Decisión
Andina	351	y	convenios	internacionales	relacionados	a	la	materia;	y	que	la
inscripción	 se	 hubiere	 otorgado	 sobre	 la	 base	 de	 datos	 falsos	 o	 inexactos
contenidos	 en	 la	 solicitud	 de	 registro,	 los	 cuales	 fueran	 esenciales.	 Así	 se
declarará	 nulo	 el	 asiento	 registral	 y,	 por	 consiguiente,	 se	 ordenará	 la
cancelación	de	la	partida	registral	si	una	persona	acredita	un	mejor	derecho
respecto	 a	 quien	 en	 el	 registro	 figura	 como	 autor	 o	 titular	 o	 si	 se	 ha
registrado	 una	 obra	 que	 carece	 de	 los	 requisitos	 de	 originalidad
establecidos”.	(R.	003-1999-ODA-Indecopi.	18.01.99)
CAPÍTULO	II
DEL	REGISTRO	DEL	DERECHO	DE	AUTOR	Y	DERECHOS	CONEXOS
D.	Leg.	822.
ART.	 170.—Registro	 Nacional	 de	 Derecho	 de	 Autor	 y	 Derechos
Conexos.	Registro	facultativo.	La	Oficina	de	Derechos	de	Autor,	llevará	el
Registro	Nacional	del	Derecho	de	Autor	y	Derechos	Conexos,	donde	podrán
inscribirse	las	obras	del	ingenio	y	los	demás	bienes	intelectuales	protegidos
por	 esta	 ley,	 así	 como	 los	 convenios	 o	 contratos	 que	 en	 cualquier	 forma
confieran,	 modifiquen,	 transmitan,	 graven	 o	 extingan	 derechos
patrimoniales,	o	por	los	que	se	autoricen	modificaciones	a	la	obra.
El	registro	es	meramente	facultativo	para	los	autores	y	sus	causahabientes
y	 no	 constitutivo,	 de	 manera	 que	 su	 omisión	 no	 perjudica	 el	 goce	 ni	 el
ejercicio	pleno	de	los	derechos	reconocidos	y	garantizados	por	la	presente
ley.
La	 solicitud,	 trámite,	 registro	 y	 recaudos	 a	 los	 efectos	 del	 registro	 se
realizarán	conforme	lo	disponga	la	reglamentación	pertinente,	la	misma	que
será	 aprobada	 por	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 mediante	 resolución
jefatural,	 la	que	será	publicada	en	la	separata	de	normas	legales	del	Diario
Oficial	El	Peruano.
R.	J.	0276-2003/ODA-Indecopi.
Artículo	Único.—Aprobar	el	Reglamento	del	Registro	Nacional	del	Derecho
de	Autor	y	Derechos	Conexos,	el	mismo	que	consta	de	Título	Preliminar,	XI
títulos,	 89	 artículos,	 disposición	 transitoria,	 disposición	 complementaria	 y
disposición	 final,	 cuyo	 texto	 forma	 parte	 integrante	 de	 la	 presente
resolución	jefatural.
R.	J.	0276-2003/ODA-Indecopi.
REGLAMENTO	DEL	REGISTRO	NACIONAL	DEL	DERECHO	DE	AUTOR	Y
DERECHOS	CONEXOS	
Título	preliminar
Artículo	I.-	Publicidad	material.	El	 registro	otorga	publicidad	 jurídica	 a
los	 diversos	 actos	 o	 derechos	 inscritos.	 El	 concepto	 de	 inscripción
comprende	 también	 a	 las	 anotaciones	 preventivas,	 salvo	 que	 este
reglamento	expresamente	las	diferencie.
Artículo	 II.-	 Publicidad	 formal.	 El	 registro	 es	 público.	 La	 publicidad
registral	formal	garantiza	que	toda	persona	acceda	al	conocimiento	efectivo
del	contenido	de	las	partidas	registrales	y,	en	general,	obtenga	información
del	archivo	registral.	Los	funcionarios	responsables	del	registro	no	podrán
mantener	en	reserva	la	información	contenida	en	el	archivo	registral,	salvo
las	prohibiciones	expresas	establecidas	en	el	presente	reglamento.
Artículo	 III.-	 Principio	 de	 rogación	 y	 de	 titulación	 auténtica.	 Los
asientos	registrales	se	extienden	a	solicitud	del	autor,	titular	o	licenciatario
del	 derecho	 de	 autor	 o	 del	 derecho	 conexo.	 En	 caso	 de	 pluralidad	 de
autores,	 titulares	 o	 licenciatarios,	 se	 presume	 que	 el	 solicitante	 actúa	 en
representación	de	 los	demás	autores,	 titulares	o	 licenciatarios	 legitimados
para	solicitar	la	inscripción.
Artículo	 IV.-	 Principio	 de	 especialidad.	 Por	 cada	 obra,	 producción	 o
titular,	 de	 ser	 el	 caso,	 se	 abrirá	 una	 partida	 registral	 independiente,	 en	 la
cual	se	extenderá	 la	primera	 inscripción	de	 la	obra,	producción	o	derecho,
así	 como	 los	 actos	 o	 derechos	 posteriores	 relativos	 a	 cada	 uno.
Excepcionalmente,	podrán	establecerse	otros	elementos	que	determinen	la
apertura	de	una	partida	registral.
Artículo	 V.-	 Principio	 de	 legalidad.	 Los	 funcionarios	 de	 la	 Oficina	 de
Derechos	 de	 Autor	 verifican	 el	 cumplimiento	 de	 las	 formalidades
establecidas	 en	 la	 legislación	 y	 la	 capacidad	 del	 solicitante;	 asimismo,	 se
evalúan	los	requisitos	de	fondo	previamente	a	la	inscripción.
Artículo	VI.-	Principio	de	tracto	sucesivo.	Ninguna	 inscripción,	 salvo	 la
primera,	se	extiende	sin	que	esté	inscrito	o	se	inscriba	el	derecho	de	donde
emana	 o	 el	 acto	 previo	 necesario	 o	 adecuado	 para	 su	 extensión,	 salvo
disposición	en	contrario.
Artículo	 VII.	 Principio	 de	 legitimación.-	 Los	 asientos	 registrales	 se
presumen	 exactos	 y	 válidos.	 Producen	 todos	 sus	 efectos	 y	 legitiman	 al
titular	registral	para	actuar	conforme	a	ellos,	mientras	no	se	rectifiquen	en
los	términos	establecidos	en	este	reglamento	o	se	declare	su	invalidez.
Artículo	 VIII.-	 Principio	 de	 fe	 pública	 registral.	 La	 inexactitud	 de	 los
asientos	 registrales	por	nulidad,	 anulación,	 resolución	o	 rescisión	del	 acto
que	los	origina,	no	perjudicará	al	tercero	registral	que	a	título	oneroso	y	de
buena	 fe	 hubiere	 contratado	 sobre	 la	 base	 de	 aquéllos,	 siempre	 que	 las
causas	de	dicha	inexactitud	no	consten	en	los	asientos	registrales.
Artículo	 IX.-	 Principio	 de	 prioridad	 preferente.	 Los	 efectos	 de	 los
asientos	 registrales,	 así	 como	 la	 preferencia	 de	 los	 derechos	 que	 de	 éstos
emanan,	 se	 retrotraen	 a	 la	 fecha	 y	 hora	 del	 respectivo	 asiento	 de
presentación.
Artículo	X.-	Principio	de	prioridad	excluyente.	No	puede	inscribirse	un
título	incompatible	con	otro	ya	inscrito	o	pendiente	de	inscripción,	aunque
sea	de	igual	o	anterior	fecha.
Título	I
Disposiciones	generales
ART.	 1°.—Naturaleza	 del	 procedimiento.	 El	 procedimiento	 registral	 es
especial,	de	naturaleza	no	contenciosa	y	tiene	por	finalidad	la	inscripción	de
las	obras	del	ingenio	y	los	demás	bienes	intelectuales	protegidos	por	la	Ley
sobre	el	Derecho	de	Autor,	y	los	actos	de	las	sociedades	de	gestión	colectiva
de	 derechos	 de	 autor	 y	 de	 derechos	 conexos.	 No	 cabe	 admitir
apersonamiento	de	terceros	al	procedimiento	ya	iniciado,	ni	oposición	a	la
inscripción.
ART.	 2°.—Conclusión	 del	 procedimiento.	 El	 procedimiento	 registral
termina	con:
a)	La	inscripción;
b)	La	denegatoria	del	registro	por	falta	de	originalidad;
c)	La	denegatoria	del	registro	por	falta	de	requisito	insubsanable;
d)	La	declaración	de	abandono	del	procedimiento;
e)	La	aceptación	del	desistimiento	de	la	solicitud	de	registro.
ART.	3°.—Instancias.	Son	instancias	del	procedimiento	registral:
a)	La	Oficina	de	Derechos	de	Autor;
b)	La	Sala	de	Defensa	de	Propiedad	Intelectual	del	Tribunal	de	la	Defensa
de	la	Competencia	y	de	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi.
Contra	lo	resuelto	por	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	procede	el	recurso
de	reconsideración	o	de	apelación.	Contra	lo	resuelto	por	la	Sala	de	Defensa
de	 Propiedad	 Intelectual	 sólo	 se	 podrá	 interponer	 demanda	 contencioso
administrativa	ante	el	Poder	Judicial.
ART.	 4°.—Cómputo	 de	 plazos.	 Los	 plazos	 aplicables	 al	 procedimiento
registral	 se	 cuentan	por	días	hábiles,	 salvo	disposición	en	 contrario.	En	 el
cómputo	se	excluye	el	día	inicial	y	se	incluye	el	día	del	vencimiento.
ART.	5°.—Partida	registral.	La	partida	registral	es	 la	unidad	de	registro,
conformada	por	los	asientos	de	inscripción	organizados	sobre	la	base	de	la
determinación	 de	 la	 obra,	 producción	 o	 derecho,	 así	 como	 los	 actos	 o
derechos	posteriores	relativos	a	cada	uno.
Título	II
Obras,	producciones	y	derechos
ART.	6°.—Definición.	Se	entiende	por	obra,	para	efectos	de	la	inscripción,
a	toda	creación	intelectual	personal	y	original,	susceptible	de	ser	divulgada
o	reproducida	en	cualquier	forma,	conocida	o	por	conocerse.
Se	 entiende	 por	 producción,	 a	 toda	 aquella	 creación	 que	 no	 obstante	 no
tener	la	categoría	de	obra,	está	protegida	por	la	legislación	de	derechos	de
autor.
Se	 entiende	 por	 título,	 el	 documento	 o	 documentos	 con	 los	 que	 se
fundamenta	 inmediata	y	directamente	el	derecho	o	 acto	 inscribible	 y	que,
por	sí	solos,	acreditan	fehaciente	e	indubitablemente	su	existencia.
También	formarán	parte	del	título	los	documentos	que	no	fundamentan	de
manera	 inmediata	 y	 directa	 la	 inscripción,	 pero	 que	 de	 manera
complementaria	coadyuvan	a	que	ésta	se	realice.
ART.	 7°.—Requisitos	 de	 la	 inscripción.	 Las	 inscripciones	 se	 efectuarán
sobre	 la	 base	 de	 los	 requisitos	 señalados	 en	 el	 Texto	 Único	 de
Procedimientos	 Administrativos	 –TUPA–	 del	 Indecopi;	 siendo	 su
clasificación	la	siguiente:
a)	Requisitos	esenciales:
a.1.	Llenar	debidamente	el	formato	de	solicitud.
a.2.	 Presentar	 un	 ejemplar	 de	 la	 obra,	 producción	 o	 documento	 que
contenga	el	derecho	a	registrarse.
a.3.	Acreditar	el	pago	del	derecho	registral.
b)	Otros	requisitos,	aplicables	de	ser	el	caso:
b.1.	Tratándose	de	personas	jurídicas	solicitantes,	acreditar	su	existencia	y
representación.
b.2.	La	cesión	de	derechos.
b.3.	El	contrato	de	trabajo	o	contrato	de	obra	por	encargo.
b.4.	 En	 caso	 de	 haber	 reproducido	 una	 obra	 de	 terceros	 en	 la	 obra	 a
registrar,	presentar	la	autorización	del	autor	o	titular	de	los	derechos.
b.5.	 En	 las	 obras	 derivadas,	 precisar	 el	 título	 de	 la	 obra	 originaria	 y
presentar	la	autorización	del	autor	a	fin	de	modificar	la	misma.
b.6.	 Los	 documentos	 elaborados	 en	 idioma	 extranjero,	 deberán	 estar
traducidos	al	español.
Los	 requisitos	 esenciales,	 deberán	 presentarse	 necesariamente	 con	 la
solicitud	de	 registro,	 salvo	en	el	 caso	de	 la	 solicitud	de	acto	modificatorio
cuando	fuere	el	caso.
Los	 otros	 requisitos,	 se	 presentarán	 cuando	 sean	 aplicables	 al	 caso	 en
concreto;	 salvo	presunción	 establecida	 legalmente	 o	 en	 el	 supuesto	de	 un
límite	a	la	explotación	de	los	derechos	patrimoniales.
En	lugar	de	los	documentos	señalados	en	los	numerales	b.2;	b.3;	b.4,	y	b.5
el	 solicitante	 puede	 presentar	 una	 declaración	 jurada	 expresando	 tener
dichos	documentos.
El	 numeral	 b.6	 no	 es	 aplicable	 a	 las	 obras	 y	 producciones.	 La	 traducción
referida	en	el	numeral	b.6,	puede	ser	 traducción	simple,	debiendo	en	todo
caso	 contener	 la	 indicación	 y	 suscripción	 de	 quien	 oficie	 de	 traductor
debidamente	identificado.
En	caso	del	 inciso	 i)	del	artículo	9º,	al	 tratarse	de	un	registro	múltiple	de
obras	o	producciones,	el	 solicitante	deberá	presentar	un	ejemplar	de	cada
obra	o	producción	a	registrarse.
ART.	8°.—Régimen	de	poderes.
a)	Tratándose	de	personas	naturales,	 la	 representación	puede	 constar	 en
carta	poder	simple.
b)	En	el	supuesto	de	personas	jurídicas,	éstas	intervendrán	en	el	proceso	a
través	 de	 sus	 representantes	 legales,	 quienes	 deberán	 actuar	 premunidos
de	 los	 respectivos	poderes,	 para	 lo	 cual	 será	 suficiente	 la	presentación	de
copia	simple	de	los	documentos	correspondientes.
c)	 Los	 poderes	 otorgados	 en	 el	 extranjero	 deberán	 contener	 además	 la
legalización	consular.
ART.	 9°.—Procedimientos	 de	 registro.	 En	 el	 TUPA	 del	 Indecopi	 se
señalan	los	procedimientos	de	registro,	siendo	éstos	los	siguientes:
a)	Registro	de	obras	literarias.
b)	Registro	de	base	de	datos,	compilaciones,	antologías	y	similares.
c)	Registro	de	fonograma.
d)	Registro	de	software	o	programa	de	ordenador.
e)	 Registro	 de	 obras	 audiovisuales	 o	 imágenes	 en	 movimiento	 no
consideradas	como	obras.
f)	Registro	de	catálogos,	álbumes,	colecciones	y	similares.
g)	Registro	de	obras	artísticas	y	obras	de	arte	aplicado.
h)	Registro	de	interpretaciones	artísticas.
i)	 Registro	 de	 autores,	 editores	 o	 productores	 (de	 fonogramas,	 obras
audiovisuales	o	software).
j)	Registro	de	licencias,	cesión	de	derechos	y	contratos	de	transferencia	de
derechos	patrimoniales	de	autor.
k)	Registro	de	actos	modificatorios.
l)	 Registro	 del	 acta	 de	 nombramiento	 de	 nuevos	 miembros	 de	 órganos
directivos	 de	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 de	 derechos	 de	 autor	 y/o
derechos	 conexos	 o	 del	 comité	 de	 vigilancia,	 así	 como	 administradores	 y
apoderados.
m)	 Inscripción	de	reglamentos,	contratos	de	representación	y	otros	actos
de	 administración	 de	 las	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 de	 derechos	 de
autor	y/o	derechos	conexos.
La	 relación	 de	 procedimientos	 señalada	 en	 el	 presente	 artículo	 es
enunciativa.	 La	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 puede	 crear	 nuevos
procedimientos	 atendiendo	 a	 la	 naturaleza	 de	 las	 obras,	 producciones	 o
derechos.
Las	 solicitudes	 de	 registro	 señalados	 en	 el	 TUPA	 del	 Indecopi,	 tienen	 un
formato	correspondiente,	cuyo	ejemplar	puede	ser	recabado	en	la	mesa	de
partes	o	impreso	de	la	página	web	del	Indecopi.
ART.	10.—Inscripción	de	actos	o	derechos	otorgados	en	el	extranjero.
Pueden	 realizarse	 inscripciones	 en	 virtud	 de	 documentos	 otorgados	 en	 el
extranjero,	 siempre	 que	 contengan	 actos	 o	 derechos	 susceptibles	 de	 ser
registrados	conforme	a	la	ley	peruana.
Para	calificar	la	validez	de	los	actos	y	derechos	otorgados	en	el	extranjero,
se	tendrán	en	cuenta	las	normas	establecidas	en	los	títulos	I	y	III	del	Libro	X
del	Código	Civil.
Las	 sentencias,	 así	 como	 las	 resoluciones	 que	 ponen	 término	 al
procedimiento	 y	 los	 laudos	 arbitrales	 pronunciados	 en	 el	 extranjero	 son
objeto	de	registro,	siempre	que	hayan	sido	reconocidos	en	el	país	conforme
a	las	normas	establecidas	en	el	Código	Civil,	el	Código	Procesal	Civil	y	la	Ley
General	de	Arbitraje,	en	su	caso.
Para	la	anotación	de	demandas	interpuestas	ante	tribunales	extranjeros,	se
requiere	autorización	del	Poder	Judicial.
Título	III
Presentación	de	solicitudes	de	registro
ART.	 11.—Solicitud	 de	 inscripción.	 El	 procedimiento	 registral	 se	 inicia
con	 la	 presentación	 del	 formato	 de	 solicitud	 de	 registro	 correspondiente,
debidamente	 llenado.	 Tienen	 facultad	 para	 solicitar	 la	 inscripción	 las
personas	a	que	se	refiere	el	artículo	III	del	Título	Preliminar.
Lo	indicado	en	el	párrafo	que	antecede,	no	resulta	de	aplicación	cuando	se
trata	 de	 inscripciones	 que	 se	 deban	 efectuar	 de	 oficio	 en	 virtud	 a	 norma
legal	expresa	o	por	mandato	judicial.
ART.	 12.—Desistimiento	 de	 la	 solicitud	 de	 inscripción.	 El	 solicitante
podrá	desistirse	 de	 su	 solicitud	de	 inscripción	mediante	 escrito	 con	 firma
legalizada	 por	 notario	 o	 por	 funcionario	 autorizado	 para	 efectuar	 dicha
certificación,	 mientras	 no	 se	 hubiere	 efectuado	 la	 inscripción
correspondiente.
El	 desistimiento	 podrá	 ser	 parcial,	 cuando	 sólo	 se	 trate	 de	 alguna	 de	 las
inscripciones	solicitadas,	siempre	que	se	refiera	a	actos	individualizables	y
dicho	desistimiento	no	afecte	los	elementos	esenciales	de	otro	u	otros	actos
susceptibles	de	inscripción.
ART.	13.—Inscripción	por	mandato	judicial.	Los	pedidos	de	 inscripción
de	 actos	 formulados	 por	 mandato	 de	 autoridad	 judicial	 mediante	 oficio
dirigido	a	 la	Oficina	de	Derechos	de	Autor,	no	requieren	el	pago	de	 la	tasa
correspondiente	a	los	derechos	registrales.
ART.	 14.—Formalidad	 de	 la	 solicitud	 de	 inscripción.	 La	 solicitud	 de
inscripción	se	formula	por	escrito,	en	los	formatos	aprobados	por	la	Oficina
de	Derechos	de	Autor	del	Indecopi.	Excepcionalmente,	cuando	el	solicitante
no	 sepa	 o	 no	 pueda	 escribir	 y	 firmar,	 el	 servidor	 encargado	 llenará	 la
solicitud,	y	el	usuario	imprimirá	su	huella	digital.
ART.	 15.—Presentación	 de	 solicitudes	 a	 través	 de	 medios
informáticos.	 Los	 usuarios	 podrán	 presentar	 sus	 solicitudes	 de	 registro,
obras,	producciones	y/o	títulos,	mediante	el	uso	de	medios	informáticos	que
aseguren	 su	 inalterabilidad,	 integridad	 y	 su	 incorporación	 a	 archivos
magnéticos.	Para	tal	efecto	deberá	hacerse	uso	de	la	firma	digital	conforme
a	la	ley	y	reglamento	de	la	materia.
Asimismo	 la	 emisión	 de	 la	 partida	 registral	 y	 la	 notificación
correspondiente	 se	 harán	 haciendo	 uso	 de	 la	 firma	 digital	 señalada	 en	 el
párrafo	precedente,	a	solicitud	del	recurrente.
ART.	16.—Requisitos	de	admisibilidad.	Está	prohibido	rechazar	de	plano
una	solicitud	de	 inscripción,	salvo	en	 los	casos	en	 los	que	el	 solicitante	no
señale	sus	datos	personales,	domicilio	y/o	no	suscriba	la	solicitud.	En	caso
no	acredite	el	pago	de	la	tasa,	se	concederá	un	plazo	de	48	horas	a	fin	que
subsane	dicha	omisión	bajo	apercibimiento	de	tenerse	por	no	presentada	la
solicitud.
ART.	 17.—Derechos	 registrales.	 Los	 derechos	 registrales	 son	 las	 tasas
que	 se	 pagan	 por	 los	 servicios	 de	 inscripción,	 publicidad	 registral	 y	 otros
que	presta	el	registro.
ART.	 18.—Exoneración	 de	 derechos	 registrales.	 La	 exoneración	 de
derechos	 registrales	 sólo	 procede	 por	 disposición	 expresa	 de	 la	 ley	 o
decreto	legislativo,	en	caso	de	delegación.	No	podrá	concederse	exoneración
alguna	 en	 vía	 de	 interpretación.	 La	 exoneración	 de	 derechos	 registrales
tiene	carácter	temporal.
ART.	19.—Pago	de	derechos.	Constituye	requisito	para	 la	admisión	de	 la
solicitud	de	inscripción	o	de	la	expedición	de	certificados	y	otros	servicios,
el	 pago	 del	 derecho	 respectivo,	 salvo	 que	 se	 acredite	 la	 exoneración
correspondiente.
ART.	 20.—Horario	 de	 presentación	 de	 solicitudes.	 Tendrá	 validez	 la
presentación	de	las	solicitudes	de	registro	que	se	efectúe	dentro	del	horario
de	 atención	 de	 mesa	 de	 partes	 de	 la	 sede	 central	 o	 de	 las	 oficinas
descentralizadas	del	Indecopi	a	nivel	nacional.
ART.	21.—Presentación	de	solicitudes	en	las	oficinas	descentralizadas.
Cuando	 las	 solicitudes	 de	 inscripción	 se	 presenten	 ante	 las	 oficinas
descentralizadas	 del	 Indecopi,	 éstas	 actuarán	 como	 oficinas	 receptoras,
generando	el	derecho	de	prioridad	para	el	solicitante.
ART.	 22.—Trámite	 entre	 la	 Oficina	 Descentralizada	 y	 la	 Oficina	 de
Derechos	 de	 Autor.	 Recibida	 la	 solicitud	 de	 inscripción	 por	 una	 Oficina
Descentralizada	 del	 Indecopi,	 ésta	 consignará	 el	 día	 y	 la	 hora	 de	 la
presentación,	 y	 verificará	 el	 cumplimiento	 del	 pago	 de	 la	 tasa
correspondiente.
En	caso	que	el	solicitante	no	acredite	el	pago	de	la	tasa	correspondiente,	la
Oficina	 Descentralizada	 del	 Indecopi	 dejará	 constancia	 en	 la	 solicitud	 de
registro	de	esta	circunstancia,	concediéndose	un	plazo	de	48	horas	a	fin	que
el	solicitante	subsane	dicha	omisión	bajo	apercibimiento	de	tenerse	por	no
presentada.
La	 solicitud,	 conjuntamente	 con	 la	 tasa	 correspondiente	 y	 todos	 sus
recaudos	 serán	 remitidos	 a	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 dentro	 del
término	 de	 la	 distancia,	 por	 un	 medio	 que	 permita	 dejar	 constancia	 del
envío.
ART.	 23.—Contenido	 del	 asiento	 de	 presentación.	 Cada	 asiento	 de
presentación	tendrá	un	número	de	orden	en	atención	a	 la	presentación	de
las	solicitudes	de	registro.	El	asiento	contendrá	los	siguientes	datos:
a)	Fecha,	hora	y	minuto	de	presentación;
b)	Número	de	expediente;
c)	Rúbrica	del	funcionario	o	encargado.
En	el	caso	de	las	solicitudes	presentadas	ante	las	oficinas	descentralizadas
del	 Indecopi,	 se	 consignará	 en	 el	 mencionado	 asiento	 y	 en	 la	 partida
registral,	en	caso	de	otorgarse,	la	fecha	en	que	fue	entregada	ante	la	oficina
descentralizada	del	Indecopi	respectiva.
ART.	24.—Títulos	 incompatibles.	 Durante	 el	 trámite	 de	 registro	 de	 una
obra,	 producción	 o	 título,	 no	 podrá	 inscribirse	 ningún	 otro	 que	 sea
incompatible,	presentado	con	posterioridad.	Un	 título	es	 incompatible	con
otro,	 ya	 presentado,	 cuando	 los	mismos	 están	 referidos	 a	 la	misma	 obra,
producción	o	derechos	excluyentes	entre	sí,	total	o	parcialmente.
ART.	 25.—Prórroga	 de	 la	 vigencia	 del	 asiento	 de	 presentación.	 La
autoridad	 administrativa	 puede	 prorrogar	 la	 vigencia	 del	 asiento	 de
presentación	 hasta	 por	 treinta	 (30)	 días	 adicionales,	 cuando	 no	 pueda
inscribirse	 dentro	 del	 término	 ordinario,	 por	 su	 extensión	 u	 otras	 causas
justificadas.
El	 solicitante	 de	 un	 registro	 también	 podrá	 solicitar	 la	 prórroga	 cuando
hubiese	recaído	observación	a	la	solicitud	de	inscripción	y	se	requiriese	de
un	 plazo	 adicional	 para	 subsanarla;	 la	misma	que	 se	 concederá	 por	 única
vez.
Al	concederse	la	prórroga	se	indicará	el	término	de	ampliación	del	plazo.
ART.	 26.—Suspensión	 del	 plazo	 de	 vigencia	 del	 asiento	 de
presentación.	Se	suspende	el	plazo	de	vigencia	del	asiento	de	presentación
en	los	casos	siguientes:
a)	 Cuando	no	 se	 puede	 inscribir	 o	 anotar	 preventivamente	 un	 título,	 por
estar	vigente	el	asiento	de	presentación	de	uno	anterior	referido	a	la	misma
partida	 registral	 y	 el	mismo	 resulte	 incompatible.	 La	 suspensión	 concluye
con	 la	 inscripción	 o	 caducidad	 del	 asiento	 de	 presentación	 del	 título
anterior.
b)	Cuando	no	 se	pueda	 inscribir	 o	 anotar	preventivamente	un	 título,	 por
encontrarse	 en	 procedimiento	 de	 reconstrucción	 la	 partida	 registral
respectiva.	La	suspensión	concluirá	con	la	reconstrucción	de	la	partida	o	al
vencimiento	del	plazo	fijado	para	ella.
Título	IV
Calificación	de	solicitudes	de	registro
ART.	 27.—Definición.	 La	 calificación	 registral	 es	 la	 evaluación	 de	 los
requisitos	de	forma	inherentes	a	la	solicitud	de	registro	y	sus	recaudos,	y	los
requisitos	de	 fondo,	que	 realizan	 la	Oficina	de	Derechos	de	Autor,	 y	 en	 su
caso,	la	Sala	de	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi,	de	manera	autónoma.
La	Oficina	de	Derechos	de	Autor	podrá	delegar	la	facultad	de	evaluación	de
los	 requisitos	 de	 forma	 a	 las	 oficinas	 descentralizadas	 del	 Indecopi.	 No
pueden	 ser	 objeto	 de	 consulta	 la	 obra,	 producción	 y/o	 título	 sujetos	 a
calificación.
ART.	 28.—Alcances	 de	 la	 calificación.	 La	 Oficina	 de	Derechos	 de	 Autor
calificará	la	solicitud	de	registro,	para	lo	cual	deberá:
a)	Verificar	 los	requisitos	de	 forma	 inherentes	a	 la	solicitud	de	registro	y
recaudos,	consignados	en	el	Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos
del	Indecopi.
b)	Verificar	que	el	acto	o	derecho	se	ajusta	a	las	disposiciones	legales	sobre
la	 materia	 y	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 dichas
normas;
c)	 Verificar	 la	 capacidad	 del	 solicitante,	 en	 base	 a	 los	 documentos
presentados	o	a	los	antecedentes	registrales.
En	 los	 casos	 de	 resoluciones	 judiciales	 que	 ordenen	 una	 inscripción,	 la
calificación	se	efectuará	con	respecto	a	su	adecuación	con	los	antecedentes
del	registro.
Asimismo,	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	podrá	exigir	el	cumplimiento	de
la	 inscripción	 de	 actos	 previos	 que	 resulten	 indispensables	 para	 que	 se
registre	la	resolución	judicial.
ART.	 29.—Obligaciones	 adicionales	 en	 la	 calificación.	 Como	 parte	 del
procedimiento	 de	 calificación,	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 de	 ser
necesario,	 efectuará	 la	 búsqueda	 de	 antecedentes	 en	 la	 base	 de	 datos	 del
registro,	no	pudiendo	exigir	información	con	que	cuente.	De	igual	modo,	de
advertir	 la	existencia	de	errores	materiales	en	 los	asientos	registrales	que
pudieran	 generar	 la	 denegatoria	 de	 inscripción	 del	 título	 objeto	 de
calificación,	deberá	rectificar,	de	oficio,	los	asientos	respectivos.
ART.	30.—Abstención	en	 la	 calificación.	El	 funcionario	 de	 la	 Oficina	 de
Derechos	 de	 Autor	 o	 del	 Tribunal	 del	 Indecopi	 deberá	 abstenerse	 de
intervenir	en	la	calificación	del	título	materia	de	inscripción	cuando:
a)	Tenga	parentesco	dentro	del	cuarto	grado	de	consanguinidad	o	segundo
de	 afinidad	 con	 cualquiera	 de	 los	 interesados	 o	 con	 sus	 representantes	 o
apoderados	de	éstos,	o	con	algún	abogado	que	interviene	en	la	solicitud;	o
su	cónyuge	intervenga	en	cualquiera	de	las	calidades	señaladas.
b)	 Cuando	 hubiese	 actuado	 como	 asesor	 en	 el	 procedimiento
administrativo	 o	 judicial	 del	 cual	 emana	 la	 resolución	 materia	 de
inscripción.
c)	 Él	 o	 su	 cónyuge	 tuviesen	 la	 calidad	 de	 titular,	 socio,	 miembro	 o
ejercieran	algún	 tipo	de	 representación	de	 la	persona	 jurídica	 a	 la	 cual	 se
refiera	la	solicitud	materia	de	inscripción.
d)	La	inscripción	lo	pudiera	favorecer	directa	y	personalmente.
e)	 Hubiese	 calificado	 el	 mismo	 acto	 o	 contrato	 sujeto	 a	 recurso	 de
apelación,	 en	 primera	 instancia	 registral;	 salvo	 la	 rectificación	 de	 errores
materiales.
De	no	mediar	abstención	previa,	y	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	que
pudiera	 generarse	 por	 la	 omisión	 de	 la	 abstención,	 cualquier	 interesado
podrá	recusar	la	 intervención	del	 funcionario,	sobre	la	base	de	las	mismas
causales	antes	mencionadas.
ART.	 31.—Tacha	 por	 falsedad	 documentaria.	 Cuando	 en	 el
procedimiento	 de	 calificación	 el	 funcionario	 advierta	 la	 falsedad	 del
documento	 o	 de	 la	 declaración	 jurada,	 en	 cuyo	 mérito	 se	 solicita	 la
inscripción,	previamente	a	los	trámites	que	acrediten	indubitablemente	tal
circunstancia,	 procederá	 a	 tacharlo	 o	 a	 disponer	 su	 tacha	 según	 el	 caso.
Asimismo,	 informará	 a	 la	 gerencia	 legal	 del	 Indecopi,	 acompañando	 el
documento	a	fin	que	se	adopten	las	acciones	legales	pertinentes.
ART.	 32.—Plazos	 para	 la	 calificación.	 Las	 tachas	 sustantivas	 y	 las
observaciones	a	las	solicitudes	se	formularán	dentro	de	los	treinta	(30)	días
hábiles	de	su	presentación.
En	caso	de	no	adjuntarse	 la	 tasa	se	concederá	un	plazo	de	48	horas	a	 fin
que	 subsane	 dicha	 omisión,	 bajo	 apercibimiento	 de	 tenerse	 por	 no
presentada	la	solicitud	de	registro.
Para	 levantar	 las	 observaciones	 se	 concederá	 un	 plazo	 de	 diez	 (10)	 días
hábiles	 al	 solicitante.	 Podrá	 ampliarse	 dicho	 plazo,	 a	 solicitud	 del
interesado,	sólo	por	única	vez.
Si	 dentro	 de	 los	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 de	 notificado,	 el	 solicitante	 no
levanta	 una	 observación	 referida	 a	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 los
numerales	 b.4	 y	 b.5	 del	 artículo	 7°	 del	 presente	 reglamento,	 la	Oficina	 de
Derechos	de	Autor	denegará	la	solicitud	de	registro.
Cuando	el	solicitante	de	registro	incumpla	algún	trámite	subsanable,	que	le
hubiera	sido	requerido,	que	produzca	la	paralización	del	procedimiento	por
treinta	 (30)	 días	 hábiles,	 se	 declarará	 el	 abandono	 del	 procedimiento.	 El
cómputo	 del	 plazo	 para	 declarar	 el	 abandono	 se	 inicia	 a	 partir	 del	 día
siguiente	al	 vencimiento	del	plazo	 concedido	para	 levantar	 la	observación
subsanable.
ART.	 33.—Forma	 y	 motivación	 de	 la	 denegatoria.	 Todas	 las	 tachas	 y
observaciones	 serán	 fundamentadas	 jurídicamente	 y	 se	 formularán	 por
escrito.	 Podrán	 formularse	 nuevas	 observaciones	 sólo	 si	 se	 fundan	 en
defecto	de	los	documentos	presentados	para	subsanar	la	observación.
ART.	34.—Inscripción.	El	 funcionario	de	 la	Oficina	de	Derechos	de	Autor
procederá	a	 la	 inscripción	de	 los	derechos	registrales	en	 los	casos	en	que,
como	 resultado	 de	 la	 calificación,	 concluya	 que	 éstos	 no	 adolecen	 de
defectos	ni	existen	obstáculos	para	su	inscripción.
ART.	 35.—Denegatoria	 de	 registro.	 La	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor
denegará	 la	 solicitud	 de	 registro	 presentada	 si	 adolece	 de	 defecto
insubsanable.
Se	considera	defecto	insubsanable	el	que	afecta	la	validez	del	contenido	del
título	 o	 títulos	 presentados	 con	 la	 solicitud	 de	 registro.	 También	 se
denegará	 la	 solicitud	 de	 registro	 cuando	 no	 contenga	 acto	 susceptible	 de
inscripción,	 o	 cuando	 no	 sea	 competencia	 de	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de
Autor.
ART.	36.—Abandono.	En	los	casos	en	los	que	se	produzca	la	paralización
del	 procedimiento	 de	 registro	 por	 treinta	 días	 (30)	 hábiles,	 sin	 que	 el
solicitante	 haya	 subsanado	 las	 observaciones	 advertidas,	 se	 declarará	 el
abandono	 del	 procedimiento	 y	 el	 archivo	 definitivo	 del	 expediente,
conforme	a	lo	señalado	en	el	artículo	32.	La	resolución	de	abandono	deberá
ser	 notificada	 y	 contra	 ella	 procederá	 los	 recursos	 administrativos
pertinentes.
En	 la	 resolución	 de	 abandono	 se	 precisará	 la	 naturaleza	 del	 mismo,
indicándose	además	las	observaciones	que	no	han	sido	subsanadas.
ART.	 37.—Notificación	 de	 observaciones.	 La	 notificación	 de
observaciones	 y	 resoluciones	 se	 efectuará	 a	 través	 de	 las	 siguientes
modalidades,	según	el	siguiente	orden	de	prelación:
a)	Notificación	personal	al	solicitante	del	registro.
b)	 Mediante	 telefax,	 correo	 electrónico	 u	 otro	 medio	 que	 permita
comprobar	fehacientemente	su	acuse	de	recibo	y	quién	lo	recibe,	siempre	y
cuando	 el	 empleo	 de	 cualquiera	 de	 estos	 medios	 hubiese	 sido	 solicitado
expresamente	por	el	recurrente,	o	sea	permitido	por	la	legislación	y	normas
aplicables.
c)	 Por	 publicación	 en	 el	 Diario	 Oficial	 y	 en	 uno	 de	 los	 diarios	 de	mayor
circulación	en	el	territorio	nacional,	salvo	disposición	distinta	de	la	ley.
Los	 motivos	 de	 observación	 o	 aclaración	 de	 resoluciones	 judiciales	 que
ordenen	 una	 inscripción,	 serán	 comunicados	 directamente	 al	 órgano
judicial	correspondiente,	mediante	oficio,	sin	perjuicio	de	la	expedición	del
proveído	 respectivo.	 El	 plazo	 para	 subsanar	 las	 observaciones	 surtirá
efectos	a	partir	del	día	siguiente	hábil	de	efectuada	la	notificación.
Título	V
Inscripciones
Capítulo	I
Inscripciones
ART.	 38.—Referencia	 obligatoria	 del	 acto	 causal	 e	 inscripción	 no
convalidante.	 El	 asiento	 registral	 expresará	 necesariamente	 la	 obra,
producción	o	 título	de	donde	emana	el	derecho	 inscrito.	La	 inscripción	no
convalida	los	actos	que	sean	nulos	con	arreglo	a	las	disposiciones	vigentes.
ART.	 39.—Forma	 de	 extensión	 de	 los	 asientos	 de	 inscripción	 Los
asientos	de	 inscripción	 referentes	 a	una	partida	 se	 extenderán	en	estricto
orden	de	presentación	de	los	respectivos	títulos.
ART.	40.—Técnica	de	inscripción.	Los	asientos	registrales	van	a	constar
en	 tomos	 y	 a	 la	 vez	 en	 sistemas	 automatizados	 de	 procesamiento	 de
información.
Las	 partidas	 registrales	 llevarán	 una	 numeración	 que	 permita	 su
identificación	y	ubicación.
ART.	 41.—Contenido	 general	 del	 asiento	 de	 inscripción.	 Todo	 asiento	 de
inscripción	contendrá	el	título	de	la	obra,	producción	o	derecho	materia	de
inscripción,	 la	 naturaleza	 de	 la	 inscripción	 solicitada,	 se	 consignarán	 los
datos	relevantes	para	el	conocimiento	de	 terceros,	siempre	que	aparezcan
del	título;	el	número	de	la	partida	registral	y	del	asiento	respectivo;	la	fecha
de	 presentación	 de	 la	 solicitud;	 el	 número	 de	 expediente	 que	 da	 lugar	 al
asiento;	 la	 fecha	 de	 su	 inscripción;	 y,	 la	 autorización	 del	 funcionario
responsable	 de	 la	 inscripción,	 utilizando	 cualquier	 mecanismo,	 aprobado
por	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor,	que	permita	su	identificación.
ART.	 42.—Asiento	 extendido	 en	 mérito	 de	 resolución	 judicial.	 El
asiento	 de	 inscripción	 extendido	 en	 mérito	 de	 una	 resolución	 judicial
comprenderá,	además	de	los	requisitos	señalados	en	el	artículo	precedente
que	 resulten	 aplicables,	 la	 indicación	 de	 la	 sala	 o	 juzgado	 que	 haya
pronunciado	 la	 resolución,	 la	 fecha	 de	 ésta,	 y	 la	 constancia	 de	 haber
quedado	consentida	o	ejecutoriada	la	resolución	judicial,	de	ser	el	caso.
ART.	43.—Asiento	extendido	en	mérito	de	resolución	administrativa.
El	 asiento	 de	 inscripción	 extendido	 en	 mérito	 de	 una	 resolución
administrativa	 comprenderá,	 además	 de	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 el
artículo	 41	 la	 indicación	 del	 órgano	 administrativo	 que	 haya	 dictado	 la
resolución	 y	 la	 fecha	 de	 ésta.	 Cuando	 la	 normativa	 vigente	 así	 lo	 exija,	 se
indicará	la	constancia	de	haberse	agotado	la	vía	administrativa.
ART.	44.—Anotación	de	inscripción.	Por	cada	obra,	producción	o	derecho
que	hubiere	dado	lugar	a	inscripción	se	extenderá	un	registro	señalando	el
número	 del	 expediente	 y	 la	 fecha	 de	 su	 presentación,	 la	 naturaleza	 de	 la
inscripción	 solicitada,	 con	 indicación	 del	 número	 de	 asiento	 y	 partida
registral	 correspondiente,	 la	 fecha,	 firma	 y	 sello	 del	 funcionario	 que	 lo
autoriza,	el	mismo	que	se	conservará	en	el	archivo	registral.
Además	 deberá	 extenderse	 dos	 certificados	 de	 registro,	 uno	 para	 el
expediente	y	el	otro	para	ser	entregado	al	solicitante	de	la	inscripción.
ART.	 45.—Plazo	 de	 inscripción.	 Las	 inscripciones	 se	 practicarán,	 si	 no
existiesen	defectos	 u	 otras	 circunstancias	 debidamente	 acreditadas,	 o	 una
vez	 subsanadas	 las	 observaciones,	 dentro	 de	 los	 treinta	 (30)	 días	 hábiles
siguientes	 a	 la	 fecha	 de	 presentación,	 o	 a	 la	 fecha	 en	 que	 se	 subsana	 la
observación,	de	ser	el	caso.	Si	transcurre	el	plazo	establecido	en	el	párrafo
anterior,	sin	que	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	haya	resuelto	la	solicitud
de	inscripción,	se	aplicará	el	silencio	administrativo	negativo.
Capítulo	II
Anotaciones	preventivas
ART.	 46.—Definición.	 Las	 anotaciones	 preventivas	 son	 asientos
provisionales	y	transitorios	que	tienen	por	finalidad	reservar	la	prioridad	y
advertir	 la	 existencia	 de	 una	 eventual	 causa	 de	 modificación	 del	 acto	 o
derecho	inscrito.
ART.	47.—Actos	y	derechos	susceptibles	de	anotación	preventiva.	Son
susceptibles	 de	 anotación	 preventiva,	 las	 demandas	 y	 demás	 medidas
cautelares,	 así	 como	 las	 resoluciones	 judiciales	 que	 no	 den	 mérito	 a	 una
inscripción	definitiva.	Asimismo	se	extenderán	anotaciones	preventivas	en
los	demás	casos	autorizados	por	las	disposiciones	vigentes.
ART.	 48.—Improcedencia	 de	 la	 anotación	 preventiva.	 No	 procede	 la
inscripción	de	anotaciones	preventivas	que	se	originen	en	 la	existencia	de
defectos	u	obstáculos	subsanables	ni	en	 la	 falta	de	 inscripción	del	derecho
de	donde	emanan.
ART.	 49.—Efectos	 no	 excluyentes	 de	 la	 anotación	 preventiva.	 La
existencia	 de	 una	 anotación	 preventiva	 no	 determina	 la	 imposibilidad	 de
extender	 asientos	 registrales	 relacionados	 con	 los	 actos	 y	 derechos
publicitados	 en	 la	 partida	 registral,	 salvo	 que	 el	 contenido	 mismo	 de	 la
anotación	 preventiva	 o	 la	 disposición	 normativa	 que	 la	 regula	 establezca
expresamente	lo	contrario.
ART.	50.—Retroprioridad	derivada	de	la	anotación	preventiva.	Inscrito
el	 acto	 o	 derecho	 cuya	 prioridad	 ha	 sido	 cautelada	 por	 la	 anotación
preventiva,	surtirá	sus	efectos	desde	la	fecha	del	asiento	de	presentación	de
la	anotación.
ART.	 51.—Anotación	 preventiva	 de	 resoluciones	 judiciales.	 Las
anotaciones	 preventivas	 que	 procedan	 de	 resolución	 judicial	 se	 extienden
sin	perjuicio	de	que	hayan	sido	impugnadas	dentro	del	procedimiento,	salvo
disposición	en	contrario.
ART.	 52.—Indicación	 del	 plazo	 de	 vigencia.	 Los	 asientos	 de	 anotación
preventiva	 deben	 contener,	 de	 ser	 el	 caso,	 la	 indicación	 del	 plazo	 de	 su
vigencia,	el	cual	se	encontrará	determinado	por	las	normas	que	autorizan	su
extensión.
Título	VI
Nulidad	y	posterior	cancelación	del	asiento	de	inscripción
ART.	53.—Legítimo	interés	para	accionar.	Quien	tenga	legítimo	interés	y
cuyo	derecho	haya	sido	lesionado	por	una	inscripción	nula,	podrá	solicitar	a
la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 la	 declaración	 de	 invalidez	 de	 dicha
inscripción	y	pedir	la	posterior	cancelación	del	asiento.
ART.	 54.—Causales	 de	 nulidad.	 La	 Oficina	 de	Derechos	 de	 Autor	 podrá
declarar,	de	oficio	o	a	petición	de	parte,	la	nulidad	del	registro	de	una	obra,
producción	o	derecho,	previa	audiencia	de	la	parte	interesada,	siempre	que:
a)	Haya	sido	concedida	en	contravención	de	cualquiera	de	las	disposiciones
de	la	legislación	de	derechos	de	autor.
b)	 El	 registro	 se	 hubiere	 otorgado	 en	 base	 a	 datos	 falsos	 o	 inexactos
contenidos	 en	 la	 solicitud	 o	 sus	 recaudos,	 y	 siempre	 y	 cuando	 sean
esenciales.
c)	 El	 registro	 se	 hubiere	 otorgado	 en	 base	 a	 documentos	 previamente
declarados	falsos	o	inexactos	por	autoridad	competente,	y	siempre	y	cuando
sean	esenciales.
Las	 acciones	 de	 nulidad	 que	 se	 deriven	 del	 presente	 artículo	 podrán
iniciarse	en	cualquier	momento.
ART.	55.—Requisitos	y	anexos	de	la	solicitud.	La	solicitud	de	nulidad	de
registro	deberá	consignar	o	adjuntar,	según	el	caso,	lo	siguiente:
a)	Nombre,	número	de	documento	de	 identidad,	domicilio	real	y	procesal
del	 solicitante;	 y	 en	 caso	 de	 ser	 persona	 jurídica	 acreditar	 su	 existencia	 y
representación.
b)	Domicilio	del	titular	de	la	partida	registral.
c)	 Número	 de	 la	 partida	 registral	 y	 del	 asiento	 objeto	 de	 la	 solicitud	 de
nulidad.
d)	El	petitorio	redactado	de	manera	clara	y	concreta.
e)	 Los	 hechos	 y	 causales	 en	 los	 cuales	 se	 fundamenta	 la	 solicitud	 de
nulidad,	expuestos	en	forma	precisa	y	ordenada.
f)	Lugar,	fecha	y	firma	o	huella	digital,	en	el	caso	de	no	saber	firmar	o	estar
impedido.
g)	Los	medios	probatorios	que	se	ofrecen.
h)	La	relación	de	los	documentos	y	anexos	que	se	acompañan.
i)	Copia	de	la	solicitud	y	sus	recaudos	para	el	titular	registrado.
j)	Comprobante	de	pago	correspondiente.
ART.	56.—Procedimiento.	Las	acciones	de	nulidad	y	posterior	cancelación
de	 asiento	 de	 inscripción,	 iniciadas	 de	 oficio	 o	 solicitud	 de	 parte,	 se
sujetarán	 al	 procedimiento	 establecido	 en	 el	 artículo	 174	 del	 Decreto
Legislativo	822.
ART.	 57.—Cancelación	 de	 asientos	 extendidos	 por	mandato	 judicial.
Las	 inscripciones	 o	 anotaciones	 preventivas	 extendidas	 en	 virtud	 de
mandato	judicial	se	cancelarán	sólo	por	otro	mandato	judicial,	sin	perjuicio
de	lo	señalado	en	el	artículo	60	de	este	reglamento.
ART.	 58.—Cancelación	 del	 asiento	 de	 partida	 registral.	 En	 la	 misma
resolución	que	declara	la	nulidad	de	un	registro,	 la	Oficina	de	Derechos	de
Autor	ordenará	la	cancelación	de	la	partida	registral	correspondiente.
El	 funcionario	 encargado	 dejará	 constancia	 en	 el	 reverso	 de	 la	 partida
registral	la	cancelación	de	la	misma.
Título	VII
Caducidad	de	asiento	de	inscripción
ART.	 59.—Caducidad	 de	 asiento	 de	 inscripción.	 El	 asiento	 de	 una
partida	 registral	 caduca	 cuando	 transcurre	 el	 plazo	 establecido	 en	 el
documento	que	sirvió	de	sustento	para	el	registro.
ART.	 60.—Extinción	 de	 pleno	 derecho.	 Los	 asientos	 se	 entenderán
extinguidos	de	pleno	derecho	 cuando	opere	 la	 caducidad.	 Sin	perjuicio	de
ello,	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 de	 oficio,	 extenderá	 los	 asientos	 de
cancelación	respectivos.
ART.	 61.—Extinción	 de	 anotaciones	 preventivas.	 Las	 anotaciones
preventivas	se	extinguen	por	caducidad	o	por	su	conversión	en	inscripción.
Título	VIII
Rectificación	de	asiento	de	inscripción
ART.	 62.—Definición	 de	 inexactitud	 registral.	 Se	 entenderá	 por
inexactitud	 del	 registro	 toda	 diferencia	 existente	 entre	 lo	 registrado	 y	 la
realidad	extrarregistral.
Cuando	la	inexactitud	del	registro	provenga	de	error	u	omisión	cometidos
en	algún	asiento	o	partida	registral,	se	rectificará	en	la	forma	establecida	en
el	presente	título.
ART.	 63.—Procedencia	 de	 la	 rectificación.	 La	 Oficina	 de	 Derechos	 de
Autor	rectificará	las	inexactitudes	a	solicitud	de	parte.
Asimismo,	 puede	 proceder	 de	 oficio,	 cuando	 advierta	 la	 existencia	 de
errores	materiales.
ART.	 64.—Solicitud	 de	 rectificación.	 Las	 rectificaciones	 pueden	 ser
invocadas	por	el	solicitante	del	registro.	Se	presentarán	indicando	el	error
materia	 de	 rectificación;	 asimismo,	 se	 señalará	 el	 número	 de	 la	 partida
registral.
ART.	 65.—Forma	 de	 la	 rectificación.	 Todo	 error	 deberá	 rectificarse
mediante	 una	 resolución	 que	 ordenará	 la	 emisión	 de	 dos	 certificados
conteniendo	 la	 respectiva	 rectificación.	Uno	de	 los	 certificados	deberá	 ser
para	el	expediente,	y	el	otro	se	notificará	al	solicitante	del	registro.	En	virtud
a	la	referida	resolución	se	modificará	la	partida	registral	digital,	y	en	el	tomo
respectivo	se	dejará	constancia	de	 la	modificación	al	 reverso	de	 la	partida
respectiva.
ART.	66.—Error	material.	El	error	material	se	presenta	en	 los	siguientes
supuestos:
a)	 Si	 se	 ha	 consignado	 en	 el	 asiento	 de	 una	 partida	 registral	 una	 o	más
palabras,	nombres	u	otros	datos,	de	manera	distinta	a	los	que	constan	en	los
documentos	presentados	con	la	solicitud	de	registro.
b)	 Si	 se	 ha	 omitido	 la	 expresión	 de	 algún	 dato	 o	 circunstancia	 que	 debe
constar	en	el	asiento	de	una	partida	registral.
c)	Si	se	ha	extendido	el	asiento	en	una	partida	o	rubro	diferente	al	que	le
corresponde.
d)	Si	se	han	numerado	defectuosamente	el	asiento	o	la	partida.
e)	Si	se	ha	consignado	erróneamente	el	título,	el	nombre	del	autor,	titular,
productor,	 el	 número	 de	 expediente,	 la	 fecha	 de	 presentación	 o	 fecha	 de
registro.
ART.	67.—Rectificación	amparada	en	documentos	fehacientes.	Cuando
la	rectificación	se	refiera	a	hechos	susceptibles	de	ser	probados	de	un	modo
absoluto	 con	 documentos	 fehacientes,	 bastará	 la	 petición	 de	 la	 parte
interesada	acompañada	de	los	documentos	que	aclaren	el	error	producido.
Dichos	documentos	pueden	consistir	en	copias	de	documentos	de	identidad
o	cualquier	otro	que	demuestre	indubitablemente	la	inexactitud	registral.
ART.	 68.—Derechos	 adquiridos	 por	 terceros	 En	 ningún	 caso	 la
rectificación	del	registro	perjudicará	los	derechos	adquiridos	por	tercero	de
buena	fe	durante	la	vigencia	del	asiento	que	se	declare	inexacto.
ART.	 69.—Nulidad	 de	 asiento	 de	 inscripción.	 Sólo	 a	 través	 de	 un
procedimiento	de	nulidad	y	posterior	cancelación	de	asiento	de	inscripción,
a	 instancia	 de	 parte	 o	 de	 oficio,	 se	 declarará	 la	 invalidez	 de	 los	 asientos
registrales.	 Consecuentemente,	 no	 resulta	 procedente	 que	 mediante
rectificación,	se	produzca	declaración	en	tal	sentido.
Título	IX
Archivo	registral
Capítulo	I
Contenido	y	conservación	del	archivo	registral
ART.	 70.—Documentos	 que	 integran	 el	 archivo	 registral.	 El	 archivo
registral	está	constituido	por:
a)	Las	partidas	registrales	que	constan	en	tomos	y	en	soportes	magnéticos.
b)	Los	expedientes	que	han	servido	para	las	inscripciones,	los	mismos	que
contienen	 las	 solicitudes	 y	 sus	 recaudos,	 las	 observaciones	 y	 demás
documentos	presentados	por	los	solicitantes.
c)	Las	obras	y	producciones	registradas	debidamente	clasificados.
ART.	 71.—Digitalización	 de	 los	 intangibles	 registrados.	 La	 Oficina	 de
Derechos	 de	 Autor,	 conservará	 las	 obras,	 producciones	 y	 derechos
registrados	 en	 un	 archivo	 digital,	 utilizando	 para	 ello	 cualquier	 forma	 de
reproducción	que	garantice	su	intangibilidad.
ART.	72.—Prohibición	de	salida	de	documentos	del	archivo	registral.
Los	documentos	del	archivo	registral	permanecerán	siempre	en	el	Registro
Nacional	 del	 Derecho	 de	 Autor	 y	 Derechos	 Conexos,	 no	 pudiendo	 ser
trasladados	a	otro	lugar,	salvo	cuando	la	autoridad	judicial	lo	requiera	o	lo
disponga	 la	 jefatura	 de	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 por	 razones
debidamente	justificadas.
ART.	 73.—Lugar	 de	 realización	 de	 diligencias	 referidas	 a	 los
documentos	 del	 archivo	 registral.	 La	 exhibición,	 pericia,	 cotejo	 o
cualquier	 otra	 diligencia,	 referida	 a	 los	 documentos	 del	 archivo	 registral,
ordenada	 por	 el	 Poder	 Judicial,	 se	 realizará	 en	 la	 sede	 de	 la	 Oficina	 de
Derechos	de	Autor.
Excepcionalmente,	cuando	la	autoridad	judicial	determine	que	por	razones
técnicas	o	de	otra	 índole	no	pueda	efectuarse	la	diligencia	en	la	sede	de	la
Oficina	de	Derechos	de	Autor,	la	diligencia	se	realizará	fuera	de	ella.	Para	tal
efecto,	 el	 funcionario	 designado,	 trasladará	 personalmente	 el	 o	 los
documentos	 requeridos	para	que	se	practique	 la	diligencia,	procediendo	a
su	inmediata	devolución	al	concluir	la	misma.
En	 el	 supuesto	 que	 el	 requerimiento	 sea	 efectuado	 por	 una	 autoridad
judicial	de	competencia	territorial	distinta	a	la	de	Lima	y	Callao,	se	remitirá
una	copia	certificada.
En	caso	de	no	existir	copia	de	seguridad	del	documento,	antes	de	efectuar
el	traslado	a	que	se	refiere	el	segundo	párrafo,	se	procederá	a	obtener	copia
certificada	del	documento,	a	la	cual	se	adjuntará	el	mandato	respectivo.
ART.	74.—Forma	de	archivar	los	títulos.	Los	documentos	a	que	se	refiere
el	literal	a)	del	artículo	70	del	presente	reglamento,	se	archivarán	por	orden
cronológico	de	presentación	y	se	empastarán	formándose	tomos.
ART.	 75.—Preservación	 de	 documentos	 en	 peligro	 de	 deterioro.
Cuando	se	deterioren	determinados	documentos	del	registro,	y	los	mismos
aún	no	se	encuentren	digitalizados	y	exista	el	peligro	de	que	desaparezca	su
contenido,	 se	 procederá	 a	 solicitar	 su	 reposición.	 En	 la	 partida	 se	 dejará
constancia	de	este	hecho.	Las	 copias	digitales,	 en	medios	que	aseguren	 su
integridad	e	inalterabilidad,	tienen	el	mismo	valor	y	efectos	legales	que	los
documentos	reproducidos.
Capítulo	II
Reconstrucción	del	archivo	registral
ART.	 76.—Reconstrucción	 de	 partidas.	 En	 los	 casos	 de	 pérdida	 o
destrucción	de	la	información	relativa	a	las	partidas	registrales,	se	ordenará
el	inicio	del	procedimiento	de	reconstrucción	de	las	mismas.
En	la	resolución	que	a	tal	efecto	se	expida,	se	designará	a	un	funcionario	la
realización	 de	 dicha	 reconstrucción	 y	 se	 dispondrá	 la	 publicación	 de	 un
aviso	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	y	en	otro	de	mayor	circulación.
Adicionalmente,	 se	 ordenará	 la	 utilización	 de	mecanismos	 de	 publicidad
que	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 considere	 pertinentes,	 para	 dar	 a
conocer	 dicho	 procedimiento	 a	 los	 interesados,	 los	 que	 se	 mantendrán
durante	todo	el	período	de	reconstrucción.
Las	 publicaciones	 mencionadas	 en	 los	 párrafos	 precedentes,	 deberán
precisar	 la	 pérdida	 o	 destrucción	 producida,	 los	 datos	 que	 permitan	 el
mejor	 conocimiento	 de	 las	 inscripciones	 materia	 de	 reconstrucción	 y	 la
convocatoria	 a	 los	 interesados	 para	 que	 aporten	 toda	 la	 información	 que
permita	la	reconstrucción	de	las	partidas	perdidas	o	destruidas.
ART.	77.—Plazo	de	la	reconstrucción	e	inscripciones	provisionales.	El
período	de	reconstrucción	durará	seis	(6)	meses	contados	desde	la	fecha	de
la	 última	 publicación	 en	 los	 diarios,	 período	 en	 el	 cual,	 la	 Oficina	 de
Derechos	 de	 Autor	 mediante	 resoluciones	 debidamente	 motivadas,
ordenará	 se	 extiendan	 provisionalmente	 los	 asientos	 que	 reemplacen	 a
aquéllos	 que	 quedaron	 destruidos,	 cuando	 se	 obtenga	 la	 información	 que
permita	acreditar	su	anterior	inscripción.
Los	asientos	provisionales	a	que	se	refiere	el	párrafo	precedente,	no	gozan
de	los	efectos	 inherentes	a	 las	 inscripciones,	 teniendo	carácter	meramente
informativo.
ART.	78.—Conclusión	y	efectos	del	procedimiento	de	reconstrucción.
Transcurrido	 el	 plazo	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior,	 la	 Oficina	 de
Derechos	de	Autor	declarará	concluido	el	procedimiento	y	adoptará	alguna
de	las	siguientes	acciones:
a)	Convertir	en	definitivos	los	asientos	provisionales	extendidos	durante	el
procedimiento,	 previo	 reordenamiento.	 Dicha	 conversión	 sólo	 procederá
cuando	 se	 cuente	 con	 todos	 los	 asientos	 que	 integran	 la	 partida.	 La
conversión	implica	que	la	partida	ha	quedado	reconstruida.
b)	 Prorrogar	 indefinidamente	 la	 vigencia	 de	 los	 asientos	 provisionales
extendidos	durante	dicho	procedimiento,	 en	 caso	no	 sea	posible	 acreditar
que	los	asientos	provisionales	constituyen	la	totalidad	de	los	que	integran	la
partida	 materia	 de	 reconstrucción.	 En	 este	 supuesto,	 el	 procedimiento
concluirá	sin	que	se	reconstruya	la	partida.
c)	Dar	por	concluido	el	procedimiento	sin	haber	reconstruido	la	partida,	al
no	 haberse	 podido	 extender	 ningún	 asiento	 provisional	 durante	 el
procedimiento.
En	 los	 supuestos	 de	 los	 literales	 a)	 y	 b)	 se	 ordenará	 además,	 que	 se
extienda	 la	 anotación	 que	 publicite	 la	 conclusión	 del	 procedimiento	 en	 la
partida	correspondiente.
Para	efectos	de	la	calificación,	las	situaciones	previstas	en	los	literales	b)	y
c)	se	considerarán	como	obstáculos	insalvables.
ART.	79.—Conclusión	anticipada	del	procedimiento.	Sin	perjuicio	de	 lo
indicado	en	los	artículos	anteriores,	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	podrá
disponer	 la	 conclusión	 anticipada	 del	 procedimiento	 de	 reconstrucción,
cuando	 advierta	 de	 manera	 indubitable	 que	 se	 cuenta	 con	 todas	 las
inscripciones	 de	 la	 partida	 materia	 de	 reconstrucción,	 en	 cuyo	 caso	 se
aplicará	lo	dispuesto	en	el	literal	a)	del	artículo	precedente.
ART.	80.—Reconstrucción	con	posterioridad	al	vencimiento	del	plazo.
No	 obstante	 haber	 concluido	 el	 procedimiento,	 sin	 que	 haya	 sido	 posible
reconstruir	 la	 partida	 registral	 correspondiente,	 puede	 ordenarse	 la
reconstrucción	 con	 posterioridad,	 cuando	 surjan	 elementos	 que	 permitan
determinar	de	manera	indubitable	que	se	cuenta	con	toda	la	información	de
la	 partida	 registral,	 siendo	 de	 aplicación	 lo	 dispuesto	 en	 el	 literal	 a)	 del
artículo	78	del	presente	reglamento.
ART.	 81.—Impugnaciones.	 Las	 impugnaciones	 a	 las	 resoluciones	 que	 se
emitan	en	el	procedimiento	de	 reconstrucción	se	 regirán	de	acuerdo	a	 las
normas	que	regulan	el	procedimiento	administrativo.
Título	X
Publicidad	del	registro
ART.	 82.—Documentos	 e	 información	 que	 brinda	 el	 registro.	 Toda
persona	 tiene	 derecho	 a	 solicitar	 sin	 expresión	 de	 causa	 y	 obtener	 del
registro,	 previo	 pago	 de	 las	 tasas	 registrales	 correspondientes,	 de	 ser	 el
caso:
a)	 Duplicado	 o	 copia	 certificada	 de	 las	 partidas	 registrales,	 anotaciones,
cancelaciones.
b)	 Exhibición	 o	 expedición	 de	 copia	 certificada	 de	 los	 expedientes	 de
registro	concluidos	o	en	trámite	de	inscripción.
c)	Búsqueda	de	obras	o	producciones	registradas.
d)	Constancia	de	registro	de	obras	o	producciones.
e)	 Exhibición	 de	 las	 obras,	 producciones	 o	 títulos	 registrados;	 con
excepción	 de	 las	 obras	 o	 producciones	 inéditas	 o	 cuando	 la	 Oficina	 de
Derechos	de	Autor	disponga	su	reserva	por	razones	de	seguridad.
ART.	83.—Plazo	para	expedir	certificados.	Los	certificados	se	expedirán
dentro	de	los	tres	días	de	solicitados,	salvo	aquéllos	que	por	su	extensión	u
otra	causa	 justificada	requieran	de	un	mayor	plazo	para	su	expedición,	en
cuyo	caso,	el	funcionario	encargado	deberá	dar	cuenta	a	la	jefatura.
ART.	84.—Efectos	de	la	publicidad	registral	formal.	Los	certificados	que
extiende	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 acreditan	 la	 existencia	 o
inexistencia	 de	 inscripciones	 o	 anotaciones	 en	 el	 registro	 al	 tiempo	 de	 su
expedición.
De	 existir	 títulos	 pendientes,	 se	 mencionarán	 en	 la	 certificación,
indicándose	los	datos	relevantes	del	asiento	de	presentación.
Título	XI
Recursos	impugnativos
ART.	 85.—Procedencia	 del	 recurso.	 Con	 la	 inscripción	 de	 la	 obra,
producción	 o	 título	 se	 concluye	 el	 procedimiento	 registral;	 contra	 ella
procede	 el	 recurso	 de	 reconsideración	 o	 apelación.	 Asimismo	 procede
interponer	 dichos	 recursos	 contra	 las	 resoluciones	 que	 ponen	 fin	 a	 la
instancia.
No	procede	interponer	recurso	de	apelación	contra	las	observaciones	a	las
solicitudes	de	registro.
ART.	 86.—Personas	 legitimadas.	 Están	 facultados	 para	 interponer	 el
recurso	 y	 para	 desistirse	 del	 mismo,	 el	 solicitante	 del	 registro	 o	 su
representante.
ART.	87.—Plazo	para	su	 interposición.	El	 recurso	 de	 reconsideración	 o
apelación	 se	 interpondrá	 dentro	 del	 plazo	 de	 quince	 (15)	 días	 hábiles,
contados	a	partir	del	día	siguiente	de	la	notificación	de	la	inscripción	o	de	la
resolución	que	pone	fin	a	la	instancia.
ART.	88.—Requisitos	de	admisibilidad.	Son	 requisitos	 de	 admisibilidad
del	recurso:
a)	Nombre,	datos	de	identidad	y	domicilio	del	recurrente.
b)	La	decisión	respecto	de	la	cual	se	recurre.
c)	Los	fundamentos	de	la	impugnación.
d)	Lugar,	fecha	y	firma	del	recurrente.
e)	El	comprobante	de	pago	de	la	tasa	correspondiente.
ART.	 89.—Recepción	 del	 recurso	 de	 apelación.	 El	 recurso	 debe	 ser
presentado	 ante	 la	 mesa	 de	 partes	 del	 Indecopi	 o	 de	 las	 oficinas
descentralizadas	del	Indecopi.
Disposición	Transitoria.—A	fin	de	implementar	el	registro	virtual	de	obras,
producciones	 y	 derechos,	 y	 ejecutar	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 15	 del
presente	 reglamento,	 la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	dictará	 las	medidas
necesarias	 con	 la	 finalidad	de	que	empiece	a	 funcionar	dicho	 registro	una
vez	se	culmine	el	proyecto	piloto	respectivo.
Asimismo	 la	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 dictará	 las	 disposiciones
necesarias	para	la	aplicación	progresiva	de	lo	establecido	en	el	artículo	71
del	presente	reglamento.
Disposición	 Complementaria.—En	 todo	 lo	 no	 previsto	 en	 el	 presente
reglamento	es	de	aplicación	 la	Ley	27444,	 el	Código	Civil	 y	 el	Reglamento
General	de	los	Registros	Públicos	en	cuanto	resulte	aplicable.
Disposición	Final.—El	presente	reglamento	entrará	en	vigencia	a	partir	del
día	siguiente	de	su	publicación	en	la	separata	de	normas	legales	del	Diario
Oficial	“El	Peruano”.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 registro	 de	 los	 derechos	 de	 autor	 es	 sólo
declarativo.	 “El	 artículo	 53	 de	 la	 Decisión	 351	 señala	 que	 el	 registro	 es
declarativo	 y	 no	 constitutivo	 de	 derechos.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 la
inscripción	 en	 el	 registro	 presume	 ciertos	 los	 hechos	 y	 actos	 que	 en	 ella
consten,	 salvo	 prueba	 en	 contrario.	 Toda	 inscripción	 deja	 a	 salvo	 los
derechos	 de	 terceros.	 La	 sala	 conviene	 en	 señalar	 que,	 además	 de	 lo
establecido	 expresamente	 por	 las	 normas,	 el	 registro	 otorgaba	 (y	 otorga)
otros	beneficios:	no	se	tenía	que	probar	 la	 titularidad	de	 la	obra,	otorgaba
publicidad	a	 la	obra	y,	además,	permitía	al	autor	tener	una	 fecha	cierta	de
creación	 de	 su	 obra	 para	 defender	 sus	 derechos.	 Actualmente,	 el	 Decreto
Legislativo	Nº	822	señala	que	la	inscripción	en	el	registro	no	crea	derechos,
teniendo	 un	 carácter	 meramente	 referencial	 y	 declarativo,	 constituyendo
solamente	 un	 medio	 de	 publicidad	 y	 prueba	 de	 anterioridad.	 (...).
Atendiendo	a	la	naturaleza	declarativa	del	registro	y	dado	que	el	mismo	no
otorga	derechos	a	su	titular,	ha	sido	práctica	de	la	autoridad	administrativa
ante	 una	 solicitud	 de	 registro	 realizar	 sólo	 una	 revisión	 formal	 de	 la
solicitud	 y	 de	 la	 obra,	 sin	 analizar	 el	 contenido	 de	 ésta,	 es	 decir,	 sin
determinar	 si	 se	 trata	 de	 una	 creación	 original,	 procediendo	 a	 otorgar	 el
registro	correspondiente	si	 la	 solicitud	cumple	con	 los	 requisitos	 formales
exigidos	 por	 ley,	 salvo	 que	 aquello	 que	 pretenda	 registrarse	 carezca
manifiestamente	 de	 originalidad.	 Por	 lo	 general,	 es	 dentro	 de	 un
procedimiento	administrativo	(denuncia	por	infracción	a	la	Ley	de	Derechos
de	Autor,	una	acción	de	nulidad	del	registro,	etc.)	donde	se	determina	si	la
obra	que	 fue	objeto	de	 registro	goza	de	 la	originalidad	necesaria	para	 ser
protegida	 por	 la	 Ley	 de	 Derechos	 de	 Autor”.	 (R.	 1147-1999-TRI-SPI.
20.09.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 171.—Carácter	 declarativo	 de	 la	 inscripción	 del	 registro.	 La
inscripción	en	el	registro	no	crea	derechos,	teniendo	un	carácter	meramente
referencial	y	declarativo,	constituyendo	solamente	un	medio	de	publicidad	y
prueba	de	anterioridad.
D.	Leg.	822.
ART.	 172.—Legitimidad	 para	 solicitar	 el	 registro.	 Cualquiera	 de	 los
titulares	 de	 derechos	 sobre	 una	misma	 obra,	 interpretación	 o	 producción
está	 facultado	 para	 solicitar	 su	 registro	 y	 los	 efectos	 de	 inscripción
beneficiarán	a	todos.
CAPÍTULO	III
DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO
D.	Leg.	822.
ART.	173.—Legitimidad	para	 accionar	por	 infracción.	 Sin	 perjuicio	 de
las	 acciones	 civiles	 y	 penales	 que	 se	 interpongan	 ante	 las	 autoridades
judiciales	 competentes,	 los	 titulares	 de	 cualquiera	 de	 los	 derechos
reconocidos	en	la	legislación	sobre	el	Derecho	de	Autor	y	Derechos	Conexos,
o	sus	representantes,	podrán	denunciar	la	infracción	de	sus	derechos	ante	la
Oficina	de	Derechos	de	Autor	en	su	condición	de	autoridad	administrativa
competente;	 no	 constituyendo	 esta	 última,	 en	 ninguno	 de	 los	 casos,	 vía
previa.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 desistimiento	 en	 el	 procedimiento
administrativo	 ante	 el	 Indecopi.	 “El	 desistimiento	 es	 una	 institución	 del
Derecho	Procesal	que	alude	al	 retiro	voluntario,	 expreso	y	 terminante	del
ejercicio	de	un	derecho,	pretensión,	recurso	o	cualquier	trámite	incluyendo
la	acción	misma.	El	Decreto	Legislativo	Nº	822	no	regula	expresamente	esta
figura	procesal,	por	lo	que	resulta	de	aplicación	supletoria	lo	dispuesto	en	el
Decreto	Supremo	Nº	02-94-JUS	que	aprueba	el	Texto	Único	Ordenado	de	la
Ley	 de	 Normas	 Generales	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 (en	 cuanto
sea	 aplicable	 a	 los	 derechos	 de	 propiedad	 intelectual	 y	 a	 sus
procedimientos).	Asimismo,	es	aplicable	lo	establecido	en	el	Código	Procesal
Civil	en	 lo	que	no	esté	expresamente	previsto	en	 la	norma	administrativa,
en	virtud	de	lo	dispuesto	en	la	primera	disposición	final	del	Código	Procesal
Civil”.	(R.	486-1999-TRI-SPI.	21.04.99)
D.	Leg.	822.
ART.	174.—Procedimiento	administrativo	por	infracción.	Las	acciones
por	 infracción	 iniciadas	 de	 oficio	 o	 a	 solicitud	 de	 parte,	 se	 sujetarán	 al
procedimiento	que	 se	establece	en	el	Título	V	del	Decreto	Legislativo	807
con	excepción	del	artículo	22	de	dicho	cuerpo	legal.
Para	tales	efectos,	entiéndase	que	cuando	en	el	Título	V	se	haga	referencia
a	 la	 comisión,	 se	 entenderá	 referido	al	 jefe	de	 la	oficina	y	 cuando	 se	haga
referencia	 al	 secretario	 técnico,	 al	 funcionario	 designado	 por	 la	 oficina
competente.
D.	Leg.	807.
ART.	 22.—Las	 disposiciones	 contenidas	 en	 el	 presente	 título	 regirán	 los
procedimientos	administrativos	seguidos	ante	la	Comisión	de	Protección	al
Consumidor	y	ante	la	Comisión	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal	del
Indecopi.	 El	 procedimiento	 seguido	 ante	 la	 Comisión	 de	 Protección	 al
Consumidor	se	rige	también	por	las	disposiciones	contenidas	en	el	Decreto
Legislativo	N°	716.
D.	Leg.	807.
ART.	 23.—El	 procedimiento	 ante	 la	 comisión	 correspondiente	 podrá
iniciarse	a	pedido	de	parte	o	de	oficio.	El	procedimiento	se	inicia	a	pedido	de
parte	 mediante	 la	 presentación	 de	 una	 solicitud	 dirigida	 al	 secretario
técnico	de	 la	 comisión	conteniendo	 los	 requisitos	establecidos	en	el	Texto
Único	de	Procedimientos	Administrativos	del	Indecopi.	El	procedimiento	se
inicia	de	oficio	por	decisión	de	la	comisión	o	del	secretario	técnico,	en	este
último	caso	con	cargo	a	dar	cuenta	a	la	comisión.
D.	Leg.	807.
ART.	 24.—El	 secretario	 técnico	 se	 encargará	 de	 la	 tramitación	 del
procedimiento.	Para	ello,	cuenta	con	las	siguientes	facultades:
a)	Notificar	al	 interesado	en	caso	que	sea	necesario	subsanar	omisiones	a
la	solicitud	presentada,	y	en	caso	de	no	producirse	tal	subsanación	rechazar
definitivamente	la	solicitud.
b)	 Someter	 a	 la	 consideración	 de	 la	 comisión	 aquellas	 denuncias	 que
tengan	 la	 documentación	 completa	 y	 cumplan	 con	 los	 requisitos	 exigidos
por	ley,	a	efectos	de	que	esta	última	las	admita	a	trámite.
c)	 Admitir	 denuncias	 a	 trámite,	 en	 aquellos	 casos	 en	 que	 la	 comisión	 le
haya	delegado	esta	facultad.
d)	 Efectuar	 todas	 las	 notificaciones	 relativas	 a	 la	 tramitación	 del
procedimiento	 mediante	 oficio,	 carteles,	 facsímil,	 transmisión	 de	 datos,
correo	electrónico	o	cualquier	medio	que	garantice	su	recepción	por	parte
de	los	destinatarios.
e)	 Declarar	 la	 pertinencia	 o	 improcedencia	 de	 los	 medios	 probatorios
ofrecidos	 por	 las	 partes,	 disponer	 de	 oficio	 la	 actuación	 de	 medios
probatorios	y	actuar	los	que	correspondan.
f)	Llevar	a	cabo	las	inspecciones	e	investigaciones	necesarias	para	otorgar
mayores	elementos	de	juicio	a	la	comisión,	así	como	las	fiscalizaciones	que,
de	ser	el	caso,	se	contemplen	en	disposiciones	legales	y	reglamentarias,	que
considere	pertinentes	o	que	sean	requeridas	por	la	comisión.
g)	Conducir	las	audiencias	de	conciliación	que	sean	programadas	o	delegar
la	conducción	de	ellas	en	otras	personas,	de	ser	el	caso.
h)	 Las	 demás	 que	 el	 Decreto	 Ley	 N°	 25868,	 su	 reglamento	 y	 demás
disposiciones	legales	le	otorgan.
D.	Leg.	807.
ART.	 25.—La	 comisión	 se	 pronunciará	 sobre	 la	 admisión	 a	 trámite	 de	 la
denuncia,	el	dictado	de	las	medidas	cautelares,	las	nulidades	por	defectos	de
procedimiento,	la	resolución	final,	y	la	concesión	o	denegación	de	recursos
impugnativos.
D.	Leg.	807.
ART.	26.—Una	vez	admitida	a	trámite	la	denuncia,	se	correrá	traslado	de	la
misma	al	denunciado,	a	fin	de	que	éste	presente	su	descargo.	El	plazo	para
la	 presentación	 del	 descargo	 será	 de	 cinco	 (5)	 días	 contados	 desde	 la
notificación,	 vencido	 el	 cual,	 el	 secretario	 técnico	 declarará	 en	 rebeldía	 al
denunciado	que	no	lo	hubiera	presentado.
En	el	caso	de	los	procedimientos	de	oficio,	el	plazo	para	la	presentación	de
descargos	correrá	a	partir	de	la	fecha	en	la	que	el	secretario	técnico	notifica
al	denunciado	los	hechos	materia	de	investigación,	así	como	la	tipificación	y
descripción	 de	 la	 presunta	 infracción.	 El	 secretario	 técnico	 podrá	 realizar
las	inspecciones	e	investigaciones	que	considere	necesarias,	antes	de	enviar
dicha	 comunicación.	 La	 notificación	 de	 la	 denuncia	 podrá	 efectuarse
simultáneamente	con	 la	realización	de	una	 inspección,	ya	sea	a	pedido	del
denunciante	o	de	oficio,	en	caso	de	que	el	secretario	técnico	considere	que
su	actuación	sea	pertinente.
D.	Leg.	807.
ART.	 27.—En	 cualquier	 etapa	 del	 procedimiento,	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 de
parte,	 la	 comisión	 podrá,	 dentro	 del	 ámbito	 de	 su	 correspondiente
competencia,	 dictar	 una	 o	 varias	 de	 las	 siguientes	 medidas	 cautelares
destinadas	a	asegurar	el	cumplimiento	de	la	decisión	definitiva:
a)	La	cesación	de	los	actos	materia	de	denuncia.
b)	 El	 comiso,	 el	 depósito	 o	 la	 inmovilización	 de	 los	 productos,	 etiquetas,
envases	y	material	publicitario	materia	de	denuncia.
c)	El	cese	preventivo	de	la	publicidad	materia	de	denuncia.
d)	 La	 adopción	 de	 las	 medidas	 necesarias	 para	 que	 las	 autoridades
aduaneras	impidan	el	ingreso	al	país	de	los	productos	materia	de	denuncia.
e)	El	cierre	temporal	del	establecimiento	del	denunciado.
f)	Cualquier	otra	medida	que	tenga	por	objeto	evitar	que	se	produzca	algún
perjuicio	 derivado	 del	 acto	 denunciado	 o	 que	 tenga	 como	 finalidad	 la
cesación	de	éste.
La	 comisión	 podrá,	 de	 considerarlo	 pertinente,	 ordenar	 una	 medida
cautelar	 distinta	 a	 la	 solicitada	 por	 la	 parte	 interesada.	 En	 caso	 de	 existir
peligro	actual	o	 inminente	 si	 es	que	no	se	adoptan	 las	medidas	cautelares
correspondientes,	 el	 secretario	 técnico	 podrá	 imponerlas,	 con	 cargo	 a	 dar
cuenta	 inmediatamente	a	 la	comisión.	La	comisión	ratificará	o	 levantará	 la
medida	cautelar	impuesta.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 destaca	 la	 importancia	 de	 acreditar	 la
verosimilitud	 de	 la	 ilegalidad	 del	 daño	 como	 requisito	 para	 ordenar
medidas	 cautelares.	 “(...)	 el	 artículo	 27	 del	 Decreto	 Legislativo	 807,	 Ley
sobre	 Facultades,	 Normas	 y	 Organización	 del	 Indecopi,	 establece	 que	 en
cualquier	 etapa	 del	 procedimiento	 la	 comisión	 puede	 dictar	 medidas
cautelares	destinadas	a	asegurar	el	cumplimiento	de	la	decisión	definitiva.
Asimismo,	 dispone	 que,	 para	 que	 proceda	 el	 dictado	 de	 una	 medida
cautelar,	 es	 necesario	 que	 se	 cumpla	 con	 acreditar	 conjuntamente	 la
verosimilitud	del	carácter	 ilegal	del	daño	y	que	 la	 intervención	preventiva
sea	necesaria	para	evitar	que	éste	se	torne	en	irreparable.
10.	Respecto	del	primer	requisito,	la	autoridad	administrativa	no	requiere
tener	certeza	de	la	comisión	de	una	infracción	sino	únicamente	verificar	la
apariencia	 de	 la	 misma.	 En	 tal	 sentido,	 el	 mandato	 cautelar	 impone	 a	 la
administración	el	deber	de	efectuar	un	razonamiento	sobre	la	probabilidad
de	 que	 la	 infracción	 imputada	 realmente	 exista,	 lo	 que	 finalmente	 se
establecerá	en	la	resolución	final.
11.	La	exigencia	de	una	probabilidad	relativamente	alta	de	la	verosimilitud
del	carácter	ilegal	del	daño	cobra	importancia	por	el	hecho	de	no	existir	la
figura	de	la	contra	cautela	en	sede	administrativa,	requisito	que	sí	se	exige
en	otros	ordenamientos	procesales	para	otorgar	una	medida	cautelar.	Por
tanto,	 será	 necesario	 realizar	 una	 evaluación	 conjunta	 de	 las	 pruebas
directas	 e	 indirectas	 que	 obran	 en	 el	 expediente	 para	 que	 la	 autoridad
administrativa	llegue	a	una	plena	convicción	sobre	la	materia	denunciada”.
(Indecopi,	 R.	 3524-2013/SPC-Indecopi,	 dic.	 18/2013.	 Pres.	 Montoya
Alberti)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—TDC	explica	los	requisitos	que	habilitan	a	las
comisiones	del	Indecopi	a	dictar	una	medida	cautelar.	“En	este	contexto,
el	artículo	27	del	Decreto	Legislativo	807,	Ley	sobre	Facultades,	Normas	y
Organización	 del	 Indecopi,	 establece	 que	 en	 cualquier	 etapa	 del
procedimiento	 la	 comisión	 puede	 dictar	 medidas	 cautelares	 destinadas	 a
asegurar	el	cumplimiento	de	la	decisión	definitiva.
Asimismo,	 dispone	 que,	 para	 que	 proceda	 el	 dictado	 de	 una	 medida
cautelar,	 es	 necesario	 que	 se	 cumpla	 con	 acreditar	 conjuntamente	 la
verosimilitud	del	carácter	 ilegal	del	daño	y	que	 la	 intervención	preventiva
sea	necesaria	para	evitar	que	éste	se	torne	en	irreparable.
10.	Respecto	del	primer	requisito,	la	autoridad	administrativa	no	requiere
tener	certeza	de	la	comisión	de	una	infracción	sino	únicamente	verificar	la
apariencia	 de	 la	 misma.	 En	 tal	 sentido,	 el	 mandato	 cautelar	 impone	 a	 la
administración	el	deber	de	efectuar	un	razonamiento	sobre	la	probabilidad
de	 que	 la	 infracción	 imputada	 realmente	 exista,	 lo	 que	 finalmente	 se
establecerá	en	la	resolución	final.
11.	La	exigencia	de	una	probabilidad	relativamente	alta	de	la	verosimilitud
del	carácter	ilegal	del	daño	cobra	importancia	por	el	hecho	de	no	existir	la
figura	de	la	contra	cautela	en	sede	administrativa,	requisito	que	sí	se	exige
en	otros	ordenamientos	procesales	para	otorgar	una	medida	cautelar.	Por
tanto,	 será	 necesario	 realizar	 una	 evaluación	 conjunta	 de	 las	 pruebas
directas	 e	 indirectas	 que	 obran	 en	 el	 expediente	 para	 que	 la	 autoridad
administrativa	llegue	a	una	plena	convicción	sobre	la	materia	denunciada”.
(Indecopi,	 R.	 3524-2013/SPC-Indecopi,	 dic.	 18/2013.	 Pres.	 Montoya
Alberti)
D.	Leg.	807.
ART.	28.—Si	el	obligado	a	cumplir	con	una	medida	cautelar	ordenada	por
la	comisión	no	 lo	hiciera,	se	 le	 impondrá	automáticamente	una	sanción	de
hasta	el	máximo	de	la	multa	permitida,	para	cuya	graduación	se	tomará	en
cuenta	 los	 criterios	 que	 emplea	 la	 comisión	 al	 emitir	 resoluciones	 finales.
Dicha	 multa	 deberá	 ser	 pagada	 dentro	 del	 plazo	 de	 cinco	 (5)	 días	 de
notificada,	 vencidos	 los	 cuales	 se	 ordenará	 su	 cobranza	 coactiva.	 Si	 el
obligado	 persiste	 en	 el	 incumplimiento,	 la	 comisión	 podrá	 imponer	 una
nueva	multa	 duplicando	 sucesiva	 e	 ilimitadamente	 el	 monto	 de	 la	 última
multa	 impuesta	 hasta	 que	 se	 cumpla	 la	 medida	 cautelar	 ordenada	 y	 sin
perjuicio	de	poder	denunciar	al	responsable	ante	el	Ministerio	Público	para
que	éste	inicie	el	proceso	penal	que	corresponda.	Las	multas	impuestas	no
impiden	 a	 la	 comisión	 imponer	 una	 multa	 o	 sanción	 distinta	 al	 final	 del
procedimiento.
D.	Leg.	807.
ART.	 29.—En	 cualquier	 estado	 del	 procedimiento	 e	 incluso	 antes	 de
admitirse	a	trámite	la	denuncia,	el	secretario	técnico	podrá	citar	a	las	partes
a	audiencia	de	conciliación.	La	audiencia	se	desarrollará	ante	el	 secretario
técnico	o	ante	la	persona	que	éste	designe.	Si	ambas	partes	arribaran	a	un
acuerdo	 respecto	 de	 la	 denuncia,	 se	 levantará	 un	 acta	 donde	 conste	 el
acuerdo	 respectivo,	 el	 mismo	 que	 tendrá	 efectos	 de	 transacción
extrajudicial.	 En	 cualquier	 caso,	 la	 comisión	 podrá	 continuar	 de	 oficio	 el
procedimiento	 si	 del	 análisis	 de	 los	 hechos	 denunciados	 considera	 que
podría	estarse	afectando	intereses	de	terceros.
D.	Leg.	807.
ART.	 30.—En	 cualquier	 estado	 del	 procedimiento,	 e	 incluso	 antes	 de
admitirse	 a	 trámite	 la	 denuncia,	 las	 partes	 podrán	 someterse	 a	 arbitraje,
mediación,	 conciliación	 o	mecanismos	mixtos	 de	 resolución	 de	 disputas	 a
cargo	 de	 terceros.	 Si	 las	 partes	 decidieran	 someterse	 a	 arbitraje,	 podrán
suscribir	 inmediatamente	 el	 convenio	 arbitral	 correspondiente,	 de
conformidad	con	el	reglamento	que	para	dicho	efecto	aprobará	el	directorio
de	 Indecopi	a	propuesta	de	 las	comisiones	correspondientes.	En	cualquier
caso,	 la	 comisión	 podrá	 continuar	 de	 oficio	 con	 el	 procedimiento,	 si	 del
análisis	de	los	hechos	denunciados	considera	que	podría	estarse	afectando
intereses	de	terceros.
D.	Leg.	807.
ART.	 31.—Las	 partes	 sólo	 podrán	 ofrecer	 los	 siguientes	 medios
probatorios:
a)	Pericia;
b)	 Documentos,	 incluyendo	 todo	 tipo	 de	 escritos,	 impresos,	 fotocopias,
planos,	 cuadros,	 dibujos,	 radiografías,	 cintas	 cinematográficas	 y	 otras
reproducciones	de	audio	y	video,	la	telemática	en	general	y	demás	objetos	y
bienes	 que	 recojan,	 contengan	 o	 representen	 algún	 hecho,	 una	 actividad
humana	o	su	resultado;	y
c)	Inspección.
Excepcionalmente	 podrán	 actuarse	 pruebas	 distintas	 a	 las	 mencionadas,
sólo	 si	 a	 criterio	 del	 secretario	 técnico	 o	 de	 la	 comisión,	 éstas	 revisten
especial	importancia	para	la	resolución	del	caso.
D.	Leg.	807.
ART.	 32.—En	 caso	 fuera	 necesaria	 la	 realización	 de	 una	 inspección,	 ésta
será	efectuada	por	el	secretario	técnico	o	por	la	persona	designada	por	éste
o	por	la	comisión	para	dicho	efecto.	Siempre	que	se	realice	una	inspección
deberá	levantarse	un	acta	que	será	firmada	por	quien	estuviera	a	cargo	de	la
misma,	 así	 como	por	 los	 interesados,	 quienes	 ejerzan	 su	 representación	o
por	 el	 encargado	 del	 establecimiento	 correspondiente.	 En	 caso	 de	 que	 el
denunciado,	su	representante	o	el	encargado	del	establecimiento	se	negara
a	hacerlo,	se	dejará	constancia	de	tal	hecho.
D.	Leg.	807.
ART.	33.—Tanto	para	la	actuación	de	las	pruebas	como	para	la	realización
de	 las	 diligencias,	 el	 secretario	 técnico	 o	 la	 persona	 designada	 por	 éste
podrá	 requerir	 la	 intervención	 de	 la	 Policía	 Nacional,	 sin	 necesidad	 de
notificación	previa,	a	fin	de	garantizar	el	cumplimiento	de	sus	funciones.
D.	Leg.	807.
ART.	 34.—Vencido	 el	 plazo	 para	 presentar	 el	 descargo	 o	 actuadas	 las
pruebas	 que	 fueren	 necesarias,	 el	 secretario	 técnico	 pondrá	 en
conocimiento	 de	 la	 comisión	 todo	 lo	 actuado.	 Si	 de	 la	 revisión	 de	 la
información	 presentada,	 la	 comisión	 considera	 necesario	 contar	 con
mayores	elementos	de	juicio,	le	indicará	al	secretario	técnico	que	notifique	a
las	partes	a	fin	de	que	éstas	absuelvan	las	observaciones	que	se	establezcan
en	 el	 plazo	 que	 aquélla	 determine,	 o	 que	 actúe	 las	 pruebas	 de	 oficio	 que
considere	 necesarias.	 Las	 partes	 deberán	 absolver	 las	 observaciones	 por
escrito,	acompañando	los	medios	probatorios	que	consideren	convenientes.
D.	Leg.	807.
ART.	35.—Una	vez	puesto	en	conocimiento	de	la	comisión	lo	actuado	para
la	resolución	 final,	 las	partes	podrán	solicitar	 la	 realización	de	un	 informe
oral	 ante	 ésta.	 La	 actuación	 o	 denegación	 de	 dicha	 solicitud	 quedará	 a
criterio	de	la	comisión,	según	la	importancia	y	trascendencia	del	caso.
D.	Leg.	807.
ART.	36.—El	monto	de	las	multas	que	aplique	la	comisión	será	calculado	en
base	a	 la	UIT	vigente	en	el	día	del	pago	voluntario	o	en	 la	 fecha	en	que	se
haga	efectiva	la	cobranza	coactiva.
D.	Leg.	807.
ART.	 37.—La	 sanción	 de	multa	 aplicable	 será	 rebajada	 en	 un	 veinticinco
por	 ciento	 (25%)	 cuando	 el	 infractor	 cancele	 el	 monto	 de	 la	 misma	 con
anterioridad	a	la	culminación	del	término	para	impugnar	la	resolución	que
puso	fin	a	la	instancia,	en	tanto	no	interponga	recurso	impugnativo	alguno
contra	dicha	resolución.
D.	Leg.	807.
ART.	 38.—Modificado.	 Ley	 29571,	 Primera	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	El	único	recurso	 impugnativo	que	puede
interponerse	durante	 la	 tramitación	del	 procedimiento	 es	 el	 de	 apelación,
que	 procede	 únicamente	 contra	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 a	 la	 instancia,
contra	la	resolución	que	impone	multas	y	contra	la	resolución	que	dicta	una
medida	cautelar.	El	plazo	para	interponer	dicho	recurso	es	de	cinco	(5)	días
hábiles.	La	apelación	de	resoluciones	que	pone	fin	a	la	instancia	se	concede
con	 efecto	 suspensivo.	 La	 apelación	 de	 multas	 se	 concede	 con	 efecto
suspensivo,	 pero	 es	 tramitada	 en	 cuaderno	 separado.	 La	 apelación	 de
medidas	cautelares	se	concede	sin	efecto	suspensivo,	tramitándose	también
en	cuaderno	separado.
D.	Leg.	807.
ART.	 39.—Los	 gastos	 por	 los	 peritajes	 realizados,	 actuación	 de	 pruebas,
inspecciones	y	otros	derivados	de	la	tramitación	del	proceso	serán	de	cargo
de	 la	 parte	 que	 solicita	 la	 prueba,	 salvo	 pacto	 en	 contrario.	 En	 todos	 los
casos,	la	resolución	final	determinará	si	los	gastos	deben	ser	asumidos	por
alguna	de	las	partes,	o	reembolsados	a	la	otra	parte	o	al	Indecopi,	según	sea
el	caso,	de	manera	adicional	a	la	sanción	que	haya	podido	imponerse.
D.	Leg.	807.
ART.	40.—El	secretario	 técnico	de	 la	comisión	queda	encargado	de	 llevar
un	 registro	 de	 las	 sanciones	 aplicadas,	 con	 la	 finalidad	 de	 informar	 al
público,	así	como	para	detectar	casos	de	reincidencia.
D.	Leg.	807.
ART.	 41.—Los	 plazos	 establecidos	 en	 el	 presente	 decreto	 legislativo	 se
computarán	en	días	hábiles	y	podrán	excepcionalmente	ser	prorrogados,	de
oficio	o	a	petición	de	parte,	si	la	complejidad	del	caso	lo	amerita.	En	ningún
caso	 se	 podrá	 conceder	 como	 plazo	 adicional	 uno	 mayor	 a	 tres	 veces	 el
plazo	establecido.
JURISPRUDENCIA.—La	 queja	 no	 agota	 la	 vía	 administrativa.	 “(…)	 Al
respecto,	 si	 bien	 conforme	 al	 artículo	 16	 de	 la	 Ley	 de	 Organización	 y
Funciones	 del	 Indecopi,	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807,	 ‘(…)	 se	 entiende
agotada	 la	 vía	 administrativa	 solamente	 cuando	 se	 obtiene	 la
correspondiente	resolución	del	Tribunal	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de
la	 Propiedad	 Intelectual’,	 este	 tribunal	 considera	 que	 lo	 alegado	 por
Indecopi	–en	el	sentido	de	que	en	el	caso	de	autos	 la	vía	administrativa	se
agota	 únicamente	 con	 la	 resolución	 que	 resuelve	 la	 interposición	 del
recurso	 de	 queja–	 debe	 ser	 desestimado	 toda	 vez	 que:	 (i)
independientemente	del	nomen	iuris	con	el	que	ha	sido	recogido	en	la	Ley
del	 Procedimiento	 Administrativo	 General	 N°	 27444,	 la	 queja	 carece	 de
naturaleza	recursiva	toda	vez	que,	en	buena	cuenta,	es	un	remedio;	y,	(ii)	tal
como	fluye	de	la	citada	cédula	de	notificación,	la	propia	administración	no	le
da	 la	 categoría	 de	 acto	 administrativo	 al	 documento	 que	 pone	 fin	 al
procedimiento,	tan	es	así	que	lo	denomina	‘providencia’.’”	(TC,	Exp.	02942-
2008-PA/TC,	abr.	28/2010.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—El	 plazo	 de	 apelación	 contra	 una	 resolución	 del
Indecopi	 es	 de	 15	 días.	 “(…)	 Mientras	 que,	 por	 un	 lado,	 la	 demandante
sostiene	que	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	por	el	numeral	207.2	del	artículo
207	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General,	 el	 plazo	 para
impugnar	 la	 mencionada	 resolución	 es	 de	 15	 días,	 Indecopi	 refiere	 que
según	 la	Décimo	Tercera	Disposición	Complementaria	y	Final	de	 la	Ley	N°
27809,	Ley	General	del	Sistema	Concursal,	el	citado	plazo	es	de	5	días.
8.	 Al	 respecto,	 este	 tribunal	 considera	 que,	 contrariamente	 a	 lo	 señalado
por	la	administración,	si	el	artículo	38	del	Decreto	Legislativo	N°	807,	Ley	de
Organización	y	Funciones	del	Indecopi,	no	estipula	plazo	alguno,	resulta	de
aplicación	 el	 establecido	 por	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General.
(…).
2.2.	 No	 se	 encuentran	 comprendidas	 en	 la	 ley,	 como	 deudores,	 las
entidades	que	integran	la	estructura	del	Estado,	tales	como	los	organismos
públicos	 y	 los	 demás	 entes	 de	 derecho	 público;	 las	 administradoras
privadas	de	fondos	de	pensiones,	las	personas	que	forman	parte	del	sistema
financiero	 o	 del	 sistema	 de	 seguros,	 y	 aquéllas	 a	 las	 cuales	 la	 Comisión
Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores	-	Conasev	otorga	autorización
de	 funcionamiento.	Asimismo,	 tampoco	se	encuentran	comprendidas	en	 la
ley	 los	 patrimonios	 autónomos,	 salvo	 las	 sociedades	 conyugales	 y
sucesiones	indivisas.
(…).
11.	Por	tanto,	resulta	de	aplicación	lo	previsto	en	el	inciso	24.2	del	artículo
24	de	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	conforme	al	cual,	‘si
en	base	a	información	errónea,	contenida	en	la	notificación,	el	administrado
practica	 algún	 acto	 procedimiental	 que	 sea	 rechazado	 por	 la	 entidad,	 el
tiempo	 transcurrido	 no	 será	 tomado	 en	 cuenta	 para	 determinar	 el
vencimiento	 de	 los	 plazos	 que	 correspondan’,	 Indecopi	 deberá	 admitir	 el
recurso	 interpuesto.”	 (TC,	 Exp.	 02942-2008-PA/TC,	 abr.	 28/2010.	 S.	 S.
Landa	Arroyo)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 convocatoria	 a	 una	 audiencia	 de
conciliación	 constituye	 una	 potestad	 de	 la	 autoridad.	 “(...)	 cabe	 tener
presente	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 29	 del	 Decreto	 Legislativo	 807,	 Ley
sobre	 Facultades,	 Normas	 y	 Organización	 del	 Indecopi,	 el	 mismo	 que
establece	 que	 en	 cualquier	 estado	 del	 procedimiento,	 e	 incluso	 antes	 de
admitirse	a	trámite	la	denuncia,	el	secretario	técnico	podrá	citar	a	las	partes
a	audiencia	de	conciliación.
13.	 En	 tal	 sentido,	 la	 convocatoria	 a	 una	 audiencia	 de	 conciliación
constituye	una	potestad	de	 la	autoridad.	Por	 lo	 tanto,	en	el	ejercicio	de	su
discrecionalidad	 administrativa,	 la	 autoridad	 puede	 decidir	 que	 se	 cite	 a
dicha	audiencia	o	denegar	la	solicitud	para	que	se	realice	la	misma.
14.	Conforme	a	 lo	 señalado,	 esta	 sala	 estima	que	 corresponde	denegar	 el
pedido	del	banco	respecto	de	la	convocatoria	a	audiencia	de	conciliación	en
esta	 instancia,	 más	 aun	 considerando	 que	 el	 denunciado	 estuvo	 en
posibilidad	 de	 contactarse	 directamente	 con	 el	 señor	 (...)	 a	 efectos	 de
formularle	 una	 propuesta	 conciliatoria	 sin	 necesidad	 de	 una	 citación	 por
parte	 de	 la	 autoridad	 administrativa.”	 (Indecopi,	 R.	 2207-2011/SC2-
Indecopi,	ago.	24/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
D.	Leg.	822.
ART.	 175.—Prescripción	 de	 la	 acción	 por	 infracción.	 Las	 acciones
administrativas	por	infracción	prescriben	a	los	dos	(2)	años,	contados	desde
la	fecha	en	que	cesó	el	acto	que	constituye	infracción.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 plazo	 de	 prescripción	 recién	 puede
computarse	a	partir	del	24	de	mayo	de	1996.	“El	artículo	175	del	Decreto
Legislativo	 Nº	 822,	 al	 ser	 una	 norma	 de	 procedimiento,	 sólo	 puede	 ser
aplicada	a	los	procedimientos	iniciados	con	posterioridad	al	24	de	mayo	de
1996,	es	decir	que,	a	partir	de	esa	fecha,	recién	puede	computarse	el	plazo
de	prescripción	de	2	años	contenido	en	la	ley	(de	Derechos	de	Autor),	por	lo
que	el	plazo	de	prescripción	sólo	podrá	ser	invocado	a	partir	del	24	de	mayo
de	 1998;	 de	 lo	 contrario,	 se	 estaría	 aplicando	 retroactivamente	 dicha
norma,	 lo	 cual	no	está	permitido	por	nuestro	ordenamiento	 jurídico.	Cabe
precisar,	además,	que	el	plazo	de	prescripción	de	una	infracción,	establecido
en	 el	 mencionado	 artículo,	 debe	 ser	 contado	 a	 partir	 del	 cese	 del	 acto
infractor”.	(R.	872-1999-TRI-SPI.	09.07.99)
CAPÍTULO	IV
DE	LAS	MEDIDAS	PREVENTIVAS	O	CAUTELARES
D.	Leg.	822.
ART.	 176.—Solicitud	 de	 medidas	 cautelares.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo
establecido	 en	 el	 Título	 V	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807,	 los	 titulares	 de
cualquiera	de	los	derechos	reconocidos	en	esta	ley	o	sus	representantes,	sin
menoscabo	 de	 otras	 acciones	 que	 les	 corresponda,	 podrán	 pedir,	 bajo	 su
cuenta,	costo	y	riesgo,	el	cese	inmediato	de	la	actividad	ilícita	del	 infractor
en	 los	 términos	 previstos	 en	 este	 capítulo.	 Con	 este	 fin,	 la	 Oficina	 de
Derechos	de	Autor,	como	autoridad	administrativa,	tendrá	la	facultad	para
ordenar	medidas	preventivas	o	cautelares	rápidas	y	eficaces	para:
a)	 Evitar	 una	 infracción	 de	 cualquiera	 de	 los	 derechos	 reconocidos	 en	 la
presente	 ley	 y,	 en	 particular,	 impedir	 la	 introducción	 en	 los	 circuitos
comerciales	de	mercancías	presuntamente	infractoras,	incluyendo	medidas
para	evitar	la	entrada	de	mercancías	importadas	al	menos	inmediatamente
después	del	despacho	de	aduanas.
b)	 Conservar	 las	 pruebas	 pertinentes	 relacionadas	 con	 la	 presunta
infracción.
D.	Leg.	822.
ART.	 177.—Formas	 de	medidas	 cautelares.	 Las	medidas	 preventivas	 o
cautelares	serán,	entre	otras:
a)	La	suspensión	o	cese	inmediato	de	la	actividad	ilícita.
b)	 La	 incautación	 o	 comiso	 y	 retiro	 de	 los	 canales	 comerciales	 de	 los
ejemplares	producidos	o	utilizados	y	del	material	o	equipos	empleados	para
la	actividad	infractora.
c)	La	realización	de	inspección,	incautación	o	comiso	sin	aviso	previo.
La	medida	cautelar	de	incautación	o	comiso,	sólo	podrá	solicitarse	dentro
de	 un	 procedimiento	 administrativo	 de	 denuncia,	 sin	 perjuicio	 de	 las
acciones	de	oficio.
D.	Leg.	822.
ART.	 178.—Destino	 de	 bienes	 incautados.	 La	 Oficina	 de	 Derechos	 de
Autor	 podrá	 ordenar,	 de	 ser	 el	 caso,	 la	 entrega	 al	 damnificado	 o	 a	 una
institución	 adecuada,	 de	 las	mercancías	 infractoras	 y	 de	 cualquiera	 de	 los
materiales	 e	 instrumentos	 utilizados	 para	 la	 comisión	 de	 la	 infracción,	 u
ordenar	 la	 destrucción	 de	 los	mismos.	 De	 no	 apersonarse	 el	 damnificado
después	de	transcurridos	veinte	días	de	 la	correspondiente	notificación,	 la
autoridad	podrá	disponer	del	material	ilícito.
La	 determinación	 de	 la	 institución	 adecuada	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
anterior,	será	señalada	por	el	directorio	del	Indecopi.
Las	medidas	cautelares	y	definitivas	no	se	aplicarán	respecto	del	ejemplar
adquirido	de	buena	fe	y	para	el	exclusivo	uso	personal.
D.	Leg.	822.
ART.	179.—Presupuestos	de	la	medida	cautelar.	Cualquier	solicitante	de
una	 medida	 preventiva	 o	 cautelar,	 debe	 cumplir	 con	 presentar	 ante	 la
autoridad	 administrativa,	 las	 pruebas	 a	 las	 que	 razonablemente	 tenga
acceso	y	que	la	autoridad	considere	suficientes	para	determinar	que:
a)	El	solicitante	es	el	titular	del	derecho	o	tiene	legitimación	para	actuar.
b)	El	derecho	del	solicitante	está	siendo	infringido,	o	que	dicha	infracción
es	inminente;	y,
c)	 Cualquier	 demora	 en	 la	 expedición	 de	 esas	medidas	 podría	 causar	 un
daño	irreparable	al	titular	del	derecho,	o	si	existe	un	riesgo	comprobable	de
que	se	destruyan	las	pruebas.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 requisitos	 para	 solicitar	 una	 medida
cautelar	son	concurrentes.	“(...)	En	este	contexto	es	que	el	artículo	179	del
Decreto	 Legislativo	 822	 señala	 que	 cualquier	 solicitante	 de	 una	 medida
preventiva	 o	 cautelar	 debe	 cumplir	 con	 presentar	 ante	 la	 autoridad
administrativa	las	pruebas	a	las	que	razonablemente	tenga	acceso	y	que	la
autoridad	considere	suficientes	para	determinar	que:
a)	El	solicitante	es	el	titular	del	derecho	o	tiene	legitimación	para	actuar.
b)	El	derecho	del	solicitante	está	siendo	infringido,	o	que	dicha	infracción
es	inminente;	y	que,
c)	 Cualquier	 demora	 en	 la	 expedición	 de	 esas	medidas	 podría	 causar	 un
daño	irreparable	al	titular	del	derecho,	o	si	existe	un	riesgo	comprobable	de
que	se	destruyan	las	pruebas.
A	 fin	de	dictar	una	medida	cautelar,	deben	cumplirse	 todos	 los	requisitos
antes	mencionados,	 lo	 que	 implica	 que,	 si	 uno	 de	 ellos	 faltase,	 la	medida
cautelar	 no	 podría	 ser	 amparada.”	 (Indecopi,	 R.	 0338-2012/TPI-Indecopi,
mar.	05/2012.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
D.	Leg.	822.
ART.	 180.—Información	 necesaria	 en	 la	 solicitud.	 El	 solicitante	 de
medidas	preventivas	o	cautelares,	debe	proporcionar	a	la	autoridad,	además
de	 las	 pruebas	 a	 las	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior,	 toda	 información
necesaria	 para	 la	 identificación	 de	 los	 bienes,	 materia	 de	 la	 solicitud	 de
medida	preventiva	y	el	lugar	donde	éstos	se	encuentran.
D.	Leg.	822.
ART.	 181.—Facultad	 de	 la	 oficina	 para	 dictar	 la	medida	 cautelar	 sin
previo	 aviso.	 La	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 tendrá	 la	 facultad	 para
ordenar	medidas	preventivas	o	cautelares	en	virtud	del	pedido	de	una	sola
parte,	sin	necesidad	de	notificar	previamente	a	 la	otra,	en	especial	cuando
haya	 posibilidad	 de	 que	 cualquier	 retraso	 cause	 un	 daño	 irreparable	 al
titular	del	derecho,	o	cuando	haya	un	riesgo	inminente	de	que	se	destruyan
las	pruebas.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Toda	 medida	 cautelar	 importa	 un
prejuzgamiento.	 “La	medida	 cautelar	 permite	 al	 eventual	 ganador	 de	 un
proceso	 obtener	 de	 la	 autoridad	 un	 pronunciamiento	 que	 contenga	 una
acción	 o	 una	 omisión	 destinada	 a	 asegurar	 que	 el	 fallo	 final	 –que
presumiblemente	lo	va	a	favorecer–	se	cumpla.
Por	 ello,	 la	 medida	 cautelar	 es	 concebida	 como	 una	 institución	 que	 está
destinada	 a	 asegurar	 el	 cumplimiento	 de	 la	 decisión	 definitiva	 en	 un
procedimiento,	procurando	a	través	de	la	misma	que	un	eventual	daño	no	se
torne	en	irreparable	por	el	transcurso	del	tiempo	hasta	la	expedición	de	la
resolución.
Cabe	 precisar	 que,	 en	 algunos	 casos,	 en	 atención	 a	 las	 características
especiales	 de	 la	 conducta	 infractora,	 es	 factible	 el	 dictado	 de	 medidas
cautelares	antes	del	inicio	del	procedimiento	de	denuncia.	Ello	en	razón	de
que	el	tiempo	que	puede	demorar	la	admisión	a	trámite	del	procedimiento
de	 denuncia	 podría	 determinar	 que	 el	 daño	 causado	 por	 la	 infracción	 se
torne	 irreparable	 o	 que	 las	 pruebas	 que	 acreditan	 la	 infracción
desaparezcan.
Dada	 su	 naturaleza	 y	 características,	 toda	 medida	 cautelar	 importa	 un
prejuzgamiento,	además,	resulta	ser	provisoria,	instrumental	y	variable	(...).
-	Es	un	prejuzgamiento,	toda	vez	que	la	autoridad	para	dictar	una	medida
cautelar	debe	haber	analizado	la	existencia	del	derecho	–o	la	apariencia	de
su	 existencia–	 de	 quien	 invoca	 la	 medida.	 Asimismo,	 debe	 haber
determinado	que	existen	 indicios	que	permiten	presumir	que	ese	derecho
está	siendo	vulnerado.
-	Es	provisoria,	puesto	que	su	finalidad	es	permitir	que	la	resolución	final
pueda	 ser	 ejecutada,	 en	 ese	 sentido,	 la	 medida	 cautelar	 sólo	 tendrá
existencia	 en	 tanto	 no	 se	 dicte	 la	 resolución	 sobre	 el	 tema	 de	 fondo
controvertido,	una	vez	dictada,	la	medida	caduca	de	pleno	derecho.	Además,
la	medida	cautelar	puede	ser	revocada	en	cualquier	momento	en	atención	a
circunstancias	 sobrevenidas	 o	 que	 no	 pudieron	 ser	 consideradas	 al
momento	de	su	adopción.
-	Es	instrumental,	ya	que	la	medida	cautelar	es	sólo	un	medio	o	mecanismo
para	 lograr	 una	 finalidad	 determinada	 (lograr	 la	 eficacia	 de	 la	 resolución
final).
-	 Es	 variable,	 puesto	 que	 una	 medida	 cautelar	 determinada	 puede	 ser
variada	 por	 otra	 medida	 durante	 el	 trámite	 del	 procedimiento,	 según	 las
necesidades	 del	 procedimiento	 lo	 ameriten.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 0338-
2012/TPI-Indecopi,	mar.	05/2012.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
D.	Leg.	822.
ART.	 182.—Medida	 cautelar	 en	 casos	 de	 comunicación	 pública.	 Se
exceptúa	de	 los	 términos	del	 artículo	 anterior,	 el	 caso	de	 la	 comunicación
pública	de	una	obra,	 prestación	 artística,	 producción	o	 emisión	protegida,
por	 parte	 de	 un	 organizador	 o	 empresario	 que	 no	 contare	 con	 la	 debida
autorización,	 en	 cuyo	 caso,	 sólo	 podrá	 alcanzar	 la	 revocatoria	 de	 la
suspensión	 o	 prohibición,	 presentando	 la	 autorización	 del	 titular	 del
derecho	o	de	la	sociedad	de	gestión	colectiva	que	lo	represente,	o	probando
fehacientemente	que	aquellas	no	se	hallan	protegidas.
La	 Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor,	 en	 este	 caso,	 procederá	 a	 pedido	 del
titular	 o	 de	 la	 sociedad	 de	 gestión	 que	 lo	 represente,	 a	 notificar	 de
inmediato	 al	 presunto	 infractor	 prohibiéndole	 utilizar	 la	 obra,	 prestación,
producción	o	emisión	objeto	de	la	denuncia,	bajo	apercibimiento	de	multa	y
demás	sanciones	previstas	en	la	ley.
CAPÍTULO	V
DE	LAS	INFRACCIONES
D.	Leg.	822.
ART.	183.—Casos	de	infracción.	Se	considera	infracción	la	vulneración	de
cualquiera	de	las	disposiciones	contenidas	en	la	presente	ley.
D.	Leg.	822.
ART.	184.—Constatación	policial	del	acto	 infractorio.	A	 requerimiento
del	titular	del	respectivo	derecho	o	de	la	sociedad	de	gestión	colectiva	que
lo	represente,	 la	autoridad	policial,	comprobará,	de	 inmediato,	 la	comisión
de	 cualquier	 acto	 infractorio	 de	 la	 presente	 ley,	 entregando	 copia	 de	 la
constatación	al	interesado.
D.	Leg.	822.
ART.	 185.—Denuncia	 penal.	 Cuando	 los	 hechos	 materia	 del
procedimiento	 administrativo	 constituyan	 presunto	 delito,	 la	 Oficina	 de
Derechos	 de	 Autor	 podrá	 formular	 denuncia	 penal	 ante	 el	 Ministerio
Público.
En	caso	que	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor	hubiera	destruido	o	dispuesto
de	 los	 ejemplares	que	 constituían	materia	de	 la	 infracción	del	Derecho	de
Autor	 o	 de	 los	 derechos	 conexos,	 se	 acompañará	 a	 la	 denuncia	 copia
certificada	de	la	resolución	administrativa	correspondiente,	así	como	copias
de	las	actas	vinculadas	con	tales	medidas	en	las	que	conste	la	relación	de	los
bienes	 objeto	 de	 las	mismas,	 a	 efectos	 de	 su	 valoración	 como	 prueba	 del
presunto	delito.
C.	P.
ART.	217.—Modificado.	Ley	28289,	Art.	1º.	Actos	sin	autorización	del
titular	 de	 la	 obra	 o	 derecho	 conexo.	 Reproducción,	 difusión,
distribución	 y	 circulación	 de	 la	 obra	 sin	 autorización	 del	 autor.	 Será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	seis
años	y	con	treinta	a	noventa	días-multa,	el	que	con	respecto	a	una	obra,	una
interpretación	 o	 ejecución	 artística,	 un	 fonograma	 o	 una	 emisión	 o
transmisión	 de	 radiodifusión,	 o	 una	 grabación	 audiovisual	 o	 una	 imagen
fotográfica	 expresada	 en	 cualquier	 forma,	 realiza	 alguno	 de	 los	 siguientes
actos	sin	la	autorización	previa	y	escrita	del	autor	o	titular	de	los	derechos:
a.	La	modifique	total	o	parcialmente.
b.	La	distribuya	mediante	venta,	alquiler	o	préstamo	público.
c.	 La	 comunique	 o	 difunda	 públicamente	 por	 cualquiera	 de	 los	medios	 o
procedimiento	reservados	al	titular	del	respectivo	derecho.
d.	 La	 reproduzca,	 distribuya	 o	 comunique	 en	 mayor	 número	 que	 el
autorizado	por	escrito.
La	pena	será	no	menor	de	cuatro	años	ni	mayor	de	ocho	y	con	sesenta	a
ciento	 veinte	 días	 multa,	 cuando	 el	 agente	 la	 reproduzca	 total	 o
parcialmente,	 por	 cualquier	medio	 o	 procedimiento	 y	 si	 la	 distribución	 se
realiza	 mediante	 venta,	 alquiler	 o	 préstamo	 al	 público	 u	 otra	 forma	 de
transferencia	de	la	posesión	del	soporte	que	contiene	la	obra	o	producción
que	 supere	 las	 dos	 (2)	 unidades	 impositivas	 tributarias,	 en	 forma
fraccionada,	en	un	solo	acto	o	en	diferentes	actos	de	inferior	 importe	cada
uno.
C.	P.
ART.	218.—Modificado.	Ley	28289,	Art.	1°.	Formas	agravadas.	La	pena
será	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	y	con
noventa	a	ciento	ochenta	días	multa	cuando:
a.	 Se	 dé	 a	 conocer	 al	 público	 una	 obra	 inédita	 o	 no	 divulgada,	 que	 haya
recibido	 en	 confianza	 del	 titular	 del	 derecho	 de	 autor	 o	 de	 alguien	 en	 su
nombre,	sin	el	consentimiento	del	titular.
b.	 Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 1°.	 La	 reproducción,	 distribución	 o
comunicación	pública	se	realiza	con	fines	comerciales	u	otro	tipo	de	ventaja
económica,	 o	 alterando	 o	 suprimiendo	 el	 nombre	 o	 seudónimo	 del	 autor,
productor	o	titular	de	los	derechos.
c.	Conociendo	el	origen	 ilícito	de	 la	copia	o	 reproducción,	 la	distribuya	al
público,	por	cualquier	medio,	la	almacene,	oculte,	introduzca	en	el	país	o	la
saque	de	éste.
d.	 Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 1°.	 Se	 fabrique,	 ensamble,	 importe,
exporte,	modifique,	venda,	alquile,	ofrezca	para	la	venta	o	alquiler,	o	ponga
de	 cualquier	 otra	manera	 en	 circulación	dispositivos,	 sistemas	 tangibles	 o
intangibles,	 esquemas	 o	 equipos	 capaces	 de	 soslayar	 otro	 dispositivo
destinado	 a	 impedir	 o	 restringir	 la	 realización	 de	 copias	 de	 obras,	 o	 a
menoscabar	 la	 calidad	 de	 las	 copias	 realizadas,	 o	 capaces	 de	 permitir	 o
fomentar	 la	 recepción	 de	 un	 programa	 codificado,	 radiodifundido	 o
comunicado	en	otra	forma	al	público,	por	aquellos	que	no	están	autorizados
para	ello.
e.	Se	 inscriba	en	el	Registro	del	Derecho	de	Autor	 la	obra,	 interpretación,
producción	o	emisión	ajenas,	o	cualquier	otro	 tipo	de	bienes	 intelectuales,
como	si	fueran	propios,	o	como	de	persona	distinta	del	verdadero	titular	de
los	derechos.
C.	P.
ART.	219.—Modificado.	 Ley	28289,	Art.	 1°.	 Plagio.	 Será	 reprimido	 con
pena	 privativa	 de	 libertad	 no	 menor	 de	 cuatro	 ni	 mayor	 de	 ocho	 años	 y
noventa	 a	 ciento	 ochenta	 días	 multa,	 el	 que	 con	 respecto	 a	 una	 obra,	 la
difunda	 como	 propia,	 en	 todo	 o	 en	 parte,	 copiándola	 o	 reproduciéndola
textualmente,	 o	 tratando	 de	 disimular	 la	 copia	 mediante	 ciertas
alteraciones,	 atribuyéndose	 o	 atribuyendo	 a	 otro,	 la	 autoría	 o	 titularidad
ajena.
C.	P.
ART.	 220.—Modificado.	 D.	 Leg.	 822,	 Tercera	 Disposición	 Final.
Usurpación	de	derechos	de	autor.	Será	reprimido	con	pena	privativa	de
libertad	no	menor	de	cuatro	ni	mayor	de	ocho	años	y	noventa	a	trescientos
sesenticinco	días	-	multa:
a.	Quien	se	atribuya	falsamente	la	calidad	de	titular	originario	o	derivado,
de	 cualquiera	 de	 los	 derechos	 protegidos	 en	 la	 legislación	 del	 derecho	 de
autor	 y	 derechos	 conexos	 y,	 con	 esa	 indebida	 atribución,	 obtenga	 que	 la
autoridad	 competente	 suspenda	 el	 acto	 de	 comunicación,	 reproducción	 o
distribución	de	 la	obra,	 interpretación,	producción,	emisión	o	de	cualquier
otro	de	los	bienes	intelectuales	protegidos.
b.	Quien	realice	actividades	propias	de	una	entidad	de	gestión	colectiva	de
derecho	de	autor	o	derechos	conexos,	sin	contar	con	la	autorización	debida
de	la	autoridad	administrativa	competente.
c.	 El	 que	 presente	 declaraciones	 falsas	 en	 cuanto	 certificaciones	 de
ingresos;	 asistencia	 de	 público;	 repertorio	 utilizado;	 identificación	 de	 los
autores;	 autorización	 supuestamente	 obtenida;	 número	 de	 ejemplares
producidos,	vendidos	o	distribuidos	gratuitamente	o	toda	otra	adulteración
de	 datos	 susceptible	 de	 causar	 perjuicio	 a	 cualquiera	 de	 los	 titulares	 del
derecho	de	autor	o	conexos.
d.	 Si	 el	 agente	que	 comete	 el	 delito	 integra	una	organización	destinada	 a
perpetrar	los	ilícitos	previstos	en	el	presente	capítulo.
e.	Si	el	agente	que	comete	cualquiera	de	los	delitos	previstos	en	el	presente
capítulo,	posee	la	calidad	de	funcionario	o	servidor	público.
C.	P.
ART.	 221.—Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 1°.	 Incautación	 preventiva	 y
comiso	definitivo.	En	los	delitos	previstos	en	este	capítulo	se	procederá	a
la	 incautación	preventiva	de	los	ejemplares	y	materiales,	de	 los	aparatos	o
medios	utilizados	para	la	comisión	del	ilícito	y,	de	ser	el	caso,	de	los	activos
y	cualquier	evidencia	documental,	relacionados	al	ilícito	penal.
De	 ser	 necesario,	 el	 fiscal	 pedirá	 autorización	 al	 juez	 para	 leer	 la
documentación	que	se	halle	en	el	 lugar	de	la	 intervención,	en	ejecución	de
cuya	 autorización	 se	 incautará	 la	 documentación	 vinculada	 con	 el	 hecho
materia	de	investigación.
Para	la	incautación	no	se	requerirá	identificar	individualmente	la	totalidad
de	 los	materiales,	 siempre	 que	 se	 tomen	 las	medidas	 necesarias	 para	 que
durante	 el	 proceso	 judicial	 se	 identifiquen	 la	 totalidad	 de	 los	mismos.	 En
este	acto	participará	el	representante	del	Ministerio	Público.
Asimismo,	 el	 juez,	 a	 solicitud	 del	 Ministerio	 Público,	 ordenará	 el
allanamiento	o	descerraje	del	local	donde	se	estuviere	cometiendo	el	ilícito
penal.
En	 caso	 de	 emitirse	 sentencia	 condenatoria,	 los	 ejemplares,	 materiales
ilícitos,	 aparatos	 y	 medios	 utilizados	 para	 la	 comisión	 del	 ilícito	 serán
comisados	y	destruidos,	salvo	casos	excepcionales	debidamente	calificados
por	la	autoridad	judicial.
En	 ningún	 caso	 procederá	 la	 devolución	 de	 los	 ejemplares	 ilícitos	 al
encausado.
NOTA:	El	artículo	32	del	D.	S.	N°	039-2000-Itinci	(11-12-02)	TUO	del	D.	Ley	N°	26122	“Ley	Sobre
Represión	de	la	Competencia	Desleal”	(20.12.92),	establecía	como	cuestión	previa	lo	siguiente:	“Antes
de	iniciar	la	acción	penal	por	los	delitos	a	que	se	refieren	los	artículos	165,	190,	191,	216,	217,	218,
219,	220,	222,	223,	224,	225,	238,	239	y	240	del	Código	Penal,	en	lo	relacionado	con	la	materia	de
esta	ley,	el	fiscal	deberá	solicitar	el	informe	técnico	del	Indecopi,	el	cual	deberá	emitirlo	en	un	plazo
de	cinco	(5)	días	hábiles.	Dicho	informe	constituye	uno	de	los	elementos	a	ser	apreciados	por	el	juez	o
el	 tribunal	 al	 emitir	 resolución	 o	 sentencia”.	 Sin	 embargo,	 la	 primera	 disposición	 complementaria
derogatoria	de	la	Ley	29571	deroga	expresamente	el	Decreto	Supremo	N°	039-2000-Itinci.
CAPÍTULO	VI
DE	LAS	SANCIONES
D.	Leg.	822.
ART.	 186.—Criterios	 para	 determinar	 las	 sanciones.	 Falta	 grave.	 La
Oficina	de	Derechos	de	Autor	está	facultada	para	imponer	las	sanciones	que
correspondan	 a	 las	 infracciones	 del	 derecho	 de	 autor	 y	 derechos	 conexos
protegidos	en	la	legislación,	de	acuerdo	a	la	gravedad	de	la	falta,	la	conducta
del	 infractor	 a	 lo	 largo	 del	 procedimiento,	 al	 perjuicio	 económico	 que
hubiese	causado	la	infracción,	al	provecho	ilícito	obtenido	por	el	infractor	y
otros	 criterios	 que	 dependiendo	 de	 cada	 caso	 particular,	 considere
adecuado	adoptar	la	oficina.
Se	 considerará	 como	 falta	 grave	 aquella	 que	 realizare	 el	 infractor,
vulnerando	 cualquiera	 de	 los	 derechos	 y	 en	 la	 que	 concurran	 al	 menos
alguna	de	las	siguientes	circunstancias:
a)	La	vulneración	de	cualquiera	de	los	derechos	morales	reconocidos	en	la
presente	ley.
b)	El	obrar	con	ánimo	de	lucro	o	con	fines	de	comercialización,	sean	éstos
directos	o	indirectos.
c)	 La	 presentación	 de	 declaraciones	 falsas	 en	 cuanto	 a	 certificaciones	 de
ingresos,	 repertorio	utilizado,	 identificación	de	 los	 titulares	del	 respectivo
derecho;	 autorización	 supuestamente	 obtenida;	 número	 de	 ejemplares	 o
toda	otra	adulteración	de	datos	susceptible	de	causar	perjuicio	a	cualquiera
de	los	titulares	protegidos	por	la	presente	ley.
d)	La	realización	de	actividades	propias	de	una	entidad	de	gestión	colectiva
sin	contar	con	la	respectiva	autorización	de	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor.
e)	La	difusión	que	haya	tenido	la	infracción	cometida.
f)	 La	 reiterancia	 o	 reincidencia	 en	 la	 realización	 de	 las	 conductas
prohibidas.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Objeto	 de	 las	 sanciones.	 “Las	 sanciones
previstas	 por	 la	 Ley	 de	 Derechos	 de	 Autor	 tienen	 por	 objeto	 penalizar	 al
infractor	por	 la	violación	de	 los	derechos	de	autor	y	 resarcir	al	 titular	del
provecho	ilícito	obtenido	por	el	infractor”.	(R.	027-1999-TRI-SPI.	18.01.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 187.—Otras	 faltas	 graves.	 También	 incurrirá	 en	 falta	 grave	 aquel
que	fabrique,	ensamble,	 importe,	modifique,	venda,	alquile,	ofrezca	para	 la
venta	 o	 alquiler,	 o	 ponga	 de	 cualquier	 otra	 manera	 en	 circulación
dispositivos,	 sistemas,	 esquemas	 o	 equipos	 capaces	 de	 soslayar	 otro
dispositivo	 destinado	 a	 impedir	 o	 restringir	 la	 realización	 de	 copias	 de
obras,	 o	 a	 menoscabar	 la	 calidad	 de	 las	 copias	 realizadas;	 o	 capaces	 de
permitir	o	fomentar	la	recepción	de	un	programa	codificado,	radiodifundido
o	 comunicado	 en	 otra	 forma	 al	 público,	 por	 aquellos	 que	 no	 estén
autorizados	para	ello.
D.	Leg.	822.
ART.	188.—Modificado.	Ley	28571,	Artículo	Único.	Tipos	de	sanciones
administrativas.	La	Oficina	de	Derechos	de	Autor	podrá	imponer,	conjunta
o	independientemente,	las	siguientes	sanciones:
a)	Amonestación.
b)	Multa	de	hasta	180	unidades	impositivas	tributarias.
c)	Reparación	de	las	omisiones.
d)	Cierre	temporal	hasta	por	noventa	días	del	establecimiento.
e)	Cierre	definitivo	del	establecimiento.
f)	Incautación	o	comiso	definitivo.
g)	Publicación	de	la	resolución	a	costa	del	infractor.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	multa	procura	difundir	la	importancia	y	el
respeto	de	 los	derechos	de	autor.	“Por	su	naturaleza,	 la	multa	es	 la	pena
pecuniaria	impuesta	al	denunciado	por	haber	infringido	la	Ley	de	Derechos
de	Autor.	A	la	autoridad	administrativa	le	corresponde	no	sólo	tutelar	estos
derechos	y,	a	través	de	ello,	cautelar	el	acervo	cultural	del	país,	sino	también
difundir	 la	 importancia	 y	 el	 respeto	 de	 los	 derechos	 de	 autor	 para	 el
progreso	 económico,	 tecnológico	 y	 cultural	 de	 nuestra	 sociedad.	 Con	 la
imposición	de	la	multa	se	busca	directa	e	indirectamente	cumplir	con	estos
objetivos”.	(R.	027-1999-TRI-SPI.	18.01.99)
D.	Leg.	822.
ART.	 189.—Modificado.	 Ley	 28571,	 Artículo	 Único.	 Reincidencia.	 En
caso	de	reincidencia,	considerándose	como	tal	la	repetición	de	un	acto	de	la
misma	naturaleza	en	un	lapso	de	dos	años,	se	podrá	imponer	el	doble	de	la
multa	 de	 manera	 sucesiva	 e	 ilimitada,	 sin	 perjuicio	 de	 aplicar	 otras
sanciones	establecidas	en	el	artículo	188	de	la	presente	ley.
D.	Leg.	822.
ART.	190.—Término	para	el	pago	de	multas.	Los	montos	de	 las	multas
deberán	 ser	 abonados	 en	 el	 Indecopi	 dentro	 del	 término	 de	 cinco	 días,
vencidos	los	cuales	se	ordenará	su	cobranza	coactiva.
D.	Leg.	822.
ART.	 191.—Multas	 coercitivas	 sucesivas.	 La	 Oficina	 de	 Derechos	 de
Autor	podrá	imponer	al	infractor	multas	coercitivas	sucesivas	hasta	que	se
cumpla	con	 lo	ordenado	en	el	mandato	de	sus	resoluciones	definitivas,	así
como	 la	 obligación	 de	 reparar	 las	 omisiones	 o	 adulteraciones	 en	 que
hubiere	 incurrido,	 señalando	 un	 plazo	 perentorio	 bajo	 apercibimiento	 de
multa	 señalada	en	el	 artículo	28	del	Decreto	Legislativo	N°	807,	 todo	ello,
sin	perjuicio	de	la	aplicación	de	las	demás	sanciones	y	medidas	que	fueren
procedentes.
D.	Leg.	822.
ART.	 192.—Publicación	 de	 la	 resolución	 en	 El	 Peruano.	 La	 autoridad
podrá	ordenar	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	la	publicación	de	la	resolución
pertinente,	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	por	una	sola	vez,	a	expensas	del
infractor.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 sanción	 que	 consiste	 en	 publicar	 la
resolución	 sancionatoria	 queda	 a	 discreción	 de	 la	 autoridad.	 “(...)	 El
artículo	192	del	Decreto	Legislativo	822,	establece	que	La	autoridad	podrá
ordenar	 de	 oficio	 o	 a	 solicitud	 de	 parte,	 la	 publicación	 de	 la	 resolución
pertinente,	en	el	Diario	Oficial	‘El	Peruano’,	por	una	sola	vez,	a	expensas	del
infractor.
Dicha	 sanción	 resulta	 de	 aplicación	 discrecional	 para	 la	 autoridad
administrativa,	la	misma	que	deberá	evaluar	la	conveniencia	de	aplicarla	al
caso	 concreto,	 en	 atención	 a	 la	 actitud	 asumida	 por	 el	 emplazado,	 el
provecho	ilícito	obtenido,	entre	otras	consideraciones.
La	 sala	 considera	 que,	 en	 el	 presente	 caso,	 teniendo	 en	 cuenta	 que	 la
denunciada	no	obró	con	ánimo	de	obtener	un	 lucro	directo	a	 través	de	su
actividad,	 la	 cual	 se	 sustentó	 en	 un	 desconocimiento	 sobre	 el	 alcance	 de
protección	de	los	derechos	de	autor	de	los	artistas	visuales,	no	corresponde
ordenar	la	publicación	de	la	resolución	por	parte	de	la	infractora.”	(TDC,	R.
0844-2004/TPI-Indecopi,	set.	21/2004.	Pres.	García	Muñoz-Nájar)
D.	Leg.	822.
ART.	193.—Remuneraciones	devengadas.	De	ser	el	caso,	sin	perjuicio	de
la	aplicación	de	la	multa,	 la	autoridad	impondrá	al	infractor,	el	pago	de	las
remuneraciones	devengadas	a	favor	del	titular	del	respectivo	derecho	o	de
la	sociedad	que	lo	represente.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 imposición	 de	 sanciones	 es	 sin	 perjuicio
del	 pago	 de	 las	 remuneraciones	 devengadas.	 “De	 conformidad	 con	 el
artículo	193	del	Decreto	Legislativo	Nº	822	de	ser	el	caso,	sin	perjuicio	de	la
aplicación	 de	 la	 multa,	 la	 autoridad	 impondrá	 al	 infractor	 el	 pago	 de	 las
remuneraciones	devengadas	a	favor	del	titular	del	respectivo	derecho	o	de
la	 sociedad	 que	 lo	 represente.	 El	 monto	 de	 los	 derechos	 de	 autor
devengados	deben	calcularse	en	base	al	valor	o	remuneración	que	hubiera
percibido	el	titular	de	haber	autorizado	la	explotación	de	la	obra”.	(R.	027-
1999-TRI-SPI.	18.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	precio	de	venta	al	público	no	corresponde	a
las	remuneraciones	devengadas.	“A	criterio	de	la	sala,	y	a	diferencia	de	lo
señalado	por	la	Oficina	de	Derechos	de	Autor,	no	se	puede	considerar	que	el
100%	 del	 precio	 de	 venta	 al	 público	 corresponda	 a	 las	 remuneraciones
devengadas	 a	 favor	 de	 los	 denunciantes,	 por	 cuanto	 dicho	 precio	 incluye
montos	que	no	son	percibidos	por	el	titular	del	programa,	así	se	tiene,	entre
otros,	el	18%	por	Impuesto	General	a	las	Ventas	(IGV),	 los	costos	de	venta
del	producto	(que	comprende,	entre	otros,	el	porcentaje	que	se	asigna	a	los
distribuidores	 o	 vendedores,	 los	 gastos	 de	 publicidad,	 etc.).	 Asimismo,	 de
admitirse	 que	 el	 100%	 del	 precio	 de	 venta	 al	 público	 constituyan	 las
remuneraciones	 devengadas	 a	 favor	 de	 los	 titulares	 de	 los	 derechos	 de
autor,	 los	productores	de	software	estarían	percibiendo	por	este	concepto
una	 suma	 mayor	 a	 la	 que	 les	 correspondería	 en	 caso	 de	 haber	 vendido
legalmente	 sus	 programas	 de	 ordenador,	 por	 cuanto	 no	 tendrían	 que
deducir	 de	 dicho	 monto	 ningún	 concepto	 (impuestos	 o	 costos),
vulnerándose	así	lo	establecido	en	el	artículo	194	del	Decreto	Legislativo	Nº
822.	 Ello,	 a	 su	 vez,	 implicaría	 que	 a	 los	 denunciantes	 les	 sería	 más
beneficioso	económicamente	que	los	consumidores	infrinjan	la	ley”.	(R.	767-
1999-TRI-SPI.	22.06.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Modalidades	 de	 fijación	 de	 las
remuneraciones	devengadas.	“Santos	Sifuentes	señala	que	‘si	dificultosa	le
puede	resultar	 al	 abogado,	 cuando	patrocina	una	 causa,	 estimar	el	daño	y
llevar	 elementos	 de	 su	 cuantificación	 al	 proceso,	 verdadera	 tribulación
suelen	 tener	 los	 jueces	 para	 decidirlo,	 sobre	 todo	 si	 no	 se	 arrimaron
aquellas	 pruebas	 y	 tiene	 el	 grave	 misterio	 de	 juzgar	 con	 ponderación
subjetiva’.	 El	 mercado	 es	 sumamente	 flexible	 y	 cambiante,	 siendo	 los
precios	negociados	de	manera	distinta	con	cada	cliente.	Presumir	cuánto	le
correspondería	 al	 titular	 del	 derecho	 en	 cada	 caso,	 resulta	 una	 tarea	 que
puede	devenir	 en	arbitraria,	 desde	que	 la	 información	que	proporciona	el
representante	 del	 titular	 del	 derecho	de	 autor	 no	puede,	 en	 la	 actualidad,
ser	 objeto	 de	 un	 proceso	 efectivo	 de	 fiscalización	 posterior,	 tal	 y	 como	 lo
expresan	el	numeral	1.16	del	artículo	IV	del	Título	Preliminar	y	el	artículo
32	 de	 la	 Ley	 de	 Procedimiento	 Administrativo	 General.	 Esta	 situación,	 en
estricta	aplicación	del	principio	de	interdicción	de	la	arbitrariedad,	obliga	a
esta	 sala	 a	 adoptar	 un	 criterio	 objetivo	 para	 la	 fijación	 de	 los	 derechos
devengados,	mientras	no	se	desarrollen	sistemas	objetivos	de	 fiscalización
posterior	de	 la	 información	proporcionada	por	el	representante	del	 titular
del	 derecho.	 Algunas	 de	 las	 formas	 para	 fijar	 las	 remuneraciones
devengadas	serían	las	siguientes:	suma	fija	independiente	de	la	magnitud	de
la	 infracción	 cometida	 (suma	 alzada),	 un	 porcentaje	 respecto	 al	 precio	 de
cada	ejemplar	o	el	íntegro	del	precio	de	cada	ejemplar	de	la	misma.
Remuneraciones	a	 suma	alzada.-	Será	de	 aplicación	 en	 los	 casos	 en	 los
que	el	autor	recibe	una	cantidad	fija	por	autorizar	la	explotación	de	su	obra
independientemente	de	la	magnitud	de	la	explotación.	Esta	forma	de	cálculo
se	 da,	 principalmente,	 en	 los	 siguientes	 casos:	 cuando,	 atendida	 la
modalidad	de	la	explotación,	exista	dificultad	grave	en	la	determinación	de
los	 ingresos	 o	 su	 comprobación	 sea	 imposible	 o	 de	 un	 costo
desproporcionado	 con	 la	 eventual	 retribución;	 cuando	 la	 utilización	 de	 la
obra	tenga	carácter	accesorio	respecto	de	la	actividad	o	del	objeto	material
a	 los	que	 se	destine;	 cuando	 la	 obra,	 utilizada	 con	otras,	 no	 constituya	un
elemento	esencial	de	la	creación	intelectual	en	la	que	se	integre;	y	en	el	caso
de	 la	 primera	 o	 única	 edición	 de	 las	 siguientes	 obras	 no	 divulgadas
previamente:	 diccionarios,	 antologías	 y	 enciclopedias,	 prólogos,
anotaciones,	introducciones	y	presentaciones,	obras	científicas,	trabajos	de
ilustración	 de	 una	 obra,	 traducciones	 o	 ediciones	 populares	 a	 precios
reducidos.	 En	 caso	 de	 presentarse	 una	 infracción,	 el	 responsable	 deberá
pagar	 a	 favor	 del	 titular	 el	monto	 fijo	 establecido	 que	 hubiese	 tenido	 que
pagar	para	poder	explotar	la	obra.
Remuneración	proporcional	a	la	explotación	de	la	obra.-	Será	aplicable	a
aquellos	casos	en	los	que	el	autor	recibe	una	remuneración	proporcional	a
la	cantidad	de	ejemplares	de	la	obra	que	se	han	vendido	como	sucede,	por
ejemplo,	con	las	obras	literarias	(contratos	de	edición),	las	obras	musicales
incorporadas	 en	 fonogramas,	 etc.	 Dicha	 remuneración,	 por	 lo	 general,
resulta	ser	un	porcentaje	respecto	al	precio	de	venta	de	cada	soporte	físico
que	contiene	la	obra.
Otros	supuestos.-	Existen	algunas	obras	en	 las	que,	por	su	naturaleza,	es
difícil	 determinar	 las	 remuneraciones	 devengadas,	 como	 sucede,	 por
ejemplo,	 con	 los	 programas	 de	 ordenador	 o	 las	 obras	 audiovisuales.	 En
estos	 casos,	 las	 remuneraciones	 devengadas	 pueden	 establecerse	 como	 el
íntegro	del	precio	de	venta	al	público	de	los	ejemplares	de	 la	obra	o	como
un	 porcentaje	 del	 precio	 de	 venta	 de	 dichos	 ejemplares.	 Debe	 tenerse	 en
cuenta	que	 el	 precio	de	un	 ejemplar	de	 la	 obra	 incluye	 todos	 los	 costos	 y
gastos	en	que	se	incurrió	para	divulgar	la	obra	y	poner	los	ejemplares	en	el
mercado,	 así	 como	 la	 ganancia	 esperada	por	quien	 realiza	 la	 actividad.	 La
Oficina	 de	 Derechos	 de	 Autor	 ha	 tenido	 por	 práctica	 fijar	 las
remuneraciones	 devengadas,	 para	 el	 caso	 de	 programas	 de	 ordenador,
sobre	 la	base	del	precio	de	venta	al	público,	descontándole	únicamente	el
porcentaje	 referido	 al	 Impuesto	 General	 a	 las	 Ventas	 y	 de	 Promoción
Municipal	(18%).	Por	su	parte,	 la	sala	es	de	la	opinión	que,	en	este	tipo	de
situaciones,	se	debe	optar	por	la	segunda	de	las	opciones	antes	descritas	por
las	razones	que	se	exponen	a	continuación.	Las	remuneraciones	devengadas
representan	 sólo	 la	 remuneración	 o	 contraprestación	 al	 esfuerzo	 creativo
del	autor	o	de	los	autores	y	no	el	costo	de	la	actividad	empresarial	destinada
a	 divulgar	 la	 obra	 y	 hacerla	 accesible	 al	 público.	 En	 ese	 sentido,	 la
remuneración	debe	incluir	todos	los	costos	o	gastos	en	los	que	se	incurrió	a
efectos	de	crear	su	obra,	como	por	ejemplo	tiempo	y	costo	en	la	búsqueda
de	 información	 y	 adquisición	de	materiales	para	 la	 realización	de	 la	 obra,
entre	otros.	Ello	debe	 ser	 así,	 puesto	que	el	 sistema	 latino	del	derecho	de
autor	sólo	protege	las	formas	de	expresión	con	rasgos	de	originalidad	y	no
las	conductas	técnico	empresariales	que	intervienen	en	la	producción	de	los
ejemplares	de	las	obras,	como	sí	lo	hace	el	sistema	anglosajón	del	copyright.
En	tal	sentido,	no	es	posible	reconocer	una	remuneración,	sustentada	en	el
ordenamiento	jurídico	nacional	del	derecho	de	autor,	por	un	concepto	que
no	 es	 protegido	 por	 esta	 área	 del	 derecho.	 (...).	 Por	 lo	 expuesto,	 la	 sala
determina	 que	 las	 remuneraciones	 devengadas	 no	 equivalen	 al	 precio	 de
venta	al	público	de	 los	ejemplares	de	 la	obra	o	de	 la	 licencia	de	uso	de	 la
obra,	 sino	 a	un	porcentaje	de	dicho	monto.	Cabe	 agregar	que	 el	 precio	de
venta	al	público	incluye	montos	que	no	son	percibidos	por	el	titular	de	los
derechos	 sobre	 la	 obra,	 así	 se	 tiene,	 entre	 otros,	 el	 porcentaje	 que
corresponde	 al	 Impuesto	General	 a	 las	 Ventas	 (IGV).	 En	 tal	 sentido,	 si	 las
remuneraciones	devengadas	correspondieran	al	precio	de	venta	al	público,
los	productores	de	software	estarían	percibiendo	una	suma	mayor	a	la	que
les	correspondería	en	caso	de	haber	vendido	legalmente	sus	programas	de
ordenador,	 por	 cuanto	 no	 tendrían	 que	 deducir	 de	 dicho	 monto	 el	 IGV,
vulnerándose	así	lo	establecido	en	el	artículo	194	del	Decreto	Legislativo	Nº
822.	De	otro	lado,	la	sala	conviene	en	precisar	que	si	bien	el	considerar	las
remuneraciones	 devengadas	 como	 un	 porcentaje	 del	 precio	 de	 venta	 al
público	 del	 ejemplar	 de	 la	 obra	 puede	 ser	 entendido	 como	 que	 es	 más
beneficioso	 infringir	 la	 ley	 que	 respetar	 el	 derecho	 de	 autor,	 puesto	 que
mientras	 el	 infractor	 sólo	 paga	 un	 porcentaje	 del	 valor	 del	 ejemplar,	 el
usuario	 lícito	debe	pagar	el	valor	 total	del	ejemplar,	ello	en	realidad	no	es
así,	 ya	 que	 debe	 tenerse	 en	 cuenta,	 siguiendo	 a	 Carrasco	 Perera,	 que	 la
desigualdad	a	 la	que	 se	ve	abocado	el	 infractor	no	deriva	del	monto	de	 la
remuneración	 establecida,	 sino	 de	 la	 compatibilidad	 de	 ésta	 con	 otras
acciones.	 Así,	 la	 remuneración	 devengada	 debe	 ser	 apreciada	 dentro	 del
gran	marco	de	protección	que	 se	otorga	al	 titular	de	 los	derechos.	Así,	 un
infractor	no	sólo	debe	pagar	las	remuneraciones	devengadas	que	se	dejaron
de	pagar,	sino	que	además	debe	pagar	 la	multa	 impuesta	por	la	autoridad,
pierde	 el	 dinero	 invertido	 en	 la	 producción	 de	 los	 ejemplares	 ilícitos
incautados,	 hay	 una	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios,	 etc.	 A	 ello	 se
debe	agregar	el	pago	en	el	que	debe	 incurrir	 el	 infractor	para	 legalizar	 su
actividad,	 lo	 que	 significa	 la	 adquisición	 de	 un	 ejemplar	 lícito”.	 (R.	 784-
2002/TRI-Indecopi.	26.08.2002)
D.	Leg.	822.
ART.	 194.—Criterio	 para	 determinar	 el	 monto	 de	 remuneraciones
devengadas.	El	monto	de	las	remuneraciones	devengadas	será	establecido
conforme	al	valor	que	hubiera	percibido	el	titular	del	derecho	o	la	sociedad
que	lo	represente,	de	haber	autorizado	su	explotación.
El	 pago	 de	 los	 derechos	 de	 dichas	 remuneraciones	 en	 ningún	 caso
supondrá	 la	 adquisición	 del	 derecho	 de	 autor	 por	 parte	 del	 infractor.	 En
consecuencia,	el	infractor	no	quedará	eximido	de	la	obligación	de	proceder
a	regularizar	su	situación	legal,	obteniendo	la	correspondiente	autorización
o	licencia	pertinente.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Metodología	 para	 el	 cálculo	 de	 las
remuneraciones	 devengadas.	 “Al	 fijar	 el	 monto	 de	 remuneraciones
devengadas,	 la	 sala	 debe	 determinar	 ‘el	 valor	 que	 hubiera	 percibido	 el
titular	del	derecho	o	la	sociedad	que	lo	represente,	de	haber	autorizado	su
explotación’,	según	lo	establecido	en	el	artículo	193	del	Decreto	Legislativo
Nº	 822.	 En	 el	 caso	 del	 software,	 existen	 distintos	 precios	 en	 la	 cadena	 de
comercialización,	 siendo	 el	 precio	 del	 minorista	 al	 consumidor	 el	 precio
final.	 Dicho	 precio	 (que	 también	 puede	 ser	 el	 precio	 de	 caja,	 el	 precio	 de
licencia	 unitaria,	 el	 precio	 OEM	 o	 el	 precio	 de	 licencia	 corporativa)	 no
corresponde	 necesariamente	 al	 valor	 que	 hubiere	 recibido	 el	 titular	 de
haber	autorizado	su	explotación.	Por	lo	tanto,	corresponde	ajustar	el	precio
final,	del	que	generalmente	se	tiene	información,	al	valor	que	efectivamente
recibirá	 del	 titular	 del	 derecho.	 Dicho	 ajuste	 deberá	 contemplar,	 en	 cada
caso,	 tanto	 los	 impuestos	 que	 gravan	 al	 producto,	 los	 márgenes	 de
comercialización	en	las	diferentes	etapas	de	la	cadena	y	los	(sic)	diferentes
descuentos	que	se	aplican	según	el	tipo	de	licencia	de	que	se	trate.	Según	lo
expuesto,	 el	 monto	 de	 las	 remuneraciones	 devengadas	 deberá	 ser	 el
resultado	 de	multiplicar	 el	 número	 de	 copias	 de	 programas	 utilizados	 sin
autorización	del	 titular	por	el	precio	ajustado	de	cada	uno	de	ellos.	En	 los
casos	 en	 que	 no	 se	 cuente	 con	 información	 de	 los	 precios	 de	 venta	 del
productor	 al	mayorista	 y	del	precio	de	venta	del	mayorista	 al	minorista	 y
sobre	 los	 descuentos	 según	 el	 tipo	 de	 licencia	 se	 debe	 utilizar	 un	método
que	permita	 aproximarse	 al	 valor	 ajustado.	En	 el	 análisis	del	mercado	del
programa	 de	 computadoras	 realizado	 por	 la	 Gerencia	 de	 Estudios
Económicos	 del	 Indecopi	 se	 determinaron	 algunos	 parámetros	 que
permiten	 la	 utilización	 de	 un	 método	 para	 la	 determinación	 de	 las
remuneraciones	 devengadas	 en	 ausencia	 de	 información	 cierta	 sobre	 el
valor	 que	 hubiese	 recibido	 el	 titular	 de	 haber	 autorizado	 la	 explotación.
Para	determinar	las	remuneraciones	devengadas	se	partirá	del	precio	final
al	público	que	es	el	que	aparece	en	los	listados	de	productos	o	preformas	y
catálogos	 de	 venta	 en	 tiendas	 minoristas.	 De	 dicho	 precio	 se	 deberá
descontar	 el	 Impuesto	 General	 a	 las	 Ventas	 (IGV)	 y	 el	 Impuesto	 de
Promoción	Municipal	 (IPM).	 Para	determinar	 el	 precio	del	 productor,	 que
constituye	 el	 valor	 que	 hubiese	 recibido	 el	 titular	 de	 haber	 autorizado	 la
explotación,	 se	 deberá	 descontar	 del	 precio	 al	 consumidor	 final	 libre	 de
impuestos	 el	 margen	 conjunto	 del	 mayorista	 y	 del	 minorista.
Adicionalmente,	 de	 ser	 el	 caso,	 el	 precio	 del	 productor	 así	 determinado
deberá	 ajustarse	 por	 los	 descuentos	 que	 generalmente	 se	 ofrecen	 en	 el
mercado,	 dependiendo	 del	 tipo	 de	 licencia	 que	 se	 hubiese	 adquirido	 en
función	 del	 número	 y	 naturaleza	 de	 los	 programas.	 Finalmente,	 la	 sala
conviene	en	precisar	que	 las	 remuneraciones	devengadas	de	 las	versiones
antiguas	de	un	programa	de	ordenador	se	fijarán	teniendo	en	consideración
el	precio	de	la	versión	vigente	al	momento	de	verificarse	la	infracción”.	(R.
784-2002/TPI-Indecopi.	26.08.2002)
TÍTULO	XI
DE	LAS	ACCIONES	Y	PROCEDIMIENTOS	CIVILES
D.	Leg.	822.
ART.	 195.—Acción	 civil.	 Cuando	 por	 motivo	 de	 la	 violación	 de	 las
disposiciones	contenidas	en	la	presente	ley,	el	interesado	opte	por	acudir	a
la	 vía	 civil,	 se	 tramitará	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 procedimiento
abreviado	previsto	en	el	Código	Procesal	Civil	y	las	disposiciones	contenidas
en	la	legislación	especial.
D.	Leg.	822.
ART.	196.—Modificado.	D.	Leg.	1076,	Art.	3°.	Pretensiones.	Los	titulares
de	cualesquiera	de	los	derechos	reconocidos	en	este	decreto	legislativo,	sus
representantes	 o	 las	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva,	 así	 como	 sus
licenciatarios	exclusivos	u	otros	licenciatarios	debidamente	autorizados	que
cuenten	con	la	facultad	legal	y	la	autoridad	para	hacer	valer	tales	derechos,
sin	perjuicio	de	otras	acciones	que	les	correspondan,	podrán	solicitar	el	cese
de	la	actividad	ilícita	del	infractor	y	exigir	la	indemnización	correspondiente
a	los	daños	materiales	y	morales	causados	por	la	violación	y	a	las	ganancias
obtenidas	 por	 el	 infractor	 imputables	 a	 la	 infracción	 y	 que	 no	 fueran
tomadas	en	cuenta	al	calcular	el	monto	de	los	daños	(al	provecho	ilícito),	o	a
elección	del	titular	del	derecho,	la	indemnización	pre-establecida,	así	como
el	pago	de	costas	y	costos.
D.	Leg.	1076.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Aplicación.	 Los
expedientes	que	estuvieran	en	trámite	a	la	entrada	en	vigencia	del	presente
decreto	 legislativo,	 serán	 tramitados	 conforme	a	 las	normas	de	éste,	 en	el
estado	en	que	se	encuentren.
NOTA:	El	D.	Leg.	1076	modificó	los	siguientes	artículos	del	D.	Leg.	822:	1°,	136,	196,	198.	Asimismo,
incorporó	los	artículos:	196-A,	196-B,	196-C,	196-D,	197-A,	197-B.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	410.—Costas.	Las	 costas	 están	 constituidas	 por	 las	 tasas	 judiciales,
los	 honorarios	 de	 los	 órganos	 de	 auxilio	 judicial	 y	 los	 demás	 gastos
judiciales	realizados	en	el	proceso.
JURISPRUDENCIA.—El	 requerimiento	 notarial	 no	 constituye	 amenaza
de	 los	 derechos	 constitucionales.	 “El	 objeto	 de	 esta	 demanda	 es	 que	 el
órgano	 jurisdiccional	 deje	 sin	 efecto	 la	 carta	 notarial	 (...)	 por	medio	 de	 la
cual	 la	 asociación	 demandada	 (...)	 le	 prohíbe	 al	 demandante	 el	 uso	 del
repertorio	 musical	 que	 comprende	 la	 totalidad	 de	 obras	 musicales
nacionales	y	extranjeras	que	aquella	administra,	indicándole	que,	en	caso	de
no	acatar	la	prohibición,	procederá	a	iniciar	la	correspondiente	acción	penal
sobre	 la	base	del	 artículo	217	del	Código	Penal.	El	 artículo	217	del	 citado
código	establece	que	será	 reprimido	con	pena	privativa	de	 libertad	el	que
reproduce	total	o	parcialmente,	por	cualquier	medio	o	procedimiento,	una
interpretación	 o	 ejecución	 artística,	 una	 emisión	 o	 transmisión	 de
radiodifusión	o	una	grabación	audiovisual,	entre	otras,	 ‘sin	 la	autorización
previa	 y	 escrita	 del	 autor	 o	 titular	 de	 los	 derechos’.	 Siendo	 (...)	 la	 entidad
que	representa	los	derechos	de	autor	de	una	gran	cantidad	de	compositores
nacionales	e	internacionales,	ésta	puede	ejercer	la	defensa	de	los	derechos
de	aquellos	a	quienes	representa.	Por	lo	tanto,	si	el	ejercicio	de	esta	defensa
lo	realiza	mediante	una	carta	notarial,	 ello	no	 implica	una	amenaza	de	 los
derechos	 constitucionales	 del	 destinatario	 de	 la	 carta.	 En	 cuanto	 a	 la
afirmación	 que	 hace	 (...)	 de	 iniciar	 la	 correspondiente	 acción	 penal	 por	 el
delito	 contra	 la	 propiedad	 intelectual,	 este	 colegiado	 debe	 señalar	 que	 el
titular	de	la	acción	penal	es	el	Ministerio	Público	(artículo	159	inciso	1	de	la
Constitución	 (Política	 del	 Estado)	 y	 artículo	 11	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 del
Ministerio	 Público)	 que,	 en	 ejercicio	 de	 esa	 titularidad,	 realizará	 las
investigaciones	pertinentes,	de	manera	tal	que	el	hecho	de	 interponer	una
denuncia	no	 implica	 que	 ésta	 sea	 estimada	por	 el	 fiscal	 responsable	 de	 la
investigación,	 razón	 por	 la	 cual	 no	 se	 aprecia	 vulneración	 o	 amenaza
efectiva	de	los	derechos	constitucionales	del	demandante”.	(Exp.	140-2001-
AA/TC,	R.	24.07.2002,	T.C.)
D.	Leg.	822.
ART.	 196-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1076,	 Art.	 4°.	 Con	 el	 fin	 de
proporcionar	protección	legal	adecuada	y	recursos	legales	efectivos	contra
la	 elusión	 de	 medidas	 tecnológicas	 efectivas	 que	 los	 autores,	 los	 artistas
intérpretes	o	ejecutantes	y	productores	de	fonogramas	utilizan	en	relación
con	el	ejercicio	de	sus	derechos	y	para	restringir	actos	no	autorizados	con
respecto	 a	 sus	 obras,	 interpretaciones	 o	 ejecuciones	 y	 fonogramas,	 las
acciones	señaladas	en	el	artículo	anterior	podrán	estar	dirigidas	contra:
a.	 Modificado.	 Ley	 29316,	 Art.	 11.	 Quienes	 eludan	 sin	 autorización
cualquier	 medida	 tecnológica	 efectiva	 que	 controle	 el	 acceso	 a	 una	 obra,
interpretación	o	ejecución	o	fonograma	protegidos.
b.	 Quienes	 fabriquen,	 importen	 distribuyan,	 ofrezcan	 al	 público,
proporcionen	 o	 de	 otra	 manera	 comercialicen	 dispositivos,	 productos	 o
componentes,	 u	 ofrezcan	 al	 público	 o	 proporcionen	 servicios,	 siempre	 y
cuando:
I.	sean	promocionados,	publicitados	o	comercializados	con	el	propósito	de
eludir	una	medida	tecnológica	efectiva;	o,
II.	 tengan	un	limitado	propósito	o	uso	de	importancia	comercial	diferente
al	de	eludir	una	medida	tecnológica	efectiva;	o,
III.	sean	diseñados,	producidos	o	ejecutados	principalmente	con	el	fin	de
permitir	o	facilitar	la	elusión	de	cualquier	medida	tecnológica	efectiva.
D.	Leg.	822.
ART.	196-B.—Incorporado.	D.	Leg.	1076,	Art.	4°.	No	están	comprendidos
en	los	alcances	del	artículo	196-A	los	siguientes	actos	de	elusión:
I.	las	actividades	no	infractoras	de	ingeniería	inversa	respecto	a	la	copia	de
un	programa	de	computación	obtenida	 legalmente,	 realizadas	de	buena	 fe
con	 respecto	 a	 los	 elementos	 particulares	 de	 dicho	 programa	 de
computación	 que	 no	 han	 estado	 a	 la	 disposición	 inmediata	 de	 la	 persona
involucrada	 en	 dichas	 actividades,	 con	 el	 único	 propósito	 de	 lograr	 la
interoperabilidad	 de	 un	 programa	 de	 computación	 creado
independientemente	con	otros	programas;
II.	 la	 inclusión	 de	 un	 componente	 o	 parte	 con	 el	 único	 fin	 de	 prevenir	 el
acceso	 de	 menores	 al	 contenido	 inapropiado	 en	 línea	 en	 una	 tecnología,
producto,	servicio	o	dispositivo	que	por	sí	mismo	no	está	prohibido	bajo	las
medidas	de	implementación	del	subpárrafo	b	del	artículo	anterior;
III.	actividades	de	buena	fe	no	infractoras	autorizadas	por	el	titular	de	una
computadora,	 sistema	 de	 cómputo	 o	 red	 de	 cómputo	 con	 el	 único	 fin	 de
probar,	investigar	o	corregir	la	seguridad	de	dicha	computadora,	sistema	de
cómputo	o	red	de	cómputo;
IV.	acceso	por	parte	de	bibliotecas,	archivos	o	instituciones	educativas	sin
fines	de	lucro	a	una	obra,	 interpretación	o	ejecución	o	fonograma	a	la	cual
no	tendrían	acceso	de	otro	modo,	con	el	único	fin	de	tomar	decisiones	sobre
adquisiciones;	y
V.	actividades	no	infractoras	con	el	único	fin	de	identificar	y	deshabilitar	la
capacidad	de	realizar	de	manera	no	divulgada	 la	recolección	o	difusión	de
datos	de	identificación	personal	que	reflejen	las	actividades	en	línea	de	una
persona	 natural	 de	 manera	 que	 no	 tenga	 otro	 efecto	 en	 la	 capacidad	 de
cualquier	persona	de	obtener	acceso	a	cualquier	obra.
VI.	 usos	 no	 infractores	 de	 una	 obra,	 interpretación	 o	 ejecución	 o
fonograma,	en	una	clase	particular	de	obras,	interpretaciones	o	ejecuciones
o	fonogramas,	señalados	por	la	Dirección	de	Derecho	de	Autor	del	Indecopi,
u	 órgano	 equivalente,	 en	 informes	 de	 hasta	 cuatro	 años	 de	 validez	 que
demuestren	la	existencia	de	evidencia	sustancial	de	un	impacto	adverso	real
o	potencial	en	aquellos	usos	no	infractores.
A	las	conductas	señaladas	en	el	artículo	196-A,	literal	b)	sólo	aplicarán	las
excepciones	y	 limitaciones	previstas	en	 los	numerales	 i),	 ii),	 iii)	y	 iv).	 (sic)
en	 cuanto	 apliquen	 a	 las	 medidas	 tecnológicas	 efectivas	 que	 controlan	 el
acceso	 a	 una	 obra,	 interpretación	 o	 ejecución	 o	 fonograma.	 En	 cuanto
apliquen	 a	 las	 medidas	 tecnológicas	 efectivas	 que	 protegen	 cualquier
derecho	de	 autor	 o	 cualquier	 derecho	 conexo	 al	 derecho	de	 autor	 podrán
estar	sujetas	a	las	excepciones	y	limitaciones	con	respecto	a	las	actividades
establecidas	en	el	numeral	(i).
Las	 excepciones	 y	 las	 limitaciones	 enumeradas	 se	 aplicarán	 siempre	 y
cuando	no	menoscaben	la	adecuada	protección	legal	o	la	efectividad	de	los
recursos	legales	contra	la	elusión	de	medidas	tecnológicas	efectivas.
NOTA:	El	numeral	VI	de	este	artículo	fue	materia	de	corrección	a	través	de	Fe	de	Erratas	publicada
el	10	de	julio	de	2008.
D.	Leg.	822.
ART.	196-C.—Incorporado.	D.	Leg.	1076,	Art.	4°.	Las	acciones	señaladas
en	 el	 artículo	 196	 podrán	 dirigirse	 contra	 cualquier	 persona	 que	 sin
autorización	y	teniendo	motivos	razonables	para	saber,	que	podría	inducir,
permitir,	facilitar	o	encubrir	una	infracción	de	cualquier	derecho	de	autor	o
derecho	conexo,
I.	 a	 sabiendas	suprima	o	altere	cualquier	 información	sobre	 la	gestión	de
derechos;
II.	distribuya	o	importe	para	su	distribución	información	sobre	gestión	de
derechos	sabiendo	que	esa	 información	sobre	gestión	de	derechos	ha	sido
suprimida	o	alterada	sin	autorización;	o,
III.	distribuya,	importe	para	su	distribución,	transmita,	comunique	o	ponga
a	disposición	del	público	copias	de	las	obras,	interpretaciones	o	ejecuciones
o	 fonogramas,	 sabiendo	 que	 la	 información	 sobre	 gestión	 de	 derechos	 ha
sido	suprimida	o	alterada	sin	autorización.
D.	Leg.	822.
ART.	196-D.—Incorporado.	D.	Leg.	1076,	Art.	4°.	No	están	comprendidas
en	 los	 alcances	 los	 artículos	 196-A	 y	 196-C	 las	 actividades	 legalmente
autorizadas	 de	 investigación,	 protección,	 seguridad	 de	 la	 información	 o
inteligencia,	 llevadas	 a	 cabo	 por	 empleados,	 agentes	 o	 contratistas	 del
gobierno.
Para	 los	efectos	de	este	párrafo,	el	 término	“seguridad	de	 la	 información”
significa	 actividades	 llevadas	 a	 cabo	 para	 identificar	 y	 abordar	 la
vulnerabilidad	de	una	 computadora,	 un	 sistema	de	 cómputo	o	una	 red	de
cómputo	gubernamentales.
D.	Leg.	822.
ART.	197.—Cese	de	actividad	ilícita.	El	cese	de	 la	actividad	 ilícita	podrá
comprender:
a)	La	suspensión	inmediata	de	la	actividad	infractora.
b)	La	prohibición	al	infractor	de	reanudarla.
c)	El	retiro	del	comercio	de	los	ejemplares	ilícitos	y	su	entrega	al	titular	de
los	derechos	vulnerados,	en	su	caso,	o	su	destrucción.
d)	 La	 inutilización	 de	 los	 moldes,	 planchas,	 matrices,	 negativos	 y	 demás
elementos	 destinados	 a	 la	 reproducción	 de	 ejemplares	 ilícitos	 y,	 en	 caso
necesario,	la	destrucción	de	tales	instrumentos.
e)	La	incautación	de	los	aparatos	utilizados	en	la	comunicación	pública	no
autorizada.
El	juez	podrá	ordenar	igualmente	la	publicación	de	la	sentencia,	a	costa	del
infractor,	en	uno	o	varios	periódicos.
D.	Leg.	822.
ART.	 197-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1076,	 Art.	 5°.	 Las	 autoridades
judiciales	procederán	a	destruir	los	bienes	infractores	del	derecho	de	autor
y	derechos	conexos,	a	 solicitud	del	 titular	del	derecho,	 salvo	circunstancia
excepcional.	 Asimismo,	 las	 autoridades	 judiciales	 estarán	 facultadas	 a
ordenar	 que	 los	 materiales	 e	 implementos	 utilizados	 en	 la	 fabricación	 o
creación	 de	 las	 mercancías	 infractoras	 sean	 prontamente	 destruidas	 sin
compensación	alguna	y,	en	circunstancias	excepcionales,	sin	compensación
alguna,	 se	 disponga	 su	 retiro	 de	 los	 canales	 comerciales	 a	 fin	 de	 prevenir
futuras	infracciones.
D.	Leg.	822.
ART.	 197-B.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1076,	 Art.	 5°.	 Las	 autoridades
judiciales	 tendrán	 la	 facultad	 para	 ordenar	 al	 infractor	 que	 proporcione
toda	 información	 que	 el	 infractor	 posea	 respecto	 a	 cualquier	 persona	 o
personas	involucradas	en	cualquier	aspecto	de	la	infracción	y	respecto	a	los
medios	 de	 producción	 o	 canales	 para	 la	 distribución	 de	 tales	 bienes	 o
servicios,	 incluyendo	 la	 identificación	 de	 terceros	 involucrados	 en	 la
producción	 y	 distribución	 de	 los	 bienes	 y	 servicios	 infractores	 o	 en	 sus
canales	 de	 distribución,	 y	 entregarle	 dicha	 información	 al	 titular	 del
derecho.	 Asimismo,	 las	 autoridades	 judiciales	 tendrán	 la	 facultad	 de
ordenarle	al	infractor	que	brinde	al	titular	del	derecho	dicha	información.
D.	Leg.	822.
ART.	 198.—Medidas	 cautelares.	 El	 juez,	 a	 instancia	 del	 titular	 del
respectivo	 derecho,	 de	 su	 representante	 o	 de	 la	 sociedad	 de	 gestión
correspondiente,	ordenará	 la	práctica	 inmediata	de	 las	medidas	cautelares
necesarias	para	evitar	que	se	cometa	la	infracción	o	que	se	continúe	o	repita
una	violación	ya	realizada,	y	en	particular	las	siguientes:
a)	 El	 embargo	 de	 los	 ingresos	 obtenidos	 por	 la	 actividad	 ilícita	 o,	 en	 su
caso,	de	las	cantidades	debidas	por	concepto	de	remuneración.
b)	Modificado.	 D.	 Leg.	 1076,	 Art.	 6°.	 La	 suspensión	 inmediata	 de	 la
actividad	 de	 fabricación,	 reproducción,	 distribución,	 comunicación,
exportación	o	importación	ilícita,	según	proceda.
c)	El	secuestro	de	los	ejemplares	producidos	o	utilizados	y	el	del	material	o
equipos	empleados	para	la	actividad	infractora.
Las	 medidas	 precautorias	 previstas	 en	 esta	 disposición	 no	 impedirán	 la
adopción	de	otras	contempladas	en	la	legislación	ordinaria.
D.	Leg.	822.
ART.	199.—Presupuestos	de	la	medida	cautelar.	Las	providencias	a	que
se	 refiere	 el	 artículo	 anterior,	 serán	 acordadas	 por	 la	 autoridad	 judicial
siempre	que	se	acredite	la	necesidad	de	la	medida	y	se	acompañen	medios
de	prueba	que	acrediten	la	verosimilitud	de	la	existencia	de	la	violación	del
derecho	que	se	reclama.
La	necesidad	de	la	medida	o	la	presunción	de	la	violación	del	derecho	que
se	 reclama,	 puede	 surgir	 también	 a	 través	 de	 la	 inspección	 que,	 como
prueba	anticipada,	disponga	el	juez	en	el	lugar	de	la	infracción.
Incorporado.	 Ley	 29316,	 Art.	 4°.	 La	 autoridad	 judicial	 podrá	 requerir
cualquier	evidencia	que	el	demandante	razonablemente	posea	así	 como	 la
constitución	de	una	fianza	o	garantía	equivalente	razonable,	que	no	deberá
disuadir	 irrazonablemente	 el	 derecho	 del	 titular	 a	 acceder	 a	 los
procedimientos	establecidos	en	la	presente	norma.
D.	Leg.	822.
ART.	 200.—Levantamiento	 de	 medidas	 cautelares.	 Las	 providencias
cautelares	 indicadas	 en	 el	 artículo	 anterior,	 serán	 levantadas	 por	 la
autoridad	judicial,	siempre	y	cuando:
a)	La	persona	contra	quien	se	decretó	la	medida	presta	caución	suficiente,
a	juicio	del	juez,	para	garantizar	las	resultas	del	proceso;	o,
b)	El	solicitante	de	las	medidas	no	acredita	haber	iniciado	el	procedimiento
conducente	a	una	decisión	sobre	el	fondo	del	asunto,	en	un	plazo	de	treinta
días	contados	a	partir	de	su	práctica	o	ejecución.
D.	Leg.	822.
ART.	 201.—Medidas	 cautelares	 y	 autoridad	 aduanera.	 Las	 medidas
preventivas	 contempladas	 en	 los	 artículos	 precedentes	 se	 aplicarán	 sin
perjuicio	de	la	obligación	de	la	autoridad	aduanera	señalada	en	el	Capítulo
Tercero	del	Título	 III	de	 la	presente	 ley	y	de	 la	competencia	atribuida	a	 la
Oficina	de	Derechos	de	Autor.
D.	Leg.	822.
ART.	 202.—Mora	 del	 usuario	 de	 las	 obras.	 Se	 considera	 en	 mora	 al
usuario	 de	 las	 obras,	 interpretaciones,	 producciones,	 emisiones	 y	 demás
bienes	 intelectuales	 reconocidos	 por	 la	 presente	 ley,	 cuando	 no	 pague	 las
liquidaciones	 formuladas	 de	 acuerdo	 a	 las	 tarifas	 establecidas	 para	 la
respectiva	 modalidad	 de	 utilización,	 dentro	 de	 los	 diez	 días	 consecutivos
siguientes	a	la	intimación	judicial	o	notarial.
C.	C.
ART.	 1333.—Incurre	 en	mora	 el	 obligado	 desde	 que	 el	 acreedor	 le	 exija,
judicial	o	extrajudicialmente,	el	cumplimiento	de	su	obligación.
No	es	necesaria	la	intimación	para	que	la	mora	exista:
1.	Cuando	la	ley	o	el	pacto	lo	declaren	expresamente.
2.	Cuando	de	la	naturaleza	y	circunstancias	de	la	obligación	resultare	que	la
designación	del	tiempo	en	que	había	de	entregarse	el	bien,	o	practicarse	el
servicio,	hubiese	sido	motivo	determinante	para	contraerla.
3.	 Cuando	 el	 deudor	 manifieste	 por	 escrito	 su	 negativa	 a	 cumplir	 la
obligación.
4.	Cuando	la	intimación	no	fuese	posible	por	causa	imputable	al	deudor.
TÍTULO	XII
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN	DE	LA	LEY
D.	Leg.	822.
ART.	 203.—Principio	 del	 trato	 nacional.	 Las	 obras,	 interpretaciones	 y
ejecuciones	 artísticas,	 producciones	 fonográficas,	 emisiones	 de
radiodifusión	 o	 transmisiones	 por	 hilo,	 cable,	 fibra	 óptica	 u	 otro
procedimiento	análogo,	grabaciones	audiovisuales,	fijaciones	fotográficas	y
demás	 bienes	 intelectuales	 extranjeros,	 gozarán	 en	 la	 República	 del	 trato
nacional,	 cualquiera	 que	 sea	 la	 nacionalidad	 o	 el	 domicilio	 del	 titular	 del
respectivo	derecho	o	el	lugar	de	su	publicación	o	divulgación.
Const.
ART.	 71.—En	 cuanto	 a	 la	 propiedad,	 los	 extranjeros,	 sean	 personas
naturales	o	jurídicas,	están	en	la	misma	condición	que	los	peruanos,	sin	que,
en	 caso	 alguno,	 puedan	 invocar	 excepción	 ni	 protección	 diplomática.	 Sin
embargo,	 dentro	 de	 cincuenta	 kilómetros	 de	 las	 fronteras,	 los	 extranjeros
no	 pueden	 adquirir	 ni	 poseer	 por	 título	 alguno,	 minas,	 tierras,	 bosques,
aguas,	 combustibles	 ni	 fuentes	 de	 energía,	 directa	 ni	 indirectamente,
individualmente	 ni	 en	 sociedad,	 bajo	 pena	 de	 perder,	 en	 beneficio	 del
Estado,	el	derecho	así	adquirido.	Se	exceptúa	el	 caso	de	necesidad	pública
expresamente	declarada	por	decreto	supremo	aprobado	por	el	Consejo	de
Ministros	conforme	a	ley.
TÍTULO	XIII
PROCEDIMIENTO	ANTE	EL	TRIBUNAL	DE	DEFENSA
DE	LA	COMPETENCIA	Y	DE	LA	PROPIEDAD
INTELECTUAL	DEL	INDECOPI
D.	Leg.	822.
ART.	 204.—Recurso	 de	 apelación.	 Los	 recursos	 de	 apelación	 deberán
sustentarse	 ante	 la	 misma	 autoridad	 que	 expidió	 la	 resolución,	 con	 la
presentación	 de	 nuevos	 documentos,	 con	 diferente	 interpretación	 de	 las
pruebas	 producidas	 o	 con	 cuestiones	 de	 puro	 derecho.	 Verificados	 los
requisitos	 establecidos	 en	 el	 presente	 artículo	 y	 en	 el	 Texto	 Único	 de
Procedimientos	 Administrativos	 (TUPA)	 del	 Indecopi,	 las	 oficinas
competentes	 deberán	 conceder	 la	 apelación	 y	 elevar	 los	 actuados	 a	 la
segunda	instancia	administrativa.
D.	Leg.	822.
ART.	205.—Traslado	de	la	apelación.	Recibidos	 los	actuados	por	 la	Sala
de	la	Propiedad	Intelectual	del	Tribunal	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de
la	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi,	se	correrá	traslado	de	la	apelación	a	la
otra	parte	para	que	cumpla	con	presentar	 sus	argumentos	en	un	plazo	de
cinco	(5)	días.
D.	Leg.	822.
ART.	206.—Medios	probatorios	e	informe	oral.	No	se	admitirán	medios
probatorios,	 salvo	 documentos.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 cualquiera	 de	 las
partes	podrá	 solicitar	 el	 uso	 de	 la	 palabra,	 debiendo	 especificar	 si	 éste	 se
referirá	a	cuestiones	de	hecho	o	de	derecho.	La	actuación	de	denegación	de
dicha	 solicitud	 quedará	 a	 criterio	 de	 la	 sala	 del	 tribunal,	 según	 la
importancia	y	trascendencia	del	caso.	Citadas	las	partes	a	informe	oral,	éste
se	llevará	a	cabo	con	quienes	asistan	a	la	audiencia.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA
D.	Leg.	822.
Única	Disposición	Complementaria.—Sanciones	por	 incumplimiento	de
acuerdos,	laudos	y	resoluciones	finales.	Entiéndase	que	para	 los	efectos
de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 29	 y	 30	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807
resulta	 aplicable,	 respecto	 de	 la	 parte	 incumplidora,	 lo	 establecido	 en	 los
incisos	a)	y	b)	del	artículo	38	del	Decreto	Legislativo	N°	716,	en	cuanto	fuera
pertinente.
DISPOSICIONES	FINALES
D.	Leg.	822.
Primera	 Disposición	 Final.—Informe	 técnico	 y	 acción	 penal.	 En	 los
delitos	contra	los	derechos	de	autor	y	derechos	conexos,	previamente	a	que
el	Ministerio	Público	emita	acusación	u	opinión,	según	sea	el	caso,	la	Oficina
de	Derechos	de	Autor	del	Indecopi	deberá	emitir	un	informe	técnico	dentro
del	término	de	cinco	días.
D.	Leg.	822.
Segunda	Disposición	 Final.—Disposición	 derogatoria.	 Deróguese	 la	 Ley
13714,	 Decreto	 Supremo	 N°	 061-62-ED	 así	 como	 todas	 las	 disposiciones
contenidas	en	otras	leyes	o	reglamentos	que	se	opongan	a	la	presente	ley.
D.	Leg.	822.
Cuarta	Disposición	Final.—Entrada	en	vigencia.	 La	 presente	 ley	 entrará
en	 vigencia	 a	 los	 treinta	 días	 de	 su	 publicación	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El
Peruano.
DISPOSICIONES	TRANSITORIAS
D.	Leg.	822.
Primera	 Disposición	 Transitoria.—Derechos	 adquiridos	 con	 la	 norma
derogada.	Los	derechos	sobre	 las	obras	y	demás	producciones	protegidas
de	conformidad	con	la	ley	anterior,	gozarán	de	los	plazos	de	protección	más
extensos	reconocidos	en	esta	ley.
D.	Leg.	822.
Segunda	 Disposición	 Transitoria.—Exclusiones	 del	 ámbito	 de
protección.	Los	títulos	de	los	diarios,	revistas,	programas,	espacios	radiales
y	 televisuales,	 noticieros	 cinematográficos	 y,	 en	 general,	 de	 cualquier	 otra
forma	 de	 publicación	 o	 difusión	 a	 que	 hacía	 referencia	 el	 inciso	 c)	 del
artículo	 60	 de	 la	 Ley	 N°	 13714,	 al	 haber	 sido	 excluidos	 del	 ámbito	 de	 la
presente	 ley,	 seguirán	 gozando	 de	 protección	 por	 el	 término	 de	 un	 año
contado	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia	de	esta	ley.
D.	Leg.	822.
Tercera	 Disposición	 Transitoria.—Adecuación	 de	 las	 sociedades	 de
gestión	 colectiva.	 Las	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva	 que	 vengan
funcionando	de	conformidad	con	el	artículo	146	y	siguientes	de	la	presente
ley,	se	adecuarán	a	lo	dispuesto	en	la	presente	norma,	en	un	plazo	no	mayor
de	tres	meses,	contados	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia	de	esta	ley.
D.	Leg.	822.
Cuarta	Disposición	Transitoria.—Normas	de	procedimiento.	Las	normas
de	procedimientos	de	las	acciones	por	infracción	contenidas	en	el	presente
decreto	legislativo,	serán	de	aplicación	a	los	procedimientos	iniciados	luego
de	la	entrada	en	vigencia	del	mismo.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Aplicación	 en	 el	 tiempo	 de	 las	 normas
sustantivas	y	procedimentales.	“El	Decreto	Legislativo	Nº	822	en	su	Cuarta
Disposición	 Transitoria	 dispone	 que	 las	 normas	 de	 procedimiento
contenidas	 en	 dicho	 decreto	 legislativo	 serán	 de	 aplicación	 a	 los
procedimientos	de	 infracción	 iniciados	 luego	de	 la	entrada	en	vigencia	del
mismo.	La	cuarta	disposición	transitoria	del	Decreto	Legislativo	Nº	822	no
es	aplicable	al	presente	caso,	ya	que	estamos	frente	a	un	supuesto	distinto,
cual	 es	 el	de	 la	 aplicación	de	 las	normas	 sustantivas	al	procedimiento	por
infracción	 a	 la	 Ley	 de	 Derechos	 de	 Autor.	 Con	 respecto	 a	 estas	 últimas,
existe	un	vacío	en	tanto	no	se	determina	expresamente	cuándo	o	a	partir	de
qué	momento	los	aspectos	de	carácter	sustantivo	o	de	fondo	serán	regidos
por	 el	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 822,	 por	 lo	 que	 resulta	 aplicable
supletoriamente	 el	 principio	 general	 recogido	 en	 el	 artículo	 III	 del	 Título
Preliminar	 del	 Código	 Civil	 que	 dispone	 la	 aplicación	 inmediata	 de	 las
normas	 a	 las	 consecuencias	 de	 los	 derechos,	 situaciones	 y	 relaciones
jurídicas	 existentes.	 Así,	 el	 Código	 Civil	 recoge	 la	 teoría	 de	 los	 hechos
cumplidos,	 la	 cual	 propugna	 la	 aplicación	 inmediata	 de	 las	 normas,
desechando	 su	 aplicación	 retroactiva	 o	 ultractiva.	 De	 conformidad	 con	 la
teoría	de	los	hechos	cumplidos,	los	hechos	cumplidos	durante	la	vigencia	de
la	antigua	 ley,	como	es	el	caso	de	 la	Ley	Nº	13714,	se	rigen	por	ésta,	y	 los
cumplidos	después	de	 su	derogación	 se	 rigen	por	 la	 nueva,	 esto	 es	por	 el
Decreto	 Legislativo	Nº	 822,	 salvo	 que	 la	 ley	 expresamente	 establezca	 una
disposición	 diferente,	 como	 es	 el	 caso	 de	 la	 cuarta	 disposición	 transitoria
del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 822	 referida	 exclusivamente	 a	 sus	 normas
procedimentales”.	(R.	481-1999-TRI-SPI.	19.04.99)
RÉGIMEN	COMÚN	SOBRE	DERECHO	DE	AUTOR	Y	DERECHOS	CONEXOS
Decisión	351.
La	Comisión	del	Acuerdo	de	Cartagena,
Vistos:	 El	 artículo	 30	del	Acuerdo	de	Cartagena	 y	 la	 Propuesta	 261	de	 la
junta;
Decide:
Aprobar	el	siguiente:
Régimen	Común	sobre	Derecho	de	Autor	y	Derechos	Conexos
Capítulo	I
Del	alcance	de	la	protección
Artículo	1º.-	Las	disposiciones	de	la	presente	decisión	tienen	por	finalidad
reconocer	 una	 adecuada	 y	 efectiva	 protección	 a	 los	 autores	 y	 demás
titulares	 de	 derechos,	 sobre	 las	 obras	 del	 ingenio,	 en	 el	 campo	 literario,
artístico	o	científico,	cualquiera	que	sea	el	género	o	forma	de	expresión	y	sin
importar	el	mérito	literario	o	artístico	ni	su	destino.
Asimismo,	 se	 protegen	 los	 derechos	 conexos	 a	 que	 hace	 referencia	 el
Capítulo	X	de	la	presente	decisión.
Artículo	2º.-	 Cada	país	miembro	 concederá	 a	 los	nacionales	de	 otro	país,
una	 protección	 no	 menos	 favorable	 que	 la	 reconocida	 a	 sus	 propios
nacionales	en	materia	de	derecho	de	autor	y	derechos	conexos.
Artículo	3º.-	A	los	efectos	de	esta	decisión	se	entiende	por:
-	Autor:	Persona	física	que	realiza	la	creación	intelectual.
-	 Artista	 intérprete	 o	 ejecutante:	 Persona	 que	 representa,	 canta,	 lee,
recita,	interpreta	o	ejecuta	en	cualquier	forma	una	obra.
-	 Autoridad	 nacional	 competente:	 Órgano	 designado	 al	 efecto,	 por	 la
legislación	nacional	sobre	la	materia.
-	Copia	o	ejemplar:	Soporte	material	que	contiene	la	obra,	como	resultado
de	un	acto	de	reproducción.
-	Derechohabiente:	Persona	natural	o	jurídica	a	quien	por	cualquier	título
se	transmiten	derechos	reconocidos	en	la	presente	decisión.
-	Distribución	al	público:	Puesta	a	disposición	del	público	del	original	o
copias	de	la	obra	mediante	su	venta,	alquiler,	préstamo	o	de	cualquier	otra
forma.
-	Divulgación:	 Hacer	 accesible	 la	 obra	 al	 público	 por	 cualquier	medio	 o
procedimiento.
-	Emisión:	Difusión	a	distancia	de	sonidos	o	de	imágenes	y	sonidos	para	su
recepción	por	el	público.
-	Fijación:	 Incorporación	 de	 signos,	 sonidos	 o	 imágenes	 sobre	 una	 base
material	que	permita	su	percepción,	reproducción	o	comunicación.
-	Fonograma:	Toda	fijación	exclusivamente	sonora	de	 los	sonidos	de	una
representación	 o	 ejecución	 o	 de	 otros	 sonidos.	 Las	 grabaciones
gramofónicas	y	magnetofónicas	se	consideran	copias	de	fonogramas.
-	Grabación	efímera:	Fijación	sonora	o	audiovisual	de	una	representación
o	 ejecución	 o	 de	 una	 emisión	 de	 radiodifusión,	 realizada	 por	 un	 período
transitorio	 por	 un	 organismo	 de	 radiodifusión,	 utilizando	 sus	 propios
medios,	y	empleada	en	sus	propias	emisiones	de	radiodifusión.
-	Obra:	Toda	creación	intelectual	original	de	naturaleza	artística,	científica
o	literaria,	susceptible	de	ser	divulgada	o	reproducida	en	cualquier	forma.
-	 Obra	 audiovisual:	 Toda	 creación	 expresada	 mediante	 una	 serie	 de
imágenes	asociadas,	con	o	sin	sonorización	incorporada,	que	esté	destinada
esencialmente	 a	 ser	 mostrada	 a	 través	 de	 aparatos	 de	 proyección	 o
cualquier	 otro	 medio	 de	 comunicación	 de	 la	 imagen	 y	 de	 sonido,
independientemente	 de	 las	 características	 del	 soporte	 material	 que	 la
contiene.
-	Obra	 de	 arte	 aplicado:	 Creación	 artística	 con	 funciones	 utilitarias	 o
incorporada	en	un	artículo	útil,	ya	sea	una	obra	de	artesanía	o	producida	en
escala	industrial.
-	Obra	plástica	o	de	bellas	artes:	Creación	artística	cuya	finalidad	apela	al
sentido	estético	de	la	persona	que	la	contempla,	como	las	pinturas,	dibujos,
grabados	 y	 litografías.	 No	 quedan	 comprendidas	 en	 la	 definición,	 a	 los
efectos	de	 la	presente	decisión,	 las	 fotografías,	 las	obras	 arquitectónicas	y
las	audiovisuales.
-	Oficina	 nacional	 competente:	 Órgano	 administrativo	 encargado	 de	 la
protección	y	aplicación	del	Derecho	de	Autor	y	Derechos	Conexos.
-	 Organismo	 de	 radiodifusión:	 Empresa	 de	 radio	 o	 televisión	 que
transmite	programas	al	público.
-	 Productor:	 Persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 tiene	 la	 iniciativa,	 la
coordinación	y	la	responsabilidad	en	la	producción	de	la	obra,	por	ejemplo,
de	la	obra	audiovisual	o	del	programa	de	ordenador.
-	 Productor	 de	 fonogramas:	 Persona	 natural	 o	 jurídica	 bajo	 cuya
iniciativa,	 responsabilidad	 y	 coordinación,	 se	 fijan	 por	 primera	 vez	 los
sonidos	de	una	ejecución	u	otros	sonidos.
-	 Programa	 de	 ordenador	 (software):	 Expresión	 de	 un	 conjunto	 de
instrucciones	mediante	palabras,	códigos,	planes	o	en	cualquier	otra	forma
que,	al	ser	incorporadas	en	un	dispositivo	de	lectura	automatizada,	es	capaz
de	 hacer	 que	 un	 ordenador	 –un	 aparato	 electrónico	 o	 similar	 capaz	 de
elaborar	informaciones–,	ejecute	determinada	tarea	u	obtenga	determinado
resultado.	El	programa	de	ordenador	comprende	también	la	documentación
técnica	y	los	manuales	de	uso.
-	Publicación:	Producción	de	ejemplares	puestos	al	alcance	del	público	con
el	 consentimiento	 del	 titular	 del	 respectivo	 derecho,	 siempre	 que	 la
disponibilidad	 de	 tales	 ejemplares	 permita	 satisfacer	 las	 necesidades
razonables	del	público,	teniendo	en	cuenta	la	naturaleza	de	la	obra.
-	Retransmisión:	Reemisión	 de	 una	 señal	 o	 de	 un	 programa	 recibido	 de
otra	 fuente,	 efectuada	 por	 difusión	 inalámbrica	 de	 signos,	 sonidos	 o
imágenes,	o	mediante	hilo,	cable,	fibra	óptica	u	otro	procedimiento	análogo.
-	Titularidad:	Calidad	del	titular	de	derechos	reconocidos	por	la	presente
decisión.
-	Usos	honrados:	 Los	que	no	 interfieren	con	 la	explotación	normal	de	 la
obra	ni	causan	un	perjuicio	irrazonable	a	los	intereses	legítimos	del	autor.
-	Uso	personal:	 Reproducción	 u	 otra	 forma	 de	 utilización,	 de	 la	 obra	 de
otra	persona,	en	un	solo	ejemplar,	exclusivamente	para	el	propio	uso	de	un
individuo,	en	casos	tales	como	la	investigación	y	el	esparcimiento	personal.
Capítulo	II
Del	objeto	de	la	protección
Artículo	4º.-	La	protección	reconocida	por	la	presente	decisión	recae	sobre
todas	las	obras	literarias,	artísticas	y	científicas	que	puedan	reproducirse	o
divulgarse	 por	 cualquier	 forma	 o	 medio	 conocido	 o	 por	 conocer,	 y	 que
incluye,	entre	otras,	las	siguientes:
a)	Las	obras	expresadas	por	escrito,	es	decir,	los	libros,	folletos	y	cualquier
tipo	de	obra	expresada	mediante	letras,	signos	o	marcas	convencionales;
b)	 Las	 conferencias,	 alocuciones,	 sermones	 y	 otras	 obras	 de	 la	 misma
naturaleza;
c)	Las	composiciones	musicales	con	letra	o	sin	ella;
d)	Las	obras	dramáticas	y	dramático-musicales;
e)	Las	obras	coreográficas	y	las	pantomimas;
f)	Las	obras	cinematográficas	y	demás	obras	audiovisuales	expresadas	por
cualquier	procedimiento;
g)	 Las	 obras	 de	 bellas	 artes,	 incluidos	 los	 dibujos,	 pinturas,	 esculturas,
grabados	y	litografías;
h)	Las	obras	de	arquitectura;
i)	Las	obras	 fotográficas	y	 las	expresadas	por	procedimiento	análogo	a	 la
fotografía;
j)	Las	obras	de	arte	aplicado;
k)	Las	ilustraciones,	mapas,	croquis,	planos,	bosquejos	y	las	obras	plásticas
relativas	a	la	geografía,	la	topografía,	la	arquitectura	o	las	ciencias;
l)	Los	programas	de	ordenador;
ll)	Las	antologías	o	compilaciones	de	obras	diversas	y	 las	bases	de	datos,
que	 por	 la	 selección	 o	 disposición	 de	 las	materias	 constituyan	 creaciones
personales.
Artículo	5º.-	Sin	perjuicio	de	los	derechos	del	autor	de	la	obra	preexistente
y	de	su	previa	autorización,	son	obras	del	ingenio	distintas	de	la	original,	las
traducciones,	adaptaciones,	transformaciones	o	arreglos	de	otras	obras.
Artículo	 6º.-	 Los	 derechos	 reconocidos	 por	 la	 presente	 decisión	 son
independientes	 de	 la	 propiedad	 del	 objeto	 material	 en	 el	 cual	 esté
incorporada	la	obra.
Artículo	7º.-	Queda	protegida	exclusivamente	la	forma	mediante	la	cual	las
ideas	 del	 autor	 son	 descritas,	 explicadas,	 ilustradas	 o	 incorporadas	 a	 las
obras.
No	son	objeto	de	protección	 las	 ideas	contenidas	en	 las	obras	 literarias	y
artísticas,	o	el	contenido	 ideológico	o	técnico	de	 las	obras	científicas,	ni	su
aprovechamiento	industrial	o	comercial.
Capítulo	III
De	los	titulares	de	derechos
Artículo	8º.-	Se	presume	autor,	salvo	prueba	en	contrario,	la	persona	cuyo
nombre,	seudónimo	u	otro	signo	que	la	identifique,	aparezca	indicado	en	la
obra.
Artículo	 9º.-	 Una	 persona	 natural	 o	 jurídica,	 distinta	 del	 autor,	 podrá
ostentar	 la	 titularidad	 de	 los	 derechos	 patrimoniales	 sobre	 la	 obra	 de
conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 las	 legislaciones	 internas	 de	 los	 países
miembros.
Artículo	 10.-	 Las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 ejercen	 la	 titularidad
originaria	 o	 derivada,	 de	 conformidad	 con	 la	 legislación	 nacional,	 de	 los
derechos	patrimoniales	de	las	obras	creadas	por	su	encargo	o	bajo	relación
laboral,	salvo	prueba	en	contrario.
Capítulo	IV
Del	derecho	moral
Artículo	 11.-	 El	 autor	 tiene	 el	 derecho	 inalienable,	 inembargable,
imprescriptible	e	irrenunciable	de:
a)	Conservar	la	obra	inédita	o	divulgarla;
b)	Reivindicar	la	paternidad	de	la	obra	en	cualquier	momento;	y,
c)	 Oponerse	 a	 toda	 deformación,	 mutilación	 o	 modificación	 que	 atente
contra	el	decoro	de	la	obra	o	la	reputación	del	autor.
A	la	muerte	del	autor,	el	ejercicio	de	los	derechos	morales	corresponderá	a
sus	 derechohabientes,	 por	 el	 plazo	 a	 que	 se	 refiere	 el	 Capítulo	 VI	 de	 la
presente	 decisión.	Una	 vez	 extinguido	 el	 derecho	 patrimonial,	 el	 Estado	 u
otras	 instituciones	 designadas,	 asumirán	 la	 defensa	 de	 la	 paternidad	 del
autor	y	de	la	integridad	de	su	obra.
Artículo	 12.-	 Las	 legislaciones	 internas	 de	 los	 países	 miembros	 podrán
reconocer	otros	derechos	de	orden	moral.
Capítulo	V
De	los	derechos	patrimoniales
Artículo	13.-	El	autor	o,	en	su	caso,	sus	derechohabientes,	tienen	el	derecho
exclusivo	de	realizar,	autorizar	o	prohibir:
a)	La	reproducción	de	la	obra	por	cualquier	forma	o	procedimiento;
b)	La	comunicación	pública	de	la	obra	por	cualquier	medio	que	sirva	para
difundir	las	palabras,	los	signos,	los	sonidos	o	las	imágenes;
c)	 La	 distribución	 pública	 de	 ejemplares	 o	 copias	 de	 la	 obra	mediante	 la
venta,	arrendamiento	o	alquiler;
d)	La	importación	al	territorio	de	cualquier	país	miembro	de	copias	hechas
sin	autorización	del	titular	del	derecho;
e)	La	traducción,	adaptación,	arreglo	u	otra	transformación	de	la	obra.
Artículo	 14.-	 Se	 entiende	 por	 reproducción,	 la	 fijación	 de	 la	 obra	 en	 un
medio	 que	 permita	 su	 comunicación	 o	 la	 obtención	 de	 copias	 de	 toda	 o
parte	de	ella,	por	cualquier	medio	o	procedimiento.
Artículo	15.-	 Se	entiende	por	 comunicación	pública,	 todo	acto	por	el	 cual
una	pluralidad	de	personas,	reunidas	o	no	en	un	mismo	lugar,	pueda	tener
acceso	a	la	obra	sin	previa	distribución	de	ejemplares	a	cada	una	de	ellas,	y
en	especial	las	siguientes:
a)	 Las	 representaciones	 escénicas,	 recitales,	 disertaciones	 y	 ejecuciones
públicas	 de	 las	 obras	 dramáticas,	 dramático-musicales,	 literarias	 y
musicales,	mediante	cualquier	medio	o	procedimiento;
b)	La	proyección	o	exhibición	pública	de	las	obras	cinematográficas	y	de	las
demás	obras	audiovisuales;
c)	La	emisión	de	cualesquiera	obras	por	radiodifusión	o	por	cualquier	otro
medio	que	sirva	para	la	difusión	inalámbrica	de	signos,	sonidos	o	imágenes.
El	 concepto	 de	 emisión	 comprende,	 asimismo,	 la	 producción	 de	 señales
desde	 una	 estación	 terrestre	 hacia	 un	 satélite	 de	 radiodifusión	 o	 de
telecomunicación;
d)	 La	 transmisión	 de	 obras	 al	 público	 por	 hilo,	 cable,	 fibra	 óptica	 u	 otro
procedimiento	análogo,	sea	o	no	mediante	abono;
e)	La	 retransmisión,	por	 cualquiera	de	 los	medios	 citados	en	 los	 literales
anteriores	 y	 por	 una	 entidad	 emisora	 distinta	 de	 la	 de	 origen,	 de	 la	 obra
radiodifundida	o	televisada;
f)	 La	 emisión	 o	 transmisión,	 en	 lugar	 accesible	 al	 público	 mediante
cualquier	instrumento	idóneo,	de	la	obra	difundida	por	radio	o	televisión;
g)	La	exposición	pública	de	obras	de	arte	o	sus	reproducciones;
h)	 El	 acceso	 público	 a	 bases	 de	 datos	 de	 ordenador	 por	 medio	 de
telecomunicación,	cuando	éstas	incorporen	o	constituyan	obras	protegidas;
e,
i)	 En	 general,	 la	 difusión,	 por	 cualquier	 procedimiento	 conocido	 o	 por
conocerse,	de	los	signos,	las	palabras,	los	sonidos	o	las	imágenes.
Artículo	 16.-	 Los	 autores	 de	 obras	 de	 arte	 y,	 a	 su	 muerte,	 sus
derechohabientes,	 tienen	 el	 derecho	 inalienable	 de	 obtener	 una
participación	 en	 las	 sucesivas	 ventas	 que	 se	 realicen	 sobre	 la	 obra,	 en
subasta	pública	o	por	intermedio	de	un	negociante	profesional	en	obras	de
arte.	Los	países	miembros	reglamentarán	este	derecho.
Artículo	 17.-	 Las	 legislaciones	 internas	 de	 los	 países	 miembros	 podrán
reconocer	otros	derechos	de	carácter	patrimonial.
Capítulo	VI
De	la	duración	de	la	protección
Artículo	18.-	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	59,	la	duración	de	la
protección	 de	 los	 derechos	 reconocidos	 en	 la	 presente	 decisión,	 no	 será
inferior	a	la	vida	del	autor	y	cincuenta	años	después	de	su	muerte.
Cuando	la	titularidad	de	los	derechos	corresponda	a	una	persona	jurídica,
el	plazo	de	protección	no	será	inferior	a	cincuenta	años	contados	a	partir	de
la	realización,	divulgación	o	publicación	de	la	obra,	según	el	caso.
Artículo	19.-	Los	países	miembros	podrán	establecer,	de	conformidad	con
el	Convenio	de	Berna	para	la	Protección	de	las	Obras	Literarias	y	Artísticas,
que	el	plazo	de	protección,	para	determinadas	obras,	se	cuente	a	partir	de	la
fecha	de	su	realización,	divulgación	o	publicación.
Artículo	 20.-	 El	 plazo	 de	 protección	 se	 contará	 a	 partir	 del	 primero	 de
enero	 del	 año	 siguiente	 al	 de	 la	 muerte	 del	 autor	 o	 al	 de	 la	 realización,
divulgación	o	publicación	de	la	obra,	según	proceda.
Capítulo	VII
De	las	limitaciones	y	excepciones
Artículo	 21.-	 Las	 limitaciones	 y	 excepciones	 al	 derecho	 de	 autor	 que	 se
establezcan	mediante	 las	 legislaciones	 internas	de	 los	países	miembros,	se
circunscribirán	 a	 aquellos	 casos	 que	 no	 atenten	 contra	 la	 normal
explotación	de	 las	obras	o	no	causen	perjuicio	 injustificado	a	 los	 legítimos
intereses	del	titular	o	titulares	de	los	derechos.
Artículo	22.-	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	Capítulo	V	y	en	el	artículo
anterior,	 será	 lícito	 realizar,	 sin	 la	 autorización	 del	 autor	 y	 sin	 el	 pago	 de
remuneración	alguna,	los	siguientes	actos:
a)	 Citar	 en	 una	 obra,	 otras	 obras	 publicadas,	 siempre	 que	 se	 indique	 la
fuente	y	el	nombre	del	autor,	a	condición	que	tales	citas	se	hagan	conforme
a	los	usos	honrados	y	en	la	medida	justificada	por	el	fin	que	se	persiga;
b)	 Reproducir	 por	 medios	 reprográficos	 para	 la	 enseñanza	 o	 para	 la
realización	 de	 exámenes	 en	 instituciones	 educativas,	 en	 la	 medida
justificada	 por	 el	 fin	 que	 se	 persiga,	 artículos	 lícitamente	 publicados	 en
periódicos	o	colecciones	periódicas,	o	breves	extractos	de	obras	lícitamente
publicadas,	 a	 condición	 que	 tal	 utilización	 se	 haga	 conforme	 a	 los	 usos
honrados	y	que	la	misma	no	sea	objeto	de	venta	u	otra	transacción	a	título
oneroso,	ni	tenga	directa	o	indirectamente	fines	de	lucro;
c)	Reproducir	en	 forma	 individual,	una	obra	por	una	biblioteca	o	archivo
cuyas	actividades	no	tengan	directa	ni	indirectamente	fines	de	lucro,	cuando
el	 ejemplar	 respectivo	 se	 encuentre	 en	 la	 colección	 permanente	 de	 la
biblioteca	o	archivo,	y	dicha	reproducción	se	realice	con	los	siguientes	fines:
1)	 Preservar	 el	 ejemplar	 y	 sustituirlo	 en	 caso	 de	 extravío,	 destrucción	 o
inutilización;	o,
2)	 Sustituir,	 en	 la	 colección	 permanente	 de	 otra	 biblioteca	 o	 archivo,	 un
ejemplar	que	se	haya	extraviado,	destruido	o	inutilizado.
d)	Reproducir	una	obra	para	actuaciones	judiciales	o	administrativas,	en	la
medida	justificada	por	el	fin	que	se	persiga;
e)	 Reproducir	 y	 distribuir	 por	 la	 prensa	 o	 emitir	 por	 radiodifusión	 o
transmisión	 pública	 por	 cable,	 artículos	 de	 actualidad,	 de	 discusión
económica,	 política	 o	 religiosa	 publicados	 en	 periódicos	 o	 colecciones
periódicas,	 u	 obras	 radiodifundidas	 que	 tengan	 el	 mismo	 carácter,	 en	 los
casos	en	que	la	reproducción,	la	radiodifusión	o	la	transmisión	pública	no	se
hayan	reservado	expresamente;
f)	 Reproducir	 y	 poner	 al	 alcance	 del	 público,	 con	 ocasión	 de	 las
informaciones	 relativas	 a	 acontecimientos	 de	 actualidad	 por	 medio	 de	 la
fotografía,	 la	 cinematografía	 o	 por	 la	 radiodifusión	 o	 transmisión	 pública
por	 cable,	 obras	 vistas	 u	 oídas	 en	 el	 curso	de	 tales	 acontecimientos,	 en	 la
medida	justificada	por	el	fin	de	la	información;
g)	 Reproducir	 por	 la	 prensa,	 la	 radiodifusión	 o	 la	 transmisión	 pública,
discursos	 políticos,	 así	 como	 disertaciones,	 alocuciones,	 sermones,
discursos	 pronunciados	 durante	 actuaciones	 judiciales	 u	 otras	 obras	 de
carácter	similar	pronunciadas	en	público,	con	fines	de	información	sobre	los
hechos	 de	 actualidad,	 en	 la	 medida	 en	 que	 lo	 justifiquen	 los	 fines
perseguidos,	 y	 conservando	 los	 autores	 sus	 derechos	 a	 la	 publicación	 de
colecciones	de	tales	obras;
h)	 Realizar	 la	 reproducción,	 emisión	 por	 radiodifusión	 o	 transmisión
pública	por	cable,	de	la	imagen	de	una	obra	arquitectónica,	de	una	obra	de
las	bellas	artes,	de	una	obra	fotográfica	o	de	una	obra	de	artes	aplicadas,	que
se	encuentre	situada	en	forma	permanente	en	un	lugar	abierto	al	público;
i)	 La	 realización,	 por	 parte	 de	 los	 organismos	 de	 radiodifusión,	 de
grabaciones	efímeras	mediante	sus	propios	equipos	y	para	su	utilización	en
sus	propias	emisiones	de	radiodifusión,	de	una	obra	sobre	la	cual	tengan	el
derecho	para	radiodifundirla.	El	organismo	de	radiodifusión	estará	obligado
a	 destruir	 tal	 grabación	 en	 el	 plazo	 o	 condiciones	 previstas	 en	 cada
legislación	nacional;
j)	 Realizar	 la	 representación	 o	 ejecución	 de	 una	 obra	 en	 el	 curso	 de	 las
actividades	 de	 una	 institución	 de	 enseñanza	 por	 el	 personal	 y	 los
estudiantes	 de	 tal	 institución,	 siempre	 que	 no	 se	 cobre	 por	 la	 entrada	 ni
tenga	 algún	 fin	 lucrativo	 directo	 o	 indirecto,	 y	 el	 público	 esté	 compuesto
exclusivamente	 por	 el	 personal	 y	 estudiantes	 de	 la	 institución	 o	 padres	 o
tutores	 de	 alumnos	 y	 otras	 personas	 directamente	 vinculadas	 con	 las
actividades	de	la	institución;
k)	 La	 realización	 de	 una	 transmisión	 o	 retransmisión,	 por	 parte	 de	 un
organismo	de	radiodifusión,	de	una	obra	originalmente	radiodifundida	por
él,	siempre	que	tal	retransmisión	o	transmisión	pública,	sea	simultánea	con
la	 radiodifusión	 original	 y	 que	 la	 obra	 se	 emita	 por	 radiodifusión	 o	 se
transmita	públicamente	sin	alteraciones.
Capítulo	VIII
De	los	programas	de	ordenador	y	bases	de	datos
Artículo	 23.-	 Los	 programas	 de	 ordenador	 se	 protegen	 en	 los	 mismos
términos	que	 las	obras	 literarias.	Dicha	protección	 se	extiende	 tanto	a	 los
programas	operativos	como	a	los	programas	aplicativos,	ya	sea	en	forma	de
código	fuente	o	código	objeto.
En	 estos	 casos,	 será	 de	 aplicación	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 6	 bis	 del
Convenio	 de	Berna	para	 la	 Protección	de	 las	Obras	 Literarias	 y	Artísticas,
referente	a	los	derechos	morales.
Sin	perjuicio	de	ello,	los	autores	o	titulares	de	los	programas	de	ordenador
podrán	autorizar	 las	modificaciones	necesarias	para	 la	correcta	utilización
de	los	programas.
Artículo	24.-	El	propietario	de	un	ejemplar	del	programa	de	ordenador	de
circulación	 lícita	 podrá	 realizar	 una	 copia	 o	 una	 adaptación	 de	 dicho
programa,	siempre	y	cuando:
a)	Sea	indispensable	para	la	utilización	del	programa;	o,
b)	Sea	con	fines	de	archivo,	es	decir,	destinada	exclusivamente	a	sustituir	la
copia	legítimamente	adquirida,	cuando	ésta	ya	no	pueda	utilizarse	por	daño
o	pérdida.
Artículo	25.-	La	reproducción	de	un	programa	de	ordenador,	 incluso	para
uso	 personal,	 exigirá	 la	 autorización	 del	 titular	 de	 los	 derechos,	 con
excepción	de	la	copia	de	seguridad.
Artículo	 26.-	 No	 constituye	 reproducción	 ilegal	 de	 un	 programa	 de
ordenador,	la	introducción	del	mismo	en	la	memoria	interna	del	respectivo
aparato,	para	efectos	de	su	exclusivo	uso	personal.
No	 será	 lícito,	 en	 consecuencia,	 el	 aprovechamiento	 del	 programa	 por
varias	 personas,	mediante	 la	 instalación	 de	 redes,	 estaciones	 de	 trabajo	 u
otro	 procedimiento	 análogo,	 sin	 el	 consentimiento	 del	 titular	 de	 los
derechos.
Artículo	 27.-	 No	 constituye	 transformación,	 a	 los	 efectos	 previstos	 en	 la
presente	 decisión,	 la	 adaptación	 de	 un	 programa	 realizada	 por	 el	 usuario
para	su	exclusiva	utilización.
Artículo	28.-	Las	bases	de	datos	son	protegidas	siempre	que	la	selección	o
disposición	 de	 las	 materias	 constituyan	 una	 creación	 intelectual.	 La
protección	 concedida	 no	 se	 hará	 extensiva	 a	 los	 datos	 o	 información
compilados,	pero	no	afectará	los	derechos	que	pudieran	subsistir	sobre	las
obras	o	materiales	que	la	conforman.
Capítulo	IX
De	la	transmisión	y	cesión	de	derechos
Artículo	 29.-	 El	 derecho	 de	 autor	 puede	 ser	 transmitido	 por	 sucesión	 de
acuerdo	a	lo	dispuesto	en	la	legislación	nacional	aplicable.
Artículo	 30.-	 Las	 disposiciones	 relativas	 a	 la	 cesión	 o	 concesión	 de
derechos	patrimoniales	y	a	 las	 licencias	de	uso	de	 las	obras	protegidas,	se
regirán	por	lo	previsto	en	las	legislaciones	internas	de	los	países	miembros.
Artículo	 31.-	 Toda	 transferencia	 de	 los	 derechos	 patrimoniales,	 así	 como
las	autorizaciones	o	 licencias	de	uso,	se	entenderán	 limitadas	a	 las	 formas
de	explotación	y	demás	modalidades	pactadas	expresamente	en	el	contrato
respectivo.
Artículo	32.-	En	ningún	caso,	 las	 licencias	 legales	u	obligatorias	previstas
en	 las	 legislaciones	 internas	 de	 los	 países	 miembros,	 podrán	 exceder	 los
límites	permitidos	por	el	Convenio	de	Berna	para	la	Protección	de	las	Obras
Literarias	 y	 Artísticas	 o	 por	 la	 Convención	 Universal	 sobre	 Derecho	 de
Autor.
Capítulo	X
De	los	derechos	conexos
Artículo	33.-	La	protección	prevista	para	los	derechos	conexos	no	afectará
en	 modo	 alguno	 la	 protección	 del	 derecho	 de	 autor	 sobre	 las	 obras
científicas,	 artísticas	 o	 literarias.	 En	 consecuencia,	 ninguna	 de	 las
disposiciones	contenidas	en	este	capítulo	podrá	interpretarse	de	manera	tal
que	menoscabe	dicha	protección.	En	caso	de	conflicto,	se	estará	siempre	a	lo
que	más	favorezca	al	autor.
Artículo	 34.-	 Los	 artistas	 intérpretes	 o	 ejecutantes	 tienen	 el	 derecho	 de
autorizar	o	prohibir	 la	 comunicación	al	público	en	cualquier	 forma	de	 sus
interpretaciones	 y	 ejecuciones	 no	 fijadas,	 así	 como	 la	 fijación	 y	 la
reproducción	de	sus	interpretaciones	o	ejecuciones.
Sin	embargo,	los	artistas	intérpretes	o	ejecutantes	no	podrán	oponerse	a	la
comunicación	pública	de	su	interpretación	o	ejecución,	cuando	constituyan
por	 sí	 mismas	 una	 ejecución	 radiodifundida	 o	 se	 hagan	 a	 partir	 de	 una
fijación	previamente	autorizada.
Artículo	35.-	Además	de	 los	derechos	 reconocidos	en	el	 artículo	anterior,
los	artistas	intérpretes	tienen	el	derecho	de:
a)	 Exigir	 que	 su	 nombre	 figure	 o	 esté	 asociado	 a	 cada	 interpretación	 o
ejecución	que	se	realice;	y,
b)	 Oponerse	 a	 toda	 deformación,	 mutilación	 o	 cualquier	 otro	 atentado
sobre	 su	 interpretación	 o	 ejecución	 que	 pueda	 lesionar	 su	 prestigio	 o
reputación.
Artículo	36.-	El	término	de	protección	de	los	derechos	patrimoniales	de	los
artistas	 intérpretes	 o	 ejecutantes,	 no	 podrá	 ser	menor	 de	 cincuenta	 años,
contado	a	partir	del	primero	de	enero	del	año	siguiente	a	aquél	en	que	tuvo
lugar	la	interpretación	o	ejecución,	o	de	su	fijación,	si	éste	fuere	el	caso.
Artículo	37.-	Los	productores	de	fonogramas	tienen	el	derecho	de:
a)	 Autorizar	 o	 prohibir	 la	 reproducción	 directa	 o	 indirecta	 de	 sus
fonogramas;
b)	 Impedir	 la	 importación	 de	 copias	 del	 fonograma,	 hechas	 sin	 la
autorización	del	titular;
c)	Autorizar	o	prohibir	la	distribución	pública	del	original	y	de	cada	copia
del	 mismo,	 mediante	 la	 venta,	 alquiler	 o	 cualquier	 otro	 medio	 de
distribución	al	público;	y,
d)	Percibir	una	remuneración	por	cada	utilización	del	fonograma	o	copias
del	 mismo	 con	 fines	 comerciales,	 la	 que	 podrá	 ser	 compartida	 con	 los
artistas	 intérpretes	 o	 ejecutantes	 en	 los	 términos	 que	 establezcan	 las
legislaciones	internas	de	los	países	miembros.
Artículo	38.-	El	término	de	protección	de	los	derechos	de	los	productores
de	 fonogramas,	no	podrá	ser	menor	a	cincuenta	años,	contado	a	partir	del
primero	de	enero	del	año	siguiente	al	que	se	realizó	la	fijación.
Artículo	39.-	Los	organismos	de	radiodifusión	gozan	del	derecho	exclusivo
de	autorizar	o	prohibir:
a)	 La	 retransmisión	 de	 sus	 emisiones	 por	 cualquier	 medio	 o
procedimiento;
b)	La	fijación	de	sus	emisiones	sobre	una	base	material;	y,
c)	La	reproducción	de	una	fijación	de	sus	emisiones.
Artículo	 40.-	 La	 emisión	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior,	 incluye	 la
producción	de	señales	portadoras	de	programas	con	destino	a	un	satélite	de
radiodifusión	 o	 telecomunicación,	 y	 comprende	 la	 difusión	 al	 público	 por
una	entidad	que	emita	o	difunda	emisiones	de	otras,	 recibidas	a	 través	de
cualquiera	de	los	mencionados	satélites.
Artículo	41.-	El	término	de	protección	de	los	derechos	de	los	organismos	de
radiodifusión,	 no	 podrá	 ser	menor	 a	 cincuenta	 años,	 contado	 a	 partir	 del
primero	 de	 enero	 del	 año	 siguiente	 a	 aquél	 en	 que	 se	 haya	 realizado	 la
emisión.
Artículo	42.-	En	 los	 casos	permitidos	por	 la	Convención	de	Roma	para	 la
Protección	 de	 los	 Artistas	 Intérpretes	 o	 Ejecutantes,	 los	 Productores	 de
Fonogramas	 y	 los	 Organismos	 de	 Radiodifusión,	 las	 legislaciones	 internas
de	 los	 países	 miembros	 podrán	 establecer	 límites	 a	 los	 derechos
reconocidos	en	el	presente	capítulo.
Capítulo	XI
De	la	gestión	colectiva
Artículo	43.-	Las	sociedades	de	gestión	colectiva	de	derecho	de	autor	y	de
derechos	conexos,	estarán	sometidas	a	 la	 inspección	y	vigilancia	por	parte
del	 Estado,	 debiendo	 obtener	 de	 la	 oficina	 nacional	 competente	 la
correspondiente	autorización	de	funcionamiento.
Artículo	 44.-	 La	 afiliación	 de	 los	 titulares	 de	 derechos	 a	 una	 sociedad	 de
gestión	 colectiva	 de	 derecho	 de	 autor	 o	 de	 derechos	 conexos,	 será
voluntaria,	 salvo	disposición	expresa	en	contrario	de	 la	 legislación	 interna
de	los	países	miembros.
Artículo	 45.-	 La	 autorización	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior,	 se
concederá	en	cumplimiento	de	los	siguientes	requisitos:
a)	Que	 las	sociedades	de	gestión	colectiva	se	constituyan	de	conformidad
con	 las	 leyes	 que	 rigen	 estas	 sociedades	 en	 cada	 uno	 de	 los	 países
miembros;
b)	 Que	 las	 mismas	 tengan	 como	 objeto	 social	 la	 gestión	 del	 derecho	 de
autor	o	de	los	derechos	conexos;
c)	 Que	 se	 obliguen	 a	 aceptar	 la	 administración	 del	 derecho	 de	 autor	 o
derechos	conexos	que	se	le	encomienden	de	acuerdo	con	su	objeto	y	fines;
d)	 Que	 se	 reconozca	 a	 los	 miembros	 de	 la	 sociedad	 un	 derecho	 de
participación	apropiado	en	las	decisiones	de	la	entidad;
e)	Que	las	normas	de	reparto,	una	vez	deducidos	los	gastos	administrativos
hasta	 por	 el	 porcentaje	 máximo	 previsto	 en	 las	 disposiciones	 legales	 o
estatutarias,	garanticen	una	distribución	equitativa	entre	los	titulares	de	los
derechos,	 en	 forma	 proporcional	 a	 la	 utilización	 real	 de	 las	 obras,
interpretaciones	o	ejecuciones	artísticas,	o	fonogramas,	según	el	caso;
f)	Que	de	los	datos	aportados	y	de	la	información	obtenida,	se	deduzca	que
la	sociedad	reúne	las	condiciones	necesarias	para	garantizar	el	respeto	a	las
disposiciones	 legales,	 y	 una	 eficaz	 administración	 de	 los	 derechos	 cuya
gestión	solicita;
g)	Que	tengan	reglamentos	de	socios,	de	tarifas	y	de	distribución;
h)	Que	se	obliguen	a	publicar	cuando	menos	anualmente,	en	un	medio	de
amplia	circulación	nacional,	el	balance	general,	 los	estados	 financieros,	así
como	las	tarifas	generales	por	el	uso	de	los	derechos	que	representan;
i)	 Que	 se	 obliguen	 a	 remitir	 a	 sus	 miembros,	 información	 periódica,
completa	y	detallada	sobre	todas	las	actividades	de	la	sociedad	que	puedan
interesar	al	ejercicio	de	sus	derechos;
j)	Que	se	obliguen,	salvo	autorización	expresa	de	la	asamblea	general,	a	que
las	remuneraciones	recaudadas	no	se	destinen	a	fines	distintos	al	de	cubrir
los	 gastos	 efectivos	 de	 administración	 de	 los	 derechos	 respectivos	 y
distribuir	 el	 importe	 restante	 de	 las	 remuneraciones,	 una	 vez	 deducidos
esos	gastos;
k)	Que	se	obliguen	a	no	aceptar	miembros	de	otras	sociedades	de	gestión
colectiva	 del	 mismo	 género,	 del	 país	 o	 del	 extranjero,	 que	 no	 hubieran
renunciado	previa	y	expresamente	a	ellas;
l)	Que	cumplan	con	 los	demás	requisitos	establecidos	en	 las	 legislaciones
internas	de	los	países	miembros.
Artículo	 46.-	 En	 caso	 de	 incumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente
capítulo,	 la	 autorización	 de	 la	 sociedad	 de	 gestión	 colectiva	 podrá	 ser
revocada	de	conformidad	con	 lo	dispuesto	en	 las	 legislaciones	 internas	de
los	países	miembros.
Artículo	 47.-	 La	 autoridad	 nacional	 competente	 podrá	 imponer	 a	 las
sociedades	de	gestión	colectiva,	las	siguientes	sanciones:
a)	Amonestación;
b)	Multa;
c)	Suspensión;	y,
d)	 Las	 demás	 que	 establezcan	 las	 legislaciones	 internas	 de	 los	 países
miembros.
Artículo	 48.-	 Las	 tarifas	 a	 cobrar	 por	 parte	 de	 las	 entidades	 de	 gestión
colectiva	deberán	ser	proporcionales	a	los	ingresos	que	se	obtengan	con	la
utilización	 de	 las	 obras,	 interpretaciones	 o	 ejecuciones	 artísticas	 o
producciones	 fonográficas,	 según	 sea	 el	 caso,	 salvo	 que	 las	 legislaciones
internas	de	los	países	miembros	expresamente	dispongan	algo	distinto.
Artículo	49.-	Las	sociedades	de	gestión	colectiva	estarán	legitimadas,	en	los
términos	 que	 resulten	 de	 sus	 propios	 estatutos	 y	 de	 los	 contratos	 que
celebren	con	entidades	extranjeras,	para	ejercer	los	derechos	confiados	a	su
administración	 y	 hacerlos	 valer	 en	 toda	 clase	 de	 procedimientos
administrativos	y	judiciales.
Artículo	 50.-	 A	 fin	 de	 surtir	 efectos	 frente	 a	 terceros,	 las	 sociedades	 de
gestión	 colectiva	 están	 obligadas	 a	 inscribir	 ante	 la	 oficina	 nacional
competente,	 en	 los	 términos	 que	 determinen	 las	 legislaciones	 internas	 de
los	 países	 miembros,	 la	 designación	 de	 los	 miembros	 de	 sus	 órganos
directivos,	 así	 como	 los	 instrumentos	 que	 acrediten	 las	 representaciones
que	ejerzan	de	asociaciones	u	organizaciones	extranjeras.
Capítulo	XII
De	las	oficinas	nacionales	competentes	de	derecho	de	autor	y
derechos	conexos
Artículo	 51.-	 Las	 oficinas	 nacionales	 de	 derecho	 de	 autor	 y	 derechos
conexos,	son	competentes	para:
a)	 Organizar	 y	 administrar	 el	 Registro	 Nacional	 del	 Derecho	 de	 Autor	 y
Derechos	Conexos;
b)	 Ejercer	 la	 función	 de	 autorización,	 inspección	 y	 vigilancia	 de	 las
asociaciones	o	entidades	de	gestión	colectiva;
c)	 Intervenir	 por	 vía	 de	 conciliación	 o	 arbitraje,	 en	 los	 conflictos	 que	 se
presenten	 con	 motivo	 del	 goce	 o	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 autor	 o	 de	 los
derechos	 conexos,	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 las	 legislaciones
internas	de	los	países	miembros;
d)	Aplicar,	de	oficio	o	a	petición	de	parte,	las	sanciones	contempladas	en	la
presente	decisión	o	en	las	legislaciones	internas	de	los	países	miembros;
e)	Desarrollar	programas	de	difusión,	capacitación	y	formación	en	derecho
de	autor	y	derechos	conexos;
f)	 Ejercer,	 de	 oficio	 o	 a	 petición	 de	 parte,	 funciones	 de	 vigilancia	 e
inspección	 sobre	 las	 actividades	 que	 puedan	 dar	 lugar	 al	 ejercicio	 del
derecho	de	autor	o	 los	derechos	conexos,	en	los	términos	establecidos	por
cada	legislación	interna;
g)	Las	demás	que	determinen	las	respectivas	legislaciones	internas	de	los
países	miembros.
Artículo	52.-	La	protección	que	se	otorga	a	las	obras	literarias	y	artísticas,
interpretaciones	 y	 demás	 producciones	 salvaguardadas	 por	 el	 derecho	 de
autor	 y	 los	 derechos	 conexos,	 en	 los	 términos	 de	 la	 presente	 decisión,	 no
estará	 subordinada	 a	 ningún	 tipo	 de	 formalidad.	 En	 consecuencia,	 la
omisión	 del	 registro	 no	 impide	 el	 goce	 o	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos
reconocidos	en	la	presente	decisión.
Artículo	53.-	 El	 registro	 es	 declarativo	 y	no	 constitutivo	de	derechos.	 Sin
perjuicio	de	ello,	 la	 inscripción	en	el	registro	presume	ciertos	 los	hechos	y
actos	que	en	ella	consten,	salvo	prueba	en	contrario.	Toda	inscripción	deja	a
salvo	los	derechos	de	terceros.
Artículo	 54.-	 Ninguna	 autoridad	 ni	 persona	 natural	 o	 jurídica,	 podrá
autorizar	la	utilización	de	una	obra,	interpretación,	producción	fonográfica
o	 emisión	 de	 radiodifusión	 o	 prestar	 su	 apoyo	 para	 su	 utilización,	 si	 el
usuario	no	cuenta	con	la	autorización	expresa	previa	del	titular	del	derecho
o	 de	 su	 representante.	 En	 caso	 de	 incumplimiento	 será	 solidariamente
responsable.
Capítulo	XIII
De	los	aspectos	procesales
Artículo	 55.-	 Los	 procedimientos	 que	 se	 sigan	 ante	 las	 autoridades
nacionales	 competentes,	 observarán	 el	 debido	 y	 adecuado	 proceso,	 según
los	principios	de	economía	procesal,	celeridad,	igualdad	de	las	partes	ante	la
ley,	eficacia	e	imparcialidad.	Asimismo,	permitirán	que	las	partes	conozcan
de	todas	las	actuaciones	procesales,	salvo	disposición	especial	en	contrario.
Artículo	56.-	La	autoridad	nacional	competente,	podrá	ordenar	las	medidas
cautelares	siguientes:
a)	El	cese	inmediato	de	la	actividad	ilícita;
b)	 La	 incautación,	 el	 embargo,	 decomiso	 o	 secuestro	 preventivo,	 según
corresponda,	de	los	ejemplares	producidos	con	infracción	de	cualquiera	de
los	derechos	reconocidos	en	la	presente	decisión;
c)	La	incautación,	embargo,	decomiso	o	secuestro,	de	los	aparatos	o	medios
utilizados	para	la	comisión	del	ilícito.
Las	medidas	cautelares	no	se	aplicarán	respecto	del	ejemplar	adquirido	de
buena	fe	y	para	el	exclusivo	uso	personal.
Artículo	57.-	La	autoridad	nacional	competente,	podrá	asimismo	ordenar	lo
siguiente:
a)	 El	 pago	 al	 titular	 del	 derecho	 infringido	 de	 una	 reparación	 o
indemnización	 adecuada	 en	 compensación	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios
sufridos	con	motivo	de	la	violación	de	su	derecho;
b)	Que	 el	 infractor	 asuma	 el	 pago	 de	 las	 costas	 del	 proceso	 en	 que	 haya
incurrido	el	titular	del	derecho	infringido;
c)	 El	 retiro	 definitivo	 de	 los	 canales	 comerciales,	 de	 los	 ejemplares	 que
constituyan	infracción	del	derecho;
d)	Las	sanciones	penales	equivalentes	a	aquellas	que	se	aplican	a	delitos	de
similar	magnitud.
Capítulo	XIV
Disposiciones	complementarias
Artículo	 58.-	 Los	 programas	 de	 ordenador,	 como	 obras	 expresadas	 por
escrito,	y	 las	bases	de	datos,	por	su	carácter	de	compilaciones,	gozan	de	la
protección	 por	 el	 derecho	 de	 autor,	 aun	 cuando	 se	 hayan	 creado	 con
anterioridad	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de	la	presente	decisión.
Artículo	59.-	Los	plazos	de	protección	menores	que	estuviesen	corriendo,
de	 conformidad	 con	 las	 legislaciones	 internas	 de	 los	 países	 miembros,
quedarán	automáticamente	prorrogados	hasta	el	vencimiento	de	los	plazos
dispuestos	en	la	presente	decisión.
No	 obstante,	 se	 aplicarán	 los	 plazos	 de	 protección	 contemplados	 en	 las
legislaciones	internas	de	los	países	miembros,	si	éstos	fueran	mayores	que
los	previstos	en	la	presente	decisión.
Artículo	 60.-	 Los	 derechos	 sobre	 obras	 que	 no	 gozaban	 de	 protección
conforme	a	las	normas	legales	nacionales	anteriores	a	la	presente	decisión,
por	 no	 haber	 sido	 registradas,	 gozarán	 automáticamente	 de	 la	 protección
reconocida	por	ésta,	 sin	perjuicio	de	 los	derechos	adquiridos	por	 terceros
con	anterioridad	a	la	entrada	en	vigencia	de	la	misma,	siempre	que	se	trate
de	utilizaciones	ya	realizadas	o	en	curso	en	dicha	fecha.
Artículo	 61.-	 Los	 países	 miembros,	 con	 miras	 a	 la	 consolidación	 de	 un
sistema	 de	 administración	 comunitaria,	 se	 comprometen	 a	 garantizar	 la
mejor	aplicación	de	las	disposiciones	contenidas	en	la	presente	decisión,	y	a
propender	 la	 autonomía	 y	 modernización	 de	 las	 oficinas	 nacionales
competentes,	así	como	de	los	sistemas	y	servicios	de	información.
Capítulo	XV
Disposiciones	transitorias
Disposición	 Transitoria	 Única.-	 Las	 sociedades	 de	 gestión	 colectiva
existentes,	 se	 adecuarán	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 Capítulo	 XI,	 en	 un	 plazo	 no
mayor	de	tres	meses	contados	a	partir	de	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de
la	presente	decisión.
JURISPRUDENCIA.—El	 Acuerdo	 de	 Cartagena	 rige	 desde	 el	 1°	 de
diciembre	del	2000.	“(…)	con	relación	a	la	denuncia	por	aplicación	indebida
de	la	Decisión	número	cuatrocientos	ochentiséis	del	Acuerdo	de	Cartagena,
conviene	precisar	que	su	vigencia	data	desde	el	primero	de	diciembre	del
dos	 mil,	 por	 lo	 que	 su	 regulación	 debe	 ceñirse	 a	 las	 consecuencias	 y
situaciones	 jurídicas	 existentes	 desde	 la	 indicada	 fecha,	 más	 no	 con
anterioridad	a	ella,	pues	ello	supondría	una	aplicación	retroactiva	de	la	ley,
cuya	 prohibición	 se	 encuentra	 prevista	 en	 la	 Constitución	 Política,	 con	 la
única	 excepción	 en	 materia	 penal	 siempre	 que	 favorezca	 al	 reo	 (…)	 sin
embargo	 se	 advierte	 de	 lo	 señalado	 en	 el	 quinto	 considerando	 de	 la
recurrida,	que	 la	emplazada	 (…)	se	denomina	así	desde	el	quince	de	 junio
del	 dos	 mil,	 consecuentemente,	 no	 le	 resulta	 de	 aplicación	 el	 supuesto
normativo	 que	 contiene	 la	 Decisión	 cuatrocientos	 ochentiséis	 citada,
resultando	 impertinente	 su	 aplicación	 (…).”	 (C.	 S.,	 Cas.	 1890-01-Lima,	 oct.
15/2001.	S.	S.	Echevarría	A.)
SECCIÓN	SEGUNDA
PROPIEDAD	INDUSTRIAL
D.	LEG.	1075
LEY	DE	PROPIEDAD	INDUSTRIAL
TÍTULO	I
ALCANCES
D.	Leg.	1075
ART.	1°.—Ámbito	de	aplicación.	El	presente	decreto	legislativo	tiene	por
objeto	 regular	 y	 proteger	 los	 elementos	 constitutivos	 de	 la	 propiedad
industrial,	 de	 conformidad	 con	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú	 y	 los
acuerdos	y	tratados	internacionales	suscritos	sobre	la	materia.
JURISPRUDENCIA.—Desconocer	 la	 temporalidad	 de	 la	 normas	 sobre
patentes	de	 invención	vulnera	el	debido	proceso.	“(…)	Las	 instancias	 de
mérito	 desestimaron	 por	 infundada	 la	 pretensión	 demandada,	 tras
considerar	que	 los	elementos	 requeridos	para	que	un	producto	se	declare
como	 patente	 de	 invención	 son:	 novedad,	 nivel	 inventivo	 y	 aplicación
industrial.	 En	 esa	 medida,	 determinaron	 que	 las	 reivindicaciones
formuladas	por	 la	demandante	no	son	claras;	a	 lo	que	se	agrega	que	no	es
correcta	 la	alegación	de	 la	demandante	de	no	haber	 sido	notificada	con	el
Informe	N°	PCG	33-2005,	 pues	 del	 expediente	 administrativo	 fluye	 que	 la
recurrente	expresó	haber	tomado	conocimiento	de	las	observaciones,	lo	que
motivó	que	presentara	nuevo	pliego	con	43	reivindicaciones.	(…).
De	lo	expuesto,	se	tiene	que	las	sentencias	de	mérito	para	resolver	el	fondo
de	la	litis	han	sustentado	su	decisión	en	lo	dispuesto	por	los	artículos	14,	26
inciso	 c),	 30	 y	 32	 de	 la	 Decisión	 486;	 sin	 embargo	 por	 razones	 de
temporalidad,	las	normas	aplicables	al	caso	de	autos	son	las	contenidas	en
la	Decisión	344	del	veintiuno	de	octubre	de	mil	novecientos	noventitrés,	por
cuanto	 la	 misma	 aún	 estaba	 vigente	 al	 momento	 de	 que	 la	 demandante
solicitó	 la	 patente	 de	 invención	 para	 complejos	 estables	 de	 compuestos
escasamente	solubles;	en	consecuencia,	se	han	contravenido	las	normas	que
garantizan	 el	 derecho	 a	 un	 debido	 proceso.	 Asimismo,	 de	 los	 actuados
administrativos	 se	 desprende	 que	 con	 fecha	 primero	 de	 junio	 del	 dos	mil
cinco,	 la	 examinadora	 externa,	 a	 solicitud	 de	 la	 Sala	 de	 Propiedad
Intelectual,	 emitió	 el	 Informe	 Técnico	 PCG	 33-2005	 (…);	 sin	 embargo,	 no
aparece	 cargo	 de	 notificación	 de	 dicho	 informe	 a	 la	 demandante,
vulnerándose	su	derecho	de	defensa;	tanto	más,	que	el	mencionado	informe
ha	 sido	merituado	 por	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Propiedad	Intelectual	al	expedir	la	Resolución	N°	0665-2005/TPI/Indecopi
de	 fecha	 veintidós	 de	 junio	 del	 dos	 mil	 cinco,	 materia	 de	 impugnación;
circunstancias	que	no	han	sido	analizadas	por	las	instancias	de	mérito.	Por
consiguiente,	 debe	 declararse	 fundado	 el	 recurso	 de	 casación,	 nula	 la
sentencia	de	vista	e	insubsistente	la	apelada,	ordenando	que	el	A	quo	emita
nueva	 resolución	 con	 arreglo	 a	 las	 consideraciones	 esgrimidas.”	 (C.S.,	 Cas.
2135-2008-Lima,	set.	22/2009.	V.	P.	Vinatea	Medina)
Const.
ART.	2°.—Toda	persona	tiene	derecho:
(...).
8.	 A	 la	 libertad	 de	 creación	 intelectual,	 artística,	 técnica	 y	 científica,	 así
como	 a	 la	 propiedad	 sobre	 dichas	 creaciones	 y	 a	 su	 producto.	 El	 Estado
propicia	el	acceso	a	la	cultura	y	fomenta	su	desarrollo	y	difusión.	(...).
D.	Leg.	1075
ART.	 2°.—Beneficiarios.	 Podrán	 acceder	 a	 los	 beneficios	 del	 presente
decreto	 legislativo,	 todas	 las	 personas	 naturales	 y	 jurídicas	 u	 otras
entidades	de	derecho	público	o	privado,	estatal	o	no	estatal,	con	o	sin	fines
de	lucro,	estén	domiciliadas	en	el	país	o	en	el	extranjero.
El	presente	decreto	legislativo	se	aplica	a	todos	los	sectores	de	la	actividad
económica.
Const.
ART.	 60.—El	 Estado	 reconoce	 el	 pluralismo	 económico.	 La	 economía
nacional	se	sustenta	en	la	coexistencia	de	diversas	formas	de	propiedad	y	de
empresa.
Sólo	autorizado	por	ley	expresa,	el	Estado	puede	realizar	subsidiariamente
actividad	empresarial,	directa	o	indirecta,	por	razón	de	alto	interés	público
o	de	manifiesta	conveniencia	nacional.
La	actividad	empresarial,	pública	o	no	pública,	recibe	el	mismo	tratamiento
legal.
D.	Leg.	1075
ART.	 3°.—Elementos	 constitutivos	 de	 la	 propiedad	 industrial.	 Para
efectos	 de	 el	 presente	 decreto	 legislativo,	 constituyen	 elementos	 de	 la
propiedad	industrial:
a)	Las	patentes	de	invención;
b)	Los	certificados	de	protección;
c)	Las	patentes	de	modelos	de	utilidad;
d)	Los	diseños	industriales;
e)	Los	secretos	empresariales;
f)	Los	esquemas	de	trazado	de	circuitos	integrados;
g)	Las	marcas	de	productos	y	de	servicios;
h)	Las	marcas	colectivas;
i)	Las	marcas	de	certificación;
j)	Los	nombres	comerciales;
k)	Los	lemas	comerciales;	y
l)	Las	denominaciones	de	origen.
D.	Leg.	1075	
ART.	4°.—Entidades	competentes.	La	Dirección	de	Invenciones	y	Nuevas
Tecnologías	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 (Indecopi)	 es	 competente	 para
conocer	 y	 resolver	 en	 primera	 instancia	 todo	 lo	 relativo	 a	 patentes	 de
invención,	 certificados	 de	 protección,	 modelos	 de	 utilidad,	 diseños
industriales	y	esquemas	de	trazado	de	circuitos	 integrados,	 incluyendo	 los
procedimientos	 contenciosos	 en	 la	 vía	 administrativa	 sobre	 la	 materia.
Asimismo,	 tiene	 a	 su	 cargo	 el	 listado	 de	 licencias	 de	 uso	 de	 tecnología,
asistencia	 técnica,	 ingeniería	 básica	 y	 de	 detalle,	 gerencia	 y	 franquicia,	 de
origen	extranjero.
La	Dirección	de	Signos	Distintivos	del	 Instituto	Nacional	de	Defensa	de	 la
Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 (Indecopi)	 es
competente	para	conocer	y	resolver	en	primera	instancia	todo	lo	relativo	a
marcas	de	producto	o	de	servicio,	nombres	comerciales,	lemas	comerciales,
marcas	 colectivas,	 marcas	 de	 certificación	 y	 denominaciones	 de	 origen,
incluyendo	los	procedimientos	contenciosos	en	la	vía	administrativa	sobre
la	 materia.	 Asimismo,	 tiene	 a	 su	 cargo	 el	 registro	 de	 contratos	 que
contengan	 licencias	 sobre	 signos	 distintivos	 y	 el	 registro	 de	 contratos	 de
Transferencia	de	Tecnología.
La	 Sala	 de	 Propiedad	 Intelectual	 del	 Tribunal	 del	 Instituto	 Nacional	 de
Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual
(Indecopi)	 conocerá	 y	 resolverá	 los	 recursos	 de	 apelación	 en	 segunda	 y
última	instancia	administrativa.
D.	Leg.	1033.	
ART.	35.—De	las	direcciones.
35.1	 El	 área	 de	 propiedad	 intelectual	 está	 conformada	 por	 las	 siguientes
direcciones:
a)	La	Dirección	de	Signos	Distintivos.
b)	La	Dirección	de	Invenciones	y	Nuevas	Tecnologías.
c)	La	Dirección	de	Derecho	de	Autor.
35.2	 Al	 interior	 de	 cada	 dirección	 habrá	 una	 comisión,	 órgano	 colegiado
que	tendrá	autonomía	funcional	respecto	del	director	correspondiente.
35.3	El	director	podrá	emitir	lineamientos	sobre	temas	funcionales,	caso	en
el	 cual	 la	 comisión	 podrá	 solicitar	 a	 la	 sala	 de	 propiedad	 intelectual
correspondiente	 que	 revise	 y,	 eventualmente,	 modifique,	 dichos
lineamientos.
35.4	El	consejo	directivo	podrá	desconcentrar	en	las	oficinas	regionales	del
Indecopi	aquellas	funciones	de	las	direcciones	de	la	propiedad	intelectual	de
la	 sede	 central	 mencionadas	 en	 el	 numeral	 35.1	 que	 no	 requieran	 el
ejercicio	de	competencia	a	nivel	nacional.
D.	Leg.	1033.
ART.	36.—De	la	Dirección	de	Signos	Distintivos.
36.1	 Corresponde	 a	 la	 Dirección	 de	 Signos	 Distintivos	 proteger	 los
derechos	otorgados	sobre	marcas,	lemas	comerciales,	nombres	comerciales,
marcas	colectivas,	marcas	de	certificación	y	denominaciones	de	origen,	así
como	administrar	los	registros	correspondientes.
36.2	En	 la	 protección	de	 los	 derechos	 referidos	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 la
Dirección	 de	 Signos	Distintivos	 otorga,	 reconoce,	 declara,	 anula,	 cancela	 o
limita	 tales	 derechos,	 luego	 de	 un	 debido	 procedimiento.	 Igualmente,
registra,	 controla	 y	 protege	 los	 derechos	 otorgados,	 reconocidos	 o
declarados,	mediante	procedimientos	adecuados	que	incluyen	mecanismos
y	procedimientos	de	solución	de	controversias.
D.	Leg.	1033.
ART.	37.—De	la	Dirección	de	Invenciones	y	Nuevas	Tecnologías.
37.1	 Corresponde	 a	 la	 Dirección	 de	 Invenciones	 y	 Nuevas	 Tecnologías
proteger	 los	derechos	otorgados	 sobre	patentes	de	 invención,	patentes	de
modelos	de	utilidad,	diseños	industriales,	esquemas	de	trazado	de	circuitos
integrados	 y	 certificados	 de	 obtentor	 de	 variedades	 vegetales,	 así	 como
cualquier	 otro	 derecho	 que	 la	 legislación	 sujete	 a	 su	 protección.
Adicionalmente,	 está	 encargada	 de	 proteger	 los	 derechos	 sobre	 los
conocimientos	colectivos	de	los	pueblos	indígenas	vinculados	a	los	recursos
biológicos,	de	conformidad	con	las	normas	de	 la	materia,	y	de	promover	y
difundir	el	uso	de	la	información	contenida	en	los	documentos	de	patentes
como	fuente	de	información	tecnológica.
37.2	En	la	protección	de	los	derechos	referidos	en	el	párrafo	anterior,	luego
de	 un	 debido	 procedimiento,	 la	 Dirección	 de	 Invenciones	 y	 Nuevas
Tecnologías	 otorga,	 declara,	 anula,	 limita	 y	 declara	 la	 caducidad	 de	 tales
derechos.	Igualmente	registra,	controla	y	protege	los	derechos	otorgados	o
declarados,	 mediante	 procedimientos	 adecuados	 de	 solución	 de
controversias.
D.	Leg.	1033.
ART.	38.—De	la	Dirección	de	Derecho	de	Autor.
38.1	Corresponde	a	la	Dirección	de	Derecho	de	Autor	proteger	el	derecho
de	autor	y	los	derechos	conexos.	En	la	protección	de	los	referidos	derechos
es	 responsable	 de	 cautelar	 y	 proteger	 administrativamente	 el	 derecho	 de
autor	y	los	derechos	conexos.
38.2	Adicionalmente,	resuelve	en	primera	instancia	las	causas	contenciosas
y	no	contenciosas	que	le	sean	sometidas	a	su	jurisdicción,	por	denuncia	de
parte	o	por	acción	de	oficio.	Administra	el	registro	nacional	de	derecho	de
autor	y	derechos	conexos,	así	como	los	actos	constitutivos	o	modificatorios
correspondientes	a	las	sociedades	de	gestión	colectiva	y	derechos	conexos;
mantiene	 y	 custodia	 el	 depósito	 legal	 intangible,	 entre	 otras	 funciones
establecidas	en	la	ley	de	la	materia.
D.	Leg.	1033.
ART.	40.—Atribuciones	de	las	direcciones	de	la	propiedad	intelectual.
Cada	dirección	tiene	las	siguientes	atribuciones	y	características:
a)	Cuenta	con	autonomía	técnica,	funcional	y	administrativa;
b)	Resuelve	en	primera	instancia	administrativa,	a	través	del	director	o	los
órganos	 a	 los	 que	 éste	 delegue	 tales	 funciones,	 los	 procedimientos	 de
otorgamiento,	 reconocimiento,	 declaración	 y	 registro	 de	 los	 derechos	 de
propiedad	intelectual	de	su	competencia,	a	través	de	sus	diferentes	órganos;
c)	Está	a	cargo	de	un	director;	y,
d)	Puede	contar	con	subdirecciones	u	otros	órganos	para	las	distintas	áreas
funcionales	de	su	competencia,	conforme	a	lo	que	establezca	el	reglamento
de	la	presente	ley.
D.	Leg.	1033.
ART.	41.—Sobre	los	directores	de	propiedad	intelectual.	Los	directores
a	 que	 se	 refiere	 el	 presente	 capítulo	 están	 sujetos	 a	 las	 siguientes
disposiciones:
a)	Son	designados	por	el	consejo	directivo	del	Indecopi;
b)	Ejercen	sus	cargos	por	tiempo	indefinido;
c)	Deben	acreditar	reconocida	solvencia	e	idoneidad	profesional	y	técnica,
así	 como	 cinco	 (5)	 años	 de	 experiencia	 en	 temas	 afines	 a	 la	 materia	 de
competencia	de	la	respectiva	dirección;
d)	 Tienen	 a	 su	 cargo	 la	 gestión	 de	 la	 dirección,	 estando	 facultados	 para
informar	a	los	órganos	de	administración	interna,	con	el	debido	sustento,	de
las	necesidades	de	su	dirección	que	deban	ser	atendidas	para	su	adecuado
funcionamiento;
e)	Resuelven	en	primera	instancia	los	procedimientos	administrativos	que
no	son	de	competencia	de	la	comisión	respectiva;
f)	 En	 caso	 de	 presumir	 la	 existencia	 de	 una	 infracción	 en	 materia	 de
propiedad	 intelectual,	 podrá	 requerir	 al	 secretario	 técnico	 de	 la	 comisión
respectiva	para	que	inicie	las	investigaciones	preliminares	o	las	acciones	de
oficio	correspondientes;
g)	Emiten	informes	técnicos	en	los	temas	de	su	competencia;
h)	 Administran	 y	 conocen	 los	 procedimientos	 no	 contenciosos
relacionados	 con	 el	 otorgamiento,	 la	 declaración,	 el	 reconocimiento	 y	 el
registro	de	los	derechos	de	propiedad	intelectual	respectivos;
i)	 Recurren	 al	 auxilio	 de	 la	 fuerza	 pública	 para	 ejecutar	 las	 resoluciones
que	emita	la	dirección,	a	través	de	cualquiera	de	sus	órganos	internos,	tanto
en	los	casos	de	procedimientos	contenciosos	como	no	contenciosos;
j)	Están	facultados	para	delegar	sus	funciones	en	los	subdirectores	u	otros
funcionarios	 cuando	 lo	 consideren	 pertinente,	 de	 acuerdo	 a	 la	 carga
procesal	y	la	estructura	de	cada	dirección;
k)	Ejercen	la	representación	de	la	dirección;
l)	 Coordinan	 la	 aplicación	 de	 las	 leyes,	 tratados	 o	 convenciones
internacionales,	 en	 la	 materia	 que	 es	 de	 competencia	 de	 la	 respectiva
dirección,	y	vigilan	su	cumplimiento;
m)	 Desarrollan	 programas	 de	 difusión,	 capacitación	 y	 formación	 en	 los
temas	 que	 son	 de	 competencia	 de	 la	 respectiva	 dirección,	 pudiendo
coordinar	al	efecto	con	organismos	nacionales	o	internacionales	afines	a	la
materia;
n)	 Conducen,	 ejecutan	 y	 evalúan	 las	 acciones	 requeridas	 para	 el
funcionamiento	de	sus	respectivos	registros;	y,
o)	Ejercen	las	demás	funciones	que	se	les	encomienden.
D.	Leg.	1033.
ART.	42.—De	las	comisiones	de	propiedad	intelectual.
42.1	Las	comisiones	son:
a)	Comisión	de	Signos	Distintivos.
b)	Comisión	de	Invenciones	y	Nuevas	Tecnologías.
c)	Comisión	de	Derecho	de	Autor.
42.2	Las	comisiones	mencionadas	en	el	numeral	anterior	son	competentes
para	pronunciarse	respecto	de:
a)	 En	 el	 caso	 de	 la	 Dirección	 de	 Signos	 Distintivos,	 sobre	 oposiciones	 a
solicitudes	de	 registro;	nulidades	y	 cancelaciones	de	 registro	de	oficio	o	 a
pedido	de	parte;	y	 las	acciones	por	infracción	a	 los	derechos	de	propiedad
intelectual	bajo	su	competencia;
b)	En	el	caso	de	 la	Dirección	de	 Invenciones	y	Nuevas	Tecnologías,	 sobre
oposiciones	 a	 solicitudes	 de	 registro;	 nulidades	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 de
parte;	y	las	acciones	por	infracción	a	los	derechos	de	propiedad	intelectual
bajo	su	competencia;	y,
c)	 En	 el	 caso	 de	 la	 Dirección	 de	 Derecho	 de	 Autor,	 sobre	 nulidad	 y
cancelación	 de	 partidas	 registrales	 de	 oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte;	 y	 las
acciones	 por	 infracción	 a	 los	 derechos	 de	 propiedad	 intelectual	 bajo	 su
competencia.
42.3.	 Las	 comisiones	 de	 propiedad	 intelectual	 tienen	 las	 siguientes
características:
a)	Cuentan	con	autonomía	técnica	y	funcional;
b)	 Resuelven	 en	 primera	 instancia	 administrativa	 los	 procedimientos
trilaterales	y	sancionadores	a	que	se	refiere	el	numeral	anterior,	así	 como
las	acciones	de	nulidad	y	cancelación	iniciadas	de	oficio;
c)	 Están	 integradas	 por	 cuatro	 (4)	 miembros,	 uno	 de	 los	 cuales	 será	 el
director,	quien	la	presidirá;
d)	Eligen	a	su	vicepresidente;
e)	 Salvo	 su	 presidente,	 el	 cargo	 de	 miembro	 de	 comisión	 podrá	 ser
desempeñado	 a	 tiempo	 completo	 o	 parcial,	 según	 lo	 establezca	 el	 consejo
directivo	en	atención	a	la	carga	procesal;
f)	 Para	 sesionar	 válidamente	 requieren	 la	 presencia	 de	 tres	 de	 sus
miembros	hábiles	para	votar;
g)	Aprueban	sus	resoluciones	por	mayoría	de	votos,	teniendo	el	presidente
voto	dirimente;
h)	Cuentan	con	una	secretaría	técnica,	la	que	se	regirá	por	lo	establecido	en
el	numeral	44.3	del	artículo	44	de	la	presente	ley;	y,
i)	Se	rigen	por	lo	señalado	en	los	artículos	31,	32	y	33	de	la	presente	ley,	en
lo	que	corresponda.
42.4	Salvo	 su	presidente,	 los	miembros	de	 las	 comisiones	están	sujetos	a
las	siguientes	disposiciones:
a)	 Son	 designados	 por	 el	 consejo	 directivo,	 previa	 opinión	 del	 órgano
consultivo,	 por	 cinco	 (5)	 años,	 pudiendo	 ser	 designados	 por	 un	 período
adicional,	aplicándoseles	las	causales	de	vacancia	previstas	para	los	vocales
de	las	salas;	y,
b)	Deben	contar	con	reconocida	solvencia	e	idoneidad	profesional	y	cinco
(5)	años	de	experiencia	en	temas	afines	a	 la	materia	de	competencia	de	 la
respectiva	dirección.
D.	Leg.	1033.
ART.	43.—Régimen	de	las	secretarías	técnicas.
43.1	 Cada	 una	 de	 las	 salas	 y	 comisiones	 a	 que	 se	 refiere	 la	 presente	 ley,
cuenta	con	una	o	más	secretarías	técnicas	a	través	de	las	cuales	reciben	el
apoyo	de	los	órganos	de	administración	interna	del	Indecopi,	con	excepción
de	 las	 secretarías	 técnicas	 del	 Área	 de	 Propiedad	 Intelectual	 que	 se	 rigen
por	lo	dispuesto	en	el	numeral	44.3	del	artículo	44	de	la	presente	ley.
43.2	 Cada	 una	 de	 las	 secretarías	 técnicas	 a	 que	 se	 refiere	 el	 numeral
anterior	depende	 funcionalmente	de	su	correspondiente	sala	o	comisión	y
está	a	cargo	de	una	persona	designada	por	el	consejo	directivo	del	Indecopi.
43.3	En	caso	de	ausencia,	 recusación	o	abstención	de	quien	se	encuentra
nombrado	 para	 ejercer	 la	 secretaría	 técnica,	 asumirá	 sus	 funciones	 la
persona	que	la	sala	o	comisión	designe	para	tal	efecto,	quien	actuará	como
secretario	 técnico	 encargado.	Dicha	 encargatura	 no	 podrá	 comprender	 un
período	 superior	 a	 un	 mes	 cuando	 se	 trate	 de	 ausencia.	 Luego	 de	 dicho
plazo,	 corresponde	al	 consejo	directivo	del	 Indecopi	designar	a	 la	persona
que	 ejerza	 tal	 encargo,	 mientras	 dure	 la	 ausencia	 de	 quien	 se	 encuentra
nombrado.
D.	Leg.	1033.
ART.	44.—Funciones	de	las	secretarías	técnicas.
44.1	Son	funciones	de	las	secretarías	técnicas	del	Área	de	Competencia:
a)	 Prestar	 a	 las	 comisiones	 el	 apoyo	 que	 requieran	 para	 el	 normal
funcionamiento	 de	 sus	 actividades,	 realizando	 para	 el	 efecto	 las
coordinaciones	 necesarias	 con	 los	 demás	 órganos	 de	 línea	 y	 de
administración	interna	del	Indecopi;
b)	Instruir	y	tramitar	los	procedimientos	administrativos	seguidos	ante	las
comisiones,	ejerciendo	facultades	de	investigación	y	de	actuación	de	medios
probatorios,	a	fin	de	proporcionar	a	las	comisiones	elementos	de	juicio	para
la	resolución	de	los	asuntos	sometidos	a	su	competencia;
c)	Realizar	acciones	de	prevención	e	investigaciones	preliminares;
d)	 Por	 delegación	 de	 su	 comisión,	 admitir	 a	 trámite	 los	 procedimientos,
imputar	 cargos,	 impulsar	 la	 tramitación	 de	 los	 procedimientos,	 declarar
rebelde	a	una	parte	del	procedimiento,	conceder	recursos	administrativos	y
declarar	firme	o	consentida	la	resolución	final	que	expida	la	comisión,	salvo
régimen	establecido	en	ley	especial;
e)	Emitir	 informes	técnicos	no	vinculantes	a	 la	función	resolutiva,	cuando
así	 lo	disponga	 la	 ley	de	 la	materia,	 la	 respectiva	comisión	o	el	presidente
del	consejo	directivo;	y,
f)	Otras	que	se	encuentren	previstas	en	sus	respectivas	normas	legales	de
creación	o	que	se	le	encomienden.
44.2	Son	funciones	de	las	secretarías	técnicas	de	las	salas:
a)	 Prestar	 a	 las	 salas	 el	 apoyo	 que	 requieran	 para	 el	 normal
funcionamiento	 de	 sus	 actividades,	 realizando	 para	 el	 efecto	 las
coordinaciones	 necesarias	 con	 los	 demás	 órganos	 de	 línea	 y	 de
administración	interna	del	Indecopi;
b)	Tramitar	los	procedimientos	de	segunda	instancia,	según	corresponda;
c)	Actuar	 de	 oficio	 los	medios	 probatorios	 que	 estime	necesarios	 para	 el
esclarecimiento	de	las	cuestiones	materia	de	apelación;	y,
d)	 Otras	 que	 se	 encuentren	 previstas	 en	 legislación	 especial	 o	 que	 se	 le
encomienden.
44.3	 Son	 funciones	 de	 las	 secretarías	 técnicas	 del	 Área	 de	 Propiedad
Intelectual:
a)	 Prestar	 a	 las	 comisiones	 el	 apoyo	 que	 requieran	 para	 el	 normal
funcionamiento	 de	 sus	 actividades,	 realizando	 para	 el	 efecto	 las
coordinaciones	 necesarias	 con	 el	 director	 respectivo,	 de	 quien	 dependen
administrativamente;
b)	Instruir	y	tramitar	los	procedimientos	administrativos	seguidos	ante	las
comisiones,	ejerciendo	facultades	de	investigación	y	de	actuación	de	medios
probatorios,	a	fin	de	proporcionar	a	las	comisiones	elementos	de	juicio	para
la	resolución	de	los	asuntos	sometidos	a	su	competencia;
c)	Realizar	acciones	de	prevención	e	investigaciones	preliminares;
d)	 Por	 delegación	 de	 su	 comisión,	 admitir	 a	 trámite	 los	 procedimientos,
imputar	 cargos,	 impulsar	 la	 tramitación	 de	 los	 procedimientos,	 declarar
rebelde	a	una	parte	del	procedimiento,	conceder	recursos	administrativos	y
declarar	firme	o	consentida	la	resolución	final	que	expida	la	comisión,	salvo
régimen	establecido	en	ley	especial;
e)	 Emitir	 los	 informes	 técnicos	 que	 le	 requiera	 el	 director,	 la	 respectiva
comisión	o	el	presidente	del	consejo	directivo;	y,
f)	Otras	que	se	encuentren	previstas	en	sus	respectivas	normas	legales	de
creación	o	que	le	encomienden	el	director	o	la	respectiva	comisión,	según
sus	atribuciones.
D.	Leg.	1033.
ART.	12.—De	las	salas	del	tribunal.
12.1	 El	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	 Intelectual	 es	 un	 órgano	 con	 autonomía	 técnica	 y	 funcional
constituido	 por	 salas	 especializadas	 en	 los	 asuntos	 de	 competencia
resolutiva	del	Indecopi.	El	número	y	materia	de	las	salas	será	determinada
por	el	consejo	directivo,	considerando	la	especialización	y	la	carga	procesal,
según	lo	dispuesto	en	el	artículo	5°,	literal	b)	de	la	presente	ley.
12.2	Cada	sala	estará	integrada	por	cinco	(5)	vocales,	en	cuya
conformación	deberá	procurarse	un	colegiado	multidisciplinario.	Cada	sala
contará	con	el	apoyo	de	una	secretaría	técnica.
D.	Leg.	1033.
ART.	14.—Funciones	de	las	salas	del	tribunal.
14.1	Las	salas	del	tribunal	tienen	las	siguientes	funciones:
a)	 Conocer	 y	 resolver	 en	 segunda	 y	 última	 instancia	 administrativa	 las
apelaciones	 interpuestas	 contra	 los	 actos	 que	 ponen	 fin	 a	 la	 instancia,
causen	 indefensión	 o	 determinen	 la	 imposibilidad	 de	 continuar	 el
procedimiento,	 emitidos	 por	 comisiones,	 secretarías	 técnicas	 o	 directores
de	 la	 propiedad	 intelectual,	 según	 corresponda.	 En	 tal	 sentido,	 podrán
conocer	 y	 resolver	 sobre	 la	 imposición	 de	 multas	 por	 la	 realización	 de
infracciones	administrativas	o	multas	coercitivas	por	el	incumplimiento	de
resoluciones	 finales,	 de	 medidas	 cautelares,	 preventivas	 o	 correctivas,	 de
acuerdos	 conciliatorios	 y	 de	 pagos	 de	 costas	 y	 costos;	 así	 como	 sobre	 el
dictado	 de	 mandatos	 o	 la	 adopción	 de	 medidas	 cautelares,	 correctivas	 o
complementarias;
b)	 Conocer	 y	 resolver	 las	 quejas	 por	 defectos	 de	 tramitación	 en	 los
procedimientos	que	se	presenten	contra	los	órganos	de	primera	instancia	u
otra	sala,	conforme	a	directiva	expedida	por	sala	plena;
c)	El	texto	anterior	del	inciso	c)	decía:	“Conocer	y	resolver	las	recusaciones
contra	 vocales	 de	 salas	 del	 tribunal,	 miembros	 de	 comisión,	 directores	 o
secretarios	técnicos,	conforme	a	directiva	expedida	por	sala	plena;	y,
d)	 Expedir	 precedentes	 de	 observancia	 obligatoria	 que	 interpreten	 de
modo	 expreso	 y	 con	 carácter	 general	 el	 sentido	 de	 la	 legislación	 bajo	 su
competencia.
14.2	De	verificarse	algún	supuesto	de	nulidad	contemplado	en	el	artículo
10	de	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	las	salas	del	tribunal
podrán	declarar	de	oficio	la	nulidad	de	los	actos	administrativos	que	hayan
emitido,	aun	cuando	hayan	quedado	firmes,	si	es	que	dichos	actos	agravian
el	 interés	 público	 o	 lesionan	 derechos	 fundamentales.	 La	 facultad	 para
declarar	la	nulidad	de	oficio	prescribe	al	año	contado	a	partir	de	la	fecha	en
que	dichos	actos	hayan	quedado	consentidos.
D.	Leg.	1075
ART.	5°.—Delegación	 de	 competencias.	 La	 dirección	 competente	 podrá
delegar	en	entidades	públicas	o	privadas	la	facultad	de	recibir	solicitudes	de
registro	y	otros	recursos	o	documentos	vinculados	a	la	propiedad	industrial.
En	ese	caso,	 los	mencionados	documentos	se	considerarán	presentados	en
el	 momento	 de	 su	 recepción	 por	 la	 entidad	 delegada.	 La	 dirección
competente	podrá	disponer	la	delegación	de	facultades	adicionales.
D.	Leg.	788.
ART.	 2°.—Modificado.	 Ley	 27146,	 Tercera	 Disposición	 Final.	 La
descentralización	del	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de
la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 (Indecopi)	 podrá	 realizarse	 a
través	 de	 la	 delegación	 de	 sus	 funciones.	 Para	 tal	 efecto,	 las	 oficinas	 y
comisiones	de	dicho	instituto,	previa	aprobación	del	Directorio	del	Indecopi,
podrán	delegar	sus	funciones	por	medio	de	la	suscripción	de	los	convenios
correspondientes,	 en	 organismos,	 instituciones	 o	 entidades	 públicas,	 o	 en
las	Cámaras	de	Comercio,	Colegios	Profesionales,	o	entidades	gremiales	de
reconocido	prestigio,	siempre	que	se	garantice	la	total	independencia	de	su
actuación.	Podrán	delegarse	funciones	de	tal	forma	que	una	sola	comisión	u
oficina,	asuma	competencia	para	conocer	y	resolver,	simultáneamente,	más
de	 un	 tema	 de	 competencia	 del	 Indecopi	 que	 pueda	 ser	 materia	 de
delegación,	según	lo	establecido	en	el	presente	artículo.
La	delegación	de	funciones	a	que	se	refiere	el	presente	artículo	no	alcanza:
a)	A	la	determinación	de	políticas	de	los	órganos	funcionales;
b)	A	las	funciones	registrales	que	llevan	a	cabo	las	siguientes	Oficinas:
-	Oficina	de	Signos	Distintivos.
-	Oficina	de	Invenciones	y	Nuevas	Tecnologías	y,
-	Oficina	de	Derechos	de	Autor.
c)	A	las	funciones	de	la	Comisión	de	Fiscalización	de	Dumping	y	Subsidios,
ni	a	las	de	la	Comisión	de	Reglamentos	Técnicos	y	Comerciales.
Los	convenios	a	que	se	refiere	el	presente	artículo	contendrán	una	cláusula
que	estipu-la	la	prohibición	para	las	entidades	delegadas	de	delegar	a	su	vez
dichas	funciones.
La	delegación	de	funciones	a	que	se	refiere	el	presente	artículo	no	limita	la
facultad	de	 los	 órganos	 funcionales	 del	 Indecopi	 para	 conocer	 de	 oficio,	 y
cuando	 lo	 considere	 necesario,	 los	 expedientes	 que	 tratan	materia	 de	 sus
respectivas	 competencias.	 Para	 este	 efecto	 los	 men-cionados	 órganos
cuentan	 con	 un	 plazo	 de	 cinco	 (5)	 días	 útiles,	 desde	 que	 tomen
conocimiento	del	pronunciamiento	emitido	por	la	entidad	delegada	para,	de
oficio	 y	 con	 expresión	 de	 causa,	 proceder	 a	 su	 rectificación.	 Transcurrido
dicho	plazo	sin	que	medie	pronunciamiento	por	parte	del	respectivo	órgano
funcional	 del	 Indecopi,	 quedará	 firme	 la	 resolución	 de	 primera	 instancia
emitida	 por	 la	 entidad	 delegada,	 quedando	 expedido	 el	 derecho	 del
interesado	para	plantear	 los	 recursos	 impugnativos	 que	 le	 concede	 la	 ley,
sin	 perjuicio	 de	 la	 facultad	 de	 la	 Sala	 de	 De-fensa	 de	 la	 Competencia	 del
Tribunal	para	declarar	de	oficio	la	nulidad	de	resoluciones,.
Las	resoluciones	que	expidan	las	entidades	a	las	que	se	le	hayan	delegado
funciones	 podrán	 ser	 impugnadas	 ante	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	y	de	la	Propiedad	Inte-lectual	del	Indecopi.
Cuando	 el	 incremento	 de	 carga	 procesal	 lo	 justifique,	 el	 Directorio	 del
Indecopi	 podrá	 nombrar	 una	 comisión	 temporal	 que	 tendrá	 por	 función
atender	dicha	mayor	carga	procesal.
TÍTULO	II
DISPOSICIONES	GENERALES	SOBRE	EL	REGISTRO
D.	Leg.	1075
ART.	 6°.—Exclusividad	 de	 los	 derechos	 de	 propiedad	 industrial.	 Los
derechos	de	propiedad	industrial	otorgan	a	su	titular	la	exclusividad	sobre
el	objeto	de	protección	y	su	ejercicio	regular	no	puede	ser	sancionado	como
práctica	monopólica	ni	como	acto	restrictivo	de	la	competencia.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	marcas	coadyuvan	a	 la	transparencia	en
el	 mercado.	 “(...)	 Las	 marcas	 como	 instrumentos	 de	 identificación	 y
diferenciación	de	 los	productos	o	servicios	hacen	posible	 la	producción	en
masa	y	el	desarrollo	industrial	y	comercial	de	una	sociedad.	(...)	Las	marcas
coadyuvan	 a	 la	 transparencia	 en	 el	 mercado	 al	 permitirle	 a	 su	 titular
individualizar	 –entre	 la	 multiplicidad	 de	 productos	 o	 servicios	 que	 se
encuentran	 en	 el	 mercado–	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 ofrece.	 De	 esta
forma,	 puede	 diferenciar	 sus	 productos	 o	 servicios	 de	 los	 de	 sus
competidores	y	crear	y	asegurarse	una	clientela.
La	 marca	 permite	 a	 los	 consumidores	 diferenciar	 inequívocamente	 los
productos	 o	 servicios	 que	 son	 ofrecidos	 en	 el	 mercado,	 y	 en	 base	 a	 esta
diferenciación	 asociar	 los	 productos	 o	 servicios	 con	 una	 determinada
calidad.
El	 interés	 del	 público	 consumidor	 en	 que	 exista	 la	 debida	 diferenciación
entre	los	competidores	radica	en	la	posibilidad	de	identificar	los	productos
que	ha	probado	y	con	 los	cuales	ha	quedado	satisfecho,	 sin	posibilidad	de
error	alguno.	Este	interés	normalmente	coincide	con	el	interés	privado	del
industrial,	 del	 comerciante	 o	 del	 prestador	 de	 servicios	 de	 cautelar	 su
derecho	 exclusivo	 al	 uso	 de	 los	 signos	 que	 distinguen	 a	 los	 productos	 o
servicios	que	ofrecen,	por	ser	el	primer	interesado	en	que	si	un	consumidor
ha	quedado	satisfecho	con	su	producto	o	servicio	 lo	adquiera	nuevamente
sin	que,	por	 la	 similitud	de	 los	 signos,	el	 consumidor	 termine	adquiriendo
un	 producto	 o	 servicio	 de	 un	 competidor.”	 (TDC,	 R.	 0523-2011/SC1-
Indecopi,	ago.	25/2011.	Pres.	Ferreira	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 diferencia	 la	 finalidad	 esencial	 de	 la
finalidad	funcional	del	uso	obligatorio	de	una	marca.	“Cabe	señalar	que
las	 finalidades	 del	 uso	 obligatorio	 de	 la	 marca	 son	 de	 dos	 tipos:	 una	 de
índole	 esencial	 y	 otra	 de	 índole	 funcional.	 Entre	 las	 finalidades	 esenciales
está	 la	 de	 contribuir	 a	 que	 la	 marca	 se	 consolide	 como	 bien	 inmaterial
mediante	 la	 asociación	 entre	 signo	 y	 producto	 en	 la	 mente	 de	 los
consumidores.	 Si	 bien	 esto	 depende	 de	 factores	 ajenos	 a	 la	 actividad	 del
titular,	un	uso	adecuado	de	la	marca	es	importante	para	que	esa	asociación
se	haga	realidad.	Otra	finalidad	esencial	del	uso	obligatorio	es	aproximar	el
contenido	formal	del	registro	a	la	realidad	concreta	de	la	utilización	de	las
marcas	 en	 el	 mercado.	 Tal	 aproximación	 puede	 contribuir	 a	 resolver	 los
problemas	que	se	presentan	al	determinar	un	nuevo	signo	solicitado	y	una
marca	 anteriormente	 registrada	 si	 son	 o	 no	 confundibles.	 La	 finalidad
funcional	del	uso	obligatorio	tiene	por	objeto	descongestionar	el	registro	de
marcas	 en	 el	mercado	 abriendo	 el	 abanico	 de	 posibilidades	 que	 no	 están
siendo	usadas	para	facilitar	que	nuevos	solicitantes	puedan	acceder	a	éstas”.
(Indecopi,	 R.	 2420-2012/TPI-Indecopi,	 nov.	 28/2012.	 Pres.	 Ferreyros
Castañeda)
D.	Leg.	1075
ART.	7°.—Registro	de	actos.	Las	transferencias,	 licencias,	modificaciones
y	 otros	 actos	 que	 afecten	 derechos	 de	 propiedad	 industrial	 podrán
inscribirse	en	los	registros	de	la	propiedad	industrial.
Los	actos	y	contratos	a	que	se	 refiere	el	párrafo	anterior	surtirán	efectos
frente	a	 terceros	a	partir	de	su	 inscripción.	En	el	 caso	de	 las	 licencias	que
afecten	registros	sobre	signos	distintivos,	ni	su	validez	ni	sus	efectos	frente
a	terceros,	estará	supeditada	a	su	inscripción.
Se	 presume,	 sin	 admitirse	 prueba	 en	 contrario,	 que	 toda	 persona	 tiene
conocimiento	del	contenido	de	las	inscripciones	efectuadas	en	los	registros
correspondientes,	 los	 mismos	 que	 se	 presumen	 ciertos	 mientras	 no	 sean
rectificados	o	anulados.
La	 Dirección	 competente	 establecerá	 la	 forma	 de	 organización	 de	 sus
respectivos	 registros	 y	 dictará	 las	 disposiciones	 de	 inscripción	 que	 sean
necesarias.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Los	antecedentes	registrales	no	tienen	efecto
vinculante.	 “La	 sala	 conviene	 en	 precisar	 que	 los	 registros	 no	 tienen
relevancia	más	allá	del	caso	concreto	y,	si	bien	demuestran	la	tendencia	de
la	 administración	 en	 el	 examen	 de	 registrabilidad,	 no	 tienen	 efectos
vinculantes	 al	momento	 de	 juzgar	 una	 nueva	 solicitud.	 En	 tal	 sentido,	 los
antiguos	 registros	 no	 otorgan	 un	 derecho	 para	 solicitar	 (en	 base	 a	 un
supuesto	 derecho	 de	 igualdad	 de	 tratamiento	 de	 la	 administración	 o
invocando	 seguridad	 jurídica)	 una	 decisión	 similar.	 De	 acuerdo	 a	 los
principios	de	derecho	administrativo,	el	principio	de	seguridad	jurídica	no
se	 aplica	 si	 se	 trata	 de	 hacer	 valer	 un	 acto	 administrativo	 contrario	 a
derecho.	De	cualquier	forma,	en	ningún	caso	otorga	un	derecho	para	que	se
siga	 en	 el	 futuro	 una	 práctica	 contraria	 a	 derecho.	 En	 consecuencia,	 una
práctica	 administrativa,	 aunque	 se	 haya	 realizado	 durante	 años,	 no	 la
convierte	en	precedente	de	observancia	obligatoria	y	no	vincula	a	la	sala.	No
debe	 olvidarse	 que	 el	 análisis	 de	 la	 registrabilidad	 de	 un	 signo	 es	 una
facultad	 discrecional	 de	 la	 sala,	 toda	 vez	 que	 la	 autoridad	 administrativa
tiene	la	obligación	de	evaluar	íntegramente	cada	solicitud	que	se	presente,
determinando	si	ella	cumple	con	los	requisitos	para	acceder	a	registro	o	no,
dependiendo	dicha	determinación	de	cada	caso	concreto.	Por	tal	razón,	 las
conclusiones	 a	 que	 se	 arribe	 en	 cada	 caso	 dependerán	 del	 examen	 del
correspondiente	expediente	y	no	están	sujetas	a	los	registros	otorgados	con
anterioridad”.	(R.	160-1999/TPI-Indecopi.	10.02.1999)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	falta	de	inscripción	del	contrato	de	licencia
de	marca,	por	sí	sola,	no	genera	la	pérdida	del	registro.	“Respecto	de	 la
inscripción	 del	 contrato	 de	 licencia	 en	 el	 respectivo	 registro,	 conviene
precisar	que,	tal	como	lo	ha	señalado	la	sala	–mediante	Resolución	N°	252-
2002/TPI-Indecopi	de	fecha	8	de	marzo	del	2002–	el	hecho	de	no	inscribir
un	 contrato	de	 licencia	de	marca	 en	 el	 registro	 respectivo	no	desvirtúa	 el
hecho	fáctico	del	uso	de	esa	marca	en	el	mercado.	Las	sanciones	por	falta	de
la	mencionada	inscripción	no	pueden	hacerse	extensivas	a	los	supuestos	de
cancelación	del	registro	de	marca,	ya	que	la	inscripción	per	se	del	contrato
de	 licencia	 no	 necesariamente	 acredita	 que	 una	 marca	 venga	 siendo
efectivamente	 usada	 en	 el	mercado.	 Además,	 la	 ley	 no	 prevé	 una	 sanción
expresa	 a	 la	 falta	 de	 inscripción	 de	 los	 contratos	 de	 licencia,	 razón	por	 la
cual	tal	sanción	no	puede	presumirse.
Consecuentemente,	la	protección	conferida	a	la	marca	por	el	ordenamiento
jurídico	andino	requiere	únicamente	que	la	misma	se	encuentre	presente	en
los	 flujos	 comerciales,	 sin	 necesidad	 de	 acudir	 a	 otros	 elementos	 para	 la
calificación	de	tal	uso.”	(R.	1183-2005/TPI-Indecopi,	nov.	08/2005)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Propiedad	Intelectual	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria.
D.	Leg.	1075
ART.	8º.—Nulidad	del	registro.	La	declaración	de	nulidad	de	un	registro
determina,	con	efectos	retroactivos,	que	ni	éste	ni	la	solicitud	que	lo	originó,
hayan	surtido	los	efectos	previstos	en	el	presente	decreto	legislativo.
Sin	enervar	la	responsabilidad	por	daños	y	perjuicios	a	que	hubiera	lugar
cuando	 el	 titular	 del	 registro	 hubiese	 actuado	 de	 mala	 fe,	 el	 efecto
retroactivo	de	la	nulidad	no	afectará:
a)	a	las	resoluciones	sobre	infracción	de	derechos	de	propiedad	industrial
que	hubiesen	quedado	consentidas	y	hubiesen	sido	ejecutadas	antes	de	 la
declaración	de	nulidad;	y,
b)	a	los	contratos	de	licencia	existentes	antes	de	la	declaración	de	nulidad
en	cuanto	hayan	sido	ejecutados	con	anterioridad	a	la	misma.
D.	Leg.	1075
ART.	8°-A.—Incorporado.	Ley	29316,	Art.	8°.	Nulidad	de	patente.	 Una
patente	 podrá	 ser	 revocada	 o	 anulada	 únicamente	 sobre	 la	 base	 de	 las
razones	 que	 hubieran	 justificado	 el	 rechazo	 de	 su	 otorgamiento.	 Sin
embargo,	 la	 Dirección	 de	 Invenciones	 y	 Nuevas	 Tecnologías	 podrá	 anular
una	 patente	 otorgada	 cuando	 se	 haya	 incurrido	 en	 fraude,	 falsa
representación	o	conducta	inequitativa.
Ley	27444.
ART.	202.—Nulidad	de	oficio.
202.1	 En	 cualquiera	 de	 los	 casos	 enumerados	 en	 el	 artículo	 10,	 puede
declararse	 de	 oficio	 la	 nulidad	 de	 los	 actos	 administrativos,	 aun	 cuando
hayan	quedado	firmes,	siempre	que	agravien	el	interés	público.
202.2	 La	 nulidad	 de	 oficio	 sólo	 puede	 ser	 declarada	 por	 el	 funcionario
jerárquico	superior	al	que	expidió	el	acto	que	se	invalida.	Si	se	tratara	de	un
acto	 emitido	 por	 una	 autoridad	 que	 no	 está	 sometida	 a	 subordinación
jerárquica,	 la	 nulidad	 será	 declarada	 también	 por	 resolución	 del	 mismo
funcionario.
202.3	 La	 facultad	 para	 declarar	 la	 nulidad	 de	 oficio	 de	 los	 actos
administrativos	prescribe	al	año,	contado	a	partir	de	la	fecha	en	que	hayan
quedado	consentidos.
202.4	 En	 caso	 de	 que	 haya	 prescrito	 el	 plazo	 previsto	 en	 el	 numeral
anterior,	 sólo	 procede	 demandar	 la	 nulidad	 ante	 el	 Poder	 Judicial	 vía	 el
proceso	contencioso	administrativo,	siempre	que	la	demanda	se	interponga
dentro	 de	 los	 dos	 (2)	 años	 siguientes	 a	 contar	 desde	 la	 fecha	 en	 que
prescribió	la	facultad	para	declarar	la	nulidad	en	sede	administrativa.
202.5	Los	actos	administrativos	emitidos	por	consejos	o	tribunales	regidos
por	 leyes	 especiales	 competentes	 para	 resolver	 controversias	 en	 última
instancia	administrativa,	no	pueden	ser	objeto	de	declaración	de	nulidad	de
oficio.	 Sólo	 procede	 demandar	 su	 nulidad	 ante	 el	 Poder	 Judicial,	 vía	 el
proceso	contencioso-administrativo,	siempre	que	la	demanda	se	interponga
dentro	 de	 los	 tres	 años	 siguientes	 a	 contar	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 el	 acto
quedó	firme.
D.	Leg.	1075
ART.	 9º.—Anotación	 preventiva.	 De	 oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte,	 la
dirección	 competente	 efectuará	 en	 los	 registros	 correspondientes	 una
anotación	 preventiva	 de	 las	 solicitudes	 de	 cancelación	 y	 nulidad	 que	 se
interpongan.
Asimismo,	 se	 efectuará	 el	 asiento	 correspondiente	 una	 vez	 consentida	 la
resolución	que	agote	la	vía	administrativa	en	los	procedimientos	señalados
en	el	párrafo	precedente.
D.	Leg.	1075
ART.	10.—Publicidad	de	los	registros	y	expedientes.	Los	registros	y	los
expedientes,	 se	 encuentren	 o	 no	 en	 trámite,	 incluyendo	 los	 contenciosos,
están	abiertos	al	público,	salvo	en	los	siguientes	casos:
a)	Los	expedientes	de	patentes	de	invención,	modelos	de	utilidad	y	diseños
industriales	se	regirán	por	 lo	dispuesto	en	 los	artículos	40,	85	y	125	de	 la
Decisión	486.
b)	 Los	 expedientes	 de	 infracción	 a	 los	 derechos	 de	 propiedad	 industrial,
hasta	que	se	notifique	la	denuncia.
Cualquier	persona,	sea	o	no	parte	del	proceso,	puede	solicitar	copia	simple
o	 certificada	 de	 todo	 o	 parte	 de	 un	 expediente	 público,	 así	 como	 de	 los
asientos	registrales,	de	los	certificados	o	títulos	expedidos,	previo	pago	de	la
tasa	correspondiente.
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 es	 la	 encargada	 de	 gestionar	 la
interpretación	 prejudicial	 del	 Tribunal	 de	 la	 Comunidad	 Andina.	 “(…)
conforme	 al	 criterio	 jurisdiccional	 desarrollado	 uniformemente	 en
anteriores	procesos	judiciales	sobre	derecho	marcario,	a	esta	suprema	sala
le	corresponde	la	formación,	tramitación	y	remisión	respectiva	del	presente
expediente	a	los	efectos	que	el	Tribunal	de	la	Comunidad	Andina	conforme	a
sus	 atribuciones	 establezca	 la	 interpretación	 prejudicial	 correspondiente,
de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	los	artículos	122	y	123	del	Estatuto	del
Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina.	 (…)”	 (C.S.,	 Cas.	 2822-2008
Lima,	set.	22/2009.	V.	P.	Ferreira	Vildozola)
JURISPRUDENCIA.—Informe	comunitario	vinculante	puede	constreñir	a
declarar	 la	 nulidad,	 pero	 corte	 advierte	 que	 no	 hay	 nulidad	 por	 la
simple	 nulidad.	 “(…)	 si	 bien	 el	 carácter	 vinculante	 del	 referido	 informe
comunitario	podría	constreñir	a	esta	suprema	sala	a	declarar	la	nulidad	de
la	sentencia	de	vista,	no	obstante,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	172
del	Código	Procesal	Civil	no	habrá	nulidad	si	la	subsanación	del	vicio	no	ha
de	influir	en	el	sentido	de	la	resolución;	así,	en	el	caso	de	autos	conforme	se
desprende	 razonadamente	 de	 los	 propios	 considerandos	 del	 informe	 del
Tribunal	de	 Justicia	de	 la	Comunidad	Andina,	 la	 resolución	administrativa
que	declara	el	abandono	de	la	solicitud	de	patente	de	invención	no	adolece
de	nulidad	alguna	habida	cuenta	que	la	solicitud	de	concesión	de	patente	no
cumplía	con	las	formalidades	que	exigían	los	artículos	26,	32	y	39	de	de	la
Decisión	 486	 de	 la	 Comisión	 de	 la	 Comunidad	 Andina	 al	 no	 haber
presentado	 la	 demandante	 el	 respectivo	 documento	 de	 cesión	 en	 el	 plazo
legal	 establecido,	 habiéndose	 por	 tanto	 declarado	 el	 abandono	 del
expediente	administrativo,	situación	que	por	lo	demás	evidencia	la	desidia
de	 la	 empresa	 demandante	 en	 la	 prosecución	 del	 procedimiento
administrativo.”	 (C.	 S.,	 Cas.	 2822-2008-Lima,	 set.	 22/2009.	 V.	 P.	 Ferreira
Vildózola)
JURISPRUDENCIA.—Entre	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad
Andina	y	los	jueces	nacionales	existe	una	relación	de	colaboración	en	la
interpretación	 de	 las	 normas	 comunitarias.	 “Las	 disposiciones	 antes
referidas,	tienen	como	propósito	establecer,	entre	el	Tribunal	de	Justicia	de
la	Comunidad	Andina	y	los	jueces	nacionales	de	los	países	signatarios,	una
relación	de	colaboración	en	la	interpretación	de	las	normas	que	conforman
el	 ordenamiento	 jurídico	 comunitario;	 y	 así	 lo	 ha	 reconocido	 el	 propio
Tribunal	en	la	Interpretación	Prejudicial	N°	149-IP-2011.	De	este	modo,	se
busca	 evitar	 que	 el	 cúmulo	 de	 normas	 que	 conforman	 este	 ordenamiento
comunitario	 traiga	 consigo	 la	 adopción	 progresiva	 de	 diversas	 opciones
interpretativas,	 entre	 los	 órganos	 de	 justicia	 de	 cada	 país,	 que	 pueda
comprometer	 la	 uniformidad	 en	 su	 aplicación;	 estableciendo	 para	 ello	 un
doble	 sistema	 de	 consulta	 previa	 al	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad
Andina:	Uno,	de	carácter	facultativo,	para	 los	casos	en	los	que	la	sentencia
que	se	vaya	a	dictar	sea	susceptible	de	recursos	en	derecho	interno;	y	otro,
de	carácter	obligatorio,	para	los	casos	en	los	que	la	sentencia	la	sentencia	no
fuere	 susceptible	 de	 recursos	 en	 derecho	 interno	 (...)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 2382-
2011-Lima,	ene.	20/2015.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—La	 casación	 es	 un	 recurso	 que	 puede	 ser
comprendido	 dentro	 de	 los	 alcances	 del	 Tratado	 de	 Creación	 del
Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina.	“(...)	‘el	recurso	de	casación
regulado	 en	 la	 Ley	 N°	 27584	 –y,	 supletoriamente,	 por	 el	 Código	 Procesal
Civil–	 sí	 constituye	 un	 recurso	 que	 pueda	 ser	 comprendido	 dentro	 de	 los
alcances	 previstos	 en	 los	 artículos	 32	 y	 33	 del	 Tratado	 de	 Creación	 del
Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina	y	el	artículo	123	del	Estatuto
del	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina,	 de	 acuerdo	 a	 los
lineamientos	 vertidos	 para	 tal	 fin	 en	 la	 interpretación	 prejudicial	 del
Tribunal	de	 Justicia	de	 la	Comunidad	Andina	obrante	en	 los	autos;	puesto
que	 las	 características	 que	 acompañan	 a	 este	 recurso	 no	 pueden	 ser
calificadas	 como	 una	 limitación	 a	 una	 evaluación	 adecuada	 de	 la
controversia.	 Por	 el	 contrario,	 dado	 que,	 en	 el	 ordenamiento	 jurídico
peruano,	el	recurso	de	casación	se	encuentra	ubicado	en	el	vértice	más	alto
de	 la	 administración	 de	 justicia	 contenciosa	 administrativa	 (la	 cual	 es
justamente	la	competente	para	conocer	los	asuntos	referidos	al	derecho	de
marcas	 y	 patentes,	 entre	 otros),	 y	 que	 su	 diseño	 ha	 sido	 pensado	 por	 el
legislador	para	 vigilar	 la	 adecuada	 aplicación	del	 derecho	objetivo	 al	 caso
concreto	y	 la	uniformidad	de	 la	 jurisprudencia	nacional,	no	cabe	duda	que
éste	medio	impugnatorio	no	solo	cuenta	con	las	exigencias	necesarias	para
satisfacer	 los	 requerimientos	 expuestos	 por	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la
Comunidad	 Andina,	 al	 permitir	 una	 evaluación	 del	 sentido	 interpretativo
que	 las	 instancias	 inferiores	 han	 atribuido	 a	 las	 normas	 comunitarias
involucradas	en	la	litis;	sino	que,	sobre	todo,	es	el	instrumento	más	idóneo
para	 alcanzar	 los	 fines	 de	 uniformización	 jurisprudencial	 que	 persigue	 el
ordenamiento	comunitario,	en	las	materias	que	le	son	propias.	Y	es	que,	en
el	caso	peruano,	la	uniformidad	de	la	jurisprudencia	no	puede	obtenerse	en
base	a	las	decisiones	de	las	numerosas	instancias	de	mérito	que	existen	en
las	 diversas	 Cortes	 de	 Justicia,	 sino	 a	 través	 de	 la	 uniformización	 de	 los
fallos	 que,	 en	 casación,	 dicta	 la	 Corte	 Suprema	 de	 Justicia’.	 (...)	 no	 se	 ha
producido	propiamente	la	infracción	normativa	invocada	por	la	recurrente,
toda	vez	que,	como	se	ha	explicado	en	los	párrafos	precedentes,	el	trámite
de	la	consulta	obligatoria	al	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina	en
relación	 al	 sentido	 interpretativo	 que	 debe	 atribuirse	 a	 las	 normas
comunitarias	 involucradas	 en	 la	 controversia	 no	 resulta	 exigible	 para	 la
emisión	de	la	sentencia	de	vista,	puesto	que	frente	a	ésta	todavía	es	posible
la	 interposición	 de	 un	 ‘recurso’	 que	 es	 idóneo	 para	 cumplir	 con	 los	 fines
perseguidos	 por	 el	 ordenamiento	 jurídico	 comunitario”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 2382-
2011-Lima,	ene.	20/2015.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
D.	Leg.	1075
ART.	 11.—Reserva	 y	 confidencialidad.	 En	 caso	 de	 que	 la	 autoridad
nacional	 competente	 reciba	 u	 obtenga	 información	 considerada
confidencial,	 deberá,	 a	 solicitud	 del	 interesado,	 garantizar	 su	 reserva	 y
confidencialidad	de	acuerdo	con	las	normas	de	la	materia.
TÍTULO	III
DISPOSICIONES	GENERALES	DE	PROCEDIMIENTO
D.	Leg.	1075
ART.	 12.—Prelación	 de	 derechos.	 La	 prelación	 en	 el	 derecho	 de
propiedad	industrial	se	determinará	por	el	día	y	hora	de	presentación	de	la
solicitud	de	registro.	La	prelación	a	 favor	del	primer	solicitante	supone	su
buena	 fe	y,	 en	 consecuencia,	no	 se	 reconocerá	 tal	prelación	cuando	quede
demostrado	lo	contrario.
Ley	27811.
ART.	 15.-Registros	 de	 conocimientos	 colectivos	 de	 los	 pueblos	 indígenas.
Los	conocimientos	colectivos	de	los	pueblos	indígenas	podrán	ser	inscritos
en	tres	tipos	de	registros:
a)	 Registro	Nacional	 Público	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los	 Pueblos
Indígenas.
b)	 Registro	 Nacional	 Confidencial	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los
Pueblos	Indígenas.
c)	Registros	Locales	de	Conocimientos	Colectivos	de	los	Pueblos	indígenas.
El	 Registro	Nacional	 Público	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los	 Pueblos
Indígenas	y	el	Registro	Nacional	Confidencial	de	Conocimientos	Colectivos
de	los	Pueblos	Indígenas	estarán	a	cargo	del	Indecopi.
D.	Leg.	1075
ART.	 13.—Idioma.	 Las	 solicitudes	 de	 registro	 deberán	 presentarse	 en
idioma	castellano.	Los	documentos	redactados	en	otro	 idioma	deberán	ser
presentados	con	la	traducción	simple	en	idioma	castellano.	No	se	exigirá	la
presentación	 de	 traducciones	 oficiales,	 bastando	 que	 se	 presente	 la
traducción	simple	bajo	responsabilidad	del	traductor	y	del	interesado.
Sin	 perjuicio	 de	 lo	 señalado	 en	 el	 párrafo	 precedente	 la	 autoridad
competente	 podrá	 dispensar	 de	 la	 presentación	 de	 traducciones	 de	 los
documentos	 cuando	así	 lo	 considere	 conveniente,	 o	 solicitar	 la	 traducción
en	 un	 plazo	 máximo	 improrrogable	 de	 diez	 días	 hábiles,	 salvo	 que	 el
presente	decreto	legislativo	establezca	un	plazo	distinto.
Los	 requisitos	 de	 admisibilidad	 deberán	 ser	 presentados	 en	 idioma
castellano,	bajo	apercibimiento	de	no	admitir	la	solicitud	a	trámite.
D.	Leg.	1075
ART.	14.—Requerimientos	de	la	solicitud.	Para	el	 registro	de	cualquier
acto	de	disposición	o	afectación	de	los	derechos	de	propiedad	industrial,	y
salvo	 que	 la	 decreto	 legislativo	 exija	 una	 formalidad	 mayor,	 basta	 que
conste	 en	 instrumento	 privado	 y	 las	 firmas	 hayan	 sido	 certificadas	 por
Notario.	 Si	 el	 documento	 se	 extendiera	 en	 el	 extranjero,	 deberá	 ser
legalizado	por	funcionario	consular	peruano.
Tratándose	del	cambio	de	titularidad,	y	éste	resulte	de	un	contrato,	bastará
que	 el	 solicitante	 acompañe	 a	 su	 solicitud,	 de	 ser	 el	 caso,	 uno	 de	 los
siguientes	elementos:
a)	una	copia	del	contrato,	certificada	por	un	notario	público	o	por	cualquier
otra	 autoridad	 pública	 competente,	 que	 certifique	 que	 dicho	 documento
está	en	conformidad	con	el	contrato	original;
b)	 un	 extracto	 del	 contrato	 en	 el	 que	 figure	 el	 cambio	 de	 titularidad,	 el
mismo	que	deberá	estar	certificado	por	un	notario	público	o	cualquier	otra
autoridad	pública	competente;
c)	 un	 certificado	 de	 transferencia	 no	 certificado	 con	 el	 contenido
establecido	en	el	Reglamento	del	Tratado	sobre	Derecho	de	Marcas	de	1994,
y	que	esté	firmado	tanto	por	el	titular	como	por	el	adquirente;	o
d)	 un	 documento	 de	 transferencia	 no	 certificado	 con	 el	 contenido
establecido	en	el	Reglamento	del	Tratado	sobre	Derecho	de	Marcas	de	1994,
y	que	esté	firmado	tanto	por	el	titular	como	por	el	adquirente.
Cuando	el	cambio	de	titularidad	sea	el	resultado	de	una	fusión	bastará	que
se	acompañe	una	copia	del	documento	que	pruebe	la	fusión,	emitido	por	la
autoridad	 competente.	 La	 conformidad	 de	 dicha	 copia	 con	 el	 original,
deberá	 ser	 certificada	 por	 la	 autoridad	 que	 emitió	 el	 documento,	 o	 un
notario	 público	 o	 cualquier	 otra	 autoridad	 pública	 competente.	 Cuando	 el
cambio	de	 titularidad	no	 sea	 el	 resultado	de	un	 contrato	o	de	una	 fusión;
sino	que	sea,	resultado,	entre	otros,	de	la	aplicación	de	una	norma	legal	o	de
una	 decisión	 judicial,	 bastará	 que	 se	 acompañe	 a	 la	 solicitud	 copia	 del
documento	que	pruebe	tal	cambio.	Dicha	copia	deberá	estar	certificada	por
un	notario	público	o	por	cualquier	otra	autoridad	pública	competente,	en	el
sentido	de	que	guarda	conformidad	con	el	documento	original	emitido	por
la	autoridad	pública	correspondiente.
Ley	27444.
ART.	113.—Requisitos	de	los	escritos.	Todo	escrito	que	se	presente	ante
cualquier	entidad	debe	contener	lo	siguiente:
1.	 Nombres	 y	 apellidos	 completos,	 domicilio	 y	 número	 de	 Documento
Nacional	de	Identidad	o	carné	de	extranjería	del	administrado,	y	en	su	caso,
la	calidad	de	representante	y	de	la	persona	a	quien	represente.
2.	 La	 expresión	 concreta	 de	 lo	 pedido,	 los	 fundamentos	 de	 hecho	 que	 lo
apoye	y,	cuando	le	sea	posible,	los	de	derecho.
3.	 Lugar,	 fecha,	 firma	o	huella	 digital,	 en	 caso	de	no	 saber	 firmar	o	 estar
impedido.
4.	La	 indicación	del	órgano,	 la	entidad	o	 la	autoridad	a	 la	cual	es	dirigida,
entendiéndose	por	tal,	en	lo	posible,	a	la	autoridad	de	grado	más	cercano	al
usuario,	según	la	jerarquía,	con	competencia	para	conocerlo	y	resolverlo.
5.	 La	 dirección	 del	 lugar	 donde	 se	 desea	 recibir	 las	 notificaciones	 del
procedimiento,	cuando	sea	diferente	al	domicilio	real	expuesto	en	virtud	del
numeral	 1.	 Este	 señalamiento	 de	 domicilio	 surte	 sus	 efectos	 desde	 su
indicación	 y	 es	 presumido	 subsistente,	 mientras	 no	 sea	 comunicado
expresamente	su	cambio.
6.	La	relación	de	los	documentos	y	anexos	que	acompaña,	 indicados	en	el
TUPA.
7.	 La	 identificación	 del	 expediente	 de	 la	 materia,	 tratándose	 de
procedimientos	ya	iniciados.
Ley	27444.
ART.	114.—Copias	de	escritos.
114.1	El	escrito	es	presentado	en	papel	simple	acompañado	de	una	copia
conforme	 y	 legible,	 salvo	 que	 fuere	 necesario	 un	 número	 mayor	 para
notificar	a	terceros.	La	copia	es	devuelta	al	administrado	con	la	firma	de	la
autoridad	 y	 el	 sello	 de	 recepción	 que	 indique	 fecha,	 hora	 y	 lugar	 de
presentación.
114.2	El	cargo	así	expedido	tiene	el	mismo	valor	legal	que	el	original.
D.	Leg.	1075
ART.	 15.—Poderes.	 Los	 poderes	 requeridos	 por	 el	 presente	 decreto
legislativo,	podrán	constar	en	instrumento	privado.	Tratándose	de	personas
jurídicas	deberá	consignarse	la	condición	o	título	con	la	que	haya	firmado	el
poderdante.
En	 el	 caso	 de	 la	 renuncia	 a	 un	 registro,	 o	 el	 desistimiento	 del
procedimiento,	 pretensión	 o	 cualquier	 acto	 procedimental,	 la	 firma	 del
poder	 deberá	 ser	 legalizada	 por	 notario.	 Asimismo,	 si	 dicho	 poder	 fuera
otorgado	 en	 el	 extranjero,	 la	 firma	 deberá	 ser	 legalizada	 por	 funcionario
consular	peruano.
El	poder	podrá	ser	otorgado	después	de	la	presentación	de	la	solicitud	de
registro,	 en	 cuyo	 caso	 los	 actos	 realizados	 por	 el	 apoderado	 deberán	 ser
ratificados.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Es	 aplicable	 el	 desistimiento	 en	 sede
administrativa.	 “El	 desistimiento	 es	 una	 institución	 del	 derecho	 procesal
que	 alude	 al	 retiro	 voluntario,	 expreso	 y	 terminante	 del	 ejercicio	 de	 un
derecho,	 pretensión,	 recurso	 o	 cualquier	 trámite,	 incluyendo	 la	 acción
misma.	Si	bien	el	Decreto	Legislativo	N°	823	no	 regula	expresamente	esta
figura	 procesal,	 su	 artículo	 21	 establece	 que	 en	 lo	 que	 no	 esté
específicamente	 previsto	 regirán	 supletoriamente,	 entre	 otras	 normas,	 el
Decreto	 Supremo	 Nº	 02-94-JUS	 por	 el	 que	 se	 aprueba	 el	 Texto	 Único
Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Normas	 Generales	 de	 Procedimientos
Administrativos,	 en	 cuanto	 sean	 aplicables	 a	 los	 derechos	 de	 propiedad
industrial	y	a	sus	procedimientos.	Por	ello,	también	resulta	de	aplicación	el
Código	Procesal	Civil	en	lo	que	no	esté	expresamente	previsto	en	la	norma
administrativa”.	(R.	157-1999/TPI-Indecopi.	10.02.99)
D.	Leg.	1075
ART.	16.—Constancia	del	expediente.	Los	escritos	que	sean	presentados
dentro	 del	 procedimiento	 deberán	 contener	 el	 número	 del	 expediente
respectivo,	bajo	apercibimiento	de	tenerse	por	no	presentados,	salvo	que	de
su	 contenido	 se	 pueda	 identificar	 inequívocamente	 el	 expediente	 al	 cual
corresponde.
D.	Leg.	1075
ART.	 17.—Pruebas.	 La	 autoridad	 competente	 podrá	 exigir	 que	 se
presenten	pruebas	cuando	exista	duda	razonable	acerca	de	la	veracidad	de
cualquier	indicación	contenida	en	un	documento.
D.	Leg.	1075
ART.	 18.—Abandono	 de	 las	 solicitudes.	 Salvo	 los	 casos	 en	 que	 el
presente	decreto	 legislativo	establezca	un	plazo	distinto,	 la	 solicitud	caerá
automáticamente	 en	 abandono	 cuando	 el	 expediente	 permanezca
paralizado	 por	 responsabilidad	 del	 interesado	 durante	 treinta	 (30)	 días
hábiles.	No	se	produce	el	abandono	cuando	el	expediente	se	encuentra	en
estado	de	ser	resuelto.
Ley	27444.
ART.	191.—Abandono	en	los	procedimientos	iniciados	a	solicitud	del
administrado.	En	los	procedimientos	iniciados	a	solicitud	de	parte,	cuando
el	administrado	incumpla	algún	trámite	que	 le	hubiera	sido	requerido	que
produzca	su	paralización	por	treinta	días,	la	autoridad	de	oficio	o	a	solicitud
del	 administrado	 declarará	 el	 abandono	 del	 procedimiento.	 Dicha
resolución	 deberá	 ser	 notificada	 y	 contra	 ella	 procederán	 los	 recursos
administrativos	pertinentes.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	 346.—Abandono	 del	 proceso.	 Cuando	 el	 proceso	 permanezca	 en
primera	 instancia	 durante	 cuatro	 meses	 sin	 que	 se	 realice	 acto	 que	 lo
impulse,	el	juez	declarará	su	abandono	de	oficio	o	a	solicitud	de	parte	o	de
tercero	legitimado.
Para	el	cómputo	del	plazo	de	abandono	se	entiende	iniciado	el	proceso	con
la	presentación	de	la	demanda.
Para	el	mismo	cómputo,	no	se	toma	en	cuenta	el	período	durante	el	cual	el
proceso	hubiera	estado	paralizado	por	acuerdo	de	partes	aprobado	por	el
juez.
D.	Leg.	1075
ART.	 19.—Beneficio	 de	 la	 prioridad.	 Para	 beneficiarse	 del	 derecho	 de
prioridad,	 la	 solicitud	 que	 la	 invoca	 deberá	 presentarse	 dentro	 de	 los
siguientes	plazos	 improrrogables	 contados	desde	 la	 fecha	de	presentación
de	la	solicitud	cuya	prioridad	se	invoca:
a)	doce	meses	para	las	patentes	de	invención	y	de	modelos	de	utilidad;	y
b)	seis	meses	para	los	registros	de	diseños	industriales	y	de	marcas.
Modificado.	 Ley	 29316,	 Art.	 9°.	 Excepcionalmente,	 en	 el	 caso	 de	 las
solicitudes	de	patentes	de	invención	o	de	modelos	de	utilidad,	 la	dirección
competente	podrá	restaurar	el	derecho	de	prioridad	dentro	del	plazo	de	dos
meses	a	partir	de	la	fecha	de	vencimiento	del	período	de	prioridad,	cuando
el	 solicitante	 no	 haya	 presentado	 dicha	 solicitud	 dentro	 del	 período	 de
prioridad	de	doce	meses	antes	mencionado.
Modificado.	 Ley	 29316,	 Art.	 9°.	 Para	 tal	 efecto,	 se	 deberá	 solicitar	 la
restauración	 del	 derecho	 presentando	 una	 declaración	 jurada	 con	 los
motivos	 por	 los	 cuales	 no	 se	 presentó	 la	 solicitud	 de	 patente	 dentro	 del
plazo	de	doce	meses,	acompañada	de	los	medios	probatorios	que	acrediten
que	ello	ocurrió	a	pesar	de	que	el	solicitante	actuó	con	la	diligencia	debida
requerida	de	acuerdo	a	las	circunstancias.
Modificado.	Ley	29316,	Art.	9°.	En	caso	de	que	la	dirección	considere	que
los	 medios	 probatorios	 presentados	 no	 son	 suficientes	 para	 acreditar	 lo
dispuesto	 en	 el	 párrafo	 precedente,	 notificará	 al	 solicitante	 para	 que
presente	nuevos	medios	probatorios	en	el	plazo	de	treinta	(30)	días	hábiles,
luego	de	lo	cual	se	declarará	si	se	acepta	o	no	la	restauración	del	derecho	de
prioridad.
D.	Leg.	1075
ART.	 20.—Cesión	 de	 derechos.	 Procede	 la	 cesión	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 la
licencia,	 de	 los	 derechos	 derivados	 de	 la	 solicitud	 de	 registro	 de
cualesquiera	de	los	elementos	constitutivos	de	la	propiedad	industrial.	Para
tal	efecto,	se	deberá	cumplir	con	las	formalidades	establecidas	en	el	artículo
14	del	presente	decreto	legislativo,	en	lo	que	corresponda.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	cesión	de	derechos	requiere	ratificación	de
la	 representada.	 “El	 artículo	 8°	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823,	 Ley	 de
Propiedad	 Industrial,	 establece	 que	 procede	 la	 cesión	 de	 los	 derechos
derivados	 de	 la	 solicitud	 de	 registro	 de	 cualesquiera	 de	 los	 elementos
constitutivos	 de	 la	 propiedad	 industrial.	 Por	 su	 parte,	 el	 artículo	 167	 del
Código	 Civil	 establece	 que,	 para	 disponer	 o	 gravar	 los	 bienes	 del
representado,	los	representantes	legales	requieren	autorización	expresa.	En
el	presente	caso,	el	señor	(…),	representante	de	(…)	S.A.,	mediante	escrito	de
fecha	 10	 de	 diciembre	 de	 1997	 con	 firma	 legalizada	 ante	 notario	 público,
manifestó	 que,	 en	 cumplimiento	 a	 instrucciones	 precisas	 de	 su
representada,	cedía	los	derechos	expectaticios	y	de	prioridad	de	la	presente
solicitud	 a	 la	 empresa	 (…)	 Ltd.	 Sin	 embargo,	 al	 no	 estar	 facultado
expresamente	para	ceder	los	derechos	derivados	de	la	solicitud	de	registro,
fue	 notificado	 por	 la	 secretaría	 de	 la	 sala	 a	 fin	 de	 que	 su	 representada
ratifique	en	 forma	expresa	 e	 indubitable	dicho	acto	de	disposición,	 lo	que
cumplió	mediante	escrito	de	fecha	14	de	diciembre	de	1998.	En	tal	sentido,
la	sala	conviene	en	aceptar	 la	cesión	de	derechos	efectuada	a	 favor	de	(…)
Ltd.”.	(R.	049-1999-TPI-Indecopi.	20.01.99)
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina:	 la
solicitud	 de	 patente	 debe	 estar	 acompañada	 de	 los	 documentos
pertinentes	 que	 establece	 la	 ley	 en	 una	 cesión	 de	 derechos.	 “(…)
conforme	 lo	 tiene	 establecido	 el	 informe	 del	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la
Comunidad	Andina,	 la	 solicitud	 de	 patente	 debe	 estar	 acompañada	 de	 los
documentos	pertinentes	que	establece	la	ley,	siendo	que	la	oficina	nacional
competente	 de	 conformidad	 con	 los	 artículos	 38	 y	 39	 de	 la	 Decisión	 486
deberá	examinar	dentro	de	los	treinta	días	contados	a	partir	de	la	fecha	de
presentación	 de	 la	 solicitud	 si	 ésta	 cumple	 con	 los	 requisitos	 de	 forma
previstos	en	 los	artículos	26	y	27	de	 la	citada	Decisión	486.	Si	del	examen
formal	resulta	que	la	solicitud	no	contiene	los	requisitos	establecidos	en	los
artículos	 26	 y	 27	 precitados,	 la	 Oficina	 Nacional	 Competente	 notificará	 al
solicitante	 para	 que	 complete	 dichos	 requisitos	 dentro	 del	 plazo	 de	 dos
meses	 siguientes	 a	 la	 fecha	 de	 notificación,	 encontrándose	 dicha	 solicitud
sujeta	 a	 un	 plazo	 prorrogable	 por	 única	 vez	 por	 un	 período	 igual	 sin	 que
pierda	su	prioridad,	y	si	a	la	expiración	del	término	señalado,	el	solicitante
no	 completa	 los	 requisitos	 indicados,	 la	 solicitud	 se	 considerará
abandonada	y	perderá	su	prelación.	(…)	en	el	contexto	descrito,	la	exigencia
en	 la	 presentación	 de	 la	 copia	 del	 documento	 en	 el	 que	 debía	 constar	 la
cesión	del	derecho	a	la	patente	de	inventor	a	la	empresa	demandante	era	de
imperiosa	 necesidad	 si	 deseaba	 continuar	 con	 la	 prosecución	 regular	 del
procedimiento	administrativo	pues	no	se	 trataba	de	cualquier	documento,
sino	que	al	tratarse	de	un	documento	de	cesión	debía	cumplir	en	prioridad
con	las	formalidades	pertinentes,	 las	que	al	no	ser	cumplidas	en	su	debida
oportunidad	 por	 la	 empresa	 demandante	 conforme	 a	 lo	 señalado	 en	 los
considerandos	 precedentes,	 se	 declaró	 el	 abandono	 de	 la	 solicitud
ordenándose	 el	 archivo	 del	 expediente	 administrativo.	 (C.S.,	 Cas.	 2822-
2008-Lima,	set.	22/2009.	V.	P.	Ferreira	Vildozola)
D.	Leg.	1075
ART.	 21.—Consentimiento	 de	 la	 resolución.	 Una	 vez	 consentida	 la
resolución	 que	 otorga	 un	 derecho	 de	 propiedad	 industrial,	 la	 dirección
competente	expedirá	el	certificado	o	título	correspondiente.
D.	Leg.	1075
ART.	 22.—Devolución	 de	 derechos.	 Salvo	 disposición	 expresa	 en	 el
presente	 decreto	 legislativo,	 no	 procede	 la	 devolución	 de	 los	 derechos
pagados	por	el	interesado.
D.	Leg.	1075
ART.	 23.—Oposiciones	 temerarias.	 Las	 oposiciones	 temerarias
formuladas	 contra	 las	 solicitudes	 de	 cualquier	 elemento	 de	 propiedad
industrial	 podrán	 ser	 sancionadas	 con	 una	multa	 hasta	 de	 cincuenta	 (50)
UIT.
D.	Leg.	1075
ART.	 24.—Plazo	 de	 los	 procedimientos.	 El	 plazo	 máximo	 para	 la
tramitación	de	los	procedimientos	administrativos	regulados	en	el	presente
decreto	 legislativo	 será	de	 ciento	ochenta	 (180)	días	hábiles;	 sin	perjuicio
de	lo	establecido	en	normas	especiales	o	de	los	plazos	que	se	deriven	de	la
propia	naturaleza	del	respectivo	procedimiento.
D.	Leg.	1075
ART.	 25.—Suspensión	 del	 procedimiento.	 La	 autoridad	 competente
suspenderá	 la	 tramitación	 de	 los	 procedimientos	 que	 ante	 ella	 se	 siguen
sólo	 en	 caso	 de	 que,	 con	 anterioridad	 al	 inicio	 del	 procedimiento
administrativo,	 se	 haya	 iniciado	 un	 proceso	 judicial	 que	 verse	 sobre	 la
misma	materia,	o	cuando	surja	una	cuestión	contenciosa	o	no	que,	a	criterio
de	 la	 respectiva	 autoridad	 competente	 precise	 de	 un	 pronunciamiento
previo	sin	el	cual	no	puede	ser	resuelto	el	asunto	que	se	tramita	ante	ella.
D.	Leg.	1075
ART.	 25-A.—Incorporado.	 Ley	 29316,	 Art.	 8°.	 Patentabilidad.	 Será
patentable	toda	invención,	ya	sea	de	producto	o	de	procedimiento,	en	todos
los	campos	de	la	tecnología,	siempre	que	sea	nueva,	tenga	nivel	inventivo	y
sea	susceptible	de	aplicación	industrial.
D.	Leg.	1075
ART.	 25-B.—Incorporado.	 Ley	 29316,	 Art.	 8°.	 No	 invenciones.	 No	 se
considerarán	invenciones	lo	siguiente:
a)	Descubrimientos,	teorías	científicas	y	métodos	matemáticos;
b)	Cualquier	ser	vivo,	existente	en	la	naturaleza,	en	todo	o	en	parte;
c)	Material	biológico,	existente	en	la	naturaleza,	en	todo	o	en	parte;
d)	Procesos	biológicos	naturales;
e)	Obras	literarias	y	artísticas	o	cualquier	obra	protegida	por	el	derecho	de
autor;
f)	 Planes,	 reglas	 y	métodos	 para	 el	 ejercicio	 de	 actividades	 intelectuales,
juegos	o	actividades	económico-comerciales;
g)	Los	programas	de	ordenadores	o	el	soporte	lógico,	como	tales;
h)	Formas	de	presentar	información.
D.	S.	010-97-ITINCI.
ART.	 1º.—La	 limitación	 establecida	 en	 el	 inciso	 b)	 del	 artículo	 27	 del
Decreto	 Legislativo	 Nº	 823	 sólo	 incluye	 las	 plantas	 y	 los	 animales.	 Los
microorganismos	y	los	procedimientos	que	involucren	materias	que	existen
en	 la	 naturaleza	 o	 réplicas	 de	 las	 mismas	 no	 están	 incluidas	 en	 dicha
limitación	y	podrían	por	lo	tanto	ser	considerados	invenciones.
D.	S.	010-97-ITINCI.
ART.	 2º.—La	 limitación	 establecida	 en	 el	 inciso	 d)	 del	 artículo	 27	 del
Decreto	Legislativo	Nº	823	no	incluye	a	las	invenciones	relacionadas	con	o
que	hagan	uso	de	programas	de	ordenador	o	soporte	lógico.
TÍTULO	IV
DISPOSICIONES	RELATIVAS	AL	REGISTRO	DE
PATENTES	DE	INVENCIÓN
D.	Leg.	1075
ART.	 26.—Divulgación	 de	 información.	 A	 efectos	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 28	 de	 la	 Decisión	 486,	 se	 considerará	 que	 la	 divulgación	 de	 la
invención	 es	 suficientemente	 clara	 y	 completa,	 cuando	 una	 persona
capacitada	 en	 la	materia	 técnica	no	 requiera	de	mayor	 experimentación	 a
fin	de	ejecutarla,	a	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud.
Asimismo,	se	considerará	que	una	invención	se	encuentra	suficientemente
divulgada,	cuando	la	descripción	sea	tan	clara,	detallada	y	completa,	que	le
indique	 razonablemente	 a	 una	 persona	 capacitada	 en	 la	 materia	 técnica
correspondiente,	que	el	solicitante	estuvo	en	posesión	de	 la	 invención	a	 la
fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de	 patente;	 entendiéndose	 que	 la
posesión	 implica	 que	 el	 solicitante	 era	 capaz	 de	 llevar	 a	 la	 práctica	 el
invento.
JURISPRUDENCIA.—Desconocer	 la	 temporalidad	 de	 la	 normas	 sobre
patentes	de	 invención	vulnera	el	debido	proceso.	“(…)	Las	 instancias	 de
mérito	 desestimaron	 por	 infundada	 la	 pretensión	 demandada,	 tras
considerar	que	 los	elementos	 requeridos	para	que	un	producto	se	declare
como	 patente	 de	 invención	 son:	 novedad,	 nivel	 inventivo	 y	 aplicación
industrial.	 En	 esa	 medida,	 determinaron	 que	 las	 reivindicaciones
formuladas	por	 la	demandante	no	son	claras;	a	 lo	que	se	agrega	que	no	es
correcta	 la	alegación	de	 la	demandante	de	no	haber	 sido	notificada	con	el
Informe	N°	PCG	33-2005,	 pues	 del	 expediente	 administrativo	 fluye	 que	 la
recurrente	expresó	haber	tomado	conocimiento	de	las	observaciones,	lo	que
motivó	que	presentara	nuevo	pliego	con	43	reivindicaciones.	(…).
De	lo	expuesto,	se	tiene	que	las	sentencias	de	mérito	para	resolver	el	fondo
de	la	litis	han	sustentado	su	decisión	en	lo	dispuesto	por	los	artículos	14,	26
inciso	 c),	 30	 y	 32	 de	 la	 Decisión	 486;	 sin	 embargo	 por	 razones	 de
temporalidad,	las	normas	aplicables	al	caso	de	autos	son	las	contenidas	en
la	Decisión	344	del	veintiuno	de	octubre	de	mil	novecientos	noventitrés,	por
cuanto	 la	 misma	 aún	 estaba	 vigente	 al	 momento	 de	 que	 la	 demandante
solicitó	 la	 patente	 de	 invención	 para	 complejos	 estables	 de	 compuestos
escasamente	solubles;	en	consecuencia,	se	han	contravenido	las	normas	que
garantizan	 el	 derecho	 a	 un	 debido	 proceso.	 Asimismo,	 de	 los	 actuados
administrativos	 se	 desprende	 que	 con	 fecha	 primero	 de	 junio	 del	 dos	mil
cinco,	 la	 examinadora	 externa,	 a	 solicitud	 de	 la	 Sala	 de	 Propiedad
Intelectual,	 emitió	 el	 Informe	 Técnico	 PCG	 33-2005	 (…);	 sin	 embargo,	 no
aparece	 cargo	 de	 notificación	 de	 dicho	 informe	 a	 la	 demandante,
vulnerándose	su	derecho	de	defensa;	tanto	más,	que	el	mencionado	informe
ha	 sido	merituado	 por	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Propiedad	Intelectual	al	expedir	la	Resolución	N°	0665-2005/TPI/Indecopi
de	 fecha	 veintidós	 de	 junio	 del	 dos	 mil	 cinco,	 materia	 de	 impugnación;
circunstancias	que	no	han	sido	analizadas	por	las	instancias	de	mérito.	Por
consiguiente,	 debe	 declararse	 fundado	 el	 recurso	 de	 casación,	 nula	 la
sentencia	de	vista	e	insubsistente	la	apelada,	ordenando	que	el	A	quo	emita
nueva	 resolución	 con	 arreglo	 a	 las	 consideraciones	 esgrimidas.”	 (C.S.,	 Cas.
2135-2008-Lima,	set.	22/2009.	V.	P.	Vinatea	Medina)
D.	Leg.	1075
ART.	 27.—Modificaciones	 de	 la	 solicitud.	 El	 solicitante	 de	 una	 patente
podrá	 pedir,	 previo	 pago	 de	 la	 tasa	 correspondiente,	 que	 se	modifique	 la
solicitud	 en	 cualquier	 momento	 del	 trámite.	 La	 modificación	 no	 podrá
implicar	 una	 ampliación	 de	 la	 protección	 que	 correspondería	 a	 la
divulgación	contenida	en	la	solicitud	inicial.
Del	 mismo	 modo,	 se	 podrá	 solicitar	 la	 corrección	 de	 cualquier	 error
material.
Cuando	 la	 modificación	 verse	 sobre	 el	 pliego	 reivindicatorio	 deberá
pagarse	 previamente	 la	 tasa	 correspondiente	 por	 cada	 reivindicación
adicional	a	diez	(10)	reivindicaciones.
D.	Leg.	1075
ART.	 28.—Subsanación.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo
precedente,	 y	 si	 durante	 el	 examen	 de	 forma,	 la	 dirección	 competente
encontrara	que	existe	o	que	podría	existir	alguna	omisión	en	la	descripción
o	 en	 las	 reivindicaciones,	 o	 que	 los	 dibujos	 no	 se	 encuentran	 completos,
podrá	requerirle	al	solicitante	que	cumpla	con	subsanar	dicha	observación
en	 el	 plazo	 de	 dos	 (02)	 meses,	 bajo	 apercibimiento	 de	 no	 tenerse	 por
absueltas	dichas	omisiones.
Para	tal	efecto,	la	información	omitida	deberá	encontrarse	contenida	en	la
prioridad	reivindicada	válidamente,	y	el	solicitante	deberá	haber	cumplido
con	presentar	conjuntamente	con	el	petitorio	una	declaración	 jurada	en	 la
que	 indica	 que	 se	 reserva	 la	 posibilidad	 de	 modificar	 la	 solicitud	 por
omisiones	que	se	encuentren	contenidas	en	la	solicitud	reivindicada.
D.	Leg.	1075
ART.	 29.—Reivindicaciones.	 Las	 reivindicaciones	 presentadas	 en	 la
solicitud	 fraccionada	 no	 deberán	 contener	 la	 misma	 materia	 que	 se
pretende	proteger	por	la	solicitud	inicialmente	presentada.
No	 es	 posible	 otorgar	más	 de	 una	 patente	 de	 invención	 para	 una	misma
materia	inventiva.
D.	Leg.	1075
ART.	30.—Contenido	de	la	publicación.	La	publicación	del	extracto	de	la
solicitud	deberá	contener	la	información	siguiente:
a)	Número	y	fecha	de	presentación	de	la	solicitud
b)	Nombre	y	país	de	domicilio	del	solicitante
c)	Nombre	de	la	invención
d)	Síntesis	de	la	invención
e)	Datos	completos	de	la	prioridad	o	prioridades	reivindicadas.
El	solicitante	deberá	efectuar	la	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano
dentro	del	plazo	de	treinta	(30)	días	contados	a	partir	de	la	notificación	del
requerimiento	de	la	publicación,	bajo	apercibimiento	de	declarar	la	solicitud
en	abandono.
D.	Leg.	1075
ART.	 31.—Oposiciones.	 Las	 oposiciones	 deberán	 consignar	 o	 adjuntar,
según	el	caso:
a)	Identificación	del	opositor;
b)	poder	otorgado	a	quien	represente	al	opositor;
c)	 la	 identificación	 del	 expediente	 y	 de	 la	 fecha	 de	 publicación	 de	 la
solicitud;
d)	los	fundamentos	de	hecho	y	de	derecho	de	la	oposición;
e)	los	medios	probatorios	que	acrediten	los	hechos	alegados;	y
f)	el	comprobante	de	pago	de	la	tasa	correspondiente.
D.	Leg.	1075	
ART.	 32.—Modificado.	 Ley	 29316,	 Art.	 9°.	 Ajuste	 por	 retraso
irrazonable.	La	dirección	competente,	exclusivamente	a	solicitud	de	parte,
ajustará	el	plazo	de	vigencia	de	 la	patente	cuando	se	haya	 incurrido	en	un
retraso	 irrazonable	en	el	 trámite	de	su	concesión,	excepto	cuando	se	 trate
de	una	patente	que	reivindique	un	producto	farmacéutico.	En	los	casos	que
tales	 solicitudes	 además	 reivindiquen	 una	 patente	 de	 procedimiento
farmacéutico,	tampoco	procederá	el	ajuste	previsto	en	el	presente	artículo.
El	ajuste	será	por	una	sola	vez,	cuando	la	dirección	competente,	durante	el
proceso	 de	 concesión	 de	 la	 misma,	 hubiese	 incurrido	 en	 un	 retraso
irrazonable	de	más	de:
a)	Cinco	años	contados	desde	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud	hasta
la	fecha	de	la	concesión	de	la	patente;	o,
b)	Tres	años	contados	desde	la	solicitud	de	examen	de	fondo	hasta	la	fecha
de	la	concesión	de	la	patente.	En	este	caso,	se	entenderá	que	la	solicitud	se
ha	efectuado	cuando	concurran	las	siguientes	condiciones:
i.	Que	se	haya	presentado	el	comprobante	del	pago	de	la	tasa	por	examen
de	fondo;	y,
ii.	 Que	 en	 las	 solicitudes	 de	 patentes	 en	 las	 que	 no	 se	 haya	 presentado
oposiciones,	 transcurra	el	plazo	de	6	meses	contados	desde	 la	publicación
de	la	solicitud	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano;	o,	que	en	las	solicitudes	en	las
que	 se	 hayan	 interpuesto	 una	 o	 más	 oposiciones,	 se	 haya	 declarado
concluida	la	etapa	de	oposición.
D.	Leg.	1075
ART.	 33.—Solicitud	 de	 ajuste.	 La	 solicitud	 de	 ajuste	 deberá	 formularse
bajo	 sanción	 de	 caducidad,	 dentro	 del	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días	 hábiles,
contados	 desde	 que	 queda	 consentida	 una	 resolución	 administrativa	 que
concede	la	patente.
Para	el	cómputo	de	los	plazos	no	se	tendrá	en	cuenta	el	retraso	en	el	que
incurra	 la	 dirección	 competente	 por	 hechos	 atribuibles	 al	 titular	 de	 la
patente.
Asimismo,	 no	 se	 ajustará	 el	 plazo	 de	 vigencia	 de	 la	 patente	 cuando	 el
retraso	 por	 parte	 de	 la	 dirección	 competente,	 haya	 ocurrido	 como
consecuencia	de	un	caso	fortuito	o	de	fuerza	mayor.
Al	evaluar	la	solicitud	presentada,	la	dirección	competente:
a)	 Determinará	 si	 existe	 un	 plazo	 excedente	 en	 la	 tramitación	 de	 la
solicitud	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 32	 de	 este	 decreto
legislativo.
b)	Establecerá	cuál	es	el	retraso	irrazonable.
c)	 Si	 los	 plazos	 descritos	 en	 los	 literales	 a)	 y	 b)	 del	 artículo	 32	 de	 este
decreto	 legislativo	 concurren	 en	 una	 misma	 solicitud	 de	 patente,	 deberá
entenderse	 que	 el	 plazo	 excedente	 que	 se	 tomará	 en	 cuenta	 para	 la
determinación	 del	 retraso	 irrazonable	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 el	 literal
anterior,	se	contará	desde	la	ocurrencia	del	plazo	excedente	mayor.
La	 dirección	 competente	 emitirá	 resolución	 motivada	 en	 la	 que	 se
determine	 si	 existió	 un	 retraso	 irrazonable	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 concederá	 el
ajuste	del	plazo	de	vigencia	de	la	patente.	Contra	dicha	resolución	se	podrá
interponer	recurso	de	apelación.
D.	Leg.	1075
ART.	 34.—Plazo	 del	 ajuste.	 El	 plazo	 de	 ajuste	 otorgado	 conforme	 a	 los
artículos	precedentes	está	sujeto	a	las	siguientes	reglas:
a)	El	plazo	de	ajuste	otorgado	empezará	a	regir	indefectiblemente	desde	el
día	calendario	siguiente	al	último	día	de	vigencia	de	la	patente.
b)	Para	el	cálculo	del	ajuste,	la	dirección	competente	considerará	por	cada
dos	días	de	retraso	un	día	de	ajuste.
c)	El	plazo	de	ajuste	de	la	patente	otorga	al	titular	los	mismos	derechos	y
obligaciones	que	tenía	durante	el	período	de	vigencia	de	 la	patente	y,	a	su
vez	estará	sujeto	a	las	excepciones	y	limitaciones	de	la	patente.
D.	Leg.	1075
ART.	 35.—Retrasos	 atribuibles	 al	 titular	 de	 la	 patente.	 Son	 retrasos
atribuibles	al	titular	de	la	patente:
a)	los	plazos	que	correspondan	a	las	prórrogas	solicitadas	por	el	titular	de
la	patente;
b)	 el	 plazo	 contado	 desde	 que	 se	 produce	 el	 abandono	 del	 expediente	 y
hasta	 que	 dicho	 expediente	 vuelve	 a	 trámite	 como	 consecuencia	 de	 la
decisión	en	un	recurso	 impugnativo,	siempre	que	 las	causas	del	abandono
no	sean	atribuibles	a	la	autoridad	competente;	y,
c)	 cualquier	 otro	 plazo	 que	 sea	 atribuible	 a	 acciones	 del	 solicitante	 a
consideración	de	la	autoridad	competente.
D.	Leg.	1075
ART.	 36.—Invenciones	 desarrolladas	 durante	 relación	 laboral	 o	 de
servicios.	Salvo	pacto	 en	 contrario,	 las	 invenciones	desarrolladas	durante
una	relación	laboral	o	de	servicios,	se	regirán	por	las	siguientes	reglas:
a)	 Las	 realizadas	 por	 el	 trabajador	 durante	 el	 curso	 de	 un	 contrato	 o
relación	de	trabajo	o	de	servicios	que	tenga	por	objeto	total	o	parcialmente
la	 realización	 de	 actividades	 inventivas,	 pertenecerán	 al	 empleador.	 Sin
embargo,	 el	 empleador	 deberá	 asignar	 al	 trabajador	 una	 compensación
adecuada	 si	 el	 aporte	 personal	 del	 trabajador	 a	 la	 invención,	 el	 valor
económico	 de	 la	 misma	 o	 la	 importancia	 de	 tal	 invención	 excede	 los
objetivos	 explícitos	 o	 implícitos	 del	 contrato	 o	 relación	 de	 trabajo	 o	 de
servicios.	El	monto	de	la	compensación	será	fijado	por	el	juez	especializado
en	lo	civil,	de	conformidad	con	las	reglas	del	proceso	sumarísimo,	a	falta	de
acuerdo	entre	las	partes.
b)	 Si	 el	 trabajador	 realizase	 una	 invención	 en	 relación	 con	 su	 actividad
profesional	 y	 mediante	 la	 utilización	 de	 medios	 o	 información
proporcionada	por	el	empleador,	éste	tendrá	derecho	a	asumir	la	titularidad
de	la	invención	o	a	reservarse	un	derecho	de	utilización	de	la	misma,	dentro
del	 plazo	 de	 90	 días	 contados	 a	 partir	 del	 momento	 en	 que	 tomó
conocimiento	de	la	existencia	de	la	invención.	Cuando	el	empleador	asuma
la	titularidad	de	una	invención	o	se	reserve	un	derecho	de	utilización	de	la
misma,	 el	 trabajador	 tendrá	 derecho	 a	 una	 compensación	 adecuada	 de
acuerdo	a	la	importancia	industrial	y	económica	del	invento,	considerando
los	medios	o	 información	proporcionada	por	 la	 empresa	y	 los	 aportes	del
trabajador	 que	 le	 permitieron	 realizar	 la	 invención.	 El	 monto	 de	 la
compensación	 será	 fijado	 por	 el	 juez	 especializado	 en	 lo	 civil,	 de
conformidad	con	las	reglas	del	proceso	sumarísimo,	a	falta	de	acuerdo	entre
las	partes.
c)	 Las	 invenciones	 realizadas	durante	 la	 vigencia	de	 la	 relación	 laboral	 o
durante	 la	 ejecución	 de	 un	 contrato	 de	 prestación	 de	 servicios,	 en	 cuya
realización	no	concurran	las	circunstancias	previstas	en	los	incisos	a)	y	b),
pertenecerán	exclusivamente	al	inventor	de	las	mismas.
D.	Leg.	1075
ART.	 37.—Invenciones	 realizadas	 en	 centros	 de	 educación	 e
investigación.	El	régimen	establecido	en	el	artículo	anterior	será	aplicable
a	las	universidades,	institutos	y	otros	centros	de	educación	e	investigación,
respecto	de	las	invenciones	realizadas	por	sus	profesores	o	investigadores,
salvo	disposición	contraria	contenida	en	el	estatuto	o	reglamento	interno	de
dichas	entidades.
Cuando	una	empresa	contratara	a	una	universidad,	instituto	u	otro	centro
de	 educación	 o	 investigación	 para	 la	 realización	 de	 investigaciones	 que
involucren	 actividades	 inventivas,	 el	 régimen	 establecido	 en	 el	 presente
artículo	será	aplicable	a	la	empresa,	respecto	de	las	invenciones	realizadas
por	 los	 profesores	 o	 investigadores	 de	 la	 institución	 contratada.	 En	 este
supuesto,	la	compensación	adecuada	a	que	se	refieren	los	incisos	a)	y	b)	del
artículo	36	de	este	decreto	legislativo	deberá	ser	abonada	directamente	por
la	empresa	al	profesor	o	 investigador	que	hubiera	realizado	el	 invento,	de
ser	el	caso,	 independientemente	de	 las	contraprestaciones	pactadas	con	 la
institución	contratada.
Const.
ART.	 19.—Las	 universidades,	 institutos	 superiores	 y	 demás	 centros
educativos	 constituidos	 conforme	 a	 la	 legislación	 en	 la	 materia	 gozan	 de
inafectación	 de	 todo	 impuesto	 directo	 e	 indirecto	 que	 afecte	 los	 bienes,
actividades	 y	 servicios	 propios	 de	 su	 finalidad	 educativa	 y	 cultural.	 En
materia	 de	 aranceles	 de	 importación,	 puede	 establecerse	 un	 régimen
especial	de	afectación	para	determinados	bienes.
Las	 donaciones	 y	 becas	 con	 fines	 educativos	 gozarán	 de	 exoneración	 y
beneficios	tributarios	en	la	forma	y	dentro	de	los	límites	que	fije	la	ley.
La	 ley	 establece	 los	 mecanismos	 de	 fiscalización	 a	 que	 se	 sujetan	 las
mencionadas	instituciones,	así	como	los	requisitos	y	condiciones	que	deben
cumplir	 los	 centros	 culturales	 que	 por	 excepción	 puedan	 gozar	 de	 los
mismos	beneficios.
Para	 las	 instituciones	 educativas	 privadas	 que	 generen	 ingresos	 que	 por
ley	 sean	 calificados	 como	 utilidades,	 puede	 establecerse	 la	 aplicación	 del
Impuesto	a	la	Renta.
D.	Leg.	1075
ART.	 38.—Reinversión	 para	 investigación.	 Las	 entidades	 que	 reciban
financiamiento	estatal	para	sus	investigaciones	deberán	reinvertir	parte	de
las	regalías	que	reciben	por	la	comercialización	de	tales	invenciones,	con	el
propósito	 de	 generar	 fondos	 continuos	 de	 investigación	 y	 estimular	 a	 los
investigadores,	 haciéndolos	 partícipes	 de	 los	 rendimientos	 de	 las
innovaciones.
D.	Leg.	1075
ART.	39.—Modificado.	Ley	29316,	Art.	9°.	Generación	de	 información
por	tercero.	Sin	perjuicio	de	los	derechos	de	exclusividad	del	titular	de	una
patente,	una	tercera	persona	podrá	usar	la	materia	protegida	por	la	referida
patente	sólo	con	el	 fin	de	generar	 la	 información	necesaria	para	apoyar	 la
solicitud	 de	 aprobación	 para	 comercializar	 un	 producto	 farmacéutico	 o
químico	agrícola	en	Perú.
Cualquier	 producto	 producido	 en	 virtud	 del	 párrafo	 anterior	 podrá	 ser
fabricado,	utilizado,	vendido,	ofrecido	para	venta	o	importado	en	territorio
nacional	para	 la	generación	de	 información,	sólo	con	el	 fin	de	cumplir	con
los	 requerimientos	 de	 aprobación	 para	 comercializar	 el	 producto	 una	 vez
que	venza	el	período	de	vigencia	de	la	patente.	Asimismo,	el	producto	podrá
ser	 exportado	 sólo	 para	 propósitos	 de	 cumplir	 con	 los	 requisitos	 de
aprobación	de	comercialización	en	Perú.
D.	Leg.	1075
ART.	 39-A.—Incorporado.	 Ley	 29316,	 Art.	 8°.	 Excepciones	 a	 los
derechos	 conferidos.	 Cuando	 las	 excepciones	 limitadas	 previstas	 en	 el
artículo	 53	 de	 la	 Decisión	 486	 de	 la	 Comisión	 de	 la	 Comunidad	 Andina
atenten	de	manera	injustificable	contra	la	explotación	normal	de	la	patente
o	causen	un	perjuicio	injustificado	a	los	legítimos	intereses	del	titular	de	la
patente,	teniendo	en	cuenta	los	intereses	legítimos	de	terceros,	el	titular	de
la	patente	podrá	ejercer	los	derechos	establecidos	en	el	artículo	52	de	dicha
decisión.
D.	Leg.	1075
ART.	40.—Modificado.	 Ley	29316,	Art.	 9°.	 Licencia	obligatoria.	 Previa
declaratoria	 mediante	 decreto	 supremo	 de	 la	 existencia	 de	 razones	 de
interés	público,	de	emergencia	o	de	seguridad	nacional;	esto	es,	emergencia
nacional	 u	 otras	 circunstancias	 de	 extrema	 urgencia	 o	 en	 casos	 de	 uso
público	 no	 comercial;	 y	 sólo	 mientras	 estas	 razones	 permanezcan,	 en
cualquier	momento	se	podrá	someter	la	patente	a	licencia	obligatoria.	En	tal
caso,	 se	 otorgarán	 las	 licencias	 que	 se	 soliciten.	 El	 titular	 de	 la	 patente
objeto	de	la	licencia	será	notificado	cuando	sea	razonablemente	posible.
La	dirección	nacional	competente	establecerá	el	alcance	o	extensión	de	la
licencia	 obligatoria,	 especificando	 en	 particular,	 el	 período	 por	 el	 cual	 se
concede,	 el	 objeto	 de	 la	 licencia,	 el	 monto	 y	 las	 condiciones	 de	 la
compensación	económica.
La	 concesión	 de	 una	 licencia	 obligatoria	 no	 menoscaba	 el	 derecho	 del
titular	 de	 la	 patente	 a	 seguir	 explotándola.	 Cualquier	 decisión	 relativa	 a
dicha	licencia	estará	sujeta	a	revisión	judicial.
TÍTULO	V
CERTIFICADOS	DE	PROTECCIÓN
D.	Leg.	1075
ART.	41.—Certificado	de	protección.	 Cualquier	 inventor	 domiciliado	 en
el	 país	 que	 tenga	 en	 estudio	 un	 proyecto	 de	 invención	 y	 que	 necesite
experimentar	o	construir	algún	mecanismo	que	le	obligue	a	hacer	pública	su
idea,	 podrá	 solicitar	 un	 certificado	 de	 protección	 que	 la	 Dirección
competente	le	otorgará	por	el	término	de	un	(01)	año.
D.	Leg.	1075
ART.	42.—Contenido	de	la	solicitud.	La	solicitud	deberá	presentarse	ante
la	dirección	competente	y	contener:
a)	Identificación	del	solicitante	y	del	inventor;
b)	El	título	o	nombre	del	proyecto	de	invención,	en	idioma	castellano;
c)	La	descripción	clara	y	completa	del	proyecto	de	invención	en	forma	tal
que	 una	 persona	 versada	 en	 la	 materia	 pueda	 ejecutarla,	 en	 idioma
castellano;	y
d)	El	comprobante	de	haber	pagado	la	tasa	de	presentación	establecida.
La	ausencia	de	alguno	de	los	requisitos	enumerados	en	el	párrafo	anterior,
ocasionará	 que	 la	 solicitud	 sea	 considerada	 por	 la	 dirección	 competente
como	no	admitida	a	trámite	y	que	no	se	le	asigne	fecha	de	presentación.
D.	Leg.	1075
ART.	43.—Anexos	de	la	solicitud.	A	la	solicitud	deberán	acompañarse,	en
el	momento	de	su	presentación:
a)	los	poderes	que	fueren	necesarios;	y
b)	 los	 planos	 y	 dibujos	 técnicos,	 si	 son	 necesarios	 para	 una	 mejor
descripción	del	proyecto	de	invención.
D.	Leg.	1075
ART.	44.—Modificado.	Ley	29316,	Art.	9°.	Posesión	del	 certificado	de
protección.	La	posesión	del	certificado	de	protección	otorga	a	su	titular	el
derecho	 preferente	 sobre	 cualquier	 otra	 persona	 que,	 durante	 el	 año	 de
protección,	pretenda	solicitar	privilegios	sobre	la	misma	materia.
TÍTULO	VI
DISPOSICIONES	RELATIVAS	AL	REGISTRO	DE
MARCAS
D.	Leg.	1075
ART.	 45.—Determinación	 de	 semejanza.	 A	 efectos	 de	 establecer	 si	 dos
signos	 son	 semejantes	 y	 capaces	 de	 inducir	 a	 confusión	 y	 error	 al
consumidor,	 la	dirección	competente	 tendrá	en	cuenta,	principalmente	 los
siguientes	criterios:
a)	 la	 apreciación	 sucesiva	 de	 los	 signos	 considerando	 su	 aspecto	 de
conjunto,	y	con	mayor	énfasis	en	las	semejanzas	que	en	las	diferencias;
b)	el	grado	de	percepción	del	consumidor	medio;
c)	la	naturaleza	de	los	productos	o	servicios	y	su	forma	de	comercialización
o	prestación,	respectivamente;
d)	 el	 carácter	 arbitrario	 o	 de	 fantasía	 del	 signo,	 su	 uso,	 publicidad	 y
reputación	en	el	mercado;	y,
e)	si	el	signo	es	parte	de	una	familia	de	marcas.
JURISPRUDENCIA.—El	 registro	 de	 la	 marca	 confiere	 el	 derecho	 de
actuar	 contra	 cualquier	 tercero	 que	 sin	 consentimiento	 importe	 o
exporte	productos	con	la	marca.	“(…)	De	conformidad	con	lo	dispuesto	en
el	 artículo	 240	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 823,	 en	 concordancia	 con	 lo
previsto	 en	 el	 artículo	 238	 de	 la	 Decisión	 486,	 cuya	 interpretación
prejudicial	 en	 el	 presente	 caso	 obra	 (…)	 el	 titular	 de	 una	 marca	 puede
impedir	que	cualquier	tercero	no	consentido	para	ello,	utilice	en	el	comercio
un	signo	idéntico	o	similar	en	relación	a	cualquier	producto	o	servicio,	bajo
la	condición	de	que	tal	uso	pudiese	generar	riesgo	de	confusión	o	asociación
en	 el	 público	 consumidor,	 lo	 cual	 supone	 la	 comparación	 del	 signo
registrado	 con	 el	 supuestamente	 infractor,	 para	 luego	 determinar	 si	 es
factible	 que	 se	 genere	 riesgo	 de	 confusión	 o	 de	 asociación	 en	 el	 público
consumidor.	Además	de	lo	anterior	el	denunciante	podrá	solicitar	ante,	en	el
momento,	 o	 después	 de	 iniciar	 la	 acción,	 medidas	 cautelares	 que	 tengan
como	objeto	proteger	 los	derechos	de	propiedad	 industrial	mientras	se	dé
tramite	 a	 la	 acción,	 que	 van	 desde	 el	 cese	 inmediato	 de	 los	 actos	 que
constituyen	 la	 infracción,	 hasta	 el	 cese	 del	 establecimiento	 de	 comercio
vinculado	 con	 la	 infracción.	 (…)	 La	 empresa	 recurrente	 denuncia	 la
aplicación	indebida	del	artículo	169	literal	c	del	Decreto	Legislativo	N°	823,
vigente	al	momento	de	los	hechos,	en	cuanto	dispone	que:	‘El	registro	de	la
marca	confiere	a	su	titular	el	derecho	de	actuar	contra	cualquier	tercero	que
sin	su	consentimiento	realice,	con	relación	a	productos	o	servicios	idénticos
o	similares	para	los	cuales	haya	sido	registrada	la	marca,	alguno	de	los	actos
siguientes:	(...)	c)	Importar	o	exportar	productos	con	la	marca’.	Al	respecto,
debe	 señalarse	 que	 tanto	 en	 el	 procedimiento	 administrativo	 como	 en	 las
sentencias	recaídas	en	este	proceso	se	ha	determinado	como	una	cuestión
de	hecho	incontrovertible	en	sede	de	casación	que	la	empresa	impugnante
ha	 importado	y	comercializado	en	el	país	productos	de	 la	clase	siete	de	 la
clasificación	internacional	–específicamente	rodajes–	en	los	que	ha	utilizado
la	marca	SFX,	no	habiéndose	acreditado	que	el	uso	de	dicho	signo	se	haya
efectuado	 con	 la	 autorización	 correspondiente	 por	 parte	 de	 la	 empresa
demandada	–en	su	calidad	de	titular	de	dicha	marca	en	nuestro	país–;	lo	que
incluso	 fue	 reconocido	por	 la	 hoy	 recurrente	 cuando	 absolvió	 la	 denuncia
interpuesta	en	su	contra	en	sede	administrativa,	indicando	que	lo	adquirió
de	 buena	 fe	 vía	 Internet	 a	 la	 empresa	 china	 (…)	 en	 el	 procedimiento
administrativo	 tramitado	 ante	 el	 Indecopi,	 se	ha	 cumplido	 con	verificar	 la
identidad	que	existe	entre	el	signo	empleado	en	los	productos	importados	y
comercializados	por	 la	 empresa	actora	y	 la	marca	 registrada	a	 favor	de	 la
empresa	emplazada,	Empresa	Promotora	(...),	de	lo	que	se	concluyó	que	se
incurrió	 en	 una	 infracción	 a	 los	 derechos	 de	 propiedad	 industrial	 de	 esta
última	empresa,	al	haberse	importado	y	comercializado	en	el	país	productos
que	no	obstante	no	habían	sido	registrados	a	nombre	de	la	empresa	actora	o
por	persona	autorizada,	se	encuentran	identificados	con	la	marca	registrada
en	 cuestión	 utilizada	 sin	 autorización.”	 (C.	 S,	 Cas.	 2137-2008-Lima,	 dic.
10/2009.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—No	 consignar	 expresamente	 los	 criterios	 para
establecer	 la	 identidad	 o	 semejanza	 entre	 dos	 marcas	 no	 altera	 la
conclusión	 arribada	 en	 el	 procedimiento	 administrativo	 y	 en	 las
instancias	 judiciales.	 “(…)	 El	 hecho	 de	 no	 haberse	 consignado
expresamente	 los	 criterios	para	establecer	 la	 identidad	o	 semejanza	entre
dos	marcas	contenidos	en	el	citado	artículo	131	del	Decreto	Legislativo	N°
823,	no	altera	en	modo	alguno	 la	conclusión	arribada	en	el	procedimiento
administrativo	 y	 en	 las	 instancias	 judiciales	 respecto	 a	 la	 comisión	 de	 la
infracción	 marcaria	 por	 parte	 de	 la	 empresa	 recurrente;	 por	 lo	 que,	 en
aplicación	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 397	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 el
recurso	de	casación	deviene	en	infundado.”	(C.	S,	Cas.	2137-2008-Lima,	dic.
10/2009.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Registro	de	signos	que	generen	riesgo	de	confusión
o	de	asociación	en	el	consumidor	debe	ser	analizado	caso	por	caso	y	con
atención	 a	 la	 comparación	 entre	 signo	 solicitado	 y	 marca	 registrada.
“(…)	Tanto	la	Oficina	de	Signos	Distintivos	como	el	Tribunal	de	Defensa	de
la	 Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 del	 Indecopi,	 denegaron	 el
registro	de	la	marca	solicitada	y	sustentaron	su	decisión	en	lo	dispuesto	por
el	artículo	136	de	la	Declaración	486,	por	estimar	que	se	asemeja	en	grado
de	causar	riesgo	de	confusión	o	de	asociación	a	la	marca	constituida.	(…)	En
la	 sentencia	 recurrida	 se	 estableció	 que	 la	 confusión	 a	 la	 que	 puede	 ser
inducido	 el	 público	 consumidor	 puede	 ser	 directa	 o	 indirecta,	 y	 en	 este
último	caso,	cuando	está	referida	al	origen	empresarial	de	 los	productos	o
servicios,	 de	 tal	 modo	 que	 el	 consumidor	 podría	 adquirir	 un	 producto	 o
servicio,	 pensando	que	ha	 sido	producido	por	otro	 empresario;	 asimismo,
en	 aplicación	 de	 la	 norma	 cuya	 interpretación	 errónea	 es	 materia	 del
presente	recurso,	así	como	en	 lo	dispuesto	por	el	artículo	131	del	Decreto
Legislativo	número	823,	determinó	para	el	caso	concreto,	que	las	marcas	en
conflicto	 tienen	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 fonético	 y	 gráfico	 distintas
pronunciación	e	impacto	visual,	además	que,	a	su	criterio,	‘la	denominación
César	 Vallejo	 y	 la	 imagen	 de	 César	 Vallejo	 (…)	 no	 producen	 riesgo	 de
confusión	 indirecto	como	afirma	 la	sentencia	apelada,	(...)	pues	tratándose
de	 la	marca	 solicitada	 de	 una	 con	 la	 que	 se	 pretende	 distinguir	 servicios
educativos	de	nivel	universitario	(...)	completamente	diferente	al	que	brinda
una	Academia	Pre-Universitaria,	 (...),	 para	 luego	 agregar,	 que	 la	diferencia
anotada	‘es	trascendente	para	determinar	el	riesgo	de	confusión	puesto	que
(...)	 el	 consumidor	 medio	 no	 toma	 la	 decisión	 de	 gozar	 de	 un	 servicio
educativo	universitario	de	modo	sencillo	o	elemental,	(...);	 lo	que	hace	que
en	este	tipo	de	servicios	educativos	el	consumidor	realiza	un	examen	previo
y	amplio	para	gozar	del	mismo,	(...)	de	tal	modo	que	en	el	presente	caso,	el
consumidor	 medio	 podrá	 conocer	 que	 el	 origen	 empresarial	 como	 lo
denomina	el	 Indecopi,	 de	 las	marcas	 registradas	 (...)	 no	 es	 el	mismo	de	 la
marca	solicitada	(...).	El	artículo	136	inciso	a)	de	la	Decisión	Andina	número
486,	Régimen	común	sobre	propiedad	industrial,	prescribe	que	‘No	podrán
registrarse	como	marcas	aquellos	 signos	cuyo	uso	en	el	 comercio	afectara
indebidamente	un	derecho	de	tercero,	en	particular	cuando	sean	idénticos	o
se	 asemejen,	 a	 una	 marca	 anteriormente	 solicitada	 para	 registro	 o
registrada	 por	 un	 tercero,	 para	 los	mismos	 productos	 o	 servicios,	 o	 para
productos	o	servicios	respecto	de	los	cuales	el	uso	de	la	marca	pueda	causar
un	 riesgo	 de	 confusión	 o	 de	 asociación’;	 es	 decir,	 la	 norma	 sanciona	 la
posibilidad	de	causar	un	riesgo	de	confusión	o	de	asociación,	supuesto	que
deberá	 ser	 analizado	 caso	 por	 caso	 en	 atención	 a	 la	 comparación	 que	 se
realice	 del	 signo	 solicitado	 con	 la	marca	 registrada	 para	 determinar	 si	 se
presenta	 el	 grado	 de	 confusión	 o	 el	 riesgo	 de	 confusión	 o	 de	 asociación.”
(Cas.	658-2005-Lima.	oct.	30/2008.	V.	P.	Gazzolo	Villata)
JURISPRUDENCIA.—Un	 extranjerismo	 debe	 ser	 tratado	 como	 signo	 de
fantasía	si	las	instancias	no	logran	determinar	que	la	palabra	es	parte
del	 conocimiento	 común	 del	 consumidor	 promedio	 peruano.	 “Conviene
mencionar,	a	estos	efectos,	que	el	riesgo	de	confusión	indirecta	se	presenta
cuando	 a	 pesar	 de	 poder	 diferenciar	 adecuadamente	 los	 productos	 o
servicios	distinguidos	por	una	marca	 respecto	 a	 las	demás	 similares	 en	 el
mercado,	 el	 consumidor	 piensa	 que	 dichos	 productos	 tienen	 un	 origen
empresarial	diferente	al	que	realmente	poseen,	al	considerar	que	la	marca
que	los	identifica	es	una	variación	de	otra	registrada.	Sin	embargo,	a	efectos
de	determinar,	en	el	presente	caso,	si	en	realidad	la	presencia	del	 término
Rapid	 en	 ambos	 signos	 puede	 producir	 riesgo	 de	 confusión	 indirecta,	 es
necesario	llevar	a	cabo	un	análisis	previo	a	fin	de	establecer	si	la	expresión
Clear	es	de	uso	común	en	idioma	extranjero	en	la	clase	03	de	la	Clasificación
Internacional	 de	Niza	 y	 poder	determinar,	 de	 este	modo,	 si	 en	 realidad	 el
signo	Rapid	Clear	es	evocativo	o	debe	ser	considerado	como	uno	de	fantasía,
según	lo	ha	declarado	el	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina	en	la
Consulta	Prejudicial	N°	178-IP-2011,	obrante	a	fojas	ciento	nueve,	dado	que
los	signos	de	fantasía	tienen	generalmente	un	alto	grado	de	distintividad	y,
por	lo	tanto,	su	registro	puede	concederse	sin	que	se	presenten	oposiciones
exitosas.	Asimismo,	deberá	aplicarse	el	 criterio	previsto	en	el	artículo	132
inciso	 c)	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 823,	 según	 el	 cual	 si	 el	 signo	 incluye
palabras	genéricas	y/o	descriptivas,	se	realizará	el	análisis	sobre	la	palabra
o	 palabras	 de	mayor	 fuerza	 distintiva.	 (...)	 el	 signo	 ‘Rapid	 Clear’	 debe	 ser
tratado	 como	 uno	 de	 fantasía,	 ya	 que	 aun	 cuando	 en	 autos	 se	 ha
determinado	que	 el	 término	Rapid	 es	 evocativo,	 la	 regla	 establecida	 en	 el
artículo	132,	inciso	c),	del	Decreto	Legislativo	N°	823	prevé	que	si	el	signo
incluye	palabras	genéricas	y/o	descriptivas,	se	realizará	el	análisis	sobre	la
palabra	o	palabras	de	mayor	fuerza	distintiva.	Por	tanto,	al	ser	considerada
como	 un	 signo	 de	 fantasía,	 le	 resulta	 aplicable	 la	 regla	mencionada	 en	 la
Interpretación	 Prejudicial,	 según	 la	 cual	 los	 signos	 de	 fantasía	 tienen
generalmente	un	alto	grado	de	distintividad	y,	por	tanto,	su	registro	puede
concederse	 sin	 que	 se	 presenten	 oposiciones	 exitosas”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 3220-
2010-Lima,	mar.	19/2013.	Vocal	Ponente	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Los	signos	formados	por	una	o	más	palabras	en	el
idioma	extranjero	y	que	no	son	parte	del	conocimiento	común	son	signos
de	fantasía.	“La	sentencia	de	vista	de	fecha	veintiséis	de	noviembre	del	dos
mil	nueve	(...)	revoca	la	sentencia	expedida	en	primera	instancia,	y	declara
fundada	 la	 demanda,	 en	 consecuencia,	 nula	 la	 Resolución	 N°	 0448-
2007/TPI-Indecopi	del	primero	de	marzo	del	dos	mil	 siete,	 emitida	por	el
Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 del
Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	 Intelectual	 -	 Indecopi,	ordenando	que	 la	entidad	administrativa
demandada	inscriba	en	el	registro	de	marcas	de	productos	de	la	propiedad
industrial	 a	 favor	 de	 (...)	 Sociedad	 Anónima	 la	 marca	 de	 producto
constituida	por	la	denominación	‘OXYWHITE’	para	distinguir	detergentes	de
la	clase	tres	de	la	Clasificación	Internacional,	argumentando	que	en	el	caso
de	 la	 marca	 solicitada,	 ésta	 se	 encuentra	 conformada	 por	 el	 término
“White”,	 el	 cual	 es	 una	 expresión	 denominativa	 en	 idioma	 extranjero
(inglés),	por	lo	que	debe	ser	considerado	como	una	denominación	forjada	o
de	fantasía,	teniendo	en	cuenta	que	no	se	ha	acreditado	que	dicho	término
haya	 sido	 incorporado	 al	 lenguaje	 común	 como	 su	 semejanza	 fonética	 y
gráfica	correspondiente	a	su	traducción	en	el	idioma	nacional;	por	tanto,	no
es	factible	afirmar	que	el	significado	de	la	denominación	‘White’	es	conocida
por	 el	 consumidor	 medio	 peruano	 (...)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 1547-2011-Lima,	 jun.
24/2014.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—La	 protección	 dada	 a	 una	 marca	 que	 tiene	 la
calidad	 de	 notoria	 no	 es	 de	 carácter	 absoluto.	 “El	 Tribunal	 Andino	 ha
puesto	de	relieve	que	la	marca	notoria,	 ‘es	aquella	que	reúne	la	calidad	de
ser	 conocida	 por	 una	 colectividad	 de	 individuos	 pertenecientes	 a	 un
determinado	grupo	o	usuarios	del	tipo	de	bienes	o	de	servicios	a	las	que	les
es	 aplicable,	 porque	 ha	 sido	 ampliamente	 difundida	 en	 dicho	 grupo’
(Proceso	07-IP,	caso:	‘Elegante	Trigueña	con	Turbante’,	G.O.	número	299	del
diecisiete	de	octubre	de	mil	novecientos	noventa	y	 siete)	 (...)	En	efecto,	 la
marca	 notoria,	 ‘es	 aquella	 que	 ha	 adquirido	 un	 nivel	 de	 conocimiento
público,	 que	 se	 encuentra	 presente	 en	 la	 mayoría	 de	 las	 personas	 que
componen	el	universo	de	consumidores	del	bien	de	que	se	trate,	en	cuanto
referida	 a	 una	 fuente	 individuable,	 conocimiento	 que	 implica	 a	 su	 vez	 la
existencia	 de	 una	 publicidad	 que	 representa	 un	 esfuerzo	 y	 un	 riesgo
financiero,	además	de	su	tiempo	de	planificación	que	debe	ser	tutelado	por
el	Estado’	 (...)	Bajo	dicho	 contexto,	 si	 bien	 es	 cierto	 la	marca	 calificada	de
notoria	 goza	 en	 el	 derecho	 comunitario,	 de	 una	 protección	 especial,	 en
relación	 con	 las	 demás	 marcas,	 por	 cuanto	 la	 misma	 calidad	 de	 notoria,
reafirma	 su	 presencia	 en	 el	mercado	 y	 la	 protege	 de	 eventuales	 registros
que	puedan	perjudicar	a	su	titular,	también	lo	es	que	dicha	protección	no	es
de	 carácter	 absoluto,	 en	 tanto	 el	 artículo	 136,	 inciso	 h)	 de	 la	 Decisión	N°
486,	descrito	en	el	cuarto	considerando	de	la	presente	resolución,	establece
como	 prohibición	 del	 registro	 de	 una	 marca	 parecida	 a	 otra	 notoria,	 el
causar	un	riesgo	de	confusión	con	esta	última,	obtener	un	aprovechamiento
de	su	prestigio	o	la	dilución	de	su	fuerza	distintiva”.	(C.	S.,	Cas.	1860-2011-
Lima,	oct.	02/2014.	V.	P.	Walde	Jáuregui)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 no	 encuentra	 identidad	 fonética
entre	las	marcas	“Cristal”	y	“Crystaltalk”.	“(...)	ha	quedado	establecida	 la
condición	 de	 notoria	 de	 la	 marca	 Cristal	 perteneciente	 a	 la	 empresa
demandante,	 la	 cual	 ha	 sido	 reconocida	 en	 la	 instancia	 administrativa
mediante	 la	Resolución	N°	0006-2008/TPI-Indecopi	 (...)	advirtiéndose	que
entre	 la	 marca	 solicitante	 y	 la	 registrada	 a	 favor	 de	 la	 actora,	 no	 existe
identidad	 fonética,	 en	 tanto	 en	 la	 primera	 la	 palabra	Crystal	 se	 encuentra
seguida	 de	 la	 palabra	 ‘Talk’,	 no	 obstante	 ello,	 de	 asumir	 tal	 identidad,	 tal
aspecto	 tampoco	 resultaría	 relevante	 para	 afirmar	 que	 existe	 riesgo	 de
confusión,	 en	 tanto	 Crystaltalk	 se	 encuentra	 destinada	 a	 distinguir
productos	 tales	 como	 teléfonos,	 teléfonos	 celulares,	 radio	 teléfonos,
beepers,	 radios	 de	 doble	 vía,	 radio	 transmisores,	 radio	 receptores,	 radio
transceptor,	 organizadores	 eléctricos	 y	 accesorios	 relacionados	 a	 dichos
productos	 en	 particular,	 auriculares,	 micrófonos,	 parlantes,	 estuches
portátiles	y	clips	de	cinturón,	programas	de	computación,	módems,	baterías,
software	 y	 otros	 afines,	 todos	 ellos	 de	 la	 Clase	 9	 de	 la	 clasificación
internacional,	 totalmente	 distintas	 a	 los	 productos	 signados	 con	 la	marca
Cristal,	para	distinguir	productos	de	la	Clase	32	de	dicha	clasificación,	por	lo
que	 ambas	 marcas	 pueden	 coexistir	 en	 el	 mercado	 nacional,	 máxime	 si
tienen	 diferentes	 medios	 publicidad,	 no	 son	 accesorios	 uno	 del	 otro,	 ni
existe	 posibilidad	 e	 intercambio	 entre	 ellos.	 (...)	 En	 relación	 al
aprovechamiento	injusto	o	indebido	de	la	marca	notoria,	el	mismo	tampoco
se	configura	en	el	presente	caso,	atendiendo	a	que	en	virtud	de	la	evidente
diferencia	entre	los	productos	que	ambas	marcas	comercializan,	no	resulta
razonable	que	Crystaltalk	se	aproveche	de	la	buena	imagen	o	prestigio	de	la
marca	 Cristal,	 obtenidos	 según	 la	 opinión	 de	 los	 consumidores	 de	 los
productos	de	esta	última	marca,	es	decir,	de	una	cerveza	de	alta	calidad	y
buen	 sabor;	 o	 dicho	 en	 otras	 palabras,	 no	 es	 posible	 que	 tal	 prestigio	 sea
transferido	a	 los	productos	referidos	a	teléfonos,	 teléfonos	celulares,	radio
teléfonos,	beepers,	radios	de	doble	vía,	radio	transmisores,	radio	receptores,
radio	 transceptor,	 organizadores	 eléctricos	 y	 accesorios	 relacionados	 a
dichos	productos	en	particular,	auriculares,	micrófonos,	parlantes,	estuches
portátiles	y	clips	de	cinturón,	programas	de	computación,	módems,	baterías,
software	 y	 otros	 afines”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 1860-2011-Lima,	 oct.	 02/2014.	 V.	 P.
Walde	Jáuregui)
JURISPRUDENCIA.—La	percepción	del	 consumidor	 “común	y	 corriente”
debe	tenerse	en	cuenta	al	evaluar	el	riesgo	de	confusión	entre	marcas.
“(...)	este	supremo	tribunal	considera	que	en	principio	se	debe	señalar	que
el	inciso	a)	del	artículo	136	de	la	Decisión	N°	486,	concordante	con	el	inciso
a)	del	artículo	130	de	la	Ley	de	Propiedad	Industrial,	Decreto	Legislativo	N°
823,	precisa	que	no	podrán	registrarse	como	marcas	aquellos	 signos	cuyo
uso	 en	 el	 comercio	 afecte	 indebidamente	 un	 derecho	 de	 terceros	 en
particular	cuando	sean	idénticos	o	se	asemejen	a	una	marca	anteriormente
solicitada	 para	 registro	 o	 registrada	 por	 un	 tercero,	 para	 los	 mismos
productos	o	servicios	o,	para	productos	o	servicios	respecto	de	los	cuales	el
uso	 de	 la	 marca	 pueda	 causar	 un	 riesgo	 de	 confusión	 o	 de	 asociación	 y
pueda	 inducir	 al	 público	 a	 error;	 por	 su	 parte,	 la	 disposición	 denunciada,
artículo	 131	 de	 la	 Ley	 de	 Propiedad	 Industrial	 señala	 los	 criterios	 para
establecer	si	dos	signos	son	semejantes	y	capaces	de	inducir	a	confusión	al
consumidor	 (...)	 antes	 de	 entrar	 al	 análisis	 de	 la	 causal	 declarada
procedente,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 respecto	 al	 grado	 de	 percepción	 del
consumidor	 medio	 ‘el	 consumidor	 al	 que	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 para
establecer	 el	 posible	 riesgo	 de	 confusión	 entre	 dos	marcas,	 es	 el	 llamado
‘consumidor	medio’	o	sea	el	consumidor	común	y	corriente	de	determinada
clase	 de	 productos,	 en	 quien	 debe	 suponerse	 un	 conocimiento	 y	 una
capacidad	 de	 percepción	 corrientes’.	 (Proceso	 09-IP-94,	 caso	 ‘Dida’,
publicado	en	la	Gaceta	Oficial	N°	180,	del	diez	de	mayo	del	dos	mil	cinco	y
en	jurisprudencia	del	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina,	Tomo	IV,
p.	 97,).	 Debe	 agregarse	 que	 tratándose	 de	 servicios	 de	 restauración	 o
restaurantes,	es	usual	que	 los	consumidores	presten	atención	al	momento
de	elegirlos,	estando	que	la	difusión	de	este	tipo	de	servicio	está	vinculado	a
las	 recomendaciones	 y/o	 sugerencias	 de	 los	 consumidores,	 quienes	 en
atención	a	las	experiencias	satisfactorias	que	hayan	tenido	con	un	servicio	o
actividad	 contribuyen	a	 la	promoción	de	un	determinado	establecimiento,
resultando	razonable	asumir	que	el	consumidor	prestará	especial	atención
al	momento	de	elegir	el	restaurante	que	desee	(...)	desde	el	punto	de	vista
fonético,	 los	 términos	 ‘La	 Romana’	 y	 ‘Romano’s’	 presentan	 diferentes
secuencias	de	vocales	(A-O-A-A	/	O-A-O),	número	y	secuencia	de	sílabas	lo
que	determina	que	su	pronunciación	de	conjunto	sea	distinta;	de	otra	parte,
desde	 el	 punto	 de	 vista	 gráfico,	 se	 observa	 que	 los	 signos	 difieren	 en	 el
número	de	letras	y	en	la	secuencia	de	alguna	de	ellas,	lo	que	determina	que
apreciados	en	conjunto	generen	una	impresión	visual	diferente;	y,	desde	el
punto	 de	 vista	 conceptual,	 se	 aprecia	 que	 el	 término	 ‘Romano’s’	 será
percibido	 y	 relacionado	 por	 el	 público	 usuario	 como	 perteneciente	 a	 una
persona	 de	 nombre	 Romano,	 mientras	 que	 la	 denominación	 ‘La	 Romana’
alude	a	la	ciudad	de	Roma	o	a	una	persona	de	dicha	ciudad,	diferencias	que
permiten	la	coexistencia	pacífica	de	ambos	signos	en	el	mercado	sin	riesgo
de	inducir	a	confusión	al	consumidor	(...)”.	 (CS,	Cas.	2431-2010-Lima,	mar.
27/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Es	razonable	suponer	que	en	el	consumo	masivo	el
consumidor	 no	 prestará	 especial	 atención	 al	momento	 de	 adquirir	 los
productos.	 “(...)	 se	 puede	 apreciar	 que	 ambos	 están	 dirigidos	 a	 distinguir
productos	 de	 la	 Clase	 5	 de	 la	 Nomenclatura	 Oficial,	 a	 cuyo	 respecto	 es
preciso	 señalar	que	 tratándose	de	denominaciones	destinadas	al	 consumo
masivo,	resulta	razonable	suponer	que	el	consumidor	no	prestará	especial
atención	 al	 momento	 de	 adquirirlos;	 circunstancia	 que	 puede	 causar	 un
daño	irreparable	a	la	salud	humana,	más	aún	considerando	que	en	muchos
establecimientos,	 aún	 tratándose	 de	 medicamentos	 de	 delicado	 uso,	 son
expedidos	sin	receta	médica	y	con	el	solo	consejo	del	farmacéutico	de	turno;
a	 lo	que	se	agrega	que	existe	 identidad	en	los	canales	de	comercialización,
distribución	y	expendio	en	las	denominaciones	Halciderm	y	Heliciderm	(...)”.
(CS,	Cas.	2359-2010-Lima,	ago.	21/2012.	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—La	 sola	 existencia	 de	 un	 riesgo	 de	 confusión	 entre
los	 signos	 de	 dos	 productos	 justifica	 la	 prohibición	 de	 registrabilidad.
“(...)	no	es	necesario	que	el	signo	solicitado	para	registro	induzca	a	error	a
los	 consumidores,	 sino	 que	 es	 suficiente	 la	 existencia	 del	 riesgo	 de
confusión	y/o	de	asociación,	tanto	con	relación	al	signo	como	respecto	a	los
productos	 o	 servicios	 que	 amparan,	 para	 que	 se	 configure	 la
irregistrabilidad,	 criterio	que	 también	ha	 sido	 asumido	por	 el	Tribunal	 de
Justicia	de	 la	Comunidad	Andina.	Siendo	esto	así,	 se	arriba	a	 la	conclusión
que	 el	 signo	 Heliciderm,	 se	 encuentra	 incurso	 en	 la	 prohibición	 de
registrabilidad	prevista	en	el	inciso	a)	del	artículo	136	de	la	Decisión	486	de
la	 Comisión	 del	 Acuerdo	 de	 Cartagena,	 y	 por	 tanto,	 en	 la	 emisión	 de	 la
sentencia	de	vista	recurrida,	no	existe	infracción	normativa	de	los	artículos
131	 y	 132	del	Decreto	 Legislativo	N°	 823	 (...)”.	 (CS,	 Cas.	 2359-2010-Lima,
ago.	21/2012.	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—Comparar	 y	 analizar	 el	 registro	 de	 un	 signo	 como
marca	 que	 ampara	 productos	 farmacéuticos	 impone	 un	 examen
minucioso.	 “Asimismo,	 estando	 a	 que	 los	 signos	 en	 conflicto	 distinguen
productos	 de	 la	 Clase	 5,	 para	 establecer	 el	 riesgo	 de	 confusión,	 la
comparación	y	el	análisis	que	debe	realizar	 la	autoridad	competente,	en	el
caso	 de	 registro	 de	 un	 signo	 como	 marca	 que	 ampare	 productos
farmacéuticos,	 deberá	 ser	mucho	más	 riguroso,	dada	 su	 repercusión	en	 la
salud	 de	 los	 consumidores.	 Este	 examen	 minucioso,	 de	 acuerdo	 a	 lo
señalado	por	el	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina,	tiene	su	razón
de	ser	en	las	‘peligrosas	consecuencias	que	puede	acarrear	para	la	salud	una
eventual	confusión	que	llegare	a	producirse	en	el	momento	de	adquirir	un
determinado	producto	farmacéutico,	dado	que	la	ingestión	errónea	de	éste
puede	producir	efectos	nocivos	y	hasta	 fatales’”	(CS,	Cas.	2359-2010-Lima,
ago.	21/2012.	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—Tres	 ámbitos	 para	 el	 análisis	 de	 una	 confusión
marcaria:	visual,	auditivo	e	ideológico.	“La	confusión	en	materia	marcaria,
es	 por	 definición,	 la	 ausencia	 de	 claridad	 en	 el	 público	 consumidor	 para
poder	 elegir	 un	 bien	 respecto	 de	 otro,	 ya	 que	 éstos	 pueden	 ser	 inducidos
debido	 a	 la	 inexistencia	 en	 el	 signo,	 de	 la	 capacidad	 suficiente	 para	 ser
distintivo.	Esta	sala	comparte	lo	establecido	por	el	Tribunal	Andino	respecto
a	los	ámbitos	de	confusión,	habiendo	dejado	sentado	los	siguientes	criterios:
‘El	 primero,	 la	 confusión	 visual,	 la	 cual	 radica	 en	 poner	 de	manifiesto	 los
aspectos	ortográficos,	los	meramente	gráficos	y	los	de	forma.	El	segundo,	la
confusión	 auditiva,	 en	 donde	 juega	 un	 papel	 determinante,	 la	 percepción
sonora	que	pueda	tener	el	consumidor	respecto	de	la	denominación	aunque
en	 algunos	 casos	 vistas	 desde	 una	 perspectiva	 gráfica	 sean	 diferentes,
auditivamente	 la	 idea	 es	 de	 la	 misma	 denominación	 o	marca.	 El	 tercer	 y
último	 criterio,	 es	 la	 confusión	 ideológica,	 que	 conlleva	 a	 la	 persona	 a
relacionar	el	 signo	o	denominación	 con	el	 contenido	o	 significado	 real	del
mismo,	o	mejor,	en	este	punto	no	se	tiene	en	cuenta	los	aspectos	materiales
o	 auditivos,	 sino	 que	 se	 atiende	 a	 la	 comprensión,	 o	 al	 significado	 que
contiene	la	expresión,	ya	sea	denominativa	o	gráfica’”.	(CS,	Cas.	2359-2010-
Lima,	ago.	21/2012.	V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
JURISPRUDENCIA.—Exigir	 a	 la	 administración	 que	 la	 comparación	 de
diseños	en	conflicto	sea	con	muestras	tridimensionales	no	impide	que	se
exija	 que	 las	 fotos	 de	 los	 diseños	 estén	 autenticadas	 por	 funcionario
competente.	“No	obstante,	a	criterio	de	esta	suprema	sala,	 las	dos	razones
expuestas	por	la	sala	de	mérito	para	descalificar	el	Informe	Técnico	N°	CGO
007/2005	no	generan	una	contradicción	en	la	argumentación	contenida	en
la	resolución	impugnada,	pues	el	hecho	de	haber	exigido	a	la	administración
que	 el	 examen	 de	 comparación	 de	 los	 diseños	 en	 conflicto	 se	 realice	 en
función	a	muestras	tridimensionales	de	los	mismos	no	impide	que	también
se	exija	también	a	administración	que	las	muestras	fotográficas	que	puedan
usarse	 para	 identificar	 a	 los	 diseños	 en	 conflicto	 sean	 autenticadas	 por	 el
funcionario	competente;	toda	vez	que	las	muestras	tridimensionales	de	los
diseños	 son	 exigidas	 para	 el	 momento	 en	 el	 que	 se	 lleve	 a	 cabo	 la
comparación	 entre	 ellos,	 al	 tiempo	 que	 las	 muestras	 fotográficas
autenticadas	 lo	 son	 para	 adquirir	 certeza	 de	 que	 las	 muestras
tridimensionales	que	se	usan	en	la	comparación	son	idénticas	al	diseño	que
fue	objeto	de	 inscripción;	es	decir,	mientras	que	 las	primeras	son	exigidas
para	 la	 operación	misma	 de	 comparación,	 las	 segundas	 sirven	 para	 tener
certeza	 de	 que	 las	muestras	 comparadas	 corresponden	 a	 aquello	 que	 fue
inscrito	 en	 su	 momento”.	 (CS,	 Cas.	 1630-2011-Lima,	 oct.	 23/2013.	 V.	 P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	descarta	la	existencia	de	similitudes
entre	las	marcas	“Chevrolet	Montana”	y	“Supermontana”.	“Al	respecto,	la
sentencia	de	vista	establece	que	dé	la	impresión	de	conjunto	de	las	marcas
en	 disputa	 Chevrolet	 Montana	 y	 Supermontana	 se	 advierte	 que	 estas	 No
tienen	 similar	 composición,	 igual	 extensión,	 misma	 cantidad	 de	 sílabas	 y
secuencia	de	vocales	que	las	componen,	difiriendo	únicamente	en	las	sílabas
con	que	inician	y	que	no	resultan	relevantes	para	distinguir	sustancialmente
los	signos	materia	de	análisis,	pues	se	pierden	en	la	pronunciación	de	cada
signo,	originando	una	similar	entonación	en	ambos	casos	y	generando	una
impresión	 visual	 semejante,	 lo	 que	 implica	 que	 son	 confundibles
fonéticamente,	en	escritura	y	lectura.	Y,	teniendo	en	cuenta	lo	indicado	por
la	sala	superior,	quien	sustenta	su	decisión	basándose	en	la	aplicación	de	los
artículos	136	 inciso	a)	de	 la	Decisión	N°	486;	130	 inciso	a),	131	y	132	del
Decreto	Legislativo	N°	823.	En	consecuencia,	se	aprecia	que	las	normas	que
regulan	los	criterios	a	tener	en	cuenta	para	la	irregistrabilidad	de	un	signo
como	marca	que	pueda	ocasionar	un	riesgo	de	confusión	han	sido	aplicadas
al	 caso	 de	 autos	 por	 las	 instancias	 de	 mérito;	 deviniendo	 también	 este
extremo	 del	 recurso	 en	 infundado	 (...)”.	 (C.	 S,	 Cas.	 1186-2011-Lima,	 oct.
02/2014.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	rechaza	que	el	registro	de	la	marca
“Krystalgran”	 genere	 riesgo	 de	 confusión	 o	 desgaste	 de	 la	 fuerza
distintiva	de	la	marca	“Cristal”.	“Bajo	tal	contexto,	debe	precisarse	que	la
palabra	‘cristal’	expresa	varias	acepciones	en	el	idioma	español,	tales	como:
sólido	cuyos	átomos	y	moléculas	están	regular	y	repetidamente	distribuidos
en	el	espacio;	vidrio,	especialmente	el	de	alta	calidad;	pieza	de	vidrio	u	otra
sustancia	 semejante	 que	 cubre	 un	 hueco	 en	 una	 ventana,	 en	 una	 vitrina;
lente	 de	 las	 gafas;	 cuerpo	 sólido	 que	 naturalmente	 tiene	 forma	 poliédrica
más	o	menos	regular,	por	ejemplo	 las	sales,	 las	piedras,	 los	metales,	entre
otros	 (véase	 Diccionario	 de	 la	 Real	 Academia	 Española);	 significados	 que
aunado	a	los	productos	que	distingue	la	marca	Krystalgran	de	propiedad	de
Huntsman	 International	 LLC;	 a	 saber:	 granulados	 químicos	 usados	 en	 la
producción	 de	 poliuretanos	 termoplásticos	 para	 extrusión,	 moldeado	 por
inyección	 y	 producción	 de	 películas	 de	 la	 Clase	 01	 de	 la	 Nomenclatura
Oficial,	permite	concluir	que	no	existe	riesgo	de	confusión	en	el	consumidor
al	adquirir	uno	u	otro	producto	que	representan	dichas	marcas,	pues	no	se
aprecia	relación	alguna	entre	 los	productos	que	distingue	 la	marca	Cristal,
que	son	cervezas	y	otros	contemplados	de	 la	Clase	32	de	 la	Nomenclatura
Oficial,	 con	 los	 anteriormente	 mencionados	 que	 distingue	 la	 marca
Krystalgran;	 por	 consiguiente,	 aun	 cuando	 en	 ambos	 signos	 Cristal	 y
Krystalgran,	 se	 advierta	 cierto	 grado	 de	 similitud	 ortográfica	 y	 fonética
(Ristal),	 no	 se	 vislumbra	 que	 éstos	 representen	 o	 que	 puedan	 traer	 a	 la
memoria	 o	 a	 la	 imaginación	 del	 consumidor	 que	 los	 productos	 que
distinguen	tengan	el	mismo	origen	empresarial;	esto	es,	que	el	consumidor
pueda	asociar	el	origen	del	producto	que	distingue	la	marca	Krystalgran	con
el	de	la	marca	Cristal.	(...).	Que	con	relación	al	riesgo	de	dilución,	entendida
como	la	posibilidad	de	que	el	uso	de	otros	signos	idénticos	o	similares	cause
el	 debilitamiento	 de	 la	 altísima	 capacidad	 distintiva	 que	 el	 signo
notoriamente	 conocido	 ha	 ganado	 en	 el	 mercado,	 aunque	 se	 use	 para
productos	que	no	tengan	ningún	grado	de	conexidad	con	los	que	ampara	el
signo	notoriamente	conocido,	no	se	evidencia	que	permitir	la	existencia	en
el	mercado	de	la	marca	Kristalgran	puede	debilitar	la	capacidad	de	la	marca
Cristal	 para	 identificar	 como	 procedentes	 de	 su	 titular	 el	 producto	 de
cerveza	para	lo	que	se	registró,	en	la	medida	que	tal	como	se	ha	discernido,
el	uso	del	signo	Kristalgran	para	distinguir	granulados	químicos	usados	en
la	producción	de	poliuretanos	termoplásticos	para	extrusión,	moldeado	por
inyección	 y	 producción	 de	 películas,	 no	 dispersa	 la	 identidad	 de	 la	marca
Cristal	y	de	su	presencia	en	la	mente	del	consumidor;	más	aún,	si	los	lugares
de	comercialización	y	expendio	de	los	productos	que	distinguen	las	marcas
en	 mención,	 son	 totalmente	 distintos;	 no	 advirtiéndose	 por	 ende,	 el
aprovechamiento	 injusto	 del	 prestigio	 de	 la	 marca	 Cristal	 notoriamente
conocida,	así	como	su	dilución	de	su	fuerza	distintiva	o	del	valor	comercial	o
publicitario	 de	 la	 misma.	 Décimo	 Sexto:	 En	 consecuencia,	 este	 tribunal
supremo	 arriba	 a	 la	 conclusión	 de	 que	 aun	 cuando	 está	 probada	 la
notoriedad	 de	 la	 marca	 Cristal,	 independientemente	 si	 es	 un	 término	 de
fantasía	o	no,	ya	que	éste	no	ha	sido	el	sustento	medular	de	la	recurrida,	es
evidente	que	el	razonamiento	efectuado	por	el	colegiado	superior	en	torno	a
la	 registrabilidad	 del	 signo	 Krystalgran	 se	 ajusta	 a	 los	 lineamientos
esbozados	por	el	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina	a	la	luz	de	lo
previsto	en	el	inciso	h)	del	artículo	136	de	la	Decisión	486,	razón	por	la	cual
al	 haberse	 interpretado	 correctamente	 el	 dispositivo	 legal	 en	mención,	 el
recurso	de	casación	debe	ser	desestimado	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	2971-2011-Lima,
mar.	11/2014.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
JURISPRUDENCIA.—El	 signo	 no	 puede	 servir	 para	 consolidar	 un	 acto
contrario	 a	 la	 leal	 competencia.	 “(…)	 De	 otro	 lado,	 en	 cuanto	 a	 la
aplicación	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	137	de	la	Decisión	N°	486	que	prevé
la	 posibilidad	 de	 rechazar	 el	 registro	 de	 una	marca	 cuando	 haya	 indicios
razonables	de	que	se	ha	solicitado	para	perpetrar,	 facilitar	o	consolidar	un
acto	de	competencia	desleal,	señala	que	es	la	propia	norma	que	ha	facultado
a	 la	 Oficina	 de	 Signos	 Distintivos	 del	 Indecopi	 a	 denegar	 un	 registro	 de
marca	cuando	tenga	indicios	de	la	configuración	de	un	acto	de	competencia
desleal	 (…)	 La	 sentencia	 de	 vista	 confirmó	 la	 sentencia	 apelada,	 al
considerar	que	el	artículo	137	de	 la	Decisión	N°	486	debe	ser	aplicado	en
armonía	 con	 lo	 dispuesto	 por	 los	 numerales	 134	 y	 135	 de	 la	 referida
Decisión,	 que	 regulan	 los	 requisitos	 para	 el	 registro	 de	 marcas.	 En	 tal
sentido,	para	que	se	constituya	una	marca	como	tal	es	preciso	que	el	signo
sea	distinguible	para	un	producto	o	servicio	en	el	mercado,	estableciéndose
como	 prohibición	 que	 no	 se	 pueda	 registrar	 como	marca	 aquellos	 signos
que	 engañen	 al	 público,	 entre	 otros	 aspectos,	 sobre	 la	 procedencia
geográfica,	naturaleza	y	modo	de	fabricación.	De	ello	resulta	coherente	que
la	autoridad	administrativa	en	uso	de	la	facultad	que	le	confiere	el	artículo
137	de	la	Decisión	N°	486	deniegue	el	registro	de	una	marca	cuando	existan
indicios	 que	 conlleven	 a	 la	 práctica	 de	 la	 competencia	 desleal,	 ya	 que	 la
misma	 se	 encuentra	 proscrita	 por	 nuestra	 legislación”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 3423-
2008-Lima,	set.	30/2011.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—La	Corte	Suprema	explica	cómo	funciona	la	Decisión
486	cuando	se	trata	de	registrar	signos	contrarios	a	la	competencia	leal.
“(…)	En	ese	sentido,	mientras	los	artículos	135	y	136	de	la	acotada	Decisión
N°	 486	 están	 referidos	 a	 supuestos	 de	 irregistrabilidad	 en	 los	 que	 el
registrador	competente	deberá	analizar	si	el	signo	solicitado	es	susceptible
de	inducir	a	engaño	o	a	error	en	el	consumidor,	considerando	el	signo	en	sí
mismo	 y	 sobre	 la	 base	 de	 un	 análisis	 de	 puro	 derecho;	 en	 el	 supuesto
regulado	por	el	artículo	137	de	la	Decisión	N°	486	el	análisis	por	el	contrario
no	se	circunscribe	a	uno	de	pura	legalidad,	sino	que	se	faculta	expresamente
a	la	autoridad	competente	a	apreciar	sobre	la	base	de	los	indicios	existentes
la	 intención	 de	 perpetrar,	 facilitar	 o	 consolidar	 la	 realización	 de	 una
conducta	 contraria	 a	 la	 competencia	 desleal	 que	 tanto	 la	 normatividad
comunitaria	 como	nuestra	 legislación	 interna	prohíbe	y	 reprime,	 según	 se
desprende	 de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 58,	 59,	 65	 y	 103	 de	 la
Constitución	Política	del	Estado,	que	establecen	que	la	iniciativa	privada	se
ejerce	dentro	de	una	economía	social	de	mercado,	siempre	que	el	ejercicio
de	las	libertades	que	de	ella	se	deriven	no	sean	lesivas	a	la	moral,	a	la	salud,
ni	 a	 la	 seguridad	 pública,	 así	 como	 del	 derecho	 de	 los	 consumidores	 y
usuarios,	prohibiéndose	cualquier	situación	de	abuso	de	derecho.	(…)	El	uso
de	sucedáneos	de	los	medios	probatorios,	como	los	indicios,	por	parte	de	las
autoridades	 administrativas	 del	 Indecopi	 se	 encuentra	 previsto	 en	 la
Primera	 Disposición	 Final	 del	 Código	 Procesal	 Civil,	 que	 contempla	 la
aplicación	 supletoria	 de	 este	 cuerpo	 normativo	 al	 procedimiento
administrativo,	 en	 concordancia	 con	 en	 el	 Reglamento	 de	 Organización	 y
Funciones	del	Indecopi	(…)”.	(C.	S.,	Cas.	3423-2008-Lima,	set.	30/2011.	V.	P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Inclusión	 de	 la	 partícula	 “Crystal”	 al	 lado	 del
término	 “Rexona”	 no	 implica	 beneficio	 indebido	 del	 prestigio	 de	 la
marca	notoria	 “Cristal”.	“En	 la	 sentencia	 de	 vista	 se	 analiza	 que	 ‘Rexona
Crystal’	es	un	signo	compuesto	por	dos	palabras	o	elementos,	una	de	ellas	es
muy	conocida	y	común	en	el	idioma	español	denominada	‘Cristal’,	la	misma
que	tiene	varios	significados;	también	se	observó	que	el	vocablo	o	elemento
‘Rexona’	 constituye	 un	 sustantivo	 diferenciador	 que	 dota	 de	 fuerza
distintiva	suficiente	a	la	simple	denominación	‘Cristal’,	esto	es,	el	elemento
‘Rexona’	unido	al	elemento	‘Crystal’	adquieren	una	significación	diferente	y
lo	hace	distinto	de	la	marca	registrada	‘Cristal’.	Asimismo,	en	la	sentencia	de
vista	 se	 verifica	 que	 no	 existe	 conexión	 competitiva	 entre	 los	 productos
amparados	por	las	referidas	marcas;	puesto	que	la	marca	registrada	‘Cristal’
distingue	 a	 productos	 de	 la	 Clase	 32	 de	 la	 Nomenclatura	 Oficial	 que
corresponde	 a	 cervezas,	 por	 el	 contrario	 la	 marca	 ‘Rexona	 Crystal’”,
distingue	 productos	 de	 la	 Clase	 03	 de	 la	 Nomenclatura	 Oficial	 que
corresponde	a	jabones,	perfumería,	aceites	esenciales,	cosméticos,	colonias,
aguas	de	tocador,	perfumes	de	aerosol	para	el	cuerpo,	entre	otros.	Si	bien,
existe	 similitud	 en	 ambas	marcas	 por	 el	 término	 ‘Crystal’	 en	 la	 primera	 y
‘Cristal’	en	la	registrada	(...).	En	efecto,	la	inclusión	de	la	partícula	‘Crystal’	al
lado	 del	 término	 ‘Rexona’,	 no	 implicaría	 que	 se	 vea	 indebidamente
beneficiado	 con	 el	 prestigio	 de	 la	 marca	 notoria	 ‘Cristal’,	 pues	 (...)	 no
ocasionaría	 riesgo	 de	 confusión	 o	 asociación	 ni	 propiciaría
aprovechamiento	de	prestigio	de	tercero;	menos	aún	implicaría	dilución	de
su	 fuerza	 distintiva	 o	 debilitamiento	 de	 su	 capacidad	 de	 afección,	 pues
ambos	signos	distinguen	productos	diferentes	(...)”.	 (C.	S.,	Cas.	2520-2008-
Lima,	oct.	11/2010.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—El	 ordenamiento	 comunitario	 no	 establece	 “el
procedimiento	para	la	presentación	y	la	verificación	de	la	prueba	de	uso
de	la	marca”.	“El	ordenamiento	comunitario	no	establece	‘el	procedimiento
para	presentación	y	verificación	de	la	prueba	de	uso	de	la	marca,	por	lo	que
se	 entiende	 que	 éste	 debe	 estar	 regido	 por	 la	 legislación	 interna	 de	 cada
país	sin	que	competa	al	Tribunal	Andino	juzgar	la	legalidad	o	ilegalidad	del
procedimiento	 utilizado	 frente	 a	 las	 normas	 internas	 (...)’.	 ‘El
incumplimiento	 de	 la	 exigencia	 del	 uso,	 sin	 motivo	 justificado,	 puede
conducir,	 a	 solicitud	de	 parte	 interesada,	 a	 la	 cancelación,	 por	 parte	 de	 la
oficina	 nacional	 competente,	 del	 registro	 del	 signo	 y,	 por	 tanto,	 a	 la
extinción,	 en	 perjuicio	 de	 su	 titular,	 del	 derecho	 a	 su	 uso	 exclusivo.	 La
exigencia	del	uso,	a	objeto	de	prevenir	la	cancelación	del	registro	del	signo,
se	 funda	 en	 la	 necesidad	 de	 asegurar	 el	 cumplimiento	 de	 su	 función
principal,	 cual	 es	 la	 de	 identificar	 y	 distinguir	 en	 el	mercado	 los	 bienes	 o
servicios	que	constituyan	su	objeto.	Asimismo,	conforme	al	artículo	165	de
la	Decisión	486,	la	oficina	nacional	competente	cancelará	el	registro	de	una
marca	 a	 solicitud	 de	 cualquier	 persona	 interesada,	 o	 por	 orden	 judicial,
cuando	sin	motivo	justificado,	la	marca	no	se	hubiese	utilizado	en	al	menos
uno	de	 los	países	miembros,	por	su	 titular,	por	el	 licenciado	de	éste	o	por
otra	 persona	 autorizada	 para	 ello,	 durante	 los	 tres	 años	 consecutivos
precedentes	a	la	fecha	en	que	se	inicie	la	acción	de	cancelación.	También,	a
tenor	del	artículo	166	de	la	misma	decisión,	se	presume	que	una	marca	se
encuentra	 en	 uso	 cuando	 los	 productos	 distinguidos	 por	 ella	 han	 sido
puestos	 en	 el	 comercio	 o	 se	 encuentran	 disponibles,	 bajo	 la	marca,	 en	 la
cantidad	y	del	modo	que	normalmente	corresponda,	según	la	naturaleza	de
los	productos	y	las	modalidades	de	su	comercialización,	en	el	mercado	de	al
menos	 uno	 de	 los	 países	 miembros.	 La	 presunción	 de	 uso	 se	 configura
también	 cuando	 la	 marca	 distinga	 productos	 que	 se	 hallen	 destinados
exclusivamente	a	 la	exportación,	desde	cualquiera	de	los	países	miembros.
A	los	efectos	de	la	determinación	del	uso	de	la	marca,	el	mismo	deberá	ser
real,	efectivo,	serio,	de	buena	fe,	normas	e	inequívoco.	La	carga	de	la	prueba
del	 uso	 en	 cuestión	 corresponderá	 a	 su	 titular.	 Las	 pruebas	 del	 uso	 de	 la
marca	deben	demostrar	el	uso	de	la	marca	tal	como	se	encuentra	registrada.
La	normatividad	andina	no	establece	 ‘condiciones	mínimas’	en	cuanto	a	 la
cantidad	y	volumen	de	bienes	comercializados	a	manera	de	uso	de	la	marca.
Por	lo	tanto,	el	elemento	cuantitativo	para	determinar	la	existencia	del	uso
de	la	marca	es	relativo	y	no	puede	establecerse	en	términos	absolutos,	sino
que	ha	de	relacionarse:	 i)	 con	el	producto	o	servicio	de	que	se	 trate;	y,	 ii)
con	las	características	de	la	empresa	que	utiliza	la	marca.	Así,	si	se	trata	de
una	 pequeña	 empresa,	 no	 se	 le	 puede	 exigir	 el	 mismo	 volumen	 de
comercialización	 que	 a	 una	 empresa	mayor	 (...)”.	 (C.	 S.	 ,	 Cas.	 2351-2010-
Lima,	jun.	14/2012.	V.	P.	Torres	Vega)
JURISPRUDENCIA.—Diseños	 industriales	 merecen	 tutela	 si	 superan	 el
requisito	de	novedad	universal.	“Para	este	colegiado	supremo	la	finalidad
del	artículo	115	de	la	Decisión	N°	486	es	que	los	diseños	industriales	para
ser	 merecedores	 de	 tutela	 deben	 contar	 con	 el	 requisito	 de	 novedad
universal,	 es	 decir	 que	 no	 haya	 sido	 puesto	 a	 disposición	 al	 público	 en
cualquier	lugar	o	momento	y	por	cualquier	medio	(escrito	u	oral),	asimismo,
las	 diferencias	 con	 otros	 diseños	 deben	 ser	 esenciales	 no	 secundarios	 o
accesorios.	 (…)	De	esta	 forma,	 se	observa	que	en	 la	 sentencia	 recurrida	el
colegiado	superior,	en	el	considerando	séptimo,	ha	analizado	el	artículo	115
de	la	Decisión	N°	486,	en	concordancia	con	el	artículo	113	del	mismo	cuerpo
legal,	y	ha	concluido	que	la	calidad	de	nuevo	se	refiere	al	aspecto	particular
y	distinto	al	producto	al	que	se	aplique,	por	lo	que	el	diseño	debe	superar	un
mínimo	 nivel	 de	 originalidad	 y	 creatividad,	 de	 modo	 que	 la	 impresión
general	 sea	 claramente	 diferente,	 confiriéndole	 una	 fisonomía	 nueva	 y
propia,	y	no	por	el	hecho	que	presente	diferencias	secundarias	con	respecto
a	 realizaciones	 anteriores	 o	 porque	 se	 refiere	 a	 otra	 clase	 de	 productos
distintos	a	dicha	realización;	puesto	que	el	requisito	de	la	novedad	exigido
por	la	norma	es	de	carácter	absoluto	y	a	nivel	mundial,	ya	que	trasciende	el
espacio	y	al	tiempo	en	que	se	haya	efectuado	la	divulgación	(...)”.	(C.	S.,	Cas.
9245-2012-Lima,	may.	07/2015.	V.	P.	Vinatea	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Novedad	 de	 un	 diseño	 industrial	 se	 juzga
comparando	las	creaciones	de	forma	del	registro	que	se	solicita	con	las
formas	 estéticas	 existentes.	 “La	 sentencia	 recurrida	 ha	 interpretado
correctamente	 el	 artículo	 115	 de	 la	 Decisión	 486,	 toda	 vez	 que	 para
determinar	 si	 el	 diseño	 industrial	 de	 la	 parte	 demandante	 cumple	 con	 el
requisito	 de	 novedad	 ha	 realizado	 la	 comparación	 entre	 la	 creación	 de
forma	 de	 éste	 diseño	 industrial	 y	 el	 patrimonio	 de	 las	 formas	 estéticas
existentes,	 concluyendo	 que	 presenta	 características	 muy	 similares	 al
diseño	 industrial	 registrado	 en	 la	 Oficina	 Americana	 de	 Patentes	 con	 la
patente	 N°	 US	 6,	 951,	 445	 B2,	 publicada	 el	 cuatro	 de	 octubre	 de	 dos	mil
cinco,	referida	a	un	aparato	usado	en	bombas	de	lodo,	por	tanto	carece	de
novedad”.	(C.	S.,	Cas.	9245-2012-Lima,	may.	07/2015.	V.	P.	Vinatea	Medina)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Para	determinar	si	existe	riesgo	de	confusión,
debe	considerarse	el	principio	de	especialidad.	“El	artículo	83	inciso	a)	de
la	 Decisión	 344	 concordado	 con	 el	 artículo	 130	 inciso	 a)	 del	 Decreto
Legislativo	 Nº	 823	 no	 establece	 literalmente	 el	 riesgo	 de	 confusión	 como
parámetro	 para	 fijar	 los	 límites	 de	 la	 dimensión	 negativa	 del	 derecho	 de
exclusiva	 de	 la	marca,	mencionando	más	 bien	 que	 la	 semejanza	 entre	 los
signos	 y	 la	 similitud	 entre	 los	 productos	 y	 servicios	 puedan	 inducir	 al
público	a	error.	Para	determinar	si	existe	riesgo	de	confusión	debe	tenerse
en	cuenta	el	principio	de	la	especialidad,	derivación	de	la	finalidad	esencial
de	la	marca:	la	distinción	en	el	mercado	de	los	productos	o	servicios	de	un
agente	económico	de	los	productos	o	servicios	idénticos	o	similares	de	otro.
Por	ello,	este	principio	limita	la	posibilidad	de	oponer	una	marca	(registrada
o	solicitada)	frente	al	registro	de	otra	que	tiene	por	objeto	un	signo	idéntico
o	 similar	 sólo	 para	 productos	 o	 servicios	 idénticos	 o	 similares”.	 (R.	 009-
1999-TRI-SPI.	08.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Existen	 dos	 posibles	 formas	 de	 confusión:
riesgo	de	confusión	directo	y	riesgo	de	confusión	indirecto.	“En	derecho
de	marcas	existen	dos	posibles	 formas	de	confusión:	el	consumidor	puede
atribuir	erróneamente	a	una	empresa	los	productos	fabricados	por	otra,	ya
sea	porque	confunde	un	signo	por	otro	(riesgo	de	confusión	directo)	o	bien
porque,	 aún	 diferenciándoselos	 claramente,	 cree	 que	 ambos	 pertenecen	 a
un	mismo	 titular	o	que	entre	 los	 titulares	de	 los	 signos	existen	 relaciones
empresariales	 (riesgo	 de	 confusión	 indirecto).	 En	 opinión	 de	 la	 sala,	 para
determinar	la	existencia	o	inexistencia	del	riesgo	de	confusión	es	necesario
analizar	el	grado	de	semejanza	entre	los	signos,	la	mayor	o	menor	similitud
de	 los	 productos	 o	 servicios	 diferenciados	 por	 los	 signos	 y	 la	 fuerza
distintiva	 de	 los	 signos.	 De	 conformidad	 con	 el	 artículo	 83	 inciso	 a)	 de	 la
Decisión	 344	 concordado	 con	 el	 artículo	 130	 inciso	 a)	 del	 Decreto
Legislativo	N°	823,	la	sala	estima	que	son	cuatro	las	situaciones	en	las	que
es	 posible	 determinar	 la	 existencia	 de	 un	 riesgo	 de	 confusión:	 signos
idénticos	distinguen	 los	mismo	productos	o	servicios	(en	este	caso,	 la	sala
asume	 que	 existe	 un	 riesgo	 de	 confusión,	 no	 siendo	 necesario	 análisis
alguno),	 signos	 idénticos	 distinguen	 productos	 o	 servicios	 semejantes,
signos	 similares	 distinguen	 los	 mismos	 productos	 o	 servicios	 y	 signos
similares	 distinguen	 productos	 o	 servicios	 semejantes.	 En	 general,	 la
confusión	 entre	 dos	 signos	 es	 tanto	mayor	 cuanto	más	 similares	 sean	 los
productos	 o	 servicios	 a	 distinguir.	 A	 fin	 de	 establecer	 si	 los	 productos	 o
servicios	 que	 distinguen	 los	 signos	 son	 semejantes	 se	 deberá	 analizar	 si
entre	éstos	existe	similitud	o	conexión	competitiva,	ya	sea	porque	tienen	la
misma	o	similar	naturaleza	y	finalidad,	son	complementarios	o	sustitutos,	se
expenden	a	través	de	los	mismo	canales	de	comercialización	y	se	dirigen	al
mismo	público	consumidor”.	(R.	207-1999/TPI-Indecopi.	15.02.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	partes	pueden	acordar	la	coexistencia	de
marcas	 similares	 siempre	 que,	 en	 opinión	 de	 la	 autoridad
administrativa,	no	se	afecte	el	interés	general	de	los	consumidores.“(…)
Puede	darse,	sin	embargo,	el	caso	de	que	dos	titulares	lleguen	a	un	acuerdo
de	coexistencia	de	sus	respectivas	marcas	pero	que	el	 riesgo	de	confusión
subsista,	 con	 lo	 que	 se	 privaría	 al	 consumidor	 de	 su	 derecho	 a	 elegir
libremente	 entre	 los	 productos	 del	 mercado,	 de	 acuerdo	 a	 su	 origen
empresarial,	 además	 el	 consumidor	 puede	 verse	 expuesto	 a	 adquirir	 un
producto	 o	 servicio	 que	 no	 posea	 la	 calidad	 o	 alguna	 otra	 característica
esperada.	Para	impedir	lo	anterior,	de	acuerdo	a	la	legislación	de	la	materia
vigente	 las	 partes	 en	un	procedimiento	podrán	 acordar	 la	 coexistencia	 de
marcas	similares	para	productos	de	la	misma	clase,	siempre	que,	en	opinión
de	 la	 oficina	 administrativa	 competente,	 la	 coexistencia	 no	 afecte
negativamente	el	interés	general	de	los	consumidores.	(…)
Si	bien	la	Decisión	486	no	incluye	ninguna	norma	que	expresamente	regule
este	 supuesto,	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina	 se	 ha
pronunciado	 sobre	 el	 tema.	 En	 el	 Proceso	 N°	 41-IP-99	 –en	 una	 sentencia
expedida	durante	 la	vigencia	de	 la	Decisión	3444–	con	relación	al	 caso	de
una	solicitud	de	registro	de	una	marca	similar	a	otra	ya	registrada,	señaló
que	 pese	 a	 existir	 una	 autorización	 del	 titular	 cuyo	 registro	 ya	 está
consolidado;	 necesariamente	 se	 tiene	 que	 considerar	 el	 interés	 del
consumidor	quien	puede	llegar	a	verse	confundido	con	la	presencia	de	dos
marcas	similares	en	el	mercado,	más	aun	si	ellas	se	encuentran	destinadas	a
proteger	productos	de	la	misma	clase	internacional;	y	si,	además,	las	marcas
confrontadas	 han	 sido	 solicitadas	 para	 todos	 los	 productos	 o	 servicios
comprendidos	en	la	correspondiente	clase.	En	tal	sentido,	concluyó	que	en
estos	casos	el	administrador	al	momento	de	valorar	estas	circunstancias,	en
su	 decisión	 deberá	 velar	 que	 las	 marcas	 a	 confrontarse	 no	 produzcan
confusión	en	el	mercado.	Precisó	que	el	acuerdo	puede	facilitar	el	registro,
pero	 la	 autoridad	 nacional	 puede	 tomar	 su	 decisión	 en	 contra,	 no
conduciendo	 el	 acuerdo	 necesariamente	 a	 un	 registro.”	 (TDC,	 R.	 1876-
2011/TPI-Indecopi,	set.	01/2011.	Pres.	Néstor	Manuel	Escobedo	Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 suscripción	 de	 acuerdos	 privados	 de
coexistencia	no	es	un	presupuesto	automático	para	que	se	produzca	el
registro:	 prima	el	 interés	general	del	 consumidor.	“(…)	 Asimismo,	 cabe
señalar	 que	 en	 el	 Proceso	 104-IP-20027,	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la
Comunidad	Andina	ha	 señalado	que	 “(...)	 en	presencia	del	 fenómeno	de	 la
confundibilidad,	 la	suscripción	de	acuerdos	privados	de	coexistencia	no	es
un	 presupuesto	 automático	 para	 que	 se	 produzca	 el	 registro,	 puesto	 que
siempre	 habrá	 de	 primar	 el	 interés	 general	 de	 los	 consumidores	 sobre	 el
interés	particular	de	los	empresarios	contratantes”.
En	este	sentido,	frente	a	acuerdos	de	coexistencia	o	de	consentimiento	para
el	 registro	de	un	signo	distintivo	 idéntico	o	similar	a	uno	ya	registrado,	 la
sala	 evaluará	 la	 posibilidad	 de	 aceptar	 dichos	 acuerdos	 siempre	 que	 no
afecten	el	interés	general	de	los	consumidores;	a	su	vez,	se	podrá	tomar	en
consideración	 el	 hecho	 de	 estar	 frente	 a	 casos	 en	 que	 las	 partes
intervinientes	 formen	 parte	 de	 un	 mismo	 grupo	 empresarial	 o	 tengan	 la
condición	de	 sucursales,	 ello	debidamente	acreditado	en	el	procedimiento
correspondiente;	es	decir,	que	tengan	vínculos	económicos,	al	grado	que	el
público	consumidor	no	se	vea	inducido	a	confusión	en	el	mercado.”	(TDC,	R.
1876-2011/TPI-Indecopi,	 set.	 01/2011.	 Pres.	 Néstor	 Manuel	 Escobedo
Ferradas)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Los	 signos	que	aspiren	 ser	 registrados	 como
marcas	 deben	 ser	 suficientemente	 distintivos.	 “(…)	 La	 Decisión	 486
establece	literalmente	el	riesgo	de	confusión	como	parámetro	para	fijar	los
límites	de	la	dimensión	negativa	del	derecho	de	exclusiva	de	la	marca.
Con	 relación	 a	 la	 figura	 del	 riesgo	 de	 confusión,	 cabe	 referirse	 a	 la
interpretación	 prejudicial	 del	 artículo	 136	 inciso	 a)	 de	 la	 Decisión	 486
realizada	por	el	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina	en	el	Proceso
N°	 156-1P-200511,	 en	 la	 cual	 se	 afirma	 que	 “Los	 signos	 que	 aspiren	 ser
registrados	 como	 marcas	 deben	 ser	 suficientemente	 distintivos	 y,	 en
consecuencia,	 no	 deben	 generar	 confusión	 con	 otras	marcas	 debidamente
registradas	que	gozan	de	la	protección	legal	concedida	a	través	del	acto	de
registro	y	del	derecho	que	de	el	se	desprende,	consistente	en	hacer	uso	de
ellas	con	exclusividad.”
En	dicha	interpretación	prejudicial	se	señala	asimismo	que:
“Según	 la	 Normativa	 Comunitaria	 Andina	 no	 es	 registrable	 un	 signo
confundible	ya	que	no	posee	fuerza	distintiva	y	de	permitirse	su	registro	se
atentaría	contra	el	interés	del	titular	de	la	marca	anteriormente	registrada	y
el	 de	 los	 consumidores.	 La	 prohibición	de	 registro	 de	 signos	 confundibles
contribuye	 a	 que	 el	 mercado	 de	 productos	 y	 servicios	 se	 desarrolle	 con
transparencia,	 para	 que	 el	 consumidor	 no	 sea	 objeto	 de	 engaños	 que	 le
lleven	a	incurrir	en	error	al	realizar	la	elección	de	los	productos	que	desea
adquirir”.	 (TDC,	 R.	 1876-2011/TPI-Indecopi,	 set.	 01/2011.	 Pres.	 Néstor
Manuel	Escobedo	Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 riesgo	 de	 confusión	 debe	 analizarse
teniendo	en	cuenta	la	interrelación	de	todos	 los	elementos:	productos	-
servicios,	signos	y	 fuerza	distintiva	de	 los	signos.	“(…)	La	sala	considera
que	 el	 riesgo	 de	 confusión	 debe	 analizarse	 teniendo	 en	 cuenta	 la
interrelación	de	todos	los	elementos:	productos	-	servicios,	signos	y	fuerza
distintiva	de	los	signos.	Estos	elementos	son	independientes	unos	de	otros,
de	 modo	 que	 para	 el	 análisis	 de	 la	 similitud	 o	 conexión	 competitiva	 de
productos	 o	 servicios,	 resulta	 irrelevante	 tanto	 la	 similitud	 de	 los	 signos
como	su	distintividad.
En	la	interrelación	de	estos	elementos	se	determina	el	riesgo	de	confusión.
Así,	puede	ser	que	ante	marcas	 idénticas,	 en	caso	que	 la	marca	 registrada
anterior	 tenga	 una	 fuerza	 distintiva	 muy	 grande,	 aun	 con	 una	 lejana
conexión	competitiva,	se	determine	que	existe	riesgo	de	confusión.	Por	otro
lado,	ante	productos	o	servicios	idénticos,	cualquier	similitud	de	los	signos
puede	 ser	 suficiente	 para	 que	 exista	 un	 riesgo	 de	 confusión.	 Asimismo,
puede	ser	que,	a	pesar	de	la	similitud	de	los	signos	y	aunque	se	determine
que	existe	similitud	o	conexión	competitiva	entre	los	productos	o	servicios,
no	se	determine	un	riesgo	de	confusión,	si	 la	marca	registrada	anterior	es
muy	 débil,	 por	 lo	 que	 cuenta	 con	 una	 protección	 limitada.	 (…)	 Por	 lo
anterior,	la	confusión	entre	dos	signos	es	tanto	mayor	cuanto	mayor	sea	la
similitud	o	conexión	competitiva	entre	los	productos	o	servicios	a	distinguir
con	los	mismos.
En	 conclusión,	para	 la	 correcta	 aplicación	del	 artículo	136	 inciso	 a)	de	 la
Decisión	 486,	 es	 necesaria	 la	 interrelación	 de	 determinados	 requisitos:	 la
identidad	y	similitud	de	productos	o	servicios	y	la	identidad	o	similitud	de
los	signos,	tomando	en	cuenta,	siempre,	la	distintividad	de	los	signos.”	(TDC,
R.	 1876-2011/TPI-Indecopi,	 set.	 01/2011.	 Pres.	 Néstor	 Manuel	 Escobedo
Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 semejanza	 de	 dos	 signos	 se	 determina	 a
partir	de	 la	 impresión	en	conjunto	que	cada	uno	de	ellos	suscite.	“Para
determinar	si	dos	signos	son	semejantes	es	práctica	de	esta	sala	partir	de	la
impresión	en	 conjunto	que	 cada	uno	de	ellos	pueda	 suscitar	en	el	público
consumidor	 de	 los	 correspondientes	 productos	 o	 servicios,	 criterio	 por	 lo
demás	contenido	en	el	artículo	131	inciso	a)	del	Decreto	Legislativo	Nº	823.
Por	 lo	 general,	 el	 consumidor	 no	 podrá	 comparar	 ambos	 signos
simultáneamente.	 Más	 bien	 el	 signo	 que	 tenga	 al	 frente	 en	 un	 momento
determinado	va	a	 ser	 confrontado	con	el	 recuerdo	más	o	menos	vago	que
guarde	del	signo	anteriormente	percibido.	Por	ello,	al	comparar	dos	signos
distintivos	 debe	 considerarse	 principalmente	 aquellas	 características	 que
puedan	ser	recordadas	por	el	público	consumidor.	El	recuerdo	y	capacidad
de	 diferenciación	 del	 público	 dependerán	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 a
distinguir	 y,	 especialmente,	 de	 la	 atención	 que	 usualmente	 se	 de	 para	 la
adquisición	 y	 contratación	 de	 esos	 productos	 o	 servicios.	 En	 el	 presente
caso,	 los	productos	que	distinguen	 los	signos	distintivos	en	conflicto	están
dirigidos	 a	 un	 público	 especializado	 vinculado	 a	 la	 construcción	 de
inmuebles	o	a	la	instalación	de	conexiones	eléctricas	y	de	agua	potable,	por
lo	 que	 se	 trata	 de	 un	público	 que	presta	 un	 grado	de	 atención	 especial	 al
momento	de	adquirir	los	productos.	Las	diferencias	sólo	tendrán	influencia
en	 la	 impresión	en	conjunto	si	 son	 tan	 fuertes	 frente	a	 las	similitudes	que
dejan	un	recuerdo	en	la	mente	de	los	consumidores.	En	este	orden	de	ideas,
la	 impresión	 en	 conjunto	 de	 signos	 denominativos	 se	 determinará	 en
primer	lugar	por	su	aspecto	fonético	y	gráfico.	En	muchos	casos,	el	aspecto
fonético	será	el	más	 importante	porque	por	 lo	general	 la	denominación	es
utilizada	en	el	mercado	verbalmente”.	(R.	008-1999-TRI-SPI.	08.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Habrá	 similitud	 o	 conexión	 competitiva
cuando	los	productos	compiten	directamente	en	el	mercado.	“En	general,
la	 confusión	 de	 signos	 semejantes	 es	 tanto	 mayor	 cuanto	 mayor	 sea	 la
similitud	 o	 conexión	 competitiva	 entre	 los	 productos	 o	 servicios	 a
distinguir.	En	el	caso	concreto,	se	trata,	por	un	lado,	de	cables	de	fibra	óptica
y,	 por	 el	 otro	 lado,	 principalmente	 de	 baterías	 recargables	 para	 uso	 en
vehículos	de	la	Clase	9	de	la	nomenclatura	oficial.	La	sala	no	encuentra	entre
los	 productos	 principalmente	 distinguidos	 por	 la	 marca	 registrada	 y	 el
producto	 que	 distingue	 el	 signo	 solicitado	 ninguna	 similitud	 o	 conexión
competitiva	 ya	 que	 se	 trata	 de	 productos	 de	 distinta	 naturaleza	 que	 son
adquiridos	para	atender	finalidades	específicas	ya	diferenciadas.	En	efecto,
los	cables	de	fibra	óptica	son	filamentos	de	material	muy	transparente	que
se	 usan	 para	 transmitir	 por	 su	 interior	 señales	 luminosas	 que	 suelen
emplearse	 en	 el	 sector	 de	 comunicaciones	 y	 están	 dirigidos	 a	 un
consumidor	 muy	 especializado:	 las	 empresas	 de	 comunicaciones,	 de
servicios	de	televisión	por	cable	y	de	servicios	de	redes	de	transmisión	de
datos	y	 señales,	en	 tanto	que	 la	marca	registrada	distingue	productos	que
tienen	por	 finalidad	brindar	 la	energía	eléctrica	necesaria	para	permitir	el
funcionamiento	del	sistema	eléctrico	de	los	automóviles.	Cabe	agregar	que,
por	 la	propia	naturaleza	de	 los	productos	que	distinguen	 los	 signos,	 éstos
poseen	líneas	de	distribución	y	ventas	diferenciados.	Así,	los	productos	que
distingue	el	signo	solicitado	difícilmente	podrán	ser	ubicados	y	adquiridos
en	 las	 tiendas	 especializadas	 donde	 generalmente	 se	 brinda	 servicio
eléctrico	a	vehículos.	De	otro	lado,	la	sala	no	encuentra	que	exista	afinidad
tecnológica	 entre	 los	 equipos	 y	 procesos	 que	 se	 requieren	 para	 la
fabricación	 de	 uno	 y	 otro	 producto.	 Asimismo,	 el	 tipo	 de	 especialización
requerido	para	fabricar	y	distribuir	cada	tipo	de	productos	es	muy	distinto.
En	el	caso	del	titular	de	la	marca	registrada,	el	hecho	que	la	denominación
de	 la	 empresa	 contenga	 la	 denominación	 Batteries	 indica	 una	 vocación
empresarial	dirigida	a	la	fabricación	específicamente	de	baterías,	pero	muy
distanciada	del	producto	distinguido	con	el	signo	solicitado,	de	lo	que	puede
inferirse	 razonablemente	 que	 el	 rubor	 de	 sus	 actividades	 (o	 sus
posibilidades	de	expansión)	no	se	encuentran	dirigidos	a	 la	 fabricación	de
cables	de	fibra	óptica.	Si	bien	la	sala	no	cuenta	con	la	información	pertinente
sobre	 los	 productos	 que	 realmente	 ofrece	 en	 la	 actualidad	 el	 titular	 de	 la
marca,	los	puntos	mencionados	anteriormente	obligan	a	pensar	que	es	muy
remota	la	posibilidad	de	que	se	dedique	a	la	fabricación	y	venta	de	cables	de
fibra	 óptica.	 En	 tal	 sentido,	 la	 sala	 considera	 que	 dichos	 productos	 no
compiten	 directamente	 en	 el	mercado	 por	 una	misma	 clientela”.	 (R.	 043-
1999-TPI-Indecopi.	19.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—No	es	lo	mismo	la	reproducción,	la	imitación,
la	 traducción	 y	 la	 trascripción	 de	 una	 marca.	 “Si	 bien	 es	 cierto	 que
expresiones	 tales	 como	 reproducción,	 imitación	 y	 trascripción	 son
empleadas	algunas	veces	 en	el	 lenguaje	 cotidiano	 como	sinónimos,	 la	 sala
conviene	 en	 precisar	 que	 dichos	 términos	 también	 son	 utilizados	 en
contextos	 distintos	 para	 resaltar	 un	 aspecto	 instrumental	 o	 material
diferente.	Al	 respecto,	 cabe	precisar	el	 significado	conceptual	de	 cada	uno
de	estos	términos.	Se	entiende	por	reproducción	a	la	cosa	que	reproduce	o
copia	un	original,	 copia	de	un	 texto,	una	obra	u	objeto	de	arte	conseguida
por	medios	mecánicos.	En	consecuencia,	la	reproducción	tiene	lugar	cuando
se	copia	un	modelo	a	través	de	procedimientos	manuales	o	mecánicos,	tales
como	 el	 calco,	 la	 fotocopia	 o	 el	 scanner	 con	 el	 resultado	 de	 obtener	 una
presentación	idéntica	al	modelo.	En	tal	sentido,	se	entenderá	que	un	signo
constituye	la	reproducción	de	una	marca	notoriamente	conocida	cuando	sea
idéntico	o	exacto	a	ésta.	Se	entiende	por	 imitación	aquello	que	produce	el
mismo	efecto.	Ejecutar	una	cosa	a	ejemplo	o	semejanza	de	otra.	Así,	un	signo
será	 la	 imitación	 de	 una	 marca	 notoriamente	 conocida	 cuando	 ambos
produzcan	la	misma	impresión	fonética	y/o	gráfica	en	la	mente	del	público
consumidor.	Una	 imitación	se	daría	en	el	caso	de	existir	una	previa	marca
registrada	 como	 Tabul	 al	 pretender	 registrar	 una	 nueva	 como	 Tablul.	 Se
entiende	por	traducción	la	acción	o	efecto	de	expresar	en	una	lengua	lo	que
está	escrito	o	se	ha	expresado	antes	en	otra	o	la	interpretación	que	se	da	a
un	 texto.	 Se	 considerará	 que	 un	 signo	 es	 la	 traducción	 de	 una	 marca
notoriamente	 conocida	 cuando	 la	 contenga	 expresada	 en	 otro	 idioma	 o
lenguaje	 como	 sería	 el	 caso	 de	 pretender	 registrar	 la	 marca	 Días	 Felices
existiendo	 una	 marca	 notoria	 como	 Happy	 Days	 o	 Memoirs	 si	 existe
Memorias.	Cabe	precisar	que	la	traducción	se	aplica	en	el	caso	de	las	marcas
notorias	 denominativas	 o	 donde	 el	 elemento	 denominativo	 es
preponderante.	Se	entiende	por	trascripción	copiar	en	una	parte	lo	escrito
en	otra,	o	escribir	en	un	sistema	de	caracteres	 lo	que	está	escrito	en	otro.
Frente	a	 ello,	 se	 entenderá	que	existe	 trascripción	parcial	 cuando	el	 signo
solicitado	adopte	ciertos	elementos	de	la	marca	notoriamente	conocida.	Por
otro	lado,	existirá	trascripción	total	cuando	el	signo	solicitado	constituya	la
marca	notoria	escrita	en	caracteres	alfabéticos	distintos.	Un	ejemplo	de	ello
sería	la	trascripción	a	nuestro	alfabeto	de	una	marca	notoriamente	conocida
consignada	en	 letras	del	 alfabeto	 griego	o	 en	 caracteres	 chinos	o	 cirílicos.
También	cuando	se	reproduzca	parcialmente	elementos	figurativos	de	una
marca	 y	 se	 omitan	 las	 expresiones	 denominativas”.	 (R.	 207-1999/TPI-
Indecopi.	15.02.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 familia	 de	 marcas	 indica	 un	 origen
empresarial	común.	“Muchas	 empresas	 suelen	 distinguir	 diferentes	 tipos
(géneros	o	especies)	de	productos	de	su	línea	de	producción	con	un	término
(palabra/partícula/figura)	común	que	forma	parte	de	las	marcas	de	dichos
productos.	 Este	 elemento	 común	 (que	 puede	 ser	 un	 prefijo,	 sufijo	 o	 una
figura)	 es	 modificado	 mediante	 la	 adhesión	 de	 otras	 sílabas,	 palabras	 o
elementos	figurativos.	De	esta	práctica	resulta	que	un	signo	que	contenga	el
elemento	 común	 sea	 considerado	 por	 el	 público	 consumidor	 como	 una
variación	más	de	 los	 signos	del	 titular	 anterior	 y,	 en	 consecuencia,	 asume
que	 todos	 ellos	 provienen	 del	mismo	origen	 empresarial.	 Se	 admitirá	 que
hay	confusión	de	un	signo	distintivo	solicitado	con	respecto	a	una	familia	de
marcas	 si	 están	 presentes	 las	 siguientes	 condiciones,	 cuyo	 cumplimiento
debe	ser	 riguroso:	a)	El	 elemento	común	debe	poseer	 tal	 fuerza	distintiva
que	sirva	para	indicar	el	origen	empresarial	del	titular.	El	elemento	común
debe	 por	 sí	 mismo	 ser	 capaz	 de	 identificar	 el	 origen	 empresarial,	 de	 tal
forma	 que	 el	 público	 crea	 que	 todos	 los	 signos	 que	 lleven	 este	 elemento
común	 provienen	 del	 mismo	 origen	 empresarial.	 Sólo	 en	 estos	 casos	 el
público	 considerará,	 a	 pesar	 de	 que	 la	 impresión	 en	 conjunto	 del	 signo
solicitado	 sea	 diferente,	 que	 éste	 es	 parte	 de	 una	 familia	 de	 marcas.	 Un
elemento	común	poseerá	por	lo	general	por	sí	mismo	carácter	distintivo	si
el	 público	 se	 ha	 acostumbrado	 a	 que	 diversos	 productos	 o	 servicios	 del
titular	sean	distinguidos	con	el	mismo	elemento	común.	Sin	embargo,	no	es
indispensable	que	el	titular	tenga	como	práctica	usual	identificar	sus	líneas
de	productos	con	el	 signo	que	 lleve	el	 elemento	común.	En	algunos	casos,
puede	ser	que	el	elemento	común	sea	tan	característico	y	distintivo	que	se
haya	impuesto	en	el	mercado	de	forma	tal	que	basta	que	sólo	lo	haya	usado
en	un	signo	para	que	su	uso	en	signos	posteriores	haga	creer	al	público	que
ambas	provienen	de	 la	misma	empresa.	En	 todo	caso,	 si	el	público	aún	no
está	 acostumbrado	al	uso	de	diferentes	 signos	que	 contengan	el	 elemento
común,	los	requisitos	a	exigirse	para	aceptar	la	existencia	de	una	familia	de
marcas	serán	más	rigurosos.	B)	El	signo	solicitado	lleva	el	elemento	común.
No	es	necesaria	la	identidad	del	elemento	común	en	el	signo	solicitado,	pero
sí	por	lo	menos	que	éste	aparezca	en	forma	muy	semejante.	Por	lo	general,
el	 público	 consumidor	 de	 los	 correspondientes	 productos	 no	 podrá
comparar	ambos	signos	uno	al	costado	del	otro.	Más	bien	debe	partirse	del
hecho	que	el	signo	que	el	consumidor	en	un	momento	determinado	tenga	al
frente	va	a	ser	confrontado	con	el	recuerdo	más	o	menos	vago	que	él	guarde
del	signo	anteriormente	percibido.	Pequeñas	variaciones	que	no	modifican
substancialmente	el	elemento	común	y	que	no	son	percibidas	por	el	público
consumidor	o	que	puedan	ser	consideradas	como	un	error	en	la	impresión
no	alteran	 la	 impresión	en	conjunto	de	 los	signos.	En	consecuencia,	 si	dos
signos	 llevan	 el	mismo	 elemento	 común	 se	 determinará	 por	 la	 impresión
que	ellos	 causen	en	 los	 consumidores	o	 cómo	son	ellos	percibidos	por	 los
consumidores.	 Para	 ello	 también	 se	 tendrá	 en	 cuenta	 la	 peculiaridad	 u
originalidad	 del	 elemento	 común	 y	 su	 independencia	 en	 relación	 a	 los
demás	 elementos	 que	 conforman	 los	 signos”.	 (R.	 010-1999-TPI-Indecopi.
11.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Indecopi	 sienta	 precedente	 de	 observancia
obligatoria	 para	 evaluar	 notoriedad	 de	 una	 marca	 y	 riesgo	 de
confusión.	 “(…)	 Establecer	 que	 la	 presente	 resolución	 constituye
precedente	de	observancia	obligatoria	(…)	entiéndase	que:
La	notoriedad	de	una	marca	debe	ser	acreditada	en	el	expediente	en	el	que
se	 invoca;	 así,	 quien	 alega	 la	 notoriedad	 de	 una	 marca	 debe	 probar	 tal
situación.	 Así,	 en	 virtud	 del	 principio	 de	 que	 la	 carga	 de	 la	 prueba
corresponde	 a	 la	 parte	 que	 alega	 la	 notoriedad	 de	 la	 marca,	 ésta	 será	 la
primera	 interesada	 en	 aportar	 los	 medios	 probatorios	 que	 logren	 crear
convicción	 en	 la	 autoridad	 administrativa	 respecto	 a	 la	 notoriedad
invocada.
Las	marcas	cuya	notoriedad	se	acredite	deben	gozar	de	una	protección	más
amplia	que	las	marcas	comunes;	si	bien	los	criterios	para	evaluar	el	posible
riesgo	de	confusión	entre	un	signo	y	una	marca	notoria	son	los	mismos	que
se	 utilizan	 entre	 marcas	 comunes	 tratándose	 de	 marcas	 notorias,	 tales
criterios	deben	ser	aplicados	de	manera	más	estricta.
La	 protección	 especial	 que	 se	 da	 a	 las	 marcas	 notoriamente	 conocidas
rompe	 los	 principios	 de	 especialidad	 y	 territorialidad.	 Así,	 respecto	 al
principio	 de	 especialidad,	 dicha	 protección	 se	 extiende	 a	 los	 productos	 o
servicios,	 con	 independencia	 de	 la	 clase	 a	 la	 cual	 pertenezcan,	 yendo	más
allá	de	las	pautas	generales	para	el	establecimiento	de	conexión	competitiva
entre	los	productos/servicios	de	los	signos	sub	litis.	En	cuanto	al	principio
de	territorialidad,	debe	tenerse	en	cuenta	que	determinar	si	una	marca	goza
de	 la	 calidad	 de	 notoriamente	 conocida,	 no	 es	 necesario	 su	 uso	 real	 y
efectivo	al	momento	de	ser	evaluada,	asimismo,	 tampoco	es	necesario	que
dicha	marca	se	encuentre	registrada	o	vigente	en	el	registro.
En	cuanto	a	la	figura	de	la	dilución	del	poder	distintivo	de	la	marca	notoria,
si	bien	la	doctrina	siempre	ha	señalado	que	la	figura	jurídica	de	la	dilución
sólo	 se	 aplica	 a	 marcas	 renombradas,	 atendiendo	 a	 lo	 expuesto	 por	 el
Tribunal	 Andino,	 ésta	 también	 debe	 ser	 analizada	 cuando	 se	 haya
reconocido	que	una	marca	goza	de	la	condición	de	notoria,	dado	que	en	la
actual	 norma	 andina	 –entiéndase	 la	 Decisión	 486–	 no	 se	 hace	 distinción
entre	marcas	notorias	y	renombradas.
La	 figura	 jurídica	 de	 la	 dilución	 acoge	 un	 supuesto	 excepcional	 de
protección	en	el	derecho	de	marcas,	en	virtud	del	cual	se	procura	evitar	que
la	 asociación	 marca	 –producto	 o	 marca–	 servicio	 se	 rompa	 debido	 a	 la
utilización	por	parte	de	terceros	del	mismo	signo	o	de	uno	muy	similar	para
productos	o	servicios	de	distinta	naturaleza.
En	cuanto	a	la	figura	del	aprovechamiento	injusto	del	prestigio	de	la	marca
notoria,	la	sala	considera	que	cuando	un	tercero	aplica	una	marca	notoria	a
sus	propios	productos	o	servicios	sin	contar	con	la	autorización	del	titular,
surge	el	aprovechamiento	 indebido	del	prestigio	de	 la	marca	notoria,	 toda
vez	que	el	usuario	de	la	marca	obtiene	un	beneficio	sin	contribuir	al	pago	de
los	 costes	 necesarios	 para	 la	 creación	 y	 consolidación	 de	 esa	 imagen
positiva.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 2951-2009/TPI-Indecopi,	 nov.	 09/2009.	 Pres.
Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 características	 que	 recuerda	 el
consumidor	 sirven	 para	 determinar	 la	 semejanza	 de	 dos	 signos.	 “(...)
Para	determinar	si	dos	signos	son	semejantes,	es	práctica	de	esta	sala	partir
de	 la	 impresión	 en	 conjunto	 que	 cada	 uno	 de	 ellos	 pueda	 suscitar	 en	 el
público	 consumidor	 de	 los	 correspondientes	 productos	 o	 servicios.	 Por	 lo
general,	el	consumidor	no	podrá	comparar	ambos	signos	simultáneamente.
Más	bien	el	signo	que	tenga	al	frente	en	un	momento	determinado	va	a	ser
confrontado	 con	 el	 recuerdo	 más	 o	 menos	 vago	 que	 guarde	 del	 signo
anteriormente	percibido.	Por	ello,	al	 comparar	dos	signos	distintivos	debe
considerarse	 principalmente	 aquellas	 características	 que	 puedan	 ser
recordadas	por	el	público	consumidor.	(...).
En	 el	 caso	 de	 los	 lemas	 comerciales,	 el	 examen	 comparativo	 debe
efectuarse	en	función	del	contenido	total	que	expresan,	esto	es,	del	mensaje
publicitario	que	encierran	y	no	en	función	de	las	características	de	carácter
fonético.	 Es	 así	 que	 dos	 lemas	 distintos	 en	 su	 escritura	 y	 pronunciación
pueden	contener	el	mismo	mensaje	publicitario	y	por	tanto	ser	semejantes	y
confundibles	entre	sí.
En	el	presente	caso,	corresponde	realizar	el	examen	comparativo	entre	el
lema	comercial	solicitado	Golazo	de	sabor	y	el	lema	registrado	Un	golazo	del
sabor	(...).
Por	 las	razones	expuestas,	d[s]e	determina	que	 la	similitud	conceptual	de
los	 lemas	confrontados	determina	que	existe	riesgo	de	 inducir	a	confusión
al	 público	 usuario.	 (...).”	 (TDC,	 R.	 2115-2011/TPI-Indecopi,	 oct.	 30/2011.
Pres.	Escobedo	Ferradas)
D.	Leg.	1075
ART.	 46.—Signos	 denominativos.	 Tratándose	 de	 signos	 denominativos,
en	 adición	 a	 los	 criterios	 señalados	 en	 el	 artículo	 45	 de	 este	 decreto
legislativo,	se	tendrá	en	cuenta	lo	siguiente:
a)	la	semejanza	gráfico-fonética;
b)	la	semejanza	conceptual;	y,
c)	 si	 el	 signo	 incluye	 palabras	 genéricas	 y/o	 descriptivas,	 se	 realizará	 el
análisis	sobre	la	palabra	o	palabras	de	mayor	fuerza	distintiva.
JURISPRUDENCIA.—Perceptibilidad,	 distintividad	 y	 posibilidad	 de
representación	 gráfica	 determinan	 riesgo	 de	 confusión	 entre	 distintos
signos	 comerciales.	 “(…)	 para	 determinar	 si	 existe	 riesgo	 de	 confusión
entre	el	 signo	pendiente	de	registro,	 respecto	de	uno	ya	registrado	o	cuya
solicitud	 está	 en	 trámite,	 es	 necesaria	 la	 interrelación	 de	 determinados
requisitos:	 La	 perceptibilidad,	 que	 es	 la	 cualidad	 del	 signo	 de	 poder	 ser
aprehendido	 por	 los	 consumidores	 o	 usuarios	 a	 través	 de	 los	 sentidos	 ya
que	 siendo	 la	 marca	 un	 bien	 inmaterial	 para	 que	 pueda	 ser	 captada	 y
apreciada	es	necesario	que	 lo	abstracto	pase	a	ser	una	 impresión	material
identificable,	 soportada	 en	una	o	más	 letras,	 números,	 palabras,	 dibujos	u
otros	elementos	 individual	o	 conjuntamente	estructurados	a	 fin	de	que,	al
ser	 aprehendido	 por	 medios	 sensoriales	 y	 asimilada	 por	 la	 inteligencia
permanezca	 en	 la	 mente	 de	 los	 consumidores	 o	 usuarios	 del	 producto	 o
servicio	que	pretende	distinguir	y	de	tal	manera	pueda	ser	seleccionada	con
facilidad	 (…)	 otro	 requisito	 es	 el	 de	 distintividad	 que	 es	 la	 capacidad	 que
tiene	 un	 signo	 para	 individualizar,	 identificar	 y	 diferenciar	 en	 el	mercado
unos	productos	o	servicios	de	otros,	haciendo	posible	que	el	consumidor	o
usuario	 los	 seleccione	 radicando	 ahí	 el	 sustento	 de	 la	 función	 esencial	 de
una	marca,	que	es	la	de	identificar	los	productos	o	servicios	de	una	persona
natural	o	jurídica	con	relación	a	productos	o	servicios	idénticos	de	otra	en	el
mercado,	posibilitando	 la	elección	por	parte	del	público	 consumidor	de	 lo
que	satisfaga	sus	necesidades,	por	lo	que	el	examen	comparativo	no	se	basa
en	el	hecho	de	que	una	denominación	 incluya	 términos	de	otra	 sino	de	 lo
que	se	trata	es	de	determinar,	considerando	los	signos	en	su	integridad,	si
éstos	 producen	 confusión	 en	 su	 impresión	 en	 conjunto	 ya	 sea	 porque	 los
elementos	comunes	no	pierden	su	individualidad	dentro	de	la	nueva	marca
o	si	los	elementos	adicionales	de	ésta	respecto	de	la	otra	son	irregistrables
(por	genéricos	o	descriptivos)	o	no	le	otorgan	la	distintividad	requerida	(…)
Por	último,	ser	susceptible	de	representación	gráfica,	que	es	la	aptitud	que
tiene	 un	 signo	 de	 ser	 descrito	 en	 palabras,	 imágenes,	 fórmulas	 u	 otros
soportes,	 es	 decir,	 en	 algo	 perceptible	 para	 ser	 captado	 por	 el	 público
consumidor.	 (…)”	 (C.S.,	 Cas.	 3304-2007-Lima,	 ene.	 22/2009.	 V.	 P.	 Salas
Villalobos)
JURISPRUDENCIA.—El	derecho	de	marca	trata	de	proteger	a	su	 titular
en	 la	 publicidad	 que	 haga	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 elabora
distribuye	o	vende.	“(…)	el	 segundo	párrafo	del	artículo	noveno	de	 la	Ley
General	 de	 Sociedades	 establece	 que	 no	 se	 puede	 adoptar	 una
denominación	completa	o	abreviada	o	una	razón	social	igual	o	semejante	a
la	 de	 otra	 sociedad	 preexistente,	 salvo	 cuando	 se	 demuestre	 legitimidad
para	ello	(…)	a	diferencia	de	las	sociedades	mercantiles	que	se	forman	por	la
concurrencia	 de	 dos	 o	 más	 personas	 que	 se	 obligan	 a	 poner	 en	 común
dinero	o	bienes,	con	el	propósito	de	desarrollar	una	actividad	con	fines	de
lucro,	 la	marca	es	un	signo	distintivo,	que	es	un	elemento	de	 la	propiedad
industrial	manifestado	de	forma	material,	destinada	a	diferenciar	productos
de	 la	 industria,	 del	 comercio	 del	 trabajo,	 y	 servicios,	 asimilándose	 éste
último	 caso	 a	 los	 nombres	 comerciales	 con	 el	 propósito	 de	 que	 los
productos	o	servicios	sobre	los	que	recae	la	marca	gocen	de	la	ventaja	de	no
confundirse	con	otros	similares	(…)	en	ese	sentido,	mientras	la	prohibición
contenida	 en	 el	 artículo	 noveno	 citado,	 alcanza	 a	 sociedades	 de	 la	misma
clase,	 sociedades	 de	 diferente	 clase	 o	 régimen	 anteriormente	 inscrita	 e
incluso	a	la	de	una	empresa	individual	de	responsabilidad	limitada,	porque
cualquier	 sociedad	 o	 empresa	 individual	 de	 responsabilidad	 limitada,
puede,	 en	 el	 futuro,	 adoptar	 el	 régimen	 de	 otra	 por	 transformación;	 del
mismo	 modo,	 el	 derecho	 de	 marca	 trata	 de	 proteger	 a	 su	 titular	 en	 la
publicidad	que	haga	de	 los	productos	o	 servicios	que	elabora	distribuye	o
vende,	permitiéndole	la	identificación	de	los	mismos	por	medio	de	la	marca
registrada,	 pero	 al	 mismo	 tiempo	 el	 derecho	 de	 marca	 garantiza	 al
consumidor	la	esperada	calidad	del	producto.”	(C.S.,	Cas.	1890-01-Lima,	oct.
15/2001.	S.	S.	Echevarría	A)
JURISPRUDENCIA.—En	 el	 derecho	 societario	 como	 en	 el	 derecho
marcario	 existen	 denominaciones	 que	 pueden	 ser	 utilizadas
indistintamente,	 siempre	 que	 no	 causen	 confusión	 en	 el	 consumidor	 o
generen	 competencia	 desleal.	 “(…)	 sin	 embargo,	 tanto	 en	 el	 derecho
societario	 como	 en	 el	 derecho	 marcario,	 existen	 denominaciones	 que
pueden	 ser	 utilizados	 indistintamente	 para	 identificar	 tanto	 a	 personas
jurídicas	como	a	productos	o	servicios,	siempre	que	no	se	cause	confusión
en	 el	 consumidor	 o	 genere	 una	 competencia	 desleal	 entre	 las	 empresas,
siendo	 dichas	 denominaciones	 las	 que	 tienen	 un	 alcance	 genérico	 (…)	 en
efecto	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	los	artículos	ochentidós	inciso	e)
y	 ciento	 ventiocho	 de	 la	 Decisión	 número	 trescientos	 cuarentidós	 y	 del
artículo	 ciento	 veintinueve	 inciso	 e)	 del	 Decreto	 Legislativo	 ochocientos
veintitrés,	se	encuentra	proscrito	el	registro	de	los	signos	que	en	el	lenguaje
corriente	o	en	el	uso	comercial	del	país,	sea	una	designación	común	o	usual
de	 los	productos	o	servicios	de	que	se	 trate	 (…)”	 (C.S.,	Cas.	1890-01-Lima,
oct.	15/2001.	S.	S.	Echevarría	A)
JURISPRUDENCIA.—No	 es	 posible	 registrar	 signos	 del	 lenguaje	 común
como	 denominaciones	 comerciales.	 “(…)	 en	 ese	 sentido	 se	 tiene	 que	 el
término	maquinarias	es	un	término	genérico,	utilizado	para	designar	tanto
objetos	 como	 actividades,	 sin	 que	 por	 sí	 sola	 represente	 productos	 o
servicios,	 o	 identifique	 a	 determinada	 persona	 jurídica,	 por	 lo	mismo,	 no
puede	 ser	 considerada	 como	 nombre	 propio	 y	 que	 su	 inscripción	 como
parte	 integrante	 de	 una	 denominación	 específica	 genere	 derechos
exclusivos	a	su	titular,	con	respecto	al	uso	de	dicha	denominación	genérica
(maquinarias)	 (…)	 en	 consecuencia,	 si	 bien	 las	 instancias	 de	 mérito
concluyen,	 de	 que	 existen	 semejanza	 entre	 la	 denominación	 social	 de	 la
demandante	 con	 la	 de	 la	 recurrente,	 sin	 embargo	 ha	 efectuado	 una
interpretación	errónea	del	artículo	noveno	de	la	Ley	General	de	Sociedades,
al	 hacer	 una	 interpretación	 restrictiva	 y	 asistemática	 de	 la	 norma,	 sin
considerar	que	 la	 salvedad	a	que	alude	 la	misma	norma,	 con	 relación	a	 la
legitimidad,	 deriva	 de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 ochentidós	 inciso	 e)	 y
ciento	veintiocho	de	 la	Decisión	número	 trescientos	cuarentidós,	así	 como
también,	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 ciento	 veintinueve	 inciso	 e)	 del
Decreto	Legislativo	ochocientos	veintitrés,	normas	que	han	sido	inaplicadas
en	la	recurrida.”	(C.S.,	Cas.	1890-01-Lima,	oct.	15/2001.	S.	S.	Echevarría	A)
JURISPRUDENCIA.—Similitudes	 gráficas	 y	 fonéticas	 de	 las	 marcas
pueden	ocasionar	confusión	en	el	consumidor.	“(…)	 la	marca,	no	viene	a
ser	 otra	 cosa	 que	 el	 signo	 utilizado	 para	 la	 identificación	 de	 productos	 o
servicios	que	se	ofertan	en	el	mercado	y	que	sirven	para	su	identificación	y
diferenciación	respecto	de	otros	productos	o	servicios	de	la	misma	especie;
constituye	 un	 bien	 inmaterial	 que	 goza	 de	 protección	 jurídica	 por	 la
legislación	nacional	y	supranacional	(…)	la	protección	del	derecho	sobre	la
marca	registrada,	tiene	singular	importancia	tanto	en	la	legislación	nacional
como	en	la	supranacional	(…)	en	prevención	del	riesgo	de	confusión	que	se
pudiera	ocasionar	 en	 el	 público	 consumidor,	 la	 coexistencia	de	marcas	de
producto	 idénticas	 o	 similares	 (…)	 para	 los	 fines	 del	 caso	 que	 nos	 ocupa,
sólo	resta	dilucidar	si	existe	riesgo	de	confusión	entre	los	signos	en	conflicto
(…)	 en	 el	 presente	 caso,	 este	 tribunal	 supremo	 considera,	 que	 de	 la
apreciación	 sucesiva	 de	 los	 signos	 confrontados,	 y	 teniendo	 en
consideración	la	impresión	en	conjunto	de	las	marcas,	poniendo	más	énfasis
en	sus	semejanzas	que	en	sus	diferencias,	queda	claro	que	existen	notables
similitudes	 gráficas	 como	 fonéticas,	 que	pueden	ocasionar	 confusión	 en	 el
público	 consumidor;	 pues	 en	 el	 signo	 solicitado	 el	 elemento	 resaltante
constituye	 el	 término	 Kristal,	 en	 tanto,	 que	 el	 término	 complementario
uniformes	está	asociado	a	la	clase	de	productos	que	pretende	distinguir,	por
ello	el	consumidor	medio	de	este	tipo	de	productos	podría	asimilar	que	se
trata	de	productos	que	tienen	un	mismo	origen	empresarial;	este	riesgo	de
confusión	entre	el	público	consumidor	se	torna	más	evidente,	si	se	tiene	en
cuenta	 el	 carácter	 de	 marca	 notoriamente	 conocida	 de	 Cristal	 (…).”	 (C.S.,
Cas.	2804-2007-Lima,	nov.	13/2008.	V.	P.	Ferreira	Vildózola)
RESOLUCIÓN	DE	INDECOPI.—Identidad	fonética	de	dos	marcas	no	basta
para	sustentar	riesgo	de	asociación	en	el	consumidor.	“(…)	El	riesgo	de
confusión	debe	analizarse	teniendo	en	cuenta	 la	 interrelación	de	todos	 los
elementos:	productos	-	servicios,	signos	y	fuerza	distintiva	de	los	signos.	Así,
puede	 ser	 que	 ante	 marcas	 idénticas,	 en	 caso	 que	 la	 marca	 registrada
anterior	 tenga	 una	 fuerza	 distintiva	 muy	 grande,	 aun	 con	 una	 lejana
conexión	competitiva,	se	determine	que	existe	riesgo	de	confusión.	Por	otro
lado,	 ante	productos	 idénticos	 cualquier	 similitud	de	 los	 signos	puede	 ser
suficiente	para	que	exista	un	riesgo	de	confusión.	Asimismo,	puede	ser	que	a
pesar	 de	 la	 similitud	 de	 los	 signos	 y	 aunque	 se	 determine	 que	 existe
similitud	 o	 conexión	 competitiva	 entre	 los	 productos	 no	 se	 determine	 un
riesgo	de	confusión	si	la	marca	registrada	anterior	es	muy	débil,	por	lo	que
la	protección	es	muy	limitada.	(…)
Realizado	el	examen	comparativo	entre	los	elementos	relevantes	del	signo
solicitado	y	de	la	marca	notoria	Cristal,	desde	el	punto	de	vista	fonético,	se
advierte	 que	 son	 idénticos	 (Krystal/Cristal).	 (…)	 En	 consecuencia,	 a	 pesar
de	 la	 identidad	 fonética,	 dada	 las	 diferencias	 gráficas	 y	 la	 inexistencia	 de
similitud	o	 conexión	competitiva	entre	 los	productos	a	que	se	 refieren	 los
signos	 en	 cuestión,	 su	 coexistencia	 en	 el	mercado	 no	 inducirá	 a	 riesgo	 de
confusión	al	consumidor.	Asimismo,	debido	a	la	naturaleza	y	finalidad	de	los
productos	antes	mencionados,	 los	signos	no	resultan	capaces	de	causar	un
riesgo	 de	 asociación	 en	 el	 consumidor.	 (Indecopi,	 R.	 0159-2004/TPI-
Indecopi,	abr.	04/2004.	Luis	Alonso	García	Ñ.)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—En	 el	 examen	 comparativo	 se	 analiza	 la
semejanza	 fonética,	 gráfica	 y	 conceptual.	 “Realizado	 el	 examen
comparativo	entre	los	signos	en	cuestión	se	aprecia,	desde	el	punto	de	vista
fonético,	 que	 los	 términos	 Optimice	 y	 Optimisa	 presentan	 una	 similar
secuencia	y	distribución	de	vocales	y	de	 consonantes,	diferenciándose	 tan
solo	en	sus	últimas	sílabas	(CE-SA),	lo	cual,	a	criterio	de	esta	sala,	no	resulta
suficiente	 para	 establecer	 la	 distintividad	 de	 los	 signos,	 toda	 vez	 que,
conforme,	 la	 sala	 lo	 ha	 venido	 sosteniendo,	 en	 el	 plano	 fonético	 por	 lo
general	 el	 consumidor	 presta	mayor	 atención	 a	 los	 primeros	 fonemas	 del
signo	 (OP-TI-MI),	 percibiendo	 con	 menor	 facilidad	 las	 diferencias	 que	 se
puedan	presentar	en	los	fonemas	restantes.	Desde	el	punto	de	vista	gráfico,
las	denominaciones	Optimice	y	Optimisa	comparten	casi	la	totalidad	de	sus
letras,	las	mismas	que	están	ubicadas	en	una	misma	posición	(O-P-T-I-M-I),
hecho	que	determina	que	la	apreciación	visual	de	conjunto	de	los	signos	sea
similar.	 En	 el	 aspecto	 conceptual	 se	 tiene	 que	 tanto	 el	 signo	 solicitado
Optimice	como	la	marca	registrada	son	conjugaciones	del	verbo	optimizar,
esto	es,	 se	refieren	a	uno	de	 los	objetivos	de	 toda	actividad	económica.	Es
por	ello	que,	conforme	se	aprecia	del	informe	de	antecedentes,	las	empresas
utilizan	expresiones	similares	para	referirse	a	las	ventajas	que	representan
los	servicios	que	prestan,	razón	por	la	cual	dicho	vocablo	constituye	además
un	término	débil	en	relación	a	los	servicios	comprendidos	en	la	Clase	42	de
la	nomenclatura	oficial.	Por	lo	expuesto,	atendiendo	a	que	existe	similitud	o
conexión	 competitiva	 entre	 los	 servicios	 que	 distinguen	 los	 signos	 en
cuestión	 y	 dadas	 las	 semejanzas	 fonéticas,	 gráficas	 y	 conceptuales	 de	 los
signos,	la	sala	considera	que	su	coexistencia	en	el	mercado	es	susceptible	de
causar	 confusión	 en	 el	 público	 consumidor”.	 (R.	 016-1999-TPI-Indecopi.
11.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Pueden	 coexistir	 signos	 que	 distinguen
productos	 similares	 si	 tienen	 diferencias	 fonéticas,	 gráficas	 y
conceptuales.	 “Cabe	 señalar	 que	 los	 términos	 Plast	 (proveniente	 de
“plástico”)	 y	 Duit	 (proveniente	 del	 término	 inglés	 “conduit”	 que	 significa
“conductor”)	 resultan	 ser	 términos	 evocativos	 de	 las	 características	 o
funciones	de	los	productos	de	la	clase	correspondiente	de	la	nomenclatura
oficial.	 En	 tal	 sentido,	 constituyen	 términos	 débiles,	 por	 lo	 que	 la	 marca
registrada	 Plasduit	 debe	 soportar	 la	 coexistencia	 de	 otros	 signos	 que
contengan	en	su	conformación	dichos	elementos,	siempre	que	estos	nuevos
signos	 contengan	 características	 propias	 que	 determinen	 su	 distintividad
respecto	 a	 la	marca	 registrada.	 Realizado	 el	 examen	 comparativo	 entre	 el
signo	 solicitado	Paz-Duit	 y	 la	marca	 registrada	Plasduit	 se	puede	 apreciar
que,	 desde	 el	 punto	 de	 vista	 fonético,	 si	 bien	 comparten	 la	 partícula	Duit,
difieren	 en	 sus	 partículas	 iniciales,	 ya	 que	 la	 presencia	 de	 la	 letra	 L	 en	 la
primera	 sílaba	 de	 la	marca	 registrada	 le	 otorga	 a	 ésta	 un	 sonido	 fuerte	 a
diferencia	de	la	palabra	Paz	cuyo	sonido	es	más	suave,	lo	que	determina	que
tengan	una	pronunciación	diferente.	Desde	el	punto	de	vista	gráfico,	si	bien
ambos	signos	presentan	el	término	Duit,	los	signos	están	compuestos	por	un
número	distinto	de	letras	(7/8)	y	términos	(dos	y	uno),	además	en	el	signo
solicitado	presenta	un	guión	que	separa	los	dos	términos	que	lo	conforman,
lo	cual	provoca	que	los	signos	en	su	conjunto	tengan	una	impresión	visual
diferente.	 Desde	 el	 punto	 de	 vista	 conceptual,	 se	 advierte	 que	 la
denominación	 Paz	 tiene	 un	 significado	 propio	 (tranquilidad,	 quietud),
mientras	 que	 el	 término	Plas	 (que	 compone	 a	 la	marca	 registrada)	 puede
evocar	en	el	consumidor	la	idea	del	material	plástico.	Por	lo	tanto,	se	puede
apreciar	 que	 los	 signos	 en	 cuestión	 tienen	 conceptos	 distintos,	 lo	 que
contribuye	 a	 su	 distinción.	 En	 virtud	 de	 las	 consideraciones	 anteriores,	 la
sala	 determina	 que	 no	 obstante	 distinguir	 productos	 similares,	 las
diferencias	 fonéticas,	 gráficas	 y	 conceptuales	 existentes	 entre	 los	 signos
permiten	 su	 coexistencia	 en	 el	mercado	 sin	 inducir	 a	 confusión,	 directa	 o
indirecta,	al	público	consumidor”.	(R.	008-1999-TRI-SPI.	08.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 prohibición	 de	 registro	 de	 signos
descriptivos	 sólo	 comprende	 a	 los	 signos	 compuestos	 exclusivamente
por	dichos	términos.	“Los	signos	descriptivos	informan	directamente	a	los
consumidores	 acerca	 de	 las	 características	 del	 producto	 o	 servicio	 al	 que
pretende	 aplicarse,	 por	 lo	 tanto	 no	 deben	 ser	 registrados	 como	 marcas
porque	su	papel	no	consiste	en	indicar	el	origen	empresarial	de	un	producto
o	 servicio.	 La	 Decisión	 344	 en	 su	 artículo	 82	 inciso	 d)	 concordado	 con	 el
artículo	129	inciso	d)	del	Decreto	Legislativo	Nº	823	prohíbe	el	registro	de
indicaciones	 que,	 en	 el	 comercio,	 puedan	 servir	 para	 describir	 las
características	 de	 los	 productos	 o	 servicios.	 Así,	 se	 enumeran	 allí	 las
principales	 características	 sobre	 las	 que	 pueden	 informar	 las
denominaciones	o	representaciones	descriptivas	(calidad,	cantidad,	destino,
valor,	 lugar	 de	 origen	 y	 época	 de	 producción).	 La	 enumeración	 no	 es
exhaustiva	porque	concluye	con	una	pequeña	cláusula	general	 ‘(...)	u	otros
datos,	 características	 o	 informaciones	 de	 los	 productos	 o	 de	 los	 servicios
para	 los	 cuales	 ha	 de	 usarse’.	 Los	 signos	 descriptivos	 no	 deben	 ser
apropiados	 por	 una	 persona	 ya	 que	 si	 se	 permitiera	 el	 registro	 de	 dichas
denominaciones	 se	 concedería	 un	 derecho	 exclusivo	 sobre	 las	 mismas	 a
favor	de	un	competidor	singular,	lo	que	constituiría	una	barrera	de	acceso	al
correspondiente	 sector	 del	 mercado,	 equivalente	 al	 otorgamiento	 de	 un
monopolio	 sobre	 los	 correspondientes	 productos	 o	 servicios.	 En
consecuencia,	es	mejor	aquí	también	dejar	que	estas	denominaciones	sean
libremente	utilizadas	por	 todos	 los	 competidores	que	actúan	en	un	 sector
del	mercado.	De	lo	establecido	en	los	párrafos	precedentes	no	debe	inferirse
que	 toda	 indicación	 descriptiva	 de	 por	 sí	 es	 irregistrable.	 Antes	 bien,	 el
carácter	 descriptivo	 de	 un	 signo	 se	 determinará	 en	 relación	 con	 los
productos	o	 servicios	 a	distinguirse.	Por	ello,	puede	 suceder	que	un	 signo
por	 constituir	 una	 indicación	 descriptiva	 de	 determinados	 productos	 o
servicios	no	sea	registrable	en	relación	a	ellos,	pero	sí	lo	sea	con	respecto	a
otros	 productos	 o	 servicios.	 Dentro	 de	 la	 categoría	 de	 los	 términos
descriptivos	 pueden	 incluirse	 los	 adjetivos	 calificativos	 y	 las	 palabras	 o
expresiones	 laudatorias	 que	 elogian	 o	 califican	 en	 forma	 específica	 a	 los
productos	o	servicios	que	pretenden	distinguir.	La	sala	conviene	en	precisar
que	la	prohibición	de	registro	de	signos	descriptivos	sólo	comprende	a	 los
signos	 que	 exclusivamente	 están	 compuestos	 por	 dichos	 términos.	 En
consecuencia,	si	bien	por	ejemplo	el	término	descriptivo	Súper	no	puede	ser
reivindicado	 en	 forma	 aislada	 sí	 podría	 ser	 registrado	 en	 unión	 de	 otros
elementos	 que	 puedan	 otorgarle	 la	 suficiente	 capacidad	 distintiva	 y
diferenciadora	para	identificar	el	origen	empresarial	del	producto	o	servicio
a	que	se	apliquen”.	(R.	181-1999/TPI-Indecopi.	12.02.99)
D.	Leg.	1075
ART.	47.—Signos	figurativos.	Tratándose	de	signos	figurativos,	en	adición
a	 los	 criterios	 señalados	 en	 el	 artículo	 45	 de	 este	 decreto	 legislativo,	 se
tendrá	en	cuenta	lo	siguiente:
a)	Si	las	figuras	son	semejantes,	si	suscitan	una	impresión	visual	idéntica	o
parecida.
b)	Si	las	figuras	son	distintas,	si	evocan	un	mismo	concepto.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	marcas	gráficas	son	puramente	gráficas,
figurativas	y	 emblemáticas.	“La	marca	 gráfica	 se	 subdivide	 en	 tres	 tipos
diferenciados:	a)	La	marca	puramente	gráfica.	Constituida	por	imágenes	de
pura	fantasía.	Se	limita	a	suscitar	en	la	mente	de	los	consumidores	tan	sólo
la	imagen	del	correspondiente	signo	que	se	solicita	como	marca,	sin	asociar
la	misma	con	ningún	objeto	o	concepto	concreto	o	abstracto	(una	línea,	un
punto,	 manchones	 abstractos	 de	 color);	 b)	 La	 marca	 figurativa.	 No	 sólo
suscita	 en	 la	 mente	 de	 los	 consumidores	 una	 imagen	 visual	 sino	 que	 al
mismo	 tiempo	 evoca	 un	 determinado	 concepto.	 Estas	 marcas	 evocan	 el
concepto	 del	 cual	 es	 expresión	 gráfica	 la	 imagen	 que	 constituye	 la
correspondiente	marca	y	el	nombre	con	el	que	en	el	lenguaje	es	formulado
este	 concepto	 es	 también	 el	 nombre	 con	 el	 que	 es	 conocida	 la	 respectiva
figura	(una	persona	real	o	estilizada,	un	animal,	un	objeto	inanimado);	y	c)
Un	tercer	tipo	de	marcas	gráficas	se	da	en	supuestos	muy	excepcionales	en
que	la	marca	suscita	en	la	mente	del	consumidor	un	concepto	abstracto	(es
decir,	una	categoría	general	de	cosas	o	seres	vivos).	En	estos	casos	la	figura
contenida	en	la	marca	evoca	en	el	consumidor	un	concepto	concreto	del	que
se	 asciende,	 a	 través	 de	 una	 generalización,	 a	 un	 concepto	 abstracto	 y
superior	 que	 constituye	 el	 motivo	 de	 estas	 marcas.	 A	 esta	 categoría	 de
marcas	 gráficas	 pertenece	 la	 llamada	marca	 emblemática	 o	 emblema	 que
corresponde	 a	 las	 marcas	 que	 gozan	 de	 gran	 notoriedad	 o	 presentan	 un
carácter	 peculiar	 o	 singularmente	 original”.	 (R.	 010-1999-TPI-Indecopi.
11.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 formas	 tridimensionales	 del	 producto
pueden	 registrarse	 si	 no	 derivan	 de	 las	 características	 propias	 del
producto.	“Se	entiende	por	marca	tridimensional	a	aquella	constituida	por
formas	 particulares	 de	 los	 envases,	 recipientes,	 embalajes	 u	 otro
acondicionamiento	de	 los	productos	o	por	 la	 forma	de	 los	mismos.	A	 este
respecto,	 la	 Decisión	 344	 contiene	 disposiciones	 precisas	 para	 excluir	 del
registro	a	las	formas	que	no	pueden	constituir	una	marca.	Así,	el	artículo	82
inciso	 b)	 de	 la	 Decisión	 344	 concordado	 con	 el	 artículo	 129	 inciso	 b)	 del
Decreto	Legislativo	Nº	823	prohíbe	el	registro	de	 los	signos	que	consistan
en	 las	 formas	 usuales	 de	 los	 productos	 o	 de	 sus	 envases	 o	 en	 formas
impuestas	por	la	naturaleza	de	la	función	de	los	productos.	En	relación	con
las	 formas	 usuales	 de	 los	 productos,	 éstas	 se	 refieren	 a	 las	 formas	 de
presentación	 habitual	 de	 los	 mismos	 y	 no	 comprenden	 representaciones
peculiares	y	arbitrarias	de	 los	productos.	Es	de	precisar,	sin	embargo,	que
en	 el	 caso	 de	 estas	 últimas	 el	 ius	 prohibiendi	 tendría	 un	 ámbito	 muy
restringido:	 se	 reduciría	 a	 la	 facultad	 de	 prohibir	 a	 los	 terceros	 no
autorizados	 la	 producción	 exacta	 o	 cuasi-exacta	 de	 la	 representación
peculiar	 restringida	 como	 marca.	 La	 sala	 conviene	 en	 señalar	 que	 el
fundamento	 de	 la	 prohibición	 radica	 en	 que	 de	 otorgarse	 un	 derecho	 de
exclusiva	sobre	las	formas	usuales	de	un	género	de	productos	se	limitaría	a
los	competidores	la	posibilidad	de	usar	formas	necesarias	e	indispensables
de	 presentación	 y/o	 envase	 de	 los	 mismos,	 con	 lo	 cual	 se	 bloquearía	 el
acceso	 al	 mercado	 de	 competidores	 de	 este	 género	 de	 productos.	 En
relación	 con	 las	 formas	 impuestas	 por	 la	 naturaleza	 de	 la	 función	 de	 los
productos	 conviene	 precisar	 que	 éstas	 pueden	 ser:	 formas	 características
que	 suelen	 revestir	 los	 productos	 integrantes	 del	 género	 o	 categoría	 de
productos	 en	 relación	 con	 los	 cuales	 se	 presenta	 la	 solicitud	 de	 marca	 y
formas	 imprescindibles	 para	 que	 un	 producto	 posea	 ciertas	 cualidades	 o
satisfaga	determinadas	necesidades.	 Esta	prohibición	 se	 refiere	 a	 aquellos
casos	en	que	 la	 forma	se	debe	a	 la	naturaleza	o	a	 la	 función	 industrial	del
producto,	como	sucede	con	 la	configuración	de	 las	cuchillas	de	afeitar	que
para	 que	 cumplan	 su	 función	 tienen	 que	 acomodarse	 a	 la	 forma	 de	 las
máquinas	 de	 afeitar.	 Por	 lo	 tanto,	 las	 formas	 tridimensionales	 de	 los
productos	 o	 del	 acondicionamiento	 de	 los	 mismos	 pueden	 ser	 objeto	 de
registro	en	tanto	no	se	deriven	de	las	características	propias	del	producto	o
del	 empleo	 al	 que	 estén	 destinados	 y	 sean	 capaces	 de	 identificar	 al
correspondiente	 producto	 en	 atención	 a	 su	 origen	 empresarial,
posibilitando	 la	 elección	 del	 público	 consumidor,	 sin	 necesidad	 de	 otro
elemento	denominativo	o	figurativo”.	(R.	936-1999/TPI-Indecopi.	22.07.99)
D.	Leg.	1075
ART.	48.—Signos	mixtos.	Tratándose	de	signos	mixtos,	formados	por	una
denominación	y	un	elemento	figurativo,	en	adición	a	los	criterios	señalados
en	 los	 artículos	 45,	 46	 y	 47	 del	 presente	 decreto	 legislativo	 se	 tendrá	 en
cuenta	lo	siguiente:
a)	la	denominación	que	acompaña	al	elemento	figurativo;
b)	la	semejanza	conceptual;	y,
c)	 la	 mayor	 o	 menor	 relevancia	 del	 aspecto	 denominativo	 frente	 al
elemento	gráfico,	con	el	objeto	de	identificar	la	dimensión	característica	del
signo.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Los	signos	mixtos	están	conformados	por	una
denominación	 y	 un	 elemento	 figurativo.	 “La	 argumentación	 de	 la
impresión	en	conjunto	también	se	aplica	a	los	signos	mixtos	que,	de	acuerdo
al	 artículo	 134	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823,	 son	 aquellos	 conformados
por	 una	 denominación	 y	 un	 elemento	 figurativo.	 En	 estos	 casos,	 deberá
determinarse	cuál	es	el	elemento	más	relevante	del	signo	y	que	sirve	para
indicar	 el	 origen	 empresarial	 del	 producto	 o	 servicio.	 Existen	 dos
posibilidades:	 que	 todos	 los	 elementos	 del	 signo	 mixto	 en	 su	 conjunto
sirvan	para	indicar	el	origen	empresarial	del	producto	o	servicio;	o	que	sólo
uno	 de	 los	 elementos	 indique	 el	 origen	 empresarial.	 Conforme	 lo	 señala
Fernández-Novoa,	 la	 dimensión	 característica	 de	 la	 marca	 mixta	 puede
encontrarse	 tanto	 en	 el	 elemento	 denominativo	 de	 la	 misma	 como	 en	 su
componente	 gráfico	 ‘(...)	 una	 vez	 fijada	 la	 dimensión	 característica	 de	 la
marca	 mixta	 podrá	 ya	 procederse	 a	 comparar	 la	 misma	 con	 la	 otra
confrontada	(...).	En	el	caso	que	el	otro	término	de	la	comparación	sea	una
marca	denominativa	o	una	marca	gráfica,	la	denominación	o	el	signo	gráfico
correspondiente	 deberá	 confrontarse,	 de	 acuerdo	 con	 los	 criterios
generales,	con	la	dimensión	característica	(el	elemento	denominativo	o	bien
el	gráfico)	de	la	marca	mixta’”.	(R.	009-1999-TRI-SPI.	08.01.99)
D.	Leg.	1075
ART.	49.—Semejanza	conceptual.	Tratándose	de	un	signo	denominativo	y
uno	 figurativo,	 se	 tendrá	 en	 consideración	 la	 semejanza	 conceptual.
Tratándose	de	un	signo	denominativo	y	uno	mixto,	se	tendrán	en	cuenta	los
criterios	 señalados	 en	 los	 artículos	 45	 y	 47	 de	 este	 decreto	 legislativo.
Tratándose	 de	 un	 signo	 figurativo	 y	 uno	mixto,	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 los
criterios	señalados	en	los	artículos	47	y	48	del	presente	decreto	legislativo.
En	 los	 tres	 supuestos	 serán	 igualmente	 de	 aplicación	 los	 criterios
señalados	en	el	artículo	45	del	presente	decreto	legislativo.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 denominaciones	 genéricas	 no	 poseen	 la
distintividad	necesaria	para	diferenciar	 los	productos	y	 servicios	en	el
mercado.	 “La	 sala,	 en	 concordancia	 con	 lo	 establecido	 por	 el	 Tribunal
Andino	 en	 sus	 sentencias	 Nº	 6-IP-95	 y	 27-IP-95,	 entiende	 por
denominaciones	 genéricas	 aquellas	 que	 comúnmente	 designan	 el	 género,
categoría,	especie	o	naturaleza	de	los	productos	o	servicios	que	pretenden
diferenciar.	Los	signos	genéricos	deben	ser	libremente	utilizables	por	todos
los	competidores	que	actúan	en	un	sector	del	mercado	porque	al	otorgar	el
registro	de	ellos	a	 favor	de	una	persona	exclusivamente	se	 impediría	a	 los
competidores	 que	 utilicen	 esa	 denominación	 o	 representación	 para
referirse	 a	 productos	 o	 servicios	 que	 fabrican,	 comercializan	 o	 prestan,
según	 sea	 el	 caso,	 lo	 cual	 constituiría	 una	 barrera	 de	 acceso	 al
correspondiente	sector	del	mercado.	En	consecuencia,	la	sala	determina	que
es	 mejor	 dejar	 que	 estas	 denominaciones	 sean	 libremente	 utilizadas	 por
todos	 los	competidores	que	actúan	en	un	sector	del	mercado.	Además,	 los
signos	 genéricos	 no	 poseen	 la	 distintividad	 necesaria	 para	 diferenciar	 los
productos	o	servicios	de	un	empresario	de	los	de	otros,	ya	que	constituyen
el	 nombre	 utilizado	 en	 forma	 ordinaria	 y	 necesaria	 para	 denominarlos	 o
identificarlos.	En	consecuencia,	no	reúnen	el	requisito	esencial	de	‘suficiente
distintividad’	 establecido	 en	 el	 artículo	 81	 de	 la	Decisión	 344	 concordado
con	 el	 artículo	 128	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823.	 Las	 prohibiciones	 de
registro	 de	 los	 signos	 que	 designan	 en	 forma	 ordinaria	 y	 necesaria	 a	 los
productos	y	 servicios	 se	encuentran	en	el	 artículo	82	 incisos	d)	y	 e)	de	 la
Decisión	 344	 concordado	 con	 el	 artículo	 129	 incisos	 d)	 y	 e)	 del	 Decreto
Legislativo	Nº	823,	según	se	trate	de	 la	designación	común	del	producto	o
servicio	 o	 de	 signos	 que	 se	 han	 convertido	 en	 la	 designación	 común	 del
producto	 o	 servicio	 en	 el	 país	 por	 su	 uso	 en	 el	 lenguaje	 de	 los	 medios
comerciales,	 en	 los	 modismos	 o	 en	 la	 jerga.	 Debe	 precisarse	 que	 esta
prohibición	 de	 registro	 sólo	 comprende	 a	 los	 signos	 que	 exclusivamente
estén	 compuestos	 por	 términos	 genéricos,	 comunes	 o	 usuales.	 En
consecuencia,	 signos	 que	 contengan	 otros	 elementos	 suficientemente
distintivos	 sí	 pueden	 acceder	 a	 registro.	 La	 Decisión	 344	 que	 menciona
exclusivamente	 a	 las	 denominaciones	 que	 designan	 comúnmente	 a	 los
productos	 o	 servicios	para	 los	 cuales	han	de	usarse	 y	no	 al	 género	de	 los
productos	o	servicios.	Sin	embargo,	la	sala	estima	que	tan	irregistrable	es	la
palabra	‘silla’	para	distinguir	‘sillas’	como	la	palabra	‘mueble’	para	distinguir
‘sillas’.	Conforme	concluye	el	Tribunal	de	Justicia	del	Acuerdo	de	Cartagena
en	 el	 citado	 Proceso	 Nº	 27-IP-95,	 los	 signos	 genéricos,	 usuales	 o
descriptivos	deben	analizarse	no	sólo	en	base	de	su	concepto	gramatical	o
etimológico,	sino	de	conformidad	con	el	significado	común	y	corriente	que
se	utilice	en	el	país	con	respecto	a	los	productos	o	servicios	que	se	pretende
distinguir.”	(R.	162-1999/TPI-Indecopi.	10.02.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	sola	modificación	del	 tipo	de	escritura	no
le	da	a	la	marca	necesariamente	la	distintividad.	“Es	usual	que	empresas
de	diversos	sectores	empleen	una	o	varias	letras	del	alfabeto	para	distinguir
sus	 productos	 o	 servicios.	 Las	 razones	 que	 pueden	 llevar	 a	 la	 elección	 de
este	tipo	de	signos	radican	en	su	simplicidad	y	fácil	retención.	Para	analizar
la	posibilidad	de	que	letras	del	abecedario	accedan	al	registro	se	debe	tener
en	cuenta	lo	establecido	por	el	artículo	128	inciso	c)	del	Decreto	Legislativo
N°	 823	 en	 donde	 se	 enumera	 entre	 los	 signos	 registrables	 a	 aquellos
constituidos	 por	 letras,	 números	 y	 combinación	 de	 colores.	 En	 general,	 el
objetivo	 del	 artículo	 128	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823	 es	 permitir	 el
registro	de	signos	(sin	restricción	alguna	en	razón	a	su	forma),	siempre	que
sirvan	para	distinguir	 los	productos	 y	 servicios	de	una	 empresa	de	 los	de
otra	empresa.	Ahora	bien,	 en	 cada	 caso	 concreto	deberá	examinarse	 si	un
signo	 posee,	 en	 relación	 con	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 se	 quiere
distinguir,	 esta	 capacidad	 distintiva.	 Por	 tanto,	 el	 hecho	 que	 las	 letras	 y
números	figuren	expresamente	en	la	lista	no	exhaustiva	del	artículo	128	del
Decreto	 Legislativo	 Nº	 823	 no	 significa	 necesariamente	 que,	 en	 todos	 los
casos,	 estos	 signos	 sean	 registrables,	 aun	 cuando	 no	 se	 pueda	 negar	 en
términos	 generales	 la	 capacidad	 distintiva	 abstracta	 que	 poseen.	 En	 este
sentido,	es	más	probable	que	signos	compuestos	por	una	letra	o	cifra	que	no
ostenten	una	forma	particular	carezcan	de	esta	capacidad	distintiva	que	en
los	casos	de	signos	compuestos	por	una	combinación	de	letras	o	cifras	o	de
una	 letra	o	 cifra	que	 tenga	una	 configuración	especial.	 En	efecto,	 es	difícil
suponer	 que	 el	 público	 consumidor	 percibirá	 una	 letra	 o	 cifra	 sin	 ningún
motivo	 de	 configuración	 especial	 como	 proveniente	 de	 un	 origen
empresarial	 determinado.	 Ahora	 bien,	 la	 sola	 modificación	 del	 tipo	 de
escritura	 a	 tipos	 o	 caligrafía	 universalmente	 reconocidos	 (por	 ejemplo,
cursiva)	no	le	da	a	la	marca	necesariamente	la	distintividad	requerida”.	(R.
162-1999/TPI-Indecopi.	10.02.99)
D.	Leg.	1075
ART.	50.—Solicitud	de	registro	de	una	marca.	La	solicitud	de	registro	de
una	marca	deberá	presentarse	ante	 la	dirección	competente.	Podrá	 incluir
productos	 y	 servicios	 comprendidos	 en	 una	 o	 varias	 clases	 de	 la
clasificación,	y	deberá	comprender	los	siguientes	elementos:
a)	petitorio;
b)	la	reproducción	de	la	marca,	cuando	se	trate	de	una	marca	denominativa
con	grafía,	forma	o	color,	o	de	una	marca	figurativa,	mixta	con	o	sin	color;	o
una	 representación	 gráfica	 de	 la	 marca	 cuando	 se	 trate	 de	 una	 marca
tridimensional	o	una	marca	no	perceptible	por	el	sentido	de	la	vista;
c)	los	poderes	que	fuesen	necesarios;
d)	el	comprobante	de	pago	de	las	tasas	establecidas;
e)	las	autorizaciones	requeridas	a	efectos	de	evitar	que	el	signo	solicitado
incurra	en	una	prohibición	de	registro;	y
f)	de	ser	el	caso,	el	certificado	de	registro	en	el	país	de	origen	expedido	por
la	 autoridad	 que	 lo	 otorgó,	 cuando	 el	 solicitante	 deseara	 prevalecer	 del
derecho	previsto	en	el	artículo	6°	quinquies	del	Convenio	de	París.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Los	requisitos	para	la	registrabilidad	de	una
marca	 son	 de	 carácter	 absoluto.	 “La	 sala	 conviene	 en	 precisar	 que	 las
prohibiciones	del	 artículo	82	de	 la	Decisión	344	 (artículo	129	del	Decreto
Legislativo	Nº	823),	así	como	la	exigencia	de	cumplimiento	de	los	requisitos
exigidos	 por	 el	 artículo	 81	 de	 la	 decisión	 (artículo	 128	 del	 Decreto
Legislativo	Nº	823)	son	de	carácter	absoluto	y,	por	tanto,	de	interés	público
y	no	corresponden	a	la	esfera	de	los	intereses	privados	como	ocurre	con	las
prohibiciones	 relativas	 que	 se	 encuentran	 relacionadas	 con	 derechos	 de
terceros	 (artículo	 83	 de	 la	 Decisión	 344	 y	 artículo	 130	 del	 Decreto
Legislativo	 Nº	 823).	 Así,	 como	 consecuencia	 de	 otorgarse	 el	 registro	 de
signos	 que	 contravengan	 las	 prohibiciones	 absolutas,	 como	 sería	 la
reivindicación	 de	 elementos	 genéricos	 o	 de	 uso	 común	 o	 descriptivos,
pueden	verse	afectados	intereses	particulares,	en	la	medida	que	significaría
una	 restricción	para	 el	 libre	uso	de	dichos	 elementos”.	 (R.	 162-1999/TPI-
Indecopi.	10.02.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—No	puede	registrarse	como	marca	el	símbolo
de	un	Estado	que	constituya	la	parte	preponderante	del	signo	solicitado.
“La	sala	entiende	por	prohibiciones	absolutas	o	 intrínsecas	a	aquellas	que
están	basadas	en	el	signo	mismo,	cuyas	características	lo	hacen	incapaz	de
funcionar	 como	 marca	 en	 lo	 absoluto	 o	 con	 relación	 a	 los	 productos	 o
servicios	a	los	cuales	está	destinado.	Estas	prohibiciones	impedirán	siempre
la	 inscripción	del	signo	como	marca.	Dentro	de	 las	referidas	prohibiciones
que,	 por	 fundarse	 en	 razones	 de	 orden	 público,	 deben	 ser	 aplicadas	 en
forma	 absoluta,	 se	 encuentra	 aquella	 que	 protege	 a	 los	 símbolos
(denominativos	 o	 figurativos)	 de	 los	 Estados	 y	 de	 las	 organizaciones
internacionales	 reconocidas	 oficialmente.	Así,	 el	 artículo	 82	 inciso	 j)	 de	 la
Decisión	 344	 concordado	 con	 el	 artículo	 129	 inciso	 j)	 del	 Decreto
Legislativo	 Nº	 823	 establece	 que	 no	 podrán	 registrarse	 como	 marca	 los
signos	que	reproduzcan	o	imiten	el	nombre,	los	escudos	de	armas,	banderas
y	 otros	 emblemas;	 siglas;	 o	 denominaciones	 o	 abreviaciones	 de
denominaciones	 de	 cualquier	 Estado	 o	 de	 cualquier	 organización
internacional	 que	 sean	 reconocidos	 oficialmente,	 sin	 permiso	 de	 la
autoridad	competente	del	Estado	o	de	la	organización	internacional	de	que
se	 trate.	En	 todo	caso,	dichos	signos	solamente	podrán	registrarse	cuando
constituyan	un	elemento	accesorio	del	distintivo	principal.	Al	respecto,	debe
indicarse	 con	 lo	manifestado	 por	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad
Andina	en	el	Proceso	Nº	15-IP-97	que	el	objetivo	de	esta	norma	es	cautelar,
por	un	lado,	los	derechos	del	Estado	sobre	los	símbolos	de	su	soberanía	y	su
imagen	 y,	 por	 otro	 lado,	 a	 los	 consumidores	 al	 impedir	 que	 incurran	 en
error	 respecto	 al	 origen	 de	 los	 productos	 ante	 una	 posible	 relación	 o
vinculación	 comercial	 producto-Estado	 (...)	 Así,	 bajo	 estos	 fundamentos	 la
utilización	 del	 nombre,	 escudos	 de	 armas,	 banderas	 y	 otros	 emblemas,
siglas,	 denominaciones	 o	 abreviaciones	 de	 las	 mismas	 reconocidas
oficialmente	se	presenta	como	irreivindicable	por	parte	de	un	particular.	No
obstante,	 conforme	 se	 ha	 señalado,	 dicha	 prohibición	 admite	 como	 un
supuesto	 de	 excepción	 la	 utilización	 de	 estos	 signos	 únicamente	 si	 se
cumplen	 dos	 condiciones:	 a)	 Contar	 con	 la	 autorización	 del	 Estado	 u
organismo	 competente	 y	 b)	 Que	 dicho	 elemento	 cumpla	 una	 función
accesoria	en	relación	al	conjunto	del	signo	que	se	solicita	a	registro.	Por	lo
tanto,	 la	 denominación	 de	 un	 Estado	 no	 podrá	 ser	 admitida	 a	 registro	 si
constituye	 la	 parte	 o	 elemento	 preponderante	 del	 signo	 solicitado.	 Cabe
precisar	a	este	respecto	que,	a	diferencia	del	Convenio	de	París	que	admite
como	única	excepción	a	la	prohibición	de	utilización	de	los	símbolos	de	un
Estado	 u	 organización	 internacional	 el	 contar	 con	 la	 autorización
correspondiente	(no	existiendo	impedimento	para	que	el	signo	consista	sólo
en	el	símbolo	patrio),	la	Decisión	344	no	admite	el	registro	de	un	símbolo	de
Estado	 que	 constituya	 la	 parte	 o	 elemento	 preponderante	 del	 signo
solicitado.	A	este	respecto,	el	Tribunal	de	 Justicia	de	 la	Comunidad	Andina
en	el	Proceso	Nº	15-IP-97	señala	lo	siguiente:	‘Este	es	el	verdadero	alcance
del	artículo	82	literal	j)	y	no	como	equivocadamente	pueda	pensarse	que	la
exigencia	de	permiso	por	parte	del	Estado	u	organización	 internacional	es
necesaria	 únicamente	 en	 los	 casos	 en	 que	 se	 solicite	 registrar	 el	 signo	 o
denominación	 como	 parte	 principal	 de	 la	 marca	 y	 que,	 en	 consecuencia,
para	 elementos	 accesorios	 no	 es	 menester	 tal	 autorización	 (...).	 En
conclusión,	 únicamente	 podrán	 registrarse	 como	 marcas,	 los	 signos	 o
denominaciones	 de	 Estado	 y	 organizaciones	 internacionales	 que	 cuenten
con	 autorización	 por	 parte	 de	 éstos	 y	 que,	 además	 y	 necesariamente,
jueguen	 un	 rol	 de	 elemento	 accesorio	 dentro	 del	 conjunto	 marcario”.	 (R.
278-1999/TPI-Indecopi.	03.03.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 signos	 engañosos	 implican	 la	 no
veracidad	de	la	información	y	la	aptitud	de	engaño.	“El	artículo	82	inciso
h	de	 la	 Decisión	 344	 concordado	 con	 el	 artículo	 129	 inciso	 h	 del	 Decreto
Legislativo	 Nº	 823	 establece	 como	 una	 prohibición	 absoluta	 para
constituirse	 como	marca,	 el	 caso	 de	 los	 signos	 engañosos.	 Así,	 determina
que	no	podrán	registrarse	como	marcas	los	signos	que	puedan	engañar	a	los
medios	 comerciales	 o	 al	 público	 en	 particular	 sobre	 la	 procedencia,	 la
naturaleza,	el	modo	de	fabricación,	las	características	o	cualidades	o	aptitud
para	 el	 empleo	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 de	 que	 se	 trate.	 Al	 respecto
resulta	 relevante	 referirse	 a	 la	 interpretación	 prejudicial	 del	 artículo	 82
inciso	 h	 que	 realizó	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 del	 Acuerdo	 de	 Cartagena	 en
relación	al	Proceso	Nº	12-IP-96	en	el	cual	se	indica	que	‘esta	causal	se	dirige
a	precautelar	el	interés	general	o	público,	es	decir,	del	consumidor,	frente	al
engaño	que	puede	sufrir	por	el	registro	de	una	marca,	sea	sobre	la	calidad,
característica	 o	 aptitud	 del	 producto	 o	 sobre	 la	 fabricación	 del	 mismo.
Conforme	 lo	 indica	 la	 norma	 mencionada,	 se	 encuentran	 dentro	 de	 esta
prohibición	 las	 denominaciones	 capaces	 de	 infundir	 en	 el	 consumidor	 la
creencia	 de	 que	 está	 adquiriendo	 un	 producto	 o	 servicio	 que	 ofrece
determinadas	 características,	 calidad,	 utilidad,	 finalidad	 o	 cualquier	 otro
factor	que	no	corresponde	a	 la	realidad	del	producto	o	servicio,	 como	por
ejemplo	ocurre	con	el	signo	Irrompible	para	distinguir	vajillas	de	porcelana
o	 Algocam	 para	 distinguir	 camisas	 fabricadas	 con	material	 sintético.	 Esta
circunstancia	determina	que	estos	signos	no	deben	ser	admitidos	dado	que
el	 signo	 engañoso	 justamente	 proporciona	 una	 información	 equivocada	 o
incorrecta	de	 los	productos	o	servicios,	 la	misma	que	puede	determinar	 la
decisión	de	compra	de	los	consumidores.	En	tal	sentido,	no	sólo	se	requiere
que	el	signo	o	la	indicación	sea	errónea,	sino	que	el	signo	o	la	indicación	sea
capaz	de	 influenciar	 en	 los	 círculos	de	 consumidores	 correspondientes	 en
su	decisión	 de	 compra.	 Es	 irrelevante	 la	 intención	del	 solicitante	 o	 que	 el
engaño	 se	 haya	 producido.	 Basta	 que	 exista	 una	 falta	 de	 veracidad	 en	 la
información	 y	 que	 exista	 el	 riesgo	 o	 la	 aptitud	 de	 engaño.	 El	 peligro	 de
engaño	 de	 una	 marca	 debe	 provenir	 de	 la	 marca	 misma,	 esto	 es,	 el
contenido	o	expresión	de	 la	marca	debe	ser	engañoso.	No	es	relevante	 las
modalidades	en	que	la	marca	va	a	ser	usada	o	es	usada.	Por	tanto,	no	se	está
ante	 un	 signo	 engañoso	 si	 el	 engaño	 radica	 que	 en	 el	 uso	 del	 mismo	 se
pueda	 esperar	 engaño.	 Por	 tanto,	 al	 hablar	 de	 signos	 engañosos	 se	 debe
tener	en	cuenta	dos	aspectos:	a)	La	no	veracidad	de	la	información	y	b)	La
aptitud	de	engaño.	En	todos	los	casos,	el	carácter	engañoso	de	un	signo	se
juzgará	con	relación	a	determinados	productos	o	servicios	y	por	la	opinión
de	 los	 consumidores	 correspondientes	 (compradores	 de	 los	 productos	 o
usuarios	 de	 los	 servicios).	 Sólo	 será	 engañoso	 el	 signo	 con	 relación	 a	 los
correspondientes	productos	o	servicios	si	en	cualquier	caso	 imaginable	de
uso	contiene	una	indicación	incorrecta	acerca	de	los	productos	o	servicios	a
que	se	refiere.	Por	otra	parte,	el	engaño	debe	ser	evidente.	No	en	el	sentido
de	 que	 no	 sea	 necesario	 un	 examen	 o	 una	 investigación,	 sino	 que	 para	 la
autoridad	con	experiencia,	ayuda	de	sus	conocimientos	técnicos,	material	de
investigación	 accesible	 e	 informaciones	 de	 otras	 fuentes	 de	 información
usuales	y	fáciles	de	obtener,	sea	evidente.	No	se	requiere	de	investigaciones
extensas	 y	 costosas	 en	 tiempo	 (por	 ejemplo:	 determinar	 la	 opinión	 del
público)”.	(R.	017-1999-TPI-Indecopi.	11.01.99)
D.	Leg.	1075
ART.	51.—Petitorio	de	la	solicitud.	El	petitorio	de	la	solicitud	de	registro
de	marca	estará	contenido	en	un	formulario	y	comprenderá	lo	siguiente:
a)	requerimiento	de	registro	de	marca;
b)	el	nombre	y	la	dirección	del	solicitante;
c)	 la	 nacionalidad	 o	 domicilio	 del	 solicitante.	 Cuando	 éste	 fuese	 una
persona	jurídica,	deberá	indicarse	el	lugar	de	constitución;
d)	 de	 ser	 el	 caso,	 el	 nombre	 y	 la	 dirección	 del	 representante	 legal	 del
solicitante;
e)	la	firma	del	solicitante	o	de	su	representante	legal;
f)	 la	 indicación	de	 la	marca	que	se	pretende	registrar,	 cuando	se	 trate	de
una	marca	 puramente	 denominativa,	 sin	 reivindicación	 de	 grafía,	 forma	 o
color;	y
g)	 la	 indicación	expresa	de	 los	productos	y/o	servicios	para	 los	cuales	se
solicita	 el	 registro	de	 la	marca,	 los	 cuales	 se	designarán	por	 sus	nombres,
agrupados	según	las	clases	de	la	Clasificación	Internacional	de	Productos	y
Servicios	 de	Niza,	 precedido	 cada	 grupo	por	 el	 número	 de	 la	 clase	 de	 esa
clasificación	a	que	pertenezca	ese	grupo	de	productos	o	servicios	y	deberá
presentarse	en	el	orden	de	las	clases	de	dicha	clasificación.
D.	Leg.	1075
ART.	52.—Fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud.	 Se	 considerará	 como
fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud,	 la	 de	 su	 recepción	 por	 la	 dirección
competente,	 siempre	 que	 al	momento	 de	 su	 recepción	 hubiera	 contenido
por	los	menos	lo	siguiente:
a)	la	indicación	que	se	solicita	el	registro	de	una	marca;
b)	los	datos	de	identificación	del	solicitante	o	de	la	persona	que	presenta	la
solicitud,	 o	 que	 permitan	 a	 la	 dirección	 competente	 comunicarse	 con	 esa
persona;
c)	 la	 marca	 cuyo	 registro	 se	 solicita,	 o	 una	 reproducción	 de	 la	 marca
tratándose	de	marcas	denominativas	con	grafía,	forma	o	color	especiales,	o
de	marcas	figurativas,	mixtas	con	o	sin	color;	o	una	representación	gráfica
de	la	marca	cuando	se	trate	de	una	marca	tridimensional	o	de	una	marca	no
perceptible	por	el	sentido	de	la	vista;
d)	 la	 indicación	expresa	de	 los	productos	y/o	servicios	para	 los	cuales	se
solicita	el	registro	de	la	marca;	y,
e)	el	comprobante	de	pago	de	las	tasas	establecidas.
Dentro	 de	 los	 quince	 (15)	 días	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de
presentación	 de	 la	 solicitud,	 la	 dirección	 competente	 examinará	 si	 la
solicitud	cumple	con	los	requisitos	previstos	en	el	presente	artículo.
Si	 de	 dicho	 examen	 resulta	 que	 la	 solicitud	 no	 contiene	 los	 requisitos
enumerados	 en	 el	 presente	 artículo,	 la	 dirección	 competente	 requerirá	 al
solicitante	para	que	complete	dichos	requisitos	dentro	del	plazo	de	sesenta
(60)	días	siguientes	a	la	fecha	de	notificación.
Si	 dentro	del	 plazo	 establecido,	 se	 subsanan	 tales	 requisitos,	 la	 dirección
competente	 considerará	 como	 fecha	de	presentación	 aquella	 en	 la	 cual	 se
hubieran	cumplido	los	requisitos.
Si	 a	 la	 expiración	 del	 plazo	 establecido,	 el	 solicitante	 no	 completa	 los
requisitos	indicados,	la	solicitud	se	considerará	como	no	presentada.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Excepción	al	derecho	de	prioridad.	“El	artículo
4B	del	Convenio	de	París	precisa	que	los	derechos	adquiridos	por	terceros
antes	 del	 día	 de	 la	 primera	 solicitud	 que	 sirve	 de	 base	 al	 derecho	 de
prioridad	 quedan	 reservados	 a	 lo	 que	 disponga	 la	 legislación	 interior	 de
cada	país.	Así,	el	artículo	83	inciso	a)	de	la	Decisión	344	concordado	con	el
artículo	130	inciso	a)	del	Decreto	Legislativo	Nº	823	dispone	que	no	podrán
registrarse	 como	 marcas	 aquellos	 signos	 que,	 en	 relación	 a	 derechos	 de
terceros,	 sean	 idénticos	 o	 se	 asemejen	 de	 forma	 que	 puedan	 inducir	 al
público	a	error,	a	una	marca	anteriormente	solicitada	a	registro	o	registrada
por	un	tercero	para	los	mismos	productos	o	para	productos	respecto	de	los
cuales	el	uso	de	la	marca	pueda	inducir	al	público	a	error.	En	relación	a	los
derechos	 adquiridos	 por	 terceros	 antes	 del	 nacimiento	 del	 derecho	 de
prioridad,	Bodenhausen	precisa:	 “Como	el	derecho	de	prioridad	 sólo	nace
en	la	 fecha	del	primer	depósito	nacional	regular	en	un	país	de	 la	unión	no
podrá	 afectar	 a	 los	 derechos	 de	 terceras	 partes	 adquiridos	 en	 virtud	 de
leyes	nacionales	antes	de	ese	primer	depósito”.	(R.	052-1999-TPI-Indecopi.
20.01.99)
DOCTRINA.—Principio	 de	 prelación	 y	 buena	 fe.	 “En	 un	 ordenamiento
legal	sobre	propiedad	industrial	como	el	nuestro,	en	el	cual	el	derecho	sobre
una	 marca	 es	 adquirido	 por	 quien	 primero	 solicita	 su	 registro	 (sistema
constitutivo),	 la	 aplicación	 correcta	 del	 principio	 de	 buena	 fe	 deviene	 en
imprescindible.	 Este	 principio	 de	 buena	 fe	 ampara	 la	 prelación	 en	 la
presentación,	 siempre	 que	 ella	 tenga	 como	 fundamento	 una	 prioridad	 de
rango	 jerarquizada	 en	 función	 de	 la	 antigüedad	 de	 la	 inscripción	 o	 de	 la
presentación.	 (...).	 Sin	 embargo,	 este	 principio	 de	 prelación	 tiene	 una
excepción	en	cuanto	a	su	aplicación,	por	cuanto	si	la	conducta	de	aquel	que
solicita	 la	 marca,	 pretendiendo	 con	 ello	 invocar	 los	 beneficios	 de	 la
prelación,	 no	 está	 adecuada	 al	 estándar	 de	 la	 buena	 fe,	 o	 peor	 aún,	 es
completamente	contraria	a	 la	misma,	entonces	corresponde	a	 la	autoridad
competente	negarse	a	 reconocer	 tal	prelación,	 especialmente	 cuando	vaya
acompañada	de	evidente	mala	fe.
(...).	En	todo	caso,	diversos	especialistas	coinciden	en	señalar	que	la	buena
fe	 puede	 ser	 de	 dos	 clases,	 objetiva	 y	 subjetiva.	 Según	 la	 Dra.	 Ana	María
Pacón,	 expresidenta	 de	 la	 Sala	 de	 Propiedad	 Intelectual	 del	 Indecopi,	 la
buena	 fe	 subjetiva	 consistiría	 en	 el	 desconocimiento	 por	 parte	 del
solicitante	de	 la	existencia	de	defectos	o	 irregularidades	en	 la	 solicitud	de
registro,	 en	 especial,	 la	 eventual	 existencia	 de	 derechos	 preferentes
anteriores	 sobre	 el	 signo	 distintivo	 que	 se	 quiere	 proteger	 como	 marca;
mientras	 que	 por	 otro	 lado,	 la	 buena	 fe	 objetiva	 no	 es	 otra	 que	 la
observancia	 por	 parte	 del	 solicitante,	 de	 una	 conducta	 materialmente
exigible	 conforme	 a	 derecho,	 esto	 es,	 una	 conducta	 basada	 en	 la	 lealtad,
honestidad	 y	 diligencia,	 tanto	 frente	 a	 la	Oficina	 de	Marcas	 como	 frente	 a
terceros.”	(FERRERO	DIEZ	CANSECO,	Gonzálo.	Breves	reflexiones	acerca	de
la	 nulidad	 de	 marcas.	 En:	 Revista	 Ius	 et	 veritas,	 Año	 XVI,	 N°	 33,	 Lima,
diciembre	2006)
D.	Leg.	1075
ART.	53.—Publicación	de	la	solicitud.	Si	la	solicitud	de	registro	reúne	los
requisitos	 formales	 establecidos	 en	 el	 presente	 capítulo,	 la	 dirección
competente	ordenará	la	publicación,	la	misma	que	deberá	efectuarse	dentro
del	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días	 útiles,	 contado	 desde	 el	 día	 siguiente	 de
notificada	la	orden	de	publicación.
La	publicación	de	la	solicitud	de	registro	se	realizará	por	una	sola	vez	en	el
Diario	 Oficial	 El	 Peruano,	 a	 costo	 del	 solicitante,	 reproduciendo	 por	 lo
menos	la	información	siguiente:
a)	número	de	solicitud;
b)	nombre	y	país	del	solicitante;
c)	 reproducción	 de	 la	 marca,	 si	 se	 trata	 de	 signos	 mixtos,	 figurativos,	 o
representación	de	la	marca	cuando	se	trate	de	una	marca	tridimensional	o
de	una	marca	no	perceptible	por	el	sentido	de	la	vista;
d)	 los	productos	 y/o	 servicios	para	 los	 cuales	 se	 solicita	 el	 registro	de	 la
marca;
e)	la	clase	o	clases	a	las	que	pertenecen	los	productos	y/o	servicios;	y
f)	 de	 ser	 el	 caso,	 si	 se	 reivindica	 prioridad	 o	 se	 ejerce	 un	 derecho
preferente.
En	la	publicación	se	deberán	designar	los	productos	y/	o	servicios	por	sus
nombres,	 agrupados	 según	 las	 clases	 de	 la	 Clasificación	 Internacional	 de
Productos	 y	 Servicios	 de	Niza,	 precedido	 cada	 grupo	 por	 el	 número	 de	 la
clase	 de	 esa	 clasificación	 a	 que	 pertenezcan	 ese	 grupo	 de	 productos	 o
servicios	 y	 deberá	 presentarse	 en	 el	 orden	 de	 las	 clases	 de	 dicha
clasificación.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 derecho	 exclusivo	 del	 titular	 tiene	 dos
dimensiones:	 una,	 positiva	 y,	 otra,	 negativa.	 “Para	 que	 la	 marca	 pueda
desempeñar	 sus	 funciones	 básicas	 en	 una	 economía	 competitiva,	 el
ordenamiento	 jurídico	 otorga	 al	 titular	 el	 derecho	 exclusivo	 a	 utilizar	 la
marca	 en	 el	mercado.	 Este	 derecho	 exclusivo	 tiene	 dos	 dimensiones:	 una,
positiva	y,	otra,	negativa.	La	dimensión	positiva	implica	que	el	titular	de	la
marca	está	facultado	para	usarla,	cederla	o	conceder	una	licencia	sobre	ella.
La	dimensión	negativa	implica	que	el	titular	de	la	marca	está	facultado	para
prohibir	 que	 terceros	 la	 registren	 o	 usen.	 La	 dimensión	 positiva	 se	 ciñe
estrictamente	al	 signo	en	 la	 forma	exacta	en	que	 fue	 registrado	y	para	 los
productos	o	servicios	que	figuran	en	el	registro.	La	dimensión	negativa,	en
cambio,	tiene	un	ámbito	más	amplio	que	tradicionalmente	se	vincula	con	el
riesgo	de	confusión”.	(R.	009-1999-TRI-SPI.	08.01.1999)
D.	Leg.	1075
ART.	 54.—Oposición.	 La	 oposición	 deberá	 cumplir	 con	 los	 requisitos
siguientes:
a)	la	identificación	correcta	del	expediente;
b)	el	nombre	y	domicilio	de	la	persona	que	presenta	la	oposición;
c)	poder	que	acredite	la	representación	que	se	invoca;
d)	los	fundamentos	en	que	se	sustenta	la	oposición;
e)	el	ofrecimiento	de	las	pruebas	que	se	deseen	hacer	valer;
f)	el	comprobante	de	pago	de	los	derechos	respectivos;	y
g)	 cuando	 la	 oposición	 se	 base	 en	 signos	 gráficos	 o	 mixtos,	 deberá
adjuntarse	una	reproducción	exacta	y	nítida	de	los	mismos,	tal	como	fueron
registrados	o	solicitados.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	192.—Medios	probatorios	típicos.	Son	medios	de	prueba	típicos:
1.	La	declaración	de	parte;
2.	La	declaración	de	testigos;
3.	Los	documentos;
4.	La	pericia;	y
5.	La	inspección	judicial.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	193.—Medios	probatorios	atípicos.	Los	medios	probatorios	atípicos
son	aquellos	no	previstos	en	el	artículo	192	y	están	constituídos	por	auxilios
técnicos	 o	 científicos	 que	 permitan	 lograr	 la	 finalidad	 de	 los	 medios
probatorios.	 Los	medios	 de	 prueba	 atípicos	 se	 actuarán	 y	 apreciarán	 por
analogía	con	los	medios	típicos	y	con	arreglo	a	lo	que	el	juez	disponga.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Puede	ser	que	quien	tenga	un	interés	legítimo
carezca	 de	 un	 derecho	 subjetivo.	 “El	 artículo	 93	 de	 la	 Decisión	 344
concordado	con	el	artículo	146	del	Decreto	Legislativo	Nº	823	establece	que
cualquier	 persona	 que	 tenga	 legítimo	 interés	 podrá	 presentar
observaciones	 al	 registro	de	 la	marca	 solicitado	dentro	de	 los	 treinta	días
hábiles	 siguientes	 a	 la	 publicación.	 El	 Tribunal	 de	 Justicia	 del	 Acuerdo	 de
Cartagena	señala	en	el	Proceso	Nº	32-IP-96	en	la	Gaceta	Oficial	del	Acuerdo
de	Cartagena	Nº	279	del	25	de	julio	de	1997	que	un	escrito	de	observación
de	 una	 marca	 puede	 fundarse	 en	 cualquiera	 de	 las	 causales	 de
irregistrabilidad	determinadas	en	 los	artículos	82	y	83	de	 la	Decisión	344.
Precisa	que	para	que	la	oficina	nacional	competente	acepte	la	observación,
el	 interés	 debe	 ser	 probado	 en	 dicho	momento	 administrativo	 y	 debe	 ser
interpuesta	sólo	por	quien	se	siente	perjudicado.	En	tal	sentido,	no	se	valida
indiscriminadamente	 cualquier	 observación	 si	 no	 sólo	 cuando	 se	 lesiona
una	ventaja	o	utilidad	de	un	titular	determinado,	ya	que	la	tutela	del	público
consumidor	 no	 puede	 dar	 lugar	 a	 una	 especie	 de	 acción	 popular.	 En	 el
sistema	andino	no	se	puede	asimilar	las	observaciones	a	una	acción	popular
por	el	concepto	mismo	de	legítimo	interés	que	no	abarca	a	la	violación	de	la
norma	 por	 sí	 sola:	 ‘No	 es	 lo	 mismo	 la	 presentación	 de	 las	 observaciones
exigiendo	 el	 cumplimiento	 del	 interés	 legítimo	 al	 hecho	 de	 que	 aquellas
prosperen	administrativamente,	consecuencia	que	se	regulará	en	el	caso	de
los	 derechos	 subjetivos	 por	 los	 derechos	 preferentes	 que	 demuestre	 el
oponente	en	el	proceso	administrativo	y	en	el	de	los	intereses	legítimos	por
la	especial	situación	de	hecho	que	acredite,	la	cual	le	permite	precisamente
acceder	 al	 rango	 también	 privilegiado	 de	 interesado	 legítimo.	 Sobre	 el
particular,	 Pachón/Sánchez	 Ávila	 señalan	 que	 el	 concepto	 de	 legítimo
interés	no	se	puede	confundir	con	el	interés	en	defensa	de	la	legalidad	por	el
que	 cualquier	 persona	 dispondría	 de	 una	 acción	 popular	 o	 pública.	 El
interés	 legítimo	 no	 puede	 confundirse	 con	 la	 existencia	 de	 un	 derecho
subjetivo,	pues	puede	ser	que	quien	tenga	un	interés	legítimo	carezca	de	un
derecho	 subjetivo.	 Así,	 el	 dueño	 de	 un	 predio	 riberano	 tiene	 un	 interés
legítimo	a	que	no	se	contamine	el	río,	pero	no	tiene	un	derecho	subjetivo	a
que	 no	 se	 contamine	 ese	 río.	 Por	 el	 contrario,	 quien	 tiene	 un	 derecho
subjetivo	tiene	también	un	interés	legítimo.	Así,	el	dueño	de	un	criadero	de
peces	 ubicado	 en	 una	 ciénaga	 tiene	 un	 derecho	 subjetivo	 a	 que	 no	 se
contamine	 la	 ciénaga	y	un	 interés	 legítimo	a	que	ello	no	 suceda”.	 (R.	203-
1999/TPI-Indecopi.	15.02.99)
D.	Leg.	1075
ART.	 55.—Plazo	 de	 la	 oposición.	 El	 opositor	 tendrá	 un	 plazo
improrrogable	de	sesenta	(60)	días	para	presentar	el	poder	si	la	oposición
se	 hubiera	 presentado	 sin	 dicho	 documento.	 El	 plazo	 comenzará	 a
computarse	a	partir	del	día	 siguiente	de	 recibida	 la	notificación	que	corre
traslado	de	la	oposición.	Vencido	dicho	plazo,	la	oposición	se	tendrá	por	no
presentada.	 La	 falta	 de	 presentación	 inicial	 del	 poder	 no	 paraliza	 el
procedimiento.	En	caso	de	incumplimiento	de	lo	dispuesto	en	los	incisos	d)
y	 f)	del	artículo	precedente,	 la	Dirección	competente	requerirá	al	opositor
para	que	subsane	su	omisión,	concediéndole	un	plazo	de	dos	(02)	días	que
comenzará	 a	 computarse	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 notificado	 el
requerimiento,	 bajo	 apercibimiento	 de	 tenerse	 por	 no	 presentada	 la
oposición.Las	oposiciones	temerarias	serán	sancionadas	con	multa	de	hasta
cincuenta	(50)	UIT.
D.	Leg.	1075
ART.	56.—Coexistencia	de	signos.	Las	partes	en	un	procedimiento	podrán
acordar	 la	 coexistencia	 de	 signos	 idénticos	 o	 semejantes	 siempre	 que,	 en
opinión	 de	 la	 autoridad	 competente,	 la	 coexistencia	 no	 afecte	 el	 interés
general	 de	 los	 consumidores.	 Los	 acuerdos	 de	 coexistencia	 también	 se
tomarán	en	cuenta	para	analizar	las	solicitudes	de	registro	en	las	que	no	se
hubieren	presentado	oposiciones.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Un	 precedente	 vinculante	 del	 Indecopi
impone	los	criterios	mínimos	que	debe	tener	un	acuerdo	de	coexistencia
marcaria.	“(...)	 los	 criterios	que	se	deben	de	 tener	en	cuenta	al	 evaluar	 si
corresponde	 aceptar	 un	 acuerdo	 de	 coexistencia	 marcaria	 presentado	 en
atención	a	lo	establecido	en	el	artículo	56	del	Decreto	Legislativo	1075.	(...)
para	que	un	acuerdo	de	coexistencia	marcaria	sea	susceptible	de	reducir	al
máximo	 el	 posible	 riesgo	 de	 confusión	 al	 que	 se	 puede	 ver	 inducido	 el
consumidor,	deberá	contener	ciertas	condiciones	mínimas,	como	son:
a)	 Información	 sobre	 los	 signos	 objeto	 del	 acuerdo,	 consignándose	 lo
elementos	 denominativos	 y	 figurativos	 que	 las	 conforman,	 así	 como
también	 los	 productos	 y	 servicios	 a	 los	 que	 están	 referidos	 dichos	 signos
(conforme	se	encuentran	registrados	y/o	solicitados).
b)	 Delimitación	 del	 ámbito	 territorial	 dentro	 del	 cual	 será	 aplicable	 el
acuerdo.
c)	Delimitación	de	los	productos	y/o	servicios	a	los	que	se	restringirán	las
marcas	materia	del	acuerdo	de	coexistencia	en	el	mercado.	Para	tal	efecto,
será	necesario	que	las	partes	soliciten	la	limitación	efectiva	de	los	productos
y/o	servicios	en	los	registros	y	solicitudes	respectivas.
d)	Delimitación	de	la	forma	de	uso	y/o	presentación	de	los	signos.
e)	Señalar	las	consecuencias	en	caso	de	incumplimiento	del	acuerdo.
f)	 Establecer	 mecanismos	 de	 resolución	 de	 controversias	 en	 caso	 se
presente	 alguna	 materia	 litigiosa	 entre	 las	 partes”	 (Indecopi,	 R.	 4665-
2014/TPI-Indecopi,	feb.	11/2015.	Pres.	Néstor	Manuel	Escobedo	Ferradas)
NOTA:	Esta	resolución	vinculante	del	Indecopi	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	11	de
febrero	del	2015.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 coexistencia	 marcaria	 no	 debe	 afectar
negativamente	 el	 interés	 general	 de	 los	 consumidores.	 “Las	 marcas
coadyuvan	 a	 la	 transparencia	 en	 el	 mercado	 al	 permitirle	 a	 su	 titular
individualizar	 (entre	 la	 multiplicidad	 de	 productos	 o	 servicios	 que	 se
encuentran	 en	 el	 mercado)	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 ofrece.	 De	 esta
forma	 puede	 diferenciar	 sus	 productos	 o	 servicios	 de	 los	 de	 sus
competidores	 y	 crear	 y	 asegurarse	 una	 clientela.	 La	 marca	 permite	 a	 los
consumidores	 diferenciar	 inequívocamente	 los	 productos	 o	 servicios	 que
son	 ofrecidos	 en	 el	 mercado	 y,	 en	 base	 a	 esta	 diferenciación,	 asociar	 los
productos	 o	 servicios	 con	 una	 determinada	 calidad.	 El	 interés	 del	 público
consumidor	en	que	exista	 la	debida	diferenciación	entre	 los	 competidores
radica	en	 la	posibilidad	de	 identificar	 los	productos	que	ha	probado	y	con
los	 cuales	 ha	 quedado	 satisfecho,	 sin	 posibilidad	 de	 error	 alguno.	 Este
interés	 normalmente	 coincide	 con	 el	 interés	 privado	 del	 industrial,	 del
comerciante	o	del	prestador	de	servicios	de	cautelar	su	derecho	exclusivo	al
uso	de	los	signos	que	los	distinguen	por	ser	el	primer	interesado	en	que	si
un	 consumidor	 ha	 quedado	 satisfecho	 con	 su	 producto	 o	 servicio	 lo
adquiera	nuevamente	sin	que,	por	la	similitud	de	los	signos,	el	consumidor
termine	adquiriendo	un	producto	o	servicio	de	un	competidor.	Puede	darse,
sin	embargo,	el	caso	de	que	dos	titulares	lleguen	a	un	acuerdo	económico	de
coexistencia	 de	 sus	 respectivas	 marcas	 pero	 que	 el	 riesgo	 de	 confusión
subsista,	 con	 lo	 que	 se	 privaría	 al	 consumidor	 de	 su	 derecho	 a	 elegir
libremente	 entre	 los	 productos	 del	 mercado,	 de	 acuerdo	 a	 su	 origen
empresarial.	 Además,	 el	 consumidor	 puede	 verse	 expuesto	 a	 adquirir	 un
producto	 o	 servicio	 que	 no	 posea	 la	 calidad	 o	 alguna	 otra	 característica
esperada.	Para	 impedir	 lo	 anterior,	 el	 artículo	158	del	Decreto	Legislativo
Nº	823	establece	expresamente	que	las	partes	en	un	procedimiento	podrán
acordar	 la	 coexistencia	 de	 marcas	 similares	 para	 productos	 de	 la	 misma
clase,	 siempre	 que,	 en	 opinión	 de	 la	 oficina	 administrativa	 competente,	 la
coexistencia	 no	 afecte	 negativamente	 el	 interés	 general	 de	 los
consumidores.	 Cabe	 precisar	 que,	 si	 bien	 el	 artículo	 158	 del	 Decreto
Legislativo	 Nº	 823	 establece	 que	 las	 partes	 de	 un	 proceso	 son	 las	 que
podrán	 acordar	 la	 coexistencia	 de	 marcas	 similares,	 se	 entiende	 que	 ello
también	resulta	aplicable	a	los	casos	de	acuerdos	de	coexistencia	(o	cartas
de	consentimiento)	suscritas	entre	el	solicitante	del	registro	y	el	titular	de	la
marca	en	virtud	de	la	cual	se	denegó	el	registro	en	primera	instancia,	como
ocurre	en	el	presente	expediente”.	(R.	157-1999/TPI-Indecopi.	10.02.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	dilución	de	la	marca	registrada	permite	la
coexistencia	de	signos	idénticos	o	semejantes	en	el	mercado.	“La	dilución
es	una	 figura	 excepcional	 del	 derecho	de	marcas	 para	 los	 casos	 en	 que	 la
asociación	marca-producto	 se	 rompe	 debido	 a	 la	 utilización	 por	 parte	 de
terceros	 del	 mismo	 signo	 o	 de	 uno	 muy	 parecido	 en	 productos
completamente	diferentes	que	 impide	 evocar	 en	 la	mente	del	 consumidor
sólo	un	producto	en	particular	(aquel	del	titular	más	antiguo).	Conforme	a	la
doctrina	y	jurisprudencia	del	derecho	comparado,	esta	figura	sólo	se	aplica
a	marcas	de	alto	renombre	o	 famosas,	es	decir,	aquellas	que	gozan	de	una
notoriedad	preeminente”.	(R.	413-1999/TPI-Indecopi.	07.04.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Para	el	registro	de	una	marca,	materia	de	un
acuerdo	 de	 coexistencia	 marcaria,	 deberá	 analizarse	 el	 riesgo	 de
confusión.	 “Cuando	 en	 un	mismo	mercado,	 dos	 o	más	 personas	 están	 en
capacidad	o	pretenden	utilizar	marcas	 similares	o	 idénticas	para	designar
productos	 o	 servicios	 idénticos	 o	 de	 la	 misma	 naturaleza	 o	 finalidad	 se
genera	 el	 ‘riesgo	 de	 confusión’	 al	 colocarse	 a	 los	 consumidores	 en
incapacidad	de	distinguir	el	origen	empresarial	de	los	bienes	y	servicios.	Tal
incapacidad	es	contraria	a	la	libre	voluntad	con	la	que	deben	ellos	realizar	la
elección	o	escogencia.
Por	ello	y	como	una	función	derivada	de	la	anterior,	llamada	a	evitar	que	la
confusión	se	presente,	la	legislación	andina	ha	determinado	que	no	pueden
ser	objeto	de	registro	aquellos	signos	que	sean	idénticos	o	similares	‘a	una
marca	 anteriormente	 solicitada	 para	 registro	 o	 registrada	 por	 un	 tercero
para	los	mismos	productos	o	servicios	o	para	productos	o	servicios	respecto
de	los	cuales	el	uso	de	la	marca	pueda	inducir	al	público	a	error’	(artículo	83
literal	a	[de	la	Decisión	344]).
El	riesgo	de	confusión	debe	analizarse	teniendo	en	cuenta	la	interrelación
de	todos	los	elementos:	productos-servicios/signos/fuerza	distintiva	de	los
signos.	 Estos	 elementos	 son	 independientes	 unos	 de	 otros,	 de	 modo	 que
para	 el	 análisis	 de	 la	 similitud	 o	 conexión	 competitiva	 de	 productos	 o
servicios,	la	similitud	de	los	signos	y	su	distintividad	no	tiene	importancia.
En	la	interrelación	de	estos	elementos	se	determina	el	riesgo	de	confusión.
Así,	puede	ser	que	ante	marcas	 idénticas,	 en	caso	que	 la	marca	 registrada
anterior	 tenga	 una	 fuerza	 distintiva	 muy	 grande,	 aun	 con	 una	 lejana
conexión	competitiva,	se	determine	que	existe	riesgo	de	confusión.	Por	otro
lado,	 ante	productos	 idénticos	 cualquier	 similitud	de	 los	 signos	puede	 ser
suficiente	para	que	exista	un	riesgo	de	confusión.
Asimismo,	puede	ser	que	a	pesar	de	la	similitud	de	los	signos	y	aunque	se
determine	que	existe	similitud	o	conexión	competitiva	entre	 los	productos
no	 se	determine	un	 riesgo	de	 confusión	 si	 la	marca	 registrada	anterior	 es
muy	débil,	por	lo	que	la	protección	es	muy	poca.
De	 otro	 lado,	 en	 el	 Proceso	 Nº	 2-IP-2000,	 el	 Tribunal	 Andino	 estableció
que:	‘La	labor	para	determinar	si	un	signo	es	confundible	con	otro,	presenta
diferentes	 matices	 según	 exista	 identidad	 o	 similitud	 y	 dependiendo
también	 de	 la	 clase	 de	 productos	 o	 servicios	 a	 los	 que	 cada	 uno	 de	 esos
signos	 se	 encuentre	 destinado.	 Cuando	 los	 signos,	 además	 de	 idénticos,
tienen	 por	 destino	 individualizar	 unos	 mismos	 productos	 o	 servicios,	 el
riesgo	de	confusión	es	absoluto’.
Por	lo	anterior,	la	confusión	entre	dos	signos	es	tanto	mayor	cuanto	mayor
sea	 la	 similitud	 o	 conexión	 competitiva	 entre	 los	 productos	 o	 servicios	 a
distinguir	con	los	mismos”.	(R.	0385-2005-TPI-Indecopi.	20.01.2005)
D.	Leg.	1075
ART.	 57.—Audiencia	 de	 conciliación.	 En	 cualquier	 estado	 del
procedimiento,	la	dirección	competente	podrá	citar	a	las	partes	a	audiencia
de	conciliación.	La	audiencia	se	desarrollará	ante	la	persona	que	designe	la
dirección	competente.	Si	ambas	partes	arribaran	a	un	acuerdo	respecto	de
la	materia	en	conflicto	y	éste	no	afecta	derechos	de	terceros,	se	levantará	un
acta	 donde	 conste	 el	 acuerdo	 respectivo,	 el	 mismo	 que	 tendrá	 mérito
ejecutivo.
D.	Leg.	1075
ART.	 58.—Registro	multiclase.	 Cuando	 en	 una	 solicitud	 única	 se	 hayan
incluido	productos	y/o	servicios	que	pertenezcan	a	más	de	una	clase	de	la
Clasificación	Internacional	de	Productos	y	Servicios	de	Niza,	dicha	solicitud
dará	por	resultado	un	único	registro.
El	 titular	 de	 un	 signo	 registrado	 que	 distingue	 productos	 o	 servicios
específicos,	 podrá	 obtener	 un	 nuevo	 registro	 para	 el	 mismo	 signo,	 a
condición	que	éste	distinga	productos	o	servicios	no	cubiertos	en	el	registro
original.	La	nueva	solicitud	de	registro	se	tramitará	en	forma	independiente,
siguiéndose	 los	 procedimientos	 que	 el	 presente	 decreto	 legislativo	 señala
para	el	trámite	de	registro.
D.	Leg.	1075
ART.	 59.—División	 de	 la	 solicitud.	 Cuando	 la	 solicitud	 de	 marca
comprenda	varios	productos	y/o	servicios,	el	solicitante	podrá	dividir	dicha
solicitud	en	dos	o	más	solicitudes	divisionales,	distribuyendo	los	productos
o	servicios	enumerados	en	la	solicitud	inicial.
Las	 solicitudes	 divisionales	 conservarán	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la
solicitud	y	el	beneficio	de	prioridad,	si	lo	hubiere.
Podrá	 solicitarse	 la	 división	 de	 la	 solicitud	 en	 cualquier	 momento	 del
trámite.	 Para	 tal	 efecto,	 el	 solicitante	 deberá	 presentar	 un	 pedido	 de
división	 indicando	 los	productos	 y	 servicios,	 agrupados	por	 clases,	 que	 se
desglosan	 de	 la	 solicitud	 inicial	 y	 que	 conforman	 la	 solicitud	 divisional
correspondiente.	El	pedido	de	división	irá	acompañado	de	los	documentos
actuados	 hasta	 ese	 momento	 y	 del	 comprobante	 de	 pago	 de	 las	 tasas
correspondiente.
Recibido	 el	 pedido	 de	 división,	 la	 autoridad	 nacional	 competente
examinará	si	la	misma	cumple	con	los	requisitos	establecidos	en	el	párrafo
precedente.	 Si	 se	 observarán	 defectos	 o	 irregularidades,	 se	 notificará	 al
solicitante	para	que	subsane	en	el	plazo	de	diez	(10)	días.	Si	los	defectos	no
fueran	subsanados,	la	división	se	tendrá	por	no	presentada,	continuándose
la	tramitación	del	expediente	inicial.
Aceptada	 la	 división	 de	 la	 solicitud,	 la	 autoridad	 nacional	 competente,
abrirá	 un	 nuevo	 expediente	 por	 cada	 solicitud	 divisional	 presentada	 e
incluirá	 en	 cada	 solicitud	 divisional	 una	 copia	 completa	 del	 expediente
inicial.	La	autoridad	nacional	competente	asignará	un	nuevo	número	a	cada
solicitud	divisional.
D.	Leg.	1075
ART.	60.—Cesión	de	solicitudes.	Para	 la	cesión	de	solicitudes	en	trámite
se	 aplicará,	 en	 lo	 que	 corresponda,	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 14	 de	 este
decreto	legislativo.
D.	Leg.	1075
ART.	 61.—Solicitud	 de	 renovación.	 Las	 solicitudes	 de	 renovación	 de
registros	presentadas	fuera	de	los	plazos	señalados	en	el	artículo	153	de	la
Decisión	486	no	serán	admitidas	a	trámite.
D.	Leg.	1075
ART.	 62.—Transferencia	 de	 registro.	 Un	 registro	 de	 marca	 concedido
podrá	ser	transferido,	entre	otros,	por	acto	entre	vivos	o	por	vía	sucesoria,
con	o	sin	la	empresa	a	la	cual	pertenece.
Podrá	 registrarse	 ante	 la	 dirección	 competente	 toda	 transferencia	 del
registro	 de	marca.	 La	 falta	 de	 registro	 ocasionará	 que	 la	 transferencia	 no
surta	efectos	frente	a	terceros.
A	efectos	del	registro,	la	transferencia	deberá	constar	por	escrito.
Cualquier	 persona	 interesada	 podrá	 solicitar	 el	 registro	 de	 una
transferencia.	 No	 obstante,	 la	 dirección	 competente	 podrá	 denegar	 dicho
registro,	si	la	transferencia	pudiera	generar	riesgo	de	confusión.
No	 procede	 presentar	 oposición	 contra	 las	 solicitudes	 de	 inscripción	 de
contratos	 de	 transferencia	 de	 una	 marca;	 sin	 perjuicio	 de	 las	 acciones
legales	que	pudieran	corresponder.
D.	Leg.	1075
ART.	 63.—Licencia	 de	 marca.	 El	 titular	 de	 una	 marca	 registrada,	 o	 en
trámite	 de	 registro,	 podrá	 dar	 licencia	 a	 uno	 o	 más	 terceros	 para	 la
explotación	de	la	marca	respectiva.	La	licencia	de	uso	podrá	registrarse	ante
la	autoridad	competente.
A	efectos	del	registro,	la	licencia	deberá	constar	por	escrito.
Cualquier	persona	interesada	podrá	solicitar	el	registro	de	una	licencia.
No	 procede	 presentar	 oposición	 contra	 las	 solicitudes	 de	 inscripción	 de
contratos	de	licencia	de	una	marca;	sin	perjuicio	de	las	acciones	legales	que
pudieran	corresponder.
D.	Leg.	1075
ART.	 64.—Solicitud	 de	 inscripción	 de	 modificaciones.	 La	 solicitud	 de
inscripción	de	modificaciones	y	otros	 actos	que	afecten	al	 registro	deberá
presentarse	 ante	 la	 dirección	 competente,	 cumpliendo	 con	 los	 requisitos
establecidos	 en	 los	 artículos	 50	 y	 51	de	 este	 decreto	 legislativo,	 y	 con	 las
formalidades	establecidas	en	el	artículo	14	del	presente	decreto	legislativo,
en	lo	que	corresponda.
No	procede	presentar	oposición	contra	las	solicitudes	de	inscripción	de
modificaciones	y	otros	actos	que	afecten	el	registro,	sin	perjuicio	de	las
acciones	legales	que	pudieran	corresponder.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 solicitud	 inicial	 puede	 modificarse	 hasta
que	se	haya	agotado	la	vía	administrativa.	“El	artículo	89	de	la	Decisión
344	 concordado	 con	 el	 artículo	 140	 del	Decreto	 Legislativo	Nº	 823	 no	 ha
precisado	el	momento	en	el	cual,	dentro	del	procedimiento	administrativo,
el	peticionario	puede	modificar	su	solicitud	inicial.	Sin	embargo,	si	se	parte
del	 hecho	 de	 que	 un	 procedimiento	 administrativo	 contiene	 varias	 fases,
una	de	las	cuales	es	la	del	procedimiento	de	tramitación	o	sea	el	conjunto	de
actos	o	actuaciones	que	conducen	al	acto	definitivo,	esto	es,	a	la	resolución
del	administrador,	esos	cambios	secundarios	pueden	ser	admitidos	desde	la
presentación	de	la	solicitud	inicial	hasta	el	momento	que	la	administración
dicte	resolución	por	medio	de	la	cual	quede	firme	dicho	acto,	esto	es,	hasta
el	momento	 en	 que	 se	 haya	 agotado	 la	 vía	 administrativa”.	 (R.	 016-1999-
TPI-Indecopi.	11.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Puede	modificarse	la	solicitud	del	registro	de
una	marca	en	sus	aspectos	secundarios.	“La	Decisión	344,	a	diferencia	de
la	Decisión	85,	es	explícita	en	regular	la	mutabilidad	o	cambio	de	la	solicitud
de	registro	al	conceder	al	peticionario	de	un	registro	de	marca	la	facultad	de
modificar	 su	 solicitud	 inicial	 únicamente	 con	 relación	 a	 aspectos
secundarios	y	eliminar	o	restringir	los	productos	o	servicios	principalmente
especificados.	 Sobre	 el	 particular,	 la	 sala	 ha	 tenido	 presente	 la	 sentencia
emitida	 con	 fecha	 16	 de	 octubre	 de	 1996	 por	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 del
Acuerdo	de	Cartagena	en	el	Proceso	Nº	20-IP-95,	en	la	que	se	precisa	que	el
solicitante	del	registro	de	una	marca	puede	modificar	la	solicitud	inicial	en
cualquier	momento	del	trámite	hasta	que	el	acto	adquiera	firmeza	en	la	vía
administrativa	respecto	de	 los	elementos	secundarios	y	no	sustanciales.	El
Tribunal	 Andino	 considera	 secundarios	 todos	 aquellos	 cambios	 que	 no
alteren	 el	 aspecto	 general	 de	 la	 marca	 (tamaño	 y	 tipo	 de	 letra,	 faltas
ortográficas	 o	 mecanográficas),	 dirección	 del	 solicitante,	 eliminación	 o
restricción	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 principalmente	 especificados.	 De
acuerdo	a	dicho	fallo	son	sustanciales	los	elementos	esenciales	del	signo	(en
la	 denominación	 o	 en	 el	 aspecto	 gráfico),	 ampliación	 de	 los	 productos	 o
servicios	a	protegerse	con	la	marca,	cambio	de	clase,	etc.	El	tribunal	precisa
que,	 de	 existir	 modificación	 de	 esa	 naturaleza	 en	 cualquier	 momento	 del
trámite,	constituirá	una	nueva	solicitud,	sujeta	al	procedimiento	 inicial	del
registro	 con	 la	 consecuente	 publicación	 sujeta	 a	 observaciones,	 solicitud
que,	inclusive,	pierde	el	derecho	de	prioridad.	En	el	caso	concreto	se	aprecia
que	 la	 solicitante	 pretendió	 distinguir	 inicialmente	 con	 el	 signo	 solicitado
productos	farmacéuticos	y	todos	los	demás	de	la	Clase	5	de	la	nomenclatura
oficial,	 habiendo	 limitado	 posteriormente	 su	 solicitud	 de	 registro	 a
‘preparación	farmacéutica	reguladora	de	calcio,	exclusivamente’	de	la	Clase
5	de	la	nomenclatura	oficial”.	(R.	049-1999-TPI-Indecopi.	19.01.99)
D.	Leg.	1075
ART.	 65.—Cambio	 de	 titularidad.	 En	 los	 casos	 que	 el	 cambio	 de
titularidad	no	afecte	a	todos	los	productos	y/o	servicios	relacionados	en	el
registro	del	titular,	se	creará	un	registro	separado	relativo	a	 los	productos
y/o	servicios	respecto	de	los	cuales	haya	cambiado	la	titularidad.
D.	Leg.	1075
ART.	66.—Subsanación	de	irregularidades.	Si	del	examen	resulta	que	la
solicitud	para	la	inscripción	de	actos	que	modifiquen	el	registro,	no	cumple
con	los	requisitos	formales	establecidos	en	el	presente	decreto	legislativo,	la
dirección	 competente	 notificará	 al	 solicitante	 para	 que,	 en	 un	 plazo	 de
sesenta	 (60)	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 su	 notificación,	 subsane	 las
irregularidades.
Tratándose	 del	 pago	 de	 la	 tasa,	 se	 otorgará	 un	 plazo	 de	 dos	 (02)	 días
hábiles.	 Si	 a	 la	 expiración	 del	 plazo	 señalado,	 no	 se	 han	 subsanado	 las
irregularidades,	la	solicitud	será	considerada	abandonada.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 plazo	 para	 interponer	 el	 recurso	 de
apelación	es	distinto	al	plazo	para	subsanar	 las	omisiones.	“La	 Sala	 de
Propiedad	 Intelectual	 conviene	en	aclarar	 que	 el	 recurso	de	 apelación	 fue
interpuesto	por	(…)	S.A.	dentro	del	plazo	de	15	días	hábiles	(…);	si	bien	no
realizó	el	pago	de	 la	 tasa	 correspondiente,	 el	 recurso	 fue	admitido	bajo	 la
condición	suspensiva	prevista	en	el	artículo	64	del	Decreto	Supremo	Nº	02-
94-JUS	 concordado	 con	 el	 artículo	 149	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823,	 el
cual	señala	que	las	oficinas	de	trámite	documentario	de	las	entidades	de	la
Administración	 Pública	 están	 obligadas	 a	 recibir	 las	 solicitudes	 o
formularios	para	 la	 realización	de	 los	procedimientos	 administrativos	que
se	 presenten	 sin	 cumplir	 con	 los	 correspondientes	 requisitos,	 bajo
condición	de	 ser	 subsanado	 el	 defecto	 u	 omisión	 en	 el	 plazo	de	48	horas,
anotándose	en	el	escrito	y	en	 la	copia	dicha	circunstancia.	Transcurrido	el
plazo	 antes	 indicado	 sin	 que	 el	 defecto	 u	 omisión	 fuera	 subsanado,	 el
documento	 se	 tendrá	 por	 no	 presentado	 y	 será	 devuelto	 al	 interesado.
Atendiendo	a	lo	expuesto,	el	plazo	de	15	días	está	referido	al	plazo	que	tiene
el	 interesado	 para	 presentar	 su	 recurso	 de	 apelación,	 el	 cual	 resulta	 ser
distinto	al	plazo	de	48	horas	que	otorga	la	ley	para	subsanar	las	omisiones
en	que	hubiese	incurrido	la	parte	al	presentar	su	apelación	dentro	del	plazo
de	ley.	En	tal	sentido,	al	haber	cumplido	(...)	con	subsanar	el	pago	de	la	tasa
respectiva	dentro	de	 las	 24	horas	de	 requerido,	 la	 admisión	 a	 trámite	 del
recurso	de	apelación	se	encuentra	ajustada	a	derecho”.	 (R.	701-1999/TPI-
Indecopi.	11.06.99)
D.	Leg.	1075
ART.	67.—Responsabilidad	 en	 caso	 de	 licencia.	 En	 caso	 de	 licencia	 de
marcas,	 el	 licenciante	 responde	 ante	 los	 consumidores	 por	 la	 calidad	 e
idoneidad	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 licenciados	 como	 si	 fuese	 el
productor	o	prestador	de	éstos.
D.	Leg.	1075
ART.	68.—Afectación	 del	 derecho	 sobre	 la	marca.	 El	 derecho	 sobre	 la
marca	podrá	darse	en	garantía	o	ser	objeto	de	otros	derechos.	Asimismo,	la
marca	podrá	 ser	materia	 de	 embargo	 con	 independencia	 de	 la	 empresa	 o
negocio	 que	 la	 usa	 y	 ser	 objeto	 de	 las	 medidas	 que	 resulten	 del
procedimiento	 de	 ejecución.	 Para	 que	 los	 derechos	 y	 medidas	 señalados
precedentemente	surtan	efectos	frente	a	terceros,	deberán	inscribirse	en	el
registro	correspondiente.
D.	Leg.	1075
ART.	69.—Modificación	de	datos	del	titular	del	registro.	En	caso	exista
algún	cambio	respecto	al	nombre,	dirección	o	domicilio	procesal	del	titular
del	 registro	 de	 marca	 durante	 el	 plazo	 de	 vigencia	 del	 registro,	 o	 de	 la
licencia	de	ser	el	caso,	el	titular	del	registro	deberá	informarlo	a	la	dirección
competente.
D.	Leg.	1075
ART.	70.—División	de	registro.	Cuando	un	registro	de	marca	comprenda
varios	 productos	 y/o	 servicios,	 el	 titular	 podrá	 en	 cualquier	 momento
dividir	dicho	registro	en	dos	o	más	registros	divisionales,	distribuyendo	los
productos	o	servicios	enumerados	en	el	registro	inicial,	para	lo	cual	deberá
cumplir	 con	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 los	 artículos	 50	 y	 51	 de	 este
decreto	 legislativo,	 en	 lo	 que	 corresponda.	 La	 dirección	 competente
establecerá	el	pago	de	una	tasa	por	cada	división	que	se	realice.
Para	la	división	del	registro	se	seguirá	el	procedimiento	establecido	para	la
división	de	las	solicitudes	de	registro,	en	lo	que	corresponda.
D.	Leg.	1075
ART.	 71.—Cancelación	 de	 registro.	 La	 solicitud	 de	 cancelación	 del
registro	de	una	marca,	se	presentará	ante	la	dirección	competente	y	deberá
cumplir,	 en	 cuanto	 corresponda,	 con	 las	 formalidades	 previstas	 en	 el
artículo	54	del	presente	decreto	legislativo.	Asimismo,	podrán	ser	aplicadas
las	disposiciones	 contenidas	en	 los	 artículos	55	y	57	del	presente	decreto
legislativo.
La	solicitud	de	cancelación	de	una	marca,	como	medio	de	defensa,	deberá
ser	 presentada	 en	 el	mismo	 expediente	 en	 el	 cual	 se	 tramita	 la	 oposición
frente	a	la	cual	se	defiende	el	accionante	y	deberá	estar	acompañada	por	el
recibo	de	pago	de	la	tasa	correspondiente.
JURISPRUDENCIA.—El	 titular	 tiene	 derecho	 exclusivo	 desde	 el	 registro
de	la	marca	hasta	su	cancelación.	“(…)	Respecto	del	argumento	referido	a
la	cancelación	del	signo	(...)	por	falta	de	uso	efectuada	mediante	Resolución
N°	03989-2005/OSD-Indecopi	de	fecha	cinco	de	abril	del	dos	mil	cinco,	ha
señalado	que	ello	no	enerva	la	infracción	marcaría	en	la	que	ha	incurrido	la
Empresa	(...)	Sociedad	Anónima,	precisando	que:	‘(...)	desde	el	registro	de	la
marca	hasta	su	cancelación,	el	titular	tiene	derecho	exclusivo,	y	por	lo	tanto,
también	 el	 derecho	 de	 actuar	 contra	 cualquier	 tercero	 que	 sin	 su
consentimiento	 realice	 actos	 que	 pudiese	 inducir	 al	 público	 a	 error	 o
confusión,	con	relación	a	los	productos	o	servicios	idénticos	o	similares	para
los	 cuales	 hayan	 sido	 registrada	 su	 marca	 (…)	 Este	 supremo	 tribunal
considera	 importante	 precisar	 que	 la	 conclusión	 arribada	 por	 la	 sala
suprema	 de	 origen	 no	 atenta	 contra	 el	 principio	 de	 razonabilidad	 en	 la
medida	que	evita	que	los	particulares	de	manera	unilateral	y	sin	que	medie
un	 pronunciamiento	 en	 contrario	 se	 arroguen	 la	 atribución	 de	 utilizar
marcas	registradas	de	terceros	en	perjuicio	no	sólo	de	dichos	terceros,	sino
también	 de	 los	 consumidores,	 a	 quienes	 se	 les	 induce	 a	 confusión,	 lo	 que
descarta	 las	 denuncias	 de	 contravención	 de	 las	 normas	 que	 garantizan	 el
derecho	a	un	debido	proceso.”	(C.S.,	Cas.	1406-2009-Lima,	jul.	30/2010.	V.	P.
Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Los	particulares	no	pueden	irrogarse	la	atribución
de	utilizar	marcas	registradas	de	terceros,	incluso	si	estas	estuvieran	ya
canceladas.	 “(…)	 De	 esta	 manera,	 no	 se	 advierte	 del	 contenido	 de	 la
sentencia	 de	 vista	 que	 se	 haya	 incurrido	 en	 los	 supuestos	 de	 falta	 de
motivación	 por	 motivación	 defectuosa	 o	 insuficiente,	 ya	 que	 la	 sala	 de
mérito	se	ha	pronunciado	en	la	integridad	de	la	resolución	de	vista	en	forma
suficiente	y	congruente	tanto	sobre	los	agravios	invocados	por	las	empresas
recurrentes	 en	 su	 recurso	 de	 apelación,	 así	 como	 respecto	 de	 lo	 que	 es
materia	 de	 controversia	 en	 este	 proceso	 contencioso	 administrativo,
concluyendo	 que	 no	 se	 configuró	 el	 supuesto	 para	 que	 proceda	 la
suspensión	 del	 procedimiento	 administrativo	 cuestionado	 seguido	 ante	 el
Indecopi,	y	que	el	hecho	de	haberse	cancelado	la	marca	de	la	denunciante,
(...)	por	 falta	de	uso	no	enerva	 la	responsabilidad	de	 la	empresa	 infractora
(...),	 durante	 el	 tiempo	 que	 estuvo	 vigente	 su	 marca,	 lo	 que	 no	 ha	 sido
desvirtuado,	 máxime	 que	 los	 efectos	 de	 dicha	 declaración	 opera	 hacia
adelante	 y	 no	 con	 efecto	 retroactivo.	 Sétimo:	 Este	 supremo	 tribunal
considera	 importante	 precisar	 que	 la	 conclusión	 arribada	 por	 la	 sala
suprema	 de	 origen	 no	 atenta	 contra	 el	 principio	 de	 razonabilidad	 en	 la
medida	que	evita	que	los	particulares	de	manera	unilateral	y	sin	que	medie
un	 pronunciamiento	 en	 contrario	 se	 arroguen	 la	 atribución	 de	 utilizar
marcas	registradas	de	terceros	en	perjuicio	no	sólo	de	dichos	terceros,	sino
también	 de	 los	 consumidores,	 a	 quienes	 se	 les	 induce	 a	 confusión,	 lo	 que
descarta	 las	 denuncias	 de	 contravención	 de	 las	 normas	 que	 garantizan	 el
derecho	a	un	debido	proceso,	y	la	infracción	de	las	formas	esenciales	para	la
eficacia	y	validez	de	los	actos	procesales;	por	lo	que,	de	conformidad	con	el
artículo	397	del	Código	Procesal	Civil,	el	recurso	de	su	propósito	deviene	en
infundado.”	(C.S.,	Cas.	1406-2009-Lima,	oct.	29/2009.	V.	P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Proceso	 judicial	 suspende	 el	 proceso	 contencioso
administrativo	siempre	que	verse	sobre	la	misma	controversia.	“(…)	La
sentencia	 de	 vista	 respecto	 del	 primer	 punto	 ha	 concluido	 que	 en	 el
presente	caso	no	procede	la	suspensión	solicitada	prevista	en	el	artículo	65
del	Decreto	Legislativo	N°	807,	dado	que	la	misma	solo	procede	en	el	caso
de	que	con	anterioridad	al	inicio	del	procedimiento	administrativo	se	haya
iniciado	 un	 proceso	 judicial	 que	 verse	 sobre	 la	 misma	materia,	 o	 cuando
surja	una	cuestión	contenciosa	que,	a	criterio	del	Tribunal	de	Defensa	de	la
Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 o	 de	 la	 comisión	 u	 oficina
respectiva	del	Indecopi,	precise	de	un	pronunciamiento	previo	sin	el	cual	no
puede	 ser	 resuelto	 el	 asunto	 que	 se	 tramita	 ante	 el	 Indecopi,	 lo	 que	 a
criterio	 de	 la	 sala	 de	 mérito	 no	 se	 ha	 acreditado.	 En	 efecto,	 precisa	 la
indicada	 resolución,	 que	 si	 bien	 el	 proceso	 contencioso	 administrativo	 al
que	hacen	referencia	las	empresas	recurrentes	se	inició	con	anterioridad	al
procedimiento	 administrativo	 por	 infracción	 de	 derechos	 industriales
materia	de	 la	presente	causa,	 los	procesos	contencioso	administrativos	no
versan	 sobre	 el	 mismo	 asunto	 ya	 que	 la	 demanda	 de	 aquel	 proceso
contencioso	 administrativo	 está	 dirigida	 a	 cuestionar	 la	 denegatoria	 del
registro	de	la	marca	de	servicios	(...),	y	como	pretensión	accesoria	se	solicita
la	declaración	de	nulidad	de	los	registros	de	la	marca	(...)	en	las	clases	41	y
36	 de	 la	 Nomenclatura	 Oficial,	 mientras	 que	 en	 el	 procedimiento
administrativo	 que	 dio	 origen	 al	 presente	 proceso	 contencioso	 se
cuestionan	 las	 marcas	 (...)	 y	 (...),	 determinándose	 por	 ello	 que	 ambos
procesos	 no	 versan	 sobre	 la	 misma	 materia,	 no	 existiendo	 por	 tanto	 de
parte	 de	 Indecopi	 la	 obligación	 de	 suspender	 el	 procedimiento
administrativo	 de	 infracción	 solicitada	 así	 como	 tampoco	 vulneración	 del
principio	 de	 legalidad.”	 (C.S.,	 Cas.	 1406-2009-Lima,	 oct.	 29/2009.	 V.	 P.
Acevedo	Mena)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—En	un	procedimiento	de	cancelación	de	marca
por	 falta	 de	 uso,	 corresponde	 al	 titular	 del	 registro	 probar	 el	 uso.	 “A
tenor	de	lo	establecido	en	el	artículo	108	de	la	Decisión	344	concordado	con
el	artículo	172	del	Decreto	legislativo	Nº	823,	constituyen	medios	de	prueba
de	 uso	 idóneos	 para	 demostrar	 la	 utilización	 de	 una	 marca,	 las	 facturas
comerciales	 que	 demuestren	 la	 regularidad	 y	 la	 cantidad	 de
comercialización	al	menos	durante	el	 año	anterior	 a	 la	 fecha	de	 iniciación
del	proceso	de	cancelación,	los	inventarios	de	mercancías	identificadas	con
la	marca	certificada	por	una	 firma	de	auditores	y	cualquier	otro	medio	de
prueba	 permitido	 por	 la	 legislación	 del	 país	 miembro.	 Dentro	 del
procedimiento	de	cancelación	de	 la	marca	por	falta	de	uso	es	al	 titular	del
registro	a	quien	corresponde	aportar	 las	pruebas	del	uso	de	 la	marca.	Los
motivos	que	se	pueden	alegar	para	justificar	la	falta	de	uso	de	la	marca	son
los	 que	 se	 sustenten	 en	 caso	 fortuito	 o	 fuerza	 mayor	 (regulados	 en	 el
artículo	1315	del	Código	Civil)	 o	 restricciones	a	 las	 importaciones	y	otros
requisitos	 oficiales	 impuestos	 a	 los	 bienes	 o	 servicios	 protegidos	 por	 la
marca”.	(R.	634-1999/TPI-Indecopi.	27.05.1999)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Quien	 obtiene	 la	 cancelación	 de	 una	 marca
por	falta	de	uso	puede	inscribirla	a	su	favor	sin	ninguna	variación.	“De
conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 111	 de	 la	 Decisión	 344
concordado	con	el	artículo	179	del	Decreto	Legislativo	Nº	823,	 la	persona
que	 obtenga	 una	 resolución	 favorable	 (en	 una	 acción	 de	 cancelación	 por
falta	 de	 uso	 de	 una	 marca)	 tendrá	 derecho	 preferente	 al	 registro	 si	 lo
solicita	dentro	de	los	tres	meses	siguientes	a	la	fecha	en	la	que	quede	firme
la	providencia	que	de	término	al	procedimiento	de	cancelación	de	la	marca.
Cabe	precisar	que	 el	 derecho	preferente	 se	 refiere	 a	 la	potestad	que	 se	 le
otorga	a	quien	ha	obtenido	la	cancelación	de	una	marca	para	que	registre	la
misma	sin	ninguna	variación”.	(R.	554-1999/TPI-Indecopi.	07.05.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Finalidades	 del	 uso	 obligatorio	 de	 la	 marca
son	de	dos	tipos:	esencial	y	funcional.	“Cabe	señalar	que	las	finalidades	del
uso	obligatorio	de	la	marca	son	de	dos	tipos:	una	de	índole	esencial	y	otra
de	 índole	 funcional.	Entre	 las	 finalidades	esenciales	está	 la	de	contribuir	a
que	 la	 marca	 se	 consolide	 como	 bien	 inmaterial	 mediante	 la	 asociación
entre	 signo	 y	 producto	 en	 la	 mente	 de	 los	 consumidores.	 Si	 bien	 esto
depende	de	factores	ajenos	a	la	actividad	del	titular,	un	uso	adecuado	de	la
marca	 es	 importante	 para	 que	 esa	 asociación	 se	 haga	 realidad.	 Otra
finalidad	esencial	del	uso	obligatorio	es	aproximar	el	contenido	formal	del
registro	a	la	realidad	concreta	de	la	utilización	de	las	marcas	en	el	mercado.
Tal	 aproximación	 puede	 contribuir	 a	 resolver	 los	 problemas	 que	 se
presentan	 al	 determinar	 un	 nuevo	 signo	 solicitado	 y	 una	 marca
anteriormente	registrada	si	son	o	no	confundibles.	La	finalidad	funcional	del
uso	obligatorio	tiene	por	objeto	descongestionar	el	registro	de	marcas	en	el
mercado	abriendo	el	abanico	de	posibilidades	que	no	están	siendo	usadas
para	 facilitar	 que	 nuevos	 solicitantes	 puedan	 acceder	 a	 éstas.”	 (R.	 1183-
2005/TPI-Indecopi,	nov.	08/2005)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Propiedad	Intelectual	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 finalidades	 del	 uso	 obligatorio	 de	 la
marca	 son	 de	 dos	 tipos:	 esencial	 y	 funcional.	 “El	 artículo	 108	 de	 la
Decisión	344	concordado	con	el	artículo	172	del	Decreto	Legislativo	Nº	823
establece	 que,	 a	 solicitud	 de	 una	 parte	 interesada,	 la	 oficina	 nacional
competente	cancelará	el	registro	de	una	marca	que	sin	motivo	justificado	no
hubiese	sido	usada	en	al	menos	un	país	del	Pacto	Andino	durante	 los	 tres
años	 consecutivos	 precedentes	 a	 la	 fecha	 en	 que	 se	 inició	 la	 acción	 de
cancelación.	Las	finalidades	del	uso	obligatorio	de	la	marca	son	de	dos	tipos:
una	 de	 índole	 esencial	 y,	 otra,	 de	 índole	 funcional.	 Entre	 las	 finalidades
esenciales	 está	 la	 de	 contribuir	 a	 que	 la	 marca	 se	 consolide	 como	 bien
inmaterial	mediante	la	asociación	entre	signo	y	producto	en	la	mente	de	los
consumidores.	 Si	 bien	 esto	 depende	 de	 factores	 ajenos	 a	 la	 actividad	 del
titular,	un	uso	adecuado	de	la	marca	es	importante	para	que	esa	asociación
se	haga	realidad.	Otra	finalidad	esencial	del	uso	obligatorio	es	aproximar	la
realidad	 formal	 del	 registro	 a	 la	 realidad	 concreta	 de	 la	 utilización	 de	 las
marcas	 en	 el	 mercado.	 Tal	 aproximación	 puede	 contribuir	 a	 resolver	 los
problemas	 que	 se	 presentan	 al	 determinar	 si	 son	 o	 no	 confundibles	 un
nuevo	 signo	 solicitado	y	una	marca	anteriormente	 registrada.	La	 finalidad
funcional	del	uso	obligatorio	es	descongestionar	el	registro	de	marcas	que
no	 están	 siendo	 usadas	 para	 facilitar	 que	 nuevos	 solicitantes	 puedan
registrar	sus	marcas”.	(R.	189-1999/TPI-Indecopi.	15.02.1999)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Medios	 probatorios	 del	 uso	 efectivo	 de	 una
marca.	 “En	 principio,	 el	 uso	 efectivo	 en	 el	 mercado	 de	 una	 marca	 de
producto	podrá	acreditarse	con	documentos	que	demuestren,	por	ejemplo,
la	 venta	 de	 tales	 productos	 (facturas,	 boletas	 de	 venta)	 en	 la	 cantidad
suficiente	que,	dependiendo	de	la	naturaleza,	costo	o	forma	de	adquisición
del	producto	de	que	se	trate,	pueda	razonablemente	revelar	un	uso	efectivo
de	la	marca	en	el	respectivo	producto.
(...).
Sin	embargo,	no	sólo	podrá	acreditarse	el	uso	de	una	marca	de	producto
con	documentos	de	tipo	contable	o	que	demuestren	su	venta	efectiva	en	el
mercado.	La	presentación	de	catálogos	o	publicidad,	en	la	que	se	aprecie	la
marca	 en	 relación	 directa	 con	 el	 producto,	 serán	 elementos	 de	 juicio	 que
contribuirán	a	la	comprobación	del	uso	de	una	marca	de	producto.
(...).
Lo	dicho	con	relación	a	 las	marcas	de	producto	no	se	aplica	sin	más	a	 las
marcas	de	servicio	(por	su	falta	de	corporeidad).	En	este	caso,	el	empleo	de
la	 marca	 de	 servicio	 puede	 limitarse	 al	 uso	 en	 publicidad	 puesta	 en
establecimientos	 comerciales	 u	 objetos	 que	 sirven	 para	 la	 prestación	 del
servicio.
En	atención	a	ello,	serán	medios	de	prueba	idóneos	a	fin	de	acreditar	el	uso
de	 una	 marca	 de	 servicio,	 además	 de	 facturas,	 recibos	 por	 honorarios	 o
contratos	de	servicio,	publicidad,	etc.,	 la	 fijación	de	 la	marca	registrada	en
objetos	 o	 lugares	 que	 puedan	 ser	 percibidos	 por	 el	 público	 usuario	 como
identificadores	 de	 un	 origen	 empresarial	 (carteles,	 listas	 de	 precios,
catálogos,	 volantes,	 trípticos,	 encartes,	 presupuestos,	 papel	 membretado),
así	 como	 publicidad	 efectiva	 de	 la	marca	 con	 relación	 a	 los	 servicios	 que
distingue.
Habrá	 que	 tomar	 en	 cuenta	 que	 en	 el	 caso	 de	 las	 marcas	 de	 servicio	 la
publicidad	 tiene	 más	 importancia	 que	 en	 el	 de	 las	 marcas	 de	 producto,
siendo	 lo	más	 importante	ponderar	si	 la	publicidad	resulta	suficiente	para
indicar	que	la	marca	identifica	un	origen	empresarial	determinado.
Finalmente,	además	de	los	criterios	antes	señalados,	cabe	agregar	que	todo
documento	 o	 prueba	 que	 se	 presente	 u	 ofrezca	 debe	 cumplir	 con	 el
requisito	de	haber	sido	emitido,	producido	o	fabricado	dentro	del	plazo	que
se	tiene	para	acreditar	el	uso	de	 la	marca,	a	saber,	dentro	de	 los	tres	años
anteriores	al	inicio	de	la	correspondiente	acción	de	cancelación	por	falta	de
uso.”	(R.	1183-2005/TPI-Indecopi,	nov.	08/2005)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Propiedad	Intelectual	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Opinión	 del	 Tribunal	 Andino	 sobre	 el
cumplimiento	de	la	obligación	del	“uso	de	la	marca”.	“A	fin	de	determinar
cuándo	y	cómo	se	cumple	con	la	obligación	de	uso	de	la	marca,	el	Tribunal
Andino	 en	 reiterada	 jurisprudencia	 –que	 también	 resulta	 aplicable	 a	 la
Decisión	486–	ha	interpretado	lo	siguiente:
-	 En	 cuanto	 a	 la	 forma:	 el	 uso	 de	 la	 marca	 debe	 ser	 real	 y	 efectivo	 de
manera	que	no	basta	con	la	mera	intención	de	usarla	o	con	la	publicidad	de
la	misma,	 sino	que	el	uso	debe	manifestarse	externa	y	públicamente,	para
que	sea	real	y	no	simplemente	formal	o	simbólico.
-	En	cuanto	al	elemento	cuantitativo:	la	determinación	del	uso	de	la	marca
es	relativa	y	ha	de	relacionarse	con	el	producto	o	servicio	de	que	se	trate	y
con	las	características	de	la	empresa	que	utiliza	la	marca.	Así,	si	una	marca
distingue	 bienes	 de	 capital,	 podría	 ser	 suficiente	 para	 acreditar	 su	 uso	 la
demostración	de	que	en	un	año	se	han	efectuado	dos	o	tres	ventas	pues	su
naturaleza,	 complejidad	 y	 elevado	 precio	 hacen	 que	 el	 número	 de
operaciones	tenga	nivel	comercial.	En	cambio,	no	podría	decirse	que	existe
comercialización	real	de	un	producto,	como	el	maíz,	porque	en	un	año	sólo
se	haya	colocado	en	el	mercado	tres	bultos	del	grano.”	(R.	1183-2005/TPI-
Indecopi,	nov.	08/2005)
NOTA:	 La	 presente	 resolución	 emitida	 por	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Propiedad	Intelectual	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria.
D.	Leg.	1075
ART.	 72.—Notificación	 de	 la	 cancelación.	 La	 dirección	 competente
notificará	 la	 solicitud	de	 cancelación	al	 titular	del	 registro,	 en	el	domicilio
que	 el	 titular	 haya	 consignado	 en	 la	 solicitud	 de	 registro	 o	 renovación
correspondiente,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	69	de	este
decreto	legislativo.
En	los	casos	en	que	no	se	pueda	notificar	al	titular	del	registro	conforme	lo
dispone	 el	 párrafo	 precedente,	 procederá	 la	 notificación	 por	 edicto	 de
acuerdo	a	las	disposiciones	contenidas	en	el	Código	Procesal	Civil.	El	costo
de	la	notificación	será	de	cargo	de	quien	solicita	la	cancelación.
TUO	D.	Leg.	768	-	C.P.C.
ART.	166.—Notificación	especial	por	edictos.	Si	 debe	 notificarse	 a	más
de	diez	personas	que	tienen	un	derecho	común,	el	 juez,	a	pedido	de	parte,
ordenará	se	las	notifique	por	edictos.	Adicionalmente	se	hará	la	notificación
regular	que	corresponda	a	un	número	de	litigantes	que	estén	en	proporción
de	 uno	 por	 cada	 diez	 o	 fracción	 de	 diez,	 prefiriéndose	 a	 los	 que	 han
comparecido.
D.	Leg.	1075
ART.	73.—Solicitud	de	nulidad.	La	solicitud	de	nulidad	del	registro	de	una
marca	 se	 presentará	 ante	 la	 dirección	 competente	 y	 deberá	 cumplir,	 en
cuanto	 corresponda,	 con	 las	 formalidades	 previstas	 en	 el	 artículo	 54	 del
presente	 decreto	 legislativo.	 Asimismo	 podrán	 ser	 aplicadas	 las
disposiciones	 contenidas	 en	 los	 artículos	 55	 y	 57	 del	 presente	 decreto
legislativo.
No	procederá	la	solicitud	de	nulidad,	si	el	asunto	fue	materia	de	oposición
por	 los	 mismos	 fundamentos	 entre	 las	 mismas	 partes	 o	 la	 que	 de	 ellas
derive	su	derecho.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	declaración	de	nulidad	supone	analizar	la
norma	 que	 se	 encontraba	 vigente	 cuando	 se	 otorgó	 el	 registro.	 “La
declaración	de	nulidad	de	un	 registro	determina,	 con	efectos	 retroactivos,
que	ni	éste	ni	la	solicitud	que	lo	originó	han	surtido	los	efectos	previstos	por
ley.	 Siendo	 así	 es	 importante	 para	 declarar	 la	 nulidad	 de	 un	 registro
determinar	 la	 norma	 que	 se	 encontraba	 vigente	 al	 momento	 en	 que	 se
otorgó,	ya	que	será	en	base	a	dicha	norma	que	se	evaluará	si	a	la	fecha	de	su
concesión	se	 incurrió	en	 las	causales	de	nulidad	del	 registro	previstas	por
ella.	En	tal	sentido,	aquellas	causales	de	nulidad	estipuladas	en	normas	que
entraron	 en	 vigencia	 con	 posterioridad	 no	 invalidan	 un	 registro	 otorgado
válidamente	de	acuerdo	a	la	normativa	vigente	al	momento	de	su	concesión.
Lo	 contrario	 generaría	 una	 inseguridad	 jurídica	 y	 significaría	 aplicar	 una
norma	 retroactivamente,	 lo	 cual	 está	 expresamente	 prohibido	 por	 el
artículo	103	de	nuestra	Constitución”.	(R.	085-1999-TPI-Indecopi.	29.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 presunción	 de	 buena	 fe	 debe	 regir	 la
evaluación	por	parte	de	la	autoridad	administrativa.	“La	ley	no	establece
expresamente	cuáles	son	los	criterios	que	permiten	determinar	cuando	una
conducta	 es	 contraria	 al	 principio	 de	 buena	 fe;	 sin	 embargo,	 los	 distintos
supuestos	 sobre	 mala	 fe	 recogidos	 en	 la	 legislación	 existente	 sobre	 la
materia	(los	cuales	son	tan	sólo	ejemplificativos,	ya	que	por	su	complejidad
y	naturaleza	misma	no	son	susceptibles	de	ser	enumerados	taxativamente,
sino	 que	 dependen	 de	 cada	 caso	 concreto)	 permiten	 concluir	 que	 una
conducta	 transgrede	 el	 principio	 de	 buena	 fe	 cuando	 importa	 un
comportamiento	 desleal	 o	 deshonesto	 que	 perjudique	 o	 vulnere	 intereses
ajenos.	Así,	 el	 artículo	113	 inciso	 c)	de	 la	Decisión	344	concordado	 con	el
artículo	 181	 inciso	 c)	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823	 (que	 si	 bien	 está
referido	 a	 la	 nulidad,	 también	 resulta	 aplicable	 a	 la	 prelación	 por	 tratar
sobre	 la	 mala	 fe)	 considera	 como	 un	 supuesto	 de	 mala	 fe	 cuando	 un
representante,	distribuidor	o	usuario	del	titular	de	una	marca	registrada	en
el	extranjero	solicite	y	obtenga	el	registro	a	su	nombre	de	esa	marca	u	otra
confundible	 con	 aquella,	 sin	 el	 consentimiento	 expreso	 del	 titular	 de	 la
marca	 extranjera.	 En	 este	 caso,	 la	 mala	 fe	 radica	 en	 el	 hecho	 de	 haberse
atentado	contra	el	deber	de	 lealtad	o	 fidelidad	que	existe	entre	dos	partes
con	 vínculo	 de	 dependencia	 u	 otro	 tipo	 de	 relación	 que	 los	 vincule
comercialmente.	Asimismo,	 esta	 norma	 considera	 también	 como	 supuesto
de	 mala	 fe	 cuando	 la	 solicitud	 de	 registro	 hubiere	 sido	 presentada	 o	 el
registro	hubiere	sido	obtenido	por	quien	desarrolla	como	actividad	habitual
el	registro	de	marcas	para	su	comercialización.	Aquí	la	mala	fe	reside	en	una
conducta	que	no	tiene	por	fin	emplear	un	signo	como	distintivo	del	origen
empresarial	de	determinados	productos	o	servicios,	es	decir	de	acuerdo	a	la
función	que	le	es	propia	a	la	marca,	sino	que	se	pretende	lucrar	vendiendo
dichos	signos,	lo	cual	constituye	una	traba	u	obstáculo	al	libre	mercado.	De
lo	 anterior	 se	 concluye	 que	 no	 basta	 con	 que	 los	 signos	 sean	 idénticos	 o
confundibles	para	que	se	configure	una	conducta	desleal.	Antes	bien,	hace
falta	 que	 además	 se	 transgreda	 uno	 de	 los	 deberes	 de	 la	 leal	 y	 honesta
competencia	 comercial.	 Corresponde,	 entonces,	 a	 la	 autoridad
administrativa	 determinar	 en	 cada	 caso	 concreto	 si	 la	 solicitud	 u
otorgamiento	 de	 un	 registro	 constituye	 un	 comportamiento	 contrario	 al
principio	de	buena	fe	comercial,	a	la	luz	de	las	pruebas	presentadas	y	de	las
particularidades	del	caso	concreto,	tomando	asimismo	en	cuenta	una	serie
de	factores	que	permitan	revelar	el	ejercicio	de	una	conducta	desleal	como
son	 el	 carácter	 de	 fantasía	 o	 forjado	 de	 los	 signos	 en	 relación	 con	 los
productos	o	servicios	para	los	cuales	están	destinados,	el	vínculo	comercial
existente	 entre	 las	 partes	 (relación	 de	 dependencia,	 vínculo	 comercial	 de
distribución	 o	 representación,	 etc.),	 la	 reiteración	 por	 parte	 del	 primer
solicitante	 en	 el	 registro	 de	 marcas	 para	 su	 posterior	 venta,	 entre	 otros
indicios,	 a	 ser	 evaluados	 según	 cada	 caso	 determinado.	 Finalmente,	 debe
precisarse	que	los	individuos	al	relacionarse	lo	hacen	de	buena	fe	y	ésta	es
una	presunción	que	debe	regir	la	evaluación	por	parte	de	la	administración,
la	 cual	 sólo	 podrá	 determinar	 que	 existe	 una	 conducta	 contraria	 a	 dicho
principio	si	ello	se	acredita	en	función	a	las	pruebas	que	sean	presentadas”.
(R.	025-1999-TPI-Indecopi.	12.01.99)
D.	Leg.	1075
ART.	74.—Notificación	de	la	nulidad.	Recibida	 la	solicitud	de	nulidad,	 la
dirección	 competente	 notificará	 al	 titular	 de	 la	 marca,	 sujetándose	 para
tales	efectos	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	72	del	presente	decreto	legislativo,
para	que	dentro	del	plazo	de	dos	 (02)	meses	haga	valer	 los	argumentos	y
presente	 los	 medios	 probatorios	 que	 estime	 convenientes.	 Antes	 del
vencimiento	de	dicho	plazo	el	 interesado	podrá	solicitar	una	prórroga	por
dos	(02)	meses	adicionales.
Vencidos	 los	 plazos	 a	 los	 que	 se	 refiere	 este	 artículo,	 la	 dirección
competente	 decidirá	 sobre	 la	 nulidad	 del	 registro,	 lo	 cual	 notificará	 a	 las
partes	mediante	resolución.
TÍTULO	VII
DISPOSICIONES	RELATIVAS	AL	REGISTRO	DE	LEMAS
COMERCIALES
D.	Leg.	1075
ART.	75.—Registro	de	lema	comercial.	El	registro	de	un	 lema	comercial
se	concederá	por	un	período	de	diez	(10)	años	renovables,	contados	a	partir
de	su	concesión.
La	 cancelación,	 nulidad	 o	 caducidad	 del	 registro	 de	 la	marca	 a	 la	 que	 se
vincule	 el	 lema	 comercial,	 determinará	 también	 la	 cancelación,	 nulidad	 o
caducidad	 del	 lema	 comercial,	 aun	 cuando	 no	 haya	 vencido	 el	 plazo
señalado	en	el	párrafo	anterior.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 lema	 comercial	 debe	 ser	 perceptible,
suficientemente	distintivo	y	susceptible	de	representación	gráfica.	“Por
definición,	el	 lema	comercial	es	la	palabra,	frase	o	leyenda	que	es	utilizada
en	el	mercado	para	reforzar	la	función	encomendada	a	la	marca,	cual	es	la
de	 distinguir	 en	 el	 mercado	 los	 productos	 o	 servicios	 producidos	 o
comercializados	 por	 una	 persona	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 idénticos	 o
similares	 de	 otra,	 constituyéndose	 en	 un	 elemento	 de	 la	 propiedad
industrial	al	cual	le	son	aplicables	los	requisitos	y	consecuencias	jurídicas	de
todo	signo	distintivo	en	especial	y	de	todo	elemento	de	propiedad	industrial
en	 general.	 En	 consecuencia,	 la	 categoría	 de	 signo	 distintivo	 otorgada	 al
lema	 comercial	 implica	 que	 éste	 debe	 ser,	 al	 igual	 que	 la	 marca	 que
publicita,	 perceptible,	 suficientemente	 distintivo	 y	 susceptible	 de
representación	 gráfica.	 El	 lema	 comercial	 debe	 ser	 apto	 para	 crear,
consolidar	o	perpetuar	la	buena	reputación	de	la	marca	que	publicita.	En	tal
sentido,	no	se	podrá	registrar	como	lema	comercial	una	frase	simple	o	banal
que,	sin	fantasía	alguna,	se	limite	a	alabar	los	productos	o	servicios	que	se
desee	publicitar.	No	puede	tampoco	permitirse	que	el	concepto	o	idea	que	el
lema	 comercial	 pretenda	 transmitir	 a	 los	 consumidores	 a	 través	 de	 la
conjunción	 de	 las	 palabras	 que	 lo	 conforman	 constituya	 una	 expresión
genérica	o	descriptiva	en	relación	a	los	productos	o	servicios	que	la	marca
que	publicita	distingue,	en	 la	medida	que	 tal	 circunstancia	dificultaría	que
los	 competidores	 puedan	 promocionar	 en	 el	 correspondiente	 sector	 del
mercado	 otra	 marca	 de	 producto	 o	 servicio	 utilizando	 dicha	 expresión
genérica	 o	 descriptiva.	 Por	 lo	 anterior,	 es	 mejor	 dejar	 libres	 estas
expresiones	 para	 que	 también	 pueda	 ser	 utilizadas	 por	 todos	 los
competidores.	 Así,	 la	 vinculación	 entre	 el	 lema	 comercial	 y	 la	 marca	 se
produce	 por	 el	 hecho	 que	 el	 primero	 tiene	 como	 función	 primordial
publicitar	a	 la	 segunda.	No	en	vano	se	 le	ha	asignado	al	 lema	comercial	 la
noción	de	complementariedad	respecto	a	la	marca,	así	como	la	supeditación
de	 su	 existencia	 a	 la	 vigencia	 de	 la	marca	 que	 promociona.	 La	 función	 de
complementariedad	encomendada	el	lema	comercial	implica	que	éste	debe
ser	 capaz	 de	 reforzar	 la	 distintividad	 de	 la	 marca	 que	 publicita.	 Por	 tal
razón,	 debe	 gozar	 en	 sí	mismo	de	 la	 distintividad	 requerida	 para	 cumplir
dicha	función”.	(R.	620-1999/TPI-Indecopi.	26.05.99)
D.	Leg.	1075
ART.	 76.—Vinculación	 del	 lema	 comercial	 a	 una	 marca	 registrada.
Durante	la	vigencia	del	registro	del	lema	comercial,	el	titular	podrá	solicitar
ante	 la	 dirección	 competente	 que	 el	 lema	 comercial	 sea	 vinculado	 a	 otra
marca	registrada	a	su	nombre	y	en	 la	misma	clase;	 sujetándose	para	 tales
efectos	al	procedimiento	establecido	en	el	artículo	144	de	la	Decisión	486.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	diferencia	entre	el	nombre	comercial	y	 la
marca.	“(...)	La	marca	es	el	signo	que	sirve	para	distinguir	en	el	mercado	los
productos	o	servicios	comercializados	o	prestados	por	una	persona	de	 los
productos	o	servicios	de	otra.	La	protección	legal	de	las	marcas	está	regida
por	 el	 principio	 registral,	 de	 acuerdo	al	 cual	 el	 derecho	 sobre	 la	marca	 se
adquiere	con	el	acto	administrativo	del	registro,	el	mismo	que	concede	una
protección	legal	de	la	marca	en	todo	el	territorio	nacional	del	país	en	que	se
efectuó	dicho	registro.
El	nombre	comercial,	en	cambio,	es	el	signo	que	sirve	para	identificar	a	una
persona	 natural	 o	 jurídica	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 actividad	 económica,
diferenciándolo	 de	 las	 actividades	 de	 sus	 competidores.	 Conforme	 se	 ha
señalado,	el	nombre	comercial	se	encuentra	protegido	en	virtud	de	su	uso,
sin	 que	 sea	 necesario	 el	 registro	mismo,	 el	 cual	 tiene	 efectos	meramente
declarativos,	 teniendo	 como	ámbito	de	 tutela	 la	 extensión	 territorial	 en	 la
que	tiene	una	influencia	efectiva.
A	 diferencia	 de	 lo	 que	 ocurre	 con	 las	 marcas,	 un	 nombre	 comercial	 no
necesita	 ser	 inherentemente	distintivo,	 por	 lo	que	puede	estar	 compuesto
de	 términos	 genéricos,	 descriptivos	o	 corrientes	 en	 el	 giro	de	 actividades,
referidos	al	objeto	o	actividad	de	la	empresa	titular	o	 indicativos	del	 lugar
geográfico	 en	 el	 que	 la	 empresa	 funciona.	 Sólo	 se	 exige	 que	 el	 nombre
comercial	adoptado	por	una	empresa	sea	 suficientemente	diferente	de	 los
nombres	comerciales	usados	por	empresas	anteriores	para	evitar	cualquier
riesgo	de	confusión	o	de	asociación	equívoca.	En	tal	sentido,	la	distintividad
del	nombre	comercial	se	apreciará	en	función	de	su	aptitud	para	distinguir
en	 los	hechos	a	 la	entidad	que	 lo	usa	 frente	a	 los	demás	que	operan	en	el
mismo	mercado.	 Así,	 podrían	 constituir	 nombres	 comerciales	 válidos,	 por
ejemplo,	 Alfombras	 Sintéticas,	 International	 Business	 (...).”	 (TDC,	 R.	 0957-
2011/TPI-Indecopi,	may.	05/2011.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 nombre	 comercial	 se	 adquiere	 con	 el	 uso
efectivo,	la	marca	nace	con	el	registro.	“En	la	medida	que	el	derecho	sobre
un	nombre	comercial	se	adquiere	con	su	uso	efectivo	en	el	mercado	–siendo
su	 registro	 sólo	 declarativo–	 y	 el	 derecho	 sobre	 una	 marca	 nace	 con	 el
registro	(su	registro	es	constitutivo),	 los	posibles	conflictos	que	se	puedan
generar	como	consecuencia	de	la	concurrencia	en	el	mercado	de	un	nombre
comercial	y	una	marca	hacen	necesario	considerar	en	 forma	sistemática	y
concordada	 la	 naturaleza	 y	 funcionamiento	 de	 ambos	 elementos	 de	 la
propiedad	industrial,	a	fin	de	que	la	competencia	se	desarrolle	en	forma	leal,
permitiendo	que	 los	agentes	económicos	sean	recompensados	por	el	 fruto
de	 su	 esfuerzo,	 posibilitándose	 así	 a	 los	 consumidores	 la	 adopción	 de
decisiones	de	compra	eficientes.	(...).”	(Indecopi,	R.	303-2012/TPI-Indecopi,
feb.	22/2012.	S.	S.	Mera	Mena)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 derecho	 exclusivo	 a	 registrar	 el	 nombre
comercial	 como	 marca	 no	 es	 absoluto	 ni	 irrestricto.	 “De	 acuerdo	 a	 la
legislación	 de	 la	 materia,	 sólo	 el	 titular	 de	 un	 nombre	 comercial	 puede
registrarlo	 como	 marca.	 Asimismo,	 sólo	 el	 titular	 de	 una	 marca	 puede
utilizarla	y	registrarla	como	nombre	comercial.
Si	 bien	 la	 norma	 confiere	 al	 titular	 de	 un	 nombre	 comercial	 el	 derecho
exclusivo	 a	 registrar	 el	 mismo	 como	marca	 y	 en	 consecuencia	 evitar	 que
terceros	 obtengan	 el	 registro	 de	 dicho	 signo,	 la	 Sala	 conviene	 en	 precisar
que	este	derecho	no	es	absoluto	ni	irrestricto.
Así,	 en	el	país,	pueden	existir	una	gran	 cantidad	de	nombres	 comerciales
idénticos	 o	 similares	 para	 distinguir	 las	mismas	 actividades	 o	 actividades
entre	 las	 que	 exista	 conexión	 competitiva,	 por	 lo	 que	 en	 virtud	 de	 lo
establecido	en	 la	 legislación	de	 la	materia,	 cada	 titular	de	dichos	nombres
comerciales	tendría	el	legítimo	derecho	de	registrar	su	signo	como	marca	y
evitar	que	terceros	 lo	registren.	Sin	embargo,	el	ejercicio	efectivo	de	dicho
derecho	por	cada	uno	de	sus	titulares	no	es	posible,	ya	que	ello	significaría
la	coexistencia	en	el	registro	de	marcas	y/o	nombres	comerciales	idénticos
o	 similares,	 la	 cual	 está	 expresamente	 prohibida	 por	 la	 ley	 (artículo	 136
incisos	 a)	 y	 b)	 de	 la	Decisión	486)”.	 (Indecopi,	 R.	 303-2012/TPI-Indecopi,
feb.	22/2012.	S.	S.	Mera	Mena)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 explica	 cómo	 deben	 resolverse	 los
conflictos	 entre	 una	 marca	 y	 un	 nombre	 comercial.	 “Dentro	 de	 este
contexto	es	necesario	determinar	cuáles	son	los	criterios	a	aplicarse	a	fin	de
permitir	el	ejercicio	del	derecho	contenido	por	la	ley.
a)	 Conflicto	 entre	 un	 nombre	 comercial	 anteriormente	 utilizado	 y	 la
solicitud	de	registro	de	una	marca.	En	este	caso,	debe	tenerse	presente	que
en	el	Perú	el	nombre	comercial	es	protegido	dentro	de	su	zona	de	influencia
económica,	por	 lo	que	 la	Sala	es	de	 la	opinión	que	el	 titular	de	un	nombre
comercial	sólo	podrá	oponerse	–en	base	al	derecho	concedido	por	la	ley	de
la	materia	concordado	con	el	artículo	136	 inciso	b)	de	 la	Decisión	486–	al
registro	 de	 una	 marca	 idéntica	 o	 similar	 a	 su	 signo	 cuando	 el	 ámbito
geográfico	 de	 influencia	 de	 su	 nombre	 comercial	 abarque	 casi	 todo	 el
territorio	peruano.	En	este	caso,	el	derecho	de	exclusiva	a	nivel	nacional	que
otorga	el	 registro	de	una	marca	puede	afectar	 la	distintividad	del	nombre
comercial	 y	 provocar	 riesgo	 de	 confusión	 en	 el	 consumidor.	 Sin	 embargo,
aquellos	 nombres	 comerciales	 que	 no	 tienen	 mayor	 transcendencia
geográfica,	 aun	 cuando	 demuestren	 un	 uso	 anterior,	 no	 podrán	 lograr	 la
denegatoria	del	registro	de	la	marca.
b)	Conflicto	entre	un	nombre	comercial	 solicitado	y	una	marca	o	nombre
comercial	registrado.	Aquí	deberá	considerarse	que	el	hecho	que	se	acredite
el	uso	de	un	nombre	comercial	no	significa	necesariamente	que	éste	acceda
directamente	a	registro,	puesto	que	el	mismo	sólo	será	posible	en	la	medida
que	 no	 se	 afecten	 los	 derechos	 registrales	 de	 terceros	 adquiridos	 con
anterioridad.	 Es	 decir,	 que	 en	 caso	 se	 solicite	 el	 registro	 de	 un	 nombre
comercial	(o	de	una	marca	en	base	a	la	titularidad	de	su	nombre	comercial)
no	podrá	ser	registrado	si	ya	existe	registrado	a	favor	de	un	tercero	un	signo
distintivo	 que	 sea	 idéntico	 o	 similar	 al	 suyo,	 ya	 que	 en	 esos	 casos	 su
coexistencia	 inducirá	 a	 confusión	 al	 público.	 Lo	 anterior	 se	 aplica	 incluso
cuando	 el	 nombre	 comercial	 del	 solicitante	 haya	 sido	 utilizado	 en	 el
comercio	 con	 anterioridad	 al	 registro	 del	 tercero.	 En	 estos	 casos,	 no	 es
necesario	determinar	el	ámbito	territorial	del	nombre	comercial	registrado,
puesto	 que	 la	 publicidad	 que	 otorga	 el	 registro	 determina	 que	 éste	 sea
protegido	en	todo	el	territorio	nacional.
e)	En	caso	de	conflicto	entre	un	nombre	comercial	solicitado	y	un	nombre
comercial	 utilizado	 con	 anterioridad	 a	 la	 solicitud	 de	 registro.	 Aquí	 habrá
que	 atender	 a	 la	 antigüedad	 de	 los	 mismos.	 Así,	 en	 el	 caso	 que	 tanto	 el
respectivos	 derechos	 en	 el	 uso	 de	 nombres	 comerciales,	 la	 sala	 es	 de	 la
opinión	 que	 si	 el	 solicitante	 demuestra	 que	 su	 nombre	 comercial	 ha	 sido
utilizado	 con	 anterioridad	 al	 del	 opositor,	 tendrá	 un	 mejor	 derecho	 a
obtener	 el	 registro	 del	 mismo	 como	 marca.	 Sin	 embargo,	 en	 caso	 que	 el
nombre	comercial	del	opositor	sea	más	antiguo	que	el	del	solicitante,	sólo
podrá	lograr	la	denegatoria	del	registro	si	éste	tiene	una	influencia	efectiva
en	gran	parte	del	territorio	del	país.	Caso	contrario,	se	procederá	al	registro
del	nombre	comercial	posterior,	sin	perjuicio	de	que	éste	deba	respetar	el
ámbito	 de	 protección	 del	 nombre	 comercial	 anterior.	 Así,	 si	 el	 uso	 del
nombre	 comercial	 posterior	 genera	 confusión	 en	 la	 zona	 geográfica	 de
influencia	económica	del	nombre	comercial	anterior,	aun	cuando	prospere
el	 registro	 del	 nombre	 comercial	 posterior,	 en	 esa	 zona	 geográfica,	 dicho
nombre	comercial	no	podrá	usarse.”	 (Indecopi,	R.	303-2012/TPI-Indecopi,
feb.	22/2012.	S.	S.	Mera	Mena)
TÍTULO	XI
DISPOSICIONES	RELATIVAS	AL	REGISTRO	DE
MARCAS	COLECTIVAS
D.	Leg.	1075
ART.	77.—Marcas	colectivas.	Sin	perjuicio	de	 lo	dispuesto	 en	 el	 artículo
180	 de	 la	 Decisión	 486,	 una	marca	 colectiva	 podrá	 estar	 conformada	 por
cualquier	 elemento	 que	 identifique	 al	 producto	 al	 cual	 se	 aplique	 como
originario	de	un	lugar	geográfico	determinado,	cuando	determinada	calidad,
reputación,	 u	 otra	 característica	 del	 producto	 sea	 atribuible
fundamentalmente	a	su	origen	geográfico.
D.	Leg.	1075
ART.	78.—Ejercicio	de	acciones	derivadas	de	una	marca	colectiva.	Las
acciones	derivadas	del	registro	de	una	marca	colectiva	podrán	ser	ejercidas
por	 su	 titular,	 salvo	 disposición	 en	 contrario	 establecida	 en	 las	 reglas	 de
uso.	El	titular	de	una	marca	colectiva	podrá	reclamar,	en	representación	de
los	 intereses	 de	 las	 personas	 facultadas	 para	 utilizarla,	 reparación	 de	 los
daños	que	hayan	podido	sufrir	debido	al	uso	no	autorizado	de	la	marca.
D.	Leg.	1075
ART.	79.—Nulidad,	cancelación	y	caducidad	de	una	marca	colectiva.	La
nulidad,	cancelación	y	caducidad	de	una	marca	colectiva	se	regirán	por	las
normas	aplicables	a	las	marcas	de	productos	y	de	servicios.
TÍTULO	VIII
DISPOSICIONES	RELATIVAS	AL	REGISTRO	DE
MARCAS	DE	CERTIFICACIÓN
D.	Leg.	1075
ART.	 80.—Marca	 de	 certificación.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 185	 de	 la	 Decisión	 486	 una	 marca	 de	 certificación	 podrá	 estar
conformada	por	 cualquier	 elemento	que	 identifique	 al	 producto	 al	 cual	 se
aplique	 como	 originario	 de	 un	 lugar	 geográfico	 determinado,	 cuando
determinada	 calidad,	 reputación,	 u	 otra	 característica	 del	 producto	 sea
atribuible	fundamentalmente	a	su	origen	geográfico.
D.	Leg.	1075
ART.	 81.—Ejercicio	 de	 acciones	 derivadas	 de	 una	 marca	 de
certificación.	 Las	 acciones	 derivadas	 del	 registro	 de	 una	 marca	 de
certificación	 podrán	 ser	 ejercidas	 por	 su	 titular,	 salvo	 disposición	 en
contrario	 establecida	 en	 el	 reglamento	 de	 uso.	 El	 titular	 de	 una	marca	 de
certificación	 podrá	 reclamar,	 en	 representación	 de	 los	 intereses	 de	 las
personas	 facultadas	 para	 utilizarla,	 reparación	 de	 los	 daños	 que	 hayan
podido	sufrir	debido	al	uso	no	autorizado	de	la	marca.
D.	Leg.	1075
ART.	 82.—Nulidad,	 cancelación	 y	 caducidad	 de	 una	 marca	 de
certificación.	 La	 nulidad,	 cancelación	 y	 caducidad	 de	 una	 marca	 de
certificación	se	regirán	por	las	normas	aplicables	a	las	marcas	de	productos
y	de	servicios.
TÍTULO	IX
DISPOSICIONES	RELATIVAS	AL	NOMBRE	COMERCIAL
D.	Leg.	1075
ART.	 83.—Nombre	 comercial.	 En	 la	 solicitud	 de	 registro	 de	 un	 nombre
comercial	 deberá	 consignarse	 y	 demostrarse	 la	 fecha	 en	 que	 el	 nombre
comercial	se	utilizó	por	primera	vez	y	especificarse	la	actividad	económica.
La	 dirección	 competente,	 al	 conceder	 el	 registro,	 reconocerá	 a	 favor	 del
solicitante	la	fecha	del	primer	uso	del	nombre	comercial.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	denominación	o	razón	social	puede	ser	un
nombre	 comercial.	 “Se	 define	 al	 nombre	 comercial	 como	 cualquier	 signo
que	 identifique	 a	 una	 actividad	 económica,	 a	 una	 empresa	 o	 a	 un
establecimiento	 mercantil,	 pudiendo	 constituir	 nombre	 comercial,	 entre
otros:	la	denominación	social,	razón	social	u	otra	designación	inscrita	en	un
registro	de	personas	o	sociedades	mercantiles.	Se	establece	que	el	derecho
al	uso	exclusivo	de	un	nombre	comercial	se	adquiere	por	el	primer	uso	en	el
comercio”.	(R.	0441-2005-TPI-Indecopi.	27.04.2005)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 nombre	 comercial	 comprende	 tanto	 el
nombre	que	 identifica	 la	actividad	empresarial	 en	el	mercado	como	el
nombre	que	distingue	al	establecimiento	comercial.	“La	Decisión	344	de
la	 Comisión	 del	 Acuerdo	 de	 Cartagena	 no	 contiene	 una	 definición	 del
nombre	 comercial.	 El	 artículo	 128	 simplemente	 establece	 que	 el	 nombre
comercial	 será	 protegido	 por	 los	 países	 miembros	 sin	 obligación	 de
depósito	o	de	registro.	El	artículo	207	del	Decreto	Legislativo	Nº	823,	Ley	de
Propiedad	 Industrial,	 norma	 actualmente	 vigente	 que	 regula	 lo	 relativo	 al
nombre	comercial,	contiene	una	definición	muy	similar	a	la	que	contenía	el
Decreto	Ley	Nº	26017	en	su	artículo	159,	al	disponer	que	‘se	entiende	como
nombre	comercial	el	signo	que	sirve	para	identificar	a	una	persona	natural	o
jurídica	en	el	ejercicio	de	su	actividad	económica’.	La	sala	estima	que	bajo
esta	 definición	 está	 comprendido	 tanto	 el	 nombre	 con	 que	 la	 persona
identifica	 su	 actividad	 empresarial	 en	 el	 mercado	 como	 el	 nombre	 que
emplea	 para	 distinguir	 su	 establecimiento	 comercial”.	 (R.	 021-1999-TRI-
SPI.	12.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	signo	que	constituye	un	nombre	comercial
puede	coincidir	 con	 la	denominación	o	 razón	social	de	 la	empresa.	“La
sala	conviene	en	precisar	que	la	denominación	o	razón	social	son	conceptos
diferentes	e	independientes	al	de	nombre	comercial.	El	nombre	comercial	y
la	denominación	social	se	configuran	como	institutos	bien	diferenciados	que
no	solo	se	regulan	por	normativas	diversas,	sino	que	además	se	gobiernan
por	principios	disímiles	y	autónomos.	En	tanto	que	el	nombre	comercial	se
concibe	 como	 el	 signo	 distintivo	 de	 la	 empresa	 en	 el	 mercado	 (o,	 si	 se
prefiere,	 del	 empresario	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 actividad	 empresarial),	 la
denominación	social,	en	cambio,	se	configura	como	el	signo	identificador	del
ente	 colectivo	 como	 sujeto	 titular	 de	 derechos	 y	 deberes	 y	 centro	 de
imputación	 de	 responsabilidades	 en	 el	 tráfico	 jurídico	 (signo	 de
identificación	 personal-patrimonial).	 Mientras	 la	 denominación	 social
constituye	así	un	signo	necesario	para	satisfacer	el	deber	(imperativo	legal)
y	el	derecho	a	 la	 identificación	e	 individualización	personal	que	tiene	todo
sujeto	de	derecho	como	titular	de	relaciones	jurídicas,	el	nombre	comercial,
por	el	 contrario,	obedece	a	 la	 simple	 facultad	 (no	 imposición	 legal)	que	el
ordenamiento	 jurídico	otorga	a	 los	operadores	económicos	para	constituir
determinados	derechos	de	 exclusiva	 sobre	 ciertos	 signos	 con	 el	 propósito
de	 diferenciar	 concurrencialmente	 a	 sus	 empresas	 de	 las	 idénticas	 y
similares	 que	 concurren	 en	 el	 mercado.	 En	 resumida	 cuenta,	 la
denominación	 o	 razón	 social	 identifica	 al	 comerciante	 (persona	 natural	 o
jurídica)	 a	 quien	 son	 imputables	 las	 consecuencias	 de	 las	 relaciones
jurídicas	celebradas	en	su	nombre,	es	decir,	que	lo	individualiza	como	sujeto
de	derechos	y	obligaciones,	debiendo	inscribirse	en	el	registro	mercantil.	El
nombre	 comercial,	 en	 cambio,	 distingue	 a	 la	 persona	 en	 el	 ejercicio	 de	 su
negocio	o	actividad	comercial,	diferenciándolo	de	las	actividades	idénticas	o
similares	que	desarrollan	sus	competidores.	Sin	embargo,	nada	obsta	para
que	el	signo	que	constituye	un	nombre	comercial	determinado	coincida	con
la	denominación	o	razón	social	de	la	empresa”.	(R.	554-1999/TPI-Indecopi.
07.05.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 nombre	 comercial	 comprende	 tanto	 el
nombre	que	 identifica	 la	actividad	empresarial	 en	el	mercado	como	el
nombre	que	distingue	al	establecimiento	comercial.	“El	efecto	que	en	el
Perú	 el	 registro	 ha	 tenido	 y	 tiene	 actualmente	 en	 relación	 al	 nombre
comercial	 es	 sólo	 declarativo,	 es	 decir,	 el	 registro	 declara	 un	 derecho
existente	 y	 este	 derecho	 está	 supeditado	 al	 uso	 del	 nombre	 comercial.	 En
efecto,	el	artículo	160	del	Decreto	Ley	Nº	26017	disponía	que	para	gozar	de
los	 derechos	 sobre	 el	 nombre	 comercial	 no	 era	 necesario	 que	 estuviera
previamente	inscrito,	ya	que	el	derecho	sobre	el	mismo	se	adquiría	por	su
uso	en	el	país.	Asimismo,	actualmente	el	artículo	210	del	Decreto	Legislativo
Nº	823	establece	que	el	derecho	al	uso	exclusivo	de	un	nombre	comercial
nace	 en	 virtud	 de	 su	 primer	 uso	 en	 el	 comercio”.	 (R.	 021-1999-TRI-SPI.
12.01.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 registro	 del	 nombre	 comercial	 no	 debe
afectar	 a	 los	 consumidores.	 “Se	 prohíbe	 el	 registro	 de	 un	 signo	 como
nombre	comercial	cuando	su	uso	sea	susceptible	de	causar	confusión	en	los
medios	 comerciales	 o	 en	 el	 público	 sobre	 la	 procedencia	 empresarial,	 el
origen	u	otras	 características	de	 los	productos	o	 servicios	que	 la	 empresa
produzca	o	comercialice”.	(R.	0334-2005-TPI-Indecopi.	06.04.05)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 protección	 del	 nombre	 comercial	 está
condicionada	 a	 su	 uso	 real	 y	 efectivo.	 “La	 protección	 que	 se	 otorga	 al
nombre	 comercial	 está	 supeditada	 a	 su	uso	 real	 y	 efectivo	 con	 relación	 al
establecimiento	 mercantil	 o	 empresa	 o	 la	 actividad	 económica	 que
distingue,	 ya	 que	 es	 el	 uso	 lo	 que	 permite	 que	 se	 consolide	 como	 tal	 y
mantenga	 su	 derecho	 de	 exclusiva”.	 (R.	 0337-2005-TPI-Indecopi.
06.04.2005)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 protección	 que	 se	 otorga	 al	 nombre
comercial	está	supeditada	a	su	uso	real	y	efectivo.	“La	protección	que	se
otorga	 al	 nombre	 comercial	 está	 supeditada	 a	 su	 uso	 real	 y	 efectivo	 con
relación	al	establecimiento	y/o	la	actividad	económica	que	distingue,	ya	que
es	el	uso	lo	que	permite	que	se	consolide	como	tal	y	mantenga	su	derecho
de	 exclusiva.	 Cabe	 precisar	 que	 el	 hecho	 de	 que	 un	 nombre	 comercial	 se
encuentre	registrado	no	 lo	exime	de	 la	exigencia	de	uso	para	mantener	su
vigencia.	 Nuestra	 legislación	 también	 ha	 previsto	 invariablemente	 que	 el
derecho	al	uso	exclusivo	de	un	nombre	comercial	termina	con	la	disolución
de	 la	 empresa,	 el	 cierre	 definitivo	 del	 establecimiento	 o	 con	 el	 cese	 de	 la
actividad	 económica	 que	 lo	 distingue	 (...).	 En	 tal	 virtud,	 la	 extinción	 del
nombre	comercial	deviene	con	el	cese	definitivo	de	la	actividad	económica
del	 establecimiento,	 es	 decir,	 por	 el	 no	 uso	 del	 nombre	 comercial.	 Es	 de
señalar	 que	 el	 cese	 de	 la	 actividad	 no	 se	 refiere	 a	 la	 simple	 suspensión
temporal	de	la	actividad	sino	al	cierre	definitivo.	En	esta	medida,	el	nombre
comercial	tiene	su	suerte	 ligada	al	ejercicio	real	y	efectivo	del	comercio.	Si
éste	 desaparece,	 el	 nombre	 desaparece	 con	 él	 y	 se	 convierte	 en	 una	 res
nullius	 de	 la	 que	 terceros	 se	 pueden	 apropiar,	 siempre	 que	 se	 tomen
precauciones	y	no	se	de	lugar	a	confusión,	ya	que	de	ser	adoptado	por	otro,
el	público	razonablemente	podría	pensar	que	se	trata	de	la	reiniciación	del
uso	del	signo	por	su	anterior	propietario	y	no	de	su	adopción	por	un	nuevo
usuario”.	(R.	085-1999-TPI-Indecopi.	29.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	 registro	de	 los	nombres	 comerciales	 tiene
carácter	 declarativo.	 “El	 artículo	 211	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823
confirma	el	carácter	declarativo	del	registro	de	 los	nombres	comerciales	y
establece	que	puede	 solicitarse	el	 registro	de	 los	mismos	en	 la	medida	en
que	 se	 estén	 empleando	 en	 el	 mercado	 para	 distinguir	 la	 actividad
económica	 que	 realiza.	 Aún	 más,	 en	 la	 solicitud	 se	 debe	 consignar	 y
demostrar	la	fecha	del	primer	uso	del	signo	en	la	actividad	económica	para
la	 cual	 se	 solicita.	 Es	 por	 esta	 razón	 que	 la	 protección	 que	 se	 otorga	 al
nombre	 comercial	 está	 supeditada	 a	 su	uso	 real	 y	 efectivo	 con	 relación	 al
establecimiento	y/o	la	actividad	económica	que	distingue,	ya	que	es	el	uso
lo	 que	 permite	 que	 se	 consolide	 como	 tal	 y	 mantenga	 su	 derecho	 de
exclusiva.	 Cabe	 precisar	 que	 el	 hecho	 que	 un	 nombre	 comercial	 se
encuentre	registrado	no	 lo	exime	de	 la	exigencia	de	uso	para	mantener	su
vigencia.	 La	 consecuencia	 inmediata	 de	 lo	 expuesto	 precedentemente
implica	necesariamente	que	la	oficina	competente	deba	evaluar	las	pruebas
de	 uso	 de	 un	 nombre	 comercial	 para	 que	 éste	 pueda	 acceder	 a	 registro,
cuestión	 que	 ha	 sido	 regulada	 y	 continúa	 siéndolo	 por	 la	 normatividad
vigente	sobre	la	materia.	En	efecto,	el	artículo	162	del	Decreto	Ley	Nº	26017
disponía	 que	 para	 registrar	 un	 nombre	 comercial	 en	 el	 Perú	 se	 debía
acreditar	su	uso	en	el	país,	 indicando	que	constituían	prueba	de	uso,	entre
otras:	la	licencia	de	funcionamiento	del	establecimiento	en	la	que	conste	el
nombre	comercial,	 la	escritura	de	constitución	social	o	su	modificatoria	en
la	que	conste	 la	denominación	social	que	se	desea	registrar	como	nombre
comercial	 y	 otros	 documentos	 oficiales	 de	 autorización	 o	 registro	 del
establecimiento	en	los	que	conste	el	nombre	comercial”.	(R.	021-1999-TRI-
SPI.	12.01.99)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	nombre	 comercial	 se	 encuentra	protegido
en	 virtud	 del	 uso,	 sin	 necesidad	 de	 registro.	 “La	 Decisión	 344	 de	 la
Comisión	del	Acuerdo	de	Cartagena	no	contiene	una	definición	del	nombre
comercial.	El	artículo	128	simplemente	establece	que	el	nombre	comercial
será	 protegido	 por	 los	 países	 miembros	 sin	 obligación	 de	 depósito	 o	 de
registro.	El	Decreto	Legislativo	Nº	823	define	en	su	artículo	207	al	nombre
comercial	 como	 el	 signo	 o	 denominación	 que	 sirve	 para	 identificar	 a	 una
persona	 natural	 o	 jurídica	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 actividad	 económica.	 En
ambas	 normas	 (Decisión	 344	 y	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823),	 el	 nombre
comercial	 se	 encuentra	 protegido	 en	 virtud	 del	 uso,	 sin	 necesidad	 de
registro	 (pues	 el	 sistema	 es	 declarativo)”.	 (R.	 085-1999-TPI-Indecopi.
29.01.99)
D.	Leg.	1075
ART.	84.—Pruebas.	La	dirección	competente	queda	 facultada	a	dictar	 las
disposiciones	relativas	a	las	pruebas	que	deben	presentarse	para	demostrar
el	uso	del	nombre	comercial.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 oficina	 de	 signos	 distintivos	 establece
cuáles	 son	 las	 pruebas	 idóneas	 para	 demostrar	 el	 uso	 del	 nombre
comercial.	 “El	 artículo	 212	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823	 faculta	 a	 la
oficina	 competente	 para	 establecer	 cuáles	 pruebas	 son	 idóneas	 para
demostrar	el	uso	del	nombre	comercial.	La	sala	determina,	en	aplicación	de
las	 normas	 antes	 mencionadas	 y	 en	 concordancia	 con	 la	 función	 que	 el
nombre	 comercial	 debe	 cumplir	 por	 definición,	 que	 las	 pruebas	 para
acreditar	 el	 uso	 deben	 servir	 para	 demostrar	 la	 identificación	 efectiva	 de
dicho	nombre	comercial	 con	 las	actividades	económicas	para	 las	cuales	se
pretende	el	registro”.	(R.	021-1999-TRI-SPI.	12.01.99)
D.	Leg.	1075
ART.	85.—Publicación	de	la	solicitud.	En	la	publicación	de	la	solicitud	de
registro	del	nombre	comercial,	que	deberá	efectuar	el	solicitante	a	su	costo
en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	deberá	aparecer:
a)	número	de	la	solicitud;
b)	nombre	y	país	del	domicilio	del	solicitante;
c)	reproducción	del	signo	o	su	representación	gráfica,	según	sea	el	caso
d)	la	o	las	actividades	económicas	para	las	cuales	se	solicita	el	registro	del
nombre	comercial;
e)	la	clase	y/o	clases	a	las	que	pertenecen	las	actividades	económicas;	y
f)	 la	 fecha	 del	 primer	 uso	 del	 nombre	 comercial	 para	 cada	 una	 de	 las
actividades	económicas	respecto	de	las	cuales	se	solicita	el	registro.
D.	Leg.	1075
ART.	86.—Ejercicio	del	derecho	en	base	a	un	nombre	comercial.	En	los
casos	 que	 se	 pretenda	 hacer	 valer	 un	 derecho	 en	 base	 a	 un	 nombre
comercial,	 usado	 o	 registrado,	 el	 titular	 del	 nombre	 comercial	 deberá
demostrar	 su	 uso	 o	 el	 conocimiento	 del	mismo	 en	 el	 Perú,	 por	 parte	 del
público	 consumidor	 pertinente,	 para	 distinguir	 actividades	 económicas
iguales	o	similares	a	aquellas	que	se	distinguen	con	el	signo	que	motiva	el
inicio	de	la	acción	legal.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Sólo	el	titular	de	una	marca	registrada	puede
utilizarla	 y	 registrarla	 como	 nombre	 comercial.	 “El	 artículo	 215	 del
Decreto	 Legislativo	 Nº	 823	 señala	 que	 sólo	 el	 titular	 de	 un	 nombre
comercial	 puede	 utilizarlo	 y	 registrarlo	 como	 marca.	 Asimismo,	 sólo	 el
titular	de	una	marca	registrada	puede	utilizarla	y	registrarla	como	nombre
comercial.	 El	 derecho	 de	 exclusividad	 que	 corresponde	 al	 titular	 de	 un
nombre	comercial	para	registrarlo	como	marca	requiere	para	ser	ejercitado,
por	una	parte,	el	reconocimiento	de	la	existencia	del	nombre	comercial,	sea
en	base	al	registro,	sea	en	virtud	al	uso	debidamente	acreditado	y,	por	otra
parte,	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 establecidos	 por	 la	 ley	 para	 la
registrabilidad	 de	 un	 signo	 como	 marca”.	 (R.	 279-1999/TPI-Indecopi.
03.03.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—No	 hay	 exclusividad	 en	 la	 totalidad	 del	 país
para	 un	 nombre	 comercial	 de	 escasa	 trascendencia	 territorial.	 “A
criterio	de	esta	sala,	extender	la	protección	nacional	del	nombre	comercial
es	peligroso	para	el	comercio	y	la	economía	peruana.	En	efecto,	si	el	nombre
comercial,	como	se	acaba	de	señalar,	se	encuentra	protegido	en	el	Decreto
Legislativo	Nº	823	mediante	su	uso,	aún	cuando	su	influencia	esté	limitada
territorialmente,	resulta	 imposible	para	el	comerciante	conocer	cuáles	son
los	nombres	comerciales	que	se	utilizan	en	todo	el	territorio	peruano.	Ello
implicaría	que	 la	persona	que	desee	realizar	una	actividad	comercial	en	el
país	deberá	recorrer	todo	el	 territorio	nacional	para	asegurarse	de	que	en
ese	ámbito	no	existe	otra	persona	que	actúe	en	el	mismo	tipo	de	actividad
económica	con	un	nombre	igual	o	similar.	Por	el	contrario,	en	nuestro	país
coexisten	 panaderías,	 farmacias,	 bodegas,	 talleres	 de	 reparación,	 cafés,
librerías,	 entre	 muchos	 otros	 establecimientos	 pertenecientes	 a	 idénticas
actividades	 comerciales	 distinguidos	 con	 el	mismo	 nombre	 comercial	 que
encuentran	el	fundamento	de	su	coexistencia	en	el	hecho	de	que	siendo	su
ámbito	de	operación,	clientela	y	conocimiento	territorialmente	limitado	no
tienen	problema	o	perjuicio	alguno	demostrado	por	tal	convivencia.	Si	esta
sala	admitiera	las	acciones	basadas	en	un	ámbito	nacional	de	validez	de	los
derechos	sobre	todas	las	designaciones	usadas	como	nombres	comerciales
se	 crearía	 un	 desorden	 total	 en	 las	 prácticas	 comerciales	 actuales.	 La
realidad	 de	 nuestro	 país	 es	 más	 bien	 que	 los	 nombres	 comerciales	 sólo
tienen	 efectos	 concretos	 en	 la	 medida	 que	 son	 conocidos	 en	 un	 marco
territorialmente	limitado.	La	sala	no	considera	admisible	que	el	titular	de	un
nombre	 comercial	 que	 lo	 usa	 en	 relación	 con	 una	 actividad	 de	 escasa
trascendencia	 territorial	 se	 reserve	 para	 sí	 el	 derecho	 a	 emplearlo	 con
exclusividad	en	 la	 totalidad	del	país.	Tampoco	es	admisible	que	el	usuario
de	un	nombre	comercial	en	un	determinado	lugar	del	país	tenga	un	derecho
de	 exclusividad	 en	 todo	 el	 territorio	 nacional	 basado	 en	 la	 simple
posibilidad	 o	 potencialidad	 de	 un	 uso	 futuro.	 Sin	 embargo,	 el	 campo	 de
protección	territorial	de	un	nombre	comercial	se	irá	extendiendo	conforme
vaya	 incrementando	 su	 ámbito	 de	 difusión	 y	 donde	 existan	 razones
concretas	que	se	extenderá”.	(R.	188-1999/TPI-Indecopi.	12.02.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 riesgo	 de	 confusión	 entre	 los	 nombre
comerciales	 se	 determina	 por	 las	 actividades	 sobre	 las	 cuales	 nace	 el
derecho	 y	 la	 interferencia	 sobre	 la	 clientela	 del	 primer	 usuario.
“Partiendo	de	que	el	derecho	sobre	 los	nombres	comerciales	simplemente
usados	 tienen	 un	 ámbito	 territorial	 determinado,	 corresponde	 a	 la	 sala
precisar	 cuáles	 son	 las	 reglas	 para	 fijarlo.	 El	 criterio	 básico	 es	 la
determinación	de	 las	actividades	sobre	 las	cuales	nace	el	derecho	sobre	el
nombre	comercial	(artículo	216)	y	la	posibilidad	de	que	el	uso	o	registro	de
un	 nombre	 comercial	 posterior	 interfiera	 sobre	 la	 clientela	 del	 primer
usuario	 del	 nombre	 comercial	 (artículo	 208).	 De	 aquí	 la	 sala	 advierte	 la
estrecha	 vinculación	 entre	 los	 límites	 del	 derecho	 sobre	 este	 signo	 en	 su
dimensión	territorial	y	en	lo	relativo	a	las	actividades	identificadas.	En	este
sentido,	 la	 sala	 determina	 que	 cuanto	 más	 divergentes	 sean	 tales
actividades,	 menor	 será	 la	 posibilidad	 de	 que	 compitan	 las	 respectivas
clientelas	 y	que	 la	posibilidad	de	 coexistencia	 se	 reducirá	 tanto	más	 en	 la
medida	que	exista	una	mayor	semejanza	en	las	actividades	distinguidas	por
el	nombre	comercial	objeto	de	disputa.	Igualmente,	cuando	más	alejado	sea
y/o	 poco	 intercambio	 comercial	 exista	 en	 los	 lugares	 geográficos	 en	 que
concurran	 las	 actividades	 comerciales,	 menor	 será	 la	 posibilidad	 de	 que
interfieran	 las	 respectivas	 clientelas	 y	 se	 confundan	 los	 nombres
comerciales.	 Finalmente,	 en	 ciertos	 casos	 la	 determinación	 de	 los	 límites
territoriales	 de	 los	 derechos	 sobre	 una	 designación	 no	 surgen	 de	 la
existencia	de	una	 clientela	 común,	 sino	de	 la	difusión	que	ha	 adquirido	 el
nombre	comercial	en	cuestión.	Estos	casos	deben	merecer,	a	criterio	de	 la
sala,	 un	 tratamiento	 especial,	 ya	 que	 aunque	 aquí	 por	 el	 distanciamiento
geográfico	no	es	posible	una	interferencia	en	la	clientela	del	titular	anterior
del	 nombre	 comercial,	 el	 usuario	 posterior	 se	 está	 aprovechando	 del
prestigio	 adquirido	 por	 la	 persona	 que	 usó	 inicialmente	 el	 nombre
comercial.	 En	 el	 caso	 concreto,	 conforme	 se	 ha	 mencionado	 con
anterioridad,	debe	tenerse	en	consideración	que	tanto	el	nombre	comercial
de	la	accionante	como	el	de	la	emplazada	son	usados	en	el	mismo	ámbito	de
influencia	 efectiva	 (el	 distrito	 de	 Cieneguilla)	 para	 identificar	 la	 misma
actividad	económica,	esto	es,	para	la	realización	de	actividades	económicas
relacionadas	con	 la	prestación	de	servicios	de	restauración	 (alimentación)
de	 la	 Clase	 42	 de	 la	 nomenclatura	 oficial”.	 (R.	 188-1999/TPI-Indecopi.
12.02.99)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—No	 procede	 la	 cancelación	 del	 registro	 del
nombre	comercial	por	falta	de	uso.	“El	supuesto	de	cancelación	por	 falta
de	uso	(previsto	en	el	artículo	165	de	la	Decisión	486)	no	es	de	aplicación	al
registro	de	los	nombres	comerciales,	toda	vez	que	en	la	legislación	vigente
el	 derecho	 al	 uso	 exclusivo	 de	 un	 nombre	 comercial	 nace	 y	 se	 mantiene
vigente	por	su	uso	efectivo	en	el	mercado,	siendo	el	registro	de	este	signo
meramente	declarativo”.	(R.	0096-2004-TPI-Indecopi.	12.02.2004)
D.	Leg.	1075
ART.	 87.—Aplicación	 supletoria.	 Serán	 aplicables	 a	 este	 título,	 en	 lo
pertinente,	 las	 disposiciones	 relativas	 al	 título	 de	 marcas	 del	 presente
decreto	legislativo	y	de	la	Decisión	486.
TÍTULO	X
DISPOSICIONES	RELATIVAS	A	DENOMINACIONES	DE
ORIGEN
D.	Leg.	1075
ART.	88.—Denominaciones	de	origen.	El	Estado	Peruano	es	el	titular	de
las	 denominaciones	 de	 origen	 peruanas	 y	 sobre	 ellas	 se	 concederán
autorizaciones	de	uso.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	 denominaciones	 de	 origen	 forman	parte
del	 patrimonio	 nacional	 y	 su	 titularidad	 le	 corresponde	 al	 Estado.	 “El
vínculo	de	calidad	existente	entre	el	producto	y	el	área	geográfica	de	la	que
adopta	 su	designación	ha	 llevado	 a	 los	 estados	 a	 justificar	 una	protección
especial,	 autónoma,	 para	 las	 denominaciones	 de	 origen,	 a	 fin	 de
salvaguardar	 los	 intereses	 de	 los	 productores	 que	 han	 generado	 y
mantenido	 las	 características	 particulares	 del	 producto	 y	 su	 reputación	 y
prestigio,	así	como	los	intereses	del	público	consumidor	y	de	las	economías
domésticas.	Respecto	de	 la	 titularidad	de	 la	denominación	de	origen,	debe
indicarse	 que	 ésta,	 por	 ser	 un	 bien	 público,	 pertenece	 a	 la	 colectividad
nacional	o	regional,	según	el	caso,	de	manera	inalienable	e	imprescriptible,	y
su	salvaguardia	suele	corresponder	a	la	autoridad	pública	o	al	Estado.	En	la
legislación	 peruana,	 la	 denominación	 de	 origen	 se	 considera	 parte	 del
patrimonio	nacional	y,	por	ende,	se	encuentra	bajo	el	control	del	Estado.	Así,
el	artículo	88	del	Decreto	Legislativo	1075	(Decreto	legislativo	que	aprueba
disposiciones	 complementarias	 a	 la	 Decisión	 486	 de	 la	 Comisión	 de	 la
Comunidad	 Andina	 que	 establece	 el	 Régimen	 Común	 sobre	 Propiedad
Industrial)	 precisa	 que	 el	 Estado	 Peruano	 es	 el	 titular	 de	 las
denominaciones	 de	 origen	 peruanas	 y	 sobre	 ellas	 se	 concederán
autorizaciones	 de	 uso”.	 (Indecopi,	 R.	 0131-2014/TPI-Indecopi,	 mar.
24/2014.	Pres.	Escobedo	Ferradas)
Ley	29073.
ART.	34.—Denominaciones	de	origen.	El	 Indecopi	otorga	denominación
de	origen	de	las	obras	artesanales,	siempre	que	cumplan	con	los	requisitos
previstos	en	la	normativa	vigente	sobre	la	materia.
D.	Leg.	1075
ART.	 89.—Impedimento.	 Adicionalmente	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo
202	de	la	Decisión	486,	no	podrán	ser	declaradas	como	denominaciones	de
origen,	aquellas	que:
a)	 Sean	 susceptibles	 de	 generar	 confusión	 con	 una	 marca	 solicitada	 a
registro	de	buena	fe,	o	registrada	con	anterioridad	de	buena	fe.
b)	 Constituyan	 una	 reproducción,	 imitación,	 traducción,	 transliteración	 o
transcripción,	 total	 o	 parcial,	 de	 una	 marca	 notoriamente	 conocida	 cuyo
titular	sea	un	tercero,	cualesquiera	que	sean	los	productos	o	servicios	a	los
que	se	aplique	el	signo,	cuando	su	uso	fuese	susceptible	de	causar	un	riesgo
de	 confusión	 o	 de	 asociación	 con	 ese	 tercero	 o	 con	 sus	 productos	 o
servicios;	 un	 aprovechamiento	 injusto	 del	 prestigio	 de	 la	 marca;	 o	 la
dilución	de	su	fuerza	distintiva	o	de	su	valor	comercial	o	publicitario.
C.	P.
ART.	 225.—Modificado.	 Ley	 27729,	 Art.	 2°.	 Uso	 indebido	 de	marcas.
Será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de
cinco	 años	 y	 noventa	 a	 trescientos	 sesenta	 y	 cinco	 días	 -	 multa	 e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36	inciso	4):
a.	 Si	 el	 agente	que	 comete	 el	 delito	 integra	una	organización	destinada	 a
perpetrar	los	ilícitos	previstos	en	el	presente	capítulo.
b.	Si	el	agente	que	comete	cualquiera	de	los	delitos	previstos	en	el	presente
capítulo	posee	la	calidad	de	funcionario	o	servidor	público.
D.	Leg.	1075
ART.	90.—Publicación.	La	declaración	de	protección	de	una	denominación
de	 origen	 deberá	 ser	 publicada,	 por	 única	 vez,	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El
Peruano.
D.	Leg.	1075
ART.	 91.—Contenido	 de	 la	 solicitud.	 La	 solicitud	 para	 obtener	 la
autorización	de	uso	deberá	contener	y	estar	acompañada	de	lo	siguiente:
a)	nombre	y	domicilio	del	solicitante;
b)	los	poderes	que	sean	necesarios;
c)	 los	 documentos	 que	 acrediten	 la	 existencia	 y	 representación	 de	 la
persona	jurídica	solicitante;
d)	la	denominación	de	origen	que	se	pretende	utilizar;
e)	 certificación	 del	 lugar	 o	 lugares	 de	 explotación,	 producción	 o
elaboración	del	producto.	Se	acreditará	con	el	acta	de	la	visita	de	inspección
realizada	por	un	organismo	autorizado;
f)	 certificación	 de	 las	 características	 del	 producto	 que	 se	 pretende
distinguir	 con	 la	 denominación	 de	 origen,	 incluyendo	 sus	 componentes,
métodos	 de	 producción	 o	 elaboración	 y	 factores	 de	 vínculo	 con	 el	 área
geográfica	protegida;	que	se	acreditará	con	el	acta	de	la	visita	de	inspección
realizada	y	la	certificación	extendida	por	un	organismo	autorizado;
g)	certificación	de	que	se	cumple	con	la	Norma	Técnica	Peruana,	si	fuese	el
caso;	y,
h)	comprobante	de	pago	de	las	tasas	correspondientes.
D.	Leg.	1075
ART.	 92.—Áreas	 geográficas	 diferentes.	 En	 los	 casos	 en	 que	 la
producción	 y	 elaboración	 del	 producto	 a	 ser	 distinguido	 con	 una
denominación	 de	 origen	 no	 se	 realicen	 en	 una	 misma	 área	 geográfica,	 el
solicitante	 deberá	 cumplir	 con	 acreditar	 que	 ambas	 zonas,	 tanto	 de
producción	 de	 la	 materia	 prima	 como	 de	 elaboración	 del	 producto,	 son
zonas	 autorizadas	 y	 comprendidas	 en	 la	 declaración	 de	 protección	 de	 la
denominación	de	origen.
D.	Leg.	1075
ART.	 93.—Cumplimiento	 de	 la	 autorización.	 Si	 la	 solicitud	 de
autorización	 de	 uso	 no	 cumple	 con	 los	 requisitos	 exigidos	 en	 el	 presente
decreto	legislativo,	la	dirección	competente	notificará	al	solicitante	para	que
les	dé	cumplimiento,	concediéndole	para	tal	efecto	un	plazo	improrrogable
de	quince	(15)	días.
D.	Leg.	1075
ART.	 94.—Reconocimiento	 en	 el	 extranjero.	 El	 Estado,	 mediante	 la
celebración	 de	 convenios	 bilaterales	 o	 multilaterales,	 fomentará	 el
reconocimiento	en	el	extranjero	de	las	denominaciones	de	origen	peruanas.
TÍTULO	XI
DISPOSICIONES	RELATIVAS	A	LAS	ACCIONES	POR
INFRACCIÓN	DE	DERECHOS
CAPÍTULO	I
DE	LAS	FACULTADES	DE	LA	AUTORIDAD	NACIONAL
COMPETENTE
D.	Leg.	1075
ART.	95.—Tramitación	de	acciones	por	 infracción.	Para	 la	 tramitación
de	 las	acciones	por	 infracción,	 las	direcciones	 competentes	gozarán	de	 las
siguientes	facultades:
a)	efectuar	investigaciones	preliminares;
b)	iniciar	un	procedimiento	de	infracción	de	oficio	o	a	pedido	de	parte;
c)	realizar	visitas	de	inspección	y	actuar	otros	medios	probatorios;
d)	 dictar	 medidas	 cautelares	 dentro	 y	 fuera	 del	 procedimiento	 con	 la
finalidad	de	garantizar	la	eficacia	de	las	resoluciones;
e)	citar	a	las	partes	a	audiencia	de	conciliación;
f)	dictar	sanciones	para	proteger	los	derechos	de	propiedad	industrial;	y
g)	otras	que	les	asignen	las	disposiciones	normativas	vigentes.
D.	Leg.	1075
ART.	 96.—Facultades	 de	 la	 Sala	 de	 Propiedad	 Intelectual.	 Para	 la
tramitación	de	las	acciones	por	infracción,	 la	Sala	de	Propiedad	Intelectual
del	Tribunal	del	Indecopi	está	facultada	para:
a)	 revisar	 en	 segunda	 y	 última	 instancia	 administrativa	 los	 actos
impugnables	emitidos	por	las	direcciones	competentes;
b)	actuar	medios	probatorios	de	oficio	que	permitan	esclarecer	los	hechos
imputados	y,	de	ser	el	caso,	sancionar	las	conductas	infractoras;
c)	 conceder	 medidas	 cautelares	 con	 las	 mismas	 facultades	 que	 las
concedidas	a	las	direcciones,	en	lo	que	corresponda;
d)	convocar	a	audiencias	de	informe	oral;	y
e)	otras	que	le	asignen	las	disposiciones	legales	vigentes.
CAPÍTULO	II
ACTOS	QUE	CONSTITUYEN	INFRACCIÓN
D.	Leg.	1075
ART.	 97.—Actos	 de	 infracción.	 Constituyen	 actos	 de	 infracción	 todos
aquellos	 que	 contravengan	 los	 derechos	 de	 propiedad	 industrial
reconocidos	en	la	legislación	vigente	y	que	se	realicen	o	se	puedan	realizar
dentro	del	territorio	nacional.
C.	P.
ART.	222.—Modificado.	 Ley	27729,	Art.	 2°.	 Copia	no	 autorizada.	 Será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	dos	ni	mayor	de	cinco
años,	con	sesenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días	-	multa	e	inhabilitación
conforme	al	artículo	36	inciso	4)	tomando	en	consideración	la	gravedad	del
delito	 y	 el	 valor	 de	 los	 perjuicios	 ocasionados,	 quien	 en	 violación	 de	 las
normas	y	derechos	de	propiedad	industrial,	almacene,	fabrique,	utilice	con
fines	comerciales,	oferte,	distribuya,	venda,	importe	o	exporte,	en	todo	o	en
parte:
a.	 Un	 producto	 amparado	 por	 una	 patente	 de	 invención	 o	 un	 producto
fabricado	mediante	 la	 utilización	 de	 un	 procedimiento	 amparado	 por	 una
patente	de	invención	obtenidos	en	el	país;
b.	Un	producto	amparado	por	un	modelo	de	utilidad	obtenido	en	el	país;
c.	Un	producto	amparado	por	un	diseño	industrial	registrado	en	el	país;
d.	 Una	 obtención	 vegetal	 registrada	 en	 el	 país,	 así	 como	 su	 material	 de
reproducción,	propagación	o	multiplicación;
e.	 Un	 esquema	 de	 trazado	 (tipografía)	 registrado	 en	 el	 país,	 un	 circuito
semiconductor	que	 incorpore	dicho	esquema	de	 trazado	(topografía)	o	un
artículo	que	incorpore	tal	circuito	semiconductor;
f.	 Un	 producto	 o	 servicio	 que	 utilice	 una	marca	 no	 registrada	 idéntica	 o
similar	a	una	marca	registrada	en	el	país.
C.	P.
ART.	 223.—Modificado.	 Ley	 27729,	 Art.	 2°.	 Uso	 indebido	 de	 marca.
Serán	 reprimidos	 con	 pena	 privativa	 de	 la	 libertad	 no	 menor	 de	 dos	 ni
mayor	de	cinco	años,	con	sesenta	a	trescientos	sesenta	y	cinco	días	-	multa	e
inhabilitación	conforme	al	artículo	36	inciso	4)	tomando	en	consideración	la
gravedad	 del	 delito	 y	 el	 valor	 de	 los	 perjuicios	 ocasionados,	 quienes	 en
violación	de	las	normas	y	derechos	de	propiedad	industrial:
a.	 Fabriquen,	 comercialicen,	 distribuyan	 o	 almacenen	 etiquetas,	 sellos	 o
envases	que	contengan	marcas	registradas;
b.	 Retiren	 o	 utilicen	 etiquetas,	 sellos	 o	 envases	 que	 contengan	 marcas
originales	para	utilizarlos	en	productos	de	distinto	origen;	y
c.	Envasen	y/o	comercialicen	productos	empleando	envases	 identificados
con	marcas	cuya	titularidad	corresponde	a	terceros.
D.	Leg.	1075
ART.	 98.—Competencia	 desleal.	 Las	 denuncias	 sobre	 actos	 de
competencia	 desleal,	 en	 las	modalidades	 de	 confusión	 y	 explotación	 de	 la
reputación	 ajena,	 que	 estén	 referidos	 a	 algún	 elemento	 de	 la	 propiedad
industrial	inscrito,	o	a	signos	distintivos	notoriamente	conocidos	o	nombres
comerciales,	 estén	 o	 no	 inscritos,	 serán	 de	 exclusiva	 competencia	 de	 la
autoridad	 nacional	 competente	 en	materia	 de	 propiedad	 industrial,	 según
corresponda,	 siempre	que	 las	 referidas	denuncias	sean	presentadas	por	el
titular	del	respectivo	derecho.
Serán	igualmente	de	competencia	de	 los	órganos	de	propiedad	industrial,
las	 denuncias	 sobre	 actos	 de	 competencia	 desleal,	 en	 las	modalidades	 de
confusión	y	explotación	de	la	reputación	ajena,	que	comprendan	elementos
de	 propiedad	 industrial	 y	 elementos,	 que	 sin	 constituir	 derechos	 de
propiedad	 industrial,	 estén	 relacionados	 con	 el	 uso	 de	 un	 elemento	 de
propiedad	industrial.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	buena	reputación	de	la	marca	es	un	activo
empresarial.	 “(…)	 De	 esta	 forma,	 la	 buena	 reputación	 de	 la	marca	 es	 un
activo	empresarial	en	el	que	se	consolidan	las	inversiones	efectuadas	por	el
titular.	 Este	 activo	 puede	 ser	 explotado	 por	 el	 titular	 de	 la	 marca
directamente	 (lanzando	 productos	 o	 servicios	 bajo	 esa	 marca)	 o
indirectamente	 (a	 través	 de	 licencias	 a	 terceros	 respecto	 de	 productos	 o
servicios	diferentes	a	los	que	ha	venido	aplicándose	la	marca).	Sin	embargo,
cuando	 un	 tercero	 aplica	 una	 marca	 notoria	 a	 sus	 propios	 productos	 o
servicios	sin	contar	con	la	autorización	del	titular,	surge	el	aprovechamiento
indebido	 del	 prestigio	 de	 la	marca	 notoria,	 toda	 vez	 que	 el	 usuario	 de	 la
marca	obtiene	un	beneficio	sin	contribuir	al	pago	de	 los	costes	necesarios
para	 la	 creación	 y	 consolidación	 de	 esa	 imagen	 positiva.	 Este
aprovechamiento	es	posible	porque	la	imagen	positiva	de	la	marca	notoria
es	 transferible	 a	 productos	 o	 servicios	 diferentes	 a	 los	 que	 venía
distinguiendo	 (…)”	 (Indecopi,	 R.	 0159-2004/TPI-Indecopi,	 abr.	 04/2004.
Luis	Alonso	García	Ñ.)
CAPÍTULO	III
PROCEDIMIENTO	DE	INFRACCIÓN	A	LOS	DERECHOS	DE
PROPIEDAD	INDUSTRIAL
SUBCAPÍTULO	I
DEL	PROCEDIMIENTO	A	SOLICITUD	DE	PARTE
D.	Leg.	1075
ART.	 99.—Procedimiento	 a	 solicitud	 de	 parte.	 En	 caso	 de	 que	 el
procedimiento	se	inicie	a	solicitud	de	parte,	la	denuncia	deberá	contener	lo
siguiente:
a)	 Nombres	 y	 apellidos	 completos,	 denominación	 social	 o	 razón	 social,
documento	 nacional	 de	 identidad,	 carné	 de	 extranjería	 o	 cualquier
documento	análogo	del	denunciante,	domicilio	procesal,	y	de	ser	el	caso	los
datos	de	identificación	de	quien	ejerza	la	representación	de	éste.	En	caso	de
no	 consignarse	 domicilio	 o	 ser	 éste	 inexacto,	 inexistente	 o	 en	 el	 que	 la
notificación	 no	 sea	 posible,	 se	 procederá	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	100	del	presente	decreto	legislativo.
b)	Registro	Único	de	Contribuyentes,	en	el	caso	que	corresponda.
c)	 El	 pedido	 concreto	 y	 los	 fundamentos	 de	 hecho	 y,	 de	 ser	 posible,	 de
derecho	que	sustenten	la	denuncia.
d)	Firma	o	huella	digital,	en	caso	de	no	saber	firmar	o	estar	impedido.
e)	Los	poderes	podrán	constar	en	instrumento	público	o	privado	y	deberán
cumplir	con	las	siguientes	formalidades:
-	 En	 el	 caso	 de	 personas	 naturales,	 la	 firma	 deberá	 ser	 legalizada	 por
notario.
-	 En	 el	 caso	 de	 personas	 jurídicas,	 el	 documento	 deberá	 contener	 la
representación	 con	 que	 actúa	 el	 poderdante	 y	 su	 firma	 deberá	 estar
autenticada	por	notario.
-	 En	 los	 casos	 de	 poderes	 otorgados	por	 personas	 no	domiciliadas,	 éstos
deberán	además	ser	legalizados	por	funcionario	consular	peruano.
-	 Con	 la	 presentación	 del	 poder	 por	 quien	 representa	 a	 una	 persona,
quedará	acreditada	la	existencia	de	ésta	y	su	representación.
f)	 Los	 medios	 probatorios	 destinados	 a	 acreditar	 la	 comisión	 de	 la
infracción.
g)	 Identificación	 del	 presunto	 infractor	 y	 del	 lugar	 donde	 deberá
notificársele.	 En	 caso	 de	 no	 conocerse	 la	 identidad	 del	 presunto	 infractor
deberá	 solicitarse	 la	 visita	 inspectiva	 correspondiente	 en	 el	 lugar	o	 en	 los
lugares	donde	se	presume	se	cometen	 los	actos	de	 infracción,	 cumpliendo
con	 los	 requisitos	 establecidos	 para	 tal	 efecto,	 lo	 cual	 no	 exime	 al
denunciante	de	la	responsabilidad	de	identificar	al	presunto	infractor,	en	el
caso	de	que	su	identidad	no	haya	sido	obtenida	en	la	visita	inspectiva.	De	no
tener	 conocimiento	 del	 lugar	 donde	 se	 deberá	 notificar	 al	 presunto
infractor,	 se	deberá	proceder	 conforme	a	 lo	establecido	en	el	 artículo	100
del	presente	decreto	legislativo.	h)	Identificación	del	certificado	de	registro
que	ampare	el	derecho	del	accionante.	En	el	caso	de	acciones	sustentadas	en
un	nombre	comercial,	registrado	o	no,	se	deberá	acreditar	el	uso	del	mismo.
En	 caso	 de	 acciones	 sustentadas	 en	 signos	 distintivos	 notoriamente
conocidos	deberá	acreditarse	tal	condición.
i)	Pago	de	la	tasa	por	los	derechos	de	interposición	de	denuncia,	por	cada
denunciado,	según	lo	establecido	en	el	TUPA.
j)	 Copia	 del	 escrito	 y	 sus	 recaudos,	 según	 la	 cantidad	 de	 notificaciones	 a
realizarse.	 En	 caso	 de	 presentarse	 pruebas	 que	 consistan	 en	 muestras
físicas,	 deberán	 adjuntarse	 ejemplares	 adicionales	 o,	 en	 su	 defecto,	 una
representación	de	la	misma.
k)	Si	se	solicitan	medidas	cautelares,y	éstas	deben	ejecutarse	en	el	local	del
presunto	 infractor	 y/o	 en	 el	 que	 se	 presume	 se	 comete	 la	 infracción	 por
éste,	deberá	solicitarse	la	visita	inspectiva	correspondiente,	previo	pago	de
la	tasa	establecida.
D.	Leg.	1075
ART.	 100.—Domicilio.	 Se	 considerará	 como	 domicilio	 para	 efectos	 del
procedimiento	el	indicado	por	la	propia	parte,	el	cual	se	considerará	válido
mientras	no	se	comunique	expresamente	su	cambio.
Si	 las	 partes	 señalan	 un	 domicilio	 inexacto	 o	 inexistente	 o	 en	 el	 que	 la
notificación	no	sea	posible,	se	considerará	como	domicilio	válido	el	último
en	el	que	ésta	fue	notificada	en	el	procedimiento.
Sin	perjuicio	de	 lo	dispuesto	en	 los	párrafos	precedentes	y	en	 las	normas
correspondientes	sobre	el	régimen	de	notificaciones,	en	los	procedimientos
a	 los	 que	 se	 refiere	 el	 presente	 título	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 además	 las
siguientes	reglas:
a)	Para	la	notificación	del	presunto	infractor:
a.1.	La	notificación	de	 la	denuncia	al	presunto	 infractor	se	efectuará	en	el
domicilio	 señalado	 para	 el	 efecto	 por	 el	 denunciante.	 En	 caso	 dicho
domicilio	sea	inexacto,	inexistente	o	en	el	que	la	notificación	no	sea	posible,
se	 requerirá	 al	 denunciante	 que	 en	 el	 plazo	 de	 dos	 (2)	 días	 hábiles
proporcione	uno	nuevo,	bajo	apercibimiento	de	tenerse	por	no	presentada
la	denuncia.
a.2.	 En	 caso	de	no	poderse	notificar	 al	 presunto	 infractor	 en	 el	 domicilio
indicado	por	el	denunciante,	se	considerará	domicilio	válido	para	efectos	de
las	notificaciones,	aquel	en	el	que	se	le	encuentre	y	en	el	que	además	se	haya
efectuado	 por	 lo	 menos	 la	 primera	 notificación.	 Este	 domicilio	 se
considerará	válido	mientras	no	se	comunique	uno	distinto.
a.3.	En	caso	de	no	poderse	notificar	al	presunto	 infractor	de	acuerdo	con
los	criterios	establecidos	anteriormente,	el	denunciante	deberá	solicitar	que
la	 autoridad	 ordene	 la	 notificación	 vía	 publicación,	 cumpliendo	 para	 tales
efectos	con	los	requisitos	establecidos	en	las	normas	sobre	la	materia.
b)	Para	la	notificación	del	denunciante
b.1.	 En	 caso	 de	 no	 poderse	 notificar	 al	 denunciante	 de	 acuerdo	 con	 los
criterios	establecidos	anteriormente,	transcurridos	treinta	(30)	días	hábiles
desde	 la	 presentación	 de	 la	 denuncia	 o	 desde	 la	 imposibilidad	 de
notificación	 del	 acto	 administrativo	 correspondiente,	 según	 sea	 el	 caso,	 la
denuncia	caerá	en	abandono	procediéndose	a	archivar	el	expediente.
b.2.	Si	el	acto	administrativo	que	no	puede	notificarse	es	el	que	pone	fin	a	la
instancia,	aquel	con	el	que	se	agota	la	vía	administrativa	o	aquellos	emitidos
luego	de	la	emisión	del	primero	y	antes	de	que	se	emita	el	segundo	de	los
mencionados,	 se	 procederá	 a	 su	 notificación	 vía	 publicación,	 con	 cargo	 a
trasladar	el	costo	respectivo	por	ello	al	denunciante	en	la	oportunidad	en	la
que	se	presente	en	el	procedimiento	o	en	cualquier	otro	instaurado	ante	el
órgano	de	propiedad	industrial	competente.
b.3.	Si	el	acto	administrativo	que	no	puede	notificarse	es	aquel	que	se
pronuncia	sobre	un	escrito	presentado	por	alguna	de	las	partes	luego	de
consentida	la	resolución	que	puso	fin	a	la	instancia	o	de	agotada	la	vía
administrativa,	tal	escrito	se	tendrá	por	no	presentado.
D.	Leg.	1075
ART.	101.—Subsanación	de	omisiones.	En	caso	de	que	no	se	cumpla	con
los	requisitos	señalados	en	el	artículo	99	del	presente	decreto	legislativo,	se
notificará	 al	 interesado	 para	 que	 subsane	 las	 omisiones	 en	 las	 que	 se
hubiera	incurrido	en	el	plazo	de	dos	(02)	días	hábiles,	bajo	apercibimiento
de	tenerse	por	no	presentada	la	denuncia.
Una	vez	cumplidos	los	requisitos,	se	admite	la	denuncia	a	trámite	y	se	corre
traslado	de	la	misma	al	presunto	infractor.
D.	Leg.	1075
ART.	102.—Contestación	de	la	denuncia.	La	contestación	de	la	denuncia
deberá	presentarse	 en	un	plazo	 improrrogable	 de	 cinco	 (05)	 días	 hábiles,
contados	a	partir	del	día	siguiente	de	su	notificación,	sin	perjuicio	de	que	el
presunto	 infractor	 pueda	 ampliar	 sus	 argumentos	 y	 presentar	 u	 ofrecer
medios	probatorios	hasta	antes	que	el	expediente	pase	a	ser	resuelto.
La	contestación	de	 la	denuncia	deberá	cumplir	con	 los	mismos	requisitos
previstos	en	el	artículo	98	de	este	decreto	legislativo	en	lo	que	corresponda.
De	 no	 cumplir	 con	 tales	 requisitos,	 se	 notificará	 al	 denunciado	 para	 que
subsane	 las	 omisiones	 en	 las	 que	 se	 hubiera	 incurrido	 en	 el	 plazo	 de	 dos
(02)	 días	 hábiles,	 bajo	 apercibimiento	 de	 tenerse	 por	 no	 presentada	 su
contestación.
En	caso	el	denunciado	no	conteste	la	denuncia	o	no	subsane	las	omisiones
incurridas	en	su	escrito	de	contestación	en	los	plazos	antes	establecidos,	se
le	declarará	en	rebeldía.
D.	Leg.	1075
ART.	 103.—Medios	 probatorios.	 Las	 partes	 sólo	 podrán	 ofrecer	 los
siguientes	medios	probatorios:
a)	 documentos,	 incluyendo	 todo	 tipo	 de	 escritos,	 impresos,	 fotocopias,
planos,	 cuadros,	 dibujos,	 radiografías,	 cintas	 cinematográficas	 y	 otras
reproducciones	de	audio	y	video,	la	telemática	en	general	y	demás	objetos	y
bienes	 que	 recojan,	 contengan	 o	 representen	 algún	 hecho,	 una	 actividad
humana	o	su	resultado;
b)	inspección;	y
c)	pericias.
Excepcionalmente	 se	 podrán	 ofrecer	 medios	 probatorios	 distintos	 a	 los
mencionados	 en	 los	 literales	 anteriores,	 los	 cuales	 serán	 admitidos
solamente	 si,	 a	 criterio	 de	 las	 dirección	 competente,	 éstos	 resultan
relevantes	para	la	resolución	del	caso.
D.	Leg.	1075
ART.	 104.—Carga	 de	 la	 prueba.	 La	 carga	 de	 la	 prueba	 corresponde	 a
quien	 a	 firma	 los	 hechos	 que	 sustentan	 su	 pretensión,	 o	 a	 quien	 los
contradice	alegando	nuevos	hechos.
En	los	casos	en	los	que	se	alegue	una	infracción	a	una	patente	cuyo	objeto
sea	un	procedimiento	para	obtener	un	producto,	corresponderá	al	presunto
infractor	 probar	 que	 el	 procedimiento	 que	 ha	 empleado	 para	 obtener	 el
producto	 es	 diferente	 del	 procedimiento	 protegido	 por	 la	 patente	 cuya
infracción	se	alegue.
A	estos	efectos	se	presume,	salvo	prueba	en	contrario,	que	todo	producto
idéntico	producido	 sin	 el	 consentimiento	del	 titular	 de	 la	 patente,	 ha	 sido
obtenido	mediante	el	procedimiento	patentado,	si:
a)	el	producto	obtenido	con	el	procedimiento	patentado	es	nuevo;	o
b)	existe	una	posibilidad	sustancial	de	que	el	producto	idéntico	haya	sido
fabricado	mediante	 el	 procedimiento	 y	 el	 titular	 de	 la	 patente	 de	 éste	 no
puede	 establecer	 mediante	 esfuerzos	 razonables	 cuál	 ha	 sido	 el
procedimiento	efectivamente	utilizado.
D.	Leg.	1075
ART.	 105.—Asunción	 de	 gastos.	 Los	 gastos	 a	 que	 hubiere	 lugar	 por	 los
peritajes	realizados,	la	actuación	de	los	medios	probatorios,	inspecciones	y
otros	derivados	de	 la	 tramitación	del	procedimiento,	 serán	de	 cargo	de	 la
parte	que	los	solicita.
D.	Leg.	1075
ART.	 106.—Rechazo	 de	medios	 probatorios.	 La	 Dirección	 competente,
mediante	 resolución	 motivada,	 podrá	 rechazar	 los	 medios	 probatorios
aportados	 u	 ofrecidos	 por	 las	 partes	 cuando	 sean	 manifiestamente
impertinentes	o	innecesarios.
D.	Leg.	1075	
ART.	107.—Actuaciones	probatorias	de	oficio.	La	Dirección	competente
está	 facultada	a	realizar	de	oficio	 las	actuaciones	probatorias	que	resulten
necesarias	 para	 el	 examen	 de	 los	 hechos,	 recabando	 los	 documentos,
información	u	objetos	que	 sean	 relevantes	para	determinar,	 en	 su	caso,	 la
existencia	o	no	de	la	infracción	administrativa	que	se	imputa.
D.	Leg.	1075
ART.	 108.—Audiencia	 de	 conciliación.	 En	 cualquier	 estado	 del
procedimiento,	e	incluso	antes	de	admitirse	a	trámite	la	denuncia,	se	podrá
citar	 a	 las	 partes	 a	 audiencia	de	 conciliación.	 La	 audiencia	 se	desarrollará
ante	la	autoridad	nacional	competente	o	ante	la	persona	que	se	designe	para
tal	efecto.	Si	ambas	partes	arribaran	a	un	acuerdo	respecto	de	la	denuncia,
se	 levantará	 un	 acta	 donde	 conste	 el	 acuerdo	 respectivo,	 el	 mismo	 que
tendrá	mérito	ejecutivo.
D.	Leg.	1075
ART.	109.—Etapa	de	resolución	del	expediente.	Cuando	el	expediente	se
encuentre	en	estado	de	 ser	 resuelto	 la	dirección	competente	deberá	dejar
constancia	de	ello	en	el	expediente.
En	 dicha	 etapa	 las	 partes	 no	 podrán	 presentar	 medios	 probatorios
adicionales	 ni	 solicitar	 su	 actuación,	 a	menos	 que	 sea	 requerido	 para	 ello
por	la	dirección	competente.
En	 el	 caso	 de	 denuncias	 por	 infracción	 en	 materia	 de	 patentes	 de
invención,	patentes	de	modelo	de	utilidad	y	diseños	industriales,	se	deberá
realizar	el	examen	de	fondo	correspondiente,	para	lo	cual	se	le	requerirá	al
denunciante	 que	 cumpla	 con	 efectuar	 el	 pago	 correspondiente	 por	 dicho
examen	 en	 el	 plazo	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 desde	 que	 es	 notificado	 el
requerimiento,	bajo	apercibimiento	de	declarar	la	denuncia	en	abandono.
D.	Leg.	1075
ART.	 110.—Prescripción	 de	 la	 acción.	 La	 acción	 por	 infracción
prescribirá	 a	 los	 dos	 años	 contados	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 el	 titular	 tuvo
conocimiento	 de	 la	 infracción	 o	 en	 todo	 caso,	 a	 los	 cinco	 años	 contados
desde	que	se	cometió	la	infracción	por	última	vez.
SUBCAPÍTULO	II
ACCIONES	DE	OFICIO
D.	Leg.	1075
ART.	 111.—Acciones	 de	 oficio.	 Las	 acciones	 por	 infracción	 podrán
iniciarse	 de	 oficio	 sujetándose	 al	 procedimiento	 establecido	 en	 el	 Sub
capítulo	1	del	presente	capítulo	en	lo	que	sea	pertinente.
CAPÍTULO	IV
DE	LAS	MEDIDAS	CAUTELARES
D.	Leg.	1075
ART.	 112.—Modificación	 de	 las	 medidas	 cautelares.	 Las	 medidas
cautelares	 podrán	 ser	 modificadas	 o	 levantadas	 durante	 el	 curso	 del
procedimiento,	de	oficio	o	a	instancia	de	parte.
D.	Leg.	1075
ART.	 113.—Caducidad	 de	 las	 medidas	 cautelares.	 Las	 medidas
cautelares	caducan	únicamente	con	la	resolución	que	pone	fin	a	la	instancia.
D.	Leg.	1075
ART.	114.—Exención	de	responsabilidad.	Las	medidas	cautelares	 serán
dictadas	por	cuenta	y	bajo	responsabilidad	de	quien	las	solicita.
La	autoridad	competente	quedará	eximida	de	las	responsabilidades	que	se
le	pudiera	atribuir	por	la	decisión	que	adopte,	tanto	de	oficio	como	a	pedido
de	 parte,	 respecto	 de	 las	 medidas	 cautelares,	 en	 caso	 de	 actuaciones
llevadas	a	cabo	o	proyectadas	de	buena	fe.
CAPÍTULO	V
DE	LAS	FACULTADES	DE	INVESTIGACIÓN	Y	DE	LAS	VISITAS
INSPECTIVAS
D.	Leg.	1075
ART.	 115.—Facultades	 de	 investigación.	 Sin	 que	 la	 presente
enumeración	 tenga	 carácter	 taxativo,	 la	 autoridad	 nacional	 competente
tiene	las	siguientes	facultades	de	investigación:
a)	Exigir	a	las	personas	naturales	o	jurídicas,	así	como	a	entidades	públicas
o	privadas,	estatales	o	no	estatales,	con	o	sin	fines	de	lucro,	la	exhibición	de
todo	tipo	de	documentos,	 incluyendo	 los	 libros	contables	y	societarios,	 los
comprobantes	 de	 pago,	 la	 correspondencia	 comercial	 y	 los	 registros
magnéticos	 incluyendo,	en	este	caso,	 los	programas	que	 fueran	necesarios
para	su	lectura;	así	como	solicitar	información	referida	a	la	organización,	los
negocios,	el	accionariado	y	la	estructura	de	propiedad	de	las	empresas.
b)	 Citar	 e	 interrogar,	 a	 través	 de	 los	 funcionarios	 que	 se	 designe	 para	 el
efecto,	 a	 las	 personas	 materia	 de	 investigación	 o	 a	 sus	 representantes,
empleados,	 funcionarios,	 asesores	 y	 a	 terceros,	 utilizando	 los	 medios
técnicos	 que	 considere	 necesarios	 para	 generar	 un	 registro	 completo	 y
fidedigno	 de	 sus	 declaraciones,	 pudiendo	 para	 ello	 utilizar	 grabaciones
magnetofónicas	o	grabaciones	en	vídeo.
c)	Realizar	inspecciones,	con	o	sin	previa	notificación,	en	los	locales	de	las
personas	 naturales	 o	 jurídicas,	 así	 como	 de	 las	 entidades	 públicas	 o
privadas,	 estatales	 o	 no	 estatales,	 con	 o	 sin	 fines	 de	 lucro.	 En	 dichas
inspecciones	podrá	examinar	los	libros,	registros,	documentación	y	bienes,
pudiendo	 comprobar	 el	 desarrollo	 de	 procesos	 productivos	 y	 tomar	 la
declaración	 de	 las	 personas	 que	 en	 ellos	 se	 encuentren,	 quienes	 además
deberán	 proporcionar	 la	 información	 que	 les	 sea	 requerida	 durante	 la
diligencia.	En	el	acto	de	 la	 inspección	podrá	tomarse	copia	de	 los	archivos
físicos	 o	 magnéticos,	 así	 como	 de	 cualquier	 documento	 que	 se	 estime
pertinente	o	tomar	las	fotografías	o	filmaciones	que	se	estimen	necesarias.
Para	realizar	la	inspección	podrá	solicitarse	el	apoyo	de	la	fuerza	pública.	De
ser	necesario	el	descerraje,	será	necesario	contar	con	autorización	judicial,
la	que	deberá	ser	resuelta	en	un	plazo	máximo	de	veinticuatro	(24)	horas.
d)	Exigir	a	las	personas	naturales	o	jurídicas,	así	como	a	entidades	públicas
o	privadas,	estatales	o	no	estatales,	con	o	sin	fines	de	lucro,	la	adopción	de
cualquier	medida	que	permita	la	preservación,	permanencia	e	integridad	de
documentos,	 procesos	 y	 bienes	 objeto	 de	 investigación	 y	 la	 colaboración
que	resulte	necesaria	para	el	ejercicio	de	sus	funciones.
La	 autoridad	 nacional	 competente	 podrá	 delegar	 sus	 facultades	 de
investigación,	en	los	casos	que	considere	pertinente.
Incorporado.	 Ley	 29316,	 Art.	 10.	 Las	 autoridades	 judiciales	 podrán
ordenar	 al	 infractor	 que	 informe	 sobre	 la	 identidad	 de	 los	 terceros	 que
hayan	 participado	 en	 la	 producción	 y	 distribución	 de	 bienes	 o	 servicios
infractores	y,	sobre	sus	circuitos	de	distribución.	Asimismo,	las	autoridades
judiciales	 tendrán	 la	 facultad	 de	 ordenarle	 al	 infractor	 que	 brinde	 dicha
información	al	titular	del	derecho.
C.	P.
ART.	 224.—Modificado.	 Ley	 29263,	 Art.	 1°.	 Incautación	 preventiva	 y
comiso	definitivo.	En	los	delitos	previstos	en	este	capítulo	se	procederá	a
la	 incautación	preventiva	de	los	ejemplares	y	materiales,	de	 los	aparatos	o
medios	utilizados	para	la	comisión	del	ilícito	y,	de	ser	el	caso,	de	los	activos
y	cualquier	evidencia	documental,	relacionados	al	ilícito	penal.
De	 ser	 necesario,	 el	 fiscal	 pedirá	 autorización	 al	 juez	 para	 leer	 la
documentación	que	se	halle	en	el	 lugar	de	la	 intervención,	en	ejecución	de
cuya	 autorización	 se	 incautará	 la	 documentación	 vinculada	 con	 el	 hecho
materia	de	investigación.
Para	la	incautación	no	se	requerirá	identificar	individualmente	la	totalidad
de	 los	materiales,	 siempre	 que	 se	 tomen	 las	medidas	 necesarias	 para	 que
durante	 el	 proceso	 judicial	 se	 identifiquen	 la	 totalidad	 de	 los	mismos.	 En
este	acto	participará	el	representante	del	Ministerio	Público.
Asimismo,	 el	 juez,	 a	 solicitud	 del	 Ministerio	 Público,	 ordenará	 el
allanamiento	o	descerraje	del	local	donde	se	estuviere	cometiendo	el	ilícito
penal.
En	 caso	 de	 emitirse	 sentencia	 condenatoria,	 los	 ejemplares,	 materiales
ilícitos,	 aparatos	 y	 medios	 utilizados	 para	 la	 comisión	 del	 ilícito	 serán
comisados	y	destruidos,	salvo	casos	excepcionales	debidamente	calificados
por	la	autoridad	judicial.
En	 ningún	 caso	 procederá	 la	 devolución	 de	 los	 ejemplares	 ilícitos	 al
encausado.
D.	Leg.	1075
ART.	 116.—Información	 falsa.	 Quien	 a	 sabiendas	 proporcione	 a	 la
autoridad	nacional	competente	información	falsa	u	oculte,	destruya	o	altere
información	 o	 cualquier	 libro,	 registro	 o	 documento	 que	 haya	 sido
requerido,	o	sea	relevante	para	efectos	de	 la	decisión	que	se	adopte,	o	sin
justificación	incumpla	los	requerimientos	de	información	que	se	le	haga	o	se
niegue	a	comparecer	o	impida	o	entorpezca	el	ejercicio	de	las	funciones	de
la	autoridad	nacional	competente,	será	sancionado	por	éstos	con	multa	no
mayor	de	cincuenta	(50)	UIT,	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	penal	que
corresponda.	La	multa	se	duplicará	sucesivamente	en	caso	de	reincidencia.
D.	Leg.	1075
ART.	117.—Solicitud	de	información.	La	autoridad	nacional	competente
podrá	solicitar	información	a	cualquier	organismo	público	y	cruzar	los	datos
recibidos	 con	 aquéllos	 que	 obtenga	 por	 otros	medios.	 En	 caso	 de	 que	 se
reciba	 información	 reservada,	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 deberá
tomar	 las	 medidas	 de	 seguridad	 correspondientes	 para	 mantener	 la
confidencialidad	de	la	información,	de	acuerdo	con	las	normas	de	la	materia.
D.	Leg.	1075
ART.	 118.—Diligencias	 de	 inspección.	 En	 cualquier	 etapa	 de	 un
procedimiento,	 o	 antes	 de	 su	 inicio,	 se	 podrá	 practicar	 una	 diligencia	 de
inspección	de	oficio	o	a	pedido	de	parte.	Ésta	será	efectuada	por	la	dirección
competente	o	por	la	persona	designada	por	ella.
La	solicitud	de	inspección	deberá	estar	debidamente	sustentada;	asimismo,
deberá	acreditarse	el	pago	de	la	tasa	correspondiente	e	indicarse	el	lugar	en
el	que	ésta	deberá	llevarse	a	cabo.
En	 caso	 de	 inspecciones	 a	 pedido	 de	 parte,	 éstas	 deberán	 practicarse
previa	coordinación	con	el	solicitante,	quien	cuenta	con	un	plazo	de	treinta
(30)	 días	 hábiles	 para	 efectuar	 dicha	 coordinación.	 Transcurrido	 el	 plazo
señalado	sin	que	esta	última	se	produzca,	el	expediente	caerá	en	abandono
si	la	visita	inspectiva	constituye	la	finalidad	del	procedimiento	o	si	junto	con
ésta	 se	 iba	a	proceder	a	notificar	 la	denuncia	al	presunto	 infractor;	 en	 los
demás	 casos,	 el	 procedimiento	 continuará	 según	 el	 estado	 en	 el	 que	 se
encuentre.
Siempre	que	se	realice	una	visita	inspectiva	deberá	levantarse	un	acta	que
será	firmada	por	quien	estuviera	a	cargo	de	la	misma	así	como	por	los	que
participaron	 en	 ella.	 En	 caso	 de	 que	 el	 denunciado,	 su	 representante	 o	 el
encargado	del	establecimiento	se	negaran	a	hacerlo,	se	dejará	constancia	de
tal	hecho.
D.	Leg.	1075
ART.	119.—Intervención	de	la	Policía	Nacional.	Para	la	actuación	de	los
medios	 probatorios,	 así	 como	 para	 la	 realización	 de	 las	 diligencias,	 la
autoridad	 nacional	 competente	 o	 la	 persona	 designada	 por	 éste	 podrá
requerir	 la	 intervención	 de	 la	 Policía	 Nacional	 a	 fin	 de	 garantizar	 el
cumplimiento	de	sus	funciones.
CAPÍTULO	VI
SANCIONES,	MEDIDAS	DEFINIDAS	Y	MULTAS	COERCITIVAS
SUBCAPÍTULO	1
SANCIONES
D.	Leg.	1075
ART.	120.—Sanciones.	Sin	perjuicio	de	las	medidas	que	se	dicten	a	fin	de
que	cesen	 los	actos	de	 infracción	o	para	evitar	que	éstos	se	produzcan,	 se
podrán	imponer	las	siguientes	sanciones:
a)	Amonestación
b)	Multa.
Las	 multas	 que	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 podrá	 establecer	 por
infracciones	 a	 derechos	 de	 propiedad	 industrial	 serán	 de	 hasta	 ciento
cincuenta	 (150)	 UIT.	 En	 los	 casos	 en	 los	 cuales	 el	 provecho	 ilícito	 real
obtenido	de	 la	actividad	 infractora,	sea	superior	al	equivalente	a	setenta	y
cinco	(75)	UIT,	la	multa	podrá	ser	del	20	%	de	las	ventas	o	ingresos	brutos
percibidos	por	la	actividad	infractora.
La	 reincidencia	 se	 considerará	 circunstancia	 agravante,	 por	 lo	 que	 la
sanción	aplicable	no	deberá	ser	menor	que	la	sanción	precedente.
Si	 el	 obligado	 no	 cumple	 en	 un	 plazo	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles	 con	 lo
ordenado	en	la	resolución	que	pone	fin	a	la	instancia	o	con	la	que	se	agota	la
vía	 administrativa,	 se	 le	 impondrá	 una	 sanción	 de	 hasta	 el	máximo	 de	 la
multa	permitida	y	se	ordenará	su	cobranza	coactiva.	Si	el	obligado	persiste
en	 el	 incumplimiento,	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 podrá	 duplicar
sucesiva	 e	 ilimitadamente	 la	 multa	 impuesta	 hasta	 que	 se	 cumpla	 la
resolución,	 sin	 perjuicio	 de	 poder	 denunciar	 al	 responsable	 ante	 el
Ministerio	Público	para	que	éste	inicie	el	proceso	penal	que	corresponda.
C.	P.
ART.	 368.—Desobediencia	 o	 resistencia	 a	 la	 autoridad.	 El	 que
desobedece	 o	 resiste	 la	 orden	 impartida	 por	 un	 funcionario	 público	 en	 el
ejercicio	de	sus	atribuciones,	salvo	que	se	trate	de	la	propia	detención,	será
reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	mayor	de	dos	años.
D.	Leg.	1075
ART.	120-A.—Incorporado.	 Ley	29316,	 art.	 8°.	 Incumplimiento	de	 las
reglas	aplicables	a	recursos	genéticos	y	conocimientos	tradicionales.	El
incumplimiento	 del	 solicitante	 de	 una	 patente	 del	 requerimiento	 del
contrato	referido	en	el	artículo	26	literales	h)	e	 i)	de	 la	Decisión	486	de	la
Comisión	de	 la	Comunidad	Andina;	y	desarrollado	en	 los	artículos	20	y	21
del	Reglamento	de	Acceso	a	Recursos	Genéticos	dará	lugar	a	una	o	más	de
las	 siguientes	 sanciones,	 a	 menos	 que	 el	 solicitante	 desista	 del
procedimiento	 de	 otorgamiento	 de	 la	 patente	 o	 provea	 una	 explicación
satisfactoria	 de	 que	 la	 invención	 no	 utiliza	 tal	 conocimiento	 tradicional	 o
recurso	genético	del	cual	el	Perú	es	país	de	origen:
a)	Multa	de	hasta	1.000	UIT.
b)	Compensación.
c)	Distribución	justa	y	equitativa	de	beneficios,	incluyendo	distribución	de
regalías	y/o	otras	medidas	monetarias	o	no	monetarias.
d)	Transferencia	de	tecnología	y	fortalecimiento	de	capacidades.
e)	Autorizaciones	de	uso.
Siempre	que	se	trate	de	licencias	obligatorias	en	materia	de	patentes,	serán
de	aplicación	desde	el	artículo	61	hasta	el	artículo	69	de	la	Decisión	486	de
la	Comisión	de	la	Comunidad	Andina	y	el	artículo	40	del	decreto	legislativo
de	la	presente	ley.
D.	Leg.	1075
ART.	121.—Determinación	de	 la	 sanción.	Para	 determinar	 la	 sanción	 a
aplicar,	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 tendrá	 en	 consideración,	 entre
otros,	los	siguientes	criterios:
a)	el	beneficio	ilícito	real	o	potencial	de	la	comisión	de	la	infracción;
b)	la	probabilidad	de	detección	de	la	infracción;
c)	la	modalidad	y	el	alcance	del	acto	infractor;
d)	los	efectos	del	acto	infractor;
e)	la	duración	en	el	tiempo	del	acto	infractor;
f)	la	reincidencia	en	la	comisión	de	un	acto	infractor;
g)	la	mala	fe	en	la	comisión	del	acto	infractor.
De	ser	el	caso,	estos	criterios	también	serán	tomados	en	cuenta	a	efectos	de
graduar	la	multa	a	imponer.
SUBCAPÍTULO	2
MEDIDAS	DEFINITIVAS
D.	Leg.	1075
ART.	 122.—Medidas	 definitivas.	 Sin	 perjuicio	 de	 la	 sanción	 que	 se
imponga	 por	 la	 comisión	 de	 un	 acto	 infractor,	 la	 autoridad	 nacional
competente	podrá	dictar,	entre	otras,	las	siguientes	medidas	definitivas:
a)	el	cese	de	los	actos	que	constituyen	la	infracción;
b)	el	retiro	de	los	circuitos	comerciales	de	los	productos	resultantes	de	la
infracción,	incluyendo	los	envases,	embalajes,	etiquetas,	material	impreso	o
de	 publicidad	 u	 otros	 materiales,	 así	 como	 los	 materiales	 y	 medios	 que
sirvieran	para	cometer	la	infracción;
c)	 la	 prohibición	de	 la	 importación	o	de	 la	 exportación	de	 los	 productos,
materiales	o	medios	referidos	en	el	literal	b);
d)	las	medidas	necesarias	para	evitar	la	continuación	o	la	repetición	de	la
infracción;
e)	 la	 destrucción	 de	 los	 productos,	 materiales	 o	 medios	 referidos	 en	 el
literal	 b)	 o	 el	 cierre	 temporal	 o	 definitivo	 del	 establecimiento	 del
denunciado;	o
f)	el	cierre	temporal	o	definitivo	del	establecimiento	del	denunciado;
g)	 la	 publicación	 de	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 al	 procedimiento	 y	 su
notificación	a	las	personas	interesadas,	a	costa	del	infractor.
Tratándose	 de	 productos	 que	 ostentan	 una	 marca	 falsa,	 la	 supresión	 o
remoción	 de	 la	 marca	 deberá	 acompañarse	 de	 acciones	 encaminadas	 a
impedir	que	se	introduzcan	esos	productos	en	el	comercio.	Asimismo	no	se
permitirá	que	esos	productos	sean	reexportados	en	el	mismo	estado,	ni	que
sean	sometidos	a	un	procedimiento	aduanero	diferente.
Quedarán	exceptuados	los	casos	debidamente	calificados	por	la	autoridad
nacional	competente,	o	los	que	cuenten	con	autorización	expresa	del	titular.
La	Sala	de	Propiedad	Intelectual	del	 Indecopi	 tiene	 las	mismas	 facultades
que	las	direcciones	competentes	en	primera	instancia	administrativa	para	el
dictado	de	medidas	definitivas.
SUBCAPÍTULO	3
MULTAS	COERCITIVAS
D.	Leg.	1075
ART.	123.—Multas.	Si	el	obligado	a	cumplir	una	medida	cautelar	ordenada
por	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 no	 lo	 hiciera,	 se	 le	 impondrá	 una
multa	 no	 mayor	 de	 ciento	 cincuenta	 (150)	 UIT,	 para	 cuya	 graduación	 se
tomará	 en	 cuenta	 los	 criterios	 señalados	 para	 determinar	 la	 sanción.	 La
multa	 que	 corresponda	 deberá	 ser	 pagada	 dentro	 del	 plazo	 de	 cinco	 (05)
días	hábiles,	vencido	el	cual	se	ordenará	su	cobranza	coactiva.
En	caso	de	persistir	el	incumplimiento	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior,
la	 autoridad	 nacional	 competente	 podrá	 imponer	 una	 nueva	 multa,
duplicando	sucesiva	e	ilimitadamente	el	monto	de	la	última	multa	impuesta.
D.	Leg.	1075
ART.	 124.—Imputación	 falsa.	 Quien	 a	 sabiendas	 de	 la	 falsedad	 de	 la
imputación	 o	 de	 la	 ausencia	 de	 motivo	 razonable,	 denuncie	 a	 alguna
persona	 natural	 o	 jurídica	 u	 otra	 entidad	 de	 derecho	 público	 o	 privado,
estatal	 o	 no	 estatal,	 con	o	 sin	 fines	 de	 lucro,	 atribuyéndole	 una	 infracción
sancionable,	 será	 sancionado	 con	 una	 multa	 de	 hasta	 cincuenta	 (50)	 UIT
mediante	 resolución	 debidamente	motivada.	 La	 sanción	 administrativa	 se
aplicará	sin	perjuicio	de	la	sanción	penal	o	de	la	indemnización	por	daños	y
perjuicios	que	corresponda.
C.	P.
ART.	 131.—Calumnia.	 El	 que	 atribuye	 falsamente	 a	 otro	 un	 delito,	 será
reprimido	con	noventa	a	ciento	veinte	días	-	multa.
SUBCAPÍTULO	4
MULTAS	COERCITIVAS
D.	Leg.	1075
ART.	 125.—Reducción	 de	 la	multa.	 La	 sanción	 de	 multa	 aplicable	 será
rebajada	en	un	veinticinco	por	ciento	(25	%)	cuando	el	sancionado	cancele
el	monto	de	 la	misma	 con	 anterioridad	 a	 la	 culminación	del	 término	para
impugnar	 la	 resolución	 que	 la	 impuso,	 en	 tanto	 no	 interponga	 recurso
impugnativo	alguno	contra	dicha	resolución.
CAPÍTULO	VII
COSTOS	Y	COSTAS
D.	Leg.	1075
ART.	 126.—Costos	 y	 costas.	 A	 solicitud	 de	 parte,	 la	 autoridad	 nacional
competente	podrá	ordenar	que	la	parte	vencida	asuma	el	pago	de	los	costos
y	 costas	del	procedimiento	en	 los	que	hubiera	 incurrido	 la	otra	parte	o	el
Indecopi.
D.	Leg.	1075
ART.	 127.—Motivación.	 La	 autoridad	 nacional	 competente	 establecerá,
mediante	decisión	motivada,	los	alcances	de	la	condena	en	costas	y	costos,
tanto	respecto	del	monto	como	respecto	de	los	obligados	y	beneficiados,	en
atención	a	 las	 incidencias	del	procedimiento	y	de	acuerdo	a	 la	 liquidación
que,	 para	 tal	 efecto,	 presente	 la	 parte	 vencedora,	 una	 vez	 que	 quede
consentida	la	resolución	que	los	imponga.
La	resolución	que	determine	las	costas	y	costos,	una	vez	consentida,	tendrá
la	calidad	de	título	ejecutivo.
CAPÍTULO	VIII
PLAZO	PARA	LA	CONCLUSIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO
D.	Leg.	1075
ART.	 128.—Plazo	 para	 la	 conclusión	 del	 procedimiento.	 La	 autoridad
nacional	competente	tendrá	un	plazo	máximo	de	ciento	ochenta	(180)	días
hábiles	para	emitir	la	resolución	sobre	la	cuestión	controvertida.
CAPÍTULO	IX
INDEMNIZACIÓN	POR	DAÑOS	Y	PERJUICIOS
D.	Leg.	1075
ART.	 129.—Indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios.	 Agotada	 la	 vía
administrativa,	 se	 podrá	 solicitar	 en	 la	 vía	 civil	 la	 indemnización	 de	 los
daños	y	perjuicios	a	que	hubiera	lugar.	La	acción	civil	prescribe	a	los	dos	(2)
años	de	concluido	el	proceso	administrativo.
C.	C.
ART.	1985.—La	 indemnización	comprende	 las	consecuencias	que	deriven
de	la	acción	u	omisión	generadora	del	daño,	incluyendo	el	lucro	cesante,	el
daño	 a	 la	 persona	 y	 el	 daño	 moral,	 debiendo	 existir	 una	 relación	 de
causalidad	 adecuada	 entre	 el	 hecho	 y	 el	 daño	 producido.	 El	 monto	 de	 la
indemnización	devenga	intereses	legales	desde	la	fecha	en	que	se	produjo	el
daño.
D.	Leg.	1075
ART.	 130.—Ganancias	 no	 consideradas.	 Adicionalmente	 a	 lo	 dispuesto
en	 el	 artículo	 243	 de	 la	 Decisión	 486,	 en	 el	 supuesto	 de	 falsificación	 de
marcas,	se	tomará	en	cuenta,	de	ser	el	caso,	 las	ganancias	obtenidas	por	el
infractor	y	que	fueran	imputables	a	la	infracción,	siempre	que	no	hayan	sido
consideradas	al	momento	de	calcular	el	monto	de	la	indemnización.
TITULO	XII
RECURSOS	IMPUGNATORIOS
D.	Leg.	1075
ART.	131.—Recurso	de	reconsideración.	Salvo	 en	 los	 casos	de	 acciones
por	 infracción,	 contra	 las	 resoluciones	 expedidas	 por	 las	 direcciones
competentes	puede	interponerse	recurso	de	reconsideración,	dentro	de	los
quince	 (15)	 días	 siguientes	 a	 su	 notificación,	 el	 mismo	 que	 deberá	 ser
acompañado	con	nueva	prueba.
Ley	27444.
ART.	208.—Recurso	 de	 reconsideración.	 El	 recurso	 de	 reconsideración
se	 interpondrá	 ante	 el	 mismo	 órgano	 que	 dictó	 el	 primer	 acto	 que	 es
materia	 de	 la	 impugnación	 y	 deberá	 sustentarse	 en	 nueva	 prueba.	 En	 los
casos	de	actos	administrativos	emitidos	por	órganos	que	constituyen	única
instancia	 no	 se	 requiere	 nueva	 prueba.	 Este	 recurso	 es	 opcional	 y	 su	 no
interposición	no	impide	el	ejercicio	del	recurso	de	apelación.
D.	Leg.	1075
ART.	 132.—Recurso	 de	 apelación.	 Salvo	 en	 los	 casos	 de	 acciones	 por
infracción,	procede	 interponer	 recurso	de	apelación,	únicamente	 contra	 la
resolución	 que	 ponga	 fin	 a	 la	 instancia,	 expedida	 por	 las	 direcciones
competentes,	dentro	de	los	quince	(15)	días	siguientes	a	su	notificación.
Ley	27444.
ART.	209.—Recurso	de	apelación.	El	recurso	de	apelación	se	interpondrá
cuando	 la	 impugnación	 se	 sustente	 en	 diferente	 interpretación	 de	 las
pruebas	 producidas	 o	 cuando	 se	 trate	 de	 cuestiones	 de	 puro	 derecho,
debiendo	dirigirse	a	la	misma	autoridad	que	expidió	el	acto	que	se	impugna
para	que	eleve	lo	actuado	al	superior	jerárquico.
D.	Leg.	1075
ART.	 133.—Alcances	 del	 recurso	 de	 apelación.	 El	 único	 recurso
impugnativo	 que	 puede	 interponerse	 durante	 la	 tramitación	 del
procedimiento	 de	 infracción	 es	 el	 de	 apelación,	 que	 procede	 únicamente
contra	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 a	 la	 instancia,	 contra	 la	 resolución	 que
impone	multas,	contra	 la	resolución	que	dicta	una	medida	cautelar,	contra
los	actos	que	determinen	la	imposibilidad	de	continuar	el	procedimiento	y
contra	los	que	puedan	producir	indefensión.
El	plazo	para	la	interposición	del	recurso	de	apelación	en	las	acciones	por
infracción	es	de	cinco	(5)	días	hábiles.
D.	Leg.	1075
ART.	134.—Concesión	de	la	apelación.	Los	recursos	de	apelación	deberán
sustentarse	 ante	 la	 misma	 autoridad	 que	 expidió	 la	 resolución,	 con	 la
presentación	 de	 nuevos	 documentos,	 con	 diferente	 interpretación	 de	 las
pruebas	 producidas	 o	 con	 cuestiones	 de	 puro	 derecho.	 Verificados	 los
requisitos	 establecidos	 en	 el	 presente	 artículo	 y	 en	 el	 Texto	 Único	 de
Procedimientos	 Administrativos	 (TUPA)	 del	 Indecopi,	 la	 dirección
competente	deberá	conceder	la	apelación	y	elevar	los	actuados	a	la	segunda
instancia	administrativa.
D.	Leg.	1075
ART.	135.—Consecuencias	de	la	apelación.	La	apelación	de	resoluciones
que	 ponen	 fin	 a	 la	 instancia	 se	 concederá	 con	 efecto	 suspensivo.	 La
apelación	de	multas	se	concederá	con	efecto	suspensivo.
La	apelación	de	resoluciones	que	dictan	medidas	cautelares	se	concederá
sin	efecto	suspensivo.
La	 apelación	 de	 actos	 que	 determinen	 la	 imposibilidad	 de	 continuar	 el
procedimiento	 y	 los	 que	 puedan	 producir	 indefensión	 se	 concederá	 con
efecto	suspensivo.
En	 los	 casos	 que	 corresponda,	 la	 apelación	 será	 tramitada	 en	 cuaderno
separado.
TITULO	XII
PROCEDIMIENTO	ANTE	EL	TRIBUNAL
D.	Leg.	1075
ART.	136.—Procedimiento	ante	el	tribunal.	Recibidos	los	actuados	por	la
Sala	de	la	Propiedad	Intelectual,	se	correrá	traslado	de	la	apelación	a	la	otra
parte	 para	 que	 cumpla	 con	 presentar	 sus	 argumentos,	 en	 un	 plazo
equivalente	a	aquel	con	el	que	contó	el	apelante	para	interponer	su	recurso.
D.	Leg.	1075
ART.	 137.—Medios	 probatorios.	 No	 se	 admitirán	 medios	 probatorios,
salvo	documentos.
Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 cualquiera	de	 las	 partes	 podrá	 solicitar	 el	 uso	de	 la
palabra,	debiendo	especificar	si	éste	se	referirá	a	cuestiones	de	hecho	o	de
derecho.
La	actuación	o	denegación	de	dicha	solicitud	quedará	a	criterio	de	la	sala,
según	la	importancia	y	trascendencia	del	caso.
Citadas	las	partes	a	informe	oral,	éste	se	llevará	a	cabo	con	quienes	asistan
a	la	audiencia.
D.	Leg.	1075
ART.	138.—Resolución	de	la	sala.	La	resolución	de	 la	Sala	de	Propiedad
Intelectual	 no	 podrá	 suponer	 la	 imposición	 de	 sanciones	 y	 medidas
definitivas	más	graves	para	el	afectado,	cuando	éste	recurra	la	resolución	de
la	 dirección	 competente,	 salvo	 que	 la	 impugnación	 haya	 sido	 planteada
también	por	la	otra	parte	interesada	en	el	procedimiento.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1075
Primera	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Legislación	 nacional	 en
materia	de	propiedad	industrial.	El	presente	decreto	legislativo	se	emite
para	 complementar	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 las	 decisiones	 486	 y
632	 (Régimen	 Común	 sobre	 Propiedad	 Industrial),	 las	 cuales	 serán
consideradas	ley	nacional.
D.	Leg.	1075
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Uso	 de	 otros	 signos.
Queda	prohibido	el	uso	de	la	denominación	“marca	registrada”,	“M.R.”	u	otra
equivalente	junto	con	signos	que	no	cuenten	con	registro	de	marca	ante	la
oficina	 competente	 del	 Perú.	 La	 adopción	 de	 estos	 símbolos	 de
identificación	que	no	cuenten	con	marca	registrada,	será	sancionada	por	la
dirección	competente,	con	el	comiso	de	los	productos	y	la	destrucción	de	los
signos	de	identificación.
Asimismo,	 queda	 prohibido	 el	 uso	 en	 el	 comercio	 de	 la	 expresión
“denominación	de	 origen”,	 “D.O.”	 u	 otra	 equivalente,	 en	productos	 que	no
cuenten	con	denominación	de	origen	o	para	los	cuales	no	se	haya	obtenido
la	correspondiente	autorización	de	uso	ante	el	órgano	competente.
En	 los	 casos	 previstos	 en	 la	 presente	 disposición,	 el	 procedimiento	 se
iniciará	de	oficio	y	se	sujetará	a	las	disposiciones	establecidas	en	el	presente
decreto	legislativo,	en	lo	que	corresponda.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Resulta	 inútil	 disponer	 el	 comiso	 de	 los
productos	 cuando	 éstos	 han	 sido	 inmovilizados	 por	 la	 Fiscalía.	 “La
primera	disposición	final	del	Decreto	Legislativo	Nº	823	prohíbe	el	uso	de	la
denominación	 ‘marca	registrada’,	 ‘MR’	u	otra	equivalente	 junto	con	signos
que	no	cuenten	con	registro	de	marca	ante	la	oficina	competente	del	Perú	y
señala	que	 la	adopción	de	estos	símbolos	de	 identificación	con	signos	que
no	han	sido	registrados	será	sancionada	con	el	comiso	de	los	productos	y	la
destrucción	de	los	signos	de	identificación.	Conforme	se	ha	señalado,	en	la
diligencia	 de	 inspección	 se	 advierte	 que	 la	 emplazada	 utiliza	 un	 sticker	 o
rótulo	 con	 la	 denominación	 (…)	 acompañada	 del	 símbolo	®	para	 tapar	 la
denominación	(…).	La	sala,	tomando	en	consideración	que	la	emplazada	no
es	titular	de	la	marca	(…),	considera	que	el	uso	por	parte	de	la	emplazada	de
la	denominación	(…)	acompañada	del	símbolo	®	infringe	lo	dispuesto	en	la
primera	disposición	final	del	Decreto	Legislativo	Nº	823.	Sin	embargo,	en	la
medida	 que	 no	 se	 ha	 acreditado	 que	 la	 emplazada	 haya	 comercializado
productos	 identificados	 con	 la	 denominación	 BABY	 acompañada	 del
símbolo	®	 y	 que	 resulta	 inútil	 imponer	 la	 sanción	 prevista	 en	 la	 primera
disposición	final	del	Decreto	Legislativo	Nº	823	(el	comiso	de	los	productos
y	 la	 destrucción	 de	 los	 signos	 de	 identificación),	 toda	 vez	 que	 estos
productos	han	sido	inmovilizados	por	la	Fiscalía,	la	sala	es	de	la	opinión	que
corresponde	 amonestar	 a	 (…)	 S.A.	 por	 el	 hecho	 ocurrido”.	 (R.	 970-
1999/TPI-Indecopi.	04.08.99)
D.	Leg.	1075
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Informe	 técnico.	 En	 los
delitos	 contra	 los	 derechos	 de	 propiedad	 industrial,	 previamente	 a	 que	 el
Ministerio	Público	emita	acusación	u	opinión,	según	sea	el	caso,	la	Dirección
Competente	 del	 Indecopi,	 deberá	 emitir	 un	 informe	 técnico	 dentro	 del
término	de	cinco	días.
D.	Leg.	1075
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Acciones	 en	 la	 vía	 civil.
Cuando	 el	 interesado	 opte	 por	 acudir	 a	 la	 vía	 civil,	 se	 aplicarán	 las
disposiciones	contenidas	en	la	legislación	especial.
Incorporado.	Ley	29316,	Art.	10.	Para	el	dictado	de	medidas	cautelares,
las	autoridades	judiciales	tendrán	la	facultad	de	ordenar	el	secuestro	de	los
productos	 supuestamente	 infractores,	de	 cualquier	material	 e	 implemento
relacionado	 y	 de	 las	 pruebas	 documentales	 relativas	 a	 la	 infracción.
Asimismo,	 podrán	 requerir	 cualquier	 evidencia	 que	 el	 demandante
razonablemente	 posea,	 así	 como	 la	 constitución	 de	 una	 fianza	 o	 garantía
equivalente	razonable,	que	no	deberá	disuadir	irrazonablemente	el	derecho
del	 titular	 a	 acceder	 a	 los	 procedimientos	 establecidos	 en	 la	 presente
norma.
D.	Leg.	1075
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Normas	 de	 aplicación
complementaria.	 En	 lo	 que	 no	 esté	 específicamente	 previsto	 en	 este
decreto	 legislativo,	 regirá	 el	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 807,	 Ley	 sobre
Facultades,	 Normas	 y	 Organización	 del	 Indecopi,	 sus	 modificatorias	 o
sustitutorias;	 la	 Ley	 Nº	 27444,	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General;	 y	 las	 demás	 normas	 pertinentes,	 en	 cuanto	 sean	 aplicables	 a	 los
derechos	de	propiedad	industrial	y	a	sus	procedimientos.
D.	Leg.	1075
Sexta	Disposición	Complementaria	y	Final.—Vigencia.	El	presente	decreto
legislativo	entrará	en	vigencia	a	partir	de	la	entrada	en	vigor	del	Acuerdo	de
Promoción	 Comercial	 suscrito	 entre	 la	 República	 del	 Perú	 y	 los	 Estados
Unidos	de	América.
D.	Leg.	1075
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Incorporado.	 Ley	 29316,
Art.	10.	Signos.	A	efectos	de	lo	establecido	en	el	artículo	155	de	la	Decisión
486,	se	entenderá	que	la	expresión	‘signo’	también	incluye	las	indicaciones
geográficas.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	TRANSITORIAS
D.	Leg.	1075
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Aplicación.	 Los
expedientes	que	estuvieran	en	trámite	a	la	entrada	en	vigencia	del	presente
decreto	 legislativo,	 serán	 tramitados	 conforme	a	 las	normas	de	ésta,	 en	el
estado	en	que	se	encuentren.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
DEROGATORIAS
D.	Leg.	1075
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Derogatoria.—Normas	 derogadas.
Deróguense	 el	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 823	 y	 demás	 disposiciones	 que	 se
opongan	al	presente	decreto	legislativo.
RÉGIMEN	COMÚN	SOBRE	PROPIEDAD	INDUSTRIAL
Decisión	486.
La	Comisión	de	la	Comunidad	Andina,
Vistos:
El	artículo	27	del	Acuerdo	de	Cartagena	y	la	Decisión	344	de	la	Comisión;
Decide:
Sustituir	la	Decisión	344	por	la	siguiente	Decisión:
Régimen	Común	sobre	Propiedad	Industrial
Título	I:	Disposiciones	generales
Artículo	 1°.—Del	 trato	 nacional.	 Con	 respecto	 a	 la	 protección	 de	 la
propiedad	industrial,	cada	país	miembro	concederá	a	 los	nacionales	de	 los
demás	miembros	de	la	Comunidad	Andina,	de	la	Organización	Mundial	del
Comercio	 y	 del	 Convenio	 de	 París	 para	 la	 Protección	 de	 la	 Propiedad
Industrial,	 un	 trato	 no	menos	 favorable	 que	 el	 que	 otorgue	 a	 sus	 propios
nacionales,	 a	 reserva	 de	 lo	 previsto	 en	 los	 artículos	 3°	 y	 5°	 del	 Acuerdo
sobre	 los	Aspectos	 de	 los	Derechos	 de	 Propiedad	 Intelectual	 relacionados
con	 el	 Comercio	 (ADPIC),	 y	 en	 el	 artículo	 2	 del	 Convenio	de	París	 para	 la
Protección	de	la	Propiedad	Industrial.
Asimismo,	podrán	conceder	dicho	trato	a	los	nacionales	de	un	tercer	país,
bajo	 las	 condiciones	 que	 prevea	 la	 legislación	 interna	 del	 respectivo	 país
miembro.
Artículo	2°.—Del	 trato	 de	 la	 nación	más	 favorecida.	 Con	 respecto	 a	 la
protección	 de	 la	 propiedad	 industrial,	 toda	 ventaja,	 favor,	 privilegio	 o
inmunidad	 que	 conceda	 un	 país	 miembro	 a	 los	 nacionales	 de	 otro	 país
miembro	 de	 la	 Comunidad	 Andina,	 se	 hará	 extensiva	 a	 los	 nacionales	 de
cualquier	miembro	de	la	Organización	Mundial	del	Comercio	o	del	Convenio
de	París	para	la	Protección	de	la	Propiedad	Industrial.
Lo	previsto	en	el	párrafo	anterior	procederá	sin	perjuicio	de	 las	 reservas
previstas	 en	 los	 artículos	 4°	 y	 5°	 del	 Acuerdo	 sobre	 los	 Aspectos	 de	 los
Derechos	de	Propiedad	Intelectual	relacionados	con	el	Comercio	(ADPIC).
Artículo	 3°.—Del	 patrimonio	 biológico	 y	 genético	 y	 de	 los
conocimientos	 tradicionales.	 Los	 países	 miembros	 asegurarán	 que	 la
protección	 conferida	 a	 los	 elementos	 de	 la	 propiedad	 industrial	 se
concederá	salvaguardando	y	respetando	su	patrimonio	biológico	y	genético,
así	 como	 los	 conocimientos	 tradicionales	 de	 sus	 comunidades	 indígenas,
afroamericanas	o	locales.	En	tal	virtud,	la	concesión	de	patentes	que	versen
sobre	 invenciones	 desarrolladas	 a	 partir	 de	 material	 obtenido	 de	 dicho
patrimonio	 o	 dichos	 conocimientos	 estará	 supeditada	 a	 que	 ese	 material
haya	 sido	 adquirido	 de	 conformidad	 con	 el	 ordenamiento	 jurídico
internacional,	comunitario	y	nacional.
Los	países	miembros	reconocen	el	derecho	y	la	facultad	para	decidir	de	las
comunidades	indígenas,	afroamericanas	o	locales,	sobre	sus	conocimientos
colectivos.
Las	disposiciones	de	 la	presente	decisión	 se	 aplicarán	 e	 interpretarán	de
manera	que	no	contravengan	a	las	establecidas	por	la	Decisión	391,	con	sus
modificaciones	vigentes.
Artículo	 4°.—De	 los	 términos	 y	 plazos.	 Los	 plazos	 relativos	 a	 trámites
previstos	 en	 la	 presente	 decisión	 sujetos	 a	 notificación	 o	 publicación	 se
contarán	a	partir	del	día	siguiente	a	aquel	en	que	se	realice	la	notificación	o
publicación	 del	 acto	 de	 que	 se	 trate,	 salvo	 disposición	 en	 contrario	 de	 la
presente	decisión.
Artículo	5°.—Siempre	que	en	la	presente	decisión	no	exista	disposición	en
contrario,	cuando	los	plazos	se	señalen	por	días,	se	entenderá	que	éstos	son
hábiles.	Si	el	plazo	se	fija	en	meses	o	años	se	computará	de	fecha	a	fecha.	Si
en	 el	 mes	 de	 vencimiento	 no	 hubiere	 día	 equivalente	 a	 aquel	 en	 que
comienza	el	cómputo	se	entenderá	que	el	plazo	vence	el	último	día	del	mes.
Cuando	 el	 último	 día	 del	 plazo	 sea	 inhábil,	 se	 entenderá	 prorrogado	 al
primer	día	hábil	siguiente.
Artículo	6°.—De	las	notificaciones.	La	oficina	nacional	competente	podrá
establecer	 un	 sistema	 de	 notificación	 que	 permita	 comunicar
adecuadamente	sus	decisiones	a	los	interesados.
Artículo	7°.—Del	idioma.	El	petitorio	de	las	solicitudes	presentadas	ante	la
oficina	nacional	competente	deberá	presentarse	en	idioma	castellano.
Artículo	8°.—Los	documentos	que	se	tramiten	ante	las	oficinas	nacionales
competentes	deberán	presentarse	en	 idioma	castellano.	En	caso	contrario,
deberá	acompañarse	una	traducción	simple	en	dicho	idioma.	Sin	embargo,
la	 oficina	 nacional	 competente	 podrá	 dispensar	 de	 la	 presentación	 de
traducciones	de	los	documentos	cuando	así	lo	considere	conveniente.
Artículo	9°.—De	la	reivindicación	de	prioridad.	La	primera	solicitud	de
patente	 de	 invención	 o	 de	 modelo	 de	 utilidad,	 o	 de	 registro	 de	 diseño
industrial	o	de	marca,	válidamente	presentada	en	otro	país	miembro	o	ante
una	autoridad	nacional,	regional	o	internacional	con	la	cual	el	país	miembro
estuviese	 vinculado	 por	 algún	 tratado	 que	 establezca	 un	 derecho	 de
prioridad	 análogo	 al	 que	 establece	 la	 presente	 decisión,	 conferirá	 al
solicitante	o	a	su	causahabiente	un	derecho	de	prioridad	para	solicitar	en	el
país	miembro	una	patente	 o	 un	 registro	 respecto	de	 la	misma	materia.	 El
alcance	 y	 los	 efectos	 del	 derecho	 de	 prioridad	 serán	 los	 previstos	 en	 el
Convenio	de	París	para	la	Protección	de	la	Propiedad	Industrial.
El	derecho	de	prioridad	podrá	basarse	en	una	solicitud	anterior	presentada
ante	 la	oficina	nacional	competente	del	mismo	país	miembro,	siempre	que
en	esa	solicitud	no	se	hubiese	invocado	un	derecho	de	prioridad	previo.	En
tal	 caso,	 la	presentación	de	 la	 solicitud	posterior	 invocando	el	 derecho	de
prioridad	 implicará	 el	 abandono	de	 la	 solicitud	 anterior	 con	 respecto	 a	 la
materia	que	fuese	común	a	ambas.
Se	 reconoce	 que	 da	 origen	 al	 derecho	 de	 prioridad	 toda	 solicitud
válidamente	admitida	a	trámite	conforme	a	 lo	previsto	en	 los	artículos	33,
119	y	140	de	la	presente	decisión,	o	en	los	tratados	que	resulten	aplicables.
Para	 beneficiarse	 del	 derecho	 de	 prioridad,	 la	 solicitud	 que	 la	 invoca
deberá	 presentarse	 dentro	 de	 los	 siguientes	 plazos	 improrrogables
contados	 desde	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud	 cuya	 prioridad	 se
invoca:
a)	Doce	meses	para	las	patentes	de	invención	y	de	modelos	de	utilidad;	y,
b)	Seis	meses	para	los	registros	de	diseños	industriales	y	de	marcas.	(-1)
Artículo	 10.—A	 los	 efectos	 de	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 anterior,	 deberá
presentarse	una	declaración	con	la	documentación	pertinente,	en	la	que	se
invoque	 la	 prioridad	 de	 la	 solicitud	 anterior	 indicando	 la	 fecha	 de	 su
presentación,	 la	oficina	ante	 la	 cual	 se	presentó	y	 cuando	se	 conociera,	 su
número.	La	oficina	nacional	competente	podrá	exigir	el	pago	de	una	tasa	por
la	invocación	de	la	prioridad.
La	 declaración	 y	 la	 documentación	 pertinente	 deberán	 presentarse,
conjunta	 o	 separadamente,	 con	 la	 solicitud	 o,	 a	más	 tardar,	 dentro	 de	 los
siguientes	plazos	 improrrogables	 contados	desde	 la	 fecha	de	presentación
de	la	solicitud	cuya	prioridad	se	invoca:
a)	 En	 el	 caso	 de	 solicitudes	 de	 patente	 de	 invención	 o	 de	 modelo	 de
utilidad:	dieciséis	meses;	y,
b)	 En	 el	 caso	 de	 solicitudes	 de	 registro	 de	 diseño	 industrial	 o	 de	marca:
nueve	meses.
Asimismo,	 deberá	 presentarse	 copia	 de	 la	 solicitud	 cuya	 prioridad	 se
invoca	certificada	por	la	autoridad	que	la	expidió,	un	certificado	de	la	fecha
de	presentación	de	esa	solicitud	expedida	por	la	misma	autoridad	y,	de	ser
el	caso,	el	comprobante	de	pago	de	la	tasa	establecida.
Para	 efectos	 del	 derecho	 de	 prioridad,	 no	 se	 exigirán	 otras	 formalidades
adicionales	a	las	dispuestas	en	el	presente	artículo.
Artículo	 11.—El	 incumplimiento	 de	 los	 plazos,	 de	 la	 presentación	 de	 los
documentos	 o	 del	 pago	 de	 la	 tasa,	 acarreará	 la	 pérdida	 de	 la	 prioridad
invocada.
Artículo	12.—Del	desistimiento	y	abandono.	El	solicitante	podrá	desistir
de	su	solicitud	en	cualquier	momento	del	 trámite.	El	desistimiento	de	una
solicitud	 de	 patente	 o	 de	 registro	 da	 por	 terminada	 la	 instancia
administrativa	a	partir	de	la	declaración	de	la	oficina	nacional	competente,
perdiéndose	la	fecha	de	presentación	atribuida.
Si	se	presentara	el	desistimiento	antes	de	la	publicación	de	la	solicitud,	ésta
no	será	publicada.	Tratándose	de	solicitudes	de	patente	de	 invención	o	de
modelo	 de	 utilidad,	 o	 de	 registro	 de	 diseño	 industrial,	 las	 mismas	 se
mantendrán	en	reserva	y	no	podrán	ser	consultadas	sin	autorización	escrita
del	 solicitante,	 salvo	 que	 hubiese	 transcurrido	 el	 plazo	 previsto	 en	 el
artículo	40.
Artículo	13.—Lo	dispuesto	 en	 el	 artículo	precedente	 será	de	 aplicación	 a
los	casos	de	abandono	del	trámite	de	la	solicitud,	en	lo	que	fuere	pertinente.
Título	II:	De	las	patentes	de	invención
Capítulo	I:	De	los	requisitos	de	patentabilidad
Artículo	 14.—Los	 países	 miembros	 otorgarán	 patentes	 para	 las
invenciones,	sean	de	producto	o	de	procedimiento,	en	todos	los	campos	de
la	 tecnología,	 siempre	 que	 sean	 nuevas,	 tengan	 nivel	 inventivo	 y	 sean
susceptibles	de	aplicación	industrial.
Artículo	15.—No	se	considerarán	invenciones:
a)	Los	descubrimientos,	las	teorías	científicas	y	los	métodos	matemáticos;
b)	El	todo	o	parte	de	seres	vivos	tal	como	se	encuentran	en	la	naturaleza,
los	 procesos	 biológicos	 naturales,	 el	 material	 biológico	 existente	 en	 la
naturaleza	o	aquel	que	pueda	ser	aislado,	inclusive	genoma	o	germoplasma
de	cualquier	ser	vivo	natural;
c)	Las	obras	literarias	y	artísticas	o	cualquier	otra	protegida	por	el	derecho
de	autor;
d)	 Los	 planes,	 reglas	 y	 métodos	 para	 el	 ejercicio	 de	 actividades
intelectuales,	juegos	o	actividades	económico-comerciales;
e)	Los	programas	de	ordenadores	o	el	soporte	lógico,	como	tales;	y,
f)	Las	formas	de	presentar	información.
Artículo	 16.—Una	 invención	 se	 considerará	 nueva	 cuando	 no	 está
comprendida	en	el	estado	de	la	técnica.
El	 estado	 de	 la	 técnica	 comprenderá	 todo	 lo	 que	 haya	 sido	 accesible	 al
público	 por	 una	 descripción	 escrita	 u	 oral,	 utilización,	 comercialización	 o
cualquier	 otro	medio	 antes	 de	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de
patente	o,	en	su	caso,	de	la	prioridad	reconocida.
Sólo	 para	 el	 efecto	 de	 la	 determinación	 de	 la	 novedad,	 también	 se
considerará	dentro	del	estado	de	la	técnica,	el	contenido	de	una	solicitud	de
patente	 en	 trámite	 ante	 la	 oficina	 nacional	 competente,	 cuya	 fecha	 de
presentación	o	de	prioridad	fuese	anterior	a	 la	 fecha	de	presentación	o	de
prioridad	de	 la	solicitud	de	patente	que	se	estuviese	examinando,	siempre
que	dicho	contenido	esté	 incluido	en	 la	solicitud	de	 fecha	anterior	cuando
ella	se	publique	o	hubiese	transcurrido	el	plazo	previsto	en	el	artículo	40.
Artículo	17.—Para	efectos	de	determinar	la	patentabilidad	no	se	tomará	en
consideración	la	divulgación	ocurrida	dentro	del	año	precedente	a	la	fecha
de	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 en	 el	 país	 miembro	 o	 dentro	 del	 año
precedente	a	 la	 fecha	de	prioridad,	 si	 ésta	hubiese	 sido	 invocada,	 siempre
que	tal	divulgación	hubiese	provenido	de:
a)	El	inventor	o	su	causahabiente;
b)	Una	oficina	nacional	competente	que,	en	contravención	de	la	norma	que
rige	la	materia,	publique	el	contenido	de	la	solicitud	de	patente	presentada
por	el	inventor	o	su	causahabiente;	o,
c)	 Un	 tercero	 que	 hubiese	 obtenido	 la	 información	 directa	 o
indirectamente	del	inventor	o	su	causahabiente.
Artículo	 18.—Se	 considerará	 que	 una	 invención	 tiene	 nivel	 inventivo	 si
para	 una	 persona	 del	 oficio	 normalmente	 versada	 en	 la	 materia	 técnica
correspondiente,	 esa	 invención	 no	 hubiese	 resultado	 obvia	 ni	 se	 hubiese
derivado	de	manera	evidente	del	estado	de	la	técnica.
Artículo	 19.—Se	 considerará	 que	 una	 invención	 es	 susceptible	 de
aplicación	 industrial	 cuando	 su	objeto	pueda	 ser	producido	o	utilizado	 en
cualquier	 tipo	 de	 industria,	 entendiéndose	 por	 industria	 la	 referida	 a
cualquier	actividad	productiva,	incluidos	los	servicios.
Artículo	20.—No	serán	patentables:
a)	 Las	 invenciones	 cuya	 explotación	 comercial	 en	 el	 territorio	 del	 país
miembro	respectivo	deba	impedirse	necesariamente	para	proteger	el	orden
público	o	la	moral.	A	estos	efectos	la	explotación	comercial	de	una	invención
no	se	considerará	contraria	al	orden	público	o	a	 la	moral	 solo	debido	a	 la
existencia	 de	 una	 disposición	 legal	 o	 administrativa	 que	 prohíba	 o	 que
regule	dicha	explotación;
b)	 Las	 invenciones	 cuya	 explotación	 comercial	 en	 el	 país	 miembro
respectivo	deba	impedirse	necesariamente	para	proteger	la	salud	o	la	vida
de	las	personas	o	de	los	animales,	o	para	preservar	los	vegetales	o	el	medio
ambiente.	A	estos	efectos	 la	explotación	comercial	de	una	 invención	no	se
considerará	contraria	a	la	salud	o	la	vida	de	las	personas,	de	los	animales,	o
para	la	preservación	de	los	vegetales	o	del	medio	ambiente	sólo	por	razón
de	existir	una	disposición	 legal	o	administrativa	que	prohíba	o	que	 regule
dicha	explotación;
c)	Las	plantas,	los	animales	y	los	procedimientos	esencialmente	biológicos
para	 la	 producción	 de	 plantas	 o	 animales	 que	 no	 sean	 procedimientos	 no
biológicos	o	microbiológicos;
d)	Los	métodos	 terapéuticos	o	quirúrgicos	para	el	 tratamiento	humano	o
animal,	así	como	los	métodos	de	diagnóstico	aplicados	a	los	seres	humanos
o	a	animales.
Artículo	 21.—Los	 productos	 o	 procedimientos	 ya	 patentados,
comprendidos	en	el	estado	de	la	técnica,	de	conformidad	con	el	artículo	16
de	 la	 presente	 decisión,	 no	 serán	 objeto	 de	 nueva	 patente,	 por	 el	 simple
hecho	 de	 atribuirse	 un	 uso	 distinto	 al	 originalmente	 comprendido	 por	 la
patente	inicial.
Capítulo	II:	De	los	titulares	de	la	patente
Artículo	 22.—El	 derecho	 a	 la	 patente	 pertenece	 al	 inventor.	 Este
derecho	podrá	ser	transferido	por	acto	entre	vivos	o	por	vía	sucesoria.
Los	titulares	de	las	patentes	podrán	ser	personas	naturales	o	jurídicas.
Si	 varias	personas	hicieran	conjuntamente	una	 invención,	 el	derecho	a	 la
patente	corresponde	en	común	a	todas	ellas.
Si	varias	personas	hicieran	la	misma	invención,	independientemente	unas
de	otras,	la	patente	se	concederá	a	aquella	o	a	su	causahabiente	que	primero
presente	 la	 solicitud	 correspondiente	o	que	 invoque	 la	prioridad	de	 fecha
más	antigua.
Artículo	23.—Sin	perjuicio	de	 lo	 establecido	 en	 la	 legislación	nacional	 de
cada	 país	miembro,	 en	 las	 invenciones	 ocurridas	 bajo	 relación	 laboral,	 el
empleador,	cualquiera	que	sea	su	forma	y	naturaleza,	podrá	ceder	parte	de
los	beneficios	económicos	de	las	invenciones	en	beneficio	de	los	empleados
inventores,	para	estimular	la	actividad	de	investigación.
Las	entidades	que	reciban	financiamiento	estatal	para	sus	investigaciones
deberán	reinvertir	parte	de	las	regalías	que	reciben	por	la	comercialización
de	 tales	 invenciones,	 con	 el	 propósito	 de	 generar	 fondos	 continuos	 de
investigación	y	estimular	a	los	investigadores,	haciéndolos	partícipes	de	los
rendimientos	de	las	innovaciones,	de	acuerdo	con	la	legislación	de	cada	país
miembro.
Artículo	24.—El	inventor	tendrá	derecho	a	ser	mencionado	como	tal	en	la
patente	y	podrá	igualmente	oponerse	a	esta	mención.
Capítulo	III:	De	las	solicitudes	de	patente
Artículo	25.—La	solicitud	de	patente	sólo	podrá	comprender	una	invención
o	un	grupo	de	invenciones	relacionadas	entre	sí,	de	manera	que	conformen
un	único	concepto	inventivo.
Artículo	 26.—La	 solicitud	 para	 obtener	 una	 patente	 de	 invención	 se
presentará	 ante	 la	 oficina	 nacional	 competente	 y	 deberá	 contener	 lo
siguiente:
a)	El	petitorio;
b)	La	descripción;
c)	Una	o	más	reivindicaciones;
d)	 Uno	 o	 más	 dibujos,	 cuando	 fuesen	 necesarios	 para	 comprender	 la
invención,	los	que	se	considerarán	parte	integrante	de	la	descripción;
e)	El	resumen;
f)	Los	poderes	que	fuesen	necesarios;
g)	El	comprobante	de	pago	de	las	tasas	establecidas;
h)	De	ser	el	caso,	 la	copia	del	contrato	de	acceso,	cuando	 los	productos	o
procedimientos	cuya	patente	se	solicita	han	sido	obtenidos	o	desarrollados
a	 partir	 de	 recursos	 genéticos	 o	 de	 sus	 productos	 derivados	 de	 los	 que
cualquiera	de	los	países	miembros	es	país	de	origen;
i)	 De	 ser	 el	 caso,	 la	 copia	 del	 documento	 que	 acredite	 la	 licencia	 o
autorización	de	uso	de	los	conocimientos	tradicionales	de	las	comunidades
indígenas,	 afroamericanas	 o	 locales	 de	 los	 países	 miembros,	 cuando	 los
productos	o	procedimientos	cuya	protección	se	solicita	han	sido	obtenidos	o
desarrollados	a	partir	de	dichos	conocimientos	de	los	que	cualquiera	de	los
países	 miembros	 es	 país	 de	 origen,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 la
Decisión	391	y	sus	modificaciones	y	reglamentaciones	vigentes;
j)	De	ser	el	caso,	el	certificado	de	depósito	del	material	biológico;	y,
k)	 De	 ser	 el	 caso,	 la	 copia	 del	 documento	 en	 el	 que	 conste	 la	 cesión	 del
derecho	a	la	patente	del	inventor	al	solicitante	o	a	su	causante.
Artículo	27.—El	petitorio	de	la	solicitud	de	patente	estará	contenido	en	un
formulario	y	comprenderá	lo	siguiente:
a)	El	requerimiento	de	concesión	de	la	patente;
b)	El	nombre	y	la	dirección	del	solicitante;
c)	 La	 nacionalidad	 o	 domicilio	 del	 solicitante.	 Cuando	 éste	 fuese	 una
persona	jurídica,	deberá	indicarse	el	lugar	de	constitución;
d)	El	nombre	de	la	invención;
e)	 El	 nombre	 y	 el	 domicilio	 del	 inventor,	 cuando	 no	 fuese	 el	 mismo
solicitante;
f)	 De	 ser	 el	 caso,	 el	 nombre	 y	 la	 dirección	 del	 representante	 legal	 del
solicitante;
g)	La	firma	del	solicitante	o	de	su	representante	legal;	y,
h)	De	ser	el	caso,	 la	 fecha,	el	número	y	 la	oficina	de	presentación	de	toda
solicitud	de	patente	u	otro	título	de	protección	que	se	hubiese	presentado	u
obtenido	en	el	 extranjero	por	 el	mismo	 solicitante	o	 su	 causante	 y	que	 se
refiera	 total	 o	 parcialmente	 a	 la	 misma	 invención	 reivindicada	 en	 la
solicitud	presentada	en	el	país	miembro.
Artículo	 28.—La	 descripción	 deberá	 divulgar	 la	 invención	 de	 manera
suficientemente	 clara	 y	 completa	 para	 su	 comprensión	 y	 para	 que	 una
persona	capacitada	en	la	materia	técnica	correspondiente	pueda	ejecutarla.
La	descripción	de	la	invención	indicará	el	nombre	de	la	invención	e	incluirá
la	siguiente	información:
a)	El	sector	tecnológico	al	que	se	refiere	o	al	cual	se	aplica	la	invención;
b)	La	tecnología	anterior	conocida	por	el	solicitante	que	fuese	útil	para	la
comprensión	y	el	examen	de	la	invención,	y	las	referencias	a	los	documentos
y	publicaciones	anteriores	relativas	a	dicha	tecnología;
c)	 Una	 descripción	 de	 la	 invención	 en	 términos	 que	 permitan	 la
comprensión	 del	 problema	 técnico	 y	 de	 la	 solución	 aportada	 por	 la
invención,	exponiendo	las	diferencias	y	eventuales	ventajas	con	respecto	a
la	tecnología	anterior;
d)	Una	reseña	sobre	los	dibujos,	cuando	los	hubiera;
e)	 Una	 descripción	 de	 la	 mejor	 manera	 conocida	 por	 el	 solicitante	 para
ejecutar	o	llevar	a	la	práctica	la	invención,	utilizando	ejemplos	y	referencias
a	los	dibujos,	de	ser	éstos	pertinentes;	y,
f)	Una	indicación	de	la	manera	en	que	la	invención	satisface	la	condición	de
ser	 susceptible	 de	 aplicación	 industrial,	 si	 ello	 no	 fuese	 evidente	 de	 la
descripción	o	de	la	naturaleza	de	la	invención.	(-1)
Artículo	 29.—Cuando	 la	 invención	 se	 refiera	 a	 un	 producto	 o	 a	 un
procedimiento	 relativo	 a	 un	 material	 biológico	 y	 la	 invención	 no	 pueda
describirse	 de	 manera	 que	 pueda	 ser	 comprendida	 y	 ejecutada	 por	 una
persona	 capacitada	 en	 la	 materia	 técnica,	 la	 descripción	 deberá
complementarse	con	un	depósito	de	dicho	material.
El	depósito	deberá	efectuarse,	a	más	tardar	en	la	fecha	de	presentación	de
la	 solicitud	 en	 el	 país	 miembro	 o,	 cuando	 fuese	 el	 caso,	 en	 la	 fecha	 de
presentación	 de	 la	 solicitud	 cuya	 prioridad	 se	 invoque.	 Serán	 válidos	 los
depósitos	efectuados	ante	una	autoridad	internacional	reconocida	conforme
al	Tratado	de	Budapest	sobre	el	Reconocimiento	Internacional	del	Depósito
de	Microorganismos	a	los	Fines	del	Procedimiento	en	Materia	de	Patentes,
de	 1977,	 o	 ante	 otra	 institución	 reconocida	 por	 la	 oficina	 nacional
competente	 para	 estos	 efectos.	 En	 estos	 casos,	 la	 descripción	 indicará	 el
nombre	y	dirección	de	la	 institución	de	depósito,	 la	fecha	del	depósito	y	el
número	de	depósito	atribuido	por	tal	institución.
El	 depósito	 del	 material	 biológico	 sólo	 será	 válido	 para	 efectos	 de	 la
concesión	 de	 una	 patente	 si	 se	 hace	 en	 condiciones	 que	 permitan	 a
cualquier	 persona	 interesada	 obtener	 muestras	 de	 dicho	 material	 a	 más
tardar	a	partir	de	la	fecha	del	vencimiento	del	plazo	previsto	en	el	artículo
40.
Artículo	 30.—Las	 reivindicaciones	 definirán	 la	 materia	 que	 se	 desea
proteger	 mediante	 la	 patente.	 Deben	 ser	 claras	 y	 concisas	 y	 estar
enteramente	sustentadas	por	la	descripción.
Las	 reivindicaciones	 podrán	 ser	 independientes	 o	 dependientes.	 Una
reivindicación	 será	 independiente	 cuando	 defina	 la	 materia	 que	 se	 desea
proteger	 sin	 referencia	 a	 otra	 reivindicación	 anterior.	 Una	 reivindicación
será	 dependiente	 cuando	 defina	 la	 materia	 que	 se	 desea	 proteger
refiriéndose	a	una	reivindicación	anterior.	Una	reivindicación	que	se	refiera
a	dos	o	más	 reivindicaciones	anteriores	 se	 considerará	una	 reivindicación
dependiente	múltiple.
Artículo	 31.—El	 resumen	 consistirá	 en	 una	 síntesis	 de	 la	 divulgación
técnica	 contenida	 en	 la	 solicitud	 de	 patente.	 Dicho	 resumen	 servirá	 sólo
para	fines	de	información	técnica	y	no	tendrá	efecto	alguno	para	interpretar
el	alcance	de	la	protección	conferida	por	la	patente.
Artículo	 32.—Ningún	 país	 miembro	 exigirá,	 respecto	 de	 la	 solicitud	 de
patente,	 requisitos	 de	 forma	 adicionales	 o	 distintos	 a	 los	 previstos	 en	 la
presente	decisión.
Sin	perjuicio	de	lo	anterior,	cuando	durante	la	tramitación	de	la	solicitud,	la
oficina	nacional	competente	tuviese	dudas	razonables	sobre	algún	elemento
de	la	solicitud,	podrá	exigir	que	se	presenten	las	pruebas	necesarias.
Artículo	33.—Se	considerará	como	fecha	de	presentación	de	la	solicitud,	la
de	 su	 recepción	 por	 la	 oficina	 nacional	 competente,	 siempre	 que	 al
momento	de	la	recepción	hubiera	contenido	al	menos	lo	siguiente:
a)	La	indicación	de	que	se	solicita	la	concesión	de	una	patente;
b)	Los	datos	de	identificación	del	solicitante	o	de	la	persona	que	presenta
la	 solicitud,	 o	 que	permitan	 a	 la	 oficina	nacional	 competente	 comunicarse
con	esa	persona;
c)	La	descripción	de	la	invención;
d)	Los	dibujos,	de	ser	éstos	pertinentes;	y,
e)	El	comprobante	de	pago	de	las	tasas	establecidas.
La	ausencia	de	alguno	de	los	requisitos	enumerados	en	el	presente	artículo,
ocasionará	 que	 la	 solicitud	 sea	 considerada	 por	 la	 oficina	 nacional
competente	 como	 no	 admitida	 a	 trámite	 y	 no	 se	 le	 asignará	 fecha	 de
presentación.
Artículo	34.—El	solicitante	de	una	patente	podrá	pedir	que	se	modifique	la
solicitud	 en	 cualquier	 momento	 del	 trámite.	 La	 modificación	 no	 podrá
implicar	 una	 ampliación	 de	 la	 protección	 que	 correspondería	 a	 la
divulgación	contenida	en	la	solicitud	inicial.
Del	mismo	modo,	se	podrá	pedir	la	corrección	de	cualquier	error	material.
(-1)
Artículo	 35.—El	 solicitante	 de	 una	 patente	 de	 invención	 podrá	 pedir,	 en
cualquier	 momento	 del	 trámite,	 que	 su	 solicitud	 se	 convierta	 en	 una
solicitud	de	patente	de	modelo	de	utilidad.	La	conversión	de	la	solicitud	sólo
procederá	cuando	la	naturaleza	de	la	invención	lo	permita.
La	petición	de	conversión	de	una	solicitud	podrá	presentarse	sólo	una	vez.
La	solicitud	convertida	mantendrá	 la	 fecha	de	presentación	de	 la	 solicitud
inicial.
Las	 oficinas	 nacionales	 competentes	 podrán	 sugerir	 la	 conversión	 de	 la
solicitud	en	cualquier	momento	del	trámite,	así	como	disponer	el	cobro	de
una	tasa	adicional	para	la	presentación	de	las	solicitudes	de	conversión.
El	solicitante	podrá	aceptar	o	rechazar	la	propuesta,	entendiéndose	que	si
ésta	 es	 rechazada,	 se	 continuará	 la	 tramitación	 del	 expediente	 en	 la
modalidad	solicitada	originalmente.
Artículo	 36.—El	 solicitante	 podrá,	 en	 cualquier	 momento	 del	 trámite,
dividir	su	solicitud	en	dos	o	más	fraccionarias,	pero	ninguna	de	éstas	podrá
implicar	una	ampliación	de	la	protección	que	corresponda	a	la	divulgación
contenida	en	la	solicitud	inicial.
La	oficina	nacional	competente	podrá,	en	cualquier	momento	del	 trámite,
requerir	 al	 solicitante	 que	 divida	 la	 solicitud	 si	 ella	 no	 cumpliera	 con	 el
requisito	de	unidad	de	invención.
Cada	solicitud	fraccionaria	se	beneficiará	de	la	fecha	de	presentación	y,	en
su	caso,	de	la	fecha	de	prioridad	de	la	solicitud	inicial.
En	 caso	 de	 haberse	 invocado	 prioridades	 múltiples	 o	 parciales,	 el
solicitante	 o	 la	 oficina	 nacional	 competente,	 indicará	 la	 fecha	 o	 fechas	 de
prioridad	que	corresponda	a	las	materias	que	deberán	quedar	cubiertas	por
cada	una	de	las	solicitudes	fraccionarias.
A	 efectos	 de	 la	 división	 de	 una	 solicitud,	 el	 solicitante	 consignará	 los
documentos	que	fuesen	necesarios	para	formar	las	solicitudes	fraccionarias
correspondientes.
Artículo	 37.—El	 solicitante	 podrá,	 en	 cualquier	 momento	 del	 trámite,
fusionar	dos	o	más	solicitudes	en	una	sola,	pero	ello	no	podrá	implicar	una
ampliación	de	la	protección	que	correspondería	a	 la	divulgación	contenida
en	las	solicitudes	iniciales.
No	 procederá	 la	 fusión	 cuando	 la	 solicitud	 fusionada	 comprendiera
invenciones	 que	 no	 cumplen	 con	 el	 requisito	 de	 unidad	 de	 invención
conforme	al	artículo	25.
La	 solicitud	 fusionada	 se	beneficiará	de	 la	 fecha	de	presentación	y,	 en	 su
caso,	 de	 la	 fecha	 o	 fechas	 de	 prioridad	 que	 correspondan	 a	 la	 materia
contenida	en	las	solicitudes	iniciales.
Capítulo	IV:	Del	trámite	de	la	solicitud
Artículo	 38.—La	 oficina	 nacional	 competente	 examinará,	 dentro	 de	 los
treinta	días	contados	a	partir	de	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud,	si
ésta	cumple	con	los	requisitos	de	forma	previstos	en	los	artículos	26	y	27.
Artículo	39.—Si	del	examen	de	 forma	resulta	que	 la	solicitud	no	contiene
los	 requisitos	 establecidos	 en	 los	 artículos	 26	 y	 27,	 la	 oficina	 nacional
competente	 notificará	 al	 solicitante	 para	 que	 complete	 dichos	 requisitos
dentro	 del	 plazo	 de	 dos	 meses	 siguientes	 a	 la	 fecha	 de	 notificación.	 A
solicitud	 de	 parte	 dicho	 plazo	 será	 prorrogable	 por	 una	 sola	 vez,	 por	 un
período	igual,	sin	que	pierda	su	prioridad.
Si	 a	 la	 expiración	 del	 término	 señalado,	 el	 solicitante	 no	 completa	 los
requisitos	 indicados,	 la	 solicitud	 se	 considerará	 abandonada	 y	 perderá	 su
prelación.	Sin	perjuicio	de	ello,	 la	oficina	nacional	 competente	guardará	 la
confidencialidad	de	la	solicitud.
Artículo	40.—Transcurridos	dieciocho	meses	contados	a	partir	de	la	fecha
de	presentación	de	 la	 solicitud	en	el	país	miembro	o	cuando	 fuese	el	 caso
desde	 la	 fecha	de	prioridad	que	se	hubiese	 invocado,	el	expediente	 tendrá
carácter	 público	 y	 podrá	 ser	 consultado,	 y	 la	 oficina	 nacional	 competente
ordenará	la	publicación	de	la	solicitud	de	conformidad	con	las	disposiciones
nacionales.
No	obstante	lo	establecido	en	el	párrafo	anterior,	el	solicitante	podrá	pedir
que	 se	 publique	 la	 solicitud	 en	 cualquier	 momento	 siempre	 que	 se	 haya
concluido	el	 examen	de	 forma.	En	 tal	 caso,	 la	oficina	nacional	 competente
ordenará	su	publicación.
Artículo	 41.—Una	 solicitud	 de	 patente	 no	 podrá	 ser	 consultada	 por
terceros	antes	de	transcurridos	dieciocho	meses	contados	desde	la	fecha	de
su	 presentación,	 salvo	 que	 medie	 consentimiento	 escrito	 por	 parte	 del
solicitante.
Cualquiera	 que	 pruebe	 que	 el	 solicitante	 de	 una	 patente	 ha	 pretendido
hacer	 valer	 frente	 a	 él	 los	 derechos	 derivados	 de	 la	 solicitud,	 podrá
consultar	el	expediente	antes	de	su	publicación	aún	sin	consentimiento	de
aquél.
Artículo	42.—Dentro	del	plazo	de	sesenta	días	 siguientes	a	 la	 fecha	de	 la
publicación,	quien	tenga	legítimo	interés	podrá	presentar	por	una	sola	vez,
oposición	 fundamentada	 que	 pueda	 desvirtuar	 la	 patentabilidad	 de	 la
invención.
A	solicitud	de	parte,	la	oficina	nacional	competente	otorgará,	por	una	sola
vez,	un	plazo	adicional	de	sesenta	días	para	sustentar	la	oposición.
Las	oposiciones	 temerarias	podrán	ser	 sancionadas	 si	 así	 lo	disponen	 las
normas	nacionales.
Artículo	 43.—Si	 se	 hubiere	 presentado	 oposición,	 la	 oficina	 nacional
competente	 notificará	 al	 solicitante	 para	 que	 dentro	 de	 los	 sesenta	 días
siguientes	haga	valer	sus	argumentaciones,	presente	documentos	o	redacte
nuevamente	 las	 reivindicaciones	 o	 la	 descripción	 de	 la	 invención,	 si	 lo
estima	conveniente.
A	solicitud	de	parte,	la	oficina	nacional	competente	otorgará,	por	una	sola
vez,	un	plazo	adicional	de	sesenta	días	para	la	contestación.
Artículo	44.—Dentro	del	plazo	de	seis	meses	contados	desde	la	publicación
de	 la	 solicitud,	 independientemente	 que	 se	 hubieren	 presentado
oposiciones,	 el	 solicitante	 deberá	 pedir	 que	 se	 examine	 si	 la	 invención	 es
patentable.	Los	países	miembros	podrán	cobrar	una	tasa	para	la	realización
de	este	examen.	Si	 transcurriera	dicho	plazo	sin	que	el	 solicitante	hubiera
pedido	que	se	realice	el	examen,	la	solicitud	caerá	en	abandono.
Artículo	45.—Si	la	oficina	nacional	competente	encontrara	que	la	invención
no	es	patentable	o	que	no	cumple	con	alguno	de	los	requisitos	establecidos
en	esta	decisión	para	la	concesión	de	la	patente,	lo	notificará	al	solicitante.
Este	 deberá	 responder	 a	 la	 notificación	 dentro	 del	 plazo	 de	 sesenta	 días
contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 la	 notificación.	 Este	 plazo	 podrá	 ser
prorrogado	por	una	sola	vez	por	un	período	de	treinta	días	adicionales.
Cuando	la	oficina	nacional	competente	estimara	que	ello	es	necesario	para
los	 fines	del	examen	de	patentabilidad,	podrá	notificar	al	 solicitante	dos	o
más	veces	conforme	al	párrafo	precedente.
Si	el	solicitante	no	respondiera	a	la	notificación	dentro	del	plazo	señalado,
o	si	a	pesar	de	la	respuesta	subsistieran	los	impedimentos	para	la	concesión,
la	oficina	nacional	competente	denegará	la	patente.
Artículo	46.—La	oficina	nacional	competente	podrá	requerir	el	informe	de
expertos	 o	 de	 organismos	 científicos	 o	 tecnológicos	 que	 se	 consideren
idóneos,	 para	que	 emitan	opinión	 sobre	 la	patentabilidad	de	 la	 invención.
Asimismo,	cuando	lo	estime	conveniente,	podrá	requerir	informes	de	otras
oficinas	de	propiedad	industrial.
De	ser	necesario,	a	efectos	del	examen	de	patentabilidad	y	a	requerimiento
de	la	oficina	nacional	competente,	el	solicitante	proporcionará,	en	un	plazo
que	 no	 excederá	 de	 tres	meses,	 uno	 o	más	 de	 los	 siguientes	 documentos
relativos	 a	 una	 o	 más	 de	 las	 solicitudes	 extranjeras	 referidas	 total	 o
parcialmente	a	la	misma	invención	que	se	examina:
a)	Copia	de	la	solicitud	extranjera;
b)	 Copia	 de	 los	 resultados	 de	 exámenes	 de	 novedad	 o	 de	 patentabilidad
efectuados	respecto	a	esa	solicitud	extranjera;
c)	Copia	de	la	patente	u	otro	título	de	protección	que	se	hubiese	concedido
con	base	en	esa	solicitud	extranjera;
d)	Copia	de	cualquier	resolución	o	fallo	por	el	cual	se	hubiese	rechazado	o
denegado	la	solicitud	extranjera;	o,
e)	 Copia	 de	 cualquier	 resolución	 o	 fallo	 por	 el	 cual	 se	 hubiese	 anulado	o
invalidado	 la	patente	u	otro	 título	de	protección	concedido	con	base	en	 la
solicitud	extranjera.
La	 oficina	 nacional	 competente	 podrá	 reconocer	 los	 resultados	 de	 los
exámenes	 referidos	 en	 el	 literal	 b)	 como	 suficientes	 para	 acreditar	 el
cumplimiento	de	las	condiciones	de	patentabilidad	de	la	invención.
Si	el	solicitante	no	presentara	los	documentos	requeridos	dentro	del	plazo
señalado	en	el	presente	artículo	la	oficina	nacional	competente	denegará	la
patente.
Artículo	 47.—A	 pedido	 del	 solicitante,	 la	 oficina	 nacional	 competente
podrá	 suspender	 la	 tramitación	 de	 la	 solicitud	 de	 patente	 cuando	 algún
documento	que	deba	presentarse	conforme	a	los	literales	b)	y	c)	del	artículo
46	aún	no	 se	hubiese	obtenido	o	 estuviese	 en	 trámite	 ante	una	 autoridad
extranjera.
Artículo	48.—Si	el	 examen	definitivo	 fuere	 favorable	 se	otorgará	el	 título
de	la	patente.	Si	fuere	parcialmente	favorable	se	otorgará	el	título	solamente
para	las	reivindicaciones	aceptadas.	Si	fuere	desfavorable	se	denegará.
Artículo	 49.—Para	 el	 orden	 y	 clasificación	 de	 las	 patentes,	 los	 países
miembros	utilizarán	la	Clasificación	Internacional	de	Patentes	de	Invención
establecida	 por	 el	 Arreglo	 de	 Estrasburgo	 relativo	 a	 la	 Clasificación
Internacional	de	Patentes	de	1971,	con	sus	modificaciones	vigentes.
Capítulo	V:	De	los	derechos	que	confiere	la	patente
Artículo	 50.—La	 patente	 tendrá	 un	 plazo	 de	 duración	 de	 veinte	 años
contado	a	partir	de	la	fecha	de	presentación	de	la	respectiva	solicitud	en	el
país	miembro.	(-1)
Artículo	 51.—El	 alcance	 de	 la	 protección	 conferida	 por	 la	 patente	 estará
determinado	 por	 el	 tenor	 de	 las	 reivindicaciones.	 La	 descripción	 y	 los
dibujos,	 o	 en	 su	 caso,	 el	 material	 biológico	 depositado,	 servirán	 para
interpretarlas.
Artículo	 52.—La	 patente	 confiere	 a	 su	 titular	 el	 derecho	 de	 impedir	 a
terceras	personas	que	no	tengan	su	consentimiento,	realizar	cualquiera	de
los	siguientes	actos:
a)	Cuando	en	la	patente	se	reivindica	un	producto:
i)	Fabricar	el	producto;
ii)	Ofrecer	en	venta,	vender	o	usar	el	producto;	o	importarlo	para	alguno	de
estos	fines;	y,
b)	Cuando	en	la	patente	se	reivindica	un	procedimiento:
i)	Emplear	el	procedimiento;	o
ii)	Ejecutar	cualquiera	de	los	actos	indicados	en	el	 literal	a)	respecto	a	un
producto	obtenido	directamente	mediante	el	procedimiento.
Artículo	53.—El	titular	de	la	patente	no	podrá	ejercer	el	derecho	a	que	se
refiere	el	artículo	anterior	respecto	de	los	siguientes	actos:
a)	Actos	realizados	en	el	ámbito	privado	y	con	fines	no	comerciales;
b)	Actos	realizados	exclusivamente	con	fines	de	experimentación,	respecto
al	objeto	de	la	invención	patentada;
c)	 Actos	 realizados	 exclusivamente	 con	 fines	 de	 enseñanza	 o	 de
investigación	científica	o	académica;
d)	 Actos	 referidos	 en	 el	 artículo	 5ter	 del	 Convenio	 de	 París	 para	 la
Protección	de	la	Propiedad	Industrial;
e)	Cuando	 la	patente	proteja	un	material	biológico	excepto	plantas,	capaz
de	 reproducirse,	 usarlo	 como	base	 inicial	para	obtener	un	nuevo	material
viable,	 salvo	 que	 tal	 obtención	 requiera	 el	 uso	 repetido	 de	 la	 entidad
patentada.	(-1)
Artículo	 54.—La	 patente	 no	 dará	 el	 derecho	 de	 impedir	 a	 un	 tercero
realizar	 actos	 de	 comercio	 respecto	 de	 un	 producto	 protegido	 por	 la
patente,	después	de	que	ese	producto	se	hubiese	introducido	en	el	comercio
en	 cualquier	 país	 por	 el	 titular	 de	 la	 patente,	 o	 por	 otra	 persona	 con	 su
consentimiento	o	económicamente	vinculada	a	él.
A	 efectos	 del	 párrafo	 precedente,	 se	 entenderá	 que	 dos	 personas	 están
económicamente	 vinculadas	 cuando	 una	 pueda	 ejercer	 directa	 o
indirectamente	 sobre	 la	 otra,	 una	 influencia	 decisiva	 con	 respecto	 a	 la
explotación	de	 la	patente	o	cuando	un	 tercero	pueda	ejercer	 tal	 influencia
sobre	ambas	personas.
Cuando	 la	 patente	 proteja	 material	 biológico	 capaz	 de	 reproducirse,	 la
patente	 no	 se	 extenderá	 al	material	 biológico	 obtenido	 por	 reproducción,
multiplicación	 o	 propagación	 del	 material	 introducido	 en	 el	 comercio
conforme	al	párrafo	primero,	siempre	que	la	reproducción,	multiplicación	o
propagación	fuese	necesaria	para	usar	el	material	conforme	a	los	fines	para
los	cuales	se	introdujo	en	el	comercio	y	que	el	material	derivado	de	tal	uso
no	se	emplee	para	fines	de	multiplicación	o	propagación.
Artículo	55.—Sin	perjuicio	de	las	disposiciones	sobre	nulidad	de	la	patente
previstas	en	la	presente	decisión,	los	derechos	conferidos	por	la	patente	no
podrán	hacerse	valer	contra	una	tercera	persona	que,	de	buena	fe	y	antes	de
la	 fecha	 de	 prioridad	 o	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud	 sobre	 la	 que	 se
concedió	la	patente,	ya	se	encontraba	utilizando	o	explotando	la	invención,
o	hubiere	realizado	preparativos	efectivos	o	serios	para	hacerlo.
En	 tal	 caso,	 esa	 persona	 tendrá	 el	 derecho	 de	 iniciar	 o	 de	 continuar	 la
utilización	 o	 explotación	 de	 la	 invención,	 pero	 este	 derecho	 sólo	 podrá
cederse	o	transferirse	 junto	con	el	establecimiento	o	 la	empresa	en	que	se
estuviese	realizando	tal	utilización	o	explotación.
Artículo	56.—Una	patente	concedida	o	en	trámite	de	concesión	podrá	ser
transferida	por	acto	entre	vivos	o	por	vía	sucesoria.
Deberá	registrarse	ante	 la	oficina	nacional	competente	toda	transferencia
de	 una	 patente	 concedida.	 La	 falta	 de	 registro	 ocasionará	 que	 la
transferencia	no	surta	efectos	frente	a	terceros.
A	efectos	del	registro,	la	transferencia	deberá	constar	por	escrito.
Cualquier	 persona	 interesada	 podrá	 solicitar	 el	 registro	 de	 una
transferencia.
Artículo	57.—El	titular	de	una	patente	concedida	o	en	trámite	de	concesión
podrá	dar	licencia	a	uno	o	más	terceros	para	la	explotación	de	la	invención
respectiva.
Deberá	 registrarse	 ante	 la	 oficina	 nacional	 competente	 toda	 licencia	 de
explotación	de	una	patente	concedida.	La	falta	de	registro	ocasionará	que	la
licencia	no	surta	efectos	frente	a	terceros.
A	efectos	del	registro	la	licencia	deberá	constar	por	escrito.
Cualquier	persona	interesada	podrá	solicitar	el	registro	de	una	licencia.
En	caso	exista	algún	cambio	respecto	al	nombre	o	dirección	del	titular	de	la
patente	durante	el	plazo	de	vigencia	del	 contrato	de	 licencia,	 el	 titular	del
registro	 deberá	 informarlo	 a	 la	 oficina	 nacional	 competente.	 En	 caso
contrario,	cualquier	notificación	realizada	conforme	a	los	datos	que	figuren
en	el	registro,	se	reputará	válida.
Artículo	58.—La	autoridad	nacional	competente	no	registrará	los	contratos
de	 licencia	 para	 la	 explotación	 de	 patentes	 que	 no	 se	 ajusten	 a	 las
disposiciones	 del	 Régimen	 Común	 de	 Tratamiento	 a	 los	 Capitales
Extranjeros	 y	 sobre	 Marcas,	 Patentes,	 Licencias	 y	 Regalías,	 o	 que	 no	 se
ajusten	 a	 las	 disposiciones	 comunitarias	 o	 nacionales	 sobre	 prácticas
comerciales	restrictivas	de	la	libre	competencia.
Capítulo	VI:	De	las	obligaciones	del	titular	de	la	patente
Artículo	59.—El	titular	de	la	patente	está	obligado	a	explotar	la	invención
patentada	 en	 cualquier	 país	 miembro,	 directamente	 o	 a	 través	 de	 alguna
persona	autorizada	por	él.
Artículo	 60.—A	 los	 efectos	 del	 presente	 capítulo	 se	 entenderá	 por
explotación,	la	producción	industrial	del	producto	objeto	de	la	patente	o	el
uso	 integral	 del	 procedimiento	 patentado	 junto	 con	 la	 distribución	 y
comercialización	 de	 los	 resultados	 obtenidos,	 de	 forma	 suficiente	 para
satisfacer	 la	demanda	del	mercado.	También	se	entenderá	por	explotación
la	 importación,	 junto	 con	 la	 distribución	 y	 comercialización	 del	 producto
patentado,	 cuando	 ésta	 se	 haga	 de	 forma	 suficiente	 para	 satisfacer	 la
demanda	 del	 mercado.	 Cuando	 la	 patente	 haga	 referencia	 a	 un
procedimiento	que	no	se	materialice	en	un	producto,	no	serán	exigibles	los
requisitos	de	comercialización	y	distribución.
Capítulo	VII:	Del	régimen	de	licencias	obligatorias
Artículo	 61.—Vencido	 el	 plazo	 de	 tres	 años	 contados	 a	 partir	 de	 la
concesión	de	la	patente	o	de	cuatro	años	contados	a	partir	de	la	solicitud	de
la	misma,	el	que	resulte	mayor,	la	oficina	nacional	competente,	a	solicitud	de
cualquier	interesado,	otorgará	una	licencia	obligatoria	principalmente	para
la	producción	industrial	del	producto	objeto	de	la	patente	o	el	uso	integral
del	 procedimiento	 patentado,	 sólo	 si	 en	 el	 momento	 de	 su	 petición	 la
patente	no	se	hubiere	explotado	en	los	términos	que	establecen	los	artículos
59	y	60,	en	el	país	miembro	donde	se	solicite	la	licencia,	o	si	la	explotación
de	la	invención	hubiere	estado	suspendida	por	más	de	un	año.
La	licencia	obligatoria	no	será	concedida	si	el	titular	de	la	patente	justifica
su	 inacción	 con	 excusas	 legítimas,	 incluyendo	 razones	 de	 fuerza	mayor	 o
caso	fortuito,	de	acuerdo	con	las	normas	internas	de	cada	país	miembro.
Sólo	 se	 concederá	 licencia	 obligatoria	 cuando	 quien	 la	 solicite	 hubiere
intentado	 previamente	 obtener	 una	 licencia	 contractual	 del	 titular	 de	 la
patente,	en	términos	y	condiciones	comerciales	razonables	y	este	intento	no
hubiere	tenido	efectos	en	un	plazo	prudencial.
Artículo	62.—La	concesión	de	las	licencias	obligatorias	a	las	que	se	refiere
el	 artículo	 anterior	 procederá	 previa	 notificación	 al	 titular	 de	 la	 patente,
para	 que	 dentro	 de	 los	 sesenta	 días	 siguientes	 haga	 valer	 sus
argumentaciones	si	lo	estima	conveniente.
La	 oficina	 nacional	 competente	 establecerá	 el	 alcance	 o	 extensión	 de	 la
licencia,	 especificando	 en	 particular,	 el	 período	 por	 el	 cual	 se	 concede,	 el
objeto	 de	 la	 licencia,	 el	 monto	 y	 las	 condiciones	 de	 la	 compensación
económica.	 Esta	 compensación	 deberá	 ser	 adecuada,	 según	 las
circunstancias	 propias	 de	 cada	 caso,	 considerando	 en	 especial	 el	 valor
económico	de	la	autorización.
La	 impugnación	 de	 la	 licencia	 obligatoria	 no	 impedirá	 la	 explotación	 ni
ejercerá	 ninguna	 influencia	 en	 los	 plazos	 que	 estuvieren	 corriendo.	 Su
interposición	 no	 impedirá	 al	 titular	 de	 la	 patente	 percibir,	 entre	 tanto,	 la
compensación	económica	determinada	por	 la	oficina	nacional	competente,
en	la	parte	no	reclamada.
Artículo	 63.—A	 petición	 del	 titular	 de	 la	 patente	 o	 del	 licenciatario,	 las
condiciones	 de	 las	 licencias	 obligatorias	 podrán	 ser	 modificadas	 por	 la
oficina	nacional	 competente	 cuando	así	 lo	 justifiquen	nuevos	hechos	y,	 en
particular,	 cuando	 el	 titular	 de	 la	 patente	 conceda	 otra	 licencia	 en
condiciones	más	favorables	que	las	establecidas.
Artículo	 64.—El	 licenciatario	 estará	 obligado	 a	 explotar	 la	 invención,
dentro	del	plazo	de	dos	años	contados	a	partir	de	la	fecha	de	concesión	de	la
licencia,	 salvo	 que	 justifique	 su	 inacción	 por	 razones	 de	 caso	 fortuito	 o
fuerza	 mayor.	 En	 caso	 contrario,	 a	 solicitud	 del	 titular	 de	 la	 patente,	 la
oficina	nacional	competente	revocará	la	licencia	obligatoria.
Artículo	65.—Previa	declaratoria	de	un	país	miembro	de	 la	 existencia	de
razones	de	 interés	público,	de	emergencia,	 o	de	 seguridad	nacional	 y	 sólo
mientras	 estas	 razones	 permanezcan,	 en	 cualquier	 momento	 se	 podrá
someter	 la	 patente	 a	 licencia	 obligatoria.	 En	 tal	 caso,	 la	 oficina	 nacional
competente	otorgará	las	licencias	que	se	le	soliciten.	El	titular	de	la	patente
objeto	de	la	licencia	será	notificado	cuando	sea	razonablemente	posible.
La	 oficina	 nacional	 competente	 establecerá	 el	 alcance	 o	 extensión	 de	 la
licencia	 obligatoria,	 especificando	 en	 particular,	 el	 período	 por	 el	 cual	 se
concede,	 el	 objeto	 de	 la	 licencia,	 el	 monto	 y	 las	 condiciones	 de	 la
compensación	económica.
La	concesión	de	una	licencia	obligatoria	por	razones	de	interés	público,	no
menoscaba	el	derecho	del	titular	de	la	patente	a	seguir	explotándola.
Artículo	 66.—De	 oficio	 o	 a	 petición	 de	 parte,	 la	 oficina	 nacional
competente,	previa	calificación	de	la	autoridad	nacional	en	materia	de	libre
competencia,	otorgará	licencias	obligatorias	cuando	se	presenten	prácticas
que	 afecten	 la	 libre	 competencia,	 en	 particular,	 cuando	 constituyan	 un
abuso	 de	 la	 posición	 dominante	 en	 el	mercado	 por	 parte	 del	 titular	 de	 la
patente.
En	estos	casos,	para	determinar	el	importe	de	la	compensación	económica,
se	tendrá	en	cuenta	la	necesidad	de	corregir	las	prácticas	anticompetitivas.
La	 oficina	 nacional	 competente	 denegará	 la	 revocación	 de	 la	 licencia
obligatoria	 si	 resulta	 probable	 que	 las	 condiciones	 que	dieron	 lugar	 a	 esa
licencia	se	puedan	repetir.
Artículo	67.—La	oficina	nacional	competente	otorgará	licencia	en	cualquier
momento,	si	ésta	es	solicitada	por	el	titular	de	una	patente,	cuya	explotación
requiera	necesariamente	del	empleo	de	otra,	siempre	y	cuando	dicho	titular
no	haya	podido	obtener	una	licencia	contractual	en	condiciones	comerciales
razonables.	Dicha	 licencia	estará	sujeta,	 sin	perjuicio	de	 lo	dispuesto	en	el
artículo	68,	a	lo	siguiente:
a)	 La	 invención	 reivindicada	 en	 la	 segunda	 patente	 ha	 de	 suponer	 un
avance	técnico	importante	de	una	importancia	económica	considerable	con
respecto	a	la	invención	reivindicada	en	la	primera	patente;
b)	El	titular	de	la	primera	patente	tendrá	derecho	a	una	licencia	cruzada	en
condiciones	 razonables	 para	 explotar	 la	 invención	 reivindicada	 en	 la
segunda	patente;	y,
c)	No	 podrá	 cederse	 la	 licencia	 de	 la	 primera	 patente	 sin	 la	 cesión	 de	 la
segunda	patente.
Artículo	68.—En	adición	de	lo	establecido	en	los	artículos	precedentes,	las
licencias	obligatorias	están	sujetas	a	lo	siguiente:
a)	No	serán	exclusivas	y	no	podrán	concederse	sublicencias;
b)	 Sólo	 podrán	 transferirse	 con	 la	 parte	 de	 la	 empresa	 o	 de	 su	 activo
intangible	 que	 permite	 su	 explotación	 industrial,	 debiendo	 constar	 por
escrito	y	registrarse	ante	la	oficina	nacional	competente.	Caso	contrario,	no
surtirá	efectos	legales;
c)	Podrán	revocarse,	a	reserva	de	la	protección	adecuada	de	los	 intereses
legítimos	de	las	personas	que	han	recibido	autorización	para	las	mismas,	si
las	circunstancias	que	les	dieron	origen	han	desaparecido	y	no	es	probable
que	vuelvan	a	surgir;
d)	El	alcance	y	la	duración	se	limitarán	en	función	de	los	fines	para	los	que
se	concedieran;
e)	 Tratándose	 de	 patentes	 de	 invención	 que	 protegen	 tecnología	 de
semiconductores,	 la	 licencia	 obligatoria	 sólo	 se	 autorizará	 para	 un	 uso
público	 no	 comercial	 o	 para	 remediar	 o	 rectificar	 una	 práctica	 declarada
contraria	 a	 la	 libre	 competencia	 por	 la	 autoridad	 nacional	 competente
conforme	al	artículos	65	y	66;
f)	 Contemplará	 una	 remuneración	 adecuada	 según	 las	 circunstancias	 de
cada	caso,	habida	cuenta	del	valor	económico,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto
en	el	artículo	66;	y,
g)	Los	usos	sean	para	abastecer	principalmente	el	mercado	interno.
Artículo	 69.—Las	 licencias	 obligatorias	 que	 no	 cumplan	 con	 las
disposiciones	del	presente	capítulo	no	surtirán	efecto	legal	alguno.
Capítulo	VIII:	De	los	actos	posteriores	a	la	concesión
Artículo	 70.—El	 titular	 de	 una	 patente	 podrá	 pedir	 a	 la	 oficina	 nacional
competente	que	se	modifique	la	patente	para	consignar	cualquier	cambio	en
el	nombre,	dirección,	domicilio	u	otros	datos	del	titular	o	del	inventor	o	para
modificar	 o	 limitar	 el	 alcance	 de	 una	 o	 más	 de	 las	 reivindicaciones.	 Del
mismo	modo,	 podrá	 pedir	 la	 corrección	 de	 cualquier	 error	material	 en	 la
patente.
Serán	 aplicables	 en	 lo	 pertinente,	 las	 disposiciones	 relativas	 a	 la
modificación	o	corrección	de	una	solicitud.
Artículo	 71.—El	 titular	 de	 una	 patente	 podrá	 renunciar	 a	 una	 o	 más
reivindicaciones	 de	 la	 patente	 o	 a	 la	 patente	 en	 su	 totalidad,	 mediante
declaración	 dirigida	 a	 la	 oficina	 nacional	 competente.	 La	 renuncia	 surtirá
efectos	desde	la	fecha	de	recepción	de	la	declaración	respectiva.
Artículo	 72.—El	 titular	 de	 una	 patente	 podrá	 dividirla	 en	 dos	 o	 más
patentes	 fraccionarias.	 Serán	 aplicables	 en	 lo	pertinente,	 las	 disposiciones
relativas	a	la	división	de	una	solicitud.
Artículo	73.—El	titular	asimismo,	podrá	fusionar	dos	o	más	patentes.	Serán
aplicables	 en	 lo	 pertinente,	 las	 disposiciones	 relativas	 a	 la	 fusión	 de	 una
solicitud.
Artículo	74.—La	oficina	nacional	competente	podrá	establecer	el	cobro	de
tasas	 para	 los	 actos	 realizados	 con	 posterioridad	 a	 la	 concesión	 de	 la
patente.
Capítulo	IX:	De	la	nulidad	de	la	patente
Artículo	 75.—La	 autoridad	 nacional	 competente	 decretará	 de	 oficio	 o	 a
solicitud	de	cualquier	persona	y	en	cualquier	momento,	la	nulidad	absoluta
de	una	patente,	cuando:
a)	 El	 objeto	 de	 la	 patente	 no	 constituyese	 una	 invención	 conforme	 al
artículo	15;
b)	La	invención	no	cumpliese	con	los	requisitos	de	patentabilidad	previstos
en	el	artículo	14;
c)	La	patente	se	hubiese	concedido	para	una	invención	comprendida	en	el
artículo	20;
d)	La	patente	no	divulgara	la	invención,	de	conformidad	con	el	artículo	28,
y	de	ser	el	caso	el	artículo	29;
e)	Las	reivindicaciones	incluidas	en	la	patente	no	estuviesen	enteramente
sustentadas	por	la	descripción;
f)	La	patente	concedida	contuviese	una	divulgación	más	amplia	que	en	 la
solicitud	inicial	y	ello	implicase	una	ampliación	de	la	protección;
g)	De	ser	el	caso,	no	se	hubiere	presentado	la	copia	del	contrato	de	acceso,
cuando	 los	 productos	 o	 procedimientos	 cuya	 patente	 se	 solicita	 han	 sido
obtenidos	o	desarrollados	a	partir	de	recursos	genéticos	o	de	sus	productos
derivados	de	los	que	cualquiera	de	los	países	miembros	es	país	de	origen;
h)	 De	 ser	 el	 caso,	 no	 se	 hubiere	 presentado	 la	 copia	 del	 documento	 que
acredite	la	licencia	o	autorización	de	uso	de	los	conocimientos	tradicionales
de	 las	 comunidades	 indígenas	 afroamericanas	 o	 locales	 de	 los	 países
miembros,	cuando	los	productos	o	procesos	cuya	protección	se	solicita	han
sido	obtenidos	o	desarrollados	a	partir	de	dichos	conocimientos	de	los	que
cualquiera	de	los	países	miembros	es	país	de	origen;	o,
i)	Se	configuren	las	causales	de	nulidad	absoluta	previstas	en	la	legislación
nacional	para	los	actos	administrativos.
Cuando	 las	causales	 indicadas	anteriormente	sólo	afectaren	alguna	de	 las
reivindicaciones	 o	 partes	 de	 una	 reivindicación,	 la	 nulidad	 se	 declarará
solamente	 con	 respecto	 a	 tales	 reivindicaciones	 o	 a	 tales	 partes	 de	 la
reivindicación,	según	corresponda.
La	 patente,	 la	 reivindicación	 o	 aquella	 parte	 de	 una	 reivindicación	 que
fuese	declarada	nula,	se	reputará	nula	y	sin	ningún	valor	desde	la	fecha	de
presentación	de	la	solicitud	de	la	patente.
Artículo	 76.—Los	 vicios	 de	 los	 actos	 administrativos	 que	 no	 llegaren	 a
producir	 la	 nulidad	 absoluta,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 precedente,
quedarán	afectados	de	nulidad	relativa.	En	estos	casos	la	autoridad	nacional
competente	 podrá	 declarar	 dicha	 anulación	 dentro	 de	 los	 cinco	 años
siguientes	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 la	 concesión	 de	 la	 patente,	 de
conformidad	con	la	legislación	nacional.
Artículo	77.—La	autoridad	nacional	competente	podrá	anular	una	patente
cuando	 se	 hubiese	 concedido	 a	 quien	 no	 tenía	 derecho	 a	 obtenerla.	 La
acción	 de	 anulación	 sólo	 podrá	 ser	 iniciada	 por	 la	 persona	 a	 quien
pertenezca	 el	 derecho	 a	 obtener	 la	 patente.	 Esta	 acción	 prescribirá	 a	 los
cinco	años	contados	desde	 la	 fecha	de	concesión	de	 la	patente	o	a	 los	dos
años	 contados	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 la	 persona	 a	 quien	 pertenezca	 ese
derecho	 tuvo	 conocimiento	 de	 la	 explotación	 de	 la	 invención	 en	 el	 país,
aplicándose	el	plazo	que	venza	primero.
Artículo	78.—La	autoridad	nacional	competente	para	los	casos	de	nulidad
notificará	 al	 titular	 de	 la	 patente	 para	 que	 haga	 valer	 los	 argumentos	 y
presente	las	pruebas	que	estime	convenientes.
Cuando	 en	 razón	 de	 la	 legislación	 interna	 de	 un	 país	 miembro,	 dicha
autoridad	 sea	 la	 oficina	nacional	 competente,	 los	 argumentos	 y	 pruebas	 a
que	se	refiere	el	artículo	anterior,	se	presentarán	dentro	de	 los	dos	meses
siguientes	a	la	notificación.
Antes	 del	 vencimiento	 del	 plazo	 previsto	 en	 el	 artículo	 anterior,	 el
interesado	podrá	solicitar	una	prórroga	por	dos	meses	adicionales.
Vencidos	 los	 plazos	 a	 los	 que	 se	 refiere	 este	 artículo,	 la	 oficina	 nacional
competente	decidirá	sobre	 la	nulidad	de	 la	patente,	 lo	cual	notificará	a	 las
partes	mediante	resolución.
Artículo	 79.—Cuando	 fuese	 necesario	 para	 resolver	 sobre	 la	 nulidad	 de
una	patente,	 la	autoridad	nacional	 competente	podrá	pedir	al	 titular	de	 la
patente	que	presente	uno	o	más	de	los	documentos	referidos	en	el	artículo
46	relativos	a	la	patente	objeto	del	procedimiento.
Capítulo	X:	De	la	caducidad	de	la	patente
Artículo	80.—Para	mantener	vigente	la	patente	o,	en	su	caso,	la	solicitud	de
patente	 en	 trámite,	 deberá	pagarse	 las	 tasas	 anuales,	 de	 conformidad	 con
las	 disposiciones	 de	 la	 oficina	 nacional	 competente.	 Las	 anualidades
deberán	pagarse	por	años	adelantados.
La	 fecha	de	vencimiento	de	 cada	anualidad	será	el	último	día	del	mes	en
que	fue	presentada	la	solicitud.	Podrán	pagarse	dos	o	más	tasas	anuales	por
adelantado.
Una	tasa	anual	podrá	pagarse	dentro	de	un	plazo	de	gracia	de	seis	meses
contado	 desde	 la	 fecha	 de	 inicio	 del	 período	 anual	 correspondiente,
pagando	conjuntamente	el	recargo	establecido.	Durante	el	plazo	de	gracia,
la	patente	o	la	solicitud	de	patente	mantendrá	su	vigencia	plena.
La	 falta	de	pago	de	una	 tasa	anual	 conforme	a	este	artículo	producirá	de
pleno	derecho	la	caducidad	de	la	patente	o	de	la	solicitud	de	patente.
Título	III:	De	los	modelos	de	utilidad
Artículo	 81.—Se	 considera	 modelo	 de	 utilidad,	 a	 toda	 nueva	 forma,
configuración	o	disposición	de	elementos,	de	algún	artefacto,	herramienta,
instrumento,	 mecanismo	 u	 otro	 objeto	 o	 de	 alguna	 parte	 del	 mismo,	 que
permita	un	mejor	o	diferente	 funcionamiento,	utilización	o	 fabricación	del
objeto	 que	 le	 incorpore	 o	 que	 le	 proporcione	 alguna	 utilidad,	 ventaja	 o
efecto	técnico	que	antes	no	tenía.
Los	modelos	de	utilidad	se	protegerán	mediante	patentes.
Artículo	82.—No	se	considerarán	modelos	de	utilidad:	 las	obras	plásticas,
las	de	arquitectura,	ni	los	objetos	que	tuvieran	únicamente	carácter	estético.
No	 podrán	 ser	 objeto	 de	 una	 patente	 de	 modelo	 de	 utilidad,	 los
procedimientos	y	 las	materias	excluidas	de	la	protección	por	la	patente	de
invención.
Artículo	 83.—El	 solicitante	 de	 una	 patente	 de	 modelo	 de	 utilidad	 podrá
pedir	que	su	solicitud	se	convierta	en	una	solicitud	de	patente	de	invención
o	 de	 registro	 de	 diseño	 industrial,	 siempre	 que	 la	 materia	 objeto	 de	 la
solicitud	 inicial	 lo	permita.	A	efectos	de	esto	último	deberá	 cumplirse	 con
los	requisitos	establecidos	en	el	artículo	35.
Artículo	84.—El	plazo	de	duración	del	modelo	de	utilidad	será	de	diez	años
contados	desde	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud	en	el	respectivo	país
miembro.
Artículo	 85.—Son	 aplicables	 a	 las	 patentes	 de	 modelo	 de	 utilidad,	 las
disposiciones	 sobre	 patentes	 de	 invención	 contenidas	 en	 la	 presente
decisión	en	lo	que	fuere	pertinente,	salvo	en	lo	dispuesto	con	relación	a	los
plazos	de	tramitación,	los	cuales	se	reducirán	a	la	mitad.	Sin	perjuicio	de	lo
anterior,	 el	 plazo	 establecido	 en	 el	 artículo	 40	 quedará	 reducido	 a	 doce
meses.
Título	IV:	De	los	esquemas	de	trazado	de	circuitos	integrados
Capítulo	I:	Definiciones
Artículo	86.—A	efectos	del	presente	título	se	entenderá	por:
a)	Circuito	 integrado:	un	producto,	 en	 su	 forma	 final	o	 intermedia,	 cuyos
elementos,	 de	 los	 cuales	 al	 menos	 uno	 es	 un	 elemento	 activo	 y	 alguna	 o
todas	 las	 interconexiones,	 forman	 parte	 integrante	 del	 cuerpo	 o	 de	 la
superficie	 de	 una	 pieza	 de	 material,	 y	 que	 esté	 destinado	 a	 realizar	 una
función	electrónica;
b)	 Esquema	 de	 trazado:	 la	 disposición	 tridimensional,	 expresada	 en
cualquier	 forma,	 de	 los	 elementos,	 siendo	 al	menos	uno	de	 éstos	 activo,	 e
interconexiones	 de	 un	 circuito	 integrado,	 así	 como	 esa	 disposición
tridimensional	 preparada	 para	 un	 circuito	 integrado	 destinado	 a	 ser
fabricado.
Capítulo	II:	De	los	requisitos	de	protección	de	los	esquemas	de
trazado	de	circuitos	integrados
Artículo	87.—Un	esquema	de	trazado	será	protegido	cuando	fuese	original.
Un	 esquema	 de	 trazado	 será	 considerado	 original	 cuando	 resultara	 del
esfuerzo	 intelectual	propio	de	su	creador	y	no	 fuese	corriente	en	el	sector
de	la	industria	de	los	circuitos	integrados.
Cuando	un	esquema	de	trazado	esté	constituido	por	uno	o	más	elementos
corrientes	 en	 el	 sector	 de	 la	 industria	 de	 los	 circuitos	 integrados,	 se	 le
considerará	original	 si	 la	 combinación	de	 tales	 elementos,	 como	 conjunto,
cumple	con	esa	condición.
Capítulo	III:	De	los	titulares
Artículo	88.—El	derecho	al	registro	de	un	esquema	de	trazado	de	circuito
integrado	corresponde	a	 su	diseñador.	Este	derecho	podrá	ser	 transferido
por	acto	entre	vivos	o	por	vía	sucesoria.
En	 caso	 que	 el	 esquema	 hubiera	 sido	 diseñado	 por	 dos	 o	 más	 personas
conjuntamente,	el	derecho	a	la	protección	les	corresponderá	en	común.
Cuando	el	esquema	se	hubiese	creado	en	cumplimiento	de	un	contrato	de
obra	o	de	servicio	para	ese	fin,	o	en	el	marco	de	una	relación	laboral	en	la
cual	 el	 diseñador	 tuviera	 esa	 función,	 el	 derecho	 a	 la	 protección
corresponderá	 a	 la	 persona	 que	 contrató	 la	 obra	 o	 el	 servicio,	 o	 al
empleador,	salvo	disposición	contractual	en	contrario.
Capítulo	IV:	De	la	solicitud	de	registro
Artículo	89.—La	solicitud	para	obtener	un	esquema	de	trazado	de	circuito
integrado	 se	 presentará	 ante	 la	 oficina	 nacional	 competente	 y	 deberá
contener	lo	siguiente:
a)	El	petitorio;
b)	 Una	 copia	 o	 dibujo	 del	 esquema	 de	 trazado	 y,	 cuando	 el	 circuito
integrado	haya	sido	explotado	comercialmente,	una	muestra	de	ese	circuito
integrado;
c)	 De	 ser	 el	 caso,	 una	 declaración	 indicando	 la	 fecha	 de	 la	 primera
explotación	comercial	del	circuito	integrado,	en	cualquier	lugar	del	mundo;
d)	 De	 ser	 el	 caso,	 una	 declaración	 indicando	 el	 año	 de	 la	 creación	 del
circuito	integrado;
e)	Una	descripción	que	defina	 la	 función	 electrónica	que	debe	 realizar	 el
circuito	integrado	que	incorpora	el	esquema	de	trazado;
f)	 Copia	 de	 toda	 solicitud	 de	 registro	 u	 otro	 título	 de	 protección	 que	 se
hubiese	presentado	u	obtenido	en	el	extranjero	por	el	mismo	solicitante	o
su	 causante	 y	 que	 se	 refiera	 total	 o	 parcialmente	 al	 mismo	 esquema	 de
trazado	objeto	de	la	solicitud	presentada	en	el	país	miembro;
g)	Los	poderes	que	fuesen	necesarios;	y,
h)	El	comprobante	de	pago	de	la	tasa	establecida.
Artículo	90.—El	petitorio	de	la	solicitud	de	registro	de	esquema	de	trazado
de	circuito	 integrado	estará	contenido	en	un	 formulario	y	comprenderá	 lo
siguiente:
a)	El	requerimiento	de	concesión	del	registro;
b)	El	nombre	y	la	dirección	del	solicitante;
c)	 La	 nacionalidad	 o	 domicilio	 del	 solicitante.	 Cuando	 éste	 fuese	 una
persona	jurídica,	deberá	indicarse	el	lugar	de	constitución;
d)	El	nombre	y	el	domicilio	del	diseñador	del	esquema	de	trazado,	cuando
no	fuese	el	mismo	solicitante;
e)	 De	 ser	 el	 caso,	 el	 nombre	 y	 la	 dirección	 del	 representante	 legal	 del
solicitante;
f)	De	ser	el	 caso,	 la	 fecha,	el	número	y	 la	oficina	de	presentación	de	 toda
solicitud	de	registro	u	otro	título	de	protección	que	se	hubiese	presentado	u
obtenido	en	el	 extranjero	por	 el	mismo	 solicitante	o	 su	 causante	 y	que	 se
refiera	 total	 o	 parcialmente	 al	 mismo	 esquema	 de	 trazado	 objeto	 de	 la
solicitud	presentada	en	el	país	miembro;	y,
g)	La	firma	del	solicitante	o	de	su	representante	legal.
Artículo	 91.—Cuando	 el	 esquema	 de	 trazado	 cuyo	 registro	 se	 solicita
incluyera	algún	secreto	empresarial,	el	solicitante	presentará,	además	de	la
representación	 gráfica	 requerida,	 una	 representación	 del	 esquema	 en	 la
cual	se	hubiese	omitido,	borrado	o	desfigurado	 las	partes	que	contuvieran
ese	 secreto.	 Las	 partes	 restantes	 deberán	 ser	 suficientes	 para	 permitir	 en
todo	caso	la	identificación	del	esquema	de	trazado.
Artículo	92.—Se	considerará	como	fecha	de	presentación	de	la	solicitud,	la
de	 su	 recepción	 por	 la	 oficina	 nacional	 competente,	 siempre	 que	 al
momento	 de	 la	 recepción	 hubiera	 contenido	 por	 lo	 menos	 los	 siguientes
elementos:
a)	Una	 indicación	 expresa	 o	 implícita	 de	 que	 se	 solicita	 el	 registro	de	 un
esquema	de	trazado;
b)	Datos	que	permitan	la	identificación	del	solicitante	o	de	la	persona	que
presenta	 la	 solicitud,	 o	 que	 permitan	 a	 la	 oficina	 nacional	 competente
comunicarse	con	esa	persona;
c)	 Una	 representación	 gráfica	 del	 esquema	 de	 trazado	 cuyo	 registro	 se
solicita;	y
d)	El	comprobante	de	pago	de	la	tasa	correspondiente.
La	ausencia	de	alguno	de	los	requisitos	enumerados	en	el	presente	artículo,
ocasionará	 que	 la	 solicitud	 sea	 considerada	 por	 la	 oficina	 nacional
competente	 como	 no	 admitida	 a	 trámite	 y	 no	 se	 le	 asignará	 fecha	 de
presentación.
Capítulo	V:	Del	trámite	de	la	solicitud
Artículo	93.—La	oficina	nacional	competente	examinará	si	el	objeto	de	 la
solicitud	 constituye	 un	 esquema	 de	 trazado	 conforme	 a	 la	 definición	 del
artículo	 86,	 y	 si	 la	 solicitud	 comprende	 los	 elementos	 indicados	 en	 los
artículos	89,	90	y	91.	La	oficina	nacional	competente	no	examinará	de	oficio
la	originalidad	del	esquema	de	 trazado,	 salvo	que	se	presentara	oposición
fundamentada.
En	 caso	 de	 observarse	 alguna	 omisión	 o	 deficiencia,	 se	 notificará	 al
solicitante	para	que	efectúe	 la	 corrección	necesaria	dentro	de	un	plazo	de
tres	meses,	bajo	apercibimiento	de	considerarse	abandonada	 la	solicitud	y
archivarse	de	oficio.	Si	el	 solicitante	no	efectuara	 la	corrección	en	el	plazo
señalado,	 la	 oficina	 nacional	 competente	 hará	 efectivo	 el	 apercibimiento
mediante	resolución	fundamentada.
Artículo	 94.—Efectuado	 el	 examen	 de	 la	 solicitud,	 la	 oficina	 nacional
competente	ordenará	que	se	anuncie	la	solicitud	mediante	la	publicación	de
un	aviso	en	el	órgano	de	publicidad	oficial,	a	costa	del	interesado.
Serán	 aplicables	 a	 la	 publicación	 del	 aviso	 las	 disposiciones	 pertinentes
relativas	a	las	solicitudes	de	patente	de	invención.
Artículo	 95.—Cualquier	 persona	 interesada	 podrá	 presentar	 a	 la	 oficina
nacional	competente	oposición	fundamentada,	 incluyendo	informaciones	o
documentos,	 que	 fuesen	 útiles	 para	 determinar	 la	 registrabilidad	 de	 un
esquema	de	trazado.
Serán	aplicables	a	la	oposición	las	disposiciones	pertinentes	relativas	a	las
solicitudes	de	patente	de	invención.
Artículo	96.—Si	se	hubiesen	cumplido	los	requisitos	establecidos,	la	oficina
nacional	 competente	 registrará	 el	 esquema	 de	 trazado,	 expedirá	 un
certificado	 de	 registro	 que	 contendrá	 los	 datos	 incluidos	 en	 el	 registro
correspondiente.
Capítulo	VI:	De	los	derechos	que	confiere	el	registro
Artículo	 97.—En	 caso	 que	 el	 esquema	 de	 trazado	 se	 hubiese	 explotado
comercialmente	 en	 cualquier	 lugar	 del	 mundo,	 la	 solicitud	 de	 registro
deberá	 presentarse	 ante	 la	 oficina	 nacional	 competente	 del	 país	miembro
dentro	de	un	plazo	de	dos	años	contado	a	partir	de	 la	 fecha	de	 la	primera
explotación	comercial	del	esquema.	Si	la	solicitud	se	presentara	después	de
vencido	ese	plazo,	el	registro	será	denegado.
Un	 esquema	 de	 trazado	 que	 no	 se	 hubiese	 explotado	 comercialmente	 en
ningún	 lugar	 del	 mundo	 sólo	 podrá	 registrarse	 si	 ello	 se	 solicita	 ante	 la
oficina	nacional	competente	del	país	miembro	dentro	de	un	plazo	de	quince
años	contado	desde	el	último	día	del	año	en	que	se	creó	el	esquema.	Si	 la
solicitud	 se	 presentara	 después	 de	 vencido	 ese	 plazo,	 el	 registro	 será
denegado.
Artículo	98.—El	derecho	exclusivo	sobre	un	esquema	de	trazado	registrado
tendrá	una	duración	de	diez	años	contados	a	partir	de	la	más	antigua	de	las
siguientes	fechas:
a)	 El	 último	día	 del	 año	 en	que	 se	 haya	 realizado	 la	 primera	 explotación
comercial	del	esquema	de	trazado	en	cualquier	lugar	del	mundo,	o
b)	La	fecha	en	que	se	haya	presentado	la	solicitud	de	registro	ante	la	oficina
nacional	competente	del	respectivo	país	miembro.
La	protección	de	un	esquema	de	trazado	registrado	caducará	en	todo	caso
al	vencer	un	plazo	de	15	años	contado	desde	el	último	día	del	año	en	que	se
creó	el	esquema.
Artículo	 99.—La	 protección	 se	 aplicará	 independientemente	 de	 que	 el
circuito	 integrado	 que	 incorpora	 el	 esquema	 de	 trazado	 registrado	 se
encuentre	 contenido	 en	 un	 artículo	 e	 independientemente	 de	 que	 el
esquema	de	trazado	se	haya	incorporado	en	un	circuito	integrado.
El	 registro	de	un	esquema	de	 trazado	de	 circuito	 integrado	 confiere	 a	 su
titular	el	derecho	de	impedir	a	terceras	personas	realizar	cualquiera	de	los
siguientes	actos:
a)	Reproducir,	 por	 incorporación	 en	un	 circuito	 integrado	o	de	 cualquier
otro	modo,	el	esquema	de	trazado	protegido,	en	su	totalidad	o	una	parte	del
mismo	que	cumpla	la	condición	de	originalidad	conforme	al	artículo	87;
b)	 Comercializar,	 importar,	 ofrecer	 en	 venta,	 vender	 o	 distribuir	 de
cualquier	 forma	 el	 esquema	de	 trazado	protegido,	 o	 un	 circuito	 integrado
que	incorpore	ese	esquema;	o
c)	 Comercializar,	 importar,	 ofrecer	 en	 venta,	 vender	 o	 distribuir	 de
cualquier	 forma	un	artículo	en	el	que	se	encuentre	 incorporado	el	circuito
integrado	 protegido,	 sólo	 en	 la	 medida	 en	 que	 este	 siga	 conteniendo	 un
esquema	de	trazado	ilícitamente	reproducido.
La	protección	 conferida	por	el	 registro	 sólo	atañe	al	 esquema	de	 trazado
propiamente,	y	no	comprende	ningún	concepto,	proceso,	sistema,	técnica	o
información	codificados	o	incorporados	en	el	esquema	de	trazado.
Artículo	100.—El	derecho	conferido	por	el	registro	del	esquema	de	trazado
sólo	 podrá	 hacerse	 valer	 contra	 actos	 realizados	 con	 fines	 industriales	 o
comerciales.	 El	 registro	 no	 confiere	 el	 derecho	 de	 impedir	 los	 siguientes
actos:
a)	Actos	realizados	en	el	ámbito	privado	y	con	fines	no	comerciales;
b)	 Actos	 realizados	 exclusivamente	 con	 fines	 de	 evaluación,	 análisis	 o
experimentación;
c)	 Actos	 realizados	 exclusivamente	 con	 fines	 de	 enseñanza	 o	 de
investigación	científica	o	académica;
d)	 Actos	 referidos	 en	 el	 artículo	 5ter	 del	 Convenio	 de	 París	 para	 la
Protección	de	la	Propiedad	Industrial.
Artículo	101.—El	registro	de	un	esquema	de	trazado	no	dará	el	derecho	de
impedir	 a	un	 tercero	 realizar	 actos	de	 comercio	 respecto	de	 esquemas	de
trazado	protegidos,	de	circuitos	integrados	que	los	incorporen	o	de	artículos
que	 contengan	 esos	 circuitos	 integrados	 después	 de	 que	 se	 hubiesen
introducido	 en	 el	 comercio	 en	 cualquier	 país	 por	 el	 titular,	 o	 por	 otra
persona	con	su	consentimiento	o	económicamente	vinculada	a	él.
A	 efectos	 del	 párrafo	 precedente,	 se	 entenderá	 que	 dos	 personas	 están
económicamente	 vinculadas	 cuando	 una	 pueda	 ejercer	 directa	 o
indirectamente	 sobre	 la	 otra	 una	 influencia	 decisiva	 con	 respecto	 a	 la
explotación	del	esquema	de	trazado	protegido,	o	cuando	un	tercero	pueda
ejercer	tal	influencia	sobre	ambas	personas.
Artículo	102.—El	 titular	del	 registro	de	un	esquema	de	 trazado	no	podrá
impedir	 a	 un	 tercero	 realizar	 actos	 de	 explotación	 industrial	 o	 comercial
relativos	 a	 un	 esquema	 de	 trazado	 creado	 por	 un	 tercero	 mediante	 la
evaluación	o	el	 análisis	del	 esquema	de	 trazado	protegido,	 siempre	que	el
esquema	 de	 trazado	 así	 creado	 cumpla	 la	 condición	 de	 originalidad
conforme	al	artículo	87.	Tampoco	podrá	impedir	esos	actos	respecto	de	los
circuitos	integrados	que	incorporen	el	esquema	de	trazado	así	creado,	ni	de
los	artículos	que	incorporen	tales	circuitos	integrados.
Artículo	103.—El	 titular	del	 registro	de	un	esquema	de	 trazado	no	podrá
impedir	 a	 un	 tercero	 realizar	 los	 actos	 mencionados	 en	 el	 artículo	 99
respecto	de	otro	esquema	de	 trazado	original	 creado	 independientemente
por	un	tercero,	aun	cuando	fuese	idéntico.
Artículo	 104.—No	 se	 considerará	 infracción	 de	 los	 derechos	 sobre	 un
esquema	 de	 trazado	 registrado	 la	 realización	 de	 alguno	 de	 los	 actos
referidos	en	el	artículo	99	respecto	de	un	circuito	integrado	que	incorpore
ilícitamente	 un	 esquema	 de	 trazado,	 o	 de	 un	 artículo	 que	 contenga	 tal
circuito	 integrado,	 cuando	 la	 persona	 que	 los	 realizara	 no	 supiera,	 y	 no
tuviera	motivos	razonables	para	saber,	que	ese	esquema	de	trazado	se	había
reproducido	 ilícitamente.	 Desde	 el	 momento	 en	 que	 esa	 persona	 fuese
informada	de	la	ilicitud	del	esquema	de	trazado,	podrá	continuar	realizando
esos	 actos	 respecto	 de	 los	 productos	 que	 aún	 tuviera	 en	 existencia	 o	 que
hubiese	pedido	desde	antes	pero	a	petición	del	 titular	del	 registro	deberá
pagarle	una	compensación	equivalente	a	una	regalía	razonable	basada	en	la
que	correspondería	pagar	por	una	licencia	contractual.
Artículo	105.—Un	registro	de	esquema	de	trazado	concedido	o	en	trámite
de	concesión	podrá	ser	transferido	por	acto	entre	vivos	o	por	vía	sucesoria.
Deberá	registrarse	ante	 la	oficina	nacional	competente	toda	transferencia
del	 registro	de	esquema	de	 trazado.	La	 falta	de	 registro	ocasionará	que	 la
transferencia	no	surta	efectos	frente	a	terceros.
A	efectos	del	registro,	la	transferencia	deberá	constar	por	escrito.
Cualquier	 persona	 interesada	 podrá	 solicitar	 el	 registro	 de	 una
transferencia.
Capítulo	VII:	Del	régimen	de	licencias
Artículo	106.—El	titular	de	un	registro	de	esquema	de	trazado	concedido	o
en	 trámite	 de	 concesión	 podrá	 dar	 licencia	 a	 uno	 o	más	 terceros	 para	 la
explotación	del	esquema	de	trazado	respectivo.
Deberá	 registrarse	 ante	 la	 oficina	 nacional	 competente	 toda	 licencia	 de
explotación	del	esquema	de	trazado.	La	 falta	de	registro	ocasionará	que	 la
licencia	no	surta	efectos	frente	a	terceros.
A	efectos	del	registro	la	licencia	deberá	constar	por	escrito.
Cualquier	persona	interesada	podrá	solicitar	el	registro	de	una	licencia.
En	caso	exista	algún	cambio	respecto	al	nombre	o	dirección	del	titular	del
registro	de	esquema	de	trazado	durante	el	plazo	de	vigencia	del	contrato	de
licencia,	 el	 titular	 del	 registro	 deberá	 informarlo	 a	 la	 oficina	 nacional
competente.	En	caso	contrario,	cualquier	notificación	realizada	conforme	a
los	datos	que	figuren	en	el	registro,	se	reputará	válida.
Artículo	107.—Por	falta	de	explotación	o	por	razón	de	interés	público,	en
particular	 por	 razones	 de	 emergencia	 nacional,	 salud	 pública	 o	 seguridad
nacional,	 o	 para	 remediar	 alguna	 práctica	 anticompetitiva,	 la	 autoridad
competente	podrá,	a	petición	de	una	persona	interesada	o	de	una	autoridad
competente,	disponer	en	cualquier	tiempo:
a)	 Que	 un	 esquema	 de	 trazado	 registrado	 o	 en	 trámite	 de	 registro	 sea
usado	 o	 explotado	 industrial	 o	 comercialmente	 por	 una	 entidad	 estatal	 o
por	una	o	más	personas	de	derecho	público	o	privado	designadas	al	efecto;
o
b)	Que	tal	esquema	de	trazado	quede	abierto	a	la	concesión	de	una	o	más
licencias	obligatorias,	en	cuyo	caso	la	autoridad	competente	podrá	conceder
tal	licencia	a	quien	la	solicite,	con	sujeción	a	las	condiciones	establecidas.
Serán	aplicables	a	 la	concesión	de	una	 licencia	obligatoria	respecto	de	un
esquema	 de	 trazado	 las	 condiciones	 establecidas	 para	 la	 concesión	 de
licencias	obligatorias	respecto	de	patentes	de	invención.
Capítulo	VIII:	De	la	nulidad	del	registro
Artículo	 108.—La	 autoridad	 nacional	 competente	 decretará	 de	 oficio	 o	 a
solicitud	de	cualquier	persona	y	en	cualquier	momento,	la	nulidad	absoluta
de	un	registro	de	un	esquema	de	trazado,	cuando:
a)	El	objeto	del	registro	no	constituyese	un	esquema	de	trazado	conforme
al	artículo	86;
b)	El	registro	no	cumpliese	con	los	requisitos	de	protección	previstos	en	el
artículo	87;
c)	 El	 registro	 se	 hubiese	 concedido	 para	 un	 esquema	 de	 trazado
presentado	 después	 de	 vencido	 alguno	 de	 los	 plazos	 estipulados	 en	 el
artículo	97;	o,
d)	Se	configuren	las	causales	de	nulidad	absoluta	previstas	en	la	legislación
nacional	para	los	actos	administrativos.
Cuando	las	causales	indicadas	anteriormente	sólo	afectaren	a	una	parte	del
esquema	 de	 trazado	 registrado,	 la	 nulidad	 se	 declarará	 solamente	 con
respecto	a	tal	parte,	según	corresponda,	quedando	el	registro	vigente	para
las	demás	partes,	siempre	que	ella	en	su	conjunto	cumpla	con	el	requisito	de
originalidad	previsto	en	el	artículo	87.
El	esquema	de	 trazado	o	 la	parte	del	mismo	que	 fuese	declarado	nulo,	se
reputará	 nulo	 y	 sin	 ningún	 valor	 desde	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la
solicitud	de	registro.
Artículo	 109.—Los	 vicios	 de	 los	 actos	 administrativos	 que	 no	 llegaren	 a
producir	 la	 nulidad	 absoluta,	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 precedente,
quedarán	afectados	de	nulidad	relativa.	En	estos	casos	la	autoridad	nacional
competente	 podrá	 declarar	 dicha	 anulación	 dentro	 de	 los	 cinco	 años
siguientes	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 la	 concesión	 del	 registro,	 de
conformidad	con	la	legislación	nacional.
Artículo	110.—La	autoridad	nacional	competente	podrá	anular	un	registro
de	 esquema	 de	 trazado	 cuando	 se	 hubiese	 concedido	 a	 quien	 no	 tenía
derecho	a	obtenerlo.	La	acción	de	anulación	sólo	podrá	ser	 iniciada	por	 la
persona	 a	 quien	 pertenezca	 el	 derecho	 a	 obtener	 el	 registro.	 Esta	 acción
prescribirá	 a	 los	 cinco	 años	 contados	 desde	 la	 fecha	 de	 concesión	 del
registro	o	a	los	dos	años	contados	desde	la	fecha	en	que	la	persona	a	quien
pertenezca	 ese	 derecho	 tuvo	 conocimiento	 de	 la	 comercialización	 del
producto	 que	 incorpora	 el	 esquema	 de	 trazado	 en	 el	 país	 miembro,
aplicándose	el	plazo	que	venza	primero.
Artículo	111.—La	autoridad	nacional	competente	para	los	casos	de	nulidad
notificará	al	titular	del	registro	para	que	haga	valer	los	argumentos	y
presente	las	pruebas	que	estime	convenientes.
Cuando	 en	 razón	 de	 la	 legislación	 interna	 de	 un	 país	 miembro,	 dicha
autoridad	 sea	 la	 oficina	nacional	 competente,	 los	 argumentos	 y	 pruebas	 a
que	se	refiere	el	artículo	anterior,	se	presentarán	dentro	de	 los	dos	meses
siguientes	a	la	notificación.
Antes	 del	 vencimiento	 del	 plazo	 previsto	 en	 el	 artículo	 anterior,	 el
interesado	podrá	solicitar	una	prórroga	por	2	meses	adicionales.
Vencidos	 los	 plazos	 a	 los	 que	 se	 refiere	 este	 artículo,	 la	 oficina	 nacional
competente	 decidirá	 sobre	 la	 nulidad	 del	 registro,	 lo	 cual	 notificará	 a	 las
partes	mediante	resolución.
Artículo	 112.—Cuando	 fuese	 necesario	 para	 resolver	 sobre	 la	 nulidad	de
un	 registro,	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 podrá	 pedir	 al	 titular	 del
registro	que	presente	uno	o	más	de	los	documentos	referidos	en	el	artículo
89	relativos	al	registro	objeto	del	procedimiento.
Título	V:	De	los	diseños	industriales
Capítulo	I:	De	los	requisitos	para	la	protección
Artículo	 113.—Se	 considerará	 como	 diseño	 industrial	 la	 apariencia
particular	 de	 un	 producto	 que	 resulte	 de	 cualquier	 reunión	 de	 líneas	 o
combinación	 de	 colores,	 o	 de	 cualquier	 forma	 externa	 bidimensional	 o
tridimensional,	 línea,	 contorno,	 configuración,	 textura	 o	 material,	 sin	 que
cambie	el	destino	o	finalidad	de	dicho	producto.
Artículo	114.—El	derecho	al	registro	de	un	diseño	industrial	pertenece	al
diseñador.	Este	derecho	podrá	ser	transferido	por	acto	entre	vivos	o	por	vía
sucesoria.
Los	titulares	del	registro	podrán	ser	personas	naturales	o	jurídicas.
Si	varias	personas	hicieran	conjuntamente	un	diseño	industrial,	el	derecho
al	registro	corresponde	en	común	a	todas	ellas.
Si	 varias	 personas	 hicieran	 el	 mismo	 diseño	 industrial,
independientemente	unas	de	otras,	el	registro	se	concederá	a	aquella	o	a	su
causahabiente	 que	 primero	 presente	 la	 solicitud	 correspondiente	 o	 que
invoque	la	prioridad	de	fecha	más	antigua.
Artículo	115.—Serán	registrables	diseños	industriales	que	sean	nuevos.
Un	diseño	industrial	no	es	nuevo	si	antes	de	la	fecha	de	la	solicitud	o	de	la
fecha	 de	 prioridad	 válidamente	 invocada,	 se	 hubiere	 hecho	 accesible	 al
público,	en	cualquier	lugar	o	momento,	mediante	su	descripción,	utilización,
comercialización	o	por	cualquier	otro	medio.
Un	 diseño	 industrial	 no	 es	 nuevo	 por	 el	 mero	 hecho	 que	 presente
diferencias	secundarias	con	respecto	a	realizaciones	anteriores	o	porque	se
refiera	a	otra	clase	de	productos	distintos	a	dichas	realizaciones.
Artículo	116.—No	serán	registrables:
a)	Los	diseños	industriales	cuya	explotación	comercial	en	el	territorio	del
país	miembro	en	que	se	solicita	el	registro	deba	impedirse	necesariamente
para	proteger	a	 la	moral	o	al	orden	público.	A	estos	efectos	 la	explotación
comercial	de	un	diseño	industrial	no	se	considerará	contraria	a	la	moral	o	al
orden	 público	 sólo	 por	 razón	 de	 existir	 una	 disposición	 legal	 o
administrativa	que	prohíba	o	que	regule	dicha	explotación;
b)	Los	diseños	industriales	cuya	apariencia	estuviese	dictada	enteramente
por	 consideraciones	 de	 orden	 técnico	 o	 por	 la	 realización	 de	 una	 función
técnica,	que	no	incorpore	ningún	aporte	arbitrario	del	diseñador;	y,
c)	 Los	 diseños	 industriales	 que	 consista	 únicamente	 en	 una	 forma	 cuya
reproducción	 exacta	 fuese	 necesaria	 para	 permitir	 que	 el	 producto	 que
incorpora	 el	 diseño	 sea	 montado	 mecánicamente	 o	 conectado	 con	 otro
producto	del	cual	forme	parte.	Esta	prohibición	no	se	aplicará	tratándose	de
productos	en	los	cuales	el	diseño	radique	en	una	forma	destinada	a	permitir
el	montaje	o	la	conexión	múltiple	de	los	productos	o	su	conexión	dentro	de
un	sistema	modular.
Capítulo	II:	Del	procedimiento	de	registro
Artículo	 117.—La	 solicitud	 de	 registro	 de	 un	 diseño	 industrial	 se
presentará	ante	la	oficina	nacional	competente	y	deberá	contener:
a)	El	petitorio;
b)	La	representación	gráfica	o	fotográfica	del	diseño	industrial.	Tratándose
de	 diseños	 bidimensionales	 incorporados	 en	 un	 material	 plano,	 la
representación	 podrá	 sustituirse	 con	 una	 muestra	 del	 producto	 que
incorpora	el	diseño;
c)	Los	poderes	que	fuesen	necesarios;
d)	El	comprobante	del	pago	de	las	tasas	establecidas;
e)	 De	 ser	 el	 caso,	 la	 copia	 del	 documento	 en	 el	 que	 conste	 la	 cesión	 del
derecho	al	registro	de	diseño	industrial	al	solicitante;	y,
f)	De	ser	el	caso,	la	copia	de	toda	solicitud	de	registro	de	diseño	industrial	u
otro	 título	 de	 protección	 que	 se	 hubiese	 presentado	 u	 obtenido	 en	 el
extranjero	por	el	mismo	solicitante	o	su	causante	y	que	se	refiera	al	mismo
diseño	reivindicado	en	la	solicitud	presentada	en	el	país	miembro.
Artículo	118.—El	petitorio	de	 la	solicitud	de	registro	de	diseño	 industrial
estará	contenido	en	un	formulario	y	comprenderá	lo	siguiente:
a)	El	requerimiento	de	registro	del	diseño	industrial;
b)	El	nombre	y	la	dirección	del	solicitante;
c)	 La	 nacionalidad	 o	 domicilio	 del	 solicitante.	 Cuando	 éste	 fuese	 una
persona	jurídica,	deberá	indicarse	el	lugar	de	constitución;
d)	La	indicación	del	tipo	o	género	de	productos	a	 los	cuales	se	aplicará	el
diseño	y	de	la	clase	y	subclase	de	estos	productos;
e)	 El	 nombre	 y	 el	 domicilio	 del	 diseñador,	 cuando	 no	 fuese	 el	 mismo
solicitante;
f)	 De	 ser	 el	 caso,	 la	 fecha,	 el	 número	 y	 la	 indicación	 de	 la	 oficina	 de
presentación	de	toda	solicitud	de	registro	de	diseño	industrial	u	otro	título
de	protección	que	se	hubiese	presentado	u	obtenido	en	el	extranjero	por	el
mismo	 solicitante	 o	 su	 causante	 y	 que	 se	 refiera	 al	 mismo	 diseño
reivindicado	en	la	solicitud	presentada	en	el	país	miembro;
g)	 De	 ser	 el	 caso,	 el	 nombre	 y	 la	 dirección	 del	 representante	 legal	 del
solicitante;	y,
h)	La	firma	del	solicitante	o	de	su	representante	legal.
Artículo	119.—Se	considerará	como	fecha	de	presentación	de	 la	solicitud,
la	 de	 su	 recepción	 por	 la	 oficina	 nacional	 competente,	 siempre	 que	 al
momento	 de	 la	 recepción	 hubiera	 contenido	 por	 lo	 menos	 los	 siguientes
elementos:
a)	La	indicación	de	que	se	solicita	el	registro	de	un	diseño	industrial;
b)	Datos	de	 identificación	del	 solicitante	o	de	 la	persona	que	presenta	 la
solicitud	y	que	permitan	a	la	oficina	nacional	competente	comunicarse	con
esa	persona;
c)	La	representación	gráfica	y	fotográfica	del	diseño	industrial.	Tratándose
de	 diseños	 bidimensionales	 incorporados	 en	 un	 material	 plano,	 la
representación	 podrá	 sustituirse	 por	 una	 muestra	 del	 material	 que
incorpora	el	diseño;	y,
d)	El	comprobante	de	pago	de	las	tasas	establecidas.
La	ausencia	de	alguno	de	los	requisitos	enumerados	en	el	presente	artículo,
ocasionará	 que	 la	 solicitud	 sea	 considerada	 por	 la	 oficina	 nacional
competente	 como	 no	 admitida	 a	 trámite	 y	 no	 se	 le	 asignará	 fecha	 de
presentación.
Artículo	 120.—La	 oficina	 nacional	 competente	 examinará,	 dentro	 de	 los
quince	días	contados	a	partir	de	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud,	si
las	mismas	cumplen	con	 los	 requisitos	de	 forma	previstos	en	 los	artículos
117	y	118.
Si	del	examen	de	forma	resulta	que	la	solicitud	no	contiene	los	requisitos	a
los	 que	 hace	 referencia	 el	 párrafo	 precedente,	 la	 oficina	 nacional
competente	 notificará	 al	 solicitante	 para	 que	 complete	 dichos	 requisitos
dentro	 del	 plazo	 de	 treinta	 días	 siguiente	 a	 la	 fecha	 de	 notificación.	 A
solicitud	de	parte,	dicho	plazo	será	prorrogable	por	una	sola	vez	y	por	un
período	igual,	sin	que	pierda	su	prioridad.
Si	 a	 la	 expiración	 del	 término	 señalado,	 el	 solicitante	 no	 completa	 los
requisitos	 indicados,	 la	 solicitud	 se	 considerará	 abandonada	 y	 perderá	 su
prelación.	Sin	perjuicio	de	ello,	 la	oficina	nacional	 competente	guardará	 la
confidencialidad	de	la	solicitud.
Artículo	 121.—Si	 la	 solicitud	 cumple	 con	 los	 requisitos	 establecidos,	 la
oficina	nacional	competente	ordenará	su	publicación.
Artículo	122.—Dentro	del	plazo	de	treinta	días	siguientes	a	 la	 fecha	de	 la
publicación,	quien	tenga	legítimo	interés,	podrá	presentar	por	una	sola	vez,
oposición	 fundamentada	 que	 pueda	 desvirtuar	 el	 registro	 del	 diseño
industrial.
A	solicitud	de	parte,	la	oficina	nacional	competente	otorgará,	por	una	sola
vez,	un	plazo	adicional	de	treinta	días	para	sustentar	la	oposición.
Las	oposiciones	 temerarias	podrán	 ser	 sancionadas	 si	 así	 lo	disponen	 las
normas	nacionales.
Artículo	 123.—Si	 se	 hubiere	 presentado	 oposición,	 la	 oficina	 nacional
competente	 notificará	 al	 solicitante	 para	 que	 dentro	 de	 los	 treinta	 días
siguientes	 haga	 valer	 sus	 argumentaciones	 o	 presente	 documentos,	 si	 lo
estima	conveniente.
A	 solicitud	 de	 parte,	 la	 oficina	 nacional	 competente	 otorgará	 un	 plazo
adicional	de	treinta	días	para	la	contestación.
Artículo	124.—Vencido	el	plazo	establecido	en	el	artículo	precedente,	o	si
no	 se	 hubiese	 presentado	 oposición,	 la	 oficina	 nacional	 competente
examinará	 si	 el	 objeto	 de	 la	 solicitud	 se	 ajusta	 a	 lo	 establecido	 en	 los
artículos	113	y	116.
La	 oficina	 nacional	 competente	 no	 realizará	 de	 oficio	 ningún	 examen	 de
novedad	de	 la	 solicitud,	 salvo	que	se	presentara	una	oposición	sustentada
en	 un	 derecho	 anterior	 vigente	 o	 en	 la	 falta	 de	 novedad	 del	 diseño
industrial.
Sin	perjuicio	de	ello,	cuando	el	diseño	 industrial	carezca	manifiestamente
de	 novedad,	 la	 oficina	 nacional	 competente	 podrá	 denegar	 de	 oficio	 la
solicitud.
Artículo	125.—Una	solicitud	de	registro	de	diseño	industrial	no	podrá	ser
consultada	por	terceros	antes	de	culminado	el	plazo	para	que	se	ordene	la
publicación,	 salvo	 que	 medie	 consentimiento	 escrito	 por	 parte	 del
solicitante.
Cualquiera	que	pruebe	que	el	solicitante	de	un	registro	de	diseño	industrial
ha	pretendido	hacer	valer	frente	a	él	los	derechos	derivados	de	la	solicitud,
podrá	 consultar	 el	 expediente	 aún	 antes	 de	 su	 publicación	 aún	 sin
consentimiento	de	aquél.
Artículo	 126.—Cumplidos	 los	 requisitos	 establecidos,	 la	 oficina	 nacional
competente	 concederá	 el	 registro	 del	 diseño	 industrial	 y	 expedirá	 a	 su
titular	el	certificado	correspondiente.	Si	tales	requisitos	no	se	cumplieran,	la
oficina	nacional	competente	denegará	el	registro.
Artículo	127.—Para	el	orden	y	clasificación	de	los	diseños	industriales,	los
países	miembros	utilizarán	la	Clasificación	Internacional	para	los	Dibujos	y
Modelos	Industriales	establecida	por	el	Arreglo	de	Locarno	de	8	de	octubre
de	1968,	con	sus	modificaciones	vigentes.
Capítulo	III:	De	los	derechos	que	confiere	el	registro
Artículo	128.—El	registro	de	un	diseño	industrial	tendrá	una	duración	de
diez	años,	contados	desde	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud	en	el	país
miembro.
Artículo	129.—El	registro	de	un	diseño	 industrial	conferirá	a	su	 titular	el
derecho	a	excluir	 a	 terceros	de	 la	 explotación	del	 correspondiente	diseño.
En	tal	virtud,	el	titular	del	registro	tendrá	derecho	a	actuar	contra	cualquier
tercero	que	sin	su	consentimiento	fabrique,	importe,	ofrezca,	introduzca	en
el	 comercio	 o	 utilice	 comercialmente	 productos	 que	 incorporen	 o
reproduzcan	el	diseño	industrial.
El	registro	también	confiere	el	derecho	de	actuar	contra	quien	produzca	o
comercialice	un	producto	cuyo	diseño	sólo	presente	diferencias	secundarias
con	respecto	al	diseño	protegido	o	cuya	apariencia	sea	igual	a	ésta.
Artículo	 130.—La	 protección	 conferida	 a	 un	 diseño	 industrial	 no	 se
extenderá	a	los	elementos	o	características	del	diseño	dictados	enteramente
por	 consideraciones	 de	 orden	 técnico	 o	 por	 la	 realización	 de	 una	 función
técnica,	que	no	incorporen	ningún	aporte	arbitrario	del	diseñador.
La	 protección	 conferida	 a	 un	 diseño	 industrial	 no	 comprenderá	 aquellos
elementos	o	características	cuya	reproducción	exacta	 fuese	necesaria	para
permitir	 que	 el	 producto	 que	 incorpora	 el	 diseño	 sea	 montado
mecánicamente	 o	 conectado	 con	 otro	 producto	 del	 cual	 forme	 parte.	 Esta
limitación	 no	 se	 aplicará	 tratándose	 de	 productos	 en	 los	 cuales	 el	 diseño
radica	en	una	forma	destinada	a	permitir	el	montaje	o	la	conexión	múltiple
de	los	productos,	o	su	conexión	dentro	de	un	sistema	modular.
Artículo	 131.—El	 registro	 de	 un	 diseño	 industrial	 no	 dará	 el	 derecho	 de
impedir	 a	 un	 tercero	 realizar	 actos	 de	 comercio	 respecto	 de	 un	 producto
que	 incorpore	 o	 reproduzca	 ese	 diseño,	 después	 de	 que	 ese	 producto	 se
hubiese	 introducido	 en	 el	 comercio	 en	 cualquier	 país	 por	 su	 titular	 o	 por
otra	persona	con	su	consentimiento	o	económicamente	vinculada	a	él.
A	 efectos	 del	 párrafo	 precedente,	 se	 entenderá	 que	 dos	 personas	 están
económicamente	 vinculadas	 cuando	 una	 pueda	 ejercer	 directa	 o
indirectamente	 sobre	 la	 otra	 una	 influencia	 decisiva	 con	 respecto	 a	 la
explotación	 del	 diseño	 industrial,	 o	 cuando	 un	 tercero	 pueda	 ejercer	 tal
influencia	sobre	ambas	personas.
Artículo	 132.—La	 autoridad	 nacional	 competente	 decretará	 de	 oficio	 o	 a
solicitud	de	cualquier	persona	y	en	cualquier	momento,	la	nulidad	absoluta
de	un	registro	de	diseño	industrial,	cuando:
a)	El	objeto	del	registro	no	constituyese	un	diseño	 industrial	conforme	 lo
previsto	en	el	artículo	113;
b)	 El	 diseño	 industrial	 no	 cumpliese	 con	 los	 requisitos	 de	 protección
conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	115;
c)	 El	 registro	 se	 hubiese	 concedido	 para	 una	 materia	 excluida	 de
protección	como	diseño	industrial	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	116;
o,
d)	Se	configuren	las	causales	de	nulidad	absoluta	previstas	en	la	legislación
nacional	para	los	actos	administrativos.
Artículo	133.—Serán	aplicables	a	los	diseños	industriales	las	disposiciones
de	los	artículos	17,	34,	53	literales	a),	b),	c)	y	d),	56,	57,	70,	74,	76,	77,	78	y
79.
Título	VI:	De	las	marcas
Capítulo	I:	De	los	requisitos	para	el	registro	de	marcas
Artículo	134.—A	efectos	de	este	régimen	constituirá	marca	cualquier	signo
que	 sea	 apto	 para	 distinguir	 productos	 o	 servicios	 en	 el	mercado.	 Podrán
registrarse	como	marcas	 los	signos	susceptibles	de	representación	gráfica.
La	naturaleza	del	producto	o	servicio	al	cual	se	ha	de	aplicar	una	marca	en
ningún	caso	será	obstáculo	para	su	registro.
Podrán	constituir	marcas,	entre	otros,	los	siguientes	signos:
a)	Las	palabras	o	combinación	de	palabras;
b)	 Las	 imágenes,	 figuras,	 símbolos,	 gráficos,	 logotipos,	 monogramas,
retratos,	etiquetas,	emblemas	y	escudos;
c)	Los	sonidos	y	los	olores;
d)	Las	letras	y	los	números;
e)	Un	color	delimitado	por	una	forma,	o	una	combinación	de	colores;
f)	La	forma	de	los	productos,	sus	envases	o	envolturas;
g)	 Cualquier	 combinación	 de	 los	 signos	 o	 medios	 indicados	 en	 los
apartados	anteriores.
Artículo	135.—No	podrán	registrarse	como	marcas	los	signos	que:
a)	 No	 puedan	 constituir	 marca	 conforme	 al	 primer	 párrafo	 del	 artículo
anterior;
b)	Carezcan	de	distintividad;
c)	Consistan	exclusivamente	en	 formas	usuales	de	 los	productos	o	de	sus
envases,	 o	 en	 formas	 o	 características	 impuestas	 por	 la	 naturaleza	 o	 la
función	de	dicho	producto	o	del	servicio	de	que	se	trate;
d)	 Consistan	 exclusivamente	 en	 formas	 u	 otros	 elementos	 que	 den	 una
ventaja	funcional	o	técnica	al	producto	o	al	servicio	al	cual	se	aplican;
e)	Consistan	exclusivamente	en	un	signo	o	indicación	que	pueda	servir	en
el	 comercio	 para	 describir	 la	 calidad,	 la	 cantidad,	 el	 destino,	 el	 valor,	 la
procedencia	 geográfica,	 la	 época	 de	 producción	 u	 otros	 datos,
características	o	informaciones	de	los	productos	o	de	los	servicios	para	los
cuales	 ha	 de	 usarse	 dicho	 signo	 o	 indicación,	 incluidas	 las	 expresiones
laudatorias	referidas	a	esos	productos	o	servicios;
f)	 Consistan	 exclusivamente	 en	 un	 signo	 o	 indicación	 que	 sea	 el	 nombre
genérico	o	técnico	del	producto	o	servicio	de	que	se	trate;
g)	Consistan	exclusivamente	o	se	hubieran	convertido	en	una	designación
común	 o	 usual	 del	 producto	 o	 servicio	 de	 que	 se	 trate	 en	 el	 lenguaje
corriente	o	en	la	usanza	del	país;
h)	Consistan	en	un	color	aisladamente	considerado,	 sin	que	se	encuentre
delimitado	por	una	forma	específica;
i)	 Puedan	 engañar	 a	 los	 medios	 comerciales	 o	 al	 público,	 en	 particular
sobre	 la	 procedencia	 geográfica,	 la	 naturaleza,	 el	modo	de	 fabricación,	 las
características,	 cualidades	 o	 aptitud	 para	 el	 empleo	 de	 los	 productos	 o
servicios	de	que	se	trate;
j)	Reproduzcan,	imiten	o	contengan	una	denominación	de	origen	protegida
para	 los	 mismos	 productos	 o	 para	 productos	 diferentes,	 cuando	 su	 uso
pudiera	causar	un	riesgo	de	confusión	o	de	asociación	con	la	denominación;
o	implicase	un	aprovechamiento	injusto	de	su	notoriedad;
k)	Contengan	una	denominación	de	origen	protegida	para	vinos	y	bebidas
espirituosas;
l)	Consistan	en	una	indicación	geográfica	nacional	o	extranjera	susceptible
de	 inducir	a	confusión	respecto	a	 los	productos	o	servicios	a	 los	cuales	se
aplique;
m)	 Reproduzcan	 o	 imiten,	 sin	 permiso	 de	 las	 autoridades	 competentes,
bien	 sea	 como	marcas,	 bien	 como	 elementos	 de	 las	 referidas	marcas,	 los
escudos	 de	 armas,	 banderas,	 emblemas,	 signos	 y	 punzones	 oficiales	 de
control	y	de	garantía	de	los	Estados	y	toda	imitación	desde	el	punto	de	vista
heráldico,	así	como	los	escudos	de	armas,	banderas	y	otros	emblemas,	siglas
o	denominaciones	de	cualquier	organización	internacional;
n)	 Reproduzcan	 o	 imiten	 signos	 de	 conformidad	 con	 normas	 técnicas,	 a
menos	que	su	registro	sea	solicitado	por	el	organismo	nacional	competente
en	normas	y	calidades	en	los	países	miembros;
o)	 Reproduzcan,	 imiten	 o	 incluyan	 la	 denominación	 de	 una	 variedad
vegetal	 protegida	 en	 un	 país	 miembro	 o	 en	 el	 extranjero,	 si	 el	 signo	 se
destinara	 a	 productos	 o	 servicios	 relativos	 a	 esa	 variedad	 o	 su	 uso	 fuere
susceptible	de	causar	confusión	o	asociación	con	la	variedad;	o
p)	 Sean	 contrarios	 a	 la	 ley,	 a	 la	 moral,	 al	 orden	 público	 o	 a	 las	 buenas
costumbres;
No	obstante	lo	previsto	en	los	literales	b),	e),	f),	g)	y	h),	un	signo	podrá	ser
registrado	como	marca	si	quien	solicita	el	registro	o	su	causante	lo	hubiese
estado	usando	constantemente	en	el	país	miembro	y,	por	efecto	de	tal	uso,
el	signo	ha	adquirido	aptitud	distintiva	respecto	de	los	productos	o	servicios
a	los	cuales	se	aplica.
Artículo	 136.—No	 podrán	 registrarse	 como	marcas	 aquellos	 signos	 cuyo
uso	 en	 el	 comercio	 afectara	 indebidamente	 un	 derecho	 de	 tercero,	 en
particular	cuando:
a)	Sean	idénticos	o	se	asemejen,	a	una	marca	anteriormente	solicitada	para
registro	o	registrada	por	un	tercero,	para	los	mismos	productos	o	servicios,
o	para	productos	o	servicios	respecto	de	los	cuales	el	uso	de	la	marca	pueda
causar	un	riesgo	de	confusión	o	de	asociación;
b)	Sean	idénticos	o	se	asemejen	a	un	nombre	comercial	protegido,	o,	de	ser
el	caso,	a	un	rótulo	o	enseña,	siempre	que	dadas	las	circunstancias,	su	uso
pudiera	originar	un	riesgo	de	confusión	o	de	asociación;
c)	Sean	idénticos	o	se	asemejen	a	un	lema	comercial	solicitado	o	registrado,
siempre	que	dadas	las	circunstancias,	su	uso	pudiera	originar	un	riesgo	de
confusión	o	de	asociación;
d)	 Sean	 idénticos	 o	 se	 asemejen	 a	 un	 signo	 distintivo	 de	 un	 tercero,
siempre	que	dadas	 las	circunstancias	su	uso	pudiera	originar	un	riesgo	de
confusión	 o	 de	 asociación,	 cuando	 el	 solicitante	 sea	 o	 haya	 sido	 un
representante,	un	distribuidor	o	una	persona	expresamente	autorizada	por
el	titular	del	signo	protegido	en	el	país	miembro	o	en	el	extranjero;
e)	 Consistan	 en	 un	 signo	 que	 afecte	 la	 identidad	 o	 prestigio	 de	 personas
jurídicas	 con	 o	 sin	 fines	 de	 lucro,	 o	 personas	 naturales,	 en	 especial,
tratándose	 del	 nombre,	 apellido,	 firma,	 título,	 hipocorístico,	 seudónimo,
imagen,	 retrato	 o	 caricatura	 de	 una	 persona	 distinta	 del	 solicitante	 o
identificada	por	el	sector	pertinente	del	público	como	una	persona	distinta
del	solicitante,	salvo	que	se	acredite	el	consentimiento	de	esa	persona	o,	si
hubiese	fallecido,	el	de	quienes	fueran	declarados	sus	herederos;
f)	Consistan	en	un	signo	que	infrinja	el	derecho	de	propiedad	industrial	o	el
derecho	de	autor	de	un	tercero,	salvo	que	medie	el	consentimiento	de	éste;
g)	Consistan	en	el	nombre	de	las	comunidades	indígenas,	afroamericanas	o
locales,	 o	 las	 denominaciones,	 las	 palabras,	 letras,	 caracteres	 o	 signos
utilizados	para	distinguir	sus	productos,	servicios	o	la	forma	de	procesarlos,
o	que	constituyan	la	expresión	de	su	cultura	o	práctica,	salvo	que	la	solicitud
sea	presentada	por	la	propia	comunidad	o	con	su	consentimiento	expreso;
y,
h)	 Constituyan	 una	 reproducción,	 imitación,	 traducción,	 transliteración	 o
trascripción,	 total	 o	 parcial,	 de	 un	 signo	 distintivo	 notoriamente	 conocido
cuyo	titular	sea	un	tercero,	cualesquiera	que	sean	los	productos	o	servicios
a	los	que	se	aplique	el	signo,	cuando	su	uso	fuese	susceptible	de	causar	un
riesgo	de	confusión	o	de	asociación	con	ese	 tercero	o	con	sus	productos	o
servicios;	un	aprovechamiento	injusto	del	prestigio	del	signo;	o	 la	dilución
de	su	fuerza	distintiva	o	de	su	valor	comercial	o	publicitario.
Artículo	 137.—Cuando	 la	 oficina	 nacional	 competente	 tenga	 indicios
razonables	 que	 le	 permitan	 inferir	 que	 un	 registro	 se	 hubiese	 solicitado
para	perpetrar,	facilitar	o	consolidar	un	acto	de	competencia	desleal,	podrá
denegar	dicho	registro.
Capítulo	II:	Del	procedimiento	de	registro
Artículo	138.—La	solicitud	de	registro	de	una	marca	se	presentará	ante	la
oficina	 nacional	 competente	 y	 deberá	 comprender	 una	 sola	 clase	 de
productos	o	servicios	y	cumplir	con	los	siguientes	requisitos:
a)	El	petitorio;
b)	 La	 reproducción	 de	 la	 marca,	 cuando	 se	 trate	 de	 una	 marca
denominativa	con	grafía,	 forma	o	color,	o	de	una	marca	figurativa,	mixta	o
tridimensional	con	o	sin	color;
c)	Los	poderes	que	fuesen	necesarios;
d)	El	comprobante	de	pago	de	las	tasas	establecidas;
e)	Las	autorizaciones	requeridas	en	los	casos	previstos	en	los	artículos	135
y	136,	cuando	fuese	aplicable;	y
f)	De	ser	el	caso,	el	certificado	de	registro	en	el	país	de	origen	expedido	por
la	autoridad	que	lo	otorgó	y,	de	estar	previsto	en	la	legislación	interna,	del
comprobante	de	pago	de	 la	 tasa	establecida,	 cuando	el	 solicitante	deseara
prevalerse	del	derecho	previsto	en	el	artículo	6°	quinquies	del	Convenio	de
París.	(-1)
Artículo	 139.—El	 petitorio	 de	 la	 solicitud	 de	 registro	 de	 marca	 estará
contenido	en	un	formulario	y	comprenderá	lo	siguiente:
a)	El	requerimiento	de	registro	de	marca;
b)	El	nombre	y	la	dirección	del	solicitante;
c)	 La	 nacionalidad	 o	 domicilio	 del	 solicitante.	 Cuando	 éste	 fuese	 una
persona	jurídica,	deberá	indicarse	el	lugar	de	constitución;
d)	 De	 ser	 el	 caso,	 el	 nombre	 y	 la	 dirección	 del	 representante	 legal	 del
solicitante;
e)	La	indicación	de	la	marca	que	se	pretende	registrar,	cuando	se	trate	de
una	marca	puramente	denominativa,	sin	grafía,	forma	o	color;
f)	 La	 indicación	 expresa	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 para	 los	 cuales	 se
solicita	el	registro	de	la	marca;
g)	 La	 indicación	 de	 la	 clase	 a	 la	 cual	 corresponden	 los	 productos	 o
servicios;	y,
h)	La	firma	del	solicitante	o	de	su	representante	legal.
Artículo	140.—Se	considerará	como	fecha	de	presentación	de	 la	solicitud,
la	 de	 su	 recepción	 por	 la	 oficina	 nacional	 competente,	 siempre	 que	 al
momento	de	la	recepción	hubiera	contenido	por	lo	menos	lo	siguiente:
a)	La	indicación	que	se	solicita	el	registro	de	una	marca;
b)	Los	datos	de	identificación	del	solicitante	o	de	la	persona	que	presenta
la	 solicitud,	 o	 que	permitan	 a	 la	 oficina	nacional	 competente	 comunicarse
con	esa	persona;
c)	 La	 marca	 cuyo	 registro	 se	 solicita,	 o	 una	 reproducción	 de	 la	 marca
tratándose	de	marcas	denominativas	con	grafía,	forma	o	color	especiales,	o
de	marcas	figurativas,	mixtas	o	tridimensionales	con	o	sin	color;
d)	La	indicación	expresa	de	los	productos	o	servicios	para	los	cuales	desea
proteger	la	marca;	y,
e)	El	comprobante	de	pago	de	las	tasas	establecidas.
La	ausencia	de	alguno	de	los	requisitos	enumerados	en	el	presente	artículo,
ocasionará	 que	 la	 solicitud	 sea	 considerada	 por	 la	 oficina	 nacional
competente	 como	 no	 admitida	 a	 trámite	 y	 no	 se	 le	 asignará	 fecha	 de
presentación.	(-1)
Artículo	 141.—Se	 podrá	 invocar	 como	 fecha	 de	 presentación	 de	 una
solicitud	de	registro	de	marca	aquella	en	que	dicha	marca	haya	distinguido
productos	o	servicios	en	una	exposición	reconocida	oficialmente	y	realizada
en	 cualquier	 país,	 siempre	 que	 sea	 solicitada	 dentro	 de	 los	 seis	 meses
contados	 a	partir	 del	 día	 en	que	 tales	productos	o	 servicios	 se	 exhibieran
por	 primera	 vez	 con	 dicha	 marca.	 En	 ese	 caso,	 se	 podrá	 tener	 por
presentada	la	solicitud	desde	la	fecha	de	exhibición.
Los	 hechos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 presente	 artículo	 se	 acreditarán	 con	 una
certificación	expedida	por	 la	 autoridad	 competente	de	 la	 exposición,	 en	 la
cual	se	mencionará	la	fecha	en	que	la	marca	se	utilizó	por	primera	vez	con
relación	a	los	productos	o	servicios	de	que	se	trate.
Artículo	 142.—Cuando	 el	 solicitante	 deseara	 prevalerse	 del	 derecho
previsto	en	el	artículo	6°	quinquies	del	Convenio	de	París	para	la	Protección
de	la	Propiedad	Industrial,	deberá	presentar	el	certificado	de	registro	de	la
marca	 en	 el	 país	 de	 origen	 dentro	 del	 plazo	 de	 tres	meses	 siguientes	 a	 la
fecha	de	presentación	de	la	solicitud.
Artículo	 143.—El	 solicitante	 de	 un	 registro	 de	marca	 podrá	pedir	 que	 se
modifique	la	solicitud	en	cualquier	momento	del	trámite.	Del	mismo	modo
podrá	pedir	la	corrección	de	cualquier	error	material.
Asimismo,	 la	 oficina	 nacional	 competente	 podrá	 sugerir	 al	 solicitante
modificaciones	 a	 la	 solicitud	 en	 cualquier	 momento	 del	 trámite.	 Dicha
propuesta	de	modificación	se	tramitará	de	conformidad	con	 lo	establecido
en	el	artículo	144.
En	 ningún	 caso	 la	 modificación	 podrá	 implicar	 el	 cambio	 de	 aspectos
sustantivos	del	signo	o	la	ampliación	de	los	productos	o	servicios	señalados
inicialmente	en	la	solicitud.
Si	 las	 normas	 nacionales	 lo	 permiten,	 se	 podrán	 establecer	 tasas	 para	 la
solicitud	de	modificación.
Artículo	144.—La	oficina	nacional	competente	examinará,	dentro	de	los	15
días	 contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud,	 si	 las
mismas	cumplen	con	los	requisitos	de	forma	previstos	en	los	artículos	135	y
136.
Si	del	examen	de	forma	resulta	que	la	solicitud	no	contiene	los	requisitos	a
los	 que	 hace	 referencia	 el	 párrafo	 precedente,	 la	 oficina	 nacional
competente	 notificará	 al	 solicitante	 para	 que	 complete	 dichos	 requisitos
dentro	del	plazo	de	sesenta	días	siguientes	a	la	fecha	de	notificación.
Si	 a	 la	 expiración	 del	 término	 señalado,	 el	 solicitante	 no	 completa	 los
requisitos	 indicados,	 la	 solicitud	 se	 considerará	 abandonada	 y	 perderá	 su
prelación.
Artículo	 145.—Si	 la	 solicitud	 de	 registro	 reúne	 los	 requisitos	 formales
establecidos	 en	 el	 presente	 capítulo,	 la	 oficina	 nacional	 competente
ordenará	la	publicación.
Artículo	146.—Dentro	del	plazo	de	treinta	días	siguientes	a	 la	 fecha	de	 la
publicación,	quien	tenga	legítimo	interés,	podrá	presentar,	por	una	sola	vez,
oposición	fundamentada	que	pueda	desvirtuar	el	registro	de	la	marca.
A	solicitud	de	parte,	la	oficina	nacional	competente	otorgará,	por	una	sola
vez	 un	 plazo	 adicional	 de	 treinta	 días	 para	 presentar	 las	 pruebas	 que
sustenten	la	oposición.
Las	oposiciones	 temerarias	podrán	 ser	 sancionadas	 si	 así	 lo	disponen	 las
normas	nacionales.
No	 procederán	 oposiciones	 contra	 la	 solicitud	 presentada,	 dentro	 de	 los
seis	meses	posteriores	al	vencimiento	del	plazo	de	gracia	a	que	se	refiere	el
artículo	 153,	 si	 tales	 oposiciones	 se	 basan	 en	 marcas	 que	 hubieren
coexistido	con	la	solicitada.
Artículo	147.—A	efectos	de	lo	previsto	en	el	artículo	anterior,	se	entenderá
que	 también	 tienen	 legítimo	 interés	 para	 presentar	 oposiciones	 en	 los
demás	 países	 miembros,	 tanto	 el	 titular	 de	 una	 marca	 idéntica	 o	 similar
para	productos	o	servicios,	respecto	de	los	cuales	el	uso	de	la	marca	pueda
inducir	 al	 público	 a	 error,	 como	 quien	 primero	 solicitó	 el	 registro	 de	 esa
marca	 en	 cualquiera	 de	 los	 países	miembros.	 En	 ambos	 casos,	 el	 opositor
deberá	 acreditar	 su	 interés	 real	 en	 el	 mercado	 del	 país	 miembro	 donde
interponga	 la	 oposición,	 debiendo	 a	 tal	 efecto	 solicitar	 el	 registro	 de	 la
marca	al	momento	de	interponerla.
La	 interposición	 de	 una	 oposición	 con	 base	 en	 una	 marca	 previamente
registrada	 en	 cualquiera	 de	 los	 países	 miembros	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	 en	 este	 artículo,	 facultará	 a	 la	 oficina	 nacional	 competente	 a
denegar	el	registro	de	la	segunda	marca.
La	interposición	de	una	oposición	con	base	en	una	solicitud	de	registro	de
marca	 previamente	 presentada	 en	 cualquiera	 de	 los	 países	 miembros	 de
conformidad	con	 lo	dispuesto	en	este	artículo,	acarreará	 la	suspensión	del
registro	 de	 la	 segunda	 marca,	 hasta	 tanto	 el	 registro	 de	 la	 primera	 sea
conferido.	 En	 tal	 evento	 será	 de	 aplicación	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo
precedente.
Artículo	 148.—Si	 se	 hubiere	 presentado	 oposición,	 la	 oficina	 nacional
competente	 notificará	 al	 solicitante	 para	 que	 dentro	 de	 los	 treinta	 días
siguientes	haga	valer	sus	argumentaciones	y	presente	pruebas,	si	lo	estima
conveniente.
A	solicitud	de	parte,	la	oficina	nacional	competente	otorgará,	por	una	sola
vez,	 un	 plazo	 adicional	 de	 treinta	 días	 para	 presentar	 las	 pruebas	 que
sustenten	la	contestación.
Artículo	149.—La	oficina	nacional	competente	no	considerará	admitidas	a
trámite	las	oposiciones	que	estén	comprendidas	en	alguno	de	los	siguientes
casos:
a)	Que	se	presenten	sin	indicar	los	datos	esenciales	relativos	al	opositor	y	a
la	solicitud	contra	la	cual	se	interpone	la	oposición;
b)	Que	la	oposición	fuere	presentada	extemporáneamente;
c)	Que	no	haya	pagado	las	tasas	de	tramitación	correspondientes.
Artículo	 150.–Vencido	 el	 plazo	 establecido	 en	 el	 artículo	 148,	 o	 si	 no	 se
hubiesen	presentado	oposiciones,	la	oficina	nacional	competente	procederá
a	 realizar	 el	 examen	 de	 registrabilidad.	 En	 caso	 se	 hubiesen	 presentado
oposiciones,	 la	 oficina	 nacional	 competente	 se	 pronunciará	 sobre	 éstas	 y
sobre	 la	 concesión	 o	 denegatoria	 del	 registro	 de	 la	 marca	 mediante
resolución.
Artículo	151.—Para	clasificar	 los	productos	y	 los	servicios	a	 los	cuales	se
aplican	 las	 marcas,	 los	 países	 miembros	 utilizarán	 la	 Clasificación
Internacional	 de	 Productos	 y	 Servicios	 para	 el	 Registro	 de	 las	 Marcas,
establecida	 por	 el	 Arreglo	 de	 Niza	 del	 15	 de	 junio	 de	 1957,	 con	 sus
modificaciones	vigentes.
Las	 clases	de	 la	 clasificación	 internacional	 referida	en	el	párrafo	 anterior
no	determinarán	 la	 similitud	ni	 la	disimilitud	de	 los	productos	o	 servicios
indicados	expresamente.
Capítulo	III:	De	los	derechos	y	limitaciones	conferidos	por	la	marca
Artículo	152.—El	registro	de	una	marca	tendrá	una	duración	de	diez	años
contados	 a	 partir	 de	 la	 fecha	 de	 su	 concesión	 y	 podrá	 renovarse	 por
períodos	sucesivos	de	diez	años.
Artículo	 153.—El	 titular	 del	 registro,	 o	 quien	 tuviere	 legítimo	 interés,
deberá	 solicitar	 la	 renovación	 del	 registro	 ante	 la	 oficina	 nacional
competente,	dentro	de	los	seis	meses	anteriores	a	la	expiración	del	registro.
No	obstante,	tanto	el	titular	del	registro	como	quien	tuviere	legítimo	interés
gozarán	de	un	plazo	de	gracia	de	seis	meses,	contados	a	partir	de	la	fecha	de
vencimiento	 del	 registro,	 para	 solicitar	 su	 renovación.	 A	 tal	 efecto
acompañará	 los	 comprobantes	de	pago	de	 las	 tasas	 establecidas,	 pagando
conjuntamente	 el	 recargo	 correspondiente	 si	 así	 lo	 permiten	 las	 normas
internas	 de	 los	 países	miembros.	 Durante	 el	 plazo	 referido,	 el	 registro	 de
marca	mantendrá	su	plena	vigencia.
A	 efectos	 de	 la	 renovación	 no	 se	 exigirá	 prueba	 de	 uso	 de	 la	marca	 y	 se
renovará	 de	 manera	 automática,	 en	 los	 mismos	 términos	 del	 registro
original.	 Sin	 embargo,	 el	 titular	 podrá	 reducir	 o	 limitar	 los	 productos	 o
servicios	indicados	en	el	registro	original.
Artículo	154.—El	derecho	al	uso	exclusivo	de	una	marca	se	adquirirá	por	el
registro	de	la	misma	ante	la	respectiva	oficina	nacional	competente.
Artículo	155.—El	registro	de	una	marca	confiere	a	su	titular	el	derecho	de
impedir	 a	 cualquier	 tercero	 realizar,	 sin	 su	 consentimiento,	 los	 siguientes
actos:
a)	 Aplicar	 o	 colocar	 la	marca	 o	 un	 signo	 distintivo	 idéntico	 o	 semejante
sobre	productos	para	los	cuales	se	ha	registrado	la	marca;	sobre	productos
vinculados	a	los	servicios	para	los	cuales	ésta	se	ha	registrado;	o	sobre	los
envases,	envolturas,	embalajes	o	acondicionamientos	de	tales	productos;
b)	Suprimir	o	modificar	la	marca	con	fines	comerciales,	después	de	que	se
hubiese	 aplicado	 o	 colocado	 sobre	 los	 productos	 para	 los	 cuales	 se	 ha
registrado	la	marca;	sobre	los	productos	vinculados	a	los	servicios	para	los
cuales	 ésta	 se	 ha	 registrado;	 o	 sobre	 los	 envases,	 envolturas,	 embalajes	 o
acondicionamientos	de	tales	productos;
c)	 Fabricar	 etiquetas,	 envases,	 envolturas,	 embalajes	 u	 otros	 materiales
que	reproduzcan	o	contengan	 la	marca,	así	 como	comercializar	o	detentar
tales	materiales;
d)	Usar	en	el	comercio	un	signo	idéntico	o	similar	a	 la	marca	respecto	de
cualesquiera	productos	o	servicios,	cuando	tal	uso	pudiese	causar	confusión
o	un	riesgo	de	asociación	con	el	 titular	del	registro.	Tratándose	del	uso	de
un	 signo	 idéntico	 para	 productos	 o	 servicios	 idénticos	 se	 presumirá	 que
existe	riesgo	de	confusión;
e)	 Usar	 en	 el	 comercio	 un	 signo	 idéntico	 o	 similar	 a	 una	 marca
notoriamente	 conocida	 respecto	 de	 cualesquiera	 productos	 o	 servicios,
cuando	 ello	 pudiese	 causar	 al	 titular	 del	 registro	 un	 daño	 económico	 o
comercial	 injusto	 por	 razón	 de	 una	 dilución	 de	 la	 fuerza	 distintiva	 o	 del
valor	 comercial	 o	 publicitario	 de	 la	 marca,	 o	 por	 razón	 de	 un
aprovechamiento	injusto	del	prestigio	de	la	marca	o	de	su	titular;
f)	Usar	públicamente	un	signo	idéntico	o	similar	a	una	marca	notoriamente
conocida,	 aun	 para	 fines	 no	 comerciales,	 cuando	 ello	 pudiese	 causar	 una
dilución	 de	 la	 fuerza	 distintiva	 o	 del	 valor	 comercial	 o	 publicitario	 de	 la
marca,	o	un	aprovechamiento	injusto	de	su	prestigio.
Artículo	156.—A	efectos	de	 lo	previsto	en	 los	 literales	e)	y	 f)	del	artículo
anterior,	 constituirán	 uso	 de	 un	 signo	 en	 el	 comercio	 por	 parte	 de	 un
tercero,	entre	otros,	los	siguientes	actos:
a)	 Introducir	 en	 el	 comercio,	 vender,	 ofrecer	 en	 venta	 o	 distribuir
productos	o	servicios	con	ese	signo;
b)	Importar,	exportar,	almacenar	o	transportar	productos	con	ese	signo;	o,
c)	Emplear	el	signo	en	publicidad,	publicaciones,	documentos	comerciales
o	 comunicaciones	 escritas	 u	 orales,	 independientemente	 del	 medio	 de
comunicación	empleado	y	sin	perjuicio	de	las	normas	sobre	publicidad	que
fuesen	aplicables.
Artículo	 157.—Los	 terceros	 podrán,	 sin	 consentimiento	 del	 titular	 de	 la
marca	 registrada,	 utilizar	 en	 el	 mercado	 su	 propio	 nombre,	 domicilio	 o
seudónimo,	un	nombre	geográfico	o	cualquier	otra	indicación	cierta	relativa
a	 la	 especie,	 calidad,	 cantidad,	 destino,	 valor,	 lugar	 de	 origen	 o	 época	 de
producción	 de	 sus	 productos	 o	 de	 la	 prestación	 de	 sus	 servicios	 u	 otras
características	de	éstos;	siempre	que	ello	se	haga	de	buena	fe,	no	constituya
uso	a	título	de	marca,	y	tal	uso	se	limite	a	propósitos	de	identificación	o	de
información	 y	 no	 sea	 capaz	 de	 inducir	 al	 público	 a	 confusión	 sobre	 la
procedencia	de	los	productos	o	servicios.
El	registro	de	la	marca	no	confiere	a	su	titular,	el	derecho	de	prohibir	a	un
tercero	 usar	 la	marca	 para	 anunciar,	 inclusive	 en	 publicidad	 comparativa,
ofrecer	 en	 venta	 o	 indicar	 la	 existencia	 o	 disponibilidad	 de	 productos	 o
servicios	 legítimamente	 marcados;	 o	 para	 indicar	 la	 compatibilidad	 o
adecuación	 de	 piezas	 de	 recambio	 o	 de	 accesorios	 utilizables	 con	 los
productos	de	 la	marca	 registrada,	 siempre	que	 tal	uso	 sea	de	buena	 fe,	 se
limite	 al	 propósito	 de	 información	 al	 público	 y	 no	 sea	 susceptible	 de
inducirlo	 a	 confusión	 sobre	 el	 origen	 empresarial	 de	 los	 productos	 o
servicios	respectivos.
Artículo	158.—El	registro	de	una	marca	no	dará	el	derecho	de	impedir	a	un
tercero	 realizar	actos	de	 comercio	 respecto	de	un	producto	protegido	por
dicho	 registro,	 después	 de	 que	 ese	 producto	 se	 hubiese	 introducido	 en	 el
comercio	en	cualquier	país	por	el	titular	del	registro	o	por	otra	persona	con
consentimiento	del	 titular	 o	 económicamente	 vinculada	 a	 él,	 en	particular
cuando	los	productos	y	los	envases	o	embalajes	que	estuviesen	en	contacto
directo	 con	 ellos	 no	 hubiesen	 sufrido	 ninguna	 modificación,	 alteración	 o
deterioro.
A	los	efectos	del	párrafo	precedente,	se	entenderá	que	dos	personas	están
económicamente	 vinculadas	 cuando	 una	 pueda	 ejercer	 directa	 o
indirectamente	 sobre	 la	 otra	 una	 influencia	 decisiva	 con	 respecto	 a	 la
explotación	 de	 los	 derechos	 sobre	 la	 marca,	 o	 cuando	 un	 tercero	 puede
ejercer	tal	influencia	sobre	ambas	personas.
Artículo	159.—Cuando	en	 la	subregión	existan	registros	sobre	una	marca
idéntica	 o	 similar	 a	 nombre	 de	 titulares	 diferentes,	 para	 distinguir	 los
mismos	 productos	 o	 servicios,	 se	 prohíbe	 la	 comercialización	 de	 las
mercancías	 o	 servicios	 identificados	 con	 esa	 marca	 en	 el	 territorio	 del
respectivo	país	miembro,	salvo	que	los	titulares	de	dichas	marcas	suscriban
acuerdos	que	permitan	dicha	comercialización.
En	 caso	 de	 llegarse	 a	 tales	 acuerdos,	 las	 partes	 deberán	 adoptar	 las
previsiones	 necesarias	 para	 evitar	 la	 confusión	 del	 público	 respecto	 del
origen	de	las	mercancías	o	servicios	de	que	se	trate,	incluyendo	lo	relativo	a
la	 identificación	 del	 origen	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 en	 cuestión	 con
caracteres	 destacados	 y	 proporcionales	 a	 los	 mismos	 para	 la	 debida
información	 al	 público	 consumidor.	 Esos	 acuerdos	 deberán	 inscribirse	 en
las	oficinas	nacionales	 competentes	 y	 respetar	 las	normas	 sobre	prácticas
comerciales	y	promoción	de	la	competencia.
En	cualquier	caso,	no	se	prohibirá	la	importación	de	un	producto	o	servicio
que	se	encuentre	en	la	situación	descrita	en	el	primer	párrafo	de	este
artículo,	cuando	la	marca	no	esté	siendo	utilizada	en	el	territorio	del	país
importador,	según	lo	dispuesto	en	el	primer	párrafo	del	artículo	166,	salvo
que	el	titular	de	dicha	marca	demuestre	ante	la	oficina	nacional	competente,
que	la	no	utilización	de	la	marca	obedece	a	causas	justificadas.
Artículo	160.—Cuando	la	marca	conste	de	un	nombre	geográfico,	no	podrá
comercializarse	 el	 producto	 sin	 indicarse	 en	 éste,	 en	 forma	 visible	 y
claramente	legible,	el	lugar	de	fabricación	del	producto.
Capítulo	IV:	De	las	licencias	y	transferencias	de	las	marcas
Artículo	 161.—Un	 registro	 de	marca	 concedido	 o	 en	 trámite	 de	 registro
podrá	ser	transferido	por	acto	entre	vivos	o	por	vía	sucesoria,	con	o	sin	la
empresa	a	la	cual	pertenece.
Deberá	registrarse	ante	 la	oficina	nacional	competente	toda	transferencia
del	registro	de	marca.	La	falta	de	registro	ocasionará	que	la	transferencia	no
surta	efectos	frente	a	terceros.
A	efectos	del	registro,	la	transferencia	deberá	constar	por	escrito.
Cualquier	 persona	 interesada	 podrá	 solicitar	 el	 registro	 de	 una
transferencia.	 No	 obstante,	 la	 oficina	 nacional	 competente	 podrá	 denegar
dicho	registro,	si	la	transferencia	acarreara	riesgo	de	confusión.
Artículo	162.—El	titular	de	una	marca	registrada	o	en	trámite	de	registro
podrá	 dar	 licencia	 a	 uno	 o	 más	 terceros	 para	 la	 explotación	 de	 la	 marca
respectiva.
Deberá	registrarse	ante	la	oficina	nacional	competente	toda	licencia	de	uso
de	la	marca.	La	falta	de	registro	ocasionará	que	la	licencia	no	surta	efectos
frente	a	terceros.
A	efectos	del	registro,	la	licencia	deberá	constar	por	escrito.
Cualquier	 persona	 interesada	 podrá	 solicitar	 el	 registro	 de	 una	 licencia.
(-1)
Artículo	 163.—La	 autoridad	 nacional	 competente	 no	 registrará	 los
contratos	de	licencia	o	transferencia	de	registro	de	marcas	que	no	se	ajusten
a	 las	 disposiciones	 del	 Régimen	 Común	 de	 Tratamiento	 a	 los	 Capitales
Extranjeros	 y	 sobre	 Marcas,	 Patentes,	 Licencias	 y	 Regalías,	 o	 a	 las
disposiciones	 comunitarias	 y	 nacionales	 sobre	 prácticas	 comerciales
restrictivas	de	la	libre	competencia.
Artículo	164.—En	caso	exista	algún	cambio	respecto	al	nombre	o	dirección
del	titular	del	registro	de	marca	durante	el	plazo	de	vigencia	de	la	licencia,	el
titular	del	 registro	deberá	 informarlo	a	 la	oficina	nacional	 competente.	En
caso	 contrario,	 cualquier	 notificación	 realizada	 conforme	 a	 los	 datos	 que
figuren	en	el	registro,	se	reputará	válida.
Capítulo	V:	De	la	cancelación	del	registro
Artículo	165.—La	oficina	nacional	competente	cancelará	el	registro	de	una
marca	 a	 solicitud	 de	 persona	 interesada,	 cuando	 sin	motivo	 justificado	 la
marca	no	se	hubiese	utilizado	en	al	menos	uno	de	los	países	miembros,	por
su	 titular,	 por	 un	 licenciatario	 o	 por	 otra	 persona	 autorizada	 para	 ello
durante	los	tres	años	consecutivos	precedentes	a	la	fecha	en	que	se	inicie	la
acción	de	cancelación.	La	cancelación	de	un	registro	por	 falta	de	uso	de	 la
marca	 también	 podrá	 solicitarse	 como	 defensa	 en	 un	 procedimiento	 de
oposición	interpuestos	con	base	en	la	marca	no	usada.
No	obstante	lo	previsto	en	el	párrafo	anterior,	no	podrá	iniciarse	la	acción
de	cancelación	antes	de	transcurridos	tres	años	contados	a	partir	de	la	fecha
de	notificación	de	la	resolución	que	agote	el	procedimiento	de	registro	de	la
marca	respectiva	en	la	vía	administrativa.
Cuando	la	falta	de	uso	de	una	marca	sólo	afectara	a	uno	o	a	algunos	de	los
productos	 o	 servicios	 para	 los	 cuales	 estuviese	 registrada	 la	 marca,	 se
ordenará	una	reducción	o	limitación	de	la	lista	de	los	productos	o	servicios
comprendidos	en	el	 registro	de	 la	marca,	eliminando	aquéllos	respecto	de
los	 cuales	 la	marca	no	 se	hubiese	usado;	para	 ello	 se	 tomará	en	 cuenta	 la
identidad	o	similitud	de	los	productos	o	servicios.
El	registro	no	podrá	cancelarse	cuando	el	titular	demuestre	que	la	falta	de
uso	se	debió,	entre	otros,	a	fuerza	mayor	o	caso	fortuito.
Artículo	166.—Se	entenderá	que	una	marca	se	encuentra	en	uso	cuando	los
productos	o	servicios	que	ella	distingue	han	sido	puestos	en	el	comercio	o
se	encuentran	disponibles	en	el	mercado	bajo	esa	marca,	 en	 la	 cantidad	y
del	modo	que	normalmente	corresponde,	teniendo	en	cuenta	la	naturaleza
de	los	productos	o	servicios	y	las	modalidades	bajo	las	cuales	se	efectúa	su
comercialización	en	el	mercado.
También	se	considerará	usada	una	marca,	cuando	distinga	exclusivamente
productos	 que	 son	 exportados	 desde	 cualquiera	 de	 los	 países	 miembros,
según	lo	establecido	en	el	párrafo	anterior.
El	 uso	 de	 una	 marca	 en	 modo	 tal	 que	 difiera	 de	 la	 forma	 en	 que	 fue
registrada	sólo	en	cuanto	a	detalles	o	elementos	que	no	alteren	su	carácter
distintivo,	 no	 motivará	 la	 cancelación	 del	 registro	 por	 falta	 de	 uso,	 ni
disminuirá	la	protección	que	corresponda	a	la	marca.
Artículo	167.—La	carga	de	la	prueba	del	uso	de	la	marca	corresponderá	al
titular	del	registro.
El	 uso	 de	 la	 marca	 podrá	 demostrarse	 mediante	 facturas	 comerciales,
documentos	 contables	 o	 certificaciones	 de	 auditoría	 que	 demuestren	 la
regularidad	 y	 la	 cantidad	 de	 la	 comercialización	 de	 las	 mercancías
identificadas	con	la	marca,	entre	otros.
Artículo	 168.—La	 persona	 que	 obtenga	 una	 resolución	 favorable	 tendrá
derecho	preferente	al	registro.	Dicho	derecho	podrá	invocarse	a	partir	de	la
presentación	de	la	solicitud	de	cancelación,	y	hasta	dentro	de	los	tres	meses
siguientes	de	la	fecha	en	que	la	resolución	de	cancelación	quede	firme	en	la
vía	administrativa.
Artículo	 169.—La	 oficina	 nacional	 competente,	 decretará	 de	 oficio	 o	 a
solicitud	de	cualquier	persona,	la	cancelación	del	registro	de	una	marca	o	la
limitación	de	su	alcance	cuando	su	titular	hubiese	provocado	o	tolerado	que
ella	se	convierta	en	un	signo	común	o	genérico	para	 identificar	o	designar
uno	 o	 varios	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 para	 los	 cuales	 estuviese
registrada.
Se	 entenderá	 que	 una	 marca	 se	 ha	 convertido	 en	 un	 signo	 común	 o
genérico	 cuando	en	 los	medios	 comerciales	 y	para	 el	 público	dicha	marca
haya	 perdido	 su	 carácter	 distintivo	 como	 indicación	 de	 procedencia
empresarial	 del	 producto	 o	 servicio	 al	 cual	 se	 aplica.	 Para	 estos	 efectos
deberán	concurrir	los	siguientes	hechos	con	relación	a	esa	marca:
a)	La	necesidad	que	tuvieran	los	competidores	de	usar	el	signo	para	poder
desarrollar	 sus	 actividades	 por	 no	 existir	 otro	 nombre	 o	 signo	 adecuado
para	designar	o	identificar	en	el	comercio	al	producto	o	servicio	respectivo;
b)	 El	 uso	 generalizado	 de	 la	 marca	 por	 el	 público	 y	 en	 los	 medios
comerciales	 como	 signo	 común	 o	 genérico	 del	 producto	 o	 servicio
respectivo;	y
c)	 El	 desconocimiento	 o	 bajo	 reconocimiento	 por	 el	 público	 de	 que	 la
marca	significa	una	procedencia	empresarial	determinada.
Artículo	 170.—Recibida	 una	 solicitud	 de	 cancelación,	 la	 oficina	 nacional
competente	notificará	al	titular	de	la	marca	registrada	para	que	dentro	del
plazo	de	sesenta	días	hábiles	contados	a	partir	de	la	notificación,	haga	valer
los	alegatos	y	las	pruebas	que	estime	convenientes.
Vencidos	 los	 plazos	 a	 los	 que	 se	 refiere	 este	 artículo,	 la	 oficina	 nacional
competente	decidirá	sobre	 la	cancelación	o	no	del	 registro	de	 la	marca,	 lo
cual	notificará	a	las	partes,	mediante	resolución.
Capítulo	VI:	De	la	renuncia	al	registro
Artículo	 171.—El	 titular	 de	 un	 registro	 de	 marca	 podrá	 renunciar	 en
cualquier	momento	a	sus	derechos	sobre	el	registro.
Cuando	 la	 renuncia	 fuese	 parcial,	 ella	 abarcará	 los	 productos	 o	 servicios
objeto	de	la	renuncia.
No	se	admitirá	la	renuncia	si	sobre	la	marca	existen	embargos	o	derechos
reales	 de	 garantía	 inscritos	 en	 la	 oficina	 nacional	 competente,	 salvo	 que
exista	consentimiento	expreso	de	los	titulares	de	dichos	derechos.
La	renuncia	al	registro	de	la	marca	surtirá	efectos	a	partir	de	su	inscripción
ante	la	oficina	nacional	competente.
Capítulo	VII:	De	la	nulidad	del	registro
Artículo	 172.—La	 autoridad	 nacional	 competente	 decretará	 de	 oficio	 o	 a
solicitud	de	cualquier	persona	y	en	cualquier	momento,	la	nulidad	absoluta
de	un	registro	de	marca	cuando	se	hubiese	concedido	en	contravención	con
lo	dispuesto	en	los	artículos	134	primer	párrafo	y	135.
La	 autoridad	 nacional	 competente	 decretará	 de	 oficio	 o	 a	 solicitud	 de
cualquier	 persona,	 la	 nulidad	 relativa	 de	 un	 registro	 de	marca	 cuando	 se
hubiese	 concedido	 en	 contravención	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 136	 o
cuando	éste	 se	hubiera	efectuado	de	mala	 fe.	Esta	acción	prescribirá	a	 los
cinco	años	contados	desde	la	fecha	de	concesión	del	registro	impugnado.
Las	acciones	precedentes	no	afectarán	las	que	pudieran	corresponder	por
daños	y	perjuicios	conforme	a	la	legislación	interna.
No	podrá	declararse	la	nulidad	del	registro	de	una	marca	por	causales	que
hubiesen	dejado	de	ser	aplicables	al	tiempo	de	resolverse	la	nulidad.
Cuando	 una	 causal	 de	 nulidad	 sólo	 se	 aplicara	 a	 uno	 o	 a	 algunos	 de	 los
productos	o	servicios	para	los	cuales	la	marca	fue	registrada,	se	declarará	la
nulidad	 únicamente	 para	 esos	 productos	 o	 servicios,	 y	 se	 eliminarán	 del
registro	de	la	marca.
Artículo	 173.—Serán	 de	 aplicación	 al	 presente	 capítulo	 las	 disposiciones
del	artículo	78.
Capítulo	VIII:	De	la	caducidad	del	registro
Artículo	 174.—El	 registro	 de	 la	 marca	 caducará	 de	 pleno	 derecho	 si	 el
titular	o	quien	tuviera	legítimo	interés	no	solicita	 la	renovación	dentro	del
término	legal,	incluido	el	período	de	gracia,	de	acuerdo	con	lo	establecido	en
la	presente	decisión.
Asimismo,	 será	 causal	 de	 caducidad	 la	 falta	 de	 pago	 de	 las	 tasas,	 en	 los
términos	que	determine	la	legislación	nacional	del	país	miembro.
Título	VII:	De	los	lemas	comerciales
Artículo	 175.—Los	 países	 miembros	 podrán	 registrar	 como	 marca	 los
lemas	 comerciales,	 de	 conformidad	 con	 sus	 respectivas	 legislaciones
nacionales.
Se	entiende	por	lema	comercial	la	palabra,	frase	o	leyenda	utilizada	como
complemento	de	una	marca.
Artículo	 176.—La	 solicitud	 de	 registro	 de	 un	 lema	 comercial	 deberá
especificar	la	marca	solicitada	o	registrada	con	la	cual	se	usará.
Artículo	 177.—No	 podrán	 registrarse	 lemas	 comerciales	 que	 contengan
alusiones	 a	 productos	 o	 marcas	 similares	 o	 expresiones	 que	 puedan
perjudicar	a	dichos	productos	o	marcas.
Artículo	 178.—Un	 lema	 comercial	 deberá	 ser	 transferido	 conjuntamente
con	el	 signo	marcario	al	 cual	 se	 asocia	y	 su	vigencia	 estará	 sujeta	 a	 la	del
signo.
Artículo	 179.—Serán	 aplicables	 a	 este	 título,	 en	 lo	 pertinente,	 las
disposiciones	relativas	al	Título	de	Marcas	de	la	presente	decisión.
Título	VIII:	De	las	marcas	colectivas
Artículo	180.—Se	entenderá	por	marca	colectiva	todo	signo	que	sirva	para
distinguir	 el	 origen	 o	 cualquier	 otra	 característica	 común	 de	 productos	 o
servicios	 pertenecientes	 a	 empresas	 diferentes	 y	 que	 lo	 utilicen	 bajo	 el
control	de	un	titular.
Artículo	 181.—Las	 asociaciones	 de	 productores,	 fabricantes,	 prestadores
de	servicios,	organizaciones	o	grupos	de	personas,	legalmente	establecidos,
podrán	solicitar	el	registro	de	marca	colectiva	para	distinguir	en	el	mercado
los	productos	o	servicios	de	sus	integrantes.
Artículo	182.—La	solicitud	de	registro	deberá	 indicar	que	se	trata	de	una
marca	colectiva	e	ir	acompañada	de:
a)	 Copia	 de	 los	 estatutos	 de	 la	 asociación,	 organización	 o	 grupo	 de
personas	que	solicite	el	registro	de	la	marca	colectiva;
b)	La	lista	de	integrantes;	y,
c)	La	indicación	de	las	condiciones	y	la	forma	cómo	la	marca	colectiva	debe
utilizarse	en	los	productos	o	servicios.
Una	vez	obtenido	el	registro	de	marca	colectiva,	la	asociación,	organización
o	 grupo	 de	 personas	 deberá	 informar	 a	 la	 oficina	 nacional	 competente
cualquier	cambio	que	se	produzca	en	cualquiera	de	 los	documentos	a	que
hace	referencia	el	presente	artículo.
Artículo	 183.—La	 marca	 colectiva	 podrá	 ser	 transferida	 o	 licenciada	 de
conformidad	 con	 lo	 previsto	 en	 las	 normas	 internas	 de	 la	 asociación,
organización	o	grupo	de	personas.
Las	transferencias	y	licencias	deberán	ser	inscritas	ante	la	oficina	nacional
competente	para	que	surtan	efectos	frente	a	terceros.
Artículo	 184.—Serán	 aplicables	 a	 este	 título,	 en	 lo	 pertinente,	 las
disposiciones	relativas	al	Título	de	Marcas	de	la	presente	decisión.
Título	IX:	De	las	marcas	de	certificación
Artículo	185.—Se	entenderá	por	marca	de	certificación	un	signo	destinado
a	 ser	 aplicado	 a	 productos	 o	 servicios	 cuya	 calidad	u	 otras	 características
han	sido	certificadas	por	el	titular	de	la	marca.
Artículo	186.—Podrá	ser	titular	de	una	marca	de	certificación	una	empresa
o	institución,	de	derecho	privado	o	público	o	un	organismo	estatal,	regional
o	internacional.
Artículo	 187.—Con	 la	 solicitud	 de	 registro	 de	 una	marca	 de	 certificación
deberá	 acompañarse	 el	 reglamento	 de	 uso	 de	 la	 marca	 que	 indique	 los
productos	o	servicios	que	podrán	ser	objeto	de	certificación	por	su	titular;
defina	 las	 características	 garantizadas	 por	 la	 presencia	 de	 la	 marca;	 y
describa	 la	 manera	 en	 que	 se	 ejercerá	 el	 control	 de	 tales	 características
antes	y	después	de	autorizarse	el	uso	de	la	marca.
El	reglamento	de	uso	se	inscribirá	junto	con	la	marca.
Toda	modificación	de	las	reglas	de	uso	de	la	marca	de	certificación	deberá
ser	 puesta	 en	 conocimiento	 de	 la	 oficina	 nacional	 competente.	 La
modificación	de	las	reglas	de	uso	surtirá	efectos	frente	a	terceros	a	partir	de
su	inscripción	en	el	registro	correspondiente.
Artículo	188.—El	titular	de	una	marca	de	certificación	podrá	autorizar	su
uso	 a	 cualquier	 persona	 cuyo	 producto	 o	 servicio	 cumpla	 las	 condiciones
establecidas	en	el	reglamento	de	uso	de	la	marca.
La	 marca	 de	 certificación	 no	 podrá	 usarse	 en	 relación	 con	 productos	 o
servicios	producidos,	prestados	o	comercializados	por	el	propio	titular	de	la
marca.
Artículo	 189.—Serán	 aplicables	 a	 este	 título,	 en	 lo	 pertinente,	 las
disposiciones	relativas	al	Título	de	Marcas	de	la	presente	decisión.
Título	X:	Del	nombre	comercial
Artículo	 190.—Se	 entenderá	 por	 nombre	 comercial	 cualquier	 signo	 que
identifique	 a	 una	 actividad	 económica,	 a	 una	 empresa,	 o	 a	 un
establecimiento	mercantil.
Una	empresa	o	establecimiento	podrá	tener	más	de	un	nombre	comercial.
Puede	constituir	nombre	comercial	de	una	empresa	o	establecimiento,	entre
otros,	su	denominación	social,	razón	social	u	otra	designación	inscrita	en	un
registro	de	personas	o	sociedades	mercantiles.
Los	 nombres	 comerciales	 son	 independientes	 de	 las	 denominaciones	 o
razones	sociales	de	las	personas	jurídicas,	pudiendo	ambas	coexistir.
Artículo	 191.—El	 derecho	 exclusivo	 sobre	 un	 nombre	 comercial	 se
adquiere	por	su	primer	uso	en	el	comercio	y	termina	cuando	cesa	el	uso	del
nombre	o	cesan	las	actividades	de	la	empresa	o	del	establecimiento	que	lo
usa.
Artículo	 192.—El	 titular	 de	 un	 nombre	 comercial	 podrá	 impedir	 a
cualquier	tercero	usar	en	el	comercio	un	signo	distintivo	idéntico	o	similar,
cuando	 ello	 pudiere	 causar	 confusión	 o	 un	 riesgo	 de	 asociación	 con	 la
empresa	del	titular	o	con	sus	productos	o	servicios.	En	el	caso	de	nombres
comerciales	notoriamente	conocidos,	cuando	asimismo	pudiera	causarle	un
daño	 económico	 o	 comercial	 injusto,	 o	 implicara	 un	 aprovechamiento
injusto	del	prestigio	del	nombre	o	de	la	empresa	del	titular.
Será	aplicable	al	nombre	comercial	 lo	dispuesto	en	los	artículos	155,	156,
157	y	158	en	cuanto	corresponda.
Artículo	193.—Conforme	a	la	legislación	interna	de	cada	país	miembro,	el
titular	 de	 un	 nombre	 comercial	 podrá	 registrarlo	 o	 depositarlo	 ante	 la
oficina	 nacional	 competente.	 El	 registro	 o	 depósito	 tendrá	 carácter
declarativo.	 El	 derecho	 a	 su	 uso	 exclusivo	 solamente	 se	 adquirirá	 en	 los
términos	previstos	en	el	artículo	191.
Artículo	194.—No	podrá	registrarse	como	nombre	comercial	un	signo	que
esté	comprendido	en	alguno	de	los	casos	siguientes:
a)	Cuando	consista,	total	o	parcialmente,	en	un	signo	contrario	a	la	moral	o
al	orden	público;
b)	 Cuando	 su	 uso	 sea	 susceptible	 de	 causar	 confusión	 en	 los	 medios
comerciales	o	en	el	público	sobre	la	identidad,	la	naturaleza,	las	actividades,
el	giro	comercial	o	cualquier	otro	aspecto	de	la	empresa	o	establecimiento
designado	con	ese	nombre;
c)	 Cuando	 su	 uso	 sea	 susceptible	 de	 causar	 confusión	 en	 los	 medios
comerciales	 o	 en	 el	 público	 sobre	 la	 procedencia	 empresarial,	 el	 origen	 u
otras	características	de	los	productos	o	servicios	que	la	empresa	produzca	o
comercialice;	o,
d)	Cuando	exista	una	solicitud	o	registro	de	nombre	comercial	anterior.
Artículo	 195.—Para	 efectos	 del	 registro,	 la	 oficina	 nacional	 competente
examinará	 si	 el	 nombre	 comercial	 contraviene	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo
anterior.	Los	países	miembros	podrán	exigir	 la	prueba	de	uso,	conforme	a
sus	normas	nacionales.
Podrá	 ser	 aplicable	 al	 registro	 del	 nombre	 comercial	 la	 clasificación	 de
productos	y	servicios	utilizadas	para	las	marcas.
Artículo	196.—En	caso	de	registro	del	nombre	comercial,	éste	tendrá	una
duración	de	diez	años	contados	a	partir	de	la	fecha	de	su	registro	o	depósito,
renovables	por	períodos	iguales.
Artículo	 197.—El	 titular	 de	 un	 registro	 de	 nombre	 comercial	 podrá
renunciar	 a	 sus	 derechos	 sobre	 el	 registro.	 La	 renuncia	 al	 registro	 del
nombre	comercial	 surtirá	efectos	a	partir	de	 su	 inscripción	ante	 la	oficina
nacional	competente.
Artículo	198.—La	renovación	del	registro	de	un	nombre	comercial	deberá
solicitarse	 ante	 la	 oficina	 nacional	 competente,	 dentro	 de	 los	 seis	 meses
anteriores	 a	 la	 fecha	 de	 su	 expiración.	 No	 obstante,	 el	 titular	 del	 nombre
comercial	gozará	de	un	plazo	de	gracia	de	seis	meses,	contados	a	partir	de	la
fecha	 de	 vencimiento	 del	 registro	 para	 solicitar	 su	 renovación,
acompañando	 los	 comprobantes	 de	 pago	 de	 las	 tasas	 establecidas	 en	 las
normas	internas	de	los	países	miembros,	pagando	conjuntamente	el	recargo
establecido,	de	ser	el	caso.	Durante	el	plazo	referido,	el	registro	del	nombre
comercial	mantendrá	su	plena	vigencia.
A	 efectos	 de	 la	 renovación	 las	 oficinas	 nacionales	 competentes	 podrán
exigir	 prueba	 de	 uso	 del	 nombre	 comercial	 conforme	 a	 sus	 normas
nacionales.	En	todo	caso	el	registro	se	efectuará	en	los	mismos	términos	del
registro	original
Artículo	 199.—La	 transferencia	 de	 un	 nombre	 comercial	 registrado	 o
depositado	se	inscribirá	ante	la	oficina	nacional	competente	de	acuerdo	con
el	 procedimiento	 aplicable	 a	 la	 transferencia	 de	 marcas,	 en	 cuanto
corresponda,	 y	 devengará	 la	 misma	 tasa.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 la
transferencia	 del	 nombre	 comercial	 sólo	 podrá	 efectuarse	 conjuntamente
con	la	de	la	empresa	o	establecimiento	con	el	cual	se	venía	usando.
El	 nombre	 comercial	 podrá	 ser	 objeto	 de	 licencia.	 Cuando	 lo	 prevean	 las
normas	 nacionales,	 dicha	 licencia	 podrá	 ser	 registrada	 ante	 la	 oficina
nacional	competente.
Título	XI:	De	los	rótulos	o	enseñas
Artículo	200.—La	protección	y	depósito	de	los	rótulos	o	enseñas	se	regirá
por	las	disposiciones	relativas	al	nombre	comercial,	conforme	a	las	normas
nacionales	de	cada	país	miembro.
Título	XII:	De	las	indicaciones	geográficas
Capítulo	I:	De	las	denominaciones	de	origen
Artículo	201.—Se	 entenderá	por	denominación	de	origen,	 una	 indicación
geográfica	constituida	por	 la	denominación	de	un	país,	de	una	región	o	de
un	lugar	determinado,	o	constituida	por	una	denominación	que	sin	ser	la	de
un	país,	una	región	o	un	lugar	determinado	se	refiere	a	una	zona	geográfica
determinada,	utilizada	para	designar	un	producto	originario	de	ellos	y	cuya
calidad,	 reputación	 u	 otras	 características	 se	 deban	 exclusiva	 o
esencialmente	 al	 medio	 geográfico	 en	 el	 cual	 se	 produce,	 incluidos	 los
factores	naturales	y	humanos.
Artículo	202.—No	podrán	ser	declaradas	como	denominaciones	de	origen,
aquellas	que:
a)	No	se	ajusten	a	la	definición	contenida	en	el	artículo	201;
b)	 Sean	 indicaciones	 comunes	 o	 genéricas	 para	 distinguir	 el	 producto	de
que	se	trate,	entendiéndose	por	ello	 las	consideradas	como	tales	tanto	por
los	conocedores	de	la	materia	como	por	el	público	en	general;
c)	Sean	contrarias	a	las	buenas	costumbres	o	al	orden	público;	o,
d)	 Puedan	 inducir	 a	 error	 al	 público	 sobre	 la	 procedencia	 geográfica,	 la
naturaleza,	 el	 modo	 de	 fabricación,	 o	 la	 calidad,	 reputación	 u	 otras
características	de	los	respectivos	productos.	(-1)
Artículo	 203.—La	 declaración	 de	 protección	 de	 una	 denominación	 de
origen	se	hará	de	oficio	o	a	petición	de	quienes	demuestren	tener	legítimo
interés,	 entendiéndose	 por	 tales,	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que
directamente	 se	 dediquen	 a	 la	 extracción,	 producción	 o	 elaboración	 del
producto	o	los	productos	que	se	pretendan	amparar	con	la	denominación	de
origen,	así	como	las	asociaciones	de	productores.	Las	autoridades	estatales,
departamentales,	 provinciales	 o	 municipales	 también	 se	 considerarán
interesadas,	 cuando	 se	 trate	 de	 denominaciones	 de	 origen	 de	 sus
respectivas	circunscripciones.
Artículo	 204.—La	 solicitud	 de	 declaración	 de	 protección	 de	 una
denominación	 de	 origen	 se	 hará	 por	 escrito	 ante	 la	 oficina	 nacional
competente,	debiendo	indicar:
a)	Nombre,	 domicilio,	 residencia	 y	 nacionalidad	del	 o	 los	 solicitantes,	 así
como	la	demostración	de	su	legítimo	interés;
b)	La	denominación	de	origen	objeto	de	la	declaración;
c)	La	 zona	geográfica	delimitada	de	producción,	 extracción	o	elaboración
del	producto	que	se	designa	con	la	denominación	de	origen;
d)	Los	productos	designados	por	la	denominación	de	origen;	y,
e)	Una	reseña	de	las	calidades,	reputación	u	otras	características	esenciales
de	los	productos	designados	por	la	denominación	de	origen.
Artículo	 205.—Admitida	 la	 solicitud,	 la	 oficina	 nacional	 competente
analizará,	dentro	de	los	treinta	días	siguientes,	si	cumple	con	los	requisitos
previstos	 en	 el	 presente	 título	 y	 los	 establecidos	 por	 las	 legislaciones
internas	 de	 los	 países	 miembros,	 siguiendo	 posteriormente	 el
procedimiento	 relativo	 al	 examen	 de	 forma	 de	 la	 marca,	 en	 lo	 que	 fuera
pertinente.
Artículo	 206.—La	 vigencia	 de	 la	 declaración	 de	 protección	 de	 una
denominación	 de	 origen,	 estará	 determinada	 por	 la	 subsistencia	 de	 las
condiciones	 que	 la	 motivaron,	 a	 juicio	 de	 la	 oficina	 nacional	 competente.
Dicha	oficina	podrá	declarar	el	 término	de	su	vigencia	si	 tales	condiciones
no	 se	 mantuvieran.	 No	 obstante,	 los	 interesados	 podrán	 solicitarla
nuevamente	cuando	consideren	que	se	han	restituido	las	condiciones	para
su	protección,	sin	perjuicio	de	los	recursos	administrativos	previstos	en	las
legislaciones	internas	de	los	países	miembros.
La	 declaración	 de	 protección	 de	 la	 denominación	 de	 origen	 podrá	 ser
modificada	en	cualquier	tiempo	cuando	cambie	cualquiera	de	los	elementos
referidos	 en	 el	 artículo	 204.	 La	modificación	 se	 sujetará	 al	 procedimiento
previsto	para	la	declaración	de	protección,	en	cuanto	corresponda.
Artículo	 207.—La	 autorización	 de	 uso	 de	 una	 denominación	 de	 origen
protegida	deberá	ser	solicitada	por	las	personas	que:
a)	Directamente	se	dediquen	a	 la	extracción,	producción	o	elaboración	de
los	productos	distinguidos	por	la	denominación	de	origen;
b)	Realicen	dicha	actividad	dentro	de	la	zona	geográfica	delimitada	según
la	declaración	de	protección;	y,
c)	 Cumplan	 con	 otros	 requisitos	 establecidos	 por	 las	 oficinas	 nacionales
competentes.
Artículo	 208.—La	 oficina	 nacional	 competente	 podrá	 otorgar	 las
autorizaciones	 de	 uso	 correspondientes.	 La	 autorización	 de	 uso	 también
podrá	ser	concedida	por	las	entidades	públicas	o	privadas	que	representen
a	los	beneficiarios	de	las	denominaciones	de	origen,	si	así	lo	establecen	las
normas	nacionales.
Artículo	209.—Cuando	la	autorización	de	uso	sea	competencia	de	la	oficina
nacional	competente,	ella	será	otorgada	o	denegada	en	un	lapso	de	quince
días	contados	a	partir	de	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud.
Artículo	 210.—La	 autorización	 de	 uso	 de	 una	 denominación	 de	 origen
protegida	 tendrá	 una	 duración	 de	 diez	 años,	 pudiendo	 ser	 renovada	 por
períodos	 iguales,	de	conformidad	con	el	procedimiento	para	 la	renovación
de	marcas	establecido	en	la	presente	decisión.
Artículo	 211.—La	 autorización	 de	 uso	 de	 una	 denominación	 de	 origen
protegida,	 caducará	 si	 no	 se	 solicita	 su	 renovación	 dentro	 de	 los	 plazos
previstos	para	la	renovación	de	marcas	de	la	presente	decisión.
De	la	misma	forma,	será	motivo	de	caducidad	la	falta	de	pago	de	las	tasas,
en	los	términos	que	acuerde	la	legislación	nacional	de	cada	país	miembro.
Artículo	212.—La	utilización	de	denominaciones	de	origen	con	relación	a
los	 productos	 naturales,	 agrícolas,	 artesanales	 o	 industriales	 provenientes
de	 los	 países	 miembros,	 queda	 reservada	 exclusivamente	 para	 los
productores,	 fabricantes	 y	 artesanos	 que	 tengan	 sus	 establecimientos	 de
producción	 o	 de	 fabricación	 en	 la	 localidad	 o	 región	 del	 país	 miembro
designada	o	evocada	por	dicha	denominación.
Solamente	los	productores,	fabricantes	o	artesanos	autorizados	a	usar	una
denominación	 de	 origen	 registrada	 podrán	 emplear	 junto	 con	 ella	 la
expresión	“denominación	de	origen”.
Son	aplicables	a	las	denominaciones	de	origen	protegidas	las	disposiciones
de	los	artículos	155,	156,	157	y	158,	en	cuanto	corresponda.
Artículo	 213.—Las	 entidades	 públicas	 o	 privadas	 que	 representen	 a	 los
beneficiarios	 de	 las	 denominaciones	 de	 origen,	 o	 aquellas	 designadas	 al
efecto,	dispondrán	los	mecanismos	que	permitan	un	control	efectivo	del	uso
de	las	denominaciones	de	origen	protegidas.
Artículo	214.—La	protección	de	las	denominaciones	de	origen	se	inicia	con
la	declaración	que	al	efecto	emita	la	oficina	nacional	competente.
El	uso	de	las	mismas	por	personas	no	autorizadas	que	cree	confusión,	será
considerado	 una	 infracción	 al	 derecho	 de	 propiedad	 industrial,	 objeto	 de
sanción,	 incluyendo	los	casos	en	que	vengan	acompañadas	de	indicaciones
tales	como	género,	tipo,	imitación	y	otras	similares	que	creen	confusión	en
el	consumidor.
Artículo	 215.—Los	 países	 miembros	 prohibirán	 la	 utilización	 de	 una
denominación	de	origen	que	 identifique	vinos	o	bebidas	espirituosas	para
productos	de	ese	género	que	no	sean	originarios	del	lugar	designado	por	la
denominación	de	origen	en	cuestión,	incluso	cuando	se	indique	el	verdadero
origen	 del	 producto	 o	 se	 utilice	 la	 indicación	 geográfica	 traducida	 o
acompañada	de	expresiones	tales	como	“clase”,	“tipo”,	“estilo”,	“imitación”	u
otras	análogas.
Los	países	miembros	no	podrán	impedir	el	uso	continuado	y	similar	de	una
denominación	 de	 origen	 de	 otro	 país,	 que	 identifique	 vinos	 o	 bebidas
espirituosas	 con	 relación	 a	 productos	 o	 servicios,	 por	 alguno	 de	 sus
nacionales	 que	 hayan	 utilizado	 esa	 denominación	 de	 origen	 de	 manera
continua	 para	 esos	 mismos	 productos	 o	 servicios,	 u	 otros	 afines,	 en	 el
territorio	 del	 respectivo	 país	 miembro	 durante	 diez	 años	 como	 mínimo
antes	del	15	de	abril	de	1994,	o	de	buena	fe,	antes	de	esa	fecha.
Artículo	216.—La	autoridad	nacional	competente	podrá	declarar,	de	oficio
o	 a	 petición	 de	 parte,	 la	 nulidad	 de	 la	 autorización	 de	 uso	 de	 una
denominación	de	origen	protegida,	 si	 fue	 concedida	en	 contravención	a	 la
presente	 decisión.	 Serán	 de	 aplicación,	 en	 lo	 que	 fuere	 pertinente,	 las
normas	sobre	nulidad	de	registro	de	marcas	de	la	presente	decisión.
Artículo	 217.—De	 oficio	 o	 a	 solicitud	 de	 parte,	 la	 oficina	 nacional
competente,	 cancelará	 la	autorización	de	uso,	 cuando	se	demuestre	que	 la
misma	 se	 utiliza	 en	 el	 comercio	 de	 una	manera	 que	 no	 corresponde	 a	 lo
indicado	en	la	declaración	de	protección	respectiva.	Serán	de	aplicación,	en
lo	que	fuere	pertinente,	las	normas	sobre	cancelación	de	registro	de	marcas
de	la	presente	decisión.
Artículo	218.—Las	oficinas	nacionales	 competentes	podrán	 reconocer	 las
denominaciones	 de	 origen	 protegidas	 en	 otro	 país	 miembro,	 cuando	 la
solicitud	 la	 formulen	sus	productores,	 extractores,	 fabricantes	o	artesanos
que	tengan	legítimo	interés	o	las	autoridades	públicas	de	los	mismos.
Para	solicitar	dicha	protección,	las	denominaciones	de	origen	deben	haber
sido	declaradas	como	tales	en	sus	países	de	origen.
Artículo	 219.—Tratándose	 de	 denominaciones	 de	 origen	 o	 indicaciones
geográficas	 protegidas	 en	 terceros	 países,	 las	 oficinas	 nacionales
competentes	podrán	reconocer	la	protección,	siempre	que	ello	esté	previsto
en	algún	convenio	del	 cual	el	país	miembro	sea	parte.	Para	 solicitar	dicha
protección,	 las	 denominaciones	 de	 origen	 deben	 haber	 sido	 declaradas
como	tales	en	sus	países	de	origen.
Artículo	 220.—Las	 denominaciones	 de	 origen	 protegidas	 conforme	 a	 lo
previsto	 en	 la	 presente	 decisión,	 no	 serán	 consideradas	 comunes	 o
genéricas	para	distinguir	el	producto	que	designan,	mientras	subsista	dicha
protección	en	el	país	de	origen.
Capítulo	II:	De	las	indicaciones	de	procedencia
Artículo	 221.—Se	 entenderá	 por	 indicación	 de	 procedencia	 un	 nombre,
expresión,	imagen	o	signo	que	designe	o	evoque	un	país,	región,	localidad	o
lugar	determinado.
Artículo	 222.—Una	 indicación	 de	 procedencia	 no	 podrá	 usarse	 en	 el
comercio	 en	 relación	 con	 un	 producto	 o	 un	 servicio,	 cuando	 fuese	 falsa	 o
engañosa	 con	 respecto	 a	 su	 origen	 o	 cuando	 su	 uso	 pudiera	 inducir	 al
público	a	confusión	con	respecto	al	origen,	procedencia,	calidad	o	cualquier
otra	característica	del	producto	o	servicio.
A	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	párrafo	anterior,	también	constituye	uso	de
una	indicación	geográfica	en	el	comercio	el	que	se	hiciera	en	la	publicidad	y
en	 cualquier	 documentación	 comercial	 relativa	 a	 la	 venta,	 exposición	 u
oferta	de	productos	o	servicios.
Artículo	223.—Toda	persona	podrá	indicar	su	nombre	o	su	domicilio	sobre
los	 productos	 que	 comercialice,	 aún	 cuando	 éstos	 provinieran	 de	 un	 país
diferente,	siempre	que	se	presente	acompañado	de	la	indicación	precisa,	en
caracteres	suficientemente	destacados,	del	país	o	lugar	de	fabricación	o	de
producción	 de	 los	 productos	 o	 de	 otra	 indicación	 suficiente	 para	 evitar
cualquier	error	sobre	el	verdadero	origen	de	los	mismos.
Título	XIII:	De	los	signos	distintivos	notoriamente	conocidos
Artículo	224.—Se	entiende	por	 signo	distintivo	notoriamente	 conocido	el
que	 fuese	 reconocido	 como	 tal	 en	 cualquier	 país	 miembro	 por	 el	 sector
pertinente,	 independientemente	 de	 la	 manera	 o	 el	 medio	 por	 el	 cual	 se
hubiese	hecho	conocido.
Artículo	 225.—Un	 signo	distintivo	notoriamente	 conocido	 será	 protegido
contra	su	uso	y	registro	no	autorizado	conforme	a	este	título,	sin	perjuicio
de	 las	demás	disposiciones	de	esta	decisión	que	 fuesen	aplicables	y	de	 las
normas	para	la	protección	contra	la	competencia	desleal	del	país	miembro.
Artículo	 226.—Constituirá	 uso	 no	 autorizado	 del	 signo	 distintivo
notoriamente	 conocido	 el	 uso	 del	 mismo	 en	 su	 totalidad	 o	 en	 una	 parte
esencial,	 o	 una	 reproducción,	 imitación,	 traducción	 o	 transliteración	 del
signo,	 susceptibles	 de	 crear	 confusión,	 en	 relación	 con	 establecimientos,
actividades,	productos	o	servicios	idénticos	o	similares	a	los	que	se	aplique.
También	 constituirá	 uso	 no	 autorizado	 del	 signo	 distintivo	 notoriamente
conocido	el	uso	del	mismo	en	su	totalidad	o	en	una	parte	esencial,	o	de	una
reproducción,	imitación,	traducción	o	transliteración	del	signo,	aun	respecto
de	establecimientos,	actividades,	productos	o	servicios	diferentes	a	los	que
se	aplica	el	signo	notoriamente	conocido,	o	para	fines	no	comerciales,	si	tal
uso	pudiese	causar	alguno	de	los	efectos	siguientes:
a)	Riesgo	de	 confusión	o	de	 asociación	 con	el	 titular	del	 signo,	 o	 con	 sus
establecimientos,	actividades,	productos	o	servicios;
b)	Daño	económico	o	comercial	injusto	al	titular	del	signo	por	razón	de	una
dilución	de	la	fuerza	distintiva	o	del	valor	comercial	o	publicitario	del	signo;
o,
c)	Aprovechamiento	injusto	del	prestigio	o	del	renombre	del	signo.
El	 uso	 podrá	 verificarse	 a	 través	 de	 cualquier	 medio	 de	 comunicación,
incluyendo	los	electrónicos.
Artículo	 227.—Será	 de	 aplicación	 al	 presente	 título	 lo	 establecido	 en	 el
literal	h)	del	artículo	136,	así	como	lo	dispuesto	en	el	artículo	155,	literales
e)	y	f).
Artículo	 228.—Para	 determinar	 la	 notoriedad	 de	 un	 signo	 distintivo,	 se
tomará	en	consideración	entre	otros,	los	siguientes	factores:
a)	El	 grado	de	 su	conocimiento	entre	 los	miembros	del	 sector	pertinente
dentro	de	cualquier	país	miembro;
b)	La	duración,	amplitud	y	extensión	geográfica	de	su	utilización,	dentro	o
fuera	de	cualquier	país	miembro;
c)	La	duración,	amplitud	y	extensión	geográfica	de	su	promoción,	dentro	o
fuera	de	cualquier	país	miembro,	incluyendo	la	publicidad	y	la	presentación
en	 ferias,	 exposiciones	 u	 otros	 eventos	 de	 los	 productos	 o	 servicios,	 del
establecimiento	o	de	la	actividad	a	los	que	se	aplique;
d)	El	valor	de	toda	inversión	efectuada	para	promoverlo,	o	para	promover
el	establecimiento,	actividad,	productos	o	servicios	a	los	que	se	aplique;
e)	 Las	 cifras	 de	 ventas	 y	 de	 ingresos	 de	 la	 empresa	 titular	 en	 lo	 que
respecta	al	signo	cuya	notoriedad	se	alega,	 tanto	en	el	plano	 internacional
como	en	el	del	país	miembro	en	el	que	se	pretende	la	protección;
f)	El	grado	de	distintividad	inherente	o	adquirida	del	signo;
g)	El	valor	contable	del	signo	como	activo	empresarial;
h)	 El	 volumen	 de	 pedidos	 de	 personas	 interesadas	 en	 obtener	 una
franquicia	o	licencia	del	signo	en	determinado	territorio;	o,
i)	 La	 existencia	 de	 actividades	 significativas	 de	 fabricación,	 compras	 o
almacenamiento	por	el	titular	del	signo	en	el	país	miembro	en	que	se	busca
protección;
j)	Los	aspectos	del	comercio	internacional;	o,
k)	La	existencia	y	antigüedad	de	cualquier	registro	o	solicitud	de	registro
del	signo	distintivo	en	el	país	miembro	o	en	el	extranjero.
Artículo	 229.—No	 se	 negará	 la	 calidad	 de	 notorio	 a	 un	 signo	 por	 el	 solo
hecho	que:
a)	No	esté	registrado	o	en	trámite	de	registro	en	el	país	miembro	o	en	el
extranjero;
b)	 No	 haya	 sido	 usado	 o	 no	 se	 esté	 usando	 para	 distinguir	 productos	 o
servicios,	 o	 para	 identificar	 actividades	 o	 establecimientos	 en	 el	 país
miembro;	o,
c)	No	sea	notoriamente	conocido	en	el	extranjero.
Artículo	 230.—Se	 considerarán	 como	 sectores	 pertinentes	 de	 referencia
para	 determinar	 la	 notoriedad	 de	 un	 signo	 distintivo,	 entre	 otros,	 los
siguientes:
a)	Los	consumidores	reales	o	potenciales	del	tipo	de	productos	o	servicios
a	los	que	se	aplique;
b)	 Las	 personas	 que	 participan	 en	 los	 canales	 de	 distribución	 o
comercialización	del	tipo	de	productos	o	servicios	a	los	que	se	aplique;	o,
c)	 Los	 círculos	 empresariales	 que	 actúan	 en	 giros	 relativos	 al	 tipo	 de
establecimiento,	actividad,	productos	o	servicios	a	los	que	se	aplique.
Para	 efectos	 de	 reconocer	 la	 notoriedad	 de	 un	 signo	 bastará	 que	 sea
conocido	 dentro	 de	 cualquiera	 de	 los	 sectores	 referidos	 en	 los	 literales
anteriores.
Artículo	 231.—El	 titular	 de	 un	 signo	 distintivo	 notoriamente	 conocido
tendrá	acción	para	prohibir	su	uso	a	terceros	y	a	ejercer	ante	 la	autoridad
nacional	competente	las	acciones	y	medidas	que	correspondan.	Asimismo	el
titular	podrá	 impedir	a	cualquier	tercero	realizar	con	respecto	al	signo	 los
actos	 indicados	 en	 el	 artículo	 155,	 siendo	 aplicables	 las	 limitaciones
previstas	en	los	artículos	157	y	158.
Artículo	 232.—La	 acción	 contra	 un	 uso	 no	 autorizado	 de	 un	 signo
distintivo	 notoriamente	 conocido	 prescribirá	 a	 los	 cinco	 años	 contados
desde	la	fecha	en	que	el	titular	del	signo	tuvo	conocimiento	de	tal	uso,	salvo
que	 éste	 se	 hubiese	 iniciado	 de	 mala	 fe,	 en	 cuyo	 caso	 no	 prescribirá	 la
acción.	 Esta	 acción	 no	 afectará	 la	 que	 pudiera	 corresponder	 por	 daños	 y
perjuicios	conforme	al	derecho	común.
Artículo	 233.—Cuando	 un	 signo	 distintivo	 notoriamente	 conocido	 se
hubiese	 inscrito	 indebidamente	 en	 el	 país	 miembro	 como	 parte	 de	 un
nombre	de	dominio	o	de	una	dirección	de	correo	electrónico	por	un	tercero
no	 autorizado,	 a	 pedido	 del	 titular	 o	 legítimo	 poseedor	 de	 ese	 signo	 la
autoridad	nacional	competente	ordenará	la	cancelación	o	la	modificación	de
la	 inscripción	 del	 nombre	 de	 dominio	 o	 dirección	 de	 correo	 electrónico,
siempre	 que	 el	 uso	 de	 ese	 nombre	 o	 dirección	 fuese	 susceptible	 de	 tener
alguno	 de	 los	 efectos	 mencionados	 en	 el	 primer	 y	 segundo	 párrafos	 del
artículo	226.
Artículo	234.—Al	 resolver	 sobre	una	acción	relativa	al	uso	no	autorizado
de	 un	 signo	 distintivo	 notoriamente	 conocido,	 la	 autoridad	 nacional
competente	tendrá	en	cuenta	la	buena	o	mala	fe	de	las	partes	en	la	adopción
y	utilización	de	ese	signo.
Artículo	 235.—Sin	 perjuicio	 del	 ejercicio	 de	 las	 causales	 de	 cancelación
previstas	en	los	artículos	165	y	169,	en	caso	que	las	normas	nacionales	así
lo	 dispongan,	 la	 oficina	 nacional	 competente	 cancelará	 el	 registro	 de	 una
marca,	 a	 petición	del	 titular	 legítimo,	 cuando	 ésta	 sea	 idéntica	 o	 similar	 a
una	que	hubiese	sido	notoriamente	conocida,	de	acuerdo	con	la	legislación
vigente,	al	momento	de	solicitarse	el	registro.
Artículo	 236.—Serán	 aplicables	 al	 presente	 título	 las	 disposiciones
contenidas	en	la	presente	decisión,	en	lo	que	fuere	pertinente.
Título	XIV:	De	la	acción	reivindicatoria
Artículo	 237.—Cuando	 una	 patente	 o	 un	 registro	 de	 diseño	 industrial	 se
hubiese	solicitado	u	obtenido	por	quien	no	tenía	derecho	a	obtenerlo,	o	en
perjuicio	 de	 otra	 persona	 que	 también	 tuviese	 tal	 derecho,	 la	 persona
afectada	 podrá	 reivindicarlo	 ante	 la	 autoridad	 nacional	 competente
pidiendo	 que	 le	 sea	 transferida	 la	 solicitud	 en	 trámite	 o	 el	 derecho
concedido,	o	que	se	le	reconozca	como	cosolicitante	o	cotitular	del	derecho.
Cuando	un	registro	de	marca	se	hubiese	solicitado	u	obtenido	en	perjuicio
de	otra	persona	que	también	tuviese	tal	derecho,	la	persona	afectada	podrá
reivindicarlo	 ante	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 pidiendo	 que	 se	 le
reconozca	como	cosolicitante	o	cotitular	del	derecho.
Si	la	legislación	interna	del	país	miembro	lo	permite,	en	la	misma	acción	de
reivindicación	podrá	demandarse	la	indemnización	de	daños	y	perjuicios.
Esta	 acción	 prescribe	 a	 los	 cuatro	 años	 contados	 desde	 la	 fecha	 de
concesión	 del	 derecho	 o	 a	 los	 dos	 años	 contados	 desde	 que	 el	 objeto	 de
protección	hubiera	 comenzado	 a	 explotarse	 o	 usarse	 en	 el	 país	 por	 quien
obtuvo	el	derecho,	aplicándose	el	plazo	que	expire	antes.	No	prescribirá	 la
acción	si	quien	obtuvo	el	derecho	lo	hubiese	solicitado	de	mala	fe.
Título	XV:	De	las	acciones	por	infracción	de	derechos
Capítulo	I:	De	los	derechos	del	titular
Artículo	238.—El	titular	de	un	derecho	protegido	en	virtud	de	esta	decisión
podrá	 entablar	 acción	 ante	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 contra
cualquier	 persona	 que	 infrinja	 su	 derecho.	 También	 podrá	 actuar	 contra
quien	ejecute	actos	que	manifiesten	la	inminencia	de	una	infracción.
Si	la	legislación	interna	del	país	miembro	lo	permite,	la	autoridad	nacional
competente	podrá	iniciar	de	oficio,	las	acciones	por	infracción	previstas	en
dicha	legislación.
En	caso	de	cotitularidad	de	un	derecho,	cualquiera	de	los	cotitulares	podrá
entablar	 la	 acción	 contra	 una	 infracción	 sin,	 que	 sea	 necesario	 el
consentimiento	 de	 los	 demás,	 salvo	 acuerdo	 en	 contrario	 entre	 los
cotitulares.
Artículo	 239.—El	 titular	 de	 una	 patente	 tendrá	 derecho	 a	 ejercer	 acción
judicial	por	daños	y	perjuicios	por	el	uso	no	autorizado	de	la	invención	o	del
modelo	de	utilidad	durante	el	período	comprendido	entre	 la	 fecha	en	que
adquiera	carácter	público	y	pueda	ser	consultada	la	solicitud	respectiva	y	la
fecha	 de	 concesión	 de	 la	 patente.	 El	 resarcimiento	 sólo	 procederá	 con
respecto	 a	 la	materia	 cubierta	 por	 la	 patente	 concedida,	 y	 se	 calculará	 en
función	 de	 la	 explotación	 efectivamente	 realizada	 por	 el	 demandado
durante	el	período	mencionado.
Artículo	 240.—En	 los	 casos	 en	 los	 que	 se	 alegue	 una	 infracción	 a	 una
patente	 cuyo	 objeto	 sea	 un	 procedimiento	 para	 obtener	 un	 producto,
corresponderá	al	demandado	en	cuestión	probar	que	el	procedimiento	que
ha	 empleado	 para	 obtener	 el	 producto	 es	 diferente	 del	 procedimiento
protegido	 por	 la	 patente	 cuya	 infracción	 se	 alegue.	 A	 estos	 efectos	 se
presume,	salvo	prueba	en	contrario,	que	todo	producto	idéntico	producido
sin	el	consentimiento	del	titular	de	la	patente,	ha	sido	obtenido	mediante	el
procedimiento	patentado,	si:
a)	El	producto	obtenido	con	el	procedimiento	patentado	es	nuevo;	o
b)	Existe	una	posibilidad	sustancial	de	que	el	producto	idéntico	haya	sido
fabricado	mediante	 el	 procedimiento	 y	 el	 titular	 de	 la	 patente	 de	 éste	 no
puede	 establecer	 mediante	 esfuerzos	 razonables	 cuál	 ha	 sido	 el
procedimiento	efectivamente	utilizado.
En	 la	 presentación	 de	 pruebas	 en	 contrario,	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 los
intereses	legítimos	del	demandado	o	denunciado	en	cuanto	a	la	protección
de	sus	secretos	empresariales.
Artículo	241.—El	demandante	o	denunciante	podrá	solicitar	a	la	autoridad
nacional	 competente	 que	 se	 ordenen,	 entre	 otras,	 una	 o	 más	 de	 las
siguientes	medidas:
a)	El	cese	de	los	actos	que	constituyen	la	infracción;
b)	La	indemnización	de	daños	y	perjuicios;
c)	El	retiro	de	los	circuitos	comerciales	de	los	productos	resultantes	de	la
infracción,	incluyendo	los	envases,	embalajes,	etiquetas,	material	impreso	o
de	 publicidad	 u	 otros	 materiales,	 así	 como	 los	 materiales	 y	 medios	 que
sirvieran	predominantemente	para	cometer	la	infracción;
d)	La	prohibición	de	 la	 importación	o	de	 la	exportación	de	 los	productos,
materiales	o	medios	referidos	en	el	literal	anterior;
e)	 La	 adjudicación	 en	 propiedad	 de	 los	 productos,	 materiales	 o	 medios
referidos	en	el	 literal	c),	en	cuyo	caso	el	valor	de	los	bienes	se	imputará	al
importe	de	la	indemnización	de	daños	y	perjuicios;
f)	La	adopción	de	 las	medidas	necesarias	para	evitar	 la	 continuación	o	 la
repetición	 de	 la	 infracción,	 incluyendo	 la	 destrucción	 de	 los	 productos,
materiales	o	medios	referidos	en	el	literal	c)	o	el	cierre	temporal	o	definitivo
del	establecimiento	del	demandado	o	denunciado;	o,
g)	 La	 publicación	 de	 la	 sentencia	 condenatoria	 y	 su	 notificación	 a	 las
personas	interesadas,	a	costa	del	infractor.
Tratándose	 de	 productos	 que	 ostenten	 una	 marca	 falsa,	 la	 supresión	 o
remoción	 de	 la	 marca	 deberá	 acompañarse	 de	 acciones	 encaminadas	 a
impedir	que	se	introduzcan	esos	productos	en	el	comercio.	Asimismo,	no	se
permitirá	que	esos	productos	sean	reexportados	en	el	mismo	estado,	ni	que
sean	sometidos	a	un	procedimiento	aduanero	diferente.
Quedarán	exceptuados	los	casos	debidamente	calificados	por	la	autoridad
nacional	 competente,	 o	 los	 que	 cuenten	 con	 la	 autorización	 expresa	 del
titular	de	la	marca.
Artículo	 242.—Los	 países	 miembros	 podrán	 disponer	 que,	 salvo	 que
resulte	desproporcionado	con	la	gravedad	de	la	 infracción,	 las	autoridades
judiciales	 puedan	 ordenar	 al	 infractor	 que	 informe	 al	 titular	 del	 derecho
sobre	la	identidad	de	los	terceros	que	hayan	participado	en	la	producción	y
distribución	 de	 los	 bienes	 o	 servicios	 infractores,	 y	 sobre	 sus	 circuitos	 de
distribución.
Artículo	 243.—Para	 efectos	 de	 calcular	 la	 indemnización	 de	 daños	 y
perjuicios	se	tomará	en	cuenta,	entre	otros,	los	criterios	siguientes:
a)	El	daño	emergente	y	el	 lucro	cesante	sufrido	por	el	 titular	del	derecho
como	consecuencia	de	la	infracción;
b)	El	monto	de	los	beneficios	obtenidos	por	el	infractor	como	resultado	de
los	actos	de	infracción;	o,
c)	 El	 precio	 que	 el	 infractor	 habría	 pagado	 por	 concepto	 de	 una	 licencia
contractual,	teniendo	en	cuenta	el	valor	comercial	del	derecho	infringido	y
las	licencias	contractuales	que	ya	se	hubieran	concedido.
Artículo	244.—La	acción	por	infracción	prescribirá	a	los	dos	años	contados
desde	la	fecha	en	que	el	titular	tuvo	conocimiento	de	la	infracción	o	en	todo
caso,	 a	 los	 cinco	 años	 contados	 desde	 que	 se	 cometió	 la	 infracción	 por
última	vez.
Capítulo	II:	De	las	medidas	cautelares
Artículo	245.—Quien	inicie	o	vaya	a	iniciar	una	acción	por	infracción	podrá
pedir	 a	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 que	 ordene	medidas	 cautelares
inmediatas	con	el	objeto	de	impedir	la	comisión	de	la	infracción,	evitar	sus
consecuencias,	obtener	o	conservar	pruebas,	o	asegurar	la	efectividad	de	la
acción	o	el	resarcimiento	de	los	daños	y	perjuicios.
Las	 medidas	 cautelares	 podrán	 pedirse	 antes	 de	 iniciar	 la	 acción,
conjuntamente	con	ella	o	con	posterioridad	a	su	inicio.
Artículo	 246.—Podrán	 ordenarse,	 entre	 otras,	 las	 siguientes	 medidas
cautelares:
a)	El	cese	inmediato	de	los	actos	que	constituyan	la	presunta	infracción;
b)	El	retiro	de	los	circuitos	comerciales	de	los	productos	resultantes	de	la
presunta	 infracción,	 incluyendo	 los	envases,	 embalajes,	 etiquetas,	material
impreso	 o	 de	 publicidad	 u	 otros	 materiales,	 así	 como	 los	 materiales	 y
medios	que	sirvieran	predominantemente	para	cometer	la	infracción;
c)	La	 suspensión	de	 la	 importación	o	de	 la	 exportación	de	 los	productos,
materiales	o	medios	referidos	en	el	literal	anterior;
d)	La	constitución	por	el	presunto	infractor	de	una	garantía	suficiente;	y,
e)	 El	 cierre	 temporal	 del	 establecimiento	 del	 demandado	 o	 denunciado
cuando	 fuese	 necesario	 para	 evitar	 la	 continuación	 o	 repetición	 de	 la
presunta	infracción.
Si	 la	 norma	 nacional	 del	 país	miembro	 lo	 permite,	 la	 autoridad	 nacional
competente	podrá	ordenar	de	oficio,	la	aplicación	de	medidas	cautelares.
Artículo	247.—Una	medida	cautelar	sólo	se	ordenará	cuando	quien	la	pida
acredite	su	 legitimación	para	actuar,	 la	existencia	del	derecho	 infringido	y
presente	pruebas	que	permitan	presumir	razonablemente	la	comisión	de	la
infracción	 o	 su	 inminencia.	 La	 autoridad	 nacional	 competente	 podrá
requerir	 que	 quien	 pida	 la	medida	 otorgue	 caución	 o	 garantía	 suficientes
antes	de	ordenarla.
Quien	 pida	 una	 medida	 cautelar	 respecto	 de	 productos	 determinados
deberá	 suministrar	 las	 informaciones	 necesarias	 y	 una	 descripción
suficientemente	detallada	y	precisa	para	que	los	productos	presuntamente
infractores	puedan	ser	identificados.
Artículo	 248.—Cuando	 se	 hubiera	 ejecutado	 una	 medida	 cautelar	 sin
intervención	 de	 la	 otra	 parte,	 ella	 se	 notificará	 a	 la	 parte	 afectada
inmediatamente	después	de	 la	 ejecución.	La	parte	afectada	podrá	 recurrir
ante	la	autoridad	nacional	competente	para	que	revise	la	medida	ejecutada.
Salvo	 norma	 interna	 en	 contrario,	 toda	 medida	 cautelar	 ejecutada	 sin
intervención	 de	 la	 otra	 parte	 quedará	 sin	 efecto	 de	 pleno	 derecho	 si	 la
acción	 de	 infracción	 no	 se	 iniciara	 dentro	 de	 los	 diez	 días	 siguientes
contados	desde	la	ejecución	de	la	medida.
La	autoridad	nacional	competente	podrá	modificar,	revocar	o	confirmar	la
medida	cautelar.
Artículo	 249.—Las	 medidas	 cautelares	 se	 aplicarán	 sobre	 los	 productos
resultantes	 de	 la	 presunta	 infracción	 y	 de	 los	 materiales	 o	 medios	 que
sirvieran	principalmente	para	cometerla.
Capítulo	III:	De	las	medidas	en	frontera
Artículo	 250.—El	 titular	 de	 un	 registro	 de	 marca,	 que	 tuviera	 motivos
fundados	para	suponer	que	se	va	a	realizar	la	importación	o	la	exportación
de	 productos	 que	 infringen	 ese	 registro,	 podrá	 solicitar	 a	 la	 autoridad
nacional	 competente	 suspender	 esa	 operación	 aduanera.	 Son	 aplicables	 a
esa	solicitud	y	a	la	orden	que	dicte	esa	autoridad	las	condiciones	y	garantías
que	establezcan	las	normas	internas	del	país	miembro.
Quien	pida	que	 se	 tomen	medidas	 en	 la	 frontera	deberá	 suministrar	 a	 la
autoridad	nacional	competente	 la	 información	necesaria	y	una	descripción
suficientemente	detallada	y	precisa	de	 los	productos	objeto	de	 la	presunta
infracción	para	que	puedan	ser	reconocidos.
Si	la	legislación	interna	del	país	miembro	lo	permite,	la	autoridad	nacional
competente	podrá	ordenar	de	oficio,	 la	aplicación	de	medidas	en	 frontera.
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Artículo	251.—A	efectos	de	 fundamentar	 sus	 reclamaciones,	 la	 autoridad
nacional	 competente	 permitirá	 al	 titular	 de	 la	 marca	 participar	 en	 la
inspección	 de	 las	 mercancías	 retenidas.	 Igual	 derecho	 corresponderá	 al
importador	o	exportador	de	las	mercancías.
Al	 realizar	 la	 inspección,	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 dispondrá	 lo
necesario	 para	 proteger	 la	 información	 confidencial,	 en	 lo	 que	 fuese
pertinente.
Artículo	 252.—Cumplidas	 las	 condiciones	 y	 garantías	 aplicables,	 la
autoridad	 nacional	 competente	 ordenará	 o	 denegará	 la	 suspensión	 de	 la
operación	aduanera	y	la	notificará	al	solicitante.
En	caso	que	se	ordenara	la	suspensión,	la	notificación	incluirá	el	nombre	y
dirección	 del	 consignador,	 importador,	 exportador	 y	 del	 consignatario	 de
las	 mercancías,	 así	 como	 la	 cantidad	 de	 las	 mercancías	 objeto	 de	 la
suspensión.	Así	mismo,	notificará	la	suspensión	al	importador	o	exportador
de	los	productos.
Artículo	253.—Transcurridos	diez	días	hábiles	contados	desde	la	fecha	de
notificación	 de	 la	 suspensión	 de	 la	 operación	 aduanera	 sin	 que	 el
demandante	hubiere	iniciado	la	acción	por	infracción,	o	sin	que	la	autoridad
nacional	 competente	 hubiere	 prolongado	 la	 suspensión,	 la	 medida	 se
levantará	y	se	procederá	al	despacho	de	las	mercancías	retenidas.
Artículo	254.—Iniciada	la	acción	por	infracción,	la	parte	contra	quien	obró
la	medida	podrá	recurrir	a	la	autoridad	nacional	competente.	La	autoridad
nacional	competente	podrá	modificar,	revocar	o	confirmar	la	suspensión.
Artículo	 255.—Una	 vez	 determinada	 la	 infracción,	 los	 productos	 con
marcas	 falsificadas,	 que	 hubiera	 incautado	 la	 autoridad	 nacional
competente,	no	podrán	ser	reexportados	ni	sometidos	a	un	procedimiento
aduanero	 diferente,	 salvo	 en	 los	 casos	 debidamente	 calificados	 por	 la
autoridad	 nacional	 competente,	 o	 los	 que	 cuenten	 con	 la	 autorización
expresa	del	titular	de	la	marca.
Sin	perjuicio	de	las	demás	acciones	que	correspondan	al	titular	del	derecho
y	a	reserva	del	derecho	del	demandado	a	apelar	ante	una	autoridad	judicial,
la	autoridad	nacional	competente	podrá	ordenar	la	destrucción	o	decomiso
de	las	mercancías	infractoras.
Artículo	256.—Quedan	excluidas	de	 la	aplicación	de	 las	disposiciones	del
presente	 capítulo	 las	 cantidades	 pequeñas	 de	 mercancías	 que	 no	 tengan
carácter	comercial	y	formen	parte	del	equipaje	personal	de	los	viajeros	o	se
envíen	en	pequeñas	partidas.
Capítulo	IV:	De	las	medidas	penales
Artículo	 257.—Los	 países	 miembros	 establecerán	 procedimientos	 y
sanciones	penales	para	los	casos	de	falsificación	de	marcas.
Título	XVI:	De	la	competencia	desleal	vinculada	a	la	propiedad
industrial
Capítulo	I:	De	los	actos	de	competencia	desleal
Artículo	 258.—Se	 considera	 desleal	 todo	 acto	 vinculado	 a	 la	 propiedad
industrial	realizado	en	el	ámbito	empresarial	que	sea	contrario	a	los	usos	y
prácticas	honestos.
Artículo	 259.—Constituyen	 actos	 de	 competencia	 desleal	 vinculados	 a	 la
propiedad	industrial,	entre	otros,	los	siguientes:
a)	Cualquier	 acto	 capaz	de	 crear	una	 confusión,	por	 cualquier	medio	que
sea,	 respecto	del	 establecimiento,	 los	productos	o	 la	actividad	 industrial	o
comercial	de	un	competidor;
b)	 Las	 aseveraciones	 falsas,	 en	 el	 ejercicio	 del	 comercio,	 capaces	 de
desacreditar	 el	 establecimiento,	 los	 productos	 o	 la	 actividad	 industrial	 o
comercial	de	un	competidor;	o,
c)	 Las	 indicaciones	 o	 aseveraciones	 cuyo	 empleo,	 en	 el	 ejercicio	 del
comercio,	pudieren	 inducir	al	público	a	error	sobre	 la	naturaleza,	el	modo
de	 fabricación,	 las	 características,	 la	aptitud	en	el	 empleo	o	 la	 cantidad	de
los	productos.
Capítulo	II:	De	los	secretos	empresariales
Artículo	 260.—Se	 considerará	 como	 secreto	 empresarial	 cualquier
información	no	divulgada	que	una	persona	natural	o	jurídica	legítimamente
posea,	 que	 pueda	 usarse	 en	 alguna	 actividad	 productiva,	 industrial	 o
comercial,	y	que	sea	susceptible	de	transmitirse	a	un	tercero,	en	la	medida
que	dicha	información	sea:
a)	Secreta,	en	el	sentido	que	como	conjunto	o	en	la	configuración	y	reunión
precisa	 de	 sus	 componentes,	 no	 sea	 generalmente	 conocida	 ni	 fácilmente
accesible	 por	 quienes	 se	 encuentran	 en	 los	 círculos	 que	 normalmente
manejan	la	información	respectiva;
b)	Tenga	un	valor	comercial	por	ser	secreta;	y
c)	 Haya	 sido	 objeto	 de	 medidas	 razonables	 tomadas	 por	 su	 legítimo
poseedor	para	mantenerla	secreta.
La	 información	 de	 un	 secreto	 empresarial	 podrá	 estar	 referida	 a	 la
naturaleza,	 características	 o	 finalidades	de	 los	productos;	 a	 los	métodos	o
procesos	 de	 producción;	 o,	 a	 los	 medios	 o	 formas	 de	 distribución	 o
comercialización	de	productos	o	prestación	de	servicios.
Artículo	 261.—A	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 decisión,	 no	 se	 considerará
como	secreto	empresarial	aquella	 información	que	deba	ser	divulgada	por
disposición	legal	o	por	orden	judicial.
No	 se	 considerará	 que	 entra	 al	 dominio	 público	 o	 que	 es	 divulgada	 por
disposición	 legal,	 aquella	 información	 que	 sea	 proporcionada	 a	 cualquier
autoridad	por	una	persona	que	la	posea,	cuando	la	proporcione	a	efecto	de
obtener	 licencias,	 permisos,	 autorizaciones,	 registros	 o	 cualesquiera	 otros
actos	de	autoridad.
Artículo	262.—Quien	lícitamente	tenga	control	de	un	secreto	empresarial,
estará	protegido	contra	 la	divulgación,	adquisición	o	uso	de	 tal	 secreto	de
manera	contraria	a	 las	prácticas	 leales	de	 comercio	por	parte	de	 terceros.
Constituirán	competencia	desleal	los	siguientes	actos	realizados	respecto	a
un	secreto	empresarial:
a)	 Explotar,	 sin	 autorización	 de	 su	 poseedor	 legítimo,	 un	 secreto
empresarial	 al	 que	 se	 ha	 tenido	 acceso	 con	 sujeción	 a	 una	 obligación	 de
reserva	resultante	de	una	relación	contractual	o	laboral;
b)	 Comunicar	 o	 divulgar,	 sin	 autorización	 de	 su	 poseedor	 legítimo,	 el
secreto	empresarial	referido	en	el	inciso	a)	con	ánimo	de	obtener	provecho
propio	o	de	un	tercero	o	de	perjudicar	a	dicho	poseedor;
c)	 Adquirir	 un	 secreto	 empresarial	 por	medios	 ilícitos	 o	 contrarios	 a	 los
usos	comerciales	honestos;
d)	 Explotar,	 comunicar	 o	 divulgar	 un	 secreto	 empresarial	 que	 se	 ha
adquirido	por	los	medios	referidos	en	el	inciso	c);
e)	 Explotar	 un	 secreto	 empresarial	 que	 se	 ha	 obtenido	 de	 otra	 persona
sabiendo,	 o	 debiendo	 saber,	 que	 la	 persona	 que	 lo	 comunicó	 adquirió	 el
secreto	por	los	medios	referidos	en	el	inciso	c),	o	que	no	tenía	autorización
de	su	poseedor	legítimo	para	comunicarlo;
f)	Comunicar	o	divulgar	el	secreto	empresarial	obtenido	conforme	al	inciso
e),	 en	 provecho	 propio	 o	 de	 un	 tercero,	 o	 para	 perjudicar	 al	 poseedor
legítimo	del	secreto	empresarial;	o,
Un	secreto	empresarial	se	considerará	adquirido	por	medios	contrarios	a
los	usos	comerciales	honestos	cuando	la	adquisición	resultara,	entre	otros,
del	espionaje	industrial,	el	incumplimiento	de	un	contrato	u	otra	obligación,
el	 abuso	 de	 confianza,	 la	 infidencia,	 el	 incumplimiento	 de	 un	 deber	 de
lealtad,	o	la	instigación	a	realizar	cualquiera	de	estos	actos.
Artículo	263.—La	protección	del	 secreto	empresarial	perdurará	mientras
existan	las	condiciones	establecidas	en	el	artículo	260.
Artículo	 264.—Quien	 posea	 legítimamente	 un	 secreto	 empresarial	 podrá
transmitir	 o	 autorizar	 el	 uso	 a	 un	 tercero.	 El	 tercero	 autorizado	 tendrá	 la
obligación	 de	 no	 divulgar	 el	 secreto	 empresarial	 por	 ningún	medio,	 salvo
pacto	 en	 contrario	 con	 quien	 le	 transmitió	 o	 autorizó	 el	 uso	 de	 dicho
secreto.
En	 los	convenios	en	que	se	 transmitan	conocimientos	 técnicos,	asistencia
técnica	o	provisión	de	 ingeniería	básica	o	de	detalle,	 se	podrán	establecer
cláusulas	de	confidencialidad	para	proteger	 los	secretos	empresariales	allí
contenidos,	 siempre	y	cuando	 las	mismas	no	sean	contrarias	a	 las	normas
sobre	libre	competencia.
Artículo	265.—Toda	persona	que	con	motivo	de	su	trabajo,	empleo,	cargo,
puesto,	desempeño	de	su	profesión	o	 relación	de	negocios,	 tenga	acceso	a
un	 secreto	 empresarial	 sobre	 cuya	 confidencialidad	 se	 le	 haya	 prevenido,
deberá	abstenerse	de	usarlo	o	divulgarlo,	o	de	revelarlo	sin	causa	justificada
y	sin	consentimiento	de	la	persona	que	posea	dicho	secreto	o	de	su	usuario
autorizado.
Artículo	266.—Los	países	miembros,	 cuando	exijan,	 como	condición	para
aprobar	 la	 comercialización	 de	 productos	 farmacéuticos	 o	 de	 productos
químicos	agrícolas	que	utilizan	nuevas	entidades	químicas,	la	presentación
de	 datos	 de	 pruebas	 u	 otros	 no	 divulgados	 cuya	 elaboración	 suponga	 un
esfuerzo	 considerable,	 protegerán	 esos	 datos	 contra	 todo	 uso	 comercial
desleal.	 Además,	 los	 países	 miembros	 protegerán	 esos	 datos	 contra	 toda
divulgación,	excepto	cuando	sea	necesario	para	proteger	al	público,	o	salvo
que	se	adopten	medidas	para	garantizar	 la	protección	de	 los	datos,	contra
todo	uso	comercial	desleal.
Los	 países	 miembros	 podrán	 tomar	 las	 medidas	 para	 garantizar	 la
protección	consagrada	en	este	artículo.
Capítulo	III:	De	las	acciones	por	competencia	desleal
Artículo	267.—Sin	perjuicio	de	cualquier	otra	acción,	quien	tenga	legítimo
interés	 podrá	 pedir	 a	 la	 autoridad	 nacional	 competente	 que	 se	 pronuncie
sobre	la	licitud	de	algún	acto	o	práctica	comercial	conforme	a	lo	previsto	en
el	presente	título.
Artículo	 268.—La	 acción	 por	 competencia	 desleal	 conforme	 a	 este	 título
prescribe	a	 los	dos	años	 contados	desde	que	 se	 cometió	por	última	vez	el
acto	desleal,	salvo	que	las	normas	internas	establezcan	un	plazo	distinto.
Artículo	 269.—Si	 la	 legislación	 interna	 del	 país	 miembro	 lo	 permite,	 la
autoridad	 nacional	 competente	 podrá	 iniciar,	 de	 oficio,	 las	 acciones	 por
competencia	desleal	previstas	en	dicha	legislación.
Disposiciones	finales
Artículo	270.—Los	países	miembros	con	el	apoyo	de	la	secretaría	general,
implementarán	un	sistema	informático	andino	sobre	derechos	de	propiedad
industrial	registrados	en	cada	uno	de	ellos.	A	tal	efecto,	interconectarán	sus
respectivas	bases	de	datos	a	más	tardar	el	31	de	diciembre	del	año	2002.
Artículo	 271.—Los	 países	 miembros	 propenderán	 al	 establecimiento	 de
mecanismos	 de	 difusión	 y	 divulgación	 de	 la	 información	 tecnológica
contenida	en	las	patentes	de	invención.
Artículo	 272.—Los	 países	 miembros	 procurarán	 celebrar	 entre	 ellos
acuerdos	 de	 cooperación	 tendientes	 al	 fortalecimiento	 de	 la	 capacidad
institucional	de	las	oficinas	nacionales	competentes.
Artículo	 273.—Para	 los	 efectos	 de	 la	 presente	 decisión,	 entiéndase	 como
oficina	 nacional	 competente	 al	 órgano	 administrativo	 encargado	 del
registro	de	la	propiedad	industrial.
Asimismo,	 entiéndase	 como	 autoridad	 nacional	 competente	 al	 órgano
designado	al	efecto	por	la	legislación	nacional	sobre	la	materia.
Artículo	274.—La	presente	decisión	entrará	en	vigencia	el	1	de	diciembre
de	2000.
Disposiciones	complementarias
Artículo	275.—De	conformidad	con	la	tercera	disposición	complementaria
de	la	Decisión	391,	la	autoridad	nacional	competente	en	materia	de	acceso	a
los	 recursos	 genéticos	 y	 las	 oficinas	 nacionales	 competentes	 establecerán
sistemas	 de	 intercambio	 de	 información	 sobre	 los	 contratos	 de	 acceso
autorizados	y	derechos	de	propiedad	intelectual	concedidos	a	más	tardar	el
31	de	diciembre	de	2001.
Artículo	 276.—Los	 asuntos	 sobre	 propiedad	 industrial	 no	 comprendidos
en	 la	 presente	 decisión	 serán	 regulados	 por	 las	 normas	 internas	 de	 los
países	miembros.
Artículo	277.—Las	oficinas	nacionales	competentes	podrán	establecer	 las
tasas	que	consideren	necesarias	para	la	tramitación	de	los	procedimientos	a
que	hace	referencia	la	presente	decisión.
Una	vez	iniciados	los	trámites	ante	la	oficina	nacional	competente,	las	tasas
no	serán	reembolsables.
Artículo	 278.—Los	 países	miembros,	 con	miras	 a	 la	 consolidación	 de	 un
sistema	 de	 administración	 comunitaria,	 se	 comprometen	 a	 garantizar	 la
mejor	 aplicación	 de	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la	 presente	 decisión.
Asimismo,	 se	 comprometen	 a	 fortalecer,	 propender	 a	 la	 autonomía	 y
modernizar	las	oficinas	nacionales	competentes	y	los	sistemas	y	servicios	de
información	relativos	al	estado	de	la	técnica.
Las	oficinas	nacionales	competentes	enviarán	 lo	antes	posible	a	partir	de
su	 publicación,	 las	 respectivas	 gacetas	 o	 boletines	 de	 la	 propiedad
industrial,	 a	 través	 de	 cualquier	 medio,	 a	 las	 oficinas	 nacionales
competentes	de	los	demás	países	miembros.	Estas	gacetas	o	boletines	serán
colocados	para	consulta	del	público	en	la	oficina	de	destino.
Artículo	 279.—Los	 países	 miembros	 podrán	 suscribir	 acuerdos	 de
cooperación	en	materia	de	propiedad	industrial	que	no	vulneren	la	presente
decisión,	tales	como	el	Tratado	de	Cooperación	en	Materia	de	Patentes.
Artículo	280.—Cuando	la	legislación	interna	de	los	países	miembros	así	lo
disponga,	 en	 caso	 de	 que	 se	 solicite	 una	 patente	 para	 un	 organismo
genéticamente	 modificado	 (OGM)	 y/o	 el	 proceso	 tecnológico	 para	 la
producción	del	OGM,	deberá	presentar	copia	del	documento	que	otorgue	el
permiso	de	la	autoridad	nacional	competente	en	materia	de	bioseguridad	de
cada	país	miembro.
Disposiciones	transitorias
Primera	 Disposición	 Transitoria.—Todo	 derecho	 de	 propiedad	 industrial
válidamente	 concedido	 de	 conformidad	 con	 la	 legislación	 comunitaria
anterior	a	la	presente	decisión,	se	regirá	por	las	disposiciones	aplicables	en
la	 fecha	 de	 su	 otorgamiento	 salvo	 en	 lo	 que	 se	 refiere	 a	 los	 plazos	 de
vigencia,	en	cuyo	caso	los	derechos	de	propiedad	industrial	preexistentes	se
adecuarán	a	lo	previsto	en	esta	decisión.
En	lo	relativo	al	uso,	goce,	obligaciones,	licencias,	renovaciones	y	prórrogas
se	aplicarán	las	normas	contenidas	en	esta	decisión.
Para	el	 caso	de	procedimientos	en	 trámite,	 la	presente	decisión	regirá	en
las	 etapas	 que	 aún	 no	 se	 hubiesen	 cumplido	 a	 la	 fecha	 de	 su	 entrada	 en
vigencia.
Segunda	Disposición	Transitoria.—Los	microorganismos	serán	patentables
hasta	 tanto	 se	 adopten	medidas	 distintas	 resultantes	 del	 examen	previsto
en	el	apartado	b)	del	artículo	27,	numeral	3	del	ADPIC.
A	tal	efecto,	se	tendrán	en	cuenta	los	compromisos	asumidos	por	los	países
miembros	en	el	ámbito	del	Convenio	sobre	la	Diversidad	Biológica.
Tercera	Disposición	Transitoria.—A	más	tardar	al	31	de	diciembre	de	2002
y	de	conformidad	con	lo	previsto	en	el	artículo	278,	las	oficinas	nacionales
competentes	 interconectarán	sus	bases	de	datos.	A	 tal	efecto,	 la	secretaría
general	 gestionará	 los	 recursos	 de	 cooperación	 internacional	 técnica	 y
financiera.
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 diferencia	 las	 formas	 directas	 e
indirectas	 de	 confusión	 en	 el	 mercado.	 “(...)	 Asimismo	 el	 inciso	 a)	 del
artículo	ciento	treinta	del	mismo	cuerpo	de	leyes	y	el	artículo	ochentitrés	de
la	 Decisión	 trescientos	 cuarenticuatro	 señalan	 que	 no	 podrán	 registrarse
como	 marcas	 aquellos	 signos	 que,	 en	 relación	 con	 derechos	 de	 terceros,
presenten	 algunos	 de	 los	 siguientes	 impedimentos:	 a)	 sean	 idénticos	 o	 se
asemejen	 de	 forma	 que	 puedan	 inducir	 al	 público	 a	 error,	 a	 una	 marca
anteriormente	solicitada	para	registro	o	registrada	por	un	tercero,	para	los
mismos	productos	o	servicios,	o	para	productos	o	servicios	respecto	de	los
cuales	 el	 uso	 de	 la	 marca	 pueda	 inducir	 al	 público	 a	 error.	 (...)	 Según	 lo
establecido	 por	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina	 en	 el
proceso	 número	 cincuenta-IP-dos	 mil	 en	 donde	 se	 realiza	 una
interpretación	 de	 las	 normas	 señaladas	 precedentemente,	 señala	 que
cuando	 en	 un	mismo	mercado,	 dos	 o	más	 personas	 están	 en	 capacidad	 o
pretenden	utilizar	marcas	 similares	o	 idénticas	para	designar	productos	o
servicios	idénticos	o	de	la	misma	naturaleza	o	finalidad,	se	genera	el	“riesgo
de	confusión”	al	colocarse	a	los	consumidores	en	incapacidad	de	distinguir
el	origen	empresarial	de	los	bienes	y	servicios.	Tal	incapacidad	es	contraria
a	 la	 libre	 voluntad	 con	 la	 que	 deben	 ellos	 realizar	 la	 elección;	 criterio	 del
cual	 se	 deduce	 que	 la	 confusión	 a	 que	 puede	 ser	 inducido	 el	 público
consumidor	 en	 el	 mercado	 puede	 darse	 de	 dos	 formas:	 1)	 confusión
directa.-	 se	 presenta	 cuando	 dos	 productos	 o	 servicios	 idénticos	 se
encuentran	 marcados	 por	 signos	 iguales	 o	 similares	 de	 modo	 tal	 que	 el
consumidor	 adquiere	 un	 producto	 o	 contrata	 un	 servicio	 en	 la	 creencia
errónea	que	se	trata	del	producto	o	servicio	del	competidor;	y	2)	confusión
indirecta.-	no	está	referida	a	 los	productos	o	servicios	en	sí,	 sino	al	origen
empresarial	de	 los	mismos,	 es	decir	que	el	 consumidor	aún	diferenciando
claramente	los	productos	o	servicios,	considera	que	ambos	pertenecen	a	un
mismo	 titular.	 (...).”	 (C.	 S.,	 Apelación	 1620-2006-Lima,	 abr.	 13/2007.	 V.	 P.
Miranda	Molina)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 confusión	 indirecta	 ocurre	 cuando	 el
consumidor	 cree	 erróneamente	 que	 dos	 signos	 pertenecen	 a	 la	misma
familia	de	marcas	de	un	tercero.	“La	Decisión	486	establece	literalmente	el
riesgo	de	confusión	como	parámetro	para	 fijar	 los	 límites	de	 la	dimensión
negativa	del	derecho	de	exclusiva	de	la	marca.	(...).
‘Según	 la	 Normativa	 Comunitaria	 Andina	 no	 es	 registrable	 un	 signo
confundible	ya	que	no	posee	fuerza	distintiva	y	de	permitirse	su	registro	se
atentaría	contra	el	interés	del	titular	de	la	marca	anteriormente	registrada	y
el	 de	 los	 consumidores.	 La	 prohibición	de	 registro	 de	 signos	 confundibles
contribuye	 a	 que	 el	 mercado	 de	 productos	 y	 servicios	 se	 desarrolle	 con
transparencia,	 para	 que	 el	 consumidor	 no	 sea	 objeto	 de	 engaños	 que	 le
lleven	a	incurrir	en	error	al	realizar	la	elección	de	los	productos	que	desea
adquirir.
La	 sala	 considera	que	el	 riesgo	de	 confusión	debe	analizarse	 teniendo	en
cuenta	la	interrelación	de	todos	los	elementos:	productos	-	servicios,	signos
y	fuerza	distintiva	de	los	signos.	Estos	elementos	son	independientes	unos
de	otros,	de	modo	que	para	el	análisis	de	la	similitud	o	conexión	competitiva
de	productos	o	servicios,	resulta	irrelevante	tanto	la	similitud	de	los	signos
como	su	distintividad.
En	la	interrelación	de	estos	elementos	se	determina	el	riesgo	de	confusión.
Así,	puede	ser	que	ante	marcas	 idénticas,	 en	caso	que	 la	marca	 registrada
anterior	 tenga	 una	 fuerza	 distintiva	 muy	 grande,	 aun	 con	 una	 lejana
conexión	competitiva,	se	determine	que	existe	riesgo	de	confusión.	(...).
Por	lo	anterior,	la	confusión	entre	dos	signos	es	tanto	mayor	cuanto	mayor
sea	 la	 similitud	 o	 conexión	 competitiva	 entre	 los	 productos	 o	 servicios	 a
distinguir	con	los	mismos.
En	 conclusión,	para	 la	 correcta	 aplicación	del	 artículo	136	 inciso	 a)	de	 la
Decisión	 486,	 es	 necesaria	 la	 interrelación	 de	 determinados	 requisitos:	 la
identidad	y	similitud	de	productos	o	servicios	y	la	identidad	o	similitud	de
los	signos,	tomando	en	cuenta,	siempre,	la	distintividad	de	los	signos’.
Sin	embargo,	la	sala	advierte	que,	aun	cuando	el	público	consumidor	logre
percibir	y	recordar	 las	diferencias	 fonéticas	y	gráficas,	el	hecho	de	que	 los
servicios	 que	 pretende	 distinguir	 el	 signo	 solicitado	 son	 los	mismos	 y	 en
otros	 casos	 comprenda	 los	 servicios	 que	 distingue	 la	 marca	 registrada,	 y
que	 comparten	 la	 secuencia	 de	 letras	 P-E-N-N-Y,	 la	 misma	 que	 no	 forma
parte	de	otras	marcas	de	la	clase	36	de	la	Nomenclatura	Oficial,	constituye
un	 supuesto	 de	 confusión	 indirecta,	 ya	 que	 podría	 inducir	 al	 público
consumidor	 a	 creer	 que	 el	 signo	 solicitado	 constituye	 una	 variación	 de	 la
marca	 registrada,	 o	 una	 nueva	 línea	 de	 los	 servicios	 que	 distingue	 dicho
signo”.	(Indecopi,	R.	2813-2012/TPI-Indecopi,	dic.	28/2012.	Pres.	Ferreyros
Castañeda)
JURISPRUDENCIA.—Por	 razones	 de	 celeridad	 procesal	 y	 para
garantizar	 un	 pronunciamiento	 pronto	 y	 oportuno,	 la	 Corte	 Suprema
inobserva	pedido	del	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina.	“(...)
es	de	advertirse	que	habiendo	solicitado	esta	suprema	sala	la	interpretación
prejudicial	 del	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina	 mediante
resolución	 de	 fecha	 doce	 de	 mayo	 del	 dos	 mil	 ocho	 (...),	 el	 Tribunal	 de
Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina	 mediante	 Oficio	 N°	 514-S-TJCA-2008
obrante	a	fojas	ochenta	del	referido	cuadernillo	remite	dicha	interpretación
prejudicial	referente	al	presente	proceso,	en	el	cual	refiere	que	procede	 la
interpretación	prejudicial	de	los	artículos	134	literal	e)	y	135	literal	b)	de	la
Decisión	 486	 de	 la	 Comisión	 de	 la	 Comunidad	 Andina,	 así	 como	 de	 oficio
interpreta	los	literales	a)	y	h)	del	artículo	135,	literal	a)	del	artículo	136	y	el
artículo	 191	 del	 mismo	 cuerpo	 legal;	 es	 decir	 emite	 interpretación
prejudicial	 respecto	 a	 las	 normas	 comunitarias	 aplicadas	 en	 el	 proceso
materia	 de	 consulta.	 (...)	 la	 interpretación	 prejudicial	 del	 artículo	 33	 del
tratado	 de	 creación	 de	 dicho	 tribunal	 y	 del	 artículo	 123	 del	 estatuto	 de
dicho	tribunal	así	como	de	oficio	la	interpretación	prejudicial	del	artículo	32
del	 referido	 tratado	 del	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina;
refiriendo	dicho	tribunal,	que	la	interpretación	prejudicial	no	fue	solicitada
en	el	presente	caso	por	 la	Sala	Civil	Transitoria	de	 la	Corte	Suprema	de	 la
República	quien	era	la	obligada	a	solicitar	dicha	interpretación	prejudicial,
obviando	 que	 ya	 anteriormente	 había	 satisfecho	 la	 interpretación
prejudicial	 solicitada	 por	 esta	 misma	 sala	 suprema.	 (...)	 Dicha	 conclusión
evidentemente	colisiona	con	los	principios	de	exclusividad	e	independencia
de	la	función	jurisdiccional	previstos	en	los	incisos	1	y	2	del	artículo	139	de
la	 Constitución	 Política	 del	 Estado,	 en	 virtud	 de	 los	 cuales	 la	 potestad	 de
impartir	justicia	al	interior	del	Estado	peruano,	se	ejerce	en	forma	exclusiva
por	 el	 Poder	 Judicial	 a	 través	 de	 sus	 órganos	 jerárquicos	 con	 arreglo	 a	 la
Constitución	 y	 la	 ley,	 con	 las	 excepciones	 previstas	 en	 la	 propia	 norma
constitucional,	 y	que	ninguna	autoridad	puede	 interferir	 en	el	 ejercicio	de
sus	funciones,	así	como	tampoco	dejar	sin	efecto	resoluciones	judiciales	que
han	 pasado	 en	 autoridad	 de	 cosa	 juzgada,	 ni	 cortar	 procedimiento	 en
trámite,	 ni	 modificar	 sentencias,	 ni	 retardar	 su	 ejecución.	 (...)	 esta	 sala
suprema,	 siendo	 respetuosa	 del	 marco	 normativo	 comunitario,	 como	 lo
evidencia	 en	 el	 presente	 caso	 la	 solicitud	 de	 interpretación	 prejudicial
formulada	 al	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina,	 considera	 que
tiene	 un	 ineludible	 deber	 de	 resolver	 las	 controversias	 sometidas	 a	 su
conocimiento	con	arreglo	a	la	Constitución	y	la	ley,	que	entre	otros	aspectos
se	 expresa	 en	 la	 garantía	 de	 obtener	 un	 pronunciamiento	 pronto	 y
oportuno,	esto	es,	dentro	de	un	plazo	razonable	y	conforme	a	los	principios
de	 economía	 y	 celeridad	 procesal	 previstos	 en	 nuestro	 ordenamiento
procesal,	 preceptos	 que	 se	 verían	 afectados	 si	 es	 que	 se	 dilata	 por	 más
tiempo	el	trámite	del	proceso	(...).”.	(CS,	Cas.	0816-2008-Lima,	ago.	12/2010.
V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—Una	 marca	 tiene	 falsa	 indicación	 de	 origen	 si
alguno	 de	 sus	 términos	 se	 refiere	 expresamente	 a	 un	 país	 del	 cual	 no
provienen	los	productos.	“El	artículo	135	inciso	i)	de	la	Decisión	486	de	la
Comunidad	Andina	(...)	conforme	se	aprecia	del	 fundamento	séptimo	de	 la
sentencia	 materia	 del	 presente	 recurso	 (...)	 la	 sala	 señala	 que	 la	 marca
registrada	 a	 favor	 de	 (...)	 compuesta	 por	 el	 logotipo	 conformado	 por	 la
denominación	Walitaly	 escrita	 en	 letras	 características,	 está	 comprendida
dentro	de	la	definición	de	falsa	indicación	de	origen,	al	constituir	un	término
que	 hace	 referencia	 expresa	 a	 un	 país,	 en	 este	 caso	 Italia,	 del	 cual
provendrían	 los	 accesorios	 para	 el	 desagüe	 y	 demás	 leyendas	 alusivas	 al
producto	 de	 la	 Clase	 11	 de	 la	 Nomenclatura	 Oficial,	 no	 existiendo	 otra
referencia	que	informara	a	los	consumidores	acerca	de	la	procedencia	China
de	dichos	artículos,	por	lo	que	el	signo	cuestionado	se	encuentra	incurso	en
la	 causal	 de	 prohibición	 de	 registro	 establecida	 en	 el	 artículo	 135	 de	 la
Decisión	 486	 de	 la	 Comunidad	 Andina”.	 (CS,	 Cas.	 1711-2010-Lima,	 mar.
27/2012.	V.	P.	Yrivarren	Fallaque)
JURISPRUDENCIA.—La	 notoriedad	 de	 la	 marca	 no	 descarta	 el	 uso	 de
buena	fe	no	autorizado	que	de	ella	se	haga.	“(...)	la	notoriedad	de	la	marca
invocada	por	la	recurrente	resulta	irrelevante	para	el	caso,	toda	vez	que,	la
notoriedad	 o	 no	 de	 ella	 no	 depende	 para	 que	 el	 tercero	 la	 utilice	 en	 su
beneficio,	 pues	 sólo	 basta	 que	 sea	 de	 buena	 fe	 o	 para	 propósito	 de
información,	los	que	como	se	ha	concluido	no	se	ha	verificado	en	el	presente
caso;	v)	así,	la	resolución	administrativa	impugnada	se	encuentra	incursa	en
la	 causal	de	nulidad	 contenida	en	el	 inciso	1)	del	 artículo	10	de	 la	Ley	N°
27444.	(...)	Así	también,	el	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina,	ha
emitido	pronunciamiento,	que	entre	 las	 limitaciones	a	 los	derechos	de	uso
exclusivos	 conferidos	 por	 el	 registro	 marcario,	 el	 segundo	 párrafo	 del
artículo	157	de	la	Decisión	N°	486	contempla	la	posibilidad	de	que	terceros
utilicen	en	el	mercado,	marcas	ajenas	 sin	autorización	del	 titular,	 siempre
que	 dicho	 uso	 sea	 de	 buena	 fe,	 con	 propósito	 de	 identificación	 y/o
información	y	que	no	 induzca	al	público	a	 confusión	 sobre	 la	procedencia
empresarial	 de	 los	 productos	 o	 servicios;	 lo	 que	 no	 ha	 ocurrido	 en	 el
presenta	caso	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	2175-2010-Lima,	 jul.	18/2013.	V.	P.	Morales
Parraguez)
JURISPRUDENCIA.—Se	 puede	 utilizar	 marcas	 ajenas	 sin	 autorización
del	 titular,	 siempre	 que	 sea	 de	 buena	 fe.	 “(...)	 se	 advierte	 que	 el	 único
supuesto	para	que	no	se	prohíba	a	un	tercero	utilizar	una	marca	registrada
es	 que	 el	 uso	 sea	 de	 buena	 fe	 o	 tenga	 como	 propósito	 la	 información	 al
público	consumidor,	y	siempre	y	cuando	no	induzca	a	error	sobre	el	origen
empresarial	 (...)”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 2175-2010-Lima,	 jul.	 18/2013.	 V.	 P.	 Morales
Parraguez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Decisión	486:	signos	a	registrar	como	marcas
deben	 ser	 suficientemente	 distintivos.	 “(...)	 La	 Decisión	 486	 establece
literalmente	el	riesgo	de	confusión	como	parámetro	para	fijar	los	límites	de
la	dimensión	negativa	del	derecho	de	exclusiva	de	la	marca.	(...).
Con	 relación	 a	 la	 figura	 del	 riesgo	 de	 confusión,	 cabe	 referirse	 a	 la
interpretación	 prejudicial	 del	 artículo	 136	 inciso	 a)	 de	 la	 Decisión	 486
realizada	por	el	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina	(...)	se	afirma
que	 ‘Los	 signos	 que	 aspiren	 ser	 registrados	 como	 marcas	 deben	 ser
suficientemente	distintivos	y,	en	consecuencia,	no	deben	generar	confusión
con	otras	marcas	debidamente	registradas	que	gozan	de	la	protección	legal
concedida	a	través	del	acto	de	registro	y	del	derecho	que	de	él	se	desprende,
consistente	en	hacer	uso	de	ellas	con	exclusividad.’
En	dicha	interpretación	prejudicial	se	señala	asimismo	que:
‘Según	 la	 Normativa	 Comunitaria	 Andina	 no	 es	 registrable	 un	 signo
confundible	ya	que	no	posee	fuerza	distintiva	y	de	permitirse	su	registro	se
atentaría	contra	el	interés	del	titular	de	la	marca	anteriormente	registrada	y
el	 de	 los	 consumidores.	 La	 prohibición	de	 registro	 de	 signos	 confundibles
contribuye	 a	 que	 el	 mercado	 de	 productos	 y	 servicios	 se	 desarrolle	 con
transparencia,	 para	 que	 el	 consumidor	 no	 sea	 objeto	 de	 engaños	 que	 le
lleven	a	incurrir	en	error	al	realizar	la	elección	de	los	productos	que	desea
adquirir.
Como	ya	se	anotó,	la	ausencia	de	distintividad	de	un	signo,	en	relación	con
una	 marca	 ya	 existente	 con	 anterioridad	 en	 el	 mercado,	 o	 con	 un	 signo
previamente	solicitado,	puede	provocar	error	entre	 los	consumidores;	por
tal	 circunstancia	 la	 norma	 comunitaria	 ha	 determinado	 que	 la	 sola
posibilidad	 de	 confusión	 basta	 para	 negar	 el	 registro.’”	 (TDC,	 R.	 0523-
2011/SC1-Indecopi,	ago.	25/2011.	Pres.	Ferreira	Castañeda)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	confusión	entre	dos	signos	es	tanto	mayor
cuanto	 mayor	 sea	 la	 similitud	 o	 conexión	 competitiva	 entre	 los
productos	o	servicios	a	distinguir.	“(...)	el	Tribunal	Andino	estableció	que:
‘Para	 determinar	 el	 riesgo	 de	 confusión	 del	 signo	 pendiente	 de	 registro
respecto	 de	 una	 marca	 ya	 registrada,	 o	 ya	 solicitada	 para	 registro,	 será
necesario	 establecer	 si	 se	 presenta	 identidad	 o	 semejanza	 tanto	 entre	 los
signos	 en	 disputa,	 como	 entre	 los	 productos	 o	 servicios	 distinguidos	 por
ellos	y,	además,	considerar	 la	situación	de	 los	consumidores	o	usuarios,	 la
cual	variará	en	función	de	los	productos	o	servicios	de	que	se	trate.’
Por	lo	anterior,	la	confusión	entre	dos	signos	es	tanto	mayor	cuanto	mayor
sea	 la	 similitud	 o	 conexión	 competitiva	 entre	 los	 productos	 o	 servicios	 a
distinguir	con	los	mismos.
En	 conclusión,	para	 la	 correcta	 aplicación	del	 artículo	136	 inciso	 a)	de	 la
Decisión	 486,	 es	 necesaria	 la	 interrelación	 de	 determinados	 requisitos:	 la
identidad	y	similitud	de	productos	o	servicios	y	la	identidad	o	similitud	de
los	signos,	tomando	en	cuenta,	siempre,	 la	distintividad	de	los	signos.	(...).”
(TDC,	R.	0523-2011/SC1-Indecopi,	ago.	25/2011.	Pres.	Ferreira	Castañeda)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	confusión	de	dos	signos	se	determina	con
la	interrelación	de	la	identidad	y	la	similitud	de	los	productos	o	servicios
y	la	identidad	o	similitud	de	los	signos.	“(...)	la	confusión	entre	dos	signos
es	tanto	mayor	cuanto	mayor	sea	la	similitud	o	conexión	competitiva	entre
los	productos	o	servicios	a	distinguir	con	los	mismos.
En	 conclusión,	para	 la	 correcta	 aplicación	del	 artículo	136	 inciso	 a)	de	 la
Decisión	 486,	 es	 necesaria	 la	 interrelación	 de	 determinados	 requisitos:	 la
identidad	y	similitud	de	productos	o	servicios	y	la	identidad	o	similitud	de
los	signos,	tomando	en	cuenta	siempre,	la	distintividad	de	los	signos.
(...)	Lo	más	importante	a	considerar	son	las	semejanzas	y	no	las	diferencias
de	 los	 signos	 en	 cuestión.	 Las	 diferencias	 sólo	 tendrán	 influencia	 en	 la
impresión	en	conjunto	si	son	tan	fuertes	frente	a	las	similitudes,	que	dejan
un	recuerdo	en	la	mente	de	los	consumidores.	(...).
El	 recuerdo	 y	 capacidad	de	diferenciación	del	 público	 dependerán	de	 los
productos	 o	 servicios	 a	 distinguir	 y	 especialmente	 de	 la	 atención	 que
usualmente	 se	 dé	 para	 la	 adquisición	 y	 contratación	 de	 esos	 productos	 o
servicios.”	 (TDC,	 R.	 1356-2003/TPI-Indecopi,	 dic,	 03/2003,	 Pres.	 García
Muñoz-Nájar)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 falta	 de	 uso	 provoca	 la	 cancelación	 del
registro	 de	 una	 marca,	 trámite	 se	 inicia	 luego	 de	 los	 tres	 años.	 “El
artículo	 165	 de	 la	 Decisión	 486	 establece	 que,	 a	 solicitud	 de	 persona
interesada,	 la	 Oficina	 Nacional	 Competente	 cancelará	 el	 registro	 de	 una
marca	que	sin	motivo	 justificado	no	hubiese	sido	usada	por	su	 titular,	por
un	licenciatario	o	por	otra	persona	autorizada	para	ello	en	al	menos	uno	de
los	 países	miembros,	 durante	 los	 tres	 años	 consecutivos	 precedentes	 a	 la
fecha	en	que	se	inició	la	acción	de	cancelación.
(...)	Cabe	señalar	que	las	finalidades	del	uso	obligatorio	de	la	marca	son	de
dos	 tipos:	 una	 de	 índole	 esencial	 y	 otra	 de	 índole	 funcional1.	 Entre	 las
finalidades	esenciales	está	la	de	contribuir	a	que	la	marca	se	consolide	como
bien	inmaterial	mediante	la	asociación	entre	signo	y	producto	en	la	mente
de	los	consumidores.	Si	bien	esto	depende	de	factores	ajenos	a	la	actividad
del	 titular,	 un	 uso	 adecuado	 de	 la	 marca	 es	 importante	 para	 que	 esa
asociación	 se	 haga	 realidad.	 Otra	 finalidad	 esencial	 del	 uso	 obligatorio	 es
aproximar	 el	 contenido	 formal	 del	 registro	 a	 la	 realidad	 concreta	 de	 la
utilización	de	las	marcas	en	el	mercado.	(...).	La	finalidad	funcional	del	uso
obligatorio	 tiene	 por	 objeto	 descongestionar	 el	 registro	 de	 marcas	 en	 el
mercado	abriendo	el	abanico	de	posibilidades	que	no	están	siendo	usadas
para	facilitar	que	nuevos	solicitantes	puedan	acceder	a	éstas.”	(Indecopi,	R.
0376-2012/TPI-Indecopi,	mar.	02/2012.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 posibilidad	 de	 cancelar	 parcialmente	 un
registro	 determina	 una	 carga	 probatoria	mayor.	 “El	 tercer	 párrafo	 del
artículo	165	de	la	Decisión	486	establece	que	cuando	la	falta	de	uso	de	una
marca	sólo	afectara	a	uno	o	a	algunos	de	los	productos	o	servicios	para	los
cuales	estuviese	registrada	la	marca,	se	ordenará	una	reducción	o	limitación
de	 la	 lista	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 comprendidos	 en	 el	 registro,
eliminando	 aquéllos	 respecto	de	 los	 cuales	 la	marca	no	 se	hubiese	usado;
para	 ello,	 se	 deberá	 tomar	 en	 cuenta	 la	 identidad	 o	 similitud	 de	 los
productos	o	servicios.
(...)	Así,	el	titular	de	la	marca	tomará	conocimiento	de	que	debe	acreditar	su
uso	para	todos	y	cada	uno	de	los	productos	o	servicios	que	distingue	pues,
de	 no	 hacerlo,	 se	 procederá	 a	 cancelar	 total	 o	 parcialmente	 el	 registro,
según	sea	el	caso.
La	sala	considera	pertinente	señalar	que	si	bien	la	posibilidad	de	cancelar
parcialmente	un	registro	determina	que	el	titular	de	la	marca	deba	asumir
una	 carga	 probatoria	mayor	 a	 la	 que	 tenía	 bajo	 el	 régimen	 anterior,	 esta
figura	constituye	una	herramienta	útil	que	contribuye	a	que	la	cancelación
cumpla	de	mejor	manera	 con	 las	 finalidades	para	 las	 cuales	 fue	 creada.	A
manera	 de	 ilustración,	 conviene	 señalar	 que	 la	 posibilidad	 de	 cancelar
parcialmente	un	registro	por	falta	de	uso	es	una	figura	ya	aplicada	por	otros
ordenamientos	 jurídicos	 como	 el	 español	 y	 el	 Sistema	 Comunitario
Europeo.”	 (Indecopi,	R.	0376-2012/TPI-Indecopi,	mar.	02/2012.	Ferreyros
Castañeda)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	 formas	 tridimensionales	 están	 excluidas
del	 registro	 si	 pueden	protegerse	mediante	 el	 régimen	de	 invenciones.
“Se	 entiende	 por	 marca	 tridimensional	 a	 aquélla	 constituida	 por	 formas
particulares	 de	 los	 envases,	 recipientes,	 embalajes,	 u	 otro
acondicionamiento	de	los	productos	o	por	la	forma	de	los	mismos.
A	 este	 respecto,	 el	 artículo	 135	 de	 la	 Decisión	 486,	 concordado	 con	 el
artículo	 129	 del	 Decreto	 Legislativo	 823,	 contiene	 disposiciones	 precisas
para	excluir	del	registro	a	 las	formas	que	no	pueden	constituir	una	marca.
Así,	en	los	incisos	e)	y	d)	se	prohíbe	el	registro	de	los	signos	que	consistan	i)
en	 las	 formas	 usuales	 de	 los	 productos	 o	 de	 sus	 envases	 o	 ii)	 en	 formas
impuestas	por	la	naturaleza	o	la	función	de	los	productos;	en	tanto	que	en	el
inciso	 d)	 se	 prohíbe	 el	 registro	 de	 las	 formas	 que	 iii)	 den	 una	 ventaja
funcional	o	técnica	al	producto	o	servicio	al	cual	se	aplican.	(...).
La	 razón	 para	 excluir	 de	 la	 protección	 del	 registro	 como	marcas	 a	 estos
signos	 estriba	 en	 que	 dichas	 formas	 son	 susceptibles	 de	 ser	 protegidas	 a
través	 del	 régimen	 de	 invenciones,	 que	 permite	 a	 su	 titular	 gozar	 de	 la
prerrogativa	 de	 explotación	 temporal	 y	 le	 confiere	 un	 derecho	 oponible
frente	 a	 terceros	 respecto	 de	 cualquier	 género	 de	 productos.	 Asimismo,
busca	impedir	que	la	protección	originalmente	otorgada	a	estas	formas,	por
la	vía	de	un	modelo	de	utilidad	o,	en	su	caso,	de	una	patente	de	invención,
pueda	 ser	 prorrogada	 o	 extendida	 indefinidamente	 a	 través	 del	 registro
como	 marca,	 impidiendo	 a	 otros	 explotar	 dicho	 dispositivo	 a	 partir	 del
momento	 en	 que	 pase	 al	 dominio	 público”.	 (Indecopi,	 R.	 1242-2012/TPI-
Indecopi,	jul.	18/2012.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—TDC:	“no	debe	confundirse	un	signo	contrario
a	las	buenas	costumbres	con	un	signo	de	‘mal	gusto’”.	“(...)	En	ese	sentido,
la	sala	conviene	en	precisar	que	no	debe	confundirse	un	signo	contrario	a
las	buenas	costumbres	con	un	signo	de	‘mal	gusto’.	En	efecto,	lo	que	para	a
algunas	personas	puede	ser	de	mal	gusto	para	otras	puede	no	serlo.
Pero	 en	 lo	 que	 se	 refiere	 a	 las	 buenas	 costumbres	 suele	 existir	 en	 la
sociedad	un	 estándar	por	 el	 cual	 determinadas	 conductas	 son	 reprobadas
por	la	mayoría	de	la	población,	aun	cuando	cierto	sector	de	la	misma	pueda
de	 cierta	manera	 propiciarlas	 o	 aceptarlas”.	 (Indecopi,	 R.	 0436-2011/TPI-
Indecopi,	feb.	23/2011.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Un	 lema	 comercial	 debe	 ser	 perceptible,
suficientemente	 distintivo	 y	 susceptible	 de	 ser	 representado
gráficamente	para	que	pueda	acceder	al	registro.	“(...)	puede	suceder	que
un	lema	cumpla	perfectamente	una	función	publicitaria	en	el	mercado	pero:
i)	carezca	de	carácter	distintivo,	ii)	designe	o	describa	el	producto	o	servicio
al	 que	 se	 refiere	 o	 iii)	 transgreda	 los	 derechos	 de	 terceros	 (caso	 de
utilización	 de	 un	 lema	 que	 genera	 un	 riesgo	 de	 confusión	 con	 un	 signo
registrado	 previamente	 solicitado).	 Tales	 lemas	 comerciales	 no	 pueden
acceder	al	registro.
-	Ahora	bien,	el	hecho	de	que	un	 lema	comercial	no	acceda	al	 registro	no
significa	 que	 dicho	 lema	 o	 frase	 publicitaria	 deba	 ser	 automáticamente
retirado	 del	 mercado,	 ya	 que	 si	 bien	 no	 resulta	 registrable	 puede	 ser
utilizado	sin	carácter	exclusivo	por	su	titular.
La	 sala	 hace	 notar	 que	 existen	 importantes	 concordancias	 entre	 lo
establecido	 en	 la	 resolución	 antes	 mencionada	 y	 la	 interpretación
prejudicial	de	los	artículos	1184	y	1225	de	la	Decisión	344,	realizada	por	el
Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina	en	el	Proceso	N°	74-IP-20016,
en	la	cual	se	afirma	que	‘El	lema	comercial	es	un	signo	distintivo,	y	al	igual
que	 las	 marcas,	 que	 las	 denominaciones	 de	 origen	 o	 que	 el	 nombre
comercial,	 buscan	 la	 protección	 general	 del	 consumidor	 para	 evitar	 que
pueda	ser	inducido	a	error	o	caer	en	confusión.’
En	dicha	interpretación	prejudicial,	se	señala,	asimismo,	que:
-	 ‘La	 función	 de	 complementariedad	 encomendada	 al	 lema	 comercial
implica	que	éste	debe	ser	capaz	de	reforzar	la	distintividad	de	la	marca	que
publicita.	En	razón	de	 lo	cual,	debe	gozar	por	sí	mismo,	de	 la	distintividad
requerida	para	cumplir	dicha	función.’
-	‘(...)	con	respecto	al	carácter	complementario,	implica	que	su	distintividad
no	puede	basarse	sólo	en	la	presencia	de	la	marca	registrada	al	interior	del
mismo;	y	que	 tampoco	podrán	 registrarse	 como	 lema	comercial	 las	 frases
simples,	comúnmente	utilizadas	para	promocionar	productos;	las	frases	sin
fantasía	 alguna	 que	 se	 limiten	 a	 alabar	 los	 productos	 o	 servicios
distinguidos	con	 la	marca	que	se	publicita;	así	como	 las	 frases	genéricas	y
descriptivas	 con	 relación	 a	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 la	 marca	 que
publicite	distinga.’
-	 ‘La	 distintividad	 es	 la	 característica	 esencial	 y	 función	 primigenia	 que
debe	 reunir	 todo	 signo	 en	 el	 mercado	 para	 ser	 susceptible	 de	 registro.
Asimismo,	 el	 lema	 debe	 poseer	 un	mínimo	 de	 novedad,	 esto	 es,	 no	 haber
sido	utilizado	en	el	mercado.’
-	 ‘Finalmente,	 la	Decisión	344	 consagra	 la	 protección	 comunitaria	 andina
de	otros	signos	distintivos	como	el	nombre,	la	enseña	y	el	lema	comercial	a
los	que	les	es	aplicable	el	requisito	de	distintividad	para	efectos	de	proteger
al	público	consumidor	de	 la	posibilidad	de	confusión	en	 la	 identificación	y
elección	de	productos	y	servicios.’
De	lo	anterior,	se	desprende	que	el	Tribunal	Andino	ha	determinado	que	no
puede	ser	objeto	de	registro	aquellos	lemas	comerciales	que	no	gocen	en	sí
mismos	 de	 un	mínimo	 grado	 de	 distintividad,	 ello	 a	 fin	 de	 evitar	 que	 los
consumidores	 puedan	 ser	 inducidos	 a	 confusión”.	 (Indecopi,	 R.	 0025-
2013/TPI-Indecopi,	ene.	07/2012.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 lemas	 comerciales	 deben	 ser	 lo
suficientemente	 distintivos	 como	 para	 reforzar	 la	 distintividad	 de	 las
marcas	 que	 publicitan.	 “Mediante	 Resolución	 N°	 422-1998-TPI-Indecopi
de	 fecha	 25	 de	 abril	 de	 1981,	 se	 estableció	 con	 carácter	 de	 observancia
obligatoria	 los	 requisitos	 de	 registrabilidad	 exigidos	 a	 los	 lemas
comerciales.	Cabe	señalar	que	si	bien	la	mencionada	resolución	fue	emitida
a	 la	 luz	 de	 la	 Decisión	 344	 de	 la	 Comisión	 del	 Acuerdo	 de	 Cartagena,
teniendo	 en	 cuenta	 que	 la	 actual	 Decisión	 486	 mantiene	 el	 mismo
tratamiento	 legal	 a	 los	 lemas	 comerciales,	 y	 dado	 el	 carácter	 general	 del
precedente,	 este	 criterio	 interpretativo	 puede	 ser	 aplicado	 (...).	 En	 dicha
resolución,	la	sala	estableció	lo	siguiente:
-	El	objeto	de	toda	publicidad	en	el	 tráfico	económico	es	 la	promoción	de
las	 ventas	 propias.	 La	 publicidad	 busca	 que	 el	 potencial	 consumidor	 –a
través	de	 información	o	sugestión–	concentre	su	atención	en	un	producto,
servicio	o	en	una	empresa,	para	 inducirlo	a	 la	adquisición	del	producto,	 la
contratación	del	servicio	o	de	la	empresa.	En	tal	sentido,	el	lema	comercial	–
conocido	 también	en	 la	doctrina	comparada	como	frase	publicitaria–	debe
tener	 capacidad	 publicitaria	 a	 fin	 de	 que	 pueda	 cumplir	 su	 función	 en	 el
mercado.
-	 El	 lema	 comercial	 como	 signo	 distintivo	 constituye	 un	 elemento	 de	 la
propiedad	industrial,	al	cual	le	son	aplicables	los	requisitos	y	consecuencias
jurídicas	 de	 todo	 signo	 distintivo	 en	 especial	 y	 de	 todo	 elemento	 de
propiedad	industrial	en	general.
-	Así,	para	que	un	lema	comercial	pueda	acceder	a	registro	como	un	signo
distintivo	y,	consecuentemente	se	confiera	a	su	titular	un	derecho	exclusivo
al	uso	del	mismo,	es	necesario	que	éste	–al	igual	que	la	marca	que	publicita–
sea	perceptible,	suficientemente	distintivo	y	susceptible	de	representación
gráfica.	 Además,	 no	 debe	 estar	 incurso	 en	 las	 causales	 de	 prohibición	 al
registro	contenidas	en	los	artículos	82	y	83	por	remisión	del	artículo	120	de
la	 Decisión	 344	 (artículos	 135	 y	 136	 por	 remisión	 del	 artículo	 179	 de	 la
Decisión	486).
-	A	este	respecto,	debe	tenerse	en	cuenta	que	el	derecho	de	exclusiva	que
otorga	a	su	 titular	el	 registro	de	un	 lema	comercial	 supone	–además	de	 la
facultad	de	utilizarlo	en	el	 tráfico	económico	para	publicitar	determinados
productos	 o	 servicios	 y	 ofrecerlos	 al	 público	 (dimensión	 positiva	 del
derecho)–	 una	 facultad	 de	 exclusión	 o	 abstención	 que	 el	 titular	 del	 lema
puede	exigir	de	los	terceros	(dimensión	negativa	del	derecho),	sustrayendo
del	tráfico	económico	el	uso	de	los	términos,	vocablos,	frases	o	gráficos	que
constituyen	 el	 lema	 con	 relación	 a	 tales	 productos	 o	 servicios.	 Esto
constituye	 en	 última	 instancia	 una	 dificultad	 para	 que	 terceros	 puedan
acceder	al	mercado,	y	por	esta	razón	se	excluye	del	registro	a	los	lemas	que
no	cumplan	con	los	requisitos	para	constituirse	en	signos	distintivos.	Caso
contrario,	el	derecho	exclusivo	de	un	lema	tendría	efectos	anticompetitivos:
se	 privaría	 a	 los	 demás	 empresarios	 de	 un	 medio	 indispensable	 para
competir	en	el	mercado.
-	Un	lema	comercial	cumplirá	con	el	requisito	de	distintividad	para	acceder
al	 registro	 en	 la	medida	 que	 no	 sea	 percibido	 únicamente	 como	 un	 texto
puramente	 promocional,	 sino	 cuando	 goce	 en	 sí	 mismo	 de	 la	 aptitud
distintiva	necesaria	para	permitir	su	diferenciación	con	relación	a	la	marca
que	publicita.	Por	ello,	no	se	podrá	registrar	como	lema	comercial	una	frase
simple	 o	 banal	 que	 sin	 fantasía	 alguna	 se	 limite	 a	 alabar	 los	 productos	 o
servicios	que	se	desee	publicitar.
-	 La	 distintividad	del	 lema	no	puede	basarse	 sólo	 en	 la	 presencia	 de	 una
marca	 registrada	 al	 interior	 del	 mismo,	 ya	 que	 con	 ello	 se	 llegaría	 a	 una
situación	 absurda:	 bastaría	 a	 la	 competencia	 sustituir	 esa	 marca	 por	 la
propia	para	poder	usar	el	lema	registrado	sin	cometer	infracción.
-	La	vinculación	entre	el	lema	comercial	y	la	marca	se	produce	por	el	hecho
de	que	el	primero	tiene	como	función	primordial	publicitar	a	la	segunda.	No
en	 vano	 se	 le	 ha	 asignado	 al	 lema	 comercial	 la	 noción	 de
complementariedad	 respecto	 de	 la	marca,	 así	 como	 la	 supeditación	 de	 su
existencia	a	la	vigencia	de	la	marca	que	promociona.
-	 No	 puede	 tampoco	 permitirse	 que	 el	 concepto	 o	 idea	 que	 el	 lema
comercial	pretenda	transmitir	a	los	consumidores	a	través	de	la	conjunción
de	 las	 palabras	 que	 lo	 conforman	 constituya	 una	 expresión	 genérica	 o
descriptiva	 con	 relación	 a	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 la	 marca	 que
publicita	 distingue,	 en	 la	medida	 que	 tal	 circunstancia	 dificultaría	 que	 los
competidores	 puedan	 promocionar	 en	 el	 correspondiente	 sector	 del
mercado	 otra	 marca	 de	 producto	 o	 servicio	 utilizando	 dicha	 expresión
genérica	 o	 descriptiva.	 Por	 lo	 anterior,	 es	 mejor	 dejar	 libres	 estas
expresiones	 para	 que	 puedan	 ser	 utilizadas	 por	 todos	 los	 competidores”.
(Indecopi,	 R.	 0476-2013/TPI-Indecopi,	 feb.	 13/2013.	 Pres.	 Ferreyros
Castañeda)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	publicación	o	descripción,	 la	utilización	 y
la	 exhibición	 de	 una	 creación	 impiden	 su	 registro	 como	 diseño
industrial.	“A	este	respecto,	el	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina
en	el	Proceso	71-IP-2005	ha	 señalado	que:	 ‘Un	diseño	 industrial	 es	nuevo
cuando	 implique	 un	 cambio	 en	 la	 forma	 del	 producto	 al	 que	 se	 aplique,
dotándolo	de	una	 apariencia	distinta	 a	 la	 que	 tenía.	 Si	 la	 creación	no	 está
comprendida	 en	 el	 patrimonio	 de	 las	 formas	 estéticas	 aplicadas	 a	 la
industria,	 la	 misma	 será	 nueva,	 siempre	 que	 las	 diferencias	 no	 sean	 sólo
secundarias	respecto	de	las	formas	existentes’.	(...).
Para	establecer	si	un	diseño	es	nuevo	deberá	compararse	la	impresión	en
conjunto	 del	 diseño	 solicitado	 con	 otros	 diseños	 ya	 conocidos.	 En	 este
examen	se	considerará	que	no	es	nuevo	no	sólo	un	diseño	 idéntico	a	otro
sino	 uno	 substancialmente	 igual	 a	 otro	 o	 que	 difiera	 de	 otro	 en
características	secundarias.
El	Tribunal	de	Justicia	de	la	Comunidad	Andina	en	el	Proceso	71-IP-2005,
ha	 señalado	 que	 ‘Las	 diferencias	 secundarias	 sólo	 podrán	 ser	 medidas,
cuando	 la	 impresión	 general	 que	produzca	 en	 los	 círculos	 interesados	del
público,	 difiera	 de	 la	 producida	 por	 cualquier	 otro	 diseño	 que	 haya	 sido
puesto	 a	 su	 disposición	 con	 anterioridad.	 Asimismo,	 el	 diseño	 con
diferencias	 secundarias	 sustanciales	 deberá	 conferir	 un	 valor	 agregado	 al
producto,	expresado	en	su	apariencia	estética’.
La	 apreciación	 de	 la	 novedad	 de	 un	 diseño	 industrial	 debe	 referirse
necesariamente	a	un	momento	 concreto,	 toda	vez	que	el	diseño	no	puede
ser	nuevo	indefinidamente.
La	 sala	 conviene	 en	precisar	que,	 de	 acuerdo	 al	 citado	 artículo	115	de	 la
Decisión	486,	el	momento	determinante	para	la	novedad	es	el	del	depósito
de	la	solicitud.	En	tal	sentido,	el	juicio	sobre	la	novedad	se	formula	respecto
al	momento	de	la	presentación	de	la	solicitud	y	versará	sobre	todo	lo	que	se
haya	hecho	accesible	al	público	en	cualquier	lugar	o	en	cualquier	momento
con	anterioridad	a	esa	fecha	o	a	la	de	prioridad	que	se	reivindica”.	(Indecopi,
R.	 0796-2013/TPI-Indecopi,	 mar.	 11/2013.	 Vicepresidente	 Escobedo
Ferradas)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—TDC	enumera	y	explica	las	características	del
diseño	industrial.	 “De	 las	 anteriores	 definiciones	 del	 diseño	 industrial	 se
desprenden	los	siguientes	elementos	que	le	son	característicos:
El	 diseño	 industrial	 sólo	 concierne	 al	 aspecto	 del	 producto,	 ya	 sea	 en	 su
superficie	bidimensional	(líneas,	colores,	transparencia,	brillo,	etc.)	o	en	su
forma	tridimensional	(contornos,	volúmenes).
-	 El	 diseño	 industrial	 debe	 ser	 arbitrario,	 esto	 es,	 no	 necesario	 para
construir	 el	 objeto	 al	 cual	 se	 aplica	 o	 para	 que	 éste	 cumpla	 su	 función
utilitaria.	 Así,	 la	 protección	 del	 diseño	 no	 abarca	 a	 las	 características
únicamente	impuestas	por	razones	puramente	prácticas	o	técnicas	–como	el
mejor	 funcionamiento	 de	 un	 objeto	 o	 sistema–	 y	 que	 no	 tengan	 como
finalidad	mejorar	la	apariencia	del	producto.	Existen	otras	figuras	jurídicas
que	 protegen	 estos	 desarrollos	 (patentes	 de	 invención	 y	 modelos	 de
utilidad)
-	 El	 diseño	 industrial	 debe	 conferir	 un	 aspecto	 particular	 y	 distinto	 al
producto	al	que	se	aplique,	confiriéndole	una	fisonomía	nueva	y	propia.	En
tal	 sentido,	 el	 diseño	 industrial	 otorga	 un	 valor	 agregado	 al	 objeto	 en
cuestión.
-	 El	 diseño	 industrial	 debe	 ser	 percibido	 por	 la	 vista	 en	 su	 uso	 o
funcionamiento.	Así,	 la	 forma	de	un	componente	electrónico,	al	 interior	de
un	 artefacto,	 que	 no	 es	 percibido	 por	 la	 vista,	 no	 constituye	 un	 diseño
industrial.
-	 El	 diseño	 industrial	 debe	 aplicarse	 a	 un	 artículo	 utilitario,	 esto	 es,
susceptible	 de	 ser	 reproducido	 artesanal	 o	 industrialmente.	 Así,	 no
constituye	un	diseño	industrial	un	cuadro	cuya	finalidad	sea	únicamente	la
contemplación	estética.
El	derecho	exclusivo	sobre	un	diseño	industrial	se	adquiere	por	el	registro
ante	 la	 oficina	 competente	 y	 otorga	 a	 su	 titular	 una	 protección	 por	 el
período	de	su	concesión	oponible	universalmente	(erga	omnes).
Para	que	un	diseño	 industrial	pueda	acceder	al	registro	debe	ser	nuevo	y
poseer	 una	 apariencia	 particular”.	 (Indecopi,	 R.	 0002-2013/TPI-Indecopi,
ene.	07/2013.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Competidores	 pueden	 acordar	 el	 uso	 de
marcas	 similares,	 pero	 la	 autoridad	 debe	 verificar	 que	 el	 acuerdo	 no
perjudique	a	los	consumidores.	“El	interés	del	público	consumidor	en	que
exista	 la	 debida	 diferenciación	 entre	 los	 competidores	 radica	 en	 la
posibilidad	de	identificar	los	productos	que	ha	probado	y	con	los	cuales	ha
quedado	 satisfecho,	 sin	 posibilidad	 de	 error	 alguno.	 Este	 interés
normalmente	coincide	con	el	interés	privado	del	industrial,	del	comerciante
o	del	prestador	de	servicios	de	cautelar	su	derecho	exclusivo	al	uso	de	 los
signos	 que	 distinguen	 a	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 ofrecen,	 por	 ser	 el
primer	 interesado	en	que	 si	 un	 consumidor	ha	quedado	 satisfecho	 con	 su
producto	o	servicio	lo	adquiera	nuevamente	sin	que,	por	la	similitud	de	los
signos,	 el	 consumidor	 termine	 adquiriendo	 un	 producto	 o	 servicio	 de	 un
competidor.
Puede	darse,	sin	embargo,	el	caso	de	que	dos	titulares	lleguen	a	un	acuerdo
de	coexistencia	de	sus	respectivas	marcas	pero	que	el	 riesgo	de	confusión
subsista,	 con	 lo	 que	 se	 privaría	 al	 consumidor	 de	 su	 derecho	 a	 elegir
libremente	 entre	 los	 productos	 del	 mercado,	 de	 acuerdo	 a	 su	 origen
empresarial,	 además	 el	 consumidor	 puede	 verse	 expuesto	 a	 adquirir	 un
producto	 o	 servicio	 que	 no	 posea	 la	 calidad	 o	 alguna	 otra	 característica
esperada.	Para	 impedir	 lo	 anterior,	 el	 artículo	158	del	Decreto	Legislativo
823	 establece	 expresamente	 que	 las	 partes	 en	 un	 procedimiento	 podrán
acordar	 la	 coexistencia	 de	 marcas	 similares	 para	 productos	 de	 la	 misma
clase,	 siempre	 que,	 en	 opinión	 de	 la	 oficina	 administrativa	 competente,	 la
coexistencia	 no	 afecte	 negativamente	 el	 interés	 general	 de	 los
consumidores.
Si	bien	la	Decisión	486	no	incluye	ninguna	norma	que	expresamente	regule
este	 supuesto,	 el	 Tribunal	 de	 Justicia	 de	 la	 Comunidad	 Andina	 se	 ha
pronunciado	 sobre	 el	 tema.	 En	 el	 Proceso	 N°	 41-IP-99	 –en	 una	 sentencia
expedida	durante	la	vigencia	de	la	Decisión	344–	con	relación	al	caso	de	una
solicitud	de	registro	de	una	marca	similar	a	otra	ya	registrada,	señaló	que
pese	a	existir	una	autorización	del	titular	cuyo	registro	ya	está	consolidado;
necesariamente	 se	 tiene	 que	 considerar	 el	 interés	 del	 consumidor	 quien
puede	llegar	a	verse	confundido	con	la	presencia	de	dos	marcas	similares	en
el	mercado,	más	aun	si	ellas	se	encuentran	destinadas	a	proteger	productos
de	la	misma	clase	internacional;	y	si,	además,	las	marcas	confrontadas	han
sido	 solicitadas	 para	 todos	 los	 productos	 o	 servicios	 comprendidos	 en	 la
correspondiente	 clase.	 En	 tal	 sentido,	 concluyó	 que	 en	 estos	 casos	 el
administrador	 al	momento	 de	 valorar	 estas	 circunstancias,	 en	 su	 decisión
deberá	 velar	 que	 las	marcas	 a	 confrontarse	no	produzcan	 confusión	 en	 el
mercado.	 Precisó	 que	 el	 acuerdo	 puede	 facilitar	 el	 registro,	 pero	 la
autoridad	nacional	 puede	 tomar	 su	decisión	 en	 contra,	 no	 conduciendo	 el
acuerdo	 necesariamente	 a	 un	 registro”.	 (Indecopi,	 R.	 0256-2013/TPI-
Indecopi,	ene.	23/2013.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Al	 comparar	 dos	 signos	 distintivos,	 las
semejanzas	son	más	importantes	que	las	diferencias.	“Para	determinar	si
dos	signos	son	semejantes,	es	práctica	de	esta	sala	partir	de	la	impresión	en
conjunto	que	cada	uno	de	ellos	pueda	suscitar	en	el	público	consumidor	de
los	correspondientes	productos	o	servicios.	Por	lo	general,	el	consumidor	no
podrá	 comparar	 ambos	 signos	 simultáneamente.	 Más	 bien	 el	 signo	 que
tenga	 al	 frente	 en	 un	momento	 determinado	 va	 a	 ser	 confrontado	 con	 el
recuerdo	más	o	menos	vago	que	guarde	del	signo	anteriormente	percibido.
Por	 ello,	 al	 comparar	 dos	 signos	 distintivos,	 debe	 considerarse
principalmente	 aquellas	 características	 que	 puedan	 ser	 recordadas	 por	 el
público	consumidor.	Lo	más	 importante	a	considerar	son	las	semejanzas	y
no	 las	 diferencias	 de	 los	 signos	 en	 cuestión.	 Las	 diferencias	 sólo	 tendrán
influencia	 en	 la	 impresión	 en	 conjunto	 si	 son	 tan	 fuertes	 frente	 a	 las
similitudes	que	dejan	un	recuerdo	en	 la	mente	de	 los	consumidores.	Estos
criterios	 han	 sido	 señalados	 en	 reiterada	 jurisprudencia	 del	 Tribunal
Andino”.	 (Indecopi,	 R.	 0754-2013/TPI-Indecopi,	 mar.	 08/2013.	 Pres.
Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Si	 una	palabra	 tiene	un	 significado	 especial,
la	 definición	 deberá	 incluirse	 en	 la	 reivindicación	 de	 la	 patente.	 “El
artículo	30	de	la	Decisión	486	establece	que	las	reivindicaciones	definirán	la
materia	 que	 se	 desea	 proteger	 mediante	 la	 patente.	 Deben	 ser	 claras	 y
concisas	y	estar	enteramente	sustentadas	por	la	descripción	(...).
Respecto	al	contenido	de	las	reivindicaciones,	el	Manual	Andino	indica	que
las	 reivindicaciones	 deben	 contener	 todas	 las	 características	 técnicas
esenciales	 de	 la	 invención	 las	 cuales	 definen	 a	 la	 invención	 y	 la	 hacen	 o
pudieran	 hacerla	 distintiva	 del	 estado	 de	 la	 técnica.	 Estas	 características
esenciales	 definen	 la	 solución	 al	 problema	 técnico	 que	 intenta	 resolver	 la
invención.
No	 se	 toma	 en	 cuenta	 como	 característica	 técnica	 de	 la	 invención,	 para
efectos	 del	 examen,	 la	 inclusión	 de	 términos	 relativos	 a	 aspectos	 no
técnicos,	como	por	ejemplo	las	ventajas	comerciales,	dado	que	el	resultado
o	 fin	 alcanzado	 de	 la	 invención	 no	 es	 una	 característica	 esencial	 a	 estos
efectos.	Sin	perjuicio	de	ello,	la	inclusión	de	elementos	no	técnicos	pudiera
afectar	la	claridad	de	la	reivindicación.
El	Manual	Andino	señala	que	el	significado	y	alcance	de	las	palabras	de	las
reivindicaciones	debe	ser	el	que	normalmente	se	les	da	en	el	área	técnica	de
la	solicitud,	y	tiene	que	ser	claro	para	la	persona	versada	en	la	materia	con
la	 sola	 lectura	 de	 las	 reivindicaciones.	 Si	 la	 palabra	 tiene	 un	 significado
especial	 dado	 por	 una	 definición	 en	 la	 descripción,	 esta	 definición	 deberá
incluirse	en	la	reivindicación,	siempre	que	esto	sea	factible.
Cabe	señalar	que	el	artículo	84	de	la	Convención	sobre	la	Patente	Europea
del	5	de	octubre	de	1973	señala	que	 las	reivindicaciones	definen	el	objeto
de	la	protección	solicitada,	precisando	que	ellas	deben	ser	claras	y	concisas
y	estar	apoyadas	por	la	descripción”.	(Indecopi,	R.	0154-2013/TPI-Indecopi,
ene.	16/2013.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 enumera	 y	 explica	 los	 derechos	 de	 los
titulares	 de	 marcas	 registradas.	 “El	 artículo	 155	 de	 la	 Decisión	 486
establece	que	 el	 registro	de	una	marca	 confiere	 a	 su	 titular	 el	 derecho	de
impedir	 a	 cualquier	 tercero	 realizar,	 sin	 su	 consentimiento,	 los	 siguientes
actos:
a)	 aplicar	 o	 colocar	 la	 marca	 o	 un	 signo	 distintivo	 idéntico	 o	 semejante
sobre	productos	para	los	cuales	se	ha	registrado	la	marca;	sobre	productos
vinculados	a	los	servicios	para	los	cuales	ésta	se	ha	registrado;	o	sobre	los
envases,	envolturas,	embalajes	o	acondicionamientos	de	tales	productos;
b)	suprimir	o	modificar	la	marca	con	fines	comerciales,	después	de	que	se
hubiese	 aplicado	 o	 colocado	 sobre	 los	 productos	 para	 los	 cuales	 se	 ha
registrado	la	marca;	sobre	los	productos	vinculados	a	los	servicios	para	los
cuales	 ésta	 se	 ha	 registrado;	 o	 sobre	 los	 envases,	 envolturas,	 embalajes	 o
acondicionamientos	de	tales	productos;
c)	fabricar	etiquetas,	envases,	envolturas,	embalajes	u	otros	materiales	que
reproduzcan	o	contengan	la	marca,	así	como	comercializar	o	detentar	tales
materiales;
d)	usar	en	el	comercio	un	signo	 idéntico	o	similar	a	 la	marca	respecto	de
cualesquiera	productos	o	servicios,	cuando	tal	uso	pudiese	causar	confusión
o	un	riesgo	de	asociación	con	el	 titular	del	registro.	Tratándose	del	uso	de
un	 signo	 idéntico	 para	 productos	 o	 servicios	 idénticos	 se	 presumirá	 que
existe	riesgo	de	confusión;
e)	 usar	 en	 el	 comercio	 un	 signo	 idéntico	 o	 similar	 a	 una	 marca
notoriamente	 conocida	 respecto	 de	 cualesquiera	 productos	 o	 servicios,
cuando	 ello	 pudiese	 causar	 al	 titular	 del	 registro	 un	 daño	 económico	 o
comercial	 injusto	 por	 razón	 de	 una	 dilución	 de	 la	 fuerza	 distintiva	 o	 del
valor	 comercial	 o	 publicitario	 de	 la	 marca,	 o	 por	 razón	 de	 un
aprovechamiento	injusto	del	prestigio	de	la	marca	o	de	su	titular;
f)	usar	públicamente	un	signo	idéntico	o	similar	a	una	marca	notoriamente
conocida,	 aun	 para	 fines	 no	 comerciales,	 cuando	 ello	 pudiese	 causar	 una
dilución	 de	 la	 fuerza	 distintiva	 o	 del	 valor	 comercial	 o	 publicitario	 de	 la
marca,	 o	un	aprovechamiento	 injusto	de	 su	prestigio”.	 (Indecopi,	R.	 1480-
2013/TPI-Indecopi,	may.	03/2013.	Pres.	Escobedo	Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 riesgo	 de	 confusión	 entre	 dos	 marcas	 es
mayor	 cuando	 existe	 similitud	 o	 conexión	 competitiva	 entre	 los
productos	 o	 servicios	 distinguidos	 con	 ellas.	 “Como	 ya	 se	 anotó,	 la
ausencia	 de	 distintividad	 de	 un	 signo,	 en	 relación	 con	 una	 marca	 ya
existente	 con	 anterioridad	 en	 el	 mercado,	 o	 con	 un	 signo	 previamente
solicitado,	 puede	 provocar	 error	 entre	 los	 consumidores;	 por	 tal
circunstancia	la	norma	comunitaria	ha	determinado	que	la	sola	posibilidad
de	confusión	basta	para	negar	el	registro.
La	 sala	 considera	que	el	 riesgo	de	 confusión	debe	analizarse	 teniendo	en
cuenta	la	interrelación	de	todos	los	elementos:	productos	-	servicios,	signos
y	fuerza	distintiva	de	los	signos.	Estos	elementos	son	independientes	unos
de	otros,	de	modo	que	para	el	análisis	de	la	similitud	o	conexión	competitiva
de	productos	o	servicios,	resulta	irrelevante	tanto	la	similitud	de	los	signos
como	su	distintividad.
En	la	interrelación	de	estos	elementos	se	determina	el	riesgo	de	confusión.
Así,	puede	ser	que	ante	marcas	 idénticas,	 en	caso	que	 la	marca	 registrada
anterior	 tenga	 una	 fuerza	 distintiva	 muy	 grande,	 aun	 con	 una	 lejana
conexión	competitiva,	se	determine	que	existe	riesgo	de	confusión.	Por	otro
lado,	ante	productos	o	servicios	idénticos,	cualquier	similitud	de	los	signos
puede	 ser	 suficiente	 para	 que	 exista	 un	 riesgo	 de	 confusión.	 Asimismo,
puede	ser	que,	a	pesar	de	la	similitud	de	los	signos	y	aunque	se	determine
que	existe	similitud	o	conexión	competitiva	entre	los	productos	o	servicios,
no	se	determine	un	riesgo	de	confusión,	si	 la	marca	registrada	anterior	es
muy	débil,	por	lo	que	cuenta	con	una	protección	limitada.	(...).
Por	lo	anterior,	la	confusión	entre	dos	signos	es	tanto	mayor	cuanto	mayor
sea	 la	 similitud	 o	 conexión	 competitiva	 entre	 los	 productos	 o	 servicios	 a
distinguir	 con	 los	 mismos.	 En	 conclusión,	 para	 la	 correcta	 aplicación	 del
artículo	 136	 inciso	 a)	 de	 la	 Decisión	 486,	 es	 necesaria	 la	 interrelación	 de
determinados	requisitos:	la	identidad	y	similitud	de	productos	o	servicios	y
la	 identidad	 o	 similitud	 de	 los	 signos,	 tomando	 en	 cuenta,	 siempre,	 la
distintividad	 de	 los	 signos”.	 (Indecopi,	 R.	 3135-2012/TPI-Indecopi,	 set.
16/2013.	Pres.	Escobedo	Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Palabras	 del	 argot	 o	 jerga	 local	 no	 pueden
registrarse	como	marcas.	“De	acuerdo	con	el	inciso	g)	del	artículo	135	de
la	 Decisión	 486,	 no	 podrán	 registrarse	 como	 marcas	 los	 signos	 que
consistan	 exclusivamente	 o	 se	 hubieran	 convertido	 en	 una	 designación
común	 o	 usual	 del	 producto	 o	 servicio	 de	 que	 se	 trate	 en	 el	 lenguaje
corriente	o	en	la	usanza	del	país.
Se	consideran	denominaciones	de	uso	común	a	aquellos	signos	que	en	los
modismos	o	en	la	jerga	propia	de	cada	país	son	usados	de	manera	corriente
o	 coloquial	 por	 los	 consumidores	 del	 sector	 pertinente	 del	mercado	 para
designar	 directamente	 cierto	 tipo	 de	 productos	 o	 servicios,	 habiéndose
convertido	 en	 el	 nombre	 común	 o	 genérico	 de	 los	 mismos	 aunque	 su
significado	 gramatical	 e	 idiomático	 sea	 diferente.	 Tal	 sería	 el	 caso	 de	 los
términos	tabas	que	es	empleado	en	nuestro	medio	para	designar	zapatos	o
el	término	chela	para	designar	cerveza.
Las	 denominaciones	 comunes	 o	 usuales	 deben	 ser	 libremente	 utilizables
por	todos	los	competidores	que	actúan	en	un	sector	del	mercado,	porque	de
otorgarse	 el	 registro	 de	 ellos	 a	 favor	 de	 una	 persona	 exclusivamente,	 se
impediría	 a	 los	 competidores	 que	 utilicen	 esa	 denominación	 o
representación	 para	 referirse	 a	 productos	 o	 servicios	 que	 fabrican,
comercializan	o	prestan,	según	sea	el	caso,	 lo	cual	constituiría	una	barrera
de	acceso	al	 correspondiente	 sector	del	mercado.	En	 consecuencia,	 la	 sala
determina	 que	 es	mejor	 dejar	 que	 estas	 denominaciones	 sean	 libremente
utilizadas	por	todos	los	competidores	que	actúan	en	un	sector	del	mercado.
Debe	 precisarse	 que	 esta	 prohibición	 de	 registro	 sólo	 comprende	 a	 los
signos	 que	 exclusivamente	 estén	 compuestos	 por	 términos	 comunes	 o
usuales.	 En	 consecuencia,	 signos	 que	 contengan	 otros	 elementos
suficientemente	distintivos	sí	pueden	acceder	a	registro.
Conforme	concluye	el	Tribunal	de	Justicia	del	Acuerdo	de	Cartagena	en	el
citado	Proceso	N°	40-IP-98,	 los	signos	usuales	deben	analizarse	no	sólo	en
base	de	 su	concepto	gramatical	o	etimológico,	 sino	de	conformidad	con	el
significado	 común	 y	 corriente	 que	 se	 utilice	 en	 el	 país	 con	 respecto	 a	 los
productos	 o	 servicios	 que	 se	 pretende	 distinguir”.	 (Indecopi,	 R.	 0322-
2013/TPI-Indecopi,	ene.	30/2013.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 frases	 simples	 o	 banales	 no	 pueden
registrarse	como	lemas	comerciales.	“-	El	objeto	de	toda	publicidad	en	el
tráfico	 económico	 es	 la	 promoción	 de	 las	 ventas	 propias.	 La	 publicidad
busca	 que	 el	 potencial	 consumidor	 –a	 través	 de	 información	 o	 sugestión–
concentre	 su	 atención	 en	 un	 producto,	 servicio	 o	 en	 una	 empresa,	 para
inducirlo	a	 la	adquisición	del	producto,	 la	contratación	del	servicio	o	de	 la
empresa.	En	tal	sentido,	el	lema	comercial	–conocido	también	en	la	doctrina
comparada	como	frase	publicitaria–	debe	tener	capacidad	publicitaria	a	fin
de	que	pueda	cumplir	su	función	en	el	mercado.	(...).
-	Un	lema	comercial	cumplirá	con	el	requisito	de	distintividad	para	acceder
al	 registro	 en	 la	medida	 que	 no	 sea	 percibido	 únicamente	 como	 un	 texto
puramente	 promocional,	 sino	 cuando	 goce	 en	 sí	 mismo	 de	 la	 aptitud
distintiva	necesaria	para	permitir	su	diferenciación	con	relación	a	la	marca
que	publicita.	Por	ello,	no	se	podrá	registrar	como	lema	comercial	una	frase
simple	 o	 banal	 que	 sin	 fantasía	 alguna	 se	 limite	 a	 alabar	 los	 productos	 o
servicios	que	se	desee	publicitar.
-	 La	 distintividad	del	 lema	no	puede	basarse	 sólo	 en	 la	 presencia	 de	 una
marca	 registrada	 al	 interior	 del	 mismo,	 ya	 que	 con	 ello	 se	 llegaría	 a	 una
situación	 absurda:	 bastaría	 a	 la	 competencia	 sustituir	 esa	 marca	 por	 la
propia	para	poder	usar	el	lema	registrado	sin	cometer	infracción.
-	La	vinculación	entre	el	lema	comercial	y	la	marca	se	produce	por	el	hecho
de	que	el	primero	tiene	como	función	primordial	publicitar	a	la	segunda.	No
en	 vano	 se	 le	 ha	 asignado	 al	 lema	 comercial	 la	 noción	 de
complementariedad	 respecto	 de	 la	marca,	 así	 como	 la	 supeditación	 de	 su
existencia	a	la	vigencia	de	la	marca	que	promociona.
-	 No	 puede	 tampoco	 permitirse	 que	 el	 concepto	 o	 idea	 que	 el	 lema
comercial	pretenda	transmitir	a	los	consumidores	a	través	de	la	conjunción
de	 las	 palabras	 que	 lo	 conforman	 constituya	 una	 expresión	 genérica	 o
descriptiva	 con	 relación	 a	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 la	 marca	 que
publicita	 distingue,	 en	 la	medida	 que	 tal	 circunstancia	 dificultaría	 que	 los
competidores	 puedan	 promocionar	 en	 el	 correspondiente	 sector	 del
mercado	 otra	 marca	 de	 producto	 o	 servicio	 utilizando	 dicha	 expresión
genérica	 o	 descriptiva.	 Por	 lo	 anterior,	 es	 mejor	 dejar	 libres	 estas
expresiones	para	que	puedan	ser	utilizadas	por	todos	los	competidores.
-	En	virtud	de	 las	consideraciones	anteriores,	puede	suceder	que	un	 lema
cumpla	 perfectamente	 una	 función	 publicitaria	 en	 el	 mercado	 pero:	 i)
carezca	de	carácter	distintivo),	ii)	designe	o	describa	el	producto	o	servicio
al	 que	 se	 refiere	 o	 iii)	 transgreda	 los	 derechos	 de	 terceros	 (caso	 de
utilización	 de	 un	 lema	 que	 genera	 un	 riesgo	 de	 confusión	 con	 un	 signo
registrado	 previamente	 solicitado).	 Tales	 lemas	 comerciales	 no	 pueden
acceder	al	registro.
-	Ahora	bien,	el	hecho	de	que	un	 lema	comercial	no	acceda	al	 registro	no
significa	 que	 dicho	 lema	 o	 frase	 publicitaria	 deba	 ser	 automáticamente
retirado	 del	 mercado,	 ya	 que	 si	 bien	 no	 resulta	 registrable	 puede	 ser
utilizado	sin	carácter	exclusivo	por	su	titular”.	(Indecopi,	R.	0241-2014/TPI-
Indecopi,	mar.	31/2014.	Pres.	Escobedo	Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC:	 permitir	 el	 registro	 de	 signos
descriptivos	constituiría	una	barrera	de	acceso	al	mercado.	“Los	signos
descriptivos	 informan	 directamente	 a	 los	 consumidores	 acerca	 de	 las
características	 del	 producto	 o	 servicio	 al	 que	 pretenden	 aplicarse,	 por	 lo
tanto,	no	deben	ser	registrados	como	marcas,	porque	su	papel	no	consiste
en	indicar	el	origen	empresarial	de	un	producto	o	servicio.
El	 artículo	 135	 inciso	 e)	 de	 la	 Decisión	 486	 establece	 que	 no	 podrán
registrarse	 como	 marcas	 los	 signos	 que	 consistan	 exclusivamente	 en	 un
signo	o	indicación	que	pueda	servir	en	el	comercio	para	describir	la	calidad,
la	 cantidad,	 el	 destino,	 el	 valor,	 la	 procedencia	 geográfica,	 la	 época	 de
producción	u	otros	datos,	características	o	informaciones	de	los	productos	o
de	 los	 servicios	 para	 los	 cuales	 ha	 de	 usarse	 dicho	 signo	 o	 indicación,
incluidas	las	expresiones	laudatorias	referidas	a	esos	productos	o	servicios.
(...).
Debido	a	que	el	 registro	de	una	marca	confiere	a	su	 titular	el	derecho	de
prohibir	 a	 cualquier	 tercero	 el	 uso	 en	 el	 tráfico	 económico	 de	 un	 signo
idéntico	o	con	un	grado	de	semejanza	que	induzca	a	confusión,	en	relación
con	productos	o	 servicios	 idénticos	o	 similares,	 los	 signos	descriptivos	no
deben	ser	apropiados	por	una	persona,	ya	que	si	se	permitiera	el	registro	de
dichas	 denominaciones,	 se	 concedería	 un	 derecho	 exclusivo	 sobre	 las
mismas	a	 favor	de	un	competidor	singular,	 lo	que	constituiría	una	barrera
de	 acceso	 al	 correspondiente	 sector	 del	 mercado,	 equivalente	 al
otorgamiento	 de	 un	 monopolio	 sobre	 los	 correspondientes	 productos	 o
servicios.	En	 consecuencia,	 es	mejor	dejar	que	estas	denominaciones	 sean
libremente	utilizadas	por	 todos	 los	 competidores	que	actúan	en	un	 sector
del	mercado”.	 (Indecopi,	 R.	 0086-2014/TPI-Indecopi,	mar.	 21/2014.	 Pres.
Escobedo	Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Un	 lema	 comercial	 no	 registrable	 puede
usarse	 en	 el	 mercado,	 pero	 sin	 exclusividad.	 “-	 El	 objeto	 de	 toda
publicidad	en	el	tráfico	económico	es	la	promoción	de	las	ventas	propias.	La
publicidad	 busca	 que	 el	 potencial	 consumidor	 –a	 través	 de	 información	 o
sugestión–	 concentre	 su	 atención	 en	 un	 producto,	 servicio	 o	 en	 una
empresa,	 para	 inducirlo	 a	 la	 adquisición	 del	 producto,	 la	 contratación	 del
servicio	 o	 de	 la	 empresa.	 En	 tal	 sentido,	 el	 lema	 comercial	 –conocido
también	 en	 la	 doctrina	 comparada	 como	 frase	 publicitaria–	 debe	 tener
capacidad	publicitaria	a	fin	de	que	pueda	cumplir	su	función	en	el	mercado.
(...).
-	En	virtud	de	 las	consideraciones	anteriores,	puede	suceder	que	un	 lema
cumpla	 perfectamente	 una	 función	 publicitaria	 en	 el	 mercado	 pero:	 i)
carezca	de	carácter	distintivo),	ii)	designe	o	describa	el	producto	o	servicio
al	 que	 se	 refiere	 o	 iii)	 transgreda	 los	 derechos	 de	 terceros	 (caso	 de
utilización	 de	 un	 lema	 que	 genera	 un	 riesgo	 de	 confusión	 con	 un	 signo
registrado	 o	 previamente	 solicitado).	 Tales	 lemas	 comerciales	 no	 pueden
acceder	al	registro.
-	Ahora	bien,	el	hecho	de	que	un	 lema	comercial	no	acceda	al	 registro	no
significa	 que	 dicho	 lema	 o	 frase	 publicitaria	 deba	 ser	 automáticamente
retirado	 del	 mercado,	 ya	 que	 si	 bien	 no	 resulta	 registrable	 puede	 ser
utilizado	 sin	 carácter	 exclusivo	 por	 su	 titular	 (...)”.	 (Indecopi,	 R.	 0667-
2014/TPI-Indecopi,	abr.	30/2014.	Pres.	Escobedo	Ferradas)
JURISPRUDENCIA.—La	 Decisión	 N°	 486	 obliga	 al	 Indecopi	 a	 notificar
todos	los	informes	sobre	el	pedido	de	patente	que	existan.	“Concluyendo
de	 las	 normas	 denunciadas	 que	 sí	 existía	 la	 obligación	 del	 recurrente
Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	 Intelectual	 -	 Indecopi,	 de	 notificar	 a	 los	 administrados	 los
informes,	 no	 siendo	 suficiente	 la	 sola	 notificación	 del	 primer	 informe,	 en
tanto	 se	 le	 recorta	 su	 derecho	 de	 defensa	 respecto	 de	 los	 sucesivos
informes,	 así	 como	 el	 no	 notificar	 los	 mismos	 afecta	 el	 principio	 de
publicidad	 y	 vulnera	 el	 derecho	 fundamental	 a	 la	 defensa	 previsto	 en	 el
inciso	 14	del	 artículo	 139	de	 la	 Constitución	Política	 del	 Estado,	 aplicable
también	a	los	procedimientos	administrativos,	tanto	más	que	es	un	derecho
fundamental	contemplado	en	el	artículo	8°	de	la	Convención	Americana	de
Derechos	 Humanos	 (...)”.	 (C.	 S,	 Cas.	 1091-2011-Lima,	 ago.	 15/2013.	 V.	 P.
Rueda	Fernández)
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TÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
OBJETIVO	GENERAL
D.	Leg.	1044.
ART.	 1°.—Finalidad	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 reprime	 todo	 acto	 o
conducta	 de	 competencia	 desleal	 que	 tenga	 por	 efecto,	 real	 o	 potencial,
afectar	o	impedir	el	adecuado	funcionamiento	del	proceso	competitivo.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Sala	 del	 Indecopi	 declara	 como	 barrera
burocrática	 irrazonable	 ordenanza	 que	 establece	 restricción	 horaria
general.	“(…)	12.	En	el	presente	caso,	la	restricción	horaria	cuestionada	ha
sido	 establecida	 mediante	 Ordenanza	 271-MDB4,	 esto	 es,	 mediante	 el
instrumento	 legal	 idóneo	 para	 ello,	 y	 publicada	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El
Peruano	el	25	de	enero	del	2007,	es	decir	de	acuerdo	con	los	artículos	40	y
44	de	la	Ley	Orgánica	de	Municipalidades.
13.	Por	tales	motivos,	corresponde	declarar	que	la	restricción	de	horarios
cuestionada	 no	 constituye	 una	 barrera	 burocrática	 ilegal.	 Así,	 habiéndose
superado	el	análisis	de	 legalidad,	corresponde	proseguir	con	el	análisis	de
razonabilidad	(…).
a)	 Que	 la	 restricción	 se	 encuentra	 justificada	 por	 el	 interés	 público	 y	 es
idónea	para	solucionar	el	problema	que	lo	afecta.
b)	 Que	 la	 restricción	 es	 proporcional	 a	 los	 fines	 que	 quiere	 alcanzar.	 En
otras	palabras,	que	los	beneficios	obtenidos	por	la	restricción	son	mayores
que	los	costos	impuestos	por	ella.
c)	Que,	en	términos	generales,	 la	restricción	es	 la	menos	gravosa	para	 los
administrados	en	relación	con	otras	opciones	existentes.
(…).
31.	La	restricción	del	horario	de	atención	no	constituye	una	medida	idónea
para	la	prosecución	del	objetivo	que	se	propone	la	municipalidad.	En	efecto,
la	protección	de	la	integridad,	la	vida	y	la	seguridad	de	los	trabajadores	de
los	establecimientos	comerciales	así	como	de	los	concurrentes	a	ellos	puede
proveerse	 a	 través	 de	 la	 implementación	 de	 un	 adecuado	 servicio	 de	 la
Policía	Nacional	 y	del	 servicio	de	 Serenazgo	de	 la	propia	municipalidad	e,
incluso,	 establecerse	 como	 deber	 de	 los	 propios	 establecimientos
comerciales,	resultante	de	los	servicios	que	brindan.	En	suma,	la	protección
de	aquellos	derechos	puede	lograrse	a	través	de	un	mayor	y	más	adecuado
servicio	de	seguridad,	más	no	a	 través	de	 la	restricción	de	 los	horarios	de
atención	nocturnos	y	de	madrugada.	(…).
22.	 Para	 satisfacer	 el	 segundo	 paso	 de	 la	 metodología	 de	 análisis	 de	 la
razonabilidad	de	la	medida	adoptada,	la	municipalidad	debe	demostrar	que
la	restricción	es	proporcional	a	los	fines	que	quiere	alcanzar.	(…)
25.	 En	 el	 presente	 caso,	 sin	 embargo,	 la	municipalidad	 no	 ha	 acreditado
haber	 evaluado	 los	 costos	 y	 beneficios	 que	 generaría	 la	 medida.	 Por
ejemplo,	 cuáles	 van	 a	 ser	 las	 pérdidas	 económicas	 de	 los	 locales,	 cuántos
puestos	de	 trabajo	 se	perderían,	 entre	otros,	 comparados	 con	 el	 beneficio
esperado	de	la	medida.
26.	Por	tales	motivos,	corresponde	declarar	que	la	restricción	de	horarios
cuestionada	 constituye	 una	 barrera	 burocrática	 irrazonable	 por	 falta	 de
proporcionalidad.
III.2.3	Opción	menos	gravosa
27.	Finalmente,	el	análisis	de	la	razonabilidad	de	las	barreras	burocráticas
impuestas	 implica	 evaluar	que	 las	medidas	 adoptadas	por	 las	 autoridades
sean	 las	 opciones	 menos	 gravosas	 para	 los	 agentes	 económicos	 que
concurren	en	el	mercado.	(…).”	(Indecopi,	R.	1511-2009/SC1-Indecopi,	dic.
17/2009.	Pres.	Juan	Luis	Avendaño	Valdez)
JURISPRUDENCIA.—Barreras	 burocráticas,	 TC	 descarta
inconstitucionalidad	y	ajusta	interpretación	de	la	Ley	de	Eliminación	de
Sobrecostos,	 Trabas	 y	 Restricciones	 a	 la	 Inversión	 Privada.	 “(…)	 este
colegiado	considera	que	una	aplicación	del	artículo	3°	de	la	Ley	N°	28996	es
constitucional	si	es	interpretada	de	acuerdo	con	los	principios	de	autonomía
y	discrecionalidad	de	 la	Defensoría	del	Pueblo	para	entablar	demandas	de
inconstitucionalidad,	 siendo	 ésta	 una	 sentencia	 desestimativa	 por	 sentido
interpretativo.
41.	 En	 consecuencia,	 a	 través	 de	 la	 presente	 sentencia	 el	 Tribunal
Constitucional	 determina	 que	 la	 expresión	 ‘(…)	 acudir	 a	 la	Defensoría	 del
Pueblo	para	que	se	interponga	la	demanda	de	inconstitucionalidad	(…)’	del
artículo	 3°	 de	 la	 Ley	 N°	 28996	 es	 constitucional	 en	 la	 medida	 que	 se
interprete	que	la	decisión	final	para	interponer	dichas	acciones	recae	en	la
Defensoría	 del	 Pueblo,	 y	 que	 ello	 supone	 que	 no	 está	 obligada	 a	 actuar
según	los	informes	presentados	por	el	Indecopi	o	cualquier	otro	organismo
regulador.
42.	Como	conclusión,	el	Tribunal	Constitucional	estima	que	si	bien	bajo	el
principio	 de	 separación	 de	 poderes	 no	 se	 puede	 negar	 la	 mutua
colaboración	 y	 fiscalización	 entre	 los	 poderes	 públicos,	 ello	 impone	 la
ausencia	de	toda	 injerencia	en	 las	 funciones	y	atribuciones.	En	tal	sentido,
una	 ley	 ordinaria	 no	 puede	 restringir	 la	 autonomía	 de	 la	 Defensoría	 del
Pueblo	 en	 el	 cumplimiento	 de	 las	 funciones	 que	 la	 Constitución	 le	 ha
conferido,	ni	tampoco	limitar	su	principio	de	independencia.”	(TC,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	00023-2008-PI-TC,	may.	26/2010.	Pres.	Vergara	Gotelli)
JURISPRUDENCIA.—TC:	 Ley	 de	 eliminación	 de	 sobrecostos,	 trabas	 y
restricciones	a	la	inversión	privada	resulta	constitucional.	“(…)	24.	Se	ha
fijado	entonces	una	serie	de	condiciones	a	 fin	de	garantizar	el	uso	de	esta
prerrogativa,	 precisándose	 que	 el	 control	 difuso	 administrativo	procederá
cuando:	 i)	 se	 lleve	 a	 cabo	 por	 tribunales	 de	 carácter	 nacional	 adscritos	 al
Poder	 Ejecutivo	 y	 que	 tengan	 por	 finalidad	 la	 declaración	 de	 derechos
fundamentales	de	los	administrados,	ii)	la	ley	cuestionada	no	sea	posible	de
ser	interpretada	de	conformidad	con	la	Constitución,	iii)	que	dicho	examen
de	constitucionalidad	sea	relevante	para	resolver	la	controversia	planteada
dentro	 de	 un	 proceso	 administrativo,	 y;	 iv)	 el	 ejercicio	 del	 control	 difuso
administrativo	se	realiza	a	pedido	de	parte;	en	este	supuesto,	los	tribunales
administrativos	u	órganos	colegiados	antes	aludidos	están	 facultados	para
evaluar	 la	procedencia	de	 la	solicitud,	con	criterios	objetivos	y	razonables,
siempre	 que	 se	 trate	 de	 otorgar	 mayor	 protección	 constitucional	 a	 los
derechos	fundamentales	de	los	administrados.	En	aquellos	casos	en	los	que
advierta	 que	 dichas	 solicitudes	 responden	 a	 fines	 manifiestamente
obstruccionistas	o	ilegítimos,	puede	establecerse	e	imponerse	sanciones	de
acuerdo	a	ley.	Excepcionalmente,	el	control	difuso	procede	de	oficio	cuando
se	 trate	 de	 la	 aplicación	 de	 una	 disposición	 que	 vaya	 en	 contra	 de	 la
interpretación	que	de	ella	haya	realizado	el	Tribunal	Constitucional	 (…);	o
cuando	 la	 aplicación	 de	 una	 disposición	 contradiga	 un	 precedente
vinculante	 del	 Tribunal	 Constitucional	 establecido	 de	 acuerdo	 con	 el
artículo	VII	del	Título	Preliminar	del	Código	Procesal	Constitucional.
25.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 anotado,	 en	 este	 caso	 este	 colegiado	 debe
puntualizar,	a	partir	de	lo	expresado	en	los	fundamentos	anteriores,	que	la
CEB,	 cuando	 ‘inaplica’	 una	 ordenanza,	 formalmente	 no	 alega	 su
inconstitucionalidad	 sino	 su	 ilegalidad.	 Por	 ejemplo,	 cuando	 en	 un
procedimiento	administrativo	se	detecta	que	una	ordenanza	es	contraria	a
normas	 como	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 757	 (Ley	 Marco	 de	 para	 el
Crecimiento	 de	 la	 Inversión	 Privada),	 Ley	 N°	 27444,	 Ley	 N°	 28976	 (Ley
Marco	 de	 licencia	 de	 funcionamiento)	 e	 inclusive	 la	 Ley	 N°	 27972	 (Ley
Orgánica	de	Municipalidades),	 la	CEB	 resuelve	 tal	 antinomia	en	virtud	del
principio	 de	 competencia	 excluyente,	 ‘aplicable	 cuando	 un	 órgano	 con
facultades	 legislativas	 regula	 un	 ámbito	 material	 de	 validez,	 el	 cual,	 por
mandato	expreso	de	la	Constitución	o	una	ley	orgánica,	comprende	única	y
exclusivamente	a	dicho	ente	 legisferante’	 [0047-2004-AI/TC,	 fund.	54,	 e)].
Como	se	observa,	 la	situación	generada	se	resuelve	a	partir	de	determinar
que	 se	 trata	 de	 una	 antinomia	 entre	 dos	 normas	 del	mismo	 rango,	 como
pueden	ser	las	leyes	formales	y	las	ordenanzas	regionales	y	municipales.	Su
resolución	 descansa	 por	 consiguiente	 en	 la	 aplicación	 de	 la	 norma	 legal
aplicable	 al	 caso	 concreto	 en	 virtud	 de	 competencias	 repartidas	 y	 no	 en
virtud	 a	 un	 análisis	 de	 jerarquía	 entre	 ordenanza	 (regional	 o	 local)	 y	 la
Constitución.	 (…)”	 (TC,	 Sent.	 del	 Pleno	 -	 Exp.	 00014-2009-PI/TC,	 set.
15/2010.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Control	 difuso	 sobre	 la	 Ley	 de	 eliminación	 de
sobrecostos,	 trabas	 y	 restricciones	 a	 la	 inversión	 privada	 resulta
constitucional.	 “29.	 Por	 último,	 contrariamente	 a	 lo	 argumentado	 por	 el
demandante,	este	tribunal	no	encuentra	en	la	normativa	cuestionada	que	se
confiera	 a	 la	 CEB	 –o	 al	 Indecopi	 en	 general–	 facultad	 para	 expulsar	 del
ordenamiento	jurídico	una	normativa	de	rango	legal	o	infra	legal.	La	norma
claramente	 expone	 que	 se	 otorga	 la	 facultad	 de	 ‘inaplicar’	 al	 caso	 en
concreto	una	normativa	que	contravenga	 la	Constitución.	Y	en	caso	 la	CEB
actúe	 de	 oficio,	 podrá	 interponer	 demanda	 de	 acción	 popular	 a	 fin	 de
solicitar	 que	 la	 normativa	 de	 rango	 infralegal	 sea	 expulsada	 del
ordenamiento	 jurídico,	 o	 en	 caso	 la	 barrera	burocrática	 esté	 contenida	 en
una	 norma	 de	 rango	 de	 ley,	 podrá	 acudir	 a	 la	 Defensoría	 del	 Pueblo,	 que
como	 ya	 se	 expresó	 en	 la	 STC	 023-2008-PI/TC,	 podrá	 –si	 lo	 estima
pertinente–	interponer	una	demanda	de	inconstitucionalidad.
30.	 Igual	 criterio	 debe	 desplegarse	 respecto	 del	 segundo	 párrafo	 que
establece:	 ‘Sin	 perjuicio	 de	 la	 inaplicación	 al	 caso	 concreto,	 la	 resolución
será	 notificada	 a	 la	 entidad	 estatal	 que	 emitió	 la	 norma	 para	 que	 pueda
disponer	 su	 modificación	 o	 derogación’.	 Dicha	 disposición	 también	 es
susceptible	de	 interpretación.	Así,	por	ejemplo,	 sería	 inconstitucional	 si	 se
interpreta	 literalmente	 en	 el	 sentido	 de	 que	 con	 la	 sola	 notificación,	 la
entidad	 esté	 obligada	 a	modificar	 o	 derogar	 la	 normativa	 inaplicada	 en	 el
caso	concreto.	Sin	embargo,	la	cláusula	legal	establece	que	la	entidad	estatal
que	 emitió	 la	 norma	 inaplicada	 ‘puede	 disponer’	 ello,	 no	 configurándose
como	un	mandato	 sino	 como	 la	 consideración	de	 evaluación	de	 su	propia
normativa.
31.	Además,	resulta	claro	que	en	los	procesos	iniciados	de	oficio	se	aplicará
la	 regla	 establecida	 en	 el	 precedente	 de	 la	 STC	 03741-2004-AA/TC,	 que
dispone	 que	 no	 podrá	 proceder	 de	 oficio	 el	 control	 difuso	 administrativo,
pues	dicho	control	procede	solo	a	pedido	de	parte,	salvo	que	se	vulnere	 la
interpretación	y/o	los	precedentes	del	Tribunal	Constitucional,	como	ya	se
ha	 señalado	 supra.	 Precisamente	 por	 ello	 se	 autoriza	 al	 Indecopi	 a	 iniciar
proceso	 de	 acción	 popular	 o	 a	 recurrir	 ante	 la	 Defensoría	 del	 Pueblo	 o
cualquiera	legitimado	por	la	Constitución	para	interponer	una	demanda	de
inconstitucionalidad.	 Como	ya	 se	 indicó,	 ello	 no	 implica	 que	 la	Defensoría
actúe	como	una	mesa	de	partes,	sino	que	ésta	tiene	la	facultad	de	decidir	si
es	 que	 interpone	 o	 no	 la	 demanda	 de	 inconstitucionalidad,	 dada	 su
legitimidad	activa	prevista	en	el	artículo	203	inciso	3	de	la	Constitución.
32.	 Debe	 recordarse,	 finalmente,	 que	 si	 bien	 la	 inaplicación	 de	 una
disposición	 a	 un	 caso	 concreto	 en	 sede	 administrativa	 carece	 de	 un
mecanismo	 de	 consulta	 a	 un	 órgano	 administrativo	 jerárquicamente
superior,	no	quiere	ello	decir	que	sus	decisiones	no	puedan	cuestionarse.	La
posibilidad	 de	 que	 el	 administrado	 pueda	 recurrir	 a	 la	 vía	 judicial
correspondiente	 para	 impugnar	 las	 decisiones	 de	 los	 tribunales
administrativos	está	 siempre	abierta,	de	acuerdo	con	el	 artículo	148	de	 la
Constitución.”	(TC,	Sent.	del	Pleno	-	Exp.	00014-2009-PI/TC,	set.	15/2010.	S.
S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Instalación	 de	 elementos	 de	 publicidad	 exterior
exige	autorización	municipal.	“(…)	la	Municipalidad	Distrital	de	San	Isidro
emplazó	a	 (...)	 por	haber	 incurrido	 en	 la	 siguiente	 infracción,	 ‘por	 instalar
elementos	de	publicidad	exterior,	 sin	 la	respectiva	autorización	municipal.
Tipo:	 luminoso,	 ubicación:	 sobre	 frontis	 de	 techo,	 N°	 de	 casas	 (1),	 (…)
estando	a	lo	señalado,	si	bien	de	las	multas	impuestas	han	sido	aplicadas	a
un	mismo	sujeto,	no	ocurre	lo	mismo	en	cuanto	a	los	hechos	(los	textos	de
los	anuncios	publicitarios),	en	tanto	cada	uno	de	ellos	ha	sido	consecuencia
de	 un	 accionar	 distinto	 por	 parte	 del	 administrado,	 esto	 es,	 instalar
anuncios	 publicitarios	 en	 tres	 lugares	 diferentes,	 cada	 uno	 con	 distintas
medidas	 y	 características,	 como	 se	 ha	 precisado	 en	 el	 considerando
precedente,	 para	 lo	 cual	 necesariamente	 debía	 contar	 con	 la	 respectiva
licencia	municipal,	 puesto	 que	 el	 artículo	 18	 numeral	 3)	 de	 la	 Ordenanza
Municipal	 N°	 210-MML	 señala	 que	 son	 requisitos	 para	 solicitar	 la
autorización	 de	 instalación	 de	 publicidad	 exterior	 ‘Fotografía	 con
fotomontaje	 del	 elemento	 de	 publicidad	 exterior	 para	 el	 que	 se	 solicita
autorización,	 en	 cual	 se	 debe	 apreciar	 el	 entorno	 y	 el	 bien	 o	 edificación
donde	se	instalaría	el	elemento’,	esto	es	por	cada	elemento	publicitario.	(…)
el	 artículo	 194	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Estado	 ‘las	municipalidades
provinciales	 y	 distritales	 son	 los	 órganos	 de	 gobierno	 local.	 Tienen
autonomía	 política,	 económica	 y	 administrativa	 en	 los	 asuntos	 de	 su
competencia’,	por	lo	que	al	haberse	infringido	el	artículo	17	de	la	Ordenanza
Municipal	 N°	 210-MML,	 que	 disponía	 exigía	 la	 obligación	 a	 las	 personas
naturales	o	jurídicas	a	tramitar	la	respectiva	autorización	de	instalación	de
elementos	de	publicidad,	es	evidente	que	 la	municipalidad	distrital	de	San
Isidro	 se	 encontraba	 facultada	 a	 ejercer	 su	 potestad	 sancionadora	 e
imponer	las	sanciones	de	multa	que	ahora	son	materia	de	cuestionamiento
en	 el	 presente	 proceso.”	 (C.S.,	 Cas.	 1826-2009-Lima,	 dic.	 15/2009.	 V.	 P.
Rodríguez	Mendoza)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 bien	 jurídico	 tutelado	 por	 las	 normas	 de
represión	 de	 la	 competencia	 desleal	 es	 precisamente	 la	 concurrencia
justa.	 “(...)	 El	 concepto	 de	 lealtad	 establece	 el	 límite	 entre	 lo	 que	 resulta
tolerable	por	el	sistema	 legal	como	una	práctica	propia	de	 la	concurrencia
en	 el	mercado	 y	 aquella	 otra	 conducta	 que	 constituye	 una	 infracción	 que
merece	ser	sancionada.	Lo	señalado	evidencia	que	el	bien	jurídico	tutelado
por	 las	normas	de	represión	de	 la	 competencia	desleal	es	precisamente	 la
concurrencia	 justa,	 enmarcada	 en	 el	 ordenamiento	 jurídico	 y	 que,	 por	 lo
tanto,	el	exceso	resulta	inaceptable	para	la	sociedad	y	el	derecho.
24.	 Asimismo,	 es	 preciso	 recalcar	 que	 el	 elemento	 determinante	 en	 los
actos	de	competencia	desleal	–por	infracción	a	la	cláusula	general–	consiste
en	 la	 contravención	 a	 la	 buena	 fe	 comercial,	 es	 decir,	 en	 la	 realización	 de
conductas	contrarias	a	la	ética	que	debe	normalmente	regir	las	actividades
económicas	en	el	mercado.	En	ese	sentido,	el	derecho	de	la	represión	de	la
competencia	 desleal	 busca	 reprimir	 aquellas	 prácticas	 que	 tienen	 por
finalidad	obstruir	o	dificultar	 la	actividad	comercial	de	un	competidor,	por
mecanismos	 distintos	 a	 la	 generación	 de	 eficiencias	 competitivas.”
(Indecopi,	 R.	 1832-2010/SC1-Indecopi,	 oct.	 10/2010.	 Pres.	 Avendaño
Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 signos	 engañosos	 atentan	 contra	 la
veracidad	y	honestidad	que	exige	la	leal	competencia.	“(...)	De	lo	anterior
se	colige	que	los	signos	engañosos	atentan	contra	la	veracidad	y	honestidad
que	 exige	 la	 leal	 competencia,	 en	 la	 cual	 las	marcas	 cumplen	 una	 función
determinante,	 en	 tanto	 elementos	 que	 permiten	 la	 identificación	 y
diferenciación	 de	 los	 productos	 y	 servicios	 que	 se	 ofrecen	 en	 el	mercado.
Así,	 lejos	 de	 contribuir	 a	 la	 transparencia	 en	 el	 mercado,	 una	 indicación
engañosa	 puede	 producir	 descontento	 y	 desorientación	 entre	 los
consumidores,	 al	 procurar	 información	 equivocada	 de	 los	 productos	 o
servicios	 que	 se	 ofrecen.”	 (Indecopi,	 R.	 0208-2012/TPI-Indecopi,	 mar.
02/2012.	Pres.	Ferreyra	Castañeda)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Metodología	para	determinar	la	legalidad	de
una	 barrera	 burocrática.	 “Con	 la	 finalidad	 de	 determinar	 cuándo	 una
barrera	burocrática	es	 ‘ilegal’	y/o	 ‘carente	de	razonabilidad’,	 la	comisión	y
eventualmente	 la	 sala,	 tienen	 la	 obligación	 de	 aplicar	 la	 metodología	 de
análisis	 establecida	 en	 la	 Resolución	 182-97-TDC	 al	 ser	 un	 precedente	 de
observancia	obligatoria	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	VI	del	Título
Preliminar	de	la	Ley	27444	-	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General
(...).	Dicha	metodología	consiste	en	analizar	lo	siguiente:
(i)	La	legalidad	de	la	medida	cuestionada:	Se	debe	determinar	si	la	barrera
burocrática	 denunciada	 (exigencia,	 requisito,	 limitación	 o	 prohibición)	 ha
sido	impuesta:	(a)	por	una	entidad	competente	para	ello,	(b)	respetando	las
formalidades	y	procedimientos	establecidos	para	su	aprobación	y	exigencia;
y,	 (c)	 respetado	el	marco	 legal	vigente.	En	caso	se	 incumpla	alguno	de	 los
supuestos	antes	mencionados,	la	barrera	burocrática	será	declarada	ilegal.
(ii)	 Indicios	 de	 razonabilidad:	 En	 caso	 la	 barrera	 burocrática	 denunciada
supere	 el	 análisis	 de	 legalidad,	 la	 comisión	 debe	 determinar	 si	 la
denunciante	 ha	 aportado	 indicios	 acerca	 de	 la	 posible	 carencia	 de
razonabilidad	de	la	medida	impuesta.
(iii)	 Justificación	 de	 la	 medida	 impuesta:	 De	 existir	 indicios	 acerca	 de	 la
presunta	carencia	de	razonabilidad	de	la	barrera	burocrática,	la	carga	de	la
prueba	 se	 invierte,	 por	 lo	 que	 corresponde	 a	 la	 entidad	 denunciada
acreditar	lo	siguiente:
(a)	El	interés	público	que	justificó	la	medida	impuesta	y	los	beneficios	para
la	comunidad	que	se	esperaban	obtener	con	ella.
(b)	 Que	 las	 cargas	 impuestas	 sobre	 los	 administrados	 son	 adecuadas	 o
razonables,	 teniendo	 en	 cuenta	 los	 fines	 que	 se	 pretenden	 alcanzar.	 Ello,
implica	 haber	 evaluado	 la	magnitud	 y	 proporcionalidad	 de	 los	 costos	 que
los	agentes	económicos	deben	soportar	así	como	los	efectos	que	tales	cargas
tendrían	sobre	las	actividades	productivas;	y,
(c)	que	la	exigencia	cuestionada	es	la	opción	menos	gravosa	para	conseguir
el	 fin	 previsto,	 lo	 cual	 implica	 demostrar	 que	 se	 analizaron	 otras
alternativas	y	las	razones	por	las	que	fueron	descartadas.
En	caso	la	barrera	burocrática	supere	dicho	análisis	será	legal	y	razonable.
Por	el	contrario,	si	la	entidad	denunciada	no	cumple	con	justificar	la	medida
impuesta,	la	comisión	o	la	Sala	deberán	declarar	que	constituye	una	barrera
burocrática	 carente	 de	 razonabilidad.”	 (Indecopi,	 R.	 0144-2012/SC1-
Indecopi,	feb.	01/2012,	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Precedente	 vinculante:	 comisiones	 del
Indecopi	 deben	 dar	 a	 conocer	 al	 administrado	 los	 hechos	 y	 las
modalidades	de	competencia	desleal	que	se	le	imputan,	para	que	pueda
defenderse.	“La	cláusula	general	contenida	en	el	artículo	6°	de	la	Ley	sobre
Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 constituye	 la	 tipificación	 expresa
exigida	 por	 el	 artículo	 230.4	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General,	 siendo	 la	 única	 disposición	 que	 contiene	 una	 prohibición	 y
mandato	de	sanción	de	los	actos	de	competencia	desleal.
2.	Las	disposiciones	del	Capítulo	II	del	Título	II	de	la	Ley	sobre	Represión
de	 la	 Competencia	 Desleal	 enumeran	 aquellas	 conductas	 desleales	 más
comunes,	 sin	hacer	mención	a	prohibición	o	 sanción	alguna,	debido	a	que
dichas	conductas	ya	se	encuentran	prohibidas	en	la	cláusula	general,	con	la
sola	finalidad	de	brindar	una	orientación	meramente	enunciativa	tanto	a	la
Administración	como	a	los	administrados.
3.	 Al	 momento	 de	 admitir	 a	 trámite	 la	 denuncia	 o	 de	 iniciar	 un
procedimiento	 de	 oficio,	 la	 comisión	 debe	 poner	 en	 conocimiento	 del
investigado	 los	 hechos	 objeto	 del	 procedimiento	 así	 como	 las	 posibles
modalidades	de	actos	de	competencia	desleal	que	podrían	configurar	dichos
hechos,	a	 fin	que	el	administrado	pueda	estar	en	posibilidad	de	ejercer	su
derecho	de	defensa	 en	 función	de	 la	modalidad	que	 le	ha	 sido	 imputada”.
(Indecopi,	R.	0455-2004/TDC-Indecopi,	oct.	10/2004.	Pres.	Rojas	Leo)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Constituye	una	barrera	burocrática	 ilegal	 la
exigencia	 de	 renovar	 u	 obtener	 nuevas	 autorizaciones	 de	 anuncios
publicitarios	 al	 exterior	 de	 los	 locales	 comerciales.	 “(…)	 Confirma	 la
Resolución	02932014/CEB-Indecopi	del	11	de	julio	del	2014,	en	el	extremo
que	 declaró	 barrera	 burocrática	 ilegal	 la	 exigencia	 de	 renovar	 u	 obtener
nuevas	 autorizaciones	 de	 anuncios	 publicitarios	 al	 exterior	 de	 sus	 locales
comerciales	 al	 vencimiento	 del	 plazo	 dispuesto	 en	 las	 autorizaciones
anteriores,	materializada	 en	 la	Resolución	de	 Subgerencia	739-2007-MPL-
GSV-SGLA	del	21	de	diciembre	del	2007	y	Resolución	de	Subgerencia	1839-
2008-MPL-GSV-SGLA	del	24	de	noviembre	del	2008,	así	como	en	 las	Actas
de	Constatación	20225,	20216	y	24765	del	25	y	26	de	mayo	del	2012	y	28
de	enero	del	2013,	respectivamente.
La	ilegalidad	radica	en	que	la	Municipalidad	Distrital	de	Pueblo	Libre	sujetó
las	autorizaciones	de	colocación	de	anuncios	al	exterior	otorgadas	a	Eckerd
S.A.	 a	 un	 plazo	 de	 vigencia	 determinado,	 pese	 a	 que	 la	 Ordenanza	 1094-
MML,	 norma	 de	 obligatorio	 cumplimiento	 para	 las	 municipalidades
distritales	ubicadas	en	la	provincia	de	Lima,	no	establece	plazo	alguno.
De	otro	lado,	se	confirma	la	Resolución	0293-2014/CEB-Indecopi	del	11	de
julio	 del	 2014,	 en	 el	 extremo	 que	 ordenó	 a	 la	 Municipalidad	 Distrital	 de
Pueblo	Libre	que	reembolse	las	costas	y	costos	incurridos	por	Eckerd	Perú
S.A.	en	el	presente	procedimiento,	en	aplicación	del	artículo	7°	del	Decreto
Legislativo	 807	 -	 Ley	 sobre	 Facultades,	 Normas	 y	 Organización	 del
Indecopi”.	(Indecopi,	R.	0114-2015/SDC-Indecopi,	feb.	24/2015.	Pres.	Silvia
Lorena	Hooker	Ortega)
DOCTRINA.—Licitud	 del	 daño	 concurrencial.	 “Uno	 de	 los	 conceptos
centrales	 en	 un	 sistema	 de	 economía	 social	 de	 mercado	 es	 el	 de
“competencia”,	 que	 se	 caracteriza	por	 la	 lucha	o	pugna	existente	entre	 las
diversas	empresas	que	concurren	en	el	mercado,	por	 lograr	 la	preferencia
de	 los	consumidores	(intermediarios	o	 finales).	El	competidor	es	el	agente
que	realiza	una	actividad	económica	en	su	propio	beneficio	o	el	de	otro	en
detrimento	de	la	actividad	del	competidor.
El	hecho	de	que	un	proveedor	participe	en	el	mercado	ofreciendo	precios,
condiciones	comerciales	y	productos	 (bienes	y	servicios)	de	mejor	calidad
y/o	 en	 mejores	 condiciones	 que	 aquellos	 suministrados	 por	 sus
competidores,	es	beneficioso	para	el	desarrollo	de	la	economía,	por	cuanto
permite	 que	 los	 consumidores	 tengan	 mejores	 opciones	 a	 elegir	 para
satisfacer	sus	necesidades,	lo	que	también	sirve	de	estímulo	a	los	diferentes
proveedores	para	que	mejoren	las	condiciones	y	la	calidad	de	los	productos
y	servicios	con	los	cuales	concurren	al	mercado.
(...).
La	 pérdida	 de	 ingresos	 o	 inclusive	 la	 salida	 del	mercado	 del	 competidor
pueden	ser	consecuencia	de	la	menor	eficacia	y	eficiencia	en	una	enconomía
social	 de	 mercado.	 este	 concepto	 ha	 sido	 asumido	 por	 el	 Derecho	 de	 la
Competencia,	por	lo	que	en	ninguna	de	sus	ramas	es	un	derecho	protector
de	 la	 ineficiencia,	 o	 una	 tutela	 jurídica	 del	 competidor	 respecto	 a	 su
clientela,	o	sobre	sus	factores	de	producción.
(...).
Sobre	 el	 particular,	 la	 sala	 ha	 establecido	 que,	 ‘(...)	 en	 principio	 el	 daño
causado	a	un	competidor	es	lícito.	Sólo	en	aquellos	casos	en	que	la	atracción
de	 la	 clientela	 o	 de	 los	 proveedores	 se	 realice	 mediante	 actuaciones
incorrectas,	 esto	es	que	no	 se	basen	en	el	 esfuerzo	empresarial	propio,	 es
que	 dichas	 prácticas	 se	 consideran	 desleales’”	 (R.	 001-2001-LIN-
CCD/Indecopi.	 Lineamientos	 sobre	 competencia	 desleal	 y	 publicidad
comercial,	págs.	16-17).
DOCTRINA.—Concepto	de	 libre	competencia.	 “La	 libre	 competencia,	 en
su	contenido	básico,	no	es	otra	cosa	que	un	escenario	de	mercado	en	el	que
existe	libertad	de	elección,	los	precios	se	forman	libremente	por	acción	de	la
ley	 de	 la	 oferta	 y	 la	 demanda,	 y	 es	 imposible	 que	 un	 agente	 económico
decida	 su	 política	 industrial	 con	 independencia	 de	 los	 otros	 actores	 del
mercado.”	(ROJAS,	Juan	Francisco.	El	Abuso	de	la	posición	de	dominio	en	el
mercado	 en	 la	 legislación	 nacional.	 En:	 Revista	 de	 la	 Competencia	 y	 la
Propiedad	Intelectual,	Año	1,	N°	1,	2005,	pág.	87)
APLICACIÓN	DE	LA	LEY	A	LOS	SERVICIOS	FINANCIEROS
D.	Leg.	1044.
Octava	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Derogado.	 Ley	 29571,
Primera	Disposición	Complementaria	Derogatoria.
ÁMBITO	DE	APLICACIÓN
D.	Leg.	1044.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación	objetivo.	La	presente	ley	se	aplica	a	actos
cuyo	 efecto	 o	 finalidad,	 de	 modo	 directo	 o	 indirecto,	 sea	 concurrir	 en	 el
mercado.	 Se	 incluyen	 bajo	 la	 aplicación	 de	 esta	 ley	 los	 actos	 realizados	 a
través	de	publicidad.	En	ningún	caso	es	necesario	determinar	habitualidad
en	quien	desarrolla	dichos	actos.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Actos	 concurrenciales	 son	 todas	 aquellas
actividades	que	se	ejecutan	en	el	mercado	para	mantener	o	incrementar
el	 propio	 posicionamiento	 del	 agente.	 “8.	 Un	 comportamiento	 tendrá
finalidad	 concurrencial	 cuando	 a	 través	 de	 su	 realización,	 el	 empresario
procura	 obtener	 o	 generarse	 algún	 tipo	 de	 ventaja	 en	 un	 determinado
segmento	 competitivo.	 En	 ese	 sentido,	 serán	 actos	 concurrenciales	 todas
aquellas	 actividades	 dotadas	 de	 trascendencia	 externa,	 esto	 es,	 que	 se
ejecuten	en	el	mercado	y,	que	sean	susceptibles	de	mantener	o	incrementar
el	 propio	 posicionamiento	 del	 agente	 que	 las	 realiza.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.
0478-2012/SC1-Indecopi,	feb.	23/2012.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 emisión	 de	 un	 comprobante	 de	 pago	 no
constituye	un	acto	 concurrencial.	 “(…)	 12.	 Como	 se	 aprecia,	 el	 elemento
central	 que	 distingue	 a	 un	 acto	 con	 finalidad	 concurrencial	 es	 que	 sea
idóneo	 para	 modificar	 la	 conducta	 de	 los	 consumidores	 y	 desviar	 la
preferencia	de	estos,	es	decir,	que	sea	apto	para	atraer	la	preferencia	de	los
usuarios.	Así	por	ejemplo,	un	acto	de	este	 tipo	se	materializará	cuando	un
anunciante	 difunde	 publicidad	 televisiva	 destacando	 las	 ventajas	 de	 sus
productos	y/o	servicios	que	brinda	en	el	mercado.
13.	Atendiendo	al	caso	que	nos	ocupa,	la	sala	considera	oportuno	evaluar	si
la	emisión	de	un	comprobante	de	pago	constituye	un	acto	concurrencial	a
efectos	 de	 emplear	 las	 disposiciones	 previstas	 en	 el	 Decreto	 Legislativo
1044.	Ello,	debido	a	que	durante	la	diligencia	de	visita	de	inspección	del	13
de	abril	del	2011,	el	personal	de	la	Secretaría	Técnica	de	la	Comisión	tomó
diversas	vistas	 fotográficas,	 entre	estas,	 la	de	una	boleta	de	venta	emitida
por	 el	 establecimiento	 de	 hospedaje	 denunciado,	 la	 cual	 consideró
publicidad	 materia	 de	 imputación	 en	 la	 Resolución	 1	 del	 18	 de	 abril	 del
2011.
14.	Al	respecto,	la	sala	aprecia	que	una	boleta	de	venta	no	es	un	documento
cuya	naturaleza	sea	la	de	promover	la	contratación	de	servicios	que	ofrece
el	 titular	 del	 negocio.	 De	 hecho,	 este	 tipo	 de	 comprobantes	 de	 pago	 no
constituyen	 un	 soporte	 que	 sea	 difundido	 a	 una	 serie	 de	 potenciales
usuarios	 con	 el	 propósito	 de	 modificar	 sus	 preferencias,	 siendo	 por	 el
contrario	 un	 documento	 que	 se	 entrega	 al	 término	 de	 la	 venta	 de	 un
producto	 o	 la	 prestación	 de	 un	 servicio,	 esto	 es,	 cuando	 ya	 se	 eligió	 a	 un
proveedor	y	se	estableció	la	relación	de	consumo.	(...).
17.	En	virtud	a	 lo	anterior,	este	colegiado	considera	que	 la	emisión	de	un
comprobante	 de	 pago	 no	 constituye	 un	 acto	 concurrencial	 dado	 que	 no
tiene	como	finalidad	obtener	una	mejora	directa	o	indirecta	en	la	situación
competitiva	 o	 contribuir	 al	 posicionamiento	 del	 establecimiento	 de
hospedaje	conducido	por	la	empresa	denunciada,	sino	únicamente	acreditar
la	 prestación	 de	 un	 servicio	 brindado	 a	 cambio	 de	 una	 contraprestación
económica	 dentro	 de	 una	 relación	 de	 consumo.”	 (Indecopi,	 R.	 0478-
2012/SC1-Indecopi,	feb.	23/2012.	Pres.	Avendaño	Valdez)
D.	Leg.	1044.
ART.	3°.—Ámbito	de	aplicación	subjetivo.
3.1.	 La	 presente	 ley	 se	 aplica	 a	 todas	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas,
sociedades	 irregulares,	 patrimonios	 autónomos	 u	 otras	 entidades,	 de
derecho	público	o	privado,	estatales	o	no	estatales,	con	o	sin	fines	de	lucro,
que	 oferten	 o	 demanden	 bienes	 o	 servicios	 o	 cuyos	 asociados,	 afiliados	 o
agremiados	 realicen	 actividad	 económica	 en	 el	 mercado.	 En	 el	 caso	 de
organizaciones	 de	 hecho	 o	 sociedades	 irregulares,	 se	 aplica	 sobre	 sus
gestores.
3.2.	 Las	 personas	 naturales	 que	 actúan	 en	 nombre	 de	 las	 personas
jurídicas,	 sociedades	 irregulares,	 patrimonios	 autónomos	 o	 entidades
mencionadas	en	el	párrafo	anterior,	por	encargo	de	éstas,	 les	generan	con
sus	actos	responsabilidad	sin	que	sea	exigible	para	tal	efecto	condiciones	de
representación	civil.
D.	Leg.	1044.
ART.	 4°.—Ámbito	 de	 aplicación	 territorial.	 La	 presente	 ley	 es	 de
aplicación	 sobre	 cualquier	 acto	 de	 competencia	 desleal	 que	 produzca	 o
pueda	 producir	 efectos	 en	 todo	 o	 en	 parte	 del	 territorio	 nacional,	 aun
cuando	dicho	acto	se	haya	originado	en	el	extranjero.
D.	Leg.	1044.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Investigación	 de
conductas	con	efectos	fuera	del	país.	En	el	marco	exclusivo	de	un	acuerdo
internacional,	 y	 en	 aplicación	 del	 principio	 de	 reciprocidad,	 la	 comisión
podrá	investigar,	de	conformidad	con	la	presente	ley,	actos	de	competencia
desleal	desarrollados	en	el	territorio	nacional	pero	con	efectos	en	uno	o	más
países	que	forman	parte	del	referido	acuerdo.
SUSTANCIA	SOBRE	LA	FORMA
D.	Leg.	1044.
ART.	 5º.—Primacía	 de	 la	 realidad.	 La	 autoridad	 administrativa
determinará	 la	 verdadera	 naturaleza	 de	 las	 conductas	 investigadas,
atendiendo	 a	 las	 situaciones	 y	 relaciones	 económicas	 que	 se	 pretendan,
desarrollen	 o	 establezcan	 en	 la	 realidad.	 La	 forma	 de	 los	 actos	 jurídicos
utilizados	por	los	contratantes	no	enerva	el	análisis	que	la	autoridad	efectúe
sobre	la	verdadera	naturaleza	de	las	conductas	subyacentes	a	dichos	actos.
TÍTULO	II
ACTOS	DE	COMPETENCIA	DESLEAL
CAPÍTULO	I
PROHIBICIÓN	GENERAL
D.	Leg.	1044.
ART.	6°.—Cláusula	general.
6.1.	Están	prohibidos	y	serán	sancionados	los	actos	de	competencia	desleal,
cualquiera	sea	la	forma	que	adopten	y	cualquiera	sea	el	medio	que	permita
su	realización,	incluida	la	actividad	publicitaria,	sin	importar	el	sector	de	la
actividad	económica	en	la	que	se	manifiesten.
6.2.	 Un	 acto	 de	 competencia	 desleal	 es	 aquél	 que	 resulte	 objetivamente
contrario	a	las	exigencias	de	la	buena	fe	empresarial	que	deben	orientar	la
concurrencia	en	una	economía	social	de	mercado.
JURISPRUDENCIA.—Condicionar	 la	venta	de	un	bien	a	un	determinado
lugar	 no	 siempre	 vulnera	 la	 libertad	 comercial.	 “(…)	 En	 tal	 sentido,	 el
problema	 a	 dilucidar	 en	 el	 presente	 caso	 es	 si	 la	 municipalidad	 puede
condicionar	 la	 autorización	 para	 la	 matanza	 de	 ganado	 en	 el	 camal
municipal	 a	 que	 la	 carne	 sea	 vendida	 solo	 en	 el	 mercado	 de	 la
municipalidad.	(…).
6.	Y	es	que	no	se	tiene	conocimiento	si	es	que	existen	otros	camales	cerca
de	la	localidad	en	los	que	pueda	desarrollarse	el	beneficio	del	ganado.	Dicha
información	resulta	necesaria,	más	aún	cuando	no	es	posible	determinar	si
es	que	 la	municipalidad	habría	 actuado	bajo	 el	 ius	 imperium	o	no,	puesto
que	la	condicionante	aludida	se	origina	en	un	‘acuerdo	institucional’	y	no	en
un	acto	normativo,	 lo	que	no	se	cuestiona	ni	se	explica	 lo	suficiente.	No	se
cuenta,	 por	 consiguiente,	 con	 elementos	 que	 permitan	 determinar	 si
materialmente	se	trata	de	una	relación	contractual	o	de	ius	imperium.
7.	 En	 suma,	 al	 no	 haberse	 acreditado	 un	 real	 impedimento	 de	 ejercer	 su
libertad	 comercial,	 en	 virtud	 de	 no	 precisarse	 sobre	 la	 existencia	 de	 otro
camal	en	la	localidad	o	en	las	cercanías,	no	puede	acreditarse	la	vulneración
del	 derecho	 fundamental	 referido.	 Si	 ello	 fuera	 así,	 es	 claro	 que	 sí	 podría
establecerse	 alguna	 condición,	 que	 vista	 a	 la	 luz	 del	 principio	 de
proporcionalidad	 podría	 ser	 contraria	 a	 la	 Constitución.	 (…).”	 (TC,	 Exp.
03215-2008-PA/TC,	ago.	29/2009.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	 fijación	de	precios	por	debajo	de	su	costo
real	podría	ser	susceptible	de	contravenir	la	buena	fe	comercial.	“(...)	el
solo	 hecho	 que	 la	 denunciada	 se	 encuentre	 comercializando	 en	 el	 país	 el
remanente	 de	 los	 productos	 que	 han	 sido	 elaborados	 y	 vendidos	 en	 un
mercado	extranjero	–tal	 como	 lo	ha	alegado	 la	denunciada–	no	 constituye
per	se	un	acto	de	competencia	desleal	contrario	a	 la	buena	fe	empresarial,
siempre	que	cuente	con	las	licencias	y	autorizaciones	correspondientes.	(...).
26.	Ahora	bien,	pese	a	que	la	fijación	de	precios	por	debajo	de	su	costo	real
podría	ser	susceptible	de	contravenir	la	buena	fe	comercial	que	debe	primar
en	las	actividades	comerciales	que	desarrollan	los	agentes	económicos	en	el
mercado	 bajo	 ciertas	 circunstancias	 especiales,	 este	 supuesto	 ha	 sido
circunscrito	por	la	doctrina	a	la	figura	de	precios	predatorios,	abordada	por
la	 normativa	 de	 libre	 competencia.	 Es	 decir	 (...)	 esta	 conducta	 será
sancionable	por	restringir	 la	competencia	si	se	presenta	bajo	la	modalidad
de	 abuso	de	posición	de	dominio,	 en	 cuyo	 caso,	 el	 poder	de	mercado	que
tiene	 una	 empresa	 dominante	 ocasionará	 una	 grave	 afectación	 a	 la	 libre
competencia.”	 (Indecopi,	 R.	 1832-2010/SC1-Indecopi,	 oct.	 10/2010.	 Pres.
Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	estrategia	de	precios	predatorios	consiste
en	establecer	precios	por	debajo	de	sus	costos	por	un	período	de	tiempo
determinado	para	desplazar	a	los	competidores	reales.	“(...)	la	estrategia
de	 precios	 predatorios	 por	 parte	 de	 un	 agente	 con	 posición	 de	 dominio
consiste	en	el	 establecimiento	de	precios	por	debajo	de	 sus	 costos	por	un
período	 de	 tiempo	 determinado,	 con	 el	 objetivo	 de	 desplazar	 a	 los
competidores	reales	y/o	disuadir	la	entrada	de	nuevos	agentes	al	mercado.
El	 beneficio	 de	 esta	 práctica	 derivará	 de	 la	 posterior	 ausencia	 de
competencia,	escenario	en	el	cual	la	empresa	dominante	elevará	sus	precios
a	 niveles	 monopólicos	 obteniendo	 beneficios	 extraordinarios	 que	 le
permitirán	 recuperar	 las	 pérdidas	 incurridas	 en	 la	 etapa	 previa	 de
predación.	 En	 otros	 términos,	 la	 firma	 dominante	 sacrificará	 ingresos
presentes	 con	 la	 convicción	 de	 recuperar	 dichas	 pérdidas	 y	 obtener
mayores	beneficios	en	el	futuro	(...).”	(Indecopi,	R.	1832-2010/SC1-Indecopi,
oct.	10/2010.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Un	 precio	 por	 debajo	 del	 costo	 real	 del
producto	podría	constituir	una	práctica	de	fijación	de	presuntos	precios
predatorios,	 pero	no	una	 infracción	a	 la	 cláusula	general	 de	 la	 Ley	de
Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal.	 “(...)	 en	 el	 sentido	 que	 esta	 se
encuentra	 comercializando	 el	 álbum	 de	 cromos	 coleccionables	 (...)	 a	 un
precio	por	debajo	del	costo	real	del	producto,	podría	constituir	una	práctica
de	 fijación	 de	 presuntos	 precios	 predatorios	 –mas	 no	 una	 infracción	 a	 la
cláusula	general	prevista	en	el	Ley	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal–
cuya	competencia	le	corresponde	a	la	Comisión	de	Libre	Competencia	y	no	a
la	 Comisión	 de	 Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal.	 Por	 ello,	 debe
declararse	 improcedente	 la	 denuncia	 en	 este	 extremo.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.
1832-2010/SC1-Indecopi,	oct.	10/2010.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Cláusula	 general	 de	 competencia	 desleal
persigue	 fijar	 un	 sistema	 de	 ordenación	 y	 control	 de	 los
comportamientos	que	se	desenvuelven	en	el	mercado.	“El	artículo	6°	de	la
Ley	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal	recoge	la	denominada	cláusula
general	 de	 competencia	 desleal,	 según	 la	 cual	 serán	 calificados	 como
prohibidos	y	sancionables	todos	aquellos	actos	desarrollados	por	un	agente
económico	que	resulten	contrarios	a	la	‘buena	fe	empresarial’.
28.	 Como	 se	 aprecia,	 la	 cláusula	 general	 tiene	 como	 objetivo	 fijar	 un
sistema	 de	 ordenación	 y	 control	 de	 los	 comportamientos	 que	 se
desenvuelven	 en	 el	 mercado,	 de	 modo	 que	 la	 concurrencia	 sea	 justa	 y
ajustada	 al	 ordenamiento	 jurídico.	 Así,	 la	 cláusula	 general	 responde	 a	 la
necesidad	 de	 imponer	 a	 todos	 los	 participantes	 en	 el	 mercado	 una
corrección	mínima	 en	 su	 forma	de	 actuar,	 siendo	un	 elemento	 que	define
esta	correcta	concurrencia	el	participar	en	el	mercado	sin	evitar	los	costos
que	 otros	 agentes	 incurrir	 para	 concurrir	 en	 el	 mercado”.	 (Indecopi,	 R.
2492-2012/SC1-Indecopi,	set.	20/2012.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Legislación	 que	 reprime	 la	 competencia
desleal	no	se	aplica	a	extrabajadores	que	violen	el	secreto	empresarial
de	 su	 antiguo	 empleador.	 “Sobre	 el	 particular,	 cabe	 señalar	 que	 la
denuncia	por	violación	de	secretos	empresariales	contra	ex	trabajadores	de
una	 empresa	no	presupone	una	 actuación	de	parte	de	 ellos	 como	agentes
económicos,	 puesto	 que	 los	 secretos	 empresariales	 son	 finalmente
explotados	por	la	organización	económica	para	la	que	laboran.	Por	tanto,	en
estos	casos,	los	actos	que	se	pueden	atribuir	a	estas	personas	se	encuentran
fuera	 del	 ámbito	 de	 aplicación	 subjetivo	 de	 la	 legislación	 que	 reprime	 los
actos	de	competencia	desleal	y	serían	en	todo,	exclusivamente	atribuibles	a
la	 sociedad	 económica	 a	 la	 cual	 estos	 trabajadores	 otorgan	 los
conocimientos	 reservados	 que	 son	 efectivamente	 explotados.	 52.
Considerando	 lo	 expuesto,	 corresponde	 revocar	 este	 extremo	 de	 la
resolución	y,	 reformándolo,	se	debe	declarar	 improcedente	 la	denuncia	de
(...)	 contra	 los	 señores	 (...)	 y	 (...)	 por	 la	 presunta	 violación	 de	 secretos
empresariales”.	(Indecopi,	R.	0002-2013/SDC-Indecopi,	ene.	07/2013.	Pres.
Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Precedente	 vinculante:	 concurrencia	 en	 el
mercado	 sin	 autorización	 legal	 configura	un	 supuesto	 de	 competencia
desleal	en	la	modalidad	de	violación	de	normas	y	no	uno	de	competencia
prohibida.	“(…)	1.	La	Ley	sobre	Represión	de	la	Competencia	Desleal	tiene
como	objetivo	salvaguardar	la	leal	competencia	en	el	mercado.	El	concepto
de	 lealtad	 establece	 el	 límite	 entre	 lo	 que	 resulta	 tolerable	 por	 el	 sistema
legal	 como	 una	 práctica	 propia	 de	 la	 concurrencia	 justa	 en	 el	 mercado	 y
aquella	 otra	 conducta	 excesiva	 que	 constituye	 una	 infracción	 que	merece
ser	sancionada.
2.	 La	 competencia	 prohibida	 es	 una	 situación	 excepcional	 que	 no	 se
encuentra	dentro	del	ámbito	de	aplicación	de	la	Ley	sobre	Represión	de	la
Competencia	 Desleal.	 Para	 que	 se	 configure	 la	 competencia	 prohibida,	 la
sola	 concurrencia	 en	 el	mercado	debe	encontrarse	negada	y	 ser	 ilícita,	 no
teniendo	 relevancia	 si	 la	 actividad	 realizada	 en	 el	 mercado	 se	 encuentra
ajustada	o	no	a	la	buena	fe	comercial.
3.	 La	 concurrencia	 en	 el	 mercado	 sin	 las	 autorizaciones	 legales
correspondientes	no	constituye	competencia	prohibida,	sino	que	configura
competencia	 desleal	 en	 la	 modalidad	 de	 violación	 de	 normas,	 cuando	 la
ventaja	 competitiva	 obtenida	 es	 significativa.	 Lo	 ilícito	 no	 es	 el	 hecho	 de
concurrir	 en	 el	 mercado	 sino	 la	 obtención	 de	 una	 ventaja	 competitiva
significativa	indebida	derivada	de	no	sujetarse	al	marco	legal	vigente.
4.	 La	 realización	 de	 actividades	 económicas	 se	 encuentra	 sujeta	 al
cumplimiento	 de	 ciertos	 requisitos	 legales,	 tales	 como	 autorizaciones,
licencias	 o,	 en	 algunos	 casos,	 contratos	 de	 autorización	 entre	 agentes
privados.	 La	 omisión,	 negativa	 o	 imposibilidad	 de	 exhibir	 o	 entregar	 las
referidas	autorizaciones,	 licencias	o	contratos,	evidencia	la	existencia	de	la
infracción	del	ordenamiento	que	exige	contar	con	éstas.
5.	Únicamente	cuando	el	procedimiento	trate	sobre	una	infracción	distinta
al	 incumplimiento	 de	 requisitos	 legales	 para	 la	 realización	 de	 actividades
económicas,	 existirá	 incertidumbre	 sobre	 la	 configuración	 de	 un	 acto	 de
competencia	desleal	en	la	modalidad	de	violación	de	normas,	por	lo	que	se
requerirá	 una	 decisión	 previa	 y	 firme	 de	 la	 autoridad	 competente	 en	 la
materia	que	verifique	una	infracción	al	marco	legal	cuya	vigilancia	le	ha	sido
encomendada”.	 (Indecopi,	 R.	 0566-2005/TDC-Indecopi,	 may.	 18/2005.
Vicepresidente	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Actos	de	competencia	desleal	en	la	modalidad
de	 infracción	 a	 la	 cláusula	 general.	 “El	 artículo	 6°	 de	 la	 Ley	 sobre
Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 señala	 que	 se	 considera	 acto	 de
competencia	 desleal	 y,	 en	 consecuencia,	 ilícito	 y	 prohibido,	 toda	 conducta
que	 resulte	 contraria	 a	 la	buena	 fe	 comercial,	 al	 normal	desenvolvimiento
de	 actividades	 económicas	 y,	 en	 general,	 a	 las	 normas	 de	 corrección	 que
deben	regir	en	las	actividades	económicas.
Sobre	 el	 particular	 la	 comisión	ha	 establecido	que,	 dentro	 del	modelo	 de
economía	 social	 de	mercado,	 se	 entiende	 por	 ‘buena	 fe’	 y	 por	 ‘normas	 de
corrección	 de	 las	 actividades	 económicas’	 las	 que	 caracterizan	 a	 la
competencia	 que	 se	 sustenta	 en	 la	 eficiencia	 de	 las	 prestaciones	 que	 se
brinda	a	 los	consumidores,	como	son	entre	otras,	ofrecer	mejor	calidad	de
productos	y	 servicios,	poner	a	disposición	de	 los	 clientes	bienes	a	precios
competitivos	y	brindar	servicios	post-venta	eficientes	y	oportunos.
En	 tal	 sentido,	 la	 cláusula	 general	 pretende	 abarcar	 en	 una	 definición
amplia	 todas	 aquellas	 conductas	 que	 no	 se	 encuentras	 expresamente
enunciadas	en	 la	 referida	 ley,	 toda	vez	que	no	 resulta	posible	ejemplificar
todos	 los	 posibles	 supuestos	 de	 deslealtad	 en	 las	 prácticas	 comerciales.
Entre	 ellos,	 por	 ejemplo,	 la	 realización	 de	 actos	 idóneos	 para	 provocar	 la
desorganización	interna	de	un	competidor	es	una	conducta	reconocida	por
la	 doctrina	 como	 un	 acto	 de	 competencia	 desleal,	 ya	 sea	 impidiéndole
obtener	 envases	 o	 empaques,	 dificultándole	 realizar	 sus	 entregas
oportunamente	 o	 destruyendo	 sus	 activos,	 o	 también	 acaparando	 las
materias	 primas	 empleadas	 por	 éste,	 en	 la	 medida	 que	 dichos	 actos
desestabilicen	la	organización	de	la	empresa	afectada.
La	doctrina	ha	establecido	que:	 ‘(…)	un	acto	es	desleal,	a	 los	efectos	de	 la
ley,	solamente	con	que	incurra	en	la	noción	contenida	en	la	cláusula	general,
sin	que	sea	preciso	que	además	figure	tipificado	en	alguno	de	los	supuestos
que	se	enumeran,	que	poseen	sólo	un	valor	ilustrativo	y	ejemplificador’.
En	 esta	 línea,	 la	 Sala	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 ha	 establecido	 el
siguiente	precedente	de	observancia	obligatoria:
1.	La	cláusula	general	contenida	en	el	artículo	6°	de	la	Ley	sobre	Represión
de	 la	Competencia	Desleal	 constituye	 la	 tipificación	expresa	exigida	por	el
artículo	230.4	de	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General,	siendo	la
única	disposición	que	contiene	una	prohibición	y	mandato	de	sanción	de	los
actos	de	competencia	desleal.
2.	Las	disposiciones	del	Capítulo	II	del	Título	II	de	la	Ley	sobre	Represión
de	 la	 Competencia	 Desleal	 enumeran	 aquellas	 conductas	 desleales	 más
comunes,	 sin	hacer	mención	a	prohibición	o	 sanción	alguna,	debido	a	que
dichas	conductas	ya	se	encuentran	prohibidas	en	la	cláusula	general,	con	la
sola	finalidad	de	brindar	una	orientación	meramente	enunciativa	tanto	a	la
administración	como	a	los	administrados.
3.	 Al	 momento	 de	 admitir	 a	 trámite	 la	 denuncia	 o	 de	 iniciar	 un
procedimiento	 de	 oficio,	 la	 comisión	 debe	 poner	 en	 conocimiento	 del
investigado	 los	 hechos	 objeto	 del	 procedimiento	 así	 como	 las	 posibles
modalidades	de	actos	de	competencia	desleal	que	podrían	configurar	dichos
hechos,	a	 fin	que	el	administrado	pueda	estar	en	posibilidad	de	ejercer	su
derecho	de	defensa	en	función	de	la	modalidad	que	le	ha	sido	imputada.
Finalmente	debemos	 recordar	que	 la	 competencia	 desleal	 se	 presenta	 en
aquellos	 casos	en	que,	 reconociéndose	el	derecho	de	 los	 sujetos	a	 realizar
determinada	 actividad	 económica,	 uno	 de	 los	 competidores	 infringe	 los
deberes	mínimos	de	corrección	que	rigen	las	actividades	económicas	con	el
fin	 de	 atraer	 clientela	 en	 perjuicio	 de	 los	 demás.	 En	 este	 sentido,	 la
represión	de	la	competencia	desleal	no	sanciona	el	hecho	de	causar	daños	a
otro	 como	 consecuencia	 de	 la	 actividad	 concurrencial,	 sino	 el	 hecho	 de
haber	 causado	 dichos	 daños	 en	 forma	 indebida.”	 (R.	 006-2005-CCD-
Indecopi,	 Exp.	 117-2003/CCD,	 13.01.2005.	 Bueno-Tizón,	 Lerner,	 Castillo,
Perla	y	Bardales).
DOCTRINA.—Precios	 predatorios	 como	 conducta	 que	 afecta	 la	 libre
competencia.	”2.2	Noción	de	precios	predatorios	y	evolución	del	concepto.
En	 términos	 generales,	 la	 conducta	 de	 precios	 predatorios	 exige	 que	 una
empresa	 dominante	 sacrifique	 ganancias	 en	 el	 corto	 plazo	 con	 miras	 a
excluir	o	disciplinar	a	competidores	eficientes	y	aumentar	sus	ganancias	en
el	largo	plazo.
(...).
2.3	Elementos	de	los	precios	predatorios.
En	esta	sección	se	analizarán	los	requisitos	o	condiciones	necesarios	para
que	 exista	 una	 conducta	 de	 precios	 predatorios	 contraria	 a	 la	 libre
competencia.
2.3.1	Posición	dominante
De	 acuerdo	 a	 la	 doctrina	 y	 jurisprudencia	 nacional	 e	 internacional,	 para
que	 una	 empresa	 sea	 capaz	 de	 desarrollar	 una	 estrategia	 de	 precios
predatorios	contraria	a	 la	 libre	competencia,	dicha	empresa	debe	detentar
una	 posición	 dominante	 en	 el	 mercado	 relevante.	 Existe	 una	 posición
dominante,	si	existe	la	posibilidad	de	subir	los	precios	por	encima	del	costo
marginal.
Desde	 una	 perspectiva	 legal,	 la	 posición	 domiinante	 equivale	 a	 una
posición	 de	 fortaleza	 que	 es	 utilizada	 para	 evitar	 la	 competencia,	 ya	 que
permite	a	la	empresa	que	la	detenta	comportarse	de	manera	independiente
de	sus	competidores,	sus	clientes	y	consumidores	en	general.
Parece	imprescindible	mencionar	que	una	posición	dominante	en	sí	misma
no	es	per	se	contraria	a	la	libre	competencia,	sino	que	es	el	abuso	de	dicha
posición	lo	que	gatilla	la	intervención	de	los	organismos	antimonopolios.
La	 existencia	 de	 una	 posición	 dominante	 es	 el	 presupuesta	 de	 toda
estrategia	predatoria	de	precios.	Por	lo	general,	si	la	denunciada	no	detenta
una	 posición	 dominante	 en	 la	 industria	 correspondiente,	 la	 demanda
debiera	rechazarse.	(...).
2.3.2	Sacrificio	de	ganancias	en	el	corto	plazo.
En	 principio,	 este	 requisito	 implica	 fijar	 el	 precio	 por	 debajo	 del	 precio
competitivo	en	el	mercado.	 Sin	 embargo,	 las	dificultades	de	determinar	 lo
que	se	entiende	por	 ‘precio	competitivo’	son	enormes.	En	consecuencia,	el
sacrificio	de	las	ganancias	a	corto	plazo	ha	sido	generalmente	entendido	por
la	 doctrina	 y	 la	 jurisprudencia,	 como	 la	 fijación	 del	 precio	 por	 debajo	 del
costo.	(...).
2.3.3	Recuperación	de	las	pérdidas.
Ya	se	ha	señalado	que	el	segundo	requisito	de	los	precios	predatorios	está
constituido	por	el	sacrificio	de	ganancias	a	corto	plazo.	Esto	se	 traduce	en
pérdidas	generadas	a	raíz	de	precios	inferiores	a	los	costos	relevantes	que
posteriormente	 son	 recuperados	 mediante	 precios	 supracompetitivos.	 En
consecuencia,	una	parte	de	la	doctrina	y	de	la	jurisprudencia	ha	incorporado
a	la	teoría	de	los	precios	predatorios	el	requisito	de	la	recuperación	de	las
pérdidas	 a	 largo	 plazo,	 de	modo	 tal	 que,	 si	 no	 puede	 demostrarse	 que	 se
espera	 razonablemente	 que	 dichas	 pérdidas	 sean	 recuperadas	 por	 el
depredador,	 la	 conducta	no	 se	 considera	predatoria	 y	no	es	 contraria	 a	 la
libre	 competencia.”	 (ELINA	 CRUZ,	 María.	 Precios	 predatotorios	 y	 libre
competencia.	 En:	 Revista	 Internacional	 Foro	 de	Derecho	Mercantil,	 abril	 -
junio	2008,	N°	19,	Bogotá	-	Colombia).
NOTA:	Es	 pertinente	 anotar	 que	 el	 artículo	presentado	parte	 del	 análisis	 de	 la	 legislación	 chilena
sobre	libre	competencia	y	unas	sentencias	emitidas	por	la	Corte	Suprema	de	ese	país.
D.	Leg.	1044.
ART.	7°.—Condición	de	ilicitud.
7.1.	La	determinación	de	la	existencia	de	un	acto	de	competencia	desleal	no
requiere	acreditar	conciencia	o	voluntad	sobre	su	realización.
7.2.	 Tampoco	 será	 necesario	 acreditar	 que	 dicho	 acto	 genere	 un	 daño
efectivo	 en	 perjuicio	 de	 otro	 concurrente,	 los	 consumidores	 o	 el	 orden
público	económico,	bastando	constatar	que	la	generación	de	dicho	daño	sea
potencial.
CAPÍTULO	II
LISTADO	ENUNCIATIVO
SUBCAPÍTULO	I
ACTOS	QUE	AFECTAN	LA	TRANSPARENCIA	DEL	MERCADO
ENGAÑO
D.	Leg.	1044.
ART.	8°.—Actos	de	engaño.
8.1.	 Consisten	 en	 la	 realización	 de	 actos	 que	 tengan	 como	 efecto,	 real	 o
potencial,	inducir	a	error	a	otros	agentes	en	el	mercado	sobre	la	naturaleza,
modo	 de	 fabricación	 o	 distribución,	 características,	 aptitud	 para	 el	 uso,
calidad,	cantidad,	precio,	condiciones	de	venta	o	adquisición	y,	en	general,
sobre	los	atributos,	beneficios	o	condiciones	que	corresponden	a	los	bienes,
servicios,	 establecimientos	 o	 transacciones	 que	 el	 agente	 económico	 que
desarrolla	 tales	actos	pone	a	disposición	en	el	mercado;	o,	 inducir	a	error
sobre	 los	 atributos	 que	 posee	 dicho	 agente,	 incluido	 todo	 aquello	 que
representa	su	actividad	empresarial.
8.2.	 Configuran	 actos	 de	 engaño	 la	 difusión	 de	 publicidad	 testimonial	 no
sustentada	en	experiencias	auténticas	y	recientes	de	un	testigo.
8.3.	 La	 carga	 de	 acreditar	 la	 veracidad	 y	 exactitud	 de	 las	 afirmaciones
objetivas	 sobre	 los	bienes	o	 servicios	 anunciados	 corresponde	 a	quien	 las
haya	comunicado	en	su	calidad	de	anunciante.
8.4.	En	particular,	para	la	difusión	de	cualquier	mensaje	referido	a
características	comprobables	de	un	bien	o	un	servicio	anunciado,	el
anunciante	debe	contar	previamente	con	las	pruebas	que	sustenten	la
veracidad	de	dicho	mensaje.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Toda	 información	 objetiva	 y	 comprobable
contenida	en	una	pieza	publicitaria	debe	ajustarse	a	la	realidad.	“(...)	23.
El	 artículo	 8.1	 del	 Decreto	 Legislativo	 1044	 dispone	 que	 los	 agentes
económicos	 no	 deben	 ejecutar	 conductas	 que	 tengan	 por	 efecto,	 real	 o
potencial,	 inducir	 a	 error	 al	 consumidor	 respecto	 de	 las	 características,
atributos	 o	 condiciones	 de	 los	 bienes,	 servicios,	 establecimientos	 o
transacciones	que	ofrecen	en	el	mercado.
24.	De	acuerdo	con	este	artículo,	toda	información	objetiva	y	comprobable
contenida	 en	 una	 pieza	 publicitaria	 debe	 ajustarse	 a	 la	 realidad,	 evitando
que	se	desvíen	indebidamente	las	preferencias	de	los	consumidores	por	las
falsas	 expectativas	 que	 podrían	 generarse	 sobre	 las	 condiciones	 del
producto	 o	 servicio	 anunciado.	 (TDC,	 R.	 1354-2011/SC1-Indecopi,	 ago.
01/2011.	Pres.	Juan	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Metodología	 (pasos)	 para	 evaluar	 si	 la
información	 de	 un	 anuncio	 publicitario	 infringe	 el	 principio	 de
veracidad.	 “(...)	 25.	 Conforme	 lo	 ha	 establecido	 la	 Sala	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	 del	 Tribunal	 del	 Indecopi	 (en	 adelante,	 la	 sala)	 (...),	 la
metodología	 para	 evaluar	 si	 determinada	 información	 contenida	 en	 un
anuncio	 publicitario	 infringe	 el	 principio	 de	 veracidad	 o	 no,	 consta	 de	 los
siguientes	pasos:	(i)	se	debe	establecer	a	partir	de	una	apreciación	integral	y
superficial	 del	 anuncio	 publicitario,	 en	 qué	 consiste	 el	 contenido	 del
mensaje	 que	 reciben	 los	 consumidores;	 y	 (ii)	 una	 vez	 delimitado	 dicho
mensaje,	 este	 debe	 ser	 corroborado	 con	 la	 realidad	 y,	 si	 existe	 alguna
discordancia,	podrá	concluirse	que	el	anuncio	publicitario	es	falso	o	induce
a	 error	 y,	 consecuentemente,	 infringe	 el	 principio	 de	 veracidad.”	 (TDC,	 R.
1354-2011/SC1-Indecopi,	ago.	01/2011.	Pres.	Juan	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 posibilidad	 de	 subsanar	 el	 error
involuntario	confirma	la	responsabilidad	de	la	infracción:	universidades
deben	informar	verazmente	sobre	el	grado	académico	de	sus	docentes.
“(...)	durante	el	procedimiento	la	denunciada	ha	sostenido	como	argumento
de	defensa,	que	la	información	publicitada	en	su	página	web	se	sustentada
en	las	declaraciones	juradas	presentadas	por	los	propios	docentes.
15.	Sobre	el	particular,	aun	cuando	dicha	circunstancia	se	haya	producido
debido	 a	 un	 error	 involuntario	 derivado	de	 la	 información	proporcionada
por	los	docentes	de	su	maestría,	debe	precisarse	que	ello	no	exime	a	la	(...)
de	 su	 responsabilidad	 por	 la	 comisión	 de	 la	 infracción.	 Lo	 expuesto	 dado
que,	 en	 su	 condición	 de	 anunciante	 (...)	 se	 encontró	 en	 la	 posibilidad	 de
solicitar	 a	 los	 docentes	 –previamente	 a	 la	 difusión	 de	 la	 publicidad
controvertida–	las	pruebas	que	acrediten	que	las	manifestaciones	expuestas
en	 sus	 respectivas	 declaraciones	 juradas	 eran	 verdaderas.	 Por	 tanto,
corresponde	desestimar	 el	 argumento	de	 la	 denunciada	 en	 este	 extremo.”
(TDC,	R.	0297-2011/SC1-Indecopi,	set.	02/2011.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—“Estrellas”	 de	 un	 hospedaje	 solo	 pueden
publicitarse	si	el	establecimiento	cuenta	con	un	certificado	vigente.	 “El
Reglamento	de	Establecimientos	de	Hospedaje	es	el	instrumento	normativo
que	regula	la	referida	actividad	y,	en	particular,	establece	los	requisitos	de
infraestructura,	 prestaciones	 y	 equipamiento	 que	 deben	 cumplir	 los
referidos	 establecimientos	 para	 que	 sus	 titulares	 puedan	 atribuirles	 la
clasificación	y	categoría	establecidas	en	el	artículo	3°	de	dicha	norma.	(...).
25.	 En	 este	 contexto,	 se	 aprecia	 que	 el	 contar	 con	 un	 certificado	 vigente
constituye	 un	 requisito	 indispensable	 para	 que	 un	 establecimiento	 de
hospedaje	 ostente	 alguna	 de	 las	 clases	 y/o	 categorías	 previstas	 en	 el
Reglamento.	De	 lo	 contrario,	 esto	 es,	 de	darse	 el	 caso	que	 el	 titular	de	un
hospedaje	anuncie	a	este	como	perteneciente	a	alguna	clase	y/o	categoría
sin	haber	solicitado	 la	autorización	o	habiendo	esta	caducado,	 se	entiende
que	 la	 autoridad	 competente	 no	 ha	 emitido	 una	 validación	 vigente	 de	 las
características	del	establecimiento	por	lo	que,	de	acuerdo	con	los	artículos
9°	y	15	del	Reglamento,	 el	 anunciante	 se	encuentra	prohibido	de	ostentar
alguna	de	las	calificaciones	contempladas	en	la	norma	(...).
26.	 Por	 consiguiente,	 toda	 pieza	 publicitaria	 que	 pretenda	 ser	 puesta	 en
conocimiento	de	los	consumidores,	y	en	la	cual	se	haga	alusión	a	la	categoría
o	clase	del	establecimiento	de	hospedaje,	deberá	encontrarse	desde	el	inicio
de	 su	 difusión	 respaldada	 por	 el	 correspondiente	 certificado	 vigente
emitido	 por	 la	 autoridad	 competente.	 Si	 ello	 no	 fuera	 así,	 los	 anunciantes
estarían	transmitiendo	al	mercado	información	distorsionada	acerca	de	las
características	 de	 sus	 servicios	 de	 hospedaje,	 contraviniendo	 el	 contenido
del	principio	de	veracidad	recogido	en	el	artículo	8.1	del	Decreto	Legislativo
1044,	que	establece	que	 los	consumidores	no	deben	ser	 inducidos	a	error.
(...).”	(Indecopi,	R.	0002-2012/SC1-Indecopi,	ene.	03/2012.	Pres.	Avendaño
Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Deber	 de	 los	 anunciantes	 de	 probar	 la
veracidad	de	sus	afirmaciones	publicitarias	se	basa	en	el	desequilibrio
informativo	y	en	su	posición	de	ventaja	frente	a	los	consumidores	y	a	la
autoridad.	“Cuando	 en	 un	 procedimiento	 de	 competencia	 desleal	 seguido
ante	Indecopi	se	investiga	la	veracidad	de	alguna	afirmación	establecida	en
una	 publicidad	 u	 otro	 soporte,	 no	 es	 la	 autoridad	 instructora	 la	 que	 debe
actuar	medios	probatorios	a	fin	de	determinar	si	 la	afirmación	publicitaria
difundida	es	o	no	cierta.	Por	el	 contrario,	 es	 relevante	 recordar	que	 la	 ley
especial	 sobre	 la	materia,	que	 se	aplica	de	manera	prevalente	 respecto	de
cualquier	 otro	 ordenamiento	 procesal	 o	 administrativo,	 establece
expresamente	en	el	artículo	8.3	que	la	carga	de	acreditar	la	veracidad	de	las
afirmaciones	objetivas	sobre	los	bienes	anunciados	corresponde	a	quien	las
haya	difundido	como	anunciante.
18.	La	lógica	de	este	dispositivo	reconoce	que	los	anunciantes,	debido	a	la
mejor	 posición	 en	 que	 se	 encuentran	 respecto	 de	 los	 consumidores	 o	 la
propia	 agencia	 de	 competencia,	 deben	 soportar	 la	 carga	 de	 la	 prueba
respecto	 de	 la	 veracidad	 de	 las	 afirmaciones	 que	 dan	 sobre	 sus	 propios
productos	 y	 servicios.	 De	 lo	 contrario,	 esto	 es,	 de	 ser	 el	 usuario	 o	 la
autoridad	quienes	deban	acreditar	la	veracidad	de	las	afirmaciones	vertidas
por	 el	 empresario	 anunciante,	 se	 llegarían	 a	 situaciones	 de	 imposible
probanza,	 dado	 el	 desequilibrio	 informativo	 en	 que	 se	 encuentran	 los
consumidores	 o	 la	 propia	 autoridad	 respecto	 de	 los	 alcances	 y
características	de	 los	bienes	promocionados.	Ello	generaría,	a	su	vez,	altos
incentivos	para	que	los	anunciantes	difundan	anuncios	que	no	sean	veraces,
habida	cuenta	de	la	baja	probabilidad	de	que	la	divergencia	con	la	realidad
en	que	han	incurrido	sea	demostrada.
19.	En	ese	contexto,	y	contrariamente	a	lo	alegado	por	(...)	en	su	apelación,
no	 era	 la	 secretaría	 técnica	 de	 la	 comisión	 la	 que,	 a	 través	 del	 uso	 del
producto	 que	 le	 fue	 entregado	 en	 calidad	 de	 medio	 probatorio,	 debía
acreditar	que	las	características	del	aromatizador	difundidas	en	el	anuncio
eran	acordes	con	la	realidad,	pues	de	hacerlo	relevaría	a	la	imputada	de	la
carga	 probatoria	 que	 le	 corresponde	 de	 acuerdo	 con	 la	 regla	 procesal
especial	 establecida	 en	 el	 artículo	 8°.3	 del	 Decreto	 Legislativo	 1044.”
(Indecopi,	 R.	 0083-2012/SC1-Indecopi,	 ene.	 18/2012.	 Pres.	 Avendaño
Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 contenido	 de	 una	 página	 web	 puede
calificar	como	publicidad	comercial.	“Sobre	el	particular,	la	sala	considera
que	 –contrariamente	 a	 lo	 sostenido	 por	 la	 impugnante–	 la	 información
consignada	 en	 la	 página	 web	 tiene	 una	 difusión	 de	 carácter	 masivo	 que
califica	como	pública	al	encontrarse	a	disposición	de	cualquier	consumidor.
Del	mismo	modo,	la	aseveración	cuestionada	tiene	por	objetivo	destacar	el
funcionamiento	del	producto	(...)	en	el	organismo	como	una	ventaja	del	bien
comercializado	por	(...),	precisamente	a	efectos	de	promover	su	adquisición.
En	 este	 sentido,	 la	 información	 cuestionada	 califica	 como	 publicidad
comercial	(...).
34.	Ahora	bien,	 a	 partir	 de	una	 interpretación	 superficial	 e	 integral	 de	 la
afirmación	cuestionada,	la	sala	determina	que	el	mensaje	transmitido	tiene
como	propósito	principal	poner	de	relieve	la	operatividad	del	producto	(...)
en	 atención	 a	 los	 efectos	 benéficos	 que	 produce	 su	 ingesta	 al	 interior	 del
organismo.
35.	 Desde	 la	 perspectiva	 del	 destinatario	 final	 del	 anuncio,	 se	 puede
advertir	 que	 aquel	 se	 encontrará	 en	 la	 aptitud	 de	 comprender	 que	 dicho
producto	 posee	 determinadas	 características	 que	 ayudan	 a	 desplazar	 las
bacterias	 que	 producen	 los	 gases	 en	 el	 organismo.	 En	 tal	 sentido,	 un
consumidor	 razonable	 no	 efectuará	 un	 análisis	 exhaustivo	 que	 tenga	 por
objetivo	entender	las	propiedades	(...)	sino	centrará	su	atención	respecto	de
la	ventaja	difundida	sobre	el	uso	del	producto	(...).
36.	En	este	contexto,	un	consumidor	esperaría	que	el	efecto	anunciado	del
producto	 (esto	 es,	 el	 desplazamiento	 de	 las	 bacterias	 que	 producen	 los
gases	 al	 interior	 del	 organismo),	 haya	 sido	 objeto	 de	 una	 evaluación
científica	 a	 través	 de	 pruebas	 y/o	 estudios	 de	 carácter	 técnico	 realizados
con	 anterioridad	 a	 la	 difusión	 en	 publicidad	 de	 la	 afirmación,	 con	 el
propósito	 de	 verificar	 la	 característica	 anunciada”.	 (Indecopi,	 R.	 0189-
2013/SDC-Indecopi,	ene.	29/2013.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—En	 el	 ámbito	 publicitario,	 solo	 los	 anuncios
que	 expresen	 información	 objetiva	 se	 rigen	 por	 el	 principio	 de
veracidad.	“8.	La	 información	expresada	en	un	anuncio	publicitario	puede
ser	de	naturaleza	objetiva	o	subjetiva.	La	primera	de	ellas	susceptible	de	ser
comprobada	 empíricamente,	 mientras	 que	 la	 segunda,	 por	 consistir	 en
opiniones,	puntos	de	vista	o	 sentimientos	del	anunciante,	no	se	encuentra
sujetos	a	comprobación.
9.	El	artículo	8°	del	Decreto	Legislativo	1044,	previamente	citado,	establece
que	 el	 anunciante	 debe	 probar	 la	 veracidad	 y	 exactitud	 solo	 de	 aquellas
afirmaciones	 objetivas	 referidas	 al	 producto	 o	 servicio	 que	 ofrezca	 en	 el
mercado,	 de	 tal	 manera	 que	 en	 nuestro	 ordenamiento	 jurídico	 no	 se
encuentra	sujeto	a	comprobación	la	emisión	de	afirmaciones	subjetivas.
10.	En	 esa	 línea,	 la	 sala	ha	 señalado	en	 anteriores	pronunciamientos	que
sólo	 los	 anuncios	 publicitarios	 que	 contienen	 información	 objetiva	 se
encuentran	sujetos	al	principio	de	veracidad.	Ello	se	debe	a	que	la	distorsión
de	esta	 información	tiene	 la	capacidad	de	engañar	al	consumidor	respecto
de	la	información	que	considera	objetivamente	cierta	y	comprobable.
11.	 Ahora	 bien,	 conforme	 a	 la	 normativa	 vigente,	 existe	 un	 deber	 de
comprobación	por	parte	del	anunciante	que	implica	que	para	la	difusión	de
un	mensaje	sobre	las	características	objetivas	o	comprobables	de	un	bien	o
servicio,	éste	deberá	contar	previamente	con	 las	pruebas	que	sustenten	 la
veracidad	 de	 su	 afirmación,	 en	 otras	 palabras,	 existe	 un	 deber	 de
sustanciación	previa	por	parte	del	anunciante.
12.	Respecto	de	la	publicidad	de	naturaleza	objetiva,	la	doctrina	identifica
como	 modalidades	 que	 materializan	 una	 infracción	 o	 vulneración	 al
principio	de	veracidad	las	siguientes:	(i)	la	falsedad	que	es	la	modalidad	más
evidente	porque	 implica	que	 las	afirmaciones	empleadas	en	el	 anuncio	en
cuestión	 no	 corresponden	 a	 la	 realidad;	 y,	 (ii)	 la	 inducción	 a	 error	 que
ocurre	cuando	las	afirmaciones,	aun	siendo	verdaderas,	pueden	llevar	a	un
consumidor	a	considerar	que	los	productos	o	servicios	publicitarios	poseen
determinadas	características	de	las	que	en	realidad	carecen,	lo	cual	depende
de	la	forma	en	que	son	presentadas	y	de	las	imágenes	que	las	acompañan.
13.	 En	 este	 orden	 de	 ideas,	 conforme	 lo	 ha	 establecido	 la	 sala,	 la
metodología	 para	 evaluar	 si	 determinada	 información	 contenida	 en	 un
anuncio	 publicitario	 infringe	 el	 principio	 de	 veracidad	 o	 no,	 consta	 de	 los
siguientes	pasos:	(i)	se	debe	establecer,	a	partir	de	una	apreciación	integral
y	 superficial	 del	 anuncio	 publicitario,	 en	 qué	 consiste	 el	 contenido	 del
mensaje	que	reciben	los	consumidores;	y	(ii)	una	vez	delimitado	el	mensaje,
éste	debe	ser	corroborado	con	 la	 realidad	y,	 si	 existe	alguna	discordancia,
podrá	 concluirse	 que	 el	 anuncio	 publicitario	 es	 falso	 o	 induce	 a	 error”.
(Indecopi,	 R.	 077-2010/SC1-Indecopi,	 ene.	 21/2010.	 Pres.	 Avendaño
Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 afirmación	 publicitaria	 resulta	 engañosa
cuando	 no	 constituye	 un	 concepto	 absoluto.	 “(iii)	 Sin	 embargo,	 aun
cuando	el	proveedor	de	(...)	indicó	haber	realizado	una	prueba	de	consumo
de	 combustible	 con	 la	 motocicleta	 modelo	 DV150T3A,	 obteniendo	 como
resultado	un	rendimiento	de	140	km/Gl;	cabe	señalar	que	el	proveedor	no
precisó	el	tipo	de	prueba	a	la	cual	habría	sometido	al	vehículo,	ni	la	fecha	en
que	 habría	 sido	 realizada,	 ni	 otra	 información	 que	 acredite	 de	 manera
idónea	 y	 fehaciente	 la	 afirmación	 ‘consumo	 de	 gasolina	 140	 km/Gl’
consignada	en	la	publicidad	cuestionada.
(iv)	 A	 partir	 de	 sus	 propios	 argumentos,	 se	 advierte	 que	 la	 afirmación
resulta	engañosa	en	tanto	se	indica	que	la	misma	no	constituye	un	concepto
absoluto	puesto	que	depende	de	varios	factores,	como	lo	son	la	velocidad	a
la	cual	se	conduzca	la	motocicleta,	la	gasolina	que	se	emplee,	entre	otros.
(v)	 Respecto	 al	 argumento	 de	 la	 imputada	 referido	 a	 que	 habría	 sido	 su
proveedor	 en	 China	 quien	 le	 proporcionó	 la	 información	 que
posteriormente	publicitó,	cabe	precisar	que,	de	conformidad	con	el	artículo
23	 de	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal,	 ‘la	 responsabilidad
administrativa	que	se	deriva	de	la	comisión	de	actos	de	competencia	desleal
a	través	de	la	publicidad	corresponde,	en	todos	los	actos,	al	anunciante’,	es
decir	que	dicha	responsabilidad	recae	sobre	(...)	y	no	sobre	su	proveedor”.
(TDC,	R.	0004-2016/SDC-Indecopi,	ene.	18/2016.	Pres.	 Juan	Carlos	Lozano
Hernández)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 Indecopi	 sanciona	 a	 Gloria	 S.A	 por
publicitar	 y	 comercializar	 engañosamente	 productos	 lácteos	 con	 la
frase	 “sin	 lactosa”.	 “(...)	 Primero:	 se	 confirma	 la	 Resolución
00962015/CCD-Indecopi	 del	 15	 de	 abril	 del	 2015,	 en	 el	 extremo	 que
declaró	 fundada	 la	 denuncia	 presentada	 por	 Asociación	 Civil	 Más	 que
Consumidores	 contra	Gloria	 S.A.	 por	 la	 comisión	de	 actos	 de	 competencia
desleal	 en	 la	modalidad	 de	 engaño,	 supuesto	 de	 infracción	 previsto	 en	 el
artículo	 8°	 del	 Decreto	 Legislativo	 1044	 -	 Ley	 de	 Represión	 de	 la
Competencia	 Desleal,	 por	 la	 difusión	 de	 la	 siguiente	 publicidad	 en	 los
envases	de	sus	productos:
Leche	 evaporada	 y	 semidescremada	 de	 la	 marca	 Bella	 Holandesa,
consignando	la	afirmación	‘sin	lactosa’,	cuando	ello	no	sería	cierto.
Leche	 de	 vaca	 evaporada	 y	 semidescremada	 de	 la	 marca	 Bonlé,
consignando	la	afirmación	‘sin	lactosa’,	cuando	ello	no	sería	cierto.
Alimento	 lácteo	evaporado	deslactosado	de	 la	marca	Gloria	Deslactosada,
afirmando	que	tendría	como	característica	ser	‘deslactosada’,	cuando	ello	no
sería	cierto.
La	razón	es	que	de	la	 interpretación	integral	y	superficial	de	los	anuncios
que	 contienen	 la	 frase	 ‘sin	 lactosa’,	 se	 desprende	 el	 mensaje	 de	 que	 los
productos	leche	evaporada	y	semidescremada	de	la	marca	Bella	Holandesa
y	leche	de	vaca	evaporada	y	semidescremada	de	la	marca	Bonlé	carecen	de
lactosa.	Pese	a	ello,	de	los	envases	de	los	productos	publicitados	se	aprecia
que	contienen	0,5	g	de	lactosa	por	cada	100	g.	de	porción,	por	lo	que	se	ha
acreditado	la	comisión	de	la	infracción	en	ese	extremo.
En	 el	 caso	 de	 la	 frase	 ‘deslactosada’,	 de	 una	 interpretación	 integral	 y
superficial	 del	 anuncio	 en	 el	 envase	 del	 alimento	 lácteo	 evaporado
deslactosado	de	 la	marca	Gloria	Deslactosada	 se	desprende	 el	mensaje	de
que	 este	 no	 presenta	 lactosa	 en	 su	 contenido.	 Sin	 embargo,	 del	 envase	 se
aprecia	que	el	producto	contiene	1,5	g.	de	lactosa	por	cada	100	g	de	porción,
evidenciándose	la	comisión	del	acto	de	competencia	desleal	en	la	modalidad
de	 engaño”.	 (TDC,	 R.	 0066-2016/SDC-Indecopi,	 feb.	 04/2016.	 Pres.	 Juan
Carlos	Lozano	Hernández)
DOCTRINA.—Concepto	de	engaño.	“El	engaño	es	concebido	como	el	acto
por	 el	 cual	 un	 competidor	 genera	 frente	 a	 terceros	 una	 impresión	 falaz
acerca	de	sus	propios	productos	o	servicios,	de	forma	tal	que	pueda	inducir
a	un	consumidor	a	efectuar	una	decisión	de	consumo	inadecuada,	es	decir
una	 elección	 que	 de	 no	 mediar	 las	 circunstancias	 referidas,	 no	 hubiera
realizado.
La	sala	ha	establecido,	mediante	Resolución	N°	051-97/TDC	de	fecha	21	de
febrero	 de	 1997,	 que	 ‘el	 engaño	 puede	 definirse	 como	 la	 creación	 de	 una
impresión	falsa	de	los	productos	o	servicios	propios.	En	otras	palabras,	en	el
engaño	 la	 información	 está	 referida	 a	 los	 productos	 o	 servicios	 de	 quien
incurre	 en	 los	 actos	 de	 competencia	 desleal.	 Así,	 en	 el	 engaño	 el	 agente
proporciona	 información	 incorrecta	 o	 falsa	 respecto	 de	 sus	 propios
productos	 o	 servicios	 para	 de	 esta	 manera	 atraer	 clientela	 de	 manera
indebida.
El	 acto	 de	 engaño	 debe	 considerarse	 en	 su	más	 amplio	 sentido,	 ‘no	 sólo
debe	referirse	a	la	comunicación	o	difusión	dirigida	al	público	en	general,	de
un	 mensaje	 publicitario;	 sino	 a	 cualquier	 forma	 de	 indicación	 realizada
sobre	 envases,	 etiquetas,	 prospectos	 e	 incluso	 a	 cualquier	 tipo	 de
manifestaciones	verbales	y	directas	del	empresario	fuera	del	ámbito	de	las
relaciones	 internas	de	su	propia	empresa,	dirigidas	a	posibles	clientes’.	La
evaluación	del	posible	engaño	deberá	realizarse	atendiendo	a	la	capacidad
de	 diferenciación	 de	 un	 consumidor	 que	 actúa	 con	 diligencia	 ordinaria,
teniendo	en	cuenta	las	circunstancias	del	caso	concreto”.	(R.	001-2001-LIN-
CCD/Indecopi.	 Lineamientos	 sobre	 competencia	 desleal	 y	 publicidad
comercial,	pág.	27).
RIESGO	DE	CONFUSIÓN
D.	Leg.	1044.
ART.	9°.—Actos	de	confusión.
9.1.	 Consisten	 en	 la	 realización	 de	 actos	 que	 tengan	 como	 efecto,	 real	 o
potencial,	inducir	a	error	a	otros	agentes	en	el	mercado	respecto	del	origen
empresarial	 de	 la	 actividad,	 el	 establecimiento,	 las	 prestaciones	 o	 los
productos	 propios,	 de	 manera	 tal	 que	 se	 considere	 que	 estos	 poseen	 un
origen	empresarial	distinto	al	que	realmente	les	corresponde.
9.2.	Los	actos	de	confusión	pueden	materializarse	mediante	la	utilización
indebida	de	bienes	protegidos	por	las	normas	de	propiedad	intelectual.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Imitaciones	 permitidas	 por	 la	 ley.
“Finalmente,	 la	 comisión	establece	 el	 siguiente	precedente	de	observancia
obligatoria:
1.	El	denominado	‘derecho	a	imitar’,	que	consiste	en	que	un	concurrente	en
el	mercado	 puede	 lícitamente	 imitar	 las	 iniciativas	 empresariales	 de	 otro
concurrente,	 constituye	 una	 de	 las	 manifestaciones	 de	 la	 libertad	 de
iniciativa	 privada	 en	 materia	 económica,	 consagrada	 y	 protegida	 por
artículo	58	de	la	Constitución	Política	del	Perú.	Sin	embargo,	el	denominado
‘derecho	 a	 imitar’	 no	 puede	 ser	 ejercido	 por	 las	 empresas	 de	 modo
irrestricto,	 debe	 ser	 ejercido	 respetando	 los	 límites	 que	 el	 ordenamiento
jurídico	establece.
2.	 Un	 primer	 límite	 a	 la	 imitación	 consiste	 en	 el	 respeto	 que	 los
concurrentes	 en	 el	 mercado	 deben	 tener	 por	 los	 derechos	 de	 propiedad
intelectual	 de	 terceros,	 como	 es	 el	 caso	 de	 las	 marcas	 que	 otorgan
protección	sobre	determinados	signos,	de	patentes	que	otorgan	protección
sobre	 determinadas	 invenciones	 y	 de	 titularidades	 de	 derechos	 de	 autor
que	otorgan	protección	sobre	determinadas	obras,	entre	otros.	Mediante	los
derechos	de	propiedad	 intelectual,	el	 titular	de	un	signo,	 invención	u	obra
goza	de	una	protección	tal	que	la	imitación	de	otro	concurrente	respecto	de
estos	elementos	es	ilícita,	según	lo	precisado	por	las	normas	en	la	materia.
3.	Un	segundo	límite	a	la	imitación	consiste	en	el	‘deber	de	diferenciación’
que	 corresponde	 a	 los	 concurrentes	 en	 el	mercado.	 Este	 deber	 es	 exigido
por	las	normas	que	reprimen	la	competencia	desleal	y	significa	que,	si	bien
los	 concurrentes	 tienen	 ‘derecho	 a	 imitar’,	 tienen	 como	 contraparte	 la
obligación	 de	 evitar,	 en	 observancia	 de	 la	 buena	 fe	 comercial,	 que	 alguna
imitación	sea	capaz	de:	i)	generar	confusión	respecto	del	origen	empresarial
de	 los	 bienes	 o	 servicios	 que	 colocan	 en	 el	 mercado,	 así	 como	 sobre	 los
establecimientos	 utilizados	 para	 tal	 fin;	 ii)	 conllevar	 que	 el	 concurrente
imitado	no	pueda	diferenciarse	o	afirmarse	en	el	mercado	por	causa	de	una
imitación	 sistemática;	 o,	 iii)	 significar	 una	 explotación	 indebida	 de	 la
reputación	 que	 corresponde	 a	 otro	 concurrente	 en	 el	mercado.	 Estas	 tres
conductas	son	consideradas	contrarias	a	la	buena	fe	comercial	que	rige	las
actividades	 comerciales	 y	 son	 ejemplificadas	 como	 actos	 de	 competencia
desleal,	 respectivamente,	 en	 los	 artículos	 8°,	 13	 y	 14	 de	 la	 Ley	 sobre
Represión	de	la	Competencia	Desleal,	siendo	prohibidas	por	el	artículo	6°	de
la	misma	 ley,	 que	 constituye	 la	 tipificación	 expresa	 exigida	por	 el	 artículo
230.4	de	 la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	para	aplicar	 las
sanciones	 correspondientes.”	 (R.	 030-2005-CCD-Indeopi,	 Exp.	 104-
2004/CCD.	07.03.2005.	Bueno-Tizón,	Lerner,	Castillo	y	Perla).
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Precedente	vinculante	del	TDC	que	señala	los
límites	 del	 derecho	 para	 imitar	 iniciativas	 empresariales.	 “(…)	 El
denominado	 ‘derecho	 a	 imitar’,	 que	 consiste	 en	 que	 un	 concurrente	 en	 el
mercado	 puede	 lícitamente	 imitar	 las	 iniciativas	 empresariales	 de	 otro
concurrente,	 constituye	 una	 de	 las	 manifestaciones	 de	 la	 libertad	 de
iniciativa	 privada	 en	 materia	 económica,	 consagrada	 y	 protegida	 por
artículo	58	de	la	Constitución	Política	del	Perú.	Sin	embargo,	el	denominado
‘derecho	 a	 imitar’	 no	 puede	 ser	 ejercido	 por	 las	 empresas	 de	 modo
irrestricto,	 debe	 ser	 ejercido	 respetando	 los	 límites	 que	 el	 ordenamiento
jurídico	establece.
2.-	 Un	 primer	 límite	 a	 la	 imitación	 consiste	 en	 el	 respeto	 que	 los
concurrentes	 en	 el	 mercado	 deben	 tener	 por	 los	 derechos	 de	 propiedad
intelectual	 de	 terceros,	 como	 es	 el	 caso	 de	 las	 marcas	 que	 otorgan
protección	sobre	determinados	signos,	de	patentes	que	otorgan	protección
sobre	 determinadas	 invenciones	 y	 de	 titularidades	 de	 derechos	 de	 autor
que	otorgan	protección	sobre	determinadas	obras,	entre	otros.	Mediante	los
derechos	de	propiedad	 intelectual,	el	 titular	de	un	signo,	 invención	u	obra
goza	de	una	protección	tal	que	la	imitación	de	otro	concurrente	respecto	de
estos	elementos	es	ilícita,	según	lo	precisado	por	las	normas	en	la	materia.
3.-	Un	segundo	límite	a	la	imitación	consiste	en	el	‘deber	de	diferenciación’
que	 corresponde	 a	 los	 concurrentes	 en	 el	mercado.	 Este	 deber	 es	 exigido
por	las	normas	que	reprimen	la	competencia	desleal	y	significa	que,	si	bien
los	 concurrentes	 tienen	 “derecho	 a	 imitar”,	 tienen	 como	 contraparte	 la
obligación	 de	 evitar,	 en	 observancia	 de	 la	 buena	 fe	 comercial,	 que	 alguna
imitación	sea	capaz	de:	i)	generar	confusión	respecto	del	origen	empresarial
de	 los	 bienes	 o	 servicios	 que	 colocan	 en	 el	 mercado,	 así	 como	 sobre	 los
establecimientos	 utilizados	 para	 tal	 fin;	 ii)	 conllevar	 que	 el	 concurrente
imitado	no	pueda	diferenciarse	o	afirmarse	en	el	mercado	por	causa	de	una
imitación	 sistemática;	 o,	 iii)	 significar	 una	 explotación	 indebida	 de	 la
reputación	que	corresponde	a	otro	concurrente	en	el	mercado.
Estas	 tres	 conductas	 son	 consideradas	 contrarias	 a	 la	buena	 fe	 comercial
que	 rige	 las	 actividades	 comerciales	 y	 son	 ejemplificadas	 como	 actos	 de
competencia	desleal,	respectivamente,	en	los	artículos	8,	13	y	14	de	la	Ley
sobre	 Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal,	 siendo	 prohibidas	 por	 el
artículo	6	de	la	misma	ley,	que	constituye	la	tipificación	expresa	exigida	por
el	artículo	230.4	de	 la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	para
aplicar	las	sanciones	correspondientes.	(…)
5.-	 Finalmente,	 a	 efectos	 de	 evaluar	 si	 se	 produce	 un	 acto	 de	 confusión
respecto	 de	 elementos	 sobre	 los	 que	 no	 recae	 derecho	 de	 propiedad
intelectual	 alguno,	 la	 autoridad	 administrativa,	 para	 determinar	 si	 un
concurrente	 ha	 infringido	 el	 “deber	 de	 diferenciación”	 que	 le	 es	 exigible,
debe	evaluar	fundamentalmente	que	los	signos,	presentación	y/o	apariencia
general	 de	 los	 bienes,	 servicios	 o	 establecimientos	 que	 corresponden	 al
concurrente	 presuntamente	 afectado	 por	 la	 imitación,	 cuando	 menos:	 i)
sean	 capaces	 individualmente	 o	 en	 conjunto	 de	 generar	 un	 efecto
identificador	 del	 origen	 empresarial	 y	 diferenciador	 de	 la	 oferta	 de	 este
concurrente	frente	a	los	demás	concurrentes	en	el	mercado;	ii)	no	sean	una
respuesta	 a	 necesidades	 propias	 de	 la	 actividad	 económica	 que	 este
concurrente	realiza;	iii)	no	sean	un	estándar	en	el	mercado;	y,	iv)	conformen
una	 apariencia	 que	 pueda	 ser	 evitada	 por	 los	 demás	 concurrentes	 sin
incurrir	 en	 elevados	 costos	 de	 diferenciación”.	 (Indecopi,	 R.	 1091-
2005/TDC-Indecopi,	may.	05/2005.	Vicepresidente	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Libre	 imitación	de	 iniciativas	 empresariales.
“Conforme	ha	establecido	la	comisión	en	reiterados	pronunciamientos,	y	en
los	Lineamientos	sobre	Competencia	Desleal	y	Publicidad	Comercial,	en	una
economía	social	de	mercado	la	imitación	de	iniciativas	empresariales	es	una
conducta	 permitida,	 razón	 por	 la	 cual,	 la	 regulación	 de	 la	 imitación	 debe
tender	 a	 reducir	 el	 número	de	 restricciones	 aplicables	 al	 ejercicio	 de	 esta
práctica	empresarial.
En	 este	 contexto,	 el	 llamado	 ‘derecho	 a	 imitar’	 constituye	 una	 de	 las
manifestaciones	de	la	libertad	de	iniciativa	privada	en	materia	económica,	la
cual	a	su	vez	es	un	de	los	principios	que	rigen	el	modelo	de	economía	social
de	mercado,	sin	embargo,	conforme	ha	señalado	 la	comisión,	este	derecho
no	 tiene	 un	 carácter	 absoluto	 sino	 que	 se	 encuentra	 limitado	 por	 los
derechos	 de	 propiedad	 industrial	 y	 por	 el	 deber	 de	 diferenciación	 que	 se
exige	 a	 la	 empresas	 que	 emplean,	 para	 realizar	 su	 actividad	 económica,
formas	que	son	comunes	en	el	mercado.
Así,	 el	 ordenamiento	 legal	 concede	 una	 doble	 protección	 a	 la	 creatividad
empresarial.	 Mediante	 la	 aplicación	 de	 derechos	 de	 exclusiva	 concede	 al
creador	un	monopolio	temporal	para	el	aprovechamiento	de	su	creación	y	la
recuperación	 de	 los	 costos	 incurridos	 para	 su	 puesta	 a	 disposición	 en	 el
mercado	 y	 mediante	 la	 disciplina	 de	 la	 competencia	 desleal	 sanciona	 la
imitación	que	genere	confusión.
En	tal	sentido,	el	artículo	4°	de	 la	Ley	sobre	Represión	de	la	Competencia
Desleal	 dispone	que	no	 se	 considere	 como	acto	de	 competencia	desleal	 la
imitación	de	prestaciones	o	iniciativas	empresariales	ajenas,	salvo	en	lo	que
dicha	 ley	 disponga	 o	 en	 tanto	 se	 lesionó	 o	 se	 infrinja	 un	 derecho	 de
exclusiva	 reconocido	 por	 la	 ley.	 En	 suma,	 el	 principio	 general	 que	 rige	 el
mercado	 es	 el	 de	 la	 libre	 imitación	 de	 las	 prestaciones	 e	 iniciativas
empresariales	 ajenas,	 siempre	 y	 cuando	 no	 se	 vulneren	 derechos	 de
exclusiva	reconocidos	por	 la	 ley	(por	ejemplo,	derechos	de	autor,	patentes
de	invención	o	marcas)	y	no	incurra	en	los	supuestos	de	infracción	previstos
en	la	Ley	sobre	Represión	de	la	Competencia	Desleal	(por	ejemplo,	actos	de
confusión,	 de	 explotación	 indebida	 de	 la	 reputación	 ajena	 e	 imitación
sistemática).	Dichos	supuestos	constituyen	excepciones	al	principio	de	libre
imitación	 de	 iniciativas	 y	 prestaciones	 empresariales	 contenido	 en	 el
artículo	 4°	 mencionado	 anteriormente.”	 (R.	 003-2005/CCD-Indecopi,	 Exp.
076-2004-CCD.	06.01.2005)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Actos	 de	 confusión	 respecto	 del	 origen
empresarial.	“Finalmente,	la	comisión	establece	el	siguiente	precedente	de
observancia	obligatoria:	(…).
4.	 En	 particular,	 sobre	 los	 actos	 de	 confusión	 respecto	 del	 origen
empresarial,	 cabe	 precisar	 que	 la	 confusión	 puede	 ser	 de	 tres	 tipos:	 a)
directa,	b)	indirecta	y	c)	de	riesgo	asociativo.	En	los	tres	casos	bastará	que
exista	un	riesgo	de	confusión	para	considerar	la	conducta	como	un	acto	de
competencia	desleal.
La	confusión	directa	ocurre	cuando	 los	consumidores	pueden	asumir	que
los	 bienes,	 servicios	 o	 establecimientos	 de	 un	 concurrente	 en	 el	mercado
guardan	 identidad	con	 los	que	corresponden	a	otro	concurrente,	viéndose
inducidos	 a	 error	 por	 no	 ser	 ello	 cierto.	 Esta	 confusión	 podría	 ocurrir	 a
causa	de	una	extrema	similitud	en	signos,	presentación	o	apariencia	general
de	los	bienes,	los	servicios	o	los	establecimientos	en	cuestión.
La	confusión	indirecta	ocurre	cuando	los	consumidores	pueden	diferenciar
claramente	 bienes,	 servicios	 o	 establecimientos	 distintos,	 pero	 pueden
pensar,	 equivocadamente,	 que	 pertenecen	 al	 mismo	 concurrente	 en	 el
mercado,	cuando	en	realidad	pertenecen	a	dos	concurrentes	distintos.	Esta
confusión	 podría	 ocurrir	 a	 causa	 de	 algunas	 similitudes	 en	 signos,
presentación	 o	 apariencia	 general	 de	 los	 bienes,	 servicios	 o
establecimientos	en	cuestión.
La	 confusión	 en	 la	modalidad	 de	 riesgo	 de	 asociación	 ocurre	 cuando	 los
consumidores	pueden	diferenciar	los	bienes,	servicios	o	establecimientos	de
un	concurrente	en	el	mercado	frente	a	los	de	otro	concurrente,	pero	pueden,
como	 consecuencia	 de	 la	 similitud	 existente	 entre	 algunos	 elementos	 que
caracterizan	 las	 ofertas	 de	 ambos,	 considerar	 que	 entre	 estos	 existe
vinculación	económica	u	organizativa,	cuando	en	realidad	dicha	vinculación
no	existe.
Esta	confusión	podría	ocurrir	a	 causa	de	una	mínima	similitud	en	signos,
presentación	 o	 apariencia	 general	 de	 los	 bienes,	 servicios	 o
establecimientos	en	cuestión.
5.	 Finalmente,	 a	 efectos	 de	 evaluar	 si	 se	 produce	 un	 acto	 de	 confusión
respecto	 de	 elementos	 sobre	 los	 que	 no	 recae	 derecho	 de	 propiedad
intelectual	 alguno,	 la	 autoridad	 administrativa,	 para	 determinar	 si	 un
concurrente	 ha	 infringido	 el	 ‘deber	 de	 diferenciación’	 que	 le	 es	 exigible,
debe	evaluar	fundamentalmente	que	los	signos,	presentación	y/o	apariencia
general	 de	 los	 bienes,	 servicios	 o	 establecimientos	 que	 corresponden	 al
concurrente	 presuntamente	 afectado	 por	 la	 imitación,	 cuando	 menos:	 i)
sean	 capaces	 individualmente	 o	 en	 conjunto	 de	 generar	 un	 efecto
identificador	 del	 origen	 empresarial	 y	 diferenciador	 de	 la	 oferta	 de	 este
concurrente	frente	a	los	demás	concurrentes	en	el	mercado;	ii)	no	sean	una
respuesta	 a	 necesidades	 propias	 de	 la	 actividad	 económica	 que	 este
concurrente	realiza;	iii)	no	sean	un	estándar	en	el	mercado;	y,	iv)	conformen
una	 apariencia	 que	 pueda	 ser	 evitada	 por	 los	 demás	 concurrentes	 sin
incurrir	en	elevados	costos	de	diferenciación.”	(R.	030-2005-CCD-Indecopi,
Exp.	104-2004/CCD.	07.03.2005.	Bueno-Tizón,	Lerner,	Castillo	y	Perla).
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Criterios	 para	 determinar	 los	 actos	 de
confusión.	 “Por	 otro	 lado,	 conforme	 ha	 señalado	 la	 Comisión	 en	 los
Lineamientos	sobre	Competencia	Desleal	y	Publicidad	Comercial,	así	como
en	diversos	pronunciamientos,	para	determinar	si	se	ha	producido	un	acto
de	confusión	debe	analizarse	lo	siguiente:
1.	La	forma	como	se	distribuyen	los	productos	o	se	proveen	los	servicios	en
cuestión	 (por	 ejemplo,	 si	 concurren	 en	 una	 misma	 plaza,	 en	 un	 mismo
segmento	del	mercado	o	empleando	similares	canales	de	distribución).
2.	El	nivel	de	experiencia	de	los	consumidores	que	adquieren	tales	bienes	o
servicios.
3.	El	grado	de	distintividad	de	la	forma	o	apariencia	externa	del	producto	o
de	la	prestación	del	servicio	o	de	sus	medios	de	identificación	(esto	es,	que
dichos	 elementos	 cumplan	 una	 función	 indicadora	 de	 procedencia
empresarial).
4.	 El	 grado	de	 similitud	 existente	 entre	 los	 elementos	de	 los	 productos	 o
servicios	objeto	de	evaluación.
Asimismo,	el	riesgo	de	confusión	debe	evaluarse	atendiendo	a	la	capacidad
de	diferenciación	de	un	consumidor	razonable,	es	decir,	de	un	consumidor
que	 se	desenvuelve	 en	 el	mercado	 con	diligencia	ordinaria	 a	 fin	de	 tomar
decisiones	 prudentes	 y	 teniendo	 en	 cuenta	 la	 presentación	 o	 el	 aspecto
general	de	 los	productos	o	de	 las	prestaciones	materia	de	evaluación.”	 (R.
003-2005/CCD-Indecopi,	Exp.	076-2004/CCD.	06.01.2005)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	principio	de	especialidad	es	aplicable	a	 la
confusión	marcaria,	 pero	no	al	 enjuiciamiento	de	 la	 confusión	desleal.
“El	 artículo	 9°.1	 del	 Decreto	 Legislativo	 1044	 señala	 que	 los	 actos	 de
confusión	consisten	en	la	realización	de	actos	que	tengan	como	efecto,	real	o
potencial,	inducir	a	error	a	otros	agentes	en	el	mercado	respecto	del	origen
empresarial	 de	 la	 actividad,	 el	 establecimiento,	 las	 prestaciones	 o	 los
productos	 propios,	 de	 manera	 tal	 que	 se	 considere	 que	 éstos	 poseen	 un
origen	empresarial	distinto	al	que	realmente	les	corresponde.
Precisa	en	su	artículo	9°.2	que	los	actos	de	confusión	pueden	materializarse
mediante	 la	 utilización	 indebida	 de	 bienes	 protegidos	 por	 las	 normas	 de
propiedad	intelectual.
Resulta	 conveniente	 citar	 lo	 expresado	 por	 Monteagudo:	 ‘Debe	 hacerse
notar	 que	 el	 enjuiciamiento	 de	 la	 confusión	 desleal	 reviste	 importantes
peculiaridades	 que	 lo	 distinguen	 de	 la	 figura	 del	 riesgo	 de	 confusión
característico	 del	 derecho	 de	 marcas.	 En	 este	 contexto	 es	 especialmente
significativa	 la	 no	 vigencia	 de	 la	 regla	 de	 la	 especialidad	 (...)	 el	 riesgo	 de
confusión	posee	un	diferente	alcance	y	contenido	en	cada	cuerpo	legal;	esta
circunstancia	naturalmente	no	posibilita	una	aplicación	generalizada	de	las
normas	contra	la	competencia	desleal	a	toda	violación	de	un	signo	tutelado
por	 la	 Ley	 de	 Marcas,	 pero	 permite	 en	 ciertos	 supuestos	 una	 protección
complementaria	que	se	suma	o	añade	a	la	prevista	por	el	derecho	de	marcas
(...)	 Sin	 embargo	 en	 aquellos	 casos	 en	 los	 que	 la	 aplicación	 estricta	 del
derecho	 de	 marcas	 provoque	 resultados	 lesivos	 para	 otros	 intereses	 el
recurso	a	la	figura	de	la	confusión	desleal	es	irreprochable’.
Así,	en	los	actos	de	confusión	en	el	campo	de	la	competencia	desleal	no	es
de	aplicación	el	principio	de	especialidad,	se	trata	de	un	riesgo	de	confusión
efectivo	y	busca	que	las	prestaciones	de	una	empresa	determinada	no	sean
apropiadas	por	terceros;	mientras	que,	en	el	caso	del	derecho	de	propiedad
industrial,	es	de	aplicación	el	principio	de	especialidad,	la	determinación	del
riesgo	 de	 confusión	 no	 es	 una	 cuestión	 de	 hecho	 sino	 de	 derecho	 y	 tiene
como	 finalidad	 la	 implantación	 del	 signo	 en	 el	 mercado	 y	 la	 seguridad
jurídica”.	 (Indecopi,	 R.	 0182-2013/TPI-Indecopi,	 ene.	 16/2013.	 Pres.
Ferreyros	Castañeda)
SUBCAPÍTULO	II
ACTOS	INDEBIDOS	VINCULADOS	CON	LA	REPUTACIÓN	DE	OTRO	AGENTE
ECONÓMICO
APROVECHAMIENTO	DE	LA	REPUTACIÓN	AJENA
D.	Leg.	1044.
ART.	10.—Actos	de	explotación	indebida	de	la	reputación	ajena.
10.1.	 Consisten	 en	 la	 realización	 de	 actos	 que,	 no	 configurando	 actos	 de
confusión,	 tienen	 como	 efecto,	 real	 o	 potencial,	 el	 aprovechamiento
indebido	 de	 la	 imagen,	 el	 crédito,	 la	 fama,	 el	 prestigio	 o	 la	 reputación
empresarial	 o	 profesional	 que	 corresponde	 a	 otro	 agente	 económico,
incluidos	 los	 actos	 capaces	 de	 generar	 un	 riesgo	 de	 asociación	 con	 un
tercero.
10.2.	 Los	 actos	 de	 explotación	 indebida	 de	 la	 reputación	 ajena	 pueden
materializarse	mediante	la	utilización	de	bienes	protegidos	por	las	normas
de	propiedad	intelectual.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Presuntos	 actos	 de	 explotación	 de	 la
reputación	 ajena.	 “Al	 respecto,	 cabe	 señalar	 que	 en	 los	 casos	 de
explotación	 o	 aprovechamiento	 de	 la	 reputación	 ajena	 el	 infractor	 busca,
mediante	la	realización	de	diversos	actos,	establecer	una	vinculación	entre
él	y	otro	u	otros	competidores,	induciendo	a	confusión	a	los	consumidores	o
a	 otros	 agentes	 dentro	 de	 la	 cadena	 de	 comercialización	 respecto	 del
producto	o	de	 su	origen	empresarial,	 con	 la	 finalidad	de	aprovecharse	del
prestigio	o	la	reputación	que	han	obtenido	otros	en	el	mercado.
La	doctrina	considera	que	‘la	explotación	de	la	reputación	ajena	(…)	podía
servir	de	rótulo	genérico	para	todos	los	supuestos	de	confusión	e	imitación,
pues	en	todos	ellos	se	da	ese	aprovechamiento	indebido	de	la	reputación	y
esfuerzo	 ajenos’”	 (R.	 221-2007/CCD-Indecopi,	 Exp.	 123-2007/CCD.
12.12.2007.	Lerner,	Ochoa,	Concha,	Castillo	y	Cornejo)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 señala	 cuándo	 la	 utilización	 de	 una
marca	 constituye	 un	 aprovechamiento	 de	 la	 reputación	 ajena.	 “Debe
señalarse	 que	 cualquier	 utilización	 de	 la	 marca	 ajena	 no	 es	 capaz	 de
completar	 el	 supuesto	 descrito	 por	 la	 norma.	 A	 este	 respecto	 se	 pueden
establecer	algunos	criterios	adicionales	a	tomar	en	cuenta	para	determinar
el	acto	de	competencia	desleal:
a)	Grado	de	esfuerzo	desplegado	por	el	titular	para	propiciar	su	prestigio	y
reputación.
b)	Proximidad	competitiva	entre	el	tercero	y	el	titular.
e)	 Medida	 en	 que	 la	 utilización	 de	 la	 marca	 por	 su	 tercero	 afecta	 las
legítimas	posibilidades	de	explotación	que	corresponden	al	titular.
Asimismo,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 un	 tercero	 recurre	 a	 una	 marca
ajena	 sólo	 cuando	 le	 consta	 o	 considera	 que	 ello	 facilita	 su	 acceso	 a	 un
nuevo	mercado.
El	 posible	 perjuicio	 que	 pueda	 sufrir	 el	 titular	 de	 la	marca	 del	 producto
debe	 ser	 determinado	 en	 cada	 caso	 concreto	 y	 dependerá,	 además	 de	 los
criterios	antes	citados,	de	cuál	sea	la	práctica	y	costumbre	comercial	en	ese
sector	del	mercado.	Conviene	precisar	que	si	bien	el	aprovechamiento	de	la
reputación	de	un	signo,	puede	tener	como	supuesto	de	base	la	existencia	de
un	riesgo	de	confusión,	aquélla	puede	darse	también	en	los	casos	que	ésta
no	se	produzca:	‘Aun	cuando	las	respectivas	prestaciones	sean	distintas	y	no
surja	confusión	respecto	al	origen,	la	contemplación	de	una	marca	familiar	y
prestigiosa	 lleva	 al	 consumidor	 a	 atribuir	 un	 crédito	 al	 nuevo	 producto	 o
servicio,	 cuando	menos	 inicialmente,	 como	consecuencia	de	 la	vinculación
con	 el	 signo	 renombrado’.”	 (Indecopi,	 R.	 0361-2013/TPI-Indecopi,	 ene.
30/2013.	Pres.	Ferreyros	Castañeda)
MENOSCABO	DEL	PRODUCTO	O	DE	LA	IMAGEN
D.	Leg.	1044.
ART.	11.—Actos	de	denigración.
11.1.	 Consisten	 en	 la	 realización	de	 actos	 que	 tengan	 como	efecto,	 real	 o
potencial,	directamente	o	por	implicación,	menoscabar	la	imagen,	el	crédito,
la	 fama,	 el	 prestigio	 o	 la	 reputación	 empresarial	 o	 profesional	 de	 otro	 u
otros	agentes	económicos.
11.2.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 indicado	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 estos	 actos	 se
reputan	lícitos	siempre	que:
a)	 Constituyan	 información	 verdadera	 por	 su	 condición	 objetiva,
verificable	y	ajustada	a	la	realidad;
b)	 Constituyan	 información	 exacta	 por	 su	 condición	 clara	 y	 actual,
presentándose	 de	 modo	 tal	 que	 se	 evite	 la	 ambigüedad	 o	 la	 imprecisión
sobre	 la	 realidad	 que	 corresponde	 al	 agente	 económico	 aludido	 o	 a	 su
oferta;
c)	 Se	 ejecuten	 con	 pertinencia	 en	 la	 forma	 por	 evitarse,	 entre	 otros,	 la
ironía,	 la	 sátira,	 la	 burla	 o	 el	 sarcasmo	 injustificado	 en	 atención	 a	 las
circunstancias;	y,
d)	Se	ejecuten	con	pertinencia	en	el	 fondo	por	evitarse	alusiones	sobre	la
nacionalidad,	las	creencias,	la	intimidad	o	cualesquiera	otras	circunstancias
estrictamente	personales	de	los	titulares	o	representantes	de	otra	empresa,
entre	 otras	 alusiones	 que	 no	 trasmiten	 información	 que	 permita	 al
consumidor	 evaluar	 al	 agente	 económico	 aludido	 o	 a	 su	 oferta	 sobre
parámetros	de	eficiencia.
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 confirma	 que	 la	 frase	 publicitaria
“nos	 quieren	 hacer	 cholitos”	 vulnera	 el	 principio	 de	 lealtad	 en	 la
publicidad.	 “Sin	 embargo,	 el	 dispositivo	 legal	 denunciado	 no	 contiene	 el
criterio	 que	 anota	 la	 empresa	 recurrente,	 conteniendo	 más	 bien	 varias
normas	 referidas	 a	 la	 interpretación	 y	 aplicación	 de	 la	 buena	 fe,	 que	 en
relación	 a	 los	 anuncios	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 el	 consumidor	 queda
influenciado	 por	 el	 examen	 superficial	 del	mensaje,	 a	 la	 aplicación	 de	 las
normas	a	todo	el	contenido	de	un	anuncio.	Agréguese,	que	la	decisión	de	la
sentencia	 de	 vista	 se	 fundamenta	 jurídicamente	 en	 el	 artículo	 3°	 de	 las
Normas	de	Publicidad	 en	Defensa	del	 Consumidor	de	que	ningún	 anuncio
debe	 favorecer	 o	 estimular	 cualquier	 ofensa	 o	 discriminación	 racial	 y	 de
otra	índole;	adicionalmente	a	ello	ha	considerado	que	la	infracción	incurrida
por	la	demandante	en	la	publicidad	con	la	frase	‘Nos	quieren	hacer	cholitos’,
está	 relacionada	 con	 las	 valoraciones	negativas	o	peyorativas	 acerca	de	 la
oferta	 al	 consumidor,	 esto	 es	 trasladar	 la	 idea	 al	 consumidor	 que	 la
emplazada	 no	 realiza	 una	 actividad	 transparente	 en	 el	mercado,	 sino	 que
engaña	 a	 los	 consumidores	 e	 incurre	 en	 prácticas	 abusivas	 y
discriminatorias;	habiendo	acogido	la	frase	en	el	sentido	de	engañar,	como
alega	la	empresa	recurrente	(...)”.	(C.	S,	Cas.	1356-2011-Lima,	jul.	04/2013.
V.	P.	Rueda	Fernández)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Precedente	 de	 observancia	 obligatoria	 del
TDC:	 “no	 toda	 publicidad	 alusiva	 es	 denigratoria”.	 “1.	 La	 publicidad
desleal	es	parte	integral	de	la	disciplina	general	de	 la	competencia	desleal,
mereciendo,	por	tanto,	un	tratamiento	sistemático.
2.	 El	 artículo	 6°	 de	 la	 Ley	 sobre	 Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal
considera	 acto	 de	 competencia	 desleal	 y,	 por	 tanto,	 reprimible	 y
sancionable,	a	toda	conducta	que	resulte	objetivamente	contraria	a	la	buena
fe,	al	normal	desenvolvimiento	de	actividades	económicas	y	a	las	normas	de
corrección	 que	 deben	 regir	 en	 las	 actividades	 económicas.	 La	 norma	 no
excluye	 de	 ninguna	 manera	 a	 la	 actividad	 publicitaria	 que	 resulte
objetivamente	 contraria	 a	 la	 buena	 fe,	 al	 normal	 desenvolvimiento	 de
actividades	económicas	y	a	las	normas	de	corrección	que	deben	regir	en	las
actividades	 económicas	 de	 la	 calificación	 como	 actos	 de	 competencia
desleal.	 Debido	 a	 ello,	 la	 difusión	 de	 un	 mensaje	 publicitario	 que
contravenga	 el	 principio	 de	 lealtad	 tendrá	 la	 naturaleza	 de	 acto	 de
competencia	desleal	cuya	materialización	ha	ocurrido	en	forma	de	anuncio
publicitario.
3.	El	ilícito	propio	de	la	legislación	de	represión	de	la	competencia	desleal
es	definido	como	todo	comportamiento	que	resulte	objetivamente	contrario
a	 la	 buena	 fe,	 que	 tenga	 por	 objeto	 o	 efecto	 afectar	 el	 normal
desenvolvimiento	 de	 las	 actividades	 económicas	 en	 el	 mercado.	 En	 tal
sentido,	el	ámbito	de	protección	del	ordenamiento	en	materia	de	represión
de	 la	 competencia	 desleal	 comprende	 al	 interés	 económico	 general,
incluyendo	 al	 interés	 de	 los	 consumidores	 y,	 en	 último	 término,	 a	 la
preservación	 del	 orden	 económico	 de	 mercado,	 considerado	 como	 el
mecanismo	 para	 lograr	 el	 mayor	 bienestar	 de	 la	 sociedad	 por	 el	 marco
constitucional.
4.	 La	 calificación	 de	 una	 conducta	 como	 acto	 de	 competencia	 desleal	 no
requiere	que	 el	 infractor	 se	 encuentre	 en	 relación	de	 competencia	directa
con	el	afectado,	bastando	únicamente	que	la	conducta	resulte	objetivamente
contraria	a	la	buena	fe.
5.	 La	 prohibición	 de	 la	 denigración	 publicitaria	 responde	 a	 la	 misma
racionalidad	 y	 contenido	 de	 la	 prohibición	 general	 de	 los	 actos	 de
denigración	 descritos	 en	 el	 artículo	 11	 de	 la	 Ley	 sobre	 Represión	 de	 la
Competencia	Desleal.	En	ese	orden	de	 ideas,	 la	denigración	publicitaria	es
aquella	 modalidad	 de	 publicidad	 que	 contiene	 un	 mensaje	 capaz	 de
menoscabar	 injustificadamente	el	crédito	en	el	mercado	de	un	competidor
y,	a	través	de	dicho	mecanismo,	de	impedir	u	obstaculizar	su	permanencia
en	el	mercado.
6.	En	todo	mensaje	publicitario	alusivo	a	un	agente	competidor	subyace	la
posibilidad	 de	 generar	 un	 daño	 a	 éste,	 pues	 es	 capaz	 de	 menoscabar	 el
crédito	en	el	mercado	del	competidor	aludido.	No	obstante,	ello	no	equivale
a	 calificar	 como	 denigratorios	 e	 ilícitos	 a	 todos	 los	mensajes	 publicitarios
con	contenido	alusivo,	sino	únicamente	a	aquellos	que	tengan	por	objeto	o
efecto,	 real	 o	 potencial,	 menoscabar	 injustificadamente	 el	 crédito	 en	 el
mercado	 del	 competidor	 aludido,	 buscando	 o	 siendo	 capaces,	 a	 través	 de
dicho	 mecanismo,	 de	 impedir	 u	 obstaculizar	 la	 permanencia	 de	 dicho
competidor	en	el	mercado.
7.	 Las	 condiciones	 de	 enjuiciamiento	 de	 la	 conducta	 contenidas	 en	 el
artículo	 11	 de	 la	 Ley	 sobre	 Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 son
aplicables	 a	 la	 prohibición	 de	 la	 denigración	 publicitaria,	 incluyendo	 la
“excepción	de	veracidad”.	En	aplicación	de	dicha	“excepción	de	veracidad”,
un	 mensaje	 publicitario	 alusivo	 no	 será	 denigrante	 cuando	 sea,
concurrentemente,	 verdadero,	 exacto	 y	 pertinente”.	 (Indecopi,	 R.	 0347-
2006/TDC-Indecopi,	mar.	17/2006.	Pres.	Francisco	Rojas	Leo)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Competencia	 desleal	 en	 la	 modalidad	 de
denigración.	“’El	artículo	11	de	 la	Ley	sobre	Represión	de	 la	Competencia
Desleal	establece	que	[s]e	considera	desleal	la	propagación	de	noticias	o	la
realización	o	difusión	de	manifestaciones	sobre	la	actividad,	el	producto,	las
prestaciones,	el	establecimiento	o	las	relaciones	mercantiles	de	un	tercero	o
de	sus	gestores,	que	pueden	menoscabar	su	crédito	en	el	mercado	a	no	ser
que	 sean	 exactas,	 verdaderas	 y	 pertinentes’.	 Cabe	 señalar	 que	 la	 Sala	 de
Defensa	 de	 la	 Competencia	 del	 Tribunal	 del	 Indecopi	 estableció	 en	 la
Resolución	 N°	 051-97/TDC	 de	 fecha	 21	 de	 febrero	 de	 1997	 que:	 ‘(…)	 la
denigración	 es	 definida	 como	 cualquier	 aseveración,	 verdadera	 o	 falsa,
relativa	 a	 un	 competidor,	 dirigida	 a	 desacreditarlo.	 En	 otras	 palabras,	 la
denigración	 se	 puede	 configurar	 tanto	 con	 afirmaciones	 falsas	 como	 con
afirmaciones	 verdaderas	 sobre	 un	 competidor,	 sobre	 sus	 productos	 o	 sus
servicios.	En	este	último	supuesto	–esto	es,	cuando	se	difunda	información
verdadera–,	la	ley	exige	además	que	tal	información	sea	pertinente	y	exacta,
dentro	del	contexto	en	que	ésta	se	difunde’.
A	 su	 vez,	 la	 comisión	 ha	 establecido	 que	 al	 momento	 de	 interpretar	 las
normas	que	reprimen	la	denigración	en	el	campo	de	la	competencia	desleal,
debe	tenerse	en	cuenta	que	la	leal	competencia	mercantil	no	está	exenta	de
situaciones	 en	 las	 que	 un	 comerciante	 considere	 que	 ciertas	 frases,
imágenes,	 sonidos	 o	 cualquier	 otro	 tipo	de	manifestaciones	 o	 expresiones
difundidas	por	un	competidor	podrían	agraviar	o	denigrar	la	calidad	de	sus
productos	o	 la	propia	 imagen	 comercial.	 Sin	 embargo,	 serán	 consideradas
desleales	 aquellas	 afirmaciones	 o	 declaraciones	 en	 donde	 las	 empresas	 o
sus	representantes	empleen	frases	e	imágenes	que	generen	descrédito,	sea
en	 tono	 despectivo	 o	 no,	 a	 los	 productos	 o	 a	 la	 imagen	 de	 las	 empresas
competidoras,	 pues	 éste	 constituye	 daño	 concurrencial	 ilícito	 y,	 en
consecuencia,	 sancionable	 si	 no	 se	 ha	 realizado	 mediante	 la	 difusión	 de
información	 exacta,	 veraz	 y	 pertinente.”	 (R.	 012-2005-CCD-Indecopi,	 Exp.
067-2004/CCD.	20.01.2005.	Bueno-Tizón,	Lerner,	Castillo,	Perla	y	Bardales).
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC:	 “la	 denigración	 publicitaria	 es	 la
manifestación	 por	 excelencia	 de	 la	 infracción	 al	 principio	 de	 lealtad”.
“(...)	Los	anuncios	no	deberán	imitar	el	esquema	general,	el	texto,	el	slogan,
la	 presentación	 visual,	 la	 música	 o	 efectos	 sonoros	 que	 otros	 mensajes
publicitarios	nacionales	o	extranjeros	cuando	la	imitación	dar	lugar	a	error
o	confusión.
Los	anuncios	no	deben	denigrar	ninguna	empresa,	marca,	producto	o	aviso,
directamente	o	por	implicación,	sea	por	desprecio,	ridículo	o	cualquier	otra
vía.”
El	 principio	 de	 lealtad	 es	 uno	 de	 los	 principios	 que	 ordenan	 e	 informan
toda	 la	 actividad	 publicitaria	 y	 tiene	 por	 objetivo	 salvaguardar	 la	 leal
competencia	 en	 el	 mercado,	 entendida	 como	 aquella	 competencia	 guiada
por	la	buena	fe	comercial	y	el	respeto	a	las	normas	de	corrección	que	deben
regir	 en	 las	 actividades	 económicas,	 de	 modo	 que	 las	 actividades
económicas	 se	desenvuelvan	de	manera	normal	 y	pacífica.	 El	 concepto	de
lealtad	establece	el	límite	entre	lo	que	resulta	tolerable	por	el	sistema	legal
como	una	práctica	propia	de	 la	concurrencia	en	el	mercado	y	aquella	otra
conducta	que	constituye	una	infracción	que	merece	ser	sancionada.
Lo	 señalado	 evidencia	 que	 el	 bien	 jurídico	 tutelado	 por	 las	 normas	 de
represión	de	la	competencia	desleal	es	precisamente	la	concurrencia	justa,
ajustada	al	ordenamiento	jurídico	y	que	el	exceso	resulta	inaceptable	para	la
sociedad	 y	 el	 derecho.	 En	 ese	 contexto,	 la	 publicidad	 debe	 ser	 evaluada
como	 un	 instrumento	 de	 la	 competencia	 que	 tiene	 como	 substrato	 una
acción	 en	 concurrencia	 por	 ganar	 la	 preferencia	 de	 los	 consumidores	 en
desmedro	 de	 otro	 competidor.	 La	 denigración	 publicitaria	 es	 la
manifestación	por	 excelencia	de	 la	 infracción	 al	 principio	de	 lealtad,	 en	 la
cual	 se	presentan	valoraciones	negativas	o	peyorativas	acerca	de	 la	oferta
del	competidor.”	(TDC,	Indecopi,	R.	0979-2006/TDC-Indecopi,	jun.	23/2006.
Pres.	Juan	Francisco	Rojas	Leo)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Actos	de	denigración	son	lícitos	si	transmiten
información	verdadera,	exacta	y	pertinente.	“El	artículo	11	de	 la	Ley	de
Represión	de	la	Competencia	Desleal	establece	que	los	actos	de	denigración
son	 aquellos	 que	 tienen	 como	 efecto,	 real	 o	 potencial,	 menoscabar	 la
imagen,	el	crédito,	la	fama	o	la	reputación	empresarial	o	profesional	de	otro
u	otros	agentes	económicos.
60.	 En	 el	 ámbito	 concurrencial,	 la	 denigración	 consiste	 precisamente	 en
una	 lesión	 del	 crédito	 comercial	 del	 que	 gozan	 quienes	 operan	 en	 el
mercado	 comercializando	 productos	 y	 servicios.	 Así,	 serán	 consideradas
desleales	y	sancionables	aquellas	afirmaciones	o	declaraciones	en	donde	las
empresas	 o	 sus	 representantes	 empleen	 frases	 e	 imágenes	 que	 generen
descrédito,	 sea	en	 tono	despectivo	o	no,	 a	 los	productos	o	 servicios	de	un
determinado	agente	en	el	mercado.
61.	Sin	perjuicio	de	lo	expuesto,	los	actos	de	denigración	se	reputan	lícitos
siempre	 que	 transmitan,	 de	 manera	 concurrente,	 información	 verdadera,
exacta	 y	 pertinente,	 tanto	 en	 la	 forma	 como	 en	 el	 fondo,	 conforme	 a	 lo
establecido	por	el	 artículo	11.2	de	 la	Ley	de	Represión	de	 la	Competencia
Desleal.	En	efecto,	este	dispositivo	establece	cuatro	requisitos	de	licitud,	que
son	los	siguientes:
(i)	 la	 información	 debe	 ser	 verdadera,	 por	 su	 condición	 de	 objetiva,
comprobable	y	ajustada	a	la	realidad;
(ii)	 la	 información	 debe	 ser	 exacta,	 es	 decir,	 que	 los	 datos	 en	 los	 que	 se
apoye	deberán	ser	actuales	y	evitarse	cualquier	tipo	de	ambigüedad;
(iii)	la	información	debe	ser	pertinente	en	cuanto	a	la	forma,	esto	es,	evitar
la	ironía,	la	sátira,	la	burla	o	el	sarcasmo	injustificado;	y,
(iv)	debe	existir	pertinencia	en	cuanto	al	fondo,	esto	es,	la	información	no
debe	 contener	 alusiones	 a	 la	 nacionalidad,	 las	 creencias,	 la	 intimidad	 o
cualquier	otra	circunstancia	estrictamente	personal	del	agente	aludido.
62.	 A	 partir	 de	 lo	 expuesto,	 se	 concluye	 que	 si	 en	 la	 información
supuestamente	 denigratoria	 difundida	 por	 el	 denunciado	 concurren	 los
requisitos	de	licitud	previstos,	dicha	actuación	será	considerada	lícita	y	por
tanto	 no	 calificará	 como	 un	 acto	 de	 denigración”.	 (Indecopi,	 R.	 0244-
2013/SDC-Indecopi,	feb.	14/2013.	Vicepresidente	Hooker	Ortega)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—TDC	define	la	denigración	como	modalidad	de
acto	 concurrencial	 desleal.	 “26.	 Un	 acto	 concurrencial	 desleal	 en	 la
modalidad	 de	 denigración	 prevista	 en	 el	 artículo	 11.1	 del	 Decreto
Legislativo	 1044	 se	 produce	 cuando,	 como	 se	 indica	 en	 el	 referido
dispositivo,	se	realiza	una	conducta	que	tiene	el	efecto,	real	o	potencial,	de
menoscabar	el	crédito	de	un	empresario	que	concurre	en	el	mercado.
27.	Si	bien	el	referido	dispositivo	no	precisa	cómo	es	que	se	puede	producir
este	 comportamiento,	 debe	 entenderse	 que	 la	 denigración	 consiste	 en	 la
exteriorización	 en	 el	mercado	de	determinada	 información	que	 aluda	 a	 la
actividad	económica	ajena,	menoscabando	sin	sustento	objetivo	su	imagen	y
reputación	empresarial,	y	produciendo	como	efecto	directo	una	afectación	–
real	o	potencial–	que	es	capitalizada	por	el	agente	infractor,	quien	mejora	su
posición	en	el	mercado.
28.	 La	denigración	 es	un	problema	de	 competencia	desleal,	 en	 la	medida
que	 provoca	 la	 transmisión	 de	 información	 que	 distorsiona	 el	 proceso
competitivo,	al	ser	estos	terceros	que	la	reciben	los	consumidores,	quienes
ven	afectada	su	capacidad	de	elección	dada	la	transmisión	de	aseveraciones
carentes	 de	 sustento	 que	 lesionan	 la	 reputación	 de	 los	 empresarios
aludidos.	 En	 efecto,	 el	 hecho	 típico	 relevante	 en	 la	 denigración	 es	 que	 las
afirmaciones	son	dirigidas	a	los	consumidores	actuales	o	potenciales	de	los
productos,	 quienes	 al	 recibir	 información	 falsa	 o	 meras	 opiniones	 que
aluden	a	 las	desventajas	de	otro	agente	del	mercado,	pueden	modificar	su
comportamiento	 y	 desviar	 sus	 preferencias	 indebidamente”.	 (Indecopi,	 R.
0188-2013/SDC-Indecopi,	ene.	29/2013.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	imitación	de	iniciativas	empresariales	está
permitida,	siempre	que	no	afecte	los	derechos	de	propiedad	intelectual	y
que	 no	 configure	 un	 acto	 de	 competencia	 desleal.	 “La	 imitación	 de
iniciativas	empresariales	es	una	conducta	permitida.	El	 llamado	‘derecho	a
imitar’,	invocado	en	reiterados	pronunciamientos	por	la	sala,	constituye	una
de	 las	 manifestaciones	 de	 la	 libertad	 de	 iniciativa	 privada	 en	 materia
económica	consagrada	en	la	Constitución	Política	del	Perú,	la	cual,	a	su	vez,
es	uno	de	los	principios	que	rigen	el	modelo	de	economía	social	de	mercado
en	nuestro	país.	25.	Debe	señalarse	que	dicha	imitación	debe	ser	conforme
con	 la	 ‘buena	 fe	 empresarial’.	 Asimismo,	 la	 libre	 imitación	 de	 iniciativas
empresariales	genera	enormes	ventajas	para	los	consumidores	pues	sin	ella,
es	 muy	 difícil	 que	 exista	 competencia.	 Cuando	 un	 empresario	 inventa	 un
producto	 que	 desean	 los	 consumidores,	 la	 mejor	 forma	 de	 generar
competencia	sobre	este	producto	es	permitir	que	el	resto	de	empresarios	lo
imiten.	De	 lo	contrario,	 la	única	posibilidad	de	competir	contra	el	primero
sería	 produciendo	 nuevos	 productos	 sustitutos	 diferentes.	 28.	 Es	 por	 ello
que,	si	se	tiene	en	cuenta	que	la	imitación	de	otras	iniciativas	por	parte	de
los	empresarios	tiende	a	dinamizar	el	proceso	competitivo,	al	constituir	un
mecanismo	 de	 estímulo	 del	 progreso	 y	 de	 generación	 de	 mayores
innovaciones,	 la	 regla	 es	 que	 los	 agentes	 no	 se	 encuentran	 impedidos	 de
reproducir	 en	 sus	 propios	 productos	 o	 servicios	 las	 presentaciones	 o
creaciones	ajenas,	en	la	medida	que	esta	imitación	no	cause	una	afectación
al	 interés	económico	general”.	 (Indecopi,	R.	0660-2013/SDC-Indecopi,	abr.
16/2013.	Pres.	Avendaño	Valdez)
DOCTRINA.—Denigración.	 “La	 leal	 competencia	 mercantil	 no	 implica	 la
inexistencia	 de	 situaciones	 en	 las	 que	 ciertas	 frases,	 imágenes,	 sonidos	 o
cualquier	 otro	 tipo	 de	 manifestaciones	 o	 expresiones	 difundidas	 por	 un
competidor	afecten	a	otro.	La	competencia	mercantil	genera	una	lucha	entre
las	empresas	competidoras	por	captar	clientela	y	en	esa	contienda	resultan
vencedoras	 las	 empresas	 más	 eficientes.	 Esta	 situación	 genera	 un	 daño
concurrencial	 legítimo,	 que	 consiste	 en	 el	 perjuicio	 que	 se	 causan	 las
empresas	entre	sí	por	el	solo	hecho	de	competir	en	un	mismo	mercado.	La
normativa	vigente	no	considera	ilegales	estos	casos.
En	cambio,	 la	comisión	ha	declarado	 ilegales	 todos	aquellos	casos	en	que
las	 empresas	 han	 empleado	 frases	 e	 imágenes	 de	 tono	 despectivo	 o
denigrante	 con	 relación	 a	 los	 productos	 o	 a	 la	 imagen	 de	 las	 empresas
competidoras.	Así	por	ejemplo,	presentar	 los	productos	de	 la	competencia
en	desigualdad	de	condiciones	o	apariencias,	tales	como	defectuosos,	rotos
o	 con	 etiquetas,	 embalajes,	 contenedores	 o	 cualquier	 otra	 presentación	 o
empaque	 cuyas	 características	 difieran	 de	 su	 aspecto	 original.”	 (R.	 001-
2001-LIN-CCD/Indecopi.	 Lineamientos	 sobre	 competencia	 desleal	 y
publicidad	comercial,	págs.	78,	79).
COMPARACIÓN	Y	EQUIPARACIÓN
D.	Leg.	1044.
ART.	12.—Actos	de	comparación	y	equiparación	indebida.
12.1.	Los	actos	de	comparación	consisten	en	la	presentación	de	las	ventajas
de	la	oferta	propia	frente	a	la	oferta	competidora;	mientras	que	los	actos	de
equiparación	consisten	en	presentar	únicamente	una	adhesión	de	la	oferta
propia	sobre	los	atributos	de	la	oferta	ajena.	Para	verificar	la	existencia	de
un	acto	de	comparación	o	de	equiparación	se	requiere	percibir	una	alusión
inequívoca,	 directa	 o	 indirecta,	 sobre	 la	 oferta	 de	 otro	 agente	 económico,
incluso	mediante	la	utilización	de	signos	distintivos	ajenos.
12.2.	Estos	actos	se	reputan	lícitos	siempre	que	cumplan	con	lo	indicado	en
el	 párrafo	 11.2	 de	 la	 presente	 ley,	 caso	 contrario	 configurarán	 actos	 de
competencia	desleal.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Principios	 interpretativos	 para	 la
determinación	 de	 la	 licitud	 de	 la	 publicidad	 comparativa.	 “1.	 La
publicidad	comparativa	tiene	dos	elementos	característicos:	(i)	la	referencia
conjunta	 e	 inequívoca	 a	 la	 oferta	 propia	 y	 a	 aquella	 de	 uno	 o	 varios
competidores	determinados;	y,	(ii)	la	finalidad	de	dicha	referencia	conjunta
es	presentar	 las	ventajas	de	 la	oferta	propia	 frente	a	 las	desventajas	de	 la
oferta	competidora.
2.	 El	 artículo	 8°	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 691	 permite	 el	 uso	 de	 la
publicidad	comparativa	como	instrumento	de	la	acción	de	concurrencia,	sin
embargo,	 dicha	 modalidad	 publicitaria	 se	 encuentra	 sometida	 a	 los
principios	 que	 rigen	 toda	 la	 actividad	 publicitaria.	 En	 tal	 sentido,	 los
anuncios	 comparativos	 que	 respeten	 dichos	 principios	 serán	 calificados
como	publicidad	comparativa	lícita,	mientras	que	aquellos	que	los	vulneren
serán	calificados	como	publicidad	comparativa	ilícita.
3.	 El	 daño	 sufrido	 por	 el	 competidor	 debido	 al	 uso	 de	 publicidad
comparativa	lícita	constituye	un	daño	concurrencial	lícito,	en	aplicación	del
modelo	 social	 de	 represión	 de	 la	 competencia	 desleal,	 recogido	 en	 el
artículo	 5°	 de	 la	 Ley	 sobre	 Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal,	 el	 cual
justifica	dicho	daño	en	razón	del	interés	superior	del	consumidor	que	se	ve
beneficiado	por	la	información	transmitida	por	la	publicidad.
4.	La	publicidad	comparativa	se	convierte	en	ilícita	al	vulnerar	el	principio
de	 lealtad,	 adquiriendo	 la	 calidad	 de	 acto	 de	 competencia	 desleal.	 Esto
sucede	cuando	la	publicidad	comparativa	pierde	su	carácter	informativo	–es
decir,	deja	de	transmitir	información	al	consumidor–	teniendo	por	objeto	o
efecto	el	aprovecharse	indebidamente	de	la	reputación	del	competidor	a	fin
de	 resaltar	 supuestas	 ventajas	 de	 la	 oferta	 propia	 sobre	 supuestas
desventajas	de	la	oferta	ajena.
5.	 La	 publicidad	 comparativa	 pierde	 su	 carácter	 informativo	 cuando	 el
anunciante	utiliza	opiniones	o	 afirmaciones	no	 comprobables,	 es	decir,	 de
carácter	subjetivo,	ya	que	es	imposible	para	el	consumidor	comprobar	si	las
supuestas	 ventajas	 anunciadas	 existen	 en	 realidad.	 Esta	 falta	 de	 carácter
informativo,	 es	 decir,	 de	 objetividad,	 provoca	 que	 el	 competidor	 aludido
sufra	un	daño	–materializado	en	la	detracción	potencial	o	real	de	clientela–
sin	que	el	consumidor	se	vea	beneficiado	por	ello.	El	efecto	neto	de	este	tipo
de	 publicidad	 comparativa	 es	 negativo	 y,	 por	 ello,	 inaceptable	 para	 el
modelo	 social	 de	 represión	 de	 la	 competencia	 desleal	 al	 que	 responde	 el
ordenamiento	nacional	en	materia	publicitaria.
6.	 La	 utilización	 de	 testimonios	 en	 un	 contexto	 comparativo	 es	 lícita,
siempre	y	cuando	el	anunciante	presente	de	manera	objetiva	el	testimonio	y
para	 lo	cual	cuente	previamente	con	 las	pruebas	documentales	suficientes
que	 sustenten	 no	 sólo	 la	 existencia	 sino	 el	 contenido	 y	 el	 sentido	 de	 las
afirmaciones	 publicitarias	 vertidas	 en	 el	 comercial”.	 (R.	 0547-2004/TDC-
Indecopi,	Exp.	051-2002/CCD,	10.12.2003)
NOTA:	La	presente	resolución	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria.
JURISPRUDENCIA.—Instancia	 administrativa	 puede	 valorar	 todo	 el
anuncio	publicitario	en	su	conjunto.	“(…)	Que,	en	cuanto	a	la	causal	in	iure,
se	 tiene	 que	 la	 Sala	 Civil	 Permanente	 al	 resolver	 el	 presente	 proceso	 ha
observado	 las	 normas	 que	 corresponden	 a	 la	 naturaleza	 de	 la	 materia
controvertida,	por	lo	que	la	causal	de	inaplicación	del	artículo	2°	del	Texto
Único	Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 número	 691,	 que	 norma	 sobre	 la
publicidad	en	defensa	del	consumidor,	no	resulta	amparable,	por	cuanto	los
impugnantes	a	 través	de	dicha	denuncia	pretenden	que	 se	modifiquen	 los
hechos	 ya	 establecidos	 en	 la	 recurrida,	 lo	 que	 no	 es	 factible	 en	 sede
casatoria,	 no	 resultando	 correcta	 la	 afirmación	 de	 que	 en	 la	 sentencia
impugnada	no	se	haya	valorado	en	su	conjunto	todo	el	anuncio	publicitario,
pues	del	análisis	de	la	sentencia	impugnada	se	verifica	que	los	magistrados
han	 plasmado	 el	 fundamento	 principal	 por	 el	 que	 consideran	 que	 dicho
anuncio	publicitario	transgrede	las	normas	de	la	publicidad	en	defensa	del
consumidor,	 citando	 la	 frase	 ‘Dento	 es	 peruana	 por	 sus	 cuatro	 costados’,
mas	 (sic)	 aún	 para	 llegar	 a	 dicha	 conclusión,	 se	 ha	 aplicado	 la	 norma
denunciada,	tal	como	se	verifica	en	el	segundo	considerando	de	la	sentencia
impugnada;	 por	 lo	 tanto	 la	 denuncia	 de	 inaplicación	 del	 artículo	 2°	 Texto
Único	 Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 número	 691	 -	 Ley	 de	 Normas	 de
Publicidad	 en	 Defensa	 del	 Consumidor	 resulta	 infundada.	 Por	 tales
fundamentos	 en	 aplicación	 del	 artículo	 397	 del	 Código	 Procesal	 Civil:
Decisión:	Declararon	infundados	los	recursos	de	casación	interpuestos	(…)”
(Cas.	1622-2008-Lima,	set.	23/2008,	V.	P.	Gazzolo	Villata)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	estructura	del	mercado	permite	identificar
a	 los	 competidores	 de	 un	 anunciante,	 incluso	 si	 no	 se	 les	 menciona
expresamente	 en	 el	 anuncio	 publicitario.	 “Sobre	 el	 particular,	 la
denunciante	precisó	que	una	campaña	publicitaria	es	 comparativa	o	no	 lo
es,	 para	 lo	 cual	 no	 es	 necesario	 que	 exista	 una	 referencia	 expresa	 a	 un
competidor,	resultando	suficiente	que	se	produzca	una	alusión	indirecta	de
aquel.	 Conforme	 a	 ello,	 la	 publicidad	 difundida	 por	 (...)	 presenta	 los
requisitos	 señalados	 en	 la	 Resolución	 2758-2012/SC1-Indecopi	 para
calificar	como	un	supuesto	de	publicidad	comparativa	en	tanto:	(i)	(...),	(...)	y
(...)	 tienen	 campañas	 publicitarias	 permanentes	 y	 vigentes	 con	 el	 fin	 de
captar	 nuevos	 usuarios;	 (ii)	 el	 público	 destinatario	 de	 los	 anuncios	 es	 el
mismo;	 y,	 (iii)	 el	 mercado	 en	 el	 que	 concurren	 se	 encuentra	 compuesto
principalmente	 por	 (...),	 (...)	 y	 (...),	 por	 lo	 que,	 los	 destinatarios	 de	 la
publicidad	pueden	identificar	claramente	a	los	competidores	a	los	que	hace
referencia	 (...)”.	 (Indecopi,	 R.	 0397-2013/SDC-Indecopi,	 feb.	 28/2013.
Vpdte.	Hooker	Ortega)
JURISPRUDENCIA.—Municipalidades	 autorizan	 la	 ubicación	 e
instalación	 de	 paneles	 publicitarios,	 pero	 no	 el	 contenido	 publicitario,
que	es	competencia	del	Indecopi.	“En	tal	sentido,	aplicando	dicho	método
interpretativo	 a	 las	 normas	 que	 se	 ha	 hecho	 referencia	 en	 las
consideraciones	 precedentes,	 se	 puede	 establecer	 que	 si	 bien	 la
municipalidad	 resulta	 ser	 la	 autoridad	 local	 competente	 para	 autorizar	 la
ubicación	 e	 instalación	 de	 avisos	 luminosos,	 publicidad	 comercial	 y
propaganda	política	–entiéndase	elementos	o	paneles	publicitarios–	en	 los
ámbitos	 territoriales	 de	 su	 competencia,	 tal	 atribución	 en	 cambio,	 no
alcanza	 al	 contenido	 publicitario	 o	 leyenda	 de	 aquellos	 elementos	 –los
anuncios	propiamente	dichos–,	 los	 cuales	 solo	 están	 sujetos	 al	 control	 del
Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	Intelectual	-	 Indecopi”.	(CS,	Cas.	4289-2010-Lima,	 jun.	06/2012.
V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
DOCTRINA.—Referencia	al	origen	nacional	del	producto	realizado	con
insumos	importados	no	vulnera	el	principio	de	no	discriminación	o	de
veracidad.	“(…)	el	Tribunal	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de	la	Propiedad
Intelectual	 del	 Indecopi	 tenía	 competencia	 para	 conocer	 del	 anuncio
publicitario	 en	 su	 integridad,	 por	 lo	 que,	 al	 expedirse	 la	 resolución	 en
segunda	 instancia	 administrativa,	 no	 se	 ha	 vulnerado	 el	 principio	 de
congruencia	invocado	por	los	apelantes	(…)	resulta	evidente,	que	la	sala	de
origen	no	ha	aplicado	al	asunto	sub	litis,	el	invocado	artículo	2°	del	Decreto
Legislativo	número	691	que	regula	la	publicidad	en	defensa	del	consumidor,
pues	 en	 el	 segundo	 considerando	 de	 la	 resolución	 de	 vista,	 sólo	 se	 hace
mención	de	dicho	dispositivo	legal,	como	una	cita	que	justifica	la	resolución
del	 tribunal	 administrativo	 del	 Indecopi.	 (…)	 ahora	 debe	 analizarse	 si	 tal
disposición	 normativa	 resulta	 pertinente	 para	 resolver	 el	 asunto
controvertido.	(…)	sobre	el	particular,	no	debe	perderse	de	vista	que	según
el	artículo	3°	del	Decreto	Legislativo	número	591	los	anuncios	publicitarios
deben	respetar	la	Constitución	y	las	leyes.	Ningún	anuncio	debe	favorecer	o
estimular	 cualquier	 clase	 de	 ofensa	 o	 discriminación	 racial,	 sexual,	 social,
política	 o	 religiosa	 y	 los	 anuncios	 no	 deben	 contener	 nada	 que	 pueda
inducir	 a	 actividades	 antisociales,	 criminales	 o	 ilegales	 o	 que	 carezca
apoyar,	enaltecer	o	estimular	tales	actividades,	ahora	bien,	cuando	se	juzgue
que	un	anuncio	 incumple	estos	deberes	el	 segundo	párrafo	del	artículo	2°
del	mismo	cuerpo	de	leyes	prevé	que	los	anuncios	publicitarios	deberán	ser
juzgados	 teniendo	 en	 cuenta	 el	 hecho	 de	 que	 el	 consumidor	 queda
influenciado	mediante	un	examen	superficial	del	mensaje	publicitario.	 (…)
al	haberse	hecho	referencia	en	los	anuncios	cuestionados,	a	la	buena	calidad
de	 otras	 marcas	 de	 cremas	 dentales	 (…)	 así	 como	 al	 origen	 peruano	 de
Dento	en	contraposición	al	origen	extranjero	de	las	otras,	no	ha	hecho	otra
cosa	que	una	comparación	objetiva	y	lícita,	que	está	prevista	en	el	artículo
8°	del	Decreto	Legislativo	número	6911;	pues	resulta	que	no	se	ha	incurrido
en	ofensa	o	discriminación	racial,	sexual,	social,	política	o	religiosa,	ni	se	han
generado	 conductas	 antisociales,	 que	 pudieran	 perjudicar	 a	 la	 empresa
demandante,	 con	 mayor	 razón	 si	 se	 tiene	 en	 cuenta,	 que	 la	 propia
demandante	ha	aceptado	que	la	crema	dental	Dento	se	fabrica	en	el	Perú,	en
tanto	que	las	otras	no	son	fabricadas	en	el	territorio	nacional.	(…)	por	tanto,
no	 se	 puede	 sostener	 que	 el	 anuncio	 comparativo	 afecte	 el	 principio	 de
veracidad,	(…)	debe	realizarse	una	apreciación	objetiva	y	superficial	de	los
anuncios,	 teniendo	 en	 consideración	 la	 percepción	del	 consumidor	medio,
sin	que	sea	necesario	realizar	un	examen	minucioso	de	los	datos,	razón	por
la	que,	en	el	presente	caso	resulta	irrelevante	escudriñar	si	los	insumos	de
la	crema	dental	Dento	tienen	origen	extranjero,	o	cual	es	la	nacionalidad	de
los	accionistas	(…)	siendo	ello	así	resulta	claro,	que	en	el	presente	caso	se	ha
incurrido	en	inaplicación	del	artículo	2°	del	Decreto	Legislativo	número	691
(…).”	(Cas.	1622-2008-Lima,	set.	23/2008,	Voto	en	discordia	del	magistrado
Ferreira	Vildozóla)
DOCTRINA.—Publicidad	comparativa.	“El	modelo	social	de	represión	de
la	 competencia	 desleal	 acepta	 que	 la	 publicidad	 comparativa	 es	 capaz	 de
producir	 un	 daño	 al	 competidor;	 sin	 embargo,	 afirma	 también	 que	 –en
cuanto	sirva	al	 interés	superior	del	 consumidor	brindándole	 información–
deberá	ser	tolerada.	Cabe	agregar	que	la	publicidad	comparativa	basada	en
afirmaciones	 objetivas	 (siempre	 y	 cuando	 éstas	 sean	 verdaderas)	 será
considerada	 leal	 y	 legal,	 pues	 produce	 un	 daño	 concurrencial	 lícito	 a	 los
competidores.	 Aun	 cuando	 esté	 permitido	 el	 uso	 de	 la	 publicidad
comparativa,	 es	 necesario	 señalar	 que	 dicha	 modalidad	 publicitaria	 se
encuentra	 sometida	 también	 a	 los	 principios	 que	 rigen	 la	 actividad
publicitaria	en	general,	tales	como	el	principio	de	veracidad,	el	principio	de
lealtad,	el	principio	de	legalidad,	entre	otros.”	(IPARRAGUIRRE,	Gianfranco	y
PALMISANO,	 Antonio.	 Primer	 capítulo	 de	 la	 contienda	 publicitaria
comparativa	entre	empresas	cerveceras:	Atribución	“La	cerveza	más	cara	de
Sudamérica”.	En:	Revista	de	la	Competencia	y	la	Propiedad	Intelectual,	Año
3,	N°	4,	2007).
DOCTRINA.—Objeto	 de	 la	 publicidad	 comparativa.	 “A	 través	 de	 la
publicidad	comparativa	los	anunciantes	cuentan	con	un	mecanismo	que	les
permite	promocionar	 sus	productos	y	 servicios	 resaltando	 sus	principales
características	 a	 fin	 de	 diferenciarlos	 de	 aquellos	 suministrados	 por	 sus
competidores;	 a	 la	 vez	 que	 la	 publicidad	 comparativa	 permite	 a	 los
consumidores	contar	con	mayor	información	acerca	de	los	distintos	bienes
que	 se	 ofrecen	 en	 el	 mercado.”	 (R.	 001-2001-LIN-CCD/Indecopi.
Lineamientos	sobre	competencia	desleal	y	publicidad	comercial,	pág.	88).
SUBCAPÍTULO	III
ACTOS	QUE	ALTERAN	INDEBIDAMENTE	LA	POSICIÓN	COMPETITIVA
PROPIA	O	AJENA
ESPIONAJE	INDUSTRIAL	O	COMERCIAL
D.	Leg.	1044.
ART.	13.—Actos	de	violación	de	secretos	empresariales.	Consisten	en	la
realización	de	actos	que	tengan	como	efecto,	real	o	potencial,	lo	siguiente:
a)	 Divulgar	 o	 explotar,	 sin	 autorización	 de	 su	 titular,	 secretos
empresariales	 ajenos	 a	 los	 que	 se	 haya	 tenido	 acceso	 legítimamente	 con
deber	de	reserva	o	ilegítimamente;
b)	 Adquirir	 secretos	 empresariales	 ajenos	 por	 medio	 de	 espionaje,
inducción	al	incumplimiento	de	deber	de	reserva	o	procedimiento	análogo.
DOCTRINA.—Responsabilidad	por	 infracciones	a	 la	 ley.	 “De	 acuerdo	 a
lo	señalado	en	 la	 ley,	para	establecer	quién	es	el	sujeto	responsable	de	 las
infracciones	deberá	determinarse	el	tipo	de	infracción	cometida:
a)	Infracciones	por	el	contenido	del	anuncio
En	este	caso	existen	dos	posibilidades:
a.1)	Que	la	infracción	esté	referida	a	una	característica	intrínseca	o	propia
del	producto	anunciado.
En	 este,	 el	 responsable	 de	 la	 infracción	 es	 únicamente	 el	 anunciante,	 en
razón	de	encontrarse	en	un	posición	ventajosa	de	acceso	a	 la	 información
sobre	 las	 características	 intrínsecas	 de	 sus	 productos,	 en	 relación	 al
conocimiento	 que	 tienen	 que	 tienen	 los	 consumidores	 y	 la	 agencia	 de
publicidad.
(...).
a.2)	 Que	 la	 infracción	 esté	 referida	 a	 características	 extrínsecas	 del
producto	anunciado.
En	estos	casos,	conforme	a	lo	establecido	en	la	ley,	existe	responsabilidad
solidaria	del	anunciante	y	la	agencia	de	publicidad	o	publicitario	encargado
de	 la	 elaboración	del	 anuncio,	 puesto	que	 todos	poseen	 igual	 información
respecto	a	las	normas	que	rigen	la	difusión	publicitaria.
(...).
b)	Infracciones	por	la	difusión	del	anuncio.
Las	normas	de	difusión	son	las	que,	en	atención	al	interés	común,	regulan
las	condiciones	de	transmisión	de	algunos	anuncios.	Dicha	regulación	puede
referirse	al	horario	o	a	los	medios	de	comunicación	social.	Así	por	ejemplo,
las	normas	de	publicidad	 restringen	 la	difusión	de	 anuncios	de	productos
derivados	 del	 tabaco	 a	 ciertos	 horarios	 en	 radio	 y	 televisión	 y	 en	 ciertas
zonas.	Del	mismo	modo,	restringe	 la	difusión	de	 la	publicidad	de	 llamadas
telefónicas	de	contenido	erótico	a	ciertos	medios	de	comunicación.
Conforme	a	lo	establecido	en	la	ley,	el	responsable	del	 incumplimiento	de
las	 normas	 citadas,	 además	 del	 anunciante,	 es	 el	 titular	 del	 medio	 de
comunicación	social.	La	extensión	de	la	responsabilidad	al	titular	del	medio
de	 comunicación	 social	 se	 debe	 a	 que	 éste	 se	 encuentra	 en	 capacidad	 de
ejercer	 un	 control	 sobre	 lo	 que	 difunde	 o	 publica.”	 (R.	 001-2001-LIN-
CCD/Indecopi.	 Lineamientos	 sobre	 competencia	 desleal	 y	 publicidad
comercial,	págs.	55,	56).
VENTAJAS	COMPETITIVAS	ILÍCITAS
D.	Leg.	1044.
ART.	14.—Actos	de	violación	de	normas.
14.1.	 Consisten	 en	 la	 realización	de	 actos	 que	 tengan	 como	efecto,	 real	 o
potencial,	valerse	en	el	mercado	de	una	ventaja	significativa	derivada	de	la
concurrencia	en	el	mercado	mediante	la	infracción	de	normas	imperativas.
A	fin	de	determinar	la	existencia	de	una	ventaja	significativa	se	evaluará	la
mejor	posición	competitiva	obtenida	mediante	la	infracción	de	normas.
14.2.	La	infracción	de	normas	imperativas	quedará	acreditada:
a)	 Cuando	 se	 pruebe	 la	 existencia	 de	 una	 decisión	 previa	 y	 firme	 de	 la
autoridad	 competente	 en	 la	 materia	 que	 determine	 dicha	 infracción,
siempre	que	en	la	vía	contencioso	administrativa	no	se	encuentre	pendiente
la	revisión	de	dicha	decisión;	o,
b)	 Cuando	 la	 persona	 concurrente	 obligada	 a	 contar	 con	 autorizaciones,
contratos	 o	 títulos	 que	 se	 requieren	 obligatoriamente	 para	 desarrollar
determinada	 actividad	 empresarial,	 no	 acredite	 documentalmente	 su
tenencia.	 En	 caso	 sea	 necesario,	 la	 autoridad	 requerirá	 a	 la	 autoridad
competente	 un	 informe	 con	 el	 fin	 de	 evaluar	 la	 existencia	 o	 no	 de	 la
autorización	correspondiente.
14.3.	 La	 actividad	 empresarial	 desarrollada	 por	 una	 entidad	 pública	 o
empresa	estatal	con	infracción	al	artículo	60	de	la	Constitución	Política	del
Perú	configura	un	acto	de	violación	de	normas	que	será	determinado	por	las
autoridades	 que	 aplican	 la	 presente	 ley.	 En	 este	 caso,	 no	 se	 requerirá
acreditar	 la	 adquisición	 de	 una	 ventaja	 significativa	 por	 quien	 desarrolle
dicha	actividad	empresarial.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 competencia	 desleal	 en	 la	 modalidad	 de
violación	 de	 normas	 constituye	 un	 “tipo	 en	 blanco”.	 “Los	 actos	 de
competencia	desleal	en	la	modalidad	de	violación	de	normas	descritos	en	el
artículo	14	de	la	Ley	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal,	constituyen	lo
que	 en	doctrina	 se	denomina	un	 ‘tipo	 en	blanco’.	 Es	decir,	 aquella	 técnica
legislativa	por	la	cual	 la	norma	sancionadora	no	describe	exhaustivamente
todos	los	elementos	del	tipo,	sino	que	es	necesario	remitirse	a	otras	normas
que	la	doten	de	contenido.
70.	En	tal	sentido,	en	el	caso	particular	de	los	actos	de	competencia	desleal
en	la	modalidad	de	violación	de	normas,	la	parte	en	blanco	se	encuentra	en
la	 configuración	 de	 la	 conducta	 infractora	 que	 requiere,	 entre	 otros
elementos	 típicos,	 de	 la	 existencia	 de	 una	 norma	 imperativa	 dentro	 del
ordenamiento	jurídico	que	sea	incumplida	o	infringida	por	parte	del	sujeto
activo	del	acto	desleal.	De	tal	manera,	si	un	agente	no	observa	lo	prescrito
en	 normas	 de	 aplicación	 supletoria	 o	 que	 contengan	 disposiciones	 de
carácter	 facultativo,	 no	 se	 configurará	 una	 infracción	 a	 las	 normas	 de
competencia	desleal	en	la	modalidad	de	violación	de	normas”.	(Indecopi,	R.
0670-2013/SDC-Indecopi,	abr.	18/2013.	Pres.	Avendaño	Valdez)
INTERFERENCIA	EN	LAS	RELACIONES	CONTRACTUALES
D.	Leg.	1044.
ART.	15.—Actos	de	sabotaje	empresarial.
15.1.	 Consisten	 en	 la	 realización	de	 actos	 que	 tengan	 como	efecto,	 real	 o
potencial,	perjudicar	 injustificadamente	el	proceso	productivo,	 la	actividad
comercial	o	empresarial	en	general	de	otro	agente	económico	mediante	 la
interferencia	en	la	relación	contractual	que	mantiene	con	sus	trabajadores,
proveedores,	clientes	y	demás	obligados,	y	que	tengan	como	efecto	inducir	a
estos	a	incumplir	alguna	prestación	esencial	o	mediante	una	intromisión	de
cualquier	otra	índole	en	sus	procesos	o	actividades.
15.2.	Los	actos	que	impliquen	ofrecer	mejores	condiciones	de	contratación
a	los	trabajadores,	proveedores,	clientes	o	demás	obligados	con	otro	agente
económico,	 como	 parte	 del	 proceso	 competitivo	 por	 eficiencia,	 no
constituyen	actos	de	sabotaje	empresarial.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Actos	de	competencia	desleal	en	la	modalidad
de	inducción	a	la	infracción	contractual.	“Debe	tenerse	en	consideración
que	 la	 interpretación	 correcta	de	esta	norma	se	 relaciona	 con	 la	 conducta
del	 agente.	 Así,	 ‘consiste	 en	 el	 ejercicio	 de	 influencia	 sobre	 otra	 persona
conscientemente	 encaminada	 y	 objetivamente	 inadecuada	 para	moverla	 a
infringir	 deberes	 básicos	 derivados	 de	 una	 relación	 jurídico	 -	 contractual
eficaz	 (…).	 La	 calificación	 de	 una	 conducta	 como	 inducción	 sólo	 está
condicionada	al	desarrollo	de	un	comportamiento	idóneo	para	provocar	 la
decisión	de	infringir	deberes	contractuales	básicos,	extremo	que	deberá	ser
valorado	según	los	medios	empleados	para	incitar	a	infringir’.
Para	la	aplicación	de	este	supuesto,	se	requiere	que	se	encuentre	vigente	la
relación	 contractual	 entre	 el	 competidor	 presuntamente	 afectado	 por	 el
acto	de	 competencia	desleal	 y	 la	 persona	que	 es	 inducida	 a	 incumplir	 sus
obligaciones,	 en	 el	momento	 en	que	 se	producen	 los	 actos	de	 inducción	y
que	 dicha	 relación	 contractual	 se	 mantenga	 vigente	 una	 vez	 que	 hayan
cesado	los	actos	indicados.
Para	que	se	configure	la	conducta	desleal	deberá	acreditarse,	en	cada	caso,
los	siguientes	supuestos:
1.	La	existencia	de	una	relación	de	competencia	entre	el	denunciante	y	el
denunciado.
2.	La	existencia	de	un	contrato	entre	el	comprador	presuntamente	afectado
y	 el	 trabajador,	 proveedor	 o	 distribuidor	 al	 que	 se	 indujo	 a	 incumplir	 sus
obligaciones.
3.	 La	 realización	 de	 una	 actividad	 por	 parte	 de	 los	 presuntos	 infractores
que	 sea	 idónea	 para	 inducir	 al	 trabajador,	 proveedor	 o	 distribuidos	 a
incumplir	sus	obligaciones	contractuales.”	(R.	006-2005-CCD-Indecopi,	Exp.
117-2003/CCD,	13.01.2005.	Bueno-Tizón,	Lerner,	Castillo,	Perla	y	Bardales).
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 sabotaje	 como	 modalidad	 de	 acto
concurrencial	 desleal.	 “30.	 Este	 mismo	 razonamiento	 resulta	 aplicable
para	 determinar	 si	 estamos	 frente	 a	 actos	 de	 sabotaje	 empresarial.	 El
artículo	15	del	Decreto	 Legislativo	1044	precisa	 que	 este	 tipo	de	 actos	 se
producen	cuando	se	interfiere	injustificadamente	en	el	proceso	productivo,
comercial	o	empresarial	de	otro	agente	económico,	mediante	la	inducción	a
incumplir	 alguna	 prestación	 esencial	 de	 un	 contrato	 o	 mediante	 una
intromisión	 de	 cualquier	 otra	 índole	 que	 impacte	 en	 la	 marcha	 de	 su
negocio.
31.	Esta	tipificación	presupone	la	existencia	de	una	actuación	con	finalidad
concurrencial,	 por	 lo	 que	 los	 efectos	 que	 pudieran	 generarse	 como
consecuencia	 de	 la	 interferencia	 en	 la	 relación	 comercial	 de	 la	 empresa
denunciante	 que	 no	 tengan	 rasgos	 concurrenciales,	 no	 podrían	 permitir
efectuar	siquiera	el	análisis	de	tipicidad	de	las	conductas	denunciadas	como
supuestos	de	sabotaje	empresarial.
32.	Si	bien,	a	diferencia	de	los	actos	de	denigración,	en	el	supuesto	infractor
de	sabotaje	empresarial	no	se	traslada	información	a	los	consumidores	que
aluda	al	crédito	comercial	de	otro	agente,	es	claro	que	al	alterar	la	posición
competitiva	 de	 otro	 agente	 económico	 a	 través	 de	 la	 interferencia	 en	 sus
relaciones	comerciales	se	busca	–al	 igual	que	en	 los	casos	de	denigración–
mejorar	 el	 posicionamiento	 en	 el	mercado	 y	 evidentemente	modificar	 las
preferencias	de	los	consumidores	o	clientes	en	detrimento	del	competidor.
33.	Conforme	a	lo	expuesto,	la	evaluación	de	fondo	de	una	denuncia,	tanto
por	 actos	 de	 denigración	 como	 por	 sabotaje	 empresarial	 supone	 la
existencia	de	un	propósito	tendiente	a	posicionarse	en	el	mercado	mediante
la	obstaculización	a	la	actividad	del	competidor	con	la	finalidad	de	captar	las
preferencias	 de	 los	 clientes	 o	 consumidores.	 Si	 bien	 el	 tipo	 infractor	 es
distinto	 en	 ambos	 casos,	 el	 propósito	 que	 reprime	 el	 Decreto	 Legislativo
1044	 es	 el	mismo”.	 (Indecopi,	 R.	 0188-2013/SDC-Indecopi,	 ene.	 29/2013.
Pres.	Avendaño	Valdez)
SUBCAPÍTULO	IV
ACTOS	DE	COMPETENCIA	DESLEAL	DESARROLLADOS	MEDIANTE	LA
ACTIVIDAD	PUBLICITARIA
IDENTIFICACIÓN	CLARA	DE	LOS	ANUNCIOS
D.	Leg.	1044.
ART.	16.—Actos	contra	el	principio	de	autenticidad.
16.1.	 Consisten	 en	 la	 realización	de	 actos	 que	 tengan	 como	efecto,	 real	 o
potencial,	 impedir	 que	 el	 destinatario	 de	 la	 publicidad	 la	 reconozca
claramente	como	tal.
16.2.	 Constituye	 una	 inobservancia	 a	 este	 principio	 difundir	 publicidad
encubierta	bajo	la	apariencia	de	noticias,	opiniones	periodísticas	o	material
recreativo,	sin	advertir	de	manera	clara	su	naturaleza	publicitaria.	Es	decir,
sin	consignar	expresa	y	destacadamente	que	se	trata	de	un	publirreportaje
o	un	anuncio	contratado.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Criterios	para	determinar	si	estamos	frente	a
una	 publicidad	 encubierta.	 “Para	 identificar	 aquellos	 casos	 en	 que	 la
apariencia	 de	 la	 información	 publicitaria	 difundida	 por	 el	 medio	 de
comunicación	puede	inducir	a	los	consumidores	a	creer	que	se	trata	de	una
nota	 periodística,	 programa	 radial	 o	 televisivo,	 entrevista	 o	 reportaje	 de
carácter	 imparcial,	capaz	de	 influir	en	su	percepción	y	alterar	así	el	efecto
persuasivo	del	anuncio,	debe	tenerse	en	cuenta	los	siguientes	elementos	de
juicio:
a)	 La	 publicidad	 encubierta	 se	 presenta	 de	modo	 tal	 que	 un	 consumidor
razonable	no	podría	identificar	fácilmente	su	verdadero	carácter:
Es	decir	que	 la	presunta	publicidad	encubierta	debe	 encontrarse	ubicada
en	las	páginas,	columnas	o	espacios	informativos	característicos	del	medio
de	 comunicación.	 Asimismo,	 debe	 contar	 con	 similar	 formato,	 diseño,
caracteres	tipográficos,	estructura	y/o	extensión	que	las	notas	periodísticas,
programas	radiales	o	televisivos,	reportajes	o	entrevistas	características	del
medio	de	comunicación.
b)	El	efecto	persuasivo	de	la	publicidad	encubierta	difiere	de	aquél	que	se
produciría	si	la	misma	información	fuese	presentada	abiertamente	como	un
anuncio	publicitario:
En	 este	 punto,	 el	 análisis	 que	 efectúe	 la	 autoridad,	 en	 cada	 caso,	 deberá
partir	de	una	comparación	abstracta	entre	el	efecto	persuasivo	que	tendría
la	 misma	 información,	 ya	 sea	 que	 fuese	 difundida	 como	 un	 anuncio
publicitario	o	como	una	nota	periodística.	De	este	modo,	no	serán	aplicables
las	 disposiciones	 sobre	 publicidad	 encubierta	 si,	 una	 vez	 efectuado	 dicho
análisis,	se	llegara	a	la	conclusión	de	que	la	información	difundida	no	tendrá
un	efecto	persuasivo	substancialmente	distinto,	en	uno	u	otro	caso.
Debe	cuidarse,	sin	embargo,	algunos	aspectos	que	podrían	generar	el	abuso
de	 este	 tipo	 de	 publicaciones.	 Si	 la	 noticia	 publicada	 como	 tal	 llevara
opiniones	 o	 calificativos	 que	 pudiesen	 modificar	 su	 efecto	 persuasivo,
dependiendo	de	quién	provienen,	la	autoridad	deberá	ser	más	cautelosa.
c)	Necesidad	de	que	exista	un	pago	o	cualquier	otra	prueba	que	acredite	la
intención	del	medio	de	efectuar	publicidad	encubierta.
El	 elemento	 de	 juicio	 de	 mayor	 importancia	 para	 determinar	 la
intencionalidad	del	medio	de	comunicación	será	la	existencia	de	un	pago	o
contraprestación	 de	 cualquier	 tipo	 por	 el	 espacio	 en	 que	 fue	 difundida	 la
publicidad	encubierta.	No	obstante	ello,	cuando	no	existan	tales	pruebas,	se
podrá	 tener	 en	 cuenta	 cualquier	 otro	 elemento	 de	 juicio	 relevante	 que
demuestre	que	la	actuación	del	medio	de	comunicación	estuvo	encaminada
a	efectuar	publicidad	de	bienes	o	servicios,	utilizando	para	ello	la	apariencia
de	sus	propias	noticias,	reportajes	o	entrevistas”.	(R.	289-97/TDC,	Exp.	043-
97-CCD,	05.12.97)
NOTAS:	1.	Esta	 resolución	 constituye	precedente	de	observancia	obligatoria	y	 fue	publicada	en	el
Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	27	de	diciembre	de	1997.
2.	 Esta	 resolución	 fue	materia	 de	 enmienda	 por	 parte	 de	 la	 sala,	 a	 través	 de	 la	 R.	 0041-98-TDC-
Indecopi,	publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	28	de	febrero	de	1998.
DOCTRINA.—Publicidad	 encubierta.	 “La	 sala	 ha	 establecido,	 como
precedente	 de	 observancia	 obligatoria,	 que	 a	 fin	 de	 determinar	 si	 una
publicación	 de	 aparente	 carácter	 periodístico	 constituye	 una	 publicidad
encubierta,	debe	concurrir	necesariamente	los	siguientes	requisitos:
a)	 El	 anuncio	 se	 presenta	 de	 tal	modo	 que	 un	 consumidor	 razonable	 no
puede	 identificar	 fácilmente	 su	 carácter	 publicitario.	 En	 la	 generalidad	 de
estos	casos,	la	publicidad	encubierta	se	incluye	en	los	espacios	informativos
del	 medio	 de	 comunicación,	 empleando	 el	 formato,	 diseño,	 caracteres
tipográficos,	 estructura	 y/o	 extensión	 de	 las	 notas	 periodísticas	 o
reportajes.
b)	 La	 publicidad	 encubierta	 genera	 una	 distorsión	 en	 la	 percepción	 del
consumidor,	 puesto	 que	 se	 encubre	 bajo	 una	 opinión	 aparentemente
imparcial.
c)	 Existe	 un	 pago	 u	 otra	 prueba	 que	 acredite	 la	 intención	 del	 medio	 de
efectuar	publicidad	encubierta.	Si	no	existen	pruebas	del	pago	se	tendrá	en
cuenta	 otros	 elementos	 de	 juicio	 relevantes	 (como	 por	 ejemplo	 canjes
publicitarios).”	 (R.	 001-2001-LIN-CCD/Indecopi.	 Lineamientos	 sobre
competencia	desleal	y	publicidad	comercial,	págs.	76,	77).
AFECTACIÓN	DEL	PRINCIPIO	DE	LEGALIDAD
D.	Leg.	1044.
ART.	17.—Actos	contra	el	principio	de	legalidad.
17.1.	 Consisten	 en	 la	 difusión	 de	 publicidad	 que	 no	 respete	 las	 normas
imperativas	 del	 ordenamiento	 jurídico	 que	 se	 aplican	 a	 la	 actividad
publicitaria.
17.2.	Constituye	una	inobservancia	de	este	principio	el	incumplimiento	de
cualquier	 disposición	 sectorial	 que	 regule	 la	 realización	 de	 la	 actividad
publicitaria	respecto	de	su	contenido,	difusión	o	alcance.
17.3.	En	particular,	en	publicidad	constituyen	actos	contra	el	principio	de
legalidad	los	siguientes:
a)	Omitir	 la	 advertencia	a	 los	 consumidores	 sobre	 los	principales	 riesgos
que	implica	el	uso	o	consumo	de	productos	peligrosos	anunciados;
b)	Omitir	 la	presentación	del	precio	total	de	un	bien	o	servicio	sin	 incluir
los	 tributos	 aplicables	 y	 todo	 cargo	 adicional	 indispensable	 para	 su
adquisición,	cuando	el	precio	es	anunciado;
c)	 Omitir	 el	 equivalente	 del	 precio	 en	 moneda	 nacional	 en	 caracteres
idénticos	y	de	tamaño	equivalente	a	los	que	presenten	el	precio	de	un	bien	o
servicio	en	moneda	extranjera,	cuando	éste	es	anunciado;
d)	 Omitir	 en	 aquellos	 anuncios	 que	 ofrezcan	 directamente,	 presentando
tasas	de	interés,	la	realización	de	operaciones	financieras	pasivas	o	activas,
la	consignación	de	la	tasa	de	interés	efectiva	anual	aplicable	y	del	monto	y
detalle	de	cualquier	cargo	adicional	aplicable;
e)	Omitir	 en	 aquellos	 anuncios	que	ofrezcan	directamente	productos	 con
precios	de	venta	al	crédito,	la	consignación	del	importe	de	la	cuota	inicial	si
es	 aplicable	 al	 caso,	del	monto	 total	de	 los	 intereses,	 de	 la	 tasa	de	 interés
efectiva	 anual	 aplicable	 al	 producto	 anunciado	 y	 del	 monto	 y	 detalle	 de
cualquier	cargo	adicional	aplicables;
f)	 Omitir,	 en	 cada	 uno	 de	 los	 anuncios	 que	 difundan	 publicidad	 de
promociones	 de	 ventas,	 la	 indicación	 clara	 de	 su	 duración	 y	 la	 cantidad
mínima	de	unidades	disponibles	de	productos	ofrecidos;	y,
g)	Omitir	en	el	caso	de	anuncios	de	servicios	telefónicos	de	valor	añadido	la
indicación	clara	del	destino	de	la	llamada,	la	tarifa	y	el	horario	en	que	dicha
tarifa	es	aplicable.
En	 el	 caso	 de	 los	 literales	 d)	 y	 e),	 los	 anunciantes	 deben	 consignar	 en	 el
anuncio	de	que	se	trate,	según	corresponda,	la	tasa	de	costo	efectivo	anual
aplicable	a:	 i)	 la	operación	financiera	activa	si	ésta	ha	sido	anunciada	bajo
sistema	de	cuotas,	utilizando	un	ejemplo	explicativo;	o,	ii)	la	venta	al	crédito
anunciada.	 Asimismo,	 deberán	 consignar	 el	 número	 de	 cuotas	 o	 pagos	 a
realizar	y	su	periodicidad	si	ello	fuera	aplicable	al	caso.	Los	anunciantes,	sin
embargo,	 podrán	 poner	 a	 disposición	 de	 los	 consumidores	 a	 los	 que	 se
dirige	 el	 anuncio	 la	 información	 complementaria	 indicada	 en	 este	 párrafo
mediante	un	servicio	gratuito	de	fácil	acceso	que	les	permita	informarse,	de
manera	pronta	y	suficiente.
En	los	anuncios	debe	indicarse	clara	y	expresamente	la	existencia	de	esta
información	y	las	referencias	de	localización	de	dicho	servicio.
PUBLICIDAD	REFERIDA	A	LA	SALUD
Ley	26842.
ART.	119.—La	información,	la	propaganda	y	la	publicidad	que	se	refiere	a
la	salud,	al	tratamiento	de	enfermedades,	a	la	rehabilitación,	al	ejercicio	de
las	 profesiones	 de	 la	 salud	 y	 servicios	 a	 que	 se	 refiere	 esta	 ley,	 no	 debe
inducir	a	conductas,	prácticas	o	hábitos	nocivos	que	impliquen	riesgo	para
la	salud	física	o	mental,	ni	desvirtuar	o	contravenir	las	disposiciones	que	en
materia	 de	 prevención,	 tratamiento	 o	 rehabilitación	 de	 enfermedades
establece	la	autoridad	de	salud.
Sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 las	 normas	 generales	 de	 publicidad	 en
defensa	 del	 consumidor,	 la	 publicidad	 sobre	 prestación	 de	 servicios	 de
salud	 no	 podrá	 ofrecer	 tratamientos	 preventivos,	 curativos	 o	 de
rehabilitación	cuya	eficacia	no	haya	sido	comprobada	científicamente.
PUBLICIDAD	EN	PRODUCTOS	DE	TABACO
Ley	28705.	
ART.	4°.—Modificado.	 Ley	 29517,	Art.	 2°.	De	 la	 obligatoriedad	de	un
anuncio	 en	 lugares	 donde	 está	 prohibido	 fumar.	 En	 todos	 los
establecimientos	a	 los	que	se	refiere	el	artículo	3°,	deben	colocarse,	en	un
lugar	visible,	carteles	con	la	siguiente	inscripción:
“ESTÁ	 PROHIBIDO	 FUMAR	 EN	 LUGARES	 PÚBLICOS	 POR	 SER	 DAÑINO
PARA	LA	SALUD”
“AMBIENTE	100%	LIBRE	DE	HUMO	DE	TABACO”
Ley	28705.
ART.	6°.—De	los	paquetes,	etiquetas,	carteles	y	anuncios	publicitarios.
En	 los	 paquetes,	 etiquetas,	 carteles	 y	 anuncios	 publicitarios	 de	 los
productos	de	tabaco	no	se	pueden	 incluir	mensajes	ni	 imágenes	que	estén
dirigidos	 a	 menores	 de	 edad	 y	 sugieran	 que	 el	 éxito	 y	 popularidad
aumentan	por	el	hecho	de	fumar.
Ley	28705.
ART.	7°.—Modificado.	Ley	29517,	Art.	2°.	De	las	frases	de	advertencia
e	imágenes	alusivas	al	daño	a	la	salud.
7.1.	 Las	 cajetillas	 de	 cigarrillos	 y	 en	 general	 toda	 clase	 de	 empaque	 o
envoltura	 de	 productos	 de	 tabaco	 deben	 llevar	 impresas,	 en	 un	 cincuenta
por	ciento	(50%)	de	cada	una	de	sus	caras	principales,	frases	e	imágenes	de
advertencia	sobre	el	daño	a	la	salud	que	produce	el	fumar.	Asimismo,	deben
llevar	impresa	dentro	de	la	misma	área	y	de	manera	permanente	la	frase:
“PROHIBIDA	SU	VENTA	A	MENORES	DE	18	AÑOS”
7.2.	Con	excepción	de	los	cigarrillos	en	todas	sus	presentaciones,	los	demás
productos	 de	 tabaco	 pueden	 llevar	 las	 frases	 señaladas	 en	 el	 párrafo	 7.1
impresas	en	etiquetas	adheridas	a	su	envoltura.
7.3	 El	 reglamento	 de	 la	 presente	 ley	 desarrolla	 las	 frases	 e	 imágenes	 de
advertencia	a	que	se	refiere	el	presente	artículo.
Ley	28705.
ART.	8°.—De	la	prohibición	de	utilizar	determinados	términos.
Prohíbese	la	impresión,	en	las	etiquetas,	publicidad,	marcas,	slogan	y
cualquier	signo	que	acompañe	al	producto,	de	los	términos:	“ligero”,
“ultraligero”,	“suave”,	“supersuave”,	“light”,	“ultra	light”,	sinónimos	u	otros
signos.
JURISPRUDENCIA.—Infracción	 al	 principio	 de	 veracidad	 y	 denigración
publicitaria	 obliga	 a	 probar	 la	 verdad	 de	 los	 anuncios	 publicitarios
antes	de	emitirlos.	“(…)	la	empresa	denunciada	en	el	proceso	seguido	ante
Indecopi,	 (…)	 tenía	 la	 obligación	 de	 acreditar	 o	 probar	 la	 veracidad	 de	 la
afirmación	 vertida	 en	 los	 anuncios	 publicitarios	 toda	 vez	 que	 con	 tal
aseveración	 se	 induce	 al	 consumidor,	 tal	 vez	 falazmente,	 a	 no	 utilizar	 los
productos	 ‘capaces	de	prevenir	 la	calvicie	o	que	permita	el	crecimiento	de
nuevo	 cabello’;	 no	 obstante,	 a	 la	 vez	 promociona	 los	 diferentes	 tipos	 de
tratamiento	que	brinda	en	su	empresa.
(…)	efectivamente	correspondería	probar	de	manera	veraz	y	empírica	(es
decir,	 científicamente	 demostrado),	 no	 dentro	 del	 proceso	 administrativo
entablado	en	su	contra,	sino	antes	de	emitir	la	información	contenida	en	los
anuncios,	que	las	afirmaciones	acerca	de	la	ineficacia	de	los	productos	que
previenen	 la	caída	de	cabello	son	ciertas.	 (…).”	 (TC,	Exp.	185-2007-PA/TC,
ago.	18/2009.	SS.	Vergara	Gotelli)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Información	 que	 deben	 proporcionar	 las
entidades	 financieras.	 “Conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 el	 artículo	 4°	 del
Decreto	Legislativo	N°	691,	en	los	anuncios	difundidos	por	las	empresas	del
sistema	 financiero	 nacional,	 en	 los	 que	 se	 hiciera	 referencia	 a	 la	 tasa	 de
interés	activa	o	cualquier	otro	costo	correspondiente	al	servicio	de	crédito
de	consumo	e	hipotecario	que	ofrecen,	deben	consignarse	todos	los	costos
que	deba	asumir	el	consumidor	por	la	contratación	del	referido	servicio.
Los	 costos	 que	 son	 parte	 del	 precio	 total	 correspondiente	 al	 servicio	 de
crédito	de	consumo	o	hipotecario	deberán	ser	consignados	en	el	anuncio	de
tal	manera	 que	 un	 consumidor	 razonable	 pueda	 determinar,	mediante	 un
análisis	 superficial	 del	 anuncio,	 clara	 e	 indubitablemente,	 cuál	 es	 el
desembolso	total	que	tendría	que	hacer	para	contratar	el	servicio.
En	este	sentido,	además	de	señalarse	el	monto	correspondiente	a	la	tasa	de
interés	 activa,	 deberá	 consignarse	 en	 el	 anuncio	 expresamente	 todo	 costo
adicional	que	deba	pagar	el	consumidor	por	el	servicio	de	crédito	mediante
un	pago	único	o	periódico.
Los	 montos	 correspondientes	 a	 los	 referidos	 costos,	 deberán	 ser
expresados,	 atendiendo	 a	 su	 naturaleza,	 como	 una	 cantidad	 fija,	 un	 valor
porcentual,	una	cantidad	mínima,	un	rango	de	cantidades	o	cualquier	otra
forma	que	pueda	ser	comprendida	por	un	consumidor	razonable	mediante
un	análisis	superficial	del	anuncio,	según	las	circunstancias.
En	los	casos	de	costos	correspondientes	a	prestaciones	opcionales	o	que	no
pueden	 ser	 determinados	 cuantitativamente	 por	 el	 anunciante,	 ya	 que
dependen	 de	 la	 elección	 que	 realice	 el	 consumidor,	 bastará	 con	 que	 se
indique	 que	 la	 tasa	 de	 interés	 anunciada	 no	 incluye	 dichos	 costos.	 Es
necesario	que	en	estos	casos,	los	costos	no	determinados	cuantitativamente
no	afecten	la	esencia	y	características	de	la	oferta	anunciada,	según	lo	que	se
desprende	de	la	lectura	del	anuncio	y	conforme	a	los	usos	y	costumbres	del
mercado,	de	tal	forma	que	los	beneficios	ofrecidos	a	los	consumidores	sigan
siendo	tales.
De	este	modo,	el	anuncio	que	no	cumpla	con	los	términos	establecidos	en
los	 párrafos	 anteriores,	 será	 considerado	 ilícito”.	 (R.	 0123-1998/TDC-
Indecopi,	Exp.	98-97-CCD,	08.05.98)
NOTA:	La	presente	resolución	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria	y	fue	publicada	en
el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	12	de	junio	de	1998.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Infracciones	al	principio	de	veracidad.	“1.	Las
infracciones	 al	 principio	 de	 veracidad	 contenido	 en	 el	 artículo	 4°	 del
Decreto	Legislativo	N°	691	pueden	verificarse	a	través	de	la	publicidad	falsa
o	de	 la	 inducción	 a	 error	 al	 consumidor.	 La	publicidad	 falsa	 representa	 el
caso	más	elemental	de	infracción	al	principio	de	veracidad	pues	implica	que
las	 afirmaciones	 empleadas	 no	 corresponden	 a	 la	 realidad.	 En	 cambio,	 la
inducción	 a	 error	 al	 consumidor	 puede	 ocurrir	 incluso	 cuando	 las
afirmaciones	presentadas	en	el	anuncio	sean	verdaderas,	dependiendo	de	la
forma	en	que	dichas	afirmaciones	sean	presentadas	y	de	 las	 imágenes	que
acompañan	a	dichas	afirmaciones.
2.	 La	 afectación	 al	 principio	 de	 veracidad	 se	 encuentra	 estrechamente
relacionada	 con	 la	 vulneración	 del	 derecho	 a	 la	 información	 de	 los
consumidores.	Ello	debido	a	la	doble	naturaleza	de	la	infracción	al	principio
de	 veracidad	 publicitaria,	 la	 cual	 constituye	 un	 ilícito	 concurrencial	 –es
decir,	un	acto	de	competencia	desleal,	en	la	modalidad	de	acto	de	engaño–	y,
a	la	vez,	una	afectación	al	derecho	a	la	información	de	los	consumidores.
3.	El	contenido	esencial	del	derecho	a	la	información	de	los	consumidores
es	 la	 puesta	 a	 disposición	 del	 consumidor,	 de	 manera	 clara,	 efectiva	 y
comprensible,	de	 todos	aquellos	elementos	necesarios	para	que	éste	 tome
una	decisión	de	consumo	adecuada	en	la	adquisición	de	bienes	o	servicios,
en	 particular,	 las	 advertencias,	 riesgos	 previsibles,	 precauciones,
limitaciones,	requisitos	y	condiciones	relacionados	con	la	adquisición	de	los
productos	 ofertados,	 no	 bastando	 la	 sola	 indicación	 de	 su	 existencia	 sino
que	 debe	 mencionarse	 expresamente	 en	 qué	 consisten.	 Este	 contenido
esencial	es	el	mínimo	indispensable	para	que	el	derecho	a	la	información	de
los	 consumidores	 sea	 reconocible	 como	 tal	 y	 no	 se	 vea	 vaciado	 de
contenido.
4.	 Cuando	 diversos	 anuncios	 son	 difundidos,	 en	 un	 mismo	 espacio
geográfico	 y	 temporal,	 por	 el	 mismo	 anunciante,	 a	 través	 de	 diversos
medios	 tales	 como,	 televisión,	 catálogo	 de	 ventas,	 revistas,	 paneles	 e
internet,	respecto	a	los	mismos	productos	y	conteniendo	el	mismo	mensaje
publicitario	destinado	a	 la	promoción	directa	o	 indirecta	de	 la	adquisición
de	productos,	 la	 evaluación	 integral	 impide	que	 se	 analice	dicha	 situación
como	 una	 simple	 difusión	 de	 anuncios	 aislados	 sino	 que	 debe	 realizarse
como	 una	 campaña	 publicitaria	 efectuada	 en	 el	 marco	 de	 una	 estrategia
integral	de	comunicación	de	mercadotecnia	y	diseñada	con	 la	 finalidad	de
promocionar	los	productos	anunciados.
5.	 En	 el	 caso	 de	 campañas	 publicitarias,	 la	 exigencia	 del	 respeto	 al
contenido	 esencial	 del	 derecho	 a	 la	 información	 de	 los	 consumidores
alcanza	 a	 cada	 uno	 de	 los	medios	 en	 los	 que	 se	 difunde	 la	 campaña.	 Los
perfiles	 particulares	 de	 cada	 medio	 de	 comunicación	 empleado	 en	 la
campaña	no	pueden	ser	utilizados	como	justificación	para	dejar	de	brindar	a
los	consumidores,	de	manera	clara,	efectiva	y	comprensible,	todos	aquellos
elementos	 necesarios	 para	 que	 éste	 tome	 una	 decisión	 de	 consumo
adecuada	en	la	adquisición	de	bienes	o	servicios.
6.	 En	 el	 derecho	 de	 la	 publicidad,	 la	 existencia	 de	 una	 afectación	 al
contenido	 esencial	 del	 derecho	 a	 la	 información	 de	 los	 consumidores
determina	 una	 inducción	 a	 error	 al	 consumidor	 y,	 por	 tanto,	 una
vulneración	del	principio	de	veracidad.
7.	 La	 difusión	 de	 advertencias,	 restricciones	 o	 limitaciones,	 cuando	 el
medio	utilizado	sea	 la	televisión	o	 la	radio,	deberá	tener	una	exposición	al
consumidor	no	menor	del	 tiempo	que	demore	una	 lectura	 ininterrumpida
de	todo	el	texto	o	la	escucha	de	la	lectura	del	mismo	en	el	caso	de	la	radio.”.
(R.	0901-2004/TDC-Indecopi,	Exp.	107-2003/CCD,	07.12.2004)
NOTAS:	1.	La	presente	resolución	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria.
2.	Sobre	el	“principio	de	veracidad”	ver	la	R.	1602-2007/TDC-Indecopi,	publicada	en	el	Diario	Oficial
“El	 Peruano”	 el	 17	 de	 setiembre	 de	 2007,	 que	 también	 constituye	 precedente	 de	 observancia
obligatoria.
3.	Aun	cuando	esta	resolución	hace	mención	al	artículo	4°	del	derogado	D.	Leg.	691,	consideramos
pertinente	citar	el	texto	pues	los	conceptos	esbozados	resultan	de	aplicación	actualmente.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Publicidad	 de	 precios.	 “La	 expresión	 ‘monto
anunciado	como	precio’	se	refiere	a	aquella	cantidad	que	es	mostrada	en	un
anuncio	de	tal	manera	que	lleva	al	consumidor	a	determinar,	a	simple	vista,
clara	e	indubitablemente,	cuál	es	el	desembolso	total	que	tendría	que	hacer
para	adquirir	el	producto	o	contratar	el	servicio	ofertado.
En	ese	sentido,	dependiendo	como	esté	estructurado	un	anuncio,	cuando	se
muestre	 un	monto	 determinado	 de	 forma	 destacada	 o	 de	manera	 tal	 que
diera	a	entender	que	constituye	el	precio	del	producto	o	servicio	ofertado,
dicho	monto	 tiene	 que	 incluir	 necesariamente	 todo	 desembolso	 que	 se	 le
vaya	a	exigir	al	consumidor	en	caso	deseara	adquirir	el	bien	anunciado.
Ello	 no	 lleva	 a	 interpretar	 que	 el	 anunciante	 no	 pueda	 mostrar	 además
otras	 cantidades	 o	 montos	 distintos	 al	 precio	 del	 bien	 ofertado.	 Dichas
cantidades	 constituyen,	 información	 adicional	 a	 la	 exigida	 legalmente	 que
está	 permitida	 y	 que	 incluso	 podría	 ser	 de	 utilidad	 a	 cierto	 tipo	 de
consumidores.	Sin	embargo,	el	precio	del	bien	debe	ser	expresado	en	forma
más	 destacada	 que	 las	 cantidades	 o	montos	mostrados	 en	 un	 anuncio	 de
manera	adicional.
Cuando	se	dice	‘en	forma	destacada’	la	sala	se	refiere	ya	sea	al	tamaño	de	la
letra,	ubicación	en	el	anuncio,	color	o	tipo	de	letra,	el	volumen	de	voz	con	el
que	se	anuncia,	o	la	conjunción	de	dos	o	más	de	los	elementos	señalados	o
cualquier	otro	análogo.
En	 caso	 un	 anuncio	 incumpla	 con	 lo	 señalado	 anteriormente,	 será	 ilícito,
independientemente	del	análisis	sobre	la	posibilidad	de	que	pueda	inducir	o
no	a	 error	 al	 consumidor	o	 generar	daños	a	 los	demás	 competidores.”	 (R.
221-97/TDC,	Exp.	015-97/CCD,	03.09.97)
NOTAS:	1.	La	presente	resolución	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria	y	fue	publicada
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	20	de	noviembre	de	1997.
2.	 Mediante	 R.	 274-97-TDC,	 publicada	 el	 20	 de	 noviembre	 de	 1997,	 se	 declaró	 improcedente	 el
pedido	 de	 aclaración	 y	 ampliación	 solicitado	 por	 la	 Compañía	 Real	 Holandesa	 de	 Aviación	 -	 KLM.
Asimismo,	se	enmendó	la	parte	resolutiva	de	la	R.	221-97/TDC.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Omisión	 de	 información	 obligatoria	 en	 un
aviso	publicitario	es	sancionable	per	se,	independientemente	de	si	afecta
a	consumidores	o	competidores.	“8.	El	artículo	17	de	la	Ley	de	Represión
de	 la	 Competencia	 Desleal	 recoge	 el	 principio	 de	 legalidad	 en	 materia
publicitaria.	Así,	 el	 artículo	17.1	de	dicho	 cuerpo	normativo	establece	que
los	 agentes	 económicos,	 al	 realizar	 la	 difusión	 de	 sus	 anuncios,	 deben
respetar	las	normas	imperativas	del	ordenamiento	jurídico6.	En	tal	sentido,
en	 los	 casos	 en	 que	 existiera	 alguna	 normativa	 especial	 que	 dispusiera	 la
obligatoriedad	 de	 consignar	 determinada	 información	 en	 los	 anuncios
publicitarios,	 su	 incumplimiento	 supondrá	 una	 infracción	 al	 principio	 de
legalidad.
9.	Como	se	observa,	el	principio	de	legalidad	apunta	a	establecer	reglas	de
cómo	diseñar	la	publicidad,	lo	cual	puede	incidir	en	su	contenido,	canales	y
oportunidad	 de	 su	 difusión,	 y	 círculo	 de	 destinatarios	 permitido.	 En	 tal
sentido,	 este	 principio	 garantiza	 en	 ciertos	 supuestos	 un	 mínimo	 de
contenido	 informativo	 que	 debe	 ser	 puesto	 obligatoriamente	 en	 la
publicidad	 de	 determinados	 productos	 o	 servicios,	 puesto	 que	 así	 lo	 ha
dispuesto	el	legislador	en	alguna	norma	de	carácter	imperativo.	Por	ello,	la
omisión	 de	 información	 que	 una	 norma	 exige	 que	 sea	 colocada	 en	 un
anuncio	 publicitario	 es	 sancionable	 per	 se	 por	 infracción	 al	 principio	 de
legalidad,	 independientemente	 de	 que	 se	 verifique	 (o	 no)	 la	 inducción	 a
error	a	los	consumidores	o	la	afectación	sobre	competidores,	toda	vez	que	la
voluntad	 del	 legislador	 es	 que	 el	 anunciante	 transmita	 determinada
información	 a	 través	 de	 los	 medios	 publicitarios”.	 (Indecopi,	 R.	 0648-
2013/SDC-Indecopi,	abr.	15/2013.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Publicidad	en	medicamentos.	“De	conformidad
con	lo	establecido	en	los	artículos	26	y	33	de	la	Ley	General	de	Salud,	debe
entenderse	 que	 es	 lícito	 efectuar	 publicidad	 de	 medicamentos	 genéricos
haciendo	 alusión	 a	 los	 productos	 química	 y	 farmacológicamente
equivalentes	 que	 se	 distribuyen	 en	 el	 mercado”.	 (R.	 0084-1999/TDC-
Indecopi,	Exp.	026-1998-CCD,	10.03.99)
NOTA:	La	presente	resolución	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria	y	fue	publicada	en
el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	15	de	marzo	de	1999.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Publicidad	 de	 productos	 autorizados	 para
venta	sin	receta	médica	debe	consignar	las	advertencias	y	precauciones
para	su	uso.	“la	Décimo	Cuarta	Disposición	Complementaria,	Transitoria	y
Final	 del	 Reglamento	 de	 Productos	 Farmacéuticos	 –norma	 aplicable	 a	 los
hechos	bajo	análisis–	establecía	que	la	publicidad	de	productos	autorizados
para	 venta	 sin	 receta	médica,	 que	 aluda	 a	 las	 indicaciones	 terapéuticas	 o
acción	 farmacológica	 del	 producto	 debe	 necesariamente	 consignar	 o
referirse	 a	 las	 principales	 advertencias	 y	 precauciones	 que	 deben
observarse	para	su	uso.
10.	La	referida	exigencia	busca	evitar,	en	lo	posible,	los	efectos	dañinos	que
podría	 originar	 la	 automedicación	por	parte	de	 los	 consumidores.	 Implica
que	 aun	 cuando	 la	 venta	 del	 medicamento	 o	 producto	 farmacéutico	 no
requiera	 de	 prescripción	 médica,	 se	 deban	 consignar	 necesariamente	 las
principales	 advertencias	 y	 precauciones	 a	 tener	 en	 cuenta	 por	 los
destinatarios	 de	 la	 publicidad	 para	 evitar	 posibles	 perjuicios	 contra	 su
salud.
11.	En	ese	sentido,	se	configurará	una	 infracción	al	principio	de	 legalidad
cuando	 el	 anunciante	 promocione	 la	 adquisición	 de	 un	 producto
farmacéutico	 que	 no	 requiere	 de	 receta	 médica,	 sin	 consignar	 las
principales	 advertencias	 y	 precauciones	 a	 tener	 en	 cuenta	 para	 su
consumo.”	 (Indecopi,	 R.	 081-2012/SC1-Indecopi,	 ene.	 18/2012.	 Pres.
Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Piezas	publicitarias	de	productos	con	venta	al
crédito	deben	consignar	monto	total	de	intereses	y	tasa	de	interés	anual
efectiva.	 “(...)	 El	 artículo	 17.3	 literal	 e)	 de	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 la
Competencia	 Desleal	 establece	 que	 en	 aquellas	 piezas	 publicitarias	 en	 las
que	el	 anunciante	ofrezca	directamente	productos	 con	precios	de	venta	al
crédito,	debe	consignarse,	entre	otra	información,	la	referida	al	monto	total
de	 intereses	 y	 la	 tasa	 de	 interés	 efectiva	 anual	 aplicable	 al	 producto
anunciado.	(...)	En	su	apelación,	(...)	ha	señalado	encontrarse	exonerada	de
colocar	la	información	(...)	pues	sostiene	que	de	una	revisión	del	anuncio	no
se	 entendería	 que	 su	 empresa	 es	 la	 que	 ofrece	 directamente	 al	 público
consumidor	 la	 venta	al	 crédito	de	automóviles	 (…)	el	 otorgamiento	de	 los
créditos	y	 la	determinación	de	 la	 tasa	de	 interés	efectiva	anual	y	el	monto
total	de	intereses	estaría	a	cargo	de	las	entidades	del	sistema	financiero.
16.	 El	 hecho	 que	 (…)	 sea	 quien	 establezca	 cuál	 es	 la	 cuota	 inicial	 que	 se
requiere	para	acceder	al	crédito	y	que,	de	otro	lado,	sea	también	(…)	la	que
asegura	 en	 su	 anuncio	 que	 el	 financiamiento	 es	 otorgado	 sin	 garantías
personales	ni	hipotecarias,	genera	en	los	consumidores	la	impresión	que	es
dicha	 empresa	 la	 que	 proporciona	 los	 créditos	 para	 la	 adquisición	 de
vehículos.	 En	 efecto,	 para	 un	 consumidor	 la	 interpretación	 natural	 es	 que
solo	 un	 proveedor	 que	 ofrece	 directamente	 el	 financiamiento	 vehicular
podría	 afirmar	 categóricamente	 las	 condiciones	 bajo	 las	 cuales	 serán
otorgados	todos	los	créditos.
17.	 Sumado	 a	 ello,	 en	 el	 anuncio	 no	 se	 señala	 en	 parte	 alguna	 que	 la
referida	 venta	 al	 crédito	 sea	 ofrecida	 por	 alguna	 entidad	 del	 sistema
financiero	 distinta	 (…),	 lo	 cual	 refuerza	 la	 interpretación	 que	 es	 la	 propia
anunciante	quien	proporciona	el	financiamiento	directo	a	aquellos	clientes
que	deseen	acceder	a	la	adquisición	de	los	vehículos	que	distribuye.
18.	 Si	 bien	 es	 cierto	 que	 la	 actividad	 principal	 de	 (…)	 es	 la	 venta	 de
vehículos	 automotores	 y	 no	 las	 actividades	 financieras,	 ello	 no	 le	 impide
prestar	 este	 servicio	 de	 manera	 accesoria	 y	 coadyuvante	 a	 su	 finalidad
principal,	es	decir,	la	venta	de	automóviles.	De	hecho,	no	resulta	extraño	que
en	un	mercado	en	 competencia	 los	proveedores	 compitan	para	hacer	más
atractivas	sus	prestaciones	y	dentro	de	ese	contexto,	ofrezcan	a	sus	clientes
facilidades	de	pago	o	alternativas	de	financiamiento	directo,	por	lo	que	para
un	consumidor	no	 resultaría	 extraño	entender	que	es	 el	propio	 (…)	quien
ofrece	 el	 crédito.”	 (TDC,	 R.	 1374-2011/SC1-Indecopi,	 ago.	 09/2011.	 Pres.
Juan	Luis	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	reincidencia	y	 la	reiterancia	se	refieren	a
la	 repetición	 de	 la	 misma	 modalidad	 infractora.	 “(…)	 El	 literal	 h)	 del
artículo	53	del	Decreto	Legislativo	1044	establece	que	 la	 reincidencia	o	 la
reiteración	de	la	comisión	de	un	acto	de	competencia	desleal	podrá	tomarse
en	 consideración	 como	 criterio	 para	 determinar	 la	 gravedad	 de	 la
infracción.
43.	La	reincidencia	y	la	reiterancia	se	encuentran	referidas	a	la	repetición
de	 la	 misma	 modalidad	 infractora,	 esto	 es,	 del	 idéntico	 supuesto	 típico
contemplado	en	el	ordenamiento	jurídico.	En	el	caso	particular	del	principio
de	 legalidad,	 la	delimitación	del	mismo	supuesto	 infractor	debe	atender	al
hecho	que	el	artículo	17.3	de	la	Ley	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal
describe	 en	 sus	 diferentes	 literales	 una	 serie	 de	 actos	 que	 califican	 como
diferentes	 modalidades	 típicas	 infractoras.	 Así,	 por	 ejemplo,	 un	 supuesto
específico	consiste	en	no	señalar	el	stock	y	la	vigencia	de	una	publicidad	de
promociones,	 mientras	 que	 otro	 supuesto	 distinto	 constituye	 el	 omitir
colocar	 el	 precio	 en	 moneda	 nacional	 en	 caracteres	 similares	 a	 los
correspondientes	al	precio	en	moneda	extranjera	que	se	consigna.
44.	De	tal	modo,	y	en	la	línea	de	lo	indicado	por	(…)	en	su	apelación,	cada
uno	de	los	actos	previstos	en	los	diversos	literales	del	artículo	17.3,	si	bien
importan	 una	 vulneración	 del	 principio	 de	 legalidad	 en	 publicidad,
constituyen	una	modalidad	infractora	particular	e	independiente.
45.	Teniendo	en	cuenta	lo	señalado,	se	aprecia	que	(…)	se	sancionó	(…)	por
la	omisión	de	consignar	el	equivalente	del	precio	en	moneda	nacional	al	que
se	 presenta	 en	moneda	 extranjera.	 Esta	 última,	 constituye	 una	modalidad
infractora	 distinta	 a	 la	 que	 es	materia	 del	 presente	 procedimiento,	 y	 que
está	 referida	 a	 omitir	 consignar	 el	 monto	 total	 de	 intereses	 y	 la	 tasa	 de
interés	 efectiva	 anual	 en	 aquellos	 anuncios	 que	 ofrezca	 directamente	 la
venta	al	crédito.
46.	 En	 consecuencia,	 no	 se	 aprecia	 la	 repetición	 de	 la	 misma	modalidad
infractora,	por	lo	que	la	Comisión	no	debió	utilizar	este	criterio	al	momento
de	 determinar	 la	 gravedad	 de	 la	 infracción.”	 (TDC,	 R.	 1374-2011/SC1-
Indecopi,	ago.	09/2011.	Pres.	Juan	Luis	Avendaño	Valdez)
DOCTRINA.—Principio	 de	 veracidad	 publicitaria	 rige	 los	 mensajes
publicitarios	que	los	consumidores	perciben	como	comprobables.	“(…)
‘1.	El	principio	de	veracidad	publicitaria	(…)	resulta	aplicable	a	los	mensajes
publicitarios	que	los	consumidores	perciben	como	comprobables	mediante
un	análisis	integral	y	superficial	de	los	anuncios.
2.	Las	infracciones	a	dicho	principio	se	verifican	entre	otros,	a	través	de	la
publicidad	 falsa	 y	 la	 inducción	 a	 error	 al	 consumidor.	 La	 publicidad	 falsa
representa	el	caso	más	elemental	de	infracción	al	principio	de	veracidad	en
la	 medida	 que	 las	 afirmaciones	 empleadas	 no	 guardan	 relación	 con	 la
realidad.	La	inducción	a	error	ocurre	cuando	se	genera	una	idea	equivocada
en	el	consumidor	respecto	del	mensaje	publicitario.	Ello	sucede	debido	a	la
forma	en	que	se	han	expuesto	 las	afirmaciones	o	 imágenes,	 incluso	siendo
éstas	verdaderas,	o	porque	se	ha	omitido	determinada	información.
3.	Cuando	los	productos	o	servicios	tengan	condiciones	particulares,	como
son	 advertencias,	 restricciones	 y	 requisitos	 de	 adquisición,	 y	 dicha
información	 no	 haya	 sido	 consignada	 íntegramente	 en	 el	 anuncio
publicitario,	el	anunciante	debe	poner	a	disposición	de	los	consumidores	un
servicio	 de	 información	 gratuito	 de	 fácil	 acceso	 a	 dicha	 información
complementaria,	e	idóneo	en	relación	con	el	producto	o	servicio	y	el	público
al	que	va	dirigido	el	anuncio,	tal	como,	un	centro	de	atención	telefónica.	El
servicio	 debe	 ser	 apropiado	 para	 garantizar	 un	 acceso	 suficiente	 y	 una
pronta	atención	a	los	consumidores	que	demanden	información.	Del	mismo
modo,	debe	ser	oportuno	con	respecto	a	las	fechas	de	difusión	del	anuncio	y
de	venta	de	los	productos	o	contratación	de	los	servicios	anunciados.	En	los
anuncios	 debe	 indicarse	 clara	 y	 expresamente	 la	 existencia	 de	 esta
información	y	las	referencias	de	localización	de	dicho	servicio.
4.	La	información	complementaria	no	consignada	en	los	anuncios	y	puesta
a	disposición	a	través	del	servicio	de	información	gratuito	a	que	se	refiere	el
numeral	anterior,	debe	ser	consistente	y	no	contradictoria	 con	el	mensaje
publicitario.	La	carga	de	la	prueba	de	la	idoneidad	de	dicho	servicio	y	de	la
información	proporcionada	por	éste	recae	sobre	el	anunciante.
5.	La	Comisión	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal	debe	supervisar	la
idoneidad	de	 los	 servicios	de	 información	gratuita	al	 vigilar	el	 respeto	del
principio	de	veracidad	contemplado	en	el	artículo	4°	del	Decreto	Legislativo
N°	691.
6.	Lo	previsto	en	los	numerales	3	y	4	no	resulta	aplicable	a	la	publicidad	de
los	 productos	 y	 servicios	 donde	 exista	 un	 mandato	 legal	 específico	 de
consignar	 determinada	 información,	 cuya	 omisión	 es	 sancionable	 por	 el
principio	de	 legalidad	previsto	en	el	 artículo	3°	del	Decreto	Legislativo	N°
691.’
5.	 Considero	 que	 el	 fallo	 contenido	 en	 las	 cuestionadas	 resoluciones	 se
ajusta	a	derecho,	toda	vez	que	efectivamente	correspondería	al	anunciante
probar	de	manera	veraz	y	empírica	antes	de	emitir	la	información	contenida
en	los	anuncios,	que	las	afirmaciones	acerca	de	la	ineficacia	de	los	productos
que	previenen	la	caída	de	cabello	son	veraces.”	(T.	C.,	Exp.	185-2007-PA/TC,
ago.	18/2009.	Fundamento	de	voto	del	magistrado	Landa	Arroyo)
DOCTRINA.—Finalidad	 del	 principio	 de	 veracidad.	 “El	 sustento	 del
principio	de	veracidad	radica	en	que	los	anunciantes	deben	proporcionar	a
los	consumidores	información	veraz	acerca	de	los	productos	y	servicios	que
ofrecen	 en	 el	mercado,	 con	 el	 propósito	 de	 que	 los	 consumidores	 puedan
adoptar	una	decisión	de	consumo	adecuada	a	sus	intereses.
A	 través	 de	 este	 principio,	 se	 privilegia	 la	 función	 informativa	 de	 la
publicidad	y	no	 se	 afecta	 sus	 funciones	de	persuasión	y	de	mecanismo	de
competencia,	 es	 decir	 que	 no	 se	 afecta	 ninguna	 de	 las	 tres	 funciones	 que
suelen	 desarrollar	 los	 mensajes	 publicitarios.”	 (R.	 001-2001-LIN-
CCD/Indecopi.	 Lineamientos	 sobre	 competencia	 desleal	 y	 publicidad
comercial,	pág.	63).
NOTA:	El	principio	de	veracidad	recogido	en	esta	doctrina	está	muy	ligado	al	principio	de	legalidad
recogido	en	el	D.	Leg.	1044.
ANUNCIOS	PROHIBIDOS
D.	Leg.	1044.
ART.	18.—Actos	contra	el	principio	de	adecuación	social.	Consisten	en
la	difusión	de	publicidad	que	tenga	por	efecto:
a)	 Inducir	 a	 los	 destinatarios	 del	mensaje	 publicitario	 a	 cometer	 un	 acto
ilegal	o	un	acto	de	discriminación	u	ofensa	por	motivo	de	origen,	raza,	sexo,
idioma,	religión,	opinión,	condición	económica	o	de	cualquier	otra	índole;
b)	 Promocionar	 servicios	 de	 contenido	 erótico	 a	 un	 público	 distinto	 al
adulto.	La	difusión	de	este	 tipo	de	publicidad	solamente	está	permitida	en
prensa	escrita	de	circulación	restringida	para	adultos	y,	en	el	caso	de	radio
y/o	televisión,	dentro	del	horario	de	una	(1:00)	a	cinco	(5:00)	horas.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Es	 contraria	 al	 principio	 de	 legalidad	 la
publicidad	 que	 no	 respeta	 las	 normas	 imperativas	 del	 ordenamiento
jurídico	 aplicadas	 a	 la	 actividad	 publicitaria.	 “(...)	 el	 principio	 de
legalidad	 publicitario	 constituía	 una	 norma	 de	 remisión	 que	 permitía
supervisar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 imperativas	 del
ordenamiento	 jurídico	 que	 regulan	 la	 actividad	 publicitaria.	 Sin	 embargo,
las	normas	constitucionales	y	los	tratados	internacionales	invocados	por	la
denunciante	 consagraban	 principios	 y	 derechos	 fundamentales	 que	 no	 se
aplicaban	 específicamente	 a	 la	 actividad	 publicitaria,	 por	 lo	 que	 no
encajaban	 dentro	 del	 supuesto	 de	 hecho	 de	 la	 norma.	 (...)	 constituye
publicidad	 contraria	 al	 principio	 de	 legalidad	 aquella	 que	 no	 respete	 las
normas	imperativas	del	ordenamiento	jurídico	que	se	aplican	a	la	actividad
publicitaria.	En	consecuencia,	únicamente	podrá	ser	susceptible	de	infringir
el	 principio	 de	 legalidad,	 la	 publicidad	 difundida	 que	 infrinja	 las	 normas
sectoriales	 que	 regulan	 el	 alcance,	 contenido	 y	 difusión	 de	 la	 actividad
publicitaria.	 (...)	 en	 ese	 sentido,	 y	 considerando	 sus	 competencias
expresamente	 conferidas	 por	 ley,	 la	 comisión	 y	 la	 sala	 no	 se	 encuentran
facultadas	para	evaluar	el	eventual	conflicto	de	un	anuncio	publicitario	con
normas	generales	que	consagran	derechos	de	 los	administrados,	pero	que
no	 regulan	 específicamente	 la	 actividad	 publicitaria.”	 (TDC,	 Indecopi,	 R.
0761-2011/SC1-Indecopi,	abr.	04/2011.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 cuestiones	 publicitarias	 que	 atenten
contra	 la	 dignidad	 de	 las	 personas	 se	 ventilan	 vía	 principio	 de
adecuación	 social.	 “(...)	 15.	 Lo	 expuesto	 no	 implica,	 sin	 embargo,	 que	 la
autoridad	 administrativa	 carezca	 de	 potestades	 para	 evaluar	 el	 posible
conflicto	 entre	 determinados	 mensajes	 publicitarios	 que	 puede	 propiciar
conductas	en	contra	de	los	derechos	fundamentales	de	las	personas	pues,	en
efecto,	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 ha	 contemplado
expresamente	dicha	circunstancia,	pero	no	en	los	términos	del	principio	de
legalidad	sino	del	principio	de	adecuación	social.	Así,	el	artículo	18,	 literal
a),	 del	 citado	 cuerpo	 normativo	 dispone	 que	 la	 publicidad	 no	 debe	 ser
susceptible	de	inducir	a	los	destinatarios	del	mensaje	publicitario	a	cometer
un	acto	ilegal,	de	discriminación	u	ofensa”	(...).
17.	 Sobre	 el	 particular,	 debe	 precisarse	 que	 si	 bien	 la	 dignidad	 de	 las
mujeres	 y	 la	 no	 discriminación	 por	 razón	 del	 sexo	 constituyen	 derechos
contemplados	 en	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú,	 así	 como	 en	 diversos
instrumentos	 internacionales	 incorporados	a	nuestro	ordenamiento,	 como
ha	 sido	 señalado	 anteriormente,	 no	 constituye	 objeto	 de	 discusión	 en	 el
presente	 procedimiento	 el	 análisis	 del	 contenido	 de	 cada	 una	 de	 dichas
disposiciones.	Ello	toda	vez	que	tales	normas	no	regulan	específicamente	la
actividad	publicitaria;	por	lo	que,	en	todo	caso,	correspondía	a	la	Comisión
verificar	si	el	anuncio	controvertido	era	susceptible	de	infringir	el	principio
de	adecuación	social,	en	los	términos	del	literal	a)	del	artículo	18	de	la	Ley
de	Represión	de	la	Competencia	desleal,	mas	no	el	ya	mencionado	principio
de	legalidad	publicitario.”	(TDC,	Indecopi,	R.	0761-2011/SC1-Indecopi,	abr.
04/2011.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 publicidad	 comercial	 constituye	 una
manifestación	del	derecho	constitucional	a	la	libertad	de	expresión.	“(...)
20.	 En	 ordenamientos	 comparados	 se	 ha	 considerado	 que	 la	 publicidad
comercial	 constituye	 una	 manifestación	 del	 derecho	 constitucional	 a	 la
libertad	de	expresión	 (...).	Ello,	 en	vista	que	 la	publicidad	es	una	 forma	de
expresión	de	naturaleza	comercial	mediante	la	cual	el	anunciante	plasma	en
una	 comunicación	 pública	 una	 serie	 de	 aseveraciones	 y	 opiniones,	 con	 el
objetivo	de	fomentar	el	consumo	del	producto	o	servicio	anunciado.
21.	 El	 artículo	 59	 de	 la	 Constitución	 consagra	 también	 el	 derecho
fundamental	a	la	libertad	de	empresa	(...),	concepto	de	carácter	general	cuyo
contenido	 esencial	 radica	 en	 la	 autonomía	 de	 la	 voluntad	 del	 agente	 para
crear	 una	 unidad	 económica,	 acceder	 al	 sector	 económico	 de	 su	 elección
escogiendo	 el	 modelo	 empresarial	 y	 de	 gestión	 que	 desee,	 y	 finalizar
libremente	la	actividad	económica	emprendida	(...).
22.	 Si	 bien	 los	 anunciantes	 se	 encuentran	 en	 la	 libertad	 de	 difundir
publicidad	 comercial	 para	 promocionar	 los	 productos	 y	 servicios	 que
comercializan	en	el	mercado,	utilizando	los	mecanismos,	procedimientos	y
modalidades	 que	 consideren	 convenientes	 de	 acuerdo	 a	 sus	 preferencias,
aquella	debe	ajustarse	a	los	límites	establecidos	por	el	ordenamiento,	entre
los	 que	 se	 encuentra	 la	 prohibición	 de	 publicitar	 anuncios	 contrarios	 al
principio	de	adecuación	social.
23.	 En	 efecto,	 el	 literal	 a)	 del	 artículo	 18	 de	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 la
Competencia	 Desleal	 define	 esta	 categoría	 de	 actos	 como	 aquellos	 que
tienen	 por	 efecto	 inducir	 a	 los	 destinatarios	 del	 mensaje	 publicitario	 a
cometer	un	acto	ilegal	o	un	acto	de	discriminación	u	ofensa	por	motivo	de
origen,	 raza,	 sexo,	 idioma,	 religión,	 opinión,	 condición	 económica	 o	 de
cualquier	otra	índole	(...).”	(TDC,	Indecopi,	R.	0761-2011/SC1-Indecopi,	abr.
04/2011.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Licencias	 publicitarias	 como	 el	 humor	 o	 la
exageración	no	afectan	el	derecho	a	la	dignidad.	“(...)	Sobre	el	particular,
debe	 señalarse	 que	 la	 existencia	 de	 licencias	 publicitarias	 tales	 como	 el
humor	 o	 la	 exageración	 (...)	 no	 constituyen	 licencias	 para	 afectar	 otras
libertades	 fundamentales	 del	 individuo,	 tales	 como	 el	 derecho	 a	 no	 ser
discriminado.	 En	 ese	 sentido,	 incluso	 un	 anuncio	 que	 recurra	 a	 una
formulación	 cómica	 y	 que	 apele	 a	 un	 contexto	 lúdico	 y	 fantasioso	 podría
eventualmente	 estimular	 a	 los	 consumidores	 a,	 efectivamente,	 incurrir	 en
una	 práctica	 discriminatoria	 que	 atenta	 contra	 la	 dignidad	 y,	 por	 tanto,
resultar	ilegal.
36.	Sin	embargo,	la	afectación	al	derecho	a	no	ser	discriminado	depende	de
la	 aptitud	 del	 mensaje	 publicitario	 para	 reproducir	 en	 la	 realidad	 una
conducta	 de	 ese	 tipo.	 En	 ese	 sentido,	 el	 humor	 y	 la	 fantasía,	 en	 cuanto
elementos	 que	 influyen	 en	 la	 interpretación	 del	 anuncio,	 contribuyen	 a
recrear	una	situación	fantasiosa	e	irónica	bajo	la	cual	el	consumidor	captará
el	 mensaje	 publicitario	 en	 forma	 exagerada,	 sin	 atribuir	 seriedad	 a	 las
escenas	o	frases	mostradas.	Por	tanto,	la	utilización	de	estas	licencias,	por	lo
general,	generará	que	los	destinatarios	de	la	pieza	publicitaria	no	tomen	en
serio	 las	 diversas	 imágenes,	 secuencias	 y	 frases,	 de	 manera	 tal	 que	 el
mensaje	publicitario	no	tenga	la	aptitud	de	producir	efectivamente	en	ellos
el	 despliegue	 de	 una	 conducta	 discriminatoria	 u	 ofensiva	 contra	 cierto
sector	de	la	sociedad	(...).”	(TDC,	Indecopi,	R.	0761-2011/SC1-Indecopi,	abr.
04/2011.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	publicidad	discriminatoria	ilícita	es	la	que
puede	inducir	a	 los	consumidores	que	acceden	al	anuncio	a	reproducir
una	 conducta	 ofensiva	 en	 la	 realidad.	 “(...)	 Conviene	 reiterar	 que	 la
publicidad	 discriminatoria	 considerada	 ilícita	 por	 la	 Ley	 de	 Represión	 de
Competencia	Desleal	es	solo	aquella	que	puede	efectivamente	inducir	a	los
consumidores	que	acceden	al	anuncio	a	reproducir	la	conducta	ofensiva	en
la	realidad.	En	otras	palabras,	el	solo	hecho	que	un	anuncio	contenga	alguna
secuencia	que,	vista	aisladamente,	reproduce	una	escena	discriminatoria	no
resulta	 elemento	 suficiente	para	 calificar	 como	 ilícita	 la	 pieza	publicitaria,
puesto	 que	 lo	 sancionable	 es	 que,	 visto	 en	 su	 integridad,	 se	 transmita	 un
mensaje	 que	 incentive	 la	 discriminación	 en	 la	 vida	 cotidiana.”	 (TDC,
Indecopi,	 R.	 0761-2011/SC1-Indecopi,	 abr.	 04/2011.	 Pres.	 Avendaño
Valdez)
TÍTULO	III
ACTOS	DE	COMPETENCIA	DESLEAL
DESARROLLADOS	MEDIANTE	ACTIVIDAD
PUBLICITARIA
CAPÍTULO	I
LIBERTAD	DE	EXPRESIÓN	EMPRESARIAL
D.	Leg.	1044.
ART.	 19.—Ejercicio	 de	 la	 libertad	 de	 expresión	 empresarial	 y	 sus
límites.
19.1.	 El	 desarrollo	 de	 actividad	 publicitaria	 permite	 el	 ejercicio	 de	 la
libertad	de	expresión	en	 la	 actividad	empresarial	 y	 es	 vehículo	de	 la	 libre
iniciativa	privada	que	garantiza	la	Constitución	Política	del	Perú.
19.2.	El	ejercicio	de	la	libertad	de	expresión	empresarial	no	debe	significar
la	 realización	 de	 actos	 de	 competencia	 desleal	 que	 afecten	 o	 limiten	 el
adecuado	 funcionamiento	del	proceso	competitivo	en	una	economía	social
de	mercado,	ni	que	afecten	el	derecho	a	 la	 información	sobre	 los	bienes	y
servicios	 que	 corresponde	 a	 los	 consumidores,	 conforme	 a	 lo	 garantizado
por	la	Constitución	Política	del	Perú.
D.	Leg.	1044.
ART.	20.—Uso	de	 licencias	publicitarias.	 En	 el	 ejercicio	 de	 la	 actividad
publicitaria	 se	 encuentra	 permitido	 el	 uso	 del	 humor,	 la	 fantasía	 y	 la
exageración,	 en	 la	 medida	 en	 que	 tales	 recursos	 no	 configuren	 actos	 de
competencia	desleal.
CAPÍTULO	II
CRITERIOS	PARA	LA	DETERMINACIÓN	DE	LA	RESPONSABILIDAD
EVALUACIÓN	INTEGRAL	DEL	ANUNCIO	PUBLICITARIO
D.	Leg.	1044.
ART.	21.—Interpretación	de	la	publicidad.
21.1.	La	publicidad	es	evaluada	por	la	autoridad	teniendo	en	cuenta	que	es
un	instrumento	para	promover	en	el	destinatario	de	su	mensaje,	de	forma
directa	o	indirecta,	la	contratación	o	el	consumo	de	bienes	o	servicios.
21.2.	 Dicha	 evaluación	 se	 realiza	 sobre	 todo	 el	 contenido	 de	 un	 anuncio,
incluyendo	 las	 palabras	 y	 los	 números,	 hablados	 y	 escritos,	 las
presentaciones	 visuales,	musicales	 y	 efectos	 sonoros,	 considerando	que	 el
destinatario	de	la	publicidad	realiza	un	análisis	integral	y	superficial	de	cada
anuncio	publicitario	que	percibe.	En	el	caso	de	campañas	publicitarias,	éstas
son	 analizadas	 en	 su	 conjunto,	 considerando	 las	 particularidades	 de	 los
anuncios	que	las	conforman.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Definición	 de	 análisis	 superficial.	 “a)	 En	 el
extremo	 que,	 interpretando	 el	 artículo	 2°	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 691,
establece	que	el	 término	 ‘análisis	superficial’	no	debe	entenderse	como	un
análisis	descuidado	o	 irresponsable,	 sino,	por	 el	 contrario,	 como	el	 reflejo
del	hecho	de	que	el	consumidor	no	hace	un	análisis	exhaustivo	y	profundo
del	 anuncio,	no	 siendo	exigible	un	análisis	 experto	y	detallado	del	mismo.
Así,	 los	 anuncios	 deberán	 ser	 juzgados	 atendiendo	 a	 su	 contenido	 y	 al
significado	que	el	consumidor	les	atribuiría,	al	sentido	común	y	usual	de	las
palabras,	frases	y	oraciones,	y	lo	que	éstas	sugieren	o	afirman	sin	tener	que
recurrir	a	interpretaciones	alambicadas,	complejas	o	forzadas	prefiriéndose
de	varias	 interpretaciones	posibles,	aquella	que	surge	más	naturalmente	a
los	ojos	del	 consumidor.	Esto	debe	hacerse	 sin	dejar	de	 considerar	que	el
consumidor	 asume,	 frente	 al	 anuncio	 publicitario,	 una	 posición	 prudente
antes	 que	 ingenua	 al	 considerar	 las	 expresiones	 en	 él	 contenidas	 como
testimonio	 de	 parte	 de	 quien	 pretende	 inducirlo	 a	 consumir	 un	 bien	 o
servicio,	siendo	válida	la	exageración	publicitaria	siempre	que	no	vulnere	el
principio	 de	 buena	 fe	 comercial.”	 (R.	 052-96/TRI-SDC,	 Exp.	 187-95/CCD,
18.09.96)
NOTA:	La	presente	resolución	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria	y	fue	publicada	en
el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	03	de	octubre	de	1996.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Intención	del	anunciante	es	 irrelevante	para
interpretar	el	mensaje	publicitario.	“(...)	 cabe	precisar	que	el	 artículo	21
del	 Decreto	 Legislativo	 1044	 establece	 las	 pautas	 de	 análisis	 de	 los
anuncios,	 precisando	 que	 la	 interpretación	 de	 estos	 se	 debe	 efectuar	 de
manera	 integral,	 esto	 es,	 a	 partir	 del	 significado	 que	 en	 conjunto	 se
atribuiría	 a	 todos	 los	 elementos	 comprendidos	 en	 la	 pieza	 publicitaria,	 y
teniendo	 en	 cuenta	 que	 un	 consumidor	 quedará	 influido	 mediante	 un
examen	 superficial	 de	 la	 pieza	 publicitaria,	 ya	 que	 no	 realiza
interpretaciones	complejas	o	 forzadas	pues	entiende	 las	palabras,	 frases	y
oraciones	comprendidas	en	el	anuncio	bajo	su	significado	común.
12.	 Ahora	 bien,	 al	momento	 de	 interpretar	 un	 anuncio	 publicitario,	 debe
tenerse	en	consideración	que	son	dos	los	sujetos	involucrados	en	el	proceso
de	 transmisión	del	mensaje	publicitario:	el	 anunciante	y	el	 consumidor.	Si
bien	el	anunciante	es	el	agente	que	realiza	la	publicidad	y,	como	tal,	diseña	y
define	 el	 mensaje	 que	 desea	 transmitir	 al	 consumidor,	 es	 el	 consumidor
quien	recibe	dicha	 información,	 la	procesa	y	 luego	 la	 interpreta	según	sus
propios	parámetros.
13.	En	este	contexto,	debe	recordarse	que	 las	 interpretaciones	efectuadas
por	 el	 anunciante	 y	 los	 consumidores	no	 siempre	 resultarán	 coincidentes.
Por	 ello,	 como	 es	 el	 consumidor	 quien,	 en	 su	 condición	 de	 destinatario	 e
intérprete	de	la	publicidad,	define	bajo	sus	propios	parámetros	el	mensaje
publicitario,	 la	 intención	 del	 anunciante	 será	 irrelevante	 a	 efectos	 de
determinar	el	mensaje	publicitario.”	(TDC,	R.	1374-2011/SC1-Indecopi,	ago.
09/2011.	Pres.	Juan	Luis	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Basta	el	daño	potencial	para	que	se	configure
una	infracción	por	competencia	desleal.	“(...)	la	alegación	(...)	sobre	que	no
existió	dolo	ni	intención	en	la	infracción	cometida,	corresponde	señalar	que
(...)	 establece	 que	 la	 determinación	 de	 la	 existencia	 de	 un	 acto	 de
competencia	desleal	no	requiere	acreditar	la	conciencia	o	voluntad	sobre	su
realización.	 A	 su	 vez,	 la	 inexistencia	 de	 intencionalidad	 en	 la	 comisión	 de
una	 infracción	 no	 exime	 a	 la	 denunciada	 de	 responsabilidad,	 pues	 en	 su
condición	de	 anunciante	 se	 encuentra	 en	 la	 posibilidad	de	 supervisar	 que
los	 anuncios	 que	 difunde	 satisfacen	 las	 exigencias	 del	 principio	 de
veracidad,	con	anterioridad	a	la	difusión	de	cada	uno	de	ellos.
18.	 Del	 mismo	 modo,	 el	 hecho	 de	 que	 ningún	 competidor	 se	 haya	 visto
efectivamente	afectado	con	la	conducta	imputada	no	enerva	la	comisión	de
la	 infracción	 (...)”	 (TDC,	 R.	 0523-2011/SC1-Indecopi,	 ene.	 03/2011.	 Pres.
Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Metodología	 para	 determinar	 cuándo	 un
anuncio	publicitario	 infringe	 el	 principio	de	 veracidad.	“la	metodología
para	 evaluar	 si	 determinada	 información	 contenida	 en	 un	 anuncio
publicitario	infringe	el	principio	de	veracidad	o	no,	consta	de	los	siguientes
pasos:
(i)	se	debe	establecer	a	partir	de	una	apreciación	integral	y	superficial	del
anuncio	publicitario,	en	qué	consiste	el	contenido	del	mensaje	que	reciben
los	consumidores;	y,
(ii)	 una	 vez	 delimitado	 dicho	mensaje,	 este	 debe	 ser	 corroborado	 con	 la
realidad	 y,	 si	 existe	 alguna	 discordancia,	 podrá	 concluirse	 que	 el	 anuncio
publicitario	 es	 falso	 o	 induce	 a	 error	 y,	 consecuentemente,	 infringe	 el
principio	de	veracidad.
11.	Así,	el	examen	superficial	del	mensaje	publicitario	es	aquel	que	realiza
el	consumidor	teniendo	en	consideración	el	mensaje	en	su	conjunto.	De	este
modo,	 la	 interpretación	 de	 la	 publicidad	 depende	 de	 todos	 los	 elementos,
sonidos,	 figuras	 y	 referencias	que	 se	 complementan	 en	 el	 anuncio.	 En	 esa
línea,	 la	 doctrina	 ha	 señalado	 al	 respecto	 que	 existe	 un	 “Principio	 de
Indivisibilidad”	 del	 anuncio,	 en	 virtud	 del	 cual	 no	 es	 posible	 romper	 la
unidad	de	la	pieza	publicitaria	al	efectuar	su	interpretación.
12.	 Por	 ello,	 las	 expresiones	 publicitarias	 no	 se	 pueden	 analizar	 aislando
sus	 diversas	 partes	 integrantes,	 las	 cuales	 deben	 ser	 analizadas	 en	 su
conjunto,	sin	desagregarlas	y	atendiendo	a	la	impresión	global	que	generen
en	sus	destinatarios.”	(Indecopi,	R.	0465-2012/SC1-Indecopi,	feb.	21/2012.
Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Empresa	 que	 ofrece	 un	 bien	 sin	 las
atribuciones	que	aseguraba	poseer	vulnera	el	Código	de	Protección	del
Consumidor.	 “El	 artículo	 21	 de	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 la	 Competencia
Desleal	 establece	 las	 pautas	 de	 enjuiciamiento	 de	 los	 actos	 en	 su
manifestación	 publicitaria,	 precisando	 que	 el	 análisis	 de	 los	 anuncios	 se
debe	efectuar	de	manera	 integral4,	 esto	es,	 a	partir	del	 significado	que	en
conjunto	un	consumidor	atribuiría	a	todos	los	elementos	comprendidos	en
el	anuncio	y	teniendo	en	cuenta	el	hecho	que	el	consumidor	queda	influido
mediante	un	examen	superficial	de	la	pieza	publicitaria.
13.	A	nivel	publicitario,	para	establecer	si	un	anuncio	induce	a	error	a	 los
consumidores,	 previamente	 deberá	 determinarse	 cuál	 es	 el	 contenido	 del
mensaje	 publicitario.	 Una	 vez	 delimitado	 dicho	 mensaje,	 a	 partir	 del
significado	que	en	conjunto	el	consumidor	a	quien	va	dirigida	la	publicidad
atribuiría	a	todos	los	elementos	comprendidos	en	el	anuncio,	este	debe	ser
corroborado	con	la	realidad	y,	si	existe	una	discordancia	entre	ellos,	podrá
concluirse	 que	 el	 anuncio	 publicitario	 es	 falso	 o	 induce	 a	 error	 y	 que,
consecuentemente,	infringe	el	principio	de	veracidad.
14.	Lo	expuesto	evidencia	que	para	extraer	el	mensaje	publicitario	de	un
anuncio,	 la	autoridad	debe	realizar	un	análisis	 superficial	e	 integral	de	 las
piezas	en	cuestión	–en	función	a	las	percepciones	que	sobre	estas	posea	el
público	destinatario,	descartando	 la	 interpretación	que	 le	otorga	el	propio
anunciante–,	 con	 especial	 énfasis	 en	 la	 parte	 captatoria	 del	 anuncio;	 sin
efectuar	 un	 análisis	 aislado	 del	 significado	 de	 cada	 una	 de	 las	 palabras	 o
afirmaciones	(interpretación	gramatical),	que	soslaye	los	demás	elementos
y	 el	 contexto	 del	 anuncio	 publicitario;	 y,	 poniéndose	 en	 el	 lugar	 del
consumidor	 sin	 dejarse	 influenciar	 por	 opiniones	 y	 percepciones
personales.
15.	Al	respecto,	toda	vez	que	quien	atribuye	el	significado	al	anuncio	es	el
consumidor,	 y	 este	 define	 bajo	 sus	 propios	 parámetros	 y	 experiencia	 el
mensaje	publicitario,	resulta	 importante	delimitar	el	contexto	del	mercado
bajo	 el	 cual	 el	 consumidor	 se	 inserta,	 a	 efectos	 de	 tener	 una	 mejor
aproximación	a	lo	que	este	entiende	de	manera	más	natural.
16.	La	interpretación	de	los	anuncios	se	basa	en	el	significado	usual	que	un
consumidor	 le	atribuye	a	 las	diversas	 imágenes	y	 frases	que	figuran	en	un
anuncio.	 Este	 significado,	 en	 la	 generalidad	 de	 las	 veces,	 se	 encuentra
determinado	e	influenciado	por	las	prácticas	y	comportamiento	común	del
mercado	 de	 productos	 o	 servicios	 en	 el	 cual	 el	 consumidor	 interactúa,	 ya
que	 en	 función	 de	 su	 experiencia	 previa	 es	 que	 el	 consumidor	 forma	 sus
expectativas”.	 (Indecopi,	 R.	 008-2015/SDC-Indecopi,	 jul.	 14/2014.	 Pres.
Silvia	Lorena	Hooker	Ortega)
DOCTRINA.—Campaña	publicitaria.	“La	sala	ha	establecido	como	criterio
de	 interpretación	 que	 se	 entiende	 por	 campaña	 publicitaria	 ‘(...)	 aquella
secuencia	 de	 anuncios	 publicitarios	 realizados	 en	 interés	 del	 mismo
anunciante,	 para	 promocionar	 un	 mismo	 bien	 o	 servicio,	 teniendo	 por
objeto	 un	 mismo	 mensaje	 que	 será	 recordado	 e	 interpretado	 por	 los
consumidores	(...)’.
Por	 consiguiente,	 para	 considerar	 un	 conjunto	 de	 anuncios	 como	 una
campaña	publicitaria,	éstos	deben	necesariamente	guardar	entre	sí	la	triple
identidad	de:	a)	anunciante,	b)	producto	y	c)	mensaje.
En	 los	 casos	 en	 que	 los	 anuncios	 constituyan	 una	 campaña	 publicitaria,
serán	 analizados	 en	 forma	 integrada.”	 (R.	 001-2001-LIN-CCD/Indecopi.
Lineamientos	sobre	competencia	desleal	y	publicidad	comercial,	pág.	52).
DOCTRINA.—Análisis	superficial.	 “El	 ‘examen	superficial’	 de	 un	 anuncio
publicitario	es	el	que	surge	de	manera	natural	a	los	ojos	de	un	consumidor
que	 observa	 un	 anuncio	 publicitario	 sin	 recurrir	 a	 interpretaciones
alambicadas,	 complejas	 o	 forzadas.	 El	 concepto	de	 ‘examen	 superficial’	 de
un	 anuncio	 no	 se	 refiere	 a	 un	 examen	 descuidado	 o	 irresponsable,	 sino	 a
que	el	consumidor	no	hace	un	análisis	exhaustivo,	profundo	o	especializado
los	(sic)	anuncios	que	se	difunden	en	el	mercado.
Conforme	a	este	postulado,	los	anuncios	van	a	ser	juzgados	de	acuerdo	a	su
contenido	 y	 al	 significado	 que	 el	 consumidor	 les	 atribuya	 según	 el
significado	 común	 y	 usual	 de	 las	 palabras,	 frases,	 oraciones	 e	 imágenes.
Debe	considerarse	además	que	el	consumidor	frente	al	anuncio	asume	una
actitud	prudente	antes	que	ingenua	y	juzga	las	expresiones	en	él	contenidas
como	testimonio	de	parte	de	quien	pretende	inducirlo	a	consumir	un	bien	o
servicio.”	 (R.	 001-2001-LIN-CCD/Indecopi.	 Lineamientos	 sobre
competencia	desleal	y	publicidad	comercial,	pág.	62).
ANUNCIOS	PUBLICITARIOS	NO	REQUIEREN	AUTORIZACIÓN	PREVIA
D.	Leg.	1044.
ART.	22.—Control	posterior.	La	publicidad	no	requiere	de	autorización	o
supervisión	 previa	 a	 su	 difusión	 por	 parte	 de	 autoridad	 alguna.	 La
supervisión	para	el	 cumplimiento	de	esta	 ley	se	efectúa	únicamente	sobre
publicidad	que	ha	sido	difundida	en	el	mercado.
DOCTRINA.—Aspectos	 que	 pueden	 evaluar	 las	municipalidades	 para
conceder	 una	 autorización	 para	 la	 colocación	 de	 anuncios
publicitarios.	 “3.	 ¿Qué	 aspectos	 deben	 evaluar	 las	 municipalidades	 para
conceder	la	autorización?
Únicamente	 si	 la	 ubicación	 del	 elemento	 que	 contiene	 el	 anuncio
publicitario	afecta	las	normas	técnicas	sobre	utilización	del	espacio	físico	y
uso	 del	 suelo	 dentro	 de	 su	 circunscripción.	 Dicha	 evaluación	 debe	 ser
efectuada	 de	 manera	 integral;	 sobre	 todo	 el	 elemento	 que	 contiene	 el
anuncio,	incluyendo	cada	lado,	frente	o	cara	del	mismo.
Las	 municipalidades	 no	 están	 facultadas	 para	 evaluar	 el	 contenido	 del
anuncio	 publicitario.”	 (R.	 0148-2008/CEB-Indecopi.	 Lineamientos	 de	 la
Comisión	 de	 Eliminación	 de	 Barreras	 Burocráticas	 sobre	 colocación	 de
anuncios	publicitarios).
NOTA:	Los	lineamientos	antes	indicados	fueron	publicados	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	13	de
setiembre	de	2008.
RESPONSABLE	POR	ANUNCIO	QUE	AFECTE	LA	LEAL	COMPETENCIA
D.	Leg.	1044.
ART.	23.—Asignación	de	responsabilidad.
23.1.	 La	 responsabilidad	 administrativa	 que	 se	 deriva	 de	 la	 comisión	 de
actos	 de	 competencia	 desleal	 a	 través	 de	 la	 publicidad	 corresponde,	 en
todos	los	casos,	al	anunciante.
23.2.	 Es	 también	 responsable	 administrativamente,	 en	 cuanto	 le
corresponde	y	de	manera	individual,	el	medio	de	comunicación	social,	por	la
comisión	de	actos	de	competencia	desleal	que	infringen	normas	de	difusión
que	 regulan,	 condicionan	 o	 prohíben	 la	 comunicación	 de	 determinados
contenidos	 o	 la	 publicidad	 de	 determinados	 tipos	 de	 productos.	 Esta
responsabilidad	 es	 independiente	 de	 aquélla	 que	 corresponde	 al
anunciante.
23.3.	 Adicionalmente,	 corresponde	 responsabilidad	 administrativa	 a	 la
agencia	de	publicidad	cuando	 la	comisión	de	actos	de	competencia	desleal
se	 genere	 por	 un	 contenido	 publicitario	 distinto	 de	 las	 características
propias	 del	 bien	 o	 servicio	 anunciado.	 Esta	 responsabilidad	 es
independiente	de	aquélla	que	corresponde	al	anunciante.
TÍTULO	IV
AUTORIDADES	DE	FISCALIZACIÓN	DE	LA
COMPETENCIA	DESLEAL
ENTIDAD	COMPETENTE
D.	Leg.	1044.
ART.	24.—Las	autoridades.
24.1.	 En	 primera	 instancia	 administrativa	 la	 autoridad	 es	 la	 comisión,
entendiendo	 por	 ésta	 a	 la	 Comisión	 de	 Fiscalización	 de	 la	 Competencia
Desleal	y	a	las	comisiones	de	las	oficinas	regionales	del	Indecopi	en	las	que
se	desconcentren	las	funciones	de	aquélla,	según	la	competencia	territorial
que	 sea	 determinada.	 Las	 comisiones	 de	 las	 oficinas	 regionales	 serán
competentes	únicamente	respecto	de	actos	que	se	originen	y	tengan	efectos,
reales	o	potenciales,	exclusivamente	dentro	de	su	respectiva	circunscripción
de	competencia	territorial.
24.2.	 En	 segunda	 instancia	 administrativa	 la	 autoridad	 es	 el	 tribunal,
entendiendo	 por	 éste	 al	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi.
24.3.	 Cualquier	 otra	 autoridad	 del	 Estado	 queda	 impedida	 de	 realizar
supervisión	o	aplicar	sanciones	en	materia	publicitaria.
D.	Leg.	1044.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Exclusividad	 de
competencia	administrativa	y	alcance	de	 las	excepciones.	Los	órganos
competentes	 para	 la	 aplicación	 de	 esta	 ley	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
Título	 IV	 tienen	 competencia	 exclusiva	 a	 nivel	 nacional	 para	 la
determinación	y	sanción	de	actos	de	competencia	desleal.
La	 competencia	 administrativa	 para	 la	 aplicación	 de	 esta	 ley	 podrá	 ser
asumida	por	órgano	administrativo	distinto	únicamente	cuando	una	norma
expresa	con	rango	legal	lo	disponga.
La	 aplicación	 de	 la	 presente	 ley	 al	 mercado	 de	 los	 servicios	 públicos	 de
telecomunicaciones	estará	a	cargo	del	Organismo	Supervisor	de	la	Inversión
Privada	en	Telecomunicaciones	 -	Osiptel	 de	 conformidad	 con	 lo	dispuesto
en	 la	 Ley	N°	27336	 -	 Ley	de	Desarrollo	de	 las	 Funciones	 y	 Facultades	del
Osiptel.	 En	 tal	 sentido,	 las	 instancias	 competentes,	 las	 facultades	 de	 las
mismas	y	los	procedimientos	que	rigen	su	actuación	serán	los	establecidos
en	su	marco	normativo.
Cuando	el	acto	de	competencia	desleal	que	se	determina	y	sanciona	es	uno
que	 se	 ha	 desarrollado	mediante	 la	 actividad	 publicitaria,	 la	 competencia
administrativa	únicamente	corresponde	a	los	órganos	competentes	para	la
aplicación	de	esta	ley,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	Título	IV,	sin	excepción
alguna.
D.	Leg.	1044.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Actos	 de	 competencia
desleal	 vinculados	 a	 la	 afectación	 de	 derechos	 de	 propiedad
intelectual.	La	competencia	administrativa	para	la	aplicación	de	esta	ley	en
la	determinación	y	sanción	de	actos	de	competencia	desleal	en	la	modalidad
de	actos	de	confusión	y	actos	de	explotación	indebida	de	la	reputación	ajena
que	 se	 encuentren	 vinculados	 a	 la	 afectación	 de	 derechos	 de	 propiedad
intelectual	 se	 encuentra	 asignada	 a	 la	 Comisión	 de	 Propiedad	 Intelectual
correspondiente,	 conforme	 lo	 indique	 la	 legislación	 especial	 en	 dicha
materia,	y	únicamente	si	la	denuncia	de	parte	fuera	presentada	por	el	titular
del	derecho	o	por	quien	éste	hubiera	facultado	para	ello.
D.	Leg.	1044.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Normas	 supranacionales.
Las	 normas	 comunitarias	 o	 supranacionales	 que	 tipifican	 actos	 de
competencia	 desleal	 serán	 aplicadas	 por	 los	 órganos	 competentes	 que
indica	la	presente	ley,	siempre	que	no	exista	conflicto	con	la	distribución	de
competencias	 que	 estas	 normas	 puedan	 determinar.	 La	 interpretación	 de
dichas	normas	comunitarias	o	supranacionales	reconocerá	la	preeminencia
que	les	corresponda.
COMPETENCIA	Y	ATRIBUCIONES	DE	LA	COMISIÓN
D.	Leg.	1044.
ART.	25.—La	comisión.
25.1.	 La	 comisión	 es	 el	 órgano	 con	 autonomía	 técnica	 y	 funcional
encargado	de	 la	aplicación	de	 la	presente	 ley	con	competencia	exclusiva	a
nivel	nacional,	salvo	que	dicha	competencia	haya	sido	asignada	o	se	asigne
por	norma	expresa	con	rango	legal	a	otro	organismo	público.
25.2.	Son	atribuciones	de	la	comisión:
a)	 Ordenar	 a	 la	 secretaría	 técnica	 el	 inicio	 de	 un	 procedimiento
sancionador	de	investigación	y	sanción	de	actos	de	competencia	desleal;
b)	Declarar	 la	 existencia	de	un	acto	de	 competencia	desleal	 e	 imponer	 la
sanción	correspondiente;
c)	Decidir	la	continuación	de	oficio	del	procedimiento,	en	caso	de	acuerdo
conciliatorio	 entre	 las	 partes,	 si	 del	 análisis	 de	 los	 hechos	denunciados	 se
advierte	la	posible	afectación	del	interés	público;
d)	Dictar	medidas	cautelares;
e)	Dictar	medidas	correctivas	sobre	actos	de	competencia	desleal;
f)	 Expedir	 lineamientos	 que	 orienten	 a	 los	 agentes	 del	mercado	 sobre	 la
correcta	interpretación	de	las	normas	de	la	presente	ley;
g)	 En	 sus	 procedimientos,	 emitir	 opinión,	 exhortar	 o	 recomendar	 a	 las
autoridades	 legislativas,	 políticas	 o	 administrativas	 sobre	 la
implementación	de	medidas	que	aseguren	la	leal	competencia;	y,
h)	Las	demás	que	le	asignen	las	disposiciones	legales	vigentes.
ATRIBUCIONES	Y	FACULTADES	DE	LA	SECRETARÍA	TÉCNICA
D.	Leg.	1044.
ART.	26.—La	Secretaría	Técnica.
26.1.	 La	 Secretaría	 Técnica	 de	 la	 comisión	 es	 el	 órgano	 con	 autonomía
técnica	que	realiza	la	labor	de	instructor	del	procedimiento	de	investigación
y	sanción	de	actos	de	competencia	desleal.	Emite	opinión	sobre	la	existencia
o	no	de	un	acto	infractor	objeto	de	procedimiento	siempre	que	la	comisión
lo	 requiera	 por	 considerarlo	 necesario	 para	 resolver	 sobre	 el	 fondo	 del
asunto.
26.2.	Son	atribuciones	de	la	Secretaría	Técnica:
a)	Efectuar	investigaciones	preliminares;
b)	Iniciar	de	oficio	el	procedimiento	de	investigación	y	sanción	de	actos	de
competencia	desleal;
c)	Tratándose	de	una	denuncia	de	parte,	decidir	la	admisión	a	trámite	del
procedimiento	de	investigación	y	sanción	de	actos	de	competencia	desleal,
pudiendo	 declarar	 inadmisible	 o	 improcedente	 la	 denuncia,	 según
corresponda;
d)	 Instruir	 el	 procedimiento	 sancionador,	 realizando	 investigaciones	 y
actuando	 medios	 probatorios,	 ejerciendo	 para	 tal	 efecto	 las	 facultades	 y
competencias	que	las	leyes	han	atribuido	a	las	comisiones	del	Indecopi;
e)	 Excepcionalmente	 y	 con	 previo	 acuerdo	 de	 la	 comisión,	 podrá
inmovilizar	por	un	plazo	no	mayor	de	diez	 (10)	días	hábiles	prorrogables
por	otro	igual,	libros,	archivos,	documentos,	correspondencia	y	registros	en
general	de	 la	persona	natural	o	 jurídica	 investigada,	 tomando	copia	de	 los
mismos.	 En	 iguales	 circunstancias,	 podrá	 retirarlos	 del	 local	 en	 que	 se
encuentren,	hasta	por	quince	(15)	días	hábiles,	requiriéndose	de	una	orden
judicial	para	proceder	al	retiro.	La	solicitud	de	retiro	deberá	ser	motivada	y
será	resuelta	en	el	término	de	veinticuatro	(24)	horas	por	un	juez	penal,	sin
correr	traslado	a	la	otra	parte;
f)	Realizar	estudios	y	publicar	informes;
g)	Elaborar	propuestas	de	lineamientos;
h)	Canalizar	el	apoyo	administrativo	que	requiera	la	comisión;
i)	 Realizar	 actividades	 de	 capacitación	 y	 difusión	 de	 la	 aplicación	 de	 las
disposiciones	que	contiene	la	presente	ley;	y,
j)	Otras	que	le	asignen	las	disposiciones	legales	vigentes.
26.3.	 Para	 el	 desarrollo	 de	 sus	 investigaciones,	 la	 Secretaría	 Técnica	 se
encuentra	facultada	para:
a)	 Exigir	 a	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas,	 sociedades	 irregulares	 y
patrimonios	 autónomos,	 la	 exhibición	 de	 todo	 tipo	 de	 documentos,
incluyendo	los	 libros	contables	y	societarios,	 los	comprobantes	de	pago,	 la
correspondencia	interna	o	externa	y	los	registros	magnéticos	incluyendo,	en
este	 caso,	 los	 programas	 que	 fueran	 necesarios	 para	 su	 lectura;	 así	 como
solicitar	información	referida	a	la	organización,	los	negocios,	el	accionariado
y	la	estructura	de	propiedad	de	las	empresas.
b)	 Citar	 e	 interrogar,	 a	 través	 de	 los	 funcionarios	 que	 se	 designe	 para	 el
efecto,	 a	 las	 personas	 materia	 de	 investigación	 o	 a	 sus	 representantes,
empleados,	 funcionarios,	 asesores	 y	 a	 terceros,	 utilizando	 los	 medios
técnicos	 que	 considere	 necesarios	 para	 generar	 un	 registro	 completo	 y
fidedigno	 de	 sus	 declaraciones,	 pudiendo	 para	 ello	 utilizar	 grabaciones
magnetofónicas,	 en	 vídeo,	 disco	 compacto	 o	 cualquier	 otro	 tipo	 de
instrumento	electrónico.
c)	Realizar	inspecciones,	con	o	sin	previa	notificación,	en	los	locales	de	las
personas	 naturales	 o	 jurídicas,	 sociedades	 irregulares	 y	 patrimonios
autónomos	 y	 examinar	 los	 libros,	 registros,	 documentación	 y	 bienes,
pudiendo	 comprobar	 el	 desarrollo	 de	 procesos	 productivos	 y	 tomar	 la
declaración	 de	 las	 personas	 que	 en	 ellos	 se	 encuentren.	 En	 el	 acto	 de	 la
inspección	 podrá	 tomarse	 copia	 de	 los	 archivos	 físicos,	 magnéticos	 o
electrónicos,	así	como	de	cualquier	documento	que	se	estime	pertinente	o
tomar	las	fotografías	o	filmaciones	que	se	estimen	necesarias.	Para	ingresar
podrá	solicitarse	el	apoyo	de	la	fuerza	pública.
La	 Secretaría	 Técnica	 deberá	 obtener	 autorización	 judicial	 previa	 para
proceder	al	descerraje	en	caso	hubiera	negativa	a	la	entrada	en	los	locales	o
estos	 estuvieran	 cerrados,	 así	 como	 para	 copiar	 correspondencia	 privada
que	pudiera	estar	contenida	en	archivos	físicos	o	electrónicos,	conforme	al
proceso	especial	que	a	continuación	se	detalla:
i)	 La	 Secretaría	 Técnica	 solicitará	 al	 juez	 penal	 de	 turno	 una	 cita	 para
obtener	 una	 autorización	 especial	 de	 descerraje	 y/o	 copia	 de
correspondencia	privada,	sin	mencionar	el	nombre	de	la	persona	natural	o
jurídica,	 sociedad	 irregular	 o	 patrimonio	 autónomo	 que	 será	 materia	 de
inspección	sin	previo	aviso.
ii)	Recibida	la	solicitud,	el	 juez	programará,	en	un	plazo	no	mayor	de	tres
(3)	 días	 hábiles,	 y	 bajo	 responsabilidad,	 una	 reunión	 con	 la	 Secretaría
Técnica,	en	la	que	podrá	estar	presente	un	fiscal.
iii)	En	el	despacho	del	juez,	y	en	la	hora	programada,	el	secretario	técnico
explicará	 al	 juez	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 también	 al	 fiscal,	 las	 razones	 de	 su
solicitud	 de	 autorización	 especial	 de	 descerraje	 y/o	 copia	 de
correspondencia	 privada,	 presentando	 la	 información	 o	 exhibiendo	 los
documentos	 que	 evidencian	 la	 existencia	 de	 indicios	 razonables	 de	 la
comisión	 de	 una	 infracción	 administrativa	 por	 parte	 de	 la	 persona	 o
empresa	que	será	materia	de	inspección,	la	que	será	identificada	en	el	acto
así	como	el	lugar	donde	se	realizará	la	inspección.
En	 dicha	 reunión,	 si	 el	 juez	 estima	 que	 la	 solicitud	 resulta	 justificada,	 la
declarará	 procedente,	 emitiendo	 en	 el	 acto	 la	 resolución	 correspondiente,
levantándose	un	acta	suscrita	por	todos	los	presentes.
iv)	 En	 la	 resolución	 mencionada	 en	 el	 párrafo	 anterior	 se	 señalará	 el
nombre,	 denominación	 o	 razón	 social	 de	 la	 persona	 o	 empresa	 que	 será
inspeccionada	 por	 la	 Secretaría	 Técnica	 así	 como	 el	 lugar	 donde	 se
encuentra	ubicado	el	local	o	locales	materia	de	inspección,	y	se	motivará	y
especificará	 los	 alcances	 de	 la	 autorización	 correspondiente,	 la	 que	 podrá
comprender,	 entre	 otros,	 la	 revisión	 y	 copia	 de	 los	 correos	 electrónicos
recibidos	o	remitidos	por	 los	directivos,	administradores	o	representantes
de	la	persona	o	empresa	materia	de	investigación.
v)	 En	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 tres	 (3)	 días	 hábiles	 de	 culminada	 la	 visita
inspectiva,	 la	Secretaría	Técnica	elaborará	un	informe	dando	cuenta	de	los
pormenores	de	la	diligencia,	la	que	será	remitida	al	juez	y,	de	ser	el	caso,	al
fiscal	que	estuvo	en	la	reunión.
vi)	Tanto	el	juez	como	el	fiscal	antes	mencionados	deberán	guardar	reserva
absoluta	del	presente	proceso	especial,	bajo	responsabilidad,	desde	el	inicio
de	 la	 reunión	 en	 la	 que	 se	 evalúe	 la	 solicitud	 de	 autorización	 especial	 de
descerraje	 y/o	 copia	 de	 correspondencia	 privada	 presentada	 por	 la
Secretaría	Técnica	hasta	el	momento	en	que	reciban	de	ésta	el	informe	a	que
se	refiere	el	párrafo	anterior.
vii)	En	caso	de	negativa,	la	Secretaría	Técnica	se	encuentra	habilitada	para
formular	una	segunda	solicitud	de	autorización	especial	de	descerraje	y/o
copia	de	correspondencia	privada.
ATRIBUCIONES	Y	FACULTADES	DEL	TRIBUNAL
D.	Leg.	1044.
ART.	27.—El	tribunal.
27.1	 El	 tribunal	 es	 el	 órgano	 encargado	 de	 revisar	 en	 segunda	 y	 última
instancia	 los	 actos	 impugnables	 emitidos	 por	 la	 comisión	 o	 la	 Secretaría
Técnica.
27.2	El	tribunal,	a	través	de	su	Secretaría	Técnica,	está	facultado	para,	de
oficio,	actuar	medios	probatorios	que	permitan	esclarecer	los	hechos
imputados	a	título	de	infracción.
TÍTULO	V
PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	SANCIONADOR
CAPÍTULO	I
POSTULACIÓN
INICIO	DEL	PROCEDIMIENTO	-	TITULAR	DE	LA	ACCIÓN
D.	Leg.	1044.
ART.	28.—Formas	de	iniciación	del	procedimiento.
28.1.	El	procedimiento	sancionador	de	investigación	y	sanción	de	actos	de
competencia	 desleal	 se	 inicia	 siempre	 de	 oficio	 por	 iniciativa	 de	 la
Secretaría	Técnica.
28.2.	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Segunda	Disposición	Complementaria
Modificatoria.	 En	 el	 procedimiento	 sancionador	 promovido	 por	 una
denuncia	de	parte,	 el	 denunciante	 es	un	 colaborador	en	el	procedimiento,
conservando	la	secretaría	técnica	la	titularidad	de	la	acción	de	oficio.	Quien
presente	 una	 denuncia	 de	 parte	 no	 requerirá	 acreditar	 la	 condición	 de
competidor	 o	 consumidor	 vinculado	 al	 denunciado,	 bastando	 únicamente
que	se	repute	afectado	efectiva	o	potencialmente	por	el	acto	de	competencia
desleal	que	denuncia.
28.3.	 El	 procedimiento	 sancionador	 podrá	 ser	 iniciado	 cuando	 el	 acto
denunciado	se	está	ejecutando,	cuando	exista	amenaza	de	que	se	produzca
e,	inclusive,	cuando	ya	hubiera	cesado	sus	efectos.
DOCTRINA.—Aplicación	 de	 la	 ley.	 “La	 aplicación	 de	 la	 ley	 no	 está
condicionada	 a	 la	 existencia	 de	 una	 ‘relación	 de	 competencia’	 entre	 el
denunciante	 y	 el	 presunto	 autor	 del	 acto	 de	 competencia	 desleal
denunciado.	El	artículo	20	señala	que	cualquiera	que	sea	afectado	o	pudiese
verse	afectado	por	un	acto	de	competencia	desleal	podrá	iniciar	acción	legal
contra	quien	lo	haya	realizado	u	ordenado.
Se	 encuentran	 legitimados	 para	 ello,	 no	 sólo	 los	 competidores	 que	 se
consideren	 afectados	 por	 un	 presunto	 acto	 desleal	 cometido	 por	 su
competidor,	 sino	 también	 los	 consumidores,	 otras	 empresas,	 las
asociaciones	 de	 derecho	 privado,	 los	 organismos	 públicos,	 organismos	 no
gubernamentales,	 asociaciones	 civiles	 sin	 fines	 de	 lucro,	 asociaciones	 de
consumidores,	 gremios	 empresariales,	 entre	 otros.	 El	 denunciado	 por	 su
parte	deberá	ser	una	persona	que	realice	actividades	económicas,	es	decir,
que	actúe	en	el	mercado,	 tales	 como	 las	personas	naturales	o	 jurídicas	de
derecho	público	o	privado,	las	asociaciones	sin	fines	de	lucro,	las	sociedades
de	 hecho,	 los	 gremios,	 entre	 otros.”	 (R.	 001-2001-LIN-CCD/Indecopi.
Lineamientos	sobre	competencia	desleal	y	publicidad	comercial,	pág.	21).
PROCEDIMIENTO	INDEPENDIENTE	AL	DE	PROTECCIÓN	AL	CONSUMIDOR
D.	Leg.	1044.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Derechos	 de	 los
consumidores.	 Los	 actos	 de	 competencia	 desleal	 prohibidos	 por	 esta	 ley
son	sancionados	independientemente	de	la	afectación	directa	que	pudieran
producir	en	perjuicio	de	los	derechos	de	los	consumidores.	En	caso	existan
consumidores	 afectados	 como	 consecuencia	 de	 un	 acto	 de	 competencia
desleal,	corresponderá	a	la	autoridad	competente	en	materia	de	protección
al	consumidor,	aplicar	las	disposiciones	que	tutelan	tales	derechos	según	la
ley	de	la	materia.
DENUNCIA	DE	PARTE
D.	Leg.	1044.
ART.	29.—Requisitos	de	la	denuncia	de	parte.	La	denuncia	de	parte	que
imputa	la	realización	de	actos	de	competencia	desleal,	deberá	contener:
a)	Nombre,	denominación	o	razón	social	del	denunciante,	su	domicilio	y	los
poderes	correspondientes,	de	ser	el	caso;
b)	 Indicios	 razonables	 de	 la	 presunta	 existencia	 de	 uno	 o	 más	 actos	 de
competencia	desleal;
c)	Identificación	de	los	presuntos	responsables,	siempre	que	sea	posible;	y,
d)	 El	 comprobante	 de	 pago	 de	 la	 tasa	 por	 derecho	 de	 tramitación	 del
procedimiento	sancionador.
D.	Leg.	1044.
ART.	30.—Actuaciones	previas	 a	 la	 admisión	 a	 trámite	 por	 denuncia
de	parte.	Presentada	la	denuncia	de	parte	y	con	anterioridad	a	la	resolución
de	 inicio	 del	 procedimiento	 de	 identificación	 y	 sanción	 de	 actos	 de
competencia	 desleal,	 la	 Secretaría	 Técnica	 podrá	 realizar	 actuaciones
previas	con	el	fin	de	reunir	información	y/o	identificar	indicios	razonables
de	la	existencia	de	actos	de	competencia	desleal.	Estas	actuaciones	previas
se	desarrollarán	en	un	plazo	no	mayor	de	treinta	(30)	días	hábiles,	contados
desde	la	presentación	de	la	denuncia.
D.	Leg.	1044.
ART.	31.—Resolución	de	inicio	del	procedimiento.
31.1.	La	Secretaría	Técnica	se	pronunciará	sobre	la	admisión	a	trámite	de
una	denuncia	de	parte	luego	de	verificar	el	cumplimiento	de	los	requisitos
formales	 exigidos	 en	 el	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 –
TUPA	 del	 Indecopi–,	 la	 competencia	 de	 la	 comisión	 y	 la	 existencia	 de
indicios	razonables	de	infracción	a	la	presente	ley.
31.2.	La	resolución	de	imputación	de	cargos	o	de	inicio	del	procedimiento
deberá	contener:
a)	 La	 identificación	 de	 la	 persona	 o	 personas	 a	 las	 que	 se	 imputa	 la
presunta	infracción;
b)	Una	 sucinta	 exposición	 de	 los	 hechos	 que	motivan	 la	 instauración	 del
procedimiento,	la	calificación	jurídica	de	la	posible	infracción	y,	en	su	caso,
las	sanciones	que	pudieran	corresponder;
c)	 La	 identificación	 del	 órgano	 competente	 para	 la	 resolución	 del	 caso,
indicando	la	norma	que	le	atribuya	dicha	competencia;	y,
d)	 La	 indicación	 del	 derecho	 a	 formular	 descargos	 y	 el	 plazo	 para	 su
ejercicio.
31.3.	La	resolución	de	inicio	del	procedimiento	se	informará	a	la	comisión
en	un	plazo	no	mayor	de	 cinco	 (5)	días	hábiles	y,	 en	este	mismo	plazo	 se
notificará	a	los	agentes	económicos	denunciados	y	a	quienes	presentaron	la
denuncia	 de	 parte,	 que	 se	 consideran	 apersonados	 al	 procedimiento	 por
dicha	presentación,	de	ser	el	caso.
31.4.	La	resolución	que	declare	inadmisible	o	improcedente	la	denuncia	es
impugnable	ante	el	tribunal	en	el	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles.
CONTESTACIÓN	DE	CARGOS
D.	Leg.	1044.
ART.	32.—Plazo	para	la	presentación	de	descargos.	El	 imputado	podrá
defenderse	 sobre	 los	 cargos	 imputados	 por	 la	 resolución	 de	 inicio	 del
procedimiento	en	un	plazo	máximo	de	diez	(10)	días	hábiles,	presentando
los	argumentos	y	consideraciones	que	estime	convenientes	y	ofreciendo	las
pruebas	 correspondientes.	 Este	 plazo	 podrá	 ser	 prorrogado	 por	 el
secretario	 técnico	por	una	sola	vez	y	por	un	 término	máximo	de	cinco	(5)
días	hábiles,	únicamente	si	se	verifica	la	necesidad	de	dicha	prórroga.
CAPÍTULO	II
MEDIDAS	CAUTELARES
D.	Leg.	1044.
ART.	33.—Medidas	cautelares.
33.1.	En	cualquier	etapa	del	procedimiento,	la	comisión	podrá,	de	oficio	o	a
pedido	de	quien	haya	presentado	una	denuncia	de	parte	o	de	terceros	con
interés	legítimo	que	también	se	hayan	apersonado	al	procedimiento,	dictar
una	 medida	 cautelar	 destinada	 a	 asegurar	 la	 eficacia	 de	 la	 decisión
definitiva,	 lo	 cual	 incluye	 asegurar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 medidas
correctivas	y	el	cobro	de	las	sanciones	que	se	pudieran	imponer.	Tratándose
de	 este	 último	 supuesto,	 una	 vez	 declarada	 la	 infracción	 mediante
resolución	 firme,	 la	 medida	 cautelar	 relativa	 al	 cobro	 de	 la	 sanción	 se
mantendrá	bajo	responsabilidad	del	ejecutor	coactivo.
33.2.	 La	 comisión	 podrá	 adoptar	 la	 medida	 cautelar,	 innovativa	 o	 no
innovativa,	 genérica	 o	 específica,	 que	 considere	 pertinente,	 en	 especial	 la
orden	de	cesación	de	un	acto	o	la	prohibición	del	mismo	si	todavía	no	se	ha
puesto	en	práctica,	la	imposición	de	condiciones,	el	comiso,	el	depósito	o	la
inmovilización	de	 los	productos,	 etiquetas,	 envases	y	material	publicitario
materia	 de	 denuncia,	 la	 adopción	 de	 las	medidas	 necesarias	 para	 que	 las
autoridades	aduaneras	impidan	el	ingreso	al	país	de	los	productos	materia
de	 denuncia,	 las	 que	 deberán	 ser	 coordinadas	 con	 las	 autoridades
competentes	 de	 acuerdo	 a	 la	 legislación	 vigente,	 el	 cierre	 temporal	 del
establecimiento	del	denunciado,	la	adopción	de	comportamientos	positivos
y	 cualesquiera	 otras	 que	 contribuyan	 a	 preservar	 la	 leal	 competencia
afectada	 y	 evitar	 el	 daño	 que	 pudieran	 causar	 los	 actos	 materia	 del
procedimiento.
33.3.	 Las	 medidas	 cautelares	 deberán	 ajustarse	 a	 la	 intensidad,
proporcionalidad	y	necesidades	del	daño	que	se	pretenda	evitar.
33.4.	En	caso	de	urgencia,	por	la	necesidad	de	los	hechos,	el	presidente	de
la	 comisión	 podrá	 dictar	 una	medida	 cautelar	 destinada	 a	 evitar	 un	 daño
irreparable,	 con	 cargo	 a	 informar	 a	 la	 comisión,	 en	 la	 siguiente	 sesión	 de
ésta,	para	que	decida	ratificar	la	medida	impuesta.
33.5.	Tratándose	de	solicitudes	de	quien	haya	presentado	una	denuncia	de
parte	o	de	terceros	con	interés	legítimo	que	también	se	hayan	apersonado	al
procedimiento,	la	comisión	podrá	concederlas	o	denegarlas	en	un	plazo	no
mayor	 de	 quince	 (15)	 días	 hábiles.	 No	 son	 exigibles,	 a	 quien	 presente	 la
solicitud,	medidas	de	aseguramiento	civil	como	la	contracautela	o	similares.
La	comisión	podrá	conceder	medidas	cautelares	distintas	a	 las	 solicitadas,
siempre	 que	 considere	 que	 se	 ajusten	 de	 mejor	 manera	 a	 la	 intensidad,
proporcionalidad	y	necesidad	del	daño	que	se	pretende	evitar.
33.6.	En	cualquier	momento	del	procedimiento,	de	oficio	o	a	 instancia	de
parte,	 se	 podrá	 acordar	 la	 suspensión,	 modificación	 o	 revocación	 de	 las
medidas	cautelares.
33.7.	Las	resoluciones	que	imponen	medidas	cautelares	son	apelables	ante
el	 tribunal	 en	 el	 plazo	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles.	 La	 apelación	 de	medidas
cautelares	 se	 concederá	 sin	 efecto	 suspensivo,	 tramitándose	 en	 cuaderno
separado,	y	sin	perjuicio	de	 lo	establecido	en	el	artículo	216	de	 la	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General.	El	 tribunal	se	pronunciará	sobre	 la
apelación	en	un	plazo	no	mayor	de	diez	(10)	días	hábiles.
33.8.	El	tribunal	tiene	las	mismas	facultades	atribuidas	a	la	comisión	para
el	dictado	de	medidas	cautelares.
D.	Leg.	1044.
ART.	 34.—Requisitos	 para	 el	 dictado	 de	 medidas	 cautelares.	 Para	 el
otorgamiento	 de	 una	 medida	 cautelar,	 la	 comisión	 deberá	 verificar	 la
existencia	 concurrente	 de:	 i)	 verosimilitud	 en	 la	 existencia	 de	 un	 acto	 de
competencia	desleal;	y,	ii)	peligro	en	la	demora	del	pronunciamiento	final.
CAPÍTULO	III
INSTRUCCIÓN
PLAZO	PARA	OFRECER	PRUEBAS
D.	Leg.	1044.
ART.	 35.—Período	 de	 prueba.	 El	 período	 de	 prueba	 no	 será	 menor	 de
treinta	 (30)	 días	 hábiles	 y	 no	 podrá	 exceder	 de	 cien	 días	 (100)	 hábiles
contados	a	partir	del	vencimiento	del	plazo	para	la	contestación.	Los	gastos
de	actuación	de	las	pruebas	son	de	cargo	de	las	partes	que	las	ofrecen	y	no
tienen	naturaleza	tributaria.
TIPOS	DE	MEDIOS	PROBATORIOS
D.	Leg.	1044.
ART.	36.—Medios	de	prueba.
36.1.	 Las	 partes	 podrán	 ofrecer,	 entre	 otros,	 los	 siguientes	 medios
probatorios:
a)	Documentos;
b)	Inspecciones;	y,
c)	Pericias.
36.2.	Procederá	la	actuación	de	pruebas	distintas	a	 las	mencionadas	en	el
numeral	anterior,	tales	como	testimoniales	o	interrogatorios,	si	a	criterio	de
la	comisión	éstas	revisten	especial	necesidad	para	la	resolución	del	caso.
36.3.	En	caso	 fuera	necesario	realizar	una	 inspección,	ésta	será	efectuada
por	 el	 secretario	 técnico	 o	 por	 la	 persona	 designada	 por	 éste	 para	 dicho
efecto.	Siempre	que	se	realice	una	inspección	deberá	levantarse	un	acta	que
será	firmada	por	quien	se	encuentre	a	cargo	de	la	misma,	así	como	por	los
interesados	 que	 ejercen	 su	 representación	 por	 quienes	 se	 encuentren	 a
cargo	del	almacén,	oficina	o	establecimiento	correspondiente.
36.4.	Tanto	para	la	actuación	de	las	pruebas	como	para	la	realización	de	las
diligencias,	 incluidas	 las	 inspecciones,	 testimoniales	 e	 interrogatorios,	 el
secretario	 técnico	 o	 la	 persona	 designada	 por	 éste	 podrá	 requerir	 la
intervención	inmediata	de	la	Policía	Nacional,	sin	necesidad	de	notificación
previa,	a	fin	de	garantizar	el	cumplimiento	de	sus	funciones.
36.5.	Los	medios	probatorios	deberán	ser	costeados	por	quien	los	ofrezca.
Los	 costos	 de	 aquellos	 que	 sean	 ordenados	 por	 la	 autoridad	 podrán	 ser
distribuidos	 entre	 el	 imputado	 y	 quien	 haya	 presentado	 la	 denuncia	 de
parte,	de	ser	el	caso.
36.6.	 Los	 hechos	 constatados	 por	 el	 secretario	 técnico,	 la	 persona
designada	por	éste	o	por	funcionarios	a	los	que	se	reconoce	la	condición	de
autoridad	 y	 que	 se	 formalicen	 en	 documento	 público,	 observando	 los
requisitos	legales	pertinentes,	tendrán	valor	probatorio	pleno,	sin	perjuicio
de	 las	 pruebas	 que,	 en	 defensa	 de	 sus	 derechos	 o	 intereses,	 pudieran
aportar	los	administrados.
PRUEBAS	IMPROCEDENTES
D.	Leg.	1044.
ART.	 37.—Improcedencia	 de	 medios	 probatorios.	 La	 comisión	 podrá
rechazar	 los	medios	probatorios	propuestos	por	el	 imputado,	por	quienes
hayan	presentado	la	denuncia	de	parte	o	por	terceros	con	interés	 legítimo
que	 también	 se	 hayan	 apersonado	 al	 procedimiento,	 cuando	 sean
manifiestamente	 impertinentes	 o	 innecesarios,	 mediante	 resolución
motivada.
PRUEBAS	DE	OFICIO
D.	Leg.	1044.
ART.	38.—Actuaciones	de	instrucción.
38.1.	La	Secretaría	Técnica	 está	 facultada,	 en	 razón	de	 su	 competencia,	 a
realizar	de	oficio	cuantas	actuaciones	probatorias	resulten	necesarias	para
el	examen	de	los	hechos,	recabando	los	documentos,	información	u	objetos
que	 sean	 relevantes	 para	 determinar,	 en	 su	 caso,	 la	 existencia	 o	 no	 de	 la
infracción	administrativa	que	se	imputa.
38.2.	Si,	como	consecuencia	de	la	instrucción	del	procedimiento,	resultase
modificada	la	determinación	inicial	de	los	hechos,	de	su	posible	calificación
o	 de	 las	 sanciones	 a	 imponer,	 la	 Secretaría	 Técnica	 emitirá	 una	 nueva
resolución	 de	 imputación	 que	 sustituirá	 como	 pliego	 de	 cargos	 a	 la
resolución	de	 inicio	del	procedimiento,	 informando	de	ello	a	 la	comisión	y
notificando	 a	 las	 personas	 imputadas,	 así	 como	 a	 las	 personas	 que	 hayan
presentado	 la	denuncia	de	parte,	 si	 fuera	el	caso.	En	caso	de	emitirse	esta
nueva	resolución,	se	inicia	un	nuevo	cómputo	de	plazos	para	la	formulación
de	los	descargos	y	un	nuevo	cómputo	del	plazo	legal	que	corresponde	a	 la
tramitación	del	procedimiento.
38.3.	Antes	de	finalizar	el	período	de	prueba,	cuando	la	Secretaría	Técnica
considere	que	en	el	procedimiento	se	han	actuado	los	medios	probatorios	y
sucedáneos	 suficientes	 para	 la	 resolución	 del	 caso	 informará	 a	 las	 partes
que	concluyó	su	actuación	instructiva	y	que	el	procedimiento	se	encuentra
en	conocimiento	de	la	comisión	para	que	pueda	resolver	sobre	el	fondo	del
asunto.
CAPÍTULO	IV
INFORMACIÓN	PÚBLICA	Y	CONFIDENCIAL
D.	Leg.	1044.
ART.	 39.—Acceso	 al	 expediente.	 En	 cualquier	 momento	 del
procedimiento,	 y	 hasta	 que	 éste	 concluya	 en	 sede	 administrativa,
únicamente	 la	 parte	 imputada,	 quien	 haya	 presentado	 una	 denuncia	 de
parte	o	 terceros	con	 interés	 legítimo	que	 también	se	hayan	apersonado	al
procedimiento,	 tienen	 derecho	 a	 conocer	 el	 estado	 de	 tramitación	 del
expediente,	acceder	a	éste	y	obtener	copias	de	los	actuados,	siempre	que	la
comisión	 no	 hubiere	 aprobado	 su	 reserva	 por	 constituir	 información
confidencial.
D.	Leg.	1044.
ART.	40.—Información	confidencial.
40.1.	A	solicitud	de	parte	o	tercero	con	interés	legítimo,	 incluyendo	a	una
entidad	pública,	la	comisión	declarará	la	reserva	de	aquella	información	que
tenga	carácter	confidencial,	ya	sea	que	se	 trate	de	un	secreto	empresarial,
información	 que	 afecte	 la	 intimidad	 personal	 o	 familiar,	 aquella	 cuya
divulgación	podría	perjudicar	a	su	titular	y,	en	general,	la	prevista	como	tal
en	la	Ley	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública.
40.2.	 De	 conformidad	 con	 la	 Ley	 de	 Transparencia	 y	 Acceso	 a	 la
Información	Pública,	la	solicitud	de	declaración	de	reserva	sobre	un	secreto
comercial,	industrial,	tecnológico	o,	en	general,	empresarial	será	concedida
por	la	comisión	o	el	tribunal,	siempre	que	dicha	información:
a)	Se	trate	de	un	conocimiento	que	tenga	carácter	de	reservado	o	privado
sobre	un	objeto	determinado;
b)	 Que	 quienes	 tengan	 acceso	 a	 dicho	 conocimiento	 posean	 voluntad	 e
interés	 consciente	 de	 mantenerlo	 reservado,	 adoptando	 las	 medidas
necesarias	para	mantener	dicha	información	como	tal;	y,
c)	Que	la	información	tenga	un	valor	comercial,	efectivo	o	potencial.
40.3.	 Sólo	 podrán	 acceder	 a	 la	 información	 declarada	 bajo	 reserva	 los
miembros	de	la	comisión	y	los	vocales	del	tribunal,	sus	secretarios	técnicos
y	las	personas	debidamente	autorizadas	por	estos	que	laboren	o	mantengan
una	relación	contractual	con	el	Indecopi.
40.4.	En	 los	casos	en	que	 la	comisión	o	el	 tribunal	concedan	el	pedido	de
reserva	 formulado,	 tomarán	 todas	 las	 medidas	 que	 sean	 necesarias	 para
garantizar	la	reserva	y	confidencialidad	de	la	información.
40.5.	Para	que	proceda	la	solicitud	de	declaración	de	reserva,	el	interesado
deberá	precisar	cuál	es	la	información	confidencial,	 justificar	su	solicitud	y
presentar	 un	 resumen	 no	 confidencial	 sobre	 dicha	 información.	 Para
evaluar	si	la	información	tiene	carácter	confidencial,	la	comisión	evaluará	la
pertinencia	 de	 la	 información,	 su	 no	 divulgación	 previa	 y	 la	 eventual
afectación	que	podría	causar	su	divulgación.
40.6.	 Tratándose	 de	 una	 visita	 de	 inspección	 o	 una	 entrevista,	 y	 en	 el
momento	 de	 realizarse	 esta	 diligencia,	 el	 interesado	 podrá	 solicitar	 la
reserva	 genérica	 de	 toda	 la	 información	 o	 documentación	 que	 esté
declarando	o	suministrando	a	la	Secretaría	Técnica.	Ésta,	con	posterioridad,
deberá	 informar	 al	 interesado	 qué	 información	 o	 documentación	 resulta
pertinente	para	la	investigación,	otorgando	un	plazo	razonable	para	que	el
interesado	individualice,	respecto	de	la	información	pertinente,	la	solicitud
de	confidencialidad	conforme	a	lo	establecido	en	el	párrafo	anterior.
40.7.	 La	 autoridad	 podrá	 declarar	 de	 oficio	 la	 reserva	 de	 información
vinculada	 a	 la	 intimidad	 personal	 o	 familiar	 o	 que	 ponga	 en	 riesgo	 la
integridad	física	de	éstas.
40.8.	 Los	 procedimientos	 y	 plazos	 para	 la	 declaración	 de	 reserva	 de
información	confidencial	será	establecida	por	directiva	conforme	lo	prevé	la
Ley	de	Organización	y	Funciones	del	Indecopi.
CAPÍTULO	V
CONCLUSIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO	EN	PRIMERA	INSTANCIA
D.	Leg.	1044.
ART.	41.—Conclusión	del	período	de	prueba.
41.1.	El	período	de	prueba	concluirá	diez	(10)	días	hábiles	después	de	que
la	Secretaría	Técnica	ponga	en	conocimiento	de	la	comisión	todo	lo	actuado,
por	 considerar	 que	 en	 el	 procedimiento	 obran	 los	 medios	 probatorios	 y
sucedáneos	suficientes	para	la	resolución	del	caso.
41.2.	 Si	 de	 la	 revisión	 de	 los	 actuados,	 la	 comisión	 considera	 necesario
contar	con	mayores	elementos	de	juicio,	 le	indicará	a	la	Secretaría	Técnica
que	 notifique	 a	 las	 partes	 a	 fin	 de	 que	 éstas	 absuelvan	 lo	 que	 ordene	 la
comisión	 en	 un	 plazo	 no	 menor	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles,	 conforme	 se
determine	 según	 la	 complejidad	 de	 lo	 solicitado.	 Las	 partes	 deberán
presentar	 dicha	 absolución	 por	 escrito,	 acompañando	 los	 medios
probatorios	que	consideren	convenientes	o	que	le	hayan	sido	requeridos.
OPINIÓN	DE	LA	SECRETARÍA
D.	Leg.	1044.
ART.	42.—El	informe	técnico.
42.1.	Una	vez	puesto	en	conocimiento	de	la	comisión	lo	actuado,	ésta	podrá
solicitar	 a	 la	 Secretaría	 Técnica,	 en	 caso	 de	 considerarlo	 necesario,	 un
informe	 técnico	 que	 en	 el	 plazo	 máximo	 de	 quince	 (15)	 días	 hábiles
dictamine	sobre	lo	siguiente:
a)	Referencia	sobre	los	hechos	que	considera	probados;
b)	 Consideración	 sobre	 la	 existencia	 o	 no	 de	 la	 infracción	 administrativa
imputada;	y,
c)	 Propuesta	 de	medidas	 correctivas	 que	 considere	 necesarias,	 de	 ser	 el
caso.
42.2.	El	informe	técnico	señalado	en	el	numeral	precedente	será	notificado
a	las	partes	del	procedimiento,	quienes	contarán	con	un	plazo	de	diez	(10)
días	hábiles	para	formular	alegatos	a	conocimiento	de	la	comisión.
42.3.	 En	 caso	 de	 que	 la	 Secretaría	 Técnica	 no	 encuentre	 prueba	 de	 la
existencia	 de	 un	 acto	 de	 competencia	 desleal,	 propondrá	 a	 la	 comisión	 la
declaración	de	no	existencia	de	infracción	administrativa.
D.	Leg.	1044.
ART.	43.—La	audiencia	de	informe	oral.	Una	vez	puesto	en	conocimiento
de	 la	 comisión	 lo	 actuado,	 de	 considerarlo	 necesario,	 ésta,	 a	 solicitud	 de
parte,	podrá	citar	a	audiencia	de	informe	oral.	En	todo	caso,	la	comisión,	de
oficio,	podrá	citar	a	audiencia	de	informe	oral.	La	correspondiente	citación
deberá	realizarse	con	no	menos	de	cinco	(5)	días	hábiles	de	anticipación.
D.	Leg.	1044.
ART.	44.—Preclusión	en	la	presentación	de	pruebas.
44.1.	Las	partes	podrán	presentar	escritos,	argumentar	y	ofrecer	medios	de
prueba	solamente	hasta	antes	de	concluir	el	período	de	prueba.	La	comisión
podrá	disponer	con	posterioridad,	de	oficio	o	a	pedido	de	parte,	la	actuación
de	medios	probatorios	adicionales	si,	a	su	juicio,	resultan	necesarios	para	el
esclarecimiento	de	los	hechos	denunciados.
44.2.	 Concluido	 el	 período	 de	 prueba,	 las	 partes	 únicamente	 podrán
presentar	escritos	y	argumentar	cuando	la	Secretaría	Técnica	las	notifique	a
fin	de	que	absuelvan	 lo	que	ordene	 la	 comisión	o	 cuando	 les	 corresponda
absolver	el	contenido	del	informe	técnico	de	la	Secretaría	Técnica,	de	ser	el
caso.	 Asimismo,	 las	 partes	 podrán	 presentar	 alegatos	 finales	 durante	 los
diez	 (10)	 días	 hábiles	 siguientes	 de	 realizado	 el	 informe	oral	 que	 hubiera
ordenado	la	comisión.
Las	partes	no	podrán	presentar	pruebas	adicionales	en	sus	alegatos	finales.
D.	Leg.	1044.
ART.	45.—Resolución	final.
45.1.	 Para	 emitir	 su	 pronunciamiento,	 la	 comisión	 tendrá	 un	 plazo	 de
quince	(15)	días	hábiles	contados	a	partir	de	la	finalización	del	período	de
prueba,	de	la	absolución	del	contenido	del	informe	técnico	de	la	Secretaría
Técnica	 o	 del	 vencimiento	 del	 plazo	 que	 tienen	 las	 partes	 para	 presentar
alegatos	finales,	lo	que	ocurra	al	final.
45.2.	 La	 resolución	 de	 la	 comisión	 será	 motivada	 y	 decidirá	 todas	 las
cuestiones	 que	 se	 deriven	 del	 expediente.	 En	 la	 resolución	 no	 se	 podrá
atribuir	 responsabilidad	 a	 los	 involucrados	por	hechos	que	no	hayan	 sido
adecuadamente	imputados	en	la	instrucción	del	procedimiento.
45.3.	 La	 resolución	 se	 notificará	 a	 las	 partes	 comprendidas	 en	 el
procedimiento	en	un	plazo	máximo	de	diez	(10)	días	hábiles	contados	desde
su	expedición.
CAPÍTULO	VI
PROCEDIMIENTO	EN	SEGUNDA	INSTANCIA
APELACIÓN
D.	Leg.	1044.
ART.	46.—Recurso	de	apelación.
46.1.	 La	 resolución	 final	 de	 la	 comisión	 es	 apelable	 por	 el	 imputado,	 por
quien	haya	presentado	 la	denuncia	de	parte	y	por	 los	 terceros	con	 interés
legítimo	que	se	hayan	apersonado	al	procedimiento,	en	el	plazo	de	diez	(10)
días	hábiles.
46.2.	Asimismo,	son	apelables,	en	el	mismo	plazo,	los	siguientes	actos	de	la
Secretaría	Técnica	o	la	comisión,	según	corresponda:
a)	Los	que	determinen	la	imposibilidad	de	continuar	un	procedimiento;	y,
b)	Los	que	puedan	producir	indefensión	o	perjuicio	irreparable	a	derechos
o	intereses	legítimos.
46.3.	 Contra	 las	 resoluciones	 y	 actos	 de	 la	 Secretaría	 Técnica	 o	 de	 la
comisión	no	cabe	el	recurso	de	reconsideración.
46.4.	 El	 recurso	 de	 apelación	 se	 tramita	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 ciento
veinte	(120)	días	hábiles.	La	resolución	del	tribunal	se	notificará	a	las	partes
del	 procedimiento	 y	 a	 los	 terceros	 que	 se	 hayan	 apersonado	 en	 un	 plazo
máximo	de	diez	(10)	días	hábiles	desde	su	expedición.
D.	Leg.	1044.
ART.	47.—Interposición	del	recurso	de	apelación.
47.1.	El	recurso	se	presentará	ante	el	órgano	que	expidió	la	resolución	que
se	apela,	el	que	lo	remitirá	al	tribunal,	junto	con	el	expediente	principal,	o	en
cuaderno	por	cuerda	separada,	según	corresponda,	y	una	vez	comprobado
que	 reúne	 los	 requisitos	 de	 admisibilidad	 y	 procedencia,	 en	 el	 plazo	 de
quince	(15)	días	hábiles.	La	declaración	como	 inadmisible	o	 improcedente
que	se	determine	sobre	una	apelación	permite	la	interposición	del	recurso
de	queja	ante	el	tribunal.
47.2.	Las	partes	interesadas	en	la	determinación	de	la	existencia	de	un	acto
infractor	 y	 la	 imposición	 de	 una	 sanción	 sólo	 podrán	 apelar	 la	 resolución
final	cuando	ésta	haya	exculpado	al	denunciado.
JURISPRUDENCIA.—La	 queja	 no	 agota	 la	 vía	 administrativa.	 “(…)	 Al
respecto,	 si	 bien	 conforme	 al	 artículo	 16	 de	 la	 Ley	 de	 Organización	 y
Funciones	 del	 Indecopi,	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807,	 “(…)	 se	 entiende
agotada	 la	 vía	 administrativa	 solamente	 cuando	 se	 obtiene	 la
correspondiente	resolución	del	Tribunal	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de
la	 Propiedad	 Intelectual”,	 este	 tribunal	 considera	 que	 lo	 alegado	 por
Indecopi	 -en	el	sentido	de	que	en	el	caso	de	autos	 la	vía	administrativa	se
agota	 únicamente	 con	 la	 resolución	 que	 resuelve	 la	 interposición	 del
recurso	 de	 queja-	 debe	 ser	 desestimado	 toda	 vez	 que	 :	 (i)
independientemente	del	nomen	iuris	con	el	que	ha	sido	recogido	en	la	Ley
del	 Procedimiento	 Administrativo	 General	 N°	 27444,	 la	 queja	 carece	 de
naturaleza	recursiva	toda	vez	que,	en	buena	cuenta,	es	un	remedio;	y,	(ii)	tal
como	fluye	de	la	citada	cédula	de	notificación,	la	propia	administración	no	le
da	 la	 categoría	 de	 acto	 administrativo	 al	 documento	 que	 pone	 fin	 al
procedimiento,	tan	es	así	que	lo	denomina	“providencia”.”	(TC,	Exp.	02942-
2008-PA/TC,	abr.	28/2010.	S.	S.	Landa	Arroyo)
D.	Leg.	1044.
ART.	48.—Tramitación	del	recurso	de	apelación.
48.1.	 El	 tribunal	 notificará	 a	 los	 interesados,	 en	 un	 plazo	 de	 quince	 (15)
días	hábiles	 contados	a	partir	de	 la	 recepción	del	 expediente,	 el	 arribo	de
éste	y	el	inicio	del	trámite	del	recurso	de	apelación.
48.2.	 Los	 apelantes	 podrán	 presentar	 las	 alegatos,	 documentos	 y
justificaciones	 que	 estimen	 pertinentes,	 en	 un	 plazo	 de	 quince	 (15)	 días
hábiles	contados	a	partir	de	la	notificación	señalada	en	el	numeral	anterior.
48.3.	A	pedido	de	parte,	o	de	oficio,	el	tribunal	citará	a	audiencia	de	informe
oral	a	 las	partes	para	que	expongan	sus	alegatos	 finales,	 con	no	menos	de
cinco	(5)	días	de	anticipación.
48.4.	Las	partes	podrán	presentar	alegatos	finales	sólo	hasta	los	cinco	(5)
días	 hábiles	 siguientes	 de	 realizado	 el	 informe	 oral.	 Cualquier	 documento
presentado	 con	 posterioridad	 no	 será	 tomado	 en	 consideración	 por	 el
tribunal.
D.	Leg.	1044.
ART.	 49.—Resolución	 del	 tribunal.	 La	 resolución	 del	 tribunal	 no	 podrá
suponer	 la	 imposición	 de	 sanciones	 más	 graves	 para	 el	 infractor
sancionado,	cuando	éste	recurra	o	impugne	la	resolución	de	la	comisión.
D.	Leg.	1044.
ART.	 50.—Cuestionamiento	 a	 las	 resoluciones	 del	 tribunal.	 Las
resoluciones	definitivas	del	tribunal	agotan	la	vía	administrativa.	No	cabe	la
interposición	de	recurso	alguno	en	la	vía	administrativa	y	únicamente	podrá
interponerse	 contra	 éstas	una	demanda	 contenciosa	 administrativa	 en	 los
términos	fijados	en	la	legislación	de	la	materia.
AGOTAMIENTO	DE	LA	VÍA	PREVIA
D.	Leg.	1044.
Primera	Disposición	Complementaria	y	Final.—Competencia	primaria.	El
control	de	 las	 conductas	desleales	 se	encuentra	 regido	por	el	principio	de
competencia	 primaria,	 el	 cual	 corresponde	 al	 Indecopi	 y	 al	 Organismo
Supervisor	de	 la	Inversión	Privada	en	Telecomunicaciones	-	Osiptel,	según
lo	establecido	en	las	leyes	respectivas.	No	podrá	recurrirse	al	Poder	Judicial
sin	 antes	 haber	 agotado	 las	 instancias	 administrativas	 ante	 dichos
organismos.
CAPÍTULO	VII
PRESCRIPCIÓN	DE	LA	INFRACCIÓN
D.	Leg.	1044.
ART.	 51.—Plazo	 de	 prescripción	 de	 la	 infracción	 administrativa.	 Las
infracciones	a	la	presente	ley	prescribirán	a	los	cinco	(5)	años	de	ejecutado
el	último	acto	imputado	como	infractor.	La	prescripción	se	interrumpe	por
cualquier	acto	de	la	Secretaría	Técnica	relacionado	con	la	investigación	de	la
infracción	 que	 sea	 puesto	 en	 conocimiento	 del	 presunto	 responsable.	 El
cómputo	 del	 plazo	 se	 volverá	 a	 iniciar	 si	 el	 procedimiento	 permaneciera
paralizado	durante	más	de	sesenta	(60)	días	hábiles	por	causa	no	imputable
al	investigado.
TÍTULO	VI
SANCIÓN	Y	ELIMINACIÓN	DE	ACTOS	DE
COMPETENCIA	DESLEAL
CAPÍTULO	I
SANCIONES	POR	LA	INFRACCIÓN	ADMINISTRATIVA
PARÁMETROS
D.	Leg.	1044.
ART.	52.—Parámetros	de	la	sanción.
52.1.	 La	 realización	 de	 actos	 de	 competencia	 desleal	 constituye	 una
infracción	 a	 las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 ley	 y	 será	 sancionada	 por	 la
comisión	bajo	los	siguientes	parámetros:
a)	 Si	 la	 infracción	 fuera	 calificada	 como	 leve	y	no	hubiera	producido	una
afectación	real	en	el	mercado,	con	una	amonestación;
b)	 Si	 la	 infracción	 fuera	 calificada	 como	 leve,	 con	 una	 multa	 de	 hasta
cincuenta	 (50)	Unidades	 Impositivas	Tributarias	 (UIT)	 y	que	no	 supere	 el
diez	 por	 ciento	 (10%)	 de	 los	 ingresos	 brutos	 percibidos	 por	 el	 infractor,
relativos	a	 todas	sus	actividades	económicas,	correspondientes	al	ejercicio
inmediato	anterior	al	de	la	expedición	de	la	resolución	de	la	comisión;
c)	 Si	 la	 infracción	 fuera	 calificada	 como	 grave,	 una	 multa	 de	 hasta
doscientas	cincuenta	(250)	UIT	y	que	no	supere	el	diez	por	ciento	(10%)	de
los	 ingresos	 brutos	 percibidos	 por	 el	 infractor,	 relativos	 a	 todas	 sus
actividades	económicas,	correspondientes	al	ejercicio	inmediato	anterior	al
de	la	expedición	de	la	resolución	de	la	comisión;	y,
d)	 Si	 la	 infracción	 fuera	 calificada	 como	muy	 grave,	 una	 multa	 de	 hasta
setecientas	 (700)	 UIT	 y	 que	 no	 supere	 el	 diez	 por	 ciento	 (10%)	 de	 los
ingresos	brutos	percibidos	por	el	infractor,	relativos	a	todas	sus	actividades
económicas,	 correspondientes	 al	 ejercicio	 inmediato	 anterior	 al	 de	 la
expedición	de	la	resolución	de	la	comisión.
52.2.	Los	porcentajes	sobre	los	ingresos	brutos	percibidos	por	el	infractor,
relativos	a	 todas	sus	actividades	económicas,	correspondientes	al	ejercicio
inmediato	 anterior	 al	 de	 la	 resolución	 de	 la	 comisión	 indicados	 en	 el
numeral	 precedente	 no	 serán	 considerados	 como	 parámetro	 para
determinar	 el	 nivel	 de	 multa	 correspondiente	 en	 los	 casos	 en	 que	 el
infractor:
i)	 no	 haya	 acreditado	 el	monto	 de	 ingresos	 brutos	 percibidos	 relativos	 a
todas	sus	actividades	económicas,	correspondientes	a	dicho	ejercicio;	o,
ii)	se	encuentre	en	situación	de	reincidencia.
52.3.	La	reincidencia	se	considerará	circunstancia	agravante,	por	lo	que	la
sanción	aplicable	no	deberá	ser	menor	que	la	sanción	precedente.
52.4.	 Para	 calcularse	 el	monto	 de	 las	multas	 a	 aplicarse	 de	 acuerdo	 a	 la
presente	ley,	se	utilizará	la	UIT	vigente	a	la	fecha	de	pago	efectivo.
52.5.	La	multa	aplicable	será	rebajada	en	un	veinticinco	por	ciento	(25%)
cuando	 el	 infractor	 cancele	 el	 monto	 de	 la	 misma	 con	 anterioridad	 a	 la
culminación	 del	 término	 para	 impugnar	 la	 resolución	 de	 la	 comisión	 que
puso	fin	a	la	instancia	y	en	tanto	no	interponga	recurso	impugnativo	alguno
contra	dicha	resolución.
CRITERIOS	PARA	DETERMINAR	LA	GRAVEDAD
D.	Leg.	1044.
ART.	 53.—Criterios	 para	 determinar	 la	 gravedad	 de	 la	 infracción	 y
graduar	 la	 sanción.	 La	 comisión	 podrá	 tener	 en	 consideración	 para
determinar	 la	 gravedad	 de	 la	 infracción	 y	 la	 aplicación	 de	 las	 multas
correspondientes,	entre	otros,	los	siguientes	criterios:
a)	El	beneficio	ilícito	resultante	de	la	comisión	de	la	infracción;
b)	La	probabilidad	de	detección	de	la	infracción;
c)	La	modalidad	y	el	alcance	del	acto	de	competencia	desleal;
d)	La	dimensión	del	mercado	afectado;
e)	La	cuota	de	mercado	del	infractor;
f)	 El	 efecto	 del	 acto	 de	 competencia	 desleal	 sobre	 los	 competidores
efectivos	 o	 potenciales,	 sobre	 otros	 agentes	 que	 participan	 del	 proceso
competitivo	y	sobre	los	consumidores	o	usuarios;
g)	La	duración	en	el	tiempo	del	acto	de	competencia	desleal;	y,
h)	 La	 reincidencia	 o	 la	 reiteración	 en	 la	 comisión	 de	 un	 acto	 de
competencia	desleal.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Criterios	para	determinar	la	gravedad	de	una
infracción	 por	 competencia	 desleal.	 “(...)	 El	 artículo	 53	 del	 Decreto
Legislativo	1044	establece	que	la	autoridad	administrativa	podrá	tomar	en
consideración,	 para	 determinar	 la	 gravedad	 de	 la	 infracción,	 diversos
criterios	tales	como	el	efecto	perjudicial	sobre	los	consumidores	ocasionado
por	el	acto	de	competencia	desleal	infractor,	el	beneficio	ilícito	derivado	de
la	conducta,	el	alcance	e	impacto	del	acto	en	el	mercado,	entre	otros	factores
que,	dependiendo	del	caso	concreto,	se	considere	adecuado	adoptar	(...).
50.	La	utilización	de	estos	criterios	servirá	como	parámetro	de	juicio	para
dotar	de	un	mayor	nivel	de	objetividad	a	la	determinación	de	la	gravedad	de
la	 infracción	 y	 la	 posterior	 imposición	 de	 la	 sanción,	 en	 garantía	 de	 los
derechos	 del	 infractor.	 No	 obstante,	 no	 debe	 perderse	 de	 vista	 que	 la
función	sancionadora	de	 la	autoridad	administrativa	no	puede	alejarse	del
todo	de	 su	 inevitable	 contenido	y	naturaleza	discrecional,	 de	 acuerdo	a	 la
sana	 crítica	 y	 criterio	 del	 juzgador	 en	 cada	 caso	 concreto	 (...).	 En	 este
contexto,	 la	 utilidad	 de	 los	 criterios	 de	 gravedad	 de	 la	 infracción	 listados
precedentemente	 garantiza	 al	 administrado	 que	 la	 discrecionalidad	 de	 la
Administración	no	se	tornará	en	arbitrariedad.
51.	 Una	 vez	 calificada	 la	 gravedad	 de	 la	 infracción,	 la	 autoridad	 de
competencia	 debe	 proceder	 a	 enmarcar	 el	 acto	 ilícito	 dentro	 de	 los
parámetros	 estipulados	 en	 el	 artículo	 52	 del	 Decreto	 Legislativo	 1044,	 el
cual	establece	la	escala	de	sanciones	aplicable.	(…)
52.	 Asimismo,	 en	 todos	 los	 casos	 en	 que	 se	 impongan	 sanciones
pecuniarias,	 las	 multas	 no	 deben	 superar	 el	 10%	 de	 los	 ingresos	 brutos
obtenidos	 por	 el	 infractor	 en	 todas	 sus	 actividades	 económicas	 en	 el
ejercicio	inmediato	anterior	al	de	la	fecha	en	que	se	expide	la	resolución	de
la	 comisión,	 salvo	 que	 el	 sancionado	 no	 haya	 proporcionado	 información
sobre	sus	 ingresos	en	dicho	ejercicio	o	sea	reincidente	(...).	 (TDC,	R.	1354-
2011/SC1-Indecopi,	ago.	01/2011.	Pres.	Juan	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	forma	en	que	se	desenvuelven	los	agentes
económicos	en	el	mercado	de	seguros	médicos	limita	los	efectos	que	las
afirmaciones	 inexactas	 y	 difundidas	 puedan	 producir	 en	 los
consumidores.	 “(...)	 53.	 Respecto	 al	 efecto	 perjudicial	 que	 producen	 las
afirmaciones	difundidas	materia	de	infracción	sobre	los	consumidores	y	los
competidores,	la	comisión	señaló	que	la	infracción	cometida	por	Clínica	(...)
indujo	a	error	a	los	consumidores	y	desvió	sus	preferencias,	ocasionando	un
daño	competitivo	ilegal	a	los	agentes	económicos	del	mercado.
(...)	esta	Sala	considera	que	si	bien	aseverar	que	una	institución	cuenta	con
“convenios	 y	 seguros	 internacionales”,	 podría	 inducir	 a	 que	 los
consumidores	 le	atribuyan	una	mayor	solidez,	 lo	cierto	es	que	 la	 forma	en
como	 se	 desenvuelven	 los	 agentes	 económicos	 en	 el	mercado	 de	 seguros
médicos	limita	los	efectos	que	las	afirmaciones	difundidas	puedan	producir
en	los	consumidores.	Por	lo	general,	un	consumidor	de	este	tipo	de	servicio
conoce	 cuáles	 son	 las	 clínicas	 o	 establecimientos	 afiliados	 a	 través	 de	 su
aseguradora,	 quien	 le	 proporciona	 un	 listado	 de	 empresas	 en	 las	 cuales
podrá	hacer	efectivo	los	beneficios	de	su	seguro.	Adicionalmente,	Clínica	(...)
ha	acreditado	que	cuenta	al	menos	con	dos	(2)	de	los	convenios	ostentados,
por	 lo	que	se	concluye	que	se	ha	causado	un	 leve	efecto	perjudicial	en	 los
consumidores–	 es	 decir,	 sus	 expectativas	 no	 se	 vieron	 defraudadas	 en	 su
totalidad–	 y,	 por	 tanto,	 se	 considera	 también	 que	 el	 daño	 a	 los	 agentes
económicos	 competidores	 fue	 poco	 significativo.	 En	 tal	 sentido,	 la
circunstancia	antes	descrita	disminuye	los	efectos	del	acto	de	engaño	en	el
mercado.”	 (TDC,	 R.	 1354-2011/SC1-Indecopi,	 ago.	 01/2011.	 Pres.	 Juan
Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Criterios	 enunciados	 por	 la	 norma	 para
graduar	 la	 sanción	 no	 son	 concurrentes.	 “(…)	 el	 referido	 artículo	 no
implica	 que	 deba	 tomarse	 en	 consideración	 la	 totalidad	 de	 criterios
enunciados	para	determinar	la	gravedad	de	la	infracción,	pues	su	literalidad
otorga	 a	 la	 autoridad	 administrativa	 una	 potestad	 según	 la	 cual	 podrán
utilizarse	aquellos	criterios	que	sean	aplicables	en	función	a	 los	elementos
con	los	que	se	cuente	en	cada	caso	particular.	Así	por	ejemplo,	si	el	órgano
instructor	 ha	 obtenido	 información	 sobre	 la	 duración	 de	 la	 campaña
publicitaria	y	el	tipo	de	medios	utilizados,	se	podrá	estimar	la	gravedad	de
la	sanción	recurriendo	al	criterio	de	alcance	de	la	publicidad	infractora;	en
caso	 contrario,	 la	 graduación	 deberá	 realizarse	 prescindiendo	 de	 dicho
criterio	y	utilizando	otros	elementos	(daño,	beneficio	ilícito	u	otros	que	sean
pertinentes	para	el	caso	particular	en	función	a	la	información	disponible	y
el	 tipo	 de	 infracción	 analizada).”	 (TDC,	 R.	 1374-2011/SC1-Indecopi,	 ago.
09/2011.	Pres.	Juan	Luis	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	reincidencia	y	 la	reiterancia	se	refieren	a
la	 repetición	 de	 la	 misma	 modalidad	 infractora.	 “(…)	 El	 literal	 h)	 del
artículo	53	del	Decreto	Legislativo	1044	establece	que	 la	 reincidencia	o	 la
reiteración	de	la	comisión	de	un	acto	de	competencia	desleal	podrá	tomarse
en	 consideración	 como	 criterio	 para	 determinar	 la	 gravedad	 de	 la
infracción.
43.	La	reincidencia	y	la	reiterancia	se	encuentran	referidas	a	la	repetición
de	 la	 misma	 modalidad	 infractora,	 esto	 es,	 del	 idéntico	 supuesto	 típico
contemplado	en	el	ordenamiento	jurídico.	En	el	caso	particular	del	principio
de	 legalidad,	 la	delimitación	del	mismo	supuesto	 infractor	debe	atender	al
hecho	que	el	artículo	17.3	de	la	Ley	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal
describe	 en	 sus	 diferentes	 literales	 una	 serie	 de	 actos	 que	 califican	 como
diferentes	 modalidades	 típicas	 infractoras.	 Así,	 por	 ejemplo,	 un	 supuesto
específico	consiste	en	no	señalar	el	stock	y	la	vigencia	de	una	publicidad	de
promociones,	 mientras	 que	 otro	 supuesto	 distinto	 constituye	 el	 omitir
colocar	 el	 precio	 en	 moneda	 nacional	 en	 caracteres	 similares	 a	 los
correspondientes	al	precio	en	moneda	extranjera	que	se	consigna.
44.	De	tal	modo,	y	en	la	línea	de	lo	indicado	por	(…)	en	su	apelación,	cada
uno	de	los	actos	previstos	en	los	diversos	literales	del	artículo	17.3,	si	bien
importan	 una	 vulneración	 del	 principio	 de	 legalidad	 en	 publicidad,
constituyen	una	modalidad	infractora	particular	e	independiente.
45.	Teniendo	en	cuenta	lo	señalado,	se	aprecia	que	(…)	se	sancionó	(…)	por
la	omisión	de	consignar	el	equivalente	del	precio	en	moneda	nacional	al	que
se	 presenta	 en	moneda	 extranjera.	 Esta	 última,	 constituye	 una	modalidad
infractora	 distinta	 a	 la	 que	 es	materia	 del	 presente	 procedimiento,	 y	 que
está	 referida	 a	 omitir	 consignar	 el	 monto	 total	 de	 intereses	 y	 la	 tasa	 de
interés	 efectiva	 anual	 en	 aquellos	 anuncios	 que	 ofrezca	 directamente	 la
venta	al	crédito.
46.	 En	 consecuencia,	 no	 se	 aprecia	 la	 repetición	 de	 la	 misma	modalidad
infractora,	por	lo	que	la	Comisión	no	debió	utilizar	este	criterio	al	momento
de	 determinar	 la	 gravedad	 de	 la	 infracción.”	 (TDC,	 R.	 1374-2011/SC1-
Indecopi,	ago.	09/2011.	Pres.	Juan	Luis	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 buena	 conducta	 procedimental	 no	 puede
ser	un	criterio	para	atenuar	 la	 sanción.	“(…)	Con	 relación	al	 argumento
planteado	 por	 (…)	 respecto	 de	 que	 la	 Comisión	 no	 tuvo	 en	 cuenta	 su
conducta	 cooperativa	 durante	 el	 trámite	 del	 procedimiento	 como	 un
atenuante,	 corresponde	 señalar	 que	 dicho	 criterio	 no	 constituye	 una
circunstancia	atenuante,	pues	 la	buena	conducta	procedimental	constituye
un	 principio	 del	 procedimiento	 administrativo,	 de	 conformidad	 con	 el
numeral	1.8	del	Artículo	IV	del	Título	Preliminar	de	la	Ley	27444	-	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General.
48.	En	efecto,	la	observancia	de	una	buena	conducta	procedimental,	refleja
el	 mínimo	 que	 se	 espera	 de	 los	 partícipes	 del	 procedimiento	 en	 lo	 que
respecta	 a	 su	 comportamiento	 dentro	 de	 éste.	 En	 tal	 sentido,	 el
cumplimiento	 de	 una	 adecuada	 conducta	 procedimental	 no	 constituye	 un
elemento	atenuante,	puesto	que	simplemente	refleja	la	conformidad	con	un
mandato	 procesal.	 Por	 el	 contrario,	 su	 incumplimiento	 sí	 configura	 una
circunstancia	 agravante	 de	 la	 infracción	 en	 la	medida	 que	 constituye	 una
vulneración	de	dicho	mandato.
49.	Bajo	lo	expuesto,	se	concluye	que	no	se	ha	producido	la	repetición	de	la
conducta	 infractora	señalada	por	 la	Comisión	como	uno	de	sus	principales
factores	 de	 graduación	 de	 la	 sanción.”	 (TDC,	 R.	 1374-2011/SC1-Indecopi,
ago.	09/2011.	Pres.	Juan	Luis	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Subsanar	 la	 información	engañosa	antes	del
inicio	del	procedimiento	ayuda	a	“rebajar”	la	sanción.	“(...)	De	otro	lado,
(...)	 acreditó	 que	 con	 anterioridad	 a	 la	 notificación	 del	 inicio	 del
procedimiento	de	oficio	iniciado	por	la	comisión	en	su	contra,	(...)	procedió
a	rectificar	en	su	página	web	la	información	sobre	el	grado	académico	de	los
profesores	(...).
26.	Al	respecto,	el	artículo	236-A	de	la	Ley	27444	-	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	General	establece	lo	siguiente:
“Artículo	236-A.-	Constituyen	condiciones	atenuantes	de	la	responsabilidad
por	 la	 comisión	 de	 la	 infracción	 administrativa,	 las	 siguientes:	 1.	 La
subsanación	voluntaria	por	parte	del	posible	sancionado	del	acto	u	omisión
imputado	como	constitutivo	de	infracción	administrativa,	con	anterioridad
a	la	notificación	de	la	imputación	de	cargos	a	que	se	refiere	el	inciso	3)	del
artículo	235.	(...).”	(...).
27.	 En	 consecuencia,	 corresponde	 considerar	 la	 subsanación	 de	 la
información	engañosa	como	un	atenuante	de	 la	sanción	a	 imponer	en	este
caso.
28.	 Finalmente,	 si	 bien	 la	 (...)	 anunció	 que	 los	 profesores	 (...)	 poseían	 el
grado	de	“Magíster”	y	“Doctor”,	respectivamente,	cuando	ello	no	era	cierto,
esta	 información	 no	 desvirtuaba	 las	 características	 esenciales	 de	 la	 oferta
difundida,	pues	aun	cuando	dichos	docentes	no	contaban	con	 tales	grados
académicos,	 sí	 realizaron	 los	 estudios	 de	 maestría	 y	 doctorado
correspondientes.
29.	No	obstante	lo	expuesto	procedentemente,	no	puede	desconocerse	que
(...)	 es	 una	 institución	 educativa	 con	 prestigio	 en	 el	 país	 y	 que,	 como	 tal,
tiene	 la	 gran	 responsabilidad	 de	 brindar	 servicios	 de	 enseñanza,	 lo	 que
implica	 que	 debe	 adoptar	 los	mecanismos	 de	 supervisión	 necesarios	 para
asegurarse	 que,	 los	 profesores	 que	 integran	 su	 plana	 docente,	 posean	 los
grados	 académicos	 que	 manifiestan	 tener.	 Ello,	 con	 la	 finalidad	 de
garantizar	 que	 los	 docentes	 encargados	 de	 formar	 y	 educar	 a	 diversos
profesionales	en	el	país	se	encuentren	debidamente	capacitados	para	tales
efectos.
30.	Por	lo	tanto,	considerando	que:	(i)	no	se	ha	verificado	la	obtención	de
beneficios	 ilícitos	 por	 la	 difusión	 de	 la	 publicidad	 controvertida;	 (ii)	 la
información	 engañosa	 no	 desvirtuaba	 los	 atributos	 esenciales	 de	 los
servicios	 publicitados;	 y,	 (iii)	 la	 denunciada	 procedió	 a	 rectificar	 su
conducta	infractora	con	anterioridad	a	la	notificación	del	procedimiento	de
oficio	iniciado	en	su	contra,	corresponde	atenuar	la	sanción	de	dos	(2)	UIT
impuesta	por	la	comisión	y	sancionar	a	la	denunciada	con	una	multa	de	una
(1)	UIT.”	 (TDC,	R.	 0297-2011/SC1-Indecopi,	 set.	 02/2011.	 Pres.	Avendaño
Valdez)
PLAZO	PRESCRIPTORIO	E	INTERRUPCIÓN	DEL	PLAZO
D.	Leg.	1044.
ART.	54.—Prescripción	de	la	sanción.
54.1.	La	acción	para	exigir	el	cumplimiento	de	las	sanciones	prescribe	a	los
tres	(3)	años,	contados	desde	el	día	siguiente	a	aquél	en	que	 la	resolución
por	la	que	se	impone	la	sanción	quede	firme.
54.2.	 Interrumpirá	 la	 prescripción	 de	 la	 sanción,	 la	 iniciación,	 con
conocimiento	 del	 interesado,	 del	 procedimiento	 de	 ejecución	 coactiva.	 El
cómputo	 del	 plazo	 se	 volverá	 a	 iniciar	 si	 el	 procedimiento	 de	 ejecución
coactiva	permaneciera	paralizado	durante	más	de	treinta	(30)	días	hábiles
por	causa	no	imputable	al	infractor.
CAPÍTULO	II
MEDIDAS	CORRECTIVAS
D.	Leg.	1044.
ART.	55.—Medidas	correctivas.
55.1.	Además	de	la	sanción	que	se	imponga	por	la	realización	de	un	acto	de
competencia	 desleal,	 la	 comisión	 podrá	 dictar	 medidas	 correctivas
conducentes	 a	 restablecer	 la	 leal	 competencia	 en	 el	mercado,	 las	mismas
que,	entre	otras,	podrán	consistir	en:
a)	El	cese	del	acto	o	la	prohibición	del	mismo	si	todavía	no	se	ha	puesto	en
práctica;
b)	 La	 remoción	 de	 los	 efectos	 producidos	 por	 el	 acto,	 mediante	 la
realización	de	actividades,	inclusive	bajo	condiciones	determinadas;
c)	 El	 comiso	 y/o	 la	 destrucción	 de	 los	 productos,	 etiquetas,	 envases,
material	infractor	y	demás	elementos	de	falsa	identificación;
d)	El	cierre	temporal	del	establecimiento	infractor;
e)	La	rectificación	de	las	informaciones	engañosas,	incorrectas	o	falsas;
f)	 La	 adopción	 de	 las	 medidas	 necesarias	 para	 que	 las	 autoridades
aduaneras	impidan	el	ingreso	al	país	de	los	productos	materia	de	infracción,
las	 que	 deberán	 ser	 coordinadas	 con	 las	 autoridades	 competentes,	 de
acuerdo	a	la	legislación	vigente;	o,
g)	La	publicación	de	la	resolución	condenatoria.
55.2.	El	tribunal	tiene	las	mismas	facultades	atribuidas	a	la	comisión	para
el	dictado	de	medidas	correctivas.
CAPÍTULO	III
MULTAS	COERCITIVAS
INCUMPLIMIENTO	DE	MEDIDA	CAUTELAR
D.	Leg.	1044.
ART.	 56.—Multas	 coercitivas	 por	 incumplimiento	 de	 medidas
cautelares.
56.1.	 Si	 el	 obligado	 a	 cumplir	 una	 medida	 cautelar	 ordenada	 por	 la
comisión	o	 el	 tribunal	 no	 lo	 hiciera,	 se	 le	 impondrá	 automáticamente	una
multa	no	menor	de	diez	(10)	UIT	ni	mayor	de	ciento	veinticinco	(125)	UIT,
para	 cuya	 graduación	 se	 tomará	 en	 cuenta	 los	 criterios	 señalados	 para
determinar	 gravedad	 de	 infracción	 y	 graduar	 la	 sanción.	 La	 multa	 que
corresponda	deberá	ser	pagada	dentro	del	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles,
vencidos	los	cuales	se	ordenará	su	cobranza	coactiva.
56.2.	 En	 caso	 de	 persistir	 el	 incumplimiento	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
anterior,	 la	 comisión	 podrá	 imponer	 una	 nueva	 multa,	 duplicando
sucesivamente	 el	 monto	 de	 la	 última	 multa	 impuesta,	 hasta	 el	 límite	 de
setecientas	 (700)	 UIT.	 Las	 multas	 impuestas	 no	 impiden	 a	 la	 comisión
imponer	una	sanción	distinta	al	final	del	procedimiento.
INCUMPLIMIENTO	DE	MEDIDA	CORRECTIVA
D.	Leg.	1044.
ART.	 57.—Multas	 coercitivas	 por	 incumplimiento	 de	 medidas
correctivas.
57.1.	 Si	 el	 obligado	 a	 cumplir	 una	 medida	 correctiva	 ordenada	 por	 la
comisión	 en	 su	 resolución	 final	 no	 lo	 hiciera,	 se	 le	 impondrá	 una	 multa
coercitiva	equivalente	al	veinticinco	por	ciento	(25%)	de	la	multa	impuesta
por	 la	 realización	 del	 acto	 de	 competencia	 desleal	 declarado.	 La	 multa
coercitiva	 impuesta	 deberá	 ser	 pagada	 dentro	 del	 plazo	 de	 cinco	 (5)	 días
hábiles,	vencidos	los	cuales	se	ordenará	su	cobranza	coactiva.
57.2.	 En	 caso	 de	 persistir	 el	 incumplimiento	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
anterior,	la	comisión	podrá	imponer	una	nueva	multa	coercitiva,	duplicando
sucesivamente	el	monto	de	la	última	multa	coercitiva	impuesta,	hasta	que	se
cumpla	 la	 medida	 correctiva	 ordenada	 y	 hasta	 el	 límite	 de	 dieciséis	 (16)
veces	el	monto	de	la	multa	coercitiva	originalmente	impuesta.
57.3.	Las	multas	coercitivas	impuestas	no	tienen	naturaleza	de	sanción	por
la	realización	de	un	acto	de	competencia	desleal.
TÍTULO	VII
PRETENSIÓN	DE	INDEMNIZACIÓN
D.	Leg.	1044.
ART.	58.—Indemnización	por	daños	y	perjuicios.
58.1.	 Cualquier	 perjudicado	 por	 actos	 de	 competencia	 desleal	 declarados
por	la	comisión	o,	en	su	caso,	por	el	tribunal,	podrá	demandar	ante	el	Poder
Judicial	 la	pretensión	civil	de	 indemnización	por	daños	y	perjuicios	contra
los	responsables	identificados	por	el	Indecopi.
58.2.	Quienes	hayan	sido	denunciados	temeraria	o	 falsamente,	con	dolo	o
negligencia,	también	podrán	ejercitar	dicha	acción.
Incorporado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Tercera	 Disposición	 Complementaria
Modificatoria.	En	el	supuesto	mencionado	en	el	numeral	58.1	precedente,
el	Indecopi,	previo	acuerdo	de	su	consejo	directivo,	se	encuentra	legitimado
para	iniciar,	en	defensa	de	los	intereses	difusos	y	de	los	intereses	colectivos
de	 los	 consumidores,	 un	 proceso	 judicial	 por	 indemnización	 por	 daños	 y
perjuicios	 derivados	 de	 las	 conductas	 prohibidas	 por	 la	 presente	 norma,
conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 el	 artículo	 82	 del	 Código	 Procesal	 Civil.	 En
este	 supuesto,	 se	 aplicará,	 en	 lo	 que	 corresponda,	 lo	 establecido	 por	 los
artículos	130	y	131	de	la	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del
Consumidor.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Competencia	 de	 la	 comisión	 para	 ordenar
una	reparación	económica.	“Conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	24	de	la
Ley	sobre	Represión	de	la	Competencia	Desleal,	la	comisión	es	competente
para	 imponer,	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 únicamente	 sanciones	 de
amonestación	o	multa,	así	como	ordenar	las	medidas	necesarias	para	el	cese
de	los	actos	de	competencia	desleal	o	para	evitar	que	los	mismos	produzcan,
o	medidas	correctivas	relacionadas.
Sobre	 el	 particular,	 debe	 precisarse	 que	 las	 indemnizaciones	 de	 carácter
civil,	 como	 son	 el	 daño	 emergente,	 lucro	 cesante,	 daño	moral	 y	 daño	 a	 la
persona,	 son	 de	 competencia	 del	 Poder	 Judicial,	 correspondiendo	 a	 la
comisión	 la	 aplicación	 de	 sanciones	 de	 carácter	 administrativo,	 como	 son
las	 correctivas	 y	 sancionadoras,	 así	 como	 cualquier	 otra	 que	 tenga	 como
finalidad	 revertir	 los	 efectos	 que	 la	 conducta	 infractora	 haya	 podido
ocasionar	en	el	mercado,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	232.1	de	la
Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General.”	 (R.	 010-2005-CCD-
Indecopi,	 Exp.	 127-2004/CCD,	 13.01.2005.	 Bueno	 -	 Tizón,	 Lerner,	 Castillo,
Perla	y	Bardales).
TÍTULO	VIII
GLOSARIO
D.	Leg.	1044.
ART.	59.—Definiciones.	Para	efectos	de	esta	ley	se	entenderá	por:
a)	 Agencia	 de	 publicidad:	 a	 toda	 persona,	 natural	 o	 jurídica,	 que	 brinde
servicios	 de	 diseño,	 confección,	 organización	 y/o	 ejecución	 de	 anuncios	 y
otras	prestaciones	publicitarias;
b)	Anuncio:	a	la	unidad	de	difusión	publicitaria;
c)	Anunciante:	a	toda	persona,	natural	o	jurídica,	que	desarrolla	actos	cuyo
efecto	o	finalidad	directa	o	indirecta	sea	concurrir	en	el	mercado	y	que,	por
medio	de	la	difusión	de	publicidad,	se	propone:	i)	 ilustrar	al	público,	entre
otros,	acerca	de	la	naturaleza,	características,	propiedades	o	atributos	de	los
bienes	o	servicios	cuya	producción,	intermediación	o	prestación	constituye
el	 objeto	 de	 su	 actividad;	 o,	 ii)	 motivar	 transacciones	 para	 satisfacer	 sus
intereses	empresariales;
d)	 Publicidad:	 a	 toda	 forma	 de	 comunicación	 difundida	 a	 través	 de
cualquier	 medio	 o	 soporte,	 y	 objetivamente	 apta	 o	 dirigida	 a	 promover,
directa	 o	 indirectamente,	 la	 imagen,	marcas,	 productos	o	 servicios	de	una
persona,	 empresa	 o	 entidad	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 actividad	 comercial,
industrial	 o	 profesional,	 en	 el	 marco	 de	 una	 actividad	 de	 concurrencia,
promoviendo	 la	 contratación	 o	 la	 realización	 de	 transacciones	 para
satisfacer	sus	intereses	empresariales;
e)	Campaña	publicitaria:	 a	 los	 anuncios	difundidos,	 en	un	mismo	espacio
geográfico	 y	 temporal,	 por	 el	 mismo	 anunciante,	 a	 través	 de	 diversos
medios	 tales	 como	 televisión,	 radio,	 catálogos	 de	 ventas,	 folletos,	 diarios,
revistas,	paneles	e	Internet,	entre	otros,	respecto	de	los	mismos	productos	y
presentando	el	mismo	mensaje	publicitario	principal;
f)	 Medio	 de	 comunicación	 social:	 a	 toda	 persona,	 natural	 o	 jurídica,	 que
brinde	servicios	en	cualquiera	de	las	formas	a	través	de	las	cuales	es	factible
difundir	 publicidad,	 ya	 sea	 de	 manera	 personalizada	 o	 impersonal,	 en	 el
territorio	 nacional,	 por	 medios	 tales	 como	 correspondencia,	 televisión,
radio,	teléfono,	Internet,	facsímil,	diarios,	revistas,	afiches,	paneles,	volantes
o	cualquier	otro	medio	que	produzca	un	efecto	de	comunicación	similar;
g)	 Norma	 de	 difusión:	 a	 toda	 norma	 referida	 a	 las	 características,
modalidades	y	prohibiciones	de	 la	divulgación	al	público	de	 la	publicidad,
con	 excepción	 de	 aquéllas	 referidas	 a	 la	 ubicación	 física	 de	 anuncios,	 las
cuales	tienen	finalidad	de	orden	urbanístico	y	no	de	regulación	del	mensaje
publicitario;
h)	 Promoción	 de	 ventas:	 a	 toda	 aquella	 acción	 destinada	 a	 incentivar	 la
transacción	sobre	bienes	o	servicios	en	condiciones	de	oferta	excepcionales
y	 temporales,	 que	 aparecen	 como	 más	 ventajosas	 respecto	 de	 las
condiciones	de	la	oferta	ordinaria	o	estándar.	Puede	consistir	en	reducción
de	 precios,	 incremento	 de	 cantidad,	 concursos,	 sorteos,	 canjes	 u	 otros
similares;
i)	 Publicidad	 en	 producto:	 a	 toda	 publicidad	 fijada	 en	 el	 empaque,	 en	 el
envase	 o	 en	 el	 cuerpo	 del	 producto.	 El	 rotulado	 no	 tiene	 naturaleza
publicitaria,	por	lo	que	al	no	considerarse	publicidad	en	producto	está	fuera
del	ámbito	de	aplicación	de	esta	ley;
j)	Publicidad	testimonial:	a	toda	publicidad	que	puede	ser	percibida	por	el
consumidor	 como	 una	 manifestación	 de	 las	 opiniones,	 creencias,
descubrimientos	o	experiencias	de	un	testigo,	a	causa	de	que	se	identifique
el	nombre	de	 la	persona	que	 realiza	el	 testimonial	o	ésta	 sea	 identificable
por	su	fama	o	notoriedad	pública;
k)	 Rotulado:	 a	 la	 información	 básica	 comercial,	 consistente	 en	 los	 datos,
instructivos,	 antecedentes	 o	 indicaciones	 que	 el	 proveedor	 suministra	 al
consumidor,	 en	 cumplimiento	 de	 una	 norma	 jurídica	 o	 en	 virtud	 a
estándares	 de	 calidad	 recomendables,	 expresados	 en	 términos	 neutros	 o
meramente	 descriptivos,	 sin	 valoraciones	 o	 apreciaciones	 sobre	 las
características	o	beneficios	que	la	información	aporta	al	producto,	es	decir,
sin	la	finalidad	de	promover	su	adquisición	o	consumo;	y,
l)	Testigo:	a	toda	persona	natural	o	jurídica,	de	derecho	público	o	privado,
distinta	del	anunciante,	cuyas	opiniones,	creencias,	descubrimientos	o
experiencias	son	presentadas	en	publicidad.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Definición	 de	 consumidor.	 “A	 diferencia	 de	 la
legislación	 sobre	 protección	 al	 consumidor,	 las	 normas	 en	 materia	 de
publicidad	 comercial	 tienen	 una	 concepción	 más	 amplia	 de	 los	 sujetos
beneficiados	con	la	protección	concedida	por	dicho	cuerpo	legal,	incluyendo
dentro	 de	 los	 mismos	 a	 todo	 aquel	 que	 pueda	 recibir	 un	 mensaje
publicitario,	 independientemente	del	 lugar	que	ocupe	dentro	de	 la	 cadena
de	 producción.	 Así,	 para	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 691,	 constituye
‘consumidor’	 no	 sólo	 el	 usuario	 final	 de	 los	 productos	 o	 servicios
anunciados,	 sino	 también	 los	 distribuidores,	 comerciantes	 y,	 en	 general,
todo	 aquel	 que	 se	 encuentre	 en	 posibilidad	 de	 recibir	 el	 mensaje	 del
anunciante.”	(R.	004-2000/CCD-Indecopi,	Exp.	072-1999/CCD)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Concepto	de	publicidad	comercial.	“Constituye
publicidad	 comercial	 cualquier	 forma	 de	 comunicación	 pública	 que	 tenga
por	 finalidad	 o	 como	 efecto	 fomentar,	 directa	 o	 indirectamente,	 la
adquisición	de	bienes	o	la	contratación	de	servicios,	captando	o	desviando
las	preferencias	de	los	consumidores.	No	constituye	publicidad	comercial,	la
propaganda	 política	 y	 la	 publicidad	 institucional,	 entendida	 esta	 última
como	 aquella	 que	 tiene	 por	 finalidad	 promover	 conductas	 de	 relevancia
social,	tales	como	el	ahorro	de	energía	eléctrica,	 la	preservación	del	medio
ambiente,	 el	 pago	 de	 impuestos	 entre	 otras.”	 (R.	 096-96/TDC,	 Exp.	 089-
96/CCD,	11.12.96)
NOTAS:	1.	Esta	 resolución	 constituye	precedente	de	observancia	obligatoria	y	 fue	publicada	en	el
Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	23	de	diciembre	de	1996.
2.	 Esta	 resolución	 fue	 materia	 de	 enmienda	 por	 parte	 de	 la	 sala,	 a	 través	 de	 la	 R.	 103-96-TDC,
publicada	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	25	de	diciembre	de	1996.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Para	calificar	de	anunciante	a	una	persona	se
debe	 constatar	 el	 fin	 concurrencial.	 “(…)	 El	 artículo	 59	 literal	 c)	 del
Decreto	 Legislativo	 1044	 desarrolla	 el	 concepto	 de	 anunciante	 en	 los
siguientes	términos:
“(...)	 De	 acuerdo	 con	 la	 precitada	 definición	 legal,	 para	 calificar	 a	 un
particular	 como	 anunciante,	 se	 debe	 verificar	 que	 la	 persona	 natural	 o
jurídica	 que	 participa	 materialmente	 en	 el	 proceso	 de	 difusión	 de	 la
publicidad	 tenga	 un	 fin	 concurrencial;	 es	 decir,	 el	 propósito	 de	 motivar
transacciones	que	satisfagan	sus	intereses	comerciales.
17.	Esta	interpretación,	que	ya	ha	sido	expresada	por	la	sala	en	anteriores
pronunciamientos	y	que	también	se	maneja	a	nivel	comparado,	se	condice
con	 el	 principio	 de	 causalidad,	 garantía	 de	 los	 administrados	 sujetos	 a	 un
procedimiento	sancionador	recogida	en	el	artículo	230.8	de	la	Ley	27444	–
Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General–.	 De	 acuerdo	 con	 dicho
principio,	 la	 responsabilidad	 debe	 corresponder	 a	 quien	 incurrió	 en	 la
conducta	 prohibida	 por	 la	 ley.	 En	 ese	 sentido,	 para	 que	 se	 atribuya
responsabilidad	 administrativa	 sobre	 un	 sujeto,	 es	 necesario	 que	 este	 sea
causante	de	 la	 acción	u	 omisión	que	 supone	 la	 conducta	 ilícita	 a	 título	 de
autor.”	(TDC,	R.	1079-2011/SC1-Indecopi,	may.	30/2011.	Pres.	Héctor	Tapia
Cano)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 responsabilidad	 debe	 corresponder	 a
quien	 incurrió	 en	 la	 conducta	 prohibida	 por	 la	 ley:	 proscripción	 de	 la
responsabilidad	 objetiva.	 “(...)	 En	 consecuencia,	 toda	 vez	 que	 se	 ha
concluido	en	el	acápite	anterior	que	el	señor	(...)	no	era	titular	del	negocio
(...),	 dicha	 persona	 no	 posee	 la	 calidad	 de	 anunciante	 de	 la	 publicidad
materia	de	cuestionamiento,	por	lo	que	no	era	jurídicamente	posible	que	a
dicho	señor	se	le	atribuya	responsabilidad	administrativa	por	los	supuestos
actos	 de	 engaño	 materializados	 en	 la	 difusión	 de	 los	 anuncios.”	 (TDC,	 R.
1079-2011/SC1-Indecopi,	may.	30/2011.	Pres.	Héctor	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 destaca	 el	 “Product	 Placement”	 como
instrumento	 eficaz	 de	 marketing	 en	 series	 de	 TV	 y	 películas.	 “48.	 El
artículo	59	literal	d)	de	la	Ley	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal	acoge
una	 definición	 bastante	 amplia	 del	 concepto	 de	 publicidad	 comercial,
precisándose	 que	 como	 tal	 debe	 entenderse	 a	 cualquier	 tipo	 de
comunicación	que	 se	 encuentre	dirigida	 al	 público	 y	que	 tenga	por	objeto
promover	la	contratación	de	bienes	y	servicios,	para	así	mejorar	la	situación
competitiva	 del	 anunciante:	 (...)	 51.	 Ahora	 bien,	 para	 lograr	 este	 efecto
persuasivo,	es	relevante	notar	que	 la	norma	no	exige	que	el	anunciante	se
atribuya	expresamente	 ciertas	 características	beneficiosas	o	que	enaltezca
expresamente	 sus	 ventajas	 frente	 a	 otros	 empresarios.	 Es	 decir,	 no	 existe
mandato	 legal	 alguno	 que	 refiera	 que	 la	 publicidad	 debe	 necesariamente
limitarse	 solo	 a	 aquellos	 actos	 de	 comunicación	 pública	 en	 los	 cuales	 el
anunciante	 incluya	 un	mensaje	 articulado	 que	 resalte	 las	 bondades	 de	 su
producto,	servicio	o	establecimiento.
52.	 Ello	 es	 así	 pues	 la	 función	 persuasiva	 de	 la	 publicidad	 comercial	 no
consiste	necesariamente	en	describir	 las	características	de	los	productos	o
servicios	 publicitados,	 sino	 que	 esta	 función	 puede	 consistir	 en	 la
presentación	estratégica	e	intensiva	de	un	determinado	producto,	servicio,
una	 marca	 o	 un	 agente	 económico,	 sin	 hacer	 mención	 alguna	 a	 las
características	de	los	bienes	que	comercializa.
53.	Bajo	esta	premisa,	 la	autoridad	administrativa	no	puede	restringirse	a
evaluar	únicamente	 los	anuncios	publicitarios	tradicionales	que	contengan
un	 determinado	 paradigma	 de	 contenido	 informativo	 (mensaje	 articulado
que	 exprese	 las	 ventajas	 del	 bien	 ofertado),	 pues	 ello	 contradice	 la
creatividad	 inherente	 a	 los	 diversos	 tipos	 de	 mensajes	 inmersos	 en	 los
anuncios	 publicitarios.	 Creatividad	 que,	 como	 los	 propios	 expertos	 en
publicidad	 sostienen33,	 puede	 involucrar	 una	 multitud	 de	 mecanismos
novedosos.
54.	En	este	escenario,	el	mero	uso	de	una	marca	en	un	contexto	intensivo
puede	 cumplir	 no	 solo	 el	 fin	 típico	 distintivo	 de	 identificación	 del	 origen
empresarial,	 sino	 también	 involucrar	 un	 eminente	 fin	 persuasivo	 y,	 por
consiguiente,	 tener	naturaleza	publicitaria.	Ciertamente,	 como	 lo	 reconoce
incluso	la	propia	doctrina	especializada	en	materia	de	signos	distintivos,	la
exposición	 de	 un	 signo	 distintivo	 tiene	 por	 lo	 general	 un	 efecto	 de
recordación	 en	 los	 consumidores,	 siendo	 que	 este	 efecto	 de
posicionamiento	 de	 una	 marca	 y	 del	 empresario	 constituye	 en	 muchas
ocasiones	 el	 objetivo	 de	 un	 anuncio	 o	 campaña	 publicitaria	 y	 es	 una	 vía
indirecta	de	promover	la	adquisición	o	contratación	de	bienes	o	servicios.
55.	El	papel	publicitario	de	la	marca	sin	necesidad	de	que	exista	un	mensaje
articulado	adicional	no	es	un	aspecto	novedoso,	puesto	que	ha	sido	objeto
de	 pronunciamientos	 de	 este	 tribunal	 en	 anteriores	 procedimientos	 de
represión	de	conductas	desleales.	(...).
61.	 En	 la	 misma	 línea,	 la	 Ley	 7/2010,	 Ley	 General	 de	 la	 Comunicación
Audiovisual	en	España,	caracteriza	al	‘Product	Placement’	como	‘Toda	forma
de	 comunicación	 comercial	 audiovisual	 consistente	 en	 incluir,	 mostrar	 o
referirse	a	un	producto,	servicio	o	marca	comercial	de	manera	que	figure	en
un	 programa’.	 (Indecopi,	 R.	 3665-2012/SDC-Indecopi,	 dic.	 28/2012.
Vicepresidenta	Silvia	Hooker	Ortega)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 reitera:	 anunciante	 es	 aquel	 sujeto	 que
materializa	una	comunicación	pública	 con	 fines	 comerciales.	“La	 razón
es	 que	 de	 la	 revisión	 del	 expediente	 se	 desprende	 que	 el	 señor	 (...)	 no
participó	 del	 proyecto	 inmobiliario	 (...)	 ni	 del	 proceso	 de	 difusión	 del
volante	 publicitario	 imputado,	 lo	 cual	 incluso	 ha	 sido	 reconocido	 por	 las
otras	 empresas	 denunciadas	 (Constructora	 (...)	 S.A.C.	 e	 Inversiones	 y
Servicios	 Inmobiliarios	 (...)	 S.A.C.)	 durante	 el	 procedimiento.	 En	 este
sentido,	dicho	administrado	no	califica	 como	anunciante,	de	acuerdo	a	 los
términos	del	literal	c)	del	artículo	59	del	Decreto	Legislativo	1044	-	Ley	de
Represión	de	la	Competencia	Desleal,	por	lo	que	no	puede	ser	responsable
de	la	presunta	comisión	de	actos	de	engaño.	(...)	29.	En	efecto,	el	hecho	que
en	el	 texto	de	 la	norma	en	mención	se	haya	 indicado	que	el	anunciante	es
‘(...)	toda	persona,	natural	o	jurídica	(...)	que,	por	medio	de	la	difusión	de	la
publicidad,	se	propone:	i)	ilustrar	al	público	(...);	o,	ii)	motivar	transacciones
para	 satisfacer	 sus	 intereses	 empresariales’,	 significa	 que	 anunciante	 será
aquel	sujeto	que	tiene	el	propósito	de	motivar	transacciones	que	satisfagan
sus	intereses	comerciales	y	que,	en	virtud	de	ello,	participa	en	el	proceso	de
difusión	de	 la	publicidad”.	 (TDC,	R.	0055-2016/SDC-Indecopi,	 feb.	1/2016.
Pres.	Juan	Carlos	Lozano	Hernández)
DOCTRINA.—Supuestos	 particulares	 considerados	 como	 anuncios.
“Tradicionalmente	 se	 ha	 considerado	 como	 anuncios	 publicitarios	 a	 los
mensajes	 con	 contenido	 comercial	 que	 son	 difundidos	 a	 través	 de	 los
medios	masivos	de	comunicación,	tales	como	radio,	televisión	o	prensa.	Sin
embargo,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 por	 la	 ley,	 la	 comisión	 ha	 establecido
que	 los	 siguientes	 casos	 también	 constituyen	 publicidad	 comercial:	 (i)
anuncios	 difundidos	 en	 las	 páginas	 amarillas	 de	 una	 guía	 telefónica;	 (ii)
anuncios	difundidos	mediante	 facsímil;	 (iii)	 anuncios	difundidos	mediante
mailing;	(iv)	literatura	médica	de	soporte	distribuida	a	los	profesionales	de
la	salud;	(v)	publicidad	difundida	a	través	de	internet;	y,	(vi)	publicidad	en
envases.”	 (R.	 001-2001-LIN-CCD/Indecopi.	 Lineamientos	 sobre
competencia	desleal	y	publicidad	comercial,	pág.	51)
DOCTRINA.—Definición	 de	 publicidad	 comercial.	 “La	 publicidad
comercial	 es	 una	 forma	 de	 comunicación	 pública	 que	 busca	 fomentar,
directa	 o	 indirectamente,	 la	 adquisición	 de	 bienes	 o	 la	 contratación	 de
servicios,	captando	o	desviando	las	preferencias	de	los	consumidores.
Para	 que	 una	 forma	 de	 comunicación	 constituya	 publicidad	 comercial
deben	concurrir	dos	requisitos:
a)	debe	tratarse	de	una	comunicación	pública;	en	otras	palabras,	debe	estar
dirigida	a	un	público	de	potenciales	consumidores;	y,
b)	dicha	comunicación	debe	tener	como	propósito	o	por	efecto	fomentar	en
el	destinatario	del	mensaje	el	consumo	de	los	bienes	o	la	contratación	de	los
servicios	anunciados.”	(R.	001-2001-LIN-CCD/Indecopi.	Lineamientos	sobre
competencia	desleal	y	publicidad	comercial,	págs.	49-50)
DOCTRINA.—Función	 de	 la	 publicidad	 comercial.	 “La	 publicidad
comercial	cumple	una	triple	función:
a)	 función	 informativa:	 dar	 a	 conocer	 al	 público	 la	 existencia	 y	 las
características	del	bien	o	servicio	anunciado;
b)	 función	persuasiva:	convencer	al	 consumidor	de	que	el	bien	o	servicio
anunciado	 satisface	 sus	 necesidades	 y,	 que	 por	 tanto,	 debería	 ser	 elegido
entre	los	demás	que	se	ofrecen	en	el	mercado;	y,
c)	 mecanismo	 de	 competencia.”	 (R.	 001-2001-LIN-CCD/Indecopi.
Lineamientos	sobre	competencia	desleal	y	publicidad	comercial,	nota	199).
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Precedente	 vinculante:	 en	 la	 publicidad
testimonial,	los	testimonios	deben	ser	auténticos	y	recientes,	sin	que	sea
posible	 alterar	 la	 declaración	 del	 testigo.	 “1.	 La	 publicidad	 testimonial
tiene	 tres	 elementos	 característicos	 que	 la	 definen:	 a)	 interviene	 una
persona	distinta	del	anunciante;	b)	dicha	persona	no	actúa	como	portavoz
del	anunciante;	c)	se	presenta	la	opinión	de	la	persona	sobre	el	producto	o
servicio	del	anunciante.
2.	El	artículo	5°	de	las	Normas	de	la	Publicidad	en	Defensa	del	Consumidor
permite	 el	 uso	 de	 testimonios	 en	 la	 publicidad	 como	 instrumento	 de	 la
acción	 de	 concurrencia;	 sin	 embargo,	 como	 en	 el	 caso	 de	 cualquier	 otra
modalidad	publicitaria	 y	 en	 tanto	 es	 expresada	 a	 través	de	un	 anuncio,	 la
publicidad	testimonial	se	encuentra	sometida,	también,	a	los	principios	que
rigen	 la	 actividad	 publicitaria	 en	 general	 y	 al	 principio	 de	 veracidad	 en
particular.
3.	(...).
4.	Para	que	el	testimonio	sea	auténtico	en	su	emisión,	debe	responder	a	la
experiencia	 real	 del	 testigo	 con	 el	 producto	 o	 servicio,	 lo	 que	 implica	 que
éste	 haya	 probado	 o	 haya	 hecho	 uso	 del	 producto	 o	 servicio.	 Además,	 es
necesario	 que	 dicha	 experiencia	 sea	 ‘reciente’.	 Un	 testimonio	 que	 en	 su
oportunidad	fue	verdadero,	pero	que	al	momento	de	su	difusión	ya	no	tiene
vigencia,	no	podría	considerarse	auténtico.
5.	 El	 anuncio	 que	 incluye	 publicidad	 testimonial,	 debe	 respetar
estrictamente	 lo	 señalado	por	el	 testigo.	Si	el	 testimonio	es	presentado	de
manera	tal	que	implique	una	alteración	en	el	real	sentido	de	sus	opiniones,
o	 signifique	 un	 uso	 ambiguo	 o	 equívoco	 de	 dicho	 testimonio,	 se	 estará
configurando	una	infracción	al	principio	de	veracidad	en	tanto	se	induce	a
error	a	los	consumidores.
6.	 Para	 evaluar	 la	 veracidad	 del	 contenido	 del	 testimonio,	 es	 necesario
tener	 en	 consideración	 que	 en	 un	 anuncio	 publicitario	 las	 afirmaciones
pueden	ser	opiniones	meramente	subjetivas	o,	por	el	contrario,	referirse	a
datos	objetivos	y,	por	consiguiente,	comprobables.
7.	 La	 publicidad	 testimonial	 de	 carácter	 objetivo,	 es	 decir,	 que	 contenga
alegaciones	concretas	y	comprobables	de	carácter	informativo,	respecto	de
las	 cuales	 existen	pautas	objetivas	para	 fijar	 su	exactitud	o	 inexactitud,	 se
encontrará	 sujeta	 a	 la	 aplicación	 del	 principio	 de	 veracidad,	 así	 como	 los
criterios	 interpretativos	 aprobados	 como	 precedente	 de	 observancia
obligatoria	en	la	Resolución	N°	901-2004/TDC-Indecopi	del	7	de	diciembre
de	2004.
8.	 En	 un	 contexto	 comparativo,	 únicamente	 será	 lícita	 la	 utilización	 de
testimonios	 de	 carácter	 objetivo,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 por	 el
precedente	 de	 observancia	 obligatoria	 aprobado	 mediante	 Resolución	 N°
0547-2004/TDC-Indecopi.”.	 (R.	 1566-2006/TDC-Indecopi,	 Exp.	 043-
2005/CCD,	11.10.2006)
NOTA:	La	presente	resolución	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1044.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Vigencia	 y	 aplicación.	 La
presente	ley	entrará	en	vigencia	luego	de	treinta	(30)	días	calendario	de	la
fecha	 de	 su	 publicación	 en	 el	 Diario	 Oficial	 El	 Peruano	 y	 será	 aplicable
inmediatamente	 en	 todas	 sus	 disposiciones,	 salvo	 en	 las	 que	 ordenan	 el
procedimiento	 administrativo,	 incluidas	 las	 que	 determinan	 la	 escala	 de
sanciones,	 las	 que	 serán	 aplicables	 únicamente	 a	 los	 procedimientos
iniciados	con	posterioridad	a	su	vigencia.
DISPOSICIONES	DEROGATORIAS
D.	Leg.	1044.
Primera	 Disposición	 Derogatoria.—Derogación	 genérica.	 Esta	 ley	 es	 de
orden	público	y	deroga	todas	las	disposiciones	legales	o	administrativas,	de
igual	o	inferior	rango,	que	se	le	opongan	o	contradigan.
D.	Leg.	1044.
Segunda	 Disposición	 Derogatoria.—Derogación	 expresa.	 Quedan
derogadas	 expresamente	 a	 partir	 de	 la	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley,	 las
siguientes	normas:
a)	El	Decreto	Ley	N°	26122	y	sus	normas	modificatorias,	complementarias
y	sustitutorias;
b)	 El	 Decreto	 Legislativo	 N°	 691	 y	 sus	 normas	 modificatorias,
complementarias	y	sustitutorias;
c)	 El	 Decreto	 Supremo	 N°	 039-2000-ITINCI	 en	 cuanto	 aprueba	 el	 Texto
Único	Ordenado	de	 los	 instrumentos	normativos	 indicados	en	 los	 literales
a)	y	b)	precedentes;
d)	 El	 Decreto	 Supremo	 N°	 20-94-ITINCI	 y	 sus	 normas	 modificatorias,
complementarias	y	sustitutorias;	y,
e)	Los	artículos	238,	239	y	240	del	Código	Penal.	Toda	 referencia	 legal	o
administrativa	a	 las	materias	reguladas	por	disposiciones	contenidas	en	el
Decreto	Ley	N°	26122,	el	Decreto	Legislativo	N°	691	y	el	Decreto	Supremo	N
°	20-94-ITINCI,	así	como	de	sus	normas	modificatorias,	complementarias	o
sustitutorias	 se	 entienden	 efectuadas	 a	 la	 presente	 ley	 en	 lo	 que	 sea
aplicable,	según	corresponda.
	SÉTIMA	PARTE
REPRESIÓN	DE	CONDUCTAS
ANTICOMPETITIVAS
D.	Leg.	1034
LEY	DE	REPRESIÓN	DE	CONDUCTAS
ANTICOMPETITIVAS
TÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
D.	Leg.	1034.
ART.	 1°.—Finalidad	 de	 la	 presente	 ley.	 La	 presente	 ley	 prohíbe	 y
sanciona	 las	 conductas	 anticompetitivas	 con	 la	 finalidad	 de	 promover	 la
eficiencia	 económica	 en	 los	 mercados	 para	 el	 bienestar	 de	 los
consumidores.
Const.
ART.	 61.—El	 Estado	 facilita	 y	 vigila	 la	 libre	 competencia.	 Combate	 toda
práctica	que	 la	 limite	y	el	abuso	de	posiciones	dominantes	o	monopólicas.
Ninguna	ley	ni	concertación	puede	autorizar	ni	establecer	monopolios.
La	 prensa,	 la	 radio,	 la	 televisión	 y	 los	 demás	 medios	 de	 expresión	 y
comunicación	 social;	 y,	 en	 general,	 las	 empresas,	 los	 bienes	 y	 servicios
relacionados	con	la	libertad	de	expresión	y	de	comunicación,	no	pueden	ser
objeto	 de	 exclusividad,	 monopolio	 ni	 acaparamiento,	 directa	 ni
indirectamente,	por	parte	del	Estado	ni	de	particulares.
JURISPRUDENCIA.—Una	empresa	discrimina	en	precios	cuando	impone,
en	sus	relaciones	comerciales	o	de	servicio,	condiciones	desiguales	para
prestaciones	equivalentes.	“3.3.-	El	derecho	a	la	 libre	iniciativa	privada	El
artículo	 58	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Estado	 señala	 que	 ‘la	 iniciativa
privada	 es	 libre’.	 Sobre	 esta	 base,	 y	 relacionándola	 con	 la	 libertad	 de
empresa,	 el	 acceso	 al	mercado	 empresarial	 aparece	 como	 la	 capacidad	de
toda	persona	de	poder	formar	una	empresa	y	que	ésta	funcione	sin	ningún
tipo	de	trabas.	3.4.-	Ventas	atadas	Es	un	término	de	competencia/antitrust,
en	 el	 cual	 una	 empresa	 dominante	 ata	 un	producto	 que	 tiene	 posición	de
dominio	en	el	mercado	con	uno	que	no	tiene	esta	posición,	para	así	 lograr
ingresos	monopólicos	por	 ambos	productos.	 3.5.-	 Precios	discriminatorios
La	discriminación	de	precios	 según	Khemani	 se	 da	 cuando:	 ‘En	diferentes
segmentos	 del	 mercado,	 la	 clientela	 no	 recibe	 la	 aplicación	 de	 un	mismo
precio	 para	 un	mismo	 bien	 o	 servicio,	 por	motivos	 no	 relacionados	 a	 los
costos’.	En	ese	sentido	se	entiende	que	una	empresa	discrimina	en	precios
cuando	 impone,	 en	 sus	 relaciones	 comerciales	 o	 de	 servicio,	 condiciones
desiguales	 para	 prestaciones	 equivalentes.”	 (C.	 S.,	 Cas.	 1104-2009-Lima,
may.	31/2010.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—La	 norma	 constitucional	 no	 sanciona	 la	 existencia
de	 una	 posición	 de	 dominio	 en	 el	mercado.	 “(…)	 interpretación	 errónea
del	 artículo	 61	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Estado	 contenido	 en	 la
primera	causal	denunciada	debemos	decir	que,	este	artículo	establece	que
‘El	Estado	facilita	y	vigila	la	libre	competencia.	Combate	toda	práctica	que	la
limite	y	el	abuso	de	posiciones	dominantes	o	monopólicas.	Ninguna	 ley	ni
concertación	 puede	 autorizar	 ni	 establecer	 monopolios,	 por	 lo	 que	 se
aprecia	 que	 la	 norma	 constitucional	 no	 sanciona	 la	 existencia	 de	 una
posición	de	dominio	 en	 el	mercado,	 que	 es	 lo	 que	 se	ha	determinado	que
existe	en	el	presente	caso	según	los	estudios	realizados	por	Indecopi	y	que
dicha	posición	la	viene	ocupando	la	empresa	(…),	sin	embargo	lo	que	no	se
ha	determinado	es	que	esta	empresa	haya	hecho	abuso	de	tal	posición	por
lo	 que	 la	 interpretación	 efectuada	 por	 la	 instancia	 de	 mérito	 resulta
correcta,	 debiendo	 declararse	 infundada	 esta	 causal.’”	 (C.	 S.,	 Cas.	 1104-
2009-Lima,	may.	31/2010.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Se	discute	la	existencia	de	posición	de	dominio	y	no
su	existencia.	“(…);	queda	claro	que	este	artículo	conceptualiza	y	describe
cuando	una	 empresa	 goza	de	posición	de	dominio	 en	 el	mercado,	mas	no
establece	prohibición	alguna	sobre	dicha	posición	de	dominio,	por	lo	que	al
no	estar	en	discusión	la	existencia	de	posición	de	dominio	sino	el	abuso	de
ella”	(C.	S.,	Cas.	1104-2009-Lima,	may.	31/2010.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Municipalidades	 no	 pueden	 imponer	 a	 locales
comerciales	horarios	de	funcionamiento	irrazonables.	“(…)	38.	Y	es	que
debe	 tenerse	 presente	 que	 las	 municipalidades	 distritales	 tienen	 un	 rol
importante	 en	 la	 regulación	 y	 control	 sobre	 los	 humos,	 ruidos	 y	 demás
elementos	contaminantes	(Art.	80,	inciso	3	de	la	LOM)	además	de	fiscalizar
ello.	Debe	reiterarse	que	el	artículo	79	de	la	LOM	establece	en	su	punto	3.6	y
3.6.4	 que	 las	 municipalidades	 norman	 y	 otorgan	 licencias	 y	 realizan	 la
fiscalización	 de	 los	 establecimientos	 comerciales,	 industriales	 y	 de
actividades	profesionales	de	acuerdo	a	la	zonificación.	Evidentemente	todo
ello	debe	ser	realizado	de	conformidad	con	 lo	establecido	en	 la	Ley	Marco
de	Licencia	de	Funcionamiento	(Ley	N°	28976).	En	tal	sentido,	al	margen	de
la	inconstitucionalidad	de	la	ordenanza	cuestionada,	la	municipalidad	debe
proceder	 a	 aplicar	 las	 sanciones	 pertinentes	 a	 aquellos	 locales	 que	 no
cuenten	con	 licencia	de	 funcionamiento,	que	generen	 ruidos	molestos	a	 la
población,	que	permitan	el	ingreso	de	menores	o	que	permitan	la	venta	de
alcohol	 a	 los	 menores.	 Respecto	 a	 estos	 dos	 puntos	 la	 Ley	 Regula	 la
Comercialización,	 Consumo	 y	 Publicidad	 de	 Bebidas	 Alcohólicas	 (Ley	 N°
28681)	 claramente	 establece	 una	 serie	 de	 prohibiciones	 dirigidas	 a	 la
protección	 de	 los	menores.	 En	 virtud	 de	 ello,	 las	municipalidades	 tiene	 la
obligación	de	aplicar	las	más	drásticas	medidas	para	tutela	los	intereses	de
los	menores	de	edad.	Por	lo	tanto,	si	bien	es	comprensible	la	preocupación
que	 puede	 generar	 determinados	 sucesos,	 no	 es	 constitucionalmente
legítimo,	 por	 existir	 varias	 otras	 alternativas,	 que	 se	 pretenda	 afectar
desproporcionadamente	libertades	básicas	de	las	personas.”	(T.	C.,	Sent.	del
Pleno	-	Exp.	00016-2009-PI/TC,	set.	21/10.	S.	S.	Mesía	Ramírez)
JURISPRUDENCIA.—Multar	 por	 cada	 instalación	 ilegal	 de	 anuncios
publicitarios	 no	 vulnera	 el	 non	 bis	 in	 ídem.	 “(…)	 En	 cuanto	 al	 principio
non	bis	in	ídem,	el	Tribunal	Constitucional	en	la	STC	N°	3954-2006-AA/TC
ha	 señalado	 ‘que	 cuenta	 una	 doble	 dimensión:	 en	 su	 vertiente	 material
garantiza	el	derecho	a	no	ser	sancionado	dos	o	más	veces	por	la	infracción
de	un	mismo	bien	jurídico;	mientras	que	en	su	vertiente	procesal,	garantiza
el	derecho	a	no	ser	sometido	a	juzgamiento	dos	o	más	veces	por	un	mismo
hecho.	 En	 efecto,	 la	 dimensión	material	 de	 este	principio	 ‘impide	que	una
persona	 sea	 sancionada	 o	 castigada	 dos	 (o	 más)	 veces	 por	 una	 misma
infracción	cuando	exista	identidad	de	sujeto,	hecho	y	fundamento’;	mientras
que	en	su	dimensión	procesal	se	ha	establecido	que	‘tiene	conexión	con	los
principios	 de	 legalidad	 y	 proporcionalidad	 (…)’.	 Respecto	 a	 la	 dimensión
material	del	principio	nen	bis	in	ídem	el	Tribunal	Constitucional	en	las	STC
N°	 2050-2002-AA/PC	 y	 STC	 N°	 2868-2004-AA/TC	 ha	 precisado	 ‘En	 su
formulación	material,	el	enunciado	según	el	cual,	‘nadie	puede	ser	castigado
dos	 veces	por	un	mismo	hecho’,	 expresa	 la	 imposibilidad	de	que	 recaigan
dos	sanciones	sobre	el	mismo	sujeto	por	una	misma	infracción,	puesto	que
tal	 proceder	 constituiría	 un	 exceso	 del	 poder	 sancionador,	 contrario	 a	 las
garantías	 propias	 del	 Estado	 de	 derecho.	 Su	 aplicación,	 pues,	 impide	 que
una	persona	sea	sancionada	o	castigada	dos	(o	más	veces)	por	una	misma
infracción	 cuando	 exista	 identidad	 de	 sujeto,	 hecho	 y	 fundamento’.	 (…)
estando	a	lo	señalado,	si	bien	de	las	multas	impuestas	han	sido	aplicadas	a
un	mismo	sujeto,	no	ocurre	lo	mismo	en	cuanto	a	los	hechos	(los	textos	de
los	anuncios	publicitarios),	en	tanto	cada	uno	de	ellos	ha	sido	consecuencia
de	 un	 accionar	 distinto	 por	 parte	 del	 administrado,	 esto	 es,	 instalar
anuncios	 publicitarios	 en	 tres	 lugares	 diferentes,	 cada	 uno	 con	 distintas
medidas	 y	 características,	 como	 se	 ha	 precisado	 en	 el	 considerando
precedente,	 para	 lo	 cual	 necesariamente	 debía	 contar	 con	 la	 respectiva
licencia	municipal,	 puesto	 que	 el	 artículo	 18	 numeral	 3)	 de	 la	 Ordenanza
Municipal	 N°	 210-MML	 señala	 que	 son	 requisitos	 para	 solicitar	 la
autorización	 de	 instalación	 de	 publicidad	 exterior	 ‘Fotografía	 con
fotomontaje	 del	 elemento	 de	 publicidad	 exterior	 para	 el	 que	 se	 solicita
autorización,	 en	 cual	 se	 debe	 apreciar	 el	 entorno	 y	 el	 bien	 o	 edificación
donde	se	instalaría	el	elemento’,	esto	es	por	cada	elemento	publicitario.”	(C.
S.,	Cas.	1826-2009-Lima,	dic.	15/2009.	V.	P.	Rodríguez	Mendoza)
JURISPRUDENCIA.—La	marca	lleva	dos	propósitos:	proteger	a	su	titular
y	 tutelar	 al	 consumidor.	 “Bajo	 este	 orden	 de	 ideas,	 puede	 desprenderse
que	el	propósito	esencial	que	cumple	la	marca	dentro	del	tráfico	económico
consiste	en	facilitar	la	identificación	de	los	bienes	y	servicios	que	se	ofrecen,
configurando	de	este	modo:	i)	un	medio	de	protección	al	titular	de	la	marca,
en	 tanto	 que	 éste	 tendrá	 a	 disposición	 un	medio	 idóneo	para	 distinguir	 y
concentrar	el	valor	y	prestigio	de	sus	mercancías	–good	will–	frente	a	las	de
sus	 competidores,	 pero,	 sobre	 todo,	 ii)	 un	 medio	 de	 protección	 a	 los
consumidores,	en	la	medida	que	permitirá	reconocer	un	producto	o	servicio
dentro	 del	 mercado	 y	 distinguirlo	 de	 sus	 competidores,	 facilitando	 y
promoviendo	de	este	modo	–y	en	términos	generales–	la	adopción	sencilla
de	 decisiones	 de	 consumo.	 Son	 estos	 dos	 propósitos,	 y	 sobre	 todo	 el
segundo	de	ellos,	los	que	deben	informar	el	análisis	del	operador	jurídico	en
los	casos	en	los	que	se	encuentre	en	debate	–como	sucede	en	esta	ocasión–
los	ámbitos	concretos	comprendidos	dentro	del	derecho	de	marcas”.	(C.	S.,
Cas.	10660-2012-Lima,	mar.	10/2015.	V.	P.	Rodríguez	Chávez)
DOCTRINA.—Concepto	de	 libre	competencia.	 “La	 libre	 competencia,	 en
su	contenido	básico,	no	es	otra	cosa	que	un	escenario	de	mercado	en	el	que
existe	libertad	de	elección,	los	precios	se	forman	libremente	por	acción	de	la
ley	 de	 la	 oferta	 y	 la	 demanda,	 y	 es	 imposible	 que	 un	 agente	 económico
decida	 su	 política	 industrial	 con	 independencia	 de	 los	 otros	 actores	 del
mercado.”	(ROJAS,	Juan	Francisco.	El	Abuso	de	la	posición	de	dominio	en	el
mercado	 en	 la	 legislación	 nacional.	 En:	 Revista	 de	 la	 Competencia	 y	 la
Propiedad	Intelectual,	Año	1,	N°	1,	Primavera	2005,	pág.	87)
COMENTARIO.—A	 raíz	 de	 la	 suscripción	 del	 Acuerdo	 de	 Promoción
Comercial	suscrito	entre	el	Perú	y	los	Estados	Unidos	de	América,	el	Estado
peruano	se	vió	en	la	necesidad	y/o	obligación	de	modificar	gran	parte	de	su
legislación	con	el	objeto	de	implementarla.	Siendo	ello	así,	el	Congreso	de	la
República	 mediante	 Ley	 29157	 delegó	 facultades	 legislativas	 al	 Poder
Ejecutivo	 quien	 a	 fines	 del	 mes	 de	 junio	 expidió	 diversos	 decretos
legislativos,	 dentro	 de	 los	 cuales	 se	 encuentra	 el	D.	 Leg.	 1034,	 dispositivo
que	derogó	a	su	vez	el	D.	Leg.	701	(decreto	 legislativo	contra	 las	prácticas
monopólicas,	 controlistas	 y	 restrictivas	 de	 la	 libre	 competencia),	 creándo
una	nueva	regulación	que	reprime	las	conductas	anticompetitivas).
D.	Leg.	1034.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación	subjetivo.
2.1.	 La	 presente	 ley	 se	 aplica	 a	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas,
sociedades	 irregulares,	 patrimonios	 autónomos	 u	 otras	 entidades	 de
derecho	público	o	privado,	estatales	o	no,	con	o	sin	fines	de	lucro,	que	en	el
mercado	oferten	o	demanden	bienes	o	servicios	o	cuyos	asociados,	afiliados,
agremiados	 o	 integrantes	 realicen	 dicha	 actividad.	 Se	 aplica	 también	 a
quienes	 ejerzan	 la	 dirección,	 gestión	 o	 representación	 de	 los	 sujetos	 de
derecho	antes	mencionados,	en	la	medida	que	hayan	tenido	participación	en
el	planeamiento,	realización	o	ejecución	de	la	infracción	administrativa.
2.2.	 Las	 personas	 naturales	 que	 actúan	 en	 nombre	 y	 por	 encargo	 de	 las
personas	 jurídicas,	 sociedades	 irregulares,	 patrimonios	 autónomos	 o
entidades	 mencionadas	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 con	 sus	 actos	 generan
responsabilidad	en	éstas,	sin	que	sea	exigible	para	tal	efecto	condiciones	de
representación	civil.
2.3.	A	los	efectos	de	la	presente	ley,	cuando	se	haga	referencia	a	cualquiera
de	las	personas,	sociedades	irregulares,	patrimonios	autónomos	o	entidades
antes	mencionadas,	se	utilizará	el	término	“agente	económico”.	También	se
utilizará	 este	 término	 para	 referirse	 a	 empresas	 de	 un	 mismo	 grupo
económico.
2.4.	Incorporado.	D.	Leg.	1205,	Art.	2°.	La	 ley	 se	 aplicará	 también	 a	 las
personas	naturales	o	jurídicas	que,	sin	competir	en	el	mercado	en	el	que	se
producen	 las	 conductas	 materia	 de	 investigación,	 actúen	 como
planificadores,	 intermediarios	 o	 facilitadores	 de	 una	 infracción	 sujeta	 a	 la
prohibición	 absoluta.	 Se	 incluye	 en	 esta	 disposición	 a	 los	 funcionarios,
directivos	 y	 servidores	 públicos,	 en	 lo	 que	 no	 corresponda	 al	 ejercicio
regular	de	sus	funciones.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Los	colegios	de	profesionales	están	regulados
por	las	normas	de	represión	de	conductas	anticompetitivas.	“III.1	Sujetos
comprendidos	 dentro	 del	 ámbito	 de	 aplicación	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°
701
Los	gremios	profesionales	 son	agrupaciones	de	personas	que	desarrollan
diversas	 funciones,	 las	 que	 comprenden	 el	 desarrollo	 de	 la	 profesión
mediante	 la	 prestación	 de	 servicios	 a	 los	 propios	 agremiados,	 y,
eventualmente,	labores	de	colegiación	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	la	ley
que	 los	 regula.	 Sin	 embargo,	 en	 un	 contexto	 como	 el	 que	 se	 viene
desarrollando	actualmente,	varias	de	las	funciones	de	dichas	organizaciones
deben	ser	conciliadas	con	los	principios	que	rigen	la	economía	de	mercado,
toda	vez	que	son	los	propios	miembros	de	aquéllas	los	que	determinan,	de
la	 forma	que	más	 satisface	 sus	 intereses,	 la	manera	 como	 llevar	 a	 cabo	 la
actividad	respectiva.
En	 efecto,	 los	 profesionales	 desarrollan	 como	 tales	 una	 actividad
económica,	 sea	de	manera	 independiente,	dependiente	o	asociada,	y	como
tal	 quedan	 sujetos	 a	 las	 mismas	 reglas	 a	 las	 que	 se	 sujetan	 todas	 las
empresas	 que	 desarrollan	 actividad	 económica.	 En	 tal	 sentido,	 pueden
llevar	a	cabo	de	manera	individual	o	en	conjunto	conductas	prohibidas	por
el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 701	 que	 afecten	 la	 libre	 competencia	 y	 a	 los
consumidores	de	 los	 servicios	que	prestan.	Esta	 sala	 considera	pertinente
citar	lo	expuesto	por	la	comisión	en	el	sentido	que	los	colegios	profesionales
en	el	desarrollo	de	sus	actividades	pueden	actuar	tanto	como	‘empresas’	(3),
como	 también	en	el	 rol	de	 ‘agrupaciones	de	empresas’	 (4).	Así,	un	colegio
profesional	 será	 una	 empresa	 respecto	 de	 la	 actividad	 económica	 que
realice	 por	 si	misma,	 pero	 actuará	 como	 una	 agrupación	 de	 empresas	 en
tanto	 adopte,	 por	medio	 de	 sus	 correspondientes	 órganos,	 decisiones	 que
vinculen	a	las	‘empresas	miembros’.
En	 ese	 sentido,	 los	 colegios	 profesionales,	 como	 agrupaciones	 de
profesionales,	son	importantes	en	el	ámbito	del	derecho	de	la	competencia
no	sólo	por	la	actividad	empresarial	desarrollada	por	sí	mismos,	sino	sobre
todo	 por	 que	 cuentan	 con	 una	 estructura	 organizativa	 que,	 apoyada	 en
normas	 legales	o	 convencionales,	 constituye	el	medio	para	 la	 adopción	de
decisiones	 que	 determinan	 o	 influyen	 la	 conducta	 de	 sus	 miembros.”	 (R.
229-97-TDC,	 Exp.	 0016-96-C.L.C.,	 12.09.1997.	 Bullard,	 Eyzaguirre,	 Vega,
Hernández	y	Ortiz)
NOTAS:	1.	La	presente	resolución	constituye	precedente	de	observancia	obligatoria	y	fue	publicada
en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	28	de	octubre	de	1997.
2.	Si	bien	esta	resolución	fue	emitida	bajo	la	vigencia	del	D.	Leg.	701,	consideramos	que	a	la	luz	del
numeral	2.1	del	artículo	2°	del	D.	Leg.	1034,	el	criterio	en	ella	plasmado	se	mantiene	vigente.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Un	 grupo	 económico	 también	 puede	 ser
sancionado	por	prácticas	restrictivas	de	la	competencia.	“(…)	El	artículo
230	 de	 la	 Ley	 27444	 –Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General–
establece,	 entre	 otros	 principios,	 el	 de	 causalidad	 o	 personalidad	 de	 las
infracciones,	 en	 virtud	 del	 cual	 “La	 responsabilidad	 debe	 recaer	 en	 quien
realiza	la	conducta	omisiva	o	activa	constitutiva	de	infracción	sancionable”.
38.	Esta	garantía	es	una	expresión	del	principio	de	culpabilidad.	Según	el
Tribunal	 Constitucional,	 ello	 supone	 que	 el	 gravamen	 que	 la	 sanción
representa,	 por	 regla	 general,	 solo	 puede	 recaer	 individualmente	 sobre
aquellas	personas	naturales	o	entidades	que	han	participado	materialmente
en	la	realización	de	los	hechos	calificados	como	punibles,	no	admitiéndose
que	 se	 establezcan	 responsabilidades	 por	 el	 acto	 u	 omisión	 de	 un	 deber
jurídico	incurrido	por	otro	sujeto.
39.	Pese	a	esta	regla	general,	el	Decreto	Legislativo	1034	establece	que	el
ámbito	de	aplicación	subjetivo	de	la	norma,	esto	es,	los	posibles	sujetos	que
pueden	 ser	 considerados	 como	 infractores,	 se	 extiende	 no	 solo	 a	 las
personas	naturales	o	entidades	individualmente	consideradas,	sino	también
a	 aquel	 conjunto	 de	 empresas	 que	 se	 encuentren	 comprendidas	 bajo	 la
figura	denominada	“grupo	económico”.	En	efecto,	el	artículo	2	del	Decreto
Legislativo	 1034	 establece	 expresamente	 esta	 excepción	 (…)”	 (TDC,	 R.
1351-2011/SC1-Indecopi,	jul.	27/2011.	Vicepresidente	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Grupo	económico:	 conjunto	de	empresas	que
desarrollan	una	política	 común.	“(...)	 40.	 La	 doctrina	 societaria	 define	 al
grupo	económico	como	aquel	conjunto	de	empresas	que	si	bien	mantienen
una	 personalidad	 separada,	 desarrollan	 una	 política	 societaria	 común	 al
encontrarse	sujetas	a	determinados	vínculos	de	subordinación	que	generan
que	todas	actúen	bajo	una	dirección	uniforme.
41.	Es	esta	característica	la	que	permite	que	un	grupo	económico	pueda	ser
considerado	 excepcionalmente	 como	 un	 único	 sujeto	 infractor	 bajo	 las
normas	 de	 represión	 de	 conductas	 anticompetitivas.	 Ello	 debido	 a	 que	 la
lógica	que	subyace	a	la	aplicación	de	la	ley	de	libre	competencia	es	tutelar	el
proceso	 competitivo	 frente	 a	 las	 conductas	 de	 aquellos	 agentes	 que
concurran	 en	 los	 mercados	 como	 un	 único	 centro	 de	 imputación	 de
intereses	y	realicen	prácticas	unilaterales	abusivas,	o	actuaciones	colusorias
con	otros	agentes	económicos.
42.	La	 figura	del	grupo	económico	como	sujeto	 infractor	en	el	ámbito	del
derecho	 de	 la	 competencia	 ha	 sido	 plenamente	 aceptada	 no	 solo	 en	 la
jurisprudencia	 comparada,	 sino	 que	 también	 en	 el	 marco	 de	 los
procedimientos	seguidos	bajo	la	aplicación	del	derogado	Decreto	Legislativo
701,	 la	comisión	y	 la	sala	han	reconocido	de	manera	uniforme	que	ante	 la
evidencia	de	un	grupo	económico	se	está	frente	a	un	solo	agente.	(...).”	(TDC,
R.	1351-2011/SC1-Indecopi,	jul.	27/2011.	Vicepresidente	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	normatividad	de	la	SBS	suple	el	vacío	legal
para	conceptualizar	el	término	“grupo	económico”.	“(...)	43.	No	obstante
esta	 experiencia,	 las	 normas	 de	 libre	 competencia	 no	 contienen	 una
disposición	 que	 desarrolle	 el	 concepto	 de	 grupo	 económico.	 Asimismo,	 la
Ley	General	de	Sociedades	tampoco	aborda	la	figura	ni	tampoco	existe	algún
otro	cuerpo	normativo	especial	que	regule	el	supuesto	de	manera	general	y
abstracta	para	todos	los	casos	y	sujetos.
44.	Frente	a	este	vacío	normativo	resulta	útil	recurrir	supletoriamente	a	la
Resolución	 SBS	 445-2000,	 emitida	 por	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,
Seguros	y	AFP	el	28	de	junio	del	2000	(en	adelante,	la	resolución	de	la	SBS),
norma	 sectorial	 que	 en	 su	 artículo	 8°	 contiene	 la	 siguiente	 definición	 de
grupo	económico:
‘Entiéndase	 por	 grupo	 económico	 al	 conjunto	 de	 personas	 jurídicas,
nacionales	o	extranjeras,	conformado	al	menos	por	dos	personas	jurídicas,
cuando	 alguna	 de	 ellas	 ejerce	 control	 sobre	 la	 o	 las	 demás,	 o	 cuando	 el
control	 sobre	 las	 personas	 jurídicas	 corresponde	 a	 una	 o	 varias	 personas
naturales	que	actúan	como	una	unidad	de	decisión.
(...).’
45.	 De	 la	 definición	 citada	 se	 desprende	 que	 existe	 un	 elemento	 central
constitutivo	del	concepto	de	grupo	económico	y	es	el	control	que	ejerce	una
persona	natural	o	jurídica	sobre	una	o	varias	personas	jurídicas.
46.	Al	respecto,	la	resolución	de	la	SBS	también	contiene	en	su	artículo	9°
una	definición	de	 lo	que	 se	 comprende	por	 control,	 entendido	como	 tal	 la
influencia	preponderante	y	continua	sobre	las	decisiones	de	los	órganos	de
gobierno	de	 otra	 persona	 jurídica.”	 (TDC,	R.	 1351-2011/SC1-Indecopi,	 jul.
27/2011.	Vicepresidente	Tapia	Cano)
D.	Leg.	1034.
ART.	 3°.—Ámbito	 de	 aplicación	 objetivo.	 Se	 encuentra	 fuera	 de
aplicación	 de	 la	 presente	 ley	 aquella	 conducta	 que	 es	 consecuencia	 de	 lo
dispuesto	 en	 una	 norma	 legal.	 El	 cuestionamiento	 a	 dicha	 norma	 se
realizará	 mediante	 las	 vías	 correspondientes	 y	 no	 ante	 la	 autoridad	 de
competencia	 prevista	 en	 la	 presente	 ley.	 El	 Estado	 podrá	 asumir	 las
acciones	que	considere	necesarias	para	contribuir	a	mejorar	las	condiciones
de	oferta	de	los	productos	en	beneficio	de	los	consumidores.
No	 obstante	 ello,	 discrecionalmente,	 la	 autoridad	 de	 competencia	 podrá
emitir	informes	con	relación	a	las	conductas	referidas	en	el	párrafo	anterior
con	el	fin	de	evaluar	sus	efectos	sobre	la	libre	competencia	y	el	bienestar	del
consumidor.
D.	Leg.	1034.
ART.	 4°.—Ámbito	 de	 aplicación	 territorial.	 La	 presente	 ley	 es	 de
aplicación	 a	 las	 conductas	 que	 produzcan	 o	 puedan	 producir	 efectos
anticompetitivos	 en	 todo	 o	 en	 parte	 del	 territorio	 nacional,	 aún	 cuando
dicho	acto	se	haya	originado	en	el	extranjero.
D.	Leg.	1034.
ART.	 5°.—Primacía	 de	 la	 realidad.	 En	 la	 aplicación	 de	 esta	 ley,	 la
autoridad	 administrativa	 determinará	 la	 verdadera	 naturaleza	 de	 las
conductas	 investigadas,	 atendiendo	 a	 las	 situaciones	 y	 relaciones
económicas	que	se	pretendan,	desarrollen	o	establezcan	en	 la	 realidad.	La
forma	 de	 los	 actos	 jurídicos	 utilizados	 por	 los	 contratantes	 no	 enerva	 el
análisis	 que	 la	 autoridad	 efectúe	 sobre	 la	 verdadera	 naturaleza	 de	 las
conductas	subyacentes	a	dichos	actos.
TÍTULO	II
MERCADO	RELEVANTE	Y	POSICIÓN	DE	DOMINIO
D.	Leg.	1034.
ART.	6°.—El	mercado	relevante.
6.1.	El	mercado	relevante	está	 integrado	por	el	mercado	de	producto	y	el
mercado	geográfico.
6.2.	El	mercado	de	producto	relevante	es,	por	lo	general,	el	bien	o	servicio
materia	 de	 la	 conducta	 investigada	 y	 sus	 sustitutos.	 Para	 el	 análisis	 de
sustitución,	 la	autoridad	de	competencia	evaluará,	entre	otros	 factores,	 las
preferencias	 de	 los	 clientes	 o	 consumidores;	 las	 características,	 usos	 y
precios	de	los	posibles	sustitutos;	así	como	las	posibilidades	tecnológicas	y
el	tiempo	requerido	para	la	sustitución.
6.3.	 El	mercado	 geográfico	 relevante	 es	 el	 conjunto	 de	 zonas	 geográficas
donde	 están	 ubicadas	 las	 fuentes	 alternativas	 de	 aprovisionamiento	 del
producto	relevante.	Para	determinar	las	alternativas	de	aprovisionamiento,
la	 autoridad	 de	 competencia	 evaluará,	 entre	 otros	 factores,	 los	 costos	 de
transporte	y	las	barreras	al	comercio	existentes.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 explica	 qué	 se	 entiende	 por	 mercado
relevante.	 “El	 artículo	 6°.1	 del	 Decreto	 Legislativo	 1034	 establece	 que	 el
mercado	relevante	está	constituido	tanto	por	el	mercado	de	producto	como
por	 el	 mercado	 geográfico.	 El	 mercado	 de	 producto	 relevante	 está
constituido	por	 el	 bien	o	 servicio	materia	de	 la	denuncia	 y	 sus	 sustitutos;
mientras	que	el	mercado	geográfico	relevante	se	determina	por	el	conjunto
de	 zonas	 geográficas	 donde	 están	 ubicadas	 las	 fuentes	 alternativas	 de
aprovisionamiento	del	producto	relevante.	Para	determinar	las	alternativas
de	aprovisionamiento,	la	autoridad	evaluará,	entre	otros	factores,	los	costos
de	transporte	y	las	barreras	al	comercio	existentes.	(...)”.	(Indecopi,	R.	0611-
2013/SDC-Indecopi,	abr.	03/2013.	Pres.	Hooker	Ortega)
D.	Leg.	1034.
ART.	7°.—De	la	posición	de	dominio	en	el	mercado.
7.1.	Se	entiende	que	un	agente	económico	goza	de	posición	de	dominio	en
un	mercado	 relevante	 cuando	 tiene	 la	 posibilidad	 de	 restringir,	 afectar	 o
distorsionar	en	forma	sustancial	las	condiciones	de	la	oferta	o	demanda	en
dicho	mercado,	 sin	 que	 sus	 competidores,	 proveedores	 o	 clientes	 puedan,
en	ese	momento	o	en	un	futuro	inmediato,	contrarrestar	dicha	posibilidad,
debido	a	factores	tales	como:
(a)	Una	participación	significativa	en	el	mercado	relevante.
(b)	Las	características	de	la	oferta	y	la	demanda	de	los	bienes	o	servicios.
(c)	El	desarrollo	tecnológico	o	servicios	involucrados.
(d)	El	acceso	de	competidores	a	fuentes	de	financiamiento	y	suministro	así
como	a	redes	de	distribución.
(e)	 La	 existencia	 de	 barreras	 a	 la	 entrada	 de	 tipo	 legal,	 económica	 o
estratégica.
(f)	 La	 existencia	 de	 proveedores,	 clientes	 o	 competidores	 y	 el	 poder	 de
negociación	de	éstos.
7.2.	 La	 sola	 tenencia	 de	 posición	de	 dominio	 no	 constituye	 una	 conducta
ilícita.
JURISPRUDENCIA.—Corte	 enuncia	 requisitos	 para	 calificar	 la	 posición
de	 dominio.	 “(…)	 la	 interpretación	 errónea	 del	 artículo	 5°	 del	 Decreto
Legislativo	 N°	 701,	 la	 recurrente	 alega	 que	 no	 ha	 tenido	 en	 cuenta	 las
concurrencias	 de	 los	 tres	 requisitos	 contenidos	 en	 la	 norma	 acotada,	 que
textualmente	señala	lo	siguiente:	‘Se	considera	que	existe	abuso	de	posición
de	dominio	en	el	mercado,	cuando	una	o	más	empresas	que	se	encuentran
en	la	situación	descrita	en	el	artículo	anterior,	actúan	de	manera	indebida,
con	el	fin	de	obtener	beneficios	y	causar	perjuicios	a	otros,	que	no	hubieran
sido	posibles,	de	no	existir	 la	posición	de	dominio.	para	que	se	califique	el
abuso	de	posición	de	dominio	en	el	mercado	se	requiere	la	concurrencia	de
determinados	 requisitos:	 a)	 que	 la	 empresa	 actúe	 de	manera	 indebida,	 b)
que	 dicha	 actuación	 se	 dé	 con	 el	 fin	 de	 obtener	 beneficios,	 c)	 que	 como
resultado	 de	 dicha	 conducta	 se	 cause	 perjuicio	 a	 otros,	 lo	 que	 no	 hubiera
sido	posible	de	no	existir	la	posición	de	dominio,	y	analizando	el	contenido
de	los	contratos	celebrados	entre	las	partes	concluye	que	no	se	configura	la
premisa	de	que	la	empresa	haya	actuado	de	manera	indebida	o	contraria	a
ley,	más	aún	cuando	los	contratos	de	representación	comercial	no	han	sido
declarados	ilícitos	ni	contrarios	a	derecho.	(…)	asimismo	ha	concluido	que	la
autoridad	 administrativa	 no	 ha	 determinado	 ni	 demostrado	 cual	 es	 la
conducta	indebida	que	ha	sido	ejecutada	por	la	empresa	que	ejerce	posición
de	dominio	en	el	mercado	(empresa	demandante),	consecuentemente	al	no
existir	 ejecución	 de	 una	 conducta	 prohibida	 no	 se	 configura	 el	 abuso	 de
posición	 dominante	 no	 habiéndose	 demostrado	 tampoco	 que	 exista	 un
perjuicio	 en	 contra	 del	 público	 consumidor	 (consumidor	 final)	 de	 los
productos	 por	 lo	 que	 la	 interpretación	 dada	 por	 la	 sala	 de	mérito	 resulta
correcta	deviniendo	infundada	la	causal	denunciada.	(…)”	(C.	S.,	Cas.	1104-
2009	Lima,	may.	31/2009.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Desconocer	 lo	 resuelto	 por	 el	 TC	 no	 implica
necesariamente	 la	modificación	de	 tal	 o	 cual	 resolución	 en	un	 caso	de
posición	de	dominio.	“Si	bien	es	cierto	que	la	interpretación	efectuada	por
la	sala	de	mérito	contradice	lo	señalado	por	el	Tribunal	Constitucional	en	el
fundamento	veinticinco	de	 la	 sentencia	dictada	en	el	Expediente	N°	1063-
2006-AA/TC	 (…),	 también	 es	 cierto	 que	 dicho	 error	 en	modo	 alguno	 va	 a
modificar	el	sentido	de	lo	resuelto	en	la	sentencia	de	vista,	toda	vez	que	la
misma	se	encuentra	sustentada	en	la	falta	de	demostración	de	la	conducta
indebida	(abuso	de	posición	de	dominio	en	su	modalidad	de	ventas	atadas	y
precios	 discriminatorios)	 ejecutada	 por	 la	 empresa	 (…)	 y	 en	 la	 falta	 de
demostración	 de	 la	 existencia	 de	 un	 perjuicio	 en	 contra	 del	 público
consumidor,	por	lo	que	esta	causal	deviene	en	infundada.”	(C.	S.,	Cas.	1104-
2009-Lima,	may.	31/2010.	V.	P.	Arévalo	Vela)
JURISPRUDENCIA.—Si	 no	 existe	 ejecución	 de	 una	 conducta	 prohibida,
entonces	 no	 se	 configura	 el	 abuso	 de	 posición	 dominante.	 “La
interpretación	 errónea	 del	 artículo	 5°	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 701,	 la
recurrente	 alega	que	no	ha	 tenido	en	 cuenta	 las	 concurrencias	de	 los	 tres
requisitos	 contenidos	 en	 la	 norma	 acotada,	 (…)	 Que,	 a	 tenor	 de	 lo
establecido	por	la	norma	antes	citada,	la	sentencia	de	vista	ha	considerado
que	para	que	se	califique	el	abuso	de	posición	de	dominio	en	el	mercado	se
requiere	 la	 concurrencia	 de	 determinados	 requisitos:	 a)	 que	 la	 empresa
actúe	de	manera	indebida,	b)	que	dicha	actuación	se	dé	con	el	fin	de	obtener
beneficios,	 c)	 que	 como	 resultado	 de	 dicha	 conducta	 se	 cause	 perjuicio	 a
otros,	lo	que	no	hubiera	sido	posible	de	no	existir	la	posición	de	dominio,	y
analizando	 el	 contenido	 de	 los	 contratos	 celebrados	 entre	 las	 partes
concluye	que	no	se	configura	la	premisa	de	que	la	empresa	haya	actuado	de
manera	 indebida	 o	 contraria	 a	 ley,	 más	 aún	 cuando	 los	 contratos	 de
representación	 comercial	 no	 han	 sido	 declarados	 ilícitos	 ni	 contrarios	 a
derecho.	 Sétimo:	 Que,	 asimismo	 ha	 concluido	 que	 la	 autoridad
administrativa	 no	 ha	 determinado	 ni	 demostrado	 cual	 es	 la	 conducta
indebida	 que	 ha	 sido	 ejecutada	 por	 la	 empresa	 que	 ejerce	 posición	 de
dominio	 en	 el	 mercado	 (empresa	 demandante),	 consecuentemente	 al	 no
existir	 ejecución	 de	 una	 conducta	 prohibida	 no	 se	 configura	 el	 abuso	 de
posición	 dominante	 no	 habiéndose	 demostrado	 tampoco	 que	 exista	 un
perjuicio	 en	 contra	 del	 público	 consumidor	 (consumidor	 final)	 de	 los
productos	 por	 lo	 que	 la	 interpretación	 dada	 por	 la	 sala	 de	mérito	 resulta
correcta	deviniendo	infundada	la	causal	denunciada.”	(C.	S.,	Cas.	1104-2009-
Lima,	may.	31/2010.	V.	P.	Arévalo	Vela)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Competencia	 de	 la	 comisión	 para	 sancionar
por	 precios	 “excesivos”	 y	 discriminación	 “explotativa”.	 “Tercero:	 De
conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	43	del	Decreto	Legislativo	807,
declarar	 que	 la	 presente	 resolución	 constituye	 precedente	 de	 observancia
obligatoria	en	la	aplicación	del	siguiente	principio:
(i)	 El	 objetivo	 de	 la	 política	 de	 competencia	 es	 velar	 por	 el	 correcto
funcionamiento	del	proceso	competitivo,	 eliminando	a	 través	de	 la	Ley	de
Libre	Competencia	todas	aquellas	conductas	que	 lo	distorsionen	o	afecten,
mediante	 lo	 cual	 se	 procurará	 el	 bienestar	 de	 la	 sociedad	 y	 por	 ende,	 el
mayor	beneficio	de	los	usuarios	y	consumidores	que	propugna	el	artículo	1°
del	Decreto	Legislativo	701.
(ii)	 El	 artículo	 4°	 del	 Decreto	 Legislativo	 757,	 Ley	 Marco	 para	 el
Crecimiento	de	la	Inversión	Privada,	en	concordancia	con	lo	dispuesto	en	el
régimen	constitucional	económico,	el	marco	legal	vigente	y	el	objetivo	de	la
política	 de	 competencia,	 impide	 a	 esta	 comisión	 sancionar	 supuestos	 de
precios	 ‘excesivos’	 o	 ‘abusivos’,	 pues	 aquello	 implicaría	 atentar	 contra	 la
prohibición	 de	 la	 fijación	 administrativa	 de	 precios	 que	 proscribe	 dicho
dispositivo	legal.
(iii)	 Según	 lo	 establecido	 en	 los	 artículos	 3°	 y	 5°	 del	 Decreto	 Legislativo
701,	 conforme	a	una	 interpretación	 sistemática	del	 ordenamiento	 jurídico
peruano	 y	 el	 objetivo	 de	 la	 política	 de	 competencia,	 las	 modalidades	 de
abuso	de	posición	deben	producir	necesariamente	un	efecto	de	exclusión	a
competidores	o	impedir	su	ingreso	al	mercado	y	por	lo	tanto,	afectar	actual
o	potencialmente	el	proceso	competitivo	para	ser	consideradas	infracciones
sancionables	por	las	normas	de	libre	competencia.
(iv)	 En	 ese	 sentido,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 3°	 y	 5°	 del
Decreto	Legislativo	701,	para	sancionar	un	supuesto	de	abuso	de	posición
de	 dominio,	 deben	 presentarse	 los	 siguientes	 requisitos:	 la	 tenencia	 de
posición	 de	 dominio;	 la	 actuación	 indebida	 que	 produce	 un	 efecto	 de
exclusión	y	afecta	actual	o	potencialmente	la	competencia;	el	fin	de	obtener
beneficios;	 el	 fin	 de	 causar	 perjuicios;	 y,	 la	 imposibilidad	 de	 lograr	 el
resultado	 obtenido	 de	 no	 existir	 posición	 de	 dominio”.	 (R.	 052-2007-
Indecopi/CLC,	Exp.	003-2005/CLC,	set.	14/2007).
DOCTRINA.—Posición	 de	 dominio	 vs.	 posición	 monopólica.	 “Es	 claro
que	 la	 norma	 constitucional	 no	 desea	 que	 en	 la	 sociedad	 peruana	 se
desarrollen	 conductas	 contrarias	 a	 la	 libre	 competencia	 cualesquiera	 que
estas	fueran	y	que,	particularmente,	expresa	su	rechazo	a	las	conductas	que
signifiquen	el	abuso	de	una	posición	dominante	o,	 lo	que	es	lo	mismo,	una
posición	 monopólica.	 La	 diferencia	 entre	 la	 posición	 de	 dominio	 y	 la
posición	 monopólica	 es	 un	 tema	 de	 estructura	 de	 mercado:	 en	 términos
generales,	en	la	posición	de	dominio	existe	más	de	un	agente	económico	en
el	mercado,	mientras	que	en	la	posición	monopólica	existe	un	único	agente
económico.	En	ambos	casos,	el	agente	que	goza	de	la	posición	de	dominio	o
monopólica	se	encuentra	en	una	situación	de	ventaja	o	poder	que	le	permite
prescindir	de	las	reglas	de	la	 libre	competencia	para	tomar	acciones	en	un
mercado	determinado.
Nuestro	marco	 constitucional	no	prohíbe	ni	 sanciona	obtener	 la	posición
de	 dominio,	 hacerlo	 sería	 una	 contradicción	 con	 el	 sistema	 de	 libre
competencia,	 en	 tanto,	 precisamente,	 en	 un	 sistema	 competitivo,	 la
eficiencia	 económica	 determina	 que	 triunfen	 los	 agentes	 que	 desarrollen
mejor	 sus	 procesos	 productivos.	 La	 sanción	 es	 únicamente	 al	 ejercicio
abusivo	 de	 una	 condición	 de	mercado	 obtenida	 válidamente,	 La	 figura	 se
asemeja	directamente	al	abuso	del	derecho,	es	decir,	a	aquella	situación	en
la	 cual,	 en	 el	 ejercicio	 regular	 de	 un	 derecho	 se	 genera	 una	 conducta	 que
daña	 a	 otro	 y	 da	 lugar	 a	 una	 indemnización.”	 (ROJAS,	 Juan	 Francisco.	 El
Abuso	de	 la	posición	de	dominio	en	el	mercado	en	 la	 legislación	nacional.
En:	 Revista	 de	 la	 Competencia	 y	 la	 Propiedad	 Intelectual,	 Año	 1,	 N°	 1,
Primavera	2005,	pág.	87-88)
DOCTRINA.—Monopolios	 legales.	 “El	 artículo	 61	 de	 la	 Constitución
Política	 del	 Perú	 prohíbe	 los	 monopolios	 legales.	 Caben	 dos
interpretaciones	sobre	este	dispositivo	constitucional.	La	primera,	apegada
al	 texto	 literal	 de	 la	 norma	 de	 naturaleza	 prohibitiva,	 que	 considera,	 de
manera	 restrictiva,	 que	 todo	 monopolio	 legal,	 sin	 distinción	 alguna,	 está
prohibido.	 La	 segunda	 interpretación,	 más	 finalista,	 considera	 que	 solo
están	 prohibidos	 los	 monopolios	 injustificados,	 los	 ineficientes.	 Bajo	 esta
segunda	interpretación,	no	estaría	prohibido	asignar	a	una	sola	empresa	la
exclusividad	 de	 la	 actividad	 económica	 desarrollada	 en	 un	 mercado
determinado,	siempre	y	cuando	se	cumplan	dos	supuestos:	1)	que	en	dicho
mercado	no	sea	posible	 la	competencia	y	2)	que	exista	competencia	por	el
mercado	 (a	 través	 de	 una	 licitación	 pública)	 al	 momento	 de	 asignar	 la
exclusividad.	 La	 competencia	 por	 el	 mercado	 aseguraría	 que	 los
consumidores	reciban	la	mejor	combinación	posible	en	términos	de	precio,
calidad	 y	 cobertura	 del	 servicio.”	 (GÓMEZ,	 Hugo.	 Concesión	 a	 una	 sola
empresa	para	realizar	revisiones	técnicas:	¿Un	monopolio	legal?.	En:	Revista
de	la	Competencia	y	la	Propiedad	Intelectual,	Año	3,	N°	4,	Otoño	2007,	pág.
49)
TÍTULO	III
CONDUCTAS	ANTICOMPETITIVAS
CAPÍTULO	I
NATURALEZA	DE	LAS	PROHIBICIONES
D.	Leg.	1034.
ART.	 8°.—Prohibición	 absoluta.	 En	 los	 casos	 de	 prohibición	 absoluta,
para	verificar	la	existencia	de	la	infracción	administrativa,	es	suficiente	que
la	autoridad	de	competencia	pruebe	la	existencia	de	la	conducta.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 ley	 reconoce	 una	 distinción	 entre	 las
conductas	 anticompetitivas	 sujetas	 a	 prohibición	 absoluta	 y	 aquellas
sujetas	a	prohibición	relativa.	“(...)	 el	Decreto	Legislativo	1034	establece
una	 distinción	 entre	 las	 conductas	 anticompetitivas	 sujetas	 a	 una
prohibición	 absoluta	 y	 aquellas	 que	 son	 consideradas	 como	prohibiciones
relativas.	 Esta	 diferenciación	 determinará	 el	 estándar	 de	 prueba	 aplicable
para	cada	tipo	de	conducta	infractora.
43.	 Conforme	 al	 artículo	 8	 del	 Decreto	 Legislativo	 1034,	 en	 los	 casos	 de
prohibiciones	 absolutas,	 para	 verificar	 la	 existencia	 de	 la	 infracción
administrativa	 es	 suficiente	 que	 la	 autoridad	 de	 competencia	 pruebe	 la
existencia	de	la	conducta	infractora.	Por	su	parte,	el	artículo	9°	de	la	misma
ley,	 establece	 que	 el	 caso	 de	 las	 prohibiciones	 relativas,	 la	 autoridad	 de
competencia	deberá	probar	la	existencia	de	la	conducta	y	que	ésta	tiene,	o
podría	 tener,	 efectos	 negativos	 para	 la	 competencia	 y	 el	 bienestar	 de	 los
consumidores.
44.	El	artículo	11.2	del	Decreto	Legislativo	1034	(...).
Así	por	ejemplo,	será	suficiente	que	se	acredite	la	existencia	de	un	acuerdo
de	precios	entre	competidores	o	la	actuación	concertada	entre	aquellos	con
la	finalidad	de	limitar	la	producción,	para	que	se	verifique	una	infracción	a
la	 ley	 de	 competencia.	 A	 diferencia	 de	 las	 prohibiciones	 relativas,	 para
verificar	 la	 existencia	 de	 la	 infracción	 en	 los	 supuestos	 listados	 en	 el
numeral	 precedente,	 no	 se	 requiere	 probar	 si	 la	 conducta	 tiene,	 o	 podría
tener,	 efectos	 negativos	 para	 el	 proceso	 competitivo	 y	 el	 bienestar	 de	 los
consumidores.
46.	Las	conductas	calificadas	como	prohibiciones	absolutas	por	el	Decreto
Legislativo	 1034	 son	 aquellas	 consideradas	 como	 inherentemente
anticompetitivas,	 debido	 a	 que	 permiten	 a	 las	 empresas	 ejercer	 poder	 de
mercado	 sobre	 la	 totalidad	 o	 parte	 de	 un	 mercado,	 generando	 menores
cantidades	 de	 bienes	 o	 servicios	 ofrecidos,	 precios	 mayores	 a	 los	 que
existirían	 en	 un	 entorno	 sin	 la	 restricción	 a	 la	 competencia,	 ineficiencias
productivas	 de	 las	 empresas	 y	 retrasos	 en	 la	 innovación	 por	 parte	 de	 las
mismas.”	 (Indecopi,	 R.	 3240-2010/SC1-Indecopi,	 dic/16/2010.	 Pres.
Avendaño	Valdez)
D.	Leg.	1034.
ART.	9°.—Prohibición	relativa.	En	los	casos	de	prohibición	relativa,	para
verificar	 la	 existencia	 de	 la	 infracción	 administrativa,	 la	 autoridad	 de
competencia	deberá	probar	la	existencia	de	la	conducta	y	que	ésta	tiene,	o
podría	 tener,	 efectos	 negativos	 para	 la	 competencia	 y	 el	 bienestar	 de	 los
consumidores.
CAPÍTULO	II
ABUSO	DE	LA	POSICIÓN	DE	DOMINIO
D.	Leg.	1034.
ART.	10.—El	abuso	de	la	posición	de	dominio.
10.1.	 Se	 considera	 que	 existe	 abuso	 cuando	 un	 agente	 económico	 que
ostenta	 posición	 dominante	 en	 el	mercado	 relevante	 utiliza	 esta	 posición
para	restringir	de	manera	indebida	la	competencia,	obteniendo	beneficios	y
perjudicando	a	competidores	reales	o	potenciales,	directos	o	indirectos,	que
no	hubiera	sido	posible	de	no	ostentar	dicha	posición.
10.2.	El	abuso	de	la	posición	de	dominio	en	el	mercado	podrá	consistir	en
conductas	de	efecto	exclusorio	tales	como:
a)	 Negarse	 injustificadamente	 a	 satisfacer	 demandas	 de	 compra	 o
adquisición,	o	a	aceptar	ofertas	de	venta	o	prestación,	de	bienes	o	servicios;
b)	 Aplicar,	 en	 las	 relaciones	 comerciales	 o	 de	 servicio,	 condiciones
desiguales	 para	 prestaciones	 equivalentes	 que	 coloquen	 de	 manera
injustificada	a	unos	competidores	en	situación	desventajosa	frente	a	otros.
No	constituye	abuso	de	posición	de	dominio	el	otorgamiento	de	descuentos
y	 bonificaciones	 que	 correspondan	 a	 prácticas	 comerciales	 generalmente
aceptadas,	 que	 se	 concedan	 u	 otorguen	 por	 determinadas	 circunstancias
compensatorias,	tales	como	pago	anticipado,	monto,	volumen	u	otras	que	se
otorguen	 con	 carácter	 general,	 en	 todos	 los	 casos	 en	 que	 existan	 iguales
condiciones;
c)	Subordinar	 la	celebración	de	contratos	a	 la	aceptación	de	prestaciones
adicionales	 que,	 por	 su	 naturaleza	 o	 arreglo	 al	 uso	 comercial,	 no	 guarden
relación	con	el	objeto	de	tales	contratos;
d)	 Obstaculizar	 de	 manera	 injustificada	 a	 un	 competidor	 la	 entrada	 o
permanencia	en	una	asociación	u	organización	de	intermediación;
e)	 Establecer,	 imponer	 o	 sugerir	 contratos	 de	 distribución	 o	 venta
exclusiva,	 cláusulas	 de	 no	 competencia	 o	 similares,	 que	 resulten
injustificados;
f)	 Utilizar	 de	 manera	 abusiva	 y	 reiterada	 procesos	 judiciales	 o
procedimientos	administrativos,	cuyo	efecto	sea	restringir	la	competencia;
g)	 Incitar	 a	 terceros	 a	 no	 proveer	 bienes	 o	 prestar	 servicios,	 o	 a	 no
aceptarlos;	o,
h)	 En	 general,	 aquellas	 conductas	 que	 impidan	 o	 dificulten	 el	 acceso	 o
permanencia	 de	 competidores	 actuales	 o	 potenciales	 en	 el	 mercado	 por
razones	diferentes	a	una	mayor	eficiencia	económica.
10.3.	 La	 presente	 ley	 se	 aplica	 inclusive	 cuando	 la	 posición	 de	 dominio
deriva	 de	 una	 ley	 u	 ordenanza,	 o	 de	 un	 acto,	 contrato	 o	 reglamento
administrativo.
10.4.	 Las	 conductas	 de	 abuso	 de	 posición	 de	 dominio	 constituyen
prohibiciones	relativas.
10.5.	 No	 constituye	 abuso	 de	 posición	 de	 dominio	 el	 simple	 ejercicio	 de
dicha	posición	sin	afectar	a	competidores	reales	o	potenciales.
RESOLUCIÓN	DEL	INDECOPI.—Tribunal	del	Indecopi:	abuso	de	posición
de	 dominio	 exclusorio	 afecta	 directamente	 la	 dinámica	 de	 la
competencia.	“(…)	11.	El	artículo	10.1	del	Decreto	Legislativo	1034,	Ley	de
Represión	 de	 Conductas	 Anticompetitivas	 establece	 que	 existe	 abuso	 de
posición	 de	 dominio	 cuando	 un	 agente	 económico	 que	 ostenta	 posición
dominante	en	el	mercado	relevante	utiliza	esta	posición	para	restringir	de
manera	 indebida	 la	 competencia,	 obteniendo	 beneficios	 y	 perjudicando	 a
competidores	reales	o	potenciales,	directos	o	indirectos,	 lo	que	no	hubiera
sido	posible	de	no	ostentar	dicha	posición.
(…)	 el	 artículo	 10.2	 del	 mismo	 cuerpo	 normativo	 establece	 que	 los
supuestos	 de	 abuso	 de	 posición	 de	 dominio	 sólo	 podrán	 consistir	 en
conductas	de	efecto	exclusorio.	Un	abuso	de	posición	de	dominio	exclusorio
es	aquel	que	afecta	directamente	la	dinámica	de	la	competencia	pues	impide
el	 acceso	 de	 competidores	 del	 dominante	 al	 mercado	 o	 dificulta	 su
permanencia	en	él.
(…)	 en	 recientes	 pronunciamientos,	 esta	 sala	 ha	 establecido	 que	 la
exigencia	del	carácter	exclusorio	del	abuso	de	posición	de	dominio	implica
que	 las	 conductas	que	 se	 encuentran	 en	 el	 ámbito	de	 aplicación	de	 la	 ley,
son	 aquellas	 mediante	 las	 cuales	 se	 pretende	 excluir	 a	 competidores	 del
mercado	o	impedir	su	ingreso	a	este	último	afectándose	con	ello	el	proceso
competitivo.
(…)	la	identificación	de	las	conductas	de	abuso	de	posición	de	dominio	con
un	 efecto	 de	 exclusión	 de	 competidores	 del	 dominante	 guarda	 directa
relación	 con	 la	 finalidad	 de	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 Conductas
Anticompetitivas	 contenida	 en	 su	 artículo	 1°,	 esto	 es,	 la	 prohibición	 de
conductas	 que	 dañen	 el	 proceso	 competitivo	 y,	 por	 ende,	 la	 eficiencia
económica.
(…)	el	artículo	10.5	de	la	Ley	de	Represión	de	Conductas	Anticompetitivas
establece	expresamente	que	no	constituye	abuso	de	posición	de	dominio	el
simple	 ejercicio	 de	 dicha	 posición	 sin	 afectar	 a	 competidores	 reales	 o
potenciales.	 Con	 esta	 disposición,	 se	 incide	 en	 la	 exigencia	 del	 carácter
exclusorio	del	abuso	de	posición	de	dominio,	siendo	que	el	establecimiento
de	 precios	 por	 parte	 de	 una	 empresa	 dominante	 a	 un	 nivel	 que	 implique
únicamente	 la	 maximización	 de	 sus	 beneficios,	 es	 una	 conducta	 que	 solo
representa	 el	 ejercicio	 de	 dicha	 posición,	 pero	 que	 no	 se	 encuentra	 en	 el
ámbito	de	aplicación	de	la	ley,	dado	que	no	afecta	el	proceso	competitivo	al
no	 estar	 dirigida	 a	 competidores	 actuales	 o	 potenciales	 del	 dominante.”
(TDC,	R.	0930-2011/SC1-Indecopi,	abr.	27/2011.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 DEL	 INDECOPI.—Tribunal	 del	 Indecopi:	 la	 negativa
injustificada	de	trato	califica	como	un	supuesto	de	abuso	de	posición	de
dominio.	 “(…)	 16.	 Dentro	 de	 las	 modalidades	 de	 abuso	 de	 posición	 de
dominio,	el	literal	a)	del	artículo	10.2	de	la	ley	recoge	la	figura	de	la	negativa
injustificada	de	trato,	al	señalar	que	califica	como	un	supuesto	de	abuso	de
dicha	posición	el	que	un	agente	dominante	 se	niegue	 injustificadamente	a
satisfacer	demandas	de	compra	o	adquisición,	o	a	aceptar	ofertas	de	venta	o
prestación,	de	bienes	o	servicios.
17.	Dicha	modalidad	de	abuso	de	posición	de	dominio	está	estrechamente
vinculada	 con	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 a	 la	 libre	 contratación,	 el	 cual	 se
reconoce	que	encuentra	una	doble	dimensión:	 la	 libertad	de	contratar	y	 la
libertad	contractual.	La	libertad	de	contratar	es	entendida	como	la	facultad
que	tiene	una	persona	de	decidir	si	contrata	o	no,	y	de	ser	el	caso,	con	quién
lo	 hace;	 mientras	 que	 la	 libertad	 contractual	 o	 libertad	 de	 configuración
contractual,	 en	un	 sentido	estricto,	 consiste	 en	 la	posibilidad	de	decidir	 la
materia	respecto	de	la	que	se	va	a	contratar.
18.	 La	 Constitución	 Política	 del	 Perú	 establece	 que	 la	 libertad	 de
contratación,	 debe	 respetar	 los	 límites	previstos	 en	 la	 ley,	 por	 lo	que	 este
derecho	debe	ejercerse	 en	armonía	 con	 las	disposiciones	 contenidas	 en	el
Decreto	Legislativo	1034,	las	cuales	constituyen	la	legislación	de	desarrollo
constitucional	del	principio	rector	de	la	libre	competencia.
19.	No	obstante	lo	anterior,	se	debe	atender	a	que	la	represión	y	sanción	de
una	 práctica	 de	 abuso	 de	 posición	 dominante	 no	 solo	 requiere	 verificar
como	presupuesto	que	el	sujeto	infractor	ostente	dicha	condición.	Conforme
se	 advierte	 de	 las	 disposiciones	 del	 Decreto	 Legislativo	 1034	 antes
señaladas,	 también	es	necesario	que	 la	conducta	cuestionada	genere	o	sea
susceptible	 de	 generar	 un	 efecto	 exclusorio,	 es	 decir,	 que	 excluya	 a
competidores	 del	 mercado	 o	 que	 impida	 el	 ingreso	 a	 este	 último	 de
potenciales	rivales	del	presunto	agente	dominante.
20.	La	exigencia	del	efecto	exclusorio	en	las	prácticas	de	abuso	de	posición
de	 dominio	 se	 encuentra	 intrínsecamente	 ligada	 con	 la	 existencia	 una
relación	de	competencia	actual	o	potencial	 entre	el	dominante	y	el	 agente
económico	presuntamente	afectado	con	 la	conducta	anticompetitiva.	En	 la
medida	que	 la	 finalidad	de	 las	prácticas	de	exclusión	es	que	el	dominante
mantenga	su	posición	en	el	mercado	o	que	pueda	trasladar	dicha	posición	a
otro	 mercado	 a	 través	 de	 la	 exclusión	 de	 competidores	 actuales	 o
potenciales,	 el	 presupuesto	 de	 ello	 es	 que	 se	 presente	 –aunque	 sea	 de
manera	potencial–	una	relación	de	competencia.
21.	El	 tratamiento	de	 las	prácticas	de	abuso	de	posición	de	dominio	en	el
Decreto	Legislativo	1034,	en	lo	referido	a	la	necesidad	que	se	produzca	un
efecto	exclusorio	cuyo	presupuesto	sea	una	relación	de	competencia	actual
o	 potencial,	 es	 acorde	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 doctrina	 y	 la	 experiencia
jurisprudencial	 comparada,	 en	 particular	 en	 este	 último	 caso,	 en	 los
pronunciamientos	 expedidos	 por	 las	 cortes	 de	 los	 Estados	 Unidos	 de
América	y	los	criterios	establecidos	por	las	autoridades	de	competencia	de
la	Unión	Europea.”	 (TDC,	R.	 0930-2011/SC1-Indecopi,	 abr.	 27/2011.	 Pres.
Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 DEL	 INDECOPI.—Las	 negativas	 injustificadas	 de	 trato
deben	apuntar	necesariamente	a	reforzar	el	poder	monopolista.	“(…)	22.
Respecto	de	las	negativas	injustificadas	de	trato,	la	práctica	jurisprudencial
de	 la	 Corte	 Suprema	 de	 los	 Estados	 Unidos	 ha	 establecido	 a	 partir	 de	 la
denominada	 ‘Doctrina	 Colgate’	 que	 aquellas	 conductas	 deben	 apuntar
necesariamente	a	reforzar	el	poder	del	monopolista,	al	señalar	que	‘ante	la
ausencia	 de	 un	 propósito	 de	 crear	 o	 mantener	 un	 monopolio,	 la	 ley	 no
restringe	 el	 largamente	 reconocido	 derecho	 de	 un	 comerciante	 o	 de	 un
productor	de	decidir	 libremente	 con	quien	 contratar	 en	 sus	 transacciones
privadas’.
23.	Los	casos	de	negativas	de	trato	analizados	por	dicha	Corte	Suprema	con
posterioridad	 a	 United	 States	 v.	 Colgate	 han	 implicado	 que	 exista	 como
presupuesto	una	relación	de	competencia,	al	tratarse	de	negativas	de	venta
a	 empresas	 que	 compiten	 en	 otro	 nivel	 de	 la	 cadena	 con	 el	 monopolista
(Eastman	Kodak	Co.	v.	Southern	Photo,	Otter	Tail	Power	Co.	v.	United	States
o	 MCI	 Communications	 v.	 AT&T	 Corp.16),	 o	 a	 empresas	 que	 también
adquieren	productos	de	un	competidor	(Lorain	Journal	Co.	v.	United	States).
24.	 En	 la	 doctrina	 sobre	 esta	materia,	 autores	 como	Glazer	 y	 Lipsky	 han
enfatizado	 que	 los	 casos	 en	 los	 cuales	 no	 se	 presenta	 una	 relación	 de
competencia	entre	el	presunto	monopolista	y	el	agente	que	es	objeto	de	la
negativa	 no	 deben	 ser	 considerados	 como	 ilegales	 en	 ningún	 caso,	 en	 la
medida	 que	 mediante	 aquella	 no	 se	 preserve	 o	 se	 extienda	 el	 poder
monopólico.
25.	 De	 manera	 similar,	 al	 desarrollar	 recientemente	 la	 aplicación	 del
artículo	 82	 del	 Tratado	 de	 Roma	 a	 la	 conducta	 excluyente	 abusiva	 de	 las
empresas	dominantes,	la	Comisión	Europea	ha	establecido	que	la	represión
de	dicha	clase	de	conductas	apunta	a	garantizar	que	‘(…)	las	empresas	que
disfrutan	de	una	posición	dominante	no	 excluyan	 a	 sus	 competidores	 por
otros	 medios	 que	 no	 sean	 la	 competencia	 basada	 en	 los	 méritos	 de	 los
productos	o	servicios	que	ofrecen’.
26.	El	abuso	de	posición	de	dominio	por	parte	de	un	agente	dominante	es
susceptible	de	ser	reprimido	en	tanto	evidencie	la	existencia	de	un	objetivo
de	 restricción	 del	 mercado	 (foreclosure),	 el	 que	 puede	 tener	 lugar	 en	 el
mismo	mercado	 donde	 opera	 el	 dominante	 o	 en	 un	mercado	 relacionado
verticalmente,	 buscando	 el	 ‘apalancamiento’	 (monopoly	 leveraging)	 de	 su
poder	de	mercado.
27.	La	negativa	de	suministro	por	parte	de	una	empresa	dominante	puede
eliminar	 la	 competencia	 de	 manera	 inmediata	 o	 en	 cierto	 plazo.	 Así	 por
ejemplo,	 la	 probabilidad	 de	 eliminar	 la	 competencia	 efectiva	 es
generalmente	mayor	cuanto	más	alta	es	la	cuota	de	mercado	de	la	empresa
dominante	en	el	mercado	descendente;	cuanto	menos	se	limite	la	capacidad
de	 la	empresa	dominante	en	relación	con	 los	competidores	en	el	mercado
descendente;	cuanto	más	cerca	esté	la	sustitución	del	insumo	de	la	empresa
dominante	 y	 el	 de	 sus	 competidores	 en	 el	 mercado	 descendente;	 cuanto
mayor	sea	la	proporción	de	competidores	afectados;	y	cuanto	más	probable
sea	 que	 la	 demanda	 que	 podría	 ser	 satisfecha	 por	 los	 competidores
excluidos	se	desvíe	de	ellos	en	beneficio	del	dominante.
(…)	la	Ley	de	Represión	de	Conductas	Anticompetitivas	ha	establecido	que
los	supuestos	de	abuso	de	posición	de	dominio	son	prohibiciones	relativas,
de	manera	que	la	autoridad	de	competencia	deberá	determinar	en	cada	caso
si	se	configura	la	conducta	y	que	ésta	tiene,	o	podría	tener,	efectos	negativos
para	 la	 competencia	 y	 el	 bienestar	 de	 los	 consumidores.”	 (TDC,	 R.	 0930-
2011/SC1-Indecopi,	abr.	27/2011.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Elementos	 concurrentes	 para	 sancionar	 una
conducta	 como	 abuso	 de	 posición	 de	 dominio.	 “(…)	 para	 sancionar	 una
conducta	como	abuso	de	posición	de	dominio	se	requiere	la	concurrencia	de
los	 siguientes	 elementos:	 (i)	 un	 actuar	 unilateral	 indebido	 por	 parte	 del
agente	dominante;	 (ii)	un	perjuicio	para	un	agente	 en	particular	 y	para	 el
mercado	en	general;	y,	(iii)	un	beneficio	competitivo	a	favor	del	dominante.
37.	Bajo	esta	premisa,	para	admitir	 a	 trámite	una	denuncia	por	abuso	de
posición	de	dominio,	el	denunciante	deberá	identificar	cuando	menos	estos
tres	 elementos.	De	 esta	 forma,	 al	momento	 de	 emitir	 su	 pronunciamiento
definitivo,	 la	 Comisión	 deberá	 evaluar	 (i)	 si	 el	 agente	 dominante
efectivamente	realizó	una	conducta	indebida;	(ii)	si	dicha	actuación	generó
un	perjuicio	para	un	competidor	y	para	el	mercado	en	general;	y,	(iii)	si	 la
conducta	denunciada	generó	un	beneficio	competitivo	a	su	autor.”	(TDC,	R.
048-2008/TDC-Indecopi,	ene.	16/2008.	Pres.	Ortiz	Origgi)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	distinción	entre	las	denominadas	prácticas
exclusorias	 y	 prácticas	 explotativas.	 “(...)	 La	 distinción	 entre	 las
denominadas	 prácticas	 exclusorias	 y	 prácticas	 explotativas	 ha	 sido
empleada	 para	 clasificar,	 según	 sus	 efectos,	 a	 los	 supuestos	 de	 abuso	 de
posición	de	dominio	en	el	mercado.	Esta	clasificación	ha	sido	desarrollada
en	la	doctrina	y	la	práctica	jurisprudencial	comparada,	en	este	último	caso,
principalmente	 en	 las	 decisiones	 expedidas	 en	 el	 ámbito	 comunitario
europeo.
19.	 Una	 práctica	 exclusoria	 es	 considerada	 como	 aquella	 cuyos	 efectos
impactan	 principalmente	 en	 la	 estructura	 de	 mercado,	 o	 que	 apuntan	 a
reforzar	el	poder	de	mercado	de	un	dominante	colocando	en	desventaja	a
otros	 competidores,	 por	 ejemplo,	 mediante	 la	 negativa	 a	 contratar	 o
denegar	 el	 acceso	 a	 facilidades	 esenciales.	 Por	 su	 parte,	 los	 abusos
denominados	 explotativos	 implican	 la	 explotación	 o	 ejercicio	 mismo	 del
poder	 de	 mercado	 y	 son	 aquellos	 que	 impactan	 directamente	 en	 los
consumidores	 o	 proveedores,	 por	 ejemplo,	 mediante	 la	 imposición	 de
precios	 ‘excesivos’	 (de	 venta	 o	 de	 compra)	 o	 condiciones	 y	 términos
irrazonables.	(...).
23.	Por	otro	lado,	la	discriminación	calificada	como	explotativa	implica	que
el	mismo	bien	o	servicio	se	le	está	proveyendo	a	cierto	grupo	de	clientes	(o
comprándosele	 a	 cierto	 grupo	 de	 proveedores)	 en	 condiciones	 diferentes
respecto	 de	 otro	 grupo	 más	 favorecido,	 y	 es	 esa	 diferencia	 la	 que	 puede
servir	 para	medir	 el	 grado	 de	 explotación	 al	 cual	 está	 siendo	 sometido	 el
grupo	 discriminado.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 0708-2011/SC1-Indecopi,	 mar.
16/2012.	Vicepresidente	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 conductas	 explotativas	 no	 tienen	 un
impacto	 en	 la	 competencia,	 sino	 en	 los	 compradores	 o	 consumidores.
“(...)	las	conductas	explotativas	no	tienen	un	impacto	en	la	competencia,	sino
directamente	en	los	compradores	o	consumidores,	quienes	pagarían	precios
‘excesivamente’	 altos	 o,	 en	 todo	 caso,	 pagarían	 precios	más	 elevados	 que
otros	consumidores	en	la	misma	situación	como	sucede	en	un	supuesto	de
discriminación	explotativa.	A	diferencia	del	 abuso	de	posición	de	dominio
exclusorio	 que	 afecta	 directamente	 la	 dinámica	 de	 la	 competencia	 pues
impide	o	dificulta	el	acceso	o	permanencia	de	competidores	del	dominante
al	 mercado,	 los	 abusos	 calificados	 como	 explotativos	 se	 centran	 en
sancionar	cuánto	gana	un	agente	económico	dominante	en	perjuicio	de	los
consumidores	o	proveedores.
26.	Finalmente,	cabe	señalar	que	la	aplicación	de	figuras	como	los	precios
‘excesivos’	 en	 la	 práctica	 comunitaria	 europea	 no	 ha	 sido	 pacífica
caracterizándose	por	 criterios	 imprecisos,	disímiles	e	 impredecibles	 sobre
cuándo	 el	 precio	 cobrado	 por	 una	 empresa	 puede	 resultar	 ‘abusivo’	 o
‘excesivo’.	 (...)”	 (Indecopi,	 R.	 0708-2011/SC1-Indecopi,	 mar.	 16/2012.
Vicepresidente	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—TDC	explica	el	concepto	de	la	predación	legal
como	modalidad	de	abuso	de	posición	de	dominio.	“11.	De	acuerdo	a	 lo
dispuesto	 por	 el	 artículo	 10.1	 de	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 Conductas
Anticompetitivas,	 se	 considera	 que	 existe	 abuso	 cuando	 un	 agente
económico	que	ostenta	posición	dominante	en	el	mercado	relevante	utiliza
esta	 posición	 para	 restringir	 de	 manera	 indebida	 la	 competencia,
obteniendo	beneficios	y	perjudicando	a	competidores	reales	o	potenciales,
directos	 o	 indirectos,	 lo	 que	no	hubiera	 sido	posible	 de	no	 ostentar	 dicha
posición.
12.	 Entre	 las	 formas	 más	 efectivas	 de	 distorsionar	 el	 correcto
funcionamiento	 del	 proceso	 competitivo	 se	 puede	 identificar	 como	 una
modalidad	 abusiva	 la	 manipulación	 del	 poder	 estatal	 que	 se	 produce
mediante	 la	 utilización	 indebida	 de	 los	 procesos	 judiciales	 y	 los
procedimientos	 administrativos	 y	 regulatorios	 a	 cargo	 de	 las	 autoridades
públicas.
13.	Esta	conducta,	conocida	en	el	derecho	de	 la	competencia	como	 ‘abuso
de	 procesos’,	 ‘predación	 legal’	 o	 ‘litigación	 predatoria’,	 puede	 ser	 definida
como	 aquella	 estrategia	 a	 través	 de	 la	 cual	 un	 agente	 con	 posición	 de
dominio	 deliberadamente	 decide	 iniciar	 diversos	 procesos	 o
procedimientos	 legales	 cuya	 tramitación	 se	 encuentra	 estrictamente
destinada	 a	 impedir,	 retrasar	 o	 encarecer	 el	 acceso	o	permanencia	de	 sus
competidores	en	el	mercado.
14.	 El	 abuso	 de	 procesos	 puede	materializar	 su	 efecto	 exclusorio	 contra
competidores	a	partir	de	la	sola	generación	de	gastos	de	asesoría	técnica	y
legal	 que	 se	 derivan	 de	 asumir	 la	 defensa	 frente	 a	 complicados	 litigios.
Desde	 este	 punto	 de	 vista,	 el	 abuso	 de	 procesos	 legales	 puede	 ser
caracterizado	 bajo	 la	 figura	 denominada	 Raising	 Rivals’	 Costs,	 especie
doctrinaria	desarrollada	por	el	Derecho	Antitrust	norteamericano	según	la
cual	el	incremento	de	los	costos	sobre	los	competidores	se	convierte	en	una
importante	herramienta	predatoria	que	puede	impedir	o	retrasar	su	ingreso
al	mercado,	 llevar	 a	 su	 salida	 si	 ya	 se	 encuentran	 establecidos	 o,	 en	 todo
caso,	 provocar	 que	 si	 bien	 permanezcan	 no	 puedan	 implementar	 una
estrategia	de	reducción	de	precios	que	les	permita	competir	con	aquel	que
abusa	 de	 su	 posición	 de	 dominio,	 quien	mantendrá	 su	 precio	monopólico
(...)”.	 (Indecopi,	 R.	 0974-2013/SDC-Indecopi,	 jun.	 13/2013.	 Vicepresidente
Hooker	Ortega)
DOCTRINA.—Definición	 de	 conducta	 exclusoria	 y	 conducta
explotativa.	 “De	manera	previa,	 conviene	advertir	que	 la	doctrina	 conoce
como	 conducta	 exclusoria	 a	 aquella	 desarrollada	 abusivamente	 por	 un
agente	 económico	 con	 el	 propósito	 de	 evitar	 la	 entrada	 de	 potenciales
entrantes	 al	mercado	o	 eliminar	 a	 los	que	 todavía	pudieran	 existir.	 Por	 el
contrario,	la	conducta	explotativa	es	la	que	desarrolla	el	agente	económico
en	 la	situación	descrita	para	beneficiarse	en	exceso	de	 los	consumidores	a
quienes	 somete	 a	 precios	 excesivos,	 productos	 de	 escasa	 calidad,
discriminación,	 o	 coacción	 de	 su	 libertad	 de	 elección	 obligándolos	 a
comprar	bienes	accesorios	al	que	realmente	necesitan.
(...).
Nuestro	 sistema	constitucional	y	 legal	prohíbe	el	 abuso	de	 la	posición	de
dominio.	 Esto	 quiere	 decir	 que	 ninguna	 conducta	 abusiva	 podría	 ser
amparada	por	el	ordenamiento	jurídico	y,	más	bien,	se	encuentra	prohibida.
Bajo	 estos	 postulados	 legales	 no	 existe	 argumento	 alguno	 que	 pueda	 con
validez	 jurídica	 sostener,	 por	 ejemplo,	 que	 sólo	 las	 conductas	 exclusorias
son	las	prohibidas	por	las	normas	o	que	sólo	las	conductas	explotativas	son
las	prohibidas.	La	lectura	sistemática	de	la	norma	lleva	a	la	conclusión	que
la	 prohibición	 alcanza	 a	 todas	 las	 conductas	 que	 pudieran	 significar	 un
abuso	 de	 poder	 económico	 que	 sea	 consecuencia,	 precisamente,	 de	 la
posición	 de	 dominio	 en	 la	 que	 se	 encuentra	 el	 agente,	 lo	 que	 le	 permite
actuar	con	prescindencia	de	los	otros	involucrados,	es	decir,	competidores,
consumidores,	clientes	o	proveedores.”	(ROJAS,	Juan	Francisco.	El	abuso	de
la	posición	de	dominio	en	el	mercado	en	la	legislación	nacional.	En:	Revista
de	la	Competencia	y	la	Propiedad	Intelectual,	Año	1,	N°	1,	Primavera	2005,
págs.	97-100)
CAPÍTULO	III
PRÁCTICAS	COLUSORIAS	HORIZONTALES
D.	Leg.	1034.
ART.	11.—Prácticas	colusorias	horizontales.
11.1.	 Se	 entiende	 por	 prácticas	 colusorias	 horizontales	 los	 acuerdos,
decisiones,	recomendaciones	o	prácticas	concertadas	realizadas	por	agentes
económicos	competidores	entre	sí	que	tengan	por	objeto	o	efecto	restringir,
impedir	o	falsear	la	libre	competencia,	tales	como:
(a)	 La	 fijación	 concertada,	 de	 forma	 directa	 o	 indirecta,	 de	 precios	 o	 de
otras	condiciones	comerciales	o	de	servicio;
(b)	 La	 limitación	 o	 control	 concertado	 de	 la	 producción,	 ventas,	 el
desarrollo	técnico	o	las	inversiones;
(c)	El	reparto	concertado	de	clientes,	proveedores	o	zonas	geográficas;
(d)	La	concertación	de	la	calidad	de	los	productos,	cuando	no	corresponda
a	 normas	 técnicas	 nacionales	 o	 internacionales	 y	 afecte	 negativamente	 al
consumidor;
(e)	La	aplicación	concertada,	en	las	relaciones	comerciales	o	de	servicio,	de
condiciones	 desiguales	 para	 prestaciones	 equivalentes,	 que	 coloquen	 de
manera	injustificada	a	unos	competidores	en	situación	desventajosa	frente
a	otros;
(f)	 Concertar	 injustificadamente	 la	 subordinación	 de	 la	 celebración	 de
contratos	a	la	aceptación	de	prestaciones	adicionales	que,	por	su	naturaleza
o	 arreglo	 al	 uso	 comercial,	 no	 guarden	 relación	 con	 el	 objeto	 de	 tales
contratos;
(g)	 La	 negativa	 concertada	 e	 injustificada	 de	 satisfacer	 demandas	 de
compra	o	adquisición,	o	de	aceptar	ofertas	de	venta	o	prestación,	de	bienes
o	servicios;
(h)	 Obstaculizar	 de	 manera	 concertada	 e	 injustificada	 la	 entrada	 o
permanencia	de	un	competidor	a	un	mercado,	asociación	u	organización	de
intermediación;
(i)	Concertar	injustificadamente	una	distribución	o	venta	exclusiva;
(j)	 Concertar	 o	 coordinar	 ofertas,	 posturas	 o	 propuestas	 o	 abstenerse	 de
éstas	en	las	 licitaciones	o	concursos	públicos	o	privados	u	otras	formas	de
contratación	o	adquisición	pública	previstas	en	la	legislación	pertinente,	así
como	en	subastas	públicas	y	remates;	u,
(k)	 Otras	 prácticas	 de	 efecto	 equivalente	 que	 busquen	 la	 obtención	 de
beneficios	por	razones	diferentes	a	una	mayor	eficiencia	económica.
11.2.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 1°.	 Constituyen	 prohibiciones
absolutas	 las	 prácticas	 colusorias	 horizontales	 inter	 marca	 que	 no	 sean
complementarias	 o	 accesorias	 a	 otros	 acuerdos	 lícitos	 y	 que	 tengan	 por
objeto:
a)	Fijar	precios	u	otras	condiciones	comerciales	o	de	servicio;
b)	Limitar	la	producción	o	las	ventas,	en	particular	por	medio	de	cuotas;
c)	El	reparto	de	clientes,	proveedores	o	zonas	geográficas;	o,
d)	 Establecer	 posturas	 o	 abstenciones	 en	 licitaciones,	 concursos	 u	 otra
forma	 de	 contratación	 o	 adquisición	 pública	 prevista	 en	 la	 legislación
pertinente,	así	como	en	subastas	públicas	y	remates.
11.3.	 Las	 prácticas	 colusorias	 horizontales	 distintas	 a	 las	 señaladas	 en	 el
numeral	11.2	precedente	constituyen	prohibiciones	relativas.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	prácticas	colusorias	persiguen	beneficios
sin	 aumentar	 la	 eficiencia	 económica.	 “(...)	 El	 artículo	 11	 del	 Decreto
Legislativo	1034	(...)	establece	que	son	prácticas	colusorias	horizontales	los
acuerdos,	 decisiones,	 recomendaciones	 o	 prácticas	 concertadas	 realizadas
por	 agentes	 económicos	 competidores	 entre	 sí	 que	 tengan	 por	 objeto	 o
efecto	restringir,	impedir	o	falsear	la	libre	competencia.
26.	 Se	 considera	 como	 prácticas	 colusorias	 horizontales	 aquellas	 que	 se
producen	entre	agentes	económicos	que	se	encuentran	en	el	mismo	nivel	de
la	 cadena	 de	 producción,	 distribución	 o	 comercialización	 de	 productos	 o
servicios	y,	por	tanto,	compiten	entre	sí	en	un	mismo	mercado.	Las	prácticas
colusorias	pueden	 tener	 como	 finalidad	concertar:	 la	 fijación	de	un	precio
de	 compra	 o	 venta;	 el	 reparto	 de	 clientes,	 proveedores	 o	 mercados;	 la
limitación	 o	 control	 de	 la	 producción	 o	 ventas;	 un	 esquema	 de
discriminación;	 ventas	 atadas;	 las	 ofertas,	 posturas	 o	 propuestas	 o
abstenerse	de	éstas	en	las	licitaciones	o	concursos	públicos	o	privados;	y,	en
general,	la	implementación	de	prácticas	de	efecto	equivalente	que	busquen
la	 obtención	 de	 beneficios	 por	 razones	 diferentes	 a	 una	 mayor	 eficiencia
económica.
27.	Una	de	las	principales	características	de	una	práctica	colusoria	es	que
debido	al	carácter	coordinado	de	la	conducta,	se	logra	elevar	artificialmente
los	precios	de	los	productos	y	servicios,	reduciendo	con	ello	el	bienestar	de
la	sociedad.	Desde	el	punto	de	vista	económico,	los	precios	de	las	empresas
resultan	mayores	 a	 los	 que	 se	 presentarían	 en	 un	 entorno	 competitivo,	 o
dicho	 de	 otra	manera,	 se	 permite	 una	 situación	 donde	 las	 empresas	 fijan
precios	 lo	 suficientemente	 cercanos	 a	 los	 de	 un	 monopolio	 como
consecuencia	 de	 la	 acción	 concertada	 y	 no	 como	 resultado	 de	 una	mayor
eficiencia	económica.	(...).
28.	 Como	 resalta	Hovenkamp,	 es	 importante	 tomar	 en	 consideración	que
un	cartel	de	competidores	puede	crear	un	poder	de	mercado	rápidamente	y
a	bajo	costo,	lo	que	significa	que	la	colusión	puede	ser	rentable	incluso	si	es
imperfecta	o	dura	un	corto	periodo.	De	esta	manera,	en	particular	aquellos
mercados	que	no	son	propensos	a	un	monopolio	estructural	pueden	ser	los
objetivos	 de	 acuerdos	 colusorios.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 3240-2010/SC1-
Indecopi,	dic/16/2010.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Manifestaciones	 de	 las	 prácticas	 colusorias:
conductas	 que	 buscan	 restringir	 la	 competencia.	 “(...)	 El	 Decreto
Legislativo	 1034	 establece	 que	 las	 prácticas	 colusorias	 horizontales
encuentran	 como	 manifestaciones	 los	 acuerdos,	 las	 decisiones,	 las
recomendaciones	y	las	prácticas	concertadas.	Aunque	se	presenten	distintas
denominaciones,	 cabe	 precisar	 que	 aquellas	 solo	 representan	 diversas
manifestaciones	en	las	que	se	pueden	adoptar	las	conductas	colusorias.
30.	 Los	 acuerdos	 que	 limitan	 la	 competencia	 o	 acuerdos	 colusorios	 son
definidos	 como	 todo	 concierto	 de	 voluntades	 mediante	 el	 cual	 varios
operadores	 económicos	 independientes	 se	 comprometen	en	una	 conducta
que	tiene	por	finalidad	o	efecto	restringir	la	competencia.
31.	 Las	 prácticas	 concertadas	 se	 han	 definido	 como	 una	 forma	 de
cooperación	entre	las	empresas	que	sin	haber	celebrado	un	acuerdo	formal,
sustituye	en	los	hechos	a	la	competencia.	Aquellas	consisten	en	la	puesta	en
ejecución	 de	 un	 plan	 que	 se	 sustenta	 en	 la	 adaptación	 simultánea	 de
comportamientos,	 lo	 que	 normalmente	 presupone	 un	 intercambio	 de
información	previa	(por	ejemplo,	el	anuncio	de	un	incremento	o	de	una	base
de	precios,	la	adopción	de	un	estándar	determinado,	etc.)
32.	 Cabe	 señalar	 que	 las	 prácticas	 concertadas	 no	 podrán	 ser	 probadas
mediante	 un	 acuerdo	 expreso	 o	 formal	 entre	 los	 competidores.	 En	 estos
casos,	 a	 partir	 de	 su	 actuación	 en	 el	 mercado	 y	 el	 uso	 de	 evidencia
circunstancial	 (indicios	 y	 presunciones)	 se	 puede	 inferir	 como	 única
explicación	lógica	la	adopción	de	una	estrategia	concertada.
33.	Asimismo,	el	Decreto	Legislativo	1034	recoge	como	manifestaciones	de
prácticas	 colusorias	 a	 las	 decisiones	 y	 recomendaciones	 expedidas	 en	 el
marco	de	las	actividades	de	las	asociaciones	de	empresas	o	gremios.	Según
una	clasificación	doctrinal,	 los	entendimientos	adoptados	por	asociaciones
de	empresas	con	fines	contrarios	a	la	competencia	constituyen	decisiones	si
tienen	 carácter	 vinculante,	 o	 recomendaciones	 si	 tienen	 únicamente
carácter	orientativo.
34.	En	el	caso	en	particular	de	 las	recomendaciones,	se	ha	enfatizado	que
estas	últimas	son	 indicaciones	unilaterales	y	sin	 fuerza	vinculante	que	son
dadas	 a	 las	 empresas	 y	 que	 se	 refieren	 al	 comportamiento	 a	 adoptar	 con
relación	 a	 ciertos	 parámetros	 competitivos	 tales	 como	 los	 precios,	 las
condiciones	 de	 venta,	 los	 métodos	 de	 cálculo,	 etc.	 Aquellas
recomendaciones	deben	proporcionar	a	la	empresa	que	las	pone	en	marcha
un	 marco	 en	 el	 cual	 su	 respeto	 o	 seguimiento	 le	 debería	 garantizar	 un
resultado	favorable	en	el	mercado.
35.	 Las	 decisiones	 y	 las	 recomendaciones	 son	 sancionadas	 debido	 a	 la
injerencia	 que	 tienen	 las	 entidades	 gremiales	 y	 sus	 representantes	 en	 el
comportamiento	competitivo	de	los	agentes	económicos	que	las	conforman
y	sobre	los	participantes	del	mercado	en	general.
36.	 Sin	 embargo,	 las	 decisiones	 y	 recomendaciones	 no	 siempre	 se
manifiestan	mediante	la	adopción	de	acuerdos	formales	entre	los	miembros
de	una	asociación	o	constan	expresamente	en	las	actas	de	un	gremio.	Por	el
contrario,	 cada	 vez	 es	 más	 difícil	 que	 se	 adopten	 mecanismos	 formales
precisamente	por	los	riesgos	que	pueden	implicar	para	la	competencia.	Por
tanto,	 inclusive	 las	declaraciones	orales	pueden	tener	por	objeto	alinear	 la
conducta	 comercial	 de	 los	 integrantes	 de	 una	 asociación	 y	 con	 ello	 lograr
una	 actuación	 concertada	 entre	 sus	miembros,	 en	 la	medida	 que	 aquellos
pueden	 terminar	 adhiriéndose	 a	 la	 propuesta	 formulada	 por	 el	 gremio.”
(Indecopi,	 R.	 3240-2010/SC1-Indecopi,	 dic/16/2010.	 Pres.	 Avendaño
Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	identificación	de	las	conductas	de	abuso	de
posición	de	dominio	con	un	efecto	de	exclusión	de	competidores	guarda
relación	 con	 la	 prohibición	 de	 conductas	 que	 dañen	 el	 proceso
competitivo.	 “El	 artículo	 10.1	 de	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 Conductas
Anticompetitivas	establece	que	existe	abuso	de	posición	de	dominio	cuando
un	 agente	 económico	 que	 ostenta	 posición	 dominante	 en	 el	 mercado
relevante	 utiliza	 esta	 posición	 para	 restringir	 de	 manera	 indebida	 la
competencia,	obteniendo	beneficios	y	perjudicando	a	competidores	reales	o
potenciales,	 directos	 o	 indirectos,	 lo	 que	 no	 hubiera	 sido	 posible	 de	 no
ostentar	dicha	posición.
47.	En	similar	sentido,	el	artículo	10.2	de	la	Ley	de	Represión	de	Conductas
Anticompetitivas	 establece	 que	 los	 supuestos	 de	 abuso	 de	 posición	 de
dominio	sólo	podrán	consistir	en	conductas	de	efecto	exclusorio.	Un	abuso
de	 posición	 de	 dominio	 exclusorio	 es	 aquel	 que	 afecta	 directamente	 la
dinámica	 de	 la	 competencia	 pues	 impide	 el	 acceso	 de	 competidores	 del
dominante	al	mercado	o	dificulta	su	permanencia	en	él.
(...)	 esta	 sala	 ha	 establecido	 que	 la	 exigencia	 del	 carácter	 exclusorio	 del
abuso	de	posición	de	dominio	implica	que	las	conductas	que	se	encuentran
en	 el	 ámbito	 de	 aplicación	 de	 la	 ley,	 son	 aquellas	 mediante	 las	 cuales	 se
pretende	 excluir	 o	 impedir	 el	 ingreso	 de	 competidores	 al	 mercado
afectándose	con	ello	el	proceso	competitivo.
(...)	la	identificación	de	las	conductas	de	abuso	de	posición	de	dominio	con
un	 efecto	 de	 exclusión	 de	 competidores	 del	 dominante	 guarda	 directa
relación	 con	 la	 finalidad	 de	 la	 Ley	 de	 Represión	 de	 Conductas
Anticompetitivas	 contenida	 en	 su	 artículo	 1°,	 esto	 es,	 la	 prohibición	 de
conductas	 que	 dañen	 el	 proceso	 competitivo	 y,	 por	 ende,	 la	 eficiencia
económica.”	 (Indecopi,	 R.	 0708-2011/SC1-Indecopi,	 mar.	 16/2012.
Vicepresidente	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Que	la	conducta	genere	un	actual	o	potencial
efecto	de	exclusión	respecto	de	 los	competidores	del	agente	dominante
es	 condición	 necesaria	 del	 abuso	 de	 la	 posición	 de	 dominio.	 “(...)	 no
constituye	 abuso	 de	 posición	 de	 dominio	 el	 simple	 ejercicio	 de	 dicha
posición	 sin	 afectar	 a	 competidores	 reales	 o	 potenciales.	 Con	 esta
disposición,	 se	 incide	 en	 la	 exigencia	 del	 carácter	 exclusorio	 del	 abuso	 de
posición	de	dominio,	siendo	que	el	establecimiento	de	precios	por	parte	de
una	 empresa	 dominante	 a	 un	 nivel	 que	 implique	 únicamente	 la
maximización	 de	 sus	 beneficios	 –como	 es	 el	 caso	 de	 las	 denominadas
‘prácticas	 explotativas’	 (por	 ejemplo,	 los	 precios	 ‘excesivos’)–,	 es	 una
conducta	que	solo	representa	el	ejercicio	de	dicha	posición,	pero	que	no	se
encuentra	en	el	ámbito	de	aplicación	de	la	ley,	dado	que	no	afecta	el	proceso
competitivo	al	no	estar	dirigida	a	competidores	actuales	o	potenciales.	(...).
el	 actual	 Decreto	 Legislativo	 1034	 excluye	 cualquier	 posibilidad
interpretativa	en	ese	sentido,	al	exigir	como	una	condición	necesaria	que	la
conducta	 genere	un	 actual	 o	 potencial	 efecto	de	 exclusión	 respecto	de	 los
competidores	 del	 agente	 dominante.”	 (Indecopi,	 R.	 0708-2011/SC1-
Indecopi,	mar.	16/2012.	Vicepresidente	Tapia	Cano)
DOCTRINA.—Licitaciones	 colusorias.	 “18.	 El	 artículo	 6°	 del	 Decreto
Legislativo	701	establece	que	se	entiende	por	prácticas	restrictivas	a	la	libre
competencia	 los	 acuerdos,	 decisiones,	 recomendaciones	 o	 prácticas
concertadas	entre	empresas	que	produzcan	o	puedan	producir	el	efecto	de
restringir,	 impedir	 o	 falsear	 la	 competencia.	 Al	 respecto,	 en	 términos	 del
referido	artículo,	se	considera	como	una	modalidad	de	práctica	colusoria:
‘El	establecimiento,	la	concertación	o	la	coordinación	de	las	ofertas	o	de	la
abstención	 de	 presentar	 ofertas	 en	 las	 licitaciones,	 los	 concursos,	 los
remates	o	las	subastas	públicas’.
19.	 En	 efecto,	 una	 de	 las	 modalidades	 de	 prácticas	 colusorias	 señalada
expresamente	en	la	 ley	se	refiere	a	 lo	que	la	 literatura	y	 jurisprudencia	de
competencia	 conocen	 como	 ‘licitaciones	 colusorias’	 (Bid	 Rigging).	 Las
licitaciones	 colusorias	 son	 concertaciones	 de	 precios	 u	 otras	 condiciones
comerciales	 entre	 dos	 o	más	 empresas	 competidoras	 participantes	 en	 un
proceso	 de	 licitación,	 concurso,	 remate	 o	 subasta	 pública,	 promovido	 por
una	 empresa	 o	 institución,	 pública	 o	 privada,	 para	 el	 abastecimiento	 de
bienes	o	servicios.
20.	Las	empresas	concertadoras	al	interior	de	un	concurso	público	tendrán
el	 objetivo	 de	 falsear	 el	 proceso	 competitivo,	 eliminar	 la	 competencia	 y
obtener	 con	 ello	 beneficios	 extraordinarios.	 La	 licitación	 colusoria
contraviene	directamente	la	finalidad	de	los	concursos	públicos,	los	mismos
que	 están	 diseñados	 para	 que	 los	 postores	 provean	 a	 la	 empresa	 o
institución	 que	 los	 promueve	 bienes	 y	 servicios	 con	 precios	 y	 calidades
competitivos.
21.	En	general,	se	considera	que	las	licitaciones	colusorias	podrían	tomar	la
forma	de	acuerdos	entre	dos	o	más	postores	referidos	a	 i)	 la	presentación
de	 ofertas	 idénticas,	 ii)	 la	 designación	 de	 quién	 presentará	 la	 oferta	 más
baja,	 iii)	 la	presentación	de	ofertas	ficticias	(artificialmente	infladas),	 iv)	 la
eliminación	de	la	puja	competitiva,	v)	formas	comunes	para	calcular	precios
o	condiciones	de	oferta,	vi)	la	eliminación	de	competidores	independientes
vii)	 programas	 para	 intercalar	 ganadores	 en	 sucesivos	 concursos	 y	 viii)
programas	 para	 designar	 ganadores	 en	 función	 de	 áreas	 geográficas	 o
grupos	de	clientes.	En	aquellos	 casos	en	 los	 cuales	el	 acuerdo	 implica	que
una	 o	 más	 de	 las	 empresas	 coludidas	 no	 sea(n)	 la(s)	 ganadora(s)	 del
concurso,	 los	 beneficios	 extraordinarios	 obtenidos	 por	 aquella	 empresa
concertadora	 que	 resultó	 ganadora	 (a	 pesar,	 por	 ejemplo,	 de	 su	 precio
artificialmente	 alto)	 podrían	 ser	 posteriormente	 distribuidos	 entre	 todos
los	 participantes	 del	 acuerdo.	 (Indecopi.	 Informe	 026-2007-Indecopi/ST-
CLC,	mar.	30/2007).
NOTA:	 Aun	 cuando	 esta	 doctrina	 hace	 referencia	 al	 D.	 Leg.	 701,	 actualmente	 derogado,
consideramos	que	este	informe,	emitido	por	Indecopi,	resulta	de	aplicación	a	lo	señalado	en	el	inciso
j)	del	artículo	11	del	D.	Leg.	1034,	por	tanto,	lo	mantenemos	en	la	obra.
CAPÍTULO	IV
PRÁCTICAS	COLUSORIAS	VERTICALES
D.	Leg.	1034.
ART.	12.—Prácticas	colusorias	verticales.
12.1.	 Se	 entiende	 por	 prácticas	 colusorias	 verticales	 los	 acuerdos,
decisiones,	recomendaciones	o	prácticas	concertadas	realizados	por	agentes
económicos	 que	 operan	 en	 planos	 distintos	 de	 la	 cadena	 de	 producción,
distribución	 o	 comercialización,	 que	 tengan	por	 objeto	 o	 efecto	 restringir,
impedir	o	falsear	la	libre	competencia.
12.2.	 Las	 conductas	 ilícitas	 verticales	 podrán	 consistir	 en	 los	 supuestos
tipificados	a	modo	de	ejemplo	en	los	numerales	10.2	del	artículo	10	y	11.1
del	artículo	11	de	la	presente	ley,	según	corresponda.
12.3.	 La	 configuración	 de	 una	 práctica	 colusoria	 vertical	 requiere	 que	 al
menos	una	de	 las	partes	 involucradas	 tenga,	de	manera	previa	al	ejercicio
de	la	práctica,	posición	de	dominio	en	el	mercado	relevante.
12.4.	 Las	 prácticas	 colusorias	 verticales	 constituyen	 prohibiciones
relativas.
TÍTULO	IV
AUTORIDADES	DE	DEFENSA	DE	LA	LIBRE
COMPETENCIA
D.	Leg.	1034.
ART.	13.—Las	autoridades	de	competencia.
13.1.	En	primera	instancia	administrativa	la	autoridad	de	competencia	es	la
comisión,	 entendiendo	 por	 ésta	 a	 la	 Comisión	 de	 Defensa	 de	 la	 Libre
Competencia	del	Indecopi.
13.2.	En	segunda	instancia	administrativa	 la	autoridad	de	competencia	es
el	tribunal,	entendiendo	por	éste	al	Tribunal	de	Defensa	de	la	Competencia	y
de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi.
D.	Leg.	807.
ART.	 3°.—Las	 comisiones,	 las	 oficinas	 o	 el	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 del	 Indecopi	 podrán	 solicitar
información	a	cualquier	organismo	público	y	cruzar	los	datos	recibidos	con
aquellos	 que	 obtengan	 por	 otros	 medios.	 De	 la	 misma	 manera,	 podrán
transferir	 información	 a	 otros	 organismos	 públicos,	 siempre	 que	 dicha
información	 no	 tuviera	 el	 carácter	 de	 reservada	 por	 constituir	 un	 secreto
industrial	o	comercial.
D.	Leg.	807.
ART.	 4°.—Toda	 la	 información	 que	 se	 presente	 o	 proporcione	 a	 los
funcionarios	de	una	comisión,	de	una	oficina	o	de	una	sala	de	Tribunal	de
Defensa	de	la	Competencia	y	de	la	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi	dentro
de	 un	 procedimiento	 administrativo	 tendrá	 el	 carácter	 de	 declaración
jurada.
Las	 transcripciones	de	 las	grabaciones	o	 filmaciones	de	 las	declaraciones
realizadas	ante	los	funcionarios	de	una	comisión	o	una	oficina	del	Indecopi
requieren	 ser	 certificadas	 por	 el	 funcionario	 autorizado	 de	 éstas,
constituyendo	instrumentos	públicos.	Los	interesados,	sin	embargo,	podrán
solicitar	el	cotejo	de	la	transcripción	con	la	versión	grabada	o	filmada,	a	fin
de	comprobar	su	exactitud.	La	exactitud	de	las	copias	de	los	documentos	y
registros	 tomadas	 por	 una	 comisión	 u	 oficina	 serán	 certificadas	 por	 el
funcionario	autorizado	de	ésta.
Las	 respuestas	 a	 los	 cuestionarios	 o	 interrogatorios	 deberán	 ser
categóricas	y	claras.	Si	la	persona	citada	por	la	comisión	u	oficina	respectiva
se	niega	a	declarar,	la	comisión	u	oficina	apreciará	ese	hecho	al	momento	de
resolver,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 5°	 de	 la	 presente
norma.
D.	Leg.	807.
ART.	7°.—Modificado	Ley	30056,	Art.	3°.	Pago	de	costas	y	 costos.-	En
cualquier	procedimiento	contencioso	seguido	ante	el	Indecopi,	la	comisión	o
dirección	 competente,	 además	 de	 imponer	 la	 sanción	 que	 corresponda,
puede	 ordenar	 que	 el	 infractor	 asuma	 el	 pago	 de	 las	 costas	 y	 costos	 del
proceso	 en	 que	 haya	 incurrido	 el	 denunciante	 o	 el	 Indecopi.	 En	 los
procedimientos	 seguidos	 de	 parte	 ante	 la	 Comisión	 de	 Eliminación	 de
Barreras	 Burocráticas,	 se	 podrá	 ordenar	 el	 pago	 de	 costas	 y	 costos	 a	 la
entidad	que	haya	obtenido	un	pronunciamiento	desfavorable.
En	 caso	 de	 incumplimiento	 de	 la	 orden	 de	 pago	 de	 costas	 y	 costos	 del
proceso,	 cualquier	 comisión	 o	 dirección	 del	 Indecopi	 puede	 aplicar	 las
multas	 de	 acuerdo	 a	 los	 criterios	 previstos	 en	 el	 artículo	 118	 de	 la	 Ley
29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Quien	 a	 sabiendas	 de	 la	 falsedad	 de	 la	 imputación	 o	 de	 la	 ausencia	 de
motivo	 razonable	 denuncie	 a	 alguna	 persona	 natural	 o	 jurídica,
atribuyéndole	 una	 infracción	 sancionable	 por	 cualquier	 órgano	 funcional
del	 Indecopi,	 será	 sancionado	 con	 una	 multa	 de	 hasta	 cincuenta	 (50)
Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT)	mediante	 resolución	 debidamente
motivada.	 La	 sanción	 administrativa	 se	 aplica	 sin	 perjuicio	 de	 la	 sanción
penal	o	de	la	indemnización	por	daños	y	perjuicios	que	corresponda.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 señala	 los	 criterios	 a	 tener	 en	 cuenta
para	determinar	 si	 un	 infractor	debe	asumir	 los	 costos	 y	 costas	de	un
procedimiento	 contencioso.	 “En	 este	 orden	 de	 ideas,	 al	 momento	 de
evaluar	si	corresponde	ordenar	el	pago	de	las	costas	y	costos	del	proceso	al
infractor,	 se	 debe	 tomar	 en	 cuenta,	 en	 primer	 lugar,	 la	 gravedad	 de	 la
infracción.	A	manera	de	ejemplo,	podría	suceder	que	la	infracción	cometida
fuese	tan	flagrante,	que	pudiera	considerarse	evidente	para	quien	la	comete
que	será	objeto	de	una	denuncia	ante	algún	órgano	funcional	del	Indecopi.
De	 darse	 este	 supuesto,	 queda	 claro	 que	 quien	 llevó	 a	 cabo	 el	 acto	 es
consciente	 de	 que	 su	 conducta	 puede	 dar	 origen	 al	 inicio	 de	 un
procedimiento,	 que	 va	 a	 demandar	 costos	 para	 el	 denunciante	 o	 para	 la
propia	 administración.	 Este	 supuesto	 justificaría	 ordenar	 que	 el	 infractor
asuma	 el	 pago	 de	 costas	 y	 costos	 del	 proceso.	 En	 segundo	 lugar,	 debe
tomarse	 en	 cuenta	 la	 conducta	 procesal	 demostrada	 por	 el	 infractor	 a	 lo
largo	 del	 procedimiento.	 En	 este	 sentido,	 una	 conducta	 renuente	 u
obstruccionista	 por	 parte	 del	 infractor	 ante	 la	 autoridad	 administrativa
podría	complicar	y	elevar	los	costos	del	proceso,	lo	que	justificaría	que	se	le
condene	 al	 pago	 de	 costas	 y	 costos	 del	 mismo.	 Mientras	 que,	 por	 el
contrario,	una	voluntad	conciliadora	y	una	conducta	procesal	 idónea	de	 la
emplazada	podrían	evitar	que	a	éste	se	 le	condene	al	pago	de	 las	costas	y
costos	 del	 proceso”.	 (Indecopi,	 R.	 0462-2014/TPI-Indecopi,	 abr.	 14/2014.
Pres.	Escobedo	Ferradas)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 sanción	 por	 denuncia	 maliciosa	 exige
acreditar	 la	 mala	 fe	 del	 denunciante.	 “23.	 La	 sanción	 por	 denuncia
maliciosa	 tiene	 la	 finalidad	 de	 desincentivar	 la	 interposición	 de	 las
denominadas	 ‘denuncias	 temerarias’,	 que	 son	 aquellas	 carentes	 de	 todo
sustento	de	hecho	y	de	derecho,	que	por	 la	ostensible	 falta	de	 rigor	en	su
fundamentación	 evidencian	 la	 intención	 del	 denunciante	 de	 perjudicar	 al
denunciado.	En	tal	sentido,	mediante	la	Resolución	1462000/TDC-Indecopi,
que	 recoge	 los	 criterios	 esgrimidos	 en	 la	 Resolución	 3601998/TDC-
Indecopi,	la	sala	manifestó	que:	‘(...)	para	imponer	la	sanción	administrativa
allí	prevista	 se	deberá	acreditar	 la	 intencionalidad	del	 sujeto	activo.	Dicha
intencionalidad	 no	 se	 encuentra	 referida	 al	 aspecto	 subjetivo	 sino	 al
conocimiento	objetivo	de	la	realidad.	Es	decir,	se	debe	acreditar	la	intención
por	parte	del	denunciante	de	ocasionar	un	perjuicio	al	denunciado,	ya	sea
por	 la	 falsedad	 de	 sus	 imputaciones	 o	 por	 la	 falta	 de	 argumentos	 que	 las
sustenten.	(...).
Así,	 en	 principio,	 se	 presume	 que	 el	 solicitante	 actúa	 de	 buena	 fe	 al
momento	 de	 denunciar	 un	 hecho	 determinado,	 salvo	 que	 a	 lo	 largo	 del
procedimiento	se	evidencie	lo	contrario.	Ello	deberá	ser	determinado	por	la
autoridad	 administrativa	 en	 cada	 caso	 concreto,	 sobre	 la	 base	 de	 las
pruebas	que	obran	en	el	expediente	y	de	la	información	con	que	cuente.
A	 manera	 de	 ejemplo,	 podría	 considerarse	 como	 denuncia	 maliciosa
aquélla	que	se	sustenta	en	pruebas	cuya	 falsedad	es	acreditada	durante	el
procedimiento,	 siendo	 el	 caso	 que	 el	 denunciante	 tenía	 conocimiento	 de
ello.	Lo	mismo	sucedería	en	el	caso	que	el	denunciante	omitiera	información
que	 acredita	 la	 inexistencia	 de	 la	 falta	 imputada	 al	 denunciado.	 De
presentarse	esos	supuestos,	podría	sancionarse	al	denunciante	con	la	multa
a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 el	 artículo	 7°	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807.
(...)’”.	 (TDC,	 R.	 0005-2016/SDC-Indecopi,	 ene.	 08/2016.	 Pres.	 Juan	 Carlos
Lozano	Hernández)
D.	Leg.	1034.
ART.	14.—La	comisión.
14.1.	 La	 comisión	 es	 el	 órgano	 con	 autonomía	 técnica	 y	 funcional
encargado	del	cumplimiento	de	 la	presente	 ley	con	competencia	exclusiva,
salvo	que	dicha	competencia	haya	sido	asignada	o	se	asigne	por	ley	expresa
a	otro	organismo	público.
14.2.	Son	atribuciones	de	la	comisión:
a)	 Declarar	 la	 existencia	 de	 una	 conducta	 anticompetitiva	 e	 imponer	 la
sanción	correspondiente;
b)	Dictar	medidas	cautelares;
c)	Dictar	medidas	correctivas	respecto	de	las	conductas	anticompetitivas;
d)	Expedir	 lineamientos	que	orienten	a	 los	 agentes	del	mercado	 sobre	 la
correcta	interpretación	de	las	normas	de	la	presente	ley;
e)	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	Sugerir,	exhortar	o	recomendar	a	las
entidades	de	la	administración	pública	señaladas	en	el	Artículo	I	de	la	Ley	N
°	 27444	 sobre	 la	 implementación	 de	 medidas	 que	 restablezcan	 o
promuevan	la	libre	competencia,	tales	como	la	eliminación	de	barreras	a	la
entrada	 o	 la	 aplicación	 de	 regulación	 económica	 a	 un	 mercado	 donde	 la
competencia	no	es	posible,	entre	otros.	La	presidencia	del	consejo	directivo
del	 Indecopi	 deberá	 remitir	 las	 recomendaciones	 de	 la	 comisión	 a	 las
entidades	de	la	administración	pública	correspondientes,	las	cuales	deberán
responder	explicando	su	posición	en	relación	con	las	propuestas	planteadas
en	un	plazo	 no	mayor	 de	 noventa	 (90)	 días	 hábiles	 desde	 su	 notificación,
bajo	responsabilidad.	Las	recomendaciones	también	serán	comunicadas	a	la
Presidencia	 del	 Consejo	 de	 Ministros	 y	 al	 Ministerio	 de	 Economía	 y
Finanzas;	y,
f)	Las	demás	que	le	asignen	las	disposiciones	legales	vigentes.
D.	Leg.	1034.
ART.	15.—La	secretaría	técnica.
15.1.	 La	 secretaría	 técnica	 de	 la	 comisión	 es	 el	 órgano	 con	 autonomía
técnica	que	realiza	la	labor	de	instructor	del	procedimiento	de	investigación
y	 sanción	 de	 conductas	 anticompetitivas	 y	 que	 emite	 opinión	 sobre	 la
existencia	de	la	conducta	infractora.
15.2.	Son	atribuciones	de	la	secretaría	técnica:
a)	Efectuar	investigaciones	preliminares;
b)	 Iniciar	 de	 oficio	 el	 procedimiento	 de	 investigación	 y	 sanción	 de
conductas	anticompetitivas;
c)	Tratándose	de	una	denuncia	de	parte,	decidir	la	admisión	a	trámite	del
procedimiento	 de	 investigación	 y	 sanción	 de	 conductas	 anticompetitivas,
pudiendo	 declarar	 inadmisible	 o	 improcedente	 la	 denuncia,	 según
corresponda;
d)	Solicitar	a	la	comisión	el	dictado	de	una	medida	cautelar;
e)	 Instruir	 el	 procedimiento	 sancionador,	 realizando	 investigaciones	 y
actuando	medios	probatorios,	 y	 ejerciendo	para	 tal	 efecto	 las	 facultades	 y
competencias	que	las	leyes	han	atribuido	a	las	comisiones	del	Indecopi;
f)	 Excepcionalmente	 y	 con	 previo	 acuerdo	 de	 la	 comisión,	 podrá
inmovilizar	por	un	plazo	no	mayor	de	diez	 (10)	días	hábiles	prorrogables
por	otro	igual,	libros,	archivos,	documentos,	correspondencia	y	registros	en
general	de	 la	persona	natural	o	 jurídica	 investigada,	 tomando	copia	de	 los
mismos.	 En	 iguales	 circunstancias,	 podrá	 retirarlos	 del	 local	 en	 que	 se
encuentren,	hasta	por	quince	(15)	días	hábiles,	requiriendo	de	autorización
judicial	para	proceder	al	retiro,	conforme	al	proceso	especial	previsto	en	el
literal	c)	del	numeral	15.3	del	presente	artículo;
g)	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 1°.	 Realizar	 estudios	 y	 publicar
informes,	incluyendo	actividades	de	investigación	dirigidas	a	proponer	a	la
comisión	 el	 ejercicio	 de	 las	 facultades	 establecidas	 en	 el	 literal	 e)	 del
numeral	14.2	del	artículo	14;
h)	Elaborar	propuestas	de	lineamientos;
i)	Canalizar	el	apoyo	administrativo	que	requiera	la	comisión;
j)	 Realizar	 actividades	 de	 capacitación	 y	 difusión	 de	 la	 aplicación	 de	 las
normas	de	defensa	de	la	libre	competencia;	y,
k)	Otras	que	le	asignen	las	disposiciones	legales	vigentes.
15.3.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 1°.	 Para	 el	 desarrollo	 de	 sus
investigaciones,	la	secretaría	técnica	se	encuentra	facultada	para:
(a)	 Exigir	 a	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas,	 sociedades	 irregulares	 y
patrimonios	 autónomos,	 la	 exhibición	 de	 todo	 tipo	 de	 documentos,
incluyendo	los	 libros	contables	y	societarios,	 los	comprobantes	de	pago,	 la
correspondencia	interna	o	externa	y	los	registros	magnéticos	o	electrónicos
incluyendo,	 en	 este	 caso,	 los	 programas	 que	 fueran	 necesarios	 para	 su
lectura;	 así	 como	 solicitar	 información	 referida	 a	 la	 organización,	 los
negocios,	el	accionariado	y	la	estructura	de	propiedad	de	las	empresas.
(b)	Citar	e	 interrogar,	a	 través	de	 los	 funcionarios	que	se	designe	para	el
efecto,	 a	 las	 personas	 materia	 de	 investigación	 o	 a	 sus	 representantes,
empleados,	 funcionarios,	 asesores	 y	 a	 terceros,	 utilizando	 los	 medios
técnicos	 que	 considere	 necesarios	 para	 generar	 un	 registro	 completo	 y
fidedigno	 de	 sus	 declaraciones,	 pudiendo	 para	 ello	 utilizar	 grabaciones
magnetofónicas,	 en	 vídeo,	 disco	 compacto	 o	 cualquier	 otro	 tipo	 de
instrumento	electrónico.
(c)	Realizar	inspecciones,	con	o	sin	previa	notificación,	en	los	locales	de	las
personas	 naturales	 o	 jurídicas,	 sociedades	 irregulares	 y	 patrimonios
autónomos	 y	 examinar	 los	 libros,	 registros,	 documentación	 y	 bienes,
pudiendo	 comprobar	 el	 desarrollo	 de	 procesos	 productivos	 y	 tomar	 la
declaración	 de	 las	 personas	 que	 en	 ellos	 se	 encuentren.	 En	 el	 acto	 de	 la
inspección	 podrá	 tomarse	 copia	 de	 los	 archivos	 físicos,	 magnéticos	 o
electrónicos,	así	como	de	cualquier	documento	que	se	estime	pertinente	o
tomar	las	fotografías	o	filmaciones	que	se	estimen	necesarias.	Para	ingresar
podrá	solicitarse	el	apoyo	de	la	fuerza	pública.
(d)	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 2°.	 Solicitar	 el	 levantamiento	 del
secreto	de	 las	comunicaciones	para	recabar	elementos	de	 juicio	sobre	una
infracción,	 en	 los	 casos	 que	 corresponda.	 La	 solicitud	 se	 presenta	 ante	 el
juez	 especializado	 en	 lo	 contencioso	 administrativo	 con	 competencia	para
conocer	 de	 las	 impugnaciones	 contra	 las	 decisiones	 de	 los	 órganos
resolutivos	 del	 Indecopi.	 Para	 estos	 efectos,	 la	 secretaría	 técnica	 sigue	 el
procedimiento	 descrito	 en	 el	 literal	 precedente	 y	 puede	 solicitar	 la
colaboración	del	Ministerio	Público	o	de	la	Policía	Nacional.
La	 secretaría	 técnica	 deberá	 obtener	 autorización	 judicial	 previa	 para
proceder	al	descerraje	en	caso	hubiera	negativa	a	la	entrada	en	los	locales	o
éstos	 estuvieran	 cerrados,	 así	 como	 para	 copiar	 correspondencia	 privada
que	pudiera	estar	contenida	en	archivos	físicos	o	electrónicos,	conforme	al
proceso	especial	que	a	continuación	se	detalla:
(i)	Modificado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 1°.	 La	 secretaría	 técnica	 solicitará	 al
juez	 especializado	 en	 lo	 contencioso	 administrativo	 con	 competencia	para
conocer	 de	 las	 impugnaciones	 contra	 las	 decisiones	 de	 los	 órganos
resolutivos	del	Indecopi	una	audiencia	reservada,	sin	mencionar	el	nombre
de	la	persona	natural	o	jurídica,	sociedad	irregular	o	patrimonio	autónomo
que	 será	 materia	 de	 inspección	 sin	 previo	 aviso,	 o	 de	 la	 solicitud	 de
levantamiento	del	secreto	de	las	comunicaciones.
(ii)	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 1°.	 Recibida	 la	 solicitud,	 el	 juez
programará,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 tres	 (3)	 días	 hábiles,	 y	 bajo
responsabilidad,	una	audiencia	reservada	con	la	secretaría	técnica,	en	la	que
podrá	estar	presente	un	fiscal.
(iii)	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	En	el	despacho	del	juez,	y	en	la	hora
programada,	el	secretario	técnico	explicará	al	juez	y,	de	ser	el	caso,	también
al	 fiscal,	 las	 razones	 de	 su	 solicitud	 de	 autorización,	 presentando	 la
información	 o	 exhibiendo	 los	 documentos	 que	 evidencien	 la	 existencia	 de
indicios	de	 la	posible	 comisión	de	una	 infracción	administrativa	por	parte
de	la	persona	o	empresa	que	será	materia	de	inspección	o	de	levantamiento
del	 secreto	 de	 las	 comunicaciones,	 la	 que	 será	 identificada	 en	 el	 acto,	 así
como	el	lugar	donde	se	realizará	la	inspección.	En	dicha	audiencia,	si	el	juez
estima	que	la	solicitud	resulta	justificada,	la	declarará	procedente	y	emitirá
la	resolución	correspondiente.	Asimismo,	se	 levantará	un	acta	suscrita	por
todos	 los	 presentes.	 El	 juez	 no	 comunicará	 esta	 decisión	 a	 la	 persona	 o
empresa	 que	 será	 materia	 de	 inspección	 sin	 previo	 aviso	 o	 del
levantamiento	del	secreto	de	las	comunicaciones.
(iv)	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	En	la	resolución	mencionada	en	el
párrafo	anterior	se	señalará	el	nombre,	denominación	o	razón	social	de	 la
persona	 o	 empresa	 materia	 de	 levantamiento	 del	 secreto	 de	 las
comunicaciones	o	de	inspección,	en	cuyo	caso	deberá	identificarse	el	 lugar
donde	 se	 encuentra	 ubicado	 el	 domicilio,	 local	 o	 locales	 materia	 de
inspección.	Dicha	resolución	deberá	motivar	y	especificar	los	alcances	de	la
autorización	correspondiente.
(v)	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	En	un	plazo	no	mayor	de	siete	(7)
días	 de	 culminada	 la	 visita	 de	 inspección	 o	 de	 (30)	 días	 de	 obtenida	 la
autorización	 para	 el	 levantamiento	 del	 secreto	 de	 las	 comunicaciones,	 la
secretaría	 técnica	 elaborará	 un	 informe	 dando	 cuenta	 de	 la	 información
obtenida,	que	será	remitido	al	juez	y,	de	ser	el	caso,	al	fiscal	que	estuvo	en	la
audiencia	reservada.
(vi)	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	Tanto	el	 juez	como	el	 fiscal	antes
mencionados	 deberán	 guardar	 reserva	 absoluta	 del	 proceso	 especial
descrito	 en	 los	 párrafos	 anteriores,	 bajo	 responsabilidad.	 Especialmente,
tanto	 el	 juez	 como	 el	 fiscal	 deberán	 guardar	 absoluta	 reserva	 de	 los
documentos	 remitidos	 por	 la	 secretaría	 técnica	 o	 de	 la	 información
comunicada	 por	 ella	 al	 sustentar	 su	 pedido	 de	 autorización	 judicial,	 bajo
responsabilidad.
(vii)	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	En	caso	en	que	el	juez	deniegue	el
pedido	 de	 autorización	 judicial	 solicitado	 por	 la	 secretaría	 técnica,	 se
levantará	un	acta	en	la	que	se	consignen	los	motivos	de	la	negativa.	El	juez
no	comunicará	esta	decisión	a	 la	persona	o	empresa	que	fue	materia	de	 la
solicitud	denegada.	Además,	la	secretaría	técnica	podrá	formular	una	nueva
solicitud	de	autorización	 judicial.	El	 incumplimiento,	por	parte	del	 juez,	de
los	 plazos	 establecidos	 en	 el	 procedimiento	 antes	 mencionado	 podrá	 ser
informado	al	órgano	de	control	interno	del	Poder	Judicial.
D.	Leg.	1034.
ART.	16.—El	tribunal.
16.1.	 El	 tribunal	 es	 el	 órgano	 encargado	 de	 revisar	 en	 segunda	 y	 última
instancia	 los	 actos	 impugnables	 emitidos	 por	 la	 comisión	 o	 la	 secretaría
técnica.
16.2.	El	 tribunal,	a	 través	de	su	secretaría	 técnica,	está	 facultado	para,	de
oficio,	 actuar	 medios	 probatorios	 que	 permitan	 esclarecer	 los	 hechos
imputados	a	título	de	infracción.
D.	Leg.	1034.
ART.	17.—Del	Osiptel.	La	aplicación	de	 la	presente	 ley	al	mercado	de	 los
servicios	 públicos	 de	 telecomunicaciones	 estará	 a	 cargo	 del	 Organismo
Supervisor	 de	 la	 Inversión	 Privada	 en	 Telecomunicaciones	 -	 Osiptel	 de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	la	Ley	N°	27336,	Ley	de	Desarrollo	de	las
Funciones	 y	 Facultades	 del	 Osiptel.	 En	 tal	 sentido,	 las	 instancias
competentes,	 las	 facultades	 de	 éstas	 y	 los	 procedimientos	 que	 rigen	 su
actuación	serán	los	establecidos	en	su	marco	normativo.
TÍTULO	V
PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	SANCIONADOR
CAPÍTULO	I
POSTULACIÓN
D.	Leg.	1034.
ART.	18.—Formas	de	iniciación	del	procedimiento.
18.1.	 El	 procedimiento	 sancionador	 de	 investigación	 y	 sanción	 de
conductas	anticompetitivas	se	inicia	siempre	de	oficio,	bien	por	iniciativa	de
la	secretaría	técnica	o	por	denuncia	de	parte.
18.2.	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	En	el	procedimiento	sancionador
promovido	por	una	denuncia	de	parte,	el	denunciante	es	un	colaborador	en
el	 procedimiento	 de	 investigación,	 conservando	 la	 secretaría	 técnica	 la
titularidad	de	la	acción	de	oficio.
18.3.	El	procedimiento	sancionador	podrá	ser	iniciado	cuando	la	conducta
denunciada	se	está	ejecutando,	cuando	exista	amenaza	de	que	se	produzca
e,	inclusive,	cuando	ya	hubiera	cesado	sus	efectos.
D.	S.	088-2005-PCM.
Comisión	de	Libre	Competencia
Requisitos Calificación
Dependencia
donde	se
inicia	el
procedimiento
reconsideraciónFormales
(Nota	1)
Derechos	de
trámite
(Nota	2)
Automático
Evaluación
Previa
Sil.
Adm.
Positivo
Sil.	Adm.
Negativo
1.	Procedimiento	trilateral	de	denuncia	de	abuso	de	posición	de	dominio	y/o	prácticas	colusorias
1.	 Datos	 de
identificación	 y
domicilio	 de	 la
persona	 natural
o	 jurídica	 (Nota
3),	 poderes	 del
representante
legal	(Nota	4)
2.	 Actividad
económica	del	o
los
denunciantes
3.	 Tipificación	 y
descripción	 de
la	 práctica	 que
se	 denuncia:
abuso	 de
posición	 de
dominio	 o
prácticas
colusorias
4.	 Presentación
de	 pruebas	 o
argumentos	que
acrediten	 la
existencia	 de
indicios
razonables	de	la
comisión	de	una
conducta
anticompetitiva
5.	 Nombre	 o
razón	 social	 de
otras	 empresas
nacionales	 que
se	dediquen	a	la
actividad	objeto
de	la	práctica
6.	 Nombre	 o
razón	 social	 de
quienes	 se
presume	 se
encuentren
ejecutando	 la
práctica
7.	 Indicación	 de
reincidencia	 o
reiterancia,	 de
ser	el	caso
8.	 Las	 pruebas
que	 permitan
apreciar	 la
existencia	 del
perjuicio
(ventas,
inventarios,
utilización	 de
capacidad
instalada,
empleo,
inversión,
producción,
salarios,	etc.)
9.	 Copias	 de	 la
solicitud	 y
recaudos,	 según
el	 número	 de
denunciados
10.	 Cualquier
documento	 que
tenga	 estricta
relación	 con	 la
denuncia
presentada
Base	 legal:
Decreto
Legislativo	 701,
66,48	%	UIT 	 	
5	días
hábiles
(Nota	5)
Secretaría
Técnica	de	la
Comisión	de
Libre
Competencia
No	contemplado
Disponen	 la
eliminación	 de
las	 prácticas
monopólicas,
controlistas	 y
restrictivas	 de
la	 libre
competencia,
Art.	 8º,
publicado	 el	 7
de	 noviembre
de	1991
Decreto	 Ley
25868,	 Ley	 de
Organización	 y
Funciones	 del
Indecopi,	 Art.
21,	publicado	el
24	 de
noviembre	 de
1992
Decreto
Legislativo	 807,
Ley	 de	 Normas,
Facultades	 y
Organización
del	 Indecopi,
Art.	 49,
publicado	 el	 18
de	abril	de	1996
2.	Procedimiento	de	autorización	previa	de	operaciones	de	concentración	empresarial	en	el	sector	eléctrico
Notificación	que
deberá	 ser
presentada	 en
formato	 (Nota
8)	aprobado	por
la	 comisión	 y
que	 deberá
consignar	por	lo
menos	 lo
siguiente:
1.	 Identificación
de	 las	 personas
o	 empresas	 que
efectúan	 la
notificación	 y
de	 las	 otras
partes	 que
intervienen	 en
la	 operación	 de
concentración
(Nota	9)
2.	 Descripción
de	 la	 estructura
de	 propiedad	 y
control	 de	 cada
una	 de	 las
personas	 o
empresas	 que
participan	 en	 la
operación	 de
concentración,
incluyendo	 la
estructura	 de
las	 empresas
que
pertenezcan	 al
mismo	grupo
3.	 Descripción
de	 los	 vínculos
personales,	 de
propiedad,	 y/o
de	 gestión
existentes	 entre
cada	 una	 de	 las
personas	 o
empresas
comprendidas
en	 el	 punto
anterior
respecto	 de
otras	 empresas
que	 operan	 en
el	mercado	o	en
mercados
relacionados
4.	 Descripción
de	 los
pormenores	 de
la	 operación	 de
concentración	 y
relación	 de	 los
mercados
afectados	por	 la
operación
5.	 Información
relativa	 a	 los
mercados
afectados	por	 la
operación	 de
concentración:
ámbito
geográfico	 del
mercado
afectado,	 grado
de	 competencia
existente	 en	 el
mercado,
elementos	 que
determinan	 la
facilidad	 o
dificultad	 de
acceso	 al
mercado	 en	 el
que	 se	 ha	 de
verificar	 la
concentración,
entre	otros
6.	 Descripción
detallada	 de	 los
efectos	 de	 la
operación	sobre
el	 mercado,	 así
como	 de	 las
eficiencias
económicas 0,1%	del Secretaría
generadas
7.	 Copia	 de	 los
documentos
definitivos	 o
más	 recientes
relativos	 al
cierre	 de	 la
operación	 de
concentración;
copia	 de	 los
análisis	 o
estudios
llevados	 a	 cabo
por	 las
empresas
involucradas	 en
la	 operación	 a
efectos	 de
evaluar	 la
operación	 de
concentración
en	 cuanto	 a	 las
condiciones	 de
competencia,
los
competidores	 y
la	 situación	 de
mercado
8.	 Descripción
de	 la	 empresa,
activo	 o
proyecto
materia	 del
proceso	 de
promoción	de	la
inversión
privada	 (Nota
14)
9.	 Copia	 de	 las
bases	 del
proceso	 de
promoción
valor	de	la
operación	de
concentración
(Nota	10)
	 	 30	díashábiles
(Nota
11)
Técnica	de	la
Comisión	de
Libre
Competencia
No	contemplado
respectivo,
incluyendo	 sus
modificaciones,
si	 las	 hubiere
(Nota	15)
10.	 Indicar	 si
sus	 activos	 se
encuentran
operativos
(Nota	16)
Base	 legal:
Decreto	 Ley
25868,	 Ley	 de
Organización	 y
Funciones	 del
Indecopi,	 Art.
21,	publicado	el
24	 de
noviembre	 de
1992
Decreto
Legislativo	 807,
Ley	 de	 Normas,
Facultades	 y
Organización
del	 Indecopi,
Art.	 49,
publicado	 el	 18
de	abril	de	1996
Ley	 26876,	 Ley
Antimonopolio
y	 Antioligopolio
del	 Sector
Eléctrico
(publicado	el	19
de	 noviembre
de	1997)
Decreto
Supremo	 017-
98-ITINCI,
Reglamento	 de
la	 Ley	 26876,
Art.	 14,
publicado	 el	 16
de	 octubre	 de
1998
Decreto
Supremo	 087-
2002-EF,
Disposiciones
reglamentarias
de	la	Ley	26876
respecto	 a
operaciones	 de
concentraciones
en	 el	 sector
eléctrico,	 Art.
4º,	 publicado	 el
1	 de	 junio	 del
2002
3.	Procedimiento	de	solicitud	de	medida	cautelar
1.	 Solicitud
dirigida	 a	 la
comisión	 (Nota
17)
2.	 Indicar	 de
manera	 clara	 la
pretensión
cautelar
3.	 Acreditar	 la
concurrencia	de
los	 siguientes
requisitos:
verosimilitud
del	 carácter
ilegal	 del	 daño,
peligro	 en	 la
demora	 y
posibilidad	 de
lo	pedido
4.	 Indicar	 los
fundamentos	de
hecho	 y	 de
derecho	 de	 la
solicitud
cautelar
Base	 legal:
Decreto
Legislativo	 701,
Disponen	 la
eliminación	 de
las	 prácticas
monopólicas,
controlistas	 y
restrictivas	 de
la	 libre
competencia,
Art.	 21,
publicado	 el	 7
de	 noviembre
de	1992,
Decreto	 Ley
25868,	 Art.	 21,
publicado	 el	 6
de	 noviembre
de	1992
Ley	 27444,	 Ley
del
Procedimiento
Administrativo
General	 Art.
226,	 publicado
el	 11	 de	 abril
del	2001.
19,40	%	UIT 	 	
10	días
hábiles
(Nota
18)
Secretaría
Técnica	Libre
Competencia
No	contemplado
4.	Procedimiento	de	impugnación	de	sanciones	impuestas	por	infracción	a	los	decretos	legislativos	701	y	807	(Nota	21)
1.	Estar	dirigido
a	la	comisión
2.	 Datos	 de
identificación
del	 impugnante
y	 poderes	 del
representante
legal	(Nota	22)
3.	 Indicar	 de
manera	 clara	 la
pretensión,
señalando	 el
acto	recurrido
4.	 Señalar	 los
fundamentos	de
hecho	 y	 de
derecho
Base	 legal:
Decreto
Legislativo,	 701
Disponen	 la
eliminación	 de
las	 prácticas
monopólicas,
controlistas	 y
restrictivas	 de
la	 libre
competencia,
Art.	 21,
publicado	 el	 7
de	 noviembre
de	1992
Decreto
Legislativo	 807,
Ley	 de
Facultades,
Normas	 y
Organización
del	 Indecopi,
Art.	 5º,
publicado	 el	 18
de	abril	de	1996
No
contemplado 	 	
30	días
hábiles
(Nota
23)
Comisión	de
Libre
Competencia
No	contemplado
(Nota	1)	La	presentación	de	los	documentos	se	realiza	en	la	Unidad	de	Trámite	Documentario	del	Indecopi	o	de	la	oficina	descentralizada
(Nota	2)	Es	necesario	señalar	el	número	de	comprobante	de	pago	del	derecho	de	trámite,	y	la	fecha	de	emisión	del	mismo
(Nota	3)	Conforme	a	lo	establecido	en	el	Art.	4°	del	Decreto	Legislativo	943,	Ley	del	Registro	Único	de	Contribuyentes	(publicado	el	20	de	diciembre
del	2003)	se	solicitarán	a	las	personas	naturales	y	jurídicas	obligadas	a	inscribirse	en	el	Registro	Único	de	Contribuyentes	que	indiquen	su	número
de	RUC	para	 la	 tramitación	del	 presente	procedimiento,	 supuesto	 en	 el	 cual	 se	 adjuntará	 copia	 simple	de	 la	 constancia	 respectiva	que	 emita	 la
Sunat.	 Asimismo,	 las	 personas	 naturales	 deberán	 presentar	 copia	 simple	 de	 su	 documento	 nacional	 de	 identidad,	 mientras	 que	 las	 personas
jurídicas	copia	simple	de	su	escritura	pública	de	constitución	y,	de	ser	el	caso,	de	la	ficha	de	inscripción	en	los	Registros	Públicos.
(Nota	4)	Los	poderes	deberán	cumplir	con	las	siguientes	formalidades:
A.	Personas	naturales:	la	representación	deberá	constar	en	el	escrito	que	se	presenta,	o	a	través	de	carta	poder	simple,	conforme	a	lo	previsto	en
el	Art.	115	de	la	Ley	27444.
B.	Personas	 jurídicas:	 intervendrán	 en	 el	 procedimiento	 a	 través	 de	 sus	 representantes	 legales,	 quienes	 deberán	 actuar	 premunidos	 de	 los
respectivos	 poderes,	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 el	 Art.	 53	 de	 la	 Ley	 27444.	 Será	 suficiente	 sólo	 la	 presentación	 de	 la	 copia	 de	 los	 documentos
respectivos.
C.	Poderes	otorgados	en	el	extranjero:	estos	deberán	contener	además	visación	consular
(Nota	 5)	 Contados	 desde	 que	 la	 comisión	 toma	 conocimiento	 del	 informe	 técnico	 y	 los	 alegatos	 de	 los	 investigados,	 o	 desde	 que	 se	 realiza	 la
audiencia	 final	de	 informe	oral,	 conforme	a	 lo	establecido	en	el	precedente	de	observancia	obligatoria	aprobado	mediante	Resolución	Nº	0224-
2002/TDC-Indecopi	(publicada	el	12	de	julio	del	2003)
(Nota	6)	Conforme	a	lo	establecido	en	el	numeral	227.1	del	Art.	227	de	la	Ley	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	(publicada	el	11
de	abril	del	2001)
(Nota	7)	Conforme	a	lo	dispuesto	en	el	numeral	227.2	del	Art.	227	de	la	Ley	27444	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	(publicado	el	11
de	abril	del	2001)
(Nota	 8)	 El	 formato	 esta	 disponible	 en	 la	 página	 web	 del	 Indecopi	 www.indecopi.gob.pe	 o	 puede	 ser	 recabado	 en	 la	 Secretaría	 Técnica	 de	 la
Comisión	de	Libre	Competencia	del	Indecopi.
(Nota	9)	Ver	notas	3	y	4.
(Nota	10)	Hasta	un	límite	de	50	UIT,	según	lo	establecido	en	el	Art.	12	de	la	Ley	26876,	Ley	Antimonopolio	y	Antioligopolio	del	Sector	Eléctrico.
(publicada	el	19	de	noviembre	de	1997)
(Nota	11)	Plazo	contado	según	lo	previsto	en	el	Art.	18	o,	de	ser	el	caso,	en	los	Arts.	24	y	25	del	Decreto	Supremo	017-98-ITINCI	Reglamento	de	la
Ley	26876	(publicado	el	16	de	octubre	de	1998),	para	los	procedimientos	de	concentración	en	general;	o	contando	a	partir	de	lo	previsto	en	el	Art.
6º	 del	 Decreto	 Supremo	 087-2002-EF,	 Disposiciones	 Reglamentarias	 de	 la	 Ley	 26876	 respecto	 a	 operaciones	 de	 concentraciones	 en	 el	 sector
eléctrico	 (publicado	 el	 01	de	 junio	del	 2002),	 para	 los	procedimientos	de	 concentración	 en	 el	marco	del	 proceso	de	promoción	de	 la	 inversión
privada.	 En	 ambos	 casos	 se	 aplica	 el	 silencio	 negativo	 en	 virtud	 del	 Art.	 26	 del	 Decreto	 Supremo	 017-98-ITINCI,	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 26876
(publicada	el	16	de	octubre	del	1998)
(Nota	12)	Conforme	a	lo	establecido	en	el	Art.	29	del	Decreto	Supremo	017-98-ITINCI,	Reglamento	de	la	Ley	26876	(publicada	el	16	de	octubre	de
1998)
(Nota	13)	Conforme	a	lo	dispuesto	en	el	Art.	29	del	Decreto	Supremo	017-98-ITINCI,	Reglamento	de	la	Ley	26876	(publicada	el	16	de	octubre	de
1998)	y	en	el	Art.	207	de	la	Ley	27444	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	(publicada	el	11	de	abril	del	2001)
(Nota	14)	Aplicable	sólo	a	 los	procedimientos	de	autorización	de	operaciones	de	concentración	en	el	marco	de	 los	procesos	de	promoción	de	 la
inversión	privada,	conforme	a	lo	establecido	en	el	literal	d)	del	Art.	4º	del	Decreto	Supremo	087-2002-EF,	Disposiciones	Reglamentarias	de	la	Ley
26876	respecto	a	operaciones	de	concentraciones	en	el	sector	eléctrico	(publicada	el	01	de	junio	del	2002)
(Nota	15)	Aplicable	sólo	a	 los	procedimientos	de	autorización	de	operaciones	de	concentración	en	el	marco	de	 los	procesos	de	promoción	de	 la
inversión	privada,	conforme	a	lo	establecido	en	el	literal	g)	del	Art.	4º	del	Decreto	Supremo	087-2002-EF,	Disposiciones	Reglamentarias	de	la	Ley
26876	respecto	a	operaciones	de	concentraciones	en	el	sector	eléctrico	(publicada	el	01	de	junio	del	2002)
(Nota	16)	Aplicable	sólo	a	 los	procedimientos	de	autorización	de	operaciones	de	concentración	en	el	marco	de	 los	procesos	de	promoción	de	 la
inversión	 privada,	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 Art.	 2º	 del	 Decreto	 Supremo	 087-2002-EF,	 Disposiciones	 Reglamentarias	 de	 la	 Ley	 26876
respecto	a	operaciones	de	concentraciones	en	el	sector	eléctrico	(publicada	el	01	de	junio	del	2002)
(Nota	17)	Conforme	al	Art.	21	del	Decreto	Legislativo	701,	Disponen	la	eliminación	de	las	prácticas	monopólicas,	controlistas	y	restrictivas	de	la
libre	 competencia	 (publicada	 el	 07	 de	 noviembre	 de	 1991).	 La	 medida	 cautelar	 podrá	 decretarse	 antes	 de	 iniciarse	 un	 procedimiento	 de
investigación.	 La	medida	 caducará	 si	 no	 se	 inicia	 un	 proceso	 de	 investigación	 dentro	 de	 los	 15	 días	 hábiles	 siguientes	 de	 su	 notificación.	 Si	 la
solicitud	cautelar	se	presenta	antes	de	iniciado	un	proceso	de	investigación	se	deberá	consignar	los	datos	de	identificación	y	domicilio	de	la	persona
natural	o	jurídica,	y	los	poderes	de	representación,	observando	lo	consignado	en	las	notas	3	y	4
(Nota	 18)	 Conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 párrafo	 segundo	 del	 Art.	 21	 del	 Decreto	 Legislativo	 701	 Disponen	 la	 eliminación	 del	 las	 prácticas
monopólicas,	controlistas	y	restrictivas	de	la	libre	competencia	(publicada	el	07	de	noviembre	de	1991)
(Nota	19)	Ver	nota	6
(Nota	20)	Conforme	a	lo	dispuesto	en	el	Art.	226	de	la	Ley	27444	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	(publicada	el	11	de	abril	del	2001)
(Nota	21)	Aplicable	a	los	procedimientos	sancionadores	iniciados	por	la	comisión	de	las	infracciones	contenidas	en	el	párrafo	tercero	del	Art.	21	del
Decreto	Legislativo	701,	Disponen	la	eliminación	de	las	prácticas	monopólicas,	controlistas	y	restrictivas	de	la	libre	competencia	(publicada	el	07	de
noviembre	de	1991)	y	en	el	Art.	5º	del	Decreto	Legislativo	807	Ley	de	Facultades,	Normas	y	Organización	del	Indecopi	(publicada	el	18	de	abril	de
1996).
(Nota	22)	Ver	notas	3	y	4
(Nota	23)	Conforme	a	 lo	establecido	en	el	Art.	207	de	 la	Ley	27444	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	 (publicada	el	11	de	abril	del
2001)
(Nota	24)	Ver	nota	23
NOTA:	Se	incorpora	la	parte	pertinente	del	TUPA	del	Indecopi.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—¿Cuándo	 se	 produce	 una	 operación	 de
concentración?.	 “(...)	 21.	 El	 artículo	 6°	 de	 la	 Ley	 26876	 establece	 que	 la
comisión	podrá	sancionar	a	las	personas	o	empresas	que	realicen	un	acto	de
concentración,	luego	de	presentada	la	solicitud	de	autorización	previa,	pero
antes	 que	 dicho	 órgano	 expida	 la	 decisión	 respecto	 de	 la	 aprobación	 o
desaprobación	de	la	operación	notificada.
22.	En	aplicación	de	dicha	disposición,	 la	primera	instancia	consideró	que
la	 operación	 consistente	 en	 la	 adquisición	 por	 parte	 de	 Enel	 de	 la
participación	que	mantenía	Acciona	en	Endesa,	pese	a	haberse	celebrado	en
España,	 había	 producido	 automáticamente	 un	 cambio	 en	 la	 estructura	 de
control	 en	 las	 sociedades	 peruanas	 que	 eran	 controladas	 indirectamente
por	Endesa	y,	en	consecuencia,	se	infringió	lo	dispuesto	en	el	artículo	6°	de
la	 Ley	 26876	 al	 haberse	 realizado	 antes	 de	 que	 se	 expida	 una	 resolución
autoritativa.	(...)
24.	 El	 control	 de	 concentraciones,	 también	 denominado	 control	 de
estructuras,	 forma	 parte	 de	 las	 políticas	 de	 competencia	 contenidas	 en	 la
legislación	 nacional	 y	 extranjera	 con	 la	 finalidad	 de	 condicionar	 a	 la
evaluación	 de	 las	 autoridades	 aquellas	 operaciones	 de	 concentración	 que
puedan	 conllevar	 la	 generación	 de	 obstáculos	 significativos	 a	 la
competencia	efectiva	en	un	determinado	mercado.
25.	En	el	Perú,	el	control	de	estructuras	se	contempla	únicamente	para	el
sector	eléctrico.	Así,	de	acuerdo	con	los	artículos	1°	y	3°	de	la	Ley	26876,	las
concentraciones	 de	 tipo	 vertical	 u	 horizontal	 que	 se	 produzcan	 en	 las
actividades	de	generación,	transmisión	o	distribución	de	energía	eléctrica	y
que	involucren	a	empresas	que	posean	previa	o	posteriormente	al	acto	que
originó	la	solicitud	un	porcentaje	igual	o	mayor	al	umbral	correspondiente
(15%	del	mercado	en	las	concentraciones	horizontales	y	5%	en	los	casos	de
concentraciones	 verticales),	 deberán	 someterse	 previamente	 a	 la
autorización	 de	 la	 autoridad	 de	 competencia,	 a	 fin	 de	 que	 ella	 evalúe	 los
alcances	 de	 la	 operación	 y	 determine	 si	 esta	 puede	 tener	 o	 tiene	 efectos
restrictivos	 de	 la	 competencia	 en	 el	 mercado	 correspondiente.”	 (TDC,	 R.
0794-2011/SC1-Indecopi,	may.	05/2011.	Pres.	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Legislación	 peruana	 sobre	 concentración
empresarial	 sigue	 el	modelo	 europeo.	 “(...)	 28.	 En	 el	 caso	 del	 Perú,	 una
lectura	de	 la	normativa	en	 la	materia	permite	apreciar	que	el	concepto	de
concentración	por	el	cual	ha	optado	el	legislador	implica,	al	igual	que	en	el
caso	europeo	y	del	Reino	Unido,	la	existencia	de	un	cambio	en	la	estructura
de	control.
29.	 En	 efecto,	 el	 artículo	 2°	 de	 la	 Ley	 28976,	 al	 definir	 el	 concepto	 de
concentración,	 establece	 un	 listado	 enunciativo	 de	 diversas	 operaciones,
contratos	 y	 otras	 figuras	 análogas	 cuya	 principal	 característica	 es	 que
confieren	 la	 posibilidad	 de	 ejercer	 una	 influencia	 en	 el	 control	 de	 las
unidades	económicas	involucradas	(...).
38.	El	profesor	español	Briones,	en	su	estudio	sobre	la	práctica	europea	de
control	 de	 estructuras,	 expresa	 la	 misma	 opinión,	 pues	 concluye	 que	 la
concentración	se	produce	y	genera	consecuencias	desde	que	se	perfecciona
la	 operación.	 Así,	 indica	 que:	 “(...)	 es	 suficiente	 para	 que	 se	 defina	 la
existencia	 de	 control	 que	 se	 tenga	 la	 posibilidad	 de	 ejercerlo,	 sin	 que	 sea
necesario	 el	 ejercicio	 real	 del	 mismo.	 En	 este	 sentido	 resulta	 totalmente
lógica,	 al	 definir	 una	 concentración	 como	 un	 cambio	 estructural
permanente,	 la	 determinación	 del	 control	 como	 una	 posibilidad	 objetiva
que	no	puede	depender	de	la	coyunturalidad	de	su	ejercicio	o	de	la	voluntad
o	intención	declarada	de	las	partes”	(...)”.	(TDC,	R.	0794-2011/SC1-Indecopi,
may.	05/2011.	Pres.	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—¡Cuándo	 las	 operaciones	 de	 concentración
celebradas	en	el	extranjero	se	encuentran	en	el	ámbito	de	aplicación	de
las	disposiciones	de	la	Ley	26876?.	“(...)	41.	La	aplicación	territorial	de	una
norma	suele	consistir	en	 la	sujeción	de	una	determinada	conducta	a	 la	 ley
nacional	 del	 territorio	 donde	 aquella	 ha	 tomado	 lugar.	 En	 virtud	 de	 esta
regla,	 denominada	 principio	 de	 territorialidad,	 quedarán	 comprendidas
dentro	del	ámbito	de	la	Ley	26876	todas	las	operaciones	de	concentración
celebradas	 en	 el	 Perú	 que	 involucren	 a	 empresas	 que	 desarrollan
actividades	eléctricas	en	el	país.
42.	Sin	embargo,	no	solo	los	actos	de	concentración	celebrados	en	el	Perú
se	encuentran	sujetos	a	 la	 ley	nacional.	Así,	el	artículo	9°	de	 la	Ley	26876,
establece	que	también	se	encuentran	comprendidos	dentro	de	su	ámbito	de
aplicación	 aquellos	 actos	 que,	 habiéndose	 perfeccionado	 en	 territorio
extranjero,	involucren	directa	o	indirectamente	a	empresas	que	desarrollen
actividad	de	generación,	transmisión	o	distribución	de	energía	eléctrica	en
el	 Perú.”	 (TDC,	 R.	 0794-2011/SC1-Indecopi,	 may.	 05/2011.	 Pres.	 Tapia
Cano)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Tribunal	del	Indecopi	aprueba	precedente	de
observancia	 obligatoria	 sobre	 la	 aprobación	 de	 operaciones	 de
concentración	 empresarial	 en	 el	 sector	 eléctrico.	 “(...)	 interpreta	 los
alcances	de	la	aplicación	del	artículo	5°	de	la	Ley	26876,	Ley	Antimonopolio
y	Antioligopolio	del	sector	eléctrico	(...)	en	los	siguientes	términos:	(i)	En	el
caso	se	sujete	la	aprobación	de	una	operación	de	concentración	empresarial
al	cumplimiento	de	una	condición	de	conducta,	debe	entenderse	que	dicha
restricción	deberá	estar	asociada	a	un	horizonte	temporal,	luego	del	cual	la
autoridad	 deberá	 revisar	 las	 características	 y	 el	 entorno	 competitivo	 del
mercado,	 a	 efectos	 de	 determinar	 si	 resulta	 pertinente	 o	 no	 mantener	 la
restricción	 impuesta.	 (ii)	 Ello,	 sin	 perjuicio	 de	 que,	 en	 aplicación	 del
procedimiento	de	revocación	referido	en	la	Ley	27444,	las	empresas	puedan
solicitar	 cuando	 lo	 estimen	 pertinente,	 la	 revocación	 de	 las	 condiciones
impuestas,	debiendo	para	tal	efecto	identificar	el	cambio	de	circunstancias
que	 se	 habría	 producido	 en	 el	 mercado	 eléctrico	 y	 que	 ameritaría	 el
levantamiento	 de	 las	 condiciones	 establecidas	 válidamente	 en	 su
oportunidad”.	 (Indecopi,	 R.	 0623-2014/SDC-Indecopi,	 jul.	 22/2014.	 Pres.
Hooker	Ortega)
D.	Leg.	1034.
ART.	19.—Requisitos	de	la	denuncia	de	parte.	La	denuncia	de	parte	que
imputa	la	realización	de	conductas	anticompetitivas,	deberá	contener:
(a)	Nombre,	denominación	o	 razón	social	del	denunciante,	 su	domicilio	y
los	poderes	correspondientes,	de	ser	el	caso.
(b)	 Indicios	razonables	de	 la	presunta	existencia	de	una	o	más	conductas
anticompetitivas.
(c)	Identificación	de	los	presuntos	responsables,	siempre	que	sea	posible.
(d)	 El	 comprobante	 de	 pago	 de	 la	 tasa	 por	 derecho	 de	 tramitación	 del
procedimiento	sancionador.	Esta	tasa	está	exceptuada	del	 límite	en	cuanto
al	monto	establecido	en	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
D.	Leg.	1034.
ART.	20.—Actuaciones	previas	 a	 la	 admisión	 a	 trámite	 por	 denuncia
de	parte.	Presentada	la	denuncia	de	parte	y	con	anterioridad	a	la	resolución
de	 inicio	 del	 procedimiento	 de	 identificación	 y	 sanción	 de	 conductas
anticompetitivas,	 la	 secretaría	 técnica	 podrá	 realizar	 actuaciones	 previas
con	 el	 fin	 de	 reunir	 información	 o	 identificar	 indicios	 razonables	 de	 la
existencia	 de	 conductas	 anticompetitivas.	 Estas	 actuaciones	 previas	 se
desarrollarán	en	un	plazo	no	mayor	de	cuarenta	y	cinco	(45)	días	hábiles,
contados	desde	la	presentación	de	la	denuncia.
D.	Leg.	1034.
ART.	21.—Resolución	de	inicio	del	procedimiento.
21.1.	La	secretaría	 técnica	se	pronunciará	sobre	 la	admisión	a	 trámite	de
una	denuncia	de	parte	 luego	de	verificar	el	cumplimiento	de	los	requisitos
formales	 exigidos	 en	 el	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 -
TUPA	del	Indecopi,	la	competencia	de	la	comisión	y	la	existencia	de	indicios
razonables	de	infracción	a	la	presente	ley.
21.2.	La	resolución	de	imputación	de	cargos	o	de	inicio	del	procedimiento
deberá	contener:
a)	La	identificación	de	agente	o	agentes	económicos	a	los	que	se	imputa	la
presunta	infracción;
b)	Una	 sucinta	 exposición	 de	 los	 hechos	 que	motivan	 la	 instauración	 del
procedimiento,	la	calificación	jurídica	de	la	posible	infracción	y,	en	su	caso,
las	sanciones	que	pudieran	corresponder;
c)	 La	 identificación	 del	 órgano	 competente	 para	 la	 resolución	 del	 caso,
indicando	la	norma	que	le	atribuya	dicha	competencia;	y,
d)	 La	 indicación	 del	 derecho	 a	 formular	 descargos	 y	 el	 plazo	 para	 su
ejercicio.
21.3.	La	resolución	de	inicio	del	procedimiento	se	informará	a	la	comisión
en	un	plazo	no	mayor	de	cinco	(5)	días	hábiles	y,	en	este	mismo	plazo,	 se
notificará	a	los	agentes	económicos	denunciados	y	a	quienes	presentaron	la
denuncia	de	parte,	las	que	se	consideran	apersonadas	al	procedimiento	por
dicha	presentación,	de	ser	el	caso.
21.4.	La	resolución	que	declare	inadmisible	o	improcedente	la	denuncia	es
impugnable	ante	el	tribunal	en	el	plazo	de	quince	(15)	días	hábiles.
21.5.	Admitida	a	 trámite	 la	denuncia,	 si	 la	 secretaría	 técnica	 lo	 considera
pertinente,	 publicará	 una	 nota	 sucinta	 sobre	 su	 objeto,	 de	 manera	 que
cualquiera	 con	 interés	 legítimo	 pueda	 apersonarse	 al	 procedimiento	 o
simplemente	aportar	información	a	la	investigación.	Dicha	nota	se	publicará
en	la	página	web	del	Indecopi,	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	y	en	uno	de	los
diarios	de	mayor	circulación	en	el	territorio	nacional.
DOCTRINA.—Presupuesto	para	el	 inicio	de	una	 investigación.	 “15.	 De
acuerdo	con	el	artículo	15	de	 la	 referida	norma,	 la	 secretaría	 técnica	es	el
órgano	 encargado	 de	 investigar	 las	 presuntas	 infracciones	 contra	 las
normas	 de	 libre	 competencia,	 ya	 sea	 de	 oficio	 –previa	 aprobación	 de	 la
comisión–	o	a	petición	de	parte.	Si	la	secretaría	estima	que	existen	indicios
razonables	 de	 violación	 del	 referido	 decreto,	 notifica	 al	 presunto
responsable,	enumerando	los	hechos	que	supuestamente	infringirían	la	ley.
16.	 Como	 puede	 apreciarse,	 la	 existencia	 de	 indicios	 razonables	 de
infracción	al	Decreto	Legislativo	N°	701,	 constituye	un	 elemento	procesal,
de	 carácter	 fundamental,	 dentro	 del	 análisis	 previo	 que	 efectúa	 esta
autoridad,	antes	de	dar	 inicio	a	una	 investigación	contra	un	administrado.
La	importancia	de	observar	esta	exigencia	legal	radica	en	dos	aspectos:
(i)	en	la	protección	que	merece	la	situación	jurídica	del	administrado,	para
evitar	 que	 sus	 intereses	 se	 vean	 afectados	 por	 imputaciones	 sin	 mayor
fundamento,	que	no	ameriten	el	inicio	de	una	investigación	y
(ii)	en	la	racionalidad	que	debe	fundamentar	toda	decisión	de	la	autoridad
administrativa,	que	tenga	por	objeto	la	creación	de	obligaciones	en	la	esfera
jurídica	del	administrado.
17.	 En	 efecto,	 la	 decisión	 de	 la	 secretaría	 técnica	 de	 iniciar	 una
investigación	de	oficio	debe	ajustarse	al	principio	de	razonabilidad,	toda	vez
que	esta	decisión	dará	lugar	al	nacimiento	de	una	serie	de	obligaciones	en	la
esfera	 jurídica	de	quien	 tenga	 la	 condición	de	denunciado	en	un	proceso.”
(Indecopi.	Informe	031-2006-Indecopi/ST-CLC,	set.	25/2006).
D.	Leg.	1034.
ART.	22.—Plazo	para	la	presentación	de	descargos.
22.1.	El	denunciado	o	denunciados	podrán	contestar	los	cargos	imputados
en	la	resolución	de	inicio	del	procedimiento	en	un	plazo	de	treinta	(30)	días
hábiles,	presentando	los	argumentos	que	estime	convenientes	y	ofreciendo
las	pruebas	correspondientes.
22.2.	Durante	el	plazo	mencionado	en	el	párrafo	precedente,	otras	partes
con	interés	 legítimo	pueden	apersonarse	al	procedimiento,	expresando	los
argumentos	 y	 ofreciendo	 las	 pruebas	 que	 resulten	 relevantes,	 previo
cumplimiento	de	los	requisitos	para	formular	una	denuncia	de	parte.
CAPÍTULO	II
MEDIDAS	CAUTELARES
D.	Leg.	1034.
ART.	23.—Medidas	cautelares.
23.1.	Antes	de	iniciarse	el	procedimiento	sancionador	o	en	cualquier	etapa
dentro	de	éste,	la	comisión	podrá	dictar,	a	solicitud	de	la	secretaría	técnica	o
a	pedido	de	quien	haya	presentado	una	denuncia	de	parte	o	de	tercero	con
interés	 legítimo	 que	 también	 se	 haya	 apersonado	 al	 procedimiento,	 una
medida	cautelar	destinada	a	asegurar	la	eficacia	de	la	decisión	definitiva,	lo
cual	 incluye	 asegurar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 medidas	 correctivas	 que	 se
pudieran	dictar	en	la	resolución	final.
23.2.	 La	 comisión	 podrá	 adoptar	 la	 medida	 cautelar	 innovativa	 o	 no
innovativa,	 genérica	 o	 específica,	 que	 considere	 pertinente,	 en	 especial	 la
orden	de	cesación	de	actividades,	 la	obligación	de	contratar,	 la	 imposición
de	condiciones,	 la	suspensión	de	los	efectos	de	actos	jurídicos,	 la	adopción
de	 comportamientos	 positivos	 y	 cualesquiera	 otras	 que	 contribuyan	 a
preservar	la	competencia	afectada	y	evitar	el	daño	que	pudieran	causar	las
conductas	a	que	el	procedimiento	se	refiere.
23.3.	 Las	 medidas	 cautelares	 deberán	 ajustarse	 a	 intensidad,
proporcionalidad	y	necesidades	del	daño	que	se	pretenda	evitar.
23.4.	 Cuando	 la	 medida	 cautelar	 se	 otorgue	 antes	 de	 iniciarse	 un
procedimiento	 sancionador,	 dicha	 medida	 caducará	 si	 no	 se	 inicia	 un
procedimiento	 sancionador	 dentro	 de	 los	 quince	 (15)	 días	 hábiles
siguientes	de	su	notificación.
23.5.	 Tratándose	 de	 solicitudes	 de	 parte,	 la	 comisión	 podrá	 aceptarlas	 o
desestimarlas	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 treinta	 (30)	 días	 hábiles,
prorrogables	 por	 una	 sola	 vez	 y	 por	 el	 mismo	 plazo.	 No	 son	 exigibles,	 a
quien	 presente	 la	 solicitud,	 medidas	 de	 aseguramiento	 civil	 como
contracautela	 similares.	 La	 comisión	 podrá	 conceder	 medidas	 cautelares
distintas	 a	 las	 solicitadas,	 siempre	que	 considere	 que	 se	 ajusten	de	mejor
manera	 a	 la	 intensidad,	 proporcionalidad	 y	 necesidad	 del	 daño	 que	 se
pretende	evitar.
23.6.	En	cualquier	momento	del	procedimiento,	de	oficio	o	a	 instancia	de
parte,	 se	 podrá	 acordar	 la	 suspensión,	 modificación	 o	 revocación	 de	 las
medidas	cautelares.
23.7.	Las	resoluciones	que	imponen	medidas	cautelares	son	apelables	ante
el	 tribunal	 en	 el	 plazo	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles.	 La	 apelación	 de	medidas
cautelares	 se	 concederá	 sin	 efecto	 suspensivo,	 tramitándose	 en	 cuaderno
separado,	y	sin	perjuicio	de	 lo	establecido	en	el	artículo	216	de	 la	Ley	del
Procedimiento	Administrativo	General.	El	 tribunal	se	pronunciará	sobre	 la
apelación	en	un	plazo	no	mayor	de	treinta	(30)	días	hábiles.
23.8.	El	tribunal	tiene	las	mismas	facultades	atribuidas	a	la	comisión	para
el	dictado	de	medidas	cautelares.
JURISPRUDENCIA.—Orden	 de	 “cese	 de	 conductas”	 dispuesta	 por	 el
Indecopi	 no	 se	 equipara	 con	 una	 declaración	 de	 invalidez	 de	 los
contratos	 en	 sede	 administrativa.	 “Ahora	 bien,	 ¿es	 posible	 afirmar	 que
Indecopi,	 en	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 funciones	 de	 control	 de	 las	 prácticas
contrarias	 al	 normal	 funcionamiento	 del	 mercado,	 se	 encuentre
imposibilitado	 de	 ordenar	 el	 cese	 de	 las	 conductas	 que	 atenten	 contra	 la
libre	 competencia	 y	 la	 protección	 a	 los	 consumidores	 y	 usuarios?	 Desde
luego	que	no.	Admitir	que	Indecopi	no	puede	ordenar	el	cese	de	conductas,
sería	 negarle	 capacidad	 real	 para	 actuar	 dentro	 de	 sus	 facultades,	 las
mismas	 que	 fueran	 otorgadas	 para	 hacer	 prevalecer	 los	 fines
constitucionales	 de	 protección	 a	 la	 libre	 competencia	 (artículo	 61	 de	 la
Constitución)	y	el	derecho	de	los	consumidores	y	usuarios	(artículo	65	de	la
Constitución).
23.	Tal	capacidad	es	justamente	lo	que	los	demandantes	pretenden	negarle
a	 Indecopi	 cuando	 afirman	 que	 la	 decisión	 de	 ordenar	 el	 cese	 de	 las
conductas,	bajo	el	argumento	de	que	abusan	de	la	posición	de	dominio	de	la
empresa	 (...)	 en	 las	modalidades	de	discriminación	y	 contratos	 ligados,	ha
vulnerado	su	libertad	contractual.
24.	 A	 juicio	 del	 Tribunal	 Constitucional,	 Indecopi	 no	 se	 ha	 arrogado
facultades	 que	 no	 le	 han	 sido	 conferidas	 constitucionalmente,	 pues	 no	 ha
declarado	en	sede	administrativa	 la	 invalidez	de	contratos;	únicamente,	se
ha	 pronunciado	 por	 el	 cese	 de	 las	 conductas	 que,	 de	 acuerdo	 con	 su
evaluación,	 demuestran	 un	 uso	 abusivo	 de	 la	 posición	 de	 dominio	 de	 la
empresa	(...)	en	el	mercado	de	cemento	en	el	norte	del	país.	De	este	modo,
este	 organismo	 estatal	 ha	 hecho	 efectivas	 las	 facultades	 que	 le	 han	 sido
asignadas	en	su	 ley	de	creación	para	garantizar	el	normal	 funcionamiento
del	 mercado	 (...)	 –que	 eliminan	 las	 prácticas	 monopólicas,	 controlistas	 y
restrictivas	de	la	libre	competencia–.
25.	Si	bien	podría	argumentarse	que	 la	orden	de	 ‘cese	de	conductas’	 trae
como	consecuencia	directa	que	la	empresa	(...)	 incumpla	sus	compromisos
contractuales	 con	 sus	 afiliados.	 –entre	 ellos	 la	 recurrente–,	 ello	de	ningún
modo	puede	equipararse	con	una	declaración	de	invalidez	de	los	contratos
en	sede	administrativa;	y	menos	aún,	puede	predicarse	que	el	derecho	a	la
libertad	 contractual	 tiene	 la	 calidad	 de	 isla	 oponible	 a	 cualquier	 medida
correctiva,	puesto	que,	si	se	parte	de	 la	hipótesis	de	que	dichas	conductas,
concretizadas	 en	 contratos	 ligados,	 fueron	 contrarias	 a	 ley,	 entonces,	 de
ninguna	manera	podrían	ampararse	en	los	alcances	de	los	artículos	2°.14	y
62	 de	 la	 Constitución,	 pues	 estos	 únicamente	 protegen	 la	 libertad
contractual	bajo	el	supuesto	que	sea	ejercida	válidamente,	esto	es,	con	fines
lícitos	 y	 sin	 contravenir	 las	 normas	 de	 orden	 público;	 más	 aún	 si	 se
considera	 que	 los	 derechos	 y	 libertades	 que	 la	 Constitución	 del	 Estado
reconoce	 tiene	 límite”.	 (TC,	 Exp.	 1963-2006-PA/TC,	 dic.	 05/2006.	 S.	 S.
García	Toma)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 señala	 los	 requisitos	 para	 la	 represión
del	abuso	de	la	posición	de	dominio.	“El	sistema	nacional	de	represión	del
abuso	de	la	posición	de	dominio	en	el	mercado	(...)	exige	la	concurrencia	de
tres	elementos	para	su	aplicación	en	cada	caso	concreto:	(i)	la	posesión	de
una	posición	de	dominio	en	el	mercado	por	parte	de	una	o	más	empresas	en
un	mercado	determinado,	 tal	como	es	definida	por	el	artículo	4°	de	 la	 ley;
(ii)	 la	explotación	abusiva	de	dicha	posición	de	dominio	en	el	mercado,	de
conformidad	con	lo	dispuesto	por	el	artículo	5°	de	la	ley;	y,	(iii)	el	perjuicio
para	 el	 interés	 económico	 general,	 exigido	 por	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 ley.	 El
análisis	 de	 la	 conducta	 investigada	 y	 de	 la	 concurrencia	 de	 los	 tres
elementos	antes	mencionados	debe	tomar	en	cuenta	 las	circunstancias	del
caso	 concreto,	 en	 particular,	 la	 intensidad	 de	 la	 posición	 de	 dominio
ostentada	por	la	empresa	en	cuanto	a	participación	del	mercado	y	grado	de
competencia	 que	 enfrenta”.	 (Indecopi,	 R.	 0256-2005/TDC-Indecopi,	 mar.
04/2005.	Pres.	Rojas	Leo)
D.	Leg.	1034.
ART.	 24.—Requisitos	 para	 el	 dictado	 de	 medidas	 cautelares.	 Para	 el
otorgamiento	 de	 una	 medida	 cautelar,	 la	 comisión	 deberá	 verificar	 el
cumplimiento	concurrente	de	los	siguientes	requisitos:
(a)	 El	 pago	 de	 la	 tasa	 por	 derecho	 de	 trámite	 ascendente	 a	media	 (1/2)
Unidad	Impositiva	Tributaria;
(b)	La	verosimilitud	de	la	denuncia;
(c)	El	peligro	en	la	demora	del	pronunciamiento	final;	y,
(d)	La	posibilidad	de	lo	pedido.
CAPÍTULO	III
COMPROMISO	DE	CESE	Y	SOLICITUD	DE	EXONERACIÓN	DE
SANCIÓN
D.	Leg.	1034.
ART.	25.—Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	Compromiso	de	cese.
25.1.	Dentro	del	plazo	de	cuarenta	y	cinco	(45)	días	hábiles	contados	desde
la	fecha	de	notificación	de	la	imputación	de	cargos	o	resolución	de	inicio	del
procedimiento,	 los	 investigados	 podrán	 ofrecer,	 de	 manera	 individual	 o
conjunta,	 un	 compromiso	de	 cese	 referido	 a	 la	 terminación	 anticipada	del
procedimiento	 administrativo	 sancionador	 a	 cambio	 de	 implementar
medidas	 correctivas	eficaces	para	 contrarrestar	 los	 efectos	de	 la	 conducta
infractora.
25.2.	 La	 solicitud	 de	 compromiso	 de	 cese	 se	 tramitará	 como	 cuestión
incidental,	siendo	accesoria	del	expediente	principal.
25.3.	Para	evaluar	 la	propuesta	de	compromiso	de	cese,	y	en	ejercicio	de
una	facultad	discrecional,	la	secretaría	técnica	tomará	en	consideración	que
los	 solicitantes	 ofrezcan	 medidas	 correctivas	 que	 permitan	 asegurar	 el
restablecimiento	 del	 proceso	 competitivo,	 así	 como	 revertir	 los	 efectos
lesivos	 de	 la	 conducta	 infractora.	 Adicionalmente,	 los	 solicitantes	 podrán
ofrecer	 medidas	 complementarias	 que	 evidencien	 su	 propósito	 de
enmienda.
25.4.	La	secretaría	técnica	evaluará	el	ofrecimiento	en	un	plazo	máximo	de
sesenta	(60)	días	hábiles	y,	en	caso	de	estimarlo	satisfactorio,	propondrá	a
la	comisión	su	aprobación	sugiriendo	las	medidas	pertinentes	con	el	objeto
de	 verificar	 el	 cumplimiento	 del	 compromiso	 de	 cese	 y	 los	 plazos	 de
vigilancia	que	resulten	aplicables.	Para	ello,	la	secretaría	técnica	cuenta	con
todas	 las	 facultades	 de	 negociación	 que	 fuesen	necesarias	 para	 establecer
los	términos	de	la	propuesta.
25.5.	La	comisión	decidirá	la	aprobación	o	denegatoria	de	la	propuesta	en
un	plazo	máximo	de	treinta	(30)	días	hábiles	de	recibida	la	propuesta	de	la
secretaría	 técnica,	 siendo	 su	 pronunciamiento	 inimpugnable	 debido	 a	 su
naturaleza	eminentemente	discrecional.	Con	la	aprobación	de	la	propuesta,
la	 comisión	 emitirá	 una	 resolución	 dando	 por	 concluido	 el	 procedimiento
administrativo	sancionador	únicamente	respecto	del	imputado	a	quien	se	le
hubiese	 aprobado	 el	 compromiso	 de	 cese,	 declarando	 su	 responsabilidad
por	 las	 conductas	 materia	 del	 compromiso,	 y	 estableciendo	 las	 medidas
correctivas	que	correspondan,	así	como	los	plazos	de	vigilancia	aplicables.
25.6.	 De	 verificarse	 el	 cumplimiento	 oportuno	 de	 los	 compromisos
asumidos,	la	comisión	declarará	dicha	situación	mediante	pronunciamiento
escrito	 en	 un	 plazo	 máximo	 de	 sesenta	 (60)	 días	 hábiles	 desde	 el
vencimiento	del	plazo	de	vigilancia	correspondiente.
25.7.	El	incumplimiento	del	compromiso	de	cese	constituirá	una	infracción
autónoma	 y	 calificada	 como	 una	 infracción	 grave,	 por	 lo	 que	 la	 Comisión
podrá	 imponer	 una	 multa	 de	 hasta	 mil	 (1.000)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias,	siempre	que	dicha	multa	no	supere	el	diez	por	ciento	(10%)	de
las	 ventas	 o	 ingresos	 brutos	 percibidos	 por	 el	 infractor,	 o	 su	 grupo
económico,	correspondientes	al	ejercicio	inmediato	anterior	a	la	decisión	de
la	 comisión.	 Adicionalmente,	 la	 comisión	 podrá	 ordenar	 la	 imposición	 de
multas	 coercitivas	 para	 exigir	 el	 cumplimiento	 de	 los	 compromisos
aprobados	aplicándose	las	reglas	previstas	en	el	artículo	47	de	la	presente
ley.
25.8.	Las	declaraciones	y	documentación	que	los	solicitantes	aporten	en	el
procedimiento	de	solicitud	de	compromiso	de	cese	no	podrán	ser	utilizadas
en	su	contra	en	el	expediente	principal	del	procedimiento	de	investigación	y
sanción	de	las	conductas	anticompetitivas	reconocidas.	No	obstante,	podrán
ser	 incorporadas	al	 expediente	principal	para	acreditar	 la	 responsabilidad
de	otros	imputados,	una	vez	aprobado	el	compromiso	de	cese	por	parte	de
la	comisión.
25.9.	 La	 aprobación	 del	 compromiso	 de	 cese	 no	 elimina	 ni	 limita	 la
responsabilidad	 civil	 de	 los	 denunciados	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios
ocasionados,	de	ser	el	caso.
25.10.	La	comisión	podrá	expedir	lineamientos	estableciendo	plazos,	reglas
y	condiciones	particulares	para	la	mejor	aplicación	del	presente	artículo.
D.	Leg.	1034.
ART.	26.—Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	Exoneración	de	sanción.
26.1.	 Antes	 del	 inicio	 de	 un	 procedimiento	 administrativo	 sancionador,
cualquier	persona	podrá	solicitar	a	la	secretaría	técnica	que	se	le	exonere	de
sanción	a	cambio	de	aportar	pruebas	que	ayuden	a	detectar	y	acreditar	 la
existencia	 de	 una	 práctica	 colusoria,	 así	 como	 a	 sancionar	 a	 los
responsables.
26.2.	 La	 solicitud	 de	 exoneración	 de	 sanción	 se	 presentará	 por	 escrito	 y
será	 tramitada,	 en	 un	 expediente	 confidencial,	 de	 conformidad	 con	 el
siguiente	procedimiento:
a.	Recibida	la	solicitud,	la	secretaría	técnica	verificará	inmediatamente	que
ésta	 contenga	 información	general	 sobre	 la	 conducta	delatada	que	 resulte
suficiente	para	otorgarle	un	orden	de	prelación	al	solicitante.	De	ser	el	caso,
otorgará	 al	 solicitante	 un	 plazo	 máximo	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles	 para
completar	 dicha	 información,	 bajo	 apercibimiento	 de	 tenerse	 por	 no
presentada.
b.	Dentro	de	los	cinco	(5)	días	hábiles	siguientes	de	presentada	la	solicitud,
la	secretaría	 técnica	comunicará	al	solicitante	el	orden	de	prelación	que	 le
corresponderá	en	el	caso	de	solicitudes	concurrentes,	otorgándole	un	plazo
máximo	de	treinta	(30)	días	hábiles	para	que	presente	toda	la	información
vinculada	con	 las	 infracciones	 reveladas,	bajo	apercibimiento	de	perder	 la
prelación	 otorgada.	 Dicho	 plazo	 podrá	 ser	 prorrogado,	 por	 un	 período
equivalente,	cuando	la	complejidad	de	la	investigación	lo	exija.	La	secretaría
técnica	podrá	realizar	las	actividades	de	investigación	complementarias	que
estime	pertinentes.
c.	De	considerar	que	el	solicitante	ha	aportado	elementos	relevantes	para
el	 inicio	 de	 un	 procedimiento	 administrativo	 sancionador,	 la	 secretaría
técnica	negociará	con	él	la	suscripción	de	un	compromiso	de	exoneración	de
sanción,	 que	 establecerá	 los	 alcances	 del	 deber	 de	 colaboración	 del
solicitante,	 el	 compromiso	 de	 la	 comisión	 de	 exonerarlo	 de	 sanción,	 así
como	el	deber	de	reserva	de	la	secretaría	técnica	y	la	comisión	respecto	de
la	identidad	del	solicitante.	El	compromiso	de	exoneración	de	sanción	será
suscrito	 por	 el	 solicitante	 y	 la	 secretaría	 técnica.	 Para	 ello,	 la	 secretaría
técnica	 cuenta	 con	 todas	 las	 facultades	 de	 negociación	 que	 fuesen
necesarias	para	establecer	los	términos	del	compromiso.	El	incumplimiento
de	la	obligación	de	reserva	generará	en	el	funcionario	las	responsabilidades
administrativas	y	penales	previstas	para	el	 caso	de	 información	declarada
reservada	por	la	comisión.
d.	 El	 cumplimiento	 del	 deber	 de	 colaboración	 establecido	 en	 el
compromiso	 de	 exoneración	 de	 sanción,	 desde	 su	 suscripción	 hasta	 el
momento	 en	 que	 la	 comisión	 emita	 su	 decisión	 final	 en	 el	 marco	 del
procedimiento	 administrativo	 sancionador	 sobre	 conductas
anticompetitivas,	exonera	de	sanción	al	solicitante	respecto	de	la	infracción
o	infracciones	materia	del	compromiso,	no	pudiendo	la	comisión,	ni	ninguna
otra	 autoridad	 administrativa,	 seguirle	 o	 iniciarle	 procedimiento	 por	 los
mismos	hechos.
e.	 Si,	 en	 el	 marco	 del	 procedimiento	 sancionador	 sobre	 conductas
anticompetitivas	materia	de	la	solicitud	de	exoneración,	la	secretaría	técnica
considera	 que	 el	 solicitante	 no	 se	 encuentra	 cumpliendo	 con	 su	 deber	 de
colaboración,	 le	 informará	 de	 esta	 circunstancia,	 otorgándole	 un	 plazo
razonable	 para	 subsanar	 su	 incumplimiento,	 bajo	 apercibimiento	 de
informar	 a	 la	 comisión	 al	 momento	 en	 que	 ésta	 deba	 decidir	 otorgar	 el
beneficio	de	exoneración.
f.	 Si	 la	 comisión	 impusiese	 sanciones	 en	 el	 marco	 del	 procedimiento
administrativo	sancionador,	deberá	otorgar	 la	exoneración	de	sanción	a	 la
solicitante.	Únicamente	podrá	denegar	dicho	beneficio	cuando	la	secretaría
técnica	 haya	 informado	 del	 incumplimiento	 no	 subsanado	 del	 deber	 de
colaboración	 por	 parte	 del	 solicitante,	 en	 cuyo	 caso	 la	 comisión	 deberá
valorar	dicho	 incumplimiento	 al	 decidir	 si	 otorga	o	no	dicho	beneficio.	 La
comisión	 también	 podrá	 denegar	 dicho	 beneficio	 si	 del	 análisis	 de	 los
elementos	de	prueba	se	verifica	de	manera	indubitable	que	el	solicitante	se
encuentra	en	la	situación	a	la	que	se	refiere	el	artículo	26.5,	previo	informe
de	la	secretaría	técnica	en	el	mismo	sentido.
26.3.	Si	son	varios	los	agentes	económicos	que	solicitan	la	exoneración	de
sanción,	sólo	el	primero	que	haya	aportado	elementos	de	prueba	respecto
de	 la	 existencia	 de	 la	 conducta	 anticompetitiva	 y	 de	 la	 identidad	 de	 los
infractores,	será	beneficiado	con	la	exoneración.	Otros	agentes	económicos
que	 aporten	 información	 relevante	 podrán	 ser	 beneficiados	 con	 la
reducción	 de	 la	 multa,	 si	 dicha	 información	 aporta	 un	 valor	 agregado
significativo	 a	 las	 actividades	 de	 instrucción	 y	 sanción	 de	 la	 secretaría
técnica	 y	 la	 comisión.	 La	 secretaría	 técnica	 analizará	 en	 cada	 caso	 la
pertinencia	 de	 la	 reducción	 de	 la	 multa,	 de	 acuerdo	 con	 los	 siguientes
rangos:
a.	 El	 segundo	 solicitante	 de	 exoneración	 de	 sanción	 podrá	 recibir	 un
reducción	entre	el	treinta	y	el	cincuenta	por	ciento	(30	-	50%)	de	la	multa
que	hubiese	resultado	aplicable.
b.	 El	 tercer	 solicitante	 podrá	 recibir	 una	 reducción	 entre	 el	 veinte	 y	 el
treinta	por	ciento	(20	-	30%)	de	la	multa	que	hubiese	resultado	aplicable.
c.	Los	subsiguientes	solicitantes	podrán	recibir	una	reducción	máxima	del
veinte	por	ciento	(20%)	de	la	multa	que	hubiese	resultado	aplicable.
26.4.	La	secretaría	técnica	podrá	rechazar	las	solicitudes	de	exoneración	o
reducción	de	sanción	que	se	presenten	luego	de	iniciado	un	procedimiento
administrativo	 sancionador.	No	 obstante,	 podrá	 aceptar	 dichas	 solicitudes
en	 la	 medida	 que	 introduzcan	 elementos	 de	 juicio	 que	 aporten	 un	 valor
agregado	 significativo	 a	 las	 actividades	 de	 instrucción	 y	 sanción	 de	 la
secretaría	 técnica	 y	 la	 comisión.	 En	 este	 último	 caso,	 el	 solicitante	 podrá
beneficiarse	 únicamente	 con	 una	 reducción	 de	 la	 multa,	 aplicándose	 los
rangos	indicados	en	el	numeral	anterior.
26.5.	El	agente	económico	que	haya	ejercido	coerción	sobre	otros	agentes
para	 la	 ejecución	de	una	 conducta	 infractora	no	podrá	beneficiarse	 con	 la
exoneración	 de	 la	 sanción	 aplicable.	 Podrá,	 no	 obstante,	 beneficiarse	 con
una	reducción	de	la	multa	en	la	medida	que	introduzca	elementos	de	juicio
que	aporten	un	valor	agregado	significativo	a	las	actividades	de	instrucción
y	 sanción	 de	 la	 secretaría	 técnica	 y	 la	 comisión,	 aplicándose	 los	 rangos
indicados	en	el	numeral	26.3	del	presente	artículo.
26.6.	 La	 exoneración	 o	 reducción	 de	 la	 sanción	 aplicable	 no	 elimina	 ni
limita	 la	 responsabilidad	 civil	de	 los	 imputados	por	 los	daños	y	perjuicios
ocasionados,	de	ser	el	caso.
26.7.	La	comisión	podrá	expedir	lineamientos	estableciendo	plazos,	reglas
y	 condiciones	 o	 restricciones	 particulares	 para	 la	 mejor	 aplicación	 del
presente	artículo.
D.	Leg.	1034.
ART.	 26-A.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 2°.	 Reconocimiento.	 Sin
perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo	precedente,	dentro	del	plazo	para
presentar	 descargos,	 cualquier	 agente	 económico	 investigado	 podrá
reconocer	 la	 comisión	 de	 una	 o	 más	 infracciones	 contenidas	 en	 la
imputación	 de	 cargos	 de	 la	 secretaría	 técnica.	 En	 este	 caso,	 la	 multa	 que
hubiese	 resultado	 aplicable	 será	 reducida	 hasta	 en	 un	 quince	 por	 ciento
(15%)	en	lo	que	corresponde	a	las	infracciones	reconocidas.	Dicho	beneficio
se	 perderá	 si	 el	 imputado	 impugna	 la	 decisión	 de	 la	 comisión	 en	 lo	 que
corresponde	a	la	determinación	de	responsabilidad.
CAPÍTULO	IV
INSTRUCCIÓN
D.	Leg.	1034.
ART.	27.—Período	de	prueba.	El	período	de	prueba	no	podrá	exceder	de
siete	 (7)	 meses	 contados	 a	 partir	 del	 vencimiento	 del	 plazo	 para	 la
contestación.	 Los	 gastos	 de	 actuación	 de	 las	 pruebas	 son	 de	 cargo	 de	 las
partes	que	las	ofrecen	y	no	tienen	naturaleza	tributaria.
D.	Leg.	1034.
ART.	28.—Medios	de	prueba.
28.1.	La	secretaría	técnica	podrá	actuar,	o	las	partes	ofrecer,	los	siguientes
medios	probatorios:
a)	Documentos;
b)	Declaración	de	parte;
c)	Testimonios;
d)	Inspecciones;
e)	Pericias;	u,
f)	Otras	pruebas	si	a	criterio	de	la	secretaría	técnica	son	necesarias	para	el
esclarecimiento	de	los	hechos	denunciados	o	imputados.
28.2.	En	caso	 fuera	necesario	realizar	una	 inspección,	ésta	será	efectuada
por	la	secretaría	técnica	o	por	el	funcionario	designado	por	ésta	para	dicho
efecto.	Siempre	que	se	realice	una	inspección	deberá	levantarse	un	acta	que
será	 firmada	 por	 quien	 se	 encuentre	 a	 cargo	 de	 ella,	 así	 como	 por	 los
interesados,	 quienes	 ejerzan	 su	 representación	 o	 por	 el	 encargado	 del
almacén,	oficina	o	establecimiento	correspondiente.
28.3.	Tanto	para	la	actuación	de	las	pruebas	como	para	la	realización	de	las
diligencias,	 la	 secretaría	 técnica	o	el	 funcionario	designado	por	ésta	podrá
requerir	la	intervención	de	la	Policía	Nacional,	sin	necesidad	de	notificación
previa,	para	garantizar	el	cumplimiento	de	sus	funciones;
28.4.	Los	medios	probatorios	deberán	ser	costeados	por	quien	los	ofrezca.
Los	 costos	 de	 aquellos	 que	 sean	 ordenados	 por	 la	 autoridad	 podrán	 ser
distribuidos	 entre	 el	 imputado	 y	 quien	 haya	 presentado	 la	 denuncia	 de
parte,	 de	 ser	 el	 caso,	 al	 finalizar	 el	 procedimiento	 y	 dependiendo	 de	 su
resultado.
D.	Leg.	1034.
ART.	29.—Improcedencia	de	medios	probatorios.	La	 secretaría	 técnica
podrá	 rechazar	 los	 medios	 probatorios	 propuestos	 por	 los	 agentes
económicos	 investigados,	 por	 quienes	 hayan	 presentado	 la	 denuncia	 de
parte	o	por	terceros	con	interés	legítimo	que	también	se	hayan	apersonado
al	 procedimiento,	 cuando	 sean	 manifiestamente	 impertinentes	 o
innecesarios,	mediante	resolución	motivada.
D.	Leg.	1034.
ART.	30.—Actuaciones	de	instrucción.
30.1.	 La	 secretaría	 técnica	 está	 facultada,	 en	 razón	 de	 su	 competencia,	 a
realizar	de	oficio	cuantas	actuaciones	probatorias	resulten	necesarias	para
el	examen	de	los	hechos,	recabando	los	documentos,	información	u	objetos
que	 sean	 relevantes	 para	 determinar,	 en	 su	 caso,	 la	 existencia	 o	 no	 de	 la
infracción	administrativa	que	se	imputa.
30.2.	Si,	como	consecuencia	de	la	instrucción	del	procedimiento,	resultase
modificada	 la	 determinación	 inicial	 de	 los	 hechos	 o	 de	 su	 posible
calificación,	 la	 secretaría	 técnica	 emitirá	 una	 nueva	 resolución	 de
imputación	que	sustituirá	como	pliego	de	cargos	a	la	resolución	de	inicio	del
procedimiento,	 informando	 de	 ello	 a	 la	 comisión	 y	 notificando	 a	 las
personas	 imputadas,	 así	 como	 a	 las	 personas	 que	 hayan	 presentado	 la
denuncia	 de	 parte,	 si	 fuera	 el	 caso.	 En	 caso	 de	 emitirse	 esta	 nueva
resolución,	se	inicia	un	nuevo	cómputo	de	plazos	para	la	formulación	de	los
descargos	 y	 un	 nuevo	 cómputo	 del	 plazo	 legal	 que	 corresponde	 a	 la
tramitación	del	procedimiento.
30.3.	Un	mes	antes	de	finalizar	el	período	de	prueba,	 la	secretaría	técnica
informará	a	las	partes	de	dicha	circunstancia.
30.4.	 Dentro	 de	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 contados	 a
partir	de	la	notificación	a	que	se	refiere	el	numeral	anterior,	las	partes	que
lo	 consideren	 pertinente	 podrán	 presentar,	 como	 pruebas	 adicionales,
únicamente	documentos,	de	lo	que	se	correrá	traslado	a	todas	las	partes	el
procedimiento.
30.5.	Al	finalizar	el	período	de	prueba,	la	secretaría	técnica	informará	a	las
partes	que	la	etapa	probatoria	a	su	cargo	terminó,	por	lo	que	ya	no	admitirá
la	presentación	de	medios	probatorios	adicionales.
CAPÍTULO	V
INFORMACIÓN	PÚBLICA	Y	CONFIDENCIAL
D.	Leg.	1034.
ART.	31.—Modificado.	D.	 Leg.	 1205,	Art.	 1°.	 Acceso	 al	 expediente.	 En
cualquier	momento	 del	 procedimiento,	 y	 hasta	 que	 éste	 concluya	 en	 sede
administrativa,	únicamente	la	parte	investigada,	quien	haya	presentado	una
denuncia	 de	 parte	 o	 terceros	 con	 interés	 legítimo	 que	 también	 se	 hayan
apersonado	 al	 procedimiento,	 tienen	 derecho	 a	 conocer	 el	 estado	 de
tramitación	del	expediente,	acceder	a	éste	y	obtener	copias	de	los	actuados,
siempre	 que	 la	 comisión	 no	 hubiere	 aprobado	 su	 reserva	 por	 constituir
información	confidencial.	A	partir	del	día	siguiente	de	 la	notificación	de	 la
resolución	 final	 de	 la	 comisión	 a	 las	 partes	 interesadas,	 las	 versiones	 no
confidenciales	 de	 dicha	 resolución	 y	 del	 informe	 técnico	 de	 la	 secretaría
técnica	serán	públicas,	debiendo	informarse	de	la	falta	de	agotamiento	de	la
vía	administrativa,	cuando	corresponda.
D.	Leg.	1034.
ART.	32.—Información	confidencial.
32.1.	A	solicitud	de	parte	o	tercero	con	interés	legítimo,	 incluyendo	a	una
entidad	pública,	la	comisión	declarará	la	reserva	de	aquella	información	que
tenga	 carácter	 confidencial,	 ya	 sea	que	 se	 trate	 de	un	 secreto	 comercial	 o
industrial,	 información	que	afecte	 la	 intimidad	personal	o	 familiar,	aquella
cuya	 divulgación	 podría	 perjudicar	 a	 su	 titular	 y,	 en	 general,	 la	 prevista
como	tal	en	la	Ley	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública.
La	 solicitud	 de	 declaración	 de	 reserva	 sobre	 un	 secreto	 comercial	 o
industrial	será	concedida,	siempre	que:
a)	Dicha	información	sea	un	conocimiento	que	tenga	carácter	de	reservado
o	privado	sobre	un	objeto	determinado;
b)	 Quienes	 tengan	 acceso	 a	 dicho	 conocimiento	 tengan	 la	 voluntad	 e
interés	 consciente	 de	 mantenerlo	 reservado,	 adoptando	 las	 medidas
necesarias	para	mantener	dicha	información	como	tal;	y,
c)	La	información	tenga	un	valor	comercial,	efectivo	o	potencial.
32.2.	 Sólo	 podrán	 acceder	 a	 la	 información	 declarada	 bajo	 reserva	 los
miembros	de	la	comisión	y	los	vocales	del	tribunal,	sus	secretarios	técnicos
y	las	personas	debidamente	autorizadas	por	éstos	que	laboren	o	mantengan
una	relación	contractual	con	el	Indecopi.
32.3.	 En	 los	 casos	 en	 que	 la	 comisión	 o	 el	 tribunal	 conceda	 el	 pedido	 de
reserva	 formulado,	 tomará	 todas	 las	 medidas	 que	 sean	 necesarias	 para
garantizar	la	reserva	de	la	información	confidencial,	bajo	responsabilidad.
32.4.	Para	que	proceda	la	solicitud	de	declaración	de	reserva,	el	interesado
deberá	 precisar	 cuál	 es	 la	 información	 confidencialidad	 (sic),	 justificar	 su
solicitud	y	presentar	un	resumen	no	confidencial	sobre	dicha	 información.
Para	 evaluar	 si	 la	 información	 tiene	 carácter	 confidencial,	 la	 comisión
evaluará	 la	 pertinencia	 de	 la	 información,	 su	 no	 divulgación	 previa	 y	 la
eventual	afectación	que	podría	causar	su	divulgación.
32.5.	 Tratándose	 de	 una	 visita	 de	 inspección	 o	 una	 entrevista,	 y	 en	 el
momento	 de	 realizarse	 esta	 diligencia,	 el	 interesado	 podrá	 solicitar	 la
reserva	 genérica	 de	 toda	 la	 información	 o	 documentación	 que	 esté
declarando	o	suministrando	a	la	secretaría	técnica.	Ésta,	con	posterioridad,
deberá	 informar	 al	 interesado	 qué	 información	 o	 documentación	 resulta
pertinente	para	la	investigación,	otorgando	un	plazo	razonable	para	que	el
interesado	individualice,	respecto	de	la	información	pertinente,	la	solicitud
de	confidencialidad	conforme	a	lo	establecido	en	el	párrafo	anterior.
32.6.	 La	 autoridad	 podrá	 declarar	 de	 oficio	 la	 reserva	 de	 información
vinculada	a	la	intimidad	personal	o	familiar.
32.7.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 1°.	 La	 información	 que	 constituya
prueba	 de	 cargo	 no	 podrá	 ser	 declarada	 o	 mantenida	 como	 confidencial
para	 los	 imputados	 en	 el	 procedimiento	 administrativo	 sancionador.	 La
calificación	 de	 prueba	 de	 cargo	 corresponde	 a	 la	 secretaría	 técnica	 como
órgano	instructor	del	procedimiento	administrativo	sancionador	y	será	ésta
quien	resuelva	los	pedidos	de	confidencialidad	que	recaigan	sobre	pruebas
de	 cargo.	 Su	 pronunciamiento	 podrá	 ser	 objeto	 de	 apelación	 dentro	 del
plazo	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles	 de	 notificado,	 debiendo	 resolverse	 por	 el
tribunal	en	un	plazo	improrrogable	de	treinta	(30)	días	hábiles.
32.8.	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 2°.	 Los	 procedimientos	 y	 plazos
para	 la	 declaración	 de	 reserva	 de	 información	 confidencial	 serán
establecidos	por	directiva	de	la	Sala	Plena	del	Tribunal	conforme	lo	prevé	la
Ley	de	Organización	y	Funciones	del	Indecopi.
DOCTRINA.—Información	 calificada	 como	 confidencial	 dentro	 de	 un
procedimiento.	“De	acuerdo	con	el	marco	legal	vigente,	la	información	que
las	entidades	del	Estado	tienen	en	su	poder	es	de	carácter	público	y	debe	ser
suministrada	 a	 los	 particulares	 que	 así	 lo	 soliciten.	 Sin	 embargo,	 la
información	 confidencial	 de	 las	 empresas	 (secretos	 comerciales	 o
tecnológicos),	 la	documentación	interna	de	 las	entidades	administrativas	y
la	información	cuya	divulgación	pudiera	afectar	la	seguridad	nacional	y	las
relaciones	 exteriores,	 escapan	 a	 la	 aplicación	 del	 mencionado	 principio
general	de	publicidad.
En	el	caso	particular	de	la	Comisión	de	Libre	Competencia,	el	artículo	6°	del
Decreto	 Legislativo	N°	 807	 establece	 su	 deber	 de	 declarar	 bajo	 reserva	 la
información	 confidencial	 que	 reciba	 (secretos	 comerciales	 o	 industriales),
debiendo	adoptar	las	medidas	necesarias	para	evitar	la	divulgación	de	esta
información.	 Las	 razones	 por	 las	 que	 se	 recibe	 dicha	 información	 pueden
ser	diversas,	incluyendo	la	tramitación	de	procedimientos,	la	elaboración	de
estudios	de	mercado	o	la	labor	de	monitoreo	que	realizan	la	comisión	y	su
secretaría.
En	tal	sentido,	si	bien	los	expedientes	de	procedimientos	por	infracción	al
Decreto	 Legislativo	 N°	 701	 tienen	 carácter	 público	 para	 las	 partes	 como
para	terceros	con	legítimo	interés,	la	comisión	se	encuentra	en	la	obligación
de	declarar	la	reserva	de	la	información	confidencial	que	reciba	de	aquellos,
a	fin	de	evitar	que	una	parte	tenga	acceso	a	la	información	confidencial	de	la
otra,	 o	 que	 la	 información	 confidencial	 de	 cualquiera	 de	 las	 partes	 sea
divulgada	 a	 terceros.”	 (Lineamientos	 sobre	 Información	 Confidencial	 -
Comisión	de	Libre	Competencia.	Documentos	tomado	de	la	página	web	del
Indecopi	www.indecopi.gob.pe)
NOTA:	La	“Solicitud	de	reserva	de	la	información”	puede	ser	ubicado	en	la	página	web	del	Indecopi:
www.indecopi.gob.pe,	 en	 la	 parte	 correspondiente	 a	 Comisión	 de	 Libre	 Competencia/Formatos	 y
solicitudes.
CAPÍTULO	VI
CONCLUSIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO	EN	PRIMERA	INSTANCIA
D.	Leg.	1034.
ART.	33.—El	informe	técnico.
33.1.	En	un	plazo	no	mayor	de	treinta	(30)	días	hábiles	contados	desde	el
vencimiento	del	período	de	prueba,	la	secretaría	técnica	emitirá	un	informe
técnico	dando	cuenta	de	lo	siguiente:
(i)	Hechos	probados;
(ii)	Determinación	de	la	infracción	administrativa;
(iii)	Identificación	de	los	responsables;
(iv)	Propuesta	de	graduación	de	la	sanción;	y,
(v)	Propuesta	de	medidas	correctivas	pertinentes.
33.2.	 En	 caso	 de	 que	 la	 secretaría	 técnica	 no	 encuentre	 pruebas	 de	 la
existencia	 de	 una	 conducta	 anticompetitiva,	 propondrá	 a	 la	 comisión	 la
declaración	de	inexistencia	de	infracción	administrativa.
33.3.	 El	 informe	 técnico	 será	 notificado	 a	 las	 partes	 del	 procedimiento,
quienes	 contarán	 con	 un	 plazo	 de	 quince	 (15)	 días	 hábiles	 para	 formular
alegaciones	 y	 presentar	 escritos	 solicitando	 el	 uso	 de	 la	 palabra	 ante	 la
comisión.
33.4.	 Vencido	 el	 plazo	 para	 formular	 alegaciones,	 la	 secretaría	 técnica
dispondrá	de	un	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles	para	poner	en	conocimiento
de	 la	 comisión	 lo	 actuado	 en	 el	 procedimiento,	 su	 informe	 técnico,	 las
alegaciones	de	las	partes	respecto	del	 informe	técnico	y,	de	ser	el	caso,	 las
solicitudes	de	uso	de	la	palabra	que	se	hubieran	presentado.
D.	Leg.	1034.
ART.	 34.—La	 audiencia	 de	 informe	 oral.	 Una	 vez	 puesto	 en	 su
conocimiento	 el	 informe	 técnico	 y	 las	 alegaciones,	 la	 comisión	 podrá,
conforme	 a	 las	 solicitudes	 formuladas	 o	 de	 oficio,	 citar	 a	 las	 partes	 a
audiencia	 de	 informe	 oral,	 considerando	 la	 necesidad	 de	 dicha	 diligencia
para	contar	con	suficientes	elementos	de	juicio	para	resolver,	con	no	menos
de	cinco	(5)	días	de	anticipación.
D.	Leg.	1034.
ART.	35.—Preclusión	en	la	presentación	de	pruebas	y	alegatos	finales.
35.1.	 Excepcionalmente,	 la	 comisión	 dispondrá	 la	 actuación	 de	 medios
probatorios	 adicionales	 si,	 a	 su	 juicio,	 resultan	 pertinentes	 para	 el
esclarecimiento	de	los	hechos	denunciados.
35.2.	Si	la	comisión	ordena	la	actuación	de	medios	probatorios	adicionales,
las	 partes	 tendrán	 derecho	 a	 presentar	 los	 suyos,	 abriéndose	 una	 fase
probatoria	 de	 treinta	 (30)	 días	 hábiles,	 lo	 que	 será	 notificado	 a	 todas	 las
partes	del	procedimiento.
35.3.	 Concluida	 la	 fase	 probatoria	mencionada	 en	 el	 numeral	 anterior,	 la
comisión	podrá	citar	a	las	partes	a	una	segunda	audiencia	de	informe	oral,
con	no	menos	de	cinco	(5)	días	de	anticipación.
35.4.	Las	partes	podrán	presentar	alegatos	finales	sólo	hasta	los	diez	(10)
días	 hábiles	 siguientes	 de	 realizado	 el	 informe	 oral	 a	 que	 se	 refiere	 el
numeral	 anterior.	 Las	 partes	 no	 podrán	 presentar	 pruebas	 adicionales	 en
sus	alegatos	finales.
35.5.	 Cualquier	 documento	 presentado	 con	 posterioridad	 al	 vencimiento
del	plazo	antes	indicado	no	será	tomado	en	consideración	por	la	comisión.
D.	Leg.	1034.
ART.	36.—Resolución	final.
36.1.	La	comisión	tendrá	un	plazo	de	 treinta	(30)	días	hábiles	contados	a
partir	 del	 vencimiento	 del	 plazo	 que	 tienen	 las	 partes	 para	 presentar
alegatos	finales,	para	emitir	su	pronunciamiento.
36.2.	 La	 resolución	 de	 la	 comisión	 será	 motivada	 y	 decidirá	 todas	 las
cuestiones	 que	 se	 deriven	 del	 expediente.	 En	 la	 resolución	 no	 se	 podrá
atribuir	 responsabilidad	 a	 los	 involucrados	por	hechos	que	no	hayan	 sido
adecuadamente	imputados	en	la	instrucción	del	procedimiento.
36.3.	 La	 resolución	 se	 notificará	 a	 las	 partes	 comprendidas	 en	 el
procedimiento	en	un	plazo	máximo	de	diez	(10)	días	hábiles	contados	desde
su	expedición.
CAPÍTULO	VII
PROCEDIMIENTO	EN	SEGUNDA	INSTANCIA
D.	Leg.	1034.
ART.	37.—Recurso	de	apelación.
37.1.	 La	 resolución	 final	 de	 la	 comisión	 es	 apelable	 por	 el	 imputado,	 por
quien	haya	presentado	 la	denuncia	de	parte	y	por	 los	 terceros	con	 interés
legítimo	que	se	hayan	apersonado	al	procedimiento,	ante	el	 tribunal,	en	el
plazo	 de	 quince	 (15)	 días	 hábiles.	 La	 secretaría	 técnica	 podrá	 apelar	 la
resolución	que	exculpa	a	los	investigados,	así	como	la	multa	impuesta.
37.2.	 Asimismo,	 son	 apelables	 ante	 el	 tribunal,	 en	 el	 mismo	 plazo,	 los
siguientes	actos	de	la	secretaría	técnica	o	la	comisión,	según	corresponda:
a)	Los	que	determinen	la	imposibilidad	de	continuar	el	procedimiento;	y,
b)	Los	que	puedan	producir	indefensión	o	perjuicio	irreparable	a	derechos
o	intereses	legítimos.
37.3.	La	apelación	será	concedida	por	el	órgano	que	emitió	el	acto	que	se
impugna	 y	 sin	 efecto	 suspensivo,	 salvo	 que	 dicho	 órgano	 disponga	 lo
contrario.
37.4.	Contra	los	actos	y	resoluciones	de	la	secretaría	técnica	y	la	comisión
no	cabe	recurso	de	reconsideración.
37.5.	 El	 recurso	 de	 apelación	 se	 tramita	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 ciento
veinte	(120)	días	hábiles.	La	resolución	del	tribunal	se	notificará	a	las	partes
del	 procedimiento	 y	 a	 los	 terceros	 que	 se	 hayan	 apersonado	 en	 un	 plazo
máximo	de	diez	(10)	días	hábiles	desde	su	expedición.
D.	Leg.	1034.
ART.	38.—Interposición	del	recurso	de	apelación.
38.1.	El	recurso	se	presentará	ante	el	órgano	que	expidió	la	resolución	que
se	apela,	el	que	lo	remitirá	al	tribunal,	junto	con	el	expediente	principal,	o	en
cuaderno	por	cuerda	separada,	según	corresponda,	y	una	vez	comprobado
que	 reúne	 los	 requisitos	 de	 admisibilidad	 y	 procedencia,	 en	 el	 plazo	 de
quince	 (15)	 días	 hábiles.	 Frente	 a	 la	 declaración	 de	 inadmisible	 o
improcedencia	 del	 recurso	 se	 podrá	 interponer	 recurso	 de	 queja	 ante	 el
tribunal.
38.2.	 Las	 partes	 interesadas	 en	 la	 determinación	 de	 la	 existencia	 de	 una
conducta	 infractora	 y	 la	 imposición	 de	 una	 sanción	 sólo	 podrán	 apelar	 la
resolución	final	cuando	ésta	haya	exculpado	al	denunciado.
JURISPRUDENCIA.—La	 queja	 no	 agota	 la	 vía	 administrativa.	 “(…)	 Al
respecto,	 si	 bien	 conforme	 al	 artículo	 16	 de	 la	 Ley	 de	 Organización	 y
Funciones	 del	 Indecopi,	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807,	 “(…)	 se	 entiende
agotada	 la	 vía	 administrativa	 solamente	 cuando	 se	 obtiene	 la
correspondiente	resolución	del	Tribunal	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de
la	 Propiedad	 Intelectual”,	 este	 tribunal	 considera	 que	 lo	 alegado	 por
Indecopi	 -en	el	sentido	de	que	en	el	caso	de	autos	 la	vía	administrativa	se
agota	 únicamente	 con	 la	 resolución	 que	 resuelve	 la	 interposición	 del
recurso	 de	 queja-	 debe	 ser	 desestimado	 toda	 vez	 que	 :	 (i)
independientemente	del	nomen	iuris	con	el	que	ha	sido	recogido	en	la	Ley
del	 Procedimiento	 Administrativo	 General	 N°	 27444,	 la	 queja	 carece	 de
naturaleza	recursiva	toda	vez	que,	en	buena	cuenta,	es	un	remedio;	y,	(ii)	tal
como	fluye	de	la	citada	cédula	de	notificación,	la	propia	administración	no	le
da	 la	 categoría	 de	 acto	 administrativo	 al	 documento	 que	 pone	 fin	 al
procedimiento,	tan	es	así	que	lo	denomina	“providencia”.”	(TC,	Exp.	02942-
2008-PA/TC,	abr.	28/2010.	S.	S.	Landa	Arroyo)
RESOLUCIÓN	 DEL	 INDECOPI.—Tribunal	 del	 Indecopi:	 las	 normas	 que
regulan	 el	 procedimiento	 administrativo	 no	 prevén	 expresamente	 los
supuestos	de	procedencia	y	admisibilidad	del	recurso	de	apelación.	“(…)
El	 artículo	 206.2	 de	 la	 Ley	 27444	 (Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General)	establece	que	solo	son	impugnables	los	actos	definitivos	que	ponen
fin	a	la	instancia	y	los	actos	de	trámite	que	determinen	la	imposibilidad	de
continuar	 el	 procedimiento	 o	 produzcan	 indefensión.	 (…)	 el	 recurso	 de
apelación	 se	 interpondrá	 cuando	 la	 impugnación	 se	 sustente	 en	 diferente
interpretación	de	las	pruebas	producidas	o	cuando	se	trate	de	cuestiones	de
puro	derecho,	debiendo	dirigirse	a	 la	misma	autoridad	que	expidió	el	acto
que	se	impugna	para	que	eleve	lo	actuado	al	superior	jerárquico.
La	sala	conviene	en	señalar	que	 las	normas	que	regulan	el	procedimiento
administrativo	 no	 prevén	 expresamente	 los	 supuestos	 de	 procedencia	 y
admisibilidad	del	recurso	de	apelación.
En	tal	sentido,	resulta	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el	Código	Procesal	Civil,
de	acuerdo	a	lo	establecido	en	su	Primera	Disposición	Final	y	en	atención	a
lo	 prescrito	 en	 la	 Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final	 del	 Decreto
Legislativo	N°	1075.
El	 artículo	 357	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 señala	 que	 los	 medios
impugnatorios	 se	 interponen	 ante	 el	 órgano	 jurisdiccional	 que	 cometió	 el
vicio	 o	 error,	 salvo	 disposición	 en	 contrario.	 También	 se	 atenderá	 a	 la
formalidad	y	plazos	previstos.
Por	 su	 parte,	 el	 artículo	 359	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 dispone	 que	 el
incumplimiento	 de	 alguno	 de	 los	 requisitos	 determine	 la	 declaración	 de
inadmisibilidad	 o	 de	 improcedencia	 del	 medio	 impugnatorio,	 mediante
resolución	debidamente	fundamentada.
El	artículo	364	de	dicha	norma	establece	que	el	recurso	de	apelación	tiene
por	 objeto	 que	 el	 órgano	 jurisdiccional	 examine,	 a	 solicitud	de	 parte	 o	 de
tercero	legitimado,	la	resolución	que	les	produzca	agravio,	con	el	propósito
de	que	sea	anulada	o	revocada,	total	o	parcialmente.
Finalmente,	 el	 artículo	 367	 del	 Código	 Procesal	 Civil	 establece	 que	 la
apelación	 se	 interpone	 dentro	 del	 plazo	 legal	 ante	 el	 juez	 que	 expidió	 la
resolución	impugnada,	acompañando	el	recibo	de	la	tasa	judicial	respectiva
cuando	esta	fuera	exigible.
Dicho	 artículo	 agrega	 que	 la	 apelación	 o	 adhesión	 que	 no	 acompañen	 el
recibo	de	la	tasa,	se	interpongan	fuera	del	plazo,	que	no	tengan	fundamento
o	 no	 precisen	 el	 agravio,	 serán	 de	 plano	 declaradas	 inadmisibles	 o
improcedentes,	 según	 sea	el	 caso.”	 (TDC,	R.	1884-2011/TPI-Indecopi,	 ene.
01/2011.	Pres.	Escobedo	Ferradas)
JURISPRUDENCIA.—Tribunal	 del	 Indecopi	 acoge	 doctrina	 nacional
sobre	los	elementos	fundamentales	de	todo	recurso	administrativo.	“Por
su	 parte,	 el	 artículo	 209	 de	 la	 Ley	 27444	 (Ley	 del	 Procedimiento
Administrativo	 General)	 establece	 que	 el	 recurso	 de	 apelación	 se
interpondrá	cuando	la	impugnación	se	sustente	en	diferente	interpretación
de	las	pruebas	producidas	o	cuando	se	trate	de	cuestiones	de	puro	derecho,
debiendo	dirigirse	a	la	misma	autoridad	que	expidió	el	acto	que	se	impugna
para	 que	 eleve	 lo	 actuado	 al	 superior	 jerárquico.	 (…)	 ‘La	 doctrina	 y	 la
legislación	 comparada	 consignan	 como	 elementos	 fundamentales	 de	 todo
recurso	administrativo:
a)	La	voluntad	de	recurrir	y	su	exteriorización	documental;
b)	Indicación	de	la	decisión	contestada;
c)	 Fundamentación	 de	 la	 controversia.	 Lo	 cual	 de	 ordinario	 se	 cumple
incorporando	 al	 escrito	 de	 recurso	 las	 razones	 para	 la	 discrepancia;	 no
obstante,	 también	 el	 administrado	 puede	 reservarse	 la	 oportunidad	 para
hacerlo	 durante	 la	 secuencia	 del	 procedimiento	 recursal	 o	 incluso
habiéndolo	 consignado	 en	 el	 recurso,	 puede	mejorarla	 después,	 siendo	 su
derecho	 fundamentar	 su	 posición	 mientras	 el	 asunto	 este	 pendiente	 de
decisión.
d)	Constitución	de	domicilio.
Cabe	 advertir	 que	 el	 ofrecimiento	 de	 prueba	 no	 constituye	 elemento	 del
recurso,	puesto	que	siempre	podrá	 realizarse	durante	 la	 sustanciación	del
recurso	 o	 incorporarla	 en	 el	 escrito	 de	 interposición’.”.	 (TDC,	 R.	 1884-
2011/TPI-Indecopi,	ene.	01/2011.	Pres.	Escobedo	Ferradas)
D.	Leg.	1034.
ART.	39.—Tramitación	del	recurso	de	apelación.
39.1.	 El	 tribunal	 notificará	 a	 los	 interesados,	 en	 un	 plazo	 de	 quince	 (15)
días	hábiles	 contados	a	partir	de	 la	 recepción	del	 expediente,	 el	 arribo	de
éste	y	el	inicio	del	trámite	del	recurso	de	apelación.
39.2.	 Los	 apelantes	 podrán	 presentar	 las	 alegaciones,	 documentos	 y
justificaciones	 que	 estimen	 pertinentes,	 en	 un	 plazo	 de	 quince	 (15)	 días
hábiles	contados	a	partir	de	la	notificación	señalada	en	el	numeral	anterior.
39.3.	A	pedido	de	parte,	o	de	oficio,	el	tribunal	citará	a	audiencia	de	informe
oral	a	 las	partes	para	que	expongan	sus	alegatos	 finales,	 con	no	menos	de
cinco	(5)	días	de	anticipación.
39.4.	Las	partes	podrán	presentar	alegatos	finales	sólo	hasta	los	cinco	(5)
días	 hábiles	 siguientes	 de	 realizado	 el	 informe	 oral.	 Cualquier	 documento
presentado	 con	 posterioridad	 no	 será	 tomado	 en	 consideración	 por	 el
tribunal.
D.	Leg.	1034.
ART.	 40.—Resolución	 del	 tribunal.	 La	 resolución	 del	 tribunal	 no	 podrá
suponer	 la	 imposición	 de	 sanciones	 más	 graves	 para	 el	 infractor
sancionado,	cuando	éste	recurra	o	impugne	la	resolución	de	la	comisión.
D.	Leg.	1034.
ART.	 41.—Cuestionamiento	 a	 las	 resoluciones	 del	 tribunal.	 Las
resoluciones	definitivas	del	tribunal	agotan	la	vía	administrativa.	No	cabe	la
interposición	de	recurso	alguno	en	la	vía	administrativa	y	únicamente	podrá
interponerse	 contra	 ellas	 una	 demanda	 contenciosa	 administrativa	 en	 los
términos	fijados	en	la	legislación	de	la	materia.
CAPÍTULO	VIII
PRESCRIPCIÓN	DE	LA	INFRACCIÓN
D.	Leg.	1034.
ART.	 42.—Plazo	 de	 prescripción	 de	 la	 infracción	 administrativa.	 Las
infracciones	a	la	presente	ley	prescribirán	a	los	cinco	(5)	años	de	realizado
el	 último	 acto	 de	 ejecución	 de	 la	 conducta	 infractora.	 La	 prescripción	 se
interrumpe	 por	 cualquier	 acto	 de	 la	 secretaría	 técnica	 relacionado	 con	 la
investigación	de	la	infracción	que	sea	puesto	en	conocimiento	del	presunto
responsable.	El	 cómputo	del	plazo	 se	volverá	a	 iniciar	 si	 el	procedimiento
permaneciera	 paralizado	 durante	 más	 de	 noventa	 (90)	 días	 hábiles	 por
causa	no	imputable	al	investigado.
TÍTULO	VI
SANCIÓN	Y	ELIMINACIÓN	DE	CONDUCTAS
ANTICOMPETITIVAS
CAPÍTULO	I
SANCIONES	POR	LA	INFRACCIÓN	ADMINISTRATIVA
D.	Leg.	1034.
ART.	43.—El	monto	de	las	multas.
43.1.	 Las	 conductas	 anticompetitivas	 serán	 sancionadas	 por	 la	 comisión,
sobre	 la	base	de	unidades	 impositivas	 tributarias	 (UIT),	 con	 las	 siguientes
multas:
a)	Si	la	infracción	fuera	calificada	como	leve,	una	multa	de	hasta	quinientas
(500)	UIT,	siempre	que	dicha	multa	no	supere	el	ocho	por	ciento	(8%)	de
las	 ventas	 o	 ingresos	 brutos	 percibidos	 por	 el	 infractor,	 o	 su	 grupo
económico,	relativos	a	todas	sus	actividades	económicas,	correspondientes
al	 ejercicio	 inmediato	 anterior	 al	 de	 la	 expedición	 de	 la	 resolución	 de	 la
comisión;
b)	 Si	 la	 infracción	 fuera	 calificada	 como	 grave,	 una	 multa	 de	 hasta	 mil
(1.000)	UIT,	siempre	que	dicha	multa	no	supere	el	diez	por	ciento	(10%)	de
las	 ventas	 o	 ingresos	 brutos	 percibidos	 por	 el	 infractor,	 o	 su	 grupo
económico,	relativos	a	todas	sus	actividades	económicas,	correspondientes
al	ejercicio	inmediato	anterior	al	de	la	resolución	de	la	comisión;	o,
c)	 Si	 la	 infracción	 fuera	 calificada	 como	muy	grave,	una	multa	 superior	 a
mil	 (1.000)	 UIT,	 siempre	 que	 dicha	 multa	 no	 supere	 el	 doce	 por	 ciento
(12%)	de	las	ventas	o	ingresos	brutos	percibidos	por	el	infractor,	o	su	grupo
económico,	relativos	a	todas	sus	actividades	económicas,	correspondientes
al	ejercicio	inmediato	anterior	al	de	la	resolución	de	la	comisión.
43.2.	En	caso	de	tratarse	de	colegios	profesionales	o	gremios	de	empresas,
o	agentes	económicos	que	hubieran	iniciado	sus	actividades	después	del	1
de	enero	del	ejercicio	anterior,	 la	multa	no	podrá	superar,	en	ningún	caso,
las	mil	(1.000)	UIT.
43.3.	 Además	 de	 la	 sanción	 que	 a	 criterio	 de	 la	 comisión	 corresponde
imponer	a	los	infractores,	cuando	se	trate	de	una	persona	jurídica,	sociedad
irregular,	patrimonio	autónomo	o	entidad,	se	podrá	imponer	una	multa	de
hasta	 cien	 (100)	 UIT	 a	 cada	 uno	 de	 sus	 representantes	 legales	 o	 a	 las
personas	que	 integran	 los	órganos	de	dirección	o	administración	según	se
determine	su	responsabilidad	en	las	infracciones	cometidas.
43.4.	La	reincidencia	se	considerará	circunstancia	agravante,	por	lo	que	la
sanción	aplicable	no	deberá	ser	menor	que	la	sanción	precedente.
43.5.	 Para	 calcular	 el	 monto	 de	 las	 multas	 a	 aplicarse	 de	 acuerdo	 a	 la
presente	 ley,	 se	 utilizará	 la	 UIT	 vigente	 a	 la	 fecha	 de	 pago	 efectivo	 o
ejecución	coactiva	de	la	sanción.
43.6.	Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	La	multa	aplicable	será	rebajada
en	 un	 quince	 por	 ciento	 (15%)	 cuando	 el	 infractor	 cancele	 su	monto	 con
anterioridad	a	la	culminación	del	término	para	impugnar	la	resolución	de	la
comisión	 que	 puso	 fin	 a	 la	 instancia	 y	 en	 tanto	 no	 interponga	 recurso
impugnativo	alguno	contra	dicha	resolución.
43.7.	Incorporado.	D.	Leg.	1205,	Art.	2°.	La	presentación	de	información
falsa,	o	el	ocultamiento,	destrucción	o	alteración	de	información	o	cualquier
libro,	 registro	 o	 documento	 que	 haya	 sido	 requerido	 por	 la	 secretaría
técnica,	 la	 comisión	 o	 el	 tribunal,	 o	 que	 sea	 relevante	 para	 efectos	 de	 la
decisión	 que	 se	 adopte,	 o	 el	 incumplimiento	 injustificado	 de	 los
requerimientos	de	información	que	formulen,	o	la	negativa	a	comparecer,	o
el	entorpecimiento	del	ejercicio	de	las	funciones	de	la	secretaría	técnica,	la
comisión	o	el	tribunal,	podrán	ser	sancionadas	por	la	comisión	o	el	tribunal,
según	 corresponda,	 con	multa	 no	mayor	 de	mil	 (1.000)	 UIT,	 siempre	 que
dicha	multa	 no	 supere	 el	 diez	 por	 ciento	 (10%)	 de	 las	 ventas	 o	 ingresos
brutos	percibidos	por	el	infractor,	o	su	grupo	económico,	correspondientes
al	ejercicio	inmediato	anterior	a	la	decisión	de	la	comisión;	sin	perjuicio	de
la	responsabilidad	penal	que	corresponda.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Presupuestos	 a	 verificar	 para	 imponer	 una
sanción.	“12.	 El	 procedimiento	 sancionador	 tiene	 por	 objeto	 establecer	 si
determinada	 conducta	 constituye	 o	 no	 la	 comisión	 de	 una	 infracción
administrativa	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 ordenar	 la	 imposición	 de	 la	 sanción
correspondiente,	 resultando	 aplicables,	 por	 ello,	 las	 normas	 generales
prescritas	 en	 el	 Capítulo	 II	 del	 Título	 IV	 de	 la	 Ley	 27444,	 Ley	 del
Procedimiento	Administrativo	General,	así	como	los	principios	que	rigen	la
potestad	sancionadora	del	Estado.
13.	En	atención	a	ello,	(...)	será	sancionada	si	se	cumple	la	triple	exigencia
de	tipicidad,	causalidad	e	 imputación	subjetiva	(dolo	o	culpa)	respecto	del
supuesto	de	hecho	que	se	le	imputa.	(R.	067-2007-Indecopi/CLC,	Exp.	008-
2007/CLC,	nov.	30/2007).
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Entregar	 información	 falsa	 a	 la	 comisión
acarrea	 la	 imposición	 de	 una	 sanción.	 “14.	 Que,	 la	 presentación	 de
información	 falsa	 a	 un	 órgano	 resolutivo	 del	 Indecopi	 constituye	 un
supuesto	de	infracción	administrativa	que	es	susceptible	de	ser	sancionado
con	 una	multa	 no	mayor	 de	 cincuenta	 (50)	 UIT,	 conforme	 lo	 establece	 el
artículo	 5°	 del	 Decreto	 Legislativo	 807,	 norma	 que	 señala	 literalmente	 lo
siguiente:
Artículo	5°.-	Quien	a	sabiendas	proporcione	a	una	comisión,	a	una	oficina	o
a	 una	 sala	 del	 Tribunal	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Propiedad
Intelectual	 información	 falsa	 u	 oculte,	 destruya	 o	 altere	 información	 o
cualquier	 libro,	 registro	 o	 documento	 que	 haya	 sido	 requerido	 por	 la
comisión,	 oficina	 o	 sala	 del	 tribunal,	 o	 sea	 relevante	 para	 efectos	 de	 la
decisión	que	 se	adopte,	o	 sin	 justificación	 incumpla	 los	 requerimientos	de
información	que	se	le	haga	o	se	niegue	a	comparecer	o,	mediante	violencia	o
amenaza,	 impida	o	entorpezca	el	ejercicio	de	 las	 funciones	de	 la	comisión,
oficina	o	sala	del	tribunal,	será	sancionado	por	ésta	con	una	multa	no	menor
de	 una	 UIT	 ni	 mayor	 a	 cincuenta	 (50)	 UIT,	 sin	 perjuicio	 de	 la
responsabilidad	 penal	 que	 corresponda.	 La	 multa	 se	 duplicará
sucesivamente	en	caso	de	reincidencia.	(El	subrayado	es	nuestro).
15.	Que,	 la	 norma	glosada	 exige,	 para	que	 la	 conducta	 sea	 susceptible	de
sanción,	 la	 información	 falsa	 debe	 efectuarse	 con	 conocimiento	 del
administrado.	 Por	 lo	 tanto,	 se	 deberá	 entender	 que	 quedará	 exenta	 de
sanción	aquella	información	falsa	que	no	se	encuentre	dentro	de	su	ámbito
de	 dominio	 o	 que	 pudiera	 escapar	 al	 control	 del	 administrado.”	 (R.	 066-
2007-CLC/Indecopi,	Exp.	011-2007-CLC,	nov.	16/2007)
D.	Leg.	1034.
ART.	 44.—Criterios	 para	 determinar	 la	 gravedad	 de	 la	 infracción	 y
graduar	la	multa.	La	comisión	tendrá	en	consideración	para	determinar	la
gravedad	 de	 la	 infracción	 y	 la	 aplicación	 de	 las	 multas	 correspondientes,
entre	otros,	los	siguientes	criterios:
(a)	El	beneficio	ilícito	esperado	por	la	realización	de	la	infracción;
(b)	La	probabilidad	de	detección	de	la	infracción:
(c)	La	modalidad	y	el	alcance	de	la	restricción	de	la	competencia;
(d)	La	dimensión	del	mercado	afectado;
(e)	La	cuota	de	mercado	del	infractor;
(f)	 El	 efecto	 de	 la	 restricción	 de	 la	 competencia	 sobre	 los	 competidores
efectivos	o	potenciales,	sobre	otras	partes	en	el	proceso	económico	y	sobre
los	consumidores;
(g)	La	duración	de	la	restricción	de	la	competencia;
(h)	La	reincidencia	de	las	conductas	prohibidas;	o,
(i)	La	actuación	procesal	de	la	parte.
D.	Leg.	1034.
ART.	45.—Prescripción	de	la	sanción.
45.1.	La	acción	para	exigir	el	cumplimiento	de	las	sanciones	prescribe	a	los
tres	 (3)	años	 contados	desde	el	día	 siguiente	a	aquél	 en	que	 la	 resolución
por	la	que	se	impone	la	sanción	quede	firme.
45.2.	 Interrumpirá	 la	 prescripción	 de	 la	 sanción,	 la	 iniciación,	 con
conocimiento	 del	 interesado,	 del	 procedimiento	 de	 ejecución	 coactiva.	 El
cómputo	 del	 plazo	 se	 volverá	 a	 iniciar	 si	 el	 procedimiento	 de	 ejecución
coactiva	permaneciera	paralizado	durante	más	de	treinta	(30)	días	hábiles
por	causa	no	imputable	al	infractor.
CAPÍTULO	II
MEDIDAS	CORRECTIVAS
D.	Leg.	1034.
ART.	46.—Modificado.	D.	Leg.	1205,	Art.	1°.	Medidas	correctivas.
46.1.	Además	de	la	sanción	que	se	imponga	por	infracción	a	la	presente	ley,
la	comisión	podrá	dictar	medidas	correctivas	conducentes	a	 restablecer	el
proceso	competitivo,	las	cuales,	entre	otras,	podrán	consistir	en:
a)	 El	 cese	 o	 la	 realización	 de	 actividades,	 inclusive	 bajo	 determinadas
condiciones;
b)	De	acuerdo	con	 las	circunstancias,	 la	obligación	de	contratar,	 inclusive
bajo	determinadas	condiciones;	o,
c)	 La	 inoponibilidad	 de	 las	 cláusulas	 o	 disposiciones	 anticompetitivas	 de
actos	jurídicos;	o,
d)	El	acceso	a	una	asociación	u	organización	de	intermediación.
46.2.	 La	 comisión	 también	 podrá	 dictar	 medidas	 correctivas	 dirigidas	 a
revertir	los	efectos	lesivos,	directos	e	inmediatos,	de	la	conducta	infractora.
46.3.	El	tribunal	tiene	las	mismas	facultades	atribuidas	a	la	comisión	para
el	dictado	de	medidas	correctivas.
46.4.	La	comisión	podrá	expedir	 lineamientos	precisando	 los	alcances	del
presente	artículo,	para	su	mejor	aplicación.
CAPÍTULO	III
MULTAS	COERCITIVAS
D.	Leg.	1034.
ART.	 47.—Multas	 coercitivas	 por	 incumplimiento	 de	 medidas
cautelares.
47.1.	 Si	 el	 obligado	 a	 cumplir	 una	 medida	 cautelar	 ordenada	 por	 la
comisión	o	 el	 tribunal	 no	 lo	 hiciera,	 se	 le	 impondrá	 automáticamente	una
multa	 no	 menor	 de	 veinticinco	 (25)	 UIT	 ni	 mayor	 de	 ciento	 veinticinco
(125)	 UIT,	 para	 cuya	 graduación	 se	 podrán	 tomar	 en	 cuenta	 los	 criterios
señalados	 en	 el	 artículo	 44	 de	 la	 presente	 ley.	 La	multa	 que	 corresponda
deberá	ser	pagada	dentro	del	plazo	de	cinco	 (5)	días	hábiles,	vencidos	 los
cuales	se	ordenará	su	cobranza	coactiva.
47.2.	 En	 caso	 de	 persistir	 el	 incumplimiento	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
anterior,	 la	 comisión	 podrá	 imponer	 una	 nueva	 multa,	 duplicando
sucesivamente	el	monto	de	la	última	multa	impuesta,	hasta	el	límite	de	mil
(1.000)	UIT.
Las	 multas	 impuestas	 no	 impiden	 a	 la	 comisión	 imponer	 una	 sanción
distinta	al	final	del	procedimiento.
D.	Leg.	1034.
ART.	 48.—Multas	 coercitivas	 por	 incumplimiento	 de	 medidas
correctivas.
48.1.	 Si	 el	 obligado	 a	 cumplir	 una	 medida	 correctiva	 ordenada	 por	 la
comisión	 en	 su	 resolución	 final	 no	 lo	 hiciera,	 se	 le	 impondrá	 una	 multa
coercitiva	equivalente	al	veinticinco	por	ciento	(25%)	de	la	multa	impuesta
por	infracción	de	la	conducta	anticompetitiva	declarada.	La	multa	coercitiva
impuesta	 deberá	 ser	 pagada	 dentro	 del	 plazo	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles,
vencidos	los	cuales	se	ordenará	su	cobranza	coactiva.
48.2.	 En	 caso	 de	 persistir	 el	 incumplimiento	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
anterior,	la	comisión	podrá	imponer	una	nueva	multa	coercitiva,	duplicando
sucesivamente	el	monto	de	la	última	multa	coercitiva	impuesta,	hasta	que	se
cumpla	 la	 medida	 correctiva	 ordenada	 y	 hasta	 el	 límite	 de	 dieciséis	 (16)
veces	el	monto	de	la	multa	coercitiva	originalmente	impuesta.
48.3.	Las	multas	coercitivas	impuestas	no	tienen	naturaleza	de	sanción	por
infracción	de	la	conducta	anticompetitiva.
TÍTULO	VII
PRETENSIÓN	DE	INDEMNIZACIÓN
D.	Leg.	1034.
ART.	 49.—Indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios.	 Agotada	 la	 vía
administrativa,	toda	persona	que	haya	sufrido	daños	como	consecuencia	de
conductas	declaradas	anticompetitivas	por	la	comisión,	o,	en	su	caso,	por	el
tribunal,	 incluso	 cuando	 no	 haya	 sido	 parte	 en	 el	 proceso	 seguido	 ante
Indecopi,	 y	 siempre	y	 cuando	 sea	 capaz	de	mostrar	un	nexo	 causal	 con	 la
conducta	declarada	anticompetitiva,	podrá	demandar	ante	el	Poder	Judicial
la	pretensión	civil	de	indemnización	por	daños	y	perjuicios.
Incorporado.	 D.	 Leg.	 1205,	 Art.	 2°.	 En	 el	 supuesto	 mencionado	 en	 el
párrafo	precedente	el	 Indecopi,	previo	acuerdo	de	su	consejo	directivo,	 se
encuentra	 legitimado	para	 iniciar,	en	defensa	de	 los	 intereses	difusos	y	de
los	 intereses	 colectivos	 de	 los	 consumidores,	 un	 proceso	 judicial	 por
indemnización	por	daños	y	perjuicios	derivados	de	las	conductas	prohibidas
por	 la	 presente	 norma,	 conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 el	 artículo	 82	 del
Código	Procesal	Civil.	En	este	supuesto,	se	aplicará,	en	lo	que	corresponda,
lo	 establecido	 por	 los	 artículos	 130	 y	 131	 de	 la	 Ley	N°	 29571,	 Código	 de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	TRANSITORIA
D.	Leg.	1034.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Aplicación	 de	 la
presente	 ley	 a	 los	 procedimientos	 en	 trámite.	 Las	 disposiciones	 de	 la
presente	 ley	 de	 naturaleza	 procesal	 se	 aplicarán	 a	 los	 procedimientos	 en
trámite	bajo	el	Decreto	Legislativo	N°	701,	en	la	etapa	en	que	se	encuentren.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	DEROGATORIAS
D.	Leg.	1034.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Derogatoria.—Derogación
genérica.	 Esta	 ley	 es	 de	 orden	 público	 y	 deroga	 todas	 las	 disposiciones
legales	 o	 administrativas,	 de	 igual	 o	 inferior	 rango,	 que	 se	 le	 opongan	 o
contradigan.
D.	Leg.	1034.
Segunda	Disposición	Complementaria	Derogatoria.—Derogación	expresa.
Quedan	derogadas	expresamente	a	partir	de	la	vigencia	de	la	presente	ley,
las	siguientes	normas:
a)	 El	 Decreto	 Legislativo	 N°	 701	 y	 sus	 normas	 modificatorias,
complementarias,	sustitutorias	y	reglamentarias;	y,
b)	Los	artículos	232	y	233	y	el	Numeral	3	del	artículo	241	del	Código	Penal.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	Leg.	1034.
Primera	Disposición	Complementaria	y	Final.—Competencia	primaria.	El
control	 de	 las	 conductas	 anticompetitivas	 se	 encuentra	 regido	 por	 el
principio	 de	 competencia	 primaria,	 el	 cual	 corresponde	 al	 Indecopi	 y	 al
Osiptel,	según	lo	establecido	en	las	leyes	respectivas.	No	podrá	recurrirse	al
Poder	 Judicial	 sin	 antes	 haber	 agotado	 las	 instancias	 administrativas	 ante
dichos	organismos.
D.	Leg.	1034.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Prácticas
anticompetitivas	 en	 contrataciones	 del	 Estado.	 De	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 11	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1017,	 Ley	 de
Contrataciones	del	Estado,	cuando	el	Tribunal	de	Contrataciones	del	Estado
identifique	 alguna	 conducta	 que	 pudiera	 constituir	 una	 práctica
anticompetitiva	 en	 los	 términos	 de	 esta	 ley,	 comunicará	 tal	 hecho	 al
Indecopi	 para	 que	 éste,	 a	 través	 de	 sus	 órganos	 competentes,	 y	 de	 ser	 el
caso,	 inicie	 el	 procedimiento	 sancionador	 correspondiente	 y	 determine	 la
responsabilidad	que	pudiere	existir.
Únicamente	 en	 caso	de	 que	 el	 Indecopi	 determinara	 la	 existencia	 de	 una
infracción	 y	 ésta	 quedara	 firme,	 el	 Organismo	 Supervisor	 de	 las
Contrataciones	 del	 Estado	 -	 OSCE	 procederá	 a	 la	 inscripción	 de	 los
infractores	en	el	registro	de	inhabilitados	para	contratar	con	el	Estado	que
corresponda.
D.	Leg.	1034.
Tercera	Disposición	Complementaria	y	Final.—Modificado.	D.	Leg.	1205,
Art.	 1°.	 Cooperación	 internacional.	 En	 el	 marco	 de	 un	 acuerdo
internacional	 o	 de	 un	 convenio	 con	 una	 autoridad	 de	 competencia
extranjera,	 la	 secretaría	 técnica	 podrá	 investigar,	 de	 conformidad	 con	 la
presente	 ley,	 conductas	 anticompetitivas	 desarrolladas	 en	 el	 territorio
nacional	pero	con	efectos	en	uno	o	más	países	que	formen	parte	de	dichos
acuerdos	o	convenios.
De	igual	modo,	en	el	desarrollo	de	las	investigaciones	llevadas	a	cabo	con
arreglo	 a	 un	 acuerdo	 internacional	 o	 a	 un	 convenio	 con	una	 autoridad	de
competencia	 extranjera,	 la	 secretaría	 técnica	 podrá	 intercambiar
información,	 incluyendo	 información	 confidencial,	 con	 las	 autoridades
competentes	 de	 los	 países	 que	 formen	 parte	 de	 dichos	 acuerdos	 o
convenios.	 Esta	 facultad	 se	 ejerce	 sin	 perjuicio	 del	 deber	 de	 reserva
aplicable	al	trámite	de	solicitudes	de	exoneración	de	sanción,	conforme	a	lo
establecido	en	el	artículo	26	de	la	presente	ley.
La	 secretaría	 técnica	 y	 la	 comisión	 podrán	 notificar	 a	 los	 agentes
económicos	investigados	cuyos	domicilios	se	encuentren	en	el	extranjero,	a
través	 de	 la	 correspondiente	 oficina	 consular	 del	 Perú,	 en	 atención	 al
ejercicio	de	la	función	notarial	prevista	en	el	reglamento	consular,	sujeto	a
la	respectiva	tarifa	de	derechos	consulares.
D.	Leg.	1034.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Vigencia.	 La	 presente	 ley
entrará	 en	 vigencia	 a	 los	 treinta	 (30)	 días	 de	 su	 publicación	 en	 el	 Diario
Oficial	El	Peruano.
NOTA:	Tomando	en	cuenta	que	este	decreto	legislativo	fue	publicado	el	25	de	junio	de	2008,	entró
en	vigencia	el	25	de	julio	de	2008.
D.	Leg.	1034.
Quinta	Disposición	Complementaria	y	Final.—Incorporado.	D.	Leg.	1205,
Art.	2°.	Cooperación	de	las	entidades	de	la	administración	pública.	Las
entidades	 de	 la	 administración	 pública	 están	 obligadas	 a	 entregar	 la
información	que	requiera	la	secretaría	técnica	para	el	cumplimiento	de	sus
funciones.	Esta	 facultad	se	ejerce	sin	perjuicio	de	 la	reserva	 tributaria	y	el
secreto	bancario,	conforme	a	la	normativa	de	la	materia.	La	información	que
tenga	carácter	reservado	recibirá	un	 tratamiento	equivalente	por	parte	de
la	secretaría	técnica.
	
	OCTAVA	PARTE
PROTECCIÓN	AL	CONSUMIDOR
LEY	29571
CÓDIGO	DE	PROTECCIÓN	Y	DEFENSA
DEL	CONSUMIDOR
TÍTULO	PRELIMINAR
Ley	29571.
ART.	I.—Contenido.	El	presente	código	establece	las	normas	de	protección
y	defensa	de	los	consumidores,	instituyendo	como	un	principio	rector	de	la
política	social	y	económica	del	Estado	la	protección	de	 los	derechos	de	 los
consumidores,	dentro	del	marco	del	artículo	65	de	 la	Constitución	Política
del	Perú	y	en	un	régimen	de	economía	social	de	mercado,	establecido	en	el
Capítulo	I	del	Título	III,	Del	Régimen	Económico,	de	la	Constitución	Política
del	Perú.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 precios	 no	 pueden	 ser	 fijados	 por	 la
autoridad	 administrativa.	 “El	 artículo	 8°	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 al
Consumidor	 establece	 la	 responsabilidad	 objetiva	 de	 los	 proveedores
respecto	a	la	idoneidad	y	calidad	de	los	productos	y	servicios	que	ofrecen	en
el	 mercado	 (...).	 En	 aplicación	 de	 esta	 norma,	 los	 proveedores	 tienen	 el
deber	 de	 entregar	 tales	 productos	 al	 consumidor	 en	 las	 condiciones
ofertadas	 o	 previsibles	 atendiendo	 a	 la	 naturaleza	 de	 los	 productos,	 la
regulación	 que	 sobre	 el	 particular	 se	 haya	 establecido	 y,	 en	 general,	 a	 la
información	 brindada	 por	 el	 proveedor	 o	 puesta	 a	 disposición	 de	 los
consumidores	previamente	a	su	decisión	de	compra.	(...).
14.	Bajo	este	contexto,	el	artículo	4°	del	Decreto	Legislativo	757	prohíbe	la
fijación	 administrativa	 de	 precios	 por	 parte	 de	 la	 administración	 pública,
salvo	habilitación	legal	expresa.	La	norma	declara	que	“La	libre	competencia
implica	que	los	precios	en	la	economía	resultan	de	la	oferta	y	la	demanda,	de
acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Constitución	 y	 las	 leyes”,	 y	 que	 “Los	 únicos
precios	 que	 pueden	 fijarse	 administrativamente	 son	 las	 tarifas	 de	 los
servicios	públicos	conforme	a	lo	que	se	disponga	expresamente	por	Ley	del
Congreso	de	la	República”.
15.	Resulta	claro	que,	en	general,	 las	autoridades	administrativas,	carecen
de	competencia	para	evaluar	la	política	de	precios	que	decida	adoptar	una
determinada	empresa	(...),	 lo	que	guarda	concordancia	con	lo	dispuesto	en
el	 artículo	9°	 del	Decreto	Legislativo	757,	 conforme	al	 cual	 ‘toda	 empresa
tiene	 derecho	 a	 organizar	 y	 desarrollar	 sus	 actividades	 en	 la	 forma	 que
juzgue	conveniente’.
16.	Por	tanto,	el	deber	de	protección	a	los	consumidores	consagrado	por	la
Constitución	 no	 puede	 entenderse	 como	 una	 autorización	 para	 exigir	 la
justificación	de	los	precios	que	los	proveedores	ofrecen	en	el	mercado.	Ello,
en	 tanto	 que	 éste	 no	 puede	 ser	 aplicado	 ni	 interpretado	 ignorando	 el
régimen	 de	 economía	 social	 de	 mercado	 que	 la	 norma	 constitucional
establece.	(...).
18.	 Este	 colegiado	 es	 de	 la	 opinión	 que	 si	 el	 criterio	 de	 elección	 del
consumidor	 se	 basa	 fundamentalmente	 en	 el	 precio	 del	 bien	 o	 servicio,
debería	 tener	 la	 diligencia	 de	 comparar	 y	 evaluar	 previamente	 los
diferentes	precios	que	 el	mercado	 le	ofrece	y	 elegir	 el	más	 adecuado	a	 su
presupuesto.	 Este	 proceder	 no	 habría	 sido	 observado	 por	 la	 Sociedad
Conyugal	 quien,	 sin	 recabar	 mayor	 información,	 adquirió	 el	 vehículo
ofrecido	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 0193-2012/SC2-Indecopi,	 ene.	 24/2011.	 Pres.
Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Es	 competencia	 exclusiva	 de	 las
municipalidades	 ejercer	 la	 vigilancia	 sanitaria	de	 los	 establecimientos
comerciales.	 “De	 esta	 forma,	 los	 gobiernos	 locales	 tienen	 la	 potestad	 de
fiscalizar	 a	 los	 agentes	 económicos	 a	 efectos	 de	 que	 su	 conducta	 en	 el
mercado	 no	 afecte	 los	 intereses	 generales	 (derecho	 a	 la	 salud)	 de	 la
población	 local	 mediante	 el	 deber	 de	 abstención,	 ejerciendo	 lo	 que	 en
doctrina	administrativa	se	conoce	como	facultad	de	 ‘policía’,	conferido	por
la	 legislación	 de	 la	materia	 con	 la	 finalidad	 de	 salvaguardar	 la	 salubridad
pública,	 bien	 se	 trate	 de	 conductas	 infractoras	 desplegadas	 antes	 de	 su
exposición	 al	 público	 o	 en	 pleno	 funcionamiento	 en	 el	 mercado.	 Tal
actuación	incide	en	dos	ámbitos:	primero,	mediante	la	regulación	municipal
de	 autorizaciones,	 también	 conocido	 como	 derecho	 administrativo	 de
autorización	y,	segundo	a	través	del	derecho	administrativo	sancionador:	en
el	primero,	el	gobierno	local	actúa	controlando	qué	agentes	pueden	operar
en	el	mercado	estableciendo	requisitos	mínimos	(como	 las	condiciones	de
acceso	 y	 permanencia)	 con	 la	 finalidad	 de	 tutelar	 el	 interés	 público,
mientras	 que	 en	 el	 segundo	 dicha	 autoridad	 despliega	 la	 potestad
sancionadora	 sobre	 aquellos	 proveedores	 que	 trasgreden	 o	 incumplen
dichas	 condiciones	establecidas,	 afectando	su	permanencia	en	el	mercado.
(...)	 En	 este	 punto,	 corresponde	 indicar	 que	 el	 reconocimiento	 de	 la
posibilidad	de	que	por	un	mismo	hecho	el	Indecopi	imponga	una	sanción	y
que	también	lo	haga	otra	autoridad	competente	en	materia	de	salubridad	en
la	comercialización	de	alimentos,	no	 implica	una	afectación	al	principio	de
non	bis	in	ídem	pues	no	concurre	identidad	de	fundamentos.	En	efecto,	un
mismo	 hecho	 puede	 tener	 distintas	 consecuencias	 jurídicas,	 por	 lo	 que	 a
partir	de	una	conducta	específica,	se	pueden	derivar	diversas	 infracciones,
las	que	a	 su	vez,	pueden	ser	materia	de	distintas	 sanciones”.	 (Indecopi,	R.
73-2014/SPC-Indecopi,	ene.	16/2014.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand
Carrión)
Ley	29571.
ART.	 II.—Finalidad.	 El	 presente	 código	 tiene	 la	 finalidad	 de	 que	 los
consumidores	accedan	a	productos	y	servicios	 idóneos	y	que	gocen	de	 los
derechos	 y	 los	 mecanismos	 efectivos	 para	 su	 protección,	 reduciendo	 la
asimetría	informativa,	corrigiendo,	previniendo	o	eliminando	las	conductas
y	prácticas	que	afecten	sus	legítimos	intereses.	En	el	régimen	de	economía
social	 de	 mercado	 establecido	 por	 la	 Constitución,	 la	 protección	 se
interpreta	 en	 el	 sentido	 más	 favorable	 al	 consumidor,	 de	 acuerdo	 a	 lo
establecido	en	el	presente	código.
JURISPRUDENCIA.—Usuarios	 y	 consumidores	 gozan	 de	 una	 posición
preferente	en	el	ordenamiento	jurídico.	“(…)	Que	por	otro	lado	y	aunque
no	ha	sido	invocado	por	el	actor,	tampoco	se	ha	tenido	en	cuenta	que	lo	que
aquí	se	cuestiona	guarda	directa	relación	con	la	protección	de	los	derechos
de	los	usuarios,	que	conforme	a	la	doctrina	jurisprudencial	de	este	tribunal
(…),	 no	 sólo	 puede,	 sino	 que	 merece	 ser	 objeto	 de	 tutela	 a	 través	 de	 los
procesos	constitucionales	como	el	amparo	incoado,	debiendo	puntualizarse
que	por	 tratarse	de	un	 reclamo	 efectuado	por	 quien	ostenta	 la	 calidad	de
usuario,	 tiene	 una	 posición	 preferente	 en	 el	 ordenamiento,	 al	 igual	 como
ocurre	con	el	consumidor.”	(T.	C,	Exp.	00307-2011-PA/TC,	abr.	08/2011.	S.
S.	Eto	Cruz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Una	 de	 las	 funciones	 del	 Código	 del
Consumidor	es	corregir	 la	asimetría	 informativa	entre	consumidores	y
proveedores.	“(...)	 la	 disciplina	 del	 derecho	 de	 consumidor	 procura	 tratar
los	problemas	que	 afectan	 estructuralmente	 al	 consumidor,	 determinando
un	conjunto	de	derechos	diferenciados	tendente	a	lograr	una	función	de	‘re-
equilibrio’	de	una	relación	que	se	entiende	naturalmente	desequilibrada	en
relación	con	los	proveedores	de	bienes	y	servicios.
15.	Uno	de	los	elementos	que	causan	dicho	desequilibrio	es	la	existencia	de
asimetría	 informativa	 entre	 los	 proveedores	 y	 consumidores.	 En	 efecto,
normalmente	el	proveedor	cuenta	con	mayor	y	mejor	información	respecto
de	 los	productos	y	servicios	que	ofrece	en	el	mercado,	como	consecuencia
de	su	experiencia	en	el	mismo	y	 la	profesionalización	en	el	ejercicio	de	su
actividad	productiva	o	comercial;	máxime	si	la	propia	dinámica	del	mercado
exige	a	los	proveedores	estar	mejor	informados	para	ser	más	competitivos.
(...)	una	de	las	principales	finalidades	del	código,	conforme	a	la	Constitución
Política	 del	 Perú,	 es	 corregir	 la	 asimetría	 informativa	 existente	 entre
consumidores	 y	 proveedores	 en	 el	 mercado,	 esto	 es,	 equilibrar	 una
situación	naturalmente	asimétrica.”	(Indecopi,	R.	0872-2012-SC2-Indecopi,
mar.	27/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
Ley	29571.
ART.	III.—Ámbito	de	aplicación.
1.	 El	 presente	 código	 protege	 al	 consumidor,	 se	 encuentre	 directa	 o
indirectamente	expuesto	o	comprendido	por	una	relación	de	consumo	o	en
una	etapa	preliminar	a	esta.
2.	 Las	 disposiciones	 del	 presente	 código	 se	 aplican	 a	 las	 relaciones	 de
consumo	que	se	celebran	en	el	 territorio	nacional	o	cuando	sus	efectos	se
producen	en	este.
3.	 Están	 también	 comprendidas	 en	 el	 presente	 código	 las	 operaciones	 a
título	 gratuito	 cuando	 tengan	un	propósito	 comercial	dirigido	a	motivar	o
fomentar	el	consumo.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 considera	 como	 consumidores	 a	 los
garantes	 de	 créditos.	 “El	 artículo	 III	 inciso	 1	 del	 Título	 Preliminar	 del
código	reconoce	que	el	ámbito	de	aplicación	de	las	normas	de	protección	al
consumidor	 se	 extiende	 a	 los	 consumidores	 que	 se	 encuentran	 directa	 o
indirectamente	expuestos	o	comprendidos	por	una	relación	de	consumo	o
en	una	etapa	preliminar	a	ésta.
9.	 La	 comisión	 interpretó	 dicha	 norma	 en	 concordancia	 con	 lo	 dispuesto
por	el	artículo	IV	del	Título	Preliminar	del	código,	concluyendo	que	bajo	la
condición	de	garante,	el	señor	(...)	no	podía	ser	calificado	como	consumidor
en	 los	 términos	 de	 la	 normativa	 de	 protección	 al	 consumidor,	 pues	 no
adquirió,	 utilizó	 ni	 disfrutó	 el	 producto	 ofrecido	 por	 el	 proveedor,
resultando	un	tercero	en	la	relación	de	consumo	configurada	entre	la	caja	y
el	 obligado	 principal.	 A	 su	 vez,	 agregó	 que	 los	 supuestos	 de	 protección	 a
consumidores	 indirectamente	 expuestos	 a	 una	 relación	 de	 consumo	 a	 los
que	 la	 norma	 hacía	 referencia,	 únicamente	 se	 referían	 al	 envío	 de
notificaciones	o	escritos	judiciales	al	domicilio	del	garante	del	deudor.
10.	 En	 tal	 sentido,	 corresponde	 analizar	 si	 los	 garantes	 califican	 como
consumidores	en	los	términos	de	la	normativa	de	protección	al	consumidor,
a	efectos	de	verificar	si	(...)	realizó	una	correcta	interpretación	del	artículo
III	inciso	1	del	Título	Preliminar	del	código	(...).
14.	 Sin	 embargo,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 la	 lógica	 de	 las	 normas	 de
protección	 al	 consumidor	 no	 coincide	 necesariamente	 con	 aquellas	 que
guían	el	derecho	civil	contractual	o	el	sistema	de	responsabilidad	civil,	sino
que	tiene	un	cariz	distinto,	una	significación	más	amplia	de	sus	conceptos,
como	es	la	noción	de	consumidor,	debido	a	la	vocación	de	dichas	normas	de
otorgar	una	 ‘especial	protección’	a	 los	consumidores,	en	 fiel	cumplimiento
del	artículo	65	de	la	Constitución	citado	precedentemente.	En	tal	sentido,	el
artículo	 II	 del	 Título	 Preliminar	 del	 código	 establece	 que	 las	 normas	 de
protección	 al	 consumidor	 deben	 ser	 interpretadas	 en	 el	 sentido	 más
favorable	al	consumidor.
15.	Es	importante	señalar	que	existen	supuestos	excepcionales	en	los	que
el	 proveedor	 denunciado	 no	 ha	 prestado	 efectivamente	 un	 servicio	 al
denunciante,	 es	 decir,	 no	 se	 configura	 propiamente	 una	 relación	 de
consumo,	y,	pese	a	ello,	en	virtud	de	una	interpretación	pro	consumidor,	la
sala	–con	una	conformación	distinta–	ha	considerado	como	consumidores	a
tales	 denunciantes	 teniendo	 en	 cuenta	 que	 se	 han	 visto	 expuestos
indirectamente	a	los	efectos	de	una	relación	de	consumo.
16.	 Sobre	 el	 particular,	 la	 sala	 considera	 que	 los	 garantes	 se	 encuentran
expuestos	a	los	efectos	negativos	de	una	relación	de	consumo,	pues	pese	a
no	 ser	 el	 deudor	 que	 recibe	 el	 servicio	 de	 financiamiento	 de	 la	 entidad
financiera,	al	igual	que	él	pueden	ser	objeto	de:
(i)	El	cobro	indebido	de	una	deuda	ya	cancelada,	por	ejemplo,	mediante	la
compensación	con	cargo	a	su	cuenta	de	pago	de	haberes,	si	tuviese	una	con
la	entidad	financiera	acreedora;
(ii)	 la	 negativa	 por	 parte	 de	 la	 entidad	 financiera	 de	 proporcionarle
información	sobre	la	deuda,	que	le	serviría	para	su	defensa	ante	el	cobro	de
la	misma;
(iii)	la	negativa	de	cobertura	de	un	seguro	de	desgravamen	que	lo	liberaría
de	la	deuda;	y,
(iv)	reportes	indebidos	ante	las	centrales	de	riesgo,	entre	otras	situaciones.
17.	Por	ello,	teniendo	en	cuenta	la	noción	amplia	que	debe	manejarse	sobre
la	categoría	de	consumidor,	sustentada	líneas	arriba,	la	sala	estima	que	los
garantes	 (...)	 también	 deben	 ser	 considerados	 consumidores,	 a	 efectos	 de
acceder	a	la	tutela	de	las	normas	de	protección	al	consumidor.
18.	En	este	punto,	cabe	resaltar	que	el	propio	código	tipifica	una	infracción
administrativa	 que	 afecta	 directamente	 a	 los	 garantes,	 en	 el	marco	 de	 los
créditos	 de	 consumo:	 el	 artículo	 62	 sanciona	 como	método	 prohibido	 de
cobranza	 el	 envío	 al	 garante	 de	 documentos	 que	 aparentan	 ser
notificaciones	 o	 escritos	 judiciales	 (...)”.	 (Indecopi,	 R.	 2721-2012/SC2-
Indecopi,	set.	11/2012.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 explica	 cuáles	 son	 los	 elementos
subjetivos	 y	 objetivos	 de	 una	 relación	 de	 consumo.	 “15.	 El	 sistema	 de
protección	 al	 consumidor	 se	 encuentra	 dirigido	 a	 otorgar	 tutela	 en	 los
supuestos	 que	 exista	 una	 relación	 de	 consumo	 e	 incluso	 en	 las	 etapas
precontractuales	y	en	los	servicios	postventa	que	se	pudieran	generar	como
consecuencia	de	la	interacción	de	los	agentes	en	el	mercado.	La	relación	de
consumo	 es	 un	 tipo	 de	 relación	 jurídica	 que	 presupone	 dos	 situaciones
jurídicas	específicas,	la	de	consumidor	y	la	de	proveedor.
16.	 Así	 pues,	 de	 conformidad	 con	 los	 artículos	 1°	 y	 3°	 de	 la	 Ley	 de
Protección	 al	 Consumidor,	 la	 normativa	 de	 protección	 al	 consumidor	 se
aplica	 cuando	 existe	 una	 relación	 de	 consumo	 que	 involucra	 elementos
subjetivos	 como	 son	 el	 consumidor	 y	 el	 proveedor,	 así	 como	 elementos
objetivos	 constituidos	 por	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 el	 segundo
suministra	o	presta	en	base	a	una	transacción	comercial.
17.	Por	tanto,	 la	existencia	de	una	relación	de	consumo	es	el	presupuesto
básico	para	formular	una	denuncia	por	infracciones	a	la	Ley	de	Protección	al
Consumidor,	convirtiéndose	en	una	de	 las	condiciones	de	procedencia	que
la	 comisión	 debe	 evaluar	 antes	 de	 abordar	 el	 sustento	 o	 fondo	 de	 la
denuncia	 planteada,	 debiendo	 acreditarse	 que	 la	 conducta	 de	 un
determinado	 proveedor	 constituyó	 una	 infracción	 a	 las	 normas	 de
protección	 al	 consumidor.	 Asimismo,	 corresponderá	 al	 administrado
demostrar,	al	menos	de	manera	 indiciaria,	 la	existencia	de	una	relación	de
consumo.	(...).
21.	Esta	sala	ya	se	ha	pronunciado	respecto	a	que	el	ámbito	de	aplicación
de	 la	 Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 no	 se	 encuentra	 restringido
exclusivamente	a	los	compradores	o	contratantes	de	un	producto	o	servicio,
pues	una	persona	puede	entrar	en	contacto	con	dichas	prestaciones	sin	que
medie	 una	 relación	 contractual	 directa	 con	 el	 proveedor”.	 (Indecopi,	 R.
3507-2012/SPC-Indecopi,	nov.	29/2012.	Vicepresidente	Montoya	Alberti)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—TDC	precisa	cuándo	un	bien	o	servicio	 forma
parte	 del	 giro	 del	 negocio	 de	 un	 microempresario.	 “No	 se	 considera
consumidor	para	efectos	de	este	código	a	quien	adquiere,	utiliza	o	disfruta
de	 un	 producto	 o	 servicio	 normalmente	 destinado	 para	 los	 fines	 de	 su
actividad	como	proveedor.
1.2.	 Los	 microempresarios	 que	 evidencien	 una	 situación	 de	 asimetría
informativa	 con	 el	 proveedor	 respecto	 de	 aquellos	 productos	 o	 servicios
que	no	formen	parte	del	giro	propio	del	negocio.
1.3.	 En	 caso	 de	 duda	 sobre	 el	 destino	 final	 de	 determinado	 producto	 o
servicio,	se	califica	como	consumidor	a	quien	lo	adquiere,	usa	o	disfruta”.
9.	 En	 caso	 el	 denunciante	 hubiere	 adquirido	 los	 productos	 materia	 de
denuncia	en	el	ámbito	de	una	actividad	empresarial,	corresponde	analizar	si
este	 califica	 como	 consumidor	 protegido	 en	 virtud	 de	 la	 excepción
establecida	por	el	artículo	1°	numeral	1.2.	del	código.	Es	 importante	 tener
en	cuenta	que	para	tal	efecto,	deben	verificarse	los	siguientes	requisitos:	(i)
la	calidad	de	microempresario	del	denunciante;	(ii)	que	el	bien	o	servicio	no
forme	 parte	 del	 giro	 propio	 del	 negocio;	 y	 (ii)	 la	 asimetría	 informativa
respecto	de	dichos	bienes	o	servicios.
10.	 Respecto	 del	 primer	 requisito,	 esto	 es,	 acreditar	 la	 calidad	 de
microempresario,	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 Ley	 28015,	 Ley	 de	 Promoción	 y
Formalización	 de	 la	 Micro	 y	 Pequeña	 Empresa	 señala	 que	 las
microempresas	 deben	 cumplir	 con	dos	 requisitos	 concurrentes:	 (i)	 contar
con	1	a	10	trabajadores;	y,	(ii)	tener	un	nivel	de	ventas	anuales	hasta	por	un
monto	 máximo	 de	 150	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT).	 Por
consiguiente,	la	calificación	de	microempresario	estará	condicionada	a	que
la	persona	natural	o	jurídica	que	realiza	la	actividad	empresarial	no	supere
los	límites	antes	indicados.
11.	Asimismo,	dado	que	la	calidad	de	consumidor	constituye	una	condición
de	procedencia,	esta	debe	ser	evaluada	al	momento	de	la	interposición	de	la
denuncia.	Por	ello,	el	análisis	destinado	a	verificar	si	el	denunciante	ostenta
la	condición	de	microempresario	debe	efectuarse	considerando	el	nivel	de
ventas	y	número	de	trabajadores	con	los	que	cuenta	en	dicha	oportunidad.
12.	 En	 cuanto	 al	 segundo	 requisito	 legal	 para	 que	 los	 microempresarios
califiquen	como	consumidores,	este	colegiado	considera	que:
(i)	Por	productos	o	servicios	que	forman	parte	del	giro	propio	del	negocio,
debe	 entenderse	 a	 aquellos	 (aparte	de	 los	productos	 y	 servicios	 ofrecidos
por	 el	 propio	 microempresario	 en	 el	 mercado)	 inherentes	 a	 la	 actividad
económica	 desarrollada	 por	 el	 microempresario,	 esto	 es,	 absolutamente
imprescindibles	 para	 que	 la	 misma	 se	 desenvuelva,	 tales	 como:	 (i)	 la
materia	 prima	 y/o	 materiales	 fabricados	 que	 sirven	 de	 insumos	 para
fabricar	 determinados	 productos,	 o	 (ii)	 las	 maquinarias	 o	 instrumental
necesarios	para	prestar	determinados	servicios;	y,
(ii)	constituyen	‘productos	o	servicios	que	no	forman	parte	del	giro	propio
del	negocio’	aquellos	que	pese	a	ser	complementarios	y	facilitar	la	actividad
económica	del	microempresario,	no	son	imprescindibles	para	el	desarrollo
de	 la	 misma.	 Es	 el	 caso	 de	 los	 servicios	 transversales	 a	 todo	 esquema
productivo	 o	 de	 comercialización,	 como	 por	 ejemplo	 los	 servicios	 de
publicidad,	transporte	de	mercaderías	o	determinados	servicios	financieros.
13.	 Por	 último,	 corresponde	 analizar	 el	 tercer	 requisito,	 referido	 a	 si	 el
microempresario	que	formuló	una	denuncia	respecto	de	un	bien	o	servicio
que	no	forma	parte	del	giro	propio	de	su	negocio,	se	encuentra	en	asimetría
informativa	 frente	 al	 proveedor”.	 (Indecopi,	 R.	 3590-2012/SPC-Indecopi,
dic.	11/2012.	Pres.	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	 IV.—Definiciones.	Para	 los	efectos	del	presente	código,	 se	entiende
por:
1.	Consumidores	o	usuarios
1.1.	Las	personas	naturales	o	 jurídicas	que	adquieren,	utilizan	o	disfrutan
como	destinatarios	finales	productos	o	servicios	materiales	e	 inmateriales,
en	 beneficio	 propio	 o	 de	 su	 grupo	 familiar	 o	 social,	 actuando	 así	 en	 un
ámbito	 ajeno	 a	 una	 actividad	 empresarial	 o	 profesional.	 No	 se	 considera
consumidor	para	efectos	de	este	código	a	quien	adquiere,	utiliza	o	disfruta
de	 un	 producto	 o	 servicio	 normalmente	 destinado	 para	 los	 fines	 de	 su
actividad	como	proveedor.
1.2.	 Los	 microempresarios	 que	 evidencien	 una	 situación	 de	 asimetría
informativa	 con	 el	 proveedor	 respecto	 de	 aquellos	 productos	 o	 servicios
que	no	formen	parte	del	giro	propio	del	negocio.
1.3.	 En	 caso	 de	 duda	 sobre	 el	 destino	 final	 de	 determinado	 producto	 o
servicio,	se	califica	como	consumidor	a	quien	lo	adquiere,	usa	o	disfruta.
2.	Proveedores.-	Las	personas	naturales	o	jurídicas,	de	derecho	público	o
privado,	 que	 de	 manera	 habitual	 fabrican,	 elaboran,	 manipulan,
acondicionan,	 mezclan,	 envasan,	 almacenan,	 preparan,	 expenden,
suministran	 productos	 o	 prestan	 servicios	 de	 cualquier	 naturaleza	 a	 los
consumidores.	 En	 forma	 enunciativa	 y	 no	 limitativa	 se	 considera
proveedores	a:
1.	Distribuidores	 o	 comerciantes.-	 Las	 personas	naturales	 o	 jurídicas	 que
venden	o	proveen	de	otra	 forma	al	 por	mayor,	 al	 por	menor,	 productos	o
servicios	destinados	 finalmente	a	 los	consumidores,	aun	cuando	ello	no	se
desarrolle	en	establecimientos	abiertos	al	público.
2.	 Productores	 o	 fabricantes.-	 Las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que
producen,	 extraen,	 industrializan	 o	 transforman	 bienes	 intermedios	 o
finales	para	su	provisión	a	los	consumidores.
3.	 Importadores.-	 Las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 importan
productos	para	su	venta	o	provisión	en	otra	forma	en	el	territorio	nacional.
4.	Prestadores.-	Las	personas	naturales	o	jurídicas	que	prestan	servicios	a
los	consumidores.
3.	Producto.-	Es	cualquier	bien	mueble	o	inmueble,	material	o	inmaterial,
de	origen	nacional	o	no.
4.	Servicio.-	Es	cualquier	actividad	de	prestación	de	servicios	que	se	ofrece
en	el	mercado,	inclusive	las	de	naturaleza	bancaria,	financiera,	de	crédito,	de
seguros,	 previsionales	 y	 los	 servicios	 técnicos	 y	 profesionales.	 No	 están
incluidos	 los	 servicios	 que	 prestan	 las	 personas	 bajo	 relación	 de
dependencia.
5.	 Relación	 de	 consumo.-	 Es	 la	 relación	 por	 la	 cual	 un	 consumidor
adquiere	un	producto	o	contrata	un	servicio	con	un	proveedor	a	cambio	de
una	 contraprestación	 económica.	 Esto	 sin	 perjuicio	 de	 los	 supuestos
contemplados	en	el	artículo	III.
6.	 Asociaciones	 de	 consumidores.-	 Son	 organizaciones	 que	 se
constituyen	de	conformidad	con	las	normas	establecidas	para	tal	efecto	en
el	Código	Civil.	Su	finalidad	es	proteger,	defender,	informar	y	representar	a
los	 consumidores	 y	 usuarios,	 pudiendo	 interponer	 ante	 las	 autoridades
competentes	 reclamos	 y	 denuncias	 a	 nombre	 de	 sus	 asociados	 y	 de	 las
personas	 que	 hayan	 otorgado	 poder	 a	 su	 favor,	 así	 como	 en	 defensa	 de
intereses	 difusos	 o	 colectivos	 de	 los	 consumidores,	 con	 sujeción	 a	 lo
previsto	en	el	presente	código.
7.	Asimetría	informativa.-	Característica	de	la	transacción	comercial	por
la	 cual	 uno	 de	 los	 agentes,	 el	 proveedor,	 suele	 tener	 mayor	 y	 mejor
información	sobre	los	productos	y	servicios	que	ofrece	en	el	mercado	a	los
consumidores.
8.	Habitualidad.-	Se	considera	habitual	aquella	actividad	que	se	realiza	de
manera	 común	 y	 reiterada	 de	 tal	 forma	 que	 pueda	 presumirse	 que	 se
desarrolla	para	continuar	en	el	mercado.	Este	concepto	no	está	ligado	a	un
número	 predeterminado	 de	 transacciones	 que	 deban	 realizarse.	 Las
actividades	 de	 venta	 de	 productos	 o	 contratación	 de	 servicios	 que	 se
realicen	 en	 locales	 abiertos	 son	 consideradas	 habituales	 por	 ese	 simple
hecho.
JURISPRUDENCIA.—La	 condición	 de	 consumidor	 o	 usuario	 no	 es
asignable	 a	 cualquier	 individuo	 o	 ente,	 sino	 a	 aquel	 vinculado	 a	 los
agentes	 proveedores.	 “(...)	 El	 consumo	 expresa	 un	 conjunto	 de	 procesos
socioculturales	 mediante	 el	 cual	 se	 verifica	 jurídicamente	 el	 gozo,
disposición	 y	 uso	 a	 título	 oneroso	 de	 una	 gama	 de	 productos	 y	 servicios
ofertados	 en	 el	mercado;	 como	 tal,	 deviene	 en	 la	 última	 fase	 del	 proceso
productivo,	en	aras	de	que	 lo	ofrecido	comercialmente	puede	satisfacer	el
cúmulo	de	necesidades	sociales.
7.	 En	 ese	 sentido,	 el	 consumidor	 o	 usuario	 deviene	 en	 el	 fin	 de	 toda
actividad	 económica;	 es	 decir,	 es	 quien	 concluye	 el	 círculo	 económico
satisfaciendo	 sus	 necesidades	 y	 acrecentando	 su	 bienestar	 a	 través	 de	 la
utilización	de	los	productos	y	servicios	ofertados	en	el	mercado.
En	puridad,	se	trata	de	una	persona	natural	o	jurídica	que	en	virtud	de	un
acto	jurídico	oneroso	adquiere,	utiliza	o	disfruta	de	determinados	productos
(como	 consumidor)	 o	 servicios	 (como	usuario)	 que	previamente	han	 sido
ofrecidos	al	mercado.
Es	indudable	que	la	condición	de	consumidor	o	usuario	se	produce	a	través
de	 la	 relación	 jurídica	 que	 este	 entabla	 con	 un	 agente	 proveedor	 –
independientemente	de	su	carácter	público	o	privado–,	bien	en	calidad	de
receptor	o	beneficiario	de	algún	producto,	bien	en	calidad	de	destinatario	de
alguna	forma	de	servicio	con	cargo	a	un	aprovechamiento,	ya	sea	personal,
familiar	o	de	su	entorno	inmediato.
En	consecuencia,	 la	 condición	de	consumidor	o	usuario	no	es	asignable	a
cualquier	individuo	o	ente,	sino	a	aquel	vinculado	a	los	agentes	proveedores
dentro	del	contexto	de	las	relaciones	jurídicas	generadas	por	el	mercado,	las
cuales	 tienen	 como	 correlato	 la	 actuación	 del	 Estado	 para	 garantizar	 su
correcto	desenvolvimiento.”	(T.	C,	Exp.	3315-2004-AA/TC,	jun.	29/05.	Pres.
Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Proveedor,	aquella	persona	natural	o	 jurídica	que,
habitual	o	periódicamente,	ofrece,	distribuye,	vende,	arrienda	o	concede
el	uso	o	disfrute	de	productos	y	servicios.	“(...)	8.	En	ese	orden	de	ideas,	el
proveedor	 sería	 aquella	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que,	 habitual	 o
periódicamente,	 ofrece,	 distribuye,	 vende,	 arrienda	 o	 concede	 el	 uso	 o
disfrute	de	productos	y	servicios.
Es	dable	consignar	que	si	bien	técnicamente	el	término	consumidor	difiere
conceptualmente	 del	 término	 usuario	 (contrastante	 de	 un	 servicio),	 en	 el
telos	 constitucional	 aparece	 indubitablemente	 claro	 que	 las	 personas
ubicadas	 en	 la	 segunda	 condición	 reciben	 el	 mismo	 trato	 tuitivo	 que	 la
Constitución	consagra.”	(T.	C,	Exp.	3315-2004-AA/TC,	jun.	29/05.	Pres.	Alva
Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—La	defensa	constitucional	binaria	de	consumidores
y	usuarios.	“(...)	9.	El	artículo	65	de	la	Constitución	prescribe	la	defensa	de
los	 consumidores	 y	 usuarios,	 a	 través	 de	 un	 derrotero	 jurídico	 binario;	 a
saber:
a)	Establece	un	principio	rector	para	la	actuación	del	Estado.
b)	Consigna	un	derecho	personal	y	subjetivo.
En	 el	 primer	 ámbito,	 el	 artículo	 65	 de	 la	 Constitución	 expone	 una	 pauta
basilar	 o	 postulado	 destinado	 a	 orientar	 y	 fundamentar	 la	 activación	 del
Estado	respecto	a	cualquier	actividad	económica.	Así,	el	juicio	estimativo	y
el	 juicio	 lógico	 derivado	 de	 la	 conducta	 del	 Estado	 sobre	 la	materia	 tiene
como	 horizonte	 tuitivo	 la	 defensa	 de	 los	 intereses	 de	 los	 consumidores	 y
usuarios.”	(T.	C,	Exp.	3315-2004-AA/TC,	jun.	29/05.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—El	ostentar	la	calidad	de	proveedor	impiden	que	se
vulnere	el	derecho	como	consumidor.	“(…)	En	consecuencia,	al	ostentar	la
calidad	de	proveedora,	no	puede	argumentar	que	se	vulneran	sus	derechos
como	 consumidora,	 resultando	 de	 aplicación	 también,	 respecto	 de	 dicho
derecho,	el	numeral	5.1	del	Código	Procesal	Constitucional.	(...)”	(T.	C,	Exp.
629-2008-PA/TC,	ago.	25/2008.	S.	S.	Landa	Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—La	 norma	 que	 define	 al	 consumidor	 atiende	 a	 los
conocimientos	 técnicos	 y	 especializados	 que	manejan	 los	 proveedores.
“Este	 supremo	 tribunal	 considera	 que,	 la	 conclusión	 arribada	 por	 las
instancias	 de	 mérito	 es	 errada;	 pues	 si	 bien	 la	 Ley	 de	 Protección	 al
Consumidor,	tiene	como	principal	fundamento,	la	asimetría	de	información
entre	proveedores	y	consumidores,	protegiendo	a	 los	consumidores	de	 las
consecuencias	de	dicha	asimetría;	ello	es	en	base	a	una	presunción;	esto	es,
la	 ley	 presume	 que	 los	 proveedores	 de	 bienes	 y	 servicios,	 gracias	 a	 su
organización	empresarial	y	a	su	experiencia	en	el	mercado,	suelen	adquirir
y	utilizar	de	mejor	manera	que	 los	consumidores	 la	 información	relevante
sobre	 las	 materias	 primas,	 diseño	 del	 bien,	 forma	 de	 producción,
condiciones	 de	 comercialización	 y	 otros	 factores	 involucrados	 en	 sus
procesos	 productivos	 y	 de	 comercialización.	 (...)	 Bajo	 tal	 supuesto,	 las
normas	 de	 protección	 al	 consumidor	 se	 orientan	 a	 proteger	 a	 los
consumidores	 como	 ‘Categoría	 genérica’	 de	 la	 situación	 asimetría
informativa	en	que	suelen	encontrarse	dentro	del	mercado,	sin	importar	si
en	 los	 hechos	 dicha	 asimetría	 se	 presentó	 u	 ocurrió	 en	 mayor	 o	 menor
grado.	 En	 efecto,	 el	 análisis	 para	 determinar	 qué	 debe	 entenderse	 por
consumidor	 o	 usuario	 debe	 efectuarse	 por	 categorías,	 no	 caso	 por	 caso;
porque	pueden	presentarse	 casos	 en	que	 las	partes	 se	 encuentren	en	una
asimetría	 informativa	real,	o	en	otros	puede	que	dicha	asimetría	no	exista
dado	la	preparación	y	conocimientos	del	consumidor,	pero	ello	no	enerva	su
condición	de	tal.	(...)	Estando	a	ello,	resulta	atendible	la	interpretación	que
la	parte	recurrente	efectúa	sobre	la	norma	que	define	al	‘Consumidor’,	en	el
sentido	que	 el	 conocimiento	que	por	presunción	 carece,	 no	 se	 refiere	 a	 la
situación	específica	de	conocer	o	estar	informado	del	servicio	que	se	le	está
brindando,	 sino	 a	 los	 conocimientos	 técnicos	 y	 especializados	 que	 los
proveedores	tienen	como	consecuencia	de	las	actividades	relacionadas	con
su	proceso	productivo	o	comercial,	conocimientos	que	el	consumidor	carece
(...)”.	(C.	S.,	Cas.	2329-2011-Lima,	oct.	22/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—No	 todo	 consumidor	 puede	 exigir	 la	 entrega
de	factura.	“(...)	corresponde	indicar	en	primer	lugar	que	no	sólo	es	el	texto
del	artículo	6°	del	Decreto	Legislativo	N°	716	el	que	debe	ser	considerado,
pues,	como	ya	se	explicó,	este	requiere	la	determinación	de	otros	conceptos
de	contenido	técnico.	Por	ello,	particularmente	relevante	resulta	el	hecho	de
que	el	Reglamento	de	Comprobantes	de	Pago	haga	referencia,	al	regular	los
requisitos	de	la	factura,	al	‘adquirente’	o	‘usuario’.	Tal	discriminación,	debe
comprenderse,	 importa	 que	 la	 factura	pueda	 ser	 extendida	 al	 ‘adquirente’
como	al	 ‘usuario’.	Ello	 significa	que	no	necesariamente	 la	 factura	debe	ser
otorgada	al	consumidor	final	como	pretende	sostener	el	impugnante,	lo	que
se	ve	corroborado	por	el	hecho	de	que	el	consumidor	a	que	refiere	la	Ley	de
Protección	 al	 Consumidor	 no	 necesariamente	 debe	 ser	 el	 adquirente	 sino
que	 puede	 serlo	 quien	 utiliza	 o	 quien	 disfruta	 como	 destinatario	 final	 del
producto	o	servicio	(...)	Visto	ello,	y	sin	que	pierda	vigencia	en	modo	alguno
lo	 anteriormente	 establecido,	 estas	 instituciones	 deben	 prever	 la
posibilidad	de	otorgar	dicha	 factura	al	consumidor	 final	en	el	 supuesto	de
haberse	 solicitado	 oportunamente,	 a	 cuenta	 y	 costo	 correspondiente	 del
peticionante.	 (...)	 Ahora	 bien,	 el	 hecho	 de	 que	 al	 recurrente	 se	 le	 haya
considerado	como	consumidor	no	 conlleva,	 como	consecuencia	 ineludible,
que	 la	 proveedora	 haya	 tenido	 que	 expedir	 la	 factura	 a	 nombre	 suyo,	 ni
puede	estimarse,	como	lo	hace	el	actor,	que	el	banco	actuó	como	procurador
suyo,	 pues	 no	 existe	 revelada	 tal	 intención	 ni	 las	 instancias	 lo	 han
determinado	así	o	puede	concluirse	lo	contrario	bajo	alguna	interpretación
del	 Art.	 6°	 tantas	 veces	 citado,	 buscando	 el	 impugnante	 utilizar	 el	 cargo
materia	 de	 este	 recurso	 extraordinario,	 en	 el	 fondo,	 con	 la	 finalidad	 de
obtener	 una	 revaloración	 del	 caudal	 probatorio	 y	 la	 modificación	 de	 los
hechos	establecidos	en	la	impugnada,	lo	que	no	se	condice	con	los	fines	que
para	 el	 recurso	 establece	 el	 texto	 original	 del	 artículo	 384	 del	 Código
Procesal	 Civil”.	 (CS,	 Cas.	 3329-2008-Lima,	 ago.	 19/2009.	 V.	 P.	 Mendoza
Ramírez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 empresas	 expendedoras	 de	 boletos	 o
tiques	 (puntos	 de	 venta)	 también	 responden	 por	 los	 defectos	 de	 los
servicios	 contratados.	 “(...)	 el	 tribunal	 ha	 interpretado	 el	 concepto	 de
proveedor	 de	 una	 manera	 amplia.	 Así,	 (...)	 esta	 sala	 precisó	 que	 la
subcontratación	 no	 involucra	 perse	 una	 relación	 de	 subordinación	 o
dependencia	 que	 justifique	 excluir	 en	 todos	 los	 casos	 a	 los	 servicios
subcontratados	del	ámbito	de	Ley	de	Protección	al	Consumidor,	siendo	que
para	definir	esta	responsabilidad	debe	establecerse	en	primer	término	cuál
es	 el	 servicio	 materia	 de	 controversia	 y	 cómo	 opera	 la	 subcontratación
respecto	a	su	prestación,	si	involucra	un	nivel	de	subordinación	o	no,	o	si	la
subcontratación	 aborda	 prestaciones	 accesorias	 o	 sustantivas	 del	 servicio
materia	de	denuncia.
17.	La	significación	amplia	del	concepto	de	proveedor	tiene	su	origen	en	el
fundamento	de	las	normas	de	protección	al	consumidor,	que	es	otorgar	una
‘especial	 protección’	 a	 los	 consumidores	 como	 consecuencia	 de	 la
desigualdad	informativa	que	padecen	frente	a	los	proveedores.
18.	 Ahora	 bien,	 la	 significación	 amplia	 del	 concepto	 de	 proveedor	 no
implica	 desconocer	 que	 en	 la	 cadena	 de	 producción	 -	 comercialización,	 el
fabricante,	 el	 vendedor,	 los	 intermediarios	 y	 el	 que	 finalmente	 presta	 el
servicio,	pueden	cumplir	roles	distintos,	de	manera	que	su	responsabilidad
también	debe	ser	diferente.	(...).
19.	En	el	mercado	de	espectáculos	públicos	masivos	es	común	apreciar	 la
existencia	 de	 2	 agentes:	 (a)	 el	 organizador	 del	 espectáculo;	 y,	 (b)	 un
comercializador	 que	 coloca	 las	 entradas	 en	 el	 mercado	 para	 su	 venta	 al
público.	La	segmentación	de	las	actividades	puede	justificarse	en	razones	de
especialización	y	 eficiencia	pero	 también	 en	 la	necesidad	de	 las	 empresas
organizadoras	 de	 contar	 con	 canales	 de	 venta	 seguros	 y	 confiables	 que
permitan	captar	la	preferencia	de	los	consumidores.
(...)	 esta	 sala	 ha	 destacado	 que	 las	 personas	 jurídicas	 que	 participan	 de
manera	 directa	 y	 activa	 en	 la	 cadena	 de	 comercialización	 de	 eventos,
ostentan	la	condición	de	proveedores	y	deben	responder	por	los	defectos	en
la	prestación	de	los	servicios	contratados	por	los	consumidores.	Así,	 les	es
exigible	 un	nivel	 de	 diligencia	mínimo	 antes	 de	 colocar	 las	 entradas	 en	 el
mercado	 y	 brindar	 información	 a	 los	 consumidores	 a	 fin	 de	 asegurar	 la
efectiva	 y	 adecuada	 realización	 de	 los	 espectáculos	 en	 los	 términos	 que
oferta	y	por	 los	cuales	obtiene	beneficios,	 conforme	a	 la	garantía	 implícita
en	la	comercialización	de	productos	o	prestación	de	servicios”.	(Indecopi,	R.
1205-2012/SC2-Indecopi,	abr.	23/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Código	 del	 consumidor	 excepcionalmente
protege	 a	 los	microempresarios	 que	 evidencian	 asimetría	 informativa
sobre	bienes	o	servicios	que	no	son	parte	del	giro	de	su	negocio.	“7.	Tal
como	 puede	 apreciarse,	 la	 regla	 general	 para	 la	 determinación	 de	 la
condición	 de	 consumidor	 de	 una	 persona	 natural	 o	 jurídica	 es	 que	 la
adquisición	 del	 bien	 o	 servicio	 se	 produzca	 en	 un	 ámbito	 ajeno	 a	 una
actividad	 empresarial	 o	 profesional;	 de	 tal	 manera,	 que	 sólo	 de	 forma
excepcional,	 el	 código	 otorga	 protección	 a	 los	 microempresarios	 que
evidencian	 asimetría	 informativa	 respecto	 de	 aquellos	 bienes	 o	 servicios
que	no	forman	parte	del	giro	de	su	negocio.
8.	Siendo	que	el	presente	caso	la	denunciante	contrató	el	seguro	vehicular
con	(...)	en	el	ejercicio	de	sus	actividades	comerciales,	la	comisión	procedió	a
evaluar	si	dicha	empresa	se	encontraba	en	el	supuesto	del	artículo	1°.2	de	la
norma	citada	precedentemente.
9.	En	ese	sentido,	la	comisión	determinó	que	la	denunciante	cumplía	con	el
primer	requisito	consistente	en	tener	la	condición	de	microempresa,	luego
de	 evaluar	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 correspondientes	 para	 ello,
cabe	señalar	que	la	condición	de	microempresa	de	la	denunciante	no	ha	sido
cuestionada	por	(...)”.	(Indecopi,	R.	0372-2014/SPC-Indecopi,	feb.	03/2014.
Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 Indecopi	 puede	 considerar	 como
consumidor	y	 tutelar	a	quien	recibe	en	su	domicilio	 requerimientos	de
cobranza	sobre	deudas	de	terceros.	“Conforme	a	tales	pronunciamientos,
si	 bien	 los	 ciudadanos	 como	 el	 recurrente	 podían	 verse	 afectados	 por	 la
remisión	 de	 cartas	 a	 su	 domicilio	 respecto	 de	 la	 deuda	 de	 un	 tercero,	 a
través	de	una	denuncia	dicha	situación	no	estaba	siendo	cuestionada	en	el
marco	de	una	 relación	de	 consumo	 con	 los	 respectivos	proveedores,	 pues
no	 se	 cuestionaba	 un	 producto	 o	 servicio	 respecto	 del	 que	 hubieran
intervenido	 como	 consumidores	 o	 posibles	 consumidores,	 contratándolo,
disfrutándolo	 o	 encontrándose	 en	 una	 etapa	 preliminar	 o	 expuestos	 a	 la
contratación	o	uso	de	estos	bienes	y/o	servicios;	sino	que,	por	el	contrario,
cuestionaban	un	defecto	suscitado	en	una	relación	de	consumo	ajena,	en	la
cual	 no	 participaron	 como	 consumidores	 en	 los	 términos	 de	 la	 norma,
calificando	como	 terceras	personas	que	no	mantiene	 relación	de	consumo
con	los	proveedores.	(...)	No	obstante,	a	diferencia	de	los	fundamentos	que
sustentaron	 dicho	 criterio,	 este	 colegiado	 considera	 que	 debe	 tenerse	 en
cuenta	que	la	lógica	de	las	normas	de	protección	al	consumidor	no	coincide
necesariamente	 con	 aquellas	 que	 guían	 el	 derecho	 civil	 contractual	 o	 el
sistema	 de	 responsabilidad	 civil,	 sino	 que	 tiene	 un	 cariz	 distinto,	 una
significación	 más	 amplia	 de	 sus	 conceptos,	 como	 es	 la	 noción	 de
consumidor,	debido	a	la	vocación	de	dichas	normas	de	otorgar	una	‘especial
protección’	 a	 los	 consumidores,	 en	 fiel	 cumplimiento	del	 artículo	65	de	 la
Constitución	 (...)”.	 (Indecopi,	 R.	 0111-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 16/2014.
Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	 V.—Principios.	 El	 presente	 código	 se	 sujeta	 a	 los	 siguientes
principios:
1.	Principio	de	soberanía	del	consumidor.-	Las	normas	de	protección	al
consumidor	 fomentan	 las	 decisiones	 libres	 e	 informadas	 de	 los
consumidores,	 a	 fin	 de	 que	 con	 sus	 decisiones	 orienten	 el	mercado	 en	 la
mejora	de	las	condiciones	de	los	productos	o	servicios	ofrecidos.
2.	 Principio	 pro	 consumidor.-	 En	 cualquier	 campo	 de	 su	 actuación,	 el
Estado	ejerce	una	acción	tuitiva	a	favor	de	los	consumidores.	En	proyección
de	este	principio	en	caso	de	duda	insalvable	en	el	sentido	de	las	normas	o
cuando	 exista	 duda	 en	 los	 alcances	 de	 los	 contratos	 por	 adhesión	 y	 los
celebrados	 en	 base	 a	 cláusulas	 generales	 de	 contratación,	 debe
interpretarse	en	sentido	más	favorable	al	consumidor.
3.	 Principio	 de	 transparencia.-	 En	 la	 actuación	 en	 el	 mercado,	 los
proveedores	 generan	 una	 plena	 accesibilidad	 a	 la	 información	 a	 los
consumidores	 acerca	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 ofrecen.	 La
información	 brindada	 debe	 ser	 veraz	 y	 apropiada	 conforme	 al	 presente
código.
4.	Principio	de	corrección	de	la	asimetría.-	Las	normas	de	protección	al
consumidor	 buscan	 corregir	 las	 distorsiones	 o	malas	 prácticas	 generadas
por	la	asimetría	informativa	o	la	situación	de	desequilibrio	que	se	presente
entre	los	proveedores	y	consumidores,	sea	en	la	contratación	o	en	cualquier
otra	 situación	 relevante,	que	 coloquen	a	 los	 segundos	en	una	 situación	de
desventaja	respecto	de	los	primeros	al	momento	de	actuar	en	el	mercado.
5.	Principio	de	buena	fe.-	En	la	actuación	en	el	mercado	y	en	el	ámbito	de
vigencia	 del	 presente	 código,	 los	 consumidores,	 los	 proveedores,	 las
asociaciones	 de	 consumidores,	 y	 sus	 representantes,	 deben	 guiar	 su
conducta	acorde	con	el	principio	de	la	buena	fe	de	confianza	y	lealtad	entre
las	 partes.	 Al	 evaluar	 la	 conducta	 del	 consumidor	 se	 analizan	 las
circunstancias	 relevantes	 del	 caso,	 como	 la	 información	 brindada,	 las
características	de	la	contratación	y	otros	elementos	sobre	el	particular.
6.	 Principio	 de	 protección	 mínima.-	 El	 presente	 código	 contiene	 las
normas	 de	 mínima	 protección	 a	 los	 consumidores	 y	 no	 impide	 que	 las
normas	sectoriales	puedan	dispensar	un	nivel	de	protección	mayor.
7.	 Principio	 pro	 asociativo.-	 El	 Estado	 facilita	 la	 actuación	 de	 las
asociaciones	 de	 consumidores	 o	 usuarios	 en	 un	 marco	 de	 actuación
responsable	y	con	sujeción	a	lo	previsto	en	el	presente	código.
8.	 Principio	 de	 primacía	 de	 la	 realidad.-	 En	 la	 determinación	 de	 la
verdadera	 naturaleza	 de	 las	 conductas,	 se	 consideran	 las	 situaciones	 y
relaciones	 económicas	 que	 efectivamente	 se	 realicen,	 persigan	 o
establezcan.	 La	 forma	 de	 los	 actos	 jurídicos	 utilizados	 en	 la	 relación	 de
consumo	no	enerva	el	análisis	que	la	autoridad	efectúe	sobre	los	verdaderos
propósitos	de	la	conducta	que	subyacen	al	acto	jurídico	que	la	expresa.
JURISPRUDENCIA.—Pluralidad	 de	 principios	 constitucionales	 protegen
al	consumidor.	“(…)	En	el	segundo	ámbito,	el	artículo	65	de	la	Constitución
reconoce	la	facultad	de	acción	defensiva	de	los	consumidores	y	usuarios	en
los	casos	de	transgresión	o	desconocimiento	de	sus	 legítimos	 intereses;	es
decir,	 reconoce	 y	 apoya	 el	 atributo	 de	 exigir	 al	 Estado	 una	 actuación
determinada	 cuando	 se	 produzca	 alguna	 forma	 de	 amenaza	 o	 afectación
efectiva	 de	 los	 derechos	 del	 consumidor	 o	 del	 usuario,	 incluyendo	 la
capacidad	de	acción	contra	el	propio	proveedor.
(…)	 el	 derrotero	 jurídico	 binario	 establecido	 en	 el	 artículo	 65	 de	 la
Constitución	 se	 sustenta	 en	 una	 pluralidad	 de	 principios,	 entre	 los	 cuales
cabe	mencionar	los	siguientes:
a)	El	principio	pro	consumidor
Dicho	postulado	o	proposición	plantea	la	acción	tuitiva	del	Estado	a	favor
de	 los	consumidores	y	usuarios	en	razón	de	 las	objetivables	desventajas	y
asimetrías	 fácticas	 que	 surgen	 en	 sus	 relaciones	 jurídicas	 con	 los
proveedores	de	productos	y	servicios.
b)	El	principio	de	proscripción	del	abuso	del	derecho
Dicho	postulado	o	proposición	plantea	que	el	Estado	combata	toda	 forma
de	 actividad	 comercial	 derivada	 de	 prácticas	 y	modalidades	 contractuales
perversas	que	afectan	el	legítimo	interés	de	los	consumidores	y	usuarios.
c)	El	principio	de	isonomia	real
Dicho	postulado	o	proposición	plantea	que	las	relaciones	comerciales	entre
los	proveedores	y	los	consumidores	y	usuarios	se	establezcan	en	función	de
trato	igual	a	los	iguales	y	trato	desigual	a	los	desiguales.
d)	El	principio	restitutio	in	íntegrum
Dicho	 postulado	 o	 proposición	 plantea	 que	 el	 Estado	 resguarde	 el
resarcimiento	por	los	daños	causados	por	el	proveedor	a	los	consumidores
o	usuarios	en	el	marco	de	una	relación	comercial.
e)	El	principio	de	transparencia
Dicho	 postulado	 o	 proposición	 plantea	 que	 el	 Estado	 asegure	 que	 los
proveedores	 generen	 una	 plena	 accesibilidad	 de	 información	 a	 los
consumidores	 y	 usuarios,	 acerca	 de	 los	 productos	 y	 servicios	 que	 les
ofertan.
f)	El	principio	de	veracidad
Dicho	postulado	o	proposición	plantea	que	el	Estado	asegure	la	autoridad	y
realidad	 absoluta	 de	 la	 información	 que	 el	 proveedor	 trasmite	 a	 los
consumidores	 y	 usuarios	 en	 relación	 con	 las	 calidades,	 propiedades	 o
características	de	los	productos	y	servicios	que	las	ofertan.
g)	El	principio	indubio	pro	consumidor
Dicho	postulado	o	proposición	plantea	que	los	operadores	administrativos
o	 jurisdiccionales	 del	 Estado	 realicen	 una	 interpretación	 de	 las	 normas
legales	 en	 términos	 favorables	 al	 consumidor	 o	 usuarios	 en	 caso	 de	 duda
insalvable	 sobre	 el	 sentido	 de	 las	 mismas.	 En	 puridad,	 alude	 a	 una
proyección	del	principio	pro	consumidor.
h)	El	principio	pro	asociativo
Dicho	 postulado	 o	 proposición	 plantea	 que	 se	 facilite	 la	 creación	 y
actuación	 de	 asociaciones	 de	 consumidores	 o	 usuarios,	 a	 efectos	 de	 que
estos	puedan	defender	corporativamente	sus	intereses.
En	 función	 de	 la	 proyección	 normativa	 de	 los	 principios	 anteriormente
reseñados	 u	 otros	 sobre	 la	 materia,	 se	 aprecia,	 en	 concreto,	 que	 en	 el
artículo	 65	 de	 la	 Constitución	 aparecen	 las	 dos	 obligaciones	 estaduales
siguientes:
-	 Garantizar	 el	 derecho	 a	 la	 información	 sobre	 los	 bienes	 y	 servicios	 que
están	a	su	disposición	en	el	mercado.	Ello	implica	la	consignación	de	datos
veraces,	suficientes,	apropiados	y	fácilmente	accesibles.
-	 Velar	 por	 la	 salud	 y	 la	 seguridad	 de	 las	 personas	 en	 su	 condición	 de
consumidores	o	usuarios.	Ello	 implica	que	se	asegure	que	 los	productos	y
servicios	 ofertados	 en	 el	 mercado	 deben	 ser	 tales	 que,	 utilizados	 en
condiciones	 normales	 o	 previsibles,	 no	 pongan	 en	 peligro	 la	 salud	 y
seguridad	de	 los	 consumidores	 o	 usuarios.”	 (T.	 C,	 Exp.	 3315-2004-AA/TC,
jun.	29/05.	Pres.	Alva	Orlandini)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Las	 normas	 de	 protección	 al	 consumidor	 se
interpretan	 desde	 una	 perspectiva	 tuitiva	 del	 consumidor.	 “(…)	 las
normas	 de	 protección	 al	 consumidor	 deben	 ser	 interpretadas	 desde	 una
perspectiva	tuitiva	hacia	el	consumidor,	esto	es,	pro	consumidor.	Asimismo,
conforme	a	lo	expuesto	previamente,	la	finalidad	del	sistema	de	protección
al	 consumidor,	 consistente	 en	 corregir	 la	 asimetría	 informativa	 entre
consumidores	y	proveedores,	debe	orientar	la	interpretación	de	las	normas
de	protección	al	 consumidor.	 (...)”.	 (TDC,	R.	2188-2011/SC2-Indecopi,	 ago.
18/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	buena	fe	exige	salvaguardar	 los	 intereses
ajenos	sin	sacrificar	el	propio	interés.	“Uno	de	los	principios	recogidos	en
el	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor	es	el	principio	de	buena
fe,	 según	 el	 cual	 en	 la	 actuación	 en	 el	 mercado	 los	 consumidores	 y
proveedores	deben	guiar	 su	 conducta	 conforme	a	 la	buena	 fe,	 confianza	y
lealtad.	Ello	quiere	decir	que	entre	las	partes	de	una	relación	de	consumo	la
buena	 fe	 debe	 ser	 considerada	 como	 el	 comportamiento	 dirigido	 a
salvaguardar	los	intereses	o	la	esfera	jurídica	ajena	(sin	que	ello,	claro	está,
importe	 un	 sacrificio	 del	 propio	 interés)	 o	 también	 como	 el	 deber	 de	 leal
colaboración	necesaria	para	garantizar	la	validez	y	eficacia	del	contrato.
15.	 Un	 consumidor	 esperaría	 que,	 estando	 próximo	 el	 cumplimiento	 del
plazo	establecido	en	un	 contrato	para	 la	 aprobación	de	un	 financiamiento
vehicular,	 si	 el	 proveedor	 detectara	 que	 los	 documentos	 que	 hubiera
presentado	no	fuesen	suficientes	para	poder	evaluar	un	crédito	vehicular	a
su	 favor,	 se	 le	 comunique	 oportunamente	 tal	 hecho	 de	 manera	 que	 sea
posible	 subsanar	 los	 posibles	 defectos	 u	 omisiones.	 Contrariamente,	 un
consumidor	no	esperaría	que	una	vez	vencido	el	plazo	del	contrato	recién	se
le	 informe	 que	 su	 crédito	 no	 fue	 evaluado	 ni	 mucho	 menos	 que	 no	 fue
aprobado	 precisamente	 por	 falta	 o	 defecto	 de	 los	 requisitos	 solicitados,
pues	 hacer	 ello	 implicaría	 generar	 una	 expectativa	 en	 el	 consumidor	 de
haber	 reunido	 los	 requisitos	mínimos	 indispensables	 para	 una	 evaluación
crediticia.”	 (Indecopi,	 R.	 0895-2012/SC2-Indecopi,	 mar.	 28/2012.	 Pres.
Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Quienes	 adquieren	 taxis	 son	 considerados
consumidores	 si	 le	 dan	 un	 uso	mixto	 al	 vehículo.	 “10.	 El	 precedente	 de
observancia	obligatoria	dictado	en	la	Resolución	101-96/TDC-Indecopi	a	la
luz	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor,	 señalaba	 que	 la	 sala	 debía
reconocer	que	podía	enfrentarse	a	zonas	grises,	en	las	que	no	sería	sencillo
determinar	con	toda	precisión	el	uso	dado	a	un	bien,	por	ejemplo,	el	caso	de
quien	adquiere	un	bien	para	 su	uso	 simultáneo	 como	consumidor	y	 como
proveedor:	el	padre	de	familia	que	utiliza	el	automóvil	familiar	como	taxi	en
sus	horas	 libres	o	 la	madre	de	 familia	que	usa	una	máquina	de	coser	para
prestar	el	servicio	de	confección	de	vestidos.
11.	Es	por	tales	motivos	que	este	colegiado	considera	que	es	absolutamente
admisible	 la	 posibilidad	 que	 algunos	 productos	 y/o	 servicios	 puedan	 ser
sometidos	a	un	uso	mixto,	es	decir,	empresarial	y	particular.
12.	 El	 código	 expresamente	 señala	 que	 en	 caso	 de	 duda	 sobre	 el	 destino
final	de	determinado	producto	o	servicio,	se	calificará	consumidor	a	quien
lo	adquiere	o	utiliza.	Ello	quiere	decir	que	en	el	 caso	que	un	bien	que	sea
empleado	para	 el	 uso	personal	 o	 familiar	 y	 a	 la	 vez	para	uno	 comercial	 o
industrial,	deberá	calificarse	al	usuario	como	consumidor.
13.	Lo	dicho,	se	encuentra	en	concordancia	con	el	numeral	2	del	artículo	V
del	 código,	 el	 cual	 establece	 que	 las	 normas	 de	 protección	 al	 consumidor
deben	ser	interpretadas	desde	una	perspectiva	tuitiva	hacia	el	consumidor.
En	 atención	 a	 ello	 y	 dado	 que	 la	 finalidad	 del	 sistema	 de	 protección	 al
consumidor	 consiste	 en	 corregir	 la	 asimetría	 informativa	 entre
consumidores	 y	 proveedores,	 en	 tanto	 no	 se	 acredite	 que	 un	 producto	 o
servicio	 pasible	 de	 uso	 mixto	 ha	 sido	 destinado	 exclusivamente	 a	 una
actividad	 empresarial,	 deberá	 considerarse	 que	 el	 usuario	 es	 un
consumidor.
14.	De	 esta	 forma,	 se	 logra	 evitar	que	 actividades	 accesorias	priven	 a	 los
destinatarios	 finales	 de	 protección,	 y	 se	 cumple	 con	 la	 tutela	 efectiva	 que
deben	tener	los	consumidores	ante	situaciones	de	asimetría	informativa.
15.	Ahora	bien,	para	determinar	si	un	producto	o	servicio	puede	tener	un
uso	mixto,	es	necesario	 realizar	un	análisis	 caso	por	caso,	evaluando	si	de
acuerdo	 a	 las	 características	 y	 naturaleza	del	 bien	o	producto,	 este	puede
configurar	un	uso	mixto.
16.	Así,	en	el	caso	de	los	bienes	cuyas	características	permitan	inferir	que
su	 uso	 es	 destinado	 normalmente	 al	 ámbito	 personal	 y/o	 familiar	 -	 por
ejemplo	 la	adquisición	de	un	automóvil	para	trasladar	al	denunciante	y	su
familia	y	accesoriamente	para	brindar	el	servicio	de	taxi,	 la	adquisición	de
un	equipo	de	cómputo	que	sirva	para	realizar	actividades	personales	y	que,
eventualmente,	 sirva	 para	 realizar	 trabajos	 a	 terceros,	 se	 considerará	 al
denunciante	como	consumidor	protegido,	salvo	prueba	en	contrario,	para	lo
cual	serán	de	gran	importancia	los	medios	probatorios	que	se	aporten	en	el
expediente.
17.	 En	 caso	 contrario,	 cuando	 se	 trate	 de	 bienes	 que	 de	 acuerdo	 a	 sus
características	sean	destinados	normalmente	a	formar	parte	de	actividades
económicas	o	empresariales	 -	por	ejemplo	el	caso	de	un	tractor,	una	grúa,
un	 ómnibus	 interprovincial,	 no	 será	 de	 aplicación	 la	 presunción	 antes
señalada.
18.	 La	 sala	 considera	 que	 es	 importante	 precisar	 que	 no	 se	 tomará	 en
cuenta	el	carácter	cuantitativo	a	fin	de	evaluar	el	uso	mixto	de	un	bien,	de
tal	manera	el	denunciante	no	deberá	demostrar	en	un	determinado	caso	la
proporción	 de	 uso	 personal	 o	 comercial	 que	 dio	 a	 un	 bien	 a	 fin	 de	 ser
calificado	 como	 consumidor”.	 (Indecopi,	 R.	 3591-2012/SPC-Indecopi,	 dic.
11/2012.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Cuando	 un	 bien	 es	 empleado	 para	 el	 uso
personal	 o	 familiar	 y,	 a	 la	 vez,	 para	 uno	 comercial	 o	 industrial,	 debe
calificarse	 al	 usuario	 como	 consumidor.	 “10.	 Esta	 definición	 legislativa
referida	a	quien	es	considerado	consumidor,	tiene	por	finalidad	permitir	el
acceso	 al	 sistema	 de	 protección	 al	 consumidor	 a	 los	 sujetos	 que	 se
encuentran	en	asimetría	 informativa	 frente	a	 los	proveedores	 respecto	de
los	productos	o	servicios	adquiridos	en	el	mercado.	(...).
12.	 Al	 respecto,	 este	 colegiado	 es	 de	 la	 opinión	 de	 que	 a	 menudo	 se
presentan	 situaciones	 en	 las	 cuales	 una	 persona	 natural	 destina
eventualmente	algún	bien	de	uso	personal	para	un	uso	comercial;	es	decir,
le	da	un	uso	mixto,	 lo	que	no	significa	que	dicha	situación	 lo	enerve	de	 la
calidad	 de	 consumidor	 protegido	 que	 posee.	 En	 efecto,	 el	 código
expresamente	 señala	 que	 en	 caso	 de	 duda	 sobre	 el	 destino	 final	 de
determinado	 producto	 o	 servicio,	 se	 calificará	 consumidor	 a	 quien	 lo
adquiere	 o	 utiliza,	 de	 allí	 que	 cuando	 un	 bien	 es	 empleado	 para	 el	 uso
personal	 o	 familiar	 y	 a	 la	 vez	 para	 uno	 comercial	 o	 industrial,	 deberá
calificarse	al	usuario	como	consumidor.
13.	 El	 código	 expresamente	 señala	 que	 en	 caso	 de	 duda	 sobre	 el	 destino
final	de	determinado	producto	o	servicio,	se	calificará	consumidor	a	quien
lo	adquiere	o	utiliza.	Es	decir,	en	caso	de	un	bien	que	sea	empleado	para	el
uso	personal	 o	 familiar	 y	 a	 la	 vez	para	uno	 comercial	 o	 industrial,	 deberá
calificarse	al	usuario	como	consumidor.
14.	Lo	dicho,	se	encuentra	en	concordancia	con	el	numeral	2	del	artículo	V
del	 código,	 el	 cual	 establece	 que	 las	 normas	 de	 protección	 al	 consumidor
deben	ser	interpretadas	desde	una	perspectiva	tuitiva	hacia	el	consumidor.
En	 atención	 a	 ello	 y	 dado	 que	 la	 finalidad	 del	 sistema	 de	 protección	 al
consumidor	 consiste	 en	 corregir	 la	 asimetría	 informativa	 entre
consumidores	 y	 proveedores,	 en	 tanto	 no	 se	 acredite	 que	 un	 producto	 o
servicio	 pasible	 de	 uso	 mixto	 ha	 sido	 destinado	 exclusivamente	 a	 una
actividad	 empresarial,	 deberá	 considerarse	 que	 el	 usuario	 es	 un
consumidor.	De	esta	forma,	se	logra	evitar	que	actividades	accesorias	priven
a	 los	destinatarios	 finales	de	protección,	y	se	cumple	con	 la	 tutela	efectiva
que	 deben	 tener	 los	 consumidores	 ante	 situaciones	 de	 asimetría
informativa.
15.	Ahora	bien,	para	determinar	si	un	producto	o	servicio	puede	tener	un
uso	mixto,	es	necesario	 realizar	un	análisis	 caso	por	caso,	evaluando	si	de
acuerdo	 a	 las	 características	 y	 naturaleza	del	 bien	o	producto,	 este	puede
configurar	un	uso	mixto.
16.	Así,	en	el	caso	de	los	bienes	cuyas	características	permitan	inferir	que
su	 uso	 es	 destinado	 normalmente	 al	 ámbito	 personal	 y/o	 familiar	 -	 por
ejemplo	 la	adquisición	de	un	automóvil	para	trasladar	al	denunciante	y	su
familia	y	accesoriamente	para	brindar	el	servicio	de	taxi,	se	considerará	al
denunciante	como	consumidor	protegido,	salvo	prueba	en	contrario.
17.	 La	 sala	 considera	 que	 es	 importante	 precisar	 que	 no	 se	 tomará	 en
cuenta	el	carácter	cuantitativo	a	fin	de	evaluar	el	uso	mixto	de	un	bien,	de
tal	manera	el	denunciante	no	deberá	demostrar	en	un	determinado	caso	la
proporción	 de	 uso	 personal	 o	 comercial	 que	 dio	 a	 un	 bien	 a	 fin	 de	 ser
calificado	 como	 consumidor”.	 (Indecopi,	 R.	 0059-2014/SPC-Indecopi,	 ene.
13/2014.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	VI.—Políticas	públicas.
1.	El	Estado	protege	la	salud	y	seguridad	de	los	consumidores	a	través	de
una	 normativa	 apropiada	 y	 actualizada,	 fomentando	 la	 participación	 de
todos	 los	 estamentos	 públicos	 o	 privados.	 Para	 tal	 efecto,	 promueve	 el
establecimiento	 de	 las	 normas	 reglamentarias	 para	 la	 producción	 y
comercialización	 de	 productos	 y	 servicios	 y	 fiscaliza	 su	 cumplimiento	 a
través	de	los	organismos	competentes.
2.	 El	 Estado	 garantiza	 el	 derecho	 a	 la	 información	 de	 los	 consumidores
promoviendo	que	el	 sector	público	 respectivo	y	el	 sector	privado	 faciliten
mayores	 y	 mejores	 espacios	 e	 instrumentos	 de	 información	 a	 los
consumidores	a	fin	de	hacer	más	transparente	el	mercado;	y	vela	por	que	la
información	 sea	 veraz	 y	 apropiada	 para	 que	 los	 consumidores	 tomen
decisiones	de	consumo	de	acuerdo	con	sus	expectativas.
3.	 El	 Estado	 orienta	 sus	 acciones	 a	 defender	 los	 intereses	 de	 los
consumidores	contra	aquellas	prácticas	que	afectan	sus	legítimos	intereses
y	que	en	su	perjuicio	distorsionan	el	mercado;	y	busca	que	ellos	tengan	un
rol	 activo	 en	 el	 desarrollo	 del	 mercado,	 informándose,	 comparando	 y
premiando	con	su	elección	al	proveedor	leal	y	honesto,	haciendo	valer	sus
derechos	 directamente	 ante	 los	 proveedores	 o	 ante	 las	 entidades
correspondientes.
4.	El	Estado	reconoce	la	vulnerabilidad	de	los	consumidores	en	el	mercado
y	en	las	relaciones	de	consumo,	orientando	su	labor	de	protección	y	defensa
del	 consumidor	 con	especial	 énfasis	 en	quienes	 resulten	más	propensos	a
ser	 víctimas	 de	 prácticas	 contrarias	 a	 sus	 derechos	 por	 sus	 condiciones
especiales,	como	es	el	caso	de	las	gestantes,	niñas,	niños,	adultos	mayores	y
personas	con	discapacidad	así	como	los	consumidores	de	las	zonas	rurales	o
de	extrema	pobreza.
5.	El	Estado	 formula	programas	de	educación	escolar	y	capacitación	para
los	 consumidores,	 a	 fin	 de	 que	 conozcan	 sus	 derechos	 y	 puedan	discernir
sobre	los	efectos	de	sus	decisiones	de	consumo,	debiendo	formar	ello	parte
del	 currículo	 escolar.	 Para	 tal	 efecto,	 brinda	 asesoría	 al	 consumidor	 y
capacita	 a	 los	 docentes,	 implementando	 los	 sistemas	que	 sean	necesarios.
Asimismo,	 puede	 realizar	 convenios	 con	 instituciones	 públicas	 o	 privadas
con	el	fin	de	coordinar	actividades	a	favor	del	desarrollo	de	los	derechos	de
los	consumidores.
6.	El	Estado	garantiza	mecanismos	eficaces	y	expeditivos	para	 la	solución
de	conflictos	entre	proveedores	y	consumidores.	Para	tal	efecto,	promueve
que	 los	 proveedores	 atiendan	 y	 solucionen	 directa	 y	 rápidamente	 los
reclamos	 de	 los	 consumidores,	 el	 uso	 de	 mecanismos	 alternativos	 de
solución	 como	 la	 mediación,	 la	 conciliación	 y	 el	 arbitraje	 de	 consumo
voluntario,	 y	 sistemas	de	autorregulación;	 asimismo,	 garantiza	el	 acceso	a
procedimientos	administrativos	y	judiciales	ágiles,	expeditos	y	eficaces	para
la	 resolución	de	conflictos	y	 la	 reparación	de	daños.	 Igualmente,	 facilita	el
acceso	a	las	acciones	por	intereses	colectivos	y	difusos.
7.	El	Estado	promueve	la	participación	ciudadana	y	la	organización	de	los
consumidores	 en	 la	 protección	 y	 defensa	 de	 sus	 derechos.	 En	 tal	 sentido,
estimula	la	labor	que	desarrollan	las	asociaciones	de	consumidores,	a	fin	de
que	contribuyan	al	mejor	funcionamiento	y	a	la	conformación	de	relaciones
equilibradas	de	consumo.
8.	El	Estado	procura	y	promueve	una	cultura	de	protección	al	consumidor	y
comportamiento	acorde	con	la	buena	fe	de	los	proveedores,	consumidores,
asociaciones	de	 consumidores,	 sus	 representantes,	 y	 la	 función	protectora
de	 los	 poderes	 públicos,	 para	 asegurar	 el	 respeto	 y	 pleno	 ejercicio	 de	 los
derechos	 reconocidos	 en	 el	 presente	 código,	 privilegiando	 el	 acceso	 a	 la
educación,	la	divulgación	de	los	derechos	del	consumidor	y	las	medidas	en
defensa	del	consumidor.
9.	 El	 Estado	 promueve	 el	 consumo	 libre	 y	 sostenible	 de	 productos	 y
servicios,	mediante	el	incentivo	de	la	utilización	de	las	mejores	prácticas	de
comercialización	y	 la	adecuación	de	 la	normativa	que	 favorezca	su	diseño,
producción	y	distribución,	con	sujeción	a	la	normativa	ambiental.
10.	 El	 Estado	 promueve	 la	 calidad	 en	 la	 producción	 de	 bienes	 y	 en	 la
prestación	de	servicios	a	fin	de	que	estos	sean	idóneos	y	competitivos.	Con
esta	 finalidad,	 impulsa	y	apoya	el	desarrollo	de	 la	normalización,	a	efectos
de	obtener	los	mejores	estándares	en	beneficio	y	bienestar	del	consumidor.
11.	El	Estado	orienta	sus	acciones	para	que	la	protección	al	consumidor	sea
una	 política	 transversal	 que	 involucre	 a	 todos	 los	 poderes	 públicos,	 así
como	 a	 la	 sociedad,	 y	 tenga	 una	 cobertura	 nacional	 que	 asegure	 a	 toda
persona	 el	 acceso	 a	 los	mecanismos	 de	 protección	 de	 sus	 derechos,	 en	 el
marco	del	Sistema	Nacional	Integrado	de	Protección	al	Consumidor.
12.	 En	 materia	 de	 productos	 de	 salud,	 el	 Estado	 promueve	 el	 acceso
universal	a	los	productos	de	salud	como	política	pública	de	atención	integral
de	 la	 salud	 pública,	 con	 especial	 incidencia	 en	 las	 poblaciones	 menos
favorecidas	 económicamente.	 Dicta	 y	 adopta	 medidas	 que	 garanticen	 el
acceso	a	los	medicamentos	y	dispositivos	médicos	esenciales.
JURISPRUDENCIA.—Los	derechos	de	acceso	al	mercado	y	el	derecho	a	la
asociación	 en	 pro	 de	 la	 defensa	 corporativa	 de	 los	 consumidores	 y
usuarios	forman	parte	del	repertorio	constitucional.	“En	ese	contexto,	los
derechos	de	acceso	al	mercado,	la	libertad	de	elección	e	igualdad	de	trato,	el
derecho	 a	 la	 asociación	 en	 pro	 de	 la	 defensa	 corporativa	 de	 los
consumidores	 y	 usuario,	 la	 protección	 de	 los	 intereses	 económicos,	 el
derecho	 a	 la	 reparación	 por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 y	 al	 derecho	 a	 la
pluralidad	de	oferta	forman	parte	del	repertorio	constitucional.”	(T.	C,	Exp.
3315-2004-AA/TC,	jun.	29/05.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Los	 límites	 a	 la	 libre	 competencia.	 “(…)	 16.	 El
concepto	 de	 libre	 competencia	 al	 que	 apunta	 la	 Constitución	 Política	 del
Perú	se	adscribe	al	cuadro	más	amplio	de	 la	 libertad	económica.	Como	tal
supone	dos	aspectos	esenciales:
a)	 La	 libertad	 de	 acceso	 al	 mercado	 por	 parte	 de	 los	 diversos	 agentes
económicos.
b)	La	libertad	de	iniciativa	o	actuación	dentro	del	mercado.
Desde	la	primera	perspectiva,	queda	claro	que	quien	tiene	la	capacidad	de
producir	 un	 bien	 o	 prestar	 un	 servicio,	 debe	 acceder	 al	 mercado	 en
condiciones	 autodeterminativas,	 esto	 es,	 sin	 que	 nadie	 (ni	 el	 Estado	 ni	 el
resto	 de	 agentes	 económicos)	 pueda	 impedir	 o	 restringir	 dicha
participación.
Desde	 la	 segunda	 perspectiva,	 es	 evidente	 que	 tras	 haberse	 accedido	 al
mercado,	 se	 debe	 gozar	 de	 la	 suficiente	 capacidad	 de	 autodeterminación
para	 competir	 conforme	a	 las	propias	 condiciones	 y	 variables	 económicas
impuestas	por	la	llamada	ley	de	la	oferta	y	la	demanda.
17.	 Configurada	 en	 la	 forma	descrita,	 la	 libre	 competencia	 aparecería,	 en
principio,	 como	 una	 libertad	 presuntamente	 ilimitada	 en	 tanto	 la
competencia	misma	 es	 en	 esencia	 un	 fenómeno	de	 la	 realidad	 (Cfr.	 Rubio
Correa,	 Marcial.	 “Estudio	 de	 la	 Constitución	 Política	 de	 1993”.	 PUCP,	 1.a
Edición,	Lima,	1999,	pág.	243).	Ocurre,	sin	embargo,	que	el	hecho	de	que	tal
fenómeno	responda	a	circunstancias	de	suyo	 fácticas	no	significa	 tampoco
que	no	existan	o	no	puedan	darse	desde	el	Derecho	elementales	criterios	de
limitación.
Dentro	 de	 tal	 contexto,	 no	 se	 trata	 naturalmente	 de	 que	 el	 Derecho
intervenga	con	el	objeto	de	alterar	las	reglas	propias	del	mercado,	sino	más
bien	(y	en	eso	reside	su	intervención)	de	garantizar	que	este	funcione	de	la
manera	más	correcta	y	efectiva	y	que	a	su	vez	ofrezca	la	garantía	de	que	las
propias	 condiciones	 de	 libre	 competencia	 que	 la	 Constitución	 presupone,
estén	siendo	realmente	cumplidas.	Intervenciones	en	el	ámbito	de	acceso	al
mercado	 pueden	 darse,	 por	 ejemplo,	 cuando	 el	 producto	 o	 servicio	 que
pueda	 ser	ofertado	no	 se	encuentre	permitido	por	 la	 ley.	Por	el	 contrario,
intervenciones	 en	 el	 ámbito	 de	 la	 autodeterminación	 dentro	 del	mercado
pueden	 darse,	 cuando	 tras	 la	 puesta	 en	movimiento	 de	 las	 propias	 reglas
que	 lo	 caracterizan,	 se	 generen	 situaciones	 distorsionantes	 de	 la	 libre
competencia,	como	sucede	con	los	monopolios	o	las	prácticas	dominantes.”
(TC,	Exp.	3315-2004-AA/TC,	jun.	29/05.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Municipalidades	 autorizan	 la	 ubicación	 e
instalación	 de	 paneles	 publicitarios,	 pero	 no	 el	 contenido	 publicitario,
que	es	competencia	del	Indecopi.	“En	tal	sentido,	aplicando	dicho	método
interpretativo	 a	 las	 normas	 que	 se	 ha	 hecho	 referencia	 en	 las
consideraciones	 precedentes,	 se	 puede	 establecer	 que	 si	 bien	 la
municipalidad	 resulta	 ser	 la	 autoridad	 local	 competente	 para	 autorizar	 la
ubicación	 e	 instalación	 de	 avisos	 luminosos,	 publicidad	 comercial	 y
propaganda	política	–entiéndase	elementos	o	paneles	publicitarios–	en	 los
ámbitos	 territoriales	 de	 su	 competencia,	 tal	 atribución	 en	 cambio,	 no
alcanza	 al	 contenido	 publicitario	 o	 leyenda	 de	 aquellos	 elementos	 –los
anuncios	propiamente	dichos–,	 los	 cuales	 solo	 están	 sujetos	 al	 control	 del
Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	Intelectual	-	 Indecopi”.	(CS,	Cas.	4289-2010-Lima,	 jun.	06/2012.
V.	P.	Chumpitaz	Rivera)
TÍTULO	I
DERECHOS	DE	LOS	CONSUMIDORES	Y	RELACIÓN
CONSUMIDOR	-	PROVEEDOR
CAPÍTULO	I
DERECHOS	DE	LOS	CONSUMIDORES
Ley	29571.
ART.	1°.—Derechos	de	los	consumidores
1.1.	En	los	términos	establecidos	por	el	presente	código,	los	consumidores
tienen	los	siguientes	derechos:
a.	 Derecho	 a	 una	 protección	 eficaz	 respecto	 de	 los	 productos	 y	 servicios
que,	 en	 condiciones	 normales	 o	 previsibles,	 representen	 riesgo	 o	 peligro
para	la	vida,	salud	e	integridad	física.
b.	Derecho	a	acceder	a	información	oportuna,	suficiente,	veraz	y	fácilmente
accesible,	 relevante	 para	 tomar	 una	 decisión	 o	 realizar	 una	 elección	 de
consumo	 que	 se	 ajuste	 a	 sus	 intereses,	 así	 como	 para	 efectuar	 un	 uso	 o
consumo	adecuado	de	los	productos	o	servicios.
c.	 Derecho	 a	 la	 protección	 de	 sus	 intereses	 económicos	 y	 en	 particular
contra	 las	 cláusulas	 abusivas,	 métodos	 comerciales	 coercitivos,	 cualquier
otra	 práctica	 análoga	 e	 información	 interesadamente	 equívoca	 sobre	 los
productos	o	servicios.
d.	Derecho	a	un	trato	justo	y	equitativo	en	toda	transacción	comercial	y	a
no	 ser	 discriminados	 por	 motivo	 de	 origen,	 raza,	 sexo,	 idioma,	 religión,
opinión,	condición	económica	o	de	cualquier	otra	índole.
e.	Derecho	a	la	reparación	o	reposición	del	producto,	a	una	nueva	ejecución
del	servicio,	o	en	los	casos	previstos	en	el	presente	código,	a	la	devolución
de	la	cantidad	pagada,	según	las	circunstancias.
f.	 Derecho	 a	 elegir	 libremente	 entre	 productos	 y	 servicios	 idóneos	 y	 de
calidad,	conforme	a	la	normativa	pertinente,	que	se	ofrezcan	en	el	mercado
y	a	ser	informados	por	el	proveedor	sobre	los	que	cuenta.
g.	 A	 la	 protección	 de	 sus	 derechos	 mediante	 procedimientos	 eficaces,
céleres	o	ágiles,	 con	 formalidades	mínimas,	gratuitos	o	no	costosos,	 según
sea	 el	 caso,	 para	 la	 atención	 de	 sus	 reclamos	 o	 denuncias	 ante	 las
autoridades	competentes.
h.	 Derecho	 a	 ser	 escuchados	 de	 manera	 individual	 o	 colectiva	 a	 fin	 de
defender	sus	intereses	por	intermedio	de	entidades	públicas	o	privadas	de
defensa	 del	 consumidor,	 empleando	 los	 medios	 que	 el	 ordenamiento
jurídico	permita.
i.	 Derecho	 a	 la	 reparación	 y	 a	 la	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios
conforme	a	las	disposiciones	del	presente	código	y	a	la	normativa	civil	sobre
la	materia.
j.	Derecho	 a	 asociarse	 con	 el	 fin	 de	proteger	 sus	 derechos	 e	 intereses	 de
manera	colectiva	en	el	marco	de	las	relaciones	de	consumo.
k.	Derecho	al	pago	anticipado	o	prepago	de	los	saldos	en	toda	operación	de
crédito,	 en	 forma	 total	 o	 parcial,	 con	 la	 consiguiente	 reducción	 de	 los
intereses	 compensatorios	 generados	 al	 día	 de	 pago	 y	 liquidación	 de
comisiones	y	gastos	derivados	de	las	cláusulas	contractuales	pactadas	entre
las	partes,	sin	que	les	sean	aplicables	penalidades	de	algún	tipo	o	cobros	de
naturaleza	o	efecto	similar.
1.2	La	enumeración	de	los	derechos	establecidos	no	excluye	los	demás	que
este	código	garantiza	ni	los	reconocidos	en	leyes	especiales.
1.3	Es	nula	la	renuncia	a	los	derechos	reconocidos	por	la	presente	norma,
siendo	nulo	todo	pacto	en	contrario.
Const.
ART.	 65.—El	 Estado	 defiende	 el	 interés	 de	 los	 consumidores	 y	 usuarios.
Para	 tal	 efecto	 garantiza	 el	 derecho	 a	 la	 información	 sobre	 los	 bienes	 y
servicios	que	se	encuentran	a	su	disposición	en	el	mercado.	Asimismo	vela,
en	particular,	por	la	salud	y	la	seguridad	de	la	población.
JURISPRUDENCIA.—Derechos	 de	 las	 empresas	 versus	 derechos	 del
consumidor:	 la	 defensa	 de	 los	 consumidores	 no	 es	 solamente	 un
principio	 jurídico	 de	 alcances	 generales,	 sino	 también	 un	 auténtico	 e
inobjetable	 derecho	 constitucional.	 “(…)	 19.	 Es	 necesario	 precisar	 que
aunque	 la	decisión	 cuestionada	 se	ha	basado	en	aspectos	vinculados	a	 los
derechos	 correspondientes	 a	 las	 empresas	 involucradas	 en	 el	 presente
litigio,	probablemente	en	la	idea	de	que	es	solo	su	esfera	de	intereses	la	que
se	 habría	 transgredido,	 de	 lo	 que	 aparece	 descrito	 en	 la	 demanda,	 en	 la
contestación	 y	 en	 los	 propios	 contenidos	 del	 pronunciamiento
administrativo	 aquí	 referido,	 se	 advierte	 que	 no	 solo	 se	 trataría	 de	 un
problema	cuyos	protagonistas	son	las	empresas	como	agentes	del	mercado,
sino	de	un	caso	en	el	que	los	ciudadanos	consumidores	son	inevitablemente
partícipes.
20.	Este	colegiado	considera	que	aunque	suele	ser	común	que	muchos	de
los	problemas	vinculados	a	 la	defensa	de	 los	derechos	 constitucionales	de
naturaleza	 económica	 sean	 enfocados	 únicamente	 desde	 la	 óptica	 de
quienes	corporativamente	o	en	calidad	de	empresas	ofertantes	de	bienes	o
servicios	 participan	 en	 el	 mercado,	 resulta	 bastante	 cuestionable	 que	 tan
arraigada	 orientación	 desemboque	 en	 una	 posición	 donde	 la	 perspectivas
de	 los	 consumidores	 o	 usuarios	 resulten	 minimizadas	 o	 simplemente
ignoradas.
Es	inobjetable	que	por	mandato	de	los	artículos	3°	y	43	de	la	Constitución
se	consagra	la	existencia	de	un	Estado	social	y	democrático	de	Derecho,	en
donde	los	componentes	de	participación	en	búsqueda	del	bienestar	general
y	 el	 equilibrio	 ponderado	 de	 los	 agentes	 económicos	 no	 pueden	 ser
ignorados.
De	ahí	que	si	los	destinatarios	finales	de	los	bienes	y	servicios	que	proveen
las	 empresas	 son	 inobjetablemente	 los	 consumidores,	 las	 controversias
generadas	 entre	 ellas	 y	 que	 incidan	 en	 dichos	 protagonistas,	 deben	 ser
enfocadas	 en	 dirección	 a	 la	 defensa	 o	 protección	 que	 la	 propia	 norma
fundamental	se	encarga	de	reconocer.
21.	 Conviene	 puntualizar	 que	 una	 toma	 de	 posición	 como	 la	 descrita	 se
basa	en	el	hecho	de	que	la	defensa	de	los	consumidores	no	es	solamente,	y
como	 se	 ha	 señalado	 anteriormente,	 un	 principio	 jurídico	 de	 alcances
generales,	sino	también	un	auténtico	e	inobjetable	derecho	constitucional.
Por	 ende,	 cuando	 se	 plantean	 controversias	 donde	 se	 ven	 afectados	 los
intereses	que	vinculan	a	los	consumidores	o	usuarios,	existe	la	necesidad	de
que	el	 juzgador	constitucional	pondere	las	cosas	de	forma	suficientemente
integral	 o	 acorde	 con	 el	 enfoque	 que	 la	 propia	 norma	 constitucional
auspicia.”	(T.	C,	Exp.	3315-2004-AA/TC,	jun.	29/05.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Los	 consumidores,	 como	 propietarios,	 son	 los
únicos	 que	 pueden	 decidir	 acerca	 del	 destino	 de	 los	 envases.“(…)	 Para
arribar	a	dicha	conclusión,	este	colegiado	asume	que	son	los	consumidores
de	 un	 producto	 quienes,	 tras	 haberlos	 adquirido	 libremente	 en	 el	 tráfico
comercial,	 se	convierten	en	propietarios	absolutos	del	envase	o	recipiente
que	lo	contenía	y,	por	lo	tanto,	son	los	únicos	que	pueden	decidir	acerca	de
la	 utilidad	 que	 le	 otorgan	 o	 el	 destino	 que	 le	 imponen	 dentro	 o	 fuera	 del
mismo	tráfico	comercial	en	el	que	 lo	adquieran,	resultando	 inadmisible	en
dicho	 contexto	 que,	 por	 intereses	 comerciales	 que	 no	 son	 de	 su
incumbencia,	se	pretenda	privarlos	de	una	libertad	tan	elemental	como	es	la
libre	disposición	de	su	propiedad.
(…)
f)	 Queda	 claro,	 en	 todo	 caso,	 que	 el	 rol	 de	 consumidor	 es	 para	 ser
desempeñado	como	tal,	al	igual	que	el	de	propietario	forzoso	de	los	bienes
que	 acompañaron	 al	 producto	 consumido.	 En	 ese	 sentido,	 la	 facultad	 de
libre	disposición	a	 la	que	se	 refiere	este	 tribunal	no	es	para	comercializar
los	 envases	 con	 fines	 lucrativos,	 sino	 con	 propósitos	 estrictamente
personales	de	uso	y	libre	disposición.	Por	consiguiente,	no	es	igual	que	los
consumidores	decidan	usar	o	vender	los	envases	o	recipientes	en	tanto	son
de	s	u	propiedad	(lo	que	es	absolutamente	lícito),	que	decidir	ellos	mismos
comercializar	con	productos	nuevos	en	su	interior	como	si	se	tratara	de	otro
que	se	desea	 introducir	en	el	mercado.”	(T.	C,	Exp.	3315-2004-AA/TC,	 jun.
29/05.	Pres.	Alva	Orlandini)
JURISPRUDENCIA.—Son	 los	 consumidores,	 y	 no	 los	 proveedores,	 los
propietarios	de	los	envases	o	las	botellas.	“(...)	Que	en	efecto,	en	la	STC	N°
3315-2004-AA/TC	 (caso	 Agua	 Pura	 Rovic)	 el	 Tribunal	 Constitucional
asumió	 que	 son	 los	 consumidores	 de	 un	 producto	 –y	 no	 los	 proveedores,
como	 es	 el	 caso	 de	 la	 recurrente–	 quienes,	 tras	 haberlos	 adquirido
libremente	en	el	 tráfico	comercial,	se	convierten	en	propietarios	absolutos
del	envase	o	 recipiente	que	 lo	 contenía	y,	por	 lo	 tanto,	 son	 los	únicos	que
pueden	 decidir	 acerca	 de	 la	 utilidad	 que	 le	 otorgan	 o	 el	 destino	 que	 le
imponen	dentro	o	fuera	del	mismo	tráfico	comercial	en	el	que	lo	adquieran,
resultando	 inadmisible	 en	 dicho	 contexto	 que,	 por	 intereses	 comerciales
que	 no	 son	 de	 su	 incumbencia,	 se	 pretenda	 privarlos	 de	 una	 libertad	 tan
elemental	 como	 es	 la	 libre	 disposición	 de	 su	 propiedad.”	 (T.	 C,	 Exp.	 629-
2008-PA/TC,	ago.	25/2008.	S.	S.	Landa	Arroyo)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Los	proveedores	están	obligados	a	dispensar
un	trato	equitativo:	proscripción	de	cualquier	trato	diferenciado	ilícito.
“(...)	se	resumen	en	la	obligación	de	los	proveedores	de	dispensar	un	trato
equitativo	brindando	sus	servicios	o	productos	sin	exclusiones	o	selección
de	 clientela,	 más	 allá	 de	 las	 condiciones	 que	 objetivamente	 resulten
necesarias	para	el	cabal	cumplimiento	de	sus	prestaciones.
7.	 Los	 móviles	 detrás	 de	 una	 contravención	 a	 este	 deber	 pueden	 ser
variados,	desde	la	arbitrariedad	restringida	a	un	consumidor	en	particular
hasta	 una	 situación	 de	 discriminación	 en	 términos	 constitucionales,	 que
implicaría	una	condición	de	mayor	gravedad	para	este	tipo	infractor,	pues	a
diferencia	 del	 simple	 trato	 desigual	 que	 implica	 una	 selección	 o	 exclusión
arbitraria,	en	esta	variante	la	limitación	de	acceso	a	un	servicio	estaría	dada
por	una	desvaloración	de	las	características	inherentes	y	consustanciales	a
determinados	 colectivos	 humanos	 (...),	 siendo	 la	 afectación	 verificada	 en
uno	de	sus	integrantes	sólo	una	evidencia	de	tal	desvaloración.	(...).”	(TDC,
R.	2228-2011/SC2-Indecopi,	ago.	24/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 discriminación	 reviste	 una	 gravedad
mayor:	afecta	 la	dignidad.	“(...)	coloquialmente	 los	consumidores	puedan
calificar	 como	 discriminación	 a	 cualquier	 trato	 diferenciado,	 la
discriminación	 reviste	 una	 gravedad	 mayor	 dentro	 de	 este	 tipo	 de
limitaciones,	pues	aquí	 la	restricción	no	sólo	afecta	el	derecho	a	acceder	o
disfrutar	los	productos	y	servicios	ofertados	dentro	de	la	dinámica	regular
de	 una	 economía	 social	 de	 mercado,	 sino	 que,	 adicionalmente,	 afecta	 la
dignidad	de	las	personas	y	socava	las	condiciones	básicas	para	el	desarrollo
de	 una	 vida	 en	 sociedad.	 (...).”	 (TDC,	 R.	 2228-2011/SC2-Indecopi,	 ago.
24/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Basta	 acreditar	 los	 indicios	 de	 un	 trato
diferenciado	 para	 que	 el	 proveedor	 explique	 el	 porqué	 del	 trato
desigual.	“(...)	En	cualquiera	de	estos	casos,	se	toma	en	cuenta	la	dificultad
para	 el	 consumidor	 de	 probar	 que	 ha	 sido	 víctima	 de	 un	 trato
discriminatorio	 o	 de	 un	 trato	 diferenciado	 ilícito,	 ya	 que	 sólo	 tendrá	 que
acreditar	con	suficientes	indicios	que	ha	recibido	un	trato	desigual,	para	que
surja	la	obligación	del	proveedor	de	acreditar	que	su	actuación	respondió	a
motivos	de	seguridad	del	establecimiento,	 la	tranquilidad	de	sus	clientes	u
otras	razones	objetivas	y	justificadas.
(...)	 En	 el	 presente	 caso	 (...)	 denunció	 al	 banco,	 debido	 a	 que	 le	 negó	 la
posibilidad	 de	 abrir	 una	 cuenta	 de	 ahorros	 sin	 explicarle	 las	 razones
objetivas	y	 justificadas	de	dicha	decisión.	Por	su	parte,	el	banco	manifestó
que	 dicha	 negativa	 se	 realizó	 en	 ejercicio	 de	 su	 derecho	 a	 libertad	 de
contratar	y	 expuso	que	 la	denunciante	no	 cumplía	 con	 los	 estándares	que
tenía	 establecidos,	 dado	 que	 se	 encontraba	 reportada	 ante	 la	 central	 de
riesgos	de	la	SBS	como	una	cliente	de	alto	riesgo.”	(TDC,	R.	2228-2011/SC2-
Indecopi,	ago.	24/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 libertad	 de	 contratar	 no	 ampara	 el
rechazo	 injustificado	 de	 los	 establecimientos	 abiertos	 al	 público	 para
contratar.	“(...)	Sin	embargo,	alegando	la	libertad	de	contratar	no	se	puede
permitir	que	un	proveedor	de	un	establecimiento	abierto	al	público	rechace
la	 contratación	 y	 por	 ende	 la	 oferta	 de	 un	 bien	 o	 un	 servicio	 a	 un
consumidor	 o	 usuario	 sin	 causas	 objetivas	 y	 justificadas,	 debido	 a	 que	 la
libertad	 de	 contratar	 como	 derecho	 reconocido	 constitucionalmente	 es
compatible	con	el	principio	de	 igualdad,	derecho	de	carácter	 fundamental,
por	 el	 cual	 se	 reconoce	 que	 las	 personas	 cuentan	 con	 la	 posibilidad	 de
acceder	a	todos	los	bienes	y	servicios	puestos	a	disposición	en	el	mercado,
en	iguales	condiciones	que	cualquier	otra	persona	(...).
17.	Es	por	ello	que	un	consumidor,	en	igualdad	de	condiciones	frente	a	 la
generalidad	 de	 potenciales	 clientes,	 que	 solicita	 la	 contratación	 de	 un
servicio	 bancario,	 como	 es	 la	 apertura	 de	 una	 cuenta	 de	 ahorros	 en	 una
entidad	 financiera,	 esperaría	 que	 el	 servicio	 sea	 dispensado	 por	 el
proveedor	y,	en	caso	este	decida	no	contratar	con	él,	le	brinde	detalles	y	le
explique	 las	razones	de	su	decisión,	 las	cuales	deberán	estar	acordes	a	 las
normas	 legales	 vigentes,	 pues	 de	 lo	 contrario	 se	 trataría	 de	 una	 decisión
arbitraria.”	 (TDC,	R.	2228-2011/SC2-Indecopi,	 ago.	24/2011.	Pres.	Carrillo
Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Simples	referencias	a	estándares	o	a	políticas
institucionales	no	justifican	un	trato	diferenciado.	“(...)	En	consecuencia,
las	 simples	 referencias	 a	 estándares	 o	 a	 políticas	 institucionales,	 sin
materializar	 las	 restricciones	 que	 a	 raíz	 de	 ellas	 mantiene	 una	 entidad
frente	al	público	para	la	apertura	de	cuentas	bancarias,	no	califica	como	una
causa	justificada	y	objetiva	que	desvirtúe	la	existencia	del	trato	diferenciado
en	el	presente	caso,	haciendo	que	este	devenga	ilícito.	(...).
13.	En	el	ordenamiento	jurídico	nacional,	la	protección	al	consumidor	goza
de	 reconocimiento	 constitucional,	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el
artículo	 65	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Perú5.	 La	 defensa	 especial	 del
interés	 de	 los	 consumidores	 por	 parte	 del	 Estado	 tiene	 su	 origen	 en	 la
situación	 de	 desventaja	 en	 la	 que	 se	 encuentran	 estos	 frente	 a	 los
proveedores,	 respecto	 de	 la	 cantidad	 y	 calidad	 de	 información	 de	 la	 que
disponen	 sobre	 los	bienes	y	 servicios	que	adquieren.	Esta	es	una	 realidad
que	 debe	 enfrentarse	 equilibradamente	 en	 el	 marco	 de	 un	 sistema	 de
economía	 social	de	mercado	 como	el	 recogido	por	 la	Constitución	Política
del	Perú,	el	cual	propugna,	de	una	parte,	la	defensa	de	las	libertades	que	son
inherentes	 al	 mercado	 y,	 de	 la	 otra,	 los	 contrapesos	 de	 equilibrio	 de	 la
justicia	social	y	seguridad	de	la	Nación.”	(TDC,	R.	2228-2011/SC2-Indecopi,
ago.	24/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 custodia	 de	 bienes	 es	 parte	 del	 deber	 de
idoneidad	de	los	servicios	que	se	prestan.	“(...)	Cuando	 los	consumidores
entregan	 a	 los	 proveedores	 determinados	 bienes	 de	 su	 propiedad	 como
ropa,	 una	 computadora	 o	 rollos	 de	 películas	 fotográficas	 para	 obtener	 un
servicio	 sobre	 los	 mismos,	 como	 el	 lavado,	 reparación	 o	 revelado,
respectivamente,	 esperan	 razonablemente	 la	 prestación	 del	 servicio
contratado,	pero	también	que	sus	bienes	no	sufran	deterioro	alguno	o	que
no	se	pierdan.
28.	 Cabe	 resaltar	 que	 en	 los	 casos	 planteados	 la	 seguridad	 de	 los	 bienes
entregados	es	inherente	a	la	idoneidad	esperada	por	el	consumidor,	pues	si
tales	bienes	sufren	algún	deterioro	o	se	pierden,	 la	prestación	del	 servicio
contratado	puede	dificultarse,	en	caso	de	deterioro	o	devenir	en	imposible,
en	caso	de	pérdida.	Así,	un	consumidor	no	espera	que	la	ropa,	computadora
o	 rollos	 de	 películas	 fotográficas	 entregados	 se	 pierdan	 en	 manos	 del
proveedor	con	el	que	contratan	el	servicio	de	lavado,	reparación	o	revelado,
respectivamente,	 pues	 en	 tal	 supuesto	 sería	 imposible	 recibir	 el	 servicio
esperado	al	no	existir	los	bienes	sobre	los	cuales	debe	recaer.
29.	 En	 la	 medida	 que	 se	 trata	 de	 una	 expectativa	 razonable	 que	 todo
consumidor	tendría	en	el	contexto	descrito,	 la	sala	considera	que	debe	ser
tutelada	 en	 el	 marco	 del	 deber	 de	 idoneidad.	 Por	 ello,	 en	 estos	 casos	 el
proveedor	 no	 solo	 está	 obligado	 a	 brindar	 la	 prestación	 principal	 del
servicio	contratado,	sino	que	también	tiene	el	deber	de	custodiar	los	bienes
entregados,	de	propiedad	del	consumidor,	mientras	estén	en	su	poder.
30.	A	mayor	abundamiento,	cabe	destacar	que	la	doctrina	civil	sostiene	la
complejidad	de	la	relación	obligatoria,	en	tanto	los	deudores	no	solo	tienen
el	 deber	 de	 ejecutar	 la	 prestación	 principal	 que	 satisfaga	 el	 interés	 del
acreedor,	 o	 los	 deberes	 accesorios	 que	 coadyuven	 a	 satisfacer	 tal	 interés,
sino	 que	 surgen	 paralelamente	 ‘deberes	 de	 protección’	 destinados	 a
salvaguardar	 el	 interés	del	 deudor	 en	que	no	 se	 vean	 afectados	 su	propia
persona	o	sus	bienes,	con	ocasión	del	cumplimiento	de	la	referida	relación
obligatoria.	Dichos	‘deberes	de	protección’	pueden	nacer	de	la	propia	ley	o
de	la	cláusula	general	de	la	buena	fe,	regulada	entre	nosotros	en	el	artículo
1362	del	Código	Civil14	(...).
32.	Un	razonamiento	contrario,	que	considere	que	la	entrega	de	bienes	del
consumidor	 al	 proveedor	 para	 la	 prestación	 de	 determinado	 servicio
implica	solo	el	deber	de	adoptar	medidas	de	seguridad	pertinentes,	y	no	la
obligación	 de	 custodiarlos	 mientras	 estén	 en	 su	 poder,	 legitimaría,	 por
ejemplo,	 que	una	 lavandería	que	pierde	 la	 ropa	entregada	por	uno	de	 sus
clientes	para	lavado	sea	liberada	de	responsabilidad	con	solo	acreditar	que
actúo	 diligentemente,	 por	 ejemplo	 mediante	 el	 uso	 de	 etiquetas	 en	 su
establecimiento	para	identificar	las	ropas	de	cada	cliente,	pese	a	que	perdió
el	 bien	 entregado.	 En	 virtud	 de	 lo	 expuesto	 anteriormente,	 tal	 lavandería
sólo	 sería	 exonerada	 de	 responsabilidad	 frente	 a	 la	 pérdida	 si	 acredita	 la
ocurrencia	 de	 una	 causa	 no	 imputable	 a	 ella	 que	 produjo	 la	 misma.”
(Indecopi,	R.	1349-2001/TPI-Indecopi,	oct.	03/2001.	Pres.	Muñoz	Nájar)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Establecimientos	 comerciales	 están
prohibidos	 de	 seleccionar	 su	 clientela	 más	 allá	 de	 las	 condiciones
necesarias	para	el	cumplimiento	de	sus	prestaciones.	“(...)	el	derecho	de
los	 consumidores	 a	 acceder	 a	 una	 variedad	 de	 productos	 y	 servicios,	 a
ejercer	 su	 libertad	 de	 elección	 frente	 a	 ellos	 y	 a	 ser	 tratados	 justa	 y
equitativamente	 en	 toda	 transacción	 comercial,	 disposiciones	 que
consagran	el	derecho	a	 la	 igualdad	de	trato	en	esta	materia.	En	 la	práctica
ello	 se	 resume	 en	 la	 obligación	 de	 los	 proveedores	 de	 dispensar	 un	 trato
equitativo	brindando	sus	servicios	o	productos	sin	exclusiones	o	selección
de	 clientela,	 más	 allá	 de	 las	 condiciones	 que	 objetivamente	 resulten
necesarias	para	el	cabal	cumplimiento	de	sus	prestaciones.
9.	 Los	 móviles	 detrás	 de	 una	 contravención	 a	 este	 deber	 pueden	 ser
variados,	desde	la	arbitrariedad	restringida	a	un	consumidor	en	particular
hasta	 una	 situación	 de	 discriminación	 en	 términos	 constitucionales,	 que
implicaría	una	condición	de	mayor	gravedad	para	este	tipo	infractor	pues	a
diferencia	 del	 simple	 trato	 desigual	 que	 implica	 una	 selección	 o	 exclusión
arbitraria,	 en	 la	 variante	 de	 discriminación	 la	 limitación	 de	 acceso	 a	 un
servicio	estaría	dada	por	una	desvaloración	de	las	características	inherentes
y	consustanciales	a	determinados	colectivos	humanos,	siendo	la	afectación
verificada	 en	 uno	 de	 sus	 integrantes	 sólo	 una	 evidencia	 de	 tal
desvaloración.”	(Indecopi,	R.	0895-2011/SC2-Indecopi,	abr.	18/2012.	Pres.
Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 reconoce	 legitimidad	 procesal	 a
cónyuges	 de	 clientes	 bancarios	 incluso	 si	 no	 participan	 del	 crédito
concedido	a	estos.	“En	el	presente	caso,	la	señora	Rodríguez	denunció	que
los	créditos	otorgados	a	su	esposo	provinieron	de	una	evaluación	crediticia
errónea	por	parte	del	banco,	alegando	que	ello	le	generó	un	perjuicio,	pues
de	 incurrir	 su	 cónyuge	 en	morosidad	 se	 vería	 afectada	 en	 su	 patrimonio
conyugal.	Por	ello	sostuvo	que	tales	hechos	supusieron	una	afectación	a	su
derecho	previsto	en	el	artículo	1.1°	literal	c)	del	código.
12.	En	concordancia	a	lo	antes	expuesto,	si	bien	dicha	relación	de	consumo
fue	 concretada	 individualmente	 por	 el	 esposo	 de	 la	 denunciante	 y	 no	 se
advierte	que	la	señora	(...)	haya	intervenido	en	dicho	crédito,	este	colegiado
considera	 que,	 toda	 vez	 que	 la	 denunciante	 constituye	 una	 sociedad
conyugal	con	el	cliente	del	banco,	tal	hecho	le	otorga	el	interés	legítimo	en
este	extremo”.	(Indecopi,	R.	1259-2013/SPC-Indecopi,	may.	20/2013.	Pres.
Durand	Carrión)
CAPÍTULO	II
INFORMACIÓN	A	LOS	CONSUMIDORES
SUBCAPÍTULO	I
INFORMACIÓN	EN	GENERAL
Ley	29571.
ART.	2°.—Información	relevante.
2.1.	 El	 proveedor	 tiene	 la	 obligación	 de	 ofrecer	 al	 consumidor	 toda	 la
información	 relevante	 para	 tomar	 una	 decisión	 o	 realizar	 una	 elección
adecuada	de	consumo,	así	como	para	efectuar	un	uso	o	consumo	adecuado
de	los	productos	o	servicios.
2.2.	 La	 información	 debe	 ser	 veraz,	 suficiente,	 de	 fácil	 comprensión,
apropiada,	 oportuna	 y	 fácilmente	 accesible,	 debiendo	 ser	 brindada	 en
idioma	castellano.
2.3.	 Sin	 perjuicio	 de	 las	 exigencias	 concretas	 de	 las	 normas	 sectoriales
correspondientes,	 para	 analizar	 la	 información	 relevante	 se	 tiene	 en
consideración	a	toda	aquella	sin	la	cual	no	se	hubiera	adoptado	la	decisión
de	consumo	o	se	hubiera	efectuado	en	términos	substancialmente	distintos.
Para	 ello	 se	 debe	 examinar	 si	 la	 información	 omitida	 desnaturaliza	 las
condiciones	en	que	se	realizó	la	oferta	al	consumidor.
2.4.	 Al	 evaluarse	 la	 información,	 deben	 considerarse	 los	 problemas	 de
confusión	 que	 generarían	 al	 consumidor	 el	 suministro	 de	 información
excesiva	 o	 sumamente	 compleja,	 atendiendo	 a	 la	 naturaleza	 del	 producto
adquirido	o	al	servicio	contratado.
JURISPRUDENCIA.—En	 tanto	 existían	 elementos	 que	 permitían	 a	 los
consumidores	diferenciar	 el	 producto	 y	 conocer	 su	origen	empresarial
no	se	acreditara	una	indubitable	voluntad	de	confundir	o	perjudicar.	“El
status	de	consumidores	no	es	el	de	ser	sujetos	pasivos	de	la	economía	que
observan	 con	 indiferencia	 o	 impotencia	 el	 modo	 como	 los	 agentes
económicos	desarrollan	sus	actividades	o	entran	en	disputa,	sino	el	de	ser
destinatarios	 fundamentales	 de	 las	 relaciones	 que	 la	 sustentan	 y,	 por
supuesto,	 de	 aquellas	 que	 la	 justifican	 en	 el	 marco	 del	 Estado	 social	 y
democrático	de	derecho	(Cfr..	Adolfo	Menéndez	Menéndez.	“La	defensa	del
consumidor:	 Un	 principio	 general	 del	 Derecho”.	 En	 Estudios	 sobre	 la
Constitución	 Española.	 Homenaje	 al	 Profesor	 Eduardo	 García	 de	 Enterría,
T.II,	 de.	 Civitas,	 Madrid	 1991,	 págs.	 1903	 ss.).	 El	 ordenamiento,	 en	 otras
palabras,	 los	 privilegia	 reconociéndoles	 un	 catálogo	 de	 atributos	 y	 una
esfera	de	protección	fundamentada	en	la	relevante	posición	que	ocupan.
23.	 Este	 tribunal	 considera	 que,	 analizados	 los	 supuestos	 controvertibles
desde	 el	 enfoque	 constitucional	 en	 relación	 con	 los	 contenidos	 de	 la
resolución	objeto	de	cuestionamiento,	es	posible	establecer	lo	siguiente:
a)	La	decisión	de	sancionar	y	prohibir	el	canje	de	los	bidones	previamente
llenados	 y	 mantenidos	 en	 stock	 no	 parece	 tener	 un	 carácter	 arbitrario	 o
irrazonable,	si	se	toma	en	cuenta	que	los	referidos	recipientes	colocados	en
exhibición	pueden	ser	utilizados	como	un	medio	para	gestar	publicidad	en
favor	del	producto	(en	este	caso	del	agua)	promovido	por	una	empresa	en
desmedro	 de	 otras	 empresas	 cuyos	 recipientes	 originales	 vienen	 siendo
instrumentalizados.
En	todo	caso,	este	colegiado,	a	diferencia	de	la	percepción	manejada	por	la
jurisdicción	administrativa,	no	considera	que	se	esté	induciendo	a	engaño	y
confusión	 a	 los	 consumidores	 a	 quienes	 se	 oferta	 el	 agua	 Rovic	 en
recipientes	o	bidones	de	 las	marcas	San	Luis	y	San	Antonio,	pues	como	 lo
reconoce	 la	 propia	 resolución	 cuestionada	 “[...]	 los	 bidones	 presentaban
elementos	 que	 hacían	 referencia	 a	 su	 contenido,	 es	 decir,	 al	 el	 (sic)	 agua
Rovic”	 (Apartado	 III.3	 sobre	 Análisis	 de	 las	 Cuestiones	 en	 Discusión,	 pág.
21).
b)	 En	 tanto	 existían	 elementos	 que	 permitían	 a	 los	 consumidores
diferenciar	el	producto	que	adquiría	en	stock	y,	por	consiguiente,	 conocer
su	origen	empresarial,	así	como	los	eventuales	beneficios	o	desventajas	que
le	 acompañaban,	 no	 ha	 quedado	 acreditada	 una	 indubitable	 voluntad	 de
confundirlos	o	perjudicarlos.	Existía,	en	cambio,	y	ello	puede	desprenderse
del	método	en	este	caso	utilizado,	voluntad	de	 instrumentalizar	 la	 imagen
publicitaria	 ganada	 por	 el	 recipiente	 representativo	 de	 determinadas
marcas	prevalecientes	en	el	mercado,	en	provecho	de	otro	tipo	de	marca	(en
este	caso	Rovic),	lo	que	de	alguna	forma	sí	puede	ser	interpretado,	aunque
atenuadamente,	 como	 un	 acto	 de	 competencia	 desleal.”	 (T.	 C,	 Exp.	 3315-
2004-AA/TC,	jun.	29/05.	Pres.	Alva	Orlandini)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 proveedores	 incumplen	 su	 deber	 de
brindar	 información	 si	no	atienden	 los	 reclamos	de	 sus	 clientes	o	 si	 lo
hacen	 extemporánea	 o	 parcialmente.	 “(...)	 esta	 sala	 considera	 necesario
advertir	que	la	finalidad	de	obligar	a	las	empresas	proveedoras	de	bienes	en
el	 mercado	 a	 brindar	 la	 información	 requerida	 por	 los	 consumidores	 es
otorgarles	 herramientas	 para	 hacer	 valer	 sus	 derechos	 y	 para	 tomar
decisiones	 relativas	 a	 la	 ejecución	 de	 sus	 obligaciones	 contractuales.	 En
atención	a	ello,	un	proveedor	incumplirá	dicha	obligación	al	omitir	atender
las	 solicitudes	 o	 reclamos	 de	 sus	 clientes,	 así	 como	 si	 lo	 hiciera
extemporáneamente	o	en	forma	parcial.
(...)	24.	En	tal	sentido,	si	bien	el	denunciado	ha	alegado	que	el	reclamo	(...)
fue	 debidamente	 atendido,	 esta	 sala	 considera	 lo	 contrario,	 puesto	 que	 la
comunicación	 del	 17	 de	 junio	 del	 2009	 no	 constituía	 una	 respuesta
oportuna	ni	completa	al	referido	reclamo,	el	mismo	que	debía	ser	atendido	a
más	 tardar	 el	 día	 27	 de	 abril	 del	 2009,	 sobre	 el	 íntegro	 de	 los	 puntos
vertidos	 en	 él	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 3174-2011/SC2-Indecopi,	 nov.	 23/2011.
Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Proveedores	 pueden	 exonerarse	 de	 entregar
información	a	un	 consumidor,	 pero	no	de	 responder	al	 requerimiento.
“Contrariamente	a	 lo	manifestado	por	 la	denunciada,	 la	sala	considera	que
un	 consumidor	 no	 sólo	 espera	 que	 la	 encomienda	 enviada	 a	 través	 de	 un
servicio	 postal	 llegue	 a	 su	 destino	 con	 todo	 su	 contenido	 y	 en	 la	 fecha
pactada,	 sino	 también	 que	 esta	 no	 haya	 sido	 abierta	 –salvo	 los	 casos	 de
control	 aduanero	 o	 sanitario–,	 toda	 vez	 que	 la	 misma	 puede	 contener
información	confidencial	o	relacionada	con	su	intimidad	personal.	(...).
(...)	 la	 sala	 coincide	 con	 la	 comisión	 en	 que	 la	 intervención	 de	 las
autoridades	 aduaneras	 del	 país	 de	 destino	 constituye	 un	 evento	 que	 se
encuentre	 fuera	 del	 ámbito	 de	 control	 del	 proveedor	 que	 lo	 exime	 de
responsabilidad,	 más	 aun	 cuando	 dicha	 posibilidad	 ha	 sido	 informada	 al
consumidor.	(...).
17.	 Por	 tanto,	 las	 empresas	 proveedoras	 de	 bienes	 en	 el	mercado	 deben
brindar	 la	 información	 requerida	 por	 los	 consumidores	 a	 fin	 que	 estos
cuenten	 con	 herramientas	 para	 hacer	 valer	 sus	 derechos	 y	 para	 tomar
decisiones	 relativas	 a	 las	 obligaciones	 asumidas.	 En	 atención	 a	 ello,	 un
proveedor	incumple	su	deber	de	informar	cuando	no	entrega	la	información
solicitada,	 al	 igual	 que	 cuando	 cumple	 con	 brindarla	 parcialmente	 o	 de
manera	extemporánea.
18.	Si	bien	la	sala	ha	reconocido	que	podrían	existir	situaciones	en	las	que
los	 proveedores	 se	 eximan	 de	 su	 obligación	 de	 atender	 los	 pedidos	 de
información	(por	ejemplo,	cuando	el	consumidor	haya	estado	en	posibilidad
de	 tener	 la	 información	 solicitada),	 también	 ha	 señalado	 que	 tales
situaciones	no	exoneran	al	proveedor	de	brindar	una	respuesta	 formal,	es
decir,	 de	 informar	 al	 consumidor	 acerca	 de	 su	 negativa,	 pues	 lo	 contrario
podría	generar	 incertidumbre	o	una	expectativa	errónea	en	el	consumidor
respecto	del	resultado	de	su	pedido.	Cabe	mencionar	que	tales	exenciones
no	pueden	ser	opuestas	cuando	el	consumidor	haya	justificado	en	su	mismo
requerimiento,	 la	 necesidad	 o	 utilidad	 de	 la	 información	 (por	 ejemplo,
alegando	 el	 extravío	 parcial	 o	 total	 de	 la	 documentación	 solicitada)”.
(Indecopi,	R.	403-2012/SC2-Indecopi,	feb.	15/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	obligación	de	 los	 proveedores	 de	 atender
los	 reclamos	 de	 los	 consumidores	 es	 para	 informarles	 de	 la	 decisión
adoptada	y	no	necesariamente	para	amparar	el	 reclamo.	 “La	 comisión
consideró	 que	 la	 denunciada	 había	 incumplido	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el
artículo	13	del	Decreto	Legislativo	1045	que	dispone	que	los	proveedores	se
encuentran	 obligados	 a	 atender	 los	 reclamos	 presentados	 por	 los
consumidores,	dándoles	una	respuesta	en	un	plazo	máximo	de	treinta	(30)
días	 calendario,	 pudiendo	 ser	 éste	 extendido	 por	 otro	 igual	 cuando	 así	 lo
amerite	la	naturaleza	del	reclamo,	previo	aviso	al	usuario	al	respecto.	(...)	un
reclamo	 es	 la	 expresión	 de	 disconformidad	 de	 un	 consumidor	 con	 los
servicios	 prestados	 por	 el	 proveedor.	 Un	 reclamo	 es	 presentado	 por	 el
consumidor	con	 la	expectativa	de	que	el	proveedor	adopte	alguna	medida
tendiente	 a	 eliminar	 la	 disconformidad	 comunicada.	 Asimismo,	 este
colegiado	ha	establecido	que	los	proveedores	no	pueden	justificar	la	falta	de
atención	de	un	reclamo	alegando	que	las	peticiones	contenidas	en	ellos	no
son	 amparables,	 pues	 la	 finalidad	 de	 esta	 obligación	 no	 es	 amparar	 las
pretensiones	 de	 un	 consumidor	 sino	 tan	 solo	 informarle	 la	 decisión
adoptada	 respecto	 a	 ellas.	 (...)	 los	 propietarios	 denunciaron	 que	 la
constructora	no	atendió	las	cartas	de	fechas	23	de	diciembre	de	2008	y	6	de
junio	y	2	de	octubre	de	2009,	mediante	las	que	le	reclamó	por	los	defectos
materia	 de	 denuncia.	 (...)	 La	 constructora	 reconoció	 que	 no	 atendió	 las
cartas	 de	 los	 propietarios,	 pero	 para	 eximirse	 de	 responsabilidad	 sostuvo
que	lo	hizo	por	considerar	que	salvo	el	reclamo	referido	al	ascensor	había
atendido	los	demás	requerimientos.	57.	Al	respecto,	la	sala	considera	que	tal
argumento	 no	 exime	 de	 responsabilidad	 a	 la	 constructora	 pues	 si	 dicha
parte	 consideraba	 que	 había	 subsanado	 los	 defectos	 reclamados	 debió
responder	 oportunamente	 las	 cartas	 manifestando	 dicha	 posición,	 sin
embargo	no	 lo	hizo”.	 (Indecopi,	R.	0470-2013/SPC-Indecopi,	 feb.	27/2013.
Pres.	Montoya	Alberti)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Establecimientos	 responden	 por	 robo	 de
autopartes	 si	ofrecen	vigilancia	de	vehículos	en	zonas	adyacentes	a	 su
local.	 “19.	 De	 otro	 lado,	 debe	 indicarse	 que	 el	 referido	 supuesto	 de
responsabilidad	en	la	actuación	del	proveedor	le	impone	a	éste	la	obligación
procesal	 de	 sustentar	 y	 acreditar	 que	 no	 es	 responsable	 por	 la	 falta	 de
idoneidad	del	bien	o	servicio	colocado	en	el	mercado,	debido	a	la	existencia
de	hechos	ajenos	que	 lo	 eximen	de	 responsabilidad.	Así,	 corresponderá	al
consumidor	acreditar	la	existencia	de	un	defecto	en	el	producto	o	servicio,
luego	de	 lo	 cual	 el	 proveedor	deberá	 acreditar	 que	dicho	defecto	no	 le	 es
imputable.
20.	Para	analizar	 los	 alcances	del	deber	de	 idoneidad	de	 los	proveedores
que	 brindan	 el	 servicio	 de	 estacionamiento	 vehicular,	 debe	 determinarse
previamente	 la	 naturaleza	 del	 servicio	 puesto	 a	 disposición	 de	 los
consumidores.
21.	 Los	 proveedores	 pueden	 brindar	 el	 servicio	 de	 estacionamiento
vehicular	 como	 prestación	 principal	 o	 como	 prestación	 accesoria.	 En	 el
primer	 supuesto,	 el	 servicio	 de	 estacionamiento	 constituye	 la	 prestación
principal	del	contrato	celebrado	entre	las	partes,	es	decir,	que	el	proveedor
conviene	 con	 el	 consumidor	 exclusivamente	 la	 prestación	 del	 servicio	 de
estacionamiento	a	cambio	de	una	contraprestación	económica.
22.	De	otro	 lado,	en	el	segundo	supuesto,	el	servicio	se	brinda	de	manera
accesoria	o	complementaria	a	 la	prestación	de	otro	servicio.	Cabe	precisar
que	en	estos	casos	la	información	(y	la	oportunidad	en	que	esta	se	brinda	al
consumidor),	 así	 como	 las	 circunstancias	 particulares	 que	 rodean	 la
prestación	del	servicio	brindado	y	que	generan	una	expectativa	legítima	en
el	 consumidor,	 resultan	 fundamentales	 para	 determinar	 la	 idoneidad	 del
servicio.	(...).
51.	Por	tanto,	considerando	que	la	oferta	brindada	por	el	proveedor	incluía
de	 manera	 implícita	 la	 vigilancia	 vehicular	 y	 que	 el	 vehículo	 de	 los
denunciantes	 fue	 objeto	 de	 hurto	mientras	 se	 encontraba	 en	 una	 zona	 de
estacionamiento	vigilada	(...);	 la	sala	considera	que	corresponde	confirmar
la	 resolución	 recurrida	 en	 el	 extremo	 que	 declaró	 fundada	 la	 denuncia
interpuesta	 (...)	por	 infracción	del	artículo	8°	del	Decreto	Legislativo	716”.
(Indecopi,	R.	0429-2013/SPC-Indecopi,	feb.	20/2013.	Pres.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC:	 prestadores	 del	 servicio	 de
estacionamiento	tienen	la	obligación	de	evitar	el	robo	del	vehículo	y	 la
de	 velar	 por	 su	 integridad	 y	 la	 de	 sus	 autopartes.	 “37.	 Así,	 resulta
pertinente	 citar	 el	 artículo	 4°	 de	 la	 Ley	 de	Estacionamiento	 que	 establece
como	una	de	las	obligaciones	del	proveedor,	la	siguiente:	(...).
38.	 En	 efecto,	 esta	 sala	 advierte	 que	 cuando	 la	 Ley	 de	 Estacionamiento
establece	 que	 el	 proveedor	 de	 un	 servicio	 de	 estacionamiento	 vehicular
tiene	como	obligación	brindar	el	servicio	de	vigilancia	y	seguridad	sobre	el
vehículo	y	sus	autopartes,	ello	implica	un	deber	de	custodia	del	vehículo;	de
tal	 manera	 que	 la	 obligación	 del	 proveedor	 no	 está	 ceñida	 a	 evitar
únicamente	la	pérdida	del	mismo	y	sus	autopartes,	sino	también	velar	por	la
integridad	del	vehículo	y	sus	autopartes	durante	su	permanencia	en	la	playa
de	estacionamiento.
39.	 En	 esta	 línea,	 la	 doctrina	 –tanto	 en	 el	 ámbito	 nacional	 como	 en	 el
derecho	 comparado–	 mayoritariamente	 reconoce	 que	 las	 obligaciones
principales	que	constituyen	el	contrato	de	estacionamiento	son,	por	un	lado,
la	cesión	en	uso	de	un	espacio	físico	para	aparcar	el	vehículo	y,	por	otro,	el
deber	de	custodiar	dicho	vehículo.	Este	último	deber	(custodia)	comprende
la	obligación	de	vigilancia	y	protección	del	vehículo	a	fin	que	no	sea	robado
ni	 dañado	 por	 agentes	 externos	 al	mismo”.	 (Indecopi,	 R.	 2659-2014/SPC-
Indecopi,	ago.	14/2014.	Pres.	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	 3°.—Prohibición	 de	 información	 falsa	 o	 que	 induzca	 a	 error	 al
consumidor.	Está	prohibida	toda	información	o	presentación	u	omisión	de
información	 que	 induzca	 al	 consumidor	 a	 error	 respecto	 a	 la	 naturaleza,
origen,	modo	 de	 fabricación,	 componentes,	 usos,	 volumen,	 peso,	medidas,
precios,	forma	de	empleo,	características,	propiedades,	idoneidad,	cantidad,
calidad	o	cualquier	otro	dato	de	los	productos	o	servicios	ofrecidos.
JURISPRUDENCIA.—Instrumentalizar	 la	 imagen	 publicitaria	 ganada
por	 la	 “botella”	 de	 determinada	marca	 prevaleciente	 en	 el	mercado	 sí
puede	 interpretarse	 como	un	acto	de	 competencia	desleal.	“(...)	 Que	 en
cuanto	a	 la	supuesta	vulneración	del	derecho	a	 la	 libre	competencia,	en	 la
aludida	 STC	 N°	 3315-2004-AA/TC	 este	 colegiado	 ha	 establecido	 que	 la
voluntad	de	instrumentalizar	la	imagen	publicitaria	ganada	por	el	recipiente
representativo	 de	 determinadas	marcas	 prevalecientes	 en	 el	 mercado,	 en
provecho	de	otro	tipo	de	marca,	de	alguna	forma	sí	puede	ser	interpretada,
aunque	atenuadamente,	como	un	acto	de	competencia	desleal,	asunto	que,
sin	embargo,	no	es	de	competencia	de	los	procesos	constitucionales	como	el
amparo	 incoado.”	 (T.	 C,	 Exp.	 629-2008-PA/TC,	 ago.	 25/2008.	 S.	 S.	 Landa
Arroyo)
JURISPRUDENCIA.—Empresas	que	entregan	afiches	a	sus	distribuidores
para	 que	 promocionen	 sus	 productos	 también	 responden	 por	 las
infracciones	que	se	cometan	en	la	instalación	de	la	publicidad.	“En	lo	que
concierne	a	la	denunciada	interpretación	errónea	del	artículo	II	literal	c)	del
Título	 Preliminar	 de	 la	 Ordenanza	 N°	 337,	 de	 los	 fundamentos	 de	 la
sentencia	 de	 vista	 aparece	 que	 la	 aplicación	 de	 la	 norma	 en	 comento	 se
deriva	 de	 los	 fundamentos	 de	 la	 resolución	 administrativa	 materia	 de
impugnación,	 cuando	 al	 declarar	 infundado	 el	 recurso	 de	 apelación
interpuesto	 por	 Compañía	 Cervecera	 (...)	 Sociedad	 Anónima	 Cerrada,	 ha
señalado	que	la	responsabilidad	debe	recaer	tanto	en	las	personas	jurídicas
como	 en	 las	 que	 mantengan	 algún	 tipo	 de	 vinculación	 con	 ellas.	 En	 ese
sentido,	 al	 haberse	 señalado	 que	 la	 empresa	 demandante	 (...)	 reparte
anuncios	a	sus	distribuidores	a	fin	que	sean	éstos	los	que	le	den	el	uso	que
crean	 conveniente	 y	 donde	 crean	 conveniente	 a	 fin	 de	 que	 puedan
promocionar	 las	 bebidas,	 es	 evidente	 que	 la	 empresa	 accionante	 también
resulta	responsable,	aun	cuando	no	haya	realizado	la	conducta	consistente
en	 pegar	 los	 afiches	 de	 publicidad;	 sin	 embargo,	 sí	 mantiene	 un	 tipo	 de
vinculación	 con	 las	 personas	 que	 distribuyen	 y/o	 venden	 al	 por	mayor	 y
menor	sus	productos,	más	aún	si	no	se	ha	probado	ni	alegado	que	contaran
con	autorización	para	la	instalación	de	elementos	de	publicidad	(...)”.	(C.	S.,
Cas.	10058-2012-Lima	Norte,	oct.	18/2014.	V.	P.	Walde	Jáuregui)
Ley	29571.
ART.	4°.—Información	sobre	la	integridad	del	precio
4.1.	Cuando	el	proveedor	exhiba	precios	de	los	productos	o	servicios	o	los
consigne	 en	 sus	 listas	 de	 precios,	 rótulos,	 letreros,	 etiquetas,	 envases	 u
otros,	debe	indicar	en	forma	destacada	el	precio	total	de	los	mismos,	el	cual
debe	incluir	los	tributos,	comisiones	y	cargos	aplicables.
4.2.	 Los	 consumidores	 no	 pueden	 ser	 obligados	 al	 pago	 de	 sumas	 o
recargos	adicionales	al	precio	fijado,	salvo	que	se	trate	de	servicios	distintos
o	adicionales	tales	como	transporte,	instalación	o	similares	cuya	retribución
no	se	encuentre	incluida	en	el	precio.
Esta	 posibilidad	 debe	 ser	 informada	 de	 manera	 previa,	 adecuada	 y
oportuna	 al	 consumidor,	 incluyendo	 el	 precio	 correspondiente	 a	 los
recargos	 adicionales	 que	 puedan	 ser	 determinables	 por	 el	 proveedor,	 y
aceptada	 expresamente	 por	 el	 consumidor.	 La	 carga	 de	 probar	 ello
corresponde	al	proveedor.
Ley	29571.
ART.	5°.—Exhibición	de	precios	o	de	listas	de	precios
5.1.	 Los	 establecimientos	 comerciales	 están	 obligados	 a	 consignar	 de
manera	 fácilmente	 perceptible	 para	 el	 consumidor	 los	 precios	 de	 los
productos	en	los	espacios	destinados	para	su	exhibición.	Igualmente,	deben
contar	con	una	lista	de	precios	de	fácil	acceso	a	los	consumidores.	En	el	caso
de	 los	 establecimientos	 que	 expenden	 una	 gran	 cantidad	 de	 productos	 o
servicios,	 estas	 listas	 pueden	 ser	 complementadas	 por	 terminales	 de
cómputo	debidamente	organizados	y	de	fácil	manejo	para	los	consumidores.
5.2.	 Para	 el	 caso	 de	 productos	 farmacéuticos,	 dispositivos	 médicos	 y
productos	 sanitarios,	 los	 establecimientos	 farmacéuticos	 deben	 poner	 a
disposición	 del	 consumidor	 el	 listado	 de	 precios	 de	 estos	 productos.	 La
relación	 de	 precios	 de	 los	 productos	 farmacéuticos	 está	 ordenada
alfabéticamente,	de	acuerdo	a	su	Denominación	Común	Internacional	(DCI).
5.3.	Los	establecimientos	que	expenden	comidas	y	bebidas	y	 los	servicios
de	hospedaje	y	hostelería	están	obligados	a	colocar	sus	listas	de	precios	en
el	 exterior,	 de	 forma	 accesible	 y	 visible	 para	 consulta	 del	 consumidor.	 En
estos	servicios	está	prohibido	el	cobro	de	montos	adicionales	por	cualquier
tipo	 de	 concepto	 o	 recargo	 de	 manera	 disgregada	 al	 precio	 final,	 con
excepción	 del	 recargo	 al	 consumo	 por	 concepto	 de	 servicio	 de	 los
trabajadores	previsto	 en	norma	especial,	 en	 cuyo	 caso	debe	 informarse	al
consumidor	de	manera	oportuna,	accesible	y	visible.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 Código	 del	 Consumidor	 no	 define	 la
categoría	 de	 “establecimiento	 comercial”.	 “(...)	 la	 categoría	 de
‘establecimiento	comercial’	no	se	encuentra	contemplada	por	el	código.	En
efecto,	este	no	señala	qué	debe	entenderse	por	‘establecimiento	comercial’.
Si	 bien	 existe	 una	 definición	 de	 ‘establecimiento	 abierto	 al	 público’	 en	 el
Reglamento	del	Libro	de	Reclamaciones	del	código,	este	colegiado	considera
que	 el	 mismo	 es	 un	 concepto	 vinculado	 a	 la	 particularidad	 de	 dicho	 tipo
infractor	 consistente	 en	 no	 contar	 con	 un	 libro	 de	 reclamaciones,	 no
equiparable	 al	 contexto	 de	 otros	 tipos	 infractores	 como	 el	 de	 lista	 de
precios.	Así,	por	ejemplo,	en	materia	del	libro	de	reclamaciones,	la	noción	de
establecimiento	comercial	abierto	al	público	es	fundamental	porque	existen
deberes	 diferenciados	 para	 quienes	 solo	 ofrecen	 productos	 o	 servicios	 en
tales	 locales,	 y	 para	 quienes	 adicionalmente	 lo	 hacen	 a	 través	 de	medios
virtuales.	(...).”
(...)	 el	 concepto	 de	 ‘proveedores’	 en	 su	 artículo	 IV	 numeral	 2	 citado
precedentemente,	 siendo	 estos	 los	 sujetos	 obligados	 a	 las	 normas	 de
protección	al	consumidor	contenidas	en	dicho	cuerpo	legislativo.	Asimismo,
el	 código	 define	 las	 distintas	 clases	 de	 proveedores:	 distribuidores	 o
comerciantes,	productores	o	fabricantes,	importadores	y	prestadores.
(...)	teniendo	en	cuenta	el	contenido	del	deber	impuesto	a	los	proveedores
por	el	artículo	5°	numeral	5.1	del	código,	consistente	en	contar	con	listas	de
precios	 ‘de	 fácil	 acceso	 a	 los	 consumidores’,	 este	 colegiado	 considera	 que
con	 ‘establecimientos	 comerciales’	 la	 norma	 se	 refiere	 a	 los	 proveedores
que	 tienen	contacto	directo	con	 los	consumidores,	esto	es,	 comerciantes	o
prestadores	 de	 servicios	 en	 los	 términos	 del	 artículo	 IV	 numeral	 2	 del
código	(...).”
34.	 En	 este	 escenario,	 y	 de	 acuerdo	 al	 marco	 teórico	 expuesto
precedentemente,	es	 razonable	exigirle	al	proveedor	que	cuente	con	 listas
de	precios	y	las	ponga	a	disposición	de	los	consumidores	(...).”	(Indecopi,	R.
0872-2012-SC2-Indecopi,	mar.	27/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	lista	de	precios	no	se	exige	cuando	el	costo
del	servicio	dependa	del	caso	en	concreto.	“Distinto	es	el	supuesto	cuando
un	comercializador	o	prestador	de	servicios	ofrece	en	el	mercado	productos
o	 servicios	 por	 los	 cuales,	 debido	 a	 su	 propia	 naturaleza,	 cobra	 un	 precio
distinto	a	cada	consumidor.
36.	 Por	 ejemplo,	 servicios	 profesionales	 como	 la	 colocación	 de	 frenillos
realizada	 por	 un	 odontólogo	 especializado	 en	 ortodoncia,	 donde	 el	 precio
que	 cobre	 el	 profesional	 a	 cada	 consumidor	 dependerá	 de	 cada	 caso
concreto.	 Puede	 suceder	 que	 debido	 a	 la	 situación	 particular	 de	 la
dentadura	 del	 paciente	 se	 requiera	 mayor	 tiempo	 o	 instrumentos
odontológicos	más	sofisticados,	 lo	 cual	 incrementará	el	precio	del	 servicio
prestado.	En	este	supuesto,	el	precio	cobrado	al	consumidor	A	diferirá	del
precio	cobrado	al	consumidor	B.
37.	 En	 estos	 casos,	 no	 es	 razonable	 exigir	 el	 deber	 establecido	 por	 el
artículo	 5°	 numeral	 5.1	 del	 código,	 esto	 es,	 que	 se	 cuente	 con	 listas	 de
precios	 para	 los	 consumidores,	 en	 tanto	 los	 precios	 son	 determinados	 de
acuerdo	 a	 cada	 caso	 concreto,	 dependiendo	del	 consumidor	 con	 el	 que	 se
contrate,	por	lo	que	no	es	posible	elaborar	una	lista	de	precios.
38.	 Es	 importante	 resaltar	 que	 los	 proveedores	 de	 los	 supuestos
planteados,	si	bien	no	se	encuentran	obligados	a	contar	con	listas	de	precios
de	 acuerdo	 con	 el	 artículo	 5°	 numeral	 5.1	 del	 código,	 sí	 tienen	 el	 deber,
exigible	a	 todos	 los	proveedores,	de	proporcionar	 información	relevante	a
los	 consumidores	 para	 que	 estos	 adopten	 una	 adecuada	 decisión	 de
consumo	 de	 conformidad	 con	 el	 artículo	 2°	 del	 código	 citado
precedentemente.
39.	Así,	 profesionales	 como	 los	odontólogos	especializados	en	ortodoncia
no	 se	 encontrarán	 obligados	 a	 proporcionar	 una	 lista	 de	 precios
predeterminados	 a	 sus	 usuarios,	 pero	 sí	 a	 informarles	 a	 través	 de	 una
cotización,	luego	de	evaluar	su	caso	concreto,	del	precio	que	les	cobrarían	si
aceptan	 contratar	 sus	 servicios.”	 (Indecopi,	 R.	 0872-2012-SC2-Indecopi,
mar.	27/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 notarios	 califican	 como	 proveedores	 o
prestadores	de	servicios.	“El	notario	es	el	profesional	del	derecho	que	está
autorizado	 para	 dar	 fe	 de	 los	 actos	 y	 contratos	 que	 ante	 él	 se	 celebran,
ejerciendo	 en	 forma	 privada	 la	 función	 encomendada	 por	 el	 Estado	 y
cobrando	una	 tarifa	por	dicho	servicio.	El	notario	ejerce	actividad	privada
en	la	medida	que	sus	relaciones	con	los	clientes	y	la	forma	cómo	encamina
sus	 actividades	 es	 congruente	 con	 la	 actividad	 económica	que	desarrollan
los	agentes	en	el	mercado,	compitiendo	frente	a	otros	notarios	por	lograr	la
preferencia	 de	 los	 consumidores	 y	 fijando	 sus	 precios	 según	 la	 oferta	 y
demanda	que	existe	en	el	mercado.
44.	Lo	anterior	pone	de	manifiesto	que	el	notario	presta	servicios	en	forma
privada	y	habitual	en	mérito	a	una	contraprestación	económica,	por	lo	que
califica	como	proveedor	en	los	términos	del	código	citado	precedentemente,
encontrándose	 sujeto	 a	 los	 deberes	 establecidos	 por	 las	 normas	 de
protección	 al	 consumidor.	 Ello,	 cabe	 resaltar,	 ha	 sido	 reconocido	 por	 el
propio	denunciado	en	el	presente	procedimiento.	(...).
56.	Sobre	el	particular,	conviene	precisar	que	el	nombre	especial	con	el	que
la	 legislación	 sectorial	denomine	al	 lugar	donde	el	notario	desempeña	sus
funciones,	no	enerva	en	modo	alguno	su	calidad	de	prestador	de	servicios	y,
por	 tanto,	de	establecimiento	 comercial	 conforme	a	 la	definición	expuesta
precedentemente,	por	lo	que	debe	desestimarse	el	alegato	del	denunciado.
57.	Un	 razonamiento	 contrario	 implicaría	 que	 otra	 clase	 de	 proveedores,
como	 los	 que	 comercian	 productos	 farmacéuticos	 o	 prestan	 servicios	 de
transporte	 terrestre,	queden	exonerados	del	deber	de	contar	con	 listas	de
precios	 solo	 por	 el	 hecho	 de	 que	 sus	 leyes	 especiales	 denominan	 con	 un
nombre	 particular	 al	 lugar	 donde	 desarrollan	 sus	 actividades.	 (...)”
(Indecopi,	R.	0872-2012-SC2-Indecopi,	mar.	27/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 notarios	 deben	 contar	 con	 una	 lista	 de
precios.	 “60.	 En	 tal	 sentido,	 como	 ya	 se	 señaló	 previamente,	 el	 notario
ejerce	en	forma	privada	una	función	encomendada	por	el	Estado	y	cobra	un
precio	 por	 dicho	 servicio,	 actuando	 como	 un	 agente	 en	 el	 mercado,
compitiendo	 frente	 a	 otros	 notarios	 por	 lograr	 la	 preferencia	 de	 los
consumidores	y	fijando	sus	precios	según	la	oferta	y	la	demanda.	Así,	califica
como	proveedor	-	prestador	de	servicios	conforme	al	artículo	IV	numeral	2
del	 código	 y,	 por	 tanto,	 se	 encuentra	 dentro	 de	 la	 categoría	 de
establecimientos	comerciales.
61.	Es	en	este	contexto	que	 las	actividades	desarrolladas	por	 los	notarios
son	 tan	 comerciales	 como	 las	 de	 cualquier	 otro	 profesional,	 como	 los
abogados	o	médicos,	en	la	medida	que	todos	ellos	actúan	como	agentes	del
mercado	 en	 su	 calidad	 de	 proveedores	 -	 prestadores	 de	 servicios	 en	 los
términos	 antes	 expuestos.	 Por	 ello,	 cabe	 desestimar	 el	 alegato	 del
denunciado.	(...).
70.	En	síntesis,	este	colegiado	considera	que	los	notarios	sí	tienen	el	deber
de	 tener	 una	 lista	 de	 precios	 de	 fácil	 acceso	 para	 los	 consumidores,	 pero
únicamente	 respecto	 de	 aquellos	 servicios	 por	 los	 cuales	 cada	 notario
ordinariamente	cobra	el	mismo	precio	a	la	generalidad	de	consumidores	en
los	 términos	expuestos,	 tales	 como	 la	 expedición	de	 copias	 certificadas,	 la
legalización	de	firmas	y	el	envío	de	cartas	notariales	a	determinado	distrito,
y	 respecto	 de	 los	 cuales	 puede	 elaborarse	 una	 lista	 de	 precios
predeterminada.	 Por	 tal	 motivo,	 el	 no	 contar	 con	 una	 lista	 de	 precios	 en
dichos	 casos	 constituye	 una	 infracción	 administrativa	 del	 artículo	 5°
numeral	 5.1	 del	 código.”	 (Indecopi,	 R.	 0872-2012-SC2-Indecopi,	 mar.
27/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
Ley	29571.
ART.	6°.—Información	de	precios	en	moneda	nacional	y	extranjera.
6.1.	En	caso	de	que	los	precios	de	los	productos	o	servicios	se	difundan	o
publiciten	 en	 moneda	 extranjera,	 los	 mismos	 se	 consignan	 también	 en
moneda	nacional,	en	caracteres	y	condiciones	iguales,	y	con	la	indicación	del
tipo	 de	 cambio	 aceptado	 para	 efectos	 de	 pago.	 Esta	 norma	 no	 es	 de
aplicación	para	aquellos	proveedores	que	ofrezcan	directamente	al	público
productos	y	servicios	desde	y	hacia	el	exterior.
6.2.	 Si	 el	 precio	 se	 anuncia	 en	 moneda	 extranjera,	 el	 proveedor	 está
obligado	a	aceptar	el	pago	en	dicha	moneda	o	en	su	precio	equivalente	en
moneda	nacional	a	elección	del	consumidor.
6.3.	 En	 estos	 casos,	 se	 debe	 ubicar	 en	 lugares	 visibles	 del	 local,	 carteles,
avisos	o	similares,	con	 información	sobre	el	 tipo	de	cambio	aceptado	para
efectos	de	pago.
Ley	29571.
ART.	7°.—Medio	de	pago.
7.1.	 En	 caso	 de	 que	 el	 proveedor	 diferencie	 el	 precio	 del	 producto	 o
servicio	 en	 función	 del	 medio	 de	 pago,	 como	 tarjetas	 de	 crédito	 u	 otros,
dicha	 información	 deber	 ser	 puesta	 en	 conocimiento	 del	 consumidor,	 de
manera	destacada,	en	forma	visible	y	accesible	en	el	local	o	establecimiento
comercial,	 a	 través	 de	 carteles,	 avisos	 u	 otros	 similares.	 En	 caso	 de
incumplimiento	del	proveedor,	 los	 consumidores	no	pueden	ser	obligados
al	 pago	 de	 sumas	 adicionales,	 debiendo	 respetarse	 el	 precio	 fijado	 por	 el
producto	o	servicio.
7.2.	En	caso	de	ofertas,	promociones,	rebajas	o	descuentos,	el	consumidor
puede	 utilizar	 indistintamente	 cualquier	 medio	 de	 pago,	 salvo	 que	 el
proveedor	 ponga	 en	 su	 conocimiento,	 de	 manera	 previa	 y	 destacada,	 las
condiciones,	restricciones	y	forma	de	pago.
Ley	29571.
ART.	 8°.—Información	 sobre	 productos	 manufacturados.	 Toda
información	sobre	productos	de	manufactura	nacional	proporcionada	a	los
consumidores	 debe	 efectuarse	 en	 términos	 comprensibles	 en	 idioma
castellano	y	de	 conformidad	 con	el	 Sistema	Legal	de	Unidades	de	Medida.
Tratándose	 de	 productos	 de	 manufactura	 extranjera,	 debe	 brindarse	 en
idioma	 castellano	 la	 información	 relacionada	 con	 los	 ingredientes,	 los
componentes,	 las	 condiciones	 de	 las	 garantías,	 los	 manuales	 de	 uso,	 las
advertencias	y	los	riesgos	previsibles,	así	como	los	cuidados	a	seguir	en	caso
de	que	se	produzca	un	daño.
Ley	29571.
ART.	9°.—Información	acerca	de	 las	 limitaciones	en	el	suministro	de
partes	 y	 accesorios.	 En	 el	 caso	 de	 la	 producción,	 fabricación,	 ensamble,
importación,	distribución	o	 comercialización	de	productos	 respecto	de	 los
que	no	se	brinde	el	suministro	oportuno	de	partes	y	accesorios	o	servicios
de	reparación	y	mantenimiento	o	en	los	que	dichos	suministros	o	servicios
se	 brinden	 con	 limitaciones,	 los	 proveedores	 deben	 informar	 de	 tales
circunstancias	de	manera	clara	e	 inequívoca	al	consumidor.	De	no	brindar
dicha	 información,	 quedan	 obligados	 y	 son	 responsables	 por	 el	 oportuno
suministro	 de	 partes	 y	 accesorios,	 servicios	 de	 reparación	 y	 de
mantenimiento	 de	 los	 bienes	 que	 produzcan,	 fabriquen,	 ensamblen,
importen	 o	 distribuyan,	 durante	 el	 lapso	 en	 que	 los	 comercialicen	 en	 el
mercado	nacional	y,	posteriormente,	durante	un	lapso	razonable	en	función
de	la	durabilidad	de	los	productos.
La	responsabilidad	de	probar	la	comunicación	previa	a	la	configuración	de
la	relación	de	consumo	sobre	 las	 limitaciones	en	el	suministro	de	partes	y
accesorios,	corresponde	al	proveedor.
El	 cumplimiento	 de	 la	 obligación	 de	 informar	 a	 cargo	 del	 proveedor	 no
debe	implicar	una	afectación	a	sus	derechos	protegidos	bajo	las	normas	de
propiedad	industrial.
Ley	29571.
ART.	10.—Información	acerca	de	los	productos	envasados.
10.1.	Sin	perjuicio	de	lo	señalado	en	el	artículo	2°,	los	productos	envasados
ofrecidos	 al	 consumidor	 deben	 tener	 de	 manera	 visible	 y	 legible	 la
información	establecida	en	la	norma	sectorial	de	rotulado	correspondiente.
En	 el	 caso	 de	 productos	 destinados	 a	 la	 alimentación	 y	 la	 salud	 de	 las
personas,	 esta	 obligación	 se	 extiende	 a	 informar	 sobre	 sus	 ingredientes	 y
componentes.
10.2.	 Es	 competencia	 del	 Indecopi	 fiscalizar	 el	 cumplimiento	 de	 los
artículos	 8°	 y	 10,	 así	 como	 sancionar	 las	 infracciones,	 únicamente	 si	 el
producto	 se	 encuentra	 a	 disposición	 del	 consumidor	 o	 expedito	 para	 su
distribución	en	los	puntos	finales	de	venta,	sin	perjuicio	de	las	competencias
sectoriales	que	correspondan.	Su	competencia	no	se	restringe	a	las	listas	de
productos	 que	 pudieran	 contemplar	 normas	 sectoriales	 de	 rotulado,
resultando	 aplicables	 las	 exigencias	 establecidas	 en	 la	 presente	 norma	 a
todos	los	productos	destinados	a	los	consumidores.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 competencia	 del	 Indecopi	 es	 exclusiva	 y
obligatoria.	“(...)	a	diferencia	de	las	controversias	de	derecho	privado,	todas
aquellas	 materias	 en	 las	 cuales	 el	 ordenamiento	 jurídico	 establece	 una
competencia	 exclusiva	 y	 obligatoria	 a	 una	 autoridad	 del	 Estado,	 se
encuentran	exceptuadas	de	la	autonomía	de	las	partes.	Tal	es	el	caso	de	la
protección	 del	 derecho	 de	 los	 consumidores,	 que	 ha	 sido	 encomendada	 a
Indecopi	 por	 ser	 una	 materia	 de	 orden	 público.”	 (Indecopi,	 R.	 3041-
2011/SC2-Indecopi,	nov.	10/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Derechos	de	los	consumidores	en	el	marco	de
una	relación	de	consumo	no	pueden	someterse	a	la	jurisdicción	arbitral.
“14.	 Se	 debe	 resaltar	 que	 el	 Decreto	 Legislativo	 1071,	 Ley	 de	 Arbitraje,
establece	 que	 solo	 pueden	 someterse	 a	 arbitraje	 las	 controversias	 sobre
materias	 de	 libre	 disposición.	 Lo	 cual	 no	 comprende	 a	 aquellas
controversias	relacionadas	con	las	atribuciones	o	funciones	de	imperio	del
Estado,	tal	como	ocurre	con	los	casos	en	los	que	pueda	haberse	afectado	los
derechos	de	los	consumidores	en	el	marco	de	una	relación	de	consumo.	(...).
15.	 Por	 consiguiente,	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Ley	 de	 Protección	 al
Consumidor	 y	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 1033,	 Ley	 de	 Organización	 y
Funciones	 del	 Indecopi,	 la	 comisión	 y	 esta	 sala,	 en	 segunda	 instancia,
resultan	 competentes	 para	 velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 la	 Ley	 de
Protección	 al	 Consumidor	 y	 de	 las	 leyes	 que,	 en	 general,	 protegen	 a	 los
consumidores	 de	 la	 falta	 de	 idoneidad	 de	 los	 bienes	 y	 servicios	 que	 se
ofrecen	 en	 el	 mercado.”	 (Indecopi,	 R.	 3041-2011/SC2-Indecopi,	 nov.
10/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
Ley	29571.
ART.	11.—Información	sobre	productos	no	originales	o	con	defectos.
Cuando	 se	 expende	 al	 público	 productos	 con	 alguna	 deficiencia	 o	 defecto,
usados,	 reconstruidos	o	 remanufacturados,	debe	 informarse	notoriamente
esta	 circunstancia	 al	 consumidor,	 mediante	 mecanismos	 directos	 de
información,	 haciéndolo	 constar	 indistintamente	 en	 los	 propios	 artículos,
etiquetas,	 envolturas	 o	 empaques,	 y	 en	 los	 comprobantes	 de	 pago
correspondientes,	 siendo	 su	 responsabilidad	 acreditar	 el	 cumplimiento	de
dicha	 obligación.	 El	 incumplimiento	 de	 esta	 exigencia	 es	 considerado
contrario	a	la	buena	fe	en	el	comportamiento	exigible	al	proveedor.
SUBCAPÍTULO	II
PROTECCIÓN	DEL	CONSUMIDOR	FRENTE	A	LA	PUBLICIDAD
Ley	29571.
ART.	12.—Marco	legal.	La	publicidad	 comercial	de	productos	y	 servicios
se	rige	por	las	normas	contenidas	en	el	Decreto	Legislativo	Núm.	1044,	Ley
de	 Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal,	 o	 por	 aquellas	 normas	 que	 las
sustituyan	 o	 modifiquen,	 y	 por	 las	 normas	 específicas	 del	 presente
subcapítulo	 y	 las	 de	 publicidad	 de	 determinados	 productos	 y	 servicios
contenidas	en	el	presente	código.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Es	una	infracción	consignar	la	frase	impuesta
por	 ley	 para	 bebidas	 alcohólicas	 en	 un	 espacio	 menor	 al	 10%	 del
anuncio.	“La	razón	es	que	la	conducta	infractora	detectada	en	la	publicidad
(consignar	 la	 frase	 ‘Tomar	bebidas	alcohólicas	en	exceso	es	dañino’	 en	un
espacio	menor	al	10%	del	anuncio,	conforme	lo	exige	el	artículo	8°.1	de	 la
Ley	 28681,	 Ley	 que	 regula	 la	 comercialización,	 consumo	 y	 publicidad	 de
bebidas	alcohólicas)	no	ha	tenido	efectos	reales	en	el	mercado,	debido	a	que
dicha	frase	de	advertencia	sí	fue	consignada	de	manera	legible	y	perceptible
para	los	consumidores,	solo	que	en	un	espacio	menor	al	10%	del	anuncio”.
(TDC,	R.	0079-2016/SDC-Indecopi,	ene.	08/2016.	Pres.	 Juan	Carlos	Lozano
Hernández)
Ley	29571.
ART.	13.—Finalidad.	La	protección	del	consumidor	 frente	a	 la	publicidad
tiene	por	finalidad	proteger	a	los	consumidores	de	la	asimetría	informativa
en	la	que	se	encuentran	y	de	la	publicidad	engañosa	o	falsa	que	de	cualquier
manera,	 incluida	 la	presentación	o	en	su	caso	por	omisión	de	 información
relevante,	 induzcan	 o	 puedan	 inducirlos	 a	 error	 sobre	 el	 origen,	 la
naturaleza,	modo	de	fabricación	o	distribución,	características,	aptitud	para
el	 uso,	 calidad,	 cantidad,	 precio,	 condiciones	 de	 venta	 o	 adquisición	 y,	 en
general,	 sobre	 los	 atributos,	 beneficios,	 limitaciones	 o	 condiciones	 que
corresponden	 a	 los	 productos,	 servicios,	 establecimientos	 o	 transacciones
que	el	agente	económico	que	desarrolla	tales	actos	pone	a	disposición	en	el
mercado;	 o	 que	 los	 induzcan	 a	 error	 sobre	 los	 atributos	 que	 posee	 dicho
agente,	incluido	todo	aquello	que	representa	su	actividad	empresarial.
Asimismo,	 atendiendo	al	 impacto	que	 la	publicidad	puede	 generar	 en	 las
conductas	 sociales,	 la	 protección	 del	 consumidor	 frente	 a	 la	 publicidad
persigue	 que	 los	 anuncios	 no	 afecten	 el	 principio	 de	 adecuación	 social,
evitando	 que	 induzcan	 a	 cometer	 actos	 ilegales	 o	 antisociales	 o	 de
discriminación	u	otros	de	similar	índole.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Para	 determinar	 cuál	 es	 el	 impacto	 de	 la
estrategia	 publicitaria	 desplegada,	 resulta	 útil	 recurrir	 a	 criterios
propios	 de	 la	 disciplina	 del	 marketing.	 “(...)	 para	 determinar	 cuál	 es	 el
impacto	 de	 la	 estrategia	 publicitaria	 desplegada,	 resulta	 útil	 recurrir	 a
criterios	 propios	 de	 la	 disciplina	 del	marketing.	 En	 ese	 sentido,	 se	 deben
analizar	 aspectos	 tales	 como	 el	 perfil	 del	 medio	 utilizado	 y	 el	 grado	 de
cobertura	 que	 proporciona	 respecto	 del	 público	 consumidor;	 el	 grado	 de
exposición	de	la	pauta	publicitaria	cuestionada,	esto	es,	el	nivel	de	duración
y	 repetición	 que	 ha	 tenido	 el	 anuncio;	 la	 probabilidad	 de	 percepción	 y	 el
contexto	de	percepción	del	mensaje	que	es,	por	ejemplo,	muy	elevada	en	los
medios	animados,	en	 los	cuales	se	combinan	el	color,	animación	o	sonido;
entre	otros.	(...).
36.	En	efecto,	el	argumento	‘nacionalista’	al	cual	apela	(...)	para	mostrarse
como	más	 ventajoso	 frente	 al	 proveedor	 ‘extranjero’	 encuentra	 cabida	 en
aquel	grupo	de	usuarios	cuya	decisión	de	consumo	se	basa	precisamente	en
la	voluntad	de	apoyar	la	industria	peruana	y	puede	determinar	la	desviación
de	la	demanda	a	favor	del	denunciado,	pero	a	costa	de	una	pérdida	indebida
de	clientela	de	(...),	que	también	ve	mermada	de	manera	directa	su	posición
competitiva	al	 ser	específicamente	aludido.	Ello,	pues	 la	 tipología	de	estos
casos	 contempla	 precisamente	 una	mención	 expresa	 a	 las	 prestaciones	 o
posición	de	un	competidor	identificable.”	(TDC,	R.	3150-2010/SC1-Indecopi,
dic.	01/2010.	Pres.	Tapia	Cano)
Ley	29571.
ART.	14.—Publicidad	de	promociones.
14.1.	La	publicidad	de	promociones	de	ventas	debe	consignar,	en	cada	uno
de	 los	 anuncios	 que	 la	 conforman,	 la	 indicación	 clara	 de	 su	 duración	 y	 la
cantidad	mínima	de	unidades	disponibles	de	productos	ofrecidos.	En	 caso
contrario,	 el	 proveedor	 está	 obligado	 a	 proporcionar	 a	 los	 consumidores
que	 lo	 soliciten	 los	 productos	 o	 servicios	 ofertados,	 en	 las	 condiciones
señaladas.	 Corresponde	 al	 proveedor	 probar	 ante	 las	 autoridades	 el
cumplimiento	del	número	y	calidad	de	 los	productos	ofrecidos	y	vendidos
en	la	promoción.
14.2.	 Cuando	 existan	 condiciones	 y	 restricciones	 de	 acceso	 a	 las
promociones	 de	 ventas,	 estas	 deben	 ser	 informadas	 en	 forma	 clara,
destacada	y	de	manera	que	sea	fácilmente	advertible	por	el	consumidor	en
cada	uno	de	los	anuncios	que	las	publiciten	o	en	una	fuente	de	información
distinta,	 siempre	 que	 en	 cada	 uno	 de	 los	 anuncios	 se	 informe	 clara	 y
expresamente	 sobre	 la	 existencia	 de	 dichas	 restricciones,	 así	 como	 de	 las
referencias	de	localización	de	dicha	fuente	de	información.
14.3.	La	fuente	de	información	indicada	en	el	párrafo	anterior	debe	ser	un
servicio	gratuito	de	fácil	acceso	para	los	consumidores	e	idóneo	en	relación
con	el	producto	o	servicio	y	el	público	al	que	van	dirigidos	los	anuncios,	que
les	permita	informarse,	de	manera	pronta	y	suficiente	sobre	las	condiciones
y	 restricciones	 aplicables	 a	 la	 promoción	 anunciada.	 Dicho	 servicio	 de
información	 puede	 ser	 prestado	 a	 través	 de	 páginas	 web	 o	 servicios	 de
llamada	de	parte	del	consumidor	sin	costo,	entre	otros	medios.
14.4.	 La	 información	 complementaria	 no	 consignada	 en	 los	 anuncios	 y
puesta	a	disposición	a	través	de	una	fuente	de	información	distinta	debe	ser
consistente	y	no	 contradictoria	 con	el	mensaje	publicitario.	 La	 carga	de	 la
prueba	de	la	idoneidad	de	dicho	servicio	y	de	la	información	proporcionada
por	este	recae	sobre	el	anunciante.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—En	anuncios	de	venta,	más	que	la	cantidad	de
unidades	 disponibles,	 importa	 la	 vigencia	 de	 la	 oferta	 lanzada	 al
público.	 “(...)	 38.	 Siguiendo	 esta	 línea	 de	 razonamiento,	 los	 anuncios	 que
califican	 como	 promociones	 de	 ventas	 pero	 que	 contienen	 una	 oferta
indeterminable,	 no	 tendrán	 la	 obligación	 de	 incluir	 el	 stock	 exacto.	 Dicho
supuesto	 se	 configura,	 por	 ejemplo,	 cuando	 los	 proveedores	 difunden
anuncios	publicitarios	que	hacen	 referencia	 a	 “Cierrapuertas”,	 “Remate	de
Temporada”,	 “Hasta	 30%	 de	 descuento”,	 entre	 otros,	 pues	 en	 todos	 estos
casos	sería	económicamente	ineficiente	exigir	al	anunciante	que	cumpla	con
indicar	la	disponibilidad	de	cada	uno	de	los	productos	ofertados,	máxime	si
el	 consumidor	 es	 plenamente	 consciente	 que	 existe	 una	 gran	 variedad	 y
cantidad	de	productos	sujetos	a	la	promoción	correspondiente.
39.	Caso	distinto	ocurre	con	 la	obligación	de	consignar	 la	vigencia	de	una
promoción	 de	 ventas,	 aspecto	 que	 busca	 trasladar	 al	 consumidor
información	relevante	respecto	de	las	probabilidades	que	tiene	de	acceder	a
una	promoción,	permitiéndoles	conocer	el	periodo	durante	el	 cual	podrán
hacer	 valer	 las	 condiciones	 beneficiosas	 que	 caracterizan	 a	 la	 oferta
anunciada.	(...).
40.	 Por	 ello,	 si	 bien	 en	 el	 contexto	 de	 una	 publicidad	 que	 presenta	 una
oferta	de	productos	indeterminables,	no	existe	 la	necesidad	de	informar	el
stock	 disponible,	 dado	 que	 un	 consumidor	 no	 tendrá	 expectativa	 de	 un
número	específico	de	unidades	disponibles	a	las	que	le	resulte	aplicable,	en
cambio,	 sí	 subsiste	el	deber	de	 transmitir	a	 los	 consumidores	 información
sobre	la	temporalidad	de	la	promoción.	Ello,	en	la	medida	que	aun	en	este
escenario,	el	consumidor	mantendría	 la	expectativa	de	saber	hasta	cuándo
ese	 número	 indeterminado	 de	 productos	 estarán	 bajo	 la	 promoción
publicitada.”	 (TDC.	 R.	 0056-2011/SC1-Indecopi,	 ene.	 11/2011.	 Pres.
Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Informar	 sobre	 vigencia	 y	 “stock”	 de
promociones	 de	 ventas	 permite	 que	 los	 consumidores	 conozcan	 la
verdadera	 magnitud	 de	 la	 oferta	 y	 evita	 que	 se	 formen	 falsas
expectativas.	 “La	 exigencia	 de	 consignar	 el	 stock	 y	 la	 duración	 busca
trasladar	 al	 consumidor	 información	 relevante	 respecto	 de	 las
probabilidades	que	tiene	de	acceder	a	una	promoción.	Así,	mientras	que	la
vigencia	les	permite	conocer	el	periodo	durante	el	cual	podrán	hacer	valer
la	 oferta	 anunciada,	 la	 indicación	 del	 número	 de	 unidades	 disponibles	 les
advierte	 de	 las	 restricciones	 cuantitativas	 de	 la	 promoción,	 evitando	 que,
debido	 a	 su	 desconocimiento,	 se	 generen	 falsas	 expectativas.	 Por	 ello,
mediante	 la	 difusión	 de	 esta	 información,	 un	 consumidor	 conocerá	 la
verdadera	 magnitud	 de	 las	 ofertas	 y	 promociones	 publicitadas	 y	 podrá
calcular	las	posibilidades	que	tiene	de	adquirir	o	contratar	los	productos	o
servicios	anunciados.	(...).
32.	Por	ello,	al	no	colocar	la	información	completa	en	el	aviso	publicitario
sobre	 el	 desembolso	 final	 aplicable,	 se	 estaría	 brindando	 información
distorsionada,	 pues	 no	 reflejaría	 el	 precio	 del	 bien	 puesto	 en	 el	 lugar	 de
venta,	 conforme	 a	 las	 expectativas	 de	 un	 usuario	 cualquiera.	 En	 ese
contexto,	se	ha	generado	un	costo	adicional	al	consumidor,	dado	que	este	se
encuentra	 obligado	 a	 recurrir	 a	 una	 fuente	 complementaria	 (llamar	 al
teléfono	 indicado	 en	 el	 anuncio,	 acercarse	 al	 local	 de	 venta,	 entre	 otras)
para	 conocer	 realmente	 cuál	 es	 el	 precio	 del	 automóvil	 de	 la	 promoción
incluido	flete,	 lo	cual	defrauda	sus	expectativas	iniciales	formadas	sobre	el
real	 precio	 del	 bien	 e,	 inclusive,	 resta	 indebidamente	 clientes	 a	 otros
competidores	 que	 al	 concurrir	 en	 el	 mercado	 sí	 incorporan	 en	 el	 precio
ofrecido	 el	 monto	 total	 por	 concepto	 de	 transporte	 al	 punto	 de	 venta”.
(Indecopi,	 R.	 2618-2012/SC1-Indecopi,	 set.	 28/2012.	 Pres.	 Avendaño
Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Información	sobre	el	“stock”	y	la	duración	de
una	 oferta	 permite	 a	 los	 consumidores	 calcular	 las	 posibilidades	 que
tienen	de	adquirir	los	productos	o	servicios	anunciados.	“La	exigencia	de
consignar	el	stock	y	la	duración	busca	trasladar	al	consumidor	información
relevante	 respecto	 de	 las	 probabilidades	 que	 tiene	 de	 acceder	 a	 una
promoción.	 Así,	 mientras	 que	 la	 vigencia	 les	 permite	 conocer	 el	 periodo
durante	 el	 cual	 podrán	 hacer	 valer	 la	 oferta	 anunciada,	 la	 indicación	 del
número	 de	 unidades	 disponibles	 les	 advierte	 de	 las	 restricciones
cuantitativas	de	 la	promoción,	evitando	que,	debido	a	su	desconocimiento,
se	generen	expectativas	 incorrectas.	Por	ello,	mediante	 la	difusión	de	esta
información,	un	consumidor	conocerá	la	verdadera	magnitud	de	las	ofertas
y	promociones	publicitadas	y	podrá	calcular	 las	posibilidades	que	tiene	de
adquirir	o	contratar	los	productos	o	servicios	anunciados.
22.	En	ese	sentido,	para	el	legislador	basta	que	un	anuncio	publicitario	que
difunde	 una	 ‘promoción	 de	 ventas’	 no	 indique	 o	 consigne	 de	 manera
imperceptible	para	el	 consumidor	el	 stock	mínimo	y	 la	vigencia	aplicables
para	que	esta	sola	omisión	genere	una	infracción	al	principio	de	 legalidad.
(...).
28.	Asimismo,	debe	señalarse	que	 la	regulación	que	obliga	a	consignar	en
cada	uno	de	los	anuncios	la	vigencia	y	el	stock	en	los	casos	de	‘promociones
de	ventas’	no	impone	a	los	anunciantes	patrones	específicos	respecto	de	la
forma	 (tamaño	 o	 tipo	 de	 letra)	 en	 la	 que	 deben	 ser	 difundidas	 dichas
indicaciones	dentro	del	marco	de	sus	anuncios	publicitarios	como	sí	sucede,
por	ejemplo,	en	el	caso	de	la	regulación	publicitaria	de	algunos	productos	y
sectores.	 Sin	 embargo,	 ello	 no	 quiere	 decir	 que	 el	 anunciante	 pueda
consignar	 dicha	 información	 de	 la	 forma	 que	 estime	 conveniente	 y	 sin
limitación	de	algún	tipo,	pues	la	exposición	de	la	misma	debe	ser	clara	como
para	permitir	que	un	consumidor	se	encuentre	en	posibilidades	de	percibir
claramente	la	información	relacionada	con	el	stock	y	la	vigencia”.	(Indecopi,
R.	1724-2011/SC1-Indecopi,	nov.	8/2011.	Vicepresidente	Tapia	Cano)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Información	 sobre	 el	 stock	 y	 la	 duración	 de
una	 promoción	 de	 ventas	 impide	 la	 formación	 de	 expectativas
incorrectas	 en	 los	 consumidores.	 “33.	 En	 atención	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	14	del	Código	de	Consumo,	basta	que	un	anuncio	publicitario	que
difunde	 una	 ‘promoción	 de	 ventas’	 no	 indique	 o	 consigne	 de	 manera
perceptible	 para	 el	 consumidor	 la	 vigencia	 aplicable	 y	 el	 número	 de
unidades	disponibles,	 para	que	esta	 sola	omisión	genere	una	 infracción	al
principio	de	legalidad.
34.	 La	 exigencia	 de	 consignar	 el	 stock	 y	 la	 duración	 de	 las	 promociones
busca	 trasladar	 al	 consumidor	 información	 relevante	 respecto	 de	 las
probabilidades	que	tiene	de	acceder	a	una	oferta	excepcional.	Así,	mientras
la	 indicación	 del	 número	 de	 unidades	 disponibles	 les	 advierte	 de	 las
restricciones	cuantitativas	de	la	promoción,	la	vigencia	les	permite	conocer
el	periodo	durante	el	cual	podrán	hacer	valer	la	oferta	anunciada,	evitando
que,	debido	a	su	desconocimiento,	se	generen	expectativas	incorrectas.	Por
ello,	mediante	 la	difusión	de	esta	 información,	un	consumidor	 conocerá	 la
verdadera	 magnitud	 de	 las	 ofertas	 y	 promociones	 publicitadas	 y	 podrá
calcular	las	posibilidades	que	tiene	de	adquirir	o	contratar	los	productos	o
servicios	 anunciados”.	 (Indecopi,	 R.	 0648-2013/SDC-Indecopi,	 abr.
15/2013.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Una	promoción	televisiva	de	ventas	vulnera	el
principio	 de	 legalidad	 si	 no	 consigna	 claramente	 las	 condiciones	 y/o
restricciones	 de	 acceso.	 “(...)	 se	 confirma	 la	 Resolución
0332015/CD1Indecopi	del	24	de	junio	del	2015,	en	el	extremo	que	declaró
fundada	 la	 imputación	 de	 oficio	 en	 contra	 de	 (...)	 S.A.	 por	 infracción	 al
principio	de	 legalidad	publicitaria,	supuesto	establecido	en	el	artículo	17.1
del	Decreto	Legislativo	1044,	Ley	de	Represión	de	 la	Competencia	Desleal.
La	razón	es	que	la	imputada	difundió	un	anuncio	televisivo	publicitando	la
promoción	 ‘Metro	Noches’	 sin	 indicar	 las	 condiciones	y/o	 restricciones	de
acceso	 en	 forma	 clara,	 destacada	 y	 fácilmente	 advertible	 para	 el
consumidor,	 tal	 como	 exige	 el	 artículo	 14.2	 de	 la	 Ley	 29571,	 Código	 de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Asimismo,	 se	 confirma	 la	medida	 correctiva	 impuesta	por	 la	Comisión	de
Fiscalización	de	 la	Competencia	Desleal	N°	1	que	ordenó	a	 (...)	S.A.	el	 cese
definitivo	 e	 inmediato	 de	 la	 publicidad	 infractora,	 en	 tanto	no	 indique	 las
condiciones	 y/o	 restricciones	 de	 acceso	 aplicables	 a	 la	 promoción
anunciada	 en	 forma	 clara,	 destacada	 y	 fácilmente	 advertible	 para	 el
consumidor.
Finalmente,	 teniendo	 en	 cuenta	 que	 en	 apelación	 (...)	 S.A.	 no	 presentó
argumentos	 que	 cuestionen	 la	 graduación	 de	 la	 sanción,	 se	 confirma	 la
Resolución	0332015/CD1Indecopi	del	24	de	 junio	del	2015,	en	el	extremo
que	sancionó	a	(...)	S.A.	con	una	multa	ascendente	a	uno	punto	cincuenta	y
ocho	 (1.58)	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (...)”.	 (TDC,	 R.	 0070-
2016/SDC-Indecopi,	feb.	08/2016.	Pres.	Juan	Carlos	Lozano	Hernández)
Ley	29571.
ART.	 15.—Sorteos,	 canjes	 o	 concursos.	 En	 el	 caso	 de	 sorteos,	 canjes	 o
concursos	 se	 procede	 de	 acuerdo	 con	 el	 Reglamento	 de	 Promociones
Comerciales	 y	 Rifas	 con	 Fines	 Sociales,	 aprobado	 mediante	 Decreto
Supremo	Núm.	006-2000-IN,	o	con	las	normas	que	lo	sustituyan.
Ley	29571.
ART.	16.—Publicidad	dirigida	a	menores	de	edad.	La	publicidad	dirigida
a	 los	menores	de	edad	no	debe	 inducirlos	 a	 conclusiones	equívocas	 sobre
las	 características	 reales	 de	 los	 productos	 anunciados	 o	 sobre	 las
posibilidades	de	los	mismos,	debiendo	respetar	la	ingenuidad,	la	credulidad,
la	inexperiencia	y	el	sentimiento	de	lealtad	de	los	menores.	Asimismo,	dicha
publicidad	no	debe	 generar	 sentimientos	de	 inferioridad	 al	menor	que	no
consume	el	producto	ofrecido.
Ley	29571.
ART.	17.—Competencia.	La	Comisión	de	Fiscalización	de	 la	Competencia
Desleal	 del	 Indecopi	 es	 la	 autoridad	 encargada	 en	 forma	 exclusiva	 y
excluyente	 para	 conocer	 en	 primera	 instancia	 la	 verificación	 del
cumplimiento	 de	 las	 normas	 que	 regulan	 la	 publicidad	 en	 protección	 del
consumidor.	Sin	perjuicio	de	ello,	 las	afectaciones	concretas	y	específicas	a
los	derechos	de	los	consumidores	a	consecuencia	de	la	publicidad	comercial
constituyen	 infracciones	 al	 presente	 código	 y	 son	 de	 competencia	 de	 la
Comisión	de	Protección	al	Consumidor	del	Indecopi.
COMPETENCIA	FUNCIONAL	DE	LA	CCD	Y	DE	LOS	ÓRGANOS	RESOLUTIVOS
EN	MATERIA	DE	PROTECCIÓN	A	CONSUMIDOR
Dir.	001-2014/TRI-Indecopi.
ART.	 1°.—La	 Comisión	 de	 Fiscalización	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 es	 el
órgano	competente	para	 iniciar	procedimientos	de	oficio	por	 infracción	al
principio	de	veracidad	en	publicidad	recogido	en	el	artículo	8°	de	la	Ley	de
Represión	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 cuando	 la	 imputación	 se	 sustenta
exclusivamente	en	material	publicitario.
Dir.	001-2014/TRI-Indecopi.
ART.	 2°.—La	 Comisión	 de	 Fiscalización	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 es	 el
órgano	 competente	 para	 iniciar	 procedimientos	 como	 consecuencia	 de
denuncias	por	 infracción	 al	 principio	de	 veracidad	 en	publicidad	 recogido
en	el	artículo	8°	de	la	Ley	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal	cuando	la
imputación	 se	 sustenta	 exclusivamente	 en	 material	 publicitario	 y	 no	 se
invoca	la	afectación	a	una	relación	de	consumo	en	concreto.
Dir.	001-2014/TRI-Indecopi.
ART.	 3°.—El	 órgano	 resolutivo	 en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor
respectivo	 es	 competente	 para	 tramitar	 denuncias	 en	 las	 cuales	 se	 invoca
una	afectación	en	concreto	al	 consumidor	derivada	del	 incumplimiento	de
lo	ofrecido	en	 la	publicidad,	 lo	cual	constituye	una	contravención	al	deber
de	 idoneidad	recogido	en	 los	artículos	18	y	19	del	Código	de	Protección	y
Defensa	del	Consumidor	y	no	una	 infracción	al	deber	de	 información,	 ello
sin	 perjuicio	 de	 las	 otras	 infracciones	 a	 dicho	 Código	 que	 pueden
materializarse	también	mediante	la	actividad	publicitaria.
Por	 su	 parte,	 la	 Comisión	 de	 Fiscalización	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 es
competente	para	analizar	la	conformidad	de	la	publicidad	con	las	exigencias
del	principio	de	veracidad.	En	estos	casos,	el	material	publicitario	permite
verificar	la	posible	existencia	de	infracciones	en	ambos	ordenamientos.
Dir.	001-2014/TRI-Indecopi.
ART.	 4°.—El	 órgano	 resolutivo	 en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor
respectivo	 es	 competente	 para	 tramitar	 denuncias	 en	 las	 cuales	 se	 invoca
una	 afectación	 concreta	 y	 específica	 derivada	 de	 la	 imposibilidad	 de
entablar	 una	 relación	 de	 consumo	 en	 los	 términos	 ofrecidos	 en	 la
publicidad,	 lo	 cual	 constituye	 una	 contravención	 al	 deber	 de	 idoneidad
recogido	 en	 los	 artículos	 18	 y	 19	 del	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor	y	no	una	infracción	al	deber	de	información,	ello	sin	perjuicio
de	las	otras	infracciones	a	dicho	Código	que	pueden	materializarse	también
mediante	la	actividad	publicitaria.
Por	 su	 parte,	 la	 Comisión	 de	 Fiscalización	 de	 la	 Competencia	 Desleal	 es
competente	para	analizar	la	conformidad	de	la	publicidad	con	las	exigencias
del	principio	de	veracidad.	En	estos	casos,	el	material	publicitario	permite
verificar	la	posible	existencia	de	infracciones	en	ambos	ordenamientos.
CAPÍTULO	III
IDONEIDAD	DE	LOS	PRODUCTOS	Y	SERVICIOS
Ley	29571.
ART.	18.—Idoneidad.	Se	entiende	por	idoneidad	la	correspondencia	entre
lo	que	un	consumidor	espera	y	lo	que	efectivamente	recibe,	en	función	a	lo
que	 se	 le	 hubiera	 ofrecido,	 la	 publicidad	 e	 información	 transmitida,	 las
condiciones	 y	 circunstancias	 de	 la	 transacción,	 las	 características	 y
naturaleza	 del	 producto	 o	 servicio,	 el	 precio,	 entre	 otros	 factores,
atendiendo	a	las	circunstancias	del	caso.
La	idoneidad	es	evaluada	en	función	a	la	propia	naturaleza	del	producto	o
servicio	y	a	su	aptitud	para	satisfacer	la	finalidad	para	la	cual	ha	sido	puesto
en	el	mercado.
Las	 autorizaciones	 por	 parte	 de	 los	 organismos	 del	 Estado	 para	 la
fabricación	de	un	producto	o	la	prestación	de	un	servicio,	en	los	casos	que
sea	 necesario,	 no	 eximen	 de	 responsabilidad	 al	 proveedor	 frente	 al
consumidor.
JURISPRUDENCIA.—El	deber	de	idoneidad	de	los	proveedores	no	impone
el	 deber	 de	 brindar	 una	 determinada	 calidad	 de	 los	 productos	 y
servicios,	 sino	 el	 de	 entregarlos	 en	 las	 condiciones	 ofrecidas.
“Finalmente,	 en	 cuanto	 a	 la	 tercera	denuncia	 casatoria,	 conviene	 recordar
que	el	artículo	8°	de	la	Ley	de	Protección	al	Consumidor	–de	aplicación	a	los
autos	 por	 razón	 de	 temporalidad–,	 recogió	 durante	 su	 vigencia	 el
denominado	deber	de	idoneidad	de	los	proveedores,	en	virtud	al	cual	éstos
son	objetivamente	responsables	por	la	idoneidad	y	calidad	de	los	productos
y	 servicios	 que	 ofrecen	 en	 el	mercado.	 Este	 deber,	 en	 efecto,	 tal	 como	 se
sostiene	 en	 el	 recurso	 de	 casación,	 no	 impone	 al	 proveedor	 el	 deber	 de
brindar	 una	 determinada	 calidad	 de	 los	 productos	 y	 servicios	 que	 ofrece,
sino	 simplemente	 el	 deber	 de	 entregarlos	 o	 prestarlos	 en	 las	 condiciones
ofrecidas	 y	 acordadas	 expresa	 o	 implícitamente.	 (...)	 En	 este	 contexto,	 la
valoración	del	cumplimiento	al	deber	de	idoneidad	implicará	esencialmente
un	 examen	 destinado	 a	 determinar	 si	 la	 calidad	 del	 producto	 o	 servicio
recibido	por	 el	 consumidor	 coincide	 con	aquella	que	 razonablemente	 éste
aspiraba	 obtener	 de	 él,	 en	 base	 a	 la	 información	 proporcionada	 por	 el
proveedor	 y	 el	 uso	 al	 que	normalmente	 se	destina”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 584-2011-
Lima,	jun.	04/2013.	V.	P.	Acevedo	Mena)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Hospedajes	 que	 se	 publicitan	 sin	 contar	 con
certificado	 vigente	 de	 la	 autoridad	 correspondiente	 transmiten
información	 errónea	 al	 consumidor.	 “(...)	 el	 contar	 con	 un	 certificado
vigente	constituye	un	requisito	 indispensable	para	que	un	establecimiento
de	hospedaje	ostente	alguna	de	las	clases	y/o	categorías	previstas	(...).	De	lo
contrario,	esto	es,	de	darse	el	caso	que	el	titular	de	un	hospedaje	anuncie	a
este	como	perteneciente	a	alguna	clase	y/o	categoría	sin	haber	obtenido	la
autorización	o	habiendo	esta	caducado,	se	estará	frente	a	un	engaño,	dado
que	 la	 autoridad	 competente	 no	 ha	 emitido	 una	 validación	 vigente	 de	 las
características	del	establecimiento.
14.	 Por	 consiguiente,	 toda	 pieza	 publicitaria	 que	 pretenda	 ser	 puesta	 en
conocimiento	de	los	consumidores,	y	en	la	cual	se	haga	alusión	a	la	categoría
o	clase	del	establecimiento	de	hospedaje,	deberá	encontrarse	desde	el	inicio
de	 su	 difusión	 respaldada	 por	 el	 correspondiente	 certificado	 vigente
emitido	 por	 la	 autoridad	 competente.	 Si	 ello	 no	 fuera	 así,	 los	 anunciantes
estarían	transmitiendo	al	mercado	información	distorsionada	acerca	de	las
características	de	sus	servicios	de	hospedaje	(...).”	(TDC,	Indecopi,	R.	1356-
2011/SC1-Indecopi,	ago.	01/2011.	Pres.	Avendaño	Valdez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Cláusulas	 abusivas	 afectan	 el	 deber	 de
idoneidad	 del	 servicio	 ofertado.	 “(...)	 corresponde	 confirmar	 el
pronunciamiento	 venido	 en	 grado	 en	 el	 extremo	 que	 declaró	 fundada	 la
denuncia	(...)	contra	(...)	por	infracción	al	deber	de	idoneidad,	previsto	en	el
artículo	 8°	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor,	 modificando	 sus
fundamentos	 en	 el	 sentido	 que	 dicha	 idoneidad	 se	 vio	 afectada	 por	 la
aplicación	de	un	cláusula	abusiva.	La	 ilicitud	de	 la	reducción	y	eliminación
de	 coberturas	 del	 seguro	 oncológico	 contratado	 por	 el	 denunciante	 no
estuvo	 dada	 por	 la	 oportunidad	 en	 que	 tal	modificación	 le	 fue	 informada,
sino	por	 la	aplicación	de	una	cláusula	abusiva	(...),	aplicación	que	afectó	 la
expectativa	del	denunciante	y	su	cónyuge	a	que	se	respeten	las	coberturas
ofrecidas	 y	 garantizadas	 por	 el	 ordenamiento	 legal,	 y	 que	no	puede	 verse
afectada	 por	 información	 alguna.”	 (TDC,	 R.	 1603-2011/SC2-Indecopi,	 jun.
23/2011.	Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 idoneidad	 en	 el	 Código	 de	 Protección	 y
Defensa	del	Consumidor.	“El	artículo	18	del	código	define	a	la	idoneidad	de
los	 productos	 y	 servicios	 como	 la	 correspondencia	 entre	 lo	 que	 un
consumidor	espera	y	lo	que	efectivamente	recibe,	en	función	a	la	naturaleza
de	 los	mismos,	 las	 condiciones	 acordadas	 y	 a	 la	normatividad	que	 rige	 su
prestación,	 atendiendo	 a	 las	 circunstancias	 del	 caso.	Asimismo,	 el	 artículo
19	 del	 código	 establece	 la	 responsabilidad	 de	 los	 proveedores	 por	 la
idoneidad	y	calidad	de	los	productos	y	servicios	que	ofrecen	en	el	mercado.
En	 aplicación	 de	 esta	 norma,	 lo	 que	 el	 consumidor	 espera	 en	 virtud	 del
deber	 de	 idoneidad	dependerá	 de	 lo	 previsto	 en	 la	 ley	 (garantía	 legal),	 lo
pactado	en	el	contrato	(garantía	expresa)	o	los	fines	y	usos	previsibles	para
los	 que	 normalmente	 se	 adquiere	 el	 producto	 o	 servicio	 en	 el	 mercado
(garantía	implícita).	(...).
(...)	si	bien	el	denunciante	no	presentó	de	manera	completa	los	documentos
exigidos	en	el	anexo	del	contrato	para	proceder	a	su	evaluación	crediticia,
también	 es	 cierto	 que	 no	 ha	 quedado	 acreditado	 que	 la	 denunciada
cuestionó	 u	 objetó	 a	 sus	 avales	 y	 tampoco	 que	 le	 haya	 comunicado	 de
manera	verbal	o	escrita	que	los	documentos	presentados	eran	insuficientes
a	 efectos	 de	 realizar	 una	 evaluación	 crediticia.”	 (Indecopi,	 R.	 0895-
2012/SC2-Indecopi,	mar.	28/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Aplicación	del	Código	de	Protección	y	Defensa
del	Consumidor	exige	 la	existencia	previa	de	una	relación	de	consumo.
“(...)	 para	 la	 aplicación	 del	 código	 debe	 configurarse	 como	 presupuesto	 la
existencia	 de	 una	 relación	 de	 consumo	 entre	 el	 prestador	 del	 producto	 o
servicio	y	el	usuario	o	destinatario	final	del	mismo,	es	decir,	la	existencia	de
un	producto	o	servicio	prestado	por	un	proveedor	a	favor	de	un	consumidor
o	usuario	 final,	 a	 cambio	de	una	 retribución	económica.	En	caso	contrario
estaremos	ante	un	supuesto	de	improcedencia	de	la	denuncia.
12.	En	el	presente	caso,	el	señor	(...)	denunció	que	el	banco	le	comunicó	que
mantenía	 una	deuda	pendiente	 de	pago	 (que	previamente	 contrajo	 con	 la
empresa	Orión	S.A.),	pero	que	dicha	deuda	había	sido	cedida	a	SCI.
13.	La	comisión	acogió	la	pretensión	del	señor	(...),	tras	concluir	que	si	bien
el	banco	alegó	que	no	había	relación	de	consumo	en	tanto	había	cedido	 la
supuesta	deuda	a	SCI,	lo	cierto	era	que	el	hecho	denunciado	se	originó	de	la
relación	 que	 el	 denunciante	 mantuvo	 con	 la	 entidad	 financiera	 y	 esta	 no
logró	acreditar	la	existencia	de	la	deuda.
14.	Sobre	el	particular,	la	sala	discrepa	del	pronunciamiento	de	la	comisión,
toda	 vez	 que	 si	 bien	medió	 una	 relación	 de	 consumo	 entre	 el	 banco	 y	 el
señor	 (...),	 ello	 no	 significaba	 que	 la	 entidad	 financiera	 al	 momento	 de	 la
interposición	 de	 la	 denuncia	 tenía	 la	 calidad	 de	 proveedor	 frente	 al
denunciante.
17.	Por	lo	tanto,	el	banco	no	contaba	con	legitimidad	para	obrar	pasiva	para
ser	denunciado	por	el	señor	(...)	ante	Indecopi,	en	virtud	a	que	no	mantenía
relación	de	consumo	con	aquel.
18.	En	atención	a	lo	expuesto,	corresponde	revocar	la	Resolución	(...)	en	el
extremo	que	declaró	 fundada	 la	denuncia	contra	el	banco	por	 infringir	 los
artículos	 18	 y	 19	 del	 código,	 y,	 reformándola,	 declararla	 improcedente,	 al
haber	quedado	acreditado	que	dicho	administrado	no	tenía	legitimidad	para
obrar	pasiva	para	actuar	en	el	presente	procedimiento.	En	consecuencia,	se
deja	 sin	 efecto	 las	 medidas	 correctivas	 ordenadas	 en	 su	 contra,	 la	 multa
impuesta	de	8	UIT	y	la	condena	al	pago	de	las	costas	y	costos”.	(Indecopi,	R.
3620-2012/SPC-Indecopi,	dic.	13/2012.	Pres.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 consumidores	 esperan	 que	 el	 edificio
construido	cuente	con	todos	las	instalaciones	ofrecidas	en	los	planos	del
proyecto.	“El	artículo	8°	de	la	Ley	de	Protección	al	Consumidor	(...)	si	bien	la
constructora	alegó	que	el	edificio	no	contaba	con	6	pisos	sino	con	5	pisos,
por	lo	que	no	se	encontraba	obligada	a	instalar	un	sistema	de	incendios,	lo
cierto	 es	 que	 de	 acuerdo	 a	 los	 planos	 del	 proyecto,	 la	 denunciada	 se
comprometió	a	instalarlo,	por	lo	que	un	consumidor	esperaría	que	una	vez
construido	el	edificio,	éste	cuente	con	todos	las	instalaciones	ofrecidas.	(...)
De	 acuerdo	 a	 ello,	 esta	 sala	 considera	 que	 correspondía	 a	 la	 constructora
acreditar	 que	 cumplió	 con	 efectuar	 las	 instalaciones	 antes	 referidas	 así
como	 la	 construcción	 de	 los	 pozos	 de	 tierra;	 sin	 embargo,	 no	 lo	 hizo”.
(Indecopi,	 R.	 0470-2013/SPC-Indecopi,	 feb.	 27/2013.	 Pres.	 Montoya
Alberti)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 garantía	 legal	 está	 incluida	 en	 los
contratos	de	consumo	sin	admitir	pacto	en	contrario	y	prima	sobre	una
garantía	 expresa.	 “El	 artículo	 18	 del	 código	 define	 a	 la	 idoneidad	 de	 los
productos	y	servicios	como	la	correspondencia	entre	lo	que	un	consumidor
espera	 y	 lo	 que	 efectivamente	 recibe,	 en	 función	 a	 la	 naturaleza	 de	 los
mismos,	 las	 condiciones	 acordadas	 y	 a	 la	 normatividad	 que	 rige	 su
prestación.	Asimismo,	el	artículo	19	del	código	establece	la	responsabilidad
de	los	proveedores	por	 la	 idoneidad	y	calidad	de	 los	productos	y	servicios
que	 ofrecen	 en	 el	mercado.	 En	 aplicación	 de	 esta	 norma,	 los	 proveedores
tienen	 el	 deber	 de	 brindar	 los	 productos	 y	 servicios	 ofrecidos	 en	 las
condiciones	 acordadas	 o	 en	 las	 condiciones	 que	 resulten	 previsibles,
atendiendo	a	 la	naturaleza	de	 los	mismos	y	 a	 la	normatividad	que	 rige	 su
prestación.
7.	Una	garantía	legal	es	aquella	establecida	expresamente	en	la	ley	o	en	las
regulaciones	sectoriales	vigentes,	que	se	entiende	incluida	en	los	contratos
de	consumo,	sin	admitir	pacto	en	contrario,	pues	establece	las	condiciones
legales	 mínimas	 en	 las	 cuales	 un	 producto	 debe	 ser	 comercializado.	 Una
garantía	 explícita,	 en	 cambio,	 se	 refiere	 a	 los	 términos	 y	 las	 condiciones
expresamente	ofrecidos	por	el	proveedor	que	se	encuentran	contenidos	en
los	 contratos	 suscritos,	 en	 el	 etiquetado	 del	 producto,	 la	 publicidad,
comprobante	de	pago	u	otro	documento.	Finalmente,	una	garantía	implícita
es	la	obligación	del	proveedor	de	responder	cuando	el	producto	no	cumpla
con	los	fines	y	usos	previsibles	para	los	cuales	fue	adquirido,	considerando
las	circunstancias	que	rodearon	su	adquisición.
8.	 Cabe	 agregar	 que	 el	 sistema	 de	 garantías	 constituido	 por	 la	 garantía
legal,	la	garantía	expresa	y	la	garantía	implícita	se	encuentran	en	relación	de
jerarquía	y	prelación	entre	ellas,	una	garantía	legal	no	puede	ser	desplazada
por	 un	 garantía	 explícita	 (o	 expresa);	 y,	 por	 otro	 lado,	 que	 una	 garantía
explícita	no	puede	ser	desplazada	por	una	garantía	implícita”.	(Indecopi,	R.
3434-2013/SPC-Indecopi,	dic.	10/2013.	Pres.	Hernando	Montoya	Alberti)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Tribunal	 del	 Indecopi:	 los	 desperfectos	 a	 los
sistemas	de	 seguridad	deben	atenderse	 en	 el	 plazo	más	breve	posible.
“17.	 En	 ese	 orden	 de	 ideas,	 de	 la	 información	 presentada	 por	 (...),	 la
denunciante	entendía	que	la	descarga	en	la	batería	del	sistema	de	seguridad
ocasionaba	que	este	no	operara	con	normalidad,	sonando	reiteradas	veces
sin	justificación	alguna,	lo	que	originó	que	no	lo	activara	y	por	ende,	que	la
vivienda	del	denunciante	gozara	de	la	protección	contratada.
18.	Teniendo	ello	en	cuenta,	este	colegiado	considera	que	el	cambio	de	 la
batería	del	sistema	de	seguridad	contratado	por	el	señor	Ramírez	–una	vez
aceptada	 la	 cotización–	debió	 ser	 realizada	por	 (...)	 en	 el	 plazo	más	breve
posible,	 teniendo	 en	 consideración	 que	mientras	 no	 fuera	 realizado	 dicho
cambio,	el	sistema	no	funcionaría	adecuadamente.
19.	 Sin	 embargo,	 se	 advierte	 que	 la	 empresa	 no	 realizó	 dicho	 cambio	 de
manera	 oportuna,	 en	 tanto	 calificó	 el	 pedido	 del	 denunciante	 como	 de
‘prioridad	 baja’,	 siendo	 que	 realizó	 dicho	 cambio	 días	 después	 de	 que	 el
denunciante	 haya	 aceptado	 la	 cotización,	 por	 lo	 que	 la	 vivienda	del	 señor
(...)	 no	 contó	 con	 protección	 y	 seguridad	 contratada	 en	 dicho	 periodo”.
(Indecopi,	 R.	 62-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 13/2014.	 Vicepresidente	 Julio
Baltazar	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC:	 consumidor	 que	 adquiere	 un	 vehículo
nuevo	con	un	sistema	de	“airbag”	espera	que	funcione	ante	un	siniestro
de	mediana	magnitud.	“En	 consecuencia,	 una	 valorización	 conjunta	de	 la
información	 y	 documentación	 proporcionadas	 por	 la	 partes,	 permite
acreditar	que	se	produjo	una	colisión	 frontal	que	trajo	como	consecuencia
que	 el	 vehículo	 adquirido	 sufriera	 daños	 considerables,	 pese	 a	 lo	 cual	 el
sistema	de	 ‘airbag’	no	se	activó,	 lo	que	constituye	un	defecto	de	 idoneidad
en	dicho	sistema.
22.	 Así,	 un	 consumidor	 que	 adquiere	 en	 un	 concesionario	 formal	 un
vehículo	nuevo	de	una	marca	reconocida	en	el	mercado	 internacional,	 con
un	sistema	de	‘airbag’,	esperaría	que	este	sistema	funcione	ante	un	siniestro
de	mediana	magnitud.
40.	Contrariamente	a	 lo	alegado	por	 la	denunciada,	dicho	hecho	no	exime
de	 responsabilidad	 a	 la	 denunciada,	 por	 cuanto	 (...)	 se	 encontraba	 en	 la
obligación	 de	 implementar	 los	 mecanismos	 necesarios	 para	 brindar	 una
respuesta	 al	 denunciante	 dentro	 del	 plazo	 legal,	 siendo	 que	 la	 falta	 de
personal	especializado	para	la	elaboración	de	un	informe	técnico	sobre	las
causales	 de	 la	 falta	 de	 activación	 del	 sistema	 de	 ‘airbag’	 no	 escapa	 a	 su
esfera	 de	 control.	 Lo	 contrario	 implicaría	 que	 los	 proveedores	 sean
exonerados	 de	 responsabilidad	 para	 no	 atender	 los	 reclamos	 en	 el	 plazo
legal	fijado,	bajo	el	argumento	de	que	resulta	necesario	remitir	los	reclamos
por	fallas	en	los	productos	a	los	fabricantes	de	los	mismos,	pese	a	que	como
concesionario	 formal	 debe	 contar	 con	 el	 personal	 especializado	 para	 los
productos	que	ofrece	en	el	mercado”.	(Indecopi,	R.	057-2014/SPC-Indecopi,
ene.	13/2015.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	19.—Obligación	de	los	proveedores.	El	proveedor	responde	por	 la
idoneidad	 y	 calidad	 de	 los	 productos	 y	 servicios	 ofrecidos;	 por	 la
autenticidad	de	las	marcas	y	leyendas	que	exhiben	sus	productos	o	del	signo
que	respalda	al	prestador	del	servicio,	por	la	falta	de	conformidad	entre	la
publicidad	 comercial	de	 los	productos	y	 servicios	y	 estos,	 así	 como	por	 el
contenido	 y	 la	 vida	 útil	 del	 producto	 indicado	 en	 el	 envase,	 en	 lo	 que
corresponda.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 idoneidad	 del	 producto:	 un	 análisis	 de
relación	entre	el	bien	y	la	expectativa	del	consumidor.	“Es	preciso	indicar
que	 en	 el	 presente	 caso	 la	 recurrente	 cuestionó	 que	 la	 comisión	 haya
interpretado	el	artículo	19	del	código	en	el	sentido	de	que	los	proveedores
son	 responsables	 por	 la	 venta	 de	 productos	 defectuosos
independientemente	 que	 dichos	 productos	 cuenten	 con	 garantías	 de
reparación,	sustitución	de	dichos	productos	o	devolución	de	lo	pagado	ante
la	eventualidad	de	algún	desperfecto.	(...).
16.	 Estas	 consideraciones	 nos	 llevan	 directamente	 al	 concepto	 de
idoneidad,	definida	por	el	 artículo	18	del	 código	como	 la	 correspondencia
entre	lo	que	un	consumidor	espera	y	lo	que	efectivamente	recibe,	en	función
a	lo	que	se	le	hubiera	ofrecido,	la	publicidad	e	información	transmitida	o	a
las	 características	 y	 naturaleza	 del	 producto,	 entre	 otros	 factores,
atendiendo	 a	 las	 circunstancias	 del	 caso.	 Asimismo,	 se	 indica	 que	 la
idoneidad	está	en	función	a	la	propia	naturaleza	del	producto	y	a	su	aptitud
para	satisfacer	la	finalidad	para	la	cual	ha	sido	puesto	en	el	mercado.	(...).
19.	 La	 evaluación	 de	 la	 idoneidad	 de	 un	 determinado	 producto	 está
entonces	 en	 función	 de	 las	 expectativas	 generadas	 en	 el	 consumidor	 de
acuerdo	 no	 solamente	 a	 la	 información	 brindada	 por	 el	 proveedor,	 sino
también	en	función	a	las	características	o	condiciones	establecidas	por	la	ley
y	a	la	naturaleza	y	la	aptitud	de	dicho	producto	para	satisfacer	la	finalidad
por	la	cual	ha	sido	adquirido.	De	manera	que	el	análisis	de	la	idoneidad	no
se	 agota	 con	 el	 análisis	 de	 la	 información.	 La	 idoneidad	 en	 la	 venta	 de
productos	implica	pues	un	análisis	de	relación	entre	el	bien	y	la	expectativa
del	consumidor”.	(Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-Indecopi,	set.	23/2012.	Pres.
Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Ni	 la	 negligencia	 de	 los	 dependientes	 ni	 la
inexistencia	de	queja	alguna	anterior	liberan	al	proveedor	de	responder
por	 la	 idoneidad	y	 calidad	de	 los	 servicios	ofrecidos.	“El	 artículo	19	del
código	establece	que	el	proveedor	responde	por	 la	 idoneidad	y	calidad	de
los	servicios	ofrecidos.	En	aplicación	de	esta	norma,	los	proveedores	tienen
el	 deber	 de	 brindar	 tales	 servicios	 al	 consumidor	 en	 las	 condiciones
ofertadas	 o	 previsibles	 atendiendo	 a	 la	 naturaleza	 de	 los	 servicios
contratados,	 la	regulación	que	sobre	el	particular	se	haya	establecido	y,	en
general,	a	la	información	brindada	por	el	proveedor	o	puesta	a	disposición
de	los	consumidores	previamente	a	su	decisión	de	consumo.	(...).
19.	 Por	 otro	 lado,	 la	 caja	 ha	 señalado	 que	 los	 hechos	 constatados	 por	 la
comisión	no	obedeció	a	una	política	institucional,	sino	de	un	error	humano	y
procedimental	producto	de	la	poca	experiencia	de	los	trabajadores	y	de	las
limitaciones	operativas.
20.	 Al	 respecto,	 cabe	 precisar	 que	 la	 negligencia	 de	 los	 dependientes	 del
proveedor	 no	 resulta	 ser	 un	 argumento	 suficiente	 para	 liberarse	 de
responsabilidad,	en	tanto	era	obligación	de	la	denunciada,	cumplir	y	hacer
cumplir	 a	 su	 personal	 las	 normas	 de	 protección	 al	 consumidor,	 por	 estar
bajo	su	esfera	de	supervisión	y	control.	Al	respecto,	cabe	destacar	que	según
lo	establecido	por	el	Código	Civil,	quien	ejecuta	prestaciones	a	través	de	sus
dependientes	 o	 valiéndose	 de	 terceros	 es	 responsable	 por	 el
incumplimiento	o	daños	causados	en	las	prestaciones	brindadas.	Por	tanto,
la	caja	debió	haber	adoptado	las	medidas	pertinentes	a	efectos	de	evitar	que
se	produzcan	los	hechos	que	se	le	imputan.
21.	 Finalmente,	 cabe	 destacar	 que	 el	 hecho	 que	 no	 se	 hayan	 reportado
reclamos	ni	quejas	anteriores	contra	la	denunciada	no	constituye	un	factor
que	 exonere	 de	 responsabilidad	 a	 la	 caja,	 pues	 dado	 el	 bajo	 impacto	 que
tienen	 este	 tipo	 de	 conductas	 en	 los	 consumidores	 individuales,	 tales
prácticas	no	suelen	ser	denunciadas,	siendo	los	procedimientos	de	oficio	los
mecanismos	más	eficaces	para	detectar	este	tipo	de	infracciones”.	(Indecopi,
R.	101-2012/SC2-Indecopi,	ene.	12/2012.	Pres.	Mujica	Serelle)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—A	 los	 abogados	 no	 se	 les	 puede	 exigir	 un
determinado	resultado	en	un	proceso	judicial,	pero	sí	diligencia.	“14.	El
artículo	19	del	código	establece	la	responsabilidad	de	los	proveedores	por	la
idoneidad	de	sus	servicios	(...).
15.	 En	 aplicación	 de	 dicha	 norma,	 los	 proveedores	 tienen	 el	 deber	 de
prestar	 los	 servicios	 ofrecidos	 en	 las	 condiciones	 acordadas	 o	 en	 las	 que
resulten	previsibles	o	implícitas,	atendiendo	a	la	naturaleza	del	servicio.
16.	En	el	caso	de	los	servicios	legales,	considerando	que	los	resultados	de
un	 proceso	 pueden	 ser	 variables,	 ya	 que	 las	 normas	 jurídicas	 pueden	 ser
objeto	 de	 diferentes	 interpretaciones	 por	 parte	 del	 juez,	 no	 es	 razonable
exigir	 obtener	 un	 resultado	 determinado;	 sin	 embargo,	 un	 consumidor
espera	 un	 nivel	 de	 diligencia	 que	 pueda	 conducir	 al	 logro	 de	 dicho
resultado.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 594-2013/SPC-Indecopi,	 oct.	 17/2013.	 Pres.
Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—No	 entregar	 el	 comprobante	 de	 pago	 no	 es
solo	 una	 infracción	 tributaria,	 también	 es	 una	 infracción	 al	 deber	 de
idoneidad	 de	 los	 proveedores.	 “Sobre	 el	 particular	 corresponde	 señalar
que,	en	el	marco	del	deber	de	idoneidad,	un	consumidor	espera	contar	con
el	 documento	 formal	 exigido	 por	 las	 normas	 tributarias,	 es	 decir,	 el
comprobante	 de	 pago,	 al	 margen	 de	 que	 existan	 otros	 documentos	 para
acreditar	 la	 relación	 de	 consumo.	 Lo	 anterior,	 en	 tanto	 constituye	 una
garantía	legal	en	toda	contratación	de	bienes	y	servicios	el	que	el	proveedor
de	 los	 mismos	 extienda	 un	 comprobante	 de	 pago	 formal	 al	 consumidor,
documento	que	por	excelencia	ofrecerá	a	éste	todas	las	garantías	y	respaldo
ante	cualquier	situación	que	pueda	presentarse	respecto	del	bien	o	servicio
contratado.
14.	 Por	 dicha	 razón,	 esta	 sala	 considera	 que	 no	 basta	 con	 extender	 al
consumidor	un	documento,	que	aun	cuando	permita	acreditar	la	relación	de
consumo	 con	 el	 proveedor,	 no	 constituya	 un	 comprobante	 de	 pago
reconocido	 por	 las	 normas	 tributarias,	 siendo	 el	 comprobante	 de	 pago	 el
documento	 regular	 y	 que	 por	 exigencia	 legal	 debe	 ser	 entregado	 a	 los
consumidores.
15.	Cabe	señalar	que	si	bien	la	falta	de	emisión	y	entrega	de	comprobante
de	pago	constituye	una	infracción	a	la	normativa	tributaria,	ello	no	excluye
que	 una	 situación	 de	 ese	 tipo	 afecte	 las	 legítimas	 expectativas	 de	 un
consumidor	 y	 pueda	 constituir,	 a	 su	 vez,	 una	 infracción	 del	 deber	 de
idoneidad	 previsto	 en	 el	 artículo	 19	 del	 código,	 pues,	 tal	 como	 se	 ha
señalado,	 forma	parte	de	 la	 garantía	 legal	 que	determina	 la	 idoneidad	del
producto	o	servicio	contratado”.	(Indecopi,	R.	367-2014/SPC-Indecopi,	 feb.
03/2014.	Pres.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—En	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor,
“factura”	 es	 cualquier	 documento	 tributario	 que	 acredite	 los	 pagos
efectuados	por	la	venta	de	un	bien	o	la	contratación	de	un	servicio.	“La
obligación	 de	 entregar	 ‘factura’	 (...)	 debe	 ser	 interpretada,	 en	 un	 sentido
amplio,	como	la	entrega	de	un	documento	de	carácter	tributario	que	cumpla
con	 la	 finalidad	 de	 acreditar	 los	 pagos	 efectuados	 por	 la	 prestación	 del
servicio	 o	 venta	 del	 bien	 respectivo”.	 (Indecopi,	 R.	 0394-2014/SPC-
Indecopi,	feb.	03/2014.	Pres.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Empresas	 vendedoras	 de	 autos	 deben
informar	 sobre	 cualquier	 particularidad	 sobre	 la	 estructura	 o	 uso	 del
vehículo	para	garantizar	las	expectativas	del	consumidor.	“(...)	si	bien	el
denunciado	 indicó	 que	 en	 el	 ‘Manual	 del	 usuario’	 informó	 a	 la	 señora	 (...)
que	era	posible	que	 los	 frenos	presenten	un	ruido	cuando	se	accionan	por
primera	 vez,	 lo	 cual	 no	 indicaba	 un	 defecto	 y	 era	 una	 condición	 normal;
dicha	alegación	no	ha	sido	acreditada	(...).
14.	 Sobre	 este	 punto,	 es	 necesario	 establecer	 que	 un	 consumidor	 que
adquiere	un	vehículo	nuevo	no	espera	que	el	mismo	presente	fallas	(ruidos
en	los	frenos)	al	poco	tiempo	de	su	compra.	Asimismo,	esta	sala	considera
que	 un	 consumidor	 espera	 por	 parte	 de	 proveedor	 toda	 la	 información
relativa	 a	 las	 condiciones	del	 bien	 adquirido,	 siendo	que	de	 existir	 alguna
particularidad	 en	 la	 estructura	 o	 modo	 de	 uso,	 esta	 sea	 informada	 de
manera	previa	a	la	decisión	de	consumo.	Ello,	con	la	finalidad	de	garantizar
las	expectativas	creadas	al	consumidor.
15.	En	el	presente	caso,	este	colegiado	considera	que	en	la	medida	que	ha
acreditado	 que	 el	 vehículo	 adquirido	 por	 la	 señora	 (...)	 presentó	 en
reiteradas	oportunidades	ruidos	en	el	sistema	de	frenos	y	que	la	denunciada
no	 ha	 desvirtuado	 que	 esta	 condición	 no	 corresponda	 a	 una	 falla	 de
fabricación	ni	ha	presentado	los	medios	probatorios	que	permitan	verificar
que	informó	sobre	dicha	condición	a	 la	denunciante,	corresponde	declarar
fundada	la	denuncia	en	contra	de	(...)	por	infracción	al	deber	de	idoneidad”.
(Indecopi,	 R.	 3147-2013/SPC-Indecopi,	 nov.	 21/2013.	 Pres.	 Montoya
Alberti)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	multa	es	la	sanción	a	imponer	a	las	Afocat
que	 no	 paguen	 indemnizaciones	 oportunamente.	 “4.	 El	 artículo	 19	 del
código	establece	 la	 responsabilidad	de	 los	proveedores	por	 la	 idoneidad	y
calidad	de	los	productos	y	servicios	que	ofrecen	en	el	mercado.	(...)
6.	 Tratándose	 del	 Seguro	 Obligatorio	 contra	 Accidentes	 de	 Tránsito,	 el
artículo	29	del	Decreto	Supremo	24-2002-MTC	-	Texto	Único	Ordenado	del
Reglamento	Nacional	 de	 Responsabilidad	 Civil	 y	 Seguros	 Obligatorios	 por
Accidentes	de	Tránsito,	establece	que	se	encuentran	cubiertos	los	riesgos	de
muerte,	 invalidez	 permanente,	 incapacidad	 temporal,	 así	 como	 los	 gastos
médicos	y	de	sepelio.	(...).
8.	El	artículo	33	del	Reglamento	del	SOAT,	establece	expresamente	que	las
coberturas	se	pagarán	al	beneficiario,	dentro	del	plazo	máximo	de	diez	(10)
días	 siguientes	 a	 la	 presentación	 de	 la	 documentación	 prevista	 para	 cada
cobertura.	 Cabe	 indicar	 que	 para	 el	 reembolso	 de	 los	 gastos	 médicos,	 la
solicitud	 correspondiente	 deberá	 estar	 acompañada	 de	 los	 comprobantes
de	pago	que	acrediten	el	valor	o	precio	de	los	mismos.
9.	En	este	orden	de	ideas,	cuando	una	persona	deviene	en	beneficiario	del
SOAT	 o	 CAT,	 la	 compañía	 aseguradora	 está	 obligada,	 en	 el	 marco	 de	 su
deber	 de	 idoneidad,	 a	 concederle	 la	 indemnización	 correspondiente	 en	 el
plazo	máximo	de	diez	(10)	días	luego	de	requerida	la	misma	y	presentada	la
documentación	correspondiente.	Si	transcurrido	dicho	plazo,	no	cumple	con
pagar	 la	 indemnización,	 estaría	 brindando	 un	 servicio	 no	 idóneo	 (...)
corresponde	 confirmar	 la	 resolución	 apelada	 en	 el	 extremo	 que	 declaró
fundada	 la	 denuncia	 formulada	 contra	 Forcat	 por	 haber	 incumplido	 con
pagar	 la	 indemnización	 por	 muerte	 del	 cónyuge	 de	 la	 denunciante”.
(Indecopi,	R.	 0001-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 08/2014.	Vicepresidente	 Julio
Baltazar	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	solo	hecho	de	que	no	se	hayan	presentado
todos	 los	 artistas	 que	 fueron	 anunciados	 en	 la	 publicidad	 del	 evento
denota	la	falta	de	idoneidad	del	servicio.	“21.	Asimismo,	manifestaron	que
ante	lo	sucedido	dejaron	de	vender	entradas	y	que,	a	modo	de	reparación,	el
grupo	(...)	tuvo	una	presentación	de	una	hora	adicional	al	tiempo	pactado	en
el	contrato.
22.	Sobre	dicho	argumento,	este	colegiado	considera	que	el	solo	hecho	de
que	no	se	hayan	presentado	todos	los	artistas	que	fueron	anunciados	en	la
publicidad	del	evento	denota	 la	 falta	de	 idoneidad	en	el	 servicio	brindado
por	los	denunciados.	Así,	aun	cuando	uno	de	los	grupos	haya	llevado	a	cabo
su	 presentación	 más	 tiempo	 del	 que	 inicialmente	 se	 encontraba
programado,	ello	no	 implica	el	 cumplimiento	de	 lo	 inicialmente	ofrecido	a
los	consumidores.
23.	 En	 efecto,	 un	 consumidor	 que	 adquiere	 una	 entrada	 para	 asistir	 a
determinado	evento,	espera	que	todos	los	artistas	anunciados	se	presenten
y	 en	 las	 horas	 programadas,	 lo	 contrario	 defraudaría	 sus	 expectativas
respecto	de	dicho	servicio	(...)”.	(Indecopi,	R.	0114-2014/SPC-Indecopi,	ene.
16/2014.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Al	 proveedor	 que	 comercializa	 las	 entradas
de	un	evento	ajeno	se	le	exige	un	mínimo	de	diligencia	antes	de	colocar
los	boletos	y	de	poner	información	al	alcance	de	los	consumidores.	“27.
Al	respecto,	conforme	ha	sido	señalado	en	anteriores	pronunciamientos,	en
el	 mercado	 de	 espectáculos	 públicos	 masivos	 es	 común	 apreciar	 la
existencia	 de	 dos	 agentes:	 (a)	 el	 organizador	 del	 espectáculo;	 y,	 (b)	 un
comercializador	 que	 coloca	 las	 entradas	 en	 el	 mercado	 para	 su	 venta	 al
público.	La	segmentación	de	las	actividades	puede	justificarse	en	razones	de
especialización	y	eficiencia,	pero	 también	en	 la	necesidad	de	 las	empresas
organizadoras	 de	 contar	 con	 canales	 de	 venta	 seguros	 y	 confiables	 que
permitan	captar	la	preferencia	de	los	consumidores.
28.	Lo	señalado	puede	corroborarse	fácilmente	con	las	dificultades	que	una
pequeña	 o	 mediana	 empresa	 de	 espectáculos	 tendría	 para	 vender
directamente	a	los	consumidores	las	entradas	para	el	concierto	de	un	artista
de	reconocida	trayectoria.	Sin	duda,	muchas	personas	estarían	dispuestas	a
asistir	 al	 espectáculo,	 pero	 la	 falta	 de	 posicionamiento	 y	 la	 natural
desconfianza	 de	 los	 consumidores	 afectará	 la	 cantidad	 de	 entradas
demandada.	 No	 obstante,	 la	 utilización	 de	 un	 canal	 de	 distribución	 o
comercialización	 conocido	 y	 seguro	 para	 los	 consumidores	 permitirá	 a	 la
empresa	 organizadora	 del	 espectáculo	 persuadir	 a	 aquellos	 potenciales
clientes	que	no	hubieren	contratado	directamente	con	ella.
29.	 En	 ese	 sentido,	 (...)	 el	 proveedor	 que	 comercializaba	 las	 entradas	 del
evento	 materia	 de	 denuncia	 le	 resultaba	 exigible	 un	 nivel	 mínimo	 de
diligencia	 antes	 de	 colocar	 las	 entradas	 en	 el	 mercado	 y	 de	 poner
información	al	alcance	de	los	consumidores	en	torno	al	evento	en	cuestión,
a	 fin	de	asegurar	 la	efectiva	y	adecuada	realización	de	 los	espectáculos	en
los	términos	que	oferta	y	por	los	cuales	obtiene	beneficios	(...)”.	(Indecopi,	R.
0114-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 16/2014.	 Vicepresidente	 Julio	 Baltazar
Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Indecopi	 sanciona	 a	 Lan	 Perú	 con	 11,1	 UIT
por	 denegar	 el	 abordaje	 a	 pasajeros	 que	 tenían	 boletos	 y	 espacios
confirmados.	“La	autoridad	de	consumo	ejercerá	su	potestad	sancionadora
cuando	el	proveedor	del	servicio	de	transporte	aéreo	perjudique	el	interés
legítimo	de	los	consumidores,	ya	sea	mediante	una	denegatoria	injustificada
de	check-in	o	de	embarque	al	vuelo	que	corresponde.	En	atención	a	ello,	se
confirma	 la	 resolución	apelada	en	el	 extremo	que	halló	 responsable	a	Lan
Perú	S.A.	por	infringir	el	artículo	19	del	Código	de	Protección	y	Defensa	del
Consumidor,	en	tanto	se	verificó	que	durante	los	años	2012	y	2013	denegó
el	abordaje	de	pasajeros	en	el	aeropuerto	Jorge	Chávez,	a	pesar	de	que	los
mismos	 tenían	 boletos	 emitidos	 y	 espacios	 confirmados”.	 (Indecopi,	 R.
3869-2014/SPC-Indecopi,	 mar.	 26/2015.	 Pres.	 Julio	 Baltazar	 Durand
Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 activación	 de	 un	 sensor	 de	 seguridad	 no
legitima	a	los	supermercados	para	aislar	y	realizar	un	registro	corporal
de	 los	 clientes.	 “50.	 De	 otro	 lado,	 de	 los	 actuados	 en	 el	 expediente,	 ha
quedado	 acreditado	 que	 el	 personal	 de	 seguridad	 de	 (...)	 actuó	 sin	 el
consentimiento	 de	 los	 padres	 del	 menor	 (ninguno	 de	 los	 cuales	 se
encontraba	presente	al	momento	de	la	intervención).	Asimismo,	tampoco	es
posible	afirmar	que	 la	 señorita	 (...)	 se	hubiese	encontrado	de	acuerdo	con
las	 medidas	 adoptadas.	 Por	 el	 contrario,	 durante	 el	 procedimiento	 esta
persona	ha	negado	que	hubiera	estado	de	acuerdo	con	dicho	proceder	 (lo
cual	se	evidencia	en	que	de	manera	inmediata	a	ocurridos	los	hechos	llamó
por	teléfono	a	su	madre,	quien	se	presentó	también	a	 los	pocos	minutos	a
reclamar	 por	 lo	 sucedido).	 51.	 En	 atención	 a	 lo	 señalado,	 ha	 quedado
acreditado	que	la	revisión	a	la	cual	fue	sometido	el	hijo	de	la	denunciante	en
un	baño	de	la	tienda	implicó	el	despojo	de	sus	prendas	de	vestir	(quedando
únicamente	en	ropa	interior),	el	auscultamiento	de	su	cuerpo	y	someterlo	a
un	interrogatorio,	lo	cual,	a	todas	luces,	resulta	una	falta	de	idoneidad	en	el
servicio	 brindado	 por	 (...)	 y	 una	 conducta	 que	 esta	 sala	 califica	 como	 una
infracción	grave,	al	afectar	la	dignidad	del	menor	hijo	de	la	denunciante.	(...)
Dicho	proceder	de	(...),	a	criterio	de	esta	sala,	sobrepasa	el	límite	de	respeto
a	 la	 dignidad	 de	 la	 persona	 humana,	 siendo	 la	 conducta	 aún	 más	 grave
tratándose	de	un	menor	de	edad	que	 sin	encontrarse	en	 compañía	de	 sus
padres	se	vio	sometido	a	un	trato	denigrante	y	vejatorio,	a	todas	 luces,	un
trato	 no	 adecuado,	 no	 siendo	 necesario	 para	 que	 se	 produzca	 dicha
afectación,	 la	 agresión	 física	 o	 verbal,	 como	 ha	 alegado	 la	 denunciada”.
(Indecopi,	 R.	 4035-2014-SPC-Indecopi,	 mar.	 26/2015	 Pres.	 Julio	 Baltazar
Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Indecopi	 sanciona	a	 empresa	de	 transportes
por	 cobrar	 más	 del	 50%	 del	 pasaje	 a	 universitarios.	 “Sin	 embargo,	 al
momento	 de	 hacer	 efectivo	 el	 cobro	 por	 pasaje	 del	 supervisor	 y	 la
colaboradora	 se	 realizó	 el	 cobro	 por	 pasaje	 universitario	 el	monto	 de	 S/.
1.00	y	por	concepto	de	adulto	S/.	1.80,	tal	como	se	consignó	en	el	acta	(...).
De	 la	 revisión	 del	 Levantamiento	 de	 Información	 realizado	 por	 la	 GSF,	 se
verifica	que	(...)	efectuó	un	cobro	por	concepto	de	pasaje	universitario	que
asciende	al	monto	de	S/.	1.00	cobro	que	excede	el	que	debió	aplicar	para	el
tramo	indicado,	este	es,	‘Av.	Salaverry	-	Chorrillos’,	cuyo	monto	debería	ser
S/.	 0,90	 céntimos.	 (...)	 En	 conclusión,	 de	 la	 revisión	 de	 los	 medios
probatorios	precedentes,	se	evidencia	que	(...)	realizó	el	cobro	por	concepto
de	 pasaje	 universitario	 excediéndose	 del	 50%	 del	 valor	 establecido	 para
dicha	 tarifa	 según	 la	 normativa	 correspondiente	 por	 lo	 que	 corresponde
sancionarlo	 por	 infracción	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	 19	 del	 código”.
(Indecopi,	 R.	 001-2016/CC3,	 ene.	 08/2016.	 Pres.	 María	 Luisa	 Egúsquiza
Mori)
Ley	29571.
ART.	 20.—Garantías.	 Para	 determinar	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto	 o
servicio,	debe	compararse	el	mismo	con	las	garantías	que	el	proveedor	está
brindando	 y	 a	 las	 que	 está	 obligado.	 Las	 garantías	 son	 las	 características,
condiciones	o	términos	con	los	que	cuenta	el	producto	o	servicio.
Las	garantías	pueden	ser	legales,	explícitas	o	implícitas:
a.	Una	garantía	es	legal	cuando	por	mandato	de	la	ley	o	de	las	regulaciones
vigentes	no	se	permite	la	comercialización	de	un	producto	o	la	prestación	de
un	 servicio	 sin	 cumplir	 con	 la	 referida	 garantía.	 No	 se	 puede	 pactar	 en
contrario	respecto	de	una	garantía	legal	y	la	misma	se	entiende	incluida	en
los	contratos	de	consumo,	así	no	se	señale	expresamente.	Una	garantía	legal
no	puede	ser	desplazada	por	una	garantía	explícita	ni	por	una	implícita.
b.	Una	garantía	es	explícita	cuando	se	deriva	de	los	términos	y	condiciones
expresamente	ofrecidos	por	el	proveedor	al	consumidor	en	el	contrato,	en	el
etiquetado	 del	 producto,	 en	 la	 publicidad,	 en	 el	 comprobante	 de	 pago	 o
cualquier	 otro	medio	 por	 el	 que	 se	 pruebe	 específicamente	 lo	 ofrecido	 al
consumidor.	 Una	 garantía	 explícita	 no	 puede	 ser	 desplazada	 por	 una
garantía	implícita.
c.	 Una	 garantía	 es	 implícita	 cuando,	 ante	 el	 silencio	 del	 proveedor	 o	 del
contrato,	se	entiende	que	el	producto	o	servicio	cumplen	con	los	fines	y	usos
previsibles	 para	 los	 que	 han	 sido	 adquiridos	 por	 el	 consumidor
considerando,	entre	otros	aspectos,	los	usos	y	costumbres	del	mercado.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Bancos	 están	 obligados	 a	 verificar	 la
modalidad	 de	 la	 compra:	 garantía	 implícita	 del	 servicio.	 “(...)	 El
precedente	 de	 observancia	 obligatoria	 aprobado	 por	 la	 sala	 mediante	 la
Resolución	085-96-TDC	estableció	que	el	artículo	8°	de	la	Ley	de	Protección
al	 Consumidor	 contiene	 la	 presunción	 que	 todo	 proveedor	 ofrece	 una
garantía	implícita	por	los	productos	o	servicios	que	comercializa,	los	cuales
deben	 resultar	 idóneos	 para	 los	 fines	 y	 usos	 previsibles	 para	 los	 que
normalmente	se	adquieren	en	el	mercado.
17.	 Por	otra	parte,	 el	 precedente	de	observancia	 obligatoria	 antes	 citado,
también	 establece	 que	 la	 carga	 de	 la	 prueba	 de	 la	 idoneidad	 del	 bien	 o
servicio	corresponde	al	proveedor;	de	 lo	cual	se	colige	que	el	 supuesto	de
responsabilidad	administrativa	en	la	actuación	del	proveedor	impone	a	éste
la	 carga	 de	 sustentar	 y	 acreditar	 que	 no	 es	 responsable	 por	 la	 falta	 de
idoneidad	del	servicio	ofrecido	en	el	mercado,	sea	porque	actuó	cumpliendo
con	 las	 normas	 debidas	 o	 porque	 pudo	 acreditar	 la	 existencia	 de	 hechos
ajenos	que	lo	eximen	de	responsabilidad.	Así,	una	vez	acreditado	el	defecto
por	el	 consumidor,	 corresponde	al	proveedor	demostrar	que	éste	no	 le	es
imputable.	(…)	Confirmar	la	Resolución	(...)	que	declaró	fundada	la	denuncia
interpuesta	por	el	señor	(…)	contra	(...)	y	(...)	por	infracción	del	artículo	8°
de	la	Ley	de	Protección	al	Consumidor,	debido	a	que	quedó	acreditado	que
la	compra	efectuada	por	el	denunciante	se	efectuó	al	contado,	pese	a	lo	cual
(...)	cargó	la	misma	de	una	forma	distinta	a	la	solicitada	y	(...)	no	verificó	que
la	 compra	 fue	 efectuada	 al	 contado	 y	 que	 el	 número	de	 tarjeta	 de	 crédito
que	figuraba	en	el	voucher	emitido	por	la	empresa	procesadora	de	la	tarjeta
de	crédito	era	distinta	a	la	del	denunciante.	(...).”	(TDC,	R.	2207-2011/SC2-
Indecopi,	ago.	24/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Establecimientos	 comerciales	 tienen	 la
obligación	 de	 verificar	 la	 identidad	 de	 los	 portadores	 de	 tarjetas	 de
crédito.	 “(...)	 la	 responsabilidad	 de	 los	 proveedores	 por	 la	 idoneidad	 y
calidad	 de	 los	 productos	 y	 servicios	 que	 ofrecen	 en	 el	 mercado.	 En
aplicación	 de	 esta	 norma,	 los	 proveedores	 tienen	 el	 deber	 de	 brindar	 los
productos	 y	 servicios	 ofrecidos	 en	 las	 condiciones	 acordadas	 o	 en	 las
condiciones	 que	 resulten	 previsibles,	 atendiendo	 a	 la	 naturaleza	 de	 los
mismos	y	a	la	normatividad	que	rige	su	prestación.
15.	 La	 responsabilidad	 de	 los	 establecimientos	 comerciales	 que	 aceptan
tarjetas	de	crédito	como	medios	de	pago	está	determinada	principalmente,
por	 la	obligación	de	verificar	 la	 identidad	de	 los	portadores	de	 las	 tarjetas
de	crédito	evitando	que	éstas	sean	empleadas	por	quienes	no	son	titulares
de	 las	mismas.	De	este	modo,	garantizan	 la	seguridad	en	 las	 transacciones
comerciales	y	la	confianza	en	el	mercado	en	general.
17.	 La	 corroboración	de	 firmas	prevista	 en	 el	 Reglamento	de	Tarjetas	 de
Crédito	es	uno	de	los	requisitos	para	evitar	la	suplantación	de	los	titulares
en	 las	 transacciones	 comerciales,	 y	 debe	 ser	 observado	 por	 los
establecimientos	comerciales	atendiendo	a	otro	requisito	complementario,
que	es	la	verificación	de	la	identidad	del	tenedor	de	la	tarjeta	a	través	de	la
presentación	del	DNI	correspondiente.”	(TDC,	R.	0994-2011/SC2-Indecopi,
abr.	27/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Para	 saber	 si	 la	 entidad	 financiera	 brindó	 o
no	un	servicio	idóneo,	resulta	irrelevante	la	hora	del	bloqueo	definitivo
de	 la	 tarjeta.	“(...)	 aun	 cuando	ambas	partes	discrepen	 respecto	 a	 la	hora
del	bloqueo	definitivo,	 lo	cierto	es	que	este	hecho	resulta	 irrelevante	para
efectos	de	determinar	si	el	banco	brindó	un	servicio	idóneo	a	la	denunciante
en	relación	a	las	operaciones	cuestionadas,	ello	en	la	medida	que	habiendo
existido	un	bloqueo	preventivo	previo	a	las	00:15	horas	–respecto	del	cual
no	existe	controversia–	el	análisis	 respecto	a	 la	validez	de	 las	operaciones
realizadas	 deberá	 realizarse	 tomando	 como	 parámetro	 la	 hora	 de	 dicho
bloqueo	preventivo,	pues	a	partir	del	mismo	 la	 tarjeta	de	crédito	ya	no	se
encontraba	 activa.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 0040-2012/SC2-Indecopi,	 ene.
10/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	hora	en	la	que	el	tarjetahabiente	efectúa	la
operación	determina	el	inicio	de	la	transferencia:	bloqueo	preventivo	de
tarjetas	de	crédito.	“La	tarjeta	de	crédito	fue	bloqueada	preventivamente	a
las	 00:15	 horas	 del	 23	 de	 enero	 del	 2010,	 conforme	 lo	 ha	 acreditado	 el
denunciado.	A	lo	largo	del	procedimiento	el	banco	sostuvo	que	la	operación
realizada	 en	 (...)	 fue	 efectuada	 a	 las	 23:54	 horas	 del	 día	 22	 de	 enero	 del
2010,	 por	 lo	 que	 al	 haberse	 efectuado	 antes	 del	 bloqueo	preventivo	 de	 la
tarjeta,	resultaba	válida.
28.	No	obstante,	de	la	orden	de	pago	correspondiente	a	la	operación	antes
indicada,	se	verifica	que	la	hora	de	operación	consignada	en	este	documento
corresponde	 a	 las	 00:24	 am	 del	 día	 23	 de	 enero	 del	 2010.	 Dicha	 hora	 es
asignada	por	el	POS	utilizado	en	la	operación	y,	por	tanto,	es	a	partir	de	la
misma	que	esta	es	procesada	por	el	sistema	del	banco.
29.	Este	colegiado	ha	podido	verificar	que	la	generalidad	de	los	casos	en	los
que	 se	 presenta	 una	 diferencia	 de	 horas	 en	 las	 operaciones	 cuestionadas
responde	 a	 los	 casos	 en	 que	 se	 consignan	 dos	 horas	 distintas:	 la	 hora	 de
realización	de	 la	operación	–consignada	en	 la	orden	de	pago–	y	 la	hora	de
proceso	de	 la	operación	–consignada	en	el	 sistema	del	banco–,	 siendo	que
esta	última	siempre	resulta	posterior	a	la	de	realización	y	no	anterior.	Ello,
no	 involucra	 que	 una	 sea	 correcta	 y	 la	 otra	 no	 sino,	 por	 el	 contrario,	 que
ambas	determinan	el	 inicio	de	diferentes	etapas	en	el	procesamiento	de	la
operación	realizada,	siendo	evidente	que	 la	hora	en	que	el	 tarjetahabiente
efectuó	la	operación	corresponde	a	la	hora	de	realización	de	la	misma.
(...)	no	resulta	válido	el	argumento	esgrimido	por	el	banco	en	el	sentido	que
la	 hora	 consignada	 en	 la	 orden	 de	 pago	 resultaba	 errónea,	 pues	 dicho
documento	 registra	 en	 línea	 y	 de	 manera	 instantánea	 los	 datos
correspondientes	al	momento	de	realización	de	la	operación,	siendo	que	el
listado	 de	 operaciones	 donde	 figura	 como	 hora	 de	 procesamiento	 de	 la
operación	 las	23:54	del	22	de	enero	del	2010	no	causa	convicción	en	este
colegiado	 para	 desvirtuar	 la	 hora	 en	 que	 la	 operación	 fue	 efectivamente
realizada.”	 (Indecopi,	 R.	 0040-2012/SC2-Indecopi,	 ene.	 10/2012.	 Pres.
Carrillo	Gómez)
JURISPRUDENCIA.—Bancos	 son	 civilmente	 responsables	 por	 no
informar	acerca	de	los	beneficios	y	riesgos	que	implica	la	suscripción	de
una	tarjeta	de	crédito.	“resulta	pertinente	precisar	que	la	responsabilidad
contractual	está	definida	como	aquella	que	se	deriva	del	incumplimiento	de
una	 obligación	 establecida	 en	 un	 contrato.	 Si	 el	 incumplimiento	 es
imputable	 a	 uno	 de	 los	 contratantes	 por	 haber	 actuado	 con	 dolo	 o	 culpa,
deberá	 indemnizar	 al	 afectado.	 El	 dolo	 se	 expresa	 en	 el	 incumplimiento
deliberado	 de	 la	 obligación.	 La	 culpa	 en	 cambio	 consiste	 en	 el
incumplimiento	derivado	de	una	grave	negligencia	(culpa	inexcusable)	o	del
incumplimiento	 por	 omitir	 la	 diligencia	 ordinaria	 requerida	 por	 las
circunstancias	 (culpa	 leve).	 No	 obstante,	 quien	 haya	 actuado	 con	 la
diligencia	ordinaria	requerida	no	será	responsable	por	la	 inejecución	de	la
obligación	o	por	su	cumplimiento	parcial,	tardío	o	defectuoso.	Tampoco	será
responsable	 del	 incumplimiento	 si	 este	 se	 deriva	 de	 caso	 fortuito	 o	 de
fuerza	 mayor;	 lo	 expuesto	 guarda	 concordancia	 con	 lo	 previsto	 en	 el
Decreto	 Legislativo	 716	 –aplicable	 por	 el	 principio	 de	 temporalidad–
artículo	5°	 apartado	b)	 (...)	de	 lo	 expuesto	queda	 claro	en	el	 caso	que	nos
ocupa	existe	una	responsabilidad	de	tipo	contractual	por	culpa,	por	parte	de
la	entidad	bancaria,	 quien	omitió	 informar	al	 cliente	–ahora	demandante–
sobre	las	características	del	producto,	a	efecto	de	evitar	el	daño	patrimonial
causado;	 al	 respecto,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 más	 allá,	 de	 la
responsabilidad	 administrativa	 verificada	 por	 Indecopi,	 el	 órgano
jurisdiccional	encuentra	responsabilidad	civil	contractual	susceptible	de	ser
indemnizada	por	el	recurrente,	por	cuanto	sólo	aquel	tenía	la	posibilidad	y
el	deber	de	informar	al	demandante	los	beneficios	y	riesgos	que	conllevan	la
emisión	de	una	tarjeta	de	crédito.”	(CS,	Cas.	3153-2009-Piura,	abr.	27/2010.
Pres.	Vinatea	Medina)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Garantía	 implícita	 de	 idoneidad	 exonera	 al
consumidor	de	probar	que	se	le	ofrecieron	las	condiciones	esperadas	de
un	servicio.	“(...)	los	proveedores	son	responsables	por	la	idoneidad	de	sus
productos	 y	 servicios,	 idoneidad	 que	 se	 define	 como	 la	 correspondencia
entre	 lo	 que	 el	 consumidor	 espera	 del	 producto	 o	 servicio	 y	 la	 condición
efectiva	 de	 los	 mismos,	 es	 decir,	 como	 la	 satisfacción	 de	 las	 legítimas
expectativas	generadas	en	el	consumidor.	Los	parámetros	para	determinar
la	 idoneidad	varían	en	función	a	 la	 forma	o	medio	cómo	se	ha	generado	la
expectativa	del	producto	o	servicio	en	los	consumidores.
8.	La	garantía	implícita	de	idoneidad,	tiene	lugar	cuando	la	expectativa	del
consumidor	 se	 genera	 sin	 que	 medie	 ofrecimiento	 alguno	 del	 proveedor,
ello	 en	 tanto	 las	 condiciones	 esperadas	 resultan	 implícitas	 u	 ordinarias	 al
producto	 o	 servicio,	 tomando	 en	 cuenta	 su	 naturaleza,	 los	 usos	 y
costumbres	 en	 el	 mercado	 o	 las	 circunstancias	 en	 que	 fue	 adquirido.	 En
estos	 casos	 el	 consumidor	 no	 tiene	 que	 probar	 que	 se	 le	 ofrecieron	 tales
condiciones	 debido	 a	 que	 son	 las	 que	 previsiblemente	 se	 esperarían	 si	 es
que	 no	 se	 le	 ha	 informado	 una	 condición	 distinta.”	 (Indecopi,	 R.	 3125-
2011/SC2-Indecopi,	nov.	21/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	término	garantía	recogido	por	el	código	es
equívoco;	el	análisis	debe	hacerse	caso	por	caso.	“20.	Cabe	indicar	que	el
término	 garantía	 recogido	 por	 el	 código	 es	 equívoco	 en	 cuanto	 a	 su	 uso,
pues	puede	ser	entendido	en	varios	sentidos.	La	garantía	puede,	en	primer
lugar,	ser	equivalente	a	parámetro	de	idoneidad	que	comprende	la	garantía
legal	(estándar	mínimo	fijado	por	ley),	la	garantía	expresa	(todo	lo	ofrecido
explícitamente	 por	 el	 proveedor)	 y	 la	 garantía	 implícita	 (finalidad	 o
desempeño	 propio	 del	 producto).	 En	 segundo	 lugar,	 el	 término	 garantía
también	puede	entenderse	restringido	a	la	garantía	expresa,	 integrada	por
todas	 aquellas	 condiciones	 o	 términos	 que	 el	 proveedor	 otorga
unilateralmente	al	consumidor	respecto	del	producto	vendido	(denominada
también	 garantía	 voluntaria	 o	 comercial)	 Finalmente,	 el	 término	 garantía
podría	emplearse	como	sinónimo	del	documento	(certificado,	folleto,	carta,
etc.)	que	contiene	 las	coberturas,	 las	 limitaciones,	 las	exclusiones,	el	plazo,
etc.,	 con	que	cuenta	un	determinado	producto	ante	 la	eventualidad	que	se
produzca	una	falla	en	su	funcionamiento	o	resulte	inhábil	para	satisfacer	la
finalidad	por	la	cual	fue	adquirido.
21.	 Sin	 embargo	 para	 efectos	 de	 definir	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto	 el
término	garantía	debe	ser	entendido	en	su	primera	acepción	que	es	la	más
comprensiva	pues	solo	ella	contempla	todos	los	parámetros	para	definir	la
expectativa	generada	en	un	consumidor.	Por	ello,	cuando	el	artículo	20	del
código	 señala	 que	 para	 determinar	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto	 debe
compararse	con	 las	garantías	que	el	proveedor	está	brindando	o	a	 las	que
está	obligado	(legal,	explícita	o	implícita),	no	hace	otra	cosa	que	definir	los
parámetros	 de	 evaluación	 de	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto,	 esto	 es,	 se
concibe	 la	 garantía	 como	el	 factor	 a	 tener	necesariamente	 en	 cuenta	para
analizar	o	valorar	dicha	idoneidad.
22.	El	objetivo	de	estas	garantías	es	que	el	proveedor	responda	por	el	bien
puesto	 a	 disposición	 de	 los	 consumidores	 en	 caso	 no	 resulte	 idóneo	 para
satisfacer	 las	expectativas	del	consumidor,	de	manera	que	asegure	que	 los
productos	 cumplan	 con	 un	 estándar	 legal	 mínimo,	 con	 lo	 ofrecido	 de
acuerdo	 a	 la	 información	brindada	 y	 con	 la	 finalidad	 y	 usos	previsibles	 al
momento	de	la	compra.
23.	Siendo	así,	y	teniendo	en	cuenta	la	inmensa	variedad	de	situaciones	que
se	dan	en	las	relaciones	de	consumo	respecto	de	los	bienes	que	se	ofrecen
en	el	mercado,	es	necesario	recalcar	que	la	idoneidad	de	un	producto	es	una
condición	 sumamente	 variable	 que	 debe	 ser	 determinada	 en	 cada	 caso
concreto	 y	 atendiendo	 a	 distintos	 factores,	 tales	 como	 la	 información
brindada	 por	 el	 proveedor,	 la	 naturaleza	 propia	 del	 producto	 y	 las
condiciones	en	que	 fue	adquirido”.	 (Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-Indecopi,
set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	idoneidad	no	implica	per	se	la	ausencia	de
fallas.	“(...)	corresponde	determinar	si	un	proveedor	 incumple	el	deber	de
idoneidad	 en	 la	 venta	 de	 bienes	 de	 consumo	 cuando	 el	 producto
efectivamente	vendido	presenta	defectos	en	su	 funcionamiento,	al	margen
de	 las	 soluciones	 legales	o	 las	ofrecidas	por	el	proveedor	para	 superar	 tal
eventualidad;	 o,	 si	 por	 el	 contrario,	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto	 no	 se
restringe	a	evaluar	dichos	desperfectos,	sino	que	incluye	la	aplicación	de	los
mecanismos	de	solución	o	remedios	previstos	por	el	código	u	ofrecidos	por
los	propios	proveedores.
25.	En	los	bienes	de	fabricación	masiva,	que	son	los	que	ordinariamente	se
destinan	 al	 consumo	 en	 el	 mercado,	 no	 puede	 llegar	 a	 asegurarse	 la
infalibilidad	 de	 los	 procesos	 productivos,	 de	 allí	 que	 en	 muchos	 casos
existan	 márgenes	 de	 error	 regularizados.	 Las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor	 son	 aplicables	 precisamente	 en	 aquellos	 casos	 en	 los	 que
existan	 tales	deficiencias,	 cuando	 los	mecanismos	de	 control	previos	en	 la
fabricación	 de	 productos	 no	 resulten	 suficientes	 para	 satisfacer	 las
expectativas	 generadas	 en	 un	 consumidor.	 Ello	 no	 significa	 que	 estas
normas	habiliten	la	existencia	de	procesos	productivos	deficientes,	sino	tan
solo	que	el	sistema	de	protección	al	consumidor	opera	como	complemento
de	 otros	 mecanismos	 preventivos	 especializados,	 que	 son	 en	 última
instancia	 los	 llamados	 a	 supervisar	 estos	 procesos	 productivos	 al	margen
del	comercio	efectivo	de	los	productos	resultantes.
26.	 Lo	 anteriormente	 expuesto	 no	 es	 aplicable	 –por	 el	 presupuesto
planteado–	 a	 aquellos	 casos	 en	 los	 que	 los	 proveedores	 ofrezcan	 como
garantía	 expresa	 la	 ausencia	 de	 fallas	 (bienes	 suntuosos	 fabricados
individualmente)	 o	 una	 garantía	 vitalicia	 (en	 el	 sentido	 más	 estricto:
certificado	 de	 garantía)	 para	 la	 reparación,	 sustitución	 o	 devolución	 de	 la
contraprestación	pagada.	En	tal	contexto,	¿la	expectativa	de	un	consumidor
será	que	al	adquirir	un	producto	este	nunca	presente	fallas?	o	que	¿ante	tal
eventualidad	 se	 apliquen	 los	 mecanismos	 de	 solución	 o	 remedios
reconocidos	en	la	ley	u	ofrecidos	por	el	proveedor?
27.	 La	 comisión	 consideró	que	 los	mecanismos	de	 solución	ofrecidos	por
(...)	 (reparación,	 reposición	 o	 devolución	 del	 dinero)	 no	 eran	 más	 que
soluciones	 residuales	 a	 la	 falta	 de	 idoneidad	 del	 producto	 vendido	 a	 la
denunciante,	de	allí	que	no	incidían	en	la	ilicitud	de	la	conducta	imputada:
haber	 vendido	 una	 refrigeradora	 que	 presentó	 fallas	 a	 los	 pocos	 días	 de
funcionamiento,	aun	cuando	esta	fue	sustituida	y	el	producto	de	reemplazo
fue	 reparado,	 mediando	 en	 todo	 momento	 el	 ofrecimiento	 de	 una	 nueva
sustitución	o	la	devolución	de	la	contraprestación	pagada	por	la	señora	(...).
30.	 Es	 así	 que	 en	 el	 caso	 puntual	 de	 ventas	 de	 productos,	 el	 artículo	 97,
inciso	 c)	 del	 código	 establece	 que	 los	 consumidores	 tendrán	 derecho	 a	 la
reparación	 o	 reposición	 del	 producto,	 o	 a	 la	 devolución	 de	 la	 cantidad
pagada	cuando	por	sus	deficiencias	de	fabricación,	elaboración,	estructura,
calidad	 o	 condiciones	 sanitarias	 o	 por	 los	 vicios	 ocultos,	 en	 su	 caso,	 el
producto	 adquirido	 no	 sea	 apto	 para	 el	 uso	 al	 cual	 está	 destinado”.
(Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-Indecopi,	 set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor
Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	idoneidad	se	valora	siempre	en	función	del
comportamiento	 del	 proveedor	 y	 no	 de	 la	 funcionalidad	 del	 bien.	 “31.
Una	 interpretación	sistemática	de	 las	normas	sobre	el	deber	de	 idoneidad
en	 la	venta	de	productos	establecidas	en	el	 código,	específicamente	de	 los
artículos	18,	19	y	97,	permiten	establecer	que	la	idoneidad	no	implica	per	se
la	ausencia	absoluta	de	 fallas	o	deficiencias	de	dichos	productos,	sino	más
bien	el	deber	del	proveedor	de	actuar	y	brindar	al	consumidor	alternativas
razonables	 para	 solucionar	 el	 problema	 oportunamente,	 por	 medio	 de	 la
reparación	o	sustitución	del	producto,	o	devolución	de	 lo	pagado,	según	el
caso	concreto.	Ello	atendiendo	a	que	el	código	ha	dispuesto	tales	soluciones
en	términos	de	derechos	de	los	consumidores.
32.	 Cabe	 precisar	 que	 dichos	 mecanismos	 de	 solución	 a	 los	 que	 está
obligado	el	proveedor	no	pueden	ser	limitados	o	excluidos	por	una	garantía
voluntaria	o	comercial	que	unilateralmente	otorgue	el	proveedor,	en	tanto
el	mismo	artículo	97	del	código	señala	que	en	caso	un	producto	cuente	con
dicha	 garantía,	 se	 sujetará	 a	 sus	 términos,	 sin	 perjuicio	 de	 los	 derechos
legales	 del	 consumidor.	 Ello	 quiere	 decir	 que	 pese	 a	 que	 una	 garantía
voluntaria	 o	 comercial	 establezca,	 por	 ejemplo,	 que	 sólo	 será	 aplicable	 la
reparación,	 ello	 no	 vinculará	 necesariamente	 al	 consumidor,	 quien	 podrá
exigir	 la	 reposición	 o	 la	 devolución	 del	 precio	 pagado,	 siempre	 que	 tal
mecanismo	 de	 solución	 resulte	 razonable	 y	 adecuado	 en	 función	 a	 las
características	y	circunstancias	concretas	del	caso.
33.	La	idoneidad	debe	valorarse	no	en	razón	de	un	modo	de	ser	del	bien	o
de	 una	 cualidad	 suya	 (su	 funcionabilidad),	 sino	 en	 función	 al
comportamiento	del	proveedor	una	vez	que	ha	tomado	conocimiento	de	las
fallas	presentadas	 en	 el	 producto”.	 (Indecopi,	R.	 2221-2012/SC2-Indecopi,
set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Proveedor	 que	 vende	un	producto	 que	 luego
presenta	desperfectos	responde	solo	si	no	realiza	los	actos	a	los	que	está
obligado	 una	 vez	 producida	 la	 falla.	 “34.	 En	 el	 caso	 que	 un	 proveedor
venda	 un	 producto	 que	 eventualmente	 presente	 desperfectos	 y	 en
consecuencia	 no	 cumpla	 con	 los	 fines	 y	 usos	 previsibles	 para	 los	 que
normalmente	se	adquieren,	 tal	evento	¿constituye	un	supuesto	de	 falta	de
idoneidad,	al	margen	de	que	el	producto	cuente	con	un	sistema	de	remedios
reconocidos	por	ley	u	ofrecidas	expresa	o	implícitamente	por	el	proveedor?
o	 ¿sólo	 será	 responsable	 si	 el	 proveedor	 limitó,	 excluyó	 o	 denegó	 la
aplicación	de	dichos	remedios,	según	el	caso?
35.	 De	 acuerdo	 a	 la	 interpretación	 antes	 expuesta,	 el	 proveedor	 no	 será
responsable	 por	 infracción	 del	 deber	 de	 idoneidad	 por	 haber	 vendido	 un
producto	 que	 presente	 desperfectos,	 sino	 sólo	 por	 no	 haber	 realizado
aquellos	 actos	 a	 los	 que	 estaba	 obligado	 una	 vez	 producida	 la	 falla	 del
producto,	es	decir,	responderá	si	con	su	conducta	denegó,	limitó	o	excluyó	la
aplicación	de	los	mecanismos	de	solución	o	remedios	legales	o	los	ofrecidos
expresamente	 por	 el	 proveedor,	 cuyo	 contenido	 está	 comprendido	 en	 el
artículo	97,	inciso	c),	del	código.
36.	 La	 razón	 precisamente	 de	 un	 sistema	 de	 remedios	 en	 la	 venta	 de
productos	radica	en	la	imposibilidad	de	asegurar	a	los	consumidores	que	los
bienes	 que	 éstos	 adquieren	 en	 el	 mercado	 no	 presenten	 ningún	 tipo	 de
desperfecto	 en	 su	 funcionamiento	 luego	 de	 haber	 sido	 entregados”.
(Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-Indecopi,	 set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor
Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Si	el	bien	que	presenta	desperfectos	ocasionó
daños	a	la	integridad	de	los	consumidores,	el	proveedor	responde	en	la
vía	 administrativa,	 civil	 y	 penal.	 “39.	 Sin	 embargo,	 el	 concepto	 de
idoneidad	planteado	por	la	interpretación	conjunta	de	los	artículos	18,	19	y
97	 del	 código	 tiene	 un	 límite	 cuando	 los	 defectos	 en	 el	 producto
comercializado	 hayan	 causado	 daños	 a	 la	 integridad	 física	 de	 los
consumidores	o	a	sus	bienes.	En	estos	supuestos,	los	defectos	presentes	en
el	 producto	 no	 son	 susceptibles	 de	 ser	 revertidos	 a	 través	 del	 sistema	de
remedios	previstos	en	las	referidas	normas,	de	allí	que	el	proveedor	no	sólo
será	responsable	civilmente	y	estará	obligado	a	indemnizarlos,	sino	también
podrá	ser	responsable	penalmente	y	susceptible	de	imposición	de	sanciones
administrativas	 por	 haber	 puesto	 en	 circulación	 dichos	 productos.	 En
términos	 similares,	 esta	noción	ampliada	de	 idoneidad	de	un	producto	no
resultará	aplicable	en	los	casos	de	venta	de	productos	defectuosos	cuando	el
proveedor	 haya	 obrado	 con	 dolo	 o	 culpa	 inexcusable,	 es	 decir,	 cuando
conocía	 o	 debía	 conocer	 que	dichos	productos	 eran	defectuosos,	 teniendo
en	cuenta	el	principio	de	buena	fe	que	debe	regir	las	relaciones	de	consumo,
pues	 en	 estos	 casos	 los	 remedios	 no	 podrían	 corregir	 y	 superar	 tales
conductas,	siendo	necesario	la	intervención	de	la	autoridad	administrativa.
40.	 En	 consecuencia,	 teniendo	 en	 cuenta	 que	 la	 comisión	 interpretó
erróneamente	 los	alcances	del	artículo	19	del	código	al	considerar	que	 los
proveedores	 son	 responsables	 por	 la	 venta	 de	 productos	 que	 presenten
desperfectos,	 incluso	en	aquellos	casos	en	los	que	el	producto	contaba	con
mecanismos	 de	 solución	 frente	 a	 la	 eventualidad	 de	 presentarse	 un
desperfecto,	corresponde	declarar	fundado	el	recurso	de	revisión	planteado
(...),	toda	vez	que	el	deber	de	idoneidad	en	la	venta	de	productos	no	está	en
función	 de	 la	 sola	 constatación	 de	 fallas	 en	 su	 funcionamiento,	 sino	 en	 la
conducta	del	propio	proveedor	que	luego	de	haber	tomado	conocimiento	de
dicha	falla,	no	hizo	nada	o	se	negó	o	se	negó	simplemente	a	corregirla,	esto
es,	no	brindó	otras	alternativas	de	solución”.	(Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-
Indecopi,	set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	verificación	de	la	identidad	de	portadores
de	 tarjetas	 de	 crédito	 por	 parte	 de	 establecimientos	 comerciales	 no
implica	realizar	un	análisis	equivalente	al	de	una	pericia	grafotécnica.
“De	la	confrontación	realizada	en	las	órdenes	de	pago	y	de	la	consignada	en
el	DNI	de	la	denunciante,	se	puede	apreciar	que	ambas	firmas	son	similares,
asimismo,	conforme	lo	ha	señalado	la	sala	en	anteriores	pronunciamientos,
para	 la	 comprobación	 de	 firmas	 no	 se	 requiere	 un	 grado	 de	 análisis
equivalente	al	de	una	pericia	grafotécnica,	que	determine	la	autenticidad	o
no	 de	 las	 mismas,	 por	 ser	 este	 un	 procedimiento	 técnico	 que	 no	 puede
exigirse	a	los	conductores	de	los	establecimientos	involucrados.
20.	 En	 virtud	 a	 ello,	 tampoco	 correspondía	 acceder	 a	 la	 petición	 de	 la
denunciante	respecto	de	la	actuación	de	mayores	medios	probatorios,	como
la	toma	de	muestra	de	las	firmas,	que	solicitó	en	su	denuncia”.	(Indecopi,	R.
2140-2012/SC2-Indecopi,	jul.	12/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 deja	 sin	 efecto	 el	 Precedente	 de
Observancia	 Obligatoria	 N°	 085-96-TDC,	 referido	 al	 principio	 de
garantía	implícita.	“43.	De	este	modo,	el	tribunal	consagró	el	principio	de
garantía	 implícita	 que	 se	 derivaba	 del	 derogado	 Decreto	 Legislativo	 716,
Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor,	 el	 cual	 fundamentalmente	 consideraba
como	obligación	del	proveedor	responder	cuando	el	producto	o	servicio	no
eran	idóneos	para	los	fines	y	usos	previsibles	para	los	que	normalmente	se
adquieren	o	se	contratan	en	el	mercado,	siempre	que	de	 las	condiciones	y
términos	 expresamente	 ofrecidos	 por	 el	 proveedor	 (en	 documentos,
envases,	recibos	u	otro	instrumento)	no	se	señale	algo	distinto.
44.	En	efecto,	de	acuerdo	al	referido	precedente	el	proveedor	podía	limitar
su	 obligación	 si	 es	 que,	 al	 momento	 de	 vender	 el	 producto,	 informaba
condiciones	distintas	de	las	que	se	derivaban	de	la	garantía	implícita	como,
por	 ejemplo,	 que	 no	 se	 ofrecía	 ninguna	 garantía,	 o	 se	 limitaba
temporalmente	 la	 obligación	 de	 garantía,	 o	 se	 excluía	 cierto	 tipo	 de
problemas	de	 la	obligación	de	garantía	o	cualquier	otra	 limitación	similar,
pues	 en	 tal	 caso	 entonces	 respondería	 en	 los	 términos	 ofrecidos
expresamente.
45.	Cabe	resaltar	que	si	bien	el	precedente	vinculante	estableció	un	criterio
sobre	 la	 base	 de	 la	 interpretación	 del	 derogado	 artículo	 8°	 de	 la	 Ley	 de
Protección	 al	 Consumidor,	 existe	 una	 marcada	 diferencia	 entre	 la	 ley
derogada	y	el	código	vigente,	pues	este	último	contiene	normas	que	regulan
de	manera	distinta	y	más	amplia	la	idoneidad.
46.	En	efecto,	el	artículo	1°	del	actual	código	ha	establecido	un	 listado	de
derechos	 a	 favor	 de	 los	 consumidores	 que	 son	 irrenunciables	 y	 que	 no
pueden	 ser	dejados	 sin	 efecto	por	pacto	o	 acuerdo	privado	 (tales	 como	el
derecho	 a	 la	 reparación,	 reposición	 o	 devolución	 de	 la	 contraprestación
pagada),	 los	 cuales	 no	 estaban	 contemplados	 en	 el	 derogado	 Decreto
Legislativo	 716.	 En	 términos	 similares,	 el	 artículo	 20	 del	 código	 ha
establecido	que	una	garantía	legal	prevalece	sobre	la	garantía	explícita	y	la
implícita.	 Asimismo,	 el	 artículo	 97	 del	 código	 establece	 que	 en	 caso	 el
proveedor	ofrezca	una	garantía	voluntaria	(entiéndase	expresa)	en	relación
a	 los	 derechos	 mencionados,	 se	 sujetará	 a	 sus	 términos	 y	 condiciones,
dejando	a	salvo	los	derechos	legales	de	los	consumidores.
47.	 Siendo	 así,	 este	 colegiado	 es	 de	 la	 opinión	 que	 el	 precedente	 de
observancia	 obligatoria	 85-96-TDC,	 cuya	 base	 o	 sustento	 legal	 era	 el
artículo	 8°	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor,	 ha	 quedado	 sin	 efecto
como	consecuencia	de	 la	entrada	en	vigencia	del	actual	código”.	(Indecopi,
R.	301-2013/SPC-Indecopi,	feb.	05/2013.	Pres.	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	21.—Protección	de	las	expectativas	del	consumidor.
21.1.	A	falta	de	garantía	explícita,	la	garantía	implícita	vincula	al	proveedor.
21.2.	 Para	 determinar	 qué	 prestaciones	 y	 características	 se	 incorporan	 a
los	 términos	 y	 condiciones	 de	 una	 operación	 en	 caso	 de	 silencio	 de	 las
partes	 o	 en	 caso	 de	 que	 no	 existan	 otros	 elementos	 de	 prueba	 que
demuestren	 qué	 es	 lo	 que	 las	 partes	 acordaron	 realmente,	 se	 acude	 a	 las
costumbres	 y	 usos	 comerciales,	 a	 las	 circunstancias	 que	 rodean	 la
adquisición	y	a	otros	elementos	que	se	consideren	relevantes.
En	lo	no	previsto,	se	considera	que	las	partes	acordaron	que	el	producto	o
servicio	resulta	idóneo	para	los	fines	ordinarios	para	los	cuales	estos	suelen
ser	adquiridos	o	contratados,	según	lo	previsto	en	el	artículo	18.
21.3.	 La	 acreditación	 de	 la	 existencia	 de	 una	 condición	 distinta	 a	 la
normalmente	 previsible,	 dadas	 las	 circunstancias,	 corresponde	 al
beneficiado	por	dicha	condición	en	la	relación	de	consumo.
Ley	29571.
ART.	 22.—Garantía	 de	 uso	 o	 buen	 funcionamiento.	 El	 proveedor	 que
consigne	la	leyenda	“garantizado”	en	las	diferentes	formas	de	presentación
de	un	producto	debe	informar	su	alcance,	duración	y	condiciones,	así	como
la	individualización	de	las	personas	que	las	extienden	y	los	establecimientos
en	los	que	puede	hacerse	efectiva.
La	 indicación	 de	 exclusiones	 o	 limitaciones	 al	 otorgamiento	 de	 una
garantía	no	puede	conllevar	a	limitaciones	que	no	sean	justificadas	o	que	la
desnaturalicen.
El	tiempo	que	duren	las	reparaciones	efectuadas	al	amparo	de	la	garantía
no	es	computable	dentro	del	plazo	de	la	misma.	En	el	caso	de	reposición	del
producto,	debe	renovarse	el	plazo	de	la	garantía.
Ley	29571.
ART.	23.—Servicios	de	reparación
23.1.	 El	 prestador	 de	 servicios	 de	 reparación	 está	 obligado	 a	 brindar	 el
servicio	 diligentemente,	 y	 en	 caso	 de	 que	 sea	 necesaria	 la	 sustitución	 de
componentes,	a	emplear	componentes	o	repuestos	nuevos	y	apropiados	al
producto	de	que	se	trate,	salvo	que,	en	cuanto	a	esto	último,	el	consumidor
autorice	expresamente	y	por	escrito	 lo	contrario.	El	prestador	de	servicios
de	 reparación	 está	 obligado	 a	 dejar	 constancia	 escrita	 del	 estado	 del
producto	cuando	lo	reciba	en	reparación,	indicando	el	defecto	visible	u	otro
encontrado	 en	 el	 producto,	 así	 como	 de	 su	 estado	 al	 momento	 de	 su
devolución	al	consumidor.	El	consumidor	puede	dejar	en	dicho	documento
cualquier	observación	o	comentario	que	considere	pertinente	respecto	de	lo
anterior.	El	prestador	del	servicio	debe	entregar	copia	de	dicha	constancia
al	consumidor.
23.2.	 Cuando	 un	 producto	 objeto	 de	 reparación	 presente	 defectos
relacionados	 con	 el	 servicio	 realizado	 y	 estos	 sean	 imputables	 a	 quien
prestó	el	 servicio,	 el	 consumidor	 tiene	derecho,	dentro	de	 los	 treinta	 (30)
días	 contados	 a	 partir	 de	 la	 recepción	 del	 producto,	 a	 que	 se	 le	 repare
nuevamente	sin	costo	adicional.
23.3.	 Cuando	 por	 deficiencia	 del	 servicio	 que	 otorgue	 el	 prestador,	 el
producto	 objeto	 de	 reparación,	 limpieza,	mantenimiento	 u	 otro	 similar	 se
pierde	o	sufre	menoscabo,	deterioro	o	modificación	que	disminuya	su	valor
o	 lo	haga	 total	o	parcialmente	 inapropiado	para	el	uso	normal	al	que	está
destinado	 o	 lo	 convierta	 en	 peligroso,	 el	 prestador	 del	 servicio	 debe
indemnizar	al	consumidor	por	los	daños	y	perjuicios	ocasionados.
23.4.	El	incumplimiento	de	la	obligación	a	que	se	refiere	el	párrafo	23.1	da
lugar	a	la	obligación	del	prestador	del	servicio	de	sustituir,	sin	cargo	alguno,
los	componentes	o	repuestos	de	que	se	trate.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Hay	presunción	de	fallas	sustanciales	cuando
un	producto	luego	de	ser	reparado	vuelve	a	presentar	el	mismo	defecto.
“La	 inversión	 de	 la	 carga	 de	 la	 prueba	 impone	 al	 proveedor	 la	 obligación
procesal	 de	 sustentar	 y	 acreditar	 que	 el	 defecto	 en	 el	 bien	 no	 le	 es
imputable,	sea	porque	actuó	cumpliendo	con	las	normas	debidas	o	porque
existieron	 hechos	 ajenos	 que	 lo	 eximen	 de	 la	 responsabilidad	 sobre	 tales
defectos.	Por	tanto,	sobre	el	proveedor	recaerá	la	prueba	de	demostrar	que
el	defecto	no	le	es	atribuible	y	no	la	de	probar	el	defecto	mismo,	pues	dicha
actuación	le	corresponde	al	denunciante.
(...)	 la	 denunciante	 al	 no	 recurrir	 nuevamente	 al	 servicio	 técnico	 impidió
que	se	pudiera	dar	solución	a	los	desperfectos	en	el	celular.	Sin	embargo,	no
pudo	desvirtuar	el	por	qué	en	la	diligencia	de	inspección	que	se	practicó	al
equipo	 se	 comprobó	 que	 los	 defectos	 denunciados	 (...)	 eran	 latentes	 y	 no
habían	sido	solucionados	incluso	ya	habiendo	acudido	al	servicio	técnico.
10.	La	denunciada	solo	se	limitó	a	alegar	que	la	obligación	de	garantizar	un
producto	 idóneo	 no	 implica	 que	 los	 equipos	 y	 accesorios	 de	 los
consumidores	 nunca	 van	 a	 presentar	 fallas	 o	 desperfectos	 sino	 que	 de
presentarse	 dicha	 situación	 se	 dé	 cumplimiento	 a	 la	 garantía	 expresa	 o
implícita	pertinente.
11.	 Esta	 sala	 considera	 que	 si	 un	 producto	 presenta	 fallas	 en	 su
funcionamiento	al	poco	tiempo	de	ser	adquiridos,	 tal	y	como	ocurrió	en	el
presente	 caso,	 y,	 luego	 de	 su	 reparación	 por	 el	 proveedor,	 vuelve	 a
presentar	 el	 mismo	 defecto,	 es	 razonable	 concluir	 que	 el	 referido	 equipo
presenta	 deficiencias	 sustanciales	 en	 su	 funcionamiento	 y,	 por	 tanto,	 no
puede	 ser	 considerado	 idóneo.	 (...).”	 (Indecopi,	R.	 343-2012/SC2-Indecopi,
jul.	02/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor	no	impone	un	plazo	legal	para	la	prestación	de	un	servicio
de	reparación.	“Este	colegiado	considera	que	para	valorar	y	calificar	como
demora	 para	 la	 reparación	 de	 un	 vehículo	 es	 necesario	 previamente
establecer	la	existencia	de	plazos	legales	(garantía	legal)	y/o	convencionales
(garantía	expresa)	a	los	que	estaría	vinculado	el	proveedor	para	efectuar	el
servicio	 contratado	 o,	 en	 su	 defecto,	 establecer	 un	 plazo	 razonable	 en
función	a	las	circunstancias	concretas	del	caso	(garantía	implícita).
20.	En	atención	a	lo	expuesto,	de	la	revisión	de	las	normas	del	código	no	se
observa	la	presencia	de	un	plazo	legal	para	la	prestación	de	un	servicio	de
reparación	 (...)	 que	 la	 denunciada	haya	 informado	un	plazo	 concreto	para
efectuar	 la	 reparación	 requerida	 en	 el	 vehículo	 del	 señor	 Mendoza,	 no
obrando	 en	 el	 expediente	 documento	 alguno	 que	 establezca	 un	 plazo
mínimo	o	máximo	para	el	servicio	de	reparación	requerido	y	que	haya	sido
puesto	en	conocimiento	del	denunciante	con	anterioridad	o	al	momento	del
ingreso	del	vehículo	a	su	servicio	técnico.
21.	Ahora	bien,	pese	a	que	la	norma	aplicable	ni	la	orden	de	mantenimiento
han	señalado	expresamente	un	plazo	para	brindar	el	servicio	de	reparación,
este	 colegiado	 considera	 que	 debe	 considerarse	 un	 plazo	 razonable	 en
función	a	las	características	del	caso.
22.	Así,	si	un	consumidor	ingresa	su	vehículo	a	un	taller	para	su	reparación,
este	esperaría	a	que	se	le	brinde	un	servicio	diligente	en	un	plazo	prudencial
y	 razonable,	 efectuando	 el	 diagnóstico	 correspondiente	 y	 procediendo	 al
cambio	de	las	piezas	involucradas	que	generaron	la	falla	por	componentes
nuevos	y	apropiado	al	producto,	teniendo	en	cuenta	que	el	propietario	de	la
unidad	 no	 podrá	 hacer	 uso	 de	 la	 misma	 durante	 su	 internamiento	 en	 el
taller.	 Una	 actuación	 contraria,	 permitiría	 que	 los	 proveedores
constantemente	 pongan	 a	 los	 consumidores	 en	 una	 situación	 de
incertidumbre	sobre	la	fecha	de	entrega	de	los	productos	recibidos	para	su
reparación”.	 (Indecopi,	 R.	 3434-2013/SPC-Indecopi,	 dic.	 10/2013.	 Pres.
Hernando	Montoya	Alberti)
Ley	29571.
ART.	24.—Servicio	de	atención	de	reclamos.
24.1.	Sin	perjuicio	del	derecho	de	los	consumidores	de	iniciar	las	acciones
correspondientes	ante	 las	autoridades	competentes,	 los	proveedores	están
obligados	a	atender	 los	reclamos	presentados	por	sus	consumidores	y	dar
respuesta	a	los	mismos	en	un	plazo	no	mayor	a	treinta	(30)	días	calendario.
Dicho	 plazo	 puede	 ser	 extendido	 por	 otro	 igual	 cuando	 la	 naturaleza	 del
reclamo	 lo	 justifique,	 situación	 que	 es	 puesta	 en	 conocimiento	 del
consumidor	antes	de	la	culminación	del	plazo	inicial.
24.2.	 En	 caso	 de	 que	 el	 proveedor	 cuente	 con	 una	 línea	 de	 atención	 de
reclamos	 o	 con	 algún	 medio	 electrónico	 u	 otros	 similares	 para	 dicha
finalidad,	 debe	 asegurarse	 que	 la	 atención	 sea	 oportuna	 y	 que	 no	 se
convierta	en	un	obstáculo	al	reclamo	ante	la	empresa.
24.3.	No	puede	condicionarse	 la	atención	de	reclamos	de	consumidores	o
usuarios	al	pago	previo	del	producto	o	servicio	materia	de	dicho	reclamo	o
del	monto	que	hubiera	motivado	ello,	o	de	cualquier	otro	pago.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 enumera	 los	 diferentes	 tipos	 de
infracciones	 derivadas	 de	 una	 carta	 presentada	 por	 el	 consumidor	 al
proveedor.	“9.	En	este	punto,	es	menester	hacer	una	precisión	al	respecto	a
efectos	 de	 que	 se	 diferencien	 con	 precisión	 los	 distintos	 tipos	 infractores
que	 se	 pueden	 derivar	 del	 contenido	 de	 una	 carta	 que	 el	 consumidor
presenta	al	proveedor.
10.	 Así,	 nos	 encontraremos	 frente	 a	 un	 reclamo	 cuando	 las	 misivas
remitidas	por	el	 consumidor	 tengan	por	 la	 finalidad	solicitar	al	proveedor
que	 rectifique	 un	 error	 o	 se	 abstenga	 de	 realizar	 ciertas	 actuaciones	 que
estarían	afectando	sus	intereses.	Asimismo,	las	comunicaciones	podrán	ser
calificadas	 como	 solicitudes	 de	 gestión,	 cuando	 a	 través	 de	 ellas,	 el
consumidor	pretenda	que	el	proveedor	ejecute	una	prestación	de	dar,	hacer
o	 no	 hacer	 distinta	 a	 la	 sola	 transmisión	 de	 determinada	 información.
Finalmente,	 los	 pedidos	 de	 información	 buscan	 únicamente	 que	 el
proveedor	 traslade	 de	 manera	 clara	 y	 oportuna	 al	 consumidor	 cierta
información,	 la	misma	que	deberá	ser	relevante	y	pertinente	respecto	a	 la
relación	 de	 consumo	 existente.	 Cabe	 señalar	 que	 estos	 dos	 últimos	 tipos
infractores	 se	 analizan	 bajo	 el	 supuesto	 tipificado	 en	 el	 deber	 de
información	 que	 tienen	 los	 proveedores”.	 (Indecopi,	 R.	 306-2013/SPC-
Indecopi,	feb.	05/2013.	Pres.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Se	castiga	la	negativa	del	proveedor	a	recibir
la	carta	notarial	de	un	consumidor.	“28.	Siendo	así,	vemos	que	el	artículo
24	 del	 código	 establece	 la	 obligación	 de	 los	 proveedores	 de	 atender	 los
reclamos	presentados	por	 los	 consumidores	y	dar	 respuesta	a	 los	mismos
en	el	plazo	máximo	de	 treinta	 (30)	días	calendario,	 siendo	que	el	 referido
plazo	puede	ser	extendido	cuando	la	naturaleza	del	reclamo	lo	 justifique	y
se	comunique	dicha	ampliación	al	reclamante.
29.	Asimismo,	 la	 sala	ha	 señalado	en	anteriores	pronunciamientos	que	el
deber	 de	 atención	 de	 reclamos,	 implica	 también	 la	 obligación	 de	 todo
proveedor	de	recibir	cualquier	reclamo	presentado	por	los	consumidores	a
través	 de	 los	 canales	 pertinentes,	 pues	 es	 evidente	 que	 el	 presupuesto
elemental	 para	 que	 pueda	 exigírsele	 al	 proveedor	 absolver	 un	 reclamo
dentro	del	plazo	legal	antes	señalado,	es	que	previamente	dicho	reclamo	sea
recibido”.	 (Indecopi,	 R.	 0230-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 27/2014.
Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
CAPÍTULO	IV
SALUD	Y	SEGURIDAD	DE	LOS	CONSUMIDORES
SUBCAPÍTULO	I
PROTECCIÓN	A	LA	SALUD	Y	SEGURIDAD	DE	LOS	CONSUMIDORES
Ley	29571.
ART.	 25.—Deber	 general	 de	 seguridad.	 Los	 productos	 o	 servicios
ofertados	en	el	mercado	no	deben	conllevar,	en	condiciones	de	uso	normal	o
previsible,	riesgo	 injustificado	o	no	advertido	para	 la	salud	o	seguridad	de
los	consumidores	o	sus	bienes.
AUXILIO	OPORTUNO	AL	PÚBLICO	EN	CENTROS	COMERCIALES
Ley	30200.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	El	objeto	de	la	presente	ley	es	promover	el
auxilio	oportuno	de	las	personas	en	los	establecimientos	comerciales
abiertos	al	público,	que	se	encuentren	en	circunstancia	de	una	condición
repentina	o	inesperada	que	requieran	atención	inmediata	al	poner	en
peligro	inminente	su	vida.
Ley	30200.
ART.	2°.—Ámbito	de	aplicación.	 La	 presente	 ley	 protege	 al	 consumidor
que	se	encuentra	directa	o	indirectamente	expuesto	o	comprendido	por	una
relación	de	consumo	o	en	una	etapa	preliminar	a	esta.
Ley	30200.
ART.	3°.—Primeros	auxilios.	Todo	proveedor	debe	contar	con	un	botiquín
de	primeros	auxilios	para	atender	 las	emergencias	que	 se	presenten	en	 la
salud	 de	 los	 consumidores	 que	 ingresan	 a	 su	 establecimiento	 abierto	 al
público.
Ley	30200.
ART.	 4°.—Centros	 comerciales.	 Los	 centros	 comerciales,	 además	 del
botiquín	de	primeros	auxilios,	deben	contar	con	un	espacio	adecuado	para
dar	los	primeros	auxilios	y	estar	dotado	con:
a)	 Equipamiento	 y	 medicamentos	 que	 establece	 el	 reglamento	 de	 la
presente	ley.
b)	Un	sistema	de	comunicación	interna	de	alerta	de	la	emergencia.
c)	 Un	 servicio	 de	 ambulancia	 para	 el	 traslado	 de	 pacientes	 que	 por	 su
patología	ameriten	el	traslado	al	establecimiento	de	salud	más	cercano.
El	 reglamento	 establece	 las	 condiciones,	 los	 supuestos,	 la	 colocación	 de
carteles	 instructivos,	 la	 utilización	 de	 maniobras,	 así	 como	 el	 tipo	 de
personal	 capacitado	 en	 atención	 de	 la	 emergencia	 y	 los	 primeros	 auxilios
acorde	 a	 las	 normas	del	 sector	 salud	 y	 las	 demás	 especificaciones	 para	 el
cumplimiento	de	la	obligación	señalada	en	el	presente	artículo.
Ley	30200.
ART.	 5°.—Sanciones.	 La	 inobservancia	 de	 la	 presente	 ley	 es	 sancionada
bajo	 las	normas	del	Título	V,	 sobre	 responsabilidad	y	 sanciones,	de	 la	Ley
29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Ley	30200.
ART.	6°.—Reglamento.	En	el	plazo	de	90	días	calendario	contados	a	partir
de	 la	entrada	en	vigencia	de	 la	presente	 ley,	 el	 Poder	Ejecutivo	 expide	 las
disposiciones	reglamentarias.
Ley	30200.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Definición	 de
establecimiento	 comercial	 abierto	 al	 público.	 Para	 los	 efectos	 de	 la
presente	ley	se	entiende	como	establecimiento	comercial	abierto	al	público
al	inmueble,	parte	del	mismo	o	una	instalación	o	construcción	en	el	que	un
proveedor	debidamente	identificado	desarrolla	sus	actividades	económicas
de	venta	de	bienes	o	prestación	de	servicios	a	los	consumidores.
Ley	29571.
ART.	26.—Medidas	de	 los	proveedores	 frente	a	 los	riesgos	previstos.
En	caso	de	que,	por	la	naturaleza	o	componentes	del	producto	o	del	servicio
que	 se	 comercialice,	 el	 riesgo	 sea	 previsible	 para	 el	 proveedor,	 este	 debe
tomar	las	medidas	necesarias	para	su	adecuada	conservación,	manipulación
y	transporte,	advirtiendo	al	consumidor	de	dicho	riesgo,	así	como	del	modo
correcto	 de	 la	 utilización	 del	 producto	 o	 la	 prestación	 del	 servicio,	 y	 las
acciones	a	tomar	en	caso	de	producido	un	daño.	Las	acciones	del	proveedor
no	deben	incrementar	el	riesgo	previsible.
Ley	29571.
ART.	 27.—Información	 de	 productos	 o	 sustancias	 peligrosas.	 La
comercialización	 de	 productos	 químicos	 y	 de	 todos	 aquellos	 que	 en	 su
composición	 lleven	 sustancias	 o	 elementos	 peligrosos	 debe	 efectuarse
cumpliendo	con	las	normas	sectoriales	pertinentes,	empleando	envases	que
garanticen	la	salud	y	seguridad	de	los	consumidores,	consignando	de	forma
visible	y	destacada	las	indicaciones	sobre	su	uso	y	las	advertencias	sobre	su
manipulación.
Ley	29571.
ART.	 28.—Medidas	 de	 los	 proveedores	 para	 eliminar	 o	 reducir	 los
peligros	no	previstos.	En	caso	de	que	se	coloquen	productos	o	servicios	en
el	mercado,	en	los	que	posteriormente	se	detecte	la	existencia	de	riesgos	no
previstos	 con	 anterioridad	 o	 imprevisibles,	 el	 proveedor	 está	 obligado	 a
adoptar	 las	 medidas	 razonables	 para	 eliminar	 o	 reducir	 el	 peligro	 en	 el
plazo	 inmediato;	 entre	 ellas,	 notificar	 a	 las	 autoridades	 competentes	 esta
circunstancia,	 retirar	 los	 productos	 o	 servicios,	 disponer	 su	 sustitución	 o
reparación,	 e	 informar	 a	 los	 consumidores,	 a	 la	 brevedad,	 de	 las
advertencias	del	caso.	La	prueba	de	las	medidas	adoptadas	corresponde	al
proveedor.
Tratándose	de	riesgos	previsibles	con	anterioridad	a	su	introducción	en	el
mercado,	 la	 responsabilidad	por	 la	 adopción	de	 las	medidas	 anteriores	 se
entiende	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	administrativa.
Ley	29571.
ART.	29.—Criterios	aplicables	a	la	información	y	advertencia	sobre	el
riesgo	 y	 la	 peligrosidad.	 La	 advertencia	 de	 los	 riesgos	 y	 peligros	 que
normalmente	 tienen	 ciertos	 productos	 o	 servicios,	 o	 de	 los	 riesgos	 y
peligros	no	previstos	o	imprevisibles	que	se	detecten	con	posterioridad	a	la
colocación	de	los	productos	o	a	la	prestación	de	los	servicios	en	el	mercado,
debe	realizarse	cumpliendo	con	los	siguientes	criterios:
a.	 La	 advertencia	 debe	 ser	 difundida	 con	 la	 debida	 celeridad.	 Se	 deben
difundir	las	advertencias	en	un	plazo	prudencial	de	acuerdo	con	la	gravedad
del	riesgo	o	peligro	involucrados.	Tratándose	de	un	daño	grave	a	la	vida	o	a
la	 salud	 de	 los	 consumidores,	 las	 advertencias	 deben	 ser	 difundidas	 de
inmediato,	apenas	existan	indicios	para	suponer	la	existencia	del	peligro.
b.	 Debe	 usarse	 un	 encabezamiento	 o	 señal	 de	 advertencia	 adecuados	 al
riesgo	o	peligro	que	se	advierte.	El	 título	con	el	que	se	pretende	 llamar	 la
atención	 del	 consumidor	 debe	 ser	 adecuado	 para	 que,	 sin	 alarmar
innecesariamente,	llame	la	atención	lo	suficiente	con	relación	a	la	magnitud
del	riesgo	al	segmento	de	la	población	afectada	y	permita	a	los	interesados
identificar	la	importancia	de	la	advertencia	para	ello.
c.	 El	 tamaño	 y	 frecuencia	 de	 la	 advertencia	 deben	 ser	 adecuados.	 Las
dimensiones	de	la	advertencia	y	la	frecuencia	con	la	que	se	hace,	en	el	caso
de	que	la	advertencia	se	haga	por	medios	de	comunicación,	deben	permitir
que	se	llegue	a	los	consumidores	afectados	o	potencialmente	afectados.
d.	 Se	 debe	 especificar	 la	 naturaleza	 del	 riesgo	 o	 peligro	 que	 se	 advierte
señalando	 si	 dicho	 riesgo	 afecta	 la	 vida	 o	 salud	 del	 consumidor,	 su
propiedad	o	la	pérdida	o	afectación	del	producto	adquirido.
e.	 Debe	 utilizarse	 un	 lenguaje	 accesible	 y	 entendible	 por	 un	 consumidor
que	actúa	con	la	diligencia	ordinaria	según	las	circunstancias	del	caso.	Debe,
por	tanto,	descartarse	el	uso	de	lenguaje	excesivamente	técnico	o	científico,
utilizándose,	 por	 el	 contrario,	 términos	 que	 permitan	 al	 consumidor
entender	cuáles	son	los	riesgos	o	peligros	que	se	le	advierten.
f.	 Se	debe	describir	 el	nivel	de	 certidumbre	que	 rodea	al	 riesgo	o	peligro
previsible.	 Si	 el	 riesgo	es	 solo	potencial	 o	no	 se	 tiene	 certeza	 absoluta	del
mismo,	debe	indicarse	ello	en	el	aviso	o	advertencia,	pudiendo	en	esos	casos
usarse	expresiones	condicionales.	Por	el	contrario,	si	se	 trata	de	un	riesgo
cierto	 y	 preciso,	 debe	 utilizarse	 un	 lenguaje	 que	 dé	 a	 entender	 ello	 al
consumidor.
g.	Deben	explicarse	las	medidas	que	se	adoptan	para	evitar	el	riesgo	o	daño
o	para	mitigar	 los	efectos	que	puedan	producirse.	La	advertencia	debe,	de
ser	posible,	 señalar	cómo	corregir	estos	problemas	de	una	manera	clara	y
sencilla.
h.	Se	debe	incluir	una	fuente	de	información	alternativa,	que	sea	gratuita	y
de	fácil	acceso	para	los	consumidores,	con	la	finalidad	de	poder	contar	con
mayor	 información	 sobre	 las	 advertencias	 de	 los	 riesgos	 y	 peligros	 del
producto,	indicando	el	número	gratuito	de	contacto	o	su	localización.	Dicha
información	debe	ser,	además,	comunicada	de	inmediato	al	Indecopi.
SUBCAPÍTULO	II
PROTECCIÓN	DE	LOS	CONSUMIDORES	EN	LOS	ALIMENTOS
Ley	29571.
ART.	30.—Inocuidad	de	los	alimentos.	Los	consumidores	tienen	derecho
a	 consumir	 alimentos	 inocuos.	 Los	 proveedores	 son	 responsables	 de	 la
inocuidad	de	los	alimentos	que	ofrecen	en	el	mercado,	de	conformidad	con
la	legislación	sanitaria.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Indecopi:	 un	 consumidor	 espera	 que	 la
botella	de	agua	que	adquiere	cumpla	con	todas	las	condiciones	para	que
pueda	ser	consumida.	“19.	Al	adquirir	una	botella	de	agua,	un	consumidor
espera	que	esta	cumpla	con	todas	las	condiciones	para	que	esta	pueda	ser
consumida,	lo	que	implica	que	no	exista	la	posibilidad	de	que	al	consumirla,
esta	pueda	afectar	su	salud.	En	el	presente	caso,	sin	embargo,	la	botella	de
agua	 adquirida	 por	 la	 denunciante	 presentaba	 partículas	 extrañas	 en	 su
interior.
20.	 En	 tal	 sentido,	 al	 haberse	 verificado	 que	 la	 embotelladora	 puso	 a
disposición	 de	 la	 denunciante	 una	 botella	 de	 agua	 que	 contenía	 una
partícula	extraña	que	pudo	poner	en	riesgo	su	salud,	corresponde	declarar
fundado	este	extremo	de	la	denuncia	por	infracción	a	los	artículos	18,	19	y
30	del	código.	(...).
37.	 En	 el	 presente	 caso,	 los	 hechos	 denunciados	 por	 la	 señora	 (...)
constituirían	una	afectación	al	deber	de	idoneidad	en	tanto	un	consumidor
que	 acude	 a	 reclamar	 a	 un	 proveedor	 por	 un	 inconveniente	 surgido,	 no
espera	 que	 este	 trate	 de	 manipular	 y	 hasta	 incluso	 destruir	 el	 medio
probatorio	 con	 el	 que	 cuenta	 para	 iniciar	 acciones	 legales,	 lo	 que
supuestamente	habría	ocurrido	en	el	presente	caso.	(...)	En	tal	sentido,	en	la
medida	en	que	la	señora	(...)	no	ha	presentado	medio	probatorio	alguno	que
acredite	sus	afirmaciones,	y	que	de	acuerdo	con	el	Acta	de	Observación	de
Pruebas	 esta	 situación	 no	 pudo	 ser	 verificada,	 corresponde	 declarar
infundado	 este	 extremo	 de	 la	 denuncia	 por	 presunta	 infracción	 a	 los
artículos	18	y	19	del	código”.	 (Indecopi,	R.	1991-2015/CC2,	nov.	10/2015.
Pres.	María	Luisa	Egúsquiza	Mori)
Ley	29571.
ART.	 31.—Calidad	 de	 los	 alimentos.	 Los	 proveedores	 que	 alegan	 algún
aspecto	 de	 calidad	 de	 sus	 productos,	 sea	 mediante	 el	 uso	 de	 frases,
expresiones	 o	 imágenes,	 deben	 estar	 en	 condiciones	 de	 probarlo,	 de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	presente	código	y	la	normativa	vigente.
Para	los	efectos	de	aplicación	del	presente	artículo,	se	entiende	por	calidad
al	conjunto	de	características	de	un	producto	que	le	confiere	la	aptitud	para
satisfacer	las	necesidades	establecidas	y	las	implícitas.
Ley	29571.
ART.	32.—Etiquetado	 y	denominación	de	 los	 alimentos.	 El	 etiquetado
de	los	alimentos	se	rige	de	conformidad	con	la	legislación	sobre	la	materia	o
en	su	defecto	a	lo	establecido	en	el	Codex	Alimentarius.
Los	 alimentos	 deben	 llevar	 en	 su	 etiquetado	 de	 manera	 destacada	 la
denominación	que	refleje	su	verdadera	naturaleza,	sin	generar	confusión	ni
engaño	al	consumidor.
Las	alegaciones	saludables	deben	sustentarse	de	acuerdo	con	la	legislación
sobre	la	materia	o	en	su	defecto	a	lo	establecido	en	el	Codex	Alimentarius.
Ley	29571.
ART.	 33.—Alimentos	 modificados.	 Los	 alimentos	 modificados	 por
sustracción,	 sustitución	 o	 adición	 de	 ingredientes	 solo	 pueden	 utilizar	 la
denominación	de	 los	productos	originales	cuando	 lo	permita	 la	 legislación
sobre	la	materia	o	en	su	defecto	el	Codex	Alimentarius.
Ley	29571.
ART.	 34.—Información	 complementaria.	 En	 todos	 los	 casos	 en	 que	 el
proveedor	brinde	información	complementaria	mediante	sitios	en	 internet
u	otras	 formas	de	difusión,	 la	misma	debe	ser	clara,	comprensible,	veraz	y
fácilmente	accesible,	observando	lo	dispuesto	en	el	presente	código	y	en	la
legislación	de	la	materia.	La	remisión	a	esta	fuente	de	información	distinta
debe	ser	clara	y	expresa.
Ley	29571.
ART.	35.—Alimentos	orgánicos.	Los	proveedores	que	ofrezcan	alimentos
orgánicos	 deben	 ser	 debidamente	 certificados	 y	 deben	 identificarlos
claramente	en	las	etiquetas,	envases	y	los	medios	de	información	directos	o
indirectos.
Ley	29571.
ART.	36.—Etiquetado	de	grasas	trans.	Cuando	un	alimento	contenga	un
tipo	de	grasa	considerada	trans	debe	advertirlo	en	su	etiqueta,	así	como	su
porcentaje.
Ley	29571.
ART.	 37.—Etiquetado	 de	 alimentos	 genéticamente	 modificados.	 Los
alimentos	que	 incorporen	componentes	genéticamente	modificados	deben
indicarlo	en	sus	etiquetas.
NOTA:	 Según	 la	 Cuarta	Disposición	 Complementaria	 Final	 de	 la	 Ley	 29571,	 los	 artículos	 36	 y	 37
entrarán	 en	 vigencia	 a	 los	 ciento	ochenta	 (180)	días	 calendario	 contados	 a	partir	 de	 la	 entrada	 en
vigencia	del	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.	Es	decir,	en	febrero	del	2011.
CAPÍTULO	V
PROTECCIÓN	DE	LOS	INTERESES	SOCIALES	Y	ECONÓMICOS
Ley	29571.
ART.	38.—Prohibición	de	discriminación	de	consumidores.
38.1.	 Los	 proveedores	 no	 pueden	 establecer	 discriminación	 alguna	 por
motivo	de	origen,	raza,	sexo,	idioma,	religión,	opinión,	condición	económica
o	 de	 cualquier	 otra	 índole,	 respecto	 de	 los	 consumidores,	 se	 encuentren
estos	dentro	o	expuestos	a	una	relación	de	consumo.
38.2.	 Está	 prohibida	 la	 exclusión	 de	 personas	 sin	 que	medien	 causas	 de
seguridad	del	establecimiento	o	tranquilidad	de	sus	clientes	u	otros	motivos
similares.
38.3.	 El	 trato	 diferente	 de	 los	 consumidores	 debe	 obedecer	 a	 causas
objetivas	y	 razonables.	La	atención	preferente	en	un	establecimiento	debe
responder	 a	 situaciones	 de	 hecho	 distintas	 que	 justifiquen	 un	 trato
diferente	 y	 existir	 una	 proporcionalidad	 entre	 el	 fin	 perseguido	 y	 el	 trato
diferente	que	se	otorga.
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema	 confirma	 que	 la	 frase	 publicitaria
“nos	 quieren	 hacer	 cholitos”	 vulnera	 el	 principio	 de	 lealtad	 en	 la
publicidad.	“(…)	Sin	embargo,	el	dispositivo	legal	denunciado	no	contiene	el
criterio	 que	 anota	 la	 empresa	 recurrente,	 conteniendo	 más	 bien	 varias
normas	 referidas	 a	 la	 interpretación	 y	 aplicación	 de	 la	 buena	 fe,	 que	 en
relación	 a	 los	 anuncios	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 que	 el	 consumidor	 queda
influenciado	 por	 el	 examen	 superficial	 del	mensaje,	 a	 la	 aplicación	 de	 las
normas	a	todo	el	contenido	de	un	anuncio.	Agréguese,	que	la	decisión	de	la
sentencia	 de	 vista	 se	 fundamenta	 jurídicamente	 en	 el	 artículo	 3°	 de	 las
Normas	de	Publicidad	 en	Defensa	del	 Consumidor	de	que	ningún	anuncio
debe	 favorecer	 o	 estimular	 cualquier	 ofensa	 o	 discriminación	 racial	 y	 de
otra	índole;	adicionalmente	a	ello	ha	considerado	que	la	infracción	incurrida
por	la	demandante	en	la	publicidad	con	la	frase	‘Nos	quieren	hacer	cholitos’,
está	 relacionada	 con	 las	 valoraciones	negativas	o	peyorativas	 acerca	de	 la
oferta	 al	 consumidor,	 esto	 es	 trasladar	 la	 idea	 al	 consumidor	 que	 la
emplazada	 no	 realiza	 una	 actividad	 transparente	 en	 el	mercado,	 sino	 que
engaña	 a	 los	 consumidores	 e	 incurre	 en	 prácticas	 abusivas	 y
discriminatorias;	habiendo	acogido	la	frase	en	el	sentido	de	engañar,	como
alega	la	empresa	recurrente	(…)”.	(C.	S,	Cas.	1356-2011-Lima,	jul.	04/2013.
V.	P.	Rueda	Fernández)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Compañía	 de	 seguros	 debe	 otorgar	 póliza	 a
persona	 con	 síndrome	 de	 Down:	 principio	 de	 igualdad.	 “(...)	 si	 (...)	 no
deseaba	asumir	supuestas	pérdidas	económicas	por	asegurar	riesgos	a	 los
que	afirma	se	encontraría	expuesta	la	señorita	(...)	por	el	hecho	de	padecer
del	 Síndrome	 de	 Down,	 podría	 haberla	 asegurado	 y	 luego	 hacer	 valer	 las
exclusiones	 de	 riesgos	 concretos	 contenidas	 en	 su	 respectiva	 póliza,	 o,	 en
todo	 caso,	 elevar	 el	monto	 de	 la	 prima	 en	 dichos	 supuestos	 –tal	 como	 ha
sido	 aceptado	 incluso	 por	 el	 propio	 denunciante–	 no	 siendo	 prudente
negarle	de	plano	la	contratación	del	seguro	de	asistencia	médica	‘Red	Salud’.
33.	 Si	 bien	 podría	 alegarse	 la	 imposibilidad,	 o	 extrema	 dificultad,	 de
realizar	estudios	actuariales	a	fin	de	concretar	las	exclusiones	de	cobertura
o	elevaciones	de	prima	antes	señaladas,	ello	queda	desvirtuado	por	el	hecho
acreditado	en	autos	por	declaraciones	expresas	de	la	propia	emplazada,	en
el	sentido	que,	en	determinados	casos	concretos,	(...)	asegura	a	personas	con
Síndrome	 de	 Down	 en	 el	 seguro	 de	 asistencia	médica	 ‘Red	 Salud’,	 lo	 cual
deja	 establecido	 que,	 a	 su	 entender	 y	 sin	 lugar	 a	 dudas,	 el	 referido
aseguramiento	es	posible	y	válido.
34.	Para	tales	efectos,	e	igualmente	a	mayor	abundamiento,	resulta	del	caso
tener	presente	 la	 teoría	de	 los	 actos	propios,	 contenido	en	el	principio	de
coherencia,	 venire	 contra	 factum	 propium	 non	 valet,	 esto	 es	 que	 nadie
puede	 contravenir	 sus	 propios	 actos.”	 (Indecopi,	 R.	 2135-2012/SC2-
Indecopi,	jul.	11/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—La	 potestad	 que	 tienen	 las	 compañías	 de
seguros	 para	 administrar	 sus	 riesgos	 debe	 ser	 armonizada	 con	 los
derechos	 fundamentales	 de	 los	 consumidores.	 “38.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo
expuesto,	es	del	caso	reiterar	que	los	vocales	que	suscriben	el	presente	voto,
reconocen	 la	 potestad	 que	 tienen	 las	 compañías	 de	 seguros	 para
administrar	 sus	 riesgos,	 la	misma	 que	 fluye	 de	 la	 autonomía	 privada	 y	 la
libertad	de	empresa	reconocidas	por	 la	Constitución	y	de	 la	 legislación	en
materia	 de	 seguros	 citadas	 precedentemente.	 Sin	 embargo,	 en	 virtud	 del
marco	normativo	supranacional	y	nacional	antes	señalado,	opinamos	que	la
referida	 libertad	 debe	 ser	 armonizada	 necesariamente	 con	 los	 derechos
fundamentales	de	los	consumidores	a	no	ser	discriminados,	en	particular	de
las	personas	con	discapacidad	como	aquellas	que	tienen	Síndrome	de	Down,
que	 gozan	 de	 protección	 constitucional	 especial.	 En	 tal	 sentido,
consideramos	 que	 en	 el	 presente	 caso,	 el	 justo	 punto	 de	 equilibrio	 se
encuentra	 en	 el	 aseguramiento	 de	 la	 señorita	 (...)	 con	 las	 respectivas
exclusiones	 específicas	 de	 cobertura	 o	 ajuste	 de	 prima,	 conforme	 se	 ha
señalado	previamente.
39.	Debido	a	ello,	el	proceder	de	(...)	no	cumple	el	test	de	necesidad	y,	por
tanto,	 califica	 como	 discriminatorio	 en	 los	 términos	 establecidos	 por	 el
Tribunal	Constitucional.
(…)	41.	En	virtud	de	las	consideraciones	expuestas,	 los	alegatos	de	(...)	no
califican	 como	 causas	 objetivas	 y	 justificadas	 para	 negarse	 a	 contratar	 el
seguro	 solicitado.”	 (Indecopi,	 R.	 2135-2012/SC2-Indecopi,	 jul.	 11/2012.
Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Establecimientos	 comerciales	 están
prohibidos	 de	 seleccionar	 su	 clientela	 más	 allá	 de	 las	 condiciones
necesarias	para	el	cumplimiento	de	sus	prestaciones.	“(...)	el	derecho	de
los	 consumidores	 a	 acceder	 a	 una	 variedad	 de	 productos	 y	 servicios,	 a
ejercer	 su	 libertad	 de	 elección	 frente	 a	 ellos	 y	 a	 ser	 tratados	 justa	 y
equitativamente	 en	 toda	 transacción	 comercial,	 disposiciones	 que
consagran	el	derecho	a	 la	 igualdad	de	trato	en	esta	materia.	En	 la	práctica
ello	 se	 resume	 en	 la	 obligación	 de	 los	 proveedores	 de	 dispensar	 un	 trato
equitativo	brindando	sus	servicios	o	productos	sin	exclusiones	o	selección
de	 clientela,	 más	 allá	 de	 las	 condiciones	 que	 objetivamente	 resulten
necesarias	para	el	cabal	cumplimiento	de	sus	prestaciones.
9.	 Los	 móviles	 detrás	 de	 una	 contravención	 a	 este	 deber	 pueden	 ser
variados,	desde	la	arbitrariedad	restringida	a	un	consumidor	en	particular
hasta	 una	 situación	 de	 discriminación	 en	 términos	 constitucionales,	 que
implicaría	una	condición	de	mayor	gravedad	para	este	tipo	infractor	pues	a
diferencia	 del	 simple	 trato	 desigual	 que	 implica	 una	 selección	 o	 exclusión
arbitraria,	 en	 la	 variante	 de	 discriminación	 la	 limitación	 de	 acceso	 a	 un
servicio	estaría	dada	por	una	desvaloración	de	las	características	inherentes
y	consustanciales	a	determinados	colectivos	humanos,	siendo	la	afectación
verificada	 en	 uno	 de	 sus	 integrantes	 sólo	 una	 evidencia	 de	 tal
desvaloración.”	(Indecopi,	R.	0895-2011/SC2-Indecopi,	abr.	18/2012.	Pres.
Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Diferenciar	consumidores	por	su	pertenencia
a	 un	 grupo	 humano	 determinado	 configura	 una	 discriminación	 que
atenta	 contra	 la	 dignidad	 humana.	 “Una	 conducta	 es	 discriminatoria
cuando	no	 se	aplican	 las	mismas	 condiciones	 comerciales	a	 consumidores
que	se	encuentren	en	situación	de	igualdad	y	cuando	la	conducta	infractora
está	 motivada	 por	 la	 pertenencia	 del	 consumidor	 a	 un	 grupo	 humano
determinado,	lo	cual	se	sustenta	en	prejuicios	que	afectan	la	dignidad	de	las
personas.	(...)	en	cualquiera	de	los	dos	supuestos	infractores	el	consumidor
deberá,	en	primer	lugar,	acreditar	siquiera	indiciariamente	la	existencia	de
un	 trato	 desigual.	 Sólo	 superada	 esta	 valla,	 en	 un	 segundo	 momento,	 la
administración	 invertirá	 la	 carga	 de	 la	 prueba	 y	 exigirá	 al	 proveedor	 que
demuestre	 la	 existencia	 de	 una	 causa	 objetiva	 y	 justificada	 para	 tal	 trato
desigual.
12.	 En	 el	 presente	 caso,	 el	 señor	 (...),	 quien	 padece	 de	 una	 discapacidad
motora,	denunció	que	 la	señora	(...),	 titular	del	negocio	(...),	 incurrió	en	un
trato	discriminatorio	en	su	contra,	toda	vez	que	en	el	mes	de	noviembre	de
2011	 se	 negó	 injustificadamente	 a	 renovarle	 la	 matrícula	 al	 gimnasio,
debido	a	la	relación	sentimental	que	poseía	con	una	ex	alumna	del	local,	la
señora	(...),	a	la	cual	también	le	impidió	la	matrícula,	porque	atentaba	contra
los	 intereses	 de	 su	 negocio”.	 (Indecopi,	 R.	 0668-2013/SPC-Indecopi,	 mar.
19/2013.	Pres.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Es	 lícito	 que	 un	 banco	 atienda	 de	 manera
preferente	 a	 sus	 clientes	 en	 ventanilla.	 “24.	 Tomando	 en	 cuenta	 lo
anterior,	 y	 aplicado	 al	 caso	 en	 concreto,	 este	 colegiado	 considera	 que	 el
orden	de	atención	en	ventanilla	 implementado	por	el	banco	no	 implica	un
trato	 diferenciado	 ilícito,	 sino	 que	 obedece	 a	 la	 cantidad,	 volumen	 y
frecuencia	de	operaciones	que	efectúan	sus	contrapartes	contractuales,	por
lo	que	el	propósito	de	su	política	de	atención	es	solo	brindar	un	beneficio	a
aquellas	personas	que	han	elegido	contratar	con	él.
25.	 En	 efecto,	 debe	 tomarse	 en	 consideración	 que	 en	 la	 contratación	 de
servicios	financieros	reviste	particular	relevancia	la	vigencia	de	la	relación
contractual,	 toda	vez	que	 en	dicho	periodo	 se	 generaran	 incidencias	 en	 la
esfera	 jurídico	 patrimonial	 del	 consumidor,	 sea	 por	 las	 deudas	 que
mantiene	 con	 la	 entidad	 financiera	 o	 por	 los	 beneficios	 que	 obtenga	 en
razón	de	sus	ahorros.
26.	 Así,	 existe	 un	 grupo	 de	 individuos	 que	 mantiene	 relaciones
contractuales	con	el	banco,	hecho	que	determinará	que	los	mismos	acudan
regularmente	a	la	entidad	financiera	a	efectuar	diversas	operaciones,	ya	sea
la	 presentación	 de	 reclamos,	 realizar	 pagos	 de	 sus	 deudas,	 solicitar
información	de	sus	cuentas,	entre	otras;	pero	a	su	vez	existe	otro	grupo	que
sin	 contar	 con	 vínculos	 contractuales	 hacen	 uso	 circunstancial	 de	 los
servicios	 ofrecidos	 por	 el	 banco.	 Por	 ello,	 es	 razonable	 que	 la	 estrategia
comercial	 por	 el	 banco	 esté	 orientada	 a	 mantener	 a	 los	 clientes	 más
rentables,	 es	 decir,	 a	 aquellos	 con	 los	 cuales	 mantiene	 vínculos
contractuales.
27.	En	consecuencia,	la	práctica	ejecutada	por	el	banco	no	configura	un	acto
que	 infrinja	 el	 artículo	38	del	 código,	 sino	que	 se	 encuentra	basada	en	un
criterio	objetivo	y,	por	lo	tanto,	resulta	lícito.
28.	Por	otro	lado,	si	bien	el	denunciante	señaló	que	la	política	del	banco	no
estaba	 orientada	 a	 mantener	 la	 fidelidad	 de	 sus	 clientes,	 sino	 a	 que	 las
demás	 personas	 ante	 la	 diferencia	 de	 trato	 opten	 por	 contratar	 con	 el
denunciando,	 hecho	 que	 generara	 que	 se	 les	 cobren	 comisiones	 y	 demás
portes,	lo	cierto	es	que	a	criterio	de	este	colegiado	en	el	presente	caso	lo	que
se	 está	 analizando,	 conforme	 a	 lo	 denunciado	 por	 el	 señor	 Vera,	 es	 si	 la
política	de	atención	del	banco	infringía	el	artículo	38	del	código,	mas	no	si	la
misma	 constituiría	 un	 método	 comercial	 coercitivo”.	 (Indecopi,	 R.	 0204-
2014/SPC-Indecopi,	ene.	23/2014.	Pres.	Durand	Carrión)
DOCTRINA.—Las	compañías	de	seguros	pueden	rechazar	 la	afiliación
de	 personas	 con	 síndrome	 de	 Down.	 “En	 el	 presente	 caso,	 la	 causa
objetiva	y	justificada	alegada	por	la	denunciada	ha	sido,	precisamente,	que
las	 personas	 con	 Síndrome	 de	 Down,	 a	 diferencia	 de	 quienes	 no	 poseen
dicha	 condición,	 tienen	 mayor	 probabilidad	 de	 desarrollar	 determinadas
enfermedades.
38.	 Al	 respecto,	 Rímac	 ha	 presentado	 artículos	 médicos	 e	 informes	 que
confirman	 que	 las	 personas	 con	 Síndrome	 de	 Down	 tienen	 mayores
probabilidades	de	desarrollar	determinadas	enfermedades,	por	ejemplo	las
cardiacas,	en	comparación	con	sujetos	que	no	tienen	dicha	condición.	Ello	es
confirmado	 por	 informes	 de	 médicos	 genetistas	 presentados	 por	 la
Defensoría	 del	 Pueblo,	 siendo	 que	 dicha	 circunstancia	 no	 es	 materia
controvertida	 en	 el	 presente	 procedimiento.	 Para	 el	 vocal	 que	 suscribe	 el
presente	voto,	 ello	acredita	que	 la	 salud	de	 las	personas	 con	Síndrome	de
Down	se	encuentra	expuesta	a	un	mayor	riesgo	que	la	de	las	personas	que
no	tienen	dicha	condición.
39.	 En	 virtud	 de	 las	 consideraciones	 señaladas,	 en	 el	 presente	 caso
evidentemente	 existió	 un	 trato	 diferenciado.	 Sin	 embargo,	 dicho	 trato
diferenciado	 obedeció	 a	 causas	 objetivas	 y	 justificadas.	 Lo	 anterior,	 en
términos	similares	al	caso	de	las	personas	de	avanzada	edad	en	el	ejemplo
propuesto	en	párrafos	anteriores.
40.	Adicionalmente,	 es	 importante	 señalar	 que	 en	 la	 actualidad	no	 existe
una	norma	legal	que	obligue	a	las	compañías	de	seguros	a	otorgar	un	seguro
general	aplicable	a	las	personas	que	no	tienen	Síndrome	de	Down	en	favor
de	una	persona	que	sí	tiene	dicha	condición.
(...)
43.	Por	último,	debe	precisarse	que	el	hecho	de	que	se	haya	constatado	que
Rímac	 afilia	 al	 seguro	 de	 asistencia	 médica	 “Red	 Salud”	 a	 personas	 con
Síndrome	de	Down	en	determinados	casos,	esto	es,	cuando	sus	padres	están
asegurados	 y	 soliciten	 su	 inclusión	 a	 la	 póliza	 dentro	 de	 los	 30	 días
siguientes	a	su	nacimiento,	constituye	simplemente	una	discrecionalidad	de
la	compañía	de	seguros	para	casos	puntuales	en	el	marco	de	su	libertad	de
empresa,	y	no	la	obliga	a	adoptar	como	política	general	la	inclusión	dentro
de	 dicho	 seguro	 al	 resto	 de	 personas	 con	 Síndrome	 de	 Down	 que	 no
cumplen	dicha	condición	(...).
44.	Piénsese	en	el	caso	de	las	compañías	de	seguros	que	generalmente	no
contratan	 seguros	 de	 vida	 con	 personas	 de	 avanzada	 edad,	 también	 en
ejercicio	de	su	 libertad	empresarial.	Puede	darse	el	 caso	que	una	de	estas
personas	(de	avanzada	edad)	previamente	haya	estado	afiliada	al	seguro	de
vida	 solicitado,	 por	 lo	 que	 a	 través	 de	 una	 renovación	 se	 le	 asegura
nuevamente.	 Estas	 excepciones	 a	 la	 regla	 se	 justifican	 en	 políticas	 de
fidelización	a	los	clientes	que	ingresaron	al	seguro	en	un	momento	de	bajo
riesgo	 debido	 a	 su	 corta	 edad.	 El	 hecho	 de	 que	 en	 ese	 caso	 puntual	 la
compañía	 de	 seguros	 contrate	 con	 una	 persona	 de	 avanzada	 edad,	 no
significa	que	esté	obligada	a	adoptar	como	política	general	 la	contratación
con	todos	los	sujetos	de	dicho	grupo.	(...).
46.	Un	razonamiento	contrario	a	 lo	señalado	en	 los	párrafos	previos,	que
deduzca	una	obligación	de	asegurar	a	 todas	 las	personas	con	Síndrome	de
Down	por	el	hecho	de	que	discrecionalmente	se	ha	asegurado	a	un	grupo	de
ellas,	 lesionaría	 la	 libertad	 de	 empresa	 y	 la	 libertad	 de	 contratar	 de	 las
compañías	 de	 seguros	 conforme	 a	 lo	 expuesto.”	 (Indecopi,	 R.	 2135-
2012/SC2-Indecopi,	jul.	11/2012.	Voto	del	vocal	Oscar	Darío	Arrús	Olivera)
DOCTRINA.—La	selección	de	riesgos	no	implica	discriminación	alguna.
“31.	 Por	 las	 consideraciones	 expuestas	 las	 compañías	 de	 seguro,	 como
Rímac	no	se	encuentran	obligadas	legalmente	a	otorgar	una	póliza	general
de	 salud	 a	 una	 persona	 con	 discapacidad	 (...).	 Un	 razonamiento	 contrario
desconocería	la	ausencia	de	una	regulación	expresa	y	vulneraría	la	libertad
personal,	libertad	de	empresa	y	libre	iniciativa	privada	constitucionalmente
protegidas.
32.	 Finalmente,	 es	 importante	 destacar	 que	 los	 vocales	 que	 suscriben	 el
presente	voto	son	conscientes	del	derecho	fundamental	de	las	personas	con
discapacidad	 a	 acceder	 a	 servicios	 de	 salud	 de	 calidad,	 dentro	 de	 los
parámetros	previstos	en	la	Constitución	y	leyes	reglamentarias.
33.	No	obstante,	es	importante	señalar	que,	si	una	compañía	de	seguros,	en
el	marco	de	su	libertad	de	contratación	decide	voluntariamente	otorgar	un
seguro	 de	 salud	 a	 personas	 con	 Síndrome	 de	 Down,	 deberá	 justificar	 por
qué	 deniega	 a	 otras	 personas	 con	 el	 Síndrome	 de	 Down	 dicho	 seguro.	 Es
decir,	cual	es	 la	razón	para	brindar	un	trato	diferenciado.	De	no	ser	así,	 la
conducta	debería	recaer	en	un	trato	diferenciado	injustificado.	(...).
42.	 En	 este	 punto,	 cabe	 resaltar	 que	 la	 selección	 de	 riesgos	 no	 implica
discriminación	 alguna,	 sino	 que	 su	 propósito	 es	 determinar	 el	 nivel	 de
riesgo	que	representa	cada	persona	asegurada	para	la	compañía.	Existe	un
grupo	de	individuos	que	no	tienen	mayor	exposición	al	riesgo,	pero	también
otro	 grupo	 que	 está	 expuesto	 a	 una	 mayor,	 y	 en	 consecuencia	 serán
considerados	 limitaciones	 o	 exclusiones	 en	 la	 suscripción	 de	 un	 seguro,
limitaciones	en	la	cobertura	del	misma,	y	eventualmente	primas	mayores.
43.	 Un	 razonamiento	 contrario	 obligaría	 a	 las	 compañías	 de	 seguros	 a
otorgar	pólizas	de	seguros	de	salud	general	a	las	personas	con	Síndrome	de
Down,	 no	 obstante	 que	 estas	 pólizas	 han	 sido	 elaboradas	 con	 los
parámetros	de	personas	que	no	sufren	de	esta	discapacidad,	con	lo	cual	se
vulneraría	 la	 libertad	 de	 empresa	 y	 de	 contratación,	 desnaturalizando	 las
pólizas	y	poniendo	en	riesgo	los	objetivos	de	los	seguros	privados.
44.	En	consecuencia,	la	negativa	a	otorgar	un	seguro	general	a	una	persona
discapacitada	 con	 el	 Síndrome	 de	 Down	 corresponde	 en	 este	 caso	 a	 una
causa	objetiva	y	razonable,	no	habiendo	probado	la	denunciante	que	esta	es
en	 realidad	 un	 pretexto	 o	 una	 simulación	 para	 incurrir	 en	 prácticas
discriminatorias.”	(Indecopi,	R.	2135-2012/SC2-Indecopi,	jul.	11/2012.	Voto
de	los	vocales	Francisco	Pedro	Ernesto	Mujica	Serelle	y	Hernando	Montoya
Alberti)
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ART.	39.—Carga	de	la	prueba.	La	carga	de	la	prueba	sobre	la	existencia	de
un	 trato	 desigual	 corresponde	 al	 consumidor	 afectado	 cuando	 el
procedimiento	se	inicia	por	denuncia	de	este	o	a	 la	administración	cuando
se	 inicia	 por	 iniciativa	 de	 ella.	 Para	 acreditar	 tal	 circunstancia,	 no	 es
necesario	que	el	afectado	pertenezca	a	un	grupo	determinado.	Corresponde
al	 proveedor	 del	 producto	 o	 servicio	 acreditar	 la	 existencia	 de	 una	 causa
objetiva	y	justificada.	Si	el	proveedor	demuestra	la	existencia	de	una	causa
objetiva	y	 razonable,	 le	 corresponde	a	 la	otra	parte	probar	que	esta	es	en
realidad	 un	 pretexto	 o	 una	 simulación	 para	 incurrir	 en	 prácticas
discriminatorias.	 Para	 estos	 efectos,	 es	 válida	 la	 utilización	 de	 indicios	 y
otros	sucedáneos	de	los	medios	probatorios.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Una	conducta	es	discriminatoria	cuando	no	se
aplican	 las	 mismas	 condiciones	 comerciales	 a	 consumidores	 en
situación	 de	 igualdad	 y	 cuando	 la	 conducta	 infractora	 está	 motivada
por	 la	 pertenencia	 del	 consumidor	 a	 un	 grupo	 humano	 determinado.
“Actos	 tipificados	 en	 el	 artículo	 38	 del	 código:	 discriminación	 y	 trato
diferenciado	ilícito.	(...).	Las	normas	antes	expuestas	establecen	un	deber	de
no	discriminación	para	los	proveedores	y	la	prohibición	de	exclusión	de	las
personas	 sin	 que	medien	 causas	 objetivas	 y	 razonables.	 Una	 conducta	 es
discriminatoria	cuando	no	se	aplican	las	mismas	condiciones	comerciales	a
consumidores	 que	 se	 encuentren	 en	 situación	 de	 igualdad	 y	 cuando	 la
conducta	 infractora	está	motivada	por	 la	pertenencia	del	consumidor	a	un
grupo	humano	determinado,	lo	cual	se	sustenta	en	prejuicios	que	afectan	la
dignidad	de	las	personas.
17.	Sin	embargo,	el	código	también	establece	que	el	trato	diferenciado,	sin
llegar	 a	 ser	discriminatorio,	 puede	 constituir	 una	 conducta	 ilícita,	 bajo	 las
modalidades	 de	 selección	 de	 clientela,	 exclusión	 de	 personas	 u	 otras
prácticas	 similares,	 cuando	 no	 median	 causas	 de	 seguridad	 del
establecimiento	 o	 tranquilidad	 de	 sus	 clientes	 u	 otras	 razones	 objetivas	 y
justificadas.
18.	 Por	 su	 parte,	 el	 artículo	 39	 establece	 las	 reglas	 probatorias.	 Así,	 en
cualquiera	 de	 los	 dos	 supuestos	 infractores	 el	 consumidor	 deberá,	 en
primer	 lugar,	 acreditar	 siquiera	 indiciariamente	 la	 existencia	 de	 un	 trato
desigual.	 Sólo	 superada	 esta	 valla,	 en	 un	 segundo	 momento,	 la
Administración	 invertirá	 la	 carga	 de	 la	 prueba	 y	 exigirá	 al	 proveedor	 que
demuestre	 la	 existencia	 de	 una	 causa	 objetiva	 y	 justificada	 para	 tal	 trato
desigual,	lo	cual	permitirá	determinar	si	se	ha	contravenido	la	ley	mediante
un	 trato	 diferenciado	 ilícito	 o,	 si	 se	 cuentan	 con	 mayores	 elementos
probatorios,	 mediante	 prácticas	 discriminatorias”.	 (Indecopi,	 R.	 0113-
2013/SPC-Indecopi,	ene.	16/2013.	S.	S.	Ampuero	Miranda)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Proveedores	 deben	 acreditar	 que	 cualquier
trato	 desigual	 a	 sus	 clientes	 responde	 a	 circunstancias	 objetivas	 y
razonables.	 “(...)	 el	 consumidor	 solo	 tendrá	 que	 acreditar	 con	 suficientes
indicios	que	ha	recibido	un	trato	desigual,	para	que	surja	 la	obligación	del
proveedor	 de	 acreditar	 que	 su	 actuación	 respondió	 a	 las	 circunstancias
objetivas	y	razonables	y	de	ese	modo	se	exonere	de	responsabilidad.
23.	 En	 el	 presente	 caso,	 el	 señor	 (...)	 denunció	 al	 colegio	 por	no	permitir
matricular	a	su	menor	hija,	debido	a	que	no	canceló	la	pensión	del	mes	de
diciembre	 del	 2011,	 lo	 cual	 evidenciaba	 un	 acto	 de	 discriminación	 (...)”.
(Indecopi,	 R.	 1162-2013/SPC-Indecopi,	 may.	 09/2013.	 Pres.	 Durand
Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Bastan	 los	 indicios	 de	 conductas
discriminatorias	 o	 de	 selección	 de	 clientela	 del	 proveedor	 para	 que	 la
administración	 le	 exija	 acreditar	 la	 razonabilidad	 del	 trato	 desigual.
“31.	Las	normas	antes	expuestas	establecen	un	deber	de	no	discriminación
para	los	proveedores	y	la	prohibición	de	exclusión	de	las	personas	sin	que
medien	 causas	 objetivas	 y	 razonables.	 Una	 conducta	 es	 discriminatoria
cuando	no	 se	aplican	 las	mismas	 condiciones	 comerciales	a	 consumidores
que	se	encuentren	en	situación	de	igualdad	y	cuando	la	conducta	infractora
está	 motivada	 por	 la	 pertenencia	 del	 consumidor	 a	 un	 grupo	 humano
determinado,	lo	cual	se	sustenta	en	prejuicios	que	afectan	la	dignidad	de	las
personas.
32.	Sin	embargo,	el	código	también	establece	que	el	trato	diferenciado,	sin
llegar	 a	 ser	discriminatorio,	 puede	 constituir	 una	 conducta	 ilícita,	 bajo	 las
modalidades	 de	 selección	 de	 clientela,	 exclusión	 de	 personas	 u	 otras
prácticas	 similares,	 cuando	 no	 median	 causas	 de	 seguridad	 del
establecimiento	 o	 tranquilidad	 de	 sus	 clientes	 u	 otras	 razones	 objetivas	 y
justificadas.
33.	 Por	 su	 parte,	 el	 artículo	 39	 establece	 las	 reglas	 probatorias.	 Así,	 en
cualquiera	 de	 los	 dos	 supuestos	 infractores	 el	 consumidor	 deberá,	 en
primer	 lugar,	 acreditar	 siquiera	 indiciariamente	 la	 existencia	 de	 un	 trato
desigual.	 Sólo	 superada	 esta	 valla,	 en	 un	 segundo	 momento,	 la
Administración	 invertirá	 la	 carga	 de	 la	 prueba	 y	 exigirá	 al	 proveedor	 que
demuestre	 la	 existencia	 de	 una	 causa	 objetiva	 y	 justificada	 para	 tal	 trato
desigual,	lo	cual	permitirá	determinar	si	se	ha	contravenido	la	ley	mediante
un	 trato	 diferenciado	 ilícito	 o,	 si	 se	 cuentan	 con	 mayores	 elementos
probatorios,	mediante	prácticas	discriminatorias.	(...).
36.	Sobre	el	particular,	cabe	señalar	que	en	párrafos	precedentes	luego	de
un	análisis	en	conjunto	de	los	medios	de	prueba	que	obran	en	el	expediente,
se	ha	 logrado	acreditar	que	Metro	negó	al	denunciante	 la	 aplicación	de	 la
promoción	publicitaria	denominada	‘Agenda	de	Ahorro’	al	impedirle	el	pago
de	sus	productos	 con	su	Tarjeta	Metro	 sustentando	dicha	negativa	bajo	el
argumento	de	ser	un	cliente	recurrente	y/o	comerciante	mayorista;	lo	cual
no	constituye	una	razón	objetiva	que	justifique	una	limitación	al	acceso	de
la	promoción”.	(Indecopi,	R.	1605-2014/SPC-Indecopi,	may.	15/2014.	Pres.
Durand	Carrión)
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ART.	 40.—Obligación	 de	 informar	 sobre	 restricciones	 de	 acceso	 a
establecimientos.	Los	establecimientos	abiertos	al	público	que	establezcan
restricciones	objetivas	y	justificadas	de	acceso	a	sus	instalaciones	tienen	la
obligación	de	informar	dichas	restricciones	a	los	consumidores,	de	manera
directa,	clara	y	oportuna,	en	forma	previa	al	acto	de	consumo,	mediante	la
ubicación	de	carteles	o	avisos,	de	manera	visible	y	accesible	en	el	exterior
del	 establecimiento	 y,	 complementariamente,	 a	 través	de	 otros	medios	de
información.	 Las	 restricciones	 no	 pueden	 ser	 redactadas	 de	 manera
genérica	o	ambigua.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Establecimientos	 abiertos	 al	 público	 deben
informar	 sobre	 restricciones	 de	 acceso	 en	 su	 parte	 exterior.	 “17.
Finalmente,	si	bien	la	financiera	señaló	que	el	espíritu	de	la	norma	al	regular
la	 comunicación	 previa	 de	 las	 restricciones	 o	 limitaciones	 de	 ingreso	 a
ciertos	 establecimientos	 se	 orientaba	 a	 conductas	 que	 no	 podían	 ser
cumplidas	o	subsanadas	por	las	personas	en	momentos	previos	del	ingreso
al	establecimiento;	de	la	lectura	del	artículo	40	del	código	no	se	desprende
tal	 afirmación,	 pues	 esta	 se	 encuentra	 destinada	 a	 imponer	 a	 los
proveedores	 que	 cuentan	 con	 establecimientos	 abiertos	 al	 público	 la
obligación	 de	 exhibir	 carteles	 o	 avisos	 al	 exterior	 de	 los	 mismos	 cuando
establezcan	 restricciones	 objetivas	 y	 justificadas	 de	 acceso	 a	 sus
instalaciones	cualquiera	sea	su	naturaleza,	a	fin	de	informar	adecuadamente
a	los	consumidores	tales	restricciones.
18.	 En	 consecuencia,	 corresponde	 confirmar	 la	 resolución	 apelada	 que
declaró	fundada	la	denuncia	contra	la	financiera	por	infracción	del	artículo
40	del	código,	al	haber	quedado	acreditado	que	 la	denunciada	no	cumplió
con	 su	 obligación	 de	 informar	 sobre	 las	 restricciones	 de	 acceso	 a	 su
establecimiento.
Sobre	 la	medida	correctiva	ordenada,	 la	sanción	impuesta	y	 la	condena	al
pago	 de	 las	 costas	 y	 costos	 del	 procedimiento	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 0179-
2014/SPC-Indecopi,	ene.	22/2014.	Pres.	Durand	Carrión)
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ART.	 41.—Trato	 preferente	 de	 gestantes,	 niñas,	 niños,	 adultos
mayores	y	personas	con	discapacidad
41.1.	 El	 proveedor	 está	 en	 la	 obligación	 de	 garantizar	 la	 atención
preferente	 de	 gestantes,	 niñas,	 niños,	 adultos	 mayores	 y	 personas	 con
discapacidad,	 en	 todos	 los	 sistemas	de	atención	 con	que	 cuente,	debiendo
facilitar	al	consumidor	todos	 los	mecanismos	necesarios	para	denunciar	el
incumplimiento	de	esta	norma	bajo	responsabilidad.
41.2.	Respecto	de	los	beneficiarios	del	trato	preferente,	el	proveedor	debe:
a.	Consignar	en	un	lugar	visible,	de	fácil	acceso	y	con	caracteres	legibles	su
derecho	a	la	atención	preferente.
b.	 Adecuar	 su	 infraestructura	 en	 lo	 que	 corresponda	 e	 implementar
medidas	garantizando	su	acceso	y	seguridad.
c.	Exonerarlos	de	turnos	o	cualquier	otro	mecanismo	de	espera.
d.	 Implementar	 un	mecanismo	de	 presentación	 de	 quejas	 contra	 quienes
incumplan	con	esta	disposición.
41.3.	El	proveedor	que	incumple	con	lo	establecido	en	esta	norma	y	otras
disposiciones	 sobre	 la	 materia	 es	 sancionado	 conforme	 a	 los
procedimientos	establecidos	en	las	leyes,	normas	y	reglamentos	especiales.
Ley	29571.
ART.	42.—Información	sobre	consumidores	en	centrales	privadas	de
riesgo
42.1.	Todo	consumidor	tiene	derecho	a	conocer	los	datos,	el	contenido	y	las
anotaciones	de	su	historial	crediticio	registrado	en	las	centrales	de	riesgo	en
forma	gratuita	mediante	la	visualización	en	pantalla	y	cuando	lo	considere
necesario.
42.2.	Todo	 consumidor	 tiene	derecho,	 a	 su	 solicitud,	 a	obtener	gratuita	y
semestralmente	 de	 cualquier	 central	 de	 riesgo	 o	 cuando	 la	 información
contenida	 en	 sus	 bancos	 de	 datos	 haya	 sido	 objeto	 de	 rectificación,	 un
reporte	escrito	con	la	información	sobre	su	historial	crediticio	que	conste	en
dicha	base	de	datos.
42.3.	El	consumidor	tiene	derecho	a	la	actualización	de	su	registro	en	una
central	 de	 riesgo,	 dentro	 de	 un	 plazo	 no	 mayor	 a	 cinco	 (5)	 días	 hábiles
contados	 desde	 que	 la	 central	 de	 riesgo	 recibe	 la	 información	 pertinente
que	 le	permita	efectuar	 la	actualización.	El	acreedor	 tiene	 la	obligación	de
informar	 oportunamente	 en	 los	 plazos	 previstos	 en	 la	 normativa
correspondiente	 a	 las	 centrales	 de	 riesgo	 a	 las	 que	 reportó	 de	 un	 deudor
moroso,	 en	el	momento	en	que	este	haya	 cancelado	 su	obligación,	para	 el
registro	respectivo.
42.4.	 La	 información	que	haya	originado	una	anotación	errónea	debe	 ser
retirada	inmediatamente,	bajo	responsabilidad	y	costo	de	la	misma	central
de	riesgo.
42.5.	 Las	 centrales	 de	 riesgo	 están	 en	 la	 obligación	 de	 salvaguardar	 la
información	personal	de	 los	consumidores	bajo	responsabilidad	y	a	que	 la
información	 que	 sea	 pública	 responda	 a	 la	 situación	 real	 del	 titular	 de	 la
información	 en	 determinado	 momento,	 conforme	 a	 la	 normativa
correspondiente.
42.6.	 Las	 disposiciones	 del	 presente	 artículo	 se	 aplican	 en	 concordancia
con	la	legislación	especial	sobre	la	materia.
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ART.	 43.—Constancia	 de	 cancelación	 de	 créditos.	 Cuando	 los
consumidores	 cancelan	 íntegramente	 una	 obligación	 en	 cualquier	 entidad
financiera	 o	 de	 crédito,	 tienen	 derecho	 a	 obtener,	 a	 su	 solicitud,	 una
constancia	de	cancelación	en	forma	gratuita	otorgada	por	dicha	entidad.
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ART.	 44.—Redondeo	 de	 precios.	 Se	 encuentra	 prohibido	 que	 los
proveedores	redondeen	los	precios	en	perjuicio	del	consumidor,	salvo	que
este	manifieste	expresamente	su	aceptación	al	momento	de	efectuar	el	pago
del	producto	o	servicio.	Para	los	efectos	de	los	donativos	que	se	realicen,	los
establecimientos	 deben	 contar	 con	 carteles	 que	 informen	 en	 forma
destacada	 el	 destino	 de	 esos	 donativos	 o	 la	 institución	 beneficiaria,	 sin
perjuicio	 del	 cumplimiento	 de	 las	 demás	 obligaciones	 que	 establezca	 el
Indecopi.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Los	proveedores	no	pueden	redondear	precios
de	productos	vendidos	a	granel.	“El	 artículo	 44	 del	 código	 prohíbe	 a	 los
proveedores	 redondear	 los	 precios	 de	 los	 productos	 en	 perjuicio	 del
consumidor	 (...).	 En	 su	 recurso	 de	 revisión,	Metro	 señaló	 que	 la	 comisión
interpretó	 erróneamente	 el	 artículo	 44	 del	 código,	 pues	 consideró	 la
conversión	 matemática	 de	 tres	 a	 dos	 decimales	 sobre	 los	 precios	 de
productos	adquiridos	a	granel,	como	un	supuesto	de	redondeo	de	precios	en
perjuicio	del	consumidor.
(…)	17.	Del	análisis	 literal	del	artículo	44	del	Código,	se	desprende	que	el
referido	 dispositivo	 prohíbe	 cualquier	 tipo	 de	 redondeo	 de	 precio	 que
perjudique	 al	 consumidor,	 salvo	 que	 este	 manifieste	 expresamente	 su
aceptación	 al	 momento	 de	 efectuar	 el	 pago	 del	 producto	 o	 servicio.	 En
virtud	de	lo	señalado,	este	Colegiado	considera	que	la	finalidad	del	artículo
44	del	Código	es	que	los	consumidores	no	tengan	que	pagar	en	exceso	por
un	 producto,	 como	 consecuencia	 del	 cálculo	 del	 precio	 efectuado	 por	 el
proveedor.
18.	Por	ello,	cuando	se	trate	de	un	producto	de	venta	a	granel	–cuyo	precio
se	 obtenga	 de	multiplicar	 el	 peso	 por	 el	 precio	 fijado	 por	 cada	 unidad	 de
medida–	 el	 proveedor	 no	 deberá	 aplicar	 al	 resultado	 de	 la	 operación	 de
determinación	 del	 precio,	 la	 regla	matemática	 de	 redondeo,	 toda	 vez	 que
ello	 acarreará	que	 en	 ciertos	 casos,	 cuando	 el	 tercer	 decimal	 sea	mayor	 a
cinco,	 se	 cobre	 al	 consumidor	 un	 precio	 superior	 al	 que	 le	 corresponde
pagar.
19.	Es	preciso	indicar	que	el	supuesto	infractor	del	artículo	44	del	Código
se	configura,	en	el	caso	particular	de	los	productos	expendidos	a	granel,	con
la	determinación	del	precio	de	cada	producto	a	través	de	la	aplicación	de	un
redondeo	en	perjuicio	del	consumidor;	independientemente	de	si	la	compra
se	materializa	en	forma	conjunta	con	otros	productos.
20.	Entender	que	el	 redondeo	en	perjuicio	al	consumidor	–en	 la	venta	de
productos	 a	 granel–	 debería	 verificarse	 únicamente	 respecto	 de	 la
sumatoria	 final	 de	 los	 precios	 de	 dicho	 producto	 junto	 a	 los	 demás
adquiridos	por	el	consumidor,	es	decir,	en	el	precio	total	consignado	en	el
comprobante	de	pago,	significaría	establecer	una	diferencia	no	prevista	por
la	norma.	En	tal	sentido,	la	evidencia	de	la	infracción	incurrida	conforme	los
hechos	 denunciados	 se	 refleja	 al	 colocar	 en	 el	 comprobante	 de	 pago	 del
producto	un	precio	mayor	al	que	corresponde	de	acuerdo	a	 la	prohibición
de	 redondeo	 en	 perjuicio	 del	 consumidor.”	 (Indecopi,	 R.	 951-2012/SC2-
Indecopi,	mar.	29/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Los	proveedores	no	pueden	retener	para	sí	o
para	 terceros	 una	 fracción	 del	 vuelto	 debido	 en	 el	 pago	 por	 bienes	 y
servicios.	“La	normativa	en	materia	de	protección	al	consumidor	establece
la	prohibición	de	que	los	proveedores	redondeen	el	precio	de	sus	productos,
al	 momento	 de	 realizar	 el	 cobro	 a	 los	 consumidores.	 Dicho	 redondeo	 se
ejecuta	 en	 algunos	 casos,	 mediante	 la	 omisión	 de	 entregar	 el	 vuelto	 con
monedas	 de	 baja	 denominación.	 Así	mismo,	 prohíbe	 que	 dicho	 vuelto	 sea
depositado	como	donativo	sin	la	autorización	expresa	del	consumidor.
27.	Tratándose	del	pago	por	la	adquisición	de	bienes	o	servicios,	la	entrega
del	vuelto	constituye	una	de	las	obligaciones	básicas	del	vendedor	pues	en
ello	subyace	el	deber	de	efectuar	el	pago	del	precio	efectivamente	ofertado,
sin	que	exista,	respecto	a	tal	obligación,	habilitación	legal	alguna	que	faculte
a	los	proveedores	a	retener,	para	sí	o	terceros,	parte	del	vuelto	debido.	(...).”
(Indecopi,	R.	0941-2012/SC2-Indecopi,	mar.	29/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Carencia	 de	monedas	 de	 baja	 denominación
no	 justifica	 la	 entrega	 de	 vuelto	 incompleto;	 en	 estos	 casos,	 el	 precio
debe	 redondearse	 a	 favor	 del	 consumidor.	 “El	 artículo	 44	 del	 código
establece	la	prohibición	de	que	los	proveedores	redondeen	el	precio	de	los
productos	que	comercializan,	en	perjuicio	de	los	consumidores,	al	momento
de	realizar	el	cobro	a	estos	por	el	producto	adquirido,	salvo	que	lo	acepten	o
manifiesten	su	conformidad	de	forma	expresa.	Dicho	redondeo	se	ejecuta	en
algunos	 casos,	mediante	 la	 omisión	de	 entregar	 el	 vuelto	 con	monedas	de
baja	denominación.
15.	Tratándose	del	pago	por	la	adquisición	de	bienes	o	servicios,	la	entrega
del	vuelto	constituye	una	de	las	obligaciones	básicas	del	vendedor,	pues	en
ello	subyace	el	deber	de	efectuar	el	pago	del	precio	efectivamente	ofertado,
sin	que	exista,	respecto	a	tal	obligación,	habilitación	legal	alguna	que	faculte
a	los	proveedores	a	retener,	para	sí	o	terceros,	parte	del	vuelto	debido.
16.	 En	 el	 caso	 específico	 de	 relaciones	 de	 consumo	 masivas,	 dicha
obligación	adquiere	mayor	trascendencia,	porque	en	la	mayoría	de	los	casos
las	 ofertas	 de	 precios	 se	 fijan	 con	 terminaciones	 en	 decimales,	 generando
sicológicamente	en	el	consumidor	la	percepción	de	un	precio	sensiblemente
menor	al	real.
17.	 La	 defensa	 del	 interés	 de	 los	 consumidores	 y	 usuarios	 como	 una
política	 constitucionalmente	 establecida,	 sustenta	 las	 prerrogativas	 de	 la
comisión	 para	 investigar	 y	 eventualmente,	 sancionar	 al	 responsable	 de
infringir	 los	 derechos	 de	 los	 consumidores,	 ya	 sea	 a	 nivel	 individual	 o	 a
través	de	la	defensa	de	intereses	colectivos	o	difusos.	(...).
19.	 A	 lo	 largo	 del	 procedimiento,	 la	 empresa	 denunciada	 no	 negó	 los
hechos	 denunciados.	 Sin	 embargo,	 manifestó	 que	 a	 pesar	 de	 haber
intentado	 abastecerse	 de	 la	 mayor	 cantidad	 de	 monedas	 de	 baja
denominación	 (S/.	 0,01	 y	 S/.	 0,05)	 en	 sus	 locales	 para	 poder	 entregar	 el
vuelto	 completo	 a	 los	 consumidores,	 se	 encontraba	 imposibilitada	 de
efectuarlo	 en	 la	 medida	 que	 las	 instituciones	 financieras	 de	 las	 regiones
Moquegua	y	Tacna	no	contaban	con	dichas	monedas;	por	 lo	que,	no	podía
cumplir	 con	 tal	 obligación.	 De	 otro	 lado,	 negó	 que	 haya	 trasgredido	 los
intereses	 económicos	 de	 los	 consumidores	 en	 la	 medida	 que	 nunca
incrementó	 el	 precio	 de	 los	 productos	 considerando	 la	 exigüidad	 de	 las
monedas	de	baja	denominación.
20.	 Al	 respecto,	 debe	 señalarse	 que	 tal	 situación	 no	 elimina	 de
responsabilidad	 (...),	 en	 tanto	 que	 era	 su	 obligación,	 sin	 excepción	 alguna,
cobrar	a	 los	clientes	que	acuden	a	sus	 locales	comerciales	el	precio	exacto
de	 los	 productos	 ofertados.	 En	 efecto,	 si	 la	 empresa	 ofrece	 sus	 productos
por	 una	 cantidad	 de	 dinero	 en	 el	 mercado	 –en	 atención	 a	 la	 libertad	 de
precios	al	que	tiene	derecho	todo	proveedor	de	ejercer–,	resulta	razonable
que	cobre	tal	suma,	ya	que	por	ella	los	consumidores	se	inclinaron	adquirir
dichos	productos	 frente	a	otras	ofertadas	brindadas	por	sus	competidores
dedicados	 al	 mismo	 rubro	 de	 expendio	 de	 productos	 farmacéuticos	 y	 de
tocador.	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 0932-2012/SC2-Indecopi,	mar.	 29/2012.	 Pres.
Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Supuesto	 en	 el	 que	 una	 entidad	 bancaria
retiene	 el	 vuelto	 califica	 como	 infracción	 del	 deber	 de	 idoneidad	 y	 no
como	uno	de	redondeo	de	precios.	“A	diferencia	de	casos	anteriores	en	el
que	la	sala	analiza	la	retención	de	vueltos	como	una	infracción	del	artículo
44	del	código,	este	colegiado	concuerda	con	la	comisión	en	el	extremo	que
imputó	la	conducta	omisiva	de	la	caja	como	una	infracción	de	los	artículos
1°	 numeral	 1.1,	 literal	 c)	 y	 19	 de	 dicha	 norma	 referidos	 al	 deber	 de
idoneidad,	 pues	 en	 estricto,	 este	 caso	 no	 corresponde	 a	 una	 retención	 de
vuelto	por	un	redondeo	de	precios.
7.	Se	entiende	por	precio	al	monto	de	dinero	que	debe	ser	pagado	a	cambio
del	 bien	 o	 servicio.	 Otra	 definición	 hace	 referencia	 al	 monto	 de	 dinero
asignado	 a	 un	 producto	 o	 servicio,	 o	 la	 suma	 de	 los	 valores	 que	 los
compradores	intercambian	por	los	beneficios	de	obtener	o	usar	un	producto
o	servicio.	(...).
9.	 Sin	 embargo,	 en	 el	 caso	 de	 depósitos	 en	 cuentas	 no	 nos	 encontramos
ante	un	escenario	en	el	que	un	consumidor	adquiere	o	contrata	un	producto
o	servicio	mediante	el	pago	de	un	precio	fijado	por	el	proveedor,	sino	ante	la
realización	 de	 un	 depósito	 bancario	 en	 el	 que	 es	 el	 consumidor	 –y	 no	 el
proveedor–	quien	elige	de	manera	libre	y	voluntaria	el	monto	del	depósito	a
efectuar,	 no	 siendo	 posible	 equiparar	 como	 precio	 de	 los	 servicios
brindados	por	el	banco	al	monto	de	dinero	definido	y	depositado	libremente
por	un	consumidor	en	cuentas	propias	o	de	terceros.
10.	 Por	 consiguiente,	 este	 colegiado	 es	 de	 la	 opinión	 que	 dicha	 conducta
constituye	una	infracción	al	deber	de	idoneidad,	en	tanto	la	caja	no	cumplió
con	 brindar	 un	 servicio	 adecuado	 a	 los	 consumidores,	 al	 haber	 retenido
indebidamente	 el	 vuelto”.	 (Indecopi,	 R.	 101-2012/SC2-Indecopi,	 ene.
12/2012.	Pres.	Mujica	Serelle)
TÍTULO	II
CONTRATOS
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	29571.
ART.	 45.—Contrato	 de	 consumo.	 El	 contrato	 de	 consumo	 tiene	 como
objeto	 una	 relación	 jurídica	 patrimonial	 en	 la	 cual	 intervienen	 un
consumidor	y	un	proveedor	para	la	adquisición	de	productos	o	servicios	a
cambio	de	una	contraprestación	económica.
Las	disposiciones	del	presente	capítulo	son	aplicables	a	todos	los	contratos
de	 consumo,	 sean	 celebrados	 por	 cualquier	 modalidad	 o	 forma,	 según	 la
naturaleza	y	alcances	correspondientes.
En	todo	lo	no	previsto	por	el	presente	código	o	en	las	leyes	especiales,	son
de	 aplicación	 las	 normas	 del	 Código	 Civil	 en	 cuanto	 resulten	 compatibles
con	la	naturaleza	de	estos	contratos.
Ley	29571.
ART.	 46.—Integración	 y	 vinculación	 de	 la	 oferta,	 promoción	 y
publicidad.	La	oferta,	promoción	y	publicidad	de	los	productos	o	servicios
se	 ajusta	 a	 su	 naturaleza,	 características,	 condiciones,	 utilidad	 o	 finalidad,
sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	las	disposiciones	sobre	publicidad.
El	 contenido	 de	 la	 oferta,	 promoción	 o	 publicidad,	 las	 características	 y
funciones	 propias	 del	 producto	 o	 servicio	 y	 las	 condiciones	 y	 garantías
ofrecidas	 obligan	 a	 los	 proveedores	 y	 son	 exigibles	 por	 los	 consumidores,
aun	 cuando	 no	 figuren	 en	 el	 contrato	 celebrado	 o	 en	 el	 documento	 o
comprobante	recibido.
Ley	29571.
ART.	 47.—Protección	 mínima	 del	 contrato	 de	 consumo.	 En	 los
contratos	de	consumo	se	observa	lo	siguiente:
a.	En	 los	contratos	cuyas	condiciones	consten	por	escrito	o	en	algún	otro
tipo	de	soporte,	debe	constar	en	forma	inequívoca	la	voluntad	de	contratar
del	 consumidor.	 Es	 responsabilidad	 de	 los	 proveedores	 establecer	 en	 los
contratos	las	restricciones	o	condiciones	especiales	del	producto	o	servicio
puesto	a	disposición	del	consumidor.
b.	 No	 pueden	 incluirse	 cláusulas	 o	 ejercerse	 prácticas	 que	 impongan
obstáculos	onerosos	o	desproporcionados	para	el	ejercicio	de	los	derechos
reconocidos	al	consumidor	en	los	contratos.
c.	Los	consumidores	tienen	derecho	a	emplear	los	mismos	mecanismos	de
forma,	 lugar	y	medios	utilizados	para	 la	 celebración	de	 los	 contratos	para
desvincularse	de	estos,	como	por	ejemplo	la	vía	telefónica,	cualquier	medio
electrónico	 u	 otro	 análogo.	 Esta	 facultad	 comprende	 la	 contratación	 de
prestaciones	adicionales	o	complementarias.
d.	 En	 el	 caso	 de	 formularios	 contractuales,	 los	 caracteres	 de	 estos	 deben
ser	 adecuadamente	 legibles	 para	 los	 consumidores,	 no	 debiendo	 ser
inferiores	 a	 tres	 (3)	milímetros.	 La	 redacción	 y	 términos	utilizados	deben
facilitar	su	comprensión	por	los	consumidores.
e.	Los	proveedores	deben	entregar	a	los	usuarios	copia	de	los	contratos	y
demás	documentación	relacionada	con	dichos	actos	jurídicos	cuando	estos
hayan	sido	celebrados	por	escrito,	incluidas	las	condiciones	generales	de	la
contratación.	 Los	 proveedores	 son	 responsables	 de	 dejar	 constancia	 de	 la
entrega	 de	 los	 documentos	 al	 consumidor.	 En	 el	 caso	 de	 contratación
electrónica,	el	proveedor	es	responsable	de	acreditar	que	la	información	fue
puesta	oportunamente	a	disposición	del	consumidor.
No	son	exigibles	 las	cláusulas,	condiciones,	estipulaciones	y	prácticas	que
infrinjan	el	presente	artículo.
Ley	29571.
ART.	 48.—Requisitos	 de	 las	 cláusulas	 contenidas	 en	 un	 contrato	 de
consumo	 por	 adhesión.	 En	 los	 contratos	 de	 consumo	 celebrados	 por
adhesión	o	con	cláusulas	generales	de	contratación,	debe	cumplirse	con	los
siguientes	requisitos:
a.	 Concreción,	 claridad	 y	 sencillez	 en	 la	 redacción,	 con	 posibilidad	 de
comprensión	directa,	sin	reenvíos	a	textos	o	documentos	que	no	se	faciliten
previa	o	simultáneamente	a	la	conclusión	del	contrato,	y	a	los	que,	en	todo
caso,	debe	hacerse	referencia	expresa	en	el	documento	contractual.
b.	 Accesibilidad	 y	 legibilidad,	 de	 forma	 que	 permita	 al	 consumidor	 y
usuario	 el	 conocimiento	 previo	 del	 contenido	 del	 contrato	 antes	 de	 su
suscripción.
c.	 Buena	 fe	 y	 equilibrio	 necesario	 en	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 de	 las
partes,	lo	que	en	todo	caso	excluye	la	utilización	de	cláusulas	abusivas.
Lo	dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo	 resulta	 de	 aplicación	 a	 los	 contratos
celebrados	en	base	a	 cláusulas	generales	de	contratación,	 se	encuentren	o
no	sometidas	a	aprobación	administrativa.
CAPÍTULO	II
CLÁUSULAS	ABUSIVAS
Ley	29571.
ART.	49.—Definición	de	cláusulas	abusivas.
49.1.	 En	 los	 contratos	 por	 adhesión	 y	 en	 las	 cláusulas	 generales	 de
contratación	 no	 aprobadas	 administrativamente,	 se	 consideran	 cláusulas
abusivas	 y,	 por	 tanto,	 inexigibles	 todas	 aquellas	 estipulaciones	 no
negociadas	individualmente	que,	en	contra	de	las	exigencias	de	la	buena	fe,
coloquen	al	 consumidor,	 en	 su	perjuicio,	 en	una	 situación	de	desventaja	o
desigualdad	o	anulen	sus	derechos.
49.2.	 Para	 la	 evaluación	 de	 las	 cláusulas	 abusivas,	 se	 tiene	 en	 cuenta	 la
naturaleza	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 objeto	 del	 contrato,	 todas	 las
circunstancias	que	concurren	en	el	momento	de	su	celebración,	 incluida	la
información	que	se	haya	brindado,	así	como	todas	 las	demás	cláusulas	del
contrato	o	de	otro	del	que	este	dependa.
49.3.	El	hecho	de	que	ciertos	elementos	de	una	cláusula	o	que	una	cláusula
aislada	 se	haya	negociado	 individualmente	no	 excluye	 la	 aplicación	de	 las
normas	 sobre	 cláusulas	 abusivas	 al	 resto	 del	 contrato.	 El	 proveedor	 que
afirme	 que	 una	 determinada	 cláusula	 ha	 sido	 negociada	 individualmente
asume	la	carga	de	la	prueba.
Ley	29571.
ART.	 50.—Cláusulas	 abusivas	 de	 ineficacia	 absoluta.	 Son	 cláusulas
abusivas	de	ineficacia	absoluta	las	siguientes:
a.	 Las	 que	 excluyan	 o	 limiten	 la	 responsabilidad	 del	 proveedor	 o	 sus
dependientes	 por	 dolo	 o	 culpa,	 o	 las	 que	 trasladen	 la	 responsabilidad	 al
consumidor	por	los	hechos	u	omisiones	del	proveedor.
b.	Las	que	faculten	al	proveedor	a	suspender	o	resolver	unilateralmente	un
contrato,	 salvo	 disposición	 legal	 distinta	 o	 la	 aplicación	 de	 normas
prudenciales	 debidamente	 sustentadas	 emitidas	 por	 la	 autoridad
correspondiente.
c.	 Las	que	 faculten	al	proveedor	a	 resolver	un	 contrato	 sin	 comunicación
previa	o	a	poner	fin	a	un	contrato	de	duración	indeterminada	sin	un	plazo
de	 antelación	 razonable,	 salvo	disposición	 legal	 distinta	 o	 la	 aplicación	de
normas	 prudenciales	 debidamente	 sustentadas	 emitidas	 por	 la	 autoridad
correspondiente.
d.	 Las	 que	 establezcan	 a	 favor	 del	 proveedor	 la	 facultad	 unilateral	 de
prorrogar	o	renovar	el	contrato.
e.	 Las	 que	 excluyan	 o	 limiten	 los	 derechos	 legales	 reconocidos	 a	 los
consumidores,	como	el	derecho	a	efectuar	pagos	anticipados	o	prepagos,	o	a
oponer	la	excepción	de	incumplimiento	o	a	ejercer	el	derecho	de	retención,
consignación,	entre	otros.
f.	Las	que	establezcan	respecto	del	consumidor	limitaciones	a	la	facultad	de
oponer	excepciones	procesales,	 limitaciones	 a	 la	presentación	de	pruebas,
inversión	 a	 la	 carga	 de	 la	 prueba,	 entre	 otros	 derechos	 concernientes	 al
debido	proceso.
g.	Las	que	establezcan	la	renuncia	del	consumidor	a	formular	denuncia	por
infracción	a	las	normas	del	presente	código.
h.	 Las	 que	 sean	 contrarias	 o	 violatorias	 a	 normas	 de	 orden	 público	 o	 de
carácter	imperativo.
Ley	29571.
ART.	 51.—Cláusulas	 abusivas	 de	 ineficacia	 relativa.	 De	 manera
enunciativa,	aunque	no	limitativa,	son	cláusulas	abusivas	atendiendo	al	caso
concreto,	las	siguientes:
a.	 Las	 que	 impongan	 obstáculos	 onerosos	 o	 desproporcionados	 para	 el
ejercicio	de	los	derechos	reconocidos	al	consumidor	en	los	contratos.
b.	 Las	 que	 permitan	 al	 proveedor	 modificar	 unilateralmente	 las
condiciones	y	términos	de	un	contrato	de	duración	continuada,	en	perjuicio
del	 consumidor,	 salvo	 que	 obedezca	 a	 motivos	 expresados	 en	 él	 y	 el
consumidor	 goce	 del	 derecho	 a	 desvincularse	 del	mismo	 sin	 penalización
alguna.	 Lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 literal	 no	 afecta	 las	 cláusulas	 de
adaptación	de	los	precios	a	un	índice	de	ajuste	legal	ni	la	fijación	de	tarifas
de	los	servicios	públicos	sujetos	a	regulación	económica.
c.	Las	que	establezcan	la	prórroga	automática	del	contrato	fijando	un	plazo
excesivamente	breve	para	que	el	consumidor	manifieste	su	voluntad	de	no
prorrogarlo.
d.	 Las	 que	 establezcan	 cargas	 económicas	 o	 procedimientos	 engorrosos
para	 efectuar	 quejas	 ante	 el	 proveedor,	 así	 como	 las	 que	 establezcan
procedimientos	engorrosos	para	proceder	a	 la	reparación	del	producto	no
idóneo,	o	supongan	cualquier	acto	previo	o	acción	por	parte	del	consumidor
que	imposibilite	la	debida	protección	de	sus	derechos.
e.	Las	que	permitan	al	proveedor	delegar	la	ejecución	de	su	prestación	a	un
tercero	cuando	aquel	fue	elegido	por	sus	cualidades	personales.
f.	Las	que	establezcan	que	el	proveedor	puede	cambiar	unilateralmente	en
perjuicio	 del	 consumidor	 el	 tipo	 de	 moneda	 con	 la	 que	 fue	 celebrado	 el
contrato.
Ley	29571.
ART.	52.—Inaplicación	de	las	cláusulas	abusivas
52.1.	Las	cláusulas	abusivas	 ineficaces	a	que	se	refiere	el	presente	código
son	inaplicadas	por	la	autoridad	administrativa.
52.2.	El	 ejercicio	de	esta	 facultad	por	 la	autoridad	administrativa	 se	hace
efectivo	 sin	perjuicio	de	 las	decisiones	que	 sobre	 el	 particular	pueden	 ser
adoptadas	en	el	ámbito	jurisdiccional	o	arbitral,	según	fuese	el	caso.
CAPÍTULO	III
APROBACIÓN	ADMINISTRATIVA
Ley	29571.
ART.	53.—Cláusulas	generales	de	contratación.	Las	cláusulas	generales
de	 contratación	 se	 rigen	 por	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 el	 presente
código	y	por	lo	dispuesto	en	el	Código	Civil.
Ley	29571.
ART.	54.—Aprobación	de	cláusulas	generales	de	contratación.
54.1.	En	el	caso	de	los	contratos	de	consumo	celebrados	por	las	empresas
prestadoras	de	 servicios	públicos,	 sujetos	 o	no	 a	 regulación	 económica,	 la
aprobación	administrativa	de	las	cláusulas	generales	de	contratación	está	a
cargo	del	organismo	regulador	competente,	conforme	a	la	ley	de	la	materia
y	a	las	disposiciones	que	emita	para	dicho	efecto.
54.2.	 En	 el	 caso	 de	 los	 contratos	 de	 consumo	 celebrados	 por	 empresas
sometidas	 a	 la	 supervisión	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y
Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones,	 la	 aprobación
administrativa	 de	 las	 cláusulas	 generales	 de	 contratación	 corresponde	 a
dicha	entidad,	conforme	a	la	ley	de	la	materia.
54.3.	 La	 aprobación	 general	 de	 la	 cláusula	 general	 de	 contratación	 solo
puede	 ser	 cuestionada	 en	 la	 vía	 judicial.	 El	 consumidor	 o	 usuario
directamente	 afectado	 respecto	 de	 la	 aplicación	 concreta	 de	 la	 referida
cláusula	 puede	 recurrir	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 o	 judicial
competente	para	que	emita	pronunciamiento	en	el	caso	en	concreto.
54.4.	 Si	 con	 motivo	 de	 una	 investigación	 efectuada	 en	 el	 ámbito	 de	 su
competencia,	sea	en	el	marco	del	desarrollo	de	investigaciones	preliminares
o	de	los	procedimientos	a	su	cargo,	el	Indecopi	detecta	un	mercado	en	el	que
resulta	 pertinente	 la	 aprobación	 administrativa	 de	 las	 cláusulas	 generales
de	contratación,	 informa	de	esa	circunstancia	a	 la	Presidencia	del	Consejo
de	Ministros,	a	 la	que	 le	corresponde	decidir	 la	necesidad	de	designar	una
autoridad	encargada	de	ello.
54.5.	 En	 la	 aprobación	 de	 las	 cláusulas	 generales	 de	 contratación,	 la
autoridad	administrativa	identifica	las	cláusulas	abusivas	y	emite	normas	de
carácter	general	que	prohíben	su	inclusión	en	contratos	futuros.
JURISPRUDENCIA.—TC	 declara	 inconstitucionales	 precisiones
interpretativas	 introducidas	 por	 el	 D.	 U.	 061-2010	 al	 Código	 del
Consumidor.	 “(…)	 A	 juicio	 de	 este	 colegiado,	 al	 no	 presentarse	 los
presupuestos	 habilitantes	 para	 la	 expedición	 del	 Decreto	 de	 Urgencia	 N°
061-2010,	 la	 interpretación	 que	 éste	 hace	 del	 Código	 de	 Protección	 y
Defensa	 del	 Consumidor	 resulta,	 consecuentemente,	 inconstitucional,	 ya
que,	 en	 tal	 escenario,	 dicho	 decreto	 usurpa	 una	 competencia	 propia	 del
Congreso	 de	 la	 República,	 organismo	 al	 que	 compete	 dar	 una	 ley	 que
interprete	 otra	 ley	 (como	 el	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor),	conforme	al	artículo	102,	inciso	1,	de	la	Constitución.
16.	Por	tanto,	el	Decreto	de	Urgencia	N°	061-2010	no	es	una	norma	que	al
modificar	 los	 artículos	 54.1	 y	 66.7	 del	 referido	 código,	 haya	 sustituido	 el
texto	 de	 aquellos	 por	 unos	 nuevos	 –los	 contenidos	 en	 el	 D.	 U.
inconstitucional–,	 sino	 constituyen	 sólo	 una	 interpretación
(inconstitucional)	 de	 éstos.	 Consecuentemente,	 al	 declararse
inconstitucional	las	disposiciones	interpretativas	del	decreto	de	urgencia	y
expulsarse	 a	 éstas	 del	 ordenamiento	 jurídico	 al	 día	 siguiente	 de	 la
publicación	 de	 esta	 sentencia,	 subsistirán	 el	 texto	 del	 numeral	 54.1	 del
artículo	 54	 y	 el	 texto	 del	 numeral	 66.7	 del	 artículo	 66	 del	 Código	 de
Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor,	 sin	 las	 precisiones	 interpretativas
declaradas	 inconstitucionales,	 no	 siendo	 de	 aplicación	 por	 ello,	 el	 último
párrafo	 del	 artículo	 83	 del	 Código	 Procesal	 Constitucional,	 pues	 el
mencionado	 decreto	 no	 ha	 modificado,	 ni	 mucho	 menos	 derogado,
disposición	alguna	del	referido	código.”	(T.	C,	Exp.	00028-2010-PI/TC,	abr.
04/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
NOTA:	El	Tribunal	Constitucional	declaró,	según	sentencia	recaída	en	el	Expediente	N°	00028-2010-
PI/TC,	 inconstitucional	 el	 D.	 U.	 061-2010	 (publicado	 el	 05	 de	 setiembre	 del	 2010)	 que	 disponía:
“Artículo	1°.-	Determina	alcance	del	numeral	54.1	del	artículo	54	de	la	Ley	N°	29571,	Código	de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor.	El	numeral	54.1	del	artículo	54	de	la	Ley	N°	29571,	Código
de	 Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor,	 está	 referido	 únicamente	 a	 los	 contratos	 de	 consumo
celebrados	por	las	empresas	prestadoras	de	servicios	públicos	sujetos	a	regulación	económica.
Ley	29571.
ART.	 55.—Difusión	 de	 las	 cláusulas	 generales	 de	 contratación
aprobadas	 por	 la	 autoridad	 administrativa.	 La	 autoridad	 sectorial
difunde	 en	 un	 lugar	 destacado	 de	 su	 portal	 institucional	 y,	 en	 su	 caso,	 a
través	de	otros	medios	de	difusión,	las	cláusulas	generales	de	contratación
aprobadas	 administrativamente	 y	 las	 cláusulas	 abusivas	 identificadas.	 El
Indecopi	 mantiene	 enlaces	 en	 su	 portal	 institucional	 con	 las	 direcciones
electrónicas	de	las	autoridades	sectoriales	competentes	en	donde	publiquen
esa	información.
TÍTULO	III
MÉTODOS	COMERCIALES	ABUSIVOS
CAPÍTULO	I
MÉTODOS	COMERCIALES	COERCITIVOS
Ley	29571.
ART.	56.—Métodos	comerciales	coercitivos
56.1.	De	manera	enunciativa	y	no	limitativa,	el	derecho	de	todo	consumidor
a	 la	protección	contra	 los	métodos	comerciales	coercitivos	 implica	que	 los
proveedores	no	pueden:
a.	 En	 los	 contratos	 de	 duración	 continuada	 o	 de	 tracto	 sucesivo,
condicionar	 la	 venta	 de	 un	 producto	 o	 la	 prestación	 de	 un	 servicio	 a	 la
adquisición	 de	 otro,	 salvo	 que,	 por	 su	 naturaleza	 o	 con	 arreglo	 al	 uso
comercial,	 sean	 complementarios.	 La	 oferta	 de	 productos	 o	 servicios	 no
complementarios	debe	garantizar	que	puedan	ofrecerse	por	separado.
b.	 Obligar	 al	 consumidor	 a	 asumir	 prestaciones	 que	 no	 ha	 pactado	 o	 a
efectuar	 pagos	 por	 productos	 o	 servicios	 que	 no	 han	 sido	 requeridos
previamente.	En	ningún	caso	puede	interpretarse	el	silencio	del	consumidor
como	 aceptación	 de	 dichas	 prestaciones	 o	 pagos,	 salvo	 que	 lo	 haya
autorizado	previamente	de	manera	expresa.
c.	Modificar,	sin	el	consentimiento	expreso	del	consumidor,	las	condiciones
y	términos	en	los	que	adquirió	un	producto	o	contrató	un	servicio,	inclusive
si	el	proveedor	considera	que	la	modificación	podría	ser	beneficiosa	para	el
consumidor.	 No	 se	 puede	 presumir	 el	 silencio	 del	 consumidor	 como
aceptación,	 salvo	 que	 él	 así	 lo	 haya	 autorizado	 expresamente	 y	 con
anterioridad.
d.	 Completar	 formularios,	 formatos,	 títulos	 valores	 y	 otros	 documentos
emitidos	 incompletos	 por	 el	 consumidor,	 de	manera	 distinta	 a	 la	 que	 fue
expresamente	acordada	al	momento	de	su	suscripción.
e.	 Establecer	 limitaciones	 injustificadas	 o	 no	 razonables	 al	 derecho	 del
consumidor	a	poner	fin	a	un	contrato	cuando	legal	o	contractualmente	se	le
haya	 reconocido	 ese	 derecho,	 o	 a	 emplear	 los	 mismos	 mecanismos	 de
forma,	 lugar	 y	 medios	 utilizados	 en	 la	 celebración	 de	 los	 contratos	 para
desvincularse	de	estos.
f.	 Tomar	 ventaja	 indebida	 en	 las	 relaciones	 contractuales	 de	 duración
continuada	o	de	tracto	sucesivo,	en	aquellas	situaciones	en	las	que	el	cambio
de	un	proveedor	resulta	significativamente	costoso	para	el	consumidor.
g.	Exigir	al	consumidor	la	presentación	de	documentación	innecesaria	para
la	prestación	del	servicio	que	contrate	o	la	entrega	del	producto	adquirido,
pudiendo,	en	todo	caso,	exigirse	solo	la	documentación	necesaria,	razonable
y	pertinente	de	acuerdo	con	la	etapa	en	la	que	se	encuentre	la	prestación	del
producto	o	ejecución	del	servicio.
56.2.	 Se	 sujetan	 a	 estas	 limitaciones	 todas	 las	 ofertas	 de	 productos	 o
servicios,	 sean	 estas	 efectuadas	 dentro	 o	 fuera	 de	 establecimientos
comerciales	o	mediante	métodos	de	contratación	a	distancia,	cualquiera	sea
el	medio	de	comunicación	empleado	para	ello.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	aseguradoras	no	pueden	considerar	como
preexistente	una	enfermedad	que	 en	un	plan	de	 salud	anterior	no	 era
considerada	como	tal.	“Contrariamente	a	lo	señalado	por	(...)	Seguros,	en	el
presente	 caso	 no	 se	 discute	 si	 corresponde	 replicar	 o	 no	 las	 mismas
condiciones	y	coberturas	de	un	plan	de	salud	anteriormente	contratado	aun
cuando	 un	 asegurado	 decida	 afiliarse	 a	 otra	 compañía	 de	 seguro,	 pues	 la
contratación	 de	 un	 nuevo	 plan	 supone	 siempre	 la	 existencia	 de	 nuevos
términos.	 El	 problema,	 más	 bien,	 es	 establecer	 únicamente	 si	 era	 lícito
considerar	 como	 preexistente	 una	 enfermedad	 que	 en	 el	 plan	 de	 salud
anterior	no	era	considerado	como	tal.	(...)	Este	colegiado	considera	que	por
las	 características	y	particularidades	del	 caso	concreto	ya	mencionadas,	 la
aplicación	 del	 principio	 de	 primacía	 de	 la	 realidad,	 permite	 sustentar	 la
existencia	de	una	expectativa	legítima	en	el	denunciante,	pues	aunque	éste
haya	decidido	contratar	el	seguro	(...)	al	margen	del	ofrecimiento	expreso	de
afiliarse	en	el	programa	‘independientes’	en	la	modalidad	Clásico	B	o	Selecto
C,	 la	 expectativa	 del	 denunciante	 –al	 presentarse	 el	 proveedor	 como	 un
grupo	empresarial	y	no	una	empresa	individualmente	considerada–	sería	la
continuidad	de	las	coberturas	de	las	enfermedades	atendidas	al	amparo	del
contrato	 inmediatamente	 anterior,	 más	 aun	 si	 existe	 una	 garantía	 legal
prevista	 en	 la	 Ley	 28770	 que	 prohíbe	 considerar	 como	 preexistente	 una
enfermedad	que	no	era	tal	bajo	la	vigencia	de	una	contrato	inmediatamente
anterior.	 (...)	 corresponde	 confirmar,	 modificando	 sus	 fundamentos,	 la
resolución	 venida	 en	 grado	 que	 declaró	 fundada	 la	 denuncia	 contra	 (...)
Seguros	por	infracción	de	los	artículos	1°	literal	c),	19,	18,	19	y	56	literales
c)	 y	 f)	 del	 código,	 toda	 vez	 que	 al	momento	 de	 contratar	 el	 seguro	 (...)	 la
denunciada	 consideró	 indebidamente	 como	 preexistente	 la	 enfermedad
denominada	 ‘condromalacia’,	 pese	 a	 que	 en	 el	 contrato	 de	 seguro
inmediatamente	anterior	denominado	‘Plan	Total’	dicha	enfermedad	no	era
preexistente,	lo	cual	constituye	un	método	comercial	coercitivo”.	(Indecopi,
R.	 0077-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 15/2014.	 Vicepresidente	 Julio	 Baltazar
Durand	Carrión)
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ART.	 57.—Prácticas	 abusivas.	 También	 son	 métodos	 abusivos	 todas
aquellas	otras	prácticas	que,	aprovechándose	de	la	situación	de	desventaja
del	consumidor	resultante	de	 las	circunstancias	particulares	de	 la	relación
de	 consumo,	 le	 impongan	 condiciones	 excesivamente	 onerosas	 o	 que	 no
resulten	previsibles	al	momento	de	contratar.
CAPÍTULO	II
MÉTODOS	COMERCIALES	AGRESIVOS	O	ENGAÑOSOS
Ley	29571.
ART.	58.—Definición	y	alcances.
58.1.	 El	 derecho	 de	 todo	 consumidor	 a	 la	 protección	 contra	 los	métodos
comerciales	agresivos	o	engañosos	implica	que	los	proveedores	no	pueden
llevar	 a	 cabo	 prácticas	 que	 mermen	 de	 forma	 significativa	 la	 libertad	 de
elección	del	 consumidor	 a	 través	de	 figuras	 como	el	 acoso,	 la	 coacción,	 la
influencia	indebida	o	el	dolo.
En	 tal	 sentido,	 están	prohibidas	 todas	 aquellas	prácticas	 comerciales	que
importen:
a.	 Crear	 la	 impresión	 de	 que	 el	 consumidor	 ya	 ha	 ganado,	 que	 ganará	 o
conseguirá,	 si	 realiza	 un	 acto	 determinado,	 un	 premio	 o	 cualquier	 otra
ventaja	equivalente	cuando,	en	realidad:	(i)	tal	beneficio	no	existe,	o	(ii)	 la
realización	de	una	acción	relacionada	con	la	obtención	del	premio	o	ventaja
equivalente	está	sujeta	a	efectuar	un	pago	o	incurrir	en	un	gasto.
b.	El	cambio	de	la	información	originalmente	proporcionada	al	consumidor
al	momento	de	celebrarse	 la	contratación,	sin	el	consentimiento	expreso	e
informado	del	consumidor.
c.	 El	 cambio	 de	 las	 condiciones	 del	 producto	 o	 servicio	 antes	 de	 la
celebración	 del	 contrato,	 sin	 el	 consentimiento	 expreso	 e	 informado	 del
consumidor.
d.	 Realizar	 visitas	 en	 persona	 al	 domicilio	 del	 consumidor	 o	 realizar
proposiciones	 no	 solicitadas,	 por	 teléfono,	 fax,	 correo	 electrónico	 u	 otro
medio,	 de	manera	 persistente	 e	 impertinente,	 o	 ignorando	 la	 petición	 del
consumidor	para	que	cese	este	tipo	de	actividades.
e.	 Emplear	 centros	 de	 llamada	 (call	 centers),	 sistemas	 de	 llamado
telefónico,	envío	de	mensajes	de	texto	a	celular	o	de	mensajes	electrónicos
masivos	para	promover	productos	y	servicios,	así	como	prestar	el	servicio
de	 telemercadeo,	 a	 todos	 aquellos	 números	 telefónicos	 y	 direcciones
electrónicas	que	hayan	sido	incorporados	en	el	registro	implementado	por
el	Indecopi	para	registrar	a	los	consumidores	que	no	deseen	ser	sujetos	de
las	modalidades	de	promoción	antes	indicadas.
f.	En	general,	toda	práctica	que	implique	dolo,	violencia	o	intimidación	que
haya	sido	determinante	en	la	voluntad	de	contratar	o	en	el	consentimiento
del	consumidor.
58.2.	 La	 presente	 disposición	 comprende	 todo	 tipo	 de	 contratación	 de
productos	o	servicios,	sea	efectuada	mediante	contratos	dentro	o	fuera	del
establecimiento	del	proveedor,	ventas	telefónicas,	a	domicilio,	por	catálogo,
mediante	 agentes,	 contratos	 a	 distancia,	 y	 comercio	 electrónico	 o
modalidades	similares.
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ART.	 59.—Derecho	 a	 la	 restitución.	 El	 consumidor	 tiene	 derecho	 a	 la
restitución	inmediata	de	las	prestaciones	materia	del	contrato	de	consumo
en	 aquellos	 casos	 en	 que	 el	 proveedor	 haya	 incurrido	 en	 alguna	 de	 las
prácticas	 indicadas	 en	 el	 artículo	 58,	 cualquiera	 sea	 la	 modalidad	 de
contratación	empleada.
Para	 tal	 efecto,	 el	 consumidor	 cuenta	 con	 un	 plazo	 de	 siete	 (7)	 días
calendario,	contados	a	partir	del	día	en	que	se	produjo	 la	contratación	del
producto	o	servicio,	o	desde	el	día	de	su	recepción	o	inicio	de	su	ejecución,
lo	 que	 ocurra	 con	 posterioridad,	 sin	 perjuicio	 de	 su	 derecho	 a	 ejercer	 las
acciones	 administrativas	 pertinentes	 conforme	 a	 las	 disposiciones	 del
presente	código	o	a	solicitar	la	anulación	del	contrato	en	la	vía	jurisdiccional
correspondiente.
El	 derecho	 a	 la	 restitución	 se	 considera	 válidamente	 ejercido	 cuando	 el
consumidor	comunique	fehacientemente	al	proveedor	sobre	ello	y	proceda
a	 la	 devolución	 de	 los	 productos	 recibidos	 o	 solicite	 la	 interrupción	 del
servicio	 contratado.	 Ejercido	 este	 derecho,	 el	 consumidor	 no	 asume
reducción	alguna	del	monto	a	ser	devuelto	en	caso	de	que	haya	efectuado	un
uso	normal	del	producto	o	disfrute	del	servicio,	salvo	que	se	haya	generado
un	manifiesto	deterioro	o	pérdida	de	su	valor.
Corresponde	al	consumidor	probar	la	causal	que	sustenta	su	derecho	a	 la
restitución	 y	 el	 ejercicio	 de	 este	 derecho	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
presente	artículo.
Ley	29571.
ART.	 60.—Irrenunciabilidad	 del	 derecho	 a	 la	 restitución.	 Es	 nula	 la
renuncia	anticipada	al	derecho	a	la	restitución,	conforme	a	lo	señalado	en	el
artículo	59.
CAPÍTULO	III
MÉTODOS	ABUSIVOS	EN	EL	COBRO
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ART.	 61.—Procedimientos	 de	 cobranza.	 El	 proveedor	 debe	 utilizar	 los
procedimientos	 de	 cobranza	 previstos	 en	 las	 leyes.	 Se	 prohíbe	 el	 uso	 de
métodos	de	cobranza	que	afecten	la	reputación	del	consumidor,	que	atenten
contra	la	privacidad	de	su	hogar,	que	afecten	sus	actividades	laborales	o	su
imagen	ante	terceros.
JURISPRUDENCIA.—Es	 legítimo	 que	 una	 entidad	 financiera	 reporte	 a
Infocorp	como	morosos	a	los	clientes	que	incumplen	sus	cronogramas	de
pago	pactados.	“Por	otro	lado,	el	recurrente	manifiesta	que	la	emplazada	lo
viene	 reportando	 como	 cliente	 moroso	 ante	 Infocorp,	 pese	 a	 que	 viene
cumpliendo	con	el	cronograma	de	pago	que	judicialmente	habría	obtenido	a
través	del	Expediente	934-2010;	sin	embargo,	en	autos	no	obra	documento
alguno	que	acredite	tal	hecho.	Pero	sin	perjuicio	de	ello,	cabe	manifestar	que
el	 hecho	 de	 que	 la	 entidad	 emplazada	 haya	 procedido	 a	 reportar	 al
recurrente	como	moroso,	no	implica	que	lesione	su	derecho	al	honor	en	la
medida	 que	 se	 entiende	 que	 dicha	 calificación	 es	 consecuencia	 del
incumplimiento	del	cronograma	original	de	pago	que	pactaran	el	recurrente
y	 la	 emplazada	 al	 momento	 de	 suscribir	 el	 contrato	 de	 mutuo	 dinerario,
situación	 que,	 en	 todo	 caso,	 tampoco	 ha	 sido	 negada	 por	 el	 recurrente
durante	el	presente	proceso”.	(T.	C.,	Exp.	00625-2012-PA/TC,	jul.	21/2014.
S.	S.	Miranda	Canales)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Gestiones	 de	 cobranza	 deben	 respetar	 el
honor	y	la	privacidad	de	los	deudores.	“(...)	los	mecanismos	adoptados	por
los	acreedores	para	pretender	el	cobro	de	sus	acreencias	deben	ajustarse	a
lo	 dispuesto	 en	 dicho	 normativa	 bajo	 la	 premisa	 que	 la	 legalidad	 de	 toda
acción	 de	 cobranza	 debe	 ser	 apreciada	 a	 la	 luz	 de	 los	 derechos	 de	 los
consumidores	que	se	encuentren	en	juego	tales	como	el	derecho	a	su	honor
o	 su	 privacidad	 y	 siempre	 cautelando	 que	 las	 gestiones	 de	 cobranza
realizadas	por	privados	no	importen	una	atribución	indebida	de	facultades
reservadas	 al	 poder	 público.	 (...)	 ha	 quedado	 acreditado	 que	 el	 cartel
colocado	 (...)	 no	 tiene	 un	 objetivo	 meramente	 informativo,	 ya	 que	 los
medios	 empleados	 no	 resultan	 proporcionales	 con	 tal	 finalidad.	 Por	 el
contrario,	ha	podido	verificarse	que	este	cartel	utilizado	por	la	denunciada
presenta	un	contenido	y	disposición	(el	tamaño	de	las	letras	y	los	colores	de
las	 mismas),	 que	 tienen	 por	 finalidad	 utilizar	 la	 afectación	 de	 la	 buena
reputación,	 privacidad	 e	 imagen	 del	 consumidor	 como	 mecanismo	 para
exigir	 el	 cumplimiento	 de	 las	 deudas	 existentes	 (...).”	 (Indecopi,	 R.	 2034-
2011/SC2-Indecopi,	ago.	09/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Banco	 que	 comunica	 información	 errónea	 a
una	 central	 de	 riesgo	 causa	 un	 perjuicio	 crediticio	 al	 usuario.
“Contrariamente	a	lo	señalado	por	el	banco,	el	señor	(...)	fue	perjudicado	con
el	 incorrecto	 reporte	 de	 su	 información	 crediticia	 debido	 a	 que	 otras
personas	 naturales	 y	 jurídicas	 tomaron	 conocimiento	 a	 través	 de	 las
centrales	de	riesgo	de	una	información	errónea,	esto	es,	que	el	denunciante
se	mantenía	como	deudor	del	banco	pese	a	que	no	contaba	con	obligaciones
pendientes	 de	 pago.	 (...)	 Si	 bien	 el	 señor	 (...)	 podría	 haber	 accedido	 a
créditos	ante	otras	entidades	financieras,	lo	cierto	es	que	cada	una	de	dichas
empresas	es	 libre	de	contratar	con	quien	estime	conveniente	siempre	que
su	capacidad	de	pago	le	permita	asumir	obligaciones	adicionales.	Así,	en	la
medida	 que	 el	 monto	 por	 el	 cual	 fue	 reportado	 por	 el	 banco	 era
relativamente	bajo	(S/.	28,00)	en	relación	a	otros	créditos	que	mantenía	en
el	 sistema	 financiero,	 era	 razonable	 que	 otras	 entidades	 financieras
pudieran	haber	mantenido	sus	relaciones	crediticias	con	el	denunciante.	16.
Una	central	de	riesgo	es	una	fuente	de	información	pública	a	la	que	pueden
acceder	 no	 solo	 entidades	 financieras	 a	 fin	 de	 conocer	 la	 situación	 y
confiabilidad	 crediticia	 de	 sus	 potenciales	 clientes,	 sino	 también	 o	 tras
instituciones	como	centros	laborales,	quienes	verifican	que	sus	trabajadores
cuenten	con	un	correcto	historial	de	crédito	para	considerarlos	dentro	de	su
planilla,	entre	otras	personas	y	entidades	 interesadas	en	constatar	que	 las
personas	con	quienes	contratarán	mantengan	una	capacidad	de	pago	sólida
en	 el	 sistema	 financiero”.	 (Indecopi,	 R.	 0112-2014/SPC-Indecopi,	 ene.
16/2014.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
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ART.	62.—Métodos	abusivos	de	cobranza.	A	efectos	de	 la	aplicación	del
artículo	61,	se	prohíbe:
a.	 Enviar	 al	 deudor,	 o	 a	 su	 garante,	 documentos	 que	 aparenten	 ser
notificaciones	o	escritos	judiciales.
b.	Realizar	visitas	o	llamadas	telefónicas	entre	las	20.00	horas	y	las	07.00
horas	o	los	días	sábados,	domingos	y	feriados.
c.	Colocar	o	exhibir	a	vista	del	público	carteles	o	escritos	en	el	domicilio	del
deudor	o	del	garante,	o	en	locales	diferentes	de	estos,	requiriéndole	el	pago
de	sus	obligaciones.
d.	 Ubicar	 a	 personas	 con	 carteles	 alusivos	 a	 la	 deuda,	 con	 vestimenta
inusual	o	medios	similares,	en	las	inmediaciones	del	domicilio	o	del	centro
de	trabajo	del	deudor,	requiriéndole	el	pago	de	una	obligación.
e.	Difundir	a	través	de	los	medios	de	comunicación	nóminas	de	deudores	y
requerimientos	 de	 pago	 sin	 mediar	 orden	 judicial.	 Lo	 anterior	 no
comprende	a	la	información	que	se	proporcione	a	las	centrales	privadas	de
información	de	riesgos	reguladas	por	ley	especial,	la	información	brindada	a
la	 Central	 de	 Riesgos	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y
Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 ni	 la	 información	 que
por	norma	legal	proporcione	el	Estado.
f.	 Enviar	 comunicaciones	 o	 realizar	 llamadas	 a	 terceros	 ajenos	 a	 la
obligación	informando	sobre	la	morosidad	del	consumidor.
g.	 Enviar	 estados	 de	 cuenta,	 facturas	 por	 pagar	 y	 notificaciones	 de
cobranza,	 sea	 cual	 fuera	 la	naturaleza	de	estas	últimas,	 al	 domicilio	de	un
tercero	ajeno	a	 la	relación	de	consumo,	salvo	que	se	 trate	de	un	domicilio
contractualmente	 acordado	 o	 que	 el	 deudor	 haya	 señalado	 un	 nuevo
domicilio	válido.
h.	Cualquier	otra	modalidad	análoga	a	lo	señalado	anteriormente.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 prohíbe	 pegar	 carteles	 para	 notificar
deudas.	 “(...)	 los	 proveedores	 o	 prestadores	 deben	 utilizar	 los
procedimientos	de	cobranza	previstos	en	las	leyes.	Asimismo,	señala	que	se
encuentra	 prohibido	 el	 empleo	 de	 métodos	 de	 cobranza	 que	 afecten	 la
buena	reputación	del	consumidor,	atenten	contra	la	privacidad	de	su	hogar,
afecten	sus	actividades	laborales	o	su	imagen	ante	terceros.
(...)	el	señor	(...)	presentó	una	comunicación	dirigida	por	la	caja	reiterando
la	morosidad	de	su	situación	crediticia	y	un	cartel	de	citación	para	el	pago
de	 sus	 obligaciones.	 La	 caja	 indicó	 que	 el	 empleo	 de	 estos	 métodos	 de
cobranza	 no	 se	 encontraban	 prohibidos	 por	 las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor,	 toda	 vez	 que	 mediante	 ellos	 se	 le	 indicaba	 las	 acciones	 que
emplearía	 en	 caso	 de	 persistir	 la	 omisión	 de	 pago	 y	 se	 le	 invitaba	 a	 sus
oficinas	a	negociar	el	pago	de	sus	obligaciones.	(...).	Sin	embargo,	respecto	al
cartel	pegado	en	el	domicilio	del	denunciante,	 se	aprecia	que	el	mismo	no
tiene	un	objetivo	meramente	 informativo,	dado	que	se	ha	podido	verificar
que	presenta	un	contenido	y	disposición	(tamaño	de	las	letras	y	los	colores
de	las	mismas)	que	tienen	por	finalidad	afectar	 la	reputación	e	 imagen	del
consumidor	frente	a	terceros	como	mecanismo	para	exigir	el	cumplimiento
de	 la	 deuda	 existente,	 puesto	 que	 el	 encabezado	 del	mismo	 se	 encuentra
resaltado	en	letras	rojas	y	es	plenamente	visible	la	referencia	a	la	deuda	que
el	 señor	 (...)	 mantenía	 pendiente	 de	 pago,	 con	 lo	 que	 se	 expuso
negativamente	 su	 reputación,	 privacidad	 e	 imagen	 frente	 a	 terceros.”
(Indecopi,	R.	2777-2011/SC2-Indecopi,	oct.	17/2011.	Pres.	Mujica	Serelle)
TÍTULO	IV
LA	PROTECCIÓN	DEL	CONSUMIDOR	EN	PRODUCTOS
O	SERVICIOS	ESPECÍFICOS
CAPÍTULO	I
SERVICIOS	PÚBLICOS	REGULADOS
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ART.	63.—Regulación	de	los	servicios	públicos.	La	protección	al	usuario
de	 los	 servicios	 públicos	 regulados	 por	 los	 organismos	 reguladores	 a	 que
hace	 referencia	 la	 Ley	 Núm.	 27332,	 Ley	 Marco	 de	 los	 Organismos
Reguladores	de	la	Inversión	Privada	en	los	Servicios	Públicos,	se	rige	por	las
disposiciones	 del	 presente	 código	 en	 lo	 que	 resulte	 pertinente	 y	 por	 la
regulación	 sectorial	 correspondiente.	 La	 regulación	 sectorial	 desarrolla	 en
sus	normas	 reglamentarias	 los	principios	de	protección	establecidos	en	el
presente	 código.	 El	 ente	 encargado	 de	 velar	 por	 su	 cumplimiento	 es	 el
organismo	regulador	respectivo.
Para	 los	 efectos	 del	 cumplimiento	 de	 la	 finalidad	 señalada,	 el	 organismo
regulador	 debe,	 entre	 otros,	 efectuar	 la	 permanente	 fiscalización	 de	 la
medición	 del	 servicio,	 de	 las	 condiciones	 de	 facturación,	 y	 desarrollar	 sus
facultades	de	sanción,	cuando	corresponda.
Ley	29571.
ART.	 64.—Principios	 generales	 aplicables	 a	 los	 procedimientos	 de
reclamaciones	en	materia	de	servicios	públicos	regulados.
64.1.	 En	 la	 tramitación	 de	 los	 procedimientos	 de	 reclamaciones
interpuestas	por	 los	usuarios	de	 los	servicios	públicos	regulados,	rigen	 los
siguientes	principios:
a.	 Principio	 de	 celeridad:	 Las	 reclamaciones	 de	 los	 usuarios	 deben	 ser
atendidas	 y	 solucionadas	 sin	 exceder	 el	 plazo	 fijado	 para	 las	 mismas.	 En
caso	de	que	 el	 reclamo	no	 sea	 resuelto	por	 el	 proveedor	dentro	del	plazo
fijado,	 se	 aplica	 el	 silencio	 administrativo	 positivo	 y	 se	 da	 la	 razón	 al
reclamante.
b.	 Principio	 de	 concentración	 procesal:	 Las	 reclamaciones	 de	 los
usuarios	deben	ser	atendidas	y	solucionadas	tendiendo	a	una	reducción	de
los	actos	procesales,	sin	afectar	el	derecho	al	debido	procedimiento.
c.	 Principio	 de	 simplicidad:	 Los	 procedimientos	 de	 reclamaciones	 de
usuarios	deben	ser	atendidos	y	solucionados	con	las	formalidades	mínimas
siempre	que	aseguren	la	adecuada	protección	a	los	derechos	del	usuario.
d.	Principio	de	transparencia:	Las	reclamaciones	de	 los	usuarios	deben
ser	atendidas	y	solucionadas,	garantizando	el	acceso	de	estos	al	expediente
y	a	la	información	sobre	el	procedimiento,	en	cualquier	etapa	de	las	mismas,
con	las	restricciones	que	establezca	la	ley.
e.	 Principio	 de	 no	 discriminación:	 En	 los	 procedimientos	 de
reclamaciones,	 no	 se	 discrimina	 entre	 los	 usuarios	 de	 servicios	 de
naturaleza	equivalente.
f.	Principio	de	responsabilidad:	Los	órganos	competentes	a	 cargo	de	 la
tramitación	 de	 las	 reclamaciones	 presentadas	 por	 los	 usuarios	 son
responsables	de	los	actos	procesales	que	ejecuten.
g.	 Principio	 de	 gratuidad:	 La	 interposición	 de	 reclamaciones	 de	 los
usuarios	de	servicios	públicos	es	gratuita.
h.	 Principio	 de	 presunción	 de	 veracidad:	 Se	 presume	 que,	 en	 la
interposición	de	sus	 reclamaciones,	 los	usuarios	expresan	 la	verdad	sobre
su	 identidad	 y	 condición	 de	 usuario	 del	 servicio,	 sin	 perjuicio	 de	 las
verificaciones	posteriores	pertinentes.
i.	 Principio	 de	 eliminación	 de	 exigencias	 costosas:	 No	 se	 exige	 la
presentación	 de	 documentos	 que	 contengan	 información	 que	 la	 propia
entidad	 que	 los	 solicita	 posea	 o	 deba	 poseer	 por	 haber	 sido	 generada	 en
cumplimiento	de	sus	funciones.
j.	Principio	de	subsanación:	En	 los	procedimientos	de	reclamaciones	de
usuarios,	 los	órganos	establecidos	para	atender	 las	mismas,	que	adviertan
errores	u	omisiones	en	el	procedimiento,	deben	encausarlos	de	oficio.
k.	 Principio	 de	 buena	 fe	 en	 los	 procedimientos:	 Las	 partes
intervinientes	en	un	procedimiento	de	reclamación	realizan	sus	respectivos
actos	 procedimentales	 guiados	 por	 el	 respeto	mutuo,	 la	 colaboración	 y	 la
buena	 fe.	 Ninguna	 actuación	 en	 el	 procedimiento	 de	 reclamación	 puede
realizarse	 de	 modo	 tal	 que	 ampare	 alguna	 conducta	 contra	 la	 buena	 fe
procesal.
64.2.	 Los	 escritos	 presentados	 en	 el	 procedimiento	 de	 reclamaciones	 no
requieren	 firma	 de	 abogado.	 Asimismo,	 en	 dichos	 procedimientos,	 no	 es
obligatorio	que	los	usuarios	de	servicios	públicos	cuenten	con	la	asesoría	de
un	abogado.
Ley	29571.
ART.	65.—Atención	de	reclamaciones.	Los	usuarios	tienen	derecho	a	que
sus	 reclamaciones	 vinculadas	 a	 la	 prestación	 de	 servicios	 públicos	 sean
resueltas	 en	 última	 instancia	 administrativa	 por	 el	 organismo	 regulador
respectivo.
Las	instancias	competentes,	sus	facultades	y	los	procedimientos	que	rigen
su	actuación	son	los	establecidos	en	las	respectivas	disposiciones	emitidas
por	los	organismos	reguladores.
Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 los	 prestadores	 de	 los	 servicios	 públicos	 deben
implementar	un	sistema	en	el	que	deben	registrarse	todas	las	reclamaciones
que	 presenten	 los	 usuarios	 de	 los	 servicios	 públicos.	 Este	 registro	 debe
permitir	hacer	un	seguimiento	de	estas	desde	su	inicio	hasta	la	emisión	de
la	 resolución	 correspondiente	 por	 parte	 de	 la	 empresa	 proveedora	 del
servicio	público.
Registrada	 una	 reclamación,	 la	 empresa	 proveedora	 del	 servicio	 público
informa	al	usuario	respecto	del	número	o	código	de	registro	de	la	misma.
La	 empresa	 proveedora	 del	 servicio	 público	 debe	 remitir	 al	 organismo
regulador	 correspondiente,	 periódicamente,	 un	 reporte	 de	 las
reclamaciones	presentadas,	de	acuerdo	a	su	respectiva	regulación	sectorial.
Ley	29571.
ART.	66.—Garantía	de	protección	a	los	usuarios	de	servicios	públicos
regulados.
66.1.	 La	 empresa	 proveedora	 del	 servicio	 público	 debe	 proporcionar	 al
usuario	reclamante,	a	su	solicitud,	información	oportuna	respecto	al	estado
de	los	procedimientos	de	reclamación	tramitados	por	este.
66.2.	La	empresa	proveedora	del	servicio	público	no	puede	condicionar	la
atención	de	 las	 reclamaciones	 formuladas	por	 los	 usuarios	 al	 pago	previo
del	monto	reclamado.
66.3.	 La	 empresa	proveedora	del	 servicio	 público	no	puede	 suspender	 la
prestación	del	servicio	basándose	en	 la	 falta	de	pago	de	 los	montos	objeto
de	 reclamación	 en	 tanto	 esta	 no	 haya	 sido	 resuelta	 ni	 puede	 efectuar
gestiones	 de	 cobranza	 por	 dichos	 montos	 mientras	 la	 reclamación
presentada	se	encuentre	en	trámite.
66.4.	Los	usuarios	tienen	derecho	a	recibir	el	servicio	público	de	acuerdo
con	los	parámetros	de	calidad	y	condiciones	establecidos	por	la	normativa
sectorial	 correspondiente.	 Para	 tal	 fin,	 los	usuarios	deben	 realizar	 el	 pago
oportuno	 de	 la	 contraprestación	 respectiva	 y	 hacer	 uso	 del	 servicio	 de
acuerdo	con	los	fines	para	los	cuales	fue	contratado.
66.5.	Los	usuarios	de	servicios	públicos	tienen	derecho	a	la	continuidad	del
servicio	 y	 los	 proveedores	 son	 responsables	 por	dicho	 incumplimiento	de
acuerdo	con	la	normativa	pertinente.
66.6.	Los	usuarios	tienen	derecho	a	la	acumulación	del	saldo	de	minutos	o
segundos	 no	 consumidos	 en	 los	 paquetes	 de	 minutos	 o	 segundos
predeterminados	 en	 las	 tarjetas	 o	 en	 las	 recargas	 virtuales	 o	 similares	 de
telefonía	 fija	 o	 celular,	 conforme	 a	 las	 normas	 reglamentarias	 que	 para
dicho	efecto	emita	el	organismo	regulador	competente.
66.7	Modificado.	Ley	30046,	Art.	Único.	Los	consumidores	del	servicio	de
transporte	nacional	en	cualquier	modalidad	pueden	endosar	o	transferir	la
titularidad	 del	 servicio	 adquirido	 a	 favor	 de	 otro	 consumidor	 plenamente
identificado	 o	 postergar	 la	 realización	 del	 servicio	 en	 las	 mismas
condiciones	pactadas,	pudiendo	ser	considerado	como	parte	de	pago	según
lo	 pactado,	 debiendo	 comunicar	 ello	 de	 manera	 previa	 y	 fehaciente	 al
proveedor	del	 servicio	 con	una	 anticipación	no	menor	 a	 veinticuatro	 (24)
horas	de	la	fecha	y	hora	prevista	para	la	prestación	del	servicio,	asumiendo
los	 gastos	 únicamente	 relacionados	 con	 la	 emisión	 del	 nuevo	 boleto,	 los
cuales	no	deben	ser	superiores	al	costo	efectivo	de	dicha	emisión.	En	caso
de	 que	 el	 consumidor	 adquiera	 boletos	 de	 ida	 y	 vuelta	 o	 boletos	 para
destinos	o	tramos	múltiples	y	no	hiciera	uso	de	alguno	de	los	tramos,	tiene
el	derecho	de	utilizar	los	destinos	o	tramos	siguientes,	quedando	prohibido
que	los	proveedores	dejen	sin	efecto	este	derecho,	salvo	que	el	consumidor
cuente	 con	 otra	 reserva	 o	 boleto	 para	 la	 misma	 ruta	 entre	 las	 fechas
comprendidas	en	el	boleto	cuyo	tramo	desea	preservar.
JURISPRUDENCIA.—TC	 declara	 inconstitucionales	 precisiones
interpretativas	 introducidas	 por	 el	 D.	 U.	 061-2010	 al	 Código	 del
Consumidor.	 “(…)	 A	 juicio	 de	 este	 colegiado,	 al	 no	 presentarse	 los
presupuestos	 habilitantes	 para	 la	 expedición	 del	 Decreto	 de	 Urgencia	 N°
061-2010,	 la	 interpretación	 que	 éste	 hace	 del	 Código	 de	 Protección	 y
Defensa	 del	 Consumidor	 resulta,	 consecuentemente,	 inconstitucional,	 ya
que,	 en	 tal	 escenario,	 dicho	 decreto	 usurpa	 una	 competencia	 propia	 del
Congreso	 de	 la	 República,	 organismo	 al	 que	 compete	 dar	 una	 ley	 que
interprete	 otra	 ley	 (como	 el	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor),	conforme	al	artículo	102,	inciso	1,	de	la	Constitución.
16.	Por	tanto,	el	Decreto	de	Urgencia	N°	061-2010	no	es	una	norma	que	al
modificar	 los	 artículos	 54.1	 y	 66.7	 del	 referido	 código,	 haya	 sustituido	 el
texto	 de	 aquellos	 por	 unos	 nuevos	 –los	 contenidos	 en	 el	 D.	 U.
inconstitucional–,	 sino	 constituyen	 sólo	 una	 interpretación
(inconstitucional)	 de	 éstos.	 Consecuentemente,	 al	 declararse
inconstitucional	las	disposiciones	interpretativas	del	decreto	de	urgencia	y
expulsarse	 a	 éstas	 del	 ordenamiento	 jurídico	 al	 día	 siguiente	 de	 la
publicación	 de	 esta	 sentencia,	 subsistirán	 el	 texto	 del	 numeral	 54.1	 del
artículo	 54	 y	 el	 texto	 del	 numeral	 66.7	 del	 artículo	 66	 del	 Código	 de
Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor,	 sin	 las	 precisiones	 interpretativas
declaradas	 inconstitucionales,	 no	 siendo	 de	 aplicación	 por	 ello,	 el	 último
párrafo	 del	 artículo	 83	 del	 Código	 Procesal	 Constitucional,	 pues	 el
mencionado	 decreto	 no	 ha	 modificado,	 ni	 mucho	 menos	 derogado,
disposición	alguna	del	referido	código.”	(T.	C,	Exp.	00028-2010-PI/TC,	abr.
04/2011.	Pres.	Mesía	Ramírez)
NOTA:	El	 Tribunal	 Constitucional	 declaró,	 según	 sentencia	 recaída	 en	 el	 Expediente	00028-2010-
PI/TC,	 inconstitucional	 el	 D.	 U.	 061-2010	 (publicado	 el	 05	 de	 setiembre	 del	 2010)	 que	 disponía:
“Artículo	2°.-	Determina	alcance	del	numeral	66.7	del	artículo	66	de	la	Ley	Nº	29571,	Código	de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
2.1.	 Los	 derechos	 de	 endoso,	 transferencia	 y	 postergación	 contemplados	 en	 el	 numeral	 66.7	 del
artículo	66,	de	la	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor,	se	ejercen	siempre
que	sean	parte	de	las	condiciones	pactadas	con	los	consumidores.
2.2.	 Las	 empresas	 prestadoras	 de	 servicios	 de	 transporte	 nacional	 deben	 cumplir	 con	 informar
previamente	 y	 de	 manera	 clara	 las	 condiciones	 para	 el	 ejercicio	 de	 los	 derechos	 de	 endoso,
transferencia	y	postergación.
JURISPRUDENCIA.—Corte	Suprema	al	Indecopi:	las	empresas	aéreas	no
tienen	por	qué	ser	responsables	de	los	errores	de	las	agencias	de	viaje.
“De	 haberse	 tenido	 en	 cuenta	 el	 principio	 de	 causalidad	 en	 comento,	 la
autoridad	 administrativa	 hubiera	 verificado	 que	 la	 infracción	 al	 deber	 de
cuidado	 consistió	 en	 haber	 ingresado	 incorrectamente	 los	 códigos	 de
reserva	 a	 la	 empresa	 (...),	 actividad	 que	 corría	 a	 cargo	 de	 la	 Agencia	 de
Viajes	(...),	y	de	la	que	no	se	le	puede	hacer	responsable	a	la	demandante	(...),
por	la	sencilla	razón	de	no	poder	hacérsele	responsable	de	las	obligaciones
asumidas	por	un	tercero,	ni	tampoco	imponérsele	un	deber	de	cuidado	que
excede	 lo	 razonablemente	 exigible,	 al	 no	 encontrarse	 en	 una	 posición	 de
dominio	 frente	a	 los	hechos	 consistentes	en	hacer	 ingresar	 correctamente
los	códigos	de	reserva	de	la	usuaria.	(...)	La	infracción	normativa	del	artículo
3°	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 716,	 Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor,	 se
encuentra	orientada	a	establecer	la	correcta	relación	de	consumo	entre	las
partes	 intervinientes,	 esto	 es,	 entre	 consumidores	 o	usuarios,	 prestadores
del	 servicio,	 y	 distribuidores	 o	 comerciantes,	mientras	 que,	 la	 denunciada
infracción	normativa	del	numeral	8	del	artículo	230	de	la	Ley	N°	27444,	se
refiere	al	Principio	de	Causalidad,	en	cuya	virtud	se	ha	determinado	a	través
de	la	presente	resolución	que	la	recurrente	no	puede	ser	responsable	de	las
obligaciones	 asumidas	 por	 los	 encargados	 del	 servicio	 de	 la	 venta	 de	 los
pasajes	 aéreos,	 que	 comprende	 la	 labor	 de	 descargar	 adecuadamente	 los
códigos	de	reserva;	en	el	presente	caso,	es	evidente	que	el	responsable	de
dicha	 tarea	 no	 es	 la	 empresa	 demandante,	 quien	 además	 se	 encontraba
imposibilitada	materialmente	de	verificar	si	 la	mencionada	labor	se	estaba
llevando	a	cabo	correctamente	o	no.	Es	en	base	al	Principio	de	Causalidad
que	 la	 autoridad	 administrativa,	 tiene	 la	 obligación	 de	 verificar	 que	 el
destinatario	de	 la	 sanción	administrativa	 sea	 la	persona	natural	o	 jurídica
que	cometió	la	infracción,	que	como	se	ha	mencionado,	en	el	presente	caso,
lo	constituye	el	haber	ingresado	incorrectamente	los	códigos	de	reserva	del
vuelo	adquirido	por	la	usuaria	a	la	empresa	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	251-2012-Lima,
mar.	13/2014.	S.	S.	Walde	Jáuregui)
JURISPRUDENCIA.—El	 Indecopi	 puede	 supervisar	 la	 idoneidad	 y	 la
calidad	 del	 servicio	 de	 transporte	 fluvial.	 “Sala	 de	 Mérito	 (...)	 obviando
que	 la	Comisión	de	 la	Oficina	Regional	del	 Indecopi	de	Loreto	no	 inició	 el
procedimiento	sancionador	impugnado	contra	la	actora	por	incumplimiento
al	mencionado	reglamento,	sino	por	la	presunta	infracción	a	los	artículos	8°
y	9°	 del	Decreto	 Legislativo	N°	 716,	 Ley	de	Protección	 al	 Consumidor,	 los
mismos	que	están	relacionados	indudablemente	con	la	idoneidad	y	calidad
del	 servicio	 de	 transporte	 fluvial	 brindado	 por	 la	 actora	 a	 un	 grupo	 de
personas	 en	 su	 calidad	 de	 consumidores,	 y	 la	 prevención	 de	 un	 riesgo
injustificado	 o	 no	 advertido	 para	 la	 salud	 y	 seguridad	 de	 éstos,	 siendo	 el
órgano	 competente	 para	 conocer	 y	 aplicar	 sanciones	 en	 este	 escenario,	 la
referida	Comisión	del	Indecopi	(...)	razonamiento	(...)	no	se	ciñe	a	la	garantía
de	 la	motivación	 adecuada	de	 las	 resoluciones	 judiciales	prevista	 en	 el	 ya
citado	 inciso	 5	 del	 artículo	 139	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Estado,
concordante	con	los	artículos	50	inciso	6	y	122	inciso	4	del	Código	Procesal
Civil”.	(C.	S.,	Cas.	10560-2013-Lima,	set.	04/2014.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Empresas	 de	 transporte	 tienen	 el	 deber	 de
verificar	 la	 identidad	 del	 receptor	 de	 las	 encomiendas.	 “(...)	 al	 haberse
acreditado	 que	 Transportes	 (...)	 no	 prestó	 un	 servicio	 de	 transporte	 de
encomienda	 idóneo.	 (...)	 no	 se	 adoptaron	 las	 acciones	 necesarias	 a	 fin	 de
verificar	 que	 la	 encomienda	 era	 entregada	 a	 su	destinatario,	 de	 lo	 cual	 se
desprende	 que	 el	 beneficio	 generado	 es	 el	 monto	 ahorrado	 por	 la
denunciada	 al	 no	 invertir	 en	 capacitar	 a	 su	 personal	 en	 las	 medidas	 de
seguridad	 que	 deben	 adoptar	 a	 fin	 de	 custodiar	 los	 bienes	 transportados.
(...)	se	generó	un	perjuicio	económico	al	denunciante	traducido	en	el	precio
que	pagó	por	el	servicio	materia	de	denuncia	(...)	y	un	impacto	negativo	en
el	 mercado,	 debido	 a	 la	 incertidumbre	 que	 podría	 generarse	 en	 los
consumidores	 en	 general,	 respecto	 de	 los	 servicios	 de	 transporte	 de
encomiendas	mediante	el	uso	de	transporte	terrestre.
32.	 La	 cuantía	 de	 la	 sanción	 a	 imponer	 debe	 ser	 suficiente	 para
desincentivar	que	 infracciones	de	esta	naturaleza	se	repitan	en	el	 futuro	e
incentivar	 que	 los	 proveedores	 desarrollen	 sus	 actividades	 con	 la	 debida
diligencia	 e	 idoneidad.”	 (TDC,	 R.	 3034-2011/SC2-Indecopi,	 nov.	 10/2011.
Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 establecimientos	 comerciales	 están
obligados	 a	 constatar	 la	 similitud	 entre	 las	 firmas	 del	 voucher,	 de	 la
tarjeta	 de	 crédito	 y	 la	 del	 DNI	 del	 portador.	 “(...)	 deben	 concurrir
necesariamente	dos	elementos	para	que	una	transacción	de	intermediación
financiera	pueda	considerarse	como	normalmente	realizada,	la	posesión	de
la	 tarjeta	 de	 crédito	 –que	 deberá	 encontrarse	 activa–	 y	 la	 autorización
personal	del	titular	de	la	tarjeta	de	crédito	para	concretar	la	operación.
43.	 Así,	 cuando	 se	 trate	 de	 una	 operación	 de	 consumo	 en	 un
establecimiento	afiliado,	 la	 autorización	estará	 contenida	en	 la	 firma	de	 la
respectiva	 orden	 de	 pago	 por	 el	 titular.	 En	 el	 presente	 caso,	 como	 ya	 ha
quedado	establecido	en	los	párrafos	precedentes,	 la	transacción	se	efectuó
mediando	 el	 uso	 de	 la	 tarjeta	 de	 crédito	 y	 la	 firma	 en	 el	 voucher	 de
consumo,	 siendo	 responsabilidad	 exclusiva	 del	 establecimiento	 comercial
donde	este	se	realizó	que	la	verificación	de	la	 identidad	del	portador	de	la
tarjeta	 hubiese	 sido	 defectuosa,	 puesto	 que	 al	 momento	 del	 consumo	 la
tarjeta	se	encontraba	activa.	(...).
45.	 A	 su	 vez,	 tratándose	 de	 una	 operación	 de	 retiro	 o	 disposición	 de
efectivo	mediante	 cajeros	 automáticos,	 la	 autorización	 o	 conformidad	 del
titular	estará	constituida	por	su	firma	electrónica,	que	es	la	digitación	de	la
clave	 secreta	 de	 la	 tarjeta	 de	 crédito.”	 (Indecopi,	 R.	 3179-2011/SC2-
Indecopi,	nov.	23/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	fallas	en	una	aeronave	no	califican	como
hecho	 fortuito;	 el	 aviso	 sobre	 el	 retraso	 de	 la	 salida	 del	 vuelo	 y	 la
entrega	 de	 vales	 atenúan	 pero	 no	 exoneran	 el	 perjuicio	 causado.	 “Un
consumidor	que	contrata	un	servicio	de	transporte	aéreo	con	un	itinerario
de	vuelo	determinado	espera	que	este	se	respete	y	que	el	proveedor	actúe
en	 la	 forma	programada.	Debe	 tenerse	en	cuenta	que	 los	pasajeros	suelen
programar	 sus	 agendas	 –vuelos	 de	 conexión,	 viajes,	 reuniones,	 visitas
turísticas,	asistencia	a	eventos,	entre	otros–,	basándose	en	la	información	de
salida	y	 llegada	de	 los	vuelos,	por	 lo	que	 los	horarios	establecidos	por	 las
aerolíneas	deben	ser	precisos	y	cumplidos	por	estas.	(...)	por	regla	general,
los	 incumplimientos	 injustificados	 de	 los	 itinerarios	 de	 vuelo	 establecidos
por	 las	 aerolíneas,	 en	 la	 medida	 que	 no	 satisfacen	 las	 expectativas
generadas	 en	 los	 consumidores,	 configuran	 un	 servicio	 falto	 de	 idoneidad
que	debe	ser	sancionado.	 (...)	12.	El	 incumplimiento	de	una	obligación	por
parte	del	proveedor	puede	responder	a	causas	imputables	y	no	imputables.
Las	causas	no	imputables	son	aquellas	que	se	imponen	como	un	límite	a	la
responsabilidad	por	 incumplimiento,	 en	donde	el	 esfuerzo	 requerido	es	el
máximo	y	el	proveedor	no	puede	liberarse	salvo	que	acredite	la	rotura	del
vínculo	 causal,	 lo	 que	 determina	 la	 inexistencia	 del	 nexo	 o	 continuidad
causal	y,	por	tanto,	la	inexistencia	de	responsabilidad.
13.	 En	 relación	 con	 el	 tipo	 de	 responsabilidad	 que	 deriva	 del
incumplimiento	de	las	obligaciones	de	los	proveedores,	cabe	señalar	que	en
lo	referente	a	las	obligaciones	de	resultado	–como	aquella	asumida	por	(...)
de	 trasladar	 al	 pasajero	 a	 la	 ciudad	 de	 destino–,	 se	 verifica	 una
responsabilidad	 objetiva	 de	 la	 cual	 el	 proveedor	 sólo	 podrá	 liberarse	 si
acredita	un	supuesto	de	caso	 fortuito,	 fuerza	mayor	o	hecho	determinante
de	tercero.
17.	Sobre	el	particular,	esta	sala	ha	señalado	en	reiteradas	oportunidades
que	 la	presencia	de	 fallas	en	 la	aeronave	no	puede	 ser	 calificada	como	un
hecho	 fortuito	 o	 de	 fuerza	 mayor	 que	 exonere	 de	 responsabilidad	 a	 la
aerolínea,	 en	 tanto	 el	 mantenimiento	 de	 sus	 aviones	 se	 encuentra
comprendido	en	su	esfera	de	control.	Por	otro	 lado,	debe	 indicarse	que	el
aviso	 sobre	 el	 retraso	 en	 la	 salida	 del	 vuelo	 y	 la	 entrega	 de	 vales	 a	 los
pasajeros	 constituyen	 conductas	 que	 atenúan	 el	 perjuicio	 causado	 a	 los
consumidores,	 mas	 no	 exoneran	 de	 responsabilidad	 a	 la	 aerolínea	 por	 el
retraso	incurrido.	Sin	perjuicio	de	ello,	la	denunciada	no	ha	acreditado	que
hubiera	 adoptado	 las	 alegadas	 medidas.”	 (Indecopi,	 R.	 242-2012/SC2-
Indecopi,	ene.	26/2012.	Pres.	Carrillo	Goméz)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	incumplimientos	de	los	itinerarios	de	vuelo
establecidos	por	las	aerolíneas	configuran	un	servicio	falto	de	idoneidad
que	debe	 ser	 sancionado.	“(...)	 la	 sala	 en	 anteriores	 oportunidades	 ya	 ha
establecido	 que	 las	 fallas	 o	 averías	 en	 los	 componentes	 o	 piezas	 de	 una
aeronave	 no	 constituyen,	 en	 principio,	 un	 evento	 ajeno	 o	 extraño	 a	 la
actuación	de	una	aerolínea	pues	es	un	aspecto	bajo	su	esfera	de	control	al
punto	que	una	condición	regular	para	operar	en	este	mercado	es	establecer
un	programa	de	 revisión	 y	mantenimiento	para	prevenir	 y	 dar	 solución	 a
tales	 averías.	 Por	 lo	 tanto,	 si	 luego	 de	 verificado	 el	 incumplimiento	 de	 la
prestación	debida,	una	aerolínea	alega	desperfectos	en	sus	aeronaves	como
eximente	de	responsabilidad	debe	acreditar	que	tal	avería	o	falla	resultaba
imprevisible	y	fuera	de	su	esfera	de	control,	esto	es	que	la	probabilidad	de
que	ocurra	era	tan	mínima	que	no	podía	ser	detectada	de	forma	alguna	por
la	aerolínea,	al	margen	de	los	controles	de	rutina	exigidos	por	la	autoridad
sectorial.	 (...)	Dada	 la	naturaleza	del	servicio	y	 la	regulación	que	 lo	rige,	el
respeto	 de	 los	 horarios	 de	 vuelo	 constituye	 una	 condición	 básica	 para	 su
prestación.	Así,	un	consumidor	que	contrata	un	servicio	de	transporte	aéreo
con	un	itinerario	de	vuelo	determinado	espera	que	éste	se	respete	y	que	el
proveedor	actúe	en	la	forma	programada	a	fin	de	no	afectar	los	itinerarios
de	los	vuelos	de	interconexión	que	pudiera	haber	previsto	o	las	actividades
programadas	 a	 su	 llegada	 al	 lugar	 de	 destino.	 En	 consecuencia,	 por	 regla
general,	los	incumplimientos	de	los	itinerarios	de	vuelo	establecidos	por	las
aerolíneas,	en	la	medida	que	no	satisfacen	las	expectativas	generadas	en	los
consumidores,	 configuran	 un	 servicio	 falto	 de	 idoneidad	 que	 debe	 ser
sancionado.	(...).
52.	En	el	presente	caso	se	ha	verificado	que	(...)	cometió	tres	infracciones:
(i)	el	retraso	 injustificado	del	vuelo	AA918,	(ii)	 la	cancelación	 injustificada
del	 referido	 vuelo	 y,	 (ii)	 la	 falta	 de	 ofrecimiento	 al	 denunciante	 de	 los
servicio	 de	 alojamiento	 y	 alimentación.”	 (Indecopi,	 R.	 1344-2012/SC2-
Indecopi,	may.	09/2012.	S.	S.	Ernesto	Mujica	Serelle)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Las	aerolíneas	no	están	obligadas	a	informar
a	pasajeros	sobre	los	requisitos	de	salud	o	de	ingreso	al	país	de	destino.
“(...)	 en	 el	 marco	 del	 servicio	 de	 transporte	 aéreo,	 las	 aerolíneas	 están
obligadas	a	brindar	toda	aquella	información	relevante	vinculada	directa	y
únicamente	 al	 servicio	 de	 transporte	 aéreo.	 La	 información	 sobre	 los
requisitos	de	salud	o	de	 ingreso	al	país	de	destino	no	se	encuentra	dentro
del	 alcance	 de	 dicha	 obligación,	 convirtiéndose	 de	 este	 modo	 en
información	voluntaria	que	puede	otorgar	 la	aerolínea	a	 los	consumidores
pero	que	no	se	encuentra	obligada	a	hacerlo.	Ello,	en	 la	medida	que	no	se
trata	de	información	vinculada	con	el	servicio	de	transporte	aéreo	en	sí	sino
con	 los	 requisitos	 legales	 establecidos	 por	 el	 Gobierno	 del	 país	 al	 que	 se
pretende	ingresar,	 los	cuales	son	exigidos	con	independencia	del	medio	de
transporte	que	se	utilice	para	ingresar	a	dicho	país.	Cabe	precisar	que	estos
requisitos	 pueden	 ser	 cambiados	 intempestivamente	 por	 la	 autoridad
competente	del	país	de	destino	sin	necesidad	de	informar	a	la	línea	aérea	y
aun	así	constituirían	un	requerimiento	para	el	viajero.
11.	 El	 hecho	 de	 comercializar	 boletos	 aéreos	 a	 sus	 usuarios	 finales,	 no
coloca	 a	 la	 aerolínea	 en	 posición	 de	 agencia	 de	 viaje	 pues	 no	 ofrece	 los
servicios	 propios	 de	 éstas,	 como	 son:	 brindar	 información	 sobre	 los
requerimientos	para	ingresar	al	país,	prestar	los	servicios	de	adquisición	de
pasajes	 aéreos,	 terrestres	 o	 marítimos	 para	 el	 consumidor,	 coordinar	 el
traslado,	 alojamiento	 y	 paquetes	 turísticos,	 entre	 otros.	 Asimismo,	 las
agencias	 de	 viajes	 cobran	 comisiones	 por	 sus	 servicios,	 que	 justifican	 la
información	adicional	que	otorgan	estos	agentes.
12.	Por	otro	lado,	un	consumidor	que	se	desenvuelve	en	el	mercado	como
un	 agente	 activo	 que	 busca	 información	 veraz	 y	 relevante	 procuraría
obtener	 la	 información	relativa	a	 los	 requisitos	para	 ingresar	a	un	país	de
destino	 a	 través	 de	 los	 representantes	 oficiales	 del	 país	 al	 que	 pretende
viajar	 o	 de	 sus	 órganos	 informativos	 oficiales,	 máxime	 si	 se	 tiene	 en
consideración	 que	 el	 principal	 interesado	 en	 viajar	 es	 él	 y	 que	 toda	 esta
información	es	de	fácil	acceso.
13.	 Sin	 embargo,	 ésta	 no	 es	 la	 única	 alternativa	 con	 la	 que	 cuenta	 un
consumidor	puesto	que	si	éste	no	desea	buscar	por	sus	propios	medios	 la
información	 relevante	 para	 su	 viaje	 puede	 contratar	 los	 servicios	 de	 una
agencia	 de	 viajes”.	 (Indecopi,	 R.	 2189-2012/SC2-Indecopi,	 jul.	 16/2012.
Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 desperfectos	 en	 los	 aviones	 eximen	 de
responsabilidad	si	las	aerolíneas	demuestran	que	la	avería	o	la	falla	era
imprevisible	y	fuera	de	su	esfera	de	control.	“No	obstante	 lo	señalado,	 la
denunciada	ha	conducido	los	argumentos	de	su	apelación	a	demostrar	que
la	 falla	 mecánica	 detectada	 no	 le	 resultaba	 imputable,	 por	 lo	 que
corresponde	señalar	al	respecto	que	la	sala	en	anteriores	oportunidades	ya
ha	establecido	que	las	fallas	o	averías	en	los	componentes	o	piezas	de	una
aeronave	 no	 constituyen,	 en	 principio,	 un	 evento	 ajeno	 o	 extraño	 a	 la
actuación	de	una	aerolínea	pues	es	un	aspecto	bajo	su	esfera	de	control	al
punto	que	una	condición	regular	para	operar	en	este	mercado	es	establecer
un	programa	de	 revisión	 y	mantenimiento	para	prevenir	 y	 dar	 solución	 a
tales	averías.
20.	Por	 lo	 tanto,	si	 luego	de	verificado	el	 incumplimiento	de	 la	prestación
debida,	una	aerolínea	alega	desperfectos	en	sus	aeronaves	como	eximente
de	 responsabilidad	 debe	 acreditar	 que	 tal	 avería	 o	 falla	 resultaba
imprevisible	y	fuera	de	su	esfera	de	control	en	el	caso	particular	al	margen
de	los	controles	de	rutina	exigidos	por	la	autoridad	sectorial;	sin	embargo,
el	presente	 caso,	 la	denunciada	no	ha	presentado	medios	probatorios	que
acrediten	que	la	falla	detectada	resultaba	imprevisible	y	fuera	de	su	esfera
de	 control”.	 (Indecopi,	 R.	 002-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 08/2014.
Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
CAPÍTULO	II
PRODUCTOS	O	SERVICIOS	DE	SALUD
Ley	29571.
ART.	67.—Protección	de	la	salud.
67.1.	El	proveedor	de	productos	o	servicios	de	salud	está	en	la	obligación
de	 proteger	 la	 salud	 del	 consumidor,	 conforme	 a	 la	 normativa	 sobre	 la
materia.
67.2.	La	prestación	de	servicios	y	la	comercialización	de	productos	de	salud
a	 los	 consumidores	 se	 rigen	 por	 las	 disposiciones	 establecidas	 en	 la	 Ley
Núm.	 26842,	 Ley	 General	 de	 Salud,	 normas	 complementarias,
modificatorias	 o	 las	 que	 la	 sustituyan	 y	 en	 lo	 que	 no	 se	 oponga	 por	 las
disposiciones	del	presente	código.
67.3.	Los	establecimientos	de	salud	y	los	servicios	médicos	de	apoyo	tienen
el	deber	de	 informar	al	 consumidor,	a	 sus	 familiares	o	allegados	sobre	 las
características	 del	 servicio,	 las	 condiciones	 económicas	 de	 la	 prestación	 y
demás	términos	y	condiciones,	así	como	los	aspectos	esenciales	vinculados
al	acto	médico.
67.4.	 El	 derecho	 a	 la	 protección	 de	 la	 salud	 del	 consumidor	 es
irrenunciable.	 Sin	 perjuicio	 del	 pleno	 reconocimiento	 de	 estos	 derechos
conforme	a	la	normativa	de	la	materia,	los	consumidores	tienen,	de	acuerdo
al	presente	código,	entre	otros,	los	siguientes	derechos:
a.	 A	 que	 se	 les	 brinde	 información	 veraz,	 oportuna	 y	 completa	 sobre	 las
características,	condiciones	económicas	y	demás	términos	y	condiciones	del
producto	o	servicio	brindado.
b.	 A	 que	 se	 les	 dé,	 en	 términos	 comprensibles	 y	 dentro	 de	 las
consideraciones	 de	 ley,	 la	 información	 completa	 y	 continua	 sobre	 su
proceso,	 diagnóstico,	 pronóstico	 y	 alternativas	 de	 tratamiento,	 así	 como
sobre	los	riesgos,	contraindicaciones,	precauciones	y	advertencias	sobre	los
productos	o	servicios	brindados.
c.	 A	 que	 se	 les	 comunique	 de	 forma	 suficiente,	 clara,	 oportuna,	 veraz	 y
fácilmente	 accesible,	 todo	 lo	 necesario	 para	 que	 puedan	 dar	 su
consentimiento	informado,	previo	a	la	entrega	de	un	producto	o	la	provisión
de	un	servicio.
67.5.	Lo	previsto	en	el	código	no	afecta	las	normas	que	en	materia	de	salud
otorguen	condiciones	más	favorables	al	usuario.
JURISPRUDENCIA.—Las	 denuncias	 ante	 el	 Indecopi	 no	 requieren	 estar
suscritas	por	un	profesional,	pues	basta	que	estén	rubricadas	por	quien
presenta	 la	 denuncia.	 “El	 discernimiento	 de	 la	 administración,	 en	 el
sentido	de	encontrarse	acreditado	que	la	denunciada	Clínica	(...)	suministró
al	 niño	 corticoides	 orales	 en	 forma	 sucesiva,	 a	 pesar	 de	 tener	 indicios
razonables	de	que	éste	venía	desarrollando	la	enfermedad	de	Síndrome	de
Cushing	exógeno,	lo	que	ocasionó	que	se	agraven	sus	efectos	y	por	ende	su
salud	tampoco	resulta	ajeno	al	contenido	de	la	denuncia	interpuesta	por	la
denunciante	 en	 la	 sede	 administrativa,	 resultando	 más	 bien	 de
trascendental	 importancia	 para	 la	 solución	 de	 la	 litis,	 pues	 a	 través	 de	 la
referida	 denuncia	 se	 señaló	 que	 durante	 el	 tiempo	 que	 su	 niño	 estuvo
siendo	 atendido	 por	 la	 clínica	 denunciada	 se	 le	 aplicó	 continuamente
nebulizaciones,	corticoides	como	Flacort	30mg,	Prenidsona	52mg,	Seretide
de	125	y	250	mg,	Ventolín	cada	cuatro	horas	y	antibióticos,	lo	que	motivó	a
que	 adquiera	 resistencia	 a	 varios	 de	 los	 medicamentos	 mencionados	 en
detrimento	de	su	salud,	pues	de	los	informes	emitidos	por	la	Clínica	(...)	es
de	 verse	 que	 el	 niño	 de	 la	 denunciante	 presenta	 el	 síndrome	 de	 Cushing,
siendo	éste	una	enfermedad	ocasionada	por	el	incremento	de	la	producción
de	 la	 hormona	 cortisol	 o	 por	 el	 uso	 excesivo	 de	 ésta	 u	 otras	 hormonas
esteroides	(...)	Debe	precisarse	que	las	denuncias	que	se	interponen	ante	la
Comisión	de	Protección	al	Consumidor	del	Indecopi	no	requieren	que	estén
suscritas	por	un	profesional,	ya	sea	en	el	ámbito	legal	o	en	el	que	es	motivo
de	 denuncia,	 sino	 que	 únicamente	 estén	 rubricadas	 por	 la	 persona	 que
presenta	 la	denuncia,	de	modo	 tal,	que	en	el	 caso	concreto	no	se	 le	puede
exigir	a	 la	denunciante	 (...)	que	haya	consignado	de	manera	expresa	en	su
denuncia,	que	al	habérsele	suministrado	cortisona	a	su	menor	hijo	por	un
periodo	largo,	se	le	ha	ocasionado	el	síndrome	de	Cushing,	pues	no	se	trata
de	 una	 especialista	 en	 la	materia,	 resultando	 suficiente	 el	 argumento	 que
durante	el	tiempo	que	su	menor	hijo	fue	atendido	en	la	clínica	denunciada,
se	le	aplicó	una	serie	de	corticoides	que	fueron	empeorando	su	salud,	pues	a
partir	de	ahí	se	efectuaron	las	investigaciones	correspondientes	tendientes
a	 probar	 la	 idoneidad	 del	 servicio	 brindado	 por	 la	 Clínica	 (...)”.	 (C.	 S,	 Cas.
1446-2011-Lima,	jul.	11/2013.	V.	P.	Sivina	Hurtado)
Ley	29571.
ART.	68.—Responsabilidad	por	la	prestación	de	servicios	de	salud.
68.1.	 El	 establecimiento	 de	 salud	 es	 responsable	 por	 las	 infracciones	 al
presente	 código	 generadas	 por	 el	 ejercicio	 negligente,	 imprudente	 o
imperito	 de	 las	 actividades	 de	 los	 profesionales,	 de	 los	 técnicos	 o	 de	 los
auxiliares	que	se	desempeñen	en	el	 referido	establecimiento,	 sin	perjuicio
de	las	responsabilidades	que	les	correspondan	a	estos.
68.2.	El	establecimiento	de	salud	también	es	responsable	por	los	actos	de
los	profesionales	que	de	manera	independiente	desarrollen	sus	actividades
empleando	 la	 infraestructura	 o	 equipos	 del	 primero,	 salvo	 que	 el	 servicio
haya	 sido	 ofrecido	 sin	 utilizar	 la	 imagen,	 reputación	 o	marca	 del	 referido
establecimiento	 y	 esa	 independencia	 haya	 sido	 informada	 previa	 y
expresamente	 al	 consumidor;	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo
68.1.	 La	 responsabilidad	 del	 establecimiento	 de	 salud	 conforme	 a	 esta
norma	es	solidaria.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Evaluación	de	la	idoneidad	del	servicio	de	las
aseguradoras	 incluye	 elementos	 ajenos	 al	 contrato	 que	 generen
expectativas	en	los	consumidores.	“Dentro	de	una	relación	de	consumo	en
materia	 de	 seguros,	 la	 principal	 obligación	 a	 cargo	 de	 la	 compañía	 de
seguros	consiste	en	cumplir	con	el	pago	de	la	indemnización	convenida	una
vez	que	se	acredite	la	ocurrencia	del	siniestro,	siempre	que	dicha	ocurrencia
pueda	subsumirse	dentro	de	los	riesgos	cubiertos	por	el	contrato	de	seguro
y	 no	 concurra	 ninguna	 causal	 de	 exclusión	 de	 la	 cobertura	 contratada.
Siendo	 así,	 la	 delimitación	 de	 la	 obligación	 de	 cobertura	 de	 la	 empresa
aseguradora,	así	como	de	las	demás	obligaciones	accesorias,	emanan	de	las
cláusulas	contractuales	pactadas	y	 las	normas	 legales	que	rigen	el	sistema
de	seguros,	debiendo	observarse	dichos	parámetros	al	momento	de	analizar
la	idoneidad	del	servicio	prestado.
7.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 cabe	 precisar	 que	 el	 análisis	 de	 la	 idoneidad
comprende	 también	 otros	 factores	 o	 elementos	 ajenos	 al	 contrato	 que
permiten	determinar	la	prestación	debida	de	la	aseguradora,	tales	como	la
conducta	 del	 proveedor	 en	 el	 marco	 de	 la	 prestación	 del	 servicio	 que
pueden	generar	legítimas	expectativas	a	los	consumidores	(...).
Sobre	 el	 particular	 es	 preciso	 indicar	 que	 la	 ‘Consulta	 Externa’	 es	 un
documento	que	da	cuenta	de	las	atenciones	médicas	recibidas	directamente
por	la	señora	madre	del	denunciante	en	vida	y	en	el	que	se	dejó	constancia
del	diagnóstico	de	su	enfermedad.	Asimismo,	cabe	agregar	que	mediante	la
‘Epicrisis	Clínica’	–documento	que	resume	 la	patología	de	un	paciente	con
referencia	 a	 sus	 antecedentes–	 tales	 atenciones	médicas	 y	 su	 enfermedad
fueron	 constatadas”.	 (Indecopi,	 R.	 612-2013/SPC-Indecopi,	 mar.	 12/2013.
Pres.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Un	 consumidor	 considerará	 cumplida	 la
obligación	 si	 se	 ha	 logrado	 el	 resultado	 prometido	 por	 el	médico	 o	 la
persona	 encargada.	 “En	 el	 caso	 de	 los	 servicios	 de	 atención	 médica,	 un
consumidor	 tendrá	 la	 expectativa	 que	 el	 profesional	 de	 la	 salud	 adopte
todas	 las	medidas	 de	 prevención	 que	 razonablemente	 resulten	 necesarias
de	acuerdo	con	el	estado	de	la	técnica,	actuando	durante	el	acto	médico	de
manera	diligente	conforme	a	sus	capacidades	debidamente	acreditadas.	En
esa	línea,	cabe	precisar	que	existen	dos	tipos	de	servicios	médicos,	 los	que
involucran	 una	 obligación	 de	 medios	 y	 aquellos	 que	 involucran	 una
obligación	 de	 resultados.	 Así,	 la	 expectativa	 que	 tenga	 el	 consumidor	 del
servicio	 brindado,	 dependerá	 fundamentalmente	 del	 tipo	 de	 obligación	 al
que	 se	 encuentra	 sujeto	 el	 profesional	 médico,	 aplicándose	 ésta	 de	 la
siguiente	forma:
(i)	 servicio	 médico	 sujeto	 a	 una	 obligación	 de	 medios:	 en	 este	 caso,	 un
consumidor	 tendrá	 la	 expectativa	 que	 durante	 su	 prestación	 no	 se	 le
asegurará	 un	 resultado,	 pues	 éste	 no	 resulta	 previsible;	 sin	 embargo,	 sí
esperará	 que	 el	 servicio	 sea	 brindado	 con	 la	 diligencia	 debida	 y	 con	 la
mayor	dedicación,	utilizando	todos	los	medios	requeridos	para	garantizar	el
fin	deseado;	y,
(ii)	servicio	médico	sujeto	a	una	obligación	de	resultados:	en	este	caso,	un
consumidor	 espera	 que	 al	 solicitar	 dichos	 servicios	 se	 le	 asegure	 un
resultado,	 el	 cual	 no	 solamente	 es	 previsible,	 sino	 que	 constituye	 el	 fin
práctico	 por	 el	 cual	 se	 han	 contratado	 dichos	 servicios.	 Es	 así,	 que	 un
consumidor	considerará	cumplida	 la	obligación,	cuando	se	haya	 logrado	el
resultado	 prometido	 por	 el	 médico	 o	 la	 persona	 encargada.	 En	 este
supuesto,	el	parámetro	de	la	debida	diligencia	es	irrelevante	a	efectos	de	la
atribución	de	la	responsabilidad	del	proveedor,	pero	será	tenido	en	cuenta
para	 graduar	 la	 sanción”.	 (Indecopi,	 R.	 1179-2015/SPC-Indecopi,	 abr.
13/2015.	Pres.	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	69.—Seguros	de	salud.
69.1.	Las	empresas	de	 seguros	 están	en	 la	obligación	de	 informar	 clara	y
destacadamente	 al	 consumidor	 el	 tipo	 de	 póliza	 y	 la	 cobertura	 de	 los
seguros	de	salud.
69.2.	La	prestación	de	servicios	de	seguros	de	salud	y	el	contenido	de	sus
contratos	se	sujetan	a	lo	dispuesto	por	la	regulación	especial	emitida	por	la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	Pensiones.
Ley	29571.
ART.	 70.—Planes	 y	 programas	 ofrecidos	 por	 los	 proveedores	 de
servicios	 de	 salud.	 Los	 proveedores	 de	 servicios	 de	 salud	 que	 ofrezcan
programas	o	planes	que	otorguen	beneficios	similares	o	equivalentes	a	 los
seguros	de	salud,	deben	incluir	en	sus	contratos	las	siguientes	condiciones
mínimas:
a.	 Información	 clara	 y	 destacada	 sobre	 lo	 que	 es	 materia	 del	 servicio.
Particularmente	debe	 informarse	al	 consumidor	sobre	 las	 restricciones	en
lenguaje	de	fácil	comprensión	para	una	persona	no	versada	en	la	materia.
b.	 Entrega	 bajo	 cargo	 del	 documento	 escrito	 en	 el	 que	 consten	 las
condiciones	del	contrato.
c.	 Entrega	 bajo	 cargo	 de	 una	 hoja	 resumen	 en	 la	 que	 consten	 las
exclusiones,	 coberturas	 y	 condiciones	 relevantes	 de	 la	 póliza	 en	 términos
comprensibles.
d.	Información	sobre	el	monto	de	los	beneficios	y	el	precio	del	programa	o
plan	de	salud.	La	posibilidad	de	cualquier	modificación	del	precio	debe	ser
advertida	de	manera	destacada	al	consumidor.
e.	 Información	 sobre	 las	 consecuencias	 de	 falta	 de	 pago	 del	 precio	 para
acceder	a	los	servicios	y	beneficios	contratados.
f.	 Información	 sobre	 el	 alcance,	 riesgos	 o	 circunstancias	 excluidas	 de	 la
cobertura	del	programa	o	plan	de	salud,	 las	 fechas	y	modalidades	de	pago
del	producto	o	servicio.
g.	Información	sobre	los	establecimientos	en	los	cuales	puede	hacerse	valer
el	servicio	contratado	y	sobre	el	representante	del	proveedor	encargado	de
atender	los	eventos.
h.	 Información	sobre	 la	vigencia	del	producto	o	servicio	y	 las	condiciones
para	la	renovación	del	contrato.
Ley	29571.
ART.	71.—Financiamiento	de	 los	programas	de	salud	por	un	 tercero.
Cuando	el	precio	por	un	programa	o	plan	ofrecido	por	 los	proveedores	de
servicios	 de	 salud	 sea	 financiado	 por	 un	 tercero	 distinto	 a	 dichos
proveedores,	 se	 genera	 una	 relación	 de	 crédito	 que	 es	 independiente	 del
servicio	 contratado.	 En	 estos	 casos,	 la	 prestación	 de	 beneficios	 no	 está
vinculada	a	la	condición	del	cumplimiento	de	la	obligación	crediticia.
Cuando	el	pago	de	la	cuota	de	financiamiento	sea	condición	para	continuar
bajo	la	cobertura	del	plan	ofrecido,	ello	debe	ser	informado	expresamente	y
por	escrito	a	los	consumidores	de	manera	previa	a	la	contratación.
Ley	29571.
ART.	 72.—Condiciones	 aplicables	 a	 los	 seguros	 de	 salud	 y	 planes	 y
programas	 de	 salud.	 Las	 empresas	 de	 seguros	 y	 los	 proveedores	 de
servicios	 de	 salud	 no	 pueden,	 mediante	 la	 variación	 unilateral	 de	 las
condiciones	referidas	a	preexistencias,	eliminar	las	coberturas	inicialmente
pactadas.	 Esta	 disposición	 también	 se	 aplica	 para	 las	 renovaciones	 de	 los
planes	o	seguros	de	salud.
CAPÍTULO	III
PRODUCTOS	O	SERVICIOS	EDUCATIVOS
Ley	29571.
ART.	73.—Idoneidad	en	productos	y	servicios	educativos.	El	proveedor
de	 servicios	 educativos	 debe	 tener	 en	 consideración	 los	 lineamientos
generales	del	proceso	educativo	en	la	educación	básica,	técnico-productiva
y	 educación	 superior,	 asegurando	 la	 calidad	 de	 los	 servicios	 dentro	 de	 la
normativa	sobre	la	materia.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Centros	 educativos	 no	 pueden	 direccionar	 a
los	 padres	 de	 familia	 a	 adquirir	 útiles	 escolares	 de	 marcas
determinadas.	 “30.	 Efectivamente,	 el	 direccionamiento	 de	 útiles	 de	 una
determinada	marca	en	 las	 listas	escolares	 restringe	 la	oferta	del	mercado,
sin	 tener	en	cuenta	 la	capacidad	adquisitiva	de	cada	padre	de	 familia	y	su
derecho	irrestricto	a	 la	 libertad	de	elección	en	sus	decisiones	de	consumo,
situación	que	impacta	negativamente	en	sus	intereses	económicos.
31.	Sin	embargo,	teniendo	en	cuenta	 la	precisión	efectuada	(...)	en	su	lista
de	útiles,	 se	evidencia	que	 la	denunciada	no	se	encuentra	direccionando	o
exigiendo	a	 los	padres	de	familia	el	uso	de	determinadas	marcas,	sino	que
conforme	 se	 aprecia,	 la	 indicación	 de	 determinadas	 marcas	 corresponde
únicamente	 a	 una	 recomendación	 adoptada	 por	 la	 denunciada,	 dejando	 a
libertad	a	los	padres	de	familia	de	elegir	los	útiles	que	mejor	les	convenga,
dado	 que	 solamente	 cumple	 una	 función	 referencial”.	 (Indecopi,	 R.	 1090-
2013/SPC-Indecopi,	abr.	30/2013.	Pres.	Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Indecopi	 sanciona	 a	 editorial	 por	 ofrecer
incentivos	a	colegios	para	que	estos	requieran	a	sus	alumnos	los	textos
escolares	 que	 editaban.	 “En	 ese	 orden	 de	 ideas,	 en	 la	 medida	 que	 los
padres	 de	 familia	 mantienen	 un	 interés	 legítimo	 en	 que	 el	 proceso	 de
selección	de	los	textos	escolares	que	servirán	a	sus	hijos	para	el	logro	de	sus
objetivos	 académicos	 durante	 el	 año	 escolar,	 se	 realizará	 únicamente	 en
base	a	 criterios	pedagógicos,	 las	editoriales	deberán	 responder	en	 caso	 se
constate	 que	 pese	 a	 ello,	 incorporaron	 un	 factor	 que	 distorsiona	 y
desnaturaliza	dicho	proceso	de	 selección.	 Sobre	este	punto,	 es	 importante
resaltar	que	la	naturaleza	del	servicio	que	enmarca	el	proceso	de	selección
de	 textos	 escolares	 y	 las	 características	particulares	 con	 las	 que	 cuenta	 el
mismo,	exigen	que	el	análisis	de	las	relaciones	involucradas	entre	las	partes
que	 conforman	 este	 proceso	 se	 realicen	 atendiendo	 a	 dichas
particularidades.
21.	 Así,	 respecto	 de	 la	 introducción	 de	 factores	 que	 desnaturalicen	 el
proceso	de	selección	de	textos	escolares,	a	través	de	la	entrega	o	recepción
de	 beneficios	 patrimoniales	 para	 definir	 la	 elección	 de	 un	 texto	 en
particular,	existen	dos	proveedores	que	pueden	declararse	responsables.	En
primer	 lugar,	 el	 centro	 educativo	 por	 basar	 la	 elección	 de	 los	 textos
escolares	 que	 serán	 utilizados	 por	 sus	 alumnos	 para	 el	 aprendizaje	 de
diversas	materias,	 en	 criterios	distintos	 a	 los	 estrictamente	pedagógicos	 y
por	 su	 parte,	 las	 editoriales,	 por	 incorporar	 a	 dicho	 proceso	 de	 selección
justamente	 los	factores	extra	pedagógicos	considerados	finalmente	por	 los
colegios.
23.	 En	 este	 punto	 es	 necesario	 resaltar	 que	 el	 hecho	 de	 que	 los	 centros
educativos	 también	 sean	 responsables	 por	 asegurar	 la	 objetividad	 del
proceso	de	 selección	de	 textos	 escolares,	 no	 implica	que	 las	 editoriales	 se
encuentren	 exoneradas	 de	 cumplir	 con	 dicho	 deber,	 en	 la	medida	 que	 su
papel	en	dicho	proceso	y	su	actuación	en	el	marco	del	mismo,	implican	una
afectación	 directa	 al	 derecho	 de	 los	 padres	 de	 familia,	 en	 su	 calidad	 de
consumidores”.	(Indecopi,	R.	1035-2013/SPC-Indecopi,	abr.	25/2013.	Pres.
Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Colegios	 pueden	 establecer	 el	modelo	 de	 los
uniformes,	 pero	 no	 pueden	 direccionar	 su	 compra.	 “18.	 Conforme	 a	 lo
señalado	 por	 el	 artículo	 73	 del	 código,	 los	 proveedores	 de	 servicios
educativos	 deben	 tener	 en	 consideración	 los	 lineamientos	 generales	 del
proceso	 educativo	 en	 la	 educación	 básica,	 técnico-productiva	 y	 educación
superior,	 asegurando	 la	 calidad	 de	 los	 servicios	 dentro	 de	 la	 normativa
sobre	la	materia.
19.	 El	 literal	 c)	 del	 artículo	 1.1	 del	 código	 reconoce	 el	 derecho	 de	 los
consumidores	 a	 la	 protección	 de	 sus	 intereses	 económicos,	 mediante	 el
trato	equitativo	y	 justo	en	 toda	transacción	comercial.	Del	mismo	modo	el
literal	 f)	 reconoce	 su	 derecho	 de	 elegir	 libremente	 entre	 productos	 y
servicios	idóneos	y	de	calidad,	que	se	ofrezcan	en	el	mercado.
20.	El	artículo	16	de	la	Ley	de	Centros	Educativos	Privados	prohíbe	que	los
centros	 educativos	 direccionen	 a	 los	 padres	 de	 familia	 a	 adquirir	 el
uniforme	escolar	de	un	determinado	proveedor.	En	este	orden	de	 ideas,	si
bien	 la	 norma	 no	 restringe	 la	 libertad	 de	 los	 centros	 educativos	 para
determinar	 el	 modelo	 de	 los	 uniformes	 escolares,	 sí	 prohíbe	 de	 manera
expresa	 que	 éstos	 limiten	 la	 opción	 que	 tienen	 los	 padres	 de	 familia	 de
adquirir	 dicho	 uniforme	 en	 el	 lugar	 que	 ellos	 elijan”.	 (Indecopi,	 R.	 2857-
2013/SPC-Indecopi,	oct.	28/2013.	Pres.	Montoya	Alberti)
Ley	29571.
ART.	 74.—Derechos	 esenciales	 del	 consumidor	 en	 los	 productos	 y
servicios	educativos
74.1.	Atendiendo	a	la	especialidad	de	los	productos	y	servicios	educativos,
el	consumidor	tiene	derecho	esencialmente	a	lo	siguiente:
a.	 Que	 se	 le	 brinde	 por	 escrito	 información	 veraz,	 oportuna,	 completa,
objetiva	 y	 de	 buena	 fe	 sobre	 las	 características,	 condiciones	 económicas,
ventajas	y	demás	términos	y	condiciones	del	producto	o	servicio.
b.	 Que	 se	 le	 cobre	 la	 contraprestación	 económica	 correspondiente	 a	 la
prestación	 de	 un	 servicio	 efectivamente	 prestado	 por	 el	 proveedor	 de
servicios	educativos.
c.	Que	se	le	informe	antes	de	que	se	inicie	el	proceso	de	contratación	sobre
los	documentos,	certificaciones,	licencias	o	autorizaciones	con	que	cuenta	el
proveedor	para	desarrollar	lícitamente	la	actividad.
d.	 Que	 se	 le	 informe	 de	manera	 clara	 y	 destacada	 sobre	 la	 naturaleza	 y
condiciones	 de	 la	 certificación	 que	 será	 otorgada	 a	 la	 conclusión	 del
programa	y	servicio	contratado.
e.	Que	no	se	condicione	la	entrega	del	documento	que	acredite,	certifique	o
deje	constancia	del	uso	o	desarrollo	del	producto	o	servicio	a	pago	distinto
del	 derecho	 de	 trámite,	 salvo	 en	 el	 caso	 de	 que	 el	 usuario	 registre	 deuda
pendiente	 con	 la	 institución	 educativa,	 en	 concordancia	 con	 la	 legislación
sobre	la	materia.
f.	Que	se	tomen	medidas	inmediatas	de	protección	cuando	el	servicio	afecta
el	proceso	formativo	de	los	niños,	niñas	y	adolescentes.
g.	 Que	 la	 institución	 educativa	 difunda	 y	 promueva	 objetivamente	 las
ventajas	y	cualidades	que	ofrecen	a	los	usuarios.
74.2.	 La	 enumeración	 de	 los	 derechos	 establecidos	 en	 esta	 norma	 no
excluye	los	demás	que	la	Constitución	Política	del	Perú	o	normas	especiales
garantizan	ni	otros	de	naturaleza	análoga	o	que	se	fundan	en	el	respeto	de
los	derechos	reconocidos	en	el	presente	código.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC:	 los	 colegios	 particulares	 no	 pueden
exigir	 la	 presentación	 de	 todos	 los	 útiles	 escolares	 al	 inicio	 del	 año
escolar.	“15.	Contrariamente	a	lo	señalado	por	el	colegio,	 la	sala	considera
que	 del	 tenor	 de	 la	 ‘nota’	 de	 la	 lista	 de	 útiles	 sólo	 se	 pueden	 sacar	 dos
conclusiones.	 La	 primera,	 que	 la	 entrega	 de	 la	 totalidad	 de	 útiles	 es
obligatoria	y	debe	efectuarse	hasta	el	primer	día	de	clases.	La	segunda,	es
que	la	entrega	de	los	útiles	debe	realizarse	únicamente	los	días	24,	25	o	el
primer	 día	 de	 clases.	 Lo	 señalado	 en	 tanto	 no	 se	 consigna	 ninguna
referencia	 expresa	 respecto	 a	 que	 el	 padre	de	 familia	 pudiera	decidir	 qué
entregar	al	colegio	y	cuándo	hacerlo,	asimismo,	las	fechas	de	entrega	de	los
útiles	señaladas	por	el	colegio	son	únicas	e	inamovibles.
16.	Respecto	de	la	falta	de	obligatoriedad	de	la	nota	consignada	en	las	listas
de	útiles,	es	necesario	tener	en	cuenta	que	un	centro	educativo,	más	allá	de
representar	una	autoridad	para	el	menor,	tiene	la	capacidad	de	condicionar
la	 actuación	 de	 los	 padres	 de	 familia,	 encontrándose	 en	 una	 posición	 que
permite	exigir	ciertas	conductas,	pues	la	motivación	principal	de	los	padres
será	colaborar	con	el	proceso	educativo	de	sus	menores	hijos.
17.	Por	tal	motivo,	bastará	constatar	que	el	centro	educativo	ha	indicado	a
los	padres	de	 familia	que	debían	efectuar	 la	entrega	de	 la	 totalidad	de	 los
útiles	 escolares	 en	determinadas	 fechas	 al	 inicio	del	 año	 escolar	 e	 incluso
antes,	para	que	se	configure	una	infracción,	pues	dada	la	posición	del	centro
educativo	en	la	relación	de	consumo,	el	solo	requerimiento	producirá	en	los
padres	 de	 familia	 la	 disposición	 a	 asumir	 como	 obligatorias	 estas
indicaciones.	(...).
30.	 En	 ambos	 casos,	 se	 hace	 referencia	 directa	 a	 la	 marca	 o	 marcas
seleccionadas	por	el	colegio,	y	aun	cuando	aparentemente	se	deja	a	criterio
de	los	padres	elegir	otra	‘de	mejor	calidad,	ello	constituye	una	autorización
vacía	 de	 contenido,	 pues	 el	 propio	 colegio	 ha	 definido	 las	 marcas	 que
considera	 adecuadas,	 por	 lo	 que	 el	 padre	 de	 familia	 no	 considerará
apropiado	alejarse	de	la	 indicación	recibida	por	temor	a	no	cumplir	con	el
estándar	de	calidad	aprobado	por	el	centro	educativo.	Asimismo,	se	puede
observar	que	no	existe	indicación	alguna	en	las	listas	de	útiles	que	permitan
considerar	 que	 las	 indicaciones	 de	 marcas	 contenidas	 en	 éstas	 son
únicamente	sugerencias	de	índole	referencial.
31.	Bajo	este	contexto,	 luego	de	 leer	 la	 lista	de	útiles	un	padre	de	 familia
considerará	que	 las	marcas	 indicadas	 constituyen	una	exigencia	por	parte
del	 centro	 educativo	 y	 no	 una	 simple	 sugerencia”.	 (Indecopi,	 R.	 0449-
2010/SC2-Indecopi,	abr.	03/2010.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Centros	educativos	pueden	sugerir	la	compra
de	determinadas	marcas	de	útiles	escolares,	pero	no	pueden	obligar	ni
condicionar	la	prestación	del	servicio	a	dicha	adquisición.	“En	este	punto
es	preciso	 indicar	que	esta	sala	concuerda	con	 lo	 resuelto	por	 la	comisión
pues	 al	 momento	 de	 fijar	 determinadas	 marcas	 en	 la	 lista	 de	 útiles
escolares,	 aunque	 haya	 sido	 por	 desconocimiento	 o	 error,	 el	 colegio
restringió	 la	 libertad	 de	 elección	 que	 tienen	 los	 padres	 de	 familia	 para
adquirir	aquellos	útiles	que	consideren	más	convenientes	de	acuerdo	a	su
capacidad	económica	o	los	que	resulten	más	adecuados	a	sus	preferencias.
Así	el	solo	hecho	de	haber	señalado	una	marca	determinada	en	algunas	de
las	listas	de	útiles	configuró	una	transgresión	al	código.
(...)	si	bien	los	centros	educativos	se	encuentran	prohibidos	de	exigir	a	los
padres	de	familia	la	adquisición	de	útiles	escolares	o	materiales	educativos
de	determinadas	marcas,	en	caso	de	que	estos	 lo	consideren	necesario,	ya
sea	 por	 la	 calidad	 o	 por	 las	 características	 que	 presenten	 determinados
productos,	 deben	 dejar	 constancia	 expresa	 de	 que	 dicha	 indicación
constituye	 únicamente	 una	 recomendación	 o	 sugerencia,	 dejando	 así	 en
claro	que	 la	misma	no	representa	un	condicionamiento	para	 la	prestación
del	 servicio	 educativo,	 situación	 que	 no	 se	 ha	 dado	 en	 el	 presente	 caso,
siendo	 que	 el	 colegio	 no	 realizó	 indicación	 alguna”.	 (Indecopi,	 R.	 190-
2014/SPC-Indecopi,	ene.	23/2014.	Pres.	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	75.—Deber	de	 informar	de	 los	centros	y	programas	 educativos.
Los	 centros	 y	 programas	 educativos	 antes	 de	 finalizar	 cada	 período
educativo	 y	 durante	 el	 proceso	de	matrícula	 están	 obligados	 a	 brindar	 en
forma	veraz,	suficiente,	apropiada	y	por	escrito	al	consumidor	información
sobre	el	monto,	número	y	oportunidad	de	pago	de	 las	 cuotas	o	pensiones
del	 siguiente	 período	 educativo,	 así	 como	 la	 posibilidad	 de	 que	 se
incremente	el	monto	de	las	mismas.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Colegios	 no	 pueden	 suspender	 el	 servicio
educativo	por	atraso	en	el	pago	de	pensiones.	“De	los	dispositivos	citados,
se	desprende	que	los	colegios	no	se	encuentran	facultados	para	suspender
el	servicio	educativo	de	aquellos	alumnos	que	se	encuentren	atrasados	en	el
pago	 de	 las	 pensiones	 de	 enseñanza,	 ya	 que	 evidentemente	 esto	 afecta	 el
desarrollo	educativo	de	los	mismos.	Por	ello,	se	dispone	que	ante	el	atraso
en	el	pago	de	pensiones,	el	centro	educativo	únicamente	puedan	retener	los
certificados	 correspondientes,	 a	 efectos	 de	 coadyuvar	 al	 cumplimiento	 de
dicho	pago	sin	afectar	el	desenvolvimiento	educativo	de	los	alumnos.
12.	 A	 través	 del	 documento	 denominado	 ‘Carta	 de	 Declaración	 y
Compromiso’,	 se	constató	que	el	 colegio	contemplaba	el	 condicionamiento
del	 servicio	 educativo	 al	 pago	 de	 pensiones	 escolares,	 ya	 que	 informaba
sobre	 la	 posibilidad	 de	 suspender	 el	 servicio	 a	 aquellos	 alumnos	 que	 no
hubieran	 cancelado	 durante	 dos	 meses	 consecutivos	 las	 pensiones	 de
enseñanza	y	que	tampoco	hubieran	cumplido	con	el	nuevo	cronograma	de
pago	 establecido	 por	 este	 motivo.”	 (Indecopi,	 R.	 658-2012/SC2-Indecopi,
mar.	07/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Centros	 educativos	 no	 pueden	 cobrar	 por
conceptos	 adicionales	 a	 la	 cuota	 de	 ingreso	 incluso	 si	 los	 padres	 de
familia	acuerdan	tal	pago.	“El	artículo	74.1	 literal	b)	del	código	reconoce
expresamente	el	derecho	de	los	consumidores	de	servicios	educativos	a	que
se	 le	cobre	 la	contraprestación	económica	correspondiente	a	 la	prestación
de	 un	 servicio	 efectivamente	 prestado	 por	 el	 proveedor	 de	 servicios
educativos.	(...).
7.	 Ello,	 ha	 sido	 señalado	 por	 esta	 sala	 en	 anteriores	 pronunciamientos,
considerándose	 como	 cobro	 anticipado	 tanto	 el	 que	 se	 realiza	 antes	 del
inicio	del	mes	 lectivo	 cobrado,	 como	el	 que	 se	 requiere	durante	 el	mismo
mes	y	antes	de	haberse	culminado	éste.
16.	 Como	 se	 ha	 señalado	 el	 artículo	 16	 de	 la	 Ley	 de	 Centros	 Educativos
Privados	establece	que	los	centros	educativos	se	encuentran	prohibidos	de
realizar	 cobros	 adicionales	 a	 la	 cuota	 de	 ingreso,	 la	 matrícula	 y	 las
pensiones	 de	 enseñanza,	 de	 allí	 que	 sólo	 mediante	 resolución	 de	 la
autoridad	competente	del	Ministerio	de	Educación,	se	autorizará	la	fijación
de	cuotas	extraordinarias.	En	tal	sentido,	aun	cuando	resulte	válido	que	los
padres	de	familia	acuerden	o	aprueben	voluntariamente	asumir	el	costo	de
conceptos	 adicionales	 a	 la	 cuota	 de	 ingreso,	 pensión	 de	 enseñanza	 y
matrícula,	 lo	 cierto	 es	 que	 los	 cobros	 de	 esos	 montos	 no	 pueden	 ser
requeridos	 por	 el	 centro	 educativo	 o	 cobrados	 por	 éste,	 ya	 que	 su	 sola
participación	en	la	recaudación	de	dichas	contribuciones	lo	colocaría	como
parte	de	 los	conceptos	que	obligatoriamente	deben	ser	sufragados	por	 los
padres	de	familia.	(...)	todas	las	pensiones	se	pagaban	a	fines	de	mes,	siendo
que	excepcionalmente	 la	 correspondiente	 al	mes	de	diciembre	 se	 cobraba
con	 anterioridad	 y	 que	 dicha	 condición	 no	 era	 obligatoria,	 la	 norma
expresamente	prohíbe	el	cobro	adelantado	de	pensiones	de	enseñanza	sin
admitir	excepciones	de	ninguna	índole.	Asimismo,	del	acta	de	inspección	se
advierte	 que	 el	 pago	 adelantado	 fue	 exigido	 de	 manera	 obligatoria,
contrariamente	a	lo	manifestado	por	el	denunciado.	(...).
23.	De	manera	específica,	el	artículo	75	del	código	establece	que	los	centros
educativos	antes	de	finalizar	cada	período	educativo	y	durante	el	proceso	de
matrícula	están	obligados	a	brindar	en	forma	veraz,	suficiente,	apropiada	y
por	 escrito	 al	 consumidor	 información	 sobre	 el	 monto,	 número	 y
oportunidad	 de	 pago	 de	 las	 cuotas	 o	 pensiones	 del	 siguiente	 período
educativo,	 así	 como	 la	 posibilidad	 de	 que	 se	 incremente	 el	 monto	 de	 las
mismas”.	 (Indecopi,	 R.	 1433-2012/SC2-Indecopi,	 may.	 16/2012.	 Pres.
Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Ley	 de	 los	 centros	 educativos	 privados
persigue	la	transparencia	de	la	oferta	al	establecer	costos	fijos.	“30.	En
este	punto,	la	sala	considera	necesario	precisar	que	la	racionalidad	de	la	Ley
26549,	 modificada	 por	 la	 Ley	 27665,	 y	 las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor	 en	 el	 marco	 de	 las	 cuales	 se	 adscribe,	 no	 es	 limitar	 o
preestablecer	una	oferta	de	servicios	específica,	pues	cada	proveedor	tiene
el	derecho	de	definir	el	perfil	y	calidad	de	los	servicios	que	ofrece	dentro	de
los	 parámetros	 regulados	 por	 el	 sector.	 Esta	 norma	 tiene	 por	 objeto	 la
transparencia	 en	 la	 oferta,	 tal	 como	 ocurre	 en	 el	 mercado	 de	 servicios
financieros	a	través	de	las	tasas	integrales,	que	permita	a	cada	consumidor
comparar	en	términos	efectivos	la	oferta	de	servicios	en	el	mercado,	para	lo
cual	se	requiere	que	todos	los	costos	se	traduzcan	en	parámetros	fijos,	como
son	la	cuota	de	ingreso,	matrícula	y	las	pensiones.
31.	La	finalidad	del	Indecopi	no	es	fijar	precios	en	el	mercado	de	servicios
educativos,	 de	 allí	 que	 nada	 impediría	 que	 el	 denunciado	 trasladara	 al
monto	 de	 sus	 pensiones	 escolares	 al	 inicio	 del	 año	 lectivo,	 los	 cobros
extraordinarios	 que	 considere	 necesarios	 realizar.	 Sin	 embargo,	 en
concordancia	con	lo	expuesto	en	párrafos	precedentes,	dichos	importes	no
pueden	ser	cobrados	fuera	de	la	cuota	de	ingreso,	matrícula	o	las	pensiones
escolares”.	 (Indecopi,	 R.	 2100-2012/SC2-Indecopi,	 jul.	 09/2012.	 Pres.
Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 colegios	 privados	 no	 pueden	 realizar
cobros	 extraordinarios,	 pero	nada	obsta	para	que	aumenten	 el	monto
de	 sus	 pensiones.	 “11.	 La	 sala	 considera	 necesario	 precisar	 que	 la
racionalidad	de	 la	Ley	de	 los	Centros	Educativos	Privados	y	 las	normas	de
protección	al	consumidor	en	el	marco	de	las	cuales	se	adscribe,	no	es	limitar
o	 preestablecer	 una	 oferta	 de	 servicios	 específica,	 pues	 cada	 proveedor
tiene	 el	 derecho	 de	 definir	 el	 perfil	 y	 calidad	 de	 los	 servicios	 que	 ofrece
dentro	de	los	parámetros	regulados	por	el	sector.	El	objetivo	de	esta	norma
es	hacer	más	 transparente	 la	 oferta	de	 servicios	 educativos,	 de	modo	que
los	 consumidores	 puedan	 comparar	 en	 términos	 efectivos	 los	 precios
ofertados	 en	 el	 mercado	 y	 para	 ello	 se	 requiere	 que	 todos	 los	 costos	 se
traduzcan	en	parámetros	determinados,	como	la	matrícula,	las	pensiones	o
la	cuota	de	ingreso.
12.	En	ese	sentido,	el	Indecopi	no	pretende	fijar	precios	en	el	mercado	de
servicios	educativos,	de	allí	que	nada	impediría	que	al	inicio	del	año	lectivo,
la	 denunciada	 trasladara	 al	 monto	 de	 sus	 pensiones	 escolares	 los	 cobros
extraordinarios	 que	 considere	 necesarios	 realizar.	 Sin	 embargo,	 en
concordancia	con	lo	expuesto	en	párrafos	precedentes,	dichos	importes	no
pueden	 ser	 cobrados	 fuera	 de	 la	 cuota	 de	 ingreso,	 matrícula	 o	 pensiones
escolares”.	 (Indecopi,	 R.	 050-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 13/2014.	 Pres.
Durand	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—El	 Indecopi	 insiste:	 cuotas	 por	 almuerzo	 de
confraternidad	o	multas	por	 inasistencia	a	 las	 reuniones	no	se	 cobran
fuera	 de	 la	 asignación	 de	 ingreso,	 matrícula	 o	 pensión	 escolar.	 “El
artículo	16	de	la	Ley	de	los	Centros	Educativos	Privados,	modificado	por	la
Ley	 27665,	 prohíbe	 expresamente	 que	 los	 centros	 educativos	 realicen
cobros	por	conceptos	diferentes	a	los	establecidos	en	la	citada	ley	–cuota	de
ingreso,	matrícula	y	pensiones–,	salvo	que	se	encuentren	autorizados	por	la
autoridad	competente	del	Ministerio	de	Educación.
12.	Si	bien	de	acuerdo	con	el	Decreto	Legislativo	882,	Ley	de	Promoción	de
la	 Inversión	 en	 la	 Educación,	 los	 propietarios	 de	 instituciones	 educativas
están	 facultados	 a	 organizar,	 gestionar	 y	 administrar	 su	 funcionamiento,
ello	se	debe	realizar	con	sujeción	a	los	requisitos	mínimos	formulados	por	el
Estado	 y	 respetando	 el	 derecho	 de	 los	 consumidores,	 cuya	 protección	 se
concretiza	 a	 través	 de	 la	 legislación	 y	 reglamentación	 sectorial
correspondiente.	Acerca	de	 las	 citadas	normas,	 es	pertinente	precisar	que
las	mismas	son	de	orden	público.
13.	En	virtud	a	 lo	expuesto,	esta	sala	considera	pertinente	precisar	que	el
Indecopi	no	pretende	fijar	precios	en	el	mercado	de	servicios	educativos,	de
allí	 que	 nada	 impediría	 que	 al	 inicio	 del	 año	 lectivo,	 el	 denunciado
trasladara	al	monto	de	sus	pensiones	escolares	 los	 cobros	extraordinarios
que	 considere	 necesarios	 realizar.	 Sin	 embargo,	 en	 concordancia	 con	 lo
expuesto	en	párrafos	precedentes,	dichos	importes	no	pueden	ser	cobrados
fuera	de	la	cuota	de	ingreso,	matrícula	o	pensiones	escolares”.	(Indecopi,	R.
33-2014/SPC-Indecopi,	ene.	09/2014.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand
Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Indecopi	 multa	 a	 centro	 educativo	 por	 no
brindar	 por	 escrito	 montos,	 número	 y	 oportunidad	 de	 pago	 de	 las
pensiones	de	enseñanza.	“La	comisión	halló	 responsable	al	 señor	 (...)	por
no	 informar	 por	 escrito	 a	 los	 padres	 de	 familia	 sobre	 las	 condiciones
económicas	de	sus	servicios	educativos	aplicables	al	período	escolar	2012
antes	 de	 finalizar	 el	 2011.	 (...)	 En	 efecto,	 las	 dos	 hojas	 informativas	 y
cronogramas	 de	 pago	 presentados	 como	 medios	 probatorios	 únicamente
contienen	 la	 información	 que	 debió	 trasladar	 a	 los	 padres	 de	 familia,	 sin
consignar	 elemento	 alguno	 que	 corrobore	 que	 tales	 documentos	 se
remitieron	 a	 los	 padres	 de	 sus	 alumnos	 antes	 de	 finalizar	 el	 año	 escolar
2011.	Asimismo,	 los	ochenta	y	dos	 cargos	presentados	 tampoco	dan	 fe	de
los	alegatos	del	señor	Sánchez,	 toda	vez	que	solo	se	consignó	 la	recepción
del	 padre	 de	 familia	mas	 no	 hay	 registro	 alguno	 sobre	 la	 fecha	 en	 que	 se
entregó	 tal	 información.	 Finalmente,	 la	 nómina	 de	 alumnos	 solo
comprobaría	que	los	firmantes	son	los	padres	de	familia.	En	tal	sentido,	tras
un	análisis	 conjunto	de	 tales	documentos,	 esta	 sala	 concluye	que	estos	no
acreditan	que	hubiera	cumplido	con	el	deber	de	información	contenido	en	el
artículo	 75	 del	 código	 antes	 de	 finalizar	 el	 período	 educativo	 2011”.
(Indecopi,	R.	 0153-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 20/2014.	Vicepresidente	 Julio
Baltazar	Durand	Carrión)
CAPÍTULO	IV
PRODUCTOS	O	SERVICIOS	INMOBILIARIOS
Ley	29571.
ART.	 76.—Protección	 del	 consumidor	 en	 contratos	 inmobiliarios.	 El
derecho	del	consumidor	a	la	información	obliga	al	proveedor	de	productos
y	 servicios	 inmobiliarios	 a	 informar	 sobre	 las	 características	del	 inmueble
que	está	adquiriendo	así	como	a	proporcionar	toda	aquella	documentación
que	 acredite	 la	 existencia	 de	 autorizaciones	 municipales,	 el	 área	 del
inmueble,	 el	 proceso	 de	 titulación,	 habilitación	 urbana,	 saneamiento,
materiales	 empleados	 en	 la	 construcción	 y	 en	 los	 acabados,	 inscripciones
registrales	 del	 terreno	 y	 Declaratoria	 de	 Fábrica	 o	 de	 Edificación,
reglamento	 interno,	 independización	 y	 toda	 aquella	 documentación
relevante.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Cláusula	 arbitral	 no	 es	 oponible	 al	 régimen
de	 protección	 al	 consumidor.	 “El	 arbitraje	 de	 derecho	 pactado	 en	 el
contrato	de	compraventa	suscrito	por	 las	partes,	 regido	por	 la	Ley	26572,
Ley	General	de	Arbitraje,	no	replica	el	sistema	de	protección	al	consumidor
de	la	Ley	de	Protección	al	Consumidor	en	el	cual	la	interpretación	se	realiza
en	 el	 sentido	 más	 favorable	 al	 consumidor.	 En	 el	 proceso	 de	 arbitraje
referido	 no	 se	 reconoce	 la	 asimetría	 informativa	 existente	 entre	 la
denunciante	y	la	constructora,	factor	que	busca	corregir,	prever	o	eliminar
las	 conductas	 y	 prácticas	 que	 afecten	 los	 legítimos	 intereses	 de	 los
consumidores.
13.	Por	lo	tanto,	al	no	resultar	oponible	el	pacto	de	la	cláusula	arbitral	para
la	 resolución	 de	 la	 presente	 controversia,	 debe	 desestimarse	 dicho
argumento	 de	 defensa	 esbozado	 por	 la	 constructora.”	 (Indecopi,	 R.	 0435-
2012/SC2-Indecopi,	feb.	16/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
Ley	29571.
ART.	77.—Información	mínima	en	el	proceso	de	compra.
77.1.	 Los	 proveedores	 deben	 establecer	 e	 implementar	 medidas	 para
brindar,	como	mínimo,	información	clara	y	veraz	sobre:
a.	La	identificación	del	proveedor	inmobiliario,	del	representante	legal,	en
el	 caso	 de	 que	 se	 trate	 de	 personas	 jurídicas,	 la	 dirección	 completa	 del
inmueble,	 los	 teléfonos	 de	 contacto	 y	 la	 dirección	 de	 correo	 electrónico	 o
página	web.
b.	 La	 descripción	 del	 inmueble,	 cantidad	 de	 unidades	 inmobiliarias	 y
características	 relevantes	 tales	 como	 el	 área	 exclusiva	 y	 común,	 de	 ser	 el
caso,	medidas	perimétricas	y	acabados	del	inmueble.
Asimismo,	deben	adoptar	medidas	para	permitir	que	el	consumidor	acceda
a	esta	información.
77.2.	 Los	 proveedores	 deben	 implementar	 y	 mantener	 procedimientos
para	 proporcionar	 la	 información	 de	 manera	 previa	 y	 gratuita	 a	 la
suscripción	de	un	contrato	considerando	los	aspectos	siguientes:
a.	 Partida	 registral	 en	 el	 caso	 de	 bienes	 inscritos	 o	 título	 en	 el	 caso	 de
bienes	 no	 inscritos,	 que	 acredite	 que	 quien	 suscribe	 el	 o	 los	 contratos	 de
compraventa	es	propietario	del	inmueble	ofrecido	o	del	inmueble	matriz	del
cual	se	independizará	el	producto	ofrecido.
b.	Situación	del	proceso	de	habilitación	urbana	o	de	licencias	de	edificación,
según	corresponda.
c.	 Plano	 del	 inmueble	 ofertado,	 precisando	 qué	 aspectos	 tienen	 carácter
referencial,	de	ser	el	caso.
d.	 Identificación	 y	 características	 del	 inmueble:	 ambientes,	 área	 del
inmueble,	 áreas	 comunes,	 acabados	 y	 servicios	 públicos	 domiciliarios	 con
los	que	cuenta,	diferenciando	los	servicios	propios	de	los	servicios	comunes,
tales	como	electricidad,	agua	potable	y	alcantarillado.
e.	 Precio	 de	 venta	 del	 inmueble	 ofertado,	 incluyendo	 la	 forma	 de	 pago,
plazo,	 moneda	 en	 la	 que	 se	 realiza	 el	 pago,	 los	 gastos	 y	 tributos,
promociones	 y	 descuentos,	 y	 cronograma	 de	 pagos	 debidamente
desagregado.
f.	Condiciones	de	la	separación:	vigencia,	causales	y	efectos	de	la	resolución
(gastos	 administrativos	 y	 penalidades).	 En	 la	 venta	 de	 inmuebles	 sobre
planos	 o	 de	 bienes	 futuros,	 el	 proveedor	 debe	 devolver	 el	 íntegro	 de	 los
pagos	 adelantados	 efectuados	 por	 todo	 concepto	 a	 sola	 solicitud	 del
consumidor,	 en	 el	 caso	 de	 que	 la	 prestación	 no	 se	 llegue	 a	 ejecutar	 por
causas	atribuibles	al	proveedor.
g.	Datos	del	proveedor:	Partida	Registral	de	la	Persona	Jurídica,	nombre	de
los	representantes	legales	con	sus	vigencias	de	poder	debidamente	inscrito,
Registro	 Único	 de	 Contribuyentes	 (RUC)	 o	 Documento	 Nacional	 de
Identidad	(DNI),	de	ser	el	caso.
h.	Tratándose	de	bienes	futuros,	el	documento	que	acredite	la	aprobación
del	 proyecto	 de	 habilitación	 urbana	 o	 el	 anteproyecto	 de	 arquitectura,
según	corresponda.
i.	Vigencia	de	la	oferta.
j.	Tratándose	de	inmuebles	terminados,	copia	de	la	Hoja	de	Resumen	(HR),
Predio	Urbano	(PU),	acreditación	de	no	adeudo	de	tributos	o	de	la	situación
tributaria	del	inmueble,	y	partida	registral	donde	conste	la	independización
del	inmueble,	de	ser	el	caso.
77.3.	 Cuando	 el	 financiamiento	 del	 precio	 de	 venta	 o	 parte	 de	 este	 sea
ofrecido	 directamente	 por	 el	 proveedor,	 debe	 informar	 previa	 y
detalladamente	 e	 incorporar	 en	 una	 hoja	 resumen	 con	 la	 firma	 del
proveedor	y	del	cliente	lo	siguiente:
a.	El	monto	de	los	intereses	y	las	tasas	de	interés	aplicables	conforme	a	las
disposiciones	del	presente	código	y	las	cláusulas	penales,	si	las	hubiera.
b.	El	monto	y	detalle	de	cualquier	cargo	adicional,	si	lo	hubiera.
c.	 El	 número	 de	 cuotas	 o	 pagos	 a	 realizar,	 su	 periodicidad	 y	 la	 fecha	 de
pago,	 asimismo,	 todos	 los	 beneficios	 pactados	 por	 el	 pago	 en	 el	 tiempo	 y
forma	de	todas	las	cuotas.
d.	 La	 cantidad	 total	 a	 pagar	 por	 el	 inmueble,	 incluyendo	 el	 precio	 al
contado	más	los	intereses	y	gastos	administrativos.
e.	 El	 derecho	 de	 efectuar	 el	 pago	 anticipado	 o	 prepago	 de	 los	 saldos,	 en
forma	 total	 o	 parcial,	 con	 la	 consiguiente	 reducción	 de	 los	 intereses
compensatorios	 generados	 al	 día	 de	 pago	 y	 liquidación	 de	 comisiones	 y
gastos	 derivados	 de	 las	 cláusulas	 contractuales	 pactadas	 entre	 las	 partes,
sin	que	les	sean	aplicables	penalidades	de	algún	tipo	o	cobros	de	naturaleza
o	efecto	similar.
f.	 Los	 alcances	 y	 obligaciones	 puntuales	 de	 las	 garantías	 y	 avales,	 si	 los
hubiera.
g.	Cualquier	otra	información	que	sea	relevante.
77.4.	En	caso	de	que	el	financiamiento	del	precio	de	venta	o	parte	de	este
sea	 otorgado	 por	 una	 entidad	 financiera,	 es	 esta	 la	 que	 detalla	 las
condiciones	 de	 aquel	 de	 acuerdo	 a	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 el
presente	código	y	de	las	emitidas	por	la	Superintendencia	de	Banca,	Seguros
y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Constructoras	 no	 pueden	 entregar
departamentos	 con	 metrajes	 inferiores	 a	 los	 pactados,	 incluso	 si
celebran	 compraventas	 ad	 corpus.	 “Conforme	 se	 ha	 desarrollado	 en	 un
anterior	 pronunciamiento,	 para	 efectos	 de	 las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor,	no	resulta	idóneo	que	un	proveedor	ofrezca	al	consumidor	un
producto	 con	 determinado	 metraje	 y	 luego	 se	 lo	 entregue	 con	 medidas
distintas	 a	 las	 ofrecidas.	 Ello	 en	 tanto	 un	 consumidor	 adquiere	 un
departamento	motivado	no	sólo	por	las	características	que	puede	tener	sino
por	sus	dimensiones	siendo	el	tamaño	(metraje)	una	característica	esencial
del	inmueble	que	se	desea	adquirir;	así,	dada	la	oferta	inmobiliaria,	decidirá
adoptar	una	decisión	de	consumo	o	no.
22.	En	tal	sentido,	si	el	proveedor	informa	que	el	bien	tendrá	determinada
medida,	 este	 tiene	 la	 obligación	de	 entregarle	un	 inmueble	 con	el	metraje
ofrecido;	lo	contrario,	implicaría	una	afectación	al	deber	de	idoneidad.	Ello,
independientemente	 de	 que	 se	 haya	 celebrado	 la	 compraventa	 del	 bien
materia	 de	 denuncia	 bajo	 la	 modalidad	 ad	 corpus,	 figura	 legal	 que	 se
encuentra	 recogida	el	artículo	1577	del	Código	Civil.	Asimismo,	al	margen
de	 si	 el	 bien	aún	 se	 encuentra	pendiente	de	 construcción	 (en	planos)	o	 si
este	ya	se	encuentra	edificado	de	manera	previa	a	 la	compra,	no	se	puede
exigir	al	consumidor	que	compruebe	las	medidas	exactas	de	un	bien	pues	el
consumidor	siempre	tendrá	la	 legítima	confianza	de	que	recibirá	el	mismo
en	base	al	metraje	que	proveedor	le	informó.
23.	Sobre	este	dispositivo	 legal,	es	pertinente	precisar	que	el	mismo	data
del	año	1984,	y	obedece	a	una	realidad	distinta	a	la	regulada	en	el	Código	de
Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor.	 En	 efecto,	 dicha	 figura	 legal
(compraventa	 ad	 corpus)	 resultaba	mucho	más	 compatible	 con	 los	bienes
comercializados	 en	 aquella	 época	 (fundos,	 fincas,	 terrenos),	 siendo
perfectamente	comprensible	que	un	bien	fuera	vendido	fijando	el	precio	por
un	todo	y	no	por	su	extensión.
24.	En	ese	sentido,	atendiendo	 las	características	 físicas	que	se	presentan
en	este	 tipo	de	bienes,	 en	 los	 cuales	 resulta	 común	que	 la	 superficie	o	 las
medidas	y	colindancias	no	sean	exactas	o	sea	difícil	calcularlas	debido	a	su
forma	 geométrica	 irregular	 (un	 terreno	 accidentado,	 por	 ejemplo),	 pactar
una	venta	ad	corpus	encuentra	su	razón	de	ser,	mas	no	en	 la	actualidad	y
sobre	un	área	urbana	en	el	que	la	tecnología	permite	entregar	exactitud	en
la	información	al	consumidor.
25.	Es	importante	tener	en	cuenta	el	mercado	inmobiliario,	el	consumidor
está	en	una	situación	de	desventaja	y	de	debilidad	estructural	 frente	a	 las
empresas	 constructoras	 que,	 por	 su	 propia	 naturaleza,	 están	 en	 mejores
condiciones	 para	 establecer	 la	 dimensión	 determinada	 y	 precisa	 de	 un
inmueble	que	será	objeto	de	transacción;	por	lo	que	interpretar	la	cláusula
ad	 corpus	 en	 contra	 de	 los	 intereses	 del	 consumidor	 implica	 una
contravención	al	principio	de	protección	mínima	establecido	en	el	Código	de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor	y	significa	no	reconocer	en	esencia	la
posición	de	debilidad	del	consumidor	al	interior	de	un	contrato	en	el	mundo
real	y	concreto	de	 las	 transacciones	 inmobiliarias	a	contrario	sensu	de	 las
tendencias	actuales	de	 la	contratación	de	consumo	que	postula	una	mayor
protección	al	 consumidor	y	una	mayor	 responsabilidad	social	 empresarial
de	 los	 proveedores”.	 (Indecopi,	 R.	 900-2014/SPC-Indecopi,	mar.	 19/2014.
Pres.	Baltazar	Carrión)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Servicios	 de	 postventa	 de	 las	 inmobiliarias
permiten	que	el	consumidor	constate	la	garantía	de	un	servicio	idóneo.
“Cabe	señalar	que	el	servicio	de	post-venta	ofrecido	por	los	proveedores	de
servicios	 inmobiliarios	a	 los	adquirientes	de	 los	 inmuebles	resulta	de	gran
importancia,	en	la	medida	que	a	través	de	ellos	se	pone	en	conocimiento	a
los	 proveedores	 las	 diversas	 sugerencias,	 reclamos	 o	 solicitudes	 sobre	 el
bien	 inmueble	que	 se	 adquiere,	 siendo	 justamente	 su	 finalidad	de	que	 los
consumidores	 pongan	 en	 conocimiento	 de	 ello,	 a	 efectos	 de	 que	 el
proveedor	atienda	los	mismos	brindando	un	servicio	idóneo.	En	esa	misma
línea,	el	consumidor	tiene	la	expectativa	de	que	dicho	servicio	se	ofrezca	de
manera	idónea,	a	efectos	de	que	se	brinde	una	solución	a	los	problemas	que
podría	tener	con	el	inmueble.	(...).
17.	 Al	 respecto,	 cabe	 señalar	 que	 si	 bien	 el	 denunciado	 ha	 señalado	 que
reparó	 correctamente	 el	 piso	 laminado	 del	 departamento,	 obra	 en	 el
expediente	 la	 carta	 notarial	 del	 21	 de	 julio	 del	 2011	 en	 el	 cual	 los
denunciantes	mostraron	 su	 disconformidad	 con	 la	 reparación	 del	mismo,
siendo	además	que	 la	comisión	en	 la	 inspección	verificó	 los	defectos	en	 la
reparación	del	piso	laminado	en	el	bien	inmueble	(...).
18.	 En	 tal	 sentido,	 se	 encuentra	 acreditado	 que	 el	 denunciado	 no	 habría
cumplido	con	 la	expectativa	de	brindar	un	servicio	de	post-venta	 idóneo	a
los	 denunciantes,	 toda	 vez	 que	 las	 reparaciones	 que	 realizó	 no	 fueron
suficientes	para	solucionar	los	problemas	que	presentó	el	piso	laminado	de
la	 sala	 y	 pasadizo	 del	 departamento”.	 (Indecopi,	 R.	 0230-2014/SPC-
Indecopi,	ene.	27/2014.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	78.—Información	mínima	del	contrato	de	compraventa.
78.1.	 Los	 proveedores	 deben	 establecer,	 implementar	 y	 mantener
procedimientos	 para	 evidenciar	 que	 el	 contrato	 sea	 accesible	 y	 contenga
como	mínimo	la	siguiente	información:
a.	 Identificación	 de	 las	 partes	 contratantes	 señalando	 sus	 respectivos
domicilios	legales.
b.	Identificación	del	inmueble	materia	de	venta.
c.	 Identificación	de	 la	partida	registral	del	 inmueble;	en	 los	casos	de	bien
futuro,	del	inmueble	matriz.
d.	Área	exclusiva	y	común,	de	ser	el	caso,	medidas	perimétricas,	acabados
del	inmueble	y	las	características	relevantes	del	inmueble.
e.	Precio	de	venta	del	inmueble	ofertado.
f.	Forma	de	pago	y	plazo.
g.	 Plazo,	 fecha	 o	 condiciones	 expresas	 de	 entrega	 del	 inmueble	 y
penalidades	por	incumplimiento	que	se	hubieran	pactado.
h.	Supuestos	en	los	cuales	se	aplican	penalidades	y	el	monto	de	las	mismas.
i.	 La	 obligación	 del	 vendedor	 de	 firmar	 todos	 los	 documentos	 que	 sean
necesarios	para	perfeccionar	la	transferencia	del	inmueble.
j.	Mecanismos	para	la	solución	de	controversias.
78.2.	 A	 la	 firma	 de	 los	 contratos	 de	 compraventa	 debe	 entregarse	 al
comprador	la	siguiente	información:
I.	Cuando	se	trate	de	bienes	futuros:
a.	Lotes:
-	 Resolución	 emitida	 por	 la	municipalidad	 correspondiente	 y	 plano	 de	 la
aprobación	del	proyecto	de	habilitación	urbana.
-	Plano	de	la	lotización,	en	el	que	se	detalle	la	ubicación	del	lote.
-	Plano	del	lote	con	indicación	del	área	y	medidas	perimétricas.
-	Características	de	la	habilitación	urbana.
b.	Edificaciones:
-	Aprobación	del	anteproyecto	o	proyecto.
-	Plano	de	distribución.
-	 Características	 de	 los	 acabados,	 servicios	 públicos	 domiciliarios,	 áreas
comunes	y	otras	características	relevantes.
II.	Cuando	se	trate	de	bienes	terminados	–lotes	o	edificaciones–,	copia	de	la
partida	registral,	así	como	de	los	planos	de	las	instalaciones	de	los	servicios
del	 inmueble	y	 los	planos	de	 las	 instalaciones	de	 servicios	 comunes,	 en	el
caso	 de	 propiedad	 común,	 entregándose	 esto	 último	 a	 la	 junta	 de
propietarios	respectiva.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Inmobiliarias	y	constructoras	deben	informar
al	 consumidor	 qué	 tipo	 de	 sistema	 de	 desagüe	 se	 instalará	 en	 el
conjunto	 residencial.	 “Del	 medio	 probatorio	 citado	 se	 observa	 que	 el
proveedor	 denunciado,	 durante	 la	 construcción	 del	 conjunto	 residencial,
tomó	conocimiento	que	el	sistema	de	desagüe	por	gravedad	no	podría	ser
implementado	en	el	inmueble	debido	a	que	la	pendiente	del	terreno	ubicada
el	punto	de	conexión	a	la	red	de	desagüe	administrada	por	Sedapal	en	una
parte	más	 alta	 en	 relación	 al	 terreno	 en	 donde	 se	 encontraba	 el	 conjunto
residencial,	motivo	por	el	cual	tuvo	que	implementar	el	sistema	de	descarga
por	bombeo	electromecánico.
33.	En	ese	sentido,	al	no	poder	implementarse	el	sistema	de	descarga	por
gravedad,	que	es	el	estándar	de	 la	norma	de	 la	materia,	debió	 informar	al
consumidor	que	el	conjunto	residencial	presentaba	un	sistema	de	desagüe
por	 bombeo	 electromecánico,	 el	mismo	que	 es	 una	 opción	 alterna	 ante	 la
imposibilidad	de	utilizar	el	sistema	por	gravedad,	el	cual	sería	utilizado	por
un	tiempo	indeterminado,	a	efectos	de	que	 la	sociedad	conyugal	evalúe	su
decisión	 de	 consumo	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 consecuencias	 que	 podría
generar	el	vivir	con	dicho	sistema.
34.	Es	por	ello,	que	de	haber	conocido	la	denunciante	el	sistema	de	desagüe
implementado,	 podría	 haber	 tomado	 una	 decisión	 de	 consumo	 evaluando
las	repercusiones	de	adquirir	un	 inmueble	bajo	dichas	condiciones,	 lo	que
podría	haber	incidido	en	su	decisión	de	adquirir	o	no	un	departamento	en	el
conjunto	 residencial”.	 (Indecopi,	 R.	 069-2016/CC2,	 ene.	 21/2016.	 Pres.
María	Luisa	Egúsquiza	Mori)
Ley	29571.
ART.	79.—Obligación	de	saneamiento	del	proveedor.	Al	momento	de	la
entrega	 del	 inmueble,	 el	 consumidor	 tiene	 el	 derecho	 de	 expresar	 por
escrito	su	aprobación	respecto	a	las	características,	condiciones	y	estado	en
general	del	bien	que	se	le	entrega.
De	 igual	modo,	 el	 consumidor	puede	 expresar	 su	desaprobación	 siempre
que	 esta	 entrega	no	 corresponda	 a	 características	 y	 condiciones	previstas
en	el	contrato,	según	las	siguientes	reglas:
1.	 En	 el	 caso	 de	 venta	 de	 terrenos	 dentro	 de	 un	 proceso	 de	 habilitación
urbana,	el	consumidor	puede	expresar	su	desaprobación	sobre	cambios	en
el	metraje	que	se	encuentren	fuera	de	 los	rangos	acordados,	ubicación	del
lote,	 mobiliario	 urbano	 circundante	 dentro	 del	 proyecto	 de	 habilitación
urbana	y	en	general	aquellas	que	impidan	o	limiten	su	uso.
2.	En	el	caso	de	venta	de	bienes	futuros,	el	consumidor	puede	expresar	su
desaprobación	 sobre	 desperfectos,	 deficiencias	 u	 otras	 condiciones	 que
desmejoren	el	valor	del	inmueble	que	se	le	entrega,	o	que	impidan	o	limiten
su	uso.
3.	En	el	caso	de	venta	de	bienes	de	segunda	mano	o	que	no	son	de	estreno,
el	 consumidor	 puede	 expresar	 su	 desaprobación	 si	 el	 proveedor	modifica
las	 características	 y	 condiciones	 del	 inmueble	 que	 se	 vende	 con
posterioridad	al	contrato	de	compraventa.
4.	De	presentarse	alguna	de	estas	situaciones,	el	consumidor	puede	exigir,
a	través	de	los	mecanismos	legales	pertinentes,	 la	reparación,	 la	reducción
del	precio	o	la	resolución	o	rescisión	del	contrato,	según	corresponda.
Ley	29571.
ART.	 80.—Servicio	 posventa.	 Los	 proveedores	 deben	 implementar	 y
mantener	procedimientos	para	ofrecer	una	 información	completa	sobre	 lo
siguiente:
a.	 Los	 períodos	 de	 garantía,	 que	 son	 establecidos	 por	 el	 proveedor	 de
acuerdo	con	los	siguientes	criterios:	(i)	si	son	componentes	o	materiales,	de
acuerdo	 con	 lo	 establecido	 por	 el	 proveedor	 de	 los	 mismos;	 (ii)	 si	 son
aspectos	 estructurales,	 como	 mínimo	 cinco	 (5)	 años	 desde	 emitido	 el
certificado	 de	 finalización	 de	 obra	 y	 recepción	 de	 obra	 por	 parte	 de	 la
municipalidad.
b.	 El	manual	 de	 uso	 del	 propietario,	 que	 debe	 contener	 como	mínimo	 la
descripción	 de	 los	 componentes	 del	 inmueble,	 los	 cuidados	 que	 hay	 que
observar	 para	 el	 mantenimiento	 adecuado	 y	 los	 riesgos	 que	 pueden
derivarse	del	mal	uso.
c.	 Disponer	 de	 personal	 idóneo	 y	 ofrecer	 diferentes	 alternativas	 de
contacto	 para	 la	 recepción	 de	 sugerencias,	 reclamos	 o	 solicitudes	 de
servicios.
d.	Ofrecer	servicio	de	atención:	dar	respuesta	dentro	del	plazo	establecido
por	el	proveedor	e	informar	las	causas	ajenas	al	mismo	que	pueden	afectar
su	cumplimiento.
e.	Establecer	un	procedimiento	de	atención	de	quejas	sencillo	y	rápido	que
incluya	el	registro	y	seguimiento	de	las	mismas.
CAPÍTULO	V
PRODUCTOS	O	SERVICIOS	FINANCIEROS
Ley	29571.
ART.	 81.—Marco	 legal.	 La	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 de	 los
servicios	 financieros	 prestados	 por	 las	 empresas	 supervisadas	 por	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	Pensiones	se	rige	por	las	disposiciones	del	presente	código,	así	como	por
las	 normas	 especiales	 establecidas	 en	 la	 Ley	 Núm.	 28587,	 Ley
Complementaria	 a	 la	 Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 en	 Materia	 de
Servicios	Financieros,	y	las	normas	reglamentarias	emitidas	para	garantizar
su	cumplimiento.
La	regulación	y	supervisión	del	sistema	financiero	así	como	los	productos	y
servicios	se	rige	en	virtud	del	principio	de	especialidad	normativa	por	la	Ley
Núm.	26702,	Ley	General	del	Sistema	Financiero	y	del	Sistema	de	Seguros	y
Orgánica	de	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
LEY	COMPLEMENTARIA	A	LA	LEY	DE	PROTECCIÓN	AL	CONSUMIDOR	EN
MATERIA	DE	SERVICIOS	FINANCIEROS
Ley	28587.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	ley	complementa	las	disposiciones
de	la	Ley	de	Protección	al	Consumidor	con	relación	a	los	servicios	prestados
a	 los	 usuarios	 por	 las	 empresas	 de	 operaciones	 múltiples	 del	 sistema
financiero	sujetas	a	la	regulación	específica	de	la	Superintendencia	de	Banca
y	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
Ley	28587.
ART.	 2°.—Modificado.	 Ley	 29888,	 Art.	 2°.	 Transparencia	 en	 la
información.	Las	empresas	sujetas	a	 los	alcances	de	 la	presente	 ley	están
obligadas	a	brindar	a	los	usuarios	toda	la	información	que	estos	demanden
de	 manera	 previa	 a	 la	 celebración	 de	 cualquier	 contrato	 propio	 de	 los
productos	o	servicios	que	brindan,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	normas
legales	de	carácter	especial.
Dicha	 información	 debe	 considerar	 aquellos	 aspectos	 relevantes
relacionados	 principalmente	 a	 los	 beneficios,	 riesgos	 y	 condiciones	 del
producto	 o	 servicio	 financiero	 que	 se	 ofrece	 en	 el	 mercado,	 conforme	 la
regulación	 emitida	 por	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
La	mencionada	 obligación	 se	 satisface	 con	 la	 puesta	 a	 disposición	 de	 los
usuarios	de	dicha	información	en	todos	los	medios	utilizados	para	informar
respecto	a	sus	productos	o	servicios.	Las	empresas	deben	designar	personal
especializado	para	brindar	asesoría	a	sus	clientes	sobre	los	alcances	de	los
mismos.
Ley	28587.
ART.	 3°.—Presentación	 de	 la	 información.	 Las	 empresas	 sujetas	 a	 los
alcances	 de	 la	 presente	 ley	 están	 obligadas	 a	 presentar	 sus	 formularios
contractuales	 en	 caracteres	 que	 sean	 adecuadamente	 legibles	 para	 los
usuarios,	 los	 cuales	 no	 deben	 ser	 inferiores	 a	 tres	 (3)	 milímetros.	 La
redacción	y	términos	utilizados	debe	asimismo	facilitar	su	comprensión	por
los	clientes.
Ley	28587.
ART.	4°.—Clausulas	generales	de	contratación.	La	Superintendencia	de
Banca	 y	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones
identificará	en	el	universo	de	 los	 contratos	que	 las	empresas	 sujetas	a	 los
alcances	 de	 la	 presente	 ley	 celebran	 con	 los	 usuarios,	 aquellas
estipulaciones	 que	 deban	 ser	 necesariamente	 sometidas	 a	 aprobación
administrativa	previa	y	obligatoria.
La	aprobación	administrativa	tendrá	por	finalidad	establecer	el	equilibrio
contractual	 necesario	 entre	 las	 empresas	 y	 los	 usuarios,	 garantizar	 la
operatividad	 del	 servicio	 financiero	 y	 el	 respeto	 de	 los	 derechos	 de	 los
usuarios.
Ley	28587.
ART.	 5°.—Modificado.	 Ley	 29888,	 Art.	 2°.	 Modificación	 de
estipulaciones	 contractuales.	 Los	 contratos	 que	 celebren	 las	 empresas
sujetas	a	 los	alcances	de	la	presente	ley	y	los	usuarios	pueden	sufrir,	en	el
transcurso	 del	 tiempo,	modificaciones	 en	 sus	 términos	 y	 condiciones	 con
arreglo	 a	 los	 mecanismos	 previstos	 en	 los	 respectivos	 contratos,	 y	 de
acuerdo	con	lo	señalado	en	la	presente	ley	y	con	lo	regulado	por	el	Código
de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor,	Ley	29571.
No	obstante	 lo	anterior,	cuando	 la	modificación	contractual	sea	originada
en	decisiones	unilaterales	de	las	empresas,	dicha	variación	no	es	oponible	a
los	usuarios	de	manera	inmediata.	En	estos	casos,	la	nueva	estipulación	solo
vincula	 a	 los	 usuarios	 luego	 de	 transcurrido	 el	 plazo	 de	 cuarenta	 y	 cinco
(45)	días	calendario	desde	el	anuncio	de	la	modificación.	Las	modificaciones
a	que	se	refiere	el	presente	párrafo	deben	ser	adecuadamente	comunicadas
al	usuario.	La	modificación	de	 las	 tasas	de	 interés,	 comisiones	o	gastos	en
las	operaciones	de	crédito	se	sujetan	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	siguiente.
En	aquellos	casos	en	los	que	se	establezcan	condiciones	promocionales	que
incentiven	 la	 contratación,	 las	 empresas	 quedan	 obligadas	 a	 garantizar	 el
respeto	de	dichas	condiciones	durante	el	período	ofrecido	y,	de	no	mediar
este,	por	un	plazo	no	inferior	a	seis	(6)	meses	del	aviso	público	en	el	cual	se
comunique	a	los	usuarios	su	descontinuación.	Esta	disposición	no	afecta	las
condiciones	 más	 favorables	 establecidas	 a	 favor	 de	 los	 usuarios	 como
consecuencia	del	efecto	vinculante	de	la	publicidad.
La	 comunicación	 de	 la	 existencia	 de	 una	modificación	 en	 las	 condiciones
contractuales	debe	asegurar	que	el	usuario	tome	conocimiento	de	la	misma
de	manera	fehaciente.	Las	empresas	deben	emplear	medios	directos	para	la
comunicación	 de	 modificaciones	 contractuales	 relevantes	 y	 de	 tasas	 de
interés,	 comisiones	 y	 gastos,	 pudiendo	 consistir	 en	 avisos	 escritos	 al
domicilio	de	los	clientes,	mensajes	por	medios	electrónicos,	entre	otros.
Para	 la	 comunicación	 de	 otros	 aspectos	 contractuales,	 deben	 tomarse	 en
consideración	los	medios	que	para	tal	efecto	señala	la	Superintendencia	de
Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
En	las	comunicaciones	se	señalará	la	fecha	en	que	la	modificación	entra	a
regir.
Ley	28587.
ART.	 6°.—Modificado.	 Ley	 29888,	 Art.	 2°.	 Cobro	 de	 intereses,
comisiones	 y	 gastos.	 Los	 intereses,	 comisiones	 y	 gastos	 que	 las
empresas	 cobran	 a	 los	 usuarios	 son	 determinados	 libremente	 de
acuerdo	 con	 el	 ordenamiento	 vigente.	 Las	 comisiones	 o	 gastos	 deben
implicar	 la	 prestación	 de	 un	 servicio	 efectivo,	 tener	 justificación	 técnica	 e
implicar	 un	 gasto	 real	 y	 demostrable	 para	 el	 proveedor	 del	 servicio.	 Para
fines	 de	 información	 de	 costos	 de	 los	 productos	 que	 señale	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	Pensiones,	las	comisiones	deben	presentarse	conforme	con	las	categorías
o	denominaciones	que	esta	reglamente.
Las	 tasas	 de	 interés,	 comisiones	 y	 gastos	 que	 las	 empresas	 cobran	 a	 los
usuarios	deben	especificarse	 claramente	 en	 los	 contratos	que	 se	 celebren,
así	como	la	periodicidad	del	cobro	de	los	mismos.
En	los	contratos	de	crédito	y	depósitos	en	los	que	se	prevea	la	posibilidad
de	 variar	 comisiones,	 tasas	 de	 interés	 y	 gastos,	 las	modificaciones	 a	 estos
conceptos	 entran	 en	 vigencia	 a	 los	 cuarenta	 y	 cinco	 (45)	 días	 de
comunicadas	al	usuario	mediante	cualesquiera	de	las	formas	previstas	en	el
último	 párrafo	 del	 artículo	 anterior,	 salvo	 que	 estas	 variaciones	 sean
favorables	al	usuario,	en	cuyo	caso	pueden	hacerse	efectivas	de	inmediato	y
sin	necesidad	de	aviso	previo.
En	el	 caso	de	 contratos	de	 crédito	a	plazo	 fijo	o	de	depósitos	a	plazo	 fijo
sujetos	a	una	tasa	de	interés	fija,	las	empresas	no	pueden	modificar	la	tasa
de	 interés	 pactada	 durante	 la	 vigencia	 del	 contrato,	 salvo	 que	 estas
variaciones	 sean	 favorables	 al	 usuario,	 en	 cuyo	 caso	 pueden	 hacerse
efectivas	 de	 inmediato	 y	 sin	 necesidad	 de	 aviso	 previo.	 Asimismo,	 se
exceptúan	 los	 supuestos	 de	 novación	 de	 la	 obligación	 en	 el	 caso	 de	 los
créditos	o	de	renovación	en	el	caso	de	los	depósitos;	y	aquellos	supuestos	en
los	que	exista	efectiva	negociación	o	cuando	la	Superintendencia	de	Banca,
Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones,	 previo
informe	 favorable	 del	 Banco	 Central	 de	 Reserva	 del	 Perú,	 lo	 autorice	 al
sistema	 financiero	 en	 general	 por	 circunstancias	 extraordinarias	 e
imprevisibles	 que	 pongan	 en	 riesgo	 al	 propio	 sistema	 y	 conforme	 a	 los
parámetros	que	establezca	para	dicho	efecto.
Estas	disposiciones	no	se	aplican	a	los	contratos	donde	se	haya	convenido
ajustar	periódicamente	las	tasas	de	interés	con	un	factor	variable.	Las	tasas
de	 interés	 sujetas	a	un	 factor	variable	 son	aquellas	 tasas	que	 tienen	como
referencia	un	indicador	que	varía	en	el	tiempo,	el	que	no	es	susceptible	de
modificación	 unilateral	 por	 la	 propia	 empresa	 o	 en	 virtud	 de	 acuerdos	 o
prácticas	con	otras	entidades.
En	todo	contrato	de	crédito	que	implique	el	pago	de	cuotas,	 las	empresas
están	obligadas	a	presentar	a	 los	usuarios	un	cronograma	detallado	de	 los
pagos	que	deban	efectuarse,	incluyendo	comisiones	y	gastos.	Asimismo,	en
estos	 contratos	 se	 presenta	 un	 resumen	 del	 monto	 del	 crédito,	 de	 los
intereses,	 de	 las	 comisiones	 y	 los	 gastos	 que	 deben	 ser	 asumidos	 por	 los
usuarios.	En	aquellos	casos	en	que	existan	modificaciones	por	parte	de	las
empresas	a	estos	conceptos,	debe	rehacerse	el	cronograma	y	comunicarse	el
mismo	al	usuario.
Para	 el	 caso	 de	 contratos	 de	 ahorro	 o	 depósito	 se	 debe	 presentar	 un
resumen	conteniendo	el	monto	de	 los	 intereses,	 así	 como	el	monto	de	 las
comisiones	y	gastos	que	deben	ser	asumidos	por	los	usuarios.
Ley	28587.
ART.	7°.—Liquidación	de	intereses.	La	 fórmula	utilizada	para	 el	 cálculo
de	 intereses	 en	 las	 operaciones	 financieras	 será	 supervisada	 por	 la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de
Fondos	 de	 Pensiones.	 En	 este	 proceso,	 la	 intervención	 de	 la	 entidad
administrativa	 garantizará	 que	 el	 proceso	 de	 cálculo	 sea	 transparente,
uniforme	y	de	fácil	difusión	a	los	usuarios.
El	 programa	 de	 liquidación	 de	 intereses	 con	 la	 fórmula	 correspondiente,
será	puesto	a	disposición	de	los	usuarios	por	la	Superintendencia	de	Banca
y	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones	en	su	página
web,	a	los	efectos	de	que	éstos	puedan	verificar	el	cálculo	efectuado	por	las
empresas.
Ley	28587.
ART.	 8°.—Difusión	 de	 las	 tasas	 de	 interés,	 comisiones	 y	 gastos.	 Las
empresas	sujetas	a	los	alcances	de	la	presente	ley	están	obligadas	a	difundir
constantemente	 las	tasas	del	 interés,	comisiones	y	gastos	que	cobren	a	 los
usuarios	 en	 las	 operaciones	 financieras	 que	 ofrezcan	 en	 el	 mercado.	 La
difusión	 deberá	 garantizar	 el	 acceso	 de	 los	 usuarios	 a	 dicha	 información
pudiendo	 emplearse	 para	 ello	 diversos	 medios,	 sean	 éstos	 a	 través	 de
comunicaciones	 directas,	 avisos	 a	 través	 de	 comunicados	 en	 televisión,
radio	 y	 periódicos,	 en	 sus	 locales	 y	 páginas	web.	 La	 Superintendencia	 de
Banca	 y	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones
supervisará	las	condiciones	en	que	se	efectúe	la	difusión	que	la	ley	dispone,
garantizando	que	la	misma	facilite	su	comparación	por	el	usuario.
Ley	28587.
ART.	 9°.—Difusión	 de	 información	 por	 entidades	 públicas.	 La
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de
Fondos	de	Pensiones	y	el	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y
de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	están	facultados	a	difundir	toda
la	 información	 que	 consideren	 pertinente	 a	 los	 efectos	 de	 contribuir	 a	 la
transparencia	del	mercado	de	servicios	financieros.
Ley	28587.
ART.	 10.—Infracción	 a	 la	 presente	 ley.	 Cualquier	 omisión	 a	 las
disposiciones	contenidas	en	la	presente	ley	será	sancionada	por	el	Instituto
Nacional	 de	Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 a	 la	 Propiedad
Intelectual	 o	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 y	 Administradoras
Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 conforme	 corresponda	 a	 su	 respectivo
campo	de	responsabilidad.
Ley	28587.
ART.	11.—Cláusulas	abusivas.	La	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	y
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones,	con	opinión	previa	del
Indecopi,	identificará	las	cláusulas	abusivas	en	materia	de	tasas	de	interés,
comisiones	o	gastos	y	emitirá	normas	de	carácter	general	que	prohíban	su
inclusión	en	contratos	futuros,	sin	que	ello	signifique	fijar	límites	para	este
tipo	de	cobros	en	concordancia	con	lo	previsto	en	el	artículo	9°	de	la	Ley	N°
26702.
Ley	28587.
ART.	 12.—Incorporado.	 Ley	 29888,	 Art.	 3°.	 Mantenimiento	 de
condiciones	 de	 pago.	 Los	 contratos	 deben	 establecer	 las	 condiciones
aplicables	 en	 caso	 de	 que	 el	 cliente	 decida	 resolverlos	 debido	 a
modificaciones	unilaterales	que	le	resulten	perjudiciales,	de	acuerdo	con	las
causales	 que	 para	 tal	 efecto	 establezca	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,
Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones,	 y	 que	 se
realicen	 por	 supuestos	 distintos	 al	 cumplimiento	 de	 nuevas	 obligaciones
establecidas	 por	 la	 normativa	 aplicable.	 Dichas	 condiciones	 no	 pueden
significar	 la	 imposición	 de	 obstáculos	 onerosos	 o	 desproporcionados	 al
ejercicio	 de	 los	 derechos	 de	 los	 consumidores	 ni	 establecer	 limitaciones
injustificadas	o	no	 razonables	 al	 derecho	 a	poner	 fi	 n	 a	 los	 contratos,	 ello
conforme	a	lo	establecido	por	el	 literal	b)	del	artículo	47,	y	el	 literal	e)	del
numeral	 56.1	 del	 artículo	 56	 del	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor.
Adicionalmente,	se	debe	consignar	la	forma	en	que	se	procede	al	pago	de	la
obligación	 en	 forma	previa	 a	 la	 resolución	del	 contrato	de	 acuerdo	 con	 lo
que	 señale	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
DISPOSICIÓN	TRANSITORIA
Ley	28587.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Aprobación	 de	 normas
complementarias.	 En	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 ciento	 veinte	 (120)	 días
calendario	computado	desde	su	publicación,	la	Superintendencia	de	Banca	y
Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 dictará	 las
normas	 de	 carácter	 reglamentario	 que	 sean	 necesarias	 para	 garantizar	 el
cumplimiento	de	las	disposiciones	de	la	presente	ley.
DISPOSICIÓN	FINAL
Ley	28587.
Única	Disposición	Final.—Vigencia	de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 entrará	 en
vigencia	 a	 los	 treinta	 (30)	 días	 calendario	 de	 su	 publicación	 en	 el	 Diario
Oficial	El	Peruano.
JURISPRUDENCIA.—No	 denunciar	 oportunamente	 la	 pérdida	 de	 la
tarjeta	de	ahorros	puede	configurar	 la	concausa	de	 la	responsabilidad
extracontractual.	 “(...)	 no	 existe	 en	 la	 sentencia	 de	 vista	 impugnada	 una
cabal	 comprensión	 y,	 por	 tanto,	 aplicación,	 del	 principio	 previamente
mencionado	 [de	 unidad	 de	 la	 prueba],	 motivo	 por	 el	 cual	 esta	 sala	 de
casación	estima	la	necesidad	de	que	el	ad	quem	evalúe	si	la	conducta	de	los
demandantes	al	no	dar	 aviso	oportuno	al	Banco	de	Crédito	del	Perú	de	 la
sustracción	 de	 su	 tarjeta,	 implicaría	 negligencia	 de	 su	 parte	 y,	 de	 ser	 así,
determine	 si	 ello	 es	 un	 factor	 contributivo	 a	 la	 conducta	 del	 banco
demandado,	en	tanto	éste	habría	permitido	la	realización	de	transferencias
de	montos	 importantes	 de	 dinero	 de	 la	 cuenta	 de	 los	 demandantes	 a	 las
cuentas	de	(...)	(las	cuales	habrían	sido	aperturadas	con	documentos	falsos
sin	tomar	las	precauciones	del	caso.	En	suma,	es	necesario	que	el	ad	quem
evalúe	 los	 hechos	 y	 las	 pruebas	 del	 proceso,	 a	 fin	 de	 determinar	 si	 la
conducta	 del	 Banco	 (...),	 en	 los	 términos	 antes	 propuestos,	 es	 el	 factor
principal	 del	 daño	 alegado	 por	 los	 demandantes	 y	 si	 la	 conducta
presumiblemente	 negligente	 de	 los	 demandantes	 es	 solo	 un	 factor
contributivo	de	tal	daño,	a	fin	de	establecer	si	es	o	no	aplicable	la	norma	del
artículo	1973	del	Código	Civil,	que	regula	la	figura	jurídica	de	concausa;	ello
en	 consonancia	 con	 la	 denuncia	 efectuada	 por	 los	 recurrentes	 en	 el
apartado	A)	en	que	precisamente	se	 invoca	 la	 infracción	del	artículo	1973
del	Código	Civil”.	(CS,	Cas.	2650-2012-Ica,	jul.	12/2013.	Miranda	Medina)
JURISPRUDENCIA.—Los	bancos	son	responsables	por	 las	 transacciones
no	 autorizadas	 ocurridas	 luego	 de	 que	 se	 comunica	 el	 extravío	 o
sustracción	 de	 la	 tarjeta	 de	 crédito.	 “(...)	 relación	 al	 artículo	 15	 del
Reglamento	de	Tarjetas	de	Crédito,	 aprobado	por	Resolución	SBS	N°	271-
2000,	 modificado	 por	 Resolución	 SBS	 N°	 373-2000,	 (...)	 si	 bien	 esta
disposición	 no	 señala	 expresamente	 que	 la	 comunicación	 del	 extravío	 o
sustracción	de	la	tarjeta	de	crédito	constituye	una	carga	correspondiente	al
usuario	 de	 la	misma,	 no	 cabe	 duda	 que	 esta	 conducta	 fue	 prevista	 por	 el
legislador	como	un	presupuesto	condicionante	necesario	para	 liberarlo	de
la	 responsabilidad	 por	 las	 transacciones	 no	 autorizadas	 realizadas	 con	 su
tarjeta	de	crédito;	y,	en	este	sentido,	la	voluntad	de	la	norma	de	atribuir	esta
calidad	 a	 dicha	 conducta,	 aun	 cuando	 no	 sea	 expresa,	 es	 indudable.	 Del
mismo	 modo,	 aun	 cuando	 la	 norma	 no	 señala	 expresamente	 que	 la
responsabilidad	 por	 las	 transacciones	 no	 autorizadas	 ocurridas	 con
posterioridad	a	la	comunicación	del	extravío	o	sustracción	corresponde	a	la
empresa	emisora,	no	cabe	duda	que	ésta	regla	es	la	consecuencia	necesaria
de	establecer:	i)	por	un	lado,	el	deber	de	la	empresa	emisora	de	cancelar	la
tarjeta	 de	 crédito	 una	 vez	 recibida	 la	 comunicación	 del	 extravío	 o
sustracción	sucedido,	y	ii)	por	otro,	que	los	titulares	o	usuarios	únicamente
serán	 responsables	 por	 las	 transacciones	 no	 autorizadas	 realizadas	 con
anterioridad	a	dicha	comunicación.	Y	es	que	no	cabe	duda	que,	al	margen	de
las	negligencias	 en	que	pudieran	 incurrir	 los	 establecimientos	 o	 cualquier
otro	 agente	 involucrado	 en	 las	 operaciones	 con	 tarjetas	 de	 crédito,	 la
responsabilidad	 frente	 al	 cliente	 por	 los	 cargos	 aplicados	 a	 su	 línea	 de
crédito	en	virtud	a	operaciones	no	autorizadas	realizadas	con	posterioridad
al	momento	en	que	la	empresa	emisora	debió	cancelar	la	tarjeta	de	crédito	–
esto	 es,	 el	 momento	 de	 comunicación	 del	 extravío	 o	 sustracción–
corresponderán	a	esta	última”.	(C.	S.,	Cas.	584-2011-Lima,	 jun.	04/2013.	V.
P.	Acevedo	Mena)
JURISPRUDENCIA.—Bancos	deben	adoptar	medidas	de	 seguridad	para
evitar	la	gestión	de	cuentas	bancarias	sin	la	debida	identificación	o	con
identificación	adulterada.	“Que,	no	obstante	lo	anteriormente	expuesto	no
pasa	 inadvertido	 para	 esta	 sala	 suprema	 que	 la	 sentencia	 de	 vista	 al
absolver	 el	 agravio	 referente	 a	 que	 la	 parte	 demandante	 ha	 reconocido
haber	 perdido	 su	 tarjeta	 (...)	 y	 que	 recién	 ha	 denunciado	 el	 hecho	 quince
días	después	por	lo	que	es	responsable	por	el	uso	indebido	o	fraudulento	de
dicha	tarjeta	reconoce	que	si	bien	hubo	‘cambiazo’	de	la	tarjeta	también	es
verdad	que	con	dicha	tarjeta	se	efectuaron	retiros	menores	siendo	retirada
la	mayor	 cantidad	 por	 la	 apertura	 de	 nuevas	 cuentas	 con	 documentos	 de
identidad	falsos	por	lo	que	el	banco	demandado	es	igualmente	responsable
por	 el	 daño	 ocasionado	 (...)	 en	 consecuencia	 resulta	 evidente	 que	 la
resolución	 impugnada	 incurre	 en	 contradicción	 interna	 pues	 por	 un	 lado
reconoce	 que	 a	 consecuencia	 de	 la	 pérdida	 por	 los	 demandantes	 de	 su
tarjeta	 (...)	 se	han	 efectuado	 retiros	 fraudulentos	por	montos	menores	 sin
embargo	no	obra	en	la	parte	decisoria	ni	en	la	considerativa	cuáles	son	los
efectos	que	dicha	negligencia	de	 la	parte	actora	pudiera	haber	ocasionado
en	 relación	 a	 la	 responsabilidad	 civil	 demandada	 ni	 se	 expone	 si	 dicho
monto	 debería	 ser	 descontado	 o	 no	 del	 quantum	 indemnizatorio	 fijado
omisión	 que	 si	 implica	 un	 defecto	 en	 la	 motivación	 debiendo	 por	 tanto
ampararse	 el	 recurso	 extraordinario	 de	 casación	 sólo	 en	 este	 extremo
disponiendo	que	la	sala	superior	de	origen	expida	nuevo	fallo	subsanando	el
defecto	advertido	(...)”.	(C.	S.,	Cas.	3858-2010-Ica,	oct.	12/2011.	V.	P.	Aranda
Rodríguez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Bancos	que	actúan	como	agentes	de	cobro	no
se	 liberan	de	 la	 responsabilidad	de	verificar	 la	 legitimidad	del	mismo.
“(...)	 este	 colegiado	 considera	 necesario	 determinar	 la	 naturaleza	 de	 la
función	 del	 banco	 en	 relación	 a	 los	 cargos	 realizados.	 Así,	 si	 bien	 la	 labor
esencial	 de	 las	 entidades	 bancarias	 es	 la	 de	 actuar	 como	 agentes	 de
intermediación	financiera,	captando	el	dinero	de	los	ahorristas	y	colocando
el	 mismo	 en	 la	 modalidad	 de	 préstamos,	 dentro	 del	 desarrollo	 de	 su
actividad	 también	brinda	servicios	a	 terceros,	 como	son	 las	cobranzas	por
encargo.	Esta	modalidad	puede	brindarse	a	través	de	pagos	por	ventanilla,
como	en	el	 sistema	de	cargo	en	cuenta,	 siendo	que	este	último	debe	estar
previamente	autorizado	por	el	consumidor.
12.	 El	 hecho	 de	 actuar	 como	 agente	 de	 cobro	 respecto	 de	 algunas
transacciones	 no	 libera	 al	 banco	 de	 la	 responsabilidad	 de	 verificar	 la
legitimidad	 del	 cobro	 que	 se	 pretende	 realizar.	 Así,	 un	 consumidor
esperaría	que	previamente	al	cargo	que	realice	 la	entidad	financiera	en	su
cuenta	 por	 un	 determinado	 servicio	 se	 haya	 verificado	 que	 el	 cliente
hubiera	solicitado	este,	ello	en	cumplimiento	del	deber	de	resguardo	de	los
fondos	de	los	usuarios.
13.	En	esa	misma	línea,	esa	diligencia	exigida	a	 la	entidad	financiera	para
verificar	la	contratación	y	aceptación	de	parte	del	consumidor	del	cargo	en
cuenta	 para	 el	 pago	 de	 determinado	 servicio	 no	 se	 limita	 a	 ese	 primer
momento,	sino	que	acompaña	la	vigencia	de	dicha	relación	comercial,	dado
que	 en	 los	 contratos	 sujetos	 a	 renovación,	 la	 entidad	 financiera	 deberá
verificar	que	esta	se	haya	producido	previamente	a	continuar	cargando	a	la
cuenta	 del	 cliente	 los	montos	 por	 el	 servicio	 contratado.”	 (TDC,	 R.	 2223-
2011/SC2-Indecopi,	ago.	24/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Banco	que	se	niega	a	trasladar	una	cuenta	de
CTS	que	está	relacionada	con	otro	empleador	no	vulnera	el	derecho	del
usuario.	 “Se	 confirma	 la	 Resolución	 106-2013/Indecopi-CUS	 que	 declaró
infundada	la	denuncia	interpuesta	(...)	contra	Banco	de	Crédito	del	Perú	en
la	medida	que	quedó	acreditado	que	el	denunciado	no	efectuó	el	traslado	de
los	depósitos	CTS	del	denunciante,	pues	 la	cuenta	corriente	asociada	a	 los
referidos	 depósitos	 estaba	 relacionada	 a	 un	 empleador	 distinto	 al	 que
presentó	 la	 solicitud	 de	 traslado.	 Asimismo,	 se	 confirma	 la	 resolución
venida	en	grado	que	declaró	infundada	la	denuncia,	en	el	extremo	referido	a
la	falta	de	información	de	los	motivos	por	los	cuales	el	denunciado	no	podía
realizar	el	traslado	de	sus	depósitos,	toda	vez	que	este	no	estaba	obligado	a
brindar	 dicha	 información	 al	 denunciante,	 ni	 ha	 quedado	 acreditado	 que
este	 último	 la	 hubiera	 requerido”.	 (Indecopi,	 R.	 0110-2014/SPC-Indecopi,
ene.	16/2015.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	 82.—Modificado.	 Ley	 29888,	 Art.	 1°.	 Transparencia	 en	 la
información	de	 los	productos	o	servicios	financieros.	Los	 proveedores
de	 servicios	 financieros	 están	 obligados	 a	 difundir	 y	 otorgar	 a	 los
consumidores	 o	 usuarios,	 en	 todos	 los	medios	 empleados	 que	 tengan	 por
finalidad	 ofrecer	 productos	 o	 servicios,	 incluyendo	 el	 presencial,
información	clara	y	destacada	de	la	tasa	de	costo	efectivo	anual	(TCEA)	y	la
tasa	 de	 rendimiento	 efectivo	 anual	 (TREA),	 aplicable	 a	 las	 operaciones
activas	o	pasivas,	respectivamente.	En	caso	de	que	el	consumidor	o	usuario
solicite	 o	 se	 le	 otorgue	 información	 de	 forma	 oral,	 debe	 indicarse	 las
mencionadas	tasas.
La	 TCEA	 es	 aquella	 tasa	 que	 permite	 igualar	 el	 valor	 actual	 de	 todas	 las
cuotas	y	demás	pagos	que	serán	efectuados	por	el	cliente	con	el	monto	que
efectivamente	 ha	 recibido	 del	 préstamo	 y	 la	 TREA	 es	 aquella	 tasa	 que
permite	igualar	el	monto	que	se	ha	depositado	con	el	valor	actual	del	monto
que	efectivamente	se	recibe	al	vencimiento.
La	TCEA	y	la	TREA	deben	comprender	tanto	la	tasa	de	interés	como	todos
los	costos	directos	e	 indirectos	que,	bajo	cualquier	denominación,	 influyan
en	 su	 determinación,	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	Pensiones	mediante	norma	de	carácter	general.
La	TCEA,	en	el	caso	de	operaciones	bajo	el	sistema	de	cuotas,	corresponde
al	 costo	 del	 crédito;	 y,	 en	 el	 caso	 de	 créditos	 otorgados	 bajo	 el	 sistema
revolvente,	atendiendo	a	sus	características,	a	un	patrón	estandarizado	de
comparación	de	costos	del	producto.
La	TREA,	en	el	caso	de	depósitos	a	plazo	fijo,	corresponde	al	rendimiento
del	depósito	 realizado;	y,	 en	el	 caso	de	depósitos	distintos	al	previamente
indicado,	 a	 un	 patrón	 estandarizado	 de	 comparación	 de	 rendimiento	 del
producto.
La	 TCEA	 y	 TREA	 se	 presentan	 de	 acuerdo	 a	 los	 parámetros	 que	 para	 tal
efecto	 fije	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.	La	Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y
Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 regula	 la	 información
que	 las	 instituciones	 financieras	 deben	 proporcionar	 al	 consumidor	 o
usuario	 en	 cualquier	 operación	 que	 conlleve	 el	 cobro	 de	 intereses,
comisiones	 y	 gastos	 y	 la	 forma	 en	 que	 dicha	 información	 debe	 ser
presentada	a	lo	largo	de	toda	la	relación	contractual.
JURISPRUDENCIA.—Entidades	financieras	deben	informar	al	usuario	el
cambio	 de	 corte	 de	 los	 estados	 de	 cuenta.	 “La	 resolución	 cuestionada
considera	que	la	actuación	de	(...)	de	proceder	inconsultamente	al	cambio	de
la	fecha	de	corte	no	corresponde	ser	informada	al	cliente	en	la	medida	que
se	trata	de	un	servicio	ofrecido	al	público	cuyo	mecanismo	de	recuperación
es	establecido	al	interior	de	cada	intermediario	financiero,	asumiendo	por	sí
de	manera	genérica	y	sin	atender	a	las	circunstancias	alegadas	por	el	actor,
valoradas	 por	 las	 instancias	 de	 mérito,	 que	 dicha	 información	 no	 es	 de
carácter	relevante.	(...)	En	tal	sentido,	atendiendo	a	que	el	carácter	relevante
de	 una	 información	 debe	 apreciarse	 en	 cada	 caso	 concreto	 y	 habiéndose
concluido	por	 las	 instancias	de	mérito	que	 la	 información	referida	al	corte
de	 los	 estados	 de	 cuenta	 del	 actor	 le	 hubiere	 posibilitado	 optar	 por	 la
medida	más	adecuada	y	evitar	con	ello	ser	reportado	a	la	central	de	riesgo,
se	tiene	que	la	invocación	de	la	causal	de	interpretación	errónea	deviene	en
carente	de	asidero	por	pretender	incidir	principalmente	en	una	cuestión	de
hecho	no	susceptible	de	ser	revisada	en	casación,	deviniendo	en	infundado
este	extremo	del	 recurso.	Sexto:	Con	 relación	a	 la	 segunda	 causal	 se	 tiene
que	 las	 sentencias	 recaídas	 en	 este	 proceso	 se	 encuentran	 debidamente
motivadas	y	contienen	 los	elementos	mínimos	necesarios	para	 justificar	 la
decisión	adoptada,	razón	por	la	cual	este	extremo	del	recurso	referido	a	una
alegada	motivación	aparente	deviene	en	 infundado”.	 (C.	S.,	Cas.	740-2010-
Lima,	dic.	28/2010.	V.	P.	Acevedo	Mena)
Ley	29571.
ART.	83.—Modificado.	Ley	29888,	Art.	1°.	Publicidad	en	los	productos
o	 servicios	 financieros	 de	 crédito.	 En	 la	 publicidad	 de	 productos	 o
servicios	financieros	de	crédito	que	anuncien	tasas	de	interés	activa,	monto
o	cuota,	el	proveedor	debe	consignar	de	manera	clara	y	destacada	la	tasa	de
costo	 efectivo	 anual	 (TCEA)	 calculada	 para	 un	 año	 de	 trescientos	 sesenta
(360)	 días	 y	 presentada	 conforme	 a	 los	 parámetros	 que	 para	 tal	 efecto
establezca	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones,	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	artículo
82	del	presente	código.
No	está	permitido,	bajo	ninguna	denominación,	hacer	referencia	a	tasas	de
interés	 distintas	 a	 la	 indicada	 en	 el	 cuerpo	 principal	 del	 anuncio,	 las	 que
podrán	incluirse	en	las	notas	explicativas,	en	caso	de	que	corresponda.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Si	un	banco	anuncia	sus	tasas	de	interés	en	la
web,	 debe	 remitir	 al	 consumidor	 expresamente	 a	 esa	 fuente	 de
información.	 “El	 artículo	 81	 del	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor	reconoce	que	los	servicios	financieros	prestados	por	entidades
reguladas	 por	 la	 SBS	 se	 rige	 por	 el	 código,	 así	 como	 por	 la	 Ley
Complementaria	 a	 la	 Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 en	 materia	 de
servicios	financieros	y	las	normas	reglamentarias	correspondientes.	Por	su
parte,	el	artículo	83	señala	que	en	la	publicidad	de	los	productos	o	servicios
financieros	de	créditos	bajo	el	sistema	revolvente,	debe	consignarse	la	Tasa
de	 Interés	Efectiva	Anual	 (TEA)	con	el	monto	y	detalle	de	cualquier	 cargo
aplicable	 o	 remitir	 expresamente	 esta	 información	 complementaria	 a	 una
fuente	de	información	distinta	fácilmente	accesible	y	gratuita.	(...).
18.	 Ahora	 bien,	 conforme	 se	 ha	 indicado	 anteriormente	 el	 artículo	 83
reconoce	 la	 posibilidad	 de	 que	 al	 anunciarse	 la	 TEA	 los	 proveedores	 de
servicios	 financieros	 puedan	 optar	 por	 indicar	 expresamente	 el	 monto	 y
detalle	 de	 cualquier	 cargo	 aplicable	 o	 remitir	 expresamente	 esta
información	a	una	fuente	distinta,	lo	que	se	complementa	con	la	posibilidad
de	 publicitar	 las	 tasas	 de	 interés	 mediante	 su	 página	 web,	 conforme
reconoce	la	Resolución	SBS	1765-2005.
19.	 Para	 que	 esta	 condición	 sea	 cumplida,	 no	 bastaba	 que	 el	 banco
incorpore	la	información	de	las	tasas	de	interés	ofrecidas	en	la	página	web,
sino	 que	 además,	 al	 momento	 de	 hacer	 la	 oferta	 del	 préstamo	 extracash
hubiera	remitido	expresamente	al	consumidor	a	esta	fuente	de	información
para	conocer	las	condiciones	de	la	tasa	de	interés	anunciada	(...)”.	(Indecopi,
R.	2373-2012/SC2-Indecopi,	ene.	08/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Bancos	 no	 pueden	 incrementar
unilateralmente	 la	 “comisión	 por	 mantenimiento	 mensual”	 de	 una
tarjeta	 de	 crédito.	 “El	 artículo	 13	 literal	 c)	 de	 la	 Ley	 de	 Protección	 al
Consumidor	prohíbe	 que	 se	modifiquen	 las	 condiciones	 y	 términos	 en	 los
que	 se	 contrató	 un	 servicio	 sin	 el	 consentimiento	 expreso	 de	 los
consumidores,	 no	 pudiendo	 presumirse	 el	 silencio	 del	 consumidor	 como
aceptación,	 salvo	 que	 éste	 así	 lo	 hubiere	 establecido	 (...)”.	 (Indecopi,	 R.
0107-2014/SPC-Indecopi,	 ene.	 16/2014.	 Vicepresidente	 Julio	 Baltazar
Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	84.—Modificado.	Ley	29888,	Art.	1°.	Publicidad	en	los	productos
o	servicios	financieros	pasivos.	En	la	publicidad	de	productos	o	servicios
financieros	 que	 anuncien	 tasas	 de	 interés	 pasivas,	 el	 proveedor	 debe
anunciar	 la	 tasa	 de	 rendimiento	 efectivo	 anual	 (TREA)	 calculada	 para	 un
año	de	trescientos	sesenta	(360)	días.
No	está	permitido,	bajo	ninguna	denominación,	hacer	referencia	a	tasas	de
interés	 distintas	 a	 la	 indicada	 en	 el	 cuerpo	 principal	 del	 anuncio,	 las	 que
podrán	incluirse	en	las	notas	explicativas,	en	caso	de	que	corresponda.
Las	empresas	del	sistema	financiero	no	pueden	denominar	a	un	producto	o
servicio	financiero	pasivo	como	“libre”	o	“sin	costo”,	o	presentar	algún	otro
término	 que	 implique	 gratuidad	 si	 bajo	 algún	 supuesto	 es	 posible	 que	 se
trasladen	 conceptos	 a	 los	 consumidores	 como	 cargos	 por	mantenimiento,
actividad	u	otros.
Ley	29571.
ART.	 85.—Contratación	 de	 servicios	 financieros	 y	 modificaciones
contractuales.	Sin	perjuicio	de	la	observancia	de	los	derechos	reconocidos
al	 consumidor	 en	 el	 presente	 código,	 las	 entidades	 del	 sistema	 financiero
pueden	decidir	la	contratación	con	los	usuarios	del	servicio	en	función	a	las
condiciones	 particulares	 de	 riesgo,	 el	 comportamiento	 crediticio,	 las
características	de	los	productos	que	se	diseñen	para	los	mercados	y	la	falta
de	 transparencia	 debidamente	 reglamentada	 por	 la	 Superintendencia	 de
Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
Cuando	las	modificaciones	o	la	resolución	del	contrato	tengan	por	sustento
la	aplicación	de	normas	prudenciales	 emitidas	por	 la	 Superintendencia	de
Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones,	 las
empresas	 no	 se	 encuentran	 obligadas	 a	 cursar	 a	 sus	 clientes	 la
comunicación	previa	que	 se	 exige	 en	 el	 artículo	5°	de	 la	 Ley	Núm.	28587,
Ley	 Complementaria	 a	 la	 Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 en	Materia	 de
Servicios	 Financieros.	 Las	 normas	 prudenciales	 emitidas	 por	 la	 citada
autoridad	 son	 aquellas	 tales	 como	 las	 referidas	 a	 la	 administración	 del
riesgo	 de	 sobreendeudamiento	 de	 deudores	 minoristas	 o	 por
consideraciones	 del	 perfil	 del	 cliente	 vinculadas	 al	 sistema	 de	 prevención
del	lavado	de	activos	o	del	financiamiento	del	terrorismo.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Los	 bancos	 están	 obligados	 a	 comunicar	 el
incremento	de	líneas	de	crédito	a	sus	clientes,	aun	cuando	en	el	contrato
se	 encuentre	 pactada	 tal	 posibilidad.	 “Conforme	 se	 puede	 observar	 de
ambos	 documentos,	 el	 banco	 ciertamente	 incluyó	 durante	 la	 contratación
del	servicio,	la	posibilidad	de	ampliar	la	línea	de	crédito	de	la	denunciante.
Sin	 embargo,	 tal	 como	 ha	 señalado	 este	 colegiado	 en	 anteriores
pronunciamientos,	 si	 bien	 no	 se	 encuentra	 prohibido	 que	 las	 entidades
financieras	modifiquen	 el	 importe	 de	 las	 líneas	 de	 crédito	 de	 sus	 clientes
(siempre	 y	 cuando	 esta	 facultad	 se	 encuentre	 pactada),	 resulta	 necesario
para	 tales	 efectos	 que	 –previamente	 al	 momento	 en	 que	 las	 entidades
ejerzan	 dicha	 facultad–	 ello	 sea	 conocido	 por	 los	 consumidores	 en	 forma
directa	y	clara,	haciendo	mención	expresa	a	la	cláusula	que	faculta	al	cambio
así	como	a	los	efectos	del	silencio	del	consumidor	o	las	consecuencias	de	los
actos	 que	 realice,	 una	 vez	 recibida	 la	 comunicación.”	 (Indecopi,	 R.	 0416-
2012/SC2-Indecopi,	feb.	15/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Si	 una	 tarjeta	 de	 crédito	 puede	 usarse
durante	 las	 veinticuatro	 horas,	 los	 consumidores	 deben	 tener	 acceso
continuo	al	servicio	de	bloqueo.	“Cabe	precisar	que	no	se	consigna	ninguna
restricción	 respecto	 al	 horario	 de	 atención	 de	 dicha	 línea,	 siendo	 que
resultaba	razonable	para	cualquier	consumidor	asumir	que	esta	funcionaba
de	 manera	 ininterrumpida,	 máxime	 si	 la	 tarjeta	 podía	 ser	 utilizada	 en
lugares	distintos	(...).	En	efecto,	de	la	revisión	de	la	página	web	de	la	tarjeta
(...)	 se	 verifica	 que	 dicho	 plástico	 también	 puede	 ser	 utilizado	 en	 otros
establecimientos	 (...)	 siendo	 que	 en	 la	mayoría	 de	 los	 casos,	 dicho	 locales
tienen	un	horario	de	atención	ininterrumpido	(...).
14.	La	sala	considera	que	puede	ser	válido	que	el	horario	para	el	reporte	y
el	bloqueo	de	la	tarjeta	por	pérdida	o	extravío	se	programe	en	función	del
horario	de	funcionamiento	de	la	única	empresa	o	tienda	por	departamentos
donde	 puede	 utilizarse	 la	 tarjeta;	 sin	 embargo,	 en	 el	 supuesto	 que	 esta
también	 pueda	 ser	 empleada	 para	 la	 realización	 de	 transacciones	 en
establecimientos	con	horarios	de	atención	ininterrumpida	(como	es	el	caso
de	algunos	grifos	o	estaciones	de	 servicio	y	 farmacias)	es	obligación	de	 la
empresa	 garantizar	 el	 acceso	 continuo	 a	 la	 posibilidad	 de	 bloquear	 la
misma.	Ello,	a	fin	de	evitar	el	uso	indebido	de	la	misma	por	parte	de	terceros
distintos	 al	 titular.”	 (Indecopi,	 R.	 1704-2012/SC2-Indecopi,	 jul.	 06/2012.
Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC:	 entidades	 financieras	 no	 pueden
resolver	 sin	 expresión	 de	 causa	 los	 contratos	 de	 adhesión	 sin	 asumir
ninguna	 responsabilidad.	 “Toda	 vez	 que	 las	 entidades	 financieras	 se
encuentran	en	una	posición	preeminente	 con	 respecto	del	 consumidor,	 es
que	se	justifica	que	éste	último	reciba	una	especial	protección	por	parte	del
ordenamiento	 jurídico	 y	 que	 se	 establezcan	 garantías	 para	 equilibrar	 las
relaciones	de	asimetría	que	entablan	ambas	partes.
29.	 En	 este	 extremo,	 es	 de	 destacar	 que	 en	 el	 ordenamiento	 jurídico
nacional	 la	 protección	 al	 consumidor	 goza	 de	 reconocimiento
constitucional,	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 65	 de	 la
Constitución	 Política	 del	 Perú.	 La	 defensa	 especial	 del	 interés	 de	 los
consumidores	 por	 parte	 del	 Estado	 tiene	 su	 origen	 en	 la	 situación	 de
desventaja	en	la	que	se	encuentran	estos	frente	a	los	proveedores,	respecto
de	la	cantidad	y	calidad	de	información	de	la	que	disponen	sobre	los	bienes
y	 servicios	 que	 adquieren.	 Esta	 es	 una	 realidad	 que	 debe	 enfrentarse
equilibradamente	en	el	marco	de	un	sistema	de	economía	social	de	mercado
como	el	recogido	por	la	Constitución	Política	del	Perú,	el	cual	propugna,	de
una	parte,	la	defensa	de	las	libertades	que	son	inherentes	al	mercado	y,	de	la
otra,	 los	 contrapesos	 de	 equilibrio	 de	 la	 justicia	 social	 y	 seguridad	 de	 la
Nación.
30.	 A	 criterio	 de	 esta	 sala	 y	 atendiendo	 a	 las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor,	 las	 entidades	 financieras,	 en	 aplicación	 del	 artículo	 1398	 del
Código	 Civil,	 no	 pueden	 pactar	 en	 los	 contratos	 de	 adhesión	 a	 favor	 de	 sí
mismas	la	facultad	de	resolución	de	un	contrato	sin	expresión	de	causa	y	sin
asumir	responsabilidad	alguna,	 incluso	aun	cuando	dichas	cláusulas	hayan
sido	 aprobadas	 administrativamente.	 De	 lo	 contrario,	 se	 estarían
atribuyendo	a	sí	mismos	una	 facultad	exorbitante	para	salir	de	 la	 relación
establecida	 con	 el	 consumidor,	 pese	 a	 que	 se	 obligaron	 frente	 a	 éste	 a
brindar	determinadas	prestaciones.
31.	 Siendo	 que	 las	 entidades	 financieras,	 así	 como	 cualquier	 otro
proveedor,	 constituyen	 establecimientos	 abiertos	 al	 público	 que	 ofrecen
productos	 y	 servicios	 en	 el	 mercado,	 de	 aceptarse	 tales	 prerrogativas	 se
podría	 estar	 encubriendo	 prácticas	 arbitrarias	 que	 distorsionarían	 las
garantías	 establecidas	 legalmente	 a	 favor	 de	 los	 consumidores	 en	 la
contratación	 a	 través	 de	 contratos	 por	 adhesión.	 En	 tal	 sentido,	 las
entidades	 financieras	 se	 encuentran	 obligadas	 a	 brindar	 sus	 servicios	 a
cualquier	persona	y	no	pueden	limitar	el	acceso	a	éstos	o,	una	vez	entablada
la	 relación	 de	 consumo,	 pretender	 concluirla	 unilateralmente,	 salvo	 que
medie	una	causa	que	sustente	dicha	decisión,	tal	como	el	incumplimiento	de
las	 obligaciones	 contraídas,	 la	 insolvencia	 económica	 del	 cliente,	 entre
otros;	mas	no	la	sola	voluntad	de	la	entidad	financiera,	al	no	constituir	una
causal	válida	en	el	contexto	del	derecho	del	consumidor	cuyo	presupuesto
es	que	la	información	resulta	primordial	para	que	dicho	esquema	de	normas
pueda	 cumplir	 su	 rol	 en	 el	 mercado”.	 (Indecopi,	 R.	 1826-2013/SPC-
Indecopi,	jul.	11/2013.	Pres.	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	 86.—Derecho	 a	 efectuar	 pagos	 anticipados.	 Los	 consumidores
tienen	 derecho,	 en	 toda	 operación	 de	 crédito	 a	 plazos	 bajo	 el	 sistema	 de
cuotas	o	similares,	a	efectuar	el	pago	anticipado	o	prepago	de	los	saldos,	en
forma	 total	 o	 parcial,	 con	 la	 consiguiente	 reducción	 de	 los	 intereses
compensatorios	 generados	 al	 día	 de	 pago	 y	 liquidación	 de	 comisiones	 y
gastos	 derivados	 de	 las	 cláusulas	 contractuales	 pactadas	 entre	 las	 partes,
sin	que	les	sean	aplicables	penalidades	de	algún	tipo	o	cobros	de	naturaleza
o	efecto	similar.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Entidades	financieras	no	pueden	obstaculizar
el	 pago	 anticipado	 de	 créditos	 ni	 cobrar	 montos	 que	 encubran	 la
recuperación	de	intereses.	“En	similares	términos	a	la	regulación	prevista
en	la	derogada	Ley	de	Protección	al	Consumidor,	actualmente,	el	artículo	86
del	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor	reconoce	el	derecho	de
los	 consumidores	 a	 realizar	 pagos	 anticipados	 en	 forma	 total	 o	 parcial.	 A
diferencia	de	su	antecesor,	el	 texto	de	dicha	disposición	recoge	con	mayor
detalle	los	alcances	del	ejercicio	de	este	derecho,	precisando	que	a	los	pagos
anticipados	 no	 le	 son	 aplicables	 penalidades	 de	 algún	 tipo	 o	 cobros	 de
naturaleza	 o	 efecto	 similar,	 aspecto	 que	 fueron	 desarrollados	 en	 diversos
pronunciamientos	por	parte	del	Indecopi	al	amparo	de	la	Ley	de	Protección
al	Consumidor.
10.	 En	 virtud	 de	 los	 nuevos	 alcances	 del	 reconocimiento	 previsto	 en	 el
Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor,	 podemos	 resumir	 las
características	 y	 alcances	 de	 los	 pagos	 anticipados	 en	 los	 siguientes
términos:	(i)	puede	ser	realizados	en	cualquier	operación	crediticia	a	plazos
bajo	el	sistema	de	cuotas	o	similares;	(ii)	puede	ser	realizado	en	forma	total
o	parcial;	(iii)	genera	la	reducción	de	los	intereses	compensatorios	al	día	de
pago;	(iv)	genera	 la	 liquidación	de	 las	comisiones	y	gastos	pactados;	y,	 (v)
no	 le	 es	 aplicable	 penalidad	 o	 cobros	 de	 naturaleza	 o	 efecto	 similar.”
(Indecopi,	R.	2642-2011/SC2-Indecopi,	oct.	03/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Bancos	 deben	 emitir	 un	 documento	 o
constancia	ante	las	solicitudes	de	sus	clientes	del	importe	total	a	pagar
por	deudas	de	tarjetas	de	crédito.	“Si	bien	es	cierto,	la	regla	general	en	los
procedimientos	por	infracción	a	las	normas	de	protección	al	consumidor	es
que	los	denunciantes	deben	acreditar	la	ocurrencia	del	defecto	alegado,	en
este	caso	se	ha	verificado	que	el	propio	diseño	del	sistema	de	atención	de
solicitudes	del	monto	 total	 adeudado	por	el	uso	de	una	 tarjeta	de	 crédito,
incluidos	los	intereses	no	facturados,	impide	que	los	clientes	del	denunciado
obtengan	 algún	 documento	 que	 pruebe	 la	 información	 brindada	 por	 su
personal.	(...).
18.	 La	 ausencia	 de	 mecanismos	 establecidos	 por	 el	 banco	 que	 permitan
acreditar	la	información	brindada	por	sus	empleados	ante	pedidos	como	los
que	 son	materia	 de	 denuncia	 colocan	 al	 consumidor	 en	 una	 situación	 de
indefensión	 que	 este	 colegiado	 no	 puede	 convalidar,	 por	 lo	 que	 resulta
necesario	 tutelar	 los	 derechos	 de	 los	 consumidores	 y	 establecer	 que	 las
entidades	 financieras	 deben	 emitir	 un	 documento	 o	 constancia	 ante	 las
solicitudes	de	sus	clientes	del	importe	a	pagar	por	las	deudas	derivadas	del
uso	de	las	tarjetas	de	crédito,	incluidos	los	importes	no	facturados,	a	efectos
de	 realizar	 pagos	 anticipados	 totales	 pues	 de	 lo	 contrario,	 se	 estaría
afectando	 el	 derecho	 de	 los	 consumidores	 a	 recibir	 información	 que
satisfaga	 sus	 decisiones	 de	 consumo,	 e	 incluso,	 se	 estaría	 vaciando	 de
contenido	 el	 derecho	 a	 efectuar	 pagos	 anticipados	 totales.”	 (Indecopi,	 R.
0250-2011/SC2-Indecopi,	set.	02/2011.	Pres.	Carrillo	Gómez)
Ley	29571.
ART.	87.—Imputación	de	pagos.	Los	consumidores	tienen	derecho	a	ser
informados	respecto	a	las	condiciones	aplicables	a	las	distintas	obligaciones
que	 pueden	 ser	 asumidas	 en	 virtud	 de	 un	 mismo	 contrato	 de	 crédito,
detallando	para	tal	efecto	las	tasas	de	interés,	demás	cargos	aplicables	y	la
oportunidad	 de	 pago	 para	 cada	 una	 de	 dichas	 obligaciones,	 así	 como	 el
orden	de	imputación	de	pagos	de	estas.
En	 los	 contratos	 de	 crédito	 por	 adhesión	 o	 con	 cláusulas	 generales	 de
contratación	de	empresas	financieras	sujetas	al	ámbito	de	supervisión	de	la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	Pensiones,	el	orden	de	imputación	de	pagos	pactado	no	puede	conllevar
un	 agravamiento	 desproporcionado	 del	 monto	 adeudado,	 salvo	 que	 la
empresa	 acredite	 fehacientemente	 la	 existencia	 efectiva	 de	 negociación	 e
informe	 adecuadamente	 al	 consumidor	 en	 documento	 aparte	 sobre	 las
consecuencias	 e	 implicaciones	 económicas	 de	 la	 regla	 de	 imputación
adoptada.	La	carga	de	la	prueba	de	la	existencia	de	negociación	y	de	que	se
informó	al	consumidor	corresponde	al	proveedor.
De	 existir	 contratos	 de	 crédito	 por	 adhesión	 o	 celebrados	 en	 base	 a
cláusulas	generales	de	contratación	con	distintas	obligaciones	en	los	que	no
se	haya	pactado	 la	 aplicación	de	 los	pagos,	 o	 en	 caso	de	no	 ser	preciso	 el
convenio	 celebrado	 o	 genere	 dudas	 respecto	 a	 sus	 alcances,	 o	 no	 se	 haya
cumplido	con	la	obligación	a	cargo	del	proveedor	a	que	se	refiere	el	párrafo
precedente,	 los	 pagos	 se	 aplican	 en	 primer	 lugar	 a	 la	 obligación	 menos
garantizada,	y	de	estar	igualmente	garantizadas,	a	la	más	onerosa,	y	de	ser
igualmente	onerosas,	a	la	más	antigua.	No	se	puede,	sin	el	asentimiento	del
proveedor,	aplicar	los	pagos	al	capital	antes	que	a	los	gastos	y	a	estos	antes
que	a	los	intereses.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Prohibición	de	embargar	remuneraciones	no
afecta	la	compensación	libre	pactada	entre	los	bancos	y	sus	clientes.	“(...)
En	 el	 segundo	 supuesto,	 el	 consumidor	 imprevistamente	 ve	 afectada	 sus
remuneraciones	debido	a	 la	propia	naturaleza	del	embargo	que	además	se
dicta	inaudita	parte,	situación	que	podría	afectar	la	proyección	y	provisión
de	ingresos	realizada	por	el	consumidor	para	la	atención	de	sus	necesidades
básicas	en	el	corto	plazo	e,	incluso,	poner	en	riesgo	su	propia	subsistencia.
En	 la	 misma	 desprotección	 se	 encontraría	 aquel	 consumidor	 que	 ve
afectado	sus	haberes	sin	haber	previamente	consentido	la	compensación	a
favor	 de	 su	 acreedor.	 Aquí	 es	 donde	 cobra	 sentido	 la	 protección	 que	 el
sistema	 normativo	 otorga	 a	 la	 remuneración	 de	 los	 trabajadores	 al
considerarla	inembargable.
(...)	 24.	 La	 compensación	 es	 un	 acto	 de	 disposición	 patrimonial	 y	 toda
persona	es	libre	de	disponer	su	patrimonio,	por	lo	que	cualquier	limitación
debe	 ser	 interpretada	 restrictivamente	 a	 fin	 de	 no	 afectar	 la	 esfera	 de
libertad	 propia	 de	 toda	 persona.	 Cuando	 un	 consumidor	 decide	 que	 sus
remuneraciones	pueden	servir	para	atender	las	obligaciones	que	mantiene
con	 un	 banco,	 actúa	 en	 el	 marco	 de	 la	 autonomía	 privada	 que	 le	 es
reconocida	desde	la	propia	Constitución.
25.	Una	interpretación	en	sentido	contrario	validaría	el	incumplimiento	de
obligaciones	 generando	 una	 excepción	 a	 favor	 de	 los	 deudores,	 que	 se
opone	 a	 su	 proceder	 anterior	 cuando	 voluntariamente	 dieron	 su
consentimiento	 para	 una	 eventual	 compensación;	 circunstancia	 que	 en	 la
práctica	bancaria	suele	tener	incidencia	en	las	condiciones	de	otorgamiento
del	crédito	por	constituir	una	facilidad	de	cobro	para	la	institución	bancaria.
(...)	este	colegiado	estima	que	podría	objetarse	la	 libertad	del	consumidor
para	aceptar	la	compensación	con	cargo	a	su	remuneración	o	pensión,	bajo
el	 argumento	 que	 no	 existe	 voluntad	 plena	 cuando	 la	 aceptación	 viene
incorporada	 en	 cláusulas	 generales	 de	 contratación.	 La	 realidad	 de	 la
contratación	contemporánea	no	es	ajena	esta	sala,	por	lo	que	consideramos
oportuno	 recomendar	a	 la	 Superintendencia	de	Banca,	 Seguros	y	AFP	que
evalúe	la	posibilidad	de	exigir	a	las	empresas	del	sistema	financiero	que	en
el	 futuro	 estos	 pactos	 de	 compensación	 no	 formen	 parte	 de	 condiciones
contractuales	 redactadas	 unilateral	 y	 previamente	 por	 el	 proveedor,	 sino
que	los	formatos	utilizados	por	las	entidades	bancarias	consignen	casilleros
para	marcar	en	los	cuales	el	consumidor	puede	elegir	una	condición	u	otra,
es	decir,	si	acepta	o	no	la	compensación.
31.	 Esta	 modalidad	 de	 aceptación	 de	 determinadas	 condiciones
contractuales	 actualmente	 es	 aplicada	 en	 la	 contratación	 bancaria;	 por
ejemplo,	en	aquellos	casos	donde	el	consumidor	decide	que	sus	estados	de
cuenta	no	sean	remitidos	físicamente	sino	por	internet,	la	eliminación	de	la
opción	 de	 disposición	 por	 efectivo	 con	 cargo	 a	 la	 línea	 de	 crédito	 de	 la
tarjeta	de	crédito,	etc.”	(Indecopi,	R.	3448-2011/SC2-Indecopi,	dic.	15/2011.
Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Indecopi	reconoce	y	garantiza	 intangibilidad
de	 la	 cuentas	 de	 remuneraciones.	 “(…)	 queda	 claro	 que	 el	 derecho	 de
compensación	 de	 las	 entidades	 del	 sistema	 financiero	 procede	 sobre	 los
activos	del	deudor	que	aquéllas	mantengan	en	su	poder,	estando	prohibida
respecto	de	remuneraciones	cuando	éstas	no	sean	mayores	a	 las	5	URP,	y
respecto	al	exceso	sólo	podrá	aplicarlo	hasta	una	tercera	parte.	(…)	resulta
indudable	que	la	cuenta	de	ahorros	(…)	del	banco,	es	la	cuenta	en	la	cual	se
depositaban	mensualmente	 las	 remuneraciones	de	 la	 señora	 (…).	 Sobre	el
particular,	 la	sala	considera	que	no	es	posible	desconocer	 la	naturaleza	de
las	 remuneraciones,	 por	 el	 solo	 hecho	 de	 haber	 sido	 depositadas	 en	 una
cuenta	de	ahorros,	más	aún	si	dicha	cuenta	es	solo	un	medio	que	utiliza	el
propio	empleador	para	efectuar	el	pago	de	 los	haberes	a	sus	trabajadores.
Una	 interpretación	 contraria	 vaciaría	 de	 contenido	 las	 normas	 que
establecen	 la	 protección	 de	 las	 remuneraciones	 como	 créditos
inembargables.	(…)	se	verifica	que	los	cargos	fueron	realizados	incluso	por
la	totalidad	del	monto	de	la	remuneración,	lo	cual	infringe	lo	dispuesto	por
el	ordenamiento	legal.
(…)	 el	 banco	 alegó	 que	 si	 bien	 las	 remuneraciones	 eran	 inembargables,
dicha	calificación	únicamente	las	excluía	de	la	posibilidad	de	embargo,	mas
no	 de	 la	 compensación.	 No	 obstante,	 del	 análisis	 realizado
precedentemente,	 dicha	 alegación	 ha	 quedado	 desvirtuada,	 al	 haberse
evidenciado	la	exclusión	expresa	de	los	créditos	inembargables	del	derecho
de	compensación,	conforme	al	artículo	1290	del	Código	Civil.	 (Indecopi,	R.
0199-2010/SC2-Indecopi,	ene.	29/10.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.	 —Bloqueo	 injustificado	 de	 las	 cuentas
bancarias	acarrea	multa.	“(…)	 La	 señora	 (…)	 denunció	 al	 banco	 además
por	 haber	 realizado	 el	 bloqueo	 de	 su	 cuenta	 de	 ahorros	 durante	 algunas
horas	 los	 días	 28	 de	 noviembre	 y	 14	 de	 diciembre	 del	 2007,	 sin	 su
consentimiento	 o	 motivo	 alguno.	 Dicho	 extremo	 fue	 declarado	 infundado
por	 la	 comisión	 al	 considerar	 que	 el	 bloqueo	 de	 la	 cuenta	 fue	 una	 acción
necesaria	 para	 efectuar	 la	 compensación	 que	 había	 sido	 válidamente
realizada.
(…)	Es	así	que,	la	referida	cláusula	establece	que	el	banco	puede	realizar	el
bloqueo	 de	 una	 cuenta	 únicamente	 en	 dos	 supuestos:	 (i)	 por	mandato	 de
autoridad	 competente;	 o,	 (ii)	 cuando	 advierta	 operaciones	 inusuales	 o
sospechosas	de	acuerdo	a	la	normas	de	la	materia.
45.	De	 los	supuestos	establecidos	contractualmente	para	el	bloqueo	de	 la
cuenta,	 ninguno	 autoriza	 al	 banco	 para	 que	 efectúe	 el	 bloqueo	 como	 un
medio	 operativo	 de	 la	 compensación,	 siendo	 que	 el	 banco	 tampoco	 ha
alegado	que	exista	alguna	norma	específica	que	lo	faculte,	por	lo	que,	en	el
presente	 caso,	 el	 bloqueo	 se	 realizó	 injustificadamente.	 (…)”	 (Indecopi,	 R.
0199-2010/SC2-Indecopi,	ene.	29/10.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Deudores	 pueden	 afectar	 libremente	 sus
remuneraciones	 para	 compensar	 deudas	 bancarias.	 “En	 tal	 sentido,	 la
compensación	es	un	acto	de	disposición	patrimonial	y	toda	persona	es	libre
de	 disponer	 su	 patrimonio,	 por	 lo	 que	 cualquier	 limitación	 debe	 ser
interpretada	restrictivamente	a	fin	de	no	afectar	la	esfera	de	libertad	propia
de	 toda	 persona.	 Cuando	 un	 consumidor	 decide	 que	 sus	 remuneraciones
pueden	 servir	 para	 atender	 las	 obligaciones	 que	mantiene	 con	 un	 banco,
actúa	 en	 el	marco	 de	 la	 autonomía	 privada	 que	 le	 es	 reconocida	 desde	 la
propia	Constitución.
36.	Una	interpretación	en	sentido	contrario	validaría	el	incumplimiento	de
obligaciones	 generando	 una	 excepción	 a	 favor	 de	 los	 deudores,	 que	 se
opone	 a	 su	 proceder	 anterior	 cuando	 voluntariamente	 dieron	 su
consentimiento	 para	 una	 eventual	 compensación.”	 (Indecopi,	 R.	 0696-
2012/SC2	-Indecopi,	mar.	08/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
Ley	29571.
ART.	88.—Reclamo	de	productos	o	servicios	financieros	y	de	seguros.
88.1.	 Las	 entidades	 del	 sistema	 financiero	 y	 de	 seguros,	 en	 todas	 sus
oficinas	 en	 la	 República,	 deben	 resolver	 los	 reclamos	 dentro	 del	 plazo
establecido	en	 la	normativa	correspondiente,	 sin	perjuicio	del	derecho	del
consumidor	de	recurrir	directamente	ante	la	Autoridad	de	Consumo.
88.2.	El	reclamo	debe	presentarse	y	registrarse	en	la	forma	que	determinan
las	 normas	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
88.3.	En	caso	de	identificarse	comportamientos	que	tengan	repercusión	en
intereses	 de	 terceros,	 el	 Indecopi,	 de	 oficio	 o	 por	 denuncia,	 inicia	 el
procedimiento	 administrativo	 sancionador	 contra	 el	 proveedor
responsable.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Bancos	 no	 pueden	 obligar	 a	 sus	 clientes	 a
comunicarse	 telefónicamente	 para	 conocer	 los	 resultados	 de	 sus
reclamos.	 “7.	 En	 su	 recurso	 de	 revisión,	 el	 banco	 ha	 cuestionado	 la
inaplicación	 de	 la	 Circular	 SBS	 G	 146-2009,	 Servicio	 de	 atención	 a	 los
usuarios,	 que	 regula	 los	 mecanismos	 de	 atención	 a	 los	 reclamos
interpuestos	por	los	usuarios	del	sistema	financiero.
(...)	 10.	 Así,	 para	 determinar	 los	 alcances	 de	 esta	 obligación	 es	 necesario
remitirnos	a	la	legislación	del	sistema	financiero,	siendo	que	para	los	casos
de	 atención	 de	 reclamos	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y	 AFP	 ha
emitido	la	Circular	SBS	G146-2009	que	regula,	entre	otros,	el	procedimiento
para	la	presentación,	tramitación	y	resolución	de	reclamos.
11.	El	argumento	del	banco,	vía	el	 recurso	de	 revisión,	 se	ha	centrado	en
señalar	que	en	el	presente	 caso	 resultaban	de	aplicación	 las	disposiciones
de	 dicha	 norma,	 la	 misma	 que	 establece	 la	 posibilidad	 de	 pactar
mecanismos	 de	 respuesta	 alternativos	 con	 los	 usuarios,	 siendo	 que	 la
comisión	omitió	aplicarla.	(...).
13.	Dicha	disposición	establece	una	premisa	general,	esta	es	que,	ante	todo
reclamo	 la	 entidad	 financiera	 está	 obligada	 a	 remitir	 una	 respuesta	 por
escrito	 a	 la	 dirección	 (domiciliario	 o	 electrónica)	 indicada	 por	 el	 usuario
para	 tal	efecto;	considerando	como	única	excepción,	el	 supuesto	en	que	 la
solución	 del	 reclamo	 resulte	 favorable	 al	 consumidor,	 en	 cuyo	 caso	 se
habilita	a	que	la	entidad	pacte	con	el	consumidor	mecanismos	de	respuesta
alternativos.
14.	Si	bien	en	los	casos	en	que	el	resultado	del	reclamo	resulte	favorable	al
consumidor	 se	 exonera	 al	 proveedor	del	 sistema	 financiero	de	 emitir	 una
comunicación	por	escrito	al	respecto,	ello	no	implica	que	el	consumidor	no
obtenga	información	alguna	referida	a	la	solución	brindada	y	es	por	ello	que
se	 habilita	 al	 proveedor	 a	 que	 –previo	 pacto	 con	 el	 usuario–	 se	 utilice	 un
mecanismo	 alternativo	 por	 el	 cual	 tenga	 acceso	 a	 conocer	 la	 solución
correspondiente	 a	 su	 reclamo.	 Es	 decir,	 se	 garantiza	 que	 el	 consumidor
siempre	 obtenga	 algún	 tipo	 de	 respuesta	 de	 parte	 del	 proveedor,	 aun
cuando	 esta	 no	 sea	 necesariamente	 una	 comunicación	 por	 escrito	 a	 su
domicilio.	(...).
19.	 En	 atención	 a	 lo	 expuesto,	 este	 colegiado	 advierte	 que	 en	 efecto	 la
comisión	 centró	 su	 análisis	 respecto	 a	 la	 atención	 del	 reclamo	 del
denunciante,	únicamente	 respecto	al	plazo	previsto	en	 la	norma	para	ello,
omitiendo	 aplicar	 las	 disposiciones	 de	 la	 Circular	 SBS	 G	 146-2009	 que
regulan	los	mecanismos	de	respuesta	a	los	reclamos	cuando	estos	resulten
favorables	 al	 consumidor.	 Sin	 embargo,	 dicha	 inaplicación	 no	 afecta	 el
sentido	 del	 pronunciamiento	 emitido,	 dado	 que	 el	 banco	 ha	 pretendido
otorgar	una	interpretación	de	la	norma	que	no	coincide	con	el	sentido	de	la
misma.	Así,	considerando	el	análisis	precedente,	de	haberse	aplicado	dicha
norma	aún	existiría	responsabilidad	de	parte	del	banco	en	relación	a	la	falta
de	 atención	 del	 reclamo	 de	 la	 señora	 Gutiérrez”.	 (Indecopi,	 R.	 1758-
2012/SC2-Indecopi,	jun.	12/2012.	S.	S.	Arrús	Olivera)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	hijo	menor	de	edad	tiene	preferencia	frente
a	los	otros	para	reclamar	el	SOAT.	“Conviene	señalar	que	el	artículo	34	del
Reglamente	del	 SOAT,	 establece	quienes	 son	 los	 beneficiaros	del	 CAT	y	 el
orden	 de	 prevalencia	 entre	 ellos	 en	 caso	 de	 muerte	 de	 un	 familiar	 con
ocasión	de	un	accidente	de	 tránsito	 (...).	De	ello	 se	deduce	que	en	caso	de
muerte	 por	 accidente	 de	 tránsito,	 los	 beneficiaros	 del	 SOAT,	 en	 orden	 de
preferencia,	 son:	 (i)	 el	 cónyuge	 supérstite;	 (ii)	 los	 hijos	 menores	 de
dieciocho	 años	 o	 mayores	 de	 dieciocho	 incapacitados	 de	 manera	 total	 y
permanente	para	el	 trabajo;	 (iii)	 los	hijos	mayores	de	dieciocho	años;	 (iv)
los	 padres;	 y,	 (v)	 los	 hermanos	menores	 de	 dieciocho	 años	 o	mayores	 de
dieciocho	incapacitados	de	manera	total	y	permanente	para	el	trabajo.
22.	En	el	caso,	se	ha	podido	constatar	durante	la	tramitación	de	la	solicitud
del	pago	de	la	indemnización	presentada	por	la	señora	(...)	que	existía	una
persona	 con	mejor	 derecho	 a	 quien	 le	 correspondía	 la	 indemnización,	 de
acuerdo	 al	 orden	 de	 precedencia	 citado	 precedentemente,	 y	 era	 la	 hija
menor	 de	 edad	 del	 occiso,	 pues	 la	 representante	 legal	 de	 esta	 última	 (su
señora	madre)	solicitó	la	cobertura	del	SOAT	(...),	razón	por	la	cual	Pacífico
efectuó	el	pago	el	día	17	de	febrero	del	2014.	(...).
24.	En	ese	 sentido,	 esta	 sala	 es	de	 la	opinión	que	en	 la	medida	de	que	 la
falta	de	pago	de	la	indemnización	a	la	denunciante	se	debió	a	que	existía	una
persona	con	mejor	derecho	a	recibirla	por	tener	prioridad	o	preferencia	en
virtud	del	artículo	34	del	Reglamento	del	SOAT,	haciéndose	efectivo	el	pago
posteriormente,	 el	 actuar	 de	 la	 compañía	 aseguradora	 no	 constituye	 una
infracción	 al	 deber	 de	 idoneidad”.	 (Indecopi,	 R.	 0114-2015/SPC-Indecopi,
ene.	19/2014.	Vicepresidente	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	89.—Informe	técnico	de	la	Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.	En	los	casos	en	que
sea	 necesaria	 la	 interpretación	 de	 la	 Ley	 Núm.	 26702,	 Ley	 General	 del
Sistema	 Financiero	 y	 del	 Sistema	 de	 Seguros	 y	 Orgánica	 de	 la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 o	 las	 normas	 dictadas	 por	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	Pensiones,	el	Indecopi	debe	solicitar	a	esta	un	informe	técnico.
Ley	29571.
ART.	90.—Garantías	de	la	reclamación.
90.1.	 Con	 periodicidad	 trimestral,	 las	 entidades	 del	 sistema	 financiero
están	obligadas	a	remitir	 información	a	 la	autoridad	competente	sobre	 los
reclamos	 que	 hayan	 tramitado,	 las	 decisiones	 que	 hayan	 adoptado	 y	 las
acciones	 que	 hayan	 implementado	 para	 que	 los	 hechos	 que	 afectan	 a	 un
consumidor,	 pero	 transciendan	 a	 otros,	 sean	 corregidos	 sin	 necesidad	 de
intervención	del	regulador.
90.2.	 En	 caso	 de	 identificar	 comportamientos	 derivados	 de	 acciones
individuales	 que	 tengan	 repercusión	 en	 los	 demás	 consumidores,	 la
autoridad	competente	remite	esa	información	al	Indecopi	para	que	inicie	el
procedimiento	 administrativo	 sancionador	 contra	 el	 proveedor
responsable.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Entidades	 financieras	 están	 obligadas	 a
responder	 los	 reclamos	 de	 los	 consumidores,	 incluso	 cuando	 los
reclamos	favorezcan	a	estos.	“(...)	se	advierte	que	no	existe	 la	posibilidad
de	 que	 el	 proveedor	 se	 exonere	 de	 su	 responsabilidad	 de	 comunicar	 la
respuesta	del	reclamo	 interpuesto,	pues	 la	 finalidad	de	 la	norma	es	que	el
consumidor	 tenga	 acceso	 pleno	 a	 la	 información	 que	 se	 derive	 como
consecuencia	 de	 su	 reclamo	 y	 conozca	 la	 solución	 que	 el	 proveedor	 le	 ha
brindado	al	respecto.
17.	Si	bien	en	los	casos	en	que	el	resultado	del	reclamo	resulte	favorable	al
consumidor	 se	 exonera	 al	 proveedor	del	 sistema	 financiero	de	 emitir	 una
comunicación	por	escrito	al	respecto,	ello	no	implica	que	el	consumidor	no
obtenga	información	alguna	referida	a	la	solución	brindada	y	es	por	ello	que
se	 habilita	 al	 proveedor	 a	 que	 –previo	 pacto	 con	 el	 usuario–	 se	 utilice	 un
mecanismo	 alternativo	 por	 el	 cual	 tenga	 acceso	 a	 conocer	 la	 solución
correspondiente	 a	 su	 reclamo.	 Es	 decir,	 se	 garantiza	 que	 el	 consumidor
siempre	 obtenga	 algún	 tipo	 de	 respuesta	 de	 parte	 del	 proveedor,	 aun
cuando	 esta	 no	 sea	 necesariamente	 una	 comunicación	 por	 escrito	 a	 su
domicilio.	(...).
22.	 Así,	 este	 colegiado	 conviene	 en	 señalar	 que	 es	 responsabilidad	 del
banco	 comunicarse,	 dar	 el	 primer	 paso	 frente	 a	 su	 consumidor	 o	 usuario
para	 informarle	 el	 resultado	 del	 reclamo	 interpuesto,	 siendo	 que
únicamente	 en	 los	 casos	 en	 que	 este	 resulte	 favorable	 al	 consumidor	 la
norma	le	permite	ahorrar	los	costos	de	mensajería	y	envío	de	documentos
que	involucran	una	respuesta	por	escrito	al	domicilio	del	consumidor	y,	en
este	 caso,	 puede	 recurrir	 a	mecanismos	 alternativos.”	 (Indecopi,	 R.	 1657-
2012/SC2-Indecopi,	ene.	06/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
CAPÍTULO	VI
SERVICIOS	DE	CRÉDITO	PRESTADOS	POR	EMPRESAS	NO
SUPERVISADAS	POR	LA	SUPERINTENDENCIA	DE	BANCA,
SEGUROS	Y	ADMINISTRADORAS	PRIVADAS	DE	FONDOS	DE
PENSIONES
Ley	29571.
ART.	91.—Alcance.	Las	disposiciones	del	presente	capítulo	son	aplicables
a	 los	 proveedores	 que	 brindan	 crédito	 a	 los	 consumidores	 bajo	 cualquier
modalidad	y	no	se	encuentran	bajo	la	supervisión	de	la	Superintendencia	de
Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
Ley	29571.
ART.	92.—Obligación	de	difundir	 la	 intervención	de	un	 tercero	en	el
financiamiento.	 Los	 proveedores	 que	 financian	 a	 los	 consumidores	 la
adquisición	 de	 sus	 productos	 o	 servicios	 a	 través	 de	 una	 empresa	 del
sistema	 financiero	 u	 otro	 proveedor	 de	 servicios	 de	 crédito,	 quedan
obligados	 a	 difundir	 de	 manera	 destacada	 el	 hecho	 de	 que	 la	 empresa
prestadora	del	servicio	financiero	es	distinta	de	aquella	que	comercializa	el
producto.
Ley	29571.
ART.	 93.—Aplicación	 supletoria	 de	 la	 regulación	 de	 las	 empresas
supervisadas.	 Los	 proveedores	 deben	 brindar	 a	 los	 usuarios	 toda	 la
información	 que	 estos	 soliciten	 de	 manera	 previa	 a	 la	 celebración	 de
cualquier	contrato,	tales	como	la	referida	a	las	condiciones	que	se	apliquen
a	la	relación	crediticia.
En	 el	 momento	 de	 la	 contratación,	 los	 proveedores	 deben	 entregar	 una
copia	 de	 los	 contratos	 suscritos,	 adicionándoles	 la	 hoja	 resumen	 y	 el
cronograma	de	pagos	en	el	caso	de	créditos	bajo	el	sistema	de	cuotas.	Para
dichos	 efectos,	 los	 proveedores	 deben	 observar	 las	 disposiciones
establecidas	en	este	código.
Las	 modificaciones	 a	 las	 estipulaciones	 contractuales,	 intereses,
comisiones	 y	 gastos	 que	 se	 hayan	 acordado	 en	 los	 respectivos	 contratos
deben	observar	lo	previsto	en	la	Ley	Núm.	28587,	Ley	Complementaria	a	la
Ley	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 en	 Materia	 de	 Servicios	 Financieros,
respecto	a	los	mecanismos	y	plazos	para	su	modificación,	garantizando	que
el	envío	de	comunicación	sea	a	 través	de	medios	 idóneos	que	permitan	al
consumidor	un	conocimiento	de	la	comunicación	previa.
Ley	29571.
ART.	94.—Modificado.	Ley	29888,	Art.	1°.	Determinación	de	 las	 tasas
de	interés.	Los	proveedores,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo
1243	 del	 Código	 Civil,	 deben	 determinar	 la	 tasa	 del	 interés	 convencional
compensatorio	 o	 moratorio	 en	 atención	 a	 los	 límites	 establecidos	 por	 el
Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.
Los	proveedores	deben	presentar	la	tasa	de	costo	efectivo	anual	(TCEA),	de
acuerdo	 con	 los	 parámetros	 que	 para	 tal	 efecto	 establezca	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	 Pensiones,	 en	 concordancia	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 82	 del
presente	código.
Si	 los	proveedores	emplean	 tasas	que	dependan	de	un	 factor	variable,	 se
debe	 especificar	 de	 manera	 precisa	 e	 inequívoca	 la	 forma	 en	 que	 se
determina	en	cada	momento,	incluyendo	su	periodicidad	de	cambio,	de	ser
aplicable.
El	cobro	de	comisiones	y	gastos	debe	implicar	la	prestación	de	un	servicio
efectivo,	 debidamente	 justificado,	 y	 sustentarse	 en	 un	 gasto	 real	 y
demostrable	para	el	proveedor	del	servicio.
En	 caso	 de	 que	 los	 proveedores	 diferencien	 el	 precio	 del	 producto	 o
servicio,	 o	 se	 establezcan	promociones	 o	 rebajas	 en	 función	del	medio	 de
pago	o	 forma	de	 financiamiento	otorgado	por	una	 empresa	 supervisada	o
no,	 la	TCEA	debe	 calcularse	exclusivamente	 sobre	el	precio	al	 contado,	 en
efectivo	o	cualquier	otra	definición	similar,	del	producto	o	servicio	ofertado.
Ley	29571.
ART.	 95.—Publicidad	 sobre	 servicios	 de	 crédito.	 La	 publicidad	 que
efectúen	 los	 proveedores	 de	 servicios	 de	 crédito	 no	 supervisados	 por	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	 Pensiones	 debe	 ceñirse	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 83	 del	 presente
código.
Ley	29571.
ART.	 96.—Información	 proporcionada	 a	 los	 usuarios	 de	 manera
previa	 a	 la	 celebración	 de	 los	 contratos	 y	 documentos	 a	 entregar	 de
forma	obligatoria.	En	toda	operación	comercial	en	que	se	conceda	crédito
al	consumidor,	 incluyendo	la	oferta,	el	proveedor	está	obligado	a	 informar
previa	y	detalladamente	sobre	las	condiciones	del	crédito	y	la	Tasa	de	Costo
Efectivo	Anual	 (TCEA).	Asimismo,	dicha	 información	debe	ser	 incorporada
en	forma	clara,	breve	y	de	fácil	entendimiento	en	una	hoja	resumen	con	la
firma	del	proveedor	y	del	consumidor,	debiendo	incluir	lo	siguiente:
a.	El	precio	al	contado	del	producto	o	servicio,	que	es	aquel	sobre	el	cual	se
efectúan	 los	 cálculos	 correspondientes	 al	 crédito,	 sin	 perjuicio	 de	 que	 el
proveedor	le	dé	otro	tipo	de	denominación.
b.	El	monto	de	la	cuota	inicial	y	de	las	posteriores	cuotas.
c.	El	monto	total	de	los	intereses	y	la	tasa	de	interés	efectiva	anual,	si	es	fija
o	variable,	en	cuyo	caso	se	debe	especificar	los	criterios	de	modificación,	el
interés	moratorio	y	compensatorio,	su	ámbito	de	aplicación	y	las	cláusulas
penales,	si	las	hubiera.
d.	La	tasa	de	costo	efectivo	anual,	que	incluye	todas	las	cuotas	por	monto
del	 principal	 e	 intereses,	 todos	 los	 cargos	 por	 comisiones,	 los	 gastos	 por
servicios	 provistos	 por	 terceros	 o	 cualquier	 otro	 gasto	 en	 los	 que	 haya
incurrido	 el	 proveedor,	 que,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 pactado,	 son	 trasladados	 al
consumidor,	 incluidos	 los	seguros,	cuando	corresponda.	No	se	 incluyen	en
este	 cálculo	 aquellos	 pagos	 por	 servicios	 provistos	 por	 terceros	 que
directamente	son	pagados	por	el	consumidor,	los	que	deben	ser	incluidos	en
el	contrato.
e.	El	monto	y	detalle	de	las	comisiones	y	gastos	que	se	trasladan	al	cliente,
si	 los	hubiera.	Tratándose	de	 los	 seguros	se	debe	 informar	el	monto	de	 la
prima,	el	nombre	de	la	compañía	de	seguros	que	emite	la	póliza	y	el	número
de	la	póliza	en	caso	corresponda.
f.	La	cantidad	total	a	pagar	por	el	producto	o	servicio,	que	está	compuesta
por	el	precio	al	contado	más	intereses,	gastos	y	comisiones,	de	ser	el	caso.
g.	El	derecho	de	efectuar	el	pago	adelantado	de	las	cuotas.
h.	 El	 derecho	 de	 efectuar	 el	 pago	 anticipado	 o	 prepago	 de	 los	 saldos,	 en
forma	 total	 o	 parcial,	 con	 la	 consiguiente	 reducción	 de	 los	 intereses
compensatorios	 generados	 al	 día	 de	 pago	 y	 liquidación	 de	 comisiones	 y
gastos	 derivados	 de	 las	 cláusulas	 contractuales	 pactadas	 entre	 las	 partes,
sin	que	les	sean	aplicables	penalidades	de	algún	tipo	o	cobros	de	naturaleza
o	efecto	similar.
i.	 Los	 alcances	 y	 obligaciones	 puntuales	 de	 las	 garantías	 y	 avales,	 si	 los
hubiera.
j.	El	 cronograma	de	pagos,	 el	 cual	 incluye	el	número	de	 cuotas	o	pagos	a
realizar,	 su	periodicidad	y	 fecha	de	pago,	 desagregados	 los	 conceptos	que
integran	la	cuota,	tales	como	la	amortización	del	principal,	intereses,	prima
por	 seguros,	 si	 los	 hubiera,	 entre	 otros;	 así	 como	 todos	 los	 beneficios
pactados	por	el	pago	a	tiempo;	todo	lo	cual	se	debe	sujetar	a	las	condiciones
expresamente	pactadas	entre	las	partes.
k.	Cualquier	otra	información	relevante.
En	los	contratos	de	crédito,	compraventa	a	plazo	o	prestación	de	servicios
con	pago	diferido,	se	calculan	los	intereses	sobre	el	precio	al	contado	menos
la	 cuota	 inicial	pagada.	Los	 intereses	 se	 calculan	exclusivamente	 sobre	 los
saldos	 insolutos	del	crédito	concedido	y	su	pago	no	puede	ser	exigido	por
adelantado	sino	por	períodos	vencidos.
En	el	caso	de	créditos	que	sean	objeto	de	un	refinanciamiento,	el	proveedor
se	 encuentra	 en	 la	 obligación	 de	 informar	 al	 consumidor	 sobre	 todos	 los
alcances	y	consecuencias	de	dicha	operación,	para	lo	cual	se	debe	remitir	un
nuevo	cronograma	y	hoja	resumen.
TÍTULO	V
RESPONSABILIDAD	Y	SANCIONES
CAPÍTULO	I
RESPONSABILIDAD	DEL	PROVEEDOR	Y	DERECHOS	DEL
CONSUMIDOR
Ley	29571.
ART.	 97.—Derechos	 de	 los	 consumidores.	 Los	 consumidores	 tienen
derecho	a	la	reparación	o	reposición	del	producto,	a	una	nueva	ejecución	del
servicio,	o	a	 la	devolución	de	 la	 contraprestación	pagada	en	 los	 siguientes
casos:
a.	Cuando	los	que	ostenten	una	certificación	de	calidad	no	cumplan	con	las
especificaciones	correspondientes.
b.	 Cuando	 los	 materiales,	 elementos,	 substancias	 o	 ingredientes	 que
constituyan	o	integren	los	productos	no	correspondan	a	las	especificaciones
que	ostentan.
c.	 Cuando	 el	 producto,	 por	 sus	 deficiencias	 de	 fabricación,	 elaboración,
estructura,	 calidad	 o	 condiciones	 sanitarias	 o	 por	 los	 vicios	 ocultos,	 en	 su
caso,	no	sea	apto	para	el	uso	al	cual	está	destinado.
d.	Cuando	la	entrega	del	producto	o	la	prestación	del	servicio	no	se	efectúe
en	su	debida	oportunidad	y	su	ejecución	no	resulte	útil	para	el	consumidor.
e.	Cuando	la	ley	de	los	metales	de	los	artículos	de	joyería	u	orfebrería	sea
inferior	a	la	que	en	ellos	se	indique.
f.	 Cuando	 el	 producto	 o	 servicio	 no	 se	 adecue	 razonablemente	 a	 los
términos	de	la	oferta,	promoción	o	publicidad.
g.	 Cuando	 hecha	 efectiva	 la	 garantía	 legal	 subsistan	 los	 defectos	 del
producto	o	no	permitan	cumplir	con	su	finalidad.
En	 caso	 de	 que	 se	 adquiera	 un	 producto	 con	 una	 garantía	 voluntaria,	 se
sujeta	 a	 los	 términos	 de	 esta,	 sin	 perjuicio	 de	 los	 derechos	 legales	 del
consumidor.
De	 devolverse	 el	 monto	 pagado,	 debe	 tomarse	 como	 base	 el	 valor	 del
producto	o	servicio	en	el	momento	de	la	devolución.	Si	el	valor	del	producto
o	del	servicio	es	menor	en	el	momento	de	la	devolución,	se	debe	restituir	el
precio	 o	 retribución	 originalmente	 abonado.	 En	 ambos	 casos	 se	 pagan
intereses	legales	o	convencionales,	si	los	hubiera.
Lo	dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo	 es	 sin	 perjuicio	 de	 la	 indemnización
por	daños	y	perjuicios	a	que	hubiera	lugar.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	término	garantía	recogido	por	el	código	es
equívoco;	el	análisis	debe	hacerse	caso	por	caso.	“20.	Cabe	indicar	que	el
término	 garantía	 recogido	 por	 el	 código	 es	 equívoco	 en	 cuanto	 a	 su	 uso,
pues	puede	ser	entendido	en	varios	sentidos.	La	garantía	puede,	en	primer
lugar,	ser	equivalente	a	parámetro	de	idoneidad	que	comprende	la	garantía
legal	(estándar	mínimo	fijado	por	ley),	la	garantía	expresa	(todo	lo	ofrecido
explícitamente	 por	 el	 proveedor)	 y	 la	 garantía	 implícita	 (finalidad	 o
desempeño	 propio	 del	 producto).	 En	 segundo	 lugar,	 el	 término	 garantía
también	puede	entenderse	restringido	a	la	garantía	expresa,	 integrada	por
todas	 aquellas	 condiciones	 o	 términos	 que	 el	 proveedor	 otorga
unilateralmente	al	consumidor	respecto	del	producto	vendido	(denominada
también	 garantía	 voluntaria	 o	 comercial)	 Finalmente,	 el	 término	 garantía
podría	emplearse	como	sinónimo	del	documento	(certificado,	folleto,	carta,
etc.)	que	contiene	 las	coberturas,	 las	 limitaciones,	 las	exclusiones,	el	plazo,
etc.,	 con	que	cuenta	un	determinado	producto	ante	 la	eventualidad	que	se
produzca	una	falla	en	su	funcionamiento	o	resulte	inhábil	para	satisfacer	la
finalidad	por	la	cual	fue	adquirido.
21.	 Sin	 embargo	 para	 efectos	 de	 definir	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto	 el
término	garantía	debe	ser	entendido	en	su	primera	acepción	que	es	la	más
comprensiva	pues	solo	ella	contempla	todos	los	parámetros	para	definir	la
expectativa	generada	en	un	consumidor.	Por	ello,	cuando	el	artículo	20	del
código	 señala	 que	 para	 determinar	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto	 debe
compararse	con	 las	garantías	que	el	proveedor	está	brindando	o	a	 las	que
está	obligado	(legal,	explícita	o	implícita),	no	hace	otra	cosa	que	definir	los
parámetros	 de	 evaluación	 de	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto,	 esto	 es,	 se
concibe	 la	 garantía	 como	el	 factor	 a	 tener	necesariamente	 en	 cuenta	para
analizar	o	valorar	dicha	idoneidad.
22.	El	objetivo	de	estas	garantías	es	que	el	proveedor	responda	por	el	bien
puesto	 a	 disposición	 de	 los	 consumidores	 en	 caso	 no	 resulte	 idóneo	 para
satisfacer	 las	expectativas	del	consumidor,	de	manera	que	asegure	que	 los
productos	 cumplan	 con	 un	 estándar	 legal	 mínimo,	 con	 lo	 ofrecido	 de
acuerdo	 a	 la	 información	brindada	 y	 con	 la	 finalidad	 y	 usos	previsibles	 al
momento	de	la	compra.
23.	Siendo	así,	y	teniendo	en	cuenta	la	inmensa	variedad	de	situaciones	que
se	dan	en	las	relaciones	de	consumo	respecto	de	los	bienes	que	se	ofrecen
en	el	mercado,	es	necesario	recalcar	que	la	idoneidad	de	un	producto	es	una
condición	 sumamente	 variable	 que	 debe	 ser	 determinada	 en	 cada	 caso
concreto	 y	 atendiendo	 a	 distintos	 factores,	 tales	 como	 la	 información
brindada	 por	 el	 proveedor,	 la	 naturaleza	 propia	 del	 producto	 y	 las
condiciones	en	que	 fue	adquirido”.	 (Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-Indecopi,
set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	idoneidad	no	implica	per	se	la	ausencia	de
fallas.	“(...)	corresponde	determinar	si	un	proveedor	 incumple	el	deber	de
idoneidad	 en	 la	 venta	 de	 bienes	 de	 consumo	 cuando	 el	 producto
efectivamente	vendido	presenta	defectos	en	su	 funcionamiento,	al	margen
de	 las	 soluciones	 legales	o	 las	ofrecidas	por	el	proveedor	para	 superar	 tal
eventualidad;	 o,	 si	 por	 el	 contrario,	 la	 idoneidad	 de	 un	 producto	 no	 se
restringe	a	evaluar	dichos	desperfectos,	sino	que	incluye	la	aplicación	de	los
mecanismos	de	solución	o	remedios	previstos	por	el	código	u	ofrecidos	por
los	propios	proveedores.
25.	En	los	bienes	de	fabricación	masiva,	que	son	los	que	ordinariamente	se
destinan	 al	 consumo	 en	 el	 mercado,	 no	 puede	 llegar	 a	 asegurarse	 la
infalibilidad	 de	 los	 procesos	 productivos,	 de	 allí	 que	 en	 muchos	 casos
existan	 márgenes	 de	 error	 regularizados.	 Las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor	 son	 aplicables	 precisamente	 en	 aquellos	 casos	 en	 los	 que
existan	 tales	deficiencias,	 cuando	 los	mecanismos	de	 control	previos	en	 la
fabricación	 de	 productos	 no	 resulten	 suficientes	 para	 satisfacer	 las
expectativas	 generadas	 en	 un	 consumidor.	 Ello	 no	 significa	 que	 estas
normas	habiliten	la	existencia	de	procesos	productivos	deficientes,	sino	tan
solo	que	el	sistema	de	protección	al	consumidor	opera	como	complemento
de	 otros	 mecanismos	 preventivos	 especializados,	 que	 son	 en	 última
instancia	 los	 llamados	 a	 supervisar	 estos	 procesos	 productivos	 al	margen
del	comercio	efectivo	de	los	productos	resultantes.
26.	 Lo	 anteriormente	 expuesto	 no	 es	 aplicable	 –por	 el	 presupuesto
planteado–	 a	 aquellos	 casos	 en	 los	 que	 los	 proveedores	 ofrezcan	 como
garantía	 expresa	 la	 ausencia	 de	 fallas	 (bienes	 suntuosos	 fabricados
individualmente)	 o	 una	 garantía	 vitalicia	 (en	 el	 sentido	 más	 estricto:
certificado	 de	 garantía)	 para	 la	 reparación,	 sustitución	 o	 devolución	 de	 la
contraprestación	pagada.	En	tal	contexto,	¿la	expectativa	de	un	consumidor
será	que	al	adquirir	un	producto	este	nunca	presente	fallas?	o	que	¿ante	tal
eventualidad	 se	 apliquen	 los	 mecanismos	 de	 solución	 o	 remedios
reconocidos	en	la	ley	u	ofrecidos	por	el	proveedor?
27.	 La	 comisión	 consideró	que	 los	mecanismos	de	 solución	ofrecidos	por
(...)	 (reparación,	 reposición	 o	 devolución	 del	 dinero)	 no	 eran	 más	 que
soluciones	 residuales	 a	 la	 falta	 de	 idoneidad	 del	 producto	 vendido	 a	 la
denunciante,	de	allí	que	no	incidían	en	la	ilicitud	de	la	conducta	imputada:
haber	 vendido	 una	 refrigeradora	 que	 presentó	 fallas	 a	 los	 pocos	 días	 de
funcionamiento,	aun	cuando	esta	fue	sustituida	y	el	producto	de	reemplazo
fue	 reparado,	 mediando	 en	 todo	 momento	 el	 ofrecimiento	 de	 una	 nueva
sustitución	o	la	devolución	de	la	contraprestación	pagada	por	la	señora	(...).
30.	 Es	 así	 que	 en	 el	 caso	 puntual	 de	 ventas	 de	 productos,	 el	 artículo	 97,
inciso	 c)	 del	 código	 establece	 que	 los	 consumidores	 tendrán	 derecho	 a	 la
reparación	 o	 reposición	 del	 producto,	 o	 a	 la	 devolución	 de	 la	 cantidad
pagada	cuando	por	sus	deficiencias	de	fabricación,	elaboración,	estructura,
calidad	 o	 condiciones	 sanitarias	 o	 por	 los	 vicios	 ocultos,	 en	 su	 caso,	 el
producto	 adquirido	 no	 sea	 apto	 para	 el	 uso	 al	 cual	 está	 destinado”.
(Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-Indecopi,	 set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor
Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—La	idoneidad	se	valora	siempre	en	función	del
comportamiento	 del	 proveedor	 y	 no	 de	 la	 funcionalidad	 del	 bien.	 “31.
Una	 interpretación	sistemática	de	 las	normas	sobre	el	deber	de	 idoneidad
en	 la	venta	de	productos	establecidas	en	el	 código,	específicamente	de	 los
artículos	18,	19	y	97,	permiten	establecer	que	la	idoneidad	no	implica	per	se
la	ausencia	absoluta	de	 fallas	o	deficiencias	de	dichos	productos,	sino	más
bien	el	deber	del	proveedor	de	actuar	y	brindar	al	consumidor	alternativas
razonables	 para	 solucionar	 el	 problema	 oportunamente,	 por	 medio	 de	 la
reparación	o	sustitución	del	producto,	o	devolución	de	 lo	pagado,	según	el
caso	concreto.	Ello	atendiendo	a	que	el	código	ha	dispuesto	tales	soluciones
en	términos	de	derechos	de	los	consumidores.
32.	 Cabe	 precisar	 que	 dichos	 mecanismos	 de	 solución	 a	 los	 que	 está
obligado	el	proveedor	no	pueden	ser	limitados	o	excluidos	por	una	garantía
voluntaria	o	comercial	que	unilateralmente	otorgue	el	proveedor,	en	tanto
el	mismo	artículo	97	del	código	señala	que	en	caso	un	producto	cuente	con
dicha	 garantía,	 se	 sujetará	 a	 sus	 términos,	 sin	 perjuicio	 de	 los	 derechos
legales	 del	 consumidor.	 Ello	 quiere	 decir	 que	 pese	 a	 que	 una	 garantía
voluntaria	 o	 comercial	 establezca,	 por	 ejemplo,	 que	 sólo	 será	 aplicable	 la
reparación,	 ello	 no	 vinculará	 necesariamente	 al	 consumidor,	 quien	 podrá
exigir	 la	 reposición	 o	 la	 devolución	 del	 precio	 pagado,	 siempre	 que	 tal
mecanismo	 de	 solución	 resulte	 razonable	 y	 adecuado	 en	 función	 a	 las
características	y	circunstancias	concretas	del	caso.
33.	La	idoneidad	debe	valorarse	no	en	razón	de	un	modo	de	ser	del	bien	o
de	 una	 cualidad	 suya	 (su	 funcionabilidad),	 sino	 en	 función	 al
comportamiento	del	proveedor	una	vez	que	ha	tomado	conocimiento	de	las
fallas	presentadas	 en	 el	 producto”.	 (Indecopi,	R.	 2221-2012/SC2-Indecopi,
set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Proveedor	 que	 vende	un	producto	 que	 luego
presenta	desperfectos	responde	solo	si	no	realiza	los	actos	a	los	que	está
obligado	 una	 vez	 producida	 la	 falla.	 “34.	 En	 el	 caso	 que	 un	 proveedor
venda	 un	 producto	 que	 eventualmente	 presente	 desperfectos	 y	 en
consecuencia	 no	 cumpla	 con	 los	 fines	 y	 usos	 previsibles	 para	 los	 que
normalmente	se	adquieren,	 tal	evento	¿constituye	un	supuesto	de	 falta	de
idoneidad,	al	margen	de	que	el	producto	cuente	con	un	sistema	de	remedios
reconocidos	por	ley	u	ofrecidas	expresa	o	implícitamente	por	el	proveedor?
o	 ¿sólo	 será	 responsable	 si	 el	 proveedor	 limitó,	 excluyó	 o	 denegó	 la
aplicación	de	dichos	remedios,	según	el	caso?
35.	 De	 acuerdo	 a	 la	 interpretación	 antes	 expuesta,	 el	 proveedor	 no	 será
responsable	 por	 infracción	 del	 deber	 de	 idoneidad	 por	 haber	 vendido	 un
producto	 que	 presente	 desperfectos,	 sino	 sólo	 por	 no	 haber	 realizado
aquellos	 actos	 a	 los	 que	 estaba	 obligado	 una	 vez	 producida	 la	 falla	 del
producto,	es	decir,	responderá	si	con	su	conducta	denegó,	limitó	o	excluyó	la
aplicación	de	los	mecanismos	de	solución	o	remedios	legales	o	los	ofrecidos
expresamente	 por	 el	 proveedor,	 cuyo	 contenido	 está	 comprendido	 en	 el
artículo	97,	inciso	c),	del	código.
36.	 La	 razón	 precisamente	 de	 un	 sistema	 de	 remedios	 en	 la	 venta	 de
productos	radica	en	la	imposibilidad	de	asegurar	a	los	consumidores	que	los
bienes	 que	 éstos	 adquieren	 en	 el	 mercado	 no	 presenten	 ningún	 tipo	 de
desperfecto	 en	 su	 funcionamiento	 luego	 de	 haber	 sido	 entregados”.
(Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-Indecopi,	 set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor
Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Si	el	bien	que	presenta	desperfectos	ocasionó
daños	a	la	integridad	de	los	consumidores,	el	proveedor	responde	en	la
vía	 administrativa,	 civil	 y	 penal.	 “39.	 Sin	 embargo,	 el	 concepto	 de
idoneidad	planteado	por	la	interpretación	conjunta	de	los	artículos	18,	19	y
97	 del	 código	 tiene	 un	 límite	 cuando	 los	 defectos	 en	 el	 producto
comercializado	 hayan	 causado	 daños	 a	 la	 integridad	 física	 de	 los
consumidores	o	a	sus	bienes.	En	estos	supuestos,	los	defectos	presentes	en
el	 producto	 no	 son	 susceptibles	 de	 ser	 revertidos	 a	 través	 del	 sistema	de
remedios	previstos	en	las	referidas	normas,	de	allí	que	el	proveedor	no	sólo
será	responsable	civilmente	y	estará	obligado	a	indemnizarlos,	sino	también
podrá	ser	responsable	penalmente	y	susceptible	de	imposición	de	sanciones
administrativas	 por	 haber	 puesto	 en	 circulación	 dichos	 productos.	 En
términos	 similares,	 esta	noción	ampliada	de	 idoneidad	de	un	producto	no
resultará	aplicable	en	los	casos	de	venta	de	productos	defectuosos	cuando	el
proveedor	 haya	 obrado	 con	 dolo	 o	 culpa	 inexcusable,	 es	 decir,	 cuando
conocía	 o	 debía	 conocer	que	dichos	productos	 eran	defectuosos,	 teniendo
en	cuenta	el	principio	de	buena	fe	que	debe	regir	las	relaciones	de	consumo,
pues	 en	 estos	 casos	 los	 remedios	 no	 podrían	 corregir	 y	 superar	 tales
conductas,	siendo	necesario	la	intervención	de	la	autoridad	administrativa.
40.	 En	 consecuencia,	 teniendo	 en	 cuenta	 que	 la	 comisión	 interpretó
erróneamente	 los	alcances	del	artículo	19	del	código	al	considerar	que	 los
proveedores	 son	 responsables	 por	 la	 venta	 de	 productos	 que	 presenten
desperfectos,	 incluso	en	aquellos	casos	en	los	que	el	producto	contaba	con
mecanismos	 de	 solución	 frente	 a	 la	 eventualidad	 de	 presentarse	 un
desperfecto,	corresponde	declarar	fundado	el	recurso	de	revisión	planteado
(...),	toda	vez	que	el	deber	de	idoneidad	en	la	venta	de	productos	no	está	en
función	 de	 la	 sola	 constatación	 de	 fallas	 en	 su	 funcionamiento,	 sino	 en	 la
conducta	del	propio	proveedor	que	luego	de	haber	tomado	conocimiento	de
dicha	falla,	no	hizo	nada	o	se	negó	o	se	negó	simplemente	a	corregirla,	esto
es,	no	brindó	otras	alternativas	de	solución”.	(Indecopi,	R.	2221-2012/SC2-
Indecopi,	set.	23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Reparación,	 reposición	 o	 devolución	 del
dinero	 por	 la	 venta	 de	 un	 producto	 defectuoso	 no	 enerva	 la
responsabilidad	del	proveedor	por	la	infracción	a	su	deber	de	idoneidad.
“(...)	 los	alcances	del	deber	de	 idoneidad,	en	 la	medida	que	el	mismo	debe
ser	 entendido	 como	 la	 obligación	 de	 brindar	 productos	 o	 servicios	 que
correspondan	a	 las	 características	ofrecidas	por	 el	 proveedor	 y	 esperadas
por	 el	 consumidor,	 siendo	 que,	 los	 remedios	 jurídicos	 –reparación,
reposición	 y	 devolución	 del	 dinero–	 que	 los	 proveedores	 ofrezcan	 en	 el
mercado,	en	caso	que	el	producto	o	servicio	sea	defectuoso,	inadecuado	o	de
cualquier	otro	modo	no	conforme	a	 lo	 convenido,	 constituyen	únicamente
soluciones	residuales	ante	una	infracción	al	deber	de	idoneidad	que	ya	se	ha
consumado”.	 (Indecopi,	 R.	 3294-2013/SPC-Indecopi,	 nov.	 27/2013.
Vicepresidente	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	 98.—Derechos	 del	 consumidor	 frente	 a	 los	 defectos	 en	 la
cantidad.	Los	consumidores	tienen	derecho	a	la	reposición	del	producto	o	a
la	devolución	de	la	cantidad	pagada	en	exceso,	en	los	casos	siguientes:
a.	Cuando,	considerados	 los	 límites	de	tolerancia	permitidos,	el	contenido
neto	de	un	producto	sea	inferior	al	que	debiera	ser	o	menor	al	indicado	en	el
envase	o	empaque.
b.	 Cuando	 el	 consumidor	 advierta	 que	 un	 instrumento	 empleado	 para	 la
medición	opera	o	ha	 sido	utilizado	en	 su	perjuicio,	 fuera	de	 los	 límites	de
tolerancia	 fijados	 por	 la	 autoridad	 competente	 para	 este	 tipo	 de
instrumentos.
La	 reclamación	 del	 derecho	 establecido	 en	 los	 literales	 a	 y	 b	 debe
presentarse	al	proveedor	dentro	de	los	diez	(10)	días	hábiles	siguientes	a	la
fecha	 en	 que	 se	 advierta	 la	 deficiencia	 de	 la	 medición	 o	 del	 instrumento
empleado	para	ella.
El	proveedor	 incurre	en	mora	si	no	satisface	 la	reclamación	dentro	de	un
plazo	de	quince	(15)	días	hábiles.
Ley	29571.
ART.	 99.—Pagos	 en	 exceso.	 Los	 pagos	 hechos	 en	 exceso	 del	 precio
estipulado	 son	 recuperables	 por	 el	 consumidor	 y	 devengan	 hasta	 su
devolución	el	máximo	de	los	intereses	compensatorios	y	moratorios	que	se
hayan	 pactado,	 y	 en	 su	 defecto	 el	 interés	 legal.	 La	 acción	 para	 solicitar	 la
devolución	de	estos	pagos	prescribe	a	los	dos	(2)	años	contados	a	partir	de
la	fecha	en	que	tuvo	lugar	el	pago.	En	el	caso	de	pagos	indebidos,	el	plazo	de
prescripción	es	de	cinco	(5)	años.
CAPÍTULO	II
RESPONSABILIDAD	CIVIL
Ley	29571.
ART.	 100.—Responsabilidad	 civil.	 El	 proveedor	 que	 ocasione	 daños	 y
perjuicios	al	consumidor	está	obligado	a	indemnizarlo	de	conformidad	con
las	 disposiciones	 del	 Código	 Civil	 en	 la	 vía	 jurisdiccional	 correspondiente,
sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 penal,	 así	 como	 de	 las	 sanciones
administrativas	y	medidas	correctivas	reparadoras	y	complementarias	que
se	puedan	imponer	en	aplicación	de	las	disposiciones	del	presente	código	y
otras	normas	complementarias	de	protección	al	consumidor.
Ley	29571.
ART.	 101.—Responsabilidad	 civil	 por	 productos	 defectuosos.	 El
proveedor	es	responsable	de	los	daños	y	perjuicios	causados	a	la	integridad
física	de	los	consumidores	o	a	sus	bienes	por	los	defectos	de	sus	productos.
La	 responsabilidad	 civil	 por	 productos	 defectuosos	 es	 objetiva,	 en
concordancia	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 1970	 del	 Código	 Civil.	 La
responsabilidad	 de	 los	 diversos	 proveedores	 de	 un	 producto	 conforme	 a
este	artículo	es	solidaria.	Sin	perjuicio	de	ello,	cada	proveedor	tiene	derecho
a	 repetir	 contra	 el	 que	 le	 suministró	 el	 producto	 defectuoso	 u	 originó	 el
defecto.
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ART.	102.—Definición	de	producto	defectuoso.	Es	producto	defectuoso
el	que	no	ofrece	la	seguridad	a	la	que	las	personas	tienen	derecho,	tomando
en	consideración	las	circunstancias	relevantes,	tales	como:
a.	El	diseño	del	producto.
b.	 La	 manera	 en	 la	 cual	 el	 producto	 ha	 sido	 puesto	 en	 el	 mercado,
incluyendo	su	apariencia,	el	uso	de	cualquier	marca,	la	publicidad	referida	al
mismo	y	el	empleo	de	instrucciones	o	advertencias.
c.	El	uso	previsible	del	producto.
d.	Los	materiales,	el	contenido	y	la	condición	del	producto.
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ART.	103.—Daños	indemnizables.	La	indemnización	comprende	todas	las
consecuencias	causadas	por	el	defecto,	incluido	el	daño	emergente,	el	lucro
cesante,	el	daño	a	la	persona	y	el	daño	moral.
CAPÍTULO	III
RESPONSABILIDAD	ADMINISTRATIVA
SUCAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	29571.
ART.	 104.—Responsabilidad	 administrativa	 del	 proveedor.	 El
proveedor	es	administrativamente	responsable	por	 la	 falta	de	 idoneidad	o
calidad,	 el	 riesgo	 injustificado	 o	 la	 omisión	 o	 defecto	 de	 información,	 o
cualquier	 otra	 infracción	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 presente	 código	 y	 demás
normas	complementarias	de	protección	al	consumidor,	sobre	un	producto	o
servicio	determinado.
El	 proveedor	 es	 exonerado	 de	 responsabilidad	 administrativa	 si	 logra
acreditar	la	existencia	de	una	causa	objetiva,	justificada	y	no	previsible	que
configure	 ruptura	 del	 nexo	 causal	 por	 caso	 fortuito	 o	 fuerza	 mayor,	 de
hecho	 determinante	 de	 un	 tercero	 o	 de	 la	 imprudencia	 del	 propio
consumidor	afectado.
En	 la	prestación	de	 servicios,	 la	 autoridad	administrativa	 considera,	para
analizar	la	idoneidad	del	servicio,	si	la	prestación	asumida	por	el	proveedor
es	de	medios	o	de	resultado,	conforme	al	artículo	18.
RESOLUCIÓN	REGISTRAL.—Imposición	de	 sanciones	 por	 infracciones	 a
las	 normas	 de	 protección	 al	 consumidor	 exige	 la	 identificación	 del
proveedor	con	el	cual	se	configuró	la	relación	de	consumo.	“7.	El	artículo
230	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General,	 comprende	 una
relación	detallada	de	los	principios	aplicables	a	este	tipo	de	procedimientos.
Dentro	 de	 la	 relación	 consignada	 en	 dicho	 artículo,	 se	 encuentran	 el
principio	del	debido	procedimiento	y	el	principio	de	causalidad,	el	primero
establece	 que	 la	 autoridad	 administrativa	 deberá	 aplicar	 sanciones
respetando	 las	 garantías	 del	 debido	 proceso	 y	 el	 segundo	 principio
prescribe	expresamente	que	la	responsabilidad	debe	recaer	en	quien	realiza
la	conducta	omisiva	o	activa	constitutiva	de	infracción	sancionable.
8.	 En	 tal	 sentido,	 la	 autoridad	 administrativa	 tiene	 la	 obligación	 de
encausar	 el	 procedimiento	 conforme	 lo	 establecido	 en	 nuestro
ordenamiento	 jurídico	 y	 verificar	 que	 el	 destinatario	 de	 una	 sanción
administrativa	 sea	 la	persona	natural	o	 jurídica	que	cometió	 la	 infracción.
Así,	 únicamente	 cuando	 la	 Comisión	 hubiera	 cumplido	 con	 identificar
certeramente	al	proveedor	con	el	cual	se	configuró	la	relación	de	consumo,
podrá	luego	determinar	los	alcances	de	su	responsabilidad	administrativa	y,
de	ser	el	caso,	imponer	una	sanción	que	pueda	ser	ejecutada.
(...)	la	comisión	tuvo	por	apersonado	al	procedimiento	como	denunciado	al
señor	 (...),	 titular	 del	 colegio.	 Cabe	 resaltar	 que,	 a	 través	 de	 dicho	 acto
administrativo	no	se	motivó	la	incorporación	del	señor	(...)	al	procedimiento
y	tampoco	se	le	imputó	conducta	infractora	alguna.	(...)
11.	Los	hechos	antes	descritos	permiten	verificar	que	la	comisión	encausó
el	procedimiento	sin	respetar	las	garantías	mínimas	legales	reconocidas	por
nuestro	 ordenamiento	 jurídico,	 tales	 como	 el	 derecho	 a	 exponer
argumentos,	ofrecer	pruebas	y	recibir	una	resolución	motivada	en	derecho,
pues	 declaró	 responsable	 al	 señor	 Paucar,	 sin	 haberlo	 incorporado	 al
procedimiento	ni	haberle	notificado	la	resolución	de	 imputación	de	cargos
en	 su	 contra,	 es	 decir,	 sin	 haberle	 permitido	 tomar	 conocimiento	 del
procedimiento	 seguido	 en	 su	 contra	 y	 presentar	 sus	 descargos	 a	 fin	 de
alcanzar	una	decisión	justa.	(...).
13.	En	atención	a	lo	expuesto,	esta	sala	considera	que	la	resolución	apelada
incurre	en	una	causal	de	nulidad	por	haber	incumplido	uno	de	los	requisitos
de	 validez	 señalados	 en	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento
Administrativo	General,	 referido	al	procedimiento	regular	previsto	para	 la
conformación	 del	 acto	 administrativo.	 En	 consecuencia,	 corresponde
declarar	 la	 nulidad	 de	 todo	 lo	 actuado	 en	 el	 procedimiento.	 Asimismo,	 se
deja	sin	efecto	la	medida	correctiva	ordenada	así	como	la	sanción	impuesta
en	 la	 resolución	 apelada.	 (Indecopi,	 R.	 1616-2013/SPC-Indecopi,	 jun.
20/2013.	Pres.	Durand	Carrión)
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ART.	105.—Autoridad	competente.	El	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la
Competencia	y	de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	(Indecopi)	es	la
autoridad	con	competencia	primaria	y	de	alcance	nacional	para	conocer	las
presuntas	infracciones	a	las	disposiciones	contenidas	en	el	presente	código,
así	como	para	imponer	las	sanciones	y	medidas	correctivas	establecidas	en
el	 presente	 capítulo,	 conforme	 al	 Decreto	 Legislativo	 Núm.	 1033,	 Ley	 de
Organización	y	Funciones	del	 Indecopi.	Dicha	 competencia	 solo	puede	 ser
negada	cuando	ella	haya	sido	asignada	o	se	asigne	a	favor	de	otro	organismo
por	norma	expresa	con	rango	de	ley.
Para	la	cobertura	a	nivel	nacional	el	Indecopi,	previo	acuerdo	de	su	consejo
directivo,	puede	constituir	órganos	resolutivos	de	procesos	sumarísimos	de
protección	al	consumidor	o	desconcentrar	la	competencia	de	la	Comisión	de
Protección	al	Consumidor	en	 las	comisiones	de	 las	oficinas	regionales	que
constituya	 para	 tal	 efecto;	 crear	 comisiones	 adicionales	 o	 desactivarlas
conforme	 lo	 justifique	 el	 aumento	 o	 disminución	 de	 la	 carga	 procesal;	 o
celebrar	 convenios	 con	 instituciones	 públicas	 debidamente	 reconocidas
para,	de	acuerdo	a	sus	capacidades,	delegarle	facultades	o	las	de	secretaría
técnica.	 La	 delegación	 está	 sujeta	 a	 las	 capacidades	 de	 gestión	 requeridas
para	ello,	la	coparticipación	en	el	desarrollo	de	las	mismas,	la	factibilidad	de
la	mejora	en	la	atención	y	otros	criterios	relevantes	sobre	el	particular.
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ART.	106.—Procedimientos	a	cargo	del	Indecopi.	El	Indecopi	tiene	a	su
cargo	los	siguientes	procedimientos:
a.	Procedimientos	sancionadores:
(i)	Por	infracción	a	las	normas	de	protección	al	consumidor.
(ii)	Por	incumplimiento	de	acuerdo	conciliatorio	o	de	laudo	arbitral.
(iii)	Procedimiento	administrativo	sancionador	por:
1.	Proporcionar	información	falsa	u	ocultar,	destruir	o	alterar	información
o	cualquier	libro,	registro	o	documento	que	haya	sido	requerido	durante	la
tramitación	de	un	procedimiento.
2.	 Negativa	 injustificada	 a	 cumplir	 un	 requerimiento	 de	 información
efectuado.
3.	Denuncia	maliciosa.
b.	Procedimientos	sancionadores	por	incumplimiento	de	mandatos:
(i)	Por	incumplimiento	de	medidas	correctivas.
(ii)	Por	incumplimiento	de	pago	de	costas	y	costos	del	procedimiento.
(iii)	Por	incumplimiento	de	mandato	cautelar.
c.	Procedimiento	de	liquidación	de	costas	y	costos	del	procedimiento
De	manera	supletoria,	en	todo	lo	no	previsto	en	el	presente	código	y	en	las
disposiciones	especiales,	es	aplicable	a	 los	procedimientos	administrativos
anteriormente	 señalados,	 la	 Ley	 Núm.	 27444,	 Ley	 del	 Procedimiento
Administrativo	General.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—TDC	 precisa	 los	 requisitos	 del	 recurso	 de
revisión	 de	 acuerdo	 con	 el	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor.	 “12.	 Muchas	 veces	 la	 aplicación	 del	 código	 involucra
inevitablemente	acudir	a	normas	que	se	encuentran	fuera	de	dicho	cuerpo
normativo,	en	el	marco	de	la	interpretación	sistemática.	En	ese	contexto,	la
sala	 ha	 reconocido	 que	 también	 pueden	 presentarse	 recursos	 de	 revisión
por	errores	de	derecho	que	estuviesen	referidos	a	 la	aplicación	del	código
cuando	 este	 es	 interpretado	 sistemáticamente	 con	 normas	 adicionales,
siempre	que	 la	 referencia	 a	 estas	 normas	 externas	 resulte	 inevitable	 para
concretar	la	aplicación	del	código.
13.	 El	 artículo	 106	 del	 código	 establece	 que	 en	 los	 procedimientos
administrativos	 a	 cargo	 de	 Indecopi	 rige	 supletoriamente	 la	 Ley	 del
Procedimiento	 Administrativo	 General.	 Esta	 norma	 consagra	 entre	 sus
principios	al	de	celeridad,	buena	fe	y	conducta	procedimental.
14.	Por	otro	lado,	el	Título	Preliminar	del	Código	Procesal	Civil,	norma	de
aplicación	 supletoria	 al	 ordenamiento	 administrativo,	 desarrolla	 los
principios	de	inmediación,	concentración	y	economía.	(…).
17.	En	ese	sentido,	tomando	en	cuenta	que	la	denunciada	no	ha	alegado	ni
sustentado	 error	 de	 derecho	 alguno	 en	 estos	 extremos,	 el	 recurso
presentado	al	respecto,	carece	de	los	requisitos	de	procedencia	establecidos
por	 la	 ley,	 por	 lo	que	 corresponde	declararlo	 improcedente”.	 (Indecopi,	R.
1429-2012/SC2-Indecopi,	may.	16/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
SUBCAPÍTULO	II
PROCEDIMIENTO	SANCIONADOR	EN	MATERIA	DE	PROTECCIÓN	AL
CONSUMIDOR
Ley	29571.
ART.	107.—Postulación	del	proceso.	Los	 procedimientos	 sancionadores
se	inician	de	oficio,	bien	por	propia	iniciativa	de	la	autoridad,	por	denuncia
del	consumidor	afectado	o	del	que	potencialmente	pudiera	verse	afectado,	o
de	 una	 asociación	 de	 consumidores	 en	 representación	 de	 sus	 asociados	 o
apoderados	 o	 en	 defensa	 de	 intereses	 colectivos	 o	 difusos	 de	 los
consumidores.	 En	 este	 último	 caso,	 la	 asociación	 de	 consumidores	 actúa
como	tercero	legitimado	sin	gozar	de	las	facultades	para	disponer	derechos
de	los	consumidores	afectados,	salvo	de	sus	asociados	o	de	las	personas	que
le	 hayan	 otorgado	 poder	 para	 tal	 efecto.	 Tanto	 el	 consumidor	 constituido
como	 parte	 como	 el	 tercero	 legitimado	 pueden	 participar	 en	 el
procedimiento	e	interponer	los	recursos	contra	la	resolución	que	deniegue
el	 inicio	del	procedimiento	y	 contra	 cualquier	otra	 resolución	 impugnable
que	les	produzca	agravio.
Ley	29571.
ART.	 108.—Infracciones	 administrativas.	 Constituye	 infracción
administrativa	 la	conducta	del	proveedor	que	transgrede	 las	disposiciones
del	presente	código,	tanto	si	ello	 implica	violar	 los	derechos	reconocidos	a
los	 consumidores	 como	 incumplir	 las	 obligaciones	 que	 estas	 normas
imponen	 a	 los	 proveedores.	 También	 son	 supuestos	 de	 infracción
administrativa	 el	 incumplimiento	 de	 acuerdos	 conciliatorios	 o	 de	 laudos
arbitrales	y	aquellos	previstos	en	el	Decreto	Legislativo	Núm.	807,	Ley	sobre
Facultades,	 Normas	 y	 Organización	 del	 Indecopi,	 y	 en	 las	 normas	 que	 lo
complementen	o	sustituyan.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—Conciliar	solo	para	evitar	la	sanción,	pero	sin
la	intención	de	cumplir,	es	una	conducta	reprochable.	“El	artículo	108	del
código	 señala	 como	 un	 supuesto	 de	 infracción	 administrativa	 el
incumplimiento	 de	 acuerdo	 conciliatorio.	 El	 objetivo	 de	 una	 audiencia	 de
conciliación	 es	 que	 el	 consumidor	 y	 el	 proveedor	 arriben	 a	 un	 acuerdo
satisfactorio,	poniendo	así	fin	a	la	controversia.	En	estos	casos,	se	presume
la	buena	fe	y	voluntad	de	cumplimiento	de	los	intervinientes.
30.	Por	ello,	configura	una	grave	afectación	a	los	intereses	del	consumidor
que	un	proveedor	asuma	un	compromiso	frente	a	él,	que	 lo	 incentive	a	no
continuar	con	el	procedimiento	y	que	no	cumpla.	En	este	sentido,	el	artículo
110	del	código	faculta	al	Indecopi	a	imponer	multas	coercitivas	con	el	objeto
de	impulsar	el	cumplimiento	de	los	acuerdos	celebrados	entre	consumidor	y
proveedor,	aprobados	por	la	autoridad	administrativa.
31.	Asumir	el	compromiso	por	la	vía	de	conciliación	sólo	con	el	fin	de	evitar
una	sanción	por	la	conducta	constitutiva	de	infracción,	pero	sin	la	intención
de	cumplirlo,	es	una	conducta	reprochable	que	genera	desconfianza	en	este
mecanismo	 de	 solución	 de	 controversias	 y	 sobretodo,	 un	 daño	 al
consumidor,	 quien	 no	 solo	 tiene	 pendiente	 la	 satisfacción	 de	 sus
expectativas,	 sino	 que	 debe	 incurrir	 en	 costos	 para	 obtener	 su
cumplimiento”.	 (Indecopi,	 R.	 065-2016/CC2,	 ene.	 21/2016.	 Pres.	 María
Luisa	Egúsquiza	Mori)
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ART.	109.—Medidas	cautelares.	En	cualquier	etapa	del	procedimiento,	de
oficio	 o	 a	 pedido	 de	 parte,	 el	 Indecopi	 puede,	 dentro	 del	 ámbito	 de	 su
correspondiente	competencia,	dictar	una	o	varias	de	las	siguientes	medidas
cautelares	destinadas	a	asegurar	el	cumplimiento	de	la	decisión	definitiva:
a.	La	cesación	de	los	actos	materia	de	denuncia.
b.	 El	 comiso,	 el	 depósito	 o	 la	 inmovilización	 de	 los	 productos,	 etiquetas,
envases	y	de	cualquier	otro	bien	que	sea	materia	de	denuncia.
c.	 La	 adopción	 de	 las	 medidas	 necesarias	 para	 que	 las	 autoridades
aduaneras	impidan	el	ingreso	al	país	de	los	productos	materia	de	denuncia.
d.	El	cierre	temporal	del	establecimiento	del	denunciado.
e.	Cualquier	otra	medida	que	tenga	por	objeto	evitar	que	se	produzca	algún
perjuicio	 derivado	 del	 acto	 denunciado	 o	 que	 tenga	 como	 finalidad	 la
cesación	de	este.
El	 Indecopi	 puede,	 de	 considerarlo	 pertinente,	 ordenar	 una	 medida
cautelar	 distinta	 a	 la	 solicitada	 por	 la	 parte	 interesada.	 En	 caso	 de	 existir
peligro	actual	o	 inminente	 si	 es	que	no	se	adoptan	 las	medidas	cautelares
correspondientes,	 el	 secretario	 técnico	puede	 imponerlas,	 con	 cargo	 a	dar
cuenta	 inmediatamente	 a	 la	 comisión.	 La	 comisión	 ratifica	 o	 levanta	 la
medida	 cautelar	 impuesta.	 El	 Órgano	 Resolutivo	 de	 Procedimientos
Sumarísimos	 en	materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 goza	 también	 de	 la
facultad	de	ordenar	medidas	cautelares.
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ART.	110.—Sanciones	administrativas.	 El	 Indecopi	 puede	 sancionar	 las
infracciones	 administrativas	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 108	 con
amonestación	 y	 multas	 de	 hasta	 cuatrocientos	 cincuenta	 (450)	 Unidades
Impositivas	 Tributarias	 (UIT),	 las	 cuales	 son	 calificadas	 de	 la	 siguiente
manera:
a.	 Infracciones	 leves,	 con	 una	 amonestación	 o	 con	 una	 multa	 de	 hasta
cincuenta	(50)	UIT.
b.	Infracciones	graves,	con	una	multa	de	hasta	ciento	cincuenta	(150)	UIT.
c.	Infracciones	muy	graves,	con	una	multa	de	hasta	cuatrocientos	cincuenta
(450)	UIT.
En	 el	 caso	 de	 las	microempresas,	 la	multa	 no	 puede	 superar	 el	 diez	 por
ciento	 (10%)	 de	 las	 ventas	 o	 ingresos	 brutos	 percibidos	 por	 el	 infractor,
relativos	a	 todas	sus	actividades	económicas,	correspondientes	al	ejercicio
inmediato	anterior	al	de	la	expedición	de	la	resolución	de	primera	instancia,
siempre	 que	 se	 haya	 acreditado	 dichos	 ingresos,	 no	 se	 encuentre	 en	 una
situación	de	reincidencia	y	el	caso	no	verse	sobre	la	vida,	salud	o	integridad
de	 los	 consumidores.	 Para	 el	 caso	 de	 las	 pequeñas	 empresas,	 la	multa	 no
puede	 superar	 el	 veinte	por	 ciento	 (20%)	de	 las	 ventas	o	 ingresos	brutos
percibidos	 por	 el	 infractor,	 conforme	 a	 los	 requisitos	 señalados
anteriormente.
La	 cuantía	 de	 las	 multas	 por	 las	 infracciones	 previstas	 en	 el	 Decreto
Legislativo	 Núm.	 807,	 Ley	 sobre	 Facultades,	 Normas	 y	 Organización	 del
Indecopi,	 se	 rige	 por	 lo	 establecido	 en	 dicha	 norma,	 salvo	 disposición
distinta	del	presente	código.
Las	sanciones	administrativas	son	 impuestas	sin	perjuicio	de	 las	medidas
correctivas	que	ordene	el	Indecopi	y	de	la	responsabilidad	civil	o	penal	que
pueda	corresponder.
Ley	29571.
ART.	111.—Responsabilidad	de	los	administradores.	Excepcionalmente,
y	atendiendo	a	 la	gravedad	y	naturaleza	de	 la	 infracción,	 las	personas	que
ejerzan	 la	 dirección,	 administración	 o	 representación	 del	 proveedor	 son
responsables	 solidarios	en	cuanto	participen	con	dolo	o	 culpa	 inexcusable
en	el	planeamiento,	realización	o	ejecución	de	la	infracción	administrativa.
En	 los	 casos	 referidos	 en	 el	 primer	 párrafo,	 además	 de	 la	 sanción	 que,	 a
criterio	 del	 Indecopi,	 corresponde	 imponer	 a	 los	 infractores,	 se	 puede
imponer	 una	 multa	 de	 hasta	 cinco	 (5)	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias
(UIT)	a	cada	uno	de	sus	representantes	legales	o	a	las	personas	que	integran
los	 órganos	 de	 dirección	 o	 administración	 según	 se	 determine	 su
responsabilidad	en	las	infracciones	cometidas.
Ley	29571.
ART.	112.—Criterios	de	graduación	de	 las	sanciones	administrativas.
Al	 graduar	 la	 sanción,	 el	 Indecopi	 puede	 tener	 en	 consideración	 los
siguientes	criterios:
1.	 El	 beneficio	 ilícito	 esperado	 u	 obtenido	 por	 la	 realización	 de	 la
infracción.
2.	La	probabilidad	de	detección	de	la	infracción.
3.	El	daño	resultante	de	la	infracción.
4.	 Los	 efectos	 que	 la	 conducta	 infractora	 pueda	 haber	 generado	 en	 el
mercado.
5.	La	naturaleza	del	perjuicio	causado	o	grado	de	afectación	a	la	vida,	salud,
integridad	o	patrimonio	de	los	consumidores.
6.	 Otros	 criterios	 que,	 dependiendo	 del	 caso	 particular,	 se	 considere
adecuado	adoptar.
Se	consideran	circunstancias	agravantes	especiales,	las	siguientes:
1.	La	reincidencia	o	incumplimiento	reiterado,	según	sea	el	caso.
2.	La	conducta	del	 infractor	a	lo	largo	del	procedimiento	que	contravenga
el	principio	de	conducta	procedimental.
3.	Cuando	la	conducta	infractora	haya	puesto	en	riesgo	u	ocasionado	daño
a	la	salud,	la	vida	o	la	seguridad	del	consumidor.
4.	Cuando	el	proveedor,	 teniendo	conocimiento	de	 la	conducta	 infractora,
deja	 de	 adoptar	 las	 medidas	 necesarias	 para	 evitar	 o	 mitigar	 sus
consecuencias.
5.	Cuando	la	conducta	infractora	haya	afectado	el	interés	colectivo	o	difuso
de	los	consumidores.
6.	 Otras	 circunstancias	 de	 características	 o	 efectos	 equivalentes	 a	 las
anteriormente	mencionadas,	dependiendo	de	cada	caso	particular.
Se	consideran	circunstancias	atenuantes	especiales,	las	siguientes:
1.	 La	 subsanación	 voluntaria	 por	 parte	 del	 proveedor	 del	 acto	 u	 omisión
imputado	 como	 presunta	 infracción	 administrativa,	 con	 anterioridad	 a	 la
notificación	de	la	imputación	de	cargos.
2.	 La	 presentación	 por	 el	 proveedor	 de	 una	 propuesta	 conciliatoria	 que
coincida	con	la	medida	correctiva	ordenada	por	el	Indecopi.
3.	Cuando	el	proveedor	acredite	haber	concluido	con	la	conducta	ilegal	tan
pronto	 tuvo	 conocimiento	 de	 la	 misma	 y	 haber	 iniciado	 las	 acciones
necesarias	para	remediar	los	efectos	adversos	de	la	misma.
4.	Cuando	el	proveedor	acredite	que	cuenta	con	un	programa	efectivo	para
el	 cumplimiento	de	 la	 regulación	 contenida	 en	 el	 presente	 código,	 para	 lo
cual	se	toma	en	cuenta	lo	siguiente:
a.	El	involucramiento	y	respaldo	de	parte	de	los	principales	directivos	de	la
empresa	a	dicho	programa.
b.	Que	el	programa	cuenta	con	una	política	y	procedimientos	destinados	al
cumplimiento	de	las	estipulaciones	contenidas	en	el	código.
c.	Que	existen	mecanismos	internos	para	el	entrenamiento	y	educación	de
su	personal	en	el	cumplimiento	del	código.
d.	Que	el	programa	cuenta	con	mecanismos	para	su	monitoreo,	auditoría	y
para	el	reporte	de	eventuales	incumplimientos.
e.	 Que	 cuenta	 con	 mecanismos	 para	 disciplinar	 internamente	 los
eventuales	incumplimientos	al	código.
f.	 Que	 los	 eventuales	 incumplimientos	 son	 aislados	 y	 no	 obedecen	 a	 una
conducta	reiterada.
5.	 Otras	 circunstancias	 de	 características	 o	 efectos	 equivalentes	 a	 las
anteriormente	mencionadas	dependiendo	de	cada	caso	particular.
Ley	29571.
ART.	113.—Cálculo	 y	 rebaja	 del	monto	 de	 la	multa.	 Para	 calcularse	 el
monto	de	las	multas	a	aplicarse,	se	utiliza	el	valor	de	la	Unidad	Impositiva
Tributaria	(UIT)	vigente	a	la	fecha	de	pago	efectivo	o	en	la	fecha	que	se	haga
efectiva	 la	 cobranza	 coactiva.	 Las	 multas	 constituyen	 en	 su	 integridad
recursos	propios	del	Indecopi,	sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo
156.
La	multa	aplicable	es	rebajada	en	un	veinticinco	por	ciento	(25%)	cuando
el	infractor	cancele	el	monto	de	la	misma	con	anterioridad	a	la	culminación
del	 término	 para	 impugnar	 la	 resolución	 que	 puso	 fin	 a	 la	 instancia	 y	 en
tanto	no	interponga	recurso	alguno	contra	dicha	resolución.
Ley	29571.
ART.	 114.—Medidas	 correctivas.	 Sin	 perjuicio	 de	 la	 sanción
administrativa	que	corresponda	al	proveedor	por	una	infracción	al	presente
código,	 el	 Indecopi	 puede	 dictar,	 en	 calidad	 de	 mandatos,	 medidas
correctivas	reparadoras	y	complementarias.
Las	medidas	correctivas	reparadoras	pueden	dictarse	a	pedido	de	parte	o
de	 oficio,	 siempre	 y	 cuando	 sean	 expresamente	 informadas	 sobre	 esa
posibilidad	 en	 la	 notificación	 de	 cargo	 al	 proveedor	 por	 la	 autoridad
encargada	del	procedimiento.
Las	 medidas	 correctivas	 complementarias	 pueden	 dictarse	 de	 oficio	 o	 a
pedido	de	parte.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—TDC	señala	 las	diferencias	entre	 las	medidas
reparadoras	y	 las	 complementarias	que	 se	 imponen	a	 los	proveedores
infractores	 de	 los	 derechos	 del	 consumidor.	 “Cuando	 un	 proveedor
infringe	 alguna	 de	 las	 disposiciones	 del	 código,	 independientemente	 de	 la
sanción	administrativa	que	corresponda	 imponer,	el	artículo	114	de	dicha
norma	otorga	expresamente	al	Indecopi	 la	facultad	de	dictar	en	calidad	de
mandatos	 ‘medidas	correctivas	reparadoras	y	complementarias’	a	favor	de
los	consumidores	(...).
17.	 La	 finalidad	 de	 las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 es	 resarcir	 las
consecuencias	 patrimoniales	 directas	 e	 inmediatas	 ocasionadas	 al
consumidor	 por	 la	 infracción	 administrativa,	 mientras	 que	 las
complementarias	 tienen	 por	 objeto	 revertir	 los	 efectos	 de	 la	 conducta
infractora	o	evitar	que	en	el	futuro,	ésta	se	produzca	nuevamente.
18.	En	el	servicio	de	transporte	aéreo	de	pasajeros,	existe	la	obligación	de
conducir	a	éstos	al	destino	previamente	pactado	respetando	los	itinerarios
establecidos.	 Sin	 embargo,	 existen	 situaciones	 en	 las	 que	 la	 aerolínea
incumple	 dichos	 deberes	 produciéndose	 el	 retraso	 o	 cancelación	 de	 los
vuelos	 programados.	 En	 dichos	 supuestos,	 en	 los	 cuales	 se	 determina	 la
responsabilidad	 del	 proveedor,	 corresponde	 evaluar	 la	medida	 correctiva
idónea	 a	 ser	 otorgada	 a	 los	 pasajeros	 afectados”.	 (Indecopi,	 R.	 1579-
2013/SPC-Indecopi,	jun.	19/2013.	Pres.	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	115.—Medidas	correctivas	reparadoras
115.1.	Las	medidas	correctivas	reparadoras	tienen	el	objeto	de	resarcir	las
consecuencias	 patrimoniales	 directas	 e	 inmediatas	 ocasionadas	 al
consumidor	por	la	infracción	administrativa	a	su	estado	anterior	y	pueden
consistir	en	ordenar	al	proveedor	infractor	lo	siguiente:
a.	Reparar	productos.
b.	 Cambiar	 productos	 por	 otros	 de	 idénticas	 o	 similares	 características,
cuando	 la	 reparación	 no	 sea	 posible	 o	 no	 resulte	 razonable	 según	 las
circunstancias.
c.	 Entregar	 un	 producto	 de	 idénticas	 características	 o,	 cuando	 esto	 no
resulte	posible,	de	similares	características,	 en	 los	 supuestos	de	pérdida	o
deterioro	 atribuible	 al	 proveedor	 y	 siempre	 que	 exista	 interés	 del
consumidor.
d.	 Cumplir	 con	 ejecutar	 la	 prestación	 u	 obligación	 asumida;	 y	 si	 esto	 no
resulte	posible	o	no	sea	razonable,	otra	de	efectos	equivalentes,	incluyendo
prestaciones	dinerarias.
e.	 Cumplir	 con	 ejecutar	 otras	 prestaciones	 u	 obligaciones	 legales	 o
convencionales	a	su	cargo.
f.	 Devolver	 la	 contraprestación	 pagada	 por	 el	 consumidor,	 más	 los
intereses	 legales	 correspondientes,	 cuando	 la	 reparación,	 reposición,	 o
cumplimiento	 de	 la	 prestación	 u	 obligación,	 según	 sea	 el	 caso,	 no	 resulte
posible	o	no	sea	razonable	según	las	circunstancias.
g.	En	los	supuestos	de	pagos	indebidos	o	en	exceso,	devolver	estos	montos,
más	los	intereses	correspondientes.
h.	 Pagar	 los	 gastos	 incurridos	 por	 el	 consumidor	 para	 mitigar	 las
consecuencias	de	la	infracción	administrativa.
i.	 Otras	 medidas	 reparadoras	 análogas	 de	 efectos	 equivalentes	 a	 las
anteriores.
115.2.	 Las	medidas	 correctivas	 reparadoras	no	pueden	 ser	 solicitadas	de
manera	acumulativa	conjunta,	pudiendo	plantearse	de	manera	alternativa	o
subsidiaria,	con	excepción	de	la	medida	correctiva	señalada	en	el	 literal	h)
que	 puede	 solicitarse	 conjuntamente	 con	 otra	medida	 correctiva.	 Cuando
los	 órganos	 competentes	 del	 Indecopi	 se	 pronuncian	 respecto	 de	 una
medida	correctiva	reparadora,	aplican	el	principio	de	congruencia	procesal.
115.3.	 Las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 pueden	 solicitarse	 en
cualquier	momento	hasta	antes	de	la	notificación	de	cargo	al	proveedor,	sin
perjuicio	de	 la	 facultad	de	secretaría	 técnica	de	 la	 comisión	de	 requerir	al
consumidor	 que	 precise	 la	 medida	 correctiva	 materia	 de	 solicitud.	 El
consumidor	puede	variar	su	solicitud	de	medida	correctiva	hasta	antes	de	la
decisión	 de	 primera	 instancia,	 en	 cuyo	 caso	 se	 confiere	 traslado	 al
proveedor	para	que	formule	su	descargo.
115.4.	 Corresponde	 al	 consumidor	 que	 solicita	 el	 dictado	 de	 la	 medida
correctiva	 reparadora	 probar	 las	 consecuencias	 patrimoniales	 directas	 e
inmediatas	causadas	por	la	comisión	de	la	infracción	administrativa.
115.5.	Los	bienes	o	montos	objeto	de	medidas	correctivas	reparadoras	son
entregados	por	el	proveedor	directamente	al	consumidor	que	 los	reclama,
salvo	 mandato	 distinto	 contenido	 en	 la	 resolución.	 Aquellos	 bienes	 o
montos	materia	de	una	medida	correctiva	reparadora,	que	por	algún	motivo
se	 encuentran	 en	 posesión	 del	 Indecopi	 y	 deban	 ser	 entregados	 a	 los
consumidores	beneficiados,	son	puestos	a	disposición	de	estos.
115.6.	El	extremo	de	la	resolución	final	que	ordena	el	cumplimiento	de	una
medida	 correctiva	 reparadora	 a	 favor	 del	 consumidor	 constituye	 título
ejecutivo	conforme	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	688	del	Código	Procesal
Civil,	 una	 vez	 que	 quedan	 consentidas	 o	 causan	 estado	 en	 la	 vía
administrativa.	 La	 legitimidad	 para	 obrar	 en	 los	 procesos	 civiles	 de
ejecución	 corresponde	 a	 los	 consumidores	 beneficiados	 con	 la	 medida
correctiva	reparadora.
115.7.	 Las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 como	 mandatos	 dirigidos	 a
resarcir	 las	 consecuencias	 patrimoniales	 directas	 e	 inmediatas	 originadas
por	 la	 infracción	 buscan	 corregir	 la	 conducta	 infractora	 y	 no	 tienen
naturaleza	 indemnizatoria;	 son	 dictadas	 sin	 perjuicio	 de	 la	 indemnización
por	 los	 daños	 y	 perjuicios	 que	 el	 consumidor	 puede	 solicitar	 en	 la	 vía
judicial	 o	 arbitral	 correspondiente.	 No	 obstante	 se	 descuenta	 de	 la
indemnización	 patrimonial	 aquella	 satisfacción	 patrimonial	 deducible	 que
el	 consumidor	 haya	 recibido	 a	 consecuencia	 del	 dictado	 de	 una	 medida
correctiva	reparadora	en	sede	administrativa.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Lo	 resuelto	 finalmente	 por	 el	 Indecopi
constituye	 título	 de	 ejecución.	 “Los	 artículos	 114	 y	 115	 del	 código
establecen	que	al	margen	de	las	sanciones	a	que	hubiere	lugar,	el	Indecopi
de	oficio	o	a	solicitud	de	parte,	puede	ordenar	el	cumplimiento	de	medidas
correctivas	 reparadoras	 con	 la	 finalidad	 de	 resarcir	 las	 consecuencias
patrimoniales	 directas	 e	 inmediatas	 ocasionadas	 al	 consumidor	 por	 la
infracción	administrativa	a	su	estado	anterior.	(...).
34.	Cabe	precisar	que	no	 constituye	una	 facultad	del	 Indecopi	 ejecutar	 la
medida	correctiva	a	favor	del	consumidor,	pues	el	Estado	ha	reservado	esta
potestad	 únicamente	 al	 consumidor	 mediante	 la	 vía	 judicial.	 Por	 estas
razones,	el	artículo	115	numeral	6	del	código	establece	que	las	resoluciones
finales	que	ordenen	medidas	correctivas	reparadoras	constituyen	títulos	de
ejecución	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 688	 del	 Código	 Procesal
Civil.”	 (Indecopi,	R.	 0895-2012/SC2-Indecopi,	mar.	 28/2012.	Pres.	 Carrillo
Goméz)
Ley	29571.
ART.	 116.—Medidas	 correctivas	 complementarias.	 Las	 medidas
correctivas	 complementarias	 tienen	 el	 objeto	 de	 revertir	 los	 efectos	 de	 la
conducta	infractora	o	evitar	que	esta	se	produzca	nuevamente	en	el	futuro	y
pueden	ser,	entre	otras,	las	siguientes:
a.	 Que	 el	 proveedor	 cumpla	 con	 atender	 la	 solicitud	 de	 información
requerida	 por	 el	 consumidor,	 siempre	 que	 dicho	 requerimiento	 guarde
relación	con	el	producto	adquirido	o	servicio	contratado.
b.	 Declarar	 inexigibles	 las	 cláusulas	 que	 han	 sido	 identificadas	 como
abusivas	en	el	procedimiento.
c.	 El	 decomiso	 y	 destrucción	 de	 la	 mercadería,	 envases,	 envolturas	 o
etiquetas.
d.	En	caso	de	infracciones	muy	graves	y	de	reincidencia	o	reiterancia:
(i)	 Solicitar	 a	 la	 autoridad	 correspondiente	 la	 clausura	 temporal	 del
establecimiento	industrial,	comercial	o	de	servicios	por	un	plazo	máximo	de
seis	(6)	meses.
(ii)	 Solicitar	 a	 la	 autoridad	 competente	 la	 inhabilitación,	 temporal	 o
permanente,	 del	 proveedor	 en	 función	 de	 los	 alcances	 de	 la	 infracción
sancionada.
e.	 Publicación	 de	 avisos	 rectificatorios	 o	 informativos	 en	 la	 forma	 que
determine	el	 Indecopi,	 tomando	en	consideración	 los	medios	que	 resulten
idóneos	 para	 revertir	 los	 efectos	 que	 el	 acto	 objeto	 de	 sanción	 ha
ocasionado.
f.	 Cualquier	 otra	 medida	 correctiva	 que	 tenga	 el	 objeto	 de	 revertir	 los
efectos	de	la	conducta	infractora	o	evitar	que	esta	se	produzca	nuevamente
en	el	futuro.
El	Indecopi	está	facultado	para	solicitar	a	la	autoridad	municipal	y	policial
el	 apoyo	 respectivo	 para	 la	 ejecución	 de	 las	 medidas	 correctivas
complementarias	correspondientes.
Ley	29571.
ART.	 117.—Multas	 coercitivas	 por	 incumplimiento	 de	mandatos.	 Si	 el
obligado	 a	 cumplir	 con	 un	 mandato	 del	 Indecopi	 respecto	 a	 una	 medida
correctiva	o	a	una	medida	cautelar	no	 lo	hace,	 se	 le	 impone	una	multa	no
menor	de	tres	(3)	Unidades	Impositivas	Tributarias	(UIT).
En	caso	de	persistir	el	incumplimiento	de	cualquiera	de	los	mandatos	a	que
se	 refiere	 el	 primer	 párrafo,	 el	 Indecopi	 puede	 imponer	 una	nueva	multa,
duplicando	 sucesivamente	 el	monto	 de	 la	 última	multa	 impuesta	 hasta	 el
límite	de	doscientas	(200)	Unidades	Impositivas	Tributarias	(UIT).	La	multa
que	corresponda	debe	ser	pagada	dentro	del	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles,
vencido	el	cual	se	ordena	su	cobranza	coactiva.
Ley	29571.
ART.	118.—Multas	coercitivas	por	incumplimiento	del	pago	de	costas
y	costos.	Si	el	obligado	a	cumplir	la	orden	de	pago	de	costas	y	costos	no	lo
hace,	 se	 le	 impone	 una	 multa	 no	 menor	 de	 una	 (1)	 Unidad	 Impositiva
Tributaria	(UIT).
En	caso	de	persistir	el	 incumplimiento	de	 lo	ordenado,	el	 Indecopi	puede
imponer	una	nueva	multa,	duplicando	sucesivamente	el	monto	de	la	última
multa	 impuesta	 hasta	 el	 límite	 de	 cincuenta	 (50)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias	 (UIT).	 La	multa	 que	 corresponda	 debe	 ser	 pagada	 dentro	 del
plazo	de	cinco	 (5)	días	hábiles,	 vencidos	 los	 cuales	 se	ordena	su	cobranza
coactiva.
Ley	29571.
ART.	 119.—Registro	 de	 infracciones	 y	 sanciones.	 El	 Indecopi	 lleva	 un
registro	de	infracciones	y	sanciones	a	las	disposiciones	del	presente	código
con	la	 finalidad	de	contribuir	a	 la	transparencia	de	 las	transacciones	entre
proveedores	y	consumidores	y	orientar	a	estos	en	la	toma	de	sus	decisiones
de	 consumo.	 Los	 proveedores	 que	 sean	 sancionados	mediante	 resolución
firme	 en	 sede	 administrativa	 quedan	 automáticamente	 registrados	 por	 el
lapso	de	cuatro	(4)	años	contados	a	partir	de	la	fecha	de	dicha	resolución.
La	información	del	registro	es	de	acceso	público	y	gratuito.
D.	S.	029-2011-PCM.
ART.	 1°.—Aprobación	 del	 reglamento.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 del
Registro	de	Infracciones	y	Sanciones	a	que	hace	referencia	el	artículo	119	de
la	 Ley	N°	 29571,	 Código	 de	 Protección	 y	Defensa	 del	 Consumidor,	 el	 cual
forma	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
REGLAMENTO	DEL	REGISTRO	DE	INFRACCIONES	Y	SANCIONES
Regl.	del	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones.
ART.	1°.—Objeto.	Las	 infracciones	y	sanciones	a	 la	Ley	N°	29571,	Código
de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor	serán	consignadas	en	el	Registro
de	 Infracciones	 y	 Sanciones,	 conforme	 a	 lo	 previsto	 en	 el	 artículo	 119	 de
dicho	código.
Regl.	del	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones.
ART.	 2°—Implementación	 y	 publicación.	 El	 Registro	 de	 Infracciones	 y
Sanciones	 se	 implementa	 a	 través	 de	 un	 aplicativo	 informático	 y	 será
publicado	en	el	portal	institucional	del	Indecopi,	a	efectos	de	viabilizar	que
la	información	sea	de	acceso	público	y	gratuito.
Regl.	del	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones.
ART.	 3°—Designación	 del	 responsable.	 Mediante	 resolución	 de
Presidencia	del	Consejo	Directivo	del	Indecopi	se	designará	al	responsable
de	la	publicación	y	actualización	del	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones.
Sin	 perjuicio	 de	 dicha	 designación,	 los	 correspondientes	 órganos
resolutivos	 del	 Indecopi	 deberán	 proporcionar	 la	 información	 al
responsable	de	la	publicación	y	actualización	del	Registro	de	Infracciones	y
Sanciones,	 relativa	 a	 los	 proveedores	 que	 sean	 sancionados	 mediante
resolución	firme	en	sede	administrativa,	por	infracciones	a	las	disposiciones
previstas	en	el	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Para	tal	efecto,	el	órgano	resolutivo	al	que	le	corresponde	proporcionar	la
información	actualizada	sobre	los	proveedores	sancionados	es	aquél	ante	el
que	 la	 respectiva	 resolución	 de	 sanción	 adquiera	 el	 carácter	 de	 firme	 en
sede	administrativa.
Regl.	del	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones.
ART.	4°—Contenido	del	registro.	El	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones
debe	contener,	como	mínimo,	la	siguiente	información:
a)	Nombre,	razón	o	denominación	social	del	proveedor	sancionado.
b)	Nombre	comercial	del	proveedor	sancionado.
c)	Número	del	 documento	de	 identidad	 o	 número	de	RUC	del	 proveedor
sancionado.
d)	Sector	económico.
e)	Materia.
f)	Número	y	fecha	de	la	resolución	firme	que	impuso	o	confirmó	la	sanción.
g)	Tipo	de	sanción	y	monto	en	caso	de	multa.
h)	Hecho	infractor.
Regl.	del	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones.
ART.	5°—Período	de	publicación.	Los	proveedores	sancionados	mediante
resolución	 firme	 en	 sede	 administrativa	 quedan	 automáticamente
registrados	por	el	lapso	de	cuatro	(4)	años	contados	a	partir	de	la	fecha	de
dicha	resolución.
Regl.	del	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones.
ART.	6°—Implementación	del	Registro	de	Infracciones	y	Sanciones.	El
Indecopi	 contará	 con	 un	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días	 hábiles	 para	 la
implementación	del	Registro	de	 Infracciones	 y	 Sanciones	 contado	 a	 partir
del	día	siguiente	de	la	publicación	del	presente	reglamento.
Ley	29571.
ART.	120.—Comiso	de	productos	y	destino	de	los	mismos.	En	el	caso	de
que	 se	 ordene	 el	 comiso	 de	 productos,	 sea	 de	 manera	 provisional	 o
definitiva,	 estos	 son	 depositados	 en	 el	 lugar	 que,	 para	 el	 efecto,	 señale	 el
Indecopi,	 por	 cuenta,	 costo	 y	 riesgo	 del	 infractor,	 debiendo	 designarse	 al
depositario	 en	 el	 propio	 acto	 de	 la	 diligencia.	 El	 depositario,	 al	 aceptar	 el
cargo,	 es	 instruido	 de	 sus	 obligaciones	 y	 responsabilidades.	 Los	 gastos
incurridos	por	el	accionante	para	el	comiso	de	productos	son	considerados
costas	del	procedimiento.
Consentida	la	resolución	de	primera	o	segunda	instancia,	o	confirmada	esta
por	 el	 Poder	 Judicial,	 los	 productos	 comisados	 son	 adjudicados	 por	 el
Consejo	Directivo	del	Indecopi	a	entidades	estatales	que	desarrollan	labores
o	programas	de	apoyo	social,	Ministerio	de	la	Mujer	y	Desarrollo	Social,	sus
unidades	ejecutoras,	el	Consejo	Nacional	para	 la	 Integración	de	 la	Persona
con	Discapacidad	o	a	instituciones	privadas	sin	fines	de	lucro	o	a	actividades
benéficas,	 las	 que	 deben	 garantizar	 que	 dichos	 productos	 no	 sean
comercializados.	En	caso	de	atentar	contra	 la	salud	o	el	orden	público,	 los
productos	deben	ser	destruidos.
Ley	29571.
ART.	121.—Plazo	de	prescripción	de	la	 infracción	administrativa.	Las
infracciones	 al	 presente	 código	 prescriben	 a	 los	 dos	 (2)	 años	 contados	 a
partir	del	día	en	que	la	infracción	se	hubiera	cometido	o	desde	que	cesó,	si
fuera	una	infracción	continuada.
Para	 el	 cómputo	 del	 plazo	 de	 prescripción	 o	 su	 suspensión	 se	 aplica	 lo
dispuesto	en	el	artículo	233	de	 la	Ley	Núm.	27444,	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	General.
Ley	29571.
ART.	122.—Prescripción	de	la	sanción.	La	acción	para	que	 la	autoridad
administrativa	pueda	exigir	el	cumplimiento	de	las	sanciones	impuestas	por
infracciones	al	presente	código	prescribe	a	los	tres	(3)	años	contados	desde
el	día	siguiente	a	aquel	en	que	la	resolución	por	la	que	se	impone	la	sanción
queda	firme.
Interrumpe	 la	 prescripción	 de	 la	 sanción,	 la	 iniciación,	 con	 conocimiento
del	 interesado,	 del	 procedimiento	 de	 ejecución	 coactiva.	 El	 cómputo	 del
plazo	 se	 vuelve	 a	 iniciar	 si	 el	 procedimiento	 de	 ejecución	 coactiva
permanece	paralizado	durante	más	de	treinta	(30)	días	hábiles	por	causa	no
imputable	al	infractor.
La	prescripción	se	suspende	cuando	se	haya	dictado	una	medida	cautelar	o
concurra	 cualquier	 otra	 situación	 equivalente	 que	 impida	 el	 inicio	 o
suspenda	el	procedimiento	de	ejecución	coactiva.
Ley	29571.
ART.	123.—Recopilación	de	información	por	la	autoridad.	El	secretario
técnico	 y	 la	 Comisión	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 del	 Indecopi	 están
facultados	 para	 reunir	 información	 relativa	 a	 las	 características	 y
condiciones	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 que	 se	 expenden	 en	 el	mercado,
con	 el	 objeto	 de	 informar	 al	 consumidor	 para	 permitirle	 tomar	 una
adecuada	decisión	de	consumo.
Los	procedimientos	 seguidos	ante	el	 Indecopi	 tienen	carácter	público.	En
esa	medida,	el	secretario	técnico	y	la	Comisión	de	Protección	al	Consumidor
del	 Indecopi	 se	 encuentran	 facultados	 para	 disponer	 la	 difusión	 de
información	vinculada	a	los	mismos,	siempre	que	lo	consideren	pertinente
en	atención	a	 los	 intereses	de	 los	 consumidores	afectados	y	no	constituya
violación	de	secretos	comerciales	o	industriales.
SUBCAPÍTULO	III
PROCEDIMIENTO	SUMARÍSIMO	EN	MATERIA	DE	PROTECCIÓN	AL
CONSUMIDOR
Ley	29571.
ART.	 124.—Órganos	 resolutivos	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de
protección	 al	 consumidor.	 A	 efectos	 de	 establecer	 un	 procedimiento
especial	de	protección	al	consumidor	de	carácter	célere	o	ágil	para	los	casos
en	 que	 ello	 se	 requiera	 por	 la	 cuantía	 o	 la	 materia	 discutida,	 el	 Consejo
Directivo	 del	 Indecopi	 crea	 órganos	 resolutivos	 de	 procedimientos
sumarísimos	de	protección	al	consumidor,	que	se	encuentran	adscritos	a	las
sedes	de	la	institución	a	nivel	nacional	u	oficinas	regionales	en	las	que	exista
una	Comisión	de	Protección	al	Consumidor	o	una	comisión	con	 facultades
desconcentradas	en	esta	materia.
NOTA:	 Según	 la	 Cuarta	Disposición	 Complementaria	 Final	 de	 la	 Ley	 29571,	 el	 Subcapítulo	 III	 del
Capítulo	 III	del	Título	V,	sobre	el	procedimiento	sumarísimo,	entrará	en	vigencia	a	 los	sesenta	(60)
días	 calendario	contados	a	partir	de	 la	entrada	en	vigencia	del	Código	de	Protección	y	Defensa	del
Consumidor.	Es	decir,	en	diciembre	del	2010.
Ley	29571.
ART.	 125.—Competencia	 de	 los	 órganos	 resolutivos	 de
procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al	 consumidor.	 Cada
órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor	 es	 competente	 para	 conocer,	 en	 primera	 instancia
administrativa,	 denuncias	 cuya	 cuantía,	 determinada	 por	 el	 valor	 del
producto	 o	 servicio	materia	 de	 controversia,	 no	 supere	 tres	 (3)	 Unidades
Impositivas	 Tributarias	 (UIT);	 así	 como	 aquellas	 denuncias	 que	 versen
exclusivamente	sobre	requerimientos	de	información,	métodos	abusivos	de
cobranza	 y	 demora	 en	 la	 entrega	 del	 producto,	 con	 independencia	 de	 su
cuantía.	 Asimismo,	 es	 competente	 para	 conocer,	 en	 primera	 instancia,
denuncias	 por	 incumplimiento	 de	 medida	 correctiva,	 incumplimiento	 de
acuerdo	conciliatorio	e	incumplimiento	y	liquidación	de	costas	y	costos.	No
puede	 conocer	 denuncias	 que	 involucren	 reclamos	 por	 productos	 o
sustancias	peligrosas,	actos	de	discriminación	o	trato	diferenciado,	servicios
médicos,	 actos	que	 afecten	 intereses	 colectivos	o	difusos	 y	 los	que	versen
sobre	 productos	 o	 servicios	 cuya	 estimación	 patrimonial	 supera	 tres	 (3)
Unidades	Impositivas	Tributarias	(UIT)	o	son	inapreciables	en	dinero.
La	Comisión	de	Protección	al	Consumidor	del	 Indecopi	o	 la	 comisión	con
facultades	desconcentradas	en	esta	materia,	según	corresponda,	constituye
la	segunda	instancia	administrativa	en	este	procedimiento	sumarísimo,	que
se	tramita	bajo	 las	reglas	establecidas	por	el	presente	subcapítulo	y	por	 la
directiva	que	para	 tal	 efecto	debe	 aprobar	 y	publicar	 el	 Consejo	Directivo
del	Indecopi.
Excepcionalmente,	hay	lugar	a	recurso	de	revisión	ante	la	sala	competente
en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 del	 Tribunal	 del	 Indecopi,	 de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	210	de	la	Ley	Núm.	27444,	Ley
del	Procedimiento	Administrativo	General.	Su	finalidad	es	revisar	si	se	han
dejado	de	aplicar	o	aplicado	erróneamente	las	normas	del	presente	código,
o	no	se	han	 respetado	 los	precedentes	de	observancia	obligatoria	por	ella
aprobados.	El	plazo	para	formular	este	recurso	es	de	cinco	(5)	días	hábiles	y
su	interposición	no	suspende	la	ejecución	del	acto	impugnado,	salvo	que	la
sala	en	resolución	debidamente	fundamentada	disponga	lo	contrario.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	recurso	de	revisión	 solo	atiende	a	errores
de	puro	derecho.	“9.	De	conformidad	con	lo	establecido	por	el	artículo	125
del	código,	el	recurso	de	revisión	es	de	naturaleza	excepcional	y,	por	tanto,
en	 virtud	 a	 él	 la	 sala	 únicamente	 evalúa	 errores	 de	 puro	 derecho	 que
pudiera	 haber	 cometido	 la	 comisión,	 los	 cuales	 pueden	 consistir	 en	 la
inaplicación,	aplicación	indebida	o	interpretación	errónea	de	las	normas	de
protección	 al	 consumidor,	 o	 la	 inobservancia	 de	 un	 precedente	 de
observancia	 obligatoria”.	 (Indecopi,	 R.	 2221-2012/SC2-Indecopi,	 set.
23/2012.	Pres.	Camilo	Nicanor	Carrillo	Gómez)
Ley	29571.
ART.	126.—Reglas	para	la	tramitación	del	procedimiento	sumarísimo
de	protección	al	consumidor.	El	procedimiento	sumarísimo	que	establece
el	 presente	 subcapítulo	 desarrolla	 su	 trámite	 de	 conformidad	 con	 las
siguientes	reglas:
a.	Debe	 tramitarse	 y	 resolverse	 en	 un	plazo	máximo	de	 treinta	 (30)	 días
hábiles	 por	 instancia,	 en	 observancia	 de	 las	 normas	 que	 establece	 el
presente	 código,	 incluyendo	 las	 que	 prevén	 infracciones	 y	 habilitan	 la
imposición	de	sanciones,	multas	y	medidas	correctivas	siendo	de	aplicación
supletoria	las	disposiciones	del	Procedimiento	Único	previsto	en	el	Título	V
del	 Decreto	 Legislativo	 Núm.	 807,	 Ley	 sobre	 Facultades,	 Normas	 y
Organización	del	Indecopi	en	todo	aquello	que	no	contradiga	su	naturaleza
y	celeridad.
b.	 Las	 partes	 únicamente	 pueden	 ofrecer	 medios	 probatorios
documentales,	sin	perjuicio	de	la	facultad	de	la	autoridad	para	requerir,	de
oficio,	la	actuación	de	algún	medio	probatorio	de	naturaleza	distinta.
c.	 La	 resolución	 de	 la	 correspondiente	 comisión	 o,	 de	 ser	 el	 caso,	 del
tribunal	da	por	agotada	la	vía	administrativa.
NORMA	COMPLEMENTARIA	PARA	EL	PROCEDIMIENTO	SUMARÍSIMO
R.	159-2010-Indecopi/COD.
Artículo	Único.—Aprobar	la	Directiva	N°	004-2010/DIR-COD-Indecopi,	que
establece	 las	 reglas	 complementarias	 aplicables	 al	 procedimiento
sumarísimo	 en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 y	 disponer	 su
publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
PROCEDIMIENTO	SUMARÍSIMO	PREVISTO	EN	EL	CÓDIGO	DE
PROTECCIÓN	Y	DEFENSA	DEL	CONSUMIDOR
R.	298-2013-Indecopi/COD.
Artículo	Único.—Aprobar	la	Directiva	N°	007-2013/DIR-COD-Indecopi	que
modifica,	 incorpora	 y	 deroga	 diversos	 artículos	 de	 la	 Directiva	 N°	 004-
2010/DIR-COD-Indecopi,	 que	 establece	 las	 reglas	 complementarias
aplicables	 al	 procedimiento	 sumarísimo	 en	 materia	 de	 protección	 al
consumidor,	 así	 como	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 que	 recoge	 las
modificaciones	efectuadas	por	la	Directiva	N°	007-2013/DIR-COD-Indecopi,
las	mismas	que	entrarán	en	vigencia	a	partir	del	01	de	enero	del	2014	y	que
forman	parte	integrante	de	la	presente	resolución.
(...)
Texto	Único	Ordenado	de	la	directiva	que	aprueba	el	procedimiento
sumarísimo	en	materia	de	protección	al	consumidor	previsto	en	el
Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
I.	Objeto
1.1.	 La	 presente	 directiva	 tiene	 por	 objeto	 establecer	 reglas
complementarias	 que	 permitan	 la	 aplicación	 eficaz	 del	 procedimiento
sumarísimo	 en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 previsto	 en	 el	 Sub
Capítulo	 III	 del	 Capítulo	 III	 del	 Título	 V	 de	 la	 Ley	 N°	 29571	 -	 Código	 de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
1.2.	Para	los	efectos	de	la	presente	directiva:
1.2.1.	 Todas	 las	 menciones	 al	 código	 se	 entienden	 referidas	 a	 la	 Ley	 N°
29571	-	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
1.2.2.	 Todas	 las	 menciones	 al	 procedimiento	 sumarísimo	 se	 entienden
referidas	 al	 procedimiento	 sumarísimo	 en	 materia	 de	 protección	 al
consumidor	previsto	en	el	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
1.2.3.	 Todas	 las	 menciones	 a	 los	 órganos	 resolutivos	 de	 procedimientos
sumarísimos	 de	 protección	 al	 consumidor	 se	 entienden	 referidas	 a	 los
órganos	previstos	por	los	artículos	124	a	127	del	código.
II.	Base	legal
2.1.	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
2.2.	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1033,	 Ley	 de	 Organización	 y	 Funciones	 del
Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	Intelectual	-	Indecopi.
2.3.	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807,	 Ley	 sobre	 Facultades,	 Normas	 y
Organización	del	Indecopi
2.4.	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-2009-PCM,	 Reglamento	 de	 Organización	 y
Funciones	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi.
2.5.	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
III.	Alcance	del	procedimiento	sumarísimo
3.1.	 Competencia	 de	 los	 órganos	 resolutivos	 de	 procedimientos
sumarísimos	de	protección	al	consumidor.
3.1.1.	El	órgano	resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	de	protección	al
consumidor	 es	 competente	 para	 conocer	 exclusivamente,	 en	 primera
instancia	 administrativa,	 procedimientos	 administrativos	 sancionadores
iniciados	 como	 consecuencia	 de	 denuncias	 presentadas	 por	 denunciantes
interesados	que	versen:
a)	Por	razón	de	cuantía:	 sobre	productos	o	servicios	cuyo	valor,	 según	 lo
contratado	 u	 ofertado,	 sea	 de	 hasta	 tres	 (3)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias	(UIT).
b)	 Por	 razón	 de	materia:	 sobre	 requerimientos	 de	 información;	métodos
abusivos	 de	 cobranza;	 demora	 en	 la	 entrega	 de	 un	 producto;
incumplimiento	 de	 medidas	 correctivas	 dictadas	 a	 favor	 del	 tercero
interesado	en	un	procedimiento	derivado	de	una	denuncia;	incumplimiento
de	 acuerdos	 conciliatorios;	 y,	 liquidación	 e	 incumplimiento	 de	 costas	 y
costos.
La	 competencia	 territorial	 que	 corresponde	 a	 cada	 órgano	 resolutivo	 de
procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor	es	la	misma	que
corresponde	a	la	Comisión	de	Protección	al	Consumidor	o	a	la	comisión	con
facultades	 desconcentradas	 en	 esta	 materia	 que	 constituye	 su	 segunda
instancia	administrativa;	y,	que	se	encuentra	adscrita	a	la	misma	sede	de	la
institución	u	oficina	regional.
Asimismo,	 el	 órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de
protección	al	consumidor	es	competente	para	conocer	en	primera	instancia,
procedimientos	 administrativos	 sancionadores	por	 infracciones	 al	 artículo
5°	del	Decreto	Legislativo	N°	807	en	las	que	incurran	los	terceros	en	la	etapa
de	 evaluación	 preliminar	 de	 la	 denuncia,	 así	 como	 los	 administrados
durante	 el	 trámite	de	 los	procedimientos	 administrativos	 sancionadores	 a
su	cargo.
3.1.2.	 En	 aquellos	 casos	 en	 que	 el	 procedimiento	 iniciado	 involucre	 no
solamente	 materias	 que	 el	 artículo	 125	 del	 código	 ha	 reservado	 al
procedimiento	 sumarísimo,	 sino	 también	 otras	 materias,	 dicho
procedimiento	 deberá	 tramitarse	 por	 la	 vía	 procedimental	 ordinaria	 que
corresponda	y	ante	la	comisión	competente,	según	lo	previsto	en	los	demás
procedimientos	determinados	por	el	Capítulo	III	del	Título	V	del	código.
3.1.3.	 Los	 órganos	 resolutivos	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de
protección	 al	 consumidor	 que,	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 hayan
conocido	hechos	que	pudieran	ameritar	el	 inicio	de	un	procedimiento	por
iniciativa	de	 la	autoridad,	 informarán	de	 inmediato	sobre	el	particular	a	 la
comisión	 competente.	 Sobre	 la	 base	 de	 dicha	 información,	 la	 comisión
correspondiente	 podrá	 ejercer	 sus	 facultades	 para	 desarrollar
investigaciones	 preliminares	 e	 iniciar	 por	 propia	 iniciativa,	 alguno	 de	 los
procedimientos	previstos	en	el	Capítulo	III	del	Título	V	del	código.
3.1.4.	En	caso	se	encuentre	en	trámite	un	procedimiento	cuyo	inicio	se	ha
producido	por	 iniciativa	de	una	comisión	y	un	procedimiento	 iniciado	por
un	 órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor,	que	versen	sobre	los	mismos	hechos,	dicho	órgano	remitirá	lo
actuado	 de	 inmediato	 a	 la	 comisión,	 quien	 efectuara	 la	 respectiva
acumulación,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	149	de	la	Ley
del	Procedimiento	Administrativo	General.
3.1.5.	Modificado.	R.	108-2014-Indecopi/COD,	Art.	Único.	La	autoridad
administrativa	continuará	con	el	procedimiento	aun	cuando	se	presente	el
desistimiento	 o	 conciliación,	 sin	 perjuicio	 de	 considerar	 dichas
circunstancias	como	atenuantes	al	graduar	 la	sanción,	de	conformidad	con
el	artículo	112	del	código.	Ello	sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	numeral
4.3.9.	 Adicionalmente,	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 numeral	 6
del	 referido	 artículo	 112	 del	 código,	 la	 inasistencia	 a	 la	 audiencia	 de
conciliación	 convocada	 por	 el	 Servicio	 de	 Atención	 al	 Ciudadano	 (SAC),
podrá	ser	considerada	una	circunstancia	agravante.
3.2.	 Supuestos	 fuera	 del	 ámbito	 de	 aplicación	 del	 procedimiento
sumarísimo
De	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 125	 del	 código,	 se
encuentran	 fuera	 del	 ámbito	 de	 aplicación	 del	 procedimiento	 sumarísimo
los	 procedimientos	 iniciados	 por	 denuncias	 que	 involucren	 reclamos	 por
productos	 o	 sustancias	 peligrosas,	 actos	 de	 discriminación	 o	 trato
diferenciado,	 servicios	 médicos,	 actos	 que	 afecten	 intereses	 colectivos	 o
difusos,	 así	 como	 productos	 y	 servicios	 cuyo	 valor,	 según	 lo	 contratado	 u
ofertado,	supere	las	tres	(3)	Unidades	Impositivas	Tributarias	(UIT)	o	sean
inapreciables	en	dinero.
3.3.	Instancias	administrativas	en	el	procedimiento	sumarísimo
El	procedimiento	sumarísimo	puede	involucrar	tres	instancias.	La	primera
instancia	corresponde	al	órgano	resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos
de	protección	al	 consumidor.	La	 segunda	 instancia	 corresponde,	 en	vía	de
apelación,	 a	 la	 comisión	 de	 protección	 al	 consumidor	 o	 a	 la	 comisión	 con
facultades	desconcentradas	en	esta	materia,	que	se	encuentre	adscrita	a	 la
misma	 sede	 de	 la	 institución	 u	 oficina	 regional	 a	 la	 que	 corresponde	 el
órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor	 que	 haya	 actuado	 como	 primera	 instancia.	 De	 ser	 el	 caso,	 la
tercera	 instancia	 corresponde,	 en	 vía	 de	 revisión,	 a	 la	 sala	 competente	 en
materia	de	protección	al	consumidor	del	Tribunal	del	Indecopi.
3.4.	Otras	reglas	procedimentales
Solo	 resultan	 aplicables	 al	 procedimiento	 sumarísimo	 las	 disposiciones
establecidas	en	los	literales	a),	d),	e)	y	f)	del	artículo	24	y	artículos	27;	28;
32,	33	y	65	del	Decreto	Legislativo	N°	807.
IV.	Procedimiento	sumarísimo
4.1.	Principios
Son	 de	 aplicación	 los	 principios	 establecidos	 en	 el	 artículo	 IV	 del	 Título
Preliminar	y	en	el	artículo	230	de	 la	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	General.
4.2.	Determinación	de	la	cuantía
4.2.1.	 La	 cuantía	 está	 determinada	 por	 el	 valor	 del	 producto	 o	 servicio
materia	 de	 controversia,	 el	 mismo	 que	 no	 deberá	 superar	 las	 tres	 (3)
Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT),	 según	 lo	 contratado	 u	 ofertado,
teniendo	 en	 cuenta	 la	 unidad	 vigente	 a	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la
denuncia.	 Para	 efectos	 de	 la	 determinación	 de	 la	 competencia	 del	 órgano
resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor,	 la
cuantía	 no	 se	 define	 por	 el	 valor	 de	 la	medida	 correctiva	 solicitada	 en	 la
denuncia.
4.2.2.	 En	 los	 procedimientos	 referidos	 a	 falta	 de	 devolución	 de	 dinero;
cobros	 indebidos,	 no	 autorizados	 o	 en	 exceso;	 operaciones	 dinerarias	 no
reconocidas;	 o,	 situaciones	 similares	 en	 las	 que	 corresponda	 al	 proveedor
entregar	 dinero	 al	 consumidor;	 para	 determinar	 la	 cuantía	 que	 permita
asignar	 competencia	 a	 un	 órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos
sumarísimos	 de	 protección	 al	 consumidor,	 se	 tomará	 en	 cuenta	 el	monto
reclamado	por	el	consumidor.
4.2.3.	El	órgano	resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	de	protección	al
consumidor	 tiene	 atribución	 para	 disponer,	 además	 de	 la	 sanción	 que
corresponda	 a	 determinada	 infracción,	 medidas	 correctivas	 que	 puedan
superar	 la	 cuantía	 a	 la	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 4.2.1,	 por	 concepto	 de
intereses	devengados,	valor	de	reposición	o	conceptos	similares.
4.3.	Evaluación	previa	de	la	denuncia
4.3.1	Presentada	 la	denuncia,	 se	procederá	a	 su	evaluación	preliminar	en
un	plazo	no	mayor	de	05	días,	la	misma	que	estará	a	cargo	del	personal	que
para	 tales	 efectos	designe	 el	 jefe	del	 órgano	 resolutivo	de	procedimientos
sumarísimos	de	protección	al	consumidor.	La	evaluación	tendrá	por	objeto
determinar	 si	 se	 cuenta	 con	 indicios	 suficientes	 de	 la	 comisión	 de	 una
infracción	que	sea	de	competencia	de	dicho	órgano	resolutivo	y	si	se	cumple
con	los	requisitos	establecidos	en	el	TUPA,	para	el	inicio	del	procedimiento
administrativo	sancionador.
4.3.2	 Si	 de	 la	 evaluación	 de	 la	 denuncia	 se	 determina	 que	 el	 órgano
resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor	que
recibió	 la	denuncia	no	es	competente	para	conocerla,	 todo	lo	actuado	será
remitido	 de	 inmediato	 al	 órgano	 competente	 conforme	 al	 numeral	 1	 del
artículo	82	de	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General.
4.3.3.	Modificado.	 R.	 108-2014-Indecopi/COD,	 Art.	 Único.	 En	 caso	 de
incumplimiento	de	los	requisitos	del	TUPA	o	de	requerirse	mayor	sustento
o	 precisión	 de	 los	 hechos	 denunciados,	 por	 parte	 del	 denunciante
interesado,	 se	 otorgará	 un	 plazo	 improrrogable	 de	 2	 días	 para	 su
acreditación,	 bajo	 apercibimiento	 de	 archivar	 la	 denuncia.	 Este
requerimiento	 sólo	 podrá	 formularse	 una	 vez,	 bajo	 responsabilidad	 del
funcionario	encargado	de	 la	evaluación	previa.	La	denuncia	se	sustenta	en
prueba	 documental,	 salvo	 que	 el	 denunciante	 sustente	 debidamente	 la
necesidad	 de	 otra	 clase	 de	medio	 probatorio,	 situación	 que	 será	 evaluada
por	la	autoridad,	en	virtud	de	lo	establecido	en	el	inciso	b)	del	artículo	126
del	código.
4.3.4.	 Si	 concluido	 el	 plazo	 de	 evaluación	 preliminar	 establecido	 en	 el
numeral	 4.3.1	 o	 luego	 de	 cumplir	 el	 denunciante	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
numeral	4.3.3,	se	determina	que	 los	medios	probatorios	que	sustentan	 los
hechos	denunciados	obran	en	poder	del	administrado	denunciado	o	de	un
tercero,	 el	 funcionario	 a	 cargo	 de	 la	 evaluación	 formulará	 el	 respectivo
requerimiento,	 bajo	 apercibimiento	 de	 inicio	 de	 un	 procedimiento
administrativo	sancionador	en	su	contra,	de	conformidad	con	lo	establecido
en	el	artículo	5°	del	Decreto	Legislativo	N°	807.
4.3.5.	Modificado.	R.	108-2014-Indecopi/COD,	Art.	Único.	La	evaluación
de	 la	 denuncia	 e	 investigaciones	 que	 correspondan,	 posteriores	 a	 la
evaluación	preliminar	efectuada,	deberán	realizarse	en	un	plazo	máximo	de
15	días	hábiles	contados	a	partir	de	la	denuncia	prevista	en	el	numeral	4.3.3.
4.3.6.	 El	 archivo	 de	 la	 denuncia	 por	 incumplimiento	 de	 requisitos	 o
carencia	 del	 debido	 sustento,	 es	 inapelable,	 de	 conformidad	 con	 lo
establecido	con	el	numeral	2	del	artículo	206	de	 la	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	 General.	 La	 comunicación	 del	 archivo	 se	 emitirá	mediante
carta,	de	conformidad	con	el	Anexo	1.
4.3.7.	 En	 caso	 la	 denuncia	 amerite	 el	 inicio	 de	 un	 procedimiento
administrativo	 sancionador,	 el	 personal	 asignado	 para	 su	 evaluación
preliminar	 elaborará	 un	 proyecto	 de	 resolución,	 de	 conformidad	 con	 el
Anexo	 2,	 el	 mismo	 que	 será	 suscrito	 por	 el	 jefe	 del	 órgano	 resolutivo	 de
procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor,	de	considerarlo
pertinente,	 dentro	 del	 plazo	 máximo	 de	 15	 días	 hábiles,	 referido	 en	 el
numeral	4.3.5.
4.3.8.	Modificado.	 R.	 108-2014-Indecopi/COD,	 Art.	 Único.	 Se	 declara
que	la	denuncia	no	amerita	el	inicio	del	procedimiento	sancionador	cuando
se	 considere	 que	 el	 denunciante	 no	 tiene	 la	 calidad	 de	 consumidor,	 el
denunciado	no	es	proveedor	o	no	existe	una	relación	de	consumo,	o	si	 las
partes	 hubieran	 llegado	 a	 un	 acuerdo	 conciliatorio,	 que	 incluya	 el
desistimiento	de	la	denuncia,	antes	del	vencimiento	del	plazo	otorgado	en	el
numeral	 4.3.9	 de	 la	 presente	 directiva.	 En	 dichos	 supuestos,	 el	 personal
asignado	 para	 su	 evaluación	 elaborará	 un	 proyecto	 de	 resolución,	 de
conformidad	 con	 el	 Anexo	 3,	 el	 mismo	 que	 será	 suscrito	 por	 el	 jefe	 del
Órgano	 Resolutivo	 de	 Procedimientos	 Sumarísimos	 de	 Protección	 al
Consumidor,	de	considerarlo	pertinente,	dentro	del	plazo	máximo	referido
en	el	numeral	anterior.	Dicha	resolución	es	apelable	por	el	denunciante.
4.3.9	Incorporado.	R.	108-2014-Indecopi/COD,	Art.	Único.	Estando	a	lo
dispuesto	 por	 el	 numeral	 6	 del	 artículo	 VI	 del	 Título	 Preliminar	 y	 del
artículo	147	del	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor,	el	Órgano
Resolutivo	 de	 Procedimientos	 Sumarísimos	 de	 Protección	 al	 Consumidor
promoverá	 la	 conciliación;	 para	 ello,	 dentro	 del	 plazo	 establecido	 en	 el
numeral	4.3.1	anterior,	 se	 requerirá	al	 administrado	denunciado	para	que
en	 un	 plazo	 máximo	 de	 siete	 (7)	 días	 hábiles	 cumpla	 con	 acreditar,
mediante	 documento	 de	 fecha	 cierta,	 la	 existencia	 de	 un	 acuerdo
conciliatorio,	 que	 incluya	 el	 desistimiento	de	 la	 denuncia,	 en	 cuyo	 caso	 se
declarará	que	no	amerita	el	inicio	de	procedimiento	sancionador.	Esta	regla
es	de	aplicación,	 incluso,	 luego	de	 la	 imputación	de	 cargos	 siempre	que	el
acuerdo	 conciliatorio	 sea	 acreditado	mediante	 documento	 de	 fecha	 cierta
anterior	al	inicio	del	procedimiento	sancionador.
4.3.10	Incorporado.	R.	108-2014-Indecopi/COD,	Art.	Único.	En	caso	no
existiera	 acuerdo	 conciliatorio	 en	 los	 términos	 establecidos	 en	 el	 párrafo
4.3.9	anterior,	en	dicho	plazo	el	proveedor	podrá	acreditar	si	ha	realizado
una	propuesta	conciliatoria,	la	misma	que	podrá	ser	evaluada	por	el	órgano
resolutivo	 para	 los	 efectos	 establecidos	 en	 el	 artículo	 112	 del	 Código	 de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
4.4.	Inicio	del	procedimiento	sumarísimo
4.4.1.	El	procedimiento	sumarísimo	se	 inicia	de	oficio	como	consecuencia
de	 una	 denuncia	 de	 denunciante	 interesado,	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	en	el	artículo	107	del	código.
Asimismo,	el	procedimiento	sumarísimo	se	inicia	como	consecuencia	de	las
infracciones	referidas	en	el	artículo	5°	del	Decreto	Legislativo	N°	807.	De	ser
posible,	la	responsabilidad	por	estas	imputaciones	deberá	determinarse	en
forma	conjunta	con	el	procedimiento	sumarísimo	en	materia	de	protección
al	 consumidor	 que	 se	 haya	 iniciado	 como	 consecuencia	 de	 los	 hechos
denunciados.
4.4.2.	En	el	procedimiento	sumarísimo	no	es	obligatoria	la	intervención	de
abogado	 y,	 en	 consecuencia,	 no	 es	 requisito	 para	 la	 presentación	 de	 la
denuncia,	 descargos,	 medios	 impugnatorios	 ni	 demás	 actos
procedimentales	que	estos	se	encuentren	autorizados	por	letrado.
4.4.3.	La	solicitud	de	medida	cautelar	podrá	plantearse	en	cualquier	etapa
del	 procedimiento.	 Si	 se	 formula	 con	 la	 presentación	 de	 la	 denuncia,	 será
merituada	 en	 la	 resolución	 de	 inicio	 del	 procedimiento	 administrativo
sancionador.
4.5.	Medios	probatorios
4.5.1.	 Se	 entiende	 por	 documentos	 todo	 escrito	 u	 objeto	 que	 sirve	 para
acreditar	 un	 hecho,	 tales	 como	 impresos,	 fotografías,	 reproducciones	 de
audio	 o	 video	 incluyendo	 los	 productos	 materia	 de	 denuncia,	 de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	los	artículos	233	y	234	del	Código	Procesal
Civil.	Se	consideran	medios	probatorios	de	esta	naturaleza	los	escritos	que
registran	 los	 resultados	 de	 informes	 periciales,	 informes	 técnicos,
testimonios	 e	 inspecciones,	 siempre	 que	 sean	 presentados	 como
documentos	al	momento	de	su	ofrecimiento	por	las	partes.
4.5.2.	 Los	medios	probatorios	que	 sustenten	 los	 argumentos	de	descargo
serán	 documentales,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 facultad	 que	 corresponde	 a	 la
autoridad	para	 requerir,	de	oficio,	 la	actuación	de	algún	medio	probatorio
de	naturaleza	distinta,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	literal	b)	del
artículo	126	del	código.
4.5.3.	En	caso	el	administrado	considere	necesaria	la	actuación	de	medios
probatorios	de	naturaleza	distinta	a	la	documental	para	el	debido	ejercicio
de	 defensa,	 deberá	 solicitarlo	 de	 manera	 fundamentada,	 al	 momento	 de
formular	sus	descargos,	a	efectos	de	que	la	autoridad	evalúe	el	ejercicio	de
la	facultad	que	le	confiere	el	literal	b)	del	artículo	126	del	código	y	ordene
su	actuación	de	ser	pertinente	y	procedente.
4.6.	Plazos	de	tramitación
4.6.1.	 Dada	 la	 naturaleza	 especial	 del	 procedimiento	 sumarísimo,	 sus
plazos	 se	 computan	 en	 días	 hábiles,	 de	 lunes	 a	 viernes,	 salvo	 los	 días
feriados	 o	 no	 laborables,	 sin	 perjuicio	 de	 lo	 dispuesto	 por	 normas	 de
aplicación	especial.
Los	 plazos	 concedidos	 a	 los	 administrados	 no	 son	 prorrogables;	 los
escritos	 presentados	 fuera	 de	 plazo	 serán	 merituados	 en	 cuanto	 a	 su
pertinencia	 por	 el	 órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de
protección	al	consumidor.
4.6.2.	 Modificado.	 R.	 108-2014-Indecopi/COD,	 Art.	 Único.	 El	 plazo
máximo	 de	 tramitación	 del	 Procedimiento	 Sumarísimo	 es	 de	 treinta	 (30)
días	hábiles	por	instancia:
a)	 En	 primera	 instancia	 el	 plazo	 se	 computará	 desde	 la	 fecha	 de
notificación	 de	 la	 resolución	 de	 imputación	 de	 cargos,	 hasta	 la	 fecha	 de
emisión	de	la	resolución	final.
b)	En	segunda	instancia	y	en	vía	de	revisión	el	plazo	se	computa	desde	la
fecha	de	recepción	de	los	actuados	por	parte	de	la	comisión	o	del	tribunal,
según	sea	el	caso,	hasta	la	fecha	de	emisión	de	la	resolución	final.
c)	Modificado.	R.	108-2014-Indecopi/COD,	Art.	Único.	El	plazo	máximo
para	 elevar	 los	 actuados	 de	 una	 instancia	 a	 otra	 es	 de	 cuatro	 (4)	 días
hábiles.
4.6.3.	 El	 plazo	 máximo	 para	 verificar	 la	 admisión	 de	 los	 recursos	 de
apelación	o	de	 revisión,	 incluyendo	 la	 oportunidad	del	 recurso,	 es	 de	 tres
(3)	días	hábiles.
4.6.4.	Para	los	administrados,	rigen	los	siguientes	plazos	máximos:
a)	 Para	 la	 presentación	 de	 descargos	 en	 primera	 instancia,	 siete	 (7)	 días
hábiles,	 no	 prorrogables,	 contados	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 la
notificación	de	la	resolución	de	imputación	de	cargos.
b)	Para	 la	absolución	del	traslado	del	recurso	en	segunda	instancia,	cinco
(5)	días	hábiles,	no	prorrogables,	 contados	a	partir	del	día	 siguiente	de	 la
notificación	de	la	apelación.
c)	 Para	 interponer	 recursos	 de	 apelación	 o	 de	 revisión,	 cinco	 (5)	 días
hábiles,	 no	 prorrogables	 sin	 excepción	 alguna,	 contados	 a	 partir	 del	 día
siguiente	de	notificada	la	resolución	a	impugnar.
4.7.	 Modificado.	 R.	 108-2014-Indecopi/COD,	 Art.	 Único.	 Suspensión
del	procedimiento
4.7.1	 La	 suspensión	 del	 procedimiento	 procede	 en	 los	 supuestos
comprendidos	 en	 el	 artículo	 65	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807.
Excepcionalmente,	 también	 podrá	 suspenderse	 el	 procedimiento	 por	 un
plazo	máximo	de	diez	(10)	días	hábiles	en	los	siguientes	casos:
a)	Cuando	el	administrado	deba	ser	notificado	por	publicación.	En	ese	caso,
la	 publicación	 deberá	 efectuarse	 dentro	 del	 plazo	 otorgado	 por	 la
administración,	 sin	 posibilidad	de	 la	 emisión	del	 nuevo	 aviso,	 al	 que	 hace
referencia	 el	 numeral	 5.3	 de	 la	 Directiva	 N°	 001-2013/TRI-Indecopi	 que
regula	 el	 Régimen	 de	 Notificación	 de	 Actos	 Administrativos	 y	 otras
comunicaciones	emitidas	en	los	procedimientos	administrativos	a	cargo	de
los	órganos	resolutivos	del	Indecopi.
b)	Cuando	el	administrado	deba	ser	notificado	por	publicación.
c)	Cuando	se	presente	un	supuesto	de	recusación	o	abstención	del	jefe	del
órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor.
En	caso	deban	actuarse	medios	probatorios	distintos	a	los	documentales	o
formularse	requerimientos	a	terceros,	conforme	a	lo	previsto	en	la	presente
directiva.
En	los	casos	que	sea	necesario	disponer	la	realización	de	informes	técnicos,
el	 plazo	de	 suspensión	 será	de	 quince	 (15)	 días	 hábiles,	 el	 cual	 podrá	 ser
prorrogado	por	un	plazo	similar	por	causas	debidamente	fundamentadas.
4.7.2	 Procede	 la	 suspensión	 del	 procedimiento	 por	 un	 plazo	máximo	 de
cinco	 (5)	 días	 hábiles,	 cuando	 la	 notificación	 deba	 realizarse	 fuera	 del
ámbito	 de	 competencia	 territorial	 de	 la	 oficina	 regional	 a	 la	 que	 se
encuentre	 adscrito	 un	Órgano	 Resolutivo	 de	 Procedimientos	 Sumarísimos
de	 Protección	 al	 Consumidor,	 y	 sea	 necesario	 notificar	 un	 acto
procedimental	de	necesario	traslado,	tal	como:
a)	Imputación	de	cargos;
b)	Descargos;
c)	Requerimientos	de	información;
d)	Requerimiento	para	acreditar	 la	existencia	de	un	acuerdo	conciliatorio
sobre	la	materia	denunciada;
e)	Puesta	en	conocimiento	de	medios	probatorios;
f)	 Actos	 administrativos	 referidos	 a	 actuaciones	 probatorias	 o	 que	 se
pronuncien	sobre	la	concesión	o	denegatoria	de	medidas	cautelares.
4.7.3	 En	 los	 casos	 que	 sea	 necesario	 disponer	 la	 realización	 de	 informes
técnicos,	 el	 plazo	 de	 suspensión	 será	 de	 quince	 (15)	 días	 hábiles,	 el	 cual
podrá	 ser	 prorrogado	 por	 un	 plazo	 similar,	 por	 causas	 debidamente
fundamentadas.
4.8.	Modificado.	R.	108-2014-Indecopi/COD,	Art.	Único.	Consentimiento
de	las	resoluciones	finales
Las	resoluciones	de	los	órganos	resolutivos	que	ponen	fin	al	procedimiento
sumarísimo	 no	 requieren	 de	 una	 declaración	 de	 consentimiento	 expreso.
Una	vez	que	la	resolución	quede	consentida,	el	Órgano	Resolutivo	remitirá
al	Área	de	Cobranza	Coactiva,	la	respectiva	solicitud	de	ejecución	en	la	cual
deje	constancia	de	tal	situación.
V.	Apelación	y	revisión
5.1.	Actos	susceptibles	de	ser	impugnados
Modificado.	 R.	 108-2014-Indecopi/COD,	 Art.	 Único.	 Además	 de	 las
resoluciones	referidas	en	el	numeral	4.3.8,	son	susceptibles	de	impugnación
las	resoluciones	que	ponen	fin	a	la	instancia,	las	que	se	pronuncian	sobre	el
dictado	de	medidas	cautelares	y	las	que	suspenden	el	procedimiento	por	las
causales	previstas	 en	 el	 artículo	65	del	Decreto	 Legislativo	N°	807,	 en	 los
siguientes	términos:
a)	La	impugnación	procede	en	los	procedimientos	sumarísimos	con	efectos
suspensivos	salvo	en	el	caso	de	la	impugnación	de	medidas	cautelares	y	la
interposición	de	un	recurso	de	revisión,	sin	perjuicio	de	la	facultad	atribuida
a	la	Sala	en	el	artículo	125	del	código.
b)	La	impugnación	de	medidas	cautelares	se	tramita	en	cuaderno	separado.
c)	 No	 procede	 la	 apelación	 del	 denunciante	 interesado,	 respecto	 de	 la
sanción	impuesta	por	el	órgano	resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos
de	protección	al	consumidor
5.2.	Recurso	de	apelación
El	recurso	de	apelación	se	resuelve	teniendo	en	consideración	los	medios
probatorios	 que	 obren	 en	 el	 expediente,	 incluyendo	 aquellos	 que	 se
ofrezcan	en	el	recurso	de	apelación	conforme	a	lo	establecido	en	la	presente
directiva.
5.3.	Recurso	de	revisión
5.3.1.	El	recurso	de	revisión	es	de	puro	derecho,	no	cabe	la	adhesión	ni	la
actuación	 de	 pruebas.	 Este	 recurso	 se	 presenta	 ante	 la	 comisión
correspondiente,	 la	 cual	 verificará	 el	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos	 de
admisibilidad,	incluyendo	la	oportunidad	del	recurso.
5.3.2.	 La	 Sala	 del	 Tribunal	 del	 Indecopi	 competente	 en	 materia	 de
protección	 al	 consumidor	 evalúa	 la	 procedencia	 del	 recurso	 de	 revisión
verificando	si	la	pretensión	del	recurrente	plantea	la	presunta	inaplicación	o
aplicación	 errónea	 de	 normas	 del	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor	o,	 la	 inobservancia	de	precedentes	de	observancia	obligatoria
y;	 en	 caso	 lo	 declare	 procedente,	 en	 el	 mismo	 acto,	 podrá	 emitir	 una
resolución	 final	 determinando	 si	 el	 recurso	 es	 fundado	 o	 no,	 debiendo
notificárselo	a	ambas	partes.
5.3.3.	 La	 sala	podrá	 convocar	 a	 audiencia	de	 informe	oral	 si	 las	partes	 lo
han	 solicitado	 o,	 de	 oficio	 de	 considerarlo	 conveniente,	 debiendo
notificarlas	 con	 esta	 finalidad.	 Asimismo,	 la	 sala	 podrá	 desestimar
motivadamente	 la	 solicitud	de	 informe	oral	en	el	mismo	acto	en	el	que	se
pronuncie	respecto	del	recurso	de	revisión.
5.3.4.	El	pronunciamiento	del	tribunal	es	irrecurrible	en	vía	administrativa.
La	 improcedencia	del	 recurso	 tampoco	puede	 cuestionarse	a	 través	de	un
reclamo	en	queja.
5.4.	Agotamiento	de	la	vía	administrativa
La	 resolución	de	 la	 correspondiente	 comisión	o,	de	 ser	el	 caso,	de	 la	 sala
competente	 en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 del	 Tribunal	 del
Indecopi	agota	la	vía	administrativa.
VI.	Facultades	de	la	autoridad,	abstención,	recusación	y	queja
6.1.	Para	efectos	de	la	tramitación	de	los	procedimientos	a	su	cargo,	el	jefe
del	 órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor	cuenta	con	las	facultades	conferidas	a	una	comisión	en	el	Título
I	del	Decreto	Legislativo	N°	807	y	las	conferidas	a	un	secretario	técnico	en	el
artículo	24	del	mismo	decreto	 legislativo,	que	 resulten	compatibles	 con	 la
naturaleza	 de	 los	 procedimientos	 sumarísimos.	 Asimismo,	 cuenta	 con	 las
facultades	siguientes:
a)	Dictar	medidas	cautelares	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	109
del	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
b)	Disponer	la	delegación	de	firma	en	funcionarios	del	órgano	resolutivo	de
procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor,	de	conformidad
con	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 65	 y	 72	 de	 la	 Ley	 N°	 27444,	 Ley	 del
Procedimiento	Administrativo	General.
c)	Citar	a	audiencia	única	para	escuchar	a	las	partes	o	a	sus	representantes,
así	como	para	actuar	algún	medio	probatorio,	cuando	lo	considere	necesario
para	 el	 esclarecimiento	 de	 los	 hechos	 objeto	 de	 la	 denuncia.	 Esta
prerrogativa	 incluye	 la	posibilidad	de	resolver	el	caso	en	este	mismo	acto,
notificando	de	ello	a	las	partes	o	a	sus	representantes,	de	manera	inmediata.
d)	 Emitir	 la	 resolución	 final,	 determinando	 según	 corresponda:	 i)	 la	 no
existencia	 de	 infracción	 y	 archivo	 correspondiente;	 ii)	 imponiendo
sanciones	 a	 los	 proveedores	 que	 infrinjan	 las	 normas	 contenidas	 en	 el
Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor;	 iii)	 ordenar	 las	medidas
correctivas	que	 resulten	aplicables;	 iv)	ordenar	el	pago	de	costas	y	 costos
del	 procedimiento;	 entre	 otros	 mandatos	 dentro	 del	 marco	 de	 sus
atribuciones.
En	caso	se	ordenen	medidas	correctivas,	 la	resolución	final	establecerá	 la
obligación	 a	 cargo	 del	 proveedor	 de	 acreditar	 el	 cumplimiento	 de	 lo
ordenado,	 bajo	 apercibimiento	 de	 imponer	 multa	 coercitiva	 por
incumplimiento	de	mandato.
e)	Conceder	y	denegar	el	recurso	de	apelación.
f)	 Comunicar	 a	 la	 Comisión	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 competente	 las
resoluciones	 que	 contengan	 medidas	 correctivas	 de	 alcance	 general,	 a
efectos	de	que	evalúe	la	pertinencia	de	verificar	de	oficio	su	cumplimiento.
g)	 Otras	 que	 se	 le	 encomienden	 o	 le	 correspondan	 para	 el	 debido
cumplimiento	de	sus	funciones.
6.2.	 La	 abstención	 y	 la	 recusación	 del	 jefe	 del	 órgano	 resolutivo	 de
procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al	 consumidor	 se	 rige	 por	 los
artículos	88	a	94	de	la	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo
General,	 y	 por	 la	 directiva	 del	 Indecopi	 que	 aprueba	 el	 procedimiento	 de
abstención	y	recusación,	teniendo	en	cuenta	que	el	procedimiento	para	ello
se	rige	por	los	numerales	1.8,	1.9,	2.2,	2.3	y	2.5,	así	como	por	el	literal	c)	del
numeral	 IV.2	 de	 dicha	 directiva.	 Para	 efectos	 de	 estos	 procedimientos,	 se
considerará	 como	 superior	 jerárquico	 inmediato	 a	 la	 Comisión	 de
Protección	 al	 Consumidor	 o	 a	 la	 comisión	 con	 facultades	desconcentradas
en	esta	materia,	que	se	encuentre	adscrita	a	la	misma	sede	de	la	institución
u	 oficina	 regional	 a	 la	 que	 corresponde	 dicho	 órgano	 resolutivo	 de
procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor	y,	luego	de	ella,	a
la	sala	competente	en	materia	de	protección	al	consumidor	del	Tribunal	del
Indecopi.
6.3.	 La	 queja	 por	 defectos	 de	 tramitación	 del	 procedimiento	 a	 cargo	 del
órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor	se	presenta	ante	la	Comisión	de	Protección	al	Consumidor	o	la
comisión	con	facultades	desconcentradas	en	esta	materia,	que	se	encuentre
adscrita	 a	 la	 misma	 sede	 de	 la	 institución	 u	 oficina	 regional	 a	 la	 que
corresponde	dicho	órgano	y	se	rige	por	el	artículo	158	de	la	Ley	N°	27444,
Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General	 y	 por	 la	 directiva	 de	 la
materia.
VII.	Vigencia
La	presente	directiva	entra	en	vigencia	desde	el	1	de	diciembre	del	2010.
	
Anexo	1
Modelo	de	carta	de	archivo	de	denuncia
Carta	N°	xxxxxxx
xxxxx,	xx	de	xxxx	de	20xx
Señor
XXXXXX
XXXXX
xxxxx.-
De	mi	consideración:
Me	dirijo	a	usted	con	relación	a	la	denuncia	que	presentó	el	xx	de	xxxxxxx	de	20xx
en	 contra	 de	 xxxxxx,	 por	 presunta	 infracción	 a	 las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor,	a	la	cual	se	asignó	el	N°	xxx-201x/PSX.
Al	 respecto,	 y	 de	 de	 la	 evaluación	 de	 la	 documentación	 presentada,	 se	 ha
determinado	que	debido	a	la	falta	de	xxxxxxxxxxxxx,	su	denuncia	no	cumple	con	los
requisitos	 establecidos	 en	 el	 Texto	 Único	 de	 Procedimientos	 Administrativos	 -
TUPA	 del	 Indecopi,	 lo	 cual	 impide	 su	 evaluación	 para	 determinar	 el	 inicio	 del
procedimiento	sancionador.
Por	 ello,	 en	 aplicación	 del	 artículo	 125.4	 y	 125.5	 de	 la	 Ley	 del	 Procedimiento
Administrativo	General1,	 se	 ha	dispuesto	 el	 archivo	de	 su	denuncia.	No	obstante,
usted	 podrá	 requerir	 el	 reembolso	 de	 la	 tasa	 abonada	 para	 su	 presentación,
mediante	solicitud	dirigida	a	la	Gerencia	de	Administración	y	Finanzas	del	Indecopi.
Sin	 perjuicio	 de	 lo	 anterior,	 se	 deja	 a	 salvo	 su	 derecho	 de	 volver	 a	 presentar	 su
denuncia,	 una	 vez	 cumplidos	 todos	 los	 requisitos	 establecidos	 por	 el	 TUPA	 del
Indecopi.
Atentamente,
xxxxxx
XXXX
Órgano	Resolutivo	de	Procedimientos	Sumarísimos	de	Protección	al	Consumidor	N°
xx
__________
1	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General
Artículo	125.-	Observaciones	a	documentación	presentada.
(...).
125.4.	Transcurrido	el	plazo	sin	que	ocurra	la	subsanación,	la	entidad	considera	como	no	presentada
la	 solicitud	 o	 formulario	 y	 la	 devuelve	 con	 sus	 recaudos	 cuando	 el	 interesado	 se	 apersone	 a
reclamarles,	reembolsándole	el	monto	de	los	derechos	de	tramitación	que	hubiese	abonado.
125.5.	Si	 la	documentación	presentada	no	se	ajusta	a	 lo	 requerido	 impidiendo	 la	 continuación	del
procedimiento,	 lo	 cual	 por	 su	 naturaleza	 no	 pudo	 ser	 advertido	 por	 la	 unidad	 de	 recepción	 al
momento	de	 su	presentación,	 así	 como	 si	 resultara	necesaria	una	 actuación	del	 administrado	para
continuar	con	el	procedimiento,	la	administración,	por	única	vez,	deberá	emplazar	inmediatamente	al
administrado,	 a	 fin	 de	 que	 realice	 la	 subsanación	 correspondiente.	 Mientras	 esté	 pendiente	 dicha
subsanación	son	aplicables	las	reglas	establecidas	en	los	numerales	125.3.1	y	125.3.2.	De	no	subsanar
oportunamente	lo	requerido	resulta	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el	artículo	191.
En	este	caso	no	resulta	aplicable	la	queja	a	que	se	refiere	el	numeral	126.2	del	artículo	126,	salvo	que
la	 administración	 emplace	 nuevamente	 al	 administrado	 a	 fin	 de	 que	 efectúe	 subsanaciones
adicionales.
	
Anexo	2
Modelo	de	resolución	de	inicio	de	procedimiento	administrativo	sancionador
Expediente	N°:	xxx-201x/PS_
Interesado:	__
Denunciado:	__
Materia:	Inicio	de	procedimiento	administrativo	sancionador
Resolución	N°:	__
____,	xx	de	xxxxxxx	de	20xx
I.	Hechos
1.	Mediante	escrito	del	__	de	__	de	201_,	subsanado	mediante	escrito	de	fecha	__	de	__
de	201_,	 el	 (la)	 señor(a)	 __	hizo	de	 conocimiento	de	 la	autoridad,	 a	 través	de	una
denuncia	en	contra	de	__,	las	siguientes	presuntas	infracciones	de	la	Ley	N°	29571,
Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor	(en	adelante	el	código):
(Solo	enumerar	los	hecho(s)	denunciado(s)	que	se	imputarán	como	infracciones).
2.	El	(La)	señor(a)	__	presentó	los	medios	probatorios	documentales	que	obran	de
foja	xxx	a	foja	xxx	del	expediente,	y	adicionalmente	ofreció/solicitó	que	se	actúen
los	siguientes	medios	probatorios	no	documentales:
(Enumerar	los	medios	probatorios	no	documentales	presentados	y/u	ofrecidos	por
el	denunciante	interesado,	cuando	corresponda).
3.	El	 (La)	señor(a)	__	solicitó	que__	(indicar	un	resumen	puntual	señalando	qué
solicitó	el	interesado	como	medida	correctiva).	Asimismo,	solicitó	que	se	ordene
el	pago	de	las	costas	y	costos	derivados	del	procedimiento.
II.	Imputación	de	cargos	derivados	de	la	denuncia
4.	 El	 órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor	 (en	 adelante,	 el	 OPS),	 es	 competente	 para	 conocer,	 en	 primera
instancia	 administrativa,	 denuncias	 por	 presuntas	 infracciones	 al	 Código	 de
Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor	 conforme	 a	 la	 competencia	 que	 le	 ha	 sido
atribuida	 por	 el	 artículo	 125	 del	 referido	 cuerpo	 legal1,	 y	 lo	 establecido	 en	 la
Resolución	N°	026-2013-Indecopi/COD,	la	misma	que	aprueba	la	división	temática
de	la	competencia	resolutiva	de	los	OPS	de	la	sede	central.
5.	En	tal	sentido,	los	hechos	denunciados	se	encuentran	bajo	la	competencia	de	este
órgano	resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	por	razón	de	cuantía/materia	y
del	 análisis	 realizado	 corresponde	 el	 inicio	 del	 presente	 procedimiento	 por	 las
presuntas	infracciones	que	a	continuación	se	detallan:
(i)
(ii)
(iii)
III.	Ampliación	de	cargos	(cuando	proceda)
6.	De	la	revisión	de	la	denuncia	y	medios	probatorios	que	obran	en	el	expediente,	se
aprecia	que	además	de	las	presuntas	infracciones	antes	referidas,	 ...........(identificar
hecho).........,	 lo	 cual	 también	 podría	 constituir	 ......(identificar	 posible
infracción)..............
7.	 En	 atención	 a	 ello,	 también	 corresponde	 imputar	 cargos	 contra	 (identificar
proveedor)	por	este	(estos)	hecho(s).
IV.	Inclusión	de	oficio	de	otros	administrados	(cuando	proceda)
8.	 La	 denuncia	 fue	 presentada	 en	 contra	 de	 .............,	 debido	 a	 que	 ................	 Sin
embargo,	 de	 la	 revisión	 del	 expediente	 y	 de	 los	 medios	 probatorios	 que	 forman
parte	 de	 los	 actuados,	 se	 observa	 que	 (identificar	 proveedor(es)	 incluido(s)	 de
oficio	 y	 describir	 conducta	 realizada	o	 su	participación	 en	 los	 hechos),	 por	 lo
que	también	podría	tener	responsabilidad	en	los	hechos	denunciados.
9.	En	atención	a	ello,	 corresponde	 imputar	cargos	en	el	presente	procedimiento	a
.............	por	las	presuntas	infracciones	que	a	continuación	se	detallan:
(i)
(ii)
(iii)
V.	Requerimiento	de	información	(cuando	proceda)
10.	 A	 efectos	 de	 contar	 con	 mayores	 elementos	 que	 sirvan	 para	 la	 resolución
definitiva	del	presente	procedimiento,	el	OPS2,	requiere	lo	siguiente:
A	___	(administrado)
(i)	___;
(ii)	___;	y,
(iii)	___
B	___	(administrado)
(i)	___;
(ii)	___;	y,
(iii)	___
11.	El	requerimiento	deberá	ser	absuelto	en	el	plazo	improrrogable	de	siete	(7)	días
hábiles,	contado	a	partir	del	día	siguiente	de	notificada	la	resolución.
VI.	Resolución
Primero:	 Iniciar	 un	procedimiento	 administrativo	 sancionador	 a	 xxxxxx	 y	 a	 xxxx
(en	caso	corresponda)	por	presunta	infracción	a	lo	establecido	en	el	(los)	artículo(s)
del	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor	 (incluir	 el	 artículo	en	nota	al
pie),	en	tanto	que	(no	habría/habría)	xxxxxxx.
El	(Los)	administrado(s)	deberán	presentar	sus	descargos	y	los	medios	probatorios
que	los	sustenten,	en	un	plazo	no	mayor	a	siete	(7)	días	hábiles	contados	desde	la
notificación.
Segundo:	 Incorporar	 al	 expediente	 la	 denuncia	 de	 fecha	 xxxx	 y	 poner	 en
conocimiento	de	xxxx	y	de	xxxx	(identificar	a	cada	uno	de	los	administrados	por	sus
nombres:	 denunciante	 interesado	 y	 denunciados)	 todo	 lo	 actuado	 en	 el	 marco	 de
dicha	denuncia	(de	fojas	xx	a	fojas	xx).
Tercero:	 Requerir	 a	 ___	 (identificar	 a	 cada	 administrado	 por	 su	 nombre)	 que
cumpla(n)	con:
(i)	Fijar	domicilio	procesal	para	el	procedimiento,	de	conformidad	con	el	 literal	1
del	artículo	442	del	Código	Procesal	Civil;
(ii)	Presentar	los	documentos	que	acrediten	su	inscripción	en	los	Registros	Públicos
y	 los	 poderes	 de	 su	 representante	 legal	 en	 el	 presente	 procedimiento;	 (cuando
proceda).
(iii)	Señalar	el	número	del	Documento	Nacional	de	Identidad;	(cuando	se	trate	de
persona	natural)
(iv)	Señalar	el	número	de	Registro	Único	de	Contribuyentes	(RUC)3.
Cuarto:	 Informar	 a	 las	 partes	 que	 el	 artículo	 110	 del	 código4	 faculta	 al	 órgano
resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	a	calificar	las	infracciones	de	la	referida
norma	 como	 leves,	 graves	o	muy	graves	 e	 imponer	 sanciones	que	van	desde	una
amonestación	 hasta	 una	 multa	 por	 un	 máximo	 de	 450	 Unidades	 Impositivas
Tributarias,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 medidas	 correctivas,	 reparadoras	 y
complementarias,	que	puedan	ordenarse	de	acuerdo	a	 lo	estipulado	en	el	artículo
114	de	la	referida	norma5.
Quinto:	 Requerir	 a	 ______(identificar	 a	 cada	 administrado	 por	 su	 nombre),	 si
ostenta	la	calidad	de	micro	o	pequeña	empresa	y	para	efectos	de	la	aplicación	del
artículo	 110	 del	 código	 en	 caso	 la	 denuncia	 sea	 declarada	 fundada,	 que
conjuntamente	con	sus	descargos	presente(n)	la	siguiente	información:
(i)	Certificado	de	inscripción	o	de	reinscripción	vigente	en	el	Registro	Nacional	de	la
Micro	y	Pequeña	Empresa	-	Remype,	de	acuerdo	con	lo	establecido	en	el	Título	VIII
del	Reglamento	de	la	Ley	Mype;	y,
(ii)	Documentación	que	acredite	el	monto	al	que	ascendieron	sus	ventas	anuales	del
ejercicio	inmediato	anterior.	Para	tal	efecto	deberá	presentar	la	declaración	jurada
anual	del	Impuesto	a	la	Renta	de	dicho	ejercicio	o,	en	su	defecto,	las	declaraciones
juradas	 mensuales	 de	 los	 pagos	 a	 cuenta	 del	 impuesto,	 según	 corresponda	 a	 su
régimen	tributario.
(Nombre)
Jefe
Órgano	Resolutivo	de	Procedimientos	Sumarísimos	de	Protección	al	Consumidor	N°
__
XXX/xxx
__________
1	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Artículo	105.-	Autoridad	competente.	El	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de	la
Protección	 de	 la	 propiedad	 Intelectual	 (Indecopi)	 es	 la	 autoridad	 con	 competencia	 primaria	 y	 de
alcance	nacional	para	conocer	las	presuntas	infracciones	a	las	disposiciones	contenidas	en	el	presente
código,	 así	 como	 para	 imponer	 las	 sanciones	 y	 medidas	 correctivas	 establecidas	 en	 el	 presente
capítulo,	conforme	al	Decreto	Legislativo	núm.	1033,	Ley	de	Organización	y	Funciones	del	Indecopi.
Dicha	competencia	solo	puede	ser	negada	cuando	ella	haya	sido	asignada	o	se	asigne	a	favor	de	otro
organismo	por	norma	expresa	con	rango	de	ley.
Artículo	 124.-	 Órganos	 resolutivos	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor.	 A	 efectos	 de	 establecer	 un	 procedimiento	 especial	 de	 protección	 al	 consumidor	 de
carácter	célere	o	ágil	para	 los	casos	en	que	ello	se	requiera	por	 la	cuantía	o	 la	materia	discutida,	el
consejo	 directivo	 del	 Indecopi	 crea	 órganos	 resolutivos	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de
protección	al	consumidor,	que	se	encuentran	adscritos	a	las	sedes	de	la	institución	a	nivel	nacional	u
oficinas	regionales	en	 las	que	exista	una	comisión	de	protección	al	consumidor	o	una	comisión	con
facultades	desconcentradas	en	esta	materia.
Artículo	 125.-	 Competencia	 de	 los	 órganos	 resolutivos	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de
protección	al	consumidor.	Cada	órgano	resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	de	protección	al
consumidor	 es	 competente	 para	 conocer,	 en	 primera	 instancia	 administrativa,	 denuncias	 cuya
cuantía,	determinada	por	el	valor	del	producto	o	servicio	materia	de	controversia,	no	supere	tres	(3)
Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT);	 así	 como	 aquellas	 denuncias	 que	 versen	 exclusivamente
sobre	 requerimientos	 de	 información,	 métodos	 abusivos	 de	 cobranza	 y	 demora	 en	 la	 entrega	 del
producto,	 con	 independencia	 de	 su	 cuantía.	 Asimismo,	 es	 competente	 para	 conocer,	 en	 primera
instancia,	 denuncias	 por	 incumplimiento	 de	 medida	 correctiva,	 incumplimiento	 de	 acuerdo
conciliatorio	 e	 incumplimiento	 y	 liquidación	 de	 costas	 y	 costos.	 No	 puede	 conocer	 denuncias	 que
involucren	 reclamos	 por	 productos	 o	 sustancias	 peligrosas,	 actos	 de	 discriminación	 o	 trato
diferenciado,	 servicios	 médicos,	 actos	 que	 afecten	 intereses	 colectivos	 o	 difusos	 y	 los	 que	 versen
sobre	 productos	 o	 servicios	 cuya	 estimación	 patrimonial	 supera	 tres	 (3)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias	(UIT)	o	son	inapreciables	en	dinero.	(...).
2	 Decreto	 Supremo	 N°	 107-2012-PCM,	 Aprueban	 modificaciones	 al	 reglamento	 de
organización	 y	 funciones	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi
Artículo	49-B.-	Atribuciones	generales	de	los	órganos	resolutivos	de	procedimientos	sumarísimos	de
protección	al	consumidor	del	Indecopi.
(...).
Para	 efectos	 de	 la	 tramitación	 de	 los	 procedimientos	 a	 su	 cargo,	 el	 jefe	 del	 órgano	 resolutivo	 de
procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor	cuenta	con	las	facultades	conferidas	a	las
comisiones	en	el	Título	I	del	Decreto	Legislativo	N°	807	y	el	artículo	36	del	presente	reglamento,	así
como	 con	 las	 potestades	 atribuidas	 al	 secretario	 técnico	 en	 el	 artículo	 24	 del	 citado	 decreto
legislativo,	siempre	que	resulten	compatibles	con	la	naturaleza	de	los	procedimientos	sumarísimos.
Decreto	Legislativo	N°	807,	Ley	sobre	facultades,	normas	y	organización	del	Indecopi	facultades	de
las	comisiones	y	oficinas	del	Indecopi.
Artículo	2°.-	Sin	que	la	presente	enumeración	tenga	carácter	taxativo	cada	comisión,	oficina	o	sala
del	Tribunal	del	Indecopi	tiene	las	siguientes	facultades:
(...).
a)	Exigir	a	las	personas	naturales	o	jurídicas	la	exhibición	de	todo	tipo	de	documentos,	incluyendo
libros	contables	y	societarios,	los	comprobantes	de	pago,	la	correspondencia	comercial	y	los	registros
magnéticos	incluyendo,	en	este	caso,	los	programas	que	fueran	necesarios	para	su	lectura;	así	como
solicitar	 información	 referida	 a	 la	 organización,	 los	 negocios,	 el	 accionariado	 y	 la	 estructura	 de
propiedad	de	las	empresas.	(...).
Artículo	 24.-	 El	 secretario	 técnico	 se	 encargará	 de	 la	 tramitación	 del	 procedimiento.	 Para	 ello,
cuenta	con	las	siguientes	facultades:
(...).
f)	 Llevar	a	 cabo	 las	 inspecciones	e	 investigaciones	necesarias	para	otorgar	mayores	elementos	de
juicio	a	 la	comisión,	así	como	las	fiscalizaciones	que,	de	ser	el	caso,	se	contemplen	en	disposiciones
legales	y	reglamentarias	que	considere	pertinentes	o	que	sean	requeridas	por	la	comisión.	(...)
3	Decreto	Legislativo	N°	943,	Ley	del	Registro	Único	de	Contribuyentes
Artículo	 4°.-	 De	 la	 exigencia	 del	 número	 de	 RUC.	 Todas	 las	 entidades	 de	 la	 administración
pública,	principalmente	las	mencionadas	en	el	apéndice	del	presente	decreto	legislativo,	y	los	sujetos
del	 sector	 privado	 detallados	 en	 el	 citado	 apéndice	 solicitarán	 el	 número	 de	 RUC	 en	 los
procedimientos,	actos	u	operaciones	que	la	Sunat	señale.	Dicho	número	deberá	ser	consignado	en	los
registros	o	bases	de	datos	de	las	mencionadas	entidades	y	sujetos,	así	como	en	los	documentos	que	se
presenten	para	iniciar	los	indicados	procedimientos,	actos	u	operaciones.
La	 veracidad	 del	 número	 informado	 se	 comprobará	 requiriendo	 la	 exhibición	 del	 documento	 que
acredite	la	inscripción	en	el	RUC	o	mediante	la	consulta	por	los	medios	que	la	Sunat	habilite	para	tal
efecto.	La	Sunat	mediante	resolución	de	Superintendencia	podrá	ampliar	la	relación	de	los	sujetos	o
entidades	mencionados	en	el	referido	apéndice.
4	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Artículo	 110.-	 Sanciones	 administrativas.	 El	 Indecopi	 puede	 sancionar	 las	 infracciones
administrativas	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 108	 con	 amonestación	 y	multas	 de	 hasta	 cuatrocientos
cincuenta	 (450)	 Unidades	 Impositivas	 Tributarias	 (UIT),	 las	 cuales	 son	 calificadas	 de	 la	 siguiente
manera:
a.	Infracciones	leves,	con	una	amonestación	o	con	una	multa	de	hasta	cincuenta	(50	UIT).
b.	Infracciones	graves,	con	una	multa	de	hasta	ciento	cincuenta	(150)	UIT.
c.	Infracciones	muy	graves,	con	una	multa	de	hasta	cuatrocientos	cincuenta	(450	UIT).
En	el	caso	de	las	microempresas,	la	multa	no	puede	superar	el	diez	por	ciento	(10%)	de	las	ventas	o
ingresos	 brutos	 percibidos	 por	 el	 infractor,	 relativos	 a	 todas	 sus	 actividades	 económicas,
correspondientes	 al	 ejercicio	 inmediato	 anterior	 al	 de	 la	 expedición	 de	 la	 resolución	 de	 primera
instancia,	 siempre	 que	 se	 haya	 acreditado	 de	 primera	 instancia,	 siempre	 que	 se	 haya	 acreditado
dichos	 ingresos,	no	 se	encuentre	en	una	 situación	de	 reincidencia	y	el	 caso	no	verse	 sobre	 la	vida,
salud	o	 integridad	de	 los	consumidores.	Para	el	 caso	de	 las	pequeñas	empresas,	 la	multa	no	puede
superar	 el	 veinte	 por	 ciento	 (20%)	 de	 las	 ventas	 o	 ingresos	 brutos	 percibidos	 por	 el	 infractor,
conforme	a	los	requisitos	señalados	anteriormente.
La	cuantía	de	las	multas	por	las	infracciones	previstas	en	el	Decreto	Legislativo	núm.	807,	Ley	sobre
facultades,	 normas	 y	 organización	 del	 Indecopi,	 se	 rige	 por	 lo	 establecido	 en	 dicha	 norma,	 salvo
disposición	distinta	del	presente	código.
Las	sanciones	administrativas	son	impuestas	sin	perjuicio	de	las	medidas	correctivas	que	ordene	el
Indecopi	y	de	la	responsabilidad	civil	o	penal	que	pueda	corresponder.
5	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Artículo	114.-	Medida	correctivas.	Sin	perjuicio	de	 la	sanción	administrativa	que	corresponda	al
proveedor	por	una	 infracción	al	presente	código,	el	 Indecopi	puede	dictar,	en	calidad	de	mandatos,
medidas	 correctivas	 reparadoras	 y	 complementarias.	 Las	medidas	 correctivas	 reparadoras	 pueden
dictarse	a	pedido	de	parte	o	de	oficio,	 siempre	y	 cuando	 sean	expresamente	 informadas	 sobre	esa
posibilidad	en	la	notificación	de	cargo	al	proveedor	por	la	autoridad	encargada	del	procedimiento.
Las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 pueden	 dictarse	 a	 pedido	 de	 parte	 o	 de	 oficio,	 siempre	 y
cuando	sean	expresamente	informadas	sobre	esa	posibilidad	en	la	notificación	de	cargo	al	proveedor
por	la	autoridad	encargada	del	procedimiento.
Las	medidas	correctivas	complementarias	pueden	dictarse	de	oficio	o	a	pedido	de	parte.
Artículo	115.-	Medidas	correctivas	reparadoras.
115.1.	 Las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 tienen	 el	 objeto	 de	 resarcir	 las	 consecuencias
patrimoniales	directas	e	inmediatas	ocasionadas	al	consumidor	por	la	infracción	administrativa	a	su
estado	anterior	y	pueden	consistir	en	ordenar	al	proveedor	infractor	lo	siguiente:
a.	Reparar	productos.
b.	Cambiar	productos	por	otros	de	idénticas	o	similares	características,	cuando	la	reparación	no	sea
posible	o	no	resulte	razonable	según	las	circunstancias.
c.	Entregar	un	producto	de	idénticas	características	o,	cuando	esto	no	resulte	posible,	de	similares
características,	en	los	supuestos	de	pérdida	o	deterioro	atribuible	al	proveedor	y	siempre	que	exista
interés	del	consumidor.
d.	 Cumplir	 con	 ejecutar	 la	 prestación	 u	 obligación	 asumida;	 y	 si	 esto	 no	 resulte	 posible	 o	 no	 sea
razonable,	otra	de	efectos	equivalentes,	incluyendo	prestaciones	dinerarias.
e.	Cumplir	con	ejecutar	otras	prestaciones	u	obligaciones	legales	o	convencionales	a	su	cargo.
f.	 Devolver	 la	 contraprestación	 pagada	 por	 el	 consumidor,	 más	 los	 intereses	 legales
correspondientes,	 cuando	 la	 reparación,	 reposición,	 o	 cumplimiento	 de	 la	 prestación	 u	 obligación,
según	sea	el	caso,	no	resulte	posible	o	no	sea	razonable	según	las	circunstancias.
g.	 En	 los	 supuestos	 de	 pagos	 indebidos	 o	 en	 exceso,	 devolver	 estos	 montos,	 más	 los	 intereses
correspondientes.
h.	 Pagar	 los	 gastos	 incurridos	 por	 el	 consumidor	 para	mitigar	 las	 consecuencias	 de	 la	 infracción
administrativa.
i.	Otras	medidas	reparadoras	análogas	de	efectos	equivalentes	a	las	anteriores.
115.2.	 Las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 no	 pueden	 ser	 solicitadas	 de	 manera	 acumulativa
conjunta,	 pudiendo	 plantearse	 de	 manera	 alternativa	 o	 subsidiaria,	 con	 excepción	 de	 la	 medida
correctiva	 señalada	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor	 en	 el	 literal	 h)	 que	 puede
solicitarse	conjuntamente	con	otra	medida	correctiva.	Cuando	los	órganos	competentes	del	Indecopi
se	 pronuncian	 respecto	 de	 una	medida	 correctiva	 reparadora,	 aplican	 el	 principio	 de	 congruencia
procesal.
115.3.	Las	medidas	correctivas	reparadoras	pueden	solicitarse	en	cualquier	momento	hasta	antes	de
la	notificación	de	cargo	al	proveedor,	sin	perjuicio	de	la	facultad	de	secretaría	técnica	de	la	comisión
de	 requerir	 al	 consumidor	 que	 precise	 la	 medida	 correctiva	 materia	 de	 solicitud.	 El	 consumidor
puede	 variar	 su	 solicitud	de	medida	 correctiva	hasta	 antes	 de	 la	 decisión	de	primera	 instancia,	 en
cuyo	caso	se	confiere	traslado	al	proveedor	para	que	formule	su	descargo.
115.4.	Corresponde	al	consumidor	que	solicita	el	dictado	de	la	medida	correctiva	reparadora	probar
las	 consecuencias	 patrimoniales	 directas	 e	 inmediatas	 causadas	 por	 la	 comisión	 de	 la	 infracción
administrativa.
115.5.	 Los	 bienes	 o	 montos	 objeto	 de	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 son	 entregados	 por	 el
proveedor	 directamente	 al	 consumidor	 que	 los	 reclama,	 salvo	 mandato	 distinto	 contenido	 en	 la
resolución.	Aquellos	bienes	o	montos	materia	de	una	medida	correctiva	 reparadora,	que	por	algún
motivo	 se	 encuentran	 en	 posesión	 del	 Indecopi	 y	 deban	 ser	 entregados	 a	 los	 consumidores
beneficiados,	son	puestos	a	disposición	de	estos.
115.6.	 El	 extremo	 de	 la	 resolución	 final	 que	 ordena	 el	 cumplimiento	 de	 una	 medida	 correctiva
reparadora	 a	 favor	 del	 consumidor	 constituye	 título	 ejecutivo	 conforme	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 688	 del	 Código	 Procesal	 Civil,	 una	 vez	 que	 quedan	 consentidas	 o	 causan	 estado	 en	 la	 vía
administrativa.	 La	 legitimidad	 para	 obrar	 en	 los	 procesos	 civiles	 de	 ejecución	 corresponde	 a	 los
consumidores	beneficiados	con	la	medida	correctiva	reparadora.
115.7.	Las	medidas	correctivas	reparadoras	como	mandatos	dirigidos	a	resarcir	 las	consecuencias
patrimoniales	directas	e	inmediatas	originadas	por	la	infracción	buscan	corregir	la	conducta	infractor
y	no	tienen	naturaleza	indemnizatoria;	son	dictadas	sin	perjuicio	de	la	indemnización	por	los	daños	y
perjuicios	que	el	consumidor	puede	solicitar	en	la	vía	judicial	o	arbitral	correspondiente.	No	obstante
se	 descuenta	 de	 la	 indemnización	 patrimonial	 aquella	 satisfacción	 patrimonial	 deducible	 que	 el
consumidor	haya	recibido	a	consecuencia	del	dictado	de	una	medida	correctiva	reparadora	en	sede
administrativa.
Artículo	116.-	Medidas	correctivas	complementarias.	Las	medidas	correctivas	complementarias
tienen	 el	 objeto	 de	 revertir	 los	 efectos	 de	 la	 conducta	 infractora	 o	 evitar	 que	 esta	 se	 produzca
nuevamente	en	el	futuro	y	pueden	ser,	entre	otras,	las	siguientes:
a.	Que	el	proveedor	 cumpla	 con	atender	 la	 solicitud	de	 información	 requerida	por	el	 consumidor,
siempre	que	dicho	requerimiento	guarde	relación	con	el	producto	adquirido	o	servicio	contratado.
b.	Declarar	inexigibles	las	cláusulas	que	han	sido	identificadas	como	abusivas	en	el	procedimiento.
c.	El	decomiso	y	destrucción	de	la	mercadería,	envases,	envolturas	o	etiquetas.
d.	En	caso	de	infracciones	muy	graves	y	de	reincidencia	o	reiterancia:
(i)	 Solicitar	 a	 la	 autoridad	 correspondiente	 la	 clausura	 temporal	 del	 establecimiento	 industrial,
comercial	y	de	de	servicios	por	un	plazo	máximo	de	seis	(6)	meses.
(ii)	Solicitar	a	la	autoridad	competente	la	inhabilitación,	temporal	o	permanente,	del	proveedor	en
función	de	los	alcances	de	la	infracción	sancionada.
e.	 Publicación	 de	 avisos	 rectificatorios	 o	 informativos	 en	 la	 forma	 que	 determine	 el	 Indecopi,
tomando	 en	 consideración	 los	 medios	 que	 resulten	 idóneos	 para	 revertir	 los	 efectos	 que	 el	 acto
objeto	de	sanción	ha	ocasionado.
f.	 Cualquier	 otra	 medida	 correctiva	 que	 tenga	 el	 objeto	 de	 revertir	 los	 efectos	 de	 la	 conducta
infractora	o	evitar	que	esta	se	produzca	nuevamente	en	el	futuro.
El	Indecopi	está	facultado	para	solicitar	a	la	autoridad	municipal	y	policial	el	apoyo	respectivo	para
la	ejecución	de	las	medidas	correctivas	complementarias	correspondientes.
	
Anexo	3
Modelo	de	resolución	que	deniega	el	inicio	de	procedimiento	administrativo
sancionador
Resolución	Final	N°	XXXX-201X/PSX
Expediente:	XXX-201X/PSX
Autoridad:	 Órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor	N°...	(OPS)
Administrado:	XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
Materia:	Improcedencia	de	inicio	de	procedimiento	administrativo	sancionador
Actividad:	XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
Lima,	XXXXXXXXXXXX	de	201x
Antecedentes
1.	Mediante	escrito	del	__	de	__	de	201_,	subsanado	mediante	escrito	de	fecha	__	de	__
de	201_,	 el	 (la)	 señor(a)	 __	hizo	de	 conocimiento	de	 la	autoridad,	 a	 través	de	una
denuncia	en	contra	de	__,	las	siguientes	presuntas	infracciones	de	la	Ley	N°	29571,
Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor	(en	adelante	el	código):
(Enumerar	los	hecho(s)	denunciado(s)).
Análisis
Ejemplo	en	caso	no	ostente	la	condición	de	consumidor	final:
2.	El	código	define	quiénes	pueden	ser	considerados	“consumidores	o	usuarios”;	es
decir,	 qué	personas	pueden	 acceder	 al	 nivel	 de	 protección	 especial	 que	brinda	 la
normativa	 sobre	 protección	 al	 consumidor1.	 En	 ese	 sentido,	 corresponde
determinar	 si	 es	 que	 el	 denunciante	 interesado	 puede	 ser	 catalogado	 como
destinatario	 final	 en	 los	 términos	 establecidos	 en	 las	 normas	 de	 protección	 y
defensa	al	consumidor.
3.	 El	 numeral	 1°	 del	 artículo	 IV	 del	 código	 señala	 que	 tienen	 la	 calidad	 de
consumidores	las	personas	naturales	o	jurídicas	que	adquieren,	usan	o	disfrutan	un
producto	o	servicio	en	beneficio	propio	o	de	su	entorno	familiar	o	social;	actuando
así	en	un	ámbito	ajeno	a	la	actividad	empresarial.	Asimismo,	se	incluye	en	la	misma
categoría	 a	 los	 microempresarios	 que	 evidencien	 una	 situación	 de	 asimetría
informativa	con	el	proveedor	respecto	de	aquellos	bienes	que	no	formen	parte	del
giro	propio	de	su	negocio.	(...).
Resuelve
Primero:	 Declarar	 improcedente	 el	 inicio	 de	 un	 procedimiento	 administrativo
sancionador	en	virtud	de	la	denuncia	presentada	por	XXX	en	contra	de	XXXX.
Segundo:	 Informar	 que	 la	 presente	 resolución	 tiene	 vigencia	 desde	 el	 día	 de	 su
notificación	 y	 no	 agota	 la	 vía	 administrativa.	 En	 tal	 sentido,	 se	 informa	 que	 de
conformidad	 con	 lo	dispuesto	en	 el	 literal	 x)	 del	 numeral	 xxxx	 del	 Texto	Único
Ordenado	de	 la	directiva	que	establece	 las	reglas	complementarias	aplicables
al	 procedimiento	 sumarísimo	 en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 de	 la
directiva	 aprobado	 mediante	 Resolución	 N°	 XXX-2013-Indecopi/COD,	 se
establece	un	plazo	de	cinco	(05)	días	hábiles	para	interponer	recurso	de	apelación
contra	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 al	 procedimiento2.	 Cabe	 señalar	 que	 dicho
recurso	 deberá	 ser	 presentado	 ante	 el	 órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos
sumarísimos	de	protección	 al	 consumidor	N°	X	 en	un	plazo	máximo	de	 cinco	 (5)
días	hábiles	contado	a	partir	del	día	siguiente	de	su	notificación,	caso	contrario,	la
resolución	quedará	consentida3.
XXXXXXXX
Jefe
Órgano	Resolutivo	de	Procedimientos	Sumarísimos	de	Protección	al	Consumidor	N°
X
_________
1	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Artículo	IV.-	Definiciones.	Para	los	efectos	del	presente	código,	se	entiende	por:
1.	Consumidores	o	usuarios
1.1	Las	personas	naturales	o	jurídicas	que	adquieren,	utilizan	o	disfrutan	como	destinatarios	finales
productos	o	servicios	materiales	e	 inmateriales,	en	beneficio	propio	o	de	su	grupo	familiar	o	social,
actuando	 así	 en	 un	 ámbito	 ajeno	 a	 una	 actividad	 empresarial	 o	 profesional.	 No	 se	 considera
consumidor	para	efectos	de	este	código	a	quien	adquiere,	utiliza	o	disfruta	de	un	producto	o	servicio
normalmente	destinado	para	los	fines	de	su	actividad	como	proveedor.
1.2.	Los	microempresarios	que	evidencien	una	situación	de	asimetría	informativa	con	el	proveedor
respecto	de	aquellos	productos	o	servicios	que	no	formen	parte	del	giro	propio	del	negocio.
1.3.	 En	 caso	 de	 duda	 sobre	 el	 destino	 final	 de	 determinado	 producto	 o	 servicio,	 se	 califica	 como
consumidor	a	quien	lo	adquiere,	usa	o	disfruta.
2	Ley	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
Primera.-	Modificación	del	artículo	38	del	Decreto	Legislativo	núm.	807
Artículo	 38.-	 El	 único	 recurso	 impugnativo	 que	 puede	 interponerse	 durante	 la	 tramitación	 del
procedimiento	 es	 el	 de	 apelación,	 que	 procede	 únicamente	 contra	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 a	 la
instancia,	 contra	 la	 resolución	 que	 impone	 multas	 y	 contra	 la	 resolución	 que	 dicta	 una	 medida
cautelar.	 El	 plazo	 para	 interponer	 dicho	 recurso	 es	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles.	 La	 apelación	 de
resoluciones	que	pone	fin	a	la	instancia	se	concede	con	efecto	suspensivo.	La	apelación	de	multas	se
concede	 con	 efecto	 suspensivo,	 pero	 es	 tramitada	 en	 cuaderno	 separado.	 La	 apelación	de	medidas
cautelares	se	concede	sin	efecto	suspensivo,	tramitándose	también	en	cuaderno	separado.
3	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General
Artículo	212.-	Acto	firme.	Una	vez	vencidos	los	plazos	para	interponer	los	recursos	administrativos
se	perderá	el	derecho	a	articularlos	quedando	firme	el	acto.
	
Anexo	4
Modelo	de	resolución	final	de	procedimiento	administrativo	sancionador
Resolución	Final	N°	XXXX-20XX/PSX
Expediente:	XXX-201X/PSX
Autoridad:	 Órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al
consumidor	N°...	(OPS)
Denunciante:	XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
Administrado:	XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
Materia:	Procedimiento	administrativo	sancionador
Medidas	correctivas
Graduación	de	la	sanción
Actividad:	XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX
Lima,	XXXXXXXXXXXX	de	20XX
I.	Antecedentes
1.	 Mediante	 Resolución	 N°	 xxxx,	 de	 fecha	 xx	 de	 xxxxx	 de	 201X	 el	 OPS	 inició	 un
procedimiento	 administrativo	 sancionador	 en	 contra	 de	 xxxxxxxxxxxxxxxxx	 por
presunta(s)	 infracción(es)	a	 lo	establecido	en	el	 (los)	artículo(s)	xx	del	Código	de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor	(en	adelante,	el	código).
2.	 El	 xx	 de	 xxxx	 de	 201X,	 xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx	 presentó	 sus	 descargos,
manifestando	lo	siguiente:
Xxxxxx
Xxxxxx
xxxxxxx
II.	Análisis
Marco	legal	aplicable
3.	(Dependerá	de	las	presuntas	normas	infringidas.)
Presunta	infracción	a	analizar
4.
Medida	correctiva
5.	 En	 el	 artículo	 114	 del	 código	 se	 establece	 que,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 sanción
administrativa	que	 corresponda	 al	 proveedor	por	una	 infracción	 a	 las	normas	de
éste,	 el	 Indecopi	 puede	 dictar,	 en	 calidad	 de	 mandatos,	 medidas	 correctivas
reparadoras	y	complementarias.
6.	 Las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 tienen	 el	 objeto	 de	 resarcir	 las
consecuencias	patrimoniales	directas	e	inmediatas	ocasionadas	al	consumidor	por
la	 infracción	 administrativa	 a	 su	 estado	 anterior1.	 Las	 medidas	 correctivas
complementarias	tienen	el	objeto	de	revertir	los	efectos	de	la	conducta	infractora	o
evitar	que	esta	se	produzca	nuevamente	en	el	futuro2.
7.	Asimismo,	en	el	artículo	117	del	código3,	se	establece	que	si	el	obligado	a	cumplir
con	 un	mandato	 del	 Indecopi	 respecto	 a	 una	medida	 correctiva	 o	 a	 una	medida
cautelar	no	lo	hace,	se	le	impondrá	una	multa	por	incumplimiento	de	mandatos.
8.	En	el	presente	caso,	se	ha	verificado	que	xxxxxxxxx,	ha	incumplido	lo	establecido
en	 el	 artículo	 xx	 del	 código,	 por	 lo	 que,	 para	 revertir	 los	 efectos	 de	 su	 conducta,
corresponde	ordenar	como	medida	correctiva	lo	siguiente:
(i)	Cumpla	con	XXXXXXXXXXXXXXXXX,	en	un	plazo	de	XX	días	hábiles,	 contados	a
partir	del	día	siguiente	de	notificada	la	presente	resolución;	y,
(ii)	Cumpla	con	YYYYYYYY,	en	un	plazo	de	XX	días	hábiles,	contados	a	partir	del	día
siguiente	de	notificada	la	presente	resolución;
El	proveedor	 tiene	 la	obligación	de	presentar	ante	el	OPS	 los	medios	probatorios
que	acrediten	el	cumplimiento	de	la(s)	medida(s)	correctiva(s)	en	el	plazo	máximo
de	cinco	(05)	días,	contado	a	partir	del	vencimiento	del	plazo	que	se	otorga	para	su
cumplimiento
9.	 Las	 medidas	 correctivas	 se	 dictan	 bajo	 apercibimiento	 de	 imponer	 una	 multa
coercitiva	no	menor	de	tres	(03)	UIT	por	incumplimiento	de	mandato,	conforme	se
señala	en	el	artículo	117	del	código.
10.	En	su	defecto,	corresponderá	la	aplicación	de	la	multa	establecida	en	el	artículo
117	del	código,	sin	necesidad	de	notificación	previa.
11.	(En	caso	corresponda	hacer	referencia	a	las	medidas	correctivas	solicitadas	por	el
denunciante	interesado	y	las	razones	por	las	cuales	no	se	ordenan).
Graduación	de	la	sanción
12.	 En	 el	 artículo	 1124	 del	 código	 se	 establece	 los	 criterios	 que	 la	 autoridad
administrativa	 podrá	 tomar	 en	 consideración	 para	 graduar	 la	 sanción	 que
corresponde	 a	 un	 proveedor	 que	 ha	 infringido	 las	 normas	 a	 dicho	 cuerpo
normativo.
Adicionalmente,	 la	 norma	 prevé	 circunstancias	 agravantes	 y	 atenuantes	 que	 se
podrán	tomar	en	consideración	para	fijar	la	sanción.
13.	En	este	caso,	corresponde	tomar	en	cuenta	los	siguientes	criterios:
(i)	Xxxxxxxxxxxxxx
(ii)	xxxxxxxxxxxxx
(iii)	xxxxxxxxxxxxxxxxx
(iv)	xxxxxxxxxxxxxxxxx
14.	 De	 acuerdo	 con	 la	 Ley	 N°	 27444,	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General5,	 la	 graduación	 de	 la	 sanción	 se	 rige	 por	 el	 principio	 de	 razonabilidad
según	el	cual	las	autoridades	deben	prever	que	el	ejercicio	de	la	conducta	infractora
no	 resulte	más	 favorable	 al	 administrado	 que	 el	 cumplimiento	 del	 ordenamiento
legal	vigente.	En	consecuencia,	 la	 sanción	a	 ser	 impuesta	debe	generar	 incentivos
para	corregir	las	acciones	contrarias	al	ordenamiento	de	protección	al	consumidor,
correspondiendo	sancionar	a	xxx	con	una	amonestación/multa	de	xxxx	UIT.
Costas	y	costos	del	procedimiento
15.	 El	 artículo	 7°	 del	 Decreto	 Legislativo	 807,	 Ley	 sobre	 facultades,	 normas	 y
organización	 del	 Indecopi6	 dispone	 que	 es	 potestad	 de	 ordenar	 el	 pago	 de	 los
costos	y	costas	en	que	hubiera	incurrido	la	denunciante	o	el	Indecopi.
16.	 En	 ese	 sentido,	 una	 vez	 que	 se	 ponga	 fin	 a	 la	 instancia	 administrativa,	 el
denunciante	 interesado	podrá	solicitar	el	reembolso	de	 los	montos	adicionales	en
que	hubiese	incurrido	para	la	tramitación	del	presente	procedimiento,	para	lo	cual
deberá	presentar	una	 solicitud	de	 liquidación	de	 costos,	 cuya	 evaluación	estará	 a
cargo	del	órgano	resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	competente.
17.	El	administrado	deberá	cumplir	en	un	plazo	no	mayor	a	cinco	(5)	días	hábiles
contado	a	partir	del	día	siguiente	de	notificada	la	presente	resolución,	con	pagar	al
denunciante	interesado	las	costas	del	procedimiento	que	a	 la	 fecha	ascienden	a	 la
suma	de	S/.	36,007.
18.	 De	 considerarlo	 pertinente,	 una	 vez	 que	 se	 ponga	 fin	 a	 la	 instancia
administrativa,	el	denunciante	interesado	podrá	solicitar	el	reembolso	de	los	costos
en	que	hubiese	 incurrido	para	 la	 tramitación	del	presente	procedimiento,	para	 lo
cual	deberá	presentar	una	solicitud	de	liquidación	de	costos.
Resolución
En	caso	de	archivo
Primero:	Archivar	el	presente	procedimiento	administrativo	sancionador	iniciado
contra	XXXX,	en	los	extremos	referidos	a	los	incumplimientos	de	lo	establecido	en	el
(los)	 artículo(s)	XXX	del	 Código	de	Protección	y	Defensa	del	 Consumidor,	 por	 los
motivos	expuesto	en	la	parte	considerativa	de	la	presente	resolución.
Segundo:	 Informar	 que	 la	 presente	 resolución	 tiene	 vigencia	 desde	 el	 día	 de	 su
notificación	 y	 no	 agota	 la	 vía	 administrativa.	 En	 tal	 sentido,	 se	 informa	 que	 de
conformidad	 con	 lo	dispuesto	en	 el	 literal	 x)	 del	 numeral	 xxxx	 del	 Texto	Único
Ordenado	de	 la	directiva	que	establece	 las	reglas	complementarias	aplicables
al	 procedimiento	 sumarísimo	 en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 de	 la
directiva	 aprobado	 mediante	 Resolución	 N°	 XXX-2013-Indecopi/COD,	 se
establece	un	plazo	de	cinco	(05)	días	hábiles	para	interponer	recurso	de	apelación
contra	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 al	 procedimiento8.	 Cabe	 señalar	 que	 dicho
recurso	 deberá	 ser	 presentado	 ante	 el	 órgano	 resolutivo	 de	 procedimientos
sumarísimos	de	protección	 al	 consumidor	N°	X	 en	un	plazo	máximo	de	 cinco	 (5)
días	hábiles	contado	a	partir	del	día	siguiente	de	su	notificación,	caso	contrario,	la
resolución	quedará	consentida9.
En	caso	de	sanción
Primero:	 Sancionar	 a	 XXXXXXXX,	 con	 xxx	 (xxxx)	 UIT10	 por	 haber	 incurrido	 en
infracción	a	 lo	establecido	en	el	 (los)	artículo(s)	xxxxx	del	Código	de	Protección	y
Defensa	 del	 Consumidor,	 al	 haberse	 acreditado	 durante	 el	 procedimiento	 que	 no
cumplió	con	su	deber	de	xxxxxxxxxxxxxxxx.
Segundo:	 Informar	 a	 XXXXX	 que	 la(s)	 multa(s)	 deberá(n)	 ser	 abonada(s)	 en	 la
Tesorería	del	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de	Protección	de	la
Propiedad	Intelectual	-	Indecopi	o	a	través	de	depósito	en	cuenta23.	La	multa	será
rebajada	en	25%	si	 el	 administrado	 consiente	 la	presente	 resolución	y	procede	a
cancelar	la	misma	en	un	plazo	no	mayor	a	cinco	(5)	días	hábiles	contado	a	partir	de
la	 notificación	 de	 la	 presente	 resolución,	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo
113	de	la	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Tercero:	Ordenar	a	xxxxxxx,	como	medida	correctiva	lo	siguiente:
(i)	 cumpla	 con	XXXXXXXXXXXXXXXXX,	 en	un	plazo	de	XX	días	hábiles,	 contados	a
partir	del	día	siguiente	de	notificada	la	presente	resolución;	y,
(ii)	cumpla	con	YYYYYYYY,	en	un	plazo	de	XX	días	hábiles,	contados	a	partir	del	día
siguiente	de	notificada	la	presente	resolución.
Para	 ello,	 XXXX	 deberá	 acreditar	 el	 cumplimiento	 de	 los	 numerales	 (i)	 y	 (ii)	 del
presente	 artículo,	 ante	 este	 órgano	 resolutivo	 en	 el	 plazo	máximo	 de	 cinco	 (05)
días,	 contado	 a	 partir	 del	 vencimiento	 de	 plazo	 otorgado	 en	 el	 (los)	 párrafo(s)
precedente(s),	bajo	apercibimiento	de	imponer	una	multa	coercitiva	de	xxx	(xx)	UIT
por	 incumplimiento	 de	 mandato,	 conforme	 a	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo	 117	 del
Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Tercero:	 Informar	 que	 la	 presente	 resolución	 tiene	 vigencia	 desde	 el	 día	 de	 su
notificación	y	no	 agota	 la	 vía	 administrativa.	 En	 tal	 sentido,	 se	 informa	que	en	el
literal	 x)	 del	 numeral	 xxxx	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 directiva	 que
establece	las	reglas	complementarias	aplicables	al	procedimiento	sumarísimo
en	 materia	 de	 protección	 al	 consumidor	 de	 la	 directiva	 aprobado	 mediante
Resolución	N°	XXX-2013-Indecopi/COD,	 se	 establece	un	plazo	de	 cinco	 (05)	días
hábiles	para	 interponer	 recurso	de	apelación	 contra	 la	 resolución	que	pone	 fin	al
procedimiento11	2.	Cabe	señalar	que	dicho	recurso	deberá	ser	presentado	ante	el
órgano	resolutivo	de	procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor	N°
X	en	un	plazo	máximo	de	cinco	(5)	días	hábiles	contado	a	partir	del	día	siguiente	de
su	notificación,	caso	contrario,	la	resolución	quedará	consentida12.
Cuarto:	 Disponer	 la	 inscripción	 de	 XXXXXXX	 en	 el	 Registro	 de	 Infracciones	 y
Sanciones	 del	 Indecopi,	 una	 vez	 que	 la	 resolución	 quede	 firme	 en	 sede
administrativa,	conforme	a	lo	establecido	en	el	artículo	11913	4	de	la	Ley	N°	29571,
Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
XXXXXXXX
Jefe
Órgano	Resolutivo	de	Procedimientos	Sumarísimos	de	Protección	al	Consumidor	N°
X
__________
1	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
Artículo	115.-	Medidas	correctivas	reparadoras.
115.1.	 Las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 tienen	 el	 objeto	 de	 resarcir	 las	 consecuencias
patrimoniales	directas	e	inmediatas	ocasionadas	al	consumidor	por	la	infracción	administrativa	a	su
estado	anterior	y	pueden	consistir	en	ordenar	al	proveedor	infractor	lo	siguiente:
a.	Reparar	productos.
b.	Cambiar	productos	por	otros	de	idénticas	o	similares	características,	cuando	la	reparación	no	sea
posible	o	no	resulte	razonable	según	las	circunstancias.
c.	Entregar	un	producto	de	idénticas	características	o,	cuando	esto	no	resulte	posible,	de	similares
características,	en	los	supuestos	de	pérdida	o	deterioro	atribuible	al	proveedor	y	siempre	que	exista
interés	del	consumidor.
d.	 Cumplir	 con	 ejecutar	 la	 prestación	 u	 obligación	 asumida;	 y	 si	 esto	 no	 resulte	 posible	 o	 no	 sea
razonable,	otra	de	efectos	equivalentes,	incluyendo	prestaciones	dinerarias.
e.	Cumplir	con	ejecutar	otras	prestaciones	u	obligaciones	legales	o	convencionales	a	su	cargo.
f.	 Devolver	 la	 contraprestación	 pagada	 por	 el	 consumidor,	 más	 los	 intereses	 legales
correspondientes,	 cuando	 la	 reparación,	 reposición,	 o	 cumplimiento	 de	 la	 prestación	 u	 obligación,
según	sea	el	caso,	no	resulte	posible	o	no	sea	razonable	según	las	circunstancias.
g.	 En	 los	 supuestos	 de	 pagos	 indebidos	 o	 en	 exceso,	 devolver	 estos	 montos,	 más	 los	 intereses
correspondientes.
h.	 Pagar	 los	 gastos	 incurridos	 por	 el	 consumidor	 para	mitigar	 las	 consecuencias	 de	 la	 infracción
administrativa.
i.	Otras	medidas	reparadoras	análogas	de	efectos	equivalentes	a	las	anteriores.
115.2.	 Las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 no	 pueden	 ser	 solicitadas	 de	 manera	 acumulativa
conjunta,	 pudiendo	 plantearse	 de	 manera	 alternativa	 o	 subsidiaria,	 con	 excepción	 de	 la	 medida
correctiva	señalada	en	el	literal	h)	que	puede	solicitarse	conjuntamente	con	otra	medida	correctiva.
Cuando	 los	 órganos	 competentes	 del	 Indecopi	 se	 pronuncian	 respecto	 de	 una	 medida	 correctiva
reparadora,	aplican	el	principio	de	congruencia	procesal.
115.3.	Las	medidas	correctivas	reparadoras	pueden	solicitarse	en	cualquier	momento	hasta	antes	de
la	notificación	de	cargo	al	proveedor,	sin	perjuicio	de	la	facultad	de	secretaría	técnica	de	la	comisión
de	 requerir	 al	 consumidor	 que	 precise	 la	 medida	 correctiva	 materia	 de	 solicitud.	 El	 consumidor
puede	 variar	 su	 solicitud	de	medida	 correctiva	hasta	 antes	 de	 la	 decisión	de	primera	 instancia,	 en
cuyo	caso	se	confiere	traslado	al	proveedor	para	que	formule	su	descargo.
115.4.	Corresponde	al	consumidor	que	solicita	el	dictado	de	la	medida	correctiva	reparadora	probar
las	 consecuencias	 patrimoniales	 directas	 e	 inmediatas	 causadas	 por	 la	 comisión	 de	 la	 infracción
administrativa.
115.5.	 Los	 bienes	 o	 montos	 objeto	 de	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 son	 entregados	 por	 el
proveedor	 directamente	 al	 consumidor	 que	 los	 reclama,	 salvo	 mandato	 distinto	 contenido	 en	 la
resolución.	Aquellos	bienes	o	montos	materia	de	una	medida	correctiva	 reparadora,	que	por	algún
motivo	 se	 encuentran	 en	 posesión	 del	 Indecopi	 y	 deban	 ser	 entregados	 a	 los	 consumidores
beneficiados,	son	puestos	a	disposición	de	estos.
115.6.	 El	 extremo	 de	 la	 resolución	 final	 que	 ordena	 el	 cumplimiento	 de	 una	 medida	 correctiva
reparadora	 a	 favor	 del	 consumidor	 constituye	 título	 ejecutivo	 conforme	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 688	 del	 Código	 Procesal	 Civil,	 una	 vez	 que	 quedan	 consentidas	 o	 causan	 estado	 en	 la	 vía
administrativa.	 La	 legitimidad	 para	 obrar	 en	 los	 procesos	 civiles	 de	 ejecución	 corresponde	 a	 los
consumidores	beneficiados	con	la	medida	correctiva	reparadora.
115.7.	Las	medidas	correctivas	reparadoras	como	mandatos	dirigidos	a	resarcir	 las	consecuencias
patrimoniales	 directas	 e	 inmediatas	 originadas	 por	 la	 infracción	 buscan	 corregir	 la	 conducta
infractora	y	no	tienen	naturaleza	indemnizatoria;	son	dictadas	sin	perjuicio	de	la	indemnización	por
los	daños	y	perjuicios	que	el	consumidor	puede	solicitar	en	la	vía	judicial	o	arbitral	correspondiente.
No	obstante	se	descuenta	de	la	indemnización	patrimonial	aquella	satisfacción	patrimonial	deducible
que	el	consumidor	haya	recibido	a	consecuencia	del	dictado	de	una	medida	correctiva	reparadora	en
sede	administrativa.
2	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
Artículo	116.-	Medidas	correctivas	complementarias.	Las	medidas	correctivas	complementarias
tienen	 el	 objeto	 de	 revertir	 los	 efectos	 de	 la	 conducta	 infractora	 o	 evitar	 que	 esta	 se	 produzca
nuevamente	en	el	futuro	y	pueden	ser,	entre	otras,	las	siguientes:
a.	Que	el	proveedor	 cumpla	 con	atender	 la	 solicitud	de	 información	 requerida	por	el	 consumidor,
siempre	que	dicho	requerimiento	guarde	relación	con	el	producto	adquirido	o	servicio	contratado.
b.	Declarar	inexigibles	las	cláusulas	que	han	sido	identificadas	como	abusivas	en	el	procedimiento.
c.	El	decomiso	y	destrucción	de	la	mercadería,	envases,	envolturas	o	etiquetas.
d.	En	caso	de	infracciones	muy	graves	y	de	reincidencia	o	reiterancia:
(i)	 Solicitar	 a	 la	 autoridad	 correspondiente	 la	 clausura	 temporal	 del	 establecimiento	 industrial,
comercial	o	de	servicios	por	un	plazo	máximo	de	seis	(6)	meses.
(ii)	Solicitar	a	la	autoridad	competente	la	inhabilitación,	temporal	o	permanente,	del	proveedor	en
función	de	los	alcances	de	la	infracción	sancionada.
e.	 Publicación	 de	 avisos	 rectificatorios	 o	 informativos	 en	 la	 forma	 que	 determine	 el	 Indecopi,
tomando	 en	 consideración	 los	 medios	 que	 resulten	 idóneos	 para	 revertir	 los	 efectos	 que	 el	 acto
objeto	de	sanción	ha	ocasionado.
f.	 Cualquier	 otra	 medida	 correctiva	 que	 tenga	 el	 objeto	 de	 revertir	 los	 efectos	 de	 la	 conducta
infractora	o	evitar	que	esta	se	produzca	nuevamente	en	el	futuro.
El	Indecopi	está	facultado	para	solicitar	a	la	autoridad	municipal	y	policial	el	apoyo	respectivo	para
la	ejecución	de	las	medidas	correctivas	complementarias	correspondientes.
3	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
Artículo	117.-	Multas	coercitivas	por	incumplimiento	de	mandatos.	Si	el	obligado	a	cumplir	con
un	mandato	del	Indecopi	respecto	a	una	medida	correctiva	o	a	una	medida	cautelar	no	lo	hace,	se	le
impone	una	multa	no	menor	de	tres	(3)	Unidades	Impositivas	Tributarias	(UIT).	En	caso	de	persistir
el	incumplimiento	de	cualquiera	de	los	mandatos	a	que	se	refiere	el	primer	párrafo,	el	Indecopi	puede
imponer	una	nueva	multa,	duplicando	sucesivamente	el	monto	de	la	última	multa	impuesta	hasta	el
límite	de	doscientas	 (200)	Unidades	 Impositivas	Tributarias	 (UIT).	La	multa	que	corresponda	debe
ser	pagada	dentro	del	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles,	vencido	el	cual	se	ordena	su	cobranza	coactiva.
4	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
Artículo	112	-	Criterios	de	graduación	de	las	sanciones	administrativas.	Al	graduar	la	sanción,
el	Indecopi	puede	tener	en	consideración	los	siguientes	criterios:
1.	El	beneficio	ilícito	esperado	u	obtenido	por	la	realización	de	la	infracción.
2.	La	probabilidad	de	detección	de	la	infracción.
3.	El	daño	resultante	de	la	infracción.
4.	Los	efectos	que	la	conducta	infractora	pueda	haber	generado	en	el	mercado.
5.	La	naturaleza	del	perjuicio	causado	o	grado	de	afectación	a	la	vida,	salud,	integridad	o	patrimonio
de	los	consumidores.
6.	Otros	criterios	que,	dependiendo	del	caso	particular,	se	considere	adecuado	adoptar.
Se	consideran	circunstancias	agravantes	especiales,	las	siguientes:
1.	La	reincidencia	o	incumplimiento	reiterado,	según	sea	el	caso.
2.	La	conducta	del	infractor	a	lo	largo	del	procedimiento	que	contravenga	el	principio	de	conducta
procedimental.
3.	 Cuando	 la	 conducta	 infractora	haya	puesto	 en	 riesgo	u	ocasionado	daño	a	 la	 salud,	 la	 vida	o	 la
seguridad	del	consumidor.
4.	 Cuando	 el	 proveedor,	 teniendo	 conocimiento	 de	 la	 conducta	 infractora,	 deja	 de	 adoptar	 las
medidas	necesarias	para	evitar	o	mitigar	sus	consecuencias.
5.	Cuando	la	conducta	infractora	haya	afectado	el	interés	colectivo	o	difuso	de	los	consumidores.
6.	Otras	circunstancias	de	características	o	efectos	equivalentes	a	 las	anteriormente	mencionadas,
dependiendo	de	cada	caso	particular.
Se	consideran	circunstancias	atenuantes	especiales,	las	siguientes:
1.	La	subsanación	voluntaria	por	parte	del	proveedor	del	acto	u	omisión	imputado	como	presunta
infracción	administrativa,	con	anterioridad	a	la	notificación	de	la	imputación	de	cargos.
2.	 La	 presentación	 por	 el	 proveedor	 de	 una	 propuesta	 conciliatoria	 que	 coincida	 con	 la	 medida
correctiva	ordenada	por	el	Indecopi.
3.	 Cuando	 el	 proveedor	 acredite	 haber	 concluido	 con	 la	 conducta	 ilegal	 tan	 pronto	 tuvo
conocimiento	de	la	misma	y	haber	iniciado	las	acciones	necesarias	para	remediar	los	efectos	adversos
de	la	misma.
4.	Cuando	el	proveedor	acredite	que	cuenta	con	un	programa	efectivo	para	el	 cumplimiento	de	 la
regulación	contenida	en	el	presente	código,	para	lo	cual	se	toma	en	cuenta	lo	siguiente:
a.	 El	 involucramiento	 y	 respaldo	 de	 parte	 de	 los	 principales	 directivos	 de	 la	 empresa	 a	 dicho
programa.
b.	 Que	 el	 programa	 cuenta	 con	 una	 política	 y	 procedimientos	 destinados	 al	 cumplimiento	 de	 las
estipulaciones	contenidas	en	el	código.
c.	 Que	 existen	 mecanismos	 internos	 para	 el	 entrenamiento	 y	 educación	 de	 su	 personal	 en	 el
cumplimiento	del	código.
d.	 Que	 el	 programa	 cuenta	 con	 mecanismos	 para	 su	 monitoreo,	 auditoría	 y	 para	 el	 reporte	 de
eventuales	incumplimientos.
e.	 Que	 cuenta	 con	 mecanismos	 para	 disciplinar	 internamente	 los	 eventuales	 incumplimientos	 al
código.
f.	Que	los	eventuales	incumplimientos	son	aislados	y	no	obedecen	a	una	conducta	reiterada.
5.	Otras	 circunstancias	 de	 características	 o	 efectos	 equivalentes	 a	 las	 anteriormente	mencionadas
dependiendo	de	cada	caso	particular.
5	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General
Artículo	230.-	Principios	de	la	potestad	sancionadora	administrativa.	La	potestad	sancionadora
de	todas	las	entidades	está	regida	adicionalmente	por	los	siguientes	principios	especiales:
(...).
3.	 Razonabilidad.-	 Las	 autoridades	 deben	 prever	 que	 la	 comisión	 de	 la	 conducta	 sancionable	 no
resulte	más	ventajosa	para	el	 infractor	que	cumplir	 las	normas	 infringidas	o	asumir	 la	 sanción;	así
como	 que	 la	 determinación	 de	 la	 sanción	 considere	 criterios	 como	 la	 existencia	 o	 no	 de
intencionalidad,	el	perjuicio	causado,	las	circunstancias	de	la	comisión	de	la	infracción	y	la	repetición
en	la	comisión	de	infracción.	(...).
6	Decreto	Legislativo	N°	807,	Ley	sobre	facultades,	normas	y	organización	del	Indecopi
Artículo	7°.-	En	cualquier	procedimiento	contencioso	seguido	ante	el	Indecopi,	la	comisión	u	oficina
competente,	además	de	imponer	la	sanción	que	corresponda,	podrá	ordenar	que	el	infractor	asuma	el
pago	de	las	costas	y	costos	del	proceso	en	que	haya	incurrido	el	denunciante	o	el	Indecopi.	En	caso	de
incumplimiento	de	la	orden	de	pago	de	costas	y	costos	del	proceso,	cualquier	comisión	u	oficina	del
Indecopi	podrá	aplicar	las	multas	previstas	en	el	inciso	b)	del	artículo	38	del	Decreto	Legislativo	N°
716.
7	Tasa	correspondiente	al	derecho	de	presentación	de	la	denuncia.
8	Ley	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
Primera.-	Modificación	del	artículo	38	del	Decreto	Legislativo	Núm.	807
Artículo	 38.-	 El	 único	 recurso	 impugnativo	 que	 puede	 interponerse	 durante	 la	 tramitación	 del
procedimiento	 es	 el	 de	 apelación,	 que	 procede	 únicamente	 contra	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 a	 la
instancia,	 contra	 la	 resolución	 que	 impone	 multas	 y	 contra	 la	 resolución	 que	 dicta	 una	 medida
cautelar.	 El	 plazo	 para	 interponer	 dicho	 recurso	 es	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles.	 La	 apelación	 de
resoluciones	que	pone	fin	a	la	instancia	se	concede	con	efecto	suspensivo.	La	apelación	de	multas	se
concede	 con	 efecto	 suspensivo,	 pero	 es	 tramitada	 en	 cuaderno	 separado.	 La	 apelación	de	medidas
cautelares	se	concede	sin	efecto	suspensivo,	tramitándose	también	en	cuaderno	separado.
9	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General
Artículo	212.-	Acto	firme.	Una	vez	vencidos	los	plazos	para	interponer	los	recursos	administrativos
se	perderá	el	derecho	a	articularlos	quedando	firme	el	acto.
10	 Dicha	 cantidad	 deberá	 ser	 abonada	 en	 la	 Tesorería	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	y	de	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi	-	sito	en	Calle	La	Prosa	104,	San
Borja.
23	 El	 pago	 de	 multas	 a	 través	 de	 entidades	 bancarias	 se	 efectuará	 únicamente	 a	 través	 de	 las
siguientes	cuentas	corrientes:
Cuenta	Corriente	N°	193-1852417-0-81	(Banco	de	Crédito	del	Perú)
Cuenta	Corriente	N°	193-1852416-0-71	(Banco	de	Crédito	del	Perú)
Una	vez	realizado	el	pago,	sírvase	solicitar	el	comprobante	de	ingreso	que	acredite	la	cancelación	de
la	multa,	para	fines	de	actualización	de	la	deuda.
11	Ley	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
Primera.-	Modificación	del	artículo	38	del	Decreto	Legislativo	núm.	807
Artículo	 38.-	 El	 único	 recurso	 impugnativo	 que	 puede	 interponerse	 durante	 la	 tramitación	 del
procedimiento	 es	 el	 de	 apelación,	 que	 procede	 únicamente	 contra	 la	 resolución	 que	 pone	 fin	 a	 la
instancia,	 contra	 la	 resolución	 que	 impone	 multas	 y	 contra	 la	 resolución	 que	 dicta	 una	 medida
cautelar.	 El	 plazo	 para	 interponer	 dicho	 recurso	 es	 de	 cinco	 (5)	 días	 hábiles.	 La	 apelación	 de
resoluciones	que	pone	fin	a	la	instancia	se	concede	con	efecto	suspensivo.	La	apelación	de	multas	se
concede	 con	 efecto	 suspensivo,	 pero	 es	 tramitada	 en	 cuaderno	 separado.	 La	 apelación	de	medidas
cautelares	se	concede	sin	efecto	suspensivo,	tramitándose	también	en	cuaderno	separado.
12	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General
Artículo	212.-	Acto	firme.	Una	vez	vencidos	los	plazos	para	interponer	los	recursos	administrativos
se	perderá	el	derecho	a	articularlos	quedando	firme	el	acto.
13	Ley	N°	29751,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor
Artículo	119.-	Registro	de	infracciones	y	sanciones.	El	Indecopi	lleva	un	registro	de	infracciones
y	sanciones	a	las	disposiciones	del	presente	código	con	la	finalidad	de	contribuir	a	la	transparencia	de
las	transacciones	entre	proveedores	y	consumidores	y	orientar	a	estos	en	la	toma	de	sus	decisiones
de	 consumo.	 Los	 proveedores	 que	 sean	 sancionados	 mediante	 resolución	 firme	 en	 sede
administrativa	quedan	automáticamente	registrados	por	el	lapso	de	cuatro	(4)	años	contados	a	partir
de	la	fecha	de	dicha	resolución.
La	información	del	registro	es	de	acceso	público	y	gratuito.
Ley	29571.
ART.	 127.—Designación	 del	 jefe	 de	 los	 órganos	 resolutivos	 de
procedimientos	 sumarísimos	 de	 protección	 al	 consumidor.	 El	 Órgano
Resolutivo	de	Procedimientos	Sumarísimos	de	Protección	al	Consumidor	se
encuentra	a	cargo	de	un	jefe,	que	cuenta	con	autonomía	técnica	y	funcional,
que	 es	 designado	por	 el	 Consejo	Directivo	del	 Indecopi	 y	 que	 resuelve	 en
primera	instancia	administrativa	los	procedimientos	sumarísimos	iniciados
a	 pedido	 de	 parte,	 de	 conformidad	 con	 la	 presente	 disposición.	 Para	 su
designación	y	remoción	son	de	aplicación	las	normas	del	Decreto	Legislativo
Núm.	1033,	que	regulan	la	designación	y	vacancia	de	los	comisionados.
Las	 demás	 disposiciones	 procedimentales	 que	 resulten	 necesarias	 son
aprobadas	 por	 el	 Consejo	 Directivo	 del	 Indecopi,	 quedando	 su	 presidente
facultado	 para	 adoptar	 las	 acciones	 administrativas	 y	 de	 personal	 que	 se
requieran	 para	 la	 implementación	 y	 funcionamiento	 de	 los	 órganos
resolutivos	de	procedimientos	sumarísimos	de	protección	al	consumidor,	a
nivel	nacional.
TÍTULO	VI
DEFENSA	COLECTIVA	DE	LOS	CONSUMIDORES
Ley	29571.
ART.	 128.—Defensa	 colectiva	 de	 los	 consumidores.	 El	 ejercicio	 de	 las
acciones	en	defensa	de	los	derechos	del	consumidor	puede	ser	efectuado	a
título	 individual	 o	 en	 beneficio	 del	 interés	 colectivo	 o	 difuso	 de	 los
consumidores.	Para	estos	efectos	se	entiende	por:
a.	Interés	colectivo	de	los	consumidores.-	Son	acciones	que	se	promueven
en	defensa	de	derechos	comunes	a	un	conjunto	determinado	o	determinable
de	consumidores	que	se	encuentren	ligados	con	un	proveedor	y	que	pueden
ser	agrupados	dentro	de	un	mismo	grupo	o	clase.
b.	Interés	difuso	de	los	consumidores.-	Son	acciones	que	se	promueven	en
defensa	de	un	conjunto	indeterminado	de	consumidores	afectados.
Ley	29571.
ART.	 129.—Procedimientos	 administrativos	 en	 defensa	 colectiva	 de
los	 consumidores.	 Las	 asociaciones	 de	 consumidores	 debidamente
reconocidas	por	el	Indecopi	están	legitimadas	para	formular	denuncias	ante
la	 Comisión	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 y	 ante	 los	 demás	 órganos
funcionales	competentes	del	Indecopi,	en	defensa	de	intereses	colectivos	o
difusos	de	los	consumidores	o	de	los	potencialmente	afectados.
El	 órgano	 funcional	 competente	 del	 Indecopi	 califica	 la	 denuncia	 y	 otros
elementos	 y	 decide	 el	 inicio	 del	 procedimiento	 administrativo	 en	 defensa
colectiva	de	los	consumidores.	De	igual	manera,	por	propia	iniciativa,	puede
iniciar	 este	 tipo	 de	 procedimiento	 o	 continuar	 de	 oficio	 cualquier	 otro
cuando	 considera	 que	 puede	 estar	 afectándose	 el	 interés	 colectivo	 de	 los
consumidores.
Las	asociaciones	de	consumidores	debidamente	reconocidas	están	también
legitimadas	 para	 formular	 denuncias	 en	 defensa	 de	 intereses	 difusos	 o
colectivos	ante	los	organismos	reguladores	de	los	servicios	públicos.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Cuando	 se	 lesionan	 intereses	 difusos	 de	 los
consumidores,	 la	 sanción	 será	 ejemplar	 para	 el	 infractor	 y	 la	medida
correctiva	 se	 extenderá	 a	 todos	 los	 perjudicados.	 “El	 artículo	 129	 del
código	reconocen	 la	 legitimidad	de	 las	asociaciones	de	consumidores	para
interponer	denuncias	en	defensa	de	los	intereses	difusos	de	estos	últimos,	al
margen	de	la	facultad	otorgada	para	proteger	intereses	particulares,	para	lo
cual	 es	 necesaria	 la	 presentación	 de	 los	 poderes	 de	 representación
otorgados	por	las	personas	a	nombre	de	las	cuales	se	interpondrá	la	acción.
Por	 ello,	 antes	 de	 analizar	 los	 hechos	 denunciados	 por	 la	 asociación,
corresponde	determinar	ante	qué	clase	de	intereses	nos	encontramos	en	el
presente	caso.
(...)	 15.	 Actualmente,	 es	 cada	 vez	 más	 frecuente	 que	 las	 relaciones	 de
consumo	 se	 establezcan	 en	 forma	 masiva,	 situación	 que	 trae	 aparejada
como	 consecuencia	 que	 cuando	 un	 proveedor	 lleve	 a	 cabo	 una	 conducta
contraria	a	las	normas	de	protección	al	consumidor,	ésta	no	solo	vulnere	a
un	 consumidor	 en	 particular,	 sino	 que	 por	 el	 contrario,	 se	 vea	 afectado
simultáneamente	un	gran	número	de	consumidores.
16.	 Los	 intereses	 difusos,	 a	 diferencia	 de	 los	 colectivos,	 pertenecen	 a	 un
grupo	de	personas	que	no	 tienen	vinculación	alguna	entre	 sí	 –más	allá	de
haber	 consumido	el	 producto	o	 servicio	materia	de	 investigación–,	 siendo
por	 ello	 indeterminado	 o	 de	 difícil	 determinación	 el	 número	 de	 personas
afectadas.	 El	 ejemplo	 por	 excelencia	 de	 un	 interés	 difuso	 es	 la
contaminación	ambiental.	En	materia	de	protección	al	 consumidor,	podría
plantearse	un	caso	de	esta	naturaleza	en	productos	 farmacéuticos,	cuando
se	 ha	 comercializado	 un	 medicamento	 que	 contenía	 por	 error	 un
componente	distinto	a	los	consignados	en	el	rótulo	del	mismo.
17.	Los	efectos	de	una	sentencia	o	 resolución	administrativa	en	 la	que	se
discutan	 intereses	 difusos	 y	 colectivos	 sería	 de	 aplicación	 para	 todos	 los
posibles	afectados.	Ello	quiere	decir,	siguiendo	el	ejemplo	de	los	productos
farmacéuticos,	que	si	 se	declarara	 fundada	 la	denuncia,	 la	 sanción	debería
ser	ejemplar	para	el	 infractor	y	 la	medida	correctiva	debería	extenderse	a
todos	 aquellos	 que	 se	 vieron	 dañados	 con	 la	 ingesta	 de	 dichos
medicamentos.
18.	 Por	 el	 contrario,	 si	 la	 pretensión	 se	 declara	 infundada	 cualquier	 otra
denuncia	 que	 verse	 sobre	 los	 mismos	 hechos	 en	 el	 mismo	 período	 de
tiempo	 debería	 ser	 declarada	 improcedente	 en	 forma	 liminar	 por	 la
autoridad	 administrativa,	 debido	 a	 que	 los	 hechos	 denunciados	 fueron
materia	 de	 un	 pronunciamiento	 anterior	 que	 liberó	 de	 responsabilidad	 al
denunciado.	Afirmar	lo	contrario,	implicaría	una	trasgresión	al	principio	de
non	bis	 in	ídem	(...).”	(Indecopi,	R.	1885-2012/SC2-Indecopi,	 jun.	20/2012.
Pres.	Carrillo	Gómez)
Ley	29571.
ART.	130.—Procesos	judiciales	para	la	defensa	de	intereses	difusos	de
los	consumidores.	El	Indecopi,	previo	acuerdo	de	su	Consejo	Directivo,	se
encuentra	 legitimado	 para	 promover	 de	 oficio	 procesos	 judiciales
relacionados	 a	 los	 temas	 de	 su	 competencia	 en	 defensa	 de	 los	 intereses
difusos	 de	 los	 consumidores,	 conforme	 al	 artículo	 82	 del	 Código	 Procesal
Civil.	 Las	 asociaciones	 de	 consumidores	 debidamente	 reconocidas	 pueden
promover	 tales	 procesos,	 sujetándose	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 82	 del
Código	Procesal	Civil.
Ley	29571.
ART.	131.—Procesos	judiciales	para	la	defensa	de	intereses	colectivos
de	los	consumidores.
131.1.	El	 Indecopi,	previo	acuerdo	de	su	Consejo	Directivo,	está	 facultado
para	 promover	 procesos	 en	 defensa	 de	 intereses	 colectivos	 de	 los
consumidores,	 los	 cuales	 se	 tramitan	 en	 la	 vía	 sumarísima,	 siendo	 de
aplicación,	 en	 cuanto	 fuera	pertinente,	 lo	 establecido	 en	 el	 artículo	82	del
Código	Procesal	Civil.	Asimismo,	el	Indecopi,	previo	acuerdo	de	su	Consejo
Directivo,	 puede	 delegar	 la	 facultad	 señalada	 en	 el	 presente	 párrafo	 a	 las
asociaciones	 de	 consumidores	 debidamente	 reconocidas,	 siempre	 que
cuenten	con	la	adecuada	representatividad	y	reconocida	trayectoria.
131.2.	 En	 estos	 procesos	 se	 pueden	 acumular	 las	 pretensiones	 de
indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios,	 reparación	 o	 sustitución	 de
productos,	 reembolso	de	cantidades	 indebidamente	pagadas	y,	en	general,
cualquier	otra	pretensión	necesaria	para	proteger	el	interés	y	los	derechos
de	los	consumidores	afectados,	que	guarde	conexidad	con	aquellas.
131.3.	El	juez	confiere	traslado	de	la	demanda	el	mismo	día	que	se	efectúan
las	publicaciones	a	 las	que	 se	hace	 referencia	 en	el	 artículo	82	del	Código
Procesal	 Civil.	 El	 Indecopi	 representa	 a	 todos	 los	 consumidores	 afectados
por	 los	 hechos	 en	 que	 se	 funda	 el	 petitorio	 si	 aquellos	 no	 manifiestan
expresamente	y	por	escrito	su	voluntad	de	no	hacer	valer	su	derecho	o	de
hacerlo	 por	 separado,	 dentro	 del	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días	 de	 realizadas
dichas	publicaciones.
131.4.	 Una	 vez	 consentida	 o	 ejecutoriada	 la	 sentencia	 que	 ordena	 el
cumplimiento	de	la	obligación	demandada,	esta	es	cobrada	por	el	Indecopi,
el	 cual	 luego	 prorratea	 su	 monto	 o	 vela	 por	 su	 ejecución	 entre	 los
consumidores	 que	 se	 apersonen	 ante	 dicho	 organismo,	 acreditando	 ser
titulares	del	derecho	discutido	en	el	proceso.
131.5.	 Transcurrido	 un	 (1)	 año	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 el	 Indecopi	 cobra
efectivamente	la	indemnización,	el	saldo	no	reclamado	se	destina	a	un	fondo
especial	 para	 el	 financiamiento	 y	 la	 difusión	 de	 los	 derechos	 de	 los
consumidores,	de	 información	relevante	para	 los	mismos	y	del	 sistema	de
patrocinio	de	intereses	de	los	consumidores.
131.6.	Mediante	decreto	supremo	se	establece	 los	alcances	y	mecanismos
para	 llevar	 a	 cabo	 el	 adecuado	 uso	 del	 fondo	 mencionado	 en	 el	 párrafo
131.5	y	para	la	promoción	del	patrocinio	de	intereses	de	los	consumidores.
Asimismo,	se	regula	los	procedimientos	de	distribución	del	monto	obtenido
o	de	ejecución	de	las	obligaciones	en	favor	de	los	consumidores	afectados.
131.7.	Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	los	párrafos	anteriores,	el	Indecopi
puede	 representar	 los	 intereses	 individuales	 de	 los	 consumidores	 ante
cualquier	 autoridad	 pública	 o	 cualquier	 otra	 persona	 o	 entidad	 privada,
bastando	para	 ello	 la	 existencia	de	una	 simple	 carta	poder	 suscrita	por	 el
consumidor	 afectado.	 Tal	 poder	 faculta	 al	 Indecopi	 a	 exigir	 y	 ejecutar
cualquier	derecho	del	consumidor	en	cuestión.
131.8.	 Las	 asociaciones	 de	 consumidores	 facultadas	 por	 el	 Indecopi	 que
promueven	estos	procesos	los	efectúan	mediante	el	mismo	procedimiento,
en	lo	que	les	fuera	aplicable	y	conforme	al	decreto	supremo	que	reglamenta
los	 procesos	 judiciales	 por	 intereses	 colectivos	 de	 los	 consumidores	 y	 el
fondo	a	que	se	refiere	el	párrafo	131.5.
D.	S.	030-2011-PCM.
ART.	 1°.—Aprobación	 del	 reglamento.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 de
procesos	 judiciales	 para	 la	 defensa	 de	 intereses	 colectivos	 de	 los
consumidores	y	del	fondo	especial	a	que	hace	referencia	el	artículo	131	de
la	 Ley	N°	 29571,	 Código	 de	 Protección	 y	Defensa	 del	 Consumidor,	 el	 cual
forma	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
REGLAMENTO	DE	PROCESOS	JUDICIALES	PARA	LA	DEFENSA	DE
INTERESES	COLECTIVOS	DE	LOS	CONSUMIDORES
Regl.	de	Procesos	Judiciales	para	la	Defensa	de	Intereses	Colectivos	de	los	Consumidores.
ART.	1°.—Objeto.	El	 presente	 reglamento	 tiene	 por	 objeto	 establecer	 las
reglas	aplicables	a:
-	 La	 participación	 de	 las	 asociaciones	 de	 consumidores	 en	 los	 procesos
judiciales	para	la	defensa	de	los	intereses	colectivos	de	los	consumidores.
-	La	adecuada	distribución	entre	los	consumidores	de	los	montos	obtenidos
por	indemnización	por	el	Indecopi	o	por	una	asociación	de	consumidores	en
el	marco	de	procesos	judiciales	para	la	defensa	de	intereses	colectivos	de	los
consumidores.
-	La	adecuada	ejecución	de	las	obligaciones	no	dinerarias	obtenidas	en	los
procesos	 judiciales	 para	 la	 defensa	 de	 los	 intereses	 colectivos	 de	 los
consumidores.
-	El	adecuado	uso	del	 fondo	especial	para	el	 financiamiento	y	difusión	de
los	derechos	de	 los	consumidores	y	del	sistema	de	patrocinio	de	 intereses
de	los	consumidores.
Regl.	de	Procesos	Judiciales	para	la	Defensa	de	Intereses	Colectivos	de	los	Consumidores.
ART.	 2°.-	 Participación	 de	 las	 asociaciones	 de	 consumidores	 en	 los
procesos	 judiciales	 para	 la	 defensa	de	 los	 intereses	 colectivos	 de	 los
consumidores.
2.1.	 Las	 asociaciones	 de	 consumidores	 podrán	 promover	 procesos
judiciales	 en	defensa	de	 intereses	 colectivos	de	 los	 consumidores	 siempre
que	 el	 Indecopi,	 previo	 acuerdo	 de	 su	 consejo	 directivo,	 les	 delegue	 tal
facultad.
2.2.	La	delegación	que	efectúe	el	Indecopi	se	realizará	de	oficio	o	a	solicitud
de	 cualquier	 asociación	 en	 cada	 caso	 en	 particular,	 y	 debe	 sustentarse	 en
una	evaluación	que	tenga	en	cuenta	los	siguientes	aspectos:
a.	La	representatividad	y	trayectoria	de	la	asociación	de	consumidores;	y,
b.	 El	 precedente	 administrativo	 del	 caso	 materia	 de	 delegación	 a	 fin	 de
verificar	si	la	solicitante	es	la	asociación	de	consumidores	cuya	denuncia	en
sede	administrativa	resulta	ser	materia	del	proceso	judicial.
2.3.	La	trascripción	del	acta	de	la	parte	pertinente	de	la	sesión	del	Consejo
Directivo	 del	 Indecopi	 en	 el	 que	 se	 acordó	 la	 delegación	 será	 puesta	 en
conocimiento	 de	 la	 respectiva	 asociación	 de	 consumidores.	 Dicho
documento	 servirá	 para	 acreditar	 la	 legitimidad	 para	 obrar	 de	 dicha
asociación	ante	el	órgano	jurisdiccional	correspondiente.
2.4.	 La	 demanda	 que	 presente	 la	 asociación	 de	 consumidores	 deberá
además	cumplir	con	los	requisitos	previstos	en	los	artículos	424	y	425	del
Código	Procesal	Civil,	a	efectos	de	su	admisión.
Regl.	de	Procesos	Judiciales	para	la	Defensa	de	Intereses	Colectivos	de	los	Consumidores.
ART.	3°.—Cobro	y	distribución	de	los	montos	obtenidos	en	el	proceso
judicial	 para	 la	 defensa	 de	 los	 intereses	 colectivos	 de	 los
consumidores.
3.1.	La	distribución	del	monto	obtenido	en	virtud	del	proceso	judicial	para
la	 defensa	 de	 los	 intereses	 colectivos	 de	 los	 consumidores	 se	 realiza	 a
prorrata	entre	todos	los	consumidores	representados	por	el	Indecopi	o	por
la	asociación	de	consumidores.
No	se	considerarán	a	los	consumidores	que	hayan	expresado	por	escrito	su
voluntad	 de	 no	 hacer	 valer	 su	 derecho	 o	 de	 hacerlo	 por	 separado,	 de
conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 parte	 final	 del	 numeral	 131.3	 del
artículo	 131	 de	 la	 Ley	 N°	 29571,	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor.
3.2.	Dentro	de	un	plazo	de	cinco	(5)	días	hábiles	contados	desde	la	fecha	en
que	efectúe	el	cobro	total	o	parcial	del	monto	dispuesto	en	la	sentencia,	el
Indecopi	convocará,	mediante	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano	y
en	su	portal	web,	a	todos	los	consumidores	titulares	del	derecho	reconocido
en	la	sentencia.
3.3.	Para	el	pago	a	los	consumidores	se	seguirán	las	siguientes	reglas:
a.	En	caso	el	proceso	 judicial	se	haya	 iniciado	en	defensa	de	 los	derechos
comunes	 de	 un	 conjunto	 determinado	 de	 consumidores,	 éstos	 se
apersonarán	 ante	 el	 Indecopi	 a	 efectos	 del	 pago	 que	 pudiera
corresponderles.
b.	En	caso	el	proceso	 judicial	se	haya	 iniciado	en	defensa	de	 los	derechos
comunes	 de	 un	 conjunto	 determinable	 de	 consumidores,	 la	 convocatoria
tendrá	por	objeto	que	aquellos	consumidores	se	registren	dentro	del	plazo
señalado	en	la	convocatoria,	en	el	padrón	que	se	implementará	para	tal	fin,
a	 efectos	 de	 establecer	 y	 hacer	 efectivo	 el	 derecho	 que	 pudiera
corresponderles.
c.	En	caso	el	Indecopi	realice	cobros	parciales,	hará	efectivo	el	pago	en	cada
oportunidad,	a	los	consumidores	determinados	inicialmente.
d.	Para	proceder	con	el	pago,	Indecopi	citará	a	los	consumidores	y	aquél	se
realizará	 según	 los	 mecanismos	 previstos	 por	 las	 normas	 contables	 y
financieras	que	lo	rigen.
3.4.	 En	 caso	 sea	 una	 asociación	de	 consumidores	 la	 que	 deba	 efectuar	 el
cobro	de	 los	montos	cuyo	pago	se	ha	dispuesto	por	mandato	 judicial,	ésta
deberá	cumplir	con	las	siguientes	obligaciones:
a.	 Efectuar	 las	 acciones	 procesales	 que	 resulten	 necesarias	 para	 que	 el
obligado	cumpla	con	realizar	el	pago	ordenado	por	mandato	judicial.
b.	 Entregar	 al	 Indecopi	 toda	 la	 documentación	 que	 permita	 identificar	 e
individualizar	a	los	consumidores	en	cuya	representación	se	ha	promovido
la	respectiva	acción	judicial.
c.	 Efectuar	 la	 entrega	 del	 monto	 total	 percibido	 o	 de	 cada	 uno	 de	 los
montos	parciales	percibidos	al	 Indecopi,	 en	un	plazo	no	mayor	de	dos	 (2)
días	hábiles	contados	desde	su	percepción.
Una	 vez	 entregado	 al	 Indecopi	 el	 monto	 cobrado	 por	 la	 asociación	 de
consumidores,	 el	 Indecopi	 procederá	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 los
numerales	 3.2.	 y	 3.3	 del	 presente	 artículo,	 entendiéndose	 que	 el	 plazo	 de
cinco	(5)	días	previsto	en	él,	se	computará	desde	la	fecha	de	percepción	del
monto	por	parte	del	Indecopi.
3.5.	En	caso	de	incumplimiento	de	pago	de	los	montos	dispuestos	mediante
sentencia	consentida	o	ejecutoriada	en	 los	procesos	para	 la	defensa	de	 los
intereses	 colectivos	 de	 consumidores,	 el	 Indecopi	 o	 la	 asociación	 de
consumidores	 que	 promovió	 el	 proceso,	 realizará	 las	 acciones	 procesales
que	 correspondan	 para	 asegurar	 la	 ejecución	 de	 las	mismas,	 conforme	 al
mandato	contenido	en	la	sentencia	judicial	respectiva.
Para	 tal	 efecto,	 el	 Indecopi	 o	 la	 asociación	 de	 consumidores	 respectiva
podrá	iniciar	el	proceso	único	de	ejecución	previsto	en	el	Título	Quinto	de	la
Sección	Quinta	del	Código	Procesal	Civil.
Regl.	de	Procesos	Judiciales	para	la	Defensa	de	Intereses	Colectivos	de	los	Consumidores.
ART.	4°.—Ejecución	de	obligaciones	no	dinerarias	establecidas	a	favor
de	 los	 consumidores	afectados	en	el	proceso	 judicial	para	 la	defensa
de	intereses	colectivos.
4.1.	En	el	caso	de	las	obligaciones	no	dinerarias	judicialmente	establecidas
a	 favor	de	 los	 consumidores	 afectados	 en	 los	 procesos	para	 la	 defensa	de
intereses	 colectivos,	 mediante	 sentencia	 consentida	 o	 ejecutoriada,	 el
Indecopi	o	la	asociación	de	consumidores	que	promovió	el	proceso	realizará
las	acciones	procesales	que	correspondan	para	asegurar	la	correcta	y	célere
ejecución	 de	 las	 mismas.	 Para	 tal	 efecto,	 el	 Indecopi	 o	 la	 asociación	 de
consumidores	 respectiva	 podrá	 iniciar	 el	 proceso	 único	 de	 ejecución
previsto	en	el	Título	Quinto	de	la	Sección	Quinta	del	Código	Procesal	Civil.
4.2.	Indecopi	coordinará	con	los	consumidores	representados	en	el	proceso
judicial,	 las	 acciones	 que	 fueran	 necesarias	 para	 disponer	 de	 las
obligaciones	no	dinerarias	dispuestas	judicialmente.
4.3.	En	caso	el	proceso	judicial	se	haya	iniciado	en	defensa	de	los	derechos
comunes	 de	 un	 conjunto	 determinable	 de	 consumidores	 se	 seguirá	 el
procedimiento	establecido	en	el	literal	b)	del	numeral	3.3.	del	artículo	3°	del
presente	reglamento.
Regl.	de	Procesos	Judiciales	para	la	Defensa	de	Intereses	Colectivos	de	los	Consumidores.
ART.	5°.—Administración	del	fondo	especial.
5.1.	El	saldo	no	reclamado	de	las	indemnizaciones	a	que	hace	referencia	el
numeral	131.5	del	artículo	131	del	código	pasará	a	formar	parte	del	fondo
especial	 para	 el	 financiamiento	 y	 la	 difusión	 de	 los	 derechos	 de	 los
consumidores,	de	 información	relevante	para	 los	mismos	y	del	 sistema	de
patrocinio	 de	 intereses	 de	 los	 consumidores,	 sea	 que	 éste	 provenga	 de
procesos	 judiciales	 promovidos	 por	 el	 Indecopi	 o	 por	 asociaciones	 de
consumidores.
5.2.	 Los	 recursos	 de	 dicho	 fondo	 deberán	 destinarse	 prioritariamente	 al
resguardo,	 protección	 y	 defensa	 de	 los	 derechos	 de	 los	 consumidores	 de
menores	recursos	o	que,	por	condiciones	especiales	como	las	previstas	en	el
numeral	 4	 del	 artículo	 VI	 del	 Título	 Preliminar	 del	 código,	 resulten	 más
propensos	 a	 ser	 víctimas	 de	 prácticas	 contrarias	 a	 sus	 derechos.	 Deberá
además	procurarse	que	el	uso	de	tales	recursos	se	efectúe	a	nivel	nacional,
con	especial	incidencia	en	la	atención	de	las	poblaciones	menos	favorecidas
económicamente,	 resguardando	 principalmente	 sus	 derechos	 a	 la	 salud	 y
seguridad.
5.3.	El	fondo	especial	constituye	una	actividad	del	pliego	Indecopi,	y	su	uso
se	 sujeta	 a	 las	 disposiciones	 de	 la	 administración	 financiera	 del	 sector
público	y	a	las	contenidas	en	la	normatividad	vigente	aplicable.	Los	recursos
del	fondo	constituyen	recursos	públicos.
5.4.	 Anualmente	 el	 Consejo	 Directivo	 del	 Indecopi	 aprobará	 un	 plan	 de
gestión	 de	 los	 recursos	 del	 fondo	 especial,	 el	 cual	 deberá	 ceñirse	 a	 los
criterios	 establecidos	 en	 el	 numeral	 5.2	 del	 presente	 artículo	 y	 además
prever	 el	 fortalecimiento	 del	 sistema	 de	 patrocinio	 de	 intereses	 de	 los
consumidores.
Regl.	de	Procesos	Judiciales	para	la	Defensa	de	Intereses	Colectivos	de	los	Consumidores.
Primera	 Disposición	 Complementaria.—Difusión	 de	 los	 procesos
judiciales	seguidos	por	parte	del	Indecopi.	El	Indecopi	difundirá	a	través
de	 su	 portal	web	 la	 relación	de	 procesos	 judiciales	 iniciados,	 indicando	 si
éstos	 se	 encuentran	 en	 trámite	 o	 concluidos,	 incluyendo	 en	 cada	 caso	 la
síntesis	de	la	demanda.	De	ser	el	caso,	también	deberá	incluir	en	su	portal
web	 el	 resultado	 del	 proceso	 y,	 en	 caso	 de	 un	 conjunto	 determinado	 de
consumidores,	la	relación	de	éstos.
Regl.	de	Procesos	Judiciales	para	la	Defensa	de	Intereses	Colectivos	de	los	Consumidores.
Segunda	Disposición	Complementaria.—Representación	judicial.	El
patrocinio	de	los	intereses	difusos	y	colectivos	de	los	consumidores	que
realice	el	Estado	a	través	del	Indecopi	se	llevará	a	cabo	a	través	de	un
procurador	público	especializado	designado	conforme	a	las	disposiciones
que	rigen	el	Sistema	de	Defensa	Jurídica	del	Estado.
TÍTULO	VII
SISTEMA	NACIONAL	INTEGRADO	DE	PROTECCIÓN
DEL	CONSUMIDOR
CAPÍTULO	I
SISTEMA	NACIONAL	INTEGRADO	DE	PROTECCIÓN	DEL
CONSUMIDOR
Ley	29571.
ART.	132.—Creación	del	Sistema	Nacional	Integrado	de	Protección	del
Consumidor.	 Créase	 el	 Sistema	 Nacional	 Integrado	 de	 Protección	 del
Consumidor	 como	 el	 conjunto	 de	 principios,	 normas,	 procedimientos,
técnicas	e	instrumentos	destinados	a	armonizar	las	políticas	públicas	con	el
fin	 de	 optimizar	 las	 actuaciones	 de	 la	 administración	 del	 Estado	 para
garantizar	 el	 cumplimiento	 de	 las	 normas	 de	 protección	 y	 defensa	 del
consumidor	en	todo	el	país,	en	el	marco	de	las	atribuciones	y	autonomía	de
cada	uno	de	sus	integrantes.
Ley	29571.
ART.	133.—Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor.	El	Consejo
Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 constituye	 un	 órgano	 de
coordinación	en	el	 ámbito	de	 la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros	y	es
presidido	 por	 el	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 (Indecopi)	 en	 su	 calidad	 de
Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 y	 de	 ente	 rector	 del
sistema.	Está	integrado	además	por:
a.	Un	(1)	representante	del	Ministerio	de	la	Producción.
b.	Un	(1)	representante	del	Ministerio	de	Salud.
c.	Un	(1)	representante	del	Ministerio	de	Transportes	y	Comunicaciones.
d.	Un	(1)	representante	del	Ministerio	de	Educación.
e.	 Un	 (1)	 representante	 del	 Ministerio	 de	 Vivienda,	 Construcción	 y
Saneamiento.
f.	Un	(1)	representante	del	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas.
g.	 Un	 (1)	 representante	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca,	 Seguros	 y
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
h.	Un	(1)	representante	de	los	gobiernos	regionales.
i.	Un	(1)	representante	de	los	gobiernos	locales.
j.	 Un	 (1)	 representante	 de	 los	 organismos	 reguladores	 de	 los	 servicios
públicos.
k.	Tres	(3)	representantes	de	las	asociaciones	de	consumidores.
l.	Un	(1)	representante	de	los	gremios	empresariales.
m.	 Un	 (1)	 representante	 de	 la	 Defensoría	 del	 Pueblo,	 que	 actúa	 como
observador.
Para	 la	 aplicación	 de	 lo	 señalado	 en	 el	 presente	 artículo,	 se	 dictan	 las
medidas	reglamentarias	por	las	cuales	se	establecen	los	mecanismos	para	la
propuesta	y	designación	de	los	representantes	de	las	entidades	y	gremios.
La	participación	en	el	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor	es
ad	honórem,	no	genera	pago	alguno,	ni	de	dieta,	honorario	o	remuneración
por	parte	del	Estado	a	favor	de	sus	integrantes.
D.	S.	031-2011-PCM.
ART.	 1°.—Aprobación	 del	 reglamento.	 Apruébese	 el	 reglamento	 que
establece	 los	 mecanismos	 para	 la	 propuesta	 y	 designación	 de	 los
representantes	de	las	entidades	y	gremios	que	integran	el	Consejo	Nacional
de	Protección	del	Consumidor,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	133
de	 la	 Ley	N°	 29571,	 Código	 de	Protección	 y	Defensa	 del	 Consumidor,	 que
forma	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
REGLAMENTO	DE	MECANISMOS	PARA	INTEGRAR	EL	CONSEJO	NACIONAL
DE	PROTECCIÓN	AL	CONSUMIDOR
Regl.	de	Mecanismos	para	Integrar	el	Consejo	Nacional	de	Protección	al	Consumidor.
ART.	 1°.—Objeto.	 El	 objeto	 del	 presente	 reglamento	 es	 establecer	 los
mecanismos	para	 la	 propuesta	 y	 designación	de	 los	 representantes	 de	 las
entidades	 y	 gremios	 que	 integran	 el	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 133	 de	 la	 Ley	 N°
29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
Regl.	de	Mecanismos	para	Integrar	el	Consejo	Nacional	de	Protección	al	Consumidor.
ART.	 2°.—Requisito	 para	 ser	 integrante	 del	 Consejo	 Nacional	 de
Protección	del	Consumidor.	Para	 ser	 integrante	del	Consejo	Nacional	de
Protección	 del	 Consumidor	 se	 requiere	 tener	 el	 pleno	 ejercicio	 de	 los
derechos	civiles.
Regl.	de	Mecanismos	para	Integrar	el	Consejo	Nacional	de	Protección	al	Consumidor.
ART.	3°.—Propuesta	y	designación	de	los	integrantes
3.1.	 Los	 integrantes	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor
son	 designados	 mediante	 resolución	 ministerial	 de	 la	 Presidencia	 del
Consejo	de	Ministros	a	propuesta	de	las	entidades	y	gremios	que	conforman
dicho	consejo	nacional.
3.2.	 El	 representante	 del	 Indecopi	 preside	 el	 Consejo	 Nacional	 de
Protección	 del	 Consumidor,	 y	 es	 propuesto	 por	 su	 consejo	 directivo
mediante	comunicación	dirigida	a	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros.
3.3.	Los	representantes	de	 las	demás	entidades	y	gremios	que	integran	el
Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor,	 con	 excepción	 del	 de	 la
Defensoría	del	Pueblo,	son	propuestos	por	éstos	a	la	Presidencia	del	Consejo
de	Ministros	 para	 la	 verificación	 del	 cumplimiento	 de	 lo	 dispuesto	 por	 el
artículo	 2°	 del	 presente	 reglamento	 y	 la	 expedición	 de	 la	 resolución
ministerial	correspondiente.
3.4.	 El	 representante	 de	 la	 Defensoría	 del	 Pueblo	 es	 designado	 por
resolución	de	su	titular.
3.5.	 A	 solicitud	 de	 la	 entidad	 o	 gremio	 que	 propuso	 la	 designación,	 la
Presidencia	del	Consejo	de	Ministros	podrá	dar	por	concluida	la	misma.
Regl.	de	Mecanismos	para	Integrar	el	Consejo	Nacional	de	Protección	al	Consumidor.
ART.	 4°.—Mecanismos	 especiales	 para	 la	 propuesta	 de
representantes.
4.1.	 El	 representante	 de	 los	 gobiernos	 regionales	 y	 el	 de	 los	 gobiernos
locales	 es	propuesto	por	 la	Asamblea	Nacional	 de	Gobiernos	Regionales	 y
por	 la	Asociación	de	Municipalidades	del	Perú,	respectivamente,	siguiendo
los	mecanismos	previstos	en	sus	respectivas	normas	internas.
4.2.	 El	 representante	 de	 los	 organismos	 reguladores	 de	 los	 servicios
públicos	 es	 propuesto	 por	 acuerdo	 de	 los	 titulares	 de	 dichos	 organismos,
adoptado	con	el	voto	de	la	mayoría	de	los	titulares.
4.3.	El	mecanismo	para	la	propuesta	de	representantes	de	las	asociaciones
de	consumidores	es	el	siguiente:
4.3.1.	 Dichos	 representantes	 son	 propuestos	 por	 aquellas	 asociaciones
inscritas	en	el	registro	especial	a	cargo	del	Indecopi.
4.3.2.	Para	tal	efecto,	Indecopi	convoca	de	oficio	o	a	pedido	de	alguna	de	las
asociaciones	 mencionadas	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 una	 reunión	 de	 los
representantes	legales	de	tales	asociaciones	en	la	que	deberán	arribar	a	un
acuerdo	adoptado	con	el	voto	de	la	mayoría	de	los	representantes	asistentes
a	 la	 reunión.	 Un	 representante	 del	 Indecopi	 actúa	 como	 facilitador	 en	 la
reunión.
4.3.3.	 El	 acuerdo	 deberá	 reflejarse	 en	 un	 acta	 suscrita	 al	 menos	 por	 el
representante	del	Indecopi	y	por	aquellos	cuyo	voto	formó	la	decisión.
4.4.	 El	 representante	 de	 los	 gremios	 empresariales	 es	 propuesto	 por
acuerdo	de	sus	representantes	legales	siguiendo	el	mecanismo	previsto	en
el	numeral	anterior.
Regl.	de	Mecanismos	para	Integrar	el	Consejo	Nacional	de	Protección	al	Consumidor.
ART.	5°.—Implementación	y	 funcionamiento	del	Consejo	Nacional	de
Protección	 del	 Consumidor.	 Corresponde	 al	 Consejo	 Directivo	 del
Indecopi	 dictar	 las	 demás	 directivas	 que	 resulten	 necesarias	 para	 la
implementación	 y	 funcionamiento	 del	 Consejo	Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor.
Regl.	de	Mecanismos	para	Integrar	el	Consejo	Nacional	de	Protección	al	Consumidor.
Primera	Disposición	 Transitoria.—Plazo	 para	 la	 instalación.	 El	 Consejo
Nacional	de	Protección	del	Consumidor	deberá	 instalarse	en	un	plazo	que
no	 debe	 exceder	 los	 treinta	 (30)	 días	 contados	 a	 partir	 de	 la	 entrada	 en
vigencia	 de	 la	 presente	 norma.	 Para	 tal	 efecto,	 las	 entidades	 y	 gremios
representados	deberán	elevar	sus	propuestas	antes	de	dicho	plazo	según	los
mecanismos	previstos	en	los	artículos	3°	y	4°	del	presente	reglamento.
Para	 el	 caso	 de	 la	 propuesta	 y	 designación	 de	 los	 representantes	 de	 las
asociaciones	de	consumidores	y	gremios	empresariales,	la	convocatoria	a	la
que	 hace	 referencia	 el	 numeral	 4.4.2	 del	 presente	 reglamento	 la	 hará
Indecopi	de	oficio.
Regl.	de	Mecanismos	para	Integrar	el	Consejo	Nacional	de	Protección	al	Consumidor.
Segunda	Disposición	Transitoria.—Instalación.	La	sesión	de	instalación
del	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor	se	llevará	a	cabo	con	los
representantes	que	hayan	sido	designados	en	el	plazo	señalado	en	la
disposición	anterior,	sin	perjuicio	que	los	demás	representantes	se	integren
progresivamente	según	ocurra	su	designación.	Los	acuerdos	adoptados
antes	de	tales	designaciones	no	pueden	ser	desconocidos.
Ley	29571.
ART.	 134.—Funciones	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor.	 Son	 funciones	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor	 ejecutadas	 en	 coordinación	 con	 la	 Autoridad	 Nacional	 de
Protección	del	Consumidor	las	siguientes:
a.	 Proponer	 y	 armonizar	 la	 política	 nacional	 de	 protección	 y	 defensa	 del
consumidor,	así	como	el	Plan	Nacional	de	Protección	de	los	Consumidores,
que	deben	ser	aprobados	por	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros.
b.	 Formular	 recomendaciones	 sobre	 la	 priorización	 de	 acciones	 en
determinados	sectores	de	consumo	y	sobre	la	generación	de	normas	sobre
protección	de	los	consumidores.
c.	 Emitir	 opinión	 sobre	 programas	 y	 proyectos	 en	materia	 de	 protección
del	consumidor	que	se	sometan	a	su	consideración.
d.	 Promover	 la	 creación	 del	 sistema	 de	 información	 y	 orientación	 a	 los
consumidores,	con	alcance	nacional,	en	coordinación	con	los	demás	sectores
público	y	privado.
e.	 Promover	 la	 creación	 del	 sistema	 de	 información	 sobre	 legislación,
jurisprudencia	 y	 demás	 acciones	 y	 decisiones	 relevantes	 en	 materia	 de
relaciones	de	consumo.
f.	 Promover	 el	 sistema	 de	 alerta	 y	 actuación	 oportuna	 frente	 a	 los
productos	y	servicios	peligrosos	que	se	detecten	en	el	mercado.
g.	 Evaluar	 la	 eficacia	 de	 los	 mecanismos	 de	 prevención	 y	 solución	 de
conflictos	en	las	relaciones	de	consumo,	con	la	progresiva	participación	de
los	 gobiernos	 locales	 y	 regionales	 que	 hayan	 sido	 acreditados	 por	 la
Autoridad	Nacional	de	Protección	del	Consumidor	para	tal	función.
h.	 Canalizar	 la	 comunicación	 entre	 el	 sector	 público	 y	 privado	 a	 fin	 de
promover	una	cultura	de	protección	de	los	derechos	de	los	consumidores	y
lograr	una	visión	conjunta	sobre	las	acciones	necesarias	para	ello.
i.	Promover	y	apoyar	 la	participación	ciudadana,	a	 través	de	asociaciones
de	 consumidores,	 quienes	 pueden	 gestionar	 ante	 los	 demás	 órganos	 del
Estado	 y	 entes	 de	 cooperación	 el	 financiamiento	 para	 sus	 actividades	 y
funcionamiento.
DIRECTIVA	PARA	EL	FUNCIONAMIENTO	DEL	CONSEJO	NACIONAL	DE
PROTECCIÓN	DEL	CONSUMIDOR
R.	135-2013-Indecopi/COD.
Artículo	 Único.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 004-2013/DIR-COD-Indecopi
denominada	 “Directiva	 de	 Funcionamiento	 del	 Consejo	 Nacional	 de
Protección	 del	 Consumidor”,	 la	 misma	 que	 forma	 parte	 integrante	 de	 la
presente	resolución.
(...)
Directiva	N°	004-2013/DIR-COD-Indecopi
Directiva	de	funcionamiento	del	Consejo	Nacional	de	Protección	del
Consumidor
Lima,	10	de	junio	del	2013
I.	Objetivo
Establecer	 las	 normas	 y	 procedimientos	 internos	 que	 deberán	 ser
observados	por	el	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor,	respecto
de	 la	 convocatoria,	 celebración	 de	 sesiones,	 quórum	 de	 instalación	 y
adopción	de	acuerdos,	en	el	marco	de	las	funciones	asignadas	en	el	Código
de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor,	aprobado	por	Ley	N°	29571.
II.	Alcances
El	presente	reglamento	será	de	aplicación	para	 los	miembros	del	Consejo
Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 (titulares	 y	 alternos),	 designados
por	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros	a	propuesta	de	las	entidades	y
gremios	que	conforman	el	referido	consejo,	así	como	para	el	personal	que
presta	apoyo	en	el	desarrollo	de	las	acciones	del	citado	colegiado.
III.	Base	legal
1.	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
2.	 Decreto	 Supremo	 N°	 031-2011-PCM,	 Reglamento	 que	 establece	 los
mecanismos	para	 la	 propuesta	 y	 designación	de	 los	 representantes	 de	 las
entidades	y	gremios	al	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor.
3.	 Decreto	 Supremo	 N°	 107-2012-PCM,	 Aprueban	 modificaciones	 al
Reglamento	de	Organización	y	Funciones	del	Instituto	Nacional	de	Defensa
de	la	Competencia	y	de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual.
Capítulo	I
Disposiciones	generales
Artículo	 1°.-	 El	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 es	 el
órgano	de	coordinación	presidido	por	el	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la
Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 -	 Indecopi,
integrado	por	los	representantes	designados	por	la	Presidencia	del	Consejo
de	 Ministros	 a	 propuesta	 de	 las	 entidades	 y	 gremios	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	133	del	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor,	aprobado
por	Ley	N°	29571.
Artículo	2°.-	Para	efectos	del	presente	reglamento	se	entenderá	por:
a.	 Presidente:	 representante	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la
Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 -	 Indecopi,
propuesto	por	la	 institución	y	designado	por	la	Presidencia	del	Consejo	de
Ministros.
b.	 Miembro	 titular:	 persona	 natural	 designada	 por	 la	 Presidencia	 del
Consejo	 de	 Ministros,	 en	 representación	 de	 cada	 una	 de	 las	 entidades	 y
gremios	 que	 forman	 parte	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor	y	que	goza	de	derecho	a	voz	y	voto	en	las	sesiones	ordinarias	y
extraordinarias	que	se	celebren.
c.	 Miembro	 alterno:	 persona	 natural	 designada	 por	 la	 Presidencia	 del
Consejo	 de	 Ministros	 en	 representación	 de	 cada	 una	 de	 las	 entidades	 y
gremios	 que	 forman	 parte	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 al
Consumidor,	 encargado	 de	 participar	 en	 las	 sesiones	 ordinarias	 y
extraordinarias	 en	 caso	 de	 inasistencia	 del	 miembro	 titular.	 El	 miembro
alterno	goza	de	derecho	a	voz	y	voto	únicamente	en	ausencia	del	miembro
titular.	La	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros	designa	por	cada	miembro
titular,	 un	 miembro	 alterno,	 de	 acuerdo	 a	 la	 propuesta	 realizada	 por	 la
entidad	respectiva.
d.	 Observador:	 representante	 de	 la	 Defensoría	 del	 Pueblo,	 designado	 de
acuerdo	 a	 lo	 señalado	 en	 el	 Decreto	 Supremo	 N°	 031-2011-PCM,	 que
participará	 en	 las	 sesiones	 ordinarias	 y	 extraordinarias,	 así	 como	 en	 las
reuniones	 de	 trabajo	 adicionales	 que	 sean	 convocadas.	 El	 observador
cuenta	con	derecho	a	voz,	pero	no	a	voto.
Artículo	3°.-	Para	 los	efectos	de	 las	 labores	y	acciones	que	 lleve	a	cabo	el
Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor,	 se	 entenderá	 como
domicilio	legal	aquel	que	corresponde	al	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la
Competencia	y	de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi.
Capítulo	II
De	los	integrantes	del	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor
Artículo	 4°.-	 Los	 integrantes	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor	deberán	encontrarse	en	pleno	ejercicio	de	sus	derechos	civiles
y	 no	 recibirán	 pago	 alguno	 por	 concepto	 de	 dieta,	 remuneración	 u
honorarios	por	su	participación	en	las	sesiones	ordinarias,	extraordinarias	o
reuniones	de	trabajo	adicionales	que	sean	convocadas.
Artículo	 5°.	 Corresponde	 a	 los	 integrantes	 del	 Consejo	 Nacional	 de
Protección	del	Consumidor:
a.	 Asistir	 puntualmente	 a	 las	 sesiones	 ordinarias	 y	 extraordinarias	 que
convoque	 la	 Presidencia	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor.
b.	 Participar	 en	 las	 deliberaciones	 de	 los	 puntos	 puestos	 a	 su
consideración,	dejando	constancia	de	su	posición	al	respecto.
c.	 La	 asistencia	 del	 miembro	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor	 (titular	 o	 alterno)	 se	 registrará	 y	 se	 tomará	 en	 cuenta	 para
efectos	del	quórum	desde	 la	 fecha	en	que	este	haya	sido	designado	por	 la
Presidencia	del	Consejo	de	Ministros.
d.	Justificar,	de	ser	el	caso,	de	forma	previa	a	la	celebración	de	la	sesiones,
su	 inasistencia	a	 la	misma.	En	caso	de	que	se	verifiquen	 tres	 inasistencias
injustificadas	 durante	 un	 año,	 la	 Presidencia	 del	 Consejo	 Nacional	 de
Protección	 del	 Consumidor	 pondrá	 dicha	 situación	 en	 conocimiento	 de	 la
entidad	a	la	que	representa	y	de	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros,	a
fin	de	que	evalúe	la	pertinencia	de	efectuar	un	cambio	en	la	designación.
e.	 Presentar	 por	 escrito	 y	 con	 una	 anticipación	 de	 diez	 (10)	 días	 hábiles
anteriores	 a	 la	 celebración	 de	 la	 sesión	 ordinaria,	 su	 propuesta	 sobre	 los
puntos	 y	 temas	 a	 ser	 incluidos	 en	 la	 agenda	 correspondiente	 y	 discutidos
por	los	miembros	del	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor.
Artículo	 6°.-	 En	 caso	 que	 las	 entidades	 o	 gremios	 representados	 en	 el
Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor	consideraran	necesario	que
se	 realice	 un	 cambio	 de	 miembros	 titulares	 o	 alternos,	 corresponderá	 a
estos	proponerlos	ante	la	Presidencia	del	Consejo	de	Ministros	a	fin	de	que
realice	 la	 correspondiente	 designación	 de	 acuerdo	 a	 lo	 señalado	 en	 los
artículos	 3°	 y	 4°	 del	 Reglamento	 que	 establece	 los	 mecanismos	 para	 la
propuesta	y	designación	de	los	representantes	de	las	entidades	y	gremios	al
Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor,	 aprobado	 por	 Decreto
Supremo	N°	031-2011-PCM.	Asimismo,	la	variación	de	miembros	deberá	ser
comunicada	 a	 la	 Presidencia	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor.
Capítulo	III
Régimen	de	sesiones
Artículo	7°.-	El	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor	sesionará
como	 mínimo	 una	 vez	 al	 mes,	 en	 sesiones	 ordinarias,	 siendo	 posible	 la
convocatoria	a	sesiones	extraordinarias,	de	acuerdo	a	los	requerimientos	de
los	miembros	del	colegiado.	La	fecha	de	realización	de	cada	sesión	ordinaria
deberá	establecerse	en	la	sesión	anterior.
Artículo	 8°.-	 Las	 sesiones	 se	 llevarán	 a	 cabo	 en	 el	 local	 del	 Instituto
Nacional	de	Defensa	de	 la	Competencia	y	de	 la	Protección	de	 la	Propiedad
Intelectual	-	Indecopi,	siendo	posible	que	el	Consejo	Nacional	de	Protección
del	Consumidor	decida	que	las	mismas	se	lleven	a	cabo	en	un	lugar	distinto.
Asimismo,	 se	 deberán	 efectuar,	 por	 lo	 menos,	 dos	 (2)	 sesiones	 al	 año	 al
interior	 del	 país,	 cuya	 programación	 y	modalidad	 serán	 aprobadas	 por	 el
colegiado,	de	acuerdo	a	las	posibilidades	presupuestarias.
Artículo	9°.-	La	Secretaría	Técnica	del	Consejo	Nacional	de	Protección	del
Consumidor	está	 constituida	por	 la	Dirección	de	 la	Autoridad	Nacional	de
Protección	 del	 Consumidor.	 La	 Secretaria	 Técnica	 tendrá	 las	 siguientes
funciones:
a.	 Convocar	 a	 las	 sesiones	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor	por	disposición	del	presidente.
b.	Preparar	 la	documentación	necesaria	para	el	desarrollo	de	 las	sesiones
del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 (agenda	 y	materiales
que	se	requieran	para	el	desarrollo	de	las	mismas).
c.	Entregar	a	 los	representantes	de	 la	Consejo	Nacional	de	Protección	del
Consumidor,	aquellos	documentos	o	propuestas	relacionados	directamente
con	los	temas	de	la	agenda	de	la	sesión	convocada.
d.	Transcribir	las	actas	de	las	sesiones	del	Consejo	Nacional	de	Protección
del	Consumidor.
e.	Organizar	y	custodiar	el	archivo	documentario	del	Consejo	Nacional	de
Protección	 del	 Consumidor:	 directorio	 de	 los	 miembros,	 registro	 de
asistencia	de	 las	sesiones,	actas	de	 las	sesiones,	entre	otra	documentación
de	interés.
f.	Prestar	apoyo	técnico	al	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor
para	el	cumplimiento	de	sus	objetivos.
g.	Otras	que	 le	sean	asignadas	por	 la	Presidencia	del	Consejo	Nacional	de
Protección	del	Consumidor.
Artículo	 10.-	 Las	 citaciones	 para	 sesiones	 ordinarias	 serán	 remitidas	 por
correo	electrónico	con	una	anticipación	mínima	de	setenta	y	dos	(72)	horas,
indicando	 los	 asuntos	 a	 ser	 tratados	 y	 anexando	 los	 documentos
pertinentes.
En	 caso	 de	 variación	 de	 correo	 electrónico	 es	 obligación	 del	 miembro
comunicar	dicho	cambio	a	la	secretaria	técnica.
Artículo	11-.	Los	miembros	titulares	podrán	proponer	que	se	incluyan	en	la
agenda	 de	 cada	 sesión	 los	 puntos	 que	 deseen	 poner	 a	 consideración	 del
Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor,	 dentro	 del	 plazo
establecido	 en	 el	 artículo	 5°	 literal	 e),	 lo	 cual	 deberá	 ser	 puesto	 en
conocimiento	de	los	otros	miembros,	vía	escrita	o	por	correo	electrónico.
Artículo	12-.	Los	miembros	alternos,	en	ausencia	de	los	miembros	titulares,
podrán	proponer	 la	 inclusión	de	 temas	 en	 la	 agenda	de	 las	 sesiones,	 para
que	sean	discutidos	por	el	Consejo	Nacional	de	Protección	del	Consumidor,
dentro	del	 plazo	 establecido	 en	 el	 artículo	 5°	 literal	 e),	 lo	 cual	 deberá	 ser
puesto	 en	 conocimiento	 de	 los	 otros	 miembros,	 vía	 escrita	 o	 por	 correo
electrónico.
Artículo	13.-	El	quórum	para	 la	 realización	de	 las	sesiones	es	de	mayoría
simple	de	 los	miembros	 titulares	designados,	o	en	su	defecto,	 los	alternos,
en	 primera	 convocatoria.	 En	 caso	 de	 no	 lograrse	 el	 quórum	 requerido,	 se
procederá	a	una	segunda	convocatoria,	 la	 cual	 se	 realizará	en	un	plazo	de
veinte	 (20)	 minutos	 después	 de	 la	 primera	 convocatoria.	 El	 quórum
requerido	 para	 esta	 segunda	 convocatoria	 será	 de	 un	 tercio	más	 uno	 del
número	de	miembros	titulares	designados.
Artículo	 14.-	 Los	 acuerdos	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor	 serán	 adoptados	 por	 la	 mayoría	 de	 votos	 de	 los	 miembros
asistentes,	titulares	o	alternos,	según	sea	el	caso,	correspondiendo	un	voto	a
cada	uno	de	ellos.	En	caso	de	empate,	el	presidente	tendrá	voto	dirimente.
Artículo	 15.-	 Los	 miembros	 que	 expresen	 una	 votación	 distinta	 a	 la
mayoría	 deberán	 dejar	 constancia	 de	 ello	 en	 el	 acta	 correspondiente,	 así
como	los	motivos	que	justifiquen	su	posición.
Artículo	 16.-	 Los	 acuerdos	 y	 temas	 discutidos	 en	 cada	 sesión	 serán
consignados	en	las	actas	correspondientes,	las	mismas	que	serán	puestas	en
conocimiento	de	los	miembros	luego	de	cada	sesión	para	las	observaciones
correspondientes	y	su	suscripción	durante	la	siguiente	sesión.
Capítulo	IV
Disposiciones	finales
Artículo	 17.-	 Los	 miembros	 del	 Consejo	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor	se	encuentran	facultados	para	proponer	las	modificaciones	que
consideren	 necesarias	 a	 la	 presente	 directiva,	 las	 cuales	 deberán	 ser
aprobadas	 de	 acuerdo	 a	 lo	 señalado	 en	 el	 artículo	 5°	 del	 Reglamento	 que
establece	 los	 mecanismos	 para	 la	 propuesta	 y	 designación	 de	 los
representantes	 de	 las	 entidades	 y	 gremios	 al	 Consejo	 Nacional	 de
Protección	del	Consumidor,	 aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	031-2011-
PCM.
Artículo	18-.	Para	los	supuestos	no	contemplados	en	la	presente	directiva,
será	de	aplicación	supletoria	la	Ley	N°	27444,	Ley	del	Procedimiento
Administrativo	General,	en	lo	que	resulte	aplicable.
Ley	29571.
ART.	 135.—Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor.	 El
Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	 Intelectual	 (Indecopi),	 en	 su	 calidad	 de	 Autoridad	 Nacional	 de
Protección	 del	 Consumidor,	 ejerce	 las	 atribuciones	 y	 funciones	 que	 le
confieren	 las	 leyes	 para	 velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 las	 disposiciones
contenidas	 en	 el	 presente	 código,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 atribuciones	 y
autonomía	de	los	demás	integrantes	del	sistema.
Ley	29571.
ART.	 136.—Funciones	 de	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor.	Sin	perjuicio	de	 las	 facultades	y	 funciones	establecidas	en	el
ordenamiento	 legal	 vigente,	 son	 funciones	 del	 Indecopi,	 en	 su	 calidad	 de
Autoridad	Nacional	de	Protección	del	Consumidor,	las	siguientes:
a.	 Ejecutar	 la	 política	 nacional	 de	 protección	 del	 consumidor	 y	 el	 Plan
Nacional	de	Protección	de	los	Consumidores.
b.	 Proponer	 la	 normativa	 en	materia	 de	 consumo,	 con	 la	 opinión	 de	 los
sectores	productivos	y	de	consumo.
c.	Formular	y	ejecutar	las	acciones	necesarias	para	fortalecer	la	protección
del	consumidor	y	los	mecanismos	para	la	defensa	de	sus	derechos.
d.	Implementar	los	mecanismos	de	prevención	y	solución	de	conflictos	en
las	relaciones	de	consumo,	de	acuerdo	con	el	ámbito	de	su	competencia.
e.	Implementar	el	sistema	de	información	y	orientación	a	los	consumidores
con	alcance	nacional.
f.	 Coordinar	 la	 implementación	 del	 sistema	 de	 información	 sobre
legislación,	 jurisprudencia	 y	 demás	 acciones	 y	 decisiones	 relevantes	 en
materia	de	relaciones	de	consumo.
g.	Coordinar	la	implementación	del	sistema	de	alerta	y	actuación	oportuna
frente	a	los	productos	y	servicios	peligrosos	que	se	detecten	en	el	mercado.
h.	Elaborar	y	presentar	el	informe	anual	del	estado	de	la	protección	de	los
consumidores	en	el	país	así	como	sus	indicadores.
i.	Coordinar	y	presidir	el	funcionamiento	del	Sistema	Nacional	Integrado	de
Protección	del	Consumidor.
j.	 En	 su	 calidad	 de	 ente	 rector	 del	 sistema,	 emitir	 directivas	 para	 la
operatividad	 del	 mismo,	 respetando	 la	 autonomía	 técnico-normativa,
funcional,	 administrativa,	 económica	 y	 constitucional,	 según	 corresponda,
de	 los	 integrantes	 del	 Sistema	 Nacional	 Integrado	 de	 Protección	 del
Consumidor.
CAPÍTULO	II
JUSTICIA	DE	CONSUMO
SUBCAPÍTULO	I
SISTEMA	DE	ARBITRAJE	DE	CONSUMO
Ley	29571.
ART.	 137.—Creación	 del	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo.	 Créase	 el
Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo	 con	 el	 objetivo	 de	 resolver	 de	 manera
sencilla,	 gratuita,	 rápida	 y	 con	 carácter	 vinculante,	 los	 conflictos	 entre
consumidores	y	proveedores.
REGLAMENTO	DEL	SISTEMA	DE	ARBITRAJE	DE	CONSUMO
D.	S.	046-2011-PCM.
ART.	 1°.—Aprobación	 del	 reglamento.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 del
Sistema	de	Arbitraje	 de	 Consumo	 a	 que	 hacen	 referencia	 los	 artículos	 del
137	 al	 144	 de	 la	 Ley	 N°	 29571,	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor,	el	cual	forma	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
OBJETO	Y	ORGANIZACIÓN
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	consumo.
ART.	1°.—Objeto.
1.1.	 El	 presente	 reglamento	 tiene	 por	 objeto	 regular	 la	 organización	 del
Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo	previsto	en	el	Subcapítulo	I	del	Capítulo	II
del	 Título	 VII	 de	 la	 Ley	 N°	 29571,	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor.
1.2.	 El	 Sistema	de	Arbitraje	 de	 Consumo	 tiene	 por	 finalidad	 resolver	 con
carácter	 vinculante	 y	 produciendo	 efectos	 de	 cosa	 juzgada,	 los	 conflictos
surgidos	 entre	 consumidores	 y	 proveedores	 en	 relación	 con	 los	 derechos
reconocidos	a	los	consumidores.
1.3.	 Para	 los	 efectos	 del	 presente	 reglamento	 se	 tendrán	 en	 cuenta	 las
siguientes	referencias:
a.	 Código:	 la	 Ley	 N°	 29571,	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor.
b.	Autoridad	Nacional	de	Protección	del	Consumidor:	Instituto	Nacional	de
Defensa	de	la	Competencia	y	de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-
Indecopi.
c.	Consejo	directivo	y	órganos	resolutivos	de	procedimientos	sumarísimos:
son	 los	 pertenecientes	 a	 la	 autoridad	 nacional	 de	 protección	 del
consumidor.
1.4.	 Para	 los	 efectos	 del	 arbitraje	 de	 consumo	 son	 consumidores	 y
proveedores	aquellas	personas	que	reciben	esta	calificación	de	acuerdo	con
las	definiciones	contenidas	en	el	código.
D.	S.	046-2011-PCM.
ART.	3°.—Vigencia.	El	 Reglamento	 del	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo
entrará	en	vigencia	a	los	treinta	(30)	días	siguientes	de	su	publicación	en	el
Diario	Oficial	El	Peruano.
NOTA:	El	D.	S.	046-2011-PCM	fue	publicado	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	24	de	mayo	del	2011.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	 2°.—Regulación	 aplicable.	 El	 arbitraje	 de	 consumo	 se	 rige	 por	 lo
dispuesto	por	el	código,	el	presente	reglamento	y,	en	lo	no	previsto	en	estos
cuerpos	normativos,	por	el	Decreto	Legislativo	N°	1071,	decreto	legislativo
que	norma	el	 arbitraje	 o	por	 el	 instrumento	normativo	que	 lo	 sustituya	o
modifique,	en	lo	que	resulte	pertinente.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	3°.—Organización	del	sistema.	El	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo
se	organiza	a	través	de	las	juntas	arbitrales,	de	consumo	constituidas	por	la
autoridad	nacional	de	protección	al	consumidor,	y	de	los	órganos	arbitrales.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	 4°.—La	 autoridad	 nacional	 de	 protección	 al	 consumidor.	 La
autoridad	 nacional	 de	 protección	 del	 consumidor	 tiene	 las	 siguientes
funciones:
a.	Coordinar	con	los	gobiernos	regionales	y	locales	para	la	constitución	de
juntas	arbitrales	de	consumo,	conforme	a	los	lineamientos	que	se	establezca
para	tal	fin.
b.	Certificar	la	aptitud	de	los	profesionales	que	sean	propuestos	a	las	juntas
arbitrales	de	consumo	para	integrar	la	nómina	de	árbitros,	en	los	casos	en
que	las	juntas	consideren	necesario	contar	con	dicha	certificación	a	efectos
de	poder	nominarlos	como	árbitros.
c.	Desarrollar	programas	de	capacitación	y	evaluación	de	la	aptitud,	a	fin	de
extender	la	certificación	señalada.
d.	Promover	la	generación	de	capacidades	técnicas	en	los	gobiernos	locales
y	 regionales	 para	 lograr	 su	 progresiva	 participación	 en	 el	 Sistema	 de
Arbitraje	de	Consumo.
e.	 Constituir	 las	 juntas	 arbitrales	 de	 consumo	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	por	el	artículo	138	del	código	y	 las	disposiciones	pertinentes	de
este	reglamento.
f.	Establecer	los	lineamientos	generales	de	interpretación	de	las	normas,	a
fin	 de	 contar	 con	 un	 sistema	 de	 información	 oportuna	 y	 eficiente	 que
permita	 armonizar	 criterios	 legales	 en	 todas	 las	 juntas	 arbitrales	 de
consumo	a	nivel	nacional.
g.	 Verificar	 que	 las	 solicitudes	 presentadas	 por	 proveedores	 y
organizaciones	empresariales	interesadas	en	adherirse	al	Sistema	Nacional
de	 Arbitraje	 de	 Consumo	 cumplan	 con	 los	 requisitos	 formales	 que
establezca	para	tal	efecto.
h.	Crear	y	administrar	el	registro	de	proveedores	adheridos	al	Sistema	de
Arbitraje	 de	 Consumo,	 así	 como	 determinar	 el	 distintivo	 correspondiente
para	su	uso	por	parte	de	dichos	proveedores.	La	información	contenida	en
dicho	registro	es	pública	y	gratuita.
Las	modificaciones	 registrales	 producidas	 serán	 comunicadas	 a	 todas	 las
juntas	arbitrales	de	consumo.
i.	 Difundir	 y	 promover	 el	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo	 entre
consumidores	y	empresas.
j.	Organizar	programas	de	capacitación	para	 los	presidentes	de	 las	 juntas
arbitrales	de	consumo,	sus	secretarios	técnicos	y	los	árbitros	nominados.
k.	Formular	y	ejecutar	las	acciones	necesarias	para	fortalecer	el	Sistema	de
Arbitraje	de	Consumo.
l.	 Establecer,	 mediante	 directiva	 de	 su	 consejo	 directivo,	 las	 demás
disposiciones	 reglamentarias	 que	 resulten	 necesarias	 para	 la
implementación	y	funcionamiento	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo	y	el
procedimiento	arbitral.
NOMINACIÓN	DE	ÁRBITROS	DEL	SISTEMA	DE	ARBITRAJE	DE	CONSUMO
R.	024-2015-Indecopi/COD.
Artículo	 Único.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 005-2014/DIR-COD-Indecopi
denominada	 “Directiva	 que	 aprueba	 el	 Procedimiento	 para	 la	Nominación
de	Árbitros	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo”,	la	misma	que	forma	parte
integrante	de	la	presente	resolución.
Directiva	que	aprueba	el	procedimiento	para	la	nominación	de
árbitros	del	sistema	de	arbitraje	de	consumo
Título	I
Disposiciones	generales
Artículo	 1°.-	 Objeto.	 La	 presente	 directiva	 tiene	 por	 objeto	 establecer
reglas	 complementarias	 a	 las	 establecidas	 en	 el	 Código	 de	 Protección	 y
Defensa	 del	 Consumidor,	 Ley	 N°	 29571	 (en	 adelante,	 el	 Código),	 y	 el
Reglamento	 del	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo,	 aprobado	 por	 D.	 S.	 N°
046-2011-PCM	 (en	 adelante,	 el	 Reglamento),	 regulando	 el	 procedimiento
para	 la	 nominación	 de	 los	 árbitros	 que	 formarán	 parte	 de	 los	 órganos
arbitrales	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo	(en	adelante,	Sisac).
Artículo	2°.-	Base	legal
2.1.	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
2.2.	 Decreto	 Supremo	N°	 046-2011-PCM,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 del
Sisac.
2.3.	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-2009-PCM,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 de
Organización	y	Funciones	del	Indecopi.
Artículo	 3°.-	 Alcance.	 Las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 Directiva	 son	 de
obligatorio	 cumplimiento	 para	 las	 asociaciones	 de	 consumidores,	 las
organizaciones	empresariales	y	 las	entidades	de	 la	administración	pública
en	las	que	se	constituyan	las	Juntas	Arbitrales	de	Consumo,	que	propongan
profesionales	para	integrar	las	nóminas	de	árbitros	del	Sisac,	así	como	para
estos	últimos,	interesados	en	formar	parte	de	las	referidas	nóminas.
Título	II
Nominación	de	árbitros
Capítulo	I
Procedimiento	de	Nominación
Artículo	4°.-	Convocatoria.
4.1.	La	Junta	Arbitral	de	Consumo	constituida,	convocará	a	las	Asociaciones
de	 Consumidores	 registradas	 ante	 el	 Indecopi,	 a	 las	 organizaciones
empresariales	interesadas	y	a	la	entidad	de	la	administración	pública	en	la
que	 se	 constituyó,	 para	que	propongan	a	 los	profesionales	que	 integrarán
sus	 respectivas	 nóminas	 de	 árbitros,	 quienes	 deberán	 cumplir	 con	 los
requisitos	precisados	en	el	reglamento.
4.2.	 Las	 convocatorias	 deberán	 ser	 publicadas	 a	 través	 de	 los	 siguientes
medios:
a)	En	el	tablón	de	anuncios	de	la	sede	de	la	Junta	Arbitral	de	Consumo	y	de
la	entidad	de	la	administración	pública	en	la	que	se	constituye.
b)	En	la	página	web	del	Indecopi,	para	ello	la	Junta	Arbitral	de	Consumo	o
la	 entidad	 de	 la	 administración	 pública	 en	 la	 que	 se	 constituye	 deberá
remitir	al	Indecopi	los	términos	de	la	convocatoria	con	por	lo	menos	cinco
(5)	días	hábiles	previos	a	la	publicación	de	la	misma.
c)	En	 la	página	web	del	Gobierno	Regional	y/o	Local	donde	se	encuentre
constituida	la	Junta	Arbitral	de	Consumo,	en	caso	contase	con	dicho	medio.
d)	Por	única	vez	en	el	diario	encargado	de	 los	avisos	 judiciales	y	en	otro
diario	de	ámbito	regional	o	 local,	donde	la	 Junta	Arbitral	de	Consumo	esté
constituida.
Artículo	5°.-	Recepción	de	propuestas.
5.1.	 Las	 asociaciones	 de	 consumidores	 registradas	 ante	 el	 Indecopi,	 las
organizaciones	empresariales	interesadas,	y	la	entidad	de	la	administración
pública	 en	 la	 que	 se	 constituyó	 la	 Junta	 Arbitral,	 deberán	 presentar	 un
listado	 de	 profesionales	 propuestos	 para	 integrar	 la	 nómina	 de	 árbitros
correspondiente,	en	un	plazo	máximo	de	quince	(15)	días	hábiles,	contado
desde	 el	 día	 siguiente	 a	 la	 convocatoria,	 plazo	 que	 deberá	 ser	 indicado
expresamente	 en	 la	 convocatoria	 realizada	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	 4°	 precedente.	 El	 número	 máximo	 de	 árbitros	 propuestos	 será
indicado	en	cada	convocatoria.
5.2.	 Junto	 al	 listado	 propuesto	 por	 las	 entidades	 mencionadas	 en	 el
numeral	anterior,	estas	deberán	adjuntar	la	aceptación	por	escrito	de	cada
profesional	propuesto	para	integrar	la	nómina	de	árbitros,	acompañada	de
los	siguientes	documentos:
a)	Copia	legalizada	de	título	profesional.
b)	Constancia	de	colegiatura	vigente.
c)	Declaración	jurada	de	no	contar	con	impedimento	para	contratar	con	el
Estado.
d)	 Currículum	 Vítae	 documentado	 en	 el	 cual	 se	 acredite	 experiencia
profesional.
e)	 Copias	 de	 constancias,	 certificados	 y/o	 diplomas	 que	 acrediten
formación	 y	 conocimiento	 en	 derecho	 de	 protección	 al	 consumidor	 y
arbitraje.	 Las	 constancias	 deberán	 acreditar	 un	mínimo	 de	 cuarenta	 (40)
horas,	veinte	(20)	horas	de	capacitación	en	arbitraje	y	veinte	(20)	horas	en
protección	 al	 consumidor.	 En	 caso	 sea	 requerido	 por	 la	 Junta	 Arbitral	 de
Consumo,	 deberá	 presentarse	 la	 certificación	 de	 aptitud	 profesional	 que
emita	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 a	 los
profesionales	que	aprueben	los	cursos	organizados	por	esta	para	dicho	fin.
f)	Declaración	jurada	de	no	contar	con	antecedentes	policiales	y	penales.
Artículo	6°.-	Evaluación	de	las	propuestas.
6.1.	 Una	 vez	 recibidas	 las	 propuestas,	 la	 Junta	 Arbitral	 de	 Consumo
nombrará	un	Consejo	Consultivo	para	la	Nominación	de	Árbitros,	el	mismo
que	se	encontrará	constituido	por	cinco	(05)	funcionarios	de	la	entidad	de
la	 administración	 pública	 en	 la	 que	 se	 constituye	 la	 Junta	 Arbitral	 de
Consumo,	 quienes	 tendrán	 un	 plazo	 de	 veinte	 (20)	 días	 hábiles,	 para
proceder	 a	 la	 evaluación	 de	 propuestas,	 verificando	 la	 información
presentada	 por	 el	 postulante	 y	 la	 institución	 que	 propuso	 su	 nominación
como	árbitro.
6.2.	Durante	el	plazo	mencionado	en	el	numeral	anterior,	la	Junta	Arbitral
de	 Consumo	 a	 través	 del	 Consejo	 Consultivo	 para	 la	 Nominación	 de
Árbitros,	podrá	solicitar	información	a	los	Colegios	Profesionales,	así	como	a
organizaciones	públicas	o	privadas	y/o	instituciones	educativas,	respecto	de
la	 veracidad	 de	 los	 datos	 aportados	 por	 el	 postulante	 a	 árbitro	 y	 la
institución	que	propuso	su	nominación.
6.3.	 En	 caso	 se	 presente	 alguna	 observación	 a	 la	 documentación
presentada,	 la	 Junta	 Arbitral	 de	 Consumo	 a	 través	 del	 Consejo	 Consultivo
para	la	Nominación	de	Árbitros	podrá	otorgar	un	plazo	no	mayor	de	cinco
(05)	días	hábiles	al	postulante	a	árbitro	y/o	a	la	institución	que	lo	propuso,
contado	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 la	 recepción	 de	 la	 observación,	 para
que	pueda	subsanar	aquellos	requisitos	observados	por	la	Junta	Arbitral	de
Consumo.
Si	el	postulante	a	árbitro	y/o	la	institución	que	lo	propuso	no	cumplen	con
presentar	 la	 documentación	 solicitada,	 o	 con	 levantar	 la	 observación
realizada,	 en	 el	 plazo	 establecido	 para	 ello,	 esta	 situación	 deberá	 ser
informada	 por	 el	 Consejo	 Consultivo	 para	 la	 Nominación	 de	 Árbitros	 al
Presidente	de	 la	 Junta	Arbitral	de	Consumo,	quien	tendrá	por	no	admitida
su	solicitud	debiendo	señalarlo	así	en	la	Resolución	de	la	Junta	Arbitral	de
Consumo,	que	resuelva	en	torno	a	la	solicitud	o	solicitudes	de	acreditación
de	árbitros.
6.4.	 El	 Consejo	 Consultivo	 para	 la	 Nominación	 de	 Árbitros	 emitirá	 un
informe	 de	 recomendación	 respecto	 de	 los	 profesionales	 que	 cumpliendo
con	 los	 requisitos	 señalados	 en	 el	 artículo	 10	 del	 Reglamento	 podrían
integrar	las	nóminas	arbitrales	por	cada	sector.
6.5.	Por	la	naturaleza	del	procedimiento,	el	mismo	no	se	encuentra	sujeto	a
silencio	administrativo	positivo.
6.6.	Sin	perjuicio	de	la	evaluación	realizada,	 la	documentación	presentada
por	 el	 solicitante	 se	 encontrará	 sujeta	 a	 control	 posterior	 por	 parte	 de	 la
Junta	Arbitral	de	Consumo,	la	entidad	de	la	administración	pública	en	la	que
se	 constituyó	 la	 Junta	 Arbitral	 de	 Consumo	 o	 por	 la	 propia	 Autoridad
Nacional	de	Protección	del	Consumidor.	De	encontrarse	irregularidades	en
la	documentación	presentada,	la	entidad	de	la	administración	pública	en	la
que	se	constituyó	la	Junta	Arbitral	de	Consumo	o	la	Autoridad	Nacional	de
Protección	del	Consumidor	comunicarán	dicho	hecho	a	la	Junta	Arbitral	de
Consumo	 para	 que	 actúe	 en	 los	 términos	 del	 artículo	 10	 de	 la	 presente
Directiva.
Artículo	 7°.-	 Certificación	 de	 árbitros	 por	 la	 Autoridad	 Nacional	 de
Protección	 al	 Consumidor	 del	 Indecopi.	 En	 caso	 de	 considerarlo
necesario,	la	Junta	Arbitral	de	Consumo	podrá,	previamente	a	la	nominación
de	los	árbitros	que	le	sean	propuestos,	solicitar	a	la	Autoridad	Nacional	de
Protección	 al	 Consumidor	 del	 Indecopi	 que	 certifique	 la	 aptitud	 de	 los
árbitros	 que	 le	 sean	 propuestos,	 certificación	 que	 deberá	 contener	 como
mínimo	la	cantidad	de	horas	de	capacitación	precisadas	en	el	 literal	e)	del
numeral	5.2	del	artículo	5°	precedente.
Artículo	8°.-	Resolución	y	publicación.
8.1.	 Una	 vez	 recibido	 el	 informe	 de	 recomendación	 elaborado	 por	 el
Consejo	 Consultivo	 para	 la	 Nominación	 de	 Árbitros,	 la	 Junta	 Arbitral	 de
Consumo	emitirá	una	resolución	en	la	que	dispondrá	la	admisión	o	no	de	los
profesionales	en	las	nóminas	de	árbitros	correspondientes	a	cada	una	de	las
entidades	referidas	en	el	artículo	4°	precedente.
8.2.	La	resolución	será	inapelable	y	deberá	indicar	la	entidad	que	propuso	a
los	árbitros	nominados.
Capítulo	II
Listado	de	arbitros
Artículo	9°.-	Listado	de	árbitros.
9.1.	El	Secretario	de	la	Junta	Arbitral	de	Consumo	se	encargará	de	difundir
la	 relación	 de	 profesionales	 integrados	 a	 la	 nómina	 de	 árbitros	 y	 de
mantener	actualizada	dicha	nómina	luego	de	cada	proceso	de	nominación	o
de	presentarse	los	casos	previstos	en	el	artículo	10	de	la	presente	directiva.
9.2.	Cada	Junta	Arbitral	de	Consumo	deberá	enviar	el	listado	actualizado	de
árbitros	a	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	al	Consumidor	del	Indecopi,
quien	mantendrá	un	registro	centralizado	de	árbitros.
9.3.	 La	 información	 del	 listado	 de	 árbitros	 de	 cada	 Junta	 Arbitral	 de
Consumo	 será	 de	 acceso	 público	 y	 gratuito,	 para	 ello	 deberá	 encontrarse
permanentemente	actualizada	en	los	siguientes	medios:
a)	 En	 la	 sede	 de	 la	 Junta	 Arbitral	 de	 Consumo	 y/o	 de	 la	 entidad	 de	 la
administración	pública	en	la	que	se	constituye.
b)	En	la	página	web	del	Indecopi.
c)	En	 la	página	web	del	Gobierno	Regional	y/o	Local	donde	se	encuentre
constituida	la	Junta	Arbitral	de	Consumo,	de	contar	con	dicho	medio.
9.4.	La	permanencia	de	un	árbitro	en	el	Registro	será	de	tiempo	indefinido
hasta	 que	 se	 presente	 alguno	 de	 los	 supuestos	 descritos	 en	 el	 artículo	 10
siguiente.
Artículo	10.-	Renuncia	o	retiro	de	árbitros	de	la	nómina
10.1.	 El	 profesional	 que	 integra	 una	 nómina	 arbitral	 podrá	 solicitar	 su
retiro	de	 la	misma,	 presentando	para	 ello	una	 carta	 a	 la	 Junta	Arbitral	 de
Consumo	 a	 la	 que	 se	 encuentra	 adscrito,	 indicando	 expresamente	 su
renuncia	a	la	nómina	correspondiente.
10.2.	 La	 Junta	 Arbitral	 de	 Consumo	 podrá	 retirar	 de	 las	 nóminas	 de
árbitros	a	los	profesionales,	en	los	siguientes	supuestos:
a)	 Cuando	 pierdan	 cualquiera	 de	 los	 requisitos	 necesarios	 para	 integrar
dicha	 nómina,	 para	 ello	 el	 Presidente	 de	 la	 Junta	 Arbitral	 emitirá	 la
resolución	correspondiente	previo	informe	de	la	Secretaría	Técnica.
b)	 Al	 ser	 suspendidos	 del	 ejercicio	 de	 su	 profesión,	 mediante	 sanción
impuesta	por	su	Colegio	Profesional.
c)	Por	fallecimiento.
d)	Cuando	cuente	con	cuatro	(04)	recusaciones	fundadas.
e)	 En	 caso	 que	 no	 cumplan	 con	 actualizar	 sus	 datos	 o	 documentación,
cuando	le	sea	solicitado	por	la	Junta	Arbitral	de	Consumo	o	por	la	Autoridad
Nacional	de	Protección	del	Consumidor.
10.3.	La	resolución	que	determina	el	retiro	de	un	árbitro	de	la	nómina
correspondiente	es	inapelable	en	vía	administrativa.
PROCEDIMIENTO	DE	ADHESIÓN	DE	PROVEEDORES	Y	CREACIÓN	DEL
REGISTRO	DE	PROVEEDORES	ADHERIDOS	AL	SISAC
R.	025-2015-Indecopi/COD.
Artículo	 Único.—Aprobar	 la	 Directiva	 N°	 006-2014/DIR-COD-Indecopi
denominada	 “Directiva	 que	 aprueba	 el	 Procedimiento	 de	 Adhesión	 de
Proveedores	y	Creación	del	Registro	de	Proveedores	Adheridos	al	Sistema
de	 Arbitraje	 de	 Consumo”,	 la	 misma	 que	 forma	 parte	 integrante	 de	 la
presente	resolución.
Directiva	de	adhesión	de	proveedores	y	creación	del	registro	de
proveedores	adheridos	al	sistema	de	arbitraje	de	consumo
Título	I
Disposiciones	generales
Artículo	 1°.-	 Objeto.	 La	 presente	 directiva	 tiene	 por	 objeto	 establecer
reglas	 complementarias	 a	 las	 establecidas	 en	 el	 Código	 de	 Protección	 y
Defensa	 del	 Consumidor,	 Ley	 N°	 29571	 (en	 adelante,	 el	 Código),	 y	 el
Reglamento	 del	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo,	 aprobado	 por	 D.	 S.	 N°
046-2011-PCM	(en	adelante,	el	reglamento),	regulando	el	procedimiento	de
adhesión	al	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo	(en	adelante,	Sisac)	por	parte
de	proveedores	y	organizaciones	empresariales	interesadas	en	resolver	las
controversias	 surgidas	 con	 los	 consumidores	 a	 través	 del	 procedimiento
arbitral	de	consumo,	y	a	su	vez	crea	el	Registro	de	proveedores	adheridos	al
Sisac.
Artículo	2°.-	Base	legal.
2.1.	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
2.2.	 Decreto	 Supremo	N°	 046-2011-PCM,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 del
Sisac.
2.3.	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-2009-PCM,	 que	 aprueba	 el	 Reglamento	 de
Organización	y	Funciones	del	Indecopi.
Artículo	 3°.-	 Alcance.	 Las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 directiva	 son	 de
obligatorio	 cumplimiento	 para	 los	 proveedores	 y	 organizaciones
empresariales	que	soliciten	su	adhesión	al	Sisac.
Título	II
Adhesión	al	sistema	de	arbitraje	de	consumo
Capítulo	I
Procedimiento	de	Adhesión	al	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo
Artículo	4°.-	Solicitud.
4.1.	 El	 proveedor	 interesado	 en	 adherirse	 al	 Sisac,	 deberá	 presentar
solicitud	escrita	ante	el	 Instituto	Nacional	de	Defensa	de	 la	Competencia	y
de	 la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual-	 Indecopi,	 en	 su	 calidad	 de
Autoridad	Nacional	de	Protección	del	Consumidor,	para	dicho	fin	utilizará	el
formulario	de	adhesión	al	Sisac	que	proporcionará	el	Indecopi	y	que	forma
parte	de	la	presente	directiva	como	Anexo	1.
4.2.	La	información	mínima	que	será	proporcionada	en	dicha	solicitud	es	la
siguiente:
a)	Nombre	o	razón	social	del	solicitante.
b)	 Documento	 de	 Identidad	 y/o	 número	 de	 Registro	 Único	 de
Contribuyente	-	RUC.
c)	Nombre	y	documento	de	identidad	de	los	representantes	legales,	de	ser
el	caso.
d)	Nacionalidad	del	solicitante	y	de	sus	representantes	legales
e)	Actividad	comercial	del	solicitante
f)	Domicilio	real	del	proveedor,	así	como	el	domicilio	a	ser	utilizado	para
efectos	de	remitir	comunicaciones.
g)	Correo	electrónico,	página	web	y	números	 telefónicos,	en	caso	contara
con	ellos.
4.3	 La	 solicitud	 mencionada	 en	 el	 numeral	 precedente	 deberá	 ir
acompañada	de	los	siguientes	documentos:
a)	 Declaración	 de	 conocimiento	 de	 la	 regulación	 del	 Sistema	 Arbitral	 de
Consumo,	regulado	en	el	Decreto	Supremo	N°	046-2011-PCM	y	en	la	Ley	N°
29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
b)	Ficha	R.U.C.	del	solicitante
c)	 Copia	 Literal	 de	 la	 Partida	 Registral	 que	 acredite	 la	 inscripción	 ante
Registros	Públicos,	de	tratarse	de	personas	jurídicas.
d)	 Vigencia	 de	 Poder	 de	 los	 representantes	 legales,	 con	 un	 máximo	 de
antigüedad	de	30	días.
e)	Autorización	para	que	las	Juntas	Arbitrales	de	Consumo	y	la	Autoridad
Nacional	de	Protección	del	Consumidor	utilicen	los	datos	consignados	en	la
solicitud	 de	 adhesión	 y	 que	 sean	 necesarios	 para	 la	 divulgación	 de	 la
adhesión	en	el	Registro	de	Proveedores	Adheridos	al	Sistema	de	Arbitraje
de	Consumo.
Artículo	5°.-	Evaluación	de	las	propuestas.
5.1.	 Presentada	 la	 solicitud,	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor	tendrá	un	plazo	de	veinte	(20)	días	hábiles,	contado	a	partir	del
día	 siguiente	 a	 la	 recepción	 de	 la	 misma,	 para	 proceder	 a	 su	 evaluación,
verificando	 la	 información	 presentada	 por	 el	 proveedor	 u	 organización
empresarial	para	su	adhesión	al	Sisac.
5.2.	En	caso	que	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	al	Consumidor	realice
alguna	observación	a	la	información	y/o	documentación	presentada,	podrá
otorgar	un	plazo	de	hasta	cinco	(05)	días	hábiles	al	solicitante,	contados	a
partir	del	día	siguiente	de	 la	comunicación	de	 la	observación,	a	efectos	de
subsanar	su	solicitud.
5.3.	Si	el	solicitante	no	cumple	con	subsanar	la	observación	realizada,	en	el
plazo	establecido	para	ello,	se	tendrá	por	no	admitida	su	solicitud	debiendo
señalarlo	 así	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 en	 la
resolución	correspondiente.
5.4.	Sin	perjuicio	de	la	evaluación	realizada,	 la	documentación	presentada
por	 el	 solicitante	 se	 encontrará	 sujeta	 a	 control	 posterior	 por	 parte	 de	 la
administración,	 correspondiendo	 dicho	 control	 a	 la	 Dirección	 de	 la
Autoridad	Nacional	de	Protección	del	Consumidor.
Artículo	6°.-	Resolución.	Una	vez	efectuada	la	evaluación	de	la	solicitud	de
adhesión,	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	del	Consumidor	a	través	de	la
Dirección	 de	 la	Autoridad	Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 emitirá
una	Resolución	en	la	que	dispondrá	la	admisión	o	no	de	la	misma.
Artículo	7°.-	Difusión.
7.1.	La	adhesión	del	solicitante	será	comunicada	por	la	Autoridad	Nacional
de	 Protección	 del	 Consumidor	 a	 cada	 Junta	 Arbitral	 que	 estuviera
implementada	 a	nivel	 nacional	 y	 será	publicada	 a	 través	de	 los	 siguientes
medios:
a)	En	el	tablón	de	anuncios	de	la	sede	de	la	Junta	Arbitral	de	Consumo	y	de
la	entidad	de	la	administración	pública	en	la	que	se	constituyó.
b)	 En	 el	 portal	 institucional	 de	 la	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 al
Consumidor.
c)	 En	 el	 portal	 institucional	 del	 Gobierno	 Regional	 y/o	 Local	 donde	 se
encuentre	 constituida	 la	 Junta	Arbitral	 de	Consumo,	 en	 caso	 contaran	 con
dicho	medio.
7.2.	Adicionalmente,	la	adhesión	al	Sisac	será	difundida	en	cada	uno	de	los
locales	del	proveedor	adherido.
Artículo	8°.-	Efectos	de	la	adhesión.
8.1.	La	adhesión	al	Sisac	implica	el	sometimiento	de	parte	del	proveedor	a
las	normas	que	regulan	el	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo	previstas	en	Ley
N°	 29571,	 Código	 de	 Protección	 y	Defensa	 del	 Consumidor,	 en	 el	 Decreto
Supremo	N°	046-2011-PCM	y	sus	normas	de	implementación.
8.2.	 La	 adhesión	 al	 Sisac	 implica	 una	 oferta	 pública	 de	 sometimiento	 al
Sisac	en	la	resolución	de	controversias	de	consumo,	por	lo	que	a	efectos	de
iniciar	 un	 procedimiento	 arbitral	 de	 consumo	 bastará	 la	 solicitud	 de
arbitraje	de	un	consumidor	para	demostrar	la	voluntad	de	ambas	partes	de
someter	su	controversia	a	dicho	sistema.
8.3.	El	arbitraje	iniciado	por	adhesión	al	Sisac	será	de	derecho.	Sin	perjuicio
de	 ello,	 con	 anterioridad	 a	 que	 la	 Junta	 Arbitral	 de	 Consumo	 designe	 el
órgano	arbitral	 competente,	 las	partes	podrán	acordar	válidamente	que	el
arbitraje	se	decidirá	en	equidad	o	conciencia,	de	acuerdo	al	artículo	24	del
reglamento.
8.4.	 La	 adhesión	 al	 Sisac	 será	 única,	 entendiéndose	 realizada	 a	 todas	 las
Juntas	Arbitrales	que	conforman	el	Sisac,	y	tendrá	una	vigencia	mínima	de
un	(01)	año.
8.5.	 En	 caso	 de	 no	 señalarse	 el	 plazo	 de	 adhesión,	 se	 entenderá	 que	 la
oferta	se	ha	realizado	por	tiempo	indeterminado.
Capítulo	II
Signo	Distintivo	de	Adhesión	al	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo
Artículo	9°.-	Distintivo	de	Adhesión	al	Sistema	Arbitral	de	Consumo.
9.1.	 Una	 vez	 resuelta	 la	 adhesión	 del	 solicitante	 al	 Sisac,	 la	 Autoridad
Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor,	 a	 través	 de	 la	 Dirección	 de	 la
Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor,	 otorgará	 al	 proveedor
adherido,	la	licencia	de	uso	sobre	el	distintivo	oficial	de	adhesión	al	Sisac.
9.2.	 Los	 proveedores	 adheridos	 al	 Sisac	 podrán	 utilizar	 en	 sus
comunicaciones	 comerciales	 el	 distintivo	 oficial	 concedido,	 de	 acuerdo	 al
reglamento	y	manuales	de	uso	que	le	sean	entregados.
Capítulo	III
Revocación	de	la	Oferta	Pública	de	Adhesión	de	parte	del	Proveedor
Artículo	 10.-	Revocación	 de	 la	 oferta	 pública	 de	 adhesión	 al	 Sistema
Arbitral	de	Consumo.
10.1.	 Los	 proveedores	 u	 organizaciones	 empresariales	 que	 se	 hubieran
adherido	al	Sisac,	podrán	revocar	dicha	adhesión,	y	con	ello	la	oferta	pública
que	implica,	por	escrito	ante	la	Junta	Arbitral	de	Consumo	correspondiente
al	territorio	en	el	que	el	proveedor	desarrolle	principalmente	su	actividad,	o
ante	 la	Dirección	de	 la	Autoridad	Nacional	 de	Protección	del	 Consumidor.
Dicha	revocatoria	 tendrá	efectos	después	de	cumplirse	 la	vigencia	mínima
de	un	(1)	año	de	la	adhesión.
En	 caso	 la	 solicitud	 sea	 presentada	 ante	 una	 Junta	 Arbitral	 de	 Consumo,
esta	remitirá	la	misma	a	la	Dirección	de	la	Autoridad	Nacional	de	Protección
del	Consumidor,	para	el	trámite	correspondiente	y	su	debida	inscripción	en
el	Registro	de	proveedores	adheridos	al	Sisac.
Desde	 la	 fecha	 en	 que	 se	 produzca	 la	 comunicación	 de	 la	 revocatoria,	 el
proveedor	perderá	el	derecho	a	usar	el	distintivo	oficial.
Si	incumpliendo	lo	previsto	en	el	párrafo	anterior,	el	proveedor	continuara
utilizando	 el	 distintivo,	 se	 entenderán	 válidamente	 formalizados	 los
convenios	arbitrales	por	la	mera	presentación	de	la	solicitud	de	arbitraje	de
consumo	 efectuada	 por	 el	 consumidor,	 si	 consta	 acreditado	 que	 ésta	 se
formaliza	 durante	 el	 tiempo	 en	 el	 que	 el	 proveedor	 u	 organización
empresarial	utilizó	el	distintivo	de	adhesión	al	Sisac,	aún	cuando	carezca	del
derecho	a	tal	uso	conforme	a	lo	previsto	en	la	presente	Directiva.
10.2.	 La	 revocatoria	 tendrá	 efectos	 a	 partir	 de	 los	 treinta	 (30)	 días
calendario	 de	 su	 comunicación	 a	 la	 Junta	 Arbitral	 o	 a	 la	 Dirección	 de	 la
Autoridad	Nacional	de	Protección	del	Consumidor,	salvo	que	en	la	solicitud
de	 renuncia	 se	 establezca	 un	 plazo	 mayor,	 plazo	 durante	 el	 cual	 podrán
presentarse	 válidamente	 solicitudes	 de	 arbitraje.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 en
dicho	plazo	no	podrá	ser	usado	el	distintivo	oficial	conforme	a	lo	dispuesto
en	el	numeral	anterior.
10.3.	 La	 revocación	 no	 afectará	 a	 los	 convenios	 arbitrales	 válidamente
formalizados	con	anterioridad	a	la	fecha	en	que	esta	deba	surtir	efecto.
Título	III
Registro	de	proveedores	adheridos	al	sistema	de	arbitraje	de
consumo
Artículo	 11.-	 Registro	 público	 de	 proveedores	 adheridos	 al	 Sistema
Arbitral	de	Consumo.
11.1.	Se	crea	el	registro	público	de	proveedores	adheridos	al	Sisac,	que	será
administrado	 por	 la	Dirección	 de	 la	Autoridad	Nacional	 de	 Protección	 del
Consumidor.
11.2.	 El	 registro	 comunicará	 a	 todas	 las	 juntas	 arbitrales	 y	 a	 sus
delegaciones	 de	 forma	 inmediata	 y	 en	 todo	 caso,	 en	 un	 plazo	 que	 no
excederá	 de	 cinco	 (05)	 días	 calendario,	 las	 modificaciones	 registrales
producidas.
11.3.	La	Dirección	de	la	Autoridad	Nacional	de	Protección	del	Consumidor
y	las	Juntas	Arbitrales	de	Consumo	facilitarán	el	acceso	a	la	información	del
registro	público	de	proveedores	adheridos	al	Sisac,	que	tendrá	carácter
público,	de	forma	rápida	y	gratuita,	especialmente	por	vía	electrónica.
Ley	29571.
ART.	 138.—Las	 juntas	 arbitrales.	 La	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección
del	 Consumidor	 constituye	 las	 juntas	 arbitrales	 en	 cada	 localidad,	 en
coordinación	 con	 los	 gobiernos	 regionales	 y	 locales,	 a	 fin	 de	 que	 estas
organicen	 el	 sistema	 y	 lo	 promuevan	 entre	 los	 agentes	 del	mercado	 y	 los
consumidores.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	5°.—Las	juntas	arbitrales	de	consumo.
5.1.	 Las	 juntas	 arbitrales	 de	 consumo	 son	 los	 órganos	 constituidos	 al
interior	de	 entidades	de	 la	 administración	pública,	 cuya	 finalidad	 consiste
en	 organizar	 el	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo	 y	 promoverlo	 entre	 los
agentes	 del	 mercado	 y	 los	 consumidores	 de	 su	 localidad.	 Asimismo,	 se
encargan	de	brindar	servicios	administrativos	y	de	secretaría	técnica	a	 los
órganos	 arbitrales,	 lo	 que	 implica	 prestar	 el	 personal	 de	 apoyo,	 la
infraestructura	 y	 el	 soporte	 financiero	 que	 resulten	 necesarios	 para	 su
funcionamiento.
5.2.	 Las	 juntas	 arbitrales	 de	 consumo	 son	 constituidas	 progresivamente
por	 la	 autoridad	 nacional	 de	 protección	 del	 consumidor	 en	 los	 gobiernos
regionales	 y	 locales	 con	 los	 que	 coordine	 para	 tal	 fin.	 En	 caso	 no	 se
constituya	 juntas	 en	 la	 jurisdicción	 de	 algún	 gobierno	 regional	 o	 local,	 la
autoridad	nacional	de	protección	del	consumidor	podrá	constituir	una	junta
arbitral	de	consumo	en	cualquiera	de	sus	sedes	u	oficinas	regionales.
5.3.	 Las	 juntas	 arbitrales	 de	 consumo	 son	 la	 sede	 institucional	 de	 los
órganos	arbitrales	adscritos	a	ella	a	efectos	del	desarrollo	de	 los	procesos
arbitrales.
5.4.	Las	juntas	arbitrales	de	consumo	estarán	integradas	por	su	presidente
y	un	secretario	técnico,	cargos	que	deberán	recaer	en	personal	de	la	entidad
de	la	administración	pública	en	la	que	se	ha	constituido	dicha	junta.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	 6°.—Los	 presidentes	 de	 las	 juntas	 arbitrales	 de	 consumo.	 Los
presidentes	 de	 las	 juntas	 arbitrales	 de	 consumo	 son	 designados	 por	 la
entidad	de	la	administración	pública	en	la	que	se	constituye	la	Junta	Arbitral
de	Consumo	y	 cuentan	 con	 autonomía	 técnica	 y	 funcional	 respecto	 de	 los
aspectos	propios	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
Para	 ser	 designado	 presidente	 de	 una	 junta	 arbitral	 de	 consumo	 se
requiere	poseer	título	de	abogado	y	al	menos	ocho	(8)	años	de	experiencia
profesional,	 reconocida	 solvencia	e	 idoneidad	profesional	y	 conocimientos
de	las	normas	de	protección	al	consumidor	y	de	arbitraje.
El	 cargo	 de	 presidente	 de	 una	 junta	 arbitral	 de	 consumo	 podrá	 ser
desempeñado	a	tiempo	completo	o	parcial,	según	lo	establezca	la	entidad	de
la	 administración	 pública	 en	 la	 que	 se	 constituye	 una	 junta	 arbitral	 de
consumo.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	7°.—Los	secretarios	técnicos.	Los	 secretarios	 técnicos	de	 la	 juntas
arbitrales	de	consumo	serán	designados	por	la	entidad	de	la	administración
pública	 en	 la	que	 se	 constituye	dicha	 junta	y	 se	 encargan	de	prestar	 a	 los
órganos	 arbitrales	 el	 apoyo	 administrativo	 que	 éstos	 requieran	 para	 la
tramitación	de	los	respectivos	procesos	arbitrales.
Para	 ser	 designado	 secretario	 técnico	 se	 requiere	 contar	 con	 título	 de
abogado	y	por	lo	menos	tres	(3)	años	de	experiencia	profesional,	reconocida
solvencia	 e	 idoneidad	 profesional	 y	 conocimientos	 de	 las	 normas	 de
protección	al	consumidor	y	de	arbitraje.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.	
ART.	8°.—Funciones	de	las	juntas	arbitrales	de	consumo.	Son	funciones	de
las	juntas	arbitrales	de	consumo:
a.	Nominar	a	los	árbitros	que	le	sean	propuestos.
b.	 En	 caso	 de	 considerarlo	 necesario,	 las	 juntas	 arbitrales	 de	 consumo
podrán	 previamente	 requerir	 a	 la	 autoridad	 nacional	 de	 protección	 del
consumidor	certificar	la	aptitud	de	los	árbitros	que	le	sean	propuestos.
c.	Prestar	a	 los	órganos	arbitrales	el	apoyo	que	requieran	para	el	normal
funcionamiento	de	sus	actividades,	realizando	las	coordinaciones	necesarias
con	 los	 órganos	 de	 línea	 y	 de	 administración	 interna	 de	 la	 entidad	 de	 la
administración	 pública	 donde	 se	 encuentra	 constituida,	 cuando
corresponda.
d.	 Tramitar	 los	 procedimientos	 arbitrales	 pudiendo	 ejercer,	 por	 encargo
del	 órgano	 arbitral,	 facultades	 de	 instrucción	 y	 actuación	 de	 medios
probatorios,	a	fin	de	proporcionar	a	los	órganos	arbitrales	los	elementos	de
juicio	para	la	resolución	de	las	controversias	sometidas	a	su	competencia.
e.	Notificar	 los	 laudos	 arbitrales,	 así	 como	 cualquier	 otra	 decisión	 u	 otro
acto	de	trámite	de	los	órganos	arbitrales.
f.	Remitir	a	la	autoridad	nacional	de	protección	del	consumidor	los	laudos
arbitrales	para	la	debida	aplicación	del	artículo	142	del	código.
Ley	29571.
ART.	139.—Órganos	arbitrales.	Los	órganos	arbitrales	son	los	encargados
de	 resolver	 los	 conflictos	 de	 consumo.	 Están	 integrados	 por	 árbitros
nominados	 por	 los	 representantes	 de	 los	 sectores	 empresariales
interesados,	 las	 organizaciones	 de	 consumidores	 y	 usuarios,	 y	 la
administración.
ÓRGANOS	ARBITRALES	Y	ÁRBITROS
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	9°.—Órganos	arbitrales.	Los	órganos	arbitrales	son	competentes
para	resolver	los	conflictos	entre	consumidores	y	proveedores	en	relación
con	los	derechos	reconocidos	a	los	consumidores.
Los	órganos	arbitrales	pueden	ser	unipersonales	o	colegiados	y	se
encuentran	adscritos	a	una	junta	arbitral	de	consumo,	cuya	secretaría
técnica	brinda	el	apoyo	administrativo	necesario	para	el	debido
cumplimiento	de	su	función	arbitral.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	10.—Requisitos	para	ser	árbitro.	Los	árbitros	deberán	poseer	título
profesional,	reconocida	solvencia	e	idoneidad	profesional	además	de
conocimientos	acreditados	de	las	normas	de	protección	al	consumidor	y	de
arbitraje.
Los	árbitros	tienen	la	obligación	de	votar	en	todos	los	procesos	a	su	cargo.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	11.—Nominación	de	árbitros.	A	 efectos	de	 la	nominación	prevista
en	el	artículo	139	del	código,	las	asociaciones	de	consumidores	registradas
ante	el	Indecopi;	las	organizaciones	empresariales	interesadas;	y,	la	entidad
de	 la	 administración	 pública	 en	 la	 que	 se	 constituyó	 la	 junta	 arbitral	 de
consumo	 propondrán	 a	 los	 profesionales	 que	 integrarán	 la	 nómina	 de
árbitros,	 quienes	 deberán	 cumplir	 los	 requisitos	 señalados	 en	 el	 artículo
anterior.
La	 junta	arbitral	de	consumo	evaluará	 las	propuestas	y	aceptará	aquéllas
que	 cumplan	 tales	 requisitos,	 determinando	 la	 nómina	 de	 árbitros	 con	 la
indicación	de	la	procedencia	de	su	propuesta.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	 12.—Órganos	 arbitrales	 colegiados.	 Los	 órganos	 arbitrales
colegiados	 están	 integrados	 por	 tres	 árbitros,	 siendo	 su	 presidente	 aquél
que	 conforme	 la	 nómina	 a	 propuesta	 de	 la	 entidad	 de	 la	 administración
pública	en	la	que	se	constituye	la	junta	arbitral	de	consumo.
Los	 otros	 dos	 árbitros	 deben	 ser	 elegidos	 uno	 de	 entre	 los	 árbitros
nominados	 a	 propuesta	 de	 las	 asociaciones	 de	 consumidores	 y	 el	 otro	 de
entre	los	nominados	a	propuesta	de	las	organizaciones	empresariales.
Las	juntas	arbitrales	de	consumo	procurarán	conformar	órganos	arbitrales
colegiados	 especializados	 por	 materia	 o	 sector	 en	 función	 de	 la	 carga
procesal.	Conocen	las	peticiones	de	arbitraje	cuya	cuantía	supere	 las	cinco
(5)	unidades	impositivas	tributarias.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	13.—Órganos	arbitrales	unipersonales.	La	función	de	árbitro	único
solo	 puede	 ser	 ejercida	 por	 los	 árbitros	 nominados	 a	 propuesta	 de	 la
entidad	de	la	administración	pública	en	la	que	se	constituye	la	junta	arbitral.
Conocen	 las	 peticiones	 de	 arbitraje	 cuya	 cuantía	 no	 supere	 las	 cinco	 (5)
unidades	impositivas	tributarias.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	14.—Competencia	de	los	órganos	arbitrales.	El	órgano	arbitral	es
el	 único	 competente	 para	 decidir	 sobre	 su	 propia	 competencia,	 incluso
sobre	 las	 excepciones	 u	 objeciones	 relativas	 a	 la	 voluntad	 de	 las	 partes	 a
someterse	al	 arbitraje	o	 cualesquiera	otras	 cuya	estimación	 impida	entrar
en	el	fondo	de	la	controversia.	Se	encuentran	comprendidas	en	este	ámbito
las	excepciones	por	prescripción,	caducidad,	cosa	juzgada	y	cualquiera	otra
que	tenga	por	objeto	impedir	la	continuación	de	las	actuaciones	arbitrales.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	 15.—Abstención	 y	 recusación.	 Son	 de	 aplicación	 a	 los	 árbitros	 las
siguientes	causales	de	abstención:
a)	Si	es	pariente	dentro	del	cuarto	grado	de	consanguinidad	o	segundo	de
afinidad,	 con	 cualquiera	 de	 las	 partes	 o	 con	 sus	 representantes,
mandatarios,	 con	 los	 administradores	 de	 sus	 empresas,	 o	 con	 quienes	 les
presten	servicios.
b)	Si	personalmente,	o	bien	su	cónyuge	o	algún	pariente	dentro	del	cuarto
grado	de	consanguinidad	o	segundo	de	afinidad,	tuviere	interés	en	el	asunto
de	 que	 se	 trate	 o	 en	 otro	 semejante,	 cuya	 resolución	 pueda	 influir	 en	 la
situación	de	aquél.
c)	 Cuando	 tuviere	 amistad	 íntima,	 enemistad	 manifiesta	 o	 conflicto	 de
intereses	objetivo	con	cualquiera	de	las	partes.
d)	 Cuando	 tuviere	 o	 hubiese	 tenido	 en	 los	 últimos	 dos	 años,	 relación	 de
servicio,	 de	 consumo	 o	 de	 subordinación	 con	 cualquiera	 de	 las	 partes	 o
terceros	directamente	interesados	en	el	asunto,	o	si	tuviera	en	proyecto	una
concertación	 de	 negocios	 con	 alguna	 de	 las	 partes,	 aun	 cuando	 no	 se
concrete	posteriormente.
El	árbitro	que	se	encuentre	en	alguna	de	las	causales	previstas	en	el	listado
anterior	 u	 otras	 circunstancias	 que	 puedan	 dar	 lugar	 a	 dudas	 justificadas
sobre	su	imparcialidad	e	independencia	comunicará	inmediatamente	dicha
situación	 a	 la	 junta	 arbitral	 de	 consumo,	 a	 fin	 que	 ésta	 designe	 a	 su
reemplazante.
Cuando	el	árbitro	no	se	abstuviera	a	pesar	de	existir	alguna	de	las	causales
de	abstención	expresadas,	las	partes	podrán	recusar	al	árbitro,	pedido	que
será	resuelto	por	el	presidente	de	la	junta	arbitral	de	consumo.	En	caso	de
declararse	fundada	la	recusación,	la	junta	arbitral	de	consumo	designará	al
árbitro	reemplazante.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	 16.—Facultades.	 Para	 efectos	 de	 la	 tramitación	 de	 los
procedimientos	 arbitrales,	 el	 órgano	 arbitral	 cuenta	 con	 las	 siguientes
facultades:
a)	 Requerir	 a	 las	 partes	 la	 presentación	 y	 actuación	 de	 todo	 tipo	 de
pruebas.
b)	Citar	a	audiencia	única	para	escuchar	o	 interrogar	a	 las	partes	o	a	sus
representantes,	 cuando	 lo	 considere	 necesario	 para	 el	 esclarecimiento	 de
los	hechos	materia	del	arbitraje.
c)	Emitir	laudo	arbitral.
d)	 Otras	 que	 se	 le	 encomienden	 o	 le	 correspondan	 para	 la	 conducción	 y
desarrollo	del	procedimiento	arbitral.
Ley	29571.
ART.	 140.—Carácter	 voluntario.	 La	 sumisión	 de	 las	 partes	 al	 Sistema
Arbitral	de	Consumo	es	voluntaria	y	debe	constar	por	escrito	o	en	cualquier
otro	medio	fehaciente.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	18.—Sometimiento	al	arbitraje	de	consumo.
18.1.	La	voluntad	de	 las	partes	de	someter	su	controversia	al	arbitraje	de
consumo	puede	ser	acreditada	con	el	convenio	arbitral	celebrado	de	modo
previo	a	la	existencia	de	la	controversia;	o,	mediante	la	aceptación	por	parte
del	 consumidor	 de	 la	 adhesión	 del	 proveedor	 al	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de
Consumo	o	el	acuerdo	de	ambas	partes	en	la	forma	señalada	en	el	numeral
18.4	del	presente	artículo,	una	vez	surgida	la	controversia.
18.2.	 El	 convenio	 arbitral,	 que	 podrá	 adoptar	 la	 forma	 de	 cláusula
incorporada	en	un	contrato	o	acuerdo	independiente	de	 las	partes,	deberá
expresar	 la	 voluntad	 de	 consumidores	 y	 proveedores	 de	 resolver	 sus
conflictos	 a	 través	 del	 arbitraje	 de	 consumo.	 El	 convenio	 arbitral	 deberá
constar	por	escrito	o	en	cualquier	otro	medio	que	permita	tener	certeza	del
acuerdo.
18.3.	 Cuando	 exista	 adhesión	 al	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo	 la
petición	 de	 arbitraje	 del	 consumidor	 demuestra	 la	 voluntad	 de	 ambas
partes	de	someter	su	controversia	al	arbitraje	de	consumo.
18.4.	 En	 caso	 que	 no	 conste	 la	 voluntad	 del	 proveedor	 de	 someter	 sus
conflictos	al	arbitraje	de	consumo	en	alguna	de	 las	 formas	señaladas,	pero
exista	 petición	 de	 arbitraje	 del	 consumidor,	 se	 notificará	 al	 proveedor
reclamado	de	la	existencia	de	la	solicitud	para	que,	dentro	del	plazo	de	cinco
(5)	días	hábiles	de	recibida	la	notificación,	la	acepte	o	rechace.	Transcurrido
dicho	plazo,	sin	que	conste	 la	aceptación	del	arbitraje	por	el	proveedor,	el
secretario	técnico	de	la	junta	arbitral	de	consumo	ordenará	el	archivo	de	la
solicitud	notificando	a	las	partes.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	19.—Inicio	del	procedimiento.
19.1.	El	procedimiento	arbitral	se	inicia	con	la	petición	escrita	dirigida	por
el	 consumidor	 a	 la	 junta	 arbitral	 de	 consumo,	 con	 los	 requisitos	 formales
que	 a	 tal	 efecto	 establezca	 la	 autoridad	 nacional	 de	 protección	 del
consumidor.
19.2.	 El	 consumidor	 deberá	 presentar	 con	 su	 petición	 de	 arbitraje	 los
medios	 probatorios	 que	 respalden	 las	 pretensiones	 planteadas	 y,	 de	 ser
aplicable,	 copia	 del	 convenio	 arbitral.	 En	 la	 petición	 de	 arbitraje,	 el
consumidor	 deberá	 declarar,	 bajo	 responsabilidad,	 el	 domicilio	 donde
deberá	notificarse	al	reclamado	de	las	actuaciones	del	proceso.
19.3.	 Si	 la	 solicitud	 no	 reuniera	 los	 requisitos	 formales	 referidos	 en	 el
numeral	19.1	del	presente	artículo,	el	secretario	técnico	de	la	junta	arbitral
de	 consumo	 requerirá	 al	 consumidor	 su	 subsanación	 en	 un	 plazo	 que	 no
podrá	 exceder	 de	 dos	 (2)	 días	 hábiles,	 bajo	 apercibimiento	 de	 declarar
inadmisible	la	petición	de	arbitraje,	procediéndose	al	archivo	de	la	solicitud.
19.4.	En	los	procedimientos	arbitrales	no	es	obligatoria	la	intervención	de
abogado	 y,	 en	 consecuencia,	 no	 es	 requisito	 de	 admisibilidad	 para	 la
denuncia,	 descargos	 y	 demás	 actos	 procesales	 que	 se	 encuentren
autorizados	por	letrado.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	20.—Remisión	de	la	petición	de	arbitraje.	En	un	plazo	máximo	de
cinco	(5)	días	hábiles	de	recibida	la	petición	de	arbitraje,	siempre	que	ésta
cumpla	con	 los	 requisitos	 formales	para	 su	admisión	y	que	se	verifique	 la
voluntad	 de	 las	 partes	 de	 someter	 su	 conflicto	 al	 arbitraje,	 el	 secretario
técnico	de	 la	 junta	 arbitral	 de	 consumo	 informará	 a	 las	 partes	 del	 órgano
arbitral	competente	para	conocer	su	controversia	y	de	la	conformación	del
órgano	arbitral	para	que	puedan	ejercer	su	derecho	a	recusar	a	los	árbitros,
de	ser	el	caso.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	21.—Trámite	de	la	petición	de	arbitraje.
21.1.	Admitida	la	petición	de	arbitraje	por	el	órgano	arbitral,	éste	correrá
traslado	de	ella	al	proveedor	reclamado	para	que	la	conteste	dentro	de	los
diez	(10)	días	hábiles	de	notificado.
21.2.	 El	 órgano	 arbitral	 podrá	 citar	 a	 audiencia	 única	 para	 actuar	 algún
medio	probatorio	o	para	escuchar	a	las	partes	o	sus	representantes,	cuando
lo	considere	necesario	para	el	esclarecimiento	de	 los	hechos	materia	de	 la
petición	de	arbitraje.
21.3.	El	plazo	máximo	para	que	el	órgano	arbitral	pueda	emitir	su	laudo	es
de	noventa	(90)	días	hábiles	computados	desde	la	fecha	de	admisión	de	la
petición	 de	 arbitraje.	 Excepcionalmente	 el	 plazo	 puede	 ser	 ampliado	 por
quince	 (15)	 días	 hábiles	 adicionales	 cuando	 la	 complejidad	 del	 caso	 o	 la
necesidad	de	actuar	medios	probatorios	adicionales	lo	justifique.
21.4.	Los	órganos	arbitrales	podrán	hacer	uso	de	medios	electrónicos	para
la	 notificación	 de	 las	 distintas	 actuaciones	 del	 procedimiento	 arbitral
cuando	las	partes	así	lo	hayan	solicitado.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	 22.—Prueba	 a	 instancia	 de	 parte.	 En	 caso	 de	 que	 las	 partes
consideren	necesaria	 la	actuación	de	cualquier	medio	probatorio,	deberán
solicitarlo	de	manera	fundamentada,	al	momento	de	formular	la	petición	de
arbitraje	 o	 descargos,	 a	 efectos	 de	 que	 el	 órgano	 arbitral	 evalúe	 la
pertinencia	y	procedencia	de	su	actuación.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	23.—Gratuidad	del	arbitraje.
23.1.	 La	 gratuidad	 del	 arbitraje	 reconocida	 en	 el	 artículo	 137	 del	 código
implica	 que	 el	 inicio	 del	 procedimiento	 no	 está	 sujeto	 al	 pago	 de	 tasa	 o
derecho	administrativo	alguno.
23.2.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 los	 gastos	 ocasionados	 por	 las	 pruebas
practicadas	 a	 instancia	 de	 parte	 serán	 asumidos	 por	 quien	 las	 haya
propuesto	y	 las	comunes	o	coincidentes	por	mitad.	Asimismo,	 la	gratuidad
del	arbitraje	no	desconoce	la	facultad	del	órgano	arbitral	para	la	condena	al
reembolso	de	costas	y	costos	del	procedimiento	conforme	al	artículo	25	del
presente	reglamento.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	 24.—Arbitraje	 de	 derecho	 y	 en	 equidad	 o	 en	 conciencia.	 El
arbitraje	 de	 consumo	 es	 de	 derecho	 salvo	 que	 las	 partes	 pacten
expresamente	que	el	órgano	arbitral	decidirá	en	equidad	o	en	conciencia.	En
estos	dos	últimos	casos,	el	árbitro	no	necesariamente	será	abogado.
Ley	29571.
ART.	 141.—Distintivo	 del	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo.	 Los
proveedores	 que	 se	 adhieran	 al	 Sistema	de	Arbitraje	 de	Consumo	quedan
autorizados	 para	 ostentar	 en	 su	 publicidad,	 vitrinas,	 papel	membretado	 y
otros	medios	 de	 difusión	 un	 distintivo	 especialmente	 creado,	 para	 que	 el
público	 pueda	 identificarlos	 como	 parte	 del	 sistema	 de	 solución	 de
conflictos.
ARBITRAJE	DE	CONSUMO
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	17.—Adhesión	al	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
17.1.	Los	proveedores	u	organizaciones	empresariales	 interesadas	en	que
las	 controversias	 con	 los	 consumidores	 se	 resuelvan	 a	 través	 del
procedimiento	 arbitral	 deberán	 adherirse	 al	 sistema	 de	 arbitraje	 de
consumo,	 para	 lo	 cual	 deberán	 presentar	 su	 solicitud	 por	 escrito	 ante	 la
autoridad	nacional	de	protección	del	consumidor.
17.2.	 La	 admisión	 de	 la	 solicitud	 será	 debidamente	 difundida	 en	 los
establecimientos	 del	 proveedor	 y	 en	 el	 portal	 institucional	 del	 Indecopi.
Esta	adhesión	implica	el	sometimiento	a	las	normas	que	regulan	el	Sistema
de	Arbitraje	de	Consumo	previstas	en	el	código	y	en	el	presente	reglamento.
17.3.	 La	 admisión	 de	 la	 solicitud	 otorga	 derecho	 a	 ostentar	 el	 distintivo
oficial	que	figura	en	el	anexo	del	presente	reglamento,	en	la	forma	prevista
en	el	artículo	141	del	código,
17.4.	 La	 adhesión	 al	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo	 se	 entenderá
realizada	a	todas	las	juntas	arbitrales.
17.5.	La	adhesión	al	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo	tendrá	una	vigencia
mínima	 de	 un	 (1)	 año.	 En	 caso	 la	 solicitud	 no	 limite	 la	 adhesión,	 ésta	 se
entenderá	por	tiempo	indefinido.
17.6.	Transcurrido	el	plazo	mínimo	de	vigencia	de	 la	adhesión	al	Sistema
de	 Arbitraje	 de	 Consumo	 ésta	 podrá	 revocarse.	 La	 revocatoria	 tendrá
efectos	a	partir	de	los	treinta	(30)	días	hábiles	siguientes	a	la	comunicación
de	la	revocatoria	a	la	autoridad	nacional	de	protección	del	Consumidor.	Los
proveedores	deberán	informar	a	los	consumidores	de	la	revocatoria	por	los
mismos	mecanismos	que	informaron	de	su	adhesión	al	Sistema	de	Arbitraje
de	Consumo.
17.7.	La	revocatoria	no	afectará	a	los	arbitrajes	válidamente	iniciados	con
anterioridad	a	la	fecha	en	que	surte	efecto	la	revocatoria.
Ley	29571.
ART.	142.—Lineamientos	generales	para	la	armonización	de	criterios.
La	 Autoridad	 Nacional	 de	 Protección	 del	 Consumidor	 se	 encarga	 de
establecer	los	lineamientos	generales	de	interpretación	de	las	normas	para
establecer	 un	 sistema	 de	 información	 oportuna	 y	 eficiente	 que	 permita
armonizar	criterios	legales	en	todas	las	juntas	arbitrales	de	consumo	a	nivel
nacional.
Ley	29571.
ART.	143.—Intereses	colectivos.	El	 sometimiento	 de	 una	 controversia	 a
arbitraje,	 conciliación	 o	 mediación	 no	 impide	 a	 la	 autoridad	 competente
basarse	en	los	mismos	hechos	como	indicios	de	una	infracción	a	las	normas
del	presente	código	para	iniciar	investigaciones	y	procedimientos	de	oficio
por	 propia	 iniciativa	 que	 tengan	 por	 objeto	 la	 protección	 del	 interés
colectivo	de	los	consumidores.
La	 existencia	 de	 un	 arbitraje	 en	 trámite	 en	 el	 que	 se	 discute	 la	 posible
afectación	del	 interés	particular	de	un	consumidor,	por	hechos	similares	a
los	 que	 son	 objeto	 de	 un	 procedimiento	 por	 afectación	 a	 intereses
colectivos,	no	impide	ni	obstaculiza	el	trámite	de	este	último.
En	cualquier	 caso	y	aun	cuando	en	 la	mediación	o	conciliación	 las	partes
arriben	 a	 un	 acuerdo,	 la	 autoridad	 competente	 puede	 iniciar	 por	 propia
iniciativa	o	continuar	de	oficio	el	procedimiento,	si	del	análisis	de	los	hechos
denunciados	considera	que	pueden	estar	afectándose	intereses	colectivos.
Ley	29571.
ART.	 144.—Exigibilidad	 de	 los	 laudos	 arbitrales	 y	 acuerdos.	 El	 laudo
arbitral	 firme	 y	 el	 acta	 suscrita	 por	 las	 partes	 que	 contiene	 un	 acuerdo
conciliatorio	 celebrado	 entre	 consumidor	 y	 proveedor,	 conforme	 a	 los
mecanismos	señalados	en	el	presente	capítulo,	constituyen	título	ejecutivo,
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	688	del	Código	Procesal	Civil.
El	 incumplimiento	 de	 un	 acuerdo	 conciliatorio	 o	 laudo	 celebrado	 entre
consumidor	 y	 proveedor	 constituye	 una	 infracción	 al	 presente	 código.	 En
estos	casos,	si	el	obligado	a	cumplir	con	un	acuerdo	o	laudo	no	lo	hace,	se	le
impone	 automáticamente	 una	 sanción	 de	 hasta	 el	 máximo	 de	 la	 multa
permitida,	 para	 cuya	 graduación	 se	 toman	 en	 cuenta	 los	 criterios
establecidos	en	el	artículo	112	de	este	código.	Dicha	multa	debe	ser	pagada
dentro	del	plazo	de	cinco	(5)	días	de	notificada,	vencido	el	cual	se	ordena	su
cobranza	coactiva.	Si	el	obligado	persiste	en	el	incumplimiento,	el	Indecopi
puede	 imponer	 una	 nueva	multa	 duplicando	 sucesiva	 e	 ilimitadamente	 el
monto	de	 la	 última	multa	 impuesta	 hasta	 que	 se	 cumpla	 con	 lo	 acordado.
Las	multas	impuestas	no	impiden	al	Indecopi	imponer	una	multa	o	sanción
distinta	al	final	de	un	procedimiento,	de	ser	el	caso.	Asimismo,	el	Indecopi	es
competente	para	ordenar	las	medidas	correctivas	enunciadas	en	el	presente
código.	Este	artículo	es	de	aplicación	para	todos	los	acuerdos	conciliatorios
válidos	 celebrados	 entre	 consumidor	 y	 proveedor,	 incluidos	 aquellos
obtenidos	ante	instituciones	sin	convenio	con	el	Indecopi.
DEL	LAUDO	ARBITRAL
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	25.—Laudo	arbitral.
25.1.	 El	 órgano	 arbitral	 es	 competente	 para	 conocer	 el	 fondo	 de	 la
controversia	 y	 para	 decidir	 sobre	 cualquier	 cuestión	 conexa	 y	 accesoria	 a
ella	que	se	promueva	durante	las	actuaciones	arbitrales.
25.2.	 El	 órgano	 arbitral	 podrá	 ordenar	 a	 favor	 de	 los	 consumidores	 las
medidas	 correctivas	 contempladas	 en	 los	 artículos	 114	 a	 116	 del	 código,
además	 de	 la	 indemnización	 por	 daños	 y	 perjuicios	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	115.7	del	código.
25.3.	El	órgano	arbitral	podrá	condenar	a	los	proveedores	vencidos	al	pago
de	 las	 costas	 y	 los	 costos	 del	 procedimiento	 fijando	 su	 cuantía.
Excepcionalmente,	en	aquellos	casos	que	se	aprecien	mala	 fe	o	 temeridad,
podrá	 condenarse	 al	 consumidor	 al	 pago	 de	 las	 costas	 y	 costos	 del
procedimiento.
25.4.	En	caso	que	el	órgano	arbitral	sea	colegiado,	los	laudos	se	aprueban
por	mayoría.	Si	no	existiese	acuerdo	de	la	mayoría,	el	presidente	tiene	voto
dirimente.	 Los	 laudos	 serán	 firmados	 únicamente	 por	 el	 presidente,	 salvo
que	existan	votos	singulares	o	en	discordia.
25.5.	Los	 laudos	arbitrales	deben	ser	notificados	a	 las	partes	en	un	plazo
máximo	de	diez	(10)	hábiles	de	su	emisión.
25.6.	El	incumplimiento	del	laudo	arbitral	y	del	pago	de	las	costas	y	costos
del	procedimiento	arbitral	será	sancionado	por	los	órganos	resolutivos	del
procedimiento	sumarísimo.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	26.—Rectificación,	ampliación	y	aclaración.	Dentro	 de	 los	 quince
(15)	 días	 siguientes	 a	 la	 notificación	 del	 laudo,	 cualquiera	 de	 las	 partes
puede	solicitar	que	el	 laudo	arbitral	sea	rectificado	por	errores	numéricos,
de	redacción	o	de	naturaleza	similar.	En	el	mismo	plazo,	podrá	ser	ampliado
o	 aclarado	 de	mediar	 solicitud	 de	 parte,	 siempre	 que	 tal	 petición	 se	 haya
formulado	 en	 los	 cinco	 (5)	 días	 hábiles	 siguientes	 de	 la	 notificación	 del
laudo.
Regl.	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.
ART.	27.—Anulación	del	laudo.
27.1.	 Contra	 el	 laudo	 solo	 podrá	 interponerse	 el	 recurso	 de	 anulación
previsto	en	el	artículo	62	y	siguientes	del	Decreto	Legislativo	1071,	decreto
legislativo	 que	 norma	 el	 arbitraje.	 Este	 recurso	 constituye	 la	 única	 vía	 de
impugnación	del	 laudo	y	 tiene	por	objeto	 la	 revisión	de	su	validez	por	 las
causales	 taxativamente	 establecidas	 en	 el	 artículo	 63	 del	 referido	 decreto
legislativo	o	norma	que	lo	sustituya	o	modifique.
27.2.	 El	 recurso	 de	 anulación	 se	 interpone	 ante	 la	 Sala	 Civil	 de	 la	 Corte
Superior	de	la	sede	de	la	junta	arbitral	de	consumo	dentro	de	los	veinte	(20)
días	hábiles	siguientes	a	la	notificación	del	laudo.
27.3.	 La	 interposición	 del	 recurso	 no	 suspende	 la	 obligación	 de
cumplimiento	del	 laudo	ni	su	ejecución,	salvo	que	el	Poder	Judicial	ordene
su	suspensión.
SUBCAPÍTULO	II
MECANISMO	ALTERNATIVOS	DE	SOLUCIÓN	DE	CONFLICTOS
Ley	29571.
ART.	 145.—Arbitraje.	 El	 sometimiento	 voluntario	 del	 consumidor	 al
arbitraje	 de	 consumo	 excluye	 la	 posibilidad	 de	 que	 este	 inicie	 un
procedimiento	 administrativo	 por	 infracción	 a	 las	 normas	 del	 presente
código	o	que	pretenda	beneficiarse	con	una	medida	correctiva	dictada	por	la
autoridad	de	consumo	en	los	procedimientos	que	esta	pueda	seguir	para	la
protección	del	interés	público	de	los	consumidores.
Ley	29571.
ART.	146.—Laudo	arbitral.	El	 laudo	arbitral	que	se	emite	en	un	arbitraje
de	 consumo	 no	 es	 vinculante	 para	 la	 autoridad	 administrativa	 para	 que
inicie	o	continúe	de	oficio	un	procedimiento	administrativo	en	defensa	del
interés	público	de	los	consumidores.
Ley	29571.
ART.	 147.—Conciliación.	 Los	 consumidores	 pueden	 conciliar	 la
controversia	surgida	con	el	proveedor	con	anterioridad	e	incluso	durante	la
tramitación	 de	 los	 procedimientos	 administrativos	 por	 infracción	 a	 las
disposiciones	 de	 protección	 al	 consumidor	 a	 que	 se	 refiere	 el	 presente
código.
Los	representantes	de	la	autoridad	de	consumo	autorizados	para	tal	efecto
pueden	promover	la	conclusión	del	procedimiento	administrativo	mediante
conciliación.
En	la	conciliación,	el	 funcionario	encargado	de	dirigir	 la	audiencia,	previo
análisis	 del	 caso,	 puede	 intentar	 acercar	 las	 posiciones	 de	 las	 partes	 para
propiciar	 un	 arreglo	 entre	 ellas	 o,	 alternativamente,	 propone	una	 fórmula
de	conciliación	de	acuerdo	con	los	hechos	que	son	materia	de	controversia
en	el	procedimiento,	 la	que	es	evaluada	por	 las	partes	en	ese	acto	a	 fin	de
manifestar	su	posición	o	alternativas	al	respecto.	La	propuesta	conciliatoria
no	genera	responsabilidad	de	la	persona	encargada	de	la	diligencia	ni	de	la
autoridad	administrativa,	debiendo	constar	ello	en	el	acta	correspondiente
así	como	la	fórmula	propuesta.
Ley	29571.
ART.	148.—Mediación.	Los	consumidores	pueden	someter	a	mediación	la
controversia	surgida	con	el	proveedor	con	anterioridad	a	la	tramitación	de
un	procedimiento	administrativo	por	infracción	a	las	disposiciones	de	este
código.
Ley	29571.
ART.	 149.—Acta	 de	 mediación.	 La	 propuesta	 que	 puede	 plantear	 el
denunciado	no	constituye	reconocimiento	de	los	hechos	denunciados,	salvo
que	así	lo	señale	de	manera	expresa.
SUBCAPÍTULO	III
EL	LIBRO	DE	RECLAMACIONES
Ley	29571.
ART.	 150.—Libro	 de	 reclamaciones.	 Los	 establecimientos	 comerciales
deben	 contar	 con	 un	 libro	 de	 reclamaciones,	 en	 forma	 física	 o	 virtual.	 El
reglamento	 establece	 las	 condiciones,	 los	 supuestos	 y	 las	 demás
especificaciones	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la	 obligación	 señalada	 en	 el
presente	artículo.
D.	S.	011-2011-PCM.
ART.	 1°.—Aprobación	 del	 reglamento.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 del
Libro	de	Reclamaciones	a	que	hace	referencia	el	artículo	150	de	 la	Ley	N°
29571,	 Código	de	Protección	 y	Defensa	 del	 Consumidor,	 el	 cual	 consta	 de
quince	(15)	artículos	y	dos	(2)	anexos,	y	forma	parte	integrante	del	presente
decreto	supremo.
D.	S.	011-2011-PCM.
ART.	 2°.—Vigencia.	 El	 presente	 decreto	 supremo,	 entrará	 en	 vigencia	 a
partir	del	día	siguiente	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
NOTA:	El	decreto	citado	se	publicó	en	el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	día	19	de	febrero	del	2011.
REGLAMENTO	DEL	LIBRO	DE	RECLAMACIONES
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	1°.—Ámbito	de	aplicación.	Las	disposiciones	del	presente	título	son
de	 obligatorio	 cumplimiento	 para	 tos	 proveedores	 que	 desarrollen	 sus
actividades	económicas	en	establecimientos	comerciales	abiertos	al	público;
tomando	 en	 consideración	 la	 definición	 detallada	 en	 el	 artículo	 3.2	 del
presente	reglamento.
Los	consumidores	deberán	respetar	y	seguir	el	procedimiento	establecido
en	la	presente	norma	para	el	uso	del	libro	de	reclamaciones.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.	
ART.	 2°.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 1°.	 Proveedores	 que
desarrollen	 actividades	 económicas	 supervisadas	 o	 reguladas.	 En	 el
caso	 de	 los	 proveedores	 que	 desarrollen	 actividades	 económicas	 de
servicios	 públicos	 regulados	 o	 se	 encuentren	 bajo	 la	 supervisión	 de	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	Pensiones	el	procedimiento	establecido	por	el	organismo	regulador	y/o
supervisor	 para	 la	 atención	 de	 quejas	 y	 reclamos	 de	 los	 consumidores
deberá	entenderse	como	la	implementación	y	puesta	a	disposición	del	Libro
de	 Reclamaciones,	 siempre	 y	 cuando	 este	 procedimiento	 permita	 dejar
constancia	de	la	presentación	del	reclamo	o	la	queja,	de	su	contenido	y	que
además	 regule	el	 cómputo	de	 los	plazos	de	atención,	 así	 como	 la	puesta	a
disposición	de	canales	para	su	presentación.	En	estos	casos	los	proveedores
se	 regirán	 por	 las	 normas	 relativas	 al	 procedimiento	 y	 fiscalización	 de	 la
atención	de	quejas	y	reclamos	emitida	por	dichos	organismos.
Adicionalmente,	 en	 el	 caso	 de	 las	 empresas	 supervisadas	 por	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondo
de	Pensiones,	éstas	deben	cumplir	con	las	siguientes	obligaciones:
a)	 Los	 sistemas	 de	 registro	 de	 quejas	 y	 reclamos	 deberán	 encontrarse	 a
disposición	inmediata	y	accesible	al	consumidor.
b)	Se	habilitará	un	orden	de	atención	preferente	para	 la	 recepción	de	 las
quejas	y	reclamos.
c)	 Entregarán	 a	 los	 consumidores	 una	 copia	 o	 constancia	 de	 la	 queja	 o
reclamo	presentado,	con	 la	 información	mínima	prevista	en	el	Anexo	 I	del
presente	reglamento.
d)	Exhibirán	el	Aviso	del	Libro	de	Reclamaciones	conforme	a	lo	dispuesto
en	el	artículo	9°	del	presente	reglamento.
e)	 Entregarán	 la	 información	 requerida	 por	 el	 Indecopi	 conforme	 a	 lo
establecido	en	el	artículo	11	del	presente	reglamento.
La	supervisión	del	cumplimiento	de	la	presente	normativa	se	regirá	por	las
disposiciones	 contenidas	 en	 el	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	2-A.—Incorporado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.	2°.	Proveedores	que
desarrollen	 actividades	 de	 transporte	 de	 pasajeros.	 Los	 proveedores
que	 desarrollen	 actividades	 de	 transporte	 público	 urbano	 de	 pasajeros,
transporte	 terrestre	 interprovincial,	 transporte	 terrestre	 internacional,
transporte	 fluvial	deberán	habilitar	un	número	 telefónico	y	 cualquier	otro
medio	alternativo	que	permita	el	ingreso	y	registro	de	quejas	y	reclamos	a
distancia	 (correo	 electrónico,	 página	 web,	 mensaje	 de	 texto,	 etc.),	 sin
perjuicio	de	la	obligación	de	implementar	un	Libro	de	Reclamaciones	en	sus
establecimientos	comerciales	abiertos	al	público.
Para	 tales	 efectos	 los	 proveedores	 de	 los	 servicios	 antes	 señalados
difundirán	 de	 manera	 visible	 dentro	 de	 cada	 unidad	 de	 transporte	 el
número	telefónico	y	el	medio	alternativo	elegido	para	la	recepción	de	quejas
y	reclamos.
Toda	queja	y	reclamo	formulado	deberá	ser	ingresado	en	forma	inmediata
por	el	proveedor	en	el	Libro	de	Reclamaciones,	sea	este	de	naturaleza	física
o	 virtual,	 según	 corresponda,	 y	 cumplir	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 presente
reglamento.	Durante	 la	recepción	del	reclamo,	el	proveedor	proporcionará
al	consumidor	un	código	correlativo	de	identificación.
Los	 proveedores	 que	 desarrollen	 actividades	 de	 transporte	 aéreo	 de
pasajeros	deberán	poner	a	disposición	un	Libro	de	Reclamaciones	 físico	o
virtual	 en	 las	 áreas	previas	 al	 embarque	y	posteriores	 al	 desembarque	en
los	que	preste	algún	servicio	a	los	usuarios,	sin	perjuicio	de	la	obligación	de
implementar	y	difundir	un	Libro	de	Reclamaciones	en	sus	establecimientos
comerciales	 abiertos	 al	 público	 en	 donde	 se	 realiza	 la	 contratación	 del
servicio.	 Adicionalmente	 podrá	 implementar	 cualquier	 otro	 medio
alternativo	 que	 permita	 el	 ingreso	 y	 registro	 de	 quejas	 y	 reclamos	 a
distancia.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 3°.—Definiciones.	 Para	 los	 efectos	 del	 presente	 título,	 se	 entiende
por:
3.1.	 Libro	 de	 reclamaciones:	 Documento	 de	 naturaleza	 física	 o	 virtual
provisto	por	los	proveedores	en	el	cual	 los	consumidores	podrán	registrar
quejas	 o	 reclamos	 sobre	 los	 productos	 o	 servicios	 ofrecidos	 en	 un
determinado	establecimiento	comercial	abierto	al	público.
3.2.	 Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 1°.	 Establecimiento
comercial	 abierto	 al	 público:	 Inmueble,	 parte	 del	 mismo,	 instalación,
construcción,	espacio	físico,	o	medio	virtual	a	través	del	cual	un	proveedor
debidamente	 identificado	 desarrolla	 sus	 actividades	 económicas	 de	 venta
de	bienes	o	prestación	de	servicios	a	los	consumidores.
La	identificación	a	la	que	se	hace	alusión	en	el	presente	punto	se	encuentra
constituida	por	el	número	de	Registro	Único	de	Contribuyentes	(RUC)	que
posea	el	proveedor,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	Decreto	Legislativo	N°
943,	Ley	del	Registro	Único	de	Contribuyentes;	o	norma	que	la	modifique	o
sustituya.
Las	 instalaciones	 que	 se	 ubiquen	 en	 el	 interior	 de	 un	 establecimiento
comercial	 abierto	 al	 público,	 que	 se	 presenten	 o	 identifiquen	 como	 un
establecimiento	 independiente	 y	 que	 otorguen	 sus	 propios	 comprobantes
de	 pago,	 deberán	 contar	 con	 su	 propio	 Libro	 de	 Reclamaciones.	 Se	 debe
entender	como	establecimiento	 independiente	a	aquel	con	diferente	razón
social	al	del	establecimiento	que	lo	alberga.
Cuando	una	entidad	pública	o	empresa	estatal,	actuando	como	proveedor,
venda	 productos	 o	 preste	 servicios	 a	 los	 consumidores,	 estará	 obligada	 a
contar	con	un	Libro	de	Reclamaciones;	sin	perjuicio	de	las	obligaciones	que
se	derivan	de	lo	dispuesto	en	el	Decreto	Supremo	N°	042-2011-PCM.
3.3.	 Reclamo:	 Manifestación	 que	 un	 consumidor	 realiza	 al	 proveedor	 a
través	de	una	Hoja	de	Reclamación	del	Libro	de	Reclamaciones,	mediante	la
cual	 expresa	 una	 disconformidad	 relacionada	 a	 los	 bienes	 expendidos	 o
suministrados	o	a	los	servicios	prestados.	La	reclamación	no	constituye	una
denuncia	 y	 en	 consecuencia,	 no	 inicia	 un	 procedimiento	 administrativo
sancionador	por	infracción	a	la	normativa	sobre	protección	al	consumidor.
3.4.	Queja:	Manifestación	que	un	consumidor	realiza	al	proveedor	a	través
de	una	Hoja	de	Reclamación	del	Libro	de	Reclamaciones,	mediante	 la	cual
expresa	una	disconformidad	que	no	 se	encuentra	 relacionada	a	 los	bienes
expendidos	 o	 suministrados	 o	 a	 los	 servicios	 prestados;	 o,	 expresa	 el
malestar	o	descontento	del	consumidor	respecto	a	la	atención	al	publico,	sin
que	tenga	por	 finalidad	 la	obtención	de	un	pronunciamiento	por	parte	del
proveedor.	La	queja	 tampoco	 constituye	una	denuncia	y,	 en	 consecuencia,
no	 inicia	un	procedimiento	administrativo	 sancionador	por	 infracción	a	 la
normativa	de	protección	al	consumidor.
3.5.	Aviso	del	 libro	de	reclamaciones:	Letrero	 físico	o	aviso	virtual	que
los	proveedores	deberán	colocar	en	 sus	establecimientos	 comerciales	y/o,
cuando	 corresponda,	 en	medios	virtuales,	 en	un	 lugar	visible	 y	 fácilmente
accesible	 al	 público,	 para	 registrar	 su	 queja	 y/o	 reclamo	 en	 el	 formato
estandarizado	del	Anexo	2	del	presente	reglamento.
3.6.	Incorporado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.	2°.	Proveedor	virtual:	Es	el
proveedor	 con	 RUC	 que	 establece	 sus	 relaciones	 de	 consumo	 a	 través	 de
portales	web.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 4°.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 1°.	 Libro	 de
reclamaciones.	 El	 establecimiento	 comercial	 abierto	 al	 público	 deberá
contar	con	un	Libro	de	Reclamaciones,	sea	de	naturaleza	física	o	virtual,	el
mismo	que	deberá	ser	puesto	inmediatamente	a	disposición	del	consumidor
cuando	 lo	 solicite.	 Los	 proveedores	 que	 además	 del	 establecimiento
comercial	 abierto	 al	 público,	 utilicen	medios	 virtuales	 para	 establecer	 sus
relaciones	 de	 consumo,	 deberán	 implementar	 un	 Libro	 de	 Reclamaciones
Virtual	en	cada	uno	de	sus	establecimientos.
Los	proveedores	que	cuenten	con	Libro	de	Reclamaciones	Virtual,	deberán
brindar	 el	 apoyo	 necesario	 para	 que	 el	 consumidor	 ingrese	 su	 queja	 o
reclamo	en	el	Libro	de	Reclamaciones.	Esto	incluye	que	el	proveedor	guíe	al
consumidor	a	 fin	de	que	 toda	manifestación	que	califique	como	reclamo	o
queja	sea	ingresada	correctamente	en	el	Libro	de	Reclamaciones.
En	los	establecimientos	comerciales	los	proveedores	deberán	habilitar	un
orden	de	atención	preferente	para	los	consumidores	que	deseen	presentar
un	reclamo	o	queja.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 4-A.—Incorporado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 2°.	 Libro	 de
Reclamaciones	de	Respaldo.	Los	 proveedores	 que	 cuenten	 con	 Libro	 de
Reclamaciones	 Virtual	 deberán	 contar	 adicionalmente	 en	 sus
establecimientos	comerciales	con	un	Libro	de	Reclamaciones	físico	al	que	se
denominará	expresamente	“Libro	de	Reclamaciones	de	Respaldo”,	conforme
a	las	características	del	Anexo	I	del	presente	reglamento,	el	mismo	que	será
puesto	a	disposición	del	público	cuando	no	sea	posible	el	uso	del	Libro	de
Reclamaciones	 Virtual.	 La	 información	 contenida	 en	 el	 Libro	 de	 Respaldo
incluyendo	el	número	de	 la	hoja,	deberá	ser	 ingresada	por	el	proveedor	al
Libro	 de	 Reclamaciones	 Virtual	 en	 el	 plazo	 de	 un	 (01)	 día	 calendario
contado	desde	que	dicho	Libro	se	encuentre	habilitado.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 4°-B.—Incorporado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 2°.	 Libro	 de
Reclamaciones	 para	 proveedores	 virtuales.	 En	 el	 caso	 de	 los
proveedores	virtuales,	el	Libro	de	Reclamaciones	de	naturaleza	virtual,
deberá	 estar	 alojado	 en	 la	 página	 de	 inicio	 del	 portal	 web	 diseñado	 para
establecer	 las	 relaciones	 de	 consumo.	Asimismo,	 al	 concluir	 el	 proceso	de
ingreso	 del	 reclamo	 o	 queja,	 se	 debe	 permitir	 la	 impresión	 de	 la	 Hoja	 de
Reclamación	y	enviarse	automáticamente	al	correo	electrónico	indicado	por
el	consumidor,	dejándose	constancia	de	la	fecha	y	hora	de	presentación	del
reclamo	o	queja.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	5°.—Modificado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.	1°.	Características	de	la
Hoja	 de	 Reclamación.	 Cada	 Hoja	 de	 Reclamación	 de	 naturaleza	 física
deberá	contar	con	tres	(03)	hojas	desglosables,	una	(01)	original	y	dos	(02)
autocopiativas;	la	original	será	obligatoriamente	entregada	al	consumidor	al
momento	 de	 dejar	 constancia	 de	 su	 queja	 o	 reclamo,	 la	 primera	 copia
quedará	 en	 posesión	 del	 proveedor	 y	 la	 segunda	 copia	 será	 remitida	 o
entregada	al	Indecopi	cuando	sea	solicitada	por	éste.
Las	 hojas	 de	 reclamaciones,	 tanto	 de	 los	 Libros	 de	 Reclamaciones	 de
naturaleza	 física	 como	 virtual,	 deberán	 contener	 como	 mínimo	 la
información	consignada	en	el	formato	del	Anexo	I	del	presente	reglamento.
Dicha	información	incluye:
-	 Denominación	 que	 permita	 identificar	 claramente	 a	 la	 Hoja	 de
Reclamación	como	tal,	incluyendo	la	razón	social	del	proveedor,	número	de
Registro	Único	de	Contribuyentes	y	dirección	del	establecimiento	comercial,
los	 cuales	 estarán	 impresos	 o	 deberán	 aparecer	 por	 defecto,	 según
corresponda.
-	Numeración	correlativa	impresa	o	que	deberá	aparecer	por	defecto
-	Código	de	 identificación	impreso,	o	que	deberá	aparecer	por	defecto,	de
conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	8°,	según	corresponda.
-	Fecha	del	reclamo	o	queja.
-	Nombre,	domicilio,	número	de	documento	de	identidad,	teléfono	y	correo
electrónico	del	consumidor.
-	Nombre,	domicilio,	 teléfono	y	correo	electrónico	de	uno	de	 los	padres	o
representantes	del	consumidor,	en	caso	se	trate	de	un	menor	de	edad.
-	Identificación	del	producto	o	servicio	contratado.
-	Monto	del	producto	o	servicio	contratado	objeto	del	reclamo.
-	Detalle	de	la	reclamación	o	queja.
-	Pedido	concreto	del	consumidor	respecto	al	hecho	que	motiva	el	reclamo
o	queja.
-	Espacio	 físico	para	que	el	proveedor	anote	 las	observaciones	y	acciones
adoptadas	con	respecto	a	la	queja	o	reclamo.
-	Firma	del	Consumidor	en	el	caso	del	Libro	de	Reclamaciones	físico.
-	 Nombre	 del	 destinatario	 de	 la	 hoja	 de	 reclamaciones	 impreso
(consumidor,	proveedor,	Indecopi)
En	 caso	 que	 el	 consumidor	 no	 consigne	 como	 mínimo	 su	 nombre,	 DNI,
domicilio	o	correo	electrónico,	fecha	del	reclamo	o	queja	y	el	detalle	de	los
mismos,	estos	se	consideraran	como	no	presentados.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 6°.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 1°.	 Atención	 del
reclamo.	El	reclamo	que	se	registre	en	el	Libro	de	Reclamaciones	determina
la	obligación	del	proveedor	de	cumplir	con	atenderlo	y	darle	respuesta	en
un	 plazo	 no	mayor	 a	 treinta	 (30)	 días	 calendario	mediante	 comunicación
escrita	 (vía	 carta	y/o	correo	electrónico,	 según	haya	 sido	solicitado	por	el
consumidor).	Dicho	plazo	puede	ser	extendido	hasta	por	otro	igual	cuando
la	 naturaleza	 del	 reclamo	 lo	 justifique,	 situación	 que	 debe	 ser	 puesta	 en
conocimiento	del	 consumidor	antes	de	 la	 culminación	del	plazo	 inicial,	 de
conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	24	de	la	Ley	N°	29571,	Código
de	 Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor;	 o	 norma	 que	 la	 modifique	 o
sustituya.
En	el	caso	que	de	la	lectura	del	detalle	de	la	reclamación,	se	evidencie	que
se	 trata	 de	 un	 reclamo,	 aun	 cuando	 el	 consumidor	 haya	 marcado
erróneamente	 la	 opción	 “queja”	 de	 la	 Hoja	 de	 Reclamaciones	 o	 no	 haya
marcado	 ninguna	 opción,	 el	 proveedor	 deberá	 darle	 el	 trámite	 de	 un
reclamo,	conforme	a	lo	establecido	en	el	presente	reglamento.
No	puede	condicionarse	la	atención	de	los	reclamos	de	los	consumidores	o
usuarios	al	pago	previo	del	producto	o	servicio	materia	de	dicho	reclamo	o
del	monto	que	hubiera	motivado	ello,	o	de	cualquier	otro	pago.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 7°.—Proveedores	 con	 varios	 establecimientos	 comerciales
abiertos	 al	 público.	 Los	 proveedores	 que	 cuenten	 con	 más	 de	 un
establecimiento	comercial	abierto	al	público	deberán	implementar	un	libro
de	reclamaciones	de	naturaleza	física	o	virtual	por	cada	uno	de	ellos.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 8°.—Código	 de	 identificación.	 Si	 el	 proveedor	 cuenta	 con	 varios
libros	de	reclamaciones	de	naturaleza	física,	deberá	contar	con	un	código	de
identificación	que	 le	permita	 controlar	y	 consolidar	 todos	 los	 libros	en	un
registro	único	a	nivel	nacional.
Cada	proveedor	es	responsable	de	suministrar	las	hojas	de	reclamaciones
señaladas	 a	 cada	 uno	 de	 sus	 establecimientos	 comerciales,	 así	 como	 de
consolidar	toda	la	información	en	un	único	registro	de	quejas	o	reclamos.
Ley	29571.
ART.	151.—Exhibición	del	libro	de	reclamaciones.	A	efectos	del	artículo
150,	 los	 establecimientos	 comerciales	deben	 exhibir,	 en	un	 lugar	 visible	 y
fácilmente	accesible	al	público,	un	aviso	que	indique	la	existencia	del	 libro
de	 reclamaciones	 y	 el	 derecho	 que	 tienen	 los	 consumidores	 de	 solicitarlo
cuando	lo	estimen	conveniente.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	9°.—Modificado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.	1°.	Exhibición	del	Aviso
del	Libro	de	Reclamaciones.	Los	proveedores	que	cuenten	con	un	Libro	de
Reclamaciones	deberán	exhibir	en	sus	establecimientos	comerciales,	en	un
lugar	 visible	 y	 fácilmente	 accesible	 al	 público,	 como	mínimo,	un	Aviso	del
Libro	de	Reclamaciones,	utilizando	el	formato	establecido	en	el	Anexo	II	del
presente	reglamento.
En	 los	 casos	 en	 que	 el	 proveedor	 cuente	 con	 varios	 establecimientos
comerciales,	la	obligación	de	exhibir	el	Aviso	del	Libro	de	Reclamaciones	se
extiende	 a	 cada	 uno	 de	 ellos.	 Los	 proveedores	 virtuales	 deberán	 colocar
como	mínimo	 un	 aviso	 fácilmente	 identificable	 en	 la	 página	 de	 inicio	 del
portal	 web	 donde	 establecen	 sus	 relaciones	 de	 consumo,	 el	 mismo	 que
deberá	 contener	 un	 vínculo	 que	 dirija	 al	 Libro	 de	 Reclamaciones	 Virtual,
utilizando	el	formato	establecido	en	el	Anexo	III	del	presente	reglamento.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	10.—Derogado.	D.	S.	037-2011-PCM,	Art.	2°.
NOTA:	El	D.	S.	011-2011-PCM,	que	aprobó	el	Reglamento	del	Libro	de	Reclamaciones,	se	publicó	en
el	Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	día	19	de	febrero	del	2011.
D.	S.	037-2011-PCM.
ART.	 1°.—Implementación	 del	 libro	 de	 reclamaciones.	 El	 plazo	 de
implementación	 del	 libro	 de	 reclamaciones	 por	 parte	 de	 todos	 los
proveedores	 a	 los	 que	 comprende	 el	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor	 y	 el	 presente	 reglamento,	 es	 de	 quince	 (15)	 días	 calendario
contados	 desde	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 del	 presente	 decreto
supremo.
RESOLUCIÓN	INDECOPI.—El	Indecopi	castiga	el	no	contar	con	el	libro	de
reclamaciones	y	el	no	 tener	el	aviso	que	anuncie	su	existencia.	“(…)	 En
ese	 sentido,	 consta	 en	 el	 acta	 de	 visita	 que	 durante	 la	 diligencia	 de
inspección	se	verificó	que	la	denunciada	no	había	implementado	el	libro	de
reclamaciones	ni	 el	 aviso	que	 indique	 la	 existencia	del	mismo,	 siendo	que
además	la	trabajadora	que	atendía	el	establecimiento	aceptó	dicha	omisión
precisando	 que	 subsanaría	 la	 misma	 a	 la	 brevedad.	 Cabe	 indicar
adicionalmente	 que	 el	 acta	 se	 encuentra	 firmada	 por	 el	 personal	 de	 la
denunciada	 en	 señal	 de	 conformidad”.	 (Indecopi,	 R.	 1000-2014/SPC-
Indecopi,	mar.	26/2014.	Vicepresidente.	Julio	Baltazar	Durand	Carrión)
Ley	29571.
ART.	 152.—Entrega	 del	 libro	 de	 reclamaciones.	 Los	 consumidores
pueden	exigir	la	entrega	del	libro	de	reclamaciones	para	formular	su	queja	o
reclamo	 respecto	 de	 los	 productos	 o	 servicios	 ofertados.	 Los
establecimientos	comerciales	 tienen	 la	obligación	de	remitir	al	 Indecopi	 la
documentación	 correspondiente	 al	 libro	 de	 reclamaciones	 cuando	 este	 le
sea	 requerido.	 En	 los	 procedimientos	 sancionadores,	 el	 proveedor
denunciado	 debe	 remitir	 la	 copia	 de	 la	 queja	 o	 reclamo	 correspondiente
junto	con	sus	descargos.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 11.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 1°.	 Entrega	 de
información	al	Indecopi.
11.1.	 El	 Indecopi	 podrá	 requerir	 al	 proveedor	 la	 información	necesaria	 a
efectos	 de	 supervisar	 y	 fiscalizar	 adecuadamente	 el	 cumplimiento	 del
presente	reglamento.
11.2	Las	empresas	supervisadas	por	la	Superintendencia	de	Banca,	Seguros
y	Administradora	Privada	de	Fondo	de	Pensiones,	se	encuentran	obligadas	a
poner	 a	 disposición	 del	 Indecopi	 información	 acerca	 de	 los	 reclamos	 o
quejas	presentados	por	los	consumidores	que	incluya	al	menos	lo	siguiente:
detalle	del	reclamo	o	queja,	tipo	de	producto	o	servicio,	motivo	del	reclamo
o	 queja,	 fecha	 de	 presentación	 de	 reclamo	 o	 queja,	 datos	 del	 consumidor
(documento	 de	 identidad,	 nombre,	 dirección,	 teléfono,	 domicilio,	 correo
electrónico,	 etc.),	 fecha	 de	 atención,	 sustento	 de	 la	 respuesta,	 así	 como
cualquier	otra	que	sea	necesaria	para	los	fines	de	la	supervisión.
En	el	marco	de	 la	supervisión,	el	 Indecopi	podrá	disponer	 la	periodicidad
en	que	la	información	indicada	en	el	párrafo	anterior	será	entregada.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 12.—Modificado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 1°.	 Conservación	 de
información	 por	 parte	 del	 proveedor.	 El	 proveedor	 deberá	 conservar
como	mínimo	por	el	lapso	de	dos	(02)	años	desde	la	fecha	de	presentación
de	 la	 queja	 o	 reclamo	 en	 el	 Libro	 de	 Reclamaciones,	 la	 siguiente
información:
i)	las	Hojas	de	Reclamaciones	de	naturaleza	física	o	virtual;
ii)	 la	 información	 contenida	 en	 el	 Sistema	 de	 Reporte	 de	 Reclamaciones,
cuando	corresponda;	y
iii)	la	constancia	de	la	respuesta	al	reclamo	y	de	la	ampliación	del	plazo,	de
corresponder.
En	caso	de	pérdida	o	extravío	de	alguna	Hoja	de	Reclamación	o	del	Libro	de
Reclamaciones,	 el	proveedor	deberá	 comunicar	ello	 a	 la	 autoridad	policial
competente,	realizando	la	denuncia	correspondiente	en	un	plazo	máximo	de
cuarenta	y	ocho	(48)	horas	de	ocurrido	el	hecho.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	13.—Limitación	para	solución	de	controversias.	La	formulación	de
una	 queja	 o	 reclamo	 en	 el	 libro	 de	 reclamaciones	 no	 supone	 limitación
alguna	 para	 que	 los	 consumidores	 puedan	 utilizar	 otros	 mecanismos	 de
solución	 de	 controversias	 ni	 constituye	 una	 vía	 previa	 necesaria	 para
interponer	 una	 denuncia	 por	 infracción	 a	 las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor	ante	el	Indecopi.
El	 libro	 de	 reclamaciones	 no	 limita	 el	 derecho	 del	 consumidor	 de
interponer	una	queja	o	reclamo	ante	el	proveedor	utilizando	otras	vías.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 14.—Responsabilidad	 administrativa.	 El	 proveedor	 tendrá
responsabilidad	 administrativa	 por	 cualquier	 comportamiento	 que
transgreda	 las	 disposiciones	 establecidas	 en	 el	 Código	 de	 Protección	 y
Defensa	 del	 Consumidor	 o	 en	 el	 presente	 reglamento,	 conforme	 a	 lo
establecido	 en	 los	 artículos	 104	 y	 108	 de	 la	 Ley	 N°	 29571.	 Código	 de
Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor;	 o	 de	 la	 norma	 que	 la	 modifique	 o
sustituya.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 15.—Autoridad	 competente	 y	 sanciones.	 El	 Indecopi	 es	 la
autoridad	con	competencia	primaria	y	de	alcance	nacional	para	conocer	las
presuntas	 infracciones	 a	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 el	 Código	 de
Protección	y	Defensa	del	Consumidor	o	en	el	presente	reglamento,	así	como
para	 imponer	 las	 sanciones	 y	 medidas	 correctivas	 establecidas	 en	 el
Capítulo	III	del	Título	V	de	la	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa
del	Consumidor;	o	de	la	norma	que	la	modifique	o	sustituya.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 16.—Incorporado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 2°.	 Sistema	 de
Reportes	de	Reclamaciones.	El	Sistema	de	Reportes	de	Reclamaciones	(en
adelante,	 Sirec)	 tiene	 por	 objetivo	 que	 los	 proveedores	 reporten	 los
reclamos	 y	 quejas	 interpuestas	 por	 los	 consumidores	 en	 el	 Libro	 de
Reclamaciones,	a	través	de	un	aplicativo	informático.
Los	 proveedores	 que	 se	 encuentran	 sujetos	 a	 la	 presente	 obligación,	 son
aquellos	cuyo	 ingreso	anual	sea	 igual	o	mayor	a	 tres	mil	(3.000)	Unidades
Impositivas	 Tributarias.	 Para	 efectos	 de	 la	 implementación	 del	 Sirec,	 el
ingreso	anual	corresponderá	a	aquel	declarado	en	el	ejercicio	fiscal	anterior.
La	 información	 proporcionada	 por	 el	 proveedor,	 contenida	 en	 el	 Sirec,
tiene	carácter	de	declaración	jurada.
La	 incorporación	 de	 los	 proveedores	 al	 Sirec	 será	 progresiva	 y	 su
implementación	se	efectuará	en	 las	condiciones	que	establezca	el	 Indecopi
mediante	una	directiva	que	para	tales	efectos	apruebe	el	consejo	directivo
de	dicha	entidad.
Los	 proveedores	 que	 cumplan	 con	 las	 condiciones	 establecidas	 en	 el
artículo	2°	del	presente	reglamento,	no	estarán	sujetos	a	lo	dispuesto	en	el
presente	 artículo.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 dichos	 proveedores	 se	 encuentran
sujetos	a	lo	establecido	en	el	artículo	11	del	presente	reglamento.
R.	119-2014-Indecopi/COD.
ART.	1°.—Aprobar	la	Directiva	N°	004-2014/DIR-COD-Indecopi
denominada	“Directiva	que	Regula	la	Implementación	y	Condiciones	de	Uso
del	Sistema	de	Reportes	de	Reclamaciones”,	la	misma	que	forma	parte
integrante	de	la	presente	resolución.
IMPLEMENTACIÓN	Y	CONDICIONES	DE	USO	DEL	SISTEMA	DE	REPORTES
DE	RECLAMACIONES
Dir.	004-2014/DIR-COD-Indecopi.
I.	Objeto
La	 presente	 directiva	 tiene	 por	 objeto	 regular	 la	 implementación	 y
condiciones	 de	 uso	 del	 Sistema	 de	 Reportes	 de	 Reclamaciones,	 para	 el
reporte	de	 reclamos	por	parte	de	 los	proveedores,	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 16	 y	 la	 Segunda	 Disposición	 Complementaria
Transitoria	 del	 Reglamento	 del	 Libro	 de	 Reclamaciones	 del	 Código	 de
Protección	y	Defensa	del	consumidor	aprobado	mediante	Decreto	Supremo
N°	011-2011-PCM	y	modificado	por	el	Decreto	Supremo	N°	006-2014-PCM.
II.	Base	legal
2.1.	Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor.
2.2.	 Decreto	 Legislativo	 N°	 1033,	 Ley	 de	 Organización	 y	 Funciones	 del
Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la
Propiedad	Intelectual	-	Indecopi.
2.3.	 Decreto	 Legislativo	 N°	 807,	 Ley	 sobre	 Facultades,	 Normas	 y
Organización	del	Indecopi.
2.4.	 Decreto	 Supremo	 N°	 009-2009-PCM,	 Reglamento	 de	 Organización	 y
Funciones	 del	 Instituto	 Nacional	 de	 Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la
Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi.
2.5.	 Decreto	 Supremo	 N°	 011-2011-PCM,	 Reglamento	 del	 Libro	 de
Reclamaciones	 del	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del	 Consumidor,
modificado	por	Decreto	Supremo	N°	006-2014-PCM.
III.	Definiciones
Para	los	efectos	de	la	presente	directiva,	entiéndase	por:
3.1.	 Etapa	 de	 prueba:	 Es	 el	 periodo	 dentro	 del	 cual	 Indecopi	 y	 los
proveedores	que	se	seleccionen	para	dicha	etapa,	realizarán	las	pruebas	del
Sistema	de	Reportes	de	Reclamaciones.
3.2.	 Etapa	 de	 operación:	 Es	 el	 periodo	 dentro	 del	 cual	 los	 proveedores
deberán	efectuar	el	 reporte	periódico	a	 Indecopi	de	 los	 reclamos	y	quejas
que	registren,	a	través	del	Sirec.
3.3.	Indecopi:	Es	el	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de	la
Protección	de	la	Propiedad	Intelectual.
3.4.	 Registro	 de	 proveedores:	 Es	 el	 registro	 que	 llevará	 Indecopi
conteniendo	 la	 relación	 de	 personas	 jurídicas	 o	 naturales	 que	 tienen	 la
condición	 de	 proveedor,	 en	 los	 términos	 establecidos	 en	 la	 presente
directiva.
3.5.	Sistema:	Es	el	Sistema	de	Reportes	de	Reclamaciones	que	de	manera
obligatoria	deberán	utilizar	los	proveedores	para	reportar	periódicamente	a
Indecopi	 los	 reclamos	 y	 quejas	 que	 registren.	 Dicho	 sistema	 se	 denomina
“Controla	tus	Reclamos”.
3.6.	Manual	de	Usuario:	Documento	que	contiene	la	guía	de	uso	del	Sistema
de	Reporte	de	Reclamaciones.
IV.	Alcance
La	 presente	 directiva	 se	 aplica	 a	 los	 proveedores	 obligados	 a	 reportar	 a
través	 del	 sistema,	 entendidos	 como	 aquellos	 que	 desarrollen	 sus
actividades	económicas	en	establecimientos	comerciales	y	que	registran	un
ingreso	 anual	 igual	 o	 mayor	 a	 tres	 mil	 (3.000)	 Unidades	 Impositivas
Tributarias	-	UIT.
Para	 efectos	 de	 determinar	 si	 el	 proveedor	 se	 encuentra	 obligado	 a
reportar	al	Sirec	se	tendrá	en	cuenta	lo	siguiente:
-	 El	 ingreso	 anual	 corresponderá	 al	 último	 declarado	 ante	 la	 autoridad
tributaria.
-	El	valor	de	 la	UIT	será	el	correspondiente	al	año	en	el	que	se	efectuó	 la
declaración	de	ingresos.
V.	Órgano	responsable
La	 Gerencia	 de	 Supervisión	 y	 Fiscalización	 del	 Indecopi	 es	 el	 órgano
responsable	 de	 la	 administración	 y	 gestión	 de	 la	 información	 brindada	 a
través	 del	 sistema,	 contando	 para	 ello	 con	 el	 soporte	 de	 la	 Gerencia	 de
Tecnologías	de	la	Información	del	Indecopi.
VI.	Registro	de	proveedores	obligados	a	reportar	a	través	del	sistema
La	 Gerencia	 de	 Supervisión	 y	 Fiscalización	 del	 Indecopi	 implementará	 el
registro	 de	 proveedores	 que	 se	 encuentran	 sujetos	 a	 reportar	 reclamos	 y
quejas	interpuestas	por	los	consumidores	a	través	del	sistema.
6.1.	Requisitos	para	la	inscripción	en	el	registro.
Los	 proveedores	 obligados	 a	 reportar	 a	 través	 del	 sistema,	 deberán
presentar	la	siguiente	documentación:
a.	 Copia	 simple	 del	 documento	 de	 identidad	 del	 representante	 legal	 o
apoderado.
b.	 Copia	 simple	 del	 certificado	 de	 vigencia	 de	 poderes	 del	 apoderado,
expedido	 dentro	 de	 los	 seis	 (06)	 meses	 previos	 a	 la	 presentación	 de	 la
solicitud.
Para	 tales	 efectos,	 los	 proveedores	 deberán	 acceder	 a	 través	 del	 portal
institucional	del	Indecopi	al	sistema	de	registro	de	reclamaciones	“Controla
tus	 reclamos”,	 debiendo	 realizar	 las	 acciones	 descritas	 en	 el	 Manual	 del
Usuario,	el	mismo	que	será	descargado	del	portal.
El	plazo	para	presentar	la	solicitud	de	registro	a	través	del	sistema	vencerá
el	31	de	octubre	del	2014.
Los	 proveedores	 que	 sean	 requeridos	 por	 el	 Indecopi	 por	 no	 haber
presentado	 la	 solicitud	 en	 el	 plazo	 establecido,	 deberán	 presentar	 copia
simple	 de	 la	 declaración	 de	 ingreso	 anual	 presentada	 ante	 la	 autoridad
tributaria,	 respecto	 del	 ejercicio	 fiscal	 inmediato	 anterior,	 que	 acredite
haber	percibido	ingresos	menores	a	3000	UIT.
6.2.	Código	de	usuario	y	clave.
Recibida	la	solicitud,	la	Gerencia	de	Supervisión	y	Fiscalización	evaluará	la
solicitud	de	 registro	 y	 la	 documentación,	 luego	de	 lo	 cual	 asignará	 a	 cada
proveedor	un	código	de	usuario	y	la	respectiva	clave.
Es	 responsabilidad	 del	 proveedor	 tomar	 las	 medidas	 de	 seguridad	 que
sean	 necesarias	 para	 el	 debido	 uso	 del	 código	 de	 usuario	 y	 la	 clave
asignados,	 dado	 que	 toda	 información	 proporcionada	 se	 entenderá
atribuible	a	este.
6.3.	 Actualización,	 incorporación,	 modificación	 y	 cancelación	 del
registro	de	proveedores.
La	inscripción	en	el	registro	de	proveedores	obligados	a	reportar	a	través
del	sistema	tiene	una	vigencia	indefinida.
En	caso	las	condiciones	establecidas	en	el	numeral	6.1	varíen	(razón	social,
facturación	 anual,	 entre	 otras)	 se	 podrá	 solicitar	 la	 actualización,
incorporación	 y/o	 cancelación	 del	 registro	 de	 proveedores	 obligados	 a
reportar	al	sistema	previa	solicitud	debidamente	acreditada.
A	 partir	 del	 año	 2015	 la	 declaración	 de	 inscripción	 o	 cancelación	 en	 el
registro	de	proveedores	se	realizará	del	01	de	abril	al	30	de	 junio	de	cada
año.
6.4.	Publicación	del	registro	de	proveedores.
La	 Gerencia	 de	 Supervisión	 y	 Fiscalización	 publicará	 a	 través	 del	 portal
institucional	el	registro	de	proveedores.
VII.	Implementación	del	sistema
La	implementación	del	sistema	se	realizará	en	dos	etapas,	la	primera	será
una	etapa	de	prueba	que	iniciará	el	15	de	agosto	del	2014	y	la	segunda	será
la	etapa	de	operación	que	iniciará	el	01	de	noviembre	del	2014,	conforme	se
señala	a	continuación.
7.1.	Etapa	de	prueba
La	 etapa	 de	 prueba	 del	 sistema	 tiene	 como	 objetivo	 realizar	 las	 pruebas
necesarias	para	asegurar	la	implementación	de	la	etapa	de	operación.
Para	dichos	 fines,	 la	Gerencia	de	Supervisión	y	Fiscalización	del	 Indecopi
convocará	 como	 mínimo	 a	 cinco	 (05)	 empresas	 de	 sectores	 económicos
relevantes	 en	 el	 ámbito	de	protección	 al	 consumidor	quienes	utilizarán	 el
sistema	–a	manera	de	prueba–	hasta	el	31	de	octubre	del	2014,	fecha	en	que
culminará	la	primera	etapa.
7.2.	Etapa	de	operación
La	 etapa	 de	 operación	 iniciará	 el	 01	 de	 noviembre	 del	 2014	 y	 será
implementada	en	forma	progresiva.
Para	tal	efecto,	el	proveedor	tendrá	 la	obligación	de	reportar	a	 través	del
Sistema	a	los	treinta	(30)	días	contados	desde	el	día	siguiente	de	recibida	la
comunicación	 mediante	 la	 cual	 se	 le	 proporciona	 el	 código	 de	 usuario	 y
clave.
VIII.	Forma,	plazos	e	información	a	reportar
El	proveedor	deberá	reportar	vía	internet,	a	través	del	sistema,	las	quejas	y
reclamos	 recibidos,	 así	 como	 su	 estado	 situacional.	 Para	 ello,	 el	 sistema
contendrá	como	mínimo	la	información	de	la	hoja	de	reclamaciones.
El	 sistema	 contendrá	 un	 módulo	 que	 permitirá	 al	 proveedor	 utilizarlo
como	Libro	de	Reclamaciones	Virtual.
Es	facultad	del	proveedor	utilizar	el	sistema	como	Libro	de	Reclamaciones
Virtual,	 por	 lo	 que,	 de	 no	 ser	 así,	 la	 información	 de	 cada	 reclamo	 y	 su
respuesta	 deberá	 ser	 ingresada	 en	 el	 sistema	 en	 un	 máximo	 de	 30	 días
calendario	de	interpuesta	la	queja	o	reclamo.
En	caso	que	el	proveedor	utilice	el	sistema	como	Libro	de	Reclamaciones
Virtual,	 la	 información	 se	 reportará	 automáticamente	 al	 servidor	 del
Indecopi.
IX.	Actualizaciones
El	 sistema	 podrá	 estar	 sujeto	 a	 actualizaciones	 las	 mismas	 que	 serán
recogidas	 en	 el	 Manual	 de	 Usuario,	 previa	 aprobación	 por	 la	 Gerencia
General,	 a	 propuesta	 de	 la	 Gerencia	 de	 Supervisión	 y	 Fiscalización	 en
coordinación	con	la	Gerencia	de	Tecnologías	de	la	Información.	Previamente
a	 su	 aplicación,	 dichas	 actualizaciones	 serán	 comunicadas	 a	 los
proveedores.
X.	Vigencia
La	 presente	 directiva	 entrará	 en	 vigencia	 desde	 el	 día	 siguiente	 de	 su
publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 17.—Incorporado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 2°.	 Medida
preventiva.	Llevada	 a	 cabo	una	 acción	de	 supervisión	 y	 constatado	 algún
incumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 vinculadas	 al	 Libro	 de	Reclamaciones,
de	naturaleza	 formal,	 el	 Indecopi	 impondrá	 a	 través	de	 los	 funcionarios	 a
cargo	de	la	verificación	del	cumplimiento,	una	medida	preventiva	mediante
la	cual	se	dejará	constancia	de	la	advertencia	de	la	comisión	de	la	infracción
y	 la	 posibilidad	 de	 aplicársele,	 de	 persistir	 en	 ella,	 las	 sanciones	 que
correspondan;	siempre	que	se	trate	de	la	primera	supervisión	que	se	realice
al	proveedor	y	que	sea	micro	empresa.
La	medida	preventiva	debe	establecer	un	plazo,	el	cual	no	podrá	ser	menor
a	 cinco	 (05)	 días	 hábiles,	 para	 efectos	 que	 el	 proveedor	 corrija	 el
incumplimiento	detectado	y	acredite	dicho	hecho	ante	la	autoridad	a	cargo
de	la	supervisión.
La	 medida	 preventiva	 se	 entenderá	 impuesta	 al	 proveedor,	 obligándolo
respecto	del	total	de	establecimientos	comerciales	con	los	que	cuente,	por	lo
que	 la	 acreditación	 del	 cumplimiento	 de	 la	 obligación	 deberá	 realizarse
respecto	de	todos	los	establecimientos.
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.
ART.	 18.—Incorporado.	 D.	 S.	 006-2014-PCM,	 Art.	 2°.	 Infracciones	 y
sanciones.	 Los	 incumplimientos	 de	 las	 condiciones,	 supuestos	 y	 demás
especificaciones	 referidas	 a	 las	 obligaciones	 vinculadas	 al	 Libro	 de
Reclamaciones	por	parte	de	los	proveedores,	constituyen	infracciones	leves,
de	conformidad	con	lo	previsto	en	el	artículo	110	del	Código	de	Protección	y
Defensa	del	Consumidor.
Las	 sanciones	 por	 la	 comisión	 de	 dichas	 infracciones	 se	 determinan	 de
conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 los	 Anexos	 IV	 y	 V	 del	 presente
reglamento.
CAMBIOS	AL	REGLAMENTO	DEL	LIBRO	DE	RECLAMACIONES
D.	S.	006-2014-PCM.
Única	Disposición	Complementaria	Final.—Factores	para	la	determinación
de	las	multas	del	Indecopi.	Sin	perjuicio	de	la	aplicación	de	lo	establecido	en
el	presente	reglamento	respecto	de	las	sanciones	a	aplicar	de	conformidad
con	 los	Anexos	 IV	y	V	referido	al	Libro	de	Reclamaciones,	 los	 factores	que
deberán	tenerse	en	cuenta	para	la	determinación	de	la	multa	a	imponer	por
parte	 de	 los	 órganos	 resolutivos	 del	 Indecopi	 respecto	 de	 las	 demás
infracciones	 sancionables	 dentro	 del	 ámbito	 de	 su	 competencia,	 son	 el
beneficio	 ilícito	 dividido	 entre	 la	 probabilidad	 de	 detección	 y	 el	 resultado
multiplicado	por	los	factores	atenuantes	y	agravantes.
Excepcionalmente,	 cuando	el	beneficio	 ilícito	no	 sea	posible	de	 estimar	o
éste	 sea	 sustantivamente	 inferior	 al	 daño	 ocasionado	 por	 la	 infracción	 y
dicha	infracción	comprometa	 la	vida,	salud,	 integridad	o	patrimonio	de	 las
personas,	 se	 podrá	 remplazar	 el	 beneficio	 ilícito	 por	 el	 daño,	 en	 la
determinación	de	la	multa.
D.	S.	006-2014-PCM.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Periodo	 de
adecuación	para	el	uso	de	 los	Libros	de	Reclamaciones	 impresos	con
anterioridad	a	la	vigencia	de	esta	norma.	Los	Libros	de	Reclamación	de
naturaleza	 física	 que	 cumplan	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 el	 Decreto
Supremo	 N°	 011-2011-PCM,	 Reglamento	 de	 Libro	 de	 Reclamaciones,	 que
hayan	 sido	 impresos	 con	 anterioridad	 a	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la
presente	 norma,	 podrán	 utilizarse	 hasta	 el	 31	 de	 diciembre	 de	 2015,
siempre	y	cuando	los	nuevos	requisitos	exigidos	sean	consignados	mediante
algún	medio	mecanizado,	computarizado	o	un	sello	legible.
D.	S.	006-2014-PCM.
Segunda	Disposición	Complementaria	Transitoria.—Implementación	 del
Sirec.	Dentro	del	plazo	de	seis	(6)	meses	contados	desde	el	día	siguiente	de
la	 publicación	 de	 la	 presente	 norma	 en	 el	 diario	 oficial	 “El	 Peruano”,	 el
Consejo	 Directivo	 del	 Indecopi	 aprobará	 la	 Directiva	 que	 regule	 la
implementación	 y	 condiciones	 de	 uso	 del	 Sistema	 de	 Reportes	 de
Reclamaciones	(Sirec).
D.	S.	006-2014-PCM.
Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Procedimientos	 en
trámite.	 En	 el	 marco	 de	 la	 competencia	 primaria	 del	 Indecopi	 para
supervisar,	 fiscalizar	 y	 sancionar	 las	 infracciones	 vinculadas	 al	 Libro	 de
Reclamaciones,	 dicha	 entidad	 aplicará	 la	 presente	 norma	 a	 los
procedimientos	que	se	inicien	a	partir	de	su	vigencia.
FORMATO	DE	HOJA	DE	RECLAMACIÓN	DEL	LIBRO	DE	RECLAMACIONES
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.	Modificado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.	1°.
Anexo	I:	Formato	de	hoja	de	reclamación	del	Libro	de	Reclamaciones
Libro	de	reclamaciones Hoja	de	reclamación
[Nº	000000001-201XFecha: [Día] [Mes] [Año]
[Nombre	de	la	persona	natural	o	razón	social	de	la	persona	jurídica	/	RUC	del
proveedor
[Domicilio	 del	 establecimiento	 donde	 se	 coloca	 el	 libro	 de	 reclamaciones/
código	de	identificación
1.	Identificación	del	consumidor	reclamante
Nombre:
Domicilio:
	
DNI	/	CE: Teléfono	/	E-Mail:
Padre	o	madre:	[Para	el	caso	de	menores	de	edad]
2.	Identificación	del	bien	contratado
Producto 	 Monto	reclamado:
Servicio 	 Descripción:
3.	 Detalle	 de	 la	 reclamación	 y	 pedido	 del
consumidor Reclamo1 	 Queja2 	
Detalle:
	
	
Pedido:
	
	
Firma	del	consumidor
4.	Observaciones	y	acciones	adoptadas	por	el	proveedor
Fecha	de	comunicación	de
la	respuesta: [Día] [Mes] [Año]
	
	
	
	 Firma	del	proveedor
1Reclamo:	Disconformidad
relacionada	a	los	productos
o	servicios.
2Queja:	Disconformidad	no	relacionada	a	los
productos	o	servicios;	o,	malestar	o	descontento
respecto	a	la	atención	al	público.
Destinatario	(consumidor,	proveedor	o	Indecopi	según	corresponda)
*	 La	 formulación	 del	 reclamo	 no	 impide	 acudir	 a	 otras	 vías	 de	 solución	 de	 controversias	 ni	 es
requisito	previo	para	interponer	una	denuncia	ante	el	Indecopi.
*	El	proveedor	deberá	dar	respuesta	al	reclamo	en	un	plazo	no	mayor	a	treinta	(30)	días	calendario,
pudiendo	ampliar	el	plazo	hasta	por	treinta	(30)	días	más,	previa	comunicación	al	consumidor.
AVISO	DEL	LIBRO	DE	RECLAMACIONES
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.	Modificado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.	1°.
Anexo	II:	Aviso	del	Libro	de	Reclamaciones
	
Se	precisa	que	el	Aviso	del	Libro	de	Reclamaciones	deberá	tener	un	tamaño
mínimo	de	una	hoja	A4.	Asimismo,	cada	una	de	las	letras	de	la	frase	“Libro
de	Reclamaciones”	 deberá	 tener	 un	 tamaño	mínimo	de	1x1	 centímetros	 y
las	letras	de	la	frase	“Conforme	a	lo	establecido	en	el	Código	de	Protección	y
Defensa	 del	 Consumidor	 este	 establecimiento	 cuenta	 con	 un	 Libro	 de
Reclamaciones	físico	o	virtual	a	tu	disposición.	Solicítalo	para	registrar	una
queja	o	reclamo.”	deberá	tener	un	tamaño	mínimo	de	0,5	x	0,5	centímetros.
*	 El	 proveedor	 deberá	 indicar	 si	 el	 Libro	 de	 Reclamaciones	 del
establecimiento	es	de	naturaleza	física	o	virtual.
LIBRO	DE	RECLAMACIONES	PARA	PORTALES	WEB
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.	Incorporado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.	2°.
Anexo	III
Aviso	de	Libro	de	Reclamaciones	para	portales	web
	
Se	precisa	que	el	Aviso	del	Libro	de	Reclamaciones	de	naturaleza
virtual	deberá	ser	legible	y	visible	de	acuerdo	al	diseño	de	la
página	web	de	inicio.
INFRACCIONES	Y	SANCIONES
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.	Incorporado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.	2°.
Anexo	IV
Infracciones	y	sanciones
Las	 infracciones	vinculadas	con	el	Libro	de	Reclamaciones	se	clasifican	en
orden	decreciente	según	su	gravedad:	A,	B	y	C;	representando	“A”	a	las	más
onerosas,	conforme	se	enuncia	a	continuación:
Nº Infracción Clasificación
1 No	contar	con	el	Libro	de	Reclamaciones	respectivo A
2 No	brindar	el	apoyo	necesario	para	que	el	consumidor	ingrese	sureclamo	o	queja B
3 No	poner	inmediatamente	a	disposición	y/o	de	manera	accesibleal	consumidor,	el	Libro	de	Reclamaciones B
4 No	habilitar	un	orden	de	atención	preferente	para	el	consumidora	fin	de	presentar	un	reclamo	o	queja B
5
No	contar	con	Libro	de	Reclamaciones	de	respaldo,	no	ponerlo	a
disposición	 del	 consumidor,	 o	 llevarlo	 sin	 contar	 con	 las
características	previstas	en	el	artículo	4°	del	reglamento
B
6
No	 entregar	 la	 hoja	 de	 reclamaciones	 correspondiente	 al
consumidor,	 o	 no	 permitir	 la	 impresión	 de	 la	 hoja	 de
reclamaciones	 o	 el	 envío	 de	 copia	 de	 ésta	 al	 correo	 electrónico
indicado	por	el	consumidor,	en	los	casos	que	corresponda
C
7 No	contar	con	el	aviso	del	Libro	de	Reclamaciones	o	no	exhibirlo B
8 No	 exhibir	 el	 Aviso	 del	 Libro	 de	 Reclamaciones	 conforme	 a	 lascondiciones	previstas	en	el	artículo	9°	del	reglamento C
9
Llevar	 el	 Libro	 de	 Reclamaciones	 u	 Hojas	 de	 Reclamaciones	 sin
observar	la	forma	y	condiciones	establecidas	en	los	artículos	5°	y
8°	del	reglamento,	respectivamente
C
10 No	atender	o	no	responder	el	reclamo A
11
No	comunicar	al	 consumidor	 la	 respuesta	al	 reclamo	en	el	plazo
legal	 establecido,	 o	 no	 comunicarle	 oportunamente	 la	 prórroga
del	plazo	para	responder
B
12 Condicionar	la	atención	del	reclamo	al	pago	previo	del	producto	oservicio	objeto	de	reclamo	u	otro	concepto A
13 No	remitir	o	no	poner	a	disposición	del	 Indecopi	 la	 informaciónrequerida	por	éste. A
14
No	remitir	la	información	requerida	por	el	Indecopi	o	no	ponerla
a	 disposición	 de	 dicho	 organismo,	 dentro	 de	 los	 plazos
establecidos
B
15 “No	 conservar	 la	 información	 indicada	 en	 el	 artículo	 12	 del
reglamento	por	un	lapso	mínimo	de	2	años”
B
16
No	 reportar	 oportunamente	 a	 través	 del	 Sirec	 los	 reclamos	 y
quejas	o	no	efectuarlo	 conforme	a	 las	 especificaciones	 indicadas
por	el	Indecopi
A
17 No	habilitar	un	número	telefónico	u	otro	medio	alternativo	para	elingreso	y	registro	de	quejas	y	reclamos A
18
No	 difundir	 dentro	 de	 cada	 unidad	 de	 transporte	 el	 número
telefónico	 o	 el	 medio	 alternativo	 elegido	 para	 la	 recepción	 de
quejas	y	reclamos
A
19
No	brindar	el	código	de	reclamo	al	consumidor	en	el	momento	de
formular	 el	 reclamo	 o	 queja	 por	 vía	 telefónica	 u	 otro	 medio
alternativo	habilitado.
B
20
No	 ingresar	de	 forma	 inmediata	en	el	Libro	de	Reclamaciones	el
reclamo	 o	 queja	 formulado	 por	 vía	 telefónica	 u	 otro	 medio
habilitado.
B
21
No	ingresar	en	el	Libro	de	Reclamaciones	Virtual	el	contenido	de
la	 hoja	 de	 reclamaciones	 del	 “Libro	 de	 Reclamaciones	 de
Respaldo”,	dentro	del	plazo	de	un	día	calendario	de	presentado	el
reclamo	o	queja
C
22 “No	 alojar	 en	 la	 página	 web	 correspondiente	 el	 Libro	 deReclamaciones	de	Naturaleza	Virtual” A
Cálculo	de	la	multa:
Para	la	determinación	del	valor	de	la	multa	por	la	comisión	de	infracciones
vinculadas	con	el	Libro	de	Reclamaciones,	se	tomará	en	cuenta	la	siguiente
fórmula:
Multa	=	(Multa	referencial)	*	(Factor	(FCi))	*	(Factores	Agravantes	y/o
Atenuantes)
-	 Multa	 referencial:	 Es	 la	 multa	 máxima	 en	 Unidades	 Impositivas
Tributarias	 (UIT),	 por	 tipo	 de	 infracción	 y	 tipo	 de	 empresa,	 según
corresponda	de	acuerdo	a	los	siguientes	valores:
	
Tipo	de	empresa	(según	tamaño)1
Micro
(facturación
hasta	150	UIT)
Pequeña
(facturación	de	151	a
1.700	UIT)
Mediana	y	Grande
(facturación	de	más	de
1.700	UIT)
Tipo	de
infracción Rango	de	multa Rango	de	multa Rango	de	multa
Tipo	A “Mayor	que	1hasta	2,5” Mayor	que	2,5	hasta	5 “Mayor	que	5	hasta	10”
Mayor	que	0,5 “Mayor	que	1	hasta
Tipo	B hasta	1 2,5” Mayor	que	2,5	hasta	5
Tipo	C
Desde
amonestación
hasta	0,5
Mayor	que	0,5	hasta	1 “Mayor	que	1	hasta	2,5”
	
-	Factor	(FCi):
	
	
Dónde:
FCi:	Es	el	 factor	corregido	por	rango	de	multa	que	relaciona	 la	 facturación
de	la	empresa	específica	con	un	valor	de	multa	en	el	rango	establecido.
Ai:	Es	el	valor	de	la	facturación	anual	de	la	empresa	sujeta	a	sanción	entre	el
tamaño	de	la	empresa	más	grande	del	rango	de	facturación.
Ai	= Facturación	de	la	empresa	infractoraFacturación	máxima	según	tipo	de	empresa
Para	 la	mediana	y	gran	empresa,	 se	 considera	una	 facturación	máxima	de
20,000	UIT.
FC0:	Cociente	de	la	multa	más	baja	y	la	multa	más	alta	del	respectivo	rango.
A0:	Cociente	entre	la	facturación	de	la	empresa	más	pequeña	dentro	de	su
rango	y	la	facturación	de	la	empresa	más	grande	de	su	respectivo	rango.
-	Factores	agravantes	y	atenuantes:	De	acuerdo	a	los	valores	establecidos
en	el	Anexo	V.
La	 Gerencia	 de	 Supervisión	 y	 Fiscalización	 del	 Indecopi	 pondrá	 a
disposición	 de	 los	 órganos	 resolutivos	 correspondientes	 un	 aplicativo
automatizado	y	la	guía	de	uso,	que	permita	la	determinación	de	la	sanción
que	 corresponda	 en	 cada	 caso.	 Dicho	 aplicativo	 y	 la	 guía	 de	 uso,	 serán
puestos	a	disposición	a	través	del	portal	 institucional,	para	el	acceso	y	uso
permanente	y	gratuito	de	dicha	herramienta	por	los	administrados.
FACTORES	AGRAVANTES	Y	ATENUANTES
Regl.	del	Libro	de	Reclamaciones.	Incorporado.	D.	S.	006-2014-PCM,	Art.
2°.
Anexo	V
Factores	agravantes	y	atenuantes
Factores Calificación
f1.	Antecedentes	o	incumplimiento	reiterado	de	una	misma	obligación
1ª	vez 10%
2ª	vez 20%
3ª	vez	o	más 30%
No	hay	reincidencia 0%
f2.	 Conducta	 del	 infractor	 a	 lo	 largo	 del	 procedimiento	 que	 contravenga	 el
principio	de	conducta	procedimental
Brindó	facilidades 0%
No	brindó	facilidades 10%
f3.	 Subsanación	 voluntaria	 por	 parte	 del	 proveedor	 del	 acto	 u	 omisión
imputado
Subsana	antes	del	inicio -15%
Subsana	antes	de	la	imposición	de	sanción -10%
No	subsana 0%
f4.	La	conducta	ha	puesto	en	riesgo	u	ocasionado	daño
La	conducta	no	puso	en	riesgo	ni	generó	daños 0%
La	conducta	ocasionó	daño 25%
f5.	 El	 proveedor,	 teniendo	 conocimiento	 de	 la	 conducta	 infractora,	 deja	 de
adoptar	las	medidas	necesarias	para	evitar	o	mitigar	sus	consecuencias
Adoptó	medidas	para	mitigar	consecuencias -5%
No	adoptó	medidas	para	mitigar	consecuencias 10%
No	aplica 0%
f6.	Presentación	del	proveedor	de	una	propuesta	conciliatoria
Presentó	propuesta	conciliatoria -5%
No	aplica 0%
f7.	Cuando	el	proveedor	acredite	que	cuenta	con	un	programa	efectivo	para	el
cumplimiento
Cuenta	con	programa	efectivo	de	cumplimiento -5%
No	cuenta	con	programa	efectivo	de	cumplimiento 15%
No	aplica 0%
f8.	Afectación	del	interés	público	o	difuso
No	afectó	el	interés	público	o	difuso 0%
Afectó	el	interés	público	o	difuso 10%
La	 presente	 variable	 es	 el	 resultado	 de	 la	 suma	 individual	 de	 cada	 factor
establecido	en	la	presente	tabla.	El	cálculo	se	realiza	de	la	siguiente	manera:
Factores	de	agravantes	y/o	atenuantes	=	1	+	(f1	+	f2	+	f3	+	f4	+	f5	+	f6	+
f7	+	f8)
________
1	Ventas	o	ingresos	percibidos	por	el	infractor	del	año	en	el	que	se	cometió	la	infracción	o	del
inmediato	anterior,	o	su	equivalente.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Empresas	 pequeñas	 o	 de	 ingreso	 reciente	 al
mercado	no	están	exentas	de	multa	si	no	cumplen	con	ofrecer	un	libro	de
reclamaciones.	“La	comisión	sancionó	a	(...)	por	infringir	el	artículo	150	del
código	 con	una	multa	de	1,5	UIT,	 al	 considerar	que	 la	 conducta	 infractora
causó	un	perjuicio	en	los	consumidores	consistente	en	haber	restringido	su
derecho	a	contar	con	un	mecanismo	que	les	permita	presentar	sus	reclamos
o	 quejas	 sobre	 los	 productos	 o	 servicios	 ofrecidos	 en	 el	 local	 comercial.
Asimismo,	la	sancionó	con	una	multa	de	0,5	UIT	por	infracción	del	artículo
151	 del	 mismo	 cuerpo	 legislativo,	 en	 virtud	 a	 que	 impidió	 conocer	 a	 los
consumidores,	 mediante	 un	 aviso	 sobre	 la	 existencia	 del	 libro	 de
reclamaciones,	que	pueden	contar	con	dicho	mecanismo	para	registrar	sus
quejas	o	reclamos	sobre	los	productos	o	servicios	que	les	son	brindados	en
los	establecimientos	comerciales.
(...)	este	colegiado	debe	indicar	que	el	hecho	de	ser	una	empresa	pequeña	o
el	tiempo	en	que	viene	operando	en	el	mercado,	no	son	factores	atenuantes
a	fin	de	determinar	una	sanción	pecuniaria	por	los	hechos	denunciados,	a	la
luz	 de	 los	 criterios	 detallados	 en	 el	 artículo	 112	 del	 código.	 En	 efecto,	 la
multa	no	se	 fijó	en	 función	a	 los	 ingresos	percibidos	por	su	 local	desde	su
apertura	o	su	antigüedad	como	proveedor	en	el	mercado,	sino	en	función	al
ahorro	 resultante	 de	 incumplir	 la	 norma.”	 (Indecopi,	 R.	 0153-2012/SC2-
Indecopi,	ene.	18/2012.	Pres.	Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Empresas	 no	 pueden	 eximirse	 de
responsabilidad	invocando	la	conducta	negligente	de	un	empleado.	“esta
sala	señala	que	los	proveedores	no	pueden	invocar	la	actuación	o	conducta
de	un	dependiente	suyo	como	hecho	determinante	de	tercero	para	eximirse
de	responsabilidad	administrativa	por	 la	conducta	 infractora	detectada	en
la	 inspección.	 En	 efecto,	 admitir	 que	 se	 excusen	 de	 responder	 por	 las
infracciones	a	 las	normas	de	protección	al	consumidor	alegando	que	estas
fueron	 cometidas	 por	 sus	 dependientes	 no	 se	 condice	 con	 el	 sistema	 de
protección	al	consumidor,	ya	que	este	no	hace	distinción	alguna	dentro	de	la
estructura	 organizacional	 que	 recubre	 la	 actividad	 del	 proveedor.	 Cabe
destacar	 que	 similar	 razonamiento	 es	 el	 que	 subyace	 al	 artículo	 1981	 del
Código	Civil	–la	responsabilidad	vicaria–,	en	virtud	del	cual	 los	patrones	o
principales	 deben	 resarcir	 los	 daños	 causados	 por	 sus	 dependientes	 o
subordinados	 en	 el	 desarrollo	 de	 las	 funciones	 encomendadas,	 siempre	 y
cuando	estas	se	encuentren	dentro	de	los	actos	ordinarios	del	negocio.
(...)	este	colegiado	destaca	que	no	son	argumentos	válidos	la	negligencia	o
el	 desconocimiento	 de	 las	 normas	 por	 parte	 de	 los	 establecimientos
comerciales,	en	razón	a	que	se	presume	por	parte	de	todos	los	ciudadanos	el
conocimiento	de	los	dispositivos	legales,	de	conformidad	con	el	artículo	109
de	la	Constitución	Política	del	Perú,	entre	ellos,	 las	normas	aplicables	a	un
establecimiento	 abierto	 al	 público,	 como	 el	 de	 contar	 con	 un	 libro	 de
reclamaciones.”	(Indecopi,	R.	0155-2012/SC2-Indecopi,	ene,	18/2012.	Pres.
Carrillo	Gómez)
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Proveedores	 no	 pueden	 argüir	 un
desconocimiento	de	las	normas	para	eximirse	de	la	responsabilidad	por
no	contar	con	el	 libro	de	reclamaciones	en	sus	establecimientos.	“En	su
escrito	 de	 apelación	 (...)	 indicó	 que	 por	 desconocimiento	 de	 la	 norma	 de
protección	al	consumidor	no	había	implementado	el	libro	de	reclamaciones
ni	el	aviso	respectivo.
14.	 Sobre	 este	 punto,	 es	 necesario	 precisar	 que	 existieron	 campañas	 de
difusión	 respecto	 a	 la	 obligación	 de	 los	 establecimientos	 comerciales	 de
contar	 con	 un	 libro	 de	 reclamaciones	 y	 su	 aviso	 respectivo.	 Asimismo,	 el
artículo	109	de	la	Constitución	Política	del	Perú	establece	expresamente	la
presunción	de	conocimiento	de	 los	dispositivos	 legales	por	parte	de	 todos
los	ciudadanos	sin	admitir	prueba	en	contrario.	Más	aún,	se	debe	tomar	en
cuenta	que	al	ingresar	al	mercado	para	ofrecer	sus	servicios	y	productos	al
público,	 los	 proveedores	 se	 encuentran	 en	 la	 obligación	 no	 sólo	 de
informarse	sobre	las	condiciones	y	restricciones	que	implica	emprender	su
propio	 giro	 de	 negocio,	 sino	 de	 conocer	 los	 alcances	 de	 los	 dispositivos
legales	 que	 rodean	 su	 actividad,	 entre	 ellos,	 las	 normas	 de	 protección	 al
consumidor.	 Por	 lo	 tanto,	 corresponde	 desestimar	 este	 extremo	 de	 la
apelación”.	 (Indecopi,	 R.	 3253-2013/SPC-Indecopi,	 nov.	 26/2013.	 Pres.
Montoya	Alberti)
CAPÍTULO	III
ASOCIACIONES	DE	CONSUMIDORES
Ley	29571.
ART.	153.—Rol	de	las	asociaciones	de	consumidores.
153.1.	 Las	 asociaciones	 de	 consumidores	 son	 organizaciones	 que	 se
constituyen	de	conformidad	con	las	normas	establecidas	para	tal	efecto	en
el	Código	Civil.	Su	finalidad	es	proteger,	defender,	informar	y	representar	a
los	consumidores	y	usuarios.
153.2.	Las	asociaciones	de	consumidores	reconocidas	por	el	Indecopi	están
legitimadas	 para	 interponer	 reclamos	 y	 denuncias	 ante	 la	 Comisión	 de
Protección	al	Consumidor	y	los	demás	órganos	funcionales	competentes	del
Indecopi	 a	 nombre	 de	 sus	 asociados	 y	 de	 las	 personas	 que	 les	 hayan
otorgado	 poder	 para	 tal	 efecto,	 así	 como	 en	 defensa	 de	 los	 intereses
colectivos	o	difusos	de	los	consumidores.
153.3.	 En	 la	 vía	 judicial	 pueden	 promover	 procesos	 en	 defensa	 de	 los
intereses	difusos	o	colectivos	de	los	consumidores,	sujetándose	a	lo	previsto
en	los	artículos	130	y	131.
153.4.	 La	 legitimidad	 de	 las	 asociaciones	 de	 consumidores	 se	 extiende
también	para	actuar	a	nombre	de	 sus	asociados	y	de	 las	personas	que	 les
hayan	 otorgado	 poder	 ante	 los	 organismos	 reguladores	 de	 los	 servicios
públicos	en	los	procesos	en	materia	de	protección	al	consumidor,	así	como
en	defensa	de	los	intereses	difusos	o	colectivos	de	los	consumidores.
153.5.	Mediante	resolución	de	Consejo	Directivo	el	 Indecopi	establece	 los
órganos	funcionales	competentes	a	que	se	refiere	el	párrafo	153.2.
Ley	29571.
ART.	154.—Prohibiciones	para	las	asociaciones	de	consumidores.	Para
efectos	 de	 la	 independencia	 y	 transparencia	 de	 las	 asociaciones	 de
consumidores,	estas	no	pueden:
a.	Incluir	como	asociadas	a	personas	jurídicas	con	fines	de	lucro.
b.	Percibir	financiamiento	de	los	proveedores	que	comercializan	productos
y	servicios.
c.	Dedicarse	a	actividades	distintas	a	su	finalidad	o	incompatibles	con	ella.
d.	 Destinar	 los	 fondos	 públicos	 entregados	 por	 concepto	 de	multas	 para
una	finalidad	distinta	a	la	asignada.
e.	 Actuar	 con	 manifiesta	 temeridad	 presentando	 denuncias	 maliciosas
debidamente	sancionadas	en	la	vía	administrativa	o	judicial.
f.	 Incumplir	 las	 disposiciones	 establecidas	 por	 el	 presente	 código	 o	 las
resoluciones	 emitidas	 por	 el	 Consejo	 Directivo	 del	 Indecopi	 sobre	 la
materia.
El	incumplimiento	de	cualquiera	de	estas	disposiciones	es	sancionado	por
el	Indecopi	con	la	suspensión	o	la	cancelación	del	registro	especial	hasta	por
un	 período	 de	 dos	 (2)	 años,	 previo	 procedimiento,	 teniendo	 en	 cuenta	 la
gravedad	 o	 el	 reiterado	 incumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 establecidas
para	estos	efectos.
Ley	29571.
ART.	 155.—Reconocimiento	 y	 registro	 de	 las	 asociaciones	 de
consumidores.	 Para	 el	 reconocimiento	 de	 las	 asociaciones	 de
consumidores,	 deben	 encontrarse	 inscritas	 en	 el	 registro	 especial	 a	 cargo
del	Indecopi,	y	cumplir	los	siguientes	requisitos:
a.	Encontrarse	inscritas	en	los	registros	públicos.
b.	Tener	 las	 finalidades	señaladas	en	el	artículo	153,	bien	sea	de	carácter
general,	bien	en	relación	con	productos	o	servicios	determinados.
c.	Cualquier	otra	obligación	que	establezca	el	Indecopi	sobre	el	particular	o
en	coordinación	con	los	organismos	reguladores	de	los	servicios	públicos.
El	 Indecopi	 establece	 mediante	 resolución	 de	 Consejo	 Directivo	 los
mecanismos	para	 la	 inscripción	de	 las	asociaciones	de	consumidores	en	el
registro	especial.
Ley	29571.
ART.	156.—Convenios	de	cooperación	institucional.
156.1.	El	 Indecopi	y	 los	organismos	 reguladores	de	 los	 servicios	públicos
pueden	celebrar	convenios	de	cooperación	institucional	con	asociaciones	de
consumidores	 reconocidas	y	debidamente	 inscritas	en	el	 registro	especial.
La	firma	del	convenio	de	cooperación	institucional	otorga	la	posibilidad	de
que	 el	 Indecopi	 y	 los	 organismos	 reguladores	 de	 los	 servicios	 públicos
puedan	disponer	que	un	porcentaje	de	las	multas	administrativas	impuestas
en	los	procesos	promovidos	por	estas	asociaciones	de	consumidores	les	sea
entregado.	 En	 cada	 caso,	 dicho	 porcentaje	 no	 puede	 exceder	 el	 cincuenta
por	ciento	(50%)	de	la	multa	impuesta	y	constituye	fondos	públicos.
156.2.	 Los	 porcentajes	 entregables	 a	 las	 asociaciones	 de	 consumidores
deben	 ser	 utilizados	 a	 efectos	 de	 implementar	 acciones	 específicas	 de
promoción	y	defensa	de	 los	 intereses	de	 los	 consumidores	y	un	monto	no
mayor	del	cinco	por	ciento	(5%)	del	porcentaje	que	se	les	entrega	puede	ser
utilizado	para	su	funcionamiento	a	efectos	del	desarrollo	de	su	finalidad,	en
las	condiciones	que	establece	el	reglamento.
156.3.	Corresponde	a	la	Contraloría	General	de	la	República	supervisar	que
las	 asociaciones	 de	 consumidores	 destinen	 los	 recursos	 recaudados	 por
concepto	 de	 multa	 para	 los	 fines	 señalados	 en	 el	 párrafo	 156.2.	 El
incumplimiento	 de	 dicha	 finalidad	 conlleva	 a	 resolver	 el	 Convenio	 de
Cooperación	 Institucional	 e	 iniciar	 las	 acciones	 administrativas	 y	 penales
que	correspondan.
156.4	 Los	 requisitos	 para	 la	 celebración	 de	 los	 convenios	 y	 para	 que	 la
entrega	de	los	fondos	cumpla	con	la	finalidad	asignada	son	establecidos	por
el	 Indecopi	 y	 los	 organismos	 reguladores,	 respectivamente,	 mediante
resolución	de	Consejo	Directivo.
D.	S.	032-2011-PCM.
ART.	1°.—Aprobación	del	reglamento.	Apruébese	el	reglamento	sobre
condiciones	del	destino	del	monto	para	el	funcionamiento	de	las
asociaciones	de	consumidores	a	que	hace	referencia	el	artículo	156	de	la
Ley	N°	29571,	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor,	el	cual
forma	parte	integrante	del	presente	decreto	supremo.
REGLAMENTO	SOBRE	CONDICIONES	DEL	DESTINO	DEL	MONTO	PARA
FUNCIONAMIENTO	DE	ASOCIACIONES
Regl.	sobre	Condiciones	del	Destino	del	Monto	para	Funcionamiento	de	Asociaciones.
ART.	 1°.—Objeto.	 El	 objeto	 del	 presente	 reglamento	 es	 establecer	 las
condiciones	de	uso	del	monto	no	mayor	del	cinco	por	ciento	(5%)	del	total
que	 se	 entrega	 a	 las	 asociaciones	 de	 consumidores	 de	 las	 multas
administrativas	impuestas	en	los	procedimientos	promovidos	por	éstas.
Regl.	sobre	Condiciones	del	Destino	del	Monto	para	Funcionamiento	de	Asociaciones.
ART.	 2°.—Condiciones.	 Las	 condiciones	 de	 uso	 del	monto	 no	mayor	 del
cinco	 por	 ciento	 (5%)	 del	 total	 que	 se	 entrega	 a	 las	 asociaciones	 de
consumidores	 de	 las	 multas	 administrativas	 impuestas	 en	 los
procedimientos	promovidos	por	éstas,	son	las	siguientes:
a.	 Puede	 ser	 utilizado	 para	 solventar	 los	 gastos	 relativos	 a	 las	 acciones
propias	de	información	y	representación	de	los	consumidores	y	usuarios.
b.	 Puede	 ser	 utilizado	 para	 solventar	 gastos	 corrientes.	 No	 puede
destinarse	más	del	treinta	por	ciento	(30%)	de	la	suma	percibida	en	pago	de
sueldos	y	salarios.
c.	 El	 convenio	 de	 cooperación	 institucional	 al	 que	 hace	 referencia	 el
numeral	 156.1	 del	 artículo	 156	 del	 Código	 de	 Protección	 y	 Defensa	 del
Consumidor	 establecerá	 con	 precisión	 el	 uso	 que	 la	 asociación	 de
consumidores	dará	al	monto	no	mayor	del	cinco	(5%)	del	porcentaje	que	se
acuerde	entregarle.
Para	tal	efecto	la	resolución	del	Consejo	Directivo	del	Indecopi	al	que	hace
referencia	 el	 numeral	 156.4	 del	 artículo	 156	 del	 Código	 de	 Protección	 y
Defensa	 del	 Consumidor	 deberá	 contemplar	 entre	 los	 requisitos	 para	 la
celebración	de	 los	convenios,	 la	documentación	que	sustente	el	uso	que	 la
asociación	 de	 consumidores	 dará	 al	 monto	 no	 mayor	 del	 cinco	 (5%)	 del
porcentaje	que	se	acuerde	entregarle.
Regl.	sobre	Condiciones	del	Destino	del	Monto	para	Funcionamiento	de	Asociaciones.
ART.	3°.—Supervisión	del	destino	de	los	recursos.
3.1.	Para	efectos	de	la	supervisión	a	que	alude	el	numeral	156.3	del	artículo
156	del	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor,	las	asociaciones	de
consumidores	 deberán	 remitir	 con	 la	 periodicidad	 que	 la	 Contraloría
General	 de	 la	 República	 establezca,	 con	 copia	 al	 Indecopi,	 el	 sustento
documentado	del	uso	de	los	recursos	que	se	les	hubiere	entregado	en	virtud
de	lo	dispuesto	por	dicho	artículo.
3.2.	 Una	 vez	 determinado	 por	 la	 Contraloría	 General	 de	 la	 República	 el
incumplimiento	 de	 las	 asociaciones	 de	 consumidores	 de	 la	 obligación	 de
destinar	 los	 fondos	públicos	 entregados	por	 concepto	de	multas	 para	 una
finalidad	distinta	a	la	asignada,	conforme	a	las	condiciones	establecidas	en
el	Código	de	Protección	y	Defensa	del	Consumidor,	el	presente	reglamento	y
el	 convenio	 suscrito,	 da	 lugar	 al	 inicio	 del	 procedimiento	 sancionador
respectivo	 y	 la	 sanción	 se	 aplicará	 sin	 perjuicio	 de	 las	 consecuencias
derivadas	de	la	acción	de	control	correspondiente.
3.3.	El	 Indecopi,	en	caso	de	advertir	alguna	 irregularidad	en	el	uso	de	 los
fondos	 públicos,	 deberá	 remitir	 la	 información	 y	 documentación
correspondiente	a	la	Contraloría	General	de	la	República	para	el	ejercicio	de
la	acción	de	control	respectiva.
Ley	29571.
ART.	157.—Criterios	para	la	graduación	del	porcentaje	entregable	de
la	multa	impuesta.	Al	momento	de	determinar	el	porcentaje	de	las	multas
administrativas	 entregable	 a	 las	 asociaciones	 de	 consumidores	 en	 los
procedimientos	 promovidos	 por	 estas,	 la	 autoridad	 competente	 debe
evaluar,	como	mínimo,	los	siguientes	criterios:
a.	Labor	de	 investigación	desarrollada	por	 la	asociación	de	consumidores
de	forma	previa	a	la	presentación	de	la	denuncia.
b.	 Participación	 de	 la	 asociación	 de	 consumidores	 durante	 el
procedimiento	iniciado.
c.	 Trascendencia	 en	 el	 mercado	 de	 la	 presunta	 conducta	 infractora
denunciada,	impacto	económico	de	la	misma	y	perjuicios	causados	en	forma
previa	 o	 que	puedan	 ser	 causados	de	 forma	potencial	 a	 los	 consumidores
con	relación	a	la	misma.
d.	Otros	que	se	determinen	en	el	análisis	específico	de	cada	procedimiento.
Ley	29571.
ART.	 158.—Responsabilidad	 de	 la	 asociación	 y	 sus	 representantes
legales.	En	caso	de	producirse	daño	al	proveedor	por	denuncia	maliciosa,
son	responsables	solidarios	del	daño	causado	tanto	 la	asociación	como	los
representantes	legales	de	esta	que	participaron	con	dolo	en	el	planeamiento
o	realización	de	la	denuncia.
En	caso	de	producirse	daño	a	 los	consumidores	por	el	mal	accionar	de	 la
asociación,	son	responsables	tanto	la	asociación	como	los	representantes	de
esta	que	participaron	con	dolo	o	culpa	en	ello,	de	acuerdo	con	 las	normas
del	Código	Civil.
RESOLUCIÓN	 INDECOPI.—Denuncia	 declarada	 improcedente	 no
significa,	 per	 se,	 una	 denuncia	maliciosa.	 “(...)	 La	 sanción	 por	 denuncia
maliciosa	constituye	una	medida	que	se	adopta	contra	los	denunciantes	que,
a	 sabiendas	 de	 la	 falsedad	 de	 la	 imputación	 o	 de	 la	 ausencia	 de	 motivo
razonable,	 denuncian	 la	 comisión	 de	 una	 infracción	 administrativa
sancionable	por	los	órganos	resolutivos	del	Indecopi	(...).	Esta	medida	tiene
la	finalidad	de	desincentivar	la	interposición	de	las	denominadas	‘denuncias
temerarias’,	 que	 son	 aquellas	 carentes	 de	 todo	 sustento	 de	 hecho	 y	 de
derecho,	 que	 por	 la	 ostensible	 falta	 de	 rigor	 en	 su	 fundamentación
evidencian	la	intención	del	denunciante	de	perjudicar	al	denunciado.
(...)	 la	denuncia	presentada	por	un	administrado	sea	declarada	 infundada
no	 implica	 necesariamente	 que	 la	 misma	 haya	 sido	 maliciosa.	 En	 efecto,
deberá	probarse	la	mala	fe	al	iniciar	un	procedimiento,	pues	de	lo	contrario
se	correría	el	 riesgo	de	atentar	 contra	su	 legítimo	derecho	de	acudir	a	 los
órganos	administrativos	encargados	de	resolver	el	conflicto.
(...)	la	condición	para	aplicar	una	sanción	por	denuncia	maliciosa	es	que	se
acredite	que	el	denunciante	recurrió	a	la	autoridad	a	pesar	de	que	conocía
con	certeza	que	su	petición	no	podía	ser	amparada.
47.	 Algunos	 criterios	 que	 podrían	 evidenciar	 este	 ejercicio	 desviado	 del
derecho	 de	 petición	 serían	 corroborar,	 por	 ejemplo,	 que	 el	 denunciante
hubiera	 interpuesto	múltiples	 denuncias	 administrativas	 –paralelamente–
evidentemente	 infundadas,	 lo	 que	 demostraría	 una	 estrategia	 procesal
dirigida	a	perjudicar	al	denunciado	con	los	costos	del	procedimiento;	o	que
se	 reitere	 ante	 la	 autoridad	 de	 competencia	 denuncias	 basadas	 en
argumentos	que	han	sido	desestimados	en	casos	anteriores	iniciados	por	el
mismo	administrado,	entre	otros	supuestos.”	(Indecopi,	R.	1832-2010/SC1-
Indecopi,	oct.	10/2010.	Pres.	Avendaño	Valdez)
Ley	29571.
ART.	159.—Aplicación	supletoria	para	los	servicios	públicos.	Las	reglas
incluidas	 en	 el	 presente	 capítulo	 se	 aplican,	 de	 manera	 supletoria,	 a	 las
disposiciones	de	los	organismos	reguladores	de	los	servicios	públicos.
CAPÍTULO	IV
CALIDAD	Y	NORMALIZACIÓN	EN	LA	PRODUCCIÓN	DE
PRODUCTOS	Y	SERVICIOS
Ley	29571.
ART.	 160.—Promoción	 de	 normas	 técnicas	 peruanas.	 El	 Estado
promueve	 la	 calidad	 de	 los	 productos	 y	 servicios	 fomentando	 la
estandarización	a	través	de	las	Normas	Técnicas	Peruanas.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
Ley	29571.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Implementación	 y
ejecución	 del	 Sistema	 Nacional	 Integrado	 de	 Protección	 del
Consumidor	y	del	Sistema	de	Arbitraje	de	Consumo.	La	implementación
y	la	ejecución	del	Sistema	Nacional	Integrado	de	Protección	del	Consumidor
y	 del	 Sistema	 de	 Arbitraje	 de	 Consumo	 se	 sujetan	 al	 presupuesto
institucional	 de	 las	 entidades	 involucradas	 sin	 demandar	 recursos
adicionales	al	Tesoro	Público.
Ley	29571.
Segunda	Disposición	 Complementaria	 Final.—Competencia	 en	 servicios
de	administración	de	fondos	de	pensiones.	De	acuerdo	con	lo	establecido
en	 su	 ley	 y	 las	 normas	 reglamentarias	 que	 emita	 sobre	 el	 particular,	 la
Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras	Privadas	de	Fondos
de	 Pensiones	 resuelve	 en	 forma	 exclusiva	 las	 controversias	 de	 los
consumidores	 afiliados	 a	 una	 administradora	 privada	 de	 fondos	 de
pensiones	o	empresa	de	seguros	en	productos	o	mercados	relacionados	al
Sistema	 Privado	 de	 Pensiones	 y	 vinculadas	 a	 los	 temas	 detallados	 en	 los
títulos	 IV,	 V	 y	 VII	 del	 Compendio	 de	 Normas	 de	 Superintendencia
Reglamentarias	 del	 Sistema	 Privado	 de	 Administración	 de	 Fondos	 de
Pensiones	y	normas	complementarias,	que	puedan	constituir	infracciones	a
las	 disposiciones	 del	 presente	 código	 o	 a	 las	 normas	 complementarias	 en
materia	de	protección	al	consumidor.
A	dichos	efectos,	la	Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras
Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 puede	 imponer	 medidas	 cautelares	 y
disponer	 la	 aplicación	 de	 las	 medidas	 correctivas	 reparadoras	 y
complementarias	detalladas	en	el	presente	código.
El	Indecopi	es	competente	para	conocer	los	demás	casos	de	controversias
de	 los	 consumidores	 afiliados	 a	 una	 administradora	privada	de	 fondos	de
pensiones	o	empresa	de	seguros	en	productos	o	mercados	relacionados	al
Sistema	 Privado	 de	 Pensiones	 que	 puedan	 constituir	 infracciones	 a	 las
disposiciones	 del	 presente	 código	 o	 a	 las	 normas	 complementarias	 en
materia	de	protección	al	consumidor,	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	capítulo
III	 del	 título	 V.	 Para	 estos	 efectos,	 en	 los	 procedimientos	 administrativos
sancionadores	 iniciados	ante	el	 Indecopi,	para	cuya	resolución	se	requiera
interpretar	 los	 alcances	 de	 las	 normas	 que	 rigen	 el	 Sistema	 Privado	 de
Pensiones	o	pronunciarse	sobre	materias	que	versan	sobre	la	operatividad
del	 Sistema	 Privado	 de	 Pensiones,	 el	 órgano	 funcional	 competente	 del
Indecopi	a	cargo	del	procedimiento	en	primera	instancia	debe	contar	con	la
opinión	escrita	de	la	Superintendencia	de	Banca,	Seguros	y	Administradoras
Privadas	de	Fondos	de	Pensiones	antes	de	emitir	su	decisión	final.
Ley	29571.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—Reglamentación	posterior.
En	el	plazo	de	ciento	ochenta	(180)	días	calendario	contados	a	partir	de	la
entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 Ley,	 el	 Poder	 Ejecutivo	 expide	 las
disposiciones	reglamentarias	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	37;	del	Sistema
de	Arbitraje	de	Consumo	creado	en	los	artículos	del	137	al	144;	del	Registro
de	Infracciones	y	Sanciones	establecido	en	el	artículo	119;	del	fondo	para	el
financiamiento	y	 la	difusión	de	 los	derechos	de	 los	consumidores	a	que	se
refieren	los	párrafos	131.5	y	131.6	del	artículo	131;	de	la	reglamentación	de
los	procedimientos	judiciales	por	intereses	colectivos	de	los	consumidores	a
que	se	refiere	el	párrafo	131.8	del	referido	artículo;	del	artículo	150	sobre	el
libro	de	reclamaciones;	y	de	 las	condiciones	del	destino	del	monto	para	el
funcionamiento	 de	 las	 asociaciones	 de	 consumidores	 a	 que	 se	 refiere	 el
párrafo	156.2	del	artículo	156.
Ley	29571.
Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Vigencia	 del	 código.	 El
presente	código	entra	en	vigencia	a	los	treinta	(30)	días	calendario	contados
a	partir	del	día	siguiente	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,
con	excepción	de	lo	señalado	en	los	párrafos	siguientes.
Los	 artículos	 36	 y	 37	 entran	 en	 vigencia	 a	 los	 ciento	 ochenta	 (180)	 días
calendario	contados	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia	del	presente	código.
El	 subcapítulo	 III	 del	 capítulo	 III	 del	 título	 V	 sobre	 el	 procedimiento
sumarísimo	en	materia	de	protección	al	consumidor	entra	en	vigencia	a	los
sesenta	(60)	días	calendario	contados	a	partir	de	la	entrada	en	vigencia	del
presente	 código,	 y	 es	 de	 aplicación	 a	 los	 procedimientos	 que	 se	 inicien	 a
partir	de	dicha	fecha.
Ley	29571.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Acciones	 necesarias	 para
garantizar	 la	 protección	 de	 los	 derechos	 del	 consumidor	 a	 nivel
nacional.	A	efectos	de	adecuar	la	estructura	organizativa	del	Indecopi	para
ejecutar	 las	 acciones	 requeridas	 para	 fortalecer	 la	 protección	 del
consumidor,	a	nivel	nacional,	en	cumplimiento	de	las	normas	dispuestas	por
este	 código,	 facúltase	 al	 Indecopi	 a	 ejecutar	 las	 acciones	 de	 personal	 y	 la
contratación	de	bienes	y	servicios	que	resulten	necesarias,	quedando	para
ello	exceptuado	de	las	normas	sobre	medidas	de	austeridad,	racionalidad	y
disciplina	 en	 el	 gasto	 público	 contenidas	 en	 la	 Ley	 Núm.	 29465,	 Ley	 de
Presupuesto	 del	 Sector	 Público	 para	 el	 Año	 Fiscal	 2010,	 así	 como	 de	 las
limitaciones	 establecidas	 en	 la	 Ley	 Núm.	 28411,	 Ley	 General	 del	 Sistema
Nacional	de	Presupuesto.
Para	los	mismos	efectos,	facúltase	al	Indecopi	a	ejecutar	la	contratación	de
bienes	 y	 servicios	 necesarios,	 así	 como	 a	 realizar	 las	 inversiones
correspondientes,	 para	 viabilizar	 la	 adecuación	 prevista	 en	 el	 párrafo
anterior,	quedando	exceptuado	de	 las	 limitaciones	previstas	en	el	Decreto
de	Urgencia	Núm.	037-2010,	que	establece	medidas	en	materia	económica	y
financiera	en	los	pliegos	del	Gobierno	Nacional	para	el	cumplimiento	de	las
metas	fiscales	del	año	fiscal	2010.
Las	 acciones	 que	 se	 realicen	 al	 amparo	 de	 la	 presente	 disposición	 no
generan,	 en	 ningún	 caso,	 egresos	 al	 Tesoro	 Público,	 debiendo	 financiarse
con	cargo	a	recursos	directamente	recaudados.	El	Indecopi	queda	obligado
a	informar	trimestralmente	a	la	Comisión	de	Presupuesto	y	Cuenta	General
de	la	República	del	Congreso	de	la	República	y	a	la	Contraloría	General	de	la
República	 acerca	 de	 las	 acciones	 ejecutadas	 en	 el	 marco	 de	 la	 presente
disposición.
La	presente	disposición	entra	en	vigencia	el	día	siguiente	de	la	publicación
del	presente	código	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	TRANSITORIA
Ley	29571.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Procedimientos	 en
trámite.	 Las	 infracciones	 y	 los	 procedimientos	 administrativos	 iniciados
antes	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 del	 presente	 código,	 se	 rigen	 por	 la
normativa	anterior	hasta	su	conclusión.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
DEROGATORIAS
Ley	29571.
Primera	Disposición	Complementaria	Derogatoria.—Derogación	expresa.
Quedan	derogadas	expresamente	a	partir	de	la	vigencia	de	la	presente	Ley
las	siguientes	normas:
-	Decreto	Legislativo	Núm.	716,	Sobre	Protección	al	Consumidor.
-	 Ley	 Núm.	 27311,	 Ley	 de	 Fortalecimiento	 del	 Sistema	 de	 Protección	 al
Consumidor.
-	 Octava	 Disposición	 Complementaria	 Final	 del	 Decreto	 Legislativo	 Núm.
1044,	Ley	de	Represión	de	la	Competencia	Desleal.
-	 Decreto	 Legislativo	 Núm.	 1045,	 Ley	 Complementaria	 del	 Sistema	 de
Protección	al	Consumidor.
-	Decreto	Supremo	Núm.	039-2000-ITINCI,	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley
de	Protección	al	Consumidor.
-	Decreto	Supremo	Núm.	006-2009-PCM,	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley
del	Sistema	de	Protección	al	Consumidor.
-	Ley	Núm.	27917,	Ley	que	Modifica	y	Precisa	los	Alcances	del	artículo	42
del	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	de	Protección	al	Consumidor,	aprobado
por	Decreto	Supremo	Núm.	039-2000-ITINCI.
-	 Ley	 Núm.	 28300,	 Ley	 que	 Modifica	 el	 artículo	 7°-A	 del	 Texto	 Único
Ordenado	 del	 Decreto	 Legislativo	 Núm.	 716,	 Ley	 de	 Protección	 al
Consumidor.
-	 Ley	 Núm.	 27846,	 Ley	 que	 Precisa	 Alcances	 del	 artículo	 40	 del	 Decreto
Supremo	 Núm.	 039-2000-ITINCI,	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de
Protección	al	Consumidor.
-	 Decreto	 Supremo	 Núm.	 077-2010-PCM,	 que	 dispone	 la	 obligación	 de
contar	 con	 un	 libro	 de	 reclamaciones	 en	 los	 establecimientos	 abiertos	 al
público	que	provean	bienes	y	servicios	a	los	consumidores	finales.
Toda	 referencia	 al	 Decreto	 Legislativo	 Núm.	 716	 o	 al	 Decreto	 Supremo
Núm.	006-2009-PCM	se	entenderá	efectuada	al	presente	código	a	partir	de
su	entrada	en	vigencia.
Ley	29571.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Derogatoria.—Derogación
genérica.	 Deróganse	 todas	 las	 disposiciones	 legales	 o	 administrativas,	 de
igual	 o	 inferior	 rango,	 que	 se	 opongan	 o	 contradigan	 lo	 dispuesto	 en	 el
presente	código.
	NOVENA	PARTE
SUPLEMENTOS
RÉGIMEN	DEL	ARRENDAMIENTO
FINANCIERO
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
D.	Leg.	299.
ART.	1°.—Considérese	arrendamiento	financiero,	el	contrato	mercantil	que
tiene	por	objeto	la	locación	de	bienes	muebles	o	inmuebles	por	una	empresa
locadora	 para	 el	 uso	 por	 la	 arrendataria,	 mediante	 pago	 de	 cuotas
periódicas	y	con	opción	a	favor	de	la	arrendataria	de	comprar	dichos	bienes
por	un	valor	pactado.
D.	Leg.	299.
Primera	Disposición	Transitoria.—El	régimen	legal	previsto	en	el	Capítulo	I
del	 presente	 decreto	 legislativo	 rige	 para	 los	 contratos	 de	 arrendamiento
financiero	celebrados	con	anterioridad	a	su	vigencia.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	32.—Lo	establecido	en	la	Primera	Disposición	Transitoria	del	Decreto
Legislativo	 N°	 299	 no	 es	 de	 aplicación	 a	 los	 contratos	 de	 arrendamiento
financiero	celebrados	por	el	sector	público	nacional	y	las	empresas	a	que	se
refiere	el	artículo	6°	del	Decreto	Legislativo	N°	216,	con	anterioridad	al	30
de	julio	de	1984.
NOTA:	El	D.	Leg.	216	fue	derogado	por	la	Sexta	Disposición	Final	de	la	Ley	24948,	publicada	en	el
Diario	Oficial	El	Peruano	el	04	de	diciembre	del	1988.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	37.—Conforme	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	1677	del	Código	Civil,	los
contratos	de	arrendamiento	financiero	se	rigen	por	el	Decreto	Legislativo	N
°	 299,	 el	 presente	 decreto	 supremo	 y	 supletoriamente	 por	 las	 normas
contenidas	en	el	Título	VI	del	Libro	VII	y	los	artículos	del	1419	al	1425	del
indicado	Código	Civil.
C.	C.
ART.	1419.—Por	el	contrato	de	opción,	una	de	las	partes	queda	vinculada	a
su	declaración	de	celebrar	en	el	futuro	un	contrato	definitivo	y	la	otra	tiene
el	derecho	exclusivo	de	celebrarlo	o	no.
C.	C.
ART.	 1420.—Es	 válido	 el	 pacto	 en	 virtud	 del	 cual	 el	 contrato	 de	 opción
recíproca	puede	ser	ejercitado	indistintamente	por	cualquiera	de	las	partes.
C.	C.
ART.	1421.—Es	 igualmente	válido	el	pacto	conforme	al	cual	el	optante	se
reserva	 el	 derecho	 de	 designar	 la	 persona	 con	 la	 que	 se	 establecerá	 el
vínculo	definitivo.
C.	C.
ART.	 1422.—El	 contrato	 de	 opción	 debe	 contener	 todos	 los	 elementos	 y
condiciones	del	contrato	definitivo.
C.	C.
ART.	1423.—Modificado.	Ley	27420,	Art.	Único.	El	plazo	del	contrato	de
opción	debe	ser	determinado	o	determinable.	Si	no	se	estableciera	el	plazo,
éste	será	de	un	año.
C.	C.
ART.	1424.—Al	vencimiento	de	la	opción,	las	partes	pueden	renovarla	por
un	 plazo	 no	 mayor	 al	 máximo	 señalado	 en	 el	 artículo	 1423	 y	 así
sucesivamente.
C.	C.
ART.	1425.—Los	contratos	preparatorios	son	nulos	si	no	se	celebran	en	la
misma	forma	que	la	ley	prescribe	para	el	contrato	definitivo	bajo	sanción	de
nulidad.
C.	C.
ART.	 1677.—El	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero	 se	 rige	 por	 su
legislación	especial	y,	supletoriamente,	por	el	presente	título	y	los	artículos	,
en	cuanto	sean	aplicables.
D.	Leg.	299.
ART.	 2°.—Cuando	 la	 locadora	 esté	 domiciliada	 en	 el	 país	 deberá
necesariamente	 ser	 una	 empresa	 bancaria,	 financiera	 o	 cualquier	 otra
empresa	 autorizada	 por	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 para
operar	de	acuerdo	a	ley.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	1°.—Las	empresas	domiciliadas	en	el	país	distintas	de	 las	empresas
bancarias	 y	 financieras,	 que	 soliciten	 autorización	 para	 efectuar
operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero	 deberán	 constituirse	 como
sociedades	 anónimas	 con	 arreglo	 a	 las	 disposiciones	 legales	 y
reglamentarias	 que	 rijan	 a	 tales	 sociedades	 y	 a	 las	 normas	 especiales
establecidas	en	el	presente	decreto	supremo.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	2°.—Los	organizadores	de	las	empresas	domiciliadas	en	el	país	cuyo
objeto	 social	 sea	 el	 de	 realizar	 operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero
tendrán	necesariamente	la	condición	de	socios	fundadores.
La	 solicitud	 de	 organización	 que	 presenten	 los	 fundadores	 a	 la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 deberá	 estar	 acompañada	 de	 la
siguiente	documentación:
El	 nombre,	 nacionalidad,	 estado	 civil,	 ocupación	 y	 domicilio	 de	 los
accionistas,	si	éstos	 fueran	personas	naturales;	el	nombre,	el	objeto	social,
domicilio,	 datos	 de	 inscripción	 en	 los	Registros	 Públicos	 y	 nombre	de	 sus
representantes,	si	fueran	personas	jurídicas;
La	razón	social	de	la	empresa	y	el	lugar	de	su	sede	social	y	las	localidades
donde	ejercerá	sus	actividades;
El	capital	que	operará,	el	mismo	que	no	podrá	ser	menor	al	mínimo	legal
exigido;
Constancia	de	haber	depositado	en	el	Banco	de	la	Nación	a	 la	orden	de	la
Superintendencia	de	Banca	y	seguros	dinero	en	efectivo	o	valores	emitidos
por	 el	 Estado	 por	 un	 monto	 no	 menor	 del	 10%	 del	 capital	 mínimo	 legal
exigido	a	la	fecha	del	depósito.	Dicho	depósito	podrá	ser	retirado	a	la	vista
de	la	autorización	o	denegación	que	formule	la	Superintendencia	de	Banca	y
Seguros;
Un	estudio	de	factibilidad	que	justifique	la	capacidad	técnico-económica	y
financiera	 para	 el	 funcionamiento	 de	 la	 empresa,	 de	 acuerdo	 con	 los
términos	 de	 referencia	 que	 establezca	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y
Seguros;
Minuta	 de	 constitución	 social	 que	 deberá	 contener	 el	 estatuto	 de	 la
empresa	cuyo	objeto	exclusivo	será	efectuar	operaciones	de	arrendamiento
financiero,	 pudiendo	 desarrollar	 todas	 aquellas	 actividades	 vinculadas	 al
objeto	social	que	permitan	los	dispositivos	legales	vigentes;
La	designación	de	un	 representante	 ante	 la	 Superintendencia	de	Banca	y
Seguros,	 encargado	 de	 coordinar	 las	 acciones	 conducentes	 a	 obtener	 la
autorización	solicitada;	y,
Cualquier	 otra	 información	 o	 documentación	 adicional	 que	 a	 juicio	 de	 la
Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 resulte	 necesaria,	 y	 en	 especial
aquella	 que	 demuestre	 la	 solvencia	 moral,	 económica	 y	 capacidad
empresarial	de	los	accionistas,	directores,	gerentes	y	funcionarios.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	3°.—No	podrá	ser	socio	de	una	empresa	de	arrendamiento	financiero,
quien	hubiera	sido	condenado	por	delito	contra	el	patrimonio,	la	fe	pública,
delitos	 económicos	 o	 los	 denominados	 delitos	 tributarios	 o	 haya	 sido
declarado	en	quiebra.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 4°.—Presentada	 la	 solicitud	 de	 organización,	 con	 los	 documentos	 e
información	 requeridos	 en	 el	 artículo	 2°,	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y
Seguros	 ordenará	 la	 publicación	 de	 un	 aviso	 haciendo	 saber	 el	 hecho	 e
invitando	 a	 toda	 persona	 interesada	 para	 que	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de
treinta	 (30)	 días	 formule	 cualquier	 observación	 al	 establecimiento	 de	 la
empresa	de	arrendamiento	financiero.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	5°.—La	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros,	luego	de	cumplidos	los
trámites	de	ley,	y	previa	opinión	favorable	del	Banco	Central	de	Reserva	del
Perú,	requerirá	el	pago	del	capital	el	mismo	que	deberá	efectuarse	mediante
aportes	 en	 efectivo,	 procediendo	 luego	 a	 expedir	 resolución	 de	 inicio	 de
operaciones.	 Los	 organizadores	 procederán	 entonces	 a	 otorgar	 la
correspondiente	 escritura	 en	 los	 Registro	 Públicos	 respectivos,	 con
inclusión	de	la	citada	resolución	de	inicio	de	operaciones.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 6°.—La	 empresa	 de	 arrendamiento	 financiero	 deberá	 abonar	 a	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	por	concepto	de	inscripción	una	suma
no	 reembolsable	 que	 será	 fijada	 por	 dicha	 institución.	 Hecho	 el	 pago,	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	inscribirá	a	la	empresa	en	el	registro
que	para	tal	efecto	abrirá.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 7°.—Los	 accionistas,	 directores	 y	 funcionarios	 de	 las	 empresas	 de
arrendamiento	 financiero	no	podrá	participar	bajo	ninguna	 forma	en	otra
empresa	de	igual	naturaleza.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	8°.—Las	empresas	de	arrendamiento	financiero	podrán	inscribir	sus
acciones	en	la	Bolsa	de	Valores.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	9°.—Las	letras	y	demás	títulos	de	crédito	que	emitan,	giren,	acepten	o
avalen	las	empresas	de	arrendamiento	financiero	podrán	negociarse,	sin	el
requisito	de	autorización	previa,	en	 la	Mesa	de	Negociación	de	 la	Bolsa	de
Valores.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 10.—Para	 solicitar	 la	 cancelación	 de	 la	 autorización	 de
funcionamiento	será	necesario	el	acuerdo	de	la	junta	general	de	accionistas
convocada	especialmente	para	tal	efecto.
La	 convocatoria	 será	 puesta	 en	 conocimiento	 de	 la	 Superintendencia	 de
Banca	 y	 Seguros	 el	mismo	 día	 de	 la	 publicación,	 que	 se	 hará	 en	 el	 diario
oficial	y	en	uno	de	mayor	circulación	de	su	sede	social.
De	acordarse	solicitar	la	cancelación	de	la	autorización	de	funcionamiento
deberá	presentar	una	solicitud	que	contenga:
a.-	 Copia	 autenticada	 notarialmente	 del	 acta	 de	 sesión	 que	 acordó	 el
pedido;	y,	una	exposición	de	las	razones	que	sustenten	la	solicitud.
b.-	 De	 celebrarse	 la	 junta	 y	 no	 acordarse	 la	 cancelación	 a	 que	 alude	 el
párrafo	anterior,	la	empresa	deberá	poner	estos	hechos	en	conocimiento	de
la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 11.—Las	 empresas	 de	 arrendamiento	 financiero	 domiciliadas	 en	 el
país	preparan	su	información	financiera	de	conformidad	con	las	normas	que
establezca	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 12.—Toda	 variación	 en	 la	 composición	 del	 accionariado,	 del
directorio	 y	 la	 gerencia	 de	 la	 empresa	 deberá	 ser	 comunicada	 a	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 13.—Las	 empresas	 de	 arrendamiento	 financiero	 deberán
proporcionar	 a	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros	 cualquier
información	y	documentación	de	carácter	legal,	económico	o	financiero	que
ésta	les	requiera.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 14.—Las	 empresas	 domiciliadas	 autorizadas	 a	 efectuar	 operaciones
de	arrendamiento	financiero	están	sujetas	al	control	de	la	Superintendencia
de	Banca	y	Seguros,	siéndoles	de	aplicación	las	disposiciones	que	contiene
el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 197,	 “Ley	 Orgánica	 de	 la	 Superintendencia	 de
Banca	y	Seguros”.
Así	mismo,	las	operaciones	que	realicen	dichas	empresas	podrán	ser	objeto
de	 regulación	 por	 el	 Banco	 Central	 de	 Reserva	 del	 Perú	 en	 función	 de	 la
política	monetaria	y	crediticia.
EMPRESAS	DE	ARRENDAMIENTO	FINANCIERO	NO	DOMICILIADAS	EN	EL
PAÍS
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	15.—Las	empresas	de	arrendamiento	financiero	no	domiciliados	en	el
país	 que	 deseen	 realizar	 operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero	 en	 el
mercado	interno,	deberán	ser	registradas	en	la	Superintendencia	de	Banca	y
Seguros.	Para	el	efecto,	le	presentarán	una	solicitud	de	registro	acompañada
de	la	documentación	siguiente:
a)	Estatuto	de	constitución	social	y	permiso	de	autoridad	local	competente
para	realizar	operaciones	en	el	exterior.
b)	 Memorias	 de	 los	 últimos	 tres	 ejercicios	 económicos,	 conteniendo	 el
dictamen	 de	 los	 auditores	 externos	 sobre	 los	 correspondientes	 estados
financieros;	y,
c)	Designación	de	un	representante.
La	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 de	 considerar	 procedente	 la
solicitud,	 y	 previo	 pago	 de	 los	 derechos	 a	 que	 alude	 el	 artículo	 6°	 la
inscribirá	en	un	registro	que	llevará	para	este	tipo	de	empresas,	otorgando
la	 constancia	 de	 operación	 correspondiente.	 Dicha	 constancia	 faculta	 a
realizar	operaciones	previo	cumplimiento	de	los	requerimientos	sectoriales
correspondientes.	 Asimismo,	 deberán	 presentar	 a	 la	 Superintendencia	 de
Banca	y	Seguros,	dentro	de	los	30	días	de	vencido	cada	semestre	calendario
un	informe	de	las	operaciones	efectuadas	en	el	mercado	interno.
Estas	empresas	podrán	ser	eliminadas	del	Registro	de	la	Superintendencia
de	Banca	y	Seguros,	para	nuevas	operaciones,	cuando	sus	actividades	en	el
país	no	se	sujetan	a	las	disposiciones	legales	vigentes.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	16.—Las	empresas	de	arrendamiento	financiero	no	domiciliadas	en	el
país	no	podrán	tener	acceso	al	crédito	del	sistema	financiero	nacional,	salvo
el	caso	de	avales,	cartas	 fianza	y	otras	garantías	contragarantizados	por	el
banco	del	exterior	de	primera	categoría.
EMPRESAS	BANCARIAS	Y	FINANCIERAS
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 17.—Las	 empresas	 bancarias	 y	 financieras	 que	 acuerden	 efectuar
operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero,	 deberán	 previamente	 solicitar
autorización	 a	 la	 Superintendencias	 de	 Banca	 y	 Seguros.	 A	 tal	 efecto
acompañarán	a	la	solicitud	correspondiente	a	la	siguiente	información:
a)	 Copia	 del	 acta	 de	 junta	 de	 accionistas,	 legalizada	 notarialmente,	 que
contenga	el	acuerdo	de	realizar	operaciones	de	arrendamiento	financiero;
b)	 Minuta	 de	 modificación	 del	 estatuto	 que	 incluya	 de	 manera	 expresa
dentro	 de	 las	 operaciones	 que	 se	 encuentran	 facultadas	 a	 realizar	 las	 de
arrendamiento	financiero;
c)	 Manual	 de	 organización	 y	 funciones	 del	 departamento	 o	 unidad
responsable	 de	 las	 operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero.	 Manual	 de
procedimientos	y	controles	internos	previstos	para	estas	operaciones.
d)	Políticas	a	seguir	en	operaciones	de	arrendamiento	financiero;
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	18.—Los	bancos	estatales	de	fomento	podrán	efectuar	operaciones	de
arrendamiento	 financiero	 dentro	 del	 ámbito	 que	 corresponde	 a	 su
respectivo	 sector.	 Los	 bancos	 estatales	 que	 acuerden	 realizar	 dichas
operaciones,	deberán	comunicar	tal	hecho	a	la	Superintendencia	de	Banca	y
Seguros	 acompañando	 a	 la	 solicitud	 correspondiente,	 además	 de	 los
requisitos	señalados	en	los	incisos	c),	d)	y	e)	del	artículo	precedente,	copia
notarialmente	 certificada	 del	 acta	 de	 sesión	 de	 directorio	 en	 la	 cual	 se
aprueba	la	realización	de	las	operaciones	de	arrendamiento	financiero;	sin
cuyos	 requisitos	 no	 podrán	 dar	 inicio	 a	 la	 realización	 de	 las	 indicadas
operaciones.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 19.—Las	 empresas	 financieras	 que	 acuerden	 continuar	 realizando
operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero	 deberán	 previamente	 solicitar
autorización	 a	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y	 Seguros,	 debiendo
acompañar	 a	 la	 solicitud	 correspondiente,	 los	 requisitos	 señalados	 en	 los
incisos	a),	b),	c),	d)	y	e)	del	artículo	17	del	presente	decreto	legislativo.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	20.—Las	operaciones	de	arrendamiento	financiero	celebradas	por	las
empresas	financieras	con	anterioridad	a	la	vigencia	del	Decreto	Legislativo
N°	299,	se	rigen	en	todo	aquello	que	no	esté	expresamente	convenido	en	los
respectivos	contratos,	por	el	Capítulo	I	del	citado	decreto	legislativo.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 21.—El	 trámite	 para	 la	 autorización	 de	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	de	las	empresas	bancarias	y	financieras	a	que	se
refiere	el	presente	capítulo,	se	sujetará	a	las	disposiciones	contenidas	en	la
Ley	de	Bancos	y	demás	disposiciones	pertinentes.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 35.—Las	 empresas	 bancarias	 y	 financieras	 autorizadas	 de
conformidad	 con	 el	 presente	 decreto	 supremo	 a	 realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	 financiero,	 se	 encuentran	 facultadas	 a	 adquirir	 bienes
muebles	 e	 inmuebles	 destinados	 a	 los	 contratos	 de	 arrendamiento
financiero	que	celebra.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 36.—Los	 inmuebles	 adquiridos	 por	 las	 empresas	 financieras	 para
operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero	 con	 contrato	 vigente,	 no	 serán
considerados	 como	 inversiones	 en	 inmuebles	 para	 el	 cálculo	 a	 que	 hace
referencia	el	artículo	19	del	Decreto	Ley	N°	18957	sustituido	por	el	artículo
7°	del	Decreto	Ley	N°	22738.
NOTA:	La	Ley	22738,	que	sustituía	el	artículo	19	del	Decreto	Ley	18957,	fue	derogado	por	el	Decreto
Legislativo	Nº	770,	publicado	el	30	de	octubre	del	1993,	que	a	su	vez	fue	derogado	por	la	Vigésimo
Segunda	Disposición	Final	y	Complementaria	de	la	Ley	26702,	publicada	el	9	de	diciembre	de	1996.
VIGENCIA	DEL	CONTRATO
D.	Leg.	299.
ART.	3°.—Las	obligaciones	y	derechos	de	la	locadora	y	de	la	arrendataria,	y
por	lo	tanto	la	vigencia	del	contrato,	se	inician	desde	el	momento	en	que	la
locadora	 efectúe	 el	 desembolso	 total	 o	 parcial	 para	 la	 adquisición	 de	 los
bienes	 especificados	 por	 la	 arrendataria	 o	 a	 partir	 de	 la	 entrega	 total	 o
parcial	de	dichos	bienes	a	la	arrendataria,	lo	que	ocurra	primero.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 22.—La	 vigencia	 del	 contrato	de	 arrendamiento	 financiero	 se	 inicia
en	la	fecha	que	ha	sido	contractualmente	convenida	por	las	partes	dentro	de
las	 posibilidades	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 3°	 del	 Decreto	 Legislativo	N°
299.
JURISPRUDENCIA.—El	 leasing	 rige	 desde	 el	 momento	 en	 el	 que	 la
locadora	realiza	el	desembolso	total	o	parcial	para	la	adquisición	de	los
bienes.	“(...),	 se	debe	 tener	presente	que	el	 contrato	de	 leasing	materia	de
cuestionamiento,	 se	 encuentra	 regulado	 mediante	 Decreto	 Legislativo	 N°
299,	 en	 el	 cual	 se	 establece	 los	 alcances	 del	 contrato	 de	 arrendamiento
financiero,	señalándose	como	aquel	contrato	mercantil	que	tiene	por	objeto
la	locación	de	bienes	muebles	o	inmuebles	por	una	empresa	locadora	para
el	uso	por	la	arrendataria,	mediante	pago	de	cuotas	periódicas	y	con	opción
a	favor	de	 la	arrendataria	de	comprar	dichos	bienes	por	un	valor	pactado;
en	el	caso	de	autos	resultaría	el	contrato	de	fecha	treinta	y	uno	de	diciembre
de	dos	mil	ocho	suscrito	entre	el	Banco	(...)	y	la	demandante	(...),	mediante	el
cual,	 la	 entidad	 financiera	 adquiere	 los	 referidos	 vehículos	 del	 proveedor
para	darlos	en	arrendamiento	financiero	a	la	arrendataria	(la	demandante).
3.	En	ese	contexto,	es	de	precisarse	desde	que	momento	entra	en	vigencia	el
contrato,	dado	que	como	consecuencia	de	ello	a	las	partes	les	son	exigibles
sus	respectivas	prestaciones,	para	lo	cual	nos	remitiremos	a	 lo	establecido
en	 el	 artículo	 3°	 de	 la	 acotada	 ley	 que	 señala	 (...)	 en	 el	 caso	 de	 autos	 la
vigencia	 del	 contrato	 de	 leasing	 se	 dio	 con	 el	 desembolso	 de	 dinero
realizado	para	la	compra	de	los	vehículos	por	parte	del	Banco	(...)	como	se
desprende	de	la	cuenta	de	liquidación	de	leasing	de	fojas	ciento	tres,	en	el
cual	consta	el	desembolso	de	setecientos	cincuenta	y	cinco	mil	 trescientos
cuarenta	y	cuatro	nuevos	soles	con	cincuenta	y	cuatro	céntimos	con	 fecha
treinta	y	uno	de	diciembre	de	dos	mil	ocho;	por	 consiguiente,	 la	 escritura
pública	 de	 arrendamiento	 financiero	 y	 fianza	 de	 fecha	 treinta	 y	 uno	 de
diciembre	de	dos	mil	ocho,	surte	sus	efectos	legales	desde	la	indicada	fecha
de	 desembolso”.	 (CS,	 Cas.	 400-2013-La	 Libertad,	 oct.	 03/2013.	 V.	 P.
Rodríguez	Chávez)
BIENES	MATERIA	DEL	CONTRATO
D.	Leg.	299.
ART.	 4°.—Los	 bienes	 materia	 de	 arrendamiento	 financiero,	 deberán	 ser
plenamente	 identificados.	 La	 locadora	 mantendrá	 la	 propiedad	 de	 dichos
bienes	hasta	la	fecha	en	que	surta	efecto	la	opción	de	compra	ejercida	por	la
arrendataria	por	el	valor	pactado.
D.	Leg.	299.
ART.	5°.—El	contrato	de	arrendamiento	financiero	otorga	a	la	arrendataria
el	 derecho	 al	 uso	 de	 los	 bienes	 en	 lugar,	 forma	 y	 demás	 condiciones
estipuladas	en	el	mismo.
Es	derecho	irrenunciable	de	la	arrendataria	señalar	las	especificaciones	de
los	bienes	materia	del	contrato	y	el	proveedor	de	los	mismos	siendo	de	su
exclusiva	responsabilidad	que	dichos	bienes	sean	los	adecuados	al	uso	que
quiera	darles,	lo	que	deberá	constar	en	el	contrato.
La	 locadora	 no	 responde	 por	 los	 vicios	 y	 daños	 de	 los	 bienes
correspondiendo	 a	 la	 arrendataria	 el	 ejercicio	 de	 las	 acciones	 pertinentes
contra	el	proveedor.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	38.—Los	bienes	materia	de	los	contratos	de	arrendamiento	financiero
sólo	podrán	ser	subarrendados	con	previo	y	expreso	consentimiento	de	 la
arrendadora,	salvo	disposición	contraria	de	las	partes	contratantes.
D.	Leg.	299.
ART.	 6°.—Los	 bienes	 materia	 de	 arrendamiento	 financiero	 deberán	 ser
cubiertos	 mediante	 pólizas	 contra	 riesgos	 susceptibles	 de	 afectarlos	 o
destruirlos.	 Es	 derecho	 irrenunciable	 de	 la	 locadora	 fijar	 las	 condiciones
mínimas	de	dicho	seguro.
La	arrendataria	es	responsable	del	daño	que	pueda	causar	el	bien,	desde	el
momento	que	lo	recibe	de	la	locadora.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	23.—Para	el	efecto	a	que	se	refiere	el	segundo	párrafo	del	artículo	6°
de	 la	 Ley	 de	 arrendamiento	 financiero,	 corresponde	 a	 la	 arrendataria
asegurar	 obligatoriamente	 a	 los	 bienes	 materia	 de	 arrendamiento
financiero	contra	riesgos	de	responsabilidad	civil	frente	a	terceros.
JURISPRUDENCIA.—Locadora	 del	 bien	 materia	 de	 arrendamiento
financiero	 responde	 en	 un	 proceso	 de	 indemnización.	 “Segundo:	 En	 tal
sentido,	 no	 se	 corrobora	 la	 interpretación	 errónea	 del	 artículo	 4º	 del
Decreto	Legislativo	número	299,	Ley	de	Arrendamiento	Financiero,	porque
en	 su	 parte	 final	 claramente	 se	 precisa	 que	 la	 locadora	 mantendrá	 la
propiedad	del	bien	hasta	 la	 fecha	en	que	surta	efecto	 la	opción	de	compra
ejercida	por	 la	arrendataria	por	el	valor	pactado.	Las	 instancias	de	mérito
han	 establecido	 que	 al	 momento	 del	 accidente	 de	 tránsito	 no	 se	 había
verificado	la	opción	de	compra.	Tercero:	Por	otro	lado,	si	bien	el	artículo	6º
del	 Decreto	 Legislativo	 número	 299,	 concordante	 con	 el	 artículo	 23	 del
Decreto	 Supremo	 número	 559-84-EFC,	 regula	 la	 responsabilidad	 de	 la
arrendataria	en	el	contrato	de	arrendamiento	financiero	por	los	daños	que
pueda	 causar	 el	 bien	 objeto	 del	 mismo,	 tales	 normas	 están	 destinadas	 a
regular	 este	 contrato,	 las	 relaciones	 que	 se	 dan	 entre	 las	 partes	 que	 lo
celebran	y	no	a	regular	 los	supuestos	de	responsabilidad	extracontractual,
ni	a	limitar	o	determinar	quién	resulta	responsable	o	quién	debe	resarcir	un
evento	dañoso	frente	a	terceros	ajenos	a	tal	acto,	lo	que	se	encuentra	fuera
de	su	marco	y	no	constituye	su	finalidad.”	(	CS,	Cas.	3141-2006	Callao,	feb.
29/08.	SS.	Carrión	Lugo)
DOCTRINA.—En	el	arrendamiento	financiero,	la	empresa	locadora	no
está	 excluida	 de	 responsabilidad	 extracontractual.	 “	 Quinto.-	 Que,	 en
cuanto	a	 la	primera	causal	 invocada,	se	advierte	que	 la	misma	cumple	con
los	requisitos	contenidos	en	los	incisos	2,	3	y	4	del	artículo	388	del	Código
Procesal	Civil,	pues	en	principio	puede	equipararse	a	la	causal	de	infracción
normativa	de	carácter	sustancial	del	artículo	6°	del	Decreto	Legislativo	229
y	del	artículo	1712	del	Código	Civil,	estableciéndose	con	claridad	y	precisión
la	 infracción	 normativa,	 acreditándose	 además	 la	 incidencia	 directa	 de	 la
misma	 sobre	 la	 decisión	 contenida	 en	 la	 resolución	 impugnada,	 ya	 que	 la
sala	 superior	 condena	 la	 recurrente	 al	 pago	 de	 una	 indemnización	 por
daños	 y	 perjuicios	 en	 forma	 solidaria	 por	 un	 hecho	 ocasionado	 por	 un
vehículo	su	propiedad,	sin	examinarse	que	el	banco	recurrente	suscribió	un
contrato	 de	 arrendamiento	 financiero	 respecto	 al	 citado	 vehículo	 con	 la
Empresa	 de	 Transportes	 y	 Turismo	 Apóstol	 Santiago,	 con	 quien	 el
recurrente	 tenía	 un	 acuerdo	 de	 exclusión	 de	 responsabilidad,	 pues	 según
precisa	 la	 sala	 superior	 la	exclusión	de	 responsabilidad	del	artículo	6°	del
Decreto	 Legislativo	 229	 concordado	 con	 el	 artículo	 1712	del	 Código	 Civil,
sólo	alcanza	a	las	partes	del	contrato	de	arrendamiento	financiero,	pero	no
excluye	 la	 responsabilidad	 del	 arrendador	 frente	 a	 tercero,	 con	 lo	 cual,	 la
sala	superior	estaría	 inaplicando	las	normas	invocadas	al	desconocerse	un
acuerdo	 que	 se	 deriva	 del	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero	 suscrito
por	el	 recurrente	que	 lo	excluiría	de	responsabilidad	en	el	presente	caso.”
(CS,	Cas.	000321-2010-Lima,	nov.	6//2010,	Voto	en	discordia	del	Vocal	del
S.S.	Vinatea	Medina)
PLAZO	DEL	CONTRATO
D.	Leg.	299.
ART.	7°.—El	plazo	del	contrato	de	arrendamiento	financiero	será	fijado	por
las	 partes,	 las	 que	 podrán	 pactar	 penalidades	 por	 el	 incumplimiento	 del
mismo.
La	 opción	 de	 compra	 de	 la	 arrendataria	 tendrá	 obligatoriamente	 validez
por	 toda	 la	 duración	 del	 contrato	 y	 podrá	 ser	 ejercida	 en	 cualquier
momento	 hasta	 el	 vencimiento	 del	 plazo	 contractual.	 El	 ejercicio	 de	 la
opción	 no	 podrá	 surtir	 sus	 efectos	 antes	 de	 la	 fecha	 pactada
contractualmente.	 Este	 plazo	 no	 está	 sometido	 a	 las	 limitaciones	 del
derecho	común.
JURISPRUDENCIA.—Instrumento	 donde	 conste	 el	 ejercicio	 del	 derecho
de	 opción	 más	 el	 asiento	 registral	 correspondiente	 constituyen	 título
para	cancelar	el	arrendamiento	financiero.	“Cuando	se	ejerce	el	derecho
de	 opción	 en	 un	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero,	 el	 título	 para	 la
cancelación	 del	 referido	 contrato	 estará	 constituido	 por	 el	 instrumento
donde	 conste	 el	 ejercicio	 del	 derecho	 de	 opción	 unido	 al	 asiento	 registral
correspondiente,	sin	perjuicio	de	que	dicha	cancelación	sea	solicitada	por	el
interesado”.	(Sunarp,	R.	486-2006-Sunarp-TR-L,	nov.	18/2006,	Pres.	Álamo
Hidalgo)
JURISPRUDENCIA.—Constituye	 acto	 invalorado	 la	 cancelación	 de	 un
leasing	por	ejercicio	de	la	opción	de	compra.	“Los	derechos	registrales	a
pagarse	por	la	cancelación	del	arrendamiento	financiero	que	tiene	su	causa
en	 el	 ejercicio	 de	 la	 opción	 de	 compra	 por	 parte	 de	 la	 arrendataria,
corresponden	 a	 un	 acto	 invalorado”.(Sunarp,	 R.	 1103-2010-Sunarp-TR-L,
jul.	23/2010,	Pres.	Samuel	Gálvez	Troncos)
JURISPRUDENCIA.—Corte	 Suprema:	 no	 existe	 norma	 que	 imponga	 un
plazo	 de	 duración	 para	 el	 leasing.	 “Con	 respecto	 a	 las	 consideraciones
antes	señaladas,	es	preciso	señalar	que	en	cuanto	a	la	regulación	del	plazo
de	 duración	 del	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero,	 a	 la	 fecha	 de
celebrado	 el	 citado	 contrato	 no	 existía	 límite	 alguno	 en	 el	 Decreto
Legislativo	N°	299,	previéndose	en	el	artículo	7°	de	esta	norma	que	el	plazo
del	contrato	será	 fijado	por	 las	partes.	En	ese	sentido,	 tal	como	 incluso	ha
determinado	 la	 sentencia	 de	 vista	 recurrida	 en	 su	 fundamento	 décimo
tercero,	la	invocación	y	utilización	por	parte	de	la	administración	tributaria
en	la	fiscalización	efectuada	de	la	Circular	N°	B-1763-87,	de	fecha	veintidós
de	 abril	 de	mil	 novecientos	 ochenta	 y	 siete,	 que	 dispuso	 en	 cinco	 años	 el
plazo	 de	 duración	 mínima	 de	 los	 contratos	 de	 arrendamiento	 financiero
vulnera	el	principio	de	jerarquía	normativa	en	relación	a	lo	regulado	por	el
artículo	7°	del	Decreto	Legislativo	N°	299,	que	no	contiene	un	plazo	mínimo.
Décimo	 Sétimo:	 Dicha	 conclusión	 por	 lo	 demás	 es	 reconocida	 por	 la
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	en	el	Oficio	Múltiple	N°	7434-2003-
SBS	 de	 fecha	 tres	 de	 abril	 de	 dos	mil	 tres,	 en	 el	 que	 la	 citada	 entidad	 ha
señalado	 que	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la	 Circular	 B-1763-87	 ‘(...)
fueron	de	carácter	estrictamente	prudencial,	con	el	propósito	de	cautelar	la
estabilidad	 económica	 y	 financiera	 de	 las	 instituciones	 que	 estaban
autorizadas	a	realizar	operaciones	de	arrendamiento	financiero’	agregando
que	su	aplicación	(...)	no	determina	 la	validez	e	 inclusive,	 la	eficacia	de	 los
contratos	de	arrendamiento	financiero	que	se	celebren,	pues	para	ello	rigen
exclusivamente	las	disposiciones	que	sobre	el	particular	contiene	el	Código
Civil,	 concordantes	 con	 las	 normas	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 299	 y	 sus
normas	modificatorias	y	complementarias’	(...)	En	tal	sentido,	no	existiendo
norma	que	establezca	un	límite	expreso	en	torno	a	la	duración	del	plazo	del
contrato	 de	 arrendamiento,	 este	 elemento	 no	 puede	 ser	 utilizado	 para
pretender	desconocer	 la	eficacia	del	 contrato	de	arrendamiento	celebrado
por	la	recurrente”.	(C.	S.,	Cas.	756-2011-Lima,	nov.	04/2011.	V.	P.	Acevedo
Mena)
D.	Leg.	299.
ART.	8°.—El	contrato	de	arrendamiento	 financiero	se	celebrará	mediante
escritura	 pública,	 la	 cual	 podrá	 inscribirse,	 a	 pedido	 de	 la	 locadora,	 en	 la
ficha	o	partida	donde	se	encuentre	inscrita	la	arrendataria.
JURISPRUDENCIA.—Escritura	 pública	 en	 el	 leasing	 es	 formalidad	 “ad
probationem”.	“Que,	cuando	la	ley	impone	una	forma	en	la	celebración	del
acto	jurídico	y	no	sanciona	con	nulidad	su	inobservancia	sólo	constituye	un
medio	de	prueba	de	la	existencia	del	acto	jurídico,	como	establece	el	artículo
ciento	 cuarenta	 y	 cuatro	 del	 Código	 Civil,	 de	 tal	 manera	 que,	 la	 norma
señalada	regula	la	forma	probatoria.	Ahora	bien,	el	artículo	ocho	del	Decreto
Legislativo	doscientos	noventa	y	nueve,	si	bien	establece	como	formalidad
del	contrato	de	arrendamiento	financiero	la	escritura	pública,	sin	embargo,
su	inobservancia	no	es	sancionada	con	nulidad,	significa	que	la	ausencia	o	el
defecto	 en	 la	 formalidad	 acotada	 no	 es	 consustancial	 al	 mencionado
contrato,	en	consecuencia,	 la	 formalidad	indicada	es	ad	probationem.”	(CS,
Cas.	4916-2006-Lima,	oct.	15/2007,	Pres.	Pajares	Paredes)
D.	Leg.	299.
ART.	9°.—Las	cuotas	periódicas	a	abonarse	por	la	arrendataria	podrán	ser
pactadas	en	moneda	nacional	o	en	moneda	extranjera	y	ser	fijas	o	variables
y	reajustables.
Sin	 perjuicio	 de	 los	 correspondientes	 intereses,	 en	 el	 contrato	 se	 podrán
pactar	penalidades	por	mora	en	el	pago	de	cuotas.	La	falta	de	pago	de	dos	o
más	 cuotas	 consecutivas,	 o	 el	 retraso	 de	 pago	 en	 más	 de	 dos	 meses,
facultará	a	la	locadora,	a	rescindir	el	contrato.
MÉRITO	EJECUTIVO	DEL	CONTRATO
D.	Leg.	299.
ART.	10.—El	contrato	de	arrendamiento	financiero	tiene	mérito	ejecutivo.
El	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 derivadas	 del	 mismo,	 incluyendo	 la
realización	 de	 las	 garantías	 otorgadas	 y	 su	 rescisión,	 se	 tramitarán	 con
arreglo	a	las	normas	del	juicio	ejecutivo.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 24.—El	mérito	 ejecutivo	 del	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero,
faculta	a	la	arrendadora	a	demandar	por	los	trámites	del	juicio	ejecutivo	el
cumplimiento	 de	 todas	 las	 obligaciones	 de	 la	 arrendataria	 pactadas	 en	 el
contrato	 y	 la	 realización	 de	 las	 garantías	 otorgadas,	 incluyendo	 aquellas
derivadas	 de	 su	 rescisión,	 como	 es	 el	 pago	 de	 las	 cantidades	 acordadas
como	penalidades	por	el	resarcimiento	de	los	daños	y	perjuicios	originados
por	ésta.	En	tal	caso,	el	trámite	a	seguir	será	el	señalado	en	el	Capital	II	del
Título	VII	del	Código	de	Procedimientos	Civiles	modificado	por	Decreto	Ley
N°	20236.
D.	Leg.	299.
ART.	 11.—Los	 bienes	 dados	 en	 arrendamiento	 no	 son	 susceptibles	 de
embargo,	afectación	ni	gravamen	por	mandato	administrativo	o	judicial	en
contra	del	arrendatario.
El	 juez	 deberá	 dejar	 sin	 efecto	 cualquier	 medida	 precautoria	 que	 se
hubiese	trabado	sobre	estos	bienes	por	el	solo	mérito	de	la	presentación	del
testimonio	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 arrendamiento	 financiero.	 No	 se
admitirá	recurso	alguno	en	tanto	no	se	libere	el	bien	y	éste	sea	entregado	a
la	locadora.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 25.—La	 arrendadora	 por	 el	 sólo	 mérito	 de	 la	 presentación	 del
testimonio	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 arrendamiento	 financiero,
acompañado	de	una	 liquidación	de	 todas	 las	 cantidades	 adeudadas	por	 la
arrendataria,	podrá	solicitar	el	embargo	preventivo	sobre	los	bienes	de	ésta
y	de	los	terceros	que	hayan	asumido	obligaciones	de	ella,	para	garantizar	el
pago	de	sus	deudas.	En	tal	caso,	el	juez	que	conoce	la	causa	deberá	disponer
el	embargo.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 26.—En	 la	 aplicación	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 11	 del	 Decreto
Legislativo	N°	299	los	bienes	dados	en	el	arrendamiento	financiero	no	son
susceptibles	de	embargo,	afectación	ni	gravamen	por	mandato	judicial,	civil
o	penal,	por	acción	dirigida	contra	la	arrendataria.
D.	Leg.	299.
ART.	12.—Asiste	a	la	locadora	el	derecho	de	exigir	la	inmediata	restitución
del	bien	materia	de	arrendamiento	financiero,	cuando	la	arrendataria	haya
incurrido	en	una	causal	de	rescisión	prevista	en	el	contrato.
Al	sólo	pedido	de	la	locadora,	señalando	la	causal	de	rescisión,	recaudado
con	 el	 testimonio	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 arrendamiento	 financiero,	 el
juez	de	turno	requerirá	a	la	arrendataria	la	entrega	del	bien	al	segundo	día
de	notificado.
El	juez	podrá	aplicar	el	apremio	de	detención	del	responsable	o	disponer	la
extracción	 del	 bien	 del	 lugar	 en	 que	 se	 encuentre,	 sin	 admitir	 recurso
alguno.
La	arrendataria	que	se	considere	afectada	con	tal	medida	podrá	cuestionar
en	 la	 vía	 correspondiente	 el	 derecho	 de	 la	 locadora	 a	 la	 rescisión	 del
contrato	y	exigir	la	indemnización	correspondiente.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	27.—Cuando	en	el	contrato	de	arrendamiento	 financiero	no	se	haya
pactado	 su	 resolución	 automática	 y	 sin	 necesidad	 de	 declaración	 judicial
previa,	 la	 arrendadora	 deberá	 demandar	 por	 la	 vía	 ejecutiva	 la	 ejecución
rescisoria	del	contrato,	en	concordancia	con	lo	normado	por	el	Capítulo	III
del	 Título	 VII	 del	 Código	 de	 Procedimientos	 cuando	 sea	 aplicable,	 sin
perjuicio	 de	 accionar	 por	 la	 misma	 vía	 y	 de	 acuerdo	 al	 trámite
correspondiente,	por	el	pago	de	las	cuotas	vendidas,	sus	intereses	 ,	costos,
gastos	y	demás	obligaciones	derivadas	del	contrato.
JURISPRUDENCIA.—Resolución	 del	 leasing	 no	 opera	 de	 pleno	 derecho
con	 el	 incumplimiento	 sino	 con	 la	 notificación	 del	 deudor.	 “Para	 poder
hacer	 efectiva	 la	 resolución	 de	 contrato	 unilateral	 de	 un	 arrendamiento
financiero,	 debe	 procederse	 principalmente	 con	 la	 notificación	 del
arrendatario	 en	 el	 domicilio	 que	 consigna	 en	 el	 correspondiente	 contrato,
ya	que	la	resolución	de	contrato	no	opera	con	la	voluntad	del	arrendador	si
no	con	la	notificación	al	arrendatario.”	(Sunarp,	R.	1380-2010-Sunarp-TR-L,
set.	24/2010	Pres.	Martha	Del	Carmen	Silva	Díaz)
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	28.—Para	las	restricciones	de	bienes	inmuebles,	en	los	casos	a	que	se
refiere	 el	 artículo	 12	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 299,	 el	 juez	 ordenará	 el
inmediatamente	 desalojo	 de	 la	 arrendataria	 dentro	 del	 segundo	 día	 de
notificado	y	la	inmediata	entrega	del	inmueble	a	la	arrendadora.
D.	Leg.	299.
ART.	 13.—La	 arrendataria,	 respecto	 de	 los	 bienes	 que	 posea	 en
arrendamiento	 financiero	 con	 empresas	 dedicadas	 a	 esta	 actividad
establecidas	 en	 el	 país,	 gozará	 para	 los	 efectos	 de	 sus	 relaciones
contractuales	 de	 derecho	 privado	 y	 las	 empresas	 sometidas	 a	 regímenes
especiales,	de	 los	derechos	y	ventajas	 como	si	 tuviera	y/o	 constitución	de
gravámenes	sobre	los	mismos.
D.	Leg.	299.
ART.	14.—Para	financiar	sus	operaciones	de	arrendamiento	financiero,	las
locadoras	 tendrán	 acceso	 a	 los	 fondos	 promocionales	 establecidos	 o	 que
establezcan	en	el	 futuro	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú	o	 cualquier
otra	institución	de	crédito,	así	como	las	líneas	de	intermediación	actuales	o
futuras,	 provenientes	 de	 instituciones	 financieras	 del	 país	 o	 del	 exterior.
Para	 ellos,	 el	 arrendatario	 deberá	 cumplir	 con	 los	 requisitos	 para	 ser
caificado	como	beneficiario	de	esos	fondos,	salvo	el	relativo	al	denominado
aporte	propio,	que	de	ser	exigible,	deberá	ser	financiado	por	la	locadora.
D.	Leg.	299.
ART.	 15.—Las	 entidades	 del	 sector	 público,	 y	 las	 empresas	 a	 que	 hace
referencia	 el	 artículo	 6°	 del	 Decreto	 Legislativo	N°	 216,	 para	 suscribir	 un
contrato	de	arrendamiento	financiero,	en	calidad	de	arrendatarias,	deberán
previamente	cumplimiento	a	los	mismos	requisitos	y	aprobaciones	exigidos
a	dichas	entidades	y	empresas	para	la	adquisición	de	bienes	a	que	se	refiere
la	operación.
NOTA:	El	D.	Leg.	216	fue	derogado	por	la	Sexta	Disposición	Final	de	la	Ley	24948,	publicada	en	el
Diario	Oficial	El	Peruano	el	04	de	diciembre	del	1988.
CAPÍTULO	II
RÉGIMEN	TRIBUTARIO
D.	Leg.	299.
ART.	 16.—En	 caso	 que	 la	 arrendataria	 goce	 de	 un	 régimen	 especial	 de
desgravación	o	 exoneración,	 total	 o	parcial,	 de	derechos	de	 importación	o
exoneración,	total	o	parcial,	de	derechos	de	importación	y	otros	tributos	a	la
importación	 y/o	 adquisición	 local,	 incluyendo	 el	 Impuesto	 General	 a	 las
Ventas	 y	 Selectivo	 al	 Consumo	 u	 otros	 que	 los	 sustituyan,	 tal	 régimen
especial	 será	 aplicable	 a	 los	 bienes	 que	 importe	 o	 adquiera	 localmente	 la
locadora	y	que	estén	destinados	al	uso	por	la	arrendataria.	No	se	perderán
dichos	beneficios,	cuando	la	locadora	transfiera	los	bienes	a	la	arrendataria
o	los	venda	o	de	en	arrendamiento	financiero	a	cualquier	otra	empresa	que
goce	de	 igual	o	mayor	grado	de	desgravación	o	exoneración,	o	 cuando	 los
transfiera	 a	 terceros	 luego	 de	 5	 años	 de	 su	 adquisición.	 En	 caso	 que	 el
adquiriente	 o	 arrendatario	 goce	 de	 menor	 grado	 de	 beneficio	 fiscal	 y	 la
transferencia	 tuviera	 lugar	 antes	 de	 transcurrido	 dicho	 plazo,	 la	 locadora
deberá	pagar	los	tributos	que	resulten	por	la	diferencia,	más	los	recargos	o
intereses	de	ley.
NOTAS:	1.	El	inciso	c)	del	artículo	80	del	D.	Leg.	656,	publicado	el	09	de	agosto	de	1991	en	el	Diario
Oficial	 “El	 Peruano”,	 precisó	 que	 se	 mantenia	 en	 vigencia	 las	 inafectaciones,	 exoneraciones	 y
beneficios	del	IGV	e	ISC	del	presente	artículo.
2.	Posteriormente,	 el	D.	Leg.	656	 fue	derogado	por	el	 artículo	87	del	D.	Leg.	666	 (publicado	en	el
Diario	 Oficial	 “El	 Peruano”	 el	 11	 de	 setiembre	 de	 1991.	 Éste	 último	 decreto	 legislativo	 también
estableció	que	 las	 inafectaciones,	 exoneraciones	 y	beneficios	del	 IGV	e	 ISC	del	 presente	 artículo	 se
mantenian	vigentes.
3.	Finalmente,	el	D.	Leg.	666	fue	derogado	por	el	artículo	80	del	D.	Ley	25748,	publicado	en	el	Diario
Oficial	“El	Peruano”	el	01	de	octubre	de	1992.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 29.—Cuando	 el	 traslado	 del	 régimen	 especial	 de	 desgravación	 de
derechos	de	importación	y	otros	tributos	a	la	importación	a	que	se	refiere	el
artículo	 16	 del	 Decreto	 Legislativo	 Nº	 299,	 se	 derive	 de	 contratos	 de
importación	 de	 bienes	 de	 capital	 con	 suspensión	 de	 derechos	 celebrados
por	 los	arrendatarios	al	amparo	del	artículo	16	del	Decreto	Ley	N°	22342,
de	cualquier	régimen	con	beneficios	similares	 ,	del	régimen	de	internación
temporal	 al	 que	 se	 hubiera	 acogido	 al	 amparo	 del	 artículo	 115	 de	 la	 Ley
General	de	Aduanas,	o	bien	de	un	régimen	de	 liberación	 total	o	parcial	de
tributos	a	la	importación,	será	la	arrendataria	la	responsable	directa	y	única
frente	a	 las	aduanas	de	 la	República	por	 la	cancelación	de	 los	derechos	de
importación	 y	 demás	 tributos,	 así	 como	 en	 su	 caso	 por	 los	 recargos	 e
intereses	 derivados	 del	 incumplimiento	 del	 contrato	 de	 las	 normas	 que
regulan	 la	 internación	 temporal	 o	 del	 régimen	de	 suspensión	 o	 liberación
correspondiente.
D.	Leg.	299.
ART.	17.—Los	ingresos	derivados	del	arrendamiento	financiero	de	bienes
cuya	adquisición	 no	 ha	 estado	 afecta	 al	 Impuesto	General	 a	 las	 Ventas	 no
resultarán	gravados	con	dicho	tributo.
Tampoco	están	gravados	 con	 Impuesto	General	 a	 las	Ventas,	 los	 ingresos
derivados	 de	 contratos	 de	 arrendamiento	 financiero	 de	 bienes	 utilizados
por	la	arrendataria	exclusivamente	para	la	producción	de	bienes	cuya	venta
no	esté	gravada	con	el	 Impuesto	General	a	 las	Ventas,	o	a	 la	prestación	de
servicios	desgravados	de	dicho	tributo.
En	 caso	 que	 el	 bien	 objeto	 de	 arrendamiento	 financiero	 sea	 utilizado	 en
operaciones	 gravadas	 y	 no	 gravadas	 o	 para	 la	 producción	 simultánea	 de
bienes	 cuya	 venta	 está	 gravada	 y	 desgravada	 del	 Impuesto	 General	 a	 las
Ventas,	el	crédito	tributario	se	aplicará	de	acuerdo	a	las	normas	pertinentes.
NOTAS:	1.	El	inciso	c)	del	artículo	80	del	D.	Leg.	656,	publicado	el	09	de	agosto	de	1991	en	el	Diario
Oficial	 “El	 Peruano”,	 precisó	 que	 se	 mantenia	 en	 vigencia	 las	 inafectaciones,	 exoneraciones	 y
beneficios	del	IGV	e	ISC	del	presente	artículo.
2.	Posteriormente,	 el	D.	Leg.	656	 fue	derogado	por	el	 artículo	87	del	D.	Leg.	666	 (publicado	en	el
Diario	Oficial	“El	Peruano”	el	11	de	setiembre	de	1991.	Éste	último	D.	Leg.	también	estableció	que	las
inafectaciones,	exoneraciones	y	beneficios	del	IGV	e	ISC	del	presente	artículo	se	mantenian	vigentes.
3.	Finalmente,	el	D.	Leg.	666	fue	derogado	por	el	artículo	80	del	D.	Ley	25748,	publicado	en	el	Diario
Oficial	“El	Peruano”	el	01	de	octubre	de	1992.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	30.—Para	efectos	de	lo	regulado	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	17
del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 299	 y	 con	 ocasión	 de	 la	 celebración	 de	 cada
contrato	de	arrendamiento	financiero,	la	arrendataria	deberá	presentar	a	la
Dirección	 General	 de	 Contribuciones,	 con	 carácter	 de	 declaración	 jurada
una	solicitud	en	la	cual	consignará	el	nombre	y	domicilio	de	la	arrendadora,
así	como	los	 fundamentos	de	hecho	y	de	derecho	por	 los	cuales	 las	cuotas
resultan	 desgravadas	 del	 Impuesto	 General	 de	 Contribuciones	 deberá
confirmar	o	denegar	tal	desgravación	en	el	plazo	de	un	mes	contado	a	partir
de	la	fecha	de	recepción	de	la	solicitud,	debiendo	notificar	dentro	de	dicho
plazo	 su	 resolución	 tanto	 a	 la	 arrendataria	 solicitante	 como	 a	 la
arrendadora.
La	 falta	 de	 pronunciamiento	 por	 parte	 de	 la	 Dirección	 General	 de
Contribuciones,	 dentro	de	dicho	plazo	 antes	 indicado,	 determinará	que	 se
presuma	conformidad	la	desgravación	en	favor	de	la	arrendataria.
D.	Leg.	299.
Segunda	Disposición	Transitoria.—El	 régimen	previsto	 por	 el	 artículo	 17
del	presente	decreto	legislativo	rige	inclusive	para	los	contratos	celebrados
antes	de	su	vigencia,	sin	que	ningún	caso	pueda	dar	origen	a	la	devolución
de	impuesto	ya	pagados
D.	Leg.	299.
ART.	 18.—Modificado.	 Ley	 27394,	 Art.	 6°.	 Para	 efectos	 tributarios,	 los
bienes	 objeto	 de	 arrendamiento	 financiero	 se	 consideran	 activo	 fijo	 del
arrendatario	 y	 se	 registrarán	 contablemente	 de	 acuerdo	 a	 las	 Normas
Internacionales	de	Contabilidad.	La	depreciación	se	efectuará	conforme	a	lo
establecido	en	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta.
Excepcionalmente	 se	 podrá	 aplicar	 como	 tasa	 de	 depreciación	 máxima
anual	aquella	que	se	determine	de	manera	lineal	en	función	a	la	cantidad	de
años	 que	 comprende	 el	 contrato,	 siempre	 que	 éste	 reúna	 las	 siguientes
características:
1.	Su	objeto	exclusivo	debe	consistir	en	la	cesión	en	uso	de	bienes	muebles
o	inmuebles,	que	cumplan	con	el	requisito	de	ser	considerados	costo	o	gasto
para	efectos	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta.
2.	El	arrendatario	debe	utilizar	los	bienes	arrendados	exclusivamente	en	el
desarrollo	de	su	actividad	empresarial.
3.	 Su	 duración	 mínima	 ha	 de	 ser	 de	 dos	 (2)	 o	 de	 cinco	 (5)	 años,	 según
tengan	por	objeto	bienes	muebles	o	inmuebles,	respectivamente.	Este	plazo
podrá	ser	variado	por	decreto	supremo.
4.	La	opción	de	compra	sólo	podrá	ser	ejercitada	al	término	del	contrato.
Si	en	el	transcurso	del	contrato	se	incumpliera	con	alguno	de	los	requisitos
señalados	 en	 el	 párrafo	 anterior,	 el	 arrendatario	 deberá	 rectificar	 sus
declaraciones	 juradas	 anuales	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 y	 reintegrar	 el
impuesto	 correspondiente	 más	 el	 interés	 moratorio,	 sin	 sanciones.	 La
resolución	 del	 contrato	 por	 falta	 de	 pago	 no	 originará	 la	 obligación	 de
reintegrar	 el	 impuesto	 ni	 rectificar	 las	 declaraciones	 juradas	 antes
mencionadas.
El	arrendador	considerará	la	operación	de	arrendamiento	financiero	como
una	colocación	de	acuerdo	a	las	normas	contables	pertinentes.
En	los	casos	en	que	el	bien	cuyo	uso	se	cede	haya	sido	objeto	de	una	previa
transmisión,	 directa	 o	 indirecta,	 por	 parte	 del	 cesionario	 al	 cedente,	 el
cesionario	debe	continuar	depreciando	ese	bien	en	las	mismas	condiciones
y	sobre	el	mismo	valor	anterior	a	la	transmisión.
Ley	27394.
ART.	7°.—Vigencia.	Lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 anterior	 se	 aplicará	 a	 los
contratos	 de	 arrendamiento	 financiero	 que	 se	 celebren	 a	 partir	 del	 1	 de
enero	de	2001.
En	 consecuencia,	 lo	 señalado	 en	 el	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 19	 del
Decreto	 Legislativo	 N°	 299,	 sólo	 será	 de	 aplicación	 a	 los	 contratos	 de
arrendamiento	financiero	celebrados	hasta	el	31	de	diciembre	de	2000.
D.	Leg.	299.
Tercera	Disposición	Transitoria.—El	régimen	de	depreciación	de	los	bienes
objeto	 de	 contratos	 de	 arrendamiento	 financiero	 celebrados,	 con
anterioridad	al	presente	decreto	legislativo	no	podrá	ser	modificado
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	31.—Los	excedentes	de	revaluación	provenientes	de	bienes	muebles
e	inmuebles	otorgados	en	arrendamiento	financiero	domiciliadas	en	el	país
se	 aplicarán	 conforme	 lo	 autorice,	 en	 cada	 caso,	 la	 Superintendencia	 de
Banca	y	Seguros.
PRECISA	ALCANCES	DEL	ARTÍCULO	18	DEL	DECRETO	LEGISLATIVO	N°	299
D.	Leg.	915.
ART.	1°.—Definiciones.	Para	efectos	de	la	presente	ley	se	entenderá	por:
a)	 Ley	 de	 Arrendamiento	 Financiero:	 Al	 Decreto	 Legislativo	 N°	 299	 y
normas	modificatorias.
b)	 Ley	 del	 Impuesto	 a	 la	 Renta:	 Al	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 del
Impuesto	 a	 la	 Renta,	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°	 054-99-EF	 y
normas	modificatorias.
c)	Ley	del	IGV:	Al	Texto	Único	Ordenado	de	la	Ley	del	Impuesto	General	a
las	Ventas	e	Impuesto	Selectivo	al	Consumo,	aprobado	por	Decreto	Supremo
N°	055-99-EF	y	normas	modificatorias.
d)	 Valor	 de	 adquisición:	 Al	 valor	 del	 bien	 objeto	 del	 contrato	 de
arrendamiento	 financiero	 adquirido	 por	 el	 arrendador,	 deducidos	 los
descuentos,	bonificaciones	y	similares	otorgados	por	el	proveedor.
Este	valor	incluye	los	gastos	incurridos	por	el	arrendador	con	motivo	de	la
compra,	 tales	 como	 fletes,	 gastos	 de	 despacho,	 derechos	 aduaneros,
instalación,	montajes,	 comisiones	 normales	 y	 otros	 similares	 que	 resulten
necesarios	para	colocar	 los	bienes	en	condiciones	de	ser	usados,	excluidos
los	intereses	pagados	por	el	arrendador	y	el	monto	del	Impuesto	General	a
las	Ventas	que	tenga	derecho	a	utilizar	como	crédito	fiscal.
e)	Intereses:	A	los	intereses,	comisiones,	gastos	y	cualquier	suma	adicional
al	capital	 financiado	 incluidos	en	 las	cuotas	de	arrendamiento	 financiero	y
en	la	opción	de	compra.
Cuando	se	mencionen	artículos	sin	indicar	la	norma	legal	correspondiente,
se	entenderán	referidos	al	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	915.
ART.	 2°.—Alcance	 del	 artículo	 18	 de	 la	 Ley	 de	 Arrendamiento
Financiero.	 Precísase	 que	 la	 modificación	 del	 artículo	 18	 de	 la	 Ley	 de
Arrendamiento	 Financiero,	 sólo	 resulta	 de	 aplicación	 para	 efecto	 del
Impuesto	a	la	Renta	y	las	normas	de	ajuste	por	inflación	del	balance	general
con	incidencia	tributaria.
D.	Leg.	915.
ART.	3°.—Crédito	fiscal.	Precísase	que	el	arrendador	podrá	utilizar	como
crédito	 fiscal	el	 Impuesto	General	a	 las	Ventas	que	grava	 la	adquisición	de
los	bienes	y	servicios	a	los	que	se	refiere	el	inciso	d)	del	artículo	1°,	siempre
que	cumpla	con	los	requisitos	previstos	en	el	inciso	b)	del	artículo	18	y	en	el
artículo	 19	 de	 la	 Ley	 del	 IGV,	 respecto	 a	 los	 contratos	 de	 arrendamiento
financiero	celebrados	a	partir	del	1	de	enero	de	2001.
Asimismo,	 el	 arrendatario	 podrá	 utilizar	 como	 crédito	 fiscal	 el	 Impuesto
General	a	las	Ventas	trasladado	en	las	cuotas	de	arrendamiento	financiero	y,
en	 caso	 de	 ejercer	 la	 opción	 de	 compra,	 el	 traslado	 en	 la	 venta	 del	 bien,
siempre	que	en	ambos	supuestos	cumplan	con	los	requisitos	previstos	en	el
inciso	b)	del	artículo	18	y	en	el	artículo	19	de	 la	Ley	del	 IGV	y	que	el	bien
objeto	 del	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero	 sea	 necesario	 para
producir	 la	 renta	 o	 mantener	 su	 fuente,	 de	 acuerdo	 a	 la	 legislación	 del
Impuesto	a	la	Renta,	aun	cuando	el	arrendatario	no	esté	afecto	a	este	último
impuesto.
JURISPRUDENCIA.—El	IGV	no	grava	el	pago	adelantado	de	la	opción	de
compra	 de	 un	 inmueble	 en	 arrendamiento	 financiero.	 “Que	 esto	 se
desprende	del	hecho	que	una	vez	ejercida	la	opción	de	compra,	culmina	la
prestación	 de	 servicios	 de	 parte	 de	 la	 tocadora,	 y	 por	 lo	 tanto,	 no	 cabría
entender	 que	 el	 monto	 entregado	 como	 opción	 de	 compra	 anticipada,
incluiría	 el	 monto	 de	 las	 cuotas	 que	 quedarían	 pendientes	 del
arrendamiento	financiero,	por	cuanto,	éstas	ya	no	serían	exigibles,	al	existir
de	parte	de	la	locadora,	la	imposibilidad	material	de	continuar	prestando	el
servicio;
Que	 como	 bien	 señala	 la	 administración	 tributaria,	 la	 ley	 del	 Impuesto
General	a	las	Ventas	no	exige	que	los	servicios	se	devenguen	para	que	éstos
sean	 cobrados,	 sin	 embargo,	 sí	 tiene	 que	 existir	 la	 posibilidad	 que	 se
presten,	 de	 lo	 contrario,	 su	 cobro	 se	 hace	 imposible;	 es	 por	 ello,	 que	 al
ejercerse	 la	 opción	 de	 compra,	 y	 transferirse	 por	 tanto,	 la	 propiedad	 del
bien	al	adquirente,	la	locadora	pierde	injerencia	sobre	el	bien	y	por	lo	tanto,
pierde	también	la	posibilidad	de	seguir	brindando	el	servicio;
Que	 por	 lo	 expuesto,	 corresponde	 señalar	 que	 el	 monto	 pagado	 como
opción	 de	 compra	 anticipada	 por	 la	 arrendataria,	 no	 incluye	 el	 pago
adelantado	 de	 la	 prestación	 de	 servicios,	 y	 por	 lo	 tanto,	 para	 el	 caso	 de
autos,	 ese	 monto	 no	 se	 encuentra	 gravado	 con	 el	 impuesto.”	 (TF,	 RTF
06163-2-2003,	oct.	28/2003,	V.	P.	Zelaya	Vidal)
DOCTRINA.—La	 transferencia	 de	 propiedad	 originada	 en	 el	 ejercicio
de	 la	 opción	 de	 compra	 de	 un	 inmueble	 bajo	 contrato	 de
arrendamiento	 financiero	 se	 encuentra	 inafecta	 del	 IGV.	 “El	 monto
pagado	como	valor	de	venta	del	inmueble	a	raíz	del	ejercicio	de	la	opción	de
compra	 en	 el	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero	 materia	 de	 consulta,
estará	comprendido	en	la	inafectación	del	IGV,	puesto	que	no	se	trata	de	la
primera	 venta	del	 bien	 inmueble	 realizada	por	 el	 constructor	del	mismo.”
(Sunat,	Inf.	008-2010-Sunat/2B0000,	ene.	20/2010,	Int.	Clara	Urteaga)
DOCTRINA.—Sunat	 precisa	 tratamiento	 del	 IGV	 e	 IR	 en	 contratos	 de
arrendamiento	financiero	celebrados	con	no	domiciliadas.	“En	relación
con	 las	cuotas	de	un	arrendamiento	 financiero	celebrado	por	una	persona
jurídica	no	domiciliada	en	el	país	registrada	en	la	SBS	con	un	arrendatario
domiciliado	en	el	Perú,	respecto	de	un	bien	mueble	ubicado	en	el	territorio
nacional:
1.	 La	 empresa	 arrendadora	 no	 domiciliada	 en	 el	 país	 estará	 sujeta	 al
Impuesto	a	la	Renta,	el	cual	se	determinará	aplicando	la	tasa	del	4,99%	si	se
cumplen	con	los	requisitos	detallados	en	el	inciso	a)	del	artículo	56	del	TUO
de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta	o,	en	caso	contrario,	se	aplicará	la	tasa	del
30%.
En	este	caso,	el	arrendatario	deberá	retener	el	impuesto	y	abonarlo	al	fisco
con	 carácter	 definitivo	 dentro	 de	 los	 plazos	 previstos	 por	 el	 Código
Tributario	para	las	obligaciones	de	periodicidad	mensual.
2.	La	empresa	arrendataria	domiciliada	en	el	Perú	deberá	 tributar	el	 IGV
(como	 contribuyente)	 considerando	 el	 arrendamiento	 financiero	 como	 un
supuesto	de	utilización	de	 servicios	 en	el	país.	 Para	 ello,	 deberá	aplicar	 la
tasa	del	19%	sobre	las	cuotas	que	se	deben	pagar	como	retribución	por	el
arrendamiento.”	 (Sunat,	 Inf.	 225-2009-Sunat/2B0000,	 nov.	 06/2009,	 Int.
Patricia	Pinglo)
DOCTRINA.—Operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero	 efectuadas
por	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 no	 están	 afectas	 al	 ITF.	 “Por	 su
parte,	el	numeral	1	del	inciso	h)	del	artículo	9°	del	decreto,	establece	que	se
encuentran	 gravados	 con	 el	 ITF	 los	 pagos	 por	 adquisición	 de	 activos
efectuados	por	las	ESF	por	cuenta	propia,	en	los	que	no	se	utilice	las	cuentas
a	que	se	refiere	el	inciso	a)	antes	mencionado,	excepto	los	efectuados	para	la
adquisición	de	 activos	para	 ser	 entregados	 en	 arrendamiento	 financiero	y
los	pagos	para	la	adquisición	de	instrumentos	financieros.
En	tal	sentido,	los	pagos	que	efectúen	las	ESF	destinados	a	adquirir	activos
con	 la	 finalidad	 de	 ser	 entregados	 en	 arrendamiento	 financiero	 no	 están
comprendidos	 dentro	 de	 los	 alcances	 del	 ITF,	 es	 decir,	 dichos	 pagos	 se
encuentran	inafectos	a	dicho	impuesto.
No	obstante,	en	cuanto	al	pago	de	las	cuotas	del	arrendamiento	financiero
por	parte	de	los	arrendatarios,	en	tanto	constituyen	pagos	efectuados	a	una
ESF,	sea	que	se	utilice	o	no	para	ello	una	cuenta	abierta	en	dichas	empresas,
se	encontrará	gravado	con	el	ITF,	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	por	los	incisos
a)	 y	 b)	 del	 artículo	 9°	 antes	 citado.”	 (Sunat,	 Inf.	 036-2004-Sunat/2B0000,
feb.	27/2004,	Int.	Clara	Urteaga	Goldstein)
D.	Leg.	915.
ART.	 4°.—Registro	 contable	 del	 bien	 objeto	 del	 contrato	 de
arrendamiento	 financiero.	 Precísase	 que	 el	 registro	 contable	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	18	de	la	Ley	de	Arrendamiento	Financiero	se	sustenta	con
el	 correspondiente	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero	 celebrado	 de
acuerdo	con	las	normas	que	regulan	la	materia.
D.	Leg.	915.
ART.	 5°.—Contenido	 del	 contrato	 de	 arrendamiento	 financiero.	 El
contrato	de	arrendamiento	financiero	deberá	estipular	el	monto	del	capital
financiado,	 así	 como	 el	 valor	 de	 la	 opción	 de	 compra	 y	 de	 las	 cuotas
pactadas,	discriminando	capital	e	intereses.
Esta	 regla	 también	 deberá	 observarse	 con	 ocasión	 de	 cualquier
modificación	del	contrato	de	arrendamiento	financiero,	cuando	se	afecte	el
monto	 del	 capital	 financiado	 y/o	 el	 valor	 de	 la	 opción	 de	 compra	 y/o	 el
monto	de	las	cuotas	pactadas.
El	 arrendatario	 activará	 el	 bien	 objeto	 del	 contrato	 de	 arrendamiento
financiero	por	el	monto	del	 capital	 financiado	a	que	 se	 refiere	el	presente
artículo.
A	 partir	 del	 día	 siguiente	 de	 la	 publicación	 del	 presente	 dispositivo,	 de
incumplirse	 lo	 dispuesto	 en	 el	 primer	 y	 segundo	 párrafo	 del	 presente
artículo,	 el	 arrendador	 no	 podrá	 deducir	 como	 crédito	 fiscal	 el	 Impuesto
General	 a	 las	 Ventas	 trasladado	 en	 la	 adquisición	 del	 bien	 objeto	 del
contrato	de	arrendamiento	financiero.
De	 haberse	 utilizado	 el	 crédito	 fiscal,	 éste	 deberá	 ser	 reintegrado,
deduciéndose	 del	 crédito	 fiscal	 que	 corresponda	 al	 período	 tributario	 en
que	 se	 produce	 el	 incumplimiento.	 En	 caso	 que	 el	 monto	 del	 reintegro
exceda	el	crédito	fiscal	del	referido	período,	el	exceso	deberá	ser	deducido
en	 los	períodos	 siguientes	hasta	 agotarlo.	 La	deducción	deberá	 afectar	 las
columnas	donde	se	 registró	el	 Impuesto	que	gravó	 la	adquisición	del	bien
objeto	del	contrato	de	arrendamiento	financiero.
DOCTRINA.—Ajustes	a	 las	cuotas	de	arrendamiento	 financiero	por	el
VAC	 deben	 computarse	 como	 base	 imponible	 del	 IR	 cuando	 se
devenguen.	“De	acuerdo	con	las	normas	citadas,	para	fines	del	Impuesto	a
la	Renta,	el	 contrato	de	arrendamiento	 financiero	recibe	el	 tratamiento	de
un	préstamo	otorgado	por	 la	 entidad	arrendadora,	 la	 cual,	 conjuntamente
con	 la	 restitución	del	 capital	 financiero,	 tiene	derecho	a	 recibir	el	pago	de
intereses	por	el	financiamiento	entregado	al	arrendatario.
Adicionalmente,	 los	 intereses	 del	 arrendamiento	 financiero	 comprenden
toda	 suma	 adicional	 al	 capital	 financiado,	 sin	 importar	 su	 denominación,
que	se	incluya	en	tas	cuotas	del	arrendamiento	y	en	la	opción	de	compra	a
favor	del	arrendador.
En	 ese	 sentido,	 considerando	 la	 amplitud	 de	 la	 definición	 del	 término
“intereses”,	 los	 ajustes	 que	 se	 efectúen	 a	 las	 cuotas	 del	 contrato	 de
arrendamiento	 financiero	 por	 VAC	 califican	 como	 tales	 para	 fines	 del
Impuesto	 a	 la	 Renta.”	 (Sunat,	 Inf.	 149-2010-Sunat/2B0000,	 oct.	 25/2010,
Int.	Mónica	Patricia	Pinglo	Tripi)
D.	Leg.	915.
ART.	6°.—Incremento	del	monto	del	 capital	 financiado.	 Precísase	 que
cuando	 el	 monto	 del	 capital	 financiado	 sea	 mayor	 que	 el	 valor	 de
adquisición,	 la	 diferencia	 será	 renta	 gravada	 para	 el	 arrendador	 en	 el
ejercicio	en	que	se	celebre	el	contrato.
Del	mismo	modo,	durante	 la	ejecución	del	contrato,	cualquier	 incremento
en	el	monto	del	capital	financiado	constituirá	gravada	para	el	arrendador	al
momento	de	suscribirse	la	escritura	pública	correspondiente,	salvo	la	parte
de	dicho	incremento	que	corresponda	al	valor	de:
a)	Las	mejoras	incorporadas	con	carácter	permanente	por	el	arrendador;
b)	La	capitalización	de	los	intereses	devengados	pendientes	de	pago;
c)	 La	 capitalización	 del	 Impuesto	 General	 a	 las	 Ventas	 trasladado	 en	 las
cuotas	devengados	pendientes	de	pago.
Tratándose	 de	 contratos	 de	 arrendamiento	 financiero	 sobre	 bienes
recuperados	 o	 adjudicados	 por	 el	 arrendador,	 será	 renta	 gravada	 del
ejercicio	la	diferencia	entre	el	capital	financiado	y	el	valor	neto	en	libros	al
momento	de	celebrarse	dicho	cobro.
DOCTRINA.—Incremento	 del	 capital	 financiado	 para	 adquirir	 bienes
que	formarán	parte	de	un	leasing	en	ejecución	no	está	gravado	con	el
IR,	 siempre	 que	 no	 exceda	 el	 valor	 de	 los	 bienes	 comprados.	 “De
acuerdo	a	lo	establecido	en	el	artículo	6°	del	Decreto	Legislativo	N°	915:
a)	 No	 constituirá	 renta	 gravada	 para	 el	 arrendador	 el	 incremento	 del
monto	del	capital	financiado,	efectuado	durante	la	ejecución	del	contrato	de
arrendamiento	 financiero,	 cuando	 dicho	 incremento	 se	 sustente	 en	 las
adquisiciones	de	otros	bienes	del	 activo	 fijo	que	pasan	a	 formar	parte	del
mismo	 contrato,	 en	 la	 medida	 que	 el	 monto	 de	 capital	 financiado	 no	 sea
mayor	al	valor	de	adquisición	de	dichos	bienes.	En	tal	caso,	el	mencionado
incremento	 deberá	 ser	 considerado	 como	 una	 mayor	 colocación,	 cuyos
intereses	 serán	 reconocidos	 como	 renta	 gravada	para	 el	 arrendador	 en	 la
medida	que	se	devenguen.
b)	En	el	supuesto	de	una	operación	de	leaseback,	si	durante	la	ejecución	del
contrato,	 a	 solicitud	 del	 cliente	 (transferente)	 el	 arrendador	 (entidad
financiera)	 incrementa	 el	monto	 de	 la	 colocación	 a	 favor	 del	 arrendatario
mediante	 el	 desembolso	 de	 determinada	 cantidad	 de	 dinero,	 dicho
incremento	 no	 constituirá	 renta	 gravada.”	 (Sunat,	 Inf.	 256-2009-
Sunat/2B0000,	dic.	30/2009.	Int.	Clara	Urteaga	Goldstein)
D.	Leg.	915.
ART.	7°.—Indemnización	en	favor	del	arrendador	en	caso	de	pérdida
del	bien	objeto	de	arrendamiento	financiero.	Precísase	que,	 tratándose
de	 la	 indemnización	 en	 favor	 del	 arrendador	 destinada	 a	 reponer,	 total	 o
parcialmente,	el	bien	objeto	de	arrendamiento	financiero:
a)	Será	renta	gravada	del	ejercicio,	la	parte	de	la	indemnización	que	exceda
al	valor	de	adquisición	del	bien	a	reponer.
b)	 No	 se	 encontrará	 gravada	 con	 el	 Impuesto	 a	 la	 Renta,	 la	 parte	 de	 la
indemnización	 que	 no	 exceda	 el	 valor	 de	 adquisición	 del	 bien	 a	 reponer,
siempre	que	se	cumpla	concurrentemente	con	lo	siguiente:
1.	 La	 adquisición	 del	 bien	 se	 contrate	 dentro	 de	 los	 seis	 (6)	 meses
siguientes	a	la	fecha	en	que	se	perciba	el	monto	indemnizatorio;
2.	El	bien	se	reponga	al	arrendatario	en	un	plazo	que	no	deberá	exceder	de
dieciocho	(18)	meses	contados	a	partir	de	la	referida	percepción.
En	 casos	 debidamente	 justificados,	 la	 Administración	 Tributaria	 podrá
autorizar	un	mayor	plazo	para	la	reposición	física	del	bien.
De	incumplirse	cualquiera	de	las	condiciones	establecidas	en	los	numerales
anteriores,	 será	 renta	gravada	del	 ejercicio	 la	parte	de	 la	 indemnización	a
que	se	refiere	el	presente	inciso	que	exceda	el	monto	del	capital	financiado
pendiente	de	pago.
Si	para	reponer	el	bien	se	incrementa	el	monto	del	capital	financiado	en	el
contrato	de	arrendamiento	financiero,	dicho	incremento	será	renta	gravada
del	 ejercicio.	No	 obstante	 si	 el	 valor	 de	 adquisición	 del	 bien	 a	 reponer	 es
superior	al	monto	de	 la	 indemnización	y	 la	diferencia	es	 financiada	por	el
arrendador,	esta	última	no	será	renta	gravada.
El	arrendatario	considerará	como	costo	computable	del	bien	el	mismo	que
tenía	 antes	 de	 la	 reposición,	 excepto	 cuando	 se	 modifique	 el	 monto	 del
capital	financiado,	en	cuyo	caso	el	costo	computable	se	ajustará	de	acuerdo
con	dicha	modificación.
Si	 el	 arrendador	no	 repone	el	bien	objeto	del	 contrato	de	arrendamiento
financiero	y	éste	por	cualquier	motivo	se	deja	sin	efecto,	 la	 indemnización
percibida	 por	 el	 arrendador	 será	 renta	 gravada	 en	 la	 parte	 que	 exceda	 el
monto	del	capital	financiado	pendiente	de	pago.
DOCTRINA.—Indemnización	 recibida	 por	 el	 arrendador	 es	 renta
gravada	 incluso	 si	 posteriormente	 se	 entrega	 al	 arrendatario.
“Tratándose	 de	 la	 indemnización	 en	 favor	 del	 arrendador	 en	 caso	 de
pérdida	del	bien	objeto	del	contrato	de	arrendamiento	financiero	que	no	es
repuesto,	y	dicho	contrato	por	cualquier	motivo	se	deja	sin	efecto:
1.	 Se	 encontrará	 gravado	 con	 el	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 el	 monto	 de	 la
indemnización	 recibida	 por	 el	 banco	 que	 exceda	 el	 monto	 del	 capital
financiado	 pendiente	 de	 pago,	 independientemente	 del	 hecho	 que	 el
beneficiario	de	 la	 indemnización	 entregue	posteriormente	una	parte	de	 la
misma	al	arrendatario1.”	(Sunat,	Inf.	148-2009-Sunat/2B0000,	jul.	31/2009,
Int.	Clara	Urteaga	G.)
_________
1	Sin	mediar	ninguna	obligación	contractual	previa.
D.	Leg.	915.
ART.	 8°.—Modificación	 del	 plazo	 del	 contrato	 de	 arrendamiento
financiero.	 Precísase	 que	 cuando,	 por	 cualquier	 motivo,	 se	 modifique	 el
plazo	 del	 contrato	 del	 arrendamiento	 financiero,	 se	 observarán	 las
siguientes	reglas:
a)	 Si	 el	 arrendatario	 optó	 por	 utilizar	 el	 método	 previsto	 en	 el	 primer
párrafo	del	artículo	18	de	 la	Ley	de	Arrendamiento	Financiero,	continuará
depreciando	los	bienes	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Impuesto	a	la
Renta.
b)	 Si	 el	 arrendatario	 optó	 por	 utilizar	 el	 método	 previsto	 en	 el	 segundo
párrafo	 del	 artículo	 18	de	 la	 Ley	 de	Arrendamiento	 Financiero,	 la	 tasa	 de
depreciación	máxima	 anual	 se	 determinará	 en	 forma	 lineal	 en	 función	 al
tiempo	que	falte	para	que	termine	el	contrato,	aplicándose	sobre	el	saldo	del
valor	depreciable	a	la	fecha	de	modificación	del	plazo,	siempre	que	el	nuevo
plazo	del	contrato	no	sea	menor	a	 los	mínimos	señalados	en	el	numeral	3
del	referido	artículo	18.
RTF.—Depreciación	 leasing	 según	 duración	 del	 contrato	 no	 requiere
registro	 en	 libros	 contables.	 “Que	 en	 el	 presente	 caso,	 la	 materia
controvertida	 consiste	 en	 determinar	 si	 en	 aplicación	 del	 régimen	 de	 la
depreciación	 regulado	 en	 el	 artículo	 18	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 299,
modificado	por	la	Ley	N°	27394,	resulta	obligatoria	la	contabilización	de	la
depreciación	para	efecto	de	su	aceptación	como	gasto	deducible,	por	lo	que
la	apelación	formulada	califica	como	una	de	puro	derecho;
(...)	Que	de	lo	expuesto	se	desprende	que	la	intención	del	legislador	ha	sido
establecer	 dos	 tratamientos	 claramente	 diferenciados	 en	 cuanto	 a	 la
depreciación	 de	 los	 bienes	 comprendidos	 en	 contratos	 de	 arrendamiento
financiero,	 estableciendo	 de	 un	 lado	 en	 el	 primer	 párrafo	 del	 precitado
artículo	18,	un	régimen	de	depreciación	general,	cuyas	reglas	obedecen	a	lo
establecido	en	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta,	que	exigen	la	contabilización
de	 la	 depreciación	 efectivamente	 utilizada	 para	 efectos	 tributarios,	 entre
otros	requisitos,	y	uno	especial	en	el	segundo	párrafo	del	referido	artículo
18,	 para	 aquellos	 bienes	 sujetos	 a	 contratos	 de	 arrendamiento	 con	 las
características	 establecidas	 en	 éste,	 que	 prevé	 la	 depreciación	 en	 el	 plazo
del	contrato	de	acuerdo	a	un	método	lineal,	y	en	el	que	no	se	aprecia	como
exigencia	para	su	deducción	tributaria,	el	registro	de	dicha	depreciación	en
los	libros	contables;	(...).”	(RTF	986-4-2006,	feb.	22/2006.	Arispe	Villagarcía,
Espinoza	Bassino.	V.	P.	Márquez	Pacheco)
DOCTRINA.—Depreciación	de	los	bienes	en	arrendamiento	financiero
puede	 iniciarse	 después	 de	 la	 vigencia	 del	 contrato.	 “Cabe	 resaltar
que	la	opción	contenida	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	18	del
Decreto	Legislativo	N°	299	se	circunscribe	a	 la	determinación	de
la	tasa	de	depreciación	máxima	anual	en	función	a	la	cantidad	de
años	 que	 comprende	 el	 contrato	 y	 no	 establece	 una	 regulación
sobre	 cuándo	 se	 daría	 inicio	 al	 cómputo	 de	 la	 depreciación,
materia	que	se	encuentra	regulada	en	la	legislación	del	Impuesto
a	la	Renta.
(...).
En	consecuencia,	corresponde	depreciar	un	bien	 inmueble	dado
en	arrendamiento	financiero	desde	que	el	mismo	es	utilizado	por
la	empresa	arrendataria,	 independientemente	de	que	el	contrato
haya	iniciado	su	vigencia	en	una	fecha	anterior	a	dicha	situación.”
(Sunat,	Inf.	219-2007-Sunat/2B0000,	dic.	12/2007.	Int.	Clara	Urteaga.)
DOCTRINA.—Plazo	 especial	 de	 depreciación	 no	 es	 aplicable	 a
inmuebles	 cedidos	 en	 arrendamiento	 financiero.	 “En	 ese	 sentido,	 a
pesar	 que	 la	 arrendataria	 de	 un	 bien	 cedido	 en	 arrendamiento	 financiero
debe	 incluir	 dicho	 bien	 dentro	 de	 su	 activo	 fijo,	 el	 plazo	 especial	 de
depreciación	 establecido	 por	 la	 Ley	 N°	 29342	 no	 alcanza	 a	 los	 bienes
arrendados	 al	 amparo	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 299,	 por	 cuanto
expresamente	se	ha	dispuesto	como	condición	 legal	para	el	goce	del	plazo
especial	que	el	beneficiario	adquiera	el	 inmueble	en	propiedad,	 lo	 cual	no
ocurre	en	la	relación	jurídica	analizada.
En	 efecto,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	que,	 de	 acuerdo	 con	 la	Norma	VIII	 del
Título	Preliminar	del	TUO	del	Código	Tributario,	en	vía	de	interpretación	no
podrá	 crearse	 tributos,	 establecerse	 sanciones,	 ni	 extenderse	 las
disposiciones	tributarias	a	personas	o	supuestos	distintos	a	los	señalados	en
la	 ley.”	 (Sunat,	 Inf.	 073-2010-Sunat/2B0000,	 may.	 31/2010,	 Int.	 Clara
Urteaga)
DOCTRINA.—Venta	 de	 bienes	 del	 contrato	 de	 arrendamiento
financiero	no	genera	derecho	al	crédito	fiscal	para	el	arrendador.	“Las
operaciones	de	venta	de	bienes	materia	de	un	 contrato	de	arrendamiento
financiero	 efectuadas	 por	 personas	 naturales,	 sociedades	 conyugales	 y/o
sucesiones	 indivisas	 no	 habituales	 no	 generan	 derecho	 al	 crédito	 fiscal	 ni
califican	como	costo	o	gasto	para	las	empresas	del	sistema	financiero,	por	lo
cual	no	resulta	necesaria	la	solicitud	del	Formulario	N°	820	por	parte	de	los
sujetos	 que	 transfieren	 dichos	 bienes.”	 (Sunat,	 Inf.	 087-2005-
Sunat/2B0000,	abr.	29/2005,	Int.	Clara	Urteaga)
RETROARRENDAMIENTO	FINANCIERO
D.	Leg.	915.
ART.	 9°.—Retroarrendamiento	 financiero.	 Precísase	 que	 cuando	 el
arrendador	adquiera	un	bien	del	arrendatario	para	luego	entregárselo	a	él
mismo	 en	 arrendamiento	 financiero,	 los	 resultados	 provenientes	 de	 dicha
enajenación	 no	 se	 encuentran	 gravados	 con	 el	 Impuesto	 a	 la	 Renta,	 salvo
que:
a)	El	arrendatario	por	cualquier	motivo	no	ejerza	la	opción	de	compra,	en
cuyo	caso,	 la	renta	se	devengará	en	el	ejercicio	en	que	vence	el	plazo	para
ejercer	dicha	opción.
b)	Por	cualquier	motivo	se	deje	sin	efecto	el	contrato,	en	cuyo	caso	la	renta
se	devengará	en	el	ejercicio	en	que	tal	situación	se	produzca.
En	ambos	supuestos	la	renta	bruta	estará	dada	por	la	diferencia	existente
entre	 el	 valor	 de	 mercado	 de	 los	 bienes	 y	 el	 costo	 computable	 de	 los
mismos,	al	momento	de	producirse	el	devengo.
El	valor	de	mercado	se	determinará	en	función	a	lo	dispuesto	en	el	artículo
32	de	la	Ley	del	Impuesto	a	la	Renta,	y	en	ningún	caso	será	inferior	al	monto
del	capital	financiado	pendiente	de	pago.
Lo	 dispuesto	 en	 los	 incisos	 a)	 y	 b)	 del	 presente	 artículo	 no	 será	 de
aplicación	cuando	se	produzca	 la	pérdida	del	bien	objeto	del	contrato	y	el
mismo	no	sea	repuesto.
RTF.—Bajo	el	Decreto	Legislativo	299	la	ganancia	por	leaseback	estaba
gravada	en	el	mes	y	ejercicio	en	que	ocurría	la	venta.	“Que	en	el	caso	de
autos,	 la	 recurrente	 señala	 que	 la	 venta	 del	 inmueble	 (...)	 constituye	 una
operación	de	arrendamiento	financiero,	por	lo	que	no	se	encuentra	gravada
con	el	Impuesto	a	la	Renta	correspondiente;
(...)	 Que	 en	 el	 presente	 caso,	 la	 recurrente	 provee	 el	 bien	 inmueble	 a
Crédito	Leasing	S.A.,	quien	luego	se	lo	entrega	en	arrendamiento	financiero,
configurándose	realmente	la	figura	conocida	como	de	‘lease	back’,	‘lease	de
retro’	 o	 ‘retroarrendamiento’,	 figura	 que	 constituye	 una	 modalidad	 de
leasing,	 y	 que	 se	 encuentra	 contemplada	 en	 el	 artículo	 27	 del	 Decreto
Legislativo	N°	299,	que	precisa	que	en	el	lease	back	la	locadora	adquiere	de
una	 empresa	 un	 bien,	 para	 luego	 entregárselo	 a	 esa	 misma	 empresa	 en
arrendamiento	financiero;
(...)	Que	como	se	advierte,	a	nivel	comercial	el	lease	back	se	configura	como
una	 sola	 operación,	 sin	 embargo,	 a	 nivel	 tributario,	 no	 se	 da	 esa	 misma
unidad,	por	cuanto	el	 lease	back	al	contener	obligaciones	pertenecientes	a
dos	 figuras	 contractuales	 distintas,	 la	 de	 compra	 venta	 y	 la	 del
arrendamiento	financiero,	genera	efectos	tributarios	distintos,	toda	vez	que
la	 primera	 operación	 deberá	 considerarse	 como	 una	 venta	 normal
encontrándose	afecta	a	los	tributos	correspondientes	(por	cuanto	no	existe
una	 norma	 que	 le	 otorgue	 un	 tratamiento	 diferenciado),	 en	 tanto	 que	 la
segunda	tendría	el	tratamiento	del	arrendamiento	financiero	que	figura	en
el	Decreto	Legislativo	N°	299	y	sus	normas	modificatorias;
Que	 la	 NIC	 17,	 Contabilización	 de	 los	 Contratos	 de	 Arrendamiento,
menciona	 en	 el	 párrafo	 56	 que	 una	 transacción	 de	 venta	 con	 pacto	 de
retroarrendamiento	 comprende	 la	 venta	 de	 un	 bien	 por	 el	 vendedor	 y	 el
arrendamiento	inmediato	del	mismo	bien	al	mismo	vendedor;
Que	 en	 ese	 sentido,	 al	 encontrarse	 gravada	 la	 venta	 estaría	 afecta	 al
Impuesto	a	la	Renta,	por	lo	que	el	valor	de	venta	del	bien	formará	parte	de
la	base	 imponible	del	pago	a	cuenta	del	 Impuesto	a	 la	Renta	del	vendedor
arrendatario	 en	 el	 mes	 en	 que	 se	 produzca	 la	 renta”.	 (RTF	 9282-3-2001,
nov.	23/2001.	Barrantes,	Arispe.	V.	P.	León).
D.	Leg.	915.
Primera	 Disposición	 Transitoria.—Precísase	 que	 los	 contratos	 de
arrendamiento	 financiero	celebrados	hasta	el	31	de	diciembre	de	2000	 se
rigen	por	 lo	dispuesto	en	el	Decreto	Legislativo	N°	299,	salvo	que,	a	partir
del	1	de	enero	de	2001,	hubieran	sido	modificados	en	cuanto	a	 los	bienes
objeto	 del	 contrato.	 Se	 entiende	 que	 se	 modifican	 los	 bienes	 objeto	 del
contrato,	entre	otros	supuestos,	cuando:
a)	Se	incluyen	otros	bienes.
b)	 Se	 cambia	 un	 bien	 por	 otro,	 con	 excepción	 de	 la	 reposición,	 total	 o
parcial,	del	bien	perdido.
c)	Se	incorporan	mejoras	con	carácter	permanente.
D.	Leg.	915.
Segunda	 Disposición	 Transitoria.—Derogado.	 Ley	 27804,	 Sexta
Disposición	Transitoria	y	Final.
NOTAS:	1.	De	acuerdo	con	el	artículo	24	de	la	Ley	27804,	la	norma	entró	en	vigencia	el	01	de	enero
del	2003.
DOCTRINA.—Derogatoria	de	la	Segunda	Disp.	Trans.	del	D.	Leg.	915	se
aplica	 a	 contratos	 celebrados	 antes	 del	 1	 de	 enero	 del	 2003.	 “Se
consulta	si	la	derogatoria	de	la	Segunda	Disposición	Transitoria	del	Decreto
Legislativo	N°	915	dispuesta	por	la	Sexta	Disposición	Transitoria	y	Final	de
la	 Ley	 N°	 27804	 resulta	 aplicable	 a	 los	 contratos	 de	 arrendamiento
financiero	 celebrados	 hasta	 el	 31.12.2002	 con	 entidades	 que	 hubieran
estabilizado	el	régimen	tributario	correspondiente	a	dichos	contratos.
(...).
Conclusión:	 Tratándose	 de	 contratos	 de	 arrendamiento	 financiero
celebrados	con	sujetos	que	han	estabilizado	el	régimen	tributario	aplicable
a	 dicho	 contrato	 antes	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 Ley	 N°	 27394,	 la
derogatoria	de	la	Segunda	Disposición	Transitoria	del	Decreto	Legislativo	N
°	 915	 dispuesta	 por	 la	 Sexta	 Disposición	 Final	 y	 Transitoria	 de	 la	 Ley	 N°
27804	 resulta	 aplicable	 a	 aquellos	 contratos	 que	 se	 hubieran	 celebrado
antes	 del	 1.1.2003,	 por	 las	 consecuencias	 que	 se	 devenguen	 a	 partir	 del
ejercicio	gravable	2003.	(Sunat,	Inf.	005-2003-Sunat/2B0000,	ene.	09/2003,
Int.	Clara	Urteaga	Goldstein).
D.	Leg.	945.
Décima	 Disposición	 Transitoria	 y	 Final.—Arrendamiento	 financiero	 y
estabilidad	tributaria.	Los	 arrendatarios	 o	 arrendadores	 que	 celebren,	 a
partir	del	1	de	enero	de	2004,	 contratos	de	arrendamiento	 financiero	 con
otros	contribuyentes	que	hubieren	estabilizado	el	régimen	tributario	antes
de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 Ley	 N°	 27394,	 deberán	 adecuarse	 a	 las
disposiciones	tributarias	a	que	se	refieren	los	párrafos	siguientes.
Cuando	el	arrendatario	hubiere	estabilizado	el	régimen	tributario	aplicable
a	los	contratos	de	arrendamiento	financiero	antes	de	la	entrada	en	vigencia
de	la	Ley	N°	27394,	el	arrendador	también	aplicará	el	tratamiento	dispuesto
en	los	artículos	18	y	19	del	Decreto	Legislativo	N°	299	sin	las	modificatorias
introducidas	por	la	Ley	N°	27394	y	el	Decreto	Legislativo	N°	915.
Cuando	el	arrendador	hubiere	estabilizado	el	régimen	tributario	aplicable
a	su	contrato	de	arrendamiento	financiero,	antes	de	la	entrada	en	vigencia
de	la	Ley	N°	27394,	el	arrendatario	deberá	adecuarse	a	lo	siguiente:
a)	 Considerará	 como	 gasto	 no	 deducible	 la	 depreciación	 proveniente	 del
activo	materia	del	arrendamiento	financiero.
b)	No	será	deducible	la	diferencia	de	cambio	proveniente	de	tales	activos.
c)	El	 ajuste	por	 inflación	que	 corresponda	a	 las	partidas	del	 activo	o	a	 la
depreciación	acumulada	proveniente	del	activo	materia	del	arrendamiento
financiero	no	tendrá	efecto	tributario.
d)	 Para	 la	 determinación	 de	 la	 renta	 imponible	 las	 cuotas	 periódicas	 de
arrendamiento	 financiero	 constituyen	 gasto	 deducible.	 El	 importe	 de	 la
cuota	 que	 corresponda	 a	 la	 amortización	 del	 capital,	 será	 deducible	 en	 el
mismo	 porcentaje	 que	 correspondería	 aplicar	 como	 tasa	 de	 depreciación
según	 lo	 establecido	 por	 el	 artículo	 18	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 299
modificado	por	 la	Ley	N°	27394.	Los	 importes	que	excedan	tal	porcentaje,
serán	deducibles	como	gasto	cuando	se	devengue	la	última	cuota.
e)	La	base	imponible	del	anticipo	adicional	del	Impuesto	a	la	Renta,	cuando
corresponda,	 considerará	 el	 100%	 del	 activo	 materia	 de	 arrendamiento
financiero.
D.	Leg.	299.
ART.	 19.—Para	 la	 determinación	 de	 la	 renta	 imponible,	 las	 cuotas
periódicas	de	arrendamiento	financiero	constituyen	renta	para	la	locadora	y
gasto	deducible	para	la	arrendataria.
Los	 gastos	 de	 reparación,	 mantenimiento	 y	 seguros,	 son	 igualmente
deducibles	 para	 la	 arrendataria	 en	 el	 ejercicio	 gravable	 en	 que	 se
devenguen.
NOTA:	De	acuerdo	con	el	artículo	7º	de	la	Ley	27394	“lo	señalado	en	el	primer	párrafo	del	artículo
19	del	Decreto	Legislativo	N°	299,	sólo	será	de	aplicación	a	los	contratos	de	arrendamiento	financiero
celebrados	hasta	el	31	de	diciembre	de	2000”.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 34.—La	 base	 imponible	 para	 la	 determinación	 de	 los	 tributos	 que
gravamen	 las	 transferencias	de	bienes	 arrendados	 como	 consecuencia	 del
ejercicio	 por	 la	 arrendataria	 de	 la	 opción	 de	 compra	 ,	 será	 valor	 pactado
para	dicha	transferencia	en	la	respectiva	opción.
D.	Leg.	299.
ART.	 20.—La	 arrendataria	 que	 se	 beneficie	 con	 un	 programa	 de
reinversión	 aprobado,	 podrá	 cumplirlo	 total	 o	 parcialmente	 mediante
arrendamiento	financiero,	a	cuyo	efecto,	el	monto	de	la	reinversión	será	el
precio	pagado	por	 la	 locadora	 al	 adquirir	 el	 bien,	 gozando	 la	 arrendataria
del	beneficio	tributario	que	conceden	las	normas	legales	de	reinversión,	en
el	 momento	 de	 entrada	 en	 vigencia	 del	 contrato	 de	 arrendamiento
financiero.
Este	beneficio	se	perderá	si	la	arrendataria	no	ejerce	la	opción	de	compra,
en	 cuyo	 caso	 deberá	 abonar	 el	 impuesto,	 moras	 e	 intereses
correspondientes.
Los	programas	de	reinversión	podrán	ejecutarse	mediante	la	aplicación	de
utilidades	 de	 la	 propia	 empresa,	 de	 terceros,	 o	 mediante	 arrendamiento
financiero.	En	ningún	caso	el	beneficio	tributario	podrá	utilizarse	en	forma
superpuesta.
BONOS	DE	ARRENDAMIENTO	FINANCIERO
D.	Leg.	299.
ART.	 21.—La	 locadora	 puede	 emitir,	 previa	 autorización	 de	 la	 Comisión
Nacional	 Supervisora	 de	 Empresas	 y	 Valores,	 Bonos	 de	 Arrendamiento
Financiero,	 nominativos	 o	 al	 portador,	 destinados	 al	 financiamiento	 de
operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero.	 Tales	 bonos	 quedan	 regulados
exclusivamente	por	las	normas	del	presente	decreto	legislativo.
La	 escritura	 pública	 de	 emisión	 de	 bonos	 podrá	 consignar	 las
características	 de	 las	 operaciones	 a	 ser	 financiadas,	 la	 descripción	 de	 los
bienes	objeto	de	 las	mismas	y	 la	afectación	específica	de	éstos	en	garantía
de	la	emisión,	en	su	caso.
Dichos	 bonos	 podrán	 tener	 rendimiento	 fijo	 o	 variable,	 incluyendo	 la
posibilidad	de	participar	en	los	resultados	de	la	entidad	emisora.	Podrán	ser
emitidos	bajo	 la	par	y	 ser	 inscritos	en	 la	bolsa	de	valores	y	deberán	 ser	a
plazo	no	menor	de	3	años.	Los	intereses	que	devenguen	y/o	el	reajuste	de
capital	están	exonerados	del	Impuesto	a	la	Renta.	El	interés	y/o	el	reajuste
de	 capital	 no	 excederá	 el	 límite	 máximo	 fijado	 por	 el	 Banco	 Central	 de
Reserva	del	Perú	para	operaciones	pasivas.
El	 pago	 por	 participación	 en	 los	 resultados	 de	 la	 entidad	 emisora	 en	 su
caso,	será	gasto	deducible	para	la	locadora	e	ingreso	gravado	para	el	bonista
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	 33.—Las	 empresas	 domiciliadas	 en	 el	 país,	 autorizadas	 de
conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	presente	decreto	supremo	para	realizar
operaciones	de	arrendamiento	financiero	podrán	emitir	bonos	de	acuerdo	a
los	requisitos	que	establezca	la	Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas
y	Valores.
Asimismo	para	tener	acceso	a	los	fondos	promocionales	y	líneas	de	crédito
que	 establece	 el	 artículo	 14	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 299,	 además	 de
cumplir	 con	 los	 requisitos	 necesarios	 en	 cada	 caso,	 deberán	 someterse	 al
régimen	de	tratamiento	a	los	capitales	extranjeros.
D.	Leg.	299.
ART.	 22.—Si	 la	 arrendataria	 contara	 con	 un	 programa	 de	 reinversión	 de
utilidades	debidamente	aprobado,	la	locadora	podrá	financiar	la	adquisición
de	los	bienes	 incluidos	en	dicho	programa,	mediante	 la	emisión	de	“Bonos
de	arrendamiento	financiero	para	la	reinversión”,	que	otorga	el	beneficio	de
crédito	 tributario	 contra	 el	 Impuesto	 a	 la	 Renta	 en	 favor	 del	 adquirente
primario.	 Para	 efectos	 del	 porcentaje	 máximo	 reinvertible	 y	 el	 índice	 de
selectividad,	 serán	 de	 aplicación	 los	 correspondientes	 a	 la	 arrendataria
titular	 del	 programa	 de	 reinversión,	 quedando	 sujeta	 la	 inversión	 a	 las
normas	 generales	 de	 reinversión	 y	 al	 programa	 correspondiente.	 La
locadora	deberá	emitir	 la	 constancia	de	 reinversión	para	 la	utilización	del
crédito	tributario.
Las	inversiones	en	dichos	bonos	podrán	efectuarse	hasta	5	días	calendarios
anteriores	al	vencimiento	del	plazo	de	presentación	de	la	declaración	jurada
del	Impuesto	a	la	Renta,	correspondiente	al	ejercicio	gravable	respecto	del
cual	se	va	ha	utilizar	el	crédito.
D.	Leg.	299.
ART.	 23.—Los	 bonos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 anterior	 deberán
consignar,	en	la	escritura	de	emisión,	las	características	de	la	operación	ha
ser	financiada,	la	descripción	de	los	bienes	y	la	afectación	específica	de	éstos
en	 garantía	 de	 la	 emisión.	 Será	 exigible	 en	 la	 misma	 escritura,	 la
intervención	de	la	arrendataria.	No	podrán	ser	emitidos	bajo	la	par	y	serán
libremente	transferibles.
Las	 demás	 características	 y	 condiciones	 de	 emisión	 se	 regularán	 por	 lo
dispuesto	en	el	artículo	21	del	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	299.
ART.	 24.—Derogado.	 D.	 Leg.	 821,	 Novena	 Disposición
Complementaria,	Transitoria	y	Final.
D.	Leg.	299.
ART.	 25.—En	 el	 caso	 de	 arrendamiento	 financiero	 de	 bienes,
comprendidos	en	la	Ley	N°	23557,	celebrado	con	locadoras	no	domiciliadas
en	el	país,	 también	regirá	el	régimen	tributario	a	que	se	refiere	el	artículo
anterior,	 siempre	 que	 los	 arrendatarios	 estén	 dedicados	 a	 la	 actividad
agraria,	 los	 bienes	 se	 utilicen	 en	 el	 cumplimiento	 de	 dicha	 actividad	 y
también	cumplan	con	inscribir	los	contratos	respectivos	en	el	Banco	Central
de	Reserva	del	Perú.
D.	Leg.	299.
ART.	 26.—Sustitúyase	 el	 inciso	 b)	 del	 Numeral	 1	 del	 Apéndice	 V	 del
Decreto	Legislativo	N°	190,	por	el	siguiente	texto:
“b)	Las	operaciones	 realizadas	 entre	 bancos	 o	 instituciones	 financieras	 y
crediticias,	 así	 como	 entre	 ellas	 y	 las	 empresas	 debidamente	 autorizadas
por	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	para	celebrar	Arrendamientos
Financieros.”
NOTA:	El	D.	Leg.	190	fue	derogado	por	el	artículo	86	del	D.	Leg.	656,	publicado	en	el	Diario	Oficial	El
Peruano	el	09	de	agosto	de	1991.
D.	Leg.	299.
ART.	27.—En	todos	los	casos	en	que	la	locadora	adquiera	de	una	empresa
un	bien,	para	luego	entregárselo	a	ella	misma	en	arrendamiento	financiero,
dicha	transferencia	está	exonerada	del	Impuesto	General	a	las	Ventas	y	del
Impuesto	Selectivo	al	Consumo	en	su	caso.
NOTA:	La	exoneracion	prevista	en	este	artículo	estuvo	vigente	hasta	el	31	de	diciembre	del	2000.
D.	Leg.	299.
ART.	 28.—El	 régimen	 tributario	 establecido	 en	 el	 presente	 decreto
legislativo	es	permanente.	Las	exoneraciones	otorgadas	rigen	hasta	el	31	de
diciembre	de	1990.
NOTA:	 El	 plazo	 de	 las	 exoneraciones	 indicadas	 en	 este	 artículo	 fue	 ampliado	 hasta	 el	 31	 de
diciembre	del	2000	por	el	artículo	1º	del	D.	Leg.	625.
D.	Leg.	299.
ART.	 29.—Derógase	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°	 212,	 sus	 normas
reglamentarias	 y	 complementarias,	 así	 como	 las	 disposiciones	 que	 se
opongan	al	presente	decreto	legislativo.
D.	Leg.	299.
ART.	30.—El	presente	decreto	legislativo	rige	a	partir	del	día	siguiente	de
su	publicación.
D.	S.	559-84-EFC.
ART.	39.—Todos	los	plazos	considerados	en	el	presente	decreto	supremo
están	referidos	a	días	calendario.
PROTECCIÓN	DE	CONOCIMIENTOS
COLECTIVOS	DE	PUEBLOS
INDÍGENAS	VINCULADOS	A	LOS
RECURSOS	BIOLÓGICOS
TÍTULO	I
DEL	RECONOCIMIENTO	DE	DERECHOS	DE	LOS	PUEBLOS
INDÍGENAS	SOBRE	SUS	CONOCIMIENTOS	COLECTIVOS
Ley	27811.
ART.	1°.—Reconocimiento	de	derechos.	El	Estado	peruano	reconoce	el
derecho	y	la	facultad	de	los	pueblos	y	comunidades	indígenas	de	decidir
sobre	sus	conocimientos	colectivos.
TÍTULO	II
DE	LAS	DEFINICIONES
Ley	27811.
ART.	 2°.—Definiciones.	 Para	 los	 efectos	 del	 presente	 dispositivo	 se
entenderá	por:
a)	 Pueblos	 indígenas.	 Son	 pueblos	 originarios	 que	 tienen	 derechos
anteriores	 a	 la	 formación	 del	 Estado	 peruano,	 mantienen	 una	 cultura
propia,	 un	 espacio	 territorial	 y	 se	 autorreconocen	 como	 tales.	 En	 éstos	 se
incluye	a	los	pueblos	en	aislamiento	voluntario	o	no	contactados,	así	como	a
las	comunidades	campesinas	y	nativas.
La	 denominación	 “indígenas”	 comprende	 y	 puede	 emplearse	 como
sinónimo	de	“originarios”,	“tradicionales”,	“étnicos”,	“ancestrales”,	“nativos”
u	otros	vocablos.
b)	Conocimiento	colectivo.	Conocimiento	acumulado	y	transgeneracional
desarrollado	 por	 los	 pueblos	 y	 comunidades	 indígenas	 respecto	 a	 las
propiedades,	usos	y	características	de	la	diversidad	biológica.
El	componente	intangible	contemplado	en	la	Decisión	391	de	la	Comisión
del	Acuerdo	de	Cartagena	incluye	este	tipo	de	conocimiento	colectivo.
c)	Consentimiento	informado	previo.	Autorización	otorgada,	dentro	del
marco	 del	 presente	 régimen	 de	 protección,	 por	 la	 organización
representativa	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 poseedores	 de	 un	 conocimiento
colectivo,	 de	 conformidad	 con	 las	 normas	 por	 ellos	 reconocidas,	 para	 la
realización	de	determinada	actividad	que	implique	acceder	y	utilizar	dicho
conocimiento	colectivo,	previo	suministro	de	suficiente	información	relativa
a	 los	 propósitos,	 riesgos	 o	 implicancias	 de	 dicha	 actividad,	 incluyendo	 los
eventuales	usos	del	conocimiento	y,	de	ser	el	caso,	el	valor	del	mismo.
d)	 Contrato	 de	 licencia	 de	 uso	 de	 conocimientos	 colectivos.	 Acuerdo
expreso	 celebrado	 entre	 la	 organización	 representativa	 de	 los	 pueblos
indígenas	 poseedores	 de	 un	 conocimiento	 colectivo	 y	 un	 tercero	 que
incorpora	 términos	 y	 condiciones	 sobre	 el	 uso	 de	 dicho
conocimientocolectivo.
Estos	contratos	pueden	constituir	un	anexo	al	contrato	mencionado	en	el
artículo	34	de	la	Decisión	391	de	la	Comisión	del	Acuerdo	de	Cartagena	que
establece	un	Régimen	Común	sobre	acceso	a	los	recursos	genéticos.
e)	Recursos	biológicos.	Recursos	genéticos,	organismos	o	partes	de	ellos,
poblaciones,	 o	 cualquier	 otro	 tipo	 del	 componente	 biótico	 de	 los
ecosistemas	de	valor	o	utilidad	real	o	potencial	para	la	humanidad.
TÍTULO	III
DEL	ÁMBITO	DE	PROTECCIÓN
Ley	27811.
ART.	 3°.—Ámbito	 de	 protección	 de	 la	 norma.	 El	 presente	 dispositivo
establece	un	régimen	especial	de	protección	de	los	conocimientos	colectivos
de	los	pueblos	indígenas	vinculados	a	los	recursos	biológicos.
Ley	27811.
ART.	 4°.—Excepciones	 al	 régimen.	 El	 presente	 régimen	 no	 afectará	 el
intercambio	 tradicional	 entre	 pueblos	 indígenas	 de	 los	 conocimientos
colectivos	protegidos	bajo	esterégimen.
TÍTULO	IV
DE	LOS	OBJETIVOS
Ley	27811.
ART.	5°.—Objetivos	del	régimen.	Son	objetivos	del	presente	régimen:
a)	 Promover	 el	 respeto,	 la	 protección,	 la	 preservación,	 la	 aplicación	más
amplia	 y	 el	 desarrollo	 de	 los	 conocimientos	 colectivos	 de	 los	 pueblos
indígenas.
b)	Promover	 la	distribución	 justa	y	equitativa	de	 los	beneficios	derivados
de	la	utilización	de	estos	conocimientos	colectivos.
c)	 Promover	 el	 uso	 de	 estos	 conocimientos	 en	 beneficio	 de	 los	 pueblos
indígenas	y	de	la	humanidad.
d)	Garantizar	que	el	uso	de	 los	conocimientos	colectivos	se	realice	con	el
consentimiento	informado	previo	de	los	pueblos	indígenas.
e)	 Promover	 el	 fortalecimiento	 y	 el	 desarrollo	 de	 las	 capacidades	 de	 los
pueblos	 indígenas	 y	 de	 los	 mecanismos	 tradicionalmente	 empleados	 por
ellos	para	compartir	y	distribuir	beneficios	generados	colectivamente,	en	el
marco	del	presente	régimen.
f)	Evitar	que	se	concedan	patentes	a	invenciones	obtenidas	o	desarrolladas
a	partir	de	conocimientos	colectivos	de	los	pueblos	indígenas	del	Perú,	sin
que	 se	 tomen	 en	 cuenta	 estos	 conocimientos	 como	 antecedentes	 en	 el
examen	de	novedad	y	nivel	inventivo	de	dichas	invenciones.
TÍTULO	V
DE	LOS	PRINCIPIOS	GENERALES
Ley	27811.
ART.	6°.—Condiciones	 para	 el	 acceso	 a	 los	 conocimientos	 colectivos.
Los	 interesados	 en	 acceder	 a	 los	 conocimientos	 colectivos	 con	 fines	 de
aplicación	 científica,	 comercial	 e	 industrial	 deberán	 solicitar	 el
consentimiento	informado	previo	de	 las	organizaciones	representativas	de
los	pueblos	indígenas	que	posean	un	conocimiento	colectivo.
La	 organización	 representativa	 de	 los	 pueblos	 indígenas,	 cuyo
consentimiento	informado	previo	haya	sido	solicitado,	deberá	informar	que
está	 entrando	 en	 una	 negociación	 al	 mayor	 número	 posible	 de	 pueblos
indígenas	poseedores	del	 conocimiento	 y	 tomar	 en	 cuenta	 sus	 intereses	 e
inquietudes,	en	particular	aquellas	vinculadas	con	sus	valores	espirituales	o
creencias	religiosas.
La	 información	 que	 proporcione	 se	 limitará	 al	 recurso	 biológico	 sobre	 el
cual	 versa	el	 conocimiento	 colectivo	objeto	de	 la	negociación	en	 curso,	 en
salvaguarda	 de	 los	 intereses	 de	 la	 contraparte	 en	 mantener	 secretos	 los
detalles	de	la	negociación.
Ley	27811.
ART.	 7°.—Acceso	 con	 fines	 de	 aplicación	 comercial	 o	 industrial.	 En
caso	 de	 acceso	 con	 fines	 de	 aplicación	 comercial	 o	 industrial,	 se	 deberá
suscribir	 una	 licenciadonde	 se	 prevean	 condiciones	 para	 una	 adecuada
retribución	por	dicho	acceso	y	 se	 garantice	una	distribución	equitativa	de
los	beneficios	derivados	del	mismo.
Ley	27811.
ART.	 8°.—Porcentaje	 destinado	 al	 Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los
Pueblos	Indígenas.	Se	destinará	un	porcentaje	no	menor	al	10%	del	valor
de	las	ventas	brutas,	antes	de	impuestos,	resultantes	de	la	comercialización
de	 los	 productos	 desarrollados	 a	 partir	 de	 un	 conocimiento	 colectivo	 al
Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los	 Pueblos	 Indígenas	 a	 que	 se	 refieren	 los
artículos	37	y	siguientes.
Las	partes	podrán	acordar	un	porcentaje	mayor,	 en	 función	del	grado	de
utilización	o	incorporación	directa	de	dichos	conocimientos	en	el	producto
final	 resultante,	 elgrado	de	aporte	de	dichos	conocimientos	a	 la	 reducción
de	los	costos	de	investigación	y	desarrollo	de	los	productos	derivados,	entre
otros.
Ley	27811.
ART.	9°.—Rol	de	las	generaciones	presentes.	Las	generaciones	presentes
de	 los	 pueblos	 indígenas	 preservan,	 desarrollan	 y	 administran	 sus
conocimientos	colectivos	en	beneficio	propio	y	de	las	generaciones	futuras.
Ley	27811.
ART.	 10.—Naturaleza	 colectiva	 de	 los	 conocimientos.	 Los
conocimientos	 colectivos	 protegidos	 bajo	 este	 régimen	 son	 aquellos	 que
pertenecen	 a	 un	 pueblo	 indígena	 y	 no	 a	 individuos	 determinados	 que
formen	 parte	 de	 dicho	 pueblo.	 Pueden	 pertenecer	 a	 varios	 pueblos
indígenas.
Estos	 derechos	 son	 independientes	 de	 aquellos	 que	 puedan	 generarse	 al
interior	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 y	 para	 cuyo	 efecto	 de	 distribución	 de
beneficios	podrán	apelar	a	sus	sistemas	tradicionales.
Ley	27811.
ART.	 11.—Conocimientos	 colectivos	 y	 patrimonio	 cultural.	 Los
conocimientos	 colectivos	 forman	 parte	 del	 patrimonio	 cultural	 de	 los
pueblos	indígenas.
Ley	27811.
ART.	 12.—Inalienabilidad	 e	 imprescriptibilidad	 de	 los	 derechos.	 Por
ser	parte	de	su	patrimonio	cultural,	 los	derechos	de	 los	pueblos	 indígenas
sobre	sus	conocimientos	colectivos	son	inalienables	e	imprescriptibles.
Ley	27811.
ART.	13.—Conocimientos	colectivos	que	están	en	el	dominio	público.	A
efectos	del	presente	 régimen,	 se	entenderá	que	un	conocimiento	colectivo
se	encuentra	en	el	dominio	público	cuando	haya	sido	accesible	a	personas
ajenas	a	los	pueblos	indígenas,	a	través	de	medios	de	comunicación	masiva,
tales	 como	 publicaciones,	 o	 cuando	 serefiera	 a	 propiedades,	 usos	 o
características	 de	 un	 recurso	 biológico	 que	 sean	 conocidos	 masivamente
fuera	del	ámbito	de	los	pueblos	y	comunidades	indígenas.
En	 los	 casos	 en	 que	 estos	 conocimientos	 hayan	 entrado	 en	 el	 dominio
público	en	 los	últimos	20	años,	se	destinará	un	porcentaje	del	valor	de	 las
ventas	brutas,	antes	de	impuestos,	resultantes	de	la	comercialización	de	los
productos	 desarrollados	 a	 partir	 de	 estos	 conocimientos	 colectivos,	 al
Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los	 Pueblos	 Indígenas	 a	 que	 se	 refieren	 los
artículos	37	y	siguientes.
Ley	27811.
ART.	 14.—Representantes	 de	 los	 pueblos	 indígenas.	 Para	 efectos	 de
este	régimen,	los	pueblos	indígenas	deberán	ser	representados	a	través	de
sus	organizaciones	representativas,	respetando	las	formas	tradicionales	de
organización	de	los	pueblos	indígenas.
TÍTULO	VI
DE	LOS	REGISTROS	DE	CONOCIMIENTOS	COLECTIVOS	DE	LOS
PUEBLOS	INDÍGENAS
Ley	27811.
ART.	 15.—Registros	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los	 Pueblos
Indígenas.	Los	 conocimientos	 colectivos	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 podrán
ser	inscritos	en	tres	tipos	de	registros:
a)	 Registro	Nacional	 Público	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los	 Pueblos
Indígenas.
b)	 Registro	 Nacional	 Confidencial	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los
Pueblos	Indígenas.
c)	Registros	Locales	de	Conocimientos	Colectivos	de	los	Pueblos	indígenas.
El	 Registro	Nacional	 Público	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los	 Pueblos
Indígenas	y	el	Registro	Nacional	Confidencial	de	Conocimientos	Colectivos
de	los	Pueblos	Indígenas	estarán	a	cargo	del	Indecopi.
Ley	27811.	
ART.	 16.—Objeto	 de	 los	 registros	 de	 conocimientos	 colectivos.	 Los
registros	de	 conocimientos	 colectivos	de	 los	 pueblos	 indígenas	 tienen	por
objeto,	según	sea	el	caso:
a)	 Preservar	 y	 salvaguardar	 los	 conocimientos	 colectivos	 de	 los	 pueblos
indígenas	y	sus	derechos	sobre	ellos;	y
b)	 Proveer	 al	 Indecopi	 de	 información	 que	 le	 permita	 la	 defensa	 de	 los
intereses	 de	 los	 pueblos	 indígenas,	 con	 relación	 a	 sus	 conocimientos
colectivos.
Ley	27811.
ART.	 17.—Carácter	 del	 Registro	 Nacional	 Público	 de	 Conocimientos
Colectivos	 de	 los	 Pueblos	 Indígenas.	 El	 Registro	 Nacional	 Público	 de
Conocimientos	 Colectivos	 de	 los	 Pueblos	 Indígenas	 contendrá	 los
conocimientos	colectivos	que	se	encuentran	en	el	dominio	público.
El	 Indecopi	deberá	 registrar	 los	 conocimientos	colectivos	que	están	en	el
dominio	 público	 en	 el	 Registro	 Nacional	 Público	 de	 Conocimientos
Colectivos	de	los	Pueblos	Indígenas.
Ley	27811.
ART.	 18.—Carácter	 del	 Registro	 Nacional	 Confidencial	 de
Conocimientos	Colectivos	de	los	Pueblos	Indígenas.	El	Registro	Nacional
Confidencial	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los	 Pueblos	 Indígenas	 no
podrá	ser	consultado	por	terceros.
Ley	27811.
ART.	19.—Registro	a	solicitud	de	los	pueblos	indígenas.	Cada	pueblo,	a
través	de	 su	organización	 representativa,	podrá	 inscribir	 ante	el	 Indecopi,
en	el	Registro	Nacional	Público	o	en	el	Registro	Nacional	Confidencial,	 los
conocimientos	colectivos	que	posea.
Ley	27811.
ART.	 20.—Solicitudes	 de	 registro	 de	 conocimientos	 colectivos.	 Las
solicitudes	de	registro	de	conocimientos	colectivos	de	los	pueblos	indígenas
se	 presentarán	 ante	 el	 Indecopi,	 a	 través	 de	 sus	 organizaciones
representativas,	y	deberán	contener:
a)	 Identificación	 del	 pueblo	 indígena	 que	 solicita	 el	 registro	 de	 sus
conocimientos;
b)	Identificación	del	representante;
c)	 Indicación	 del	 recurso	 biológico	 sobre	 el	 cual	 versa	 el	 conocimiento
colectivo,	pudiendo	utilizarse	el	nombre	indígena;
d)	Indicación	del	uso	o	usos	que	se	dan	al	recurso	biológico	en	cuestión;
e)	 Descripción	 clara	 y	 completa	 del	 conocimiento	 colectivo	 objeto	 de
registro;	y
f)	Acta	en	 la	que	 figura	el	acuerdo	de	registrar	el	conocimiento	por	parte
del	pueblo	indígena.
La	solicitud	deberá	ser	acompañada	de	una	muestra	del	recurso	biológico
sobre	el	cual	versa	el	conocimiento	colectivo	objeto	de	registro.	En	aquellos
casos	 en	 que	 la	 muestra	 sea	 de	 difícil	 transporte	 o	 manipulación,	 el
puebloindígena	 que	 solicita	 el	 registro	 podrá	 requerir	 al	 Indecopi	 que	 le
exima	 de	 la	 presentación	 de	 dicha	muestra	 y	 le	 permita	 presentar,	 en	 su
lugar,	 fotografías	 en	 las	 que	 se	 puedan	 apreciar	 las	 características	 del
recurso	 biológico	 sobre	 el	 cualversa	 el	 conocimiento	 colectivo.	 Dicha
muestra,	 o	 en	 su	 caso,	 dichas	 fotografías,	 deberán	 permitir	 al	 Indecopi
identificar	 de	manera	 fehaciente	 el	 recurso	 biológico	 en	 cuestión	 y	 hacer
constar	en	el	expediente	el	nombre	científico	del	mismo.
Ley	27811.
ART.	 21.—Trámite	 de	 la	 solicitud.	 El	 Indecopiverificará,	 en	 el	 plazo	 de
diez	 (10)	días	de	presentada	 la	 solicitud,	que	 la	misma	consigne	 todos	 los
datos	especificados	en	el	artículo	anterior.
En	 caso	 de	 que	 se	 haya	 producido	 alguna	 omisión,	 notificará	 al	 pueblo
indígena	 que	 solicita	 el	 registro	 a	 efectos	 de	 que	 complete	 la	 solicitud,
dentro	 del	 plazo	 de	 seis	 (6)	 meses,	 prorrogables	 a	 su	 solicitud,	 bajo
apercibimiento	de	declarar	el	abandono	de	la	solicitud.
Una	vez	que	el	Indecopi	haya	verificado	que	la	solicitud	consigne	todos	los
datos	 especificados	 en	 el	 artículo	 anterior,	 procederá	 a	 registrar	 el
conocimiento	colectivo	en	cuestión.
Ley	27811.
ART.	 22.—Envío	 de	 representantes	 del	 Indecopi.	 Para	 facilitar	 el
registro	de	 conocimientos	 colectivos	de	 los	pueblos	 indígenas,	 el	 Indecopi
podrá	 enviar	 representantes	 debidamente	 acreditados	 a	 los	 diferentes
pueblos	 indígenas	 con	el	 fin	de	 recabar	 la	 información	necesaria	para	dar
trámite	a	las	solicitudes	de	registro	que	deseen	presentar.
Ley	27811.
ART.	23.—Obligación	del	Indecopi	de	enviar	la	información	contenida
en	el	Registro	Nacional	Público	a	 las	principales	oficinas	de	patentes
del	 mundo.	 Con	 el	 fin	 de	 objetar	 solicitudes	 de	 patente	 en	 trámite,
cuestionar	patentes	 concedidas	o	 influir	 en	general	 en	el	 otorgamiento	de
patentes	relacionadas	con	productos	o	procesos	obtenidos	o	desarrollados	a
partir	 de	 un	 conocimiento	 colectivo,	 el	 Indecopi	 deberá	 enviar	 la
información	 contenida	 en	 el	 Registro	 Nacional	 Público,	 a	 las	 principales
oficinas	de	patentes	del	mundo,	a	efectos	de	que	sea	tomada	en	cuenta	como
antecedente	en	el	examen	de	novedad	y	nivel	inventivo	de	las	solicitudes	de
patente.
Ley	27811.
ART.	 24.—Registros	 locales	 de	 conocimientos	 colectivos	 de	 los
pueblos	 indígenas.	 Los	 pueblos	 indígenas	 podrán	 organizar	 registros
locales	 de	 conocimientos	 colectivos,	 de	 conformidad	 con	 sus	 usos	 y
costumbres.	El	Indecopi	prestará	asistencia	técnica	para	la	organización	de
estos	registros,	a	solicitud	de	los	pueblos	indígenas.
TÍTULO	VII
DE	LAS	LICENCIAS
Ley	27811.
ART.	 25.—Inscripción	 obligatoria	 de	 contratos	 de	 licencia.	 Los
contratos	 de	 licencia	 deberán	 inscribirse	 en	 unregistro	 que	 para	 estos
efectos	llevará	el	Indecopi.
Ley	27811.
ART.	26.—Obligatoriedad	de	forma	escrita	de	los	contratos	de	licencia.
La	 organización	 representativa	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 que	 poseen	 un
conocimiento	colectivo	podrá	otorgar	a	 terceras	personas	 licencias	de	uso
de	dicho	conocimiento	colectivo	sólo	mediante	contrato	escrito,	en	 idioma
nativo	y	castellano,	y	por	un	plazo	renovable	no	menor	de	un	año	ni	mayor
de	3	años.
Ley	27811.
ART.	 27.—Contenido	 del	 contrato	 de	 licencia.	 A	 efectos	 del	 presente
régimen,	 los	 contratos	 deberán	 contener	 por	 lo	 menos	 las	 siguientes
cláusulas:
a)	Identificación	de	las	partes.
b)	Descripción	del	conocimiento	colectivo	objeto	del	contrato.
c)	 El	 establecimiento	 de	 las	 compensaciones	 que	 recibirán	 los	 pueblos
indígenas	 por	 el	 uso	 de	 su	 conocimiento	 colectivo.	 Estas	 compensaciones
incluirán	 un	 pago	 inicial	 monetario	 u	 otro	 equivalente	 dirigido	 a	 su
desarrollo	 sostenible;	 y	 un	 porcentaje	 no	 menor	 del	 5%	 del	 valor	 de	 las
ventas	brutas,	antes	de	impuestos,	resultantes	de	la	comercialización	de	los
productos	 desarrollados	 directa	 e	 indirectamente	 a	 partir	 de	 dicho
conocimiento	colectivo,	de	ser	el	caso.
d)	El	suministro	de	suficiente	información	relativa	a	los	propósitos,	riesgos
o	 implicancias	 de	 dicha	 actividad,	 incluyendo	 los	 eventuales	 usos	 del
conocimiento	colectivo	y,	de	ser	el	caso,	el	valor	del	mismo.
e)	La	obligación	del	licenciatario	de	informar	periódicamente,	en	términos
generales,	 al	 licenciante	 acerca	 de	 los	 avances	 en	 la	 investigación,
industrialización	y	comercialización	de	los	productos	desarrollados	a	partir
de	los	conocimientos	colectivos	objeto	de	la	licencia.
f)	 La	 obligación	 del	 licenciatario	 de	 contribuir	 al	 fortalecimiento	 de	 las
capacidades	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 en	 relación	 con	 sus	 conocimientos
colectivos	vinculados	a	los	recursos	biológicos.
En	 caso	 de	 que	 en	 el	 contrato	 se	 pacte	 un	 deber	 de	 reserva,	 el	 mismo
deberá	constar	expresamente.
El	Indecopi	no	registrará	los	contratos	que	no	se	ajusten	a	lo	establecido	en
este	artículo.
Ley	27811.
ART.	 28.—Solicitudes	 de	 registro	 de	 contrato	 de	 licencia.
Confidencialidad	del	contrato.	Las	solicitudes	de	registro	de	un	contrato
de	licencia	que	se	presenten	ante	el	Indecopi	deberán	contener:
a)	Identificación	de	los	pueblos	indígenas	que	son	parte	en	el	contrato	y	de
sus	representantes;
b)	 Identificación	 de	 las	 demás	 partes	 en	 el	 contrato	 y	 de	 sus
representantes.
c)	Copia	del	contrato;	y
d)	Acta	en	la	que	figura	el	acuerdo	de	celebrar	el	contrato	de	licencia	por
parte	de	los	pueblos	indígenas	que	son	parte	en	el	contrato.
El	 contrato	 no	 podrá	 ser	 consultado	 por	 terceros,	 salvo	 con	 autorización
expresa	de	ambas	partes.
Ley	27811.
ART.	 29.—Trámite	 de	 la	 solicitud.	 El	 Indecopiverificará,	 en	 el	 plazo	 de
diez	(10)	días	de	presentada	la	solicitud,	que	la	solicitud	consigne	todos	los
datos	especificados	en	el	artículo	anterior.
En	 caso	 de	 que	 se	 haya	 producido	 alguna	 omisión,	 notificará	 a	 quien
solicita	el	registro	a	efectos	de	quecomplete	la	solicitud,	dentro	del	plazo	de
seis	(6)	meses,	prorrogables	a	su	solicitud,	bajo	apercibimiento	de	declarar
el	abandono	de	la	solicitud.
Ley	27811.
ART.	30.—Verificación	del	contenido	del	contrato.	A	efectos	de	inscribir
una	licencia,	el	Indecopi,	dentro	del	plazo	de	treinta	(30)	días	de	presentada
la	solicitud,	verificará	si	se	cumplen	las	cláusulas	mencionadas	en	el	artículo
27.
Ley	27811.
ART.	 31.—Información	 adicional	 acerca	 del	 impacto	 ambiental.	 El
Indecopi,	a	solicitud	de	parte,	o	de	oficio,	solicitará	información	adicional,	en
aquellos	casos	en	que	considere	que	exista	el	riesgo	de	afectar	el	equilibrio
ambiental	 en	 los	 territorios	 que	 habitan	 los	 pueblos	 indígenas	 como
consecuencia	del	contrato	cuyo	registro	se	solicita.	El	registro	del	contrato
será	denegado	de	verificarse	dicho	riesgo	y	en	caso	de	que	las	partes	no	se
comprometan	a	 tomar	 las	medidas	necesarias	para	 evitarlo,	 a	 satisfacción
de	la	autoridad	nacional	competente	en	materia	de	medio	ambiente.
Ley	27811.
ART.	 32.—Alcance	 de	 las	 licencias	 de	 uso.	 La	 licencia	 de	 uso	 de
conocimiento	colectivo	de	un	pueblo	indígena	no	impedirá	a	otros	utilizarlo
ni	otorgar	 licencias	sobre	este	mismo	conocimiento.	Esta	 licencia	 tampoco
afectará	 el	 derecho	 de	 las	 generaciones	 presentes	 y	 futuras	 de	 seguir
utilizando	y	desarrollando	conocimientos	colectivos.
Ley	27811.
ART.	 33.—Prohibición	 de	 conceder	 sublicencias.	 Sólo	 se	 podrán
conceder	 sublicencias	 con	 autorización	 expresa	 de	 la	 organización
representativa	de	los	pueblos	indígenas	que	otorga	la	licencia.
TÍTULO	VIII
DE	LA	CANCELACIÓN	DE	REGISTRO
Ley	27811.
ART.	 34.—Causales	 de	 cancelación	 de	 registro.	 El	 Indecopi	 podrá
cancelar,	 de	 oficio	 o	 a	 solicitud	 de	 parte,	 un	 registro	 de	 conocimiento
colectivo	 o	 de	 licencia	 de	 uso,	 previa	 audiencia	 de	 las	 partes	 interesadas,
siempre	que:
a)	Haya	sido	concedido	en	contravención	decualquiera	de	las	disposiciones
del	presente	régimen.
b)	 Se	 compruebe	 que	 los	 datos	 esenciales	 contenidos	 en	 la	 solicitud	 son
falsos	o	inexactos.
Las	 acciones	 de	 cancelación	 que	 se	 deriven	 delpresente	 artículo	 podrán
iniciarse	en	cualquier	momento.
Ley	27811.
ART.	 35.—Solicitud	 de	 cancelación	 de	 registro.	 La	 solicitud	 de
cancelación	 de	 registro	 deberá	 consignar	 o	 adjuntar,	 según	 el	 caso,	 lo
siguiente:
a)	Identificación	de	quien	solicita	la	cancelación;
b)	Identificación	del	representante	o	apoderado,	de	ser	el	caso;
c)	Registro	materia	de	la	cancelación;
d)	Indicación	del	fundamento	legal	de	la	acción;
e)	Pruebas	que	acrediten	las	causales	de	cancelación	invocadas;
f)	Domicilio	donde	se	notificará	al	 titular	del	registro	cuya	cancelación	se
solicita;
g)	En	su	caso,	copia	de	los	poderes	que	fueren	necesarios;	y,
h)	Copias	de	la	solicitud	y	sus	recaudos	para	el	titular	del	registro.
Ley	27811.
ART.	 36.—Trámite	 de	 la	 solicitud.	 La	 solicitud	 de	 cancelación	 se
trasladará	al	titular	del	registro,	a	quien	se	le	concederá	un	plazo	de	treinta
(30)	días	para	hacer	su	descargo.	Luego	de	este	plazo,	el	Indecopi	resolverá
con	o	sin	la	contestación	respectiva.
TÍTULO	IX
DEL	FONDO	PARA	EL	DESARROLLO	DE	LOS	PUEBLOS	INDÍGENAS
Ley	27811.
ART.	 37.—Objeto	 del	 Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los	 Pueblos
Indígenas.	Créase	el	Fondo	para	el	Desarrollo	delos	Pueblos	Indígenas	con
el	 objeto	 de	 contribuir	 al	 desarrollo	 integral	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 a
través	 del	 financiamiento	 de	 proyectos	 y	 otras	 actividades.	 Este	 fondo
gozará	de	autonomía	técnica,	económica,	administrativa	y	financiera.
Ley	27811.
ART.	 38.—Acceso	 a	 los	 recursos	 del	 Fondo	 para	 el	Desarrollo	 de	 los
Pueblos	y	Comunidades	Indígenas.	Los	pueblos	indígenas	tienen	derecho
a	 acceder	 a	 los	 recursos	 del	 Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los	 Pueblos
Indígenas	 a	 través	 de	 sus	 organizaciones	 representativas	 y	 por	medio	 de
proyectos	 de	 desarrollo,	 previa	 evaluación	 y	 aprobación	 del	 comité
administrador.
Ley	27811.
ART.	39.—Administración	del	Fondo	para	el	Desarrollo	de	los	Pueblos
Indígenas.	 El	 Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los	 Pueblos	 Indígenas	 será
administrado	por	5	representantes	de	organizaciones	representativas	de	los
pueblos	 indígenas,	 y	 2	 representantes	 de	 la	 Comisión	 Nacional	 de	 los
Pueblos	Andinos,	Amazónicos	y	Afroperuanos,	los	mismos	que	conformarán
el	comité	administrador.
Este	 comité	 deberá	 utilizar,	 en	 la	 medida	 de	 lo	 posible,	 los	 mecanismos
tradicionalmente	empleados	–por	 los	pueblos	 indígenas–	para	compartir	y
distribuir	beneficios	generados	colectivamente.
El	 comité	 administrador	 deberá	 informartrimestralmente	 a	 las
organizaciones	representativas	de	los	pueblos	indígenas	sobre	los	recursos
recibidos.
Ley	27811.
ART.	 40.—Obligación	 de	 presentar	 declaraciones	 juradas	 de	 los
miembros	 del	 comité	 administrador.	 Los	 miembros	 del	 comité
administrador,	 al	 momento	 de	 asumir	 sus	 cargos	 y	 anualmente,	 deberán
presentar	 a	 la	 Comisión	 Nacional	 de	 los	 Pueblos	 Andinos,	 Amazónicos	 y
Afroperuanos,	una	declaración	jurada	de	bienes	y	rentas.
Ley	27811.
ART.	 41.—Recursos	 del	 Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los	 Pueblos
Indígenas.	 Los	 recursos	 del	 Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los	 Pueblos
Indígenas	se	obtendrán	del	Presupuesto	Público,	de	la	cooperación	técnica
internacional,	de	donaciones,	del	porcentaje	de	los	beneficios	económicos	a
que	se	refieren	los	artículos	8°	y	13,	de	las	multas	a	que	se	refiere	el	artículo
62,	así	como	de	otros	aportes.
TÍTULO	X
DE	LA	PROTECCIÓN	QUE	CONFIERE	ESTE	RÉGIMEN
Ley	27811.
ART.	 42.—Derechos	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 que	 poseen
conocimientos	colectivos.	El	pueblo	 indígena	que	posea	un	conocimiento
colectivo	 estará	 protegido	 contra	 la	 revelación,	 adquisición	 o	 uso	 de	 tal
conocimiento	 colectivo	 sin	 su	 consentimiento	 y	 de	 manera	 desleal,	 en	 la
medida	en	que	este	conocimiento	colectivo	no	se	encuentre	en	el	dominio
público.
Asimismo,	estará	protegido	contra	la	divulgación	sin	autorización	en	caso
de	 que	 un	 tercero	 haya	 tenido	 acceso	 legítimamente	 al	 conocimiento
colectivo	pero	con	deber	de	reserva.
Ley	27811.
ART.	 43.—Acciones	 por	 infracción	 de	 derechos	 de	 los	 pueblos
indígenas.	 Los	 pueblos	 indígenas	 que	 poseen	 conocimientos	 colectivos
pueden	interponer	acción	por	infracción	contra	quien	infrinja	los	derechos
que	 se	 precisan	 en	 el	 artículo	 anterior.	 También	 procede	 la	 acción	 por
infracción	 cuando	 exista	 peligro	 inminente	 de	 que	 estos	 derechos	 puedan
ser	infringidos.
Las	 acciones	 por	 infracción	 podrán	 iniciarse	 de	 oficio	 por	 decisión	 del
Indecopi.
Ley	27811.
ART.	 44.—Inversión	 de	 la	 carga	 de	 la	 prueba.	 En	 los	 casos	 en	 que	 se
alegue	 una	 infracción	 a	 los	 derechos	 de	 un	 pueblo	 indígena	 poseedor	 de
determinadoconocimiento	 colectivo,	 la	 carga	 de	 la	 prueba	 recaerá	 en	 el
denunciado.
Ley	27811.
ART.	 45.—Acciones	 reivindicatorias	 e	 indemnizatorias.	 Las
organizaciones	 representativas	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 que	 poseen
conocimientos	 colectivos	 podrán	 iniciar	 las	 acciones	 reivindicatorias	 e
indemnizatorias	que	lesconfiera	la	legislación	vigente	contra	el	tercero	que,
de	 manera	 contraria	 a	 lo	 establecido	 en	 este	 régimen,	 hubiere	 utilizado,
directa	o	indirectamente,	dichos	conocimientos	colectivos.
Ley	27811.
ART.	 46.—Solución	 de	 discrepancias	 entre	 pueblos	 indígenas.	 Para
solucionar	 las	 discrepancias	 que	 pudieran	 generarse	 entre	 los	 pueblos
indígenas	 en	 el	marco	 de	 aplicación	 de	 este	 régimen,	 tales	 como	 aquéllas
relacionadas	 con	 el	 cumplimiento	 por	 parte	 del	 pueblo	 indígena	 que	 ha
negociado	un	contrato	de	licencia	de	uso	de	sus	conocimientos	colectivos	de
lo	dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	6°	de	 la	presente	 ley,	éstos
podrán	recurrir	al	derecho	consuetudinario	y	a	sus	formas	tradicionales	de
solución	 de	 conflictos,	 pudiendo	 contar	 con	 la	 mediación	 de	 una
organización	indígena	superior.
TÍTULO	XI
DE	LAS	ACCIONES	POR	INFRACCIÓN
Ley	27811.
ART.	47.—Contenido	de	la	denuncia.	Los	pueblos	 indígenas	que	deseen
interponer	 una	 acción	 por	 infracción	 deberán	 presentar,	 a	 través	 de	 su
organización	 representativa	 y	 ante	 la	 Oficina	 de	 Invenciones	 y	 Nuevas
Tecnologías,	una	solicitud	que	deberá	contener:
a)	 La	 identificación	 de	 la	 organización	 representativa	 de	 los	 pueblos
indígenas	que	interponen	la	acción	y	de	sus	representantes;
b)	La	 identificación	y	domicilio	de	 la	persona	que	estuviere	ejecutando	 la
infracción;
c)	La	indicación	del	número	de	registro	que	ampara	el	derecho	del	pueblo
indígena	 denunciante	 o,	 en	 su	 defecto,	 la	 descripción	 del	 conocimiento
colectivo	 e	 indicación	 del	 recurso	 biológico	 sobre	 el	 cual	 versa	 el
conocimiento	colectivo	materia	de	la	acción;
d)	 La	 descripción	 de	 los	 hechos	 constitutivos	 de	 la	 infracción,	 con
indicación	 del	 lugar	 y	 de	 los	 medios	 utilizados	 o	 presumiblemente
utilizados,	y	cualquier	otra	información	relevante;
e)	La	presentación	u	ofrecimiento	de	pruebas;	y
f)	La	indicación	expresa	de	la	medida	cautelar	que	se	solicita.
Ley	27811.
ART.	 48.—Trámite	 de	 la	 denuncia.	 Una	 vez	 admitida	 a	 trámite	 la
denuncia,	se	trasladará	la	misma	al	denunciado,	a	fin	de	que	éste	presente
su	 descargo.	 El	 plazo	 para	 la	 presentación	 del	 descargo	 será	 de	 cinco	 (5)
días	 contados	 desde	 la	 notificación,	 vencido	 el	 cual	 la	 autoridad
administrativa	del	 Indecopi	declarará	en	rebeldía	al	denunciado	que	no	 lo
hubiera	presentado.
En	el	caso	de	los	procedimientos	de	oficio,	el	plazo	para	la	presentación	de
descargos	correrá	a	partir	de	la	fecha	en	la	que	la	autoridad	administrativa
notifica	 aldenunciado	 los	 hechos	 materia	 de	 investigación,	 así	 como	 la
tipificación	 y	 descripción	 de	 la	 presunta	 infracción.	 La	 autoridad
administrativa	 del	 Indecopi	 podrá	 realizar	 las	 inspecciones	 e
investigaciones	 que	 considere	 necesarias,	 antes	 de	 enviar	 dicha
comunicación.	 La	 notificación	 de	 la	 denuncia	 podrá	 efectuarse
simultáneamente	con	 la	realización	de	una	 inspección,	ya	sea	a	pedido	del
denunciante	 o	 de	 oficio,	 en	 caso	 de	 que	 la	 autoridad	 administrativa	 del
Indecopi	considere	que	su	actuación	sea	pertinente.
Ley	27811.
ART.	49.—Medidas	cautelares.	En	cualquier	etapa	del	procedimiento,	de
oficio	o	a	pedido	de	parte,	 la	autoridad	administrativa	del	 Indecopi	podrá,
dentro	del	ámbito	de	su	correspondiente	competencia,	dictar	una	o	varias
de	las	siguientes	medidas	cautelares	destinadas	a	asegurar	el	cumplimiento
de	la	decisión	definitiva:
a)	La	cesación	de	los	actos	materia	de	la	acción;
b)	 El	 decomiso,	 el	 depósito	 o	 la	 inmovilización	 de	 los	 productos
desarrollados	a	partir	del	conocimientocolectivo	materia	de	la	acción;
c)	 La	 adopción	 de	 las	 medidas	 necesarias	 para	 que	 las	 autoridades
aduaneras	 impidan	 el	 ingreso	 al	 país	 y	 lasalida	 del	 país	 de	 los	 productos
desarrollados	a	partir	del	conocimiento	colectivo	materia	de	la	acción;
d)	El	cierre	temporal	del	establecimiento	del	denunciado;y
e)	 Cualquier	 otra	 medida	 que	 tenga	 por	 objeto	 evitar	 que	 se	 produzca
algún	 perjuicio	 derivado	 del	 acto	materia	 de	 la	 acción	 o	 que	 tenga	 como
finalidad	la	cesación	de	éste.
La	 autoridad	 administrativa	 del	 Indecopi	 podrá,	 de	 considerarlo
pertinente,	ordenar	una	medida	cautelar	distinta	a	la	solicitada	por	la	parte
interesada.
El	 afectado	 por	 una	 medida	 cautelar	 podrá	 solicitar	 ante	 el	 Indecopi	 su
modificación	o	 levantamiento,	 si	aporta	nuevos	elementos	de	 juicio	que	 lo
justifiquen.
Ley	27811.
ART.	 50.—Incumplimiento	 de	 la	 medida	 cautelar.	 Si	 el	 obligado	 a
cumplir	con	una	medida	cautelar	ordenada	por	la	autoridad	administrativa
del	Indecopi	no	lo	hiciera,	se	le	impondrá	automáticamente	una	sanción	de
hasta	el	máximo	de	la	multa	permitida,	para	cuya	graduación	se	tomará	en
cuenta	los	criterios	que	emplea	la	autoridad	administrativa	del	Indecopi	al
emitir	resoluciones	finales.	Dicha	multa	deberá	ser	pagada	dentro	del	plazo
de	cinco	(5)	días	de	notificada,	vencidos	los	cuales	se	ordenará	su	cobranza
coactiva.
Si	el	obligado	persiste	en	el	incumplimiento,	se	podrá	imponer	una	nueva
multa	 duplicando	 sucesiva	 e	 ilimitadamente	 el	 monto	 de	 la	 última	multa
impuesta	hasta	que	se	cumpla	lamedida	cautelar	ordenada	y	sin	perjuicio	de
poder	 denunciar	 al	 responsable	 ante	 el	 Ministerio	 Público	 para	 que	 éste
inicie	el	proceso	penal	que	corresponda.	Las	multas	impuestas	no	impiden	a
la	 autoridad	 administrativa	 del	 Indecopi	 imponer	 una	 multa	 o	 sanción
distinta	al	final	del	procedimiento.
Ley	27811.
ART.	51.—Conciliación.	En	cualquier	estado	del	procedimiento,	e	 incluso
antes	 de	 admitirse	 a	 trámite	 la	 denuncia,	 la	 autoridad	 administrativa
competente	del	Indecopi	podrá	citar	a	las	partes	a	audiencia	de	conciliación.
Si	 ambas	 partes	 arribaran	 a	 un	 acuerdo	 respecto	 de	 la	 denuncia,	 se
levantará	un	acta	donde	conste	el	acuerdo	respectivo,	el	mismo	que	tendrá
efectos	 de	 transacción	 extrajudicial.	 En	 cualquier	 caso,	 la	 autoridad
administrativa	del	 Indecopi	podrá	 continuar	de	oficio	 el	 procedimiento,	 si
del	 análisis	 de	 los	 hechos	 denunciados	 considera	 que	 podría	 estarse
afectando	intereses	de	terceros.
Ley	27811.
ART.	 52.—Mecanismos	 alternativos	 de	 solución	 de	 conflictos.	 En
cualquier	estado	del	procedimiento,	e	incluso	antes	de	admitirse	a	trámite	la
denuncia,	las	partes	podrán	someterse	a	arbitraje,	mediación,	conciliación	o
mecanismos	 mixtos	 de	 resolución	 de	 disputas	 a	 cargo	 de	 terceros.	 Si	 las
partes	decidieran	someterse	a	arbitraje,	podrán	suscribir	inmediatamente	el
convenio	 arbitral	 correspondiente,	 de	 conformidad	 con	 el	 reglamento	que
para	dicho	efecto	aprobará	el	directorio	del	Indecopi.	En	cualquier	caso,	 la
autoridad	 administrativa	 del	 Indecopi	 podrá	 continuar	 de	 oficio	 con	 el
procedimiento,	 si	 del	 análisis	 de	 los	 hechos	 denunciados	 considera	 que
podría	estarse	afectando	intereses	de	terceros.
Ley	27811.
ART.	53.—Medios	probatorios.	Las	 partes	 podrán	 ofrecer	 los	 siguientes
medios	probatorios:
a)	Pericia;
b)	 Documentos,	 incluyendo	 todo	 tipo	 de	 escritos,	 impresos,	 fotocopias,
planos,	 cuadros,	 dibujos,	 radiografías,	 cintas	 cinematográficas	 y	 otras
reproducciones	de	audio	y	vídeo,	la	telemática	en	general	y	demás	objetos	y
bienes	 que	 recojan,	 contengan	 o	 representen	 algún	 hecho,	 una	 actividad
humana	o	su	resultado;	y,
c)	Inspección;
Excepcionalmente	 podrán	 actuarse	 pruebas	 distintas	 a	 las	 mencionadas,
sólo	si	a	criterio	de	 la	autoridad	administrativa	competente,	éstas	revisten
especial	importancia	para	la	resolución	del	caso.
Ley	27811.
ART.	54.—Inspección.	En	caso	de	que	fuera	necesaria	la	realización	de	una
inspección,	ésta	será	efectuada	por	la	autoridad	administrativa	competente
del	 Indecopi.	 Siempre	 que	 se	 realice	 una	 inspección	 deberá	 levantarse	 un
acta	que	será	firmada	por	quien	estuviera	a	cargo	de	la	misma,	así	como	por
los	 interesados,	 quienes	 ejerzan	 su	 representación	 o	 por	 el	 encargado	del
establecimiento	 correspondiente.	 En	 caso	 de	 que	 el	 denunciado,
surepresentante	o	el	encargado	del	establecimiento	se	negara	a	hacerlo,	se
dejará	constancia	de	tal	hecho.
Ley	27811.
ART.	55.—Auxilio	de	la	Policía	Nacional.	Tanto	para	 la	actuación	de	 las
pruebas	 como	 para	 la	 realización	 de	 las	 diligencias,	 la	 autoridad
administrativa	 del	 Indecopi	 podrá	 requerir	 la	 intervención	 de	 la	 Policía
Nacional,	 sin	 necesidad	 de	 notificación	 previa,	 a	 fin	 de	 garantizar	 el
cumplimiento	de	sus	funciones.
Ley	27811.
ART.	56.—Actuación	de	medios	probatorios.	Insuficiencia	de	pruebas.
Si	 de	 la	 revisión	de	 la	 informaciónpresentada,	 la	 autoridad	 administrativa
del	 Indecopi	 considera	necesario	 contar	 con	mayores	 elementos	de	 juicio,
notificará	a	las	partes	a	fin	de	que	éstas	absuelvan	las	observaciones	que	se
establezcan	 en	 el	 plazo	 que	 aquélla	 determine,	 o	 actuará	 las	 pruebas	 de
oficio	 que	 considere	 necesarias.	 Las	 partes	 deberán	 absolver	 las
observaciones	 por	 escrito,	 acompañando	 los	 medios	 probatorios	 que
consideren	convenientes.
Ley	27811.
ART.	57.—Informe	oral.	La	autoridad	administrativa	del	Indecopi	pondrá
en	 conocimiento	 de	 las	 partes	 que	 lo	 actuado	 se	 encuentra	 expedito	 para
resolver.	Las	partes	podrán	solicitar	 la	realización	de	un	informe	oral	ante
ésta,	dentro	del	plazo	de	cinco	(5)	días.	La	actuación	o	denegación	de	dicha
solicitud	 quedará	 a	 criterio	 de	 la	 autoridad	 administrativa	 del	 Indecopi,
según	la	importancia	y	trascendencia	del	caso.
Ley	27811.
ART.	58.—Base	de	cálculo	para	 las	multas.	El	monto	de	 las	multas	que
aplique	la	autoridad	administrativa	del	Indecopi	será	calculado	en	base	a	la
UIT	 vigente	 en	 el	 día	 del	 pago	 voluntario,	 o	 en	 la	 fecha	 en	 que	 se	 haga
efectiva	la	cobranza	coactiva.
Ley	27811.
ART.	 59.—Reducción	 de	 la	 multa.	 La	 sanción	 de	 multa	 aplicable	 será
rebajada	en	un	veinticinco	por	ciento	(25%)	cuando	el	 infractor	cancele	el
monto	 de	 la	 misma	 con	 anterioridad	 a	 la	 culminación	 del	 término	 para
impugnar	 la	 resolución	que	puso	 fin	 a	 la	 instancia,	 en	 tanto	nointerponga
recurso	impugnativo	alguno	contra	dicha	resolución.
Ley	27811.
ART.	60.—Gastos	por	actuación	de	medios	probatorios.	Los	gastos	por
los	 peritajes	 realizados,	 actuación	 de	 pruebas,	 inspecciones	 y	 otros
derivados	de	la	tramitación	del	proceso	serán	asumidos	inicialmente	por	el
Indecopi.
En	todos	los	casos,	 la	resolución	final	determinará	si	 los	gastos	deben	ser
asumidos	por	alguna	de	las	partes,	y	reembolsados	al	Indecopi,	de	manera
adicional	a	la	sanción	que	haya	podido	imponerse.
Ley	27811.
ART.	 61.—Registro	 de	 sanciones.	 El	 Indecopi	 llevará	 un	 registro	 de	 las
sanciones	aplicadas,	con	 la	 finalidad	de	 informar	al	público,	así	como	para
detectar	casos	de	reincidencia.
Ley	27811.
ART.	 62.—Sanciones.	 Las	 infracciones	 a	 los	 derechos	 de	 los	 pueblos
indígenas	que	poseen	conocimientos	colectivos	darán	 lugar	a	 la	aplicación
de	una	sanción	de	multa,	sin	perjuicio	de	las	medidas	que	se	dicten	para	la
cesación	de	los	actos	de	infracción	o	para	evitar	que	éstos	se	produzcan.
Las	multas	que	podrán	establecerse	serán	de	hasta	ciento	cincuenta	(150)
UIT.	La	 imposición	y	graduación	de	 las	multas	será	determinada,	 teniendo
en	 consideración	 el	 beneficio	 económico	 obtenido	 por	 el	 infractor,	 el
perjuicioeconómico	ocasionado	a	los	pueblos	y	comunidades	indígenas	y	la
conducta	 del	 infractor	 a	 lo	 largo	 del	 procedimiento.	 La	 reincidencia	 se
considerará	 circunstancia	 agravante,	 por	 lo	 que	 la	 sanción	 aplicable	 no
deberá	ser	menor	que	la	sanción	precedente.
Si	el	obligado	no	cumple	en	un	plazo	de	tres	(3)	días	con	lo	ordenado	en	la
resolución	que	pone	fin	a	un	procedimiento,	se	le	impondrá	una	sanción	de
hasta	 el	máximo	de	 la	multa	 permitida,	 según	 los	 criterios	 a	 los	 que	 hace
referencia	el	artículo	precedente,	y	se	ordenará	su	cobranza	coactiva.	Si	el
obligado	 persiste	 en	 el	 incumplimiento,	 se	 podrá	 duplicar	 sucesiva	 e
ilimitadamente	 la	 multa	 impuesta	 hasta	 que	 se	 cumpla	 la	 resolución,	 sin
perjuicio	de	poder	denunciar	al	responsable	ante	el	Ministerio	Público	para
que	éste	inicie	el	proceso	penal	que	corresponda.
TÍTULO	XII
DE	LA	AUTORIDAD	NACIONAL	COMPETENTE	Y	DEL	CONSEJO
ESPECIALIZADO	EN	LA	PROTECCIÓN	DE	CONOCIMIENTOS
INDÍGENAS
Ley	27811.
ART.	63.—Autoridad	Nacional	Competente.	La	Oficina	de	Invenciones	y
Nuevas	Tecnologías	del	 Instituto	Nacional	de	Defensa	de	 la	Competencia	y
de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	(Indecopi)	es	competente	para
conocer	y	resolver	en	primera	instancia	todo	lo	relativo	a	 la	protección	de
los	conocimientos	colectivos	de	los	pueblos	indígenas.
La	Sala	de	Propiedad	Intelectual	del	Tribunal	deDefensa	de	la	Competencia
y	de	la	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi	conocerá	y	resolverá	los	recursos
de	apelación	en	segunda	y	última	instancia	administrativa.
Ley	27811.
ART.	 64.—Funciones	 de	 la	 Oficina	 de	 Invenciones	 y	 Nuevas
Tecnologías.	 Serán	 funciones	 de	 la	 Oficina	 de	 Invenciones	 y	 Nuevas
Tecnologías	del	Indecopi:
a)	 Llevar	 y	 mantener	 el	 Registro	 de	 Conocimientos	 Colectivos	 de	 los
Pueblos	Indígenas.
b)	 Llevar	 y	 mantener	 el	 Registro	 de	 Licencias	 de	 Uso	 de	 Conocimientos
Colectivos.
c)	 Evaluar	 la	 validez	 de	 los	 contratos	 de	 licencias	 sobre	 conocimientos
colectivos	 de	 los	 pueblos	 indígenas,	 tomando	 en	 cuenta	 la	 opinión	 del
Consejo	especializado	en	la	protección	de	conocimientos	indígenas.
d)	 Ejercer	 las	 demás	 funciones	 que	 se	 le	 encargan	mediante	 el	 presente
dispositivo.
Ley	27811.
ART.	 65.—Consejo	 especializado	 en	 la	 protección	 de	 conocimientos
indígenas.	 El	 Consejo	 especializado	 en	 la	 protección	 de	 conocimientos
indígenas	estará	integrado	por	cinco	(5)	personas	especializadas	en	el	tema,
tres	 (3)	 designadas	 por	 las	 organizaciones	 representativas	 de	 los	 pueblos
indígenas,	 y	 dos	 (2)	 designadas	 por	 la	 Comisión	 Nacional	 de	 los	 Pueblos
Andinos,	 Amazónicos	 y	 Afroperuanos,	 quienes	 asumirán	 el	 cargo	 de
miembros	de	este	consejo	demanera	ad	honórem.
Ley	27811.
ART.	 66.—Funciones	 del	 consejo	 especializado	 en	 la	 protección	 de
conocimientos	indígenas.	Serán	funciones	del	consejo	especializado	en	la
protección	de	conocimientos	indígenas:
a)	 Monitorear	 y	 hacer	 seguimiento	 de	 la	 aplicación	 de	 este	 régimen	 de
protección;
b)	 Apoyar	 al	 comité	 administrador	 del	 Fondo	 para	 el	 Desarrollo	 de	 los
Pueblos	 Indígenas,	 y	a	 la	Oficina	de	 Invenciones	y	Nuevas	Tecnologías	del
Indecopi,	en	el	desempeño	de	sus	funciones;
c)	Emitir	opinión	en	cuanto	a	la	validez	de	los	contratos	de	licencias	sobre
conocimientos	colectivos	de	los	pueblos	indígenas;
d)	Brindar	asesoría	a	los	representantes	de	los	pueblos	indígenas	que	así	lo
soliciten	 en	 asuntos	 vinculados	 con	 este	 régimen,	 en	 particular,	 en	 la
elaboración	y	ejecución	de	proyectos,	en	el	marco	de	este	régimen;	y
e)	Supervisar	al	comité	administrador	del	Fondo	para	el	Desarrollo	de	los
Pueblos	Indígenas	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.
Para	estos	efectos,	podrá	exigir	al	comité	administrador	cualquier	tipo	de
información	 relacionada	 con	 la	 administración	 del	 fondo,	 ordenar
inspecciones	 o	 auditorías,	 examinar	 sus	 libros,	 documentos	 y	 designar	 un
representante	 que	 asista	 con	 voz	 pero	 sin	 voto	 a	 sus	 reuniones.	 La
resolución	 que	 ordene	 la	 práctica	 de	 una	 auditoría	 deberá	 ser	 motivada.
Estará	facultada	para	imponerles	sanciones,	tales	como	la	amonestación,	la
suspensión	 temporal	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 o	 la	 separación
definitiva	 de	 sus	 cargos,	 en	 caso	 de	 que	 infrinjan	 las	 disposiciones	 del
presente	régimen	o	su	reglamento,	o	que	incurran	en	hechos	que	afecten	los
intereses	 de	 los	 pueblos	 y	 comunidades	 indígenas,	 sin	 perjuicio	 de	 las
sanciones	penales	o	de	las	acciones	civiles	que	correspondan.
TÍTULO	XIII
RECURSOS	ADMINISTRATIVOS
Ley	27811.
ART.	 67.—Recurso	 de	 reconsideración.	 Contra	 las	 resoluciones
expedidas	 por	 la	 Oficina	 de	 Invenciones	 y	 Nuevas	 Tecnologías	 puede
interponerse	 recurso	 de	 reconsideración,	 dentro	 de	 los	 quince	 (15)	 días
siguientes	 a	 su	 notificación,	 el	 mismo	 que	 deberá	 ser	 acompañado	 con
nueva	prueba.
Ley	27811.
ART.	 68.—Recurso	 de	 apelación.	 Procede	 interponer	 recurso	 de
apelación	 únicamente	 contra	 la	 resolución	 que	 ponga	 fin	 a	 la	 instancia,
expedida	por	la	Oficina	de	Invenciones	y	Nuevas	Tecnologías,	dentro	de	los
quince	(15)	días	siguientes	a	su	notificación.	No	procede	interponerrecurso
de	 apelación	 contra	 las	 resoluciones	 de	 primera	 instancia	 que	 imponen
medidas	cautelares	o	preventivas.
Ley	27811.
ART.	69.—Sustento	de	recurso	de	apelación.	Los	recursos	de	apelación
se	 interpondrán	 cuando	 la	 impugnación	 se	 sustente	 en	 diferente
interpretación	de	las	pruebas	producidas	o	cuando	se	trate	de	cuestiones	de
puro	derecho,	debiendo	ser	sustentados	por	ante	la	Oficina	de	Invenciones	y
Nuevas	Tecnologías.	 Verificados	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 el	 presente
artículo	y	en	el	Texto	Único	de	Procedimientos	Administrativos	(TUPA)	del
Indecopi,	la	Oficina	deberá	conceder	la	apelación	y	elevar	los	actuados	a	la
segunda	instancia	administrativa.
TÍTULO	XIV
PROCEDIMIENTO	ANTE	EL	TRIBUNAL
Ley	27811.
ART.	70.—Trámite	en	segunda	 instancia.	Recibidos	 los	 actuados	 por	 la
Sala	de	la	Propiedad	Intelectual	del	Tribunal	de	Defensa	de	la	Competencia	y
de	la	Propiedad	Intelectual	del	Indecopi,	se	correrá	traslado	de	la	apelación
a	 la	otra	parte	para	que	cumpla	con	presentar	sus	argumentos,	dentro	del
plazo	de	quince	(15)	días.
Ley	27811.
ART.	71.—Medios	probatorios	e	 informe	oral.	No	 se	 admitirán	medios
probatorios,	 salvo	 documentos.	 Sin	 perjuicio	 de	 ello,	 cualquiera	 de	 las
partes	 podrá	 solicitar	 el	 uso	 de	 la	 palabra,	 debiendo	 especificar	 si	 éste	 se
referirá	a	cuestiones	de	hecho	o	de	derecho.	La	actuación	o	denegación	de
dicha	solicitud	quedará	a	criterio	de	la	Sala	del	Tribunal.	Citadas	las	partes	a
informe	oral,	éste	se	llevará	a	cabo	con	quienes	asistan	a	la	audiencia.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS
Ley	27811.
Primera	Disposición	Complementaria.—Independencia	de	la	 legislación
vigente	 en	materia	 de	 propiedad	 intelectual.	 Este	 régimen	 especial	 de
protección	 es	 independiente	 de	 lo	 previsto	 en	 las	 decisiones	 345	 de	 la
Comisión	del	Acuerdo	de	Cartagena	y	486	de	la	Comisión	de	la	Comunidad
Andina,	 en	 los	 decretos	 legislativos	 Núms.	 822	 y	 823	 y	 en	 el	 Decreto
Supremo	N°	008-96-ITINCI.
Ley	27811.
Segunda	 Disposición	 Complementaria.—Presentación	 del	 contrato	 de
licencia	como	requisito	para	obtener	una	patente	de	invención.	En	caso
de	 que	 se	 solicite	 una	 patente	 de	 invención	 relacionada	 con	 productos	 o
procesos	obtenidos	o	desarrollados	a	partir	de	un	conocimiento	colectivo,	el
solicitante	 estará	 obligado	 a	 presentar	 una	 copia	 del	 contrato	 de	 licencia,
como	requisito	previo	para	la	concesión	del	respectivo	derecho,	a	menos	de
que	 se	 trate	 de	 un	 conocimiento	 colectivo	 que	 se	 encuentra	 en	 el
dominiopúblico.	 El	 incumplimiento	 de	 esta	 obligación	 será	 causal	 de
denegación	o,	en	su	caso,	de	nulidad	de	la	patente	en	cuestión.
DISPOSICIÓN	TRANSITORIA
Ley	27811.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Conformación	 del	 comité
administrador	del	Fondo	para	el	Desarrollo	de	los	Pueblos	Indígenas.
La	designación	de	los	miembros	delcomité	administrador	del	Fondo	para	el
Desarrollo	de	los	Pueblos	Indígenas	estará	a	cargo	de	la	Comisión	Nacional
de	 los	Pueblos	Andinos,	Amazónicos	 y	Afroperuanos,	 en	 coordinación	 con
las	organizaciones	representativas	de	los	pueblos	indígenas.
DISPOSICIÓN	FINAL
Ley	27811.
Única	Disposición	Final.—Reglamento	del	Fondo	para	el	Desarrollo	de
los	Pueblos	Indígenas.	Dentro	del	plazo	de	noventa	 (90)	días	 contados	a
partir	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley,	 las	 organizaciones
representativas	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 alcanzarán	 un	 proyecto	 de
reglamento	al	Comité	de	Administración	del	Fondo	para	el	Desarrollo	de	los
Pueblos	Indígenas	a	que	se	contrae	el	artículo	39	de	la	presente	ley,	para	su
aprobación.
Dicho	 reglamento	 deberá	 regular	 la	 organización	 y	 funcionamiento	 del
Fondo	para	el	Desarrollo	de	los	Pueblos	Indígenas,	en	el	cual	se	determinará
el	 monto	 oporcentaje	 máximo	 de	 los	 recursos	 del	 fondo	 que	 se	 podrá
destinar	a	sufragar	los	gastos	que	irrogue	su	administración.
FIRMAS	Y	CERTIFICADOS	DIGITALES
Ley	27269.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 tiene	 por	 objeto	 regular	 la
utilización	 de	 la	 firma	 electrónica	 otorgándole	 la	misma	 validez	 y	 eficacia
jurídica	 que	 el	 uso	 de	 una	 firma	manuscrita	 u	 otra	 análoga	 que	 conlleve
manifestación	de	voluntad.
Entiéndase	 por	 firma	 electrónica	 a	 cualquier	 símbolo	 basado	 en	 medios
electrónicos	utilizado	o	adoptado	por	una	parte	con	la	intención	precisa	de
vincularse	 o	 autenticar	 un	 documento	 cumpliendo	 todas	 o	 algunas	 de	 las
funciones	características	de	una	firma	manuscrita.
D.	S.	052-2008-PCM.
ART.	 1°.—Aprobación.	 Apruébese	 el	 Reglamento	 de	 la	 Ley	 N°	 27269
modificada	por	Ley	N°	27310	-	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales,	que
consta	 de	 tres	 (3)	 títulos,	 setenta	 y	 cinco	 (75)	 artículos	 y	 catorce	 (14)
Disposiciones	 Finales,	 que	 en	 anexo	 forma	 parte	 del	 presente	 decreto
supremo.
D.	S.	052-2008-PCM.
ART.	2°.—Derogación.	Deróguese	el	Decreto	Supremo	N°	004-2007-PCM.
Ley	27269.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 La	 presente	 ley	 se	 aplica	 a	 aquellas
firmas	 electrónicas	 que,	 puestas	 sobre	 un	mensaje	 de	 datos	 o	 añadidas	 o
asociadas	 lógicamente	 a	 lo1s	 mismos,	 puedan	 vincular	 e	 identificar	 al
firmante,	 así	 como	 garantizar	 la	 autenticación	 e	 integridad	 de	 los
documentos	electrónicos.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	1°.—Del	objeto.	El	objeto	de	 la	presente	norma	es	regular,	para	 los
sectores	público	y	privado,	la	utilización	de	las	firmas	digitales	y	el	régimen
de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica,	 que	 comprende	 la
acreditación	y	 supervisión	de	 las	Entidades	de	Certificación,	 las	Entidades
de	Registro	o	Verificación,	y	los	Prestadores	de	Servicios	de	Valor	Añadido;
de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 la	 Ley	 N°	 27269	 -	 Ley	 de	 Firmas	 y
Certificados	Digitales,	modificada	por	la	Ley	N°	27310,	en	adelante	la	ley.
Reconociendo	 la	 variedad	 de	 modalidades	 de	 firmas	 electrónicas,	 la
diversidad	de	garantías	que	ofrecen,	 los	diversos	niveles	de	seguridad	y	 la
heterogeneidad	 de	 las	 necesidades	 de	 sus	 potenciales	 usuarios,	 la
Infraestructura	Oficial	de	Firma	electrónica	no	excluye	ninguna	modalidad,
ni	 combinación	 de	 modalidades	 de	 firmas	 electrónicas,	 siempre	 que
cumplan	los	requisitos	establecidos	en	el	artículo	2°	de	la	ley.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 2°.—De	 la	 utilización	 de	 las	 firmas	 digitales.	 Las	 disposiciones
contenidas	 en	 el	 presente	 reglamento	 no	 restringen	 la	 utilización	 de	 las
firmas	 digitales	 generadas	 fuera	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma
Electrónica,	 las	 cuales	 serán	 válidas	 en	 consideración	 a	 los	 pactos	 o
convenios	que	acuerden	las	partes.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 3°.—De	 la	 validez	 y	 eficacia	 de	 la	 firma	 digital.	 La	 firma	 digital	 generada	 dentro	 de	 la
Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica	 tiene	 la	misma	validez	y	eficacia	 jurídica	que	el	uso	de
una	 firma	manuscrita.	 En	 tal	 sentido,	 cuando	 la	 ley	 exija	 la	 firma	de	 una	 persona,	 ese	 requisito	 se
entenderá	cumplido	en	relación	con	un	documento	electrónico	si	se	utiliza	una	firma	digital	generada
en	el	marco	de	la	Infraestructura	Oficial	de	la	Firma	Electrónica.
Lo	establecido	en	el	presente	artículo	y	las	demás	disposiciones	del	presente	reglamento	no	excluyen
el	cumplimiento	de	las	formalidades	específicas	requeridas	para	los	actos	jurídicos	y	el	otorgamiento
de	fe	pública.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 4°.—De	 los	 documentos	 firmados	 digitalmente	 como	medio	 de
prueba.	 Los	 documentos	 electrónicos	 firmados	 digitalmente	 dentro	 del
marco	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica	 deberán	 ser
admitidos	 como	 prueba	 en	 los	 procesos	 judiciales	 y/o	 procedimientos
administrativos,	 siempre	 y	 cuando	 la	 firma	 digital	 haya	 sido	 realizada
utilizando	un	certificado	emitido	por	una	entidad	de	certificación	acreditada
en	cooperación	con	una	entidad	de	registro	o	verificación	acreditada,	salvo
que	 se	 tratara	 de	 la	 misma	 entidad	 con	 ambas	 calidades	 y	 con	 la
correspondiente	 acreditación	 para	 brindar	 ambos	 servicios,	 asimismo
deberá	haberse	aplicado	un	software	de	firmas	digitales	acreditado	ante	la
autoridad	 administrativa	 competente.	 Esto	 incluye	 la	 posibilidad	de	que	 a
voluntad	 de	 las	 partes	 pueda	 haberse	 utilizado	 un	 servicio	 de
intermediación	digital.
La	firma	digital	generada	en	el	marco	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma
Electrónica	garantiza	el	no	repudio	del	documento	electrónico	original.	Esta
garantía	 no	 se	 extiende	 a	 los	 documentos	 individuales	 que	 conforman	 un
documento	 compuesto,	 a	 menos	 que	 cada	 documento	 individual	 sea
firmado	digitalmente.
La	 comprobación	de	 la	validez	de	un	documento	 firmado	digitalmente	 se
realiza	en	un	ambiente	electrónico	aplicando	el	software	de	verificación	de
la	firma	digital.	En	caso	de	controversia	sobre	la	validez	de	la	firma	digital,
el	 juez	 podrá	 solicitar	 a	 la	 autoridad	 administrativa	 competente	 el
nombramiento	de	un	perito	especializado	en	 firmas	digitales,	 sin	perjuicio
de	lo	dispuesto	por	los	artículos	252,	264	y	268	del	Código	Procesal	Civil.
Si	el	documento	firmado	digitalmente	se	ha	convertido	en	una	microforma
o	 microarchivo,	 el	 notario	 o	 fedatario	 con	 diploma	 de	 idoneidad	 técnica
vigente	cumplirá	con	las	normas	del	Decreto	Legislativo	N°	681	y	cuidará	de
cumplir	 aquellas	 normas	 que	 sean	 pertinentes	 de	 la	 ley	 y	 de	 este
reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	5°.—De	la	conservación	de	documentos	electrónicos.	Cuando	 los
documentos,	registros	o	informaciones	requieran	de	una	formalidad	para	la
conservación	de	documentos	 electrónicos	 firmados	digitalmente,	deberán:
a)	Ser	accesibles	para	su	posterior	consulta.
b)	Ser	conservados	con	su	formato	original	de	generación,	envío,	recepción
u	 otro	 formato	 que	 reproduzca	 en	 forma	 demostrable	 la	 exactitud	 e
integridad	del	contenido	electrónico.
c)	 Ser	 conservado	 todo	 dato	 que	 permita	 determinar	 el	 origen,	 destino,
fecha	y	hora	del	envío	y	recepción.
Modificado.	D.	S.	105-2012-PCM,	Art.	1°.	La	firma	digital	vinculada	a	un
certificado	 digital	 generada	 bajo	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma
Electrónica	 no	 requiere	 mecanismos	 adicionales	 para	 conservar	 dicho
documento	 a	 salvo	 de	 adulteraciones	 y	 asegurar	 el	 cumplimiento	 del
principio	 de	 equivalencia	 funcional	 y	 la	 integridad	 del	 contenido	 del
documento	electrónico.
FIRMA	DIGITAL.	CONCEPTO
Ley	27269.
ART.	3°.—Firma	digital.	La	 firma	digital	es	aquella	 firma	electrónica	que
utiliza	una	técnica	de	criptografía	asimétrica,	basada	en	el	uso	de	un	par	de
claves	único;	asociadas	una	clave	privada	y	una	clave	pública	relacionadas
matemáticamente	 entre	 sí,	 de	 tal	 forma	 que	 las	 personas	 que	 conocen	 la
clave	pública	no	puedan	derivar	de	ella	la	clave	privada.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	6°.—De	la	firma	digital.	Es	aquella	 firma	electrónica	que	utilizando
una	 técnica	 de	 criptografía	 asimétrica,	 permite	 la	 identificación	 del
signatario	y	ha	sido	creada	por	medios	que	éste	mantiene	bajo	su	control,	de
manera	que	está	vinculada	únicamente	al	signatario	y	a	los	datos	a	los	que
refiere,	 lo	 que	 permite	 garantizar	 la	 integridad	 del	 contenido	 y	 detectar
cualquier	 modificación	 ulterior,	 tiene	 la	 misma	 validez	 y	 eficacia	 jurídica
que	el	uso	de	una	firma	manuscrita,	siempre	y	cuando	haya	sido	generada
por	 un	 prestador	 de	 servicios	 de	 certificación	 digital	 debidamente
acreditado	que	 se	 encuentre	 dentro	de	 la	 Infraestructura	Oficial	 de	 Firma
Electrónica,	y	que	no	medie	ninguno	de	 los	vicios	de	 la	voluntad	previstos
en	el	Título	VIII	del	Libro	IV	del	Código	Civil.
Las	firmas	digitales	son	las	generadas	a	partir	de	certificados	digitales	que
son:
a)	 Emitidos	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 reglamento	 por
entidades	 de	 certificación	 acreditadas	 ante	 la	 autoridad	 administrativa
competente.
b)	 Incorporados	 a	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica	 bajo
acuerdos	 de	 certificación	 cruzada,	 conforme	 al	 artículo	 74	 del	 presente
reglamento.
c)	Reconocidos	al	amparo	de	acuerdos	de	reconocimiento	mutuo	suscritos
por	 la	 autoridad	 administrativa	 competente	 conforme	 al	 artículo	 72	 del
presente	reglamento.
d)	 Emitidos	 por	 entidades	 de	 certificación	 extranjeras	 que	 hayan	 sido
incorporados	 por	 reconocimiento	 a	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma
Electrónica	conforme	al	artículo	73	del	presente	reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 7°.—De	 las	 características	 de	 la	 firma	digital.	 Las	 características
mínimas	de	la	firma	digital	generada	dentro	de	la	Infraestructura	Oficial	de
Firma	Electrónica	son:
a)	Se	genera	al	cifrar	el	código	de	verificación	de	un	documento	electrónico,
usando	la	clave	privada	del	titular	del	certificado.
b)	Es	exclusiva	del	suscriptor	y	de	cada	documento	electrónico	firmado	por
éste.
c)	Es	susceptible	de	ser	verificada	usando	la	clave	pública	del	suscriptor.
d)	Su	generación	está	bajo	el	control	exclusivo	del	suscriptor.
e)	 Está	 añadida	 o	 incorporada	 al	 documento	 electrónico	 mismo	 de	 tal
manera	que	es	posible	detectar	si	la	firma	digital	o	el	documento	electrónico
fue	alterado.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 8°.—De	 las	 presunciones.	 Tratándose	 de	 documentos	 electrónicos
firmados	digitalmente	a	partir	de	certificados	digitales	generados	dentro	de
la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica,	 se	 aplican	 las	 siguientes
presunciones:
a)	Que	el	 suscriptor	del	 certificado	digital	 tiene	el	 control	exclusivo	de	 la
clave	privada	asociada.
b)	Que	el	documento	electrónico	 fue	 firmado	empleando	 la	 clave	privada
del	suscriptor	del	certificado	digital.
c)	Que	el	documento	electrónico	no	ha	sido	alterado	con	posterioridad	al
momento	de	la	firma.
Como	consecuencia	de	los	literales	previos,	el	suscriptor	no	podrá	repudiar
o	desconocer	un	documento	 electrónico	que	ha	 sido	 firmado	digitalmente
usando	su	clave	privada,	siempre	que	no	medie	ninguno	de	los	vicios	de	la
voluntad	previstos	en	el	Título	VIII	del	Libro	II	del	Código	Civil.
D.	S.	070-2011-PCM.
ART.	 2°.—Reconocimiento	 de	 presunciones	 legales	 a	 las	 comunicaciones	 electrónicas
generadas	 por	 la	 administración	 pública,	 cuyas	 entidades	 generadoras	 de	 certificados
digitales	 hayan	 contado	 con	 el	 sello	Web	 Trust,	 a	 la	 fecha	 de	 su	 generación,	 y	 su	 posterior
reemplazo	 por	 certificados	 generados	 por	 Reniec.	 Se	 reconocen	 las	 presunciones	 legales	 del
artículo	8°	del	reglamento	de	la	Ley	N°	27269,	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales,	aprobado	por	el
Decreto	Supremo	N°	052-2008-PCM,	a	las	comunicaciones	y	documentos	electrónicos	soportados	en
certificados	digitales	y	que	han	sido	generados	en	el	ámbito	de	la	administración	pública,	siempre	que
las	entidades	de	certificación	generadores	de	certificados	digitales	hayan	contado	con	el	 sello	Web
Trust	a	 la	 fecha	de	dicha	generación.	Sin	perjuicio	de	ello	al	vencerse	el	período	de	vigencia	de	 los
certificados,	actualmente	en	uso,	serán	reemplazados	por	certificados	generados	por	el	Reniec.
Las	entidades	de	la	administración	pública	que	vienen	haciendo	uso	de	dichos	certificados	digitales,
en	 cuando	 exista	 Software	 de	 creación	 y	 verificación	 de	 firma	digital,	 y	 servicios	 de	 valor	 añadido
acreditados	por	el	Indecopi	deberán	migrar	necesariamente	a	dichos	productos	y	servicios.
NOTA:	 El	 D.	 S.	 070-2011-PCM	 se	 publicó	 el	 27	 de	 julio	 del	 2011,	 pero	 entró	 en	 vigencia,	 por
disposición	de	su	artículo	6°,	a	los	“treinta	(30)	días	hábiles	de	su	publicación”.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 9°.—Del	 suscriptor.	 Dentro	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica,	 la
responsabilidad	 sobre	 los	 efectos	 jurídicos	 generados	 por	 la	 utilización	 de	 una	 firma	 digital
corresponde	al	titular	del	certificado.
Tratándose	de	personas	naturales,	éstas	son	titulares	y	suscriptores	del	certificado	digital.
En	el	 caso	de	personas	 jurídicas,	 éstas	 son	 titulares	del	 certificado	digital.	 Los	 suscriptores	 son	 las
personas	 naturales	 responsables	 de	 la	 generación	 y	 uso	 de	 la	 clave	 privada,	 con	 excepción	 de	 los
certificados	 digitales	 para	 su	 utilización	 a	 través	 agentes	 automatizados,	 situación	 en	 la	 cual	 las
personas	jurídicas	asumen	las	facultades	de	titulares	y	suscriptores	del	certificado	digital.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 10.—De	 las	 obligaciones	 del	 suscriptor.	 Las	 obligaciones	 del
suscriptor	son:
a)	Entregar	información	veraz	bajo	su	responsabilidad.
b)	 Generar	 la	 clave	 privada	 y	 firmar	 digitalmente	 mediante	 los
procedimientos	señalados	por	la	entidad	de	certificación.
c)	 Mantener	 el	 control	 y	 la	 reserva	 de	 la	 clave	 privada	 bajo	 su
responsabilidad.
d)	 Observar	 las	 condiciones	 establecidas	 por	 la	 entidad	 de	 certificación
para	la	utilización	del	certificado	digital	y	la	generación	de	firmas	digitales.
e)	En	caso	de	que	la	clave	privada	quede	comprometida	en	su	seguridad,	el
suscriptor	 debe	 notificarlo	 de	 inmediato	 a	 la	 entidad	 de	 registro	 o
verificación	o	a	la	entidad	de	certificación	que	participó	en	su	emisión	para
que	proceda	a	la	cancelación	del	certificado	digital.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 11.—De	 la	 invalidez.	 Una	 firma	 digital	 generada	 bajo	 la
Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica	carece	de	validez,	además	de	los
supuestos	que	prevé	la	legislación	civil,	cuando:
a)	Es	utilizada	en	fines	distintos	para	los	que	fue	extendido	el	certificado.
b)	 El	 certificado	 haya	 sido	 cancelado	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el
Capítulo	III	del	presente	título.
TITULAR	DE	LA	FIRMA	DIGITAL
Ley	27269.
ART.	 4°.—Titular	 de	 la	 firma	 digital.	 El	 titular	 de	 la	 firma	 digital	 es	 la
persona	 a	 la	 que	 se	 le	 atribuye	 de	manera	 exclusiva	 un	 certificado	digital
que	 contiene	 una	 firma	 digital,	 identificándolo	 objetivamente	 en	 relación
con	el	mensaje	de	datos.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	12.—De	los	requisitos.	Para	la	obtención	de	un	certificado	digital,	el
solicitante	deberá	acreditar	lo	siguiente:
a)	Tratándose	de	personas	naturales,	tener	plena	capacidad	de	ejercicio	de
sus	derechos	civiles.
b)	Tratándose	de	personas	 jurídicas,	acreditar	 la	existencia	de	 la	persona
jurídica	 y	 su	 vigencia	 mediante	 los	 instrumentos	 públicos	 o	 norma	 legal
respectiva,	debiendo	contar	con	un	representante	debidamente	acreditado
para	tales	efectos.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	13.—De	las	especificaciones	adicionales	para	ser	titular.	Para	ser
titular	 de	 un	 certificado	 digital	 adicionalmente	 se	 deberá	 cumplir	 con
entregar	la	información	solicitada	por	la	entidad	de	registro	o	verificación,
de	acuerdo	a	 lo	estipulado	por	la	entidad	de	certificación	correspondiente,
asumiendo	 el	 titular	 la	 responsabilidad	 por	 la	 veracidad	 y	 exactitud	 de	 la
información	proporcionada,	sin	perjuicio	de	la	respectiva	comprobación.
En	 el	 caso	 de	 personas	 naturales,	 la	 solicitud	 del	 certificado	 digital	 y	 el
registro	 o	 verificación	 de	 su	 identidad	 son	 estrictamente	 personales.	 La
persona	 natural	 solicitante	 se	 constituirá	 en	 titular	 y	 suscriptor	 del
certificado	digital.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 14.—Del	 procedimiento	 para	 ser	 titular.	 Las	 personas	 naturales
deberán	presentar	una	solicitud	a	la	entidad	de	registro	o	verificación;	dicha
solicitud	deberá	estar	acompañada	de	toda	la	información	requerida	por	la
Declaración	de	Prácticas	de	Registro	o	Verificación,	o	en	los	procedimientos
declarados.	 La	 entidad	 de	 registro	 o	 verificación	 deberá	 comprobar	 la
identidad	del	solicitante	a	través	de	su	documento	oficial	de	identidad.
En	 el	 caso	 de	 personas	 jurídicas,	 la	 solicitud	 del	 certificado	 digital	 y	 el
registro	 o	 verificación	 de	 su	 identidad	 deberán	 realizarse	 a	 través	 de	 un
representante	 debidamente	 acreditado.	 La	 persona	 jurídica	 se	 constituirá
en	 titular	 del	 certificado	 digital.	 Conjuntamente	 con	 la	 solicitud,	 debe
indicarse	la	persona	natural	que	será	el	suscriptor,	señalando	para	tal	efecto
las	 atribuciones	 y	 los	 poderes	 de	 representación	 correspondientes.
Tratándose	de	certificados	digitales	solicitados	por	personas	jurídicas	para
su	utilización	a	través	de	agentes	automatizados,	las	facultades	de	titular	y
suscriptor	de	dicho	certificado	corresponderán	a	la	persona	jurídica,	quien
asumirá	la	responsabilidad	por	el	uso	de	dicho	certificado	digital.
Ley	27269.
ART.	 5°.—Obligaciones	 del	 titular	 de	 la	 firma	 digital.	 El	 titular	 de	 la
firma	digital	tiene	la	obligación	de	brindar	a	las	entidades	de	certificación	y
a	los	terceros	con	quienes	se	relacione	a	través	de	la	utilización	de	la	firma
digital,	declaraciones	o	manifestaciones	materiales	exactas	y	completas.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	15.—De	las	obligaciones	del	titular.	Las	obligaciones	del	titular	son:
a)	 Entregar	 información	 veraz	 durante	 la	 solicitud	 de	 emisión	 de
certificados	y	demás	procesos	de	certificación	(cancelación,	suspensión,	re-
emisión	y	modificación).
b)	 Actualizar	 la	 información	 provista	 tanto	 a	 la	 entidad	 de	 certificación
como	a	la	entidad	de	registro	o	verificación,	asumiendo	responsabilidad	por
la	veracidad	y	exactitud	de	ésta.
c)	Solicitar	la	cancelación	de	su	certificado	digital	en	caso	de	que	la	reserva
sobre	la	clave	privada	se	haya	visto	comprometida,	bajo	responsabilidad.
d)	Cumplir	permanentemente	 las	 condiciones	 establecidas	por	 la	 entidad
de	certificación	para	la	utilización	del	certificado.
DE	LOS	CERTIFICADOS	DIGITALES
Ley	27269.
ART.	 6°.—Certificado	 digital.	 El	 certificado	 digital	 es	 el	 documento
electrónico	 generado	 y	 firmado	 digitalmente	 por	 una	 entidad	 de
certificación,	la	cual	vincula	un	par	de	claves	con	una	persona	determinada
confirmando	su	identidad.
Ley	27269.
ART.	7°.—Contenido	del	certificado	digital.	Los	certificados	digitales
emitidos	por	las	entidades	de	certificación	deben	contener	al	menos:
1.	Datos	que	identifiquen	indubitablemente	al	suscriptor.
2.	Datos	que	identifiquen	a	la	entidad	de	certificación.
3.	La	clave	pública.
4.	La	metodología	para	verificar	la	firma	digital	del	suscriptor	impuesta	a
un	mensaje	de	datos.
5.	Número	de	serie	del	certificado.
6.	Vigencia	del	certificado.
7.	Firma	digital	de	la	entidad	de	certificación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 16.—Modificado.	 D.	 S.	 070-2011-PCM,	 Art.	 1°.	 Del	 contenido	 y
vigencia.	 Los	 certificados	 emitidos	 dentro	 de	 la	 infraestructura	 oficial	 de
firma	electrónica	deberán	contener	como	mínimo,	además	de	lo	establecido
en	el	artículo	7°	de	la	ley,	lo	siguiente:
a)	Para	personas	naturales:
•	Nombres	completos
•	Número	de	documento	oficial	de	identidad
•	Tipo	de	documento
b)	Para	personas	jurídicas:
•	Razón	social
•	Número	del	Registro	Único	de	Contribuyentes	(RUC)
•	Nombres	completos	del	suscriptor
•	Número	de	documento	oficial	de	identidad	del	suscriptor
•	Tipo	de	documento	del	suscriptor
La	 entidad	 de	 certificación	 podrá	 incluir	 indistintamente,	 a	 pedido	 del
solicitante	 del	 certificado,	 la	 dirección	 oficial	 de	 correo	 electrónico	 del
suscriptor,	la	dirección	oficial	de	correo	electrónico	de	la	persona	jurídica	o
el	domicilio	electrónico	del	solicitante.	Asimismo,	podrá	incluir	información
adicional	siempre	y	cuando	la	Entidad	de	Registro	o	Verificación	compruebe
de	manera	fehaciente	la	veracidad	de	ésta.
El	período	de	vigencia	de	 los	 certificados	digitales	 comienza	y	 finaliza	en
las	fechas	indicadas	en	él,	salvo	en	los	supuestos	de	cancelación	conforme	a
lo	establecido	en	el	artículo	17	del	presente	reglamento.
Ley	27269.
ART.	 8°.—Confidencialidad	 de	 la	 información.	 La	 entidad	 de	 registro
recabará	los	datos	personales	del	solicitante	de	la	firma	digital	directamente
de	éste	y	para	los	fines	señalados	en	la	presente	ley.
Asimismo	la	información	relativa	a	las	claves	privadas	y	datos	que	no	sean
materia	de	certificación	se	mantiene	bajo	 la	 reserva	correspondiente.	Sólo
puede	ser	levantada	por	orden	judicial	o	pedido	expreso	del	suscriptor	de	la
firma	digital.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 20.—De	 los	 elementos.	 La	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma
Electrónica	está	constituida	por:
a)	 El	 conjunto	 de	 firmas	 digitales,	 certificados	 digitales	 y	 documentos
electrónicos	generados	bajo	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
b)	Las	políticas	y	declaraciones	de	prácticas	de	los	Prestadores	de	Servicios
de	 Certificación	 Digital,	 basadas	 en	 estándares	 internacionales	 o
compatibles	 con	 los	 internacionalmente	 vigentes,	 que	 aseguren	 la
interoperabilidad	 entre	 dominios	 y	 las	 funciones	 exigidas,	 conforme	 a	 lo
establecido	por	la	autoridad	administrativa	competente.
c)	 El	 software,	 el	 hardware	 y	 demás	 componentes	 adecuados	 para	 las
prácticas	 de	 certificación	 y	 las	 condiciones	 de	 seguridad	 adicionales
comprendidas	en	los	estándares	señalados	en	el	literal	b).
d)	El	sistema	de	gestión	que	permita	el	mantenimiento	de	las	condiciones
señaladas	en	los	incisos	anteriores,	así	como	la	seguridad,	confidencialidad,
transparencia	y	no	discriminación	en	la	prestación	de	sus	servicios.
e)	 La	 autoridad	 administrativa	 competente,	 así	 como	 los	 Prestadores	 de
Servicios	de	Certificación	Digital	acreditados	o	reconocidos.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 21.—De	 los	 estándares	 aplicables.	 La	 autoridad	 administrativa
competente	determinará	los	estándares	compatibles	aplicando	el	principio
de	 neutralidad	 tecnológica	 y	 los	 criterios	 que	 permitan	 lograr	 la
interoperabilidad	entre	componentes,	aplicaciones	e	 infraestructuras	de	 la
firma	digital	análogas	a	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 22.—De	 los	 niveles	 de	 seguridad.	 A	 fin	 de	 garantizar	 el
cumplimiento	 de	 los	 requerimientos	 de	 seguridad	 necesarios	 para	 la
implementación	 de	 los	 componentes	 y	 aplicaciones	 de	 la	 Infraestructura
Oficial	de	Firma	Electrónica,	se	establecen	tres	niveles:	medio,	medio	alto	y
alto,	 cuyas	 precisiones	 adicionales	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 presente
reglamento	serán	definidas	por	la	autoridad	administrativa	competente.
El	nivel	de	seguridad	Alto	se	emplea	en	aplicaciones	militares.
Ley	27269.
ART.	9°.—Cancelación	del	certificado	digital.	La	cancelación	del
certificado	digital	puede	darse:
1.	A	solicitud	del	titular	de	la	firma	digital.
2.	Por	revocatoria	de	la	entidad	certificante.
3.	Por	expiración	del	plazo	de	vigencia.
4.	Por	cese	de	operaciones	de	la	entidad	de	certificación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	17.—De	las	causales	de	cancelación.	La	cancelación	del	certificado
digital	puede	darse:
a)	A	 solicitud	del	 titular	del	 certificado	digital	 o	del	 suscriptor	 sin	previa
justificación,	siendo	necesario	para	tal	efecto	la	aceptación	y	autorización	de
la	entidad	de	certificación	o	la	entidad	de	registro	o	verificación,	según	sea
el	 caso,	 dentro	 del	 plazo	 establecido	 por	 la	 autoridad	 administrativa
competente.	Si	una	solicitud	de	cancelación	es	aprobada	por	 la	entidad	de
registro	o	verificación,	y	luego	tal	entidad	supere	el	plazo	máximo	en	el	cual
debe	 comunicar	 dicha	 aprobación	 a	 la	 entidad	 de	 certificación
correspondiente,	dicha	entidad	de	registro	o	verificación	será	responsable
por	los	daños	ocasionados	debido	a	la	demora.	De	otro	modo,	habiendo	sido
notificada	 dentro	 del	 plazo	 establecido,	 la	 entidad	 de	 certificación	 será
responsable	 de	 los	 daños	 que	 pueda	 ocasionar	 la	 demora	 en	 dicha
cancelación.	Del	mismo	modo	ocurrirá	en	el	caso	que	un	suscriptor	o	titular
solicite	 directamente	 a	 la	 entidad	 de	 certificación	 la	 cancelación	 de	 su
certificado.	 Compete	 a	 la	 autoridad	 administrativa	 competente	 establecer
las	sanciones	respectivas.
b)	 Por	 decisión	 de	 la	 entidad	 de	 certificación	 (por	 revocación,	 según	 los
supuestos	contenidos	en	el	artículo	10	de	la	ley),	con	expresión	de	causa.
c)	Por	expiración	del	plazo	de	vigencia.
d)	 Por	 cese	 de	 operaciones	 de	 la	 entidad	 de	 certificación	 que	 emitió	 el
certificado.
e)	 Por	 resolución	 administrativa	 o	 judicial	 que	 ordene	 la	 cancelación	 del
certificado.
f)	Por	interdicción	civil	judicialmente	declarada	o	declaración	de	ausencia
o	de	muerte	presunta,	del	titular	del	certificado.
g)	Por	extinción	de	la	personería	jurídica	o	declaración	judicial	de	quiebra.
h)	Por	muerte,	o	por	inhabilitación	o	incapacidad	declarada	judicialmente
de	la	persona	natural	suscriptor	del	certificado.
i)	Por	solicitud	de	un	tercero	que	informe	y	pruebe	de	manera	fehaciente
alguno	de	los	supuestos	de	revocación	contenidos	en	los	incisos	1)	y	2)	del
artículo	10	de	la	ley.
j)	Otras	causales	que	establezca	la	autoridad	administrativa	competente.
Las	condiciones	bajo	 las	cuales	un	certificado	digital	pueda	ser	cancelado
deben	ser	estipuladas	en	los	contratos	de	los	suscriptores	y	titulares.
El	uso	de	certificados	digitales	con	posterioridad	a	su	cancelación	conlleva
la	inaplicabilidad	de	los	artículos	3°,	4°	y	8°	del	presente	reglamento.
En	 todos	 los	 casos	 la	 entidad	 de	 certificación	 debe	 indicar	 el	 momento
desde	 el	 cual	 se	 aplica	 la	 cancelación,	 precisando	 la	 fecha,	 hora,	minuto	 y
segundo	 en	 la	 que	 se	 efectúa.	 La	 cancelación	 no	 puede	 ser	 aplicada
retroactivamente	 y	 debe	 ser	 notificada	 al	 titular	 del	 certificado	 digital
cuando	corresponda.	La	entidad	de	certificación	debe	 incluir	el	 certificado
digital	 cancelado	 en	 la	 siguiente	 publicación	 de	 la	 Lista	 de	 Certificados
Digitales	Cancelados.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 18.—De	 la	 cancelación	 del	 certificado	 a	 solicitud	 de	 su	 titular,
suscriptor	o	representante.	La	solicitud	de	cancelación	de	un	certificado
digital	 puede	 ser	 realizada	 por	 su	 titular,	 suscriptor	 o	 a	 través	 de	 un
representante	 debidamente	 acreditado;	 tal	 solicitud	 podrá	 realizarse
mediante	documento	electrónico	 firmado	digitalmente,	de	acuerdo	con	 los
procedimientos	definidos	en	cada	caso	por	 las	entidades	de	certificación	o
las	entidades	de	registro	o	verificación.
El	 titular	 y	 el	 suscriptor	 del	 certificado	 están	 obligados,	 bajo
responsabilidad,	 a	 solicitar	 la	 cancelación	 del	 certificado	 al	 tomar
conocimiento	de	la	ocurrencia	de	alguna	de	las	siguientes	circunstancias:
a)	Exposición,	puesta	en	peligro	o	uso	indebido	de	la	clave	privada.
b)	Deterioro,	 alteración	o	 cualquier	otro	hecho	u	 acto	que	afecte	 la	 clave
privada.
c)	 Revocación	 de	 las	 facultades	 de	 representación	 y/o	 poderes	 de	 sus
representantes	legales	o	apoderados.
d)	Cuando	la	información	contenida	en	el	certificado	ya	no	resulte	correcta.
e)	Cuando	el	suscriptor	deja	de	ser	miembro	de	la	comunidad	de	interés	o
se	sustrae	de	aquellos	intereses	relativos	a	la	entidad	de	certificación.
Ley	27269.
ART.	10.—Revocación	del	certificado	digital.	La	entidad	de	certificación
revocará	el	certificado	digital	en	los	siguientes	casos:
1.	Se	determine	que	la	información	contenida	en	el	certificado	digital	es
inexacta	o	ha	sido	modificada.
2.	Por	muerte	del	titular	de	la	firma	digital.
3.	Por	incumplimiento	derivado	de	la	relación	contractual	con	la	entidad	de
certificación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 19.—De	 la	 cancelación	 por	 revocación.	 La	 revocación	 supone	 la
cancelación	 de	 oficio	 de	 los	 certificados	 por	 parte	 de	 la	 entidad	 de
certificación,	 quien	 debe	 contar,	 para	 tal	 efecto,	 con	 procedimientos
detallados	en	su	Declaración	de	Prácticas	de	Certificación.
Ley	27269.
ART.	11.—Modificado.	Ley	27310,	Art.	Único.	Los	certificados	de	 firmas
digitales	 emitidos	 por	 entidades	 extranjeras	 tendrán	 la	 misma	 validez	 y
eficacia	 jurídica	 reconocidas	 en	 la	 presente	 ley,	 siempre	 y	 cuando	 tales
certificados	sean	reconocidos	por	la	autoridad	administrativa	competente.
DE	LAS	ENTIDADES	DE	CERTIFICACIÓN	Y	DE	REGISTRO
Ley	27269.
ART.	 12.—Entidad	 de	 certificación.	 La	 entidad	 de	 certificación	 cumple
con	 la	 función	de	emitir	o	cancelar	certificados	digitales,	así	 como	brindar
otros	 servicios	 inherentes	 al	 propio	 certificado	 o	 aquellos	 que	 brinden
seguridad	al	sistema	de	certificados	en	particular	o	del	comercio	electrónico
en	general.
Las	entidades	de	certificación	podrán	 igualmente	asumir	 las	 funciones	de
entidades	de	registro	o	verificación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 23.—De	 las	 modalidades.	 Los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de
Certificación	 Digital	 (PSC)	 pueden	 adoptar	 cualquiera	 de	 las	modalidades
siguientes:
a)	Entidad	de	certificación.
b)	Entidad	de	registro	o	verificación.
c)	Prestador	de	servicios	de	valor	añadido.
De	conformidad	con	lo	establecido	en	la	ley,	resulta	factible	que	una	misma
Entidad	preste	sus	servicios	en	más	de	una	de	las	modalidades	establecidas
anteriormente.	 No	 obstante,	 deberá	 contar	 con	 una	 acreditación
independiente	y	particular	para	cada	una	de	las	modalidades	de	prestación
de	servicios	de	certificación	que	decida	adoptar,	a	efectos	de	 formar	parte
de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	24.—De	la	acreditación.	La	acreditación	del	Prestador	de	Servicios
de	 Certificación	 permite	 su	 ingreso	 a	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma
Electrónica,	 gozando	 de	 las	 presunciones	 legales	 que	 rigen	 para	 tal
supuesto.	A	tal	efecto,	el	Prestador	de	Servicios	de	Certificación	será	inscrito
en	el	correspondiente	Registro	de	Prestadores	de	Servicios	de	Certificación
Digital.
De	manera	general	el	proceso	de	acreditación	se	rige	por	lo	establecido	en
el	 presente	 reglamento	 y	 de	 manera	 particular	 por	 lo	 establecido	 en	 los
Reglamentos	 Específicos	 y	 Guías	 de	 Acreditación	 aprobados	 para	 tales
efectos	por	la	autoridad	administrativa	competente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 25.—De	 las	 funciones.	 Las	 entidades	 de	 certificación	 tendrán	 las
siguientes	funciones:
a)	Emitir	certificados	digitales	manteniendo	una	secuencia	correlativa	en	el
número	de	serie.
b)	Cancelar	certificados	digitales.
c)	Reconocer	certificados	digitales	emitidos	por	entidades	de	certificación
extranjeras	 que	 hayan	 sido	 incorporadas	 por	 reconocimiento	 a	 la
Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica	 conforme	 al	 artículo	 73	 del
presente	 reglamento.	 Caso	 contrario,	 dichos	 certificados	 no	 gozarán	 del
amparo	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
d)	Adicionalmente	a	las	anteriores	funciones,	realizará	las	señaladas	en	los
artículos	 29	 y	 33	 del	 presente	 reglamento,	 en	 caso	 opten	 por	 asumir	 las
funciones	de	entidad	de	registro	o	verificación,	o	de	prestador	de	servicios
de	valor	añadido,	respectivamente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	26.—De	las	obligaciones.	Las	entidades	de	certificación	registradas
tienen	las	siguientes	obligaciones:
a)	 Cumplir	 con	 los	 requerimientos	 de	 la	 autoridad	 administrativa
competente	 en	 lo	 referente	 a	 la	 Política	 de	 Certificación,	 Declaración	 de
Prácticas	 de	 Certificación,	 Política	 de	 Seguridad,	 Política	 de	 Privacidad	 y
Plan	 de	 Privacidad.	 Estos	 documentos	 deberán	 ser	 aprobados	 por	 la
autoridad	 administrativa	 competente	 dentro	 del	 procedimiento	 de
acreditación.
b)	Informar	a	los	usuarios	de	todas	las	condiciones	de	emisión	y	de	uso	de
sus	certificados	digitales,	incluyendo	las	referidas	a	la	cancelación	de	éstos.
c)	Mantener	 el	 control	 y	 la	 reserva	 de	 la	 clave	 privada	 que	 emplea	 para
firmar	digitalmente	los	certificados	digitales	que	emite.	Mantener	la	debida
diligencia	 y	 cuidado	 respecto	 a	 la	 clave	 privada	 de	 la	 entidad	 de
certificación,	 estando	 en	 la	 obligación	 de	 comunicar	 inmediatamente	 a	 la
autoridad	 administrativa	 competente	 cualquier	 potencial	 o	 real
compromiso	de	la	clave	privada.
d)	Mantener	 depósito	 de	 los	 certificados	 digitales	 emitidos	 y	 cancelados,
consignando	 su	 fecha	 de	 emisión	 y	 vigencia.	 No	 almacenar	 las	 claves
privadas	 de	 los	 usuarios	 finales	 a	menos	 que	 correspondan	 a	 certificados
cuyo	uso	se	limite	al	cifrado	de	datos.
e)	 Cancelar	 el	 certificado	 digital	 al	 suscitarse	 alguna	 de	 las	 causales
establecidas	 en	 el	 artículo	 17	 del	 presente	 reglamento.	 Las	 causales	 y
condiciones	 bajo	 las	 cuales	 deba	 efectuarse	 la	 cancelación	 del	 certificado
deben	ser	estipuladas	en	los	contratos	de	los	titulares	y	suscriptores.
f)	Mantener	la	confidencialidad	de	la	información	relativa	a	los	titulares	y
suscriptores	de	certificados	digitales	limitando	su	empleo	a	las	necesidades
propias	del	servicio	de	certificación,	salvo	orden	judicial	o	pedido	del	titular
o	suscriptor	del	certificado	digital	(según	sea	el	caso)	realizado	mediante	un
mecanismo	 que	 garantice	 el	 no	 repudio,	 debiendo	 respetar	 para	 tales
efectos	 los	 lineamientos	 establecidos	 por	 la	 autoridad	 administrativa
competente	y	contenidos	en	la	Norma	Marco	sobre	Privacidad.
g)	 Mantener	 la	 información	 relativa	 a	 los	 certificados	 digitales,	 por	 un
período	mínimo	de	diez	(10)	años	a	partir	de	su	cancelación.
h)	Cumplir	los	términos	bajo	los	cuales	obtuvo	la	acreditación,	así	como	los
requerimientos	 adicionales	 que	 establezca	 la	 autoridad	 administrativa
competente	conforme	a	lo	establecido	en	el	reglamento.
i)	 Informar	 y	 solicitar	 autorización	 a	 la	 autoridad	 administrativa
competente	 respecto	 de	 acuerdos	 de	 certificación	 cruzada	 que	 proyecte
celebrar,	 así	 como	 los	 términos	 bajo	 los	 cuales	 dichos	 acuerdos	 se
suscribirían.
j)	 Informar	 y	 solicitar	 autorización	 a	 la	 autoridad	 administrativa
competente	 para	 efectos	 del	 reconocimiento	 de	 certificados	 emitidos	 por
entidades	extranjeras.
k)	 Cumplir	 con	 las	 disposiciones	 de	 la	 autoridad	 administrativa
competente	a	que	se	refiere	el	artículo	27	del	presente	reglamento.
l)	 Brindar	 todas	 las	 facilidades	 al	 personal	 autorizado	 por	 la	 autoridad
administrativa	competente	para	efectos	de	supervisión	y	auditoría.
m)	 Demostrar	 que	 los	 controles	 técnicos	 que	 emplea	 son	 adecuados	 y
efectivos	a	través	de	la	verificación	independiente	del	cumplimiento	de	los
requisitos	 especificados	 en	 el	 estándar	 WebTrust	 for	 Certification
Authorities	y	la	obtención	del	sello	de	Webtrust.
n)	Acreditar	domicilio	en	el	país.
Estas	obligaciones	podrán	ser	precisadas	por	la	autoridad	administrativa
competente,	a	excepción	de	las	que	señale	expresamente	la	ley.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	27.—De	la	responsabilidad	por	riesgos.	Para	operar	en	el	marco	de
la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica	 y	 afrontar	 los	 riesgos	 que
puedan	 surgir	 como	 resultado	 de	 sus	 actividades	 de	 certificación,	 las
Entidades	 de	 Certificación	 acreditadas	 o	 reconocidas,	 de	 acuerdo	 a	 los
niveles	de	seguridad	establecidos,	deberán	cumplir	con	mantener	vigente	la
contratación	 de	 seguros	 o	 garantías	 bancarias	 que	 respalden	 sus
certificados,	así	como	con	informar	a	los	usuarios	los	montos	contratados	a
tal	efecto.
La	autoridad	administrativa	competente	establecerá	la	cuantía	mínima	de
las	pólizas	de	seguros	o	garantías	bancarias,	así	como	las	medidas
tecnológicas	correspondientes	al	nivel	de	seguridad	respectivo.	Asimismo,
la	autoridad	administrativa	competente	determinará	los	criterios	para
evaluar	el	cumplimiento	de	este	requisito.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	28.—Del	cese	de	operaciones.	La	entidad	de	 certificación	cesa	 sus
operaciones	en	el	marco	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica,
en	los	siguientes	casos:
a)	 Por	 decisión	 unilateral	 comunicada	 a	 la	 autoridad	 administrativa
competente,	asumiendo	la	responsabilidad	del	caso	por	dicha	decisión.
b)	Por	extinción	de	su	personería	jurídica.
c)	Por	cancelación	de	su	registro.
d)	Por	sentencia	judicial.
e)	Por	 liquidación,	 decidida	por	 la	 junta	de	 acreedores	 en	 el	marco	de	 la
legislación	concursal,	o	resolución	judicial	de	quiebra.
f)	 Por	 decisión	 debidamente	 sustentada	 de	 la	 autoridad	 administrativa
competente	frente	al	incumplimiento	de	los	requerimientos	exigidos	en	sus
Reglamentos	Específicos	y	Guías	de	Acreditación,	observado	en	el	proceso
de	 evaluación	 técnica	 anual	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 71	 del	 presente
reglamento.
Para	 los	 supuestos	 contemplados	 en	 los	 incisos	 a)	 y	 b)	 la	 entidad	 de
certificación	tiene	un	plazo	de	treinta	(30)	días	calendario	para	notificar	el
cese	 de	 sus	 operaciones	 tanto	 a	 la	 autoridad	 administrativa	 competente
como	 a	 los	 titulares	 de	 los	 certificados	 digitales	 que	 hubiera	 emitido.	 En
tales	supuestos,	la	autoridad	administrativa	competente	deberá	adoptar	las
medidas	 necesarias	 para	 preservar	 las	 obligaciones	 contenidas	 en	 los
incisos	c),	g)	y	h)	del	artículo	26	del	presente	reglamento.
La	 autoridad	 administrativa	 competente	 establecerá	 los	 procedimientos
para	hacer	público	el	cese	de	operaciones	de	las	entidades	de	certificación.
Los	certificados	digitales	emitidos	por	una	entidad	de	certificación	cuyas
operaciones	han	cesado	deben	ser	cancelados	a	partir	del	día,	hora,	minuto
y	segundo	en	que	se	aplica	el	cese.
Ley	27269.
ART.	13.—Entidad	de	registro	o	verificación.	La	entidad	de	registro	o
verificación	cumple	con	la	función	de	levantamiento	de	datos	y
comprobación	de	la	información	de	un	solicitante	de	certificado	digital;
identificación	y	autenticación	del	suscriptor	de	firma	digital;	aceptación	y
autorización	de	solicitudes	de	emisión	de	certificados	digitales;	aceptación	y
autorización	de	las	solicitudes	de	cancelación	de	certificados	digitales.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	29.—De	las	funciones.	Las	entidades	de	registro	o	verificación	tienen
las	siguientes	funciones:
a)	 Identificar	 a	 los	 titulares	 y/o	 suscriptores	 del	 certificado	 digital
mediante	 el	 levantamiento	 de	 datos	 y	 la	 comprobación	 de	 la	 información
brindada	por	aquél.
b)	 Aprobar	 y/o	 denegar,	 según	 sea	 el	 caso,	 las	 solicitudes	 de	 emisión,
modificación,	re-emisión,	suspensión	o	cancelación	de	certificados	digitales,
comunicándolo	a	la	respectiva	entidad	de	certificación,	según	se	encuentre
estipulado	en	la	correspondiente	Declaración	de	Prácticas	de	Certificación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 30.—De	 las	 obligaciones.	 Las	 entidades	 de	 registro	 o	 verificación
acreditadas	tienen	las	siguientes	obligaciones:
a)	 Cumplir	 con	 los	 requerimientos	 de	 la	 autoridad	 administrativa
competente	respecto	de	la	Política	de	Registro	o	Verificación,	Declaración	de
Prácticas	de	Registro	o	Verificación,	Política	de	Seguridad	y	Política	y	Plan
de	Privacidad.	 Estos	 documentos	 deberán	 ser	 aprobados	 por	 la	 autoridad
administrativa	competente	dentro	del	procedimiento	de	acreditación.
b)	 Determinar	 objetivamente	 y	 en	 forma	 directa	 la	 veracidad	 de	 la
información	proporcionada	por	 los	 solicitantes	del	 certificado	digital,	 bajo
su	responsabilidad.
c)	 Mantener	 la	 confidencialidad	 de	 la	 información	 relativa	 a	 los
suscriptores	y	 titulares	de	certificados	digitales,	 limitando	su	empleo	a	 las
necesidades	 propias	 del	 servicio	 de	 registro	 o	 verificación,	 salvo	 orden
judicial	o	pedido	del	titular	o	suscriptor	del	certificado	digital,	según	sea	el
caso,	 realizado	 mediante	 un	 mecanismo	 que	 garantice	 el	 no	 repudio,
debiendo	 respetar	 para	 tales	 efectos	 los	 lineamientos	 establecidos	 por	 la
autoridad	administrativa	competente	en	la	Norma	Marco	sobre	Privacidad.
d)	Recoger	únicamente	información	o	datos	personales	de	relevancia	para
la	emisión	de	los	certificados.
e)	Acreditar	domicilio	en	el	Perú.
f)	Cumplir	con	las	disposiciones	de	la	autoridad	administrativa	competente
a	que	se	refiere	el	artículo	31	del	presente	reglamento.
g)	 Brindar	 todas	 las	 facilidades	 al	 personal	 autorizado	 por	 la	 autoridad
administrativa	competente	para	efectos	de	supervisión	y	auditoría.
Estas	obligaciones	podrán	 ser	precisadas	por	 la	 autoridad	administrativa
competente,	a	excepción	de	las	que	señale	expresamente	la	ley.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	31.—De	la	responsabilidad	por	riesgos.	Para	operar	en	el	marco	de
la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica	 y	 afrontar	 los	 riesgos	 que
puedan	surgir	como	resultado	de	sus	actividades	de	registro	o	verificación,
las	 Entidades	 de	 Registro	 o	 Verificación	 acreditadas,	 de	 acuerdo	 a	 los
niveles	de	seguridad	establecidos,	deberán	cumplir	con:
a)	Nivel	de	seguridad	Medio:	mantener	vigente	la	contratación	de	seguros
o	 garantías	 bancarias	 y	 emplear	 para	 efectos	 de	 la	 verificación	 de	 la
identidad	de	los	ciudadanos:
•	 De	 nacionalidad	 peruana,	 la	 base	 de	 datos	 del	 Registro	 Nacional	 de
Identificación	y	Estado	Civil	-	Reniec.
•	 Extranjeros,	 carné	 de	 extranjería	 actualizado	 (residentes)	 o	 pasaporte
(no	residentes);	o
b)	 Nivel	 de	 seguridad	 Medio	 Alto:	 mantener	 vigente	 la	 contratación	 de
seguros	o	garantías	bancarias	y	emplear	para	efectos	de	la	verificación	de	la
identidad	de	los	ciudadanos:
•	De	nacionalidad	peruana,	el	sistema	de	identificación	biométrica	AFIS	del
Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil	-	Reniec.
•	 Extranjeros,	 carné	 de	 extranjería	 actualizado	 (residentes)	 o	 pasaporte
(no	residentes).
La	autoridad	administrativa	competente	establecerá	la	cuantía	mínima	de
las	pólizas	de	seguros	o	garantías	bancarias.
Asimismo,	 la	 autoridad	 administrativa	 competente	 determinará	 los
criterios	para	evaluar	el	cumplimiento	de	este	requisito.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	32.—Del	cese	de	operaciones.	La	entidad	de	registro	o	verificación
cesa	de	operar	en	el	marco	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica
en	los	siguientes	casos:
a)	 Por	 decisión	 unilateral	 comunicada	 a	 la	 autoridad	 administrativa
competente,	asumiendo	la	responsabilidad	del	caso	por	dicha	decisión.
b)	Por	extinción	de	su	personería	jurídica.
c)	Por	cancelación	de	su	registro.
d)	Por	sentencia	judicial.
e)	Por	 liquidación,	 decidida	por	 la	 junta	de	 acreedores	 en	 el	marco	de	 la
legislación	concursal	o	resolución	judicial	de	quiebra.
f)	 Por	 decisión	 debidamente	 sustentada	 de	 la	 autoridad	 administrativa
competente	frente	al	incumplimiento	de	los	requerimientos	exigidos	en	sus
Reglamentos	Específicos	y	Guías	de	Acreditación,	observado	en	el	proceso
de	 evaluación	 técnica	 anual	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 71	 del	 presente
reglamento.
Para	los	supuestos	contenidos	en	los	incisos	a)	y	b),	la	entidad	de	registro	o
verificación	tiene	un	plazo	de	treinta	(30)	días	calendario	para	notificar	el
cese	de	sus	operaciones	a	la	autoridad	administrativa	competente	debiendo
dejar	constancia	ante	aquélla	de	 los	mecanismos	utilizados	para	preservar
el	cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	el	inciso	c)	del	artículo	30	del	presente
reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	33.—De	las	funciones.	Los	prestadores	de	servicios	de	valor	añadido
tienen	las	siguientes	funciones:
a)	 Participar	 en	 la	 transmisión	 o	 envío	 de	 documentos	 electrónicos
firmados	 digitalmente,	 siempre	 que	 el	 usuario	 lo	 haya	 solicitado
expresamente.
b)	Certificar	 los	documentos	electrónicos	con	 fecha	y	hora	cierta	(Sellado
de	Tiempo)	o	en	el	almacenamiento	de	tales	documentos,	aplicando	medios
que	garanticen	la	integridad	y	no	repudio	de	los	datos	de	origen	y	recepción
(Sistema	de	Intermediación	Digital).
c)	 Generar	 certificados	 de	 autenticación	 a	 los	 usuarios	 que	 lo	 soliciten.
Dichos	 certificados	 serán	 utilizados	 sólo	 en	 caso	 que	 se	 requiera	 la
autenticación	del	usuario	para	el	control	de	acceso	a	domicilios	electrónicos
correspondientes	a	los	servicios	vinculados	a	notificaciones	electrónicas.	Su
uso	 fuera	 del	 servicio,	 en	 aplicaciones	 ajenas	 al	 Prestador	 de	 Servicios	 de
Valor	 Añadido	 que	 lo	 emitió,	 no	 gozará	 del	 amparo	 de	 la	 Infraestructura
Oficial	de	Firma	Electrónica.
Los	usuarios	que	así	lo	deseen	podrán	emplear	su	propio	certificado	digital
de	autenticación	para	los	usos	descritos	en	el	presente	inciso.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 34.—De	 las	 modalidades	 del	 Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor
Añadido.	 Los	 prestadores	 de	 servicios	 de	 valor	 añadido	 pueden	 adoptar
cualquiera	de	las	modalidades	siguientes:
a)	 Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 con	 firma	 digital	 del	 usuario
final.	En	este	 caso,	 se	 requiere	en	determinada	etapa	del	 servicio	de	valor
añadido	la	firma	digital	del	usuario	final	en	el	documento.
b)	 Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 sin	 firma	 digital	 del	 usuario
final.	 En	 ninguna	 parte	 del	 servicio	 de	 valor	 añadido	 se	 requiere	 la	 firma
digital	del	usuario	final.
En	 cualquiera	 de	 los	 casos,	 el	 Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido
puede	 contar	 con	 los	 servicios	 de	 un	 notario	 o	 fedatario	 con	 diploma	 de
idoneidad	 técnica	 registrado	 ante	 su	 correspondiente	 colegio	 o	 asociación
profesional,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	Decreto	Legislativo	N°
681,	para	los	casos	de	prestación	de	servicios	al	amparo	de	lo	señalado	en	el
artículo	35	inciso	a)	del	presente	reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 35.—De	 las	 modalidades	 del	 prestador	 de	 servicios	 de	 valor
añadido	con	firma	digital	del	usuario	final.	Los	prestadores	de	servicios
de	valor	añadido	que	realizan	procedimientos	con	firma	digital	del	usuario
final,	podrán	a	su	vez	adoptar	dos	modalidades:
a)	Sistema	de	Intermediación	Digital	cuyo	procedimiento	concluye	con	una
microforma	o	microarchivo.
b)	 Sistema	de	 Intermediación	Digital	 cuyo	procedimiento	no	 concluye	 en
microforma	o	microarchivo.
En	la	modalidad	de	Sistema	de	Intermediación	Digital	cuyo	procedimiento
concluye	 con	 una	 microformas	 o	 microarchivo	 y	 se	 requiera	 de	 una
formalidad	 para	 la	 conservación	 de	 documentos	 electrónicos	 firmados
digitalmente,	 se	 deberá	 respetar	 para	 tales	 efectos	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	5°	del	presente	reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 36.—De	 la	 modalidad	 del	 Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor
Añadido	sin	firma	digital	del	usuario	final.	El	Prestador	de	Servicios	de
Valor	 Añadido	 sin	 firma	 digital	 del	 usuario	 final	 se	 refiere	 al	 sistema	 de
Sellado	 de	 Tiempo,	 el	 cual	 permite	 consignar	 la	 fecha	 y	 hora	 cierta	 de	 la
existencia	de	un	documento	electrónico.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 37.—De	 las	 obligaciones.	 Los	 prestadores	 de	 servicios	 de	 valor
añadido	tienen	las	siguientes	obligaciones:
a)	 Cumplir	 con	 los	 requerimientos	 de	 la	 autoridad	 administrativa
competente	 respecto	 de	 la	 Política	 de	 Valor	 Añadido,	 Declaración	 de
Prácticas	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido,	 Política	 de	 Seguridad,	 Política	 y
Plan	 de	 Privacidad.	 Estos	 documentos	 deberán	 ser	 aprobados	 por	 la
autoridad	 administrativa	 competente	 dentro	 del	 procedimiento	 de
acreditación.
b)	 Informar	a	 los	usuarios	de	 todas	 las	condiciones	para	 la	prestación	de
sus	servicios.
c)	Mantener	la	confidencialidad	de	la	información	relativa	a	los	usuarios	de
los	servicios,	limitando	su	empleo	a	las	necesidades	propias	del	servicio	de
valor	añadido	prestado,	salvo	orden	judicial	o	pedido	del	usuario	utilizando
medios	que	garanticen	el	no	repudio,	debiendo	respetar	para	 tales	efectos
los	lineamientos	establecidos	en	la	Norma	Marco	sobre	Privacidad.
d)	Tener	operativo	 software,	hardware	y	demás	 componentes	 adecuados
para	 la	 prestación	 de	 servicios	 de	 valor	 añadido	 y	 las	 condiciones	 de
seguridad	adicionales	basadas	en	estándares	internacionales	o	compatibles
a	 los	 internacionalmente	 vigentes	 que	 aseguren	 la	 interoperabilidad	 y	 las
condiciones	exigidas	por	la	autoridad	administrativa	competente.
e)	Cumplir	los	términos	bajo	los	cuales	obtuvo	la	acreditación,	así	como	los
requerimientos	 adicionales	 que	 establezca	 la	 autoridad	 administrativa
competente	conforme	a	lo	establecido	en	el	presente	reglamento.
f)	Cumplir	con	las	disposiciones	de	la	autoridad	administrativa	competente
a	que	se	refiere	el	artículo	38	del	presente	reglamento.
g)	 Brindar	 todas	 las	 facilidades	 al	 personal	 autorizado	 por	 la	 autoridad
administrativa	competente	para	efectos	de	supervisión	y	auditoría.
Estas	obligaciones	podrán	 ser	precisadas	por	 la	 autoridad	administrativa
competente,	a	excepción	de	las	que	señale	expresamente	la	ley.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	38.—De	la	responsabilidad	por	riesgos.	Para	operar	en	el	marco	de
la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica	 y	 afrontar	 los	 riesgos	 que
puedan	 surgir	 como	 resultado	 de	 sus	 actividades	 de	 valor	 añadido,	 los
prestadores	 de	 servicios	 de	 valor	 añadido	 acreditados,	 de	 acuerdo	 a	 los
niveles	de	seguridad	establecidos,	deberán	cumplir	con:
a)	Nivel	de	seguridad	Medio:	mantener	vigente	la	contratación	de	seguros
o	garantías	bancarias;	o
b)	Nivel	de	seguridad	Medio	Alto:	acreditar	una	certificación	internacional,
según:
•	Sistema	de	Intermediación	Digital	cuyo	procedimiento	concluye	con	una
microforma	o	microarchivo:	certificación	de	acuerdo	al	Decreto	Legislativo
N°	681.
•	 Sistema	de	 Intermediación	Digital	 cuyo	procedimiento	no	 concluye	 con
una	microforma	o	microarchivo:	certificación	internacional	de	calidad	para
la	provisión	de	 sus	 servicios,	de	acuerdo	a	 lo	establecido	por	 la	 autoridad
administrativa	competente.
•	Sistema	de	Sellado	de	Tiempo:	certificación	internacional	de	calidad	para
la	provisión	de	 sus	 servicios,	de	acuerdo	a	 lo	establecido	por	 la	 autoridad
administrativa	competente.
La	autoridad	administrativa	competente	establecerá	la	cuantía	mínima	de
las	 pólizas	 de	 seguros	 o	 garantías	 bancarias,	 las	 certificaciones	 de	 calidad
internacional,	 así	 como	 las	medidas	 tecnológicas	 correspondientes	 a	 cada
nivel	de	seguridad.
Asimismo,	 la	 autoridad	 administrativa	 competente	 determinará	 los
criterios	para	evaluar	el	cumplimiento	de	este	requisito.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 39.—Del	 cese	 de	 operaciones.	 El	 Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor
Añadido	cesa	de	operar	en	el	marco	de	 la	 Infraestructura	Oficial	de	Firma
Electrónica	en	los	siguientes	casos:
a)	 Por	 decisión	 unilateral	 comunicada	 a	 la	 autoridad	 administrativa
competente),	asumiendo	la	responsabilidad	del	caso	por	dicha	decisión.
b)	Por	extinción	de	su	personería	jurídica.
c)	Por	cancelación	de	su	registro.
d)	Por	sentencia	judicial.
e)	Por	 liquidación,	 decidida	por	 la	 junta	de	 acreedores	 en	 el	marco	de	 la
legislación	concursal	o	resolución	judicial	de	quiebra.
Para	 los	 supuestos	 contenidos	 en	 los	 incisos	 a)	 y	 b)	 el	 Prestador	 de
Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 tiene	 un	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días	 calendario
para	 notificar	 el	 cese	 de	 sus	 operaciones	 a	 la	 autoridad	 administrativa
competente.
f)	 Por	 decisión	 debidamente	 sustentada	 de	 la	 autoridad	 administrativa
competente	frente	al	incumplimiento	de	los	requerimientos	exigidos	en	sus
Reglamentos	 Específicos	 y	 Guías	 de	 Acreditación.observado	 en	 el	 proceso
de	 evaluación	 técnica	 anual	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 71	 del	 presente
reglamento;
Para	 los	 supuestos	 contenidos	 en	 los	 incisos	 a)	 y	 b),	 el	 Prestador	 de
Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 tiene	 un	 plazo	 de	 treinta	 (30)	 días	 calendario
para	 notificar	 el	 cese	 de	 sus	 operaciones	 a	 la	 autoridad	 administrativa
competente	 debiendo	 dejar	 constancia	 ante	 aquélla	 de	 los	 mecanismos
utilizados	para	preservar	el	cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	el	inciso	c)	del
artículo	37	del	presente	reglamento.
REQUISITO	DE	ENLACE	AUTOMÁTICO	DEL	SOFWARE	CON	EL
DIRECTORIO	DE	ENTIDADES	ACREDITADAS	DEJA	DE	SER	EXIGIBLE	PARA
LA	ACREDITACIÓN	DE	SOFWARE	DE	GENERACIÓN	DE	FIRMA	DIGITAL
R.	101-2013-CNB-Indecopi.
ART.	1°.—A	partir	de	la	fecha,	en	la	acreditación	de	software	de	generación
de	firma	digital	no	se	exigirá	el	requisito	consistente	en	el	enlace	automático
del	software	con	el	directorio	de	entidades	acreditadas.
R.	101-2013-CNB-Indecopi.
ART.	 2°.—Los	 demás	 requerimientos	 de	 la	 Guía	 de	 Acreditación	 de
Software	 conservan	 su	 vigencia	 en	 la	 medida	 que	 no	 se	 opongan	 a	 la
disposición	anterior.
R.	101-2013-CNB-Indecopi.
ART.	 3°.—Las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que	 consideren	 necesario
verificar	la	información	de	los	certificados	digitales	emitidos	por	entidades
de	 certificación	 acreditadas	 por	 el	 Indecopi	 no	 están	 obligadas	 a	 usar	 un
software	 que	 enlace	 automáticamente	 con	 el	 Directorio	 del	 Indecopi;
podrán	verificar	dichos	certificados	instalándolos	en	sus	propios	sistemas.
R.	101-2013-CNB-Indecopi.
ART.	 4°.—La	 ausencia	 de	 verificación	 presencial	 de	 la	 identidad	 del
solicitante	 de	 un	 certificado	 digital	 Webtrust	 excluye	 del	 marco
reglamentario	de	la	IOFE	a	los	documentos	electrónicos	vinculados	a	dicho
certificado	digital.
Ley	27269.
ART.	 14.—Depósito	 de	 los	 certificados	 digitales.	 Cada	 entidad	 de
certificación	debe	contar	con	un	registro	disponible	en	forma	permanente,
que	servirá	para	constatar	la	clave	pública	de	determinado	certificado	y	no
podrá	ser	usado	para	fines	distintos	a	los	estipulados	en	la	presente	ley.
El	registro	contará	con	una	sección	referida	a	los	certificados	digitales	que
hayan	 sido	 emitidos	 y	 figurarán	 las	 circunstancias	 que	 afecten	 la
cancelación	o	vigencia	de	 los	mismos,	debiendo	constar	 la	 fecha	y	hora	de
inicio	y	fecha	y	hora	de	finalización.
A	 dicho	 registro	 podrá	 accederse	 por	medios	 telemáticos	 y	 su	 contenido
estará	a	disposición	de	las	personas	que	lo	soliciten.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 40.—Del	 derecho	 ciudadano	 de	 acceso	 a	 servicios	 públicos
electrónicos	seguros.	El	ciudadano	tiene	derecho	al	acceso	a	los	servicios
públicos	 a	 través	 de	 medios	 electrónicos	 seguros	 para	 la	 realización	 de
transacciones	 de	 gobierno	 electrónico	 con	 las	 entidades	 de	 la
Administración	Pública,	 como	manifestación	de	su	voluntad	y	en	el	marco
de	lo	previsto	en	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	-	Ley	N°
27444.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 41.—De	 los	 principios	 generales	 de	 acceso	 a	 los	 servicios
públicos	 electrónicos	 seguros.	 La	 prestación	 de	 servicios	 públicos	 por
medios	 electrónicos	 seguros	 deberá	 respetar	 lo	 establecido	 para	 tales
efectos	por	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	-	Ley	N°	27444
y	en	particular	deberá	ajustarse	a	los	principios	siguientes:
41.1.	Principio	de	 legalidad,	que	exige	respetar	y	observar	 las	garantías	y
normativa	 vigente	 que	 regula	 las	 relaciones	 entre	 los	 ciudadanos	 y	 las
entidades	 de	 la	 Administración	 Pública,	 principalmente	 observando	 el
marco	 jurídico	 establecido	 por	 la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General	-	Ley	N°	27444.
41.2.	 Principio	 de	 responsabilidad	 y	 calidad	 respecto	 a	 la	 veracidad,
autenticidad	 e	 integridad	 de	 la	 información	 y	 servicios	 ofrecidos	 por	 las
entidades	de	la	Administración	Pública	a	través	de	medios	electrónicos.
41.3.	Principio	de	presunción,	reconocimiento	y	validez	de	los	documentos
electrónicos	 y	 medios	 de	 identificación	 y	 autenticación	 empleados	 en	 los
trámites	 y	 procedimientos	 administrativos,	 siempre	 y	 cuando	 se	 respeten
los	lineamientos	y	requisitos	establecidos	por	el	presente	reglamento.
41.4.	 Principio	 de	 seguridad	 en	 la	 implantación	 y	 utilización	 de	 medios
electrónicos	para	 la	prestación	de	servicios	de	gobierno	electrónico,	según
el	cual	se	exigirá	a	 las	entidades	de	 la	Administración	Pública	el	 respeto	a
los	 estándares	 de	 seguridad	 y	 requerimientos	 de	 acreditación	 necesarios
para	poder	dotar	de	respaldo	tecnológico	y	presunción	legal	suficiente	a	las
operaciones	que	realicen	por	medios	electrónicos,	según	lo	establecido	para
tales	efectos	por	la	autoridad	administrativa	competente.
41.5.	 Principio	 de	 protección	 de	 datos	 personales	 empleados	 en	 los
trámites	y	procedimientos	ante	las	entidades	de	la	Administración	Pública,
así	 como	 aquellos	mantenidos	 en	 sus	 archivos	 y	 sistemas,	 para	 lo	 cual	 se
deberá	 tener	en	consideración	 los	 lineamientos	establecidos	por	 la	Norma
Marco	sobre	la	Privacidad.
41.6.	 Principio	 de	 cooperación,	 tanto	 en	 la	 utilización	 de	 medios
electrónicos,	como	en	el	acceso	a	la	información	obtenida	de	los	ciudadanos
por	las	entidades	de	la	Administración	Pública,	a	fin	de	lograr	el	intercambio
seguro	de	datos	entre	ellas	y	garantizar	la	interoperabilidad	de	los	sistemas
y	soluciones	que	adopten	para	lograr,	de	manera	progresiva	y	en	la	medida
de	lo	posible,	la	prestación	integrada	de	servicios	a	los	ciudadanos.
41.7.	 Principio	 de	 usabilidad	 en	 la	 prestación	 de	 los	 servicios	 de
certificación,	brindando	la	información	y	los	sistemas	de	ayuda	necesarios,
de	manera	que	 los	usuarios	puedan	acceder	 a	dichos	 servicios	de	manera
efectiva,	eficiente	y	satisfactoria.
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ART.	 42.—De	 los	 derechos	 conexos.	 El	 derecho	 ciudadano	 de	 acceso	 a
servicios	 públicos	 electrónicos	 seguros	 tiene	 como	 correlato	 el
reconocimiento	de	los	siguientes	derechos:
42.1.	 A	 relacionarse	 con	 las	 entidades	 de	 la	 Administración	 Pública	 por
medios	 electrónicos	 seguros	 para	 el	 ejercicio	 de	 todos	 los	 derechos	 y
prerrogativas	que	incluye,	entre	otros,	los	consagrados	en	el	artículo	55	de
la	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General	 -	 Ley	 N°	 27444.	 En	 tal
sentido,	 constituye	 obligación	 de	 la	 Administración	 Pública	 facilitar	 el
ejercicio	de	estos	derechos	ciudadanos,	debiendo	promover	la	prestación	de
servicios	 por	 medios	 electrónicos.	 Los	 trámites	 y	 procedimientos
administrativos	 ante	 las	 entidades	 de	 la	 Administración	 Pública,	 la
constancia	 documental	 de	 la	 transmisión	 a	 distancia	 por	 medios
electrónicos	 entre	 autoridades	 administrativas	 o	 con	 sus	 administrados,	 o
cualquier	trámite,	procedimiento	o	proceso	por	parte	de	los	administrados
o	 ciudadanos	 ante	 las	 entidades	 públicas	 o	 entre	 estas	 entidades,	 no
excluyendo	 a	 las	 representaciones	 del	 Estado	 peruano	 en	 el	 exterior,	 se
entenderán	efectuadas	de	manera	segura	siempre	y	cuando	sean	realizados
empleando	 firmas	 y	 certificados	 digitales	 emitidos	 por	 los	 Prestadores	 de
Servicios	de	Certificación	Digital	que	se	encuentren	acreditados	y	operando
dentro	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
Incoporado.	D.	S.	105-2012-PCM,	Art.	2°.	Para	 la	prestación	electrónica
de	los	servicios	por	parte	del	Estado	que	requieran	el	uso	de	la	firma	digital
de	 los	 funcionarios	y/o	de	 los	administrados,	 corresponde	a	 las	entidades
públicas	 la	 acreditación	 del	 software	 que	 crea	 la	 firma	 digital	 del
funcionario	de	conformidad	con	el	artículo	4°	y	el	 inciso	c)	del	artículo	54
del	Reglamento	de	la	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales	aprobado	por	el
Decreto	Supremo	N°	052-2008-PCM.	Dicho	software	verificará	además	que
la	 firma	 digital	 del	 administrado	 esté	 asociada	 a	 un	 certificado	 digital
emitido	dentro	de	la	IOFE.
Incoporado.	 D.	 S.	 105-2012-PCM,	 Art.	 2°.	 En	 ningún	 caso	 los
administrados	a	los	que	están	destinados	los	servicios	que	requieran	firma
digital	están	obligados	a	acreditar	el	software	de	firma	digital	que	utilicen.
42.2.	 A	 optar	 por	 relacionarse	 con	 las	 entidades	 de	 la	 Administración
Pública	 ya	 sea	 empleando	 los	 centros	 de	 acceso	 ciudadano	 o	 a	 través	 de
canales	seguros	para	la	realización	de	transacciones	de	gobierno	electrónico
que	éstas	deberán	poner	a	su	disposición.
42.3.	A	conocer	por	medios	electrónicos	el	plazo	y	los	requisitos	necesarios
para	el	inicio	de	cualquier	procedimiento	o	tramitación	ante	una	entidad	de
la	 Administración	 Pública.	 Teniendo	 asimismo	 derecho	 a	 conocer	 por
medios	electrónicos	el	estado	en	el	que	tales	procedimientos	o	trámites	se
encuentran	y	solicitar	la	emisión	de	copias	y	constancias	electrónicas.	Esto
no	 resulta	 aplicable	 para	 los	 casos	 de	 procedimientos	 o	 trámites	 que
pudieran	 afectar	 a	 la	 intimidad	 personal,	 las	 vinculadas	 a	 la	 seguridad
nacional	o	las	que	expresamente	sean	excluidas	por	ley.
42.4.	 A	 obtener	 y	 utilizar	 firmas	 y	 certificados	 digitales	 emitidos	 por
Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Certificación	 Digital	 acreditados	 y	 que	 se
encuentren	dentro	de	 la	 Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica	como
medio	de	 identificación	en	todo	tipo	de	trámite	y	actuación	ante	cualquier
entidad	de	la	Administración	Pública.
42.5.	A	presentar	solicitudes,	escritos	y	comunicaciones	todos	los	días	del
año	durante	 las	veinticuatro	(24)	horas,	para	tal	efecto	 las	entidades	de	 la
Administración	Pública	deberán	contar	con	un	archivo	electrónico	detallado
de	recepción	de	solicitudes.	Corresponde	a	la	Oficina	Nacional	de	Gobierno
Electrónico	 e	 Informática,	 el	 establecimiento	 de	 los	 lineamientos	 para	 el
cómputo	 de	 plazos	 en	 los	 casos	 de	 solicitudes,	 escritos	 y	 comunicaciones
recibidas	bajo	estas	condiciones.
42.6.	 A	 obtener	 servicios	 de	 gobierno	 electrónico	 de	 calidad,	 en	 estricta
observancia	de	los	lineamientos	y	requisitos	establecidos	para	tales	efectos
por	el	presente	reglamento	y	por	la	autoridad	administrativa	competente.
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ART.	 43.—De	 las	 garantías	 para	 el	 acceso	 de	 los	 ciudadanos	 a	 los
servicios	 públicos	 electrónicos	 seguros.	 Las	 diferentes	 entidades	 y
dependencias	de	 la	Administración	Pública	deberán	garantizar	el	 acceso	a
los	ciudadanos	para	la	realización	de	transacciones	de	gobierno	electrónico,
debiendo	para	tales	efectos:
a)	Adecuar	sus	trámites	y	procedimientos	aplicados	en	sus	comunicaciones
tanto	 con	 los	 ciudadanos	 como	 con	 las	 distintas	 entidades	 de	 la
Administración	 Pública,	 a	 fin	 de	 llevarlos	 a	 cabo	 por	medios	 electrónicos;
debiendo	 asegurar	 en	 todo	 momento	 la	 disponibilidad	 de	 acceso,	 la
integridad,	 la	 autenticidad,	 el	 no	 repudio	 y	 la	 confidencialidad	 de	 las
transacciones	 realizadas	 por	 estos	medios,	 empleando	para	 tales	 fines	 los
certificados	y	 firmas	digitales	emitidos	dentro	de	 la	 Infraestructura	Oficial
de	Firma	Electrónica	de	acuerdo	al	artículo	4°	del	presente	reglamento,	así
como	canales	seguros.
b)	 Proveer	 a	 su	 personal	 competente	 de	 certificados	 digitales	 y	 sistemas
basados	en	firma	digital	reconocidos	por	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma
Electrónica	 de	 acuerdo	 al	 artículo	 4°	 del	 presente	 reglamento.	 Asimismo,
cada	 Administración	 Pública	 deberá	 brindar	 a	 sus	 empleados	 la
capacitación	en	la	utilización	de	las	firmas	y	certificados	digitales,	y	demás
medios	electrónicos	requeridos	en	las	actividades	propias	de	dicha	entidad.
Además,	 deberán	 ser	 capacitados	 en	 los	 temas	 de	 seguridad	 y	 privacidad
respecto	de	los	documentos	de	carácter	personal	que	les	competen	según	la
función	o	cargo	que	ocupen.
c)	 Poner	 a	 disposición	 de	 los	 interesados,	 por	 vía	 electrónica,	 la
información	actualizada	acerca	de	los	trámites	y	procedimientos	a	su	cargo,
con	 especial	 indicación	 de	 aquellos	 que	 resulten	 factibles	 de	 ser	 iniciados
por	vía	electrónica.
d)	 Informar	 a	 los	 ciudadanos	 de	 las	 condiciones	 tecnológicas	 necesarias
para	el	acceso	a	servicios	públicos	electrónicos	seguros	y,	de	ser	el	caso,	el
modo	de	obtención	de	 los	 implementos	o	dispositivos	 requeridos	para	 tal
efecto.
e)	El	equipo	informático	constituido	por	los	servidores	empleados	por	las
instituciones	para	la	prestación	y	realización	de	transacciones	de	gobierno
electrónico,	deberá	brindar	las	garantías	necesarias	para	una	comunicación
segura,	 debiendo	 obtener	 los	 correspondientes	 certificados	 de	 dispositivo
seguro	 emitidos	 por	 una	 entidad	 de	 certificación	 debidamente	 acreditada
ante	la	autoridad	administrativa	competente.
f)	Las	entidades	de	la	Administración	Pública	deberán	admitir	la	recepción
de	documentos	firmados	digitalmente	de	acuerdo	al	artículo	4°	del	presente
reglamento,	siempre	que	hayan	sido	emitidos	por	entidades	de	certificación
y	 entidades	 de	 Registro	 o	 Verificación	 que	 se	 encuentren	 acreditadas	 y
operen	dentro	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
g)	Contar	con	personal	capacitado	para	brindar	información	a	los	usuarios
sobre	 el	 manejo	 y	 uso	 de	 la	 tecnología	 requerida	 (implementos	 y
dispositivos)	para	 la	 realización	de	 transacciones	de	 gobierno	 electrónico.
Esta	 información	 podrá	 ser	 proporcionada	 por	 el	mencionado	 personal	 y
deberá	necesariamente	estar	incorporada	en	el	mismo	medio	o	instrumento
requerido	para	la	realización	del	trámite	o	solicitud	correspondiente.
h)	 Contar	 con	 una	 red	 de	 puntos	 de	 acceso	 a	 nivel	 nacional	 a	 través	 de
centros	de	acceso	ciudadano	que	por	medio	de	canales	seguros	permitan	la
interacción	 con	 otras	 dependencias	 de	 la	 Administración	 Pública.	 Estos
centros	de	acceso	ciudadano	deberán	estar	dotados	de	personal	capacitado
para	brindar	la	información	y	facilidades	necesarias	para	que	el	ciudadano
pueda	 realizar	 transacciones	 seguras	 de	 gobierno	 electrónico,	 debiendo
igualmente	 contar	 con	 un	 servicio	 integral	 de	 atención	 de	 reclamos	 y
solicitudes	 de	 información	 respecto	 al	 empleo	 de	 los	 mecanismos
necesarios	para	la	interacción	con	el	Estado	a	través	de	medios	electrónicos.
i)	 Implementar	 los	 procedimientos	 necesarios	 para	 que	 en	 los	 casos	 de
ciudadanos	 que	 no	 cuenten	 con	 el	 conocimiento	 y	 la	 tecnología	 necesaria
para	 poder	 realizar	 transacciones	 electrónicas,	 su	 identificación	 y
autenticación	a	efectos	de	poder	acceder	a	 los	mismos	podrá	ser	realizada
por	un	notario	que	cuente	con	Diploma	de	Idoneidad	Técnica	inscrito	en	su
correspondiente	 Colegio	 profesional.	 En	 este	 caso,	 el	 ciudadano	 deberá
identificarse	ante	el	depositario	de	la	fe	pública	y	prestar	su	consentimiento
expreso,	dejando	constancia	de	ello	para	los	casos	de	discrepancia	o	litigio.
j)	 Aplicar	 los	 criterios	 de	 usabilidad	 establecidos	 por	 la	 autoridad
administrativa	competente.
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ART.	 44.—De	 la	 implementación	 de	 los	 procedimientos	 y	 trámites
administrativos	 por	 medios	 electrónicos	 seguros.	 A	 fin	 de	 lograr	 una
correcta	 implementación	 de	 la	 prestación	 de	 servicios	 de	 gobierno
electrónico	 a	 través	 del	 empleo	 de	 canales	 seguros,	 certificados	 y	 firmas
digitales	reconocidos	por	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica,	de
acuerdo	 con	 el	 artículo	 4°	 del	 presente	 reglamento,	 para	 el	 intercambio
seguro	 de	 datos,	 resulta	 indispensable	 la	 elaboración	 de	 un	 análisis	 de
rediseño	 funcional	 y	 simplificación	 de	 los	 procedimientos,	 trámites	 y
servicios	 administrativos,	 debiéndose	 poner	 principal	 énfasis	 en	 los
aspectos	siguientes:
a)	 La	 creación	 y	 mantenimiento	 de	 archivos	 electrónicos	 para	 el
almacenamiento	 y	 gestión	 de	 los	 documentos	 electrónicos	 generados
durante	 los	 trámites	 y	 procedimientos	 públicos:	 recepción	 y	 envío	 de
solicitudes,	escritos	y	comunicaciones.
Las	 entidades	 de	 la	 Administración	 Pública,	 mediante	 convenios	 de
colaboración,	podrán	habilitar	sus	respectivos	archivos	electrónicos	para	la
recepción	de	solicitudes,	escritos	y	comunicaciones	de	competencia	de	otra
entidad,	según	lo	establecido	en	el	convenio.
Los	 sistemas	 informáticos	 encargados	 de	 la	 gestión	 de	 los	 archivos
electrónicos	 emitirán	 automáticamente	 un	 acuse	 de	 recibo	 o	 cargo
electrónico	 consistente	 en	 una	 copia	 autenticada	 del	 escrito,	 solicitud	 o
comunicación,	incluyendo	la	fecha	y	la	hora	de	presentación	y	el	número	de
ingreso	al	archivo.
b)	 El	 establecimiento	 de	 convenios	 que	 hagan	 factible	 el	 intercambio
electrónico	 seguro	 de	 información	 y	 documentos	 obtenidos	 de	 los
ciudadanos,	 entre	 las	 entidades	 encargadas	 de	 su	 archivo	 y	 las	 entidades
interesadas,	con	el	propósito	de	suprimir	su	reiterada	solicitud.
c)	 La	puesta	 a	 disposición	de	 los	 ciudadanos	de	 sus	 servicios	 empleando
firmas	digitales,	certificados	digitales	y	canales	seguros	que	se	encuentren
dentro	del	ámbito	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
d)	La	protección	del	derecho	a	 la	 intimidad	y	a	 la	confidencialidad	de	 las
comunicaciones	 dentro	 de	 lo	 establecido	 para	 tales	 efectos	 por	 la	 Norma
Marco	sobre	Privacidad.
e)	 El	 empleo	 de	 la	 dirección	 oficial	 de	 correo	 electrónico	 cuando	 dicho
servicio	sea	implementado.
En	cumplimiento	de	lo	establecido	en	el	presente	artículo,	las	entidades	de
la	 Administración	 Pública	 que	 brinden	 el	 servicio	 de	 Sistema	 de
Intermediación	Digital	deberán	acreditarse	ante	la	autoridad	administrativa
competente	 como	Prestador	de	Servicios	de	Valor	Añadido	para	el	Estado
peruano.
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ART.	45.—Del	Documento	Nacional	de	Identidad	electrónico	(DNIe).	El
Documento	 Nacional	 de	 Identidad	 electrónico	 (DNIe)	 es	 un	 Documento
Nacional	de	Identidad,	emitido	por	el	Registro	Nacional	de	Identificación	y
Estado	 Civil	 -	 Reniec,	 que	 acredita	 presencial	 y	 electrónicamente	 la
identidad	personal	de	su	titular,	permitiendo	la	firma	digital	de	documentos
electrónicos	y	el	ejercicio	del	voto	electrónico	presencial.	A	diferencia	de	los
certificados	 digitales	 que	 pudiesen	 ser	 provistos	 por	 otras	 Entidades	 de
Certificación	 públicas	 o	 privadas,	 el	 que	 se	 incorpora	 en	 el	 Documento
Nacional	de	Identidad	electrónico	(DNIe)	cuenta	con	la	facultad	adicional	de
poder	 ser	 utilizado	 para	 el	 ejercicio	 del	 voto	 electrónico	 primordialmente
no	presencial	en	los	procesos	electorales.
El	voto	electrónico	presencial	o	no	presencial	se	dará	en	la	medida	que	la
Oficina	 Nacional	 de	 Procesos	 Electorales	 -	 ONPE	 reglamente	 e	 implante
dichas	alternativas	de	conformidad	con	lo	dispuesto	por	la	ley	que	establece
normas	 que	 regirán	 para	 las	 Elecciones	 Generales	 del	 año	 2006	 -	 Ley	 N°
28581.
Ley	27269.
ART.	 15.—Inscripción	 de	 entidades	 de	 certificación	 y	 de	 registro	 o
verificación.	 El	 Poder	 Ejecutivo,	 por	 decreto	 supremo,	 determinará	 la
autoridad	administrativa	competente	y	señalará	sus	funciones	y	facultades.
La	 autoridad	 competente	 se	 encargará	 del	 registro	 de	 entidades	 de
certificación	y	entidades	de	registro	o	verificación,	las	mismas	que	deberán
cumplir	con	los	estándares	técnicos	internacionales.
Los	datos	que	contendrá	el	referido	registro	deben	cumplir	principalmente
con	la	función	de	identificar	a	las	Entidades	de	Certificación	y	entidades	de
registro	o	verificación.
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ART.	 46.—De	 la	 estructura	 jerárquica	 de	 certificación	 del	 Estado
peruano.	Las	entidades	que	presten	servicios	de	certificación	digital	en	el
marco	de	 la	 Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica	 son	 las	 entidades
de	 la	 administración	 pública	 o	 personas	 jurídicas	 de	 derecho	 público
siguientes:
a)	Entidad	de	Certificación	Nacional	para	el	Estado	peruano,	la	cual	será	la
encargada	de	emitir	los	certificados	raíz	para	las	Entidades	de	Certificación
para	el	Estado	peruano	que	lo	soliciten,	además	de	proponer	a	la	autoridad
administrativa	 competente,	 las	 políticas	 y	 estándares	 de	 las	 entidades	 de
certificación	para	el	Estado	peruano	y	entidades	de	 registro	o	verificación
para	 el	 Estado	 peruano,	 según	 los	 requerimientos	 de	 la	 autoridad
administrativa	competente	y	lo	establecido	por	el	presente	reglamento.
b)	 Entidades	 de	 certificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 acreditadas	 por	 la
autoridad	 administrativa	 competente,	 las	 cuales	 serán	 las	 encargadas	 de
proporcionar,	emitir	o	cancelar	los	certificados	digitales:
i.	 A	 los	 administrados,	 personas	 naturales	 y	 jurídicas,	 los	 cuales	 serán
utilizados	prioritariamente	en	los	trámites,	procedimientos	administrativos
y	similares;
ii.	A	los	funcionarios,	empleados	y	servidores	públicos	para	el	ejercicio	de
sus	 funciones	 y	 la	 realización	 de	 actos	 de	 administración	 interna	 e
interinstitucional,	y	a	las	personas	expresamente	autorizadas	por	la	entidad
pública	correspondiente.
c)	Entidades	de	registro	o	verificación	para	el	Estado	peruano	acreditadas
por	la	autoridad	administrativa	competente,	las	cuales	serán	las	encargadas
del:	levantamiento	de	datos,	comprobación	de	la	información	del	solicitante,
identificación	 y	 autenticación	 de	 los	 titulares	 y	 suscriptores,	 aceptación	 y
autorización	 de	 solicitudes	 de	 emisión,	 cancelación,	 modificación,	 re-
emisión	y	suspensión,	si	fuera	el	caso,	de	certificados	digitales	además	de	su
gestión	 ante	 las	 Entidades	 de	 Certificación;	 para	 los	 fines	 previstos	 en	 el
inciso	b)	del	presente	artículo.
d)	 Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 para	 el	 Estado	 peruano
acreditados	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 competente,	 quienes	 se
encargarán	 de	 intervenir	 en	 la	 transmisión	 o	 envío	 de	 documentos
electrónicos,	 pudiendo	 participar	 grabando,	 almacenando	 o	 conservando
cualquier	 información	 enviada	 por	 medios	 electrónicos	 que	 permitan
certificar	los	datos	de	envío	y	recepción,	fecha	y	hora	y	no	repudio	de	origen
y	recepción,	concernientes	a	alguna	tramitación	o	procedimiento	realizado
ante	una	entidad	de	la	Administración	Pública.
Las	entidades	señaladas	en	los	incisos	a)	y	b)	podrán	brindar	servicios	de
valor	añadido	en	condición	de	Prestador	de	Servicios	de	Valor	Añadido	para
el	 Estado	 peruano	 conforme	 a	 lo	 dispuesto	 en	 la	 ley	 y	 el	 presente
reglamento,	siempre	y	cuando	cuenten	con	la	correspondiente	acreditación.
Cualquier	 entidad	 pública	 que	 cumpla	 con	 lo	 requerido	 para	 su
acreditación	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 competente	 puede	 operar
bajo	 la	 modalidad	 de	 entidad	 de	 certificación	 para	 el	 Estado	 peruano,
entidad	de	registro	o	verificación	para	el	Estado	peruano	y/o	prestador	de
servicios	de	valor	añadido	para	el	Estado	peruano.
En	ningún	caso	se	admitirá	la	existencia	de	sistemas	de	certificación	digital
fuera	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica	 por	 parte	 de	 las
entidades	de	la	Administración	Pública.
Los	 servicios	 brindados	 por	 los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Certificación
Digital	 públicos	 se	 sustentan	 en	 los	 principios	 de	 acceso	 universal	 y	 no
discriminación	 del	 uso	 de	 las	 tecnologías	 de	 la	 información	 y	 de
comunicaciones,	procurando	que	los	beneficios	resultantes	contribuyan	a	la
mejora	de	 la	calidad	de	vida	de	todos	 los	ciudadanos.	En	consecuencia,	 las
entidades	 públicas	 que	 presten	 servicios	 como	 Entidad	 de	 Certificación
Nacional	para	el	Estado	peruano,	Entidades	de	Certificación	para	el	Estado
peruano,	 Entidades	 de	 Registro	 o	 Verificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 y
Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 para	 el	 Estado	 peruano,	 sólo
podrán	 considerar	 los	 costos	 asociados	 a	 la	 prestación	 del	 servicio	 al
momento	de	determinar	su	valor.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	47.—De	la	designación	de	las	entidades	responsables.	Se	designa
al	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil	-	Reniec	como	Entidad
de	Certificación	Nacional	para	 el	Estado	peruano,	Entidad	de	Certificación
para	el	Estado	peruano	y	entidad	de	registro	o	verificación	para	el	Estado
peruano.	 Los	 servicios	 a	 ser	 prestados	 en	 cumplimiento	 de	 los	 roles
señalados	estarán	a	disposición	de	todas	 las	entidades	públicas	del	Estado
peruano	 y	 de	 todas	 las	 personas	 naturales	 y	 jurídicas	 que	 mantengan
vínculos	con	él,	no	excluyendo	ninguna	representación	del	Estado	peruano
en	el	territorio	nacional	o	en	el	extranjero.
A	 fin	 de	 viabilizar	 la	 prestación	 segura	 de	 los	 servicios	 públicos	 a	 los
ciudadanos,	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Identificación	 y	 Estado	 Civil	 -	 Reniec
deberá	 realizar	 los	 trámites	 correspondientes	para	 su	acreditación	ante	 la
autoridad	administrativa	competente	a	 fin	de	 ingresar	a	 la	 Infraestructura
Oficial	de	Firma	Electrónica.
Las	 demás	 entidades	 de	 la	 Administración	 Pública	 que	 opten	 por
constituirse	 como	 Entidad	 de	 Certificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 y/o
entidad	de	registro	o	verificación	para	el	Estado	peruano	deberán	cumplir
con	 las	 políticas	 y	 estándares	 que	 sean	 propuestos	 por	 la	 Entidad	 de
Certificación	Nacional	para	el	Estado	peruano	y	aprobadas	por	la	autoridad
administrativa	competente,	y	solicitar	su	acreditación	correspondiente	a	fin
de	ingresar	a	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 48.—De	 la	 Entidad	 de	 Certificación	 Nacional	 para	 el	 Estado
peruano
a)	 El	 Registro	 Nacional	 de	 Identificación	 y	 Estado	 Civil	 -	 Reniec	 será	 la
única	 Entidad	 de	 Certificación	Nacional	 para	 el	 Estado	 peruano	 y	 actuará
también	como	entidad	de	certificación	para	el	Estado	peruano	y	entidad	de
registro	 o	 verificación	 para	 el	 Estado	 peruano.	 Todas	 las	 Entidades	 de
Certificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 y	 las	 Entidades	 de	 Registro	 o
Verificación	para	el	Estado	peruano	deben	seguir	las	políticas	y	estándares
propuestos	por	la	Entidad	de	Certificación	Nacional	para	el	Estado	peruano
y	aprobados	por	la	autoridad	administrativa	competente.
b)	La	Entidad	de	Certificación	Nacional	para	el	Estado	peruano	contará	con
una	 estructura	 funcional	 y	 jurídica	 estable,	 no	 cambiante	 en	 el	 mediano
plazo,	 sólo	 variable	 en	 la	 cantidad	 de	 Entidades	 de	 Certificación	 para	 el
Estado	 peruano	 y	 Entidades	 de	 Registro	 o	 Verificación	 para	 el	 Estado
peruano	que	pueda	tener.
c)	 La	 Entidad	 de	 Certificación	 Nacional	 para	 el	 Estado	 peruano	 y	 las
Entidades	 de	 Certificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 observarán	 los
lineamientos	 establecidos	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 competente	 en
relación	al	grado	de	seguridad	adecuado	en	la	selección	del	algoritmo,	en	la
longitud	de	la	clave,	en	el	medio	de	almacenamiento	de	la	clave	privada	y	en
la	 implementación	de	 los	 algoritmos	empleados,	 así	 como	el	 contenido	de
los	 certificados	 digitales	 que	 permitan	 la	 interoperabilidad	 entre	 los
distintos	 componentes	 tecnológicos,	 aplicaciones	 informáticas	 e
infraestructuras	de	firmas	digitales.
d)	 La	 Entidad	 de	 Certificación	 Nacional	 para	 el	 Estado	 peruano	 será
auditada	 periódicamente	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 competente,	 de
conformidad	con	lo	establecido	para	tales	efectos	en	el	presente	reglamento
y	en	las	correspondientes	Guías	de	Acreditación.	Los	informes	de	auditoria
deben	ser	tenidos	en	cuenta	para	continuar	su	operación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	49.—De	 las	entidades	de	certificación	para	el	Estado	peruano	y
las	entidades	de	registro	o	verificación	para	el	Estado	peruano
a)	Las	 entidades	de	 certificación	para	el	Estado	peruano	deberán	ofrecer
un	 servicio	 de	 directorio	 y	 permitir	 que	 las	 aplicaciones	 accedan	 a	 los
certificados	 digitales	 emitidos	 y	 a	 la	 Lista	 de	 certificados	 digitales
cancelados,	 de	 conformidad	 con	 los	 lineamientos	 establecidos	 para	 tales
efectos	por	la	autoridad	administrativa	competente	en	las	correspondientes
Guías	de	Acreditación,	debiendo	encontrarse	actualizado	dicho	servicio	con
la	 frecuencia	 indicada	 en	 las	 Guías	 de	 Acreditación.	 Junto	 al	 Servicio	 de
Directorio	se	puede	disponer	del	servicio	de	consulta	en	línea	del	estado	de
un	certificado	digital.
b)	 Una	 Entidad	 de	 Certificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 podrá	 ofrecer
distintos	 servicios	 y	 mecanismos	 para	 recibir	 un	 requerimiento	 de
certificado	 digital,	 siendo	 necesario	 que	 en	 todos	 los	 casos	 de	 primera
emisión	 de	 un	 certificado	 digital,	 el	 solicitante	 comparezca	 de	 manera
personal	ante	la	correspondiente	Entidad.	Además,	deberá	ofrecer	en	forma
obligatoria	 los	 servicios	 de	 recepción	 de	 solicitudes	 de	 cancelación	 y	 la
publicación	 periódica	 de	 la	 Lista	 de	 Certificados	 Digitales	 Cancelados.
Asimismo,	 deberá	 garantizar	 el	 acceso	 permanente	 a	 dichos	 servicios,
proponiendo	 una	 solución	 para	 una	 eventual	 contingencia,	 todo	 lo	 cual
deberá	 encontrarse	 en	 estricta	 observancia	 de	 lo	 establecido	 para	 tales
efectos	por	la	autoridad	administrativa	competente	en	sus	correspondientes
Guías	de	Acreditación.
c)	Las	Entidades	de	Certificación	para	el	Estado	peruano	deberán	ofrecer	el
servicio	 de	 emisión	 y	 cancelación	de	 certificados	digitales,	 conforme	 a	 los
lineamientos	 establecidos	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 competente.
Podrán	 ofrecer	 servicios	 de	 re-emisión,	 modificación	 o	 suspensión	 de
certificados	digitales.
d)	Las	Entidades	de	Certificación	para	el	Estado	peruano	deberán	brindar
el	nivel	de	seguridad	adecuado	en	relación	a	los	equipos	informáticos	y	de
comunicación	 utilizados,	 el	 personal	 empleado	 para	 operar	 la	 Entidad	 de
Certificación	para	el	Estado	peruano,	así	 como	 los	 responsables	de	operar
las	 claves	 de	 la	 Entidad	 de	 Certificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 y	 los
procedimientos	utilizados	para	la	autenticación	de	los	datos	a	ser	incluidos
en	 los	 certificados	 digitales,	 serán	 establecidos	 de	 conformidad	 con	 lo
señalado	para	 tales	 efectos	 en	 las	Guías	de	Acreditación	 aprobadas	por	 la
autoridad	administrativa	competente.
e)	 Las	 Entidades	 de	 Certificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 y	 Entidades	 de
Registro	 o	 Verificación	 para	 el	 Estado	 peruano	 serán	 auditadas
periódicamente	 por	 la	 autoridad	 administrativa	 competente,	 de
conformidad	con	lo	establecido	para	tales	efectos	en	el	presente	reglamento
y	en	las	correspondientes	Guías	de	Acreditación.	Los	informes	de	auditoria
deben	ser	tenidos	en	cuenta	para	continuar	su	operación.
f)	 La	 integridad	 del	 Directorio	 de	 Certificados	 Digitales	 y	 la	 Lista	 de
Certificados	Digitales	 Cancelados	debe	 estar	 permanentemente	 asegurada.
Es	 responsabilidad	 de	 la	 entidad	 de	 certificación	 para	 el	 Estado	 peruano
garantizar	 la	 disponibilidad	 de	 este	 servicio	 y	 la	 calidad	 de	 los	 datos
suministrados	por	éste.
g)	Respecto	a	 los	elementos	que	componen	el	nombre	diferenciado	de	un
certificado	digital,	 los	nombres	correspondientes	al	 titular	y	suscriptor	del
certificado	 deberán	 ser	 distinguidos	 unívocamente.	 Para	 el	 caso	 de	 los
funcionarios,	 empleados	 o	 servidores	 públicos	 y	 de	 las	 personas
expresamente	 autorizadas	 por	 la	 entidad	 pública	 correspondiente,	 deberá
incluirse	en	 los	 certificados	digitales,	 el	organismo	en	el	 cual	desempeñan
sus	funciones	o	el	organismo	por	el	cual	ha	sido	autorizada	la	emisión	de	los
certificados	digitales.
h)	Los	campos	que	indiquen	el	período	de	validez	o	vigencia	(“no	antes	de”
y	“no	después	de”)	deberán	detallar	la	fecha	y	la	hora.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 50.—De	 los	 prestadores	 de	 servicios	 de	 valor	 añadido	 para	 el
Estado	peruano
a)	 Los	prestadores	de	 servicios	de	 valor	 añadido	para	 el	 Estado	peruano
podrán	 adoptar	 cualquiera	 de	 las	 dos	 modalidades	 de	 prestación	 de
servicios	 de	 valor	 añadido	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 34	 del	 presente
reglamento.
b)	En	todos	los	casos,	los	prestadores	de	servicios	de	valor	añadido	para	el
Estado	peruano	 que	 realicen	 procedimientos	 que	 incluyan	 la	 firma	digital
del	 usuario	 final,	 y	 cuyo	 procedimiento	 concluya	 con	 una	 microforma	 o
microarchivo,	 será	 indispensable	 emplear	 los	 servicios	 de	 un	 notario	 o
fedatario	 que	 cuente	 con	 Diploma	 de	 Idoneidad	 Técnica	 y	 se	 encuentre
registrado	 ante	 su	 correspondiente	 Colegio	 o	 Asociación	 Profesional,
conforme	a	lo	establecido	por	el	Decreto	Legislativo	Normas	que	regulan	el
uso	 de	 Tecnología	 Avanzada	 en	 materia	 de	 documentos	 e	 información	 -
Decreto	Legislativo	N°	681.
c)	Los	prestadores	de	servicios	de	valor	añadido	para	el	Estado	peruano
serán	auditados	periódicamente	por	la	autoridad	administrativa
competente,	de	conformidad	con	lo	establecido	para	tales	efectos	en	el
presente	reglamento	y	en	las	correspondientes	guías	de	acreditación.	Los
informes	de	auditoria	deben	ser	tenidos	en	cuenta	para	continuar	su
operación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 51.—De	 los	 modos	 de	 acceso	 del	 ciudadano.	 Los	 ciudadanos
titulares	y	suscriptores	de	certificados	digitales	emitidos	por	un	Prestador
de	Servicios	de	Certificación	Digital	dentro	de	 la	 Infraestructura	Oficial	de
Firma	 Electrónica	 pueden	 realizar	 transacciones	 electrónicas	 a	 través	 de
cualquier	 computador	 o	 punto	 de	 acceso	 que	 cuente	 con	 la	 tecnología
necesaria	para	tales	efectos,	no	están	limitados	a	ningún	modo	en	particular.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	52.—De	los	Centros	de	acceso	ciudadano.	Se	entiende	por	Centros
de	Servicios	Ciudadanos	a	los	locales,	instituciones	o	puntos	que	sirven	para
el	 acceso	 ciudadano	 a	 la	 realización	 de	 transacciones	 de	 gobierno
electrónico	 prioritariamente,	 a	 fin	 que	 a	 través	 de	 tales	 Centros	 los
ciudadanos	puedan	materializar	los	derechos	a	que	se	refieren	los	artículos
40·,	41	y	42	del	presente	reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	53.—De	los	elementos	de	los	centros	de	acceso	ciudadanos.	A	fin
de	 poder	 dotar	 al	 ciudadano	 de	 todas	 las	 facilidades	 necesarias	 para	 una
óptima	 interacción	 con	 el	 Estado,	 resulta	 indispensable	 que	 un	 Centro	 de
Acceso	 Ciudadano	 ponga	 a	 disposición	 de	 los	 usuarios,	 como	mínimo,	 los
siguientes	elementos:
a)	Equipos	de	 cómputo	que	 cuenten	 con	 lectoras	de	 tarjetas	 inteligentes,
incluyendo	sus	respectivos	controladores	de	dispositivo	 (drivers),	a	 fin	de
permitir	a	 los	usuarios	su	autenticación	y	empleo	de	 firma	digital	para	 las
transacciones	en	que	ésta	sea	requerida.
b)	 Infraestructura	 tecnológica	 adecuada	 (computadores,	 equipos	 de	 red,
etc.).
c)	Sistemas	que	garanticen	la	seguridad	en	las	transacciones	que	realizan,
confidencialidad,	privacidad	y	no	almacenamiento	de	información	personal.
d)	Personal	capacitado	para	la	asistencia	en	el	empleo	de	los	mecanismos	y
dispositivos	 necesarios	 para	 la	 realización	 de	 transacciones	 de	 gobierno
electrónico
e)	Terminales	equipados	con	los	componentes	de	software	necesarios	para
la	 realización	 de	 transacciones	 públicas	 a	 través	 de	 medios	 electrónicos,
incluyendo	los	componentes	de	firma	digital	y	verificación	de	firma	digital.
Adicionalmente,	 los	 Centros	 de	 Acceso	 Ciudadano	 podrán	 también
encargarse	de	la	prestación	de	los	servicios	siguientes:
•	Línea	de	producción	de	microformas	digitales	a	partir	de	documentos	en
formato	 papel,	 debiendo	 respetar	 para	 tal	 efecto	 lo	 establecido	 por	 el
Decreto	Legislativo	Nº	681.
•	 Archivo	 y	 almacenamiento	 de	 documentos	 electrónicos,	 debiendo	 para
tales	 efectos	 respetar	 igualmente	 lo	 establecido	por	 el	Decreto	Legislativo
Nº	681.
•	 Prestación	 de	 servicios	 de	 registro	 o	 verificación,	 para	 tales	 efectos
deberán	 contar	 con	 la	 acreditación	 correspondiente	 por	 parte	 de	 la
Autoridad	Administrativa	Competente.
•	Prestación	de	servicios	de	valor	añadido,	para	tal	efecto	deberán	contar
con	 la	 acreditación	 correspondiente	 por	 parte	 de	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente.
Corresponde	a	la	Oficina	Nacional	de	Gobierno	Electrónico	e	Informática
verificar	el	cumplimiento	de	los	requisitos	necesarios	para	operar	un	Centro
de	Acceso	Ciudadano,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	presente	artículo,
debiendo	asimismo	llevar	un	Registro	Nacional	de	los	Centros	de	Acceso
Ciudadano	autorizados	para	la	prestación	de	este	tipo	de	servicios.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 54.—Del	 intercambio	 de	 documentos	 electrónicos	 por	 medios
seguros.
a)	 Todas	 las	 entidades	 de	 la	 Administración	 Pública	 contarán	 con
facultades	 suficientes	 para	 la	 emisión	 válida	 de	 comunicaciones	 y
resoluciones	 por	 medios	 electrónicos	 de	 todo	 tipo	 de	 documento
administrativo,	 siempre	que	se	 respete	para	 tales	efectos	 los	 lineamientos
establecidos	por	el	presente	Reglamento	y	normas	complementarias.
b)	 El	 intercambio	 de	 documentos	 electrónicos	 tanto	 al	 interior	 de	 las
entidades	 de	 la	 Administración	 Pública,	 como	 aquellos	 realizados	 entre
entidades,	 requerirá	 para	 su	 validez	 y	 a	 efecto	 de	 gozar	 del	 principio	 de
equivalencia	funcional,	del	empleo	de	firmas	y	certificados	digitales.
c)	Los	certificados	digitales	a	que	alude	el	inciso	anterior,	necesariamente
deberán	haber	sido	emitidos	por	una	Entidad	de	Certificación	para	el	Estado
Peruano	 que	 cuente	 con	 la	 correspondiente	 acreditación	 por	 parte	 de	 la
Autoridad	 Administrativa	 Competente.	 Las	 firmas	 digitales	 deben	 ser
generadas	 por	 programas	 de	 software	 o	 componentes	 acreditados	 por	 la
Autoridad	 Administrativa	 Competente	 según	 su	 Guía	 de	 Acreditación	 de
Software.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	55.—De	la	cooperación	de	información	entre	las	entidades	de	la
Administración	Pública.	Cada	entidad	de	la	Administración	Pública	deberá
facilitar,	 mediante	 convenios,	 el	 acceso	 de	 las	 demás	 entidades	 a	 los
documentos	de	los	ciudadanos	que	obren	en	su	poder	y	que	se	encuentren
en	 archivo	 electrónico,	 especificando	 las	 condiciones	 y	 criterios	 para	 el
acceso	a	dicha	información.	La	disponibilidad	de	dichos	documentos	estará
limitada	estrictamente	a	aquellos	que	son	requeridos	por	las	entidades	de	la
Administración	 Pública	 para	 la	 tramitación	 y	 resolución	 de	 los
procedimientos	 de	 su	 competencia.	 El	 acceso	 a	 los	 documentos	 con
información	de	carácter	personal	estará	condicionado	al	cumplimiento	de	lo
establecido	en	la	Norma	Marco	sobre	Privacidad.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	56.—De	 la	 interoperabilidad	de	 los	 sistemas	para	 la	prestación
de	servicios	de	gobierno	electrónico.	Las	entidades	de	la	Administración
Pública	 utilizarán	 las	 tecnologías	 y	 sistemas	 para	 la	 prestación	 de	 sus
servicios	a	los	ciudadanos	y	para	sus	relaciones	con	las	demás	entidades	y
dependencias	 del	 Estado,	 aplicando	 medidas	 informáticas,	 tecnológicas,
organizativas	y	de	seguridad	que	garanticen	la	interoperabilidad,	en	estricta
observancia	 de	 lo	 establecido	 para	 tales	 efectos	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 57.—De	 las	 funciones.	 La	 Autoridad	 Administrativa	 Competente
tiene	las	siguientes	funciones:
a)	 Aprobar	 las	 Políticas	 de	 Certificación,	 de	 Registro	 o	 Verificación	 y	 de
Valor	Añadido,	las	Declaraciones	de	Prácticas	de	Certificación,	de	Registro	o
Verificación	y	de	Valor	Añadido,	 las	Políticas	de	Seguridad	y	 las	Políticas	y
Planes	 de	 Privacidad	 de	 las	 Entidades	 de	 Certificación,	 de	 Registro	 o
Verificación	 y	 de	 Valor	 Añadido,	 de	 los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de
Certificación	tanto	públicos	como	privados.
b)	 Acreditar	 Entidades	 de	 Certificación	 nacionales	 tanto	 públicas	 como
privadas	 y	 establecer	 acuerdos	 de	 reconocimiento	 mutuo	 con	 otras
Infraestructuras	 compatibles	 con	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firmas
Electrónicas.
c)	Acreditar	Entidades	de	Registro	o	de	Verificación	 tanto	públicas	 como
privadas.
d)	Acreditar	a	los	Prestadores	de	Servicios	de	Valor	Añadido	tanto	públicos
como	privados	y	el	software	que	emplean	en	la	prestación	de	sus	servicios
en	los	casos	del	artículo	34	inciso	a).
e)	Registrar	a	las	entidades	acreditadas	señaladas	en	los	incisos	c),	d)	y	e)
del	 presente	 artículo	 en	 el	 Registro	 de	 Prestadores	 de	 Servicios	 de
Certificación	Digital,	previsto	en	el	artículo	15	de	la	Ley.
f)	Supervisar	a	los	Prestadores	de	Servicios	de	Certificación	Digital.
g)	Cancelar	las	acreditaciones	otorgadas	a	los	Prestadores	de	Servicios	de
Certificación	Digital	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	presente	Reglamento.
h)	Publicar,	por	medios	telemáticos,	la	relación	de	Prestadores	de	Servicios
de	Certificación	Digital	acreditados.
i)	Aprobar	el	 empleo	de	estándares	 técnicos	 internacionales	dentro	de	 la
Infraestructura	Oficial	 de	Firma	Electrónica,	 así	 como	de	otros	 estándares
técnicos	 determinando	 su	 compatibilidad	 con	 los	 estándares
internacionales;	cooperar,	dentro	de	su	competencia,	en	la	unificación	de	los
sistemas	 que	 se	manejan	 en	 los	 organismos	 de	 la	Administración	 Pública,
tendiendo	 puentes	 entre	 todos	 sus	 niveles;	 y,	 en	 la	 obtención	 de	 la
interoperabilidad	 del	 mayor	 número	 de	 aplicaciones,	 componentes	 e
infraestructuras	de	firmas	digitales	(análogos	a	la	Infraestructura	Oficial	de
Firma	Electrónica	en	otros	países).
j)	Formular	los	criterios	para	el	establecimiento	de	la	idoneidad	técnica	de
los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Certificación	 Digital,	 así	 como	 aquellas
relacionadas	con	la	prevención	y	solución	de	conflictos.
k)	 Establecer	 los	 requisitos	mínimos	 para	 la	 prestación	 de	 los	 diferentes
servicios	a	cargo	de	los	Prestadores	de	Servicios	de	Certificación	Digital.
l)	 Impulsar	 la	 solución	 de	 conflictos	 por	 medio	 de	 la	 conciliación	 y	 el
arbitraje.
m)	Definir	los	criterios	para	evaluar	el	cumplimiento	del	requisito	relativo
al	 riesgo	 por	 los	 daños	 que	 los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Certificación
Digital	puedan	ocasionar	como	resultado	de	sus	actividades	de	certificación.
n)	 Suscribir	 acuerdos	 de	 reconocimiento	 mutuo	 con	 Autoridades
Administrativas	 Extranjeras	 que	 cumplan	 funciones	 similares	 a	 las	 de	 la
Autoridad	Administrativa	Competente.
o)	 Autorizar	 la	 realización	 de	 certificaciones	 cruzadas	 con	 entidades	 de
certificación	extranjeras.
p)	Fomentar	y	coordinar	el	uso	y	desarrollo	de	la	Infraestructura	Oficial	de
Firma	 Electrónica	 en	 las	 entidades	 del	 sector	 público	 nacional	 en
coordinación	 con	 la	 Entidad	 de	 Certificación	 Nacional	 para	 el	 Estado
Peruano.
q)	Delegar	a	terceros,	bajo	sus	órdenes	y	responsabilidad,	las	funciones	que
estime	pertinentes	conforme	a	lo	previsto	en	el	presente	Reglamento.
r)	Elaborar	el	Reglamento	de	infracciones	y	sanciones	a	los	usuarios	finales
y	los	procedimientos	correspondientes	en	caso	de	incumplimiento	por	parte
de	los	Prestadores	de	Servicios	de	Certificación	Digital	de	lo	establecido	en
la	Ley,	el	presente	Reglamento	y	en	los	Reglamentos	y	Guías	de	Acreditación
de	la	Autoridad	Administrativa	Competente.
s)	Sancionar	a	 los	Prestadores	de	Servicios	de	Certificación	Digital,	por	el
incumplimiento	o	infracción	al	presente	Reglamento	y	demás	disposiciones
vinculadas	 a	 la	 Infraestructura	Oficial	 de	 Firma	Electrónica,	 de	 acuerdo	 al
Reglamento	de	infracciones	y	sanciones	a	que	se	refiere	el	inciso	anterior.
t)	 Definir	 las	 precisiones	 adicionales	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 presente
Reglamento,	 correspondientes	 a	 cada	 uno	 de	 los	 niveles	 de	 seguridad
contemplados	 en	 el	 artículo	 22	 del	 referido	 Reglamento,	 bajo	 los	 cuales
podrán	operar	los	Prestadores	de	Servicios	de	Certificación	acreditados.
u)	Definir	los	criterios	para	evaluar	el	cumplimiento	de	la	responsabilidad
por	 riesgos	 por	 parte	 de	 los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Certificación
acreditados,	considerando	los	niveles	de	seguridad	establecidos.
v)	 Las	 demás	 que	 sean	 necesarias	 para	 el	 buen	 funcionamiento	 de	 la
infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
Se	designa	al	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de	la
Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi	como	Autoridad
Administrativa	Competente.
D.	S.	070-2011-PCM.
ART.	3°.—Atribución	al	Indecopi	para	cumplir	su	función	de	autoridad
administrativa	 competente	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma
Electrónica	-	IOFE.	El	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia	y	de
la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual	 (Indecopi)	 en	 su	 calidad	 de
autoridad	 administrativa	 competente	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 la
Firma	Electrónica,	tendrá	la	facultad	de	autogenerar	su	certificado	raíz	y	los
subsiguientes	 que	 correspondan,	 exclusivamente	 para	 el	 ejercicio	 de	 las
funciones	identificadas	en	el	artículo	57	del	reglamento	de	la	Ley	N°	27269,
Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°
052-2008-PCM.
NOTA:	 El	 D.	 S.	 070-2011-PCM	 se	 publicó	 el	 27	 de	 julio	 del	 2011,	 pero	 entró	 en	 vigencia,	 por
disposición	de	su	artículo	6°,	a	los	“treinta	(30)	días	hábiles	de	su	publicación”.
D.	S.	070-2011-PCM.
ART.	 4°.—Asientos	 de	 inscripción	 y	 su	 almacenamiento	 en
microarchivos.	 La	 Superintendencia	 Nacional	 de	 los	 Registros	 Públicos
(Sunarp)	deberá	adoptar,	de	manera	progresiva,	las	acciones	que	permitan
obtener	microformas	 a	 partir	 de	 los	 asientos	 de	 inscripción	 suscritos	 con
firma	 electrónica,	 conforme	 a	 lo	 establecido	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°
681,	 así	 como	 a	 las	 regulaciones	 específicas	 que	 dicte	 para	 el	 efecto	 el
Ministerio	de	Justicia,	de	acuerdo	a	lo	previsto	en	el	artículo	4°	del	Decreto
Legislativo	N°	827;	para	lo	cual,	deberá	expedirse	una	resolución	del	titular
de	dicha	entidad,	en	la	que	se	precise	la	fecha	a	partir	de	la	cual	los	asientos
de	 inscripción	 empezarán	 a	 ser	 micrograbados	 para	 su	 ulterior
almacenamiento	en	microarchivos.
Lo	antes	señalado	será	también	de	aplicación	a	la	micrograbación	y	ulterior
almacenamiento	en	microarchivos	de	los	documentos	que	sustenten	la
inscripción.
NOTA:	 El	 D.	 S.	 070-2011-PCM	 se	 publicó	 el	 27	 de	 julio	 del	 2011,	 pero	 entró	 en	 vigencia,	 por
disposición	de	su	artículo	6°,	a	los	“treinta	(30)	días	hábiles	de	su	publicación”.
D.	S.	070-2011-PCM.
ART.	 5°.—Presentación	 y	 tramitación	 de	 partes	 notariales
electrónicos	 firmados	 digitalmente.	 Los	 partes	 notariales	 electrónicos
firmados	 digitalmente,	 en	 el	 marco	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma
Electrónica	(IOFE),	constituyen	instrumento	legal	con	valor	suficiente	para
dar	mérito	a	 la	calificación	e	 inscripción	registral,	 siempre	que	hayan	sido
expedidos	conforme	al	Decreto	Legislativo	N°	1049,	Decreto	Legislativo	del
Notariado	y	su	reglamento,	y	sean	presentados	respetando	los	lineamientos
contenidos	 en	 los	 convenios	 que	 suscriban	 los	 colegios	 de	 notarios,	 o	 la
Junta	 de	 Decanos	 de	 los	 Colegios	 de	 Notarios	 del	 Perú,	 con	 la
Superintendencia	Nacional	de	los	Registros	Públicos	(Sunarp).
NOTA:	 El	 D.	 S.	 070-2011-PCM	 se	 publicó	 el	 27	 de	 julio	 del	 2011,	 pero	 entró	 en	 vigencia,	 por
disposición	de	su	artículo	6°,	a	los	“treinta	(30)	días	hábiles	de	su	publicación”.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 58.—De	 la	 acreditación	 de	 Entidades	 de	 Certificación.	 Las
entidades	 que	 soliciten	 su	 acreditación	 y	 registro	 ante	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente,	como	Entidades	de	Certificación,	incluyendo	las
Entidades	 de	 Certificación	 para	 el	 Estado	 Peruano,	 deben	 contar	 con	 los
elementos	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firmas	Electrónicas	señalados	en
los	incisos	b),	c)	y	d)	del	artículo	20	del	presente	Reglamento	y	someterse	al
procedimiento	 de	 evaluación	 comprendido	 en	 el	 artículo	 70	 del	 presente
Reglamento.
Cuando	 alguno	 de	 los	 elementos	 señalados	 en	 el	 párrafo	 precedente	 sea
administrado	 por	 un	 tercero,	 la	 entidad	 solicitante	 deberá	 demostrar	 su
vinculación	con	aquél,	asegurando	la	viabilidad	de	sus	servicios	bajo	dichas
condiciones,	 y	 la	 disponibilidad	 de	 estos	 elementos	 para	 la	 evaluación	 y
supervisión	 que	 la	 Autoridad	 Administrativa	 Competente	 considere
necesarias.	 La	 Autoridad	 Administrativa	 Competente,	 de	 ser	 el	 caso,
precisará	los	términos	bajo	los	cuales	se	regirán	los	supuestos	del	servicio
de	certificación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 59.—De	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de	 acreditación	 de
Entidades	de	Certificación.	La	solicitud	para	 la	acreditación	de	entidades
de	certificación	debe	presentarse	a	la	autoridad	administrativa	competente,
observando	lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior	y	adjuntando	lo	siguiente:
a)	 El	 pago	 por	 derecho	 de	 solicitud	 de	 acreditación	 por	 un	 monto
equivalente	al	100%	de	la	UIT,	vigente	a	la	fecha	de	pago.
b)	 Los	 documentos	 que	 acrediten	 la	 existencia	 y	 vigencia	 de	 la	 persona
jurídica	mediante	 los	 instrumentos	 públicos	 o	 norma	 legal	 respectiva,	 así
como	las	facultades	del	representante.
c)	Los	documentos	que	acrediten	contar	con	un	domicilio	en	el	país.
d)	 Los	 documentos	 que	 acrediten	 contar	 con	 la	 infraestructura	 e
instalaciones	 necesarias	 para	 la	 prestación	 del	 servicio	 y	 presentar
declaración	jurada	de	aceptación	de	la	visita	comprobatoria	de	la	Autoridad
Administrativa	Competente.
e)	 Los	 procedimientos	 detallados	 que	 garanticen	 el	 cumplimiento	 de	 las
funciones	establecidas	en	el	presente	reglamento.
f)	La	política	de	certificación,	la	declaración	de	prácticas	de	certificación,	la
política	 de	 seguridad,	 la	 política	 de	 privacidad	 y	 el	 plan	 de	 privacidad,	 y
documentación	 que	 comprende	 el	 sistema	 de	 gestión	 implementado
conforme	al	inciso	d)	del	artículo	20	del	presente	reglamento.
g)	La	declaración	 jurada	del	 cumplimiento	de	 los	 requisitos	 señalados	en
los	Incisos	c)	y	d)	del	artículo	20	del	presente	reglamento;	información	que
será	comprobada	por	la	autoridad	administrativa	competente.
h)	La	documentación	que	acredite	el	cumplimiento	de	 lo	dispuesto	en	 los
artículos	 26	 y	 27	 del	 presente	 reglamento	 y	 demás	 requisitos	 que	 la
Autoridad	Administrativa	Competente	señale.
i)	El	 informe	favorable	de	 la	entidad	sectorial	correspondiente,	cuando	 lo
solicite	 la	 autoridad	 administrativa	 competente,	 para	 el	 caso	 de	 personas
jurídicas	 supervisadas,	 respecto	 de	 la	 legalidad	 y	 seguridad	 para	 el
desempeño	de	actividades	de	certificación.
j)	 Otros	 documentos	 o	 requisitos	 establecidos	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	60.—De	la	acreditación	de	Entidades	de	Registro	o	Verificación.
Las	 entidades	 que	 soliciten	 su	 acreditación	 y	 registro	 ante	 la	 Autoridad
Administrativa	 Competente,	 como	 Entidades	 de	 Registro	 o	 Verificación,
incluyendo	las	Entidades	de	Registro	o	Verificación	para	el	Estado	Peruano,
deben	 contar	 con	 los	 requerimientos	 establecidos	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	 Competente	 para	 la	 prestación	 de	 sus	 servicios,	 los	 que
tendrán	 que	 asegurar	 la	 verificación	 presencial	 de	 la	 identidad	 del
solicitante	de	un	nuevo	certificado	digital.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 61.—De	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de	 acreditación	 de
Entidades	de	Registro	o	Verificación.	La	solicitud	para	la	acreditación	de
Entidades	 de	 Registro	 o	 Verificación	 debe	 presentarse	 a	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente,	observando	lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior
y	adjuntando	lo	siguiente:
a)	 El	 pago	 por	 derecho	 de	 solicitud	 de	 acreditación	 por	 un	 monto
equivalente	al	cien	por	ciento	(100%)	de	la	UIT,	vigente	a	la	fecha	de	pago.
b)	 Los	 documentos	 que	 acrediten	 la	 existencia	 y	 vigencia	 de	 la	 persona
jurídica	mediante	 los	 instrumentos	 públicos	 o	 norma	 legal	 respectiva,	 así
como	las	facultades	del	representante.
c)	Los	documentos	que	acrediten	contar	con	domicilio	en	el	país.
d)	 Los	 documento	 que	 acrediten	 contar	 con	 la	 infraestructura	 e
instalaciones	 necesarias	 para	 la	 prestación	 del	 servicio	 y	 presentar
declaración	 jurada	 de	 aceptación	 de	 las	 visitas	 comprobatorias	 de	 la
Autoridad	Administrativa	Competente.
e)	 Los	 procedimientos	 detallados	 que	 garanticen	 el	 cumplimiento	 de	 las
funciones	establecidas	en	el	presente	Reglamento.
f)	 Las	 Políticas	 de	 Registro,	 la	 Declaración	 de	 Prácticas	 de	 Registro	 o
Verificación,	la	Política	de	Seguridad,	la	Política	y	el	Plan	de	Privacidad.
g)	 La	 declaración	 jurada	 del	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 y	 los
requisitos	señalados	en	los	artículos	30	y	31	del	presente	Reglamento.
h)	 Otros	 documentos	 o	 requisitos	 establecidos	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.	
ART.	62.—De	la	acreditación	de	los	Prestadores	de	Servicios	de	Valor
Añadido.	Las	entidades	públicas	y	privadas	que	soliciten	su	acreditación	y
registro	ante	la	Autoridad	Administrativa	Competente	como	Prestadores	de
Servicios	de	Valor	Añadido,	deben	contar	con	procedimientos	idóneos	para
la	 prestación	 de	 sus	 servicios,	 los	 cuales	 se	 encontrarán	 recogidos	 en	 su
correspondiente	Declaración	de	Prácticas	de	Valor	Añadido.	En	el	 caso	de
los	Prestadores	de	Servicios	de	Valor	Añadido	con	modalidad	de	Servicios
de	 Valor	 Añadido	 con	 firma	 digital	 del	 usuario,	 y	 cuyo	 procedimiento
concluya	con	una	microforma	o	microarchivo,	sus	procedimientos	tendrán
que	asegurar	la	presencia	de	un	notario	o	fedatario	que	cuente	con	Diploma
de	Idoneidad	Técnica	y	se	encuentre	inscrito	en	su	correspondiente	Colegio
o	 Asociación	 Profesional,	 conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 el	 Decreto
Legislativo	Nº	681.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 63.—De	 la	 acreditación	 del	 Software	 de	 los	 Prestadores	 de
Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 que	 realizan	 procedimientos	 con	 firma
digital	del	usuario	final.	A	fin	de	garantizar	 la	seguridad	de	 la	prestación
de	 los	 servicios	 de	 los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 que
involucran	 la	 realización	 de	 procesos	 de	 firma	 digital	 por	 parte	 de	 los
usuarios,	resulta	indispensable	la	acreditación	del	software	a	ser	empleado
en	la	prestación	de	los	servicios,	conforme	a	los	lineamientos	y	parámetros
establecidos	por	la	Autoridad	Administrativa	Competente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 64.—De	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de	 acreditación	 de	 los
Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido.	 La	 solicitud	 para	 la
acreditación	de	Prestadores	de	Servicios	de	Valor	Añadido	debe	presentarse
a	 la	Autoridad	Administrativa	Competente,	 observando	 lo	 señalado	 en	 los
artículos	anteriores	y	adjuntando	lo	siguiente:
a)	 El	 pago	 por	 derecho	 de	 solicitud	 de	 acreditación	 por	 un	 monto
equivalente	al	cien	por	ciento	(100%)	de	la	UIT	vigente	a	la	fecha	de	pago.
b)	 Los	 documentos	 que	 acrediten	 la	 existencia	 y	 vigencia	 de	 la	 persona
jurídica	mediante	 los	 instrumentos	 públicos	 o	 norma	 legal	 respectiva,	 así
como	las	facultades	del	representante.
c)	Los	documentos	que	acrediten	contar	con	domicilio	en	el	país.
d)	 Los	 documentos	 que	 acrediten	 contar	 con	 la	 infraestructura	 e
instalaciones	 necesarias	 para	 la	 prestación	 del	 servicio	 y	 presentar
declaración	jurada	de	aceptación	de	la	visita	comprobatoria	de	la	Autoridad
Administrativa	Competente.
e)	Las	Políticas	de	Registro,	la	Declaración	de	Prácticas	de	Valor	Añadido,	la
Política	de	Seguridad,	Política	y	el	Plan	de	Privacidad.
f)	La	declaración	jurada	de	tener	operativo	el	software,	hardware	y	demás
componentes	adecuados	para	la	prestación	de	servicios	de	valor	añadido	y
las	 condiciones	 de	 seguridad	 adicionales	 basadas	 en	 estándares
internacionales	 o	 compatibles	 a	 los	 internacionalmente	 vigentes	 que
aseguren	 la	 interoperabilidad	 y	 las	 condiciones	 exigidas	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente.
g)	 La	 declaración	 jurada	 del	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 y	 los
requisitos	señalados	en	los	artículos	37	y	38	del	presente	Reglamento.
h)	 Otros	 documentos	 o	 requisitos	 establecidos	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 65.—Del	 procedimiento	 Administrativo	 de	 la	 Acreditación.
Admitida	la	solicitud,	la	Autoridad	Administrativa	Competente	procederá	a
la	evaluación	del	 cumplimiento	de	 los	 requisitos	establecidos	en	 la	Ley,	 el
Reglamento	y	las	respectivas	Guías	de	Acreditación.
La	 evaluación	 de	 los	 requisitos	 de	 competencia	 técnica	 de	 la	 Entidad	 de
Certificación,	Entidad	de	Registro	o	Verificación	o	Prestadores	de	Servicios
de	 Valor	 Añadido	 solicitante	 podrá	 ser	 realizada	 directamente	 por	 la
Autoridad	 Administrativa	 Competente,	 o	 a	 través	 de	 terceros,	 o
reconociendo	 aquellas	 realizadas	 en	 el	 extranjero	 por	 otras	 Autoridades
Extranjeras	 que	 cumplan	 funciones	 equivalentes	 a	 las	 de	 la	 Autoridad
Administrativa	 Competente,	 y	 siempre	 que	 los	 requisitos	 evaluados	 por
ellas	 sean	 equivalentes	 a	 los	 requisitos	 comprendidos	 en	 el	 Reglamento,
para	 lo	 cual	 la	 Autoridad	 Administrativa	 Competente	 adoptará	 los
requerimientos,	 estándares	 y	 procedimientos	 empleados	 a	 nivel
internacional	para	la	realización	de	esta	función.
En	todos	los	casos,	el	procedimiento	de	acreditación	se	regirá	en	particular
por	 lo	 establecido	 para	 tales	 efectos	 por	 la	 Autoridad	 Administrativa
Competente	en	los	correspondientes	Reglamentos	y	Guías	de	Acreditación,	y
en	 todos	 los	 casos	 de	 respuesta	 favorable	 a	 la	 acreditación,	 implicará	 el
ingreso	 de	 la	 entidad	 solicitante	 a	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firmas
Electrónicas	 a	 través	 de	 su	 Registro	 como	 Prestador	 de	 Servicios	 de
Certificación	Digital	acreditado.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 66.—Del	 reconocimiento	 de	 evaluaciones	 en	 el	 extranjero.	 La
Autoridad	 Administrativa	 Competente	 reconocerá	 las	 evaluaciones	 sobre
los	 requisitos	 de	 competencia	 técnica	 de	 la	 Entidad	 de	 Certificación
solicitante	realizadas	en	el	extranjero	siempre	y	cuando	se	cumpla	con	 las
normas	 establecidas	 por	 la	 Autoridad	 Administrativa	 Competente	 en	 el
marco	 del	 Reglamento,	 en	 especial	 si	 dichas	 evaluaciones	 consisten	 en
certificaciones	 de	 cumplimiento	 de	 estándares	 internacionales	 que	 sean
estipuladas	por	la	Autoridad	Administrativa	Competente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 67.—De	 la	 subsanación	 de	 observaciones.	 Dentro	 del
procedimiento	y	en	el	plazo	máximo	de	seis	(6)	meses,	podrán	subsanarse
las	 deficiencias	 técnicas	 observadas	 durante	 la	 evaluación.	 Las	 entidades
podrán	solicitar	 la	 suspensión	del	procedimiento	a	 fin	de	 implementar	 las
medidas	necesarias	para	superar	estas	dificultades.
Si,	culminada	la	etapa	de	evaluación,	subsisten	observaciones,	se	denegará
el	Registro	y	se	archivará	el	procedimiento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	68.—Del	Costo	del	Registro	y	otros	procedimientos.	Las	entidades
solicitantes	 asumirán	 los	 costos	 por	 la	 tramitación	 del	 procedimiento,	 y
aquellos	 por	 evaluación,	 auditoria	 y	 demás	 previstos	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 69.—Del	 otorgamiento	 y	 vigencia	 de	 la	 acreditación.	 La
acreditación	 se	 otorga	 por	 un	 período	 de	 cinco	 (5)	 años,	 renovable	 por
períodos	 similares.	 La	 Entidad	 beneficiaria	 estará	 sujeta	 a	 evaluaciones
técnicas	anuales	para	mantener	la	vigencia	de	la	referida	acreditación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 70.—De	 la	 cancelación	 de	 la	 acreditación.	 La	 cancelación	 de	 la
acreditación	 de	 los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Certificación	 Digital
procede:
a)	 Por	 decisión	 unilateral	 comunicada	 a	 la	 Autoridad	 Administrativa
Competente.
b)	Por	extinción	de	su	personería	jurídica.
c)	Por	cancelación	de	su	registro.
d)	Por	sentencia	judicial.
e)	Por	 liquidación,	 decidida	por	 la	 junta	de	 acreedores	 en	 el	marco	de	 la
legislación	concursal	o	resolución	judicial	de	quiebra.
f)	Por	determinación	de	la	Autoridad	Administrativa	Competente	frente	al
incumplimiento	observado	en	los	procesos	de	evaluación	técnica	anual,	de
los	requerimientos	exigidos	en	sus	Reglamentos	Específicos	y	Guías	de
Acreditación.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 71.—De	 los	 acuerdos	 de	 reconocimiento	 mutuo.	 La	 Autoridad
Administrativa	 Competente	 podrá	 suscribir	 acuerdos	 de	 reconocimiento
mutuo	con	entidades	extranjeras	que	cumplan	funciones	similares,	a	fin	de
reconocer	la	validez	de	los	certificados	digitales	otorgados	en	el	extranjero	y
extender	 la	 interoperabilidad	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firmas
Electrónicas.	 Los	 acuerdos	 de	 reconocimiento	mutuo	 deben	 garantizar	 en
forma	equivalente	las	funciones	exigidas	por	la	Ley	y	su	Reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	72.—Del	reconocimiento.	La	Autoridad	Administrativa	Competente
podrá	 reconocer	 los	 certificados	 digitales	 emitidos	 por	 Entidades
Extranjeras,	 de	 acuerdo	 con	 las	 prácticas	 y	 políticas	 que	 para	 tal	 efecto
apruebe,	 las	 que	 deben	 velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 y
responsabilidades	 establecidas	 en	 el	 presente	 Reglamento	 u	 otra	 norma
posterior.
Asimismo,	 podrá	 autorizar	 la	 operación	 de	 aquellas	 Entidades	 de
Certificación	 nacionales	 que	 utilicen	 los	 servicios	 de	 Entidades	 de
Certificación	 extranjeras,	 de	 verificarse	 tal	 supuesto,	 las	 entidades
nacionales	asumirán	las	responsabilidades	del	caso.
Para	 tal	 efecto,	 la	 entidad	 extranjera	 deberá	 comunicar	 a	 la	 Autoridad
Administrativa	 Competente	 los	 nombres	 de	 aquellas	 Entidades	 de
Certificación	 que	 autorizarán	 las	 solicitudes	 de	 emisión	 de	 certificados
digitales	y	que	asumirán	la	gestión	de	tales	certificados.
La	Autoridad	Administrativa	Competente	emitirá	las	normas	que	aseguren
el	 cumplimiento	 de	 lo	 establecido	 en	 el	 presente	 artículo,	 así	 como	 los
mecanismos	adecuados	de	información	a	los	agentes	del	mercado.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 73.—De	 la	 certificación	 cruzada.	 Las	 Entidades	 de	 Certificación
acreditadas	 pueden	 realizar	 certificaciones	 cruzadas	 con	 Entidades	 de
Certificación	 extranjeras	 a	 fin	 de	 reconocer	 los	 certificados	 digitales	 que
éstas	 emitan	 en	 el	 extranjero,	 incorporándolos	 como	 suyos	 dentro	 de	 la
Infraestructura	Oficial	de	Firmas	Electrónicas,	 siempre	y	cuando	obtengan
autorización	previa	de	la	Autoridad	Administrativa	Competente.
Las	 entidades	 que	 presten	 servicios	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el
párrafo	precedente,	asumirán	responsabilidad	de	daños	y	perjuicios	por	la
gestión	de	tales	certificados.
Las	 entidades	 de	 certificación	 acreditadas	 que	 realicen	 certificaciones
cruzadas	 conforme	 al	 primer	 párrafo	 del	 presente	 artículo,	 garantizarán
ante	 la	 Autoridad	Administrativa	 Competente	 que	 las	 firmas	 digitales	 y/o
certificados	 digitales	 reconocidos	 han	 sido	 emitidos	 bajo	 requisitos
equivalentes	 a	 los	 exigidos	 en	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firmas
Electrónicas,	 y	 que	 cumplen	 las	 funciones	 señaladas	 en	 el	 artículo	2	de	 la
Ley.
El	 incumplimiento	 de	 lo	 estipulado	 en	 el	 párrafo	 anterior	 ameritará	 las
sanciones	correspondientes,	de	acuerdo	a	 lo	establecido	en	el	Reglamento
de	 infracciones	y	sanciones	a	que	se	refiere	el	 inciso	r)	del	artículo	57	del
presente	Reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	74.—De	las	facultades	de	supervisión.	La	Autoridad	Administrativa
Competente	 tiene	 la	 facultad	 de	 verificar	 la	 correcta	 prestación	 de	 los
servicios	 de	 certificación	 y/o	 emisión	 de	 firmas	 digitales,	 así	 como	 de	 los
servicios	 de	 registro	 o	 verificación	 y	 de	 los	 servicios	 de	 valor	 añadido,	 el
cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 legales	 y	 técnicas	 por	 parte	 de	 las
entidades	acreditadas	que	operen	bajo	 la	 Infraestructura	Oficial	de	Firmas
Electrónicas,	 así	 como	 la	 facultad	 de	 verificar	 el	 cumplimiento	 de	 las
disposiciones	establecidas	en	la	Ley,	el	Reglamento,	y	en	sus	Resoluciones.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
ART.	 75.—De	 la	 fiscalización.	 La	 Autoridad	 Administrativa	 Competente
ejercerá	 su	 facultad	 fiscalizadora	 y	 sancionadora	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	 en	 el	 Decreto	 Ley	 de	 Organización	 y	 Funciones	 del	 Instituto
Nacional	de	Defensa	de	 la	Competencia	y	de	 la	Protección	de	 la	Propiedad
Intelectual	 -	 Decreto	 Ley	 Nº	 25868.	 Las	 sanciones	 a	 aplicar	 son
determinadas	por	 la	Autoridad	Administrativa	Competente	en	el	marco	de
la	 Decisión	 Andina	 562	 dada	 la	 naturaleza	 de	 reglamento	 técnico	 de	 la
presente	norma.
La	Autoridad	Administrativa	Competente	deberá	aplicar	el	Reglamento	de
infracciones	y	sanciones	a	que	se	refiere	el	inciso	r)	del	artículo	58	de	este
Reglamento	 a	 efectos	 de	 regular	 el	 procedimiento	 administrativo
sancionador	 a	 ser	 seguido	 en	 caso	 de	 incumplimiento	 o	 infracción	 al
presente	 Reglamento,	 las	 Guías	 de	 Acreditación	 de	 los	 Prestadores	 de
Servicios	 de	 Certificación	 Digital	 y	 demás	 disposiciones	 vinculadas	 a	 la
Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica;	 asimismo,	 debe	 fiscalizar	 el
cumplimiento	de	lo	establecido	en	las	Políticas	de	Certificación,	de	Registro
o	 Verificación	 y	 de	 Valor	 Añadido,	 las	 Declaraciones	 de	 Prácticas	 de
Certificación,	de	Registro	o	Verificación	y	de	Valor	Añadido,	las	Políticas	de
Seguridad	y	las	Políticas	y	Planes	de	Privacidad.
Ley	27269.
ART.	 15-A.—Incorporado.	 Ley	 30224,	 Segunda	 Disposición
Complementaria	Modificatoria.	Régimen	de	 Infracciones	y	 Sanciones.
La	 autoridad	 administrativa	 competente	 tiene	 la	 facultad	 de	 tipificar	 las
infracciones	por	incumplimiento	de	lo	establecido	en	la	Ley	27269,	Ley	de
Firmas	y	Certificados	Digitales,	su	reglamento	y	las	Guías	de	Acreditación	de
la	Autoridad	Administrativa	Competente.
La	autoridad	competente	podrá	imponer	las	siguientes	sanciones:
1.	Multa,	hasta	un	monto	máximo	de	cincuenta	(50)	UIT.
2.	Suspensión	temporal	de	la	acreditación.
3.	Cancelación	de	la	acreditación.
Las	 infracciones	serán	establecidas	como	leves,	graves	y	muy	graves;	y	 la
determinación	de	la	sanción	se	establecerá	teniendo	en	cuenta	criterios	de
proporcionalidad.	Cuando	se	trate	de	infracciones	muy	graves,	la	autoridad
competente	adicionalmente	podrá	disponer	la	inhabilitación	hasta	por	diez
(10)	 años	 para	 solicitar	 nuevamente	 la	 acreditación	 como	 entidad	 de
certificación,	de	registro	o	verificación	de	datos,	prestadora	de	servicios	de
valor	añadido	o	como	entidad	de	software	de	firma	digital.
La	 autoridad	 competente	 aprobará	 el	 correspondiente	 reglamento	 de
infracciones	 y	 sanciones	que	 comprenda	 la	 tipificación	de	 las	 infracciones
administrativas,	el	procedimiento	administrativo	sancionador	y	la	escala	de
sanciones	correspondiente.
Ley	27269.
ART.	16.—Reglamentación.	El	 Poder	Ejecutivo	 reglamentará	 la	 presente
ley	 en	 un	 plazo	 de	 60	 (sesenta)	 días	 calendario,	 contados	 a	 partir	 de	 la
vigencia	de	la	presente	ley.
Ley	27269.
Primera	 Disposición	 Complementaria,	 Transitoria	 y	 Final.—Mientras	 se
cree	el	registro	señalado	en	el	artículo	15,	la	validez	de	los	actos	celebrados
por	entidades	de	certificación	y	entidades	de	(sic)	registro	o	verificación,	en
el	 ámbito	de	 la	presente	 ley,	 está	 condicionada	a	 la	 inscripción	 respectiva
dentro	de	los	45	(cuarenta	y	cinco)	días	siguientes	a	la	creación	el	referido
registro.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 la	 cooperación
internacional.	Las	entidades	del	Sector	Público	Nacional	pueden	suscribir
acuerdos	 de	 cooperación	 con	 sus	 similares	 a	 nivel	 mundial	 o	 con
instituciones	 de	 cooperación	 internacional,	 para	 recibir	 apoyo,	 asesoría	 y
financiamiento	para	el	empleo	de	la	tecnología	relativa	a	las	firmas	digitales
y	transacciones	electrónicas	en	general	en	 la	Administración	Pública,	en	el
marco	 de	 la	 Ley.	 Encárguese	 al	 Consejo	 Nacional	 de	 Ciencia	 Tecnología	 e
Innovación	 Tecnológica	 -	 CONCYTEC	 para	 que	 en	 coordinación	 con	 la
Entidad	 de	 Certificación	 Nacional	 para	 el	 Estado	 Peruano,	 la	 Oficina
Nacional	 de	 Gobierno	 Electrónico	 e	 Informática	 y	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente	desarrolle	las	acciones	tendientes	a	masificar	el
uso	de	las	firmas	digitales	en	la	Administración	Pública,	dentro	del	marco	de
la	investigación	e	innovación	tecnológica.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Del	 procedimiento
administrativo	contra	decisiones	de	las	Entidades	de	Certificación.	Los
Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Certificación	 Digital	 deben	 establecer
procedimientos	 ágiles	 y	 sencillos	para	que	 sus	usuarios	puedan	presentar
directamente	 reclamaciones	 por	 la	 prestación	 de	 sus	 servicios,	 las	 cuales
deberán	ser	atendidas	en	el	más	breve	plazo.	La	Autoridad	Administrativa
Competente	 aprobará	 o	 reformará	 estos	 procedimientos	 y	 regulará	 lo
relativo	a	las	reclamaciones.	Agotada	la	vía	previa	de	la	reclamación	ante	el
Prestador	 de	 Servicios	 de	 Certificación	 Digital,	 procederá	 recurrir	 en	 vía
administrativa	ante	la	Autoridad	Administrativa	Competente,	con	sujeción	a
la	 Ley	 Nº	 27444	 -	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo	 General.	 La
Autoridad	 Administrativa	 Competente	 determinará	 todos	 aquellos
procedimientos	 y	 políticas	 necesarios	 para	 la	 aplicación	 del	 presente
Reglamento.	 En	 los	 casos	 que	 proceda	 la	 reclamación,	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente	adoptará	las	medidas	correctivas	pertinentes.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Tercera	Disposición	Complementaria	Final.—De	 la	compatibilidad	de	 la
normativa	 con	 los	 avances	 tecnológicos.	Dentro	 del	marco	 conformado
por	 la	 Ley	 y	 el	 presente	 Reglamento,	 la	 Autoridad	 Administrativa
Competente	 se	 encargará	 de	 emitir	 las	 resoluciones	 que	 sean	 necesarias
para	 mantener	 la	 presente	 normativa	 compatible	 con	 la	 evolución
tecnológica	de	la	materia	y	el	desarrollo	de	las	necesidades	de	los	usuarios
de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firmas	Electrónicas.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Cuarta	Disposición	Complementaria	Final.—Modificado.	D.	S.	105-2012-
PCM,	 Art.	 1°.	 Del	 plan	 de	 implementación	 de	 los	 procedimientos	 y
trámites	 administrativos	 por	 medios	 electrónicos	 seguros	 en	 las
entidades	 de	 la	 administración	 pública.	 Las	 entidades	 de	 la
administración	pública	deberán	elaborar	y	presentar	a	 la	Oficina	Nacional
de	 Gobierno	 Electrónico	 e	 Informática,	 en	 el	 plazo	 que	 se	 establezca	 por
decreto	 supremo,	 un	 plan	 para	 el	 cumplimiento	 de	 lo	 estipulado	 en	 los
artículos	40,	41,	42,	43,	44	y	45	del	presente	reglamento,	asimismo	deberán
proponer	 las	 normas	 complementarias	 necesarias	 para	 tal	 fin.	 La	 Oficina
Nacional	de	Gobierno	Electrónico	e	 Informática	evaluará	y	aprobará	dicha
propuesta.
Considerando	que	las	entidades	de	 la	administración	pública	que	brinden
el	servicio	de	Sistema	de	Intermediación	Digital	deberán	acreditarse	como
prestadores	de	servicios	de	valor	añadido	ante	la	autoridad	administrativa
competente,	el	mencionado	plan	deberá	incorporar	las	estimaciones	de	los
recursos	 económicos,	 técnicos	 y	 humanos,	 así	 como	 los	 plazos	 necesarios
para	 su	 implantación.	 El	 plazo	 máximo	 para	 la	 implementación	 de	 lo
descrito	 en	 dicho	 plan	 es	 de	 veinticuatro	 (24)	 meses	 a	 partir	 de	 su
aprobación	por	la	Oficina	Nacional	de	Gobierno	Electrónico	e	Informática.
Durante	 la	 implementación	 progresiva	 de	 los	 servicios	 de	 Gobierno
Electrónico	 por	 parte	 de	 las	 entidades	 de	 la	 administración	 pública,	 éstas
deberán	 incentivar	 la	 utilización	 de	 los	 medios	 electrónicos	 para	 la
realización	de	sus	 trámites	y	procedimientos,	considerando	aquellos	casos
donde	los	ciudadanos	se	vean	imposibilitados	debido	a	que	no	cuentan	con
la	tecnología,	conocimientos	necesarios	para	poder	acceder	a	 la	prestación
de	los	servicios	electrónicos,	ni	con	centros	de	acceso	ciudadano	disponibles
en	su	respectiva	provincia.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Quinta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 la	 capacitación	 de
empleados	 públicos.	 Cada	 entidad	 de	 la	 Administración	 Pública	 deberá
garantizar	de	manera	gradual	la	capacitación	de	sus	empleados	en	los	temas
competentes	 a	 su	 función,	 que	 impliquen	 el	 uso	 de	 certificados	 y	 firmas
digitales,	así	como	los	requerimientos	de	seguridad	en	la	utilización	de	los
medios	 electrónicos,	 la	 protección	 de	 la	 información	 personal	 de	 los
ciudadanos	y	el	respeto	a	la	propiedad	intelectual.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Sexta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 la	 implementación	 del
Registro	 Nacional	 de	 Centros	 de	 Acceso	 Ciudadano.	 En	 un	 plazo	 no
mayor	 de	 ciento	 veinte	 (120)	 días	 calendario	 contados	 a	 partir	 de	 la
vigencia	 del	 presente	 Reglamento,	 la	 Oficina	 Nacional	 de	 Gobierno
Electrónico	 e	 Informática	 deberá	 tomar	 las	 medidas	 necesarias	 a	 fin	 de
implementar	el	Registro	Nacional	de	los	Centros	de	Acceso	Ciudadano	a	que
hace	referencia	el	artículo	53	de	este	Reglamento.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Sétima	 Disposición	 Complementaria	 Final.—De	 la	 importación	 de
computadoras	 personales	 con	 lectoras	 de	 tarjetas	 inteligentes	 para
uso	en	el	sector	público	y	en	aquéllas	que	se	vinculen	a	éste.	A	partir	de
los	ciento	veinte	(120)	días	calendario	de	vigencia	del	presente	Reglamento,
las	 Entidades	 del	 Sector	 Público	 adquirirán,	 preferentemente,
computadoras	 personales	 que	 deberán	 incorporar	 lectoras	 de	 tarjetas
inteligentes,	 incluyendo	 sus	 respectivos	 controladores	 de	 dispositivo
(drivers),	según	los	estándares	correspondientes.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Octava	Disposición	Complementaria	Final.—Modificado.	D.	S.	070-2011-
PCM,	 Art.	 1°.	 Del	 plazo	 de	 Implementación	 de	 la	 entidad	 de
certificación	 nacional	 para	 el	 Estado	Peruano.	 El	 Registro	 Nacional	 de
Identificación	 y	 Estado	 Civil	 (Reniec),	 en	 su	 calidad	 de	 entidad	 de
certificación	nacional	para	el	Estado	Peruano,	tendrá	un	plazo	hasta	el	31	de
julio	 del	 2012	para	 iniciar	 los	 procedimientos	 de	 acreditación	 respectivos
ante	 el	 Indecopi.	 Este	 último	 contará	 con	 un	 plazo	 máximo	 de	 120	 días
hábiles	para	culminarlos,	sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	67	del
presente	reglamento.
Autorícese	al	Registro	Nacional	de	Identificación	y	Estado	Civil	(Reniec),	en
su	 condición	 de	 entidad	 de	 certificación	 nacional	 para	 el	 Estado	 Peruano,
entidad	 de	 certificación	 para	 el	 Estado	 Peruano	 y	 entidad	 de	 registro	 o
verificación	para	el	Estado	Peruano,	emitir	firmas	y	certificados	digitales	en
tanto	 no	 esté	 acreditada	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 competente
(Indecopi),	 reconociéndose	 a	 los	 documentos	 electrónicos	 soportados	 en
dichos	 certificados	 digitales	 las	 presunciones	 legales	 establecidas	 en	 el
artículo	8°,	así	como,	los	efectos	jurídicos	que	corresponde	para	los	fines	de
los	artículos	4°	y	43	del	presente	reglamento.
A	tal	efecto	las	entidades	de	la	administración	pública	que	hagan	uso	de	la
firma	digital,	y	de	ser	el	caso,	los	colegios	de	notarios	del	Perú	y/o	la	Junta
de	 Decanos	 de	 los	 Colegios	 de	 Notarios	 del	 Perú,	 que	 así	 lo	 soliciten,
deberán	 suscribir	 convenios	 con	 el	 Registro	 Nacional	 de	 Identificación	 y
Estado	 Civil	 (Reniec),	 a	 fin	 de	 llevar	 un	 registro	 de	 los	 titulares	 y/o
suscriptores	de	certificados	digitales,	así	como,	de	los	certificados	digitales
emitidos	bajo	esta	disposición	complementaria	final.
Modificado.	 D.	 S.	 105-2012-PCM,	 Art.	 1°.	 Las	 entidades	 de	 la
administración	pública	que	requieran	hacer	uso	de	la	firma	digital	deberán
iniciar	el	procedimiento	de	acreditación	de	software	de	firma	digital,	ante	la
autoridad	administrativa	competente	(Indecopi),	a	más	tardar	en	el	mes	de
julio	del	2013.
Asimismo,	 aquellos	 que	 requieran	 servicios	 de	 valor	 añadido	 tales	 como
sellado	de	tiempo	y/o	sistema	de	intermediación	electrónica,	en	tanto	no	se
encuentren	 acreditados	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 competente
(Indecopi),	 deberán	 cumplir	 con	 los	 requerimientos	 técnicos	 de	 los
estándares	señalados	en	las	guías	de	acreditación:	de	prestador	de	servicios
de	valor	añadido	y	de	aplicaciones	de	software,	aprobadas	por	la	autoridad
administrativa	competente,	en	lo	que	le	fuese	aplicable.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Novena	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Del	 plazo	 para	 la
habilitación	del	Registro	de	Prestadores	de	Servicios	de	Certificación
Digital.	 La	 Autoridad	 Administrativa	 Competente	 se	 encargará	 de	 la
aprobación	de	las	Guías	de	Acreditación	de	los	Prestadores	de	Servicios	de
Certificación	 Digital	 y	 realizar	 las	 gestiones,	 procedimientos	 legales	 y
técnicos	 necesarios	 para	 iniciar	 los	 procesos	 de	 acreditación,	 a	 fin	 de
habilitar	 el	 Registro	 de	 Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Certificación	 Digital
señalado	en	el	artículo	15	de	la	ley.
Corresponde	 a	 la	Oficina	Nacional	 de	Gobierno	Electrónico	 e	 Informática
supervisar	la	efectiva	implementación	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma
Electrónica	 y	 el	 cumplimiento	 del	 plazo	 establecido	 en	 la	 presente
Disposición	Final.
En	 caso	 de	 incumplimiento	 del	 plazo	 establecido,	 la	 Oficina	 Nacional	 de
Gobierno	Electrónico	e	 Informática	asumirá	 la	responsabilidad	de	aprobar
las	mencionadas	Guías	de	Acreditación	en	un	plazo	adicional	no	mayor	de
quince	 (15)	 días	 calendario.	 Corresponderá	 a	 la	Autoridad	Administrativa
Competente	la	ejecución	de	los	procesos	de	acreditación	aprobados.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Décima	Disposición	Complementaria	Final.—Modificado.	D.	S.	105-2012-
PCM,	Art.	1°.	De	la	contratación	de	seguros	o	garantías	bancarias.	A	 fin
de	 fomentar	 el	 registro	 de	 los	 prestadores	 de	 servicios	 de	 certificación
digital	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 competente,	 como	 presupuesto
indispensable	 para	 la	 efectiva	 operación	 de	 la	 Infraestructura	 Oficial	 de
Firma	 Electrónica	 y	 el	 desarrollo	 de	 las	 transacciones	 de	 gobierno
electrónico	y	de	comercio	seguras,	exonérese	a	los	prestadores	de	servicios
de	certificación	digital,	hasta	el	31	de	diciembre	del	2013,	de	la	contratación
de	seguros	o	garantías	bancarias	previstas	en	 los	artículos	27,	31	y	38	del
presente	 reglamento;	 sin	perjuicio	de	aquellos	que	opten	voluntariamente
por	el	cumplimiento	de	dichos	requerimientos.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Décima	 Primera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Modificado.	 D.	 S.
070-2011-PCM,	 Art.	 1°.	 De	 la	 contratación	 de	 seguros	 o	 garantías
bancarias.	A	fin	de	fomentar	el	registro	de	los	prestadores	de	servicios	de
certificación	 digital	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 competente,	 como
presupuesto	 indispensable	para	 la	efectiva	operación	de	 la	 infraestructura
oficial	de	firma	electrónica	y	el	desarrollo	de	las	transacciones	de	gobierno
electrónico	y	de	comercio	electrónico	seguras,	exonérese	a	los	prestadores
de	servicios	de	certificación	digital,	hasta	el	31	de	diciembre	del	2012,	de	la
contratación	de	seguros	o	garantías	bancarias	prevista	en	 los	artículos	27,
31	 y	 38	 del	 presente	 reglamento;	 sin	 perjuicio	 de	 aquellos	 que	 opten
voluntariamente	por	el	cumplimiento	de	dichos	requerimientos.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Décima	 Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Modificado.	 D.	 S.
070-2011-PCM,	Art.	1°.	Del	cumplimiento	de	los	criterios	WebTrust.	La
obtención	 del	 sello	 de	 Web	 Trust	 al	 que	 hace	 referencia	 el	 artículo	 26
numeral	m)	del	presente	 reglamento	 es	de	 cumplimiento	obligatorio	para
las	entidades	de	certificación	que	acrediten	en	el	nivel	de	seguridad	medio
alto.
A	 fin	 de	 fomentar	 el	 registro	 de	 las	 entidades	 de	 certificación	 ante	 la
autoridad	administrativa	competente,	como	condición	indispensable	para	la
efectiva	 operación	 de	 la	 infraestructura	 oficial	 de	 firmas	 electrónicas	 y	 el
desarrollo	de	las	transacciones	de	gobierno	y	comercio	electrónico	seguras,
exonérese	a	las	entidades	de	certificación	hasta	el	31	de	diciembre	del	2012
del	 cumplimiento	de	 los	 requisitos	 especificados	 en	 el	 estándar	WebTrust
for	 Certification	 Authorities	 y	 la	 obtención	 del	 sello	 de	 WebTrust;	 sin
perjuicio	 de	 aquellos	 que	 opten	 voluntariamente	 por	 el	 cumplimiento	 de
dichos	requerimientos.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Décima	 Tercera	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Del	 voto
electrónico.	 En	 tanto	 no	 se	 implemente	 el	 Documento	 Nacional	 de
Identidad	electrónico	(DNIe),	los	ciudadanos	podrán	utilizar	los	certificados
de	persona	natural	emitidos	por	cualquier	Entidad	de	Certificación	para	el
Estado	Peruano	a	efectos	del	ejercicio	del	voto	electrónico	en	los	procesos
electorales,	 en	 la	 medida	 que	 la	 Oficina	 Nacional	 de	 Procesos	 Electorales
(ONPE)	implemente	dicha	alternativa.
Ley	27269.
Segunda	Disposición	Complementaria,	Transitoria	y	Final.—El	reglamento
de	la	presente	ley	incluirá	un	glosario	de	términos	referidos	a	esta	ley	y	a	las
firmas	electrónicas	en	general,	observando	las	definiciones	establecidas	por
los	organismos	internacionales	de	los	que	el	Perú	es	parte.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Décima	 Cuarta	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Del	 glosario	 de
términos.	 De	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 por	 la	 segunda	 disposición
complementaria,	 transitoria	 y	 final	 de	 la	 Ley,	 se	 incluye	 el	 Glosario	 de
Términos	siguiente:
Acreditación.-	 Es	 el	 acto	 a	 través	 del	 cual	 la	 Autoridad	 Administrativa
Competente,	previo	cumplimiento	de	las	exigencias	establecidas	en	la	Ley,	el
Reglamento	 y	 las	 disposiciones	 dictadas	 por	 ella,	 faculta	 a	 las	 entidades
solicitantes	 reguladas	 en	 el	 presente	 Reglamento	 a	 prestar	 los	 servicios
solicitados	en	el	marco	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma	Electrónica.
Acuse	 de	 Recibo.-	 Son	 los	 procedimientos	 que	 registran	 la	 recepción	 y
validación	 de	 la	Notificación	 Electrónica	 Personal	 recibida	 en	 el	 domicilio
electrónico,	 de	 modo	 tal	 que	 impide	 rechazar	 el	 envío	 y	 da	 certeza	 al
remitente	 de	 que	 el	 envío	 y	 la	 recepción	 han	 tenido	 lugar	 en	 una	 fecha	 y
hora	determinada	a	través	del	sello	de	tiempo	electrónico.
Agente	 Automatizado.-	 Son	 los	 procesos	 y	 equipos	 programados	 para
atender	 requerimientos	 predefinidos	 y	 dar	 una	 respuesta	 automática	 sin
intervención	humana,	en	dicha	fase.
Ancho	 de	 banda.-	 Especifica	 la	 cantidad	 de	 información	 que	 se	 puede
enviar	 a	 través	 de	 una	 conexión	 de	 red	 en	 un	 período	 de	 tiempo	 dado
(generalmente	un	segundo).	El	ancho	de	banda	se	 indica	generalmente	en
bites	 por	 segundo	 (bps),	 kilobits	 por	 segundo	 (Kbps),	 o	 megabits	 por
segundo	(Mbps).
Cuánto	más	elevado	el	ancho	de	la	banda	de	una	red,	mayor	es	su	aptitud
para	transmitir	un	mayor	caudal	de	información.
Archivo.-	Es	el	conjunto	organizado	de	documentos	producidos	o	recibidos
por	una	entidad	en	el	ejercicio	de	las	funciones	propias	de	su	fin,	y	que	están
destinados	al	servicio.
Archivo	 Electrónico.-	 Es	 el	 conjunto	 de	 registros	 que	 guardan	 relación.
También	es	la	organización	de	dichos	registros.
Autenticación.-	Es	el	proceso	técnico	que	permite	determinar	la	identidad
de	la	persona	que	firma	digitalmente,	en	función	del	documento	electrónico
firmado	por	éste	y	al	cual	se	le	vincula;	este	proceso	no	otorga	certificación
notarial	ni	fe	pública.
Autoridad	 Administrativa	 Competente.-	 Es	 el	 organismo	 público
responsable	de	acreditar	a	las	Entidades	de	Certificación,	a	las	Entidades	de
Registro	o	Verificación	 y	 a	 los	Prestadores	de	 Servicios	de	Valor	Añadido,
públicos	y	privados,	de	reconocer	los	estándares	tecnológicos	aplicables	en
la	 Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica,	 de	 supervisar	 dicha
Infraestructura,	y	las	otras	funciones	señaladas	en	el	presente	Reglamento	o
aquellas	 que	 requiera	 en	 el	 transcurso	 de	 sus	 operaciones.	 Dicha
responsabilidad	recae	en	el	Instituto	Nacional	de	Defensa	de	la	Competencia
y	de	la	Protección	de	la	Propiedad	Intelectual	-	Indecopi.
Canal	seguro.-	Es	el	conducto	virtual	o	físicamente	independiente	a	través
del	 cual	 se	 pueden	 transferir	 datos	 garantizando	 una	 transmisión
confidencial	y	confiable,	protegiéndolos	de	ser	interceptados	o	manipulados
por	terceros.
Certificación	Cruzada.-	Es	el	acto	por	el	cual	una	Entidad	de	Certificación
acreditada	 reconoce	 la	 validez	 de	 un	 certificado	 emitido	 por	 otra,	 sea
nacional,	 extranjera	 o	 internacional,	 previa	 autorización	 de	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente;	y	asume	tal	certificado	como	si	fuera	de	propia
emisión,	bajo	su	responsabilidad.
Certificado	Digital.-	 Es	 el	 documento	 credencial	 electrónico	 generado	 y
firmado	digitalmente	por	una	Entidad	de	Certificación	que	vincula	un	par	de
claves	con	una	persona	natural	o	jurídica	confirmando	su	identidad.	El	ciclo
de	vida	de	un	certificado	digital	podría	comprender:
La	suspensión	consiste	en	inhabilitar	la	validez	de	un	certificado	digital	por
un	 período	 de	 tiempo	 establecido	 en	 el	 momento	 de	 la	 solicitud	 de
suspensión,	 dicho	 período	 no	 puede	 superar	 la	 fecha	 de	 expiración	 del
certificado	digital.
La	modificación	 de	 la	 información	 contenida	 en	 un	 certificado	 sin	 la	 re-
emisión	de	sus	claves.
La	 re-emisión	 consiste	 en	 generar	 un	 nuevo	 par	 de	 claves	 y	 un	 nuevo
certificado,	correspondiente	a	una	nueva	clave	pública	pero	manteniendo	la
mayor	parte	de	 la	 información	del	 suscriptor	contenida	en	el	 certificado	a
expirar.
Clave	 privada.-	 Es	 una	 de	 las	 claves	 de	 un	 sistema	 de	 criptografía
asimétrica	 que	 se	 emplea	 para	 generar	 una	 firma	 digital	 sobre	 un
documento	electrónico	y	es	mantenida	en	reserva	por	el	titular	de	la	firma
digital.
Clave	pública.-	Es	 la	 otra	 clave	 en	 un	 sistema	 de	 criptografía	 asimétrica
que	es	usada	por	el	destinatario	de	un	documento	electrónico	para	verificar
la	 firma	 digital	 puesta	 en	 dicho	 documento.	 La	 clave	 pública	 puede	 ser
conocida	por	cualquier	persona.
Código	 de	 verificación	 o	 resumen	 (hash).-	 Es	 la	 secuencia	 de	 bits	 de
longitud	 fija	 obtenida	 como	 resultado	 de	 procesar	 un	 documento
electrónico	con	un	algoritmo,	de	tal	manera	que:
(1)	 El	 documento	 electrónico	 produzca	 siempre	 el	 mismo	 código	 de
verificación	(resumen)	cada	vez	que	se	le	aplique	dicho	algoritmo.
(2)	 Sea	 improbable	 a	 través	 de	 medios	 técnicos,	 que	 el	 documento
electrónico	 pueda	 ser	 derivado	 o	 reconstruido	 a	 partir	 del	 código	 de
verificación	(resumen)	producido	por	el	algoritmo.
(3)	 Sea	 improbable	 por	 medios	 técnicos,	 se	 pueda	 encontrar	 dos
documentos	 electrónicos	 que	 produzcan	 el	 mismo	 código	 de	 verificación
(resumen)	al	usar	el	mismo	algoritmo.
Controlador	 de	 dispositivo	 (driver).-	 Es	 el	 programa	 informático	 que
permite	 a	 un	 Sistema	Operativo	 entender	 y	manejar	 diversos	 dispositivos
electrónicos	físicos	que	se	conectan	o	forman	parte	de	la	computadora.
Criptografía	Asimétrica.-	Es	la	rama	de	las	matemáticas	aplicadas	que	se
ocupa	 de	 transformar	 documentos	 electrónicos	 en	 formas	 aparentemente
ininteligibles	 y	 devolverlas	 a	 su	 forma	 original,	 las	 cuales	 se	 basan	 en	 el
empleo	de	funciones	algorítmicas	para	generar	dos	“claves”	diferentes	pero
matemáticamente	 relacionadas	entre	 sí.	Una	de	esas	 claves	 se	utiliza	para
crear	una	firma	numérica	o	transformar	datos	en	una	forma	aparentemente
ininteligible	 (clave	privada),	 y	 la	 otra	para	 verificar	una	 firma	numérica	 o
devolver	el	documento	electrónico	a	su	 forma	original	 (clave	pública).	Las
claves	están	matemáticamente	relacionadas,	de	tal	modo	que	cualquiera	de
ellas	implica	la	existencia	de	la	otra,	pero	la	posibilidad	de	acceder	a	la	clave
privada	a	partir	de	la	pública	es	técnicamente	ínfima.
Declaración	de	Prácticas	de	Certificación.-	Es	el	documento	oficialmente
presentado	por	una	Entidad	de	Certificación	a	la	Autoridad	Administrativa
Competente,	mediante	el	cual	define	sus	Prácticas	de	Certificación.
Declaración	 de	 Prácticas	 de	 Registro	 o	 Verificación.-	 Documento
oficialmente	 presentado	 por	 una	 Entidad	 de	 Registro	 o	 Verificación	 a	 la
Autoridad	Administrativa	Competente,	mediante	el	cual	define	sus	Prácticas
de	Registro	o	Verificación.
Declaración	 de	 Prácticas	 de	 Valor	 Añadido.-	 Documento	 oficialmente
presentado	 por	 una	 Entidad	 de	 Registro	 o	 Verificación	 a	 la	 Autoridad
Administrativa	 Competente,	 mediante	 el	 cual	 define	 las	 prácticas	 y
procedimientos	que	emplea	en	la	prestación	de	sus	servicios.
Depósito	 de	 Certificados.-	 Es	 el	 sistema	 de	 almacenamiento	 y
recuperación	 de	 certificados,	 así	 como	 de	 la	 información	 relativa	 a	 éstos,
disponible	por	medios	telemáticos.
Destinatario.-	 Es	 la	 persona	 designada	 por	 el	 iniciador	 para	 recibir	 un
documento	electrónico,	siempre	y	cuando	no	actúe	a	título	de	intermediario.
Dirección	 de	 correo	 electrónico.-	 Es	 el	 conjunto	 de	 palabras	 que
identifican	a	una	persona	que	puede	enviar	y	recibir	correo.	Cada	dirección
es	única	y	pertenece	siempre	a	la	misma	persona.
Dirección	 oficial	 de	 correo	 electrónico.-	 Es	 la	 dirección	 de	 correo
electrónico	 del	 ciudadano,	 reconocido	 por	 el	 Gobierno	 Peruano	 para	 la
realización	confiable	y	segura	de	 las	notificaciones	electrónicas	personales
requeridas	en	los	procesos	públicos.
Esta	dirección	recibirá	los	mensajes	de	correo	electrónico	que	sirvan	para
informar	al	usuario	acerca	de	cada	notificación	o	acuse	de	recibo	que	haya
sido	 remitida	 a	 cualquiera	de	 sus	domicilios	 electrónicos.	A	diferencia	del
domicilio	 electrónico,	 esta	 dirección	 centraliza	 todas	 las	 comunicaciones
que	sirven	para	informar	al	usuario	que	se	ha	realizado	una	actualización	de
los	documentos	 almacenados	 en	 sus	domicilios	 electrónicos.	 Su	 lectura	 es
de	uso	obligatorio.
Documento.-	 Es	 cualquier	 escrito	 público	 o	 privado,	 los	 impresos,
fotocopias,	facsímil	o	fax,	planos,	cuadros,	dibujos,	fotografías,	radiografías,
cintas	 cinematográficas,	 microformas	 tanto	 en	 la	 modalidad	 de	microfilm
como	en	la	modalidad	de	soportes	informáticos,	y	otras	reproducciones	de
audio	 o	 video,	 la	 telemática	 en	 general	 y	 demás	 objetos	 que	 recojan,
contengan	 o	 representen	 algún	 hecho,	 o	 una	 actividad	 humana	 o	 su
resultado.
Los	 documentos	 pueden	 ser	 archivados	 a	 través	 de	medios	 electrónicos,
ópticos	o	cualquier	otro	similar.
Documento	electrónico.-	Es	la	unidad	básica	estructurada	de	información
registrada,	 publicada	 o	 no,	 susceptible	 de	 ser	 generada,	 clasificada,
gestionada,	 transmitida,	 procesada	 o	 conservada	 por	 una	 persona	 o	 una
organización	 de	 acuerdo	 a	 sus	 requisitos	 funcionales,	 utilizando	 sistemas
informáticos.
Documento	oficial	de	identidad.-	Es	el	documento	oficial	que	sirve	para
acreditar	la	identidad	de	una	persona	natural,	que	puede	ser:
a)	Documento	Nacional	de	Identidad	(DNI);
b)	 Carné	 de	 extranjería	 actualizado,	 para	 las	 personas	 naturales
extranjeras	domiciliadas	en	el	país;	o,
c)	Pasaporte,	si	se	trata	de	personas	naturales	extranjeras	no	residentes.
Domicilio	electrónico.-	Está	conformado	por	la	dirección	electrónica	que
constituye	 la	 residencia	habitual	de	una	persona	dentro	de	un	Sistema	de
Intermediación	 Digital,	 para	 la	 tramitación	 confiable	 y	 segura	 de	 las
notificaciones,	 acuses	 de	 recibo	 y	 demás	 documentos	 requeridos	 en	 sus
procedimientos.	En	el	caso	de	una	persona	jurídica	el	domicilio	electrónico
se	asocia	a	sus	integrantes.
Para	estos	efectos,	se	empleará	el	domicilio	electrónico	como	equivalente
funcional	del	domicilio	habitual	de	las	personas	naturales	o	jurídicas.
En	 este	 domicilio	 se	 almacenarán	 los	 documentos	 y	 expedientes
electrónicos	correspondientes	a	los	procedimientos	y	trámites	realizados	en
el	respectivo	Sistema	de	Intermediación	Digital.	El	acceso	a	este	domicilio	se
realiza	empleando	un	certificado	digital	de	autenticación.
Entidad	 de	 Certificación.-	 Es	 la	 persona	 jurídica	 pública	 o	 privada	 que
presta	 indistintamente	 servicios	 de	 producción,	 emisión,	 gestión,
cancelación	u	otros	servicios	inherentes	a	la	certificación	digital.	Asimismo,
puede	asumir	las	funciones	de	registro	o	verificación.
Entidad	de	Certificación	Extranjera.-	Es	 la	Entidad	de	Certificación	que
no	se	encuentra	domiciliada	en	el	país,	ni	inscrita	en	los	Registros	Públicos
del	Perú,	conforme	a	la	legislación	de	la	materia.
Entidades	de	la	Administración	Pública.-	Es	el	organismo	público	que	ha
recibido	del	poder	político	 la	competencia	y	 los	medios	necesarios	para	 la
satisfacción	de	los	intereses	generales	de	los	ciudadanos	y	la	industria.
Entidad	de	Registro	o	Verificación.-	Es	la	persona	jurídica,	con	excepción
de	 los	 notarios	 públicos,	 encargada	 del	 levantamiento	 de	 datos,	 la
comprobación	de	éstos	respecto	a	un	solicitante	de	un	certificado	digital,	la
aceptación	y	autorización	de	las	solicitudes	para	la	emisión	de	un	certificado
digital,	 así	 como	 de	 la	 aceptación	 y	 autorización	 de	 las	 solicitudes	 de
cancelación	de	certificados	digitales.	Las	personas	encargadas	de	ejercer	la
citada	función	serán	supervisadas	y	reguladas	por	la	normatividad	vigente.
Entidad	final.-	Es	el	suscriptor	de	un	certificado	digital.
Estándares	 Técnicos	 Internacionales.-	 Son	 los	 requisitos	 de	 orden
técnico	 y	 de	 uso	 internacional	 que	 deben	 observarse	 en	 la	 emisión	 de
certificados	digitales	y	en	las	prácticas	de	certificación.
Estándares	Técnicos	Nacionales.-	Son	los	estándares	técnicos	aprobados
mediante	 Normas	 Técnicas	 Peruanas	 por	 la	 Comisión	 de	 Reglamentos
Técnicos	 y	 Comerciales	 -	 CRT	 del	 Indecopi,	 en	 su	 calidad	 de	 Organismo
Nacional	de	Normalización.
Equivalencia	 funcional.-	 Principio	 por	 el	 cual	 los	 actos	 jurídicos
realizados	 por	 medios	 electrónicos	 que	 cumplan	 con	 las	 disposiciones
legales	 vigentes	 poseen	 la	misma	 validez	 y	 eficacia	 jurídica	 que	 los	 actos
realizados	por	medios	convencionales,	pudiéndolos	sustituir	para	todos	los
efectos	 legales.	 De	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 la	 Ley	 y	 su
Reglamento,	los	documentos	firmados	digitalmente	pueden	ser	presentados
y	 admitidos	 como	 prueba	 en	 toda	 clase	 de	 procesos	 judiciales	 y
procedimientos	administrativos.
Expediente	 electrónico.-	 El	 expediente	 electrónico	 se	 constituye	 en	 los
trámites	 o	 procedimientos	 administrativos	 en	 la	 entidad	 que	 agrupa	 una
serie	de	documentos	o	anexos	identificados	como	archivos,	sobre	los	cuales
interactúan	 los	 usuarios	 internos	 o	 externos	 a	 la	 entidad	 que	 tengan	 los
perfiles	de	accesos	o	permisos	autorizados.
Gobierno	 Electrónico.-	 Es	 el	 uso	 de	 las	 Tecnologías	 de	 Información	 y
Comunicación	para	redefinir	la	relación	del	gobierno	con	los	ciudadanos	y	la
industria,	mejorar	la	gestión	y	los	servicios,	garantizar	la	transparencia	y	la
participación,	y	facilitar	el	acceso	seguro	a	la	información	pública,	apoyando
la	integración	y	el	desarrollo	de	los	distintos	sectores.
Identificador	 de	 objeto	 OID.-	 Es	 una	 cadena	 de	 números,	 formalmente
definida	usando	el	estándar	ASN.1	(ITU-T	Rec.	X.660	|	ISO/IEC	9834	series),
que	 identifica	 de	 forma	 única	 a	 un	 objeto.	 En	 el	 caso	 de	 la	 certificación
digital,	los	OIDs	se	utilizan	para	identificar	a	los	distintos	objetos	en	los	que
ésta	se	enmarca	(por	ejemplo,	componentes	de	los	Nombres	Diferenciados,
CPS,	etc.).
Infraestructura	 Oficial	 de	 Firma	 Electrónica.-	 Sistema	 confiable,
acreditado,	 regulado	 y	 supervisado	 por	 la	 Autoridad	 Administrativa
Competente,	 provisto	 de	 instrumentos	 legales	 y	 técnicos	 que	 permiten
generar	 firmas	 digitales	 y	 proporcionar	 diversos	 niveles	 de	 seguridad
respecto	de:
1)	La	integridad	de	los	documentos	electrónicos;
2)	La	identidad	de	su	autor,	lo	que	es	regulado	conforme	a	Ley.
El	 sistema	 incluye	 la	 generación	 de	 firmas	 digitales,	 en	 la	 que	 participan
entidades	de	certificación	y	entidades	de	registro	o	verificación	acreditadas
ante	 la	 Autoridad	 Administrativa	 Competente	 incluyendo	 a	 la	 Entidad	 de
Certificación	Nacional	para	el	Estado	Peruano,	las	Entidades	de	Certificación
para	 el	 Estado	 Peruano,	 las	 Entidades	 de	 Registro	 o	 Verificación	 para	 el
Estado	 Peruano	 y	 los	 Prestadores	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido	 para	 el
Estado	Peruano.
Integridad.-	Es	la	característica	que	indica	que	un	documento	electrónico
no	ha	sido	alterado	desde	la	transmisión	por	el	iniciador	hasta	su	recepción
por	el	destinatario.
Interoperabilidad.-	 Según	 el	 OASIS	 Forum	 Group	 la	 interoperabilidad
puede	definirse	en	tres	áreas:
•	 Interoperabilidad	 a	 nivel	 de	 componentes:	 consiste	 en	 la	 interacción
entre	 sistemas	 que	 soportan	 o	 consumen	 directamente	 servicios
relacionados	con	PKI.
•	 Interoperabilidad	 a	 nivel	 de	 aplicación:	 consiste	 en	 la	 compatibilidad
entre	aplicaciones	que	se	comunican	entre	sí.
•	 Interoperabilidad	 entre	 dominios	 o	 infraestructuras	 PKI:	 consiste	 en	 la
interacción	 de	 distintos	 sistemas	 de	 certificación	 PKI	 (dominios,
infraestructuras),	 estableciendo	 relaciones	 de	 confianza	 que	 permiten	 el
reconocimiento	 indistinto	 de	 los	 certificados	 digitales	 por	 parte	 de	 los
terceros	que	confían.
Ley.-	Ley	Nº	27269	-	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales,	modificada	por
la	Ley	Nº	27310.
Lista	 de	 Certificados	 Digitales	 Cancelados.-	 Es	 aquella	 en	 la	 que	 se
deberá	 incorporar	 todos	 los	 certificados	 cancelados	 por	 la	 entidad	 de
certificación	de	acuerdo	con	lo	establecido	en	el	presente	Reglamento.
Mecanismos	de	firma	digital.-	Es	un	programa	informático	configurado	o
un	 aparato	 informático	 configurado	 que	 sirve	 para	 aplicar	 los	 datos	 de
creación	 de	 firma	 digital.	 Dichos	 mecanismos	 varían	 según	 el	 nivel	 de
seguridad	que	se	les	aplique.
Medios	electrónicos.-	Son	los	sistemas	informáticos	o	computacionales	a
través	 de	 los	 cuales	 se	 puede	 generar,	 procesar,	 transmitir	 y	 archivar	 de
documentos	electrónicos.
Medios	electrónicos	seguros.-	Son	 los	medios	electrónicos	que	emplean
firmas	 y	 certificados	 digitales	 emitidos	 por	 Prestadores	 de	 Servicios	 de
Certificación	 Digital	 acreditados,	 donde	 el	 intercambio	 de	 información	 se
realiza	a	través	de	canales	seguros.
Medios	 telemáticos.-	 Es	 el	 conjunto	 de	 bienes	 y	 elementos	 técnicos
informáticos	 que	 en	 unión	 con	 las	 telecomunicaciones	 permiten	 la
generación,	procesamiento,	transmisión,	comunicación	y	archivo	de	datos	e
información.
Neutralidad	 tecnológica.-	 Es	 el	 principio	 de	 no	 discriminación	 entre	 la
información	 consignada	 sobre	 papel	 y	 la	 información	 comunicada	 o
archivada	 electrónicamente;	 asimismo,	 implica	 la	 no	 discriminación,
preferencia	o	restricción	de	ninguna	de	 las	diversas	 técnicas	o	 tecnologías
que	pueden	utilizarse	para	firmar,	generar,	comunicar,	almacenar	o	archivar
electrónicamente	información.
Niveles	de	 seguridad.-	Son	 los	 diversos	 niveles	 de	 garantía	 que	 ofrecen
las	 variedades	 de	 firmas	 digitales,	 cuyos	 beneficios	 y	 riesgos	 deben	 ser
evaluados	por	 la	persona,	empresa	o	 institución	que	piensa	optar	por	una
modalidad	de	firma	digital	para	enviar	o	recibir	documentos	electrónicos.
No	repudio.-	Es	 la	 imposibilidad	 para	 una	 persona	 de	 desdecirse	 de	 sus
actos	cuando	ha	plasmado	su	voluntad	en	un	documento	y	lo	ha	firmado	en
forma	manuscrita	o	digitalmente	con	un	certificado	emitido	por	una	Entidad
de	 Certificación	 acreditada	 en	 cooperación	 de	 una	 Entidad	 de	 Registro	 o
Verificación	acreditada,	salvo	que	la	misma	entidad	tenga	ambas	calidades,
empleando	 un	 software	 de	 firmas	 digitales	 acreditado,	 y	 siempre	 que
cumpla	con	lo	previsto	en	la	legislación	civil.
En	el	ámbito	del	artículo	2	de	 la	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales,	el
no	repudio	hace	referencia	a	 la	vinculación	de	un	individuo	(o	 institución)
con	 el	 documento	 electrónico,	 de	 tal	 manera	 que	 no	 puede	 negar	 su
vinculación	con	él	ni	 reclamar	supuestas	modificaciones	de	 tal	documento
(falsificación).
Nombre	 Diferenciado	 (X.501).-	 Es	 un	 sistema	 estándar	 diseñado	 para
consignar	 en	 el	 campo	 sujeto	 de	 un	 certificado	 digital	 los	 datos	 de
identificación	del	titular	del	certificado,	de	manera	que	éstos	se	asocien	de
forma	 inequívoca	 con	 ese	 titular	 dentro	 del	 conjunto	 de	 todos	 los
certificados	en	vigor	que	ha	emitido	la	Entidad	de	Certificación.	En	inglés	se
denomina	“Distinguished	Name”.
Norma	 Marco	 sobre	 Privacidad.-	 Es	 la	 norma	 basada	 en	 la	 normativa
aprobada	en	la	16	Reunión	Ministerial	del	APEC,	que	fuera	llevada	a	cabo	en
Santiago	 de	 Chile	 el	 17	 y	 18	 de	 noviembre	 de	 2004,	 la	 cual	 forma	 parte
integrante	 de	 las	 Guías	 de	 Acreditación	 aprobadas	 por	 la	 Autoridad
Administrativa	Competente.
Notificación	 electrónica	 personal.-	 En	 virtud	 del	 principio	 de
equivalencia	 funcional,	 la	 notificación	 electrónica	 personal	 de	 los	 actos
administrativos	 se	 realizará	 en	 el	 domicilio	 electrónico	 o	 en	 la	 dirección
oficial	 de	 correo	 electrónico	 de	 las	 personas	 por	 cualquier	 medio
electrónico,	siempre	que	permita	confirmar	la	recepción,	integridad,	fecha	y
hora	 en	 que	 se	 produce.	 Si	 la	 notificación	 fuera	 recibida	 en	 día	 u	 hora
inhábil,	ésta	surtirá	efectos	al	primer	día	hábil	siguiente	a	dicha	recepción.
Par	de	claves.-	En	un	 sistema	de	 criptografía	 asimétrica	 comprende	una
clave	 privada	 y	 su	 correspondiente	 clave	 pública,	 ambas	 asociadas
matemáticamente.
Políticas	de	Certificación.-	Documento	 oficialmente	 presentado	por	 una
entidad	 de	 certificación	 a	 la	 Autoridad	 Administrativa	 Competente,
mediante	 el	 cual	 establece,	 entre	 otras	 cosas,	 los	 tipos	 de	 certificados
digitales	 que	 podrán	 ser	 emitidos,	 cómo	 se	 deben	 emitir	 y	 gestionar	 los
certificados,	y	los	respectivos	derechos	y	responsabilidades	de	las	Entidades
de	Certificación.	Para	el	caso	de	una	Entidad	de	Certificación	Raíz,	la	Política
de	 Certificación	 incluye	 las	 directrices	 para	 la	 gestión	 del	 Sistema	 de
Certificación	de	las	Entidades	de	Certificación	vinculadas.
Práctica.-	Es	 el	modo	 o	método	 que	 particularmente	 observa	 alguien	 en
sus	operaciones.
Prácticas	 de	 Certificación.-	 Son	 las	 prácticas	 utilizadas	 para	 aplicar	 las
directrices	 de	 la	 política	 establecida	 en	 la	 Política	 de	 Certificación
respectiva.
Prácticas	específicas	de	Certificación.-	Son	 las	prácticas	que	completan
todos	 los	 aspectos	 específicos	 para	 un	 tipo	 de	 certificado	 que	 no	 están
definidos	en	la	Declaración	de	Prácticas	de	Certificación	respectiva.
Prácticas	de	Registro	o	Verificación.-	Son	las	prácticas	que	establecen	las
actividades	y	requerimientos	de	seguridad	y	privacidad	correspondientes	al
Sistema	de	Registro	o	Verificación	de	una	Entidad	de	Registro	o	Verificación.
Prestador	 de	 Servicios	 de	 Certificación.-	 Es	 toda	 entidad	 pública	 o
privada	que	indistintamente	brinda	servicios	en	la	modalidad	de	Entidad	de
Certificación,	Entidad	de	Registro	o	Verificación	o	Prestador	de	Servicios	de
Valor	Añadido.
Prestador	 de	 Servicios	 de	 Valor	 Añadido.-	 Es	 la	 entidad	 pública	 o
privada	 que	 brinda	 servicios	 que	 incluyen	 la	 firma	 digital	 y	 el	 uso	 de	 los
certificados	digitales.	El	presente	Reglamento	presenta	dos	modalidades:
a.	 Prestadores	de	 Servicio	de	Valor	Añadido	que	 realizan	procedimientos
sin	 firma	digital	de	usuarios	 finales,	 los	cuales	se	caracterizan	por	brindar
servicios	 de	 valor	 añadido,	 como	 Sellado	 de	 Tiempo	 que	 no	 requieren	 en
ninguna	etapa	de	la	firma	digital	del	usuario	final	en	documento	alguno.
b.	Prestadores	de	Servicio	de	Valor	Añadido	que	 realizan	procedimientos
con	firma	digital	de	usuarios	finales,	 los	cuales	se	caracterizan	por	brindar
servicios	de	valor	 añadido	 como	el	 sistema	de	 intermediación	electrónico,
en	donde	se	requiere	en	determinada	etapa	de	operación	del	procedimiento
la	firma	digital	por	parte	del	usuario	final	en	algún	tipo	de	documento.
Prestador	de	Servicios	de	Valor	Añadido	para	el	Estado	Peruano.-	Es	la
Entidad	pública	que	brinda	servicios	de	valor	añadido,	con	el	fin	de	permitir
la	 realización	 de	 las	 transacciones	 públicas	 de	 los	 ciudadanos	 a	 través	 de
medios	 electrónicos	 que	 garantizan	 la	 integridad	 y	 el	 no	 repudio	 de	 la
información	 (Sistema	 de	 Intermediación	 Digital)	 y/o	 registran	 la	 fecha	 y
hora	cierta	(Sello	de	Tiempo).
Reconocimiento	de	Servicios	de	Certificación	Prestados	en	el	Extranjero.-
Es	 el	 proceso	 a	 través	 del	 cual	 la	 Autoridad	 Administrativa	 Competente,
acredita,	 equipara	 y	 reconoce	oficialmente	 a	 las	 entidades	de	 certificación
extranjeras.
Registro.-	En	términos	informáticos,	es	un	conjunto	de	datos	relacionados
entre	sí,	que	constituyen	una	unidad	de	información	en	una	base	de	datos.
Reglamento.-	El	presente	documento,	denominado	Reglamento	de	 la	Ley
Nº	27269	-	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales,	modificada	por	la	Ley	Nº
27310.
Servicio	 de	 Valor	 Añadido.-	 Son	 los	 servicios	 complementarios	 de	 la
firma	digital	brindados	dentro	o	fuera	de	la	Infraestructura	Oficial	de	Firma
Electrónica	 que	 permiten	 grabar,	 almacenar,	 conservar	 cualquier
información	 remitida	 por	 medios	 electrónicos	 que	 certifican	 los	 datos	 de
envío	y	recepción,	su	fecha	y	hora,	el	no	repudio	en	origen	y	de	recepción.	El
servicio	 de	 intermediación	 electrónico	 dentro	 de	 la	 Infraestructura	Oficial
de	Firma	Electrónica	es	brindado	por	persona	natural	o	jurídica	acreditada
ante	la	Autoridad	Administrativa	Competente.
Servicio	OCSP	(Protocolo	del	estado	en	 línea	del	 certificado,	por	sus
siglas	en	inglés).-	Es	el	servicio	que	permite	utilizar	un	protocolo	estándar
para	 realizar	 consultas	 en	 línea	 (on	 line)	 al	 servidor	 de	 la	 Autoridad	 de
Certificación	sobre	el	estado	de	un	certificado.
Sistema	de	 Intermediación	Digital.-	 Es	 el	 sistema	WEB	 que	 permite	 la
transmisión	y	almacenamiento	de	información,	garantizando	el	no	repudio,
confidencialidad	 e	 integridad	 de	 las	 transacciones	 a	 través	 del	 uso	 de
componentes	de	firma	digital,	autenticación	y	canales	seguros.
Sistema	de	Intermediación	Electrónico.-	Es	el	sistema	WEB	que	permite
la	 transmisión	 y	 almacenamiento	 de	 información,	 garantizando	 el	 no
repudio,	confidencialidad	e	integridad	de	las	transacciones	a	través	del	uso
de	componentes	de	firma	electrónica,	autenticación	y	canales	seguros.
Sistema	WEB	(“World	Wide	Web”).-	Sistema	de	documentos	electrónicos
enlazados	y	accesibles	a	través	de	Internet.	Mediante	un	navegador	Web,	un
usuario	visualiza	páginas	Web	que	pueden	contener	texto,	imágenes,	vídeos
u	 otros	 contenidos	 multimedia,	 y	 navega	 a	 través	 de	 ellas	 usando
hiperenlaces.
Suscriptor.-	Es	la	persona	natural	responsable	de	la	generación	y	uso	de	la
clave	privada,	a	quien	se	le	vincula	de	manera	exclusiva	con	un	documento
electrónico	firmado	digitalmente	utilizando	su	clave	privada.	En	el	caso	que
el	titular	del	certificado	digital	sea	una	persona	natural,	sobre	ella	recaerá	la
responsabilidad	 de	 suscriptor.	 En	 el	 caso	 que	 una	 persona	 jurídica	 sea	 el
titular	 de	 un	 certificado	 digital,	 la	 responsabilidad	 de	 suscriptor	 recaerá
sobre	 el	 representante	 legal	 designado	 por	 esta	 entidad.	 Si	 el	 certificado
está	 designado	 para	 ser	 usado	 por	 un	 agente	 automatizado,	 la	 titularidad
del	 certificado	 y	 de	 las	 firmas	 digitales	 generadas	 a	 partir	 de	 dicho
certificado	 corresponderán	 a	 la	 persona	 jurídica.	 La	 atribución	 de
responsabilidad	 de	 suscriptor,	 para	 tales	 efectos,	 corresponde	 a	 la	misma
persona	jurídica.
Tercero	que	confía	o	tercer	usuario.-	Se	refiere	a	las	personas	naturales,
equipos,	 servicios	 o	 cualquier	 otro	 ente	 que	 actúa	 basado	 en	 la	 confianza
sobre	la	validez	de	un	certificado	y/o	verifica	alguna	firma	digital	en	la	que
se	utilizó	dicho	certificado.
Titular.-	Es	la	persona	natural	o	jurídica	a	quien	se	le	atribuye	de	manera
exclusiva	un	certificado	digital.
Usabilidad.-	En	el	contexto	de	la	certificación	digital,	el	término	Usabilidad
se	 aplica	 a	 todos	 los	 documentos,	 información	 y	 sistemas	 de	 ayuda
necesarios	que	deben	ponerse	a	disposición	de	los	usuarios	para	asegurar	la
aceptación	 y	 comprensión	 de	 las	 tecnologías,	 aplicaciones	 informáticas,
sistemas	y	 servicios	de	 certificación	digital	de	manera	efectiva,	 eficiente	y
satisfactoria.
Usuario	final.-	En	líneas	generales,	es	toda	persona	que	solicita	cualquier
tipo	 de	 servicio	 por	 parte	 de	 un	 Prestador	 de	 Servicios	 de	 Certificación
Digital	acreditado.
Voto	 electrónico.-	 Sistema	 de	 votación	 que	 utiliza	 una	 combinación	 de
procedimientos,	 componentes	 de	 hardware	 y	 software,	 y	 red	 de
comunicaciones	 que	 permiten	 automatizar	 los	 procesos	 de	 identificación
del	 elector,	 emisión	 del	 voto,	 conteo	 de	 votos,	 emisión	 de	 reportes	 y/o
presentación	 de	 resultados	 de	 un	 proceso	 electoral,	 referéndum	 y	 otras
consultas	populares.	El	voto	electrónico	se	puede	clasificar	en:
a)	 Presencial:	 cuando	 los	 procesos	 de	 votación	 se	 dan	 en	 ambientes	 o
lugares	debidamente	supervisados	por	las	autoridades	electorales;	y
b)	 No	 presencial:	 cuando	 los	 procesos	 de	 identificación	 del	 elector	 y
emisión	 del	 voto	 se	 dan	 desde	 cualquier	 ubicación	 geográfica	 o	 ambiente
que	el	elector	elija	y	disponga	de	los	accesos	apropiados.
WebTrust.-	Certificación	otorgada	a	prestadores	de	servicios	de
certificación	digital	-	PSC,	específicamente	a	las	Entidades	Certificadoras	-
EC,	que	de	manera	consistente	cumplen	con	estándares	establecidos	por	el
Instituto	Canadiense	de	Contadores	Colegiados	(CICA	por	sus	siglas	en
inglés	-	ver	Cica.ca)	y	el	Instituto	Americano	de	Contadores	Públicos
Colegiados	(AICPA).	Los	estándares	mencionados	se	refieren	a	áreas	como
privacidad,	seguridad,	integridad	de	las	transacciones,	disponibilidad,
confidencialidad	y	no	repudio.
Regl.	Ley	de	Firmas	y	Certificados	Digitales.
Única	Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—Incoporado.	D.	 S.	 105-
2012-PCM,	Art.	2°.	Certificado	de	firmas	digitales	para	la	utilización	de
servicios	 de	 gobierno	 electrónico.	 Para	 la	 utilización	 electrónica	 de
servicios	 brindados	 por	 el	 Estado	 en	 los	 que	 la	 entidad	 pública	 requiera
firma	 digital,	 excepcionalmente,	 en	 tanto	 no	 se	 haya	 acreditado	 ante	 el
Indecopi	o	no	cuente	con	reconocimiento	oficial	del	Indecopi,	al	menos	una
entidad	 prestadora	 de	 servicios	 de	 certificación,	 las	 personas	 naturales
podrán	 utilizar	 certificados	 digitales	 de	 proveedores	 que	 cuenten	 con	 la
certificación	internacional	Web	Trust.
Las	 personas	 jurídicas	 privadas,	 excepcionalmente,	 en	 tanto	 no	 se	 haya
acreditado	 ante	 el	 Indecopi	 o	 no	 cuente	 con	 reconocimiento	 oficial	 del
Indecopi,	 al	 menos	 una	 entidad	 privada	 prestadora	 de	 servicios	 de
certificación,	 solamente	 podrán	 utilizar	 certificados	 digitales	 de
proveedores	 privados	 que	 cuenten	 con	 la	 certificación	 internacional	Web
Trust.
En	 cualquiera	 de	 los	 supuestos	 indicados	 en	 los	 párrafos	 anteriores,	 el
proveedor	deberá	identificar	a	los	titulares	y/o	suscriptores	del	certificado
digital	 mediante	 el	 levantamiento	 de	 datos	 y	 la	 comprobación	 de	 la
información	brindada	por	aquél.
El	uso	de	los	certificados	digitales	referidos	en	los	anteriores	párrafos	en
cualquier	procedimiento,	trámite	o	transacción	con	la	administración
pública	generará,	para	los	documentos	electrónicos	soportados	en	ellos,	las
presunciones	legales	del	artículo	8°	así	como	los	efectos	jurídicos	que
corresponde	para	los	fines	de	los	artículos	3°,	4°	y	43	del	presente
reglamento.
Ley	27269.
Tercera	 Disposición	 Complementaria,	 Transitoria	 y	 Final.—La	 autoridad
competente	 podrá	 aprobar	 la	 utilización	 de	 otras	 tecnologías	 de	 firmas
electrónicas	 siempre	 que	 cumplan	 con	 los	 requisitos	 establecidos	 en	 la
presente	ley,	debiendo	establecer	el	reglamento	las	disposiciones	que	sean
necesarias	para	su	adecuación.
CENTRALES	PRIVADAS	DE
INFORMACIÓN	DE	RIESGOS	Y	DE
PROTECCIÓN	AL	TÍTULAR	DE	LA
INFORMACIÓN
TÍTULO	PRIMERO
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	27489.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 La	 presente	 ley	 tiene	 por	 objeto	 regular	 el
suministro	 de	 información	 de	 riesgos	 en	 el	 mercado,	 garantizando	 el
respeto	 a	 los	 derechos	 de	 los	 titulares	 de	 la	 misma,	 reconocidos	 por	 la
Constitución	 Política	 del	 Perú	 y	 la	 legislación	 vigente,	 promoviendo	 la
veracidad,	confidencialidad	y	uso	apropiado	de	dicha	información.
Ley	27489.
ART.	2°.—Definiciones.	Para	los	efectos	de	esta	ley,	se	entiende	por:
a)	 Centrales	 privadas	 de	 información	 de	 riesgos	 (Cepirs).-	 Las	 empresas
que	 en	 locales	 abiertos	 al	 público	 y	 en	 forma	habitual	 recolecten	 y	 traten
información	de	riesgos	relacionada	con	personas	naturales	o	 jurídicas,	con
el	 propósito	 de	 difundir	 por	 cualquier	 medio	 mecánico	 o	 electrónico,	 de
manera	 gratuita	 u	 onerosa,	 reportes	 de	 crédito	 acerca	 de	 éstas.	 No	 se
consideran	 Cepirs,	 para	 efectos	 de	 la	 presente	 ley,	 a	 las	 entidades	 de	 la
administración	pública	que	 tengan	a	 su	 cargo	 registros	o	bancos	de	datos
que	 almacenen	 información	 con	 el	 propósito	 de	 darle	 publicidad	 con
carácter	 general,	 sin	 importar	 la	 forma	 como	 se	 haga	 pública	 dicha
información.
b)	 Información	 de	 riesgos.-	 Información	 relacionada	 a	 obligaciones	 o
antecedentes	financieros,	comerciales,	 tributarios,	 laborales,	de	seguros	de
una	persona	natural	o	jurídica	que	permita	evaluar	su	solvencia	económica
vinculada	principalmente	a	su	capacidad	y	trayectoria	de	endeudamiento	y
pago.
c)	 Información	sensible.-	 Información	referida	a	 las	características	 físicas,
morales	o	emocionales	de	una	persona	natural,	o	a	hechos	o	circunstancias
de	 su	 vida	 afectiva	 o	 familiar,	 tales	 como	 los	 hábitos	 personales,	 las
ideologías	y	opiniones	políticas,	 las	creencias	o	convicciones	religiosas,	 los
estados	 de	 salud	 físicos	 o	 psíquicos	 y	 la	 vida	 sexual	 u	 otras	 análogas	 que
afecten	su	 intimidad	y	todo	 lo	referido	en	 la	Constitución	Política	del	Perú
en	su	artículo	2°	inciso	6).
d)	 Titular	 de	 la	 información.-	 La	 persona	 natural	 o	 jurídica	 a	 la	 que	 se
refiere	la	información	de	riesgos.
e)	 Reporte	 de	 crédito.-	 Toda	 comunicación	 escrita	 o	 contenida	 en	 algún
medio	proporcionada	por	una	Cepir	con	 información	de	riesgos	referida	a
una	persona	natural	o	jurídica,	identificada.
f)	Banco	de	datos.-	Conjunto	de	información	de	riesgos	administrados	por
las	Cepirs,	cualquiera	sea	la	forma	o	modalidad	de	su	creación,	organización,
almacenamiento,	 sistematización	 y	 acceso,	 que	 permita	 relacionar	 la
información	entre	sí,	así	como	procesarla	con	el	propósito	de	transmitirla	a
terceros.
g)	Recolección	de	información.-	Toda	operación	o	conjunto	de	operaciones
o	procedimiento	técnico	que	permitan	a	las	Cepirs	obtener	información.
h)	Fuentes	de	acceso	público.-	Información	que	se	encuentra	a	disposición
del	público	en	general	o	de	acceso	no	restringido,	no	impedida	por	cualquier
norma	limitativa,	que	está	recogida	en	medios	tales	como	censos,	anuarios,
bases	de	datos	o	registros	públicos,	repertorios	de	jurisprudencia,	archivos
de	prensa,	guías	telefónicas	u	otros	medios	análogos;	así	como	las	listas	de
personas	pertenecientes	a	grupos	profesionales	que	contengan	únicamente
los	 nombres,	 títulos,	 profesión,	 actividad,	 grados	 académicos,	 dirección	 e
indicación	de	su	pertenencia	al	grupo.
i)	Tratamiento	de	información.-	Toda	operación	o	conjunto	de	operaciones
o	procedimiento	técnico,	de	carácter	automatizado	o	no,	que	permitan	a	las
Cepirs	 acopiar,	 almacenar,	 actualizar,	 grabar,	 organizar,	 sistematizar,
elaborar,	 seleccionar,	 confrontar,	 interconectar,	 disociar,	 cancelar	 y,	 en
general,	utilizar	información	de	riesgos	para	ser	difundida	en	un	reporte	de
crédito.
j)	Difusión	de	 información.-	 Toda	 operación	o	 conjunto	de	 operaciones	 o
procedimientos	técnicos,	de	carácter	automatizado	o	no,	que	permitan	a	las
Cepirs	comunicar,	ceder,	transmitir,	dar	acceso	o	poner	en	conocimiento	de
terceros	 la	 información	 de	 riesgos	 contenida	 en	 sus	 bancos	 de	 datos.	 La
información	de	fuente	Registros	Públicos	deberá	indicar	obligatoriamente	la
fecha	y	hora	de	la	obtención	de	la	información	y	si	ésta	es	sólo	informativa.
Ley	27489.
ART.	3°.—Ámbito	de	aplicación.	Están	sujetas	a	la	presente	ley	todas	las
Cepirs	que	realicen	actividades	o	presten	servicios	en	el	territorio	nacional.
TÍTULO	SEGUNDO
DE	LAS	CENTRALES	PRIVADAS	DE	INFORMACIÓN	DE	RIESGOS
Ley	27489.
ART.	 4°.—Modificado.	 Ley	 27863.	 Art.	 1°.	 Organización.	 Las	 Cepirs
pueden	constituirse	bajo	cualquiera	de	las	formas	permitidas	por	la	ley.
Ley	27489.
ART.	5°.—Características.	Las	Cepirs	 deberán	 contar,	 como	mínimo,	 con
las	siguientes	características	de	organización	y	funcionamiento:
a)	 Infraestructura	 informática	 adecuada	para	 el	 debido	 tratamiento	de	 la
información	recolectada;
b)	Procedimientos	internos	para	una	eficiente,	efectiva	y	oportuna	atención
de	consultas,	quejas	y	reclamos,	cuando	sea	el	caso;	y,
c)	Controles	 internos	que	proporcionen	seguridad	en	el	desarrollo	de	sus
actividades,	 así	 como	 procedimientos	 de	 validez	 de	 la	 información
procesada.
Ley	27489.
ART.	6°.—Impedimentos.	 Están	 impedidos	 de	 ser	 directores,	 gerentes	 o
funcionarios	que	tengan	capacidad	de	decisión	dentro	de	las	Cepirs:
a)	Los	impedidos	para	ser	directores	y	gerentes	de	conformidad	con	la	Ley
General	de	Sociedades;
b)	Los	condenados	por	delitos	dolosos;
c)	Los	declarados	en	proceso	de	insolvencia,	mientras	dure	éste;
d)	Los	que	registren	protestos	de	documentos	en	los	últimos	cinco	años;
e)	Los	que,	directa	o	indirectamente,	tengan	créditos	vencidos	por	más	de
ciento	veinte	(120)	días,	o	que	hayan	ingresado	a	cobranza	judicial;	y,
f)	Los	que	sean	titulares,	socios	o	accionistas	de	empresas	vinculadas,	a	las
que	se	refiere	el	 literal	b)	del	artículo	54	de	la	Ley	del	Impuesto	General	a
las	Ventas	e	 Impuesto	Selectivo	al	Consumo,	que	 tengan	créditos	vencidos
por	 más	 de	 ciento	 veinte	 (120)	 días,	 o	 que	 hayan	 ingresado	 a	 cobranza
judicial.
TÍTULO	TERCERO
DE	LA	RECOLECCIÓN,	TRATAMIENTO,	DIFUSIÓN	Y	SEGURIDAD
DE	LA	INFORMACIÓN	DE	RIESGOS
Ley	27489.
ART.	7°.—Fuentes	de	información.
7.1.	 Modificado.	 Ley	 27863.	 Art.	 1°.	 Las	 Cepirs	 podrán	 recolectar
información	de	riesgos	para	sus	bancos	de	datos	tanto	de	fuentes	públicas
como	de	 fuentes	privadas,	 sin	necesidad	de	contar	 con	 la	autorización	del
titular	de	la	información,	entendiéndose	que	la	base	de	datos	se	conformará
con	toda	la	información	de	riesgo.
7.2.	Las	Cepirs	podrán	adquirir	información	de	las	fuentes	mencionadas	en
el	 párrafo	 precedente	 mediante	 la	 celebración	 de	 contratos	 privados
directamente	 con	 la	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 tenga	 o	 haya	 tenido
relaciones	 civiles,	 comerciales,	 administrativas,	 bancarias,	 laborales	 o	 de
índole	 análoga	 con	 el	 titular	 de	 la	 información,	 siempre	 y	 cuando	 ésta	 se
refiera	a	 los	actos,	situaciones,	hechos,	derechos	y	obligaciones	materia	de
tales	 relaciones	 o	 derivadas	 de	 éstas	 y	 que	 no	 constituyan	 violación	 del
secreto	profesional.
7.3.	 Igualmente	 podrán	 celebrar	 contratos	 privados	 directamente	 con	 las
entidades	 de	 la	 administración	 pública	 que	 recolecten	 o	 utilicen
información	 de	 riesgos	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 y	 competencias
legalmente	 establecidas,	 salvo	 que	 tal	 información	 haya	 sido	 declarada	 o
constituya	un	secreto	comercial	o	industrial.
Ley	27489.
ART.	 8°.—Información	 suministrada	 por	 los	 titulares.	 Las	 Cepirs
podrán	 recolectar	 información	 de	 riesgos	 directamente	 de	 los	 titulares,
debiendo	 previamente	 informarles	 a	 éstos	 de	 modo	 expreso,	 preciso	 e
inequívoco	lo	siguiente:
a)	 La	 existencia	 del	 banco	 de	 datos,	 la	 finalidad	 de	 la	 recolección	 de	 la
información	y	los	potenciales	destinatarios	de	ésta;
b)	La	identidad	y	dirección	de	la	Cepir	que	recolecta	la	información;
c)	 El	 carácter	 facultativo	 de	 sus	 respuestas	 a	 las	 preguntas	 que	 le	 sean
planteadas;
d)	Las	posibles	consecuencias	de	la	obtención	de	la	información;	y,
e)	 El	 alcance	 de	 los	 derechos	 desarrollados	 en	 el	 Título	 Cuarto	 de	 la
presente	ley,	así	como	de	los	procedimientos	para	hacerlos	valer.
Cuando	 en	 la	 recolección	 de	 información	 se	 utilicen	 cuestionarios	 o
cualquier	 otro	 medio	 impreso,	 se	 deberá	 entregar	 al	 titular	 de	 la
información	 una	 copia	 de	 éstos	 en	 la	 que	 deberá	 figurar	 en	 forma
claramente	legible	las	indicaciones	señaladas	en	los	incisos	precedentes.	La
carga	 probatoria	 de	 haber	 brindado	 la	 información	 antes	 detallada
corresponde	a	las	Cepirs.
Ley	27489.
ART.	 9°.—Lineamientos	 generales	 de	 recolección	 y	 tratamiento	 de
información.	Para	la	recolección	y	tratamiento	de	la	información	de	riesgos
a	 su	 cargo	 las	 Cepirs	 deberán	 observar	 los	 siguientes	 lineamientos
generales:
a)	 La	 recolección	 de	 información	 no	 podrá	 efectuarse	 por	 medios
fraudulentos	o	ilícitos;
b)	 La	 información	 recolectada	 sólo	 podrá	 ser	 utilizada	 para	 los	 fines
señalados	en	la	presente	ley;
c)	Modificado.	Ley	27863.	Art.	1°.	La	información	que	deberá	constar	en
los	 reportes	 informativos	 será	 lícita,	 exacta	 y	 veraz,	 de	 forma	 tal	 que
responda	 a	 la	 situación	 real	 del	 titular	 de	 la	 información	 en	 determinado
momento.	Si	la	información	resulta	ser	ilícita,	inexacta	o	errónea,	en	todo	o
en	parte,	deberán	adoptarse	las	medidas	correctivas,	según	sea	el	caso,	por
parte	 de	 las	 Cepirs,	 sin	 perjuicio	 de	 los	 derechos	 que	 corresponden	 a	 los
titulares	de	dicha	información.
A	efectos	de	determinar	el	momento	se	deberá,	en	cada	reporte,	señalar	la
fecha	del	informe.
Cuando	las	Cepirs	reciban	de	sus	fuentes	información	conteniendo	la	fecha
de	extinción	de	 la	obligación,	 la	naturaleza	de	 la	misma,	 la	 tasa	de	 interés
efectiva,	 los	 otros	 conceptos	 cobrados	 y	 la	 entidad	 acreedora,	 deberán
incluir	expresamente	dicha	información	en	sus	reportes;	y,
d)	 Modificado.	 Ley	 27863.	 Art.	 1°.	 La	 información	 será	 conservada
durante	el	plazo	 legal	establecido	en	 la	presente	 ley	o	en	su	defecto,	hasta
que	se	produzca	su	cancelación	conforme	a	 lo	prescrito	en	el	 inciso	b)	del
artículo	13	de	la	presente	ley.
Ley	27489.
ART.	 10.—Modificado.	 Ley	 27863.	 Art.	 1°.	 Información	 excluida.	 Las
Cepirs	 no	 podrán	 contener	 en	 sus	 bancos	 de	 datos	 ni	 difundir	 en	 sus
reportes	de	crédito	la	siguiente	información:
a)	Información	sensible;
b)	Información	que	viole	el	secreto	bancario	o	la	reserva	tributaria;
c)	Información	ilegal,	inexacta	o	errónea;
d)	 Información	 referida	 al	 incumplimiento	 de	 obligaciones	 de	 naturaleza
civil,	 comercial	 o	 tributaria,	 cuando	 (i)	 la	 obligación	 se	 haya	 extinguido	 y
hayan	 transcurrido	 dos	 (2)	 años	 desde	 su	 extinción;	 o	 (ii)	 cinco	 (5)	 años
desde	 el	 vencimiento	 de	 la	 obligación.	 Estos	 plazos	 no	 rigen	 si	 el	 titular
ejerce	el	derecho	de	cancelación	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	inciso	b)
del	artículo	13	de	la	presente	ley.
El	caso	de	los	protestos	se	regirá	por	la	Ley	de	Títulos	Valores.
e)	 Información	 referida	 a	 sanciones	 exigibles	 de	 naturaleza	 tributaria,
administrativa	u	otras	análogas	de	contenido	económico,	cuando	(i)	hayan
transcurrido	 dos	 (2)	 años	 desde	 que	 se	 ejecutó	 la	 sanción	 impuesta	 al
infractor	o	se	extinguió	por	cualquier	otro	medio	legal,	y	(ii)	cinco	(5)	años
desde	que	se	impuso	la	sanción.
f)	Informaciones	referidas	al	incumplimiento	de	otras	obligaciones	que	no
sean	 comerciales,	 civiles,	 tributarias,	 laborales	 o	 de	 seguros.
Excepcionalmente,	 las	 Cepirs	 sólo	 podrán	 contener	 en	 su	 banco	 de	 datos
obligaciones	referidas	a	servicios	públicos	cuando	se	haya	dejado	de	pagar
dichos	 servicios	 por	 el	 titular	 de	 la	 información	 durante	 seis	 (6)	 meses
continuos.
g)	 Información	 referida	 a	 la	 insolvencia	 o	 quiebra	 del	 titular	 de	 la
información,	cuando	hayan	transcurrido	dos	(2)	años	desde	que	se	levantó
el	estado	de	insolvencia	o	cinco	(5)	años	desde	que	se	declaró	la	quiebra;	o,
h)	Cualquier	otra	información	excluida	por	ley.
Ley	27489.
ART.	 11.—Difusión	 de	 información	 de	 riesgos.	 Las	 Cepirs	 podrán
difundir	 a	 terceras	 personas,	 de	 manera	 onerosa	 o	 a	 título	 gratuito,	 la
información	 de	 riesgos	 que	 contengan	 en	 sus	 bancos	 de	 datos.	 Para	 tales
efectos,	 las	 Cepirs	 podrán	 implementar	 en	 la	 forma	 que	 estimen
conveniente	 procedimientos	 automatizados	 para	 la	 transmisión,
comunicación	o	acceso	de	datos	a	terceros,	así	como	el	registro	obligatorio
de	 éstos	 bajo	 responsabilidad,	 debiendo	 cautelar	 los	 derechos	 de	 los
titulares	de	la	información.
Las	 Cepirs	 difunden	 la	 información	 de	 riesgo,	 luego	 de	 identificar	 con
medios	apropiados	al	solicitante	de	la	información.
Ley	27489.
ART.	12.—Deber	de	seguridad.	Las	Cepirs	deberán	 adoptar	 las	medidas
de	índole	técnica	y	administrativa	destinadas	a	garantizar	la	seguridad	de	la
información	que	manejen,	a	fin	de	evitar	su	alteración,	pérdida,	tratamiento
o	acceso	autorizado.
TÍTULO	CUARTO
DE	LA	DEFENSA	DE	LOS	TÍTULARES	DE	LA	INFORMACIÓN	EN
GENERAL
Subtítulo	Primero
De	los	derechos	de	los	titulares	de	la	información
Ley	27489.
ART.	13.—Modificado.	Ley	27863.	Art.	1°.	Derechos	de	los	titulares.	De
manera	 enunciativa,	 mas	 no	 limitativa,	 los	 titulares	 de	 la	 información
registrada	 en	 los	 bancos	 de	 datos	 administrados	 por	 las	 Cepirs	 tienen	 los
siguientes	derechos:
a)	El	derecho	de	acceso	a	 la	 información	referida	a	uno	mismo	registrada
en	tales	bancos;
b)	 El	 derecho	 de	 modificación	 y	 el	 derecho	 de	 cancelación	 de	 la
información	 referida	 a	uno	mismo,	 registrada	 en	 tales	bancos	y	que	 fuese
ilegal,	inexacta,	errónea	o	caduca;
c)	El	derecho	de	rectificación	de	la	información	referida	a	uno	mismo	que
haya	sido	difundida	por	las	Cepirs	y	que	resulte	ser	ilegal,	inexacta,	errónea
o	caduca;
d)	 El	 derecho	 de	 actualización	 de	 la	 información	 referida	 a	 uno	 mismo,
registrada	 en	 los	bancos	de	datos,	 que	no	haya	 incluido	pagos	parciales	 o
totales,	siempre	que	hubiesen	vencido	los	plazos	establecidos	en	los	incisos
15.7	y	15.8	del	artículo	15	de	la	presente	ley.
Ley	27489.
ART.	 14.—Derecho	 de	 acceso.	 Los	 titulares	 podrán	 acceder,	 una	 vez	 al
año	 o	 cuando	 la	 información	 contenida	 en	 los	 bancos	 de	 datos	 haya	 sido
objeto	 de	 rectificación,	 a	 la	 información	 crediticia	 que	 les	 concierne	 que
estuviese	 registrada	 en	 los	 bancos	 de	 datos	 administrados	 por	 las	 Cepirs.
Esta	 información	 será	 acompañada	 de	 una	 reseña	 explicativa	 de	 los
derechos	 desarrollados	 en	 el	 presente	 título,	 así	 como	 de	 los
procedimientos	para	hacerlos	valer.	La	información	podrá	ser	obtenida	por
el	titular	de	la	información:
a)	De	forma	gratuita,	mediante	la	visualización	en	pantalla	de	los	datos	o;
b)	Mediante	el	pago	de	una	suma	de	dinero,	que	no	excederá	de	los	costos
necesarios	 para	 la	 emisión	 del	 documento	 correspondiente,	 mediante	 un
escrito,	copia	o	fotocopia,	en	forma	legible	e	inteligible,	sin	utilizar	claves	o
códigos	 que	 requieran	 de	 dispositivos	 mecánicos	 para	 su	 adecuada
comprensión.
La	información	a	que	se	refiere	este	artículo	incluirá,	a	solicitud	del	titular,
la	identidad	de	las	fuentes	de	información	registrada	en	los	bancos	de	datos,
con	excepción	de	 las	 fuentes	de	acceso	público	y	 la	 identidad	de	 todas	 las
personas	 que	 obtuvieron	 un	 reporte	 de	 crédito	 sobre	 el	 titular	 en	 los
últimos	doce	meses,	así	como	la	fecha	en	que	se	emitieron	tales	reportes.
Ley	27489.
ART.	15.—Modificado.	 Ley	27863.	Art.	 2°.	Derecho	de	modificación	 y
derecho	de	cancelación.
15.1.	En	caso	de	considerar	que	la	información	contenida	en	los	bancos	de
datos	 es	 ilegal,	 inexacta,	 errónea	o	 caduca,	 el	 titular	 de	dicha	 información
podrá	solicitar	que	ésta	sea	revisada	por	cuenta	y	costo	de	las	Cepirs	y,	de
ser	el	caso,	que	se	proceda	a	su	modificación	o	cancelación.
15.2.	La	solicitud	para	la	revisión	de	la	información	deberá	ser	interpuesta
por	 escrito,	 acompañando	 los	 medios	 probatorios	 que	 acrediten	 que	 el
solicitante	es	el	titular	de	la	información.	En	dicha	solicitud	se	precisarán	los
datos	concretos	que	se	desea	revisar,	acompañando	la	documentación	que
justifique	el	pedido.
15.3.	Las	Cepirs	establecerán	los	procedimientos	internos	necesarios	para
brindar	 una	 eficiente,	 efectiva	 y	 oportuna	 atención	 a	 las	 solicitudes	 de
revisión	 presentadas,	 así	 como	 los	 mecanismos	 de	 comunicación	 y
coordinación	adecuados	con	las	fuentes	de	las	que	recolecta	la	información.
15.4.	Dentro	del	plazo	de	siete	(7)	días	naturales	desde	la	presentación	de
la	solicitud,	las	Cepirs	obligatoriamente	informarán	por	escrito	al	titular	de
la	 información	 si	 su	 pedido	 es	 procedente	 o	 si	 ha	 sido	 denegado.
Alternativamente,	 dentro	 del	 mismo	 plazo,	 las	 Cepirs	 podrán	 prorrogar,
hasta	 por	 cinco	 (5)	 días	 naturales	 adicionales,	 el	 plazo	 para	 emitir	 una
decisión	definitiva,	debiendo	para	ello,	hasta	que	 finalice	el	plazo,	difundir
que	dicha	información	es	materia	de	revisión.
15.5.	Vencidos	los	plazos	mencionados	en	el	párrafo	precedente,	el	titular
de	la	información	deberá	recibir	la	comunicación	por	escrito	que	responda
de	manera	definitiva	su	solicitud.
15.6.	Cuando	la	información	se	encuentre	desactualizada,	producto	de	la	no
inclusión	 de	 datos	 sobre	 pagos	 parciales	 o	 totales,	 la	 fuente	 que	 generó
dicha	 información,	 una	 vez	 detectado	 el	 error	 o	 la	 inexactitud,	 deberá
actualizarla	en	un	plazo	de	dos	(2)	días	hábiles,	 sin	necesidad	de	solicitud
del	titular.
15.7.	 El	 plazo	 para	 remitir	 la	 información	 a	 las	 Cepirs	 referidos	 a	 pagos
parciales	o	 totales,	por	parte	de	 las	 fuentes	de	 información,	no	deberá	ser
mayor	 al	 plazo	 utilizado	 por	 éstas	 para	 remitir	 información	 referida	 a
obligaciones	vencidas.
15.8.	 El	 plazo	 para	 actualizar	 los	 reportes	 de	 crédito,	 emitidos	 por	 las
Cepirs	 referidos	 a	 pagos	 parciales	 o	 totales	 por	 parte	 de	 las	 fuentes	 de
información,	no	deberá	ser	mayor	a	dos	(2)	días	hábiles,	contados	a	partir
del	 día	 siguiente	 de	 la	 recepción	 de	 la	 información	 proveniente	 de	 las
fuentes.
Lo	dispuesto	en	los	literales	15.7	y	15.8	no	será	de	aplicación	a	los	casos	de
protestos,	los	que	se	rigen	por	la	Ley	de	Títulos	Valores.
Ley	27489.
ART.	 16.—Derecho	 de	 rectificación.	 En	 caso	 que	 se	 verifique	 que	 la
información	contenida	en	los	bancos	de	datos	es	ilegal,	 inexacta,	errónea	o
caduca,	la	Cepir,	a	su	cuenta	y	costo,	enviará	comunicaciones	rectificatorias,
a	quienes	 les	hubiera	proporcionado	dicha	 información	en	 los	doce	meses
anteriores	a	la	fecha	en	que	se	verifique	el	problema.
Ley	27489.
ART.	17.—Tutela	jurisdiccional.
17.1.	 Los	 titulares	 de	 la	 información	 que	 no	 sean	 considerados
consumidores	 para	 efectos	 del	 Decreto	 Legislativo	 N°	 716,	 Ley	 de
Protección	 al	 Consumidor,	 podrán	 solicitar	 judicialmente	 la	 tutela	 de	 los
derechos	enunciados	en	este	subtítulo	en	la	vía	del	proceso	sumarísimo.
17.2.	Para	poder	 interponer	una	demanda	con	el	 fin	de	que	se	modifique,
cancele	 o	 rectifique	 una	 información	 de	 riesgos	 que	 se	 considere	 ilegal,
inexacta,	 errónea	 o	 caduca,	 el	 titular	 de	 dicha	 información	 deberá
previamente	obtener	un	pronunciamiento,	expreso	o	tácito,	denegando	una
solicitud	de	revisión	o	de	rectificación,	tramitada	conforme	a	lo	dispuesto	en
los	artículos	15	y	16	de	la	presente	ley.
SUBTÍTULO	SEGUNDO
De	la	responsabilidad	civil	y	penal
Ley	27489.
ART.	18.—Responsabilidad	civil	y	penal.
18.1.	 La	 responsabilidad	 civil	 de	 las	 Cepirs	 por	 los	 daños	 ocasionados	 al
titular	 por	 efecto	 del	 tratamiento	 o	 difusión	 de	 información	 será	 objetiva.
Las	 Cepirs	 podrán	 repetir	 contra	 las	 fuentes	 proveedoras	 de	 información
cuando	 el	 daño	 sea	 ocasionado	 como	 consecuencia	 del	 tratamiento	 de
información	realizada	por	éstas.
18.2.	 Igualmente	 existe	 responsabilidad	 por	 parte	 de	 los	 usuarios	 o
receptores	de	información	de	riesgos	proporcionada	por	las	Cepirs,	en	caso
de	utilización	indebida,	fraudulenta	o	de	modo	que	cause	daños	al	titular	de
la	 información,	 la	 misma	 que	 se	 determinará	 conforme	 a	 las	 normas	 de
responsabilidad	 civil	 y	 penal	 a	 que	 hubiese	 lugar.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo
anterior,	 las	 Cepirs	 podrán	 repetir	 contra	 los	 usuarios	 o	 receptores	 de
información	en	caso	de	haber	asumido	responsabilidad	frente	al	titular	de	la
información	 o	 terceros,	 en	 los	 supuestos	 antes	 indicados	 en	 que	 esté
involucrada	la	responsabilidad	de	los	usuarios	o	receptores	de	información.
TÍTULO	QUINTO
DE	LA	DEFENSA	DE	LOS	CONSUMIDORES	EN	ESPECIAL
Ley	27489.
ART.	19.—Defensa	de	los	consumidores.	Las	disposiciones	contenidas	en
el	presente	título	son	de	aplicación	a	las	disputas	que	surjan	entre	las	Cepirs
y	 los	 titulares	 de	 la	 información,	 que	 son	 considerados	 consumidores	 por
mandato	de	la	presente	ley,	para	efectos	de	la	aplicación	de	lo	dispuesto	por
el	Decreto	Legislativo	N°	716,	Ley	de	Protección	al	Consumidor.
Ley	27489.		
ART.	 20.—Modificado.	 Ley	 27863.	 Art.	 3°.	 Infracciones.	 Se	 consideran
infracciones	administrativas	a	la	presente	ley:
a)	 Negarse	 a	 facilitar	 el	 acceso	 de	 un	 consumidor	 a	 la	 información	 de
riesgos	de	la	que	es	titular;
b)	Denegar	una	solicitud	de	revisión	o	una	solicitud	de	rectificación	de	 la
información	de	riesgos	de	la	que	es	titular	un	consumidor;
c)	Negarse	a	modificar	o	a	 cancelar	 la	 información	de	un	 titular	 luego	de
que	 éste	 haya	 tenido	 un	 pronunciamiento	 favorable	 en	 un	 procedimiento
seguido	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	15	de	la	presente
ley;	o,
d)	No	actualizar	 la	 información	por	 la	no	 inclusión	de	 registros	de	pagos
totales	 o	 parciales	 a	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 15.6	 del	 artículo	 15;	 no
haberse	 remitido	 la	 información	 a	 las	 Cepirs	 en	 el	 plazo	 estipulado	 en	 el
numeral	15.7	del	artículo	15;	y,	no	actualizar	 los	reportes	de	crédito	en	el
plazo	señalado	en	el	numeral	15.8	del	artículo	15.
Las	Cepirs	son	objetivamente	responsables	por	incurrir	en	las	infracciones
antes	 tipificadas,	 sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 que	 pudiera
corresponder	 a	 las	 fuentes	 de	 las	 que	 hubieran	 recolectado	 información,
conforme	 a	 las	 disposiciones	 contenidas	 en	 el	Decreto	 Legislativo	N°	 716,
Ley	de	Protección	al	Consumidor.
Las	 Cepirs	 no	 responderán	 por	 el	 incumplimiento	 del	 plazo	 que
corresponda	a	la	fuente	de	información.
Ley	27489.
ART.	21.—Competencia	de	la	Comisión	de	Protección	al	Consumidor.
21.1.	 La	 Comisión	 de	 Protección	 al	 Consumidor	 del	 Instituto	Nacional	 de
Defensa	 de	 la	 Competencia	 y	 de	 la	 Protección	 de	 la	 Propiedad	 Intelectual
(Indecopi)	 es	 el	 órgano	 administrativo	 competente	 para	 conocer	 de	 las
infracciones	 tipificadas	 en	 el	 artículo	 precedente	 e	 imponer	 las	 sanciones
administrativas	y	las	medidas	correctivas	a	las	que	hubiere	lugar.	Para	tales
efectos,	 la	 comisión	 aplicará	 el	 procedimiento	 único	 contemplado	 en	 el
Título	V	del	Decreto	Legislativo	N°	807,	Facultades,	normas	y	organización
del	Indecopi.
21.2.	Para	presentar	una	denuncia	administrativa	por	infracción	al	artículo
20	 inciso	 b),	 el	 consumidor	 titular	 de	 la	 información	 deberá	 previamente
obtener	un	pronunciamiento	expreso	o	 tácito,	denegando	una	solicitud	de
revisión	o	rectificación,	 tramitada	conforme	a	 lo	dispuesto	en	 los	artículos
15	y	16	de	la	presente	ley.
Ley	27489.
ART.	 22.—Medidas	 correctivas.	 Sin	 perjuicio	 de	 las	 sanciones
administrativas	 a	 que	 hubiera	 lugar,	 la	 Comisión	 de	 Protección	 al
Consumidor	 impondrá	 a	 las	 Cepirs	 que	 incurran	 en	 alguna	 infracción	 a	 la
presente	ley,	las	siguientes	medidas	correctivas:
a)	La	modificación	o	cancelación	de	la	información	de	riesgos	registrada	en
sus	bancos	de	datos;	y,
b)	La	rectificación	de	 la	 información	comercial	de	riesgos	difundida	en	el
mercado,	 por	 cuenta	 y	 costo	 del	 infractor,	 en	 la	 forma	 que	 determine	 la
comisión.
Adicionalmente	 a	 las	 sanciones	 administrativas	 a	 que	 hubiera	 lugar
respecto	de	las	Cepirs,	 la	Comisión	de	Protección	al	Consumidor	impondrá
sanciones	 a	 las	 fuentes	 proveedoras	 de	 la	 información	 que	 incurran	 en
alguna	infracción	a	la	presente	ley	y	en	general	a	terceras	personas	que	han
proporcionado	 información	 de	 riesgos	 a	 las	 Cepirs	 que	 resulte	 ilegal,
inexacta,	errónea	o	caduca.
La	modificación,	actualización,	rectificación	o	cancelación	de	la	información
de	riesgos	antes	indicada	que	se	encuentre	registrada	en	sus	bases	de	datos
se	actualizará	dentro	del	día	siguiente	de	notificada	la	medida.
Ley	27489.
ART.	 23.—Ejecución	 de	 medidas	 correctivas	 a	 favor	 de	 los
consumidores.
23.1.	Las	resoluciones	finales	que	ordenen	medidas	correctivas	constituyen
títulos	de	ejecución	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	713	inciso	3)	del
Código	Procesal	Civil,	una	vez	que	queden	consentidas	o	causen	estado	en	la
vía	administrativa.
23.2.	 En	 caso	 de	 resoluciones	 finales	 que	 ordenen	medidas	 correctivas	 a
favor	 de	 consumidores	 afectados	 por	 la	 infracción	 administrativa,	 la
legitimidad	para	 obrar	 en	 los	 procesos	 civiles	 de	 ejecución	 corresponde	 a
tales	 consumidores.	 En	 los	 casos	 restantes,	 la	 legitimidad	 corresponde	 al
Indecopi.
DISPOSICIONES	FINALES
Ley	27489.
Única	 Disposición	 Complementaria	 y	 Final.—Entrada	 en	 vigencia.	 La
presente	ley	entrará	en	vigencia	a	los	treinta	(30)	días	de	su	publicación.
TRANSFORMACIÓN	Y
PARTICIPACIÓN	DE	LOS	CLUBES	DE
FÚTBOL	EN	SOCIEDADES	ANÓNIMAS
ABIERTAS
TÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	29504.
ART.	 1°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 Esta	 ley	 regula	 la	 naturaleza	 de	 los	 clubes
deportivos	de	fútbol	profesional	a	 fin	de	promover	su	gestión	en	términos
de	 transparencia	 y	 eficiencia,	 para	 hacer	 más	 competitiva	 y	 de	 alto
rendimiento	esta	disciplina	deportiva.
NOTA:	El	 04	de	marzo	del	 2012,	 el	 gobierno	promulgó	 el	Decreto	de	Urgencia	N°	010-2012,	 el
texto	completo,	de	la	norma	estuvo	vigente	solo	por	sesenta	(60)	días	calendario.
D.	S.	012-2010-ED.
ART.	1°.—Aprobación.	Apruébese	el	Reglamento	de	la	Ley	N°	29504,	Ley
que	Promueve	 la	Transformación	y	Participación	de	 los	Clubes	Deportivos
de	 Fútbol	 Profesional	 en	 Sociedades	 Anónimas	 Abiertas,	 que	 constituye
parte	integrante	del	presente	decreto	supremo,	y	se	compone	de	tres	títulos,
cuatro	capítulos	y	treinta	y	dos	artículos.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 1°.—El	Objeto.	 La	 presente	 norma	 tiene	 por	 objeto	 reglamentar	 la
Ley	N°	29504,	Ley	que	promueve	 la	 transformación	y	participación	de	 los
clubes	deportivos	de	fútbol	profesional	en	sociedades	anónimas	abiertas.
Regl.	Ley	29504.
ART.	2°.—Definiciones.	Cuando	el	reglamento	haga	referencia	a	la	ley	o	a
un	artículo	de	la	ley,	deberá	entenderse	que	se	refiere	a	la	Ley	29504.
Ley	29504.
ART.	 2°.—Clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional.	 Son	 clubes
deportivos	de	fútbol	profesional	las	organizaciones	que	tienen	como	objeto
social	 organizar,	 producir,	 comercializar	 y	 participar	 en	 espectáculos
deportivos	de	 fútbol	de	carácter	profesional	y	se	encuentran	 incorporadas
en	el	registro	a	que	se	refiere	el	artículo	4°.
Se	entiende	por	espectáculo	deportivo	de	fútbol	profesional	los	eventos	en
los	que	 los	clubes	deportivos	de	 fútbol	participan	entre	ellos	con	el	objeto
de	obtener	un	beneficio	pecuniario.
Ley	29504.
ART.	 3°.—Remuneración	 y	 contrato	 de	 los	 futbolistas	 profesionales.
Los	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional	consideran	a	sus	jugadores	y	a
su	 plantel	 deportivo	 como	 profesionales	 remunerados	 y	 se	 encuentran
sujetos	a	contratos	de	trabajo.	En	el	caso	de	los	jugadores,	estos	se	someten
a	la	ley	especial	sobre	contratación	de	jugadores	de	fútbol	profesional.
Ley	29504.
ART.	 4°.—Registro	 de	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional.	 El
Instituto	Peruano	del	Deporte	(IPD)	 lleva	un	registro	de	clubes	deportivos
de	 fútbol	 profesional	 dentro	 del	 Registro	 Nacional	 del	 Deporte.	 Mediante
reglamento	 se	 establecen	 los	 requisitos	 y	 efectos	 de	 la	 inscripción.	 La
Federación	Deportiva	Nacional	 adecua	 su	 registro	deportivo	 a	 la	presente
ley.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 3°.—Registro	 de	 Clubes	 Deportivos	 de	 Fútbol	 Profesional.	 El
Registro	 de	 Clubes	 Deportivos	 de	 Fútbol	 Profesional	 es	 llevado	 por	 el
Instituto	Peruano	del	Deporte	-	IPD.
Para	este	 fin,	 el	 Instituto	Peruano	del	Deporte	 incorporará	en	el	Registro
Nacional	 del	 Deporte,	 aprobado	 por	 la	 Resolución	 N°	 486-2006-P-IPD,	 el
Registro	de	Clubes	Deportivos	de	Fútbol	Profesional,	 a	 los	que	 les	 será	de
aplicación	ésta.
Ley	29504.
ART.	 5°.—Naturaleza	 jurídica	 de	 los	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol
profesional.	Los	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional	se	organizan	bajo
la	forma	de	sociedades	anónimas	abiertas	o	asociaciones	civiles,	conforme	a
la	Ley	General	de	Sociedades	y	al	Código	Civil.	Se	incorporan	a	la	respectiva
liga	y	a	la	Federación	Deportiva	Nacional,	según	lo	dispongan	los	estatutos
de	estas	últimas.
Los	 estatutos	 de	 las	 sociedades	 anónimas	 y	 de	 las	 asociaciones	 civiles
establecen	una	comisión	de	ética	y	una	comisión	de	auditoría.	Los	miembros
de	ambas	comisiones	no	pueden	desempeñar	cargos	en	el	directorio,	en	la
gerencia	ni	en	otras	sociedades	vinculadas.
Ley	29504.
ART.	6°.—Obligaciones	de	los	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional.
Para	permanecer	en	la	Federación	Deportiva	Nacional	como	integrante	de	la
Liga	Deportiva	de	Fútbol	Profesional,	 los	clubes	deportivos	deben	cumplir
con	las	siguientes	obligaciones:
a)	 Presentar	 a	 la	 federación,	 dentro	 del	 primer	 trimestre	 de	 cada	 año,	 el
balance	del	año	anterior,	debidamente	auditado,	y	publicar	un	extracto	en
un	 medio	 de	 comunicación	 escrito	 de	 circulación	 nacional,	 cuya	 copia	 es
remitida	al	Instituto	Peruano	del	Deporte	(IPD),	a	efectos	de	ser	anexada	al
expediente	 del	 club	 en	 el	 registro	 correspondiente.	 El	 balance	 debe
contener	 la	 valoración	del	 total	 de	 sus	 activos,	 incluidos	 los	pases	 y	 otros
derechos	patrimoniales.
b)	Mantener,	 en	el	 caso	de	 las	asociaciones	 civiles,	 contabilidad	 separada
para	los	fondos	de	deporte	de	fútbol	profesional	que	administren.
c)	Estar	al	día	en	el	pago	de	las	obligaciones	laborales	y	previsionales	con
sus	 jugadores	 y	 trabajadores,	 conforme	 a	 las	 normas	 legales
correspondientes.
d)	Tener	divisiones	de	menores	para	la	formación,	desarrollo	y	promoción
de	sus	equipos	 infantiles	y	 juveniles,	de	preferencia	en	 su	 jurisdicción,	 las
que	se	financian	con	los	aportes	de	sus	utilidades	netas	anuales,	de	acuerdo
a	su	reglamento.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 4°.—Competencias	 que	 la	 ley	 atribuye	 a	 la	 Comisión	 Nacional
Supervisora	 de	 Empresas	 y	 Valores	 -	 Conasev.	 Es	 competencia	 de	 la
Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores	-	Conasev:
1.	La	 inscripción,	a	solicitud	de	parte,	de	 los	 fondos	de	deporte	del	 fútbol
profesional,	 de	 las	 sociedades	 gestoras	 y	 concesionarias	 en	 el	 Registro	 de
Fondos	 de	 Deporte	 de	 Fútbol	 Profesional	 y	 de	 las	 sociedades	 gestoras	 y
concesionarias,	respectivamente;
2.	La	supervisión	de	la	presentación	de	los	estados	financieros	y	memoria
anual	 de	 conformidad	 con	 las	 normas	 que	 de	 modo	 general	 apruebe
Conasev;
3.	 Conocer	 y	 supervisar	 la	 presentación	 de	 los	 hechos	 relevantes	 que
presenten	las	sociedades.
Regl.	Ley	29504.
ART.	5°.—Las	obligaciones	que	emanan	de	la	inscripción	en	el	registro
llevado	 por	 Conasev.	 La	 inscripción	 en	 el	 registro	 de	 las	 sociedades
señaladas	en	el	artículo	precedente,	y	de	 los	Fondos	de	Deporte	de	Fútbol
Profesional,	acarrea	la	obligación	de	informar	y	presentar	a	Conasev:
a)	 Los	 hechos	 relevantes	 sobre	 la	 sociedad	 concesionaria,	 la	 sociedad
gestora	 y	 sobre	 el	 fondo	 que	 administra,	 así	 como	 la	 de	 divulgar	 tales
hechos	en	forma	veraz,	suficiente	y	oportuna.
b)	La	 información	 financiera,	preparada	y	presentada	de	acuerdo	 con	 las
normas	que	de	modo	general	establezca	Conasev.
c)	 La	 memoria	 anual,	 con	 la	 información	 mínima	 que	 de	 modo	 general
establezca	 Conasev.	 La	 elaboración	 y	 presentación	 de	 los	 estados
financieros	anuales	e	intermedios,	así	como	de	los	hechos	relevantes	de	los
fondos	 de	 deporte	 de	 fútbol	 profesional	 y	 las	 sociedades	 gestoras	 y
concesionarias,	 deberán	 sujetarse	 a	 las	 formalidades	 y	 plazos	 que	 son
exigibles	a	los	emisores	de	valores	inscritos	en	rueda	de	bolsa,	de	acuerdo	a
la	normatividad	que	 los	 rige	y	demás	normas	aplicables.	Su	 inobservancia
será	 sancionada	 conforme	 a	 la	 Ley	 de	 Mercado	 de	 Valores	 y	 normas
reglamentarias.
La	inscripción	en	el	registro	de	las	sociedades	gestoras	y	concesionarias	no
implica	 la	certificación	de	 la	Conasev	sobre	su	solvencia,	ni	sobre	el	 fondo
que	administran	tratándose	de	las	primeras.
Conasev	cuenta	con	las	facultades	y	atribuciones	contenidas	en	el	Decreto
Legislativo	N°	861	y	su	ley	orgánica,	Decreto	Ley	N°	26126	y	sus	respectivas
modificaciones	para	ejercer	la	supervisión	de	lo	dispuesto	precedentemente
y	para	la	imposición	de	sanciones.	Es	de	aplicación	supletoria	a	la	presente
norma,	la	Ley	de	Mercado	de	Valores,	Ley	de	Fondos	de	Inversión	y	demás
normas	reglamentarias.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 6°.—Definición	 de	 hechos	 relevantes.	 Se	 consideran	 hechos
relevantes	 de	 las	 sociedades	 gestoras	 y	 concesionarias	 y	 de	 los	 fondos
administrados	 por	 aquellas	 a	 las	 situaciones,	 actos,	 hechos,	 decisiones,
acuerdos	o	contingencias	que	afecten	o	puedan	afectarlos	o	puedan	afectar	a
su	 grupo	 económico.	 Asimismo,	 tiene	 la	 calificación	 de	 hecho	 relevante	 la
información	de	la	sociedad	gestora	y	concesionaria	y	de	los	fondos	o	de	su
grupo	económico,	que	por	 su	naturaleza	 los	afecten	o	puedan	afectarlos	o
puedan	afectar	a	su	grupo	económico.
Regl.	Ley	29504.
ART.	7°.—La	comunicación	a	Conasev.	Las	sociedades	y	fondos	deben
informar	a	Conasev,	sus	hechos	relevantes	dentro	del	día	útil	siguiente	de
tomado	el	acuerdo	o	decisión,	de	ocurrido	el	hecho	o	acto	o,	de	haber
tomado	conocimiento	del	mismo,	según	corresponda,	de	conformidad	con
los	medios,	formas,	y	bajo	las	condiciones	establecidas	por	Conasev.
Regl.	Ley	29504.
ART.	8°.—Actualización	de	la	información	en	el	Registro	de	Sociedades
y	 Fondos	 llevado	 por	 Conasev.	 Los	 fondos	 y	 las	 sociedades	 deben
mantener	 actualizados	 los	 datos	 consignados	 en	 su	 ficha	 de	 registro,	 así
como	toda	aquella	 información	que	estén	obligados	a	remitir,	según	sea	el
caso.
Las	 comunicaciones	 para	 actualizar	 la	 información	 presentada	 para	 la
inscripción	 del	 fondo,	 o	 las	 sociedades,	 según	 sea	 el	 caso,	 deben	 ser
remitidas	a	la	Conasev	dentro	de	los	tres	días	útiles	siguientes	de	producido
el	 cambio,	 sea	 éste	 de	 forma	 o	 de	 fondo,	 salvo	 que	 se	 trate	 de	 un	 hecho
relevante	que	deberá	presentarse	a	más	tardar	al	día	siguiente	de	realizado
el	hecho	o	de	adoptado	el	acuerdo	que	origina	la	modificación	de	dicha	ficha
o	actualización	respectiva.
Regl.	Ley	29504.
ART.	9°.—El	acceso	del	público	a	la	información.	Los	datos	consignados
en	el	Registro	de	Fondos	de	Deporte	de	Fútbol	Profesional	y	de	Sociedades
Gestoras	 y	 Concesionarias,	 llevado	 por	 Conasev,	 son	 de	 libre	 acceso	 al
público	y,	por	tanto,	cualquier	persona	podrá	solicitar	la	información	que	en
él	aparezca,	 así	 como	 la	expedición	de	copias	 simples	o	 certificadas	de	 las
fichas	 regístrales	 de	 los	 documentos	 presentados	 con	 ocasión	 de	 la
inscripción,	 de	 los	 hechos	 relevantes,	 de	 la	 información	 financiera	 o	 de
cualquier	 información	presentada	al	 registro	por	 los	 inscritos	en	él,	 según
sea	el	caso.	La	información	financiera,	memorias	y	los	hechos	relevantes	se
difundirán	a	través	del	portal	del	Mercado	de	Valores.
Ley	29504.
ART.	 7°.—Capital	 mínimo.	 El	 capital	 mínimo	 de	 constitución	 y
funcionamiento	 de	 los	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional	 como
sociedades	anónimas	abiertas	es	el	equivalente	a	doscientas	(200)	Unidades
Impositivas	Tributarias	(UIT).
Ley	29504.
ART.	8°.—Prohibiciones	para	integrar	órganos	de	administración	y	de
gobierno.	 Además	 de	 los	 impedimentos	 previstos	 en	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades,	no	pueden	integrar	los	órganos	de	administración	y	gobierno	de
los	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional:
a)	Las	personas	que	se	encuentran	cumpliendo	condena	por	la	comisión	de
delito	doloso.
b)	 Las	 personas	 que	 estén	 cumpliendo	 sanción	 por	 falta	 grave	 o	 se
encuentren	inhabilitadas	por	la	justicia	deportiva.
TÍTULO	II
DEL	FUNCIONAMIENTO	DE	LOS	CLUBES	DEPORTIVOS	DE
FÚTBOL	PROFESIONAL
Ley	29504.
ART.	 9°.—Óptima	 administración	 de	 los	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol
profesional.	 Los	 actuales	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional	 que	 no
ostenten	 la	 forma	 societaria,	 para	 tener	 una	 eficiente	 administración,
pueden	adoptar	las	siguientes	formas	de	organización:
a)	La	participación	en	sociedad	anónima	abierta.
b)	 Celebrar	 un	 contrato	 de	 gerencia	 con	 una	 empresa	 para	 la
administración	 del	 fondo	 de	 deporte	 profesional	 que	 constituirá,
conservando	la	personería	jurídica	de	asociación.
c)	Celebrar	un	contrato	de	concesión	privada.
Regl.	Ley	29504.
ART.	10.—Alcances	de	 las	opciones	para	optimizar	 la	administración
de	los	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional.	Los	clubes	deportivos	de
fútbol	 profesional	 que,	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 ley,	 se
encuentren	organizados	bajo	la	forma	jurídica	de	una	asociación	civil,	para
optimizar	 su	 administración	 deben	 adoptar	 cualquiera	 de	 las	 alternativas
previstas	en	los	incisos	a)	y	b)	del	artículo	9°	de	la	ley.
Los	 demás	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional,	 cualquiera	 sea	 la
personería	 jurídica	 que	 tengan	 a	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 Ley,	 podrán
optar	por	la	alternativa	prevista	en	el	inciso	c)	del	artículo	9°	de	la	ley.
CAPÍTULO	I
DE	LA	PARTICIPACIÓN	EN	SOCIEDADES	COMERCIALES
Ley	29504.
ART.	 10.—Conversión	 en	 sociedades	 comerciales.	 Las	 asociaciones
existentes	 aportan	 el	 patrimonio	 neto	 de	 las	 actuales	 asociaciones	 a	 la
nueva	 personería	 jurídica	 a	 crearse,	 de	 modo	 tal	 que	 la	 asociación	 se
convierte	en	un	socio	de	la	nueva	sociedad.
El	 reglamento	 determina	 las	 acciones	 necesarias	 para	 la	 valoración	 y
emisión	 de	 acciones	 representativas	 del	 capital	 que	 correspondan	 al
patrimonio	de	las	asociaciones.
El	procedimiento	de	transformación	se	efectúa	conforme	a	la	Ley	General
de	Sociedades.
Regl.	Ley	29504.
ART.	11.—La	conversión	de	los	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional
en	 sociedades	 anónimas	 abiertas.	 Los	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol
profesional	que	a	la	entrada	en	vigencia	de	esta	ley	tienen	la	forma	jurídica
de	 una	 asociación	 civil,	 podrán	 convertirse	 en	 sociedades	 anónimas
abiertas,	sea	mediante	participación	o	transformación.
En	 el	 primer	 caso,	 de	 participación,	 la	 asociación	 civil	 aportará	 su
patrimonio	neto	como	parte	del	capital	de	una	nueva	persona	jurídica	que
se	 constituirá	 originariamente	 como	 una	 sociedad	 anónima	 abierta,	 de	 la
que	ella	 será	uno	de	 los	socios.	Esta	sociedad	podrá	constituirse,	 también,
vía	 capitalización	de	deudas	 según	 lo	 regulado	por	 la	Tercera	Disposición
Transitoria	de	la	ley.	La	sociedad	anónima	abierta	así	constituida	sustituirá
a	la	asociación	civil	para	todos	los	fines,	incluidos	los	deportivos.
En	 el	 segundo	 caso,	 de	 transformación,	 el	 procedimiento	 se	 sujetará	 a	 lo
previsto	en	la	Ley	26887,	Ley	General	de	Sociedades.
Ley	29504.
ART.	 11.—Límites	 a	 los	 derechos	 de	 accionistas.	 Los	 accionistas	 que
posean	 un	 porcentaje	 igual	 o	 superior	 al	 cinco	 por	 ciento	 (5%)	 de	 las
acciones	 con	derecho	 a	 voto	 no	pueden	poseer	 en	 otra	 sociedad	 regulada
por	 la	 presente	 Ley,	 que	 compita	 en	 la	 misma	 actividad	 y	 categoría
deportiva,	 una	 participación	 superior	 al	 cinco	 por	 ciento	 (5%)	 de	 las
acciones	con	derecho	a	voto	en	esta	última.
El	que	exceda	el	límite	establecido	en	el	primer	párrafo	pierde	su	derecho	a
voto	 en	 las	 sociedades,	 quedando	 obligado	 a	 enajenar	 dicha	 diferencia
dentro	del	plazo	de	seis	(6)	meses.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 12.—Régimen	 de	 las	 sociedades	 anónimas	 abiertas.	 Aquellas
asociaciones	civiles	que	a	partir	de	 la	vigencia	de	 la	 ley	hayan	optado	por
transformarse	en	sociedades	anónimas	abiertas	o	que	se	constituyan	como
tales	 vía	 participación,	 se	 regirán	 además	 de	 lo	 estipulado	 por	 la	 Ley	 N°
29504,	 por	 las	 disposiciones	 que	 sobre	 sociedades	 anónimas	 abiertas
contienen	 la	 Ley	 del	Mercado	 de	 Valores,	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades	 y
demás	normas	pertinentes	en	todo	lo	que	fuera	aplicable.
Adicionalmente	a	los	requisitos	exigidos	por	la	normativa	para	inscribir	la
sociedad	 anónima	 abierta	 en	 el	 registro,	 los	 accionistas	 al	 cierre	 de	 cada
trimestre,	 dentro	 de	 los	 primeros	 quince	 (15)	 días	 calendarios	 siguientes,
deberán	presentar	una	declaración	jurada	que	no	poseen	en	forma	directa	o
indirecta,	más	del	cinco	por	ciento	(5%)	de	acciones	con	derecho	a	voto	en
otra	sociedad	gestora	o	concesionaria	u	otra	persona	 jurídica	que	compita
en	 la	 misma	 actividad	 y	 categoría	 deportiva.	 Para	 la	 determinación	 de	 la
propiedad	directa	e	 indirecta	es	de	aplicación	el	Reglamento	de	Propiedad
Indirecta,	Vinculación	y	Grupo	Económico.
CAPÍTULO	II
DEL	FONDO	DE	DEPORTE	DEL	FÚTBOL	PROFESIONAL	Y	SU
ADMINISTRACIÓN
Ley	29504.
ART.	12.—Fondo	de	deporte	del	fútbol	profesional.	Para	desarrollar	las
actividades	 deportivas	 de	 fútbol	 profesional,	 las	 asociaciones	 que	 formen
parte	 de	 la	 Federación	 Deportiva	 Nacional	 y	 la	 Liga	 Deportiva	 de	 Fútbol
Profesional	deben	constituir	un	fondo	de	deporte	del	 fútbol	profesional.	Si
participaran	en	más	de	una	 liga	deportiva	profesional,	 constituyen	 fondos
por	cada	una	de	ellas.
El	 Fondo	 de	Deporte	 del	 Fútbol	 Profesional	 es	 un	 patrimonio	 autónomo,
destinado	 exclusivamente	 al	 fútbol	 profesional,	 y	 cuenta	 con	 una
administración	independiente.
Las	asociaciones	que	a	la	entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley	opten	por
conservar	 este	 carácter	 desarrollan	 su	 actividad	 deportiva	 de	 fútbol
profesional	a	través	de	los	mencionados	fondos,	los	que	deben	ser	inscritos
y	supervisados	por	la	Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores
(Conasev).
Regl.	Ley	29504.
ART.	13.—La	inscripción	del	Fondo	de	Deporte	de	Fútbol	Profesional.
Para	 la	 inscripción	 de	 un	 Fondo	 de	 Deporte	 del	 Fútbol	 Profesional,	 la
asociación	civil	deberá	presentar	a	Conasev	la	siguiente	documentación:
a)	Solicitud	suscrita	por	el	representante	legal	de	la	asociación	con	poderes
inscritos	vigentes	en	los	Registros	Públicos;
b)	Nómina	de	 los	miembros	del	 consejo	directivo	u	órgano	que	haga	 sus
veces;
c)	 Copia	 del	 testimonio	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 constitución	 social	 y
estatuto,	debidamente	inscrito	en	el	Registro	Público;
d)	Copia	del	Registro	Único	de	Contribuyente;
e)	Monto	del	patrimonio	autónomo	con	indicación	del	patrimonio	neto;
f)	 Copia	 del	 acuerdo	 del	 órgano	 competente	 para	 determinar	 la	 creación
del	fondo,	sus	características	y	su(s)	finalidad(es)	específica(s)	conforme	a
la	ley;
g)	 Indicación	del	origen	de	 los	recursos	que	conforman	el	patrimonio	del
Fondo	 de	 Deporte	 de	 Fútbol	 Profesional	 y	 de	 las	 obligaciones	 que	 serán
respaldadas	por	el	fondo;
h)	 La	 información	 financiera	 auditada	 de	 los	 dos	 últimos	 ejercicios	 y	 la
información	financiera	intermedia	correspondiente	al	último	trimestre.
Cuando	la	sociedad	tuviese	menos	de	dos	años	de	constituida,	presentará
el	 balance	 general	 de	 apertura	 y	 los	 estados	 financieros	 intermedios	 del
ejercicio	en	curso,	cerrado	al	 trimestre	anterior	a	 la	 fecha	de	presentación
de	 la	 solicitud	 y,	 si	 fuera	 el	 caso,	 su	 información	 financiera	 auditada
individual.
Conasev	 podrá	 solicitar	 información	 adicional	 relacionada	 con	 la
documentación	 antes	 indicada,	 así	 como	 realizar	 todas	 las	 acciones	 que
considere	necesarias	para	verificar	el	cumplimiento	de	los	requisitos	a	que
se	refiere	el	presente	artículo.
REGISTRO	PÚBLICO	DENOMINADO	“REGISTRO	ESPECIAL	DE	OTRAS
ENTIDADES	BAJO	COMPETENCIA	DE	CONASEV”
R.	071-2010-EF/94.01.1.
ART.	1°.—Crear	el	registro	público	denominado	“Registro	especial	de	otras
entidades	bajo	competencia	de	Conasev”	que	consta	de	las	siguientes
secciones:
a)	De	los	fondos	de	deporte	del	fútbol	profesional.
b)	De	las	sociedades	gestoras.
c)	De	las	sociedades	concesionarias.
d)	De	las	empresas	administradoras	de	fondos	colectivos.
e)	De	las	empresas	que	brindan	el	servicio	de	microformas.
R.	071-2010-EF/94.01.1.
ART.	2°.—Disponer	 la	 inscripción	 automática	 en	 el	 nuevo	 registro	 de	 las
Empresas	Administradoras	de	Fondos	Colectivos	así	como	de	las	empresas
que	 brindan	 el	 servicio	 de	 microformas	 que,	 a	 la	 fecha	 de	 la	 presente
resolución,	se	encuentren	bajo	la	competencia	de	Conasev.
R.	071-2010-EF/94.01.1.
ART.	 3°.—Encargar	 a	 la	 dirección	 de	 emisores	 la	 evaluación	 de	 los
requisitos	 de	 inscripción	 de	 las	 sociedades	 gestoras,	 sociedades
concesionarias	 y	 fondos	 de	 deporte	 del	 fútbol	 profesional,	 así	 como	 la
supervisión	 y	 control	 de	 la	 presentación	 de	 información	 financiera,
memorias	y	la	presentación	de	hechos	relevantes.
R.	071-2010-EF/94.01.1.
Única	 Disposición	 Transitoria.—Disponer	 el	 traslado	 del	 archivo
documentario	 y	 las	 fichas	 registrales	 de	 las	 empresas	 administradoras	 de
fondos	 colectivos	 así	 como	 de	 las	 empresas	 que	 brindan	 el	 servicio	 de
microformas	que	obran	en	los	registros	creados	mediante	las	Resoluciones
Conasev	N°	079-97-EF/94.10	y	N°	090-93-EF/94.10,	respectivamente.
R.	071-2010-EF/94.01.1.
Primera	 Disposición	 Final.—Dejar	 sin	 efecto	 los	 registros	 de	 empresas
administradoras	de	fondos	colectivos	y	de	empresas	que	brindan	el	servicio
de	microformas	que	fueron	creados	mediante	resoluciones	Conasev	N°	079-
97-EF/94.10	y	N°	090-93-EF/94.10,	respectivamente.
R.	071-2010-EF/94.01.1.
Segunda	Disposición	Final.—La	presente	resolución	entrará	en	vigencia	a
partir	del	día	siguiente	de	su	publicación.
Ley	29504.
ART.	 13.—Constitución	 del	 fondo	 de	 deporte	 del	 fútbol	 profesional.
Para	constituir	el	fondo	de	deporte	del	fútbol	profesional,	la	asociación	cita
a	una	asamblea	extraordinaria	para	acordar	las	siguientes	materias:
a)	 El	 balance	 y	 los	 estados	 financieros	 de	 la	 asociación,	 elaborados	 y
auditados,	 respecto	 del	 período	 cuya	 antigüedad	 no	 sea	 mayor	 a	 dos	 (2)
meses	de	anticipación.
b)	El	aporte	patrimonial	de	la	asociación	al	fondo.
c)	La	determinación	de	los	demás	bienes	que	se	aportarán	al	fondo.
d)	La	fijación	del	monto	de	los	aportes	en	dinero	efectivo	que,	junto	con	los
bienes	singularizados	en	los	literales	b)	y	c),	conforman	el	fondo	intangible
a	fin	de	cumplir	con	el	capital	mínimo	indicado	en	el	artículo	7°.
Ley	29504.
ART.	 14.—Asamblea	 general.	 La	 asamblea	 general	 debe	 celebrarse	 con
asistencia	 de	 un	 notario	 público,	 quien	 certifica	 el	 hecho	 de	 haberse
cumplido	 con	 todas	 las	 formalidades	 exigidas	 por	 la	 presente	 ley.	 El	 acta
debe	ser	elevada	a	escritura	pública,	la	cual	da	testimonio	de	los	miembros
asistentes	y	de	los	reclamos	que	se	hubieren	formulado.
Ley	29504.
ART.	 15.—Recursos	 del	 fondo	 de	 deporte	 del	 fútbol	 profesional.	 El
Fondo	 de	 Deporte	 del	 Fútbol	 Profesional	 está	 constituido	 por	 el	 aporte
inicial	en	efectivo,	que	no	es	menor	a	doscientas	(200)	Unidades	Impositivas
Tributarias	(UIT),	y	se	incrementa	por	los	ingresos	provenientes	de:
a)	Las	cuotas	ordinarias	y	extraordinarias	que	la	asamblea	general	acuerde
destinar	a	este	objeto.
b)	Las	donaciones	que	se	efectúen	a	la	asociación	y	que	estén	destinadas	al
fondo.
c)	Los	derechos	que	correspondan	al	club	deportivo	de	fútbol	profesional	o
que	le	asignen	la	Federación	Deportiva	Nacional,	la	Liga	Deportiva	de	Fútbol
Profesional	u	otras	instituciones	a	la	que	pertenezca.
d)	 Los	 ingresos	 provenientes	 de	 la	 organización,	 producción	 o
comercialización	de	los	espectáculos	deportivos	profesionales.
e)	 Los	 derechos	 de	 transmisión	 de	 radio,	 televisión	 y	 otros	 medios	 de
comunicación,	así	 como	 la	 taquilla,	 transferencia	de	 jugadores,	derecho	de
explotación	de	marca	y	otros	bienes	y	servicios	conexos.
f)	Otros	recursos	que	anualmente	la	asociación	destine	al	fondo.
g)	Todos	los	demás	ingresos	que	se	destinen	al	fondo	para	el	desarrollo	de
la	actividad	deportiva	del	fútbol	profesional.
Los	 procedimientos	 de	 contratos,	 recaudación,	 registro	 y	 control	 de
recursos	del	 fondo	de	deporte	del	 fútbol	profesional	es	determinado	en	el
reglamento	de	la	presente	ley.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 14.—El	 aporte	 inicial	 de	 los	 Fondos	 de	 Deporte	 de	 Fútbol
Profesional.	 El	 Fondo	 de	 Deporte	 de	 Fútbol	 Profesional	 está	 constituido
por	el	aporte	inicial	en	efectivo	no	menor	de	200	UIT.
Si	por	cualquier	causa	se	produjera	una	disminución	del	aporte	del	 fondo
señalado	 en	 el	 párrafo	 precedente	 por	 debajo	 del	 mínimo	 requerido,	 se
deberá	comunicar	dicho	déficit	como	hecho	relevante	y	deberá	ser	revertido
dentro	 de	 los	 tres	 meses	 siguientes	 de	 producido	 dicho	 déficit.	 Si
transcurrido	dicho	plazo	el	déficit	no	se	hubiere	regularizado,	se	encontrará
incurso	en	falta	muy	grave	sancionable	por	Conasev.
Ley	29504.
ART.	 16.—Fines	 del	 fondo	 de	 deporte	 del	 fútbol	 profesional.	 Con	 los
recursos	 del	 fondo	 de	 deporte	 del	 fútbol	 profesional	 debe	 financiarse	 el
cumplimiento	de	las	obligaciones	que	demande	la	participación	del	club	en
los	 diferentes	 torneos	 que	 organizan	 la	 Liga	 Deportiva	 de	 Fútbol
Profesional,	la	Federación	Deportiva	Nacional	y	otros	eventos	que	organice
la	FIFA.
Los	 costos	 derivados	 de	 la	 formación	 y	 desarrollo	 de	 los	 deportistas
infantiles	 y	 juveniles	que	no	desarrollen	actividades	profesionales	pueden
financiarse	 con	 recursos	 provenientes	 del	 Fondo	 de	 Deporte	 del	 Fútbol
Profesional,	 sin	perjuicio	de	 lo	establecido	por	 la	Ley	Núm.	28036,	Ley	de
Promoción	y	Desarrollo	del	Deporte.
Ley	29504.
ART.	17.—Administración	del	fondo	de	deporte	del	fútbol	profesional.
Para	 la	 administración	 del	 fondo	 de	 deporte	 del	 fútbol	 profesional,	 la
asociación	 celebra	 un	 contrato	 de	 gerencia	 con	 alguna	 de	 las	 sociedades
previamente	seleccionadas	para	estos	fines	por	el	club	de	fútbol	profesional
de	la	lista	de	empresas	que	se	encuentren	inscritas	por	la	Comisión	Nacional
Supervisora	de	Empresas	y	Valores	(Conasev).
El	reglamento	de	la	presente	ley	establece	el	procedimiento	de	selección	y
registro	de	 las	 sociedades	aptas	para	 celebrar	 con	 los	 clubes	 contratos	de
gerencia	de	fondos	de	deporte	del	fútbol	profesional.	También	establece	las
incompatibilidades	 que	 están	 previstas	 en	 los	 estatutos	 de	 la	 Federación
Deportiva	 Nacional	 y	 las	 ligas	 de	 fútbol	 profesional	 para	 ejercer	 cargos
directivos	o	administrativos.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 15.—Modificación	 durante	 la	 vigencia	 de	 la	 inscripción.	 Si
durante	el	trámite	de	inscripción	en	el	registro	ocurriese	algún	cambio	en	la
información	 y/o	 documentación	 presentada	 a	 Conasev,	 el	 fondo	 deberá
remitir	a	Conasev	la	información	y/o	documentación	actualizada,	dentro	de
los	dos	(02)	días	de	producido	el	cambio.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 16.—Vigencia	 de	 la	 inscripción.	 La	 inscripción	 del	 fondo	 es
indefinida.	 Solo	 puede	 ser	 cancelada	 a	 solicitud	 de	 la	 asociación	 civil	 o
revocada	 por	 falta	 muy	 grave	 conforme	 al	 presente	 reglamento,	 lo	 que
ocasionará	su	exclusión	automática	del	registro.
Concluida	la	liquidación	del	fondo	caduca	automáticamente	su	inscripción
y	se	le	excluye	del	registro.
Regl.	Ley	29504.
ART.	17.—Elaboración	de	la	información	financiera	que	se	presenta	a
Conasev.	 La	 información	 financiera	 que	 se	 encuentran	 obligados	 a
presentar	a	Conasev	debe	ser	elaborada	de	conformidad	con	las	Normas	de
Preparación	de	Información	Financiera.	Asimismo,	la	información	financiera
anual	debe	ser	auditada	por	sociedades	de	auditoría	independientes.
CAPÍTULO	III
DEL	CONTRATO	DE	CONSECIÓN	PRIVADA
Ley	29504.
ART.	 18.—El	 contrato	 de	 concesión	 privada.	 Los	 clubes	 deportivos	 de
fútbol	profesional,	 cualquiera	sea	su	naturaleza	 jurídica,	que,	a	 la	 fecha	de
entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley,	 se	 encuentren	 en	 estado	 de
insolvencia	 declarado	 o	 no,	 pueden	 celebrar	 un	 contrato	 de	 concesión
privada	para	 entregar	 al	 concesionario	 el	 uso	 y	 goce	 de	 todos	 sus	 bienes,
corporales	e	 incorporales,	 incluidos	 los	derechos	asociativos	y	 federativos,
el	que	continuará	con	la	actividad	deportiva	profesional	haciendo	uso	de	su
propia	personería	jurídica.	El	contrato	de	concesión	privada	se	celebra	por
escritura	 pública,	 bajo	 sanción	 de	 nulidad,	 con	 una	 sociedad	 seleccionada
para	estos	fines	por	los	clubes	deportivos	profesionales	de	la	lista	existente
en	la	Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores	(Conasev).
El	 reglamento	 de	 la	 presente	 ley	 regula	 el	 proceso	 de	 selección	 de
sociedades	 aptas	 para	 celebrar	 contratos	 de	 concesión	 privada;	 también
establece	 las	 incompatibilidades	que	están	previstas	en	 los	estatutos	de	 la
Federación	Deportiva	Nacional	y	las	ligas	de	fútbol	profesional	para	ejercer
cargos	directivos	o	administrativos.
Regl.	Ley	29504.
ART.	18.—La	constitución	de	las	sociedades	gestoras	o	concesionarias.
Las	 sociedades	 gestoras	 o	 concesionarias	 se	 constituyen	 como	 sociedades
anónimas	según	 lo	 regulado	sobre	éstas	por	 la	Ley	26887,	Ley	General	de
Sociedades.	Una	misma	sociedad	no	puede	tener	por	objeto	social	 tanto	 la
celebración	de	contratos	de	gerencia	como	contratos	de	concesión	privada
de	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional.
Regl.	Ley	29504.
ART.	19.—Requisitos	para	la	inscripción	en	Conasev	de	las	sociedades
gestoras	o	concesionarias.	Para	 la	 inscripción	de	una	sociedad	gestora	o
una	 sociedad	 concesionaria	 se	 deberá	 presentar	 a	 Conasev	 la	 siguiente
documentación:
a)	 Solicitud	 suscrita	 por	 el	 representante	 legal	 de	 la	 sociedad	 gestora	 o
concesionaria	con	poderes	inscritos	vigentes	en	los	Registros	Públicos;
b)	 Copia	 del	 testimonio	 de	 la	 escritura	 pública	 de	 constitución	 social	 y
estatuto	y	sus	modificaciones,	debidamente	inscritas	en	el	Registro	Público;
c)	Copia	del	Registro	Único	de	Contribuyente;
d)	Copia	del	 acuerdo	 adoptado	por	 el	 órgano	 competente	 respecto	de	 su
decisión	 de	 constituir	 una	 sociedad	 anónima	 con	 el	 objeto	mencionado	 o
adecuar	una	ya	existente	para	tener	como	objeto	dedicarse	a	 la	gestión	de
clubes,	mediante	contratos	de	gerencia	o	de	concesión,	y	la	designación	de
la	persona	que	la	representará;
e)	Relación	de	 accionistas	que	posean	más	del	 cinco	por	 ciento	 (5%)	del
capital	social	o	que	teniendo	una	participación	menor,	tengan	el	control	de
la	sociedad;
f)	 La	 información	 financiera	 auditada	 de	 los	 dos	 últimos	 ejercicios	 y	 la
información	financiera	intermedia	correspondiente	al	último	trimestre.
Cuando	la	sociedad	tuviese	menos	de	dos	años	de	constituida,	presentará
el	 balance	 general	 de	 apertura	 y	 los	 estados	 financieros	 intermedios	 del
ejercicio	en	curso,	cerrado	al	 trimestre	anterior	a	 la	 fecha	de	presentación
de	 la	 solicitud	 y,	 si	 fuera	 el	 caso,	 su	 información	 financiera	 auditada
individual;
g)	Nombre	de	los	accionistas	de	la	sociedad	que	solicita	su	inscripción;
h)	 Declaración	 jurada	 del	 representante	 legal	 de	 la	 sociedad	 de	 haber
cumplido	sus	obligaciones	tributarias	así	como	de	no	haber	sido	declarados
en	quiebra	ni	tener	procedimiento	incoado	o	sobreseído	de	tal	naturaleza,	a
la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud;
i)	 Nómina	 de	 los	 miembros	 de	 los	 diferentes	 órganos	 societarios,
adjuntando	curriculum	vitae	y	declaración	 jurada	de	quienes	ejercerán	 las
funciones	 de	 directores,	 gerentes,	 y	 personal	 técnico	 de	 la	 sociedad	 de
carecer	 de	 antecedentes	 policiales,	 penales	 y	 judiciales,	 de	 no	 haber	 sido
declarados	 en	 quiebra,	 en	 insolvencia	 o	 se	 encuentren	 sometidos	 a
procedimiento	 concursal,	 y	 de	 no	 haber	 resultado	 administrativamente
responsables	por	la	comisión	de	infracciones	muy	graves	o	graves	durante
los	tres	(3)	años	anteriores	a	la	fecha	de	presentación	de	la	solicitud;
j)	 Información	 de	 sus	 vinculados	 según	 el	 Reglamento	 de	 Propiedad
Indirecta,	Vinculación	y	Grupo	Económico,	indicando	las	personas	naturales
que	ejercen	el	control	del	grupo	económico.	Asimismo,	se	deberá	adjuntar	la
información	financiera	consolidada	auditada	de	 la	matriz,	correspondiente
al	último	ejercicio,	de	ser	el	caso;
k)	Comprobante	de	pago	de	los	derechos	respectivos.
Conasev	 podrá	 solicitar	 información	 adicional	 relacionada	 con	 la
documentación	 antes	 indicada,	 así	 como	 realizar	 todas	 las	 acciones	 que
considere	necesarias	para	verificar	el	cumplimiento	de	los	requisitos	a	que
se	refiere	el	presente	artículo.
La	 inscripción	 en	 el	 registro	 no	 implica	 la	 supervisión	 de	 la	 gestión	 y
administración	 de	 las	 sociedades	 gestoras	 y	 concesionarias,	 salvo	 que	 las
mismas	se	constituyan	como	una	sociedad	anónima	abierta	o	una	sociedad
administradora	 de	 fondos	 de	 inversión	 para	 lo	 cual	 adicionalmente	 a	 las
obligaciones	 establecidas	 en	 el	 presente	 reglamento	 deberán	 someterse	 a
las	 normas	 que	 por	 su	 propia	 actividad	 en	 el	 mercado	 de	 valores	 es
regulada.
Regl.	Ley	29504.
ART.	20.—Subsidiarias	de	empresas	del	sistema	financiero.	Además	de
lo	señalado	en	el	artículo	anterior,	las	subsidiarias	de	empresas	del	sistema
financiero,	 que	 se	 inscriban	 como	 sociedades	 gestoras	 o	 concesionarias
deberán	 adjuntar	 la	 resolución	 de	 autorización	 correspondiente	 expedida
por	la	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros	y	AFP.
Regl.	Ley	29504.
ART.	21.—Modificaciones	en	 las	sociedades	durante	 la	vigencia	de	 la
inscripción.	 Si	 durante	 el	 trámite	 de	 inscripción	 en	 el	 registro	 ocurriese
algún	cambio	en	 la	 información	y/o	documentación	presentada	a	Conasev,
la	sociedad	gestora	o	concesionaria	deberá	remitir	a	Conasev	la	información
y/o	documentación	actualizada,	dentro	de	los	dos	(02)	días	de	producido	el
cambio.
Regl.	Ley	29504.
ART.	22.—Vigencia	de	 la	 inscripción	de	 las	 sociedades.	 La	 inscripción
de	 una	 sociedad	 gestora	 o	 concesionaria	 es	 indefinida.	 Solo	 puede	 ser
cancelada	a	solicitud	de	la	propia	sociedad	o	revocada	por	falta	muy	grave
conforme	al	presente	reglamento,	lo	que	ocasionará	la	exclusión	automática
de	la	sociedad	del	registro.
Concluida	 la	 liquidación	 de	 las	 sociedades	 caduca	 automáticamente	 su
inscripción	y	se	le	excluye	del	registro.
Regl.	Ley	29504.
ART.	23.—Elaboración	de	la	información	financiera	que	las	sociedades
deben	presentar	a	Conasev.	La	información	financiera	que	se	encuentran
obligadas	 a	 presentar	 a	 Conasev	 las	 sociedades	 gestoras	 o	 concesionarias
inscritas	en	el	registro	debe	ser	elaborada	de	conformidad	con	las	Normas
de	 Preparación	 de	 Información	 Financiera.	 Asimismo,	 la	 información
financiera	 anual	 debe	 ser	 auditada	 por	 sociedades	 de	 auditoría
independientes.
Ley	29504.
ART.	 19.—Alcances	 de	 la	 concesión	 privada.	 Por	 el	 contrato	 de
concesión	 privada,	 el	 concesionario,	 mientras	 esté	 vigente	 aquel,	 se
sustituye	 en	 todos	 los	 derechos	 y	 obligaciones,	 excepto	 las	 obligaciones
tributarias	hasta	el	momento	de	la	celebración	del	acto	jurídico.
Regl.	Ley	29504.
ART.	24.—Los	contratos	de	gerencia	y	 concesión	privada.	 Los	 Fondos
de	Deporte	del	Fútbol	Profesional	constituidos	por	 las	asociaciones	civiles,
son	administrados	necesariamente	por	una	sociedad	gestora,	debidamente
inscrita	 en	 el	 registro	 que	 lleva	 Conasev.	 Para	 este	 fin,	 la	 asociación	 civil
celebrará	con	la	sociedad	gestora	seleccionada,	un	contrato	de	gerencia.
Cualquier	club	deportivo	de	 fútbol	profesional,	sin	 importar	 la	naturaleza
de	 su	 personería	 jurídica,	 podrá	 celebrar	 contratos	 de	 concesión	 privada
con	 una	 sociedad	 concesionaria	 debidamente	 inscrita	 en	 el	 registro	 que
lleva	Conasev.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 25.—Los	 procesos	 de	 selección	 de	 las	 sociedades	 gestoras	 o
concesionarias.	 Los	 procesos	 de	 selección	 de	 las	 sociedades	 gestoras	 o
concesionarias,	para	la	celebración	de	los	correspondientes	contratos,	serán
reglamentados	 autónomamente	 por	 cada	 club	 deportivo	 de	 fútbol
profesional.	 Sin	 embargo,	 estas	 reglas	 asegurarán	 la	 participación	 en	 el
proceso	 de	 selección	 de	 toda	 sociedad	 inscrita,	 gestora	 o	 concesionaria,
según	el	caso,	con	la	excepción	de	las	que,	de	acuerdo	con	lo	regulado	en	el
artículo	siguiente,	tengan	algún	impedimento.
La	supervisión	sobre	dichos	procesos	de	selección	correrá	a	cargo	del	IPD.
Regl.	Ley	29504.
ART.	26.—De	los	impedimentos	para	celebrar	contratos	de	gerencia	o
de	concesión	privada.	Se	encuentran	 impedidas	de	celebrar	contratos	de
gerencia	o	de	concesión	privada,	 las	sociedades	gestoras	o	concesionarias,
respectivamente,	que	caigan	en	cualquiera	de	los	siguientes	casos:
a)	 Las	 sociedades	 gestoras	 o	 concesionarias	 que,	 al	 momento	 de	 ser
convocado	 el	 correspondiente	 proceso	 de	 selección,	 tengan	 vigentes
contratos	 de	 gerencia	 o	 de	 concesión	 privada	 con	 otro	 club	 deportivo	 de
fútbol	profesional.
b)	Las	sociedades	gestoras	o	concesionarias	con	accionistas	titulares	de	no
menos	del	5%	de	sus	acciones,	que	tengan	una	relación	de	parentesco	hasta
el	 cuarto	 grado	 de	 consanguinidad	 o	 segundo	 de	 afinidad	 o	 conyugal	 o
convivencial,	 con	 algún	dirigente,	 cualquiera	 sea	 su	nivel	 o	denominación,
del	 club	 deportivo	 de	 fútbol	 profesional	 que	 convoca	 el	 proceso	 de
selección.
Ley	29504.
ART.	 20.—Excepción.	 También	 pueden	 acogerse	 a	 este	 sistema	 de
concesión	 privada	 los	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional,	 cualquiera
sea	 su	 personería	 jurídica,	 por	 acuerdo	 de	 sus	 asociados	 o	 socios	 de
conformidad	con	su	estatuto.
TÍTULO	III
DE	LA	FISCALIZACIÓN	Y	LAS	SANCIONES
Ley	29504.
ART.	21.—Fiscalización	del	Instituto	Peruano	del	Deporte	(IPD)	y	de	la
Comisión	 Nacional	 Supervisora	 de	 Empresas	 y	 Valores	 (Conasev).
Corresponde	 al	 Instituto	 Peruano	 del	 Deporte	 (IPD)	 y	 a	 la	 Comisión
Nacional	 Supervisora	 de	 Empresas	 y	 Valores	 (Conasev)	 fiscalizar	 el
cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	la	presente	ley	y	su	reglamento	dentro	del
ámbito	de	su	competencia	respectiva.
Ley	29504.
ART.	22.—Sanciones.	El	Instituto	Peruano	del	Deporte	(IPD)	y	la	Comisión
Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores	(Conasev),	de	conformidad	con
sus	 labores	 fiscalizadoras	 y	 demás	 atribuciones	 legalmente	 establecidas,
pueden	 imponer	 las	 sanciones	 por	 infracciones	 a	 las	 disposiciones	 de	 la
presente	 ley.	Por	vía	 reglamentaria	 se	especifican	dichas	 infracciones	y	 se
gradúan	las	sanciones	de	acuerdo	a	su	gravedad,	pudiendo	ser	estas	las	de
amonestación,	 multa,	 suspensión,	 cancelación	 del	 registro,	 entre	 otras
pertinentes.
Producida	la	disolución	de	un	club	de	fútbol	profesional	por	insolvencia,	el
Instituto	Peruano	del	Deporte	(IPD)	procederá	a	su	retiro	del	registro.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 27.—Clasificación	 de	 las	 infracciones.	 Las	 infracciones	 están
clasificadas	en:	muy	graves,	graves	y	leves.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 28.—Las	 infracciones	 sancionadas	 por	 Conasev.	 La	 Conasev
sanciona	 las	 siguientes	 infracciones	 cometidas	 por	 sociedades	 gestoras	 o
concesionarias	y	por	los	Fondos	de	Deporte	de	Fútbol	Profesional:
Muy	graves
1.	Presentar	a	Conasev,	al	inversionista	y	en	general	a	cualquier	otro	sujeto
del	 mercado	 de	 valores,	 información	 inexacta,	 falsa	 o	 tendenciosa;	 o
divulgar	 dicha	 información	 en	 el	 mercado.	 Se	 incluye	 la	 presentación	 o
difusión	de	documentos	cuya	traducción	no	corresponde	al	sentido	correcto
de	lo	expresado	en	el	original.
Graves
1.	 Presentar	 a	 Conasev	 información	 financiera	 individual	 o	 consolidada,
dictaminada	 por	 una	 sociedad	 de	 auditoría	 que	 se	 encuentra	 incursa	 en
cualquiera	 de	 las	 incompatibilidades	 contempladas	 en	 el	 Reglamento	 de
Información	Financiera.
2.	Denegar	o	dilatar	la	entrega	de	libros,	documentos	y	demás	información
requerida	por	Conasev	o	de	cualquier	otro	modo	obstaculizar	 las	acciones
de	supervisión	y	control.
3.	No	publicar,	o	no	hacerlo	oportunamente,	 los	avisos,	comunicaciones	o
cualquier	otra	información	a	que	se	encuentran	obligados,	o	que	los	mismos
no	se	ajusten	a	la	normativa.
4.	No	cumplir	lo	dispuesto	de	manera	específica	por	Conasev,	en	ejercicio
de	sus	funciones.
5.	No	elaborar	de	acuerdo	con	 las	normas	que	regulan	su	preparación,	 la
información	 a	 la	 que	 se	 encuentran	 obligados	 por	 la	 normativa	 o	 por
requerimiento	de	Conasev.
6.	 Presentar	 a	Conasev	 al	 inversionista	 información	 financiera	preparada
sin	 observar	 las	 Normas	 Internacionales	 de	 Contabilidad	 en	 el	 Perú,	 los
pronunciamientos	 técnicos	 emitidos	 por	 la	 profesión	 contable	 del	 país,
normas	 contables	 establecidas	 por	 los	 órganos	 de	 supervisión	 y	 control	 y
las	normas	contenidas	en	el	Reglamento	de	Información	Financiera.
7.	No	presentar	a	Conasev	o	no	hacerlo	oportunamente,	el	informe	especial
contemplado	 en	 el	 Reglamento	 de	 Información	 Financiera,	 conteniendo	 la
subsanación	de	las	salvedades	que	dieron	lugar	a	la	opinión	con	salvedades,
opinión	adversa	o	abstención	de	opinión	de	los	auditores	externos	respecto
de	los	estados	financieros	de	la	empresa,	o	el	plan	de	acción	que	conlleve	a
la	 subsanación	 de	 las	 causas	 que	 dieron	 origen	 a	 las	 opiniones	 antes
mencionadas,	así	como	los	efectos	de	la	incorporación	de	las	salvedades	en
los	estados	financieros	del	ejercicio.
Leves
1.	 No	 suministrar,	 o	 no	 hacerlo	 oportunamente,	 o	 presentar	 en	 forma
incompleta	o	sin	 los	requisitos	establecidos	por	la	normativa,	a	Conasev	la
información	 financiera	 individual	 o	 consolidada	 auditada,	 los	 estados
financieros	 intermedios	 individuales	 o	 consolidados,	 informe	 de	 gerencia,
informe	 adicional	 de	 auditoría,	 hechos	 relevantes,	memorias	 anuales	 y	 en
general	 cualquier	 otra	 documentación	 o	 información	 a	 que	 se	 encuentran
obligados	por	la	normativa	o	por	requerimiento	de	Conasev.
Regl.	Ley	29504.
ART.	29.—Las	sanciones	que	puede	imponer	Conasev.	Si	la	infracción	es
muy	 grave	 se	 sanciona	 con	 la	 cancelación	 del	 registro.	 Si	 la	 infracción	 es
grave	 con	 la	 suspensión	 del	 registro	 hasta	 por	 12	meses.	 Si	 la	 sanción	 es
leve	se	sanciona	con	la	amonestación	escrita.	A	estas	sanciones	se	le	puede
acumular	la	de	multa	de	1	a	10	UIT,	para	las	infracciones	leves,	de	más	de	10
a	50	UIT	para	 las	 infracciones	 graves,	 y	 de	más	de	50	 a	 100	UIT	para	 las
infracciones	muy	graves.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 30.—Exclusión	 del	 registro.	 Como	 excepción	 a	 lo	 previsto	 en	 el
artículo	 anterior,	 las	 infracciones	 sobre	 presentación	 de	 información
financiera	 y	 hechos	 relevantes	 serán	 sancionadas	 de	 conformidad	 con	 las
estipulaciones	que	sobre	sanciones	se	encuentren	contenidas	en	la	Ley	del
Mercado	de	Valores,	el	Reglamento	de	Sanciones	de	Conasev,	Resolución	N°
055-2001-EF/94.10,	 normas	 complementarias	 o	 normas	 que	 hagan	 sus
veces.
Adicionalmente	 a	 la	 aplicación	 de	 las	 sanciones	 mencionadas	 se	 podrá
excluir	del	registro	a	los	fondos	o	las	sociedades	en	los	casos	de	reiterancia
en	el	incumplimiento	de	las	obligaciones	contempladas	en	la	ley,	reglamento
o	 demás	 normas	 aplicables	 que	 hayan	 dado	 origen	 por	 dos	 veces
consecutivas	a	sanciones	de	carácter	grave	mediante	resolución	firme.
Regl.	Ley	29504.
ART.	 31.—De	 las	 infracciones	 sancionadas	 por	 el	 IPD.	 El	 Instituto
Peruano	 del	 Deporte	 sanciona	 infracciones	 a	 las	 disposiciones	 de	 la	 ley
cometidas	 por	 los	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional.	 Estas	 son	 las
siguientes:
Muy	graves
1.	 No	 incorporarse	 en	 el	 Registro	 de	 Clubes	 Deportivos	 de	 Fútbol
Profesional.
2.	 No	 considerar	 a	 sus	 jugadores	 y	 a	 su	 plantel	 deportivo	 como
profesionales	remunerados	ni	sujetarlos	a	contratos	de	trabajo.
3.	 Que	 sus	 órganos	 de	 administración	 y	 gobierno	 estén	 integrados	 por
personas	que	se	encuentran	cumpliendo	condena	por	la	comisión	de	delito
doloso	y/o	que	estén	 cumpliendo	 sanción	por	 falta	 grave	o	 se	 encuentren
inhabilitadas	por	la	justicia	deportiva.
Graves
1.	Que	los	miembros	de	la	Comisión	de	Ética	y	de	la	Comisión	de	Auditoría
desempeñen	 cargos	 en	 el	 directorio,	 en	 la	 gerencia	 o	 en	 otras	 sociedades
vinculadas.
2.	No	presentar	a	la	federación,	dentro	del	primer	trimestre	de	cada	año,	el
balance	del	año	anterior,	debidamente	auditado,	y/o	no	publicar	un	extracto
en	un	medio	de	comunicación	escrito	de	circulación	nacional,	y/o	no	remitir
al	Instituto	Peruano	del	Deporte	 la	copia	de	dicha	publicación	a	efectos	de
ser	anexada	al	expediente	del	club	en	el	registro	correspondiente.
3.	No	estar	al	día	en	el	pago	de	 las	obligaciones	 laborales	y	previsionales
con	 sus	 jugadores	 y	 trabajadores,	 conforme	 a	 las	 normas	 legales
correspondientes.
4.	No	financiar	con	los	recursos	del	Fondo	de	Deporte	de	Fútbol	Profesional
el	cumplimiento	de	 las	obligaciones	que	demande	la	participación	del	club
en	 los	 diferentes	 torneos	 que	 organizan	 la	 Liga	 Deportiva	 de	 Fútbol
Profesional,	la	Federación	Deportiva	Nacional	y	otros	eventos	que	organice
la	FIFA.
Leves
1.	 No	 tener	 divisiones	 de	 menores	 para	 la	 formación,	 desarrollo	 y
promoción	de	sus	equipos	infantiles	y	juveniles.
Regl.	Ley	29504.
ART.	32.—De	las	sanciones	que	puede	imponer	el	IPD.	Si	la	infracción	es
muy	 grave	 se	 sanciona	 con	 la	 cancelación	 del	 registro.	 Si	 la	 infracción	 es
grave	 con	 la	 suspensión	 del	 registro	 hasta	 por	 12	meses.	 Si	 la	 sanción	 es
leve	se	sanciona	con	la	amonestación	escrita.	A	estas	sanciones	se	le	puede
acumular	la	de	multa	de	1	a	10	UIT,	para	las	infracciones	leves,	de	más	de	10
a	50	UIT	para	 las	 infracciones	 graves,	 y	 de	más	de	50	 a	 100	UIT	para	 las
infracciones	muy	graves.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA
Ley	29504.
Única	 Disposición	 Complementaria.—Adecuación	 de	 los	 clubes
deportivos	 de	 fútbol	 profesional.	 Los	 nuevos	 clubes	 de	 fútbol	 que	 se
incorporen	a	la	actividad	deportiva	de	fútbol	profesional,	después	de	haber
logrado	 el	 derecho	 de	 ascenso	 a	 esa	 categoría,	 con	 posterioridad	 a	 la
entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley,	 pueden	 adoptar	 la	 personería
jurídica	de	sociedad	anónima	abierta.
DISPOSICIONES	TRANSITORIAS
Ley	29504.
Primera	Disposición	Transitoria.—Obligaciones	de	los	clubes	deportivos
de	fútbol	profesional.	Los	clubes	deportivos	de	 fútbol	profesional	que	se
encuentren	 participando	 actualmente	 en	 actividades	 o	 torneos	 deportivos
profesionales,	 cualquiera	 sea	 la	 normativa	 bajo	 la	 cual	 se	 constituyeron,
deben	adecuar	su	personería	jurídica,	sus	estatutos	y	su	funcionamiento	a	la
presente	 ley	y	 su	 reglamento,	dentro	del	plazo	de	 seis	 (6)	meses,	 contado
desde	la	publicación	de	esta	norma.
Ley	29504.
Segunda	Disposición	Transitoria.—Deudas	 tributarias	de	 los	 clubes	de
fútbol	 profesional.	 Los	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional	 que,	 por
efecto	de	 esta	norma,	 adopten	 cualquiera	de	 las	modalidades	 establecidas
en	 el	 artículo	 9°,	 que	 tengan	 deudas	 de	 tributos	 recaudados	 y/o
administrados	 por	 la	 Superintendencia	 Nacional	 de	 Administración
Tributaria	(Sunat)	pueden	acogerse	al	beneficio	para	fraccionar	sus	deudas,
de	conformidad	con	las	siguientes	disposiciones:
1.	 Establécese,	 con	 carácter	 excepcional,	 transitorio	 y	 por	 única	 vez,	 el
Régimen	Especial	de	Fraccionamiento	Tributario	para	el	pago	de	las	deudas
tributarias	recaudadas	y/o	administradas	por	la	Superintendencia	Nacional
de	Administración	Tributaria	(Sunat),	para	 los	clubes	deportivos	de	 fútbol
profesional	 que	 mantengan	 deudas	 tributarias	 exigibles	 al	 31	 de	 julio	 de
2009,	cualquiera	sea	el	estado	en	el	que	se	encuentren,	incluidos	los	tributos
retenidos	o	percibidos	excepto	 los	que	 tengan	sentencia	 judicial.	No	es	de
aplicación	lo	previsto	en	el	artículo	36	del	Código	Tributario	y	se	concede	el
plazo	de	veinte	(20)	años	para	su	pago.
La	 deuda	 tributaria	 objeto	 del	 presente	 fraccionamiento	 excepcional
comprende	 el	 tributo,	 los	 intereses,	 las	 multas	 y	 las	 costas	 coactivas
previstas	en	el	Código	Tributario.
2.	También	pueden	acogerse	a	este	fraccionamiento	los	clubes	deportivos
de	 fútbol	 profesional	 que	 tengan	 o	 hayan	 gozado	 de	 algún	 beneficio	 de
regularización,	 aplazamiento	 o	 fraccionamiento	 de	 deudas	 tributarias,	 así
como	 aquellos	 que	 voluntariamente	 reconozcan	 tener	 obligaciones
pendientes,	detectadas	o	no,	con	la	Sunat.
3.	 Para	 efecto	de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 1),	 los	 clubes	deportivos	 de
fútbol	 profesional	 tienen	 un	 plazo	 máximo	 improrrogable	 de	 un	 (1)	 año,
contado	a	partir	del	día	siguiente	a	la	entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley,
para	su	transformación	en	sociedades	anónimas	abiertas	o	la	adecuación	de
las	asociaciones	civiles	de	acuerdo	con	lo	dispuesto	por	el	inciso	b)	o	c)	del
artículo	9°.
La	 Sunat	 debe	 suspender	 la	 ejecución	 de	 las	 medidas	 cautelares	 que
hubiere	adoptado	en	aplicación	del	Código	Tributario,	respecto	de	aquellos
clubes	 deportivos	 que	 tienen	 equipos	 en	 los	 torneos	 de	 competencia	 de
fútbol	 profesional	 que,	 a	 partir	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 ley,
comuniquen	 a	 la	 Sunat	 que	 se	 transformarán	 en	 sociedades	 anónimas
abiertas	o	se	adecuarán	a	lo	dispuesto	por	los	incisos	b)	o	c)	del	artículo	9°,
debiendo,	para	 tal	efecto,	adjuntar	a	 la	 comunicación	el	acuerdo	adoptado
en	 asamblea	 general	 para	 realizar	 la	 transformación	 o	 el	 contrato	 de
gerencia	en	el	plazo	previsto	en	el	primer	párrafo	del	presente	numeral.
La	referida	suspensión	se	hace	efectiva	por	el	plazo	máximo	contemplado
en	 el	 primer	 párrafo	 del	 presente	 numeral.	 Los	 clubes	 que	 se	 hubieran
transformado	en	sociedades	anónimas	abiertas	o	se	hubieran	adecuado	a	lo
dispuesto	por	los	incisos	b)	o	c)	del	artículo	9°	dentro	del	plazo	establecido
operarán	de	la	siguiente	forma:
a)	Hasta	 el	 vencimiento	 del	 plazo	 para	 la	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de
acogimiento	 al	 fraccionamiento;	 o,	 b)	 hasta	 la	 fecha	 de	 notificación	 de	 la
resolución	 que	 concede	 el	 acogimiento	 al	 fraccionamiento,	 de	 haberse
presentado	 la	 solicitud	 con	 ese	 propósito	 y	 haber	 cumplido	 con	 los
requisitos	establecidos.
Lo	normado	en	la	presente	disposición	no	implica	el	levantamiento	de	las
citadas	 medidas	 ni	 la	 prohibición	 de	 adoptar	 nuevas	 medidas.	 Tampoco
resulta	de	aplicación	respecto	de	los	embargos	en	forma	de	retención.
Mediante	 decreto	 supremo	 refrendado	 por	 el	 Ministro	 de	 Economía	 y
Finanzas	 se	 puede	 regular	 el	 alcance	 de	 este	 tipo	 de	 embargos	 para	 los
clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional	 respecto	 de	 los	 cuales	 opere	 la
suspensión	regulada	en	esta	disposición.
4.	 La	 deuda	 materia	 del	 fraccionamiento	 incluye	 la	 tasa	 de	 interés
moratorio	 (TIM),	 los	 intereses	 de	 aplazamiento	 y/o	 fraccionamiento	 y
cualquier	 otro	 concepto	 aplicable	 para	 la	 actualización	 de	 la	 deuda
tributaria,	 generados	 hasta	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de
acogimiento.
Tratándose	de	deudas	contenidas	en	una	orden	de	pago,	en	una	resolución
de	 determinación	 o	 en	 cualquier	 otro	 acto	 de	 determinación	 de	 la	 deuda
tributaria	que	sea	exigible	al	31	de	julio	de	2009,	el	acogimiento	al	presente
fraccionamiento	debe	realizarse	por	el	total	de	dicha	deuda.
Cuando	no	se	cumpla	con	lo	establecido	en	el	párrafo	anterior,	la	Sunat	no
considera	dicha	deuda	para	efecto	de	acogimiento	al	fraccionamiento.
5.	 El	 acogimiento	 al	 presente	 fraccionamiento	 extingue	 los	 intereses,
multas	 y	 cualquier	 otro	 concepto	 por	 las	 infracciones	 a	 que	 se	 refieren	 el
numeral	 1	 del	 artículo	 176	 y	 el	 numeral	 1	 del	 artículo	 178	 del	 Código
Tributario,	así	como	cualquier	otro	concepto	aplicable	para	la	actualización
de	 tales	 multas,	 y	 los	 gastos	 y	 costas	 previstos	 en	 el	 Código	 Tributario,
generados	hasta	la	fecha	de	acogimiento	por	deudas	exigibles	al	31	de	julio
de	 2009,	 de	 acuerdo	 con	 lo	 que	 se	 establezca	 por	 decreto	 supremo.	 Para
efecto	 de	 la	 extinción	 de	 las	 multas,	 estas	 deben	 ser	 subsanadas	 con
anterioridad	o	conjuntamente	con	el	acogimiento	al	fraccionamiento.
6.	La	deuda	materia	de	fraccionamiento	debe	pagarse	en	cuotas	mensuales
iguales	 en	 el	 período	 establecido	 en	 el	 numeral	 1)	 de	 la	 presente
disposición.	La	cuota	inicial	será	equivalente	al	cero	coma	cinco	por	ciento
(0,5%)	de	la	deuda	materia	de	fraccionamiento.
A	las	cuotas	mensuales,	constituidas	por	la	amortización	e	intereses,	se	les
aplica	una	tasa	anual	efectiva	de	quince	por	ciento	(15%).	El	monto	de	cada
cuota	no	puede	ser	menor	al	cinco	por	ciento	(5%)	de	la	Unidad	Impositiva
Tributaria	 (UIT)	 vigente	 a	 la	 fecha	 de	 presentación	 de	 la	 solicitud	 de
acogimiento.
El	 interés	 de	 fraccionamiento	 se	 calcula	 a	 partir	 del	 mes	 siguiente	 de
presentada	 la	 solicitud	 de	 acogimiento.	 Las	 demás	 condiciones	 son
establecidas	mediante	decreto	supremo.
7.	 Para	 acogerse	 a	 este	 fraccionamiento,	 los	 clubes	 deportivos	 deudores
deben	presentar	una	solicitud	de	acogimiento	dentro	de	 los	dos	(2)	meses
posteriores	 de	 vencido	 el	 plazo	 a	 que	 se	 refiere	 el	 primer	 párrafo	 del
numeral	 3,	 en	 la	 forma	 y	 condiciones	 que	 establezca	 la	 Sunat.	 A	 esta
solicitud	 deben	 acompañar	 la	 documentación	 que	 acredite	 que	 se	 ha
realizado	la	transformación	o	adecuación	a	que	se	refiere	el	numeral	3.
Los	clubes	deportivos	deben	presentar	la	declaración	y	efectuar	el	pago	de
las	 obligaciones	 tributarias	 y/o	 aportes	 correspondientes	 a	 los	 períodos
tributarios	cuyo	vencimiento	se	produzca	en	los	dos	(2)	meses	anteriores	a
la	fecha	de	acogimiento,	así	como	efectuar	el	pago	de	la	cuota	inicial.
8.	 Los	 clubes	 deportivos	 deudores	 deben	 desistirse	 del	 medio
impugnatorio	que	se	encuentre	en	trámite	ante	la	autoridad	administrativa
o	 judicial,	 de	 ser	 el	 caso,	 según	 los	 requisitos,	 forma	y	 condiciones	que	 se
establezcan	mediante	decreto	supremo.
9.	 La	 Sunat	 procede	 a	 la	 cobranza	 de	 la	 totalidad	 del	 saldo	 de	 la	 deuda
tributaria	insoluta,	cuando	se	produce	el	incumplimiento	de	pago	de	tres	(3)
cuotas	 consecutivas	 o	 alternadas,	 la	 que	 da	 lugar	 a	 la	 pérdida	 de	 los
beneficios	otorgados	por	esta	ley.
10.	 En	 caso	 de	 que	 la	 Sunat	 proceda	 de	 acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
numeral	 anterior,	 la	 totalidad	 de	 las	 cuotas	 pendientes	 de	 pago	 estarán
sujetas	 a	 la	 Tasa	 de	 Interés	 Moratorio	 (TIM),	 de	 conformidad	 con	 el
procedimiento	establecido	en	el	artículo	33	del	Código	Tributario,	a	partir
del	día	 siguiente	en	que	el	 club	deportivo	deudor	acumule	 tres	 (3)	 cuotas
vencidas	 y	 pendientes	 de	 pago,	 hasta	 la	 fecha	 de	 pago	 correspondiente.
Asimismo,	las	cuotas	vencidas	y	pendientes	de	pago	pueden	ser	materia	de
cobranza,	 estando	 sujetas	 a	 la	 Tasa	 de	 Interés	 Moratorio	 (TIM),	 de
conformidad	con	el	procedimiento	establecido	en	el	artículo	33	del	Código
Tributario.
11.	Mediante	decreto	supremo,	refrendado	por	el	Ministro	de	Economía	y
Finanzas,	 se	 dictan	 las	 normas	 reglamentarias	 o	 complementarias
necesarias	 para	 la	 correcta	 aplicación	 de	 lo	 establecido	 en	 la	 presente
disposición.
RÉGIMEN	ESPECIAL	DE	FRACCIONAMIENTO	TRIBUTARIO
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	1°.—Definiciones.
1.1.	Para	efecto	del	presente	decreto	supremo,	se	entenderá	por:
a)	 Ley:	 A	 la	 Ley	 N°	 29504;	 Ley	 que	 promueve	 la	 transformación	 y
participación	de	 los	 clubes	deportivos	de	 fútbol	profesional	 en	 sociedades
anónimas	abiertas.
b)	 Código	 Tributario:	 Al	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Código	 Tributario
aprobado	por	Decreto	Supremo	N°	135-99-EF	y	normas	modificatorias.
c)	Régimen:	Al	Régimen	Especial	de	Fraccionamiento	Tributario	regulado
por	la	Segunda	Disposición	Transitoria	de	la	ley.
d)	 Deuda	 materia	 del	 régimen:	 A	 las	 previstas	 en	 el	 numeral	 1	 de	 la
Segunda	 Disposición	 Transitoria	 de	 la	 ley,	 actualizadas	 a	 la	 fecha	 de
acogimiento.
e)	 Deuda	 tributaria	 exigible:	 A	 la	 definida	 en	 el	 artículo	 3°	 del	 Código
Tributario.
Las	 multas	 se	 consideran	 exigibles	 en	 la	 fecha	 en	 que	 se	 cometió	 la
infracción	o	cuando	no	sea	posible	establecerla,	en	la	fecha	en	que	la	Sunat
detectó	la	infracción.
f)	Fecha	de	acogimiento:	A	la	fecha	en	la	que	el	deudor	tributario	presenta
su	 solicitud	 de	 acogimiento	 al	 régimen,	 siempre	 que	 cumpla	 con	 los
requisitos	establecidos	para	dicho	acogimiento.
g)	Sunat:	A	la	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria.
h)	IPD:	Al	Instituto	Peruano	del	Deporte.
i)	ESSALUD:	Al	Seguro	Social	de	Salud.
j)	ONP:	A	la	Oficina	de	Normalización	Previsional.
k)	TIM:	A	 la	Tasa	de	 Interés	Moratorio	a	que	se	 refiere	el	 artículo	33	del
Código	Tributario.
l)	UIT:	A	la	Unidad	Impositiva	Tributaria.
1.2.	Cuando	 se	haga	 referencia	 a	un	artículo	 sin	mencionar	 la	norma	a	 la
que	 pertenece,	 se	 entenderá	 referido	 al	 presente	 decreto	 supremo.
Asimismo,	cuando	se	haga	mención	a	un	numeral	sin	señalar	el	artículo	al
que	corresponde,	se	entenderá	referido	al	artículo	en	el	que	se	encuentre;	y,
cuando	 se	 haga	 mención	 a	 un	 inciso	 sin	 aludir	 el	 numeral	 al	 que
corresponde,	se	entenderá	referido	al	numeral	en	el	que	se	encuentre.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	2°.—Deudas	comprendidas	en	el	régimen.
2.1.	 Se	 encuentran	 comprendidas	 en	 el	 régimen	 las	 deudas	 tributarias
exigibles	 y	 pendientes	 de	 pago	 al	 31	 de	 julio	 del	 2009,	 incluidos	 los
intereses	 y	 cualquier	 otro	 concepto	 aplicable	 para	 la	 actualización	 de	 la
deuda,	 cuya	 recaudación	 y/o	 administración	 está	 a	 cargo	 de	 la	 Sunat,
cualquiera	 sea	 el	 estado	 en	 que	 se	 encuentren,	 sea	 en	 cobranza,
reclamación,	apelación	o	demanda	contencioso	administrativa	ante	el	Poder
Judicial.
También	se	considera	como	tal,	el	monto	pendiente	de	pago	a	 la	 fecha	de
acogimiento,	de	aplazamientos	y/o	 fraccionamientos	de	carácter	general	o
particular	que	 comprendan	exclusivamente	deudas	 tributarias	 exigibles	 al
31	 de	 julio	 del	 2009,	 incluyendo	 los	 intereses	 de	 aplazamiento	 y/o
fraccionamiento,	 la	 TIM	 y	 cualquier	 otro	 concepto	 aplicable	 para	 su
actualización,	 sea	 que	 dichos	 aplazamientos	 y/o	 fraccionamientos	 se
encuentren	vigentes	o	perdidos	o	se	hubiera	producido	el	 incumplimiento
del	pago	de	cuotas.
2.2.	 Si	 en	 los	 aplazamientos	 y/o	 fraccionamientos	 se	 hubiera	 incluido
multas,	 sus	 intereses	 o	 cualquier	 otro	 concepto	 aplicable	 para	 su
actualización	 que	 correspondan	 extinguir	 de	 acuerdo	 a	 lo	 dispuesto	 en	 el
numeral	5	de	 la	Segunda	Disposición	Transitoria	de	la	 ley	y	en	el	 inciso	a)
del	numeral	8.1	del	artículo	8°,	se	procederá	de	la	siguiente	manera:
a)	 Se	 dividirá	 el	 monto	 de	 las	 multas,	 sus	 intereses	 y	 cualquier	 otro
concepto	 aplicable	 para	 su	 actualización,	 entre	 la	 totalidad	 de	 la	 deuda
tributaria	materia	de	aplazamiento	y/o	fraccionamiento.
b)	 El	 monto	 resultante	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 numeral	 anterior	 se
multiplicará	por	100.
c)	El	porcentaje	así	establecido	se	aplicará	al	saldo	pendiente	de	pago	a	la
fecha	de	acogimiento	del	aplazamiento	y/o	fraccionamiento,	siendo	ésta	la
deuda	materia	de	extinción.
d)	Del	monto	del	aplazamiento	y/o	fraccionamiento	pendiente	de	pago	a	la
fecha	de	acogimiento	se	restará	el	monto	de	la	deuda	materia	de	extinción,
obteniéndose	así	el	importe	de	la	deuda	materia	de	acogimiento.
2.3.	 En	 caso	 que	 las	 multas,	 sus	 intereses	 y	 cualquier	 otro	 concepto
aplicable	para	su	actualización	hubieren	sido	incluidas	en	un	aplazamiento
y/o	 fraccionamiento	que	a	su	vez	ha	sido	materia	de	un	aplazamiento	y/o
fraccionamiento	 posterior,	 la	 deuda	 materia	 de	 extinción	 se	 determinará
considerando	 la	proporción	que	representa	esta	deuda	en	relación	con	 los
montos	 materia	 de	 acogimiento	 en	 cada	 uno	 de	 los	 aplazamientos	 y/o
fraccionamientos.
El	procedimiento	anterior	también	será	de	aplicación	aún	cuando	el	saldo
pendiente	 de	 pago	 del	 aplazamiento	 y/o	 fraccionamiento,	 en	 el	 cual	 se
encuentran	 incluidos	 las	 multas,	 sus	 intereses	 y	 cualquier	 otro	 concepto
aplicable	para	su	actualización,	no	se	acoja	al	régimen.
Tratándose	 de	 deuda	 tributaria	 comprendida	 en	 resoluciones	 de
determinación,	 resoluciones	 de	 multa,	 órdenes	 de	 pago	 o	 cualquier	 otro
documento	 que	 determine	 deuda	 tributaria,	 el	 acogimiento	 al	 régimen
deberá	realizarse	por	el	total	de	la	deuda	pendiente	de	pago.	Cuando	no	se
cumpla	 con	 lo	 antes	 señalado	no	 se	 considerará	 dicha	deuda	 como	deuda
materia	de	acogimiento.
2.4.	Podrán	acogerse	al	régimen	las	deudas	tributarias	que	se	encuentren
incluidas	en	alguno	de	los	procedimientos	concursales	al	amparo	de	la	Ley
General	 del	 Sistema	 Concursal	 -	 Ley	 N°	 27809,	 salvo	 cuando	 se	 hubiere
optado	o	se	opte	por	la	disolución	y	liquidación.
El	 acogimiento	 de	 dichas	 deudas	 al	 régimen	 quedará	 sujeto	 a	 la
presentación	por	parte	del	deudor	tributario	de	la	copia	certificada	del	acta
respectiva	donde	conste	la	aprobación	por	la	junta	de	acreedores,	la	cual	se
adjuntará	 a	 la	 solicitud	 de	 acogimiento.	 Para	 tal	 efecto,	 tratándose	 del
procedimiento	 concursal	 preventivo,	 se	 podrá	 llevar	 a	 cabo	 una	 junta	 de
acreedores	 extraordinaria	 que	 tendrá	 como	 finalidad	 evaluar	 su
acogimiento	al	régimen.
De	 no	 cumplirse	 con	 este	 requisito,	 las	 deudas	 involucradas	 no	 serán
consideradas	como	deuda	materia	de	acogimiento.
El	 incumplimiento	 de	 los	 plazos,	 forma	 y	 condiciones	 para	 el	 pago	 de	 la
deuda	 acogida,	 comprometidos	 como	 consecuencia	 del	 acogimiento,
producirá	la	pérdida	del	régimen,	aún	cuando	aquellos	se	hayan	variado	por
convenios	celebrados	al	amparo	de	la	Ley	General	del	Sistema	Concursal.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	 3°.—Deudas	 no	 comprendidas	 en	 el	 régimen.	 No	 están
comprendidas	en	el	régimen	las	deudas	tributarias	por	concepto	de	tributos
retenidos	o	percibidos,	respecto	de	las	cuales	exista	sentencia	judicial.
La	 sentencia	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 precedente	 es	 aquella	 firme,
consentida	 o	 ejecutoriada,	 emitida	 en	 un	 proceso	 contencioso
administrativo,	 proceso	 de	 amparo	 o	 proceso	 penal	 por	 delito	 de
defraudación	tributaria.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	 4°.—Sujetos	 comprendidos	 en	 el	 régimen.	 Pueden	 acogerse	 al
régimen	los	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional	inscritos	en	el	registro
respectivo	 del	 IPD	 que,	 por	 efecto	 de	 la	 ley,	 adopten	 cualquiera	 de	 las
modalidades	establecidas	en	el	artículo	9°	de	la	citada	ley.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	5°.—Plazo	de	acogimiento.	El	plazo	para	el	acogimiento	al	régimen
se	inicia	el	3	de	febrero	del	2011	y	vence	el	4	de	abril	de	ese	mismo	año.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	 6°.—Requisitos	 para	 el	 acogimiento.	 Para	 acogerse	 al	 régimen	 el
deudor	 tributario	 deberá	 cumplir,	 hasta	 la	 fecha	 de	 acogimiento,	 con	 los
siguientes	requisitos:
6.1.	Presentar	una	solicitud	de	acogimiento	por	cada	tipo	de	deuda	según
se	 trate	de	aportes	al	ESSALUD,	a	 la	ONP	u	otros	 tributos	 recaudados	y/o
administrados	por	la	Sunat.	En	cada	solicitud	se	deberá	incluir	el	monto	de
las	multas	vinculadas	a	cada	tipo	de	deuda.
La	 presentación	 de	 dicha	 solicitud	 implicará	 el	 reconocimiento	 de	 las
deudas	incluidas	en	ella.
6.2.	Pagar	la	cuota	inicial	a	que	se	refiere	el	numeral	10.1	del	artículo	10.
6.3.	 Presentar	 la	 declaración	 jurada	 y	 efectuar	 el	 pago	 del	 íntegro	 de	 las
obligaciones	 tributarias	 correspondientes	 a	 los	 períodos	 tributarios	 cuyo
vencimiento	 se	 produzca	 en	 los	 dos	 (2)	 meses	 anteriores	 a	 la	 fecha	 de
acogimiento.
6.4.	Acreditar	la	adopción	de	cualquiera	de	las	modalidades	establecidas	en
el	artículo	9°	de	la	ley,	adjuntando	según	corresponda:
a)	 Copia	 literal	 de	 la	 partida	 registral,	 expedida	 por	 la	 Superintendencia
Nacional	de	Registros	Públicos	-	Sunarp,	en	la	cual	consta	la	inscripción	de
la	sociedad	anónima	abierta	creada	conforme	a	 lo	dispuesto	en	el	artículo
10	de	la	ley;	o,
b)	Copia	del	contrato	de	gerencia;	o
c)	Copia	del	testimonio	de	la	escritura	pública	del	contrato	de	concesión.
6.5.	Acreditar	 la	 renovación	de	su	consejo	directivo	si	 al	1	de	 febrero	del
2010	hubiera	vencido	su	período	de	vigencia.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	 7°.—Deuda	 impugnada.	 Para	 acoger	 al	 fraccionamiento	 deuda
tributaria	impugnada,	los	deudores	tributarios	deberán:
a)	Presentar	hasta	 la	 fecha	de	acogimiento,	 el	 correspondiente	escrito	de
desistimiento	 con	 firma	 legalizada,	 ante	 la	 autoridad	 administrativa	 o
judicial	 que	 conoce	 el	 proceso	 de	 impugnación	 de	 las	 deudas	 tributarias,
cumpliendo	con	los	requisitos	establecidos	en	las	normas	pertinentes.
b)	Adjuntar	a	la	solicitud	de	acogimiento,	copia	del	escrito	de	desistimiento
presentado	ante	el	Tribunal	Fiscal	o	el	Poder	Judicial,	según	corresponda.
El	incumplimiento	de	lo	previsto	en	el	párrafo	precedente	originará	que	la
deuda	no	sea	materia	de	acogimiento
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	8°.—Extinción	de	multas,	costas	y	gastos.
8.1.	La	presentación	de	la	solicitud	de	acogimiento	al	régimen	cumpliendo
con	los	requisitos	establecidos	en	el	artículo	6°,	extingue:
a)	Las	multas	por	 las	 infracciones	 tipificadas	en	el	numeral	1	del	artículo
176	y	en	el	numeral	1	del	artículo	178	del	Código	Tributario,	cometidas	o,
en	caso	que	no	pueda	establecerse	la	fecha	de	comisión,	las	detectadas	hasta
el	 31	 de	 julio	 del	 2009,	 los	 intereses	 y	 cualquier	 otro	 concepto	 aplicable
para	 su	 actualización,	 siempre	 que	 tales	 infracciones	 sean	 subsanadas
mediante	 la	 presentación	 de	 la	 declaración	 jurada	 o	 la	 declaración	 jurada
rectificatoria,	según	corresponda,	hasta	la	fecha	de	acogimiento	y	se	trate	de
deuda	tributada	recaudada	y/o	administrada	por	la	Sunat.
b)	Las	costas	y	gastos	previstos	en	el	Código	Tributario,	generados	hasta	la
fecha	 de	 acogimiento	 y	 vinculados	 exclusivamente	 a	 deuda	 tributaria
exigible	al	31	de	julio	del	2009	recaudada	y/o	administrada	por	la	Sunat.
8.2.	Para	que	las	multas,	sus	intereses	y	cualquier	otro	concepto	aplicable
para	 su	 actualización	 se	 encuentren	 comprendidas	 en	 el	 régimen	 y	 en
consecuencia	se	extingan,	las	infracciones	tributarias	que	les	dieron	origen
no	requerirán	ser	detalladas	en	la	solicitud	de	acogimiento.
8.3.	Para	que	las	costas	y	gastos	se	extingan	no	se	requerirá	detallarlas	en
la	solicitud	de	acogimiento	ni	incluir	en	el	mismo	las	deudas	tributarias	por
las	que	se	generaron.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	9°.—Forma	de	pago.	El	pago	 se	efectuará	en	 forma	 fraccionada,	de
manera	independiente	por	cada	tipo	de	deuda	según	se	trate	de	aportes	al
ESSALUD,	a	la	ONP	o	de	otros	tributos	recaudados	y/o	administrados	por	la
Sunat,	hasta	en	un	plazo	máximo	de	veinte	(20)	años.	Dicho	fraccionamiento
comprende	el	pago	de	una	cuota	inicial.
Las	condiciones	y	el	lugar	para	realizar	el	pago	de	la	cuota	inicial	y	de	las
cuotas	mensuales	serán	establecidas	por	la	Sunat.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	10.—Pago	fraccionado.
10.1.	La	cuota	 inicial	del	 fraccionamiento,	 como	mínimo,	 será	equivalente
al	0,5%	de	la	deuda	materia	de	acogimiento	por	cada	tipo	de	deuda.
10.2.	 La	 deuda	 materia	 de	 acogimiento,	 menos	 el	 importe	 de	 la	 cuota
inicial,	 podrá	 ser	 pagada	 hasta	 en	 240	 cuotas	mensuales	 iguales,	 siéndole
aplicable	una	tasa	de	interés	anual	efectiva	de	quince	por	ciento	(15%).
Dichas	 cuotas	 estarán	 constituidas	 por	 la	 amortización	 e	 intereses	 del
fraccionamiento	y	no	podrán	ser	menores	al	cinco	por	ciento	(5%)	de	la	UIT
vigente	a	la	fecha	de	acogimiento.
10.3.	 La	 cuota	mensual	 de	 fraccionamiento	 se	 determina	de	 acuerdo	 a	 la
siguiente	fórmula:
	 (1+i)n*i 	 	
C= (---------------) * (D-CI)
	 (1+i)n-1 	 	
Donde:
C:	Cuota	mensual	de	fraccionamiento
D:	Deuda	tributaria	materia	de	acogimiento
I:	Interés	mensual	de	fraccionamiento:	1,25%	mensual
N:	Número	de	meses	del	fraccionamiento
CI:	Cuota	inicial
10.4.	El	interés	de	fraccionamiento	es	un	interés	al	rebatir	mensual	sobre	el
saldo	de	la	deuda	acogida,	que	se	calculará	a	partir	del	mes	siguiente	a	aquél
en	el	que	fue	presentada	la	solicitud	de	acogimiento.
10.5.	 El	 vencimiento	 de	 las	 cuotas	mensuales	 se	 producirá	 el	 último	 día
hábil	de	cada	mes,	salvo	tratándose	de	la	cuota	240,	la	cual	vencerá	en	el	día
en	que	vence	el	plazo	de	veinte	(20)	años	computado	a	partir	de	la	fecha	de
acogimiento	y	su	monto	podrá	ser	distinto	al	de	las	demás	cuotas	por	efecto
de	esta	distinta	fecha	de	vencimiento.
10.6.	 La	primera	 cuota	 vencerá	 el	 último	día	hábil	 del	mes	 siguiente	 a	 la
fecha	de	acogimiento.
10.7.	Los	pagos	que	se	realicen	se	imputarán	a	la	cuota	correspondiente	al
mes	consignado	por	el	deudor	tributario	en	el	formulario	de	pago.
10.8.	 El	 pago	 antes	 del	 plazo	 de	 vencimiento	 de	 las	 cuotas	 de
fraccionamiento	 incluirá	 los	 intereses	devengados	y	 los	que	 se	devenguen
hasta	el	vencimiento	de	las	mismas.
10.9.	La	cuota	mensual	vencida	e	impaga	estará	sujeta	a	la	TIM	y	podrá	ser
materia	 de	 cobranza.	 El	 interés	 se	 aplicará	 sobre	 el	 importe	 de	 la	 cuota
impaga	a	partir	del	día	siguiente	de	la	fecha	de	su	vencimiento	hasta	la	fecha
de	su	cancelación	inclusive.
10.10.	 Los	pagos	que	 se	 realicen	 se	 imputarán	 en	primer	 lugar,	 de	 ser	 el
caso,	al	interés	moratorio	generado	por	la	cuota	impaga	y,	en	segundo	lugar,
a	la	cuota	mensual.
10.11.	Cuando	se	pague	un	monto	que	excede	el	 importe	de	 la	 cuota	que
corresponde	al	mes	consignado	por	el	deudor	tributario	en	el	formulario	de
pago,	el	exceso	se	imputará,	en	primer	lugar,	a	la(s)	cuota(s)	mensual(es)	de
mayor	 antigüedad	 vencida(s)	 y	 pendiente(s)	 de	 pago,	 considerando	 lo
señalado	 en	 el	 numeral	 precedente.	 De	 no	 existir	 cuotas	 vencidas	 y
pendientes	de	pago	o	si	aun	quedase	un	monto	por	imputar,	dicho	exceso	se
aplicará	contra	el	saldo	de	la	deuda	materia	de	acogimiento,	reduciendo	el
número	de	cuotas	pendientes	de	cancelación.	Si	sólo	quedara	pendiente	de
pago	la	última	cuota,	el	exceso	permitirá	el	ajuste	de	la	misma.
10.12.	La	reducción	del	número	de	cuotas	no	exime	al	deudor	tributario	de
pagar	 las	 cuotas	mensuales	que	venzan	en	 los	meses	 siguientes	al	mes	en
que	se	realiza	el	pago.
40.13.	 Lo	 dispuesto	 en	 los	 numerales	 anteriores	 deberá	 considerarse
respecto	a	cada	solicitud	presentada,	según	se	trate	de	la	vinculada	a	deuda
por	 aportes	 al	 ESSALUD,	 a	 la	 ONP	 u	 otros	 tributos	 recaudados	 y/o
administrados	por	la	Sunat.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	11.—Cobranza	de	la	totalidad	de	las	cuotas	pendientes	de	pago.
11.1.	Cuando	se	adeude	tres	(3)	cuotas	vencidas	consecutivas	o	alternadas,
la	Sunat	procederá	a	la	cobranza	de	la	totalidad	de	las	cuotas	pendientes	de
pago,	dándose	por	vencidos	 todos	 los	plazos.	Para	 tal	efecto,	 se	entenderá
que	 se	 ha	 cumplido	 con	 el	 pago	 de	 las	 cuotas	 cuando	 estas	 hayan	 sido
canceladas	 íntegramente,	 incluyendo	 los	 respectivos	 intereses	moratorios,
de	ser	el	caso.
11.2.	De	producirse	lo	indicado	en	el	numeral	11.1,	el	interés	moratorio	de
las	cuotas	se	calculará	de	la	siguiente	manera:
a)	 En	 el	 caso	de	 las	 cuotas	 vencidas	 y	 pendientes	 de	pago,	 se	 aplicará	 lo
dispuesto	en	el	numeral	10.9	del	artículo	10.
b)	Las	cuotas	no	vencidas	y	pendientes	de	pago	se	considerarán	vencidas,
debiéndose	 aplicar	 la	 TIM	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 en	 que	 el	 deudor
acumule	tres	(3)	cuotas	vencidas	consecutivas	o	alternadas	de	pago,	hasta	la
fecha	de	su	cancelación	inclusive.	Dicho	interés	se	aplicará	sobre	el	monto
total	 de	 las	 mismas	 sin	 incluir	 los	 intereses	 de	 fraccionamiento	 no
generados.
11.3.	En	el	 supuesto	señalado	en	el	numeral	11.1	se	producirá	 la	pérdida
del	beneficio	de	extinción	de	multas,	sus	intereses	y	cualquier	otro	concepto
aplicable	para	su	actualización,	así	como	de	las	costas	y	gastos,	debiendo	la
Sunat	 proceder	 a	 su	 cobranza.	 En	 caso	 que	 se	 hubiera	 reducido	 el	monto
materia	 de	 acogimiento	 de	 un	 aplazamiento	 y/o	 fraccionamiento	 anterior
por	 efecto	 de	 la	 extinción	 de	 una	 multa,	 sus	 intereses	 y	 cualquier	 otro
concepto	aplicable	para	su	actualización,	 se	deberá	recalcular	el	monto	de
las	cuotas	a	efecto	de	considerar	este	mayor	importe.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	12.—Resoluciones.
12.1.	 La	 Sunat	 aceptará	 o	 denegará	 el	 acogimiento	 al	 régimen,	mediante
resolución	que	deberá	 ser	 emitida	en	el	plazo	de	 treinta	 (30)	días	hábiles
contados	a	partir	de	la	presentación	de	la	solicitud.
12.2.	El	deudor	tributario	podrá	desistirse	de	su	solicitud	de	acogimiento	al
régimen,	 antes	 que	 la	 Sunat	 le	 notifique	 la	 resolución	 a	 que	 se	 refiere	 el
numeral	precedente.
El	 escrito	 de	 desistimiento	 deberá	 presentarse	 con	 firma	 legalizada	 del
representante	 legal	del	deudor	 tributario.	La	 legalización	podrá	efectuarse
ante	 notario	 público	 o	 fedatario	 de	 la	 administración	 tributaria.	 Para	 que
opere	 el	 desistimiento	 no	 se	 requerirá	 la	 emisión	 de	 una	 resolución	 de
aceptación	del	mismo.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	 13.—Imputación	 de	 pagos	 en	 caso	 de	 denegatoria	 del
acogimiento	 al	 régimen.	 Cuando	 se	 determine	 mediante	 resolución	 la
denegatoria	 del	 acogimiento	 al	 régimen,	 los	 pagos	 efectuados	 con
anterioridad	a	esta	denegatoria	serán	imputados	a	las	deudas	incluidas	en	la
solicitud	de	acogimiento	respectiva,	de	acuerdo	a	las	reglas	previstas	en	el
artículo	31	del	Código	Tributario.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	14.—Diferencia	determinada	en	el	monto	de	la	deuda	materia	de
acogimiento	al	régimen.	Para	efecto	del	acogimiento	al	régimen,	 la	Sunat
podrá	determinar	una	mayor	o	menor	deuda	en	relación	a	la	contenida	en	la
solicitud	de	acogimiento,	en	los	siguientes	casos:
a)	 Cuando	 no	 se	 hubiera	 incluido	 todos	 los	 intereses	 y	 cualquier	 otro
concepto	 aplicable	 para	 la	 actualización	 de	 la	 deuda	 generados	 hasta	 la
fecha	 de	 acogimiento	 o	 se	 hubiere	 considerado	 un	 monto	 mayor	 al	 que
correspondía.
b)	Cuando	no	se	hubiera	consignado	 la	 totalidad	del	monto	pendiente	de
pago	a	 la	 fecha	de	acogimiento	de	aplazamientos	y/o	 fraccionamientos	de
carácter	general	o	particular.
c)	Cuando	se	deba	excluir	alguna	deuda	de	la	solicitud	de	acogimiento.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	15.—Procedimiento	en	caso	se	determine	diferencia	en	el	monto
de	la	deuda	materia	de	acogimiento	al	régimen.
15.1.	En	los	casos	en	que	la	Sunat	determine	mayor	deuda	se	procederá	a
incrementar	 el	 saldo	 pendiente	 de	 pago	 y	 al	 recálculo	 de	 las	 cuotas	 cuyo
vencimiento	se	produzca	a	partir	del	mes	siguiente	a	la	fecha	de	emisión	de
la	 resolución	 que	 determine	 la	 mayor	 deuda.	 El	 monto	 de	 las	 cuotas	 se
incrementará	 bajo	 las	 mismas	 condiciones	 financieras,	 manteniéndose	 el
número	de	cuotas	originalmente	elegido	por	el	deudor	tributario.
De	no	ser	posible	 lo	señalado	en	el	párrafo	anterior,	 la	Sunat	procederá	a
cobrar	la	mayor	deuda	determinada.
15.2.	 Cuando	 la	 Sunat	 determine	menor	 deuda	 se	 verificará	 si	 el	 deudor
tributario	 tiene	 cuotas	 mensuales	 pendientes	 de	 pago	 y	 en	 caso	 que	 los
pagos	efectuados	no	excedan	a	 la	deuda	determinada	como	acogida	por	 la
Sunat,	se	reducirá	el	número	de	cuotas,	manteniendo	el	monto	original	de
aquellas,	con	excepción	de	la	última	cuota,	la	cual	incluso	podrá	ser	menor
al	cinco	por	ciento	(5%)	de	la	UIT	vigente	en	la	fecha	de	acogimiento.
En	 caso	 los	 pagos	 efectuados	 excedieran	 a	 la	 deuda	 determinada	 como
acogida	 por	 la	 Sunat,	 ésta	 procederá	 a	 efectuar	 la	 devolución
correspondiente.
D.	S.	168-2010-EF.
ART.	16.—Refrendo.	El	presente	decreto	supremo	será	refrendado	por	la
Ministra	de	Economía	y	Finanzas.
DISPOSICIONES	COMPLEMENTARIAS	FINALES
D.	S.	168-2010-EF.
Primera	Disposición	Complementaria	Final.—Vigencia.	Lo	dispuesto	en	el
presente	decreto	supremo	entrará	en	vigencia	a	partir	del	día	siguiente	de
su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
D.	S.	168-2010-EF.
Segunda	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Información	 a
proporcionar	por	el	IPD.	El	IPD	deberá	proporcionar	a	la	Sunat	la	relación
de	 los	 clubes	 deportivos	 inscritos	 en	 el	 Registro	 de	 Clubes	 Deportivos	 de
Fútbol	Profesional,	en	los	siguientes	plazos:
a)	Si	la	inscripción	se	efectúa	hasta	el	28	de	febrero	del	2011,	dentro	de	los
cinco	(5)	días	hábiles	posteriores	a	esa	fecha.
b)	Si	 la	 inscripción	se	efectúa	desde	el	1	de	marzo	hasta	e1	4	de	abril	del
2011,	dentro	de	tos	cinco	(5)	días	hábiles	posteriores	a	esta	última	fecha.
D.	S.	168-2010-EF.
Tercera	Disposición	Complementaria	 Final.—Normas	 complementarias.
Facúltese	 a	 la	 Sunat	 a	 emitir	 las	 normas	 que	 resulten	 necesarias	 para	 la
mejor	aplicación	de	lo	dispuesto	en	el	presente	reglamento.
NORMAS	PARA	LA	PRESENTACIÓN	DE	LA	SOLICITUD	DE	ACOGIMIENTO
DE	LOS	CLUBES	DEPORTIVOS	DE	FÚTBOL	PROFESIONAL
R.	013-2011/Sunat.
ART.	 1°.—Definiciones.	 Para	 efecto	 de	 la	 presente	 resolución,	 deberá
entenderse	por:
a)	 Ley:	 A	 la	 Ley	 N°	 29504,	 Ley	 que	 promueve	 la	 transformación	 y
participación	de	 los	 clubes	deportivos	de	 fútbol	profesional	 en	 sociedades
anónimas	abiertas.
b)	 Reglamento:	 Al	 Decreto	 Supremo	N°	 168-2010-EF	 que	 dictó	 la	 norma
reglamentaria	 del	 Régimen	 Especial	 de	 Fraccionamiento	 Tributario
establecido	por	la	Ley	N°	29504.
c)	 Clubes	 deportivos:	 A	 los	 clubes	 deportivos	 de	 fútbol	 profesional
comprendidos	en	el	artículo	4°	del	reglamento.
d)	Régimen:	Al	Régimen	Especial	de	Fraccionamiento	Tributario	regulado
por	la	Segunda	Disposición	Transitoria	de	la	ley.
e)	ESSALUD:	Al	Seguro	Social	de	Salud.
f)	ONP:	A	la	Oficina	de	Normalización	Previsional.
g)	Sunat:	A	la	Superintendencia	Nacional	de	Administración	Tributaria.
h)	 Solicitud	 de	 acogimiento:	 Al	 Formato	 “Solicitud	 de	 acogimiento	 al
Régimen	Especial	de	Fraccionamiento	Tributario	para	los	clubes	deportivos
de	fútbol	profesional	a	que	se	refiere	la	Ley	N°	29504”	y	su	anexo	“Detalle
de	deudas”	aprobados	por	el	artículo	2°	de	la	presente	resolución.
i)	 Código	 Tributario:	 Al	 Texto	 Único	 Ordenado	 del	 Código	 Tributario
aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	135-99-EF	y	normas	modificatorias.
j)	Sistema	Pago	Fácil:	Al	aprobado	por	la	Resolución	de	Superintendencia	N
°	125-2003/Sunat	y	normas	modificatorias,	 a	 través	del	 cual	 los	deudores
tributarios	declaran	y/o	pagan	 sus	obligaciones	 tributarias,	 prescindiendo
del	uso	de	los	formularios	preimpresos	para	ello.
Cuando	se	haga	 referencia	a	un	artículo	sin	mencionar	 la	norma	a	 la	que
pertenece,	se	entenderá	referido	a	la	presente	resolución.	Asimismo,	cuando
se	haga	mención	a	un	numeral	sin	señalar	el	artículo	al	que	corresponde,	se
entenderá	referido	al	artículo	en	el	que	se	encuentre.
R.	013-2011/Sunat.
ART.	 2°.—Aprobación	 de	 la	 solicitud	 de	 acogimiento.	 Apruébase	 el
formato	“Solicitud	de	acogimiento	al	Régimen	Especial	de	Fraccionamiento
Tributario	para	los	clubes	deportivos	de	fútbol	profesional	a	que	se	refiere
la	 Ley	N°	 29504”	 y	 su	 anexo	 “Detalle	 de	 deudas”,	 los	mismos	 que	 figuran
como	anexo	de	la	presente	resolución.
El	 anexo	 de	 la	 presente	 resolución,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el
artículo	 9°	 del	 reglamento	 que	 establece	 disposiciones	 relativas	 a	 la
publicidad,	 publicación	 de	 proyectos	 normativos	 y	 difusión	 de	 normas
legales	de	carácter	general,	aprobado	por	el	Decreto	Supremo	N°	001-2009-
JUS	 y	 norma	 modificatoria	 será	 publicado	 en	 el	 portal	 de	 la	 Sunat	 en	 la
internet	 cuya	dirección	es	http://www.sunat.gob.pe,	 en	 la	misma	 fecha	en
que	se	publique	la	presente	resolución.
La	 solicitud	de	 acogimiento	 será	proporcionada	por	 la	 Sunat	 respecto	de
cada	 tipo	 de	 deuda,	 según	 se	 trate	 de	 aportes	 al	 ESSALUD,	 ONP	 u	 otros
tributos	recaudados	y/o	administrados	por	 la	Sunat	y	deberá	ser	utilizada
por	los	clubes	deportivos	para	acogerse	al	régimen.
R.	013-2011/Sunat.
ART.	3°.—De	la	presentación	de	la	solicitud	de	acogimiento.
3.1.	Para	efecto	de	acogerse	al	régimen,	el	club	deportivo	deberá	presentar,
en	el	plazo	a	que	 se	 refiere	el	 artículo	5°	del	 reglamento,	una	 solicitud	de
acogimiento	por	cada	tipo	de	deuda,	según	se	trate	de	aportes	al	ESSALUD,	a
la	ONP	y	otros	tributos	recaudados	y/o	administrados	por	la	Sunat.
3.2.	 La	 solicitud	 de	 acogimiento	 estará	 a	 disposición	 de	 los	 clubes
deportivos	a	partir	del	3	de	febrero	de	2011,	en	los	siguientes	lugares:
a)	Tratándose	de	principales	contribuyentes	nacionales:	en	la	Intendencia
de	Principales	Contribuyentes	Nacionales.
b)	 Tratándose	 de	 los	 contribuyentes	 que	 por	 su	 domicilio	 fiscal
correspondan	a	la	Intendencia	Regional	Lima:
b.1)	Si	son	principales	contribuyentes:	en	las	dependencias	encargadas	de
recibir	sus	declaraciones	pago	o	en	los	centros	de	servicios	al	contribuyente
habilitados	 por	 la	 Sunat	 en	 la	 provincia	 de	 Lima	 o	 en	 la	 Provincia
Constitucional	del	Callao.
b.2)	 Si	 son	 medianos	 y	 pequeños	 contribuyentes:	 en	 los	 centros	 de
servicios	al	contribuyente	habilitados	por	la	Sunat	en	la	provincia	de	Lima	o
en	la	Provincia	Constitucional	del	Callao.
c)	Tratándose	de	contribuyentes	que	por	su	domicilio	fiscal	correspondan
a	otras	intendencias	regionales	u	oficinas	zonales:	en	las	dependencias	de	la
Sunat	 de	 su	 jurisdicción	 o	 en	 los	 centros	 de	 servicios	 al	 contribuyente
habilitados	por	dichas	dependencias.
3.3.	El	club	deportivo	llenará	la	 información	que	se	solicite	en	la	solicitud
de	acogimiento,	la	cual,	debidamente	firmada	por	el	representante	legal	del
club	deportivo,	será	presentada	en	los	lugares	señalados	en	el	numeral	3.2.
Si	 el	 trámite	 de	 presentación	 es	 realizado	 por	 un	 tercero,	 éste	 deberá
presentar	copia	del	documento	de	identidad	del	representante	legal	del	club
deportivo.
3.4.	A	la	solicitud	de	acogimiento	se	anexará	la	documentación	prevista	en
el	numeral	2.4	del	artículo	2°,	en	el	numeral	6.4	del	artículo	6°	y	en	el	literal
b)	 del	 artículo	 7°	 del	 reglamento	 así	 como	 aquella	 mediante	 la	 cual	 se
acredite	lo	dispuesto	en	el	numeral	6.5	del	artículo	6°	del	reglamento,	según
corresponda.
R.	013-2011/Sunat.
ART.	 4°.—Del	 pago	 de	 la	 cuota	 inicial	 y	 de	 las	 cuotas	mensuales	 del
régimen.
4.1.	El	pago	de	 la	cuota	 inicial	 se	efectuará	de	manera	 independiente	por
cada	tipo	de	deuda,	según	se	trate	de	aportes	al	ESSALUD,	a	la	ONP	y	otros
tributos	recaudados	y/o	administrados	por	la	Sunat.
4.2.	El	pago	de	la	cuota	inicial	y	de	las	cuotas	mensuales	se	efectuará
mediante	el	Sistema	Pago	Fácil,	para	lo	cual	deberá	seguirse	el
procedimiento	a	que	se	refiere	el	artículo	2°	de	la	Resolución	de
Superintendencia	N°	125-2003/Sunat,	informándose	a	las	dependencias	de
la	Sunat	o	al	banco,	según	sea	el	caso,	lo	siguiente:
Concepto	a
pagar Formulario Datos
Fraccionamiento
Formulario	 N°
1662-Boleta	 de
Pago
•	Número	de	RUC
•	Código	de	tributo
•	Período	tributario.	Se	indicará:
•	En	el	caso	de	la	cuota	inicial,	el	mes	en	que	se
efectúa	el	pago.
•	En	el	caso	de	las	cuotas	mensuales,	el	mes	al
que	corresponde	la	cuota.
*	 Número	 de	 resolución	 que	 aprueba	 el
acogimiento,	 tratándose	 del	 pago	 de	 cuotas
mensuales.
*	Importe	a	pagar.
4.3.	 Para	 efecto	 del	 pago	 de	 la	 cuota	 inicial	 o	 de	 la	 cuota	 mensual	 se
utilizarán	los	siguientes	códigos	de	tributo:
Código Descripción
8032 Tesoro	-	Fraccionamiento	clubes	deportivos	-	Ley	N°	29504
5241 ESSALUD	-	Fraccionamiento	clubes	deportivos	-	Ley	N°	29504
5333 ONP	-	Fraccionamiento	clubes	deportivos	-	Ley	N°	29504
5032 Fonavi	-	Fraccionamiento	clubes	deportivos	-	Ley	N°	29504
	
R.	013-2011/Sunat.
ART.	5°.—Condiciones	para	la	presentación	de	una	nueva	solicitud	de
acogimiento.
5.1.	Para	la	presentación	de	una	nueva	solicitud	de	acogimiento,	en	el	plazo
previsto	 en	 el	 artículo	 5°	 del	 reglamento,	 el	 club	 deportivo	 deberá
previamente	desistirse	de	 la	solicitud	de	acogimiento	anterior	en	 la	 forma
establecida	 en	 el	 numeral	 12.2	del	 artículo	12	del	 reglamento.	En	 caso	de
incumplimiento	 de	 la	 condición	 antes	 señalada,	 la	 nueva	 solicitud	 de
acogimiento	se	considerará	como	no	presentada.
5.2.	 La	 presentación	 del	 escrito	 de	 desistimiento	 de	 la	 solicitud	 de
acogimiento	se	deberá	realizar	en	los	lugares	previstos	en	el	numeral	3.2	del
artículo	3°.
5.3.	 El	 pago	 relacionado	 a	 la	 solicitud	 de	 acogimiento	 por	 la	 que	 se	 ha
efectuado	 el	 desistimiento	 será	 aplicado	 a	 la	 cuota	 inicial	 de	 la	 nueva
solicitud	de	acogimiento.	De	quedar	un	saldo	pendiente,	será	aplicado	a	las
cuotas	mensuales.
5.4.	 Si	 el	 club	 deportivo	 se	 desiste	 de	 la	 solicitud	 de	 acogimiento	 y	 no
presenta	 una	 nueva	 solicitud	 de	 acogimiento,	 el	 pago	 realizado	 será
imputado	a	la	deuda	tributaria	conforme	a	lo	previsto	en	el	artículo	31	del
Texto	Único	Ordenado	del	Código	Tributario.
DISPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	FINAL
R.	013-2011/Sunat.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Final.—Vigencia.	 La	 presente
resolución	entrará	en	vigencia	el	3	de	febrero	del	2011.
Ley	29504.
Tercera	 Disposición	 Transitoria.—Programa	 de	 saneamiento
patrimonial.	El	proceso	de	transformación	en	sociedades	tiene	por	objetivo
lograr	 su	 saneamiento	 patrimonial,	 por	 lo	 cual	 los	 clubes	 deportivos
capitalizarán	 sus	 deudas,	 sean	 estas	 de	 naturaleza	 laboral,	 previsional	 o
civil,	previa	aceptación	total	o	parcial	del	respectivo	acreedor	y	conforme	a
lo	 previsto	 en	 el	 inciso	 2)	 del	 artículo	 202	 de	 la	 Ley	 Núm.	 26887,	 Ley
General	de	Sociedades.
Las	 deudas	 consideradas	 como	 pasivo	 susceptibles	 de	 capitalización	 son
aquellas	 obligaciones	 dinerarias	 impagas,	 siempre	 y	 cuando	 hayan
transcurrido	más	de	dos	 (2)	 años	desde	 su	 fecha	de	 vencimiento	 o	 hayan
sido	declaradas	o	establecidas	por	sentencia	judicial	o	laudo	arbitral	firme.
Ley	29504.
Cuarta	 Disposición	 Transitoria.—Obligación	 de	 convocar	 a	 elecciones.
Las	asociaciones	deportivas	que,	a	la	entrada	en	vigencia	de	esta	ley,	tengan
vencidos	 los	 períodos	 de	 vigencia	 de	 sus	 consejos	 directivos	 deberán
renovar	los	mismos	para	lograr	los	beneficios	de	la	presente	ley.
DISPOSICIÓN	FINAL
Ley	29504.
Única	 Disposición	 Final.—Reglamentación.	 La	 presente	 ley	 es
reglamentada	 mediante	 decreto	 supremo	 refrendado	 por	 el	 Ministro	 de
Educación	a	los	treinta	días	de	su	entrada	en	vigencia.
COMERCIALIZACIÓN,	CONSUMO	Y
PUBLICIDAD	DE	BEBIDAS
ALCOHÓLICAS
TÍTULO	l
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	28681.
ART.	1°.—Objeto	de	la	ley.	La	presente	 ley	tiene	por	objeto	establecer	el
marco	normativo	que	regula	 la	comercialización,	consumo	y	publicidad	de
bebidas	 alcohólicas	 de	 toda	 graduación,	 a	 efectos	 de	 advertir	 y	minimizar
los	 daños	 que	 producen	 a	 la	 salud	 integral	 del	 ser	 humano,	 a	 la
desintegración	 de	 la	 familia	 y	 los	 riesgos	 para	 terceros,	 priorizando	 la
prevención	de	su	consumo,	a	fin	de	proteger	a	los	menores	de	edad.
D.	S.	012-2009-SA.
ART.	1°.—Aprobación.	Apruébase	el	reglamento	de	 la	Ley	N°	28681,	Ley
que	 Regula	 la	 Comercialización,	 Consumo	 y	 Publicidad	 de	 Bebidas
Alcohólicas,	que	consta	de	veintiocho	(28)	artículos,	ocho	(08)	títulos	y	una
(01)	Disposición	Complementaria	Transitoria.
REGLAMENTO	DE	LA	LEY	QUE	REGULA	LA	COMERCIALIZACIÓN,
CONSUMO	Y	PUBLICIDAD	DE	BEBIDAS	ALCOHÓLICAS
Regl.	Ley	28681.
ART.	 1°.—Objeto.	 El	 presente	 reglamento	 tiene	 como	 objeto	 regular	 la
comercialización,	 consumo	 y	 publicidad	 de	 bebidas	 alcohólicas	 de	 toda
graduación,	 así	 como	 establecer	 las	 obligaciones,	 infracciones	 y	 el
procedimiento	 sancionador	 en	 concordancia	 con	 las	 disposiciones	 legales
vigentes	y	 los	planes	nacionales	en	ejecución:	Plan	Nacional	de	Apoyo	a	 la
Familia,	Plan	Nacional	de	la	Juventud	y	Plan	Nacional	de	Apoyo	a	la	Infancia
y	Adolescencia.
Ley	28681.
ART.	 2°.—Ámbito	 de	 aplicación.	 Las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la
presente	 ley	 son	 de	 aplicación	 a	 todas	 las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas,
públicas	o	privadas	que	fabriquen,	comercialicen,	distribuyan,	suministren	o
consuman	bebidas	alcohólicas	a	nivel	nacional.
Regl.	Ley	28681.
ART.	2°.—Alcance.	Las	disposiciones	contenidas	en	el	presente	reglamento
alcanza	a	 todas	 las	personas	naturales	o	 jurídicas,	públicas	o	privadas	que
fabriquen,	 importen,	 comercialicen,	 distribuyan,	 suministren	 o	 consuman
bebidas	alcohólicas	a	nivel	nacional.
Regl.	Ley	28681.
ART.	3°.—Definiciones.	Para	efectos	de	la	aplicación	de	la	Ley	N°	28681	y
del	presente	reglamento,	se	establecen	las	siguientes	definiciones:
1.	 Bebidas	 alcohólicas.-	 Abarca	 todos	 los	 productos	 o	 subproductos
derivados	 de	 los	 procesos	 de	 fermentación	 y	 destilación	 destinados	 a	 ser
consumidos	 por	 vía	 oral;	 (cerveza,	 vino,	 destilados	 y	 otros),	 macerados,
licores	de	fantasía.
2.	 Comercialización	 de	 bebidas	 alcohólicas.-	 Es	 el	 proceso	 que
comprende	 el	 suministro	 de	 las	 bebidas	 alcohólicas	 de	 toda	 graduación
desde	el	productor	al	consumidor	final.
3.	 Comercio	 ilícito.-	 Es	 toda	 práctica	 o	 conducta	 prohibida	 por	 la	 ley,
relativa	 a	 la	 producción,	 envío,	 recepción,	 posesión,	 distribución,	 venta	 o
compra,	 incluida	 toda	 práctica	 o	 conducta	 destinada	 a	 facilitar	 esta
actividad.
4.	Consumo.-	Es	la	etapa	de	la	cadena	alimentaria	en	la	que	el	consumidor
compra,	adquiere	o	ingiere	cualquier	bebida	alcohólica	de	toda	graduación.
5.	Programa	de	prevención.-	Es	el	conjunto	organizado	y	coordinado	de
intervenciones,	realizables	en	plazos	de	tiempo	establecidos,	en	función	de
recursos	previamente	determinados,	que	tiene	como	fin	impedir	el	consumo
de	bebidas	alcohólicas	en	menores	de	edad	y	evitar	su	consumo	excesivo	en
la	población	en	general.
6.	 Publicidad	 de	 bebidas	 alcohólicas.-	 Es	 toda	 forma	 de	 comunicación
pública	que	busca	 fomentar	directa	o	 indirectamente	 la	adquisición	y/o	el
consumo	de	bebidas	alcohólicas.
7.	 Rotulado	 (etiquetado).-	 Es	 cualquier	 material	 escrito,	 impreso	 o
gráfico	 que	 contiene	 la	 etiqueta,	 acompaña	 al	 producto	 o	 se	 expone	 cerca
del	mismo,	incluso	el	que	tiene	por	objeto	fomentar	su	venta	o	colocación.
8.	Empaque.-	Es	el	envase	destinado	a	contener	el	o	los	envases	primarios.
Entiéndase	 por	 envase	 primario	 el	 envase	 que	 se	 encuentra	 en	 contacto
directo	con	el	producto.
9.	Embalaje.-	Es	todo	recipiente	utilizado	para	facilitar	 la	manipulación	y
proteger	 al	 envase	 y/o	 el	 empaque,	 contra	 los	 daños	 físicos	 y	 agentes
exteriores	 durante	 su	 almacenamiento	 y	 transporte;	 estos	 recipientes	 se
utilizan	 durante	 la	 distribución	 del	 producto	 y	 normalmente	 no	 llegan	 al
usuario.	También	se	le	denomina	“envase	terciario”.
10.	Envase.-	Es	todo	recipiente	de	material	inocuo	que	contiene	y	está	en
contacto	directo	con	el	producto,	con	la	misión	específica	de	protegerlo	de
su	 deterioro,	 contaminación	 o	 adulteración	 y	 de	 facilitar	 su	 manipuleo
durante	 el	 proceso	 de	 venta	 como	 producto	 terminado.	 También	 se	 le
denomina	“envase	primario”.
11.	 Rótulo	 (etiqueta).-	 Es	 cualquier	 marbete,	 marca,	 imagen	 u	 otra
materia	 descriptiva	 o	 gráfica,	 que	 se	 haya	 escrito,	 impreso,	 estarcido,
marcado,	 grabado	 en	 alto	 o	 bajo	 relieve,	 o	 adherido	 al	 envase	 o	 empaque
que	contenga	bebidas	alcohólicas.
12.	 Venta	 ambulatoria.-	 Es	 la	 que	 se	 realiza	 por	 comerciantes	 que	 no
tienen	licencia	de	apertura	para	establecimientos	ni	autorización	municipal
para	vender	en	las	ferias,	mercadillos	o	en	vía	pública.
TÍTULO	ll
DE	LAS	MEDIDAS	RELACIONADAS	CON	EL	CONTROL	DE	LAS
BEBIDAS	ALCOHÓLICAS
CAPÍTULO	l
DE	LAS	LIMITACIONES	A	LA	COMERCIALIZACIÓN	Y	CONSUMO
Ley	28681.
ART.	3°.—De	la	autorización.	Sólo	aquellos	establecimientos	debidamente
autorizados	 por	 las	 municipalidades	 de	 su	 jurisdicción,	 podrán
comercializar	bebidas	alcohólicas	al	público	dentro	del	giro	o	modalidad	y
horario	específico	que	se	establezca	en	el	reglamento	y	con	las	restricciones
establecidas	 en	 ordenanzas	 municipales	 y	 en	 la	 presente	 ley.	 Dicha
autorización,	 en	 ningún	 caso	 será	 otorgada	 a	 establecimientos	 que	 se
dediquen	 exclusivamente	 a	 la	 comercialización	 de	 bebidas	 alcohólicas	 de
toda	graduación	y	se	encuentren	en	locales	situados	a	menos	de	100	metros
de	instituciones	educativas.
De	manera	eventual	y	transitoria	se	podrá	autorizar	la	venta	y	consumo	de
bebidas	alcohólicas	en	espectáculos	o	eventos	públicos.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 4°.—Modalidades	 de	 venta	 o	 expendio.	 Los	 establecimientos
abiertos	 al	 público	 que	 comercializan	 bebidas	 alcohólicas,
independientemente	a	su	giro	comercial,	pueden	realizar	dicha	actividad	a
través	de	las	siguientes	modalidades:
a)	Por	venta	o	expendio	en	la	modalidad	de	envase	cerrado.
b)	Por	venta	o	expendio	en	la	modalidad	de	envase	abierto	o	al	copeo.
c)	A	través	de	ambas	modalidades	precedentes.
d)	 Por	 venta	 o	 expendio	 en	 cualquier	 otra	modalidad	 no	 prevista	 en	 los
literales	precedentes,	siempre	que	cumplan	con	los	requisitos	establecidos
en	la	ley.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 5°.—Horarios	 de	 venta.	 Las	 municipalidades	 de	 acuerdo	 a	 sus
competencias	 y	 atribuciones,	 podrán	 aprobar	 ordenanzas	 que	 establezcan
horarios	 de	 venta	 o	 expendio	 de	 bebidas	 alcohólicas,	 de	 acuerdo	 a	 las
modalidades	 señaladas	 en	 el	 artículo	 precedente.	 En	 los	 casos	 que	 se
establezcan	 limitaciones	al	horario,	 éstas	 se	deberán	sustentar	en	 razones
de	seguridad	o	tranquilidad	pública.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 6°.—Impedimento	 de	 otorgar	 autorización.	 Las	 municipalidades,
en	 ningún	 caso,	 podrán	 otorgar	 autorización	 temporal	 o	 definitiva	 a
establecimientos	y/o	espacios	públicos	que	se	encuentren	situados	a	menos
de	 cien	 (100)	 metros	 de	 instituciones	 educativas	 y	 se	 dediquen
exclusivamente	a	la	venta	y	consumo	de	bebidas	alcohólicas.	Para	el	caso	de
establecimientos	que	ya	cuenten	con	licencia	de	funcionamiento,	se	regirán
por	las	ordenanzas	municipales.
Regl.	Ley	28681.
ART.	7°.—Autorización	para	 la	 venta	 y	 consumo	para	 espectáculos	o
eventos.	Los	espectáculos	o	eventos	públicos	donde	se	autorice	 la	venta	y
consumo	 de	 bebidas	 alcohólicas	 deberán	 cumplir	 con	 las	 normas
establecidas	en	la	Ley	N°	28681	y	el	presente	reglamento,	así	como	con	las
restricciones	 establecidas	 en	 las	 ordenanzas	 municipales	 según
corresponda.
El	 organizador	 del	 evento	 será	 el	 responsable	 ante	 las	 autoridades
competentes	 de	 su	 cumplimiento,	 a	 quien	 se	 le	 aplicará	 las	 sanciones
correspondientes.
Regl.	Ley	28681.	
ART.	8°.—Excepción	para	autorización	en	instituciones	educativas.	En
los	 espectáculos	 o	 eventos	 que	 se	 desarrollen	 excepcionalmente	 con
autorización	 municipal	 dentro	 de	 las	 instituciones	 educativas	 y	 fuera	 del
horario	escolar,	el	organizador	será	el	responsable	directo	del	cumplimiento
de	 la	 ley,	 el	 presente	 reglamento	 y	 las	 ordenanzas	 municipales	 según
corresponda	y	a	quien	se	le	aplicará	las	sanciones	correspondientes	en	caso
de	generarse	una	infracción.
La	 autoridad	educativa	que	 autorizó	 el	 evento	 será	 responsable	 solidaria
de	la	sanción	ante	la	autoridad	competente.
Regl.	Ley	28681.
ART.	9°.—Excepción	para	autorización	de	venta,	y	consumo	de	bebidas
alcohólicas.	 Excepcionalmente	 de	 manera	 eventual	 y	 transitoria,	 la
autoridad,	 institucional	 y	 municipal	 autorizará	 la	 venta	 de	 bebidas
alcohólicas	en	espectáculos	o	eventos	públicos	que	se	realicen	en	el	lugar	a
que	se	refiere	el	literal	b)	del	artículo	5°	de	la	ley,	tomando	las	medidas	que
consideren	pertinentes	y	bajo	responsabilidad.
Las	municipalidades	 podrán	 autorizar	 el	 uso	 de	 bebidas	 alcohólicas	 para
actividades	 académicas	 relacionadas	 con	 la	 enseñanza	de	bar,	 coctelería	 y
gastronomía	en	institutos	superiores	y	universidades.
Ley	28681.
ART.	 4°.—De	 los	 locales	 o	 establecimientos.	 Los	 propietarios,
administradores,	 representantes	o	dependientes	de	 los	 establecimientos	 a
que	 se	 refiere	 el	 artículo	 3°	 en	 cualquiera	 de	 sus	 giros	 o	 modalidades,
además	 de	 las	 obligaciones	 señaladas	 en	 normas	 específicas,	 tendrán	 las
siguientes	obligaciones:
a)	Colocar	en	un	 lugar	visible	del	 local	o	establecimiento,	carteles	con	 las
siguientes	inscripciones:
“Prohibida	la	venta	de	bebidas	alcohólicas	a	menores	de	18	años”
“si	has	ingerido	bebidas	alcohólicas,	no	manejes”
b)	 Negar	 el	 ingreso	 a	 menores	 de	 edad	 en	 aquellos	 lugares	 cuyo	 giro
principal	sea	la	venta	de	bebidas	alcohólicas.
c)	 No	 comercializar	 bebidas	 adulteradas,	 contaminadas	 o	 que
contravengan	las	disposiciones	de	salud	aplicables.
d)	Cumplir	con	los	horarios	establecidos	por	la	autoridad	competente.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 10.—Colocación	 de	 carteles.	 Los	 carteles	 a	 los	 que	 se	 refiere	 el
inciso	 a)	 del	 artículo	 4°	 de	 la	 Ley	N°	 28681	 se	 colocarán	 a	 la	 entrada	 del
establecimiento	o	local	y/o	en	el	lugar	permanente	de	exposición	de	bebidas
alcohólicas	y/o	en	una	zona	cercana	a	la	caja	del	mismo;	estando	incluida	en
la	presente	disposición	las	máquinas	automáticas.
Regl.	Ley	28681.
ART.	11.—Número	mínimo	de	carteles.	El	número	mínimo	de	carteles	es
dos,	a	excepción	de	las	máquinas	automáticas,	que	será	uno.	Y	llevarán	los
mensajes:	“prohibida	la	venta	de	bebidas	alcohólicas	a	menores	de	18
años”;	 “si	 has	 ingerido	 bebidas	 alcohólicas,	 no	 manejes”;	 y	 deberán
consignarse	en	caracteres	legibles	y	de	fácil	visibilidad	para	el	consumidor.
Ley	28681.
ART.	 5°.—De	 la	 prohibición	 de	 la	 venta,	 distribución,	 suministro	 y
consumo	 de	 bebidas	 alcohólicas.	 Prohíbese	 la	 venta	 ambulatoria,
distribución,	suministro	a	título	oneroso	o	gratuito	y	el	consumo	directo	de
toda	clase	de	bebidas	alcohólicas,	según	corresponda:
a)	A	menores	de	18	años.
b)	En	instituciones	educativas	de	toda	índole,	públicas	o	privadas.
c)	En	establecimientos	de	salud,	públicos	o	privados.
d)	En	los	centros	de	espectáculos	destinados	a	menores	de	edad.
e)	A	personas	dentro	de	vehículos	motorizados.
f)	En	la	vía	pública.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 12.—Prohibición	 de	 venta	 en	 la	 vía	 pública.	 Se	 encuentra
prohibida	la	venta,	distribución,	expendio	y	consumo	de	bebidas	alcohólicas
de	toda	graduación	en	la	vía	pública	sin	excepción.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 13.—Prohibición	 de	 alterar,	 adulterar	 o	 falsificar	 las	 bebidas
alcohólicas.	 Toda	 persona	 natural	 o	 jurídica	 queda	 prohibida	 de	 alterar,
adulterar	 o	 falsificar	 bebidas	 alcohólicas	 de	 origen	 de	 envase	 cerrado,	 así
como	comercializar	productos	declarados	no	aptos	para	consumo	humano
por	la	autoridad	sanitaria	o	que	no	cuenten	con	el	correspondiente	registro
sanitario	otorgado	por	la	Dirección	General	de	Salud	Ambiental	-	Digesa	del
Ministerio	de	Salud.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 14.—Prohibición	 para	 menores	 de	 edad.	 Se	 prohíbe	 la	 venta,
distribución,	expendio	y	suministro	de	bebidas	alcohólicas,	a	título	oneroso
o	gratuito,	a	menores	de	18	años	de	edad,	en	cualquier	modalidad	de	venta
o	expendio	y	en	cualquier	tipo	de	establecimiento	o	actividad,	aún	cuando	el
local	 donde	 se	 realice	 tenga	 autorización	 municipal	 para	 su	 giro	 o
modalidad.	La	 infracción	a	esta	disposición	será	motivo	de	 la	 sanción	más
severa	que	dispone	el	presente.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 15.—Del	 consumo	 de	 bebidas	 alcohólicas	 dentro	 de	 vehículos
motorizados.	 Se	 prohíbe	 llevar	 bebidas	 alcohólicas	 abiertas	 de	 toda
graduación	en	las	zonas	de	pasajeros	al	interior	de	toda	clase	de	vehículos
de	 transporte,	 sean	públicos	o	privados,	que	evidencie	consumo	por	parte
del	conductor	teniendo	el	vehículo	en	marcha.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 16.—Prohibición	 de	 distribución	 de	 material	 publicitario.	 Se
prohíbe	la	distribución	de	cualquier	tipo	de	material	publicitario	de	bebidas
alcohólicas	a	menores	de	edad.
Ley	28681.
ART.	6°.—Máquinas	automáticas.	El	suministro	de	bebidas	alcohólicas	a
través	 de	 máquinas	 automáticas	 en	 establecimientos	 autorizados,	 sólo
podrá	efectuarse	cuando	la	ubicación	de	las	mismas	permita	el	control	de	su
expendio	por	parte	de	las	personas	responsables	de	dichas	instalaciones	o
sus	representantes,	de	modo	que	se	impida	su	acceso	a	menores	de	18	años.
A	 estos	 efectos,	 se	 prohíbe	 ubicar	 estas	máquinas	 en	 espacios	 abiertos	 al
tránsito	público.
Regl.	Ley	28681.
ART.	17.—Responsabilidad	del	 control	del	expendio.	El	 responsable	 o
representante	 de	 la	 instalación	 de	 la	 máquina	 automática	 de	 bebidas
alcohólicas,	 será	 responsable	 del	 control	 del	 expendio,	 no	 permitiendo	 el
acceso	a	menores	de	edad.
La	municipalidad	 será	 la	 encargada	 de	 autorizar	 el	 funcionamiento	 de	 la
máquina	automática	y	supervisar	el	cumplimiento	del	presente	reglamento.
Ley	28681.
ART.	7°.—Rotulado	de	empaques	y	etiquetas.	En	 un	 espacio	 no	menor
del	10%	del	 áreas	 total	 del	 empaque,	 envolturas	o	 afines,	 así	 como	en	 las
etiquetas	 de	 los	 envases	 que	 se	 utilicen	 para	 la	 comercialización	 de
cualquier	 bebida	 alcohólica,	 se	 consignará	 en	 caracteres	 legibles,	 la
siguiente	frase:
“Tomar	bebidas	alcohólicas	en	exceso	es	dañino”
Regl.	Ley	28681.
ART.	18.—Rotulados	 de	 envases	 y	 empaques.	 En	 un	 área	 no	menor	 al
10%	de	 la	 etiqueta	del	 envase	y	 en	el	 empaque,	 el	 área	en	el	 empaque	 se
calculará	en	base	al	área	comprendida	por	la	sumatoria	de	las	áreas	de	las
etiquetas	de	los	envases	primarios	de	la	bebida	alcohólica,	se	consignará	la
frase	 “tomar	 bebidas	 alcohólicas	 en	 exceso	 es	 dañino”.	 Dicha	 frase	 se
colocará	en	el	área	frontal	o	posterior	del	envase	y	empaque	y	deberá	estar
impresa	con	caracteres	legibles	y	de	fácil	visibilidad	para	el	consumidor.
En	 caso	 de	 que	 la	 etiqueta	 y/o	 empaque	 no	 contenga	 impresa	 la
mencionada	frase,	se	colocará	un	adhesivo	o	adicional	consignándola.
La	 presente	 disposición	 tiene	 como	 objetivo	 informar	 al	 consumidor	 de
manera	 clara	 e	 inequívoca,	 el	 efecto	 perjudicial	 a	 la	 salud	 individual	 y
colectiva,	que	pueda	ocasionar	la	ingesta	en	exceso	de	bebidas	alcohólicas.
CAPÍTULO	ll
DE	LAS	LIMITACIONES	A	LA	PUBLICIDAD	Y	PROMOCIÓN
Ley	28681.
ART.	8°.—De	los	anuncios	publicitarios.	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en
la	 normativa	 general	 sobre	 publicidad,	 la	 publicidad	 de	 toda	 bebida
alcohólica	deberá	sujetarse	a	las	siguientes	restricciones:
1.	Los	anuncios	escritos	deberán	consignar,	en	caracteres	legibles	y	en	un
espacio	no	menor	del	10%	del	área	total	del	anuncio,	la	frase	a	que	se	hace
referencia	en	el	artículo	7°	de	la	presente	ley.
2.	La	publicidad	audiovisual	 transmitirá	en	 forma	visual	 la	 frase	a	que	se
hace	referencia	en	el	artículo	7°	de	la	presente	ley,	por	un	espacio	no	menor
a	tres	(3)	segundos.
3.	 Cuando	 se	 trate	 de	 publicidad	 radial,	 al	 final	 del	 anuncio	 se	 deberá
expresar	en	forma	clara	y	pausada	la	frase:	“Tomar	bebidas	alcohólicas	en
exceso	es	dañino”.
4.	No	se	podrá	utilizar	argumentos	que	induzcan	el	consumo	por	parte	de
menores	de	edad.
Ley	28681.
ART.	 9°.—De	 la	 promoción.	 Se	 encuentra	 prohibida	 la	 promoción	 o
distribución	 gratuita	 de	 bebidas	 alcohólicas	 en	 actividades	 destinadas	 a
menores	 de	 edad.	 Asimismo	 se	 encuentra	 prohibida	 la	 promoción	 o
distribución	de	juguetes	que	tengan	forma	o	aludan	a	productos	de	bebidas
alcohólicas.
TÍTULO	lll
DE	LA	PREVENCIÓN,	VIGILANCIA	Y
APLICACIÓN	DE	SANCIONES
CAPÍTULO	l
DE	LAS	ACTIVIDADES	DE	PREVENCIÓN
Ley	28681.
ART.	 10.—Campañas	 de	 prevención.	 Bajo	 la	 rectoría	 del	 Ministerio	 de
Salud,	en	coordinación	con	los	sectores	competentes,	gobiernos	regionales	y
gobiernos	 locales	 respectivos,	 desarrollarán	 a	 nivel	 nacional	 campañas
educativas	integrales	de	prevención,	sobre	las	consecuencias	dañinas	que	el
consumo	 de	 bebidas	 alcohólicas	 produce	 en	 la	 salud	 integral	 de	 las
personas,	 en	 la	 desintegración	 de	 la	 familia	 y	 los	 riesgos	 para	 terceros,
priorizándose	 la	 realización	 de	 estas	 campañas	 en	 colegios,	 institutos	 y
universidades,	sean	estos	estatales	o	particulares.
CAPÍTULO	ll
DE	LA	VIGILANCIA	DEL	CUMPLIMIENTO	Y	SANCIONES
Ley	28681.
ART.	 11.—De	 la	 vigencia	 del	 cumplimiento	 y	 sanciones.	 Las
municipalidades	 realizarán	 las	 inspecciones	 necesarias	 que	 aseguren	 el
cumplimiento	de	lo	dispuesto	por	la	presente	ley.
Las	 infracciones	 a	 las	 disposiciones	 sobre	 publicidad	 y	 rotulado
contempladas	en	la	presente	norma	serán	denunciadas	ante	la	comisión	de
represión	 de	 la	 competencia	 desleal	 y	 ante	 la	 comisión	 de	 protección	 al
consumidor	del	Indecopi,	de	conformidad	con	la	normatividad	vigente.
Ley	28681.
ART.	 12.—De	 las	 infracciones	 y	 sanciones.	 La	 calificación	 de	 las
infracciones	 que	 contravengan	 a	 la	 presente	 ley	 así	 como	 para	 aquellas
personas	 mayores	 de	 18	 años	 que	 faciliten	 el	 consumo	 de	 bebidas
alcohólicas	a	menores	de	edad;	y	el	procedimiento	para	la	aplicación	de	las
sanciones	 que	 aplicarán	 las	 municipalidades,	 serán	 establecidas	 en	 el
reglamento	 de	 la	 presente	 ley;	 con	 excepción	 de	 lo	 señalado	 en	 el	 último
párrafo	del	artículo	precedente.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 19.—Ejecución	 de	 inspecciones.	 Las	 autoridades	 municipales
realizarán	 las	 inspecciones	necesarias	que	aseguren	el	cumplimiento	de	 lo
dispuesto	 en	 la	 presente	 ley	 y	 su	 reglamento,	 de	 conformidad	 con	 sus
competencias	y	atribuciones	establecidas,	debiendo	poner	en	conocimiento
de	 las	 autoridades	 competentes	 los	 resultados	 de	 las	 inspecciones	 con	 la
finalidad	de	que	adopten	las	medidas	que	correspondan	en	el	ámbito	de	su
competencia.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 20.—Calificación	 de	 infracciones	 y	 sanciones.	 La	 autoridad
competente	al	momento	de	calificar	las	infracciones	e	imponer	las	sanciones
correspondientes,	deberá	hacerlo	dentro	de	la	facultad	conferida	en	la	Ley	N
°	28681,	el	presente	reglamento	y	las	ordenanzas	municipales,	observando
la	debida	proporción	entre	el	daño	ocasionado	y	la	sanción	a	imponerse	de
conformidad	con	el	principio	de	razonabilidad	previsto	en	la	Ley	N°	27444
Ley	del	Procedimiento	Administrativo	General	y	demás	normas	aplicables.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 21.—Sanciones	 sobre	 publicidad	 y	 rotulado.	 Las	 sanciones
aplicables	 a	 las	 infracciones	 cuya	 competencia	 corresponde	al	 Indecopi	 se
aplicarán	 de	 conformidad	 con	 lo	 establecido	 en	 el	 Decreto	 Legislativo	 N°
691	 -	 Normas	 de	 la	 Publicidad	 en	 Defensa	 del	 Consumidor,	 en	 caso	 de
infracciones	 a	 las	 disposiciones	 sobre	 publicidad	 y	 de	 conformidad	 con	 el
Decreto	Legislativo	N°	716	 -	Ley	de	Protección	al	Consumidor,	 en	 caso	de
infracciones	 a	 las	 disposiciones	 sobre	 rotulado,	 establecidas	 en	 la	 Ley	 N°
28405,	el	presente	reglamento	y	demás	normas	aplicables.
Regl.	Ley	28681.
ART.	22.—Clasificación	de	infracciones.	Las	infracciones	contenidas	en	el
presente	reglamento	se	clasifican	en:
Infracciones	muy	graves
a)	Comercializar	o	facilitar	el	consumo	de	bebidas	alcohólicas	a	menores	de
edad.
b)	 Comercializar	 bebidas	 adulteradas,	 falsificadas	 o	 contaminadas	 que
contravengan	las	disposiciones	legales	vigentes.
c)	Permitir	y/o	dar	facilidades	para	el	consumo	de	bebidas	alcohólicas	en	la
vía	pública	o	en	cualquier	medio	de	transporte.
d)	Incurrir	en	el	comercio	ilícito	de	bebidas	alcohólicas.
e)	Comercializar	bebidas	alcohólicas	al	 interior	de	 instituciones	o	centros
educativos	 sin	 contar	 la	 debida	 autorización	 del	 órgano	 competente,	 de
forma	eventual	y	transitoria.
f)	Vender,	distribuir,	suministrar	y/o	consumir	bebidas	alcohólicas	a	título
oneroso	o	gratuito	en	espectáculos	o	actividades	destinadas	a	menores	de
edad.
g)	Utilizar	en	la	publicidad	elementos	que	induzcan	al	consumo	de	bebidas
alcohólicas	a	los	menores	de	edad.
Infracciones	graves
h)	 Comercializar	 bebidas	 alcohólicas	 de	 toda	 graduación	 sin	 registro
sanitario	vigente.
i)	 Comercializar	 bebidas	 alcohólicas	 fuera	 del	 horario	 establecido	 por	 la
autoridad	competente.
j)	Permitir	el	 ingreso	a	menores	de	edad	en	 lugares	exclusivos	a	mayores
de	 edad	 que	 tengan	 como	 giro	 comercial	 principal	 la	 venta	 de	 bebidas
alcohólicas.
k)	Funcionar	o	 instalar	 locales	en	 los	que	se	comercialice	exclusivamente
bebidas	 alcohólicas	 a	 menos	 de	 cien	 metros	 de	 centros	 y/o	 instituciones
educativas,	locales.
l)	 No	 colocar	 en	 los	 envases	 y	 empaques	 la	 frase	 “tomar	 bebidas
alcohólicas	en	exceso	es	dañino”.
Infracciones	leves
m)	No	colocar	en	un	lugar	visible	del	local	o	establecimiento,	carteles	con
las	siguientes	inscripciones:	“Prohibida	la	venta	de	bebidas	alcohólicas	a
menores	 de	 18	 años”;	 “si	 has	 ingerido	 bebidas	 alcohólicas,	 no
manejes”.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 23.—Sanciones	 municipales.	 Las	 sanciones	 aplicables	 a	 las
infracciones	 señaladas	 en	 el	 artículo	22	del	presente	 reglamento,	 deberán
ser	establecidas	por	las	municipalidades	en	sus	respectivas	ordenanzas.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 24.—Criterios	 para	 la	 determinación	 de	 sanciones.	 Las
infracciones	a	las	disposiciones	contenidas	en	la	Ley	N°	28681,	el	presente
reglamento	 y	 las	 ordenanzas	municipales,	 serán	 sancionadas	 sin	 perjuicio
de	la	responsabilidad	civil	o	penal	a	que	hubiera	lugar,	teniendo	en	cuenta
entre	otros,	los	siguientes	criterios:
1.	 La	 gravedad	 de	 la	 infracción	 cometida	 y	 las	 circunstancias	 de	 su
comisión
2.	Daños	ocasionados	en	la	salud.
3.	Condición	del	infractor.
4.	Los	beneficios	obtenidos	por	el	infractor.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 25.—Continuidad.	 Cuando	 el	 administrado	 incurra	 en	 forma
continua	en	la	comisión	de	un	mismo	tipo	de	infracción,	la	sanción	aplicable
no	deberá	ser	igual	ni	menor	que	la	sanción	precedente.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 26.—Denuncia	 ante	 la	 autoridad	 competente.	 Todas	 las
infracciones	 establecidas	 en	 el	 presente	 reglamento	 y	 en	 las	 ordenanzas
municipales,	serán	denunciadas	ante	la	autoridad	competente,	la	misma	que
iniciará	 el	 procedimiento	 correspondiente	 para	 la	 aplicación	 de	 las
sanciones	de	acuerdo	a	sus	atribuciones.
Regl.	Ley	28681.
ART.	 27.—Criterios	 de	 actuación	 para	 programas	 preventivos.	 El
Ministerio	 de	 Salud	 a	 través	 de	 sus	 órganos	 competentes	 realizará
coordinaciones	 con	 las	 instituciones	 correspondientes	 entre	 ellas	 la
Comisión	Nacional	para	el	Desarrollo	y	Vida	Sin	Drogas	 -	Devida	para	que
brinden	 la	 asistencia	 técnica,	 monitoreo	 y	 evaluación	 de	 los	 programas
preventivos	que	se	formulen	bajo	los	siguientes	criterios	de	actuación:
1.	 Multisectorialidad	 y	 participación:	 Se	 promoverá	 la	 participación
articulada	 y	 activa	 de	 las	 instituciones	 y	 comunidad	 en	 general	 para	 la
planificación	y	ejecución	de	intervenciones	preventivas.
2.	Orientación	programática:	Las	intervenciones	preventivas	deberán	estar
estructuradas	 en	 programas	 que	 incorporen	 una	 perspectiva	 educativa
orientada	 a	 la	 modificación	 de	 actitudes	 y	 hábitos,	 promoviendo	 para	 el
efecto	comportamientos	responsables	a	fin	de	que	no	se	permita	el	consumo
de	bebidas	alcohólicas	a	menores	de	edad	y	el	consumo	excesivo	de	bebidas
alcohólicas	 en	 la	 población	 en	 general.	 Dichos	 programas	 deberán	 ser
sistemáticos	y	susceptibles	de	ser	evaluados.
3.	 Flexibilidad	 y	 especificidad:	 Los	 programas	 serán	 diseñados
considerando	 las	 diferentes	 realidades	 y	 necesidades.	 Se	 priorizará	 el
trabajo	en	la	población	infantil	y	adolescente	y	el	desarrollo	de	acciones	en
los	ámbitos	educativo,	familiar,	sanitario	y	comunitario.
4.	Sostenibilidad:	Los	programas	preventivos	deberán	ser	permanentes	en
el	 tiempo,	 contando	 con	 la	 normatividad	 y	 recursos	 presupuestales
pertinentes,	y	articulados	a	la	planificación	regional	y	local.
Regl.	Ley	28681.
ART.	28.—Desarrollo	de	los	criterios	para	campaña	de	prevención.	Al
desarrollarse	los	criterios	antes	mencionados,	se	deberá	tener	en	cuenta	lo
siguiente:
•	 La	 información	 que	 se	 transmita	 sobre	 el	 consumo	 excesivo	 de	 las
bebidas	alcohólicas	deberá	ser	clara,	veraz,	objetiva	y	científica.
•	Se	deberán	articular	medidas	preventivas	destinadas	a	evitar	el	consumo
de	bebidas	alcohólicas	en	los	menores	de	edad.
•	Las	actuaciones	preventivas	en	el	ámbito	educativo	y	sanitario	deberán
ser	 coordinadas	 por	 los	 gobiernos	 regionales	 a	 través	 de	 las	 direcciones
regionales	 correspondientes.	 El	 ámbito	 comunitario	 y	 familiar	 será
responsabilidad	 de	 los	 gobiernos	 locales.	 Estas	 acciones	 a	 su	 vez	 deberán
estar	articuladas	a	las	políticas	nacionales	asociadas	a	la	temática.
DIPOSICIÓN	COMPLEMENTARIA	TRANSITORIA
Regl.	Ley	28681.
Única	 Disposición	 Complementaria	 Transitoria.—El	 presente	 reglamento
entrará	en	vigencia	a	los	seis	(06)	meses	siguientes	de	su	publicación	en	el
Diario	Oficial	El	Peruano.
NOTA:	 El	 D.	 S.	 012-2009-SA,	 reglamento	 de	 la	 Ley	 28681,	 fue	 publicado	 en	 el	 Diario	 Oficial	 “El
Peruano”	el	11	de	julio	del	2009.
DISPOSICIONES	TRANSITORIAS	Y	FINALES
Ley	28681.
Primera	Disposición	Transitoria	y	Final.—Adecuación	normativa	por	las
municipalidades.	 Las	 municipalidades	 adecuarán	 y	 dictarán	 las
disposiciones	que	sean	necesarias	para	el	cumplimiento	de	la	presente	ley.
Ley	28681.
Segunda	Disposición	Transitoria	y	Final.—Adecuación	del	 rotulado	y	 la
publicidad.	A	partir	de	la	fecha	de	expedición	del	reglamento	de	la	presente
ley,	 los	 obligados	 al	 cumplimiento	de	 lo	dispuesto	 en	 los	 artículos	7°	 y	8°
tendrán	 un	 plazo	 de	 ciento	 ochenta	 (180)	 días	 hábiles	 para	 efectuar	 la
adecuación	respectiva.
Ley	28681.
Tercera	Disposición	Transitoria	y	Final.—De	la	reglamentación.	El	Poder
Ejecutivo	mediante	decreto	 supremo	 refrendado	por	 el	Ministro	de	 Salud,
en	un	plazo	de	sesenta	(60)	días	a	partir	de	 la	vigencia	de	 la	presente	 ley,
dictará	 las	 normas	 reglamentarias	 pertinentes	 así	 como	 las	 sanciones
administrativas	a	imponerse.
LEY	DEL	SISTEMA	FINANCIERO	Y
DEL	SISTEMA	DE	SEGUROS	Y
ORGÁNICA	DE	LA	SBS
TÍTULO	PRELIMINAR
PRINCIPIOS	GENERALES	Y	DEFINICIONES
Ley	26702.
ART.	1°.—Alcances	de	la	ley	general.	La	presente	 ley	establece	el	marco
de	regulación	y	supervisión	a	que	se	someten	las	empresas	que	operen	en	el
sistema	financiero	y	de	seguros,	así	como	aquéllas	que	realizan	actividades
vinculadas	o	complementarias	al	objeto	social	de	dichas	personas.
Salvo	mención	 expresa	 en	 contrario,	 la	 presente	 ley	 no	 alcanza	 al	 Banco
Central.
Ley	26702.
ART.	2°.—Objeto	 de	 la	 ley.	 Es	 objeto	 principal	 de	 esta	 ley	 propender	 al
funcionamiento	 de	 un	 sistema	 financiero	 y	 un	 sistema	 de	 seguros
competitivos,	sólidos	y	confiables,	que	contribuyan	al	desarrollo	nacional.
Ley	26702.
ART.	3°.—Definiciones.	Los	vocablos	y	siglas	que	se	señalan	en	la	presente
ley,	tendrán	el	significado	que	se	indica	en	el	glosario	anexo	a	esta	ley.
Ley	26702.
ART.	4°.—Aplicación	supletoria	de	otras	normas.	Las	disposiciones	del
derecho	 mercantil	 y	 del	 derecho	 común,	 así	 como	 los	 usos	 y	 prácticas
comerciales,	son	de	aplicación	supletoria	a	las	empresas.
Ley	26702.
ART.	 5°.—Tratamiento	 de	 la	 inversión	 extranjera.	 La	 inversión
extranjera	 en	 las	 empresas	 tiene	 igual	 tratamiento	 que	 el	 capital	 nacional
con	sujeción,	en	su	caso,	a	los	convenios	internacionales	sobre	la	materia.
De	ser	pertinente,	la	Superintendencia	toma	en	cuenta	criterios	inspirados
en	el	 principio	de	 reciprocidad,	 cuando	 se	 vea	 afectado	el	 interés	público,
según	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Título	 III	 del	 Régimen	 Económico	 de	 la
Constitución	Política.
Ley	26702.
ART.	 6°.—Prohibición	 a	 tratamientos	 discriminatorios.	 Las
disposiciones	 de	 carácter	 general	 que,	 en	 ejercicio	 de	 sus	 atribuciones,
dicten	 el	 Banco	 Central	 o	 la	 Superintendencia,	 no	 pueden	 incorporar
tratamientos	de	excepción,	que	discriminen	entre:
1.	Empresas	de	igual	naturaleza.
2.	Empresas	de	distinta	naturaleza,	en	lo	referente	a	una	misma	operación.
3.	Empresas	establecidas	en	el	país	respecto	de	sus	similares	en	el	exterior.
4.	 Personas	 naturales	 y	 jurídicas	 extranjeras	 residentes	 frente	 a	 las
nacionales,	en	lo	referente	a	la	recepción	de	créditos.
Ley	26702.
ART.	 7°.—Modificado.	 Ley	 28579,	 Tercera	 Disposición	 Final.	 No
participación	del	Estado	en	el	sistema	financiero.	El	Estado	no	participa
en	el	sistema	financiero	nacional,	salvo	las	inversiones	que	posee	en	Cofide
como	banco	de	desarrollo	de	segundo	piso,	en	el	Banco	de	la	Nación,	en	el
Banco	Agropecuario	y	en	el	Fondo	Mivivienda	S.A.
Ley	26702.
ART.	8°.—Modificado.	Ley	27603,	Segunda	Disposición	Final.	Libertad
de	 asignación	 de	 recursos	 y	 criterio	 de	 asignación	 de	 riesgo.	 Las
empresas	del	sistema	financiero	y	del	sistema	de	seguros	gozan	de	libertad
para	asignar	 los	recursos	de	sus	carteras,	con	las	 limitaciones	consignadas
en	 la	 presente	 Ley,	 debiendo	 observar	 en	 todo	momento	 el	 criterio	 de	 la
diversificación	del	riesgo,	razón	por	la	cual	la	Superintendencia	no	autoriza
la	 constitución	de	 empresas	 diseñadas	 para	 apoyar	 a	 un	 solo	 sector	 de	 la
actividad	económica,	salvo	el	Banco	Agropecuario.
Ley	26702.
ART.	 9°.—Libertad	 para	 fijar	 intereses,	 comisiones	 y	 tarifas.	 Las
empresas	 del	 sistema	 financiero	 pueden	 señalar	 libremente	 las	 tasas	 de
interés,	 comisiones	 y	 gastos	 para	 sus	 operaciones	 activas	 y	 pasivas	 y
servicios.	 Sin	 embargo,	 para	 el	 caso	 de	 la	 fijación	 de	 las	 tasas	 de	 interés
deberán	 observar	 los	 límites	 que	 para	 el	 efecto	 señale	 el	 Banco	 Central,
excepcionalmente,	 con	 arreglo	 a	 lo	 previsto	 en	 su	 ley	 orgánica.	 La
disposición	contenida	en	el	primer	párrafo	del	artículo	1243	del	Código	Civil
no	alcanza	a	la	actividad	de	intermediación	financiera.
Las	 empresas	 del	 sistema	 de	 seguros	 determinan	 libremente	 las
condiciones	de	las	pólizas,	sus	tarifas	y	otras	comisiones.
Las	tasas	de	interés,	comisiones,	y	demás	tarifas	que	cobren	las	empresas
del	sistema	financiero	y	del	sistema	de	seguros,	así	como	las	condiciones	de
las	pólizas	de	seguros,	deberán	ser	puestas	en	conocimiento	del	público,	de
acuerdo	con	las	normas	que	establezca	la	Superintendencia.
C.	C.
ART.	 1243.—La	 tasa	 máxima	 del	 interés	 convencional	 compensatorio	 o
moratorio,	es	fijada	por	el	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.
Cualquier	 exceso	 sobre	 la	 tasa	 máxima	 da	 lugar	 a	 la	 devolución	 o	 a	 la
imputación	al	capital,	a	voluntad	del	deudor.
Ley	26702.
ART.	10.—Libertad	para	contratar	seguros	y	reaseguros	en	el	exterior.
Los	 residentes	 en	 el	 país	 pueden	 contratar	 seguros	 y	 reaseguros	 en	 el
exterior.
Ley	26702.
ART.	 11.—Actividades	 que	 requieren	 autorización	 de	 la
Superintendencia.	Toda	 persona	 que	 opere	 bajo	 el	marco	 de	 la	 presente
ley	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia	de	acuerdo	con
las	 normas	 establecidas	 en	 la	 presente	 ley.	 En	 consecuencia,	 aquélla	 que
carezca	de	esta	autorización,	se	encuentra	prohibida	de:
1.	 Dedicarse	 al	 giro	 propio	 de	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero,	 y	 en
especial,	 a	 captar	 o	 recibir	 en	 forma	 habitual	 dinero	 de	 terceros,	 en
depósito,	 mutuo	 o	 cualquier	 otra	 forma,	 y	 colocar	 habitualmente	 tales
recursos	 en	 forma	de	 créditos,	 inversión	o	de	habilitación	de	 fondos,	 bajo
cualquier	modalidad	contractual.
2.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Dedicarse	 al	 giro	 propio	 de	 las
empresas	del	 sistema	de	seguros	y,	en	especial,	otorgar	por	cuenta	propia
coberturas	de	seguro,	así	como	intermediar	en	la	contratación	de	seguros;	y
otras	actividades	complementarias	a	éstas.
3.	 Efectuar	 anuncios	 o	 publicaciones	 en	 los	 que	 se	 afirme	 o	 sugiera	 que
practica	 operaciones	 y	 servicios	 que	 le	 están	 prohibidos	 conforme	 a	 los
numerales	anteriores.
4.	Usar	en	su	razón	social,	en	formularios	y	en	general	en	cualquier	medio,
términos	que	 induzcan	 a	 pensar	 que	 su	 actividad	 comprende	operaciones
que	sólo	pueden	realizarse	con	autorización	de	 la	Superintendencia	y	bajo
su	fiscalización,	conforme	a	 lo	previsto	en	el	artículo	87	de	la	Constitución
Política.
Se	presume	que	una	persona	natural	o	jurídica	incurre	en	las	infracciones
reseñadas	cuando,	no	teniendo	autorización	de	la	Superintendencia,	cuenta
con	un	local	en	el	que,	de	cualquier	manera:
a)	Se	invite	al	público	a	entregar	dinero	bajo	cualquier	título,	o	a	conceder
créditos	o	financiamientos	dinerarios;	o
b)	Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Se	 invite	 al	 público	 a	 contratar
coberturas	de	seguros,	directa	o	indirectamente,	o	se	invite	a	las	empresas
de	seguros	a	aceptar	su	intermediación;	y,
c)	 En	 general,	 se	 haga	 publicidad	 por	 cualquier	medio	 con	 los	 indicados
propósitos.
Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Quienes	 infrinjan	 las	 prohibiciones
antes	 señaladas	 serán	 sancionadas	 con	 arreglo	 a	 los	 artículos	 pertinentes
del	Código	Penal.
La	Superintendencia	está	obligada	a	disponer	la	intervención	de	los	locales
en	los	que	presuma	la	realización	de	las	actividades	indicadas	en	el	presente
artículo,	sin	la	correspondiente	autorización.
C.	P.
ART.	246.—Intermediación	financiera.	El	que,	por	cuenta	propia	o	ajena,
se	dedica	directa	o	 indirectamente	a	 la	 captación	habitual	de	 recursos	del
público,	bajo	la	forma	de	depósito,	mutuo	o	cualquier	modalidad,	sin	contar
con	permiso	de	la	autoridad	competente,	será	reprimido	con	pena	privativa
de	libertad	no	menor	de	tres	ni	mayor	de	seis	años	y	con	ciento	ochenta	a
trescientos	sesenticinco	días	-	multa.
Si	 para	 dichos	 fines	 el	 agente	 hace	 uso	 de	 los	 medios	 de	 comunicación
social,	será	reprimido	con	pena	privativa	de	libertad	no	menor	de	cuatro	ni
mayor	de	ocho	años	y	con	ciento	ochenta	a	 trescientos	sesenticinco	días	 -
multa.
SECCIÓN	PRIMERA
NORMAS	COMUNES	AL	SISTEMA	FINANCIERO	Y	AL	SISTEMA	DE
SEGUROS
TÍTULO	I
CONSTITUCIÓN	DE	LAS	EMPRESAS	DEL	SISTEMA
FINANCIERO	Y	DEL	SISTEMA	DE	SEGUROS
CAPÍTULO	I
FORMA	DE	CONSTITUCIÓN	Y	CAPITAL	MÍNIMO
Ley	26702.
ART.	 12.—Constitución	 de	 empresas.	 Las	 empresas	 deben	 constituirse
bajo	 la	 forma	 de	 sociedad	 anónima,	 salvo	 aquéllas	 cuya	 naturaleza	 no	 lo
permita.
Para	 iniciar	 sus	 operaciones,	 sus	 organizadores	 deben	 recabar
previamente	 de	 la	 Superintendencia,	 las	 autorizaciones	 de	 organización	 y
funcionamiento,	 ciñéndose	 al	 procedimiento	 que	 dicte	 la	 misma	 con
carácter	general.
Tratándose	 de	 las	 empresas	 que	 soliciten	 su	 transformación,	 conversión,
fusión	o	escisión,	éstas	deberán	solicitar	las	autorizaciones	de	organización
y	de	funcionamiento	respecto	del	nuevo	tipo	de	actividad.
Ley	26702.
ART.	 13.—Estatuto	 social.	 La	 escritura	 social	 y	 el	 estatuto	 han	 de
adecuarse	 a	 la	 presente	 ley	 en	 términos	 que	 obliguen	 a	 las	 empresas	 a
cumplir	todas	sus	disposiciones,	y	deben	ser	inscritos	en	el	Registro	Público
correspondiente.
Las	 cajas	municipales	 de	 ahorro	 y	 crédito	 y	 cajas	municipales	 de	 crédito
popular	 se	 regirán	 por	 la	 legislación	 que	 les	 es	 propia	 y	 las	 normas	 que
señala	la	presente	ley.
Ley	26702.
ART.	14.—Modificaciones	estatutarias.	Toda	modificación	estatutaria	se
sujeta	a	 la	regla	 indicada	en	el	primer	párrafo	del	artículo	anterior	y	debe
contar	 con	 la	 aprobación	 previa	 de	 la	 Superintendencia,	 sin	 la	 cual	 no
procede	 la	 inscripción	 en	 los	 Registros	 Públicos.	 Se	 exceptúan	 las
modificaciones	derivadas	de	aumentos	del	capital	Social,	a	que	se	refiere	el
primer	 párrafo	 del	 artículo	 62,	 que,	 sin	 embargo,	 deben	 ser	 puestas	 en
conocimiento	de	la	Superintendencia.
El	pronunciamiento	debe	emitirse	en	el	plazo	de	treinta	(30)	días	hábiles
de	 presentada	 la	 respectiva	 solicitud;	 de	 lo	 contrario,	 se	 tendrá	 por
aprobada	la	modificación	propuesta.
Ley	26702.
ART.	 15.—Denominación	 social.	 En	 la	 denominación	 social	 de	 las
empresas	debe	incluirse	específica	referencia	a	la	actividad	para	que	se	las
constituye,	 aun	 cuando	 para	 ello	 se	 utilice	 apócopes,	 siglas	 o	 idioma
extranjero.	Les	es	prohibido	utilizar	la	palabra	“central”,	así	como	cualquier
otra	denominación	que	confunda	su	naturaleza.	En	 la	denominación	social
es	 obligatorio	 se	 consigne	 expresamente	 la	 expresión	 que	 refleje	 la
naturaleza	de	la	empresa,	según	corresponda.
No	es	necesario	que	 figure	el	 término	 sociedad	anónima	o	 la	 abreviatura
correspondiente.
Ley	26702.
ART.	16.—Capital	mínimo.	Para	el	 funcionamiento	de	las	empresas	y	sus
subsidiarias,	se	requiere	que	el	capital	social,	aportado	en	efectivo,	alcance
las	siguientes	cantidades	mínimas:
A.	Empresas	de	operaciones	múltiples: 	
1.	Empresa	bancaria: S/.14’914.000,00
2.	Empresa	financiera: S/.7’500.000,00
3.	Caja	Municipal	de	Ahorro	y	Crédito S/.	678.000,00
4.	Caja	Municipal	de	Crédito	Popular S/.4’000.000,00
5.	Entidad	de	Desarrollo	a	la	Pequeña	y	Micro	Empresa·-	Edpyme S/.	678.000,00
6.	Cooperativas	de	ahorro	y	crédito	autorizadas	a	captar	recursos
del	público S/.	678.000,00
7.	Caja	Rural	de	Ahorro	y	Crédito S/.	678.000,00
B.	Modificado.	Ley	28971,	Art.	7°.	Empresas	especializadas: 	
1.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Empresa	 de	 capitalización
inmobiliaria
S/.	4’
000.000,00
2.	Empresa	de	arrendamiento	financiero S/.2’440.000,00
3.	Empresa	de	factoring S/.1’356.000,00
4.	Empresa	afianzadora	y	de	garantía S/.1’356.000,00
5.	Empresa	de	servicios	fiduciarios S/.1’356.000,00
6.	Empresas	administradoras	hipotecarias S/.3’400.000,00
S/.
C.	Bancos	de	inversión 14’914.000,00
D.	Empresas	de	seguros 	
1.	Empresa	que	opera	en	un	solo	ramo	(de	riesgos	generales	o	de
vida)
S/.
2’712.000,00
2.	Empresa	que	opera	en	ambos	ramos	(de	riesgos	generales	y	de
vida)
S/.
3’728.000,00
3.	Empresa	de	seguros	y	de	reaseguros S/.9’491.000,00
4.	Empresa	de	reaseguros S/.5’763.000,00
	
Ley	26702.
ART.	17.—Capital	mínimo	de	empresas	de	servicios	complementarios
y	 conexos.	 Para	 el	 establecimiento	 de	 las	 empresas	 de	 servicios
complementarios	 y	 conexos,	 se	 requiere	 que	 el	 capital	 social	 alcance	 las
siguientes	cantidades	mínimas:
1.	Almacén	general	de	depósito	S/.	2’440.000,00
2.	 Empresa	 de	 transporte,	 custodia	 y	 administración	 de	 numerario	 S/.
10’000.000,00
3.	Empresa	emisora	de	tarjetas	de	crédito	y/o	de	débito	S/.	678.000,00
4.	Derogado.	Ley	29440,	Tercera	Disp.	Final.	Compl.	Trans.
5.	Empresa	de	transferencia	de	fondos	S/.	678.000,00
6.	 Incorporado.	 Ley	 29985,	 Primera	 Disp.	 Compl.	 Modif.	 Empresas
emisoras	 de	 dinero	 electrónico	 S/.	 2’268.519,00.	 El	 citado	 capital
corresponde	 al	 trimestre	 octubre	 -	 diciembre	 2012	 y	 posteriormente	 se
sujeta	 a	 la	 actualización	 trimestral	 según	 el	 procedimiento	 señalado	 en	 el
artículo	18	de	la	Ley	26702.
NOTA:	 Antes	 de	 la	 derogatoria,	 el	 numeral	 establecía:	 “4.	 Empresa	 de	 servicios	 de	 canje	 -	 S/.
678.000,00”.
Ley	26702.
ART.	 18.—Actualización	 de	 los	 límites.	 Las	 cifras	 señaladas	 en	 los
artículos	16	y	17	son	de	valor	constante	y	se	actualizan	trimestralmente,	en
función	al	Índice	de	Precios	al	Por	Mayor	que,	con	referencia	a	todo	el	país,
publica	mensualmente	el	Instituto	Nacional	de	Estadística	e	Informática.	Las
cifras	 resultantes	 se	 redondean	 a	 la	 centena	 superior.	 Se	 considera	 como
índice	base	el	correspondiente	a	octubre	de	1996.
CAPÍTULO	II
AUTORIZACIÓN	DE	ORGANIZACIÓN
Ley	26702.
ART.	 19.—Organizadores	 de	 empresas.	 Las	 personas	 naturales	 o
jurídicas	 que	 se	 presenten	 como	 organizadores	 de	 las	 empresas	 a	 que	 se
refieren	 los	artículos	16	y	17,	deben	ser	de	 reconocida	 idoneidad	moral	 y
solvencia	 económica.	 No	 hay	 número	mínimo	 para	 los	 organizadores,	 sin
embargo,	 por	 lo	 menos	 uno	 debe	 ser	 suscriptor	 del	 capital	 social	 de	 la
empresa	respectiva.
Modificado.	 Ley	 29985,	 Segunda	 Disp.	 Compl.	 Modif.	 La
Superintendencia	 está	 facultada	 para	 autorizar	 la	 organización	 y	 el
funcionamiento	de	las	empresas	comprendidas	en	los	artículos	16	y	17	de	la
presente	ley.	En	el	caso	de	las	empresas	comprendidas	en	los	incisos	A,	B	y	C
del	 artículo	16	 así	 como	del	numeral	 6	del	 artículo	17	debe	 contar	 con	 la
opinión	previa	del	Banco	Central.
Ley	26702.
ART.	 20.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Impedimentos	 para	 ser
organizador.	No	pueden	ser	organizadores	de	las	empresas:
1.	Los	condenados	por	delitos	de	tráfico	ilícito	de	drogas,	lavado	de	activos,
financiamiento	 de	 terrorismo,	 terrorismo,	 atentado	 contra	 la	 seguridad
nacional	y	traición	a	la	patria	y	demás	delitos	dolosos,	aun	cuando	hubieran
sido	rehabilitados.
2.	 Los	 que,	 por	 razón	 de	 sus	 funciones,	 estén	 prohibidos	 de	 ejercer	 el
comercio,	de	conformidad	con	las	normas	legales	vigentes.
3.	Los	que	se	encuentren	en	proceso	de	insolvencia	y	los	quebrados.
4.	Los	accionistas	mayoritarios	de	una	persona	 jurídica	que	 se	encuentre
en	proceso	de	insolvencia	o	quiebra.
5.	Los	miembros	del	Poder	Legislativo	y	de	los	órganos	de	gobierno	de	los
gobiernos	locales	y	regionales.
6.	Los	directores,	 trabajadores	y	asesores	de	 los	organismos	públicos	que
norman	o	supervisan	la	actividad	de	las	empresas.
7.	 Los	 directores	 y	 trabajadores	 de	 una	 empresa	 de	 la	misma	naturaleza
excepto	 los	 de	 una	 empresa	 de	 seguros	 para	 organizar	 otra	 que	 opere	 en
ramo	distinto.
8.	Los	que	registren	protestos	de	documentos	en	los	últimos	cinco	años	no
aclarados	a	satisfacción	de	la	Superintendencia.
9.	 Las	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 a	 quienes	 se	 les	 haya	 cancelado	 su
autorización	de	operación,	o	su	inscripción	en	cualquier	registro	requerido
para	operar	o	 realizar	oferta	pública	de	valores,	 por	 infracción	 legal	 en	el
Perú	o	en	el	extranjero.
10.	Los	accionistas	mayoritarios	de	una	persona	jurídica	a	la	que	se	le	haya
cancelado	 su	 autorización	 de	 operación,	 o	 su	 inscripción	 en	 cualquier
registro	 requerido	 para	 operar	 o	 realizar	 oferta	 pública	 de	 valores,	 por
infracción	legal,	en	el	Perú	o	en	el	extranjero.
11.	Los	que	en	los	últimos	diez	años,	contados	desde	la	fecha	de	la	solicitud
de	autorización	hayan	sido	accionistas	mayoritarios	directamente	o	a	través
de	 terceros,	 directores,	 gerentes	 o	 ejecutivos	 principales,	 de	 empresas	 o
administradoras	 privadas	 de	 fondos	 de	 pensiones,	 que	 hayan	 sido
intervenidas	por	la	Superintendencia.	No	se	considerará	para	estos	efectos
la	participación	de	una	persona	por	un	plazo	inferior	a	un	año,	acumulado
dentro	del	plazo	de	los	diez	años.
12.	 Los	 que,	 como	 directores	 o	 gerentes	 de	 una	 persona	 jurídica,	 en	 los
últimos	 diez	 años,	 contados	 desde	 la	 fecha	 de	 la	 solicitud	 de	 autorización
hayan	 resultado	 administrativamente	 responsables	 por	 actos	 que	 han
merecido	sanción.
13.	Los	que	incurran	en	conductas	personales,	profesionales	o	comerciales
que	puedan	poner	en	riesgo	 la	estabilidad	de	 la	empresa	que	se	proponen
constituir	o	la	seguridad	de	sus	depositantes	o	asegurados.
14.	 Los	 que	 participen	 en	 acciones,	 negociaciones	 o	 actos	 jurídicos	 de
cualquier	clase,	que	contravengan	las	leyes	o	las	sanas	prácticas	financieras
o	comerciales	establecidas	en	el	Perú	o	en	el	extranjero.
15.	 Los	 que	 han	 sido	 inhabilitados	 para	 el	 ejercicio	 de	 cargos	 u	 oficios
públicos,	sea	por	una	infracción	penal	o	administrativa.
Tratándose	de	una	persona	 jurídica	 los	 impedimentos	establecidos	en	 los
numerales	 3,	 4,	 9,	 10,	 11,	 13	 y	 14	 se	 considerarán	 respecto	 de	 sus
accionistas	 mayoritarios,	 de	 los	 que	 ejercen	 su	 control,	 así	 como	 de	 sus
directores,	 gerentes	 y	 ejecutivos	 principales	 a	 la	 fecha	 de	 solicitud	 de
autorización.
Ley	26702.
ART.	21.—Solicitud	de	organización.	Las	solicitudes	para	la	organización
de	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 y	 del	 sistema	 de	 seguros	 deberán
contener	 la	 información	 y	 requisitos	 de	 carácter	 formal	 que	 establezca	 la
Superintendencia	por	norma	de	carácter	general,	 la	misma	que	señalará	el
procedimiento	a	observarse.
Se	 deberá	 adjuntar	 a	 la	 solicitud	 el	 certificado	 de	 depósito	 de	 garantía
constituido	 en	 cualquier	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 regida	 por	 la
presente	ley,	a	la	orden	de	la	Superintendencia	por	un	monto	equivalente	al
cinco	por	ciento	(5%)	del	capital	mínimo.	Dicho	certificado	será	devuelto	a
los	organizadores,	debidamente	endosado	en	caso	sea	denegada	la	solicitud.
Modificado.	Ley	29985,	Segunda	Disp.	Compl.	Modif.	Una	vez	recibida	la
documentación	 completa,	 la	 Superintendencia	 la	 pondrá	 en	 conocimiento
del	Banco	Central	cuando	se	trate	de	empresas	precisadas	en	los	incisos	A,	B
y	 C	 del	 artículo	 16,	 así	 como	 en	 el	 numeral	 6	 del	 artículo	 17.	 El	 Banco
Central	debe	emitir	su	opinión	dentro	de	los	treinta	(30)	días	de	recibido	el
oficio	respectivo.
Modificado.	D.	Leg.	1052,	Art.	1°.	Dentro	de	un	plazo	que	no	excederá	de
noventa	 (90)	 días	 de	 recibida	 la	 opinión	 del	 Banco	 Central,	 la
Superintendencia	 emitirá	 la	 resolución	 que	 autoriza	 o	 que	 deniega	 la
organización	 de	 una	 empresa.	 En	 caso	 se	 deniegue	 la	 organización,	 la
Superintendencia,	en	la	medida	de	lo	practicable	y	a	petición	del	solicitante,
deberá	informar	las	razones	de	la	denegación	de	dicha	solicitud.
Ley	26702.
ART.	 22.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Requisitos	 para	 ser
organizador.	 Los	 organizadores	 deben	 cumplir	 requisitos	 de	 idoneidad
técnica	y	moral	y	no	estar	incursos	en	los	impedimentos	establecidos	en	el
artículo	20.
Ley	26702.
ART.	 23.—Certificado	 de	 autorización	 de	 organización.	 Expedida	 la
resolución	 de	 autorización	 de	 organización	 la	 Superintendencia	 otorga	 el
certificado	correspondiente.
Con	dicho	certificado,	los	organizadores	deberán:
1.	Publicarlo	por	una	sola	vez	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	dentro	de	los
treinta	(30)	días	de	su	expedición,	bajo	sanción	de	caducidad	al	término	de
este	plazo.
2.	Otorgar	 la	escritura	pública	correspondiente,	en	 la	que	necesariamente
se	 inserta	 dicho	 certificado,	 bajo	 responsabilidad	 del	 notario	 público
interviniente.
3.	 Realizar	 las	 demás	 acciones	 conducentes	 a	 obtener	 la	 autorización	 de
funcionamiento.
El	certificado	de	autorización	de	organización	caduca	a	los	dos	(2)	años	de
otorgado.
Ley	26702.
ART.	 24.—Utilización	 del	 capital.	 De	 acuerdo	 con	 las	 regulaciones
establecidas	 por	 la	 Superintendencia,	 el	 importe	 del	 capital	 social	 inicial
sólo	podrá	ser	utilizado	durante	la	etapa	de	organización,	para:
1.	Cobertura	de	los	gastos	que	dicho	proceso	demande.
2.	Compra	o	construcción	de	inmuebles	para	uso	de	la	empresa.
3.	 Compra	 del	 mobiliario,	 equipo	 y	 máquinas	 requeridos	 para	 el
funcionamiento	de	la	empresa.
4.	Contratación	de	servicios	necesarios	para	dar	inicio	a	las	operaciones.
El	remanente	deberá	ser	invertido	en	valores	del	Estado	o	en	obligaciones
del	Banco	Central,	o	depositado	en	una	empresa	del	país.
Ley	26702.
ART.	25.—Garantía	de	 los	organizadores.	 Sin	 perjuicio	 del	 depósito	 de
garantía	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 21,	 los	 organizadores	 garantizan
personal	 y	 solidariamente	 la	 realización	 de	 los	 aportes	 de	 capital.	 Ambas
garantías	 subsisten	 hasta	 treinta	 (30)	 días	 después	 de	 la	 asunción	 de
funciones	del	directorio.
CAPÍTULO	III
AUTORIZACIÓN	DE	FUNCIONAMIENTO
Ley	26702.
ART.	 26.—Comprobaciones	 para	 la	 resolución	 de	 funcionamiento.
Cuando	los	organizadores	comuniquen	por	escrito	que	han	cumplido	con	los
requisitos	 exigidos	 para	 el	 funcionamiento	 de	 la	 empresa,	 la
Superintendencia	procederá	a	las	comprobaciones	que	corresponda.
Ley	26702.	
ART.	 27.—Resolución	 de	 autorización	 de	 funcionamiento.	 Efectuadas
las	comprobaciones	que	trata	el	artículo	anterior,	y	dentro	de	un	plazo	que
no	 excederá	 de	 treinta	 (30)	 días,	 la	 Superintendencia	 expide	 la
correspondiente	 resolución	 autoritativa	 y	 otorga	 un	 certificado	 de
autorización	 de	 funcionamiento.	 Este	 certificado	 se	 publica	 por	 dos	 veces
alternadas,	 la	 primera	 en	 el	Diario	Oficial	 y	 la	 segunda	 en	uno	de	 extensa
circulación	 nacional.	 Además,	 debe	 exhibírsela	 permanentemente	 en	 la
oficina	principal	de	la	empresa,	en	lugar	visible	al	público.
Ley	26702.
ART.	28.—Vigencia	de	la	autorización	de	funcionamiento.	El	certificado
de	 autorización	 de	 funcionamiento	 es	 de	 vigencia	 indefinida	 y	 sólo	 puede
ser	 cancelado	 por	 la	 Superintendencia	 como	 sanción	 a	 una	 falta	 grave	 en
que	hubiere	incurrido	la	empresa.
Ley	26702.
ART.	29.—Inscripción	de	acciones	de	la	empresa	en	la	bolsa.	Antes	de
que	las	empresas	bancarias,	 financieras	y	de	arrendamiento	financiero,	así
como	 las	 empresas	del	 sistema	de	 seguros,	 inicien	 sus	 operaciones	 con	 el
público,	deberán	tener	inscritas	en	bolsa	las	acciones	representativas	de	su
capital	social.
La	Superintendencia	podrá	exigir	a	aquellas	empresas	no	comprendidas	en
el	 párrafo	 anterior,	 su	 inscripción	 en	 bolsa,	 cuando	 así	 lo	 considere
pertinente.
TÍTULO	II
OTRAS	AUTORIZACIONES
CAPÍTULO	I
AUTORIZACIÓN	PARA	LA	APERTURA,	TRASLADO	Y	CIERRE	DE
SUCURSALES	Y	OTRAS	OFICINAS
Ley	26702.
ART.	 30.—Apertura	 de	 sucursales,	 agencias	 u	 oficinas	 especiales.	 La
apertura	por	una	empresa	del	sistema	financiero	o	del	sistema	de	seguros,
de	 sucursales	 o	 agencias,	 sea	 en	 el	 país	 o	 en	 el	 exterior,	 requiere	 de
autorización	previa	de	la	Superintendencia.
Tratándose	 de	 la	 apertura	 de	 una	 sucursal	 en	 el	 exterior,	 la
Superintendencia,	antes	de	expedirla	autorización,	debe	recabar	la	opinión
del	Banco	Central.
El	pronunciamiento	debe	expedirse	en	el	plazo	de	quince	días,	si	la	oficina
ha	de	operar	en	el	territorio	nacional,	y	de	sesenta	días	si	se	pretende	que
funcione	en	el	extranjero.	Dicho	plazo	se	computa	a	partir	de	la	recepción	de
la	respectiva	solicitud	debidamente	documentada.
La	 denegatoria	 de	 alguna	de	 las	 solicitudes	 a	 que	 se	 refiere	 este	 artículo
debe	contener	expresión	de	fundamentos;	pero	no	es	impugnable	en	la	vía
administrativa,	ni	en	la	judicial.
Ley	26702.
ART.	 31.—Obligación	 de	 exhibir	 resolución	 de	 apertura.	 En	 toda
sucursal,	 agencia	 u	 oficina	 especial	 de	 una	 empresa	 deberá	 exhibirse	 el
original	de	la	resolución	que	autoriza	su	apertura,	así	como	copia	certificada
de	la	resolución	de	autorización	de	funcionamiento	de	la	empresa.
Ley	26702.
ART.	 32.—Traslado	 y	 cierre	 de	 sucursales,	 agencias	 u	 oficinas
especiales.	 El	 traslado	 y	 el	 cierre	 de	 sucursales,	 agencias	 u	 oficinas
especiales	de	las	empresas	del	sistema	financiero	o	del	sistema	de	seguros,
en	 el	 país	 o	 en	 el	 exterior,	 siempre	 que	 brinden	 atención	 al	 público,
requieren	también	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia,	para	cuyo
efecto	se	observarán	los	plazos	señalados	en	el	artículo	30.
Para	 el	 caso	 del	 traslado	 o	 cierre	 de	 sucursales	 de	 empresas	 del	 sistema
financiero	en	el	exterior,	se	pondrá	en	conocimiento	del	Banco	Central.
Ley	26702.
ART.	33.—Establecimiento	de	ventanillas	de	atención.	Las	empresas	del
sistema	financiero	y	las	empresas	del	sistema	de	seguros	podrán	compartir
locales	 para	 la	 prestación	 de	 sus	 servicios,	 incluso	mediante	 contratos	 de
ventanilla	 y	 arrendamiento	 de	 espacios.	 Estos	 contratos	 serán	 puestos	 en
conocimiento	 de	 la	 Superintendencia	 para	 resguardar	 las	 exigencias	 de
control	y	de	seguridad.
CAPÍTULO	II
AUTORIZACIÓN	PARA	LA	CONSTITUCIÓN	DE	SUBSIDIARIAS
Ley	26702.
ART.	 34.—Constitución	 de	 subsidiarias.	 Las	 empresas	 del	 sistema
financiero	pueden	constituir	subsidiarias	para	los	efectos	a	que	se	refiere	el
artículo	224.
Las	 empresas	 de	 seguros	 de	 ramos	 generales	 pueden	 constituir
subsidiarias	 que	 operen	 en	 el	 ramo	 de	 vida	 y	 viceversa	 o	 para	 los	 fines
señalados	en	el	artículo	318.
Ley	26702.
ART.	 35.—Autorización	 para	 constituir	 subsidiarias.	 Para	 el
establecimiento	de	subsidiarias	que	van	a	realizar	actividades	previstas	en
la	presente	 ley,	 se	 requiere	 contar	previamente,	 con	 las	 autorizaciones	de
organización	 y	 de	 funcionamiento	 correspondientes;	 exceptuándolas	 del
requisito	de	presentar	el	certificado	de	garantía	señalado	en	el	artículo	21,
así	 como	 del	 aporte	 en	 efectivo	 del	 capital	 social,	 cuando	 se	 traten	 de
constituciones	por	fusión	de	empresas	o	escisiones	de	éstas.
Sin	 embargo,	 tratándose	 de	 las	 subsidiarias	 a	 que	 se	 contraen	 los
numerales	 3,	 4	 y	 6	 del	 artículo	 224	 corresponde	 a	 la	 Conasev	 otorgar	 la
autorización	de	funcionamiento.
Ley	26702.
ART.	 36.—Reglas	 para	 la	 constitución	 de	 subsidiarias.	 Para	 la
constitución	 de	 subsidiarias	 por	 parte	 de	 las	 empresas	 del	 sistema
financiero	y	de	seguros,	rigen	las	siguientes	reglas:
1.	 El	 conjunto	 de	 las	 inversiones	 en	 subsidiarias	 no	 puede	 ser	 mayor	 al
cuarenta	 por	 ciento	 del	 patrimonio	 de	 la	 empresa,	 salvo	 el	 caso	 de	 las
subsidiarias	 de	 las	 empresas	 de	 seguros	 generales,	 dedicadas	 a	 seguro	de
vida.
2.	La	participación	de	una	empresa	del	sistema	financiero	o	de	seguros	en
el	 capital	 accionario	 de	 una	 subsidiaria	 no	 puede	 ser	 inferior	 a	 las	 tres
quintas	partes.
3.	No	es	exigible	la	pluralidad	de	accionistas.
4.	 Los	 directores	 y	 trabajadores	 de	 la	 principal	 pueden	 ser,	 a	 su	 vez,
directores	o	trabajadores	de	su	subsidiaria	y	viceversa.
5.	Podrán	celebrar	con	su	principal	contratos	que	les	permitan	contar	con
el	 soporte	 de	 ésta	 en	 el	 área	 administrativa,	 informática	 y	 otros	 campos
afines.
Ley	26702.
ART.	 37.—Otras	 normas	 aplicables	 a	 las	 subsidiarias.	 Las	 demás
disposiciones	de	 la	presente	 ley	 son	de	aplicación	a	 las	 subsidiarias,	 en	 lo
que	fuere	pertinente.
CAPÍTULO	III
AUTORIZACIÓN	PARA	LA	CONSTITUCIÓN	DE	PATRIMONIOS
AUTÓNOMOS	DE	SEGUROS	DE	CRÉDITOS
Ley	26702.
ART.	 38.—Sustituido.	 Ley	 27102,	 Art.	 7°.	 Constitución	 de	 patrimonios
autónomos	 de	 seguro	 de	 crédito.	 La	 Superintendencia	 aprobará	 la
constitución	de	 los	patrimonios	 autónomos	de	 seguro	de	 crédito	 a	 que	 se
refiere	 el	 artículo	 334	 o	 para	 establecer	 coberturas	 o	 fondos	 de
contingencias	a	 favor	de	 los	depositantes	y	 titulares	o	usuarios	de	tarjetas
de	crédito	o	de	débito	u	otros	servicios,	que	decidan	constituir	las	empresas.
Al	efecto	recabará	la	opinión	previa	del	Banco	Central.
En	 caso	 de	 liquidación	 de	 la	 empresa	 que	 estuviere	 administrando	 un
patrimonio	 autó-nomo,	 el	 Superintendente	 puede	 designar	 a	 otra	 en
sustitución.
Las	 regulaciones	 de	 los	 patrimonios	 autónomos	 y	 de	 sus	 operaciones	 de
cobertura	 y	 contratos	 estarán	 contenidas	 en	 las	 normas	 regulatorias	 que
dicte	la	Superintendencia.
CAPÍTULO	IV
AUTORIZACIÓN	PARA	EL	ESTABLECIMIENTO	DE	EMPRESAS	DE
LOS	SISTEMAS	FINANCIEROS	Y	DE	SEGUROS	DEL	EXTERIOR
Ley	26702.
ART.	 39.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Establecimiento	 de
empresas	del	exterior.	Las	empresas	del	sistema	financiero	y	del	sistema
de	seguros,	del	exterior,	que	se	propongan	establecer	en	el	país	una	sucursal
que	 opere	 con	 el	 público,	 deben	 recabar	 la	 autorización	 previa	 de	 la
Superintendencia.	 Cuando	 se	 trate	 de	 empresas	 del	 sistema	 financiero,	 la
Superintendencia	 debe	 solicitar	 la	 opinión	 del	 Banco	 Central	 dentro	 del
plazo	 a	 que	 se	 refiere	 el	 tercer	 párrafo	 del	 artículo	 21,	 conforme	 al
procedimiento	que	la	Superintendencia	señale.
Las	 disposiciones	 de	 la	 presente	 ley	 son	 aplicables	 a	 las	 sucursales
señaladas	en	el	párrafo	anterior.	Ellas	gozan	de	los	mismos	derechos	y	están
sujetas	 a	 las	 mismas	 obligaciones	 que	 las	 empresas	 nacionales	 de	 igual
naturaleza.
Las	sucursales	no	pueden	entablar	reclamaciones	diplomáticas	respecto	de
los	negocios	y	operaciones	que	efectúan	en	el	país,	sea	que	 invoquen	para
ello	derechos	derivados	de	su	nacionalidad	o	cualquier	otra	razón.
Los	acreedores	domiciliados	en	el	Perú	tienen	derecho	preferente	sobre	los
activos	de	la	sucursal	de	una	empresa	del	sistema	financiero	o	del	sistema
de	 seguros,	 del	 exterior,	 localizados	 en	 el	 Perú,	 en	 caso	 de	 liquidación	 de
dicha	empresa	o	de	su	sucursal	en	el	Perú.
Ley	26702.
ART.	39-A.—Incorporado.	D.	Leg.	1052,	Art.	3°.	Dispensas	especiales	a
las	 sucursales.	 La	 sucursal	 establecida	 conforme	 al	 artículo	 39	 no	 está
obligada	a	tener	directorio,	pero	deberá	contar	con	representante	investido
de	 las	 más	 amplias	 facultades	 para	 obligarla	 en	 todo	 lo	 concerniente	 al
desarrollo	de	sus	actividades.
Dichas	 sucursales	 están	 facultades	 para	 conducir	 sus	 negocios	 siguiendo
sus	propias	prácticas,	siempre	que	no	contravengan	la	normativa	peruana.
Ley	26702.
ART.	 40.—Verificación	 de	 documentación	 presentada.	 Recibida	 la
solicitud	 y	 examinada	 la	 documentación	 presentada,	 la	 Superintendencia
verifica	la	solidez	y	seriedad	de	la	institución	peticionaria	y,	de	ser	el	caso,
otorga	un	certificado	de	autorización	de	organización.
Ley	26702.
ART.	41.—Autorización	de	funcionamiento.	Cuando	la	Superintendencia
compruebe	que	ha	sido	asignado	e	ingresado	el	capital	prescrito	y	que	han
sido	cumplidos	los	requisitos	establecidos	que	resulten	pertinentes,	expide
la	resolución	de	autorización	de	funcionamiento	correspondiente.
Dicha	 resolución	 es	 suficiente	 para	 la	 inscripción	 de	 la	 oficina	 en	 el
Registro	Público	correspondiente	y	debe	ser	publicada	por	una	sola	vez	en
el	 diario	 oficial,	 así	 como	 exhibido	 permanentemente	 en	 la	 sede	 de	 la
oficina,	en	lugar	visible	al	público.
Ley	26702.
ART.	 42.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Capital	 asignado.	 Las
sucursales	a	que	se	refiere	el	artículo	39,	deberán	tener	un	capital	mínimo
asignado	equivalente	al	de	las	empresas	que	realizan	las	mismas	actividades
en	el	país,	 el	que	deberá	ser	 radicado	en	el	país.	Las	operaciones	de	estas
sucursales	están	limitadas	por	el	capital	radicado	en	el	Perú.
CAPÍTULO	V
AUTORIZACIÓN	DE	REPRESENTANTES	DE	INSTITUCIONES
EXTRANJERAS	NO	ESTABLECIDAS	EN	EL	PÁIS
Ley	26702.
ART.	 43.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Solicitud	 para	 ejercer	 la
representación	 de	 una	 empresa	 no	 establecida	 en	 el	 país.	 El
representante	que	designe	una	empresa	del	sistema	financiero	del	exterior,
debe	ser	autorizado	previamente	por	 la	Superintendencia	 la	que	ejerce	su
supervisión.	 Para	 dicho	 efecto,	 el	 representante	 presenta	 una	 solicitud,
acompañada	del	 instrumento	público	que	contenga	dicho	nombramiento	y
los	demás	documentos	pertinentes	que	establezca	la	Superintendencia.
Los	 representantes	 de	 las	 empresas	 de	 reaseguros	 y	 de	 las	 empresas
corredoras	 de	 reaseguros,	 del	 exterior,	 se	 sujetan	 a	 las	 disposiciones	 que
establezca	 la	 Superintendencia	 en	 concordancia	 a	 lo	 dispuesto	 en	 la
presente	ley.
La	representación	de	las	empresas	financieras,	de	reaseguros	del	exterior	y
corredoras	 de	 reaseguros	 del	 exterior	 que	 ejerzan	 personas	 naturales	 o
jurídicas	domiciliadas	en	el	Perú,	y	que	no	cuenten	con	autorización	de	 la
SBS,	podrán	ser	objeto	del	cierre	de	su	establecimiento	y	de	 las	sanciones
que	establezca	en	su	reglamento	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	44.—Modificado.	D.	Leg.	1052,	Art.	1°.	Evaluación	para	autorizar
la	representación.	Para	otorgar	la	autorización	a	que	se	refiere	el	artículo
43,	 la	Superintendencia	evalúa	 la	 idoneidad	 técnica	y	moral	de	 la	persona
designada	 como	 representante	 y	 la	 solvencia	 técnica	 y	 económica	 de	 la
persona	 que	 será	 representada,	 requiriendo	 para	 ello	 la	 información	 que
acredite	dicha	idoneidad	y	solvencia.
Ley	26702.
ART.	 45.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Actividades	 de	 los
representantes.	Los	representantes	de	empresas	del	sistema	financiero	del
exterior	sólo	pueden	realizar	las	siguientes	actividades:
1.	Promocionar	los	servicios	de	su	representada	entre	empresas	de	similar
naturaleza	que	operen	en	el	país,	 con	el	propósito	de	 facilitar	 el	 comercio
exterior	y	proveer	financiación	externa.
2.	Promocionar	las	distintas	ofertas	de	financiamiento	de	su	representada
entre	 personas	 naturales	 y	 jurídicas	 interesadas	 en	 la	 compra	 o	 venta	 de
bienes	y	servicios	en	los	mercados	del	exterior.
3.	 Promocionar	 los	 servicios	 de	 su	 representada	 entre	 demandantes
potenciales	de	crédito	o	capital	externo.
Ley	26702.
ART.	46.—Modificado.	D.	 Leg.	 1052,	Art.	 1°.	Actividades	prohibidas	 a
los	representantes.	Los	representantes	de	empresas	del	sistema	financiero
del	exterior	están	prohibidos	de:
1.	Realizar	operaciones	y	brindar	servicios	que	sean	propios	de	la	actividad
de	su	representada.
2.	Captar	fondos	o	colocarlos	en	forma	directa	en	el	país.
3.	Ofrecer	o	colocar	directamente,	en	el	territorio	nacional,	valores	y	otros
títulos	extranjeros.
Ley	26702.
ART.	 47.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Identificación	 de	 los
representantes.	Los	representantes	de	las	empresas	del	sistema	financiero,
de	las	empresas	de	reaseguros	y	de	las	empresas	corredoras	de	reaseguros,
del	 exterior,	pueden	hacer	uso	de	 los	medios	de	 identificación	escrita	que
los	acrediten	como	tales,	a	condición	de	indicar	que	su	representada	no	se
encuentra	establecida	en	el	país.
Ley	26702.
ART.	 48.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Supervisión	 de	 los
representantes.	 La	 actuación	 de	 los	 representantes	 de	 las	 empresas	 del
sistema	 financiero,	 de	 las	 empresas	 de	 reaseguros	 y	 de	 las	 empresas
corredoras	 de	 reaseguros,	 del	 exterior,	 es	 objeto	 de	 supervisión	 por	 la
Superintendencia,	 la	 que	 está	 facultada	 para	 revocar	 la	 autorización	 y
denegar	la	acreditación	de	uno	nuevo.
Asimismo,	 la	 Superintendencia	 les	 exigirá	 informes	 periódicos	 sobre	 sus
actividades.
Ley	26702.
ART.	 49.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Revocatoria	 de
autorización.	La	Superintendencia	revocará	 la	autorización	otorgada	a	un
representante	de	 las	 empresas	del	 sistema	 financiero	del	 exterior,	 cuando
infrinja	las	limitaciones	y	prohibiciones	señaladas	en	los	artículos	45	y	46.”
Para	el	caso	de	los	representantes	de	las	empresas	de	reaseguros	y	de	las
empresas	corredoras	de	reaseguros,	del	exterior,	hay	lugar	a	la	revocatoria
de	la	autorización	cuando	el	representante	de	dichas	empresas,	infrinja,	las
limitaciones	y	prohibiciones	establecidas	por	la	Superintendencia	conforme
al	artículo	43.
TÍTULO	III
CAPITAL,	RESERVAS	y	DIVIDENDOS
CAPÍTULO	I
ACCIONISTAS	Y	CAPITAL
Ley	26702.
ART.	50.—Número	mínimo	de	accionistas.	Las	empresas	de	los	sistemas
financiero	y	de	seguros	organizadas	como	sociedades	anónimas	deben	tener
en	 todo	momento,	 el	 número	mínimo	 de	 accionistas	 que	 establece	 la	 Ley
General	de	Sociedades.
Toda	 persona	 natural	 o	 jurídica	 que	 adquiera	 acciones	 en	 una	 empresa,
directa	o	indirectamente,	por	un	monto	del	uno	por	ciento	(1%)	del	capital
social	 en	 el	 curso	 de	 doce	 meses,	 o	 que	 con	 esas	 compras	 alcance	 una
participación	 de	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 o	 más,	 tiene	 la	 obligación	 de
proporcionar	 a	 la	 Superintendencia	 la	 información	 que	 este	 organismo	 le
solicite,	para	la	identificación	de	sus	principales	actividades	económicas	y	la
estructura	de	sus	activos.
Esto	 incluye	 proporcionar	 el	 nombre	 de	 los	 accionistas	 en	 el	 caso	 de
sociedades	que	emiten	acciones	al	portador.
Ley	26702.
ART.	51.—Tenencia	de	acciones	por	una	sola	persona.	Para	la	tenencia
de	 acciones	 en	 una	 determinada	 empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros	por	una	sola	persona,	no	existe	más	limitación	que	la	que	impone	el
requisito	establecido	en	el	artículo	anterior.
Ley	26702.
ART.	 52.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Requisitos	 para	 ser
accionista.	Los	accionistas	deben	cumplir	requisitos	de	 idoneidad	moral	y
solvencia	económica.
No	pueden	ser	accionistas	de	una	empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de
seguros,	los	que	se	encuentren	incursos	en	los	impedimentos	señalados	en
los	numerales	1,	2,	3,	4,	5,	8,	9,	10,	11,	12,	13,	14	y	15	del	artículo	20	de	la
presente	ley.
Los	impedimentos	indicados	en	los	numerales	2	y	5	no	serán	de	aplicación
si	 el	 impedimento	 es	 posterior	 a	 la	 condición	 de	 accionista,	 siempre	 y
cuando	la	condición	de	accionista	no	genere	conflicto	de	interés	con	el	cargo
y	funciones	que	desempeña.
Ley	26702.
ART.	53.—Limitación	a	 la	participación	en	el	 capital	de	una	empresa
por	parte	de	otra	de	la	misma	naturaleza.	No	puede	ser	accionista	de	una
empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de	 seguros,	 otra	 de	 la	 misma
naturaleza.	Para	estos	efectos	no	se	considera	como	empresa	de	 la	misma
naturaleza	 a	 aquellos	 otros	 tipos	 de	 empresas	 que	 integran	 el	 sistema
financiero	o	de	seguros	y	que	sean	distintos	al	de	la	empresa	involucrada.
Se	 exceptúa	 la	 compra	 de	 acciones	 con	 el	 propósito,	 declarado
juratoriamente	 ante	 la	 Superintendencia,	 de	 incorporar	 por	 fusión	 a	 la
empresa	 emisora	 de	 las	 acciones	 materia	 de	 la	 transferencia.	 Si
transcurriesen	seis	(6)	meses	desde	la	emisión	de	la	declaración	jurada	sin
que	la	fusión	se	haya	formalizado,	el	titular	de	las	acciones	adquiridas	con
tal	 fin	 queda	 obligado	 a	 transferirlas	 e	 impedido	 de	 ejercer	 con	 ellas	 el
derecho	de	voto.
Ley	26702.
ART.	 54.—Limitaciones	 para	 ser	 accionista	 en	 razón	 del	 cargo.	 Los
funcionarios	 y	 trabajadores	 públicos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 39	 de	 la
Constitución	 Política,	 así	 como	 sus	 cónyuges,	 no	 pueden	 ser	 titulares	 de
acciones	 de	 una	 empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de	 seguros,	 en	 una
proporción	que	exceda	del	cinco	por	ciento	del	capital	de	la	Empresa.
El	presidente	de	la	Conasev,	el	Superintendente,	los	trabajadores	de	ambas
instituciones,	así	como	sus	cónyuges,	no	pueden	ser	titulares	de	.acciones	de
empresa	alguna	en	los	sistemas	financiero	o	de	seguros.
Esta	 limitación	 no	 rige	 respecto	 de	 las	 acciones	 adquiridas	 con
anterioridad	 a	 la	 asunción	 del	 cargo	 o	 función	 y	 siempre	 que	 sean
consignadas	en	la	respectiva	declaración	jurada	de	bienes	y	rentas,	ni	de	las
acciones	que,	sin	variar	el	porcentaje	preexistente,	se	suscriba	en	los	casos
de	aumento	de	capital.
Ley	26702.
ART.	55.—Limitación	a	accionistas	mayoritarios	de	otra	empresa	de	la
misma	 naturaleza.	 Quienes,	 directa	 o	 indirectamente,	 sean	 accionistas
mayoritarios	 de	 una	 empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de	 seguros,	 no
pueden	 ser	 titulares,	 directa	o	 indirectamente,	 de	más	del	 cinco	 (5%)	por
ciento	de	las	acciones	de	otra	empresa	de	la	misma	naturaleza.
Ley	26702.
ART.	56.—Transferencia	de	acciones.	Toda	transferencia	de	acciones	de
una	empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	debe	ser	registrada	en
la	 Superintendencia.	 En	 su	 caso,	 las	 instituciones	 de	 compensación	 y
liquidación	de	valores	establecerán	con	la	Superintendencia	la	utilización	de
los	medios	de	 comunicación	 informáticos	más	 convenientes	para	permitir
una	información	a	tiempo	real.
Tratándose	de	 empresas	que	no	 tengan	 inscritas	 sus	 acciones	 en	bolsa	 o
que	 teniéndolas,	 las	 negocien	 fuera	 de	 ellas,	 será	 responsabilidad	 del
gerente	general	de	la	empresa,	remitir	a	la	Superintendencia,	dentro	de	los
primeros	 diez	 (10)	 días	 hábiles	 de	 cada	 mes,	 la	 relación	 de	 todas	 las
transferencias	producidas	durante	el	mes	anterior.
Ley	26702.
ART.	 57.—Transferencia	 por	 encima	 del	 diez	 por	 ciento	 (10%)	 del
capital	social.	La	transferencia	de	las	acciones	de	una	empresa	del	sistema
financiero	o	de	seguros	por	encima	del	diez	por	ciento	(10%)	de	su	capital
social	 en	 favor	 de	 una	 sola	 persona,	 directamente	 o	 por	 conducto	 de
terceros,	requiere	la	previa	autorización	de	la	Superintendencia.
Lo	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 anterior	 rige	 para	 los	 casos	 en	 que,	 con	 la
adquisición	prevista	y	consideradas	 las	 tenencias	previas	de	 la	persona	de
que	se	trate,	se	alcance	el	mencionado	porcentaje.
Si	 una	 persona	 jurídica,	 domiciliada	 en	 el	 Perú,	 fuese	 accionista	 en
porcentaje	mayor	al	antes	señalado	en	la	empresa,	sus	socios	deben	contar
con	 la	 previa	 autorización	 de	 la	 Superintendencia	 para	 ceder	 derechos	 o
acciones	de	esa	persona	 jurídica	en	proporción	superior	al	diez	por	ciento
(10%).	Sí	el	accionista	fuese	persona	jurídica	no	domiciliado	queda	obligada
a	 informar	 a	 la	 Superintendencia	 en	 caso	 de	 que	 se	 produzca	 una
modificación	 en	 la	 composición	 de	 su	 accionariado,	 en	 proporción	 que
exceda	dicho	porcentaje,	con	indicación	de	los	nombres	de	los	accionistas	de
esta	última	sociedad.
Pesa	sobre	la	empresa	la	obligación	de	informar	a	dicho	organismo	en	los
casos	en	que	tome	conocimiento	de	que	una	parte	de	sus	acciones	ha	sido
comprada	por	una	sociedad	no	domiciliada,	con	indicación	de	los	nombres
de	los	accionistas	de	esta	última	sociedad.
Ley	26702.
ART.	 58.—Denegatoria	 de	 solicitud	 de	 transferencia	 de	 acciones.	 El
superintendente	 denegará	 la	 autorización	 que	 se	 le	 solicite	 conforme	 al
artículo	anterior,	si	la	persona	natural	que	pretenda	adquirir	las	acciones	o
los	 accionistas,	 directores	 o	 trabajadores	de	 la	persona	 jurídica	que	 tenga
igual	propósito,	se	encontrasen	incursos	en	los	siguientes	casos:
1.	 Estuviesen	 afectados	 por	 los	 impedimentos	 señalados	 en	 los	 artículos
20,	52	y	53,	o	por	las	restricciones	de	los	artículos	54	y	55.
2.	Estuviesen	realizando	actividades	prohibidas	por	el	artículo	11.
La	resolución	es	inimpugnable.
Ley	26702.
ART.	 59.—Sanción	 al	 comprador	 que	 transgrede	 las	 normas	 sobre
limitaciones	a	la	participación	en	el	capital	social	de	una	empresa.	En
el	 caso	 de	 adquirirse	 las	 acciones	 con	 transgresión	de	 lo	 dispuesto	 en	 los
artículos	 52,	 53,	 54	 y	 55,	 el	 comprador	 es	 sancionado	 con	 una	 multa	 de
monto	equivalente	al	valor	de	las	acciones	que	le	hubiesen	sido	transferidas.
Sin	perjuicio	de	ello,	queda	obligado	a	la	venta	en	el	plazo	de	treinta	(30)
días	 y,	 si	 tal	 plazo	 venciere	 sin	 que	 la	 situación	 haya	 sido	 corregida,	 se
duplica	 la	 multa.	 Adicionalmente,	 el	 adquirente	 que	 hubiere	 infringido	 lo
dispuesto	en	los	artículos	54	y	55	no	puede	ejercer	el	derecho	de	voto	en	las
sesiones	de	la	junta	general	de	accionistas.
En	el	caso	de	que	el	accionista	rehusara	cumplir	con	lo	establecido	en	los
artículos	50	y	57,	 la	Superintendencia	podrá	suspender	el	ejercicio	de	sus
derechos	como	tal,	incluyendo	su	derecho	a	voto	y	a	percibir	participaciones
en	 las	 utilidades.	 Asimismo,	 las	 acciones	 de	 que	 es	 titular	 el	 precitado
accionista,	 no	 serán	 computables	 para	 determinar	 el	 quórum	 y	 mayorías
necesarias	para	juntas	generales	de	accionistas.
Ley	26702.
ART.	60.—Acciones	preferentes.	Las	empresas	de	los	sistemas	financiero
o	de	seguros	pueden	emitir	acciones	preferentes,	con	o	sin	derecho	a	voto.
Las	acciones	preferentes	pueden	ser	redimibles	a	plazo	fijo,	con	derecho	a
dividendo	acumulativo	o	no	acumulativo,	y	otras,	según	lo	acuerde	la	junta
general	de	accionistas.
En	 caso	 de	 pérdidas,	 éstas	 serán	 absorbidas	 en	 primer	 lugar	 por	 las
acciones	comunes	y	sólo	cuando	se	haya	agotado	el	valor	de	estas	últimas,
serán	 absorbidas	 por	 las	 acciones	 preferentes.	 En	 caso	 que	 las	 pérdidas
reduzcan	el	valor	del	patrimonio	contable	en	un	tercio	o	más,	 las	acciones
sin	derecho	a	voto	adquirirán	ese	derecho,	salvo	que	se	aumente	el	capital
con	suscripción	de	nuevas	acciones	comunes.
Asimismo,	 las	 empresas	 podrán	 emitir	 y	 colocar	 acciones	 bajo	 la	 par,
observando	el	siguiente	procedimiento:
1.	 Cargar	 el	 monto	 del	 descuento	 en	 su	 colocación	 a	 las	 cuentas	 de
utilidades	retenidas	y/o	de	reservas	facultativas;	o
2.	 Cargar	 el	 gasto	 financiero	 a	 resultados,	 lo	 que	 se	 hará	 en	 el	 mismo
ejercicio	en	que	se	coloquen	dichos	títulos.
Ley	26702.
ART.	61.—Fusión	y	escisión	de	empresas	 -	derecho	de	 los	disidentes.
Acordada	 por	 las	 respectivas	 juntas	 generales	 la	 fusión	 de	 dos	 o	 más
empresas	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de	 seguros,	 los	 accionistas	 tienen
derecho	a	vender	sus	acciones	a	la	correspondiente	empresa	conforme	a	las
normas	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
El	mismo	derecho	asiste	a	los	accionistas	para	el	caso	de	la	escisión	de	una
empresa.
Ley	26702.
ART.	62.—Aumento	de	capital	social	de	la	empresa.	El	capital	social	de
una	empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	sólo	puede	aumentarse
mediante	aportes	en	efectivo,	capitalización	de	utilidades,	y	reexpresión	del
capital	como	consecuencia	de	ajustes	integrales	contables	por	inflación.
Excepcionalmente,	 y	 previa	 autorización	 de	 la	 Superintendencia,	 dicho
capital	social	también	podrá	ser	aumentado	mediante	fusión,	conversión	de
obligaciones	 de	 la	 empresa	 en	 acciones,	 y	 cualquier	 otra	 modalidad	 que
autorice	este	organismo.
Tratándose	 del	 aumento	 por	 aporte	 de	 inmuebles,	 la	 autorización	 de	 la
Superintendencia	 procederá	 únicamente	 cuando	 se	 trate	 de	 aumentos	 del
capital	por	encima	del	capital	mínimo	requerido	en	efectivo,	y	hasta	por	un
límite	equivalente	al	setenticinco	por	ciento	(75%)	del	patrimonio	efectivo,
a	la	fecha	del	aporte.
En	 el	 caso	 de	 empresas	 de	 seguros,	 contando	 con	 la	 autorización	 de	 la
Superintendencia,	 los	 aumentos	 de	 capital	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo
anterior	 pueden	 también	 tener	 lugar	 mediante	 aportes	 efectuados	 en
cualquiera	de	los	otros	activos	previstos	en	el	artículo	311.
Ley	26702.
ART.	 63.—Tratamiento	 del	 déficit	 de	 capital.	 El	 déficit	 de	 capital	 que
resulte	por	aplicación	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	16,	17	y	18	deberá	ser
cubierto	 durante	 el	 siguiente	 trimestre.	 Excepcionalmente,	 la
Superintendencia	puede	conceder	una	prórroga	de	noventa	(90)	días,	para
lo	 cual	 evalúa	 si	 la	 empresa	 ha	 sido	 conducida	 adecuadamente	 y	 si	 ha
efectuado	 esfuerzos	 razonables	 para	 cumplir	 con	 la	 obligación	 que	 recae
sobre	ella.
Dicha	prórroga	no	puede	ser	otorgada	por	dos	veces	consecutivas.
Ley	26702.
ART.	64.—Reducción	del	capital	social.	Con	excepción	de	 lo	establecido
en	el	 artículo	69,	 toda	 reducción	del	 capital	o	de	 la	 reserva	 legal	debe	ser
autorizada	por	la	Superintendencia.
Señaladamente,	 y	 sin	 perjuicio	 de	 la	 apreciación	 discrecional	 de	 la
Superintendencia,	no	procede	la	reducción:
1.	 Por	 el	 valor	 no	 cubierto	 de	 la	 reserva	 legal,	 con	 relación	 al	 capital
mínimo.
2.	Por	el	monto	del	déficit	existente	respecto	de	las	provisiones	ordenadas
por	la	Superintendencia.
3.	 Si,	 como	 consecuencia	 de	 la	 reducción,	 han	 de	 resultar	 excedidos	 los
límites	operacionales	de	la	empresa.
CAPÍTULO	II
APLICACIÓN	DE	UTILIDADES
Ley	26702.
ART.	 65.—Aplicación	 de	 utilidades.	 Las	 utilidades	 del	 ejercicio	 se
determinan	 luego	de	haber	efectuado	todas	 las	provisiones	dispuestas	por
la	 ley,	 determinadas	 por	 la	 Superintendencia	 o	 acordadas	 por	 la	 propia
empresa.
Ley	26702.
ART.	 66.—Prelación	 para	 la	 aplicación	 de	 las	 utilidades.	 El	 orden	 de
prelación	para	la	aplicación	de	las	utilidades	del	ejercicio	de	las	empresas	de
los	sistemas	financiero	y	de	seguros,	es	el	siguiente:
1.	 Para	 la	 recomposición	 del	 capital	 mínimo,	 según	 lo	 exigido	 por	 los
artículos	16,	17	y	18.
2.	 Para	 la	 constitución,	 por	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero,	 de	 la
reserva	 legal	o,	 en	 su	 caso,	para	 su	 reconstitución	hasta	el	 límite	a	que	 se
refiere	el	segundo	párrafo	del	artículo	69.
3.	Para	la	constitución,	por	las	empresas	del	sistema	de	seguros,	del	fondo
de	 garantía	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 305,	 o,	 en	 su	 caso,	 para	 su
reconstitución	hasta	el	límite	a	que	se	refiere	el	segundo	párrafo	del	artículo
69.
4.	 Para	 la	 constitución	 de	 reservas	 facultativas	 o	 la	 distribución	 de
dividendos.
CAPÍTULO	III
RESERVAS
Ley	26702.
ART.	 67.—Reserva	 legal.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 y	 del
sistema	de	seguros	deben	alcanzar	una	reserva	no	menor	al	equivalente	del
treinta	y	cinco	por	ciento	de	su	capital	social.
La	reserva	en	mención	se	constituye	trasladando	anualmente	no	menos	del
diez	por	ciento	de	las	utilidades	después	de	impuestos	y	es	sustitutoria	de
aquella	a	que	se	refiere	el	artículo	258	de	la	Ley	General	de	Sociedades.
Ley	26702.
ART.	 68.—Reservas	 facultativas.	 No	 podrá	 acordarse	 la	 transferencia
anual	de	utilidades	a	 la	cuenta	de	reserva	 facultativa,	sin	que	previamente
se	 cumpla	 con	 la	 aplicación	 preferente	 dispuesta	 por	 esta	 ley	 para	 la
constitución	 de	 la	 reserva	 legal	 en	 el	 porcentaje	 anual	 establecido	 en	 el
artículo	 anterior	 o	 para	 la	 reconstitución	 de	 la	 reserva	 legal	 en	 la	 forma
dispuesta	por	el	artículo	siguiente.
Lo	establecido	por	el	presente	artículo	no	es	aplicable	a	 las	empresas	del
sistema	de	seguros	en	lo	que	atañe	a	las	reservas	técnicas.
Ley	26702.
ART.	 69.—Aplicación	 de	 reservas.	 Si	 la	 empresa	 de	 los	 sistemas
financiero	o	de	seguros	registra	pérdidas,	se	aplica	a	su	cobertura	el	monto
de	las	utilidades	no	distribuidas	y	de	las	reservas	facultativas,	si	las	hubiere,
y	por	la	diferencia	se	reduce	automáticamente	el	monto	de	la	reserva	legal	o
del	fondo	de	garantía,	de	que	tratan	los	artículos	67	y	305.
En	tanto	no	se	alcance	nuevamente	el	monto	mínimo,	o	el	más	alto	que	se
hubiere	 obtenido	 en	 el	 período	 de	 constitución	 de	 la	 reserva	 legal	 o	 del
fondo	de	garantía,	el	íntegro	de	las	utilidades	debe	ser	aplicado	a	ella.
Ley	26702.
ART.	70.—Aumento	de	reservas	legales.	En	cualquier	momento,	el	monto
de	la	reserva	legal	puede	ser	incrementado	con	aportes	que	los	accionistas
efectúen	con	ese	fin.
CAPÍTULO	IV
DIVIDENDOS
Ley	26702.
ART.	 71.—Recomposición	 preferente	 del	 capital	 mínimo.	 Dentro	 del
término	 señalado	 en	 el	 artículo	 63,	 la	 utilidad	 que	 se	 obtenga	 debe	 ser
aplicada,	preferentemente,	a	la	recomposición	del	capital	social	mínimo.
Ley	26702.
ART.	72.—Distribución	de	utilidades.	Sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el
artículo	355	de	 la	presente	 ley,	en	 tanto	 la	 junta	general	de	accionistas	no
haya,	aprobado	el	respectivo	balance	final	y	la	correspondiente	distribución
de	utilidades,	las	empresas	están	impedidas	de	repartir	éstas	con	cargo	a	las
ganancias	netas	de	un	ejercicio	anual,	así	como	de	otorgar	a	sus	directores
participación	en	las	utilidades.
Ley	26702.
ART.	 73.—Responsabilidad	 por	 incumplimiento.	 Quienes	 hayan
adoptado	 los	 acuerdos	 por	 los	 que	 se	 transgreda	 lo	 dispuesto	 en	 los
artículos	 69,	 71	 y	 72,	 responden	 solidariamente	 por	 el	 reintegro	 a	 la
empresa	 de	 los	 importes	 indebidamente	 pagados,	 sin	 perjuicio	 de	 la
responsabilidad,	 también	solidaria,	que	 les	corresponde	conforme	a	 la	Ley
General	de	Sociedades.
TÍTULO	IV
ÓRGANOS	DE	GOBIERNO
CAPÍTULO	I
JUNTA	GENERAL	DE	ACCIONISTAS
Ley	26702.
ART.	 74.—Quorum.	 Para	 la	 celebración	 en	 primera	 convocatoria	 de	 las
juntas	generales	de	accionistas	de	las	empresas	de	los	sistemas	financiero	o
de	seguros,	constituidas	como	sociedades	anónimas,	cualquiera	que	fuere	su
objeto,	 no	 puede	 exigirse	 en	 el	 estatuto	 quórum	 de	 accionistas	 que
representen	más	de	las	dos	terceras	partes	del	capital	social.
Tratándose	 de	 segunda	 convocatoria,	 deben	 estar	 presentes	 accionistas
que	representen	no	menos	de	un	tercio	del	capital	social,	siempre	que	no	se
trate	de	los	temas	que	se	menciona	en	el	artículo	134	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	 supuesto	 en	 el	 cual	 ha	 de	 observarse	 lo	 que	 dicha	 norma
dispone.
Ley	26702.
ART.	 75.—Exigencia	 de	 mayoría.	 Para	 la	 adopción	 de	 acuerdos	 en	 las
juntas	generales	de	accionistas	de	las	empresas,	no	puede	requerirse	en	el
estatuto	mayorías	más	altas	que	las	señaladas	en	los	artículos	133	y	134	de
la	Ley	General	de	Sociedades.	Empero,	para	el	caso	de	segunda	convocatoria
a	 que	 alude	 el	 primero	 de	 esos	 numerales,	 el	 mínimo	 legal	 es	 el	 voto
favorable	de	accionistas	que	representen,	cuando	menos,	la	cuarta	parte	del
capital	social	pagado.
Ley	26702.
ART.	76.—Representante	de	accionistas.	El	estatuto	de	 las	empresas	no
puede	exigir	que	quien	sea	designado	por	un	accionista	para	representarlo
en	junta	general	tenga	también	la	calidad	de	accionista.
Ley	26702.
ART.	 77.—Facultad	 del	 Superintendente	 para	 asistir	 a	 las	 juntas
generales.	El	 Superintendente	 está	 facultado	 para	 concurrir,	 por	 sí	 o	 por
intermedio	del	delegado	que	designe,	a	cualquier	sesión	de	la	junta	general
de	accionistas.
Ley	26702.
ART.	78.—Facultad	del	Superintendente	de	declarar	la	legitimidad	de
sesiones	y	acuerdos	de	juntas	generales.	Compete	al	Superintendente,	a
petición	 de	 parte	 o	 de	 oficio,	 resolver	 en	 la	 vía	 administrativa	 todas	 las
cuestiones	que	pudieran	afectar	la	legitimidad	de	las	sesiones	de	la	junta	y
de	 los	 acuerdos	 que	 en	 ella	 se	 adopten,	 sin	 perjuicio	 del	 derecho	 de
impugnación	en	la	vía	judicial	que	a	los	accionistas	les	concede	la	ley.
CAPÍTULO	II
DIRECTORIO
Ley	26702.
ART.	79.—Conformación	del	directorio.	El	directorio	de	las	empresas	de
los	sistemas	 financiero	y	de	seguros	se	 integra	con	no	menos	de	cinco	 (5)
miembros,	que	 reúnan	condiciones	de	 idoneidad	 técnica	y	moral,	 elegidos
por	la	junta	general	de	accionistas.
Ley	26702.
ART.	 80.—Directores	 suplentes.	 Las	 empresas	 podrán	 designar
directores	 suplentes,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 que	 establezca	 su	 estatuto.	 Su
designación	será	comunicada	a	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 81.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Requisitos	 para	 ser
director.	 Los	 directores	 de	 las	 empresas	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros	deben	cumplir	 requisitos	de	 idoneidad	 técnica	y	moral	y	no	estar
incursos	en	los	siguientes	impedimentos:
1.	Los	impedidos	de	conformidad	con	la	Ley	General	de	Sociedades.
2.	 Los	 que,	 según	 los	 artículos	 20,	 51	 y	 52,	 tienen	 impedimento	para	 ser
organizadores	o	accionistas.
3.	 Los	 conocidamente	 insolventes	 y	quienes	 tengan	 la	mayor	parte	de	 su
patrimonio	afectado	por	medidas	cautelares.
4.	 Los	 que,	 siendo	 domiciliados,	 no	 figuren	 en	 el	 Registro	 Único	 de
Contribuyentes.
5.	Los	trabajadores	de	la	propia	empresa,	a	excepción	del	gerente	general.
6.	Los	trabajadores	de	una	empresa,	así	como	de	sus	subsidiarias,	en	otras
empresas	 y	 sus	 respectivas	 subsidiarias,	 siempre	 que	 sean	 de	 la	 misma
naturaleza.
7.	 Los	 trabajadores	 de	 una	 empresa	 de	 seguros,	 así	 como	 de	 sus
subsidiarias,	 en	 otra	 empresa	 de	 la	 misma	 naturaleza	 o	 en	 empresas	 de
reaseguros	 domiciliadas	 en	 el	 país	 con	 las	 que	 no	 exista	 vinculación
accionaria,	y	viceversa.
8.	 Los	 que,	 directa	 o	 indirectamente,	 en	 la	 misma	 empresa,	 o	 en	 otra
empresa	del	sistema	financiero,	tengan	créditos	vencidos	por	más	de	ciento
veinte	días	(120),	o	que	hayan	ingresado	a	cobranza	judicial.
9.	Los	que,	directa	o	indirectamente,	sean	titulares,	socios	o	accionistas	que
ejerzan	 influencia	 significativa	 sobre	 sociedades	 que	 tengan	 créditos
vencidos	 por	 más	 de	 ciento	 veinte	 (120)	 días,	 o	 que	 hayan	 ingresado	 a
cobranza	judicial	en	la	misma	empresa	o	en	otra	del	sistema	financiero.
La	resolución	que	se	emita	por	la	existencia	de	algún	impedimento	para	ser
director	 de	 una	 empresa,	 en	 la	 medida	 de	 lo	 practicable	 y	 a	 petición	 del
solicitante,	deberá	estar	debidamente	fundamentada.
Ley	26702.
ART.	 82.—Comunicación	 a	 la	 Superintendencia.	 Toda	 elección	 de
directores	de	una	empresa	de	los	sistemas	financiero	y	de	seguros,	así	como
las	vacancias,	deben	ser	puestas	en	conocimiento	de	la	Superintendencia	en
un	plazo	no	mayor	de	un	(1)	día	hábil	de	producidas,	mediante	remisión	de
copia	certificada	del	acta	de	la	sesión	en	que	aquélla	conste,	expedida	por	el
secretario	del	directorio	o	quien	haga	sus	veces.
Ley	26702.
ART.	83.—Cargo	de	director	no	delegable.	 El	 cargo	 de	 director	 de	 una
empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	no	es	delegable.
Ley	26702.
ART.	84.—Oportunidad	de	sesiones	de	directorio.	El	directorio	celebra
sesiones	ordinarias	cuando	menos	una	vez	al	mes.
Ley	26702.
ART.	85.—Quorum	del	directorio.	En	ningún	caso	el	quórum	señalado	en
el	estatuto	de	las	empresas	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	para	las
sesiones	de	directorio	puede	ser	mayor	que	 las	dos	 terceras	partes	de	 los
miembros	de	éste.	Tampoco	puede	exigirse	en	el	estatuto,	para	la	adopción
de	 acuerdos,	 el	 voto	 conforme	 de	 más	 de	 las	 dos	 terceras	 partes	 de	 los
directores	presentes.
Ley	26702.
ART.	86.—Asistencia	de	directores	suplentes.	La	asistencia	a	una	sesión
de	uno	de	los	directores	suplentes	a	que	se	refiere	el	artículo	80,	sin	que	se
haya	hecho	presente	el	respectivo	titular,	constituye	por	sí	sola	presunción
de	que	este	último	se	encuentra	ausente	o	impedido	de	concurrir.
Ley	26702.
ART.	87.—Responsabilidad	de	los	directores.	Los	directores	 titulares	 y
los	suplentes	a	que	se	refiere	el	artículo	80,	con	la	solidaridad	que	señala	el
artículo	 172	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 son	 especialmente
responsables	por:
1.	 Aprobar	 operaciones	 y	 adoptar	 acuerdos	 con	 infracción	 de	 las
disposiciones	 de	 la	 ley	 y,	 señaladamente,	 de	 las	 prohibiciones	 o	 de	 los
límites	establecidos	en	el	Capítulo	II	del	Título	II	de	la	Sección	Segunda.
2.	 Omitir	 la	 adopción	 de	 las	 medidas	 necesarias	 para	 corregir	 las
irregularidades	en	la	gestión.
3.	 Incumplir	 las	disposiciones	emitidas	por	 la	Superintendencia,	así	como
los	 pedidos	 de	 información	 que	 emanen	 de	 ese	 organismo	 o	 del	 Banco
Central.
4.	 Dejar	 de	 proporcionar	 información	 a	 la	 Superintendencia,	 o
suministrarla	falsa,	respecto	de	hechos	u	operaciones	que	pudieran	afectar
la	 estabilidad	 y	 solidez	 de	 la	 empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros.
5.	 Abstenerse	 de	 dar	 respuesta	 a	 las	 comunicaciones	 de	 la
Superintendencia	o	del	Banco	Central	que	sean	puestas	en	su	conocimiento
por	mandato	de	la	ley	o	por	indicación	de	dichos	organismos.
6.	Omitir	la	adopción	de	las	medidas	conducentes	a	garantizar	la	oportuna
realización	de	las	auditorías	internas	y	externas.
Las	 infracciones	 anotadas	 serán	 sancionadas	 por	 la	 Superintendencia,	 de
acuerdo	 a	 su	 gravedad,	 sin	 perjuicio	 de	 las	 acciones	 civiles	 o	 penales	 que
corresponda	 conforme	 a	 los	 artículos	 173	 y	 174	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades	 y	 de	 las	 atribuciones	 que	 conforme	 a	 su	 ley	 orgánica
corresponden	al	Banco	Central.
Ley	26702.
ART.	88.—Incompatibilidad	del	cargo	de	director.	Con	la	excepción	que
resulta	 del	 numeral	 5	 del	 artículo	 81,	 los	miembros	 del	 directorio	 de	 una
empresa,	 salvo	 el	 presidente	 del	 directorio,	 no	 pueden	 desempeñar	 cargo
ejecutivo	en	la	propia	empresa.
Ley	26702.
ART.	 89.—Vacancia	 del	 cargo	 de	 director.	 Además	 de	 las	 causales
previstas	por	la	ley	para	las	sociedades	anónimas,	vaca	el	cargo	de	director
de	una	empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros,	cuando:
1.	 Falte	 a	 sesiones	 de	manera	 ininterrumpida,	 sin	 licencia	 del	 directorio,
por	un	período	de	tres	meses.
2.	Se	incurra	en	inasistencias,	con	licencia	o	sin	ella,	que	superen	la	tercera
parte	del	total	de	sesiones	celebradas	en	un	lapso	de	doce	(12)	meses	que
culmine	en	la	fecha	de	la	última	ausencia.
La	 causal	 del	 numeral	 2	 no	 opera	 en	 la	 medida	 en	 que	 el	 suplente
designado	asista	a	las	sesiones.
La	 vacancia	 del	 director	 titular	 determina	 automáticamente	 la	 de	 su
suplente.
Ley	26702.
ART.	 90.—Obligación	 de	 informar	 al	 directorio	 sobre	 las
comunicaciones	 de	 la	 Superintendencia.	 Toda	 comunicación	 que	 la
Superintendencia	 dirija	 a	 una	 empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros,	 con	 referencia	a	una	 inspección	o	 investigación	practicada,	o	que
contenga	 recomendaciones	 sobre	 sus	 negocios,	 debe	 ser	 puesta	 en
conocimiento	 del	 directorio,	 o	 del	 organismo	 que	 ejerza	 función
equivalente,	 en	 la	 primera	 oportunidad	 en	 la	 que	 se	 reúna,	 bajo
responsabilidad	 del	 presidente	 del	 directorio	 o	 funcionario	 de	 rango
equivalente.
CAPÍTULO	III
GERENCIA
Ley	26702.
ART.	91.—Nombramiento	de	gerente.	El	nombramiento	de	 los	gerentes
de	una	empresa	no	puede	recaer	en	persona	jurídica.	No	puede	atribuirse	la
potestad	de	efectuar	la	designación	de	tales	funcionarios	a	entidad	ajena	a	la
empresa	de	 los	sistemas	 financiero	o	de	seguros,	u	órgano	de	gobierno	de
ésta.
Ley	26702.
ART.	 92.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Normas	 aplicables	 al
gerente	 y	 otros	 ejecutivos	 principales.	 Son	 aplicables	 a	 los	 gerentes	 y
otros	 ejecutivos	 principales	 de	 las	 empresas	 en	 cuanto	 hubiere	 lugar,	 las
disposiciones	de	los	artículos	81,	82	y	87.
Ley	26702.
ART.	93.—Obligación	del	 gerente	de	 informar	al	directorio	 sobre	 las
operaciones	de	crédito.	En	 las	 empresas	de	 los	 sistemas	 financiero	o	de
seguros,	 el	 gerente	 general	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 debe	 informar	 al
directorio,	 en	 cada	 sesión	 ordinaria	 y	 por	 escrito,	 de	 todos	 los	 créditos	 y
garantías	que,	a	partir	de	la	sesión	precedente,	se	hubiere	otorgado	a	cada
cliente,	 así	 como	de	 las	 inversiones	 y	 ventas	 efectuadas,	 cuando	 en	 uno	 y
otro	caso	se	excede	el	límite	que	establezca	la	Superintendencia.
Una	copia	del	acta,	en	la	que	se	informa	de	los	excesos,	deberá	ser	remitida
a	la	Superintendencia	para	los	fines	correspondientes,	bajo	responsabilidad
del	directorio.
Ley	26702.
ART.	 94.—Obligación	 del	 gerente	 de	 informar	 al	 directorio	 sobre	 la
marcha	 de	 la	 empresa.	 El	 gerente	 general	 o	 quien	 haga	 sus	 veces,	 debe
informar	 al	 directorio,	 cuando	 menos	 trimestralmente,	 sobre	 la	 marcha
económica	 de	 la	 empresa	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de	 seguros,
contrastando	ese	informe	con	el	correspondiente	al	trimestre	anterior	y	con
las	 metas	 previstas	 para	 el	 período.	 El	 directorio	 será	 responsable	 del
puntual	cumplimiento	de	esta	obligación.
TÍTULO	V
RÉGIMEN	DE	VIGILANCIA
CAPÍTULO	ÚNICO
RÉGIMEN	DE	VIGILANCIA
Ley	26702.
ART.	 95.—Modificado.	 Ley	 27102,	 Art.	 1°.	 Sometiendo	 a	 régimen	 de
vigilancia	-	causales.	La	Superintendencia	someterá	a	toda	empresa	de	los
sistemas	financiero	o	de	seguros	a	régimen	de	vigilancia,	cuando	incurra	en
cualquiera	de	los	siguientes	supuestos:
1.	 Causales	 aplicables	 a	 las	 empresas	 de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros:
a.	Incumplimiento	de	la	obligación	contenida	en	el	artículo	63;
b.	Disminución	del	patrimonio	efectivo	o	del	capital	 social	por	debajo	del
capital	mínimo	exigible;
c.	Conceder	crédito	a	sus	propios	accionistas,	para	ser	destinados	a	cubrir
los	requerimientos	de	capital	de	la	empresa;
d.	Proporcionar	intencionalmente	información	falsa	a	la	Superintendencia
o	al	Banco	Central,	o	dar	lugar	a	que	se	sospeche	de	la	existencia	de	fraude	o
de	significativas	alteraciones	en	la	posición	financiera;
e.	 Negarse	 a	 someter	 sus	 libros	 y	 negocios	 al	 examen	 de	 la
Superintendencia	o	rehuir	a	tal	sometimiento;
f.	 Existir	 negativa	 de	 sus	 directores,	 gerentes	 o	 demás	 funcionarios,	 así
como	de	los	trabajadores	a	prestar	su	declaración	ante	la	Superintendencia
sobre	las	operaciones	y	negocios	de	la	empresa;
g)	Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Cuando	 el	 patrimonio	 efectivo	 sea
menor	al	establecido	en	el	primer	párrafo	del	artículo	199	por	un	período
de	tres	(3)	meses	consecutivos	ó	cinco	(5)	meses	alternados	en	un	período
de	 un	 año,	 contado	 desde	 el	 primer	 mes	 en	 que	 se	 presente	 el
incumplimiento.
h.	Incurrir	en	notorias	o	reiteradas	violaciones	a	la	ley,	a	su	estatuto	o	a	las
disposiciones	generales	o	específicas	dictadas	por	la	Superintendencia	o	el
Banco	Central.
2.	Causales	aplicables	a	las	empresas	del	sistema	financiero:
a.	 Incumplimiento	 de	 los	 requerimientos	 de	 encaje	 de	 la	 totalidad	 de
períodos	 consecutivos	 comprendidos	 en	 un	 lapso	 de	 tres	 (3)	meses,	 o	 en
períodos	 que,	 conjuntamente,	 supongan	 una	 duración	mayor	 de	 cinco	 (5)
meses	en	un	lapso	de	doce	(12),	que	culmine	con	el	mes	del	último	déficit;
b.	 Necesidad	 de	 recurrir	 al	 financiamiento	 de	 sus	 obligaciones	 que,	 a
criterio	 de	 la	 Superintendencia,	 denote	 una	 insuficiencia	 financiera
estructural	para	el	cumplimiento	de	las	normas	de	encaje	o	que	tienda	a	ser
permanente;
c.	Necesidad	de	recurrir	al	apoyo	crediticio	del	Banco	Central	por	más	de
noventa	(90)	días	en	los	últimos	ciento	ochenta	(180)	días;
d.	Exceso	en	 los	 límites	establecidos	en	 los	artículos	206,	207,	208	y	209
durante	tres	(3)	meses	en	un	lapso	de	doce	(12)	que	culmine	con	el	mes	en
el	que	se	haya	registrado	el	último	exceso;
e.	 Infracción	de	otros	 límites	 individuales	o	globales	con	una	frecuencia	o
magni-tud	que,	a	juicio	del	Superintendente,	revele	conducción	inadecuada
de	 los	 negocios	 por	 la	 empresa,	 aunada	 a	 la	 omisión	 en	 la	 aprobación	 y
ejecución	de	medidas	correctivas;
f.	 Incumplimiento	 reiterado	 de	 la	 atención	 al	 público	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	139;
g.	Cuando	las	posiciones	afectas	a	riesgo	crediticio	y	de	mercado	a	que	se
refiere	el	artículo	199	exceden	el	límite	establecido	en	este	artículo,	por	un
período	de	tres	(3)	meses	consecutivos	o	cinco	(5)	alternados	en	un	período
de	un	año;	y,
h.	 Pérdida	 o	 reducción	 de	 más	 del	 cuarenta	 por	 ciento	 (40%)	 del
patrimonio	efectivo.
3.	Causales	aplicables	a	las	empresas	del	sistema	de	seguros:
a.	Incumplimiento	de	los	requerimientos	de	inversión,	patrimonio	efectivo
y	límite	de	endeudamiento,	en	períodos	consecutivos	en	un	lapso	de	tres	(3)
meses,	o	en	períodos	que,	conjuntamente,	supongan	una	duración	mayor	de
cinco	(5)	meses	en	un	lapso	de	doce	(12),	que	culmine	con	el	mes	del	último
déficit;
b.	 Necesidad	 de	 recurrir	 al	 financiamiento	 de	 sus	 obligaciones	 que,	 a
criterio	 de	 la	 Superintendencia,	 denote	 una	 insuficiencia	 financiera
estructural	para	el	cumplimiento	de	sus	obligaciones;	y,
c.	Haber	omitido	presentar	el	programa	considerado	en	los	artículos	302	y
316,	 o	 haberlo	 hecho	 en	 términos	 que	 la	 Superintendencia	 considere
inaceptables.
4.	Causales	aplicables	a	 las	empresas	del	sistema	de	seguros	que	realicen
ope-raciones	 afectas	 al	 riesgo	 crediticio:	 incumplimiento	 de	 cualquiera	 de
las	causales	precisadas	en	el	numeral	2,	literales	(d)	y	(e).
Adicionalmente,	la	Superintendencia	puede	decidir	el	sometimiento	de	una
empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	a	un	régimen	de	vigilancia,
si	 estima	 que	 existen	 razones	 graves	 no	 contempladas	 en	 el	 presente
artículo	que	justifiquen	la	medida.	Tratándose	de	las	empresas	del	sistema
financiero,	la	Superintendencia	pondrá	esa	decisión	en	conocimiento	previo
del	Banco	Central.
La	decisión	del	Superintendente	de	someter	a	una	empresa	al	régimen	de
vigilancia	no	da	lugar	a	resolución,	se	hace	conocer	por	oficio	y	se	mantiene
bajo	 estricta	 reserva.	 El	 Banco	 Central,	 el	 Fondo	 y	 sus	 respectivos
trabajadores,	 así	 como	 los	 accionistas,	 directores	 y	 trabajadores	 de	 las
empresas	 sometidas	 al	 régimen	 de	 vigilancia	 se	 encuentran	 obligados	 a
mantener	 dicha	 reserva,	 siendo	 aplicable	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 372.
Asimismo,	dicha	reserva	también	es	aplicable	a	los	terceros	considerados	en
el	numeral	3	del	artículo	99.	La	 infracción	de	esta	obligación	se	 considera
falta	grave	sin	perjuicio	de	la	responsabilidad	que	determina	el	artículo	249
del	Código	Penal.
Ley	26702.
ART.	 96.—Sustituido.	 Ley	 27102,	 Art.	 1°.	 Duración.	 El	 régimen	 de
vigilancia	 tiene	una	duración	no	mayor	de	cuarenta	y	 cinco	 (45)	días,	que
puede	ser	prorrogado	por	un	período	 idéntico,	por	una	sola	vez,	y	 sólo	si,
pese	 a	 los	 esfuerzos	 desplegados	 y	 a	 las	mejoras	 obtenidas,	 subsisten	 las
causales	señaladas	en	el	artículo	anterior.	Esta	prórroga	no	es	aplicable	en
los	casos	precisados	en	los	numerales	1-c,	2-e	y	2-f	de	dicho	artículo.
Ley	26702.
ART.	97.—Requerimiento	a	empresa	sometida	a	régimen	de	vigilancia.
Durante	el	régimen	de	vigilancia	se	mantiene	la	competencia	y	la	autoridad
de	los	órganos	de	gobierno	de	la	empresa,	sin	más	limitaciones	que	las	que
resultan	del	presente	título.
La	empresa	sometida	al	régimen	de	vigilancia,	dentro	de	los	siete	(7)	días
hábiles	 siguientes	 a	 la	 recepción	 del	 oficio	 que	 comunique	 tal	 decisión,
deberá	 proponer	 un	 plan	 de	 recuperación	 financiera	 a	 satisfacción	 de	 la
Superintendencia.
Este	 plan	 contemplará	 las	 reglas	 de	 prudencia	 que	 dicho	 organismo
considere	 adecuadas.	 Dentro	 de	 los	 siete	 (7)	 días	 hábiles	 siguientes	 a	 la
aprobación	que	se	dé	al	referido	plan,	y	sin	perjuicio	de	iniciar	su	ejecución
en	el	intervalo,	se	deberá	suscribir	el	convenio	que	lo	formalice.
Adicionalmente,	 la	empresa	deberá	demostrar,	con	la	periodicidad	que	se
establezca	 en	 el	 referido	 convenio,	 una	 mejora	 de	 su	 posición,	 la	 que
necesariamente	debe	incluir	aportes	nuevos	de	capital	en	efectivo.
Ley	26702.
ART.	 98.—Convenio	 de	 recuperación.	 El	 convenio	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	anterior,	celebrado	con	empresas	del	sistema	financiero,	es	puesto
en	conocimiento	del	Banco	Central	por	el	Superintendente,	al	que	 informa
cada	quince	(15)	días	de	su	ejecución,	así	como	de	su	eventual	prórroga.
Ley	26702.
ART.	 99.—Modificado.	 Ley	 27008,	 Art.	 1°.	 Facultad	 de	 la
Superintendencia.	 En	 cualquier	 momento	 durante	 el	 Régimen	 de
Vigilancia,	la	Superintendencia	está	facultada	para:
1.	 Evaluar	 el	 patrimonio	 real	 de	 la	 empresa	 y	 realizar	 los	 estudios	 que
permitan	establecer	la	posibilidad	de	rehabilitarla;
2.	Determinar	el	patrimonio	real	de	 la	empresa	y,	en	su	caso,	disponer	 la
cancelación	de	las	pérdidas	con	cargo	a	las	reservas	legales	y	facultativas,	y
al	capital	social;	y,
3.	 Requerir	 a	 los	 accionistas	 que	 efectúen	 nuevos	 aportes	 de	 capital	 en
efectivo	de	 forma	 inmediata.	En	el	caso	que	 los	accionistas	no	 lo	efectúen,
pierden	 su	derecho	preferencial	 y	 la	 Superintendencia	 está	 facultada	para
obtener	dichos	aportes	de	terceros.
Ley	26702.
ART.	 100.—Facultades	 del	 funcionario	 designado.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo
dispuesto	 en	 el	 artículo	 anterior,	 el	 Superintendente	 puede	 designar	 a	 un
funcionario	con	las	siguientes	facultades:
1.	 Tratándose	 de	 empresas	 del	 sistema	 financiero,	 requerir	 toda
información	que	estime	necesaria,	en	especial	 la	 relativa	a	 los	depósitos	y
los	créditos.
2.	 Tratándose	 de	 las	 empresas	 del	 sistema	 de	 seguros,	 requerir	 toda	 la
información	que	estime	necesaria	en	relación	con	sus	operaciones.
3.	 Asistir	 como	 observador	 a	 las	 sesiones	 del	 directorio	 y	 de	 la	 junta
general	de	accionistas.
Ley	26702.
ART.	101.—Modificado.	Ley	27331,	Art.	1°.	Consecuencias	del	régimen
de	 vigilancia.	 Consecuencias	 del	 régimen	 de	 vigilancia.	 Son
consecuencias	 indesligables	 del	 sometimiento	 al	 régimen	 de	 vigilancia,	 y
subsisten	en	tanto	no	concluya:
1.	Tratándose	de	las	empresas	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros:
a)	La	 inspección	permanente	de	 la	empresa	por	 la	Superintendencia,	 con
las	facultades	que	le	confiere	la	presente	ley.
b)	La	prohibición	de	constituir	o	aceptar	fideocomisos.	(sic)
c)	 La	 privación	 del	 derecho	 a	 voto,	 que	 pudiera	 corresponderles	 en	 las
sesiones	que	realice	la	junta	general	de	accionistas	u	órgano	equivalente,	a
los	accionistas	que	se	hubieren	desempeñado	como	directores	o	gerentes	al
momento	del	sometimiento	de	la	empresa	al	régimen	de	vigilancia.
d)	 La	 Superintendencia	 convocará	 a	 la	 junta	 general	 de	 accionistas,	 de
manera	 inmediata,	 para	 la	 adopción	 de	 los	 acuerdos	 necesarios	 para
superar	las	causales	que	motivaron	el	sometimiento	al	régimen	de	vigilancia
y	en	especial	para	la	implementación	del	aporte	de	capital	a	que	se	refiere	el
numeral	3	del	artículo	99	de	la	presente	ley,	convocatoria	que	se	realizará
sin	 necesidad	 de	 formalidad	 alguna.	 En	 dicha	 junta	 general,	 de	 ser
pertinente,	se	procederá	a	la	elección	del	nuevo	directorio	de	la	empresa.	En
la	 sesión	 respectiva	 no	 pueden	 votar	 quienes	 hayan	 formado	 parte	 del
directorio	o	se	hayan	desempeñado	como	gerentes	de	la	empresa	al	tiempo
de	la	imposición	del	régimen	de	vigilancia	o	en	los	dos	(2)	años	previos,	ni
quienes	 estén	 vinculados	 a	 ellos	 conforme	 a	 lo	 establecido	 por	 la
Superintendencia.
e)	 Otras	 medidas	 que	 la	 Superintendencia	 estime	 pertinentes	 con	 la
finalidad	de	cumplir	con	lo	dispuesto	en	el	presente	capítulo.
2.	Tratándose	de	las	empresas	del	sistema	financiero:
a)	La	reducción	del	período	de	encaje	en	la	forma	que	determine	el	Banco
Central.
b)	Todo	 incremento	en	 los	depósitos	u	otras	obligaciones	por	encima	del
saldo	 registrado	 en	 la	 fecha	 en	 la	 que	 el	 régimen	 fue	 impuesto,	 así	 como
cualquier	ulterior	 recuperación	de	 créditos,	 debe	 ser	utilizado	en	primera
instancia	 para	 reducir	 el	 déficit	 de	 encaje,	 si	 es	 que	 hubiere.	 Cubierto	 el
déficit,	dichas	sumas	serán	abonadas	en	las	cuentas	corrientes	abiertas	en	el
Banco	 Central	 y	 por	 las	 que	 se	 abonará	 la	 tasa	 de	 interés	 que	 éste
determine,	la	misma	que	será	al	menos	equivalente	a	la	remuneración	de	los
fondos	de	encaje	en	la	respectiva	moneda.
c)	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	La	Superintendencia	podrá	restringir
la	realización	de	determinadas	operaciones	que	incrementen	el	riesgo	de	la
empresa.	Las	empresas	sólo	podrán	volver	a	realizar	dichas	operaciones	con
la	autorización	previa	de	la	Superintendencia.
En	 el	 supuesto	 del	 literal	 d)	 del	 numeral	 1	 del	 presente	 artículo,	 el
Superintendente	 nombrará	 a	 un	 nuevo	 directorio,	 sólo	 si	 se	 presentara
alguna	de	las	siguientes	circunstancias:
a)	La	 junta	general	de	accionistas	no	se	hubiese	reunido	en	alguna	de	 las
fechas	para	las	que	fue	convocada;
b)	 La	 junta	 general	 de	 accionistas	 no	 aprobase	 la	 remoción	 y	 sustitución
del	directorio;
c)	Ninguno	 de	 los	 socios	 con	 derecho	 a	 voto	 represente	 individualmente
cuando	 menos	 cuatro	 por	 ciento	 (4%)	 del	 capital	 social	 y	 todos	 ellos	 no
alcancen	una	participación	del	quince	por	ciento	(15%)	en	dicho	capital;	y
d)	El	nuevo	directorio	no	hubiese	cumplido	con	sustituir	al	gerente	general.
Al	nombrar	al	nuevo	directorio,	el	Superintendente	dará	participación	en	él
a	los	socios	que	se	encuentren	hábiles	para	intervenir	en	la	junta	general	y	a
los	acreedores	no	preferenciales	de	mayor	importancia.
Ley	26702.
ART.	 102.—Conclusión	 del	 régimen	 de	 vigilancia.	 El	 Superintendente
dará	 por	 concluido	 el	 régimen	 de	 vigilancia	 cuando	 considere	 que	 hayan
desaparecido	 las	 causales	 que	determinaron	 su	 sometimiento	 o	 cuando	 la
empresa	haya	caído	en	alguna	de	las	causales	de	intervención,	previstas	en
los	artículos	103	y	siguientes.
Es	potestad	del	Superintendente	dar	igualmente	por	concluido	el	régimen
de	 vigilancia	 antes	 de	 la	 finalización	 del	 término	 establecido,	 si	 llega	 a
formarse	convicción	de	que	durante	dicho	plazo	no	es	posible	la	superación
de	los	problemas	detectados.
TÍTULO	VI
INTERVENCIÓN
CAPÍTULO	ÚNICO
INTERVENCIÓN
Ley	26702.
ART.	103.—Modificado.	Ley	27102,	Art.	2°.	Intervención.	Toda	empresa
que	 incurra	en	 las	 causales	consideradas	en	el	artículo	siguiente,	debe	ser
intervenida	por	resolución	del	Superintendente.	En	el	caso	de	empresas	del
sistema	financiero,	 la	 intervención	será	puesta	en	conocimiento	previo	del
Banco	Central.
Ley	26702.
ART.	104.—Modificado.	 Ley	27102,	Art.	 2°.	 Causales	 de	 intervención.
Son	causales	de	 intervención	de	una	empresa	de	 los	 sistemas	 financiero	o
de	seguros:
1.	La	suspensión	del	pago	de	sus	obligaciones;
2.	 Incumplir	 durante	 la	 vigencia	 del	 régimen	 de	 vigilancia	 con	 los
compromisos	 asumidos	 en	 el	 plan	 de	 recuperación	 convenido	 o	 con	 lo
dispuesto	por	la	Superintendencia	de	acuerdo	a	lo	establecido	en	el	Título	V
de	la	presente	sección;
3.	Sustituido.	D.	 Leg.	1028,	Art.	 1°.	En	 el	 caso	 de	 empresas	 del	 sistema
financiero,	 cuando	 el	 patrimonio	 efectivo	 sea	 menos	 de	 la	 mitad	 del
requerido	en	el	primer	párrafo	del	artículo	199.
4.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Pérdida	 o	 reducción	 de	 más	 del
cincuenta	por	ciento	(50%)	del	patrimonio	efectivo	en	los	últimos	12	meses.
5.	Tratándose	de	empresas	del	sistema	de	seguros,	la	pérdida	o	reducción
del	 patrimonio	 efectivo	 por	 debajo	 del	 50%	 (cincuenta	 por	 ciento)	 del
patrimonio	de	solvencia.
Ley	26702.
ART.	 105.—Modificado.	 Ley	 27102,	 Art.	 2°.	 Duración	 de	 la
intervención.	 La	 intervención	 dispuesta	 con	 arreglo	 al	 artículo	 anterior
tendrá	 una	 duración	 de	 cuarenta	 y	 cinco	 (45)	 días,	 prorrogables	 por	 una
sola	vez	hasta	por	un	período	idéntico.	Transcurrido	dicho	plazo	se	dictará
la	 correspondiente	 resolución	 de	 disolución	 de	 la	 empresa,	 iniciándose	 el
respectivo	proceso	de	liquidación.
El	régimen	de	intervención	puede	concluir	antes	de	la	finalización	del	plazo
establecido	 en	 el	 párrafo	 anterior	 cuando	el	 Superintendente	 lo	 considere
conveniente.	 La	 respectiva	 reso-lución	deberá	 ser	puesta	 en	 conocimiento
previo	del	Banco	Central.
Ley	26702.
ART.	 106.—Modificado.	 Ley	 27102,	 Art.	 2°.	 Consecuencias	 de	 la
intervención.	 Son	 consecuencias	 indesligables	 de	 la	 intervención	 y
subsisten	en	tanto	no	concluya:
1.	 La	 competencia	 de	 la	 Junta	 General	 de	 Accionistas	 se	 limita
exclusivamente	a	las	materias	de	que	trata	este	capítulo;
2.	La	suspensión	de	las	operaciones	de	la	empresa;
3.	 La	 aplicación	 de	 la	 porción	 necesaria	 de	 la	 deuda	 subordinada,	 en	 su
caso,	a	absorber	las	pérdidas,	después	de	haber	cumplido	con	lo	dispuesto
en	el	numeral	1	del	artículo	107;
4.	La	aplicación	de	las	prohibiciones	contenidas	en	el	artículo	116,	a	partir
de	la	publicación	de	la	resolución	que	determine	el	sometimiento	al	régimen
de	intervención;	y,
5.	Otras	que	la	Superintendencia	estime	pertinentes	para	el	cumplimiento
de	lo	dispuesto	en	este	capítulo.
Ley	26702.
ART.	 107.—Modificado.	 Ley	 27102,	 Art.	 2°.	 Facultades	 de	 la
Superintendencia.	 Durante	 el	 régimen	 de	 intervención,	 la
Superintendencia	está	facultada	para:
1.	 Determinar	 el	 patrimonio	 real	 y	 cancelar	 las	 pérdidas	 con	 cargo	 a	 las
reservas	legales	y	facultativas	y,	en	su	caso,	al	capital	social;
2.	Disponer,	para	los	fines	del	numeral	3	siguiente,	las	exclusiones	de:
a)	 Todo	 o	 parte	 de	 los	 activos	 del	 Balance	 que	 la	 Superintendencia
considere,	incluyendo	los	señalados	en	el	artículo	118,
b)	Los	pasivos	considerados	en	el	artículo	118,	en	el	numeral	1	del	literal	A
del	artículo	117	y	de	las	imposiciones	señaladas	en	el	artículo	152	hasta	por
el	monto	establecido	en	el	artículo	153;
c)	 En	 caso	 de	 que	 existan	 activos	 que	 permitan	 su	 transferencia,	 las
imposiciones	 señaladas	 en	 el	 artículo	 152	 por	 montos	 superiores	 al
establecido	 en	 el	 artículo	 153,	 así	 como	 depósitos	 adicionales	 a	 los
establecidos	en	el	artículo	152,	excepto	los	conceptos	referidos	en	el	último
párrafo	de	éste.
3.	 Transferir	 total	 o	 parcialmente	 los	 activos	 y	 pasivos	 señalados	 en	 el
numeral	 anterior.	 Para	 realizar	 dichas	 transferencias	 no	 se	 requiere	 del
consentimiento	del	deudor	o	acreedor,	salvo	 lo	dispuesto	en	el	artículo	62
de	la	Constitución	Política.
Si	como	consecuencia	de	la	transferencia	existiera	un	saldo	positivo,	éste	se
integrará	 a	 la	 masa,	 una	 vez	 deducidos	 los	 costos	 de	 las	 indicadas
transferencias.
Ley	26702.
ART.	108.—Derogado.	Ley	27102,	Art.	11.
Ley	26702.
ART.	109.—Derogado.	Ley	27102,	Art.	11.
Ley	26702.
ART.	110.—Derogado.	Ley	27102,	Art.	11.
Ley	26702.
ART.	111.—Derogado.	Ley	27102,	Art.	11.
Ley	26702.
ART.	112.—Derogado.	Ley	27102,	Art.	11.
Ley	26702.
ART.	113.—Derogado.	Ley	27102,	Art.	11.
TÍTULO	VII
DISOLUCIÓN	Y	LIQUIDACIÓN
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	26702.
ART.	114.—Disolución	y	 liquidación	de	empresas.	Las	empresas	de	 los
sistemas	financiero	o	de	seguros	se	disuelven,	con	resolución	fundamentada
de	la	Superintendencia,	por	las	siguientes	causales:
1.	En	el	caso	a	que	se	refiere	el	artículo	105	de	la	presente	ley;
2.	 Por	 las	 causales	 contempladas	 en	 los	 artículos	 pertinentes	 de	 la	 Ley
General	de	Sociedades.
La	 resolución	 de	 disolución	 no	 pone	 término	 a	 la	 existencia	 legal	 de	 la
empresa,	la	que	subsiste	hasta	que	concluya	el	proceso	liquidatorio	y,	como
consecuencia	 de	 ello,	 se	 inscriba	 la	 extinción	 en	 el	 Registro	 Público
correspondiente.	A	partir	de	la	publicación	de	dicha	resolución,	la	empresa
deja	de	ser	sujeto	de	crédito,	queda	inafecta	a	todo	tributo	que	se	devengue
en	 el	 futuro,	 y	 no	 le	 alcanzan	 las	 obligaciones	 que	 esta	 ley	 impone	 a	 las
empresas	en	actividad,	incluido	el	pago	de	las	cuotas	de	sostenimiento	a	la
Superintendencia.
La	 Superintendencia	 establecerá	 las	normas	 y	 el	 procedimiento	 aplicable
para	la	disolución	y	liquidación	de	las	empresas.
Ley	26702.
ART.	115.—Modificado.	 Ley	27102,	Art.	 3°.	Proceso	 de	 rehabilitación	 o
de	 liquidación.	 La	 Superintendencia	 encomendará,	 mediante	 contratos,	 la
liquidación	de	las	empresas	del	sistemas	financiero	y	del	sistema	de	seguros
a	 personas	 jurídicas	 debidamente	 calificadas,	 correspondiéndole	 la
supervisión	 y	 control	 de	 dicho	 proceso.	 Dicho	 contrato	 dejará	 a	 salvo	 la
posibilidad	de	rehabilitación	de	la	empresa,	de	acuerdo	a	lo	establecido	en
los	artículos	124	a	129.
La	 remuneración	 por	 la	 rehabilitación	 o	 liquidación	 consistirá	 en	 un
porcentaje	de	los	nuevos	aportes	o	de	la	recuperación.	La	Superintendencia
establecerá	las	demás	condiciones	del	proceso,	en	el	contrato	respectivo.	La
rehabilitación	 podrá	 consistir,	 igualmente,	 en	 la	 fusión	 u	 otra	 forma	 de
recuperación	empresarial.
En	el	respectivo	contrato	se	establecerá	un	plazo	de	duración	compatible
con	la	complejidad	previsible	del	proceso,	el	que	no	debe	exceder	de	dos	(2)
años,	término	prorrogable	hasta	por	uno	igual,	a	juicio	del	Superintendente,
si	mediare	causa	justificada.
La	selección	se	hará	mediante	concurso	público.	En	caso	de	que	la	segunda
convocatoria	 a	 concurso	 público	 quedase	 desierta,	 la	 liquidación	 será
judicial	y	se	regirá	en	lo	pertinente	por	el	Título	II	de	la	Sección	Tercera	de
la	 Ley	 General	 de	 Sociedades.	 La	 designación	 del	 liquidador	 la	 realiza	 la
Corte	 Suprema	 y	 el	 seguimiento	 del	 proceso	 de	 liquidación	 correspon-
diente	es	competencia	exclusiva	del	Poder	Judicial.
Ley	26702.
ART.	116.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Prohibiciones.	A	partir	de	la
fecha	de	publicación	de	 la	resolución	de	disolución	de	una	empresa	de	 los
sistemas	financiero	o	de	seguros	del	país,	es	prohibido:
1.	Iniciar	contra	ella	procesos	judiciales	o	administrativos	para	el	cobro	de
acreencias	a	su	cargo.
2.	Perseguir	la	ejecución	de	resoluciones	judiciales	dictadas	contra	ella.
3.	 Constituir	 gravámenes	 sobre	 alguno	 de	 sus	 bienes	 en	 garantía	 de	 las
obligaciones	que	le	conciernen.
4.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Hacer	 pagos,	 adelantos	 o
compensaciones	o	asumir	obligaciones	por	cuenta	de	ella,	con	los	fondos	o
bienes	 que	 le	 pertenezcan	 y	 se	 encuentren	 en	 poder	 de	 terceros,	 con
excepción	de:
i.	Las	compensaciones	entre	 las	empresas	de	 los	sistemas	 financiero	o	de
seguros	 del	 país;	 y,	 ii.	 Las	 compensaciones	 de	 obligaciones	 recíprocas
generadas	 de	 pactos	 de	 recompra	 y	 de	 operaciones	 con	 productos
financieros	derivados,	celebrados	con	instituciones	financieras	y	de	seguros
del	país	y	del	exterior.	Para	efectos	de	 lo	dispuesto	en	esta	disposición,	se
consideran	 obligaciones	 recíprocas	 aquellas	 que	 emanen	 de	 pactos	 de
recompra	y	de	operaciones	con	productos	 financieros	derivados,	que	sean
suscritos	 entre	 las	 mismas	 partes,	 en	 una	 o	 más	 oportunidades,	 bajo	 ley
peruana	 o	 extranjera,	 al	 amparo	 de	 un	 mismo	 convenio	 marco	 de
contratación.	 La	 Superintendencia	 establecerá	 las	 características	 mínimas
que	deberán	cumplir	los	convenios	marco	de	contratación	que	suscriban	las
empresas,	 considerando	 para	 ello	 los	 convenios	 que	 gozan	 de	 aceptación
general	en	los	mercados	internacionales.
Las	empresas	deberán	remitir	a	la	Superintendencia	los	contratos	suscritos
de	conformidad	con	el	presente	 inciso.	La	compensación	solo	procederá	si
dichos	 contratos	 cumplen	 con	 las	 características	 que	 establezca	 la
Superintendencia	 y	 siempre	 que	 hayan	 sido	 puestos	 en	 conocimiento	 de
ésta,	 con	 anterioridad	 a	 la	 fecha	 de	 sometimiento	 de	 las	 empresas	 al
régimen	de	intervención	o	disolución	y	liquidación.
Ley	26702.
ART.	 117.—Modificado.	 Ley	 27102,	 Art.	 3°.	 Medidas	 cautelares	 y
prelación	 en	 el	 pago	 de	 las	 obligaciones	 de	 una	 empresa	 en
liquidación.	Los	bienes	de	una	empresa	en	proceso	de	 liquidación	no	son
susceptibles	de	medida	cautelar	alguna.	Las	medidas	cautelares	decretadas
en	 fecha	 previa	 a	 la	 respectiva	 resolución	 de	 la	 Superintendencia	 serán
levantadas	por	el	solo	mérito	de	ésta,	bajo	responsabilidad	de	la	autoridad
ordenante.
Las	 obligaciones	 a	 cargo	de	una	 empresa	de	 los	 sistemas	 financiero	 o	 de
seguros	en	proceso	de	liquidación	serán	pagadas	en	el	siguiente	orden:
A.	Cumplimiento	de	las	obligaciones	de	carácter	laboral.
1.	Las	remuneraciones;	y,
2.	Los	beneficios	sociales,	las	aportaciones	al	Sistema	Privado	de	Pensiones
y	 a	 la	 Oficina	 de	 Normalización	 Previsional,	 así	 como	 otros	 créditos
laborales	de	los	trabajadores	de	la	empresa	liquidada,	devengados	hasta	la
fecha	en	que	se	declara	la	disolución,	y	las	pen-siones	de	jubilación	a	cargo
de	la	misma	o	el	capital	necesario	para	redimirlas	o	para	asegurar-las	con	la
adquisición	de	pensiones	vitalicias.
B.	Cumplimiento	de	la	garantía	del	ahorro.
Los	 recursos	 provenientes	 de	 la	 intermediación	 financiera	 captados	 en
forma	de	de-pósito	u	 otras	modalidades	previstas	por	 la	 presente	 Ley,	 no
atendidos	con	cargo	al	Fondo.	De	igual	forma,	la	contribución	realizada	por
el	Fondo	y	 los	 recursos	utilizados	para	efectivizar	 la	 cobertura.	Asimismo,
los	créditos	de	los	asegurados,	o	en	su	caso	de	los	beneficiarios.	Igualmente,
los	 créditos	 de	 los	 reasegurados	 frente	 a	 los	 reaseguradores	 o	 de	 estos
últimos	frente	a	los	primeros.
C.	Cumplimiento	de	obligaciones	de	carácter	tributario.
1.	 Los	 que	 correspondan	 al	 Seguro	 Social	 de	 Salud	 (ESSALUD),	 por
obligaciones	 por	 prestaciones	 de	 salud	 de	 cargo	 de	 la	 empresa	 disuelta
como	empleadora.
2.	Los	tributos.
D.	Cumplimiento	de	otras	obligaciones.
1.	 Las	 demás,	 según	 su	 antigüedad;	 y	 cuando	 no	 pueda	 determinarse,	 a
prorrota.
2.	Los	intereses	a	que	se	refiere	el	artículo	120,	en	el	mismo	orden	de	las
acreencias	reseñado	precedentemente.
3.	La	deuda	subordinada.
El	 orden	 indicado	 es	 de	 carácter	 general	 y	 se	 aplica	 sin	 perjuicio	 de	 lo
dispuesto	en	el	artículo	118.	La	preferencia	de	los	créditos	implica	que	unos
excluyen	a	los	otros	según	el	orden	establecido	en	el	presente	artículo,	hasta
donde	alcancen	los	bienes	de	la	empresa.
No	son	de	aplicación	las	preferencias	establecidas	por	leyes	especiales.
Se	excluye	del	orden	de	prelación	la	comisión	porcentual	por	recuperación
pactada	con	 los	 liquidadores	para	cubrir	su	retribución	y	gastos,	así	 como
los	pagos	necesarios	asumidos	por	 la	empresa	con	arreglo	al	Convenio	de
Pagos	y	Créditos	Recíprocos	-	ALADI,	que	el	Banco	Central	no	haya	podido
transferir	 en	 cobranza	 a	 otra	 empresa	 del	 sistema	 financiero.	 Estas
obligaciones	 serán	 pagadas	 con	 preferencia	 a	 las	 señaladas	 en	 los
numerales	del	presente	artículo.
Ley	26702.
ART.	118.—Modificado.	Ley	27331,	Art.	1°.	Conceptos	excluidos	de	 la
masa.	Para	los	fines	del	proceso	de	liquidación	se	excluye	de	la	masa	de	la
empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	a:
1.	Las	contribuciones	de	previsión	social	y	tributos	que	hubiere	retenido	o
recaudado	como	consecuencia	de	alguna	obligación	legal	o	de	convenios,	y
no	hubiesen	sido	entregadas	al	titular	en	su	oportunidad.
2.	Las	colocaciones	hipotecarias,	las	obligaciones	representadas	por	letras,
cédulas	y	demás	 instrumentos	hipotecarios	así	 como	 los	activos	y	pasivos
vinculados	 a	 operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero,	 los	 cuales	 serán
transferidos	 a	 otra	 empresa	 del	 sistema	 financiero.	 La	 Superintendencia
procurará	para	estos	fines	que	exista	entre	los	activos	y	pasivos	transferidos
la	menor	diferencia	absoluta	entre	sus	respectivos	valores	contables.
3.	Los	montos	que	se	originen	en	los	pagos	que	por	cuenta	de	la	empresa
haya	realizado	el	Banco	Central	con	arreglo	al	Convenio	de	Pagos	y	Créditos
Recíprocos	-	Aladi.
4.	Los	montos	que	se	originen	en	los	pagos	que	por	cuenta	de	la	empresa	se
hayan	realizado	para	cubrir	el	resultado	de	las	cámaras	de	compensación.
5.	 Los	montos	 que	 se	 originen	 como	 consecuencia	 de	 operaciones	 en	 las
cuales	 la	 empresa	 se	 haya	 limitado	 a	 actuar	 sólo	 como	 agente.	 Estas
operaciones	 serán	 determinadas	 mediante	 disposición	 emitida	 por	 la
Superintendencia.
Para	los	efectos	a	que	se	refiere	el	numeral	2,	la	Superintendencia
dispondrá	su	entrega	a	otra	empresa	o	empresas,	a	través	de	concursos.
Ley	26702.
ART.	119.—Subsistencia	de	garantías	reales	constituidas	en	respaldo
de	 créditos	 contra	 la	 empresa.	 Las	 garantías	 reales	 o	 específicas
constituidas	antes	de	la	resolución	que	declara	a	la	empresa	en	disolución	e
iniciado	el	proceso	liquidatorio	correspondiente,	subsisten	con	el	objeto	de
respaldar	los	créditos	contra	ella.	Las	personas	en	cuyo	favor	éstas	hubiesen
sido	constituidas	conservan	su	derecho	a	hacerse	cobro	con	el	producto	de
su	venta,	de	manera	preferente,	con	sujeción	a	las	reglas	siguientes:
1.	 Se	 forma	 concurso	 separado	 de	 cada	 bien	 o	 conjunto	 de	 bienes	 o	 de
derechos	 gravados	 con	 garantía	 real	 o	 específica,	 para	 atender	 con	 su
producto	los	créditos	que	los	afectan.	Se	reconoce	y	gradúa	separadamente
los	créditos	contra	cada	bien	o	grupo	de	bienes	en	la	forma	que	el	presente
capítulo	establece	para	ese	fin.
2.	Vendido	alguno	de	los	bienes,	o	hecho	efectivo	el	monto	de	los	créditos	y
valores	gravados,	su	producto	será	depositado	por	el	o	los	liquidadores	en
forma	separada	de	los	demás	de	la	masa,	de	modo	tal	que	se	resguarde	su
valor	y	produzca	renta.
3.	Una	vez	firme	la	graduación	de	créditos	que	recaen	sobre	determinado
bien	o	grupo	de	bienes	o	derechos,	se	reserva	su	pago	con	cargo	al	producto
que	 se	 alude	 en	 el	 numeral	 precedente	 hasta	 que,	 con	 los	 recursos	 de	 la
masa	 general,	 sean	 cancelados	 o	 debidamente	 asegurados	 los	 créditos
incluidos	 en	 las	 prelaciones	 que	 se	 contempla	 en	 los	 numerales	 1	 y	 2	 del
artículo	117.
4.	En	 el	 caso	de	que	 con	 los	bienes	de	 la	masa	 general	no	 se	 alcanzare	 a
cubrir	los	créditos	preferenciales	de	los	numerales	1	y	2	del	artículo	117,	se
aplica	 a	 su	 pago	 el	 producto	 de	 los	 bienes	 gravados	 con	 garantías	 reales
específicas,	afectándose	todos	ellos	a	prorrata	de	su	valor.
5.	Si	el	producto	de	la	venta	o	liquidación	de	determinado	bien	o	grupo	de
bienes	o	de	derechos	fuere	insuficiente	para	cubrir	los	créditos	garantizados
con	los	derechos	reales	que	lo	gravan,	los	saldos	de	créditos	no	cubiertos	se
incorporan	a	la	lista	general	de	graduación	de	créditos	y	se	les	coloca	en	el
lugar	que	corresponda	conforme	a	su	naturaleza.
Ley	26702.
ART.	120.—Deudas	de	la	empresa	continúan	generando	intereses.	Las
deudas	de	la	empresa	de	los	sistemas	financiero	y	de	seguros	en	liquidación
sólo	 devengan	 intereses	 legales.	 Su	 pago	 sólo	 tiene	 lugar	 una	 vez	 que	 sea
cancelado	 el	 principal	 de	 las	 obligaciones,	 respetándose	 la	 graduación
establecida	en	el	artículo	117.
Ley	26702.
ART.	121.—Transferencia	de	cartera.	Los	liquidadores	podrán	transferir
total	 o	 parcialmente,	 la	 cartera	 de	 una	 empresa	 del	 sistema	 financiero
declarada	 en	 disolución	 a	 cualquier	 otra	 empresa,	 sea	 o	 no	 integrante	 de
dicho	sistema.
En	 el	 caso	 de	 la	 cartera	 de	 una	 empresa	 de	 seguros,	 la	 transferencia	 se
efectuará	necesariamente	a	otra	empresa	del	mismo	sistema.
Ley	26702.
ART.	122.—Posibilidad	de	apelar	ante	 la	superintendencia.	En	el	caso
de	que	una	reclamación	sustentada	en	lo	que	dispone	el	artículo	118	no	sea
considerada	 fundada	 por	 el	 o	 los	 liquidadores,	 el	 interesado	 puede
interponer	 recurso	 de	 apelación	 ante	 la	 Superintendencia,	 dentro	 de	 los
quince	(15)	días	hábiles	de	notificada	tal	decisión.
La	 Superintendencia	 deberá	 resolver	 en	 un	 término	 no	mayor	 de	 treinta
(30)	días	hábiles.
Ley	26702.
ART.	 123.—Falta	 de	 liquidez	 de	 la	 empresa	 en	 liquidación.	 Si	 la
empresa	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	no	contare	con	la	liquidez
suficiente	 para	 atender	 de	 inmediato	 las	 devoluciones	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	118,	el	o	los	liquidadores,	previa	deducción	de	su	comisión,	deben
destinar	 a	 ello	 los	 primeros	 ingresos	 que	 obtengan	 de	 la	 cobranza	 de
créditos	o	la	realización	de	los	activos,	aplicándose	en	todo	caso	el	orden	de
prelación	establecido	en	el	artículo	118.
CAPÍTULO	II
CONVOCATORIA	ADJUNTA	DE	ACREEDORES
Ley	26702.
ART.	124.—Propuesta	de	plan	de	 reestructuración.	 Los	 acreedores	 de
una	empresa	que,	acumulativamente,	representen	cuando	menos	el	treinta
por	 ciento	 (30%)	 de	 los	 pasivos	 de	 la	 misma,	 podrán	 presentar	 a	 la
Superintendencia	 un	plan	de	 rehabilitación	de	 la	 empresa.	 El	 Plan	deberá
incluir	la	suscripción	del	capital	por	el	monto	necesario	para	que	la	empresa
alcance	una	posición	de	patrimonio	que	 le	permita	cumplir	con	 los	 límites
operativos	establecidos	en	la	presente	ley.
Dicho	 plan	 considerará	 la	 aplicación	 de	 la	 parte	 necesaria	 de	 la	 deuda
subordinada	 de	 diverso	 tipo	 a	 absorber	 pérdidas;	 y	 de	 haber	 saldo,	 a	 su
conversión	a	capital,	con	emisión	de	nuevas	acciones	de	serie	distinta.
La	propuesta	de	rehabilitación	a	realizarse	incluirá	exclusivamente	aportes
o	capitalización	de	pasivos,	efectuados	por	el	sector	privado.
Ley	26702.
ART.	125.—Evaluación	del	plan	de	rehabilitación.	Para	que	proceda	 la
rehabilitación	de	la	empresa	intervenida,	el	plan	deberá	ser	aprobado	por	la
Superintendencia,	 previa	 opinión	 del	 Banco	 Central.	 El	 Banco	 Central
emitirá	 su	 opinión	 tomando	 en	 consideración	 el	 informe	 emitido	 por	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 126.—Aprobación	 del	 plan	 de	 rehabilitación.	 Si	 conforme	 a	 lo
señalado	 en	 el	 artículo	 anterior,	 la	 Superintendencia	 considera	 elegible	 el
plan	de	 rehabilitación	procederá	a	poner	dicha	propuesta	a	 consideración
de	 los	 acreedores	 de	 la	 empresa,	 quienes	 podrán	 aprobarlo	 con	 el	 voto
favorable	de	la	mayoría	absoluta	de	los	acreedores	registrados.
La	 aprobación	 del	 plan	 de	 rehabilitación	 por	 parte	 de	 los	 acreedores	 no
requiere	 de	 la	 realización	 de	 una	 reunión	 física	 de	 los	 mismos	 para	 tal
finalidad,	 sino	 que	 el	 consentimiento	 de	 los	 acreedores	 podrá	 ser
manifestado	 por	 adhesión,	 conforme	 al	 procedimiento	 que	 para	 el	 efecto
establezca	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	127.—Revocatoria	 de	 la	 resolución	 de	 disolución	 y	 liquidación.
Los	 nuevos	 aportes	 que	 se	 acuerden	 como	 resultado	 de	 la	 rehabilitación
deberán	ser	suscritos	y	pagados	en	el	plazo	que	para	tal	efecto	establezca	el
plan,	cumplido	 lo	cual	 la	Superintendencia	expide	resolución	revocando	 la
resolución	 de	 disolución,	 poniendo	 término	 al	 proceso	 de	 liquidación	 y
convocando	a	la	Junta	General	de	Accionistas,	con	el	objeto	de	que	proceda	a
la	elección	de	un	nuevo	directorio	y	al	nombramiento	por	éste	de	un	nuevo
gerente.
La	elección	no	puede	recaer	en	los	directores	ni	gerentes	que	se	hallaban
en	ejercicio	al	 tiempo	de	disponerse	 la	 intervención,	o	en	 los	dos	(2)	años
previos.
Ley	26702.
ART.	128.—Determinación	del	valor	de	adquisición	de	las	acciones.	En
el	 caso	 que	 se	 trate	 de	 una	 sociedad	 anónima,	 deberán	 observarse	 las
siguientes	reglas:
1.	Instalado	el	nuevo	directorio,	éste	dispone	lo	conveniente	para	que	una
firma	especializada	determine,	una	vez	absorbidas	las	pérdidas,	el	valor	de
adquisición	de	las	acciones.
2.	 Si	 se	detectara	 la	existencia	de	pérdidas	ocultas,	que	 repercuten	en	un
menor	valor	de	las	acciones	de	los	nuevos	suscriptores,	la	Superintendencia
realiza	los	ajustes	contables	que	corresponda.
3.	 Si	 las	 pérdidas	 ocultas	 son	 de	 tal	 magnitud	 que	 determinan	 un	 valor
negativo	 del	 patrimonio	 social,	 la	 Superintendencia	 declara	 extinguido	 el
valor	de	las	acciones	de	la	serie	común.
4.	Si	la	valorización	a	que	se	refiere	los	numerales	1	y	2	precedentes,	pone
de	manifiesto	la	existencia	de	ganancias	ocultas,	los	nuevos	suscriptores	de
capital	deben	obrar,	alternativamente,	de	la	manera	siguiente:
a)	 Pagar	 a	 la	 empresa	 el	 valor	 de	 las	 acciones	 recibidas	 en	 exceso	 en
relación	con	la	suma	aportada;	o,
b)	Devolver	a	la	empresa	las	acciones	recibidas	en	exceso,	a	fin	de	que	sean
amortizadas	o	recolocadas	en	bolsa.
5.	Si	bajo	la	gestión	del	nuevo	directorio,	se	producen	nuevas	pérdidas,	 la
Junta	General	de	Accionistas,	optará	entre	acordar	suscripciones	adicionales
de	capital,	 invitar	a	terceros	para	que	hagan	tal	suscripción,	o	solicitar	a	la
Superintendencia	que	declare	a	la	empresa	en	disolución	y	liquidación.
Ley	26702.
ART.	129.—Normas	 adicionales	 a	 las	 juntas	 de	 acreedores.	 Todos	 los
demás	aspectos	relacionados	a	la	realización	de	la	junta	de	acreedores	a	que
se	refiere	los	artículos	precedentes	serán	regulados	por	la	Superintendencia
mediante	normas	de	carácter	general.
SECCIÓN	SEGUNDA
SISTEMA	FINANCIERO
TÍTULO	PRIMERO
NORMAS	GENERALES
CAPÍTULO	I
PRINCIPIOS	DECLARATIVOS
Ley	26702.
ART.	 130.—Estado	 promueve	 el	 ahorro.	 Con	 arreglo	 a	 la	 Constitución
Política,	 el	 Estado	 promueve	 el	 ahorro	 bajo	 un	 régimen	 de	 libre
competencia.
Ley	26702.
ART.	 131.—Ahorro.	 El	 ahorro	 está	 constituido	 por	 el	 conjunto	 de	 las
imposiciones	de	dinero	que,	bajo	cualquier	modalidad,	realizan	las	personas
naturales	 y	 jurídicas	 del	 país	 o	 del	 exterior,	 en	 las	 empresas	 del	 sistema
financiero.	 Esto	 incluye	 los	 depósitos	 y	 la	 adquisición	 de	 instrumentos
representativos	de	deuda	emitidos	por	 tales	empresas.	Tales	 imposiciones
están	protegidas	en	la	forma	que	señala	la	presente	ley.
Ley	26702.
ART.	 132.—Formas	 de	 atenuar	 los	 riesgos	 para	 el	 ahorrista.	 En
aplicación	del	artículo	87	de	 la	Constitución	Política,	 son	 formas	mediante
las	 cuales	 se	procura,	 adicionalmente,	 la	 atenuación	de	 los	 riesgos	para	 el
ahorrista:
1.	 Los	 límites	 y	 prohibiciones	 señalados	 en	 el	 Título	 II	 de	 la	 Sección
Segunda	y	 en	 las	demás	disposiciones	que	 regulan	a	 las	 empresas.	Dichos
límites	 tienen	 por	 objeto	 asegurar	 la	 diversificación	 del	 riesgo	 y	 la
limitación	 al	 crecimiento	 de	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 hasta	 un
determinado	número	de	veces	el	importe	de	su	patrimonio	efectivo.
2.	La	constitución	de	la	reserva	de	que	trata	el	Capítulo	III	del	Título	III	de
la	Sección	Primera.
3.	El	mantenimiento	del	monto	del	 capital	 social	mínimo	a	valores	 reales
constantes,	según	lo	norma	do	en	el	artículo	18.
4.	 La	 constitución	 de	 provisiones	 genéricas	 y	 específicas	 de	 cartera,
individuales	o	preventivas	globales	por	grupos	o	categorías	de	crédito,	para
la	 eventualidad	 de	 créditos	 impagos,	 y	 la	 constitución	 de	 las	 otras
provisiones	y	cargos	a	resultados,	tratándose	de	las	posiciones	afectas	a	los
diversos	riesgos	de	mercado.
5.	 La	 promoción	 del	 arbitraje	 como	 un	 medio	 de	 solución	 de	 conflictos
entre	empresas	y	entre	éstas	y	el	público,	haciendo	uso	para	tal	efecto	de	las
cláusulas	generales	de	contratación.
6.	La	recuperación	en	forma	expeditiva	de	los	activos	de	las	empresas	del
sistema	financiero.
7.	El	mérito	ejecutivo	de	 las	 liquidaciones	de	saldos	deudores	que	emitan
las	empresas.
8.	Modificado.	Ley	27287,	Sexta	Disp.	Modif.	La	ejecución	del	Título	de
Crédito	Hipotecario	Negociable	y	del	Warrant	que	garanticen	obligaciones
con	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 por	 su	 tenedor,	 con	 exclusión	 de
cualquier	 tercer	 acreedor	del	 constituyente,	 concursado	o	no.	 La	presente
disposición	no	afecta	 los	derechos	de	 los	almacenes	generales	de	depósito
de	 cobrar	 los	 almacenajes	 adeudados	 y	 gastos	 de	 remate	 al	 ejecutar	 los
warrants.
9.	 Los	 valores,	 recursos	 y	 demás	 bienes	 que	 garantizan	 obligaciones	 con
empresas	 del	 sistema	 financiero,	 cubren	 preferentemente	 a	 éstas.	 Las
medidas	 cautelares	 que	 se	 dispongan	 respecto	 de	 tales	 bienes,	 valores	 o
recursos,	 sólo	surten	efecto	 luego	que	 la	empresa	disponga	sobre	ellas	 los
cargos	que	correspondan	por	las	deudas	vencidas	de	su	titular	a	la	fecha	de
notificación	 de	 dicha	 medida,	 y	 siempre	 que	 dichos	 bienes,	 valores	 o
recursos	 no	 se	 encuentren	 sujetos	 a	 gravamen	 alguno	 en	 favor	 de	 la
empresa	 del	 sistema	 financiero.	 Igual	 norma	 es	 aplicable	 tratándose	 de
valores,	 recursos	 o	 demás	 bienes	 dados	 en	 garantía	 para	 afianzar
obligaciones	de	terceros.
10.	Posibilidad	de	dar	por	vencidos	los	plazos	de	las	obligaciones,	vencidas
y	 no	 vencidas,	 de	 un	 deudor	 ante	 un	 caso	 de	 incumplimiento.	 En	 este
supuesto,	 la	 empresa	 podrá	 hacer	 uso	 del	 derecho	 de	 compensación
referido	en	el	numeral	siguiente.
11.	El	derecho	de	compensación	de	las	empresas	entre	sus	acreencias	y	los
activos	 del	 deudor	 que	 mantenga	 en	 su	 poder,	 hasta	 por	 el	 monto	 de
aquellas,	devolviendo	a	la	masa	del	deudor	el	exceso	resultante,	si	hubiere.
No	 serán	 objeto	 de	 compensación	 los	 activos	 legal	 o	 contractualmente
declarados	intangibles	o	excluidos	de	este	derecho.
12.	Derogado.	Ley	28677,	Sexta	Disp.	Final.
13.	La	supervisión	consolidada	de	los	conglomerados	financieros	o	mixtos.
Ley	26702.
ART.	133.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Provisiones	por	riesgo	de
crédito.	 Las	 empresas	 deberán	 constituir,	 con	 cargo	 a	 resultados,
provisiones	 genéricas	 o	 específicas	 por	 riesgo	 de	 crédito	 según	 la
clasificación	 del	 deudor,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 dicte	 la
Superintendencia.
Ley	26702.	
ART.	134.—Medidas	para	la	protección	adecuada	del	ahorrista.	A	fin	de
brindar	al	 ahorrista	una	protección	adecuada	y	 sin	perjuicio	de	 las	demás
atribuciones	 que	 le	 confiere	 la	 presente	 ley,	 corresponde	 a	 la
Superintendencia:
1.	Disponer	la	práctica	de	auditorías	externas	por	sociedades	previamente
calificadas	e	inscritas	en	el	registro	correspondiente.
2.	 Supervisar	 que	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 se	 encuentren
debidamente	organizadas	así	como	administradas	por	personal	idóneo.
3.	 Supervisar	 que	 cumplan	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 con	 las
normas	sobre	límites	individuales	y	globales.
4.	Efectuar	supervisiones	consolidadas	de	los	conglomerados	financieros	o
mixtos,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el	artículo	138.
5.	Medir	el	riesgo	de	las	empresas	intermediarias,	a	través	del	sistema	de	la
Central	 de	 Riesgos,	 mediante	 el	 registro	 del	 endeudamiento	 global,	 en	 el
país	y	en	el	exterior,	de	las	personas	que	soliciten	crédito	a	las	empresas	del
sistema	financiero.
Ley	26702.
ART.	135.—Información	al	público	sobre	marcha	de	las	empresas.	Las
empresas	del	Sistema	Financiero	deben	mantener	informada	a	su	clientela
sobre	 el	 desarrollo	 de	 su	 situación	 económica	 y	 financiera.	 Para	 ello,	 sin
perjuicio	 de	 las	 memorias	 anuales	 que	 deben	 divulgar	 adecuadamente,
están	 obligadas	 a	 publicar	 los	 estados	 financieros	 en	 el	 diario	 oficial	 y	 en
uno	de	extensa	circulación	nacional,	cuando	menos	cuatro	veces	al	año,	en
las	oportunidades	y	con	el	detalle	que	establece	la	Superintendencia.
La	 publicación	 en	 el	 diario	 oficial	 se	 hace	 dentro	 de	 los	 siete	 (7)	 días	 de
recibidos	los	estados	financieros,	bajo	responsabilidad	de	su	director.
Ley	26702.
ART.	136.—Clasificación	de	las	empresas	del	sistema	financiero.	Todas
las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 que	 capten	 fondos	 del	 público	 deben
contar	con	 la	clasificación	de	por	 lo	menos	dos	empresas	clasificadoras	de
riesgo,	cada	seis	meses.	De	existir	dos	clasificaciones	diferentes,	prevalecerá
la	más	baja.
Por	 su	 parte,	 la	 Superintendencia	 clasificará	 a	 las	 empresas	 del	 sistema
financiero	 de	 acuerdo	 con	 criterios	 técnicos	 y	 ponderaciones	 que	 serán
previamente	 establecidos	 con	 carácter	 general	 y	 que	 considerarán,	 entre
otros,	los	sistemas	de	medición	y	administración	de	riesgos,	la	calidad	de	las
carteras	 crediticia	y	negociable,	 la	 solidez	patrimonial,	 la	 rentabilidad	y	 la
eficiencia	financiera	y	de	gestión,	y	la	liquidez.
Ley	26702.
ART.	137.—Difusión	de	información	sobre	estado	de	las	empresas.	La
Superintendencia	 deberá	 difundir,	 por	 lo	 menos	 trimestralmente;	 la
información	 sobre	 los	 principales	 indicadores	 de	 la	 situación	 de	 las
empresas	 del	 sistema	 financiero,	 vinculados	 a	 sus	 carteras	 crediticia	 y
negociable;	 pudiendo	 incluir	 la	 clasificación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 segundo
párrafo	 del	 artículo	 precedente,	 así	 como	 sobre	 las	 colocaciones,
inversiones	 y	 demás	 activos	 de	 las	 mismas,	 su	 clasificación	 y	 evaluación
conforme	 a	 su	 grado	 de	 recuperabilidad	 y	 su	 nivel	 de	 patrimonio	 y
provisiones.
Igualmente,	 podrá	 ordenar	 a	 las	 empresas	 sujetas	 a	 su	 control	 que
publiquen	 cualquier	 otra	 información	 adicional	 que	 considere	 necesaria
para	el	público.
Ley	26702.
ART.	138.—Supervisión	consolidada
1.	Supervisión	consolidada	de	conglomerados	financieros
La	Superintendencia,	 en	el	 ejercicio	de	 supervisión	 consolidada	 sobre	 los
conglomerados	 financieros,	 requiere	 a	 las	 empresas	 sometidas	 a	 su
supervisión,	 la	 presentación	 de	 balances	 y	 demás	 información	 financiera
pertinente	 en	 forma	 consolidada	 e	 individual	 por	 empresas,	 según	 lo
considere	adecuado.
a.	 Tratándose	 de	 las	 empresas	 establecidas	 en	 el	 Perú	 que	 conformen	 el
conglomerado	 financiero,	 la	 Superintendencia	 puede	 solicitar	 de	 las
diferentes	 empresas	 que	 lo	 integran	 la	 información	 complementaria	 que
requiera,	 en	 forma	 global	 o	 individual,	 así	 como	 procurarse	 dicha
información	 directamente	 de	 las	 empresas	 supervisadas,	mediante	 visitas
de	inspección	y	demás	procedimientos	in	situ	que	juzgue	del	caso.
b.	Tratándose	de	 las	empresas	no	domiciliadas	en	el	Perú	que	conformen
un	conglomerado	financiero	cuyas	actividades	principales	se	desarrollen	en
el	 Perú,	 es	 responsabilidad	 de	 las	 empresas	 supervisadas	 proveer	 a	 la
Superintendencia	 toda	 la	 información	 necesaria	 para	 el	 desarrollo	 de	 la
función	de	que	trata	este	apartado.
c.	 Tratándose	 de	 los	 conglomerados	 financieros	 cuyas	 actividades
principales	 se	 desarrollan	 fuera	 del	 Perú,	 la	 supervisión	 consolidada
corresponderá,	 preferentemente,	 al	 organismo	 de	 supervisión	 del	 país
matriz.	La	Superintendencia	ejercerá	supervisión	sobre	 las	operaciones	en
el	 Perú.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 anterior,	 la	 Superintendencia	 establecerá	 y
aplicará	normas	prudenciales	de	supervisión	consolidada,	en	 la	medida	en
que	sean	necesarias	para	el	mejor	desarrollo	de	su	función.
En	 los	 casos	 precisados	 en	 los	 apartados	 (a)	 y	 (b)	 precedentes,	 la
Superintendencia	 aplicará	 los	 diferentes	 coeficientes,	 requerimientos	 y
límites	 de	 que	 trata	 esta	 ley,	 en	 forma	 global	 o	 individual,	 según	 lo
determine	mediante	norma	de	carácter	general.	la	supervisión	consolidada
faculta	 a	 la	 Superintendencia	 a	 evaluarla	 calidad	 de	 los	 activos	 de	 cada
empresa,	y	a	consolidar	los	patrimonios	y	los	activos	ponderados	por	riesgo,
de	manera	acumulativa.
En	 los	 casos	 precisados	 en	 los	 apartados	 (b)	 y	 (c),	 la	 Superintendencia
tendrá	en	cuenta,	entre	otros	procedimientos,	los	convenios	que,	en	su	caso,
haya	 suscrito	 con	 otras	 autoridades	 similares	 del	 exterior,	 pudiendo
solicitar	la	participación	de	auditores	externos	independientes.
2.	Supervisión	consolidada	de	conglomerados	mixtos
Las	 facultades	 de	 que	 trata	 el	 apartado	 anterior	 se	 ejercerán	 en	 lo
pertinente	a	los	conglomerados	mixtos,	a	fin	de	determinar	los	efectos	que
en	las	empresas	bajo	supervisión	de	la	Superintendencia,	se	originen	en	la
situación	financiera	de	los	integrantes	no	financieros	del	conglomerado.
Será	 responsabilidad	 de	 las	 empresas	 supervisadas	 proveer	 a	 la
Superintendencia	 toda	 la	 información	 necesaria	 para	 el	 desarrollo	 de	 la
función	de	que	trata	este	párrafo.
3.	Declaración	jurada
La	información	se	ofrece	de	manera	fidedigna	y	oportuna,	y	tiene	carácter
de	declaración	jurada.
Como	resultado	de	 la	supervisión	consolidada,	 la	Superintendencia	podrá
ordenar	a	las	empresas	supervisadas	la	adopción	de	medidas	previsionales
orientadas	 a	 atenuar	 los	 riesgos	 que	 considere	 inconvenientes	 respecto	 a
operaciones	 con	 otras	 entidades	 conformantes	 del	 conglomerado	 o	 sus
clientes	comunes.	Iguales	medidas	podrá	disponer	en	aquellos	casos	en	que,
por	falta	de	información,	considere	que	no	puede	evaluar	adecuadamente	el
riesgo	en	que	incurre	una	empresa.
Ley	26702.
ART.	 139.—Horario	 y	 restricciones	 a	 la	 atención	 al	 público.	 Por	 la
naturaleza	de	los	servicios	que	prestan,	las	empresas	del	Sistema	Financiero
deben	brindar	una	efectiva	atención	al	público,	en	cada	una	de	sus	oficinas,
con	un	mínimo	de	seis	 (6)	horas	diarias	durante	 todos	 los	días	 laborables
del	año.	Cualquier	excepción	sólo	procede	en	casos	de	tuerza	mayor,	las	que
deben	 ser	 justificadas	 ante	 la	 Superintendencia	 de	 modo	 previo,	 si	 las
circunstancias	lo	permitieren.
La	 atención	 al	 público	 en	 días	 no	 laborables	 es	 facultativa,	 con	 la
consiguiente	 libertad	 para	 establecer	 el	 horario	 en	 el	 que	 es	 prestada;
informando	oportunamente	a	la	Superintendencia.
La	 infracción	 de	 la	 obligación	 consignada	 en	 el	 primer	 párrafo	 de	 este
artículo	se	sanciona	con	multa.	La	reiteración	de	esa	inconducta	es	causal	de
sometimiento	al	régimen	de	vigilancia.
Ninguna	 autoridad	 está	 facultada	 para	 disponer	 la	 paralización	 o
restricción	 de	 la	 atención	 que	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 deben
brindar	al	público.
Los	 feriados	 bancarios	 sólo	 pueden	 ser	 declarados	 mediante	 decreto
supremo	 en	 situaciones	 de	 extrema	 gravedad	 que	 afecten	 el	 interés
nacional.	 Su	 duración	 se	 limita	 a	 la	 estrictamente	 requerida	 por	 las
circunstancias.
CAPÍTULO	II
SECRETO	BANCARIO
Ley	26702.
ART.	140.—Modificado.	Ley	27693,	Primera	Disp.	Compl.	Transitoria	y
Final.	 Alcance	 de	 la	 prohibición.	 Está	 prohibido	 a	 las	 empresas	 del
sistema	 financiero,	 así	 como	 a	 sus	 directores	 y	 trabajadores,	 suministrar
cualquier	 información	 sobre	 las	 operaciones	 pasivas	 con	 sus	 clientes,	 a
menos	que	medie	autorización	escrita	de	éstos	o	se	trate	de	 los	supuestos
consignados	en	los	artículos	142	y	143.
También	se	encuentran	obligados	a	observar	el	secreto	bancario:
1.	El	Superintendente	y	los	trabajadores	de	la	Superintendencia,	salvo	que
se	 trate	 de	 la	 información	 respecto	 a	 los	 titulares	 de	 cuentas	 corrientes
cerradas	por	el	giro	de	cheques	sin	provisión	de	fondos.
2.	Los	directores	y	trabajadores	del	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.
3.	 Los	 directores	 y	 trabajadores	 de	 las	 sociedades	 de	 auditoría	 y	 de	 las
empresas	clasificadoras	de	riesgo.
No	rige	esta	norma	tratándose	de	los	movimientos	sospechosos	de	lavado
de	dinero	o	de	activos,	a	que	se	refiere	la	Sección	Quinta	de	esta	ley,	en	cuyo
caso	la	empresa	está	obligada	a	comunicar	acerca	de	tales	movimientos	a	la
Unidad	de	Inteligencia	Financiera.
No	incurren	en	responsabilidad	legal,	la	empresa	y/o	sus	trabajadores	que,
en	cumplimento	de	la	obligación	contenida	en	el	presente	artículo,	hagan	de
conocimiento	 de	 la	 Unidad	 de	 Inteligencia	 Financiera,	 movimientos	 o
transacciones	 sospechosas	 que,	 por	 su	 naturaleza,	 puedan	 ocultar
operaciones	de	lavado	de	dinero	o	de	activos.	La	autoridad	correspondiente
inicia	 las	 investigaciones	necesarias	y,	en	ningún	caso,	dicha	comunicación
puede	 ser	 fundamento	 para	 la	 interposición	 de	 acciones	 civiles,	 penales	 e
indemnizatorias	contra	la	empresa	y/o	sus	funcionarios.
Tampoco	 incurren	 en	 responsabilidad	 quienes	 se	 abstengan	 de
proporcionar	 información	sujeta	al	secreto	bancario	a	personas	distintas	a
las	referidas	en	el	artículo	143.	Las	autoridades	que	persistan	en	requerirla
quedan	incursas	en	el	delito	de	abuso	de	autoridad	tipificado	en	el	artículo
376	del	Código	Penal.
Ley	26702.
ART.	 141.—Falta	 grave	 de	 quienes	 violen	 el	 secreto	 bancario.	 Sin
perjuicio	de	 la	responsabilidad	penal	que	señala	el	artículo	165	del	código
de	la	materia,	la	infracción	a	las	disposiciones	de	este	capítulo	se	considera
falta	grave	para	efectos	laborales	y,	cuando	ello	no	fuere	el	caso,	se	sanciona
con	multa.
Ley	26702.
ART.	142.—Información	no	comprendida	dentro	del	secreto	bancario.
El	 secreto	 bancario	 no	 impide	 el	 suministro	 de	 información	 de	 carácter
global,	particularmente	en	los	siguientes	casos:
1	.	Cuando	sea	proporcionada	por	la	Superintendencia	al	Banco	Central	y	a
las	empresas	del	sistema	financiero	para:
i.	Usos	estadísticos.
ii.	La	formulación	de	la	política	monetaria	y	su	seguimiento.
2.	 Cuando	 se	 suministre	 a	 bancos	 e	 instituciones	 financieras	 del	 exterior
con	 los	 que	 se	 mantenga	 corresponsalía	 o	 que	 estén	 interesados	 en
establecer	una	relación	de	esa	naturaleza.
3.	 Cuando	 la	 soliciten	 las	 sociedades	 de	 auditoría	 a	 que	 se	 refiere	 el
numeral	 1	 del	 artículo	 134	 o	 firmas	 especializadas	 en	 la	 clasificación	 de
riesgo.
4.	Cuando	lo	requieran	personas	interesadas	en	la	adquisición	de	no	menos
del	treinta	por	ciento	(30%)	del	capital	accionario	de	la	empresa.
No	constituye	violación	del	secreto	bancario,	la	divulgación	de	información
sobre	las	sumas	recibidas	de	los	distintos	clientes	para	fines	de	liquidación
de	la	empresa.
Ley	26702.
ART.	143.—Levantamiento	del	secreto	bancario.	El	secreto	bancario	no
rige	cuando	la	información	sea	requerida	por:
1	 .	 Los	 jueces	 y	 tribunales	 en	 el	 ejercicio	 regular	 de	 sus	 funciones	 y	 con
específica	 referencia	 a	 un	 proceso	 determinado,	 en	 el	 que	 sea	 parte	 el
cliente	de	la	empresa	a	quien	se	contrae	la	solicitud.
2.	 El	 Fiscal	 de	 la	 Nación,	 en	 los	 casos	 de	 presunción	 de	 enriquecimiento
ilícito	 de	 funcionarios	 y	 servidores	 públicos	 o	 de	 quienes	 administren	 o
hayan	 administrado	 recursos	 del	 Estado	 o	 de	 organismos	 a	 los	 que	 éste
otorga	soporte	económico.
3.	 El	 Fiscal	 de	 la	 Nación	 o	 el	 gobierno	 de	 un	 país	 con	 el	 que	 se	 tenga
celebrado	convenio	para	combatir,	reprimir	y	sancionar	el	tráfico	ilícito	de
drogas	 o	 el	 terrorismo,	 o	 en	 general,	 tratándose	 de	 movimientos
sospechosos	 de	 lavado	 de	 dinero	 o	 de	 activos,	 con	 referencia	 a
transacciones	financieras	y	operaciones	bancarias	ejecutadas	por	personas
presuntamente	 implicadas	 en	 esas	 actividades	 delictivas	 o	 que	 se
encuentren	 sometidas	 a	 investigación	 bajo	 sospecha	 de	 alcanzarles
responsabilidad	en	ellas.
4.	El	Presidente	de	una	Comisión	Investigadora	del	Poder	Legislativo,	con
acuerdo	 de	 la	 Comisión	 de	 que	 se	 trate	 y	 en	 relación	 con	 hechos	 que
comprometan	el	interés	público.
5.	El	Superintendente,	en	el	ejercicio	de	sus	funciones	de	supervisión.
En	los	casos	de	los	numerales	2,	3	y	4,	el	pedido	de	información	se	canaliza
a	través	de	la	Superintendencia.
Quienes	 accedan	 a	 información	 secreta	 en	 virtud	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el
presente	artículo,	están	obligados	a	mantenerla	con	dicho	carácter	en	tanto
ésta	no	resulte	incompatible	con	el	interés	público.
CAPÍTULO	III
FONDO	DE	SEGURO	DE	DEPÓSITOS
Ley	26702.
ART.	144.—Sustituido.	Ley	27331,	Art.	1°.	Características	y	objeto	del
fondo.	El	Fondo	de	Seguro	de	Depósitos	es	una	persona	jurídica	de	derecho
privado	 de	 naturaleza	 especial	 regulada	 por	 la	 presente	 ley,	 las
disposiciones	 reglamentarias	 emitidas	 mediante	 decreto	 supremo	 y	 su
estatuto,	que	tiene	por	objeto	proteger	a	quienes	realicen	depósitos	en	 las
empresas	del	 sistema	 financiero,	 con	 las	 excepciones	que	 se	 indican	 en	 el
artículo	 152	 y	 dentro	 de	 los	 límites	 señalados	 en	 el	 presente	 capítulo.	 Se
encuentra	facultado	para:
1.	 Dar	 cobertura	 a	 los	 depositantes	 de	 acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 en	 los
artículos	152	y	153;
2.	Facilitar	 la	atención	a	 los	depositantes	y	 la	transferencia	de	los	pasivos
y/o	activos	de	empresas	sometidas	al	régimen	de	intervención,	con	arreglo
a	lo	dispuesto	en	el	artículo	151;	y
3.	 Ejecutar,	 en	 situaciones	 excepcionales,	 las	 medidas	 dictadas	 por	 la
Superintendencia,	 orientadas	 al	 fortalecimiento	 patrimonial	 de	 las
empresas	del	sistema	financiero	cuando	una	empresa	miembro	del	fondo	se
encuentre	 sometida	 al	 régimen	 de	 vigilancia,	 previo	 cumplimiento	 con	 lo
dispuesto	 en	 los	 numerales	 2	 y	 3	del	 artículo	99.	 La	 excepcionalidad	 será
determinada	 por	 la	 Superintendencia	 con	 la	 opinión	 favorable	 del
Ministerio	y	del	Banco	Central.
Ley	26702.
ART.	 145.—Miembros	 del	 fondo.	 Todas	 las	 empresas	 del	 sistema
financiero	 autorizadas	 a	 captar	 depósitos	 del	 público	 a	 que	 se	 refiere	 el
literal	A	del	artículo	16	,	son	miembros	del	fondo.
Las	 empresas	 que	 ingresen	 al	 fondo	 deberán	 efectuar	 aportaciones	 al
mismo	durante	veinticuatro	meses	para	que	sus	operaciones	se	encuentren
respaldadas.
Ley	26702.
ART.	146.—Sustituido.	Ley	27102,	Art.	4°.	Administración	del	Fondo.	El
Fondo	 cuenta	 con	un	Consejo	 de	Administración	 y	 una	 Secretaria	Técnica
con	 las	 funciones	 y	 atribuciones	 que	 se	 establezcan	 en	 su	 estatuto.	 El
estatuto	del	Fondo	se	sujetará	a	 las	disposiciones	reglamentarias	emitidas
por	la	Superintendencia,	quien	lo	aprobará	mediante	Resolución.	Asimismo,
toda	 modificación	 estatutaria	 deberá	 contar	 con	 la	 aprobación	 de	 la
Superintendencia.	 Los	Registros	Públicos	deberán	 inscribir	 al	 Fondo	 en	 el
Registro	 de	 Personas	 Jurídicas	 por	 el	 solo	 mérito	 de	 lo	 dispuesto	 en	 la
presente	Ley.
La	 Superintendencia	 le	 suministra	 el	 personal,	 local,	mobiliario,	 equipo	 y
las	instalacio-nes	que	requiera.	Asimismo,	designa	al	Secretario	Técnico.
El	Consejo	de	Administración	está	integrado	por:
1.	 Un	 representante	 de	 la	 Superintendencia,	 designado	 por	 el
Superintendente,	quien	lo	preside.
2.	Un	representante	del	Banco	Central,	designado	por	su	Directorio.
3.	Un	representante	del	Ministerio,	designado	por	el	Ministro.
4.	 Tres	 (3)	 representantes	 de	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero,
designados	en	la	forma	que	se	establezca	en	el	Reglamento.
Los	 miembros	 del	 Consejo	 de	 Administración	 ejercen	 el	 cargo	 por	 un
período	 de	 tres	 (3)	 años,	 renovable.	 Su	 retribución	 corre	 exclusivamente
por	cuenta	de	las	entidades	que	los	nombran.	El	Consejo	de	Administración
sesiona	cuando	menos	una	vez	al	mes,	adoptando	sus	acuerdos	con	el	voto
de	la	mayoría	de	los	asistentes	a	la	sesión.	En	caso	de	empate,	el	presidente
tendrá	voto	dirimente.
Ley	26702.
ART.	 147.—Sustituido.	 Ley	 27102,	 Art.	 4°.	 Recursos	 del	 fondo.	 Son
recursos	del	fondo:
1.	El	aporte	inicial	efectuado	por	el	Banco	Central.
2.	Las	primas	que	abonan	las	empresas	del	sistema	financiero.
3.	Los	que	resulten	de	la	aplicación	del	artículo	182.
4.	El	rendimiento	de	sus	activos.
5.	El	dinero,	los	valores	y	los	demás	activos	depositados	en	el	Banco	de	la
Na-ción,	 en	 calidad	 de	 remanente	 de	 los	 procesos	 de	 liquidación,	 si
transcurren	cinco	(5)	años	sin	que	se	los	reclame.
6.	Los	 ingresos	que	por	multas	 impongan	 la	Superintendencia	o	el	Banco
Central.
7.	Líneas	de	crédito	del	Tesoro	Público	aprobadas	por	Decreto	de	Urgencia.
8.	Líneas	de	crédito	obtenidas	con	garantía	del	Tesoro	Público	aprobadas
por	Decreto	de	Urgencia.
9.	Los	demás	que	obtengan	con	aprobación	del	Consejo	de	Administración.
La	 línea	 de	 crédito	 referida	 en	 el	 numeral	 7	 del	 presente	 artículo	 será
pagada	 por	 el	 Fondo,	 en	 las	 condiciones	 que	 se	 acuerden	 entre	 éste	 y	 el
Tesoro	Público.
Estos	 recursos	 son	 intangibles,	 no	 son	 susceptibles	 de	 medida	 cautelar
alguna	y	sólo	deben	utilizarse	para	los	fines	señalados	en	la	presente	Ley.	A
efectos	tributarios,	el	Fondo	no	es	sujeto	pasivo	de	tributo	alguno	creado	o
por	crearse,	incluyendo	aquellos	que	requieran	de	norma	expresa	para	este
efecto.
Los	recursos	provenientes	de	las	primas	a	que	se	refiere	el	numeral	2	del
presente	 artículo	 y	 el	 rendimiento	 que	 éstas	 produzcan,	 no	 pueden	 ser
aplicados	a	 la	 realización	de	 las	operaciones	a	que	se	refiere	el	numeral	1
del	 artículo	 151.	 Sin	 embargo,	 dichas	 sumas	podrán	 ser	 utilizadas	 para	 el
repago	de	los	financiamientos	obtenidos.	Igualmente,	dichas	sumas	podrán
ser	 utilizadas	 en	 el	 supuesto	 del	 numeral	 8	 anterior,	 cuando	 el	 Tesoro
Público	haya	honrado	la	garantía	otorgada	al	acreedor.
Ley	26702.
ART.	148.—Monto	y	cálculo	de	 las	primas.	El	monto	de	 las	primas	que
han	de	satisfacer	los	miembros	del	fondo	será	determinado	en	función	a	la
clasificación	 de	 riesgos	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 136	 partiendo	 de	 una
base	 mínima	 de	 cero	 punto	 sesenticinco	 por	 ciento	 (0,65%)	 y	 con	 un
diferencial	entre	categorías	de	cero	punto	veinte	por	ciento	(0,20%).	Estos
coeficientes	podrán	ser	variados	por	la	Superintendencia	previa	opinión	del
Banco	Central.
Su	 pago	 se	 hace	 trimestralmente,	 dentro	 de	 los	 diez	 (10)	 días	 hábiles
siguientes	 a	 la	 expiración	 de	 los	 meses	 de	 marzo,	 junio,	 setiembre	 y
diciembre,	sobre	 la	base	del	promedio	de	 las	obligaciones	cubiertas	por	el
fondo	 en	 el	 trimestre	 que	 concluya	 en	 esos	 meses	 y	 en	 la	 forma	 que	 se
determine	en	el	reglamento	que	expida	el	consejo	de	administración.
Al	 fin	 indicado	 los	 miembros	 del	 fondo	 preparan	 y	 presentan	 las
respectivas	liquidaciones,	las	que	son	verificadas	por	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 149.—Criterios	 para	 la	 inversión	 de	 los	 recursos	 del	 fondo.	 La
inversión	de	los	recursos	del	fondo	se	hace	por	el	Banco	Central	en	activos
que,	 teniendo	 en	 cuenta	 criterios	 de	 seguridad,	 liquidez,	 rentabilidad	 y
diversificación,	 determine	 el	 consejo	 de	 administración.	 De	 preferencia
deberán	ser	invertidos	en	la	compra	de:
1.	Moneda	extranjera.
2.	Obligaciones	del	Tesoro	Público	o	del	Banco	Central.
3.	 Bonos	 y	 valores	 cuya	 adquisición	 esté	 permitida	 para	 las
Administradoras	de	Fondos	de	Pensiones	o	de	fondos	mutuos,	emitidos	por
instituciones	ajenas	al	sistema	financiero.
4.	Certificados	de	participación	en	fondos	mutuos	o	de	inversión,	siempre
que	las	inversiones	de	éstos	hayan	sido	efectuadas	en	valores	emitidos	en	el
país.
Los	títulos	valores	en	los	cuales	se	inviertan	los	recursos	del	fondo	deberán
estar	clasificados	en	las	categorías	I	ó	II	o	equivalentes,	elaborados	por	las
empresas	clasificadoras	de	riesgos.
Ley	26702.
ART.	150.—Sustituido.	Ley	27102,	Art.	4°.	Inversiones	prohibidas.	Con
excepción	 de	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 151,	 es	 prohibido	 invertir	 los
activos	del	fondo	en	:
1.	Depósitos	o	inversiones	en	las	empresas	del	sistema	financiero	nacional,
sea	cual	fuere	su	modalidad;	y,
2.	La	compra	de	maquinaria,	equipo	y	mobiliario.
Ley	26702.
ART.	 151.—Sustituido.	 Ley	 27331,	 Art.	 1°.	Operaciones	 del	 fondo.	 El
fondo	puede	realizar	las	siguientes	operaciones:
1.	En	caso	de	que	una	empresa	miembro	del	fondo	sea	sometida	al	régimen
de	 vigilancia	 y	 participe	 en	 el	 sistema	 de	 canje	 y	 compensación,	 previo
cumplimiento	de	lo	dispuesto	en	los	numerales	2	y	3	del	artículo	99	y	sólo
cuando	se	trate	de	las	situaciones	previstas	en	el	numeral	3	del	artículo	144:
a)	Realizar	temporalmente	aportes	de	capital	siempre	y	cuando	adquiera	el
control	de	la	empresa;	y
b)	Facilitar	a	las	empresas	del	sistema	financiero	la	absorción	o	adquisición
de	 una	 empresa	 sometida	 al	 régimen	 de	 vigilancia,	 bajo	 diversas
modalidades	 de	 financiamiento	 o	 capitalización,	 siempre	 y	 cuando	 dicha
absorción	 o	 adquisición	 implique	 el	 control	 de	 la	 empresa,	 por	 parte	 del
adquirente	o	absorbente.
2.	En	caso	de	que	una	empresa	miembro	del	fondo	sea	sometida	al	régimen
de	intervención:
a)	 Realizar	 una	 contribución	 en	 efectivo	 para	 facilitar	 la	 transferencia
señalada	en	el	numeral	3	del	artículo	107,	por	una	cantidad	equivalente	a	un
porcentaje	del	monto	cubierto	de	las	imposiciones	respaldadas	por	el	fondo
según	el	artículo	153,	que	en	ningún	caso	podrá	exceder	del	cien	por	ciento
(100%)	de	dicho	monto.	Este	porcentaje	será	determinado	en	el	estatuto	del
fondo.
b)	Adquirir	 todo	o	parte	de	 las	 imposiciones	señaladas	en	el	artículo	152
hasta	por	el	monto	establecido	en	el	artículo	153,	a	efectos	de	subrogarse	en
la	posición	jurídica	de	los	depositantes.
c)	 Transferir	 todo	 o	 parte	 de	 los	 pasivos	 señalados	 en	 el	 literal	 anterior,
mediante	fideicomiso	u	otras	modalidades.
d)	Celebrar	contratos	de	opción	de	compra	de	los	pasivos	considerados	en
el	literal	anterior.
e)	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 En	 situaciones	 excepcionales
determinadas	 por	 la	 Superintendencia	 con	 la	 opinión	 favorable	 del
Ministerio	 y	 del	 Banco	 Central,	 podrá	 constituir	 una	 empresa	 del	 sistema
financiero	para	adquirir	 todo	o	parte	de	 los	activos	y/o	pasivos	señalados
en	 el	 numeral	 2	 del	 artículo	 107	 de	 las	 empresas	 bancarias	 y	 las	 demás
empresas	 de	 operaciones	 múltiples,	 que	 se	 encuentren	 en	 régimen	 de
intervención.	Esta	empresa	tendrá	un	plazo	máximo	de	funcionamiento	de
un	 (1)	 año,	 prorrogable	hasta	 tres	 (3)	 años	mediante	 extensiones	 anuales
aprobadas	por	el	fondo.
f)	 Realizar	 cualquier	 otra	 operación	 que	 sea	 autorizada	 por	 la
Superintendencia	y	compatible	con	la	naturaleza	del	fondo.
3.	En	caso	de	que	una	empresa	miembro	del	 fondo	sea	disuelta	y	se	haya
iniciado	 el	 proceso	 de	 liquidación,	 pagar	 los	 depósitos	 asegurados,	 en	 los
casos	que	corresponda	y	hasta	los	límites	establecidos	en	el	artículo	153.
4.	Pagar	a	los	agentes	que	utilice	para	realizar	las	operaciones	establecidas
en	el	presente	artículo.
El	 fondo	 realizará	 las	 operaciones	 del	 presente	 artículo	 cuando	 la
Superintendencia	 lo	 determine.	 Para	 efectos	 de	 los	 literales	 a)	 y	 b)	 del
numeral	 1	 y	 del	 literal	 e)	 del	 numeral	 2,	 el	 fondo	 podrá	 realizar	 nuevos
aportes.
Ley	26702.
ART.	 151-B.—Incorporado.	 Ley	 27331,	 Art.	 2°.	 Excepciones.	 La
constitución	 de	 la	 empresa	 señalada	 en	 el	 literal	 e)	 del	 numeral	 2	 del
artículo	151	se	efectuará	por	el	sólo	mérito	de	la	inscripción	de	la	resolución
que	 emita	 la	 Superintendencia	 autorizando	 la	 organización	 y	 el
funcionamiento	de	dicha	 empresa	 sin	necesidad	de	 cumplir	 lo	 establecido
en	los	capítulos	I,	II	y	III	del	Título	I	de	la	Sección	Primera	de	la	presente	ley
que	esta	Superintendencia	estime	pertinente.
A	dicha	empresa	le	son	aplicables	todas	las	disposiciones	establecidas	en	la
presente	ley	y	sus	normas	reglamentarias,	excepto	las	siguientes:
a)	 El	 impedimento	 para	 ser	 director	 de	 acuerdo	 con	 lo	 establecido	 en	 el
numeral	6	del	artículo	81;
b)	La	inscripción	de	las	acciones	de	la	empresa	en	bolsa,	según	lo	dispuesto
en	el	artículo	29;
c)	 La	 limitación	 para	 el	 nombramiento	 y	 la	 designación	 de	 gerentes	 de
acuerdo	con	lo	señalado	en	el	artículo	91;
d)	Contar	con	la	pluralidad	de	accionistas	señalada	en	el	primer	párrafo	del
artículo	 50,	 en	 concordancia	 con	 el	 artículo	 4°	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades;	y
e)	 Los	 límites	 y	 demás	 disposiciones	 prudenciales	 a	 criterio	 de	 la
Superintendencia	por	un	plazo	máximo	de	seis	(6)	meses.
Ley	26702.
ART.	 152.—Sustituido.	 Ley	 27102,	 Art.	 5°.	 Imposiciones	 respaldadas
por	el	Fondo.	El	Fondo	respalda	únicamente	las	siguientes	imposiciones:
1.	 Los	 depósitos	 nominativos,	 bajo	 cualquier	modalidad,	 de	 las	 personas
natura-les	y	las	personas	jurídicas	privadas	sin	fines	de	lucro;
2.	 Los	 intereses	 devengados	 por	 los	 depósitos	 referidos	 en	 el	 numeral
preceden-te,	a	partir	de	la	fecha	de	constitución	o	de	su	última	renovación.
Estos	intereses	se	devengan	hasta	la	fecha	de	recepción	de	la	relación	a	que
se	hace	referencia	en	el	artículo	154;	y,
3.	Los	depósitos	a	la	vista	de	las	demás	personas	jurídicas,	exceptuando	los
correspondientes	a	las	empresas	del	sistema	financiero.
Sustituido.	 Ley	 29489.	 Art.	 Único.	 En	 el	 caso	 de	 existir	 cuentas
mancomunadas	en	un	mismo	miembro	del	fondo,	su	monto	se	distribuye	a
prorrata	entre	los	titulares	de	la	cuenta	de	que	se	trate	y	la	cobertura	tiene
lugar,	respecto	de	cada	uno	de	ellos,	con	arreglo	a	los	límites	y	condiciones
enunciados	 en	 el	 artículo	 153	 y	 la	 restricción	 que	 resulta	 del	 párrafo
siguiente.
El	 fondo	 no	 cubre	 los	 depósitos	 de	 los	 titulares	 que	 durante	 los	 dos	 (2)
años	 previos	 a	 la	 declaración	 de	 disolución	 y	 liquidación,	 se	 hubieren
desempeñado	como	directores	o	gerentes	de	 la	empresa	de	que	se	trate,	y
de	 las	 personas	 pertenecientes	 a	 los	 grupos	 económicos	 que	 tengan
participación	 mayor	 al	 cuatro	 por	 ciento	 (4%)	 en	 la	 propiedad	 de	 la
empresa,	 siempre	 que	 hayan	 participado	 directa	 o	 indirectamente	 en	 su
gestión.	 Tampoco	 están	 cubiertos	 los	 depósitos	 correspondientes	 a
personas	vinculadas	a	 la	empresa,	 sus	accionistas,	personal	de	dirección	y
de	 confianza,	 los	 depósitos	 de	 otras	 empresas	 del	 sistema	 financiero
nacional	o	del	extranjero,	los	depósitos	constituidos	con	infracción	de	la	ley
y	 los	 instrumentos,	 que	 gozando	 formalmente	 de	 la	 denominación	 de
depósito,	sean	esencialmente	acreencias	no	depositarias.
Ley	26702.
ART.	 153.—Modificado.	 Ley	 27008,	 Art.	 1°.	 Monto	 máximo	 de
cobertura	 y	 su	 publicidad.	 El	 monto	 máximo	 de	 cobertura	 es	 de	 S/.
62.000,00	por	persona	en	cada	empresa,	comprendidos	los	intereses,	siendo
reajustado	con	arreglo	a	lo	establecido	en	el	artículo	18.
A	 fin	 de	 determinar	 la	 cobertura	 del	 fondo	 para	 los	 asegurados	 de	 una
determinada	empresa	en	 liquidación,	 se	 toma	en	cuenta	el	monto	máximo
que	se	encuentre	vigente	al	momento	de	darse	inicio	a	los	pagos	a	favor	de
aquellos.
Esta	 cobertura	 deberá	 ser	 indicada	 por	 los	 miembros	 del	 fondo	 en	 la
publicidad	que	realicen	de	las	operaciones	que	ofrezcan	a	sus	clientes,	con
excepción	 de	 aquella	 que	 exclusivamente	 promocione	 una	 operación	 no
cubierta.
Ley	26702.
ART.	 154.—Modificado.	 Ley	 27008,	 Art.	 1°.	 Caso	 de	 disolución	 de	 un
miembro	del	 fondo.	Declarada	 la	disolución	de	un	miembro	del	 fondo,	 la
Superintendencia	 cuidará	 de	 que,	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 sesenta	 (60)
días,	se	prepare	y	remita	al	fondo	una	relación	de	los	asegurados	cubiertos,
con	 indicación	 del	 monto	 a	 que	 ascienden	 sus	 derechos,	 discriminando
capital	e	intereses.	Esta	relación	debe	ser	exhibida	cuando	menos	en	el	local
principal	de	 la	 empresa	de	que	 se	 trate,	 por	un	plazo	no	menor	de	 ciento
ochenta	(180)	días,	conjuntamente	con	un	aviso	en	el	que	se	dé	cuenta	de
las	fechas	y	de	los	lugares	en	los	que	se	ha	de	atender	a	los	asegurados.
Quienes	hubiesen	 sido	omitidos	en	 la	 relación	a	que	 se	 refiere	el	párrafo
anterior,	 pueden	 formular	 la	 reclamación	 correspondiente	 ante	 la
Superintendencia	en	un	plazo	de	sesenta	(60)	días	de	iniciada	la	exhibición
de	dicho	documento,	lo	cual	debe	ser	certificado	notarialmente.
Ley	26702.
ART.	155.—Compensación	de	obligaciones.	Si	 el	 asegurado	mantuviese
obligaciones	para	 con	el	miembro	del	 fondo	en	proceso	de	 liquidación,	 se
practica	 la	 compensación	 correspondiente	 y	 se	 le	 abona	 sólo	 el	 saldo	 que
pueda	 resultar	 a	 su	 favor.	 Esta	 compensación	 procede	 también,
ilimitadamente,	 respecto	 de	 las	 sumas	 originadas	 en	 los	 depósitos	 por
compensación	 de	 tiempo	 de	 servicios	 y	 de	 cualquier	 otra	 acreencia	 aun
intangible	o	inembargable	del	deudor.
Ley	26702.
ART.	 156.—Modificado.	 Ley	 27008,	 Art.	 1°.	 Inicio	 de	 los	 pagos	 que
corresponda	 realizar	 al	 fondo.	 Los	 pagos	 que	 corresponda	 efectuar	 al
fondo	se	inician	en	un	plazo	no	mayor	de	diez	(10)	días	hábiles	de	recibida
la	relación	de	que	trata	el	artículo	154,	los	que	deben	proseguir	de	manera
ininterrumpida.
La	Superintendencia	podrá	solicitar	al	 fondo	 los	recursos	necesarios	para
atender	 el	 pago	 a	 los	 depositantes	 asegurados,	 encontrándose	 el	 fondo
obligado	 a	 su	 transferencia	 inmediata.	 La	 Superintendencia	 deberá	 rendir
cuenta	del	uso	de	los	fondos	transferidos.
En	 caso	 de	 existir	 imposiciones	 a	 nombre	 de	 menores,	 se	 constituyen,
siempre	a	su	nombre,	un	depósito	de	ahorros	en	una	empresa	del	sistema
financiero.
Los	asegurados	que	no	cobrasen	la	cobertura	correspondiente	en	un	plazo
de	diez	 (10)	 años,	 contado	 a	 partir	 de	 la	 fecha	de	 iniciación	de	 los	 pagos,
pierden	su	derecho	sobre	dicha	cobertura,	pasando	ésta	a	formar	parte	de
los	 recursos	 del	 fondo,	 excepto	 los	 sujetos	 a	 medida	 cautelar	 y	 las
imposiciones	a	nombre	de	menores.
Ley	26702.
ART.	157.—Monto	no	cubierto	de	los	depósitos.	El	monto	no	cubierto	de
los	 depósitos	 efectuados	 por	 los	 asegurados	 de	 un	 miembro	 del	 fondo
constituye	crédito	a	 ser	 tomado	en	cuenta	para	 los	 fines	de	 la	 liquidación,
con	arreglo	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	117.
La	 empresa	 en	 liquidación	 queda	 obligada	 con	 el	 fondo,	 desde	 el	 día	 de
inicio	de	pago	del	seguro,	por	la	totalidad	de	las	sumas	en	moneda	nacional
y	extranjera	que	el	fondo	cubre	a	sus	clientes,	conforme	a	la	relación	a	que
se	refiere	el	artículo	154,	realizándose	el	pago	correspondiente	de	acuerdo	a
lo	señalado	en	el	artículo	117.
CAPÍTULO	IV
CENTRAL	DE	RIESGOS
Ley	26702.
ART.	 158.—Organización	 de	 la	 central	 de	 riesgos	 e	 información	 que
contendrá.	La	Superintendencia	tendrá	a	su	cargo	un	sistema	integrado	de
registro	 de	 riesgos	 financieros,	 crediticios,	 comerciales	 y	 de	 seguros
denominado	 “Central	 de	 Riesgos”,	 el	 mismo	 que	 contará	 con	 información
consolidada	y	clasificada	sobre	los	deudores	de	las	empresas.
Toda	 institución	 gremial	 que	 cuente	 con	 la	 infraestructura	 necesaria
correspondiente	 podrá	 tener	 acceso	 a	 esta	 Central,	 celebrando	 el
correspondiente	convenio	con	la	Superintendencia.
Se	 registrará	 en	 la	 Central	 de	 Riesgos,	 los	 riesgos	 por	 endeudamientos
financieros	y	crediticios	en	el	país	y	en	el	exterior,	 los	riesgos	comerciales
en	el	país,	los	riesgos	vinculados	con	el	seguro	de	crédito	y	otros	riesgos	de
seguro,	dentro	de	los	límites	que	determine	la	Superintendencia.
Además,	podrá	registrarse:
1.	Derogado.	Ley	28677,	Sexta.	Disp.	Final.
2.	Todo	encargo	fiduciario	que	comporte	la	transferencia	de	bienes,	con	la
indicación	 de	 estos	 últimos;	 lo	 que	 del	 mismo	 modo	 cumplirá	 fines	 de
información;	y
3.	 Cualquier	 otro	 tipo	 de	 endeudamiento	 que	 genere	 riesgos	 crediticios
adicionales	para	cualquier	acreedor.
La	 información	 correspondiente	 estará	 a	disposición	de	 las	 empresas	del
sistema	 financiero	 y	 de	 seguros,	 del	 Banco	 Central,	 de	 las	 empresas
comerciales	y	de	cualquier	interesado	en	general,	previo	pago	de	las	tarifas
que	 establezca	 la	 Superintendencia.	 Dicha	 información	 deberá	 ser
proporcionada	en	forma	sistemática,	integrada	y	oportuna.
La	Superintendencia	dictará	las	regulaciones	correspondientes.
Ley	26702.
ART.	 159.—Obligación	 de	 suministrar	 la	 información	 relevante.	 Las
empresas	 de	 los	 sistemas	 financiero	 y	 de	 seguros	 deben	 suministrar
periódica	y	oportunamente,	la	información	que	se	requiere	.para	mantener
actualizado	 el	 registro	 de	 que	 trata	 el	 artículo	 anterior.	 De	 contar	 con
sistemas	computarizados	proporcionarán	dicha	información	diariamente.
Toda	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 antes	 de	 otorgar	 un	 crédito	 deberá
requerir	a	 la	persona	natural	o	 jurídica	que·	 lo	solicite,	 la	 información	que
con	 carácter	 general	 establezca	 la	 Superintendencia.	 En	 caso	 de
incumplimiento	no	podrá	otorgarse	el	crédito.
Ley	26702.
ART.	 160.—Centrales	 de	 riesgos	 privadas.	 Es	 libre	 la	 constitución	 de
personas	 jurídicas	 que	 tengan	 por	 objeto	 proporcionar	 al	 público
información	 sobre	 los	 antecedentes	 crediticios	 de	 los	 deudores	 de	 las
empresas	de	los	sistemas	financiero	y	de	seguros	y	sobre	el	uso	indebido	del
cheque.
La	 Superintendencia	 podrá	 transferir	 total	 o	 parcialmente	 al	 sector
privado,	la	Central	de	Riesgos	a	que	se	refiere	el	artículo	158.
CAPÍTULO	V
ENCAJES
Ley	26702.
ART.	 161.—Encaje.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 están	 sujetas	 a
encaje	de	acuerdo	a	la	naturaleza	de	las	obligaciones	o	a	la	naturaleza	de	sus
operaciones,	según	lo	determine	el	Banco	Central.
Ley	26702.
ART.	162.—Encaje	mínimo	legal	v	encajes	adicionales.	El	encaje	mínimo
legal	 es	no	mayor	del	nueve	por	 ciento	del	 total	de	obligaciones	 sujetas	 a
encaje.
Por	 razones	 de	 política	 monetaria,	 el	 Banco	 Central	 puede	 establecer
encajes	 adicionales	 o	marginales,	 estando	 facultado	 a	 reconocer	 intereses
por	 los	 fondos	 con	 los	 que	 se	 les	 constituya,	 a	 la	 tasa	 que	 determine	 su
directorio.
Ley	26702.
ART.	163.—Constitución	e	inembargabilidad	de	los	encajes.	Los	encajes
sólo	pueden	estar	constituidos	por:
1.	Dinero	en	efectivo,	en	caja	de	la	empresa	de	que	se	trate;	y,
2.	Depósitos	en	el	Banco	Central.
La	 moneda	 extranjera	 no	 puede	 constituir	 encaje	 de	 obligaciones	 en
moneda	nacional,	ni	viceversa.
Las	 sumas	 que	 conforman	 el	 encaje	 exigido	 a	 las	 empresas	 del	 sistema
financiero	son	inembargables.	Para	efectos,	de	su	cálculo,	dichas	sumas	son
equivalentes	 al	 encaje	 exigible	 registrado	 en	 el	 último	 reporte	 de	 encaje
disponible.
Ley	26702.
ART.	164.—Corresponde	al	banco	central.	Corresponde	al	Banco	Central:
1.	 Determinar	 la	 tasa	 del	 encaje	 mínimo	 legal	 y	 las	 tasas	 de	 los	 encajes
adicionales	o	marginales	a	que	se	refiere	el	artículo	162	de	la	presente	ley.
2.	Controlar	el	cumplimiento	de	los	encajes	e	imponer	las	sanciones	a	que
hubiere	lugar,	sin	perjuicio	de	la	función	fiscalizadora	que	corresponde	a	la
Superintendencia.
3.	Determinar	los	períodos	de	encaje.
4.	Determinar	las	obligaciones	que	se	encuentran	sujetas	a	encaje.
5.	Establecer	el	método	y	la	base	de	cálculo	para	su	aplicación.
6.	 Señalar	 los	 aspectos	 que	 han	 de	 contener	 los	 informes	 que	 se	 les
suministre	sobre	esa	materia.
7.	Emitir	las	normas	reglamentarias	del	encaje	que	fueren	necesarias	para
la	ejecución	de	sus	políticas.
Ley	26702.
ART.	165.—Reformulación	de	informes.	El	Banco	Central	puede	disponer
la	 reformulación	 por	 una	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 de	 los	 informes
periódicos	 que	 hubiere	 presentado	 sobre	 su	 situación	 de	 encaje.	 Sin
embargo,	transcurrido	un	(1)	alío	de	la	entrega	de	un	informe	se	tiene	éste
por	exacto	y	definitivo.
Ley	26702.
ART.	 166.—Déficit	 de	 encaje.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 que
incurren	 en	 déficit	 de	 encaje	 son	 sancionadas	 con	 una	 multa	 de	 monto
progresivo,	según	determinación	del	Banco	Central.
La	 exoneración	 o	 la	 reducción	 de	 la	 multa	 por	 déficit	 de	 encaje	 que
resuelva	el	Banco	Central,	de	acuerdo	con	lo	que	prescribe	su	Ley	Orgánica,
determina	la	interrupción	de	la	progresión	de	que	trata	el	párrafo	anterior.
CAPÍTULO	VI
GARANTÍAS
Ley	26702.
ART.	167.—Derogado.	Ley	27287,	Primera	Disp.	Derog.
Ley	26702.
ART.	168.—Derogado.	Ley	27287,	Primera	Disp.	Derog.
Ley	26702.
ART.	169.—Presunción	de	endoso	en	garantía.	Cuando	un	título	valor	u
otro	susceptible	de	negociación	por	endoso,	excepto	el	cheque,	se	encuentre
en	poder	de	una	empresa	del	sistema	financiero,	el	endoso	puesto	en	él	se
presume	hecho	en	garantía,	a	menos	que	medie	estipulación	en	contrario.
Ley	26702.
ART.	170.—Presunción	de	la	existencia	de	prenda.	La	sola	entrega	a	una
empresa	 del	 sistema	 financiero	 de	 bonos	 u	 otros	 valores	 mobiliarios	 no
comprendidos	 en	 el	 artículo	 precedente,	 constituye	 prenda	 sobre	 tales
bienes,	 en	 garantía	 de	 las	 obligaciones	 de	 quien	 hiciera	 la	 entrega,	 salvo
estipulación	en	contrario.
Respecto	 de	 la	 prenda	 sobre	 acciones,	 rige	 lo	 establecido	 por	 las
disposiciones	pertinentes	de	 la	 Ley	General	 de	 Sociedades	o	de	 la	 Ley	del
Mercado	de	Valores,	según	sea	el	caso.
Ley	26702.
ART.	 171.—Carácter	 preferente	 de	 las	 garantías	 reales.	 El	 carácter
preferente	propio	de	las	garantías	reales	inscribibles	o	no,	no	se	afecta	por
la	eventual	existencia	de	deudas	tributarias	a	cargo	del	constituyente.
Ley	26702.
ART.	172.—Modificado.	Ley	27851,	Art.	1°.	Garantías	respaldan	todas
las	 obligaciones	 frente	 a	 la	 empresa.	 Los	 bienes	 dados	 en	 hipoteca,
prenda	o	warrant	a	favor	de	una	empresa	del	sistema	financiero,	respaldan
todas	las	deudas	y	obligaciones	propias,	existentes	o	futuras	asumidas	para
con	ella	por	el	deudor	que	los	afecta	en	garantía,	siempre	que	así	se	estipule
expresamente	en	el	contrato.
Modificado.	Ley	27851,	Art.	1°.	Cuando	los	bienes	afectados	en	garantía	a
favor	 de	 una	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 son	 de	 propiedad	 distinta	 al
deudor,	 éstas	 sólo	 respaldan	 las	 deudas	 y	 obligaciones	 del	 deudor	 que
hubieran	sido	expresamente	señaladas	por	el	otorgante	de	la	garantía.
La	 liberación	y	extinción	de	toda	garantía	real	constituida	en	 favor	de	 las
empresas	del	 sistema	 financiero	 requiere	 ser	expresamente	declarada	por
la	empresa	acreedora.	La	extinción	dispuesta	por	el	artículo	3°	de	la	Ley	N°
26639	no	es	de	aplicación	para	los	gravámenes	constituidos	en	favor	de	una
empresa.
NOTA:	La	Ley	27851	fue	derogada	por	la	Sexta	Disposición	Final	de	la	Ley	28677,	publicada	el	01	de
marzo	del	2006.
Ley	26702.
ART.	 173.—Extensión	 a	 la	 indemnización	 debida.	 Las	 prendas	 y	 las
hipotecas	 constituidas	 en	 favor	 de	 una	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 se
extienden	 a	 la	 indemnización	debida	 en	 caso	de	 siniestro,	 si	 los	 bienes	 se
encontrasen	 asegurados,	 sin	 perjuicio	 de	 los	 seguros	 que	 puedan	 haberse
constituido	expresamente	en	favor	de	la	empresa.
Las	empresas	de	seguros	sin	necesidad	de	mandato	judicial,	y	en	todo	caso
a	simple	requerimiento	escrito	de	la	empresa	del	sistema	financiero,	están
obligadas	a	abonar	la	indemnización	debida,	bajo	sanción	de	segundo	pago,
en	caso	que	hicieren	entrega	del	valor	indemnizatorio	a	terceros.
En	 el	 caso	 de	 seguros	 que	 se	 refieran	 a	 mercaderías	 amparadas	 por
warrants,	 el	 cobro	 de	 la	 indemnización	 se	 efectuará	 de	 acuerdo	 con	 las
disposiciones	de	la	Ley	N°	2763,	sobre	warrants	y	almacenes	generales	de
depósitos.
Ley	26702.
ART.	174.—Extensión	a	la	cantidad	que	deban	pagar	los	responsables
de	 los	 bienes	 gravados.	 El	 derecho	 que	 para	 una	 empresa	 del	 sistema
financiero	 deriva	 de	 la	 constitución	 a	 su	 favor	 de	 prendas	 o	 hipotecas,	 se
extiende	a	 las	 cantidades	que	deban	pagar	 los	 responsables	de	 la	pérdida,
deterioro	o	destrucción	de	los	bienes	gravados.
Si	existiere	proceso	civil	o	penal	en	trámite,	cualquiera	fuere	su	estado,	aun
en	 ejecución	 de	 sentencia,	 el	 juez,	 a	 simple	 requerimiento	 escrito	 de	 la
empresa,	debe	disponer	que	la	suma	que	se	hubiere	ordenado	o	se	pudiera
ordenar	pagar,	 sea	abonada	directamente	a	 favor	de	ella.	La	empresa	será
considerada	como	parte	del	proceso	y	podrá	sustituir	al	demandante	o	a	la
parte	civil,	según	sea	el	caso.
Ley	26702.
ART.	 175.—Venta	 de	 los	 bienes	 gravados.	 Las	 empresas	 del	 sistema
financiero	pueden	solicitar	la	venta	de	los	bienes	que	se	les	haya	afectado	en
prenda	o	eh	hipoteca	en	los	siguientes	casos:
1.	Si	el	deudor	dejara	de	pagar	una	o	más	cuotas	en	los	plazos	establecidos.
2.	 Si	 la	 garantía	 se	 hubiese	 depreciado	 o	 deteriorado	 a	 punto	 tal	 que	 se
encuentre	 en	 peligro	 la	 recuperación	 del	 crédito,	 según	 opinión	 de	 perito
tasador	registrado	en	la	Superintendencia.
3.	 Si	 el	 deudor	 o	 la	 empresa	 del	 sistema	 financiero,	 son	 demandados
respecto	de	la	propiedad	de	los	bienes	dados	en	garantía.
4.	Si	el	deudor	realiza	actos	de	disposición	o	constituye	otros	gravámenes
sobre	los	bienes	afectados	en	garantía,	con	perjuicio	de	los	derechos	que	a	la
empresa	corresponde	como	acreedora.
5.	Si	por	cualquier	título	el	deudor	cede	la	posesión	de	los	bienes	dados	en
garantía	sin	recabar	la	conformidad	de	la	empresa	acreedora.
Ley	26702.
ART.	176.—Bloqueo	registral.	Las	 empresas	del	 sistema	 financiero	 y	 de
seguros	 pueden	 hacer	 uso	 del	 bloqueo	 registra!	 para	 la	 inscripción	 de
cualquier	acto	ante	los	registros	que	integran	los	Registros	Públicos,	siendo
de	aplicación,	en	lo	que	fuere	pertinente,	lo	dispuesto	por	el	Decreto	ley	N°
18278,	ampliatorias	y	modificatorias.
Los	 contratos	 que	 estas	 empresas	 celebren	 con	 sus	 clientes,	 podrán
extenderse	en	documento	privado	con	firma	legalizada	notarialmente,	o	ser
protocolizado	notarialmente,	 los	mismos	que	serán	inscritos	sin	necesidad
de	 escritura	 pública	 en	 el	 Registro	 Público	 correspondiente,	 salvo	 los
contratos	 cuyo	 valor	 exceda	 de	 cuarenta	 (40)	 UITs,	 en	 cuyo	 caso	 sí	 es
necesaria	la	escritura	pública.
CAPÍTULO	VII
DISPOSICIONES	VARIAS
Ley	26702.
ART.	 177.—No	 aplicación	 a	 las	 empresas	 de	 las	 normas	 sobre
insolvencia	 y	 reestructuración	 patrimonial.	 Las	 situaciones	 de
insolvencia	y,	en	su	caso,	de	reestructuración	patrimonial	de	 las	empresas
reguladas	 por	 la	 presente	 ley,	 se	 encuentran	 sujetas	 exclusivamente	 a	 las
normas	aquí	contenidas.
La	 responsabilidad	 que	 recaiga	 sobre	 los	 directores	 y	 gerentes	 de	 las
empresas	de	los	sistemas	financiero	o	de	seguros	declaradas	en	disolución	y
liquidación,	estará	sujeta	a	las	normas	contenidas	en	los	artículos	209,	210,
211	y	213	del	Código	Penal.
Ley	26702.
ART.	178.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Administración	de	activos
y	 pasivos.	 Las	 empresas	 deben	 establecer	 un	 adecuado	 proceso	 de
administración	 de	 activos	 y	 pasivos.	 Dicho	 proceso	 debe	 incluir	 la
identificación,	 medición,	 control	 y	 reporte	 de	 los	 riesgos	 a	 los	 que	 se
encuentren	expuestas	por	la	prestación	de	servicios	financieros,	tales	como
riesgo	de	liquidez,	riesgo	de	mercado	y	riesgo	operacional.
Ley	26702.
ART.	 179.—Carácter	 de	 declaración	 jurada	 de	 toda	 información
presentada	 a	 una	 empresa.	 Toda	 información	 proporcionada	 por	 el
cliente	a	una	empresa	del	sistema	financiero	o	del	sistema	de	seguros	tiene
el	carácter	de	declaración	jurada.
Quien	valiéndose	de	información	o	documentación	falsa	sobre	su	situación
económica	y	financiera,	obtiene	de	una	empresa	de	los	sistemas	financiero	o
de	seguros,	una	o	más	operaciones	de	crédito,	directas	o	indirectas,	incluido
el	 arrendamiento	 financiero	 o	 la	 prórroga	 o	 refinanciación	 de	 tales
operaciones,	queda	sujeto	a	la	sanción	establecida	en	el	primer	párrafo	del
artículo	247	del	Código	Penal.
Sin	perjuicio	de	 la	 sanción	penal	a	que	se	alude	en	el	párrafo	anterior,	 la
empresa	 está	 facultada,	 para	 resolver	 el	 respectivo	 contrato	 o	 dar	 por
vencidos	todos	los	plazos	pactados,	procediendo	a	exigir	la	ejecución	de	las
garantías	correspondientes.
El	deudor	de	una	empresa	del	sistema	financiero	no	puede	realizar	acto	de
disposición	a	título	gratuito	de	sus	bienes,	sin	previa	comunicación	escrita	a
la	empresa	acreedora.	Los	actos	a	título	gratuito	u	oneroso	que	revistan	el
carácter	de	 simulados,	 serán	 ineficaces	de	 conformidad	 con	 lo	 establecido
en	 los	 artículos	 219	 inciso	 5)	 y	 221	 inciso	 3)	 del	 Código	 Civil,	 según
corresponda.
El	 acreedor	 puede	 ejercer	 el	 derecho	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 1219,
inciso	4)	del	Código	Civil.
Ley	26702.
ART.	 180.—Auditoria	 de	 las	 empresas.	 Adicionalmente	 a	 las	 normas
generales	 que	 regulan	 las	 auditorías,	 la	 Superintendencia	 establecerá
requisitos	 y	 estándares	 de	 auditoría	 interna	 y	 externa	 para	 el	 caso	 de	 las
empresas	 de	 los	 sistemas	 financiero	 y	 de	 seguros.	 Las	 empresas	 deberán
someter	 la	evaluación	del	 cumplimiento	de	 tales	 requisitos	y	estándares	a
los	auditores	externos,	quienes	deberán	emitir	su	opinión	al	respecto	en	el
dictamen	a	los	estados	financieros.
La	omisión	o	el	defectuoso	cumplimiento	por	los	auditores	externos	de	lo
dispuesto	por	el	párrafo	anterior,	será	sancionado	por	la	Superintendencia
con	la	exclusión	del	registro	correspondiente.
Ley	26702.
ART.	181.—Publicidad	que	realicen	las	empresas.	En	 la	publicidad	que
efectúen	 las	empresas	del	 sistema	 financiero	en	 relación	con	 los	 intereses
que	 reconozcan	 a	 los	 depositantes,	 es	 obligatorio	 indicar	 el	 efectivo
rendimiento	 anual	 de	 las	 imposiciones.	 La	 Superintendencia	 sanciona	 la
omisión	 en	 que	 se	 incurra,	 así	 como	 los	 casos	 en	 que	 la	 información	 sea
equívoca	o	induzca	a	error.
Ley	26702.
ART.	 182.—Depósitos	 inmovilizados	 por	 diez	 años.	 Los	 depósitos,
títulos	 valores	 u	 otros	 bienes	 de	 los	 clientes	 que	 permanezcan	 en	 una
empresa	del	 sistema	 financiero	durante	diez	años,	 sin	que	se	haga	nuevas
imposiciones	ni	se	retire	parte	de	ellos	o	de	sus	 intereses	y	sin	que	medie
reclamación	 durante	 ese	 lapso,	 al	 igual	 que	 los	 respectivos	 rendimientos,
constituyen	recursos	del	fondo.
Ley	26702.
ART.	 183.—Plazo	 de	 conservación	 de	 documentos.	 Las	 empresas	 del
sistema	financiero	están	obligadas	a	conservar	sus	libros	y	documentos	por
un	plazo	no	menor	de	diez	(10)	años.	Si,	dentro	de	ese	plazo,	se	promueve
acción	 judicial	 contra	 ellas,	 la	 obligación	 en	 referencia	 subsiste	 en	 tanto
dure	el	proceso,	respecto	de	todos	los	documentos	que	guarden	relación	con
la	materia	controvertida.
Para	 los	 fines	 de	 lo	 dispuesto	 en	 este	 artículo,	 puede	 hacerse	 uso	 de
microfilms	u	otros	medios	análogos,	con	aplicación	de	la	ley	de	la	materia.
TÍTULO	II
LÍMITES	Y	PROHIBICIONES
CAPÍTULO	I
PATRIMONIO	EFECTIVO
Ley	26702.
ART.	 184.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Patrimonio	 efectivo.	 El
patrimonio	efectivo	de	las	empresas	podrá	ser	destinado	a	cubrir	riesgo	de
crédito,	riesgo	de	mercado	y	riesgo	operacional.	Será	determinado	sumando
el	 patrimonio	 básico	 y	 el	 patrimonio	 suplementario,	 según	 el	 siguiente
procedimiento:
A.	 El	 patrimonio	 básico	 o	 patrimonio	 de	 nivel	 1	 estará	 constituido	 de	 la
siguiente	manera:
1.	Se	suman	al	capital	pagado,	las	reservas	legales,	la	prima	suplementaria
de	capital	y	 las	reservas	 facultativas	que	sólo	puedan	ser	reducidas	previa
conformidad	 de	 la	 Superintendencia,	 si	 las	 hubiere.	 El	 capital	 pagado
incluye	 las	 acciones	 comunes	 y	 las	 acciones	 preferentes	 perpetuas	 con
derecho	a	dividendo	no	acumulativo.
2.	Se	suman	las	utilidades	de	ejercicios	anteriores	y	del	ejercicio	en	curso
que	cuenten	con	acuerdo	de	capitalización.
3.	Se	suman	otros	elementos	que	reúnan	características	de	permanencia	y
absorción	de	pérdidas	similares	a	los	elementos	del	numeral	1,	de	acuerdo
con	las	normas	establecidas	por	la	Superintendencia.
4.	Se	restan	las	pérdidas	de	ejercicios	anteriores	y	del	ejercicio	en	curso,	así
como	el	déficit	de	provisiones	que	se	haya	determinado.
5.	Se	resta	el	monto	de	la	plusvalía	mercantil	o	crédito	mercantil	(goodwill)
producto	de	la	reorganización	de	la	empresa,	así	como	de	la	adquisición	de
inversiones.
6.	 Se	 resta	 la	 mitad	 del	 monto	 a	 que	 se	 refiere	 el	 literal	 C	 del	 presente
artículo.	En	caso	no	exista	patrimonio	de	nivel	2,	el	cien	por	ciento	(100%)
del	literal	C	se	deducirá	del	patrimonio	de	nivel	1.
Los	 elementos	 contemplados	 en	 el	 numeral	 3	 sólo	 podrán	 computarse
hasta	 un	 17,65%	 del	 monto	 correspondiente	 a	 los	 componentes
considerados	en	los	numerales	1,	2,	4	y	5.
B.	 El	 patrimonio	 suplementario	 estará	 constituido	 por	 la	 suma	 del
patrimonio	de	nivel	2	y	del	patrimonio	de	nivel	3.
El	patrimonio	de	nivel	2	se	constituirá	como	sigue:
1.	Se	suman	las	reservas	facultativas	que	puedan	ser	reducidas	sin	contar
con	la	conformidad	previa	de	la	Superintendencia,	si	las	hubiere.
2.	Se	suma	la	parte	computable	de	la	deuda	subordinada	redimible	y	de	los
instrumentos	 con	 características	 de	 capital	 y	 de	 deuda	 que	 indique	 la
Superintendencia,	de	conformidad	con	el	artículo	233.
3.	 Cuando	 se	 emplee	 el	 método	 estándar	 para	 la	 determinación	 del
requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de	 crédito,	 se	 suma	 las
provisiones	genéricas	hasta	el	uno	punto	veinticinco	por	ciento	(1,25%)	de
los	 activos	 y	 contingentes	 ponderados	 por	 riesgo	 de	 crédito.	 En	 caso	 se
empleen	 modelos	 internos	 para	 el	 citado	 requerimiento	 patrimonial,	 se
sumará	hasta	seis	décimos	por	ciento	(0,6%)	de	los	activos	y	contingentes
ponderados	 por	 riesgo	 de	 crédito,	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 el
artículo	189.
4.	 Se	 detrae	 la	mitad	 del	monto	 a	 que	 se	 refiere	 el	 literal	 C	 del	 presente
artículo.	En	caso	no	exista	patrimonio	de	nivel	2,	el	cien	por	ciento	(100%)
del	literal	C	se	deducirá	del	patrimonio	de	nivel	1.
El	 patrimonio	 de	 nivel	 3	 estará	 constituido	 por	 la	 deuda	 subordinada
redimible	 exclusiva	 para	 soportar	 riesgo	 de	 mercado	 a	 que	 se	 refiere	 el
artículo	233.
C.	 Los	 conceptos	 que	 deberán	 deducirse	 del	 patrimonio	 de	 nivel	 1	 y	 del
patrimonio	 de	 nivel	 2,	 de	 conformidad	 con	 lo	 señalado	 en	 los	 literales
anteriores	son	los	siguientes:
1.	El	monto	de	 la	 inversión	en	acciones	y	en	deuda	subordinada	emitidas
por	otras	empresas	del	sistema	financiero	o	del	sistema	de	seguros	del	país
o	del	exterior.
2.	El	monto	de	la	 inversión	en	acciones	y	en	deuda	subordinada	hecha	en
empresas	 con	 las	 que	 corresponde	 consolidar	 los	 estados	 financieros,
incluyendo	las	holding	y	las	subsidiarias	a	que	se	refieren	los	artículos	34	y
224,	de	conformidad	con	lo	que	establezca	la	Superintendencia.
3.	El	monto	en	que	la	inversión	en	acciones	en	una	empresa	del	sector	real
con	 la	 que	 no	 corresponda	 consolidar	 no	 considerada	 en	 la	 cartera	 de
negociación	 exceda	 el	 15%	 del	 patrimonio	 efectivo,	 y	 el	monto	 en	 que	 la
inversión	 total	 en	 acciones	 en	 empresas	 del	 sector	 real	 con	 las	 que	 no
corresponda	 consolidar	 no	 consideradas	 en	 la	 cartera	 de	 negociación
exceda	 el	 60%	 del	 patrimonio	 efectivo.	 El	 patrimonio	 efectivo	 a	 que	 se
refiere	 este	 numeral	 se	 calculará	 sin	 incluir	 los	 numerales	 3	 ni	 4	 del
presente	literal.
4.	Si	fuese	el	caso,	el	resultado	de	la	aplicación	del	artículo	189.
La	Superintendencia	 reglamentará	 los	 requisitos	adicionales	que	deberán
cumplir	los	componentes	del	patrimonio	efectivo.
Ley	26702.
ART.	185.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Límites	en	el	cómputo	del
patrimonio	 efectivo.	 Para	 la	 determinación	 del	 patrimonio	 efectivo	 se
deberán	respetar	los	siguientes	límites	entre	los	componentes:
1.	El	patrimonio	suplementario	no	podrá	ser	superior	al	patrimonio	básico.
2.	La	deuda	subordinada	redimible	del	patrimonio	de	nivel	2	no	podrá	ser
superior	 al	 cincuenta	 por	 ciento	 (50%)	 del	 monto	 correspondiente	 a	 los
componentes	del	patrimonio	básico	considerados	en	los	numerales	1,	2,	3,	4
y	5	del	literal	A	del	artículo	184.
3.	El	patrimonio	de	nivel	3	no	podrá	ser	superior	al	doscientos	cincuenta
por	 ciento	 (250%)	 del	 monto	 correspondiente	 a	 los	 componentes	 del
patrimonio	básico	considerados	en	los	numerales	1,	2,	3,	4	y	5	del	literal	A
del	artículo	184	asignados	a	cubrir	riesgo	de	mercado.
Ley	26702.
ART.	186.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Metodologías	de	medición
de	 riesgos	 utilizadas	 para	 el	 cálculo	 de	 los	 requerimientos	 de
patrimonio	 efectivo.	 La	 Superintendencia	 determinará	 las	 metodologías
para	 la	medición	del	 riesgo	de	 crédito,	del	 riesgo	de	mercado	y	del	 riesgo
operacional	 que	 serán	 utilizadas	 por	 las	 empresas	 para	 calcular	 los
requerimientos	de	patrimonio	efectivo.
Para	 el	 cálculo	 del	 requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de
crédito,	 las	 empresas	 utilizarán	 el	 método	 estándar	 de	 acuerdo	 con	 lo
estipulado	 en	 el	 artículo	 187,	 o	modelos	 internos	 según	 lo	 señalado	 en	 el
artículo	188.
Para	 el	 cálculo	 del	 requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de
mercado,	 las	 empresas	 utilizarán	 el	 método	 estándar	 de	 acuerdo	 con	 lo
estipulado	 en	 el	 artículo	 192,	 o	modelos	 internos	 según	 lo	 señalado	 en	 el
artículo	193.
Para	 el	 cálculo	 del	 requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo
operacional,	 las	 empresas	 utilizarán	 el	 método	 del	 indicador	 básico,	 el
método	estándar	alternativo,	o	métodos	avanzados,	según	lo	señalado	en	el
artículo	194.
En	 caso	 de	 incumplimiento	 de	 las	 disposiciones	 que	 establezca	 la
Superintendencia	para	el	uso	de	modelos	internos	para	riesgo	de	crédito	o
riesgo	 de	 mercado,	 así	 como	 del	 método	 estándar	 alternativo	 o	 métodos
avanzados	para	 riesgo	 operacional,	 la	 Superintendencia	 podrá	determinar
que	la	empresa	calcule	su	requerimiento	de	patrimonio	efectivo	de	acuerdo
con	el	método	que	utilizaba	previo	a	la	autorización	correspondiente,	según
las	normas	que	establezca	dicho	órgano	de	control.
Tratándose	 de	 empresas	 que	 inicien	 el	 cálculo	 del	 requerimiento	 de
patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 operacional	 con	 el	 método	 estándar
alternativo,	en	caso	de	incumplimiento	de	las	disposiciones	que	establezca
la	 Superintendencia	 para	 el	 uso	 de	 dicho	 método,	 deberán	 calcular	 su
requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 operacional	 de	 acuerdo
con	el	método	del	indicador	básico.
Ley	26702.
ART.	 187.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Requerimiento	 de
patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de	 crédito	 mediante	 el	 método
estándar.	Salvo	en	caso	de	contar	con	autorización	de	la	Superintendencia
para	calcular	el	requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	de	crédito
conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	188,	las	empresas	deberán	emplear	el
método	estándar	para	el	 cálculo	del	 requerimiento	de	patrimonio	efectivo
por	riesgo	de	crédito	y	deberán	ponderar	el	monto	de	sus	exposiciones	por
los	factores	que	sean	asignados	en	función	de	la	clasificación	de	riesgo	de	la
contraparte	 o,	 en	 caso	 corresponda,	 determinados	 de	 acuerdo	 con	 el
portafolio	de	activos,	según	las	normas	que	establezca	la	Superintendencia.
Las	 partidas	 fuera	 de	 balance	 serán	 convertidas	 en	 exposiciones
equivalentes	 de	 riesgo	 de	 crédito	 mediante	 la	 utilización	 de	 factores	 de
conversión	a	riesgo	de	crédito,	de	acuerdo	con	las	normas	que	establezca	la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 188.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Requerimiento	 de
patrimonio	efectivo	por	riesgo	de	crédito	mediante	modelos	internos.
Las	 empresas	 podrán	 emplear	 modelos	 internos	 para	 calcular	 el
requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de	 crédito	 previa
autorización	de	la	Superintendencia.	Para	dicho	efecto,	la	Superintendencia
establecerá	 los	 requisitos	 y	 demás	 disposiciones	 que	 deberán	 cumplir	 las
empresas	y	los	referidos	modelos	internos.
Ley	26702.
ART.	 189.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Compensación	 de
provisiones	por	riesgo	de	crédito	en	la	aplicación	de	modelos	internos.
Las	 empresas	 que	 utilicen	 modelos	 internos	 para	 el	 cálculo	 del
requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de	 crédito,	 deberán
comparar	 (i)	 el	 volumen	 total	 de	 provisiones	 constituidas	 por	 riesgo	 de
crédito	 con	 (ii)	 las	 pérdidas	 esperadas	 totales	 calculadas	 con	 los	modelos
internos.
Cuando	 la	 pérdida	 esperada	 total	 sea	 superior	 al	 total	 de	 provisiones
constituidas	 por	 riesgo	 de	 crédito,	 las	 empresas	 deberán	 deducir	 la
diferencia	 utilizando	 un	 50%	 del	 patrimonio	 de	 Nivel	 1	 y	 un	 50%	 del
patrimonio	de	Nivel	2.	En	caso	no	exista	patrimonio	de	Nivel	2,	el	100%	de
la	diferencia	se	deducirá	del	patrimonio	de	Nivel	1.
Cuando	la	pérdida	esperada	total	sea	inferior	al	conjunto	de	las	provisiones
constituidas	 por	 riesgo	 de	 crédito,	 las	 empresas	 podrán	 reconocer	 la
diferencia	 como	 patrimonio	 de	 Nivel	 2	 hasta	 un	máximo	 del	 0,6%	 de	 los
activos	y	contingentes	ponderados	por	riesgo	de	crédito.
Ley	26702.
ART.	 190.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Criterios	 para	 la
ponderación	 de	 activos	 y	 contingentes	 por	 riesgo	 de	 crédito.	 Para	 el
cálculo	de	los	activos	y	contingentes	ponderados	por	riesgo	de	crédito,	rige
lo	siguiente:
1.	No	se	incluyen	aquellos	activos	que	hayan	sido	deducidos	del	patrimonio
efectivo	de	acuerdo	con	lo	establecido	en	el	artículo	184.
2.	Las	provisiones	no	 consideradas	en	el	patrimonio	efectivo,	 se	deducen
del	 activo	 o	 categoría	 de	 activo	 que	 corresponda	 en	 el	 caso	 del	 método
estándar.	En	el	caso	del	uso	de	modelos	internos,	se	consideran	los	activos
sin	deducir	provisiones.
3.	Las	amortizaciones	del	 activo	 intangible	y	 las	depreciaciones	 se	 restan
de	las	respectivas	cuentas.
4.	 La	valuación	de	 los	 activos	en	moneda	extranjera	 se	 efectúa	al	 tipo	de
cambio	de	la	fecha	que	se	utilice	para	la	presentación	a	la	Superintendencia
de	los	informes	de	que	trata	el	artículo	197.
Ley	26702.
ART.	 191.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Mitigantes	 de	 riesgo	 de
crédito.	 Los	 cálculos	 de	 provisiones	 y	 del	 requerimiento	 de	 patrimonio
efectivo	 por	 riesgo	 de	 crédito	 señalados	 en	 los	 artículos	 133,	 187	 y	 188
podrán	 resultar	menores	 en	 caso	 las	 exposiciones	 cuenten	 con	mitigantes
de	 riesgo	 de	 crédito.	 La	 Superintendencia	 determinará	 los	mitigantes	 que
podrán	 ser	 considerados	 para	 fines	 de	 la	 reducción	 de	 las	 exposiciones	 y
reglamentará	los	requisitos	que	deberán	cumplir	tales	mitigantes,	así	como
la	metodología	de	cómputo	de	dichas	reducciones.
Ley	26702.
ART.	 192.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Requerimiento	 de
patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de	 mercado	 mediante	 el	 método
estándar.	Salvo	en	caso	de	contar	con	autorización	de	la	Superintendencia
para	 calcular	 el	 requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de
mercado	conforme	a	lo	dispuesto	en	el	artículo	193,	 las	empresas	deberán
emplear	 el	 método	 estándar	 para	 el	 cálculo	 del	 requerimiento	 de
patrimonio	efectivo	por	riesgo	de	mercado,	según	las	normas	que	establezca
la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 193.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Requerimiento	 de
patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de	 mercado	 mediante	 modelos
internos.	Las	empresas	podrán	emplear	modelos	 internos	para	calcular	el
requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 de	 mercado	 previa
autorización	de	la	Superintendencia.	Para	dicho	efecto,	la	Superintendencia
establecerá	 los	 requisitos	 y	 demás	 disposiciones	 que	 deberán	 cumplir	 las
empresas	y	los	referidos	modelos	internos.
Ley	26702.
ART.	 194.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Requerimiento	 de
patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 operacional.	 Las	 empresas	 deberán
emplear	 uno	 de	 los	 siguientes	 métodos	 de	 cálculo	 para	 determinar	 el
requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	operacional:
1.	Método	del	indicador	básico:	En	este	método,	el	requerimiento	se	calcula
considerando	un	indicador	de	exposición	basado	en	los	ingresos	brutos	de
la	empresa,	y	un	factor	de	ponderación.
2.	 Método	 estándar	 alternativo:	 En	 este	 método,	 el	 requerimiento	 se
calcula	considerando	indicadores	de	exposición	relacionados	a	los	ingresos
brutos	 de	 las	 líneas	 de	 negocio	 estándares	 definidas	 por	 la
Superintendencia,	 así	 como	 a	 los	 saldos	 de	 las	 colocaciones.	 Se	 utilizan
factores	de	ponderación	para	cada	línea	de	negocio.
3.	Métodos	avanzados:	En	estos	métodos,	el	requerimiento	se	calcula	sobre
la	base	de	los	modelos	internos	de	medición	de	riesgo	operacional	definidos
por	las	empresas.
Las	 empresas	 podrán	 iniciar	 el	 cálculo	 del	 requerimiento	 de	 patrimonio
efectivo	por	riesgo	operacional	mediante	el	método	del	indicador	básico	o	el
método	 estándar	 alternativo.	 No	 obstante,	 el	 uso	 del	 método	 estándar
alternativo	requerirá	previa	autorización	de	la	Superintendencia,	según	las
normas	que	establezca	dicho	órgano	de	control.
Para	 hacer	 uso	 de	 los	 métodos	 avanzados	 se	 requerirá,	 también,
autorización	 previa	 de	 la	 Superintendencia,	 según	 las	 normas	 que
establezca	dicho	órgano	de	control.
Ley	26702.
ART.	195.—Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.	3°.
Ley	26702.
ART.	 196.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Clasificación	 de	 riesgo
para	 los	 requerimientos	 de	 patrimonio	 efectivo.	 La	 Superintendencia
establecerá	 la	 forma	 en	 que	 las	 clasificaciones	 de	 riesgo	 podrán	 ser
empleadas	para	el	cálculo	de	los	requerimientos	de	patrimonio	efectivo.
Ley	26702.
ART.	 197.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Informes	 sobre
requerimientos	de	patrimonio	efectivo.	La	Superintendencia	establecerá
la	 periodicidad,	 formato	 y	 demás	 condiciones	 de	 los	 informes	 que	 deban
presentar	 las	empresas,	elaborados	de	acuerdo	con	el	plan	de	cuentas	que
apruebe	 dicho	 organismo.	 Dichos	 informes	 deberán	 mostrar:	 el
requerimiento	 patrimonial,	 las	 posiciones	 afectas	 a	 los	 distintos	 riesgos,
estados	financieros	y	otros	temas	que	considere	la	Superintendencia.
CAPÍTULO	II
CONCENTRACIÓN	DE	CARTERA	Y	LÍMITES	OPERATIVOS
Ley	26702.
ART.	198.—Calculo	de	límites	operativos.	Los	límites	para	las	operaciones
de	las	empresas	se	determinan	en	función	de	su	patrimonio	efectivo.
Ley	26702.
ART.	199.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Límite	global.	El	patrimonio
efectivo	 de	 las	 empresas	 debe	 ser	 igual	 o	mayor	 al	 10%	 de	 los	 activos	 y
contingentes	ponderados	por	riesgo	totales	que	corresponden	a	la	suma	de:
el	requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	de	mercado	multiplicado
por	 10,	 el	 requerimiento	 de	 patrimonio	 efectivo	 por	 riesgo	 operacional
multiplicado	por	10,	y	los	activos	y	contingentes	ponderados	por	riesgo	de
crédito.	 Dicho	 cómputo	 debe	 incluir	 toda	 exposición	 o	 activo	 en	 moneda
nacional	o	extranjera,	incluidas	sus	sucursales	en	el	extranjero.
Las	empresas	deberán	contar	con	un	proceso	para	evaluar	la	suficiencia	de
su	patrimonio	efectivo	en	función	a	su	perfil	de	riesgo.
Es	 responsabilidad	del	directorio	asegurarse	que	 las	empresas	 tengan	un
patrimonio	 efectivo	 por	 encima	 del	 límite	 global	 antes	 mencionado
anticipando	 posibles	 fluctuaciones	 negativas	 del	 ciclo	 económico	 y	 en
función	al	perfil	de	riesgo	de	su	negocio.
Ley	26702.
ART.	 200.—Límites	 globales	 por	 operaciones.	 En	 las	 operaciones	 que
efectúen	con	arreglo	al	artículo	221	las	empresas	a	que	se	refiere	el	literal	A
del	artículo	16	están	sujetas	a	los	siguientes	límites	globales,	en	función	del
patrimonio	efectivo:
1.	Para	la	adquisición	de	facturas	a	que	se	refiere	el	numeral	10:	el	quince
por	ciento	(15%).
2.	Para	las	tenencias	de	oro	a	que	se	contrae	el	numeral	40:	el	quince	por
ciento	(15%).
3.	Modificado.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Para	 las	operaciones	con	productos
financieros	derivados,	conforme	el	numeral	16:	el	diez	por	ciento	(10%).	El
procedimiento	 para	 el	 cálculo	 de	 este	 límite	 será	 determinado	 por	 la
Superintendencia.
4.	Modificado.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Para	 las	 tenencias	 de	 acciones,
conforme	 el	 numeral	 17;	 así	 como	 los	 certificados	 de	 participación	 en
fondos	mutuos	y	los	certificados	de	participación	en	fondos	de	inversión,	a
que	se	refiere	el	numeral	19:	el	cuarenta	por	ciento	(40%).
5.	Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.	4°.
6.	Para	la	inversión	en	bienes	muebles	e	inmuebles	de	que	trata	el	numeral
28,	 con	 excepción	 de	 los	 dados	 en	 arrendamiento	 financiero	 y	 de	 los
adjudicados	 que	 se	 rigen	 por	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 215:	 el	 setenta	 y
cinco	por	ciento	(75%).
7.	Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.	4°.
8.	 Otros	 límites	 globales	 que,	 por	 razones	 prudenciales,	 determine	 la
Superintendencia,	previa	opinión	del	Banco	Central.
Ley	26702.
ART.	201.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	Art.	 1°.	 Límite	 global.	 Créditos	 a
directores	y	trabajadores	de	la	empresa.	El	conjunto	de	los	créditos	que
una	empresa	del	sistema	financiero	conceda	a	sus	directores	y	trabajadores,
así	como	a	los	cónyuges	y	parientes	de	éstos,	no	debe	exceder	del	siete	por
ciento	(7%)	de	su	patrimonio	efectivo.	Ningún	director	o	trabajador	puede
recibir	más	del	cinco	por	ciento	(5%)	del	indicado	límite	global,	tomando	en
consideración	para	tal	fin	al	cónyuge	y	a	los	parientes.
Ningún	 crédito	 de	 los	 referidos	 en	 este	 artículo	 puede	 ser	 concedido	 en
condiciones	más	ventajosas	que	 las	mejores	acordadas	a	 los	 clientes	de	 la
empresa,	con	excepción	de	los	créditos	hipotecarios	para	fines	de	vivienda
única	que	se	conceda	a	los	trabajadores.
Ley	26702.
ART.	 202.—Modificado.	 Ley	 27102,	 Art.	 5°.	 Financiamientos	 a
personas	vinculadas.	Sin	perjuicio	de	 las	 limitaciones	que	resulten	de	 los
artículos	 206	 al	 211,	 el	 total	 de	 los	 créditos,	 arrendamientos	 financieros,
inversiones	y	contingentes	que	una	empresa	del	sistema	financiero	otorgue
a	personas	naturales	y	jurídicas	vinculadas	de	manera	directa	o	indirecta	a
su	 propiedad	 en	 proporción	 mayor	 al	 cuatro	 por	 ciento	 (4%),	 o	 con
influencia	 significativa	 en	 su	 gestión,	 no	 puede	 superar	 un	 monto
equivalente	 al	 treinta	 por	 ciento	 (30%)	 del	 patrimonio	 efectivo	 de	 la
empresa.
Las	condiciones	de	dichos	créditos	no	podrán	ser	más	ventajosas	que	 las
mejores	que	 la	empresa	otorgue	a	su	clientela,	en	cuanto	a	plazos,	 tasa	de
interés	y	garantías.
La	 Superintendencia	 determinará	 los	 criterios	 de	 vinculación	 mediante
normas	de	carácter	general,	con	aplicación	de	los	principios	establecidos	en
el	artículo	siguiente.
Ley	26702.
ART.	203.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Criterios	para	determinar
los	 límites	 individuales.	A	efectos	de	determinar	 los	 límites	 individuales,
se	tendrá	en	cuenta	lo	siguiente:
1.	 Evitar	 la	 concentración	 de	 riesgos,	 que	 se	 producen	 cuando	 diversas
personas	 naturales	 o	 jurídicas	 conforman	 un	 mismo	 conglomerado
financiero	o	mixto,	y	estén	afectos	por	tanto,	a	un	riesgo	común	o	único.
2.	 Cuando	 se	 defina	 a	 las	 contra-partes	 relacionadas,	 no	 sólo	 deberá
considerarse	 a	 los	 grupos	 que	 producen	 cuentas	 consolidadas,	 sino	 los
criterios	que	se	establecen	para	riesgo	único	o	común.
3.	 Al	 determinar	 los	 límites	 individuales	 se	 considerará	 la	 concentración
del	 riesgo	 en	 una	 contra-parte	 única	 o	 en	 un	 grupo	 de	 contra-partes
relacionadas.
Se	 entiende	 por	 riesgo	 único	 o	 común,	 cuando	 dos	 o	 más	 personas
naturales	o	jurídicas	están	asociadas	mutuamente	en	el	sentido	que:
a.	Una	de	ellas	ejerce	control	directo	o	indirecto	sobre	la	otra;
b.	 Sus	 créditos	 acumulados	 representan	 para	 la	 empresa	 del	 sistema
financiero	un	riesgo	único	en	la	medida	en	que	están	interrelacionados	con
la	probabilidad	de	que	si	una	de	ellas	experimenta	problemas	financieros,	es
probable	que	la	otra	o	todas	ellas	tengan	que	enfrentar	dificultades	de	pago.
Esto	 incluye	 interrelaciones	 basadas	 en	 la	 propiedad	 común,	 control	 o
administración	 común,	 garantías	 recíprocas	 y/o	 interdependencia
comercial	directa	que	no	puede	ser	sustituida	a	corto	plazo;
c.	Presunciones	fundadas	de	que	los	créditos	otorgados	a	una	serán	usados
en	beneficio	de	otra;
d.	Presunciones	 fundadas	de	que	diversas	personas	mantienen	relaciones
de	 tal	 naturaleza	 que	 conforman	 de	 hecho	 una	 unidad	 de	 intereses
económicos.
El	hecho	de	que	sea	deudora	de	una	empresa,	una	sociedad	constituida	en
el	 extranjero,	 entre	 cuyos	 socios	 o	 accionistas	 figuren	 otras	 sociedades	 o
cuyas	acciones	sean	al	portador,	hará	presumir	que	se	encuentra	vinculada
para	los	efectos	a	que	se	refiere	el	artículo	anterior.
El	 riesgo	 único	 no	 se	 desvirtúa	 cuando	 el	 endeudamiento	 de	 dichas
personas	 naturales	 o	 jurídicas	 con	 una	 misma	 empresa	 del	 sistema
financiero	o	sus	subsidiarias,	es	en	forma	separada.
Para	 los	 fines	 de	 la	 presente	 ley,	 las	 definiciones	 que,	 sobre	 grupo
económico,	empresas	vinculadas	o	conglomerados,	serán	las	que	establezca
mediante	 normas	 de	 carácter	 general,	 la	 Superintendencia,	 tomando	 en
cuenta	los	criterios	especificados	en	el	presente	artículo.
Asimismo,	 la	 Superintendencia	 establecerá	 los	 criterios	 que	 se	 aplicarán
para	determinar	el	riesgo	único	cuando	se	trate	de	entidades,	organismos,
dependencias	y	empresas,	que	directa	o	indirectamente	sean	considerados
o	formen	parte	del	Estado	Peruano.
Ley	26702.
ART.	204.—Financiamientos	otorgados	a	otra	empresa	establecida	en
el	 país.	 Los	 financiamientos	 otorgados	 por	 una	 empresa	 del	 sistema
financiero	a	otra	establecida	en	el	país	y	los	depósitos	constituidos	en	ella,
sumados	a	los	avales,	fianzas	y	otras	garantías	que	se	haya	recibido	de	dicha
empresa,	no	pueden	exceder	del	treinta	por	ciento	(30%)	de	su	patrimonio
efectivo.
Una	empresa	del	sistema	financiero	no	puede	recibir	en	garantía	warrants
emitidos	por	un	solo	Almacén	General	de	Depósito	por	encima	del	sesenta
por	ciento	(60%)	de	su	patrimonio	efectivo.	Se	exceptúa	de	lo	dispuesto	en
este	artículo	a	 los	almacenes	generales	de	depósito	de	 los	que	 la	empresa
sea	accionista	mayoritaria.
Los	 límites	 individuales	 de	 las	 coberturas	 que	 otorgue	 un	 patrimonio
autónomo	de	seguro	de	crédito	en	favor	de	una	misma	empresa	del	sistema
financiero,	y	los	límites	globales	de	tales	coberturas,	serán	establecidos	por
la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 205.—Financiamientos	 a	 empresas	 del	 exterior.	 Los
financiamientos	 otorgados	 por	 una	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 a	 una
institución	bancaria	o	financiera	del	exterior	y	los	depósitos	constituidos	en
ella,	sumados	a	los	avales,	fianzas	y	otras	garantías	que	se	haya	recibido	de
tal	 institución,	 no	 pueden	 exceder	 de	 los	 siguientes	 límites,	 referidos	 al
patrimonio	efectivo	de	la	empresa:
1.	 Del	 cinco	 por	 ciento	 (5%),	 si	 se	 trata	 de	 instituciones	 no	 sujetas	 a
supervisión	por	organismos	similares	a	la	Superintendencia.
2.	 Del	 diez	 por	 ciento	 (10%),	 si	 se	 trata	 de	 instituciones	 sujetas	 a
supervisión	 por	 organismos	 similares	 a	 la	 Superintendencia	 y	 que	 no	 se
hallen	comprendidos	en	el	numeral	3.
3.	Del	treinta	por	ciento	(30%),	si	se	trata	de	bancos	de	primera	categoría.
4.	Del	 cincuenta	por	 ciento	 (50%),	 si	 el	 exceso,	 en	 cada	uno	de	 los	 casos
precedentes,	 está	 representado	 por	 la	 emisión	 de	 cartas	 de	 crédito,	 con
exclusión	de	aquéllas	a	que	se	refiere	el	párrafo	siguiente.
No	 se	 toma	 en	 consideración	 para	 los	 efectos	 del	 límite,	 las	 cartas	 de
crédito	 que	 sean	 pagaderas	 con	 arreglo	 al	 Convenio	 de	 Pagos	 y	 Créditos
Recíprocos	-	Aladi.
Ley	26702.
ART.	206.—Financiamientos	a	favor	de	una	misma	persona-límite	del
diez	 por	 ciento	 (10%).	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 no	 pueden
conceder.	en	 favor	o	por	cuenta	de	una	misma	persona,	natural	o	 jurídica,
directa	o	indirectamente,	créditos,	 inversiones	o	contingentes	que	excedan
el	equivalente	al	diez	por	ciento	(10%)	de	su	patrimonio	efectivo.
En	el	 límite	 indicado	en	el	párrafo	anterior	están	comprendidas	 todas	 las
modalidades	de	 financiamiento	e	 inversiones,	con	excepción	de	 las	 fianzas
que	 garanticen	 la	 suscripción	 de	 contratos	 derivados	 de	 los	 procesos	 de
licitación	 pública,	 las	 que	 están	 sujetas	 a	 un	 límite	 de	 treinta	 por	 ciento
(30%).
Ley	26702.
ART.	207.—Límite	del	quince	por	ciento	(15%).	De	manera	excepcional,
las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 pueden	 exceder	 el	 límite	 a	 que	 se
refiere	el	artículo	anterior,	hasta	el	equivalente	al	quince	por	ciento	(15%)
de	 su	 patrimonio	 efectivo,	 siempre	 que,	 cuando	 menos	 por	 una	 cantidad
equivalente	al	exceso	sobre	el	límite,	se	cuente	con	alguna	de	las	siguientes
garantías,	a	valor	de	realización:
1.	Hipoteca.
2.	 Prenda	 con	 entrega	 jurídica	 o	 con	 entrega	 física,	 con	 excepción	 de	 las
prendas	a	que	se	refieren	los	artículos	208	y	209.
3.	Warrants.
4.	Conocimientos	de	embarque	y	cartas	de	porte	que	hayan	sido	objeto	de
endoso	 o	 cesión,	 sólo	 si	 la	 operación	 fuese	 de	 financiamiento	 de
importaciones.
5.	 Fiducia	 en	 garantía	 constituida	 sobre	 los	 bienes	 a	 que	 se	 refiere	 este
artículo.
Las	garantías	a	que	se	contrae	el	numeral	4	pueden	constar	en	documento
aparte,	 siempre	 que	 se	 refieran	 a	 los	 bienes	materia	 de	 la	 importación	 y
obren	 en	 poder	 de	 la	 empresa	 los	 originales	 de	 los	 documentos
correspondientes	a	ésta.
Ley	26702.
ART.	208.—Límite	del	veinte	por	ciento	(20%).	De	manera	excepcional
estas	 empresas	 pueden	 exceder	 los	 límites	 a	 que	 se	 refieren	 los	 artículos
anteriores,	hasta	el	equivalente	al	veinte	por	ciento	(20%)	de	su	patrimonio
efectivo,	siempre	que,	cuando	menos	por	una	cantidad	equivalente	al	exceso
sobre	 dichos	 limites,	 se	 cuente	 con	 alguna	 de	 las	 siguientes	 garantías,	 a
valor	de	realización:
1	.	Primera	prenda	sobre:
a)	 Instrumentos	 representativos	 de	 deuda	 no	 subordinada,	 emitidos	 por
cualesquiera	 una	 de	 las	 instituciones	 o	 empresas	 a	 que	 se	 refieren,
respectivamente,	los	artículos	189	numeral	5	y	191	numerales	3	y	4,	por	el
referido	valor	de	mercado,	actualizado	una	vez	al	mes;
b)	Valores	mobiliarios	que	sirven	de	base	para	la	determinación	del	índice
selectivo	de	la	Bolsa	de	Valores	de	lima,	también	por	el	mencionado	valor	de
mercado,	actualizado	una	vez	al	mes;	o
c)	Acciones	o	bonos	de	gran	liquidez,	que	tengan	cotización	en	alguna	bolsa
extranjera	 de	 reconocido	 prestigio,	 por	 su	 correspondiente	 valor	 de
mercado,	actualizado	una	vez	al	mes.
Para	que	dichas	prendas	sean	elegibles	deben	estar	inscritas	en	el	registro
correspondiente.
2.	Las	operaciones	de	reporte	con	transferencia	en	favor	de	la	empresa	de
cualesquiera	de	los	activos	precisados	en	el	presente	artículo.
3.	 Fiducia	 en	 garantía	 constituida	 sobre	 los	 bienes	 a	 que	 se	 refiere	 este
artículo.
Ley	26702.
ART.	 209.—Modificado.	 Ley	 28184,	 Art.	 1°.	 Límite	 del	 treinta	 por
ciento	 (30%).	 Igualmente,	 de	 manera	 excepcional,	 las	 empresas	 pueden
exceder	 los	 límites	 a	 que	 se	 refieren	 los	 artículos	 anteriores,	 hasta	 el
equivalente	al	treinta	por	ciento	(30%)	de	su	patrimonio	efectivo,	siempre
que,	 cuando	 menos	 por	 una	 cantidad	 equivalente	 al	 exceso	 sobre	 dichos
límites,	se	realicen	operaciones	de	arrendamiento	financiero	o	se	cuente	con
alguna	de	las	siguientes	garantías,	a	valor	de	realización:
1.	Prenda	con	entrega	física	sobre	los	depósitos	en	efectivo	a	que	se	refiere
el	numeral	4	del	artículo	189,	por	su	importe	nominal	íntegro;
2.	Primera	prenda	sobre	instrumentos	representativos	de	obligaciones	del
Banco	Central,	por	su	valor	de	mercado	actualizado	una	vez	al	mes;
3.	Las	operaciones	de	reporte	con	transferencia	en	favor	de	la	empresa	de
los	instrumentos	a	que	se	refiere	el	numeral	2	del	presente	artículo.
Ley	26702.
ART.	210.—Derogado.	Ley	28184,	Art.	4°.
Ley	26702.
ART.	211.—Financiamiento	 a	 personas	 residentes	 en	 el	 exterior.	 Los
créditos,	 contingentes,	 inversiones	 y	 arrendamientos	 financieros	 que	 una
empresa	otorgue	a	una	persona	natural	o	 jurídica	residente	en	el	exterior,
con	exclusión	de	los	bancos	y	financieras	a	que	se	refiere	el	artículo	205,	no
pueden	 exceder	 de	 una	 suma	 equivalente	 al	 cinco	 por	 ciento	 (5%)	 del
patrimonio	efectivo	de	aquélla.
El	 indicado	 límite	 es	 susceptible	 de	 ser	 elevado	 hasta	 el	 diez	 por	 ciento
(10%)	del	patrimonio	efectivo	de	 la	empresa,	 siempre	que,	 cuando	menos
por	 una	 cantidad	 equivalente	 al	 exceso	 sobre	 dicho	 límite,	 se	 cuente	 con
alguna	de	las	siguientes	garantías:
a)	Hipoteca;
b)	Acciones	o	bonos	emitidos	por	una	sociedad,	que	 tengan	cotización	en
bolsa,	y	sobre	cuya	calidad	y	prestigio	exista	pronunciamiento	emanado	de
entidad	especializada	y	acreditada	del	país	correspondiente.
Excepcionalmente,	 los	 indicados	 límites	 del	 cinco	 por	 ciento	 (5%)	 y	 del
diez	 por	 ciento	 (10%)	 pueden	 ser	 elevados,	 según	 corresponda,	 hasta	 el
equivalente	 del	 treinta	 por	 ciento	 (30%)	 del	 patrimonio	 efectivo	 de	 la
empresa,	 siempre	que,	 cuando	menos	por	una	cantidad	 igual	al	 exceso,	 se
cuente	con	alguna	de	las	siguientes	garantías:
1.	Depósitos	en	efectivo	en	la	propia	empresa,	especialmente	afectados;	y
2.	Avales,	fianzas	y	otras	obligaciones	de	cargo	de	un	banco	con	arreglo	al
Convenio	de	Pagos	y	Créditos	Recíprocos	-	Aladi,	u	otorgado	por	un	banco
del	exterior	de	primera	categoría.
Ley	26702.
ART.	 212.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Sustitución	 de	 la
contraparte	 crediticia.	 Cuando	 un	 financiamiento	 cuente	 con	 la
responsabilidad	 subsidiaria	 de	 los	 gobiernos	 centrales,	 bancos	 centrales,
organismos	 multilaterales	 de	 crédito,	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 y
empresas	de	seguros	del	país	y	del	exterior,	así	como	de	otras	entidades	que
determine	la	Superintendencia;	instrumentada	en	fianzas	solidarias,	avales,
pólizas	 de	 caución,	 cartas	 de	 crédito,	 cartas	 de	 crédito	 stand	 by	 u	 otras
garantías	 similares,	 o	 que	 cuente	 con	 cobertura	 de	 seguro	 de	 crédito
extendida	por	un	patrimonio	autónomo	de	 seguro	de	 crédito;	 el	 riesgo	de
contraparte	corresponde	al	proveedor	de	 la	garantía,	y	el	 límite	 individual
se	computará	en	función	de	dicho	proveedor.
Ley	26702.
ART.	213.—Normas	sobre	garantías.	Para	 efectos	 de	 la	 aplicación	de	 lo
señalado	en	 los	artículos	207	al	209,	 las	garantías	de	mayor	rango	pueden
sustituir	a	las	de	menor,	en	los	correspondientes	porcentajes.
Ley	26702.
ART.	214.—Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.	3°.
Ley	26702.
ART.	215.—Límite	temporal-tratamiento	a	bienes	recibidos	en	pago	de
deudas.	 Cuando	 como	 consecuencia	 del	 pago	 de	 una	 deuda	 contraída
previamente	 y	 de	 buena	 fe,	 se	 reciba	 o	 adjudique	 en	 pago	 total	 o	 parcial,
bienes	muebles	o	inmuebles,	debe	enajenarlos	en	el	plazo	de	un	(1)	año,	el
mismo	que	podrá	ser	prorrogado	por	la	Superintendencia	por	una’	sola	vez
y	por	un	máximo	de	seis	(6)	meses.
Vencido	dicho	plazo,	sin	que	se	haya	efectuado	la	venta	o	el	arrendamiento
financiero	del	bien,	la	empresa	deberá	constituir	una	provisión	hasta	por	el
monto	equivalente	al	costo	en	libros	de	los	bienes	no	vendidos.
Ley	26702.
ART.	 216.—Lista	 de	 bancos	 de	 primera	 categoría.	 A	 los	 fines	 de	 la
aplicación	 de	 los	 límites	 a	 que	 se	 contrae	 este	 título,	 así	 como	 las	 demás
disposiciones	pertinentes	de	 la	presente	 ley,	 el	Banco	Central	 elabora	una
lista	de	 los	bancos	del	exterior	de	primera	categoría	con	prescindencia	de
los	criterios	que	aplique	para	la	colocación	de	las	reservas	que	administre	y
tomando	 como	 referencia	 las	 publicaciones	 internacionales	 especializadas
sobre	la	materia.
CAPÍTULO	III
PROHIBICIONES
Ley	26702.
ART.	 217.—Operaciones	 y	 actividades	 prohibidas.	 Sin	 perjuicio	 de	 las
demás	prohibiciones	contenidas	en	la	presente	ley,	las	empresas	del	sistema
financiero	no	podrán:
1.	Otorgar	créditos	con	garantía	de	sus	propias	acciones;
2.	Conceder	créditos	con	el	objeto	de	que	su	producto	se	destine,	directa	o
indirectamente,	a	la	adquisición	de	acciones	de	la	propia	empresa;
3.	Conceder	créditos	para	financiar	actividades	políticas;
4.	Dar	fianzas,	o	de	algún	otro	modo	respaldar	obligaciones	de	terceros,	por
monto	o	plazo	indeterminado;
5.	 Garantizar	 las	 operaciones	 de	 mutuo	 dinerario	 que	 se	 celebre	 entre
terceros,	a	no	ser	que	uno	de	ellos	sea	otra	empresa	del	sistema	financiero,
o	un	banco	o	una	financiera	del	exterior;
6.	Dar	en	garantía	 los	bienes	de	su	activo	fijo,	con	exclusión	de	los	que	se
afecten	en	respaldo	de	las	operaciones	de	arrendamiento	financiero,	y	de	las
cédulas	 hipotecarias	 que	 emitan	 las	 empresas	 de	 capitalización
inmobiliaria;
7.	Aceptar	el	aval,	la	fianza	o	la	garantía	de	sus	directores	y	trabajadores	en
respaldo	de	operaciones	de	crédito	otorgadas	a	personas	vinculadas	a	ellos;
8.	Adquirir	acciones	de	sociedades	ajenas	al	sistema	financiero	que,	directa
o	 indirectamente,	 sean	 accionistas	 de	 la	 propia	 empresa,	 salvo	 que	 estén
cotizadas	en	bolsa;
9.	Negociar	 los	certificados	de	depósito	que	se	menciona	en	el	numeral	9
del	artículo	221	con	sus	subsidiarias	y	asumir	compromisos	que	originen	la
obligación	de	recomprar	tales	certificados;
10.	Captar	depósitos	por	cuenta	de	instituciones	financieras	no	autorizadas
a	operar	en	el	territorio	nacional;
11.	 Usar	 información	 no	 divulgada	 al	 mercado,	 de	 personas	 naturales	 o
jurídicas,	sean	o	no	clientes,	con	el	objeto	de	propiciar	negocios	en	beneficio
propio	 o	 de	 terceros,	 siendo	 de	 aplicación	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Ley	 del
Mercado	de	Valores.
CAPÍTULO	IV
SANCIONES
Ley	26702.
ART.	 218.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Sanciones	 por
incumplimiento	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	199.
1.	La	empresa	que	incumpla	el	 límite	establecido	en	el	primer	párrafo	del
artículo	 199	 deberá	 depositar	 todo	 incremento	 en	 el	 nivel	 de	 sus
obligaciones	sujetas	a	encaje	que	aparezca	en	 los	 informes	de	que	 trata	el
artículo	165	en	cuentas	en	el	Banco	Central,	en	las	respectivas	monedas.
Dichos	depósitos	deberán	ser	mantenidos	en	las	cuentas	del	Banco	Central
hasta	que	la	empresa	no	registre	incumplimiento	del	referido	límite.
2.	 La	 empresa	 que	 incumpla	 lo	 dispuesto	 en	 el	 artículo	 199	 deberá
presentar	 en	 un	 plazo	 no	 mayor	 de	 quince	 (15)	 días	 calendario	 de
registrado	 el	 incumplimiento,	 un	 plan	 de	 adecuación	 aprobado	 por	 el
directorio.	 El	 mencionado	 plan	 deberá	 incluir,	 por	 lo	 menos,	 la
identificación	de	las	causas	del	incumplimiento	y	las	medidas	por	adoptarse
para	el	incremento	del	patrimonio	efectivo,	u	otras	acciones,	detallando	los
plazos	 en	 que	 se	 implementarán.	 Adicionalmente,	 la	 Superintendencia
podrá	 restringir	 operaciones	 o	 suspender	 la	 autorización	 para	 que	 la
empresa	realice	determinadas	operaciones.
Ley	26702.
ART.	219.—Sanción	por	infracción	de	los	limites.	Por	la	infracción	de	los
límites	operativos	fijados	en	la	presente	ley,	con	excepción	de	lo	establecido
en	 el	 artículo	 anterior,	 las	 empresas	 quedan	 sujetas,	 por	 el	 primer	mes	 o
fracción	de	mes,	a	una	multa	sobre	el	exceso,	equivalente	a	uno	punto	cinco
(1.5)	veces	 la	 tasa	promedio	para	 las	operaciones	activas,	en	 la	 respectiva
moneda	 y	 mercado,	 deducida	 la	 tasa	 mensual	 promedio	 para	 las
operaciones	pasivas	al	mismo	plazo,	moneda	y	mercado.
A	partir	del	 segundo	mes	y	mientras	 subsista	 la	 infracción,	 esta	multa	 se
incrementará	 progresivamente	 en	 un	 cincuenta	 por	 ciento	 (50%)	 mes	 a
mes.
Ley	26702.
ART.	220.—Modificado.	Ley	27102.	Art.	8°.	Sanción	por	actos	prohibidos.
La	infracción	a	cualquiera	de	las	prohibiciones	señaladas	en	el	artículo	217
se	sanciona	con	multa	equivalente	al	cien	por	ciento	(100%)	del	monto	total
de	 la	 operación.	 Igual	 sanción	 será	 aplicable	 cuando	 se	 exceda	 el	 límite
establecido	en	el	artículo	201	calculado	sobre	el	exceso.	Estas	sanciones	se
aplicarán	sin	perjuicio	de	otras	que	pueda	establecer	la	Superintendencia.
TÍTULO	III
OPERACIONES	Y	SERVICIOS
CAPÍTULO	I
NORMAS	COMUNES
Ley	26702.
ART.	 221.—Sustituido.	D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 y	 servicios.
Las	 empresas	 podrán	 realizar	 las	 siguientes	 operaciones	 y	 servicios,	 de
acuerdo	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 Capítulo	 I	 del	 Título	 IV	 de	 esta	 sección
segunda:
1.	Recibir	depósitos	a	la	vista;
2.	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así	como	en	custodia;
3.	a)	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas	corrientes;
b)	Otorgar	créditos	directos,	con	o	sin	garantía;
4.	Descontar	y	conceder	adelantos	sobre	letras	de	cambio,	pagarés	y	otros
documentos	comprobatorios	de	deuda;
5.	Conceder	préstamos	hipotecarios	y	prendarios;	y,	en	relación	con	ellos,
emitir	 títulos	 valores,	 instrumentos	 hipotecarios	 y	 prendarios,	 tanto	 en
moneda	nacional	como	extranjera;
6.	 Otorgar	 avales,	 fianzas	 y	 otras	 garantías,	 inclusive	 en	 favor	 de	 otras
empresas	del	sistema	financiero;
7.	Emitir,	avisar,	confirmar	y	negociar	cartas	de	crédito,	a	la	vista	o	a	plazo,
de	acuerdo	con	los	usos	internacionales	y	en	general	canalizar	operaciones
de	comercio	exterior;
8.	 Actuar	 en	 sindicación	 con	 otras	 empresas	 para	 otorgar	 créditos	 y
garantías,	 bajo	 las	 responsabilidades	 que	 se	 contemplen	 en	 el	 convenio
respectivo;
9.	Adquirir	y	negociar	certificados	de	depósito	emitidos	por	una	empresa,
instrumentos	 hipotecarios,	 warrants	 y	 letras	 de	 cambio	 provenientes	 de
transacciones	comerciales;
10.	Realizar	operaciones	de	factoring;
11.	 Realizar	 operaciones	 de	 crédito	 con	 empresas	 del	 país,	 así	 como
efectuar	depósitos	en	ellas;
12.	Realizar	operaciones	de	crédito	con	bancos	y	 financieras	del	exterior,
así	como	efectuar	depósitos	en	unos	y	otros;
13.	Comprar,	conservar	y	vender	acciones	de	bancos	u	otras	instituciones
del	exterior	que	operen	en	la	intermediación	financiera	o	en	el	mercado	de
valores,	 o	 sean	 auxiliares	 de	 unas	 u	 otras,	 con	 el	 fin	 de	 otorgar	 alcance
internacional	a	sus	actividades.	Tratándose	de	la	compra	de	estas	acciones,
en	 un	 porcentaje	 superior	 al	 tres	 por	 ciento	 (3%)	 del	 patrimonio	 del
receptor,	se	requiere	de	autorización	previa	de	la	Superintendencia;
14.	Emitir	y	colocar	bonos,	en	moneda	nacional	o	extranjera,	incluidos	los
ordinarios,	 los	 convertibles,	 los	 de	 arrendamiento	 financiero,	 y	 los
subordinados	de	diversos	 tipos	 y	 en	diversas	monedas,	 así	 como	pagarés,
certificados	 de	 depósito	 negociables	 o	 no	 negociables,	 y	 demás
instrumentos	 representativos	 de	 obligaciones,	 siempre	 que	 sean	 de	 su
propia	emisión;
15.	 Aceptar	 letras	 de	 cambio	 a	 plazo,	 originadas	 en	 transacciones
comerciales;
16.	 Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Efectuar	 operaciones	 con
commodities	 y	 con	 productos	 financieros	 derivados,	 tales	 como	 forwards,
futuros,	 swaps,	 opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o
contratos	 de	 derivados,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
17.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Adquirir,	conservar	y	vender	valores
representativos	 de	 capital	 que	 se	 negocien	 en	 algún	 mecanismo
centralizado	 de	 negociación	 e	 instrumentos	 representativos	 de	 deuda
privada,	conforme	a	las	normas	que	emita	la	Superintendencia.
18.	Adquirir,	conservar	y	vender	acciones	de	las	sociedades	que	tengan	por
objeto	brindar	servicios	complementarios	o	auxiliares,	a	las	empresas	y/o	a
sus	subsidiarias;
19.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	condición	de	partícipes,	certificados	de
participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión;
20.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 títulos	 representativos	 de	 la	 deuda
pública,	interna	y	externa,	así	como	obligaciones	del	Banco	Central;
21.	 Comprar,	 conservar	 y	 vender	 bonos	 y	 otros	 títulos	 emitidos	 por
organismos	multilaterales	de	crédito	de	los	que	el	país	sea	miembro;
22.	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Comprar,	conservar	y	vender	títulos
de	 la	 deuda	 de	 los	 gobiernos,	 conforme	 a	 las	 normas	 que	 emita	 la
Superintendencia.
23.	Operar	en	moneda	extranjera;
24.	Emitir	certificados	bancarios	en	moneda	extranjera	y	efectuar	cambios
internacionales;
25.	Servir	de	agente	financiero	para	la	colocación	y	la	inversión	en	el	país
de	recursos	externos;
26.	Celebrar	contratos	de	compra	o	de	venta	de	cartera;
27.	 Realizar	 operaciones	 de	 financiamiento	 estructurado	 y	 participar	 en
procesos	de	titulización,	sujetándose	a	lo	dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de
Valores;
28.	Adquirir	los	bienes	inmuebles,	mobiliario	y	equipo;
29.	Efectuar	cobros,	pagos	y	transferencias	de	fondos,	así	como	emitir	giros
contra	sus	propias	oficinas	y/o	bancos	corresponsales;
30.	a)	Emitir	cheques	de	gerencia;
b)	Emitir	órdenes	de	pago;
31.	Emitir	cheques	de	viajero;
32.	 Aceptar	 y	 cumplir	 las	 comisiones	 de	 confianza	 que	 se	 detalla	 en	 el
artículo	275;
33.	 Recibir	 valores,	 documentos	 y	 objetos	 en	 custodia,	 así	 como	 dar	 en
alquiler	cajas	de	seguridad;
34.	Expedir	y	administrar	tarjetas	de	crédito	y	de	débito;
35.	 Modificado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Art.	 2°.	 Realizar	 operaciones	 de
arrendamiento	financiero	y	de	capitalización	inmobiliaria;
36.	Promover	operaciones	de	comercio	exterior	así	como	prestar	asesoría
integral	en	esa	materia;
37.	Suscribir	transitoriamente	primeras	emisiones	de	valores	con	garantías
parcial	o	total	de	su	colocación;
38.	Prestar	servicios	de	asesoría	financiera	sin	que	ello	implique	manejo	de
dinero	de	sus	clientes	o	de	portafolios	de	inversiones	por	cuenta	de	éstos;
39.	Actuar	como	fiduciarios	en	fideicomisos;
40.	Comprar,	mantener	y	vender	oro;
41.	 Otorgar	 créditos	 pignoraticios	 con	 alhajas	 u	 otros	 objetos	 de	 oro	 y
plata;
42.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Emitir	dinero
electrónico.
43.	 Actuar	 como	 originadores	 en	 procesos	 de	 titulización	 mediante	 la
transferencia	 de	 bienes	muebles,	 inmuebles,	 créditos	 y/o	 dinero,	 estando
facultadas	a	constituir	sociedades	de	propósito	especial;
44.	Todas	las	demás	operaciones	y	servicios,	siempre	que	cumplan	con	los
requisitos	 establecidos	 por	 la	 Superintendencia	 mediante	 normas	 de
carácter	 general,	 con	 opinión	 previa	 del	 Banco	 Central.	 Para	 el	 efecto,	 la
empresa	 comunicará	 a	 la	 Superintendencia	 las	 características	 del	 nuevo
instrumento,	producto	o	servicio	financiero.	La	Superintendencia	emitirá	su
pronunciamiento	dentro	de	 los	treinta	(30)	días	de	presentada	 la	solicitud
por	la	empresa.
Ley	26702.
ART.	 222.—Evaluación	 de	 las	 operaciones	 que	 integran	 la	 cartera
crediticia.	Con	relación	a	las	operaciones	que	integran	la	cartera	crediticia,
deberá	 tenerse	 presente	 que	 para	 su	 evaluación	 se	 tomará	 en	 cuenta	 los
flujos	de	caja	del	deudor,	sus	ingresos	y	capacidad	de	servicio	de	la	deuda,
situación	 financiera,	 patrimonio	 neto,	 proyectos	 futuros	 y	 otros	 factores
relevantes	 para	 determinar	 la	 capacidad	del	 servicio	 y	 pago	de	 deuda	del
deudor.	El	criterio	básico	es	la	capacidad	de	pago	del	deudor.	Las	garantías
tienen	carácter	subsidiario.
JURISPRUDENCIA.—Las	prácticas	bancarias	que	defraudan	la	confianza
de	 la	 ciudadanía	 serían	 la	 razón	 para	 castigar	 los	 delitos	 financieros.
“(...)	por	consiguiente,	 lo	que	queda	por	determinar	es	si	se	han	inaplicado
los	artículos	202	y	222	de	la	Ley	26702.	Para	evaluar	dichos	dispositivos	es
menester	 indicar	 que	 las	 instituciones	 bancarias	 son	 regidas	 por	 normas
severas,	dado	el	papel	central	que	desempeñan	en	 la	economía	de	un	país
mediante	 la	 captación	 de	 fondos	 privados	 y	 la	 posterior	 canalización	 de
dichos	 fondos	 a	 los	 agentes	 productivos.	 En	 efecto,	 la	 banca	 recoge	 los
ahorros	privados	y	deriva	los	superávits	de	algunos	a	inversores	con	déficit
de	 capital	 por	 el	 pago	 de	 un	 interés;	 a	 la	 vez,	 las	 operaciones	 crediticias
reducen	 los	 costos	 de	 transacción	 y	 permiten	 la	 asignación	 adecuada	 de
recursos	 a	 los	 agentes	 económicos.	 Tales	 funciones	 plantean	 sus	 riesgos,
razón	por	la	cual	el	Estado	vigila	el	comportamiento	de	dichas	instituciones
y	sanciona	severamente	las	prácticas	bancarias	que	defraudan	la	confianza
de	la	ciudadanía,	pues	la	sociedad	misma	es	la	castigada	cuando	los	fondos
captados	no	cumplen	con	 las	exigencias	económicas	que	deben	tener	para
ser	 cautelados	 apropiadamente.	 (...)	 Que,	 es	 en	 ese	 entendido	 que	 se
castigan	 los	 delitos	 financieros,	 considerando	 el	 Estado	 que	 la
correspondencia	entre	el	hecho	realizado	y	 la	 conducta	descrita	en	el	 tipo
penal	 vulnera	 un	 bien	 jurídico	 de	 tan	 alta	 calidad	 que	merece	 la	 sanción
penal	 –siempre	 última	 ratio.	 Esos	 candados	 para	 evitar	 el	 mal	 uso	 de	 la
banca	 se	 traslada	 también	 a	 sede	 administrativa,	 donde	 existen	 órganos
reguladores	 que	 supervigilan	 la	 marcha	 adecuada	 de	 una	 institución
bancaria.	 (...)	 Que,	 el	 ordenamiento	 civil	 –parte	 del	 ordenamiento	 jurídico
nacional–	no	puede	ser	ajeno	a	esa	línea	de	interpretación,	de	forma	tal	que
las	interpretaciones	que	se	realicen	cuando	se	evalúa	el	comportamiento	de
las	 instituciones	 bancarias	 deben	 ser	 de	 forma	 tal	 que	 se	 les	 exija	 el
cumplimiento	 estricto	 de	 sus	 responsabilidades.	 Un	 banco	 no	 es	 una
persona	 jurídica	 carente	 de	 información,	 ni	 se	 encuentra	 integrado	 por
funcionarios	desconocedores	de	 los	mecanismos	 financieros	de	protección
del	ahorro	público	ni	de	las	normas	concernientes	a	ella;	es,	por	el	contrario,
una	institución	que	se	precia	–y	a	la	que	se	le	exige	con	rigor–	tener	todas
esas	 calidades”.	 (CS,	 Cas.	 2555-2013-Lima,	 nov.	 27/2013.	 V.	 P.	 Calderón
Puertas)
Ley	26702.
ART.	223.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Operaciones	realizables	a
través	 de	 departamentos	 separados.	 Para	 actuar	 como	 fiduciarios	 en
fideicomisos,	conforme	el	numeral	39	del	artículo	221,	las	empresas	deben
constituir	 un	 departamento	 separado,	 claramente	 diferenciado.	 Esta
operación	será	 llevada	en	registros	contables	claramente	diferenciados,	de
acuerdo	con	las	normas	que	dicte	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	224.—Modificado.	Ley	28971,	Art.	7°.	Operaciones	 realizables	a
través	 de	 subsidiarias.	 Para	 que	 las	 empresas	 del	 Sistema	 Financiero
realicen	las	siguientes	operaciones,	deben	constituir	subsidiarias:
1.	 Derogado.	 D.	 Leg.	 1196,	 Única	 Disposición	 Complementaria
Derogatoria;
2.	Operar	como	almacenes	generales	de	depósito;
3.	 Actuar	 como	 sociedades	 agentes	 de	 bolsa,	 sujetándose	 a	 la	 Ley	 del
Mercado	de	Valores;
4.	 Establecer	 y	 administrar	 programas	 de	 fondos	mutuos	 y	 de	 fondos	 de
inversión,	sujetándose	a	la	Ley	del	Mercado	de	Valores;
5.	 Operar	 como	 Empresas	 de	 Custodia,	 Transporte	 y	 Administración	 de
Numerario	 y	 Valores,	 siempre	 que	 cuente	 con	 autorización	 de	 la
Superintendencia,	 del	 Ministerio	 del	 Interior	 y	 de	 la	 Comisión	 Nacional
Supervisora	de	Empresas	y	Valores	-	Conasev;
6.	Actuar	 como	 fiduciarios	 en	 fideicomisos	de	 titulación,	 sujetándose	a	 lo
dispuesto	en	la	Ley	del	Mercado	de	Valores.
Una	misma	subsidiaria	no	puede	desarrollar	más	de	una	de	las	operaciones
o	actividades	reseñadas	en	los	numerales	1	al	6	que	anteceden.
También	 pueden	 constituir	 subsidiarias	 para	 realizar	 las	 demás
operaciones	 indicadas	 en	 el	 artículo	 221,	 así	 como	 constituir	 como
subsidiarias	 a	 las	 empresas	 administradoras	 hipotecarias,	 según	 lo
establecido	en	la	ley	que	rige	a	estas	últimas.
CAPÍTULO	II
CONTRATOS	E	INSTRUMENTOS
SUBCAPÍTULO
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	26702.
ART.	225.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Cuenta	corriente.	La	cuenta
corriente	 regida	por	 la	presente	 ley	 es	un	 contrato	 en	virtud	del	 cual	una
empresa	se	obliga	a	cumplir	las	órdenes	de	pago	de	su	cliente	hasta	por	el
importe	del	dinero	que	hubiere	depositado	en	ella	o	del	crédito	que	se	haya
estipulado,	 esto	 último	 en	 el	 caso	 de	 las	 empresas	 autorizadas	 para
conceder	sobregiros	de	conformidad	con	los	artículos	283	al	289.
Ley	26702.
ART.	226.—Efectos	de	la	cuenta	corriente.	Hay	novación	en	todo	crédito
del	uno	contra	el	otro,	de	cualquier	naturaleza	y	fecha	que	sea,	si	el	crédito
pasa	 a	 una	 cuenta	 corriente;	 salvo	 que	 el	 acreedor	 o	 deudor	 acuerden
expresa	 reserva	de	 sus	derechos.	Todo	abono	o	cargo	dentro	de	 la	 cuenta
corriente,	produce	compensación.
La	 medidas	 cautelares	 que	 se	 dispongan	 respecto	 de	 cuentas	 corrientes
sólo	 surtirán	 efecto	 sobre	 el	 saldo	 que	 resulte	 luego	 de	 que	 la	 empresa
aplique	sobre	ella	los	cargos	que	corresponda	por	las	deudas	vencidas	que
mantenga	el	titular	de	la	cuenta	a	la	fecha	de	notificación	de	dichas	medidas
y	siempre	que	no	se	encuentre	sujeto	a	gravamen	alguno.
La	existencia	del	contrato	de	cuenta	corriente	se	acredita	por	cualquiera	de
los	 medios	 de	 prueba	 admitidos	 por	 la	 ley,	 excepto	 la	 declaración
testimonial.
No	 es	 consubstancial	 a	 la	 cuenta	 corriente	 la	 entrega	 al	 cliente	 de	 un
talonario	de	 cheques.	 la	disposición	de	 los	 recursos	disponibles	 en	 cuenta
corriente	puede	efectuarse	mediante	 la	celebración	de	un	pacto	autónomo
de	cheque	o	a	través	de	otros	pactos.
Las	 empresas	 informarán	 periódicamente	 a	 sus	 clientes	 respecto	 de	 sus
estados	 de	 cuenta,	 los	 que	 se	 darán	 por	 aceptados	 de	 no	 ser	 observados
dentro	de	los	treinta	(30)	días	siguientes	a	su	recepción.
JURISPRUDENCIA.—Ni	 el	 estado	 de	 cuenta	 de	 saldo	 deudor	 ni	 una
declaración	testimonial	pueden	servir	por	sí	mismos	para	demostrar	la
existencia	 del	 contrato	 de	 cuenta	 corriente.	 “Que,	 el	 artículo	 226	 tercer
párrafo	de	la	Ley	número	26702	prescribe	(...).	Cuando	esta	norma	alude	a
cualquier	medio	de	prueba	admitido	por	 la	 ley	 se	 refiere	a	uno	que	 tenga
idoneidad	para	acreditar	tal	existencia,	lo	cual	implica	que	no	puede	ser	uno
elaborado	de	manera	unilateral	por	una	de	las	partes;	de	allí	la	declaración
testimonial,	no	sirva	a	efectos	de	demostrar	la	existencia	de	dicho	contrato.
En	tal	orden	de	ideas,	resulta	claro	que	el	estado	de	cuenta	de	saldo	deudor,
adjuntado	por	la	demandante	a	foja	treinta	y	nueve,	no	puede	servir	por	sí
mismo	 para	 demostrar	 la	 existencia	 del	 contrato	 de	 cuenta	 corriente	 que
habría	dado	origen	a	 la	deuda	puesta	a	 cobro	en	el	presente	proceso.	Por
consiguiente,	la	omisión	de	pronunciamiento	que	denuncia	la	recurrente	no
ha	 sido	 una	 infracción	 que	 incida	 en	 la	 resolución	 de	 vista	 a	 hora
impugnada,	puesto	que	de	haberse	absuelto	no	se	modificaría	el	sentido	del
fallo	emitido”.	(C.	S.,	Cas.	3473-2012-Arequipa,	ago.	21/2013.	V.	P.	Miranda
Molina)
Ley	26702.
ART.	 227.—Presunción	 del	 consentimiento	 del	 cónyuge.	 En	 el
establecimiento	 de	 cuentas	 corrientes	 por	 personas	 naturales	 y	 en	 las
operaciones	que	se	efectúe	con	las	mismas,	se	presume	de	pleno	derecho	el
consentimiento	del	cónyuge	del	titular	de	la	cuenta.
Ley	26702.
ART.	228.—Cierre	de	cuenta	corriente.	La	cuenta	corriente	se	cierra	por
iniciativa	 de	 la	 empresa	 o	 del	 cliente.	 La	 empresa	 puede	 negarse	 a	 la
solicitud	que	le	formule	el	cliente	para	el	cierre	de	la	cuenta	en	el	caso	que	la
misma	 mantenga	 saldo	 deudor	 o	 que	 el	 cliente	 tuviese	 obligaciones
pendientes	de	pago	con	ésta.
Salvo	 pacto	 en	 contrario,	 la	 empresa	 podrá	 compensar	 los	 saldos	 de	 las
distintas	 cuentas	 que	 el	 cliente	 mantenga	 con	 ella,	 inclusive	 cuando	 se
realice	el	cierre	de	una	cuenta	corriente.
Las	 empresas	 cerrarán	 las	 cuentas	 corrientes	 de	 quienes	 registren	 el
rechazo	 de	 cheques	 por	 falta	 de	 fondos,	 conforme	 a	 los	 términos	 que
determine	 la	 Superintendencia.	 Dicho	 organismo	 sancionará	 a	 quienes
incumplan	 con	 esta	 obligación.	 La	 relación	 de	 las	 cuentas	 corrientes
cerradas	 por	 esta	 razón,	 será	 publicada	 mensualmente	 por	 la
Superintendencia,	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano.
Las	 empresas	 notificarán	 a	 la	 Superintendencia,	 los	 cierres	 de	 cuentas
corrientes	 que	 realicen	 por	 falta	 de	 fondos,	 a	 fin	 de	 que	 ésta	 disponga	 el
cierre	 inmediato	de	 todas	 las	demás	cuentas	 corrientes	que	el	 sancionado
tenga	en	el	resto	del	sistema	financiero.
La	 empresa	 puede,	 en	 cualquier	 momento,	 remitir	 una	 comunicación	 al
cliente,	 advirtiéndole	 de	 la	 existencia	 de	 saldos	 deudores	 en	 su	 cuenta	 y
requiriéndole	 el	 pago.	 Transcurridos	 quince	 (15)	 días	 hábiles	 de	 la
recepción	 de	 la	 comunicación	 sin	 que	 hubiere	 observaciones,	 la	 empresa
está	 facultada	 para	 girar	 contra	 el	 cliente	 por	 el	 saldo	 más	 los	 intereses
generados	en	dicho	período,	una	 letra	a	 la	vista,	 con	expresión	del	motivo
por	el	que	se	la	emite.	El	protesto	por	falta	de	pago	de	la	indicada	cambia\,
en	 la	 que	 no	 se	 requiere	 la	 aceptación	 del	 girado,	 deja	 expedita	 la	 acción
ejecutiva.
JURISPRUDENCIA.—Disconformidad	 con	 el	 saldo	 deudor	 no	 puede
impedir	 el	 cobro	 de	 la	 letra	 de	 cambio.	 “(...)	 observación	 consiste	 en	 la
advertencia	 que	 se	 hace	 señalando	 en	 ella	 una	 falla	 o	 defecto.	 En	 el	 caso
concreto	 de	 la	 comunicación	 de	 los	 saldos	 deudores	 de	 cuenta	 a	 que	 se
refiere	 el	 artículo	 228	 de	 la	 Ley	 número	 26702,	 es	 necesario	 que	 el
observante	precise	y	describa	en	detalle	en	qué	consiste	el	error,	defecto	u
omisión	del	saldo	deudor	que	se	le	comunica,	señalando	las	cantidades	que
correspondan	 en	 su	 caso,	 al	 débito	 o	 al	 haber;	 siendo	 éste	 el	 sentido
correcto	de	 la	observación	a	que	se	refiere	 la	norma	material	 invocada.	La
ratio	 legis	 de	 la	 norma	 citada	 es	 viabilizar	 que	 los	 deudores	 puedan
manifestar	 su	disconformidad	con	el	 saldo	deudor	a	efectos	de	que	pueda
ser	 rectificado	 por	 la	 entidad	 crediticia	 y	 en	 modo	 alguno	 podría	 ser	 un
mecanismo	para	evitar	el	cobro	de	un	letra	de	cambio	a	la	vista	por	el	saldo
deudor	de	una	cuenta	corriente,	como	podría	suceder	si	se	permite	remitir
comunicaciones	 que	 sólo	 observen	 el	 saldo	 deudor	 sin	 precisar	 en	 qué
consiste	 el	 error,	 defecto	 u	 omisión	 incurrida,	 lo	 que	 perjudicaría
injustamente	 a	 la	 entidad	 acreedora”.	 (C.	 S.,	 Cas.	 2373-2009-Lima,	 nov.
03/2009.	V.	P.	Idrogo	Delgado)
Ley	26702.
ART.	 229.—Depósito	 de	 ahorros.	 Los	 depósitos	 de	 ahorros	 tienen	 las
siguientes	características:
1.	Pueden	ser	constituidos	por	personas	naturales	o	jurídicas,	inclusive	por
analfabetos	e	incapaces.	Los	depósitos	constituidos	por	menores	de	edad	se
regirán	por	lo	dispuesto	en	el	Código	del	Niño	y	del	Adolescente.
2.	Constan	de	libretas	o	de	otros	documentos	en	donde	se	anote	las	fechas
y	 los	montos	 de	 las	 imposiciones	 y	 de	 los	 retiros,	 así	 como	 los	 intereses
abonados	por	el	período	convenido.
3.	No	son	transferibles.
4.	Los	retiros	proceden	al	solo	requerimiento	del	titular,	su	representante
legal	o	apoderado,	a	menos	que	se	haya	pactado	plazo	o	limitado	su	número
en	un	período	dado.
Ley	26702.
ART.	 230.—Sistemas	 de	 coberturas	 o	 de	 fondos	 de	 contingencia.	 Las
empresas	 que	 ofrezcan	 sistemas	 de	 cobertura	 o	 fondos	 de	 contingencia	 a
favor	de	sus	depositantes,	titulares	de	tarjetas	de	débito,	tarjetas	de	crédito
u	otros	servicios,	están	obligadas	a	mantener	en	sus	registros	declaraciones
de	 los	 clientes	 que	 se	 adhieran	 a	 tal	 sistema,	 con	 los	 nombres	 de	 los
beneficiarios	de	dichas	coberturas	y	sus	domicilios	actualizados.
Al	tomar	conocimiento	del	evento	indemnizable,	el	monto	que	corresponda
se	deposita	en	una	cuenta	de	ahorros,	que	se	abre	a	nombre	y	disposición	de
los	 beneficiarios,	 de	 acuerdo	 a	 los	 procedimientos	 que	 determine	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	231.—Derogado.	Ley	28677,	Sexta	Disp.	Final.
Ley	26702.
ART.	232.—Emisión	de	instrumentos	financieros.	La	emisión	en	serie	de
instrumentos	 financieros	 de	 captación	 del	 ahorro	 del	 público	 deberá	 ser
acordada	 por	 el	 órgano	 de	 dirección	 de	 la	 respectiva	 empresa,	 con
excepción	de	 los	bonos	 convertibles	 y	 subordinados,	 cuya	 emisión	deberá
ser	 acordada	 por	 la	 Junta	 General	 de	 Accionistas,	 pudiendo	 delegar	 esta
facultad	en	el	directorio.
Para	la	emisión	de	tales	instrumentos	se	requerirá	opinión	favorable	de	la
Superintendencia.	Asimismo,	en	los	casos	en	que	éstos	tengan	la	condición
de	valores	mobiliarios	y	se	emitan	por	oferta	pública,	Conasev	procederá	a
inscribirlos	 en	 el	 Registro	 Público	 del	 Mercado	 de	 Valores,	 previa
presentación	 de	 la	 resolución	 expedida	 por	 la	 Superintendencia,	 y	 de	 la
documentación	precisada	en	el	artículo	18	de	la	Ley	del	Mercado	de	Valores.
Los	 instrumentos	 emitidos	 en	 serie	 o	 en	 forma	 individual	 pueden	 ser
colocados	bajo	su	valor	par.
Para	 la	 emisión	 de	 instrumentos	 financieros,	 incluyendo	 bonos,	 no	 es
exigible	la	constitución	de	garantías	específicas.
Ley	26702.
ART.	233.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Deuda	subordinada	y	otros
instrumentos	computables	para	patrimonio	efectivo.
1.	 Toda	 modalidad	 de	 deuda	 subordinada	 debe	 tener	 las	 siguientes
características	 generales	 para	 que	 sea	 computable	 como	 parte	 del
patrimonio	de	nivel	2	ó	de	nivel	3:
a)	No	puede	estar	garantizada.
b)	No	procede	su	pago	antes	de	su	vencimiento,	ni	 su	rescate	por	sorteo,
sin	autorización	previa	de	la	Superintendencia.
c)	Será	valorada	al	monto	de	su	colocación	u	otorgamiento	y	dicho	monto
deberá	encontrarse	totalmente	cancelado.
d)	El	principal	y	los	intereses	quedan	sujetos,	en	su	caso,	a	su	aplicación	a
absorber	 las	 pérdidas	 de	 la	 empresa	 que	 queden	 luego	 de	 que	 se	 haya
aplicado	íntegramente	el	patrimonio	contable	a	este	objeto.
2.	 Los	 instrumentos	 con	 características	 de	 capital	 y	 deuda,	 tal	 como	 la
deuda	 subordinada	 no	 redimible	 y	 la	 deuda	 subordinada	 convertible	 en
acciones,	serán	elegibles	como	parte	del	patrimonio	de	nivel	2	siempre	que
cumplan	con	las	siguientes	características	y	requisitos:
a)	El	principal	y	 los	 intereses	pueden	absorber	pérdidas	sin	necesidad	de
que	la	empresa	deje	de	operar	o	se	encuentre	en	liquidación.
b)	 En	 caso	 de	 existir	 obligación	 de	 reconocer	 intereses,	 este
reconocimiento	puede	ser	pospuesto	cuando	la	rentabilidad	de	la	empresa
no	permita	dicho	reconocimiento.
Para	efectos	del	 cómputo	al	patrimonio	efectivo,	 las	 acciones	preferentes
perpetuas	con	derecho	a	dividendo	acumulativo	serán	tratadas	como	deuda
subordinada	con	características	de	capital	y	deuda.
3.	La	deuda	subordinada	redimible	será	elegible	como	parte	del	patrimonio
de	 nivel	 2	 siempre	 que	 cumpla	 con	 las	 siguientes	 características	 y
requisitos:
a)	El	plazo	de	vencimiento	mínimo	original	será	superior	a	cinco	(5)	años.
b)	 Durante	 los	 cinco	 (5)	 años	 previos	 a	 su	 vencimiento,	 se	 aplicará
proporcionalmente	un	factor	de	descuento	anual	de	veinte	por	ciento	(20%)
sobre	el	monto	nominal	de	la	deuda	subordinada.
Para	efectos	del	 cómputo	al	patrimonio	efectivo,	 las	 acciones	preferentes
redimibles	 serán	 tratadas	 como	 la	 deuda	 subordinada	 redimible	 referida
anteriormente.
4.	 Asimismo,	 la	 Superintendencia	 podrá	 autorizar	 a	 las	 empresas	 el
otorgamiento	o	 la	 emisión	de	deuda	 subordinada	 redimible	elegible	 como
patrimonio	 de	 nivel	 3.	 Esta	 deuda	 deberá	 cumplir	 con	 las	 siguientes
características	y	requisitos:
a)	Tendrá	un	vencimiento	original	mínimo	de	dos	(2)	años.
b)	Estará	sujeta	a	una	condición	especial	según	la	cual	no	procederá	el	pago
del	principal	ni	el	reconocimiento	del	 interés,	aun	a	su	vencimiento,	si	ello
implicara	el	incumplimiento	del	límite	global	dispuesto	en	el	primer	párrafo
del	artículo	199.
c)	 Durante	 los	 dos	 (2)	 años	 previos	 a	 su	 vencimiento,	 se	 aplicará
proporcionalmente	 un	 factor	 de	 descuento	 anual	 de	 cincuenta	 por	 ciento
(50%)	sobre	el	monto	nominal	de	la	deuda	subordinada.
d)	 Los	 requisitos	 complementarios	 que	 sean	 establecidos	 por	 la
Superintendencia.
La	 Superintendencia	 determinará	 los	 requisitos	 específicos	 que	 deberán
cumplir	 los	 instrumentos	 antes	 citados	 y	 autorizará	 su	 cómputo	 al
patrimonio	 efectivo.	 Asimismo,	 establecerá	 los	 requisitos	 adicionales	 que
deberán	 cumplir	 los	 referidos	 instrumentos	 para	 calificar	 como
componentes	del	patrimonio	básico,	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	el
numeral	3	del	literal	A	del	artículo	184.
Ley	26702.
ART.	234.—Instrumentos	 representativos	de	deuda.	 Las	 empresas	 del
sistema	 financiero	 podrán	 emitir	 los	 instrumentos	 financieros	 a	 que	 se
refiere	 la	 Ley	del	Mercado	de	Valores,	 y	 aquéllos	 que	 la	 Superintendencia
autorice	mediante	norma	de	carácter	general.
Ley	26702.
ART.	 235.—Instrumentos	 hipotecarios.	 Las	 empresas	 del	 sistema
financiero	 podrán	 emitir	 instrumentos	 hipotecarios,	 con	 arreglo	 a	 las
normas	que	expida	la	Superintendencia.
Dichos	instrumentos	tendrán	las	siguientes	características	generales:
1.	Emanan	de	un	contrato	hipotecario;
2.	Deben	ser	garantizados	con	primera	hipoteca;
3.	Las	hipotecas	que	pesen	sobre	los	inmuebles	que	sean	financiados	con	la
emisión	 de	 instrumentos	 hipotecarios	 serán	 incluidas	 en	 un	 registro
separado	de	 la	 empresa	del	 sistema	 financiero,	 y	no	garantizan	 las	demás
obligaciones	del	propietario	del	inmueble	o	constituyente	de	la	hipoteca	en
favor	de	esta	última;
4.	El	conjunto	de	los	gravámenes	hipotecarios	a	que	se	refiere	el	numeral
anterior	respalda	por	ministerio	de	 la	 ley,	al	conjunto	de	 los	 instrumentos
hipotecarios	 que	 emita	 la	 empresa	 del	 sistema	 financiero,	 sin	 que	 sea
necesario	 el	 otorgamiento	 de	 escritura	 pública	 para	 afectar	 dichos
gravámenes	en	favor	de	tales	instrumentos;
5.	Cuando	un	deudor	hipotecario	prepague	su	deuda,	 la	empresa	emisora
podrá	colocar	nuevos	préstamos	de	 iguales	características	al	prepagado,	o
rescatar	los	instrumentos	financieros	que	respaldan	la	deuda	prepagada;	y,
6.	En	caso	de	intervención	por	suspensión	de	pagos	de	obligaciones	o	por
liquidación	 de	 la	 empresa	 emisora,	 las	 obligaciones	 que	 sustentan	 los
instrumentos	 hipotecarios,	 así	 como	 las	 correspondientes	 colocaciones	 y
sus	 garantías	 hipotecarias	 serán	 transferidas	 a	 otra	 empresa	 del	 sistema
financiero,	previa	autorización	de	la	Superintendencia,	siendo	excluidos	de
la	masa.
7.	Incorporado.	Ley	27964,	Art.	Único.	Para	efectos	de	lo	dispuesto	en	el
numeral	 anterior,	 los	 préstamos	 otorgados	 por	 el	 Fondo	Mivivienda	 a	 las
empresas	 del	 sistema	 financiero	 para	 que	 realicen	 colocaciones
hipotecarias,	 recibirán	 el	 mismo	 tratamiento	 que	 los	 instrumentos
hipotecarios.	 En	 este	 caso,	 sólo	 se	 requerirá	 la	 calificación	 previa	 de	 la
Superintendencia	para	ser	excluidos	de	la	masa.
Ley	26702.
ART.	 236.—Letras	 hipotecarias.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero
podrán	 emitir	 letras	 hipotecarias,	 con	 arreglo	 a	 las	 normas	 que	 expida	 la
Superintendencia.
Dichos	instrumentos	tendrán	las	siguientes	características	generales:
1.	Emanan	de	un	contrato	de	crédito	hipotecario.
2.	Son	emitidas	por	una	empresa	del	sistema	financiero	que	tiene	la	calidad
de	obligado	principal	y	es	el	único	responsable	de	su	pago.
3.	Pueden	ser	emitidas	en	moneda	nacional	o	extranjera.
4.	Derogado.	Ley	27287,	Primera	Disp.	Derog.
5.	Sólo	pueden	ser	emitidas	por	un	importe	interior	o	igual	al	monto	de	las
obligaciones	hipotecarias	asumidas	para	con	la	empresa	emisora.
6.	Deben	ser	garantizadas	con	primera	hipoteca,	la	que	no	es	factible	hacer
extensiva	a	otras	obligaciones	a	favor	de	la	empresa,	y	debe	estar	autorizada
en	forma	expresa	en	el	acto	de	constitución.
7.	Es	 factible	su	amortización	por	 la	empresa	emisora,	en	forma	directa	o
mediante	compra,	rescate	o	sorteo	a	la	par.
8.	En	 caso	de	 intervención	por	 suspensión	de	pagos	y	obligaciones	o	por
liquidación	de	la	empresa	emisora,	las	letras	hipotecarias	serán	transferidas
conjuntamente	 con	 los	 correspondientes	 créditos	 y	 sus	 respectivas
garantías	hipotecarias	a	otra	empresa	del	sistema	financiero	autorizada	por
la	 Superintendencia	 para	 operar	 con	 el	 sistema	 de	 letras	 hipotecarias,	 y
tales	activos	y	pasivos	serán	excluidos	de	la	masa.
Ley	26702.
ART.	237.—Derogado.	Ley	27287,	Primera	Disp.	Derog.
Ley	26702.
ART.	 238.—Cédulas	 hipotecarias.	 Las	 cédulas	 hipotecarias	 son
instrumentos	 representativos	 de	 deuda	 hipotecaria	 de	 largo	 plazo,	 no
redimibles	 anticipadamente,	 emitidos	 por	 las	 empresas	 autorizadas	 por
esta	 ley	 y	 que	 se	 encuentran	 respaldadas	 con	 la	 hipoteca	 del	 conjunto	 de
inmuebles	 que	 queden	 afectos	 al	 régimen	 hipotecario	 vinculado	 a	 tales
cédulas.
Por	 su	 naturaleza	 no	 son	 susceptibles	 de	 redención	 anticipada,	 y	 son
materia	de	negociación	en	el	mercado	secundario.
Ley	26702.
ART.	239.—Derogado.	Ley	27287,	Primera	Disp.	Derog.
Ley	26702.
ART.	240.—Reajuste	automático	de	deudas.	La	facultad	establecida	en	el
artículo	1235	del	Código	Civil	puede	ser	ejercida	respecto	de	pasivos	de	las
empresas	 contraídos	 a	 plazo	 no	menor	 de	 noventa	 (90)	 días.	 El	 índice	 de
reajuste	diario	es	elaborado	por	el	Banco	Central	con	sujeción	al	Índice	de
Precios	 al	 Consumidor	 para	 Lima	 Metropolitana	 que,	 para	 el	 mes
precedente,	 haya	 determinado	 el	 Instituto	 Nacional	 de	 Estadística	 e
Informática,	y	se	publica	oportunamente	en	el	diario	oficial.
En	los	casos	en	que	las	partes	se	acojan	a	lo	dispuesto	en	este	artículo,	debe
consignarse	 en	 los	 contratos,	 títulos	 valores	 y	 demás	 documentos,
inmediatamente	 después	 de	 la	 cifra	 correspondiente,	 la	 frase	 “Valor
Adquisitivo	Constante”	o	las	siglas	“VAC”.
SUBCAPÍTULO	II
FIDEICOMISO
Ley	26702.
ART.	 241.—Concepto	 de	 fideicomiso.	 El	 fideicomiso	 es	 una	 relación
jurídica	por	la	cual	el	fideicomitente	transfiere	bienes	en	fideicomiso	a	otra
persona,	 denominada	 fiduciario,	 para	 la	 constitución	 de	 un	 patrimonio
fideicometido,	 sujeto	 al	 dominio	 fiduciario	 de	 este	 último	 y	 afecto	 al
cumplimiento	de	un	fin	específico	en	favor	del	 fideicomitente	o	un	tercero
denominado	fideicomisario.
El	 patrimonio	 fideicometido	 es	 distinto	 al	 patrimonio	 del	 fiduciario,	 del
fideicomitente,	 o	 del	 fideicomisario	 y	 en	 su	 caso,	 del	 destinatario	 de	 los
bienes	remanentes.
Los	 activos	 que	 conforman	 el	 patrimonio	 autónomo	 fideicometido	 no
generan	 cargos	 al	 patrimonio	 efectivo	 correspondiente	 de	 la	 empresa
fiduciaria,	 salvo	 el	 caso	 que	 por	 resolución	 jurisdiccional	 se	 le	 hubiera
asignado	responsabilidad	por	mala	administración,	y	por	el	 importe	de	los
correspondientes	daños	y	perjuicios.
La	parte	líquida	de	los	fondos	que	integran	el	fideicomiso	no	está	afecta	a
encaje.
La	 Superintendencia	 dicta	 normas	 generales	 sobre	 los	 diversos	 tipos	 de
negocios	fiduciarios.
Ley	26702.
ART.	242.—Modificado.	Ley	29654,	Art.	Único.	Empresas	autorizadas	a
desempeñarse	como	fiduciarios.	Están	autorizadas	a	desempeñarse	como
fiduciarias,	Cofide,	las	empresas	de	operaciones	múltiples	a	que	se	refiere	el
inciso	A	del	artículo	16,	las	empresas	de	servicios	fiduciarios	que	señala	el
inciso	B-	5	del	artículo	mencionado,	las	empresas	del	numeral	1	del	artículo
318,	 así	 como	 las	 empresas	 o	 instituciones	 supervisadas	 por	 la
Superintendencia,	 cuyo	 objeto	 es	 garantizar,	 apoyar,	 promover	 y	 asesorar
directa	 o	 indirectamente	 a	 la	 Micro	 y	 Pequeña	 Empresa	 (MYPE)	 de
cualquier	sector	económico.
En	 caso	 de	 dolo	 o	 culpa	 grave,	 la	 Superintendencia	 puede	 disponer	 la
remoción	 de	 la	 empresa	 o	 institución	 fiduciaria	 y	 designar	 a	 quien	 ha	 de
sustituirla,	si	el	fideicomitente	no	lo	hiciera	dentro	del	plazo	que	se	señale.
Para	ejecutar	 las	 funciones	de	 fiduciario	en	 fideicomisos	de	 titulización	a
que	se	 refiere	 la	Ley	del	Mercado	de	Valores,	 las	empresas	e	 instituciones
del	sistema	financiero	deben	constituir	sociedades	titulizadoras.
Ley	26702.
ART.	 243.—Validez	 del	 acto	 constitutivo.	 Para	 la	 validez	 del	 acto
constitutivo	 del	 fideicomiso	 es	 exigible	 al	 fideicomitente	 la	 facultad	 de
disponer	 de	 los	 bienes	 y	 derechos	 que	 transmita,	 sin	 perjuicio	 de	 los
requisitos	que	la	ley	establece	para	el	acto	jurídico.
Ley	26702.
ART.	 244.—Derechos	 del	 heredero	 forzoso	 perjudicado	 por	 el
fideicomiso.	 Los	 herederos	 forzosos	 del	 fideicomitente	 pueden	 exigir	 la
devolución	 de	 los	 bienes	 fideicometidos	 por	 su	 causante	 a	 título	 de
fideicomiso	gratuito,	en	 la	parte	que	hubiere	perjudicado	sus	 legítimas.	La
empresa	 fiduciaria	 tiene	 la	 facultad	 de	 elegir,	 entre	 los	 bienes
fideicometidos,	aquéllos	que	han	de	ser	objeto	de	la	devolución.
No	obstante,	 puede	 el	 fideicomitente	 constituir	 en	 fideicomiso	 los	 bienes
que	toquen	a	 la	 legítima	de	alguno	de	sus	herederos	menores	o	 incapaces,
en	 beneficio	 de	 ellos	 mismos	 y	 mientras	 subsista	 la	 minoridad	 o	 la
incapacidad.
La	prodigalidad	se	califica	por	el	propio	constituyente	del	 fideicomiso.	En
este	caso,	el	fideicomiso	dura	hasta	cinco	(5)	años	después	del	fallecimiento
del	 causante,	 salvo	 que	 el	 presunto	 pródigo	 acredite	 ante	 el	 juez
especializado	estar	capacitado	para	administrar	sus	bienes.
La	 empresa	 fiduciaria,	 en	 todo	 caso,	 debe	 atender	 al	 mantenimiento	 del
menor	o	del	incapaz,	con	cargo	a	las	rentas	o	frutos	del	fideicomiso.
Ley	26702.
ART.	245.—Acción	para	anular	la	transmisión	fideicomisaria.	La	acción
para	anular	la	transmisión	fideicomisaria	realizada	en	fraude	de	acreedores
caduca	a	los	seis	(6)	meses	de	publicado	en	el	diario	oficial,	por	tres	(3)	días
consecutivos,	 un	 aviso	que	dé	 cuenta	de	 la	 enajenación.	En	 todo	 caso,	 esa
caducidad	opera	a	los	dos	(2)	meses	de	la	fecha	en	que	el	acreedor	haya	sido
notificado	personalmente	de	la	constitución	del	fideicomiso.
Ley	26702.
ART.	 246.—Formalidad.	 La	 constitución	 del	 fideicomiso	 se	 efectúa	 y
perfecciona	 por	 contrato	 entre	 el	 fideicomitente	 y	 la	 empresa	 fiduciaria,
formalizado	mediante	instrumento	privado	o	protocolizado	notarialmente.
Cuando	 el	 contrato	 comporta	 la	 transferencia	 fiduciaria	 de	 activos
mobiliarios,	 debe	 ser	 inscrito	 en	 la	 Central	 de	 Riesgos	 de	 la
Superintendencia,	según	lo	considere	el	fideicomitente.
Tiene	también	lugar	por	voluntad	unilateral	del	fideicomitente,	expresada
en	testamento.
Para	 oponer	 el	 fideicomiso	 a	 terceros	 se	 requiere	 que	 la	 transmisión	 al
fiduciario	 de	 los	 bienes	 v	 derechos	 inscribibles	 sea	 anotada	 en	 el	 registro
público	 correspondiente	 y	 que	 la	 otra	 clase	 de	 bienes	 y	 derechos	 se
perfeccione	con	la	tradición,	el	endoso	u	otro	requisito	exigido	por	la	ley.
Para	 los	 casos	 de	 fideicomiso	 en	 garantía,	 la	 inscripción	 en	 el	 registro
respectivo	le	otorga	el	mismo	orden	de	prelación	que	corresponde,	en	razón
al	tiempo	de	su	inscripción.
Ley	26702.
ART.	247.—Fideicomiso	 testamentario	 no	 requiere	 aceptación.	 No	 es
requisito	para	 la	 validez	del	 fideicomiso	 testamentario	 la	 aceptación	de	 la
empresa	 fiduciaria	 designada	 ni	 la	 de	 los	 fideicomisarios.	 Si	 aquella
declinare	 la	designación,	debe	proponer	a	quien	 la	reemplace	y	si	ninguna
otra	empresa	aceptare	el	encargo,	el	fideicomiso	se	extingue.
Los	 fideicomisos	 a	 que	 se	 refiere	 este	 artículo	 se	 entienden	 constituidos
desde	la	apertura	de	la	sucesión.
Ley	26702.
ART.	 248.—Validez	 de	 fideicomiso	 en	 favor	 de	 personas
indeterminadas.	Es	válido	el	fideicomiso	establecido	en	favor	de	personas
indeterminadas	que	 reúnan	ciertas	 condiciones	o	 requisitos,	 o	del	público
en	general,	siempre	que	consten	en	el	instrumento	constitutivo	las	calidades
exigibles	 para	 disfrutar	 de	 los	 beneficios	 del	 fideicomiso	 o	 las	 reglas	 para
otorgarlos.
Es	válido	el	fideicomiso	en	beneficio	del	propio	fideicomitente.
Ley	26702.
ART.	 249.—Fideicomiso	 en	 favor	 de	 varias	 personas.	 El	 fideicomiso
puede	 constituirse	 en	 beneficio	 de	 varias	 personas	 que	 sucesivamente
deban	sustituirse,	por	 la	muerte	de	 la	anterior	o	por	otro	evento,	 siempre
que	 la	 sustitución	 tenga	 lugar	 en	 favor	 de	 personas	 que	 existan	 cuando
quede	expedito	el	derecho	del	primer	designado.
Ley	26702.
ART.	 250.—Fideicomisario	 que	 interviene	 en	 el	 contrato.	 Si	 el
fideicomisario	interviene	como	parte	en	el	contrato,	adquiere	a	título	propio
los	 derechos	 que	 en	 él	 se	 establezcan	 a	 su	 favor,	 los	 que	 no	 pueden	 ser
alterados	sin	su	consentimiento.
En	 los	 demás	 casos,	 el	 fideicomitente	 puede	 convenir	 con	 la	 empresa
fiduciaria	las	modificaciones	que	estime	adecuadas,	y	aún	la	resolución	del
fideicomiso,	 salvo	 que	 con	 ello	 se	 lesionen	 derechos	 adquiridos	 por
terceros.
El	 fideicomitente	 puede	 también	 resolver	 el	 contrato	 de	 fideicomiso
constituido	a	título	gratuito,	excepto	en	el	caso	previsto	en	el	primer	párrafo
y,	 también,	 si	 hubiere	 renunciado	 a	 tal	 derecho.	 De	 crearse	 esa	 facultad,
debe	pagar	a	la	empresa	fiduciaria	la	pena	convenida,	o	en	su	defecto,	la	que
señale	el	juez	especializado	o	el	tribunal	arbitral,	respectivo.
Para	modificar	o	resolver	el	contrato	de	fideicomiso,	los	causahabientes	del
fideicomitente	 requieren,	 en	 todo	 caso,	 el	 consentimiento	 unánime	 de	 los
fideicomisarios	 o,	 si	 éstos	 fueren	 indeterminados,	 la	 aprobación	 riel
Superintendente.
Ley	26702.
ART.	251.—Plazo	máximo	de	duración.	El	plazo	máximo	de	duración	de
un	fideicomiso	es	de	treinta	(30)	años,	con	las	siguientes	excepciones:
1.	En	el	fideicomiso	vitalicio,	en	beneficio	de	fideicomisarios	determinados
que	hubieran	nacido	o	estuviesen	concebidos	al	momento	de	constituirse	el
fideicomiso,	 el	 plazo	 se	 extiende	 hasta	 la	 muerte	 del	 último	 de	 los
fideicomisarios.
2.	 En	 el	 fideicomiso	 cultural,	 que	 tenga	 por	 objeto	 el	 establecimiento	 de
museos,	 bibliotecas,	 institutos	de	 investigación	 arqueológicos,	 históricos	o
artísticos,	 el	 plazo	puede	 ser	 indefinido	 y	 el	 fideicomiso	 subsiste	 en	 tanto
sea	factible	cumplir	el	propósito	para	el	que	hubiere	sido	constituido.
3.	En	el	fideicomiso	filantrópico,	que	tenga	por	objeto	aliviar	la	situación	de
los	privados	de	razón	los	huérfanos,	 los	ancianos	abandonados	y	personas
menesterosas,	 el	 plazo	 puede	 igualmente	 ser	 indefinido	 y	 el	 fideicomiso
subsiste	en	tanto	sea	factible	cumplir	el	propósito	para	el	que	se	le	hubiere
constituido.
En	los	casos	en	los	cuales	el	plazo	del	fideicomiso	debe	ser	necesariamente
extendido	más	allá	del	límite	legal	máximo,	a	fin	de	no	perjudicar	intereses
de	terceros,	la	Superintendencia	podrá	autorizar	su	vigencia	por	el	término
estrictamente	necesario	para	la	consecución	de	los	fines	previstos.
Ley	26702.
ART.	 252.—Facultades	 del	 fiduciario	 sobre	 bienes	 que	 recibe.	 El
fiduciario	 ejerce	 sobre	 el	 patrimonio	 fideicometido,	 dominio	 fiduciario,	 el
mismo	 que	 le	 confiere	 plenas	 potestades,	 incluidas	 las	 de	 administración,
uso,	 disposición	 y	 reivindicación	 sobre	 los	 bienes	 que	 conforman	 el
patrimonio	 fideicometido,	 las	 mismas	 que	 son	 ejercidas	 con	 arreglo	 a	 la
finalidad	para	la	que	fue	constituido	el	fideicomiso,	y	con	observancia	de	las
limitaciones	que	se	hubieren	establecido	en	el	acto	constitutivo.
Dependiendo	 de	 la	 naturaleza	 del	 fideicomiso,	 el	 fideicomitente	 y	 sus
causahabientes	 son	 titulares	 de	 un	 derecho	 de	 crédito	 personal	 contra	 el
patrimonio	fiduciario.
La	empresa	fiduciaria	sólo	puede	disponer	de	los	bienes	fideicometidos	con
arreglo	a	 las	estipulaciones	contenidas	en	el	 instrumento	constitutivo.	Los
actos	 de	 disposición	 que	 efectúe	 en	 contravención	 de	 lo	 pactado	 son
anulables,	 si	 el	 adquirente	 no	 actuó	 de	 buena	 fe,	 salvo	 el	 caso	 de	 que	 la
transferencia	se	hubiese	efectuado	en	una	bolsa	de	valores.	La	acción	puede
ser	 interpuesta	 por	 cualquiera	 de	 los	 fideicomisarios,	 el	 fideicomitente	 y
aún	por	la	propia	empresa	fiduciaria.
Ley	26702.
ART.	 253.—Patrimonio	 fideicometido.	 El	 patrimonio	 fideicometido	 no
responde	por	 las	obligaciones	del	 fiduciario	o	del	 fideicomitente	ni	de	 sus
causahabientes	y.	 tratándose	de	 las	obligaciones	de	 los	 fideicomisarios,	 tal
responsabilidad	sólo	m:	exigible	sobre	 los	 frutos	o	 las	prestaciones	que	se
encuentran	a	disposición	de	ellos,	de	ser	el	caso.
En	caso	que	la	empresa	fiduciaria	no	se	oponga	a	las	medidas	que	afecten
al	 patrimonio	 fideicometido,	 pueden	 hacerlo	 el	 fideicomitente	 o	 cualquier
fideicomisario.	Uno	y	otros	están	facultados	para	coadyuvar	en	la	defensa	si
la	empresa	fiduciaria	hubiese	hecho	valer	la	oposición.
La	 empresa	 fiduciaria	 podrá	 delegar	 en	 el	 fideicomisario	 o	 el
fideicomitente	 las	 facultades	 necesarias	 para	 que	 ejerzan	 las	 medidas	 de
protección	 del	 patrimonio	 fideicometido,	 sin	 quedar	 liberado	 de
responsabilidad.
Ley	26702.
ART.	 254.—Afectación	 de	 los	 bienes	 que	 integran	 el	 patrimonio
fideicometido.	 Los	 bienes	 que	 integran	 el	 patrimonio	 fideicometido	 se
encuentran	 afectos	 al	 pago	de	 las	 obligaciones	 y	 responsabilidades	 que	 la
empresa	 fiduciaria	 contraiga	 en	 ejercicio	 del	 dominio	 fiduciario	 por	 los
actos	 que	 efectúe	 para	 el	 cumplimiento	 de	 la	 finalidad	 para	 la	 que	 fue
constituido	 el	 fideicomiso	 y,	 en	 general,	 de	 acuerdo	 a	 lo	 establecido	 en	 el
acto	constitutivo.
No	se	encuentran	afectos	a	dicho	pago,	salvo	disposición	en	contrario,	 los
bienes	 que	 integran	 el	 patrimonio	 propio	 de	 la	 empresa	 fiduciaria,	 del
fideicomitente,	del	fideicomisario	y	del	destinatario	del	remanente.
Ley	26702.
ART.	255.—Liquidación	de	la	empresa	fiduciaria.	En	caso	de	liquidación
de	la	empresa	fiduciaria,	asiste	a	quienes	tengan	legítimo	interés	el	derecho
de	identificar	y	rescatar	los	bienes	y	derechos	existentes	que	pertenezcan	al
patrimonio	 fideicometido,	 en	 cualquier	 estado	del	 proceso,	 por	 no	 formar
parte	de	la	masa.
Por	 el	 valor	 de	 los	 bienes,	 recursos	 líquidos	 y	 derechos	 perdidos	 o	 no
identificables	 del	 fideicomiso,	 el	 fideicomisario	 tiene	 sobre	 la	masa,	 hasta
por	 el	 importe	 de	 la	 responsabilidad	 de	 la	 empresa	 fiduciaria,	 un	 crédito
amparado	con	privilegio	general	de	primer	orden.
Ley	26702.
ART.	256.—Obligaciones	de	la	empresa	fiduciaria.	Son	 obligaciones	 de
la	empresa	fiduciaria:
1.	 Cuidar	 y	 administrar	 los	 bienes	 y	 derechos	 que	 constituyen	 el
patrimonio	del	 fideicomiso,	 con	 la	diligencia	 y	dedicación	de	un	ordenado
comerciante	y	leal	administrador;
2.	 Defender	 el	 patrimonio	 del	 fideicomiso,	 preservándolo	 tanto	 de	 daños
físicos	 cuanto	 de	 acciones	 judiciales	 o	 actos	 extrajudiciales	 que	 pudieran
afectar	o	mermar	su	integridad;
3.	 Proteger	 con	 pólizas	 de	 seguro,	 los	 riesgos	 que	 corran	 los	 bienes
fideicometidos,	de	acuerdo	a	lo	pactado	en	el	instrumento	constitutivo;
4.	 Cumplir	 los	 encargos	 que	 constituyen	 la	 finalidad	 del	 fideicomiso,
realizando	 para	 ello	 los	 actos,	 contratos,	 operaciones,	 inversiones	 o
negocios	 que	 se	 requiera,	 con	 la	misma	 diligencia	 que	 la	 propia	 empresa
fiduciaria	pone	en	sus	asuntos;
5.	Llevar	el	 inventario	y	 la	contabilidad	de	cada	fideicomiso	con	arreglo	a
ley,	 y	 cumplir	 conforme	 a	 la	 legislación	 de	 la	 materia	 las	 obligaciones
tributarias	 del	 patrimonio	 fideicometido,	 tanto	 las	 sustantivas	 como	 las
formales;
6.	 Preparar	 balances	 y	 estados	 financieros	 de	 cada	 fideicomiso,	 cuando
menos	una	vez	al	semestre,	así	como	un	informe	o	memoria	anual,	y	poner
tales	documentos	a	disposición	de	los	fideicomitentes	y	fideicomisarios,	sin
perjuicio	de	su	presentación	a	la	Superintendencia;
7.	 Guardar	 reserva	 respecto	 de	 las	 operaciones,	 actos,	 contratos,
documentos	e	 información	que	 se	 relacionen	con	 los	 fideicomisos,	 con	 los
mismos	alcances	que	esta	ley	establece	para	el	secreto	bancario;
8.	 Notificar	 a	 los	 fideicomisarios	 de	 la	 existencia	 de	 bienes	 y	 servicios
disponibles	a	 su	 favor	dentro	del	 término	de	diez	días	de	que	el	beneficio
esté	expedito;
9.	 Devolver	 al	 fideicomitente	 o	 a	 sus	 causahabientes,	 al	 término	 del
fideicomiso,	 los	 remanentes	 del	 patrimonio	 fideicometido,	 salvo	 que,
atendida	 la	 finalidad	 de	 la	 transmisión	 fideicomisaria,	 corresponda	 la
entrega	a	los	fideicomisarios	o	a	otras	personas;
10.	Transmitir	a	la	nueva	empresa	fiduciaria,	en	los	casos	de	subrogación,
los	recursos,	bienes	y	derechos	del	fideicomiso;	y,
11.	Rendir	cuenta	a	los	fideicomitentes	y	a	la	Superintendencia	al	término
del	fideicomiso	o	de	su	intervención	en	él.
Ley	26702.
ART.	 257.—Prohibiciones	 de	 la	 empresa	 fiduciaria.	 Es	 prohibido	 a	 la
empresa	 fiduciaria	 afianzar,	 avalar	 o	 garantizar	 en	 forma	 alguna	 ante	 el
fideicomitente	o	 los	 fideicomisarios	 los	resultados	del	 fideicomiso	o	de	 las
operaciones,	actos	y	contratos	que	realice	con	los	bienes	fideicometidos.
Son	nulos	el	pacto	en	contrario	así	como	las	garantías	y	compromisos	que
se	pacten	en	contravención	a	lo	dispuesto	en	este	artículo.
Ley	26702.
ART.	 258.—Prohibición	 de	 realizar	 operaciones	 en	 beneficio	 de
determinadas	personas.	La	empresa	 fiduciaria	está	prohibida	de	realizar
operaciones,	actos	y	contratos	con	los	 fondos	y	bienes	de	 los	 fideicomisos,
en	beneficio	de:
1.	La	propia	empresa.
2.	 Sus	directores	y	 trabajadores	y,	 en	 su	 caso,	 los	miembros	del	 comité	a
cargo	del	fideicomiso.
3.	El	factor	o	factores	fiduciarios.
4.	Los	trabajadores	de	su	departamento	fiduciario	y	los	contratados	para	el
fideicomiso	de	que	se	trate.
5.	Sus	auditores	externos,	incluidos	los	profesionales	socios	que	integran	la
firma	 y	 los	 profesionales	 que	 participen	 en	 las	 labores	 de	 auditoría	 de	 la
propia	empresa.
Los	impedimentos	a	que	se	refiere	este	artículo	alcanzan	al	cónyuge	y	a	los
parientes	de	las	personas	indicadas,	así	como	a	las	personas	jurídicas	en	que
el	 cónyuge	 y	 los	 parientes	 en	 conjunto,	 tengan	 personalmente	 una
participación	superior	al	cincuenta	por	ciento.
Son	 nulas	 las	 operaciones	 que	 se	 realice	 en	 contravención	 de	 las
prohibiciones	reseñadas.
Ley	26702.
ART.	259.—Incumplimiento	de	obligaciones	por	dolo	o	culpa	grave.	 la
empresa	 fiduciaria	 que	 incumpla	 sus	 obligaciones	 por	 dolo	 o	 culpa	 grave
debe	 reintegrar	 al	 patrimonio	 del	 fideicomiso	 el	 valor	 de	 lo	 perdido,	más
una	indemnización	por	los	daños	y	perjuicios	irrogados,	sin	perjuicio	de	la
responsabilidad	a	que	hubiere	lugar.
Si	 el	 instrumento	 constitutivo	 del	 fideicomiso	 prevé	 la	 existencia	 de	 un
comité,	 junta	 u	 otro	 órgano	 de	 gobierno,	 las	 disposiciones	 del	 mismo	 no
podrán	modificar	el	objeto	del	fideicomiso.
Ley	26702.
ART.	 260.—Emisión	 de	 valores	 mobiliarios.	 La	 emisión	 de	 valores
mobiliarios	 con	 respaldo	 en	 un	 patrimonio	 fideicometido	 se	 sujeta	 a	 lo
dispuesto	en	la	ley	del	Mercado	de	Valores.
Ley	26702.
ART.	 261.—Derechos	 de	 la	 empresa	 fiduciaria.	 Son	 derechos	 de	 la
empresa	fiduciaria:
1.	Cobrar	una	retribución	por	sus	servicios,	de	acuerdo	con	lo	estipulado	en
el	instrumento	constitutivo	o,	en	su	defecto,	una	no	mayor	al	uno	por	ciento
(1%)	del	valor	de	mercado	de	los	bienes	fideicometidos;	y,
2.	Resarcirse	con	recursos	del	 fideicomiso	de	los	gastos	en	que	incurriere
en	la	administración	del	patrimonio	fideicometido	y	en	la	realización	de	su
finalidad.
Ley	26702.
ART.	 262.—Obligación	 de	 fideicomitente.	 Es	 obligación	 del
fideicomitente	 o	 de	 sus	 causahabientes	 integrar	 en	 el	 patrimonio	 del
fideicomiso	los	bienes	y	derechos	señalados	en	el	instrumento	constitutivo,
en	el	tiempo	y	el	lugar	estipulados.
Ley	26702.
ART.	263.—Derecho	del	fideicomisario	de	exigir	los	beneficios	que	se
generen.	Los	fideicomisarios	tienen	derecho	a	exigir	a	la	empresa	fiduciaria
los	 beneficios	 que	 del	 patrimonio	 fideicometido	 se	 generen	 o	 del	 capital
mismo,	 según	 se	 estipule	 en	 el	 instrumento	 constitutivo	 y	 figure	 en	 el
certificado	de	participación.
La	acción	puede	ejercerla	cualquiera	de	los	interesados,	por	la	parte	que	le
corresponda	en	los	beneficios	y	en	pro	del	interés	común.
Pueden	 también,	 en	 el	 caso	 del	 primer	 párrafo	 del	 artículo	 259,	 exigir	 al
fideicomitente	que	 integre	en	el	patrimonio	del	 fideicomiso	 los	bienes	que
ofreció.
Ley	26702.
ART.	 264.—Cesión	 de	 derechos.	 Los	 fideicomisarios	 determinados,	 los
fideicomitentes	 y	 sus	 respectivos	 sucesores,	 pueden	 ceder	 sus	 derechos	 a
personas	que	no	se	encuentren	 impedidas	por	 la	 ley	o	por	el	 instrumento
constitutivo	del	fideicomiso.
Ley	26702.
ART.	265.—Nulidad	de	fideicomiso.	El	fideicomiso	es	nulo:
1.	Si	contraviene	el	requisito	establecido	en	el	artículo	243.
2.	Si	su	objeto	fuese	ilícito	o	imposible.
3.	Si	se	designa	como	fideicomisario	a	la	propia	empresa,	salvo	en	los	casos
de	fideicomiso	de	titulización.
4.	 Si	 todos	 los	 fideicomisarios	 son	 personas	 legalmente	 impedidas	 de
recibir	los	beneficios	del	fideicomiso.
5.	Si	todos	los	bienes	que	lo	deben	integrar	están	fuera	del	comercio.
Si	el	impedimento	a	que	se	refiere	el	numeral	4	sólo	recae	sobre	parte	de
los	fideicomisarios,	el	fideicomiso	es	válido	respecto	de	los	restantes.
Ley	26702.
ART.	266.—Fideicomiso	sobre	bienes	fuera	del	comercio.	En	el	caso	que
uno	 o	más	 de	 los	 bienes	 que	 deben	 integrar	 el	 fideicomiso	 se	 encuentren
fuera	 del	 comercio,	 el	 fideicomiso	 es	 válido	 y	 subsiste	 con	 los	 bienes
remanentes.
Ley	26702.
ART.	 267.—Caso	 de	 mas	 de	 cinco	 fideicomisarios.	 En	 el	 caso	 que	 los
fideicomisarios	 fueran	más	de	 cinco,	 deben	 celebrar	 juntas	 con	 sujeción	 a
las	reglas	que	para	las	asambleas	de	obligacionistas	establecen	los	artículos
236,	 237	 y	 238	 de	 la	 Ley	 General	 de	 Sociedades,	 salvo	 que	 sobre	 el
particular	hubiese	estipulación	diversa	en	el	instrumento	del	fideicomiso.
Las	juntas	a	que	se	refiere	el	párrafo	anterior	tienen	por	objeto:
1.	Designar	representantes	y	procuradores	que	accionen	en	resguardo	del
interés	común	de	los	fideicomisarios.
2.	 Aprobar	modificaciones	 en	 las	 cláusulas	 del	 fideicomiso,	 cuando	 fuere
necesario	 el	 consentimiento	 de	 los	 fideicomisarios,	 siempre	 que	 éstos	 no
sean	menores	o	 incapaces	y	 en	 razón	de	ello	 se	 encuentren	 impedidos	de
intervenir	personalmente	en	las	juntas.
3.	 Adoptar	 otras	 medidas	 y	 decisiones	 en	 pro	 del	 interés	 común	 de	 sus
miembros.
4.	 En	 los	 casos	 de	 fideicomiso	 con	 fideicomisarios	 indeterminados,	 la
representación	la	asume	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 268.—Fideicomiso	 por	 plazo	 mayor	 al	 establecido.	 Si	 el
fideicomiso	 se	 establece	 por	 un	 plazo	 superior	 al	 permitido	 por	 ley,	 el
exceso	se	tiene	por	no	puesto,	sin	perjuicio	de	lo	establecido	en	el	artículo
251.
Ley	26702.
ART.	269.—Termino	del	fideicomiso.	El	fideicomiso	termina	por:
1.	 Renuncia	 de	 la	 empresa,	 con	 causa	 justificada,	 aceptada	 por	 la
Superintendencia.
2.	Liquidación	de	la	empresa	fiduciaria.
3.	Remoción	de	la	empresa	fiduciaria.
4.	 Renuncia	 expresa	 de	 todos	 los	 fideicomisarios	 a	 los	 beneficios	 que	 les
concede	el	fideicomiso.
5.	 Pérdida	 de	 los	 bienes	 que	 lo	 integran	 o	 de	 parte	 sustancial	 de	 ellos	 a
juicio	de	la	empresa	fiduciaria.
6.	Haberse	cumplido	la	finalidad	para	la	cual	fue	constituido.
7.	Haber	devenido	imposible	la	realización	de	su	objeto.
8.	 Resolución	 convenida	 entre	 el	 fideicomitente	 y	 el	 fiduciario,	 con
aprobación	de	los	fideicomisarios	en	el	caso	del	primer	párrafo	del	artículo
250.
9.	 Revocación	 por	 parte	 del	 fideicomitente,	 antes	 de	 la	 entrega	 de	 los
bienes	 a	 la	 empresa	 fiduciaria,	 o	 previo	 cumplimiento	 de	 los	 requisitos
legales,	salvo	lo	previsto	en	el	primer	párrafo	del	artículo	250.
10.	Vencimiento	del	plazo.
En	los	casos	de	los	numerales	1	,	2	y	3,	las	causales	operan	si	en	el	término
de	seis	(6)	meses	no	se	encuentra	otra	empresa	que	asuma	el	cargo.
Si	 la	 revocación	 a	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 9	 fuese	 parcial,	 subsiste	 el
fideicomiso	con	los	bienes	que	se	integren	en	el	patrimonio.
Ley	26702.
ART.	 270.—Devolución	 de	 bienes	 al	 termino	 del	 fideicomiso.	 Si	 el
convenio	 constitutivo	 no	 contiene	 indicación	 de	 la	 persona	 a	 la	 que,	 al
término	 del	 fideicomiso	 debe	 entregarse	 los	 bienes,	 se	 devuelve	 éstos	 al
fideicomitente	o	a	 sus	causahabientes	y,	en	su	detecto,	 se	hace	entrega	de
ellos	al	fondo.
Se	exceptúa	de	lo	dispuesto	en	este	artículo	a	los	fideicomisos	de	que	trata
el	artículo	244,	en	los	cuales	los	bienes,	en	la	parte	que	afectó	la	legítima	de
algún	heredero,	se	entregan	a	éste	o	a	sus	sucesores.
Ley	26702.
ART.	271.—Designación	 de	 un	 factor	 fiduciario.	 Para	 cada	 fideicomiso
que	 reciba,	 la	 empresa	 designa	 un	 factor	 fiduciario,	 quien	 asume
personalmente	 su	 conducción,	 así	 como	 la	 responsabilidad	 por	 los	 actos,
contratos	y	operaciones	que	se	relacionen	con	dicho	fideicomiso.
La	 empresa	 es	 solidariamente	 responsable	 de	 los	 actos	 que,	 respecto	 al
fideicomiso,	 practiquen	 el	 factor	 y	 los	 trabajadores	 del	 fiduciario,	 salvo	 lo
dispuesto	en	el	segundo	párrafo	del	artículo	259.
Una	misma	persona	puede	ser	factor	de	varios	fideicomisos.
La	 designación	 del	 factor	 debe	 ser	 puesta	 en	 conocimiento	 de	 la
Superintendencia,	organismo	que	está	facultado	para	disponer	su	remoción,
en	cualquier	momento.
Ley	26702.
ART.	272.—Posibilidad	de	designar	comisiones	administradoras.	Si	 la
índole	 o	 el	 número	 de	 las	 operaciones,	 actos	 y	 contratos	 relativos	 a	 los
bienes	de	un	fideicomiso	o	requeridos	para	el	cumplimiento	de	su	finalidad
lo	justifican,	la	empresa	fiduciaria	designa	una	comisión	administradora	del
fideicomiso,	 compuesta	 de	 no	 menos	 de	 tres	 (3)	 ni	 más	 de	 siete	 (7)
miembros,	 y	 reglamenta	 su	 funcionamiento	 y	 facultades,	 siempre	 con
sujeción	 a	 las	 reglas	 que	 contenga	 el	 instrumento	 constitutivo	 del
fideicomiso.
Por	 las	mismas	razones	del	párrafo	anterior,	 la	empresa	 fiduciaria	puede
contratar	personal	“ad-hoc”	para	cada	fideicomiso.	Tal	personal	sólo	puede
ejercer	 sus	 derechos	 contra	 los	 bienes	 del	 respectivo	 fideicomiso	 y	 la
vigencia	 de	 su	 relación	 laboral	 queda	 subordinada	 a	 la	 subsistencia	 del
fideicomiso	 que	 determinó	 su	 empleo.	 Los	 contratos	 deben	 constar	 por
escrito.
Ley	26702.
ART.	273.—Contabilidad	separada	por	cada	fideicomiso.	El	patrimonio
fideicometido	es	administrado	por	el	fiduciario.	La	empresa	fiduciaria	debe
llevar	 contabilidad	 separada	 por	 cada	 patrimonio	 fideicometido	 bajo	 su
dominio	 fiduciario	 en	 libros	 debidamente	 legalizados,	 sin	 perjuicio	 de	 las
cuentas	y	registros	que	corresponden	en	los	libros	de	la	empresa,	cuentas	y
registros	que	deben	mantenerse	conciliados	con	aquélla.
La	empresa	fiduciaria	no	tiene	derecho	de	propiedad	sobre	los	bienes	que
conforman	 el	 patrimonio	 fideicometido,	 siendo	 responsable	 de	 la
administración	del	mismo.
Ley	26702.
ART.	 274.—Fideicomiso	 en	 garantía.	 La	 empresa	 que	 otorgue	 créditos
con	una	garantía	 fiduciaria	constituida	con	una	 tercera	empresa	 fiduciaria
se	 resarcirá	 del	 crédito	 incumplido	 con	 el	 resultado	 que	 se	 obtenga	 de	 la
ejecución	del	patrimonio	fideicometido,	en	la	forma	prevista	en	el	contrato	o
con	el	propio	patrimonio	fideicometido	cuando	éste	se	encuentre	integrado
por	dinero,	dando	cuenta,	en	este	último	caso	a	la	Superintendencia.
Son	excluyentes	la	calidad	de	fiduciario	y	acreedor.
SUBCAPITULO	III
COMISIONES	DE	CONFIANZA
Ley	26702.
ART.	275.—Comisiones	 de	 confianza.	 Las	 comisiones	 de	 confianza	 que,
señaladamente,	sin	perjuicio	de	las	demás	que	autorice	la	Superintendencia,
pueden	 aceptar	 y	 ejecutar	 las	 empresas,	 según	 el	 numeral	 32	 del	 artículo
221,	son	las	siguientes:
1.	 Realizar	 las	 funciones	 de	 depositario	 e	 interventor	 de	 bienes
embargados,	salvo	que	el	depósito	recaiga	sobre	dinero.
2.	 Administrar	 provisionalmente	 los	 negocios	 y	 sociedades	 que	 se
encuentren	 en	 proceso	 de	 reestructuración	 económica	 y	 financiera,
conforme	a	la	ley	de	la	materia.
3.	Cumplir	las	funciones	de	administración,	realización	y	liquidación	de	los
bienes	 de	 las	 sociedades	 declaradas	 en	 quiebra	 conforme	 a	 la	 ley	 de	 la
materia.
4.	Ser	administradores	de	bienes	comunes	por	acuerdo	de	los	interesados,
o	por	nombramiento	del	 juez	especializado	en	el	caso	del	artículo	772	del
Código	Procesal	Civil.
5.	Ejercer	el	cargo	de	albacea	testamentario	o	dativo.
6.	Oficiar	de	guardadores	de	bienes	de	menores	e	incapaces	en	los	casos	a
que	se	refiere	el	artículo	503	del	Código	Civil	y	en	todos	los	demás	en	que
dicho	 Código	 dispone	 o	 autoriza	 el	 nombramiento	 de	 guardador	 especial,
testamentario	 o	 dativo,	 para	 todos	 o	 parte	 de	 los	 bienes	 del	 menor	 o
incapaz.
7.	 Actuar	 como	 guardadores	 de	 bienes	 de	 ausentes	 declarados
judicialmente.
8.	Administrar	bienes	dejados	por	testamento	o	donados	bajo	condición	o
hasta	cierto	día,	a	fin	de	entregarlos	a	los	herederos,	legatarios	o	donatarios
cuando	se	cumpla	la	condición	o	llegue	el	día.
9.	Asumir	 la	administración	de	bienes	dejados	por	 testamento	o	por	acto
entre	 vivos	 para	 obras	 públicas,	 establecimientos	 de	 beneficencia	 o	 de
educación	 u	 otros	 fines	 lícitos	 a	 que	 los	 hubiere	 destinado	 el	 testador	 o
donante,	sujetándose	a	la	voluntad	del	instituyente.
10.	 Tomar	 la	 administración	 de	 bienes	 que	 se	 hubiere	 dejado	 por
testamento	o	por	acto	entre	vivos	con	el	fin	de	que	el	fideicomisario	perciba
únicamente	 la	 renta	 durante	 su	 vida	 o	 por	 el	 tiempo	 que	 determine	 el
instituyente.
11.	Obrar	como	administradores	de	bienes	gravados	con	usufructo,	cuando
así	se	haya	establecido	en	el	acto	constitutivo.
12.	 Servir	 de	 representante	 de	 los	 tenedores	 de	 bonos	 emitidos	 por
sociedades	anónimas.
13.	Administrar	portafolios	de	cartera.
14.	 Celebrar	 contratos	 de	mandato,	 con	 o	 sin	 representación,	 incluyendo
los	poderes	generales	o	especiales	para:
i.	Administrar	bienes.
ii.	Cobrar	créditos	o	documentos
iii.	Comprar	y	vender	acciones,	bonos	y	demás	valores	mobiliarios.
iv.	Percibir	dividendos	e	intereses.
v.	Representar	a	los	titulares	de	acciones,	bonos	y	valores.
Ley	26702.
ART.	 276.—Reglas	 sobre	 comisiones	 de	 confianza.	 Rigen	 para	 el
ejercicio	de	las	comisiones	de	confianza	que	se	confiera	a	las	empresas	las
siguientes	reglas:
1.	Las	empresas	están	sujetas	a	 las	disposiciones	del	derecho	mercantil	y
del	 derecho	 común,	 en	 cuanto	 no	 hayan	 sido	modificadas	 por	 la	 presente
ley.
2.	No	es	necesario	que	las	empresas	otorguen	fianza,	ni	que	sus	personeros
presten	juramento,	en	tos	casos	en	que	lo	exijan	otras	disposiciones	legales.
3.	 Las	 empresas	 pueden	 excusarse	 de	 aceptar	 las	 comisiones,	 así	 como
renunciar	 a	 ellas	 sin	 expresión	 de	 causa;	 pero	 en	 tal	 caso,	 se	 hallan	 en	 la
obligación	 de	 adoptar	 las	 medidas	 urgentes	 que	 impongan	 las
circunstancias,	 a	 fin	 de	 no	 afectar	 los	 derechos	 de	 quien	 les	 confirió	 la
comisión.
Ley	26702.
ART.	 277.—Uso	 del	 dinero	 sobre	 el	 que	 versen	 comisiones	 de
confianza.	El	dinero	sobre	el	que	versen	las	comisiones	de	confianza	o	que
provenga	de	ellas	se	invierte	de	acuerdo	con	las	instrucciones	del	cliente	o
con	el	objeto	de	la	comisión	de	confianza,	en	la	forma	que	se	determine	en
los	actos	constitutivos.	A	falta	de	instrucciones,	se	le	aplica,	en	un	plazo	de
quince	(15)	días	de	percibido,	a	la	adquisición	de	títulos	de	la	deuda	pública,
de	obligaciones	del	Banco	Central	o	de	tos	valores	y	demás	modalidades	de
inversión	 permitidas	 por	 la	 legislación	 que	 regula	 la	 actividad	 de	 las
Administradoras	Privadas	de	Fondos	de	Pensiones.
Vencido	 el	 plazo	 indicado,	 sin	 que	 la	 inversión	 haya	 sido	 efectuada,	 y	 en
tanto	 ello	no	ocurra,	 la	 empresa	debe	 reconocer	 los	 intereses	 activos	más
altos	del	sistema	financiero.
Ley	26702.
ART.	278.—Guardadores	de	bienes	de	menores.	En	el	caso	del	numeral
6	del	artículo	275,	las	prohibiciones	establecidas	en	los	artículos	538	y	546
del	 Código	 Civil	 son	 aplicables	 a	 la	 empresa	 guardadora,	 sus	 directores	 y
trabajadores.	Los	bienes	de	 la	empresa	no	quedan	sujetos	a	hipoteca	 legal
para	responder	de	la	administración.
Ley	26702.
ART.	 279.—Administración	 de	 bienes	 de	 menores	 o	 incapaces.	 La
institución	 de	 heredero	 forzoso	 en	 favor	 de	 un	 menor	 o	 incapaz	 puede
hacerse	 bajo	 condición	 de	 que,	 durante	 la	 minoría	 o	 incapacidad	 del
heredero	los	bienes	que	constituyen	la	legitima	sean	administrados	por	una
empresa,	 no	 obstante	 que	 el	 menor	 tenga	 padre	 o	 madre,	 o	 el	 incapaz
cuente	con	guardador	llamado	por	ley.
Ley	26702.
ART.	280.—Administradores	de	bienes	gravados	 con	usufructo.	 En	 el
caso	 del	 numeral	 11	 del	 artículo	 275	 ,	 los	 derechos	 y	 obligaciones	 de	 la
empresa	 son	 los	 señalados	 por	 el	 instituyente	 y,	 en	 su	 defecto,	 los	 que
corresponden	al	nudo	propietario.
Ley	26702.
ART.	 281.—Disolución	 de	 empresa	 que	 realice	 comisiones	 de
confianza.	 Si	 una	 empresa	 que	 estuviere	 ejerciendo	 comisiones	 de
confianza	 entrase	 en	 proceso	 de	 disolución	 y	 liquidación,	 o	 renunciase	 al
cargo,	 el	 Superintendente,	 o	 el	 juez	 especializado	 en	 su	 caso,	 pueden
designar	a	otra	en	sustitución.
De	preferencia,	el	nombramiento	debe	recaer	en	una	empresa	de	la	misma
plaza.
TÍTULO	IV
EMPRESAS	DEL	SISTEMA	FINANCIERO
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	26702.
ART.	282.—Definiciones.
1.	Empresa	bancaria:	es	aquella	cuyo	negocio	principal	consiste	en	recibir
dinero	del	público	en	depósito	o	bajo	cualquier	otra	modalidad	contractual,
y	en	utilizar	ese	dinero,	su	propio	capital	y	el	que	obtenga	de	otras	fuentes
de	 financiación	 en	 conceder	 créditos	 en	 las	 diversas	 modalidades,	 o	 a
aplicarlos	a	operaciones	sujetas	a	riesgos	de	mercado.
2.	 Empresa	 financiera:	 es	 aquella	 que	 capta	 recursos	 del	 público	 y	 cuya
especialidad	consiste	en	facilitar	las	colocaciones	de	primeras	emisiones	de
valores,	 operar	 con	 valores	 mobiliarios	 y	 brindar	 asesoría	 de	 carácter
financiero.
3.	Caja	Rural	de	Ahorro	y	Crédito:	es	aquella	que	capta	recursos	del	público
y	cuya	especialidad	consiste	en	otorgar	financiamiento	preferentemente	a	la
mediana,	pequeña	y	micro	empresa	del	ámbito	rural.
4.	 Caja	Municipal	 de	Ahorro	 y	 Crédito:	 es	 aquella	 que	 capta	 recursos	 del
público	 y	 cuya	 especialidad	 consiste	 en	 realizar	 operaciones	 de
financiamiento,	preferentemente	a	las	pequeñas	y	micro	empresas.
5.	Modificado.	Ley	27102,	Art.	8°.	Caja	Municipal	de	Crédito	Popular:	es
aquella	especializada	en	otorgar	crédito	pignoraticio	al	público	en	general,
encontrándose	 también	 facultada	 para	 efectuar	 operaciones	 activas	 y
pasivas	 con	 los	 respectivos	 Concejos	 Provinciales	 y	 Distritales	 y	 con	 las
empresas	municipales	dependientes	de	los	primeros,	así	como	para	brindar
servicios	bancarios	a	dicho	concejos	y	empresas.
6.	 Empresa	 de	 desarrollo	 de	 la	 pequeña	 y	 micro	 empresa,	 Edpyme:	 es
aquélla	 cuya	 especialidad	 consiste	 en	 otorgar	 financiamiento
preferentemente	a	los	empresarios	de	la	pequeña	y	micro	empresa.
7.	Empresa	de	arrendamiento	 financiero,	cuya	especialidad	consiste	en	 la
adquisición	de	bienes	muebles	e	inmuebles,	los	que	serán	cedidos	en	uso	a
una	persona	natural	o	jurídica,	a	cambio	del	pago	de	una	renta	periódica	y
con	la	opción	de	comprar	dichos	bienes	por	un	valor	predeterminado.
8.	Sustituido.	Ley	30308,	Art.	1°.	Empresas	de	factoring	comprendidas	en
el	 ámbito	 de	 esta	 ley,	 cuya	 especialidad	 consiste	 en	 la	 adquisición	 de
facturas	negociables,	 facturas	conformadas,	 títulos	valores	representativos
de	deuda	y	en	general	cualquier	valor	mobiliario	representativo	de	deuda	y
que	cumplan	con	los	criterios	mínimos	establecidos	por	la	Superintendencia
en	cuanto	a	volumen	de	las	operaciones	antes	mencionadas	y/o	respecto	al
riesgo	 que	 estas	 empresas	 puedan	 representar	 para	 la	 estabilidad	 del
sistema	financiero.
9.	 Modificado.	 Ley	 29850,	 Art.	 Único.	 Empresa	 afianzadora	 y	 de
garantías,	 cuya	 especialidad	 consiste	 en	 otorgar	 afianzamientos	 para
garantizar	 a	 personas	 naturales	 o	 jurídicas.	 Están	 comprendidas	 las
sociedades	 de	 garantía	 recíproca	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 22	 del
Reglamento	 del	 Texto	 Único	 Ordenado	 de	 la	 Ley	 de	 Promoción	 de	 la
Competitividad,	Formalización	y	Desarrollo	de	la	Micro	y	Pequeña	Empresa
y	 del	 Acceso	 al	 Empleo	 Decente,	 aprobado	 por	 el	 Decreto	 Supremo	 008-
2008-TR.
10.	Empresa	de	servicios	fiduciarios,	cuya	especialidad	consiste	en	actuar
como	fiduciario	en	la	administración	de	patrimonios	autónomos	fiduciarios,
o	en	el	cumplimiento	de	encargos	fiduciarios	de	cualquier	naturaleza.
11.	 Cooperativas	 de	 Ahorro	 y	 Crédito	 autorizadas	 a	 captar	 recursos	 del
público	a	que	se	refiere	el	artículo	289	de	la	presente	ley.
Ley	30308.
ART.	 2°.—Registro	 de	 empresas	 de	 factoring	 no	 comprendidas	 en	 el
ámbito	de	la	Ley	26702.	Créase	en	la	Superintendencia	de	Banca,	Seguros
y	Administradoras	Privadas	 de	 Fondos	de	Pensiones	 (SBS),	 el	 Registro	 de
las	Empresas	de	Factoring.	Dichas	empresas	serán	inscritas	de	conformidad
con	el	procedimiento	que	establezca	la	Superintendencia,	pudiendo	solicitar
la	 información	 que	 considere	 necesaria	 para	 verificar	 el	 cumplimiento	 de
los	 criterios	mínimos	establecidos	por	dicha	entidad	en	cuanto	a	volumen
de	 las	 operaciones	 y/o	 respecto	 al	 riesgo	 que	 estas	 empresas	 puedan
representar	para	la	estabilidad	del	sistema	financiero,	de	conformidad	con
lo	establecido	en	el	inciso	8	del	artículo	282	de	la	Ley	26702.	La	SBS	podrá
establecer	 las	 sanciones	 por	 incumplimiento	 de	 lo	 antes	 señalado	 que
resulten	pertinentes.
Ley	26702.
ART.	 283.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 realizables
por	 las	 empresas	 bancarias.	 Las	 empresas	 bancarias	 pueden	 realizar
todas	las	operaciones	señaladas	en	el	artículo	221,	excepto	la	indicada	en	el
numeral	 16,	 para	 lo	 cual	 deberán	 contar	 con	 autorización	 de	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 284.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 realizables
por	 las	 empresas	 financieras.	 Las	 empresas	 financieras	 pueden	 realizar
las	operaciones	señaladas	en	los	numerales	1,	2,	3b,	4,	5,	6,	7,	8,	9,	10,	11,	12,
13,	14,	15,	17,	18,	19,	20,	21,	22,	23,	24,	25,	26,	27,	28,	29,	30a,	30b,	31,	32,
33,	 34,	 35,	 36,	 37,	 38,	 39,	 40,	 41	 y	 43	 del	 artículo	 221.	 Las	 demás
operaciones	señaladas	en	el	artículo	221	también	podrán	ser	realizadas	por
estas	 empresas	 cuando	 cumplan	 los	 requisitos	 establecidos	 por	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 285.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 realizables
por	 las	 cajas	 rurales	de	ahorro	y	 crédito.	Las	 cajas	 rurales	de	ahorro	y
crédito	pueden	realizar	las	operaciones	señaladas	en	los	incisos	2,	3b,	4,	6,
8,	9,	10,	11,	12,	15,	17,	19,	20,	21,	22,	23,	26,	28,	29,	32,	33,	35,	36,	38,	39,	41
y	43	del	artículo	221.	Las	demás	operaciones	señaladas	en	el	artículo	221
también	 podrán	 ser	 realizadas	 por	 estas	 empresas	 cuando	 cumplan	 los
requisitos	establecidos	por	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 286.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 realizables
por	las	cajas	municipales	de	ahorro	y	crédito.	Las	cajas	municipales	de
ahorro	y	crédito	pueden	realizar	las	operaciones	autorizadas	por	sus	leyes
especiales.	Adicionalmente	podrán	realizar	las	operaciones	señaladas	en	los
numerales	4,	6,	8,	9,	10,	11,	12,	15,	17,	19,	20,	21,	22,	23,	26,	28,	29,	32,	35,
36,	 38,	 39	 y	 43	 del	 artículo	 221.	 Las	 demás	 operaciones	 señaladas	 en	 el
artículo	 221	 también	 podrán	 ser	 realizadas	 por	 estas	 empresas	 cuando
cumplan	los	requisitos	establecidos	por	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 287.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 realizables
por	 las	 cajas	municipales	de	 crédito	popular.	Las	 cajas	municipales	 de
crédito	popular	pueden	realizar	las	operaciones	a	que	se	refiere	el	numeral
5	 del	 artículo	 282	 de	 la	 presente	 ley.	 Adicionalmente	 pueden	 realizar	 las
operaciones	señaladas	en	los	numerales	4,	6,	8,	9,	10,	11,	12,	15,	17,	19,	20,
21,	22,	23,	26,	28,	29,	32,	33,	35,	36,	38,	39	y	43	del	artículo	221.	Las	demás
operaciones	señaladas	en	el	artículo	221	también	podrán	ser	realizadas	por
estas	 empresas	 cuando	 cumplan	 los	 requisitos	 establecidos	 por	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 288.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Operaciones	 realizables
por	las	Edpymes.	Las	Edpymes	pueden	realizar	las	operaciones	señaladas
en	los	incisos	3b,	4,	6,	8,	9,	10,	11,	12,	15,	17,	19,	20,	21,	22,	23,	26,	28,	29,
32,	 33,	 35,	 36,	 38,	 39,	 41	 y	 43	 del	 artículo	 221.	 Las	 demás	 operaciones
señaladas	 en	 el	 artículo	 221	 también	 podrán	 ser	 realizadas	 por	 estas
empresas	 cuando	 cumplan	 los	 requisitos	 establecidos	 por	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 289.—Cooperativas	 de	 ahorro	 y	 crédito	 autorizadas	 a	 captar
recursos	del	público.	Las	cooperativas	de	Ahorro	y	Crédito	pueden	operar
con	recursos	del	público,	entendiéndose	por	tal	a	las	personas	ajenas	a	sus
accionistas,	 si	 adoptan	 la	 forma	 jurídica	 de	 sociedades	 cooperativas	 con
acciones.
Sus	características	son	las	siguientes:
1.	 El	 capital	 social	 de	 estas	 sociedades	 cooperativas	 se	 encuentra
representado	 por	 acciones	 sociales,	 regidas	 por	 la	 presente	 ley	 y	 por	 el
régimen	de	sociedades	anónimas	de	la	Ley	General	de	Sociedades;
2.	Se	encuentran	obligadas	a	constituir	 la	reserva	 legal	a	que	se	refiere	el
artículo	 67	 de	 la	 presente	 ley,	 sin	 que	 les	 corresponda	 constituir	 reserva
cooperativa	alguna;
3.	 La	 administración	 de	 estas	 sociedades	 cooperativas	 se	 rige	 por	 las
normas	de	la	Ley	General	de	Sociedades,	régimen	de	sociedades	anónimas;
4.	 Las	 cooperativas	 pueden	 realizar	 las	 operaciones	 señaladas	 en	 los
numerales	 2,	 3b),	 4,	 6,	 11,	 15,	 23,	 28,	 29	 y	 39	 del	 artículo	 221	 y	 en	 el
numeral	 iii	 del	 inciso	 14	 del	 artículo	 275	 de	 la	 presente	 ley.	 Las	 demás
operaciones	señaladas	en	el	artículo	221	también	podrán	ser	realizadas	por
estas	 empresas	 cuando	 cumplan	 los	 requisitos	 contenidos	 en	 el	 artículo
290;
5.	 Serán	 de	 aplicación	 a	 estas	 sociedades	 las	 normas	 contenidas	 en	 la
presente	 ley;	 y	 se	 encuentran	 sujetas	 a	 la	 supervisión	 directa	 de	 la
Superintendencia.
6.	No	se	rigen	por	 la	Ley	General	de	Cooperativas.	Texto	Único	Ordenado
aprobado	por	Decreto	Supremo	074-90-TR.
Ley	26702.
ART.	290.—Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.	4°.
CAPÍTULO	II
SUCURSALES	DE	BANCOS	DEL	EXTERIOR
Ley	26702.
ART.	291.—Derogado.	D.	Leg.	1052,	Art.	4°.
Ley	26702.
ART.	292.—Derogado.	D.	Leg.	1052,	Art.	4°.
CAPÍTULO	III
BANCOS	DE	INVERSIÓN
Ley	26702.
ART.	293.—Bancos	de	inversión.	Los	bancos	de	inversión	son	sociedades
anónimas	que	tienen	por	objeto	promover	la	inversión	en	general,	tanto	en
el	 país	 como	 en	 el	 extranjero,	 actuando	 sea	 como	 inversionistas	 directos,
sea	 como	 intermediarios	 entre	 inversionistas	 y	 los	 empresarios	 que
confronten	requerimientos	de	capital.
Los	bancos	de	 inversión	sólo	operarán	en	cartera	negociable,	afecta	a	 los
diversos	 riesgos	 de	mercado,	 sin	 que	 les	 sea	 de	 aplicación	 los	 límites	 del
artículo	 200,	 numerales	 2,	 3,	 4	 y	 5,	 ni	 el	 artículo	 214.	 No	 pueden	 recibir
depósitos	 del	 público,	 efectuar	 colocaciones	 ni	 otorgar	 créditos
contingentes,	careciendo,	por	tanto,	de	cartera	crediticia.
Deberán	propender	a	la	diversificación	de	los	riesgos	de	mercado.
Ley	26702.
ART.	 294.—Operaciones.	 Los	 bancos	 de	 inversión	 están	 facultados	 para
efectuar	las	siguientes	operaciones	y	servicios:
1.	Adquirir,	 conservar	y	vender	acciones,	bonos	e	 instrumentos	 similares
de	 sociedades	 anónimas	 establecidas	 en	 el	 país	 o	 en	 el	 extranjero,	 por
cuenta	propia	o	terceros.
2.	Adquirir,	conservar	y	vender,	en	la	condición	de	partícipes,	certificados
de	participación	en	los	fondos	mutuos	y	fondos	de	inversión.
3.	 Realizar	 operaciones	 en	 el	 mercado	 de	 futuros,	 productos	 financieros
derivados	y	en	“commodities”.
4.	Originar,	 estructurar,	 distribuir	 y	 suscribir	 transitoriamente,	 en	 todo	o
en	parte	emisiones	primarias	de	valores	en	el	mercado	doméstico	o	externo
para	su	posterior	colocación	al	público,	con	la	facultad	de	otorgar	al	emisor
una	garantía	total	o	parcial	de	la	colocación.
5.	Asesorar	y	facilitar	la	colocación	de	fondos	en	el	país	o	en	el	exterior,	por
medio	de	transacciones	bursátiles,	de	conformidad	con	la	legislación	sobre
la	materia.
6.	Dar	en	garantía	los	valores	a	que	se	refiere	el	numeral	anterior.
7.	Emitir	y	colocar	en	el	mercado	sus	propias	obligaciones;
8.	Identificar	eventuales	socios	para	sus	clientes	interesados	en	la	compra
de	activos	o	de	negocios	en	marcha;
9.	Prestar	servicios	de	asesoría	económica	y	financiera	y	valorizar	activos	y
negocios	en	marcha;
10.	 Aceptar	 y	 cumplir	 comisiones	 de	 confianza,	 siempre	 que	 con	 ello	 se
trate	 de	 promover	 una	 inversión,	 o	 la	 fusión	 y	 traspaso	 de	 negocios	 en
marcha,	 la	reestructuración	de	pasivos,	así	como	aquellas	compatibles	con
su	naturaleza;
11.	 Desempeñarse	 como	 institución	 liquidadora	 de	 empresas	 de	 los
sistema	financiero	y	de	seguros;
12.	Las	demás	operaciones	compatibles	con	su	naturaleza,	que	autorice	la
Superintendencia	con	opinión	previa	del	Banco	Central.
CAPÍTULO	IV
EMPRESAS	DE	CAPITALIZACIÓN	INMOBILIARIA
Ley	26702.
ART.	295.—Modificado.	D.	Leg.	1196,	Art.	2°.	Operaciones	permitidas.
Empresa	de	capitalización	inmobiliaria	es	aquella	cuya	actividad	consiste	en
comprar	y/o	edificar	inmuebles	para	fines	de	vivienda,	y,	con	relación	a	los
mismos,	 celebrar	 contratos	 de	 capitalización	 inmobiliaria	 individual	 con
terceros,	entregando	en	arrendamiento	al	cliente	la	correspondiente	unidad
inmobiliaria.	 Estos	 contratos	 de	 arrendamiento	 incluyen	 el	 derecho	 de
opción	de	compra	de	 la	unidad	 inmobiliaria	por	parte	del	cliente	al	precio
pactado	 a	 la	 suscripción	 del	 referido	 contrato.	 El	 derecho	 de	 opción	 de
compra	 se	 ejerce	 en	 cualquier	momento.	 Estas	 empresas	 pueden	 celebrar
contratos	 pasivos	 para	 el	 prefinanciamiento	 de	 los	 inmuebles	 y	 emitir
cédulas	hipotecarias.
La	capitalización	individual	del	cliente	se	constituye	progresivamente	con
los	 aportes	 que	 éste	 realice.	 Las	 empresas	 de	 capitalización	 inmobiliaria
sólo	 podrán	 efectuar	 operaciones	 vinculadas	 con	 programas	 de
capitalización	individual	relacionados	al	mercado	inmobiliario	con	fines	de
vivienda,	y	no	podrán	efectuar	otras	colocaciones	distintas	del	contrato	de
capitalización	inmobiliaria.
La	Superintendencia	dictará	las	normas	que	regulen	las	diversas	materias
vinculadas	 con	 este	 tipo	 de	 empresas	 y	 con	 sus	 operaciones,	 incluyendo,
entre	otras,	las	siguientes:
1.	 Las	 características	 de	 los	 contratos	 de	 capitalización	 inmobiliaria	 que
celebren	 con	 los	 clientes	 debe	 considerar	 como	 mínimo	 la	 entrega	 de
unidades	inmobiliarias	en	arrendamiento,	la	opción	de	compra	del	inmueble
por	el	cliente	y	que	no	estará	sujeto	al	plazo	a	que	se	refiere	el	artículo	1423
del	Código	Civil.
2.	 El	 régimen	 de	 su	 prefinanciamiento	 y	 la	 emisión	 de	 instrumentos
hipotecarios,	en	moneda	nacional	o	extranjera.
SECCIÓN	TERCERA
SISTEMAS	DE	SEGUROS
TÍTULO	I
NORMAS	GENERALES
CAPÍTULO	ÚNICO
NORMAS	GENERALES
Ley	26702.
ART.	296.—Clasificación	de	 las	empresas	del	 sistema	de	 seguros.	 Las
empresas	 de	 seguros	 se	 someten,	 cuando	 menos	 semestralmente,	 a	 un
régimen	 de	 clasificación	 de	 riesgo	 por	 parte	 de	 empresas	 clasificadoras
independientes,	 a	 fin	 de	 evaluarlas	 obligaciones	 que	 tengan	 con	 sus
asegurados.	 De	 existir	 dos	 clasificaciones	 diferentes,	 prevalecerá	 la	 más
baja.
La	Superintendencia	 clasificará	a	 las	empresas	del	 sistema	de	 seguros	de
acuerdo	 con	 criterios	 técnicos	 y	 ponderaciones	 que	 serán	 previamente
establecidos	 con	 carácter	 general	 y	 que	 considerarán,	 entre	 otros,	 los
sistemas	de	medición	y	administración	de	riesgos,	la	solidez	patrimonial,	la
rentabilidad	y	la	eficiencia	financiera	y	de	gestión,	y	la	liquidez.
Ley	26702.
ART.	 297.—Publicación	 de	 información.	 La	 Superintendencia	 publica
cuando	 menos	 trimestralmente	 información	 actualizada,	 destinada	 a
divulgar	los	principales	indicadores	de	la	situación	patrimonial	y	financiera
y	 de	 gestión	 de	 las	 empresas	 de	 seguros,	 asimismo	 puede	 incluir	 su
clasificación.	 Dicha	 información	 incluye	 estadísticas	 acerca	 de	 la
oportunidad	 del	 pago	 de	 los	 siniestros	 y	 rechazos	 que	 realicen	 en	 las
empresas	de	seguros.
TÍTULO	II
EMPRESAS	DE	SEGUROS	Y	DE	REASEGUROS
CAPÍTULO	I
LÍMITES	Y	PROHIBICIONES
SUBCAPÍTULO	I
PATRIMONIO	E	INSTRUMENTOS
Ley	26702.
ART.	 298.—Patrimonio	 de	 solvencia.	 Las	 empresas	 de	 seguros	 y/o	 de
reaseguros,	 deberán	 contar	 en	 todo	momento	 con	 un	 patrimonio	 efectivo
que	no	podrá	ser	menor	al	patrimonio	de	solvencia.
El	 importe	del	patrimonio	de	solvencia	se	establece	en	función	de	 la	cifra
más	alta	que	resulte	de	la	aplicación	de	los	siguientes	criterios:
1.	El	margen	de	solvencia	establecido	conforme	al	artículo	303;	y
2.	El	capital	mínimo	fijado	en	el	artículo	16.
Ley	26702.
ART.	 299.—Modificado.	 Ley	 28184,	 Art.	 1°.	 Patrimonio	 efectivo
destinado	a	cubrir	riesgos	de	seguros	y/o	reaseguros.
1.	El	patrimonio	efectivo	de	las	empresas	del	sistema	de	seguros,	destinado
a	cubrir	las	operaciones	de	seguros	y/o	reaseguros,	podrá	estar	constituido
como	sigue:
a)	Capital	pagado,	reservas	legales	y	facultativas	y	prima	por	la	emisión	de
acciones;	y,
b)	 La	 porción	 computable	 de	 la	 deuda	 subordinada	 que	 reúna	 los
requisitos	 que,	 a	 tal	 efecto	 y	 con	 carácter	 general,	 establezca	 la
Superintendencia,	incluyendo	en	su	caso,	los	bonos	convertibles	en	acciones
por	exclusiva	decisión	del	emisor.
2.	 Para	 la	 determinación	 del	 patrimonio	 efectivo	 elegible	 para	 cubrir
riesgos	 de	 seguros	 y/o	 de	 reaseguros,	 ajustado	 por	 inflación	 en	 su
momento,	se	sigue	el	siguiente	procedimiento:
a)	Se	suma	al	capital	pagado,	la	prima	suplementaria	de	capital	y	la	reserva
legal	y	las	facultativas,	si	las	hubiere;
b)	Se	suma	 las	utilidades	de	ejercicios	anteriores	y	del	ejercicio	en	curso,
previa	la	declaración	a	que	se	refiere	el	artículo	187;
c)	 Se	 detrae	 el	 monto	 de	 toda	 inversión	 en	 bonos	 subordinados	 y	 en
acciones	 de	 diversa	 naturaleza	 hecha	 por	 las	 empresas	 de	 seguros	 en
empresas	de	seguros	dedicadas	a	otros	ramos;
d)	Se	resta	las	pérdidas	de	ejercicios	anteriores	y	del	ejercicio	en	curso;	y,
e)	 Se	 detrae	 el	 monto	 de	 la	 plusvalía	 mercantil	 o	 crédito	 mercantil
(goodwill)	 producto	 de	 la	 reorganización	 de	 la	 empresa,	 así	 como	 de	 la
adquisición	de	inversiones.
Ley	26702.
ART.	 300.—Patrimonio	 efectivo	 destinado	 a	 cubrir	 riesgo	 crediticio.
Cuando	la	empresa	de	seguros	otorgue	las	fianzas	a	que	se	refiere	el	artículo
304,	otorgue	financiamiento	a	sus	asegurados	para	el	pago	de	sus	primas	de
seguro,	o	efectúe	préstamos	hipotecarios,	procederá	a	destinar	una	porción
de	 su	 patrimonio	 efectivo,	 en	 la	 parte	 que	 exceda	 a	 su	 patrimonio	 de
solvencia,	 a	 cubrir	 el	 riesgo	 crediticio,	 con	observancia	de	 las	normas	que
con	carácter	general	expida	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	301.—Acciones	preferentes	y	bonos	subordinados.	Las	empresas
de	seguros	y/o	de	reaseguros	se	sujetarán	a	lo	dispuesto	por	el	artículo	60
de	la	presente	ley.
Los	bonos	subordinados	que	emitan	 las	empresas	de	seguros	 tendrán	 las
características	 y	 los	 límites	 precisados	 en	 el	 artículo	 233	 de	 esta	 ley,	 así
como	las	que,	en	su	caso,	establezcan	la	Superintendencia	por	regulaciones
de	carácter	general.
Ley	26702.
ART.	302.—Límites	de	endeudamiento.
1.	 Límite	 de	 endeudamiento	 con	 relación	 a	 operaciones	 de	 seguros	 y/o
reaseguros.
Las	empresas	de	seguros	y/o	reaseguros	sólo	pueden	tomar	créditos,	en	el
país	 o	 en	 el	 exterior,	 por	 una	 suma	 que	 no	 exceda	 el	 equivalente	 de	 su
patrimonio	efectivo.
En	 caso	 supere	 el	 límite	 de	 endeudamiento	 que	 dispone	 el	 presente
artículo,	deberá	 informar	a	 la	Superintendencia	dentro	de	 los	dos	 (2)	días
hábiles	 siguientes	 a	 la	 respectiva	 comprobación	y	presentar	dentro	de	 los
quince	 (15)	 días	 hábiles	 posteriores	 un	 programa	 aprobado	 por	 su
directorio,	 en	 el	 que	 se	 consigne	 las	 medidas	 adoptadas	 para	 eliminar	 el
exceso	en	un	plazo	no	mayor	de	tres	(3)	meses.
El	incumplimiento	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	se	sancionará	con
multa	 mensual	 equivalente	 a	 una	 y	 media	 (1.5)	 veces	 la	 tasa	 de	 interés
mensual	 promedio	 para	 las	 operaciones	 activas	 a	 treinta	 (30)	 días	 en	 la
respectiva	moneda	y	mercado	que	publica	la	Superintendencia.	A	partir	del
segundo	mes	y	mientras	subsista	 la	 infracción,	esta	multa	se	 incrementará
progresivamente	en	un	cincuenta	por	ciento	(50%)	mes	a	mes.
2.	Límite	de	endeudamiento	con	relación	al	otorgamiento	de	fianzas
Cuando	 las	 empresas	 de	 seguros	 hubieran	 asignado	 una	 porción	 de	 su
patrimonio	efectivo	a	cubrir	el	riesgo	crediticio	resultante	del	otorgamiento
de	 fianzas,	 el	 límite	 de	 estas	 operaciones,	 en	 función	 de	 sus	 créditos
contingentes	 ponderados	 por	 riesgos	 crediticios,	 será	 de	 once	 (11)	 veces
dicho	patrimonio,	en	la	forma	precisada	en	la	sección	segunda	de	esta	ley.
Este	 límite	 de	 endeudamiento	 es	 independiente	 del	 establecido	 en	 el
numeral	1	que	antecede.
El	incumplimiento	de	este	límite	está	afecto	a	las	sanciones	señaladas	en	el
artículo	219.
Ley	26702.
ART.	303.—Margen	de	solvencia.	El	margen	de	solvencia	lo	determina	la
Superintendencia	en	función	de:
1.	El	importe	anual	de	las	primas.
2.	La	carga	media	de	siniestralidad	en	los	últimos	tres	ejercicios.
Para	 el	 fin	 indicado,	 la	 Superintendencia	 opta	 por	 el	 criterio	 que,	 al	 ser
aplicado,	determine	el	monto	más	elevado	entre	ambos.
Cuando	el	margen	de	solvencia	supera	el	patrimonio	efectivo,	 la	empresa
de	 seguros	 debe	 presentar	 un	 programa	 de	 adecuación	 patrimonial	 de
acuerdo	a	las	regulaciones	que	dicte	la	Superintendencia	para	tal	efecto.
El	incumplimiento	de	lo	dispuesto	en	el	presente	artículo	se	sancionará	con
multa	mensual	equivalente	a	la	señalada	en	el	último	párrafo	del	numeral	1
del	artículo	302.
Ley	26702.
ART.	304.—Operaciones	 sujetas	a	 riesgo	crediticio.	Las	 operaciones·	 a
que	se	refiere	el	artículo	318,	estarán	sujetas	a	las	siguientes	reglas:
1.	 Las	 fianzas,	 créditos	para	 el	 financiamiento	de	primas	y	otros	 créditos
están	 afectas	 a	 la	 aplicación	 de	 los	 factores	 de	 ponderación	 de	 riesgo
crediticio	establecidos	en	los	artículos	188	y	195.	Estas	operaciones	estarán
afectas	 a	 las	 provisiones	 y	 a	 las	 normas	 sobre	 límites,	 conglomerados
financieros	y/o	mixtos	contenidas	en	la	Sección	Segunda	de	la	presente	ley	y
serán	 llevadas	en	cuentas	separadas	y	debidamente	 identificadas	respecto
de	las	operaciones	de	seguros.
2.	 Las	 subsidiarias	 que	 constituyan	 las	 empresas	 de	 seguros	 para	 la
realización	 de	 operaciones	 financieras	 se	 encuentran	 sujetas	 a	 todas	 las
normas	de	la	presente	ley.
Ley	26702.
ART.	 305.—Sustituido.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 1°.	 Fondo	 de	 garantía.	 Las
empresas	 del	 sistema	 de	 seguros	 deben	 constituir	 un	 fondo	 de	 garantía,
destinado	 a	 cubrir	 riesgos	 distintos	 a	 los	 riesgos	 técnicos	 de	 seguros	 y	 al
riesgo	de	crédito	de	las	operaciones	señaladas	en	el	artículo	300.
La	 Superintendencia	 emitirá	 las	 normas	 complementarias	 para	 la
determinación	del	fondo	de	garantía,	considerando	los	riesgos	de	mercado,
operacional	 y	 otros	 que	 determine,	 así	 como	 el	 riesgo	 de	 crédito	 de
operaciones	distintas	a	las	indicadas	en	el	artículo	300.
SUBCAPÍTULO	II
RESERVAS
Ley	26702.
ART.	 306.—Reserva	 técnica.	 Las	 empresas	 de	 seguros	 y/o	 reaseguros
deben	constituir,	mensualmente,	las	reservas	técnicas	siguientes:
1.	 De	 siniestros,	 incluyendo	 los	 ocurridos	 y	 no	 reportados,	 de	 capitales
vencidos	 y	 de	 rentas	 o	 beneficios	 de	 los	 asegurados	 pendientes	 de
liquidación	o	pago.
2.	Matemáticas.	sobre	seguros	de	vida	o	renta.
3.	De	riesgos	en	curso	o	de	primas	no	devengadas.
4.	De	riesgos	catastróficos	y	de	siniestralidad	incierta.
5.	 Incorporado.	 Ley	 29878,	 Art.	 3°.	 De	 seguros	médicos,	 de	 salud	 o	 de
asistencia	médica.
Ley	26702.
ART.	307.—Reserva	de	siniestros.	Las	reservas	de	siniestros,	de	capitales
vencidos	y	de	rentas	de	los	asegurados,	pendientes	de	liquidación	o	pago,	se
constituye	 por	 el	 monto	 de	 la	 respectiva	 liquidación,	 sin	 incluir	 la	 parte
recuperable	del	reasegurador.
Ley	26702.
ART.	308.—Reserva	matemática.	La	reserva	matemática	sobre	seguros	de
personas	 se	 constituye	 sobre	 la	 base	 de	 cálculos	 actuariales,	 tomando	 en
cuenta	 el	 total	 de	 pólizas	 de	 seguros.	 Las	 normas	 relativas	 al	 cálculo	 son
dictadas	por	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	309.—Reserva	de	riesgos	en	curso.	La	reserva	de	riesgos	en	curso	o
de	 primas	 no	 devengadas	 está	 conformada	 por	 la	 parte	 de	 las	 primas
retenidas,	 con	 exclusión	 de	 las	 anulaciones	 que	 se	 destina	 a	 cubrir	 el
periodo	de	vigencia	no	extinguido	en	el	ejercicio	corriente.
Se	 constituye	mensualmente,	 siguiendo	 los	 procedimientos	 fijados	 por	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 310.—Reserva	 de	 riesgos	 catastróficos	 y	 de	 siniestralidad
incierta.	La	reserva	de	riesgos	catastróficos	y	de	siniestralidad	 incierta	se
constituye	por	mandato	de	la	Superintendencia.
Su	 objeto	 es	 cubrir	 riesgos	 de	 frecuencia	 no	 predecible	 y	 el	 riesgo	 de
cataclismos	u	otros	fenómenos	análogos,	de	manera	de	propender	al	normal
desarrollo	de	las	actividades	de	las	empresas	de	seguros.
Ley	26702.
ART.	 310-A.—Incorporado.	 Ley	 29878,	 Art.	 3°.	 Reserva	 de	 seguros
médicos,	de	salud	o	de	asistencia	médica.	La	reserva	de	seguros	médicos,
de	salud	o	de	asistencia	médica	tiene	por	objeto	cubrir	 los	riesgos	propios
originados	 por	 el	 quebrantamiento	 de	 la	 salud	 e	 integridad	 física	 y
psicofísica	de	los	tomadores	de	seguros	a	partir	de	los	sesenta	años	de	edad,
a	 efectos	 de	 promover	 el	 normal	 desarrollo	 de	 las	 actividades	 de	 las
empresas	de	seguros.	La	Superintendencia	establece	las	normas	relativas	a
su	constitución	y	cálculo.
SUBCAPÍTULO	III
INVERSIONES
Ley	26702.
ART.	311.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Inversiones	y	respaldo	de
las	obligaciones.	Las	empresas	de	seguros	y/o	reaseguros	deben	respaldar
en	 todo	 momento	 el	 total	 de	 sus	 obligaciones	 asociadas	 al	 negocio	 de
seguros	 con	 activos	 que	 cumplan	 con	 las	 disposiciones	 que	 indique	 la
Superintendencia	en	normas	complementarias.
La	Superintendencia	 reglamentará	 los	 rubros	de	 inversión	y	 límites	 a	 los
que	 se	 sujetarán	 los	 activos	 destinados	 a	 respaldar	 las	 obligaciones
mencionadas.	 Los	 componentes	 que	 constituyen	 dichas	 obligaciones,	 así
como	 su	 procedimiento	 de	 cálculo,	 serán	 determinados	 por	 la
Superintendencia	en	normas	complementarias.
Ley	26702.
ART.	 312.—Límite	 de	 diversificación	 por	 emisor	 de	 activos.	 Sin
perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	anterior,	los	numerales	2,	4,	5,	6,	7	y
8	 del	 mismo	 se	 rigen	 por	 el	 límite	 de	 diversificación	 por	 emisor	 de	 los
activos	 que	 respalden	 las	 reservas	 técnicas,	 el	 patrimonio	 mínimo	 de
solvencia	y	el	fondo	de	garantía,	hasta	un	diez	por	ciento.
Ley	26702.
ART.	313.—Calificación	de	las	inversiones.	Las	categorías	de	calificación
que	establezca	la	Superintendencia	para	los	activos	señalados	en	el	artículo
311	tienen	los	factores	que	se	indica:
Categoría	I	o	equivalentes:	1,0
Categoría	II	o	equivalentes:	0,8
Categoría	III	o	equivalentes:	0,4
Categoría	IV	o	equivalentes:	0,2
Categoría	V	o	equivalentes:	0,0
En	ningún	caso	las	inversiones	pueden	efectuarse	en	activos	calificados	en
las	categorías	IV	y	V	o	equivalentes.
Ley	26702.	
ART.	314.—Límite	 a	 activos	 emitidos	por	 conglomerado	 financiero	 o
por	 grupos	 económicos.	 El	 total	 de	 las	 inversiones	 en	 los	 activos
comprendidos	en	 los	numerales	2,	4,	5,	6,	7	y	8	del	artículo	311,	emitidos
por	 una	misma	 sociedad,	 o	 por	 sociedades	 que	 integran	 un	mismo	 grupo
económico	o	un	conglomerado	financiero	y/o	mixto,	no	puede	exceder	del
veinte	por	ciento	(20%)	de	las	reservas	técnicas,	del	patrimonio	mínimo	de
solvencia	y	del	fondo	de	garantía	de	la	empresa	de	seguros.	Dicho	límite	se
reduce	 a	 la	 mitad	 cuando	 el	 emisor	 o	 emisores	 pertenecen	 al	 mismo
conglomerado	del	que	forma	parte	la	empresa	de	seguros	y/o	reaseguros.
Ley	26702.
ART.	 315.—Inversiones	 no	 consideradas	 como	 respaldo	 de	 reservas
técnicas,	 patrimonio	 mínimo	 de	 solvencia	 y	 fondo	 de	 garantía.	 Las
inversiones	 que	 sobrepasen	 alguno	 de	 los	 límites	 establecidos	 en	 los
artículos	311	y	312,	no	se	consideran	respaldo	de	las	reservas	técnicas,	del
patrimonio	mínimo	de	solvencia	y	del	fondo	de	garantía.
Ley	26702.
ART.	316.—Déficit	de	inversiones.	Cuando	una	empresa	de	 seguros	y/o
reaseguros	 presente	 déficit	 de	 inversiones	 de	 reservas	 técnicas,	 de
patrimonio	mínimo	de	 solvencia	y	del	 tondo	de	garantía,	 deberá	 informar
de	ello	a	la	Superintendencia	dentro	de	los	dos	días	(2)	hábiles	siguientes	a
la	 comprobación	 correspondiente.	 Adicionalmente,	 queda	 obligada	 a
presentar	dentro	·de	los	quince	(15)	días	hábiles	posteriores,	un	programa
aprobado	 por	 su	 directorio	 en	 el	 que	 se	 consigne	 las	medidas	 adoptadas
para	solucionar	tal	déficit	en	un	plazo	no	mayor	de	tres	(3)	meses.
La	Superintendencia	está	facultada	para	exigir	que	el	déficit	sea	cubierto	en
un	plazo	menor.
El	déficit	de	inversión	se	sanciona	con	multa	mensual,	equivalente	a	una	y
media	 veces	 la	 tasa	 de	 interés	 mensual	 promedio	 para	 las	 operaciones
activas	a	treinta	(30)	días,	en	la	respectiva	moneda	y	mercado	que	publica	la
Superintendencia.	 A	 partir	 del	 segundo	 mes	 y	 mientras	 subsista	 la
infracción,	 esta	 multase	 incrementará	 progresivamente	 a	 razón	 del
cincuenta	por	ciento	(50%)	mes	a	mes.
Ley	26702.
ART.	 317.—Los	 activos	 que	 respaldan	 reservas	 no	 pueden	 ser
gravados	ni	embargados.	Los	activos	que	respaldan	las	reservas	técnicas,
el	patrimonio	mínimo	de	solvencia	y	el	 fondo	de	garantía	de	una	empresa
del	 sistema	 de	 seguros	 no	 pueden	 ser	 gravados	 ni	 son	 susceptibles	 de
medida	 cautelar	 alguna,	 acto	 o	 contrato	 que	 impida	 o	 limite	 su	 libre
disponibilidad.
Los	 bienes	 de	 las	 empresas	 de	 seguros	 y/o	 reaseguros	 que	 constituyen
inversión	 de	 sus	 reservas	 matemáticas	 sobre	 seguros	 de	 vida,	 afectos	 al
cumplimiento	 de	 compromisos	 y	 obligaciones	 con	 asegurados,
fideicomisarios	y	empresas	reaseguradoras.	son	igualmente	inembargables,
salvo	que	la	medida	cautelar	se	adopte	para	garantizar	el	cumplimiento	de
las	 obligaciones	 emergentes	 de	 los	 contratos	 de	 seguros	 o	 de	 reaseguros
celebrados	por	la	empresa.
CAPÍTULO	II
OPERACIONES
SUBCAPÍTULO	I
ÁMBITO	OPERATIVO
Ley	26702.
ART.	318.—Operaciones.
1.	Operaciones	de	las	empresas	de	seguros	y	de	reaseguros
En	general,	las	empresas	de	seguros	y/o	reaseguros	pueden	realizar	todas
las	operaciones,	 actos	 y	 contratos	necesarios	para	 extender	 coberturas	de
riesgos	o	para	emitir	pólizas	de	caución	vinculadas	a	prestaciones	de	hacer
o	 de	 no	 hacer,	 incluyendo	 las	 operaciones	 de	 cesión	 o	 aceptación	 de
reaseguro	 de	 ser	 el	 caso,	 así	 como	 efectuar	 inversiones.	 También	 podrán
otorgar	créditos	a	los	asegurados	para	el	pago	de	sus	primas	de	seguro.
Adicionalmente,	 y	 previa	 la	 ampliación	 de	 su	 autorización	 de
funcionamiento,	 podrán	 emitir	 fianzas,	 realizar	 comisiones	 de	 confianza	 y
encargos	fiduciarios.
2.	Modificado.	Ley	28971,	Art.	7°.	Operaciones	de	las	subsidiarias	de
las	empresas	de	seguros
Las	empresas	del	sistema	de	seguros	pueden	constituir	como	subsidiarias:
a)	Una	empresa	financiera,	que	se	regirá	por	las	normas	contenidas	en	las
secciones	primera	y	segunda	de	esta	ley;
b)	Una	empresa	prestadora	de	salud,	a	que	se	refiere	el	Decreto	Legislativo
N°	887;	y,
c)	Una	empresa	administradora	hipotecaria	a	que	se	refiere	su	propia	ley.
Las	 diversas	 actividades	 y	 operaciones	 a	 que	 se	 contrae	 este	 artículo,
estarán	sujetas	en	su	caso,	a	las	regulaciones	que	dicte	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 319.—Asociación	 de	 empresas	 de	 seguros.	 Las	 empresas	 de
seguros	 podrán	 asociarse	 entre	 sí,	 constituyendo	 personas	 jurídicas	 cuyo
único	objeto	sea	formar	sistemas	de	reaseguro,	en	condición	de	cadentes	y
reaseguradoras,	sobre	todos	o	algunos	de	los	ramos	de	seguros.
Al	 efecto	 deberán	 solicitar	 a	 la	 Superintendencia	 las	 correspondientes
autorizaciones	de	organización	y	funcionamiento.
Estas	empresas	reaseguradoras	están	sujetas	al	cumplimiento	de	todas	las
normas	establecidas	por	la	presente	ley.
Ley	26702.
ART.	 320.—Verificación	 por	 parte	 de	 la	 Superintendencia	 de	 los
montos	 de	 retención.	 Compete	 a	 la	 Superintendencia	 comprobar	 que
responden	 a	 las	 condiciones	 técnicas,	 económicas	 y	 financieras	 de	 cada
empresa	de	seguros.	 los	montos	de	retención	que	ellas	establecen	para	los
diferentes	riesgos	en	los	que	operan.
Ley	26702.
ART.	 321.—Otras	 operaciones	 autorizadas.	 Contando	 con	 el
consentimiento	del	asegurado,	previa	autorización	de	la	Superintendencia,	y
con	las	formalidades	que	ella	señale,	las	empresas	de	seguros	podrán:
1.	 Ceder	 uno	 o	 más	 ramos	 de	 su	 cartera	 de	 seguros	 vigentes	 a	 otras
empresas	de	igual	naturaleza	autorizadas	para	emitir	pólizas	en	los	mismos
ramos.
2.	 Establecer	 sistemas	 de	 cobertura	 de	 accidentes	 de	 trabajo	 y
enfermedades.
Ley	26702.
ART.	322.—Autonomía	de	 los	 contratos	de	 seguro	 y	de	 reaseguro.	 El
contrato	de	reaseguro	no	subordina	las	relaciones	que	emanan	del	contrato
de	seguro.	En	consecuencia,	el	pago	de	un	siniestro	derivado	del	contrato	de
seguro	 no	 puede	 quedar	 condicionado	 a	 las	 relaciones	 existentes	 entre	 la
empresa	de	seguros	y	el	reasegurador.
Por	 norma	 de	 carácter	 general,	 la	 Superintendencia	 puede	 establecer
excepciones	a	esta	disposición.
Ley	26702.
ART.	 323.—Reaseguros.	 Las	 empresas	 de	 seguros	 pueden	 contratar
libremente	 reaseguros	 en	 el	 país	 o	 en	 el	 extranjero,	 sujetándose	 a	 las
regulaciones	que	dicte	la	Superintendencia.
Asimismo,	este	organismo	establecerá	el	porcentaje	mínimo	de	los	riesgos
catastróficos	que	debe	ser	reasegurado	en	el	exterior.
Ley	26702.
ART.	 324.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 2°.	 Registro	 de	 empresas
reaseguradoras	 del	 exterior.	 La	 Superintendencia	 lleva	 un	 registro	 de
empresas	 de	 reaseguros	 del	 exterior	 y	 ejerce	 la	 supervisión	 de	 sus
representantes.
Para	 la	 inscripción	 en	 el	 registro	 mencionado,	 la	 empresa	 interesada
presentará	 una	 solicitud	 indicando	 la	 fecha	 desde	 la	 que	 está	 autorizada
para	operar	y	a	la	que	deberá	acompañar:
1.	Copia	autenticada	de	su	estatuto	vigente.
2.	 La	 última	 memoria	 anual,	 en	 la	 que	 figuren	 sus	 estados	 financieros
debidamente	auditados	por	auditores	independientes.
3.	 Copia	 del	 poder	 otorgado	 a	 un	 residente	 en	 el	 país	 para	 que	 la
represente	con	amplias	facultades.
Además,	la	empresa	peticionaria	acreditará	que:
a)	Se	encuentra	legalmente	constituida	en	su	país	de	origen	y	en	capacidad
de	re	asegurar	riesgos	cedidos	desde	el	extranjero.
b)	 Cuenta	 con	 un	 patrimonio	 no	 menor	 de	 US	 $	 10	 000	 000,00	 o	 su
equivalente	en	otras	divisas.
c)	No	tiene	inconveniente	para	pagar,	de	conformidad	con	la	legislación	de
su	país	de	origen,	en	moneda	de	libre	convertibilidad,	 las	obligaciones	que
resulten	de	los	contratos	de	reaseguro	que	suscribe	en	el	extranjero.
4.	Incorporado.	D.	Leg.	1052,	Art.	2°.	Otros	requisitos	que	establezca	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 325.—Actividades	 prohibidas	 a	 las	 empresas	 de	 seguros.	 Las
empresas	de	seguros	están	prohibidas	de:
1.	Dar	 en	 garantía	 sus	 activos	 aplicados	 a	 las	 inversiones	 de	 que	 trata	 el
artículo	311.
2.	Realizar	operaciones	con	acciones	representativas	de	su	capital	social.
3.	 Prestar	 en	 alguna	 forma	 sumas	 de	 dinero	 o	 garantizar	 o	 afianzar	 las
responsabilidades	de	sus	directores	y	trabajadores,	salvo,	en	lo	que	a	estos
últimos	concierne,	los	préstamos	de	vivienda	única,	los	que	son	concedidos
con	observancia	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	201.
4.	Pagar	indemnizaciones	por	siniestros	en	exceso	de	lo	pactado.
5.	Incorporado.	Ley	29878,	Art.	3°.	Impedir	la	renovación	de	la	póliza	de
seguro	 médico,	 de	 salud	 o	 de	 asistencia	 médica	 ininterrumpidamente	 e
incluir	 cualquier	 cláusula	 que	 impida	 al	 tomador	 del	 seguro	 renovar	 su
póliza	por	causa	de	su	edad,	a	menos	que	no	la	hubiere	renovado	sucesiva	e
ininterrumpidamente	en	los	últimos	cinco	años.
SUBCAPÍTULO	II
PÓLIZAS
Ley	26702.
ART.	326.—Condiciones	y	contenido	de	las	pólizas.	Las	 condiciones	de
las	 pólizas	 y	 las	 tarifas	 responden	 al	 régimen	 de	 libre	 competencia	 en	 el
mercado	de	seguros,	con	sujeción	a	las	reglas	que	contiene	este	capítulo.
Las	pólizas	deben	establecer	las	condiciones	de	la	cobertura	de	riesgos.
Adicionalmente,	dichas	pólizas	deben	cumplir	 con	 los	 requisitos	mínimos
siguientes:
1.	 Su	 contenido	debe	 ajustarse	 a	 las	 disposiciones	 legales	 que	norman	 el
contrato	de	seguro;
2.	Las	condiciones	generales,	particulares	y	especiales	de	la	póliza	han	de
ser	redactadas	en	lenguaje	fácilmente	comprensible;
3.	 Los	 amparos	 básicos	 y	 las	 exclusiones	 deben	 figurar	 en	 caracteres
destacados;
4.	El	monto	de	la	prima;
5.	 En	 su	 caso,	 se	 precisará	 el	 número	del	 registro	 oficial	 del	 corredor	 de
seguros	 y	 la	 comisión	 que	 éste	 ha	 de	 percibir,	 que	 se	 fija	 libremente	 por
acuerdo	entre	el	asegurador	y	el	corredor	de	seguros.
Ley	26702.
ART.	 327.—Reajuste	 de	 capitales	 asegurados,	 primas	 e
indemnizaciones.	 A	 menos	 que	 se	 pacte	 en	 moneda	 extranjera,	 los
capitales	 asegurados,	 las	 primas	 y	 las	 indemnizaciones	 pueden	 ser
expresados	en	la	póliza	de	seguro	en	moneda	nacional	de	valor	adquisitivo
constante	 (VAC).	 Los	 respectivos	 valores	 de	 rescate	 se	 determinan
ajustándolos	según	el	índice	de	que	trata	el	artículo	240.
Ley	26702.
ART.	 328.—Condiciones	 y	 tarifas	 de	 seguros	 a	 conocimiento	 de	 la
superintendencia.	 Los	 modelos	 de	 pólizas,	 las	 tarifas	 y	 las	 condiciones
resultantes	 de	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 92,	 326	 y	 327	 no	 requieren
aprobación	 previa	 de	 la	 Superintendencia,	 pero	 deben	 hacerse	 de	 su
conocimiento	 antes	 de	 su	 utilización	 y	 aplicación.	 Dicho	 organismo	 está
facultado	para	prohibir	 la	utilización	de	pólizas	redactadas	en	condiciones
que	no	satisfagan	lo	señalado	en	los	mencionados	artículos.
Ley	26702.
ART.	329.—Cobertura	del	seguro.	Tratándose	de	seguros	de	vigencia	no
mayor	a	un	(1)	año,	 la	cobertura	se	 inicia	con	 la	aceptación	de	 la	solicitud
del	asegurado	por	parte	de	la	empresa	de	seguros	y	el	pago	de	la	prima.	En
los	 casos	 que	 por	 las	 características	 del	 seguro,	 éste	 requiera
necesariamente	ser	por	un	plazo	mayor	a	un	(1)	año,	la	materia	se	sujetará	a
las	regulaciones	que	dicte	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	330.—Causal	de	resolución	automática	del	contrato.	En	los	casos	a
que	se	contrae	el	segundo	párrafo	del	artículo	anterior,	 la	mora	en	el	pago
total	 o	 parcial	 de	 la	 prima	 podrá	 ser	 causal	 de	 resolución	 automática	 del
contrato,	 a	 opción	 de	 la	 empresa	 del	 sistema	 de	 seguros.	 En	 este	 caso	 el
seguro	se	entenderá	cubierto	en	la	parte	proporcional	de	la	prima	pagada.
De	 no	 optarse	 por	 la	 resolución	 automática,	 la	 empresa	 tendrá	 derecho
para	 exigir	 el	 pago	 de	 la	 prima	 devengada,	 más	 los	 intereses,	 gastos	 e
impuestos	originados	por	la	expedición	de	la	póliza	en	la	vía	ejecutiva.
Es	nulo	todo	pacto	en	contrario	a	lo	dispuesto	en	este	artículo.
Ley	26702.
ART.	 331.—Revocación	 de	 la	 autorización	 de	 la	 empresa.	 El
ofrecimiento	 sistemático	 de	 pólizas	 que	 desconozcan	 los	 principios
señalados	 en	 los	 artículos	 92,	 326	 y	 327,	 la	 exigencia	 de	 condiciones	 no
previstas	 legal	 o	 contractualmente	 para	 el	 pago	 de	 las	 indemnizaciones	 y
toda	práctica	reiterada	que	persiga	evitar	o	dilatar	de	manera	injustificada
el	 cumplimiento	 de	 las	 obligaciones	 nacidas	 del	 contrato	 de	 seguro,	 dará
lugar	 a	 la	 revocación	 de	 la	 autorización	 de	 la	 empresa	 para	 operar	 en	 el
ramo	o	los	ramos	en	los	que	se	compruebe	dicha	inconducta.
Ley	26702.
ART.	332.—Siniestros.	Las	indemnizaciones	que	se	paguen	directamente	a
los	 asegurados,	 beneficiarios	 y/o	 endosatarios,	 deberán	 efectuarse	 en	 un
plazo	no	mayor	de	treinta	(30)	días	siguientes	de	consentido	el	siniestro.
Se	 entiende	 consentido	 el	 siniestro,	 cuando	 la	 compañía	 aseguradora
aprueba	o	no	ha	rechazado	el	convenio	de	ajuste	debidamente	firmado	por
el	 asegurado	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 diez	 (10)	 días	 contados	 desde	 su
suscripción.
En	el	caso	que	la	aseguradora	no	esté	de	acuerdo	con	el	ajuste	señalado	en
el	convenio,	puede	exigir	un	nuevo	ajuste	en	un	plazo	no	mayor	de	treinta
(30)	 días,	 para	 consentir	 o	 rechazar	 el	 siniestro,	 determinar	 un	 nuevo
monto	o	proponer	acudir	a	la	cláusula	de	arbitraje.
En	 los	 casos	 en	 que	 no	 exista	 convenio	 de	 ajuste,	 se	 entenderá	 como
consentido	 el	 siniestro	 cuando	 la	 aseguradora	 no	 se	 haya	 pronunciado
sobre	el	monto	reclamado	en	un	plazo	que	no	exceda	de	los	treinta	(30)	días
contados	 desde	 la	 fecha	 de	 haberse	 completado	 toda	 la	 documentación
exigida	 en	 la	 póliza	 para	 el	 pago	 del	 siniestro.	 Asimismo,	 cuando	 la
aseguradora	 requiera	 contar	 con	 un	 plazo	 mayor	 para	 realizar
investigaciones	 adicionales	 u	 obtener	 evidencias	 suficientes	 sobre	 la
procedencia	 del	 siniestro	 o	 para	 la	 adecuada	 determinación	 de	 su	monto,
ésta	 podrá	 presentar	 solicitud	 debidamente	 justificada,	 requiriendo	 un
plazo	adicional	a	la	Superintendencia.	Dicho	plazo	no	podrá	exceder	de	los
noventa	 (90)	 días,	 contados	 desde	 la	 fecha	 en	 que	 haya	 completado	 la
documentación	exigida	en	la	póliza	respectiva.
En	 caso	 de	mora	 de	 la	 empresa	 de	 seguros,	 ésta	 pagará	 al	 asegurado	 un
interés	moratorio	 anual	 equivalente	 a	 uno	 punto	 cinco	 (1.5)	 veces	 la	 tasa
promedio	para	 las	operaciones	activas	en	el	Perú,	de	 la	moneda	en	que	se
encuentre	expresado	el	contrato	de	seguro	por	todo	el	tiempo	de	la	mora.
Ley	26702.
ART.	 333.—Excepción	 a	 los	 plazos	 indicados	 en	 el	 artículo	 332.	 No
están	incluidos	en	los	plazos	referidos	en	el	artículo	anterior,	aquellos	casos
regulados	por	 leyes	específicas	nacionales	o	convenios	 internacionales,	 los
que	así	 se	 estipule	 en	 la	 respectiva	póliza	 tales	 como	 las	 indemnizaciones
por	siniestros	ocasionados	exclusivamente	por	robo	o	hurto	de	automóviles,
aquellos	 donde	 se	 haya	 iniciado	 un	 proceso	 arbitral.	 y	 aquellos	 donde	 se
haya	 iniciado	 un	 proceso	 judicial	 en	 que	 no	 sea	 parte	 la	 compañía	 de
seguros.
TÍTULO	III
PATRIMONIOS	AUTÓNOMOS	DE	SEGURO	DE
CRÉDITO
CAPÍTULO	ÚNICO
PATRIMONIOS	AUTÓNOMOS	DE	SEGURO	DE	CRÉDITO
Ley	26702.
ART.	 334.—Constitución	 de	 patrimonio	 autónomo	 de	 seguro	 de
crédito.	Toda	empresa	de	seguros	podrá	constituir	patrimonios	autónomos
de	 seguro	 de	 crédito,	 de	 los	 que	 será	 administradora,	 los	 mismos	 que
otorgarán	 la	 cobertura	 y	 asumirán	 el	 riesgo	 contra	 el	 pago	 de	 prima	 de
autoseguro.
TÍTULO	IV
INTERMEDIARIOS	Y	AUXILIARES	DE	SEGUROS
CAPÍTULO	I
DISPOSICIONES	GENERALES
Ley	26702.
ART.	 335.—Modificado.	 D.	 Leg.	 1052,	 Art.	 1°.	 Intermediarios	 y
auxiliares	 de	 seguros.	 Se	 comprende	 en	 la	 denominación	 de
intermediarios	de	seguros	a	los	corredores	de	seguros	y/o	de	reaseguros;	y
en	la	denominación	de	auxiliares	de	seguros,	a	los	ajustadores	de	siniestros
y/o	peritos	de	seguros.	La	Superintendencia	autoriza	y	regula	el	ejercicio	de
las	actividades	de	 los	 intermediarios	y	 los	auxiliares	de	seguros	y	 lleva	un
registro	de	ellos,	en	el	que	se	precisa	los	servicios	de	los	ramos	de	seguros
en	los	que	cada	uno	puede	operar,	según	corresponda.
Ley	26702.
ART.	 336.—Inscripción	 de	 los	 intermediarios	 de	 seguros.	 La
Superintendencia	 establece	 los	 requisitos	 para	 la	 inscripción	 de	 los
intermediarios	de	seguros,	así	como	las	obligaciones,	derechos,	garantías	y
demás	condiciones	a	las	que	deben	sujetar	su	actividad,	debiendo	satisfacer
cuando	menos	lo	siguiente:
1.	Mantener	su	calidad	de	hábiles	para	el	ejercicio	de	sus	actividades.
2.	No	hallarse	incursos	en	ningún	caso	de	incompatibilidad	o	impedimento.
3.	 Encontrarse	 al	 día	 en	 el	 pago	 de	 sus	 contribuciones	 a	 la
Superintendencia.
CAPÍTULO	II
INTERMEDIARIOS	DE	SEGUROS
SUBCAPÍTULO	I
CORREDORES	DE	SEGUROS
Ley	26702.
ART.	 337.—Corredores	 de	 seguros.	 Los	 corredores	 de	 seguros	 son	 las
personas	 naturales	 o	 jurídicas	 que,	 a	 solicitud	 del	 tomador,	 pueden
intermediar	en	 la	celebración	de	 los	contratos	de	seguros	y	asesorar	a	 los
asegurados	o	contratantes	del	seguro	en	materias	de	su	competencia.
Ley	26702.
ART.	 338.—Funciones	 y	 deberes	 de	 los	 corredores	 de	 seguros.	 Son
funciones	y	deberes	del	corredor	de	seguros:
1.	Intermediar	en	la	contratación	de	seguros.
2.	 Informar	 a	 la	 empresa	 de	 seguros,	 en	 representación	 del	 asegurado,
sobre	las	condiciones	del	riesgo.
3.	 Informar	 al	 asegurado	 o	 contratante	 del	 seguro,	 en	 forma	 detallada	 y
exacta,	sobre	las	cláusulas	del	contrato.
4.	Comprobar	que	la	póliza	contenga	las	estipulaciones	y	condiciones	según
las	cuales	se	cubre	el	riesgo.
5.	 Comunicar	 a	 la	 empresa	 de	 seguros	 cualquier	modificación	 del	 riesgo
que	demande	a	su	vez	variar	el	monto	de	la	cobertura.
Ley	26702.
ART.	 339.—Actividades	 prohibidas	 a	 los	 corredores	 de	 seguros.	 Los
corredores	de	seguros	están	prohibidos	de	suscribir	cobertura	de	riesgos	a
nombre	propio	o	de	cobrar	primas	por	cuenta	del	asegurador.
Ley	26702.
ART.	340.—Facultad	que	otorga	la	carta	de	nombramiento	al	corredor
de	 seguros.	 La	 carta	 de	 nombramiento	 que	 el	 asegurado	 o	 contratante
extiende	 a	 un	 corredor	 de	 seguro,	 faculta	 a	 éste	 para	 realizar	 actos
administrativos	de	representación,	mas	no	de	disposición.
Las	comunicaciones	al	corredor	de	seguros	surten	efecto	en	relación	a	su
representado.
Ley	26702.
ART.	341.—Solicitud	de	seguros	y	modificaciones	deben	ser	firmados
por	el	asegurado.	La	solicitud	del	seguro	y	 las	posteriores	modificaciones
que	pueda	proponer	el	corredor	de	seguros	a	la	empresa	de	seguros	deben
estar	 firmadas	 por	 el	 asegurado	 o	 contratante,	 al	 igual	 que	 la	 copia	 de	 la
póliza	emitida	y	sus	posteriores	modificaciones.	Dichos	documentos	deben
ser	devueltos	a	la	empresa	de	seguros.
SUBCAPÍTULO	II
CORREDORES	DE	REASEGUROS
Ley	26702.
ART.	342.—Funciones	de	los	corredores	de	reaseguros.	Son	funciones	y
deberes	de	los	corredores	de	reaseguros:
1.	Intermediar	en	la	contratación	de	reaseguros.
2.	Asesorar	a	 las	empresas	de	seguros	para	 la	elección	de	un	contrato	de
reaseguro.
3.	 Mantener	 informadas	 a	 las	 empresas	 de	 seguros	 sobre	 los	 cambios	 y
tendencias	 en	 los	 mercados	 de	 reaseguros,	 que	 puedan	 determinar	 la
conveniencia	de	modificar	un	programa	o	contrato	de	reaseguro.
4.	Asesorar	en	la	presentación,	seguimiento	y	cobranza	de	los	reclamos	que
se	proponga	formular	la	empresa	de	seguros.
CAPÍTULO	III
AUXILIARES	DE	SEGUROS
SUBCAPÍTULO	I
AJUSTADORES	DE	SINIESTROS
Ley	26702.
ART.	 343.—Funciones	 del	 ajustador	 de	 siniestros.	 Son	 funciones	 del
ajustador	de	siniestros:
1.	 Estimar	 el	 valor	 de	 los	 objetos	 asegurados	 antes	 de	 la	 ocurrencia	 del
siniestro,	en	el	caso	de	que	éste	se	encontrase	cubierto	por	la	póliza.
2.	Examinar,	investigar	y	determinar	las	causas	conocidas	o	presuntas	del
siniestro.
3.	Calificar,	informar	y	opinar	si	el	siniestro	se	encuentra	amparado	por	las
condiciones	de	la	póliza.
4.	Establecer	el	monto	de	las	pérdidas	o	daños	amparados	por	la	póliza.
5.	 Señalar	 el	 importe	 que	 corresponde	 indemnizar	 con	 arreglo	 a	 las
condiciones	de	la	póliza.
6.	Establecer	el	valor	del	salvamento	para	deducirlo	de	la	cifra	de	daños,	o
su	comercialización	por	la	empresa	de	seguros.
El	peritaje	del	ajustador	no	obliga	a	las	partes	y	es	independiente	a	ellos.
SUBCAPÍTULO	II
PERITOS	DE	SEGUROS
Ley	26702.
ART.	344.—Funciones	del	perito	de	seguros.	Son	funciones	del	perito	de
seguros:
1.	 En	 calidad	 de	 inspector	 de	 riesgos,	 examinar	 y	 calificar	 un	 bien,	 una
responsabilidad	 o	 una	 operación,	 como	 acción	 previa	 al	 proceso	 de
aseguramiento,	con	el	objeto	de	que	la	empresa	de	seguros	aprecie	el	riesgo
que	ha	de	cubrir.
2.	 En	 calidad	 de	 previsor,	 alertar	 sobre	 la	 posibilidad	 de	 que	 ocurra	 un
daño	o	una	pérdida,	recomendando	las	acciones	para	evitar	o	reducir	uno	u
otra.
3.	En	calidad	de	 inspector	de	averías,	 investigar	 los	daños	y	 las	pérdidas,
estimando	 la	 cuantía	 de	 unos	 y	 otras,	 así	 como	 el	 valor	 de	 los	 objetos
siniestrados.
SECCIÓN	CUARTA
DEL	ÓRGANO	DE	SUPERVISIÓN
TÍTULO	I
DENOMINACIONES,	FINES	Y	DOMICILIO
Ley	26702.
ART.	345.—Superintendencia	de	banca	y	seguros.	La	Superintendencia
de	Banca	y	Seguros	es	una	institución	constitucionalmente	autónoma	y	con
personería	 de	 derecho	 público,	 cuyo	 objeto	 es	 proteger	 los	 intereses	 del
público	en	el	ámbito	de	los	sistemas	financiero	y	de	seguros.
La	Superintendencia	ejerce	en	el	ámbito	de	sus	atribuciones,	el	control	y	la
supervisión	de	las	empresas	conformantes	del	Sistema	Financiero	y	Sistema
de	Seguros	y	de	las	demás	personas	naturales	y	jurídicas	incorporadas	por
esta	 ley	o	por	 leyes	especiales,	de	manera	exclusiva	en	 los	aspectos	que	 le
corresponda.
La	 Superintendencia	 supervisa	 el	 cumplimiento	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 y
disposiciones	complementarias	del	Banco	Central,	sin	perjuicio	del	ejercicio
de	 su	 autonomía,	 no	 incluyendo	 lo	 referente	 a	 la	 finalidad	 y	 funciones
contenidas	en	los	artículos	83	al	85	de	la	Constitución	Política	del	Perú.
Ley	26702.
ART.	 346.—Autonomía	 y	 ámbito	 de	 competencia	 de	 la
superintendencia.	 La	 presente	 ley	 determina	 el	 marco	 de	 la	 autonomía
funcional,	 económica	 y	 administrativa	 de	 la	 Superintendencia	 de	 Banca	 y
Seguros;	establece	su	ubicación	dentro	de	la	estructura	del	Estado;	define	su
ámbito	de	competencia;	y	señala	sus	demás	funciones	y	atribuciones.
Las	 demás	 leyes	 o	 disposiciones	 legales	 distintas	 a	 esta	 ley,	 no	 podrán
establecer	 normas	 de	 obligatorio	 e	 imperativo	 cumplimiento	 para	 la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 347.—Finalidad	 de	 la	 superintendencia.	 Corresponde	 a	 la
Superintendencia	defender	 los	 intereses	del	 público,	 cautelando	 la	 solidez
económica	 y	 financiera	 de	 las	 personas	 naturales	 y	 jurídicas	 sujetas	 a	 su
control,	 velando	 porque	 se	 cumplan	 las	 normas	 legales,	 reglamentarias	 y
estatutarias	 que	 las	 rigen;	 ejerciendo	 para	 ello	 el	 más	 amplio	 control	 de
todas	sus.	operaciones	y	negocios	y	denunciando	penal	mente	la	existencia
de	personas	naturales	y	jurídicas	que,	sin	la	debida	autorización	ejerzan	las
actividades	señaladas	en	 la	presente	 ley,	procediendo	a	 la	 clausura	de	sus
locales,	y,	en	su	caso,	solicitando	la	disolución	y	liquidación	del	infractor.
Ley	26702.
ART.	348.—Sello	utilizado.	La	Superintendencia	utiliza	un	sello	oficial	con
el	Escudo	de	Armas	de	 la	República	y	 la	 inscripción	 “República	del	Perú	 -
Superintendencia	de	Banca	y	Seguros”.
Todo	 documento	 suscrito	 por	 el	 Superintendente	 y	 que	 lleve	 el	 sello
anteriormente	descrito,	debe	tenerse	como	auténtico.
La	Superintendencia	tiene	su	domicilio	legal	en	la	ciudad	de	Lima	y	puede
establecer	 oficinas	 en	 cualquier	 otro	 lugar	 de	 la	 República,	 para	 el	mejor
cumplimiento	de	sus	fines.
TÍTULO	II
DE	LAS	ATRIBUCIONES	Y	FUNCIONES
CAPÍTULO	I
DE	LAS	ATRIBUCIONES
Ley	26702.
ART.	349.—Atribuciones.	 Son	 atribuciones	 del	 Superintendente,	 además
de	las	ya	establecidas	en	la	presente	ley,	las	siguientes:
1.	 Autorizar	 la	 organización	 y	 funcionamiento	 de	 personas	 jurídicas	 que
tengan	 por	 fin	 realizar	 cualquiera	 de	 las	 operaciones	 señaladas	 en	 la
presente	ley;
2.	 Velar	 por	 el	 cumplimiento	 de	 las	 leyes,	 reglamentos,	 estatutos	 y	 toda
otra	 disposición	 que	 rige	 al	 Sistema	 Financiero	 y	 del	 Sistema	 de	 Seguros,
ejerciendo	 para	 ello,	 el	 más	 amplio	 y	 absoluto	 control	 sobre	 todas	 las
operaciones,	negocios	y	en	general	cualquier	acto	jurídico	que	las	empresas
que	los	integran	realicen;
3.	Ejercer	supervisión	integral	de	las	empresas	del	Sistema	Financiero	y	del
Sistema	de	Seguros,	las	incorporadas	por	leyes	especiales	a	su	supervisión,
así	como	a	las	que	realicen	operaciones	complementarias;
4.	Fiscalizar	a	las	personas	naturales	o	jurídicas	que	realicen	colocación	de
fondos	en	el	país;
5.	 Interrogar	 bajo	 juramento	 a	 cualquier	 persona	 cuyo	 testimonio	 pueda
resultar	útil	para	el	esclarecimiento	de	los	hechos	que	se	estudien	durante
las	 inspecciones	 e	 investigaciones,	 para	 lo	 cual	 podrá	 ordenar	 su
comparecencia,	 gozando	 para	 tal	 efecto,	 de	 las	 facultades	 que	 para	 esta
diligencia	autoriza	el	Código	Procesal	Civil.
6.	Interpretar,	en	la	vía	administrativa,	sujetándose	a	las	disposiciones	del
derecho	común	y	a	los	principios	generales	del	derecho,	los	alcances	de	las
normas	 legales	 que	 rigen	 a	 las	 empresas	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 del
Sistema	de	Seguros,	así	como	a	las	que	realizan	servicios	complementarios,
constituyendo	 sus	 decisiones	 precedentes	 administrativos	 de	 obligatoria
observancia;
7.	 Aprobar	 o	 modificar	 los	 reglamentos	 que	 corresponda	 emitir	 a	 la
Superintendencia;
8.	 Establecer	 las	 normas	 generales	 que	 regulen	 los	 contratos	 e
instrumentos	relacionados	con	las	operaciones	señaladas	en	el	Título	III	de
la	Sección	Segunda	de	la	presente	ley;	y	aprobar	las	cláusulas	generales	de
contratación	 que	 le	 sean	 sometidas	 por	 las	 empresas	 sujetas	 a	 su
competencia,	 en	 la	 forma	 contemplada	 en	 los	 artículos	 pertinentes	 del
Código	Civil;
9.	 Dictar	 las	 normas	 necesarias	 para	 el	 ejercicio	 de	 las	 operaciones
financieras	y	de	seguros,	y	servicios	complementarios	a	 la	actividad	de	 las
empresas	y	para	 la	supervisión	de	 las	mismas,	así	como	para	 la	aplicación
de	la	presente	ley;
10.	 Dictar	 las	 disposiciones	 necesarias	 a	 fin	 de	 que	 las	 empresas	 del
sistema	financiero	cumplan	adecuadamente	con	los	convenios	suscritos	por
la	República	destinados	a	combatir	el	lavado	de	dinero;
11.	 Establecer	 la	 existencia	 de	 conglomerados	 financieros	 o	 mixtos	 y
ejercer	 supervisión	 consolidada	 respecto	 de	 ellos	 de	 conformidad	 con	 el
artículo	138.
12.	Disponer	 la	 individualización	de	riesgos	por	cada	empresa	de	manera
separada;
13.	Dictar	las	normas	generales	para	precisar	la	elaboración,	presentación
y	 publicidad	 de	 los	 estados	 financieros,	 y	 cualquier	 otra	 información
complementaria,	 cuidando	 que	 se	 refleje	 la	 real	 situación	 económico-
financiera	 de	 las	 empresas,	 así	 como	 las	 normas	 sobre	 consolidación	 de
estados	 financieros	 de	 acuerdo	 con	 los	 principios	 de	 contabilidad
generalmente	aceptados;
14.	 Celebrar	 convenios	 de	 cooperación	 con	 otras	 Superintendencias	 y
entidades	 afines	 de	 otros	 países	 con	 el	 fin	 de	 un	 mejor	 ejercicio	 de	 la
supervisión	consolidada;
15.	Celebrar	convenios	con	los	otros	organismos	nacionales	de	supervisión
a	efectos	de	un	adecuado	ejercicio	de	la	misma;
16.	 Coordinar	 con	 el	 Banco	 Central	 en	 todos	 los	 casos	 señalados	 en	 la
presente	ley;
17.	Sin	perjuicio	de	lo	dispuesto	en	el	artículo	269	de	la	Ley	del	Mercado	de
Valores,	 la	 Superintendencia	podrá	dictar	pautas	de	 carácter	 general	 a	 las
que	deberá	ceñirse	la	clasificación	de	las	empresas	del	sistema	financiero	y
del	sistema	de	seguros;	y,
18.	Incorporado.	Ley	29878,	Art.	3°.	Identificar	las	cláusulas	abusivas	en
las	 pólizas	 de	 seguros	 médicos,	 de	 salud	 o	 de	 asistencia	 médica.	 Dichas
cláusulas	quedan	prohibidas	de	ser	utilizadas	en	las	pólizas.
19.	Incorporado.	Ley	29878,	Art.	3°.	En	general,	 se	encuentra	 facultado
para	realizar	todos	los	actos	necesarios	para	salvaguardar	los	intereses	del
público,	de	conformidad	con	la	presente	ley.
Ley	26702.
ART.	350.—Facultad	de	inspección.	Para	 el	desarrollo	de	 su	 facultad	de
inspección	 referida	 en	 el	 artículo	 anterior,	 el	 Superintendente,	 podrá
examinar,	 por	 los	 medios	 que	 considere	 necesarios,	 libros,	 cuentas,
archivos,	 documentos,	 correspondencia	 y	 en	 general	 cualquier	 otra
información	 que	 sea	 necesaria	 para	 el	 cumplimiento	 de	 sus	 funciones.
Existe	 para	 ello	 la	 obligación	 de	 la	 empresa,	 representante	 o	 corredor	 de
brindar	al	personal	encargado	de	las	inspecciones	todas	las	facilidades	que
requieran	para	el	cumplimiento	de	su	cometido.
La	negativa,	resistencia	o	incumplimiento	de	los	obligados,	siempre	que	se
encuentre	debidamente	acreditado,	da	 lugar	a	 la	 imposición	de	cualquiera
de	las	sanciones	establecidas	en	el	artículo	361.
Igualmente	 podrá	 requerir	 todos	 los	 antecedentes	 que	 juzgue	 necesarios
para	informarse	acerca	de	su	situación	financiera,	recursos,	administración
o	gestión,	actuación	de	sus	representantes,	grado	de	seguridad	y	prudencia
con	que	se	realizan	 las	 inversiones,	y	en	general,	de	cualquier	otro	asunto
que,	en	su	opinión,	deba	esclarecerse.
Se	podrá	también	recibir	el	testimonio	de	terceras	personas	y	solicitarles	la
exhibición	de	libros	y	documentos,	diligencia	ésta	que	se	practicará	dentro
de	los	límites	que	establece	el	artículo	47	del	Código	de	Comercio.
Ley	26702.
ART.	351.—Clausura	de	locales	y	disolución	de	sociedades	infractoras.
El	 Superintendente	 debe	 disponer	 la	 inmediata	 clausura	 de	 los	 locales	 en
que	 se	 realicen	operaciones	no	autorizadas	 conforme	a	 esta	 ley,	 contando
con	 la	 intervención	 del	 Ministerio	 Público.	 Asimismo	 dispondrá	 la
incautación	de	la	documentación	que	en	ellos	se	encuentre,	para	lo	cual	está
facultado	 a	 demandar	 directamente	 el	 apoyo	 de	 la	 fuerza	 pública.	 El
ejercicio	 de	 esta	 potestad	 no	 genera	 responsabilidad	 alguna	 para	 el
Superintendente.
Quien	 desatienda	 el	 requerimiento	 a	 que	 se	 refiere	 el	 párrafo	 anterior,
queda	 incurso	 en	 el	 delito	 de	 abuso	 de	 autoridad	 previsto	 en	 el	 primer
párrafo	del	artículo	378	del	Código	Penal.
Adicionalmente,	 el	 Superintendente	 formulará	 la	 denuncia	 que
corresponda,	 con	 el	 objeto	 de	 que	 se	 promueva	 acción	 penal	 contra	 los
infractores,	proceso	en	el	 cual	 la	Superintendencia	será	considerada	como
agraviada.	Le	corresponde,	por	tanto,	constituirse	como	parte	civil	y	ofrecer
las	pruebas	necesarias	para	esclarecer	el	delito.
Ley	26702.
ART.	 352.—Disolución	 de	 la	 sociedad	 infractora.	 Sin	 perjuicio	 de	 la
facultad	que	al	Poder	Ejecutivo	otorga	el	artículo	365	de	la	Ley	General	de
Sociedades,	 es	 facultad	 del	 Superintendente	 solicitar	 directamente	 ante	 la
Corte	 Suprema	 la	 disolución	 de	 la	 sociedad	 infractora	 a	 que	 se	 hace
referencia	en	el	artículo	anterior.
La	 Superintendencia	 designará	 directamente	 a	 los	 liquidadores,	 no
rigiendo	 lo	 dispuesto	 en	 el	 citado	 artículo	 365	 de	 la	 Ley	 General	 de
Sociedades.
El	procedimiento	 liquidatorio	se	sujetará	a	 las	normas	de	 la	 indicada	Ley
General	de	Sociedades,	siendo	los	gastos	que	demande	este	procedimiento
asumidos	por	la	empresa	infractora.
Ley	26702.
ART.	353.—Difusión	de	indicadores	de	las	empresas	supervisadas.	La
Superintendencia	debe	publicar	a	más	tardar	el	31	de	mayo	de	cada	año,	su
memoria	 anual.	 Asimismo,	 debe	 difundir	 periódicamente	 la	 información
sobre	 los	principales	 indicadores	de	 la	situación	de	 las	empresas	sujetas	a
su	 control,	 pudiendo	 ordenar	 a	 éstas	 que	 publiquen	 cualquier	 otra
información	que	a	su	juicio	sea	necesaria	para	el	público.
CAPÍTULO	II
DEL	CONTROL	Y	SUPERVISIÓN
SUBCAPÍTULO	I
DEL	CONTROL
Ley	26702.
ART.	 354.—Normas	 para	 la	 elaboración	 y	 presentación	 de	 estados
financieros.	Para	los	efectos	a	que	se	refiere	el	numeral	13	del	artículo	349,
la	Superintendencia	está	autorizada	para:
1.	Exigir	a	los	supervisados	que	constituyan	provisiones	y	reservas	para	los
activos	 y	 contingentes	 que	 comporten	 riesgos	 crediticio	 o	 de	mercado,	 de
acuerdo	a	las	normas	generales	que	sobre	el	particular	haya	dictado;
2.	 Requerir	 que	 las	 inversiones	 y	 demás	 posiciones	 afectas	 a	 riesgos	 de
mercado	 sean	 ajustados	 a	 su	 valor	 de	 mercado,	 de	 acuerdo	 con	 la
metodología	que	ella	establezca;
3.	Requerir	que	los	inmuebles	y	otros	activos	que	figuren	en	sus	libros	sean
ajustados	 a	 su	 verdadero	 valor	 en	 el	 mercado,	 de	 acuerdo	 con	 la
metodología	que	ella	establezca;
4.	 Prohibir	 que	 las	 empresas,	 en	 tanto	 no	 den	 cumplimiento	 a	 los
requerimientos	 mencionados	 en	 los	 numerales	 precedentes,	 paguen
dividendos	 o	 distribuyan	 utilidades,	 cualquiera	 que	 fuere	 la	 modalidad
empleada;	y,
5.	Cuando,	con	respecto	a	cualquier	activo	o	contingente,	no	se	suministre	a
la	 Superintendencia	 información	 que	 permita	 evaluarlo	 y	 calificarlo
adecuadamente,	ésta	se	encuentra	facultada	para	ordenar	la	constitución	de
las	 provisiones	 que	 considere	 necesarias	 con	 relación	 a	 tales	 activos	 o
contingentes.
Ley	26702.
ART.	355.—Sustituido.	Ley	27102,	Art.	6°.	 Informes	sobre	aplicación	de
utilidades	 y	 empresas	 que	 presenten	 inestabilidad	 financiera	 o
administración	 deficiente.	 Toda	 empresa	 está	 obligada	 a	 presentar	 a	 la
Superintendencia	 un	 informe	 explicativo	 de	 los	 acuerdos	 que	 hubiera
adoptado	sobre	la	declaración	de	dividendos	u	otra	forma	de	aplicación	de
utilidades	 o	 de	 disposiciones	 de	 recursos.	 El	 plazo	 para	 la	 entrega	 del
referido	 informe	es	de	diez	(10)	días	hábiles,	contados	a	partir	de	 la	 fecha
de	adopción	del	acuerdo,	debiendo	transcurrir	un	plazo	similar	para	que	el
contenido	del	mismo	pueda	hacerse	efectivo.
La	 Superintendencia	 podrá	 suspender	 los	 acuerdos	 de	 aplicación	 de
utilidades	 en	 tanto	 no	 reciba	 explicaciones	 que	 absuelvan
satisfactoriamente	 las	 observaciones	 que,	 con	 relación	 a	 ellos,	 hubiere
formulado.
Tratándose	 de	 empresas	 que	 presenten	 inestabilidad	 financiera	 o
administración	 defi-ciente,	 la	 Superintendencia	 podrá	 determinar	 el
patrimonio	 real	 y,	 de	 ser	 el	 caso,	 requerir	 los	 ajustes	 patrimoniales	 que
estime	 pertinentes,	 con	 cargo	 a	 las	 reservas	 y	 al	 capital	 social.	 De	 igual
manera,	 esta	Superintendencia	podrá	solicitar	a	 los	accionistas	aportes	en
efectivo	 de	 forma	 inmediata.	 Asimismo,	 hasta	 por	 un	 período	 de	 seis	 (6)
meses	 renovable	 por	 otro	 igual,	 la	 Superintendencia	 está	 facultada	 para
prohibir	 a	 tales	 empresas	 la	 realización	 de	 una	 o	 más	 de	 las	 siguientes
operaciones:
1.	 Tomar	 riesgos	 adicionales	 de	 toda	 naturaleza	 con	 cualquier	 persona
natural	 o	 jurídica	 vinculada	 directa	 o	 indirectamente	 a	 la	 propiedad	 o
gestión	de	la	empresa,	con	o	sin	garantías;
2.	Renovar	por	más	de	ciento	ochenta	(180)	días	cualquier	operación	que
impli-que	riesgos;
3.	Realizar	operaciones	que	generen	nuevos	riesgos	de	mercado;
4.	 Comprar,	 vender	 o	 gravar	 bienes	 muebles	 o	 inmuebles	 que
correspondan	a	su	activo	fijo	o	a	sus	inversiones	financieras	permanentes;
5.	Enajenar	documentos	de	su	cartera	crediticia;
6.	Otorgar	créditos	sin	garantía;	y,
7.	 Otorgar	 poderes	 para	 la	 celebración	 de	 las	 operaciones	 previstas	 en
cualquiera	de	los	numerales	anteriores.
Ley	26702.
ART.	 356.—Determinación	 de	 infracciones.	 El	 Superintendente	 está
facultado	 para	 hacer	 comparecer	 a	 uno	 o	 más	 representantes	 de	 las
empresas,	 cuando	 considere	 que	 existen	 indicios	 relacionados	 con	 la
inestabilidad	de	las	mismas,	o	cuando	éstas	hayan	incurrido	en	alguna	de	las
faltas	que	a	continuación	se	señala:
1.	 Infringir	 cualquier	 norma	 legal,	 disposición	 u	 orden	 que	 la
Superintendencia	hubiera	dictado	en	uso	de	sus	atribuciones.
2.	 Conducir	 sus	 negocios	 u	 operaciones	 en	 forma	 prohibida	 o	 no
autorizada.
3.	Haber	reducido	el	capital	social	a	cifras	inferiores	al	mínimo	legal.
4.	Haber	excedido	en	sus	operaciones,	los	límites	previstos	en	esta	ley.
5.	Incurrir	en	déficit	de	encaje.
6.	Llevar	sus	libros	y	su	contabilidad	de	manera	que	su	revisión	no	permita
la	 exacta	 apreciación	 del	 verdadero	 estado	 del	 supervisado,	 o	 que	 sus
registros	no	proporcionen	la	debida	seguridad.
7.	Las	demás	establecidas	en	la	presente	ley.
La	 Superintendencia	 podrá	 requerir	 a	 todas	 las	 personas	 naturales	 o
jurídicas,	aun	cuando	no	se	encuentren	comprendidas	dentro	del	ámbito	de
su	competencia,	la	presentación	de	la	información	que	considere	necesaria
para	determinar	posibles	infracciones	a	la	presente	Ley.	Quien	no	cumpliese
con	 dicho	 requerimiento	 dentro	 de	 los	 plazos	 que	 en	 cada	 caso	 fije	 la
Superintendencia,	 incurrirá	 en	 el	 delito	 de	 violencia	 y	 resistencia	 a	 la
autoridad.
SUBCAPÍTULO	II
DE	LA	INSPECCIÓN
Ley	26702.
ART.	357.—Inspecciones.	Por	 lo	menos	 una	 vez	 al	 año	 y	 cuando	 lo	 crea
necesario,	la	Superintendencia	realizará	sin	aviso	previo,	ya	sea	directa	o	a
través	 de	 sociedades	 de	 auditoría	 que	 la	 misma	 autorice,	 inspecciones
generales	y	especiales	destinadas	a	examinar	 la	 situación	de	 las	empresas
supervisadas,	 determinando	 el	 contenido	 y	 alcances	 de	 las	 inspecciones
antes	señaladas.
Ley	26702.
ART.	 358.—Comunicación	 al	 Ministerio	 Público.	 El	 Superintendente
pondrá	 en	 conocimiento	 del	Ministerio	 Público,	 .los	 hechos	 delictivos	 que
hubieren	sido	detectados	en	el	curso	de	las	inspecciones	que	se	practique	a
las	instituciones	sometidas	a	su	control.
Ley	26702.
ART.	 359.—Informes.	 Los	 exámenes	 a	 que	 se	 hace	 referencia	 en	 la
presente	ley	darán	lugar	a	la	formulación	de	informes	escritos.	El	contenido
de	 éstos,	 será	 puesto	 en	 conocimiento	 de	 la	 empresa	 supervisada	 en	 la
forma	que	determine	el	Superintendente,	a	fin	que	con	la	intervención	de	su
más	alto	órgano	de	gobierno,	adopte	las	medidas	correctivas	pertinentes	en
el	 plazo	 que	 para	 tal	 efecto	 se	 señale.	 Por	 su	 carácter	 reservado,	 dichos
informes	 no	 podrán	 ser	 utilizados	 como	 pruebas	 por	 las	 partes	 en	 litigio,
ante	ninguna	instancia	judicial	o	arbitral.
El	 Superintendente	 podrá	 proporcionar	 al	 Banco	 Central,	 copia	 de	 los
informes	escritos	que	éste	requiera	para	el	 cumplimiento	de	 las	 funciones
que	la	Constitución	y	la	ley	le	asignan.
Ley	26702.
ART.	360.—Prohibición	de	revelar	el	resultado	de	los	 informes.	 Todo
empleado,	 delegado,	 agente	 o	 persona	 que	 preste	 servicios	 a	 la
Superintendencia,	 Banco	 Central,	 sociedades	 de	 auditoría	 y	 empresas
clasificadoras	 de	 riesgo,	 está	 prohibido	 de	 revelar	 a	 terceros	 información
que	haya	obtenido	en	el	ejercicio	de	sus	funciones.
El	que	 infrinja	 la	prohibición	establecida	en	el	presente	artículo	 incurrirá
en	falta	grave	y	en	delito	tipificado	en	el	artículo	165	del	Código	Penal.
CAPÍTULO	III
DE	LAS	SANCIONES
Ley	26702.
ART.	 361.—Modificado.	 Ley	 28184,	 Art.	 1°.	 Sanciones.	 La
Superintendencia	aplicará,	según	la	gravedad	de	la	infracción	cometida,	las
siguientes	sanciones:
1.	Amonestación.
2.	 Multa	 a	 la	 empresa	 de	 monto	 no	 menor	 a	 diez	 UITs	 ni	 mayor	 a
doscientas,	 a	 menos	 que	 la	 presente	 ley	 señale	 de	 manera	 específica	 un
importe	diferente.
3.	Multa	al	director	o	trabajador	responsable	no	menor	de	punto	cinco	UITs
ni	mayor	de	cien.
4.	Suspensión	del	director	o	trabajador	responsable,	por	plazo	no	menor	de
tres	días	ni	mayor	de	quince,	y	remoción	en	caso	de	reincidencia.
5.	Destitución.
6.	Inhabilitación	del	director	o	trabajador	en	caso	de	ser	responsable	de	la
intervención	o	liquidación	de	la	institución	a	su	cargo.
7.	Prohibición	de	repartir	dividendos.
8.	Intervención.
9.	Suspensión	o	cancelación	de	la	autorización	de	funcionamiento.
10.	Disolución	y	liquidación.
La	 aplicación	 de	 las	 sanciones	 antes	 mencionadas	 no	 exime	 a	 los
infractores	de	la	responsabilidad	civil	o	penal	a	que	hubiere	lugar.
Las	 sanciones	previstas	 en	 los	numerales	1,	 2,	 3,	 4,	 5,	 6	 y	7	del	 presente
artículo	 serán	 impuestas	 por	 los	 funcionarios	 autorizados.	 La	 escala	 de
multas	será	establecida	por	la	Superintendencia.
Las	infracciones	susceptibles	de	sanción	son	las	previstas	en	la	presente	ley
y	aquellas	que	de	modo	previo	y	general,	a	través	de	reglamento,	tipifique	la
Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 362.—Demanda	 contencioso	 administrativa	 no	 suspende
ejecución	 de	 la	 sanción.	 La	 interposición	 de	 la	 demanda	 contencioso
administrativa	no	suspende	la	ejecución	de	la	sanción.
Si	 la	 multa	 no	 fuese	 pagada	 dentro	 de	 los	 cinco	 días	 siguientes	 a	 su
notificación,	 ésta	 será	 cobrada	 por	 la	 vía	 coactiva	 siendo	 reajustada	 en
función	al	Índice	de	Precios	al	Por	Mayor	que	con	referencia	a	todo	el	país
publica	 mensualmente	 el	 Instituto	 Nacional	 de	 Estadística	 e	 Informática,
más	los	correspondientes	intereses	legales.
TÍTULO	III
DE	LA	ORGANIZACIÓN
Ley	26702.
ART.	363.—Superintendente.	El	funcionario	de	mayor	nivel	jerárquico	de
la	 Superintendencia,	 es	 el	 Superintendente	 de	 Banca	 y	 Seguros.	 Su
nombramiento	compete	al	Poder	Ejecutivo	y	es	 ratificado	por	el	Congreso
de	la	República.
Ejerce	el	 cargo	por	el	período	constitucional	del	gobierno	que	 lo	designa,
pudiendo	ser	nombrado	para	uno	o	más	períodos	sucesivos.	Continuará	en
el	ejercicio	del	cargo	mientras	no	se	designe	a	su	sucesor.	Le	está	vedado	el
ejercicio	 de	 toda	 actividad	 económica	 remunerada,	 con	 excepción	 de	 la
docencia.
Si	por	cualquier	causa	no	completare	el	período	para	el	que	fue	nombrado,
su	reemplazante	será	designado	dentro	de	los	sesenta	(60)	días	posteriores
a	su	cese,	quien	desempeñará	el	cargo	por	un	período	constitucional	que	lo
nombró,	con	arreglo	a	lo	establecido	en	el	párrafo	precedente.
Ley	26702.
ART.	 364.—Requisitos	 para	 ser	 superintendente.	 Son	 requisitos	 para
ser	Superintendente:
1.	Ser	de	nacionalidad	peruana.
2.	Ser	mayor	de	30	años.
3.	Contar	con	estudios	especializados	y	experiencia	no	menor	de	cinco	años
en	materias	económicas,	financieras	y	bancarias.
4.	Tener	conducta	intachable	y	reconocida	solvencia	e	idoneidad	moral.
Ley	26702.
ART.	 365.—Impedimentos	 para	 ser	 superintendente.	 Son
impedimentos	para	ser	nombrado	Superintendente:
1.	Tener	participación	directa	o	indirecta	en	el	capital	o	en	el	patrimonio	de
cualquier	empresa	sujeta	a	la	supervisión	de	la	Superintendencia.
2.	 Ostentar	 la	 calidad	 de	 director,	 asesor,	 funcionario	 o	 empleado	 de	 las
empresas	sujetas	al	control	de	la	Superintendencia.
3.	Haber	sido	declarado	en	quiebra,	aunque	el	respectivo	proceso	hubiese
sido	sobreseído.
4.	Haber	 sido	 condenado	por	 la	 comisión	de	 delitos	 dolosos,	 aun	 cuando
hubiere	sido	rehabilitado.
5.	Haber	 sido	 inhabilitado	 por	 la	 Superintendencia	 para	 ser	 organizador,
accionista,	director,	o	gerente	de	las	empresas	sujetas	a	su	control,
6.	Encontrarse	incurso	en	cualquiera	de	los	impedimentos	señalados	en	la
presente	ley	para	ser	organizador,	accionista,	director	o	gerente.
7.	 Haber	 sido	 sancionado	 por	 la	 Superintendencia	 por	 actos	 de	 mala
gestión	 en	 la	 dirección	 o	 administración	 de	 las	 empresas	 sujetas	 a	 su
control.
8.	Haber	sido	destituido	de	cargo	público	o	haber	sido	cesado	en	él	por	falta
grave.
Ley	26702.
ART.	 366.—Modificado.	 Ley	 28755,	 Art.	 1°.	Faltas	 graves	 y	 remoción
del	 superintendente,	 denuncias	 contra	 el	 superintendente	 y	 los
superintendentes	 adjuntos.	 Constituyen	 faltas	 graves	 del
superintendente:
a)	No	adoptar	las	medidas	necesarias	para	sancionar	según	corresponda,	a
quienes,	sin	contar	con	la	autorización	correspondiente,	realicen	actividades
propias	de	las	empresas	sujetas	al	control	de	la	Superintendencia;
b)	La	infracción	a	las	prohibiciones	establecidas	en	el	artículo	365;
c)	No	aplicar	las	sanciones	a	que	se	refiere	el	artículo	361,	cuando	cuente
con	 la	 información	 debidamente	 comprobada	 que	 le	 demuestre
fehacientemente	la	infracción	cometida.
La	 remoción	 del	 Superintendente	 la	 efectúa	 el	 Congreso,	 por	 propia
iniciativa,	o	a	solicitud	del	Poder	Ejecutivo	en	los	siguientes	casos:
1.	 Cuando,	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones,	 haya	 incurrido	 en	 falta	 grave
debidamente	comprobada	y	fundamentada.
2.	 Cuando	 no	 concurriendo	 la	 causal	 prevista	 en	 el	 numeral	 anterior,	 se
dicte	contra	él	mandato	firme	de	detención	definitiva.
Cualquier	 denuncia	 penal	 que	 se	 formule	 contra	 el	 Superintendente	 de
Banca,	 Seguros	 y	 Administradoras	 Privadas	 de	 Fondos	 de	 Pensiones	 o
contra	los	superintendentes	adjuntos,	deberá	ser	interpuesta	directamente
ante	 el	 Fiscal	 de	 la	 Nación,	 quien	 será	 el	 único	 titular	 de	 la	 acción	 penal
contra	aquellos.	En	caso	de	que	encontrara	fundada	la	denuncia,	el	Fiscal	de
la	Nación	 la	 presentará	 ante	 la	 Sala	Especializada	de	 la	 Corte	 Superior	 de
Lima,	 la	que	conocerá	 la	materia	en	primera	 instancia.	La	sentencia	podrá
ser	apelada	ante	la	Corte	Suprema	de	Justicia	de	la	República,	quien	actuará
en	calidad	de	instancia	revisora	y	final.
El	 procedimiento	 dispuesto	 en	 el	 párrafo	 precedente	 también	 es	 de
aplicación	para	los	ex	superintendentes	y	ex	superintendentes	adjuntos	que
sean	denunciados	penalmente	a	partir	de	la	vigencia	de	la	presente	ley,	por
la	presunta	comisión	de	delitos	cometidos	en	el	ejercicio	de	sus	funciones	y
hasta	cinco	años	después	de	que	hayan	cesado	en	éstas.
Ley	26702.
ART.	 367.—Facultades	 del	 superintendente.	 Para	 la	 gestión
administrativa	 de	 la	 Superintendencia,	 el	 Superintendente	 se	 encuentra
facultado	para:
1.	Determinar	y	modificar	la	estructura	orgánica	de	la	Superintendencia.
2.	 Aprobar	 y	modificar	 el	 Reglamento	de	Organización	 y	 Funciones	 de	 la
Superintendencia	y	las	demás	normas	requeridas	para	su	normal	y	eficiente
funcionamiento.
3.	Programar,	formular,	aprobar,	ejecutar,	ampliar,	modificar	y	controlar	el
presupuesto	anual	de	la	Superintendencia.
4.	Nombrar	a	 los	 funcionarios	de	mayor	 jerarquía	y	delegar	 las	 funciones
que	considere	necesarios.
5.	Designar	al	funcionario	que	deba	sustituirlo	por	ausencia	o	impedimento
temporal,	 o	 en	 caso	 de	 cese,	 en	 tanto	 no	 sea	 cubierta	 la	 vacante.	 Esta
facultad	no	podrá	ejercerse	en	el	 caso	que	 se	hubiera	 iniciado	un	proceso
para	 la	 remoción	 del	 Superintendente,	 en	 cuyo	 caso	 lo	 hará	 el	 Poder
Ejecutivo.
6.	Establecer	el	monto	a	partir	del	cual	los	gerentes	de	las	empresas	sujetas
al	control	de	la	Superintendencia,	deberán	informar	a	sus	Directorios	de	los
créditos,	garantías,	inversiones	y	ventas	que	hubiese	efectuado.
7.	Dictar	las	disposiciones	que	propendan	a	una	eficaz	coordinación	de	las
labores	de	 la	Superintendencia	con	 la	de	 los	auditores	 internos	o	externos
de	 las	 empresas	 sujetas	 a	 su	 control,	 así	 como	 con	 las	 sociedades	 de
auditoría	y	las	sociedades	clasificadoras	de	riesgo.
8.	 Nombrar,	 contratar,	 suspender,	 remover	 o	 cesar	 al	 personal	 de	 la
Superintendencia,	 así	 como	 fijar	 sus	 remuneraciones;	 y	 delegar	 sus
atribuciones	en	cualquiera	de	ellos.
9.	 Celebrar	 los	 contratos	 y	 demás	 actos	 requeridos	 para	 el	 normal
desarrollo	 de	 las	 actividades	 de	 la	 Superintendencia,	 incluidos	 los	 de
prestación	 de	 servicios	 para	 la	 ejecución	 de	 trabajos	 específicos,	 salvo
delegación	expresa.
10.	Celebrar	convenios	con	organismos	del	Estado	u	otras	instituciones	de
supervisión	 bancaria,	 financiera	 y	 de	 seguros	 del	 extranjero,	 con	 fines	 de
capacitación	e	intercambio	de	información	en	materia	de	supervisión.
11.	Cualquier	otra	que	conduzca	al	cumplimiento	adecuado	de	los	fines	de
la	Superintendencia.
12.	Las	demás	que	señale	la	presente	ley	y	las	disposiciones	que	gobiernan
a	otras	instituciones	sujetas	al	control	de	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 368.—Poderes	 procesales	 del	 superintendente.	 Los	 poderes
procesales	 que	 el	 Superintendente	 confiera	 a	 cualquier	 trabajador	 de	 la
Superintendencia,	 no	 estarán	 sujetos	 a	 las	 formalidades	 que	 para	 su
otorgamiento	dispone	el	artículo	72	del	Código	Procesal	Civil.	En	tal	sentido,
para	 la	 eficacia	 del	 referido	 poder,	 bastará	 que	 el	 mismo	 conste	 en	 una
resolución	debidamente	firmada	y	sellada	por	el	superintendente.
Salvo	 indicación	 en	 contrario	 del	 superintendente,	 se	 presume	 que	 los
poderes	 por	 él	 conferidos,	 contienen	 todas	 las	 facultades	 generales	 y
especiales	 para	 litigar,	 no	 rigiendo	 para	 este	 efecto	 el	 principio	 de
literalidad	 contenido	 en	 el	 segundo	 párrafo	 del	 artículo	 75	 del	 Código
Procesal	Civil.
Ley	26702.
ART.	 369.—Instancias	 administrativas.	 Toda	 resolución	 administrativa
que	expida	 la	 Superintendencia	 en	ejercicio	de	 sus	 atribuciones	podrá	 ser
objeto	de	reconsideración	ante	el	funcionario	que	la	expidió	y	apelarse	ante
el	 Superintendente	 quien	 constituye	 última	 y	 segunda	 instancia,	 en	 los
plazos	establecidos	por	la	Ley	General	de	Procedimientos	Administrativos.
Esta	 norma	 no	 es	 aplicable	 a	 las	 resoluciones	 que	 expida	 el
Superintendente	 con	 criterio	 de	 conciencia,	 en	 los	 casos	 de	 excepción
previstos	en	esta	ley.
La	resolución	expedida	por	el	Superintendente	agota	la	vía	administrativa.
Ley	26702.
ART.	370.—Derogado.	Ley	27584,	Primera	Disp.	Derog.
TÍTULO	IV
DEL	RÉGIMEN	ADMINISTRATIVO	ADMINISTRATIVO
Y	ECONÓMICO
CAPÍTULO	I
DEL	RÉGIMEN	DEL	PERSONAL
Ley	26702.
ART.	 371.—Régimen	 laboral.	 El	 personal	 de	 la-superintendencia	 se
encuentra	comprendido	en	el	régimen	laboral	de	la	actividad	privada,	por	lo
que	 sus	 derechos	 laborales	 se	 rigen	 exclusivamente	 por	 la	 referida
legislación.
Los·	derechos	y	obligaciones	del	personal	 serán	 fijados	en	el	Reglamento
Interno	 de	 Trabajo	 que	 apruebe	 el	 Superintendente.	 Dicha	 norma
establecerá	asimismo	las	prohibiciones	del	personal.
Ley	26702.
ART.	372.—Reserva	de	información.	Queda	prohibido	a	 todo	empleado,
delegado,	 agente	 o	 persona	 que	 bajo	 cualquier	 título	 preste	 servicios	 a	 la
Superintendencia	 revelar	 cualquier	 detalle	 de	 los	 informes	 que	 hayan
emitido,	o	dar	a	personas	extrañas	a	 ella	 información	alguna	de	 cualquier
hecho,	 negocio	 o	 situación	 de	 la	 que	 hubiere	 tomado	 conocimiento	 en	 el
ejercicio	de	su	cargo.
CAPÍTULO	II
DEL	RÉGIMEN	ECONÓMICO
Ley	26702.
ART.	 373.—Presupuesto	 de	 la	 superintendencia.	 El	 presupuesto	 de	 la
Superintendencia	 será	 aprobado	 por	 el	 Superintendente	 de	 Banca	 y
Seguros,	quien	tendrá	a	su	cargo	la	administración,	la	ejecución	y	el	control
del	 mismo,	 y	 será	 cubierto	 mediante	 contribuciones	 trimestrales
adelantadas	a	cargo	de	las	empresas	supervisadas.
La	 Contraloría	 General	 tendrá	 a	 su	 cargo	 el	 control	 de	 la	 ejecución
presupuesta!	de	la	Superintendencia.
Ley	26702.
ART.	 374.—Contribuciones	 de	 las	 empresas	 supervisadas.	 Las
contribuciones	que	deben	abonar	las	empresas	supervisadas	son	fijadas	por
el	Superintendente	trimestralmente,	como	sigue:
1.	 Tratándose	 de	 empresas	 del	 sistema	 financiero,	 en	 proporción	 al
promedio	 trimestral	 de	 sus	 activos	 sin	 exceder	 de	 un	 quinto	 del	 uno	 por
ciento,	que	previamente	determine	la	Superintendencia.
2.	Tratándose	de	empresas	de	seguros	y	de	reaseguros,	en	proporción	a	las
primas	retenidas	durante	el	trimestre	anterior,	sin	exceder	el	seis	por	ciento
del	monto	de	esas	primas.
3.	Tratándose	de	empresas	de	seguros	de	vida,	en	 la	proporción	 indicada
en	el	numeral	1	del	presente	artículo.
4.	 Tratándose	 de	 otras	 instituciones	 o	 personas	 sujetas	 a	 su	 control,
equitativamente,	 de	 acuerdo	 con	 lo	 que	 establezca	 el	 Superintendente
mediante	 norma	 de	 carácter	 general,	 teniendo	 en	 cuenta	 el	 volumen	 y	 la
naturaleza	 de	 sus	 operaciones	 y	 las	 limitaciones	 contenidas	 en	 leyes
especiales.
5.	 Tratándose	 de	 empresas	 que	 hubiesen	 operado	 durante	 parte	 del
trimestre	 anterior,	 equitativamente,	 de	 acuerdo	 con	 la	 norma	 de	 carácter
general	 que	 establezca	 el	 Superintendente,	 sobre	 la	 base	 del	 capital	 y
reservas	de	la	respectiva	empresa.
En	 casos	 excepcionales	 la	 Superintendencia	 podrá	 incrementar	 dichas
contribuciones,	 cuando	 las	 circunstancias	 así	 lo	 exijan.	 Estos	 fondos	 no
serán	incluidos	en	el	Presupuesto	General	de	la	República.
Las	contribuciones	 se	pagan	dentro	de	 los	diez	 (10)	días	posteriores	a	 la
publicación	de	la	Resolución	de	la	Superintendencia.
En	 caso	 de	 mora,	 el	 monto	 de	 las	 contribuciones	 devengará	 la	 tasa	 de
interés	 activa	 promedio	 en	 moneda	 nacional	 que	 publique	 la
Superintendencia,	durante	el	período	de	mora.
Si	 al	 finalizar	 el	 ejercicio	 presupuesta!,	 existiera	 saldo	 de	 balance
proveniente	de	las	contribuciones,	el	Superintendente	transferirá	los	saldos
no	comprometidos	del	presupuesto	a	una	cuenta	especial,	 los	mismos	que
podrán	 ser	 destinados	 a	 la	 cobertura	 de	 los	 gastos	 correspondientes	 a
ejercicios	posteriores.
SECCIÓN	QUINTA
TRANSACCIONES	FINANCIERAS	SOSPECHOSAS
Ley	26702.
ART.	375.—Identificación	de	los	clientes	y	mantenimiento	de	registros
1.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 deben	 mantener	 cuentas
nominativas.	No	pueden	mantener	cuentas	anónimas	ni	cuentas	que	figuren
bajo	nombres	ficticios	o	inexactos.
2.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 deben	 registrar	 y	 verificar	 por
medios	fehacientes,	la	identidad,	representación,	domicilio,	capacidad	legal,
ocupación	y	objeto	social	de	las	personas,	así	como	otros	datos	de	identidad
de	 las	 mismas,	 sean	 éstos,	 clientes	 ocasionales	 o	 habituales,	 a	 través	 de
documentos	 tales	 como	documentos	de	 identidad,	pasaportes,	 partidas	de
nacimiento,	 licencia	 de	 conducir,	 contratos	 sociales	 y	 estatutos,	 o
cualesquiera	 otros	 documentos	 oficiales	 o	 privados,	 cuando	 establezcan
relaciones	 comerciales,	 en	 especial	 la	 apertura	 de	 nuevas	 cuentas,	 el
otorgamiento	 de	 libretas	 de	 depósito,	 la	 realización	 de	 transacciones
fiduciarias,	el	arriendo	de	cajas	de	seguridad	o	la	ejecución	de	transacciones
en	 efectivo	 que	 superen	 determinado	 monto	 de	 conformidad	 con	 lo
dispuesto	por	la	Superintendencia.
3.	Las	empresas	del	sistema	financiero	deben	adoptar	medidas	razonables
para	obtener	y	conservar	información	acerca	de	la	verdadera	identidad	de
las	 personas	 en	 cuyo	 beneficio	 se	 abra	 una	 cuenta	 o	 se	 lleve	 a	 cabo	 una
transacción,	cuando	exista	alguna	duda	acerca	de	que	tales	clientes	puedan
no	 estar	 actuando	 en	 su	 propio	 beneficio,	 especialmente	 en	 el	 caso	 de
personas	 jurídicas	 que	 no	 llevan	 a	 cabo	 operaciones	 comerciales,
financieras	o	industriales	en	el	lugar	donde	tengan	su	sede	o	domicilio.
4.	Las	empresas	del	sistema	financiero	deben	mantener	durante	la	vigencia
de	una	operación	y	por	lo	menos	diez	años	a	partir	de	la	financiación	de	la
transacción,	registros	de	la	información	y	documentación	requeridas	en	este
artículo.
5.	Las	empresas	del	sistema	financiero	deben	mantener	los	registros	de	la
identidad	de	sus	clientes,	archivos	de	cuentas	y	correspondencia	comercial
según	 lo	 determine	 la	 Superintendencia,	 por	 lo	menos	 durante	 diez	 años
después	que	la	cuenta	haya	sido	cerrada.
6.	Las	empresas	del	sistema	 financiero	deben	mantener	además	registros
que	 permitan	 la	 reconstrucción	 de	 las	 transacciones	 financieras	 que
superen	 determinado	 monto	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 la
Superintendencia,	por	lo	menos	durante	diez	años	después	de	la	conclusión
de	la	transacción.
Ley	26702.
ART.	376.—Disponibilidad	de	registros.
1.	Las	empresas	del	sistema	financiero	deben	cumplir,	dentro	del	plazo	que
se	determine,	las	solicitudes	de	información	que	les	dirijan	las	autoridades
competentes	en	relación	a	la	información	y	documentación	a	que	se	refiere
el	 artículo	 anterior,	 a	 fin	 de	 ser	 utilizadas	 en	 investigaciones	 y	 procesos
penales,	civiles	o	administrativos,	 según	corresponda,	 relacionados	con	un
delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	o	delitos	conexos.
Modificado.	 Ley	 27693,	 Primera.	 Disp.	 Compl.	 Trans.	 Final.	 Las
empresas	 del	 sistema	 financiero	 no	 pueden	 poner	 en	 conocimiento	 de
persona	 alguna,	 salvo	 un	 tribunal,	 autoridad	 competente	 u	 otra	 persona
autorizada	por	las	disposiciones	legales,	el	hecho	de	que	una	información	ha
sido	solicitada	o	proporcionada	al	tribunal	o	autoridad	competente.
2.	 Las	 autoridades	 competentes	pueden	 compartir	dicha	 información	 con
otras	 autoridades	 competentes	 nacionales	 o	 de	 otros	 estados,	 conforme	 a
derecho,	y	cuando	se	relacionen	con	un	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	o
delitos	conexos.
Las	autoridades	competentes	tratan	como	reservada	la	 información	a	que
se	 refiere	 este	 artículo,	 salvo	 en	 la	medida	 en	 que	 dicha	 información	 sea
necesaria	 en	 investigaciones	 y	procesos	penales,	 civiles	 o	 administrativos,
según	corresponda,	relacionados	con	un	delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	o
delitos	conexos.
3.	Las	disposiciones	legales	referentes	al	secreto	o	reserva	bancaria	no	son
un	 impedimento	 para	 el	 cumplimiento	 del	 presente	 artículo	 cuando	 la
información	sea	solicitada	o	compartida	por	la	autoridad	competente.
Ley	26702.
ART.	377.—Registro	y	notificación	de	transacciones	en	efectivo.
1.	 Toda	 empresa	 del	 sistema	 financiero	 debe	 registrar	 en	 un	 formulario
diseñado	por	la	Superintendencia,	cada	transacción	en	efectivo	en	moneda
nacional	o	extranjera	que	supere	determinado	monto,	de	conformidad	con
lo	dispuesto	por	aquélla.
2.	Modificado.	Ley	28306,	Segunda	Disp.	Trans.	Final.	Los	 formularios
a	 que	 se	 refiere	 el	 numeral	 anterior	 deben	 contener,	 por	 lo	 menos,	 en
relación	con	cada	transacción,	los	siguientes	datos:
a)	La	 identidad,	 la	 firma	o	huella	digital	y	 la	dirección	de	 la	persona	que
físicamente	realiza	la	transacción;
b)	La	identidad	y	la	dirección	de	la	persona	en	cuyo	nombre	se	realiza	la
transacción;
c)	 La	 identidad	 y	 la	 dirección	 del	 beneficiario	 o	 destinatario	 de	 la
transacción,	si	la	hubiere;
d)	La	identidad	de	las	cuentas	afectadas	por	la	transacción,	si	existen;
e)	El	 tipo	de	 transacción	de	que	se	 trata,	 tales	 como	depósitos,	 retiro	de
fondos,	 cambio	 de	 moneda,	 cobro	 de	 cheques,	 compras	 de	 cheques
certificados	 o	 cheques	 de	 gerencia,	 u	 órdenes	 de	 pago	 u	 otros	 pagos	 o
transferencias	efectuadas	por	o	a	través	de	la	empresa;
f)	El	origen	del	efectivo	en	moneda	nacional	o	extranjera,	mediante	el	cual
se	va	a	realizar	la	transacción.	Para	estos	efectos,	la	empresa	también	podrá
requerir	a	los	clientes	una	declaración	jurada	sobre	el	origen	de	los	fondos,
en	aquellos	casos	en	que	se	considere	necesario;
g)	La	 identidad	de	 la	empresa	del	sistema	financiero	en	que	se	realizó	 la
transacción;	y,
h)	La	fecha,	la	hora	y	el	monto	de	la	transacción.
Las	características	y	modelo	de	los	formularios	serán	determinados	por	la
Superintendencia.
3.	Dicho	registro	es	llevado	en	forma	precisa	y	completa	por	la	empresa	del
sistema	 financiero	 en	 el	 día	 que	 se	 realice	 la	 transacción	 y	 se	 conserva
durante	el	término	de	diez	años	a	partir	de	la	fecha	de	la	misma.
4.	Derogado.	Ley	28306,	Novena	Disp.	Trans.	Final.
5.	En	las	transacciones	realizadas	por	cuenta	propia	entre	las	empresas	del
sistema	financiero	que	están	sujetas	a	supervisión	por	la	Superintendencia,
no	se	requiere	el	registro	en	el	formulario	referido	en	este	artículo.
6.	 Dichos	 registros	 deben	 estar	 a	 disposición	 del	 tribunal	 o	 autoridad
competente,	conforme	a	derecho,	para	su	uso	en	investigaciones	y	procesos
penales,	 civiles	 o	 administrativos,	 según	 corresponda,	 con	 respecto	 a	 un
delito	de	tráfico	ilícito	de	drogas	o	delitos	conexos.
7.	Cuando	lo	estime	conveniente,	la	Superintendencia	puede	establecer	que
las	empresas	del	sistema	financiero	le	presenten,	dentro	del	plazo	que	ella
fije,	 el	 formulario	 previsto	 en	 los	 numerales	 2	 y	 3	 de	 este	 artículo.	 El
formulario	 sirve	 como	 elemento	 de	 prueba	 o	 como	 informe	 oficial	 y	 se
utiliza	para	los	mismos	fines	señalados	en	el	numeral	6	de	este	artículo.
8.	Las	empresas	del	sistema	financiero	no	pueden	poner	en	conocimiento
de	persona	alguna,	salvo	un	tribunal,	autoridad	competente	u	otra	persona
autorizada	por	las	disposiciones	legales,	el	hecho	de	que	una	información	ha
sido	solicitada	o	proporcionada	al	tribunal	o	autoridad	competente.
9.	Las	disposiciones	legales	referentes	al	secreto	o	reserva	bancaria	no	son
un	 impedimento	 para	 el	 cumplimiento	 del	 presente	 artículo,	 cuando	 la
información	 sea	 solicitada	 o	 compartida	 por	 el	 tribunal	 o	 autoridad
competente.
Ley	26702.
ART.	378.—Comunicación	de	transacciones	financieras	sospechosas.
1.	Las	 empresas	del	 sistema	 financiero	deben	prestar	 especial	 atención	a
todas	las	transacciones,	efectuadas	o	no;	complejas,	insólitas,	significativas,
y	a	todos	los	patrones	de	transacciones	no	habituales	y	a	las	transacciones
no	significativas	pero	periódicas,	que	no	tengan	un	fundamento	económico
o	legal	evidente.
2.	Modificado.	Ley	28306,	Segunda	Disp.	Trans.	Final.	Al	sospechar	que
las	 transacciones	 descritas	 en	 el	 numeral	 1	 de	 este	 artículo	 pudieran
constituir	o	estar	relacionadas	con	actividades	ilícitas,	de	acuerdo	a	su	buen
criterio,	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 deben	 comunicar	 ello	 a	 la
Unidad	de	Inteligencia	Financiera	del	Perú.	Dicha	comunicación	se	rige	por
la	 Ley	 N°	 27693	 y	 se	 enviará	 a	 través	 del	 oficial	 de	 cumplimiento,	 quien
utilizará	su	código	de	identificación	o	clave	secreta,	en	representación	de	la
empresa	del	sistema	financiero.
3.	Modificado.	Ley	28306,	Segunda	Disp.	Trans.	Final.	Las	empresas	del
sistema	financiero	que	informen	a	 la	Unidad	de	Inteligencia	Financiera	del
Perú	sobre	las	transacciones	sospechosas	descritas	en	la	presente	ley	y	en	la
Ley	N°	27693,	así	como	sus	accionistas,	directores,	funcionarios,	empleados,
trabajadores	 o	 terceros	 con	 vínculo	 profesional	 con	 los	 sujetos	 obligados,
bajo	 responsabilidad,	 están	 prohibidos	 de	 poner	 en	 conocimiento	 de
cualquier	persona,	entidad	u	organismo,	 incluso	a	sus	propios	organismos
supervisores,	 bajo	 cualquier	 medio	 o	 modalidad,	 el	 hecho	 de	 que	 alguna
información	 ha	 sido	 solicitada	 y/o	 proporcionada	 a	 la	 Unidad	 de
Inteligencia	Financiera	del	Perú,	salvo	solicitud	del	órgano	 jurisdiccional	o
autoridad	competente	de	acuerdo	a	ley.
4.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 y	 sus	 empleados,	 funcionarios,
directores	 y	 otros	 representantes	 autorizados	 por	 la	 legislación,	 están
exentos	de	responsabilidad	penal,	civil	o	administrativa,	según	corresponda,
por	el	cumplimiento	de	este	artículo	o	por	la	revelación	de	información	cuya
restricción	 esté	 establecida	 por	 contrato	 o	 emane	 de	 cualquier	 otra
disposición	 legislativa,	 reglamentaria	 o	 administrativa,	 cualquiera	 sea	 el
resultado	de	la	comunicación.
Ley	26702.
ART.	379.—Responsabilidades	de	las	empresas	del	sistema	financiero.
1.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero,	 o	 sus	 empleados,	 funcionarios,
directores	 y	 otros	 representantes	 autorizados	 que,	 actuando	 como	 tales,
tengan	 participación	 en	 un	 delito	 de	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas	 o	 delitos
conexos,	están	sujetos	a	sanciones	más	severas.
2.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 son	 responsables,	 conforme	 a
derecho,	 por	 los	 actos	 de	 sus	 empleados,	 funcionarios,	 directores	 u	 otros
representantes	autorizados	que,	actuando	como	tales,	tengan	participación
en	la	comisión	de	cualquier	delito	previsto	en	el	artículo	296-B	del	Código
Penal.	 Esa	 responsabilidad	 puede	 determinar,	 entre	 otras	 medidas,	 la
imposición	de	una	multa,	o	la	suspensión	o	revocación	de	la	autorización	de
funcionamiento.
3	 .Incurren	 en	 responsabilidad	 penal	 los	 empleados,	 funcionarios,
directores	 u	 otros	 representantes	 autorizados	 de	 empresas	 del	 sistema
financiero	que,	 actuando	como	 tales,	deliberadamente	no	 cumplan	 con	 las
obligaciones	 establecidas	 en	 los	 artículos	 375	 y	 378,	 o	 que	 falseen	 o
adulteren	los	registros	o	informes	aludidos	en	los	mencionados	artículos	.
4.	 Sin	 perjuicio	 de	 la	 responsabilidad	 penal	 o	 civil	 que	 pueda
corresponderles	 en	 relación	 con	 los	 delitos	 de	 tráfico	 ilícito	 de	 drogas	 o
delitos	conexos,	las	empresas	del	sistema	financiero	que	no	cumplan	con	las
obligaciones	 a	 que	 se	 refieren	 los	 artículos	 375	 a	 378	 y	 380	 serán
sancionadas,	 entre	 otras	 medidas,	 con	 la	 imposición	 de	 una	 multa,	 la
prohibición	temporal	de	realizar	transacciones	o	la	suspensión	o	revocación
de	la	autorización	de	funcionamiento.
Ley	26702.
ART.	380.—Programas	 de	 cumplimiento	 obligatorio	 por	 parte	 de	 las
empresas	del	sistema	financiero.
1.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero,	 deben	 adoptar,	 desarrollar	 y
ejecutar	 programas,	 normas,	 procedimientos	 y	 controles	 internos	 para
prevenir	 y	 detectar	 los	 delitos	 previstos	 en	 el	 artículo	 296-B	 del	 Código
Penal.	Esos	programas	incluyen,	como	mínimo:
a)	 El	 establecimiento	 de	 procedimientos	 que	 aseguren	 un	 alto	 nivel	 de
integridad	 del	 personal	 y	 un	 sistema	 para	 evaluar	 los	 antecedentes
personales,	laborales	y	patrimoniales	del	mismo;
b)	Programas	permanentes	de	capacitación	del	personal,	tal	como	“conozca
a	su	cliente”	e	instruirlo	en	cuanto	a	las	responsabilidades	señaladas	en	los
artículos	375	al	378;
c)	 Un	 mecanismo	 de	 auditoría	 independiente	 para	 verificar	 el
cumplimiento	de	los	programas.
2.	 Las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 deben	 asimismo	 designar
funcionarios	a	nivel	gerencial	encargados	de	vigilar	el	cumplimiento	de	los
programas	 y	 procedimientos	 internos,	 incluido	 el	 mantenimiento	 de
registros	 adecuados	 y	 la	 comunicación	 de	 transacciones	 sospechosas.
Dichos	funcionarios	sirven	de	enlace	con	las	autoridades	competentes.
Ley	26702.
ART.	381.—Facultades	de	la	Superintendencia.
1)	Conforme	a	derecho,	la	Superintendencia	está	facultada	para:,
a)	 Otorgar,	 denegar,	 suspender	 o	 cancelar	 la	 autorización	 de
funcionamiento	de	las	empresas	del	sistema	financiero;
b)	Adoptar	las	medidas	necesarias	para	prevenir	y/o	evitar	que	cualquiera
persona	 no	 idónea	 controle	 o	 partícipe,	 directa	 o	 indirectamente,	 en	 la
dirección,	gestión	y	operación	de	la	empresa	del	sistema	financiero.
c)	Examinar,	controlar	o	fiscalizar	a	las	empresas	del	sistema	financiero	y
reglamentar	 y	 vigilar	 el	 cumplimiento	 efectivo	 de	 las	 obligaciones	 de
registro	y	notificación	establecidas	en	los	artículos	anteriores;
d)	Verificar,	mediante	 exámenes	 regulares,	 que	 las	 empresas	 del	 sistema
financiero	posean	y	apliquen	los	programas	de	cumplimiento	obligatorio;
e)	 Brindar	 a	 otras	 autoridades	 competentes	 la	 información	 obtenida	 de
empresas	del	sistema	financiero	conforme	a	 los	artículos	375	y	siguientes,
incluyendo	aquéllas	fruto	de	un	examen	de	cualquiera	de	ellas;
f)	 Dictar	 instructivas	 o	 recomendaciones	 que	 ayuden	 a	 las	 empresas	 del
sistema	 financiero	 a	detectar	patrones	 sospechosos	 en	 la	 conducta	de	 sus
clientes.	Esas	pautas	se	desarrollan	tomando	en	cuenta	técnicas	modernas	y
seguras	 de	 manejo	 de	 activos,	 y	 sirven	 como	 elemento	 educativo	 para	 el
personal	de	las	empresas	del	sistema	financiero;
g)	 Cooperar	 con	 otras	 autoridades	 competentes	 y	 aportarles	 asistencia
técnica,	en	el	marco	de	investigaciones	y	procesos	referentes	a	los	delitos	de
tráfico	ilícito	de	drogas	o	delitos	conexos.
2)	 La	 Superintendencia	 debe	 prestar,	 conforme	 a	 derecho,	 una	 estrecha
cooperación	 con	 las	 autoridades	 competentes	 de	 otros	 Estados	 en	 las
investigaciones,	 procesos	 y	 actuaciones	 referentes	 a	 los	 delitos	 de	 tráfico
ilícito	de	drogas	o	delitos	conexos.
DISPOSICIONES	FINALES	Y	COMPLEMENTARIAS
Ley	26702.
Primera	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—El	 Banco	 Central	 y	 la
Superintendencia	 deben	 efectuar	 las	 coordinaciones	 pertinentes	 a	 efectos
de	dar	cumplimiento	a	los	fines	que	les	encomienda	la	Constitución	Política
del	Perú.
El	 Superintendente	 concurre	 por	 lo	menos	 cada	 tres	meses	 al	 Directorio
del	Banco	Central,	a	fin	del	necesario	intercambio	de	información	propia	de
sus	funciones.
Ley	26702.
Segunda	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—La	 Superintendencia	 y
Conasev	 deben	 efectuar	 las	 coordinaciones	 pertinentes	 a	 efectos	 de	 dar
cumplimiento	 a	 los	 fines	 de	 supervisión	 que	 les	 asignan	 sus	 leyes
correspondientes.
El	Superintendente	concurre	por	lo	menos	cada	tres	meses	al	Directorio	de
Conasev,	a	 fin	del	necesario	 intercambio	de	 información	sobre	 la	situación
de	los	mercados	financiero	y	de	capitales.
Ley	26702.
Tercera	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Las	 empresas	 de
arrendamiento	 financiero	 y	 los	 almacenes	 generales	 de	 depósitos,
continuarán	 rigiéndose	 por	 sus	 leyes	 propias,	 en	 lo	 no	 derogado
expresamente	por	esta	ley.
Se	encuentran	bajo	la	autoridad	y	control	de	la	Superintendencia,	sean	o	no
subsidiarias	de	empresas	del	sistema	financiero.
Ley	26702.
Cuarta	Disposición	Final	y	Complementaria.—En	toda	denuncia	de	carácter
penal	 que	 se	 interponga	 contra	 una	 empresa	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 de
Seguros	 o	 sus	 representantes,	 así	 como	 cualquier	 otra	 supervisada,	 la
autoridad	que	conozca	de	dicha	denuncia	deberá	solicitar	el	informe	técnico
de	 la	 Superintendencia,	 tan	 pronto	 como	 llegue	 a	 su	 conocimiento	 la
denuncia	correspondiente,	bajo	responsabilidad.
Ley	26702.
Quinta	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Las	 Cajas	 Municipales	 de
Crédito	 Popular	 y	 las	 Cajas	Municipales	 de	 Ahorro	 y	 Crédito	 continuarán
regidas	por	las	normas	contenidas	en	sus	leyes	respectivas,	salvo	lo	relativo
a	 los	 factores	 de	 ponderación	 de	 riesgos,	 capitales	 mínimos,	 patrimonios
efectivos,	 límites	 y	 niveles	 de	 provisiones,	 establecidos	 por	 esta	 ley	 en
garantía	 de	 los	 ahorros	 del	 público,	 y	 la	 exigencia	 de	 su	 conversión	 a
sociedades	anónimas	sin	el	requisito	de	la	pluralidad	de	accionistas.
De	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 por	 el	 artículo	 2°	 de	 la	 Ley	 N°	 26483,
modificatoria	 de	 la	 Ley	 Orgánica	 de	 Municipalidades,	 los	 Concejos
Municipales	 designarán	 a	 sus	 representantes	 al	 comité	 directivo	 de	 la
correspondiente	caja,	quienes	no	podrán	ser	regidores.
Serán	de	aplicación	las	normas	contenidas	en	la	Ley	General	de	Sociedades,
para	 la	 elección	 del	 directorio,	 una	 vez	 que	 terceros	 accionistas	 privados
hayan	adquirido	mayoría	del	accionariado	de	la	caja	respectiva.
Ley	26702.
Sexta	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Las	 normas	 de	 los	 artículos
167,	168	y	171	son	de	aplicación	general,	aun	cuando	no	fuese	una	empresa
del	Sistema	Financiero	 la	que	hubiese	recibido	el	 título	valor	o	 la	garantía
real	o	personal	a	que	tales	preceptos	se	refieren.
Ley	26702.
Sétima	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—La	 Superintendencia
promoverá	 la	 constitución	 de	 tribunales	 arbitrales	 que,	 integrados	 por
personas	de	reconocida	idoneidad	moral	y	profesional,	puedan	resolver	las
controversias	 que	 surjan	 entre	 las	 empresas	 del	 Sistema	 Financiero	 y	 de
Seguros,	y	entre	éstas	y	sus	clientes.
Ley	26702.
Octava	Disposición	Final	y	Complementaria.—Precisase	que	en	el	caso	de
enajenación	de	inmuebles	hipotecados	en	favor	de	las	empresas,	vía	remate
judicial	o	por	adjudicación	directa,	no	será	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el
inciso	1)	del	artículo	1708	del	Código	Civil,	salvo	que	el	respectivo	contrato
de	arrendamiento	se	hubiera	encontrado	inscrito	con	anterioridad	a	la	fecha
de	la	constitución	de	la	garantía	hipotecaria.
Ley	26702.
Novena	Disposición	Final	 y	Complementaria.—Apruébese	 el	Glosario	que
como	Anexo	forma	parte	de	la	presente	ley.
Ley	26702.
Décima	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Derogado.	 D.	 Leg.	 1028,
Art.	4°.
Ley	26702.
Décimo	 Primera	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Las	 empresas
multinacionales	 andinas	 que	 se	 dediquen	 al	 giro	 bancario	 se	 rigen	 por	 la
Decisión	 292	 de	 la	 Comisión	 del	 Acuerdo	 de	 Cartagena,	 sin	 perjuicio	 de
observar	 las	 disposiciones	 que	 regulan	 la	 actividad	 de	 las	 empresas	 y	 las
demás	pertinentes	de	la	presente	ley.
Ley	26702.
Décimo	Segunda	Disposición	Final	y	Complementaria.—Las	empresas	que
se	dediquen	a	prestar	servicios	de	transporte	de	dinero	y	valores	requerirán
autorización	de	la	Superintendencia	y	del	Ministerio	del	Interior.
Ley	26702.
Décimo	 Tercera	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Modificado.	 Ley
28579,	 Tercera	 Disposición	 Final.	 Las	 disposiciones	 contenidas	 en	 la
presente	ley	son	de	aplicación	supletoria	para	Cofide	en	tanto	no	alteren	su
calidad	de	banco	de	desarrollo	de	segundo	piso,	establecida	en	su	estatuto.
Del	mismo	modo,	dichas	disposiciones	son	de	aplicación	supletoria	para	el
Fondo	Mivivienda	S.A.	en	tanto	no	contravengan	lo	dispuesto	en	su	Ley	de
Conversión,	ni	alteren	su	calidad	de	entidad	especializada	en	el	desarrollo
del	mercado	hipotecario.	Asimismo,	el	Banco	de	la	Nación,	en	su	calidad	de
persona	 jurídica	 de	 derecho	 público	 se	 rige	 por	 su	 estatuto,	 siéndole	 de
aplicación	la	disposición	contenida	en	el	artículo	33.
Las	 mencionadas	 instituciones	 están	 excluidas	 del	 Fondo	 de	 Seguro	 de
Depósitos.
El	Fondo	Mivivienda	S.A.	puede	actuar	simultáneamente	como	fiduciario	y
fideicomitente.	Dicha	entidad	podrá	actuar	como	fiduciario	en	fideicomisos
de	 titulización,	 no	 siendo	 de	 aplicación	 el	 artículo	 224	 inciso	 6	 y	 último
párrafo	del	artículo	242	de	la	presente	ley.
Ley	26702.
Décimo	Cuarta	Disposición	Final	y	Complementaria.—Mediante	normas	de
carácter	 general,	 la	 Superintendencia	 regula	 los	 procedimientos
establecidos	 en	 la	 Sección	 Quinta	 de	 la	 presente	 Ley	 para	 asegurar	 el
cumplimiento	de	los	fines	objeto	de	la	misma.
Ley	26702.
Décimo	Quinta	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Derogado.	D.	 Leg.
1028,	Art.	4°.
Ley	26702.
Décimo	Sexta	Disposición	Final	y	Complementaria.—El	Fondo	de	Garantía
para	 la	 Pequeña	 Industria	 -	 Fogapi,	 se	 encuentra	 sujeto	 a	 los	 factores	 de
ponderación	 de	 riesgos,	 patrimonios	 efectivos,	 límites	 y	 niveles	 de
provisiones,	 establecidos	 por	 esta	 ley,	 así	 como	 a	 la	 supervisión	 de	 la
Superintendencia.	El	plazo	de	adecuación	será	de	90	días.
Ley	26702.
Décimo	 Sétima	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Los	 bancos
multinacionales	constituidos	al	amparo	del	Decreto	Ley	N°	21915	y	que	se
encuentren	 en	 operaciones,	 que	 no	 opten	 por	 adecuarse	 a	 las	 normas
generales	 contenidas	 en	 la	 presente	 ley,	 se	 regirán	 por	 las	 normas
siguientes:
1.	 Sólo	 pueden	 ser	 accionistas	 de	 los	 bancos	 multinacionales	 las
instituciones	 financieras	 de	 inversión	 o	 de	 crédito,	 seguros,	 reaseguros,
públicos	o	privados,	de	reconocida	solvencia	en	su	país	de	origen.
2.	El	capital	suscrito	mínimo	de	los	bancos	multinacionales	es	de	cincuenta
millones	de	dólares	americanos	o	su	equivalente	en	otras	monedas	de	libre
convertibilidad.	 El	 capital	 pagado	 no	 puede	 ser	 interior	 al	 cincuenta	 por
ciento	de	dicha	suma.
3.	 Los	 bancos	 multinacionales	 se	 constituyen	 con	 la	 participación	 del
capital	extranjero	y	tienen	por	objeto	promover	y	participar	en	todo	tipo	de
operaciones	bancarias	y	financieras,	de	inversión	y	desarrollo	de	negocios,
servicios	y	otras	actividades	afines,	en	el	país	y	en	el	exterior.
4.	Los	bancos	constituidos	como	multinacionales	se	consideran	extranjeros
y	sus	 inversiones	y	créditos	en	el	país	como	tales,	 cuando	se	efectúen	con
recursos	originados	en	el	exterior.
5.	 Los	 bancos	 multinacionales,	 pueden	 realizar	 operaciones	 activas	 y
pasivas	propias	de	empresas	bancarias	o	financieras	en	el	mercado	interno,
siempre	que	asignen	de	su	capital	social,	en	efectivo,	un	capital	no	menor	al
mínimo	 legal	 exigido	 para	 las	 empresas	 bancarias,	 y	 mantener	 tales
recursos	en	el	país.
6.	 Para	 el	 establecimiento,	 traslado	 y	 cierre	 de	 sucursales	 o	 agencias	 de
bancos	multinacionales	dentro	del	país,	se	requiere	autorización	previa	de
la	 Superintendencia,	 la	 que	 se	 otorga	 teniendo	 en	 cuenta	 las	 condiciones
económicas	 y	 financieras	 generales	 y	 locales	 y	 previo	 informe	 del	 Banco
Central.	En	el	caso	de	sucursales	o	agencias	en	el	exterior,	sólo	es	necesario
comunicar	el	hecho	a	la	Superintendencia.
7.	Los	libros	y	registros	contables	requeridos	por	las	disposiciones	legales
peruanas	 deben	 ser	 llevados	 por	 los	 bancos	 multinacionales	 en	 español,
pudiendo	 serlo	 además	 en	 el	 idioma	 extranjero	 que	 establezcan	 sus
estatutos.
8.	 La	 contabilidad	 debe	 reflejar	 en	 cuentas	 separadas	 las	 operaciones,
ingresos	 y	 gastos	 que	 se	 deriven	 de	 las	 actividades	 extra	 territoriales,	 y
aquéllas	que	se	realicen	en	el	país.
9.	 Las	 operaciones	 efectuadas	 en	 el	 mercado	 interno	 se	 registran	 en
moneda	 nacional,	 pudiendo	 mantenerse	 las	 operaciones	 en	 moneda
extranjera	en	registros	auxiliares	en	la	moneda	de	origen.
10.	 Los	 estados	 financieros	 consolidados	 pueden	 ser	 elaborados	 y
presentados	en	la	moneda	que	establezca	el	respectivo	estatuto.
11	 .	En	caso	de	que	el	banco	multinacional	tuviera	su	oficina	principal	en
otro	país,	le	será	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el	artículo	292	de	la	presente
ley.
12.	Cuando	el	banco	multinacional	tenga	su	oficina	principal	en	el	Perú,	se
regirá,	en	el	orden	que	se	indica,	por:
a)	Las	normas	contenidas	en	esta	disposición	final;
b)	Las	demás	normas	contenidas	en	la	presente	ley:
c)	Las	disposiciones	contenidas	en	su	estatuto.
13.	Cuando	el	banco	multinacional	tenga	su	oficina	principal	fuera	del	Perú,
y	tenga	una	sucursal	en	el	Perú,	se	regirá,	en	el	orden	que	se	indica,	por:
a)	Tratándose	de	 las	materias	 extra	 territoriales	 que	no	 comprometan	 al
ahorro	del	público,	por	las	normas	contenidas	en	su	estatuto	social:
b)	Tratándose	de	las	materias	que	comprometan	al	ahorro	del	público,	por
las	normas	contenidas	en	la	presente	ley;
14.	Cuando	el	banco	multinacional	tenga	su	oficina	principal	fuera	del	Perú,
se	regirá,	en	el	orden	que	se	indica,	por:
a)	Las	normas	contenidas	en	su	estatuto	social;
b)	Las	normas	contenidas	en	esta	disposición	final,	en	todo	lo	que	atañe	a
la	información	que	debe	presentar	a
la	 Superintendencia,	 así	 como	 a	 las	 autorizaciones	 que	 debe	 solicitar	 de
este	último	organismo;
c)	 En	 caso	 de	 que,	 en	 el	 país	 donde	 tenga	 su	 oficina	 principal,	 el	 banco
multinacional	 no	 se	 encontrara	 sujeto	 a	 un	 mecanismo	 de	 supervisión
equivalente	 al	 que	 establece	 la	 presente	 ley,	 la	 Superintendencia	 podrá
asumir	esa	supervisión.
15.	 Los	 bancos	multinacionales	 deberán	 presentar	 a	 la	 Superintendencia
toda	información	y	documentación	que	este	Organismo	les	solicite.
Ley	26702.
Décimo	 Octavo	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Los	 instrumentos
que	 se	 emitan	 para	 fines	 de	 titulización	 y	 bonos	 de	 arrendamiento
financiero,	por	su	naturaleza	no	son	susceptibles	de	redención	anticipada,	y
son	materia	de	negociación	en	el	mercado	secundario.
Ley	26702.
Décimo	 Novena	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Exceptúese	 de	 lo
dispuesto	en	los	artículos	53	y	55	de	la	presente	ley,	la	participación	de	las
empresas	del	sistema	financiero	en	Cofide.
Modificado.	Ley	27102,	Art.	8°.	Asimismo,	exceptúese	de	lo	dispuesto	en
los	artículos	53	y	55,	la	participación	de	las	empresas	del	sistema	financiero
en	la	institución	a	que	se	refiere	la	Resolución	Suprema	N°	346-96-PCM,	del
27de	setiembre	de	1996,	y	en	las	cajas	municipales	de	ahorro	y	crédito,	para
las	cuales	tampoco	rige	la	disposición	contenida	en	el	numeral	6	del	artículo
20.
Ley	26702.
Vigésima	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—En	 todos	 los	 casos
previstos	en	la	presente	ley	en	los	que	corresponde	emitir	opinión	al	Banco
Central,	su	opinión	se	entenderá	favorable	a	la	solicitud	formulada,	si	en	el
término	de	treinta	días	no	emite	informe.
Ley	26702.
Vigésimo	 Primera	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Las	 empresas
clasificadoras	 de	 riesgos	 a	 que	 hace	 referencia	 la	 presente	 ley	 son	 las
reguladas	 por	 la	 Ley	 del	 Mercado	 de	 Valores,	 así	 como	 otras	 similares
constituidas	en	el	exterior	previamente	calificadas	por	la	Superintendencia.
Ley	26702.
Vigésimo	 Segunda	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Conasev,
mediante	 disposiciones	 de	 carácter	 general,	 establecerá	 los	 criterios	 de
.vinculación,	de	propiedad	directa	e	 indirecta,	 y	 sobre	grupos	económicos,
en	las	materias	regidas	por	la	Ley	del	Mercado	de	Valores.
Ley	26702.
Vigésimo	Tercera	Disposición	Final	y	Complementaria.—Los	coeficientes	a
ser	utilizados	para	los	fines	previstos	en	el	artículo	148	podrán	ser	variados
por	la	Superintendencia,	previa	opinión	del	Banco	Central.
Ley	26702.
Vigésimo	Cuarta	Disposición	Final	y	Complementaria.—
1.	Sólo	pueden	operar	con	recursos	del	público	las	sociedades	cooperativas
de	ahorro	y	crédito	autorizadas	por	la	Superintendencia	a	captar	dinero	de
personas	 distintas	 a	 sus	 asociados,	 a	 que	 se	 refiere	 el	 artículo	 289	 de	 la
presente	ley.
2.	 El	 control	 de	 las	 cooperativas	 de	 ahorro	 y	 crédito	 no	 autorizadas	 a
operar	 con	 terceros,	 corresponde,	 en	 primera	 instancia,	 a	 su	 consejo	 de
vigilancia	y	a	su	asamblea	general	de	asociados.
3.	La	supervisión	de	las	cooperativas	a	que	se	refiere	el	apartado	2	está	a
cargo	de	 la	Federación	Nacional	de	Cooperativas	de	Ahorro	y	Crédito	o	de
otras	federaciones	de	segundo	nivel	reconocidas	por	la	Superintendencia,	y
a	las	que	se	afilien	voluntariamente.
4.	 Con	 respecto	 a	 sus	 cooperativas	 afiliadas,	 las	 federaciones	 de
cooperativas	a	que	se	 refiere	el	apartado	3	que	antecede,	están	 facultadas
para:
a)	Disponer	que	cualquier	cooperativa	adopte,	en	el	plazo	y	las	condiciones
que	 establezca,	 las	 medidas	 necesarias	 a	 fin	 de	 restablecer	 un	 nivel
adecuado	 de	 solvencia,	 pudiendo	 para	 tal	 efecto	 variar	 su	 estructura
financiera	 o	 reorganizar	 su	 administración	 con	 las	 modificaciones	 que
fueren	requeridas	en	sus	órganos	directivos	y	gerencia;
b)	 Recabar	 de	 las	 cooperativas	 toda	 información	 que	 les	 soliciten	 y
exigirles	la	presentación	de	todo	tipo	de	documentos;
c)	Efectuar	auditorías	externas	a	las	cooperativas	afiliadas;
d)	 Constituir	 un	 fondo	 de	 contingencias	 para	 el	 apoyo	 financiero	 de	 las
cooperativas	afiliadas;	y
e)	Brindar	los	demás	servicios	que	requieran	las	cooperativas	integrantes
de	la	respectiva	federación.
5.	 Los	 órganos	 de	 gobierno	 de	 tales	 federaciones	 a	 que	 se	 contraen	 los
apartados	 3	 y	 4	 que	 anteceden	 son	 la	 asamblea	 general,	 el	 consejo
administrativo	y	la	gerencia.
6.	 La	 Superintendencia	 supervisa	 y	 controla	 a	 las	 federaciones	 a	 que	 se
refieren	los	apartados	3	a	5	que	anteceden,	y	regula	las	operaciones	de	las
cooperativas	de	ahorro	y	crédito	no	autorizadas	a	operar	con	recursos	del
público.	A	tal	fin	está	facultada	para:
a)	 Recabar,	 por	 conducto	 de	 las	 citadas	 federaciones,	 información	 sobre
cualesquiera	de	dichas	cooperativas;
b)	Practicar	visitas	de	inspección;
c)	 Disponer	 la	 adopción	 de	 las	 medidas	 necesarias	 para	 corregir	 las
deficiencias	patrimoniales	o	administrativas	que	se	detecte.
7.	 Las	 cooperativas	de	 ahorro	 y	 crédito	no	 autorizadas	 a	 captar	 recursos
del	público	tienen	las	siguientes	características:
a)	Tienen	capital	variable	en	función	del	importe	de	las	aportaciones	de	los
cooperativistas;
b)	Sólo	pueden·	captar	recursos	de	sus	socios	cooperativistas;
e)	Sólo	pueden	otorgar	crédito	a	sus	socios	cooperativistas;
d)	No	podrán	ser	autorizadas	a	captar	recursos	del	público;
e)	Los	depósitos	de	los	cooperativistas	no	se	encuentran	incluidos	dentro
del	sistema	del	Fondo	de	Seguro	de	Depósitos	a	que	se	refiere	 la	presente
ley;
f)	 Se	 rigen	 por	 la	 Ley	 General	 de	 Cooperativas	 y	 disposiciones
complementarias	y	modificatorias.
8.	 No	 podrán	 ser	 elegidos	 ni	 nombrados	 directivos	 y	 funcionarios,
respectivamente,	de	 las	 cooperativas	y	 centrales	 cooperativas	de	ahorro	y
crédito	 a	 que	 se	 contrae	 esta	 disposición	 final,	 quienes	 hubieren	 sido
encontrados	 responsables	 administrativa	 o	 penalmente	 por	 actas	 de	mala
gestión.
Ley	26702.	
Vigésimo	 Quinta	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Derógase	 el
Decreto	Legislativo	N°	770,	así	como	los	decretos	leyes	N°s.	12813,	25987	y
25612,	y	sus	disposiciones	complementarias	y	modificatorias.
Derógase	los	artículos	10,	31,	32,	33,	34	y	35	de	la	Ley	de	Hipoteca	Naval,	N
°	 2411;	 así	 como	 la	 Primera	 Disposición	 Complementaria	 del	 Decreto
Legislativo	N°	857.	La	hipoteca	naval	se	regirá,	por	las	normas	generales	del
Código	 Civil	 sobre	 la	 hipoteca,	 y	 por	 las	 normas	 contenidas	 en	 el	 artículo
170	de	esta	ley,	el	artículo	6°	del	Código	Tributario	promulgado	por	Decreto
Legislativo	 N°	 816,	 y,	 en	 lo	 aplicable,	 por	 la	 Ley	 de	 Reestructuración
Patrimonial	promulgada	por	el	Decreto	Legislativo	N°	847.
Derógase	los	numerales	2,	4	y	7	del	artículo	732	y	el	artículo	742	de	la	Ley
General	 de	 Cooperativas,	 recogida	 en	 el	 Texto	 Único	 Ordenado	 aprobado
por	Decreto	Supremo	N°	07	4-90-TR,	el	Decreto	Ley	N°	26091,	y	en	general
toda	norma	que	se	oponga	o	contravenga	a	lo	dispuesto	en	la	presente	ley.
Ley	26702.
Vigésimo	 Sexta	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Incorporado.	 Ley
27102,	Art.	9°.	Los	registros	públicos	deberán	 inscribir	por	el	solo	mérito
de	 su	 pre-sentación,	 las	 resoluciones	 que	 emita	 la	 Superintendencia	 en
virtud	de	los	artículos	99	numeral	2,	107	numeral	1	y	355.
Asimismo,	para	efectos	de	lo	dispuesto	en	el	numeral	3	del	artículo	99	no
son	de	apli-cación	las	disposiciones	de	la	Ley	del	Mercado	de	Valores,	en	los
que	se	opongan.
Ley	26702.
Vigésimo	Sétima	Disposición	Final	y	Complementaria.—Incorporado.	Ley
27102,	 Art.	 9°.	 Los	 derechos	 y	 demás	 bienes	 adquiridos	 por	 terceros	 de
buena	 fe	 durante	 el	 régimen	 de	 intervención,	 no	 son	 materia	 de
reivindicación,	ni	son	objeto	de	 impugnación	 judicial	o	administrativa.	Las
certificaciones	de	las	transferencias	emitidas	por	la	Superintendencia	tienen
mérito	suficiente	para	ser	inscritas	en	los	registros	públicos	respectivos.
Los	 bienes	 de	 la	 empresa	 durante	 el	 régimen	 de	 intervención	 no	 son
susceptibles	de	medida	cautelar	alguna.
Ley	26702.
Vigésima	Octava	Disposición	Final	y	Complementaria.—Incorporado.	Ley
27102,	 Art.	 9°.	 La	 Superintendencia	 con	 la	 finalidad	 de	 facilitar	 las
transferencias	previstas	en	el	artícu-lo	107	o	 los	procesos	previstos	en	 los
artículos	 99	 y	 151	 podrá,	 de	 manera	 temporal,	 exceptuar	 o	 eximir	 del
cumplimiento	de	algunos	de	 los	 limites	establecidos	en	 la	presente	Ley	en
las	demás	disposiciones	que	le	resulten	aplicables.
Ley	26702.
Vigésimo	Novena	Disposición	Final	y	Complementaria.—Incorporado.	Ley
28755,	Art.	2°.	Los	supervisados	tendrán	derecho	a	ser	 indemnizados	por
la	 Superintendencia	 por	 toda	 lesión	 que	 sufran	 en	 sus	 bienes	 y	 derechos,
salvo	 en	 casos	 de	 fuerza	 mayor,	 siempre	 que	 los	 trabajadores	 y/o
funcionarios	 presuntamente	 responsables	 hubieran	 obrado	 con	 dolo	 o
negligencia	 grave	 en	 el	 ejercicio	 de	 su	 función.	 En	 estos	 casos,	 la
Superintendencia	 podrá	 repetir	 judicialmente	 contra	 los	 trabajadores	 y
funcionarios	 responsables	 del	 perjuicio,	 en	 los	 términos	 previstos	 en	 el
artículo	 238	 de	 la	 Ley	 N°	 27444,	 Ley	 del	 Procedimiento	 Administrativo
General.
Las	medidas	cautelares	para	 futura	ejecución	 forzada	sobre	 los	bienes	de
los	 trabajadores	 y	 funcionarios	 de	 la	 Superintendencia,	 por	 actos	 u
omisiones	 realizados	 en	 el	 ejercicio	 de	 sus	 funciones	 de	 regulación	 y
supervisión	de	acuerdo	a	la	presente	ley,	únicamente	proceden	si,	mediante
sentencia	consentida	o	ejecutoriada,	se	ha	declarado	la	responsabilidad	civil
de	la	Superintendencia	por	actos	u	omisiones	realizados	por	el	trabajador	o
funcionarios	cuyos	bienes	son	objeto	de	 la	solicitud	de	afectación.	En	toda
denuncia	 de	 carácter	 penal	 que	 sea	 interpuesta	 contra	 un	 trabajador	 o
funcionario	de	 la	Superintendencia,	por	actos	u	omisiones	realizados	en	el
ejercicio	 de	 sus	 funciones	 de	 regulación	 y	 supervisión	 de	 acuerdo	 a	 la
presente	ley,	la	autoridad	que	conozca	de	dicha	denuncia	deberá	solicitar	a
la	 Superintendencia,	 con	 anterioridad	 a	 cualquier	 pronunciamiento,	 un
informe	 técnico	 que	 señale	 el	 alcance	 de	 las	 funciones	 del	 referido
trabajador	o	funcionario.
Lo	 dispuesto	 en	 el	 presente	 artículo	 no	 enerva	 las	 atribuciones	 del
Congreso	de	la	República	y	de	la	Contraloría	General	de	la	República,	para
que	 ejerzan	 su	 función	 de	 control	 y	 fiscalización	 respecto	 de	 los	 actos	 u
omisiones	de	los	trabajadores	o	funcionarios	de	la	Superintendencia.
Ley	26702.
Trigésima	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Incorporado.	 D.	 Leg.
1052,	 Art.	 3°.	 Sin	 perjuicio	 de	 lo	 establecido	 en	 la	 presente	 ley,	 las
empresas	del	sistema	de	seguros	y/o	proveedores	de	servicios	relacionados
con	 los	 seguros,	 domiciliados	 en	 el	 territorio	 de	 un	 país	 con	 el	 cual	 Perú
mantenga	vigente	un	 tratado	 internacional	 en	el	que	 se	haya	permitido	 la
contratación	de	 los	 siguientes	 servicios	 de	 seguros	 y	 relacionados	 con	 los
seguros:
a)	seguros	contra	riesgos	relativos	a:
(i)	 transporte	 marítimo,	 aviación	 comercial	 y	 lanzamiento	 y	 transporte
espaciales	 (incluidos	 satélites),	 que	 cubran	 alguno	 o	 la	 totalidad	 de	 los
siguientes	elementos:	 las	mercancías	objeto	de	 transporte,	el	vehículo	que
transporte	las	mercancías	y	cualquier	responsabilidad	que	pueda	derivarse
de	los	mismos;	y
(ii)	mercancías	en	tránsito	internacional.
b)	servicios	de	reaseguro	y	retrocesión;
c)	 consultores,	 actuarios,	 evaluación	 de	 riesgos	 e	 indemnización	 de
siniestros;	y,
d)	intermediación	de	seguros	de	riesgos	relacionados	a	los	listados	en	los
subpárrafos	 (a)	 y	 (b);	 podrán	 suministrar	 en	 el	 Perú	 tales	 servicios	 de
seguros	y	relacionados	con	los	seguros.
Sin	perjuicio	de	otras	medidas	de	regulación	prudencial	para	el	 comercio
transfronterizo	de	los	servicios	antes	indicados,	 la	Superintendencia	podrá
exigir	 el	 registro	 de	 las	 empresas	 o	 proveedores	 transfronterizos	 y	 de
instrumentos	financieros,	cumpliendo	lo	dispuesto	en	la	Trigésimo	Segunda
Disposición	Final	y	Complementaria	de	la	presente	ley.
Ley	26702.
Trigésima	Primera	Disposición	Final	y	Complementaria.—Incorporado.	D.
Leg.	1028,	Art.	2°.	La	 autorización	que	 emita	 la	 Superintendencia	para	 la
ampliación	 de	 operaciones	 de	 las	 empresas	 del	 Sistema	 Financiero,	 de
conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 los	 artículos	 283	 al	 289,	 requerirá	 la
opinión	 previa	 del	 Banco	 Central	 cuando	 se	 trate	 de	 las	 siguientes
operaciones:
a.	Numeral	1	del	artículo	221:	Recibir	depósitos	a	la	vista;
b.	Numeral	2	del	artículo	221:	Recibir	depósitos	a	plazo	y	de	ahorros,	así
como	en	custodia;
c.	Numeral	3a)	del	artículo	221:	Otorgar	sobregiros	o	avances	en	cuentas
corrientes;
d.	Numeral	30a)	del	artículo	221:	Emitir	cheques	de	gerencia;
e.	Numeral	30b)	del	artículo	221:	Emitir	órdenes	de	pago;
f.	Numeral	31	del	artículo	221:	Emitir	cheques	de	viajero;	y,
g.	Numeral	 16	 del	 artículo	 221:	 Efectuar	 operaciones	 con	 commodities	 y
con	productos	 financieros	derivados,	 tales	 como	 forwards,	 futuros,	 swaps,
opciones,	 derivados	 crediticios	 u	 otros	 instrumentos	 o	 contratos	 de
derivados.
h.	Incorporado.	Ley	29985,	Tercera	Disp.	Compl.	Modif.	Numeral	42	del
artículo	221:	Emitir	dinero	electrónico.
Ley	26702.
Trigésima	 Segunda	 Disposición	 Final	 y	 Complementaria.—Incorporado.
D.	Leg.	1028,	Art.	2°.	La	Superintendencia,	en	la	medida	de	lo	practicable:
a)	 Publicará	 por	 anticipado	 cualquier	 regulación	 de	 aplicación	 general
relativa	 a	 materias	 de	 la	 presente	 ley;	 así	 como	 el	 propósito	 de	 dichas
regulaciones;
b)	 Brindará	 a	 las	 personas	 interesadas	 una	 oportunidad	 razonable	 para
hacer	comentarios	a	dichas	regulaciones	propuestas;
c)	Al	adoptar	regulaciones	definitivas,	considerará	comentarios	sustantivos
recibidos	de	los	interesados	con	respecto	a	las	regulaciones	propuestas;	y,
d)	 Dejará	 transcurrir	 un	 plazo	 razonable	 entre	 la	 publicación	 de	 las
regulaciones	definitivas	y	su	entrada	en	vigencia.
La	 reglamentación	 referida	 a	 los	 artículos	 133,	 184,	 186,	 187,	 188,	 189,
190,	191,	192,	193,	194,	196,	212	y	233	debe	prepublicarse	por	un	período
mínimo	de	noventa	(90)	días	calendario,	antes	de	su	publicación	definitiva.
	
DISPOSICIONES	TRANSITORIAS
Ley	26702.
Primera	 Disposición	 Transitoria.—La	 presente	 ley	 rige	 desde	 el	 día
siguiente	de	su	publicación	en	el	Diario	Oficial	El	Peruano,	salvo	los	plazos
especiales	establecidos	en	esta	misma	ley.
Las	empresas	de	los	sistemas	financiero	y	de	seguros	que	se	encuentran	en
actividad	 al	 dictarse	 la	 presente	 ley	 deben	 adecuar	 sus	 operaciones	 y
estatuto	 a	 las	 disposiciones	 que	 esta	 contiene,	 dentro	 del	 plazo	 de	 seis
meses	computados	desde	que	entra	en	vigencia,	 salvo	disposición	expresa
contenida	en	la	presente	ley.
En	el	caso	de	que,	como	consecuencia	de	la	aplicación	de	las	normas	sobre
supervisión	 consolidada,	 resultaran	 excesos	 de	 concentración	 de
colocaciones,	 las	 empresas	 se	 adecuarán	 gradualmente	 a	 los	 límites
establecidos	en	los	artículos	202	a	211	de	la	presente	ley,	a	más	tardar	al	31
de	 diciembre	 del	 año	 2001.	 Sin	 embargo,	 no	 podrá	 incrementarse	 esos
niveles	de	concentración.
Si,	como	consecuencia	de	la	aplicación	del	primer	párrafo	del	artículo	202,
se	 produjera	 exceso	 de	 límites,	 las	 empresas	 del	 sistema	 financiero	 se
adecuarán	al	nuevo	límite	allí	establecido,	en	un	plazo	que	no	excederá	del
plazo	 señalado	 en	 el	 párrafo	 que	 antecede.	 Sin	 embargo,	 no	 podrá
incrementarse	 los	 niveles	 de	 concentración	 existentes	 a	 la	 fecha	 de
publicación	de	la	presente	ley.
Ley	26702.
Segunda	Disposición	 Transitoria.—Los	 bonos	 subordinados	 emitidos	 con
anterioridad	a	la	entrada	en	vigencia	de	la	presente	ley,	se	rigen	por	la	ley
vigente	al	tiempo	de	su	emisión.
Ley	26702.
Tercera	Disposición	Transitoria.—Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.	3°.
Ley	26702.
Cuarta	Disposición	Transitoria.—Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.	3°.
Ley	26702.
Quinta	Disposición	Transitoria.—Las	cooperativas	de	ahorro	y	crédito	que
a	 la	 vigencia	de	 la	presente	 ley	deseen	 captar	 recursos	del	público,	deben
adecuarse	 a	 esta	 ley.	 Al	 efecto,	 el	 importe	 de	 la	 reserva	 cooperativa	 será
abonado	 a	 la	 cuenta	 de	 reserva	 legal	 establecida	 en	 la	 presente	 ley,	 no
siéndole	 aplicable	 la	 norma	 del	 artículo	 44	 de	 la	 Ley	 General	 de
Cooperativas,	 Texto	 Único	 Ordenado	 aprobado	 por	 Decreto	 Supremo	 N°
074-90-TR.
La	 reserva	 cooperativa	 se	 considerará	 como	 parte	 del	 capital	 social
aportado	por	los	socios	hasta	la	fecha	de	la	transformación,	reconociéndose
a	éstos	la	parte	proporcional	sobre	dichos	fondos	en	función	de	los	aportes
por	ellos	realizados	a	la	cooperativa.	Tales	aportes	serán	representados	por
acciones	sociales	libremente	transferibles	a	terceros.
Ley	26702.
Sexta	Disposición	Transitoria.—Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.	4°.
Ley	26702.
Sétima	 Disposición	 Transitoria.—Salvo	 que	 se	 adecuen	 a	 las	 normas
generales	 contenidas	 en	 la	 presente	 ley,	 los	 bancos	 multinacionales
actualmente	 existentes	 quedarán	 sujetas	 al	 régimen	 precisado	 en	 la
disposición	final	y	complementaria	décimo	sétima.
Ley	26702.
Octava	Disposición	Transitoria.—Los	procesos	liquidatorios	en	curso	bajo
el	ámbito	de	 la	Comisión	de	Liquidaciones	del	Decreto	Legislativo	N°	770,
serán	 transferidos	 a	 la	 Superintendencia,	 a	 más	 tardar	 el	 30	 de	 junio	 de
1997.	 Para	 tal	 finalidad,	 la	 Superintendencia	 dictará	 las	 medidas
correspondientes	 para	 que	 dicha	 transferencia	 se	 efectúe	 sin	 afectar	 la
realización	 actualmente	 en	 proceso	 de	 sus	 respectivos	 activos.	 Dichos
procesos	serán	objeto	de	encargos	de	acuerdo	a	lo	dispuesto	en	el	artículo
115.
Ley	26702.
Novena	 Disposición	 Transitoria.—Las	 cajas	 rurales	 de	 ahorro	 y	 crédito
inscribirán	 las	 prendas	 agrarias	 de	 que	 sean	 titulares,	 en	 los	 Registros
Públicos	 respectivos	 dentro	 del	 término	 improrrogable	 de	 ciento	 ochenta
(180)	 días	 contados	 a	 partir	 de	 la	 publicación	 de	 la	 presente	 ley.	 Las
prendas	agrarias	que	no	 fueran	 inscritas	dentro	de	dicho	plazo	no	podrán
ser	opuestas	ante	otras	empresas	del	Sistema	Financiero.
Ley	26702.
Décima	Disposición	Transitoria.—Las	empresas	de	transportes,	custodia	y
administración	 de	 numerario,	 así	 como	 las·	 empresas	 de	 transferencia	 de
fondos	en	actual	existencia	se	adecuarán	a	lo	dispuesto	en	la	presente	ley	en
un	 plazo	 que	 establezca	 la	 Superintendencia.	 Al	 efecto,	 someterán	 el	 plan
respectivo	a	la	aprobación	de	la	Superintendencia.
Ley	26702.
Décimo	Primera	Disposición	Transitoria.—Cuando	 el	 Estado	 lo	 considere
oportuno,	 transferirá	 el	 íntegro	 de	 las	 inversiones	 en	 los	 bancos
multinacionales	 creados	 al	 amparo	 del	 Decreto	 Ley	 N°	 21915	 y	 sus
disposiciones	transitorias.
Ley	26702.
Décimo	Segunda	Disposición	Transitoria.—Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.
3°.
Ley	26702.
Décimo	Tercera	Disposición	Transitoria.—El	procedimiento	de	elección	de
los	 directores	 previsto	 en	 el	 artículo	 79	 no	 es	 de	 aplicación	 a	 las	 cajas
municipales	de	ahorro	y	crédito,	el	que	se	regirá	por	su	ley	propia.
Ley	26702.
Décimo	Cuarta	Disposición	Transitoria.—Las	cajas	municipales	de	ahorro	y
crédito	y	 las	 cajas	municipales	de	crédito	popular,	deberán	convertirse	en
sociedades	anónimas	en	un	plazo	que	no	excederá	de	doce	meses	contados
a	 partir	 de	 la	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley.	 No	 será	 aplicable	 a
dichas	sociedades	anónimas	el	requisito	de	la	pluralidad	de	accionistas.
Autorizase	 a	 los	 respectivos	 concejos	 municipales,	 previa	 opinión	 de	 la
Fepmac,	 a	acordar	 la	participación	de	personas	naturales	o	 jurídicas	en	el
accionariado	de	las	correspondientes	cajas	municipales	de	ahorro	y	crédito,
preferentemente	a	instituciones	afines	del	país	y	del	exterior.
Autorizase	 igualmente	 a	 los	 concejos	 municipales	 a	 acordar	 la
participación	 de	 personas	 naturales	 o	 jurídicas	 en	 el	 accionariado	 de	 las
correspondientes	cajas	municipales	de	crédito	popular,	preferentemente	a
instituciones	afines	del	país	y	del	exterior.
Ley	26702.
Décimo	 Quinta	 Disposición	 Transitoria.—Las	 obligaciones	 emitidas	 con
anterioridad	a	la	vigencia	de	la	presente	ley,	que	se	encuentren	garantizadas
por	 el	 Fondo	 de	 Seguro	 de	 Depósitos,	 continuarán	 garantizados	 por	 éste,
hasta	su	vencimiento.
Por	 su	 parte,	 los	 depósitos	 efectuados	 en	 la	 Caja	 Municipal	 de	 Crédito
Popular	de	Lima	con	anterioridad	a	la	vigencia	de	la	presente	ley	continúan
excluidos	del	Fondo	de	Seguro	de	Depósitos.
Ley	26702.
Décimo	Sexta	Disposición	Transitoria.—Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.
Las	empresas	del	 sistema	 financiero	distintas	de	 las	empresas	bancarias	y
financieras,	 que	 a	 la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 ley	 no
cuenten	 con	 la	 clasificación	a	que	hace	 referencia	 el	 artículo	136,	 tendrán
plazo	hasta	el	31	de	 julio	de	2010	para	adecuarse	a	 lo	dispuesto	en	dicho
artículo.
Ley	26702.
Décimo	 Sétima.—Las	 empresas	 de	 crédito	 de	 consumo	 constituidas
durante	la	vigencia	del	Decreto	Legislativo	N°	770,	tendrán	un	plazo	de	un
año	para	adecuarse	a	los	términos	de	la	presente	ley.	Entretanto,	se	regirán
por	 las	 normas	 sobre	 dicho	 tipo	 de	 empresas	 contenidas	 en	 ese	 decreto
legislativo.
Ley	26702.
Décimo	 Octava	 Disposición	 Transitoria.—En	 tanto	 no	 se	 constituyan	 las
instituciones	de	 compensación	y	 liquidación	de	valores	a	que	 se	 refiere	el
artículo	 56,	 la	 información	 a	 que	 se	 refiere	 ese	 artículo	 deberá	 ser
proporcionada	 a	 la	 Superintendencia	 por	 la	 entidad	 que	 cumpla	 sus
funciones.
Ley	26702.
Décimo	 Novena	 Disposición	 Transitoria.—Las	 empresas	 del	 sistema	 de
seguros	podrán	otorgar	financiamiento	de	las	primas	de	seguros	hasta	el	30
de	junio	del	año	2000.
Las	 cuentas	 por	 cobrar	 resultantes	 del	 financiamiento	 antes	mencionado
no	 constituyen	 parte	 de	 las	 inversiones	 del	 patrimonio	 de	 solvencia,	 del
fondo	de	garantía	ni	de	las	reservas	técnicas.
NOTA:	El	artículo	único	de	la	Ley	27299,	publicada	el	07	de	julio	del	2000,	prorrogó	hasta	el	30	de
junio	 del	 año	 2002	 el	 plazo	 a	 que	 se	 refiere	 el	 primer	 párrafo	 de	 la	 Décimo	 Novena	 Disposición
Transitoria	de	la	Ley	26702.
Ley	26702.
Vigésima	Disposición	Transitoria.—Incorporado.	Ley	28184,	Art.	2°.	Si	a
la	 fecha	 de	 entrada	 en	 vigencia	 de	 la	 presente	 disposición	 las	 empresas
registraran	 excesos	 al	 límite	 establecido	 en	 el	 artículo	 209	 de	 la	 presente
ley,	 ocasionados	 por	 operaciones	 de	 arrendamiento	 financiero,	 deberán
adecuarse	en	un	plazo	que	no	excederá	del	31	de	diciembre	del	año	2006,
debiendo	al	31	de	diciembre	del	2004	no	superar	un	monto	equivalente	al
70%	del	patrimonio	efectivo,	y	al	31	de	diciembre	del	2005	no	superar	el
50%	 del	 patrimonio	 efectivo.	 De	 presentarse	 los	 referidos	 excesos,	 las
empresas	no	podrán	incrementar	los	niveles	de	exposición	en	operaciones
de	arrendamiento	financiero	existentes	a	la	fecha	de	entrada	en	vigencia	de
la	presente	disposición.
Ley	26702.
Vigésima	Primera	Disposición	Transitoria.—Derogado.	D.	Leg.	1028,	Art.
3°.
Ley	26702.
Vigésima	 Segunda	Disposición	 Transitoria.—Incorporado.	D.	 Leg.	 1028,
Art.	2°.	Las	empresas	del	sistema	de	seguros	deben	mantener	el	equivalente
al	 treinta	 y	 cinco	 por	 ciento	 (35%)	 de	 su	 patrimonio	 de	 solvencia	 como
fondo	de	garantía,	en	tanto	se	emita	la	reglamentación	correspondiente.
Ley	26702.
Vigésima	 Tercera	 Disposición	 Transitoria.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1028,
Art.	 2°.	 Cuando	 una	 empresa	 se	 encuentre	 autorizada	 a	 aplicar	 modelos
internos	para	riesgo	de	crédito	y	mantenga	una	parte	de	su	portafolio	bajo
el	método	estándar,	lo	establecido	en	el	numeral	3	del	literal	B	del	artículo
184	 deberá	 ser	 calculado	 en	 función	 a	 los	 activos	 y	 contingentes
ponderados	por	riesgo	del	método	que	corresponda.
Ley	26702.
Vigésima	 Cuarta	 Disposición	 Transitoria.—Incorporado.	 D.	 Leg.	 1028,
Art.	 2°.	 Las	 empresas	 contarán	 con	 un	 plazo	 de	 adecuación	 para	 cumplir
gradualmente	con	 lo	dispuesto	en	el	primer	párrafo	del	artículo	199.	Para
dicho	efecto,	se	aprueba	el	siguiente	cronograma	de	adecuación:
Plazo
Requerimiento
patrimonial
(%	activos
ponderados	por
riesgo	totales)
Activos	ponderados	por	riesgo	totales	(Sumar)
A
julio	de
2009
9,5%
1.	Requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	de	mercado	multiplicado	por
10,5
2.	Requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	operacional	multiplicado	por
10,5;	y,
3.	Los	activos	y	contingentes	ponderados	por	riesgo	de	crédito
A
julio	de
2010
9,8%
1.	Requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	de	mercado	multiplicado	por
10,2
2.	Requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	operacional	multiplicado	por
10,2;	y,
3.	Los	activos	y	contingentes	ponderados	por	riesgo	de	crédito
A
julio	de
2011
10%
1.	Requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	de	mercado	multiplicado	por
10,2.	Requerimiento	de	patrimonio	efectivo	por	riesgo	operacional	multiplicado	por
10;	y,
3.	Los	activos	y	contingentes	ponderados	por	riesgo	de	crédito”
	
Ley	26702.
Vigésima	Quinta	Disposición	Transitoria.—Incorporado.	D.	Leg.	1028,	Art.
2°.	Resultará	aplicable	a	la	deuda	subordinada	redimible	con	menos	de
cinco	(5)	y	dos	(2)	años	para	su	vencimiento	al	1	de	julio	de	2009,	lo
dispuesto	en	los	numerales	3	y	4	del	artículo	233.
Ley	26702.
Anexo-Glosario
•	 Accionistas	 mayoritarios:	 Aquéllos	 que,	 directa	 o	 indirectamente,
tengan	 una	 participación	 de	 cuando	menos	 el	 equivalente	 a	 un	 sexto	 del
capital	social.
•	Año:	El	gregoriano,	según	las	reglas	del	artículo	183	del	Código	Civil.
•	Banco	Central:	Banco	Central	de	Reserva	del	Perú.
•	Cartera	negociable:	Todas	 las	posiciones	afectas	a	riesgos	de	mercado,
dentro	o	fuera	del	balance,	incluyendo	los	instrumentos	representativos	de
deuda,	de	capital,	las	posiciones	afectas	a	riesgo	cambiarlo,	y	las	posiciones
en	“commodities”.
•	Conasev:	Comisión	Nacional	Supervisora	de	Empresas	y	Valores.
•	Cofide:	Corporación	Financiera	de	Desarrollo	S.A.
•	 “Commodities”:	 Mercancías	 primarias	 o	 básicas	 consistentes	 en
productos	 físicos,	 que	 pueden	 ser	 intercambiados	 en	 un	 mercado
secundario,	 incluyendo	 metales	 preciosos	 pero	 excluyendo	 oro,	 que	 es
tratado	como	una	divisa.
•	 Conglomerado	 financiero:	 Conjunto	 de	 empresas	 nacionales	 o
extranjeras	 que	 realizan	 actividades	 financieras,	 de	 seguros	 y	 de	 valores,
incluyendo	a	 las	empresas	 tenedoras	de	 las	acciones	de	estas	últimas,	que
están	 vinculadas	 entre	 sí	 a	 través	 de	 relaciones	 directas	 o	 indirectas,	 de
propiedad,	 control,	 administración	 común,	 u	 otros	 medios	 que	 permitan
ejercer	 sobre	 ellas	 una	 influencia	 preponderante	 y	 continua	 sobre	 las
decisiones	del	directorio,	gerencia	general	u	otros	órganos	de	dirección	de
las	empresas	que	lo	conforman.
•	Conglomerado	mixto:	 Conjunto	 de	 empresas	 nacionales	 o	 extranjeras
integrado	 por,	 cuando	 menos.	 una	 empresa	 que	 desarrolla	 operaciones
financieras	 ocle	 seguros,	 y	 por	 otras	 que	 desarrollan	 operaciones	 no
financieras,	que	están	vinculadas	entre	sí	a	través	de	relaciones,	directas	o
indirectas,	de	propiedad,	control,	administración	común,	u	otros	medios	que
permitan	 ejercer	 una	 influencia	 preponderante	 y	 continua	 sobre	 las
decisiones	del	directorio,	gerencia	general	u	otros	órganos	de	dirección	de
las	empresas	que	lo	conforman.
•	Convenio	de	pagos	y	créditos	recíprocos:	El	celebrado	por	los	Bancos
Centrales	 de	 los	 países	 miembros	 de	 la	 Asociación	 Latinoamericana	 de
Integración	(Aladi).
•	Diario	oficial:	El	Diario	Oficial	“El	Peruano”	en	la	capital	de	la	República,
y	el	encargado	de	las	publicaciones	judiciales	en	los	demás	lugares	de	ella.
•	Días:	Los	calendario,	a	menos	que	se	señale	que	se	tratan	de	hábiles.
•	Empresas:	Las	empresas	del	sistema	financiero	y	de	seguros	autorizadas
a	operar	en	el	país	y	sus	subsidiarias,	con	exclusión	de	aquellas	que	prestan
servicios	complementarios.
•	Empresa	de	reaseguros:	Es	aquélla	que	otorga	cobertura	a	una	o	más
empresas	de	seguros	o	patrimonios	autónomos	de	seguros	por	 los	riesgos
asumidos,	 en	 los	 casos	 en	 que	 se	 encuentren	 capitales	 importantes,	 o	 así
convenga	a	estos	últimos	por	razón	de	sus	límites	operacionales.
•	Fondo:	El	Fondo	de	Seguro	de	Depósitos.
•	Sustituido.	D.	Leg.	1028,	Art.	1°.	Intermediación	financiera:	Actividad
que	realizan	las	empresas	del	sistema	financiero	consistente	en	la	captación
de	fondos	bajo	cualquier	modalidad,	y	su	colocación	mediante	la	realización
de	cualquiera	de	las	operaciones	permitidas	en	la	ley.
•	 Margen	 de	 solvencia:	 El	 respaldo	 marginal	 que	 deben	 poseer	 las
empresas	 de	 seguros,	 para	 hacer	 frente	 a	 posibles	 situaciones	 de
siniestralidad	 futura	 técnicamente	 no	 previstas	 y	 que	 se	 determina	 en
función	de	parámetros	establecidos	por	la	Superintendencia.
•	Mes:	El	calendario,	según	las	reglas	del	artículo	183	del	Código	Civil.
•	Ministerio:	El	Ministerio	de	Economía	y	Finanzas.
•	Ministro:	El	Ministro	de	Economía	y	Finanzas.
•	 Operaciones	 financieras:	 Son	 aquéllas	 autorizadas	 a	 las	 empresas
conforme	a	las	normas	de	la	Sección	Segunda	de	la	presente	ley,	ya	sea	que
se	traten	de	operaciones	pasivas,	activas;	servicios	o	inversiones.
•	Parientes:	Los	comprendidos	hasta	el	segundo	grado	de	consanguinidad
y	el	primero	de	afinidad.
•	Patrimonio	contable:	Recursos	propios	de	las	empresas,	constituido	por
la	 diferencia	 entre	 el	 activo	 y	 el	 pasivo.	 Comprende	 la	 inversión	 de	 los
accionistas	 o	 asociados,	 el	 capital	 adicional	 (proveniente	 de	 donaciones	 y
primas	 de	 emisión)	 así	 como	 las	 reservas,	 el	 capital	 en	 trámite,	 los
resultados	 acumulados	 y	 el	 resultado	 neto	 del	 ejercicio,	 netos	 de	 las
pérdidas,	 si	 las	 hubieren.	 No	 incluye	 el	 capital	 suscrito	mientras	 no	 haya
sido	integrado	al	capital.
•	Patrimonio	efectivo:	Es	el	importe	extra-contable	que	resulta	de	sumar
o	de	restar	del	patrimonio	contable,	el	importe	de	los	diversos	conceptos	a
que	se	refiere	la	presente	ley.
•	Ramos	de	seguros	de	vida:	Los	que	tienen	como	cobertura	principal,	los
riesgos	 que	 puedan	 afectar	 a	 la	 persona	 del	 asegurado	 en	 su	 existencia.
También	se	considerarán	comprendidos	dentro	de	este	ramo	los	beneficios
adicionales	que	basados	en	la	salud	o	en	accidentes	personales	se	incluyan
en	pólizas	regulares	de	seguros	de	vida,	los	contratos	de	seguro	que	tengan
como	base	planes	de	pensiones	relacionados	con	la	edad,	jubilación	o	retiro
de	personas	y	aquellos	derivados	de	los	regímenes	previsionales.	No	incluye
los	seguros	que	tengan	como	cobertura	principal	los	riesgos	por	accidentes
y	 enfermedades	 que	 no	 comprendan	 la	 cobertura	 de	 la	 existencia	 del
asegurado.
•	Ramos	de	seguros	generales:	Todos	 los	ramos	no	comprendidos	en	 la
definición	de	ramos	de	seguros	de	vida.
•	Representante:	 El	 representante	 en	 el	 país	 de	 una	 empresa	 bancaria,
financiera	y	de	reaseguros	no	establecida	en	éste.
•	 Resolución	 expedida	 con	 criterio	 de	 conciencia:	 Aquélla	 que	 no
requiere	expresión	de	causa	o	parte	considerativa,	y	es	in	impugnable.	Por
su	naturaleza,	no	genera	responsabilidad	por	su	expedición,	que	se	hace	en
ejercicio	 de	 la	 potestad	 y	 responsabilidad	 de	 salvaguardar	 el	 ahorro	 del
público,	 que	 confiere	 al	 Superintendente	 el	 artículo	 87	 de	 la	 Constitución
Política.
•	Riesgo	 crediticio:	 El	 riesgo	 de	 que	 el	 deudor	 o	 la	 contraparte	 de	 un
contrato	financiero	no	cumpla	con	las	condiciones	del	contrato.
•	Riesgo	 de	mercado:	 Riesgo	 de	 tener	 pérdidas	 en	 posiciones	 dentro	 y
fuera	 de	 la	 hoja	 del	 balance,	 derivadas	 de	movimientos	 en	 los	 precios	 de
mercado.	 Se	 incluye	 a	 los	 riesgos	 pertenecientes	 a	 los	 instrumentos
relacionados	 con	 tasas	 de	 interés,	 riesgo	 cambiario,	 cotización	 de	 las
acciones,	“commodities”,	y	otros.
•	 Incorporado.	 D.	 Leg.	 1028,	 Art.	 2°.	 Servicio	 financiero:	 Servicio
financiero	significa	cualquier	servicio	de	naturaleza	financiera.	Los	servicios
financieros	comprenden	todos	los	servicios	bancarios,	todos	los	servicios	de
seguros	y	relacionados	con	seguros	y	demás	servicios	financieros,	así	como
todos	 los	 servicios	 accesorios	 o	 auxiliares	 a	 un	 servicio	 de	 naturaleza
financiera.
•	 Sistema	 financiero:	 El	 conjunto	 de	 empresas,	 que	 debidamente
autorizadas	operan	en	la	intermediación	financiera.	Incluye	las	subsidiarias
que	requieran	de	autorización	de	la	Superintendencia	para	constituirse.
•	 Sistema	 de	 seguros:	 Las	 empresas	 de	 seguros	 y	 de	 reaseguros	 que
debidamente	 autorizadas	 operan	 en	 el	 país,	 distinguiéndose	 a	 las	 que
operan	en	riesgos	generales	y	 las	dedicadas	al	ramo	de	vida,	así	como	sus
subsidiarias	y	los	intermediarios	y	auxiliares	de	seguros.
•	Superintendencia:	La	Superintendencia	de	Banca	y	Seguros.
•	Superintendente:	El	Superintendente	de	Banca	y	Seguros.
•	Trabajadores:	Los	Gerentes,	incluido	el	Gerente	General,	los	funcionarios	y	los	demás	servidores
de	una	empresa	en	relación	de	dependencia.
